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JLa  feliz  acogida  que  ha  teuido  en  Ultramar  la  primera  edición  de  este  Diccionario,  la  rapidez 
con  que  se  han  despachado  sus  ejemplares,  y  los  nuevos  pedidos  que  se  han  hecho ,  han  dado 
aliento  al  autor  para  preparar  la  tercera,  corrigiendo  los  errores  que  se  habían  deslizado  en 
aquella,  reformando  algunos  de  sus  artículos,  dando  mas  estensíon  á  otros,  introduciendo 
muchos  nuevos ,  hasta  el  punto  de  haber  triplicado  el  volumen ,  y  poniendo  las  citas  de  las  leyes 
que  se  habian  omitido. 

No  se  lisonjea  el  autor  de  su  trabajo ,  ni  atribuye  el  aprecio  que  de  él  se  ha  hecho ,  sino  á  la 
necesidad  que  habia  de  una  obra  de  esta  clase.  Tenemos,  es  verdad,  el  Repertorio  de  las  leyes  de 
Castilla  por  Hugo  Celso,  los  lexicones  ó  vocabularios  jurídicos  de  Avendaño,  Lebrija  y  Pérez 
Mozun,  el  Diccionario  histórico  y  forense  del  derecho  real  por  Cornejo,  y  el  Teatro  de  la  legislación 
universal  de  España  é  Indias  por  Pérez  y  López.  Pero  Hugo  Celso  no  alcanzó  sino  hasta  mitad  del 
siglo  xvi,  y  redujo  su  compendio  á  un  número  muy  corto  de  artículos;  Avendaño,  Lebrija  y  Mozun 
se  limitaron  á  formar  colecciones  áridas  y  diminutas  de  voces  anticuadas  :  Cornejo  no  hizo  la  obra 
que  en  su  título  anunciaba,  pues  no  nos  dejó  en  ella  sino  apuntes  sobre  la  significación  é  historia 
de  algunas  de  las  palabras  legales.  Pérez  y  López  por  el  contrario ,  nos  presentó  un  vasto  cuadro  de 
la  inmensa  legislación  de  nuestros  códigos  antiguos  y  modernos,  hasta  el  año  de  1793,  pero  sin 
atenerse  mas  que  á  ellos  y  bajo  un  plan  que  solo  podia  ser  útil  á  los  hombres  ya  instruidos  en  los 
principios  generales  del  derecho. 

Faltábanos  pues  un  Diccionario  razonado  de  legislación  y  jurisprudencia,  que  sobre  las  ventajas 
de  las  citadas  obras,  que  por  otra  parte  no  se  encuentran  ya  en  el  comercio,  hiciese  perceptible  á 
todas  las  clases  de  la  sociedad  el  lenguaje  del  derecho  y  del  foro ,  pusiese  al  alcance  de  las 
inteligencias  mas  comunes  las  disposiciones  de  las  leyes,  los  usos  y  costumbres,  y  las  doctrinas  ú 
opiniones  de  los  jurisconsultos ,  y  sirviese  al  mismo  tiempo  de  manual  ó  prontuario  á  los  profesores 
de  la  ciencia.  No  tuvo  el  autor  la  osadía  de  intentar  su  formación ,  porque  conocía  la  inferioridad  de 
sus  fuerzas  para  tamaña  empresa;  pero  su  situación  particular  le  puso  la  pluma  en  la  mano ,  y  le  dio 
vigor  y  constancia  para  hacer  un  ensayo.  No  lo  escribió  para  los  letrados ,  y  por  eso  escusó  en  la 
primera  edición  las  citas  de  las  leyes,  sino  para  el  propietario,  para  el  labrador,  para  el  comerciante, 
para  las  personas  de  cualquiera  clase,  que  no  habiéndose  dedicado  á  la  carrera  forense  quieran 
tomar  con  poco  trabajo  y  sin  pérdida  de  tiempo  las  noticias  que  necesiten  para  su  gobierno  en  el 
arreglo  de  sus  negocios,  en  sus  contratos,  en  el  desempeño  de  sus  deberes  y  en  el  ejercicio  de  sus 
derechos.  Mas  los  letrados  de  América,  y  aun  los  de  la  Península  que  le  han  visto,  le  han 
considerado  también  útil  y  cómodo  para  su  uso ,  y  esta  circunstancia  no  ha  podido  menos  de 
estimular  al  autor  para  trabajar  en  perfeccionarle  y  hacer  una  edición  en  España, 
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La  formación  que  se  anuncia  de  nuevos  códigos ,  léjos  de  disminuir  la  utilidad  de  la  obra,  debe 
por  el  contrario  hacer  mas  evidentes  sus  ventajas  ;  pues  con  ella ,  después  de  publicados  aquellos , 
podrán  los  jóvenes  legistas  estudiarlos  con  mas  aprovechamiento,  y  ahorrarse  en  gran  parte,  si  no 
del  todo,  ahora  y  entonces  el  ímprobo  trabajo  de  buscar  nuestra  legislación  actual  en  los  enormes 
cuerpos  que  tan  complicada  la  presentan,  y  en  los  infinitos  volúmenes  de  los  comentadores;  ademas 
de  que ,  para  que  nada  se  eche  menos  y  ofrezca  siempre  la  obra  el  mismo  interés  bajo  todos  sus 
aspectos ,  no  solo  se  ha  tenido  cuidado  de  colocar  en  cada  uno  de  sus  artículos  las  disposiciones 
legales  que  sobre  su  objeto  respectivo  se  han  publicado  hasta  el  dia,  sino  que  se  añadirán  por 
suplementos  las  que  en  lo  sucesivo  se  promulgaren.  De  esta  manera  podrá  mirarse  el  Diccionario 
como  una  pequeña  biblioteca  de  nuestra  jurisprudencia  y  legislación ,  en  que  se  hallarán  las  leyes 
vigentes ,  con  las  variaciones  que  la  mano  de  la  reforma  les  hiciere  sufrir  ;  y  en  que  con  la  claridad 
y  exactitud  que  se  ha  procurado  dar  á  las  definiciones ,  con  la  esplicacion  de  las  palabras  técnicas  y 
las  diferentes  acepciones  en  que  pueden  tomarse ,  con  los  principios  y  doctrinas  que  oportunamente 
se  desenvuelven ,  se  tendrá  una  base  para  fijar  las  ideas  en  cada  materia ,  una  clave  que  facilite  á 
todos  la  inteligencia  del  idioma  legal,  y  una  luz  que  alumbre  á  los  que  emprenden  este  camino  sombrío 
y  tan  sembrado  de  tropiezos  y  peligros. 
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S¡  va  repetido  en  esta  edición  el  prólogo  que  indicó  en  la  segunda  la  razón  que  nos  hizo  creer  en 
la  utilidad  de  la  obra,  las  que  nos  movieron  á  ensayarla,  y  las  modestas  pretensiones  que  tuvimos  al 
darla  á  luz,  es  porque  ni  nos  queda  que  añadir  en  tal  materia,  ni  debemos  tampoco  omitirla  cuando 
ha  llegado  el  caso  de  reclamar  de  nuevo  el  favor  del  público  para  nuestro  trabajo. 

Lo  emprendimos  con  placer,  con  calor  y  con  esperanza,  y  le  hemos  pospuesto  la  salud,  la 
tranquilidad  y  el  porvenir  de  nuestra  larga  carrera  de  servicios  al  Estado  ;  pero  también  debemos 
decir  agradecidos  que  el  aprecio  público  ha  recompensado  nuestros  esfuerzos.  Antes  de  salir  de  la 
prensa  la  última  página  de  la  segunda  edición  ,  carecíamos  ya  de  ejemplares  enteros  para  cubrir  los 
pedidos  que  se  nos  hacian  desde  dentro  y  fuera  de  la  Península ,  y  fué  indispensable  comenzar  la 
tercera  bajo  la  forma  y  condiciones  que  dijimos  en  los  prospectos.  El  anhelo  de  concluirla  con  la 
misma  premura  de  la  demanda ,  nos  ha  impedido  el  hacer  todas  las  correcciones  y  aumentos  que 
hubiéramos  deseado,  y  que  se  harán  en  los  cuadernos  del  suplemento  que  inmediatamente  vamos  á 
publicar.  Con  ellos  quedará  desempeñada  la  oferta  que  hicimos  en  la  segunda  edición,  y  se 
completarán  las  dos,  puesto  que  tendremos  el  mayor  cuidado  en  no  omitir  variación  alguna 
importante  de  las  sucedidas  y  que  sucedan  mientras  escribamos.  Haremos  como  hasta  aquí  todo  lo 
que  podamos  para  complacer  á  nuestros  lectores,  y  ¡  quiera  Dios  que  como  hasta  aquí  lo 
consigamos  I 
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ADVERTENCIA  DE  LOS  EDITORES. 
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Al  ofrecer  al  Pueblo  americano  esta  edición  del  Diccionario  de  Escriche,  los  editores  creen  eseusado 
recomendarla  haciendo  un  pomposo  elogio  de  la  obra  misma ,  supuesto  que  cuanto  pudieran  decir  en  resumen 
sobre  ella  seria  escaso  en  comparación  de  su  mérito  ,  porque  la  opinion  pública  la  ha  calificado  como  la  mejor 
que  se  ha  escrito  y  pueda  escribirse  sobre  la  materia.  Tuvo  ya  grande  aceptación  la  primera  edición  que 
hizo  el  autor  para  América ,  aunque  sin  las  citas  de  las  leyes  y  mucho  menos  voluminosa  que  la  segunda  , 
como  que  solo  fué  un  ensayo  ,  según  dice  él  mismo ,  habiéndola  escrito  «  no  para  los  letrados  ,  sino  para 
el  propietario ,  para  el  labrador ,  para  el  comerciante ,  para  las  personas  de  cualquier  clase  que  nc 
habiéndose  dedicado  á  la  carrera  forense  quieran  tomar  con  poco  trabajo  y  sin  pérdida  de  tiempo  las 
noticias  que  necesiten  para  su  gobierno  en  el  arreglo  de  sus  negocios ,  en  sus  contratos^  en  el  desempeño 
de  sus  deberes  y  en  el  ejercicio  de  sus  derechos  ;  »  y  fué  mayor  la  aceptación  de  la  que  salió  después , 
aumentada  por  el  licenciado  D.  Juan  Rodríguez  con  citas  del  derecho  y  de  autores ,  con  adiciones  sobre 
la  legislación  mejicana  y  algunas  notas  suyas.  Pero  fué  general  y  estraordinario  el  aplauso  con  que  fué 
recibida,  tanto  en  la  Península  como  en  Ultramar,  la  segunda  edición  que  el  mismo  Escriche  hizo  en 
España ,  enriquecida  con  las  citas  de  las  leyes  y  de  autores  ,  no  menos*  que  con  multiplicados  textos  y 
documentos  curiosos  ,  habiendo  ademas  «  corregido  los  errores  que  se  habían  deslizado  en  la  primera , 
reformado  algunos  de  sus  artículos,  dado  mas  estension  á  otros  é  introducido  muchos  nuevos,  hasta  oí 
punto  de  haber  triplicado  el  volumen.  »  Presentado  nuevamente  el  Diccionario  con  todos  estos  requisitos , 
mayormente  el  de  las  innumerables  citas  y  textos  que  contiene  ,  merece  mas  justamente  que  el  Diccionario 
primitivo  el  título  de  razonado,  y  clave  y  repertorio  de  la  penosa  profesión  de  los  juristas.  Encerrando  no 
solo  un  caudal  inmenso  de  doctrina  sobre  el  derecho  romano  y  el  derecho  patrio  ,  sino  también  muchas 
nociones  sobre  otras  ciencias,  como  el  derecho  canónico,  la  medicina,  la  historia,  etc. ,  puede  llamarse 
esta  obra  útilísima  á  toda  clase  de  personas ,  no  menos  á  los  que  saben  el  derecho  que  á  los  que  no  le 
conocen  :  á  estos  por  las  razones  indicadas  antes  y  que  determinaron  al  autor  á  la  empresa  por  primera  vez  ; 
y  á  aquellos,  principalmente  á  los  jóvenes  legistas ,  porque  podrán  ahorrarse  el  ímprobo  trabajo  de  buscar 
y  aprender  nuestra  legislación  actual  en  los  enormes  códigos  que  tan  complicada  la  presentan  y  en  los 
innumerables  volúmenes  de  los  comentadores.  El  Diccionario  de  Escriche  les  pone  á  la  vista  en  cada 
artículo  las  disposiciones  legales  antiguas  y  las  modificaciones  hechas  sucesivamente ,  el  código  ,  título  y 
leyes  que  las  contienen ,  y  á  menudo  el  autor  ó  autores  que  tratan  la  materia  ;  hallarán  ademas  las  defi- 
niciones dadas  con  claridad  y  exactitud  ,  la  esplicacion  de  las  palabras  técnicas  y  las  diferentes  acepciones 
en  que  pueden  tomarse ,  con  los  principios  luminosos  y  doctrinas  que  oportunamente  se  desenvuelven. 
«  Esta  obra ,  dice  un  abogado  del  ilustre  colegio  de  Madrid ,  ha  sido  uno  de  los  grandes  monumentos  qu« 

»  se  han  levantado  á  nuestra  jurisprudencia El  Diccionario  de  jurisprudencia  y  legislación  es  un 

»  modelo  de  sistema  y  de  concierto,  una  obra  de  consulta  necesaria  á  todo  abogado  ,  en  la  que  están 
5)  espuestos  por  orden  alfabético  artículos  profundos  sobre  todos  los  conocimientos  que  indica  su  título, 
»  siendo  la  mas  selecta  enciclopedia  que  tenemos  ;  una  de  las  obras  mas  notables  que  se  han  escrito  en 
»  nuestro  pais  de  muchos  años  á  esta  parte.  »  «, 
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Antes  de  dar  principio  á  la  reimpresión  de  esta  obra  preciosa ,  no  pudieron  menos  de  llamar  nuestra 
atención  dos  cosas ,  ambas  muy  importantes  :  primera ,  la  necesidad  de  purgar  la  edición  de  Madrid  de 
los  muchos  errores  que  la  afean ,  y  hacen  un  contraste  chocante  con  la  escelencia  de  la  obra  ;  segunda , 
la  utilidad  que  habia  de  resultar  de  añadir  en  los  lugares  correspondientes  el  derecho  americano.  Uno  y 
otro  se  ha  encargado  á  un  hombre  práctico  en  la  materia ,  literato  laborioso  ,  doctor  en  ambos  derechos  y 
catedrático  que  fué  de  una  de  las  mas  célebres  universidades  de  España.  Las  adiciones  que  se  hacen  consister: 
no  solo  en  el  derecho  Hispano -Americano,  ó  sea  en  las  modificaciones  introducidas  por  la  reciente 
legislación  de  las  repúblicas  de  Méjico ,  Venezuela  y  Chile ,  sino  también  en  algunos  artículos  nuevos 
sacados  del  Suplemento  al  Diccionario  de  Escriche,  relativos  á  las  varias  reformas  verificadas  por  el 
gobierno  español  desde  su  publicación ,  y  ademas  en  las  adiciones ,  notas  y  citas  mas  importantes  que 
puso  para  la  república  de  Méjico  el  licenciado  D.  Juan  Rodríguez  de  San  Miguel.  Los  artículos  que 
contienen  adiciones  sobre  el  derecho  americano,  hé  aquí  cómo  van  indicados  para  que  los  habitantes  de 
cada  una  de  las  tres  repúblicas  vean  luego  y  con  toda  claridad  el  suyo  respectivo  :  encerrándose  todo 
lo  relativo  á  América  en  general  entre  paréntesis  cuadrado  [  ]  seguido  de  asteriscos ,  un  *  designa  la 
república  de  Méjico ,  dos  **  la  de  Venezuela ,  y  tres***  la  de  Chile;  en  las  notas  se  espresa  siempre  á  cuál 
de  dichos  países  se  refiere  la  doctrina  en  ellas  espuesta ,  y  no  haciéndolo  se  entiende  que  es  derecho 
común.  Hemos  dicho  que  de  esas  notas  de  Rodríguez  de  San  Miguel  no  se  han  tomado  sino  las  mas  impor- 
tantes, y  que  por  otra  parte  no  se  hallan  refundidas  en  el  texto  de  la  obra.  Lo  mismo  se  ha  hecho 
con  respecto  á  las  citas  de  leyes  y  autores ,  no  habiéndose  añadido  mas  que  las  omitidas  por  Escriche  en  su 
última  edición ,  y  que  son  de  utilidad  sobre  todo  para  los  Americanos  :  las  que  por  ser  difusas  y  de  poco 
interés,  ó  porque  conteniendo  doctrinas  de  opinion  particular  han  parecido  poco  fundadas,  se  han  suprimido, 
añadiéndose  en  cambio  otras  que  nuestro  adicionador  ha  creído  útiles  y  ha  sacado  de  las  diferentes 
obras  que  ha  consultado. 

Otro  de  los  aumentos  que  ha  recibido  esta  edición ,  consiste ,  como  queda  insinuado ,  en  los  nuevos 
artículos  tomados  del  Suplemento  al  Diccionario  de  Escriche ,  compuesto  por  un  abogado  del  colegio  de 
Madrid.  Siendo  esa  obra,  mas  que  diccionario,  una  colección  de  reales  decretos,  reales  órdenes,  acla- 
raciones ,  reglamentos  ,  instrucciones ,  circulares ,  etc.  que  se  han  publicado  posteriormente  á  consecuencia 
de  las  muchas  reformas  verificadas  en  la  legislación  española  ;  para  no  abultar  con  esceso  este  volumen 
con  materias  que  hallará  el  que  las  necesite  en  sus  originales  ó  en  dicho  Suplemento,  á  que  á  veces 
remitimos  al  lector,  las  cuales  por.  otra  parte  son  de  poco  interés  para  los  Americanos,  hemos  tomado  con 
mucha  circunspección  lo  único  que  puede  enriquecer  y  completar  el  Diccionario  de  Escriche  por  consistir 
en  disposiciones  legislativas  recientes,  dignas  de  saberse,  en  la  nomenclatura  de  algunas  palabras,  etc. 
Los  artículos  tomados  del  mencionado  Suplemento  llevan  la  cruz  -f.  Estamos  persuadidos  que  así  aumentada 
y  mejorada  nuestra  edición ,  no  deja  nada  que  desear ,  pudiendo  lisonjearnos  de  presentar  al  público 
americano  el  mejor  y  mas  hermoso  diccionario  jurídico  que  han  visto  hasta  el  día. 

Al  anunciar  esta  edición  por  medio  de  un  Prospecto ,  para  que  no  se  creyera  que  lo  antes  indicado 
sobre  los  errores  que  afean  la  de  Madrid  eran  palabras  al  aire ,  señalamos  algunos ,  después  de  haber 
reimpreso  algunas  páginas  y  echado  una  ojeada  rápida  en  lo  restante  de  la  obra  :  añadimos  que  hubiera 
bastado  decir  que  la  edición  de  que  hablamos  sale  de  la  casa  de  la  viuda  Calleja  é  hijos  de  Madrid, 
la  cual,  como  ha  dicho  un  literato  español  versado  en  cosas  de  imprenta,  ha  logrado  rayar  7nas  alto 
que  nadie  en  punto  á  impresiones  incorrectas  y  de  pésimo  gusto.  Ciertamente  la  obra  de  Escriche,  de 
que  se  han  hecho  ya  tres  ediciones,  dándose  la  última  por  corregida  y  aumentada,  es  incorrecta  hasta 
un  punto  que  hace  inescusable  al  impresor.  —  Después  de  haber  dicho  en  el  mencionado  Prospecto  lo 
que  vieron  nuestros  lectores ,  quisiéramos  dispensarnos  de  volver  á  hablar  de  la  materia ,  porque  la 
persona  encargada  de  arreglar  esta  nueva  edición  no  lo  hace  sin  repugnancia ,  sintiendo  decir  que  de 
la  capital  de  España  salen  estropeadas  obras  tan  costosas  é  importantes  por  falta  de  cuidado  ó  de 
capacidad  de  los  sugetos  á  quienes  se  confia  su  dirección ,  sucediendo  esto  con  mengua  de  la  prensa 
española  y  en  perjuicio  del  público  y  del  autor  ó  sus  sucesores;  pero*  no  podemos  prescindir  de  ello, 
haciéndolo  menos  para  desacreditar  la  edición  matritense,  que  para  asegurar  á  los  Americanos  de  la 
confianza  que  merecen  por  sus  conocimientos  y  celo  los  colaboradores  españoles  que  dirigen  nuestras 
impresiones,  aunque  los  diversos  trabajos  literarios  ejecutados  por  ellos  y  remitidos  á  América  sean  la 
mejor  garantía  del  buen  desempeño  en  el  de  la  presente  obra  y  de  las  demás  que  iremos  publicando. 


_  Y  _ 

Dejando  aparte  lo  mucho  que  pudiera  decirse  del  descuido  y  poco  guslp  en  la  ejecución  tipográfica  de  la 
edición  matritense ,  aquí  solo  haremos  observar  el  mayor  inconveniente  de  todos  para  el  lector,  y 
es  que  el  tirado,  sin  duda  por  efecto  de  la  mala  tinta  y  peor  papel,  salió  t&n  poco  limpio  que 
muchas  páginas  apenas  pueden  leerse.  En  cuanto  á  erratas,  las  hay  de  toda  espacie  y  en  gran  nú- 
mero ,  y  algunas  de  bulto  :  las  correcciones  de  verdaderos  yerros  y  las  rectificaciones  en  otros  con- 
ceptos hechas  en  algunas  hojas  antes  de  enviarlas  á  los  cajistas,  eran  mas  numerosas  que  las  que  tenian 
que  hacerse  en  las  pruebas. 

No  hablaremos  de  esas  faltas  que  consisten  en  omitir  letras ,  sílabas  y  aun  palabras  enteras,  ó  en  dupli- 
carlas ó  poner  de  mas ,  ó  en  tomar  una  letra  en  vez  de  otra,  en  trastornar  el  orden  en  que  deben  estar  ó  en 
otras  varias  (son  infinitas  esas  faltas  en  la  edición  de  Madrid,  y  se  escapan  fácilmente  á  la  vista  del 
corrector  que  no  esté  diestro ,  que  vaya  de  prisa  ó  no  ponga  mucho  cuidado  ) ,  lo  cual  no  deja  de  confundir 
al  lector  y  está  siempre  muy  feo  ;  son  mas  graves  y  notables  otras  que  consisten  en  palabras  equivocadas, 
que  hacen  oscura  la  cláusula  o  le  dan  un  sentido  opuesto ,  y  en  otras  que  no  son  castellanas  ó  de  un  len- 
guaje puro.  Hé  aquí  algunas  que  se  han  apuntado  al  tiempo  de  preparar  el  original  y  al  leer  las  pruebas  : 
Confirmación  por  conformación,  medio  por  miedo,  como  por  con,  desposee  por  despose,  distinguió  por 
estinguió ,  poner  por  proponer,  juicio  por  perjuicio ,  pastos  por  gastos ,  comparadores  por  compradores , 
escisión  por  rescision,  preceptores  por  perceptores ,  respecto  por  respeto,  mandadas  por  mandas,  deman- 
dada por  demanda,  cosa  por  casa,  cosa  por  costa,  amortización  por  autorización,  inferiores  por  informes, 
obligación  por  oblación ,  colocación  por  colación ,  preferido  por  preterido ,  abrogar  por  arrogar,  diferir 
por  deferir,  provenido  por  proveído,  reclusión  por  reducción,  posesión  por  pasión,  posibilidad  por  imposibi- 
lidad, conforme  por  confirme,  conclusion  por  concusión,  excursion  por  excusión,  jurisprudencia  por 
jurisdicción,  dominación  por  denominación,  atribución  por  retribución,  inf actor  ■por  factor,  demostrar  ó 
demostar  por  denostar,  usará  por  cesará,  luego  por  lugar,  decreto  por  derecho,  escritores  de  los  comerciantes 
por  escritorios  de,  etc.,  desentender  por  desatender,  proceder  por  preceder,  entender  por  estender  y  al  con- 
trario ,  en  varios  lugares  ;  culpa  suya  por  culpa  tuya  ,  hacer  la  confesión  por  despacho  en  vez  de  por  des- 
pecho ,  como  calidad  por  con  calidad,  en  verificarse  por  en  verificándose ,  anteponer  los  recursos  por  interpo- 
ner, etc.,  recobrar  una  letra  de  cambio  por  cobrar,  etc.,  visitas  de  los  pleitos  por  vistas,  etc.,  dar  enfitéusis 
por  dar  en,  etc.,  presentar  fondos  ó  dinero  por  prestar,  etc.,  disposiciones  de  los  testigos  por  deposiciones, 
se  importe  la  venia  por  se  imparte ,  etc.,  remisión  de  duda  por  remisión  de  deuda,  cosas  que  parecerán 
dudas  por  cosas  duras,  emplazado  el  término  por  empezado,  etc. ,  no  seria  otro  recurso  por  no  se  da,  etc., 
siguiéndolos  en  sus  ideas  por  en  sus  idas,  le  pertenecen  por  les  pertenecen,  demandarlo  de  un  año  por 
demandarlo  dentro  de  un  año. 

Tales  cambios  de  palabras ,  las  omisiones  de  estas ,  aunque  no  sea  mas  que  de  una  preposición  ó  de  la 
conjunción  y  ú  ó,  la  variación  de  los  tiempos  de  los  verbos ,  el  uso  del  plural  por  el  singular,  ó  del  singular 
por  el  plural  en  estos  y  en  los  nombres ,  el  empleo  de  los  artículos  con  el  mismo  desacierto ,  ó  del  femenino 
por  el  masculino  ó  al  contrario,  el  no  distinguir  con  acento  de  preposición  de  dé  subjuntivo  del  verbo  dar,  si 
conjunción  de  si  adverbio  ,  defecto  bastante  común ,  y  sobre  todo  el  descuido  en  la  puntuación  ,  que  unas 
veces  falta,  otras  hay  de  mas,  ora  es  viciosa,  ora  no  está  en  el  lugar  correspondiente  ;  todo  esto,  en  una  obra 
poco  correcta  como  la  de  que  hablamos ,  es  causa  que  el  lector  á  veces  ha  de  pararse  para  hallar  el  sentido 
de  la  cláusula  ,  para  lo  cual  nos  hemos  visto  embarazados  en  muchos  parajes  al  leer  las  pruebas ,  y  solo  han 
podido  aclararse  arreglando  la  puntuación  ó  rectificando  la  frase  en  otro  concepto  después  de  haber  con- 
sultado,  cuando  ha  sido  posible  ,  los  códigos  ó  autores  á  que  se  referia  el  pasaje,  ú  otros  diccionarios 
Los  cambios  poco  ha  indicados  y  otros  semejantes  se  deslizan  fácilmente  en  los  libros ,  porque  con  fre- 
cuencia el  cajista  lee  una  cosa  por  otra  ó  está  distraído  ;  y  solo  un  corrector  diestro  y  celoso  conseguirá 
que  desaparezcan ,  y  quede  exacto  todo  lo  demás. 

Otras  voces  hay  que  no  son  castellanas  ó  de  un  lenguaje  puro ,  siendo  yerros  particulares  de  los  cajistas 
que  saben  mal  la  lengua.  Hé  aquí  algunas  que  hemos  encontrado  en  la  edición  de  Madrid  ;  Equinocio,  cor- 
recion,  correcional,  contradicion,  satis facion,  evicion,  perfecion,  sustr ación,  transacion,  instrucion,  instru- 
ciones ,  jurisdicion,  sujeccion,  sediccion,  succintamente  (suprimiendo  una  c  ó  doblándola  )  ;  preminencia  por 
preeminencia,  prespectiva  por  perspectiva,  presistencia  por  persistencia,  descendiencia  por  descendencia, 
descernimienío  por  discernimiento ,  solicismo  por  solecismo ,  ayaculacion  por  eyaculacion ,  supicaz  per 
suspicaz,  caze  por  cauce,  impedimiento  (repetido  muchas  veces  en  diferentes  páginas)  por  impedimento t 
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espedió,  espediesen  por  espidió,  espidiesen,  se  abrogue  facultades  por  se  arrogue,  etc.,  agravar  una  finca  por 
gravar,  etc. ,  fiadores  solitarios  por  fiadores  solidarios,  y  otras  espresiones  de  este  jaez.  Otros  yerros  con- 
sisten en  meras  faltas  de  ortografía  ,  siendo  algunas  algo  chocantes.  Hemos  apuntado  las  siguientes  :  Hechar, 
hechor  de  ver,  deshechar,  por  echar,  desechar,  etc.  ,  malechor  por  malhechor,  exorto  y  exortar  por  exhorto 
exhortar.  Se  pone  b  por  v  en  cabilar,  cabilacion,  cabidad,  paba ,  uba,  cerbeza,  brabas  tormentas-  en 
cabrebar,  cabrebe,  cabrebacion,  porque  es  cabrevar,  cabreve ,  cabrevacion ;  en  abisar,  abisen  (del  verbo 
avisar);  en  acerbo  común,  acerbo  decimal,  pues  se  escribe  acervo;  en  rebiertan  del  verbo  reverter.  Y  al 
contrario,  se  pone  v  en  lugar  de  b  en  villar,  brevaje,  alveario,  absorver,  agoviar ,  estorvar,  eslrivar, 
providad,  probavilidad ,  valdío ,  voy  ales ,  vívora,  vitácora,  caver,  cave,  caviendo  (del  verbo  caber), 
repetido  muchas  veces.  —  Hemos  visto  haberla  por  averia ,  hiba  por  iba  (  del  verbo  ir) ,  plagiera  por 
pluguiera  del  verbo  placer,  baliojas  por  batihojas,  hataja  por  alhaja  (  repetido  muchas  veces  en  una  misma 
página),  gimió  por  jimio  (la  Academia  pone  ximio)  y  es  lo  mismo  que  simio  ó  mono,  etc.,  etc. 

Debemos  contar  entre  las  faltas  de  ortografía  el  poner  con  letra  minúscula  varios  nombres  propios ,  tales 
como  digesto ,  código  (el  romano),  recopilación ,  fuero  real  (códigos  españoles),  decretales  (de  Gregorio  IX), 
sextus  decretalium,  partidas  (código  de  las  Siete  ),  indias ,  américas ,  navidad,  epifanía,  pascua  de  re- 
surrección ,  éxodo ,  sacramento  de  la  eucaristía ,  y  otros.  En  algunas  partes  de  la  obra  hemos  visto  otros 
nombres  propios  equivocados,  como  Cuenta  por  Cuenca,  Sierra  Morera  por  Sierra  Morena,  Oppiniacus, 
citado  en  un  pasaje  de  Cicerón,  por  Oppianicm  :  y  hay  variedad  en  la  manera  de  escribir  otros,  como  Acevedo 
y  Acebedo,  Covarrubias  y  Cobarruvias ,  Vattel  y  Vatel  ;  siendo  Acevedo  ,  Covarrubias,  Valtel ,  el  modo  co- 
mún de  escribirlos.  Semejante  falta  de  uniformidad  se  hace  estraña  cuando  un  vocablo  repelido  en  una 
misma  página ,  se  ve  escrito  de  dos  ó  tres  maneras  diferentes  ;  v.  gr.  en  el  artículo  Ministro  público  hemos 
encontrado  Byrherskocek,  Bynkershocehy  Bynkershoeck,  al  citarse  este  autor  que  es  el  mismo  en  los  tres 
casos  :  si  tal  variedad  sucede  en  las  remisiones  ó  referencias  á  artículos  ó  citas  ,  es  una  falta  grave  y  motivo 
de  confusion  y  perdida  de  tiempo  para  el  lector.  Mas  adelante  volveremos  á  hablar  de  esta  falta  de  unifor- 
midad ,  que  se  nota  sobre  todo  en  el  uso  de  las  letras  mayúsculas ,  en  el  de  la  g  y  de  la  j  y  en  lo  demás 
concero'' ¿ule  á  la  ortografía  ,  é  indicaremos  las  alteraciones  que  hemos  hecho  y  el  método  que  para  esta  edi- 
ción h  ,mos  adoptado  en  general. 

Volvamos  ahora  á  hablar  de  las  erratas  ó  faltas  que  son  tales  en  realidad.  Estas  abundan  en  el  latin  ,  de 
manera  que  pocos  textos  ó  pasajes  hay  en  la  edición  matritense  que  no  estén  truncados  ó  equivocados , 
conteniendo  yerros  groseros  ,  y  cuando  menos  faltas  de  ortografía  ó  puntuación.  Así  vemos  ,  por  ejemplo  : 
consilium  nudam,  hoc  lege,  longuiore  tempore ,  quotu  gradu ,  tutalerunt ,  concendum,  exparvescunt , 
pasciscitur,  statuto  por  statuo ,  pro  dominio  gerere  en  vez  de  pro  domino  gerere ,  jure  domini  por  jure 
dominii ,  locuplectior  por  locupletior,  vinvi  repeliere  por  vim  vi  repeliere ,  deficere  in  ascusationem  por 
in  aecusatione,  in  eclesiasticis  fabriciis  por  in  ecclesiasticis  fabricis ,  aliqui  jurisdictioni  por  alicui 
jurisdictioni ,  sciere  por  scire ,  ambiguetas  por  ambiguitas ,  decuriores  por  decuriones  ;  se  pone  prohibueris 
por  prohiberis,  desit  por  desiit,  melius  diócesis  por  nullius  diœcesis ,  se  confunde  conditio  con  condiclio.  Si 
quisiéramos  hablar  de  ortografía  en  el  latin  ,  largo  seria  escribir  las  faltas  que  se  notan,  tales  como  presens, 
representare ,  ocupare,  succesio  y  sucesio,  caucio ,  sentencia,  pretexlus,  fideicomitere ,  fideicomisarias, 
sucurrere,  excecare,  presumere,  apellatio,  nonnulus ,  suposita,  hypoteca,  sinodus ,  stilus ,  penœ  canoni- 
cœ, etc.,  etc.  La  inexactitud  en  estaparte  es  cosa  mas  grave  tratándose  de  textos,  pasajes  de  autores, 
citas,  etc.,  como  veremos  luego. 

Hállanse  también  repeticiones  de  palabras  y  aun  de  frases  y  líneas  enteras  :  por  ejemplo,  en  la  pág.  277 
del  tom.  II,  aparte  Para  proceder,  al  principio,  se  repite  casi  toda  una  línea;  pág.  472,  aparte  Podrá  pues 
legar,  están  dos  veces  en  cuatro  líneas  las  palabras  legado  de  cosa  principal  y  de  cosa  accesoria,  y  pocas  págs. 
antes  se  halla  otra  repetición  semejante  ;  pág.  814,  en  el  pasaje  que  empieza  Quilibert  potest  (es  decir, 
Quilibel)  hay  una  línea  duplicada  ;  en  el  artículo  61  del  código  de  comercio  transcrito  en  la  pág.  504  del 
tom.  I,  antes  de  la  palabra  Carta,  la  adición  de  algunas  palabras  que  ni  aun  estañen  dicho  art.  del  código  y 
el  trastorno  de  otra  hacen  ininteligible  el  pasaje.  En  el  artículo  Ley,  tom.  II,  pág.  507,  aparte  Es  una  regla, 
ha  sido  preciso  rectificar  una  cláusula  que  por  la  repetición  de  un  que  y  el  cambio  de  un  mismos  por  mismas 
se  presentaba  muy  confusa  ;  en  la  pág.  918,  donde  se  copia  una  ley  del  Digesto  ,  también  hay  repetición  de 
palabras.  De  la  duplicación  de  sílabas  y  aun  voces  que  son  de  menos  trascendencia ,  sobre  todo  no 
tratándose  de  extractos  ,  textos  ó  citas,  podríamos  citar  un  sinnúmero  de  ejemplos. 
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À  veces ,  por  el  contrario,  se  observan  omisiones ,  echándose  de  menos  no  solo  palabras  sino  aun 
frases;  v.  gr.  en  el  art.  Aceptación  de  legado,  pág.  73  del  tom.  I,  donde  dice  :  Fructus  omnes  augent 
hœreditatem ,  sive  post  aditam  accesserint ,  es  evidente  que  falta  un  miembro  en  la  cláusula.  El  dejar 
cláusulas  truncadas  tiene  mayores  inconvenientes  que  el  repetir.  Sin  embargo  podríamos  citar  varios 
pasajes  y  textos  que  lo  han  sido,  ó  al  menos  adulterados  :  desde  luego  indicaremos  en  el  tom.  I  la 
pág.  295,  sobre  la  ley  del  Código  de  lócalo,  que  allí  se  copia,  donde  falta  mas  de  una  línea  ;  pág.  565, 
art.  Condición  casual,  en  el  pasaje  Conditio  semel  exislens,  etc.;  y  pág.  842,  art.  Fundo,  dejando 
de  citar  otros  lugares  para  no  eslendernos  demasiado  sobre  este  punto.  Pero  no  podemos  pasar  en 
silencio  las  leyes  9  y  H  del  Código  de  accusa  tionibus  et  inscriptionibus  que  se  hallan  en  la  pág.  638 
del  tom.  II ,  tan  mal  transcritas  que  no  seria  fácil  entenderlas  sin  consultar  el  mismo  Código  :  once 
yerros  hemos  tenido  que  corregir  en  esas  dos  leyes  !  La  ley  1 4  del  Código  de  testibus ,  citada  en  la  pág.  894 
al  tratarse  de  la  práctica  de  los  Romanos  en  examinar  los  testigos ,  no  dice  judicii  secretum  intrare; 
es  de  creer  que  el  cajista  puso  judicii  por  judiéis  (la  edición  que  hemos  consultado  dice  judicantis). 
Una  ley  de  las  Siete  Partidas  transcrita  en  la  pág.  112  del  tom.  I  no  empieza  Véanse  homes  hi  ha, 
sino  Vanse  homes  hi  ha...;  y  otra  que  se  halla  en  la  pág.  37  tampoco  está  fielmente  transcrita.  La 
de  la  pág.  928  del  tom.  II  que  dispone  que  el  matador  con  veneno  muera  deshonradamente ,  no  dice 
echándolo  á  carnes  sino  echándolo  á  canes.  —  Algunos  pasajes  copiados  de  autores  latinos ,  sea  en  prosa 
ó  en  verso,  también  aparecen  adulterados;  sirvan  de  ejemplo  los  versos  de  Horacio  de  la  pág.  623 
del  tom.  II  y  el  pasaje  de  otro  autor  puesto  allí  mismo.  En  la  pág.  438  se  leen  unos  versos  en  que 
á  mas  del idocti  por  indocti,  hay  al  último  una  palabra  que  creemos  equivocada,  á  saber,  en  el  verso 
Qui  juris  modos  ac  legum  cenigmata  solvat  :  el  modos  creemos  que  se  puso  por  nodos ,  y  así  nos  parece 
bien  decir  solvere  juris  nodos,  desatar  los  nudos  del  derecho;  pero  no  solvere  juris  modos.  La  pág.  657 
nos  presenta  tres  versos  de  Lucano,  que  no  hemos  podido  entender  sin  consultar  la  obra  del  mismo 
autor  en  una  edición  correcta,  y  con  cinco  correcciones  queda  todo  claro.  En  la  pág.  544  se  pone  un 
pasaje  de  la  Biblia  así:  Uriam  Hœteum  percussiste,  le  dice  Natham;  en  vez  de  poner  :  Uriam  He- 
thœum  percussisti,  le  dice  Nathan.  En  el  corto  texto  de  san  Lúeas,  pág.  206  del  tom.  II ,  Mutuum  date,  etc., 
falta  una  palabra.  Tampoco  está  fielmente  copiado  lo  eme  se  pone  del  concilio  de  Trenlo  en  la 
pág.  117  ;  ni  faltan  dos  ó  tres  yerros  en  el  pasaje  del  Éxodo,  pág.  248. 

Para  dirigir  con  acierto  la  reimpresión  de  una  obra  tan  complicada  como  la  presente  y  que  contiene 
tanta  diversidad  de  materias,  era  menester,  entre  otros  muchos  conocimientos,  una  tintura  del  derecho 
civil  romano  y  sus  códigos  como  también  del  derecho  canónico ,  á  causa  de  los  muchos  textos  de  uno 
y  otro  que  se  copian  y  de  las  citas  que  todavía  abundan  mas.  Así  ño  se  habrían  puesto  disparates 
como  los  que  se  notan.  Por  ejemplo,  se  cita  el  Digesto  diciendo  :  ley  2,  D.  pro  temp.,  cuyo  tít.  no  está, 
y  sí  pro  empt.  (esto  es,  pro  emptore);  y  el  título  del  Código  de  jure  dotationum,  que  tampoco  se 
hallará,  y  sí  de  jure  dotium.  También  se  ve  ley  5,  cap.  de  liberis  naturalibus ,  por  ley  5,  C.,  etc.  — 
Mas  inexactas  son  todavía  é  ininteligibles  algunas  citas  del  cuerpo  del  derecho  canónico  :  cítanse  los  cánones 
de  la  2a.  parte  del  Decreto  de  Graciano  diciendo  cap.  32,  16,  g.  7,  y  también  c.  32,  16,  g.  7;  otra? 
veces  can.  5  y  7,  cap.  2,  g.  5,  y  también  can.  1  ,  cons.  30,  cuestión  5,  ó  de  otro  modo  semejante^, 
irregular,  confuso,  y  mejor  diremos  enteramente  equivocado  :  el  mencionado  Decreto  contiene  tree 
partes  ,  como  es  sabido,  dividiéndose  la  2a.  en  cánones,  causas  y  cuestiones,  y  el  modo  de  citarle  ordinario 
y  claro  es  diciendo  can.  32,  cau.  16,  q.  7,  pues  lo  demás  todo  es  confusion  y  echar  las  citas  á  la 
ventura.  Sobre  las  citas  de  las  Decretales  vemos  cap.  9,11  y  12,  de  sentencia  et  rejudicata,  y  luego 
de  sentencia  est  rejudicata ,  degollando  sin  piedad  la  gramática  en  todas  sus  partes;  en  otro  lugar  Extravag- 
sanc.  inler  cocum.,  queriendo  decir  Extravag.  Sané  inter  comm.  (ó  ínter  communes).  En  la  pág.  8¿6 
del  tom.  II  hay  una  cita  que  dice  así  :  Bula  de  Sexto  V,  que  Sanctum ,  en  lugar  de  decir  :  Bula  de 
Sixto  V  que  empieza  Sanctum;  y  pocas  líneas  antes  se  cita  el  conc.  Luteran.  II  (léase  cou  Late- 
ran.   ó  Lateranense). 

Terminaremos  este  punto  haciendo  observar  que  aun  las  palabras  que  sirven  de  título,  en  algunos  artícu- 
los de  la  misma  obra  de  Escriche  se  hallan  equivocadas,  y  que  se  hacen  remisiones  á  otros  que  no  existen 
en  ella  :  por  ejemplo ,  en  la  letra  S  se  hallará  Sinalacrático  en  vez  de  Sinalagmático  (palabra  griega 
que  significa  obligatorio  de  una  y  otra  parte ,  y  se  aplica  á  algunos  contratos)  ;  Sustitución  popular  por 
Sustitución  pupilar.  En  la  J  se  lee  Jurisdicción  de  la  Real  Castilla  por  de  la  Real  Capilla.  El  art.  Prejudicial 
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se  mudó,  probablemente  por  el  cajista,  en  Perjudicial ,  y  se  repite  varias  veces ,  resultando  así  trastornado 
el  orden  alfabético,  á  mas  de  que  la  definición  y  esplicacion  que  luego  siguen  á  dicha  palabra  exigen 
que  se  diga  prejudicial,  puesto  que  significa  lo  que  requiere  ó  pide  decisión  anterior  ó  previa,  etc. 
En  loe  artículos  de  la  palabra  Testamento  se  remite  al  lector  á  Testatura  en  vez  de  decir  Testadura. 
En  la  pág.  769  del  tom.  I  al  fin  de  un  artículo  se  remite  al  lector  á  Suposición  de  puerto ,  queriendo  decir 
Suposición  departo;  en  otra  parte  la  remisión  es  á  Legado  casual,  es  decir,  Legado  causal;  en  otras 
á  Prevaricación,  que  no  se  hallaría  en  el  Diccionario,  pues  solo  hay  Prevaricato;  en  otras  à  Academia 
de  medicina  y  cirugía,  en  vez  de  Academia  médico-quirúrgica  ;  en  un  lugar  se  remite  al  artículo 
Obligación  por  decir  Oblación;  en  Venta  hay  tres  remisiones  falsas.  Otras  inexactitudes  hay  de  esta 
clase ,  las  cuales  sin  duda  hacen  perder  mucho  tiempo  al  lector,  y  al  fin  queda  engañado.  No  nega- 
remos que  alguna  de  esas  erratas  y  otras  semejantes  las  haya  dejado  el  autor  por  inadvertencia  ;  pero 
esta  circunstancia  no  escusaria  á  los  que  estaban  encargados  de  la  impresión  de  la  obra ,  quienes  de- 
bían rectificar,  consultándole  en  caso  necesario,  como  lo  hemos  hecho  nosotros  sin  tener  este  recurso. 

Nos  hemos  estendido  sobre  los  defectos  é  inexactitudes  de  la  edición  de  Madrid  en  orden  al  latin,  citas  y 
textos,  porque  es  lo  que  mas  ha  llamado  nuestra  atención  y  acaso  lo  que  mas  aféala  obra.  El  hablar  de  la 
parte  ortográfica  en  todos  sus  pormenores  seria  largo  y  molesto  ;  y  así  nos  concretaremos  á  decir  en  pocas 
palabras  que  habiendo  hecho  rectificaciones  de  toda  especie  y  en  todo  concepto ,  cuando  ha  sido  menester, 
con  arreglo  en  todo  al  diccionario  de  la  Academia  con  pocas  modificaciones  sobre  la  acentuación,  hemos  se- 
guido constantemente  una  marcha  uniforme  desde  el  principio  hasta  el  fin  de  la  obra.  La  edición  que  nos 
ocupa  ,  desigual  é  irregular  en  todo  ,  lo  es  notablemente  en  el  uso  de  las  letras  mayúsculas.  Así  hablando 
de  las  Cortes  como  cuerpo  legislativo  se  pone  generalmente  cortes  ó  cortes  impreso  de  caja  baja ,  y  en 
algunas  partes  Corles  ó  Cortes  ;  de  este  último  modo ,  que  es  el  que  hemos  adoptado  siguiendo  el  uso  y  las 
^eglas,  se  halla  raras  veces.  La  misma  inconsecuencia  notamos  en  la  palabra  Estado  significando  la  nación, 
pues  vemos  ora  Estado ,  ora  estado  ;  no  menos  que  en  Constitución  designando  la  Constitución  política  del 
Estado  :  vemos  escrito  constantemente  de  caja  baja  iglesia  significando  la  congregación  de  los  fieles , 
el  gobierno  eclesiástico  general,  etc.,  del  mismo  modo  que  cuando  significa  edificio.  Con  minúscula  vemos 
también  escrito  evangelio  y  escritura  (la  sagrada).  En  cuanto  á  los  tres  últimos  vocablos ,  á  saber,  iglesia, 
evangelio ,  escritura  ,  creemos  que  es  una  falta  escribirlos  así ,  y  por  lo  mismo  los  hemos  puesto  siempre 
con  mayúscula  ,  como  igualmente  Cortes,  Estado  y  Constitución  en  la  acepción  indicada,  y  un  gran  número 
de  otras  voces  que  la  gramática  y  el  buen  uso  han  marcado  siempre  con  mayúscula.  Muchos  otros  cambios 
hemos  hecho  en  punto  á  mayúsculas  y  minúsculas  ,  empleando  ora  estas ,  ora  aquellas,  debiendo  decir 
sin  embargo  que  en  una  obra  tan  complicada  como  la  presente ,  llena  de  materias  y  de  fragmentos  tan 
diversos ,  nos  ha  sido  imposible  adoptar  en  esta  parte  una  marcha  constante  é  invariable  por  razones  que 
es  inútil  esplicar.  En  lo  demás  hay  uniformidad  ortográfica  perfecta  ,  habiendo  seguido  exactamente  á  la 
Academia  en  cuanto  al  uso  de  la  g  y  de  la  /  ,  punto  en  que  para  la  edición  de  Madrid  no  se  ha  seguido  regla 
alguna ,  notándose  al  contrario  una  variedad  chocante ,  pues  se  escriben  muchas  voces  que  tienen  g  en  el 
origen  con  j ,  y  las  que  deberían  estar  con  j  llevan  g  ,  sin  duda  según  la  ortografía  á  que  estaba  acostum- 
brado cada  cajista,  mudando  de  sistema  en  la  misma  página  para  iguales  palabras.  Así  vemos  v.  gr.  exijir, 
dirijir,  cojer,  réjimen,  majistrado,  lejitimo,  etc.  contra  la  Academia  y  el  origen  de  las  voces  ,  y  luego 
en  la  misma  pág.  exigir,  régimen,  etc.;  como  también  obgeto,  viage,  pasage,  y  objeto,  viaje,  etc.  En  la  obt* 
de  Escriche  no  se  siguió  otra  regla  que  el  capricho  ó  la  costumbre  del  cajista ,  lo  cual  es  una  cosa  que 
no  debia  tolerarse.  Algunos  por  moda  ,  ó  para  salir  de  todo  embarazo  sobre  el  origen  de  las  palabras 
y  el  modo  de  escribirlas  ,  han  adoptado  un  sistema  que  no  podemos  sufrir,  y  es  el  desterrar  en  cierto  modo 
del  alfabeto  la  g  y  servirse  siempre  de  la  /  antes  de  e,  i,  para  voces  que  solo  tienen  g  en  su  origen,  poniendo 
v.  gr.  imájen,  relijion,  intelijencia ,  lonjilud,  j  enero ,  pajina,  protejer,  finjir,  y  aun  sujeto  significando 
persona  que  no  puede  escribirse  sino  con  g  ,  del  mismo  modo  que  sujeto  voz  de  lógica  ó  participio  del  verbo 
sujetar  que  no  ha  de  escribirse  sino  con  j.  Tampoco  se  echa  de  menos  esta  última  falta  en  la  obra  de  Escriche. 
Con  respecto  á  la  ce,  que  exige  la  Academia  v.  gr.  en  explicar,  exponer  y  en  todas  las  voces  que  la  tienen  en 
su  origen,  la  hemos  convertido  en  s  para  dulcificar  la  pronunciación,  siguiendo  á  la  mayor  parte  de  los  escri- 
tores modernos,  sin  emplear  la  x  sino  con  mucha  economía  y  solo  cuando  es  indispensable  según  el  buen  uso. 

En  orden  á  acentos  ,  punto  no  menos  importante  que  descuidado ,  hemos  seguido  también  el  diccionarior 
de  la  Academia  con  algunas  modificaciones ,  marchando  en  toda  la  obra  con  una  completa  regularidad.  Si 
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fuese  propio  de  este  lugar  y  pudiésemos  hacerlo  sin  estendernos  demasiado,  daríamos  las  reglas  que  han 
de  observarse  sobre  la  acentuación,  acerca  de  la  cual  en  la  edición  de  Madrid  ha  habido  una  incuria  increible, 
como  veremos  luego.  La  incuria  ó  abandono  es  casi  general  en  las  obras  impresas  en  España ,  y  le 
hay  en  algunas  que  se  imprimen  en  Paris  ;  y  cuando  se  habla ,  no  solo  en  el  vulgo  sino  aun  entre  sugelos 
preciados  de  cultos ,  se  ha  introducido  ,  por  moda  ó  por  capricho ,  una  verdadera  anarquía  en  la  pronun- 
ciación ,  como  observa  un  gramático  español  moderno.  Esa  anarquía  ciertamente  reina  aun  mas  en  la 
imprenta.  Para  los  acentos  ,  en  el  diccionario  de  Escriche  impreso  en  España ,  no  solamente  no  se  ha  hecho 
caso  de  las  reglas,  sino  que  es  chocante  y  ridículo  el  modo  con  que  se  prodigan  tanto  en  el  español  cerno  en  el 
latin;  la  profusion  y  desacierto  son  tales,  que  esto  solo  hace  fastidiosa  su  lectura.  De  los  que  se  pintan  unos  son 
innecesarios  ,  otros  contra  las  reglas  y  solo  propios  para  enseñar  al  lector  á  pronunciar  mal  ,  en  vez  de 
guiarle  para  que  pronuncie  bien  ,  que  para  ello  sirven  los  acentos ,  y  en  ciertos  casos  son  de  toda  necesidad. 
Al  ver  escrito ,  por  ejemplo  ,  alquiler,  espantoso  ,  interés ,  aviso ,  letra  de  cambio  ,  etc.  ,  hemos  de  pensar 
que  esas  fallas,  como  otras  muchas  ,  son  efecto  de  distracción  ó  negligencia  ,  pero  dislraccion'y  negligencia 
por  cierto  intolerables  en  tipografía  ,  y  sobre  todo  en  un  diccionario.  Y  ¿  á  qué  viene  el  poner  en  el  latín 
humana  prudent iá  y  otros  nombres  en  ablativo  con  acento  agudo  ,  cuando  en  caso  de  ponerse  no  podia  ser 
otro  que  el  circunflejo?  ¿Ya  qué  fin,  si  no  es  por  inadvertencia  ,  se  escribe  prœcise,  oritur,  patitur, 
retiñere,  etc.  ?  Los  que  sepan  el  latin  y  un  poco  la  prosodia  se  reirán  de  un  modo  de  acentuar  semejante, 
y  los  que  no  sean  latinistas  caerán  en  errores  de  pronunciación  muy  groseros.  No  se  ha  obrado  tan  desa- 
tinadamente en  nuestra  edición;  al  contrario,  se  ha  puesto  en  este  particular  el  mas  escrupuloso  cuidado, 
especialmente  en  cuanto  al  español ,  pues  el  latin  en  rigor  podría  quedar  sin  acentos  graves  ni  circunflejos  , 
puesto  que  no  los  usaron  los  Latinos ,  y  aprobamos  el  método  de  no  ponerlos  sino  en  los  adverbios  que 
podrían  confundirse  con  otras  partes  de  la  oración.  En  orden  á  la  lengua  española ,  siempre  hemos 
sido  de  parecer  que  se  marque  estrictamente  el  acento  agudo  donde  deba  haberle  :  y  habiendo  consi- 
derado como  una  gran  falla  en  un  diccionario  el  omitirle,  como  se  hizo  en  la  edición  de  Madrid,  en 
las  primeras  palabras  de  los  artículos  pueslas  con  mayúsculas,  probablemente  porque  carecia  cíe  esos 
acentos  la  fundición  ;  aunque  nos  hallábamos  con  la  misma  dificultad  se  ha  buscado  medio  de  ponerlos, 
pues  la  nomenclatura  de  un  diccionario  no  es  conocida  de  todos  y  por  eso  se  pronuncia  mal ,  habiendo 
ciertas  voces  que  se  confundirían  por  el  hombre  mas  instruido ,  puesto  que  no  hay  mas  que  el  acento 
para  distinguirlas  de  otras,  v.  gr.  lucido  y  lúcido,  dominico  y  dominico;  y  sin  hablar  do  semejantes 
voces ,  creemos  necesario  el  acento ,  y  lo  es  según  las  reglas ,  v.  gr.  en  aljófar,  alcázar,  albéitar,  hués- 
ped, y  aun  másenlos  esdrújulos,  como  alhóndiga,  bitácora  (término  de  naveg.),  agrónomo,  agrícola, 
ológrafo,  polígamo,  póliza,  singrafa,  triplica,  cómitre ,  tazmía  ,  testamentaría  y  otros  en  ta  largo,  epí- 
teto, zodiaco,  periodo  (mas  de  una  vez  hemos  oido  pronunciar  mal  estas  tres  últimas  voces)  etc.,  etc. 
—  En  la  edición  de  Madrid  tampoco  se  hizo  caso  de  la  crema ,  esto  es ,  de  los  dos  puntos  que  se  ponen 
sobre  la  u  en  las  sílabas  güe,  güi,  para  denotar  que  se  debe  pronunciar  la  u,  v.  gr.  vergüenza, 
ambigüedad,  argüir,  Arguelles. 

La  misma  estravagancia  de  los  acentos  se  nota  en  el  diptongo  para  el  latin,  empleándose  con  mucha 
frecuencia  el  de  ce  para  dicciones  que  no  pueden  llevar  otro  que  el  de  œ.  Así  se  halla  hœredilas ,  prœscrip- 
tio,  quœ,  quœrela,  aquee,  illœ,  prœcise,  etc.,  etc.  Por  el  contrario,  en  algunas  dicciones  en  que  se 
debería  emplear  ese  diptongo  ce,  se  pone  precisamente  el  de  œ,  y  así  vemos  escrito  pœna,  fœdera,  cœpe- 
runt ,  etc.  Y  finalmente  las  palabras  que  deberían  llevar  un  diptongo  de  œ  ó  de  œ,  no  tienen  ni  uno  ni 
otro  ;  así ,  vemos  presens ,  pretextus,  presumo,  diócesis,  pena  ,  questus  queriendo  decir  ganancia ,  cuando 
escrito  así  significa  queja,  etc.  lié  aquí  sobre  diptongos  y  acentos  en  la  pág.  493  del  tomo  I  una  cláusula 
que  contiene  casi  todos  los  yerros  que  reprendemos  :  Propter  naturalom  libertatem  qus¡  non  patitur  quem~ 
quam  ad  faciendum  prœcise  compelli. 

Tales  son  los  cargos  que  pueden  hacerse  al  impresor  por  lo  tocante  á  la  corrección.  Y  no  dejan  de 
ser  gravísimos  los  concernientes  á  la  mala  ejecución  tipográfica  de  la  obra.  Sin  hablar  de  lo  que  solo 
está  al  alcance  de  los  que  conocen  las  reglas  del  arte ,  indicaremos  lo  que  salla  á  los  ojos  del  lector 
á  mas  de  la  poca  limpieza  en  el  tirado;  à  saber,  la  falta  de  uniformidad.  En  toda  la  letra  A  y  parte 
de  la  B ,  de  las  palabras  de  cada  artículo  que  sirven  de  título ,  solo  se  marca  la  primera  con  mayúsculas, 
empleándose  para  las  demás,  cuando  hay  mas  de  una,  las  versalitas;  en  lo  restante  de  la  obra  se 
distinguen   dichos  títulos  íntegros  con  mayúsculas,  aunque  ocupen  mas  de  una  línea.  En   un  mismo 


artículo  y  á  veces  en  una  misma  página ,  para  ia  separación  de  las  materias  se  emplea  liradillo  ó  una 
rayita  orizontal  simple,  luego  doble,  después  se  omite,  mas  abajo  vuelve  á  ponerse,  y  así  va  va- 
nándose, sin  que  haya  razón  para  ello,  habiéndola  sí  para  una  absoluta  uniformidad.  La. misma  va- 
riedad se  nota  con  respecto  á  las  mayúsculas  y  la  puntuación  de  los  extractos,  por  ejemplo  :  así  se 
hallará  unas  veces  Que,  otras  que,  ora  preceden  dos  puntos,  ora  punto  y  coma,  aquí  coma  sola- 
mente ,  mas  adelante  se  omite  toda  puntuación ,  etc.  En  lo  que  ha  habido  también  un  singular 
•descuido  es  en  no  poner  siempre  de  letra  cursiva  ó  itálica  las  palabras  que  han  de  distinguirse  así, 
como  las  remisiones  á  otros  artículos  ó  pasajes ,  el  latin,  los  títulos  de  las  obras ,  las  citas  de  las  leyes 
y  disposiciones  legales  en  general ,  todo  según  el  plan  adoptado  por  el  autor  :  ese  descuido  en  las  remi- 
siones es  muy  frecuente  ;  y  en  las  citas  de  autores ,  á  mas  de  no  estar  algunas  indicadas  con  la  debida 
precisión  y  claridad ,  se  observa  la  inconsecuencia  de  estar  unas  veces  de  caja  baja ,  otras  de  versalitas , 
otras  de  cursiva.  En  perjuicio  déla  claridad  se  han  omitido  ó  puesto  mal  en  muchos  lugares  las  virgu- 
lillas (  «  »  )  que  distinguen  los  trozos  que  no  son  del  autor,  y  algunos  pasajes  en  verso  no  van  en  forma  de 
tales.  La  exactitud  en  lo  que  va  indicado ,  á  mas  de  llenar  el  ojo  del  lector ,  contribuye  no  poco 
á  facilitarle  la  inteligencia  de  las  materias.  —  Pertenece  también  en  cierto  modo  á  la  falla  de  uni- 
formidad tipográfica  la  variedad  con  que  se  hallan  escritas  ciertas  voces  desde  el  principio  hasta  el 
fin  de  la  obra  :  v.  gr.  abinlestato,  ab  inteslato ,  ab  -  intestato  ;  manos-muerlas ,  manos  muer  las  ;  recien- 
nacido,  recien  nacido;  salvo -conducto,  salvo  conduelo;  lesa-majestad ,  lesa  majestad;  lesa-nacion,  lesa 
nación;  monte-pio ,  monte  pió  ;  Fuero  Juzgo,  Fuero-Juzgo  y  Fuero  juzgo,  etc.,  etc.  No  parece  bien 
semejante  desigualdad;  y  por  nuestra  parte,  deseando  que  la  lengua  española  se  conserve  en  toda 
su  pureza  y  que  en  nada  pierda  su  fisonomía  propia ,  no  aprobamos  el  abuso  de  la  rayita  que 
se  ha  introducido  en  España  para  unir  muchas  palabras  que  se  tienen  por  compuestas  y  no  lo 
son,  sino  dos  bien  distintas,  como  recien  nacido,  ó  una  sola,  como  salvoconducto,  según  el  dic- 
cionario de  la  Academia  y  otros:  esa  novedad  se  ha  estendido  á  los  nombres  propios,  y  lo  prueba 
á  mas  del  Fuero-Juzgo ,  lo  que  vemos  en  Carlo-Magno,  Quinto-Curcio ,  Paises-bajos ,  etc.  Todo  esto  huele 
á  galicismo ,  ó  es  afrancesar  nuestra  lengua  española ,  como  se  hace  con  muchas  voces  y  locuciones. 

Acaso  habrá  quien  tenga  por  pequeneces  y  nimiedades  algunos  de  los  defectos  que  criticamos  en  la  edición 
del  Diccionario  que  nos  ocupa  ;  pero  no  juzgarán  así  los  que  sean  imparciales  y  sepan  apreciar  las  cosas  en 
su  justo  valor,  aun  con  respecto  á  las  correcciones  de  menos  entidad.  Debe  considerarse  que  siendo  el  siglo 
actual  exigente  en  todo,  y  que  habiéndose  perfeccionado  tanto  el  arte  de  la  imprenta,  no  es  ya  posible  ofrecer 
al  público  ediciones  semejantes  á  muchas  de  las  que  la  prensa  madrileña  ha  producido  hasta  aquí.  Por  otra 
parte  por  mas  esmerado  que  sea  el  cuidado  que  se  ponga,  nunca  hay  de  sobras  ni  llega  abastar,  puesto  que 
á  pesar  de  todo  se  deslizan  siempre  errores  ;  en  el  arte  tipográfico  ,  sumamente  minucioso  ,  es  donde  debe 
tenerse  presente  el  dicho  vulgar  :  Regla  y  compas  cuanto  7nas,  mas  ;  ó  mejor  lo  que  dice  el  Eclesiástico, 
cap.  xxix,  v.  30  :  Minimum  pro  magno  placeat  tibi,  et  improperium  peregrinalionis  non  audies.  En  las 
obras  didácticas  la  mas  pequeña  mancha  ,  como  en  un  diamante  ,  es  un  defecto.  Bien  persuadidos  de  esta 
verdad ,  hemos  hecho  cuantos  sacrificios  estaban  en  nuestro  poder  para  enviar  al  Nuevo  Mundo  una  edición 
correcta  y  nítida.  Las  mejoras  que  se  han  hecho  en  el  Diccionario  de  legislación  de  Escriche  por  lo  que 
hace  al  papel ,  tirado  y  demás  de  la  parte  artística ,  sabrá  apreciarlas  cualquiera  á  primera  vista  ;  y  los 
inteligentes  que  lo  lean  se  convencerán  de  que  se  ha  trabajado  en  la  nueva  edición  con  mano  diestra 
y  con  esmero.  Sin  embargo,  como  el  hombre  nada  puede  hacer  perfecto ,  si,  á  pesar  de  todos  los  esfuerzos, 
en  un  volumen  de  1550  páginas  y  que  trata  de  tantas  y  tan  varias  materias  hubiesen  quedado  algunos 
yerros  entre  los  innumerables  que  se  han  corregido ,  ó  bien  se  hubiese  deslizado  algún  otro  en  medio 
de  tantas  adiciones  y  cambios  ,  para  disculparnos  no  podemos  hacer  mas  que  responder  con  Horacio  : 

non  ego  paucis 

Offendar  maculis  ,  quas , 

...  humana  pariim  cavit  natura. 


Paris,  Ht  <!e  mayo  de  l&Si. 
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ABACERÍAS.  Las  tiendas  ó  puestos  públicos  donde  se 
vende  por. menor  aceite,  vinagre,  pescado  ,  legumbres  se- 
cas ,  y  otros  artículos  de  ordinario  consumo. 

No  siempre  ha  podido  cualquiera  establecer  libremente 
abacerías.  Hubo  un  tiempo  en  que  algunos  se  arrogaban  este 
privilegio  y  no  permilian  su  ejercicio  sino  á  los  sugetos  á 
quieros  lo  daban  en  arriendo;  mas  don  Fernando  y  doña 
Isabel  en  pragm.  de  U  de  diciembre  de  l'i92  ,  y  don  Carlos 
y  doña  Juana  en  1352  (  ley  1,  til.  %i,  lib.  6,  Novís.  Recop.), 
prohibieron  á  todas  las  personas  de  cualquiera  estado  y  con- 
dición ,  preeminencia  y  dignidad ,  el  poner  tales  estancos  ó 
vedamientos  en  sus  villas  ,  lugares  ,  tierras  ú  otras  partes  , 
bajo  las  penas  en  que  caen  por  las  leyes  los  que  piden  y 
llevan  nuevas  imposiciones ,  por  ser  contrarios  á  derecho  y 
conciencia  y  en  gran  daño  de  los  subditos  y  vecinos. 

Los  efectos  de  esta  disposición  quedaron  eludidos  por  la 
ignorancia  de  unos  y  el  interés  personal  de  otros.  Se  creyó 
y  afectó  creer  que  con  la  absoluta  libertad  del  comercio  de 
dichos  objetos  fallaría  por  una  parte  á  los  pueblos  la  segu- 
ridad de  su  provision  á  resulta  de  la  facultad  que  tendrían 
los  abastecedores  para  dejar  este  tráfico  según  su  capricho, 
f  por  otra  se  alzaría  el  monstruo  del  monopolio  aumentando 
el  precio  de  los  mantenimientos!  Con  el  fin  aparente  de  evitar 
estos  males  imaginarios  ,  tomaron  á  su  cargo  los  ayunta- 
mientos la  tutela  de  sus  convecinos  ,  y  ó  bien  administraron 
por  cuenta  del  público  el  surtido  de  los  artículos  de  primera 
necesidad ,  ó  bien  buscaron  asentistas  esclusivos  que  se 
obligasen  á  procurarlos  y  venderlos  á  tales  ó  tales  precios 
concertados. 

Hízose  ver  después  la  multitud  de  males  verdaderos  y  de 
torpes  abusos  á  que  daba  lugar  este  sistema ,  bajo  el  cual 
no  reinaba  sino  la  colusión  ,  la  connivencia ,  el  sacrificio  del 
bien  común  al  interés  de  algunos  individuos  ,  la  carestía  ,  la 
mala  calidad  y  aun  la  adulteración  de  los  géneros  estancados  : 


se  demostró  que  solo  el  libre  comercio  era  capaz  de  producir 
en  todo  pueblo  la  abundante  provision  de  cualesquiera  ar- 
tículos de  consumo  ,  y  de  desterrar  ese  monopolio  tan  te- 
mido que  no  tiene  otro  enemigo  que  pueda  combatirle,  sino 
la  concurrencia  ;  y  sin  embargo  supo  el  ínteres  por  el  es- 
tanco precaver  ó  malograr  el  triunfo  de  la  libertad  ,  valién- 
dose de  mil  artificios  y  pretestos  ,  y  ponderando  sobre  todo 
las  supuestas  ventajas  del  arrendamiento  de  los  abastos  por 
cierta  cantidad  anual  con  que  se  cubrían  las  contribuciones 
ú  otras  cargas  de  los  pueblos. 

Largo  seria  ir  ahora  siguiendo  la  serie  de  leyes  y  regla- 
mentos que  en  diferentes  épocas  se  han  espedido  sobre  este 
asunto  ,  en  que  alternativamente  se  ven  sobresalir  los  prin- 
cipios de  la  libertad  y  de  las  restricciones.  Baste  traer  la  real 
orden  de  26  de  diciembre  de  1818  ,  que  con  el  objeto  de  ar- 
reglar los  puestos  públicos  dictó  á  las  justicias  de  los  pue- 
blos las  disposiciones  siguientes  :  «  Ia.  Los  puestos  públicos 
ó  abacerías  se  compondrán  solamente  de  los  cinco  artículos, 
á  saber  :  vino  ,  vinagre,  aguardiente,  aceite  y  carne. — 
2a.  Los  pueblos  serán  arbitros  en  tener  ó  no  puestos  públicos, 
y  de  reducir  á  menor  número  el  estanco.  —  5a .  En  los  sitios 
públicos  se  podrá  estancar  la  venta  por  menor  de  dichas 
cinco  especies.  —  h?.  Se  declara  venta  por  menor  la  que  no 
llegue  á  media  arroba  de  peso  castellano.  —  5a.  Se  declara 
venta  por  mayor  la  que  llegue  ó  esceda  de  aquel  peso  ,  coa 
la  circunstancia  ademas  que  ha  de  ser  individual.  —  6a.  La 
venta  por  mayor  de  flichas  especies  se  ejecutará  con  abso- 
luta libertad  y  sin  restricción.  —  7a.  Tampoco  \a  Iiabrá  para 
la  compra,  venta  y  permuta  de  todos  los  demás  géneros  y 
especies  (  fuera  de  las  cinco  espresadas  )  en  cualquiera  parte, 
sitio  y  lugar,  y  por  toda  clase  de  personas,  por  mayor  y 
menor.  —  8a.  El  estanco  por  menor  de  las  cinco  especies  se 
sacará  á  pública  subasta  ,  precediendo  tasa  del  justo  y  equi- 
tativo valor  á  que  se  han  de  vender  al  público  ,  y  se  rema- 


tara  en  el  mejor  postor.  —  9a.  Los  espedientes  que  se  ins- 
truyan en  las  subastas  de  los  puestos  públicos,  se  consultarán 
al  iniendenle  de  la  provincia  para  que  recaiga  su  aprobación. 
—  10a.  El  producto  del  estanco  por  menor  de  las  cinco  espe- 
cies referidas  ,  y  no  de  otra  ninguna  ,  se  aplicará  precisa- 
mente al  pago  de  la  masa  de  contribución  cargada  á  cada 
pueblo  ,  sin  que  pueda  distraerse/  á  otros  fines.  —  11a.  Por 
consiguiente  servirá  para  el  alivio  de  los  contribuyentes  ve- 
cinos y  forasteros,  entre  los  que  se  repartirá  la  suma  restante, 
escluyendo  los  jornaleros  como  tales  y  en  clase  de  tales.  » 

Esta  real  orden  presenta  la  ventaja  de  no  permitir  á  los 
pueblos  sino  el  estanco  por  menor  de  las  cinco  especies  que 
espresa  ,  dejando  todas  las  demás  en  libre  contratación  y 
comercio.  Mas  si  en  unas  es  conveniente  la  libertad  del  trá- 
fico y  de  la  venta  ,  ¿porqué  no  lo  ha  de  ser  en  otras  ?  Se  dirá 
que  aquí  se  hace  á  los  pueblos  mismos  jueces  de  su  causa , 
y  que  siendo  ellos  los  que  mejor  deben  conocer  sus  intereses 
no  procederán  al  estanco  sino  cuando  por  razón  de  su  loca- 
lidad y  demás  circunstancias  no  puedan  asegurarse  de  otro 
modo  los  indicados  abastos  :  pero  la  esperiencia  nos  acredita 
que  precisamente  en  las  poblaciones  donde  se  ha  visto  á  la 
libertad  mantener  la  abundancia  y  la  baratura ,  se  ha  levan- 
tado el  hábito  o  el  interés  de  cuantos  solían  tnedrar  á  la 
sombra  de  los  antiguos  abusos  ,  y  ha  sabido  ejercer  á  des- 
propósito la  facultad  del  estanco ,  convirtiéndola  en  su  propia 
utilidad  y  en  daño  de  la  masa  de  los  vecinos.  ¿  Se  añadirá 
que  aplicándose  ,  como  se  dispone ,  al  pago  de  la  contribu- 
ción la  cantidad  que  anualmente  da  el  abastecedor  por  el  pri- 
vilegio esclusivo  de  vender  solo ,  se  escusan  otros  medios 
mas  sensibles  de  exigir  los  impuestos  ?  Pero  si  este  método 
parece  suave  ,  no  por  eso  deja  de  ser  ruinoso  y  aun  contrario 
á  la  equidad  y  á  la  justicia  :  primero ,  porque  aumentando  la 
suma  de  las  contribuciones  con  las  ganancias  del  asentista  , 
"tiene  que  alzar  los  precios  de  donde  precisamente  han  de 
salir  unas  y  otras  :  segundo ,  porque  hace  caer  el  peso  de  las 
contribuciones  principalmente  sobre  las  familias  pobres  y 
menos  acomodadas  ,  que  son  las  que  acuden  diariamente  á 
los  puestos  públicos  ó  abacerías  ,  cuando  las  otras  se  surten 
de  sus  propias  cosechas  ó  comprando  por  mayor  en  épocas 
oportunas  :  tercero  ,  porque  da  interés  á  los  sugetos  de  mas 
poder  en  hacer  subir  el  arriendo,  y  por  consiguiente  el  precio 
de  los  géneros  ,  á  fin  de  librarse  del  reparto  del  suplemento 
que  habría  de  hacerse  para  igualar  la  suma  del  impuesto. 

No  obstante  lo  resuelto  en  la  real  orden  de  2G  de  diciembre 
de  1818  para  no  estancar  sino  los  cinco  artículos  devino, 
vinagre ,  aguardiente  ,  aceite  y  carne,  vemos  otra  real  orden 
de  20  de  marzo  de  1830,  en  la  cual  se  concede  á  un  vecino 
de  Samper  de  Calanda  licencia  de  abrir  tienda  de  droguería, 
no  solo  con  la  condición  de  no  poder  vender  al  pormenor  en 
Su  tienda  el  pan  ,  vino  ,  vinagre  ,  jabón  ,  carne  ,  bacalao  ni 
aceite  ,  sino  también  con  el  gravamen  de  rebajar  en  la  venta 
de  los  demás  géneros  dos  maravedís  en  libra  del  precio  á 
que  se  contrate  en  los  puestos  públicos  ;  y  se  establece  por 
Tegla  general ,  para  combinar  el  interés  de  los  Propios  con 
semejantes  concesiones  ,  que  á  los  que  obtengan  permiso 
'para  abrir  tiendas  de  esta  clase  se  les  imponga  la  obli- 
gación de  resarcir  á  los  Propios  el  daño  ó  baja  que  les  resulte 
en  el  arriendo  de  la  esclusiva ,  con  respecto  alo  que  esta  les 
haya  producido  en  el  año  común  de  los  diez  últimos. 

Por  fortuna  se  han  cortado  ya  estos  males  con  el  sabio  de- 
creto de  20  de  enero  de  1854,  el  cual  dispone  entre  otras 
cosas  :  —Io.  «Que  sean  libres  en  todos  los  pueblos  del  reino 
el  tráfico  ,  comercio  y  venta  de  los  objetos  de  comer,  beber 
y  arder  ,  pagando  los  .traficantes  en  ellos  los  derechos  reales 
y  municipales  á  que  respectivamente  estén  sujetos  :  —  2o. 
Que  en  consecuencia  ninguno  de  dichos  artículos  de  abastos, 
escepto  el  pan  ,  estará  sujeto  á  postura ,  tasa  ó  arancel  de 
ninguna  especie  „  cualquiera  que  sea  la  disposición  ,  cédula 


é  privilegio  ,  en  cuya  virtud  se  les  haya  ftijc'tado  a  ésta  for- 
malidad, :  —  5o.  Que  la  esencion  de  trabas  de,  ¿fue1  InLh  el 
articulo  anterior  no  coarte  ni  restrinja  el  ejercicio  do  la  au- 
toridad municipal  en  la  parte  relativa  á  la  verificación  fio 
pesos  y  medidas  ,  y  á  la  salubridad  de  los  alimentos  en  los 
puestos  al  pormenor  :  —  h°.  Que  en  los  pueblos  donde  exis- 
ten hoy  contratos  pendientes  con  abastecedores  de  cual- 
quiera de  dichos  ramos  ,  se  aguarde  para  llevar  á  efecto  esta 
ley  á  que  concluya  el  tiempo  de  la  contrata ,  si  antes  no  se 
encontrase  modo  de  transigir,  de  acuerdo  recíproco  ,  sobro 
las  condiciones  ó  plazos  estipulados  :  —  b°.  Que  en  los  pue- 
blos en  donde  se  paguen  las  contribuciones  ó  se  cubran  otras 
necesidades  locales  con  el  producto  de  los  puestos  públicos , 
ó  sea  del  estanco  de  algunos  artículos  de  abastos  ,  no  se  hará 
novedad  por  ahora;  pero  deberán  concertarse  desde  luego 
los  ministros  de  fomento  y  de  hacienda  para  que  no  se  pro- 
longue el  funesto  sistema  de  estanco ,  y  que  se  obtengan  por 
medios  que  ocasionen  menos  perjuicios  los  productos  que 
por  aquel  se  obtuvieron  hasta  ahora.  » 

La  apología  de  este  decreto  estaba  ya  hecha  de  antemano- 
por  los  economistas  y  todos  los  hombres  ilustrados  y  aman- 
tes del  bien  común ,  los  cuales  han  clamado  enérgicamente 
en  todos  tiempos  por  la  adopción  de  tan  saludables  provi- 
dencias. Establecida  ya  la  libertad  del  tráfico  y  venta  de  los 
objetos  de  comer  ,  beber  y  arder,  diremos  con  la  comisión 
que  formó  el  proyecto  de  esta  ley,  se  quita  esa  tutoría  mu- 
nicipal que  tan  funesta  ha  sido  para  las  clases  mas  necesita- 
das ;  se  asegura  el  surtido  de  todos  los  vecindarios  en  pro- 
porción de  los  medios  de  su  respectiva  fortuna ,  porque  allí 
donde  haya  consumidores  no  faltarán  abastecedores  volun- 
tarios que  vayan  á  buscar  una  ganancia  segura  y  que  hagan 
incompatible  con  su  concurrencia  la  existencia  del  monopo- 
lio ;  y  se  cierra  por  fin  la  puerta  á  ese  método  tan  especioso 
como  injusto  de  sacar  principalmente  el  cupo  de  los  impues- 
tos de  quien  menos  tenia  con  que  pagarlos. 

Mas  es  de  observar  que  el  articulo  del  pan  queda  escluido 
de  los  beneficios  de. la  libertad,  pues  en  primer  lugar  se  le 
somete  por  esta  ley  á  postura,  tasa  ó  arancel;  y  en  segundo 
lugar,  después  de  sentarse  en  el  decreto  de  igual  fecha  sobre 
asociaciones  gremiales  que  no  puedan  formarse  gremios  que 
vinculen  á  un  determinado  número  de  personas  el  tráfico  de 
confites  ,  bollos  ,  bebidas ,  frutas ,  verduras ,  ni  el  de  ningún 
otro  artículo  de  comer  y  beber,  se  esceptúan  de  esta  dispo- 
sición los  panaderos ,  «  visto  que  no  pueden  ejercer  esta  in- 
dustria sino  en  cuanto  posean  un  capital ,  que  la  autoridad 
municipal  determine  en  cada  pueblo  para  no  tener  en  caso 
alguno  falta  de  pan.  »  Es  decir,  pues,  que  en  cada  pueblo 
puede  formarse  gremio  de  panaderos  que  tenga  la  facultad 
esclusiva  de  fabricar  y  vender  el  pan  con  el  gravamen  de 
sujetarse  á  los  precios  que  la  autoridad  prefije  y  de  reunir  el 
capital  que  esta  juzgue  necesario  para  el  abasto;  y  que  aun 
en  caso  de  que  no  haya  gremio ,  tendrá  facultad  el  magistra- 
do local  para  fijar  periódicamente  un  máximo  que  no  puedan 
esceder  los  que  sin  comprometimiento  ni  obligación  alguna 
se  dediquen  á  este  género  de  industria. 

Ni  la  comisión  encargada  de  redactar  el  proyecto  de  ley 
de  abastos  ,  ni  la  junta  de  fomento  que  cstendió  el  de  gre- 
mios ,  dan  razón  alguna  en  sus  respectivos  dictámenes  de 
una  escepcion  de  tanta  trascendencia,  si  es  que  ellas  la  pro- 
pusieron. Sin  duda  la  supuesta  necesidad  de  este  sacrificio 
que  aquí  se  hace  de  la  libertad  á  la  seguridad  estará  apoya  - 
da  en  consideraciones  políticas  que  no  habrán  podido  ave- 
nirse con  los  principios  de  la  economía  ;  pero  como  no  es  do 
temer  que  falte  el  pan  en  el  país  de  los  granos  ,  ni  que  el 
precio  de  aquel  deje  de  seguir  naturalmente  la  mas  exacta 
proporción  con  el  de  estos ,  parece  hubiera  convenido  que  el 
estanco  y  la  tasa  se  hubiesen  limitado  precisamente  á  los 
pueblos  en  que  una  falsa  alarma  de  escasez  ó  de  subida  ar- 
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biirarja  faege  capaz  oe  producir  conmociones  ce  graves  éon- 

Los  redactores  del  Diario  cío  la  administración,  en  su  nú- 
mero de  1 1  de  febrero  de  1 85?t ,  que  hemos  visto  después  de 
escrito  este  artículo ,  pretenden  que  la  tasa  del  pan  solo  ha 
de  tener  lugar  en  casos  estraordinarios  en  que  una  ley  supe- 
rior á  todas,  esto  es,  la  de  la  existencia,  exija  la  restric- 
ción momentánea  déla  libertad  de  los  precios  que  debe  rei- 
nar ordinariamente  en  el  pan  y  en  los  demás  comestibles, 
como  por  ejemplo  cuando  anegando  una  súbita  inundación  los 
molinos  de  trigo  sea  imposible  en  muchos  dias  convertir  en 
harinas  el  grano  existente  en  la  población,  pues  si  la  auto- 
ridad no  interviniese  entonces  fijando  precios,  podrian  va- 
lerse los  panaderos  de  la  ocasión  que  se  les  presentaba,  y  au- 
mentarlos á  su  placer  hasta  el  infinito.  Añaden  que  según  su 
concepto  tal  es  el  sentido  de  la  ley  que  nos  ocupa,  la  cual 
no  manda  que  se  conserve  y  exista  siempre  la  tasa  del  pan , 
sino  que  autoriza  á  los  que  están  al  frente  de  los  pueblos  para 
que  la  pongan;  y  concluyen  diciendo  que  no  es  posible  otra 
inteligencia  en  la  ilustración  del  Gobierno  que  nos  dirige , 
pues  que  sus  leyes  y  sus  instrucciones  van  señalando  el  ca- 
mino de  prosperidad  por  donde  ha  de  marchar  en  adelante 
la  nación  española.  Quisiéramos  que  fuese  verdadera  la  in- 
terpretación de  los  redactores;  pero  creemos  que  no  puede 
sostenerse ,  si  combinamos  el  decreto  de  abastos  y  el  de  gre- 
mios. Es  cierto  que  el  de  abastos  no  manda  espresamente 
que  se  conserve  y  exista  siempre  la  tasa  del  pan  ;  pero  tam- 
poco dispone  que  se  establezca  solo  en  casos  estraordinarios, 
antes  bien  por  el  hecho  de  declararla  como  una  escepcion  de 
la  libertad  que  concede  á  todos  los  demás  comestibles,  sin 
contraería  directa  ni  indirectamente  á  tiempos  ó  circunstan- 
cias determinadas ,  autoriza  claramente  á  los  magistrados 
municipales  para  que  procedan  á  fijarla  desde  luego  y  siem- 
pre que  bien  les  parezca ,  pues  que  no  les  pone  coto  ni  res- 
tricción ;  y  es  de  presumir  que  en  muchos  pueblos  se  apre- 
surarán los  gobernantes  á  poner  en  ejercicio  sus  facultades  y 
en  práctica  el  sistema  de  las  posturas,  sin  aguardar  á  inun- 
daciones ni  á  incendios  de  molinos  ,  y  sin  hacer  diferencia 
de  épocas  ordinarias  ó  estraordinarias ,  porque  donde  la  ley 
no  distingue  tampoco  distinguirán  los  alcaldes  y  regidores. 
Mas  aun  cuando  la  ley  de  abastos  nos  dejase  algún  género  de 
duda  sobre  el  asunto,  viene  luego  de  refuerzo  la  de  gremios, 
que  vinculando  en  la  corporación  de  panaderos  el  derecho 
eselusivode  darnospan  para  que  nunca temamosque  nos  falte, 
líate  consiguiente  y  aun  indispensable  la  tasa,  y  pone  á  las  au- 
toridades locales  en  la  precisión  de  establecerla  de  un  modo 
permanente  tan  pronto  como  se  establézcanlos  gremios  con 
su  vinculación  ,  á  no  ser  que  se  quiera  que  los  gremios  so- 
los ,  con  esclusion  de  otras  personas ,  ejerzan  este  ramo  de 
industria  y  nos  hagan  pagar  el  pan  y  el  trabajo  de  su  fabri- 
cación á  los  precios  que  mas  les  acomode  ;  en  cuyo  caso  ha- 
bíamos caido  miserablemente  en  manos  de  ese  monopolio 
que  tantas  vueltas  nos  hace  dar  para  evitarle,  y  que  quedaría 
entonces  legalmente  entronizado.  Concluyamos  pues  que  el 
sistema  de  la  tasa  del  pan  está  en  la  letra  y  en  el  espíritu  de 
los  nuevos  decretos,  no  solo  para  los  casos  estraordinarios  , 
sino  para  todos  los  tiempos  y  circunstancias  ;  porque  se  halla 
concebido  en  términos  generales  sin  modificación  alguna  ,  y 
porque  es  un  efecto  necesario  de  otras  disposiciones  de  los 
mismos  decretos.  La  notoria  ilustración  del  Gobierno,  á  que 
acuden  los  redactores,  no  es  un  argumento  suficiente  para 
dar  á  sus  decisiones  una  inteligencia  tan  forzada  como  ellos 
quieren.  El  Gobierno  mas  sabio  puede  padecer  un  error  en- 
tre mil  aciertos;  y  sobre  todo  si  la  providencia  de  que  habla- 
mos no  pudiera  justificarse  por  razones  económicas  ,  habrá 
sido  tal  vez  un  sacrificio  exigido  por  razones  políticas  que  solo 
el  Gobierno  puede  apreciar  debidamente  bajo  todos  sus  as- 
pectos. Véase  Abastecedores. 


ABAD.  Con  esta  voz,  qué  significa  padre,  S6  suele  de- 
signar :  —  í°.  El  jefe  superior  de  tóá  fiíetijeSíí  cx-Q  tiene 
autoridad  para  cuidar  de  la  disciplina  m'óñústfca'  y  de  las 
cosas  temporales  perlenecicntes  al  monasterio  :  —  2°.  El  su- 
perior ó  cabeza  de  algunas  iglesias  colegiales,  y  cierta  digni- 
dad en  algunas  iglesias  catedrales  :  —  5o.  El  cura  párroco 
en  Galicia  y  Navarra:  —  h°.  El  cura  ó  beneficiado  que  sus 
compañeros  eligen  para  que  les  presida  en  cabildo  durante 
cierto  tiempo  :  —  b°.  La  persona  lega  que  por  derecho  de 
sucesión  posee  alguna  abadía  con  frutos  secularizados  :  — 
G°.  El  capitán  ó  caudillo  de  la  guardia  que  llamaban  del  conde 
don  Gómez ,  la  cual  se  componía  de  un  abad  que  era  ca- 
ballero ,  y  de  cincuenta  ballesteros  que  eran  hijosdalgo ,  y 
hacian  guardia  á  su  conde  siempre  que  residia  en  su  tierra. 

Los  abades,  como  superiores  de  los  monjes,. no  fueron 
conocidos  hasta  el  cuarto  siglo  de  la  Iglesia ,  en  que  las  per- 
sonas que  se  retiraban  del  mundo  se  eligieron  con  este  nom- 
bre jefes  que  las  gobernasen ,  tomándolos  mas  bien  de  entre 
los  legos  que  de  los  clérigos ,  porque  al  principio  no  eran  los 
monjes  sino  personas  seculares  que  se  ejercitaban  en  la  ora- 
ción y  en  el  trabajo  de  manos.  Con  el  trascurso  del  tiempo, 
no  solo  no  se  contentaron  los  abades  con  el  simple  sacerdocio, 
sino  que  lograron  constituirse  en  dignitarios  ó  prelados  ecle- 
siásticos ,  con  esencion  de  la  potestad  de  los  obispos  ,  con 
jurisdicción  pastoral  y  contenciosa  sobre  sus  subditos  y 
monasterios,  con  facultad  de  llevar  insignias  pontificales, 
consagrar  vasos,  altares  é  iglesias,  bendecir  al  pueblo, 
sentarse  en  los  concilios  después  de  los  obispos,  conferir 
órdenes  menores ,  y  en  fin  con  otras  prerogativas ,  de  erryo 
esceso  se  quejó  san  Bernardo ,  y  que  se  reclamaron  en  Es- 
paña por  los  padres  del  concilio  de  León  en  el  año  de  1012, 
y  por  los  de  Coyanza  en  1050. 

Aunque  los  monjes  al  principio  eran  pobres,  pues  que 
no  vivían  sino  del  trabajo  de  sus  manos ,  movidos  luego  los 
cristianos  todos  déla  fama  de  su  santidad  y  aun  de  la  fuerza 
de  sus  hábiles  sugestiones ,  se  apresuraron  á  enriquecer  los 
monasterios  con  ofrendas ,  donaciones,  herencias  y  legados  ; 
y  los  príncipes  mismos  llevaron  su  liberalidad  hasta  el 
estremo  de  concederles  feudos  y  replias.  Esta  acumulador, 
estraordinaria  de  bienes  en  manos  de  personas  que  hacian 
voto  de  pobreza ,  al  mismo  tiempo  que  el  Estado  se  hallaba 
sin  recursos  para  atender  á  sus  necesidades ,  no  pudo  menos 
de  llamar  la  atención  de  los  reyes ,  quienes  viéndose  en  la 
imposibilidad  de  sostener  los  gastos  de  las  guerras  en  que 
estaban  empeñados ,  tuvieron  y  ejecutaron  la  idea  de  dar 
en  encomienda  á  los  señores  y  caudillos  militares  algunas 
abadías  con  cuyas  rentas  pudiesen  proveer  y  estipendiar  las 
tropas.  Puestos  los  magnates  al  frente  de  los  monasterios 
por  concesión  de  los  reyes  ó  por  otros  medios  que  les  suge- 
ría y  facilitaba  su  prepotencia,  no  dudaron  en  usar  el  nom- 
bre de  abades,  como  que  efectivamente  lo  eran,  pues  que 
tenían  á  su  cargo  el  gobierno  y  cuidado  de  las  personas  y 
cosas  de  estos  establecimientos  ;  y  para  comprender  en  su 
titulo  con  una  sola  palabra  las  dignidades  que  tenían  en  ei 
siglo ,  se  solían  llamar  abacondes  ó  ablcondes.  No  solo  go- 
zaban estos  de  las  abadías  durante  su  vida,  sino  que  las 
trasmitían  por  muerte  á  sus  herederos;  y  como  unos  y 
otros  casi  no  cuidaban  de  otra  cosa  que  de  recoger  las  ren- 
tas, contentándose  con  nombrar  en  las  iglesias  abaciales 
algunos  presbíteros  para  la  administración  espiritual ,  so 
relajó  en  tal  manera  la  disciplina  monástica ,  que  los  obis- 
pos no  cesaron  de  clamar  por  remedio,  hasta  que  en  las 
Cortes  de  Alcalá  de  15Ü8,  don  Enrique  II  en  Burgos  año 
1573,  y  don  Juan  I  en  Guadalajara  año  1390  {leyes  2  y  Z, 
lit.  i7,  lib.  I  ,  Novis.  Rccop.),  mandaron  que  los  hijos- 
dalgo, ricos  hombres  y  demás  personas  legas  no  pudiesen 
tener  encomiendas  en  los  abadengos  y  monasterios,  y  que 
los  tenedores  las  dejasen  desde  luego ,  sin  que  pudiese  anro- 
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vccliarles  fuero,  uso,  costumbre,  privilegio,  caria  ni  mer- 
red  que  tuviesen  ó  les  fuere  dada  en  adelante.  Cesaron  pues 
los ameles comendatarios  seglares;  bien  que  subsisten  toda- 
vía en  Vizcaya  en  virtud  de  sus  fueros. 

Ademas  de  los  abades  comendatarios  bay  otros  abades 
seculares  que  tienen  distinto  origen.  Cuando  la  nobleza  no 
conocia  mas  profesión  que  la  de  las  armas  ni  otra  riqueza 
que  los  acostamientos ,  el  botin  y  los  galardones  ganados  en 
la  guerra ,  los  nobles  inhábiles  para  la  milicia  estaban  con- 
denados al  celibato  y  la  pobreza  ,  y  arrastraban  por  consi- 
guiente á  la  misma  suerte  una  igual  porción  de  doncellas  de 
su  clase.  Para  asegurar  la  subsistencia  de  estas  víctimas  de 
la  política,  se  fundó  una  increíble  muchedumbre  de  monas- 
terios que  llamaron  dúplices  porque  acogían  á  los  individuos 
de  ambos  sexos ,  y  de  herederos  ó  parientes ,  porque  estaban 
en  la  propiedad  y  sucesión  de  las  familias ,  y  no  solo  se 
heredaban  ,  sino  que  se  partían ,  vendían ,  cambiaban  y 
traspasaban  por  contrato  ó  testamento  de  unas  en  otras. 
Como  los  llenaba  mas  bien  la  necesidad  que  la  vocación  re- 
ligiosa ,  y  eran  antes  un  refugio  de  la  miseria  que  de  la  de- 
voción ,  fué  consiguiente  que  la  relajación  de  su  disciplina 
los  hiciese  desaparecer  poco  á  poco  de  una  manera  ú  otra. 
Con  efecto ,  unos  se  unieron  á  los  monasterios  libres ,  llama- 
dos mayores,  cuya  floreciente  observancia  era  entonces 
un  vivo  argumento  contra  los  vicios  de  aquella  institución , 
incorporando  y  refundiendo  en  ellos  sus  edificios  y  bienes 
bajo  ciertas  condiciones  que  estipulaban ,  entre  las  cuales 
solia  ser  una  que  el  abad  ó  abadesa  había  de  ser  de  la 
parentela  del  poseedor  ó  patrono  del  suprimido.  Otros  se 
secularizaron  ,  y  sus  patronos,  aun  siendo  legos  y  casados, 
continuaron  llamándose  abades,  como  el  abad  de  Vivanco, 
el  de  Rosales  y  otros.  Véase  el  informe  del  señor  Jovellanos 
en  el  espediente  de  ley  agraria.  Véase  también  Amortiza- 
ción. 

ABADENGO.  Lo  que  pertenece  al  señorío ,  territorio 
ó  jurisdicción  del  abad  ;  y  antiguamente  se  llamaba  también 
así  el  poseedor  de  abadía.  Dícese  pues  abadengo  el  pueblo 
que  está  sujeto  al  dominio  ó  señorío  del  abad  de  algún  mo- 
nasterio ,  ya  sea  que  el  rey  ú  otro  señor  hizo  en  lo  antiguo 
gracia ,  merced  ó  donación  de  él  á  los  monjes ,  ya  sea  que  el 
mismo  monasterio  dio  sus  tierras  á  los  pobladores  bajo  la 
prestación  de  algunos  tributos. 

En  algunas  leyes  se  designan  con  el  dictado  de  abadengo 
las  manos  muertas ,  de  modo  que  cuando  en  ellas  se  manda 
que  ningún  realengo  non  pase  à  abadengo  ,  se  quiere  dar 
á  entender  que  se  prohibe  á  las  manos  muertas  adquirir 
bienes  de  seglares  pecheros  ó  contribuyentes.  Véase  Abad, 
Amortización,  Bienes  eclesitisticos  y  Señorío. 

ABADESA.  La  superiora  de  una  comunidad  de  religiosas 
en  la  mayor  parte  de  las  órdenes  monacales  y  algunas  men- 
dicantes ;  y  la  mujer  que  por  derecho  de  sucesión  posee  al- 
guna abadía  con  frutos  secularizados  :  Abadesa  quiere  decir 
madre  espiritual.  Véase  Abad. 

ABADÍA.  La  dignidad  del  abad;  y  la  iglesia,  monasterio, 
territorio ,  jurisdicción ,  bienes  y  rentas  pertenecientes  á  un 
abad.  El  territorio  de  la  abadía  se  suele  llamar  abadiado  en 
algunas  partes  de  la  corona  de  Aragon.  Todas  las  abadías 
de  los  reinos  de  Granada  y  de  las  Indias ,  y  las  abadías  con- 
sistoriales del  resto  de  España  ,  esto  es ,  las  abadías  escritas 
y  tasadas  en  los  libros  de  cámara  en  Roma ,  pertenecen  al 
real  patronato ,  y  se  proveen  por  el  rey  á  consulta  de  las  cá- 
maras de  Castilla  ó  Indias  respectivamente  ;leyesli,  til.  17, 
y  1  con  sus  notas  1  y  2,  tít.  18,  lib.  i,  Nov.  Recop.  Son  de 
la  clase  de  las  consistoriales  las  abadías  claustrales  benedic- 
tinas de  Cataluña  y  Aragon  y  otras  en  España  ;  y  se  llaman 
consistoriales  porque  se  proclaman  en  el  consistorio  del  papa 
cuando  los  abades  á  presentación  del  rey  sacan  bulas  de  la 
cancelaría  apostólica  para  obtenerlas.  Véase  Abad,  Amorti- 


'-  zttciôn.  Bienes  eclesiásticos ,  Jurisdicción  ecls-iústica,  Pal)  o^ 
nato  Real   y  Señoría. 

A3ADÍA.  El  derecho  que  en  Galicia  y  otras  partes  I  i: 
los  curas  párrocos  do  percibir  á  la  muerte  le  sus  feligreses 
cierto  tributo  de  los  bienes  muebles  ó  semo  lentes  que  dejan; 
como  igualmente  el  mismo  tributo  ó  cosa  tributada.  Es  cono- 
cido también  con  el  nombre  de  Luctuosa.  Llámase  Abadía  por 
el  tratamiento  de  abad  que  allí  se  da  comunmente  al  cura, 
y  suele  consistir  en  una  dé  las  alhajas  que  deja  el  difunto, 
v.  gr.  en  una  pieza  de  su  mejor  vestido  ó  de  ropa  de  cama,  en 
un  par  de  pendientes  ó  almendrillas  ú  otro  adorno  femenil, 
y  tal  vez  en  alguna  cabeza  de  ganado ,  según  la  costumbre 
que  varía  de  lugar  á  lugar,  tanto  sobre  la  cantidad  y  cali- 
dad de  contribución  ,  como  sobre  la  clase  de  las  personas 
contribuyentes. 

Este  derecho  no  tiene  otro  apoyo  que  la  costumbre,  y  la 
costumbre  se  acredita  con  la  posesión  decenario  ó  de  diez 
años.  Su  introducción  se  atribuye  á  la  liberalidad  de  los  he-' 
rederos ,  que  viendo  en  tiempos  antiguos  la  buena  voluntad 
con  que  los  curas  se  prestaban  á  hacer  los  funerales  sin  exi- 
gir estipendio,  y  observando  por  otra  parte  que  apenas  per- 
cibían de  sus  parroquias  la  congrua  sustentación ,  les  daban 
la  mejor  alhaja  que  poseía  el  difunto;  y  esta  liberalidad  de- 
generó por  fin  en  costumbre  obligatoria  que  se  mantiene  por 
los  tribunales  ,  á  pesar  de  haber  cesado  las  causas  que  la 
motivaron.  Mas  ya  que  los  feligreses  no  pueden  eximirse  fá- 
cilmente del  gravamen  que  se  impusieron ,  procuran  dismi- 
nuir su  importancia.,  ocultando  las  alhajas  que  deben  servir 
para  el  pago  de  tan  lúgubre  tributo  ,  y  no  presentándose  en 
las  festividades  eclesiásticas  los  que  se  consideran  próximos 
á  la  muerte ,  sino  con  los  vestidos  mas  andrajosos.  No  ha 
dejado  de  haber  algún  cura  que  movido  de  estas  considera- 
ciones ha  tratado  de  suprimir  la  abadía  en  su  parroquia  ; 
pero  se  ha  visto  por  esperiencia  que  aun  los  deseos  de  uu 
buen  párroco  ,son  ineficaces  en  esta  parte ,  cuando  tiene  por 
copartícipes  en  este  derecho  á  los  que  lo  son  en  los  diezmos. 

Con  motivo  de  haberse  exigido  por  el  obispo  de  Lugo  de- 
rechos exorbitantes  á  título  de  luctuosa,  se  declaró  á  soli- 
citud de  los  interesados  en  real  decreto  de  17  de  agosto  de 
1787  (ley  b,  tít.  5,  lib.  i.  Nov.  Recop.)  que  no  es  de  natura- 
leza de  luctuosa  la  contribución  de  reses  vacunas  ,  mulares 
ni  caballares  ;  y  se  resolvió  al  mismo  tiempo  ,  para  hacer 
menos  gravoso  este  impuesto ,  que  por  cada  cabeza  de  casa 
que  fallezca  sujeta  á  luctuosa  y  deje  cuatro  reses  mayores  ó 
mas  ,  se  paguen  sesenta  reales  vellón  ;  que  por  el  que  solo 
deje  tres  reses  mayores  ó  menos  se  paguen  treinta  reales  ; 
que  por  el  que  no  dejase  mas  que  reses  menores,  sea  una  ó 
muchas,  se  paguen  solamente  diez  reales;  que  nada  se  pa- 
gue por  el  que  no  dejare  res  mayor  ni  menor;  que  se  observe 
la  misma  regulación  para  con  las  viudas  siendo  propietarias 
de  la  casa ,  pero  que  no  siéndolo  no  se  las  considere  sujetas 
á  luctuosa. 

Trátase  con  mas  estension  acerca  de  este  punto  en  los  Dis- 
cursos críticos  sobre  las  leyes  y  sus  intérpretes ,  por  cl  Dr. 
D.  Juan  Francisco  de  Castro,  lib.  2,  dise.  G,  quien  cita  á  Gar- 
cía de  Expensis,  cap.  9;  á  Gutiérrez  Canonic.  lib.  %  cap.  '21  ; 
á  Barbosa  de  Offic.  et  polest.  Parochi ,  cap.  2'i;  y  á  Covar- 
rubias  lib.  1 ,  Variar,  cap.  17.  Véase  Luctuosa. 

ABANDONO.  La  dejación  ó  desamparo  que  uno  hace  , 
sea  de  una  persona  á  quien  debia  cuidar,  sea  de  una  cosa 
que  le  pertenece ,  sea  de  una  acción  que  había  entablado  en 
justicia. 

I.  Abandono  de  personas. 


Los  padres  que  abandonan  sus  hijos  pequeños,  echándolos 
á  las  puertas  do  las  iglesias  y  de  los  hospitales  ó  en  otros 
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tugares,  piocde:i  la  patria  po¡e;tad  y  lodos  los  derechos  que 
tenían  sobre  ellos,  y  no  tendrán  acción  para  reclamarlos  de 
las  personas  que  los  hubiesen  recogido  ,  ni  pedir  en  tiempo 
alguno  que  se  les  entreguen,  aunque  se  ofrezcan  á  pagar 
los  gastos  que  hayan  hecho ,  á  menos  que  el  abandono  hu- 
biese sido  efecto  de  estrema  necesidad;  pero  no  por  eso  se 
libertan  de  las  obligaciones  naturales  y  civiles  para  con  di- 
chos hijos,  los  cuales  no  pueden  perder  por  la  crueldad  de 
sus  padres  los  derechos  que  les  competen  ;  ley  h,  tít.  20 , 
Part.  U ,  y  ley  S ,  lit.  o7 ,  lib.  7 ,  Nov.  Recop.  Si  á  con- 
secuencia del  abandono  queda  una  criatura  en  riesgo  de 
perecer,  tanto  los  padres  eme  lo  hubiesen  ordenado  como  los 
ejecutores  y  aun  cualesquiera  que  encontrándola  no  la  saquen 
del  peligro,  deben  ser  castigados  con  mas  ó  menos  severi- 
dad según  las  circunstancias  ;  d.  ley  5.  Véase  Esposicion  de 
parlo  ó  de  niños  recien  nacidos. 

Los  mayores  de  diez  y  ocho  años  que  abandonan  á  su  as- 
cendiente furioso,  loco  ó  desmemoriado,  permitiendo  que  un 
estraño  le  recoja  y  le  cuide  por  piedad  en  su  casa,  y  negán- 
dose á  los  ruegos  que  este  les  hiciere  para  que  se  le  lleven  , 
como  igualmente  los  que  le  abandonan  en  el  cautiverio  te- 
niendo medios  para  redimirle ,  pueden  ser  desheredados  por 
él  si  saliese  del  estado  de  demencia  ó  cautividad  ;  y  si  falle- 
ciere en  poder  del  estraño  que  le  cuidaba  ó  de  los  enemigos, 
pierden  todo  el  derecho  que  por  testamento  ó  abintestato 
tuviesen  á  sus  bienes ,  los  cuales  pasan  en  el  primer  caso  al 
estraño  protector,  y  en  el  segundo  se  destinan  á  la  redención 
de  cautivos;  leyes  S  y  Ç>,  lit.  7,  Part.  6.  También  cl  aban- 
dono en  que  dejare  el  padre  al  hijo  demente  ó  cautivo  sin 
querer  proveerle  ó  redimirle  ,  se  designa  como  causa  justa 
en  que  puede  apoyarse  el  hijo  para  desheredar  al  padre; 
ley  11,  rf.  tít.  7,  Part.  6.  Véase  Desheredación. 

II.  Abandono  de  cosas. 


Si  un  propietario  abandona  voluntariamente  una  cosa,  sea 
muclile  ó  raíz  ,  con  ánimo  de  no  contarla  mas  en  el  número 
de  sus  bienes,  por  serle  inútil  ó  gravosa  ó  por  mero  capri- 
cho ,  pierde  su  dominio ,  y  la  hace  suya  el  primero  que  la 
ocupa;  leyes  í|9  y  50,  lit.  28,  Part,  o  :  Si  res  pro  derelicla 
habita  sit,  slatim  noslra  esse  desinit,  el  occupanlis  fit.  Véase 
sin  embargo  lo  que  sobre  este  punto  se  dice  en  la  palabra 
Eslad'o. 

Mas  no  se  tienen  por  abandonadas,  aunque  el  dueño  pier- 
da tal  vez  toda  esperanza  de  recobro,  las  cosas  arrojadas  al 
mar  con  objeto  de  alijerar  la  nave  en  caso  de  tempestad  ó 
de  persecución  de  piratas ,  ni  las  de  los  náufragos  que  las 
olas  suelen  echar  á  la  playa ,  ni  las  arrebatadas  por  los  bru- 
tos ,  como  v.  gr.  las  ovejas  ó  corderos  cjue  se  llevan  los  lo- 
bos, ni  las  que  se  caen  de  una  casa  ó  de  un  coche,  ó  se 
dejan  olvidadas  en  alguna  parte ,  ó  se  pierden  de  cualquiera 
otro  modo ,  ni  en  fin  las  casas  ó  heredades  que  uno  desam- 
para sin  atreverse  á  ir  ó  volver  á  ellas  por  miedo  de  enemi- 
gos ó  de  ladrones.  Véase  Ocupación,  Hallazgo  y  Bienes  mos- 
trencos. 

Si  un  propietario  no  hace  diligencias  por  recuperar  una 
cosa  que  le  pertenece  y  que  otro  posee  como  suya  con  justo 
título  y  buena  fe,  se  presume  que  la  abandona  y  no  la  con- 
sidera ya  como  propia ,  y  pasado  cierto  número  de  años  pier- 
de el  derecho  de  pedirla  al  poseedor,  quien  adquirió  entera- 
mente su  dominio  por  el  trascurso  del  tiempo.  También  se 
supone  que  abandona  su  deuda  y  pierde  efectivamente  todo 
(towcho  de  reclamarla  el  acreedor  que  deja  pasar  cierto 
ttenpo  sin  exigir  su  pago.  Véase  Prescripción. 

¿Puede  presumirse  que  abandona  sus  heredades  con  áni- 
mo de  no  contarlas  mas  en  el  número  de  sus  cosas ,  el  que 
se  ausenta  por  mucho  tiempo  sin  encomendarlas  á  nadie,  ó 
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que  estando  préseme  las  deja  enteramente  sin  cultivai 

por  pereza  ,  negligencia  ó  descuido? 

En  cuanto  al  primer  caso,  es  indudable  que  no  tiene 
lugar  la  presunción  de  abandono;  pues  la  ley  26,  lit.  12, 
Part.  S,  lejos  de  atribuir  las  heredades  del  ausente  omiso  al 
primero  que  las  ocupe  y  las  trabaje ,  le  impone  por  el  con- 
trario la  obligación  de  cuidarlas  y  administrarlas  de  modo 
que  por  su  culpa  no  se  pierdan  ni  deterioren,  y  de  dar  cuen- 
tas al  dueño  con  baja  de  los  gastos ,  como  si  fuese  su  man- 
datario. Véase  Administrador  voluntario. 

Con  respecto  al  segundo  caso,  no  deja  de  haber  países 
donde  cualquiera  puede  tomar  y  hacer  valer  en  beneficio 
suyo  las  tierras  que  los  dueños  dejan  de  cultivar  por  negli- 
gencia. En  el  Lenguadoc  se  tenían  por  abandonados  los  bie- 
nes cuyo  propietario  dejaba  pasar  1res  años  sin  cultivarlos  y 
sin  pagar  los  impuestos.  La  autoridad  municipal  estaba  en- 
cargada de  intimarle  al  cabo  de  este  tiempo  que  los  pusiera 
en  cultivo;  y  ocho  dias  despues  de  esta  intimación,  si  no 
habia  producido  efecto  se  procedía  á  la  subasta.prégonándo- 
los  en  tres  domingos  seguidos ,  y  adjudicándolos  al  que  con 
mayores  ventajas  á  favor  del  común  ofrecía  cultivarlos  y 
pagar  los  impuestos.  El  propietario,  sus  acreedores  hipote- 
carios y  demás  habientes  derecho  podían  recobrar  los  bie- 
nes adjudicados  durante  el  término  de  diez  años,  reem- 
bolsando previamente  al  adjudicatario  el  importe  de  todas 
las  cantidades,  tributos,  derechos  é  imposiciones  que  hubiese 
pagado ,  como  también  de  los  reparos  y  mejoras  útiles  y  ne- 
cesarias que  hubiese  hecho ,  sin  que  este  tuviese  obligación 
de  restituirles  los  frutos  percibidos  :  mas  pasado  aquel  tér- 
mino fatal,  quedaban  ya  irrevocablemente  los  bienes  en  po- 
der del  adjudicatario ,  frafieos  y  libres  de  todas  las  hipotecas 
y  obligaciones  á  que  estaban  sujetos  en  manos  del  dueño  an- 
tiguo. También  en  Aragon  se  tienen  por  abandonadas  las 
tierras  que  riega  el  canal  imperial ,  si  su  dueño  deja  de  cul- 
tivarlas por  cierto  tiempo;  y  se  dan  en  tal  caso  al  que  las 
solicita. 

Efectivamente,  la  "'real  cédula  de  28  dê*«febrero  de  1768, 
después  de  aprobar  el  pliego  presentado  por  don  Juan  Agus- 
tín Badin  y  compañía  para  el  restablecimiento  y  continua- 
ción de  la  acequia  y  canal  imperial  del  reino  de  Aragón,  en 
el  título  de  gracias  que  se  conceden  á  Badin  y  compañía , 
dice  entre  otras  cosas  lo  que  sigue  :  «  Que  así  formado  el 
plan  se  distribuyan  por  suertes  las  tierras  novales ,  prefi- 
riendo las  personas  del  mismo  pueblo  que  las  quieran  culti- 
var, yen  su  defecto  otras,  asistiendo  el  personero  y  dos 
inteligentes  que  nombrará  el  Ayuntamiento  para  hacer  la  dis- 
tribución ,  y  estos  regularán  si  ademas  del  seiseno  ú  ocheno 
que  deben  pagar  á  la  compañía  pueden  y  deben  satisfacer- 
alguna  corta  pension  á  los  Propios  del  mismo  pueblo ,  y  es- 
tos establecimientos  se  formarán  con  las  calidades  de  enfi- 
téusis  y  espresa  prohibición  de  pagar  á  manos  muertas  :  Que 
estas  tierras  rotas  y  repartidas  en  lo  noval ,  deberán  estar 
puestas  en  cultivo  en  el  término  de  dos  años  ,  y  pasados  sin 
estarlo  se  establecerán  á  otras  personas  :  Y  que  así  estas 
tierras  novales  como  las  demás  que  se  empadronasen  para 
el  riego  permanente ,  una  vez  que  tengan  corriente  el  uso 
del  agua  han  de  sembrarse  año  y  vez,  escepto  las  que  estu- 
viesen plantadas ,  y  por  el  año  que  no  se  sembraren  las  que 
deban  sembrarse  han  de  pagar  sus  poseedores  medio  cahiz  de 
trigo  ó  dos  pesos  de  á  quince  reales  vellón  por  cahizada,  y 
no  pagando  esta  pension  ni  cultivando  aquella  tierra  en  dos 
años  continuos  se  puede  establecer  á  otra  persona ,  como 
queda  dicho  de  las  novales ,  á  menos  que  la  falta  de  siembra 
no  sea  por  absoluta  esterilidad  y  falta  de  granos  y  no  haber- 
los suministrado  la  compañía  á  precios  corrientes,  reconve- 
nida en  tiempo  por  el  labrador.  »  —  Por  no  cumplir  la 
compañía  sus  obligaciones,  y  tal  vez  por  la  manía  de  ad- 
ministrarlo todo,  se  incorporó  el  Estado  del  proyecto,  y 


en  materia  do  abandono  de  tierras  ha  conservado,  los  si- 
guientes procedimientos.  =  Se  presenta  en  el  juzgado  pri- 
vativo del  canal  una  solicitud  pidiendo  el  yermo,  y  se  pasa 
á  informe  al  encargado  de  aguas  del  término,  para  que  diga 
si  está  inculto  mas  de  dos  años ,  y  esprese  su  cabida ,  con- 
frontaciones y  dueño.  No  teniendo  dueño  se  adjudica  desde 
luego  al  demandante,  ysi  le  tiene  se  le  hace  saber  que  dentro 
de  tres  meses  lo  ponga  en  cultivo  ;  en  la  inteligencia  que  de  lo 
contrario  se  hará  la  adjudicación,  la  cual, se  verifica  efecti- 
vamente en  caso  de  inobediencia  ó  en  el  de  que  al  tiempo  de 
la  notificación  manifieste  que  no  puede  cultivarlo  y  que  lo  deja 
á  disposición  del  canal.  Si  hay  cepas  úolivos  se  manda  que  el 
nuevo  dueño  los  abone  al  antiguo;  pero  si  el  yermo  está  en  el 
término  de  las  Fuentes  se  hace  adjudicación  interina  del 
plantío.  —  Cuando  el  yermo  es  de  un  vínculo  puede  igual- 
mente pedirse  y  adjudicarse  en  la  forma  prescrita  por  la 
real  orden  que  sigue  : 

«  Ha  llegado  á  noticia  del  rey  nuestro  señor  que  desde  la 
guerra  de  la  independencia  permanecen  incultas  muchas 
tierras  de  las  que  reciben  sus  riegos  de  ese  real  canal  y  per- 
tenecen â  vínculos  ó  mayorazgos,  por  no  tener  sus  dueños  el 
caudal  necesario  para  cultivarlas ,  y  porque  aunque  en  real 
cédula  de  28  de  febrero  de  1768  se  previno  que  pudieran 
adjudicarse  á  otras  personas  los  terrenos  que  no  se  cultiva- 
ran en  dos  años  continuos,  ha  ocurrido  entre  los  labradores 
ia  duda  de  si  pasado  algún  tiempo  podrán  acaso  ser  despo- 
seídos de  aquellos ,  en  consideración  á  que  la  misma  real 
cédula  no  hizo,  espresion  terminante  de  los  que  tienen  la 
cualidad  de  vinculados ,  y  á  que  las  leyes  favorecen  la  rein- 
fegracion  de  estos  cuando  no  han  sido  enajenados  por  sus 
poseedores  con  facultad  real.  Originándose  de  aquí  conside- 
rables perjuicios  á  la  agricultura  de  esa  provincia,  desea 
S.  M.  evitarlos,  y  después  de  tomar  en  consideración  por 
una  parte  lo  que  sobre  el  particular  propuso  V.  E.  y  por 
otra  lo  que  ha  espuesto  el  consejo  real  en  consulta  de  k  de 
enero  de  este  año,  se  ha  dignado  S.  M.  conformarse  con  el 
dictamen  de  este  supremo  tribunal ,  y  declarar  por  resolu- 
ción á  aquella  consulta  : 

1 °.  Que  las  tierras  vinculadas  que  reciben  sus  riegos  de 
ese  real  canal  están  sujetas  á  las  reglas  prescritas  por  punto 
general  en  la  real  cédula  mencionada. 

2o.  Que  estando  incultas  y  abandonadas  por  sus  dueños 
durante  dos  años  continuos ,  se  adjudiquen  á  las  personas 
que  las  solicitaren  ,  justipreciándose  de  oficio  al  tiempo  de 
hacerse  la  adjudicación  por  el  juzgado  del  canal. 

5o.  Que  en  la  adjudicación  de  estas  tierras  vinculadas 
quede  salvo  su  derecho  á  los  sucesores  del  mayorazgo  para 
obtener  el  reintegro  en  cualquier  tiempo;  pero  con  la  pre- 
cisa condición  de  que  en  este  caso  abonen  al  último  posee- 
dor de  la  tierra ,  previa  ó  simultáneamente ,  las  mejoras  he- 
chas en  ella,  ó  sea  la  diferencia  entre  el  valor  que  tengan 
en  la  época  del  reintegro ,  y  el  que  tenian  cuando  se  hizo  la 
ajudicacion. 

U°.  Que  para  el  justiprecio  prevenido  en  el  artículo  2o.  se 
ha  de  citar  á  los  actuales  poseedores  y  á  sus  sucesores  in- 
mediatos siendo  conocidos,  y  hallándose  en  aptitud  legal  de 
comparecer  en  juicio;  pero  si  no  lo  estuvieren ,  se  entienda 
la  citación  con  los  curadores ,  aunque  sean  nombrados  para 
este  solo  efecto. 

De  orden  de  S.  M.  lo  comunico  á  Y.  E.  para  su  inteligen- 
cia y  efectos  correspondientes  á  su  cumplimiento.  Dios 
guardo  á  V.  E.  muchos  años.  Madrid  2ô  de  junio  de  1833. 
=  Ofalia..=  Señor  Protector  del  canal  imperial  de  Aragon 
y  real  deTauste.  » 

Leyes  de  tal  naturaleza  tienen  su  fundamento  en  las  rela- 
ciones de  la  agricultura  con  la  propiedad  y  el  interés  polí- 
tico de  los  pueblos.  La  tierra  no  se  ha  dado  al  hombre  sino 
para  cultivarla  ;  la  agricultura  es  la  que  ha  producido  la  pro- 
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piedad  territorial  y  permanente;  ella  es  la  que  ha  hecho  in-¡ 
troducir  la  ocupación  ó  apoderamiento  habitual  corno  medró 
de  conservar  la  propiedad;  y  los  trabajos  de  la  agricultura 
son  los  únicos  actos  de  que  pueda  inducirse  esta  ocupación 
habitual.  El  que  cesa  pues  de  cultivar  su  tierra  hace  ilusorio 
el  fin  de  la  ley  fundamental  que  erigió  la  propiedad  en  de- 
recho :  ya  no  puede  decirse  que  ocupa  ni  que  posee  actual 
ni  habitualmente ,  y  por  consiguiente  no  hay  razón  para  que 
conserve  su  propiedad.  Por  otra  parte,  como  el  cultivo  do 
las  tierras  es  la  primera  base  de  la  prosperidad  de  los 
pueblos,  se  halla  toda  nación  interesada  en  fomentarlo, 
y  tiene  por  tanto  derecho  de  castigar  al  que  lo  descuida  ó 
abandona ,  quitándole  una  propiedad  que  en  sus  manos  es 
estéril,  y  poniéndola  en  otras  que  sean  capaces  de  fecundarla. 
Si  tiene  tal  derecho ,  tiene  también  el  deber,  porque  no 
puede  prescindir  de  usar  de  todos  los  medios  que  sean  á 
propósito  para  aumentar  el  bienestar  de  la  masa  y  de  los 
individuos  que  la  componen.  ¿No  está  acaso  obligada  á  dar 
trabajo  y  pan  al  hombre  laborioso  y  pobre  que  se  lo  pide? 
Y  para  cumplir  esta  primera  obligación  de  todas  las  socie- 
dades, ¿hay  medio  mas  natural  que  quitar  las  tierras  al 
que  abandona  su  cultivo,  y  darlas  al  que  no  las  tiene  y 
quiere  beneficiarlas?  Mas  no  es  siempre  la  pereza  la  que 
hace  abandonar  el  cultivo  de  las  tierras  :  desgracias  impre- 
vistas caen  á  veces  sobre  la  cabeza  de  un  propietario ,  y 
quitándole  sus  facultades  y  sus  medios  convierten  sus  cam- 
pos en  eriales.  Lejos  de  privarle  entonces  de  su  propiedad  , 
lejos  de  castigar  una  desgracia  con  otra  desgracia  todavía 
mas  grande ,  se  debe  por  el  contrario  hacer  de  modo  que 
encuentre  sin  gravamen,  las  anticipaciones  necesarias  para 
llevar  adelante  sus  trabajos  rurales.  Solo  pues  cuando  la  ce- 
sación del  cultivo  sea  inescusable,  será  justo  mirarla  como 
prueba  cierta  del  abandono  de  la  propiedad.  Pero  estos  prin- 
cipios no  están  admitidos  por  nuestras  leyes  generales;  y  lo 
que  vemos  es  que  todo  propietario  conserva  el  dominio  do 
sus  tierras,  aunque  las  deje  incultas  por  espacio  de  muchos 
años. 

III.  Abandono  de  acción. 


El  actor  que  después  de  contestada  la  demanda  desam- 
para su  acción  ausentándose  ó  no  compareciendo  en  el  tri- 
bunal, puede  ser  compelido  por  el  juez  mediante  petición 
del  reo  á  proseguirla;  y  en  caso  de  que  no  la  prosiga  debe 
el  juez  absolver  al  reo  de  la  instancia,  y  condenar  al  actor 
en  las  costas  y  daños  que  hubiese  causado  al  reo,  no  oyén- 
dole ya  después ,  á  menos  que  preste  caución  de  compare- 
cer y  continuar  la  demanda,  ó  pruebe  haber  tenido  impe- 
dimento legítimo ,  ó  el  reo  haya  sido  también  contumaz  no 
presentándose  al  plazo.  Yéase  Rebeldía. 

El  acusador  que  sin  permiso  del  juez  abandona  la  acusa- 
ción una  vez  entablada ,  y  emplazado  no  acude  á  seguirla 
ni  á  escusarse,  ha  de  satisfacer  al  acusado,  que  debe  ser 
absuelto,  todas  las  costas  y  perjuicios  que  se  le  hubieren 
ocasionado,  no  podrá  ya  ser  oido  jamas  sobre  la  tal  acusa- 
ción ,  pagará  al  fisco  una  multa  de  cinco  libras  de  oro  y  que- 
dará infamado  para  siempre ,  á  no  ser  alguna  de  aquellas 
personas  que  no  merecen  pena  aunque  no  prueben  los  deli- 
tos que  acusaron  ;  y  aun  hay  casos  esceptuados  en  que  no 
pudiendo  el  juez  dar  permiso  para  el  abandono  de  la  acusa- 
ción ,  incurre  el  que  la  desampara  en  la  misma  pena  que  se 
habria  impuesto  al  acusado  si  se  le  hubiese  probado  el  de- 
lito que  se  le  imputaba;  leyes  17  y  19,  til.  1,  Par'.  7.  Véaso 
Acusador. 

ABANDONO.  La  dejación,  dimisión  ó  desamparo  que 
uno  hace  de  alguna  cosa  en  favor  de  otro. 

El  deudor  desgraciado  y  de  buena  fe  que  viéndose  en  la 
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imposibilidad  de  pagar  sus  deudas  cede  y  abandona  sus 
bienes  á  los  acreedores,  se  pone  á  cubierlo  de  las  persecu- 
ciones de  estos ,  logra  la  libertad  de  su  persona ,  y  aunque 
si  después  llegare  á  mejor  fortuna  tendrá  que  cubrir  lo  que 
quedó  sin  pagar,  se  le  dejará  siempre  lo  necesario  para  su 
subsistencia.  Véase  Cesión  de  bienes. 

El  poseedor  de  una  finca  gravada  con  una  carga  real, 
puede  libertarse  de  la  carga  mediante  el  abandono  de  la 
finca  en  favor  del  que  se  utiliza  de  la  carga,  porque  la  per- 
sona no  está  obligada  sino  en  cuanto  poséela  finca.  Así  que, 
el  censatario  se  libra  del  pago  del  censo  abandonando  al 
censualista  la  cosa  acensuada. 

Si  un  animal  naturalmente  manso,  como  el  caballo, 
muía ,  asno ,  buey,  camello  y  elefante ,  hiciere  algún  mal 
espontáneamente  sin  culpa  de  persona  alguna ,  ó  si  un  ga- 
nado metiéndose  sin  noticia  del  guardador  en  heredad  ajena 
causare  allí  algún  daño  ó  destrozo),  tiene  el  dueño  la  elec- 
ción de  dar  la  competente  indemnización  al  perjudicado  ó 
de  abandonarle  el  animal  ó  el  ganado;  leyes  22  y  24,  tít. 
iü,Pari.  7. 

ABAKBGI'ïO.  En  el  comercio  marítimo  es  la  dejación  ó 
cesión  que  en  ciertos  casos  marcados  por  la  ley  hace  el  ase- 
gurado al  asegurador,  de  la  propiedad  de  las  cosas  asegu- 
radas ,  exigiéndole  al  mismo  tiempo  la  cantidad  convenida 
en  el  contrato  de  seguro. 

El  asegurador  contrae  la  obligación  general  de  indemni- 
zar al  asegurado  de  todo  daño  que  sobrevenga  á  las  cosas 
aseguradas  por  accidentes  y  riesgos  de  mar.  Este  daño 
puede  reducirse  aun  deterioro  parcial  y  álos  gastos  estraor- 
dinarios  que  se  hubieren  hecho  para  prevenir  los  acci- 
dentes y  sus  resultados,  ó  para  repararlos  ;  ó  bien  puedo 
consistir  en  la  pérdida  total  real  ó  presunta ,  ó  en  la  deterio- 
ración total  ó  casi  total  de  las  cosas  aseguradas.  En  el 
primer  caso  no  hay  sino  avería  ó  siniestro  menor,  y  el  ase- 
gurador solo  está  obligado  á  indemnizar  lo  que  el  asegurado 
ha  sufrido  ó  gastado  :  en  el  segundo  hay  siniestro  mayor, 
y  el  asegurador  tiene  que  dar  por  entero  la  cantidad  estipu- 
lada. Mas  como  en  este  segundo  caso  paga  realmente  el 
asegurador  el  precio  de  los  objetos  asegurados ,  es  muy 
justo  que  le  pertenezca  lo  que  restare  de  ellos,  pues  de  otro 
modo  el  seguro  seria  para  el  asegurado  un  medio  de  ganan- 
cia ,  siendo  así  que  por  su  naturaleza  no  es  mas  que  un  me- 
dio de  indemnización  de  perjuicios.  No  es  admitido  por  con- 
siguiente el  asegurado  á  demandar  la  reparación  del  siniestro 
mayor  sino  abandonando  al  asegurador  todos  los  derechos 
que  tiene  sobre  la  cosa  asegurada.  Quizá  tendrán  algunos 
por  inútil  este  abandono ,  cuando  lo  asegurado  se  pierde 
totalmente;  pero  nunca  habrá  bastante  certeza  de  que  será  in- 
fructuoso para  el  asegurador;  pues  puede  suceder  que  al  cabo 
de  algún  tiempo  se  recobre  una  parte  mas  ó  menos  grande 
de  las  cosas  aseguradas,  y  que  en  lodo  caso  queden  acciones 
que  intentar  contra  algún  tercero.  El  Código  de  comercio 
contiene  sobre  el  abandono  las  disposiciones  siguientes  : 

Art.  901.  «  El  abandono  tiene  lugar  en  los  casos  de  :  — 
apresamiento;  — naufragio; — rotura  ó  varamiento  de  la  nave 
que  la  inhabilite  para  navegar  ;  —  embargo  ó  detención  por 
orden  del  gobierno  propio  ó  estranjero  ;  —  pérdida  total  de 
las  cosas  aseguradas  ;  —  y  deterioración  de  las  mismas  que 
disminuya  su  valor  en  las  tres  cuartas  partes  á  lo  menos  de 
su  totalidad .  —  Todos  los  demás  daños  se  reputan  averías , 
y  se  soportarán  por  quien  corresponda  según  los  términos 
en  que  se  haya  contratado  el  seguro.  » 

=  A  estas  causas  de  abandono  debe  añadirse  la  falta  de 
noticias  de  que  luego  hablaremos.  Como  el  abandono  es  un 
remedio  estraordinario  que  no  debe  admitirse  sino  con  mu- 
cha circunspección ,  pues  que  arruina  á  los  aseguradores , 
ha  tenido  cuidado  la  ley  de  espresar  los  casos  en  que  ha  de 
dársele  cabida ,  los  cualea  por  tanto  son  limitativos  y  no  pue- 
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den  recibir  estension.  Pero  la  disposición  de  la  ley  no  hace 
mas  que  determinar  ó  fijar  los  derechos  legales ,  sin  poner 
(rabas  á  los  derechos  convencionales,  y  así  es  que  queda 
salva  álos  contrayentes  la  libertad  de  escluir  ó  restringir  en 
sii  convención  las  causas  de  abandono,  como  igualmente 
de  estenderlas  y  añadir  otras  nuevas. 

Cuando  hay  lugar  al  abandono  por  alguna  de  las  causas 
marcadas  por  la  ley,  ¿puede  el  asegurado  contentarse  con  la 
reclamación  de  las  averías  guardando  los  efectos  que  se  sal- 
van, ó  puede  el  asegurador  exigir  el  abandono  ofreciendo 
la  suma  asegurada?  Esta  cuestión,  que  á  primera  vista  puede 
parecer  ociosa ,  porque  el  asegurador  tiene  por  lo  general 
mas  interés  en  pagar  la  avería  que  no  la  cantidad  del  seguro., 
no  deja  sin  embargo  de  presentar  un  objeto ,  pues  el  interés 
del  asegurador  varía  en  algunas  circunstancias ,  como  por 
ejemplo  en  el  caso  de  que  después  de  un  naufragio  se  salve 
la  mayor  parte  de  las  mercanías  aseguradas,  á  tiempo  que 
hayan  tenido  desde  la  partida  del  navio  una  subida  tan  con- 
siderable que  su  valor  actual  sobrepuje  de  mucho  á  la  canti- 
dad del  seguro;  en  cuya  hipótesis  y  otras  semejantes  es  nece- 
sario saber  cuáles  son  los  derechos  respectivos  de  las  partes. 
La  decisión  no  parece  presentar  dificultad  :  el  abandono  es 
puramente  pasivo  respecto  del  asegurador,  quien  solo  tiene 
derecho  de  contestarlo  cuando  se  le  ofrece  indebidamente , 
y  es  facultativo  respecto  del  asegurado,  quien  puede  usarlo 
ó  renunciarlo  á  su  arbitrio,  de  modo  que  siempre  que  ocur- 
riese alguna  de  las  causas  de  abandono  tiene  el  asegurado 
la  opción  de  abandonar  los  objetos  asegurados,  reclamando 
su  valor  por  entero,  ó  bien  de  intentar  solamente  la  acción 
de  avería,  esto  es,  de  guardar  los  objetos  que  quedan  y  no 
pedir  al  asegurador  sino  la  reparación  del  daño. 

Art.  902.  «  La  acción  de  abandono  no  compete  sino  por 
pérdidas  ocurridas  después  de  comenzado  el  viaje.  » 

=  Mas  ¿cuándo  comienza  el  viaje?  En  cuanto  al  buque  y 
sus  agregados  desde  el  momento  en  que  se  hace  á  la  vela,  y 
en  cuanto  á  las  mercaderías  desde  que  se  cargan  en  la  playa 
del  puerto  donde  se  hace  la  espedicion  ;  porque  según  los 
artículos  83o  y  871 ,  tales  son  las  épocas  respectivas  en  que 
empiezan  á  correr  los  riesgos  por  cuenta  de  los  aseguradores. 
Así  que,  si  hago  asegurar  mi  nave  destinada  para  las  colo- 
nias y  se  levanta  una  tempestad  que  la  estrella  en  el  puerto 
mismo  antes  de  su  parada ,  no  puedo  hacer  su  abandono  á 
los  aseguradores,  porque  no  empiezan  á  responder  de  la 
nave  sino  despues  que  se  hace  á  la  vela;  pero  si  habia  en 
ella  mercaderías  aseguradas ,  puede  hacerse  el  abandono  de 
las  mismas ,  porque  los  aseguradores  empezaron  á  responder 
de  ellas  desde  que  se  cargaron. 

No  faltará  sin  embargo  quien  creyendo  poco  natural  esta 
interpretación  quiera  fijar  el  principio  del  viaje,  así  para  las 
mercancías  como  para  el  buque ,  desde  el  momento  en  que 
este  se  hace  á  la  vela;  pero  ¿cómo  deshacer  entonces  la  con- 
tradicción que  aparece  entre  las  disposiciones  de  los  artículos 
853  y  871  que  hemos  citado  y  la  del  actual?  Podrá  decirse 
tal  vez  que  aquellos  se  aplican  solamente  á  las  averías ,  de 
modo  que  en  la  hipótesis  propuesta  de  la  tempestad  anterior 
á  la  salida  del  buque  tenga  derecho  el  asegurado,  no  para 
usar  de  la  acción  de  abandono,  sino  solo  de  la  de  avería 
pidiendo  la  competente  indemnización  que  en  caso  de  pér- 
dida total  equivaldría  al  abandono.  Parece  no  obstante  mas 
conforme  á  los  principios  la  primera  esplicacion  ;  y  no  vemos 
por  otra  parte  razón  suficiente  para  negar  al  asegurado  la 
acción  de  abandono  con  respecto  á  las  mercancías  antes  de 
la  partida  de  la  nave ,  puesto  que  los  riesgos  corren  á  cargo 
del  asegurador  desde  el  embarque ,  al  paso  que  la  hay  muy 
fuerte  con  respecto  al  buque. 

Art.  905.  «  El  abandono  no  puede  ser  parcial  ni  condi- 
cional, sino  que  han  de  comprenderse  en  él  todos  los  efe¡ 
asegurados.  » 
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Cnmp  cl  seguro  es  indivisible,  pues  abraza  'indistin- 
tamente los  objetos  es-presàdos  en ¡1  a "póliza,  rió' jiué*¿b él  ase- 
gurado abandonar  una  parte  y  retener  la  otra;  y  así' es  ne- 
cesario hacer  su  abandono  'por 'entero  ó  limitarse  á  la  simple 
demanda  del  pago  de  averías.  Si  tú  has  hecho  asegurar,  por 
ejemplo,  un  cargamento  de  valor  de  10,000  pesos,  consis- 
tente en  azúcar  y  cacao,  no  podrás  en  caso  de  naufragio  dejar 
el  cacao  al  asegurador  para  que  te  pague  su  importe ,  y  guar- 
dar el  azúcar  con  la  reserva  de  que  te  pague  los  daños ,  sino 
que  ó  bien  le  has  de  abandonar  tanto  el  azúcar  como  el  cacao, 
pidiéndole  la  suma  total  de  los  40,000  pesos,  ó  bien  sin  aban- 
donarle ninguno  de  los  dos  géneros  debes  contentarte  con  la 
acción  de  avería  demandándolo  una  simple  indemnización 
por  la  pérdida  ó  deterioro  del  cacao  y  del  azúcar. 

Pero  esta  disposición  solo  recae  sobre  los  objetos  que  están 
comprendidos  en  el  mismo  seguro;  pues  si  hubiese  dos  se- 
guros hechos  por  separado,  aunque  sea  entre  los  mismos 
aseguradores  y  los  mismos  asegurados,  habría  dos  contratos 
que  nada  tendrían  de  común.  Así  que,  si  hiciste  asegurar 
separadamente  el  azúcar  y  el  cacao,  podrás  abandonar  el  uno 
de  estos  géneros  y  retener  el  otro. 

Mas  ¿cuál  es  la  señal  que  nos  dará  á  conocer  silos  seguros 
son  diferentes  y  no  uno  mismo?  ¿Es  acaso  la  diversidad  de 
los  objetos  asegurados ,  la  variedad  de  las  pólizas  ó  la  distin- 
ción de  las  cantidades  estipuladas  por  cada  especie*  do  cosas? 
La  diversidad  de  los  efectos  no  constituye  de  un  modo  cierto 
seguros  diferentes  sino  cuando  hay  dos  pólizas,  porque  un 
mismo  seguro  puede  comprender  muchos  objetos;  pero  tam- 
poco es  ^bastante  la  reunion  de  muchos  objetos  en  una  sola 
póliza  para  decir  que  hay  un  solo  seguro ,  porque  una  misma 
póliza  puede  comprender  diferentes  seguros  y  premios.  Habrá 
muchos  seguros  en  una  misma  póliza  cuando  se  estipula  dife- 
rente cantidad  por  cada  especie  de  objetos  ;  y  por  el  contra- 
rio si  todos  los  objetos  contenidos  en  una  póliza  se  aseguran 
por  una  sola  cantidad,  no  hay  mas  que  un  solo  seguro.  La 
variedad  de  pólizas  suele  ser  por  lo  regular  una  prueba  de 
la  diferencia  ó  multiplicidad  de  seguros;  pero  una  de  las  pó- 
lizas puede  no  ser  sino  la  seguida  ó  complemento  de  la  otra, 
y  entonces  formarían  ambas  un  solo  seguro. Fuerza  será  pues 
recurrir  algunas  veces  á  los  términos  del  contrato  y  á  las 
circunstancias  particulares  para  resolver  tan  importante 
cuestión,  atendiendo  principalmente  á  la  intención  de  los 
contrayentes,  como  en  la  interprétation  de  las  demás  con- 
venciones. 

El  abandono  no  puede  ser  condicional ,  porque  es  de  su 
esencia  trasferir  al  asegurador  la  propiedad  de  los  efectos 
abandonados,  y  una  vez  hecho  queda  irrevocable.  Así  que, 
no  podrás  abandonar  las  mercancías  cargadas  en  un  navio 
que  acaba  de  ser  apresado,  con  la  condición  de  que  el  aban- 
dono ha  de  ser  nulo  si  el  navio  se  recobra. 

El  abandono  no  ha  de  estenderse  sino  á  los  efectos  sobre 
que  ha  recaído  el  seguro.  Si  haces  pues  asegurar  solo  una 
parte  de  tu  cargamento,  como  por  ejemplo,  una  suma  de 
veinte  mil  pesos  sobre  una  carga  de  valor  de  treinta  mil  que 
luego  se  pierde ,  no  podrás  dejar  á  los  aseguradores  sino  la 
parte  asegurada,  esto,  es,  en  el  ejemplo  propuesto  los  dos 
tercios  de  lo  que  pudiere  salvarse ,  reservándote  para  tí  el 
otro  tercio.  Esta  decisión  tiene  lugar,  no  solamente"~con  res- 
pecto á  lo  que  el  valor  do  tu  cargamento  escedia  la  cantidad 
asegurada  al  tiempo  del  contrato ,  sino  también  por  lo  que 
hace  al  aumento  que  después  hubiese  sobrevenido  :  de  ma- 
nera que  poniendo  el  caso  de  que  has  hecho  asegurar  por 
líjjOOÜ  pesos  un  cargamento  de  igual  valor  sobre  un  navio 
que  debia  ir  á  Santo  Domingo  y  pasar  por  las  costas  de  África 
para  tomar  allí  otros  efectos ,  si  por  el  cambio  de  tus  mer- 
caderías con  otras  diferentes  sube  el  valor  de  tu  cargamento 
á  50,000 pesos,  y  en  seguida  se  pierde  por  naufragio  ú  otro 
'accidente  de  mar,  para  poder  exigir  la  suma  asegurada  no 


estarás  obligado  á  abandonar  sino  la  mitad  de  ta  que, pudiere 
: salvarse, liorque'1  habiendo  subido  ái "50,000-pesos  tu  oar-g-*- 
mento  ño  corría  sino  la1  mitad  por  cuenta  y  riesgo  de  los 
aseguradores. 

Art.  904.  «  No  será  admisible  el  abandono  si  no  se  hace 
saber  á  los  aseguradores  dentro  de  los  seis  meses  siguientes 
á  la  fecha  en  que  se  recibió  la  noticia  de  la  pérdida  acaecida 
en  los  puertos  y  costas  de  Europa  y  en  los  de  Asia  y  África 
que  están  en  el  Mediterráneo.  Este  término  será  de  un  año 
para  las  pérdidas  que  sucedan  en  las  islas  Azores,  de  Madera, 
islas  y  costas  occidentales  de  África  y  orientales  de  América, 
y  será  de  dos  sucediendo  en  cualquiera  otra  parte  del  mundo 
mas  lejana.  » 

Art.  905.  «  Con  respecto  á  los  casos  de  apresamiento 
correrán  los  términos  prefijados  en  el  artículo  anterior  desde 
que  se  recibió  la  noticia  de  haber  sido  conducida  la  nave  á 
cualquiera  de  los  puertos  situados  en  alguna  de  las  costas 
mencionadas.  » 

—  ¿Porqué  se  conceden  términos  al  asegurado?  ¿Porqué 
no  se  le  obliga  á  intentar  su  acción  de  abandono  luego  que 
ha  manifestado  las  noticias  ó  avisos  que  ha  recibido?  ¿Porqué 
se  deja  en  suspenso  la  suerte  del  asegurador  por  espacio  de 
seis  meses,  un  año,  dos  años  ,  despues  que  se  sabe  la  pér- 
dida? Es  que  la  noticia  puede  ser  falsa,  por  mas  que  tenga 
todos  los  caracteres  de  la  verdad ,  y  que  sin  embargo ,  nada, 
ni  aun  el  regreso  de  la  nave  destruye  ó  anula  el  abandono 
una  vez  admitido  ó  declarado  válido.  Justo  era  pues  dar  al 
asegurado  el  tiempo  suficiente  para  enterarse  con  certeza 
de  la  realidad  del  acontecimiento  ;  pues  de  otro  modo  que- 
daría espuesto  á  perder  la  facultad  de  hacer  el  abandono  , 
ó  á  hacer  un  abandono  prematuro  que  le  privaría  de  los  be- 
neficios de  la  espedicion  y  los  trasmitiría  al  asegurador. 

Mas  al  proveer  á  los  intereses  del  asegurado  ,  era  preciso 
tomar  también  en  consideración  los  del  asegurador,  y  tener 
la  balanza  igual  entre  ellos.  Así  que,  los  términos  fijados  por 
la  ley  están  calculados  de  manera  que  ni  el  asegurador  pueda 
quejarse  de  que  se  le  tiene  mucho  tiempo  en  suspenso ,  pues 
se  ha  hecho  en  su  favor  una  escepcion  de  la  regla  general 
que  fija  el  tiempo  de  cinco  años  para  la  prescripción  de  las 
acciones  provenientes  de  la  póliza  de  seguros ,  ni  el  asegu- 
rado tenga  motivo  para  decir  que  no  puede  decidirse  con 
conocimiento  de  causa ,  pues  se  le  asigna  siempre  un  espa- 
cio de  tiempo  proporcionado  en  razón  directa  de  la  distancia 
de  los  lugares  en  que  se  ha  verificado  el  siniestro. 

El  término  corre  generalmente  desde  el  dia  en  que  el  ase- 
gurado recibe  la  noticia  del  acontecimiento  ;  mas  en  los  ca- 
sos de  apresamiento  no  se  examina  la  distancia  del  lugar  en 
que  se  hizo  este ,  sino  solo  la  del  lugar  á  que  ha  sido  condu- 
cida la  nave,  pues  aquí  es  adonde  naturalmente  escribirá  el 
asegurado  para  adquirir  noticias  del  paradero  del  buque  y 
de  las  pérdidas  que  ha  tenido  :  en  los  casos  de  embargo  ó 
detención  forzada,  no  empieza  á  correr  el  término  sino  des- 
pués del  tiempo  señalado  por  el  art.  929  para  hacer  las  ges- 
tiones convenientes  á  fin  de  conseguir  que  se  alce  el  embar- 
go; y  en  los  de  absoluta  innavigabilidad  del  buque,  no 
empieza  tampoco  á  correr  en  cuanto  á  las  mercancías  sino 
desde  el  dia  en  que  espira  el  tiempo  dado  por  el  art.  92S 
para  su  trasbordo  y  conducción. 

Sabemos  ya  que  el  término  se  cuenta  desde  el  dia  de  la 
noticia;  pero  ¿cómo  se  hará  para  fijar  este  dia?  ¿Cómo  so 
probará  que  el  asegurado  recibió  aviso  en  tal  ó  tal  época  del 
siniestro  que  da  lugar  alabandono?Véaseelarl!culosiguiente: 

Art.  906.  «  Tendráse  por  recibida  la  noticia  para  la  pres- 
cripción délos  plazos  que  se  han  prefijado  desde  que  se  haga 
notoria  entre  los  comerciantes  de  la  residencia  del  asegurado, 
ó  se  le  pruebe  por  cualquier  modo  legal  que  le  dieron  aviso 
del  suceso  el  capitán,  el  consignatario  ó  cualquier  otro  cor- 
responsal suyo.  » 
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-lia  noticia  puede  hacerse  notoria  por  .cartas  y  por  la 
inserción  en  los  periódicos  con  los  deialles  necesarios  para 
hacerla  positiva  ,  no  bastando  rumores  ni  dichos  vagos  que 
no  le  den  una  consistencia  suficiente.  Cuando  la  noticia  es 
particular  al  asegurado ,  se  puede  justificar  con  e\  testimo- 
nio ,  libros  ó  correspondencia  de  los  que  le  dieron  el  aviso , 
con  la  deposición  de  testigos  y  otros  medios  legales. 

Art.  907.  «  Queda  al  arbitrio  del  asegurado  renunciar  el 
trascurso  de  estos  plazos,  y  hacer  el  abandono  ó  exigir  las 
cantidades  aseguradas  desde  que  pudo  hacer  constar  la  pér- 
dida de  los  efectos  que  hizo  asegurar.  » 

=  Como  los  plazos  se  han  establecido  á  favor  del  asegu- 
rado ,  es  consiguiente  que  este  pueda  renunciarlos ,  por  la 
regla  general  de  que  unicuique  licet  ea  contemncre  quae  pro 
se  introducía  sunt  ;  y  así  es  que  según  la  alternativa  que  le 
da  la  ley,  puede  hacer  desde  luego  el  abandono  para  acele- 
rar el  reembolso  del  importe  del  seguro ,  ó  aprovecharse  del 
término  que  se  le  otorga  para  tomar  conocimientos  mas  am- 
plios sobre  el  estado  de  las  cosas,  y  ver  si  le  conviene  mas 
usar  solo  de  la  acción  de  avería.  Tantos  asegurados ,  dice  un 
autor,  se  han  arrepentido  de  haber  hecho  á  la  lijera  sus  aban- 
donos ,  que  ya  en  el  dia  hay  pocos  que  caigan  en  esta  falta. 

Art.  908  «  Despues  que  haya  trascurrido  un  año  sin  reci- 
birse noticias  de  la  nave  en  los  viajes  ordinarios ,  ó  dos  en 
los  largos,  podrá  el  asegurado  hacer  el  abandono,  y  pedir  á 
los  aseguradores  el  pago  de  los  efectos  comprendidos  en  el 
seguro,  sin  necesidad  de  probar  su  pérdida.  —  Este  dere- 
cho debe  ejercerse  en  los  mismos  plazos  prefijados  en  el 
art.  904.  » 

=  Como  la  pérdida  de  un  navio  es  un  acontecimiento  que 
no  siempre  puede  saberse  con  certeza ,  ha  sido  preciso  fijar 
una  presunción  legal ,  para  evitar  que  los  asegurados  se  ha- 
llen muchas  veces  fuera  del  caso  de  poder  aprovecharse  de 
una  garantía  que  han  pagado  ,  y  se  retraigan  de  hacer  uso 
de  un  contrato  tan  útil  al  comercio  marítimo  ;  y  así  cuando 
pasa  un  año  en  los  viajes  ordinarios  y  dos  en  los  largos  sin 
recibirse  noticias  de  la  nave ,  se  presume  que  ha  perecido, 
y  el  asegurado  puede  hacer  el  abandono ,  sin  probar  la  pér- 
dida. 

Mas  ¿desde  cuándo  debe  contarse  el  citado  término  del 
año  y  los  dos  años  ?  Desde  el  dia  de  la  salida  de  la  nave  ó 
de  la  fecha  de  las  últimas  noticias  que  se  tuvieron  de  su  pa- 
radero. ¿Cómo  se  prueba  la  falta  de  noticias?  Por  la  simple 
declaración  del  asegurado,  quien  no  puede  justificar  de  otro 
modo  un  hecho  negativo  :  bien  que  el  asegurador  puede 
combatir  esta  declaración ,  probando  que  se  han  recibido 
noticias  ó  por  el  asegurado  ó  por  el  asegurador,  ó  por  algún 
tercero.  ¿Pueden  los  interesados  abreviar  el  término  del  año 
y  los  dos  años?  Como  la  disposición  de  este  artículo  no  es 
imperativa ,  sino  que  solo  tiene  por  objeto  suplir  el  silencio 
de  los  contrayentes ,  no  hay  duda  que  pueden  estos  acortar 
el  término  para  los  casos  en  que  les  parezca  demasiado 
largo. 

Pasado  el  indicado  término ,  debe  el  asegurado  ejercer  su 
acción  de  abandono  dentro  de  los  mismos  plazos  prefijados 
en  el  art.  90't;  pero  ¿cómo  se  podrán  aplicar  aquilas  dispo- 
siciones de  aquel  artículo  ?  Allí  se  calcula  el  plazo  en  razón 
de  la  distancia  del  paraje  de  la  pérdida  ;  mas  aquí  no  se  sabe 
cuál  es  este  paraje  ,  pues  que  no  se  tienen  noticias  del  navio. 
Habremos  pues  de  buscar  el  lugar  de  donde  el  navio  nos  dio 
sus  últimas  noticias  :  si  estas  proceden  v.  gr.  de  un  puerto 
de  Europa,  el  plazo  será  de  seis  meses  :  si  vienen  de  alguna 
de  las  costas  occidentales  de  África,  será  de  un  año;  y  si  de 
algún  punto  de  las  Indias  orientales ,  será  de  dos  años. 

Aut.  909.  «  Se  reputan  viajes  largos  para  la  aplicación  del 
artículo  precedente  todos  los  que  no  sean  para  cualquiera  de 
los  puertos  de  Europa  :  para  los  de  Asia  y  África  en  el  Medi- 
terráneo :  ó  para  los  de  América  situados  mas  acá  de  los  rios 


de  la  Plata  y  San  Lorenzo,  y  las  islos  intermedias  entre  las 
coalas  de  España  y  lus  .países  marcados  en  esla  designa- 
ción. » 

Art.  910.  «  No  obstará  que  el  seguro  se  haya  hecho  por 
tiempo  limitado  para  que  pueda  hacerse  el  abandono  ,  cuan- 
do en  los  plazos  determinados  en  el  art.  908  no  se  hubiese 
recibido  noticia  de  la  nave ,  salva  la  prueba  que  puedan  ha- 
cer los  aseguradores  de  que  la  pérdida  ocurrió  después  de 
haber  espirado  su  responsabilidad.  » 

=  Ya  se  haya  hecho  el  seguro  por  todo  el  viaje ,  ya  se 
haya  hecho  solo  por  tiempo  limitado ,  el  trascurso  del  año  y 
los  dos  años  respectivamente  sin  recibirse  noticias,  establece 
siempre  la  presunción  legal  de  la  pérdida  de  la  nave  dentro 
del  tiempo  del  seguro.  Así  que,  si  hago  asegurar  por  seis 
meses  un  navio  que  sale  á  un  viaje  largo ,  y  se  pasan  dos 
años  sin  recibir  noticias  de  su  paradero  ,  ó  habiéndolas  re- 
cibido tres  meses  después  de  su  partida  se  pasan  luego  dos 
años  sin  tener  otras,  puedo  en  estos  dos  casos  hacer  su  aban- 
dono y  reclamar  el  pago  de  lo  asegurado ,  porque  se  presu- 
me haber  perecido  durante  los  seis  primeros  meses ,  según 
el  principio  de  que  siempre  se  supone  acaecida  la  pérdida 
desde  el  dia  de  la  fecha  de  las  últimas  noticias  ;  y  si  el  ase- 
gurador quiere  combatir  mi  abandono ,  debe  probarme  que 
el  navio  pereció  cuando  ya  habia  finado  el  tiempo  en  que 
los  riesgos  corrían  á  su  cargo. 

Art.  911 .  «  Al  tiempo  de  hacer  el  asegurado  el  abandono, 
debe  declarar  todos  los  seguros  contratados  sobre  los  efectos 
abandonados  ,  así  como  los  préstamos  tomados  á  la  gruesa 
sobre  ellos ,  y  hasta  que  haya  hecho  esta  declaración  no  em- 
pezará á  correr  el  plazo  en  que  deba  ser  reintegrado  del  va- 
lor de  los  efectos.  » 

=  Si  el  asegurado  contrató  muchos  seguros  ó  tomó  dinero 
á  la  gruesa  sobre  el  mismo  cargamento  ó  navio  ,  estos  segu- 
ros y  estos  préstamos  son  válidos  cuando  no  esceden  del  va- 
lor de  los  objetos  ;  mas  cuando  sobrepujan  este  valor,  se 
anulan  los  mas  recientes.  De  aquí  es  que  en  caso  de  abando- 
no tiene  interés  cada  asegurador  en  saber  todos  los  seguros 
y  préstamos  que  se  han  hecho ,  con  el  fin  de  pedir  la  resci- 
sion ó  anulación  de  los  que  no  deban  subsistir;  y  por  eso  se 
exige  que  el  asegurado  se  los  declare.  Mientras  no  se  haga 
esta  declaración  no  está  obligado  el  asegurador  á  pagar  el 
importe  del  seguro ,  y  no  empieza  todavía  contra  él  el  tér- 
mino señalado  para  el  pago  ;  al  paso  que  parece  deben  cor- 
rer contra  el  asegurado  los  plazos  prefijados  por  el  art.  904, 
de  modo  que  pasados  estos  sin  hacerse  la  declaración  seria 
inútil  el  abandono ,  pues  si  entretanto  quedase  suspendido  él 
curso  de  dichos  plazos  podría  el  asegurado  ,  por  el  hecho  de 
diferir  la  declaración ,  prolongarlos  á  su  arbitrio  y  evitar  de 
esta  manera  indefinidamente  la  prescripción  de  su  derecho. 

Art.  912.  «  Si  cometiere  el  asegurado  fraude  en  la  decla- 
ración que  se  prescribe  en  el  artículo  precedente ,  perderá 
todos  los  derechos  que  le  competían  por  el  seguro ,  sin  dejar 
de  ser  responsable  á  pagar  los  préstamos  que  hubiese  tomado 
sobre  los  efectos  asegurados ,  no  obstante  su  pérdida.  » 

==  Un  negociante ,  por  ejemplo ,  toma  prestados  á  la  grue- 
sa diez  mil  pesos  sobre  un  cargamento  estimado  en  quince 
mil,  y  luego  hace  asegurar  este  mismo  cargamento  :  piérdese 
todo  en  un  naufragio  ;  el  asegurado  hace  el  abandono  ;  pero 
lejos  de  declarar  el  préstamo  que  habia  tomado  á  la  gruesa , 
dice  por  el  contrario  que  no  existe  ningún  préstamo  ni  otro 
seguro ,  á  fin  de  evitar  que  el  asegurador  pida  la  anulación 
ó  modificación  dersu  contrato  :  esta  declaración  es  fraudu- 
lenta ,  pues  que  hay  el  hecho  y  la  intención  de  engañar.  Si 
el  asegurador  pues  prueba  el  fraude ,  el  asegurado  queda 
privado  de  los  derechos  que  le  competían  por  el  seguro ,  es 
decir,  no  puede  hacer  el  abandono  ni  exigir  la  cantidad  ase- 
gurada ,  sin  que  por  esto  quede  dispensado  de  pagar  la  pri- 
ma, y  ademas  tiene  que  reintegrar  los  diez  mil  pesos  to- 
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maí'0.3  á  la  gruesa  sobre  el  cargamento,  aunque  osle  1:  - 
\:o;cci:l,o.  íí-'s  es  de  observar  que  la  ley  habla  solo  del  caso 
de  fraude;  y  por  consiguiente  si  no  resultase  mas  que  error 
in\  ukui'ario  ú  omisión  inculpable  no  habría  lugar  á  la  pena, 
sino  solo  á  las  reducciones  ó  modificaciones  competentes. 

Art.  915.  «  Admitido  el  abandono,  ó  declarándose  válido 
en  juicio,  se  transfiere  al  asegurador  el  dominio  de  las  cosas 
abandonadas,  correspondiéndole  las  mejoras  ó  perjuicios  que 
en  ellas  sobrevengan  desde  el  momento  en  que  se  propuso 
el  abandono.  » 

=  Cuando  el  asegurado  propone  ó  notifica  el  abandono  al 
asegurador ,  puede  el  asegurador  aceptarle  ó  contestarle  :  si 
le  acepta,  confirma  con  su  aceptación  la  validez  del  abando- 
no ;  y  si  le  conlesla ,  interviene  un  juicio  que  puede  decla- 
marle válido.  En  estos  dos  casos,  asi  la  aceptación  como  la 
icntencia  deben  tener  efecto  retroactivo  ,  y  el  abandono  que 
por  cualquiera  de  estos  dos  medios  se  reconoce  válido  debe 
surtir  su  efecto  desde  que  se  propuso ,  siendo  consiguiente 
que  desde  entóneos  pertenezca  al  asegurador  la  propiedad  de 
los  efectos  abandonados  con  las  mejoras  ó  perjuicios  que 
hubieren  sobrevenido. 

Art.  91&.  «  El  regreso  de  la  nave  después  de  admitido  el 
abandono ,  no  exonera  á  los  aseguradores  del  pago  de  los 
efectos  abandonados.  » 

=  Queda  una  nave  en  estado  de  innavigabilidad  por  ro- 
tura ó  varamiento,  ó  bien  es  apresada  por  un  corsario,  ó. em- 
bargada por  un  gobierno  ,  ó  bien  desaparece  por  dos  años  , 
el  asegurado  hace  su  abandono  y  el  asegurador  lo  acepta.  Poco 
tiempo  después  la  nave  se  habilita  para  navegar,  ó  es  aban- 
donada del  corsario  ,  ó  queda  libre  del  embargo ,  ó  bien  apa- 
rece de  nuevo  al  cabo  de  los  dos  años  de  la  falta  de  noticias  : 
en  ninguno  de  estos  casos  podrá  el  asegurador,  bajo  pretesto 
del  regreso  de  la  nave  ,  hacer  anular  el  abandono  para  dis- 
pensarse de  pagar  el  importe  del  seguro ,  ó  para  recobrarlo 
si  ya  lo  ha  pagado;  porque  el  abandono  válido  le  ha  transfe- 
rido irrevocablemente  la  propiedad  de  los  objetos.  Esta  dis- 
posición no  solo  es  aplicable  al  caso  en  que  el  abandono  se 
admitió  voluntariamente  por  el  asegurador,  sino  también  al 
caso  en  que  se  declaró  válida  en  juicio. 

Art.  91o.  «  Se  comprende  en  el  abandono  de  la  nave  el 
flete  de  las  mercaderías  que  se  salven ,  aun  cuando  se  haya 
pagado  con  anticipación,  y  sé  considerará  como  pertenen- 
cia de  los  aseguradores  bajo  la  reserva-del  derecho  que  com- 
peta á  los  prestadores  á  la  gruesa,  al  equipaje  por  sus 
sueldos,  y  al  acreedor  que  hubiere  hecho  anticipaciones 
para  habilitar  la  nave  ó  para  cualesquiera  gastos  causados 
en  el  último  viaje.  » 

=  Mediante  el  abandono  se  subroga  el  asegurador  en  los 
derechos  del  asegurado ,  y  se  hace  dueño  de  la  cosa  aban- 
donada con  todos  sus  accesorios  y  todos  los  beneficios  que 
puede  producir  :  abandonado  pues  un  navio ,  es  consiguiente 
que  gane  el  asegurador  no  solamente  el  dominio  del  casco, 
sino  también  el  del  flete  délas  mercancías  que  se  salven,  por- 
que este  flete  es  uno  de  los  beneficios  de  la  nave,  el  cual  por 
tanto  debe  entregarse  al  asegurador,  sea  por  el  fletador  ó 
cargador  que  todavía  lo  deba ,  sea  por  el  asegurado  que  lo 
hubiere  cobrado  con  anticipación.  Sin  esta  disposición ,.  la 
pérdida  de  un  navio  seria  muchas  veces  un  acontecimiento 
feliz  para  el  propietario ,  quien  hallaría  en  ella  un  medio  de 
ganar,  pues  por  una  parte  recibiría  el  importe  del  seguro  y 
por  otra  el  flete.  Pero  como  el  asegurador  no  adquiere  ni 
debe  adquirir  mas  derechos  que  los  que  tenia  el  mismo  ase- 
gurado, no  puede  causar  perjuicio  á  ningún  tercero ,  ni  des- 
truir por  consiguiente  el  privilegio  que  tienen  sobre  el 
flete  las  cantidades  prestadas  á  la  gruesa ,  los  sueldos  de  los 
marineros  y  los  gastos  del  viaje. 

Art.  916.  «  El  abandono  de  las  cosas  aseguradas  no  puede 
hacerse  sino  por  el  mismo  propietario  >  por  el  comisionado 
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quo  lii,'.y  el.  seguro ,  ó  por  otra  persona  especialrnenlq  autor, 
rizada  \;v<:  el  mismo  propietario.  » 

Art.  Üi7.  «  Encaso  de  apresamiento  de  la  nave,  pueden 
el  asegurado  y  el  capitán  en  su  ausencia  proceder  por  sí  al 
rescate  de  las  cosas  comprendidas  en  el  seguro,  sin  concur- 
rencia del  asegurador,  ni  esperar  instrucciones  suyas  cuando 
no  haya  tiempo  para  exigirlas  ,  quedando  en  la  obligación 
de  hacerle  notificar  el  convenio  hecho  desde  luego  que  haya 
ocasión  para  verificarlo.  » 

=  El  apresamiento  es ,  como  ya  se  ha  dicho  ,  una  de  las 
causas  de  abandono.  Luego  que  la  nave  ha  sido  apresada, 
ya  sea  legalmente  por  el  enemigo  ,  ya  sea  ilegalmente  por 
piratas ,  puede  el  asegurado  hacer  el  abandono  ;  el  asegu- 
rador lo  paga  el  importe  del  seguro ,  y  queda  subrogado  en 
todos  sus  derechos  sobre  los  efectos  asegurados ,  de  manera 
que  si  el  apresador  deja  su  presa,  si  la  nave  se  rescata  ó  se 
vuelve  á  tomar  al  enemigo,  ó  si  la  presa  se  declara  ilegal  y 
se  restituye  la  nave,  no  se  anula  el  abandono  en  ninguno  de 
estos  casos ,  sino  que  el  asegurador  se  aprovecha  del  su- 
ceso recogiendo  los  efectos  que  habían  sido  apresados, 
con  la  carga  de  soportar  todos  los  gastos  que  ha  costado  su 
recobro. 

Sentado  este  principio ,  es  necesario  examinar  las  dife- 
rentes circunstancias  que  pueden  presentarse  en  el  caso  del 
apresamiento.  Si  el  asegurado  tiene  tiempo  suficiente  para 
dar  aviso  de  este  siniestro  al  asegurador,  parece  según  el 
artículo  actual  que  debe  esperar  sus  instrucciones  y  proce- 
diendo luego  al  rescate  con  arreglo  á  ellas  obrar  solamente 
como  mandatario  del  asegurador,  quien  tendrá  que  cargarse 
con  las  condiciones  y  efectos  de  la  compostura  ó  convenio. 
Mas  si  por  esperar  dichas  instrucciones  se  ha  de  dejar  es- 
capar la  ocasión  de  hacer  algún  acomodamiento  ventajoso 
con  el  corsario  ó  enemigo ,  autoriza  este  articulo  al  asegu- 
rado y  en  su  ausencia  al  capitán  para  tratar  por  el  asegu- 
rador con  el  apresante  ;  pero  no  le  impone  un  deber,  sino 
que  le  deja  en  libertad  de  tratar  ó  no  tratar,  pues  como  el 
asegurado  tiene  que  cargarse  con  el  convenio  cuando  no  lo 
acepta  el  asegurador,  según  vamos  á  ver  en  el  arlículo  si- 
guiente ,  resulta  que  trata  siempre  condicionalmente  por  su 
propia  cuenta,  y  de  consiguiente  seria  injusta  la  disposición 
que  le  obligase  al  rescate.  Lo  único  á  que  se  le  obliga  en 
este  caso  es  á  hacer  notificar  al  asegurador  el  convenio  he- 
cho ,  para  que  pueda  usar  de  la  opción  que  se  le  concede. 

Art.  918.  «  El  asegurador  podrá  aceptar  ó  renunciar  el 
convenio  celebrado  por  el  capitán  ó  el  asegurado ,  intimando 
á  este  su  resolución  en  las  veinte  y  cuatro  horas  siguientes 
á  la  notificación  del  convenio.  Aceptándolo,  entregará  en 
el  acto  la  cantidad  concertada  por  el  rescate ,  y  continua- 
rán de  su  cuenta  los  riesgos  ulteriores  del  viaje ,  conforme  ú 
los  pactos  de  la  póliza  del  seguro.  Desaprobando  el  convenio, 
ejecutará  el  pago  de  la  cantidad  asegurada,  y  no  conservará 
derecho  alguno  sobre  los  efectos  rescatados.  Si  no  manifes- 
tare su  resolución  en  el  término  prefijado ,  se  entenderá 
que  ha  renunciado  al  convenio.  » 

=  Dase  aquí  al  asegurador  la  opción  de  aceptar  ó  renun- 
ciar el  convenio ,  porque  no  parecía  justo  imponerle  una 
obligación  mediante  un  contrato  para  el  cual  no  se  le  ha 
consultado ,  y  porque  así  el  asegurado  en  la  perspectiva  do 
tener  que  quedarse  por  su  cuenta  con  los  pactos  que  hiciere, 
estipulará  siempre  con  todo  el  interés  y  circunspección  que. 
pone  cada  cual  en  el  manejo  de  sus  negocios  personales. 

Si  el  asegurador  acepta  el  convenio,  ratifica  lo  que  por 
él  ha  hecho  el  asegurado ,  considera  el  apresamiento  como 
una  avería  de  que  tiene  que  indemnizar  á  este  reembolsán- 
dole su  coste,  esto  es,  el  precio- del  rescate,  le  deja  la  pro- 
piedad de  la  cosa  rescatada ,  consiente  de  cicrlo  modo  en 
que  el  seguro  vuelva  á  seguir  su  curso,  y  continúa  cor- 
riendo con  los  riesgos  del  viaje  según  la  póliza,  de  suerte 
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que  a  les  efectos  asegurados  llegan  á  perecer  ó  esperimen- 
tan  otras  averías  en  lo  sucesivo,  queda  obligado  á  reparar 
de  nuevo  estas  pérdidas  ó  averías  :  mas  es  de  advertir  que 
por  el  hecho  de  la  aceptación  del  convenio  y  del  pago  de  la 
cantidad  concertada ,  se  hace  el  asegurador  dueño  de  las 
acciones  que  podría  haber  contra  el  apresador  para  recla- 
mar la  ilegalidad  de  la  presa  y  hacerle  restituir  el  precio 
del  rescate. 

Si  el  asegurador  desaprueba  el  convenio,  (¿ene  que  pagar 
por  entero  el  importe  del  seguro  sin  conservar  derecho  al- 
guno sobre  los  efectos  rescatados,  porque  en  tal  caso  se  su- 
pone que  considera  el  convenio  como  no  celebrado  y  los 
efectos  como  poseídos  siempre  por  el  apresador. 

En  las  demás  circunstancias  solo  el  asegurado  tiene  la  fa- 
cultad de  pedir  á  su  arbitrio  la  pérdida  ó  las  averías ,  como 
ya  hemos  sentado  al  principio  ;  pero  aquí  la  ley  traslada 
esta  facultad  al  asegurador  por  las  razones  que  hemos  indi- 
cado ,  concediéndole  la  opción ,  ó  de  reducir  el  apresamiento 
á  simple  avería  por  el  hecho  de  aceptar  el  convenio,  ó  de 
considerarle  como  caso  de  pérdida  y  pagar  en  su  consecuen- 
cia la  cantidad  del  seguro  abandonando  el  beneficio  del 
rescate. 

Es  también  por  el  contrario  regla  general  que  el  asegurado 
no  puede  exigir  la  cantidad  del  seguro  sino  abandonando 
los  efectos  de  que  ella  es  precio;  pero  aquí  la  ley  le  confiere 
el  derecho  de  pedir  el  seguro  y  retener  al  mismo  tiempo  las 
cosas  cuyo  rescate  ha  satisfecho  .  porque  le  mira  en  tal  caso 
como  á  un  tercer  comprador  de  lo  que  se  le  habia  quitado 
por  la  fuerza. 

El  asegurado  debe  hacer  notificar  el  convenio  hecho  luego 
que  tenga  ocasión  para  verificarlo,  y  el  asegurador  dar  su 
respuesta  en  las  veinte  y  cuatro  horas  siguientes  á  la  notifi- 
cación ,  porque  la  dilación  dejaría  incierta  la  suerte  de  las 
partes  y  podría  perjudicar  sus  intereses;  pero  la  ley  que 
mira  la  tardanza  del  asegurador' como  renuncia  del  conve- 
nio ,  nada  dice  de  la  del  asegurado  ,  quien  parece  no  podría 
escusarse  de  responder  de  los  daños  y  perjuicios  que  aquel 
probase  habérsele  seguido  £r  su  silencio. 

Art.  919.  «  Cuando  por  efecto  de  haberse  represado 
la  nave  se  reintegrase  el  asegurado  en  la  propiedad  do  sus 
efectos ,  se  tendrán  por  avería  todos  los  perjuicios  y  gastos 
causados  por  su  pérdida ,  y  será  de  cuenta  del  asegurador 
satisfacerlos.  » 

Ar.T.  920.  «  Si  á  consecuencia  de  la  represa  pasaren  los 
efectos  asegurados  á  la  posesión  de  un  tercero ,  podrá  el 
asegurado  usar  del  derecho  de  abandono.  » 

=  Para  ilustración  de  estas  disposiciones,  conviene  tener 
presentes  los  artículos  58  y  59  de  la  ley  h,  tít.  8,  lib.  G, 
Nov.  Rec.  En  el  primero  se  ordena  :  que  toda  embarcación 
de  Españoles  que  apresada  por  los  enemigos  de  la  corona , 
fuese  represada  por  los  buques  de  la  real  Armada  ó  por  cor-, 
sarios  particulares,  se  devuelva  á  los  dueños  á  quienes  per- 
teneciere ,  no  resultando  que  en  su  carga  tengan  intereses 
los  enemigos  ;  y  que  los  buques  de  la  Armada  no  perciban 
cosa  alguna  por  la  represa.  En  el  segundo  se  establece  :  que 
todo  corsario  que  represe  un  buque  nacional  en  el  término 
de  veinte  y  cuatro  horas  de  su  apresamiento ,  será  gratifi- 
cado con  la  mitad  del  valor  de  la  presa,  quedando  la  otra 
mitad  al  dueño  primitivo  del  barco  represado;  y  que  si  la 
represa  se  ha  hecho  pasadas  las  veinte  y  cuatro  horas  del 
primer  apresamiento  ,  será  del  corsario  apresador  todo  el 
valor  de  ella. 

Art.  921.  «En  los  casos  de  naufragio  y  apresamiento 
tiene  obligación  el  asegurado  de  hacer  las  diligencias  que 
permitan  las  circunstancias  para  salvar  ó  recobrar  los  efec- 
tos perdidos  ,  sin  perjuicio  del  abandono  que  le  competa 
hacer  á  su  tiempo.  Los  gastos  legítimos  hechos  en  el  reco- 
bro serán  de  cuenta  de  los  aseguradores  hasta  la  concur- 
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=  Como  en  los  casos  de  naufragio  y  apresamiento  no  tiene 
ya  interés  el  asegurado  en  la  conservación  de  los  efectos 
perdidos ,  pues  que  goza  de  la  facultad  de  abandonarlos  al 
asegurador,  ha  querido  la  ley'  prevenir  su  negligencia ,  im- 
poniéndole formalmente  la  obligación  de  trabajar  por  sal- 
varlos como  si  estuviese  interesado  en  ello ,  de  modo  que  si 
no  hace  á  este  fin  las  diligencias  que  están  á  su  alcance ,  con 
especialidad  hallándose  presente  en  el  lugar  del  aconteci- 
miento, se  hace  responsable  de  los  perjuicios  que  al  asegu- 
rador se  sigan  por  su  causa;  pero  no  porque  trabaje  en  el 
recobro  de  lo  perdido ,  ha  de  entenderse  que  renuncia  al  de- 
recho de  abandono ,  pues  aquí  no  obra  en  su  nombre  pro- 
pio sino  en  el  del  asegurador,  de  quien  se  considera  en  esta 
parte  procurador  nato. 

Los  efectos  salvados  pertenecen  mediante  el  abandono  al 
asegurador,  y  por  tanto  es  muy  justo  que  este  pague  al 
asegurado  los  gastos  del  salvamento  ;  pero  el  artículo  esta- 
blece que  no  se  le  pueda  compeler  á  pagar  mas  de  lo  que 
valen  los  efectos  salvados ,  por  evitar  todo  abuso  y  el  peli- 
gro de  la  exageración,  ano  ser  que  hubiese  dado  poder 
especial  al  asegurado  para  trabajar  en  el  recobro,  pues  en 
este  caso  tendría  que  satisfacerle  indistintamente  todos  los 
adelantos  que  hubiese  hecho  ,  aunque  fuesen  superiores  al 
valor  de  los  objetos  recobrados.  —  Recelamos  que  en  este 
artículo  deba  leerse  varamiento  en  lugar  de  apresamiento. 

Art.  922.  «  No  se  admitirá  el  abandono  por  causa  de  in- 
habilitación para  navegar,  siempre  que  el  daño  ocurrido 
en  la  nave  fuere  tal  que  se  la  pueda  rehabilitar  para  su 
viaje.  » 

Art.  923.  «  Verificándose  la  rehabilitación  responderán 
solamente  los  aseguradores  de  los  gastos  ocasionados  por  el 
encalle  ú  otro  daño  que  la  nave  hubiere  recibido.  » 

=  Una  de  las  causas  de  abandono ,  como  se  ha  indicado 
al  principio ,  es  la  rotura  ó  varamiento  de  la  nave  que  la  in- 
habilite para  navegar;  pero  esta  inhabilitación  ha  de  ser 
absoluta ,  pues  si  el  buque  puede  ponerse  en  estado  de  con- 
tinuar el  viaje,  mediante  algunas  reparaciones ,  no  hay  lugar 
á  la  acción  de  abandono ,  sino  solo  á  la  de  averías. 

Art.  92ft.  «  Quedando  absolutamente  inhabilitado  el  buque 
parala  navegación,  se  practicarán  por  los  interesados  en  el 
cargamento  que  se  hallen  presentes ,  ó  en  ausencia  de  ellos 
por  el  capitán,  todas  las  diligencias  posibles  para  conducir 
el  cargamento  al  puerto  de  su  destina.  » 

Art.  92b.  «  Correrán  de  cuenta  del  asegurador  los  riesgos 
del  trasbordo  y  los  del  nuevo  viaje  hasta  que  se  alijen  los 
efectos  en  el  lugar  designado  en  la  póliza  del  seguro.  » 

Art.  926.  «  Asimismo  son  responsables  los  aseguradores 
de  las  averías,  gastos  de  descarga,  almacenaje,  reembarque, 
escedente  de  flete  y  todos  los  demás  gastos  causados  para 
trasbordar  el  cargamento.  » 

Art.  927.  «  Si  no  se  hubiere  encontrado  nave  para  tras- 
portar hasta  su  destino  los  efectos  asegurados  ,  podrá  el  pro- 
pietario hacer  el  abandono.  » 

Art.  928.  «  Los  aseguradores  tienen  para  evacuar  el  tras- 
bordo y  conducción  de  los  efectos  el  término  de  seis  meses, 
si  la  inhabilitación  de  la  nave  hubiere  ocurrido  en  los  mares 
que  circundan  la  Europa  desde  el  estrecho  del  Sumt  hasta  el 
Bosforo ,  y  un  año  si  se  hubiere  verificado  en  lugar  mas  apar- 
tado ,  contándose  estos  plazos  desde  el  dia  en  que  se  le  hu- 
biere intimado  por  el  asegurado  el  acaecimiento.  » 

=  En  estos  cinco  artículos  se  fijan  las  reglas  á  que  está 
sujeto  el  abandono  por  causa  de  innavigabilidad  ó  inhabili- 
tación absoluta  de  la  nave. 

Es  claro  que  el  buque  puede  abandonarse  luego  que  se  re- 
conoce su  fatal  estado  ,  pues  no  es  ya  posible  hacerle  llegar 
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im  deslio;:  pero  cl  abandono  ïïei  <4jMr$}  no  siempre 
tlerïëîWè&,'Worqnte  puedo  haber  oíros  medios  para  trasportar 
'^aii'flëiiînVTa  cosa: aseguïada,  y  éiUÓn:cc!s1' noí  li'áy  motivo 
'fiará 'permitir  al  cargador  la  demanda  de  su  pérdida.  En  su 
consecuencia,  el  art.  92ft  impone  á  los  interesados  en  el  car- 
gamento que  se  hallen  presentes,  y  en  su  ausencia  al  capitán, 
la  obligación  de  buscar  otra  nave  para  el  trasporte  de  los 
efectos  asegurados  ;  y  los  arts.  927  y  928  no  autorizan  el 
abandono  sino  cuando  no  se  ha  encontrado  embarcación  en 
el  espacio  de  seis  meses  ó  un  año ,  según  las  distancias.  Mas 
si  el  asegurador  se  libra -de  pagar  el  seguro  del  cargamento 
cuando  se  halla  otro  buque  que  haga  el  trasporte ,  no  por  eso 
queda  menos  responsable  de  los  riesgos  que  las  mercancías 
puedan  esperimentar  en  su  trasbordo  y  en  el  nuevo  navio 
durante  el  resto  del  viaje  ,  de  las  averías  ó  daños  que  la  ro- 
tura ó  varamiento  del  primer  buque  les  hubiese  ocasionado, 
de  los  gastos  de  descarga  para  sacarlas  de  la  nave  varada  ó 
rota .  de  los  gastos  de  almacenaje  para  tenerlas  á  cubierto  y 
en  custodia  hasta  hallar  otra,  de  los  gastos  de  reembarque 
para  ponerlas  en  ella,  del  escódente  de  flete  en  el  caso  de 
que  el  trasporte  de  mercaderías  costase  mas  en  la  segunda 
que  en  la  primera ,  y  de  lodos  los  demás  gastos  causados 
con  motivo  del  trasbordo. 

¿Está  obligado  el  asegurador  á  soportar  cumulativamente 
los  gastos  ó  averías  que  se  han  tenido  primero ,  y  la  pérdida 
que  sobreviene  después  ?  Los  arts.  925  y  928  le  imponen  sin 
duda  esta  carga,'  según  se  puede  colegir  de  los  términos  en 
Ijiie  están  concebidos;  y  efectivamente  como  el  asegurador 
loma  por  su  cuenta  todos  los  riesgos  de  mar,  riesgos  que  por 
la  naturaleza  de  las  cosas  pueden  sucederse  y  multiplicarse, 
fio  cumpliría  con  su  empeño  si  no  respondiese  cumulativa- 
mente así  de  la  pérdida  entera  como  de  las  averías  ó  gastos 
que  la  han  precedido.  Es  cierto  que  si  los  acontecimientos 
posteriores  le  fuerzan  á  pagar  el  seguro  por  entero,  no  deberá 
satisfacer  ademas  los  daños  que  la  rotura  ó  varamiento  de 
la  nave  hubiere  causado  á  las  mercancías ,  pues  que  por  el 
hecho  de  recobrar  su  pérdida  total  queda  el  cargador  com- 
pletamente indemnizado  ;  pero  habrá  de  resarcir  los  gastos 
y  desembolsos  que  hubiese  hectío  el  asegurado  con  motivo 
del  encalle  ó  rotura,  porque  el  pago  de.la  pérdida  no  los  de- 
jaría cubiertos. 

Art.  929.  «  En  caso  de  interrumpirse  el  viaje  del  buque 
por  embargo  ó  detención  forzada, lo  comunicará  el  asegurado 
á  los  aseguradores  luego  que  llegue  á  su  noticia,  y  no  podrá 
usar  de  la  acción  de  abandono  hasta  que  hayan  trascurrido 
los  mismos  plazos  prefijados  en  el  artículo  anterior.  —  Los 
asegurados  están  obligados  á  prestar  á  los  aseguradores  los 
auxilios  que  estén  en  su  mano  para  conseguir  que  se  alce  el 
embargo ,  y  deberán  hacer  por  sí  mismos  las  gestiones  con- 
venientes á  este  fin ,  en  caso  de  que  por  hallarse  los  asegu- 
radores en  pais  remoto  no  puedan  obrar  desde  luego  de 
común  acuerdo.  » 

=  En  los  casos  de  apresamiento ,  naufragio  ,  innaviga- 
bilidad  ó  inhabilitación  absoluta  de  la  nave,  pérdida  ó  dete- 
rioración, se  permite  al  asegurado  hacer  el  abandono  luego 
después  del  recibo  de  la  noticia  del  siniestro  ,  porque  es  in- 
dudable entonces  la  pérdida  de  las  cosas  aseguradas;  pero 
no  sucede  lo  mismo  en  el  caso  de  embargo  ó  detención  for- 
zada ,  porque  puede  acaecer  que  este  embarazo  no  sea  sino 
momentáneo  y  que  se  logre  la  libertad  de  la  nave  practicando 
algunas  diligencias  ó  mediante  algún  cambio  de  circunstan- 
cias. La  ley  pues  no  concede  al  asegurado  la  facultad  de  hacer 
el  abandono  sino  después  del  trascurso  de  seis  meses  ó  un 
año  contado  desde  que  haga  la  intimación  al  asegurador , 
según  la  mayor  ó  menor  distancia  del  lugar  del  acaecimiento, 
del  mismo  modo  que  en  el  caso  de  inhabilitación  absoluta 
del  buque  con  respecto  á  las  mercancías.  Durante  este  tiempo 
debe  el  asegurado  hacer  cuanto  pueda  para  obtener  el  des- 
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Sargo  :  si  no  so  consigue  puede^ceqei,  a]  abandono:,  si 

se  consigue  puede  solo  usar  de  la  acción  de  avería  para  re- 

cíamttr1  del  asegurador 'el  resarcimiento  do  los  perjuicios  ó 

deterioros  que  este  incidente  le  hubiere  ocasionado. 

Hemos  ido  recorriendo  las  diferentes  causas  de  abandono 
que  el  código  señala  :  resta  hablar  de  la  pérdida  y  deterio- 
ración ,  sobre  las  cuales  no  hace  advertencias ,  como  sobre 
las  otras.  Para  que  la  pérdida  de  las  cosas  aseguradas  dé 
lugar  al  abandono  ,  es  necesario  que  sea  total;,  de  manera 
que  si  de  tres  bardos  de  mercancías  que  un  comerciante  ha 
hecho  asegurar,  perecen  dos  enteramente  por  fuego ,  v.  gr. 
ó  saqueo,  y  uno  se  salva,  no  estará  obligado  el  asegurador 
á  aceptar  el  abandono  de  los  tres  fardos,  sino  solo  á  pagar  el 
precio  de  los  dos  que  se  han  perdido.  La  deterioración,  que 
consiste  eñ  el  empeoramiento,  daño  ó  menoscabo  de  las  cosas 
aseguradas,  solo  da  lugar  al  abandono  cuando  disminuye  el 
valor  de  las  mismas  en  las  tres  cuartas  partes  á  lo  menos  de 
su  totalidad.  Espide  por  ejemplo  á  España  un  comerciante 
de  la  Habana  un  cargamento  de  azúcar  que  allí  vale  veinte 
mil  pesos  :  llega  este  género  á  España  tan  deteriorado  que 
en  tal  estado  no  valdría  en  la  Habana  cinco  mil  pesos  :  ha 
esperimentado  pues  un  menoscabo  de  mas  de  tres  cuartas 
partes ,  y  por  consiguiente  se  puede  hacer  el  abandono. 

-j-  ABANDONO  de  mercaderías.  Se  considerará  que  le 
hay  en  las  aduanas  :  Io.  Cuando  los  consignatarios  ó  dueños 
manifiesten  por  escrito  que  no  les  acomoda  pagar  los  dere- 
chos señalados.  2o.  Cuando  ademas  del  plazo  concedido 
por  la  instrucción  de  aduanas  hayan  trascurrido  sesenta  días 
sin  presentar  los  consignatarios  ó  dueños  la  declaración  para 
la  habilitación  y  despacho  de  las  mercaderías.  5o.  Y  cuando 
haya  abandono  de  hecho,  en  casos  que  no  estén  espresa- 
mente  comprendidos  en  los  dos  párrafos  anteriores.  Art.  50 
de  la  ley  de  9  de  julio  de  18tti. 

-j-  ABANDONO  de"  hospitales  y  provisiones  en  cam- 
paña. Los  eme  abandonasen  sus  obligaciones  en  los  ramos 
de  hospitales,  provisiones  y  utensilios  en  campaña,  serán 
castigados  por  los  generales  en  jefe  de  los  ejérceos  según  su 
arbitrio  y  prudencia ,  con  distjjpion  de  cuando  e!  abandono 
es  solo  efecto  de  descuido,  de  malicia  ó  falta  grave  :  para  lo 
cual  formado  el  oportuno  proceso  por  el  auditor,  se  condtnará 
á  los  reos  en  las  penas  de  ordenanza  y  leyes  del  reino ,  si 
estuviere  en  ellas  prevenido  su  cargo ,  y  en  su  defecto  en 
aquellas  de  que  se  juzguen  dig¡4<js.  Rl.  órd.  de  17  de  agosto 
de  179b. 

-f-  ABANDONO  del  puesto  en  acción  de  guerra.  Todo 
oficial,  de  cualquier  graduación  que  fuese,  siendo  atacado 
en  su  puesto,  no  lo  desamparará  sin  haber  hecho  toda  la  de- 
fensa posible  para  conservarlo ,  y  dejar  bien  puesto  el  honor 
de  las  armas  :  si  tuviese  el  general  del  ejército  alguna  duda 
de  su  desempeño ,  le  hará  juzgar  en  consejo  de  guerra.  Orden 
del  ejérc.,  art.  20,  lit.  17,  trat.  2o.  (1). 

ABASTECEDORES.  Los  que  proveen  á  los  pueblos 
de  los  bastimentos  mas  necesarios,  esto  es,  de  los  artículos 
de  comer,  beber  y  arder. 

Hay  abastecedores  libres  y  abastecedores  obligados.  Abas- 
tecedores libres  son  los  que  se  dedican  al  tráfico  y  venta  de 
los  abastos,  sin  sujetarse  à  condiciones  ni  quitarse  la  libertad 
de  cesar  en  su  comercio  ó  cerrar  sus  tiendas  cuando  les  con- 
venga. Abastecedores  obligados ,  que  también  se  llaman 
abastecedores  del  común,  son  los  que  contraen  con  el  ayun- 
tamiento el  empeño  de  surtir  al  pueblo  de  mas  ó  menos  ar- 

(l)  Sobre  el  abandono  de  puesto  militar  y  sus  penas,  véase  el 
tít.  7  de  la  Ordenanza  militar,  trat.  8  ,  desde  cl  art.  2  al  7.  — 
Sobre  el  centinela  que  deja  el  puesto,  el  art.  36,  lit.  10,  Irai.  8 
de  dicha  Ordenanza:  y  la  Real  orden  de  2'>  de  setiembre  de  1770, 
mandada  observar  como  adición  á  la  Ordenanza  de  mar  y  tierra, 
y  que  distingue  tiempos  de  paz  y  de  guerra  para  la  pena. 
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tículos  de  consumo  ordinario  durante  cierto  tierrmo  va  cierto 
jïrécio,  dandele  por  cl  derecho  cívUímvo  de  le  v-nta  la  can- 
tidad antial  en  que  se  ha  celebrado  su  arrendamiento  para  eí 
ramo  de  Propios  ó  de  contribuciones. 

Los  abastecedores  libres  tienen  interés  en  surtirse  de  géne- 
ros de  buena  calidad  y  en  venderlos  al  precio  mas  bajo  que 
les  sea  posible;  porque  en  la  concurrencia  de  otros  vende- 
dores ,  eme  es  natural  cuando  este  género  de  industria  ofrece 
ganancias ,  no  pueden  valerse  de  otro  medio  mas  eficaz  para 
atraer  á  sus  tiendas  ó  almacenes  mayor  número  de  comr 
pradores.  Los  abastecedores  obligados  por  el  contrario  solo 
tienen  interés  en  engañar  á  las  personas  con  quienes  contra- 
tan ,  en  coligarse  con  ellas  para  obtener  altos  precios ,  en 
buscar  los  artículos  de  peor  calidad,  y  aun  en  adulterarlos, 
con  peligro  de  la  salud  del  vecindario. 

Mas  por  fortuna  no  debe  haber  ya  en  ningún  pueblo  abas- 
tecedores obligados  y  esclusivos  ,  respecto  á  que  por  real 
decreto  de  20  de  enero  de  183&  se  han  declarado  libres  en 
todo  el  reino  el  tráfico ,  comercio  y  venta  de  los  objetos  de 
comer,  beber  y  arder,  los  cuales ,  escepto  el  pan ,  no  están 
ya  sujetos  á  posturas,  tasas  ni  aranceles,  sino  solo  á  los  de- 
rechos reales  ó  municipales  que  se  les  hayan  impuesto.  Cua- 
lesquiera pues  pueden  ser  abastecedores  por  mayor  y  menor, 
sin  que  los  ya  establecidos  tengan  derecho  para  escluir  á  los 
que  traten  de  establecerse  di  nuevo,  y  sin  que  nadie  pueda 
obligarles  á  continuar  un  establecimiento  que  con  el  tiempo 
deje  tal  vez  de  convenirles,™  tampoco  á  cesar  en  él  ó  cerrarlo 
cuando  su  continuación  les  sea  ventajosa. 

Los  gremios  de  carniceros ,  panaderos  ó  tratantes  y  espen- 
dedores  de  cualquier  género  de  abastos  deben  arreglarse  á 
las  ordenanzas  que  formen  con  arreglo  á  lo  que  sobre  todas 
las  asociaciones  de  la  misma  clase  se  dispone  en  otro  decreto 
de  la  espresada  fecha.  Las-  personas  que  habitualmente  se 
dediquen  al  tráfico  de  abastecimientos ,  serán  consideradas 
como  otros  cualesquiera  mercaderes ,  y  gozarán  de  los  bene- 
ficios que  à  estos  ofrece  el  Código  de  comercio,  asi  como 
pagarán  las  cargas  que  se  repartan  á  su  industria.  Los  meso- 
neros, posaderos  ú  otros  que  habitualmente  alojen  viajantes 
se  considerarán  como  ejerciendo  el  tráfico  de  objetos  de 
abasto ,  y  se  reputarán  sujetos  á  las  cargas  y  con  opción  á 
los  beneficios  de  los  comerciantes  como  los  abastecedores. 
Art.  6,  7  y  8  de  dicho  decreto  de  20  de  enero  de  183'¡. 

Los  obligados  al  abasto  de  pescado  y  abastecedores  de  los 
pueblos  estaban  autorizados  por  la  ley  ti ,  tít.  13,  lib.  10, 
Noy.  Rec,  para  tomar  en  ellos  y  en  las  ferias  y  mercados 
del  reino  por  el  tanto  el  pescado  que  otros  tuvieren  comprado 
para  revender,  dentro  de  dos  dias  después  de  la  compra , 
pagando  á  estos  el  costo  y  costas  ;  pero  este  derecho  de  tanteo 
ha  quedado  abolido  por  decreto  de  10-de  diciembre  de  1853, 
en  que  se  declaran  libres  la  venta  y  enajenación  por  cual- 
quier título  del  pescado  y  otros  objetos  comerciales ,  sin  que 
puedan  sujetarse  á  ninguna  otra  formalidad  ó  condición  que 
las  que  recíprocamente  establezcan  entre  sí  los  contratantes , 
y  se  deroga  expresamente  entre  otras  la  citada  ley.  Yéase 
Abacerías,  Abastos,  Gremios,  Mercados. 

ABASTOS.  La  provision  de  los  artículos  que  necesita  un 
pueblo  para  su  sustento,  y  que  suelen  comprenderse  en  la 
espresion  genérica  de  objetos  de  comer,  beber  y  arder. 

Se  entienden  pues  por  abastos  :  Io.  los  comestibles ,  como 
el  pan ,  las  carnes ,  el  pescado ,  las  aves ,  las-  legumbres ,  las 
t  verduras,  las  frutas ,  los  huevos,  la  leche,  y  sus  condimen- 
tos :  —  2o.  las  bebidas  ,  como  el  vino  ,  el  aguardiente  ,  los 
i  licores  ,  la  cerveza ,  la  sidra  :  —  5o.  los  objetos  de  arder  ó 
los  combustibles,  como  el  aceite ,  las  velas,  el  carbón  de 
leña  y  el  de  piedra.  También  entran  bajo  el  nombre  de 
j  abastos  algunos  artículos  que  ni  se  comen ,  ni  se  beben , 
ni  arden,  como  v.  gr.  el  jabón. 

Los  gobiernos  han  tratado  siempre  de  procurar  á  los  pue- 
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bles  la  abundancia  y.ba/^^r^.^^Sjabast,^^  c$8jg0b%% 
pro  han  lenido  acierto,  en  los  medios,  porque  aunque  la 
antorcha  de  la  economía  política  alumbraba  el  .camino  pq-r 
donde  habían  de'marchar,  parece  que  el  genio  del  mal  se 
complacía  en  cerrarles  los  ojos  para  estraviarlos.  Abriólos 
sin  embargo  por  un  momento  el  señor  don  Carlos  ITI ,  quien 
reconociendo  que  el  único  medio  de  estar  bien  provisto  todo 
pueblo  en  sus  mantenimientos  era  dejar  en  total  libertad  la 
contratación  y  comercio  de  ellos  ,  abolió  en  cédula  de  16  de 
junio  de  1767  (ley  [U,  lit.  17,  lib.  7,  Nov.  Rec.)  todas  las 
tasas  y  permisos  de  ventas ,  y  todas  las  exacciones  y  vejato- 
rias formalidades  que  se  habían  ordenado  ó  abusivamente 
introducido.  Mas  luego  se  fueron  dando  golpes  mortales  á 
esta  sabia  providencia,  y  por  fin  lograron  el  poco  saber  y 
el  interés  personal  que  quedase  absolutamente  derogada  en 
11  de  mayo  de  1772  por  la  Jey  18  de  dicho  título  y  libro  , 
en  la  cual  se  sujetaron  de  nuevo  á  postura  todos  los  géneros 
que  lo  estaban  antes  de  lo  dispuesto  en  la  ley  üi. 

Desde  entonces  han  reinado  alternativamente  en  todas 
partes  la  libertad  y  el  estanco  ,  y  han  gemido  por  lo  común 
los  pueblos  bajo  el  peso  de  la  tasa  de  los  comestibles  de  toda 
especie;  traba  absurda  que  ha  sido  un  manantial  inagotable 
de  vejaciones,  y  un  pretesto  permanente  de  estafas ,  como 
dice  muy  bien  la  instrucción  para  gobierno  de  los  subdele- 
gados de  fomento  de  30  de  noviembre  de  1855. 

Felizmente  se  lia  fijado  el  orden  sobre  este  asunto  por  el 
decreto  de  20  de  enero  de  183ft ,  que  declara  libres  n  todos 
los  pueblos  del  reino  el  tráfico,  comercio  y  venta  de  los 
abastos,  pagando  los  traficantes  en  ellos  los  derechos  rea- 
les y  municipales  á  que  respectivamente  estén  sujetos;  y 
exime  á  todos  los  artículos,  menos  al  pan,  de  posturas,  ta- 
sas y  aranceles,  sin  que  esta  esencion  de  trabas  coarte  ni 
restrinja  el  ejercicio  de  la  autoridad  municipal  en  la  parte 
relativa  á  la  verificación  de  pesos  y  medidas ,  y  á  la  salu- 
bridad de  los  alimentos  en  los  puestos  al  pormenor. 

«  Quedan  abolidas  y  derogadas ,  concluye  diciendo  el 
mismo  decreto ,  todas  las  leyes ,  ordenanzas  y  providencias 
generales  ó  particulares  dadas  en  materias  de  abastos  de 
los  pueblos,  y  todas  las  ordenanzas  y  reglamentos  locales 
que  directa  ó  indirectamente  se  opongan  á  los  artículos  de 
esta  ley;  y  si  ocurrieren  dudas  en  su  interpretación  ó  aplica- 
ción á  algunos  casos  ó  circunstancias ,  las  consultarán  las 
autoridades  municipales  con  el  subdelegado  provincial  do 
fomento  (hoy  jefe  político) ,  quien  ,  si  lo  creyere  necesario, 
informará  ó  consultará  al  Ministerio  lo  que  tuviere  por  con- 
veniente. » 

La  razón  de  esta  disposición  está  esplicada  en  el  discurso 
de  la  comisión  que  formó  el  proyecto  de  esta  ley  :  «  Al  de- 
clarar, dice ,  la  abolición  de  lo  hasta  aquí  establecido  en 
materia  de  abastos  la  hemos  hecho  general ,  y  sin  remitir  á. 
nada  de  lo  pasado  la  interpretación  de  las  dudas  que  pue- 
dan ocurrir  al  ejecutar  lo  presente  ;  y  prevenimos  que  estas 
dudas,  si  las  hubiere ,  se  consulten  con  la  autoridad  supe- 
rior. Era  preciso  ordenarlo  así ,  porque  siendo  diametral- 
meníe  opuesto  el  espíritu  de  esta  ley  al  que  dominaba  las 
prácticas  anteriores,  no  puede  encontrarse  en  estas  nada  que  , 
aclare  lo  que  se  preceptúa  sobre  otros  datos  y  con  distintas 
miras.  »  Yéase  Abacerías ,  Abastecedores,  Grxmos ,  Gremios, 
Mercados,  Posturas ,  Regalones. 

Aunque  cualquiera  tenga  facultad  para  vender  libremente 
y  á  precios  convencionales  los  géneros  de  abastos  ,  no  por 
eso  queda  dispensada  la  autoridad  municipal  de  ejercer  su 
vigilancia  sobre  la  exactitud  de  los  pesos  y  medidas  y  sobre 
la  salubridad  de  los  alimentos  en  los  puestos  al  pormenor, 
como  ya  se  advierte  en  el  citado  decreto.  Es  con  efecto  una 
cosa  muy  notable  que  los  alimentos  pueden  ser  dañosos  y 
aun  convertirse  en  venenos,  si  no  son  de  buena  calidad  ,  y 
con  mas  razón  si  la  codicia  les  hace  sufrir  transformaciones 


■A'$  —  j 

funestas.  Todos  los  alimentos  y  bebidos  deben,  fijar. la  aten- 
ción de  la  autoridad  ;  pero  mas  especialmente,  las  sustancias 
simples  que  nn  lian  tenido  preparación ,  como  las  carnes,  el 
vino,  los  licores  alcohólicos  y  algunos  vejctales. 

Debe  evitarse  que  los  pescados  pasados  ó  corrompidos  se 
ve  ndan  á  bajo  precio ,  como  suele  suceder,  á  las  clases  poco 
ac  omodadas  de  la  sociedad ,  porque  son  causa  de  enferme- 
d  ades  frecuentes  y  tal  vez  mortales.  También  debe  prohi- 
birse la  venta  Je  carnes  que  no  sean  frescas  ó  que  procedan 
de  animales  atacados  de  algún  mal.  No  es  raro  ver  en  venta 
la  carne  de  animales  que  tienen  el  higado  ó  liviano  lleno  de 
tubérculos;  pero  no  deja  de  parecer  imposible  que  sea  sana. 

Los  líquidos  suelen  sufrir  alteraciones  mucho  mas  peligro- 
sas. El  vino  puede  adulterarse  con  la  potasa,  cal,  alumbre, 
litargirio,  albayalde,  tartrato  de  potasa  y  antimonio,  echán- 
dole aguardiente;  y  aun  puede  fabricarse  haciendo  una 
mezcla  de  agua,  aguardiente  y  crémor  de  tártaro  ,  á  que  so 
añaden  materias  colorantes  como  palo  de  Campeche  y  Fer- 
nambuco.  Todas  estas  alteraciones  y  falsificaciones,  que 
pueden  descubrirse  por  medio  de  los  reactivos  químicos , 
deben  ser  castigadas  con  severidad.  —  La  leche  es  también 
una  de  las  sustancias  que  mas  se  adulteran,  pues  ademas  de 
las  malas  calidades  que  puede  adquirir  por  razón  de  los 
pastos  y  por  el  mal  estado  de  salud  de  las  vacas  ,  cabras  ú 
ovejas,  suele  ser  tal  la  codicia  de  los  que  hacen  este  comer- 
cio que  no  dudan  unos  en  echarle  agua  y  harina  ó  almidón, 
ni  otros  en  ponerle  óxido  de  zinc,  potasa  ó  cal.  Si  el  primer 
modo  de  falsificación  es  poco  peligroso  ,  no  puede  decirse 
otro  tanto  del  segundo  ;  y  así  seria  de  desear  eme  la  autori- 
dad administrativa  tuviese  mas  cuidado  de  este  alimento. 
Los  licores  espiritosos,  y  con  especialidad  el  aguardiente , 
contienen  alguna  vez  sales  de  cobre  ,  que  se  originan  casi 
siempre  de  haberse  formado  cardenillo  en  elrefrigeratorio. 

ABDICACIÓN.  La  cesión  ó  renuncia  voluntaria  del 
dominio,  propiedad  ó  derecho  de  alguna  cosa,  y  principal- 
mente del  poder  soberano  ó  puestos  supremos  ,  después  de 
haberlos  poseído.  En  Aragon  es  lo  mismo  que  revocación. 
Véase  Renuncia. 

ABU  JAR.  El  paraje  ó  lugar  donde  están  las  colmenas  en 
que  crian  las  abejas  y  labran  la  miel  y  la  cera;  y  también 
el  conjunto  de  las  mismas  colmenas. 

Hay  abejares  fijos  y  permanentes  en  un  fundo  ,  tal  vez 
con  edificio  construido  en  él;  y  hay  abejares  portátiles  que 
subsisten  sin  edificio  y  se  trasladan  de  un  paraje  á  otro , 
según  la  oportunidad  de  las  estaciones.  Los  primeros  se  de- 
ben contar  entre  los  bienes  sitios  con  las  colmenas  y  las 
abejas  ,  porque  las  abejas  forman  un  todo  con  las  colmenas 
que  las  contienen ,  y  las  colmenas  con  el  fundo  á  que  están 
agregadas  para  siempre  como  un  establecimiento  dirigido 
á  obtener  un  producto  mediante  el  fundo  que  alimenta  las 
abejas.  Los  segundos  no  pueden  considerarse  sino  como  bie- 
nes muebles ,  porque  consisten  solo  en  las  colmenas  y  las 
abejas  que  no  son  otra  cosa  miradas  en  sí  mismas. 

ABEJAS.  Los  insectos  que  fabrican  la  miel  y  la  cera. 

Se  cuentan  entre  los  animales  fieros  ó  salvajes;  pero  el 
dueño  de  un  colmenar  conserva  el  dominio  de  los  enjambres 
que  se  le  escapan  mientras  los  persigue  ,  pudiendo  entrar  á 
recogerlos  en  campo  ajeno,  cuyo  amo  no  tiene  facultad  para 
prohibírselo;  ley  17,  til.  h,  lib.  5  del  Fuero  Real.  Mas  si  el 
dueño  deja  do  perseguirlos,  so  hacen  del  primero  que  los 
ocupa,  metiéndolos  en  colmena  ó  en  otra  cosa  ,  aunque  po- 
saren en  árbol  ajeno,  sino  es  que  el  amo  del  árbol  estando 
delante  se  lo  estorbare;  y  lo  mismo  debe  decirse  de  los  pa- 
nales que  hubiesen  hecho;  ley  2i ,  til.  28,  Part.  o. 

Esta  disposición  de  la  ley  do  Partida  debe  ahora  modifi- 
carse con  arreglo  al  espíritu  del  nuevo  decreto  de  caza  y 
pesca  de  5  de  mayo  de  185'/.  Como  en  él  se  previene  que  la 
caza  que  cayere  del  aire  en  tierra  de  propiedad  particular  ó 


eütrasp,  en  ella  después  de  herida ,  pertenece  al  dueño  ó  ,ar-r 
rondaíario  de  la  tierra  y  no. al  cazador,  y  que,  sn'.o  so,podt;á 
cazar  sin  Ucencia  de  los  dueños  en  las  tierras  abiertas  de 
propiedad  particular  que  no  estén  labradas  ó  que  estén  de 
rastrojo  ,  es  claro  y  consiguiente  que  si  un  enjambre  esca- 
pado de  su  colmenar  se  introduce  en  heredad  ajena  y  el 
dueño  del  colmenar  deja  de  perseguirle  dándole  por  perdido 
ó  abandonado,  no  puede  un  tercero  entrar  en  la  heredad  á 
cogerle  ,  pues  queda  entonces -á  favor  del  dueño  de  esta; 
pero  bien  podrá  entrar  con  dicho  objeto  si  la  heredad  es 
abierta  y  no  está  labrada  ó  está  de  rastrojo,  sin  que  en  tal 
caso  tenga  facultad  el  propietario  de  la  heredad  para  impe- 
dirle el  ejercicio  de  un  derecho  que  la  ley  nueva  le  concede. 
Sin  embargo  ,  el  dueño  de  la  heredad  no  puede  nunca  ,  á 
pesar  del  nuevo  decreto ,  negar  al  del  enjambre  la  entrada 
en  ella  para,  cogerle  ó  bien  su  entrega  mientras  vaya  en  su 
seguimiento ,  porque  el  dueño  de  un  abejar  conserva  siem- 
pre el  dominio  del  enjambre  hasta  que  le  abandona  por  no 
querer  ó  no  poder  cogerle.  Véase  Animales  peros  y  Caza. 

AKERTÜKA  ó  apertura  de  testamento  (1).  El  acto 
jurídico  de  abrir  el  testamento  cerrado.  Muerto  el  testador 
que  hizo  testamento  cerrado ,  y  pidiendo  cualquier  intere- 
sado su  apertura  ,  manda  el  juez  ordinario  que  se  lo  presen- 
ten, que  se  acredite  la  muerte  del  testador,  que  los  testigos 
reconozcan  las  firmas  y  el  pliego  ó  cuaderno  en  que  se  con- 
tiene dicho  documento  ;  y  verificadas  estas  diligencias  lo  abro 
ante  ellos  y  el  escribano ,  lo  lee  para  sí  y  lo  entrega  á  esto 
para  que  lo  publique ,  lo  reduzca  á  escritura  pública  y  lo 
traslade  en  el  registro  ó  protocolo. 

Si  los  testigos  no  pudieren  ser  habidos  por  estar  todos  ó 
la  mayor  parte  en  otras  tierras,  y  la  tardanza  de  la  apertura 
hubiera  de  causar  perjuicio  á  los  interesados ,  puede  el  juca 
hacer  venir  ante  sí  à  hombres  buenos,  y  abrir  el  testamento 
en  su  presencia,  aunque  no  estuviese  delante  ninguno  délos 
testigos;  pero  sacada  una  copia  de  él,  se  debe  volver  á  cer- 
rar y  sellar  para  cuando  vengan  los  testigos,  pues  no  ha  de 
protocolizarse  hasta  que  estos  lo  reconozcan. 

Si  los  testigos  hubieren  muerto  se  les  abona  y  comprue- 
ban sus  firmas,  y  luego  se  abre  el  testamento  ante  hombres 
buenos,  y  se  registra  en  el  protocolo.  —  Leyes  1 ,  2  y  5;  lit. 
2,  Part.  G.  Véase  Testamento  escrito  ó  cerrado 

ABIGEATO.  Hurto  de  ganados  ó  bestias.  Véase  Abi- 
geo. 

ABIGEO.  El  que  hurta  ganados  ó  bestias;  que  también 
se  llama  cuatrero. 

Incurre  en  la  pena  de  muerte  el  que  tiene  por  costumbre 
hacer  estos  hurtos;  err  la  de  obras  públicas  el  que  sin  esta 
costumbre  hurta  alguna  bestia  ;  también  en  la  de  muerte  el 
que  hurta  de  una  vez  diez  ovejas  ó  cinco  puercos  ó  cuatro 
yeguas  ó  vacas,  ú  otras  tantas  crias  de  estos  animales  (2), 


{{)  Tcaso  el  Febrero  mejicano ,  lib.  2 ,  cap.  2o ,  n.  i  hasta  el  5. 

(2)  Gómez,  lom.5.  Var.,  cap.  5,  núm.  15,  y  Peguera  decís.  20. 
—  En  la  carta  7,  §  7,  tom.  2,  de  las  de  unos  judíos  á  M.  Voltaire, 
se  compara  la  pena  que  imponía  la  legislación  de  Moisés,  con  la 
impuesta  por  otras  legislaciones  á  los  abigeos.  —  «  Los  animales, 
se  dice  allí ,  y  las  cosechas hacian  la  principal  parle  de  los  bienes 
de  los  Israelitas,  y  por  lo  mismo  parece  que  Moisés  tomó  parti- 
cular empeño  en  asegurarles  su  posesión.  —  No  siempre  se  pueden 
guardar  los  animales  bajo  de  llave,  nj  tenerlos  continuamente 
en  establos;  sino  que  es  necesario  vayan  al  campo,  y  que  estén 
en  él  seguros  bajo  la  protección  de  la  buena  fe  pública.  Cuanto 
mas  espuestos  están,  tanto  mas  deben  las  leyes  velar  sobre  su  con- 
servación, y  el  robo  de  ellos  es  mío  de  los  que  deben  reprimir  con 
mas  celo  en  todo  pueblo  agrícola.  Moisés  lo  hizo  con  una  mode- 
ración y  sabiduría,  que  pudieron  servir  de  modelo  al  legislador 
de  Atenas.  —  Distingue  dos  casos  :  uno  en  que  los  animales  se 
encontrasen  en  poder  del  ladrón,  y  entonces  la  ley  condenaba  ú 
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en 
que  encubre  'ó  're- 
cibe á  sabiendas  (ales  hurtos  :  el  que  hurta  mourir  número 
es  castigado  como  los  demás  ladrones;  lc¡/  19,  tit.  1«, 
Perl.  7.  Véase  Hurlo. 

Así  abigeo  como  abigeato  vienen  de  la  palabra  latina  ali- 
gere, esto  es,  ante  se  agere,  arrear,  aguijar  las  bestias  para 
que  caminen;  do  modo  que  abigeato  es  una  especio  particu- 
lar do  robo  que  se  comete ,  no  cogiendo  y  trasportando  do 
un  lugar  á  otro  la  cosa  que  se  quiere  sustraer,  sino  desvián- 
dola  y  haciéndola  marchar  delante  de  sí,  para  aprovecharse 
de  ella.  No  puede  recaer  pues  este  delito  sino  sobre  los  ga- 
nados y  las  bestias  :  Abactores  sunl  qui  abigunt  et  abducunt 
pécora  expascuis,  ar  menti  s  dut  gregibus,  lucri  facicndi  gra- 
fía ;  y  como  efectivamente  la  ley  habla  solo  del  hurto  de 
bestias  y  ganados  ,  no  deben  estenderse  las  referidas  penas 
á  los  robos  de  palomas,  abejas,  gallinas ,  pavos ,  y  otros 
animales  de  esta  especie,  los  cuales  so  castigan  como  los 
dema3«iiurtos. 

La  pena  capital  en  el  abigeato  se  considera  dura  y  esce- 
siva  por  los  jurisconsultos;  y  aun  la  ley  misma  no  la  impone 
sino  por  una  especie  de  inconsecuencia  y  contradicción, 
pues  poco  antes  habia  establecido  juiciosamente  y  en  con- 
formidad á  lo  acordado  por  la  ley  gótica ,  que  por  razón  de 
furto  non  deben  matar ,  nin  cortar  miembro  ninguno. 

La  muerte,  efectivamente,  no  tiene  proporción  con  el 
hurto;  y  la  vida  de  un  hombre  vale  mucho  mas  que  cuatro 
yeguas,  que  cinco  cerdos  y  que  diez  ovejas.  Aun  entre 
los  Hebreos ,  cuya  legislación  criminal  era  tan  dura ,  no  se 
castigaba  este  delito  sino  con  la  restitución;  por  un  buey 
tenia  que  devolver  cinco  el  abigeo  ó  cuatrero,  por  una  ca- 
bra cuatro;  y  si  carecía  de  bienes,  podía  ser  vendido  ó  re- 
ducido á  esclavitud. 

Mas  humana  que  la  citada  ley  de  las  Partidas  y  mas  con- 
forme á  estos  principios  la  ley  2,  tít.  Ii0,  lib.  12,  Nov.  Rec, 
previene  «  que  así  en  los  hurtos  calificados  y  robos  y  saltea- 
mientos en  caminos  ó  en  campos ,  y  fuerzas  y  otros  delitos 
semejantes  ó  mayores ,  como  en  otros  cualesquier  delitos  de 
otra  cualquier  calidad ,  no  siendo  tan  calificados  y  graves 
que  convenga  á  la  república  no  diferir  la  ejecución  de  la  jus- 
ticia, y  en  que  buenamente  pueda  haber  lugar  á  conmutá- 
osle á  dar  dos  por  uno  :  <t  Si  lo  que  ha  robado,  dice,  se  hallare 
vivo  en  su  poder,  ó  buey,  ó  asno ,  ú  oveja  ,  restituirá  el  doblo.  » 
Oíro  en  que  los  matara  ó  vendiera  ;  «  y  entonces  entregará  cuatro 
por  cada  uno.  i  Y  porque  el  buey  es  de  todos  los  animales  el  mas 
útil  á  la  agricultura  ,  y  robarlo  á  su  dueño  es  obligarle  á  que  sus- 
penda su  acarreo  y  sus  labores ,  dispuso  la  ley  «  que  si  alguno  ro- 
base un  animal  tan  necesario,  y  lo  matara  ó  vendiera,  quedase 
obligado  á  devolver  cinco  por  cada  uno.  »  (  Exod.  xxu  ;  i ,  ele.  ) 
—  Este  aumento  de  pena,  en  caso  de  que  los  animales  hubieran 
sido  muertos  ó  vendidos,  era  sabio;  porque  manifestando  en  cs(o 
el  ladrón  mas  audacia,  mas  costumbre  en  el  crimen  ,  y  una  volun- 
tad mas  decidida  de  no  restituir  jamas,  merecía  un  castigo  mas 
severo.  —  Por  estas  consideraciones,  sin  duda,  Solón,  después 
de  Moisés,  mandó  también  que  el  ladrón  restituyera  el  duplo, 
cuando  el  efecto  se  encontrara  en  especie  en  su  casa  ;  y  el  decuplo 
si  se  habia  alterado.  —  Al  contrario,  por  una  estravagancia  par- 
ticular, las  leyes  de  las  Doce  Tablas  condenaban  al  cuadruplo  al 
ladrón,  en  cuya  casa  se  encontraba  en  especie  el  efecto  robado, 
y  al  doble  solamente  cuando  no  se  hallaba  :  disposición  que  cho- 
caba al  célebre  autor  del  Espíritu  de  las  Leyes;  porque  creia  que 
en  ella  se  manifestaba  visiblemente  el  carácter  de  la  legislación 
lacedemonia  ,  la  cual  no  castigaba  tanto  el  robo,  como  la  poca 
habilidad.  —  Otras  legislaciones  fueron  mas  severas,  y  castigaban 
esle  delito  con  la  pena  de  muerte  ó  la  amputación  de  algún 
miembro.  Nos  parece  que  cotejando  estas  leyes  con  las  nuestras, 
fácilmente  se  conocerá  cuáles  han  sido  dictadas  por  legisladores 
bárbaros  para  pueblos  de  salteadores.  » 


clon,  sin  hacer  en  olio  perjuicio  alas  partes  querellosas ,  las 
penas  ordinarias  lea  sean  conmutadas  en  mandarlos  ir  á  servir 
a  las  galeras  por  el  tiempo  que  pareciere  á  las  justicias,: 'se- 
gún la  calidad  de  los  dichos  delitos.  »  Con  arreglo  á  esta  ley 
no  debe  imponerse  regularmente  à  los  abigeos,  aunque  sean 
consuetudinarios  ó  hubiesen  robado  el  número  de  cabezas 
que  hace  grey ,  sino  la  pena  de  trabajos  públicos  en  presi- 
dio ,  arsenales  ó  minas ,  que  es  la  que  se  ha  sustituido  á  la 
de  galeras;  pero  como  los  términos  en  que  se  halla  conce- 
bida la  disposición  dejan  la  puerta  abierta  al  arbitrio  de  los 
tribunales ,  sucede  muchas  veces  que  los  jueces  creen  encon- 
trar razones,  si  no  en  las  circunstancias  del  abigeato,  á  lo 
menos  en  las  de  la  época  ó  de  los  tiempos ,  para  aplicar  la 
ley  de  las  Partidas ,  resultando  de  aquí  que  un  mismo  delito 
se  castiga  con  diversas  penas  en  diversos  tribunales,  y  aun 
en  un  mismo  tribunal  según  la  diferencia  de  ideas  de  sus 
individuos.  Se  dirá  tal  vez  que  dicha  ley  2  queda  derogada 
por  la  leyl  del  mismo  til.,  la  cual  declara  que  no  pueda  ser- 
vir de  protesto  ni  traerse  á  consecuencia  para  la  conmuta- 
ción ni  minoración  de  penas  la  ley  segunda  ;  pero  la  ley 
séptima  es  superflu  a ,  como  dice  don  Francisco  Martínez  Ma- 
rina ,  después  de  haber  resuelto  en  la  décima  el  mismo  sobe- 
rano que  las  justicias  sentencien  al  servicio  de  galeras,  como 
se  practicaba  antiguamente,  á  los  reos  que  lo  mereciesen; 
y  parece  con  efecto  que  la  ley  segunda  se  considera  vigente 
por  los  tribunales. 

Muy  sagrado  es  seguramente  el  derecho  de  propiedad , 
porque  según  la  organización  de  nuestras  sociedades ,  en  él 
está  cifrada  nuestra  existencia.  Justo  es  pues  sancionarle  y 
sostenerle  con  leyes  severas;  pero  al  establecerlas  ó  apli- 
carlas no  hagamos  ultraje  á  la  naturaleza  ,  ni  degrademos  a! 
hombre ,  haciéndole  inferior  á  las  bestias.  Si  la  pena  pres- 
crita por  las  Partidas  pudo  ser  conveniente  en  un  tiempo  en 
que  los  hombres  por  su  ferocidad  y  barbarie  no  eran  sensi- 
bles sino  á  los  suplicios  sangrientos  y  horrorosos,  debia  ya 
cesar  enteramente  y  sustituirse  por  otra  mas  moderada  en 
el  siglo  que  se  llama  de  la  humanidad,  de  la  civilización  y 
de  la  cultura.  La  ley  recopilada  que  hemos  copiado ,  acomo- 
dándose al  estado  actual  de  las  costumbres ,  estableció  la 
mitigación  de  las  penas  ;  y  aunque  dictada  con  cierta  espe- 
cie de  timidez  ó  restricción,  porque  abraza  en  general  los 
delitos  de  toda  especie ,  no  parece  puede  dejar  de  observarse 
constantemente  en  el  abigeato ,  porque  no  puede  ocurrir  sino 
rara  y  difícilmente  un  caso  de  esta  clase  en  que  convenga 
imponer  otra  pena  mayor  que  la  de  trabajos  públicos. 

Tanto  para  fijar  la  clase  de  trabajo  à  que  ha  de  conde- 
narse al  abigeo ,  como  para  prolongar  ó  disminuir  la  dura- 
ción de  la  pena,  debe  atenderse  al  daño  causado  por  el  abi- 
geato ;  y  para  graduar  este  daño  ha  de  tomarse  en  considera- 
ción no  solo  el  mal  que  recae  sobre  el  dueño  de  los  ganados 
ó  bestias,  sino  también  el  que  se  estiende  sobre  toda  la  so- 
ciedad ó  sobre  un  número  indefinido  de  sus  individuos  por 
el  temor  de  que  se  repitan  iguales  atentados.  El  mal  del  pro- 
pietario será  mayor  ó  menor  según  sus  circunstancias  y  las 
del  delito.  ¿Quién  duda,  por  ejemplo,  que  un  infeliz  labra- 
dor á  quien  se  priva  de  un  buey  que  le  era  indispensable 
para  el  cultivo  de  sus  tierras,  y  que  no  puede  reponer  por 
falta  de  medios ,  padece  mucho  mas  que  un  rico  á  quien  se 
roba  un  caballo  de  lujo?  ¿Quién  no  siente  menos  en  su  caso 
el  robo  ejecutado  á  escondidas  que  el  que  se  le  hace  violen- 
tamente por  personas  disfrazadas?  El  mal  de  la  sociedad, 
esto  es ,  la  alarma  ó  temor  producido  por  el  abigeato ,  será 
mayor  ó  menor  según  las  circunstancias  que  son  mas  mas  ó 
menos  alarmantes  en  cualquier  delito,  y  con  especialidad 
según  las  siguientes  :1o.  según  la  gravedad  del  mal  del  pro- 
pietario ,  porque  aquel  no  es  otra  cosa  que  el  reflejo  de  este 
que  se  pinta  en  la  imaginación  de  cada  uno  :  2o.  según  la 
posición  del  abigeo,  pues  cuanto  mas  particular  sea  esta.. 
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■"  ■  tanto  frïëfior 'será' la  alarma,  en  razón  de  que  se  cree  que  el 
"  dblnVeoèritfend'  hu"biera<~cdméMdü  el  hurto  fuera  de;  aquellas-' 
dtcdhstárieiás  que  le  proporcionaron  la  ocasión;  y  así  el 
abigeato  cometido  por  un  pastor  contra  su  amo  no  causa 
tanta  alarma  como  el  ejecutado  por  unos  bandoleros,  por- 
que el  pastor  no  amenaza  á  todo  el  mundo  y  á  toda  hora 
como  los  salteadores  :  5o.  según  el  motivo  que  se  tuvo  para 
cometer  el  delito,  pues  el  motivo  realza  ó  rebaja  mas  ó  me- 
nos la  cualidad  moral  de  la  acción;  y  así  el  abigeato  que  no 
es  sino  efecto  de  una  indigencia  desesperada,  "O  están  alar- 
mante como  el  que  comete  un  propietario  por  aumentar  sus 
rebaños  ó  sus  riquezas ,  porque  la  codicia  es  mas  insaciable 
que  el  hambre  :  h°.  según  la  frecuencia  ó  repetición  de  los 
abigeatos,  ya  se  cometan  por  un  mismo  delincuente,  ya  por 
diversos.  Cuando  se  hacen  habituales  estas  depredaciones , 
el  efecto  de  la  alarma  no  se  limita  á  las  facultades  pasivas  del 
hombre.,  sino  que  pasa  hasta  sus  facultades  actives  ponién- 
dolas en  estado  de  abatimiento  :  cae  entonces  la  industria 
con  la  esperanza ,  y  van  desapareciendo  de  los  montes  aque- 
llos hermosos  rebaños  que  hacian  su  riqueza.  En  cuanto  al 
modo  de  averiguar  la  existencia  del  abigeato  y  la  persona 
del  abigeo,  véase  Hurto  de  ganados  y  caballerías. 

AB  IHTESTATO.  Locución  latina  usada  en  castellano 
para  significar  :  sin  testamento;  y  así  se  dice  del  que  murió 
sin  testar  que  murió  ab  Intestate  También  se  espresa  con 
esta  locución  el  procedimiento  judicial  sobre  herencia  y  ad- 
judicación de  bienes  del  que  muere  sin  testamento  ;  y  así 
suele  decirse  :  de  este  ab  inlestato  conoce  el  juez  tal.  Aplí- 
case por  último  al  heredero  del  que  muere  sin  testamento  , 
llamándole  heredero  ab  inlestato;  como  igualmente  á  la  su- 
cesión que  se  defiere  por  disposición  de  la  ley  en  defecto  de 
disposición  testamentaria,  denominándola  sucesión  ab  inles- 
tato. Véase  Intestado  y  Heredero  legitimo. 

ABJURAS.  Desdecirse  ó  retractarse  con  juramento  del 
error  ó  equivocación  que  se  ha  padecido ,  especialmente  en 
materia  de  religion. 

ABJURAR  de  levi  ó  de  vehementi.  Términos  que 
usaba  el  tribunal  de  la  Inquisición  para  denotar  que  un  reo 
se  desdijo  con  juramento  del  error  contraía  fe,  de  que  habia 
sido  notado  con  leves  ó  vehementes  indicios. 

ABOGADO.  En  general  es  el  que  defiende  causa  ó  pleito 
suyo  ó  ajeno  demandando  ó  respondiendo  ;  pero  según  el 
estado  de  nuestra  legislación  es  el  profesor  de  jurispruden- 
cia que  con  título  legítimo  se  dedica  á  defender  en  juicio 
por  escrito  ó  de  palabra  los  intereses  ó  causas  de  los  liti- 
gantes. 

Esta  voz  viene  del  adjetivo  latino  advocalus,  que  significa  lla- 
mado ,  porque  entre  los  Romanos  en  los  negocios  que  pedían 
conocimiento  de  las  leyes  llamaba  cada  cual  en  su  socorro  á 
los  que  hacian  un  estudio  particular  del  derecho.  También 
eran  designados  con  los  nombres  de  patronos  y  defensores  , 
porque  tomaban  bajo  su  protección  á  las  personas ,  encar- 
gándole de  la  defensa  de  sus  intereses,  de  su  honor  ó  de  su 
vida  ;  y  al  mismo  tiempo  se  les  daba  alguna  vez  el  título  de 
oradores ,  cuando  se  les  veía  desplegar  con  calor  toda  la  fuer- 
za de  la  elocuencia  perorando  por  sus  clientes.  Todas  estas 
denominaciones  convienen  igualmente  entre  nosotros  á  los 
que  ejercen  la  profesión  de  la  abogacía;  y  se  les  da  ademas 
por  nuestras  antiguas  leyes  la  de  voceros,  porque  usan  de 
su  oficio  con  voces  y  palabras. 


I.  Origen  de  la  abogacía. 


El  origen  de  esta  profesión  es  tan  antiguo  como  el  mundo, 
porque  como  en  todas  las  épocas  ha  sido  la  ignorancia  el  pa- 
trimonio de  la  mayor  parte  de  los  hombres  y  la  injusticia  ha 
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procurado1  slempríé  ejercer  su  tiranía, -sé  ha  debido  recurrir 
por  necesidad' en  todos 'tiempos  y  en  todas  partes  á  la  pro- 
I  teccion  de  los  sugetos  mas  distinguidos  por  su  celo,  su  talento 
y  sus  luces ,  quienes  vinieron  á  ser  naturalmente  los  prime- 
ros patronos  y  defensores  de  sus  conciudadanos  oprimidos. 
En  España ,  sin  embargo ,  no  se  conocieron  en  el  foro  abo- 
gados ni  voceros  de  oficio  hasta  los  tiempos  de  don  Alonso 
el  Sabio ,  habiendo  pasado  ocho  siglos  sin  que  en  los  tribu- 
nales del  reino  resonasen  las  voces  de  estos  defensores,  ni 
se  oyesen  los  informes  y  arengas  de  los  letrados.  Es  que  an- 
tiguamente la  legislación  era  breve  y  concisa ,  los  juicios 
sumarios ,  el  orden  y  fórmulas  judiciales  sencillas  y  acomo- 
dadas al  libro  de  los  Jueces  ó  Fuero  Juzgo ,  de  modo  que  na- 
die podia  ignorar  las  leyes,  á  cualquiera  era  fácil  defender 
su  causa ,  y  los  negocios  se  concluían  con  admirable  breve- 
dad. Efectivamente,  por  la  ley  gótica,  observada  constan- 
temente en  Castilla  hasta  el  reinado  de  dicho  monarca  ,  las 
partes  ó  litigantes  debian  acudir  personalmente  ante  los  jue- 
ces para  razonar  y  defender  sus  causas  :  á  ninguno  ^ra  per- 
mitido tomar  ó  llevar  la  voz  ajena ,  sino  al  mando  por  su 
mujer ,  y  al  jefe  ó  cabeza  de  familia  por  sus  domésticos  y 
criados;  bien  que  las  altas  personas,  obispos,  prelados, 
ricos  hombres  y  poderosos ,  sea  por  privilegio  concedido  á 
su  carácter,  ó  mas  bien  para  precaver  que  se  violase  la  jus- 
ticia ó  se  oprimiese  al  desvalido ,  no  podían  presentarse  por 
sí  mismos  en  los  tribunales  á  defender  sus  causas ,  sino  por 
medio  de  asertares  ó  procuradores.  Los  enfermos  y  ausentes 
debian  nombrar  quien  llevase  su  voz ,  y  la  ley  imponía  á  los 
alcaldes  la  obligación  de  defender  á  la  doncella,  ala  viuda  y 
al  huérfano.  Es  cierto  que  á  fines  del  siglo  XII  se  ve  hecha 
mención  de  abogados  y  voceros  ;  pero  no  eran  estos  mas  que 
unos  asertores,  procuradores  ó  causídicos  muy  diferentes  de 
nuestros  letrados  y  abogados  de  oficio. 

Mas  propagado  en  Castilla  el  gusto  por  la  jurisprudencia 
romana,  se  multiplicaron  en  gran  manera  los  letrados;  y 
todas  clases  de  gentes,  clérigos,  seglares,  monjes  y  frailes, 
se  dedicaban  á  esta  profesión  tan  honorífica  como  lucrativa. 
Su  tumultuaria  concurrencia,  su  desenvoltura  y  locuacidad 
llegaron  á  turbar  de  tal  manera  el  orden  y  sosiego  de  los 
tribunales,  que  se  hizo  preciso  tomar  medidas  para  poner 
límites  á  tanta  licencia,  y  contener  aquellos  desórdenes  que 
eran  inevitables  en  unos  tiempos  en  que  todavía  no  se  habia 
pensado  en  declarar  las  facultades  de  los  abogados  ni  en  tra- 
zar el  plan  de  sus  obligaciones ,  porque  aun  no  se  conside- 
raba este  oficio  como  absolutamente  necesario  en  el  foro. 

Multiplicadas  las  leyes,  sustituidos  los  códigos  del  Espé- 
culo ,  Fuero  Real  y  Partidas  á  los  breves  y  sencillos  cua- 
dernos municipales,  se  tuvo  ya  por  indispensable  que  cierto 
número  de  personas  se  dedicasen  á  la  ciencia  del  derecho 
para  juzgar  las  causas  y  razonar  por  los  que  ignoraban  las 
leyes.  Don  Alonso  el  Sabio,  consiguiente  en  sus  principios, 
honró  la  profesión  de  los  letrados,  erigió  la  abogacía  en  ofi- 
cio público  y  estableció  que  ninguno  pudiese  ejercerla ,  sin 
preceder  su  examen  y  aprobación  por  el  magistrado ,  jura- 
mento de  desempeñar  bien  y  fielmente  los  deberes  de  tal  ofi- 
cio, é  inscripción  de  su  nombre  en  la  matrícula  de  los  abo- 
gados. Tal  es  en  resumen  la  historia  de  la  abogacía  según  el 
sabio  Marina  en  su  Ensayo  histórico  de  la  antigua  legislación 
de  Castilla. 

II.  Escelencia  de  la  abogacía. 

El  oficio  de  los  abogados ,  según  el  preámbulo  del  título  6, 
Part.  5,  es  muy  útil  para  la  mejor  decisión  de  los  pleitos  , 
porque  ellos  aperciben  á  los  judgadores  et  les  dan  carrera 
para  el  acierto,  y  sostienen  á  los  litigantes  de  manera  que 
por  mengua  de  saber  razonar,  à  por  miedo,  ó  por  vergüenza 
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o  por  non  scer  usados  de  los  pleitos  non  pierdan  su  derecho. 
'iiaírLa  ciencia  de  las  leye&jidiee'laílej  8v¡th%.i3L,'  Part.  2,  es 
como  fuente  de  justicia  et  aprovéchase idella  el  mundo  mas 
que  de  las  otras  ciencias.  »  Justiniano  compara  los  abogados 
á  los  guerreros  :  Ncc  enim  solos ,  dice ,  noslro  Imperio  min- 
iare credimus ,  qui  gladiis  ,  et  clipeis ,  et  thoracibus  nitun- 
tur,  sed  etiam  Advocaü  :  militant  namque  causarum  pairo— 
ni,  qui  glorióse  vocis  confisi  munimine  laboranlibus  spem,  et 
vitam  et  posteros  defendunt. 

La  profesión  de  jurisprudencia ,  dice  el  doctor  de  Castro 
en  sus  discursos  críticos  sobre  las  leyes ,  es  de  las  mas  he- 
roicas ocupaciones  que  hay  en  la  república ,  de  modo  que  no 
sin  razón  fueron  siempre  sus  profesores  los  mas  dignos  del 
aprecio  de  los  pueblos. 

«  Ellos  son,  prosigue,  los  que  con  sus  sanos  consejos  pre- 
vienen el  mal  de  la  turbación ,  los  que  con  rectas  decisiones 
apagan  el  fuego  de  las  ya  encendidas  discordias,  los  que  ve- 
lan sobre  el  sosiego  público  :  de  ellos  pende  el  consuelo  de 
losTniserables  :  pobres  ,  viudas  y  huérfanos  hallan  contra  la 
opresión  alivio  en  sus  arbitrios  :  sus  casas  son  templos  donde 
se  adora  la  justicia  :  sus  estudios  ,  santuarios  de  la  paz  :  sus 
bocas ,  oráculos  de  las  leyes  :  su  ciencia ,  brazo  de  los  opri- 
midos. Por  ellos  cada  uno  tiene  lo  suyo  y  recupera  lo  per- 
dido :  á  sus  voces  huye  la  iniquidad,  se  descubre  la  mentira, 
rompe  el  velo  la  falsedad,  se  destierra  el  vicio,  y  tiene  seguro 
apoyo  la  virtud.  » 


III.  Quiénes  pueden  ser  abogados. 

Como  en  el  orden  político  no  hay  profesión  mas  intere- 
sante que  la  abogacía ,  no  se  permitía  su  ejercicio  entre  los 
Romanos  sino  álos  individuos  de  las  clases  distinguidas  ;  pero 
entre  nosotros  pueden  aspirar  á  ella  nobles  y  plebeyos, 
aquellos  sin  temor  de  empañar  el  lustre  de  su  nobleza  here- 
ditaria ,  y  estos  con  la  ventaja  de  adquirir  la  nobleza  perso- 
nal ,  porque  esta  profesión  es  noble  por  sí  misma  y  ennoblece 
á  los  que  la  abrazan. 

Cualquiera  pues  que  sepa  el  derecho  puede  ser  abogado , 
escepto  el  menor  de  diez  y  siete  años ,  el  absolutamente 
sordo ,  el  loco  ó  desmemoriado ,  y  el  pródigo  que  estuviese 
en  poder  de  curador  ,  los  cuales  no  pueden  abogar  por  sí  ni 
por  otros;  ley  2,  iít.  6 ,  Part.  o. 

Enlosprimeros  tiempos  de  los  Romanos  eran  admitidas  las 
mujeres  al  ejercicio  de  la  abogacía  ;  y  se  vieron  efectiva- 
mente en  Roma  dos  mujeres  insignes ,  llamadas  Amasia  y 
Hortensia ,  que  desempeñaban  este  oficio  con  lucimiento  y 
aplauso.  Pero  Afrania  ó  Calfurnia ,  mujer  demasiado  viva , 
dio  lugar  con  el  furor  de  sus  declamaciones  á  que  se  alejase 
á  las  mujeres  del  foro  y  no  se  les  permitiese  abogar  sino  por 
sí  mismas.  Esta  decisión  fué  adoptada  por  la  ley  3  ,  tít.  6, 
Part.  3 ,  que  prohibe  á  las  mujeres  abogar  en  juicio  por  otri, 
porque  no  es  decoroso  que  tomen  oficio  de  varón ,  y  porque 
cuando  pierden  la  vergüenza  es  fuerte  cosa  de  oirías  et  de 
contender  con  ellas.  Tampoco  pueden  abogar  por  otros,  sino 
solo  por  si  mismos ,  los  ciegos,  y  los  condenados  por  causa  de 
adulterio,  traición  ó  alevosía,  falsedad,  homicidio  ú  otro  de- 
lito tan  grave  como  estos  ó  mayor;  ley  3,  tít.  6,  Part.  5. 

Hay  quienes  pueden  abogar  por  sí  y  por  ciertas  personas, 
mas  no  por  las  demás,  á  saber  : — Io.  Los  infamados  por  algún 
delito  menor  que  los  referidos,  como  v.  gr.  por  hurto  ó  robo, 
pueden  abogar  en  causa  propia  y  en  la  de  sus  ascendientes  y 
descendientes,  hermanos,  mujeres,  suegros,  yerno,  nuera, 
entenado  ó  hijastro ,  padrastro ,  patrono  ó  sus  hijos ,  y  huér- 
fano que  tuviesen  bajo  su  tutela;  ley  b,  lit.  6,  Part.  3  :  — 
2o.  Los  que  lidiasen  por  precio  con  bestias  bravas ,  á  no  ser 
que  estas  fuesen  dañosas  al  pais  ,  no  pueden  abogar  sino  por 
sí  mismos  y  por  los  huérfanos  de  que  sean  tutores  ,  porque 
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quien  se  aventura  á  lidiar  por  precio  con  bestia  brava  no 
duchwia  -en^cibirlorpor ,  hacer  ^engaño  en  Jos  pleitos  :,  según 
dice  la  ley  li,  d.  lit.  6,  y  Part.  5  :  —  3o.  Los  clérigos  de  or- 
den sacro  y  los  religiosos  no  pueden  abogar  ante  jueces,  se- 
glares sino  por  sí  mismos,  por  su  iglesia,  padres,  paniagua- 
dos ,  personas  á  quienes  hayan  de  heredar,  y  por  los  pobres 
y  miserables ,  á  no  ser  que  obtengan  dispensa  de  la  Cámara 
para  abogar  por  cualesquiera  otros  ;  ley  5,  til.  22,  lib.  S, 
Nov.  Rec. 

IV.  Requisitos  para  ser  abogado.  , 


Primeramente  es  necesario  tener  la  edad  de  diez  y  siete 
años ,  que  exige  la  ley  2 ,  tít.  6 ,  Part.  3  :  pues  ha  sido  revo- 
cada la  real  orden  contenida  en  circular  del  Consejo  de  8  de 
junio  de  1826 ,  por  la  que  se  preveniaique  á  ninguno  aunque 
fuese  licenciado  ó  doctor  se  espidiese  título  de  abogado ,  sin 
tener  la  edad  de  veinte  y  cinco  años  cumplidos.  Como  esta 
profesión  no  es  otra  que  la  de  un  hombre  versado  en  el  co- 
nocimiento de  las  leyes ,  no  se  requiere  para  ejercerla  haber 
llegado  á  la  mayoría ,  sino  que  basta  hallarse  en  estado  de 
presentarse  en  el  foro.  Mas  aunque  un  joven  pueda  ser  abo- 
gado antes  de  la  edad  de  veinte  y  cinco  años  ,  no  por  eso  se 
le  considera  mayor  con  respecto  á  sus  negocios  personales , 
porque  la  esperiencia  nos  enseña  que  muchas  veces  tenemos 
mas  discernimiento  y  madurez  para  los  negocios  ajenos  que 
para  los  propios  ;  y  de  que  un  hombre  tenga  ciencia  no  se 
sigue  que  tenga  juicio  para  el  manejo  de  sus  cosas. 

En  segundo  lugar  se  necesita  haber  adquirido  la  ciencia 
del  derecho.  Según  el  plan  de  estudios  de  Ot  de  octubre 
de  1824,  son  admitidos  los  profesores  de  leyes  con  siete 
cursos  que  allí  se  espresan  al  grado  de  Licenciado ,  cuyo  tí- 
tulo exhibido  al  Consejo  es  bastante  para  abogar  en  todos  los 
tribunales  del  reino  ;  pero  les  que  no  se  gradúen  de  Licen- 
ciados tienen  que  estudiar  otro  año  de  práctica  antes  de  pre- 
sentarse al  examen  de  abogados;  art.  67.  Los  juristas  que 
en  vez  de  los  dos  últimos  años  de  universidad  quieran  estu- 
diar la  práctica  en  Madrid  asistiendo  á  las  vistas  de  pleitos , 
pueden  hacerlo  con  tal  que  asistan  también  á  la  academia 
de  práctica  forense  tres  años ,  matriculándose  en  ella  y  acre- 
ditando con  la  certificación  del  presidente ,  firmada  también 
por  el  secretario ,  su  puntual  asistencia  y  aprovechamiento; 
y  á  los  que  no  hayan  estudiado  el  séptimo  de  universidad  se 
exigen  dos  de  práctica  en  la  forma  dicha  si  han  de  exami- 
narse de  abogados;  art.  68.  Es  decir,  pues,  que  la  carrera 
de  leyes  se  hace  en  siete  años  ó  cursos  académicos  con  tal 
que  se  reciba  al  fin  el  grado  de  Licenciado ,  y  en  ocho  sin 
dicho  grado.  Mas  como  el  Gobierno  no  exige  estos  años  de 
estudios  sino  para  asegurarse  de  que  los  aspirantes  á  esta 
profesión  han  podido  y  debido  adquirir  los  conocimientos 
indispensables  para  su  buen  desempeño ,  no  falta  quien  cree 
que  no  debia  haber  inconveniente  en  admitir  á  examen  y 
dar  el  título  de  abogado  al  que  con  aplicación  y  aprovecha- 
miento hubiese  estudiado  la  legislación ,  aunque  no  se  hu- 
biera presentado  jamas  en  las  cátedras  públicas  de  derecho. 
Véase  al  fin  el  plan  de  estudios  de  26  de  octubre  1836. 

En  tercer  lugar  es  indispensable  para  ejercer  la  abogacía 
ser  examinado  y  aprobado  por  el  Consejo,  cnancillería  ó  au- 
diencia ,  y  escrito  en  la  matrícula  de  los  abogados  ;  prestar 
juramento ,  al  tiempo  de  recibirse  ,  de  que  ejercerá  su  oficio 
con  fidelidad  y  rectitud  ;  é  incorporarse  ademas  en  el  cole- 
gio de  abogados  donde  le  hubiere.  El  que  sin  estos  requisitos 
hiciere  peticiones  para  los  tribunales  debe  ser  castigado  con 
la  pena  arbitraria  que  estos  quieran  imponerle;  y  tanto  el 
procurador  que  las  firme  como  el  escribano  que  las  admita 
incurren  por  la  primera  vez  en  la  pena  de  cincuenta  duca- 
dos ,  por  la  segunda  en  la  de  seis  meses  de  suspension  da 
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oficio,  y  por  là  tercera  en  la  de  privación  de  Wi  bien  que 
los  procuradores  pueden  hacer  los  pedimentos  vulgarmente 
llamados  de  cajón  para  acusar  rebeldías ,  pedir  prórogas , 
concluir  los  pleitos,  etc.;  y  los  interesados  pueden  esponer 
verbalmente  lo  que  les  parezca  el  dia  de  la  vista  del  pleito 
después  de  informar  los  abogados.  Ley  13,  lit  6,  Part.  3  ; 
ley  1,  tít.  22,  lib.  5,  ley  1  con  su  nota  2,  lit.  19,  lib.  4,  y 
ley  9,  lit.  51,  lib.  b,  Nov.  Rec. 

El  reglamento  provisional  para  la  administración  de  justi- 
cia ,  de  26  de  setiembre  de  183b ,  dice  en  su  art.  58  que  una 
de  las  facultades  de  las  audiencias  es  «  hacer  en  su  territo- 
rio el  recibimiento  de  abogados  -,  previas  las  formalidades 
prescritas  por  las  leyes  ;  y  que  los  abogados  que  así  se  reci- 
ban ,  ó  que  estén  recibidos  hasta  el  dia ,  podrán  ejercer  su 
profesión  en  cualquier  pueblo  de  la  monarquía ,  presentando 
el  título ,  con  calidad  de  que  donde  hubiere  colegio  se  incor- 
poren en  él.  » 

—  Véase  al  fin  la  real  cédula  de  27  de  noviembre  de  1832, 
y  el  decreto  de  Cortes  de  11  de  julio  de  1837  (1). 

[  *  En  la  república  de  Méjico ,  el  recibimiento  de  abo- 
gados debe  hacerse  por  los  tribunales  superiores  de  los  de- 
partamentos en  pleno,  ó  por  alguna  de  sus  Salas,  según  la 
organización  que  les  den  las  Asambleas  respectivas  ;  y  con 
el  título  que  estos  espidan  ,  puede  ejercerse  la  profesión  en 
todos -los  tribunales  de  la  república  :  art.  62,  ley  de  23  de 
mayo  de  1857,  y  %  14,  art.  134,  Bases  de  wganiz.  polit,  de 
12  de  junio  de  1843. 

Para  recibirse  de  abogado,  es  necesario  presentar  las 
justificaciones  de  haber  estudiado  tres  años  de  derecho  en 
el  colegio  respectivo ,  de  haber  obtenido  el  grado  de  bachi- 
ller en  el  último  ,  haber  cursado  después  en  la  Universidad 
por  igual  tiempo ,  y  de  haber  concurrido  por  el  mismo  es- 
pacio de  tres  años  al  estudio  de  algún  jurisconsulto  tres  ho- 
ras diarias  ,  asistiendo  al  mismo  tiempo  á  la  academia  de 
derecho  teórico-práctico  ,  donde  la  hubiere  :  arts.  1  y  3,  ley 
de  28  de  agosto  de  1850 ,  12,  69,  70,  74,  82,  99  y  100,  Plan 
prov.  de  esludios  de  12  de  noviembre  de  1854,  art.  62,  ley  de 
23  de  mayo  de  1857,  y  decreto  publicado  por  bando  de  30  de 
diciembre  de  1841. 

El  abogado  no  puede  hacer  pedimento  en  pleito  civil  or- 
dinario sobre  cantidad  que  no  esceda  de  cien  pesos ,  y  de 
quinientos  en  los  negocios  mercantiles  ,  ni  en  causas  sobre 
raterías  ó  injurias  livianas  y  faltas  que  no  merezcan  otra 
pena  que  una  reprensión  ó  corrección  lijera,  porque  de  todo 
esto  debe  conocerse  en  juicio  verbal  ;  única  razón  por  la 
cual  hizo  igual  prevención  hasta  la  suma  de  quinientos  rea- 
les en  negocios  civiles  la  ley  1,  tit.  13,  lib.  5,  Nov.  Rec, 
arts.  113,  ley  de  23  de  mayo  de  1837,  2;  ley  de  13  de  marzo 
de  1840,  y  33  y  40,  decr.  de  15  de  noviembre  de  1841. 


(1)  El  que  quisiere  adquirir  competente  instrucción  sobre  las 
«  cualidades  necesarias  á  un  abogado  perfecto ,  la  ciencia  que  le 
»  es  necesaria,  el  modo  de  componer  con  perfección  los  papeles 
»  en  derecho,  de  pronunciar  bien  un  discurso  ,  las  virtudes  de  un 
»  abogado  y  la  elocuencia  que  le  es  propia,  »  lea  la  aprcciable 
obra  titulada  Ciencia  del  foro  ,  ó  reglas  para  formar  un  abogado, 
la  que  comienza  por  el  elogio  é  idea  general  de  la  profesión ,  y 
despues  de  sus  cuatro  partes  lleva  añadidas  diez  cartas  sobre  ella  , 
principalmente  contraidas  á  la  retórica  y  elocuencia  del  foro ,  y  la 
última  sóbrelas  costumbres  del  buen  abogado.  —  Asimismo, nunca 
se  podrá  recomendar  bastante  el  discurso  del  Dr.  D.  Juan  Fran- 
cisco de  Castro,  De  los  abogados  y  jurisperitos ,  6,  lib.  3  de  los 
críticos  sobre  las  leyes  y  sus  intérpretes ,  para  que  los  que  aspiran  -, 
á  esta  esclarecida  profesión ,  se  congratulen  por  su  escelencia,  por 
la  nobleza  é  importancia  de  los  buenos  abogados ,  por  su  nece- 
sidad para  el  bien  público,  y  lo  relevante  y  difícil  de  sus  cir- 
cunstancias. 
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**  Para  ser  abogado  en  los  tribunales  y  juzgados  de  la 
república  de  Venezuela,  son  necesarios  los  requisitos  siguien- 
tes ,  á  mas  de  la  edad  de  que  se  hablará  luego  :  Primero  : 
haber  estudiado  en  una  clase  pública  cuatro  años  completos 
de  derecho ,  dos  de  ellos  indispensablemente  del  civil  patrio, 
.  y  haber  obtenido  el  grado  de  bachiller  precisamente  en  el 
último.  Segundo  :  ejercitarse  luego  por  dos  mas  en  la  prác- 
tica del  foro  bajo  la  dirección  de  un  abogado  con  estudio 
abierto ,  ó  de  un  magistrado  de  las  Cortes  de  justicia  ;  y  asis- 
tir durante  este  tiempo ,  una  vez  á  lo  menos  cada  semana , 
al  despacho  público  üe  las  Cortes  de  justicia  ó  de  los  tribu- 
nales de  primera  instancia.  Tercero  :  presentar  una  justifica- 
ción de  su  conducta  moral  y  política.  Y  cuarto  •:  sufrir  uu 
examen  público,  á  lo  menos  de  una  hora,  por  la  academia 
ó  escuela  de  abogados ,  y  en  su  defecto  por  tres  de  estos , 
elegidos  anualmente  por  las  Cortes  de  justicia;  y  luego  otro, 
público  también,  por  la  Corte  superior,  durante  el  espacio 
igualmente  de  una  hora  cuando  menos ,  obteniendo  en  en- 
trambos la  aprobación  por  escrutinio  y  á  pluralidad  absoluta 
de  votos.  Espedido  el  título,  se  toma  razón  de  él  en  la  ofi- 
cina principal  de  registro  de  la  provincia ,  y  la  Corte  supe- 
rior lo  participa  de  oficio  á  la  suprema  y  al  Gobierno ,  y  al 
público  por  medio  de  la  imprenta  :  arts.  90,  ley  de  14  de  oc- 
tubre de  1821,  y  i  y  3,  ley  de  2  de  marzo  de  1839. 

En  esta  república  puede  sel  abogado ,  como  dice  el  autor 
con  respecto  á España,  el  mayor  de  17  años,  pero  no  puede 
ejercer  la  profesión  hasta  que  haya  cumplido  los  2b  ;  de  ma- 
nera que ,  siendo  requisito  indispensable  para  dicho  ejerci- 
cio el  tener  en  su  poder  el  título  correspondiente ,  las  Cortes 
superiores  de  justicia  no  pueden  espedirlo  hasta  que  el  exa- 
minado y  aprobado  haya  cumplido  los  2b  años. 

Lejos  de  ser  necesaria  allí  la  intervención  de  letrado  en 
cuasi  todos  los  pleitos,  es  por  el  contrario  regla  general ,  que 
en  ningún  caso  están  obligadas  las  partes  á  someterse  á  la 
dirección  de  abogado;  y" respecto  á  la  suma  necesaria  para 
que  estos  puedan  poner  su  firma  en  las  peticiones ,  no  existe 
tampoco  limitación  semejante,  por  la  razón  indicada  de  no 
ser  necesaria  en  ningún  caso  la  dirección  de  los  mismos. 
No  será  inútil  añadir  aquí  que ,  según  el  derecho  venezo- 
lano ,  debe  conocerse  en  juicio  verbal  de  las  demandas 
cuyo  interés  no  esceda  de  cien  pesos;  de  las  injurias  verba- 
les por  escrito  ó  de  hecho  ,  en  que  no  haya  habido  efusión 
de  sangre  causada  con  arma  ó  contusion  grave  ;  de  varios 
incidentes  en  los  pleitos  de  divorcio;  de  la  recusación  en  los 
tribunales  de  comercio,  etc.  :  arts,  5,  ley  10,  tít.  7,  i,  ley 
3.  lit.  9,  12,  ley  única,  til.  11,  Cód.  de  proced.  jud.,  refor- 
mada en  3  de  mayo  de  1838 ,  y  14,  ley  única ,  til.  13  cit. 
Cód.  reformada  en  9  de  mayo  de  1842,  67,  ley  de  2  de 
marzo  de  1831 ,  y  20,  g  i  i,  29*  §  2,  y  37,  §  l,  2  y  5,  ley  de 
25  de  marzo  de  1841. 

***  En  la  república  de  Chile,  las  Cortes  de  apelaciones 
son  las  encargadas  de  examinar  y  recibir  á  los  abogados; 
para  lo  cual  deben  los  aspirantes  hacer  constar  que  han  su- 
frido los  exámenes  públicos  presididos  por  la  comisión  de  la 
Universidad ,  y  obtenido  boleta  de  aprobación  del  decano  do 
la  facultad  de  leyes  y  ciencias  políticas;  que  se  les  ha  con- 
ferido el  grado  de  bachiller  en  dicha  Universidad  de  Chile; 
que  han  asistido  por  espacio  de  dos  años  á  la  Academia  de 
leyes  y  práctica  forense ,  y  que  han  obtenido  en  la  misma 
Universidad  el  grado  de  licenciado. 

En  esta  república  no  puede  ventilarse  en  juicio  escrito  un 
negocio  civil  ordinario,  cuya  suma  no  esceda  de  ciento  cin- 
cuenta pesos,  ni  causa  criminal ,  que  no  verse  sobre  injurias 
graves  ó  delitos  que  merezcan  pena  severa  ;  y  solo  en  estos 
por  lo  tanto  es  licito  presentar  pedimentos  de  letrado  :  art. 
24,  Reglam.  de  adm.  dejmt.  de  2  de  junio  de  1824.] 
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V.  Obligaciones  de  los  abogados,, 


Las  obligaciones  que  tienen  los  abogados  por  razón  de  su 
oficio  pueden  dividirse  en  positivas  y  negativas.  Las  positi- 
vas son  las  siguientes  : 

Ia.  Renovar  al  principio  de  cada  año  el  juramento  hecho 
al  tiempo  del  recibimiento ,  de  ejercer  bien  y  fielmente  sus 
oficios,  y  de  no  tomar  á  su  cargo  ni  continuar  las  causas 
desesperadas  en  que  sepan  y  conozcan  que  sus  clientes  no 
tienen  justicia;  ley  3,  tít.  22,  lib.  b,  Nov.  Rec;  bien  que 
esta  renovación  no  se  hace  sino  en  algunas  partes ,  como  por 
ejemplo  en  Granada  y  Barcelona . 

2a.  Jurar  igualmente  en  cualquier  estado  del  pleito,  siem- 
pre que  fueren  requeridos  por  el  juez  ó  por  la  parte  contra- 
ria, que  no  ayudarán  ni  favorecerán  á  su  cliente  injusta- 
mente y  contra  derecho  á  sabiendas,  y  que  luego  que 
conozcan  su  sinrazón  se  la  harán  saber  y  desistirán  de  su  de- 
fensa ;  bajo  el  concepto  de  que  el  abogado  que  no  hiciere  ó 
que  dilatare  el  juramento  no  podrá  ya  en  adelante  ejercer  su 
oficio ,  bajo  las  penas  que  el  juez  le  imponga;  dicha  ley  3. 

3a.  Tomar  del  litigante,  firmada  de  su  mano  ó  de  la  de  otra 
persona  de  su  confianza,  una  relación  ó  instrucción  del  he- 
cho que  motive  el  pleito  y  de  todo  lo  conducente  á  su  dere- 
cho ,  para  que  en  caso  necesario  pueda  conocerse  por  ella 
que  hicieron  lo  que  estaba  de  su  parte  ó  que  perdieron  el 
pleito  por  su  culpa;  ley  10  ,  lit.  22,  lib.  b,  Nov.  Rec;  pero 
esta  disposición  no  está  ya  en  uso. 

4a.  Encargarse  de  la  defensa  de  los  pleitos  que  nominal- 
mente  les  cometiere  el  tribunal  á  instancia  de  los  litigantes 
que  por  la  prepotencia  de  sus  contrarios  ó  por  otra  razón  que 
no  sea  la  injusticia  de  su  causa  no  hallaren  abogado  que  los 
patrocine  ,  bajo  la  inteligencia  de  que  el  juez  puede  apre- 
miar con  suspension  de  oficio  y  con  multas  á  cualquier  abo- 
gado á  defender  á  la  parte  que  lo  pidiere;  ley  6,  tít.  6,  Part. 
3;  ley  H,  lit.  22,  lib.  b,  y  ley%,  tít.  6,  lib.  11,  Nov.  Rec.  ; 
bien  que  debe  cuidarse  mucho  de  no  restringir  sino  en  caso 
necesario  la  libertad  que  tiene  todo  abogado  de  dar  ó  negar 
su  patrocinio  á  quien  le  parezca. 

ba.  Patrocinar  o  defender  gratuitamente  á  los  pobres  y 
desvalidos ,  sean  militares  ó  paisanos ,  donde  no  hubiere 
abogados  asalariados  para  ello;  ley  13  con  su  nota,  til.  22, 
lib.  b,  Nov.  Rec;  siendo  de  advertir  que  en  la  corte,  cnan- 
cillerías y  audiencias  hay  cierto  número  de  abogados  de  po- 
bres ,  elegidos  anualmente  por  los  colegios  sin  dotación  ó 
por  los  tribunales  con  ella ,  y  que  los  negocios  de  que  estos 
no  pueden  encargarse  se  reparten  entre  los  demás;  ley  Ib, 
lit.  27,  lib.  k,  Nov.  Rec. 

6a.  Examinar  los  poderes  de  los  procuradores  antes  que 
se  presenten  en  juicio,  y  firmarlos  diciendo  ser  bastantes  ó 
tales  como  deben  ser,  ó  repelerlos  en  caso  de  que  no  lo 
sean ,  porque  si  después  se  anulare  el  proceso  por  defecto 
de  los  poderes  que  no  fueren  bastantes ,  tendrían  que  pagar 
á  la  parte  las  costas  y  daños;  ley  3,  lit.  31,  lib.  b,  y  ley  3, 
til.  3,  lib.  H,  Nov.  Rec. 

7a.  Estender  sus  pedimentos  y  demás  escritos  en  hoja  de 
pliego  entero  ,  aunque  las  causas  sean  sumarias  ;  ley  3,  tít. 
52,  lib.  12,  Nov.  Rec. 

8a.  Alegar  brevemente  en  sus  escritos  sin  repetir  las  co- 
sas ya  dichas  y  sin  citar  leyes  ni  autores  por  aumentar  los 
procesos,  en  que  solo  se  debe  poner  simplemente  el  hecho  de 
que  nace  el  derecho  ;  bien  que  estando  conclusos  los  autos , 
pueden  de  palabra  ó  por  escrito  informar  al  juez  del  derecho 
de  sus  clientes ,  antes  de  la  sentencia ,  alegando  leyes ,  de- 
cretos, decretales,  Partidas  y  fueros;  ley  1,  til.  ih,  lib.  11, 
Nov.  Rec. 


9a.  Ayudar  fielmente  y  con  mucha  diligencia  á  sus  clien- 
tes en  los  pleitos  que  tomaren  á  su  cargo,,  alegando  el 
hecho  lo  mejor  que  puedan  ,  procurando  las  probanzas  con- 
venientes y  verdaderas  ,  estudiando  el  derecho  correspon- 
diente á  la  defensa  ■  de  la  causa,  viendo  por  sí  mismos  los 
autos,  y  concertando  con  los  procesos  originales  las  relaciones 
que  se  sacaren  por  los  relatores ,  las  que  en  otra  manera  no 
deben  firmar  ni  decir  que  están  concertadas;  bajo  el  con- 
cepto de  que  son  responsables  á  sus  clientes  de  los  daños , 
pérdidas  y  costas  que  les  causen  por  su  malicia,  culpa ,  ne- 
gligencia ó  impericia;  ley  8  y  9,  tít.  22,  lib.  S,  Nov.  Rec. 

10.  Continuar  hasta  su  fenecimiento  las  causas  que  una 
vez  hubiesen  tomado  á  su  cargo  ,  sin  poder  abandonarlas 
sino  por  razón  de  su  injusticia  ó  por  legítimo  impedimento , 
en  cuyo  último  caso  de  impedimento  deben  restituir  á  sus 
clientes  el  honorario  que  hubiesen  recibido  adelantado  ,  ó 
bien  darles  otro  abogado  á  su  gusto  que  las  prosiga;  bajo  la 
pena  de  satisfacerles ,  si  así  no  lo  hicieren ,  los  daños  con  el 
doble  y  ser  suspendidos  del  oficio  por  seis  meses  ;  ley  il,d. 
tít.  22. 

i  1 .  Usar  de  moderación  en  sus  escritos  y  especialmente 
en  los  informes  verbales ,  absteniéndose  de  hablar  hasta  que 
el  relator  concluya  el  hecho  ,  en  cuyo  caso  debe  hacerlo 
primero  el  abogado  del  demandante  y  luego  el  del  deman- 
dado ,  guardándose  de  interrumpirse  ó  atravesarse  uno  á 
otro  ni  aun  con  pretesto  de  faltarse  á  la  verdad  del  hecho 
que  puede  advertirse  despues ,  y  evitando  con  cuidado  toda 
espresion  inconducente  que  pueda  ofender  al  adversario, 
pues  el  campo  de  Temis  no  es  arena  de  gladiadores ,  y  no 
debe  disputarse  con  baldones  sino  con  razones ,  non  pro- 
bris,sedrationibus  decerlandum  :  bajo  la  inteligencia  de  que 
el  que  faltare  al  respeto  que  se  debe  á  sí  mismo ,  á  la  parte 
contraria ,  al  público  y  al  magistrado  ,  se  espone  á  que  el 
tribunal  le  aperciba  ó  le  imponga  silencio  ó  le  suspenda  por 
algún  tiempo  del  oficio;  leyes  7  y  12,  lit.  6,  Part.  3,  y  ley 
h,  tít.  22,  lib.  b,  Nov.  Rec. 

12.  Cuando  hubiere  muchos  abogados  de  una  parte,  debe 
hablar  en  los  estrados  uno  solo  y  no  mas  sobre  el  hecho  y 
derecho ,  según  se  convinieren  ellos  mismos  ;  ley  7,  lit.  6 , 
Part.  3;  y  nota  b  del  tít.  22,  lib.  b,  Nov.  Rcc. 

13.  Los  abogados  de  pobres  que  residen  en  las  audiencias 
deben  estar  presentes  los  sábados  á  la  vista  de  sus  procesos, 
teniéndolos  bien  vistos,  so  pena  de  un  ducado;  ley  14,  til. 
22,  lib.  b,  Nov.  Rec 

ik.  Deben  los  abogados  guardar  y  cumplir,  en  cuanto  les 
toca,  las  leyes  y  ordenanzasque  tratan  del  orden  de  los  jui- 
cios ,  pudiendo  ser  apremiados  á  ello  por  las  audiencias , 
corregidores  y  justicias;  ley  Ib  ,4ít.  22  ,  lib.  b  ,  Nov.  Rec 

Ib.  Dar  conocimiento  (recibo)  á  los  procuradores  de  los 
procesos  y  escrituras  que  les  entregan ,  si  se  les  pidieren , 
como  estos  lo  dan  á  los  escribanos  ,  so  pena  de  dos  mil  ma- 
ravedís; y  devolverlos  á  su  tiempo  bajo  la  pena  de  pagar  el 
interés  y  daño  de  la  parte;  ley  16,  tít.  22,  lib.  b,  Nov.  Rec 

Las  obligaciones  negativas  consisten  en  no  hacer  lo  que 
está  prohibido.  Está  prohibido  á  los  abogados  : 

Io.  Abogar  en  los  tribunales  de  la  corte,  cnancillerías  y 
audiencias  en  causa  de  que  alguno  de  los  jueces  sea  su  pa- 
dre ,  hijo ,  yerno  ó  suegro  ,  y  en  los  juzgados  de  un  solo 
juez  que  fuere  su  padre ,  hijo ,  suegro ,  hermano  ó  cuñado  , 
bajo  la  pena  de  diez  mil  maravedís  para  la  Cámara  ,  juez  y 
denunciador  por  iguales  partes;  y  últimamente  en  cuales- 
quiera tribunales  en  causa  que  pendiere  ante  escribano  que 
sea  su  padre ,  hijo  ,  suegro ,  hermano  ó  cuñado  ;  ley  7,  tít. 
22,  lib.  b,  y  ley  6,  iíl."5,  lib.  11 ,  Nov.  Rec. 

2o.  Pactar  con  sus  clientes  que  han  de  darles  cierta  parto 
de  lo  que  se  demanda  ó  litiga,  que  es  lo  que  se  llama  pacto 
de  quota  lilis,  bajo  la  pena  de  nulidad  y  de  privación  perpe- 
tua del  oficio ,  porque  trabajarían  por  ganar  el  pleito,  quier 
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à  tuerto  quiet  á  derecho,  y  porque  non  podrien  los  homes 
fallar  abogado  que  en  otra  manera  les  quisiese  ayudar  sinon 

CVSX i^iâfSÉciMSad  «  otra  cosa 
por  razón  de  la  victoria,  bajo  la  pena  de  suspension  de  ofi- 
cio por  seis  meses  ;  asegurarles  el  vencimiento  por  cuantía 
alguna  ,  so  pena  de  pagarla  duplicada;  y  hacer  partido  de 
seguir  y  fenecer  los  pleitos  á  sus  propias  costas  por  cierta 
suma,  so  pena  de  cincuenta  mil  maravedís  para  el  fisco; 
ley  22 ,  tít.  22 ,  lib.  b,  Nov.  Rcc. 

4o.  Hacer  pedimentos  sobre  cosa  cuyo  valor  no  pase  de 
quinientos  reales  vellón  ;  pues  estas  causas  deben  decidirse 
enjuicio  verbal;  ley  1,  cap.  7,  tít.  15,  lib.  S,  Nov.  Rec. 

b°.  Descubrir  los  secretos  de  su  parte  á  la  contraria  ó  á 
otro  en  su  favor,  y  ayudar  ó  aconsejar  à  ambas  en  el  mismo 
negocio  ,  bajó  la  pena  de  privación  de  oficio  ,  sin  perjuicio 
de  las  demás  que  correspondan  por  la  falsedad  y  de  la  re- 
paración de  los  daños  causados  á  los  litigantes  ;  ley  12,  lit. 
22,  lib.  b  ,  Nov.  Rec,  y  leyes  9  y  13,  tít.  6 ,  Part.  3. 

6o.  Ayudar  à  una  parte  en  la  segunda  ó  tercera  instancia, 
habiendo  ayudado  á  su  contraria  en  la  primera,  bajo  las 
penas  de  suspension  de  oficio  por  diez  años ,  y  de  diez  mil 
maravedís  para  el  fisco;  ley  17,  lit.  22,  lib.  b,  Nov.  Rec. 

Io.  Alegar  cosas  maliciosamente,  pedir  términos  para 
probar  lo  que  saben  ó  creen  que  no  ha  de  aprovechar  ó 
poderse  probar,  reservar  escepciones  para  el  fin  del  proceso 
ó  para  la  segunda  instancia  con  él  objeto  de  causar  dilacio- 
nes, aconsejar  á  sus  clientes  el  soborno  de  testigos  ,  poner 
tachas  que  no  se  puedan  probar  ó  contra  testigos  que  no 
sean  menester,  dar  favor  ó  consejo  para  hacer  ó  presentar 
escrituras  falsas ,  y  consentir  ó  dar  lugar  á  que  se  haga  otra 
mudanza  de  verdad  en  el  proceso ,  bajo  la  pena  de  suspen- 
sion de  oficio  por  el  tiempo  que  pareciere  á  los  jueces  de  la 
causa  según  la  calidad  y  cantidad  de  la  culpa  \  ademas  de  las 
otras  penas  que  correspondan;  ley  8,  til.  22,  lib.  b,  Nov. 
Rec. 

8o.  Hacer  preguntas  sobre  las  posiciones  confesadas  por 
cualquiera  de  las  partes,  bajo  la  pena  de  tres  mil  marave- 
dís; ley  4,  tít.  9,  lib.  11  ,  Nov.  Rec. 

9o.  Alegar  á  sabiendas  leyes  falsas ,  bajo  la  pena  de  fal- 
sedad ,  y  abogar  contra  disposición  espresa  y  terminante 
de  las  leyes;  ley  i,  tít.  7,  Part.  7,  y  ley  13,  lit.  22,  lib.  b, 
Nov.  Rec. 

Hemos  dicho,  con  arreglo  ala  ley  3,  tít.  22 ,  lib.  b ,  Nov. 
Rec,  que  los  abogados  no  deben  tomar  á  su  cargo  ni  conti- 
nuar las  causas  desesperadas  en  que  sepan  y  conozcan  que 
sus  clientes  no  tienen  justicia;  y  ahora  advertimos  que  esto 
debe  entenderse  de  las  causas  civiles  ,  pero  no  de  las  crimi- 
nales. En  materias  civiles  no  puede  en  conciencia  un  abo- 
gado impedir  que  la  parte  contraria  goce  cuanto  antes  de  su 
derecho  ;  y  así  no  solo  no  debe  alegar  razones  falsas  ó  espe- 
ciosas ,  sino  abstenerse  también  de  oponer  escepciones  di- 
latorias. Mas  en  las  criminales  ,  cuando  solo  se  trata  de  la 
pena  ,  puede  usar  de  la  misma  defensa  de  que  se  valdría 
legítimamente  el  reo  si  se'  defendiese  por  sí  mismo  ;  y  es 
:  doctrina  corriente  que  este  puede  servirse  de  negativas  y 
i  medios  artificiosos  para  eludir  la  acusación.  El  mismo  Cice- 
rón confiesa  francamente  haber  seguido  esta  máxima  :  «  Se 
engaña  mucho,  decia,  el  que  vaya  á  buscar  mis  verdade- 
ros sentimientos  en  las  defensas  que  he  pronunciado  ante  los 
tribunales.  Todos  aquellos  discursos  están  acomodados  á  las 
causas  y  á  las  circunstancias  ,  y  no  á  las  ideas  del  orador; 
pues  si  las  causas  pudieran  hablar  por  sí  mismas,  nadie 
recurriría  á  un  abogado  :  Sed  errat  vehementer ,  siquis  in 
oralionibus  noslris ,  quas  in  judiciis  habuimus  ,  auctoritatcs 
riostras  consígnalas  sehaberearbilralur.  Ornnes  cnim  illœ 
oraliones  causarum  et  temporum  sunt ,  non  hominum  ipso- 
rum  ac  palronorum.  Nam  si  causee  ipsai  pro  s«  loqui  pos- 
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sent,  nemo  adhiberel  oralorem  ;  Orat.  pro  A.  Cluentio,  cap. 
S<K>l»'i<¡HN9fdebem<»3  fcafces  ©.sot  ôptîte  ,edé<a^)'fiîi{  Qlfi&iP^fi^íif 
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malvados  é  impíos  rematados.  Así  lo  quiere  el  pueblo, 
así  lo  llévala  costumbre,  y  aun  así  lo  exige  la  humanidad  : 
Nec  lamen...  habendum  est  religioni ,  nocentem  aliquando, 
modo  nenefarium  impiumque  ,  defenderé.  Vull  hoc  mulli- 
ludo  ,  patitur  consuetudo  ,  fert  eliam  humanitas.  De  Offic. 
lib.  2,  cap.  14.  »  Si  por  la  destreza  de  un  abogado  se  libra 
un  delincuente  de  la  pena  que  merecía,  no  será  culpa  del  de- 
lincuente ni  del  abogado  ,  sino  del  juez  que  se  dejó  deslum- 
hrar con  razones  especiosas,  sin  examinarlas  con  la  debida 
atención.  Es  una  paradoja,  dice  Quintiliano,  pero  paradoja 
cuya  verdad  puede  establecerse  con  buenas  razones,  que  un 
hombre  de  bien  puede  á  veces  en  la  defensa  de  una  causa 
sustraer  la  verdad  á  los  ojos  del  juez  :  Verum  el  illud ,  quod 
prima  propositione  durum  videlur,  polest  afferre  ralio ,  ut 
vir  bonus  in  defensione  causee  velit  auferre  aliquando  judici 
veritatem;  lib.  12, cap.  l.La  esperanza  de  que  el  culpable  so 
enmendará ,  añade  el  mismo,  puede  empeñar  á  un  abogado 
á  emplear  con  menos  escrúpulo  todo  su  talento  y  habilidad 
para  salvarle  ,  pues  la  república  entonces  está  mas  intere- 
sada en  su  impunidad  que  en  su  castigo  :  Ai  hoc  nemo  dubi- 
labit,  quin  si  nocentes  mutariin  bonam  menlem  aliquo  modo 
possint ,  sicut  posse  interdum  concedilur,  salvos  esse  eos 
magis  e  república  sit ,  quàm  puniri.  Sí  liqueal  igilur  ora- 
tori ,  futurum  bonum  virum,  cui  vera  objicicnlur,  non  id 
aget,  ut  salvus  sí¿?  Véase  Puffendorf,  lib.  4,  cap.  1,  §  21 . 

VI,  Honorario  de  los  abogados. 

■ 

Como  no  es  natural  que  los  abogados  pasen  toda  su  vida 
en  el  estudio  de  las  leyes  y  se  ocupen  de  los  negocios  aje- 
nos sin  esperanza  de  recompensa,  pueden  recibir  los  hono- 
rarios que  voluntariamente  les  ofrezcan  sus  clientes,  y  aun 
tienen  acción  para  pedirlos  en  proporción  de  su  mérito  y 
trabajo  ó  hacer  sobre  ellos  los  convenios  justos  que  les  pa- 
-  rezcan ,  con  tal  que  se  abstengan  de  los  pactos  reprobados  de 
que  se  acaba  de  hacer  mencionen  los  números  2o.  y  3o.  del 
aparte  antecedente.  La  ley  14  ,  tít.  6 ,  Part.  3  ,  y  las  leyes 
18,  19,  20,  23,  24,  2b,  26  y  29  del  tít.  22,  lib.  b,  Nov. 
Rec,  asignan  los  salarios  que  debían  llevar  los  abogados 
por  las  defensas  de  los  pleitos  hasta  su  conclusion  en  todas 
instancias  ;  pero  como  ni  están  ni  pueden  estar  en  observan- 
cia por  razón  de  la  diversidad  de  los  tiempos,  no  tienen  mas 
regla  los  letrados  para  graduar  sus  derechos  que  la  que  en 
cada  pais  ha  introducido  la  costumbre;  y  en  caso  de  recla- 
mación por  parte  de  los  interesados ,  se  suelen  pasar  los 
autos  al  tasador  ó  al  colegio  de  abogados  para  que  hagan  la 
regulación,  ó  bien  se  hace  esta  por  los  mismos  jueces,  quie- 
nes toman  por  base  al  efecto  la  naturaleza  del  negocio  ,  la 
diligencia  y  esmero  en  él  empleados  y  la  costumbre  del  tri- 
bunal en  donde  se  hubiere  seguido  la  causa,  prescindiendo 
de  la  mayor  ó  menor  estension  de  los  escritos ,  como  quiere 
la  ley  2b  de  dicho  tít.  22,  lib.  b,  Nov.  Rec,  y  como  se  ha- 
cia también  entre  los  Romanos  :  In  honorariis  advocatorum, 
decia  Ulpiano  ,  ita  versari  judex  débet,  ul  pro  modo  litis , 
proque  advocati  facundia ,  et  fori  consueludine  cestimationem 
adhibeat.  Véase  mas  abajo  el  capitulo  Io.  del  tít.  5o.  de  las 
Ordenanzas  de  las  Audiencias  ,  que  se  copia  al  lin  de  este 
artículo.  Mas  es  de  advertir  que  los  salarios  de  los  abogados 
se  prescriben  por  tres  años  contados  desde  que  se  devengan  ; 
de  suerte  que  los  litigantes  no  están  obligados  á  pagarlos 
pasado  dicho  tiempo,  á  no  ser  que  antes  se  haya  contestado 
demanda  sobre  ellos  ;  y  es  nula  cualquier  renuncia  que  se 
hiciere  de  esta  providencia  legal ,  como  lo  es  la  de  toda 


ÍÍA.  —  J 

.qno  <osJ«swJ3  .K  otq  .jjstO  ;  ¡tmoJmo  l^wáiiU»  omaw  t5tm 
fA>aseríp$¡0nip  porcju*©!  á-  stíp  itàiida!  se  hari&i  sieíupre>pQr  ..fótNs 
flMà  'yi(iUedatla"'bur}âa()"ëlridfe§ei©lqueola  teyíse  propone;; 
ley  9  ,  íií.  11 ,  lib.  10,  iVov.  fíec. 

[**  En  la  república  de  Venezuela,  los  abogados  pueden 
estipular  libremente  con  sus  clientes  el  honorario  que  juz- 
guen merecido ,  después  de  haberse  enterado  de  sus  infor- 
mes é  instrucciones  ,  y  antes  de  comenzar  el  juicio  ;  pero 
despues  que  de  cualquier  modo  hayan  principiado  á  ejercer 
su  patrocinio  en  vista  de  las  pruebas  ó  documentos ,  no  pue- 
den abandonar  la  dirección  ó  defensa ,  ni  celebrar  estipula- 
ciones sobre  los  honorarios ,  aumentar  las  celebradas  antes 
del  juicio ,  ni  exigir  gratificación  ó  aumento  de  costas  por  el 
triunfo  que  hayan  obtenido ,  so  pena  de  devolver  lo  que 
hayan  recibido ,  y  ser  suspendidos  del  ejercicio  de  su  pro- 
fesión ,  de  cuatro  meses  á  un  año,  á  juicio  del  tribunal  que 
conozca  de  la  causa.  En  los  negocios  contenciosos  deben  pre- 
sentar, al  tiempo  de  verse  la  causa  para  sentencia  definitiva 
en  cada  instancia ,  una  declaración  escrita  y  jurada  de  lo 
que  hayan  exigido  por  remuneración  de  su  trabajo  ;  y  si  en 
ella  designan ,  en  perjuicio  de  la  parte  condenada  al  pago 
de  costas ,  un  honorario  mayor  del  que  verdaderamente 
exigieron  j  han  de  devolver  lo  que  hayan  recibido  por  la 
dirección  de  aquel  negocio ,  y  ser  privados  del  ejercicio  de 
la  abogacía.  Si  alguna  de  las  partes  juzga  escesivo  el  hono- 
rario que  se  le  exige ,  no  habiendo  mediado  sobre  este  par- 
ticular estipulación  previa  ,  puede  pedir  su  reducción  al  tri- 
bunal ,  el  cual  hará  justicia  á  esta  solicitud ,.  si  la  juzga  fun- 
dada ,  oyendo  el  parecer  de  dos  inteligentes.  Cuando  los 
abogados  no  hubieren  estipulado  á  su  tiempo  la  remuneración 
de  su  trabajo,  ó  dejaren  de  presentar  la  declaración  jurada 
de  que  hemos  hablado ,  deben  sujetarse  á  la  estimación  de 
dos  peritos  nombrados  por  el  juez,  ó  al  fallo  de  este  en  caso 
de  discordia  :  arts.  36,  ley  de  tí  de  mayo  de  1838 ,  y  6,  7,  8 
y  9 ,  ley  de  2  de  marzo  de  1859.  ] 

"i 

VII.  Prerogativas  de  los  abogados? 

En  tiempo  de  los  Romanos  estaban  esentos  los  abogados 
de  todas  las  cargas  públicas  :  Nulla  logatis  impertió  (  decia 
la  ley  6,  C.  efe  Advocalis) ,  nulla  perœquatio  ingeralur,  nulla 
operis  inslructio,  nullum  ratiocinium  imponatur,  nullum 
denique  aliud  eis  mandeiur  prmter  arbitrium.  Entre  nosotros 
se  les  ha  concedido  nobleza  personal  y  goce  de  las  mismas 
esenciones  que  competen  por  su  calidad  y  sangre  á  los  nobles 
y  caballeros  ;  real  decreto  de  17  de  noviembre  de  1765;  «  ca 
por  su  consejo  se  mantienen  et  se  endereszan  muchas  vega- 
das los  regnos  et  los  grandes  señoríos ,  y  ca  así  como  dijieron 
los  sabios  antiguos  la  sabidoría  de  los  derechos  es  otra  ma- 
nera de  caballería  con  que  se  quebrantan  los  atrevimientos 
et  se  endereszan  los  tuertos;  »  ley  3,  tít.  10,  Part.  2.  No 
se  puede  por  tanto  imponer  á  los  abogados  carga  concejil  ni 
gravamen  personal ,  d.  decr.  de  1765  y  nota  2  del  lit.  tí , 
lib.  7,  Nov.  ¡ice.;  ni  llevarlos  á  la  cárcel  por  deudas  que  pro- 
cedan de  causa  civil ,  ni  embargarles  los  libros ,  según  opi- 
nion común  de  los  intérpretes ,  fundada  en  el  espíritu  de  las 
leyes. 

Los  abogados  pueden  disponer  libremente  durante  su  vida 
de  todo  cuanto  ganen  en  su  profesión  aunque  todavía  se  hallen 
bajo  la  patria  potestad ,  pues  les  pertenece  en  propiedad  y 
usufructo  como  peculio  casi  castrense  ;  pero  por  última  dispo- 
sición deben  arreglarse  á  la  ley  6  de  Toro  ,  que  manda  su- 
cedan los  ascendientes  por  testamento  y  abintestato  á  sus 
descendientes  en  todos  sus  bienes ,  de  cualquier  calidad  que 
sean;  leyes  6  y  7,  lit.  17,  Part.  H,  y  ley  l,%.  20,  lib.  10, 
Nqv  .  Reç,  Yéasç  Jurisconsulto, 
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En  real  cédula  de  27  de  noviembre  de  1832  se  manda  ob- 
servar los  artículos  siguientes  :         , 

«  Io.  La  incorporación  en  todos  los  colegios  del  reino ,  in- 
cluso el  de  Madrid ,  será  libre  á  lodo  abogado  que  la  solicite, 
concurriendo  en  él  las  circunstancias  y  cualidades  necesarias, 
y  que  las  leyes  exijen. 

2o.  En  los  pueblos  donde  no  haya  colegios  se  ejercerá  la 
facultad  sin  mas  restricción  que  la  de  presentarse  con  su 
título  al  corregidor  ó  alcalde  mayor  del  pueblo  cabeza  de 
partido  ,  ó  en  su  defecto  á  la  justicia  ordinaria. 

5o.  En  todas  las  capitales  donde  haya  número  suficiente 
de  abogados  se  crearán  colegios  sin  plazas  determinadas.  En 
su  formación  entenderán  las  audiencias  y  cnancillerías  res- 
pectivas ,  y  en  que  se  redacten  para  su  gobierno  unas  breves 
y  acertadas  ordenanzas ,  arreglándose  en  cuanto  permitan 
las  circunstancias  de  cada  colegio  á  las  establecidas  para  el 
de  Madrid ,  las  que  elevarán  después-  á  la  aprobación  de  mi 
Consejo. 

,  h°.  En  todos  los  colegios  establecidos  y  que  se  esta- 
blezcan donde  residan  cnancillerías  y  audiencias  se  formarán, 
bajo  la  presidencia  de  uno  de  sus  ministros  y  la  dirección  de 
un  letrado  de  ciencia  y  probidad,  academias  de  práctica 
forense ,  á  imitación  de  las  fundadas  en  esta  Corte. 

5o.  Todos  los  colegios  remitirán  en  cada  año  á  la  cnanci- 
llería ó  audiencia  á  que  estén  sujetos  tres  ejemplares  de  las 
listas  que  imprimirán  de  los. individuos  que  los  formen;  y 
los  corregidores ,  alcaldes  mayores  y  justicias  de  todos  loa 
pueblos  sin  distinción  deben  hacerlo  de  otras  manuscritas 
que  comprendan  los  que  residan  en  su  distrito  ó  población , 
con  la  distinción  de  los  que  ejerzan  ó  no  la  facultad.  De  estas 
quedará  una  archivada  en  la  secretaría  del  Acuerdo ,  y  las 
otras  dos  se  remitirán  al  mi  Consejo  ,  para  que  conserván- 
dose una  en  su  secretaría  de  Gobierno ,  se  pase  otra  á  la  de 
Estado  y  del  despacho  de  Gracia  y  Justicia. 

6o.  Para  el  mayor  lustre  de  la  profesión  y  su  mas  honroso 
desempeño ,  encargo  estrechamente  la  exacta  y  puntual  ob- 
servancia de  las  leyes  3 ,  8,9,  10,  11,  12,  13,  Vt,  15,  16, 
17,  18,  19,24,  25,  26  y  29  del  título  22 ,  libro  5o.  de  la 
Novísima  Recopilación.  » 

=  Todas  estas  leyes  que  aqui  se  renuevan ,  se  hallan 
citadas  y  estractadas  mas  arriba  en  el  discurso  de  este  artí- 
culo. 

El  reglamento  provisional  de  26  de  setiembre  de  1835 
para  la  administración  de  justicia  dispone  en  su  art.  19,  que 
«  los  jueces  y  tribunales ,  así  como  deben  cuidar  de  que  los 
abogados  les  guarden  el  debido  respeto  y  se  arreglen  á  las 
leyes  en  el  ejercicio  de  su  profesión  ,  están  obligados  á  tra- 
tarlos con  el  decoro  correspondiente  ;  y  á  no  ser  que  ha- 
blaren fuera  de  orden ,  ó  se  escedieren  en  alguna  otra  ma- 
nera ,  no  los  interrumpirán  ni  desconcertarán  cuando  infor- 
men en  estrados ,  ni  les  coartarán  directa  ni  indirectamente 
¡|  el  libre  desempeño  de  su  encargo.  » 

En  el  art.  76  del  mismo  reglamento  se  ordena  ,  que  «  en 
aquellas  audiencias  donde  por  su  corta  dotación  no  puedan 
reunirse  con  inclusion  del  regente  los  cinco  magistrados  ne- 
cesarios para  ver  y  fallar  las  causas  de  que  trata  el  prece- 
dente artículo  (  el  75 ,  que  puede  ver»  en  la  palabra  Au- 
diencias ),  se  completará  este  número  con  el  juez  ó  jueces 
letrados  de  primera  instancia  que  haya  en  la  capital ,  si  no 
tuvieren  impedimento ,  y  á  falta  de  ellos  elegirá  la  sala  á 
pluralidad  de  votos  otro  ú  otros  letrados ,  según  lo  que  se 
necesite.  » 

En  las  ordenanzas  de  las  Audiencias  de  20  de  diciembre 
de  1855,  el  capítulo  primero  del  título  tercero ,  que  trata  de 
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los  abogados  y  de  la¡  defensa  de  pobres,  contiene  los  artículos 
que  siguen  : 

«  189.  Ningún  abogado  podrá  abogar  en  las  audiencias 
sin  estar  incorporado  en  el  colegio  respectivo ,  á  menos  que 
sea  en  causa  propia  ,  en  lo  cual  podrá  hacerlo  cualquiera 
que  esté  recibido  de  abogado. 

190.  Todos  los  que  actúen  en  cada  audiencia  se  presen- 
tarán en  ella  el  dia  de  la  apertura  solemne  de  la  misma  al 
principio  de  cada  año ,  para  prestar  ante  el  tribunal  pleno  el 
juramento  prescrito  por  las  leyes  ;  y  los  que  no  pudieren 
concurrir  aquel  dia ,  lo  liarán  en  el  mas  inmediato  hábil.  A 
ninguno  se  le  permitirá  ejercer  la  abogacía  sin  este  requisito. 

191.  Los  abogados  firmarán  sus  escritos  con  firma  entera, 
y  siempre  anotarán  al  pié  de  ella  sus  honorarios ,  cuando  los 
lleven. 

192.  Si  la  parte  se  quejare  del  abogado  por  esceso  en  los 
honorarios ,  la  sala  en  que  penda  ó  se  halle  el  negocio  res- 
pectivo ,  hará  la  regulación ,  oyendo  á  aquel ,  y  lo  que  ella 
determinare  se  ejecutará  sin  ulterior  recurso. 

193.  Cuando  tengan  que  hablar  en  estrados ,  se  sentarán 
en  el  lugar  destinado  al  intento  ;  y  para  estos  actos  no  podrán 
concurrir  mas  de  dos  abogados  por  cada  parte. 

194.  Cuando  concurran  á  la  defensa  de  algún  pleito  ó 
causa,  no  interrumpirán  á  los  relatores  en  su  relación  ,  ni  á 
los  demás  abogados  en  sus  discursos  ;  y  si  los  unos  ó  los 
otros  hubieren  padecido  alguna  equivocación  en  algún  he- 
cho ,  podrán  rectificarla  después  los  que  lo  estimen  oportuno. 

195.  No  saldrán  de  la  sala  en  que  hayan  entrado  á  infor- 
mar sobre  algún  negocio ,  mientras  dure  la  vista  de  él ,  sin 
licencia  del  presidente  de  aquella. 

196.  Así  en  sus  informes  como  en  sus  escritos  cuidarán 
siempre  de  producirse  con  todo  el  decoro  que  corresponde 
á  su  noble  profesión  y  á  la  autoridad  de  los  tribunales ,  y  de 
guardar  á  estos  el  respeto  que  les  es  debido.  Evitarán  espre- 
siones bajas ,  ridiculas  ó  impropias  del  lugar  en  que  se 
profieren  ,  ó  de  los  jueces  á  quienes  se  dirigen  ;  y  nunca 
apoyarán  sus  argumentos  sobre  hechos  supuestos  ó  desfigu- 
rados ,  ó  sobre  supuestas  disposiciones  legales  ó  doctrinas, 
ni  divagarán  á  especies  impertinentes  é  inconexas  ,  ni  se  es- 
traviarán  de  la  cuestión. 

197.  Los  abogados  que  tengan  á  su  cargo  la  defensa  de 
presos  comunicados ,  deberán  presentarse  á  estos  en  la  cár- 
cel siempre  que  se  lo  pidan ,  y  les  dispensarán  todo  el  con- 
suelo posible. 

198.  Sin  perjuicio  de  la  sagrada  "obligación  qué  todos  los 
abogados  tienen  de  defender  gratuitamente  á  los  pobres  que 
pongan  en  ellos  su  confianza ,  así  en  las  causas  criminales 
como  en  las  civiles ,  habrá  ademas  en  cada  audiencia  para 
la  defensa  de  aquellos  que  no  elijan  especialmente  otro  de- 
fensor, dos  ó  mas  abogados  nombrados  cada  año  por  los  res- 
pectivos colegios  en  la  forma  que  estos  determinaren,  siendo 
obligación  de  los  mismos  avisar  anualmente  á  la  audiencia 
los  sugetos  que  se  nombren. 

199.  Si  el  pobre  á  quien  hubiere  defendido  algún  abogado 
viniere  á  mejor  fortuna ,  bastante  para  satisfacerle  los  de- 
rechos que  hubiere  devengado  en  la  defensa  ,  podrá  exigír- 
selos  este ,  lo  mismo  que  los  demás  curiales  en  igual  caso  ; 
y  si  en  las  causas  ó  pleitos  de  pobres  que  hubiere  defendido, 
recayere  condenación  de  costas  á  persona  solvente ,  podrá 
también  el  abogado  percibir  los  honorarios  que  le  corres- 
pondan por  la  defensa  que  hizo. 

200.  Los  abogados  de  presos  concurrirán  gratis  á  las  ve, 
sitas  generales  de  cárceles,  con  arreglo  al  artículo  56.  (Véase 
Visitas  de  cárceles.) 

201.  Por  cualquier  motivo  que  los  abogados  tengan  que 
asistir  ó  presentarse  á  la  audiencia  como  tales ,  lo  harán  con 
Ci  traje  de  ceremonia.  » 

En  el  artículo  227  de  estas  mismas  ordenanzas  se  previene 
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que  cada  audiencia  y  uaua  sala  en  su  caso  podrá  y  deberá, 
corregir  de  plano ,  con  reprehensión ,  apercibimiento ,  multa 
ó  suspension  temporal  de  oficio ,  á  cualquiera  abogado  ó  pro- 
curador de  los  que  actúen  en  ella,  siempre  que  voluntaria- 
mente faltaren  á  alguno  de  sus  respectivos  deberes  ,  pres- 
critos por  estas  ordenanzas  ,  sin  perjuicio  de  oírlos  después 
en  justicia  con  arreglo  á  derecho ,  si  reclamaren  de  la  pro- 
videncia ,  y  salvo  también  el  mandar  que  se  forme  contra 
ellos  la  correspondiente  causa  criminal,  cuando  la  gravedad 
del  caso  lo  exigiere. 

En  el  arreglo  provisional  de  esludios  de  26  de  octubre  de 
1836  se  encuentran  las  disposiciones  siguientes  sobre  la  en- 
señanza de  la  jurisprudencia  y  los  cursos  necesarios  para 
recibirse  de  abogado. 


«CAPITULO  I. 


De  la  Jurisprudencia. 


Art.  12.  La  enseñanza  de  la  jurisprudencia  civil  se  hará 
en  el  tiempo  y  formas  siguientes  : 

13.  Año  primero.  Un  solo  catedrático  enseñará  los  ele- 
mentos del  derecho  natural  y  de  gentes  y  los  principios  de 
legislación  universal  en  dos  lecciones  diarias  :  las  80  desti- 
nadas á  este  segundo  estudio  serán  de  hora;  las  demás  de 
hora  y  media. 

ih.  Año  segundo.  Se  esplicarán  los  elementos  del  derecho 
romano  en  dos  lecciones  diarias ,  una  de  hora  y  media  y  otra 
de  hora,  destinando  60  de  estas  para  la  historia  del  mismo 
derecho. 

15.  Año  tercero.  Continuará  la  esplicacion  de  los  elemen- 
tos" de  aquel  derecho  en  otras  dos  lecciones  de  hora  y  media 
y  de  hora;  y  en  80  de  estas  se  esplicarán  los  principios  del 
derecho  público  general. 

16.  Para  la  enseñanza  de  las  materias  comprendidas  en 
los  dos  cursos  anteriores ,  habrá  dos  catedráticos  que  alter- 
narán en  ella ,  continuando  cada  uno  con  sus  discípulos. 

17.  Años  cuarto  y  quinto.  Las  lecciones  de  hora  y  media 
de  estos  dos  años  se  emplearán  en  enseñar  los  elementos  del 
derecho  público  y  del  civil  y  criminal  de  España  :  las  leccio- 
nes de  hora  se  destinarán  al  estudio  de  las  instituciones 
canónicas ,  precediendo  á  este  60  lecciones  sobre  el  derecho 
público  eclesiástico  con  observaciones  oportunas  sobre  los 
concilios  nacionales  y  disciplina  de  la  Iglesia  de  España. 

18.  Para  esplicar  los  elementos  deí  derecho  español  en 
dichos  años  cuarto  y  quinto  habrá  dos  catedráticos;  y  la 
enseñanza  de  materias  canónicas  se  dará  por  los  dos  cate- 
dráticos de  esta  asignatura  :  alternarán  unos  v  otros  entre 
sí ,  y  seguirá  cada  uno  con  sus  discípulos. 

19.  Año  sesto.  En  las  lecciones  de  hora  y  media  de  este 
año  se  continuará  el  estudio  del  derecho  patrio ,  espücando 
el  catedrático  los  títulos  de  las  Partidas  y  de  la  Novísima 
Recopilación  que  juzgue  mas  á  propósito  para  dar  à  K">s  dis- 
cípulos mayor  conocimiento  de  las  doctrinas  que  apremlie  ■ 
ron  en  las  instituciones.  Las  lecciones  de  hora  de  este  año  so 
emplearán  en  el  estudio  de  economía  política. 

20.  Año  séptimo.  Las  lecciones  de  hora  y  media  de  este 
año  se  destinarán  al  estudio  de  la  práctica  forense  ;  las  de 
hora  se  distribuirán  del  modo  siguiente  :  60  do  elocuencia 
forense;  las  demás  de  jurisprudencia  mercantil. 

21.  Los  catedráticos  de  instituciones  del  derecho  español 
alternarán  en  la  enseñanza  de  la  jurisprudencia  mercantil. 

22.  En  los  siete  años  espresados  podrá  recibirse  el  grado 
)  de  licenciado,  cuyo  título  exhibido  ante  el  tribunal  supremo 

de  Justicia  ,  bastará  para  abogar  en  lodos  los  tribunales  del 
reino.  « 

23.  El  que  no  reciba  el  grado  de  licenciado  habrá  de  estu- 
diar otro  año  mas,  que  será  el  octavo.  Este  se  destina  á  ejer- 
cicios de  práctica  forense ,  que  durarán  una  hora  diaria  ,  y 
al  estudio  del  derecho  político  .  en  el  que  se  empleará  otra 
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hora  diaria.  El  catedrático  del  sestoaño  esplicará  el  derecho 
político,  y  el  del <sépiimo dirigirá  los  ejercicios  forenses. 

Kftc  El  profesora  cuyo  cargo  estábala  cátedra  de  Digesto, 
que  á  consecuencia  de  este  arreglo  queda  estinguida  ,  ense- 
ñará por  este  año  el  derecho  natural  y  los  principios  de  le- 
gislación. 

25.  El  estudio  de  los  cánones  no  forma  por  sí  solo  una  fa- 
cultad ó  carrera  separada  ,  debiendo  ser  común  á  juristas  y 
teólogos.  Sin  embargo  continuarán  por  ahora  los  grados  en 
cánones  con  arreglo  á  las  disposiciones  siguientes  : 

26.  El  legista  que,  habiendo  recibido  el  grado  de  bachiller 
en  leyes  ,  quiera  mas  bien  completar  el  estudio  de  la  juris- 
prudencia canónica ,  que  seguir  estudiando  el  derecho  civil 
patrio ,  necesita  para  recibir  el  grado  de  bachiller  en  cáno- 
nes, estudiar  otro  año  de  instituciones  canónicas  y  de  histo- 
ria eclesiástica ,  empleando  en  el  estudio  de  aquellas  las 
lecciones  de  hora  y  media ,  y  en  el  de  esta  las  de  hora. 

27.  Recibido  el  grado  de  bachiller  en  cánones  ,  habrá  de 
estudiar  otro  año  mas  ,  que  será  el  séptimo  ,  para  graduarse 
de  licenciado  en  jurisprudencia  canónica.  Las  lecciones  de 
este  año  se  distribuirán  de  modo  que  las  de  hora  y  media 
se  empleen  en  el  estudio  de  la  disciplina  general  y  la  nacio- 
nal de  España ,  y  las  de  hora  se  repartirán  de  este  modo  : 
80  para  enseñar  los  principios  de  la  elocuencia  sagrada ,  y 
las  restantes  para  el  estudio  de  práctica  de  juicios  eclesiás- 
ticos. 

28.  Los  catedráticos  de  instituciones  canónicas  alternarán 
en  la  enseñanza  del  sesto  año  y  en  la  de  práctica  de  juicios 
eclesiásticos  correspondiente  al  séptimo.  El  catedrático  que 
era  de  decretales  tendrá  ahora  á  su  cargo  la  cátedra  de  his- 
toria eclesiástica  ,  y  la  disciplina  particular  de  España  se 
reunirá  con  la  general ,  que  desempeñará  el  catedrático  de 
esta. 

29.  Si  el  licenciado  en  cánones  quisiere  también  recibir 
este  mismo  grado  en  leyes,'  deberá  estudiar  ademas  el  sesto 
y  séptimo  año  de  esta  facultad.  » 

En  11  de  julio  de  1837  espidieron  las  Cortes  ,  y  la  Reina 
publicó  en  20  del  propio  mes ,  el  decreto  que  sigue  : 

't  Las  Cortes  en  uso  de  sus  facultades  han  decretado  : 

Art.  Io.  Se  restablece  el  decreto  de  8  de  junio  de  1825 
relativo  á  que  los  abogados ,  médicos  y  demás  profesores 
aprobados,  sean  de  la  profesión  científica  que  fueren,  puedan 
ejercerla  en  todos  los  puntos  de  la  monarquía  sin  necesidad 
de  adscribirse  á  ninguna  corporación  ó  colegio  particular  solo 
con  la  obligación  de  presentar  sus  títulos  á  la  autoridad  local, 
con  lo  demás  que  espresa. 

Art.  2o.  El  gobierno  de  S.  M.  tomará  las  disposiciones 
convenientes  para  que  sin  perjudicar  á  la  libertad  que  aquel 
concede  se  repartan  las  cargas  como  corresponde  ,  y  se  ar- 
regle el  régimen  de  los  colegios  y  montes  pios  del  modo  mas 
favorable  á  su  objeto ,  y  que  sea  compatible  con  la  misma 
libertad.  Palacio  de  las  Cortes  11  de  julio  de  1837.  » 

«  Decreto  de  las  Cortes  de  8  de  junio  de  1825  restablecido 
por  las  mismas  en  11  de  julio  de  1857. 

Gobernación  de  la  Península.  —  Sección  de  instrucción 
pública.  —  El  Rey  se  ha  servido  dirigirme  con  esta  fecha  el 
decreto  siguiente  : 

Don  Fernando  VII ,  por  la  gracia  de  Dios,  y  por  la  Cons- 
titución de  la  monarquía  española  ,  Rey  de  las  Españas  ,  á 
todos  los  que  las  presentes  vieren  y  entendieren  ,  sabed  : 
Que  las  Cortes  han  decretado  lo  siguiente  :  Las  Cortes , 
usando  de  la  facultad  que  se  les  concede  por  la  Constitución, 
han  decretado  lo  siguiente  :  Los  abogados,  médicos  y  demás 
profesores  aprobados  ,  sean  de  la  profesión  científica  que 
fueren  ,  pueden  ejercerla  en  todos  los  puntos  de  la  monar- 
quía sin  necesidad  de  adscribirse  á  ninguna  corporación  ó 
colegio  particular,  y  solo  con  la  obligación  de  presentar  sus 
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títulos  á  la  autoridad  local.  Los  abogados  y  médicos  debe- 
rán desempeñar  por  repartimiento  los  cargos  á  que  estaban 
sujetos  los  individuos  de  los  colegios  en  los  asuntos  de  oficio 
y  en  los  de  pobres  de  solemnidad  ;  pero  no  en  aquellos  en 
que  sean  parte  los  establecimientos  ó  las  corporaciones  que 
por  privilegia  sean  consideradas  como  pobres.  Sevilla  8  de 
junio  de  1823.  »  Véase  Colegio  de  Abogados. 

■f-  ABOGADO  fiscal.  Habiéndose  suscitado  alguna 
duda  acerca  de  si  es  ó  no  compatible  con  el  cargo  de  abo- 
gado fiscal  el  ejercicio  de  la  abogacía,  creyó  conveniente  el 
Gobierno  de  S.  M.  oir  sobre  este  punto  el  dictamen  del  tri- 
bunal supremo  de  Justicia  ;  y  conformándose  con,  él  la  Reina 
nuestra  Señora  ,  ha  tenido  á  bien  declarar  incompatible  el 
ejercicio  de  la  abogacía  coa  dicho  cargo.  Rl.  órd.  de  28  de 
marzo  de  18'tS. 

ABOLENGO  ó  abolorio.  La  ascendencia  de  abue- 
los y  demás  antepasados  :  —  el  derecho  que  tienen  de  su- 
ceder los  descendientes  en  los  bienes  que  gozaron  sus  ascen- 
dientes ;  —  y  el  mismo  patrimonio  ó  herencia  que  viene  de 
los  abuelos.  Así  cuando  se  dice  vulgarmente  que  una  cosa 
viene  por  abolengo  ,  se  quiere  dar  á  entender  que  viene  por 
herencia  de  los  ascendientes.  Es  claro  que  abolengo  y  abolorio 
se  derivan  de  la  palabra  latina  avus ,  abuelo  ,  bajo  cuya  de- 
nominación solemos  comprender  todos  nuestros  mayores 
ó  ascendientes.  Véase  Retracto  de  abolengo. 

ABOLICIÓN.  La  anulación,  estincion,  abrogación  ó 
anonadamiento  de  una  cosa,  especialmente  de  una  ley,  uso  ó 
costumbre.  Se  dice  ,  por  ejemplo  ,  que  una  ley  queda  abo- 
lida cuando  se  promulga  otra  ley  que  la  destruye  ó  revoca 
espresa  ó  tácitamente  ,  y  cuando  existe  una  costumbre  le- 
gítima que  le  es  contraria.  Véase  Abrogación. 

ABOLICIÓN.  Entre  los  Romanos  era  el  acto  por  cuyo 
medio  se  remitía  la  acusación  y  se  libertaba  al  acusador  de 
la  obligación  de  continuarla,  eximiendo  al  reo  de  los  efectos 
de  la  persecución  judicial  que  se  habia  intentado  contra  él. 
Habia  tres  especies  :  la1  general ,  que  era  la  que  concedía  el 
príncipe  ó  el  senado  por  algún  acontecimiento  feliz  :  la  legal, 
que  era  la  que  estaba  determinada  por  las  leyes  en  algunos 
casos,  como  en  el  de  muerte  del  reo  y  en  el  de  prescripción 
del  delito  ;  y  la  privada  ó  particular,  que  era  la  que  á  peti- 
ción del  acusador  ó  de  este  y  del  reo  se  otorgaba  por  el  ma- 
gistrado. Entre  nosotros  no  se  usa  en  este  sentido  la  palabra 
abolición  ;  pero  existen  los  mismos  modos  de  dar  fin  á  la  ac- 
ción ó  derecho  de  acusar,  como  puede  verse  en  las  palabras 
Acusación ,  Acusado  y  Acusador,  Indulto  y  Prescripción  de 
delito. 

ABONADO.  El  sugeto  que  es  de  fiar  por  su  caudal  y 
crédito.  El  ser  abonado  es  una  de  las  calidades  que  debe 
tener  el  que  sale  fiador  por  otro  ,  ó  es  elegido  depositario  ,  ó 
se  encarga  de  alguna  empresa  de  responsabilidad  ,  etc.  ;  y 
así  es  que  hablando  de  fianzas ,  depósitos,  etc.,  solemos  usar 
de  la  locución  lego  ,  llano  y  abonado,  para  dar  á  entender 
que  el  fiador  ó  depositario  no  ha  de  gozar  fuero  eclesiástico 
ai  de  nobleza,  y  que  debe  tener  hacienda,  à  fin  de  que  no  se 
decline  la  jurisdicción  del  juez  á  quien  pertenece  el  conoci- 
miento de  estos  actos  y  quede  bien  asegurado  el  cumpli- 
miento de  la  convención.  —  También  se  aplica  la  palabra 
abonado  al  sugeto  que  por  su  buena  reputación  merece  ser 
creido  judicial  y  estrajudicialmente.  Véase  Abono  de  tes- 
tigos. 

ABONADOR.  El  que  abona  al  fiador,  y  en  su  defecto  se 
obliga  á  responder  por  él;  de  modo  que  viene  á  ser  un  fia-' 
dor  subsidiario. 

El  abonador  es  con  respecto  al  fiador  lo  mismo  que  el  fia 
dor  con  respecto  al  deudor  principal. 

También  suele  llamarse  abonador  el  fiador  que  se  presenta 
ante  el  juez  afirmando  del  deudor  principal  que  pagará  ó 
satisfará  su  obligación  ¡  y  que  en  su  defecto  responderá  él 
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_jàfî,lesljen'aè:  por  fia  está  voz  á  todos  los  que  abonan  á 
otros ,  aseguranao  sus  buenas  cualidades,  su  veracidad  ,  su 
buena  fe ,  su  riqueza,  la  estension  de  su  comercio,  etc. 

Como  toda  fianza  debe  ser  espresa  y  no  puede  estenderse 
mas  allá  de  los  límites  en  que  se  ha  contraído  ,  es  claro  que 
estos  últimos  abonadores  no  se  constituyen  fiadores  ni  que- 
dan responsables  de  sus  asertos  sino  en  cuanto  han  querido 
serlo,  á  no  haber  mediado  fraude  por  su  parte. 

ABONAR.  Salir  por  fiador  de  alguno,  responder  por  él  : 
—  Dar  por  cierta  y  segura  una  cosa  :  ^—  Acreditar  ó  califi- 
car de  bueno  :  —  Hacer  buena  ó  útil  alguna  cosa,  mejorarla 
de  condición  ó  estado  :  —  Asentar  en  el  libro  de  cuenta  y 
razón  cualquier  partida  á  favor  de  alguno  :  —  Admitir  en 
cuenta  alguna  cantidad. 

ABONARSE.  Pagar  alguna  cantidad  adelantada  para 
adquirir  el  derecho  de  concurrir  á  una  diversion  públi- 
ca ,  v.  gr.  al  teatro ,  ó  para  disfrutar  de  alguna  comodidad 
ó  ventaja. 

ABONO.  En  los  asientos  de  rentas  y  otros  contratos  es 
la  responsabilidad  ó  fianza  que  otro  da  de  que  el  contrayente 
cumplirá  lo  que  ofrece  :  —  En  las  cuentas  la  admisión  y 
aprobación  de  las  partidas  ;  y  también  el  recibo  que  se  da  ó 
el  asiento  que  se  hace  de  lo  que  se  cobra.  Asimismo  signi- 
fica là  acción  y  efecto  de  abonar  en  cualquiera  de  las  demás 
acepciones  de  éste  verbo  que  se  han  espresado. 

ABONO  DE  ADMINISTRADOR,  TESORERO  Ú  OTRO  EMPLEADO 

responsable.  La  seguridad  que  por  algunos  se  da  de  que  el 
sugeto  á  quien  se  confiere  alguna  administración,  tesorería 
ú  otro  empleo  semejante  ,  cumplirá  bien  y  fielmente  con  su 
encargo.  Este  abono  suele  hacerse  diciendo  los  abonadores 
que  el  interesado  que  los  presenta  es  sugeto  de  notorio  ar- 
raigo ;  que  tiene  tales  bienes  de  tanto  valor  en  venta  ,  sin 
carga  ni  gravamen,  ó  sin  otra  carga  que  la  de  tal  cantidad  ; 
y  que  en  caso  de  que  así  no  sea  ó  no  basten  dichos  bienes 
para  cubrir  los  alcances  de  que  tal  vez  se  viere  en  descu- 
bierto ,  se  obligan  ellos  á  responder  con  los  suyos  propios  3 
presentes  y  futuros  ,  constituyéndose  sus  fiadores  y  abona- 
dores simples  en  forma  legal.  Es  claro  que  tales  abonadores 
contraen  las  obligaciones  que  induce  la  fianza. 

ABONO  de  fianzas.  La  manifestación  que  hace  el  arren- 
datario de  rentas  reales  de  la  seguridad  de  sus  fiadores , 
presentando  ante  los  contadores  de  S.  M.  justificación  de  la 
cantidad  y  calidad  de  los  bienes  propios  y  de  los  de  dichos 
fiadores  que  deja  obligados  por  razón  del  arrendamiento, 
de  lo  cual  debe  sacarse  recibo  y  publicarse  para  que  llegue 
à  noticia  dé  todos;  ley  9,'tit.  11,  lib.  9:  Nov.  Rec. 

ABONO  de  fianzas.  La  información  que  da  de  ser  pro- 
pios,' seguros  y  libres  los  bienes  que  obliga  un  deudor, 
arrendatario  particular  ú  otro  que  toma  sobre  si  alguna  res- 
ponsabilidad, para  la  seguridad  de  su  deuda,  obligación  ó 
contrato. 

ABONO  de  testigos.  La  justificación  que  se  hace  de  la 
idoneidad  y  veracidad  de  las  personas  á  quienes  se  recibió 
declaración  sin  citación  de  la  parte  contraria  en  alguna  jurí- 
dica información,  y  que  por  su  muerte  ó  ausencia  no  pueden 
ratificarse  en  el  término  de  prueba. 

Es  regla  general  que  todos  los  testigos  hayan  de  ser  exa- 
minados con  citación  de  la  parte  contra  quien  se  presentan , 
y  que  si  lo  hubieren  sido  sin  esta  circunstancia ,  como  sucede 
en  los  sumarios  de  las  causas  criminales  y  aun  en  algunos 
casos  civiles,  hayan  de  ratificarse  ó  afirmarse  despues  en  sus 
deposiciones  con  dicha  citación  bajo  pena  de  nulidad  dentro 
del  término  concedido  á  las  partes  para  hacer  sus  pruebas. 
Mas  si  estos  testigos  examinados  sin  citación  de  la  parte  con- 
traria, no  pudieren  ratificarse  por  haber  muerto  ó  estar 
ausentes  en  paraje  ignorado,  ¿habrá  de  quedar  desarmado 
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el  que  los  presentó  ,■  sin  poder  aprovecharse  rde  sitéidgciaíATri 
ciones?  EtttótideS  es  'eu&hckx  tienen  elirecutisondel  abono;,á,euyo 
efecto  presenta*  al' juéz'un  pedimerito  em  /que  le-  espone' que/ 
para  la  prueba  intentada  pidió  y  se  mandó  en  tantos  de  tal 
mes  que  los  testigos  que  depusieron  á  su  instancia  sin  cita- 
ción contraria  en  una  información  que  se  halla  en  los  autos, 
se  ratificasen  con  ella  ;  y  que  habiendo  pasado  el  escribano 
que  entiende  en  la  probanza  á  practicar  esta  diligencia,  se 
encontró  con  la  novedad  de  que  N.,  uno  de  ellos ,  ha  muerto 
ó  ausentádose  del  pueblo  sin  saberse  su  paradero ,  según  se 
acredita  de  las  diligencias  hechas  en  su  busca  ó  de  la  certi- 
ficación de  su  entierro  que  se  presenta  ;  y  concluye  suplicán- 
dole que  para  que  la  declaración  de  dicho  testigo  muerto  ó 
ausente  no  quede  ilusoria ,  se  sirva  mandar  recibir  con  cita- 
ción de  la  parte  contraria  la  información  de  abono  que  ofrece 
del  espresado  N.,  y  para  ello  dar  comisión  al  escribano. 

Accediéndose  por  el  juez  á  esta  solicitud ,  presenta  el  in- 
teresado y  el  escribano  examina  los  testigos  de  abono ,  los 
cuales  deben  ser  tales  que  puedan  deponer  que  conocieron 
de  vista,  trato  ó  comunicación  al  sugeto  á  quien  se  abona  ; 
que  le  tuvieron  siempre  por  hombre  ingenuo  y  fidedigno  ; 
que  por  tal  estuvo  reputado  en  el  pueblo ,  sin  que  jamas 
hayan  oido  cosa  en  contrario  ;  que  tienen  por  cierto  habrá 
dicho  la  verdad  en  la  declaración  que  hizo  tal  dia  á  instan- 
cia de  la  parte  que  los  presenta;  por  cuya  razón  se  le  debe 
dar  entera  fe  y  crédito  :  y  que  les  consta  que  falleció  tal  dia , 
por  haber  asistido  á  su  entierro  ó  visto  su  cadáver,  ó  que  se 
ausentó  del  pueblo  en  tal  tiempo  y  se  ignora  su  paradero,  etc. 
Véase  Ratificación  de  testigos. 

ABORDAJE.  En  el  comercio  marítimo  es  el  choque  ó 
tropiezo  de  una  embarcación  con  otra. 

El  artículo  935  del  Código  de  comercio  pone  en  la  clase 
de  averías  simples  ó  particulares  «  el  daño  que  reciban  el 
buque  ó  el  cargamento  por  el  choque  ó  amarramiento  con 
otro,  siendo  este  casual  é  inevitable  ;  »  y  añade  «  que  cuando 
alguno  de  los  capitanes  sea  culpable  de  este  accidente ,  será 
de  su  cargo  satisfacer  todo  el  daño  que  hubiere  ocasionado.  » 
El  abordaje  pues ,  según  este  artículo ,  puede  ser  efecto  de 
fuerza  mayor  ó  de  culpa  de  alguno  de  los  capitanes.  En  el 
primer  caso  ,  como  que  el  abordaje  es  puramente  fortuito  y 
ocasionado  por  un  accidente  que  no  pudo  evitarse ,  v.  gr.  si 
arrebatadas  las  dos  naves  por  la  violencia  de  los  vientos  se 
encuentran  y  se  golpean  una  con  otra,  el  daño  que  resultare 
debe  soportarse  sin  repetición  por  cada  uno  de  los  dueños 
del  buque  ó  del  cargamento  que  le  hubieren  esperimentado  ; 
porque  es  regla  general  que  cada  uno  tiene  que  sufrir  los 
perjuicios  que  recaen  sobre  sus  cosas  por  accidentes  fortui- 
tos. En  el  segundo  caso  ,  como  que  el  abordaje  no  es  ya  un 
acontecimiento  de  fuerza  mayor  sino  un  efecto  de  la  falta  ó 
negligencia  de  uno  de  los  capitanes  ,  este  debe  reparar  los 
daños  que  se  hubieren  seguido  ,  por  la  regla  general  de  que 
cada  cual  está  obligado  á  remediar  el  mal  que  ha  hecho,  y 
porque  según  el  art.  676  de  d.  cocí,  el  capitán  es  responsa- 
ble civilmente  de  todos  los  daños  que  sobrevengan  á  la  nave 
y  su  cargamento  por  impericia  ó  descuido  de  su  parte. 

Mas  ¿qué  será ,  si  los  dos  capitanes  fuesen  culpables? 
¿Deberá  entonces  formarse  una  masa  de  los  daños  causados 
en  las  dos  naves  para  que  ambos  satisfagan  su  importe  por 
iguales  partes ,  ó  habrá  de  pagar  cada  capitán  los  daños 
causados  en  la  suya?  Rogron  en  sus  notas  al  código  francés 
dice,  que  habiendo  culpa  por  parte  de  los  dos  capitanes, 
cada  cual  debería  sobrellevar  el  daño  de  su  nave  ;  pero  con 
esta  decisión  resultaría  que  en  el  caso  de  padecer  la  una 
nave  mucho  daño  y  la  otra  poco  ó  ninguno,  como  suele  su- 
ceder cuando  la  una  es  muy  fuerte  y  la  otra  débil ,  recaería 
sobre  el  un  capitán  todo  el  peso  de  la  pena  ,  al  paso  que  el 
otro  ,  siendo  también  culpable,  se  Vería  esculo  de  cargo. 
Parece  pues  mas  conforme,  que  siendo  igual  la  culpa  contri- 
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btívari  ambos  igualmente  so  la  satisfacción  de  los  perjuicios . 
ya  "sea  que  éstos  se-liayan  esperimenfcado  por  las  dos;  naves, 
ya  sea  que  solo  hayan  sobrevenido  en  la  una.  Así  se  colige 
también  del  espíritu  del  cit.  art.  95b  ;  pues  si  cuando  alguno 
de  los  capitanes  es  culpable  ,  debe  satisfacer  todo  el  daño 
que  hubiere  ocasionado  ,  es  claro  que  cuando  lo  son  ambos 
capitanes  ,  ambos  deben  satisfacer  todo  el  daño  por  iguales 
partes,  respecto  de  que  cada  capitán  no  solo  ha  causado  el 
daño  de  su  nave  sino  también  el  de  la  otra. 

Puede  acaecer  en  fin  que  resulte  acreditado  no  haber  pro- 
venido el  abordaje  de  fuerza  mayor,  sino  de  la  falta  ó  ne- 
gligencia de  alguno  de  los  capitanes,  sin  que  pueda  desig- 
narse cuál  es  el  capitán  ni  cuál  la  falta  que  ha  ocasionado  el 
fracaso.  ¿Quién  será  entonces  responsable  del  daño?  Nuestro 
código  guarda  silencio  sobre  este  punto  :  el  francés  ,  artí- 
culo ft07,  quiere  que  el  daño  se  repare  de  mancomún  y  con 
igualdad  por  las.  naves  que  lo  han  hecho  y  padecido  ;  de 
'  modo  que  si  una  nave  de  seiscientas  toneladas  choca  con 
otra  de  ciento ,  aunque  el  buque  pequeño  sufra  tanto  mas 
cuanto  mas  grande  es  el  otro  ,  se  habrá  de  soportar  la  pér- 
dida entre  los  dos  por  iguales  partes  y  no  proporcional- 
menle.  Mas  es  de  advertir  que  los  autores  convienen  gene- 
ralmente en  no  aplicar  esta  disposición  á  las  mercaderías  , 
según  afirma  Rogron;  y  así  cuando  no  se  puede  probar 
quién  es  el  capitán  culpable,  el  dueño  de  las  mercaderías  es 
el  que  tiene  que  soportar  el  daño  causado  en  ellas  por  el 
abordaje. 

El  abordaje,  por  regla  general ,  se  presume  siempre  ca- 
sual é  inevitable;  y  así  el  que  pretende  lo  contrario  debe 
probar  que  proviene  de  culpa  de  tal  capitán  ó  de  la  de  am- 
bos. En  caso  de  incertidumbre  hay  algunas  circunstancias 
que  pueden  servir  para  quitar  las  dudas  :  si  dos  naves  ,  por 
ejemplo ,  van  á  entrar  en  el  mismo  puerto  ,  la  mas  remota 
debe  esperar  á  que  la  otra  haya  entrado  ,  pues  esta  por  el 
hecho  de  ir  delante  tiene  adquirido  un  derecho  que  la  de 
atrás  no  le  puede  quitar  :  en  caso  de  concurrencia  de  dos 
buques  ,  el  mas  pequeño  debe  ceder  al  mas  grande ,  porque 
aquel  es  naturalmente  mas  lijero  en  sus  movimientos  y  ma- 
niobras :  el  que  sale  del  puerto  debe  hacer  lugar  al  que  en- 
tra ,  porque  el  primero  puede  escoger  los  momentos  mas 
favorables  para  hacerse  á  la  vela  y  sale  bien  reparado  y 
pertrechado  ,  al  paso  que  el  segundo  viene  fatigado  y  quizá 
con  averías.  En  estos  diferentes  casos,  si  hay  abordaje ,  mi- 
lita la  presunción  contra  la  nave  que  no  se  ha  conformado 
con  la  regla;  y  lo  mismo  debe  decirse  de  la  nave  que  se 
hace  á  la  vela  por  la  noche ,  que  está  mal  amarrada ,  ó  que 
no  lo  está  en  el  paraje  destinado  á  este  uso. 

Los  aseguradores  deben  responder  á  los  asegurados  de 
todos  los  daños  ocasionados  por  abordaje  casual,  art.  861, 
del  cód.  de  com.  ;  mas  no  de  los  causados  por  abordaje  que 
provenga  de  culpa  ó  falta  del  capitán  ,  á  no  ser  que  en  la 
póliza  hubiesen  tomado  á  su  cargo  las  baraterías  del  capitán 
ó  del  equipaje  ,  art.  862  ;  en  cuyo  caso,  satisfaciendo  el  daño 
quedarían  subrogados  en  todas  las  acciones  que  correspon- 
diesen á  los  comerciantes  asegurados  contra  el  que  hubiere 
sido  causa  de  los  perjuicios  ,  art.  88'4. 

ABORTIVO.  Aplícase  en  general  á  todo  lo  que  nace 
antes  de  tiempo. 

La  ley  15  de  Toro  (que,  es  la  2,  t'it.  5  ,  lib.  10,  Nov.  Rec.) 
exigeciertos  requisitos  para  que  el  hijo  se  entienda  natural- 
mente nacido  y  no  abortivo  :  «  Por  evitar,  dice  ,  muchas 
dudas  que  suelen  ocurrir  cerca  de  los  hijos  que  mueren  re- 
cien nacidos  ,  sobre  si  son  naturalmente  nascidos  ,  ó  si  son 
abortivos  ,  ordenamos  y  mandamos  ,  que  el  tal  hijo  se  diga 
que  naturalmente  es  nascido  ,  y  que  no  es  abortivo  ,  cuando 
nació  vivo  todo  y  que  á  lo  menos  después  de  nascido  vivió 
veinte  y  cuatro  horas  naturales  ,  y  fué  bautizado  antes  que 
muriese  ;  y  si  de  otra  maneja  nascido  murió  dentro  del  di- 


cho  término,  ó  no  fué  bautizado ,  mandamos  ,  que  el  tal  hijo 
sea  habido  por  abortivo  y  que  no  pueda  heredar  á  sus  pa- 
dres ni  á  sus  madres  ,  ni  á  sus  ascendientes  :  pero  si  por  _el 
ausencia  del  marido  ,  ó  por  el  tiempo  del  casamiento  clara- 
mente se  probase,  que  nasció  en  tiempo  que  no  podía  vivir 
naturalmente,  mandamos,  que  aunque  concurran  en  el  dicho 
hijo  las  qualidades  susodichas,  que  no  sea  habido  por  parto 
natural  ni  legitimo.  » 

Es  necesario  pues  según  esta  ley,  para  que  un  hijo  no  sea 
tenido  por  abortivo,  en  primer  lugar  que  nazca  vivo  todo. 
Así  que  ,  el  hijo  que  nace  muerto  no  se  considera  hijo  ,  no 
es  una  persona,  no  ha  tenido  existencia  ,  no  ha  adquirido 
derechos  ni  ha  podido  trasmitirlos ,  fuit  quasi  non  esset ,  de 
utero  translalus  ad  tumulum.  «  Los  fiijos  que  nascen  muer- 
tos ,  dice  la  ley  8  ,  tít.  55  ,  Part.  7,  son  como  non  nascidos 
nin  criados ,  et  por  eso  non  se  quebranta  por  ellos  el 
testamento  que  el  padre  ó  la  madre  hubiese  fecho.  »  Así  lo 
disponía  también  el  derecho  romano  :  Qui  morlui  nascunlur, 
ñeque  nati,  ñeque  procr cali  vidcniur  ;  quia  nunquam  libcri 
appcllari  polucrunt ;  l.  129,  ff.  de  verb.  signif.  Ademas  de 
vivo  ha  de  nacer  todo,  es  decir,  que  ha  de  tenerse  por  na- 
cido el  hijo  desde  que  nace  todo  él ,  y  no  antes  ,  de  modo 
que  si  saliese  del  vientre  de  la  madre  ,  no  de  una  vez,  sino 
prolongándose  el  parto,  no  se  ha  de  considerar  nacido  desde 
que  se  empezó  à  descubrir  una  parte  de  su  cuerpo  ,  sino 
desde  que  se  desprendió  y  salió  todo  entero  á  luz  del  mundo, 
si  vivus  ad  orbem  lotus  processif.  Tal  es  el  sentido  de  las  pa- 
labras vivo  todo  ,  esto  es  ,  que  nazca  todo  el  hijo  y  que 
nazca  vivo,  sin  que  se  quiera  dar  á  entender  que  no  ha  de 
nacer  en  parte  vivo  ,  y  en  parte  muerto  ,  de  manera  que 
naciendo  con  un  dedo  v.  gr.  inútil  ó  sin  movimiento  no  de- 
bería tenerse  por  vivo  para  los  efectos  civiles. 

Se  requiere  en  segundo  lugar,  que  á  lo  menos  viva  veinte 
y  cuatro  horas  naturales.  La  ley  no  se  contenta  con  que  el 
hijo  nazca  vivo  ,  sino  que  quiere  ademas  que  viva  veinte  y 
cuatro  horas  ,  de  suerte  que  si  no  llegase  á  completar  este 
período  de  existencia,  no  podrá  adquirir  ni  trasmitir  dere- 
chos, pues  que  todavía  no  habrá  entrado  legalmente  en  la 
clase  de  hijo.  ¿Cuál  pudo  ser  la  causa  de  una  decisión  tan 
triste  y  tan  funesta  para  los  padres?  El  atraso  en  que  se 
hallaba  la  ciencia  fisiológica  á  principio  del  siglo  décimo 
sesto,  en  que  se  dio  esta  ley.  No  se  habían  averiguado  toda- 
vía entonces  los  signos  ciertos  de  la  viabilidad  de  los  recien 
nacidos  :  los  médicos  estaban  perplejos  y  divididos  en  opi- 
niones :  suscitábanse  frecuentes  contiendas  sobre  la  natura- 
lidad ó  premadurez  de  los  partos,  sin  que  fuese  fácil  resol- 
verlas ;  y  el  legislador,  que  se  veia  en  la  necesidad  de  dar  á 
los  tribunales  una  regla  fija  que  los  guiase  en  la  decisión  de 
estas  causas,  tuvo  que  prescribir  la  condición  de  veinte  y 
cuatro  horas  de  vida  para  que  los  hijos  no  se  reputasen 
abortivos  sino  vivideros  ó  viables,  esto  es,  aptos  para  vivir  ó 
capaces  de  continuar  la  existencia  que  habían  recibido. 

Mas ,  pues  que  la  ciencia  médica  ha  hecho  progresos ,  no 
debe  quedarse  atrás  la  legislativa,  cuando  tiene  que  caminar 
á  la  luz  que  aquella  le  suministra.  Si  se  han  encontrado  ya 
medios  para  reconocer  de  una  manera  indudable  la  capacidad 
ó  incapacidad  de  vivir  de  los  recien  nacidos ,  ¿qué  necesidad 
hay  de  exigirles  veinte  y  cuatro  horas  de  vida  natural  para 
concederles  la  vida  civil?  Si  vienen  al  mundo  con  las  condi- 
ciones necesarias  para  recorrer  el  círculo  de  la  vida  ;  si  al 
verlos  no  se  puede  decir  qtle  solo  han  nacido  para  pasar  al 
sepulcro  ;  si  traen  una  conformación  regular ,  así  con  res- 
pecto á  la  fuerza  como  á  la  disposición  de  los  miembros; 
¿qué  importa  para  su  viabilidad  que  mueran  luego  después 
del  nacimiento,  sea  por  un  acaso,  sea  por  imprudencia  de 
las  personas  que  los  reciban ,  sea  por  una  enfermedad  cono- 
cida ó  desconocida  que  les  sobrevenga?  Por  el  hecho  de  ha- 
ber nacido  vivos  y  vivideros,  son  ya  individuos  de  la  especie 


humana ,  y  forman  ya  parte  de  la  sociedad  en  cuyo  seno  los 
pone  la  naturaleza;  ¿porqué  no  han  de  ser  también  desde 
luego, miembros  de  la  familia  á  que  pertenece!) ?  ¿porque  ya 
desde  el  acto  de  su  nacimiento  no  lian  de  ser  tenidos  legal- 
mente  por  hijos,  pues  que  lo  son  naturalmente?  ¿porqué 
desde  aquel  momento  no  han  de  recibir  los  derechos  civiles 
que  como  á  hijos  les  competan ,  pues  que  tienen  ya  ios  dere- 
chos naturales?  ¿Es  que  la  vida  civil  se  considera  como  la 
vida  religiosa ,  y  se  necesita  igualmente  el  noviciado  para 
entrar  en  ella?  Pero  el  noviciado  de  las  veinte  y  cuatro  ho- 
ras es  un  noviciado  terrible ,  porque  el  primer  dia  de  la  vida 
es  el  mas  peligroso  y  mortífero  de  todos  los  dias.  En  él  sue- 
len morir  muchos  hijos ,  no  por  imperfección  ó  por  falta  de 
desarrollo  de  su  organización,  sino  por  la  acción  de  alguna 
de  las  innumerables  causas  esternas  que  en  aquellos  prime-- 
ros  instantes  combaten  su  existencia  ;  y  es  ciertamente  muy 
doloroso  que  por  falta  de  algunas  horas,  tal  vez  de  algunos 
minutos,  no  hayan  podido  adquirir  una  sucesión  que  les 
correspondía  ,.  ni  por  consiguiente  trasmitirla  á  sus  padres. 
Véase  Monstruo  y  Viabilidad. 

Se  exige  en  tercer  lugar  que  sea  bautizado.  Jesucristo  or- 
denó el  bautismo  para  entrar  en  la  vida  eterna  ;  y  las  Cortes 
de  Toledo  de  1502  lo  ordenaron  por  esta  ley  para  entrar  en 
la  vida  civil;  de  manera  que  los  recien  nacidos  que  aun  des- 
pués de  las  veinte  y  cuatro  horas  de  prueba  mueren  sin  bau- 
tismo, no  se  tienen  por  hijos  naturales  sino  por  abortivos, 
y  no  son  capaces  de  recibir  herencias  ni  de  trasmitirlas.  Esta 
ley  ascética ,  muy  propia  de  unas  Cortes  á  que  asistieron 
mas  teólogos  que  fisiólogos  ,  tuvo  tal  vez  por  objeto  aumen- 
tar el  interés  de  los  padres  en  la  adopción  de  precauciones 
para  evitan  el  peligro  de  que  sus  hijos  muriesen  sin  dicho 
sacramento  ;  pero  como  puede  suceder  que  no  deba  impu- 
tarse á  los  padres,  especialmente  si  se  hallan  enfermos  ó  au- 
sentes ,.  el  que  los  recien  nacidos  fallezcan  sin  ser  bautiza- 
dos, parece  mas  equitativo  que  no  calificándose  de  abortivos 
á  los  hijos  que  realmente  no  lo  sean ,  no  se  prive  á  los  pa- 
dres de  la  sucesión  sino  solo  en  el  caso  de  que  la  falta  de 
bautismo  sea  efecto  de  su  negligencia. 

Es  preciso  en  cuarto  lugar  que  nazca  en  tiempo  que  pueda 
vivir  naturalmente ,  esto  es,  según  la  ley  4,  til.  23,  Pari,  h, 
pasado  el  sesto  mes  de  la  preñez  ,  y  entrando  aunque  solo 
sea  de  un  dia  en  el  séptimo  ,  pues  la  criatura  que  nasciese 
fasla  en  los  siete  meses,....  solo  que  tenga  su  nascimienlo  un 
dia  del  seteno  mes,....  es  cumplida  el  vividera.  Y  ¿cómo  se 
sabrá  que  un  niño  que  acaba  de  nacer,  llegó  al  séptimo  mes 
de  su  edad  intrauterina  ?  Para  esponer  su  juicio  sobre  este 
punto  deben  guiarse  los  facultativos  por  los  diversos  estados 
ce  organización  que  corresponden  á  las  diferentes  épocas 
del  preñado  mas  bien  que  por  la  declaración  de  la  madre, 
¡a  cual  puede  tener  interés  en  no  decir  la  verdad  ó  engañar- 
le fácilmente  en  sus  cálculos ,  como  acredita  diariamente  la 
esperiencia.  La  ley  acude ,  para  formar  este  juicio ,  á  la  au- 
sencia del  marido  ó  al  tiempo  del  casamiento.  Efectivamente, 
abortivo  y  no  de  término  deberá  presumirse  el  hijo  que  na- 
ciere antes  de  cumplirse  seis  meses  desde  la  celebración  del 
matrimonio,  ó  desde  el  regreso  del  marido  que  hubiese  es- 
tado en  algún  largo  viaje  de  mas  de  cuatro  ,  cinco  ó  seis 
meses  según  los  casos.  Pero  para  que  tenga  lugar  dicha  pre- 
sunción, es*preciso  declarar  que  el  hijo  no  es  vividero  ;  y 
así  siempre  habrá  de  recurrirse  al  examen  del  estado  de  su 
organización.  Si  el  tal  hijo  se  encontrase  perfectamente  or- 
ganizado y  con  la  aptitud  necesaria  para  continuar  su  exis- 
tencia ,  podría  entonces  sospecharse  que  no  pertenecia  al 
marido ,  quien  tendría  derecho  para  negarse  á  reconocerle  ; 
mas  es  de  advertir  que  puede  haber  partos  naturales  y  vita- 
les de  menos  de  seis  meses  ,  según  sientan  los  facultativos 
que  citan  ejemplos  de  niños  nacidos  al  quinto  mes  de  su 
concepción.  Véase  Edadi  Hijo  legitimo  y  Nacimiento. 
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ABORTIVO.  Lo  que  tiene  virtud  para  hacer  abortar. 
¿Hay  medios  abortivos ,, esto  es  ,  medios  capaces  de  cau- 
sar el  aborto  ?  La  resolución  de  esta  cuestión  es  del  dominio  do 
la  facultad  de  medicina.,  pero  interesa  demasiado  á  los  ju- 
ristas para  que  no  descuiden  su  estudio. 

Hay  efectivamente  causas  que  sin  culpa,  ó  á  lo  menos 
sin  intención  de  persona  alguna,  pueden  influir  mas  ó  manos, 
de  cerca  ó  de  lejos,  directa  ó  indirectamente,  en  el  aborto; 
y  hay  otras  causas  ó  medios  de  que  suele  echát  mano  la 
malicia  para  conseguir  este  objeto. 

Entre  las  primeras  pueden  contarse ,  como  predisponen- 
tes, el  estado  de  contractilidad  ó  de  relajación  demasiado 
grande  del*útero,  y  todas  las  enfermedades;  y  como  deter- 
minantes .ú  ocasionales  ,  cierta  disposición  particular  de  la 
atmósfera  que  á  veces  impide  el  perfecto  desarrollo  del  feto , 
los  olores  demasiado  fuertes ,  las  conmociones  producidas 
por  el  trueno  ó  por  cualquiera  repentina  detonación,  el  flui- 
do eléctrico ,  las  emociones  vivas ,  los  errores  en  el  régimen, 
los  manjares  demasiado  estimulantes ,  el  abuso  de  los  licores 
espiritosos,  la  abstinencia  escesiva,  el  uso  de  alimentos  de- 
masiado nutritivos,  el  ejercicio  forzado  ,  los  grandes  vaive- 
nes de  los  carruajes  ,  los  trajes  muy  apretados,  los  esfuerzos 
hechos  para  alargar  los  brazos,  los  golpes,  las  caídas,  las 
risas  inmoderadas ,  el  abuso  del  coito ,  la  astricción  de  vien- 
tre ,  las  enfermedades  agudas ,  y  en  especial  la  pulmonía , 
los  defectos  ó  imperfecciones  y  enfermedades  del  feto  y  de 
sus  anejos ,  etc.,  etc. 

Entre  las  segundas  se  enumeran  la  dilatación  forzada  del 
cuello  del  útero  y  la  acción  directa  de  algún  instrumento 
para  rasgar  las  membranas  ó  herir  al  nuevo  ser ,  el  uso  del 
centeno  atizonado  que  produce  contracciones  directas  y  es- 
pulsivas  del  útero,  las  sangrías  del  pié,  las  sanguijuelas  á  la 
vulva ,  las  revulsiones  sostenidas  por  la  acción  de  un  baño 
de  asiento  muy  caliente ,  los  purgantes ,  los  eméticos ,  los 
emenagogos  como  la  ruda  y  la  sabina,  y  los  diuréticos.  Pero 
estos  medios  rara  vez  producen  el  efecto  que  se  propone  el 
que  los  usa ,  antes  por  el  contrario  los  mas  de  ellos  suelen 
alterar  la  salud  de  la  desgraciada  madre  hasta  el  estremo  de 
conducirla  tal  vez  al  sepulcro,  y  algunos  se  emplean  por  los 
facultativos  para  impedir  abortos  que  amenazan. 

No  solamente  es  culpable  la  mujer  que  se  vale  de  estos 
medios  criminales  para  provocar  el  aborto ,  sino  también  la 
que  voluntariamente  y  á  sabiendas  se  somete  ó  espone  á  la 
acción  de  las  causas  que  lo  determinan  ú  ocasionan,  cuales 
son  el  abuso  de  los  licores  espiritosos ,  el  ejercicio  forzado  , 
los  vaivenes  de  los  carruajes  ,  los  trajes  muy  apretados,  y 
otras  de  las  que  se  han  enumerado.  Véase  Aborto. 

ABORTO.  Hablando  en  general,  hay  aborto  siempre  que 
el  producto  de  la  concepción  es  espelido  del  útero  antes  de 
la  época  determinada  por  la  naturaleza  ;  pero  la  ley  no  en- 
tiende por  aborto  sino  la  espulsion  provocada  y  premeditada 
del  producto  de  la  concepción  antes  del  término  natural  de 
la  preñez.  Hay  pues  aborto  natural  ó  espontáneo ,  y  aborto 
voluntario  ó  provocado  :  el  primero  es  efecto  de  la  acción 
de  causas  predisponentes  ó  determinantes  que  obran  por  sí 
mismas  independientemente  de  la  voluntad  ó  intención  do 
persona  alguna;  y  el  segundo  es  efecto  de  algún  medica- 
mento que  se  tomó  ó  de  alguna  operación  que  se  hizo  con  el 
objeto  de  procurarlo. 

Los  poetas  y  oradores  de  Atenas  y  de  Roma  hicieron  con- 
tra el  aborto  voluntario  vivísimas  declamaciones  que  mani- 
fiestan la  antigüedad  de  este  crimen  y  el  horror  que  se  le  ha 
tenido  en  todos  tiempos.  Hipócrates  promete  solamente  en  el 
juramento  que  está  al  principio  de  sus  obras  no  dar  jamas  á 
mujer  preñada  medicamento  alguno  que  pueda  hacerla  abor- 
tar, y  acompaña  su  juramento  con  imprecaciones  que  indi- 
can que  este  crimen  se  consideraba  como  uno  de  los  mayo- 
res que  pudiese  cometer  un  médico.  Aristóteles  igualmente 
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prohibe,  el  aborto,  aunque  con  una  restricción ,  que  luego 
diremos. 

En  algunos  pueblos  antiguos  ,  las  mujeres  que  se  hacían 
abortar  con  pociones  ú  otros  medios  eran  castigadas  con  la 
pena  capital  si  estaba  animado  el  feto  ;  y  si  no  lo  estaba  to- 
davía, con  la  de  destierro  ú  otra  menor  que  la  de  muerte, 
según  la  calidad  del  hecho  y  la  condición  de  las  personas. 

Los  Griegos  tenían  por  inocente  el  aborto  cuando  todavía 
no  estaba  animado  el  feto.  H'pócrates  mismo ,  según  nos 
cuenta  en  su  tratado  De  natura  pueri;  habiéndosele  presen- 
tado una  mujer  con  el  temor  de  que  se  hallaba  en  cinta ,  y 
observando  que  apenas  habia  llegado  al  sesto  dia  de  su  em- 
barazo ,  le  aconsejó  que  hiciese  un  ejercicio  violento ,  y  de 
este  modo  la  libró  del  motivo  de  sus  recelos  :  lo  que  prueba 
que  en  su  pais  no  estaban  prohibidos  aquellos  abortos  que 
mas  propiamente  se  llaman  ef/luxiones  que  aborliones,  pues 
si  hubiese  mirado  esta  acción  como  reprehensible  y  contra- 
ria al  juramento  que  habia  hecho  ,  no  habría  enterado  de 
tal  prevaricación  á  sus  contemporáneos  y  á  toda  la  posteri- 
dad. Confírmalo  Aristóteles  en  el  libro  7  de  su  Política,  de- 
cidiendo formalmente  que  cuando  es  demasiado  escesivo  el 
número  de  ciudadanos  puede  hacerse  abortar  antes  de  la  ani- 
mación del  feto  la  mujer  que  hubiese  concebido  en  contra- 
vención alas  órdenes  del  magistrado. 

No  parece  hayan  seguido  el  ejemplo  de  los  Griegos  los 
jurisconsultos  romanos,  pues  en  las  decisiones  que  estos  nos 
han  dejado  no  se  encuentran  vestigios  de  la  distinción  entre 
feto  animado  y  feto  informe.  En  Roma  las  mujeres  que  se 
procuraban  el  aborto  por  aversion  á  sus  maridos  á  conse- 
cuencia de  un  divorcio ,  no  tenían  otra  pena  que  la  del  des- 
tierro; pero  si  se  habían  dejado  sobornar  por  dinero  para 
cometer  este  crimen ,  debían  ser  condenadas  al  último  su- 
plicio ,  como  lo  fué  efectivamente  cierta  mujer  de  Mileto  que 
cita  Cicerón  en  su  oración  pro  Cluenlio,  porque  después  de 
la  muerte  de  su  marido  habia  hecho  perecer  el  fruto  que 
llevaba  en  sus  entrañas  por  una  cantidad  de  dinero  que  le 
dieron  los  herederos  sustituidos  por  el  marido  mismo  á  su 
hijo  postumo. 

Entre  nosotros  las  persogas  que  procuran  y  causan  efec- 
tivamente el  aborto ,  son  tratadas  y  castigadas  como  homici- 
das si  el  feto  estaba  ya  animado ,  y  si  no  lo  estaba  incurren 
en  la  pena  de  cinco  años  de  destierro  à  alguna  isla.  «  Mujer 
preñada,  dice  la  ley  8,  tít.  8,  Part.  7,  que  bebiese  yerbas 
á  sabiendas  ú  otra 'tosa  cualquier  con  que  echase  de  sí  la 
criatura,  ó  se  feríese  con  puños  en  el  vientre  ó  con  otra  cosa 
con  entencion  de  perder  la  criatura,  et  se  perdiese  por  ende, 
decimos  que  si  la  criatura  era  ya  viva  en  el  vientre  estonce 
quando  ella  esto  fizo,  debe  morir  por  ello  et  haber  aquella 
pena  que  se  contiene,  en  la  ley  docena  despues  de  esta  que 
comienza  :  Si  el  padre  (esto  es,  la  pena  del  parricidio);  fue- 
fas  ende  si  gelo  ficieran  facer  por  premia ,  así  como  facen 
los  judíos  ásus  moras  en  Toledo  :  ca  estonce  el  que  lo  fizo  fa- 
cer debe  haber  esta  pena  :  et  si  por  aventura  non  fuese  aun 
viva,  estonce  nol  deben  dar  muerte,  mas  débenla  desterrar 
en  alguna  isla  por  cinco  años.  Esa  misma  pena  (esto  es,  la 
de  muerte  ó  destierro  según  los  casos)  decimos  que  debe 
haber  el  home  que  firiese  á  su  mujer  á  sabiendas  seyendo 
ella  preñada  ,  de  manera  que  se  perdiese  lo  que  tenie  en  el 
vientre  por  la  ferida  ;  et  si  otro  home  extraño  lo  ficiese , 
debe  haber  pena  de  homecida,  si  era  viva  la  criatura  quan- 
do murió  por  culpa  del  ;  et  si  non  era  aun  viva ,  debe  seer 
desterrado  en  alguna  isla  por  cinco  años  (l).  » 

(l)Eai  cuanto  alas  penas  canónicas  del  aborto  voluntario,  véanse 
las  bulas  Ai  effrœnalam  del  Sr.  Sixto  V  de  d°.  de  noviembre 
de  1S88 ,  y  la  del  Sr.  Gregorio  XIV  Seáis  apostolicœ,  de  31  de 
mayo  de  1391.  —  La  Iglesia  ha  condenado  dos  proposicioo.es 
acerca  de  aborto,  que  pone  Ferrar,  en  la  palabra  Aborto,— Puede 


Es  claro  ,  según  la  letra  y  el  espíritu  de  esta  ley,  que  para' 
incurrir  en  las  penas  que  prescribe ,' se  hace  necesario' ëïi'1' 
primer  lugar  que  no  solo  la  mujer  en  su  caso,  sino  también 
el  .marido  y  el  estraño  hayan  cometido  sus  actos  atentatorios 
con  ánimo  deliberado  de  causar  el  aborto ,  como  suele  suce- 
der cuando  trata  alguna  persona  de  precaver  los  efectos  de 
su  incontinencia  ó  de  impedir  el  aumento  del  número  de  sus 
hijos  :  Perimunt  fœtus,  decía  Tertuliano,  impiœ  maires  suos, 
nelurpitudo  earum  detegatur  ;  quin  etiam  quandoque  diviies, 
ne  per  plures  liberos  suwn  palrimonium  dividalur,  in  Ulero 
parlus  proprios  necant  et  parricidialibus  succis  in  ipso  geni— 
tali  alvo  pignora  sui  ventris  extinguunt ,  priusque  au fertur 
vita  quàm  traditur.  La  ley  se  vale  efectivamente  de  lases- 
presiones  con  entencion  y  á  sabiendas  que  denotan  delibera- 
ción ,  y  es  ademas  principio  general  que  no  puede  haber 
propiamente  delito  sin  conocimiento  y  voluntad  de  come- 
terle. Así  que,  si  el  aborto  se  siguió  solo  accidentalmente 
de  los  golpes  ó  heridas  sin  que  los  agresores  hubiesen  for- 
mado el  proyecto  de  procurarlo ,  no  deberían  ser  castigados 
con  las  penas  que  aquí  se  designan,  sino  con  otras  corres- 
pondientes á  su  culpa. 

Ademas  de  la  intención ,  es  preciso  en  segundo  lugar,  para 
incurrir  en  la  pena  de  esta  ley  ,  que  se  haya  seguido  real- 
mente el  aborto,  según  manifiestan  con  toda  evidencia  las 
espresiones  el  se  perdiese  por  ende,....  de  manera  que  se  per- 
diese lo  que  tenie  en  el  vientre,....  cuando  murió  por  culpa  del. 
¿Qué  diremos  pues  si  á  pesar  de  los  medios  tomados  para 
procurar  el  aborto  ,  llega  felizmente  á  su  término  la  preñez  ? 
¿Habrálugar  igualmenteen  semejante  caso  ala  pena  prescrita 
por  esta  ley ,  ó  habrá  de  imponerse  otra  menor  ,  ó  habrá  de 
dejarse  impune  la  tentativa  ?  No  puede  haber  lugar  á  la  pena 
prescrita  por  la  ley,  pues  que  esta  exige  para  ello  no  solo 
el  conato ,  sino  también  el  efecto  :  no  parece  tampoco  que 
deba  quedar  impune  la  tentativa ,  principalmente  si  no  dejó 
de  producir  efecto  sino  por  causas  independientes  de  la  vo- 
luntad de  su  autor  :  habrá  pues  de  imponerse  una  pena  me- 
nor proporcionada  á  las  circunstancias ,  teniéndose  presente 
que  según  opinion  de  los  médicos  apenas  puede  decirse  que 
haya  medios  abortivos. 

Como  para  que  haya  delito  es  necesaria  la  intención  de 
cometerle  ,  no  puede  dudarse  que  está  libre  de  culpa  y  pena 
el  facultativo  que  con  objeto  de  combatir  una  grave  enfer- 
medad que  pone  á  una  mujer  embarazada  en  peligro  de  per- 
der la  vida,  le  administra  medicamentos  cuya  acción  acar- 
rea indirectamente  el  aborto.  ¿  Qué  diremos  del  médico  que 
de  propósito  provoca  el  aborto  de  una  mujer  en  cinta  ,  por- 
que en  vista  de  su  conformación  juzga  que  el  parto  natural 
ha  de  causar  necesariamente  la  muerte  de  la  madre  y  de  la 
criatura  ?  Hay  quienes  piensan  que  el  médico  debe  esperar 
y  recurrir  ala  operación  cesárea  ó  á  la  sinfisiotomía;  pero 
otros,  entre  los  cuales  se  distingue  Foderó  ,  considerando 
que  estas  últimas  operaciones  son  siempre  muy  arriesgadas, 
miran  como  lícito  el  aborto  en  semejante  caso  ,  porque  así 
se  logra  salvar  la  mas  preciosa  de  dos  vidas  que  van  á  per- 
derse. Ademas,  no  hay  necesidad  de  precipitar  el  aborto  : 
espérese  hasta  aquella  época  de  la  preñez  en  que  la  criatura 
es  ya  complida  et  vividera ,  esto  es ,  capaz  de  vivir  indepen- 
dientemente de  su  madre ,  que  se  presume  serlo  cuando  ya 
ha  entrado  en  el  seteno  mes  ;  y  entonces  puede  promoverse 
y  anticiparse  el  parto  por  aquellos  medios  qué  los  progresos 
de  la  medicina  han  descubierto ,  de  modo  que  por  una  parte 
se  salve  á  la  madre  del  riesgo  que  mas  adelante  tendria  de 
sucumbir  en  el  parto  natural  „  y  por  otra  se  conserve  ó  por 

verse  á  Vizcaíno  Pérez,  Código  y  práctica  criminal,  tono.  I, 
pág.  217,  cuya  opinion  no  es  conforme  con  la  ley  de  Partida  en 
cuanto  al  caso  de  aborto ,  por  corrección  que  el  marido  hace  cas- 
tigando á  su  mujer, 
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gtiHi^ftë'éffiflé1 ctlmpo 'á¡  Vas  niés  pfbrmidas  cônsidëracionèa,' 
^qWêhsera  el  juez  que  en  el  caso  propuesto  se  atreva  á  con- 
denar al  médico  que  no  hace  sino  elegir  entre  dos  males  el 
que  menor  le  parece?  Véanselas  observaciones  sobre  el 
parto  prematuro  artificial  que  se  ponen  al  fin  de  este  artí- 
culo. 

La  ley  supone  dos  épocas  en  el  desarrollo  del  feto ,  y  se- 
gún ellas  varía  las  penas,  imponiendo  la  de1  muerte  por  el 
aborto  voluntario  causado  en  tiempo  en  que  là  criatura  era 
ya  viva,  y  la  de  cinco  años  de  destierro  á  una  isla  por  el 
íometido  cuando  todavía  no  lo  era  ;  porque  en  el  primer 
caso  hay  un  verdadero  homicidio ,  y  en  el  segundo  hay  un 
homicidio  anticipado  qué  consiste  en  la  destrucción  de  lo 
que  no  es  todavía  pero  que  seria  con  el  tiempo  criatura  hu- 
mana. Mas  ¿cuándo  empieza  á  vivir  la  criatura?  En  el  mo- 
mento de  la  formación  é  infusion  del  alma.  Y  ¿  cuándo  se 
forma  y  se  infunde  el  alma?  Hipócrates  ,  cuyas  doctrinas  se 
ven  alguna  vez  adoptadas  por  la  legislación  de  las  Partidas  , 
decia  en  su  tratado  De  na  tura  pueri  que  en  los  varones  se 
infunde  á  los  treinta  dias  después  de  la  concepción ,  y  en  las 
hembras  á  los  cuarenta  :  otros  han  opinado  que  el  feto  no  se 
anima  sino  del  tercero  al  cuarto  mes  ,  creyendo  que  en  tal 
época  es  cuando  ya  el  cuerpo  se  halla  organizado  y  en  esta- 
do de  corresponder  con  sus  movimientos  á  los  pensamientos 
y  deseos  del  alma  :  no  han  faltado  quienes  lian  querido  ne- 
gar el  alma  al  feto  durante  su  existencia  en  el  útero ,  no  con- 
cediéndosela sino  al  tiempo  del  nacimiento  :  los  modernos 
por  el  contrario  tienen  por  animado  el  feto  desde  que  es  con- 
cebido. Y  en  esta  variedad  de  opiniones  ¿cuál  es  la  resolu- 
ción que  la  ley  abraza  ?  Ninguna  :  la  ley  calla,  nada  deter- 
mina ,  y  parece  por  tanto  quiso  atenerse  en  esta  parte  á  las 
doctrinas  de  Hipócrates  que  al  tiempo  de  su  formación  se 
hallaban  en  boga.  Pero  la  fisiología,  que  desde  entonces  ha 
hecho  notables  progresos,  pretende  demostrarnos  que  la  con- 
cepción y  la  animación  son  simultáneas  ;  y  de  aquí  concluyen 
los  fisiólogos  que  con  la  misma  pena  se  ha  de  castigar  el 
aborto  provocado  en  el  primer  instante  después  de  la  con- 
cepción, que  el  que  se  procurare  en  cualquier  estado  de  la 
preñez. 

¿Habrá  de  tratarse  pues  absolutamente  como  homicida  á 
todo  el  que  intente  y  Cause  un  aborto ,  sin  distinción  de  tiem- 
pos ni  de  personas?  Así  parece  lo  quiere  el  espíritu  de  la  ley, 
una  vez  establecido  que  el  feto  se  anima  en  el  momento 
mismo  en  que  se  concibe.  Mas  como  la  pena  capital  es  en 
muchos  casos  de  aborto  demasiado  dura ,  suelen  los  tribu- 
nales atemperarse  en  sus  sentencias  á  las  circunstancias  de 
las  personas  y  de  los  hechos.  En  efecto ,  la  mujer  que  des- 
truye el  fruto  de  que  se  halla  en  cinta  por  conservar  su 
honor  ó  su  vida  ,  ó  por  no  entregar  un  hijo  al  infortunio,  no 
es  tan  culpable  como  la  que  comete  este  atentado  por  aver- 
sion á  su  marido  ;  ni  esta  lo  es  tanto  como  la  que  lo  hace  por 
soborno  á  fin  de  que  la  herencia  recaiga  en  otra  persona  ;  y 
de  Cualquier  modo  que  sea,  como  nunca  puede  causar  sen- 
timiento á  un  ente  que  deja  de  'existir  antes  de  conocerla 
existencia,  ni  tampoco  produce  alarma  en  la  sociedad  ,  pues 
no  hay  quien  pueda  temer  le  sobrevenga  igual  daño ,  no  pa- 
rece deba  ser  castigada  con  el  mismo  rigor  que  el  homicida 
de  un  adulto,  siendo  quizá  mas  eficaz  para  reprimir  este  cri- 
men la  reclusión  por  mas  ó  menos  tiempo  que  no  la  pena  de 
muerte,  que  considerándose  escesiva  por  la  opinion  suele 
eludirse  fácilmente  y  presentar  la  idea  de  la  impunidad.  La 
demasiada  juventud  de  la  mujer  es  también  una  circunstan- 
cia de  atenuación ,  quia  ferc  in  omnibus  pamalibus  judiáis 
et  cetali  el  imprudcnlia;  succurritur  ;y  debe  serlo  igualmente 
la  corta  edad  intrauterina  del  feto,  el  cual  presenta  menos 
probabilidades  de  vida  cuanto  mas  cerca  se  halla  de  la  época 
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de  destruirle ,  por  la  probabilidad  que  hay  de  que  la  cria- 
tura pueda  ya  vivir  independientemente  de  la  madre. 

Los  cómplices  del  aborto  deben  ser  castigados  con  la  mis- 
ma pena  que  la  mujer;  bien  que  siendo  médicos,  cirujanos 
ó  boticarios,  suelen  ser  tratados  en  algunas  legislaciones  con 
mas  severidad  por  el  abuso  que  hacen  de  los  conocimientos 
de  su  profesión.  Mas  los  que  hacen  perecer  el  feto  sin  la  par- 
ticipación de  la  que  le  lleva  en  sus  entrañas,  son  mas  cul- 
pables y  merecen  mayor  pena  que  la  mujer  que  se  procura 
el  aborto,  según  algunos  jurisconsultos.  Así  Cicerón  en  su 
oración  pro  Cluenüo  ,  comparando  el  crimen  de  Opianico,  á 
quien  se  acusaba  de  haber  causado  traidoramente  un  aborto 
mediante  cierta  bebida ,  con  el  de  aquella  mujer  de  Mileto, 
de  quien  mas  arriba  se  ha  hecho  mención ,  se  esplica  en  es- 
tos términos  :  Quanlo  el  Oppianicus  in  eadcm  injuria,  ma- 
jore supplicio  dignus,  siquidem  illa  cüm  stio  corpori  vim 
intulisset,  se  ipsam  cruciañt  ;  hic  autem  idem  illud  effecit 
per  alieni  corporis  mortem  atque  crucialum.  El  canciller 
d'Aguesseau  es  de  contrario  sentir,  fundándose  principal- 
mente en  que  el  estraño  no  comete  mas  que  un  simple  homi- 
cidio ,  al  paso  que  la  madre  se  hace  rea  de  parricidio  ;  pero 
es  de  observar  que  la  madre  casi  no  hace  daño  á  nadie  sino 
á  sí  misma ,  y  que  el  estraño  lo  hace  á  la  madre ,  al  padre  , 
y  á  la  sociedad. 

La  sagrada  Escritura  en  el  cap.  21  del  Éxodo,  que  trata, 
entre  otras  cosas ,  de  los  homicidios  y  parricidios ,  solo  dice 
con  respecto  al  aborto  que  el  que  en  una  riña  hiriere  á  mu- 
jer embarazada  y  la  hiciere  abortar,  estará  obligado  á  la  in- 
demnización que  exigiere  el  marido  y  estimen  justa  los  arbi- 
tros, y  que  en  caso  de  resultar  la  muerte  de  la  mujer,  deberá 
ser  castigado  con  la  pena  del  talion  :  Si  rixati  fuerint  viri , 
el  perçussent  quis  mulierem  prœgnanlcm,  et  abortivum  qui- 
dem  fecerit ,  sed  ipsa  vixerit,  subjacebil  damno  quantum 
maritus  mulieris  expelierit ,  et  arbilri  judicaverint.  Sin  au- 
tem mors  ejus  fueril  subsecula,  reddet  animam  pro  anima, 
oculum  pro  oculo ,  etc.;  v.  22  x^3.  No  deja  de  parecer  es- 
traño que  aquí  solo  se  tome  en  consideración  la  muerte 
de  la  mujer  y  no  la  del  feto  ;  y  tal  vez  dio  motivo  este  pasaje 
á  la  opinion  de  los  que  sentaron  que  todo  feto  carece  de 
alma  racional  hasta  que  nace,  y  que  por  consiguiente  en 
ningún  aborto  se  comete  homicidio  ;  pero  esta  proposición 
es  contraria  á  los  principios  fisiológicos ,  y  ademas  está  es- 
presamente  condenada  por  Inocencio  XI  in  Décret,  de  an. 
1679. 

Réstanos  hablar  sobre  los  medios  de  comprobar  el  cuerpo 
de  este  delito.  Cuando  se  trata  de  proceder  contra  alguna 
persona  por  causa  de  aborto ,  se  han  de  resolver  las  cues- 
tiones siguientes:  —  Ia.  ¿Ha  habido  realmente  aborto?  — 
2a.  ¿Ha  sido  espontáneo  y  natural  ó  provocado?  —  5".  ¿  Es 
posible  que  haya  sido  simulado  ó  pretestado  por  la  mujer 
con  intención  de  dañar  á  otro,  y  principalmente  con  el  ob- 
jeto de  obtener  algunas  ventajas? —  Es  claro  que  todos  estos 
puntos  no  pueden  decidirse  sin  el  ausilio  de  los  médicos  ,  á 
quienes  por  tanto  es  preciso  llamar  para  que  hagan  el  exa- 
men correspondiente  y  estiendan  su  consulta. 

El  primer  punto  que  ha  de  establecerse  en  el  caso  de  abor- 
to ,  consiste  en  saber  si  ha  habido  aborto  ó  no  ;  y  esto  no 
puede  lograrse  sino  sometiendo  la  madre  y  el  hijo  á  un  exa- 
men riguroso. 

En  cuanto  al  examen  de  la  madre ,  es  generalmente  muy 
difícil  á  los  médicos  conocer  si  él  parto  ha  tenido  lugar  ó  no 
en  el  término  ordinario  ,  cuando  se  les  llama  ocho  ó  diez  dias 
después  de  este  suceso.  Todavía  tiene  mas  dificultad  la  jus- 
tificación del  aborto," cuando  la  espulsion  del  producto  de  la 
concepción  se  ha  verificado  en  el  curso  de  los  dos  primeros 


HMse^deiKiweiâfirfiipeïa.frftr^sgigiJîafse^ftfjQ^^iîpalqs. 
trenigatfcquo'ic©B8ultac  ¿¡'losiJaQBlta^iiVPft  láijtqs'",.^?  1  tercer  mes 
ëei  leuabarazDi '!,  ptír  la  râzoa  senciiJaifíf?.  ^ug,!^  imujer.es  no 
suelen  tomar  medidas  para  abortar  sino  después  que  han  ad- 
quirido la  certeza  de  que  se  hallan  en  cinta.  En  el  caso  de 
aborto  desde  el  tercero  hasta  el  octavo  mes  del  preñado , 
hay  señales  precursoras ,  concomitantes  y  consiguientes  que. 
pueden  dar  á  conocer  si  efectivamente  ha  habido  espulsion 
prematura  del  feto.  Las  señales  precursoras  y  las  concomi- 
tantes son  precisamente  las  mismas  que  las  del  parto  natu- 
ral; pero  en  la  cuestión  que  nos  ocupa  son  de  poco  valor 
para  los  médicos ,  á  quienes  nunca  se  llama  sino  cuando 
todo  está  consumado  y  cuando  han  desaparecido  ya  estas 
señales ,  las  cuales  no  pueden  probarse  sino  por  testimonios 
equívocos  y  mal  seguros.  No  sucede  lo  mismo  con  las  seña- 
les consecutivas  :  estas  son  el  encendimiento ,  hinchazón  y 
mayor  sensibilidad  de  las  partes  esternas  de  la  generación , 
los  dolores  ó  retortijones  uterinos ,  la  mayor  abertura  del 
orificio  del  útero ,  la  efusión  de  leche  mas  ó  menos  abundan- 
te á  los  pechos ,  la  purgación  de  sangre ,  la  flojedad  y  arru- 
gamiento del  vientre.  Así  que,  siempre  que  en  la  mujer  que 
es  objeto  del  examen  se  encuentren  estas  señale? ,  puede 
sentarse  que  ha  habido  aborto  ;  pero  ha  de  tenerse  presente 
que  es  necesaria  la  existencia  de  todas  reunidas,  y  que  ho 
basta  la  de  algunas  por  separado. 

Hecho  el  reconocimiento  de  la  madre  ,  se  ha  de  pasar  al 
del  feto.  Si  se  ha  encontrado  efectivamente  el  producto  espe- 
iido ,  no  puede  ya  haber  duda  sobre  el  aborto  ;  y  solo  debe 
tratarse  de  conocer  la  edad  del  feto  ,  lo  cual  no  deja  de  ser 
fácil  siempre  que  este  conserva  sus  formas.  Sin  embargo, 
si  el  embrión  es  muy  joven  ó  reciente ,  puede  ser  que  se  es- 
cape al  escudriñamiento  que  se  haga  con  poco  cuidado  ó  con 
alguna  precipitación  ;  porque  en  los  tiempos  inmediatos  á  la 
concepción  suele  encontrarse  envuelto  en  un  cuajaron  de 
sangre  de  que  no  es  fácil  separarle.  Hasta  mitad  de  término 
del  preñado,  poco  mas  ó  menos ,  suele  estar  el  embrión  cu- 
bierto de  sus  membranas  ;  y  basta  en  este  caso  romperlas  , 
para  poder  luego  fijar  la  edad  con  arreglo  á  lo  que  se  dice 
en  la  palabra  Edad.  Sucede  también  alguna  vez  que  el  feto 
y  la  placenta  se  descomponen  antes  de  la  espulsion ,  y  en-r 
tónces  es  imposible  obtener  indicación  alguna  por  este  me- 
dio. Hay  por  fin  ejemplos  en  que  después  de  la  muerte  del 
feto  en  el  seno  materno  no  ha  resultado  aborto ,  y  en  que  ha 
continuado  creciendo  la  placenta ,  lo  que  da  lugar  á  lo  que 
se  llama  mola.  Se  ha  visto  muchas  veces  que  un  feto  muerto 
á  cierta  época  de  la  preñez  permanece  en  el  seno  de  su  ma- 
dre hasta  el  término  del  parto  natural,  y  entonces  se  pre- 
senta en  un  estado  de  descomposición  de  que  se  hablará  en 
el  articulo  del  Infanticidio. 

El  segundo  punto  se  reduce  á  saber  si  el  aborto  ha  sida 
espontáneo  y  natural,  ó  voluntario  y  provocado  ;  pues  para 
que  la  ley  ejerza  su  acción ,  no  basta  que  haya  habido  aborto, 
sino  que  ademas  es  necesario  que  la  espulsion  prematura 
del  embrión  sea  resultado  ó  efecto  de  actos  ilícitos  ejercidos 
sobre  la  madre  ó  la  criatura.  Mas  no  puede  sentarse  que  el 
aborto  ha  sido  provocado  sino  en  cuanto  puede  señalarse  la 
época  precisa  en  que  ha  sucedido ,  y  en  cuanto  se  reconocen 
sus  causas  determinantes'  llevando  cuenta  rigurosa  de  las 
señales  de  sevicia  que  se  encuentren  en  el  cuerpo  del  feto  y 
déla  madre.  El  aborto  natural  tiene  lugar  principalmente 
en  los  tres  primeros  meses  del  preñado;  pero  no  deja  de  ser 
también  posible  y  aun  bastante  frecuente  en  los  demás.  Las 
causas  que  pueden  acarrearle  son  numerosas ,  y  se  dividen 
en  causas  predisponentes  y  causas  determinantes.  Entre  las 
primeras  se  cuentan  la  estremada  rigidez  de  las  fibras  de  la 
matriz,  la  demasiada  sensibilidad  de  este  órgano,  el  relaja- 
miento de  la  boca  uterina;  y  pudieran  por  fin  contarse  todas 
las  enfermedades ,  pues  no  hay  ninguna  que  de  cerca  ó  de 
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de  la  matriz  ,  las  pasiones  vivas  y  tumultuosas,,,  jla  asfixia  o 
privación  repentina  de  los  sentidos  y  pulso,  el  coito  inmo- 
derado ,  el  ejercicio  á  caballo  ó  en  carruaje ,  los  golpes,  las 
caidas,  ciertas  enfermedades  del  feto  todavía  poco  conocidas, 
y  finalmente  los  medios  abortivos.  Sin  embargo ,  todos  estos 
medios  no  son  capaces  de  producir  necesariamente  el  aborto, 
sino  que  son  precisas  todavía  ciertas  maniobras  criminales. 
Mas  si  el  aborto  ha  sido  efecto  de  culpables  operaciones ,  no 
dejarán  de  encontrarse  vestigios  ó  señales  en  el  embrión,  y 
en  tal  caso  es  preciso  examinarle  con  cuidado.  En  cuanto  á 
la  madre,  debe  indagarse  en  qué  época  se  ha  verificado  el 
aborto  ;  si  se  ha  sometido  voluntariamente  á  la  acción  de  las 
causas  que  quedan  enumeradas  mas  arriba  ;  si  ha  hecho  uso 
de  medicamentos  abortivos  ;  si  ha  recibido  golpes ,  particu- 
larmente en  el  abdomen  :  si  después  de  los  actos  de  violencia, 
cualesquiera  que  ellos  sean,  ha  tenido  evacuación  sanguínea 
por  los  órganos  genitales;  si  á  pesar  de  eso  pudo  evitar  el 
aborto  sometiéndose  á  un  régimen  metódico;  si  ocultó  ó  no 
su  preñez  ;  si  se  entregó  sin  necesidad  á  ejercicios  ó  trabajos 
peligrosos  para  su  estado  ;  y  en  fin  si  compró  ó  adquirió  de 
otro,, modo  drogas  capaces  de  provocar  el  aborto.  Véase 
Abortivo. 

El  tercer  punto  que  hay  que  examinar  es  si  en  el  caso  de 
que  se  trata  puede  suceder  que  el  aborto  sea, simulado  à  pro- 
testado por  la  mujer  con  la  intención  de  hacer  mal  á  alguna 
persona  ó  de  obtener  alguna  indemnización.  Para  su  decisión 
es  claro  que  se  debe  hacer  constar  el  estado  de  preñez ,  el 
hecho  del  aborto ,  y  la  parte  ó  influjo  que  en  él  haya  podido 
tener  el  acusado.  —Véase  Infanticidio,  Feto,  Parlo,  y 
Preñez. 

Hemos  indicado  mas  arriba  el  caso  en  que  puede  verse  un 
módico  de  provocar  el  aborto  de  una  mujer  en  cinta ,  si 
quiere  salvarle  la  vida,  porque  en  vista  de  su  conformación 
juzga  que  el  parto  natural  ha  de  causar  necesariamente  la 
muerte  de  la  madre  y  de  la  criatura.  Como  esta  es  una  ma- 
teria importante  que  produce  cuestiones  arduas  ,  delicadas 
y  trascendentales,  y  conviene  mucho  que  el  jurista  esté  bien 
enterado  del  estado  en  que  se  halla  esta  parte  déla  medicina 
legal ,  consideramos  muy  oportuno  poner  á  continuación  el 
estracto  que  sacó  del  Repertorio  general  de  ciencias  médi- 
cas ,  y  publicó  la  Gaceta  médica  de  Madrid  en  los  números 
9,  10  y  1  1  correspondientes  á  los  días  2,  9  y  16  de  agosto  de 
mí  en  la  forma  siguiente: 
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Nuevas  observaciones  sobre  el  'parto  prematuro 

artificial. 

Bajo  este  epígrafe  queremos,  presentar  á  nuestros  lectores 
una  breve  y  exacta  reseña  de  los  trabajos  á  que  se  han  dedi- 
cado los  estranjeros  en  esta  parte  de  la  ciencia.  Por  parto 
prematuro  artificial  se  debe  entender  el  que  se  provoca  sin 
violencia  al  octavo  mes  del  embarazo  ,  en:  las  mujeres  que 
tienen  la  pelvis  demasiado  estrecha  para  dar  salida  á  la  cria- 
tura á  su  debido  tiempo.  La  operación  de  que  hablamos , 
dirigida  á,  salvar  la  vida  de  un  feto  condenado  á  una  muerte 
casi  inevitable  y  á  sustraer  la  madre  á  los  peligros  de  las 
mas  graves  operaciones  de  cirujía ,  fué  indicada  al  principio 
en  Francia,  practicada  por  primera  vez  en  Inglaterra  ,  aco- 
gida en  Holanda  y  en  Italia,  naturalizada  ,  si  podemos  de- 
cirlo así  i  en  Alemania ,  y  vehementemente  reprobada  en  las 
obras  que  han  publicado  Baude-locque,  Gardien  y  Capuron. 
«  El  parto  anticipado ,  dice  este  último  autor,  es  un  crimen 
cometido  contra  las  leyes  divinas  y  humanas.  »  Las  nume- 
rosas observaciones  con  que  se  ha  ido  enriqueciendo  la  cien- 
cia, no  permiten  buscar  en  principios  generales  de  moral 
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411e  no  pueden  aplicarse  en  esta  ocasión  ,  una  solución  que 
deba  encontrarse  mas  naturalmente  en  la  exacta  coordina- 
ción y  apreciación  filosófica  de  los  hechos.  Para  tratar  la 
cuestión  con  algún  orden ,  discutiremos  brevemente  los  ca- 
sos en  que  se  ha  recomendado  el  parto  anticipado  artificial 
y  las  indicaciones  principales  que  han  determinado  á  prac- 
ticarlo; hablaremos  luego  del  modo  de  hacer  las  operaciones 
y  de  las  circunstancias  que  las  exigen. 

Los  médicos  que  han  querido  libertar  á  toda  costa  á  las 
mujeres  mal  conformadas  de  los  peligros  del  parto ,  sin  aten- 
der á  la  vida  de  la  criatura ,  provocaban  aquel  acto  desde  los 
primeros  meses  del  embarazo ,  cuando  llegaban  á  persuadirse 
de  que  la  parturición  seria  imposible  ó  muy  peligrosa  según 
las  leyes  naturales.  En  Inglaterra,  W.  Cooper,  J.  Barlow, 
Hull,  etc.,  en  Alemania  Osiander,  Mende,  Neegele,  etc. , 
adoptaron  semejantes  principios  que  nosotros  reprobamos 
completamente.  De  ningún  modo  podemos  admitir  que  el 
médico  tenga  derecho  de  atentar  á  la  vida  del  feto,:  así 
cuando  el  vicio  de  conformación  de  la  pelvis  llega  á  hacer  el 
parto  prematuro  imposible  siendo  el  feto  viable,  y  cuando 
por  consiguiente  el  principal,  el  verdadero  objeto  de  la 
operación  no  podia  lograrse ,  no  hay  porque  titubear,  la 
operación  cesárea  es  la  única  á  que  puede  acudirse.  Ademas, 
el  parto  prematuro ,  ó  por  decirlo  mas  exactamente ,  el  aborto 
provocado  en  los  primeros  meses  del  embarazo  estaría  lejos 
de  ofrecer,  respecto  á  la  madre ,  el  mismo  grado  de  seguri- 
dad que  después  de  concluido  el  séptimo  mes.  El  cuello 
uterino  tiene  todavía  un  espesor  y  una  resistencia  que  ha- 
rían difícil  y  aun  imposible  su  dilatación  ;  el  tejido  de  la 
matriz  no  ha  esperimentado  aun  aquellas  modificaciones  que 
le  hacen  adquirir  la  propiedad  de  espeler  por  sus  contrac- 
ciones el  cuerpo  contenido  en  él ,  y  de  hacer  replegar  sobre 
sí  las  paredes  de  aquella  cavidad ,  y  de-  ahí  proceden  las 
hemorragias  tan  peligrosas  que  suelen  acompañar  al  aborto. 
Repetimos  pues ,  que  no  puede  ser  licito  el  provocar  el  parto 
anticipado  artificial ,  sino  cuando  el  feto  es  viable. 

Denman  y  Reisinger  han  pensado  que  convenia  aquella 
operación  cuando  las  mujeres  en  varios  embarazos  sucesivos 
habían  visto  perecer  el  feto  cerca  del  término  de  la  gestación 
y  siempre  á  la  misma  época.  Pero ,  á  pesar  de  los  ensayos 
del  médico  inglés ,  no  podemos  admitirsu  opinion.  La  muerte 
de  dos ,  tres ,  cuatro  ó  cinco  fetos  acaecida  en  el  octavo  ó 
noveno  mes  del  embarazo ,  es  una  prueba  demasiado  in- 
cierta de  la  repetición  del  mismo  accidente  en  los  embarazos 
siguientes ,  para  decidirse  à  sustituir  los  riesgos  del  parto 
anticipado  á  los  del  aborto  que  aun  pueden  ser  menos  gra- 
.ves.  El  cálculo  de  probabilidades  sobre  que  se  fundaría  en 
este  caso  la  conducta  del  facultativo  tendria  una  base  muy 
frágil ,  para  tranquilizar  su  conciencia  si  el  éxito  feliz  no 
correspondiese  á  sus  deseos. 

No  es  tan  fácil  decidirse  sobre  la  cuestión  de  saber  si  las 
enfermedades  que  ponen  á  una  mujer  embarazada  de  siete 
ú  ocho  meses ,  en  el  riesgo  de  la  muerte  mas  inminente ,  y 
que  á  beneficio  de  la  referida  operación  podrían  desaparecer 
ó  al  menos  disminuirse ,  exigen  imperiosamente  que  se  pro- 
voque el  parto.  A  pesar  de  la  solemne  decisión  de  la  real 
academia  de  medicina  de  París ,  que  declaró  imprudente  y 
aun  inmoral  la  conducta  del  médico  que  se  había  tomado 
la  libertad  de  consultarla  sobre  este  punto,  no  podremos 
considerar  la  cuestión  como  decidida.  Nos  atrevemos  á  ase- 
gurar que  solo  quedará  resuelta ,  cuando  la  práctica  y  una 
suficiente  esperiencia  de  la  operación  ,  en  los  casos  en  que 
no  se  puede  prescindir  de  practicarla,  hayan  puesto  de 
manifiesto  con  rigurosa  exactitud,  cuáles  son  los  peligros 
que  la  acompañan ,  y  cuáles  las  ventajas  que  se  pueden  es- 
perar de  su  aplicación.  Hasta  entonces  no  podemos  sino  ale- 
gar los  ejemplos  de  partos  anticipados  espontáneos  que  mas 
de  una  Yez  han  salvado  la  vida  á  la  madre  y  á  la  criatura  ; 


y  someter  á  la  meditación  de  nuestros  lectores  la  feliz  tenta- 
tiva de  Siybold ,  que  á  beneficio  del  parto  anticipado',  pro- 
longó algunos  dias  la  vida  de  una  desgraciada  mujer,  aco- 
metida de  ascítis  ,  de  hidrotórax,  de  infiltración  general,  y 
á  punto  de  sofocarse ,  y  logró  salvar  también  la  vida  de  la 
criatura. 

Si  consideramos  los  casos  en  que  la  operación  de  que  ha- 
blamos se  puede  poner  en  ejecución  con  buen  éxito  ,  tendre- 
mos que  declarar  que  son  los  de  conformación  viciosa  de  la 
pelvis.  Pero  la  condición  indispensable  que  exigen  es  la  de 
que  aquella  cavidad  huesosa  llegue  á  tal  grado  de  estrechez 
que  una  criatura  de  nueve  meses  no  pueda  atravesarla ,  y 
por  otra  parte,  que  la  pelvis  conserve  bastante  amplitud 
para  permitir  sin  peligro  el  paso  á  un  feto  que  ha  adquirido 
el  volumen  que  le  corresponde  en  la  época  del  parto  pre- 
maturo. Estos  dos  estreñios  son  los  que  importa  determinar, 
y  el  volumen  de  la  cabeza  del  feto  en  las  varias  épocas  de' 
la  vida  intrauterina  es  el  que  debe  fijar  la  regla. 

Para  fijar  con  exactitud  la  cuestión  faltan  muchos  datos 
interesantes.  La  estadística ,  que  varias  veces  ha  aplicado  sus 
cálculos  á  objetos  de  mera  curiosidad ,  ha  descuidado  dema- 
siado el  punto  de  que  tratamos ,  no  obstante  su  grandísima 
importancia.  Según  Ritgen ,  la  cabeza  del  feto  hacia  la  mitad 
del  séptimo  mes  ,  época  de  la  viabilidad  legal ,  suele  tener 
de  doce  á  quince  líneas  de  diámetro  menos  que  là  de  un  feto 
de  nueve  meses.  El  diámetro  biparietal  no  tendria,  según  este 
cálculo ,  mas  que  dos  pulgadas  y  tres  ó  cuatro  lineas  poco 
mas  ó  menos.  Adoptando  pues  la  medida  de  dos  pulgadas  y 
media ,  como  el  término  mas  común  y  mas  seguro ,  se  puede 
admitir  que  en  aquella  época  una  pelvis  de  dos  pulgadas  y 
tres  cuartos  de  diámetro  antero-posterior  le  daria  fácil  salida; 
y  si  se  calcula  la  flojedad  y  compresibilidad  de  la  cabeza 
en  aquella  época  seria  lícito  pensar  que  el  feto  podría  atra- 
vesar una  pelvis  de  dos  pulgadas  y  media ,  sin  mas  riesgo 
que  el  que  ofrecen  muchas  operaciones  que  muy  frecuente- 
mente practicamos  con  buen  éxito.  Por  otra  parte,  sabemos 
que  de  quinientos  fetos  de  nueve  meses  y  de  un  volumen  re- 
gular, que  hayan  de  atravesar  una  pelvis  que  no  tenga  mas 
que  dos  pulgadas  y  tres  cuartos  de  diámetro  sacro-pubiano, 
apenas  se  salva  uno  solo.  ¿  No  prueba  esto  con  toda  evidencia 
que  el  nacimiento  de  un  feto  vivo  es  imposible  en  estas  cir- 
cunstancias ,  y  que  hay  precisión  de  acudir,  al  menos  en 
aquel  caso,  á  una  operación  que  puede  salvar  la  criatura 
sin  comprometer  la  existencia  de  la  madre  ?  Tres  pulgadas 
de  diámetro  no  ofrecen  circunstancias  mas  favorables ,  é  in- 
dican igualmente  la  necesidad  formal  del  parto  prematuro, 
porque  las  probabilidades  de  buen  éxito  aumentan  en  la  mis- 
ma proporción  que  parece  disminuir  la  urgencia  de  practicar 
la  operación.  Últimamente,  tres  pulgadas  y  un  cuarto  no 
ofrecen  todavía  al  feto  mas  que  una  salida  muy  peligrosa; 
y  hasta  aquel  término  se  estiende  la  indicación  de  provocar 
el  parto  antes  del  fin  del  preñado  según  el  dictamen  de  los 
médicos  alemanes.  La  dificultad  de  determinar  con  exactitud 
cuáles  son  las  dimensiones  de  la  pelvis  habia  hecho  adoptar 
á  Meruman  el  principio  de  no  provocar  la  salida  del  fruto  de 
la  concepción,  sino  en  las  mujeres  que  por  las  dificultades 
de  un  primer  parto  hubiesen  dado  á  conocer  que  el  vicio  de 
conformación  de  la  pelvis  no  deja  esperanza  alguna  de  lograr 
vivo  un  feto  de  todo  tiempo.  Aquel  principio  dictado  por  una 
laudable  prudencia  se  debe  adoptar  con  tanto  mayor  funda- 
mento, cuanto  que  la  resistencia  del  cuello  uterino  en  las 
mujeres  primerizas  y  la  dificultad  que  ocurre  en  el  primer 
parto ,  hacen  en  este  caso  el  éxito  de  la  operación  mucho 
mas  penoso  y  arriesgado. 

En  la  imposibilidad  en  que  nos  encontramos  de  calcular  el 
volumen  de  la  cabeza  de  la  criatura ,  nos  vemos  reducidos  á 
suponerle  por  una  analogía  que  alguna  vez  podría  inducir  á 
error,  pero  que  debe  seguirse  por  única  norma  positiva  en  la 


mayor  parte  de  los  casos ,  á  saber  :  las  dimensiones  que  suele 
presentar  en  cada  época  de  la  vida  intrauterina.  Para  deter- 
minar aquel  problema  se  podrían  ,  á  ejemplo  de  Ritgen , 
establecer  las  reglas  siguientes,  que  no  deben  adoptarse  ri- 
gurosa y  puntualmente  ,  sino  como  una  especie  de  fipo  que 
suele  ofrecer  importantes  aplicaciones.  En  una  mujer  cuya 
pelvis  tenga  de  diámetro  sacro-pubiano  de  dos  pulgadas  y 
seis  líneas  á  dos  pulgadas  y  nueve  ó  diez  lineas ,  convendría 
provocar  el  parto  al  cabo  de  las  28 ,  50  y  52  semanas  ;  se 
podria  esperar  hasta  las  55  ó  56  si  la  pelvis  tuviese  tres  pul- 
gadas de  diámetro  antero-posterior. 

Aplicada  al  caso  que  acabamos  de  indicar,  y  circunscrita 
en  los  límites  que  se  han  trazado  ,  ¿cuáles  podrian  ser  los 
inconvenientes  de  aquella  operación  para  autorizarnos  á  es- 
cluirla  del  dominio  del  arte  ?  Los  argumentos  especiosos  que 
se  han  opuesto  á  la  aplicación  de  los  citados  preceptos  á  la 
práctica ,  apenas  merecerían  ser  discutidos  seriamente  si  no 
hubiesen  disuadido  á  muchas  personas  de  examinar  los  he- 
chos por  sí  con  imparcialidad  y  con  independencia. 

Se  ha  dicho  que  el  parto  prematuro  podria  acarrear  un 
sinnúmero  de  peligros  á  la  madre  y  la  criatura  ;  y  aun  se  ha 
declarado  que  espondria  á  la  madre  á  riesgos  mayores  que 
los  de  la  sinfisiotomía  y  de  la  operación  cesárea.  Ciertamente 
nada  podia  decirse  mas  exagerado  y  mas  aterrador.  Se  ha 
añadido  que  si  por  milagro  las  mujeres  no  sucumbían  á  las 
hemorragias,  á  las  convulsiones,  á  la  peritonitis  ,  se  verían 
inevitablemente  amenazadas  en  lo  sucesivo  de  escirros,  de  úl- 
ceras, de  cánceres  en  la  matriz.  Seria  escusado  esponer  aquí 
las  razones ,  algo  seductoras  en  apariencia ,  que  se  han  he- 
cho valer  à  priori  contra  los  resultados  de  la  práctica  :  solo 
contestaremos  con  los  cálculos  de  la  esperiencia. 

Reisinger,  médico  sumamente  juicioso  y  autor  de  una 
monografía  sobre  el  parto  anticipado  ,  ha  reunido  en  un  cua- 
dro los  hechos  que  habían  llegado  á  su  conocimiento  sobre 
esta  materia  :  aquellos  hechos  ascienden  al  número  de  74. 
Todos,  à  escepcion  de  uno  solo,  han  sido  felices  para  la  madre. 

Una  recopilación  de  las  observaciones  publicadas  en  Ale- 
mania y  Holanda,  que  se  ha  consignado  en  el  Journal  général . 
de  médecine ,  ofrece  la  suma  de  54  partos  provocados  antes 
de  tiempo,  habiéndose  restablecido  completamente  todas 
las  recien  paridas,  á  escepcion  de  dos  que  sucumbieron  por 
circunstancias  independientes  de  la  operación ,  la  una  de  re- 
sultas de  una  hidropesía  incurable,  y  la  otra  de  una  pulmonía 
aguda  que  sobrevino  despues  del  parto  cuando  todo  parecía 
prometer  el  completo  restablecimiento  de  la  mujer. 

Seria  inútil  y  fastidioso  recordar  un  número  considerable 
de  observaciones  publicadas  aisladamente  en  varios  perió- 
dicos :  todos  confirman  á  cual  mas  los  felices  resultados  de 
semejante  práctica. 

El  temor  de  ver  sobrevenir  posteriormente  enfermedades 
crónicas  del  útero ,  recae  menos  sobre  la  operación  en  sí , 
que  sobre  los  vicios  del  método  que  varias  veces  se  ha  usado 
para  ejecutarla. 

Entre  las  objeciones  que  se  han  dirigido  contra  la  práctica 
del  parto  prematuro  artificial ,  se  encuentra  la  de  la  casi  im- 
posibilidad de  determinar  la  época  precisa  del  embarazo  , 
y  la  del  riesgo  que  habría  en  provocar  el  parto  antes  que  el 
feto  hubiese  llegado  á  gozar  de  la  viabilidad  ,  ó  cuando  su 
edad  y  su  desarrollo  muy  adelantado  no  le  permitiesen  atra- 
vesar la  via  que  se  le  hubiese  abierto.  La  objeción  tiene  algún 
fundamento,  pero  está  concebida  en  términos  muy  absolutos. 
Lo  que  se  puede  inferir  de  aquellos  raciocinios  teóricos  es 
que  se  ha  de  obrar  con  mucha  circunspección ,  y  únicamente 
en  los  casos  en  que  un  examen  escrupuloso  no  deja  gran 
incertidumbre.  Las  causas  de  error  sobre  este  punto,  siendo 
particularmente  relativas  á  los  casos  de  primer  embarazo , 
seria  fácil  eludirlas  con  abstenerse  de  provocar  el  parto  pre- 
maturo en  las  mujeres  primerizas.  El  mismo  principio  redu- 
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ciduria  también  á  poco  valor  la  objeción  que  se  ha  fundado 
sobre  el  estado  dé  rigidez  tí  el  cuello  uterino  en  el  octavó  metí, 
y  la  pretensión  exagerada  qué  hace  suponer 'falsamente  en 
muchos  casos  quel  el  cuello  dé  la  matriz  se  presta -con  m'as 
dificultad  à  la  dilatación  en  el  parto  prematuro  artificial  que 
la  que  suele  oponer  al  aborto. 

La  misma  exageración  se  hace  sentir  en  todo  cuanto  se  ha 
dicho  sobre  la  dificultad  de  provocar  el  parto  ,  su  lentitud  , 
la  duración  del  tiempo  que  debería  prolongarse  ,  etc.  Lejos 
de  ofrecer  3emejantes  obstáculos ,  la  esperiencia  acredita  los 
resultados  siguientes  :  en  treinta  casos  recogidos  con  el  esme- 
ro de  una  rigurosa  observación ,  el  mínimum  del  intervalo 
entre  el  momento  de  la  operación  y  la  terminación  del  parto 
fué  de  trece  horas  y  media  ;  el  máximum  fué  de  seis  dias , 
y  aun  debemos  notar  que  el  parto  no  duró  todo  este  tiempo , 
sino  que  se  retardó  mas  ó  menos  después  del  derrame  de  las 
aguas. 

Por  fin ,  á  la  acusación  de  inmoralidad  solo  contestaremos 
declarando  que  no  podemos  concebir  la  moral  de  los  que 
negándose  á  admitir  una  operación  que  trae  consigo  los  feli- 
ces resultados  que  hemos  indicado  anteriormente ,  se  deter- 
minasen á  practicar  sin  escrúpulo  la  sinfisiotomía  ó  la  opera- 
ción cesárea . 

A  pesar  de  ser  el  parto  prematuro  artificial  una  invención 
moderna,  se  han  propuesto  ya  muchos  métodos  operatorios 
para  lograrle. 

Las  principales  indicaciones  que  en  su  ejecución  han  de 
tenerse  presentes  son  dos  ,  á  saber  :  primera  ,  provocar  el 
parto  antes  de  la  rotura  de  las  membranas  para  aprovechar 
el  buen  efecto  de  la  bolsa  de  las  aguas  ;  y  segunda ,  romper 
las  membranas  para  dar  salida  á  las  aguas  y  aumentar  asi 
la  fuerza  de  las  contracciones  uterinas.  Hé  aquí  el  método 
que  creemos  preferible. 

Después  de  haber  hecho  uso  de  los  baños  tibios  por  espacio 
de  algunos  dias  ,  practicado  de  cuando  en  cuando  suaves 
fricciones  sobre  el  hipogastrio ,  y  efectuado,  inyecciones  en 
la  vagina  con  una  infusion  tibia  de  manzanilla  ,  se  coloca  á 
la  mujer  echada  boca  arriba  ,  se  toma  un  pedazo  de  esponja 
preparada ,  de  forma  cónica ,  largo  de  dos  ó  tres  pulgadas  y 
de  dos  líneas  de  diámetro  á  un  estremo  y  tres  al  opuesto. 
Se  ata  á  la  esponja  un  hilo  y  se  la  humedece  con  cerato  ; 
se  agarra  con  unas  pinzas  lijeramente  corvas  que  se  dirigen, 
sobre  el  dedo  índice  de  la  mano  izquierda  introducido  de 
antemano  en  la  vagina ,  y  se  fija  en  el  cuello  de  la  matriz. 
Apretando  un  poco  se  hace  que  la  esponja  penetre  el  orificio 
del  útero,  y  cuando  se  ha  conseguido  se  sacan  las  pinzas  con 
precaución  ;  empújase  después  con  la  punta  del  dedo  el  cono 
de  esponja,  hasta  que  su  gruesa  estremidad  quede  á  nivel 
con  el  hocico  de  tenca.  Introdúcese  en  seguida  en  la  vagina 
un  pedazo  de  esponja  humedecida  ,  del  tamaño  de  un  huevo 
de  pava  con  su  correspondiente  asa,  y  se  empuja  hasta  el 
cuello  de  la  matriz.  Las  asas  se  fijan  al  esterior  con  un  em- 
plasto aglutinante.  Se  hace  una  inyección  de  agua  tibia,  con 
lo  que  se  hinchan  las  esponjas  ,  y  al  dia  siguiente  se  intro- 
ducen otras  mas  gruesas  que  las  primeras  colocándolas  del 
mismo  modo.  Esto  mismo  se  hace  dos  ó  tres  veces  si  fuese 
necesario.  La  paciente  permanece  en  la  cama,  observa  una 
dieta  rigurosa  y  se  abstiene  de  alimentos  sólidos. 

Cuando  sobrevienen  los  dolores  del  parto  se  sacan  las 
esponjas  y  se  deja  obrar  á  la  naturaleza.  Pero  si  los  dolores 
se  sienten  de  cuando  en  cuando ,  sin  que  se  efectúe  el  parto, 
entonces  deben  perforarse  las  membranas ,  después  de  haber 
tomado  la  precaución  de  vaciar  eLrecto  y  la  vejiga.  Seria 
superíluo  indicar  aquí  las  precauciones  higiénicas  que  deben 
tomarse  después. 

Concluiremos  este  artículo  insertando  algunas  de  las  con- 
sideraciones que  presenta  el  Dr.  Burkard  en  una  escelente 
disertación  sobre  el  punto  que  acabamos  de  discutir. 
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Ia.  Sin  desconocer  las  grandes  dificultades  que  ocurren 
en  la  práctica  del  parto  prematuro  artificial ,.  en  los  casos  de 
estrechez'cónsiderable  de  la  pelvis,  nos  creemos  suficiente- 
mente autorizados  por  la  esperiencia  á  admitir  que  aquella 
operación  nada  tiene  en  si  de  inmoral  ;  y  que  ofrece  en  caso 
necesario  un  recurso  muy  útil. 

2a.  Las  principales  dificultades  del  parto  prematuro  arti- 
ficial son  relativas  á  la  determinación  de  la  época  del  em- 
barazo ,  á  la  de  las  dimensiones  de  la  pelvis  y  al  estado  de 
oclusión  y  rigidez  del  cuello  uterino  ;  y  desapareciendo  ó  al 
menos  disminuyendo  mucho  aquellas  dificultades  en  un  se- 
gundo embarazo ,  será  prudente  no  enmrenderle  en  las  pri- 
merizas. 

5a.  Siendo  el  objeto  del  parto  prematuro  la  conservación 
de  las  vidas  de  la  madre  y  de  la  criatura ,  importa  mucho 
no  provocarlo  sino  en  la  época  en  que  se  pueda  suponer  su 
viabilidad  (hacia  el  fin  del  séptimo  mes),  y  deberá  diferirse 
todo  el  tiempo  que  lo  permitan  las  dimensiones  de  la  pelvis , 
á  fin  de  aumentar  las  probabilidades  de  la  conservación  de 
ambos  individuos. 

fta.  Como  no  se  debe  esperar  que  pueda  pasar  una  criatura 
por  una  pelvis  que  tuviese  menos  de  dos  pulgadas  y  media 
de  diámetro  sacro-pubiano  ;  y  habiendo  probabilidad  de  que 
atraviese  las  que  tengan  al  rededor  de  tres  pulgadas  y  cuar- 
to, será  preciso ,  en  lo  posible,  limitar  las  indicaciones  del 
parto  prematuro  artificial  entre  ambos  estremos. 

5a.  Toda  circunstancia  capaz  de  comprometer  el  buen  éxito 
de  la  operación ,  cual  es  una  posición  viciosa  del  feto ,  si  se 
tuviese  el  convencimiento  de  aquella ,  ó  una  enfermedad  de 
la  madre,  deberán  hacerla  diferir,  y  si  no  pueden  remediarse 
renúnciese  á  ella. 

6a.  El  médico  nunca  deberá  provocar  el  parto  prematuro, 
sino  después  de  celebrada  junta  y  con  la  ayuda  de  uno  ó  de 
varios  de  sus  comprofesores. 

ABREVADERO.  El  paraje  donde  se  da  de  beber  al 
ganado. 

La  servidumbre  de  abrevadero  ,  llamada  por  los  Romanos 
pecoris  ad  aquam  appulsus,  consiste  en  el  derecho  que  por 
concesión  ó  prescripción  tiene  el  dueño  de  una  heredad  para 
llevar  su  ganado  á  beber  en  la  fuente  ,  pozo  ó  estanque  que 
se  halla  en  la  heredad  de  otro. 

Esta  servidumbre  es  rústica  o  rural ,  porque  no  se  esta- 
blece en  favor  de  edificios  sino  de  heredades  :  es  esencial- 
mente discontinua  ,  porque  no  puede  ejercerse  sin  el  hecho 
actual  del  hombre  :  es  positiva  ó  afirmativa ,  porque  obliga  á 
xm  propietario  á  sufrir  que  se  haga  alguna  cosa  en  su  pre- 
dio :  puede  ser  aparente  o  no  aparente  :  será  aparente  cuando 
se  manifiesta  por  alguna  señal  esterior,  v.  gr.  por  un  camino 
que  conduzca  al  paraje  donde  está  el  agua ,  ó  por  una  puerta 
que  dé  á  la  heredad  vecina;  y  no  aparente,  cuando  no  haya 
señal  esterior  que  indique  su  existencia. 

La  servidumbre  de  abrevadero  lleva  consigo,  la  servidum- 
bre de  paso.  Así  es  que  como  el  que  quiere  el  fin  quiere  los 
medios ,  si  uno  concede  á  otro  el  derecho  de  abrevar  sus 
bestias  ó  ganados ,  se  entiende  otorgarle  también ,  aunque 
no  lo  esprese ,  la  facultad  de  entrar  con  ellos  hasta  donde 
estuviere  el  agua  para  poder  abrevarlos  ,  á  no  ser  que  esta 
entrada  no  fuere  necesaria  por  estar  la  fuente,  pozo,  cisterna 
ó  arroyo  del  predio  sirviente  junto  al  predio  dominante. 
«  Fuente  ó  pozo  ,  dice  la  ley  6,  lit.  51 ,  Part.  3 ,  seyendo  en 
heredamiento  de  alguno  ,  ó  estanque  de  agua  que  estodiese 
acerca  de  la  heredat  de  otros,  si  el  dueño  del  agua  les  otor- 
gare que  puedan  hi  beber  ellos ,  et  sus  labradores ,  et  sus 
bestias  et  sus  ganados,  por  tal  otorgamiento  como  este  débe- 
les dar  entrada  et  salida  en  el  heredamiento  do  es  el  agua , 
de  manera  que  puedan  llegar  á  ella  cada  que  les  fuere  me- 
nester. » 

Mas  á  no  haber  disposición  en  contrario,  la  entrada  ó  paso 


no  constituye  por, sí  misma  servidumbre  especial ,  pues  no 
se  debe  sino  como  accesoria  de  la  de  abrevadero  y  como 
medio  de  ejercerla  :  de  suerte  que  el  dueño  del  predio  do- 
minante no  puede  usar  del  derecho  de  paso  para  otro  objeto 
sin  el  consentimiento  del  dueño  del  predio  sirviente  ,  y  la 
estincion  de  la  servidumbre  de  abrevadero  llevaría  consigo 
la  estincion  de  la  de  paso.  Véanse  los  artículos  de  la  palabra 
Servidumbre. 

ABREVIADOS.  Cierto  oficial  nombrado  por  el  rey, 
que  en  el  tribunal  de  la  nunciatura  tiene  á  su  cargo  despa- 
char los  breves  á  semejanza  de  los  que  hacen  lo  mismo  en 
la  curia  romana.  Sus  obligaciones  se  hallan  consignadas 
en  la  ley  2,  tít.  4,  lib.  2,  Nov.  Rec. 

ABREVIATURA.  La  oficina  de  la  nunciatura  en  quo 
se  despachan  los  breves. 

ABREVIATURA.  La  omisión  de  algunas  letras  en  los 
escritos,  ó  el  modo  de  escribir  las  voces  con  menos  letras  de 
las  que  corresponden ,  como  cuando  se  pone  A.  por  An- 
tonio. 

Están  prohibidas  las  abreviaturas  y  guarismos  en  las  es- 
crituras públicas ,  donde  todas  las  voces ,  inclusa  la  fecha, 
han  de  escribirse  cumplidamente  con  todas  sus  letras ,  á  fin 
de  evitar  yerros,  falsificaciones  y  contiendas  ;  de  modo  que 
siendo  la  abreviatura  en  cosa  sustancial ,  no  hará  fe  el  ins- 
trumento ,  y  el  escribano  pagará  el  daño  á  la  parte  perjudi- 
cada ;  ley  7,  lit.  19,  Part.  3. 

ABRIR  el  juicio.  Entablar  un  litigio  á  que  aun  no  se 
había  dado  principio  ;  y  mas  comunmente  es  instaurar  un 
juicio  ya  acabado ,  para  que  las  partes  deduzcan  de  nuevo 
sus  derechos. 

Es  regla  general  que  una  vez  dada  y  publicada  la  senten- 
cia válida ,  queda  cerrado  el  juicio ,  y  ya  no  puede  el  juez 
hacer  mudanza  alguna  ni  oir  de  nuevo  á  los  litigantes , 
aunque  le  presenten  escrituras  halladas  posteriormente,  que 
si  las  hubiese  tenido  á  la  vista  le  hubiesen  hecho  juzgar  de 
otro  modo  ;  por  manera  que  si  el  perjudicado  deja  pasar  el 
tiempo  señalado  para  la  apelación,  se  ve  ya  privado  de  todo 
.  recurso  para  hacer  valer  su  derecho.  «  Otrosí  decimos,  dice 
la  ley  19 ,  tít.  22 ,  Part.  3,  que  non  se  puede  desfacer  el  jui- 
cio despues  que  fuere  dado  si  non  se  alzaren  de  él,  maguer 
mostrasen  después  cartas  ó  previllejos  que  hobiesen  fallado 
de  nuevo,  que  fuesen  átales  que  si  el  judgador  los  hubiese 
vistos  ante  quel  juicio  diese ,  que  juzgara  dotra  manera.  » 

Mas  como  la  aplicación  de  esta  disposición  traería  á  veces 
graves  inconvenientes  y  no  siempre  quedaria  salvada  con 
la  razón  de  que  de  otra  suerte  nunca  los  pleitos  se  podricn 
encimar  nin  acabar,  ha  sido  preciso  ponerle  escepciones, 
indicanflo  algunos  casos  en  que  el  juicio  puede  abrirse  de 
nuevo  y  rescindirse  ó  revocarse  la  sentencia ,  aunque  esté 
ya  pasada  en  autoridad  de  cosa  juzgada.  Tales  son  los  si- 
guientes : 

Io.  Cuando  se  dio  la  sentencia  en  virtud  de  pruebas  fal- 
sas, sean  de  testigos  ,  instrumentos  ú  otras ,  ó  bien  por  so- 
borno del  juez ,  pues  entonces  tiene  el  agraviado  veinte 
años  de  término  para  pedir  la  abertura  del  juicio  y  rescision 
déla  sentencia  por  via  de  restitución  ó  en  apelación  ó  queja; 
leyes  116,  tít.  18  ;  15,  tít.  22; y  1  y  2  ,  tít.  26,  Parí.  5. 

2o.  Cuando  en  causa  matrimonial  se  declaró  no  haber 
matrimonio  ó  haber  sido  ilícito,  si  hubo  error  en  la  declara- 
ción ó  el  juez  no  fué  el  legítimo  diocesano  que  debió  conocer 
de  ella;  ley  15,  tít.  22  ,  Part.  5;  cap.  10  y  1 1 ,  de  sentcnlia 
et  re  judicata. 

3o.  Cuando  se  juzgó  á  favor  de  launa  parte  en  virtud  de 
su  juramento  supletorio,  y  después  trata  de  justificar  la  con- 
traria con  documentos  nuevamente  hallados  que  aquella  co- 
metió perjurio;  leyes  Ib  y  25,  til.  U  ;  y  13  y  19,  tít.  22, 
Part.  5. 

4o.  Cuando  después  de  dada  la  sentencia  cesa  la  causa 
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vuelvo' á  poder  de  su  "dueño  ;  ley  19,  fit.  n,Part.  5. 

b°.  Cuando  se  hubiere  dado  la  sentencia  contra  el  rey  ó  su 
personero  ó  en  causa  perteneciente  á  su  cámara  ó  señorío, 
pnes  entonces  encontrándose  buenas  pruebas  instrumenta- 
les puede  hacerse  uso  de  ellas  para  que  se  revoque  dentro 
do  1res  años  desde  el  dia  en  que  se  dio  ,  ó  después  en  cual- 
quier tiempo  si  hubo  dolo  ó  engaño  por  parte  del  personero 
que  tal  vez  hubiese  ayudado  al  adversario  ó  por  la  de  cual- 
quier o(ra  persona;  ley  19,  tít.  22,  Part.  5. 

G°.  Cuando  el  menor  de  veinte  y  cinco  años  manifiesta 
que  le  fué  hecho  engaño  en  el  pleito  ó  en  el  juicio ,  ó  que 
por  lijereza  ó  por  yerro  confesó  ó  negó  alguna  cosa  que  le 
fíié  perjudicial,  oque  su  abogado  no  mostró  las  razones 
tan  cumplidamente  como  debiera ,  ó  que  tiene  algunos  testi- 
gos ó  instrumentos  que  halló  de  nuevo  con  que  puede  me-» 
jorar  su  pleito  ,  ó  que  quiere  alegar  leyes,  fueros  ó  costura 
bres  contrarias  al  juicio  de  que  se  querella ,  según  se  verá 
en  el  artículo  Restitución  in  inlegrum;  leyes  1 ,  2  y  3,  tít. 
2b,  Part.  5;  y  8  y  9,  tít.  19,  Part.  6. 

7o.  Cuando  las  iglesias ,  el  fisco ,  los  concejos  ,  ciudades  L 
universidades,  viéndose  perjudicados  en  la  sentencia,  piden 
la  restitución  por  las  mismas  razones  que  los  menores  dentro 
de  los  cuatro  años  siguientes  á  su  fecha ,  y  siendo  la  lesión 
enorme  dentro  de  treinta;  ley  10,  til.  19,  Part.  6. 

8o.  Cuando  habiéndose  absuelto  al  reo  ó  demandado  so- 
lamente de  la  instancia  y  no  de  la  acusación  ó  demanda ,  por 
no  haber  habido  méritos  para  darle  por  libre  absolutamente 
ni  para  condenarle ,  ó  por  haber  probado  el  actor  diferente 
cosa  de  la  que  demandó ,  aparecen  después  nuevos  méritos 
en  el  primer  caso,  ó  el  actor  entabla  en  el  segundo  la  acción 
correspondiente;  Greg.  Lop.  e>i#ri  glosa  tí  de  la  ley  9 ,  tít. 
22,  Part,  o,  y  en  la  glosa  9  de  la  ley  26,  tít.  i ,  Part.  7  : 
Salg.  Labyr.  part.  3,  cap.  1 ,  n.  30  :  Gulierr.  Pract.  quœst. 
40Í  :  Gulierr.  Pract.  crim.,  to'm.  1 ,  p.  293  ;  pero  es  de  ver 
lo  que  se  dice  mas  adelante  en  la  palabra  Absolución. 

9o.  Cuando  habiéndose  absuelto  al  reo  del  delito  que  se  le 
imputaba,  se  prueba  despues  que  en  la  acusación  se  proce- 
dió con  dolo  para  librarle  ;  y  cuando  habiéndose  absuelto  al 
reo  acusado  de  homicidio  por  una  persona  que  no  tenia  re- 
laciones de  parentesco  con  el  muerto ,  se  presenta  luego  un 
pariente  que  jurando  haber  ignorado  la  acusación  quiere 
entablarla  otra  vez  por  sí  mismo;  ley  12,  lit.  1,  Part..  7. 

10.  Siempre  que  la  sentencia  fuere  tal  que  de  su  tenor 
ó  por  vista  ocular  ó  evidencia  del  hecho  apareciese  su  ini- 
quidad; cap.  9  de  sentenlia  et  re  judicata. 

1 1 .  Cuando  la  sentencia  fuese  nula ,  á  no  ser  que  la  hu- 
biesen consentido  los  litigantes  ,  según  lo  que  se  dice  en  el 
artículo  Sentencia  nula. 

Presentada  en  tales  casos  la  competente  demanda  por  el 
interesado  ante  el  juez  que  dio  la  sentencia  ó  ante  el  supe- 
rior, se  emplaza  al  colitigante  y  se  sigue  el  juicio  según  sus 
trámites. 

Fuera  de  los  casos  señalados  por  las  leyes  no  puede 
abrirse  un  juicio  ya  ejecutoriado  ,  sino  cuando  en  virtud  de 
razones  poderosas  lo  ordenare  así  el  soberano,  como  se  dirá 
en  el  artículo  Recursos  eslraor  dinar  ios.  Pero  es  de  advertir 
aquí  con  respecto  á  estas  concesiones ,  que  por  la  necesidad 
de  poner  fin  á  la  admisión  del  considerable  número  de  ins- 
tancias estraordinarias  sobre  asuntos  judiciales ,  que  diaria- 
mente se  dirigían  á  S.  M.  por  la  secretaría  de  gracia  y  jus- 
ticia, y  en  vista  de  la  utilidad  y  conveniencia  de  restituir  á 
los  tribunales  el  lleno  de  sus  facultades ,  se  mandó  entre 
otras  cosas  por  real  orden  de  21  de  marzo  de  183'J-,  que  no 
se  dé  curso  à  ninguna  de  las  instancias  que  versen  sobre 
obtener  revisiones  estraordinarias  ó  sobre  volver  à  abrir 
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quinto  de  la  Constitución' de  18 12,-  há'rlettb'serYáWél  artí- 
culo 2't5  de  la  misma,  que  dice  así  :  «  Ni  las  Cortes  ni  el  rey 
podrán  ejercer  en  ningún  caso  las  funciones  judiciales,  avo- 
car causas  pendientes  ,  ni  mandar  abrir  los  juicios  feneci- 
dos. » —  Véase.  Autoridad  de  cosa  juzgada. 

ABROGACIÓN.  La  anulación  ó  revocación  de  lo  que 
por  ley  ó  privilegio  se  hallaba  establecido. 

La  abrogación  de  la  ley  se  diferencia  de  la  derogación,  en 
que  aquella  consiste  en  la  abolición  ó  anulación  total  de  la 
ley,  y  esta  en  la  abolición  ó  anulación  de  solo  una  parie  de 
ella  :  Abrogalur  legi  cüm  prorsiís  tollilur,  derogaiur  legi 
cùm  pars  delrahitur. 

La  abrogación  es  espresa  ó  tácita  :  es  espresa ,  cuando 
una  nueva  ley  revoca  formalmente  la  antigua;  es  tácita 
cuando  la  nueva  ley  contiene  disposiciones  contrarias  á  la 
anterior  sin  decir  que  la  revoca ,  ó  cuando  los  motivos  de 
una  ley  han  cesado  enteramente,  ó  en  fin  cuando  se  ha  es- 
tablecido una  costumbre  contraria  á  la  ley,  ó  cuando  esta 
ha  caído,  en  desuso  (1).  Véase  Ley,  Interpretación  délas 
leyes  y  Costumbre. 

ABSOLUCIÓN.  La  sentencia  definitiva  dada  en  favor 
del  reo  ,  esto  es  ,  la  decisión  legítima  del  juez  declarando  al 
reo  por  libreó  quito  de  la  demanda  ó  acusación  que  se  le  ha 
puesto. 

Siempre  que  el  actor  no  hubiere  probado  bien  y  cumpli- 
damente en  el  juicio  su  demanda  ó  acusación  ,  no  se  puede 
prescindir  de  absolver  al  reo  :  Adore  non  probante  i  reusest 
absolvendus.  «  Naturalmente  ,  dice  la  ley  1,  tít.  ih,  Part.  3, 
pertenece  la  prueba  al  demandador  cuando  la  otra  parte  le 
negare  la  demanda,  ó  la  cosa  ó  el  fecho  sobre  que  le  face  la 
pregunta;  ca  si  lo  non  probase  deben  dar  por  quito  al  de- 
mandado de  aquella  cosa  que  non  fué  probada  contra  él.  » 

Esta  regla  debe  observarse  tanto  en  materias  civiles  como 
en  las  criminales  ;  porque  siempre  tiene  derecho  el  reo  á 
que  se  le  considere  poseedor  legítimo  de  la  cosa  que  se  le 
demanda,  ó  libre  de  la  obligación  que  se  le  supone,  ó  ino- 
cente del  delito  que  se  le  imputa  ,  mientras  no  se  pruebe 
clara  y  completamente  lo  contrario,  de  modo  que  en  caso  de 
duda  ha  de  favorecerse  mas  al  reo  que  al  actor  :  Favorabi- 
liores  reipotius  quàm  actores  habenlur.  Véase  Prueba. 

Mas  si  en  todas  las  causas  ha  de  estar  el  juez  mas  apare- 
jado en  favor  del  reo  ó  demandado  que  del  actor  ó  deman- 
dante ,  ha  de  procurar  sobre  todo  en  las  criminales  librarse 
cuidadosamente  de  aquella  funesta  prevención  que  suele 
apoderarse  de  nuestro  espíritu  contra  los  hombres  llamados 
á  responder  de  sus  acciones  ante  los  tribunales.  No  es  esta 
una  máxima  de  alta  filantropía  para  el  uso  de  los  que  se  es- 
tremecen á  sola  la  idea  de  una  pena  ó  de  un  suplicio,  sino 
una  regla  de  buena  lógica  para  guiarnos  en  la  investigación 
-  de  la  verdad  y  tranquilizar  la  inocencia.  Una  vez  que  hemos 
llegado  á  concebir  una  presunción ,  tenemos  ya  cierta  ten- 
dencia irresistible  á  cambiarla  en  certidumbre ,  y  no  sé  por 
qué  impulso  fatal  nos  inclinamos  á  combatir  cuanto  se  le- 
vanta contra  ella.  No  debemos  por  tanto  admitir  presuncio- 
nes que  no  estén  fundadas  en  numerosas  analogías  y  en  la 
observación  de  los  hechos  mas  generales.  En  las  ciencias  fí- 
sicas están  siempre  las  presunciones  á  favor  de  la  ley  gene- 
ral que  rige  un  conjunto  de  fenómenos  ;  y  si  algún  hecho 
viene  á  turbar  el  resultado  de  las  observaciones  anteriores , 
no  vemos  que  el  sabio  se  arme  luego  de  éLpara  desacreditar 


(1)  Ley  258  del  Estilo,  y  tít.  2.  Part,  i .  Mas  no  puede  alegarse 
contra  las  leyes  que  no  están  en  uso,  como  lo  dice  la  11 ,  tít,  2  , 
lib.  5 .  Nov.  Roe. 
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ó. modificar  la  ley  reconocida,  sino  que  presumiendo  por  .el 
contrario  que  esta,  ley  nc  ha  sufrido  lesión  alguna  en  su  ca- 
rácter de  generalidad ,  soto  admite. la  escepcion  cuando  la  vo 
por  un  claramente  demostrada  por  nuevas  observaciones  y 
numerosas  esperiencias.  El  mismo  método  ha  de  seguirse  eñ 
las  ciencias  morales  :  el  crimen  es  una  escepcion  en  la  so- 
ciedad, y  aun  suele  serlo  también  en  la  vida  de  un  hombre. 
El  número  de  los  que  cometen  acciones  reprensibles  á  los 
ojos  de  la  ley  es  ciertamente  bien  corto,  si  se  compara  con 
el  de  los  que  jamas  infringen  sus  preceptos;  y  son  infinita- 
mente mas  los  hombres  de  probidad  que  siempre  continúan 
en  serlo,  que  los  que  se  dejan  arrastrar  de  las  seducciones 
del  delito.  Puede  decirse  pues  en  general  que  hay  infinita- 
mente mas  razones  para  presumir  la  inocencia  que  no  la 
culpabilidad.  Así  que,  unjhombre  que  ha  llevado  una  con- 
ducta sin  tacha  á  los  ojos  de  la  justicia  hasta  el  momento  en 
que  una  acusación  viene  á  descargar  el  golpe  sobre  su  ca- 
beza, tiene  en  su  favor  la  presunción  de  que  su  vida  pasada 
es  el  garante  de  su  vida  presente  y  venidera  :  no  solo  debe 
á  su  seguridad  el  no  hacer  daño  á  nadie,  sino  que  lo  debe 
también  á  la  buena  reputación  que  ha  sabido  adquirirse  : 
los  motivos  que  le  impelen  à  seguir  siempre  el  camino  de  la 
"virtud  son  muchos  y  poderosos,  y  es  probable  tengan  mas 
peso  en  la  balanza  que  los  que  alguna  vez  tiendan  á  des- 
viarle. Diráse  empero  que  puede  sucumbir.  Sí,  no  hay  duda, 
puede  sucumbir;  pero  este  es  el  caso  mas  raro ,  y  lejos  de 
presumirlo  debemos  esperar  á  que  la  prueba  de  su  debilidad 
quede  bien  establecida. 

Esta  presunción  de  inocencia  perderá  mucho  de  su  fuerza 
cuando  se  trate  de  un  individuo  que  ya  otras  veces  ha  sido 
castigado  por  la  justicia.  Hay  hombres  que  hacen  un  hábito 
del  crimen;  y  presumir  su  inocencia  cuando  ya  muchas  ve- 
ces han  sido  presentados  á  los  tribunales  y  condenados  á 
penas  aflictivas  é  infamantes,  podría  parecer  una  insensatez. 
Es  necesario,  no  obstante ,  admitir  también  con  respecto  á 
ellos  la  presunción  de  inocencia.  Si  han  sufrido  penas,  han 
expiado  ya  los  delitos  por  los  cuales  las  merecieron  -,  han 
vuelto  á  entrar  en  el  derecho  común,  y  deben  ser  tratados 
en  adelante  como  los  otros  miembros  de  la  sociedad ,  go- 
zando plenamente  de  todas  las  garantías  judiciales  ,  cual- 
quiera que  sea  su  naturaleza.  Conviene  tanto  mas  por  otra 
parte  no  privarlos  de  la  garantía  que  resulta  de  la  presun- 
ción de  inocencia  ,  cuanto  que  están  mucho  mas  espuestos 
que  los  demás  á  las  sospechas  y  persecuciones.  ¿Se  comete 
acaso  un  delito  cuyo  autor  no  es  conocido  ?  Todas  las  conje- 
turas y  presunciones  recaen  naturalmente  contra  el  hombre 
que  habiéndose  hecho  culpable  anteriormente  de  un  delito 
semejante  ó  análogo ,  se  hallaba  en  el  lugar  ó  en  sus  cerca- 
nías al  momento  de  su  ejecución;  y  suelen  bastar  los  mas 
vagos  indicios  para  justificar  nuevos  procedimientos  contra 
su  persona.  Si  el  juez  deja  arraigar  en  su  espíritu  la  preven- 
ción que  al  principio  es  tan  natural;  si-no  pone  mucho  cui- 
dado y  atención  en  el  examen  de  los  cargos  ;  si  se  deja 
influir  demasiado  por  la  memoria  de  faltas  antiguas  y  ya 
expiadas,  ¿no  es  claro  que  se  espone  á  pronunciar  condena- 
ciones injustas? 

La  presunción  de  inocencia  tiene  la  ventaja  de  hacer  al 
juez  mucho  mas  escrupuloso  en  el  aprecio  de  los  hechos 
y  testimonios  que  deponen  contra  un  acusado,  sin  que  pueda 
alterar  la  imparcialidad  que  debe  animarle;  antes  por  el 
contrario  le  pone  en  disposición  de  pesar  sin  ceguedad  y  sin 
pasión  los  hechos  y  las  circunstancias  del  crimen  denuncia- 
do, y  le  impide  acoger  las  pruebas  de  cargo  que  no  sean  á 
sus  ojos  tan  claras  como  la  luz.  Hay  dos  especies  de  injusti- 
cia que  el  juez  debe  evitar  con  todo  cuidado;  á  saber  :  la 
injusticia  que  condena  y  la  injusticia  que  absuelve;  pero  la 
injusticia  que  condena  es  mucho  mas  alarmante  y  mas  funesta 
que  la  otra,  y  por  tanto  se  hace  preciso  precaverse  princi- 


palmente cônira  ella  ,  lo  que  no  puedis»  lograrse  m&s^ïîcâzH 
mente  que  coa  el  ausilio  ! de  la  presunción  ■  de  ■  inoceiftjíü? 
Quizase  diráqué  el  peligro  que  resulta  de  'lá'absoluciori'-iHie1 
un  culpable  es  realmente  mayor  que  el  que  proviene  de  la 
condenación  de  un  inocente  ;  que  si  un  ladrón  queda  ab- 
suelto,  el  efecto  casi  cierto  de  semejante  sentencia  será  pro- 
ducir nuevos  robos  ;  que  si  por  el  contrario  es  condenado  un 
inocente  acusado  de  tal  delito,  no  se  sigue  de  ahí  que  otros 
inocentes  hayan  de  ser  condenados  por  la  misma  causa  ;  y 
que  por  tanto  la  condenación  de  un  inocente  en  igual  caso 
debe  considerarse  como  una  desgracia  aislada  que  no  tiene 
tendencia  á  producir  desgracias  de  la  misma  clase.  Pero 
dejando  á  un  lado  las  diferentes  respuestas  que  pueden  darse 
á  estas  razones,  ha  de  tenerse  presente  que  el  mal  de  una 
pena  injusta  por  el  delito  de  robo  sobrepuja  de  mucho  al 
mal  que  habria  de  sufrirse  por  los  nuevos  robos  del  ladrón 
absuelto. 

Efectivamente  ,  el  mal  de  la  pena  suele  ser  en  general 
mucho  mayor  que  el  mal  del  delito  ,  porque  la  ley  procura 
.  hacer  al  delincuente  mas  daño  que  el  que  él  ha  hecho  al 
ofendido,  á  fin  de  que  el  motivo  que  reprime  sea  mas  fuerte 
que  el  motivo  que  seduce.  ¿Qué  será  si  la  pena  es  injusta  y 
se  compara  no  con  el  mal  de  un  delito  cometido  ,  sino  solo 
con  el  peligro  del  que  puede  cometerse?  En  primer  lugar,  el 
mal  de  la  pena  injusta  es  mucho  mayor  que  el  de  la  pena 
justa  ,  porque  el  inocente  que  se  ve  castigado  sufre  mu- 
cho mas  que  el  que  se  reconoce  con  méritos  para  serlo , 
pues  no  tiene  los  mismos  motivos  que  este  para  resignarse 
á  la  pena;  y  en  segundo  lugar ,   la  probabilidad  ó  peligro 
de  futuros  delitos  no  es  mas  que  un  mal  de  segundo  orden, 
un  mal  eme  á  nadie  afecta  sino  muy  débilmente.  ¿Qué  com- 
paración hay  pues  entre  el  temor  de  padecer  por  un  delito 
y  el  de  padecer  sin  culpa  por  una  pena  ?  ¿Quién  será  el  que 
no  prefiera  estar  espuest^  al  peligro  de  ser  robado,  mas 
bien  que  al  de  arrastrar  la  cadena  en  un  presidio  por  seis , 
ocho  ó  diez  años ,  y  tal  vez  al  de  subir  á  un  cadalso?  Ade- 
mas ,  el  temor  de  padecer  por  ignorancia ,  precipitación  ó 
estravío  de  un  juez  sobrecoge  sin  duda  mucho  mas  que  el  de 
padecer  por  los  hechos  de  un  particular  sospechoso  ,  porque 
es  mas  fácil  guardarse  de  un  hombre  ya  conocido  que  no 
puede  obrar  sino  en  ciertas  ocasiones  y  con  gran  riesgo 
propio,  que  no  precaverse  de  un  oficial  público  revestido  de 
grandes  poderes  cuya  acción  es  constante  y  menos  arries- 
gada y  comprende  en  su  esfera  á  un  gran  número  de  per- 
sonas. Así  que,  en  resumen,  la  alarma  de  la  pena  injusta 
es  mas  grande  que  la  alarma  del  delito;  y  por  consiguiente 
el  peligro  de  ser  castigado  siendo  inocente  parecerá  siem- 
pre mayor  que  el  de  sufrir  por  la  absolución  de  un  cul- 
pable. 

Toda  esta  doctrina  se  halla  consignada  en  los  principios 
establecidos  por  nuestra  legislación.  «  Criminal  pleito  que 
sea  movido  contra  alguno  en  manera  de  acusación  ó  de 
riepto,  dice  la  ley  12  ,  tít.  ik,  Part.  5,  debe  seer  probado 
abiertamente  por  testigos ,  ó  por  cartas  ó  por  conoscencia 
del  acusado  ,  et  non  por  sospechas  tan  solamente  ;  ca  dere- 
cha cosa  es  que  el  pleito  que  es  movido  contra  la  persona 
del  home  ó  contra  su  fama ,  que  sea  probado  et  averi- 
gnado  por  pruebas  claras  como  la  luz  en  que  non  venga 
ninguna  dubda.  Et  por  ende  fablando  los  sabios  antiguos  en 
tal  razón  como  esta ,  dixieron  que  mas  santa  cosa  era  de 
quitar  al  home  culpado  contra  quien  non  puede  fallar  el 
judgador  prueba  cierta  et  manifiesta  ,  quo  dar  juicio  contra 
el  que  es  sin  culpa,  maguer  fallasen  por  señales  alguna  sos- 
pecha contra  él.  »  En  iguales  términos  se  esplica  la  ley  26, 
tít.  i ,  Part.  7  :  «  La  persona  del  home,  dice ,  es  la  mas 
noble  cosa  del  mundo  :  et  por  ende  decimos  que  todo  jud- 
gador que  hobiere  á  conoscer  de  tal  pleito  sobre  que  pu- 
diese venir  muerte  ó  perdimiento  de  miembro,  que  debe 
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pâifter  .guarda. .  muy  afincadamente  que  las  pruebas  que  re- 
c"¿iere  solare  tal  pleito  que  sean  leales  et  verdaderas  et  sin 
m'pguna,  sospecha ,  et  que  los  dichos  et  las  palabras  que 
dísieren  firmando  sean  ciertas  et  claras  como  la  luz ,  de 
manera  que  non  pueda  venir  sobrellas  dubda  ninguna.  Et 
si  las  pruebas  que  fuesen  dadas  contra  el  acusado,  non 
dixiesen  nin  testiguasen  claramente  el  yerro  sobre  que  fué 
fecha  la  acusasion,  et  el  acusado  fuese  home  de  buena  fama, 
debelo  el  jndgador  quitar  por  sentencia.  »  Siendo  el  acusado 
hombre  de  mala  fama  ó  vil ,  y  resultando  presunciones  con- 
tra él,  como  por  ejemplo  si  la  opinion  pública  le  designase 
por  autor  del  delito  en  cuestión ,  ó  este  le  fuese  probado  por 
un  testigo  fidedigno  ,  previenen  dicha  ley  26  y  la  ley  5 ,  tít. 
30,  Part.  7  ,  que  puede  el  juez  mandarlo  atormentar,  y  si  en 
el  tormento  negare  el  delito  que  se  le  imputa  ó  después  no 
ratificare  libremente  la  confesión  hecha  en  él,  debe  absol- 
verle y  darle  por  quito.  Mas  como  en  el  dia  está  abolido  el 
uso  del  tormento  ,  es  evidente  que  aun  el  hombre  de  mala 
fama  contra  quien  militan  sospechas  y  presunciones  de  ser 
el  delincuente  que  se  busca ,  debe  ser  absuelto  y  puesto  en 
libertad ,  ya  que  no  hay  pruebas  claras  é  indudables  que  le 
condenen. 

Siendo  esto  así ,  ¿cómo  ha  podido  introducirse  en  algunos 
tribunales  la  práctica  arbitraria  de  considerar  y  tratar  como 
delincuente  al  miserable  acusado  contra  quien  no  se  aducen 
pruebas  bastantes,  imponiéndole  alguna  pena  estraordinaria 
por  las  sospechas  que  contra  él  resultan?  ¿Porqué  se  condena 
al  que  la  ley  absuelve?  ¿Porqué  se  declara  culpado  al  que 
la  ley  tiene  por  inocente?  ¿Es  posible  que  haya  de  ser  tanta 
la  sed  de  castigo ,  que  por  el  temor  de  dejar  impune  un  de- 
lito se  prefiera  condenar  á  quien  no  se  sabe  si  tiene  culpa? 
¿Quién  se  podrá  creer  seguro  con  tal  sistema?  ¿  Quién  no  se 
estremece  al  considerar  que  la  ley  no  es  bastante  fuerte  para 
ponerle  á  cubierto  de  los  terribles  efectos  de  una  injusta 
persecución ,  fundada  en  algunas  sospechas  que  á  veces 
reúne  la  casualidad  ó  la  malicia  contra  el  hombre  de  mayor 
probidad? 

¿Habrá  pues  de  absolverse  lisa  y  llanamente  al  reo, 
mientras  no  resulte  completamente  demostrada  su  culpabili- 
dad, aunque  por  otra  parte  no  quede  bien  justificada  su 
inocencia?  Siempre  que  las  pruebas  de  cargo  no  manifiesten 
de  un  modo  positivo  ser  imposible  que  el  procesado  sea  ino- 
cente, se  le  debe  absolver  definitivamente  y  sin  restricción, 
porque  así  está  dispuesto  por  nuestras  leyes ,  según  se  ha. 
indicado;  porque  ,  lo  que  no  es  plena  prueba  ,  no  es  real- 
mente prueba  :  Sic  qitod  non  esl  plena probalio ,  plané  milla 
est  probalio  ;  y  porque  todo  hombre  se  halla  en  posesión  de 
su  inocencia ,  mientras  no  se  pruebe  claramente  que  la  ha 
perdido. 

En  la  práctica ,  sin  embargo ,  se  ha  adoptado  el  sistema  de 
absolver  de  la  instancia  al  procesado ,  cuando  por  una  parte 
no  se  prueba  bien  su  inocencia  ,  y  por  otra  se  ve  que  la  acu- 
sación, aunque  no  probada,  no  se  ha  intentado  sin  algún 
fundamento ,  porque  en  semejante  caso ,  según  dicen  los  cri- 
minalistas ,  no  hay  méritos  para  darle  por  libre  absoluta- 
mente ni  para  condenarle. 

A  pesar  pues  de  que  la  ley  no  conoce  mas  que  una  abso- 
lución, se  distinguen  prácticamente  dos  especies,  la  absolu- 
ción libre  ,  o  sea  la  absolución  de  la  demanda  ó  del  juicio ,  y 
la  absolución  de  la  instancia.  La  primera  es  absoluta,  com- 
pleta ,  definitiva  ;  da  enteramente  por  libre  ó  quilo  al  acu- 
.'■  sado,  exonerándole  de  la  acusación  ó  querella,  y  justificán- 
dole plenamente;  impone  perpetuo  sile'ncio  al  acusador; 
cierra  el  juicio,  y  produce  otros  efectos,  como  luego  lo 
veremos.  La  segunda  no  es  sino  relativa  ,  imperfecta,  inte- 
rina; se  limita  solo  á  los  autos  hechos;  deja  la  puerta  abierta 
á  nuevas  pesquisas  ,  y  suspende  mas  bien  que  fina  el  juicio, 
el  cual  puede  abrirse  ó  instaurarse  r>i  después  sobrevienen 


nuevas  pruebas  ,  á  las  que  se  juntan  las  antiguos  reprodu- 
ciéndolas de  nuevo.  Esta  manera  de  absolución  se.recomien- 
da  mucho  por  algunos  autores ,  porque  dicen  ($8e  evita  la 
impunidad  de  los  delitos.  Pero,  j  es  conforme  á  nuestra  le- 
gislación ?  No  lo  cree  así  el  Sr.  Gregorio  López ,  quien  glo- 
sando, en  el  número  9,  las  palabras  Débelo  dar  por  quito 
con  que  se  esplica  la  citada  ley  26 ,  tít.  1 ,  Part.  7,  no  vacila 
en  afirmar  que  esta  ley  reprueba  la  práctica  común  de  los 
doctores  que  aconsejan  al  juez  dejar  la  causa  indecisa  y  abs- 
tenerse de  absolver  al  reo  definitivamente  en  caso  de  duda , 
pues  que  dichas  palabras  inducen  necesidad  é  imponen  al 
juez  la  obligación  de  dar  una  absolución  completa  y  termi- 
nante, aunque  al  fin  dejándose  llevar  del  hábito  que  reinaba 
en  aquellos  tiempos  de  seguir  mas  bien  las  doctrinas  de  I03 
intérpretes  del  derecho  romano  que  las  disposiciones  de  las 
leyes  patrias  ,  concluye  diciendo  :  Forte  lamen  in  alrociori- 
bus  deliclis,  et  ubi  judex  bono  zelo  moverelur,  sperans  nova 
indicia  supervenire  ,  bona  esset  practica  prcedicta.  Mas  deci- 
dido Antonio  Gómez,  rechaza  absolutamente  esta  práctica, 
y  deshace  las  razones  de  los  que  piensan  de  otro  modo , 
tom.  3,  Variar-icap.  13,  nkm.  28. 

Seguramente ,  cuando  no  hay  méritos  para  condenar  al 
reo ,  los  hay  para  darle  por  libre,  porque  no  pudiendo  con- 
denarse á  nadie  sin  que  las  pruebas  sean  tan  claras  como  la 
luz,  ha  de  declararse  inocente  al  que  no  se  puede  decir  abso- 
lutamente culpado  :  Humano?  ralionis  est  innocentes  dicere, 
quos  absoluto  nocentes  pronuntiare  non  possumus;  y  la  liber- 
tad que  se  le  debe  dar  en  tal  caso ,  no  puede  menos  de  ser 
completa  y  absoluta ,  con  los  efectos  que  produce  la  senten- 
cia definitiva  ;  pues  de  otro  modo  serian  ilusorias  las  leyes 
que  fijan  los  plazos  para  probar  y  juzgar  :  nunca  los  pleitos 
se  podrien  encimar  nin  acabar;  Nullus  esset  Utivm  finis;  se 
haria  mas  ventajosa  la  posición  del  acusador  que  la  del  acu- 
sado ,  contra  lo  establecido  por  derecho  ;  tendría  que  estar 
el  reo  ,  aunque  sin  culpa ,  siempre  temblando  bajo  el  peso 
de  una  acusación  nunca  acabada  ;  y  se  daria  ancho  campo 
á  la  calumnia  y  á  persecuciones  injustas.  Será  sin  duda  un 
mal  que  de  esta  manera  las  pruebas  halladas  después  de  la 
sentencia ,  sean  inútiles  para  perseguir  segunda  vez  á  un  de- 
lincuente absuelto  ;  pero  también  es  otro  mal  en  lo  civil  que 
no  se  pueda  deshacer  el  juicio  una  vez  dado ,  maguer  mos- 
trasen después  cartas  ó  previllejos  que  hobiesen  fallado  de 
nuevo,  que  fuesen  átales  que  si  el  judgador  los  hobiese  vistos 
ante  quel  juicio  diese  ,  que  judgara  dolra  manera  ;  y  sin 
embargo  así  está  dispuesto  en  obsequio  de  la  autoridad  de  la 
cosa  juzgada  por.  evitar  otros  males  mayores.  Podrán  así 
quedar  impunes  algunos  criminales;  pero  si  así  sucediere  s 
que  no  es  fácil  suceda  sino  muy  rara  vez ,  sirvan  de  com- 
pensación á  la  humanidad  por  los  muchos  inocentes  que  han 
subido  y  todavía  subirán  al  cadalso.  Téngase  presente  por 
otra  parte  que  sin  duda  encontrarán  su  escarmiento  en  el 
terrible  peligro  en  que  se  vieron ,  y  no  olvidemos  que  entre 
dos  males  se  ha  de  preferir  el  de  menos  trascendencia. 

Diráse  tal  vez  que  también  en  lo  civil  se  usa  la  absolución 
de  la  instancia  ,  y  que  por  consiguiente  pierde  su  fuerza  el 
argumento  que  se  ha  hecho  de  lo  civil  á  criminal.  Se  citará 
al  autor  de  la  Curia  Filípica ,  el  cual  sienta ,  fundándose  en 
las  leyes  Ib  y  16,  tít.  22,  Part.  3,  que  probándose  por  el 
actor  otra  cosa  diferente  de  la  demandada  antes  por  él ,  se 
ha  de  absolver  al  reo  de  la  instancia  ;  de  modo  que  podrá 
volvérsele  á  demandar  sobre  la  misma  cosa  entablando  la 
acción  correspondiente.  Pero  lo  que  dicen  estas  leyes,  es 
que  es  nula  la  sentencia  en  que  non  es  dado  el  demandado 
por  quilo  ó  por  vencido;  que  lo  es  igualmente  la  que  se  pro- 
nuncia sin  haber  averiguado  la  verdad  por  los  trámites  es- 
tablecidos ,  como  asimismo  la  que  no  es  conforme  á  la  de- 
manda ,  esto  es,  la  que  recae  sobre  una  cosa  que  no  se  pide. 
Si  el  actor  pide  una  cosa  y  después  prueba  otra,  sin  corregí 


6U, error  en  el  juicio  ,  no  podará  el  juez  condenar  ni  absolver 
al.rçq  de. la  cosa  probada- ,\pQr^ue..la  sentencia  no  seria  en- 
tonces conforme  á  la  demanda;  pero  podrá  absolverle  de  la 
cosa  pedida ,  pues  que  el  actor  no  la  na  probado  ,  y  esta 
absolución  será  completa  y  definitiva.  Aun  en  el  caso  de 
que  el  actor,  puesta  y  contestada  la  demanda,  no  quiera 
seguir  el  pleito  por  pereza  ó  por  malicia ,  y  emplazado  á  so- 
licitud del  reo  deje  de  acudir  al  tribunal ,  debe  el  juez  absol- 
ver definitivamente  al  demandado-,  si  por  el  examen  de  los 
autos  hallare  que  el  actot  tuvo  plazos  bastantes  para  probar 
su  intención  y  no  lo  hizo ,  ó  no  presentó  sino  pruebas  insu- 
ficientes; y  solo  en  el  caso  de  que  no  se  atrevieses  dar  sen- 
tencia definitiva  por  hallar  en  los  autos  que  no  se  dio  al  de- 
mandante plazo  bastante  para  probar,  ó  que  hay  otro  motivo 
de  duda  grave,  puede  quitar  al  demandado  que  non  sea  te- 
nudo  de  responder  al  demandador  en  razón  de  aquellos  actos 
que  pasaron  por  este  pleito,  sin  darle  por  quito  de  la  cosa 
demandada;  ley  9,  tít.  22,  Part.  3.  Mas  con  respecto  á  lo  cri- 
minal ,  se  verá  en  la  palabra  Acusador  lo  que  ha  de  practi- 
carse en  el  caso  de  'contumacia  ó  rebeldía  de  este. 

Habiendo  visto  qué  cosa  es  absolución ,  cuáles  son  sus  es- 
pecies ,  y  cuándo  debe  darse ,  resta  ahora  examinar  sus 
efectos. 

La  absolución  produce  en  primer  lugar  á  favor  del  reo 
escepcion  perpetua  de  cosa  juzgada  ó  pleito  acabado ,  es 
decir,  que  el  reo  absuelto  no  puede  ser  demandado  nueva- 
mente por  el  actor  ó  sus  herederos  sobre  la  misma  cosa ,  ni 
acusado  otra  vez  por  el  mismo  hecho  ,  salvo  lo  que  se  dice 
en  los  artículos  Apelable,  Apelación,  Abrir  el  juicio  ,  y  Au- 
toridad de  cosa  juzgada.  «  Si  el  demandado,  dice  la  ley  19, 
tít.  22  ,  Part.  5,  fuere  dado  por  quito  en  juicio  de  aquella 
cosa  quel  demandan  ,  siempre  se  pueden  defender  él  et  sus 
herederos  por  razón  de  aquel  juicio ,  también  contra  aquel 
quel  demandaba  como  contra  sus  herederos  et  contra  todos 
los  otros  que  ficiesen  demanda  por  ellos  ó  en  su  nombre.  » 
«  Seyendo  alguno  acusado,  dice  la  ley  20  del  mismo  tít.  y 
Part.,  por  razón  de  yerro  que  hobiese  fecho,  si  este  alai 
fuere  dado  por  quito  en  juicio  ,  et  otro  alguno  le  quisiese 
después  acusar  sobre  aquel  mismo  yerro ,  non  lo  podrie  fa- 
cer, porque  tal  juicio  como  este  non  tan  solamente  empesce 
á  los  que  le  acusaron  primeramente  ,  mas  aun  á  todos  los 
otros  que  después  le  quisiesen  acusar  en  razón  de  aquel  fe- 
cho ;  á  no  ser  que ,  como  añade  la  ley  12 ,  tít.  1 ,  Part.  7,  se 
probase  contra  el  reo  que  se  ficiera  él  mismo  acusar  enga- 
ñosamente asacando  et  trayendo  algunas  pruebas  que  non 
Supiesen  el  fecho ,  porque  lo  diesen  por  quito  del  yerro  ó  del 
mal  de  que  él  se  fizo  acusar,  ó  que  otro  alguno  lo  hobiese 
acusado  engañosamente  con  entencion  de  librarle  del  yerro 
que  hobiese  fecho,  ca  estonce  si  esto  fuese  probado,  bien  lo 
podrien  acusar  otra  vez  de  aquel  yerro  de  que  fuese  así 
quito.  Otrosí  decimos,  continúa  la  ley,  que  si  algunt  home 
acusare  á  otro  sobre  muerte  de  algunt  home  que  non  fuese 
Qu  pariente  ,  et  respondiendo  el  acusado  á  la  acusación  fuese 
Cuito  della  por  juicio,  dende  adelante  non  le  podrie  acusar 
ninguno  de  los  parientes  del  muerto  por  razón  de  aquel 
yerro  de  que  fué  ya  quito  por  sentencia;  fueras  ende  si  el 
pariente  quel  quisiese  acusar  otra  vez ,  jurase  que  lo  non 
sopiera  quando  lo  acusara  el  otro  extraño  ;  ca  estonce  jurán- 
dolo así  tenudo  serie  de  responder  otra  vez  á  la  acusación 
que  ficiesen  del.  » 

En  Aragon,  el  que  una  vez  ha  sido  absuelto  no  puede 
otra  vez  ser  acusada  dei  mismo  delito ,  ni  aun  bajo  el  pre- 
testo  de  colusión  hecha  entre  él  y  el  acusador;  de  suerte 
que  ni  aun  la  escepcion  de  colusión  se  admite  contra-  la  sen- 
tencia :  ítem  de  consueludine  regni ,  dice  la  observancia  II, 
tít.  del  Homicidio ,  lib.  8  ,  si  aecusatus  de  crimine  fueril  ab- 
solulus,non  poíesí  postea  per  alium  de  eo  crimine,  eliam 
prœlexlu  collusionis  faclœ  inlcr  aecusantem  et  aecusalum, 


aecusari  :  quai  exceptio  collusionis  non  admit  ti  lur  contra 

senlcnliaw.      '         ''  ''',!"  r,,íjr> 


esto  es,  al  pago  de  las  costas  de  su  adversario,  y  al  castigo 
que  este  merecería  si  se  le  hubiese  probado  el  delito  que  so 
le  imputaba ,  fuera  de  ciertos  casos  esceptuados  en  las  leyes. 
«  Los  que  maliciosamente ,  dice  la  ley  8 ,  título  22 ,  Part.  5  , 
sabiendo  que  non  han  derecho  en  la  cosa  que  demandan  , 
mueven  á  sus  contendores  pleitos  sobre  ella  trayéndolos 
á  juicio  et  faciéndoles  facer  grandes  costas  et  misiones  ,  es 
guisado  que  non  sean  sin  penar  porque  los  otros  se  recelen 
de  lo  facer.  Et  por  ende  decimos  que  los  que  en  esta  manera 
facen  demandas...  non  habiendo  derecha  razón  porque  lo 
deban  facer,  que  non  tan  solamente  debe  el  judgador  dar 
por  vencido  en  su  juicio  de  la  demanda  al  que  lo  ficíere , 
mas  aun  le  debe  condenar  en  las  costas  que  fizo  la  otra  par- 
te por  razón  del  pleito.  »  «  Si  por  su  conoscencia  (confesión 
del  reo) ,  dice  la  ley  26 ,  tít.  1 ,  Part.  7  ,  nin  por  las  prue- 
bas que  fueren  aduchas  contra  él ,  non  le  fallare  (  el  judga- 
dor )  en  culpa  daquel  yerro  sobre  que  fué  acusado ,  dé- 
belo dar  por  quito  ,  et  dar  al  acusador  aquella  misma  pena 
que  diera  al  acusado.  »  Pero  no  debe  el  juez  condenar  en  las 
costas  al  actor  que  sucumbe ,  si  entendiere  que  se  movió  á 
entablar  el  pleito  por  alguna  justa  razón ,  como  cuando  al- 
guno que  fincase  por  heredero  dolri  demandase...  enjuicio 
por  razón  de  aquellos  bienes  que  heredó,  ó  si  algunt  otro  Cí- 
clese demanda...  en  razón  de  alguna  cosa  quel  fuese  dada,  ó 
que  él  hobiese  comprada  ó  cumiada  á  buena  fe,  creyendo 
que  aquel  que  gela  diera  habie  poderío  de  la  enagenar,  ó  si 
en  otro  pleyto  qualquier  fuese  ya  fecha  la  jura  de  la  man- 
cuadra,  ley  8,  tít.  22  ,  Part,  o  ;  bien  que  esta  jura  solo  in- 
duce presunción  de  buena  fe ,  que  puede  quedar  destruida 
por  el  resultado  del  proceso.  Ni  debe  imponer  pena ,  aunque 
no  se  pruebe  la  acusación  ,  al  tutor  que  acusa  á  nombre  del 
huérfano  por  injuria  hecha  á  este  ó  á  sus  parientes,  ley  6, 
tít.  1 ,  Part.  7  ;  al  heredero  que  acusare  á  una  persona  de 
quien  el  testador  en  su  testamento  ó  ante  testigos  dijo  que  le 
habia  causado  el  mal  de  que  moria  ,  ley  21,  tít.  1 ,  Parí.  7; 
al  acusador  del  monedero  falso ,  ley  20,  tít.  1 ,  Part.  7  ;  «  ni 
al  que  hobiese  fecha  la  acusación  sobre  tuerto  ó  agravio  que 
se  hobiese  fecho  á  él  mismo,  ó  sobre  muerte  de  su  padre 
ó  de  su  madre,  ó  de  su  abuelo  ó  de  su  abuela  ,  ó  de  su  bis- 
abuelo ó  de  su  bisabuela ,  ó  sobre  muerte  de  su  fijo  ó  de  su 
fija,  ó  de  su  nieto  ó  de  su  nieta,  ó  de  su  bisnieío  ó  de  su 
bisnieta  ,  ó  sobre  muerte  de  su  hermano  ó  de  su  hermana , 
ó  de  su  sobrino  ó  de  su  sobrina  ,  ó  de  los  fijos  ó  de  las  fijas 
dellos  ,  ó  sobre  muerte  de  su  mujer  ó  de  su  marido  :....  por- 
que estos  átales  se  mueven  por  derecha  razón  et  con  dolor 
á  facer  estos  acusamientos,  et  non  maliciosamente,  »  ley  26, 
tít.  1,  Part.  7.  Yéase  Acusador,  Preferencia,  Presunción, 
Pruebas,  Indicio. 

ABSOLUTORIO.  Lo  que  absuelve.  Se  dice  absolutoria 
la  sentencia  que  declara  absuelto  al  reo  demandado  civil  ó 
criminalmente ,  dándole  por  libre  de  la  acusación ,  de  la 
pena  ,  del  delito  ,  de  la  deuda,  etc. 

ABSOLVER.  Dar  por  libre  al  reo  demandado  civil  ó 
criminalmente.  Puede  absolver  el  que  puede  condenar,  mas 
no  siempre  puede  condenar  el  que  puede  absolver;  ley  13, 
tít.  33,  Part.  7.  Véase  Absolución. 

ABSOLVER  de  la  instancia.  Absolver  ó  dar  por  quito 
y  libre  al  reo  ,  no  precisamente  del  delito  que  se  le  imputa  ó 
de  la  cosa  que  se  le  pide ,  sino  solo  del  juicio  que  se  lia  se- 
guido, esto  es,  de  los  autos  hechos;  lo  cual  suele  verificarse 
cuando  no  hay  méritos  para  declararle  libre  absolutamente 
ni  para  condenarle;  yen  semejante  caso,  sobreviniendo 
nuevos  méritos,  podrá  volvérsele  á  demandar  sobre  la  misma 
cosa  ó  acusar  sobre  el  mismo  delito ,  bien  que  no  valdrán  los 


autos  pasados,  sino  solo  los  instrumentos  y  probanzas,  re- 
Tgr¡odu,cJié ndolqs. d,e  nuevo  (i).  Véase  Absolución. 

ABUELA.  La  madre  del  padre  ó  de  la  madre  de  alguno. 
Aunque  la  ley  no  quiere  que  las  mujeres  sean  tutoras  por 
razón  de  su  debilidad  y  poca  práctica  en  los  negocios,  les 
permite  no  obstante  serlo  de  sus  hijos  y  nietos  por  el  cordial 
afecto  que  naturalmente  les  profesan.  Así  que ,  puede  la 
abuela  ser  nombrada  en  testamento  tutora  de  su  nieto;  y  no 
habiendo  tutor  testamentario,  tiene  derecho  á  tomar  la  tu- 
tela, en  defecto  de  la  madre  que  no  pueda  ó  no  quiera  en- 
cargarse de  ella,  sin  que  esté  obligada á  dar  fiadores,  como 
los  demás  tutores  legítimos  ;  bien  que  en  lugar  de  fianza  debe 
en  todos  los  casos  prometer  ante  el  juez  que  no  se  casará 
durante  la  tutela ,  y  renunciar  el  beneficio  que  gozan  las  mu- 
jeres de  no  poderse  obligar  por  otro;  leyes  4  y  9,  tit.  16, 
Part.  6. 

Se  exige  esta  renuncia,  porque  sin  ella  lodos  tendrían  re- 
celo de  tratar  con  la  tutora  en  los  negocios  peculiares  de  su 
pupilo  ;  y  la  promesa  de  no  casarse ,  porque  el  amor  al  nuevo 
marido  podría  impelerla  tal  vez  á  postergar  los  intereses  del 
huérfano ,  y  porque  como  nada  podría  hacer  sin  la  autoriza- 
ción de  aquel,  resultaría  que  un  estraño  tendría  mas  parte 
que  ella  en  la  administración  de  la  tutela.  Mas  por  esta  pro- 
mesa ¿queda  efectivamente  la  tutora  en  la  imposibilidad  legal 
de  contraer  matrimonio?  La  tutora  podrá  casarse  cuando 
quisiere,  de  modo  que  la  ley  al  exigirle  dicha  promesa  no 
tiene  mas  objeto  que  el  de  saber  si  en  el  momento  piensa 
casarse,  para  evitar  que  se  ponga  en  tal  caso  al  huérfano 
bajo  una  custodia  de  que  luego  habría  de  salir.  Pero  si  se 
casa  después  de  la  promesa  y  de  la  aceptación  del  cargo, _ 
pierde  por  este  mismo  hecho  la  tutela  ,  sea  legítima  ó  testa- 
mentaria ;  debe  el  juez  sacar  de  su  poder  al  pupilo  y  sus 
bienes  ,  poniéndolos  en  el  del  pariente  mas  próximo  que  sea 
idóneo  ;  y  así  los  bienes  del  marido  como  los  de  ella  quedarán 
sujetos  al  pago  de  lo  que  se  debiere  al  huérfano  por  resultas 
de  la  administración  de  la  tutela  :  lo  cual  está  sabiamente 
dispuesto  para  que  el  que  trate  de  casarse  con  una  viuda 
que  se  halla  en  este  caso  ,  procure  se  den  cuentas  al  pupilo 
antes  del  casamiento;  leyes  S  y  19,  tít.  16,  Part.  6. 

La  abuela  es  ubre  en  aceptar  ó  no  aceptar  la  tutela,  pues 
tal  ver  se  reconocerá  poco  idónea  para  su  desempeño  y  te- 
merá comprometer  los  intereses  de  su  nieto  ;  pero  si  no  la 
quisiere  debe  pedir  al  juez  provea  de  tutor  al  huérfano,  y  no 
pidiéndolo  así  pierde  el  derecho  de  heredarle  abintestato  ; 
ley  12,  til.  16,  Part.  6.  También  tiene  obligación  de  acusar 
al  tutor  testamentario ,  legítimo  ó  dativo ,  que  procediere  mal 
ó  se  hiciere  sospechoso  en  la  administración* de  la  tutela; 
ley  2,  til.  18,  Part.  6.  —Véase  Tutor. 

La  abuela  que  tuviere  en  su  poder  á  los  nietos  después  de 
muerto  el  padre ,  no  puede  reclamar  en  lo  sucesivo  los  gastos 
que  hiciese  en  su  crianza ,  si  ellos  carecian  de  bienes  pro- 
pios ,  pues  se  supone  haber  tomado  este  cargo  por  piedad  : 
mas  poseyendo  los  nietos  bienes  suficientes  para  soportar 
estos  gastos,  puede  cobrárselos  de  su  producto;  bien  que  no 
teniendo  ella  en  su  poder  dichos  bienes ,  deberá  protestar 
que  su  intención  es  reintegrarse  á  su  tiempo;  ley  56,  tít.  12, 
Part.  S.  Sienta  sin  embargo  Gregorio  López  en  la  glosa  6  de 
esta  ley  no  ser  necesaria  la  formalidad  de  la  protesta,  siem- 
pre que  conste  la  intención  de  repetir  las  espensas. 

No  tiene  obligación  la  abuela  de  dotar  á  la  nieta ,  porque 
esta  obligación  no  nace  sino  de  la  patria  potestad  por  razón 
del  derecho  de  usufructo  legal  que  tiene  el  padre  sobre  los 
bienes  adventicios  de  los  hijos.  Así  que,  si  dotare  á  la  nieta , 


, 


(')Glos.  de  Greg.  López  alas  leyes  12  y  26,  lit.  i,  Part.  7.  — 
Cur  Filip.  Juic.  crim.  g  17,  núm.  1  ,  y  g  9,  núm.  14.  —  Ant. 
Gom.  Far.  lit»,  5 ,  cap.  i ,  núms.  26  y  27. 


á  menos  que  esprese  lo  contrario  ;  pero  si  le  hubiese  ofrecido 
en  dote  mas  de  lo  que  importan  los  bienes  de  la  nieta,  tiene 
que  cubrir  con  los  suyos  propios  el  esceso ,  á  no  ser  que  hu- 
biese padecido  error  creyendo  falsamente  que  aquellos  eran 
mas  cuantiosos.  No  siendo  curadora  ni  administradora ,  debe 
satisfacer  de  su  patrimonio  la  dote  ofrecida,  porque  se  pre- 
sume haber  hecho  la  oferta  por  razón  de  parentesco  y  afecto. 
—  Véase  á  Gómez  en  la  ley  55  de  Toro,  núms.  22,  23 y  2?(; 
y  Acev.  en  la  ley  8,  tít.  9,  lib.  b,  Rec. ,  n.  20.  —  Véase 
Abuelos,  en  cuyo  artículo  se  trata  de  los  derechos  y  deberes 
que  son  comunes  á  todos ,  sean  varones  ó  hembras  paternos 
ó  maternos. 

ABUELO.  El  padre  de  la  madre  ó  del  padre  de  alguno. 

El  abuelo  paterno  tenia  en  lo  antiguo  patria  potestad  sobre 
sus  nietos  y  demás  descendientes  legítimos  de  sus  hijos  va- 
rones, según  las  leyes  1  y  2,  tít.  17,  Part.  U  :  mas  como  la 
ley  47  de  Toro  (  ley  ô,  tit.  5,  lib.  10,  Nov.  Rec.  )  establece 
que  sea  habido  por  emancipado  en  todas  cosas  para  siempre 
el  hijo  é  hija  casado  y  velado,  ya  no  puede  el  abuelo  con- 
servar la  patria  potestad  sobre  sus  nietos ,  pues  que  no  es- 
tando los  hijos  casados  en  poder  de  su  padre,  no  pueden  es- 
tarlo tampoco  los  que  descienden  de  los  mismos  hijos ,  á  no 
ser  que  estos  estuviesen  casados  pero  no  velados.  El  abuelo 
materno  no  ha  tenido  nunca  patria  potestad  sobre  sus  nietos, 
pues  estos  estaban  en  poder  de  su  padre  ó  de  su  abuelo  pa- 
terno; d.  ley  2,  lit.  17,  Part.  H. 

Los  abuelos  paterno  y  materno  tienen  ahora  cierta  auto- 
ridad sobre  sus  nietos  que  quedan  sin  padre  ni  madre.  Así 
es  que  si  estos  intentan  contraer  matrimonio  y  no  han  cum- 
plido la  edad  de  veinte  y  tres  años  siendo  varones ,  y  la  de 
veinte  y  uno  siendo  hembras ,  deben  pedir  y  obtener  la 
licencia  de  su  abuelo  paterno  y  á  falta  de  este  la  del  materno, 
quienes  pueden  darla  ó  negarla  sin  obligación  de  esplicar  la 
causa  de  su  resistencia  ó  disenso ,  según  se  dirá  con  mas  es- 
ténsion  en  el  artículo  Matrimonio;  ley  18,  lit.  2,  lib.  10, 
Nov.  Rec.  Las  abuelas  no  tienen  esta  autoridad  de  resistir 
los  matrimonios  de  sus  nietos  sino  en  el  caso  de  que  sean  sus 
tutoras,  faltando  los  abuelos. 

Según  las  leyes  de  las  Partidas ,  estaba  obligado  el  abuelo 
paterno  á  dotar  á  la  nieta  pobre  que  tuviese  bajo  su  potestad. 
«  Otrosí,  dice  la  ley  8,  tit.  11 ,  Part,  lí,  el  abuelo  de  parte 
del  padre  que  hobiese  su  nieta  en  poder,  tenudo  es  de  la 
dotar  quando  la  casare ,  maguer  non  quiera ,  si  ella  non  ho- 
biere  de  lo  suyo  de  que  pueda  dar  la  dote  por  sí;  pero  si 
ella  hobiere  de  que  la  dar,  non  es  tenudo  el  abuelo  de  la 
dotar  si  non  quisiere  de  lo  suyo,  mas  débela  dotar  de  lo  della: 
eso  mesmo  serie  del  visabuelo  que  toviese  su  visnieta  en 
poder.  »  Pero  no  siendo  ya  posible  que  el  abuelo  paterno 
tenga  en  su  poder  á  los  nietos  despues  que  á  virtud  de  la 
citada  ley  hl  de  Toro  salen  los  hijos  de  la  patria  potestad 
por  el  casamiento  velado  ,  es  evidente  que  su  obligación  de 
dotar  á  la  nieta  pobre  no  debe  tener  lugar  sino  solo  en  el 
caso  de  que  el  padre  de  esta  no  hubiese  recibido  la  velación 
ó  bendición  nupcial  del  sacerdote.  Bien  hay  autores  respeta- 
bles ,  entre  ellos  Gregorio  López  ,  Covarrubias  y  Sala  ,  que 
tratan  de  sostener  la  obligación  de  dotar  en  el  abuelo  pa- 
terno sin  el  requisito  de  la  patria  potestad ,  diciendo  que  esta 
obligación  es  mas  natural  que  civil ,  y  que  sucede  ó  se  sus- 
tituye á  la  de  dar  alimentos;  pero  si  estas  razones  fuesen 
verdaderas ,  no  solo  el  abuelo  paterno  sino  todos  los  abuelos 
y  abuelas  y  mucho  mas  la  madre  podrían  ser  compelidos  á 
dotar  á  la  hija  ó  nieta  ,  pues  que  todas  estas  personas  pue- 
den serlo  á  darle  alimentos,  y  no  solo  á  la  hija  ó  nieta  legí- 
tima sino  también  á  la  natural  y  aun  á  la  espuria.  Es  nece- 
sario confesar  francamente  que  la  obligación  de  dar  alimentos 
proviene  del  derecho  natural ,  y  la  de  asignar  dote  no  pro- 
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ccde.sino,de  la  ley.  civil ,  esto  és¡  de  la  ley  8 ,  lit.  1 1 ,  Part,  h , 
la  cual  no. reconoce  otro  fundamento  que  el  de  la  patria  po- 
gI  testad.  La  opinion  que  se  aparte  de  estos  principios  rio  podrá 
menos  de  caer  en  contradicciones.  —  Véase  Abuelos,  en  cuyo 
artículo  se  trata  de  los  derechos  y  deberes  comunes  de  todos 
ellos,  sean  paternos  ó  maternos,  varones  ó  hembras. 

ABUELOS.  El  padre  y  la  madre  de  nuestro  padre,  y  la 
madre  y  el  padre  de  nuestra  madre.  Efectivamente,  bajo  el 
nombre  do  abuelos  ,  cuando  se  habla  en  general,  se  com- 
prenden también  las  abuelas  ;  y  aun  en  sentido  mas  lato  so- 
lemos designar  con  esta  denominación  á  todos  nuestros  ante- 
pasados. 

Los  abuelos  tienen  derechos  y  deberes  con  respecto  á  sus 
nietos. 

Tienen  derecho  :  i°.  á  exigirles  alimentos  en  caso  de  no 
poder  obtenerlos  de  sus  hijos  cuando  ellos  sean  pobres  y  los 
nietos  pudientes:  2o.  á  heredarles  al  menos  en  las  dos  ter- 
ceras partes  de  los  bienes  por  testamento  y  abintestato , 
cuando  los  nietos  mueran  sin  dejar  padres  ni  descendientes. 

Están  obligados  :  Io.  á  dar  alimentos  á  los  nietos  huérfanos 
-cuando  estos  son  pobres  y  ellos  se  hallan  con  facultades  : 
2o.  á  no  disponer  por  testamento  sino  de  una  quinta  parte  de 
sus  bienes  en  perjuicio  de  sus  nietos  huérfanos ,  pues  estos 
tienen  derecho  por  testamento  y  abintestato  á  lo  menos  á  las 
cuatro  quintas  partes  de  la  herencia  de  sus  abuelos  en  repre- 
sentación de  sus  padres. 

Así  pues  los  derechos  y  deberes  entre  abuelos  y  nietos  son 
recíprocos ,  según  se  esplicará  con  mas  estension  en  las  pa- 
labras Alimentos  y  Herederos.  Véase  Abuela  y  Abuelo. 

ABUSO.  El  mal  uso  que  uno  hace  de  una  cosa  suya  ó 
ajena  que  tiene  en  su  poder,  ó  el  uso  que  uno  hace  de  alguna 
cosa  empleándola  en  un  fin  ú  objeto  diferente  de  aquel  á  que 
por  su  naturaleza  está  destinada.  Abusus prœsupponit  usum, 
et  abuli  propriè  esl  ad  almm  usum  re  uti,  quàm  in  qucm  ea 
comparata  est. 

Como  el  derecho  de  propiedad  envuelve  la  facultad  de 
disponer  de  las  cosas  del  modo  mas  absoluto ,  sin  otras  limi- 
taciones que  las  que  por  causa  del  interés  general  se  marcan 
en  las  leyes  ó  reglamentos ,  puede  el  dueño  de  una  cosa  usar 
y  abusar  de  ella  como  quisiere  hasta  deteriorarla  y  aun  des- 
truirla :  Dominium  est  jus  utendi  et  abutendi  quatcnus  ratio 
juris  patitur.. 

Es  cierto  que  el  cuerpo  social  está  interesado  en  que  nadie 
abuse  de  sus  cosas ,  porque  así  se  disminuye  la  suma  de  las 
riquezas  ;  pero  la  ley  que  prohibiese  el  abuso  seria  perju- 
dicial, pues  por  impedir  un  mal  que  el  interés  individual 
reprime  suficientemente ,  causaría  otro  mal  cierto  y  continuo, 
cual  era  el  de  embarazar  â  todo  propietario  en  el  libre  uso 
de  sus  cosas  dando  lugar  en  muchos  casos  á  calificaciones 
que  serian  indispensables  para  la  aplicación  de  las  penas 
que  se  estableciesen.  Debe  dejarse  pues  que  el  propietario 
use  ó  abuse  de  lo  que  es  suyo  como  mejor  le  pareciere  ;  y 
no  ha  de  oponerse  la  ley  á  sus  abusos  sino  cuando  de  ellos 
pueda  resultar  daño  á  tercero. 

Así  que ,  podrá  el  dueño  pegar  fuego  á  su  casa  si  estu- 
viese enteramente  aislada  ;  pero  se  le  habrá  ele  impedir  el 
hacerlo  ,  si  formase  grupo  con  otras ,  por  el  peligro  que  ha- 
bría de  que  el  incendio  se  propagase  á  las  vecinas. 

Podrá  igualmente  el  pasajero  embarcado  inutilizarlos  ví- 
veres que  lleve  á  precaución  ó  por  lujo;  pero  debe  impe- 
dírsele que  los  inutilice  cuando  se  ha  consumido  ó  se  teme 
1  que  se  consuma  la  provision  de  la  nave  antes  de  llegar  á 
puerto  ;  pues  tiene  que  darlos  en  tal  caso  por  su  justo  pre- 
y  ció  para  la  subsistencia  de  todos ,  como  está  dispuesto  en  el 
Código  de  comercio. 

También  seria  conveniente  prohibir  el  abuso  do  los  ani- 
males, á  fin  de  evitar  la  depravación  brutal  de  algunos 
hombres  que  después  de  haberse  divertido  haciendo  padecer 
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tormentos  inútiles  à  sus  perros  ó  á  sú 
gusto  los  males  de  sus  semejantes  :  la  civ.ei<híl  con  los' ani- 
males, dice  Bentham  ,  conduce  á  la  crueldad  para  con  los 
hombres.  En  la  India  encarga  la  ley  al  superintendente  de 
policía  el  cuidado  de  que  no  falle  el  alimento  necesario  al 
búfalo ,  al  caballo  y  al  camello. 

El  usufructuario  tiene  el  derecho  de  usar  y  gozar  como  el 
propietario,  pero  no  tiene  como  este  el  de  abusar;  y  así 
el  abuso  que  hiciere  de  las  cosas  sujetas  al  usufructo  ,  sea 
empeorándolas  ó  cometiendo  degradaciones  en  ellas,  sea  de- 
jándolas arruinar  ó  perecer  por  falta  de  cuidado ,  puede  dar 
lugar  á  que  el  tribunal  mande  se  le  quiten  y  se  secuestren  ó 
entreguen  al  propietario  con  la  carga  de  darle  los  frutos  , 
rebajados  gastos,  ó  de  pagarle  anualmente  una  cantidad  de- 
terminada. 

El  abuso  que  un  inquilino  hace  de  la  casa  alquilada, 
deteriorándola  ó  allegando  en  ella  malas  mujeres  ó  malos 
hornos ,  de  gue  se  siguiese  mal  à  la  vecindad ,  es  causa  sufi- 
ciente para  que  el  dueño  pueda  espelerle,  aunque  no  esté 
cumplido  el  tiempo  del  alquiler,  ley  6  ,  lit.  8,  pari.  5;  y  lo 
mismo  debe  decirse  del  abuso  que  el  colono  ó  arrendatario 
hiciere  de  las  tierras  que  tiene  en  arriendo,  ley  2,  til.  10, 
lib.  10  ,  Nov.  Rec. 

Por  fin  ,  el  abuso  que  un  tutor  ó  curador  hiciere  de  su 
cargo ,  es  causa  de  remoción. 

ABUSO  de  confianza.  La  violación  ó  el  mal  uso  que 
uno  hace  de  la  confianza  que  se  ha  puesto  en  él. 

Cometen  abuso  de  confianza  ,  entre  otras ,  las  personas 
siguientes  : 

Io.  El  tutor  ó  curador,  el  albacea  y  cualquier  administra- 
dor que  sustrae  ó  malversa  los  bienes  que  tiene  á  su  cui- 
dado. 

2o.  El  depositario  y  el  acreedor  pignoraticio  que  respec- 
tivamente se  aprovechan  de  la  cosa  depositada  ó  dada  en 
prenda  sin  habérseles  concedido  esta  facultad  por  el  depo- 
sitante ó  deudor,  o  bien  la  distraen  ó  disipan  y  no  la  devuel- 
ven á  su  tiempo. 

5o.  El  comodatario  y  el  arrendatario  que  contra  la  volun- 
tad espresa  ó  presunta  del  dueño  destinan  la  cosa  prestada 
ó  arrendada  para  otro  servicio  distinto  del  convenido  ó 
acostumbrado. 

4o.  El  que  habiendo  recibido  dinero  ú  otra  cosa  para  un 
encargo,  lo  distrae,  disipa  ó  emplea  en  su  propia  utilidad 
con  perjuicio  del  comitente. 

5o.  El  que  en  papel  firmado  en  blanco  que  se  le  confió  es- 
tiende y  forma  fraudulentamente  obligación ,  recibo  ú  otro 
documento  capaz  de  comprometer  la  persona  ó  fortuna  del 
firmante.. 

6o.  El  notario ,  escribano ,  archivero  ú  otro  cualquiera  que 
sustraiga,  destruya  ó  altere  dolosamente  documentos  que 
tuviese  á  su  cargo. 

7o.  El  abogado  que  descubriere  los  secretos  de  su  cliente 
al  adversario. 

8o.  El  médico,  cirujano,  boticario  ,  comadre  ú  otra  per- 
sona que  fuera  de  los  casos  prescritos  por  la  ley  revelaren 
los  secretos  que  por  su  estado  ó  profesión  debian  guardar. 

9o.  El  que  atentare  al  pudor  ó  procurare  la  seducción  de 
los  menores  del  uno  ó  del  otro  sexo  que  se  le  hubiesen  con- 
fiado para  su  educación  ó  con  otro  motivo. 

El  abuso  de  confianza  puede  considerarse  tan  pronto  cqific 
delito  principal,  tan  pronto  como  accesorio. 

En  todos  casos  debe  el  que  le  comete  reparar  el  daño  que 
hubiese  causado,  y  sufrir  la  pena  que  corresponda  según  la 
naturaleza  y  circunstancias  del  hecho. 

ABUSO  de  poder.  El  mal  uso  que  hace  un  magistrado 
ú  otro  funcionario  público  de  su  autoridad  ó  de  sus  faculta- 
des por  ignorancia  ó  por  malicia. 

El  que  exige  derechos  indebidos,  ó  vende  la  justicia ,  las 
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gracias  y  los  favores  ;  el  que  decide  despótica  y  caprichosa- 
mente de  la  fortuna  y  de  la  vida  de  |u§  semejantes;,  el  que 
aprovechándose  de  su  alia  posición  convierte  en  su  propia 
utilidad  los  intereses  del  Estado;  el  que  sustrae  los  cauda- 
les que  maneja  del  erario  público  ó  de  algún  concejo  ;  el  que 
veja  ,  persigue  ó  atropella  á  sus  subordinados  ó  á  las  perso- 
nas que  tienen  que  tratar  con  él  por  razón  de  su  cargo  pú- 
blico ;  todos  estos  abusan  de  su  poder,  y  se  hacen  dignos  de 
mayor  ó  menor  pena  según  la  clase  y  la  trascendencia  de  su 
delito ,  como  puede  verse  en  las  palabras  Concusión ,  Pecu- 
lado ,  Soborno  y  Juez. 

Cometen  igualmente  abuso  de  poder  :  el  juez  que  seduce 
ó  solicita  á  mujer  que  comparece  en  su  tribunal  como  actora 
ó  rea;  el  alcaide  ó  guarda  de  cárcel  que  hace  lo  propio  con 
mujer  que  tiene  presa  bajo  su  custodia;  cualquiera  que  se 
vale  de  las  funciones  de  su  empleo  para  hacer  lo  mismo  con 
mujer  que  tiene  algún  negocio  ante  él  por  razón  de  su  des- 
tino; el  funcionario  público  de  cualquiera  clase  que  en  el 
ejercicio  de  sus  atribuciones  ó  con  pretesto  de  ejercerlas 
comete  ó  hace  cometer  alguna  violencia  contra  una  persona 
ó  propiedad  sin  motivo  legítimo  para  ello;  el  que  se  sirve 
de  la  autoridad  ó  representación  que  le  da  su  cargo,  para 
asuntos  que  no  tienen  conexión  con  el  servicio  público. 

La  primera  pena  que  merece  el  funcionario  que  abusa  de 
su  poder,  es  la  suspension  ó  la  privación  de  su  empleo  y  la 
inhabilitación  para  obtener  otro,  según  la  mayor  ó  menor 
gravedad  del  abuso  ;  y  debe  ademas  satisfacer  los  daños  y 
perjuicios  que  hubiere  causado ,  y  sufrir  cualquiera  otra 
pena  en  que  como  particular  incurriere  por  su  delito,  á  no 
ser  que  por  la  ley  estuviese  la  pena  fijada  ya  de  antemano  á 
la  especie  de  abuso  cometido. 

Para  impedir  ó  remediar  los  abusos  de  poder  en  la  ad- 
ministración de  justicia  ,  ha  dictado  algunas  disposiciones 
en  sus  artículos  b9,  92,  104,  105  y  106  el  reglamento  pro- 
visional de  26  de  setiembre  de  185b. 

Como  cada  Audiencia  está  encargada  de  promover  en  su 
territorio  la  administración  de  justicia ,  y  de  velar  muy  cui- 
dadosamente sobre  ella  ,  según  el  art.  ¡59,  puede  exigir  de 
los  jueces  inferiores  ordinarios  las  listas  ,  informes  y  no- 
ticias que  estime ,  respecto  á  las  causas  civiles  ó  criminales 
fenecidas,  y  al  estado  de  las  pendientes;  prevenirles  lo  que 
convenga  para  su  mejor  y  mas  pronta  espedicion  ;  y  cuando 
haya  justo  motivo  ,  censurarlos,  reprenderlos,  apercibirlos, 
multarlos,  y  aun  formarles  causa  de  oficio  ó  á  instancia  de 
parte  ,  por  los  retrasos ,  descuidos  y  abusos  graves  que  no- 
tare. Véase  Audiencia. 

La  inspección  que  tienen  las  Audiencias  sobre  los  jueces 
inferiores,  la  tiene  el  supremo  tribunal  sobre  las  Audiencias, 
según  el  art.  92,  para  remediar  sus  abusos.  Yéase  Tribunal 
supremo  de  España  é  Indias. 

Los  fiscales  del  tribunal  supremo  están  obligados  bajo  su 
mas  estrecha  responsabilidad,  según  el  art.  104,  á  denunciar 
al  tribunal  las  irregularidades,  abusos  y  dilaciones  que  por 
las  listas  y  causas  que  las  Audiencias  remitan  ó  por  cual- 
quier  otro  medio,  notaren  en  la  administración  de  justicia, 
y  á  proponer  sobre  ello  formal  acusación  cuando  la  gravedad 
del  caso  lo  requiera.  La  misma  obligación  tienen  los  fiscales 
de  las  Audiencias ,  según  el  art.  i  08 ,  con  respecto  á  las  fal- 
tas que  advirtieren  en  los  juzgados  inferiores;  y  los  promo- 
tores fiscales  por  su  parte  ,  si  en  su  respectivo  juzgado  no- 
taren morosidades  ó  abusos  cuyo  remedio  no  alcancen  á 
obtener,  deben  informar  de  ello  ,  según  el  art.  106,  á  los 
fiscales  de  la  Audiencia.  Véase  Fiscales. 

Aunque  los  abusos  de  poder  no  son  raros,  no  siempre  se 
lia  de  creer  á  las  acusaciones  del  vulgo  ,  porque  el  pueblo 
está  siempre  dispuesto  á  oír  y  acoger  los  gritos  y  sarcasmos 
de  la  envidia,  de  la  rivalidad  y  del  espíritu  de  partido. 

Los  abusos  de  poder,  hablando  en  general,  son  mas  fáciles 


de  prevenir  que  de-  descubrir  y  castigar;  porque  no  suelen 
cometerse  sino  con  precaucionen  que  aseguran'la  impunidad; 
jjorque  los  delincuentes  ó  saben  cubrirse  con  el  mantfríte  la 
justicia,  ó  tienen  medios  para  embotar  la  punta  ¡de  losrtíros 
que  se  les  dirigen,  ose  apoyan  en  protectores  poderosos 
que  los  cobijan  ;  y  porque  los  que  habrían  de  quejarse  te- 
men por  lo  común  consumar  su  desgracia ,  al  ver  ó  recordar 
los  ejemplos  de  los  que  han  sido  víctimas  de  su  osadía ,  que 
tal  es  el  nombre  que  en  algunas  ocasiones  puede  darse  al 
celo  inoportuno.  Los  medios  de  prevenir  los  abusos,  según 
las  doctrinas  de  Bentham  ,  podrían  ser  entre  otros  los  si- 
guientes : 

1°.  Dividir  el  poder  en  diferentes  ramas.  El  agente  del 
gobierno  que  reúna  en  su  mano  el  poder  militar,  el  político 
y  el  judicial ,  podrá  impunemente  tiranizar,  robar  y  verter 
sangre. 

2o.  Dividir  entre  muchas  personas  cada  una  de  las  ramas 
del  poder,  ó  lo  que  es  lo  mismo ,  conferir  el  poder  de  cada 
clase  á  una  corporación  y  no  á  una  persona  sola.  Esta  divi- 
sion tiene  las  ventajas  de  disminuir  el  peligro  de  la  precipi- 
tación, el  de  la  ignorancia,  y  el  de  la  falta  de  probidad. 
Cuando  un  individuo  solo  tiene  el  poder,  puede  tomar  una 
medida  inconsiderada  en  un  momento  de  calor,  obrar  aveces 
malamente  por  ignorancia ,  y  dejarse  seducir  por  deprava- 
ción ;  pero  en  una  corporación  se  meditan  y  debaten  las 
providencias  ,  los  mas  sabios  dirigen  á  los  que  lo  son  me- 
nos ,  y  los  unos  son  censores  de  los  otros.  Por  eso  en  los 
tribunales  de  justicia  compuestos  de  muchos  magistrados  , 
como  en  los  consejos ,  cnancillerías  y  audiencias  ,  no  suelen 
verse  ejemplos  de  prevaricación ,  sino  de  integridad ,  pru- 
dencia y  sabiduría.  Sin  embargo  ,  la  unidad  ó  la  reunion  del 
poder  en  una  persona  es  ventajosa  cuando  el  ejercicio  de 
este  poder  exige  celeridad  y  no  es  necesaria  la  reunion  de 
conocimientos,  pues  entonces  conviene  evitar  el  inconve- 
niente de  los  altercados  y  dilaciones,  y  hacer  pesar  toda  la 
responsabilidad  moral  y  legal  sobre  la  cabeza  de  uno  solo. 
Mas  en  ciertos  casos  pueden  acumularse  las  dos  ventajas  de 
la  reunion  de  personas  y  de  la  responsabilidad  de  uno  solo, 
ya  concediendo  á  los  vocales  de  una  corporación  solo  el 
voto  consultivo  que  deberian  declarar  por  escrito  ,  ya  auto- 
rizando al  presidente  á  tomar  por  sí  las  providencias  urgen- 
tes con  obligación  de  dar  cuenta  á  la  corporación. 

5o.  No  conservar  mucho  tiempo  á  los  gobernadores  en  los 
mismos  distritos.  Un  jefe  que  los  subditos  no  esperan  ver 
mudado  en  muchos  años  ,  se  hace  criaturas  que  le  miran 
como  al  mas  poderoso  apoyo  para  obtener  las  gracias ,  é 
inspira  temores  á  los  que  padecen  ,  los  cuales  por  miedo  de 
padecer  aun  mas  no  se  atreven  á  ofenderle  ni  á  intentar 
cosa  que  pueda  desagradarle.  Pero  la  temporalidad  de  los 
agentes  del  pode#tiene  dos  inconvenientes  :  uno  es  que  se 
quita  á  un  hombre  de  su  empleo  cuando  habia  adquirido  el 
conocimiento  y  la  esperiencia  de  los  negocios  ;  y  otro  es  que 
sabiendo  que  ha  de  ser  removido  al  cabo  de  cierto  tiempo, 
tratará  de  enriquecerse  cuanto  pueda  mientras  esté  en  el 
empleo.  Para  evitar  el  primer  inconveniente  puede  crearse 
un  consejo  subordinado  y  permanente  que  conserve  la  mar- 
cha y  la  rutina  de  los  negocios  ;  y  para  evitar  el  segundo 
será  mejor  que  en  vez  de  remover  á  los  funcionarios  ó  go- 
bernadores, se  les  mude  solamente  de  unos  gobiernos  á  otro3 
al  cabo  de  cierto  número  de  años,  sin  reducirlos  á  la  nece- 
sidad de  estar  de  pretendientes  eternos  en  la  Corte  gastando 
sus  ahorros ,  su  tiempo  y  su  paciencia. 

h°.  Renovar  sucesiva  y  parcialmente  los  cuerpos  que  tie- 
nen la  administración  de  algún  ramo  del  poder.  Una  junta 
compuesta  de  individuos  inamovibles  podría  abusar  de  su 
poder  en  beneficio  suyo  y  contra  el  interés  de  la  comuni- 
dad :  conviene  pues  renovarla  parcialmente  por  rotación  ó 
turno,  dejando  siempre  una  parte  para  continuar  los  negó- 
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vigor;  y  si  es  menor,  un  buen  sistema  de  administración 
puede  destruirse  por  innovaciones  caprichosas.  General- 
mente se  cree  que  para  prevenir  los  inconvenientes  de  la 
perpetuidad  basta  que  solo  se  renueve  cada  año  la  tercera 
parte  de  la  corporación.  Y  los  individuos  separados,  ¿po- 
drán ser  reelegidos?  Conviene  que  no  puedan  serlo  sino  pa- 
sado algún  tiempo,  como  efectivamente  está  ordenado 
respecto  de  los  ayuntamientos. 

5o.  Admitir  informes  secretos.  Sin  duda  por  un  informe 
secreto  no  se  debe  dar  la  mas  lijera  inquietud  á  un  indivi- 
duo ,  ni  aun  tocarle  un  solo  cabello  ;  pero  con  esta  restric- 
ción, ¿porqué  ha  de  privarse  el  magistrado  superior  de  las 
noticias  que  por  este  medio  puede  adquirir  para  reprimir 
los  abusos  de  un  suballerno  ?  Si  el  informe  fuere  fundado  se 
da  principio  á  los  procedimientos  judiciales ,  y  el  informante 
estará  obligado  á  dar  jurídicamente  sus  declaraciones;  pero 
si  el  informe  fuere  malicioso  deberán  comunicarse  á  la  parte 
ofendida  el  nombre  y  la  imputación  del  informante  para  que 
pueda  pedir  contra  él  lo  que  corresponda  en  justicia.  No  ha- 
blamos de  las  delaciones  anónimas  :  estas  no  deben  admi- 
tirse ni  aun  como  simples  noticias  ;  antes  por  el  contrario 
parece  justo  que  averiguado  el  autor  de  alguna  de  ellas  se  le 
obligue  á  probar  su  aserto  ó  á  sufrir  la  pena  de  calumniador. 
Véase  Anónimo. 

6o.  Disponer  que  en  los  decretos  y  providencias  de  las 
autoridades,  y  aun  en  las  sentencias  judiciales  se  espresen 
sus  motivos  y  fundamentos.  Este  método  es  uno  de  los  me- 
dios mas  eficaces  para  impedir  la  arbitrariedad  y  los  abusos, 
como  se  acredita  por  la  esperiencia  en  los  paises  donde  se 
halla  establecido.  Si  la  decisión  ha  de  ir  acompañada  de  las 
razones  en  que  se  funda,  ¿quién  será  el  que  se  atreva  á  pre- 
sentarnos una  moneda  falsa  cuando  tiene  que  poner  al  lado 
una  piedra  de  toque  para  ensayarla  ? 

7o.  Suprimir  las  facultades  que  tenga  tal  vez  algún  agente 
del  poder  para  condenar  á  uno  sin  oirle.  El  que  estuviere 
revestido  de  facultades  tan  exorbitantes ,  tiene  en  su  mano 
un  instrumento  de  tiranía  ,  del  cual  se  servirá  con  frecuen- 
cia para  satisfacer  sus  deseos  particulares  de  venganza,  para 
poner  en  ejercicio  las  pasiones  mas  bajas ,  para  desmorali- 
zar á  los  hombres,  y  para  cometer  las  vejaciones  mas  odio- 
sas, de  modo  que  lejos  de  producir  tal  poder  el  efecto  que 
se  deseaba  en  su  establecimiento  producirá  mas  bien  el  pe- 
ligro que  se  quiso  evitar.  ¿Cuántos  cargos  no  podrán  acu- 
mularse en  las  sombras  del  misterio  contra  un  hombre,  quien 
si  es  oido  los  desvanecerá  tal  vez  con  una  sola  palabra? 

8o.  Dirigir  el  ejercicio  del  poder  con  ciertas  reglas  y  for- 
malidades. La  ley  debe  determinar  el  poder  de  los  empleados 
subalternos  de  la  autoridad,  señalando  específicamente  tanto 
las  causas  por  las  que  puedan  ejercerlo ,  como  las  formali- 
dades que  deban  observar  en  su  ejercicio,  á  fin  de  que  los 
subordinados ,  conociendo  los  límites  de  las  facultades  de 
cada  funcionario  público,  puedan  evitar  los  abusos  y  veja- 
ciones. 

9o.  Publicar  las  cuentas  en  que  un  pueblo  está  interesado. 
Este  es  el  mejor  remedio  contra  la  malversación.  Si  solo  se 
hace  el  examen  de  las  cuentas  en  una  junta  particular,  unos 
pueden  carecer  de  integridad,  otros  de  conocimientos,  otros 
de  paciencia ,  y  los  mayores  errores  podrán  pasar  sin  que 
se  observen  ni  reparen;  pero  si  las  cuentas  se  publican  no 
faltarán  ni  comentadores,  ni  jueces  :  el  celo  por  el  bien  pú- 
blico, la  envidia  y  aun  el  odio  y  la  malicia,  examinarán  me- 
jor todas  las  partidas ,  }  ^arán  una  comprobación  mas  es- 
crupulosa ,  tomando  sobre  sí  el  trabajo  de  la  comunidad. 

lu.  Señalar  sueldos  decentes  á  los  empleados.  El  emplea- 
do público  que  no  tiene  lo  suficiente  para  vivir ,  mira  la 
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estorsion  como  un  suplemento  legítimo  y  auionzedo  I 
monte  i  orlos  qué  proveen  los  er. 


[or  los  que  proveen  los  emplees':  p 
impedir  que' tos  empleados  se  sirvan  de  los  medios  pcrjuffi- 
ciales  de  adquirir,  es  preciso  que  los  sueldos  les  suministren 
lo  necesario  para  subsistir  decentemente  conforme  á  su  ran- 
go y  entre  las  personas  con  quienes  tienen  que  tratar  por 
razón  de  sus  empleos.  En  Rusia  se  han  visto  los  mayores 
abusos  en  todos  ramos  de  la  administración  pública  por  la 
insuficiencia  de  los  sueldos.  Mas  si  los  empleados  deben  ser 
pagados  liberalmente ,  no  deben  serlo  con  prodigalidad ,  y 
sobre  todo  seria  una  injusticia  horrible  privar  de  lo  nece- 
sario á  los  contribuyentes  por  mantener  el  fausto  en  los  em- 
pleados. 

11.  No  dar  interés  á  los  jueces  en  juzgar  mas  bien  de  un 
modo  que  de  otro.  La  ley  que  aplica  en  beneficio  del  magis- 
trado alguna  porción  de  los  bienes  de  los  acusados  que  con- 
dena, le  hace  juez  y  parte  á  un  mismo  tiempo,  le  inclina 
mas  á  la  condenación  que  á  la  absolución ,  y  le  pone  en  la 
tentación  de  faltar  á  la  rectitud  é  impasibilidad  que  deben 
reinar  en  todos  los  actos  de  la  justicia. 

-j-  ABUSO  de  caudales.  El  empleado  de  la  Hacienda  que 
abuse  de  los  haberes  del  Tesoro  para  otros  fines  que  os 
prescritos  por  instrucciones  y  reales  órdenes,  aunque  sea  sin 
ánimo  de  hurtarlos ,  y  sí  con  el  de  reponerlos  y  aprontarlos , 
queda  por  este  mero  hecho ,  aunque  los  apronte,  privado  de 
su  empleo  y  de  poder  obtener  otro  alguno.  Rl.  órd.  de  Í6 
de  marzo  de  1855. 

AC 

ACADEMIA.  La  sociedad ,  junta  ó  congregación  de  su- 
getos  literatos  ó  facultativos ,  establecida  con  autoridad  pú- 
blica para  promover  el  adelantamiento  de  las  ciencias,  artes 
y  buenas  letras,  ó  para  ejercitarse  en  la  teórica  y  práctica  de 
alguna  de  ellas.  Tales  son  la  academia  española ,  la  de  la 
historia,  la  greco-latina ,  la  de  nobles  artes,  la  médidü- 
quirúrgica  y  la  de  jurisprudencia  práctica  forense. 

ACADEMIA  española.  Cierta  sociedad  de  literatos  es- 
tablecida en  Madrid  con  objeto  de  cultivar  y  fijar  las  voces 
de  la  lengua  castellana  en  su  mayor  propiedad ,  elegancia  y 
pureza. 

Fué  fundada  en  1715  y  aprobada  por  Felipe  V  en  1714  : 
tomó  el  nombre  de  española  por  ser  la  primera  de  España  : 
se  compone  de  un  director  que  se  elige  anualmante  y  preside 
sus  juntas,  de  veinte  y  cuatro  académicos  de  número  y  de 
residencia  fija  en  Madrid;  de  varios  supernumerarios  para 
suplir  á  los  que  se  ausentan ,  de  otros  honorarios  y  de  un 
secretario  perpetuo ,  los  cuales  tienen  concedidos  todos  los 
privilegios ,  gracias  ,  prerogativas ,  inmunidades  y  esencio- 
nes  de  que  gozan  los  empleados  que  asisten  y  están  en  ac- 
tual servicio  del  real  palacio  :  se  gobierna  por  estatutos  par- 
ticulares ;  y  usa  en  sus  obras  y  escritos  de  un  sello  que 
contiene  la  empresa  de  un  crisol  en  el  fuego  con  el  lema  do 
Limpia,  fija  y  da  esplendor;  ley  i' lit.  20 ,  lib.  8,  Nov. 
Rec". 

Ha  formado  y  publicado,  entre  otras  obras  útilísimas,  e' 
diccionario  general ,  la  grarhálica,  la  ortografía  y  la  historia 
de  la  lengua  :  ha  hecho  varias  ediciones  del  Quijote  ;  prepara 
una  muy  correcta  del  Garcilaso  y  otra  de  las  obras  de  Hur- 
tado de  Mendoza  :  está  completando  la  colección  de  las  poe- 
sías anteriores  al  siglo  quince ,  y  tiene  dispuestos  muchos  é 
importantes  trabajos  para  dar  á  conocer  las  obras  de  los 
mejores  escritores  españoles  en  toda  su  pureza  y  con  muy 
buenos  comentarios  y  noticias  que  se  ha  procurado  con  mu- 
cho estudio  y  diligencia. 

ACADEMIA  de  la  historia.  Sociedad  de  literatos  es- 
tablecida en  Madrid  para  el  cultivo  y  la  ilustración  de  la 
historia  de  España. 
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.  Fué  fundada,  en,  1753  por  Felipe  V,  quien  le  encargó  se 
dedicase  primeramente  á  la  formación  de  unos  completos 
anales  y  de  un 'diccionario  hístórico-críííco  universal  de  Es- 
paña, y  sucesivamente  á  la  de  cuantas  historias  se  crean 
útiles  para  el  mayor  adelantamiento  de  las  ciencias ,  artes  y 
bellas  letras  :  —  tiene  la  inspección  general  de  las  antigüe- 
dades que  se  descubran  en  todo  el  reino ,  hallándose  auto- 
razada  para  su  adquisición  por  medio  de  compra ,  gratifica- 
ción ó  según  se  conviniere  con  el  dueño  :  —  y  usa  por  sello 
de  la  empresa  de  un  rio  en  su  nacimiento  con  el  mote  In 
patriam  populumqite  fluit. 

Se  compone  de  veinte  y  cuatro  académicos,  inclusos  un 
director,  un  secretario  y  un  censor,  y  de  veinte  y  cuatro  su- 
pernumerarios que  por  orden  de  antigüedad  deben  sustituir 
á  los  numerarios  que  por  la  causa  pública  hicieren  larga  au- 
sencia ,  y  aun  admite  indeterminadamente  por  académicos 
honorarios  á  los  sugetos  que  considera  dignos  de  esta  dis- 
tinción. Todos  sus  individuos  gozan  del  honor  de  empleados 
del  real  palacio  con  los  privilegios,  gracias,  prerogativas , 
inmunidades  y  esenciones  de  los  que  se  hallan  en  actual  ser- 
vicio; leyes  2  y  5,  tít.  20,  lib.  8,  Nov.  Ree. 

Ha  dado  á  luz  corregidas  é  ilustradas  las  obras  legales 
del  rey  don  Alonso  el  Sabio ,  esto  es ,  el  Espéculo  ó  Espejo 
de  las  leyes,  el  Fuero  Real,  las  Leyes  del  Estilo,  las  Siele 
Partidas ,  el  Ordenamiento  de  las  Tafurerías ,  las  Leyes  de 
los  Adelantados ,  como  también  las  Nuevas  ó  sean  las  dadas 
por  aquel  monarca  después  de  la  publicación  del  Fuero. 
Publica  actualmente  la  colección  de  las  Actas  "de  nuestras  an- 
tiguas Cortes ,  sacadas  de  los  documentos  originales  de  los 
mas  célebres  archivos  del  reino  é  ilustradas  con  notas  y  ob- 
servaciones oportunas  :  colección  importantísima  para  el  co- 
nocimiento de  las  costumbres ,  opiniones  y  usos  de  nuestros 
mayores ,  ya  se  considere  como  fuente  ú  origen  de  nuestra 
legislación ,  ya  como  un  monumento  público  y  el  mas  auto- 
rizado para  dar  esplendor  y  certidumbre  á  la  historia  polí- 
tica ,  religiosa ,  civil  y  económica  de  la  nación  española.  Ha 
publicado  también  varias  crónicas  y  memorias  de  gran  mé- 
rito con  documentos  de  mucho  interés  para  la  historia;  y 
trata  de  dar  á  luz ,  entre  otras  cosas,  una  memoria  sobre  el 
valor  de  las  monedas  del  tiempo  del  rey  Sabio  para  la  mas 
cabal  inteligencia  de  sus  obras  legales. 

ACADEMIA  greco-latina.  Sociedad  de  literatos  esta- 
blecida en  Madrid  para  el  cultivo  de  las  lenguas  y, literatura 
latina  y  griega. 

Son  objetos  propios  de  su  instituto  :  Io.  la  conservación  y 
fomento  de  las  lenguas  y  literatura  latina  y  griega  en  la 
mayor  pureza  posible,  por  la  influencia  que  tienen  en  la  len- 
gua y  literatura  españolas  :  2o.  la  composición  y  publicación 
de  obras  que  conduzcan  á  ambos  fines  ,  principalmente  edi- 
ciones ilustradas  y  correctas  de  autores  clásicos  :  5o.  la  co- 
lección de  memorias  sobre  los  diferentes  y  vastos  ramos  que 
abrazan  la  literatura  latina  y  griega  :  4o.  examinar  á  todos 
los  que  pretendan  ser  profesores  de  latinidad  en  la  Penín- 
sula, dándoles  el  correspondiente  certificado. 

Se  compone  de  veinte  individuos  de  número,  veinte  su- 
pernumerarios, y  un  número  indefinido  de  honorarios  y  cor- 
respondientes. La  academia  no  toma  parte  en  ninguna  causa 
de  sus  individuos.  Su  reglamento  es  de  4  de  agosto  de  1831. 

ACADEMIA  de  nobles  artes  de  san  Fernando.  Cor- 
poración establecida  en  Madrid  con  objeto  de  promover  el 
estudio  y  perfección  de  las  tres  nobles  artes,  pintura,  escu1- 
tura  y  arquitectura. 

Fué  fundada  en  17b2  por  Fernando  VI  :  —  se  compone  de 
protector,  consiliarios,  secretario,  directores,  académicos 
profesores  ,  honorarios  y  de  mérito  :  —  tiene  varios  profe- 
sores pensionados  en  Roma,  Paris  y  Madrid  :  distribuye  pre- 
mios cada  tres  años  :  —  tiene  escuelas  públicas  de  dibujo , 
pintura,  escultura  arquitectura  y  grabado  ;  —  usa  de  sello 


propio  para  autorizar  los  títulos ,  despachos  y  documentos 
que  espide  :  —  examina  y  aprueba  á  los  que  pretendan  ser 
agrimensores  y  aforadores  ,  á  todos  los  profesores-  de' pintura 
y  escultura  que  hayan  de  tasar  las  producciones  de  estas 
artes ,  y  á  los  de  arquitectura  que  hayan  de  medir,  tasar  ó 
dirigir  fábricas;  de  manera  que  los  que  sin  esta  aprobación 
tasaren  judicial  ó  públicamente  obras  de  pintura  ó  escultura 
incurren  en  la  pena  de  cincuenta  ducados ,  y  los  que  inten- 
taren tasar,  medir  ó  dirigir  fábricas  deben  pagar  cien  duca- 
dos de  multa  por  la  primera  vez ,  doscientos  por  la  segunda 
y  trescientos  por  la  tercera  ,  con  aplicación  á  los  usos  de  la 
academia:— propone  al  rey  el  establecimiento  de  los  estudios 
públicos  de  dichas  tres  artes  que  se  estimen  convenientes 
en  los  demás  pueblos  del  reino ,  estándole  subordinadas  to- 
das las  academias  de  su  especie  que  se  fundaren  :  —  y  tiene 
el  privilegio  de  que  la  casa  de  su  residencia  sea  considerada 
como  casa  real  con  todos  los  honores ,  esenciones  y  prero- 
gativas que  como  á  tal  le  corresponden  ;  leyes  i  y  2 ,  tít.  22, 
lib.  8,  Nov.  Rec,  y  real  arden  de  28  de  enero  de  1834.  Véase 
Agrimensor. 

Los  académicos  profesores  gozan  aer  especial  privilegio 
de  nobleza  personal  con  todas  las  inmunidades,  prerogativas 
y  esenciones  de  los  hijosdalgo  de  sangre;  y  todos  los  acadé- 
micos que  residan  fuera  de  la  corte  pueden  ejercer  libre- 
mente su  profesión ,  sin  que  puedan  ni  deban  entrar  en  gre- 
mio alguno  ni  ser  visitados  de  veedores  ó  síndicos;  d.  ley  i. 

Ningún  tribunal ,  ciudad ,  villa  ni  cuerpo  alguno  eclesiás- 
tico ó  secular  puede  conceder  título  de  arquitecto  ni  de 
maestro  de  obras  de  albañilería  ,  ni  nombrar  para  dirigirlas 
al  que  no  se  haya  sujetado  á  examen  de  la  academia  ;  y  los 
arquitectos  y  maestros  mayores  de  las  capitales  y  cabildos 
eclesiásticos  del  reino  han  de  ser  precisamente  académicos 
de  mérito  ó  arquitectos  de  la  academia;  ley  7,  d.  tít.  22,  lib. 
8,  Nov.  Rec.  ;  reales  cédulas  de  2  de  oclubre  de  1814  y  de  21 
de  abril  de  1828. 

Deben  presentarse  á  la  academia  para  su  examen  y  apro- 
bación ó  enmienda  los  proyectos ,  planes  y  dibujos  de  las 
obras  de  arquitectura  que  hayan  de  construir  los  pueblos  ó 
las  iglesias ,  y  los  diseños  de  pinturas  ó  de  estatuas  que 
hayan  de  fijarse  ó  colocarse  en  sitios  públicos  y  templos  á 
espensas  de  los  caudales  públicos  ó  de  comunidades  ó  de 
otros  cuerpos ,  como  también  los  dibujos  que  hayan  de  gra- 
barse de  las  efigies  sagradas  para  espender  al  público ,  y  de 
los  retratos  del  rey,  reina  y  demás  personas  reales  ;  leyes  4 
y  8,  lit.  2,  lib'.  1  ;  leyes  Z ,  4 ,  S ,  6  y  7,  tít.  34  ,lib.7 ;  ley  7 , 
tít.  22,  lib.  8,  Nov.  Rec.  ;  reales  órdenes  de  11  de  enero  ás 
1808,  de  2  de  oclubre  de  1814,  de  12  de  febrero  de  1817,  y  de 
21  de  abril  de  1828. 

Por  real  cédula  de  14  de  febrero  de  1768  se  creó  en  Va-  ■ 
lencia  una  academia  de  las  tres  nobles  artes  con  el  título  de 
San  Carlos  :  por  cédula  de  18  de  noviembre  de  1792  se  eri- 
gió en  Zaragoza  la  de  San  Luis;  y  posteriormente  la  de  la 
Concepción  en  Valladolid.  Todas  ellas  tienen  facultad  para 
examinar  y  aprobar  á  los  profesores  de  pintura ,  arquitec- 
tura ,  escultura  y  grabado ,  y  á  los  agrimensores  y  aforado- 
res,  sin  que  ningún  tribunal  pueda  nombrar  para  tasar  las 
producciones  de  estas  artes  á  profesor  alguno  que  no  sea 
de  los  aprobados  y  espresamente  diputados  para  este  fin  por 
las  respectivas  academias  ,  y  sin  que  nadie,  fcno  ser  con 
título  de  las  mismas ,  pueda  pintar,  esculpir  ni  grabar  para 
el  público  imágenes  sagradas  ó  retratos  de  personas  de  la 
real  familia,  bajo  la  pena  de  cincuenta  ducados  ,  ni  ejercer 
la  arquitectura ,  y  señaladamente  medir,  tasar  y  dirigir  fá- 
bricas bajo  la  multa  de  cien  ducados  por  la  primera  vez , 
doscientos  por  la  segunda  y  trescientos  por  la  tercera. 

Los  presidentes  de  las  academias  tienen  derecho  para 
reclamar  la  ejecución  de  todos  y  cada  uno  de  sus  estatutos , 
despachando  para  ello  á  los  tribunales  y  jueces  los  exhortos    ^ 
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Fernando  para  las  providencias  oportunas  ;  leyes  1  y  5  ,  iî'f. 
22,  íi"6.  8,  iVov.  Hec.  —  Véase  Arquitectos  y  Arles. 

Coa  fecha  de  28  de  setiembre  de  18'fb  y  Io.  de  abril  du 
1846  se  ha  servido  dictar  la  reina  las  disposiciones  siguien- 
tes: 

«  Ia.  Los  maestros  de  obras  que  obtengan  el  título  de  tales 
podrán  ejercer  en  todas  las  provincias,  y  quedan  habilitados 
para  la  construcción  de  edificios  particulares,  bajo  los  planos 
y  dirección  de  un  arquitecto,  y  para  la  medición,  tasación 
y  reparación  de  los  mismos  edificios ,  siempre  que  en  este 
último  caso  no  se  altere  la  planta  de  ellos ,  pues  entonces 
deberán  sujetarse  á  las  espresadas  condiciones. 

2a.  Podrán  sin  embargo  los  maestros  de  obras  proyectar 
y  dirigir  por  sí  solos  edificios  particulares  en  los  pueblos  que 
no  lleguen  á  2,000  vecinos,  y  en -los  demás  en  que  no  hu- 
biere arquitecto. 

5a.  Los  actuales  maestros  de  obras  conservarán  los  dere- 
chos que  les  conceden  sus  respectivos  títulos. 

4a.  No  podrán  obtener  los  maestros  de  obras  las  plazas 
titulares  de  capitales,  iglesias  mayores,  corporaciones  y  tri- 
bunales, las  cuales  se  proveerán  precisamente  en  arquitec- 
tos aprobados ,  cuyo  ejercicio  no  tiene  limitación  alguna. 

5a.  Los  aspirantes  á  la  clase  de  maestros  de  obras  que  es- 
tudiaren en  las  academias  de  provincia  se  sujetarán,  tanto 
para  hacer  sus  estudios  como  para  obtener  el  título  corres- 
pondiente ,  á  lo  prevenido  en  los  artículos  7, 1 1 ,  12 ,  28 ,  29, 
50,31,  55,  o'4,65,6/í,65,  66,  68,  69,  71 ,  72,  75,  76  y 
77  del  reglamento  de  la  escuela  de  la  academia. 

6a.  Las  cátedras  de  los  dos  años  de  estudios  exigidos  á  los 
alumnos  maestros  de  obras  habrán  de  ser  desempeñadas  por 
77  profesores  arquitectos. 

7a.  Los  alumnos  maestros  de  obras  de  las  enseñanzas  es- 
tablecidas en  las  academias  provinciales  podrán  hacer  el 
examen  de  carrera  en  las  mismas  ante  una  junta,  compuesta 
por  lo  menos  de  tres  profesores  arquitectos;  y  si  en  alguna 
no  los  hubiere,  acudirán  los  espresados  alumuos  á  cual- 
quiera de  las  otras  academias  en  donde,  se  complete  dicho 
número. 

8a.  En  las  academias  de  provincia  en  que  pueda  darse 
mayor  ostensión  á  la  enseñanza  de  arquitectura,  se  estable- 
cerán, previa  la  aprobación  del  Gobierno  ,  las  cátedras  cor- 
respondientes al  primero  y  segundo  año  de  la  carrera  de 
arquitectos,  cuyos  estudios ,  mediante  la  presentación  de  las 
competentes  certificaciones ,  se  admitirán  á  incorporación 
en  la  enseñanza  de  la  escuela  de  esa  academia.  »  Real  orden 
de  28  de  setiembre  de  18'i5  y  Io.  de  abril  I8i6. 

ACADEMIA  médico-quirúrgica.  Cuerpo  de  médicos  y 
cirujanos  instituido  para  promover  los  progresos  del  arte  de 
curar. 

La  hay  en  Madrid  para  Castilla  la  Nueva  ,  en  Falladolid 
para  Castilla  la  Vieja,  en  Sanlicujo  para  Galicia  y  Asturias, 
en  Sevilla  para  su  reino  ,  el  de  Córdoba  y  provincia  de  Es- 
tremadura,  en  Cádiz  para  la  suya,  en  Granada  para  su 
reino ,  el  de  Jaén  y  el  de  Murcia,  en  Falencia,  en  Barcelona, 
en  ZaragoxL,  y  en  Palma  de  Mallorca  para  las  Islas  Balea- 
res. En  las  cabezas  de  partido  hay  subdelegaciones. 

Todas  las  academias  están  sujetas  á  la  Junta  superior 
gubernativa  de  medicina  y  cirugía.  Se  componen  de  socios 
numerarios,  agregados  ó  subdelegados  ,  y  correspondientes 
ó  corresponsales.  Los  socios  numerarios  y  agregados  dis- 
frutan el  fuero  de  empleados  de  la  real  casa  y  el  derecho  de 
llevar  uniforme. 

Son  objetos  propios  del  instituto  de  estas  academias  :  — 
establecer  enseñanzas  de  matemáticas,  física  esperimental  y 
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:-esrnerarse  co  el  cuitlaclpMç^l.^/(sa^drp^|iça_,;.!es'^(}u- 
.  lando,  el  ,m;abajo,de  sus  m^^>%mMR^W9)iñ\SBW-' 
ciones  .sobre  toda  especie  de  enfermedades  ,  particularmente 
de  las  epidémicas  de  los  pueblos  y  provincias  respectivas, 
.,  como  también  sobre  toda  especie  de  remedios  :  —  inspec- 
cionar las  epidemias  :  —  indagar,  introducir  y  generalizar 
los  medios  preservativos  de  las  enfermedades  que  se  hayan 
descubierto  y  se  descubrieren  en  adelante,  como  el  de  la 
vacuna  contra  las  viruelas  :  —  vacunar  gratuitamente  por 
medio  de  sus  comisionados  á  todos  los  niños  que  se  les  pre- 
sentaren, anunciando  al  efecto  dias  y  lugares  :  —  examinar, 
previa  orden  escrita  de  la  Junta  superior,  á  los  que  quieran 
recibir  el  título  de  médicos ,  parteras  y  bachilleres  en  medi- 
cina :  —  ilustrar  en  todos  los  puntos  de  policia  módica  á  las 
autoridades  constituidas,  las  cuales  deben  consultarles  pre- 
cisamente sobre  la  construcción  de  hospitales ,  lazaretos , 
hospicios  ,  cárceles ,  mataderos ,  cementerios ,  puertos ,  ca- 
nales ,  nuevas  poblaciones ,  teatros ,  iglesias  ,  desecación  de 
balsas  y  lagunas  ,  embalse  de  aguas ,  limpia  de  cloacas ,  si- 
tuación de  las  fábricas,  manufacturas  y  almacenes  de  obje- 
tos que  puedan  perjudicar  á  la  sanidad  general ,  sobre  el 
modo  de  atajar  los  progresos  y  aun  procurar  la  eslincion  de 
las  viruelas  y  otros  males,  especialmente  sobre  los  contagios, 
con  todos  los  demás  puntos  que  tengan  una  relación  parii- 
cular  con  la  salud  pública  :  —  dar  á  los  magistrados  y  jueces 
competentes  las  instrucciones  y  declaraciones  que  pidieren 
para  resolver  las  dudas  que  se  ofrezcan  en  todos  los  litigios 
médico-legales,  ó  causas  canónicas,  civiles  y  criminales  que 
pertenezcan  á  la  jurisprudencia  médica  ;  debiendo  en  ade- 
lante ser  elegidos  á  propuesta  de  las.  academias  respectivas 
por  los  juzgados  y  justicias  todos  los  facultativos  que  hayan 
de  emplearse  para  el  examen ,  informe  y  decisión  de  cual- 
quiera hecho  ó  asunto  médico-legal ,  á  cuyo  efecto  forma- 
rán las  academias  en  donde  haya  el  suficiente  número  de 
profesores  una  terna  que  les  pasarán  para  que  nombren  el 
que  les  parezca.  Tales  son  las  atribuciones  y  deberes  mas 
interesantes  de  las  academias  médico-quirúrgicas,  según  su 
reglamento  de  15  de  enero  1831. 

AGADEBÏÏA  de  jurisprudencia.  La  sociedad  ó  junía 
que  tienen  los  legistas  para  ejercitarse  en  la  teórica  ó  prác- 
tica de  la  jurisprudencia  (1). —En  Madrid  existen  actual- 
mente dos  academias  de  esta  clase;  la  real  academia  de 
derecho  de  Fernando  VII,  que  fué  erigida  en  1765,  y  la 
real  academia  de  jurisprudencia  teórico-práctica  de  Carlos 
III,  que  lo  fué  en  1775.  En  ellas  se  esplica  la  teoría  del  or- 
den judicial,  tanto  civil  como  criminal,  y  se  hacen  ejerci- 
cios prácticos  de  demandas  de  toda  clase,  recursos,  acusa- 
ciones y  defensas.  Según  el  plan  de  estudios  de  üi  de 
octubre  de  182!(,  los  profesores  de  leyes  del  sexto  y  séptimo 
Curso  deben  asistir  á  la  academia  de  jurisprudencia  prácti- 
ca-forense que  dice  se  organizará  por  un  reglamento  parii- 
cular  :  los  que  no  se  gradúen  de  licenciados  tienen  que  es- 
tudiar otro  año  de  práctica  antes  de  presentarse  al  examen 
de  abogados;  los  que  en  vez  de  los  dos  últimos  años  de 
universidad  quisieren  estudiar  la  práctica  en  Madrid  asis- 
tiendo á  las  vistas  de  pleitos,  podrán  hacerlo  ,  con  tal  que 
asistan  también  á  la  academia  práctica-forense  1res  años , 
matriculándose  en  ella,  y  acreditando  con  la  certificación 

(1  )  Tara  arabos  objetos  y  el  estudio  del  derecho  público  ú  que 
se  estiende ,  la  hay  en  Méjico  restablecida  por  ley  de  2S  de  agosto 
de  J830  á  cargo  del  colegio  de  abogados  :  tiene  estatutos  propios, 
y  se  abrió  el  9  de  enero  de  1831.  Es  necesario  concurrir  á  sus 
ejercicios  por  tres  años  completos  para  recibirse  de  abogado,  aun- 
que el  gobierno  puede  dispensar  seis  meses  á  los  que  habiendo 
cursado  con  puntualidad  adquieren  instrucción  sobresaliente  á 
juicio  de  la  misma  academia. 
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del  presidente,  firh.ada  también  por  el  secretario,  su  pun- 
tual asistencia  y  aprovechamiéñtd'iy  á  lôs  que  no  hayan 
estudiado  el  séptimo  ele  universidad  se  exigen  dos  de'p'r&c- 
tica  en  la  forma  dicha  ,  si  han  dé  examinarse  de  abogadee  ; 
arts,  65,  66,  67  y  68. 

ACADEMIA  de  ciencias  eclesiásticas.  Fué  fundada 
en  Madrid  esta  sociedad  de  profesores  y  literatos  el  año  de 
1757,  y  aprobada  en  el  de  1773  por  el  señor  don  Carlos  III, 
con  la  denominación  de  Real  Academia  de  sagrados  cáno- 
nes, liturgia ,  historia  y  disciplina  eclesiástica ,  y  bajo  la  ad- 
vocación de  san  Isidoro ,  arzobispo  de  Sevilla.  Posterior- 
mente ha  tomado  el  nombre  mas  sencillo  de  Real  Academia 
de  ciencias  eclesiásticas  de  San  Isidoro.  Usa  de  sello  propio  , 
y  su  objeto  principal  es  el  estudio  del  derecho  canónico ,  el 
examen  de  la  antigua  y  nueva  disciplina  de  la  Iglesia  y  cau- 
sas de  sus  variaciones,  y  la  ilustración  de  la  historia  ecle- 
siástica, debiendo  aplicar  especialmente  sus  investigacio- 
nes á  nuestra  iglesia  de  las  Españas,  y  dedicarse  á  la 
adquisición  de  los  documentos  mas  útiles  para  esta  empresa. 

Consta  de  seis  clases  de  académicos  ,  á  saber  :  jubilados 
de  mérito ,  académicos  de  mérito  ,  jubilados  actuales,  hono- 
rarios y  correspondientes.  Se  confiere  la  jubilación  de  mérito 
á  los  individuos  que  desde  su  ingreso  en  el  cuerpo ,  ademas 
de  haber  desempeñado  exactamente  los  encargos  de  la  aca- 
demia ,  hubieren  compuesto ,  leido  y  entregado  ocho  diser- 
taciones sobre  materias  propias  del  instituto ,  de  las  cuales 
al  menos  dos  se  hayan  considerado  dignas  de  ser  impresas 
entre  sus  memorias.  La  clase  de  académicos  de  mérito  se 
compone  de  los  sugetos  de  eminente  ciencia  que  ocupen  un 
lugar  distinguido  en  la  república  literaria  por  sus  conoci- 
mientos en  las  ciencias  eclesiásticas.  Se  concede  la  jubila- 
ción á  los  académicos  actuales  que  hayan  asistido  tres  años 
literarios  á  las  sesiones,  cumplido  los  encargos  de  la  acade- 
mia, desempeñado  los  ejercicios  que  les  hayan  tocado  por 
turno  ,  y  compuesto ,  leido  y  entregado  cinco  disertaciones 
sobre  puntos  análogos  á  su  instituto.  Son  admitidos  en  la 
clase  de  actuales  los  sugetos  que  residiendo  en  la  corte-  se 
hallen  dotados  de  aplicación  ,  juicio  y  notoria  instrucción , 
hayan  obtenido  á  lo  menos  el  grado  de  bachiller  en  cánones 
ó  teología ,  y  hagan  con  lucimiento  los  ejercicios  literarios 
dispuestos  en  los  estatutos.  Son  honorarios  los  sugetos  de 
alia  jerarquía ,  dignidad  ó  empleo ,  á  quienes  por  su  afición 
à  las  ciencias  eclesiásticas  concede  la  academia  esta  conde- 
coración. Correspondientes  por  fin  son  los  que  residiendo 
fuera  de  la  corte  son  nombrados  por  la  academia  en  vista  de 
sus  grandes  conocimientos  para  que  la  ayuden  en  sus  traba- 
jos literarios  ,  y  desempeñen  sus  encargos  y  comisiones. 

■f-  ACADEMIA  DE  ciencias  exactas,  físicas  y  natu- 
rales. Fué  creada  en  Madrid  por  real  decreto  de  25  de  fe- 
brero de  18!»7,  en  el  cual  se  hallan  las  disposiciones  corres- 
pondientes. 

-j-  ACADEMIA  DE  MAESTROS  de  instrucción  primaria. 
Bajo  el  nombre  de  colegio  de  San  Casiano  se  fundó  en  el  si- 
glo pasado  y  permaneció  así  hasta  el  año  de  1840 ,  en  que 
recibió  la  forma  que  actualmente  tiene  por  un  reglamento 
aprobado  por  el  Gobierna, 

ACAMPO.  La  porción  de  tierra  que  de  los  pastos  comu- 
nes se  destina  y  acota  á  cada  ganadero ,  para  que  por  cierto 
tiempo  la  paste  solo  su  ganado. 

ACASO.  La  casualidad  ó  suceso  imprevisto ,  en  que  no 
ha  tenido  parte  la  voluntad  del  hombre.  Véase  Caso  for- 
tuito. 

ACCESIÓN.  El  acto  de  adherir  al  dictamen  de  otro,  de 
entrar  en  un  convenio  ó  tratado ,  ó  de  conceder  á  alguno  lo 
que  solicita  ;  —  y  la  cosa  que  es  accesoria  á  otra  principal  ó 
depende  de  ella.  Véase  Accesorio. 

ACCESIÓN  ó  acceso.  Un  modo  de  adquirir  lo  acce- 
sorio de  la  cosa  principal  que  nos  pertenece  ;  ó  bien  :  el  de- 


recho que  la  promedad  do  una  cosa  ,  'mueblé' ó1  íhmtKMe, 
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mano  del  hombre,  ó  por  ambas  cosas  júMámériíe;'.1  F§f^ta 
definición  se  ve  que  la  accesión  puede  Ser  riaturkl',í;fri&tís- 
trial  y  mixta  ,  y  que  es  uno  de  los  modos  de  adquirir  el  do- 
minio de  las  cosas.  También  la  suelen  distinguir  los  docto- 
res en  continua  y  discreta. 

ACCESIÓN  natural.  El  derecho  que  la  propiedad  do 
una  cosa  nos  da  sobre  todo  lo  que  esta  produce,  y  sobre  lo 
que  se  le  une  accesoriamente  por  obra  de  sola  la  naturaleza, 
sin  el  concurso  de  la  industria  del  hombre. 

Así  es  que  por  derecho  de  accesión  natural  son  nuestras 
las  crias  de  los  animales  que  están  en  nuestro  dominio,  ley  25, 
lit.  28 ,  Part.  5  :  —  nuestro  es  el  aumento  de  terreno  que  el 
rio  va  incorporando  insensible  y  paulatinamente  á  los  cam- 
pos que  poseemos  en  su  orilla,  to/  26,  cl.  lit.  28  (1)  :  — 
nuestra  es  la  porción  del  campo  inmediato  que  la  fuerza  del 
rio  arrebata  en  su  creciente  rápida ,  y  la  agrega  al  territorio 
que  nos  pertenece,  si  el  dueño  de  aquel  es  tan  negligente 
que  sin  hacer  reclamación  alguna  deja  que  sus  árboles  echen 
raices  en  nuestro  campo ,  ó  que  se  consolide  la  union  del 
terreno  agregado,  aunque  tendremos  que  darle  la  estima- 
ción del  menoscabo,  d.  ley  26  (2)  :  —  nuestra  es  proporcio- 
nalmente ,  de  todos  los  que  tenemos  campos  á  las  orillas  de 
un  rio,  la  isla  que  nace  dentro  del  mismo,  debiéndosenos  re- 
partir según  su  mayor  ó  menor  proximidad  á  nuestros  pre- 
dios respectivos  ,  y  según  la  mayor  ó  menor  estension  que 
estos  tengan  á  lo  largo  de  la  ribera ,  ley  27  ,  d.  tit.  28  (3)  : 
y  nuestro  se  hace  también  en  la  propia  forma  y  proporción 
el  álveo  que  el  rio  deja  seco  entre  nuestros  campos  por  mu- 
dar de  curso,  aunque  tal  vez  seria  mas  justo  que  se  adjudi- 
case á  título  de  indemnización  á  los  propietarios  de  los  fun- 
dos nuevamente  ocupados,  teniendo  en  consideración  la 
parte  de  terreno  de  que  cada  uno  se  ve  privado  por  seme- 
jante accidente  ,  ley  51 ,  d.  lit.  28.  Véase  Crias  de  animales, 
Aluvión,  Avulsion,  Frutos,  Isla,  Rio. 

ACCESIÓN  industrial.  El  derecho  que  el  dominio  que 
tenemos  en  una  cosa  nos  da  sobre  las  ventajas,  aumentos  ó 
mejoras  que  la  misma  recibe ,  no  por  obra  de  la  naturaleza , 
sino  por  industria  ó  artificio  del  dueño  de  ella  ó  de  otra  per- 
sona. 

Las  especies  principales  de  la  accesión  industrial  son  la 

(i  )  Pero  esto  se  entiende  en  los  campos  arcifinios ,  es  decir ,  en 
los  que  no  tienen  mas  límites  que  el  rio  ;  porque  si  son  de  los  que 
tienen  límite  cierlo  y  determinado ,  lo  que  se  aumentare  será  pú- 
blico :  Alvarez ,  Inst.  líb.  2 ,  tit.  i .  §  6. 

(2)  Eu  la  avulsion ,  ó  siempre  que  el  rio  en  una  avenida  repen- 
tina arranca  una  parte  del  campo  vecino  y  lo  une  al  mío ,  el  dueño 
de  la  parte  disminuida  puede  vindicarla.  Por  consiguiente  no  so 
liará  dueño  de  este  aumento  el  señor  del  campo  aumentado,  sino 
es  por  prescripción  ;  y  de  aquí  es  que  Gregorio  López,  en  la  glos. 
7  de  la  ley  26  citada  dice  :  que  el  exigirse  el  arraigo  de  los  árbo- 
les, es  para  indicar  que  debe  trascurrir  cierto  tiempo,  pues  lo 
mismo  sucedería  si  no  hubiese  árboles  que  arraigaran  ,  y  que  el 
menoscabo  debe  calcularse  con  respecto  á  los  árboles  considerados 
como  arrancados.  —  Véase  en  el  mismo  sentido  al  Dr.  Berui  en 
su  Instituía,  §  Prceterea  20,  sentido  práctico. 

(5)  Si  los  campos  vecinos  pertenecieren  á  uno  en  usufructo  y  á 
otro  en  propiedad ,  la  isla  pertenecerá  en  cuanto  á  ambas  cosas 
al  propietario,  á  diferencia  de  lo  que  se  adquiere  por  aluvión, 
ó  fuerza  del  rio,  que  pertenece  en  usufructo  al  usufructuario,  ley 
50,  tit.  28,  Part.  5.  Los  campos  inundados  por  alguna  avenida, 
permanecen  en  el  dominio  del  que  era  su  dueño  antes  de  la  inun- 
dación; y  cesando  esta ,  puede  usar  de  los  campos  que  se  descu- 
bran como  lo  iiacia  antes,  ley  32,  tit.  28.  Part.  5.  —  Véase  Her- 
raosilla  in  l.  23  tit,  5.  Part.  3  ;  y  Gómez,  líb.  1.  Var.  cap.  10, 
n.  5b. 
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{feqtgfl.se  engasta. en  mi  anillo  ;  sea  por  soldadura,  como  si 
se  pega  un  brazo  ajeno  á  una  estatua  mía;  sea  por  textura, 
como  si  se  teje  una  tela  mia  con  hilo  de  oro  que  pertenece  á 
otro  ;  sea  por  edificación ,  como  si  edifico  en  suelo  ajeno  con 
materiales  mios  ó  en  suelo  mió  con  materiales  ajenos;  sea 
en  fin  por  escritura  acintura,  como  si  alguno  escribe  ó  pin- 
ta en  pergamino,  tabla  ó  lienzo  ajeno. 

Por  regla  general ,  cuando  dos  cosas  pertenecientes  á  dis- 
tintos dueños  se  han  unido  por  conjunción  de  manera  que 
forman  un  cuerpo  compuesto  de  partes  coherentes ,  el  dueño 
de  la  cosa  principal  se  hace  dueño  también  de  la  cosa  acce- 
soria ,  pero  con  la  siguiente  distinción.  O  la  union  se  ha  he- 
cho por  el  dueño  de  la  cosa  principal,  ó  por  el  de  la  cosa  ac- 
cesoria. Si  se  ha  hecho  por  el  de  la  cosa  principal,  deba 
adjudicarse  al  mismo  el  todo  que  resulta  de  la  union ,  con 
tal  que  al  hacerla  hubiese  tenido  buena  fe  creyendo  que  la 
cosa  accesoria  era  suya ,  con  tal  que  pfigue  al  dueño  de  esta 
su  respectivo  valor,  y  con  tal  que  la  union  en  el  caso  de  sol- 
dadura se  haya  hecho  con  el  mismo  metal  de  que  se  compo- 
nen las  dos  cosas.  Si  la  hizo  el  dueño  de  la  cosa  accesoria , 
sea  con  buena,  sea  con  mala  fe,  debe  también  adjudicarse 
el  todo  al  dueño  de  la  cosa  principal ,  con  la  condición  de 
pagar  al  otro  el  precio  de  la  accesoria  en  caso  de  buena  fe , 
Y  sin  esta  condición  en  caso  de  mala.  Ley  55,  lit.  28 , 
Part.  3. 

Bajo  este  principio  y  con  estas  modificaciones,  debe  ser 
mia  la  piedra  preciosa  de  otro  que  se  engastó  en  mi  sortija  : 
mió  el  brazo  ajeno  que  se  soldó  á  mi  estatua  con  el  mismo 
metal  de  que  son  la  estatua  y  el  brazo  :  mió  el  hilo  de  oro 
con  que  se  tejió  ó  adornó  una  tela  de  mi  pertenencia:  mió  el 
edificio  que  se  construyó  en  mi  terreno  :  mió  el  escrito  que 
se  eslendió  en  mi  papel  ó  pergamino  :  y  mió  también  habría 
de  ser  lo  pintado  en  mi  tabla  ó  lienzo ,  si  la  ley  por  la  esce- 
lencia  del  arte  no  hubiera  hecho  una  escepcion  en  favor  de 
la  pintura;  ley  3b,  56,  57  y  42,  lit.  28,  Part.  5. 

La  razón  de  estas  disposiciones  es  que  lo  accesorio  sigue 
á  su  principal  :  Accessorium  sequitur  suum  principale.  Con 
efecto,  en  el  ejemplo  de  la  sortija ,  esta  se  considera  lo  prin- 
sipal  y  el  diamante  lo  accesorio  ,  y  por  eso  él  dominio  de  la 
sortija  atrae  y  se  lleva  el  del  diamante.  Mas  así  en  éste 
caso ,  como  en  cualquiera  otro  en  que  las  cosas  unidas  pue- 
dan separarse  sin  su  destrucción  ó  sin  otro  inconveniente 
considerable ,  el  dominio  que  el  dueño  de  la  cosa  principal 
adquiere  sobre  la  cosa  accesoria  no  es  mas  que  un  dominio 
momentáneo  y  quebradizo  que  solo  debe  durar  mientras 
subsista  la  union  ;  y  el  dueño  de  la  cosa  accesoria  tiene  de- 
recho á  pedir  la  separación  y  presentación  de  ella  para  que 
le  sea  entregada ,  valiéndose  de  la  acción  exhibitoria  ,  según 
la  ley  16,  lit.  2,  Part.  3 ,  que  hablando  de  las  cosas  que 
deben  exhibirse  ó  mostrarse  enjuicio,  sigue  en  estos  térmi- 
nos :  «  Eso  mismo  decimos  de  piedra  preciosa  que  fuese  de 
alguno  et  otro  la  engastase  en  su  oro ,  cuidando  que  era  suya 
ó  que  habie  algunt  derecho  en  ella  ,  ó  si  posiese  rueda  de 
carro  ajeno  en  el  suyo  ,  ó  tablas  ajenas  en  su  nave ,  ó  cen- 
dal ajeno  en  su  manto ,  ó  ficiese  de  otra  cosa  mueble  que 
fuese  ajena  ayuntamiento  con  la  suya ,  ó  en  otra  manera 
qualquier  semejante  destas;  ca  entonce  tenudo  serie  el  der- 
mandado  de  sacarla  de  aquel  logar  do  la  habia  ayuntada  et 
mostrarla  en  juicio  sil  fuere  demandado.  »  Es  visto  pues  que 
cuando  tiene  lugar  la  separación  de  las  cosas,  el  principio 
de  la  accesión  es  una  regla  sin  resultado  ,  una  pura  abstrac- 
ción, una  sutileza,  que  en  definitiva  se  reduce  á  la  forma 
de  proceder  sobre  la  reclamación  de  lo  accesorio.  ¿  Qué  im- 
porta que  el  dueño  de  la  sortija  haya  adquirido  el  dominio 
de  un  diamante  mió  engastado  en  ella  sin  mi  consentimiento, 


fiesto  ^ymm  fi&mb  s&'sme,  vea,tre,gue ,  poique,  cerificada,  la 
separación  resucitad  dominio  que  antes  tenia? 

En  la  edificación ,  el  suelo  es  lo  principal  y  el  edificio  lo 
accesorio  ;  y  como  el  edificio  no  puede  separarse  del  suelo 
sin  su  destrucción ,  es  regla  constante  que  el  dueño  del  sue- 
lo adquiere  el  dominio  del  edificio,  cualquiera  que  sea  el  que 
lo  hubiere  construido,  y  así  en  el  caso  de  buena  fe  como  en 
el  de  mala.  Si  edifiqué ,  pues ,  en  terreno  mió  con  materiales 
ajenos,  v.  gr.  con  piedras,  ladrillos,  madera,  pilares  ú 
otras  cosas  semejantes  que  pertenecen  á  otra  persona ,  aun- 
que yo  hubiese  sabido  que  no  eran  mios ,  adquiero  no  obs- 
tante su  dominio,  de  modo  que  el  dueño  no  puede  reclamar- 
los ,  y  solo  estoy  obligado  á  pagarle  su  doble  valor  si  tuve 
buena  fe ,  ó  el  importe  de  los  daños  que  se  le  hubiesen  se- 
guido si  la  tuve  mala;  ley  16,  til.  2,  y  ley  58,  lit.  28, 
Part.  3  :  bien  que  parece  no  está  en  uso  el  pago  del  doble.  Si 
por  el  contrario  ,  con  materiales  propios  edifiqué  en  terreno 
ajeno,  pierdo  el  dominio  de  los  materiales,  pues  que  lo  gana 
el  dueño  del  suelo  ;  y  ó  bien  obré  con  mala  fe  sabiendo  que 
el  terreno  no  era  mió ,  ó  bien  obré  con  buena  fe  creyendo 
que  el  suelo  me  pertenecía .  Si  obré  con  mala  fe  ,  no  tendré 
derecho  á  pedir  el  valor  de  los  materiales  ni  el  precio  de  los 
jornales  empleados  en  la  fabricación  ;  pero  si  obré  con  bue- 
na fe  ,  tendré  derecho  á  recobrar  la  estimación  del  edificio  , 
y  aun  estando  en  posesión  de  él  podré  retenerlo  hasta  que 
se  me  pague;  leyes  41  y  42,  lit.  28,  Part.  3. 

La  razón  que  se  da  para  negar  todo  recurso  al  que  edificó 
con  mala  fe  en  suelo  ajeno  ,  es  que  se  presume  haber  tenido 
intención  de  donar  el  edificio  al  dueño  del  suelo;  pero  esta 
presunción ,  que  no  es  mas  que  una  ficción  introducida  por 
el  derecho  romano ,  ficción  de  que  se  ha  hecho  tanto  abuso  , 
no  es  aplicable  á  los  casos  en  que  el  que  construyó  un  edi- 
ficio tuvo  algún  motivo  para  construirlo. El  arrendatario,  el 
colono ,  el  usufructuario ,  que  edifican  en  un  terreno  que 
saben  no  les  pertenece ,  no  lo  hacen  seguramente  por  em- 
plear sus  materiales  y  su  trabajo  en  beneficio  del  propieta- 
rio ,  sino  por  tener  habitación  en  el  predio  fructuario  ó  ar- 
rendado ó  por  lograr  otras  ventajas.  En  semejantes  casos,  y 
aun  en  todos  los  demás  en  que  no  se  hubiese  hecho  el  edifi- 
cio por  quien  de  buena  fe  creia  tener  derecho  para  hacerlo, 
seria  tal  vez  mas  equitativo  que  si  el  dueño  del  suelo  juzgaba 
contraria  á  sus  intereses  la  existencia  del  edificio,  pudiese 
obligar  al  constructor  á  llevarse  sus  obras  dejando  las  cosas 
en  el  estado  que  antes  tenían,  y  á  resarcirle  los  perjuicios 
que  le  hubiesen  ocasionado  las  innovaciones  ;  y  que  si  pre- 
fería su  conservación  5  debiese  satisfacer  su  valor,  pues  que 
por  el  hecho  de  esta  preferencia  daba  á  entender  que  el 
edificio  le  reportaría  utilidad  y  que  estaba  dispuesto  á  levan- 
tar otro  igual  si  ya  no  se  lo  encontrase.  Se  dirá  que  enton- 
ces se  trata  del  mismo  modo  al  constructor  de  mala  fe  que 
al  de  buena; pero  esta  igualdad  no  es  mas  que  aparente , 
pues  se  destruye  con  la  facultad  que  se  daba  al  propietario 
para  obligar  al  constructor  de  mala  fe  y  no  al  de  buena  á  la 
demolición  de  las  obras  ;  ademas,  de  que  podría  negarse  al 
de  mala  fe  el  derecho  que  se  concede  al  que  la  tuvo  buena 
para-retardar  la  entrega  del  edificio  hasta  su  pago. 

Si  el  dueño  del  terreno  vio  hacer  la  obra  ó  tuvo  noticia  de 
ella  y  no  la  contradijo ,  no  podrá  después  escusarse  del  pago 
de  su  importe  oponiendo  la  mala  fe  del  constructor,  pues  él 
también  la  tuvo  mala  por  haber  callado  cuando  debia  cla- 
mar, quia  tacuil  ckm  clamare  debuit,  como  dice  un  fuero 
de  Aragon  ;  y  aun  en  semejante  caso  será  tal  vez  mas  justo 
que  el  dominio  de  la  obra  quede  á  favor  del  que  la  hizo, 
porque  si  se  presume  que  el  que  edificó  en  terreno  ajeno  con 
conocimiento  de  que  lo  era  quiso  dar  los  materiales  y  los  tra- 
bajos ,  hay  igual  razón  para  presumir  que  el  dueño  del  suelo 
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En  la  escritura  considera  la  ley  como  cosa  principal  e¿ 
papel  ó  pergamino ,  y  como  accesoria  lo  escrito ,  al  paso  que 
en  la  pintura  mira  la  tabla  ó  lienzo  como  accesorio ,  y  lo  pin- 
tado como  prin.cipal  ;  de  manera  que  adjudica  lo  escrito  al 
dueño  del  pergamino  en  caso  de  buena  ó  de  mala  fe,  y  lo 
pintado  al  pintor  en  caso  de  buena  fe  y  al  dueño  de  la  tabla 
ó  lienzo  en  caso  de  mala  ;  leyes  36  y  37,  ííf.  28.  Part.  5.  Pero 
la  misma  razón  hay  para  posponer  el  papel  p  pergamino  á  la 
escritura  que  la  tabla  ó  lienzo  á  la  pintura ,  pues  si  una  pro- 
ducción de  Apeles  ó  de  Parrasio  no  debe  ceder  á  un  pedazo 
de  tela  ó  de  madera ,  tampoco  la  Ilíada  ó  la  Eneida  deben 
rendirse  á  algunos  pliegos  de  papel.  En  el  derecho  romano  , 
de  que  tomó  nuestro  Código  Álfonsino  sus  decisiones  sobre 
esta  materia,  se  entendía  únicamente  por  cosa  principal  la 
que  subsistía  por  sí  misma  sin  el  concurso  de  otra  ;  y  bajo 
este  aspecto  podia  decirse  con  verdad  que  la  escritura  y  la 
pintura  no  eran  sino  cosas  accesorias ,  pues  que  no  se  las 
concibe  sin  una  materia  en  que  existan.  Mas  prescindiendo 
de  este  concepto ,  no  es  fácil  considerar  la  pintura  y  la  escri- 
tura como  accesorias  de  la  tela  ó  del  pergamino ,  pues  no  se 
pinta  ni  se  escribe  para  el  uso ,  el  adorno  ó  el  complemento 
del  pergamino  ó  de  la  tela  ,  sino  que  por  el  contrario  estos 
objetos  se  emplean  como  medio  necesario  para  escribir  ó 
pintar,  y  por  consiguiente  ellos  son  los  accesorios  de  la  es- 
critura y  de  la  pintura.  Como  quiera  que  sea  „  no  habrá  tri- 
bunal que  deje  de  adjudicar  tanto  la  escritura  ú  obra  literaria 
manuscrita  ó  impresa  como  el  cuadro  ó  retrato  á  los  que  las 
hicieron  ó  mandaron  hacer,  con  la  obligación  de  pagar  el 
valor  del  papel ,  del  lienzo  ó  de  la  materia  cualquiera  que 
fuere  ,  á  su  respectivo  propietario ,  ó  de  darle  otro  tanto  de 
la  misma  calidad  :  bien  que  si  la  pintura  se  hubiese  ejecutado 
sobre  pared,  bóveda,  vidriera,  claraboya  ú  otro  objeto  re- 
putado inmueble  por  accesión ,  es  claro  que  entonces  habría 
de  ceder  á  la  cosa  en  que  existiese. 

Pasemos  á  la  especificación,  que  es  el  segundo  modo  de 
adquirir  por  accesión  industrial,  y  consiste  en  formar  para 
sí  una  nueva  especie  con  materia  ajena  ;  como  cuando  uno 
se  hace  un  anillo  de  oro  ajeno ,  un  vaso  de  plata  ajena  ,  un 
vestido  de  paño  ajeno.  Y  ¿quién  debe  llevársela  nueva  espe- 
cie, el  nuevo  cuerpo,  la  nueva  cosa  que  se  ha  formado? 
Entre  los  antiguos  jurisconsultos  romanos,  unos  la  atribuían 
al  dueño  déla  materia,  porque  sin  la  materia  no  puede  existir 
la  forma,  y  otros  al  especificador  ú  obrero ,  porque  la  forma 
es  la  que  según  ellos  da  la  esencia  á  las  cosas.  El  código  de 
las  Partidas,  siguiendo  á  Justiniano,  quiere  que  se  vea  si  la 
nueva  especie  puede  reducirse  ó  r.o  á  su  forma  anterior  :  si 
puede  reducirse  la  destina  al  dueño  de  la  materia  :  y  si  no 
puede  reducirse  la  adjudica  al  que  la  hizo.  Si  alguno  v.  gr. 
se  hiciere  cubiertos  con  una  barra  de  plata  mia,  yo  seré  el 
dueño  de  los  cubiertos ,  porque  pueden  deshacerse  y  volver 
á  su  antiguo  estado  de  barra.  Por  el  contrario ,  si  de  mi  lana 
se  hizo  paño ,  el  fabricante  será  dueño  de  esta  nueva  espe- 
cie ,  porque  el  paño  no  puede  reducirse  cómodamente  á  lana. 
En  ambos  casos ,  como  no  es  justo  qué  uno  se  haga  mas  rico 
con  daño  de  otro ,  debe  el  dueño  de  la  nueva  especie  pagar 
respectivamente  al  que  se  queda  sin  ella  el  precio  de  la  ma- 
teria ó  del  trabajo  :  bien  que  si  el  autor  de  la  nueva  especie 
procedió  con  mala  fe  sabiendo  que  la  materia  era  ajena , 
pierde  la  obra  y  los  gastos  que  en  ella  hizo. 

Tal  es  en  suma  el  contenido  de  la  ley  53,  tít.  28 ,  Part.  3; 
sobre  la  cual  hay  que  hacer  diferentes  observaciones.  En 
primer  lugar  son  muy  poco  felices  los  ejemplos  de  especi- 
ficación que  pone  en  el  vino ,  en  el  aceite  y  en  el  trigo  que 
se  hace  de  uvas,  aceitunas  y  espigas  ajenas ,  queriendo  que 
en  atención  á  no  poderse  reducir  á  su  anterior  estado  estas 
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aceite  y  del  trigo  no  hay  verdadera  especificación  :  el  que 
hace  el  vino ,  el  aceite  y  el  trigo ,  no  hace  propiamente  una 
nueva  especie ,  no  da  el  ser  á  una  nueva  sustancia,  sino  que 
solo  descubre  la  que  ya  existia,  non  novam  speciem  facit , 
sed  eam  quœ  est  detegit  :  el  vino ,  el  aceite  y  el  trigo  existían 
y  estaban  encerrados  en  las  uvas ,  en  las  aceitunas  y  en  las 
espigas ,  y  él  no  ha  hecho  mas  que  sacarlos  con  la  prensa  ó 
con  el  trillo.  Si  alguno,  pues,  tomando  equivocadamente 
por  suya  mi  cosecha  la  llevare  á  su  lagar,  á  su  molino  ó  á  su 
era ,  no  puede  hacer  suyo  el  vino ,  el  aceite  ni  los  granos , 
que  si  me  pertenecían  cuando  estaban  dentro  de  las  uvas, 
de  las  aceitunas  ó  de  las  espigas,  deben  continuar  igual- 
mente después  en  mi  dominio  ,  con  sol"  **  -¡arga  de  pagar 
los  gastos. 

En  segundo  lugar,  la  decisión  que  atribuye  la  nueva  espe- 
cie al  dueño  de  la  materia  cuando  puede  reducirse  á  su  an- 
tigua forma ,  y  al  especificador  en  el  caso  contrario,  no  tiene 
razones  sólidas  en  que  apoyarse ,  y  no  siempre  se  puede 
aplicar  sin  injusticia.  ¿Cuál  es  el  principio  de  equidad  que 
debe  mover  al  juez  á  despojarme  de  una  bellísima  estatua 
que  he  fabricado  de  buena  fe  con  bronce  tuyo  ,  y  á  ponerla 
bajo  tu  dominio,  solo  porque  puede  fundirse  y  volver  á  su 
estado  anterior  de  masa  informe?  ¿No  es  mas  natural  que  la 
estatua  se  adjudique  al  que  la  hizo ,  como  el  retrato  se  atri- 
buye al  pintor,  con  la  obligación  de  pagar  el  precio  de  la 
materia  ó  entregar  otra  igual  en  cantidad  y  calidad  á  su 
dueño  ?  Supongamos  por  el  contrario  que  tú  has  traído  de 
América  plantas  preciosas  y  raras  con  que  pensabas  hacer 
un  escelente  medicamento ,  y  que  por  pérdida  ó  sustracción 
llegaron  á  manos  de  un  boticario  ,  que  adquiriéndolas  de 
buena  fe  confeccionó  con  ellas  un  medicamento  igual  al  que 
tú  habías  imaginado  :  ¿habrá  de  adjudicarse  el  medicamento 
al  boticario ,  porque  ya  no  es  posible  reducirlo  á  la  forma  de 
plantas?  ¿No  será  mas  equitativo  que  se  te  entregue  á  tí  como 
á  dueño  de  la  materia ,  sin  mas  obligación  que  la  de  pagar 
al  boticario  el  precio  de  su  trabajo?  Parece  pues  estaría  mas 
puesto  en  razón  establecer  como  regla  general  :  i°.  Que  si 
uno  emplea  materia  ajena  en  formar  una  nueva  especie,  sea 
ó  no  capaz  la  materia  de  volver  á  su  primera  forma,  tendrá 
derecho  su  dueño  para  reclamar  ó  bien  la  cosa  formada  con 
ella  pagando  las  hechuras,  ó  bien  la  restitución  de  su  mate- 
ria en  la  misma  cantidad  ,  calidad,  peso,  medida  y  bondad, 
ó  bien  su  valor,  según  mas  le  acomodare  :  2o.  Que  sin  em- 
bargo, si  la  hechura  ó  mano  de  obra  fuese  tan  importante 
que  sobrepujase  de  mucho  al  valor  de  la  materia  empleada, 
tendrá  derecho  el  artífice  para  conservar  la  nueva  especie  ó 
xosa  trabajada  ,  satisfaciendo  el  precio  de  la  materia  al  pro- 
pietario. 

La  conmistión,  tercera  especie  de  accesión  industrial,  es 
la  reunion  de  cosas  áridas  ó  de  cosas  líquidas  ó  liquidadas 
que  pertenecen  á  muchos.  La  reunion  de  cosas  áridas  se  llama 
propiamente  conmistión  ó  mezcla  ,  y  la  de  cosas  líquidas  ó 
liquidadas,  confusion;  porque  en  la  mezcla  de  áridos  cada 
cosa  conserva  su  sustancia  íntegra  y  su  cuerpo  separado  , 
aunque  sean  granos ,  y  en  la  de  líquidos  ó  de  sólidos  derre- 
tidos se  confunden  las  sustancias  de  modo  que  ya  no  se  dis- 
tinguen. 

Ahora  bien  ;  la  conmistión  ó  confusion  puede  acaecer  por 
noluntad  de 'ambos  dueños,  ó  por  la  de  uno  solo,  ó  por  casua- 
lidad. Si  acaeció  por  voluntad  de  ambos  dueños,  la  masa  que 
resulta,  sea  de  cosas  áridas  ,  líquidas  ó  liquidadas  ,  se  luce 
común  de  los  dos  y  debe  ¡partirse  entre  ellos  según  su  con- 
vención ó  en  razón  de  la  cantidad  y  calidad  de  la  materia 
que  cada  uno  puso;  ley  34,  lit.  28,  Part.  3.  — Si  tuvo  lu- 
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gar  portel  hecho  de  uno  solo,  de  los  dueños,  puede  el  otro  ré- 
clamât lo  suyo .  lev  ÈL  tit.  28,  ParL  3,,,  esto  es ,  puede  pedir; 
que  ¡y;!  sépara  y  sej ¡le  ¡entregue  $v|  cosa'  en  caso  de  que  la  sepa-, 
raciontiúeaa  hacerse  sin  mucho  trabajo,  v.  gr,,  si  su  ganado 
se~na  mezclado  con  otro  ganado  ó  su  plata  con  plomo  de  otro; 
pero  siendo  muy  difícil  ó  del  todo  imposible  la  separación , 
como  v.  gr.  si  mi  trigo  se  ha  mezclado  con  tu  trigo  ó  con  tu 
cebada ,  mi  plata  con  tu  plata  mediante  la  fusion ,  mi  vino 
con  tu  vino  ó  con  tu  cerveza,  entonces  ó  la  masa  que  se  forma 
de  la  reunion  es  útil  ó  es  inútil  :  si  es  útil  debe  adjudicarse 
á  cada  uno  de  los  dueños  en  proporción  de  la  cantidad  y 
calidad  de  la  materia  que  cada  uno  tenia  ,  dando  libertad  al 
que  no  consintió  la  mezcla  para  preferir  el  valor  de  su  parte; 
y  si  es  inútil  ó  de  ningún  uso  debe  adjudicarse  al  que  hizo 
la  conmistión  ó  confusion ,  con  la  obligación  de  satisfacer  al 
otro  el  valor  de  su  cosa  ó  de  darle  otra  igual.  —  Por  fin  ,  si 
la  conmistión  ó  confusion  sucedió  por  casualidad,  sin  culpa 
de  ninguno  de  los  dueños,  se  hace  común  la  masa  y  se  re- 
parte entre  los  dos  con  la  debida  proporción  en  caso  de  ser 
muy  difícil  ó  del  todo  imposible  la  separación  de  las  cosas 
reunidas;  mas  en  caso  contrario ,  cada  dueño  tendrá  derecho 
ala  cosa  de  su  pertenencia;  ley  54,  lit.  28,  Part.  3. 

Hemos  recorrido  las  tres  especies  de  accesión  industrial , 
esto  es,  la  conjunción ,  la  especificación  y  la  conmistión. 
De  todo  se  echa  de  ver  que  pueden  todavía  ocurrir  muchos 
casos  en  cuya  decisión  tendrán  los  jueces  que  ajustarse  á  los 
principios  de  la  equidad  natural,  tomando  por  guia  para  su 
aplicación  las  reglas  trazadas  por  las  leyes.  En  las  cuestiones 
de  accesión  industrial  se  trata  siempre  de  adjudicar  á  uno 
la  materia  ó  el  trabajo  de  otro;  y  el  principio  general  que 
debe  dominar  en  las  decisiones  es  el  de  adjudicar  las  cosas 
inseparables  al  interesado  que  perdería  mas  en  ser  privado 
de  ellas ,  pero  con  el  cargo  de  dar  al  otro  la  correspondiente 
indemnización.  Véase  Mejora. 

ACCESIÓN  mixta.  El  derecho  que  nos  da  la  propiedad 
de  nuestras  cosas  sobre  los  aumentos  y  beneficios  que  re- 
ciben las  mismas  por  obra  de  la  naturaleza  y  por  industria 
del  hombre  juntamente. 

Sus  especies  son  la  plantación ,  la  siembra  y  la  percepción 
de  frutos  por  el  poseedor  de  buena  fe. 

Puede  efectivamente  preguntarse  :  Si  siembro  un  campo 
ajeno  con  mi  trigo ,  ¿  quién  tendrá  derecho  á  la  mies  ?  Si 
planto  un  árbol  en  fundo  de  otro  ó  en  el  límite  de  dos  campos 
pertenecientes  á  diversos  dueños,  ¿de  quién  será  el  árbol  ó 
el  fruto  ?  Si  poseo  con  buena  fe  y  justo  título  un  predio  ajeno, 
¿de  quién  serán  los  frutos  que  en  él  hubiese  percibido? 

Es  regla  general  por  lo  que  hace  á  la  siembra  y  \n  planta- 
ción »  tanto  según  nuestro  derecho  como  según  el  romano  , 
que  lo  plantado  y  sembrado  cede  al  suelo  :  Quidquid  solo  im- 
planlatur,  vel  inserilvr,  solo  ccdit.  La  razón  es  que  el  ter- 
reno se  considera  como  principal,  y  lo  que  en  él  se  planta  ó 
siembra  como  accesorio;  y  siendo  así  que  lo  accesorio  sigue 
á  su  principal ,  es  consiguiente  que  la  mies  y  el  árbol  ó  la 
planta  cedan  al  terreno.  Así  que,  los  granos  que  uno  siem- 
bra en  mi  campo  ó  los  que  yo  siembro  en  campo  ajeno  se 
hacen  propios  del  dueño  del  campo  desde  que  se  siembran, 
pues  que  ya  entonces  no  pueden  separarse  cómodamente  de 
la  üerra.  Igualmente  los  árboles  ó  plantas  que  uno  pone  en 
mi  heredad  ó  que  yo  pongo  en  la  ajena  se  hacen  propias  del 
dueño  de  la  heredad ,  pero  no  desde  que  se  ponen  sino  desde 
que  llegan  á  echar  raices,  pues  antes  pueden  arrancarse  sin 
detrimento  y  trasplantarse  à  otro  terreno.  Mas  como  nadie 
debe  hacerse  rico  á  costa  de  otro,  está  obligado  el  dueño  del 
suelo  á  satisfacer  el  valor  de  los  granos,  de  los  árboles  ó  de  las 
plantas  y  el  importe  de  los  gastos  del  cultivo  y  de  la  plan- 
tación al  que  sembró  ó  plantó  de  buena  fe  creyendo  que  el 
suelo  era  suyo  ;  pero  no  al  que  obró  de  mala  fe ,  pues  se 
presume  que  este  quiso  dar  sus-  plantas ,  sus  árboles  ó  sus 


,   granosa,!  pfofflej^rí^j^e^u^QHEli^ueípys^e-en  su.  suelo 
,  plap^ajej^.^sjea^qrf^jnaó,  mala  fefc  %^mm  dominio 
:   desde  que, llegan .á.ecb.ar, naipes;  pero  debe,  pagar  al  dueño 
su  estimación.  Leyes  42  y  43,  lit.  28,  Part.  5. 

Con  respecto  á  los  árboles  plantados  en  el  lindero  de  dos 
heredades ,  rige  la  regla  de  que  su  dominio  se  estima  ó  gra- 
dúa por  las  raices ,  arboris  dominium  ex  radice  œslimatur, 
por  ser  natural  que  pertenezcan  al  propietario  del  suelo  en 
que  toman  su  nutrimento.  Así  pues,  si  yo  planté  en  mi  he- 
redad un  árbol  cuyas  raices  principales  se  hallan  dentro  de 
la  tuya ,  será  tuyo  el  árbol  con  sus  frutos,  aunque  las  ramas 
caigan  sobre  mi'predio  ;  pero  si  parte  de  las  principales  rai- 
ces estuviesen  en  tu  heredad  y  parle  en  la  mia ,  entonces  el 
árbol  será  común  de  los  dos ,  de  modo  que  nos  partiremos 
sus  frutos  mientras  se  mantuviere  en  pié ,  y  la  leña  ó  madera 
cuando  fuere  arrancado;  ley  43,  lit.  28  ,  Part.  3.  No  esten- 
diéndose las  raices  dentro  de  tu  heredad  ,  aunque  cuelguen 
las  ramas  sobre  ella,  no  tendrás  derecho  á  los  frutos  ,  antes 
al  contrario  deberás  permitirme  la  entrada  en  tu  fundo  por 
el  término  de  tres  dias  á  recoger  los  que  en  él  hubiesen 
caido  ;  leyes  Yo,  tit.  4,  lib.  3,  Fuero  Real,  y  18,  lit.  28, 
Part.  3.  —  Finalmente,  si  el  árbol  arraigado  en  terreno  mió 
causare  perjuicio  á  tu  casa ,  por  colgar  sobre  ella  las  ramas, 
puedes  obligarme  á  cortarlo  de  raiz;  y  si  perjudicare  á  tu 
heredad,  puedes  compelerme  solo  á  cortar  las  ramas  que 
pendieren  sobre  ella;  ley  28,  lit.  15,  Part.  7. 

En  algunas  partes  no  se  atiende ,  para  atribuir  la  propiedad 
del  árbol,  precisamente  á  las  raices  sino  al  tronco  y  á  las  ra- 
mas. En  Aragon,  el  que  tiene  en  su  heredad  un  árbol  frutal 
que  estiende  sus  ramas  sobre  fundo  ajeno  de  modo  que  le 
hace  sombra,  debe  permitir  que  el  vecino  coja  la  mitad  de 
los  frutos  de  dichas  ramas ,  ó  bien  las  corte.. 

La  percepción  de  frutos  es  una  especie  de  accesión  por  la 
cual  el  que  posee  una  cosa  ajena  con  justo  título  y  buena  fe 
no  interrumpida ,  se  considera  como  verdadero  propietario 
y  hace  suyos  los  frutos  que  ha  percibido  y  consumido.  En 
rigor,  solo  el  dueño  de  una  cosa  es  el  que  adquiere  los  frutos 
por  derecho  de  accesión  ;  y  así  algunos  doctores  no  quieren 
dar  la  calidad  de  accesorio  sino  de  principal  y  originario  al 
modo  de  adquirir  del  poseedor  de  buena  fe.  Como  quiera  que 
sea ,  el  derecho  pone  al  simple  poseedor  en  lugar  del  dueño 
ignorado  y  le  adjudica  los  frutos  que  ha  percibido  y  consu- 
mido ,  con  tal  que  posea  con  buena  fe  y  título  justo  :  con 
buena  fe,  esto  es,  ignorando  que  la  cosa  es  ajena  y  cre- 
yendo que  aquel  de  quien  la  recibió  tenia  derecho  para  ena- 
jenarla como  propietario ,  procurador  ó  tutor  :  con  j  usto 
título,  estoes,  con  título  capaz  de  trasladar  el  dominio, 
cuales  son  la  compra  ,  la  dote  ,  la  donación ,  el  legado ,  la 
dación  en  pago  ,  la  adjudicación  y  otros  semejantes.  Puede 
decirse  pues  con  razón  que  la  adquisición  de  frutos  es  una 
especie  de  accesión  á  la  posesión  de  buena  fe. 

Si  se  atiende  solo  á  la  razón  natural ,  parece  que  cuando 
uno  está  poseyendo  de  buena  fe  una  cosa  ajena  y  se  pre- 
senta su  dueño  á  reclamarla ,  debe  entregar  á  este  no  solo 
la  cosa  sino  también  los  frutos  de  toda  especie ,  consumidos 
ó  no  consumidos  ,  sin  mas  deducción  que  la  de  los  gastos, 
porque  el  poseedor  de  buena  fe  no  pudo  adquirir  un  dominio 
que  su  antecesor  no  tenia ,  ni  por  consiguiente  el  derecho  de 
percibir  los  frutos  que  va  inherente  al  dominio.  Pero  las  leyes 
civiles,  por  razones  económicas  y  políticas,  tienden  general- 
mente á  dar  algunos  derechos  á  los  poseedores,  con  la  idea 
de  interesarlos  en  el  cuidado  y  mejora  de  las  cosas,  y  con 
el  objeto  de  disminuir  los  pleitos.  Ademas ,  habiendo  el  sim- 
ple poseedor  con  su  cuidado  y  su  trabajo  fecundado  la  tierra, 
seria  injusto  que  el  propietario  que  la  descuidó  viniese  á  ar- 
rebatarle los  frutos  que  él  habia  techo  producir,  imitando  al 
hombre  duro  y  austero  del  Evangelio  que  recogía  lo  que  no 
habia  esparcido  y  segaba  lo  que  no  habia  sembrado. 
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nan  los  homes  casa  ó  heredamiento  ajeno ,  dice  la  ley  59  , 
tir.  28,  Part.  5 ,  cuidando  que  es  suyo  de  aquellos  que  lo 
enajenan  ó  que  han  derecho  de  lo  facer,  et  acaesce  que  viene 
después  el  verdadero  señor  dello  et  demándagelo  et  véncelo 
en  juicio  :  en  tal  caso  como  este  decimos  que  el  señorío  de 
los  frutos  que  hobiese  rescibidos  et  despendidos  del  hereda- 
miento este  vencido,  que  debe  seer  suyo  por  la  obra  et  por 
el  trabajo  que  llevó  en  ellos  fasta  el  dia  quel  pleyto  fué  co- 
menzado por  demanda  et  por  respuesta ,  et  non  es  tenudo  de 
los  dar  al  vencedor  maguer  le  entregue  de  la  heredat  :  mas 
los  que  non  hobiese  despendidos  tenudo  serie  de  los  tornar 
al  señor  de  la  heredat  sacando  ende  primerame»^  las  des- 
pensas que' hobiese  fecho  sobre  ellos.  » 

Adquiere  pues  y  hace  suyos  el  poseedor  de  buena  fe  sola- 
mente los  frutos  industriales  que  hubiese  percibido  y  consu- 
mido hasta  el  dia  de  la  contestación  del  pleito  que  le  pusiere 
el  dueño  ;  pero  no  los  frutos  industriales  que  existieren  to- 
davía sin  consumir  en  dicha  época,  porque  por  el  hecho  del 
pleito  se  supone  haber  cesado  ya  su  buena  fe,  ni  tampoco 
los  frutos  naturales  que  hubiese  percibido  durante  la  pose- 
sión ,  aunque  los  hubiese  consumido ,  porque  no  le  costaron 
industria  ni  trabajo  :  mas  como  no  es  justo  que  el  dueño  se 
haga  mas  rico  con  daño  del  poseedor,  tiene  que  abonar  ó 
admitir  en  cuenta  á  este  los  gastos  hechos  por  razón  de  los 
frutos  que  le  restituye  en  especie  ó  en  valor,  d.  ley  59,  lit .  28, 
Part.  5;  porque  no  hay  frutos  sino  deducidas  las  espensas, 
nulli  sunt  fructus,  nisi  impensís  deductis. 

Nada  dice  esta  ley  de  los  frutos  civiles  ;  pero  queriendo 
que  el  poseedor  restituya  al  propietario  los  naturales ,  porque 
no  le  costaron  trabajo,  con  mucha  mas  razón  querrá  que  le 
entregue  los  civiles  que  todavía  le  habrán  costado  menos. 
No  obstante,  el  derecho  romano  atribuye  al  poseedor  los 
frutos  naturales ,  así  como  los  industriales ,  porque  también 
los  naturales  exigen  cuidado  y  vigilancia.  ¿  Qué  importa  en 
efecto  que  la  naturaleza  produza  espontáneamente  el  heno, 
las  olivas,  las  nueces  y  otras  frutas,  si  el  dueño  de  la  here- 
dad las  deja  perder  por  su  negligencia  ?  De  aquí  es  que  al- 
gunos autores  ,  entre  quienes  se  distingue  Gregorio  López  , 
han  creído  que  la  citada  ley  59  no  impone  al  poseedor  de 
buena  fe  la  obligación  de  pagar  el  importe  de  los  frutos  na- 
turales ya  consumidos  sino  en  cuanto  con  ellos  se  hubiese 
hecho  mas  rico.  Los  naturalistas  no  se  contentan  con  atribuir 
al  poseedor  los  frutos  naturales,  sino  que  le  dan  igualmente 
los  civiles ,  porque  considerándose  unos  y  otros  como  cosas 
de  ninguno  mientras  no  aparezca  el  verdadero  dueño  ,  deben 
ceder  al  que  los  ocupa  sin  contradicción  cuidando  de  la  cosa 
de  que  proceden,  y  porque  la  buena  fe  confiere  al  poseedor 
los  mismos  derechos  que  al  propietario  :  Bona  fidcs  tantuu= 
dem  possidenü  prcsslat  quantum  veritas,  —  Véase  Mejora  yi 
Poseedor  de  buena  fe. 

El  poseedor  de  mala  fe,  ó  es  tal  por  haber  hurtado /ro- 
bado ,  forzado  ú  ocupado  la  cosa  sin  derecho ,  ó  bien  por  ha- 
berla adquirido  á  sabiendas,  sea  por  compra,  donación  ú 
otro  título  legítimo  ,  de  persona  que  no  tenia  facultad  para 
enajenarla.  En  el  primer  caso  debe  restituirla  al  propietario, 
no  solo  con  los  frutos  que  hubiese  percibido  ó  su  estimación, 
sino  también  con  el  valor  de  los  que  pudo  percibir  y  no  per- 
«ibió  por  su  negligencia  ,  como  v.  gr.  si  dejó  las  tierras  sin 
cultivo  y  las  casas  sin  alquilar,  pues  por  el  descuido  del  po- 
seedor no  debe  el  dueño  quedar  privado  de  las  utilidades 
que  habría  obtenido  si  hubiese  podido  disfrutar  libremente 
de  sus  cosas.  En  el  segundo  caso  debe  restituir  la  heredad 
solo  con  los  frutos  que  percibió  ó  su  valor,  mas  no  con  el  de 
los  que  el  dueño  pudiera  haber  logrado  ,  sino  concurriendo 
alguna  de  las  cuatro  circunstancias  siguientes  :  i°.  si  supo 
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compro  ■encubiertamente  alguna  cosa  de  aquellas  que  man- 
dase vender  el  oficial  de  la  corte  contraía  costumbre  que 
debe  guardarse  en  la  venta.  El  poseedor  de  mala  fe  puedo 
también  deducir  las  espensas  que  hubiese  hacho  por  razón 
de  los  frutos  ;  leyes  59  y  40,  tit.  28 ,  art.  5.  —  Véase  Mejora 
y  Poseedor  de  mala  fe. 

ACCESIÓN  continua.  El  derecho  que  tenemos  á  las 
cosas  que  juntándose  ó  uniéndose  á  las  nuestras  constituyen 
con  ellas  un  solo  cuerpo,  como  sucede  en  el  aluvión,  en  la 
avulsion  ó  fuerza  manifiesta  de  los  ríos ,  en  las  islas  que 
nacen  en  ellos  ,  en  la  mutación  del  álveo  ó  cauce  de  los  mis- 
mos, y  en  los  ejemplos  de  la  sortija  ,  escritura  ,  pintura,  edi- 
ficación ,  etc.,  de  que  se  ha  hablado  en  los  artículos  que  pre- 
ceden. Llámase  continua,  porque  resulta  de  la  union  de  doy 
ó  mas  cuerpos  diferentes. 

ACCESIÓN  discreta.  El  derecho  que  tenemos  á  las  co 
sas  que  nacen  de  las  nuestras ,  como  á  las  crias  de  nuestras 
vacas  ,  ovejas  ,  yeguas  y  otros  animales,  y  á  los  frutos  quo 
producen  nuestros  campos.  Llámase  discreta  por  la  separa- 
ción de  cuerpos. 

ACCESORIAS.  Los  edificios,  oficinas  ó  establecimientos 
menos  principales  contiguos  á  otro  mas  principal  y  depen- 
dientes de  él.  Véase  Accesorio. 

ACCESORIO.  Lo  que  se  une  á  lo  principal  ó  depende  do 
ello.  Hay  pues  cosas  que  son  accesorias  porque  se  unen  ó 
incorporan  natural  ó  artificialmente  con  otra  principal ,  de 
manera  que  forman  con  ella  un  solo  todo,  como  la  tierra 
que  el  rio  lleva  del  campo  superior  al  inferior  y  el  marco 
que  se  pone  á  un  cuadro  ;  y  hay  otras  que  lo  son  porqua 
acompañan  ,  siguen  ó  van  adheridas  á  otra  mas  principal 
para  su  servicio  ó  adorno ,  como  las  llaves  de  un  edificio  y 
los  jaeces  de  un  caballo. 

Cuando  dos  cosas  se  unen  de  manera  que  componen  un, 
solo  todo ,  no  siempre  es  fácil  discernir  cuál  es  la  principal 
y  cuál  la  accesoria.  Para  ello  pueden  servir  las  reglas  si- 
guientes : 

Regla  primera.  Cuando  la  una  no  puede  subsistir  sin  la 
otra ,  y  la  otra  puede  subsistir  por  sí  misma ,  esta  se  tendrá 
por  principal  y  aquella  por  accesoria  :  Necesse  est  ei  rci  cedi 
quàd  sine  illa  esse  non  potest.  Así  que ,  el  edificio ,  el  árbol  y 
el  trigo  son  accesorios  del  terreno,  y  el  dueño  de  estelos 
hace  suyos.  Sin  embargo ,  la  rigurosa  aplicación  de  esta  re- 
gla seria  tal  vez  injusta  y  aun  ridicula  en  los  casos  en  que  la 
cosa  que  puede  subsistir  por  separado  es  casi  de  ningún  va- 
lor en  comparación  del  precio  de  la  otra,  como  sucede  en  la 
tabla  ó  lienzo  con  respecto  á  la  pintura ,  y  en  el  papel  ó  per- 
gamino con  respecto  á  la  escritura. 

Regla  segunda.  Cuando  cada  una  de  las  cosas  unidas  puede 
subsistir  por  separado ,  se  considera  entonces  accesoria  la 
que  sirve  para  el  uso ,  complemento  ó  adorno  de  la  otra  : 
Principale  est  ob  quod  allerum  est.  Se  monta  v.  gr.  una  pie- 
dra en  oro  para  hacer  un  anillo  :  la  piedra  es  lo  principal  y 
el  oro  lo  accesorio ,  porque  no  se  ha  unido  la  piedra  por  el 
oro  ,  sino  al  contrario  el  oro  por  la  piedra,  para  montarla, 
engastarla  y  hacer  un  anillo.  Si  se  pone  marco  á  un  retrato , 
el  retrato  es  lo  principal  y  el  marco  lo  accesorio  ,  aunque 
esté  guarnecido  de  pedrería,  porque  el  marco  es  el  que  se 
ha  hecho  para  el  retrato ,  y  no  el  retrato  para  el  marco.  Si 
el  sastre  te  ha  puesto  un  forro  riquísimo  en  un  frac  que  le 
mandaste  hacer,  aunque  el  forro  valga  mucho  mas  que  el 
frac ,  el  frac  será  lo  principal  y  el  forro  lo  accesorio ,  porque 
no  se  ha  unido  el  frac  al  forro  por  razón  del  forro  ,  sino  que 
el  forro  se  ha  unido  al  frac  para  su  uso ,  adorno  y  comple- 
mento. Así  pues  en  estos  tres  ejemplos  el  dominio  del  frac, 
del  retrato  y  de,  la  piedra  >  atrae  y  absorbe  al  dominio  del 
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forro  ,  del  marco  y  del  oro  :  Semper  enim  ,  c'am  rparrimus 
quid  cvi  ccüat,  ilíud  spcctamus  quid,  cujus  rei  orminücs  causa 
adlnbealur;  ut  accessio  ccdul  principan. 

Regla  tercera.  Cuando  cada  una  de  las  cosas  unidaspuede 
subsistir  sin  la  otra  ,  y  la  una  no  se  ha  hecho  mas  para  la 
otra  que  la  otra  para  ella,  debe  en  tal  caso  tenerse  por  prin- 
cipal la  que  sobrepuja  de  mucho  en  volumen,  y  habiendo 
igualdad  en  el  volumen  la  que  fuere  de  mayor  precio  :  Dum 
parles  duorum  dominorum  ferrumine  cohœreant ,  kcé,  quum 
quœrerelur  ulri  cédant,  Cassius  ait ,  proporlionc  rei  cesli- 
mandum,  vel  propretio  cujusque  partis. 

Regla  cuarta.  Cuando  se  han  unido  en -una  sola  masa  ma- 
terias sin  labrar  que  pertenecían  á  diferentes  dueños ,  no  se 
atrae  la  una  á  la  otra,  sino  que  cada  uno  de  los  dos  propie- 
tarios es  propietario  de  la  masa  por  la  parte  que  en  ella 
tiene:  Quidquid infecto  argento  alieni  argenti addideris ,  non 
esse  tuum  totum  faíendum  est.  Véase  Accesión,  en  sus  dife- 
rentes artículos. 

Cuando  las  cosas  principales  y  accesorias  no  están  unidw 
entre  sí  de  manera  que  formen  un  solo  cuerpo  ,  se  reputan 
entonces  accesorias  las  que  se  hallan  destinadas  para  ser- 
vicio perpetuo  de  las  otras ,  ó  tienen  tal  dependencia  de  estas 
que  por  separado  serian  inútiles  ó  no  podrían  subsistir. 

Por  la  primera  de  estas  razones  son  accesorios  los  caños 
ó  canales,  aunque  sean  portátiles,  que  sirven  para  la  conduc- 
ción de  las  aguas  en  un  fundo  rústico  ó  urbano  ;  los  pozos , 
fuentes  ,  huertos  y  bodegas  que  sirven  para  el  uso  de  una 
casa  ó  heredad ,  aunque  estén  á  cierta  distancia  de  la  here- 
dad ó  casa  ;  los  ladrillos  ,  piedras,  tejas,  madera  y  cuales- 
quiera otros  materiales  que  habiéndose  sacado  de  un  edificio 
se  hayan  de  volver  á  poner  en  el  mismo  ;  las  pértigas  ó  palos 
que  una  vez  se  han  metido  en  tierra  para  sostener  las  vides , 
aunque  después  se  arranquen  para  ponerlos  á  cubierto  du- 
rante el  invierno;  los  lagares  ,  molinos  de  aceite,  bodegas 
con  tinajas  para  vino,  que  especialmente  se  hubiesen  puesto 
en  una  heredad  para  recoger  ó  conservar  el  fruto  de  la 
misma;  los  utensilios  necesarios  para  las  fábricas  de' papel , 
hierro,  jabón ,  aguardiente  ú  otras  ;  las  colmenas  de  un  abe- 
jar ;  las  estatuas  que  están  colocadas  por  el  propietario  en 
nichos  abiertos  espresamente  para  ellas  ;  las  llaves  de  un 
edificio  ;  las  tapas  de  los  pozos  y  de  los  hornos,  y  otras  cosas 
semejantes  á  las  indicadas;  leyes  28,  29,  30  y  31 ,  lit.  S, 
Part.  5. 

Por  la  segunda  razón  son  accesorias  las  crias  de  los  ani- 
males que  todavía  lactan  ;  pero  no  las  que  pacen  y  se  ali- 
mentan por  sí  solas  sin  ausilio  de  sus  madres  :  bien  que  si 
las  crias  que  aun  maman  pudieren  servir  para  comerlas, 
quieren  algunos  autores  que  no  se  consideren  como  acceso- 
rias de  sus  madres  cuando  estas  se  enajenaren.  Véase  Bienes 
muebles  é  inmuebles. 

La  propiedad  de  las  cosas  principales  atrae  á  sí  la  pro- 
piedad de  las  cosas  accesorias,  ya  sea  que  estén  unidas  pon. 
incorporación  natural  ó  artificial,  ya  sea  que  no  tengan  otra 
relación  que  la  del  servicio  que  se  presta  por  las  unas  á  las 
otras  ;  de  manera  que  el  dueño  de  las  principales  lo  es  igual- 
mente de  las  accesorias ,  y  el  que  adquiera  el  dominio  de 
aquellas  por  compra,  legado  ú  otro  título  justo,  gana  tam- 
bién el  de  estas  últimas.  De  este  principio  viene  la  disposi- 
ción legal  que  manda  entregar  al  comprador  y  al  legatario 
la  cosa  vendida  ó  egada  con  todos  sus  accesorios.  «  Aquel 
que  fizo  la  vendida,  dice  la  ley  28,  tít.  5,  Part,  b,  debe  entre- 
gar al  otro  la  cosa  quel  vendió  con  todas  las  cosas  que  perle- 
nescen  à  ella  ó  que  le  son  ayuntadas.  »  «  Entregar  debe  el  he- 
redero, dice  la  ley  37,  tít.  9  ,  Part.  6,  á  aquel  á  quien  fuese 
féchala  manda  de  la  cosa  que  el  testador  le  mandó  con  todo 
k>  al  que  pertcnesce  á  aquella  cosa  mandada.  » 

No  solamente  en  las  cosas  corporales  sino  también  con 
aplicación  á  las  incorporales  suele  usarse  la  palabra  accew- 


rio.  Hay  obligaciones  ,  por  ejemplo,  que  se  llaman  acceso- 
rias, porque  no  tienen  mas  objeto  que  el1  de  ■■asegurar  la 
ejecución  de  otras  obligaciones  que  por  conh•apo^icibri'éë, 
consideran  principales.  Tales  son  la  fianza,  la  prenda  y  la 
hipoteca  ;  y  tal  es  también  la  obligación  con  cláusula  penal 
por  la  que  el  deudor  se  somete  á  una  pena  en  caso  de  que  no 
cumpla  la  convención.  Las  servidumbres  tienen  igualmente 
el  concepto  de  accesorias  con  respecto  á  los  predios  domi- 
nantes; y  así  es  que  siempre  los  siguen,  aunque  estos  mu- 
den de  dueño. 

Se  tiene  como  regla  general  que  cuando  se  estingue  ó 
cesa  lo  principal ,  cesa  ó  se.  estingue  también  lo  accesorio  : 
Ciim  principalis  causa  non  consistit,  nec  ea  quidem  quee  se- 
quuntur  locum  habent.  Así  es  que  si  se  manda  en  un  testa- 
mento cierto  caballo  determinado  con  sus  arreos ,  y  muere 
el  caballo  en  vida  del  mandante,  no  se  deberán  los  arreos 
por  el  heredero  ;  y  si  se  eslingue  la  obligación  ó  deuda  prin- 
cipal, queda  también  estinguida  la  fianza,  la  hipoteca  ó  la 
prenda.  No  obstante ,  la  obligación  del  que  ha  salido  fiador 
por  un  pupilo  que  celebró  un  contrato  sin  la  concurrencia 
del  tutor,  es  válida  y  subsiste ,  aunque  la  obligación  princi- 
pal sea  nula. 

ACCIDENTES  de  mar.  En  el  comercio  marítimo  se 
llaman  así  todos  los  acontecimientos  que  sobrevienen  en  el 
mar  por  caso  fortuito,  ó  por  fuerza  mayor  :  por  caso  fortuito 
cuando  tienen  por  causa  los  elementos ,  como  el  varamiento, 
el  naufragio,  el  abordaje  casual,  la  echazón  por  tempestad, 
el  incendio  de  la  nave  á  resultas  de  un  rayo  :  por  fuerza 
mayor,  cuando  proceden  de  la  autoridad  pública  ó  de  la 
violencia  de  los  hombres,  como  el  embargo  de  la  nave' por 
orden  del  gobierno ,  la  retención  forzada  por  orden  de  poten- 
cia  estranjera,  las  represalias,  el  saqueo,  el  apresamien- 
to ,  etc. 

Todas  las  pérdidas  y  daños  que  esperimenta  la  nave  ó  su 
cargamento  ,  durante  el  curso  de  la  navegación ,  por  acci- 
dentes de  mar,  se  llaman  averías  y  corren  por  cuenta  y 
riesgo  de  los  aseguradores.  Véase  Averias  y  Asegurador. 

ACCIÓN.  En  el  comercio  es  una  fracción  del  fondo  so- 
cial ,  es  decir,  una  de  las  partes  ó  porciones  en  que  se  divide 
el  fondo  ó  capital  de  una  compañía  ó  establecimiento  público 
de  comercio. 

La  reunion  de  las  acciones  forma  el  capital  ;  y  así  cien  mil 
duros  formarán  el  fondo  social  de  una  compañía,  compuesta 
de  cien  acciones  de  mil  duros  cada  una. 

Las  acciones  pueden  subdividirse  en  cupones  ó  porciones 
de  un  valor  igual  :  una  acción,  v.  gr.  de  mil  duros  se  divi- 
dirá en  cinco  cupones  de  acción  de  cuatro  mil  reales  vellón 
cada  uno. 

Esta  division  del  fondo  social  en  acciones  es  de  esencia  de 
la  compañía  anónima ,  y  puede  también  tener  lugar  en  la 
compañía  en  comandita  ;  arts.  26o  y  27o  del  Cad.  de  com.  De 
esta  manera  pueden  aun  las  personas  de  escasa  fortuna 
concurrir  al  adelantamiento  de  las  grandes  empresas  que 
tales  sociedades  se  proponen,  y  á  la  participación  de  las 
ventajas  que  suelen  ser  su  resultado. 

Las  acciones  y  sus  fracciones  ó  cupones  pueden  represen- 
tarse para  la  circulación  en  el  comercio  por  cédulas  de  cré- 
dito reconocido,  revestidas  de  las  formalidades  que  los 
reglamentos  establezcan;  art.  280. 

Cuando  no  se  emiten  estas  cédulas  se  establece  la  propie- 
dad de  las  acciones  por  su  inscripción  en  los  libros  de  la  com- 
pañía; y  la  cesión  de  las  acciones  inscritas  en  esta  forma  so 
hace  por  declaración  que  se  estiende  á  continuación  de  la 
inscripción ,  firmándola  el  cedente  ó  su  apoderado,  sin  cuyo 
requisito  es  ineficaz  la  cesión  en  cuanto  á  la  compañía;  art. 
282. 

No  dice  la  ley  cómo  se  hace  la  cesión  de  las  cédulas; 
Xiero  es  natural  hacerla  por  endoso,  como  se  practica  con  la3 
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le^as  de  cambio.  Si  las  cédulas  no  fuesen  nominales,  sino 
que  estuviesen  en  forma  de  títulos  .al  portador,  se  haria  su 
cgsjpn  por  la  simple  entrega  ó  tradición.  Como  quiera  que 
sea ,  ya  se  haga  la  cesión  de  las  acciones  i  por  tradición  ó 
endoso ,  ó  bien  por  declaración  de  traspaso  estendida  en  los 
libros  ,  siempre  resulta  que  puede  cualquiera  de  los  socios 
cediendo  su  acción  introducir  en  la  compañía  constituida 
por  acciones  otro  asociado  en  su  lugar,  mientras  que  en  las 
demás  compañías  los  socios  deben  elegirse  y  convenirse 
mutuamente.  La  razón  de  la  diferencia  dimana  de  que  en  la 
sociedad  así  constituida  se  reúnen  ó  asocian  los  capitales  y 
no  los  capitalistas ,  quienes  no  tienen  necesidad  de  mantener 
relaciones  unos  con  otros  ni  aun  de  conocerse. 

Estas  acciones  deben  reputarse  muebles  ,  porque  tienen 
por  objeto  la  obtención  de  utilidades  ó  ganancias  que  ,  con- 
sistiendo en  dinero,  pertenecen  por  necesidad  á  la  clase  de 
muebles,  según  la  regla  :  Aclio  ad  mobile  mobilis  est.  ¿Qué 
se  dirá  de  las  acciones  del  Banco  español  de  San  Fernando? 
Las  de  libre  disposición  son  muebles  sin  duda  alguna  por  la 
espresada  razón  :  mas  las  inalienables  no  pueden  menos  de 
tener  el  concepto  de  inmuebles ,  porque  se  asimilan  á  las 
propiedades  territoriales. 

ACCIÓN.  El  derecho  de  exigir  alguna  cosa;  y  el  modo 
legal  que  tenemos  para  pedir  en  justicia  lo  que  es  nuestro  ó 
se  nos  debe  por  otro.  En  la  primera  acepción  pertenece  al 
segundo  objeto  del  derecho  ,  y  con  especialidad  á  las  cosas 
incorporales  ;  y  en  la  segunda  al  tercero  ,  que  es  el  que  nos 
manifiesta  los  medios  de  reclamar  ó  defender  nuestros  de- 
rechos ante  los  tribunales  competentes. 

La  acción  entendida  en  el  primer  sentido  ,  esto  es ,  como 
un  derecho  que  nos  corresponde  para  pedir  alguna  cosa, 
puede  considerarse  mueble  ó  immueble  por  razón  de  su  ob- 
ielo,  aunque  no  sea  uno  ni  otro  por  su  naturaleza.  Será 
mueble  si  se  dirige  á  la  consecución  de  una  cosa  mueble,  y 
será  inmueble  si  se  dirige  á  la  consecución  de  una  cosa  in- 
mueble ó  raiz  :  Acüo  ad  mobile  consequendum  mobilis  est  ; 
ad  immobile  immobilis. 

La  acción  entendida  en  el  segundo  sentido  trae  su  origen 
del  derecho  de  gentes,  pues  sin  su  uso  habria  de  perder 
cada  cual  sus  derechos  cediendo  ,  ó  tendxia  que  valerse  de 
la  fuerza  para  conservarlos,  siendo  consiguiente  la  ruina  de 
la  sociedad  civil. 

Las  acciones  en  la  segunda  acepción  son  de  muchas 
maneras.  Su  primera  division  es  en  reales,  personales  y 
mixtas  :  —  segunda  ,  en  ejecutivas  y  ordinarias ,  según  el 
diferente  modo  con  que  se  piden  enjuicio  las  cosas  :  —  ter- 
cera, en  directas  y  útiles  :  —  cuarta,  en  persecutorias  de  la 
cosa  ,  penales  y  mixtas  :  —  quinta ,  en  civiles  y  criminales. 
Ademas  hay  algunas  acciones  especiales  que  se  apartan 
algo  de  la?  reglas  comunes  ,  y  ocurren  frecuentemente  en  el 
foro,  cuales  son  la  exhibitoria,  las  perjudiciales,  la  ejercitoria 
é  institoria.  Hay  igualmente  otras  acciones  estraordinarias 
llamadas  interdictos.  Véanse  los  artículos  siguientes  y  los  de 
las  palabras  Acumulación  de  acciones,  Prescripción  de  ac- 
ciones é  Interdictos. 

ACCIÓN  ad  exiiibenduíi  ó  exhibitoria.  La  que  tiene  la 
persona  interesada  en  alguna  cosa  para  pedir  al  juez  mande 
al  poseedor  de  esta  que  la  exhiba  y  ponga  de  manifiesto , 
á  fin  de  formalizar  con  mas  claridad  la  demanda  ó  dar  las 
pruebas  correspondientes. 

Puede  pues  intentar  esta  acción  el  que  pide  la  cosa  por 
suya;  el  que  pretende  que  le  está  empeñada  ,  ó  el  que  tiene 
algún  otro  derecho  en  ella;  el  legatario  á  quien  facultó  el 
testador  para  elegir  entre  muchas  cosas  la  que  mejor  le 
pareciere  ;  el  que  reclama  una  cosa  que  otro  ha  unido  á 
otra  suya;  el  heredero  ó  legatario  que  para  apoyo  de  su  de- 
recho tiene  necesidad  dei  testamento  de  algún  difunto  ;  el 
que  para  el  propio  ün  necesita  ver  alguna  de  las  notas  del 
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Si  el  poseedor  oculta  ó  destruye  maliciosamente  la  cosa 
cuya  exhibición  se  pide,  queda  obligado  á  pagar  al  demanda- 
dor los  perjuicios  que  este  jure  haberle  causado  la  pérdida , 
precediendo  justa  tasación  del  juez  ;  ley  19,  lit.  2,  Parí.  3. 

ACCIÓN  civil  y  acción  criminal.  Acción  civil  es  la  que 
compete  á  uno  para  reclamar  sus  cosas  ó  sus  intereses  pe- 
cuniarios ;  y  acción  criminal  es  la  que  se  tiene  para  pedir  el 
castigo  de  un  delito. 

La  acción  civil  nace  del  darecho  en  la  cosa  y  de  las  mis- 
mas fuentes  que  la  obligación,  estoes,  no  solo  de  los  con- 
tratos, cuasi  contratos  ,  pactos  deliberados  y  de  la  ley,  sino 
también  de  los  delitos  y  cuasi  delitos  :  la  acción  criminal  nace 
solo  de  los  delitos.  Dimanan  pues  de  todo  delito  dos  accio- 
nes ,  una  civil  para  pedir  el  interés  y  el  resarcimiento  de  los 
daños  que  otro  nos  ha  causado ,  y  otra  criminal  para  pedir 
el  castigo  del  delincuente  y  la  satisfacción  de  la  vindicta 
pública. 

La  acción  civil  se  ejerce  por  el  interesado  :  la  criminal 
por  el  ofendido  ó  por  el  fiscal  de  S.  M.  en  los  delitos  públi- 
cos ó  privados ,  y  en  los  públicos  puede  ejercerse  también 
por  cualquiera  vecino  del  pueblo  ,  con  las  modificaciones 
que  se  dirán  en  los  artículos  Acusación  y  Acusador. 

La  acción  civil  puede  intentarse  contra  el  obligado  y  sus 
herederos  ;  mas  la  criminal  solo  contra  la  persona  del  delin- 
cuente. La  civil  pasa  á  los  herederos  del  interesado  y  se  da 
contra  los  herederos  del  obligado  :  la  criminal  se  estingue  por 
la  muerte  del  reo,  menos  en  algunos  delitos  de  que  puede 
acusarse  á  los  hombres  aun  después  de  muertos ,  según  se 
espreserá  en  la  palabra  Acusado. 

Así  la  criminal  como  la  civil  fenecen  por  la  prescripción. 

No  pueden  ir  ambas  juntas  como  principales  en  una  mis- 
ma demanda ,  según  se  verá  con  mas  estension  en  el  artículo 
Acumulación  de  acciones. 

En  fin ,  la  renuncia  que  haga  el  agraviado  de  la  acción 
civil  y  aun  de  la  criminal  que  le  competen  no  puede  impedir 
ni  suspender  el  ejercicio  de  la  acción  pública  que  se  dirige 
al  castigo  de  los  delitos,  por  el  mal  de  alarma  y  peligro  que 
causan  al  cuerpo  social,  como  veremos  en  la  palabra  Acu- 
sado. Véase  Acción  penal. 

ACCIÓN  confesuría.  La  que  compete  al  que  tiene  una 
servidumbre  constituida  en  su  favor  contra  el  que  la  impide, 
para  que  el  juez  declare  corresponderé  esta  al  actor,  y  con- 
dene al  demandado  á  que  no  le  perturbe  en  la  quieta  y  pa- 
cífica posesión  en  que  se  halla ,  dando  caución  de  no  hacerlo 
en  adelante ,  y  restituyendo  los  frutos  ó  intereses  perci- 
bidos (1).  Esta  acción  pertenece  á  la  clase  de  las  acciones 
reales. 

ACCIÓN  directa  Y  acción  útil.  Acción  directa  es  la 
que  dimana  del  espíritu  y  de  las  palabras  de  la  ley;  útil 
la  que  solo  procede  de  la  mente  de  la  ley  y  no  de  sus  pala- 
bras ,  ó  ni  de  aquella  ni  de  estas.  Consideradas  estas  accio- 
nes en  cuanto  dependen  del  hecho  del  hombre ,  se  da  el 
nombre  de  directa  ala  que  corresponde  al  dueño,  acreedor 
ó  cedente,  y  el  de  útil  á  la  que  compete  al  sugeto  á  quién  se 
hace  la  cesión  ;  bien  que  realmente  no  son  sino  una  sola  que 
contiene  dos  calidades,  una  por  derecho  de  contrato,  y  otra 
por  el  de  cesión  :  —  la  directa  se  origina  directamente  de 
alguna  obligación ,  y  la  itlil  viene  de  la  directa  y  por  equi- 
dad se  concede  al  cesionario,  á  quien  no  se  puede  trasferir 
la  primera  por  estar  radicada  en  la  persona  del  cedente.  Es 
claro  pues  que  en  lugar  de  la  acción  directa  está  subrogada  la 


(1)  En  el  tít.  51 ,  Part.  3 ,  se  traía  de  los  casos  y  modos  de  estas 
acciones.  Véase  también  la  ley  21 ,  tít.  22 ,  Part.  5. 
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i'ííi'ícfue  hace  las  veces  de  aquellayla  representa;  por  lo  que 
el  cesionario  ó  procurador  en  su  propia  causa  ejerce  la  útil 
en  su  nombre  y  la  directa  en  nombre  del  cedente  ,  quien 
aunque  diga  que  se  la  cede ,  no  le  cede  sino  el  ejercicio  de 
ella. 

En  el  derecho  romano  se  llamaban  acciones  útiles  las  ac- 
ciones pretorias ,  esto  es ,  las  establecidas  por  los  pretores , 
en  contraposición  á  las  acciones  civiles  ,  que  eran  las  que 
dimanaban  de  las  leyes ,  senadoconsultos.y  constituciones 
de  los  príncipes. 

ACCIÓN    EJECUTIVA  V  ACCIÓN   ORDINARIA.  Esta  dÍVÍSÍ011 

resulta  del  modo  on  que  se  piden  en  juicio  las  cosas. 

Acción  ejecutiva  es  la  que  produce  juicio  ejecutivo  y  nace 
ó  dimana  de  instrumento  que  trae  aparejada  ejecución, 
v.  gr.  de  escritura  guarentigia  de  plazo  pasado,  de  papel  ó 
vale  reconocido  enjuicio,  de  sentencia  declarada  en  cosa 
juzgada  ó  ejecutoriada  por  tribunal  superior,  etc. 

Acción  ordinaria  es  la  que  produce  juicio  ordinario  y  nace 
de  instrumento  que  no  trae  aparejada  ejecución ,  ó  que,  aun- 
que la  haya  traído ,  perdió  con  el  trascurso  del  tiempo  la 
fuerza  que  para  pedir  ejecutivamente  prescribe  la  ley  63  de 
Toro. — Véase  Ejecución,  Instrumento  ejecutivo,  Juicio  eje- 
cutivo. 

ACCIÓN  ejercitoria.  La  que  compete  contra  el  dueño 
de  una  nave  ,  que  puso  en  ella  algún  patron  ó  maestre,  en- 
cargado de  su  dirección;  en  cuyo  caso  queda  dicho  dueño 
obligado  al  cumplimiento  de  los  contratos  que  se  hicieren 
con  el  patron  ó  maestre ,  aunque  él  no  haya  intervenido  per- 
sonalmente en  ellos ,  por  suponerse  hechos  de  orden  suya  ; 
ley  7,  til.  21,  Part.  U. 

Pero  debe  tenerse  presente  ,  que  para  que  uno  que  prestó 
dinero  al  maestre  ó  patron  á  fin  de  reparar  la  nave  pueda 
recobrarlo  del  dueño,  deben  mediar  las  circunstancias  de 
que  la  nave  necesitase  en  efecto  de  reparación ,  de  que  no 
diese  mayor  cantidad  que  la  necesaria  al  intento ,  y  que  hu- 
biese proporción  en  el  lugar  para  hacerse  con  los  materiales 
indispensables;  Curia  Filípica ,  lib.  5,  cap.  4,  cuyo  autor 
Hevia  Bolaños  tomó  esta  doctrina  del  derecho  romano. 

El  nuevo  código  de  comercio  dice  en  su  artículo  62  í  : 
«  El  naviero  es  responsable  de  las  deudas  y  obligaciones  que 
contrae  el  capitán  de  su  nave  para  repararla,  habilitarla  y 
aprovisionarla  ;  y  no  puede  eludir  esta  responsabilidad  ale- 
gando que  el  capitán  se  escedió  de  sus  facultades ,  ú  obró 
contra  sus  órdenes  é  instrucciones ,  siempre  que  el  acreedor 
justifique  que  la  cantidad  que  reclama  se  invirtió  en  benefi- 
cio de  la  nave.  » 

Llámase  ejercitoria  esta  acción,  porque  entre  los  Romanos 
se  llamaba  exercilor  el  armador  ó  dueño  de  una  nave, 

ACCIÓN  estimatoria  ó  del  cuanto  menos  {Quanti  mi- 
noris).  La  que  tiene  el  comprador  de  una  cosa  mueble  ó  in- 
mueble para  reclamar  del  vendedor,  durante  el  término  de 
un  año ,  el  recobro  de  aquella  parte  del  precio  que  valia 
menos  la  cosa  por  razón  de  alguna  carga,  vicio,  tacha  ó  de- 
fecto que  este  había  ocultado ,  como  igualmente  la  indemni- 
zación de  los  daños  y  perjuicios  que  se  le  hubieren  seguido. 

Esta  acción  y  la  redliibiloria  no  pueden  renunciarse  para 
el  caso  de  que  hubiese  dolo  en  la  ocultación ,  porque  es  nulo 
el  pacto  de  que  no  se  preste  el  dolo  :  Conventio  ne  quis  te— 
neatur  de  dolo  non  valet  ;  y  pueden  intentarse  sin  perjuicio 
de  la  de  engaño  ó  lesión  en  mas  de  la  mitad  del  justo  precio, 
y  sin  perjuicio  de  las  de  eviccion  y  saneamiento. 

Esta  acefon  es  personal ,  y  no  solamente  tiene  lugar  en  la 
compra-venta,  sino  también  en  el  cambio, ó  permuta,  en  la 
dación  por  pago,  y  en  la  dote  estimada  (I). 

Ç1)  Ley  2 ,  tít.  i,  lib.  10,Nov.  Rec.  Véase  el  núui.  7,  cap.  13, 
lib.  i  de  la  Curia  Filip.  que  así  lo  dice  de  la  redliibiloria,  que 
como  la  estimatoria  trata  allí  difusamente.  Esta  acción  no  necesita 
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Es  de  nou.r  que  si  el  vendedor  ignorare  él  vicio,  tacha  ó 
defecto,  no  estaría  obligado  á  los  daños  y  perjùieioS  ,  sífto1 
solo  á  la  devolución' del  menos  valor.  Véase  Comprltdor. 
'  ACCIÓN  exhibitoria.  La  acción  (id  exhibendum,  que 
también  puede  llamarse  preparatoria.  Véase  Acción  ad  ex- 
hibendurn,. 

ACCIÓN  hipotecaria.  La  acción  real  que  compete  al 
acreedor  á  cuyo  favor  obligó  ó  hipotecó  el  deudor  alguna 
cosa  raiz  para  mayor  seguridad  de  la  deuda  contra  cualquier 
poseedor  de  la  misma  cosa,  despues  que  hecha  ejecución  en 
los  bienes  del  deudor  se  ve  que  no  alcanzan  estos  á  satisfa- 
cer la  deuda. 

Son  pues  necesarios  tres  requisitos  para  entablar  esta  ac- 
ción :  Io.  que  haya  hipoteca  :  2o.  que  la  cosa  ó  propiedad 
en  que  está  constituida  ,  haya  podido  hipotecarse  :  3o.  que 
antes  de  repetirse  contra  el  tercer  poseedor  de  la  cosa  hipo- 
tecada ,  se  haga  excusión  en  los  bienes  del  principal  deudor, 
á  no  ser  que  la  escritura  de  hipoteca  contenga  el  pacto  de 
no  enajenar  ;  leyes  14  y  18,  til.  13,  Part.  5.  Véase  Acreedor 
hipotecario  é  Hipoteca. 

ACCIÓN  institoria.  La  que,  á  ejemplo  de  la  ejercito- 
ria, compete  al  que  ha  celebrado  con  el  factor  ó  mancebo 
que  maneja  y  dirige  el  tráfico  de  una  tienda ,  algún  contrato 
relativo  á  los  negocios  de  que  este  se  halla  encargado  por 
su  oficio ,  para  reclamar  su  cumplimiento  del  dueño  de  la 
misma  tienda ,  aunque  no  trató  con  él ,  por  suponerse 
que  el  contrato  se  hizo  por  su  voluntad  ;  ley  7 ,  tít.  21 , 
Part.  4  (2). 

Se  llama  institoria  esta  acción  por  el  nombre  de  institor 
que  se  daba  entre  los  Romanos  á  la  persona  encargada  de  la 
dirección  de  un  comercio  terrestre.  Véase  Factor  y  Man- 
cebo. 

ACCIÓN  mixta.  La  que  en  parte  es  real  y  en  parte  per- 
sonal, ó  la  que  procede  juntamente  de  derecho  real  y  per- 
sonal :  por  ella  pedimos  la  restitución  de  una  cosa  que  nos 
pertenece ,  y  la  satisfacción  ó  pago  de  lo  que  se  nos  debe 
por  razón  de  ganancias,  perjuicios  ú  otras  prestaciones  per- 
sonales. Tales  son  las  acciones  que  los  Romanos  llamaban 
hœreditatis  petitio ,  finium  recjuudorum,  commuai  dividun- 
do ,  familiœ  erciscundœ. 

ACCIÓN  negatoria.  La  que  tiene  á  su  favor  el  que  nie- 
ga deber  su  heredad  ó  posesión  servidumbre  á  otro ,  y  pide 
la  declare  el  juez  libre ,  y  condene  al  reo  á  que  desista  del 
uso  de  la  servidumbre  ;  prestando  caución  de  no  molestar  al 
actor  en  adelante  ,  y  debiendo  resarcir  los  daños  causados. 
Esta  acción  pertenece  á  la  clase  de  las  acciones  reales. 

ACCIÓN  pauliana  ó  revocatoria.  La  que  tiene  el  acree- 
dor para  pedir  la  revocación  de  las  enajenaciones  y  remi- 
siones que  se  hubieren  hecho  en  perjuicio  suyo  por  el 
deudor. 

Tiene  pues  lugar  esta  acción  cuando  el  deudor  enajena 
sus  bienes  ó  parte  de  ellos  en  perjuicio  de  sus  acreedores , 
no  solo  después  de  pronunciada  la  sentencia  contra  él ,  sino 
también  antes  de  ella ,  como  opina  Gregorio  López  glosando 
la  ley  7,  tít.  Ib,  Part.  5. 

señaladas  palabras  para  compeler  á  lo  pactado,  según  que  existe 
la  famosa  ley  1 ,  tít.  i,  lib.  10,  Nov.  Rec;  por  lo  que  no  hay  ne- 
cesidad de  declarar,  como  entre  los  Romanos,  que  se  entabla  bajo 
el  nombre  de  estimatoria  la  acción  en  caso  de  entregar  á  olro  una 
alhaja  apreciada  para  que  la  vendiese,  etc. 

(2)  Ley  7,  tít.  21,  Part.  4,  y  7,  tit'l,  Part.  5.  Debe  advertirse 
según  la  ley  7,  tit.  1,  Part.  5,  que  el  dueño  queda  obligado  al  pago, 
si  con  su  orden  tomó  el  factor  el  dinero,  y  aunque  sea  sin  su  or- 
den, si  lo  convirtió  en  su  utilidad;  siendo  al  conlrario  si  lo  toma 
sin  su  orden  y  no  se  emplea  en  utilidad  del  dueño  :  lo  meten  en 
pro  de  aquel  que  lo  y  deja.  Y  el  contrato  debe  pertenecer  al  oficio 
en  que  estáu  puestos ,  porque  en  esta  ley  son  muy  notables  las  pa- 
labras :  que  los  faga  por  razón  de  aquel  menester. 
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Si  la  enajenación,  se  hizo  por  título  lucrativo,  como  dona- 
ron ,  legado  ,  etc.,  se  revoca  sin  mas  que  hacer  constar  el 
fraude  ;  pero  si  se  hizo  por  título  oneroso ,  como  venta,  per- 
muta, etc.,  es  necesario  para  que  competa  la  acción  hacer 
constar  que  aquel  á  quien  se  enajenó  la  cosa  era  sabedor  de 
que  esto  se  hacia  por  el  deudor  maliciosamente.  Mas  es  de 
notar  que  siendo  huérfano  el  que  recibe  la  cosa  enajenada  , 
no  se  le  puede  quitar  mientras  no  se  le  dé  el  precio  en  que 
la  adquirió ,  aun  cuando  le  prueben  que  sabia  el  fraude. 

También  han  de  observarse  las  dos  cosas  siguientes  : 
Ia.  que  cualquiera  remisión  que  hiciere  un  deudor  de  lo  que 
otro  le  debia  á  él ,  está  sujeta  á  revocación  en  los  términos 
referidos ,  siempre  que  aquel  á  quien  se  remite  ó  condena 
sea  sabedor  del  fraude  con  que  se  hizo  la  remisión  en  per- 
juicio de  otros  :  2a.  que  si  alguno  de  los  acreedores  cobrare 
antes  de  haberse  entregado  ó  cedido  á  los  demás  los  bienes 
del  deudor ,  aunque  estos  no  basten  para  pagar  las  deudas , 
no  podrá  ser  aquel  apremiado  á  restituir  lo  que  cobró  ;  pero 
lo  será  si  hubiese  cobrado  después  de  hecha  la  entrega  ó  ce- 
sión de  los  bienes  á  los  otros. 

Esta  acción  es  personal ,  se  llama  Pauliana  por  haberla 
introducido  el  pretor  Paulo,  y  puede  entablarse  por  el  acree- 
dor en  el  término  de  un  año  contando  desde  que  supiere  la 
enajenación;  leyes  7 ,  9  y  12,  tít.  15,  Part.  5  (1).  Véase 
Acreedor. 

ACCIÓN  PERSECUTORIA.   DE   LA    COSA  ,  ACCIÓN    PENAL    Y 

acción  mixta.  La  acción  persecutoria  de  la  cosa  es  aquella 
por  la  que  pedimos"  lo  que  se  nos  debe  ó  lo  que  nos  falta  de 
nuestro  patrimonio.  Acción  penal  es  aquella  por  la  que  se 
pide  la  pena  pecuniaria  establecida  por  las  leyes  á  favor  del 
perjudicado.  Acción  mixta  es  aquella  por  la  que  pedimos 
ambas  cosas ,  esto  es ,  lo  que  nos  falta  de  nuestro  patrimonio 
y  la  pena  establecida  por  la  ley. 

Pertenecen  á  la  clase  de  acciones  persecutorias  de  la  cosa  : 
Io.  todas  las  acciones  reales  :  2o.  todas  las  acciones  que  na- 
cen de  la  equidad  natural ,  de  los  pactos  y  de  los  contratos , 
.escepto  la  del  depósito  necesario ,  la  cual,  cuando  el  deposi- 
tario lo  niega  dolosamente ,  se  da  al  doblo ,  y  por  lo  tanto  es 
juntamente  penal  :  3o.  la  acción  que  los  Romanos  llamaban 
rerum  amolarum,  que  es  la  que  tiene  el  padre  contra  el 
hijo ,  ó  el  uno  de  los  cónyuges  contra  el  otro  que  le  ha  sus- 
traído alguna  cosa. 

Las  acciones  penales  dimanan  solamente  de  los  delitos  ó 
cuasi  delitos  ,  tales  son:  Io.  la  acción  de  hurto,  que  es  al 
cuadruplo  en  el  hurto  manifiesto  ,  y  al  doblo  en  el  encubier- 
to :  2o.  las  acciones  de  injurias,  que  se  dirigen  á  pedir  las 
penas  pecuniarias  que  la  ley  señala  :  5o.  la  acción  popular 
contra  el  que  tiene  colgada  ó  puesta  alguna  cosa  en  paraje 
de  donde  pueda  caer  á  la  calle  y  hacer  daño  :  k°.  la  acción 
al  doblo  ó  á  otra  multa  mas  grave  contra  el  que  desde  una 
casa  echó  á  la  calle  alguna  cosa  que  hizo  daño  á  los  tran- 
seúntes. 

A  la  clase  de  acciones  mixtas  corresponden  :  Io.  la  acción 
del  depósito  necesario  dolosamente  negado ,  pues  por  ella 
conseguimos  el  doblo ,  en  que  está  embebida  la  cosa  y  la 
pena  :  2o.  la  acción  de  rapiña  ó  robo ,  pues  por  ella  se  con- 
sigue el  cuadruplo,  en  que  se  contiene  la  cosay  la  pena  que  es 
del  triplo  :  5o.  la  acción  de  daño  ó  de  la  ley  Aquilia  ,  ya  se 
dirija  al  doblo  contra  el  que  lo  niega ,  ya  tenga  por  objeto 
pedir  el  mayor  valor  que  la  cosa  tuvo  en  el  tiempo  anterior 
según  las  leyes  16  y  18 ,  tít.  15 ,  Part.  7. 

La  acción  penal ,  del  mismo  modo  que  la  persecutoria  de 
la  cosa  ,  es  meramente  civil  ;  y  así  no  ha  de  confundirse  con 

(1)  Son  importantísimas  las  leyes  que  cita  aquí  el  autor  sobre 
enajenaciones  frauduleutas,como  asimismo  el  tít.  5,  lib.  9,  Nov. 
Hec.  de  los  cambios  y  bancos  públicos.  —  La  palabra  enajenar, 
como  dudosa,  se  esplica  en  la  1. 10,  tit.  53,  Part.  7. 


la  criminal,  pues  aunque  las  dos  nazcan  de  delito,  launa  no 
tiene  mas  objeto  que  un  interés  pecuniario  y  se  ejerce  civil- 
mente ,  al  paso  que  la  otra  se  dirige  al  castigo  y  escarmiento 
del  que  ha  cometido  el  crimen. 

La  acción  persecutoria  de  la  cosa  pasa  á  los  herederos  del 
acreedor  y  se  da  contra  los  herederos  del  deudor;  pero 
la  acción  penal  no  pasa  á  los  unos  ni  puede  ejercerse  contra 
los  otros  ,  sino  solo  en  el  caso  de  que  se  hubiese  entablado 
y  contestado  el  pleito  en  vida  del  ofensor  y  del  ofendido  ; 
leij  25,  til.  i,  Part.  7.  Esta  disposición  legal  se  hará  evidente 
con  un  ejemplo.  Suponiendo  v.  gr.  que  Pedro  te  hurta  en- 
cubiertamente un  caballo ,  'tienes  contra  él  acción  persecuo 
toria  de  la  cosa' y  acción  penal,  es  decir,  puedes  pedirle  1& 
restitución  del  caballo,  ó  bien  su  estimación  en  caso  de  pér« 
dida ,  y  la  pena  del  duplo ,  esto  es ,  dos  tantos  mas  de  su 
valor  :  si  tú  ó  Pedro  ó  los  dos  fallecéis  antes  que  le  pongas 
la  demanda  y  él  la  conteste ,  ya  no  podrás  tú  ni  tus  here- 
deros pedir  á  Pedro  ó  á  los  suyos  la  pena  del  duplo  ,  sino 
solo  el  caballo  ó  su  estimación,  pues  la  acción  penal  se  es- 
tinguió  por  tu  muerte  ó  la  de  Pedro  ;  pero  si  el  fallecimiento 
de  cualquiera  de  vosotros  dos  ó  de  ambos  no  acaece  hasta 
después  de  la  contestación  de  la  demanda ,  entonces  tú  ó  tus 
herederos  podréis  usar  de  las  dos  acciones  persecutoria  y 
penal  contra  Pedro  ó  sus  herederos ,  los  cuales  tendrán  que 
restituiros  el  caballo  ó  su  estimación  y  pagaros  ademas  dos 
tantos  de  su  valor. 

Esta  decisión  de  la  ley  25,  tít.  1,  Part.  7,  no  es  conforme 
al  derecho  romano  en  cuanto  dice  que  la  acción  penal  no 
pasa  á  los  herederos  sino  contestado  el  pleito  ;  pues  si  bien 
sienta  la  ley  romana',  como  la  nuestra ,  que  la  acción  perse- 
cutoria de  la  cosa  pasa  á  los  herederos  y  contralos  herederos, 
y  que  la  acción  penal  no  pasa  contra  los  herederos  sino  solo 
en  el  caso  de  haberse  entablado  y  contestado  el  pleito ,  quiere 
que  la  acción  penal  pase  absolutamente ,  como  la  persecu- 
toria de  la  cosa,  á  los  herederos,  escepto  la  de  injurias  y 
cualquiera  otra  que  tenga  por  objeto  la  mera  vindicta;  Inst.t 
lib.  U,  iit.  12. 

Mas ,  i  hasta  dónde  se  estiende  la  acción  persecutoria  de 
la  cosa  en  los  delitos?  Son  muy  notables  las  palabras  con 
que  hablando  del  hurto  se  esplica  la  ley  20,  tít.  Vi,  Part.  7, 
la  cual  después  de  sentar  que  la  cosa  ó  su  estimación  puede 
demandarse  por  el  robado  y  sus  herederos  al  ladrón  y  sus 
herederos ,  pero  que  la  pena  no  debe  pedirse  á  estos  últimos, 
sino  solo  en  el  caso  de  haberse  comenzado  el  pleito  por  de- 
manda y  respuesta  con  la  persona  á  quien  heredan  :  «  El  fur- 
tador,  añade  ,  y  sus  herederos  deben  tornar  la  cosa  furtada 
con  los  esquilmos  que  pudiera  llevar  su  señor,  '  é  aun  con 
todos  los  daños  é  los  menoscabos  que  le  vinieron  por  razón 
de  aquella  cosa  que  le  furtaron.  E  por  ende  decimos  que  si 
aquel  cuya  era  la  cosa ,  fuesse  obligado  de  la  dar  á  alguno , 
ó  el  fruto  de  ella  ,  so  pena  cierta  é  á  dia  señalado ,  sí  cayó 
en  la  pena  porque  no  la  pudo  dar  por  razón  que  le  era  fur- 
tada ,  que  estonce  el  daño  é  el  menoscabo  que  le  aviniese 
por  tal  razón  como  esta  ó  en  otra  semejante ,  tenudos  serian 
los  ladrones  ó  sus  herederos  de  lo  pechar.  Si  la  cosa  muriesse 
ó  se  perdiesse ,  siempre  debe  el  furtador  ó  sus  herederos 
pechar  el  mayor  valor  que  pudiera  tener  desde  el  día  del 
hurto  hasta  el  de  la  demanda.  »  Las  leyes  2  y  3,  tít,  13, 
Part.  7,  que  hablan  de  la  rapiña  ó  robo ,  no  se  producen  con 
tanta  estension  ,  contentándose  con  d#cir  que  el  robador  y 
sus  herederos  siempre  deben  pechar  la  cosa  con  sus  frutos 
ó  su  estimación  sin  hacer  indicación  alguna  sobre  los  daños 
y  menoscabos  ni  sobre  el  mayor  valor  de  la  cosa.  Finalmente, 
la  ley  25,  tít.  1 ,  Part.  7,  no  hace  responsables  á  los  herederos 
del  hurtador,  robador,  dañador  ó  injuriante  diíunto  con  quien 
no  llegó  á  enlabiarse  el  pleito  por  demanda  y  respuesta,  sino 
solo  de  lo  que  se  acreditare  haber  llegado  á  poder  de  su  cau- 
sante por  razón  del  hurlo  ó  daño  que  hizo ,  añadiendo  que  lo 
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mismo  debe  entenderse  si  muriere  el  ofendido  antes  del  pleito . 
Esta  ley  2b  es  muy  diminuta  en  esta  parte ,  y  sin  duda  debe 
combinarse  y  esplicarse  con  las  2  y  3  del  tít.  13,  y  la  20 
del  tít.  14  ,  que  acabamos  de  citar. 

Dicen  algunos  jurisconsultos  que  la  acción  penal  no  está 
ya  en  uso ,  y  que  el  agraviado  debe  contentarse  con  el  reco- 
bro de  la  cosa  y  con  el  resarcimiento  de  daños  y  perjuicios: 
mas  otros  creen  que  no  están  desusadas  las  penas  del  duplo, 
triplo  y  cuadruplo ,  porque  las  leyes  de  Partidas  que  las  es- 
tablecen no  están  derogadas  ,  y  porque  la  del  triplo  se  ve 
confirmada  en  la  Nov.  Recopilación.  Estas  razones  con  que 
se  pretende  acreditar'  el  uso  de  dichas  penas ,  no  dejan  de 
parecer  demasiado  débiles ,  pues  hay  muchas  leyes  en  ambos 
códigos  que  aunque  no  estén  derogadas  directa  ni  indirecta- 
mente por  otras,  han  perdido  sin  embargo  su  vigor  y  se  han 
desterrado  de  la  práctica.  Las  penas  del  duplo ,  triplo ,  cua- 
druplo ,  que  están  tomadas  del  derecho  romano  ,  ó  tienen 
por  objeto  satisfacer  y  resarcir  á  la  persona  agraviada,  como 
indican  algunos  escritores  ,  ó  se  imponen  ademas  del  resar- 
cimiento, como  se  colige  de  la  citada  ley  20,  tít.  14,  Part.  7. 
En  el  primer  caso  serán  diminutas  unas  veces,  y  otras  esce- 
sivas ,  y  rara  vez  se  ajustarán  al  verdadero  importe  de  los 
daños  y  perjuicios  ;  en  el  segundo  son  demasiado  superabun- 
dantes ,  y  lo  parecerán  mas  todavía  si  se  atiende  á  que  suelen 
ir  acompañadas  de  penas  corporales. 

Lo  natural  es  que  la  satisfacción  á  que  tiene  derecho  la 
persona  perjudicada  por  un  delito  sea  proporcionada  en  lo 
posible  al  mal  que  se  le  haya  causado ,  y  que  por  consi- 
guiente abrace  tanto  la  restitución  de  la  cosa  con  sus  frutos 
ó  en  su  defecto  la  estimación  de  uno  y  otro,  como  el  resar- 
cimiento de  daños  y  perjuicios.  La  satisfacción,  ademas  de 
ser  completa ,  debe  ser  cierta ,  porque  es  una  parte  esencial 
de  la  propiedad  y  de  la  seguridad  ;  y  para  ello  podrán  sen- 
tarse las  dos  reglas  siguientes  : 

Primera  :  La  obligación  de  satisfacer  no  se  estinguirá  por 
la  muerte  de  taparle  perjudicada,  sino  que  lo  que  se  debia  al 
difunto  á  título  de  satisfacción  se  deberá  à  sus  herederos.  De 
otro  modo ,  se  quitaría  parte  de  su  valor  al  derecho  de  recibir 
satisfacción  ,  se  aumentaría  en  el  delincuente  la  esperanza 
de  la  impunidad ,  se  le  mostraría  una  época  en  que  podria 
gozar  del  fruto  de  su  delito ,  se  le  daria  motivo  para  retardar 
el  juicio  de  los  tribunales ,  y  aun  para  procurar  la  muerte  del 
ofendido ,  y  se  escluiria  de  la  protección  de  las  leyes  á  los 
que  mas  la  necesitan. 

Segunda  :  El  derecho  de  la  parte  perjudicada  no  se  estin- 
guirá  con  la  muerte  del  autor  del  daño  ,  sino  que  lo  que  él 
debia  á  título  de  satisfacción  lo  deberán  sus  herederos.  De 
otro  modo  se  disminuiría  también  el  valor  del  derecho ,  y  se 
fomentaría  el  delito.  No  se  diga  que  por  esta  última  regla 
será  castigado  el  heredero  inocente ,  pues  debe  tenerse  pre- 
sente que  la  herencia  no  se  compone  de  los  bienes  todos  que 
dejó  el  difunto  ,  sino  únicamente  de  lo  que  queda  de  ellos 
después  de  pagadas  las  deudas.  La  satisfacción  debe  consi- 
derarse como  una  deuda  :  lo  que  el  difunto  hubiera  podido 
gastar  en  placeres,  lo  gastó  en  injusticias. 

ACCIÓN  perjudicial.  La  que  es  trascendental  aun  á 
ciertas  personas  que  no  litigan ,  cuando  es  regla  general  que 
los  pleitos  solo  perjudican  á  los  que  pleitearon;  y  tiene  ade- 
mas la  particularidad  de  que  cada  uno  de  los  litigantes  puede 
ser  actor  ó  reo  ;  pues^fcitrambos  tienen  facultad  para  dedu- 
cirla ó  intentarla,  y  el  que  lo  hace  se  considera  como  actor: 
ley%0,  tít.  22,  Part.  5. 

En  estas  acciones  se  disputa  sobre  el  estado  de  los  hom- 
bres; esto  es,  si  el  uno  de  los  litigantes  es  ó  no  esclavo  del 
otro  ;  si  uno  es  ingenuo  ó  liberto  ;  si  es  ó  no  hijo  de  tal  ma- 
trimonio. Si  á  instancia  pues  de  Antonio  se  declara  que  es 
hijo  de  Pablo ,  no  solo  consigue  aquel  los  derechos  de  filiación 
contra  su  padre ,  sino  contra  los  demás  hijos  de  este  y  her- 
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manos  suyos  ,  sin  haber  litigado  con  ellos  ;  y  esta 
porque  la  acción  se  llama  perjudicial. 

ACCIÓN  personal.  La  que  corresponde  á  alguno  para 
exigir  de  otro  el  cumplimiento  de  cualquiera  obligación  que 
contrajo,  ya  sea  que  esta  dimane  de  contrato,  cuasi  contrato 
ó  nudo  pacto  ,  ya  de  delito  ó  cuasi  delito.  Se  dice  personal 
porque  nace  de  una  obligación  puramente  personal  ;  y  así  es 
que  solo  se  da  contra  la  persona  obligaba  ó  su  heredero  que 
la  representa  ,  mas  no  contra  un  tercer  poseedor.  El  que  la 
entabla  pide  que  se  condene  al  demandado  á  dar  ó  hacer 
aquello  á  que  se  obligó  ,  ó  á  pagar  los  perjuicios  si  no  pudiere 
darlo  ó  hacerlo  ;  y  en  consecuencia  ha  de  acreditar  la  obli- 
gación en  cuya  virtud  demanda  y  que  esta  no  se  cumplió 
por  el  demandado.  Véase  Obligación  y  Pacto. 

ACCIÓN  petitoria  y  acción  posesoria.  Acción  petitoria 
es  la  que  uno  tiene  para  reclamar  la  propiedad  ,  dominio  ó 
cuasi  dominio  de  alguna  cosa ,  ó  del  derecho  que  en  ella  le 
compete.  Acción  posesoria  es  la  que  uno  tiene  para  adquirir 
la  posesión  de  alguna  cosa  que  antes  no  ha  poseído ,  ó  para 
conservar  pacíficamente  la  posesión  que  ya  disfruta  y  que 
otro  intenta  quitarle ,  ó  para  recobrar  la  posesión  que  gozaba 
y  ha  perdido. 

Como  la  posesión  se  considera  unida  con  la  propiedad 
mientras  no  se  pruebe  lo  contrario ,  el  que  tiene  ambas  ac- 
ciones obrará  con  mas  cordura  valiéndose  primero  déla  po- 
sesoria ,  pues  una  vez  constituido  en  la  posesión  echa  sobre 
su  adversario  la,  carga  de  probar  el  derecho  que  pretendiera 
á  la  propiedad.  Tal  es  el  consejo  que  da  Cayo  en  la  ley  24, 
ff.  de  rei  vind.  :  Is  qui  deslinavit  rem  petere,  animadvertere 
débet  an  aliquo  interdicto  iwssit  nancisci  possessionem ,  quia 
longé  commodius  est  ipsumpossidere,  el  adversar iumad  onera 
petiloris  competiere,  quam,  alio  possidente ,  petere. 

Las  acciones  posesorias  se  llaman  interdictos,  que  pueden 
verse  en  su  lugar.  Véase  también  Juicio  petitorio  y  pose- 
sorio. 

ACCIÓN  pignoraticia.  La  que  dimana  de  prenda,  que 
en  latín  es  pignus.  Hay  dos  acciones  pignoraticias ,  una  lla- 
mada directa  y  otra  contraría.  La  directa  corresponde  al 
deudor  para  reclamar  la  alhaja  empeñada  luego  que  el 
acreedor  está  satisfecho  de  su  crédito,  en  cuyo  caso  debe 
este  restituirla  ;  ley  23 ,  tít.  1 3 ,  Part.  5. 

La  contraria  compete  al  acreedor  contra  el  deudor  para 
la  indemnización  de  los  gastos  que  hubiere  hecho  en  la 
prenda ,  y  de  los  perjuicios  que  en  razón  de  ella  se  le  hu- 
bieren seguido  por  no  ser  equivalente  al  débito ,  ó  no  ser 
propia  del  deudor,  ó  por  otra  causa  semejante. 

El  acreedor  no  puede  de  su  propia  autoridad  prendar  ó 
tomar  los  bienes  del  deudor;  y  si  lo  hiciere  deberá  ser  con- 
denado á  volverlos  á  su  dueño ,  y  pagar  al  rey  otro  tanto 
como  importa  la  deuda ,  perdiendo  ademas  por  el  mismo  he- 
cho la  acción  que  contra  el  deudor  tenia  ;  leyes  1 1 ,  tít.  i  5 , 
Part.  5  ;  y  i  ,  5  y  6,  tít.  34,  lib.  11,  Nov.  Recop.  Véase 
Acreedor  pignoraticio. 

ACCIÓN  pública  ó  popular.  La  que  se  concede  por  la 
ley  á  cualquiera  vecino  en  los  asuntos  que  interesan  al  pue- 
blo, como  v.  gr.,  usurpaciones  de  caudales  y  fondos  públicos  ; 
y  asimismo  en  los  delitos  que  se  llaman  públicos  y  causan 
daño  al  cuerpo  social.  Véase  Acusación  y  Acusador. 

ACCIÓN  publiciana.  La  que  compete  al  que  perdió  una 
cosa  que  poseía  con  buena  fe ,  sin  haberla  usucapido  ó  pres- 
crito todavía  ,  contra  cualquiera  que  la  detuviese,  á  no  ser 
<r>   .pie  fuese  su  verdadero  dueño;  ley  15 ,  tít,  11,  Part,  5,  y 
ky  SO  al  fin,  tít.  5,  Parí.  5. 

La  introdujo  un  pretor  llamado  Publicio ,  fundado  cu  la 
equidad,  revistiendo  de  la  calidad  de  dueño  al  que  todavía 
no  lo  era ,  pero  que  tenia  mas  derecho  á  la  cosa  que  el  ter- 
cero que  la  detentaba. 

Esta  acción  pertenece  á  la  clase  de  las  acciones  reales. 
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ACCIÓN  nEAL.  La  que  nace  de  alguno  de  los  derechos 
llamados  reales  ,  esto  es,  del  dominio  pleno  ó  menos  pleno  , 
de  la  sucesión  hereditaria ,  de  la  servidumbre ,  ó  de  la  pren- 
da ó  hipoteca.  Llámanse  reales  estos  derechos ,  porque  no 
afectan  á  la  persona  sino  á  la  misma  cosa,  fijándose  y  encar- 
nándose ,  por  decirlo  así ,  en  ella  (1). 

Todas  las  acciones  reales  nos  competen  ó  se  nos  dan  con- 
tra cualquiera  poseedor,  séanos  conocido  ó  desconocido, 
hayamos  ó  no  tratado  con  él  :  lo  que  no  sucede  en  las  accio- 
nes personales,  las  cuales  se  nos  dan  contra  las  personas  con 
quienes  hemos  contratado  y  no  contra  terceros. 

Se  tiene  por  poseedor  contra  quien  podamos  ejercer  nues- 
tras acciones  reales ,  no  solo  el  que  posee  actualmente  la 
cosa  sino  también  el  que  dolosamente  ha  dejado  de  poseerla. 
De  aquí  es  que  si  el  demandado  destruye  maliciosamente  ó 
pierde  por  su  culpa  la  cosa  que  es  objeto  del  litigio  ,  debe 
pagar  el  valor  de  ella  con  los  daños  y  perjuicios  ,  según  ju- 
ramento del  actor  y  previa  tasación  del  juez  ;  ley  19 ,  til.  2 , 
Part.  5.  Mas  si  la  cosa  se  perdiere  ó  destruyere  por  algún 
accidente  sin  malicia  ni  culpa  del  demandado ,  deberá  este 
ser  absuelto  en  el  caso  de  ser  poseedor  de  buena  fe  ;  pero  en 
el  caso  de  serlo  de  mala ,  estará  obligado  á  pagar  su  valor  y 
los  perjuicios  en  los  términos  indicados  ;  ley  20,  til.  2",  Part. 
3,  y  ley  6,  lit.  Ut,  Part.  6.  (2). 

Como  son  cuatro  las  especies  de  derechos  reales ,  deben 
ser  también  cuatro  las  clases  de  acciones  que  de  ellos  di- 
manan. 

La  primera  clase ,  que  es  la  que  nace  del  dominio ,  abraza 
tres  acciones  reales,  que  son  la  acción  reivindicatoría,  la  ac- 
ción Publiciana  ,  y  la  acción  rescisoria  conocida  con  el  nom- 
bre de  restitución  in  integrum. 

La  segunda  clase  de  acciones  reales  ,  que  es  la  que  nace 
del  derecho  hereditario,  comprende  dos  acciones,  que  son  la 
petición  de  herencia  y  la  querella  de  inoficioso  testamento  : 
bien  que  esta  querella  no  es  otra  cosa  que  una  especie  de 
petición  de  herencia. 

La  tercera  clase  ,  que  es  la  de  aquellas  acciones  que  se 
dan  con  motivo  de  las  servidumbres  ,  contiene  la  acción 
confesoria  y  la  acción  negatoria.  La  confesoria  nace  propia- 
mente de  la  servidumbre ,  y  es  una  especie  de  reivindica- 
ción. La  negatoria  no  nace  de  la  servidumbre  sino  de  la  liber- 
tad natural  del  predio. 

La  cuarta  clase  de  acciones  reales  es  la  de  aquellas  que 
nacen  del  derecho  de  prenda  ó  hipoteca ,  considerando  la 
prenda  ó  hipoteca  como  derecho  en  la  cosa  y  no  como  con- 
trato, pues  el  contrato  solo  produce  acción  personal.  De  este 
derecho  de  prenda  ó  hipoteca  dimanaban  ,  según  las  leyes 
romanas  ,  dos  acciones  reales,  esto  es,  la  Serviana ,  llamada 
así  del  nombre  de  su  autor,  y  la  cuasi  Serviana  ó  sea  la  hipo- 
tecaria. Aquella  era  especial  y  esta  general  :  aquella  se  daba 
en  favor  del  dueño  de  un  predio  rústico  contra  su  colono  y 
cualquiera  poseedor  de  las  cosas  obligadas  al  pago  del  pre- 
cio del  arriendo  ;  y  esta  á  cualquiera  acreedor  contra  su 
deudor  ó  cualquiera  poseedor  de  las  cosas  obligadas  al  pago 

(1)  Véanse  las  leyes  4  ,  tít.  43  ,  Part.  5;  7,  tít.  43,  Part.  5; 
y  11 ,  tít.  44,  Part.  5,  que  especifican  y  contraponen  la  acción 
personal  á  aquella  en  que  se  obligan  los  bienes  ó  cosas,  y  se 
confirma  con  la  ley  5  ,  tít.  8,  lib.  11 ,  Noy.  Uec. 

(2)  Aquí  se  omitió  la  esencial  advertencia  de  que  vindicándose 
la  cosa ,  si  el  reo  poseyere  de  mala  fe ,  ningunos  frutos  hace  suyos, 
y  solo  retiene  las  espensas  útiles  conforme  las  11.  59  y  42  del  tít. 
28, Part.  3.  —  Si  era  poseedor  de  buena  fe,  restituirá  de  los  frutos 
industriales  los  existentes  y  todos  los  naturales  aun  consumidos  : 
ley  59,  tít.  28,  Part.  3.  —  También  ha  de  advertirse  que  la  tasa- 
ción de  frutos,  cuando  hay  condenación  de  ellos,  ha  de  hacerse 
por  los  jueces  inferiores  sin  remitirlo  á  contadores:  y  con  la  mayor 
claridad  para  evitar  ejecutorias  en  lo  infinito. 


de  la  deuda,  para  perseguirlas  y  asegurar  en  ellas  el  cobro 
de  su  crédito.  Como  la  acción  hipotecaria  abraza  todos  los 
casos  ,  sin  esceptuar  el  del  arrendador  de  un  predio  rústico 
que  estipula  prenda  ó  hipoteca,  no  se  hace  ya  distinción  de 
acción  Serviana  y  cuasi  Serviana  ,  y  solo  es  conocida  la  hi- 
potecaria. 

ACGION  redhibitoria.  La  que  puede  intentar  en  el  tér- 
mino de  seis  meses  el  comprador  de  una  cosa  mueble  ó  raiz, 
en  que  se  descubre  alguna  carga ,  vicio ,  tacha  ó  defecto  no 
manifestado  por  el  vendedor  ,  para  volver  á  este  la  cosa  y 
recobrar  el  precio  con  los  daños  y  menoscabos  que  se  le  hu- 
biesen causado. 

Si  el  vendedor  ignorase  la  carga  ó  vicio  ,  estaría  esento 
de  satisfacer  los  daños  y  menoscabos. 

Esta  acción  tiene  también  lugar  en  las  permutas ,  en  la 
dación  en  pago  ,  y  en  la  dote  estimada  ,  como  la  del  cuanto 
menos.  Leyes  63  y  6b,  tít.  S,  Part.  S,  y  glosas  de  Greg.  Ló- 
pez y  Hermosilla.  Véase  Acción  del  cuanto  menos  y  Com- 
prador. 

ACCIÓN  reivindicatoría.  La  que  compete  á  alguno  por 
razón  de  dominio  ó  cuasi  dominio  para  pedir  ó  pretender  se 
le  restituya  una  cosa  que  le  pertenece  por  derecho  civil  ó  de 
gentes.  Véase  Reivindicación. 

ACCIÓN  solidaria  ó  in  solidum.  La  que  tiene  cada  uno 
de  dos  ó  mas  acreedores  solidarios  para  exigir  el  pago  total 
del  crédito  común. 

El  deudor  queda  exonerado  de  la  deuda,  pagándola  á 
cualquiera  de  ellos  ó  al  primero  que  se  la  pida,  aunque  sea 
divisible  entre  todos. 

Si  alguno  se  la  remitiese  ó  condonase  ,  no  recaería  esta 
gracia  sino  sobre  la  parte  que  tocase  al  mismo ,  porque  cada 
acreedor  se  considera  mandatario  de  sus  compañeros  con 
poder  para  recibir  por  todos ,  pero  no  para  dar. 

ACGION  del  banco  español.  Cada  una  de  las  partes  ó 
porciones  en  que  se  divide  el  capital  ó  fondo  del  Banco  es* 
pañol  de  San  Fernando. 

El  fondo  del  Banco  es  de  sesenta  millones  de  reales,  cons 
tituido  en  treinta  mil  acciones  de  á  dos  mil  reales  cada  una  ; 
art.  ik,  tít.  i  ,  céd.  de  erección  de  9  de  julio  de  1829. 

Las  acciones  están  representadas  por  inscripciones  á  nom- 
bre de  persona  determinada  en  el  registro  del  Banco,  de  las 
que  se  espiden  á  sus  dueños  títulos  nominales  y  no  á  la  or- 
den :  se  pueden  vender  ,  ceder,  donar  y  enajenar  de  cual- 
quiera otro  modo  lícito  según  derecho ,  así  á  españoles  como 
á  estranjeros  ;  y  también  pueden  vincularse  con  las  forma- 
lidades que  prescriben  las  leyes  vigentes  sobre  fundación  de 
vinculaciones;  art.  40 ,  15,  18  y  19.  Véase  Amortización. 

La  trasmisión  de  la  propiedad  de  las  acciones ,  cualquiera 
que  sea  el  titulo  bajo  que  se  verifique ,  ha  de  constar  por 
declaración  que  ante  la  administración  del  Banco  ha  de  ha- 
cer personalmente  ó  por  medio  de  apoderado  la  persona  que 
ceda  la  acción  en  favor  del  cesionario,  firmándola  en  el  regis- 
tro del  mismo  Banco  con  intervención  de  un  corredor  de  cam- 
bios que  certifique  la  identidad  de  la  persona  ;  art.  20.  Puede 
también  hacerse  la  enajenación  de  las  acciones  por  medio 
de  escritura  pública ,  cuyo  original  ha  de  presentarse  y  con- 
servarse en  la  administración  del  Banco  ,  haciéndose  en  el 
registro  el  asiento  del  título  de  enajenación  ;  art.  20.  Siem- 
pre que  se  trasmita  la  propiedad  de  una  acción  del  Banco  , 
debe  presentarse  original  en  sus  oficinas  el  título  de  inscrip- 
ción ,  para  que  se  anote  en  él  la  variación  de  propietario  ; 
art.  21. 

Las  acciones  del  Banco  pueden  ser  embargadas  en  los 
casos  y  formas  prescritas  en  derecho ,  como  otra  cualquiera 
propiedad,  dándose  noticia  del  embargo  por  la  autoridad 
que  lo  decrete  á  la  administración  del  Banco;  arl.  8. 

Las  utilidades  ó  ganancias  que  resultaren  de  las  operacio- 
nes del  Banco ,  deducidos  todos  los  gastos  de  su  administra- 
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cion,  pertenecen  íntegramente  á  los  accionistas  á  prorata  del 
número  de  acciones  que  correspondan  á  coda  uno  ;  art.  54. 

Estas  utilidades  se  distribuyen  por  dividendos  que  se  ha- 
cen cada  semestre  bajo  las  bases  establecidas  por  los  artí- 
culos 3b  ,  36  y  37  ,  en  los  cuales  se  dispone  :  que  si  las 
ganancias  líquidas  no  escedieren  de  la  proporción  de  seis 
por  ciento  al  año  sobre  el  capital  de  cada  acción  ,  se  repar- 
tan íntegramente  :  —  que  si  hubiere  un  escedente  sobre  el 
espresado  seis  por  ciento  ,  se  reparta  ademas  del  tres  por 
ciento  correspondiente  al  semestre  la  mitad  del  dicho  esce- 
dente ,  y  la  otra  mitad  se  conserve  en  el  Banco  para  consti- 
tuir un  fondo  de  reserva  :  —  que  luego  que  este  se  halle 
formado ,  si  en  algún  semestre  no  cubriesen  las  utilidades 
la  cantidad  suficiente  para  que  el  dividendo  sea  de  un  tres 
por  ciento  sobre  el  capital  de  las  acciones,  se  supla  de  di- 
cho fondo  lo  que  falte  ,  y  los  accionistas  perciban  el  tres  por 
ciento  íntegro  :  —  que  siempre  que  el  fondo  de  reserva  es- 
ceda de  cuatro  millones  de  reales  ,  podrá  la  administración 
del  Banco  ponerlo  en  giro  y  utilizarlo  del  modo  mas  conve- 
niente á  los  intereses  del  establecimiento  ;  —  y  que  los  esta- 
dos de  liquidación  del  Banco  con  el  cuadro  del  dividendo 
que  haya  de  hacerse ,  y  la  situación  del  fondo  reservado , 
se  impriman  cada  semestre ,  dándose  ejemplares  á  todos  los 
accionistas  que  los  reclamen. 

Tales  son  las  disposiciones  de  la  real  cédula  de  erección 
del  Banco  con  respecto  á  las  acciones  ;  y  para  llevarlas  á 
debido  efecto ,  en  el  reglamento  que  posteriormente  se  apro- 
bó con  fecha  de  6  de  agosto  de  1832  se  estableció  lo  si- 
guiente : 

La  forma  de  las  inscripciones  es  esta  :  «  Acción  del  Banco 
español  de  San  Fernando  —  de  libre  disposición  ó  inaliena- 
ble. =  Número...  ==  El  Banco  español  de  San  Fernando  re- 
conoce á  favor  de...  una  acción  por  el  valor  de  dos  mil  rea- 
les vellón  que  se  inscribe  bajo  el  número...  con  todos  los 
derechos  declarados  á  los  accionistas  en  la  real  cédula  de  9 
de  julio  de  1829  y  reglamento  de  6  de  agosto  de  1852.  = 
Madrid...  de...  =  El  comisario  regio  N...  =  El  director  N... 
=  El  secretario  N. . .  =  El  tenedor  de  libros  N. . .  —  » 

Los  títulos  nominales  que  se  espiden  á  los  accionistas  son 
un  estracto  de  las  inscripciones  hechas  en  el  registro  gene- 
ral ;  y  los  títulos  que  representan  inscripciones  de  Ubre  dis- 
posición se  diferencian  de  los  de  las  inalienables  por  un  sello 
que  con  tinta  de  diverso  color  y  caracteres  desemejantes 
espresa  ser  de  la  una  ó  de  la  otra  clase. 

En  los  casos  de  estravío ,  quema  ,  mutilación  ú  otro  dete- 
rioro que  inutilice  el  título  de  la  acción,  se  dará  un  nuevo 
ejemplar  al  interesado  que  lo  pidiere  con  un  sello  que  con- 
tenga la  palabra  «  Benovado ,  »  anotándose  esta  espedicion 
en  la  inscripción  original  del  registro;  art.  9. 

Cuando  se  vincularen  ó  amortizaren  con  otro  destino  las 
acciones  de  liore  disposición  ,  se  presesentará  en  la  secreta- 
ría del  Banco  testimonio  del  acta  ó  instrumento  público  en 
que  se  haya  establecido  la  amortización ,  y  conservándose 
en  aquella  oficina  ,  se  pondrá  la  nota  correspondiente  en  la 
inscripción  original  con  iguales  formalidades  que  se  previe- 
nen para  los  demás  casos  de  mutación  de  propiedad  de  las 
acciones.  Con  el  espresado  testimonio  se  acompañará  el  tí- 
tulo de  las  acciones  amortizadas ,  y  cancelándose  este  se  es- 
pedirá otro  al  poseedor  con  el  sello  de  «  Acciones  inaliena- 
bles, »  el  cual  se  estampará  también  en  las  inscripciones 
originales  ;  art.  10.  Véase  Amortización. 

Las  acciones  de  libre  disposición  que  se  den  en  prenda  ó 
garantía  de  un  contrato ,  continuarán  inscritas  á  nombre 
del  propietario  sin  causarse  alteración  en  el  goce  de  los  de- 
rechos de  accionista  que  á  este  competan.  El  portador  de 
estas  acciones  tendrá  solamente  el  de  percibir  los  dividen- 
dos si  el  propietario  le  autorizare  en  escritura  pública  de 
cesión  ó  de  poder  especial ,  que  se  presentará  y  conservará 
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en  las  oficinas  del  Banco  para  justificación  de  haberse  e&f  re- 
gado aquellos á  persona  legítima;  arl.  11. 

El  embargo  de  las  acciones  del  Banco  se  comunicará  de 
oficio  á  su  director  por  la  autoridad  judicial  que  lo  haya 
acordado ,  acompañando  testimonio  de  la  providencia  ;  y  en 
su  virtud  no  se  autorizará  ni  reconocerá  por  el  Banco  ningún 
acto  de  trasmisión  de  propiedad  de  la  acción  embargada. 
Iguales  formalidades  se  observarán  para  el  alzamiento  del 
embargo  ;  art.  12. 

La  porción  que  en  los  dividendos  que  se  hagan  en  el  Banco 
corresponda  á  las  acciones  embargadas  se  retendrá  en  este 
por  via  de  depósito  hasta  que  declarándose  por  la  autoridad 
judicial  competente  la  persona  á  quien  corresponda  perci- 
birlos ,  se  dé  conocimiento  al  Banco  por  aquella  de  la  que 
sea  con  testimonio  de  la  providencia  ;  art.  13. 

Conforme  al  artículo  20  de  la  cédula  de  creación,  el  tras- 
paso que  proceda  de  contrato  entre  vivos  podrá  ejecutarse  : 
Io.  por  declaración  hecha  ante  la  administración  del  Banco 
por  los  interesados  ó  sus  apoderados  especiales  :  2o.  por  es- 
critura pública;  art.  16.  Las  pólizas  de  las  ventas  hechas 
con  intervención  de  un  agente  de  cambios  ó  corredor  en  las 
plazas  en  que  no  haya  Bolsa  de  contratación ,  estando  firma- 
das por  las  partes  contratantes  ,  autorizadas  por  el  mismo 
agente  de  cambios  ó  corredor,  y  acreditada  su  firma  por  le- 
galización de  tres  escribanos  de  la  plaza  donde  se  celebre  el 
contrato ,  se  considerarán  con  igual  valor  que  las  escrituras 
públicas ,  para  que  se  formalicen  en  el  Banco  los  traspasos 
de  las  acciones  á  que  se  refieran  ;  art.  17.  El  traspaso  debe 
filmarse  en  el  acto  por  el  cedente  y  el  cesionario  con  el 
agente  de  cambios  que  ateste  la  identidad  de  las  personas  , 
y  por  el  secretario  del  Banco  ;  art.  18.  Los  poderes  conferidos 
en  territorio  estranjero  no  se  admitirán  para  la  celebración 
de  los  traspasos  sin  que  conste  su  legitimidad  por  legaliza- 
ción de  los  agentes  públicos  españoles  que  residan  en  el  pais 
del  otorgamiento  ;  art.  19. 

Si  la  trasmisión  de  la  propiedad  de  las  acciones  del  Banco 
procediese  de  sucesión  hereditaria  y  fuere  uno  solo  el  here- 
dero, será  suficiente  para  que  sus  oficinas  le  reconozcan  por 
sucesor  en  la  propiedad  de  las  acciones  de  su  causante ,  que 
presente  testimonio  de  la  cláusula  de  institución  de  heredero 
ó  del  auto  judicial  en  que  se  le  hubiese  declarado  heredero 
ab  intestato;  art.  23.  Cuando  fueren  muchos  los  interesados 
en  la  herencia ,  ademas  de  la  institución  ó  declaración  de 
heredero,  justificará  la  persona  que  se  manifieste  como  su- 
cesor en  las  acciones  ,  habérsele  adjudicado  estas  en  pago 
de  su  haber  con  el  testimonio  de  la  cláusula  de  la  partición 
judicial  ó  convencianal  que  diga  relación  á  dichas  acciones  ; 
arl.  21.  En  las  trasmisiones  por  legado  se  acreditará  la  su- 
cesión de  las  acciones  del  Banco  por  testimonio  de  la  cláu- 
sula testamentaria  en  que  se  hubiere  hecho  manda  de  ellas 
al  legatario  ;  art.  25. 

Hecha  la  trasmisión  de  las  acciones,  se  recoge  y  cancela 
por  el  Banco  el  título  nominal  y  se  espide  otro  á  nombre  del 
nuevo  propietario  ;  art.  27. 

En  la  sucesión  de  las  acciones  inalienables ,  el  que  entre 
nuevamente  á  poseerlas  presentará  en  el  Banco  el  documento 
que  justifique  hallarse  en  posesión  del  vínculo  ,  capellanía  ú 
otra  fundación  á  que  las  acciones  correspondan  ;  art.  28. 

Hasta  aquí  la  real  cédula  de  creación  y  el  reglamento  del 
Banco.  Hemos  visto  que  hay  acciones  de  libre  disposición  y 
acciones  inalienables.  ¿Se  tendrán  unas  y  otras  por  mue- 
bles ó  por  inmuebles  ?  Las  de  libre  disposición  son  muebles 
sin  duda  alguna  ;  pero  las  inalienables  no  pueden  menos  de 
reputarse  inmuebles,  pues  se  asimilan  á  las  propiedades 
territoriales. 

ACCIONISTA.  El  dueño  de  alguna  acción  en  una  com- 
pañía ó  establecimiento  de  comercio.  Véase  Acción  ,  Acción 
del  Banco  espafiol  y  Sociedad. 
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ACENSUAR.  Imponer  censo  sobre  alguna  posesión  ,  ya 
'  '^èè'a  por  última  voluntad,  ya  por  contrato,  trasfiriendo  á  otro 
para  siempre  ó  ']Wa  largo  tiempo  el  dominio  útil  de  alguna 
cosa  raiz,  ó  traspasándole  no  solo  el  dominio  útil  sino  tam- 
bién el  directo ,  ó  dándole  cierta  suma  de  dinero  sobre  sus 
bienes  raices  ,  con  la.  condición  en  los  tres  casos  de  pagar 
en  su  virtud  cierto  canon  ó  pension  anual  al  imponedor  ó 
censualista  ó  á  otra  persona  que  él  mismo  designe. 

ACEPTACIÓN.  La  admisión  de  lo  que  se  da ,  ofrece  ó 
encarga ,  ó  el  consentimiento  de  aquel  á  quien  se  hace  una 
proposición,  oferta  ó  encargo,  ó  se  da  ó  defiere  alguna  cosa, 
y  la  admite ,  aprueba  ó  recibe. 

La  aceptación  puede  ser  espresa  ó  tácita  :  será  espresa 
cuando  se  declara  por  palabras  ó  por  signos  ;  y  tácita,  cuando 
se  manifiesta  por  acciones  ó  hechos. 

En  todo  contrato  es  indispensable  la  aceptación,  porque  no 
puede  haber  contrato  sin  que  haya  concurrencia  de  dos  vo- 
luntades ,  esto  es ,  proposición  ú  oferta  de  una  parte,  y  con- 
sentimiento, aprobación,  conformidad  ó  aceptación  de  la 
otra  :  Conventio  est  diiorum  vel  plurium  in  idem  plácitum 
consensus.  Mientras  no  haya  mas  que  oferta  ó  proposición  de 
una  parte,  no  puede  haber  obligación ,  porque  no  hay  mas 
que  voluntad  de  uno  solo ,  y  nuestra  sola  voluntad  no  puede 
ligarnos  para  con  otra  persona.  La  obligación  es  el  vínculo 
que  resulta  del  contrato. 

Sé  dirá ,  como  efectivamente  dicen  algunos  autores ,  que 
después  de  la  famosa  ley  i ,  lit.  I,  lib.  10,  Nov.  Rec,  en  que 
se  ordena  que  paresciendo  que  alguno  se  quiso  obligar  ¿i  otro 
por  promisión  ó  por  algún  contrato  ó  en  otra  manera,  sea 
temido  de  cumplir  aquello  que  se  obligó  ,  ya  no  es  necesario 
para  que  la  oferta  ó  promesa  sea  obligatoria  ,  el  que  inter- 
venga la  aceptación  del  interesado  á  cuyo  favor  se  hizo. 
Pero  esta  ley  no  tiene  mas  objeto  que  el  de  escluir  de  los 
contratos  la  necesidad  de  la  embarazosa  estipulación  y  de 
otras  circunstancias  que  espresa  ,  sin  que  contenga  una  sola 
palabra  de  que  pueda  deducirse  con  fundamento  que  tam- 
bién quiere  escluir  la  necesidad  de  la  aceptación ,  antes  por 
el  contrario  puede  decirse  que  la  supone,  ya  por  su  espíritu 
y  su  contexto  si  se  examina  con  detención ,  ya  porque 
de  otro  modo  suprimiría  la  condición  mas  esencial  de  todos 
los  contratos ,  que  es  el  consentimiento  v  vlacer  de  amas  las 
partes. 

Ya  conocen  algunos  de  dichos  autores  sos  inconvenientes 
que  debe  acarrear  la  inteligencia  que  se  quiere  dar  á  la  ci- 
tada ley  ;  y  así  es  que  la  modifican  de  tal  manera  que 
llegan  por  fin  á  destruirla.  Después  de  haber  sentado  por 
principio  que  constando  la  voluntad  que  uno  tuvo  de  obli- 
garse hay  realmente  obligación  y  acción  sin  ser  necesario 
para  su  valor  que  otro  consienta ,  prosiguen  diciendo  que  si 
uno  manifiesta  querer  dar  ú  obligarse  à  dar  á  un  ausente, 
vale  desde  luego  la  donación  ó  promesa  revocablemente  hasta 
que  el  otro  la  sepa  y  acepte,  y  después  de  la  aceptación  ir- 
revocablemente. ¿Mas  no  es  esto  incurrir  en  una  contradic- 
ción manifiesta?  ¿Qué  obligación  es  esa  que  p'uede  revocar 
cuando  quiera  el  obligado  mismo?  ¿Cuál  es  la  eficacia  de 
una  acción  que  no  tiene  otra  consistencia  que  la  que  el  de- 
mandado quiera  darle?  Obligación  revocable  al  arbitrio  del 
obligado  no  es  obligación,  ni  puede  producir  acción  ni  dere- 
cho :  la  obligación  es  una  necesidad,  una  fuerza,  un  vínculo 
que  el  obligado  no  puede  romper  como  quiera;  vinculum 
■iuris  quo  nccessitale  adslringimur  alicujus  rei  solvencia?. 
*  Sin  duda  los  primeros  autores  que  trataron  de  hablar  so- 
bre esta  ley,  se  dejaron  alucinar  con  cierta  vaguedad  ó  falta 
de  precisión  de  algunas  palabras,  y  los  demás  los  siguieron 
después  á  ciegas,  dándole  unos  y  otros  una  estension  que  no 
pudo  entrar  en  las  miras  del  legislador,  por  ser  destructora 
de  los  principios  que  han  regido  y  rigen  los  contratos  en  to- 
dos los  paiscs,  Lo  que  la  ley  dice  y  quiere  decir  es  que  son 
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válidos  y  obligatorios  los  contratos ,  aunque  se  celebren  sin 
la  solemnidad  de  la  estipulación,  aunque  los  contrayentes 
ge  bailen  distantos  uros  de  otros,  aunque  no  asista  escribano 
público,  aunque  se  hagan  por  procuradores  ó  aprovechen  á 
personas  que  no  intervinieron  en  ellos,  y  en  fin  aunque  el 
uno  de  los  contratantes  prometa  el  hecho  de  un  tercero , 
pues  es  claro  en  este  último  caso  que  si  el  tercero  no  ratifica 
la  convención  queda  comprometido  ol  promitente  al  resarci- 
miento de  los  perjuicios.  Por  lo  demás  deja  los  contratos  y 
demás  fuentes  de  las  obligaciones  bajo  el  mismo  pié  en  que 
se  hallaban  antes,  sin  estender  la  mano  á  trastornar  su  na- 
turaleza, sin  suprimir  ninguna  de  sus  condiciones  esenciales 
y  sin  crear  un  nuevo  modo  de  producir  deberes  y  derechos. 

Diremos  pues  que  siendo  necesario  en  todo  contrato  el 
consentimiento  de  los  dos  contrayentes ,  no  puede  haber 
obligación  de  parte  del  uno  sin  que  haya  habido  aceptación 
de  parte  del  otro;  y  que  sola  la  proposición  ó  promesa,  sin 
la  aceptación  antecedente  ó  consiguiente,  no  hace  que  ad- 
quiera un  derecho  el  interesado  á  cuyo  favor  sé  hizo.  Se 
creerá  tal  vez  que  en  una  promesa  ó  donación  es  superfluo 
esperar  la  aceptación  real  del  donatario ,  y  que  entonces 
basta  la  aceptación  presunta  ,  pues  por  la  naturaleza  del 
asunto  no  puede  menos  de  juzgarse  ya  desde  luego  que  el 
favorecido  prestará  con  gusto  su  consentimiento.  Es  cierto 
que  los  hombres  aceptan  por  lo  común  el  beneficio  que  otro 
les  hace  ;  pero  esta  presunción  no  es  suficiente  para  consti- 
tuir una  obligación,  y  mas  si  se  atiende  á  que  puede  suceder 
que  no  lo  admitan,  ya  por  delicadeza  ,  ya  porque  vean  en 
él  una  intención  demasiado  interesada ,  ya  porque  tengan 
algún  motivo  para  considerarlo  injurioso. 

Vista  l'a  necesidad  de  la  aceptación ,  resta  saber  cómo , 
cuándo  y  por  quién  puede  prestarse. 

Puede  hacerse  la  aceptación  del  mismo  modo  que  la  pro- 
mesa, esto  es  ,  pura  y  simplemente  ó  bajo  condición ,  ver- 
balmente  ó  por  escrito,  espresamente  ó  con  hechos  que  ma- 
nifiesten la  intención  ,  con  intervención  de  escribano  ó  sin 
ella  ,  entre  presentes  ó  entre  ausentes ,  por  carta  ó  por  pro- 
curador, en  el  mismo  instrumento  en  que  se  hace  la  pro- 
mesa ó  por  separado. 

La  aceptación  debe  hacerse  mientras  el  promisor,  donante 
ó  proponente  persevere  en  su  propósito  ;  pues  si  hubiese 
mudado  de  parecer  seria  nula  y  de  ningún  efecto,  por  faltar 
el  concurso  indispensable  de  la  Voluntad  de  las  dos  partes. 
Efectivamente ,  el  que  hace  una  proposición  ó  promesa 
puede  á  su  arbitrio  revocarla  mientras  el  otro  no  la  acepte  , 
ya  porque  hasta  que  se  verifiquela  aceptación  no  hay  con- 
trato perfecto  de  que  nazca  obligación,  ya  porque  así  se  in- 
fiere de  la  ley  10,  til.  12,  lib.  3  del  Fuero  Real ,  en  la  cual  se 
halla  prevenido,  que  si  alguno  hiciere  escritura  de  donación 
á  otro  ,  y  la  retuviere  en  su  poder  sin  entregársela ,  puede 
revocar  la  donación.  En  vano  se  le  opondrárque  nadie  puede 
mudar  de  propósito  en  perjuicio  de  otro  :  Ñemo  mularepo- 
test  consilium  in  alterius  injuriam  ;  pues  podrá  responder 
que  á  nadie  hace  daño  con  su  mudanza  ,  no  habiendo  nadie 
adquirido  derecho  alguno  con  su  oferta;  mutando  consilium 
nemini  facit  injuriam,  cüm  exipsius  proposito  nemini  fue- 
rit  jus  adquisilum. 

Debe  igualmente  intervenir  la  aceptación  viviendo  las  dos 
partes ,  pues  no  tiene  ya  lugar  después  de  la  muerte  de  al- 
guna de  ellas  ;  de  modo  que  si  falleciere  el  que  hizo  la  oferta 
ó  proposición  antes  que  el  otro  la  hubiese  aceptado,  no  es- 
tarán obligados  á  cumplirla  los  herederos ,  aunque  después 
se  siga  la  aceptación,  ni  si  muriere  antes  de  aceptar  la  per- 
sona á  quien  se  "hacia  la  propuesta  u  ofrecimiento  tendrán 
ya  derecho  sus  herederos  á  prestar  la  aceptación  ni  á  recla- 
mar la  ejecución  de  lo  prometido  ,  porque  no  habiendo  ha- 
bido en  ninguno  de  los  dos  casos  verdadero  contrato,  sino 
solamente  proyecto  de  contrato  por  no  haber  concurrido 
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fflitíuttíaneaimeáte  la  voluntad  de  las. dos  partes ,  no  han  po- 
dido estas  trasmitir  á  sus  respectivos  herederos  obligaciones 
ai  dereohpsf querellas; no  ltegarooi.á  tener.  —  Tal  vez  habrá 
(íítften!  digaquesi él  que. hizo  la  promesa  muere  sin  revocarla, 
debe  suponerse  que  continúa  su  voluntad,  y  que  accediendo 
después  la  aceptación  resulta  formado  el  contrato;  pero 
esto  equivale  á  decir  que  pueden  celebrarse  contratos  entre 
un  vivo  y  un  muerto.  El  difunto  no  hizo  mas  que  manifestar 
su  voluntad  de  hacer  una  convención,  y  esta  voluntad  como 
inherente  á  la  persona  se  estinguió  con  ella.  Ademas  ,  como 
los  bienes  del  difunto  pasan  á  sus  herederos  en  el  instante 
mismo  del  fallecimiento  ,  no  podría  ya  privarlos  de  parte 
alguna  de  aquellos  la  aceptación  posterior  del  interesado  en 
la  promesa  que  recayere  sobre  los  mismos.  —  En  vano  se 
dirá  también  con  respecto  al  caso  de  muerte  de  la  parte  á 
quien  se  hizo  la  promesa  ,  que  como  el  heredero  representa 
al  difunto  y  se  reputa  la  misma  persona  que  él ,  debe  tener 
facultad  para  prestar  una  aceptación  que  su  causante  omi- 
tió por  haberle  sobrecogido  la  muerte;  pues  el  heredero  no 
representa  al  difunto  sino  en  cuanto  le  ha  sucedido  en  sus 
derechos  ,  y  como  el  difunto  no  tenia  derecho  alguno  por 
razón  de  la  promesa ,  puesto  que  no  podia  adquirirlo  sino 
por  la  aceptación ,  no  pudo  trasmitirlo  à  su  heredero ,  quien 
por  consiguiente  carece  de  facultad  para  aceptar  una  pro- 
mesa que  no  se  hizo  á  él  mismo. 

También  será  nula  y  de  ningún  efecto  la  aceptación,  si  el 
promitente  hubiese  perdido  antes  de  ella  el  uso  de  la  razón 
ó  hubiese  caido  de  otro  modo  en  incapacidad  de  hacer  con- 
tratos ,  porque  ya  no  puede  suponerse  entonces  la  concur- 
rencia simultánea  del  consentimiento  de  ambas  partes.  Mas 
si  el  que  cayó  en  demencia  ó  en  interdicción  fuese  la  per- 
sona á  quien  se  hizo  la  promesa ,  podría  en  tal  caso  hacerse 
la  aceptación  por  el  curador  que  se  le  nombrase.  La  razón 
déla  diferencia  consiste  en  que  el  que  se  halla  en  estado  de 
interdicción  ó  demencia  no  tiene  capacidad  para  dar,  pero 
la  tiene  para  recibir  ;  ley  l,  tít.  4,  Parí.  3. 

¿  Por  quién  ha  de  aceptarse  la  promesa  ó  la  cosa  ofrecida? 
La  promesa  que  se  hubiese  hecho  á  un  mayor  de  edad ,  ha 
de  aceptarse  por  el  interesado  mismo  ó  por  su  procurador  ó 
mandatario  que  tenga  poder  especial  ó  general  bastante  al 
efecto  :  —  la  que  se  hiciere  á  una  mujer  casada,  no  puede 
aceptarse  por  esta  sin  licencia  de  su  marido  ,  ó  sin  autori- 
zación del  juez  en  caso  de  injusta  negativa  ó  larga  ausencia 
de  aquel,  leyes  55,  56,  57,  58  y  59  de  Toro;  porque  las  bue- 
nas costumbres  exigen  que  el  marido  sepa  y  apruebe  las 
donaciones  ó  promesas  que  se  hacen  á  su  consorte  :  —  la  que 
se  hiciere  á  un  menor  de  veinte  y  cinco  años  debe  aceptarse 
por  el  tutor  ó  curador,  ó  por  el  mismo  menor  con  aprobación 
del  tutor  ó  curador  si  ya  hubiese  llegado  al  uso  de  la  razón; 
bien  que  si  el  menor  hubiese  aceptado  por  si  solo  podrá  exigir 
sí  quiere  el  cumplimiento  de  la  promesa ,  donación  ú  otro 
contrato  que  le  fuere  útil,  sin  que  él  quede  ligado  por  su 
aceptación,  porque  tiene  capacidad  legal  para  obligar  á  otros 
y  no  la  tiene  para  obligarse  á  sí  mismo ,  como  se  verá  en  el 
artículo  Menor  :  —  la  que  se  hiciere  á  un  hijo  constituido 
bajo  la  patria  potestad  debe  aceptarse  por  su  padre  :  —  la 
que  se  hiciere  á  un  demente  ó  á  un  pródigo  que  estuviese 
en  interdicción,  debe  aceptarse  por  el  curador  ó  persona  bajo 
cuyo  régimen  se  hallan  :  —  la  que  se  hiciere  á  un  ausente , 
podrá  aceptarse  en  nombre  de  él  por  su  hijo  ú  otra  persona 
que  estuviere  bajo  su  poder,  y  aun  por  el  juez  ó  el  escribano 
ante  quien  se  otorga ,  porque  estos  oficiales  públicos  son 
como  guardadores  de  los  que  viven  en  su  distrito  ;  leyes  7 
y  8,  til.  \{,  fart.  5.  Sin  embargo,  como  puede  suceder  que 
una  liberalidad  no  sea  puramente  gratuita ,  no  siempre  debe 
ser  válida  otra  aceptación  que  la  del  interesado  ,  que  es  el 
único  que  se  halla  en  estado  de  apreciar  las  cargas  y  con- 
diciones ó  las  consecuencias. 
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En  asuntos  comerciales  contiene  el  Código  de  comercio , 
art.  2i3,  con  respecto  á  la  aceptación  las  disposiciones  si- 
guientes :  «  En  las  negociaciones  que  se  traten  por  corres- 
pondencia se  considerarán  concluidos  los  contratos,  y  surtirán 
efecto  obligatorio ,  desde  que  el  que  recibió  la  propuesta 
espida  la  carta  de  contestación  aceptándola  pura  y  simple- 
mente ,  sin  condición  ni  reserva  ,  y  hasta  este  punto  está  en 
libertad  el  proponente  de  retractar  su  propuesta ,  á  menos 
que  al  ha'ceria  no  se  hubiese  comprometido  á  esperar  con- 
testación, y  á  no  disponer  del  objeto  del  contrato  sino  des- 
pués de  desechada  su  proposición,  ó  hasta  que  hubiere 
transcurrido  un  término  determinado.  =  Las  aceptaciones 
condicionales  no  son  obligatorias  hasta  que  el  primer  pro- 
ponente dé  aviso  de  haberse  conformado  con  la  condición.  » 

ACEPTACIÓN  de  donación.  El  consentimiento  dado 
por  el  donatario  á  la  donación. 

Como  la  donación  entre  vivos  es  un  contrato ,  y  no  hay 
contrato  sin  mutuo  consentimiento ,  es  necesario  que  inter- 
venga la  aceptación  del  donatario  para  que  el  donante  quede 
obligado  á  dar  lo  que  ofrece  ;  de  modo  que  este  puede  arre- 
pentirse y  revocar  la  donación  mientras  no  fuere  aceptada , 
ley  10,  tít.  12,  lib.  3,  Fuero  Real.  Es  pues  un  error  decir 
que  la  donación  entre  vivos  no  requiere  para  su  perfección 
mas  que  la  manifestación  de  la  voluntad  de  donar  hecha  por 
el  donante. 

La  aceptación ,  para  ser  válida ,  debe  verificarse  no  solo 
mientras  el  donador  persevere  en  su  propósito,  sino  también 
mientras  conserve  la  capacidad  de  donar.  Asi  que,  si  fallece 
ó  pierde  el  uso  de  la  razón  ó  se  le  pone  intervención  en  sus 
bienes,  es  ya  nula  y  de  ningún  efecto  la  aceptación  que  sub- 
siguiere, porque  ya  no  puede  existir  la  reunion  ó  concurso 
de  voluntades  que  se  requiere  en  los  contratos.  Bien  hay 
quien  asegura  que  si  muere  el  donante  antes  de  haber  acep- 
tado el  donatario  la  donación ,  están  obligados  los  herederos 
de  aquel  en  caso  de  que  sobreviniere  aceptación  á  entregar 
la  cosa  donada;  pero  la  ley  ti,  tít.  h,  Part.  5,  que  se  cita 
en  apoyo  de  esta  doctrina  ,  no  viene  muy  á  propósito,  pues 
que  no  habla  del  donante  que  muere  antes  de  la  aceptación 
del  donatario,  sino  del  que  muere  sin  haber  entregado  la  cosa 
donada  :  «  Quando  la  donación ,  dice ,  es  fecha  simplemiente 
por  carta  ó  por  palabra,  mas  non  es  aun  entregado  aquel  á 
quien  la  facen ,  temido  es  de  cumplirla  el  que  la  fizo  ó  sus 
herederos.  » 

Si  el  donatario  muere  sin  prestar  su  aceptación,  no  tienen 
derecho  á  prestarla  sus  herederos,  porque  no  pasa  á  los  he- 
rederos ni  contra  los  herederos  el  derecho  ni  la  obligación 
de  concluir  ó  perfeccionar  un  contrato  que  dejaron  pendiente 
ó  en  proyecto  sus  respectivos  causantes.  Mas  si  se  volviese 
demente  ó  se  le  declarase  pródigo,  bien  podría. entonces  in- 
terponerse la  aceptación  por  el  curador  que  se  le  nombrase, 
mientras  el  donante  no  revocase  su  oferta ,  porque  es  válida 
la  donación  que  se  hace  á  un  loco,  ó  desmemoriado  ó  desgas- 
tador de  sus  .bienes  declarado  tal  judicialmente ,  aunque  no 
lo  es  la  que  alguno  de  estos  hiciese;  ley  1  ,  tít.  h ,  Part.  5. 

La  donación  ha  de  aceptarse  por  las  mismas  personas  que 
deben  ó  pueden  aceptar  cualquiera  otra  oferta  ó  proposición  ; 
y  después  de  aceptada  queda  irrevocable  y  debe  cumplirse 
por  el  donador  ó  sus  herederos.  Véase  el  artículo  Aceptación, 
cuyas  doctrinas  son  enteramente  aplicables  á  este. 

ACEPTACIÓN  ó  adición  de  herencia.  El  acto  por  el 
cual  el  sugeto  á  quien  se  defiere  una  herencia  por  testamento 
ó  abintestato  ,  hace  conocer  su  resolución  de  tomar  la  calidad 
de  heredero  y  contraer  las  obligaciones  que  este  título  lleva 
consigo. 

Para  poder  aceptar  válidamente  la  herencia  es  necesario 
tener  capacidad  para  heredar;  esto  es  ,  el  heredero  descen- 
diente debió  estar  libre  de  impedimento  legal  al  tiempo  de  la 
muerte  de  la  persona  de  cuya  sucesión  se  trata ,  mas  el  es- 
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traño  debe  estarlo  en  tres  tiempos,  al  de  su  institución  ó 
nombramiento,, al  de  la  muerte  de  dicha  persona ,  y  al  de  la 
aceptación  ;  ley  22  ,  tít.  o,  Part.  6.  Véase  Heredero. 

Nadie  puede  ser  obligado  á  aceptar  la  herencia  ,  ya  le 
venga  por  testamento  ó  abintestato ,  ley  11,  tít.  6 ,  Part.  6  ; 
porque  cada  cual  es  ubre  en  renunciar  à  su  derecho  :  Nenio 
hœres  invilus. 

Modos  de  aceptar  la  herencia. 

Puede  aceptarse  la  herencia  de  dos  modos  ;  ó  pura  y  sim- 
plemente, ó  con  beneficio  de  inventario.  El  que  la  acepta 
pura  y  simplemente  queda  obligado  á  pagar  todas  las  deudas 
y  mandas  del  difunto ,  aun  cuando  importen  mas  que  los 
bienes  hereditarios  ;  mas  el  que  la  acepta  con  beneficio  de 
inventario ,  solo  es  responsable  de  las  deudas  y  mandas  en 
cuanto  alcancen  dichos  bienes  ;  princ.  del  tít.  6,  Part.  6,  y 
ley  S  del  mismo  tít.  y  Part. 

Aunque  estos  dos  modos  de  aceptar  producen  efectos  muy 
diferentes  bajo  algunos  aspectos ,  tienen  sin  embargo  condi- 
ciones que  les  son  comunes  ,  como  vamos  á  ver. 

En  primer  lugar  no  se  puede  aceptar  la  herencia  ni  pura- 
mente ni  bajo  beneficio  de  inventario  sin  que  primero  haya 
muerto  la  persona  á  quien  se  trata  de  suceder,  porque  no 
hay  todavía  sobre  qué  recaiga  la  aceptación  :  Nulla  est  vi~ 
ventis  hceredilas.  De  aquí  es  que  si  por  falsos  rumores  de  la 
muerte  de  un  sugeto  se  pusiera  en  posesión  de  sus  bienes 
como  heredero  el  pariente  mas  inmediato ,  no  por  eso  queda- 
ría ya  con  las  obligaciones  y  derechos  de  heredero ,  aunque 
luego  después  se  realizase  la  muerte.  — Y  no  basta  para  la 
validez  de  la  aceptación  que  haya  muerto  aquel  à  quien  se 
quiere  heredar ,  sino  que  ademas  es  necesario  que  antes  de 
hacerla  lo  supiese  de  cierto  el  aceptante  ,  sin  apoyarse  solo  en 
conjeturasú  opiniones,  pues  la  duda  sobre  dicha  muerte  hace 
nulas  la  aceptación  y  la  renuncia  ;  ley  ift,  tít.  6,  Part.  6.  — 
También  es  indispensable  que  el  aceptante  esté  llamado  á  la 
herencia  en  el  momento  en  que  la  acepta  :  de  que  se  sigue 
que  si  entonces  era  incapaz  de  adquirirla,  v.  gr.,  por  haber 
muerto  civilmente  ,  seria  nula  su  aceptación ,  aun  cuando 
después  cesase  su  incapacidad  por  el  recobro  de  la  vida  civil. 
Sigúese  asimismo  que  si  un  pariente  de  grado  mas  remoto 
aceptase  la  herencia  creyendo  falsamente  que  el  mas  próximo 
habia  renunciado ,  no  podria  tener  efecto  esta  aceptación, 
aunque  luego  el  mas  próximo  llegase  á  renunciar  y  recayese 
así  la  herencia  en  el  primer  aceptante  ;  pues  así  como  nadie 
puede  aceptar  una  sucesión  que  todavía  no  está  abierta , 
tampoco  puede  aceptar  una  sucesión  á  que  no  está  llamado 
en  la  actualidad,  aunque  pueda  estarlo  en  lo  sucesivo. 

La  ley  15,  tít.  6,  Part.  6,  prescribe  que  la  aceptación  de 
herencia  no  pueda  hacerse  por  procurador,  ni  bajo  condición, 
ni  desde  tal  tiempo  ó  hasta  tal  tiempo.  Pero  esta  disposición, 
que  está  tomada  del  derecho  romano,  no  se  fundaba  sino  en 
dos  principios ,  es  á  saber  :  en  el  de  que  la  adición  de  heren- 
cia era  uno  de  aquellos  actos  llamados  legítimos  que  debian 
ejecutarse  con  cierta  .solemnidad ,  puramente  y  por  los  mis- 
mos interesados ,  y  en  el  de  que  nadie  podia  morir  en  parte 
testado  y  en  parte  intestado  ;  y  como  ya  entre  nosotros  han 
perdido  su  fuerza  estos  principios ,  es  natural  que  ya  no  pue- 
í  dan  producir  sus  antiguas  consecuencias.  Así  que,  podrá 
cualquiera  aceptar  la  herencia  por  medio  de  procurador  dán- 
dole al  efecto  poder  especial  ;  y  también  podrá  aceptarla 
desde  tal  tiempo  ó  hasta  tal  tiempo  determinado ,  debiendo 
pasar  la  herencia  á  los  herederos  que  corresponda  según  el 
orden  de  suceder ,  por  el  tiempo  que  no  esté  aceptada ,  como 
acaece  en  el  caso  de  que  el  testador  haya  instituido  heredero 
desde  dia  cierto  ó  hasta  dia  cierto.  Mas  no  diremos  otro  tanto 
de  la  condición ,  porque  hay  otra  razón  mas  grave  que  la 
desecha  :  la  aceptación  condicional  seria  contraria  á  los  de- 
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rechos  de  los  acreedores  ,  quienes  no  podrían  hasta  el  cum- 
plimiento de  la  condición  pedir  al  heredero  el  pago  de  sus 
créditos  ya  vencidos. 

Finalmente ,  no  puede  uno  aceptar  la  herencia Kjue  ha  re- 
nunciado ,  á  no  ser  menor  de  edad  :  mas  si  fuese  descendiente 
tendrá  derecho  á  recobrarla  en  el  término  de  tres  años  ,  con 
tal  que  los  bienes  no  estuvieren  enajenados ,  pues  en  caso 
de  estarlo  no  tendrá  tal  derecho  sino  siendo  menor  de  veinte 
y  cinco  años  ;  leyes  18  y  20 ,  tít.  6 ,  Part.  6. 

Todos  los  indicados  principios  son  comunes  así  á  la  acep- 
tación bajo  inventario  como  á  la  pura  y  simple.  Vamos  ahora 
áver  cómo  se  hace  esta  última. 

La  aceptación  pura  y  simple ,  que  es  la  que  se  hace  llana- 
mente sin  inventariar  los  bienes  de  la  herencia ,  puede  ser 
espresa  ó  tácita  :  es  espresa  cuando  se  toma  el  título  ó  la  ca- 
lidad de  heredero ,  sea  verbalmenle ,  sea  en  un  escrito  autén- 
tico ó  privado  :  es  tácita  cuando  el  heredero  hace  algún  acto 
que  supone  necesariamente  su  intención  de  aceptar,  porque 
no  tendría  derecho  de  hacerlo  sino  en  su  calidad  de  heredero. 
Así  se  colige  de  las  leyes  11  y  18,  tít.  6,  Part.  6. 

La  aceptación  espresa  ofrece  pocas  dificultades.  No  obs- 
tante ,  la  legislación  de  algunos  paises  desecha  la  declaración 
meramente  verbal,  por  la  ocasión  que  puede  dar  á  dudas 
y  litigios ,  á  no  ser  que  se  hagajudicialmente.  La  declaración 
por  escrito  debe  contener  de  un  modo  indudable  la  voluntad 
de  aceptar  ;  pues  suele  suceder  que  muchas  personas  se  apli- 
can inconsideradamente  en  sus  conversaciones  y  en  sus  car- 
tas cuando  fallece  algún  pariente  el  título  de  sus  herederos, 
sin  que  con  esto  quieran  decir  otra  cosa  sino  que  ellos  son 
los  que  por  razón  de  parentesco  tienen  derecho  á  la  herencia. 
Así  que ,  si  anuncio  en  una  carta  que  soy  heredero  de  fulano 
y  que  voy  á  tomar  conocimiento  del  estado  de  sus  bienes ,  no 
por  eso  ha  de  darse  por  sentado  que  acepto  ;  pero  si  escribo 
á  los  acreedores  ó  legatarios  con  la  calidad  de  heredero  pi- 
diéndoles quita  ó  espera  ó  proponiéndoles  una  transacción , 
se  ve  claramente  mi  intención  de  aceptar ,  y  hay  efectiva- 
mente aceptación. 

La  aceptación  tácita  puede  ser  mas  equívoca ,  porque  no 
consiste  sino  en  hechos,  y  hay  hechos  que  dan  lugar  á  serias 
dificultades.  Los  hechos  que  inducen  aceptación  son  todos 
aquellos  actos  que  se  ejecutan  por  el  llamado  á  la  sucesión 
en  las  cosas  de  la  herencia ,  y  que  suponen  necesariamente 
su  intención  de  aceptar,  porque  no  habría  podido  hacerlos 
válidamente  sino  con  la  calidad  de  heredero. 

Debe  reputarse,  pues  ,  que  acepta  la  herencia  el  llamado 
á  ella ,  en  los  casos  siguientes  :  cuando  dispone  á  título  gra- 
tuito ú  oneroso  de  algunos  de  los  bienes  hereditarios ,  sa- 
biendo ó  creyendo  que  pertenecen  á  la  sucesión  ,  pues  que 
hace  ó  cree  hacer  actos  de  propietario  ;  pro  hœrede  enim 
gerere  est  pro  domino  gerere: —  cuando  hipoteca  los  bienes 
hereditarios  ú  otorga  sobre  ellos  servidumbre ,  usufructo  ó 
uso  ,  ó  renuncia  servidumbre  que  tenían  en  su  favor;  pues 
que  es  preciso  ser  dueño  para  poder  hacer  tales  actos  :  — 
cuando  sin  reservarse  el  beneficio  de  inventario,  pone  de- 
manda de  nulidad  ó  rescision  de  un  contrato  que  otorgó  el 
difunto  ,  ó  ataca  su  testamento ,  ó  transige  con  los  legatarios 
ó  acreedores  ,  ó  contesta  ó  sigue  el  pleito  entabla  lo  contra 
el  difunto  ó  contra  él  mismo  como  heredero ,  ó  usa  contra  un 
estraño  ó  contra  sus  coherederos  respectivamente  de  las  ac- 
ciones de  petición  ó  partición  de  herencia  ,  porqu<  todos  es- 
tos actos  suponen  que  mira  la  herencia  como  suya  .; — cuando 
se  pone  en  posesión  de  los  bienes  hereditarios  ,  á  no  ser  que 
simplemente  tome  las  llaves  y  aun  los  títulos  para  evitar  su 
estravío;  cuando  los  alquila  ó  arrienda,  ó  corta  los  árboles  , 
ó  muda  la  forma  de  las  heredades  ó  edificios  ,  ó  vende  sin 
decreto  de  juez  algunos  efectos  ,  ó  exige  las  deudas  ó  entre- 
ga los  legados  :  —  cuando  hace  donación ,  venta  ó  traspaso 
de  sus  derechos  hereditarios ,  sea  á  un  estraño ,  sea  á  uno  ó 
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á  muchos  de  sus  coherederos  ,  porque  en  todos  estos  casos 
ha  obrado  como  propietario,  respecto  de  que  nadie  tiene 
facultad  de  disponer  §ino  de  las  cosas  que  le  pertenecen  :  — 
izando  hace  renuncia  ,  aunque  sea  gratuita  ,  de  tales¡  de- 
rechos en  favor  de  uno  ó  muchos  '  de  sus  coherederos , 
porque  es  obrar  como  propietario  el  privar  á  los  unos  para 
mejorar  á  los  otros  ;  y  también  cuando  hace  la  renuncia  en 
favor  de  todos  sus  coherederos  indistintamente,  si  recibe 
precio  por  ella  ,  mas  no  si  la  hace  gratuitamente ,  porque  en 
el  primer  caso  es  la  renuncia  una  verdadera  venta,  y  en  el 
segundo  no  tiene  otros  efectos  que  los  de  una  renuncia  pura  ' 
y  simple  :  —  cuando  siendo  heredero  legítimo  oculta  ó  sus- 
trae alguna  cosa  de  la  herencia ,  mas  siendo  estraño  solo 
queda  obligado  á  la  restitución  del  doble;  leyes  9  y  12,  tít. 
6,  Part.  6. 

Todos  estos  actos  y  otros  semejantes  son  actos  de  propie- 
tario y  por  consiguiente  de  heredero ,  según  los  principios 
sentados  en  la  ley  11,  tít.  6,  Part.  6  :  de  manera  que  las 
protestas  que  al  mismo  tiempo  hiciese  el  llamado  á  la  heren- 
cia de  que  no  por  eso  queriá  ser  heredero  ,  no  podrían  sur- 
tir su  efecto,  porque  serian  contra  la  naturaleza  de  las 
cosas. 

Hay  algunos  actos  de  que  puede  dudarse  si  llevan  ó  no 
consigo  la  aceptación.  ¿Son,  por  ejemplo ,  actos  de  heredero 
el  acusar  al  asesino  del  difunto  y  el  intentar  la  acción  de 
incapacidad  ó  indignidad  contra  un  coheredero  ?  La  acusa- 
ción del  asesinato  no  es  acto  de  heredero,  pues  está  bas- 
tante motivada  en  la  calidad  de  pariente ,  y  aun  á  veces 
es  necesaria  para  no  ser  escluido  como  indigno  ;  pero  el  que 
entabla  la  acción  de  incapacidad  ó  indignidad  contra  un  co- 
heredero ,  practica  sin  duda  alguna  un  acto  de  heredero, 
pues  por  el  mismo  hecho  pide  para  sí  la  herencia. 

¿  Es  acto  de  heredero  el  dar  poder  á  un  tercero  para  acep- 
tar? El  poder  ó  mandato  dado  simplemente  para  aceptar  la 
herencia ,  ó  para  aceptar  ó  repudiar  á  voluntad  del  manda- 
tario ,  no  produce  por  sí  mismo  aceptación ,  porque  no  es 
mas  que  un  proyecto  de  aceptar  que  puede  revocarse  antes 
que  se  ponga  en  ejecución  :  mas  si  el  poder  contuviese  al 
mismo  tiempo  la  orden  de  pedir  la  partición ,  de  vender  los 
bienes,  de  exigir  las  deudas  ó  de  hacer  cualquiera  otra  cosa 
que  el  heredero  no  podría  ejecutar  sin  reputarse  aceptante  , 
resultaría  entonces  verdadera  aceptación  ,  porque  no  se  pue- 
de dar  poder  para  enajenar  v.  gr.  un  fundo  de  la  herencia 
sin  considerarse  dueño  de  este  fundo ,  y  por  consiguiente 
sin  aceptar  la  sucesión  á  que  pertenece. 

El  heredero  que  siendo  al  mismo  tiempo  legatario  se  pone 
por  sí  mismo  en  posesión  de  la  cosa  legada  ,  ¿se  entiende 
que  por  este  hecho  acepta  la  sucesión?  La  acepta,  porque  el 
legatario  no  puede  con  esta  sola  calidad  ponerse  en  posesión 
de  la  cosa  legada,  sino  que  debe  pedir  su  entrega  á  los  he- 
rederos. 

¿Qué  diremos  del  heredero  que  siendo  acreedor  ó  propie- 
tario de  una  cosa  que  se  halla  en  la  herencia,  la  toma  por 
sí  mismo?  Unos  creen  que  hace  acto  de  heredero,  porque  la 
calidad  de  acreedor  no  da  derecho  sino  para  pedir  la  deuda 
á  los  que  deban  pagarla  :  mas  otros  sostienen  que  no  hace 
acto  de  heredero  por  solo  el  hecho  de  ponerse  en  posesión 
de  la  cosa  debidn  ,  porque  aunque  haga  lo  que  no  debe  ha- 
cer, no  hace  lo  bastante  para  ser  heredero,  esto  es,  un  acto 
que  suponga  su  intención  de  aceptar.  Esta  última  opinion 
parece  la  mas  jauta.  ¿No  seria,  por  ejemplo,  un  absurdo  el 
decidir  que  el  heredero  que  había  prestado  su  caballo  al  di- 
funto queda  obligado  á  las  consecuencias  de  una  aceptación 
por  solo  el  hecho  de  recobrarle  sin  esperar  á  que  se  lo  en- 
treguen los  demás  herederos  que  tal  vez  se  hallan  au- 
sentes? 

¿Qué  resolver  en  fin  acerca  del  heredero  que  paga  las 
deudas  del  difunto  ?  O  las  paga  con  los  bienes  de  la  herencia 


ó  con  los  suyos  propios.  Si  las  paga  con  los  bienes  heredi- 
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taños  ,  hace  acto  de  heredero  ,  porque  cí  que  paga1  una  deu- 
da debe  ser  propietario  de  la  cosa  dada  en  pagó. Tp irle 
poder  trasladar  su  dominio  al  acreedor  qué  la  recibe. 
paga  con  sus  propios  fondos,  no  hace  acto  de  heredero, 
porque  si  se  ve  todos  los  dias  que  se  pagan  las  deudas  de 
un  amigo  y  aun  de  un  estraño  por  pura  benevolencia  sin 
mandato  alguno  de  su  parte,  ¿no  podrá  hacerse  otro  tanto 
en  honor  de  la  memoria  de  un  pariente,  de  un  bienhechor, 
de  un  padre?  Como  quiera  que  sea,  no  puede  decirse  que 
la  intención  del  heredero  que  pagó  con  su  dinero  la  deuda 
del  difunto  era  necesariamente  la  de  aceptar  la  herencia  , 
pues  que  podia  tener  otra..  El  heredero  en  semejante  caso 
habrá  pensado  naturalmente  qué  si  se  determinaba  luego  à 
la  admisión  de  la  herencia  no  hacia  mas  que  su  propio  ne- 
gocio ,  y  que  si  la  repudiaba  podría  reclamar  su  reembolso 
de  los  que  aceptasen,  contra  quienes  tendría  cuando  menos 
la  acción  negotiorum  geslorum. 

Réstanos  echar  una  ojeada  sobre  los  actos  que  no  suponen 
aceptación,  porque  se  consideran  meramente  conservatorios, 
de  vigilancia  ó  cuidado,  y  de  administración  provisoria. 
Gomo  la  ley  concede  cierto  plazo  para  deliberar  si  conviene 
ó  no  la  admisión  de  la  herencia ,  ó  para  hacer  inventario  en 
el  caso  de  que  se  acepte  con  este  beneficio ,  y  no  sea  justo 
que  entretanto  queden  los  bienes  hereditarios  en  absoluto 
abandono,  tiene  facultad  el  heredero  para  cuidarlos  y  admi- 
nistrarlos provisionalmente  ,  conservando  la  libertad  de  to- 
mar después  el  partido  que  mas  le  convenga  ;  pero  debe 
ceñirse  precisamente  á  los  actos  que  se  reputan  meramente 
conservatorios  y  de  urgencia.  Tales  son  pagar  los  gastos  de 
entierro;  cuidar  del  sustento  de  la  familia,  así  como  de  las 
caballerías  y  ganados;  tomar  medidas  para  evitar  la  pérdida 
ó  menoscabo  de  los  bienes  ;  hacer  las  reparaciones  que  sean 
necesarias  y  no  admitan  dilación;  pagar  las  deudas  qué  tu- 
vieren dia  cierto  y  pena  asignada  ;  vender  con  autorización 
del  juez  las  cosas  que  no  pueden  conservarse  sin  peligro  ó 
sin  gran  dispendio  ;  impedir  que  se  vayan  los  inquilinos  sin 
pagar  los  alquileres;  hacer  ó  renovar  los  arrendamientos  que 
por  razón  de  las  épocas  no  puedan  diferirse  sin  perjuicio  ; 
coger  los  frutos  que  hayan  llegado  á  su  estado  de  madurez  ; 
hacer  protestar  las  letras  de  cambio  que  no  se  pagaren  ; 
interrumpir  las  prescripciones  que  corrieren  á  favor  de  los 
deudores  de  la  sucesión  ó  de  los  detentadores  de  los  bienes 
que  forman  parte  de  ella;  y  en  fin  practicar  todas  aquellas 
cosas  cuya  omisión  habria  de  causar  daño  á  los  que  hubie- 
sen de  haber  la  herencia.  Todos  estos  actos  pueden  ejecu- 
tarse por  el  heredero,  sin  que  por  ello  se  entienda  que  acepta 
la  sucesión'  :  mas  para  evitar  toda  duda  y  comprometimien- 
to, hará  bien  de'  protestar  ante  hombres  buenos  ,  y  mejor 
ante  el  juez,  que  no  se  encarga  de  los  bienes  hereditarios 
.con  intención  de  ser  heredero  ,  sino  con  el  fin  de  precaver 
su  pérdida  ó  deterioro.  Véanse  las  leyes  3  y  1 1 ,  tít.  6 , 
Part,  6. 

Guando  aquel  á  quien  se  defiere  una  herencia  fallece  sin 
haberla  repudiado  ni  admitido  espresa  ó  tácitamente,  po- 
drán sus  herederos  aceptarla  ó  repudiarla  si  era  heredero 
legítimo ,  pero  no  si  lo  era  estraño.  Así  se  deduce  de  la.¡ 
leyes  2  y  15,  tít.  6,  Parí.  6.  Muere  Antonio,  por  ejemplo, 
y  le  sucede  su  hijo  Pedro,  quien  fallece  igualmente  sin  acep- 
tar la  sucesión  de  Antonio  :  los  herederos  de  Pedro ,  séanlo 
por  testamento  ó  abintestato ,  pueden  aceptar  la  herencia 
de  Antonio  si  la  creen  ventajosa ,  ó  bien  repudiarla  si  es  one- 
rosa para  atenerse  solo  á  la  dePedro  ,  siendo  necesario  para 
ejercer  los  derechos  de  Pedro ,  que  'se  constituyan  herederos 
de  este  mismo  :  mas  si  Pedro  no  fuese  sucesor  legitimo  de 
Antonio,  sino  estraño,  no  podrían  entonces  sus  herederos 
aceptar  ni  repudiar  la  herencia  de  este  último.  La  razón  de  la 
diferencia  consiste  en  que  el  heredero  legítimo  ,  como  es  he- 


redero  por  derecho  ,  trasmite  desde  luego  la  herencia  á  sus 
herederos;  pero  el  heredero  estraño,  como  que  antes  de  la 
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adición  no  tiene  la  herencia  sino  solo  su  esperanza ,  no  puede 
trasmitirla  sino  después  de  aceptada,  y  de  aquí  la  regla 
Hceredilas  non  adita  non  transmillilur.  Esta  razón ,  sin  em- 
bargo, como  otras  muchas  del  derecho  romano  de  que  está 
tomada  ,  no  deja  de  ser  mas  sutil  que  sólida  ;  y  asi  es  que 
no  se  ha  tenido  en  consideración  por  algunas  legislaciones  , 
v.  gr.  por  las  de  Aragon  y  de  Francia.  Cualquiera  heredero, 
sea  legítimo  ó  estraño ,  tiene  derecho  de  aceptar  la  herencia 
que  se  le  defiere  :  este  derecho  no  es  propiamente  una  es- 
peranza, pues  nadie  la  tiene  de  lo  que  depende  de  sí  mis- 
mo; es  por  el  contrario  una  facultad,  un  derecho  verdadero 
y  actual  de  que  puede  á  su  arbitrio  el  heredero  hacer  ó  no 
hacer  uso  ;  un  derecho  pecuniario  y  no  esclusivamente  inhe- 
rente á  la  persona;  un  derecho  que  siempre  es  derecho,  ya 
se  constituya  por  la  ley  ,  ya  por  testamento'.  Si  la  herencia 
pues  se  compone  de  todos  los  derechos  del  difunto ,  ¿  por- 
qué se  ha  de  escluir  el  derecho  que  tenia  el  mismo  de  acep- 
tar ó  repudiar  una  sucesión?  y  si  pasa  á  los  herederos  en  un 
caso,  ¿porqué  no  ha  de  pasar  en  otro?  Véase  Beneficio  de 
deliberación. 

Personas  capaces  de  aceptar  la  herencia. 

Puede  aceptar  la  herencia  que  le  pertenece  toda  persona 
que  es  capaz  de  contratar ,  porque  mediante  la  aceptación 
de  la  herencia  contrae  el  heredero  ,  si  no  formal  al  menos 
tácitamente ,  con  los  acreedores  del  difunto  y  sus  legatarios 
la  obligación  de  pagar  las  deudas  y  entregar  los  legados;  y 
como  la  ley  ha  declarado  á  ciertas  personas  incapaces  de 
celebrar  contratos ,  ha  tenido  que  negar  á  las  mismas  la  fa- 
cultad de  aceptar  herencias.  Tales  son  en  general  los  hijos 
de  familia,  los  menores,  los  locos  ó  mentecatos,  los  pródi- 
gos y  las  mujeres  casadas  que  no  están  autorizadas  al  efecto. 

El  hijo  de  familias,  que  es  el  que  está  bajo  la  patria  potes- 
tad, no  puede  aceptar  sin  otorgamiento  del  padre  la  herencia 
profecticia,  esto  es,  la  herencia  que  se  le  deja  con  intención 
de  que  la  adquiera  para  su  padre  ;  pero  bien  puede  aceptar 
por  sí  mismo  la  herencia  adventicia ,  esto  es ,  la  que  le  viene 
por  parte  de  madre  ó  de  otro  cualquiera  que  se  la  deja  para 
él  ;  y  aun  puede  aceptarla  el  padre  á  nombre  y  por  ausencia 
del  hijo.  El  infante  ó  menor  de  siete  años,  el  mentecato  ó 
loco ,  y  el  pródigo  declarado  judicialmente ,  no  pueden  por 
sí  mismos  aceptar  ni  adquirir  la  herencia  que  les  pertenece; 
pero  pueden  aceptarla  por  ellos  sus  tutores  ó  curadores ,  es- 
timándola ventajosa.  Si  el  menor  de  siete  años  instituido 
heredero  se  hallare  bajo  la  patria  potestad,  podrá  el  padre 
aceptar  la  herencia  por  él;  y  aun  podrá  también  tomarla 
para  sí  mismo ,  muriendo  el  hijo  antes  de  los  siete  años  y  de 
la  aceptación  de  ella.  El  menor  de  catorce  años  que  estu- 
viese bajo  la  patria  potestad  ó  en  tutela,  no  puede  aceptar 
la  herencia  sino  con  otorgamiento  de  su  padre  ó  tutor  ;  y  no 
estando  en  poder  de  ninguno ,  no  la  puede  admitir  sin  licen- 
cia ó  aprobación  del  juez  del  lugar.  El  mayor  de  catorce  y 
menor  de  veinte  y  cinco ,  que  no  está  bajo  la  patria  potes- 
tad ,  ni  en  poder  de  curador,  puede  aceptar  y  adquirir  por 
sí  mismo  la  herencia  ;  pero  si  le  fuere  gravosa ,  tendrá  el 
arbitrio  de  arrepentirse  despues  y  repudiarla  por  el  derecho 
de  restitución  con  permiso  judicial  y  audiencia  de  los  acree- 
dores del  difunto.  Leyes  i  3,  tít.  6  y  7,  tít.  19,  Part.  6. 

La  mujer  casada  no  puede  aceptar  la  herencia  sin  consen- 
timiento de  su  marido  ,  á  no  ser  bajo  inventario,  ni  tampoco 
repudiarla  ;  ley  S!t  de  Toro.  La  razón  es  que  el  marido  tiene 
interés  en  las  herencias  que  se  defieren  á  la  mujer,  porque 
sus  frutos  pertenecen  á  la  clase  de  bienes  gananciales ,  que 
son  comunes  á  entrambos.  Véase  Mujer  casada. 


Efectos  de  la  aceptación  pura  y  simple.  >o  ed 

I  l¿  GlííIOfií 


El  efecto  de  la  aceptación  se  retrotrae  al  dia  de  la  apertura 
de  l'a  sucesión,  esto  es,  ál  dia  de  la  muerte  de  la  persona  á 
quien  se  sucede.  Y  con  respecto  á  este  punto  no  hay  diferen- 
cia alguna  entre  la  aceptación  con  inventario,  y  la  acepta- 
ción pura  y  simple.  Hceres  quandoque ,  decia  el  derecho  ro- 
mano ,  adeundo  hœreditatem ,  jam  tune  à  morte  successisse 
de  fundo  intelligilur.  Mas  no  se  deduzca  de  aquí  que  entre 
nosotros  ,  así  como  entre  los  Romanos,  no  puede  uno  ser  he- 
redero de  una  persona  por  un  tiempo  sin  serlo  por  otro  ,  sea 
anterior  ó  posterior.  La  calidad  de  heredero  era  entre  aque- 
llos indivisible  :  el  que  una  vez  llegaba  á  ser  heredero  de 
alguna  persona  no  podia  ya  menos  de  serlo  siempre  ,  semel 
hieres,  semper  hceres.  En  este  mismo  artículo  hemos  indicado 
mas  arriba  los  principios  en  que  se  apoyaba  esta  decisión, 
añadiendo  que  están  derogados  indirectamente  por  la  ley  \ , 
til.  d8,  lib.  10.  Nov.Rec,  y  que  así  como  después  de  esta 
ley,  á  pesar  de  la  ley  1S,  tít.  3,  Part.  6 ,  vale  la  institution 
de  heredero  hasta  tiempo  cierto  ó  desde  tiempo  cierto,  debe 
valer  también  la  aceptación  hecha  del  mismo  modo,  como  que 
ambas  cosas  son  correlativas.  La  regla  pues  que  se  ha  esta- 
blecido al  principio,  solo  debe  aplicarse  á  la  aceptación  que 
se  hace  llanamente  sin  limitación  de  tiempo  ,  ó  al  menos  sin 
designación  de  una  época  desde  que  haya  de  producir  por 
resultado  la  adquisición  de  la  herencia. 

Supuesto  que  el  efecto  de  la  aceptación  se  retrotrae  al  dia 
de  la  apertura  de  la  sucesión  ,  que  equivale  á  decir  que  en 
cualquiera  época  que  acepte  el  heredero  es  lo  mismo  que  si 
hubiese  aceptado  en  el  momento  en  que  murió  la  persona  á 
quien  hereda  ,  se  sigue  de  aquí  : 

i°.  Que  renunciando  algún  heredero  ,  se  entiende  que  el 
sustituto ,  si  le  tiene  ,  ó  en  su  defecto  los  demás  conjuntos  ó 
los  siguientes  en  grado  ó  llamamiento  si  es  único  el  renun- 
ciante, han  sido  herederos  de  la  parte  repudiada  desde  la 
apertura  de  la  sucesión,  con  tal  que  la  acepten1.  Digo  coa  tal 
que  la  acepten ,  pues  no  puede  ya  sostenerse ,  que  si  uno  do 
dos  coherederos  renuncia  su  parte  está  el  otro  obligado  á  lo- 
marla ó  á  dejar  la  suya,  como  lo  prescribía  la  ley  Ig,  tít.  65 
Part.  (î ,  y  lo  sientan  comunmente  los  autores.  Estos  y  aquella 
se  fundan  en  el  principio  romano  de  que  nadie  podia  morir 
en  parte  testado  y  en  parte  intestado,  el  cual  quedaría  in- 
fringido si  una  parte  de  la  herencia  pasaba  al  heredero  testa- 
mentario y  la  otra  al  legítimo  ;  pero  como  ya  está  abolido 
este  principio  por  las  leyes  recopiladas ,  de  manera  que  si 
un  testador  dispone  solo  de  cierta  parte  de  sus  bienes,  no  se 
los  lleva  todos  como  antiguamente  el  heredero  instituido  en 
la  parte  ,  sino  que  pertenece  el  resto  de  qué  no  se  dispuso  á 
los  herederos  llamados  por  la  ley,  no  puede  haber  ya  incon- 
veniente alguno  en  que  un  heredero  acepte  su  parte  y  deje 
que  la  otra  renunciada  por  su  compañero  vaya  á  quien  cor- 
responda. Véase  Derecho  de  acrecer  y  Renuncia  de  herencia. 

2o.  Que  si  el  heredero  que  renunció  la  herencia  quiere 
luego  aceptarla  dentro  del  término  que  le  concede  la  ley,  por 
ser  menor  ó  descendiente,  según  se  ha  manifestado  mas  ar- 
riba, se  tendrá  igualmente  por  datada  su  aceptación,  á  pesar 
de  su  renuncia  primitiva ,  desde  el  momento  en  que  murió 
la  persona  de  cuya  sucesión  se  trata. 

5o.  Que  el  heredero  que  no  acepta  sino  mucho  tiempo  des- 
pués de  la  apertura  de  la  sucesión ,  tiene  el  mismo  derecho 
á  los  frutos  desde  el  fallecimiento ,  que  si  hubiese  aceptado 
entonces  ;  porque  todos  los  frutos  se  consideran  parte  de  la 
herencia,  vengan  antes  ó  después  de  la  aceptación,  fruclus 
enim  omnes  augent  hœreditatem,  sive  anle  illam  aditam, 
sive  post  aditam ,  accesserinl  ;  pero  con  la  diferencia  de  que 
el  poseedor  de  buena  fe  no  está  obligado  á  darle  la  estimación 
de  los  frutos  consumidos,  sino  solo  los  frutos  existentes  al 
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de  los  gastos  de  labor  y  recolección ,  a^pa^Oj^^^l^o^pe^of, 
<fe¡  mW^m  s^ûj^be^p^rega.FH  ^srffj¡Bto§f^V(n6uií?i<íofcy 
e^is^nteshnSinq también, los  que  lmbi^raipodido-percibir  y- 
no  percibió  por  su  negligencia,  bien  que  con  deducción  de 
gastos;  ley  4,  tít.  14,  Part.  6.  Véase  Poseedor  de  buena  y 
de  mala  fe. 

4o.  Que  pueden  correr  y  cumplirse  las  prescripciones  en 
beneficio  suyo  durante  el  tiempo  intermedio  ;  pues  que  los 
terceros  interesados  en  su  interrupción  podrían  intentarla , 
ya  procediendo  contra  el  mismo  heredero  que  se  veria  pre- 
cisado entonces  á  tomar  un  partido,  ya  haciendo  nombrar 
un  curador  ó  defensor  de  la  herencia  yacente  contra  quien 
ejerciesen  sus  derechos  en  caso  de  ignorarse  el  paradero  de 
aquel. 

S°.  Que  del  mismo  modo  pueden  correr  las  prescripciones 
contra  él ,  porque  la  herencia  yacente  representa  la  persona 
del  difunto ,  hcereditas  suslinet,  personam  defuncti ,  y  el  here- 
dero debe  imputarse  su  negligencia ,  la  cual  no  puede  per- 
judicar á  tercero.  Véase  Prescripción. 

6o.  Que  cada  uno  de  los  coherederos  debe  considerarse 
heredero  único  de  todos  los  efectos  comprendidos  en  su  lote 
desde  la  muerte  del  difunto ,  aunque  la  partición  no  se  hu- 
biese hecho  sino  mucho  tiempo  después. 

7o.  Que  por  su  aceptación  pura  y  simple  queda  sujeto  el 
heredero  á  la  obligación  de  satisfacer  las  deudas  que  dejó  el 
difunto  ,  y  de  entregar  las  mandas  que  hizo ,  aun  cuando  irn- 
porten  mucho  mas  que  los  bienes  hereditarios  ;  leyes  5  y  1  0 , 
tít.  6,  Part.  6.  Hay,  no  obstante  ,  algunos  casos  en  que  el 
heredero  no,  está  obligado  á  pagar  mas  de  lo  que  valga  la 
herencia,  aunque  la  haya  aceptado  pura  y  simplemente. 
Tales  son  los  siguientes:  —  Io.  Cuando  el  heredero  goza  del 
Beneficio  de  competencia  con  respecto  á  los  acreedores  y  le- 
gatarios :  —  2o.  Cuando  el  testador  exime  á  su  heredero  di- 
recta ó  indirectamente  de  la  formación  de  inventario,  lo  cual 
puede  hacer  en  perjuicio  de  los  legatarios  mas  no  de  los  acree- 
dores :  —  5o.  Cuando  el  heredero  no  aceptó  la  herencia  libre- 
mente, sino  por  violencia  ó  inducido  á  ello  por  dolo  ó  malicia 
de  los  acreedores  ó  legatarios  :  —  4°.  Cuando  en  la  acepta- 
ción padeció  el  heredero  error  involuntario ,  inculpable  ó  in- 
vencible ,  como  si  creyendo  al  principio  que  la  herencia  era 
cuantiosa  se  descubren  después  deudas  ó  pérdidas  conside- 
rables que  la  absorben  enteramente  ;  pero  como  esta  escep- 
cion  podria  destruir  la  regla  general ,  no  debe  admitirse  sino 
en  algún  caso  muy  raro  :  —  5o.  Cuando  los  acreedores  y  lega- 
tarios confiesan  no  haber  mas  bienes  en  la  herencia,  pues 
así  se  desvanece  la  presunción  en  que  se  fundó  la  ley  para 
hacer  responsable  al  heredero  por  falta  de  inventario  :  —  6o. 
Cuando  el  heredero,  por  serlo  forzoso,  tiene  derecho  á  per- 
cibir legítima,  pues  aunque  haya  dejado  de, hacer  inventario 
la  deducirá  después  de  las  deudas  y  antes  de  los  legados  : 
—  7o.  Cuando  el  heredero  menor  de  edad  que  no  tenia  padre 
ni  curador,  padeció  lesión  en  haber  aceptado ,  pues  probán- 
dola con  audiencia  de  los  acreedores,  se  le  concederá  la  res- 
titución y  volverá  la  herencia  al  estado  que  tenia  antes  de 
ser  aceptada;  ley  7,  tít.  19,  Part.  6.  Todas  estas  escepciones 
se  apoyan  en  la  razón  y  en  la  opinion  de  varios  autores. 

8o.  Que  si  el  heredero  es  acreedor  ó  deudor  del  difunto,, 
su  deuda  activa  ó  pasiva  queda  estinguida  del  todo  por  la 
confusion  desde  la  muerte  de  este  último  ,  ó  hasta  t'a  cantidad 
concurrente  de  su  parte  hereditaria  si  solo  es  heredero  par- 
cial. Mas  esta  confusion  no  impide  que  se  tome  en  cuenta  la 
deuda  para  calcular  la  legítima  que  se  debiere  al  heredero 
en  caso  de  que  el  difunto  hubiese  dejado  en  mandas  mayor 
cantidad  que  la  que  cabia  en  la  parte  disponible  ;  porque  la 
onfusion  mas  bien  estingue  la  acción  que  el  derecho ,  potiüs 
ximit  personamab obligatione,  quant  extinguilobligationem, 
especto  de  que  nadie  puede  proceder  contra  sí  mismo. 


¿98, .Finalmente <, el /heredera .mediante;, m f^èptaeîpa  ggef 
priKa^l.djTOchp  dift^odieir'ffQnBnciatijáí.nQ.sftruquerse. halte' ! 
eu^algmiq,  de,losiÇSSQs;en  que>laley  le  autoriza  para  recla- 
m$rr,Ç(Ontta  su  aceptación  por  causa  de  menor  edad,  violencia 
ó  dolo,  como  se  ha  indicado  mas  arriba  ;  ley  18,  ííí.6,  Part. 
6.  Véase  Renuncia  de  herencia. 

Como  la  aceptación  tiene  consecuencias  que  pueden  ser 
tan  graves  para  el  que  la  otorga,  ha  introducido  la  ley  dos 
beneficios  de  que  puede  usar  el  heredero  para  precaverse  de 
los  peligros  á  que  pudiera  esponer .e  la  admisión  pura  y 
simple  de  la  herencia.  Tales  son  el  Derecho  de  deliberar  y 
el  Beneficio  de  inventario  :  por  el  primero  se  le  concede 
cierto  plazo  para  que  pueda  averiguar  los  bienes  y  deudas 
de  la  herencia  y  resolver  en  su  vista  si  le  conviene  mas  ad- 
mitirla ó  repudiarla  :  por  el  segundo  se  le  concede  la  facultad 
de  no  quedar  obligado  á  las  deudas  y  cargas  sino  en  cuanto- 
monten  los  bienes  hereditarios  ,  con  tal  que  tenga  cuidado 
de  hacerlos  constar  por  medio  de  inventario.  De  cada  uno 
de  estos  beneficios  se  hablará  con  separación  en  los  artículos 
Beneficio  de  deliberación  ,  y  Be?ief¡.cio  de  inventario. 

ACEPTACIÓN  de  legado.  El  acto  por  el  cual  mani- 
fiesta un  legatario  que  quiere  tomar  la  manda  ó  legado  que 
le  dejó  el  testador.  No  es  necesario  que  sea  espresa ,  pues 
también  puede  realizarse  tácitamente,  como  v.  gr.  presen- 
tando demanda  contra  el  heredero  ó  albacea  para  la  entrega 
de  la  cosa  legada ,  ó  usando  de  esta  como  propietario. 

No  puede  obligarse  al  legatario  á  aceptar  el  legado,  porque, 
según  dice  en  general  la  ley  13,  lit.  53,  Part.  7,  non  pue- 
de home  dar  beneficio  á  otro  contra  su  voluntad ,  beneficium 
invito  non  datur.  Pero  si  el  legado  lleva  alguna  carga  im- 
puesta por  el  testador,  y  el  legatario  no  acepta  ni  repudia , 
podrá  el  interesado  en  el  cumplimiento  déla  carga  pedir  que 
se  le  obligue  judicialmente  á  manifestar  su  intención  dentro 
de  cierto  plazo. 

Para  que  la  aceptación  del  legado  sea  válida ,  es  necesario  : 
—  Io.  que  el  legatario  sea  capaz  de  recibir  legados ,  según  se 
dirá  en  la  palabra  Legatario  :  —  2o.  que  haya  muerto  el  tes- 
tador, porque  el  legado  es  parte  de  la  herencia  y  no  hay  he- 
rencia de  una  persona  viva  :  —  3o.  que  sepa  el  legatario  la 
calidad  con  que  se  le  deja  la  cosa  ;  pues  si  aceptase  como  do- 
nación entre  vivos  lo  que  se  le  defiere  como  legado  ,  este 
error  no  podria  menos  de  anular 'el  acto  :  —  4o.  que  siendo 
condicional  ó  á  dia  cierto  el  legado  ,  no  se  acepte  sino  des- 
pués que  se  cumpla  la  condición  ó  llegue  el  dia ,  pues  antes 
de  esta  época  no  puede  exigirlo  el  legatario  :  lo  cual  no  im- 
pide que  este  pueda  hacer  contratos  con  el  heredero ,  sea 
para  convertir  su  legado  en  puro  y  simple ,  sea  para  que  se 
lo  entregue  desde  luego  por  entero  ó  con  alguna  rebaja  :  — 
b°.  que  se  acepte  todo  el  legado  por  entero ,  ya  sea  que  con- 
sista en  una  sola  cosa ,  como  v.  gr.  en  un  caballo ,  ya  sea  que 
contenga  muchos  objetos  reunidos  que  formen  un  conjunto 
designado  con  un  solo  nombre,  v.  gr.  un  rebaño  de  ovejas  , 
porque  el  legatario  no  puede  aceptar  una  parte  del  mismo 
legado  y  repudiar  la  otra  ;  ley  56 ,  til.  9  ,  Part.  6.  Sin  em- 
bargo, como  los  derechos  activos  de  un  difunto  se  dividen  á 
su  muerte  entre  todos  sus  herederos ,  si  el  legatario  llegare 
á  fallecer  antes  de  aceptar  el  legado  bien  podrá  cada  cual  de 
sus  herederos  aceptar  la  parte  que  le  toque  en  la  cosa  legada 
á  su  autor  ó  causante,  aunque  los  otros  no  quieran  la  suya, 
ya  sea  el  legado  de  una  cosa  sola  ó  de  muchas  que  formen 
cuerpo  ;  d.  ley  36.  Estas  disposiciones  están  comprendidas 
en  estas  breves  palabras  del  derecho  romano  :  Legatarios 
pro  parle  acquirere ,  pro  parle  repudiare  legalum  non  potest, 
hœredes  autem  hujus  possunt,  ut  aller  eorum  partent  suam 
acquirat ,  aller  repudiet.  —  Si  el  testador  dejó  muchas  cosas 
distintas  á  una  misma  persona  ,  sea  en  una  sola  cláusula  ó 
en  diversas,  podrá  entonces  el  legatario  aceptar  de  ellas  la 
que  quisiere  y  repudiar  las  otras;  d.  ley  36.  Así  que,  si  yo 
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íego  á  Francisco  una  casa,  una  viííaríyían^^ttáH'1  pocha 
Francisco  tomár-et>6aballo  y  dejara  casa  y  la  viña,  porque 
aqsí  hay  tantos  legádoscomo  cosas  :  Sed-duobus  lef/dlis  re- 
ndis, umim  quidem  repudiare,  alterumvero  amplecti  potest. 
Pero  si  el  testador  legase  á  uno  dos  cosas ,  una  con  grava- 
men y  otra  sin  él ,  debe  el  legatario  aceptar  la  una  y  la  otra 
ó  repudiarlas  ambas  ;  d.  ley  36. 

La  razón  que  se  atribuye  á  la  ley  para  establecer  la  nece- 
sidad de  aceptar  el  legado  por  entero  y  no  en  parte ,  es  que 
la  .voluntad,  del  testador,  como  una  é  individua  ,  no  puede 
dividirse;  y  de  aquí  es  que  si  el  testador  dejase  su  legado 
por  partes  en  diferentescláusulasú  oraciones,  como  si  dejaba 
primero  á  una  misma  persona  la  mitad  de  su  ganado  y  des- 
pués la  otra  mitad ,  dicen  los  autores  que  podría  entonces  el 
legatario  aceptar  la  parte  que  quisiese  y  repudiar  la  que  no 
le  acomodase,  porque  en  tal  caso  el  mismo  testador  dividió 
su  voluntad,  y  cada  parte  viene  á  ser  un  legado.  No  sé  si 
esta  razón  será  muy  satisfactoria  y  convincente  para  otros 
•que  para  los  romanistas.  Mientras  no  pueda  demostrarse  que 
el  testador  ha  manifestado  directa  ó  indirectamente  ser  su 
voluntad  que  el  legado  se  reciba  ó  repudie  en  el  lodo ,  no 
parece  debe  haber  inconveniente  en  su  aceptación  parcial , 
pues  que  lejos  de  ser  esta  perjudicial  á  persona  alguna,  se- 
ria por  el  contrario  ventajosa  al  heredero  ó  al  individuo  en 
quien  recayese  la  parte  repudiada.  Si  toda  prohibición  es 
un  mal  porque  disminuye  la  libertad  que  es  un  bien  ,  y  si 
por  consiguiente  no  debe  establecerse  aquella  sino  en  el 
caso  de  que  produzca  mas  bienes  que  males,  es  claro  que  no 
ha  de  impedirse  al  legatario  la  libertad  de  admitir  en  el  todo 
ó  en  parte  la  manda  que  se  le  deja,  mientras  esta  facultad 
no  traiga  perjuicios  ó  inconvenientes  que  se  eviten  por  la 
prohibición. 

•  ACEPTACIÓN  de  letra  de  cambio.  En  el  comercio  es  - 
un  acto  en  cuya  virtud  la  persona  á  quien  se  presenta  una 
letra  girada  contra  ella ,  se  constituye  deudora  de  su  im- 
porte, obligándose  á  pagarlo  vencido  que  sea  el  plazo.  Este 
acto  no  consiste  en  otra  cosa  que  en  poner  en  la  letra  la  pa- 
labra acepto  ó  aceptamos  y  la  firma.  Las  disposiciones  del 
Código  de  comercio  relativas  á  la  aceptación  de  las  letras 
son  las  siguientes  (l). 

Art.  45d.  «  La  persona  á  cuyo  cargo  está  girada  una  letra 
de  cambio  á  plazo  ,  cualquiera  que  sea  la  forma  en  que  este 
se  halle  espresado  en  ella  ,  está  obligada  á  aceptarla  ,  ó  á 
manifestar  al  tenedor  los  motivos  que  tenga  para  negar  su 
aceptación.  » 

=  La  aceptación  es  una  garantía  que  forma  uno  de  los 
caracteres  de  la  letra  de  cambio,  y  aun  es  una  formalidad 
indispensable ,  cuando  la  letra  está  girada  á  muchos  dias  , 
meses  ó  usos  vista  ;  porque  entonces  no  se  fija  el  vencimiento 
¡¡sino  por  la  aceptación ,  ó  en  defecto  de  esta  por  el  protesto. 
TEstán  interesados  en  la  aceptación  tanto  el  librador  como  el 
tenedor  de  la  letra  :  el  primero,  por  no  esponerse  á  las  con- 
secuencias que  le  originaria  la  falta  de  aceptación ,  como 
luego  veremos  ;  y  el  segundo  ,  por  tener  esta  garantía  y  ver 
•desaparecer  el  temor  de  un  entorpecimiento  que  pudiera 
.oponerse  á  sus  especulaciones.  Exige  pues  el  interés  de  am- 
■  -bos  que  el  sugeto  contra  quien  se  giró  la  letra  de  cambio  á 
plazo ,  la  acepte  sin  demora  ó  manifieste  los  motivos  de  su 
negativa,  ya  para  que  en  aquel  caso  le  sirva  de  seguridad  y 
gobierno  ,  ya  para  que  en  este  puedan  tomar  respectiva- 
mente las  medidas  que  mas  les  convengan  y  usar  de  su  de- 
recho. 

Art.  456.  «  La  aceptación  de  las  letras  de  cambio  debe 
•  firmarse  por  el  aceptante  ,  y  concebirse  necesariamente  con 

(1)  El  contenido  de  este  art.  está  estenso  en  el  cap.  15  de  las 
-Ordenanzas  de  Bilbao,  y  ea  el  Febrero  mejicano,  tom.  *}pá¡{,  120» 
■desdç  el  núm.  ií».,  ...._, 
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=;  PoreTbeehó  de  prevenir  la  ley  que  la'  áJfe^tagfeff1  # 
deba  'firmar,  establece  la  firma  como  única  prueba  de  la 
aceptación  con  esclusion  de  cualquiera  otra  ;  de  modo  que: 
seria  del  todo  inútil  que  el  portador  de  una  letra  tratase  de 
acreditar  con  testigos  ó  en  otra  forma  que  la  persona  á  cuyo 
cargo  estaba  girada  se  había  comprometido  á  pagarla  á  su 
vencimiento.  Mas  ¿debe  ponerse  la  aceptación  en  la  misma 
letra  de  cambio,  ó  puede  verificarse  de  otro  modo,  v.  gr.  en 
una  carta  misiva?  La  ley  no  dice  espresamente  que  se  ponga 
la  aceptación  en  la  letra  misma,  y  el  interés  del  comercio 
puede  exigir  muchas  veces  que  se  haga  por  medio  de  un 
acto  separado  ;  pero  parece  indudable  que  no  debe  ponerse 
sino  en  la  letra,  ya  porque  así  se  colige  del  presente  artículo , 
que  mandando  se  conciba  con  la  fórmula  de  acepto  ó  acepta- 
mos, supone  que  esta  palabra  se  ba  de  escribir  en  la  letra 
misma,  ya  porque  la  aceptación  hecha  de  otra  manera  po- 
dría producir  graves  dificultades  ,  ya  porque  disponiendo  el 
artículo  476  que  el  aval  pueda  ponerse  en  un  documento 
separado  ,  hace  una  escepcion  que  confirma  la  regla  gene- 
ral. 

La  aceptación  ba  de  firmarse  por  el  aceptante,  ó  bien  por 
la  persona  que  firme  en  su  nombre  con  poder  suficiente  al 
efecto  j  como  está  prevenido  por  regla  general  en  el  artículo 
43o. 

La  aceptación  debe  concebirse  necesariamente  con  la  fór- 
mula de  acepto  ó  aceptamos.  ¿Será  pues  sacramental  esta 
fórmula,  de  modo  que  ella  sola  sea  capaz  de  dar  fuerza  y 
valor  á  la  aceptación,  sin  que  se  pueda  echar  mano  de  equi- 
valentes? Antes  era  indiferente  usar  cualquiera  de  estas  pa- 
labras :  acepto,  aceptó,  aceptada,  corriente,  y  aun  á  veces 
basíaba  poner  vista;  pero  nuestro  artículo  está  demasiado 
espresivo  y  terminante,  exige  como  necesaria  la  palabra 
acepto  ó  aceptamos,  y  declara  ineficaz  la  que  se  ponga  en 
otros  términos.  Este  rigor  se  asemeja  al  de  la  estipulación 
de  los  Romanos ,  rigor  que  fué  adoptado  por  nuestras  leyes 
de  las  Partidas,  y  mitigado  después  por  la  ley  l ,  tit.  1 ,  lib. 
10  de  la  Nov.  Rec.  Tal  vez  se  dirá  que  la  intención  de  la 
ley  es  solo  proscribir  toda  aceptación  que  no  sea  pura , 
simple  y  positiva,  y  dar  á  entender  que  dicha  espresion  es 
bastante  para  que  haya  aceptación  real  y  verdadera  ;  mas 
ya  se  echa  de  ver  á  primera  vista  que  semejante  interpre- 
tación no  se  acomoda  bien  con  la  letra  y  espíritu  de  la  ley 
que  nos  ocupa. 

No  hay  inconveniente  en  que  el  aceptante  esprese  la  can- 
tidad ,  por  la  regla  general  de  que  superflua.  non  nocenl  , 
antes  bien  puede  ser  útil  alguna  vez  el  indicarla,  en  caso  de 
falsificación. 

Art.  ho7.  «  Si  la  letra  estuviere  girada  á  uno  ó  muchos 
dias  ó  meses  vista,  pondrá  el  aceptante  la  fecha  de  la  acep- 
tación ;  y  si  rehusare  hacerlo,  correrá  el  plazo  desde  el  día 
en  que  el  tenedor  pudo  presentar  la  letra  sin  atraso  de  cor- 
reo. Si  bajo  este  concepto  se  computare  vencida  la  letra, 
es  cobrable  el  di  a  después  de  la  presentación.  » 

=  La  fecha  de  la  aceptación  no  es  necesaria  cuando  la  le- 
tra está  girada  á  dias  ó  meses  fecha,  porque  el  plazo  del  pa- 
gamento está  ya  entonces  fijo  y  determinado  ,  pues  empieza 
á  correr  desde  el  dia  inmediato  al  del  giro  ;  pero  si  laietra 
se  giró  á  dias  ó  meses  vista ,  como  el  término  á  cuyo  venci- 
miento ha  de  pagarse  no  ba  de  correr  sino  desde  que  la  per- 
sona contra  quien  va  librada  manifieste  con  su  aceptación 
que  ha  visto  la  letra  ,  debe  necesariamente  poner  la  fecha 
en  este  caso  ,  pues  de  otro  modo  no  se  sabria  en  qué  época 
la  habia  visto  efectivamente  ;  y  es  claro  que  entonces  la 
aceptación  no  es  solo  una  seguridad  ,  sino  también  una  for- 
malidad indispensable  para  la  ejecución  del  contrato  de  cam- 
bio. 


AC  -  6! 

Si  el  aceptante  rehusare  ponerla  fecha,  correrá  el  plazo 
desde  el  dia  en  que  el  tenedor  pudo  presentar  la  letra  sin 
atraso  de  correo,  de  suerte  que  si ,  por  ejemplo  ,  un  comer- 
cíahte' de' taragoza  gira  eri  l6.  de  mayo  á  cargo  de  un  co- 
merciante de  Madrid  una  letra  de  cambio  á  dos  meses  vista  , 
y  este  último  no  espresa  en  su  aceptación  la  fecha  con  que  la 
pone,  se  empezará  á  contar  el  término  de  los  dos  meses  desde 
el  dia  4  de  mayo  en  que,  calculado  el  tiempo  que  el  correo 
emplea  en  el  camino,  se  considera  que  el  tenedor  pudo  haber 
recibido  y  presentado  la  letra  á  la  aceptación  ,  aunque  real- 
mente no  la  presentase  sino  el  dia  15  de  mayo ,  sin  que  se 
admita  prueba  de  que  la  presentación  se  hizo  en  época  pos- 
terior al  4  ;  porque  se  presume  que  el  aceptante  que  no 
quiso  poner  la  fecha  y  el  portador  que  no  la  exigió,  renun- 
ciaron el  plazo  mas  largo  que  se  indicaba  en  la  letra ,  y  se 
convinieron  en  que  el  término  corriese  desde  el  dia  supuesto 
del  recibo  y  presentación. 

Si  bajo  este  concepto  se  computare  vencida  la  letra ,  es 
cobrable ,  según  añade  el  artículo,  el  dia  después  de  su  pre- 
sentación. Supongamos ,  por  ejemplo  ,  que  una  persona  re- 
sidente en  Zaragoza  recibe  una  letra  girada  en  Madrid  el 
i°.  de  junio  á  líí  dias  vista  ,  que  no  la  presenta  á  la  acepta- 
ción hasta  el  20 ,  y  que  el  aceptante  no  pone  la  fecha  :  el 
plazo  se  ha  de  computar  en  este  caso,  según  lo  dicho,  desde 
el  4  del  citado  mes ,  y  resultará  que  el  20  se  habia  cumplido 
ya  ;  podrá  pues  el  tenedor  de  la  letra  exigir  su  cobro  del 
aceptante  el  dia  21  siguiente. 

El  artículo  se  contrae ,  como  es  de  ver,  á  la  omisión  vo- 
luntaria, pues  usa  de  la  espresion  si  rehusare  :  ¿qué  se  dirá 
si  la  omisión  fuere  involuntaria ,  es  decir,  si  el  aceptante 
dejare  de  poner  la  fecha  por  mero  descuido  ?  Parece  que  la 
disposición  del  artículo  debe  abrazar  todos  los  casos  en  que 
se  haya  .omitido  la  fecha  ,  sea  por  voluntad  ,  sea  por  negli- 
gencia, pues  no  hay  razón  para  lo  contrario,  y  no  se  acuerda 
otra  cosa  por  la  ley  para  este  último  caso.  El  código  fran- 
cés se  esplica  con  mas  generalidad  ,  usando  de  la  espresion 
défaut  de  dale ,  falta  de  fecha  ,  y  así  no  puede  caber  duda  de 
que  en  ella  queda  comprendida  toda  especie  de  omisión. 

Art.  458.  «  La  aceptación  de  una  letra  de  cambio  paga- 
dera en  distinto  lugar  de  la  residencia  del  aceptante ,  con- 
tendrá la  indicación  del  domicilio  en  que  se  haya  de  efec- 
tuar el  pago.  » 

=  Según  el  artículo  431 ,  es  permitido  librar  á  cargo  de 
una  persona  para  que  haga  el  pago  al  domicilio  de  un  ter- 
cero :  de  manera  que  un  sugeto  residente  en  Pamplona  puede 
girar  una  letra  á  cargo  de  un  banquero  de  Madrid  para  que 
haga  el  pago  en  Barcelona.  En  este  caso ,  si  el  domicilio  de 
la  persona  que  ha  de  pagar  en  Barcelona  está  ya  indicado 
en  la  letra  misma ,  no  es  absolutamente  necesario  indicarlo 
también  en  la  aceptación  ,  aunque  no  dejará  de  ser  conve- 
niente ;  pero  si  la  indicación  no  se  hizo  en  la  letra  será  in- 
dispensable hacerla  en  la  aceptación,  pues  que  de  otro 
modo  no  sabría  el  portador  dónde  ó  á  quién  habia  de  pre- 
sentarse para  el  cobro. 

Art.  459.  «No  pueden  aceptarse  las  letras  condicional- 
mente;  pero  bien  puede  limitarse  la  aceptación  á  menor 
cantidad  de  la  que  contenga  la  letra ,  en  cuyo  caso  es  esta 
protestable  por  la  cantidad  que  deje  de  comprenderse  en  la 
aceptación.  » 

±3  La  ley  quiere  que  la  aceptación  sea  pura  y  simple ,  y 
condénala  aceptación  condicional,  la  cual  por  consiguiente 
seria  nula ,  equivaldría  á  la  negativa  de  aceptar,  y  daria 
lugar  al  protesto.  La  razón  es  que  el  portador  ha  debido  con- 
tar con  la  ejecución  pura  y  simple  del  contenido  de  la  letra, 
y  no  puede  sujetarse  á  condiciones  que  serian  capaces  de 
desbaratar  las  operaciones  y  proyectos  que  ha  emprendido 
con  la  esperanza  del  cobro  de  su  crédito. 

Mas  si  la  ley  prohibe  las  aceptaciones  condicionales ,  per- 
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mite las  que:  sé  limitan'  en  cuanto  á  la  cantidad ,  introdu- 
ciendo aquí  en  beneficio  del  comercio  una  escepcion  al  de- 
recho comua ,  que  por  principio  general  dispone  se  paguen 
las  deudas  por  entero  y  :no  por  partes  :  DeMlum,  invito  cre- 
ditore  ,  pro  parte  solví  non  polest.  Es  claro  que  en  este  caso 
el  portador  debe  protestar  la  letra  por  la  cantidad  que 
queda  fuera  de  la  aceptación,  si  quiere  no  quedar  privado 
del  derecho  que  le  concede  el  art.  465  que  luego  veremos. 

Art.  460.  «  La  aceptación  ha  de  ponerse  ó  denegarse  en 
el  mismo  dia  en  que  el  tenedor  de  la  letra  la  presente  para 
este  efecto.  » 

=  Este  dia  ¿debe  ser  natural  ó  civil  ?  esto  es  ,  ¿ha  de  ser 
solo  el  espacio  de  tiempo  que  durala  luz  del  Sol  desde  que  sale 
hasta  que  se  pone,  ó  el  espacio  de  veinte  y  cuatro  horas  que 
la  tierra  emplea  en  hacer  un  giro  sobre  su  eje  ?  Las  orde- 
nanzas de  Bilbao  queriáh  que  fuese  civil,  contando  las  veinte 
y  cuatro  horas  desde  la  presentación  de  la  letra  ;  y  el  mismo 
rumbo  sigue  el  código  francés ,  exigiendo  que  la  letra  se 
acepte  á  su  presentación  ,  ó  á  lo  mas  tarde  dentro  de  las 
veinte  y  cuatro  horas  siguientes.  Parece,  no  obstante,  que 
nuestro  artículo  debe  entenderse  del  dia  natural ,  ya  porque 
tal  es  el  concepto  mas  conforme  á  los  términos  con  que  está 
concebido,  ya  porque  si  el  legislador  hubiera  querido  desig- 
nar el  dia  civil ,  se  habria  valido  de  la  espresion  clara  y  ter- 
minante de  los  modelos  que  tenia  á  la  vista.  Es  cierto  que  en 
el  art.  256 ,  que  se  halla  en  el  tít.  Io.  del  lib.  2°.,  donde  se 
fijan  las  disposiciones  preliminares  sóbrela  formación  de  las 
obligaciones  de  comercio ,  se  sienta  como  regla  general  que 
en  todos  los  cómputos  de  dias  se  ha  de  entender  el  dia  de 
veinte  y  cuatro  horas  ;  pero  aquí  no  se  dice  que  la  acepta- 
ción se  ponga  ó  deniegue  en  el  término  de  un  dia,  sino  en  el 
dia  de  la  presentación  ,  lo  cual  con  las  razones  indicadas  in- 
clina á  creer  que  esta  regla  no  es  aplicable  al  presente  caso. 

Art.  461.  «  La  persona  á  quien  se  exija  la  aceptación,  no 
puede  retener  la  letra  en  su  poder  bajo  pretesto  alguno;  y 
si  pasando  á  sus  manos  de  consentimiento  del  tenedor  dejare 
pasar  el  dia  de  la  presentación  sin  devolverla ,  queda  res- 
ponsable á  su  pago,  aun  cuando  no  la  acepte.  » 

=  Como  se  ha  visto  por  esperiencia  que  es  peligrosa  la 
costumbre  introducida  entre  los  comerciantes  de  dejar  las 
letras  en  casa  de  aquellos  contra  quienes  se  han  girado  para 
que  las  acepten ,  quiere  aquí  la  ley  quitarle  la  fuerza  que 
pudiera  tener,  y  restituir  á  los  portadores  de  letras  la  liber- 
tad de  dejarlas  en  poder  de  los  sugetos  á  quienes  exigen  la 
aceptación  ó  de  llevárselas  consigo  después  de  haberlas  ma- 
nifestado, sin  que  estos  puedan  alegar  derecho  ni  razón  para 
retenerlas,  ni  aun  con  el  objeto  de  comprobar  las  firmas  que 
suelen  pretestar  en  caso  de  no  haber  recibido  cartas  de  avi- 
so. Mas  si  el  portador  de  una  letra  la  dejare  voluntariamente 
en  casa  de  aquel  á  quien  la  presenta  para  su  aceptación, 
tiene  este  la  obligación  de  devolvérsela  aceptada ,  ó  no 
aceptada  dentro  del  mismo  dia  para  que  el  portador  tenga 
tiempo  de  usar  de  su  derecho;  de  suerte  que  por  solo  el  he- 
cho de  retenerla  ulteriormente  ,  se  carga  con  la  responsabi- 
lidad de  su  pago,  aun  cuando  no  la  acepte,  sin  necesidad  de 
ponerle  en  mora  con  requerimientos  ni  apremios. 

Art.  462.  «  La  aceptación  de  la  letra  constituye  al  acep- 
tante en  la  obligación  dp  pagarla  á  su  vencimiento ,  sin  que 
pueda  relevarle  de  hacer  el  pago  la  escepcion  de  no  haberle 
hecho  provision  de  fondos  el  librador.  » 

=  La  aceptación  era  un  acto  libre  que  podía  hace/se  ó 
rehusarse,  porque  el  portador  no  tenia  acción  alguna  contra 
el  que  no  quería  hacerla  ;  pero  una  vez  hecha  ,  forma  con- 
trato entre  el  portador  y  el  aceptante ,  de  manera  que  este 
contrae  obligación  personal  de  hacer  el  pago  déla  letra  ásu 
tiempo  ,  y  aquel  adquiere  acción  para  reclamarlo.  En  vano 
alegará  y  probará  el  aceptante  que  no  ha  recibido  fondos  del 
librador,  y  que  no  aceptó  sino  con  la  esperanza  de  que  este 
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sejp^.eüyiaria.  oportunamente;  pues  la,  aceptación  supone 
ía-BtPWSWM «  Y  el  q\JQ  Je  vio  aceptai;  debía  creer  q ue  ,  agffe 
laj^gorgue  tenia, pedios  para  pagar..  Lo,  que  paso  entre, el 
librador  y  el  aceptante  no  toca  ni  atañe,  al  portador,  y  es 
para  él  cosa  indiferente  y  estraña,  res  ínter  olios  acia. 

Art.  Ü65.  «  No  se  admite  restitución  ni  otro  recurso  con- 
tra la  aceptación  puesta  en  debida  forma ,  y  reconocida  por 
legítima.  Solo  cuando  se  probare  que  la  letra  es  falsa ,  que- 
dará ineficaz  la  aceptación.  » 

=  El  que  ha  puesto  la  aceptación  en  debida  forma ,  esto 
es,  con  la  palabra  acepto  ó  aceptamos  ,  y  luego  la  reconoce 
por  legítima,  sea  espresamente  ante  el  juez,  sea  tácitamente, 
no  oponiendo  á  su  firma  tacha  de  falsedad  al  tiempo  de  pro- 
testarse la  letra  por  falta  de  pago ,  art.  8/(4 ,  no  puede  ya 
pedir  de  modo  alguno  que  se  anule  ó  rescinda,  ni  que  se  le 
reintegre  ó  reponga  en  el  estado  en  que  se  hallaba  antes  de  su 
comprometimiento,  sino  solo  probando  que  la  letra  es  falsa. 
Esta  disposición  tiene  por  objeto  asegurar  la  fuerza  y  los 
efectos  de  las  aceptaciones ,  inspirar  confianza  en  el  giro  y 
circulación  de  las  letras  de  cambio,  y  fomentar  las  empresas 
y  operaciones  mercantiles.  La  escepcion  de  falsedad  de  la 
letra  es  la  única  que  permite  la  ley  contra  la  aceptación  ;  de 
modo  que  si  después  de  haberse  puesto  esta  se  reconoce 
falsa  la  firma  del  librador,  queda  exonerado  de  toda  obli- 
gación el  aceptante,  y  el  tenedor  habrá  de  sufrir  la  cancela- 
ción ó  testadura  de  la  aceptación,  y  aun  devolver  la  canti- 
dad que  tal  vez  hubiere  recibido  jen  pago,  sin  perjuicio  de  su 
recurso  contra  los  que  le  hubiesen  dado  la  letra;'  porque 
efectivamente  como  la  aceptación  no  puede  recaer  sino  sobre 
una  letra  verdadera,  si  esta  se  declara  falsa  ,  no  puede  sub- 
sistir aquella  ni  producir  efecto  alguno  :  Quod  nullum  est , 
nullum  parit  effcctum  ;  et  :  subíalo  principali ,  nec  ea  quœ 
scqminlur  locum  habent. 

Mas  ¿qué  será  si  la  aceptación  se  hubiere  dado  por  error 
ó  arrancado  por  engaño?  Supongamos  que  el  sugeto  á  cuyo 
cargo  se  giró  una  letra  pone  su  aceptación  en  ella  porque 
todavía  ignora  la  quiebra  en  que  ha  caido  el  librador,  ó 
porque  el  portador  sorprende  su  buena  fe ,  sirviéndose  de 
maniobras  fraudulentas  sin  las  cuales  no  hubiese  aceptado , 
dándole  v.  gr.  falsas  noticias  sobre  la  posición  del  girante  : 
en  el  primer  caso  hay  error;  en  el  segundo  hay  dolo.  El 
error  de  hecho  y  el  dolo  son  causas  de  nulidad  ó  rescision 
de  los  contratos  en  que  intervienen  ó  á  que  dan  motivo , 
porque  mediando  dolo  ó  error  no  hay  verdadero  consenti- 
miento, que  es  uno  de  los  requisitos  esenciales  para  la  vali- 
dez de  las  convenciones.  Siendo  pues  la  aceptación  un  con- 
trato entre  el  portador  y  el  aceptante,  ¿deberá  rescindirse  ó 
anularse  cuando  el  último  prueba  que  no  consintió  en  ella 
sino  por  su  error  sobre  la  posición  del  librador,  ó  por  el 
dolo  con  que  supo  arrancársela  el  portador?  La  afirmativa 
se  deduce  de  los  principios  generales  de  jurisprudencia  ; 
pero  aquí  la  ley  comercial  sanciona  la  negativa,  por  el  hecho 
de  no  admitir  contra  la  aceptación  sino  solo  la  falsedad  de 
la  letra.  En  cuanto  al  error,  nadie  tendrá  duda,  pues  al  acep- 
tante tocaba  tomar  informes  sobre  el  estado  de  la  fortuna 
del  librador,  quien  ademas  le  enviaría  carta  de  aviso  para 
manifestarle  el  modo  con  que  le  haria  la  provision  ;  de  suerte 
que  se  supone  haber  aceptado  con  intención  de  comprome- 
terse al  pago,  cualquiera  que  fuese  la  posición  del  girante, 
y  por  consiguiente  no  debe  tener  el  remedio  de  la  restitución 
legal.  Por  lo  que  hace  al  dolo,  no  deja  de  presentarse  mayoi 
dificultad,  pues  nadie  puede  adquirirse  un  derecho  con 
su  propio  delito,  y  á  nadie  debe  ser  provechosa  su  malicia  ;  * 
Nomo  ex  sito  delieto  meliorem  conditionem  faceré  potest  ; 
Dolosis  malilia  sua  lucrosa  esse  non  débet ,  nec  cuidam  fraut 
sua  patrocinar  i  ;  pero  puede  decirse:  Io.  que  si  se  diese  lugai 
á  la  escepcion  de  dolo ,  podria  entorpecerse  fácilmente  el 
pago  de  las  letras,  y  por  consiguiente  se  disminuiría  su,  cir- 


culación coi),  perjuicio  deljcr^mo  :  2o.  qne  como  cl  ap- 
lanie qiia  se  deja,  en  ganar  tiene  siempre  contra  s-í  cierta  ng|§n 
ó-#?»cclHV  de,  negligencia  ó  falta  ele  prec3ucioa.,,ygje0m^B 
quedas, consecuencias  de  su  engaño  recaigan  sobre  éi  que 
no  sobre  las  terceras  personas  á  cuyo  poder  habría  llovió 
la  letra  por  la  via  de  los  endosos  ;  y  5o.  que  si  el  aceptante, 
no  puede  destruir  su  aceptación  con  la  escepcion  de  dolo,  ni 
quitar  á  la  letra  aceptada  la  fuerza  ejecutiva  que  tiene  contra 
éi,  podrá  después  en  juicio  ordinario  ó  en  otro  que  competa 
usar  de  su  derecho  contra  el  que  le  hubiese  engañado  y  el 
librador,  con  arreglo  al  art.  S&S ,  que  puede  verse  en  la  pa- 
labra Portador  de  letra  de  cambio. 

Art.  IiQIi.  «  En  el  caso  de  denegarse  la  aceptación  de  la 
letra  de  cambio,  se  protestará  por  falta  de  aceptación.  » , 

=  El  portador  de  una  letra  de  cambio  no  tiene  acción 
contra  el  que  rehusa  aceptarla ,  pues  la  aceptación  es  la  que 
solamente  forma  contrato  entre  el  portador  y  el  aceptante; 
pero  el  librador  tiene  derecho  á  reclamar  del  que  dejó  de 
aceptar  teniendo  provision  de  fondos  ó  habiéndole  autorizado 
para  librar,  la  indemnización  de  los  gastos  que  por  esta 
causa  reembolsare  al  tenedor  de  la  letra,  art.  451.  Lo  que 
debe  hacer  el  portador  es  acreditar  la  negativa  de  acepta- 
ción mediante  un  testimonio  estendido  por  escribano  en  la 
forma  que  se  dirá  en  la  palabra  Protesto. 

Art.  &6o.  «  En  virtud  del  protesto  por  falta  de  aceptación 
tiene  derecho  el  tenedor  á  exigir  del  librador  ó  de  cualquiera 
de  los  endosantes  que  afiancen  á  su  satisfacción  el  valor  de 
la  letra,  ó  que  en  defecto  de  dar  esta  fianza  depositen  su  im- 
porte, ó  se  lo  reembolsen  con  los  gastos  de  protesto  y  re- 
cambio, bajo  descuento  del  rédito  legal  por  el  término  que 
quede  por  trascurrir  á  la  letra.  » 

=  Parece  que  el  tenedor  de  la  letra  en  caso  de  falta  de 
aceptación  solo  debería  ejercer  el  derecho  de  exigir  el 
afianzamiento ,  depósito  ó  reembolso  contra  el  librador  y  no 
contra  los  endosantes,  pues  que  solo  el  librador  se  considera, 
que  conoce  bien  la  persona  á  cuyo  cargo  giró  la  letra  ;  mas 
es  de  observar  que  cada  endosante  se  reputa  librador  con 
respecto  á  los  endosantes  que  le  siguen  ;  y  como  de  este 
modo  la  responsabilidad  de  los  endosantes  para  con  el  por- 
tador es  absolutamente  de  la  misma  naturaleza  que  la  del 
librador,  es  consiguiente  que  deba  tener  también  la  misma 
estension. 

Como  el  librador  y  endosantes  son  todos  responsables  á. 
las  resultas  de  la  letra  ,  puede  el  portador  dirigir  su  acción 
contra  cualquiera  de  ellos  que  mas  le  convenga;  pero  inten- 
tada contra  uno ,  no  podrá  ejercerla  contra  los  demás,  sino. 
en  caso  de  insolvabilidad  del  demandado,  según  está  dis- 
puesto para  el  caso  de  defecto  de  pago  en  el  art.  555.  El 
endosante  contra  quien  se  hubiere  dirigido  el  portador,  ten- 
drá igual  derecho  contra  el  librador  ó  los  endosantes  que  le 
precedan  ,  pero  con  la  limitación  de  no  poder  pedir  sino  el 
afianzamiento  ó  el  depósito,  aunque  él  hubiese  hecho  el  re- 
embolso, art.  840. 

En  la  exacción  del  afianzamiento  ,  depósito  ó  reembolso 
se  procede  ejecutivamente ,  art.  545.  El  fiador  se  ha  de 
obligar  necesariamente  por  escrito,  art.  ftl3;  y  no  deberá 
pagar  sino  en  lugar  de  aquel  por  quien  sale  garante,  mas  no 
por  los  demás  obligados.  Recambio  es  el  precio  del  nuevo 
Cambio  que  el  portador  de  la  letra  protestada  tiene  que  pa- 
gar por  la  negociación  de  la  nueva  letra  que  gira  sobre  el 
librador  ó  alguno  de  los  endosantes  de  la  protestada  para 
reembolsarse  del  importe  de  ella.  —  Véase  Letra ,  Pago  de 
letra,  Portador  de  letra  y  Protesto. 

ACEPTACIÓN  por  intervención.  En  el  comercio  es  un 
acto  por  el  cual  declara  un  tercero  que  acepta  por  cuenta 
del  librador  ó  por  la  de  alguno  de  los  endosantes  una  letra  de 
cambio  protestada  por  no  haberla  aceptado  la  persona  contra 
quien  está  girada. 
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regar  sus  tierras  ô  hacer  andar  su  molino  ó  aceña  ó  para 
otro  cualquier  objeto  que  le  interese,  con  tal  que  lo  haga 
sin  perjuicio  del  uso  comunal  ó  del  destino  que  el  pueblo  les 
hubiese  dado  ;  bajo  el  supuesto  de  que  si  la  acequia  hubiese 
de  atravesar  suelo  ajeno,  realengo  ó  concejil,  seria  indis- 
pensable la  licencia  del  dueño  ,  del  rey  ó  del  concejo.  Así  se 
deduce  de  d.  lev  8,  tit.  28,  y  de  la  ley  18,  lit.  52,  Part,  5; 
y  así  lo  sientan  comunmente  los  autores  fundándose  en  di- 
chas leves  y  en  las  romanas. 

En  la  instrucción  de  corregidores  de  ib  de  mayo  de  1788 
(le;j  27,  lit.  H  ,  lib.  7 ,  Nov.  Rec.)  se  les  previene,  art.  48, 
que  para  facilitar  la  fertilidad  de  los  campos  con  el  aprove- 
chamiento de  todas  las  aguas  que  pueden  aplicarle  á  su 
beneficio  ,  procuren  que  se  saquen  acequias  de  los  rios  , 
sangrándolos  por  las  partes  mas  convenientes  sin  perjuicio 
de  su  curso  y  de  los  términos  y  distritos  inferiores  ,  y  cui- 
den igualmente  de  descubrir  las  subterráneas  para  servirse 
de  ellas ,  así  en  el  uso  de  molinos ,  batanes  y  otras  má- 
quinas necesarias  ó  convenientes  á  las  moliendas  y  al  bene- 
ficio de  las  lanas ,  como  para  laborear  á  menos  costa  la  pie- 
dra y  madera. 

En  real  decreto  de  51  de  agosto  de  1819,  con  objeto  de 
promover  la  agricultura,  se  conceden  gracias  á  los  ayun- 
tamientos, comunidades  ,  compañías,  cabildos  ó  personas 
particulares  que  previo  el  correspondiente  permiso  del  Go- 
bierno construyan  á  sus  espensas  acequias  ó  canales  de 
nuevo  riego  ,  ya  tomen  las  aguas  de  fios  caudalosos,  ora 
las  reúnan  de  muchos  arroyos  ó  manantiales  en  un  punto  , 
bien  las  estraigan  del  seno  de  las  altas  montañas.  Estas  gra- 
cias se  reducen  á  la  esencion  de  todo  aumento  de  diezmos 
y  primicias  por  las  cosechas  de  doce  años  en  las  tierras  que 
efectivamente  reciban  el  beneficio  del  riego.  Este  aumento 
de  diezmos  y  primicias  se  entiende  el  que  resulte  deducido 
el  que  se  pagaba  á  los  legítimos  perceptores  cuando  las  tier- 
ras se  hallaban  de  secano  ;  cuya  regulación  ha  de  hacerse 
conforme  al  breve  de  su  Santidad  de  51  de  octubre  de  18  i  6, 
El  art.  529  declara  que  «  la  intervención  en  la  aceptación      por  tres  años  anteriores,  computado  el  fértil  con  el  estéril , 


cuando  no  haya  recíbjdo  previo  mandato  para  hacerlo.  » 

=  E1  interveniente  no  puede  aceptar  sino  después  del  pro- 
testo ,  porque  hasta  entonces  nada  prueba  que  la  letra  no  ha 
de  ser  aceptada  por  la  persona  contra  quien  se  ha  girado. 

El  interveniente  que  obra  sin  mandato ,  hace  espontánea- 
mente el  negocio  de  otro,  de  modo  que  entre  el  mismo  y 
aquel  por  quien  acepta ,  media  el  cuasi  contrato  llamado 
gestion  de  negocios,  negolioruiti  gestio;  cuasi  contrato  que 
obliga  al  dueño  del  negocio  á  la  satisfacción  de  los  gastos  he- 
chos  por  el  gerente. 

Puede  intervenirse  por  cuenta  del  librador  ó  por  la  de  al- 
guno de  los  endosantes  ,  porque  como  todos  son  igualmente 
responsables  de  la  falta  de  aceptación ,  todos  tienen  el  mismo 
interés  en  que  un  tercero  intervenga  pqr  ellos. 

El  art.  327  dispone  «  que  la  intervención  en  la  aceptación 
se  hará  constar  á  continuación  del  protesto  bajo  la  firma  del 
interveniente  y  del  escribano,  espresándose  el  nombre  de 
la  persona  por  cuya  cuenta  intervenga.  » 

=  No  basta  pues  que  el  escribano  haga  mención  de  la 
aceptación  por  intervención  en  el  protesto  :  es  necesario 
ademas  que  firme  el  interveniente,  de  modo  que  sin  su  firma 
no  habría  suficiente  prueba  para  acreditar  su  consentimiento. 

Por  el  art.  528  «  el  que  acepta  una  letra  por  intervención 
queda  responsable  á  su  pago  como  si  hubiera  girado  la  letra 
á  su  cargo  :  y  debe  dar  aviso  de  su  aceptación  por  el  correo 
mas  próximo  á  aquel  por  quien  ha  intervenido.  » 

=  La  razón  de  la  primera  disposición  de  este  artículo  es 
que  el  aceptante  por  intervención  se  pone  en  lugar  de  la 
persona  contra  quien  se  giró  la  letra  ;  y  la  razón  de  la  se- 
gunda es  evitar  que  el  librador,  ignorante  de  la  interven- 
ción ,  haga  provision  de  fondos  al  que  debia  aceptar  y  real- 
mente no  aceptó.  Si  el  interveniente  dejare  de  dar  este 
aviso,  se  haría  responsable  de  los  perjuicios  que  por  tal 
omisión  esperimentase  el  librador ,  por  la  regla  general  de 
que  cada  cual  debe  reparar  el  daño  que  por  su  causa  se 
ligue  á  otro. 


.o  obsta  al  portador  de  la  letra  para  exigir  del  librador  ó  de 
Jos  endosantes  el  afianzamiento  de  las  resultas  eme  esta 
íenga.  » 

=  Efectivamente  el  tomador  contaba  con  la  aceptación  del 
sugeto  á  cuyo  cargo  iba  la  letra ,  y  no  con  la  de  otro  que  tal 
vez  le  ofrecerá  menos  garantías ,  porque  en  realidad  aquella 
fué  la  que  el  librador  le  habia  prometido;  y  puesto  que  no 
la  obtiene ,  debe  conservar  sus  derechos  contra  este  último 
y  los  endosantes  ,  no  obstante  la  intervención.  Véase  inter- 
vención, etc. 

ACÉPTILACÏON.  Uno  de  los  modos  con  que  se  disol- 
vía, según  el  derecho  romano,  la  obligación  contraída  por  la 
estipulación  ó  promesa.  Lo  que  te  prometí,  preguntaba  el 
deudor,  ¿lo  das  por  recibido  ?  Lo  doy  por  recibido,  respondía 
el  acreedor,  y  quedaba  aquel  libre  de  la  deuda.  Sé  ve'  pues 
que  la  aceptilacion  no  es  otra  cosa  que  la  remisión  ó  perdón 
de  la  deuda  que  el  acreedor  hace  al  deudor  con  cierta  fór- 
mula ó  solemnidad  de  palabras  eme  entonces  exigía  la  ley,  y 
que  ahora  es  inútil  entre  nosotros,  porque  para  la  condona- 
ción de  una  deuda  basta  que  el  acreedor  declare  de  cual- 
quier modo  su  voluntad  de  conceder  esta  gracia.  Véase 
Perdón. 

ACEQUIA.  La  zanja  ó  canal  por  donde  se  conducen  las 
aguas  para  el  riego  y  para  otros  usos. 

Nadie  puede  abrir  en  rio  navegable  acequia  ó  canal  que 
embarace  la  navegación  ;  y  la  que  ya  estuviese  hecha  ,  sea 
de  nuevo  ó  de  antiguo ,  ha  de  cegarse  ó  destruirse  á  costa  de 


quedando -ilesos  dicho  diezmo  y  primicia  á  sus  legítimos 
dueños.  Los  doce  años  ban  de  empezar  á  contarse,  en  los 
granos  ,  legumbres  y  cualesquiera  otras  plantas  de  las  que 
concluyen  su  vegetación  en  un  año,  desde  que  la  tierra  co- 
mience á  regarse  :  en  el  plantío  de  vid  ,  concluido  el  sép- 
timo año  de  su  plantación  :  en  los  de  olivo  y  algarrobo , 
concluido  el  vigésimo;  y  en  el  de  morera,  concluido  el 
duodécimo  ;  reservándose  el  rey  dictar  las  reglas  para  otra 
clase  de  árboles  ó  arbustos ,  si  se  le  hiciese  presente  la  utili- 
dad y  necesidad  de  su  fomento  en  algunas  provincias  del 
reino.  Los  que  cercasen  estos  mismos  terrenos  de  nuevo  re- 
gadío con  pared  de  fábrica  sólida,  alzada  por  lo  menos  seis 
palmos  castellanos  sobre  el  nivel  del  terreno  -,  gozarán  por 
dos  cosechas  mas  la  esencion  del  referido  aumento  de  diez- 
mos y  primicias;  y  por  una  cosecha  mas  si  la  cerca  fuese 
con  pared  de  piedra  seca  ó  de  setos  naturales.  La  esencion 
concedida  á  los  que  planten  en  tierras  de  nuevo  regadío  vi- 
des ,  olivos  ,  algarrobos  ó  moreras  se  entiende  en  las  provin- 
cias de  Andalucía,  Estremadura,  Murcia  ó  Cartagena,  Va- 
lencia, Islas  Baleares,  Pilhuisas  y  Canarias;  pues  en  las 
restantes  del  reino  en  que  se  re  retarda  la  vegetación  su 
concede  un  año  mas  en  los  plantíos  de  vid  y  morera,  y  dos 
en  los  de  olivo  y  algarrobo.  —  Estas  mismas  gracias  son 
ostensivas  á  cualquiera  comunidad  ó  particular  que  propor- 
cionare á  una  ó  muchas  tierras  el  beneficio  del  riego  por 
cualquiera  otro  medio  de  los  que  no  exigen  especial  permiso 
del  Gobierno. 
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;  Sin  embargo  cíe  lo  dicho  anteriormente,  ningún  particular 
_íríí  tóc/rporación  'puede1  distraer  en  su  origen  ni  en  su' curso  las 
aguas  ele  manantiales  ó  rios  que  de  tiempos  antiguos  riegan 
otros  terrenos  mas  bajos,  los  cuales  no  pueden  ser  despoja- 
dos del  beneficio  adquirido  en  favor  de  otros  que  por  el  he- 
cho de  no  haberle  aprovechado  antes  ,  consagraron  el  dere- 
cho de  los  que  le  aprovecharon  ;  real  orden  de  5  de  abril  de 

mu. 

El  que  disfruta  las  aguas  de  acequia  que  pasa  por  fundo 
ajeno  debe  guardar  y  mantener  el  cauce  de  modo  que  no  se 
pueda  ensanchar,  alzar  ni  bajar,  ni  hacer  daño  al  predio 
sirviente;  ley  h,  lit.  51 ,  Part.  5;  y  es  igualmente  de  su 
cargo  limpiarla  ,  sin  que  se  lo  pueda  impedir  el  dueño  de  la 
heredad  por  donde  pasa;  leyes  7  y  Í5,  d.  lit.  31.  Guando  la 
acequia  pertenece  á  muchos ,  cada  uno  debe  concurrir  á  su 
compostura  y  limpia  en  la  frontera  de  su  heredad  ;  tí.  ley  13. 

Si  la  acequia  que  atraviesa  una  heredad  pertenece  al  due- 
ño de  un  molino  ó  de  otro  establecimiento  en  cuyo  beneficio 
está  construida,  no  puede  el  dueño  de  la  heredad  aprove- 
charse del  paso  del  agua  para  el  riego  de  sus  tierras ,  por- 
que el  agua  de  la  acequia  ha  venido  á  ser  una  propiedad 
particular;  pero  bien  puede  adquirir  este  derecho,  sea  por 
contrato  ú  otro  titulo,  sea  por  prescripción.  Hablamos  en  la 
hipótesis  de  que  el  dueño  del  establecimiento  lo  es  también 
de  la  acequia  ;  pues  si  no  gozase  de  esta  por  derecho  de  pro- 
piedad sino  solo  por  derecho  de  servidumbre ,  como  es  de 
suponer  siempre  que  no  se  pruebe  lo  contrario ,  podrá  en- 
tonces el  propietario  de  la  heredad  gravada  con  una  simple 
servidumbre  de  acueducto,  aprovecharse  del' agua  que  no 
sea  necesaria  para  el  molino  ó  establecimiento.  Véase  Agua. 

ACERVO.  La  masa  común  de  diezmos  ;  y  también  el 
todo  déla  herencia  indivisa. 

ACLAMACIÓN.  El  acto  de  conferir  la  multitud  por  voz 
común  algún  cargo  ú  honor  ;  y  así  se  usa  de  la  frase  por 
aclamación,  hablando  de  elecciones,  para  denotar  que  se 
hacen  por  común  consentimiento,  y  sin  votación  individual. 

ACOGER.  Hablando  del  ganado  es  darle  parte  en  la  de- 
hesa para  que  paste  en  ella. 

ACOGIDO.  El  conjunto  de  yeguas  ó  muletas  que  entre- 
gan los  pegujaleros  al  dueño  de  la  principal  yeguada  para 
que  las  guarde  y  alimente  por  precio  determinado.  —  En  la 
Mesta  es  el  ganado  ajeno  que  admite  en  su  dehesa  el  dueño 
de  ella  ó  el  que  la  disfruta  ;  pero  que  no  adquiere  posesión, 
y  está  sujeto  á  que  lo  eche  cuando  gustare  el  principal. 
Véase  Mesta. 

ACOMODAMIENTO.  Transacción  ,  ajuste  ó  convenio 
sobre  alguna  cosa.  Véase  Transacción. 

ACOMPAÑADO.  El  juez  nombrado  para  que  acompa- 
ñe en  el  conocimiento  y  determinación  de  los  autos  al  recu- 
sado por  la  parte.  Dícese  también  del  escribano  y  del  rela- 
tor que  nombra  el  juez  para  acompañar  al  escribano  ó  relator 
que  ha  sido  recusado. 

El  juez  inferior  que  se  ve  recusado,  debe  nombrarse  en 
las  causas  civiles  por  acompañado  un  hombre  bueno  para 
decidir  ambos  el  pleito  :  mas  si  la  causa  fuere  criminal ,  se 
acompañará  con  otro  juez  del  pueblo ,  si  le  hubiere  ;  en  su 
defecto  hará  que  los  regidores  nombren  por  convenio  ó  por 
suerte  dos  de  entre  ellos  que  le  acompañen  ;  y  en  el  pueblo 
donde  no  hubiere  regidores ,  nombrará  cuatro  hombres  bue- 
nos de  los  mas  pudientes  del  vecindario  para  sacar  por  suer- 
te entre  ellos  los- dos  que  han  de  ser  acompañados;  ley  1 , 
lit.  2,  lib.  11,  Nov.Rec. 

El  acompañado  debe  jurar  que  juzgará  según  derecho  , 
prometer  que  hará  cuanto  pueda  para  que  el  pleito  se  termine 
presto ,  y  acudir  á  las  audiencias  ó  sesiones  que  se  tuvieren 
para  oirlo  y  sentenciarlo ,  bajo  la  pena  de  pagar  á  la  parte 
los  costas  y  daños  que  se  le  sigan  por  la  retardación  del  pro- 
ceso; leyes  1  y  2,  fit.  2  lib.  11,  Nov.  Rec. 
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Si  en  los  asuntos  civiles  discordaren  el  acompañado  y  el 
juez ,  pueden  nombrar  un  tercero  para  proceder  todos  juntos 
:  á  la  decisión,  en  que  prevalecerá  la  mayoría  de  votos; '¿¡evo 
en  las  causas  criminales,  habiendo  igualdádde  volcís, debe 
triunfar  la  sentencia  mas  benigna.  Asilo  sientan  varios  au- 
tores, fundándose  en  las  leyes  17  y  18,  tít.  22,  Part.  3,  y 
en  la  práctica. 

Las  cosías ,  derechos  ó  salario  del  acompañado ,  sea  juez , 
escribano  ó  relator ,  deben  pagarse  por  el  recusante ,  como 
dice  con  respecto  al  relator  la  ley  6  ,  tít.  20,  lib.  h,  Nov. 
Recop.,  y  con  respecto  al  juez  y  escribano  los;  autores. 

Hé  aquí  lo  que  se  halla  dispuesto  sobre  la  conducta  que 
debe  observar  el  juez  á  quien  alguno  de  los  litigantes  tiene 
por  sospechoso.  ¿No  seria  mas  natural ,  mas  sencillo,  menos 
dispendioso  y  mas  seguro  en  el  interés  de  la  justicia,  que  el 
juez  recusado  quedase  enteramente  inhibido  del  conoci- 
miento de  la  causa ,  y  que  esta  pasase  para  su  continuación 
al  otro  juez  que  hubiese  en  el  pueblo,  ó  á  la  persona  á  quien 
tocaría  la  jurisdicción  faltando  el  recusado  por  muerte ,  au- 
sencia ú  otro  impedimento,  como  sucede  en  Cataluña,  ó  en 
fin  al  juez  del  partido  mas  inmediato  ?  Véase  Recusación. 

ACOMPAÑARSE.  Juntarse  el  juez  recusado  con  otro  ó 
con  otros  jueces  para  la  mejor  resolución  de  la  causa ,  en  la 
forma  indicada  en  el  artículo  que  precede. 

ACONSEJADOR.  Véase  Consejo. 

ACORDADO.  Véase  Auto  acordado.  —  Lo  acordado  : 
decreto  de  los  tribunales  por  el  cual  se  manda  observar  lo 
anteriormente  resuelto  sobre  el  mismo  asunto  ;  y  también  es 
decreto  ó  fórmula  que  denota  la  providencia  reservada  que 
se  ha  tomado  con  motivo  del  asunto  principal. 

ACORDAR.  Determinar  ó  resolver  de  común  acuerdo 
ó  por  mayoría  de  votos  algún  asunto.  También  es  resolver 
ó  determinar  una  cosa  antes  do  mandarla;  y  se  suele  decir 
comunmente  de  una  autoridad  cuando  resuelve  alguna  cosa 
que  ha  de  autorizar  después  con  su  firma  ó  rúbrica  (1). 

ACOSTAMIENTO.  El  sueldo  ó  estipendio  que  concedía 
el  rey  á  sus  vasallos  ,  en  cuya  virtud  estaban  obligados  á 
servirle  en  la  guerra  con  cierto  número  de  lanzas ,  esto  es  , 
de  hombres  armados  ;  y  también  se  llamaba  así  el  estipendio 
que  los  señores  daban  á  sus  vasallos,  mediante  el  cual'tenian 
precisión  de  presentarse  en  campaña  en  servicio,  del  rey. 
Viene  de  la  palabra  acostar  ó  costear,  porque  con  el  acos- 
tamiento se  mantenían  en  campaña  los  vasallos  á  costa  del 
rey  ó  del  señor. 

ACOTADO.  El  terreno  cercado  que  se  deslina  en  los 
pueblos  para  semillero  de  los  árboles  que  deben  plantar 
anualmente  los  vecinos;  y  la  parte  del  terreno  de  pasto 
común  que  solo  está  abierta  para  el  ganado  de  labor  ó  para 
el  del  abastecedor  obligado  de  la  carne,  y  no  para  los 
demás. 

AGOTAMIENTO.  La  acción  y  efecto  de  poner  cotos  o 
mojones  y  cercar  las  heredades.  En  principio ,  todo  propie- 
tario puede  acotar,  esto  es,  cercar  ó  cerrar  sus  fincas  rurales 
en  virtud  del  derecho  de  propiedad ,  porque  la  conservación 
y  el  goce  pacífico  de  sus  frutos  que  no  puede  lograrse  sin 
el  acotamiento  son  efectivamente  atributos  del  dominio.  El 
ejercicio  de  esta  facultad  de  los  propietarios  es  ademas  úti- 
lísimo al  Estado  :  Io.  porque  mediante  los  cerramientos  se 
puede  obtener  la  multiplicación  que  tanto  se  desea  de  los 
árboles  ,  y  abundancia  de  leñas  y  maderas  para  el  carboneo, 

(i)  Con  respecto  á  la  república  de  Méjico,  la  ley  4  constitu- 
cional,  art.  50,  dice  que  foíío  asunto  grave  del  gobierno  será 
resuello  por  el  Presidente  de  la  república  en  junta  de  ministros, 
quienes  firmarán  el  acuerdo  en  el  libro  respectivo,  especificando 
el  que  ó  los  que  disientan  :  y  que  á  cada  uno  de  los  ministros 
corresponde  el  despacho  de  lodos  los  negocios  de  su  ramo  ,  acor- 
dándolos previamente  con  el  Presidente  de  la  república. 
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para  la  construcción  de  edificios  y  para  la  marina  :  2°.  por- 
que así  se  perfecciona  el  cullivo  y  se  saca  mayor  cantidad 
de  productos  en  ménos  cantidad  de  tierra  ;  ele  modo  qué  la 
riqueza  nacional ,  que  no  es  mas  que  la  suma  de  las  riquezas 
individuales ,  debe  adquirir  un  aumentó  estraordinario  :  — 
3o.  porque  es  consiguiente  que  crezca  y  se  multiplique  la 
población  ,  que  se  disminuya  el  número  de  proletarios ,  que 
los  campos  se  llenen  de  habitantes ,  que  se  alcen  en  todas 
partes  edificios  agradables  ,  y  se  afiance  la  seguridad  de  los 
caminos. 

Sin  embargo  de  todo ,  una  costumbre  bárbara  nacida  en 
tiempos  bárbaros  y  solo  digna  de  ellos,  como  dice  el  señor 
Jovellanos ,  introdujo  la  bárbara  y  vergonzosa  prohibición 
de  cerrar  las  tierras,  y  menoscabando  la  propiedad  indivi- 
dual en  su  misma  esencia  opuso  al  cultivo  uno  de  los  estor- 
bos que  mas  poderosamente  ha  detenido  su  progreso.  Esta 
costumbre  hubo  de  tener  su  origen  en  aquellos  tiempos  de 
guerras  intestinas  en  que  estando  espuestos  los  campos  á 
frecuentes  devastaciones ,  y  siendo  inútil  cerrarlos ,  se  con- 
tentaban los  dueños  ó  colonos  con  sembrar  y  alzar  el  fruto, 
dejándolos  luego  abandonados  para  que  entrasen  y  los  pasta- 
sen los  ganados  que  por  otra  parte  formaban  entonces  la 
riqueza  mas  preciosa,  por  ser  la  que  mas  fácilmente  podia 
sustraerse  á  la  rapacidad  del  enemigo.  Pero  este  abandono 
era  un  acto  meramente  voluntario,  un  acto  de  pura  facultad, 
un  acto  producido  por  circunstancias  accidentales  y  pasa- 
jeras ,  un  acto  que  solo  se  verificaba  en  parajes  que  no  eran 
susceptibles  de  defensa;  y  no  podia  por  consiguiente  servir 
de  fundamento  á  una  costumbre  legítima  ,  ni  dar  lugar  á  una 
prescripción ,  ni  privar  de  otro  modo  á  los  propietarios  del 
derecho  de  acotar  sus  tierras  ;  derecho  contenido  en  el  do- 
minio y  muy  conforme  á  la  legislación  romana,  á  la  visigoda, 
á  la  alfonsina  y  á  los  fueros  generales  y  municipales. 

Bien  es  verdad  que  los  amigos  de  la  abertura  de  las  tierras 
han  creido  encontrar  en  dos  leyes  recopiladas  la  prohibición 
de  los  cerramientos.  La  primera ,  que  es  la  ley  2 ,  tit.  25  , 
lib.  7,  Nov.  Rec,  que  fué  promulgada  en  Córdoba  por  don 
Fernando  y  doña  Isabel  á  consecuencia  de  la  conquista  de 
Granada ,  esto  es,  á  5  de  noviembre  de  1490 ,  se  halla  con- 
cebida en  los  términos  siguientes  :  «  Mandamos  que  ninguna 
ni  algunas  personas  á  quien  nos  habernos  hecho  ó  hiciéremos 
merced  de  cualesquier  cortijos  y  heredamientos  y  tierras  en 
los  términos  de  las  ciudades ,  villas  y  lugares  del  reino  de 
Granada ,  que  sin  nuestra  licencia  y  especial  mandado  no  los 
puedan  dehesar  ni  dehesen ,  ni  defender  ni  defiendan  la 
yerba  y  otros  frutos  que  naturalmente  la  tierra  lleva,  ni  lo 
puedan  guardar  ni  guarden  ;  salvo  que  quede  libremente  , 
para  que  todos  los  vecinos  de  las  dichas  ciudades ,  villas  y 
lugares  y  sus  términos  lo  puedan  comer  con  sus  ganados,  y 
bestias  y  bueyes  de  labor,  no  estando  plantado  ó  empanado.  » 
Mas  de  la  simple  lectura  de  esta  ley  se  echa  de  ver  :  Io.  que 
hasta  entonces  no  se  habia  prohibido  cerrar  las  heredades  : 

—  2o.  que  la  ley  no  impuso  una  prohibición  general,  sino 
solo  especial ,  reducida  al  territorio  de  Granada ,  dejando  en' 
su  natural  libertad  á  los  propietarios  de  las  demás  provin- 
cias :  —  3o.  que  ni  aun  esta  prohibición  especial  recayó  so- 
bre todas  las  tierras  de  Granada ,  sino  solo  sobre  aquellas  de 
que  los  reyes  católicos  hacían  merced  á  algunas  personas  : 

—  k°.  que  esta  prohibición  no  atacaba  ni  modificaba  la  pro- 
piedad ,  sino  que  era  una  condición  impuesta  en  el  reparti- 
miento de  tierras  que  se  hizo  después  de  la  conquista  :  — 
S°.  que  por  el  hecho  de  reservarse  los  reyes  católicos  la 
facultad  de  permitir  los  cerramientos  de  dichas  tierras ,  re- 
conocían su  utilidad  en  general  y  manifestaban  que  no 
espedían  sino  una  ley  de  circunstancias,  como  efectivamente 
era  así ,  pues  que  se  veian  precisados  á  darla  por  la  urgentí- 
sima razón  de  que  habiéndose  reunido  en  aquel  país  con 
motivo  de  los  acaecimientos  de  la  época  un  escesivo  número 
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6o.  que  los  mismos  concesionarios  á  quienes 'seliacia  merced 
délas  tierras  podían  libertarse  do  lo  necesidad  rlc  tenerlas 
abiertas  haciendo  plantaciones.  Siendo  tal  el  espíritu  de  esta 
ley ,  es  claro  que  no  se  alteró  por  ella  el  derecho  que  natu- 
ralmente tenia  todo  propietario  de  acotar  y  cerrar  sus  here- 
dades. 

La  segunda  ley  á  que  apelan ,  que  es  la  3  de  dichos  tít. 
2o  y  lib.  7  de  la  Nov.  Rec,  y  qué  fué  promulgada  por  los 
mismos  reyes  católicos  en  la  vega  de  Granada  el  5  de  julio 
de  1491 ,  no  se  dirigió  á  impedir  los  cerramientos  que  origi- 
nalmente pertenecían  al  derecho  de  propiedad,  sino  á  prohi- 
bir los  cotos  redondos ,  revocando  la  ordenanza  de  Avila  que 
autorizándolos  favorecía  la  acumulación  de  las  propiedades, 
establecía  un  monopolio  vecinal  mas  útil  á  los  ricos  que  á 
los  pequeños  labradores ,  conspiraba  á  la  usurpación  de  Ios- 
términos  públicos  confundiéndolos  en  los  acotamientos  par- 
ticulares ,  y  provocaba  al  establecimiento  de  señoríos ,  á  la 
impetración  de  jurisdicciones  privilegiadas  y  à  la  erección 
de  títulos  y  mayorazgos.  Evitar  estos  males  era  el  verdadero 
objeto  de  la  espresada  ley  ó  pragmática  revocatoria;  y  de 
todos  modos,  cualquiera  que  fuese,  no  podia  tener  lugar 
sino  en  Avila  y  su  tierra. 

A  pesar  de  todo  lo  dicho  ,  atrepellando  nuestros  pragmá- 
ticos la  justicia,  la  razón  y  el  sentido  común ,  se  empeñaron 
ciegamente  en  fundar  en  estas  dos  leyes  que  tan  poco  les 
favorecían  ,  la  prohibición  general  de  los  cerramientos  ;  y 
por  desgracia  los  tribunales  adoptaron  en  sus  decisiones  tan 
funesta  opinion.  Los  mesteños  pues  lograron  invadir  con  sus 
ganados  la  propiedad  de  los  particulares ,  se  apoderaron 
como  de  cosa  suya  délas  barbecheras  y  rastrojeras,  perpe- 
tuaron con  su  prepotencia  la  abertura  de  las  heredades  ;  y 
aniquilando  así  los  derechos  de  los  propietarios  y  colonos , 
y  arrancando  privilegios  exorbitantes  de  que  se  hará  men- 
ción en  la  palabra  Mesta ,  dieron  un  golpe  mortal  á  la  agri- 
cultura española.  Vanas  fueron  las  reclamaciones  de  las 
Cortes,  inútiles  los  escritos  luminosos  que  se  publicaron 
sobre  este  asunto. 

En  tiempos  mas  recientes  se  fué  corrigiendo  tan  fatal 
sistema.  Por  real  cédula  de  1S  de  junio  de  1788  (ley  19, 
lit.  24,  lib.  7,  Nov.  Rec)  se  permitió  á  los  dueños  y  arren- 
datarios tener  cebradas  perpetuamente ,  sin  necesidad  de 
concesiones  especiales ,  las  tierras  que  se  poblaren  de  olivar, 
de  viñas  con  arbolado ,  de  árboles  frutales  ó  de  huertas  con 
hortaliza  y  otras  legumbres ,  y  por  espacio  de  veinte  años 
las  destinadas  para  la  cria  de  árboles  silvestres. 

En  el  repartimiento  de  terrenos  incultos  de  la  provincia 
deEstremadura  que  se  mandó  hacer  en  cédula  de  2!»  de  mayo 
de  1793  (ley  19,  lit.  23,  lib.  7,  Nov.  Rec)s&  dio  facultad  á 
los  concesionarios  para  cerrar  sus  respectivas  suertes  y  des- 
tinarlas al  fruto,  uso  ó  cultivo  que  mas  les  acomodase. 

En  8  de  junio  de  1813  se  espidió  por  las  Cortes  de  Cádiz 
un  decreto ,  en  cuyo  artículo  primero  «  se  declararon  desde 
luego  cerradas  y  acotadas  perpetuamente  todas  las  dehesas, 
heredades  y  demás  tierras  de  cualquiera  clase  pertenecientes 
á  dominio  particular,  ora  fuesen  libres ,  ora  vinculadas  ; 
autorizando  à  sus  dueños  y  poseedores  para  cercarlas,  sin 
perjuicio  de  las  cañadas ,  abrevaderos ,  caminos ,  travesías 
y  servidumbres,  disfrutarlas  libre  y  esclush  amenté  ó  arren- 
darlas ,  como  mejor  les  pareciese ,  y  destinarlas  á  labor,  ó  á 
pasto  ,  ó  á  plantío ,  ó  al  uso  que  mas  les  acomodase.  »  Mas 
esta  disposición  dejó  de  surtir  su  efecto  por  la  abolición  del 
sistema  constitucional  decidida  por  Fernando  VII  en  real 
decreto  de  4  de  mayo  de  1814;  y  recobraron  su  vigor  las 
leyes  y  prácticas  anteriores.  Dióse  sin  embargo  posterior- 
mente alguna  medida  que  tenia  por  objeto  promover  los 
cerramientos. 

En  real  decreto  de  51  de  agosto  de  1819,  de  que  ya  se  ha 
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hablado  eu  la  palabra  Acequia.,  despucs  de  cor,ceder;r  la 
kmm  fj|  diezmos j.  primicias  por  cjgjjtg  numerrj  de  coc- 
onas a  los  que  rompan  lerrenos  incultos  reduciéndolos  a  un 
cultivo  estable  y  permanente  ó  construyan  a  sus  espensas 
nuevos  canales  de  riego  en  la  forma  que  allí  se  espresa  ,  se 
añade  en  los  artículos  5o.  y  6°.,  que  los  que  cercasen  estos 
mismos  terrenos  nuevamente  rotos  ó  de  nuevo  regadío  con 
pared  de  fábrica  sólida ,  alzada  por  lo  menos  seis  palmos 
castellanos  sobre  el  nivel  del  terreno ,  gozarán  por  dos  co- 
sechas mas  la  esencion  de  diezmos  y  primicias  ,  y  por  una 
cosecha  mas  si  la  cerca  fuese  con  pared  de  piedra  seca  ó  de 
setos  naturales,  así  en  el  caso  de  que  los  siembren  de  granos 
como  en  el  de  que  los  planten  de  arbolado. 

Restablecida  la  Constitución  en  1820  ,  renació  igualmente 
el  famoso  decreto  de  8  de  junio  de  1813  ,  y  dio  motivo  á  la 
lucha  que  se  suscitó  entre  labradores  y  ganaderos  sobre 
aprovechamiento  de  pastos  ,  hasta  que  con  la  segunda  caída 
del.régimen  representativo  en  1825  volvió  á  quedar  sepul- 
tado en  sus  ruinas  ;  y  el  interés  de  los  propietarios  se  vio  otra 
vez  postergado  por  espacio  de  diez  años. 

Habiendo  tomado  nuevo  giro  los  negocios  públicos  con 
motivo  de  la  muerte  del  rey,  y  encargada  la  reina  goberna- 
dora de  la  administración  del  reino  ,  se  espidieron  varios 
decretos  que  favorecían  el  derecho  de  propiedad  y  estaban 
mas  en  armonía  con  el  de  las  Cortes. 

La  ordenanza  general  de  Montes  de  22  de  diciembre  de 
1855  previene  en  su  articulo  5o.  que  «  todo  dueño  particular 
de  montes  podrá  cerrar  ó  cercar  los  de  su  pertenencia,  siem- 
pre que  los  tuviere  deslindados  y  amojonados,  ó  provocar 
el  deslinde  y  amojonamiento  de  los  que  aun  no  lo  estuvieren; 
y  una  vez  cerrados  ó  cercados ,  podrá  variar  el  destino  y 
cultivo  de  sus  terrenos,  y  hacer  de  ellos  y  de  sus  produc- 
ciones el  uso  que  mas  le  conviniere,  » 

En  real  orden  de  16  de  noviembre  del  propio  año  de  1855, 
comunicada  á  los  gobernadores  civiles  en  29  de  marzo  de 
185'i,  se  facultó  á  cada  cual  para  introducir  en  todo  tiempo 
sus  ganados  ó  los  ajenos  en  las  tierras  de  su  propiedad  ,  á 
pesar  de  cualquiera  disposición  municipal  que  lo  prohibiese  ; 
y  habiendo  confundido  Aduchos  esta  declaración  con  el  acota- 
miento de  las  tierras ,  y  cometido  á  su  sombra  varias  trope- 
lías, se  espidió  por  el  ministerio  de  lo  interior  en  12  de  se- 
tiembre de  1834  la  real  orden  siguiente  : 

«  En  16  de  noviembre  del  año  anterior  se  comunicó  á  las 
conservadurías  de  montes,  y  en  29  de  marzo  del  corriente  á 
los  gobernadores  civiles ,  una  real  orden  por  la  cual  se  de- 
claraba que  en  tierra  de  su  propiedad  pudiese  cada  cual  in- 
troducir en  todo  tiempo  sus  ganados  ó  los  ajenos,  á  pesar  de 
cualquiera  disposición  municipal  que  lo  prohibiese. 

»  Dio  ocasión  á  esta  real  orden  una  solicitud  de  D.  Sebas- 
tian Criado  Cerezo  ,  vecino  de  la  villa  del  Rio  ,  para  que  se 
declarase  que  el  auto  publicado  en  1780  por  el  alcalde  mayor 
de  Montoro,  prohibiendo  la  entrada  de  ganados  en  los  oli- 
vares y  viñas  aunque  fuesen  de  los  mismos  dueños  y  estu- 
viesen alzados  los  frutos,  estaba  derogado  por  posteriores 
reales  determinaciones ,  que  amparan  el  derecho  de  pro- 
piedad. 

»  Diferentes  recursos  se  han  elevado  à  S.  M.  con  motivo 
de  esta  resolución ,  porque  muchos  pretenden  que  contiene 
implícitamente  la  circunstancia  de  que  se  reputen  acotados 
y  cerrados  los  predios  de  propiedad  particular,  cesando  en 
consecuencia  los  usos  y  aprovechamientos  de  yerbas  ,  ras- 
trojeras ú  otros  semejantes  ,  que  por  ley,  convenios  de  co- 
munidad ó  pactos  de  particulares  han  disfrutado  los  fondos 
públicos ,  ganaderos  ú  otros  usuarios  ;  llevando  estas  inter- 
pretaciones hasta  el  estremo  de  impedir  á  un  dueño  directo 
el  uso  de  las  yerbas ,  que  como  parte  <M  canon  se  habia  re- 
servado al  traspasaren  censo  enfitéutico  sus  terrenos. 

»  Ni  fué  ni  pudo  ser  el  ánimo  de  S.  M.  al  espedir  la  real 
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órdwi  citada,  oUtrar  e$  manera  alguna los:  derechos  do  uso, 
aproví  Linimientos  ó  servidumbres  conque  ,e^  aviejen,  g  ca- 
vadas las  lincas  ,  ni  .menos.  lQ^q^ptocedeu  do  :j  -.enir^, 
arriendi.s  ú  olr.es  contratos  no.  terminados,  bien  hayanisidp, 
celebrados  entre  particulares  .  ó  entre  estos  y  las  corpora- 
ciones municipales,  ú  otras  cualesquiera  á  cuyo  cargo  ?<? 
"halle  la  administración  de  los  terrenos  ó  fondos  del  común , 
cuyos  contratos  conservan  toda  su  fuerza  y  efectos  legales; 
siendo  solamente  la  voluntad  de  S.  M.  el  restituir  á  los  pro- 
pietarios ó  sus  representantes  un  derecho ,  del  cual  sin  causa 
suficiente  fueron  despojados  en  algunos  puntos.  La  grave 
cuestión  de  acotamientos  y  cerramientos  y  otras  semejantes, 
si  bien  se  ha  servido  S.  M.  tomarlas  en  consideración  como 
de  sumo  interés  para  los  progresos  de  la  agricultura,  no  están 
sin  embargo  resueltas  en  la  real  resolución  de  16  de  noviem- 
bre ,  como  algunos  han  creído  ,  y  no  debe  por  tanto  darsa 
á  esta  una  significación  mas  amplia  que  la  que  contiene  su 
literal  sentido.  » 

Pocos  dias  después  de  la  publicación  de  esta  real  orden , 
esto  es  ,  en  6  de  octubre  del  mismo  año  de  1854,  se  dirigió 
á  las  reales  Audiencias  y  sociedades  económicas  por  el  pro- 
pio ministerio  la  siguiente  circular  ',0011  el  proyecto  de  ley 
que  la  acompaña  : 

«  Exigiendo  la  conveniencia  pública  que  vayan  cesando 
tantas  restricciones  como  oprimen  actualmente  el  derecho  de 
propiedad,  no  ha  podido  dejar  S.  M.  la  Reina  Gobernadora 
de  tomar  en  consideración  la  prohibición  de  cerrar  ó  cercar 
las  heredades  rurales ,  que  es  una  de  las  mayores  vejaciones 
que  sufre  nuestra  agricultura. 

»  El  adjunto  proyecto  de  ley,  que  remito  con  esta  fecha  á 
examen  del  Consejo  real ,  es  lo  que  ha  parecido  que  podrá 
adoptarse  por  ahora  sin  peligro  de  causar  graves  trastornos 
en  usos  6  costumbres  ,  que  ha  consagrado  el  tiempo,  y  que 
hasta  cierto  punto  á  él  principalmente  debeserdado  destruir. 

»  Aunque  la  ley  á  que  sirve  de  base  este  proyecto  reme- 
diará muchos  de  los  males  que  se  esperimentan  ,  podría  sin 
embargo  ser  susceptible  de  modificaciones  ó  ampliaciones 
fundadas  en  los  varios  sistemas  de  propiedad ,  y  distintos 
métodos  de  usar  de  ella  que  se  observan  en  las  provincias  ;  y 
como  nadie  mejor  que  las  Audiencias  territoriales  por  su 
larga  práctica  judicial ,  y  las  sociedades  económicas  por  su 
constante  estudio  sobre  el  pais,  podrá  prestar  datos  al  go- 
bierno para  que  la  ley  de  cerramientos  adquiera  la  perfec- 
ción posible  ;  se  ha  servido  S.  M.  resolver,  que  sin  perjuicio 
de  dar  desde  luego  á  este  proyecto  el  conveniente  curso ,  se 
encargue  á  cada  una  de  las  Audiencias  territoriales  y  socie- 
dades económicas  que  con  vista  del  ejemplar  impreso  que 
les  acompaño  dirijan  á  este  ministerio  las  observaciones  que 
crean  convenientes  al  fin  indicado  ,  procurando  verificarlo 
en  el  término  de  dos  meses  para  que  no  sufra  dilación  el  esta- 
blecimiento délas  mejoras  en  ramo  tan  importante. 

»  Proyecto  de  ley  sobre  cerramiento  de  las  heredades 
rurales. 

Artículo  Io.  Todo  dueño  de  fincas  rurales  á  quien  no  haya 
sido  permitido  hasta  ahora  cerrarlas  ó  cercarlas  ,  podr-á  ha- 
cerlo libremente  en  lo  sucesivo  con  pared ,  seto  ó  cualquiera 
otra  especie  de  vallado. 

Art.  2o.  El  que  quisiere  cerrar  ó  cercar  su  heredad  lo  hará 
con  citación  de  los  que  tuviesen  en  ella  alguna  servidumbre 
de  paso  ú  otra  rústica  para  no  perjudicarles  en  el  uso  de 
ellas  :  asimismo  citará  á  los  dueños  de  heredad  contigua  para 
evitar  toda  usurpación  de  terrenos. 

Art.  5o.  Nadie  podrá  entrar  sin  el  consentimiento  del  dueño 
en  propiedad  ajena  que  estuviese  cercada  ó  cerrada,  bajo 
preteslo  de  espigar,  rebuscar  ó  recoger  desperdicios  de  nin- 
gún género. 
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.  Art,  4°ï,Ï,,q^  gafados  de  particulares  y  del  común  de  ve- 
cinos' no-.piqçl^a^trar.a. poetar  en  los  ¡errónos  de  propiedad 
particular  qne  ¡estuviere  cercada  ó  cerrada  á  titulo  de/ rastro^- 
j<Sç,a,: agostadero,  ojeadero  ,  ú  otros  usos  ó  aprovechamientos 
que  no  estén  enajenados  ó  cedidos  por  los  dueños  por  con- 
tratos onerosos  especiales  bien  justificados.  Las  dudas  ,  si 
algunas  hubiese  sobre  la  existencia  ó  valor  de  semejantes 
títulos  ,  se  resolverán  con  preferencia  en  favor  del  derecho 
de  dominio. 

Art.  5°.  En  los  terrenos  cedidos  ó  enajenados  por  los  pue- 
blos á  particulares  con  la  reserva  espresa  de  sus  pastos  u 
otros  aprovechamientos  para  los  ganados  del  común  de  ve- 
cinos ,  será  permitido  al  dueño  rescatar  esta  carga,  bien  sea 
por  el  precio  alzado  en  que  se  estimase  el  valor  capital  de  los 
provechos  reservados,  bien  sea  constituyendo  un  censo  ó 
canon  de  3  por  100  correspondiente  al  capital  de  su  estima- 
ción ,  y  redimible  de  una  vez  por  entero  á  voluntad  del 
dueño  mismo.  Estas  cantidades  corresponderán  al  fondo  de 
propios. 

Art.  6o.  No  se  podrán  cerrar  ó  cercar  por  ahora  los  ter- 
renos destinados  á  las  cañadas ,  veredas ,  cordeles  ó  abreva- 
deros ó  descansaderos  de  ganados  trashumantes.  Pero  se 
podrá  solicitar  de  los  respectivos  gobernadores  civiles  la  de- 
marcación de  los  espacios  necesarios  á  tales  usos  ,  reducién- 
dolos para  las  cañadas  á  45  varas,  las  veredas  á  24  ,  y  los 
cordeles  á  12.  Guardando  estos  límites  podrá  el  dueño  cerrar 
ó  cercar  sus  terrenos  como  le  convenga,  é  impedir  entonces 
la  entrada  en  ellos  á  los  ganados. 

Art.  7o.  Quedan  abolidas  y  derogadas  todas  las  leyes  y 
demás  disposiciones  que  se  opongan  á  la  presente.  » 

Este  proyecto  de  ley  no  contiene ,  como  el  decreto  de  las 
Cortes ,  la  declaración  de  que  se  consideren  desde  luego  cer- 
radas y  acotadas  todas  las  tierras  de  dominio  particular,  sino 
solo  la  permisión  de  cerrar  ó  cercar  cada  cual  las  que  le  per- 
tenecen. No  sabemos  si  el  Consejo  real  lo  examinó  como  se 
le  encargaba ,  ni  si  las  audiencias  territoriales  y  las  socie- 
dades económicas  dirigieron  al  Gobierno  sus  observaciones. 
Entretanto ,  se  circuló  á  los  gobernadores  civiles  de  las  pro- 
vincias por  el  ministerio  de  la  gobernación  con  fecha  de  11 
de  junio  de  1836  la  real  orden  que  sigue  de  11  de  febrero 
del  mismo  año  : 

«  Por  este  ministerio  se  comunicó  con  fecha  11  de  febrero 
último  al  Gobernador  de  Albacete  la  real  orden  siguiente.  = 
He  dado  cuenta  á  S.  M.  la  Freina  gobernadora  de  una  ins- 
tancia en  que  D.Juan  José  Agraz  y  otros  propietarios  de 
Albacete  solicitan  se  haga  estensiva  á  ellos  la  real  orden  de 
4  de  julio  de  1835,  espedida  á  favor  délos  de  Chinchilla,  é 
igualmente  de  una  solicitud  del  Ayuntamiento  de  esa  ciudad 
sobre  que  la  espresada  real  orden  se  circunscriba  al  pasto  de 
rastrojeras  alzado  el  fruto.  Enterada  S.  M.,  así  como  de  un 
espediente  promovido  por  los  ganaderos  de  Hellin  contra  los 
propietarios  sobre  aprovechamiento  de  pastos,  y  conformán- 
dose con  el  dictamen  del  Consejo  real  de  España  é  Indias ,  ha 
tenido  á  bien  resolver  que  no  es  admisible  la  restricción  pro- 
puesta por  el  Ayuntamiento  de  Chinchilla  á  solo  las  rastro- 
jeras ,  sino  que  debe  sostenerse  y  ampararse  á  los  dueños 
de  tierras  en  el  libre  uso  y  aprovechamiento  de  los  pastos 
industriales  ó  naturales  que  estas  produzcan,  sin  escepcion; 
que  es  justa  la  pretensión  de  los  hacendados  de  Albacete  y 
otros  pueblos  de  la  provincia  acerca  de  que  se  reformen  las 
providencias  tomadas  por  ese  Gobierno  civil  en  oposición  á  las 
que  se  dictaron  desde  luego  á  favor  del  libre  uso  de  los  pastos 
en  tierras  de  su  propiedad  particular;  y  finalmente  que  la 
real  orden  de  4  de  julio  de  1855  sea  estensiva  á  los  propie- 
tarios de  Hellin.  Y  á  fin  de  que  no  se  repitan  semejantes  re- 
clamaciones sobre  interpretación  de  las  disposiciones  vigen- 
tes ,  S.  M.  ha  tenido  á  bien  aprobar  ademas  las  siguientes 
aclaraciones  propuestas  por  el  Consejo  real.  Ia.  Que  el  prin- 


cipio de  justicia  y  de  buen  gobierno  que  se  ha"  querido  sos- 
tener  en  lâs'fp^dWdioilëâ'éOhsi'giriê'rtl^s'aife  rbaliónrdoo  dftd^ 
de  mivi'ehibrc-'  de ■  1853J es1 'ëtd» ¡Mecerte?  dereèbtedate  te 
propïèd'ad'' 3gríeeÍá''cóíitra-lb3  1  îYVâslOfiès^qrie  bagóiclifeiraaleí 
pretestos  se  han  flecho  en  ella ,  privando  á  los  dueños  de  las 
heredades  del  libre  uso  de  los  pastos  que  en  ellas  se  crian. 
2a.  Que  por  consiguiente  no  deben  tenerse  por  títulos  de  ad- 
quisición á  favor#de  otros  particulares  ó  comunes  sino  los 
que  el  derecho  tiene  reconocidos  como  tales  títulos  especiales 
de  adquisición  de  propiedad ,  excluyéndose  por  lo  mismo 
todos  aquellos  que  se  fundan  en  las  malas  prácticas,  mas  ó 
menos  antiguas  ,  á  que  se.  ha  dado  contra  lo  establecido  por 
las  leyes  el  nombre  de  uso  ó  costumbre.  3a.  Que  por  lo  mismo, 
el  que  pretende  tener  ó  aprovechar  los  pastos  de  suelo  ajeno 
es  el  que  debe  presentar  el  título  de  su  adquisición,  y  pro- 
bar su  legitimidad  y  validez,  sin  que  de  otro  modo  pueda 
turbarse  el  dueño  en  el  libre  uso  de  su  propiedad.  4a.  Que 
siendo  viciosas  en  su  origen  las  enajenaciones  ó  empeños 
que  los  ayuntamientos  hayan  hecho  de  tales  pastos  de  do- 
minio particular^,  considerándolos  como  si  fueran  del  Común 
por  efecto  de  las  referidas  prácticas,  usos  y  mal  llamadas 
costumbres,  no  deben  oponerse  tales  actos  al  reintegro  que 
está  mandado  hacer  á  los  dueños  en  el  pleno  goce  de  sus 
derechos  dominicales.  5a.  Que  si  por  falta  de  los  arbitrios  pro- 
cedentes de  tales  enajenaciones  resultase  alguna  disminución 
de  ingresos  en  los  fondos  municipales,  cuide  V.  S,  de  que  se 
propongan  otros  medios  mas  legales  y  bien  meditados  que 
merezcan  el  apoyo  de  la  Diputación  provincial  y  la  aproba- 
ción de  S.  M.  ó  la  de  las  Cortes  si  fuere  necesario.  De  real 
orden  lo  comunico  á  V.  S.  para  su  inteligencia  y  efectos  cor- 
respondientes. » 

Por  el  contexto  de  esta  real  orden  se  echa  de  ver  que  su 
disposición  pasa  mas  adelante  que  las  de  16  de  noviembre 
de  1855  y  12  de  setiembre  de  1854 ,  y  aun  la  del  proyecto 
de  6  de  octubre  de  este  último  año  :  pues  en  aquellas  dos 
solo  se  facultó  á  los  dueños  para  introducir  sus  ganados  ó  los 
ajenos  en  las  tierras  de  su  dominio ,  y  en  el  proyecto  no  se 
proponía  sino  la  concesión  de  la  facultad  del  cerco  ó  cerra- 
miento, al  paso  que  en  la  orden  del  11  de  febrero  de  1856  se 
declara  que  los  propietarios  tienen  el  libre  uso  y  aprovecha- 
miento de  los  pastos  industriales  ó  naturales  que  sus  here- 
dades produzcan,  con  esclusion  de  las  personas  particulares 
y  de  los  comunes  que  no  acrediten  derecho  á  ellos  fundado 
en  alguno  de  los  títulos  especiales  de  adquisición  y  no  en  ias 
malas  prácticas  á  que  se  ha  dado  el  nombre  de  uso  ó  cos- 
tumbre. Puede  decirse  pues  que  esta  real  orden  contiene  el 
principio  del  acotamiento  universal ,  y  que  equivale  al  cé- 
lebre decreto  de  las  Cortes  de  8  de  junio  de  1815. 

Finalmente,  por  real  decreto  de  8  de  setiembre  de  1856 
se  ha  restablecido  en  toda  su  fuerza  y  vigor  el  de  las  Cortos 
generales  y  estraordinarias  de  8  de  junio  de  1815  ,  relativo 
al  fomento  déla  agricultura  y  ganadería;  cuyo  artículo  pri- 
mero, que  es  el  concerniente  al  acotamiento  ,  está  concebido 
en  los  términos  que  siguen  : 

«  Todas  las  dehesas  ,  heredades  y  demás  tierras  de  cual- 
quiera clase  ,  pertenecientes  á  dominio  particular,  ya  sean 
libres  ó  vinculadas ,  se  declaran  desde  ahora  cerradas  y 
acotadas  perpetuamente ,  y  sus  dueños  ó  poseedores  podrán 
cercarlas  sin  perjuicio  de  las  cañadas,  abrevaderos,  caminos, 
travesías  y  servidumbres ,  disfrutarlas  libre  y  esclusiva- 
mente,  ó  arrendarlas  como  mejor  les  parezca,  y  destinarlas 
á  labor,  ó  á  pasto ,  ó  á  plantío,  ó  al  uso  que  mas  les  acomo- 
de; derogándose  por  consiguiente  cualesquiera  leyes  que 
prefijen  la  clase  de  disfrute  á  que  deban  destinarse  estas 
lincas  ,  pues  se  ha  de  dejar  enteramente  al  arbitrio  de  sus 
dueños.  » 

AGOTAR.  Amojonar,  dividir  ó  señalar  términos  entre 
dos  pueblos  :  —  vedar  dentro  del  territorio  de  un  pueblo  el 
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{^àâtb  cornmlnde  ei^ë^a^^ftê^ëMcMSk^fi  np  £c  dane 
al  atobeMdo  ipo  paira.<4wfèMM;fl£Plo^l^^d,fl  ^mtèffS  % 
laicamícíeBÍ^d  et ide-  lana  ¡vecinal ;;— , y  cercar,  una  ¡  heredad 
para  sustraerla  del  aprovechamiento  común. 

ACOTARSE.  Palabra  anticuada,  pero  que  todavía  se  usa 
en  algunas  partes,  y  significa  ponerse  en  salvo  ó  lugar  se- 
guro, meterse  dentro  de  los  cotos  de  otra  jurisdicción,  huir 
á  territorio  de  otro  juez. 

ACRECENCIA  ó  acrecimiento.  El  derecho  de  acrecer, 
esto  es,  el  derecho  de  reunir  ó  agregar  á  su  porción  la  parte 
de  aquel  que  la  rehusa  ó  que  no  puede  ganarla;  ó  bien  :  el 
derecho  que  tienen  los  coherederos  ó  colegatarios  sobre  las 
porciones  que  quedan  vacantes  por  haberlas  renunciado  ó 
no  haberlas  podido  adquirir  algunos  de  ellos  (1). 

El  derecho  de  acrecer  tiene  siempre  lugar  entre  los  here- 
deros legítimos,  esto  es,  entre  los  herederos  que  la  ley  llama 
á  la  sucesión  por  razón  del  parentesco,  tanto  en  la  línea  co- 
lateral como  en  la  directa  ;  de  modo  que  la  porción  que  queda 
vacante  se  aumenta  á  la  masa  de  los  bienes  hereditarios  y 
se  reparte  con  ellos. 

El  derecho  de  acrecer,  en  las  disposiciones  de  última  vo- 
luntad, está  sujeto  á  reglas  particulares.  Las  leyes  romanas 
establecieron  en  esta  parte  dos  especies  de  derechos  de  acre- 
cer :  uno  que  traia  su  origen  de  la  imposibilidad  en  que  se 
estaba  entonces  de  dejar  á  un  mismo  tiempo  un  heredero 
testamentario  y  un  heredero  legítimo  ,  por  el  principio  de 
que  nadie  podia  morir  en  parte  testado  yen  parte  "intestado, 
nemo  poícsl  accederá  parlim  leslalus,  parlim  in'eslatns;  y 
otro  que  se  derivaba  de  la  voluntad  presunta  del  testador-.  El 
primero  era  necesario,  pues  tenia  lugar  por  disposición  de  la 
ley,  de  modo  que  el  testador  no  podia  impedirlo  en  su  tes- 
tamento ,  y  producía  el  efecto  de  que  el  heredero  nombrado 
en  cierta  cosa  ó  cuota  de  la  herencia,  como  dos  ó  tres  onzas , 
esto  es,  dos  ó  tres  duodécimas  partes  etc.,  tuviese  que  re- 
coger los  bienes  restantes  de  la  sucesión.  El  segundo  era 
voluntario,  pues  que  dependía  solo  déla  voluntad  del  testa- 
dor ;  voluntad  que  se  presumía  cuando  dos  ó  mas  personas 
eran  llamadas  á  una  misma  cosa. 

Nuestro  código  de  las  Partidas  tomó  de  las  leyes  romanas 
y  adoptó  estas  dos  especies  de  derechos  de  acrecer,  como 
puede  verse  por  la  ley  Vi ,  tít.  o,  y  la  ley  53,  tít.  9  de  la. 
Partida  G.  Pero  dicha  ley  IH-  ha  sido  corregida  por  la  ley  i , 
tít. '18,  lib.  10  de  la  Novís.  Recop.,  la  cual  ha  abolido  el 
famoso  principio  de  que  nadie  puede  morir  en  parle  testado 
y  en  parte  intestado  ,  con  el  hecho  de  disponer  que  valga 
el  testamento  en  cuanto  á  las  mandas  y  demás  que  contenga, 
aunque  no  se  haya  nombrado  heredero  ó  el  instituido  no 
quiera  serlo ,  y  que  en  estos  casos  herede  aquel  que  deba 
heredar  ab  inlcstalo,  según  derecho  y  costumbre  de  la 
tierra . 

Tenemos  pues  que  ha  desaparecido  de  nuestra  jurispru- 
dencia la  primera  especie  de  derecho  de  acrecer,  y  que 
resta  la  segunda,  esto  es ,  la  que  solo  dimana  de  la  voluntad 
del  testador,  que  ante  todas  cosas  ha  de  respetarse  y  seguirse. 

(1)  Esta  materia,  que  aunque  llamada  sublime  y  elevada  por  los 
intérpretes  y  prácticos,  solamente  ha  sido  semillero  de  fastidiosas 
cavilaciones ,  está  abolida  en  su  principal  fundamento  que  era  la 
repugnancia  que  suponía  el  derecbo  romano  de  que  un  testador 
muriese  parte  testado  y  parte  intestado ,  sobre  lo  que  no  hay  mo- 
tivos de  disputa  después  de  la  ley  l  ,  t.  18 ,  lib.  10 ,  Nov.  Rec, 
como  lo  advierten  oportunamente  el  autor  del  Teatro  de  la  Legis- 
lación, y  el  estudioso  y  aprcciable  editor  del  Febrero  mejicano, 
quienes  sin  embargo  ponen  las  doctrinas  que  puedan  servir  para 
el  caso  do  ofrecerse  disputas  sobre  acrecer  en  las  herencias,  lega- 
dos, contratos  lucrativos  y  onerosos.  Pueden  verse  el  Sala  meji- 
cano, lib.  a,  t.  15,  gg  15  y  1CS  y  Gómez,  cap.  X, lib.  1  ,  Far. 
yes.  De  jure  «ccrcscenaí. 
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Conírayéndonos'á  este  concepto,  entendemos  por  derecho  de 
acrecer  la  acción  que  los  coherederos  ó  colegatàîios  llarfïà- 
dos  juntamente  á  una  misma 'cosa  por  el  testador,  tienen,  á 
la  parte' de  herencia  ó  legado  que  q1«cdit1,vacaïïté!"pc«'  faltar 
alguno  de  ellos,  De  esta  definición  se  sigue  que  para  que 
tenga  lugar  este  derecho  es  preciso  :'  Io.  que  falte  alguno  de 
los  coherederos  ó  colegatarios  :  2o.  que  los  coherederos  ó 
colegatarios  estén  llamados  juntamente  á  una  misma  cosa  ; 
pues  de  otro  modo  caduca  ó  se  estingue  la  parte  de  herencia 
ó  legado  de  la  persona  que  falta ,  y  pasa  á  los  sucesores,  le- 
gítimos del  testador  ó  á  sus  herederos  instituidos  según  los 
casos. 

Se  entiende  que  falta  uno  de  los  coherederos  ó  colegata- 
rios si  no  existia  al  tiempo  de  hacerse  el  testamento ,  si  des- 
preció la  herencia  ó  legado  ,  si  murió  antes  que  el  testador, 
si  dejó  de  verificarse  la  condición,  ó  si  se  hizo  incapaz  de  otro 
modo.  En  caso  ele  que  sobreviviese  un  solo  momento. al  tes- 
tador, trasmite  su  parte  de  herencia  ó  legado  á  sus  herede- 
ros propios  cuando  no  es  necesaria  la  aceptación  para  la 
trasmisión ,  según  lo  dicho  en  los  artículos  Aceptación  da 
herencia  y  de  legado;  y  de  consiguiente  nada  acrece  en- 
tonces á  los  otros  coherederos  ó  colegatarios. 

Los  coherederos  ó  colegatarios  pueden  estar  llamados 
juntamente  á  una  misma  cosa  de  tres  modos,  á  saber  :  por 
conjunción  real,  por  conjunción  verbal,  y  por  conjunción 
mixta  de  real  y  verbal. 

Hay  conjunción  real  cuando  el  testador  deja  una  misma 
cosa  á  dos  ó  mas  personas  en  un  mismo  testamento ,  pero 
en  cláusulas  separadas ,  como  si  dijera  :  Dejo  mis  bienes  á 
Pedro  ,  dejo  mis  bienes  á  Juan;  lego  mi  casa  á  Francisco, 
lego  mi  casa  «  Diego. 

Hay  conjunción  verbal,  cuando  el  testador  llama  dos  ó 
mas  personas  á  una  misma  cosa,  pero  con  la  declaración  es- 
presa  de  que  no  deja  á  cada  una  sino  cierta  parte  determi- 
nada, como  si  dice  :  Dejo  mis  bienes  á  Pedro  y  á  Pablo  por 
iguales  portes;  ó  :  Lego  á  José  la  mitad  de  tal  viña,  y  á  Joa- 
quín la  otra  mitad. 

Hay  finalmente  conjunción  mixta  de  real  y  verbal  cuando 
el  testador  deja  una  misma  cosa  á  dos  ó  mas  personas  en 
una  misma  cláusula  simplemente  y  sin  division  de  partes  , 
como  si  dijera  :  Dejo  mis  bienes  á  Luis  y  à  Leandro  ;  ó  : 
Mando  á  Roque  y  Manuel  un  olivar  que  tengo  en  tal  parle. 

En  caso  de  conjunción  real  tiene  lugar  el  derecho  de  acre- 
cer; y  así,  en  los  ejemplos  propuestos,  Pedro  y  Juan  se  re- 
partirán con  igualdad  los  bienes  del  difunto  testador;  y  si 
alguno  de  ellos  falta  ó  no  concurre ,  tomará  el  otro  toda  la 
herencia.  Del  mismo  modo,  Francisco  y  Diego  dividirán  en- 
tre sí  la  casa  por  iguales  partes;  mas  si  falta  Diego  v.  gr.  su 
parte  acrecerá  á  Francisco.  Si  las  dos  disposiciones  se  ha- 
llasen en  dos  testamentos  separados,  serian  incompatibles ,  y 
la  primera  quedaría  revocada  por  la  segunda  ;  pero  hallán- 
dose en  el  mismo  instrumento,  no  pueden  atribuirse  al  tes- 
tador intenciones  inconciliables ,  y  se  presume  que  quiso  se 
consideren  las  dos  instituciones  ó  las  dos  mandas  como  una 
sola  institución  ó  manda  que  se  divida  por  la  concurrencia 
de  los  coherederos  ó  colegatarios,  y  que  pertenezca  por  en- 
tero al  uno  de  ellos  en  caso  de  que  el  otro  no  quisiese  ó  no 
pudiese  tomar  su  parte. 

En  caso  de  conjunción  verbal  no  hay  derecho  de  acrecer; 
porque  como  los  coherederos  ó  colegatarios  no  son  llamados 
sino  á  porciones  distintas  de  la  herencia  ó  del  legado,  puede 
decirse,  hablando  con  propiedad,  que  son  herederos  ó  lega- 
tarios de  cosas  diferentes.  Así  que,  faltando  Pedro  v.  gr.  en 
el  ejemplo  propuesto,  su  parte  no  irá  á  Pablo,  sino  á  los 
herederos  ab  inféstalo  ;  y  faltando  José ,  la  mitad  de  la  viña 
no  acrecerá  á  Joaquín,  sino  que  quedará  unida  á  la  masa  de 
la  herencia.  Muchos  intérpretes  de  las  leyes  romanas  admi- 
tieron el  derecho  de  acrecer,  aun  en  este  caso  de  conjunción 
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Verbal;  pero  la  opinion  mas  coman,  mas  sargi  y^raca  Mnfor- 

fâtfgfi  1g§  ie$to§f  b^n, #pA#ndidos,  gffitSPBÈ  que  no  debiaitáner 

jugaj;,| E^a  opinion  lia  prevalecido  outre  nosotros,  y  puede 

decirse  que  se  halla  sancionada  indirectamente  por  la  ley 

53,  tít.  9,  Part.  6. 

En  caso  de  conjunción  mixta,  esto  es,  real  y  verbal,  es 
claro  que  debe  tener  lugar  el  derecho  de  acrecer  ;  pues  si 
le  tiene  cuando  los  coherederos  ó  colegatarios  son  llamados 
à  una  misma  cosa  en  cláusulas  separadas ,  con  mucha  mas 
razón  lo  tendrá  cuando  son  llamados  en  una  misma  cláusula, 
sin  señalamiento  de  partes,  respecto  de  que  es  mas  estrecha 
la  union  en  la  cosa  y  en  las  palabras  ,  re  et  verbis,  que  la 
union  solo  en  la  cosa,  re. 

De  toda  está  doctrina  se  deduce  por  regla  general ,  que 
el  derecho  de  acrecer  solo  puede  tener  su  efecto  ,  tanto  en 
materia  de  herencias  como  de  legados ,  cuando  en  un  mismo 
testamento  se  deja  una  misma  cosa  á  dos  ó  mas  personas  in- 
divisa y  solidariamente,  sea  en  una  cláusula ,  se,a  en  cláusu- 
las separadas  ;  de  suerte  que  si  concurren  todas  las  perso- 
nas, como  ipor  este  concurso  se  quita  la  acción  solidaria  y  se 
hace  la  division ,  no  hay  ya  lugar  al  derecho  de  acrecer  : 
mas  si  alguna  de  ellas  no  viene  á  tomar  su  parte  por  no 
querer  ó  no  poder,  .no  se  hace  la  division ,  y  la  acción  soli- 
daria queda  á  favor  de  la  otra,  la  cual  recoge  por  entero  la 
cosa  que  se  les  habia  dejado  ,  que  es  en  lo  que  consiste  el 
derecho  de  acrecer.  —  Todo  lo  dicho  es  muy  conforme  á  la 
citada  ley  55,  til.  9,  Part.  6.  Es  cierto  que  en  ella  solo  se 
habla  delegados  ó  mandas;  pero  los  jurisconsultos  no  du- 
dan en  estender  su  disposición  á  las  herencias  por  identidad 
de  razón,  puesto  que  en  materia  de  herencias  y  de  mandas 
se  ha  de  atender  á  la  voluntad  espresa  ó  presunta  del  testa- 
dor, la  que  quiere  la  ley  i  ,  tít.  18,  lib.  10,  Nov.  liec.  se 
guarde  y  cumpla  religiosamente. 

ACRECENCIA  ó  derecho  de  acrecer.  En  los  cabildos 
de  las  iglesias ,  donde  se  gana  y  distribuye  la  renta  según 
las  asistencias  personales  de  sus  prebendados  ó  ministros, 
se  llama  así  la  acción  que  los  que  asisten  á  las  horas  canó- 
nicas ú  oficios  divinos  tienen  á  la  parte  de  renta  que  pier- 
den los  que  no  asisten  (l). 

ACRECER  ó  acrecerse.  Aumentarse,  agregarse  ó  reu- 
nirse una  cosa  con  otra,  y  especialmente  juntarse  la  porción 
de  herencia  ó  legado  de  uno  de  los  coherederos  ó  colegata- 
rios que  la  rehusa  ó  no  puede  adquirirla,  con  la  de  sus  con- 
juntos ó  no  compañeros ,  que  por  consiguiente  la  hacen 
suya.  Véase  Acrecencia. 

ACREDITAR.  Asegurar  ó  confirmar  como  cierta  alguna 
cosa  :  —  abonar  ó  poner  en  crédito  á  alguna  persona  ó  cosa  : 
te-i  dar  pruebas  en  calificación  de  alguna  cosa. 

ACREEDOR.  El  que  tiene  acción  ó  derecho  á  pedir  al- 
guna cosa,  ó  como  dice  la  ley  10,  tít.  53,  Part.  7,  aquel 
que  ha  de  recebir  debda  ó  otra  cosa  por  alguna  derecha  ra- 
zón :  Crcditorum  appellationc  non  hi  lanlian  accipiunlur 
qui  pccuriiam  credidernnt ,  sed  omnes  quibus  ex  quaUbct 
causa  debelur.  Acreedor  viene  déla  palabra  latina  creditor; 

(1)  Puede  verse  cl  Conc.  Trid.  ses.  2¿r ,  de  rcf.  cap.  12.  *  Dis- 
Iribuliones  vero ,  qui  statis  lioris  interfuerint  recipiant  :  reüqui, 
quavis  collusione  aut  remissionc  exclusa,  bis  careant,  juxta  Boni- 
facii  VIII  decretum,  quod  inripit  :  Consueludinem  ;  quod  Sánela 
Synodus  in  usum  revocat,  etc.  »  El  que  quiera  mas  estension 
puede  \er  en  las  Inst.  Can.  de  Cavalario,  part.  1  ,  cap.  19, 
gDistributiones  quotidiana;  prcesentibus  accrescunt:  «  Pane  autem 
instituto  quotidiario  psalmodiara  promotum  ivit  Ecclesia  ul  ad 
quas  horas  Canónicos  pañis  interni  refeclio  non  movebat,  pañis 
corporei  refeclio  provocaret ,  út  loquilur  Ivo  Carnotensis.  Unde 
distribulionum  quoltdianarum  lioc  est  ingenium  ut  prœsentibus 
inclioro  tautùraaccrescant  etc.,  pro  eaparlequa  prasentes sunt. » 
Conviene  ver  el  mismo  Conc,  Trid,  ses.  22,  cap.  5 ,  de  rcf. 
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El  derecho  que  tiene  el  acreedor  contra  el  deudor ,  ha- 
blando generalmente,  no  es  un  derecho  sobre  la  cosa,  jas 
in  re  ;  porque  el  acreedor  no  puede  mirar  la  cosa  come 
suya,  ni  apoderarse  de  ella  en  el  tiempo  señalado  para  su 
entrega  ,  ni  reivindicarla  de  cualesquiera  manos  en  que  se 
encuentre.  El  derecho  del  acreedor  es  un  derecho  á  la  cosa, 
jus  ad  rem ,  esto  es ,  la  facultad  de  compeler  al  deudor 
ó  sus  herederos  á  que  le  den  la  cosa  ó  cantidad  que  se  le 
debe ,  pues  no  se  hace  dueño  de  ella  sino  mediante  la  en- 
trega ó  tradición.  Así  que  ,  si  mi  deudor  se  obligó  á  darme 
una  viña  en  pago  de  un  préstamo  que  yo  lehabia  hecho  y 
luego  la  vendió  ó  donó  á  otro,  no  podré  reclamarla  del  com- 
prador ó  donatario,  sino  solo  exigir  de  mi  deudor  la  compe- 
tente indemnización  por  la  inejecución  del  contrato.  Téngase 
presente,  no  obstante  ,  lo  que  se  dice  en  los  artículos  de  los 
¿creedores  reales,  quienes  gozan  de  cierto  derecho  sobre  la 
cosa. 

Todos  los  acreedores  son  personales  ó  reales.  Los  perso- 
nales son  escriturarios,  quirografarios  ó  verbales.  Los  rea- 
les pueden  ser  propietarios  ó  pignoraticios  ó  hipotecarios. 
Así  los  personales  como  los  reales  pueden  ser  privilegiados 
ú  ordinarios  en  su  respectiva  clase. 

Todos  los  acreedores  tienen  derecho  á  ser  pagados  de  los 
bienes  de  sus  deudores  ;  pero  este  derecho  es  diferente  según 
la  clase  á  que  aquellos  corresponden.  Así  que,  para  fijar  el 
orden  con  que  han  de  ser  pagados  los  diversos  acreedores 
que  concurren  contra  un  deudor  común ,  especialmente  en 
el  caso  de  no  alcanzar  los  bienes  para  cubrir  todos  los  cré- 
ditos ,  suelen  los  autores  distribuirlos  en  seis  clases.  En  la 
primera  se  colocan  los  acreedores  propietarios ,  esto  es  ,  los 
que  vienen  con  derecho  de  dominio  :  en  la  segunda  los  sin- 
gularmente privilegiados  :  en  la  tercera  los  hipotecarios  pri- 
vilegiados :  en  la  cuarta  los  hipotecarios  ordinarios  ó  no 
privilegiados  :  en  la  quinta  los  personales  privilegiados;  y 
en  la  sesta  los  personales  ordinarios  ó  no  privilegiarlos. 

De  todos  se  hablará  con  separación  en  los  artículos  que 
subsiguen  :  y  aquí  se  pondrán  las  reglas  que  les  son  co- 
■  muñes. 

Io.  El  acreedor  tiene  derecho  á  exigir  el  pago  total  de  su 
deuda  ,  y  no  puede  ser  forzado  á  recibirla  por  partes ,  ni  en 
otra  cosa  que  no  sea  la  que  se  le  debe  ,  ni  en  otro  lugar  ó 
tiempo  diferente  del  convenido;  y  tampoco  puede  ser  obli- 
gado á  aceptar  una  delegación ,  es  decir ,  la  sustitución  de 
un  nuevo  deudor  en  lugar  del  primitivo.  Véase  Paga,  Obli~ 
gacion  á  plazo  y  Delegación. 

2o.  Los  acreedores  pueden  subrogarse  unos  á  otros  ,  esto 
es, puede  cualquiera  de  ellos  pagar  el  crédito  de  otro  que  tie- 
ne preferencia  por  razón  de  hipoteca  ó  privilegioysustituirse 
en  su  lugar,  á  fin  de  evitar  que  se  consuma  on  gastos  de 
justicia  parte  de  los  bienes  del  deudor  ó  que  estos  se  mal- 
vendan con  perjuicio  de  los  acreedores.  De  esta  manera  un 
simple  quirografario ,  adquiriendo  los  derechos  de  un  hipo- 
tecario ó  privilegiado,  puede  ponerse  en  estado  de  asegurar 
el  pago  de  su  crédito  ;  bien  que  no  podrá  servirse  del  dere- 
cho de  hipoteca  ó  privilegio  sino  con  respecto  al  crédito  á 
que  van  inherentes  estas  ventajas.  Esta  facultad  de  los 
acreedores  se  deduce  de  las  leyes  18  y  22,  tít.  15,  Part.  S, 
las  cuales  sientan  el  principio  de  que  uno  de  dos  acreedores 
á  quien  el  otro  quiere  pagar  su  crédito,  debe  aceptarla  paga 
y  cederle  su  derecho  contra  el  deudor  común  si  se  lo  pide. 

5o.  El  acreedor  no  puede  hacerse  prometer  ni  pedir  mas 
de  lo  que  ha  dado;  ley  51 ,  til.  H  ,  Part.  S,  escoplo  el  inte- 
rés que  pueda  llevarse  en  algunos  casos  con  arreglo  á  dere- 
cho. Véase  Plus-pelicion  é  ínteres  del  dinero. 

ka.  Los  acreedores  pueden  atacar  y  hacer  anular  ó  revocar 
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los  actos  y  convenciones  que  su  deudor  hiciere  por  defrau- 
sdsrrloq  :  con diEdifèreficia'  cte> >qne  si,;  •  iosj actos  ó ;conimíciones 
"fetreaon  iáí  títkl?>  gnatrádito',  como  donación^  iteg-adô'pqtfifca 'ó  re- 
misión de  deuda,  podrán  los  acreedores  pedir  su  rovocacion, 
así  en  el  caso  de  que  la  persona  que  recibió  la  liberalidad 
haya  ignorado  el  fraude,  como  en  el  de  que  lo  haya  sabido  ; 
pero  si  fuesen  á  título  oneroso  ,  como  venta,  permuta  ,  em- 
peñamienlo,  constitución  de  dote ,  ó  remisión  no  gratuita  de 
deuda,  solo  podrá  pedírsela  revocación  en  el  caso  de  que 
supiese  el  fraude  el  que  obtuvo  la  cosa  ó  remisión  ;  y  aun  si 
este  fuere  huérfano ,  no  se  le  podrá  despojar  de  la  cosa  sin 
pairarle  primero  lo  que  dio  por  ella ,  aunque  se  le  pruebe 
que  sabia  el  fraude;  leyes  7  y  12,  til.  lo,  Part.  5 ,  y  su 
comcnl.  por  Greg.  López. 

Para  que  haya  fraude ,  es  necesaria  la  reunion  de  dos  cir- 
cunstancias, es  á  saber  ,  el  hecho  y  la  intención.  El  hecho, 
es  decir,  que  el  deudor  se  hallase  ya  en  estado  de  insolven- 
cia cuando  hizo  la  enajenación  ó  cayese  en  él  por  hacerla.  La 
intención ,  es  decir  ,  que  el  deudor  conociese  el  estado  de 
insolvencia  parcial  ó  total  en  que  estaba  ó  se  iba  á  poner; 
pues  si  lo  ignoraba,  no  podia  haber  fraude  :  Consilium  frail- 
áis el  cvenlus  damni. 

Se  presume  fraude ,  cuando  el  deudor  enajena  todos  sus 
bienes  ó  su  mayor  ó  mejor  parte  por  mucho  menos  precio 
de  lo  que  valen ,  sea  de  una  vez  ó  en  muchas ,  sea  antes  ó 
después  de  ser  condenado  al  pago  de  sus  deudas;  cuando 
después  de  la  enajenación  sigue  poseyendo  los  bienes  ena- 
jenados y  cogiendo  sus  frutos,  aunque  por  cláusula  de  cons- 
titua ó  de  precario  ú  otra  semejante  haya  trasferido  en  otro 
la  posesión;  cuando  enajena  por  título  gratuito  bienes  que 
son  necesarios  para  el  pago  de  deudas  ,  porque  nenio  libe- 
ralis  nisi  liberatus;  cuando  teniendo  á  su  favor  algunos  cré- 
ditos.ó  derechos,  se  pone  de  acuerdo  con  su  deudor  y  de- 
siste de  la  hipoteca  que  le  daba  seguridad ,  ó  le  procura 
ilegítimamente  escepciones  que  estingan  la  deuda,  ó  le  de- 
fiere juramento  sobre  cosa  que  podia  probar,  ó  le  da  recibo 
de  lo  que  no  se  le  ha  entregado ,  ó  le  deja  prescribir  la  deu- 
da ,  ó  se  deja  vencer  en  un  pleito  sin  querer  deducir  las  ra- 
zones ó  medios  que  tiene  para  su  defensa  ;  cuando  teniendo 
acreedores  de  plazo  cumplido,  aunque  no  sean  privilegia- 
dos ,  paga  con  anticipación  á  otro  que  tampoco  lo  sea  una 
deuda  que  no  ha  vencido  todavía  ;  y  finalmente,  como  lo  dice 
la  ley  9,  lit.  Ib,  Part.  5  ,  cuando  despues  de  haber  hecho 
entrega  ó  cesión  de  sus  bienes,  ó  de  haberse  trabado  ejecu- 
ción en  ellos  ,  ó  de  haberse  formado  concurso  ú  oposición  , 
paga  preferentemente  á  uno  de  sus  acreedores  en  perjuicio 
de  los  demás. 

Para  que  la  persona  en  cuyo  favor  se  hizo  la  enajena- 
ción se  considere  partícipe  del  fraude,  no  basta  que  supiese 
que  el  enajenante  tenia  acreedores  ,  sino  que  ademas  es  ne- 
cesario probarle  que  sabia  el  estado  de  insolvencia  en  que 
aquel  se  hallaba ,  ó  que  tenia  noticia  de  que  trataba  de  per- 
judicar á  sus  acreedores  :  lo  que  podrá  probar  fácilmente 
cualquiera  de  estos  interesados ,  si  hubiese  tenido  cuidado 
de  avisárselo  á  su  tiempo  por  sí  ó  por  otra  persona  para  que 
se  abstuviese  de  contratar  con  el  deudor  n%olvente ,  como 
insinúa  la  ley  8,  iit.  1%,  Part.  b.  —  El  acreedor  que  recibe 
lo  que  se  le  debe,  aunque  sépala  insolvencia  de  su  deudor, 
no  se  hace  culpable  de  fraude,  pues  en  el  cobro  de  sus  cré- 
ditos no  hace  mas  que  cuidar  de  sus  intereses ,  y  los  demás 
acreedores  deben  imputarse  á  sí  mismos  el  no  haber  sido 
tan  activos  y  vigilantes;  pero  si  recibiese  el  pago  de  su  deu- 
da después  de  hecha  cesión  de  bienes  por  el  deudor  ó  de 
trabada  ejecución  en  ellos ,  tendria  que  devolver  lo  percibi- 
do á  la  masa  para  la  competente  repartición  entre  todos  ; 
ley  9,  lit.  Ib,  Part.  8.  —  Tampoco  se  entiende  que  defrau- 
da á  los  demás  acreedores  el  que  persiguiendo  y  alcanzando 
al  deudor  fugitivo  se  hace  pagar  con  lo  que  lleva  el  importo 
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de  su  deuda,  aunque  no  quede  para  los  otros;  ley  10,  d. 
-ttfolS,  Part.  5. 

La  cosa  enajenada  maliciosamente1  por  el  deudor  en  fraude 
do  su  acreedor, 'se  debe  restituir  en  el  estado  y  con  los  fru- 
tos que  tenia  al  tiempo  de  su  enajenación ,  y  con  los  demás 
producidos  desde  eldia  de  su  demanda  hasta  el  de  la  senten- 
cia contra  el  poseedor,  sacando  este  los  gastos  que  hubiere 
hecho  por  razón  de  los  frutos  ó  por  mejora  de  la  cosa  :  mas 
los  frutos  producidos  desde  el  dia  de  la  enajenación  hasta  el 
de  la  demanda  judicial  deben  quedar  al  comprador  ;  ley  11, 
til.  Ib  ,  Part.  5.  Si  la  cosa  enajenada  no  existiere  ya  en  po- 
der déla  persona  en  quien  se  enajenó,  por  haberla  consu- 
mido, ó  trasladado  su  propiedad  á  otro  que  la  adquirió  de 
buena  fe ,  ó  dejado  de  poseer  de  otro  cualquier  modo  por 
hecho  propio,  debe  dicha  persona  restituir  su  valor  ;  con  la 
diferencia  de  que  en  caso  de  haberla  adquirido  por  título 
lucrativo  y  sin  noticia  del  fraude ,  no  estará  obligada  preci- 
samente á  restituir  su  valor  sino  solo  la  estimación  de  las 
ventajas  que  hubiere  obtenido,  in  quantum  locuplclior  fac- 
tus  est.  Así  lo  sientan  los  autores ,  fundados  en  leyes  roma- 
nas. —  El  que  se  ve  forzado  á  volver  la  cosa  que  adquirió 
de  mala  fe ,  no  tiene  derecho  á  pedir  se  le  restituya  lo  que 
dio  por  ella ,  á  no  ser  en  el  caso  de  que  sea  menor ,  ó  en  el 
de  que  el  dinero  ú  otra  cosa  que  dio  se  hallare  todavía  en 
manos  del  vendedor  ó  enajenante  ,  según  dice  dicha  ley  7 
con  respecto  al  primer  caso ,  y  el  derecho  romano  que 
adoptan  nuestros  intérpretes  con  respecto  al  segundo. 

Esta  facultad  que  tienen  los  acreedores  para  pedir  la  re- 
vocación de  los  actos  ó  convenciones  que  su  deudor  hubiere 
hecho  por  defraudarlos  ,  se  llama  acción  revocatoria  ó  Pau- 
liana ,  por  haberla  establecido  el  pretor  Paulo  :  —  dura  sola- 
mente un  año  ,  contado  desde  el  dia  en  que  los  acreedores 
supieren  la  enajenación  fraudulenta ,  de  modo  que  pasado 
este  término  ya  no  puede  intentarse ,  d.  ley  7,  til.  1S  :  —  no 
tiene  lugar  sino  despues  de  haberse  visto  que  el  deudor  no 
puede  pagar  sus  deudas  con  los  bienes  que  posee ,  d.  ley  7  : 
—compete  álos  acreedores  presentes,  es  decir,  á  los  acreedo- 
res que  tenia  el  deudor  cuando  hizo  la  enajenación;  pero  no 
á  los  acreedores  futuros  ,  es  decir,  á  los  acreedores  que  se 
hizo  el  deudor  después  de  la  enajenación ,  á  no  ser  que  al 
tiempo  de  esta  obrase  fraudulentamente  contra  ellos,  ó  que  les 
pidiese  prestado  para  pagar  á  los  primeros,  pues  podrían  en- 
tonces los  nuevos  ejercer  el  derecho  de  revocación  como  los 
antiguos  ,  según  lo  afirman  nuestros  autores  arreglándose  al 
derecho  romano.  Si  illos  dimisit,  et  alios  sorlilus  est,  cessât 
revocalio;  si  aulem  horum  pecunia  quos  fraudare  noluil, 
priores  dimisit  quos  fraudare  vohdt,  rcvocalioni  loeus  est  : — 
y  por  último,  aunque  corresponde  especialmente  á  los  acree- 
dores personales ,  no  puede  negarse  á  los  reales  cuando  el 
uso  de  los  demás  derechos  qué  les  competen  como  tales  tu 
es  suficiente  para  el  recobro  de  las  cosas  que  les  perte 
necen. 

5o.  Sucede  á  veces  que  el  deudor  permanece  ó  va  á  cae 
en  estado  de  insolvencia  por  no  querer  ó  no  poder  hacer  uso 
de  acciones  ó  derechos  que  le  competen.  ¿Habrán  de  resig- 
narse en  el  primer  caso  los  acreedores  á  soportar  paciente- 
mente los  efectos  de  una  colusión  manifiesta  ó  de  una  negli- 
gencia culpable?  ¿Habrán  de  mirar  en  el  segundo  con 
indiferencia  los  intereses  de  su  deudor  que  son  mas  bien  los 
suyos  propios?  ¿Carecerán  de  medios  para  evitar  en  este 
caso  la  desgracia  del  deudor  y  la  suya ,  y  para  estorbar  en 
aquel  los  proyectos  de  la  malicia?  ¿No  podrán  obrar  unas 
veces  como  negotiorum  gestores  ó  procuradores  voluntarios , 
y  otras  como  ausiliadores  ó  terceros  opositores,  y  siempre 
como  interesados?  Lo  que  parece  justo  es  que  los  acreedores 
en  tales  casos  puedan  ejercer  los  derechos  y  acciones  de  su 
deudor,  escepto  las  que  son  esclusivamenle  personales ,  re- 
presentándole y  formando  con  él  una  sola  persona. 
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^«p^, para  oponer  ¡a  prescripción  que  aquel  tjénë-aoqili^ 
rida  y  trata  de  renunciar  en  perjuicio  de  ellos  :  —  Apelar 
dentro  del  término  prescrito  de  la  sentencia  dada  contra  su 
deudor  en  pleito  que  este  hubiere  seguido  con  un  tercero  , 
cuando  el  deudor  no  quisiere  apelar  y  á  su  consecuencia 
quedase  reducido  al  estado  de  insolvencia  ;  y  aun  podrán 
también  continuar  por  sí  la  apelación  que  el  deudor  hubiese 
interpuesto,,,  si  recelan  que  este  no  procede  con  legalidad  en 
su  seguimiento  ;  bien  que  si  el  pleito  fuese  sobre  cosa  que  el 
deudor  les  tenia  empeñada,  no  les  perjudicaría  la  sentencia 
en  caso  de  no  haber  tenido  noticia  del  pleito,  según  la  ley  h, 
Ut.  l'a,  Part,  3.  —Exigir,  que  los,  coherederos  de  su  deudor 
hagan  ja  colación  de  bienes  que  deban  hacer  en  su  favor  se- 
gún derecho  :  —  Hacerse  autorizar  por  la  justicia  para  acep- 
tar á  nombre  de  su  deudor,  hasta  en  la  cantidad  necesaria 
para  cubrir  sus  créditos  ,  las  mandas  ó  legados  y  las  suce- 
siones legitimas  y  aun  testamentarias  que  este  repudiare  en 
perjuicio  de  ellos;, porque  en  cuanto  á  las  mandas  y  suce- 
sioneS;  ab  intestato  ,  como  su  dominio  pasa  al  legatario  ó  he- 
redero desde  la  muerte  del  que  las  deja  sin  necesidad  de 
;aceptacion,  no  debe  permitírseles  el  renunciarlas  en  perjui- 
cio de,  sus  acreedores ,  y  en  cuanto  á  las  herencias  testamen- 
tarias puede  decirse  en  general  del  mismo  modo  que  con 
respecto  á  las  otras  que  el  heredero  no  las  renuncia  sino  por 
defraudar  á  sus  acreedores  percibiendo  secretamente  su  va- 
lor;,sobre  lo  cual  pueden  verse  las  palabras  Aceptación  y 
Renuncia  de  herencia,  y  la  Curia  Filípica,  lib.  2,  cap.  13, 
ns.  32y  §3  ;  —  Demandar  la  anulación  ó  rescision  de  los  actos 
en  que  el  deudor  no  ha  consentido  sino  por  error,  violencia 
ó  engaño  ;  de  manera  que  si  habiendo  celebrado  el  deudor 
inducido  por  alguna  de,  estas  causas  un  contrato  gravoso , 
guardase  silencio  sobre  este  vicio  ó  bien  muriese  sin  haberlo 
alegado  y  su  patrimonio  fuese  insuficiente  para  pagar  sus 
deudas,  podrían  los  acreedores  pedir  que  se  rescindiese  tal 
contrato  ,  con  tal  que  no  lo  hubiese  ratificado  el  deudor  y 
que  no  hubiese  trascurrido  todavía  el  término  prescrito  para 
hacer  la  reclamación. 

6o.  Cuando  muchas  personas  hacen  un  préstamo  dé  man- 
común ,  no  se  entiende  acreedora  cada  una  de  ellas  sino  solo 
por  su  parte,  ano  ser  que  se  haya  estipulado  espresamente 
que  cualquiera,, podrá  exigir  por  las  otras  la  totalidad  de  la 
deuda,.  Véase  Acreedores  solidarios. 

7o.  Los  acreedores  tienen  dos  vías  para  obligar  á  los  deu- 
dores ó  sus  herederos  á  .que  les  paguen  lo  qué  les  deben  ; 
esto  es,  la  via  ordinaria  y  la  vía  ejecutiva.  Véase  Juicio 
ordinario  civil ,  y  Juicio  ejecutivo. 

8°.,  Los  acreedores  que  sin  mandato  de  juez  apremian  por 
si  mismos  á  sus  deudores  para  que  les  paguen  lo  que  les  de- 
ben ,  pierden  su  derecho  á  la  deuda  por  razón  de  la  violencia 
y  deben  restituirles  lo  tomado  ó  pagado  ala  fuerza;  y  si  solo 
les  tomaren  prenda  para  asegurarse  del  pago  de  la  deuda  , 
deben  devolverles  la  prenda  doblada ,  y  mientras  no  se  veri- 
fique, esta  devolución  no  están  obligados  los  deudores  á  la 
atisfaccion  de  la  deuda  ,  ley  \%,,lit.  Vi,  Part.  5;  y  ley  Vi, 
íít.  10,  Part.  7. 

9o.  El  acreedor  que  pasando  á  la  casa  de  su  deudor  que  se 
halla  afligido  de  enfermedad  peligrosa  de  que  por  fin  fallece, 
prendare  ó  tomare  sus  bienes  sin  mandamiento  judicial,  se 
entiende  que  le  hace  injuria ,  pierde  su  derecho  al  pago  de 
la  deuda  ,  tiene  que  dar  otro  tanto  á  los  herederos ,  incurre 
en  la  confiscación  do  la  tercera  parte  de  sus  bienes  ,  y  queda 
infamado  para  siempre  ;  ley  il ,  lit.  9,  Part.  7. 

10.  No  puede  el  acreedor  emplazar  ni  llamar  á  juicio  á 
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Véase  Acreedor  hereditario. 

i  i .  Los  acreedores  no  tienen  acción  perpetua  sino  solo 
temporal  para  pedir  el  pago  de  sus  créditos,  y  si  dejaren  de 
hacer  uso  de  ella  dentro  del  término  marcado  por  la  ley,  no 
podrán  ya  en  adelante  proceder  contra  sus  deudores,  los 
cuales  adquirirán  el  derecho  de  defenderse  contra  ellos  por 
razón  del  tiempo  y  no  estarán  obligados  á  pagar  las  deudas 
si  no  quisieren.  Véase  Prescripción  de  acciones. 

Véanse  los  artículos  siguientes,  como  también, los  de  Deu- 
dor, Fiador,  Obligación  en  sus  diferentes  divisiones ,  y  Con- 
curso de  acreedores. 

ACREEDOR  real.  El  que  tiene  acción  real  para  pedir 
alguna  cosa,  por  gozar  sobre  ella  el  derecho  de  propiedad  ó 
dominio  ,  ó  de  prenda  ó  de  hipoteca.  Así  que,  el  .acreedor 
real  puede  ser  ó  acreedor  propietario  ,  ó  acreedor  pignora- 
ticio ,  ó  acreedor  'hipotecario.  Véase  Acción  real. 

ACREEDOR  propietario.  El  que  tiene  acción  real  para 
pedir  alguna  cosa,  por  gozar  ó  conservar  sobre  ella  el  de- 
recho de  dominio.  Tal  es  el  que  dio  á  otro  en  depósito,  co- 
modato ,  arrendamiento ,  alquiler,  confianza  ó  dote ,  una  cosa 
raíz  ó  mueble  qué  no  sea  de  aquellas  que  se  repulan  fungi- 
bles ,  como  v.gr.  una  casa,  una  heredad,  un  coche,  un 
caballo ,  un  tonel  ;  y  el  que  vendió  al  contado  una  cosa  mue- 
ble ó  raiz  cuyo  precio  no  se  le  ha  pagado  todavía.  El  acree- 
dor propietario  es  preferido  á  todos  los  demás  acreedores; 
y  así  es  que  como  lo  son  el  depositante  ,  el  comodante,  el 
alquilador  y  el  vendedor  al  contado  que  no  ha  recibido  el 
precio  etc.1,  pues  que  no  traspasan  por  el  contrato  ni  por  la 
entrega  el  dominio  de  su  cosa  ,  según  es  de  ver  por  las 
leyes  gl,  tít.  3,  Part.  S ,  1 ,  bife,  i ,  Part.  5,  i ,  íít.  8  ,  Part.  S, 
h<3 ,  tít.  28 ,  Part.  5 ,  etc.,  se  deberá  en  un  concurso  de  acree- 
dores sacar  primero  de  los  bienes  que  se  encuentren  en  po- 
der del  deudor  las  cosas  compradas  al  contado  y  no  pagadas, 
y  las  tomadas  en  arrendamiento,  alquiler,  comodato,  depó- 
sito ,  confianza  ó  dote  ,  y  entregarlas  á  sus  respectivos 
dueños ,  con  preferencia  á  todos  los  demás  acreedores  que 
concurran ,  por  privilegiados  que  sean. 

ACREEDOR  pignoraticio  ó  prendatario.  Aquel  á 
quien  se  entrega  una  cosa  en  prenda  para  seguridad  del  cré- 
dito ,  con  la^  condición  de  que  pagado  este  la  devuelva.  El 
acreedor  pignoraticio  adquiere  solo  la  mera  posesión ,  mas 
no  la  propiedad  ni  el  derecho  de  uso  ,  usufructo  ó  servicio 
de  la  prenda  ;  y  así  es  que  no  podrá  servirse  de  ella  ni  apro- 
vecharse de  sus  esquilmos  ó  productos  sino  con  beneplácito 
del  deudor  y  descontándolos  en  la  deuda;  leyes  20  y,  21 , 
tít:  ¡3,  Part.  S  ,  á  no  ser  que  hubiese  intervenido  entre  am- 
bos contrayentes  el  pacto  anlicrélico  para  que  el  acreedor 
perciba  los  frutos  en  lugar  de  intereses  en  los  casos  en  que 
se  considera  permitido ,  según  se  dirá  en  la  palabra  Anti- 
er esis. 

Los  derechos  que  tiene  sobre  la  prenda  el  acreedor  pigno- 
raticio son  los  anuientes:  —  i°.  Puede  tenerla  en  su  poder 
hasta  el  pago  total  de  la  deuda  ,  y  aun  de  los  gastos  hechos 
en  su  conservación  y  mejora ,  leyes  15y  21  ,  til.  13,  Parl.S: 
—  2o.  Puede  retenerla  igualmente  hasta  el  pago  total  de  una 
nueva  deuda  que  á  favor  del  mismo  hubiere  contraído  el  deu- 
dor, aunque  no  hubiese  habido  estipulación  para  obligarla  á 
su  pago  ;  bien  que  este  privilegio  no  tiene  fuerza  contra  un 
tercero  á  quien  el  deudor  hubiese  enajenado  ó  empeñado  la 
misma  prenda  ,  ley  22,  d.  lit.  y  Parí.  :  —  o°.  Puede  em- 
peñarla á  otro;  pero  si  el  deudor  le  pagare  lo  que  le  debia  , 
deberá  recobrarla  para  restituírsela,  ley  5a,  rf.  fit.  y  Part.: 
iv.  nu  uueuii  ei  üciwuui  emulan  m  iiauíiau  ¡i  juiuiu  a  —  ll°.  Si  fuese  nula  ó  se  le  quitare  por  alguna  justa  razón, 
los  herederos  ó  familiares  de  su  deudor  difunto  hasta  pasados      v.  gr.  por  ser  ajena  ó  estar  ya  empeñada  á  otro,  puede  pedir 
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áT  tteirffcoQsîghaab  jpèro  no  putffle  ^rop^çla^po^-so^ilp^uj 
dio  al  tiempo  de  recibirla ,  ni  aun  el  mismo  deudor  puede 
conferirle  esta  facultad,  ley  12,  d.  til.  y  Parí.  :  —  6o.  A 
falta  de:  pago  del  crédito,puede  venderla  con  autorización  ju- 
dicial en  pública  almoneda  y  no  de  otro  modo  para  hacerse 
pagar  de  su  producto  con  preferencia  á  los  demás  acreedores, 
ya,  sea  que  al  tiempo  del  empeño  se  hubiese  pactado  que  la 
pudiese  vender,  ya  sea  que  no  se  hubiese  hecho,  mención 
sobre  época  del  pago  ni  sobre  facultad  de  venta,  ya  sea  que 
se  hubiese  pactado  espresamente  que  ñola  pudiese  enajenar; 
con  tal  que  en  el  primer  caso  lo  haga  saber  antes ,  si  pu- 
diere, al  deudor  y  en  su  ausencia  á  las  personas  de  la  fa- 
milia que  encontrare  en  su  casa;  con  tal  que  en  el  segundo 
requiera  al  deudor  delante  de  hombres  buenos  para  que  re- 
dima la  prenda,  y  este  deje  pasar  sin  hacerlo  doce  diassi  la 
cosa  es  mueble,  y  treinta  si  fuese  raiz;  y  contal  que  en  el 
tercero  requiera  tres  veces  en  distintos  dias  al  deudor  de- 
lante de  hombres  buenos,  y  este  deje  pasar  dos  años  desde 
el  último  requerimiento  sin  realizar  el  pago,  leyes  41  y  42,, 
d.  lit.  y  Part.  :  —  7o.  No  habiendo  quien  la  compre  en  la 
almoneda  ó  subasta ,  puede  pedir  al  juez  que  la  otorgue  por 
suya,  y  este  se  la  adjudicará  efectivamente  :  bajo  el  con- 
cepto de  que  en  todo  caso  se  ha  de  volver  al  deudor  el  esceso 
del  valor  de  la  prenda  sobre  el  importe  de  la  deuda,  ó  reser- 
var al  acreedor  el  derecho  de  exigir  del  deudor  la  falta  ó 
déficit  que  resultare,  leyes  41 ,  42  y  44  ,  d.  lit.  ly  Part. 

Los  deberes  del  acreedor  pignoraticio  con  respecto  á  la 
prenda  son  :  —  Io.  Cuidarla  y  conservarla  como  si  fuesa 
propia ,  de  manera  que  no  se  deteriore  ni  se  pierda  por  su 
culpa  ó  descuido ,  pues  como  este  contrato  es  útil  igualmente 
á  los  dos  contrayentes ,  tendrá  que  prestar  la  culpa  leve  mas 
no  el  caso  fortuito,  ley  20,  til.  15,  Part.  S:  —  2o.  Aplicar 
sus  frutos ,  si  los  tuviere  ,  á  la  estincion  de  la  deuda ,  ó  en- 
tregarlos al  deudor  su  dueño,  leyes  2  y  21 ,  d..  lit.  y  Part.; 
á  no  ser  que  la  deuda  produzca  intereses,  pues  entonces  po- 
drá imputarlos  sobre  estos ,  y  lo  que  sobrare ,  sobre  el  capital , 
como  se  dirá  en  el  artículo  Anlicrcsis:  —  5o.  Restituirla  al 
deudor  en  el  estado  en  que  le  fué  entregada  con  los  productos 
y  accesiones  que  haya  tenido,  luego  que  se  le  haga  pago  de 
la  deuda  y  de  los  gastos  hechos  para  su  conservación  ó  me- 
jora ;  bajo  la  pena  de  satisfacerle  su  valor  y  los  duios  y  per- 
juicios que  le  resulten  por  la  falta  de  su  puntual  devolución, 
leyes  lo  y  21,  d.  tít.  y  Part.  —  Yéase  Acción  pignoraticia , 
Anlicrcsis,  Prenda  y  Subasta. 

ACREEDOR  hipotecario.  El  que  en  virtud  de  ley  ó  de 
convención  ó  de  auto  de  juez" tiene  obligada  á  su  favor  una  ó 
mas  fincas  del  deudor  para  seguridad  y  saneamiento  de  su 
crédito.  El  acreedor  hipotecario  no  adquiere  por  razón  de  la 
constitución  de  hipoteca  la  propiedad  j  niel  uso  ó  usufructo, 
ni  aun  la  mera  posesión  ó  tenencia  de  los  bienes  hipotecados, 
pues  que  estos  quedan  en  poder  del  deudor,  sino  solamente 
un  derecho  real  sobre  ciios  que  le  da  facultad  para  pedir  su 
venia' judicial  y  hacerse  pagar  el  débito  con  su  produo'o  ó 
adjudicación  con  preferencia  á  los  demás  acreedores  que  no 
sean  de  mejor  grado ,  y  aun  para  reclamarlos  de  un  tercer 
poseedor  á  quien  se  hubiesen  enajenado  si  hecha  primero 
excusión  en  los  bienes  que  conserva  el  deudor  resulta  que 
estos  son  insuficientes  para  cubrir  la.  deuda.  Véase  Acción 
hipotecaria  é  Hipoteca. 

En  concurso  de  acreedores  debe  ser  pagado  el  acreedor 
hipotecario  después  del  acreedor  propietario  y  del  singular- 
mente privilegiado  ;  y  si  concurren  muchos  acreedores  hipo- 
tecarios serán  Satisfechos  primeramente  los  que  tengan  pri- 
vilegio ,  y  luego  los  que  no  le  tengan.  Hay  pues  acreedores 
hipotecarios  privilegiados ,  y  acreedores  hipotecarios  ordina- 
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de  ser  preierido'á  los  'demás' .  acreedores  hî^otêcWrios1  MWâctè 
los  bienes  del  deudor  ó'  en  algunos  de  ellos.  Tienen  privilegio 
ó  derecho  de  ser  preferidos  :  —  Io.  El  dueño  de  heredad  ó 
tierra  dada  á  labrar  ó  arrendada ,  no  solo  en  los  frutos  sino 
también  en  las  cosas  puestas  en  ella  con  su  noticia  por  el 
colono  ó  arrendatario,  para  cobrar  su  renta  ó  arriendo  y  el 
importe  de  los  daños  y  perjuicios  causados  por  culpa  de  este; 
y  el  dueño  de  casa  alquilada,  en  las  cosas  que  se  hallaren 
en  ella  propias  del  inquilino ,  para  el  cobro  del  alquiler  y  de 
los  deterioros,  ley  6,  lit.  11,  lib.  10,  Nov.Rcc,  y  ley  S,  lit.  8, 
Part,  8  :  —  2o.  El  que  presto  dinero  ,  materiales ,  local  ó  su 
trabajo  personal  para  la  reparación ,  conservación  ó  trasla- 
ción de  lacosa  hipotecada  á  otros,  pues  es  muy  justo  que 
aquel  por  quien  la  cosa  existe  ó  se  mantiene  sea  más  aten- 
dido en  ella  que  los  demás  acreedores  ,  aunque  sean  hipote- 
carios, leyesjtñ,  28  y  29,  tít.  i5,  Part.  S,  y  Curia  Filip.,  lib. 
2,  cap.  5,  n.  55  :  —  5o.  El  que  prestó  dinero  á  otro  para  la 
adquisición  de  una  cosa  con  la  condición  de  que  esta  le  que- 
dase obligada  hasta  el  cobro  del  préstamo  ,  pues  en  ella  es 
antes  que  los  acreedores  á  quienes  el  mutuatario  hubiese 
obligado  todos  sus  bienes  presentes  y  futuros',  ley  50,  d.  lit. 
y  Part.;  y  lo  mismo  parece  debe  decirse  del  vendedor  al 
fiado  que  pusiese  igual  condición  de  que  la  cosa  vendida  le 
habia  de  estar  hipotecada  hasta  el  pago  del  precio  :  —  4°. 
El  huérfano  en  la  cosa  comprada  con  dinero  suyo  respecto 
de  los  acreedores  á  quienes  el  comprador  tuviese  empeñados 
todos  sus  bienes  habidos  y  por  haber,  d.  ley  50:  —  8°.  La 
mujer  en  los  bienes  del  marido  por  razón  de  su  dote .  ras- 
pecto  de  los  acreedores  anteriores  que  tuviesen  hipoteca  le- 
gaLj  y  de  los  posteriores  que  la  tuviesen  légalo  convencional, 
pero  no  de  los  anteriores  que  la  tuviesen  convencional ,  bajo 
la  inteligencia  de  que  el  privilegio  de  la  dote  empieza  desde 
el  dia  de  la  celebración  del  matrimonio,  hayase  entregado 
antes  ó  después,  ley  55 ,  à.  lit.  y  Part.  —  6o.  El  fisco  en  los 
bienes  de  sus  deudores,  respecto  de  los  acreedores  anteriores 
que  tengan  hipoteca  legal  y  de  los  posteriores  que  la  tengan 
legal  ó  convencional,  pero  no  de  los  anteriores  que  la  tengan 
convencional,  del  mismo  modo  que  la  mujer  en  los  bienes 
del  marido,  ley  55,  d.  lit.  y  Part. 

El  acreedor  hipotecario  privilegiado  debe  ser  satisfecho  de 
su  crédito  después  del  acreedor  propietario  y  del  singular- 
mente privilegiado  y  antes  que  el  acreedor  hipotecario  or- 
dinario. Si  concurren  varios  hipotecarios  privilegiados,  dis- 
putándose entre  sí  la  preferencia,  debe  darse'esta  por  regla 
general  al  que  sea  anterior  en  el  privilegio.  Así  que  ,  con- 
curriendo el  fisco,  la  mujer  por  su  dote,  y  el  que  contribuyó 
ala  reparación  ó  conservación  de  las  cosas  hipotecadas  ,se 
atenderá  al  pago  de  sus  créditos  por  el  orden  de  su  respec- 
tiva antigüedad ,  leyes  28,  29  y  55,  lit.  13,  Part.  5  ;  aunque 
parece  debía  ser  antes  que  todos  el  que  contribuyó  á  la  re- 
paración .6  .conservación  de  la  hipoteca,  pues  que  sin  él  se 
hubiese  perdido  esta  para  todos.  Asimismo ,  en  concurren- 
cia de  dos  ó  mas  dotes,  se  pagará  con  preferencia  la  primera, 
luego  la  segunda,  y  después  la  tercera  ;  bien  que  si  entre  los 
bienes  del  marido  se  hallaren  algunas  cosas  dotales  de  la  se- 
gunda ó  tercera  mujer,  deben  quedar  salvas  para  ella  ó  sus 
herederos,  aun  cuando  se  hubiesen  entregado  apreciadas  al 
marido,  ley  35,  d.  título  y  Partida,  y  Gregorio  López  en  la 
glos.  7. 

No  es  invariable ,  sin  embargo  ,  esta  regla  del  orden  de 
antigüedad  entre  los  privilegiados,  porque  los  privilegios  no 
tanto  se  estiman  por  el  tiempo  como  por  la  causa  :  Privilegia 
non  tempere  œslimanlur,  sed  ex  causa.  Así  es  que  los  due- 
ños de  las  tierras  dadas  en  aparcería  ó  arriendo  deben  ser 
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■yilegiado,,  porque  los  frutos  se  reputan  promos  del  dueño 
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^aePár'fíéVdó  ;'ryf;a'un  "exige  el  .ínteres, de  la  agricultura  que 
con  antelación  a  los  dueños  de  las  tierras  sean  satisfechos 
del  precio  de  la  cosecha  los  segadores  y  demás  que  hubieren 
recogido  los  frutos.  Igualmente  el  que  prestó  dinero  para  la 
compra,  construcción,  reparación  ó  conservación  de  una 
finca  con  el  pacto  espreso  de  que  le  había  de  quedar  hipote- 
cada al  pago  del  préstamo  ,  tiene  sobre  ella  un  derecho  mas 
fuerte  de  prelacion  que  los  demás  privilegiados  que  concur- 
ran ,  aúneme  sean  el  fisco  y  la  dote,  porque  esta  finca  no 
pasó  á  los  bienes  del  deudor  común  ó  no  se  conservó  entre 
ellos  sino  con  dicho  gravamen,  y  cuando  principió  á  estar 
sujeta  á  la  dote  ,  al  fisco  ó  á  cualquier  otro  crédito  privile- 
giado que  el  deudor  tenia  contra  si ,  lo  estaba  ya  por  razón 
del  convenio  á  la  responsabilidad  del  préstamo  con  que  so 
hizo  su  adquisición  ó  se  evitó  su  ruina. 

Seria  de  desear  que  la  ley  no  diese  al  fisco  mas  derechos 
que  los  de  un  acreedor  ordinario,  pues  la  estension  de  sus 
privilegios  suele  causar  la  desgracia  de  muchas  familias.  El 
mal  que  recae  en  el  fisco  por  la  falta  de  cobro  de  una  deuda, 
es  un  mal  que  se  reparte  entre  todos  los  individuos  del  Es- 
tado, y  que  disminuyéndose  por  consiguiente  en  proporción 
del  número  de  los  que  participan  de  él,  llega  á  desvanecerse 
casi  del  todo;  pero  el  mal  que  padece  un  acreedor  particu- 
lar á  quien  la  preferencia  del  fisco  hace  inútiles  los  derechos 
que  tenia  sobre  los  bienes  del  deudor  común,  pesa  única- 
mente Sobre  él  y  su  familia,  que  tal  vez  queda  sin  medios  de 
subsistencia. 

ACREEDOR  hipotecario  ordinario.  El  acreedor  hipo- 
tecario que  no  tiene  privilegio,  ó  derecho  de  ser  preferido  á 
los  demás  de  su  clase.  Véanse  los  artículos  de  la  palabra  Hi- 
poteca. • 

El  acreedor  hipotecario  simple  ú  ordinario  debe  ser  satis- 
fecho de  su  crédito  después  del  acreedor  propietario ,  del 
singularmente  privilegiado  y  del  hipotecario  privilegiado. 
-Si  concurren  varios  hipotecarios  simples ,  se  les  pagarán  sus 
créditos  según  el  orden  de  antigüedad  sin  distinción  de  hi- 
poteca tácita  ó  espresa,  por  la  regla  general  de  que  el  pri- 
mero en  tiempo  tiene  mejor  derecho  ,  la  cual  surte  de  lleno 
sus  efectos  con  respecto  á  estos  acreedores  :  Qui  prior  est 
tempore,polior  est  jure.  «  Guisada  cosa  es  et  derecha  que  el 
que  rescibe  primeramiente  la  cosa  en  peños,  que  mayor  de- 
recho haya  en  ella  quel  otro  que  la  rescibe  después  »  ;  ley 
27,  lit.  15,  Part.  5. 

Mas  esta  antigüedad  ó  anterioridad  de  créditos  ha  de  cons- 
tar plenamente  de  un  modo  que  no  deje  lugar  á  la  duda. 
Así  es  eme  si  un  acreedorposterior  prueba  con  escritura  pú- 
blica su  crédito  y  empeñamiento  ó  hipoteca  ,  será  preferido 
al  anterior  que  lo  acredita  solo  con  deposición  de  dos  testi- 
gos ó  con  papel  escrito  de  mano  del  deudor,  á  no  ser  que 
este  documento  estuviese  también  firmado  por  tres  testigos 
con  sus  manos  mismas ,  pues  entonces  tendría  tanta  fuerza 
como  un  instrumento  público ,  ley  51  ,  til.  Ï3,  Part.  B  ;  con 
tal  empero  que  el  deudor  y  los  testigos  reconozcan  en  juicio 
sus  firmas.  Tienen  asimismo  fuerza  de  instrumento  público 
para  probar  la  anterioridad  de  una  deuda  ,  la  confesión  que 
hicieren  los  acreedores  posteriores  de  escritura  pública  de 
que  es  verdadero  en  cuanto  á  su  contenido  y  su  fecha  el  do- 
cumento privado  que  se  presenta  por  el  acreedor  que  se  dice 
mas  antiguo,  y  el  reconocimiento  judicial  que  de  su  docu- 
mento privado  hubiere  hecho  el  deudor  antes  de  contratar 
en  escritura  pública  con  otros  acreedores  ;  pues  que  aquella 
confesión  hecha  por  adversarios  desvanece  todo  recelo ,  y 
este  reconocimiento  da  fecha  segura  á  la  obligación  que  el 
deudor  tenia  contraída.  Pero  es  de  advertir,  que  ya  no  puede 
constituirse  hipoteca  convencional  sino  en  escritura  otorgada 
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^a./inca  y  eí  contrato  queda  en  la  clase  de  meramente  per- 
sonal ,  según  está  dispuesto  en  las  leyes  1 ,  2  y  5 ,  tít.  16, 
lib.  10,  Nov.  llec,  de  que  se  hablará  con  mas  estension  en 
el  artículo  Oficio  de  hipotecas. 

Si  todos  los  créditos  hipotecarios  simples  fuesen  iguales  en 
tiempo ,  ó  se  considerasen  tales  por  no  poderse  averiguar 
su  prioridad  respectiva ,  es  claro  que  entonces  deben  pa- 
garse á  prorata,  á  no  ser  que  alguno  de  los  mismos  acreedo- 
res se  hallare  ya  en  posesión  de  los  bienes  del  deudor  ó  parte 
de  ellos,  pues  este  habría  de  ser  preferido  á  los  demás  en  \or- 
que  la  tenga.  Sin  embargo  ,  algunos  autores  quieren  aplicar 
á  los  acreedores  hipotecarios  simples  las  disposiciones  de  la 
ley  5  ,  tít.  2'¿,  lib.  10,  Nov.  Rec.  relativas  á  los  acreedores 
quirografarios,  porque  así  en  los  escritos  de  las  obligaciones 
cíe  los  unos  como  en  los  de  los  otros  pueden  ocurrir  los  mis- 
mos fraudes.  Véase  acreedor  quirografario. 

ACREEDOR  personal.  El  que  solo  tiene  acción  perso- 
nal y  no  real  contra  su  deudor,  porque  ni  por  este,  ni  por 
la  ley,  ni  por  el  juez  se  le  han  obligado  especial  ó  general- 
mente los  bienes.  Véase  Acción  personal. 

El  acreedor  personal  puede  ser  privilegiado  ú  ordinario  , 
como  el  hipotecario  ;  y  el  privilegiado  puede  serlo  tal  sim- 
plemente ó  singularmente.  El  acreedor  personal  puede  hacer 
constar  su  crédito  por  los  medios  siguientes  :  —  Io.  Por  es- 
critura pública  que  no  contiene  estipulación  de  hipoteca,  ó 
que  si  la  contiene  no  está  registrada  en  el  oficio  de  hipote- 
cas :  —  2o.  Por  documento  privado ,  escrito  en  papel  sellado 
ó  común  :  — 5o.  Por  confesión  del  deudor  ó  deposición  de 
testigos ,  á  causa  de  haber  sido  meramente  verbal  el  con- 
trato. El  acreedor  personal  que  apoya  su  crédito  en  escri- 
tura pública,  se  llama  acreedor  escriturario  :  el  que  lo  apoya 
en  documento  privado,  se  denomina  acreedor  quirografario  ; 
y  el  que  tiene  que  recurrir  á  la  confesión  del  deudor  ó  á  la 
información  de  testigos,  no  es  mas  que  acreedor  verbal,  por 
no  haber  contraído  sino  de  palabra. 

El  acreedor  personal,  hablando  generalmente  ,  es  pagado 
en  concurso  de  acreedores  después  del  acreedor  propietario, 
del  hipotecario  privilegiado  y  del  hipotecario  ordinario  : 
pero  el  personal  singularmente  privilegiado  sigue  inmedia- 
tamente después  del  acreedor  propietario  con  antelación  á 
todos  los  demás. 

Disputando  entre  sí  los  acreedores  personales ,  debian  ser 
satisfechos  á  prorata  ,  sin  distinción  de  clases  ni  de  fechas, 
escepto  los  privilegiados,  según  lo  dispuesto  en  la  ley  1 1 , 
tít.  üi,  Part.  5  ;  pero  este  métpdo  se  ha  variado  en  parte  por 
las  leyes  recopiladas  ,  como  se  verá  en  los  artículos  que  si- 
guen. 

ACREEDOR  personal  privilegiado.  El  acreedor  per- 
sonal que  goza  el  derecho  de  ser  preferido  en  el  pago  á  otros 
acreedores  que  concurren  contra  un  deudor  común.  Puede 
ser  singularmente  privilegiado,  ó  solo  simplemente. 

ACREEDOR  pmsoNAL  singularmente  privilegiado. 
El  acreedor  personal  que  por  la  calidad  de  su  crédito  tiene 
el  derecho  de  ser  preferido  á  todos  los  acreedores  del  deu- 
dor, aunque  sean  hipotecarios  privilegiados ,  escepto  á  los 
propietarios.  Llámase  singularmente  privilegiado:,  porque 
su  privilegio  es  verdaderamente  singular,  pues  que  vence  á 
todos  los  demás  privilegios. 

Los  acreedores  singularmente  privilegiados  son  :  Io.  Los 
de  los  gastos  funerarios,  esto  es,  de  los  gastos  hechos  con 
motivo  del  entierro  del  deudor,  siendo  proporcionados  al 
nacimiento,  al  rango  y  á  la  fortuna  del  difunto  ;  pues  si  fue- 
ren escesivos ,  deberán  moderarse  y  reducirse,  aunque  hu- 
biesen sido  ordenados  por  el  difunto  mismo  en  su.  testamen- 
to; ley  12,  til.  13,  Parí,  1,  y  ley  50,  til.  15,  Part,  o  :  — 
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"«•'.'Lbstffe'los tâtém de'lii  última ,enffe\iWèldlafll;i::è!aïo"é:s,irn1c- 
^í'iáas^  ¡álÍh4é-nW,  libntir'arïos!  ;(ïc^  timtèfk. {f  ciruja' riós' ,  sa- 
*terios°Ô  <dfef*¿tíhbi  8fc  asistbrîf èS','  y" b'tr'óá  'seriWj arffe's1  ' !  —  '5° ',' Los 
-Uë! Ibè'gastos  de  justicia  ,  que  sonlos'qVté^ïè'nen  pór'übjlíto 
el  iuleres  común  de  los  acreedores,  como  v.  gr.  los  de  olor- 
gamiento ,  apertura  y  publicación  del  testamento ,  los  de 
inventario ,  venta  y  liquidación  de  bienes  ,  los  de  forma- 
ción de-concurso  y  clasificación  de  créditos,  etc.  (1). 

Los  acreedores  singularmente  privilegiados  deben  ser  sa- 
tisfechos después  de  los  acreedores  propietarios,  y  antes  que 
todos  los  demás.  — Si  se  disputaren  unos  con  otros  la  prefe- 
rencia, debe  atendérseles  por  el  orden  con  que  van  coloca- 
dos, esto  es,  han  de  cubrirse  primero  los  gastos  funerarios, 
después  los  de  la  última  enfermedad ,  y  por  último  los  de 
justicia ,  según  quieren  los  autores.  —  Si  los  acreedores  de 
cualquiera  de  estos  tres  órdenes  llegaren  á  tener  entro  sí 
mismos  igual  contienda ,  no  se  les  ba  de  pagar  por  antigüe- 
dad sino  á  prorata,  porque  siendo  simultáneos  sus  privile- 
gios, se  destruyen  mutuamente  :  Privilegiatus  conlra  œquè 
prmlegiatum  non  ulilur  privilegio.  Así  es  que  si  el  médico 
reclama  200  rs.  por  sus  honorarios  y  el  boticario  otros 
200  rs.  por  sus  medicamentos,  y  después  de  cubiertos  los 
gastos  funerarios  solo  quedan  200rs.no  se  antepondrá  el 
módico  al  boticario  ni  el  boticario  al  médico,  sino  que  ambos 
serán  pagados  á  prorata,  esto  es ,  en  proporción  á  sus  crédi- 
tos, dándose  al  médico  100  rs.  y  otros  Í00  rs.  al  boticario. 
ACREEDOR  personal  simplemente  privilegiado.  El 
acreedor  personal  que  por  la  calidad  de  su  crédito  tiene  el 
derecho  de  ser  preferido  á  los  demás  acreedores  personales, 
aunque  sean  anteriores.  Tal  es  el  que  hizo  un  depósito  irre- 
gular ,  es  decir ,  el  que  depositó  en  poder  del  deudor  por 
cuento  ,  peso  ó  medida  alguna  de  las  cosas  que  se  llaman 
fungibles  ,  esto  es ,  que  se  suelen  contar  ,  pesar  ó  medir  ; 
pues  si  bien  pierde  su  dominio,  porque  este  depósito  se  con- 
vierte en  mutuo ,  conserva  en  ellas  el  privilegio  de  ser  satis- 
fecho después  de  pagados  los  acreedores  hipotecarios  y  antes' 
que  los  de  las  otras  clases  que  vienen  tras  estos  ;  ley  9,  tít. 
3,  Part.  S  ,  y  ley  12,  tít.  14,  Parí.  S. 

Siendo  dos  ó  mas  los  acreedores  de  esta  especie  que  con- 
curren al  cobro  dé  sus  depósitos  irregulares ,  deben  ser  pa- 
gados á  prorata  y  no  por  orden  de  antigüedad ,  según  opinan 
los  autores  fundados  en  la  ley  i  I ,  tít .  lit,  Part.  8  ,  que  lo 
establece  así  por  regla  general  con  respecto  á  todos  los  acree- 
dores personales  ;  pero  parece  debia  tenerse  presente  para 
clasificar  á  estos  acreedores  privilegiados  lo  que  se  dice  de 
los  escriturarios  ,  quirografarios  y  verbales  en  sus  respecti- 
vos artículos  ,  aunque  siempre  tenemos  por  mas  equitativa 
la  aplicación  de  dicha  ley  11 ,  tít.  \U  ,  Part.  5,  por  la  razón 
de  que  siendo  simultáneos  los  privilegios  de  los  acreedores 
de  que  ahora  se  trata,  se  destruyen  mutuamente ,  y  por  las 
observaciones  hechas  al  fin  del  artículo  de  los  quirogra- 
farios. 

Obsérvese  que  aquí  solo  se  habla  de  los  acreedores  dé  de- 
pósito irregular';  pero  no  de  los  del  regular,  que  son  los  que 
depositan  una  cosa  que  no  es  fungible  ,  v.  gr.  un  caballo,  ó 
que  si  lo  es ,  como  por  ejemplo  una  cantidad  de  dinero  ,  no 
la  entregan  por  cuento ,  peso  ó  medida ,  sino  como  Un  cúer- 
f  o  cierto,  metido  en  bolsa  ,  cofre  ó  saco ,  cerrado  ó  sellado , 
para  que  el  depositario  la  custodie  sin  usarla  ^pues  estos 
conservan  el  dominio  de.  la  cosa  depositada ,  y  la  reclaman 
como  dueños ,  según  puede  verse  en  el  artículo  ¿creedores 
propietarios. 

(1  )  Véase  la  ley  8 ,  tít.  6  ,  Part.  6 ,  en  la  glosa  ;  pero  trata  la 
materia  con  mas  estension  Ant.  Gom.  en  la  ley  50  de  Toro,  y 
Hevia  Bol.  núm.  24  del  cap.  Pr elación,  lili,  2,  del  com.  lerr. 
Véase  también  la  glosa  de  la  ley  50,  tít.  15,  Part.  5  ,  por  Greg. 
Lop.;  y  Fcb.  por  Tapia  ;  cap.  2,  tít.  4;tom 


perío'nal  simplemente  privilegio.  ¡  ,   g0¡  \  IQÍ0G..)lflí;  n00 

Los  acreedores  personales  Ordinarios  se  subdividen  en  tres 
especies  ,  órdenes  ó  clases.  Al  primer  orden  pertenecen  los 
que  prueban  su  crédito  con  escritura  pública ,  y  se  llaman 
escriturarios  :  al  segundo  los  que  lo  prueban  con  documento 
privado  ,  y  se  denominan  quirografarios  :  y  al  tercero  los 
que  carecen  de  documento  ,  y  se  llaman  verbales ,  como  ya 
se  dijo  en  el  artículo  Acreedor  personal. 

Aunque  todos  los  acreedores  de  estos  tres  órdenes  se  lla- 
man ordinarios,  por  contraposición  á  los  simplemente  pri- 
vilegiados, y  vienen  al  pago  inmediatamente  tras  ellos,  no 
por  eso  forman  todos  un  solo  cuerpo  para  repartirse  á  pro- 
rata los  bienes  que  quedan  después  de  satisfechos  los  hipo- 
tecarios y  privilegiados,  sino  que  primero  se  presentan  los 
escriturarios ,  luego  los  quirografarios  de  papel  sellado  que 
repelen  de  su  seno  á  los  quirografarios  de  papel  común ,  y 
por  fin  estos  últimos  reunidos  con  los  verbales  se  distribu- 
yen y  proratean  los  despojos  que  los  otros  han  dejado;  de 
suerte  que  todavía  pueden  llamarse  privilegiados  los  escri- 
turarios respecto  de  los  quirografarios  que  traen  papel  con 
sello  ,  y  estos  también  respecto  de  los  que  lo  traen  común  y 
de  los  verbales,  como  es  de  ver  por  los  artículos  siguientes. 

ACREEDOR  personal  escriturario.  El  acreedor  per- 
sonal que  hace  constar  su  crédito  por  escritura  pública  que 
no  contiene  constitución  de  hipoteca  ,  ó  que  si  la  contiene  no 
está  registrada  en  el  oficio  de  hipotecas  del  partido  judicial  ; 
pues  por  la  omisión  del  registro  queda  nula  la  hipoteca  y  se 
reduce  á  personal  el  contrato  que  la  motiva. 

Tienen  fuerza  de  escritura  pública  :  1°.  —  El  documento 
privado  firmado  por  el  deudor  y  tres  testigos,  con  tal  que 
todos  reconozcan  sus  firmas  y  depongan  de  la  certeza  de  la 
deuda,  ley  31,  tít..  13,  Part.  5  :  —  2o.  El  documento  priyado 
cuya  certeza  en  cuanto  al  contenido  y  la  fecha  es  confesada 
por  el  acreedor  escriturario  posterior  á  quien  perjudica ,  se- 
gún los  autores  :  —  5o.  El  reconocimiento  de  la  deuda  hecho 
judicialmente  por  el  deudor,  leyes  ky  3,  tít.  28,  lib.  11 , 
Nov.  Rec. 

La  escritura  pública,  y  el  documento  privado  firmado  por 
el  deudor  y  tres  testigos  ó  confirmado  por  la  confesión  del 
acreedor  escriturario  posterior  ,  tienen  su  antigüedad  desde 
su  fecha  ;  pero  el  documento  reconocido  por  el  deudor  no  la 
tiene  sino  desde  el  acto  del  reconocimiento  judicial. 

El  acreedor  personal  escriturario  sin  privilegio ,  debe  ser 
pagado  después  del  hipotecario  y  del  simplemente  privile- 
giado ,  y  antes  que  el  quirografario  y  el  verbal ,  aun  cuando 
los  créditos  de  estos  sean  anteriores,  como  es  de  ver  por  la 
ley  S,  lit.  24,  lib.  10,  Nov.  Rec.  Litigando  entre  sí  los 
acreedores  escriturarios,  ha.de  ser  preferido  el  que  sea  an- 
terior en  tiempo,  según  afirman  los  autores  fundándose  en 
el  contenido  de  dicha  ley  5 ,  la  cual  estableciendo  la  regla  de 
prioridad  entre  los  acreedores  quirografarios  que  presentan 
su  crédito  en  papel  sellado ,  la  supone  sin  duda  entre  los  es- 
criturarios, por  no  haber  razón  alguna  de  diferencia;  y  si  la 
hay,  es  mas  bien  en  favor  de  estos  últimos. 

ACREEDOR  personal  quirografario.  El  acreedor  per- 
sonal que  hace  constar  su  crédito  por  instrumento  privado , 
esto  es,  por  vale  ,  pagaré,  cédula  ,  resguardo  ú  otro  docu- 
mento hecho  entre  los  interesados  sin  intervención  de 
escribano.  Llámanse  quirografarios  de  dos  palabras  griegas, 
de  las  cuales  la  una  significa  mano,  y  la  otra  yo  escribo, 
porque  estos  acreedores  tienen  un  título  ó  instrumento  es- 
crito de  la  mano  de  su  deudor.  Este  instrumento  puede  estar 
escrito  en  papel  sellado  ó  en  papel  común. 

Los  que  prueban  su  crédito  con  documento  escrito  en  el 
papel  sellado  que  corresponde  á  su  calidad  y  cantidad,  forman, 
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!'  AÍ c'eif trario,  los  que  solo  traen  documento  de  papel  co- 
mún ,  no  tienen  lugar  sino  después  de  los  que  lo  presentan 
en  papel  sellado  aunque  sean  anteriores  en  tiempo ,  ni  for- 
man tampoco  clase  distinta  para  ser  antepuestos  à  otros,  ni 
entre  sí  mismos  gozan  del  derecho  de  prioridad,  sino  que  se 
confunden  con  los  acreedores  verbales  que  para  probar  sus 
créditos  tienen  que  recurrir  á  la  confesión  del  deudor  ó  á  la 
información  de  testigos ,  y  todos  juntos  son  pagados  á  pro- 
rata sin  prelacion  alguna  con  los  bienes  que  quedan  después 
de  satisfechos  los  demás  acreedores;  ley  11,  tít.  Mi,  Part.  5, 
y  d.  ley  b  ,  til.  Vi,  lib.  10,  Nov.  Rcc. 

Sin  embargo ,  si  alguno  de  los  acreedores  personales  se 
anticipó  á  pedir  ejecución  y  obtuvo  sentencia  favorable  con- 
tra su  deudor  antes  de  oponerse  ó  acudir  los  demás ,  será 
preferido  á  ellos  en  el  pago ,  aunque  su  crédito  sea  el  mas 
reciente;  d.  ley  11,  lit.  \h,  Part.  b. 

La  razón  que  da  la  citada  ley  5,  tít.  2't,  lib.  10,Nov. 
Rec,  para  preferir  los  créditos  estendidos  en  papel  sellado 
á  los  que  lo  están  en  papel  común ,  es  que  estos  están  suje- 
tos á  fraudes  por  las  antedatas  y  postdatas,  y  aquellos  no 
tienen  este  peligro  por  causa  de  la  diferencia  y  variedad 
que  ha  de  haber  cada  año  del  dicho  sello  y  consumo  de  los 
pliegos  del  antecedente.  Mas  esta  razón  no  es  verdadera  en  la 
estension  que  se' le  da.  Será  cierto,  si  se  quiere  ,  que  no 
pueden  estenderse  créditos  este  año  con  papel  de  sello  del 
año  pasado,  aunque  vemos  diariamente  que  en  ninguna 
parte  falta  papel  sellado  de  los  años  anteriores;  pero  ¿no 
pueden  antedatarse  los  documentos  de  créditos  dentro  de  un 
mismo  año ,  así  en  el  papel  sellado  como  en  el  común ,  dan- 
do, por  ejemplo,  la  fecha  del  mes  de  enero  a  un  contrato  que 
se  celebra  en  el  de  agosto  ?  No  debiera  pues  darse  la  prefe- 
rencia á  los  créditos  de  papel  sellado  sobre  los  de  papel  co- 
mún ,  sino  solo  y  á  lo  mas  en  el  caso  de  ser  aquellos  de  años 
anteriores  á  estos;  y  aun  entre  sí  mismos  no  debieran  tam- 
poco gozar  del  privilegio  de  antelación  los  créditos  de  papel 
sellado  correspondientes  á  un  mismo  año.  Mas  lo  mejor  y 
mas  seguro  seria  que  todos  los  créditos  quirografarios  que 
se  presentan  contra  un  deudor  común,  así  como  los  verba- 
les ,  se  pagasen  á  prorata  sin  distinción  de  fechas  ni  de  pa- 
peles, porque  debe  siempre  suponerse  que  los  acreedores 
posteriores  ignoraron  al  contraer  con  su  deudor  la  existencia 
de  los  créditos  anteriores  hechos  sin  publicidad  ,  y  que  por 
consiguiente  son  los  unos  tan  dignos  de  favor  como  los 
otros. 

ACREEDOR  personal  verbal.  El  acreedor  personal 
que  habiendo  contraído  solo  de  palabra  con  su  deudor  ,  no 
puede  presentar  documento  escrito  de  su  crédito,  y  así  tie- 
ne que  probarlo  por  confesión  del  mismo  deudor  ó  por  de- 
claración de  testigos. 

Los  acreedores  personales  verbales  están  en  la  última  cla- 
se de  los  acreedores,  y  habiendo  concurso  son  pagados  en 
union  con  los  quirografarios  de  papel  común,  después  de  los 
quirografarios  de  papel  sellado ,  no  por  orden  de  antigüedad 
sino  á  prorata,  esto  es,  proporcionalmente  al  importe  desús 

(1)  La  ley  de  6  de  octubre  de  1825  prevenía  que  los  documen- 
tos, sean  de  la  clase  que  fueren,  no  escritos  en  el  papel  sellado 
correspondiente,  no  harán  fe  en  juicio  ;  pero  el  decreto  de  25  de 
noviembre  de  1857,  publicado  en  i  9  de  diciembre,  dice  en  su 
art.  7,  que  el  que  presenta  un  documento  de  esa  clase  incurrirá 
en  la  inulta  del  triplo  valor,  reponiéndose  la  hoja  ú  hojas  que  se 
agregarán  tachadas ,  sin  cuyo  requisito  no  podrá  tener  curso , 
ni  surtir  efecto  alguno. 
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que  tienen  preferencia  queda  de  tus  bienes  la  cantidad  ele 
18,000,  Pedro  recibirá  10,000  rs.,  Pablo  b,000  rs.,  y  Juan 
3,000  rs.  á  cuenta  de  sus  créditos  respectivos.  Véase  Acrec- 
dqr  personal  quirografario. 

ACREEDOR  hereditario.  Cualquiera  de  los  acreedores 
que  no  habiendo  recibido  en  vida  del  deudor  el  pago  de  su 
crédito,  tiene  derecho  á  reclamarlo  de  los  bienes  que  esio 
dejó  á  su  muerte.  Llámase  hereditario  por  contraposición  al 
testamentario  ,  y  por  el  derecho  que  tiene  á  ser  pagado  de- 
la  herencia  ;  pero  no.  forma  nueva  especie,  distinta  de  las 
que  han  sido  objeto  de  los  artículos  anteriores  ,  pues  ó  bien 
es  real  ó  personal. 

El  acreedor  hereditario  debe  dirigirse  al  heredero,  alba- 
cea  ,  ó  defensor  de  los  bienes  de  la  herencia  ;  pero  no  puede 
emplazar  ni  llamar  á  juicio  á  los  herederos  ó  familiares  de 
su  deudor  difunto  sino  pasados  nueve  dias  después  del  en- 
tierro; bien  que  si  recelare  que  ocultarán  ó  disiparán  los 
bienes  ó  se  ausentarán  con  ellos  por  defraudarle,  puedo  obli- 
garles á  dar  fiadores  ante  el  juez;  ley  lo,  lit.  15,  Part.  1  , 
y  ley  13,  tít.  9,  Part.  7. 

Si  el  heredero  acepta  la  herencia  bajo  beneficio  de  inven- 
tario, no  puede  reconvenirle  el  acreedor  hereditario  duraníe 
el  tiempo  de  la  formación  de  este  instrumento  ;  ni  tampoco 
podrá  exigirle  mas  de  lo  que  alcance  la  herencia,  aunque  el 
importe  del,  crédito  sea  mucho  mayor;  leyes  b  y  7 ,  til.  6  , 
Part.  6.  Pero  si  el  heredero  aceptó  la  herencia  llanamente 
sin  beneficio  de  inventario,  podrá  entonces  el  acreedor  de- 
mandarle todo  el  importe  de  su  crédito  ,  aunque  sea  de  mas 
consideración  que  los  bienes  del  difunto  ,  pues  por  la  simple 
aceptación  queda  obligado  el  heredero  á  la  satisfacción  de 
todas  las  deudas  de  la  herencia,  aun  con  sus  propios  bienes  ; 
ley  10,  tít.  6  ,  Part.  6. 

El  acreedor  hereditario  debe  ser  preferido  al  acreedor 
testamentario ,  porque  las  mandas  no  han  de  satisfacerse 
sino  de  lo  que  sobrare  después  de  cubiertas  las  deudas  ;  ley 
8,  lit.  55,  Par!.  7.  Si  el  heredero  pagare  antes  las  mandas 
que  las  deudas,  en  perjuicio  de  los  acreedores,  pueden  estos 
hacerlas  revocar  y  aun  dirigirse  contra  los  legatarios ,  quie- 
nes deberán  volver  lo  recibido  para  satisfacer  las  deudas  • 
leyes  7  y  12 ,  tít.  Ib,  Part.o,y  ley  7 ,  tít.  6,  Parí.  6.  Véase 
Acreedor,  artículo  ft. 

ACREEDOR  simple  ó  sencillo.  Llámase  así  general- 
mente cualquiera  de  los  acreedores  que  no  tienen  á  su  favor 
hipoteca  ni  privilegio;  de  suerte  que  pueden  designarse  con 
esta  denominación  los  acreedores  escriturarios,  quirogra- 
farios y  verbales. 

ACREEDOR  solidario.  Cualquiera  de  dos  ó  mas  indi- 
viduos que  tienen  un  mismo  crédito  á  su  favor  con  facultad 
de  exigirlo  cada  uno  por  entero,  de  modo  que  pagado  al  que 
lo  pida  quede  exonerado  el  deudor,  aun  cuando  su  producto 
sea  divisible  entre  todos.  Llámase  solidario  de  la  palabra 
latina  solidum  que  significa  cosa  ó  cantidad  entera.  En  el 
derecho  romano ,  los  acreedores  solidarios  se  llaman  gene- 
ralmente rci  slipnlandi,  así  como  los  deudores  solidarios  re  i 
promitlendi. 

No  siempre  que  dos  ó  mas  personas  son  acreedoras  de 
una  misma  cosa,  puede  cada  una  de  ellas  exigiría  por  en- 
tero; pues  al  contrario  es  regla  general  que  cuando  se  pro- 
mete simplemente  una  cosa  á  muchos ,  no  se  debe  á  cada 
uno  de  ellos  sino  su  parte  :  Si  duobus  ve!  pluribm  proviilli- 
tur,  singulis  debelar  pro  rala.  Si  nos  prometiste,  por  ejem- 
plo, á  mf  y  á  mi  hermano  cien  ducados,  no  deberás  dar 
toda  la  cantidad  á  cualquiera  de  los  dos  que  te  la  p 
la  mitad  al  uno  vía  otra  mitad  al  otro. 
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1°.  Cuando  en  el  instrumento  del  contrato,  sea  de'  venia, 
arrendamiento  ,  préstamo  ó  cualquier  otro  ,  se  dice  que  la 
cosa,  precio  ó  cantidad  se  deberá  por  entero  á  cada  uno  de 
los  acreedores  :  —  2o.  Cuando  se  indica  de  cualquier  modo 
que  los  acreedores  estipulan  ,  venden ,  arriendan  ó  prestan 
solidariamente  ó  in  solidum,  aunque  no  se  espíese  que  cada 
uno  pueda  pedir  el  pago  de  toda  la  £euda  :  —  5o.  Cuando 
se  establece  que  el  débito  ha  de  pagarse  al  uno  ó  al  otro  de 
!os  acreedores,  cuilibel  vcl  ulrique  ,  pero  no  cuando  se  dice 
solo  que  ha  de  pagarse  al  uno  y  al  otro  aporque  la  disyuntiva 
u  da  derecho  á  cualquiera  de  los  dos  para  pedir  el  todo  ,  y 
la  copulativa  y  no  confiere  á  cada  uno  mas  facultad  que  para 
exigir  su  parte  :  —  -'i-0.  Cuando  el  crédito  consiste  en  una  cosa 
que  no  puede  dividirse  sin  que  se  destruya,  como  por  ejem- 
plo en  un  caballo ,  que  el  deudor  se  ha  obligado  á  entregar, 
ó  que  perteneciendo  á  dos  ó  mas  dueños  ha  sido  dado  en 
alquiler  ó  comodato  :  —  5o.  Cuando  un  testador  encarga  á  su 
heredero  que  entregue  cierto  legado  á  la  persona  que  elija 
entre  dos  ó  mas  que  le  designa  ;  pues  si  no  lo  entrega  á  nin- 
guna, cualquiera  de  ellas  puede  pedirio,  como  si  se  le  hu- 
biese dejado  á  eila  sola. 

El  acreedor  solidario  que  hubiese  recibido  por  entero  la 
paga  déla  deuda,  está  obligado  á  comunicarla  y  repartirla  con 
los  demás,  en  caso  de  que  sean  acreedores  por  causa  onerosa, 
es  decir,  cuando  la  causa  de  la  deuda  proviene  de  una  cosa 
común  á  todos  ellos  ó  bien  de  sus  respectivos  trabajos;  pero 
siendo  acreedores  por  causa  lucrativa  ,  como  v.  gr.  por  do- 
nación ó  legado,  no  tiene  obligación  de  dar  parte  á  los  otros, 
á  no  ser  que  hubiesen  contraído  sociedad  que  les  confiera 
acción  recíproca  para  comunicarse  las  pérdidas  y  ganan- 
cias. Así  lo  establecía  el  derecho  romano ,  y  así  lo  quieren 
también  nuestro  Antonio  Gómez,  tomo  2  Fur.,  cap.  12, 
niims.  1  y  o,  y  la  Curia  Filípica,  lib.  2,  com.  terr.  cap.  7, 
ii.  6.  Sin  embargo  ,  aun  en  los  casos  de  donación  ó  legado 
debe  presumirse  generalmente  que  la  intención  del  donador 
ó  testador  fué  que  la  cosa  donada  ó  legada  se  repartiese  en- 
tre todos  ,  á  no  ser  que  las  palabras  y  circunstancias  mani- 
fiesten claramente  que  quiso  la  guardase  toda  para  sí  el 
acreedor  á  quien  se  pagase. 

No  solamente  puede  pedir  la  deuda  por  entero  cualquiera 
de  los  acreedores  solidarios ,  sino  que  el  deudor  puede  pa- 
garla al  que  mejor  le  parezca,  y  aun  hacer  su-  consignación 
si  se  negare  á  recibirla ,  mientras  no  haya  sido  prevenido 
por  la  demanda  de  alguno  de  ellos  ;  pues  en  este  último 
caso  no  quedaría  exonerado  de  su  obligación  con  respecto 
al  demandante  pagando  á  otro,  en  razón  de  que  los  acreedo- 
res solidarios  gozan  del  derecho  de  prevención ,  de  modo 
que  el  mas  diligente  se  apodera  del  negocio  mediante  su 
demanda,  rem  occupant;  sin  que  por  eso  deba  negarse  á 
los  demás  su  acción  para  reclamar  el  pago  de  la  deuda  en 
caso  de  no  lograrlo  el  primero  que  se  adelantó  á  pedirlo. 

En  el  derecho  romano  ,  así  como  podia  exigir  la  deuda 
por  entero  cualquiera  de  los  acreedores  solidarios ,  podia 
también  perdonarla  por  el  todo  ;  de  suerte  que  el  deudor 
que  lograba  la  remisión  de  uno  de  ellos  ,  quedaba  tan  libre 
para  con  los  demás  como  por  el  pago  efectivo  :  Acceplila- 
tioue  unius  tola  solvilur  obligalio.  Mas  como  no  parece  justo 
que  uno  téngala  facultad  de  perjudicar  á  los  otros  mediante 
una  remisión  que  es  realmente  un  acto  de  pura  liberalidad  y 
que  puede  ser  una  simulación  que  tenga  por  objeto  asegurar 
al  remitente  la  apropiación  esclusiva  del  importe  del  cré- 
dito ,  escepto  alguna  parte  que  deje  en  beneficio  del  deudor, 
no  debe  haber  duda  en  establecer  que  cada  uno  de  los 
acreedores  solidarios  puede  solo  hacer  remisión  de  su  parte 
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y  no  del  todo  de  la  deuda.  Cada  acreedor  solidaria  h,  m 
cierto  modo  un  mandatario  delos;otros,  epn  ppjer, par^çj, 
lui'  por  iodo--  pero  no, para  dar  :  es  un. mandatario,. pues/flue 
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p6*^ïhelMe?^I8s^ufâr',que  carlá'.'urio  pudiese  Cobrar  ja 
deuda  por  entero ,  se  confirieron  mutuamente  un  mandato 
tácito  para  este  negocio  :  lo  es  con  poder  para  recibir  por 
todos  y  no  para  dar,  pues  que  en  la  estipulación  no  se  tra- 
taba de  enajenar  sino  de  adquirir  :  es  pues  consiguiente  que 
la  remisión  que  uno  hiciere  no  exonere  al  deudor  sino  res- 
pecto de  la  parte  que  corresponde  al  remitente. 

Mas  aunque  el  deudor  no  quede  libre  de  su  obligación  con 
respecto  á  los  demás  acreedores  por  Ja  remisión  que  uno  de 
ellos  le  hiciere ,  lo  deberá  quedar  por  la  novación ,  por  la 
transacción  y  por  la  compensación  ,  pues  estos  medios  de 
estinguir  la  deuda  equivalen  al  pago,  salva  la  responsabilidad 
del  acreedor  hacia  sus  compañeros  según  sus  respectivos 
derechos. 

También  queda  libre  con  respecto  á  todos  los  acreedores 
el  deudor  que  ha  obtenido  sentencia  absolutoria  en  pleito 
seguido  con  uno  de  ellos ,  de  modo  que  ninguno  podrá  ya 
intentar  contra  él  nueva  demanda;  pues  aunque  es  regla 
general  que  la  sentencia  contra  uno  no  perjudica  á  otro,  sin 
embargo  la  misma  ley  que  la  establece  pone  entre  otras  esta 
escepcíon ,  diciendo  espresamente  que  la  sentencia  dada 
contra  alguno  de  muchos  acreedores  solidarios  perjudica  á 
todos  los  demás  ,  aunque  no  hayan  intervenido  en  el  juicio; 
léyft,  lit.  22,  Part.  3. 

Uno  de  los  efectos  de  la  solidacion  entre  acreedores  ,  es 
que  los  actos  de  cualquiera  de  ellos  que  conservan  la  deuda, 
la  conservan  también  con  respecto  á  todos  los  demás;  y  así 
es  que  todo  acto  que  interrumpe  la  prescripción  respecto  de 
uno  de  los  acreedores  solidarios,  aprovecha  igualmente  á 
los  otros,  porque  sus  derechos  están  confundidos  y  son  unos 
mismos. 

ACREEDOR  tfstajientario.  El  que  tiene  derecho  á 
reclamar  del  heredero  la  entrega  de  la  donación  ó  del  legado 
que  le  dejó  el  difunto  en  su  testamento. 

Como  nadie  puede  disponer  de  sus  bienes  sino  después  de 
cubrir  las  deudas  que  tiene  contra  sí,  es  evidente  que  los 
acreedores  testamentarios  no  deben  ser  satisfechos  de  las 
mandas  que  resultaren  á  su  favor  sino  despues  que  lo  hayan 
sido  los  hereditarios  ,  que  son  la  primera  carga  de  la  heren- 
cia (1).  Yéase  Acreedor  hereditario  y  Legatario. 

AG21SEBOR  censualista.  El  que  tiene  derecho  de  pe- 
dir á  otro  los  réditos  de  algún  censo  constituido  ásu  favor 
Yéase  Censo. 

ACRIMINACIÓN.  La  acusación  de  algún  crimen  ó  de- 
lito. Yézse  Acusación. 

ACRIMINAR  la  causa.  Agravar  el  crimen  ó  .el  delito. 

ACTA.  La  relación  por  escrito  que  contiene  las  delibe- 
raciones y  acuerdos  de  cada  una  de  las  sesiones  de  cual- 
quiera junta  ó  cuerpo. 

ACTA  de  navegación.  La  ley  que  tiene  por  objeto  fo- 
mentar el  comercio  y  la  marina  mercante  ,  haciendo  esclu- 
siva de  los  buques  nacionales  la  navegación  de  las  costas 
propias,  ó  favoreciendo  con  rebajas  de  derechos  el  tráfico 
marítimo  nacional  con  preferencia  al  estranjero. 

El  acta  de  navegación  de  España  se  estableció  en  pragmá- 
tica de  o  de  setiembre  de  1500  por  don  Fernando  y  doña 
Isabel.  Por  ella  se  prohibió  cargar  mercaderías  y  manteni- 
mientos para  conducirlos' á  otros  puertos  de  la  península  ó 

(1)  Ley  7,  tít.  6,  Part.  C,  otrosí  decimos;  y  ley  h  ,  lit.  il, 
Part.  6.  Esta  ley  dice  :  a  fueras  ende  si  el  heredero  rúeáe  de  los 
que  descienden  ó  suben  por  linea  derecha  del  testador.  Ca  estos 
átales  en  todas  guisas  deben  haber  la  su  parte  legítima  ,  é  non  se 
la  pueden  embargar  por  tales  mandas  como  sobre  dichas  son  ,  nin 
por  otra  manera  ninguna.  » 
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Por  otra  pragmática  de  11  de  agosto  del  siguiente- año  de 
i  50 i  confirmaron  los  mismos  reyes  la  observancia  de  la  pre- 
cedente prohibición,  esceptuando  á  los  subditos  do  la  nación 
inglesa ,  por  respetos  a  su  rey,  que  al  parentesco  unia  la 
confederación  con  los  de  Castilla  ;  ley  6 ,  d.  til.  8 ,  lib.  9 , 


Nov.  Iiec. 


propiedad  de  una  nave  española;  art.  58i  y  59¡í  :  —  Y  que 
es  licita  á  los  españoles  la  adquisición  de  buques  de  construc- 
ción estranjera,  con  tal  que  no  medie  reserva  fraudulenta  á 
favor  de  estranjero  alguno  ;  art.  590.  »  Véase  Nave. 
Ademas  ,  según  es  de  ver  por  los  aranceles  do  aduanas , 


En  1560  se  repitió  por  Folipe  II  á  petición  de  las  Cortes  la 
disposición  de  que  habiendo  en  los  puertos  navios  de  los  na- 
turales de  estos  reinos,  no  se  cargasen  mercaderías  en  los  de 
estranjeros,  sin  embargo  de  que  estos  hubiesen  obtenido  cé- 
dulas, provisiones,  dispensaciones  y  cartas  de  naturaleza, 
las  cuales  se  revocaban  y  daban  por  nulas;  ley  10,  d.  tít, 
8,  lib.  9,  Nov.  Rec. 

En  15  de  abril  de  1790  se  espidió  cédula  de  Carlos  IV,  en 
que  se  ordena:  — Que  la  preferencia  absoluta  concedida 
por  la  pragmática  de  1500  á  los  buques  nacionales  para  los 
cargamentos  de  mercaderías ,  producciones  y  frutos  ,  se  ha 
de  entender  para  llevarlos  de  puerto  á  puerto  de  los  domi- 
nios españoles  ,  que  llaman,  tráfico  de. cabotaje;  el  cual  ha 
de  ser  propio  y  pris  Ativo  esclusivamente  de  los  buques  cuyo 
dueño  sea  español,  siempre  que  los  hubiere  en  el  puerto  :  — 
Que  esta  preferencia  no  ha  de  ser  parcial  ni  privativa  de 
los  buques  y  matrícula  de  un  puerto  para  los  cargamentos 
de  cualquiera  especie  que  se  hagan  en  él,  sino  general  y  es- 
tensiva  en  cada  puerto  á  los  buques  nacionales  que  hayan 
venido  de  otro  con  entera  igualdad  :  —  Que  si  los  dueños  de 
buques  nacionales  abusaren  de  la  esclusiondelos  estranjeros 
para  el  cabotaje  ,  encareciendo  los  fletes  ,  se  haga  la  tasa- 
ción y  arreglo  de  estos  por  el  ministro  de  marina  ó  juez  que 
en  cada  puerto  deba  entender  en  la  materia  :  —  Que  por  lo 
respectivo  á  la  carga  y  estraccion  de  géneros  ,  frutos  y  pro- 
ducciones de  todos  los  dominios  españoles  para  paises  es- 
tranjeros por  los  puertos  de  la  península  y  de  las  islas  de 
Canarias,  Mallorca ,  Menorca  ó  Ibiza ,  la  preferencia  de  los 
buques  nacionales  sobre  los  estranjeros  será  por  el  tanto  ; 
de  manera  que  habiendo  buque  nacional ,  que  en  igualdad 
de  fletes  quiera  llevar  la  carga,  deba  ser  preferido  :  —  Que 
entre  los  buques  nacionales  deberá  serlo  el  que  quisiere  el 
cargador  ;  y  si  este  resistiere  embarcar  sus  efectos  en  bu- 
ques nacionales  ,  por  decir  que  no  se  hallan  en  estado  de 
navegar  sin  peligro  ,  se  visitarán  y  reconocerán  por  quien 
corresponda ,  y  solo  en  el  caso  de  dar  por  mal  seguros  los 
que  estén  prontos,  ó  se  puedan  aprontar  sin  considerable 
tardanza ,  dejarán  de  ser  preferidos  :  —  Que  esta  preferen- 
cia por  el  tanto  no  se  ha  de  entender  respecto  á  los  buques 
estranjeros ,  que  vengan  cargados  ó  de  vacío  á  los  puertos 
de  la  península  ó  de  dichas  islas ,  con  determinación  de  car- 
gar y  estraer  por  cuenta  de  estranjeros  géneros,  frutos  y 
prodúcelo  nsde  los  dominios  españoles  en  Europa,  América, 
Asia  y  África ,  para  trasportarlos  á  paises  también  estran- 
jeros :  —  Que  todo  capitán  de  buque  cuyo  dueño  sea  espa- 
ñol ,  pueda  llevar  en  las  navegaciones  de  Europa,  escluyendo 
absolutamente  las  de  América,  marineros  estranjeros,  como 
no  escedan  de  la  cuarta  parte  de  la  tripulación  ;  pero  si  los 
hubiere  españoles  que  quieran  ir  al  viaje  por  el  mismo  suel- 
do ,  han  de  ser  preferidos  :  —  Que  se  permitirá  á  los  espa- 
ñoles la  compra  de  buques  de  construcción  estranjera,  y  la 
libre  navegación  con  ellos  por  todas  partes ,  tomando  las 
precauciones  convenientes  para  asegurarse  de  que  pasan  á 
ser  propios  de  españoles ,  sin  que  medien  reservas  ni  con- 
fianzas fraudulentas;  ley  7,  d.  tít.  8,  lib.  9,  Nov.  Rec. 

Finalmente,  el  código  de  comercio  de  50  de  mayo  de 
1829  dispone  :  —  Que  «  el  comercio  de  un  puerto  español  á 
otro  puerto  del  mismo  reino  se  hará  esclusivamente  en  bu- 


se asignan  derechos  mas  subidos  á  los  géneros  que  vienen 


en  bandera  estranjera  que  á  los  que  trae  la  nuestra. 

El¡  Sr.  Canga  Arguelles  en  su  Diccionario  de  Hacienda 
dice  que  el  acta  de  navegación  es  provechosa  cuando  se 
trata  de  reanimar  un«omercio  abatido  ó  de  abrir  rumbo  á 
uno  nuevo,  y  que  es  perjudicial  cuando  el  tráfico  se  encuen- 
tra en  un  estado  de  prosperidad. 

ACTIVO.  Aplícase á  los  créditos,  derechos  y  obligacio- 
nes que  tiene  alguno  á  su  favor  ;  y  también  al  fuero  de  eme 
gozan  algunas  personas  para  llevar  sus  causas  á  ciertos  tri- 
bunales por  privilegio  del  cuerpo  de  que  son  individuos. 
Véase  Fuero. 

ACTO.  Una  acción  ,  un  hecho  ,  una  operación,  una  dili- 
gencia, un  modo  de  obrar,  un  procedimiento  ,  ya  de  una 
autoridad  como  tal ,  ó  de  una  persona  privada. 

.ACTOS  administrativos.  Las  decisiones ,  providencias 
ó  hechos  que  cualquiera  autoridad  administrativa  ó  agente 
del  gobierno  toma  ó  ejecuta  en  desempeño  de  sus  funciones. 
Los  jueces  no  deben  mezclarse  de  modo  alguno  en  las  ope- 
raciones de  las  autoridades  administrativas  ,  ni  tomar  cono- 
cimiento de  sus  actos,  porque  los  poderes  de  la  administra- 
ción están  separados  y  son  independientes  de  los  tribunales 
de  justicia. 

ACTOS  conservatorios.  Los  hechos  ó  diligencias,  que 
uno  practica  para  impedir  que  se  cause  perjuicio  á  sus  dere- 
chos. Tales  son  :  —  Io.  El  embargo  que  uno  pide  délos  bie- 
nes de  otro  para  asegurarse  el  pago  de  las  deudas  ó  daños 
á  que  se  estima  acreedor  :  —  2o.  El  secuestro  que  alguno 
solicita  de.  una  cosa  que  cree  pertenecerle  y  está  en  poder 
de  otro ,  para  que  no  sea  ilusoria  la  restitución  que  se  le  debe 
hacer  en  justificando  su  demanda:  —  5o.  El  aviso  que  un 
acreedor  diere  á  un  tercero  que  va  á  tratar  con  su  deudor, 
para  que  no  haga  contratos  que  puedan  poner  á  este  en  estado 
de  insolvencia  :  —  k°.  La  oposición  que  uno  hiciere  á  la  ena- 
jenación ó  destrucción  de  una  finca  que  le  está  hipotecada  : 
—  5°.  Las  peticiones ,  demandas  ú  otras  diligencias  que  hi- 
ciere uv  acreedor  en  favor  de  los  derechos  y  acciones  de  su 
deudor  contra  un  tercero  :  —  6o.  Las  denuncias  de  obras 
nuevas. 

ACTOS  conservatorios.  Los  actos  que  hiciere  un  here- 
dero legítimo  ó  testamentario,  no  con  objeto  de  aceptar  la 
herencia ,  sino  solo  con  el  de  evitar  la  pérdida  ó  deterioro  de 
los  bienes  que  la  componen.  Tales  son,  por  ejemplo,  cuidar 
de  la  subsistencia  de  los  ganados ,  vender  las  cosas  que  se 
echan  á  perder ,  repararlos  edificios  que  amenazan  ruina , 
coger  los  frutos  que  están  en  sazón ,  y  otros  semejantes  que 
pueden  verse  en  el  artículo  Aceptación  de  herencia. 

ACTOS  judiciales.  Las  decisiones,  providencias,  autos, 
mandamientos ,  diligencias  y  cualesquiera  operaciones  de  un 
juez  en  el  ejercicio  de  sus  atribuciones.  Los  actos  judiciales 
son  de  jurisdicción  contenciosa  ó  de  jurisdicción  voluntaria. 

También  puede  llamarse  acto  judicial  lo  que  hicieren  las 
partes  ante  el  juez ,  por  contraposición  á  lo  que  hicieren  las 
mismas  fuera  de  la  presencia  de  aquel.  Asi ,  una  confesión 
hecha  en  juicio  es  un  acto  judicial ,  al  paso  que  lo  es  estraju- 
dicial  la  que  se  hace  fuera  de  juicio. 

ACTOS  legítimos.  En  el  derecho  romano,  se  llamaban 
actos  legítimos,  aclus  Icgilimi,  ciertos  actos  ó  negocios  quo 
no  podían  hacerse  sino  con  ciertas  fórmulas.  Tales  eran  la 
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las  ceremonias  determinadas,  por  el  mismo  interesado  y  no 
por  procurador,  puramente  y  no  bajo  condición,  absoluta- 
mente y  no  con  señalamiento  de  día  en  que  debiese  empezar 
ó  cesar  su  efecto.  La  herencia,  por  ejemplo,  se  aceptaba 
pronunciando  las  palabras  que  estaban  prescritas  para  la 
adición;  se  aceptaba  por  el  heredero  mismo  y  no  por  apo- 
derado ;  se  aceptaba  puramente  y  no  bajo  condición  ni  desde 
cierto  tiempo;  de  suerte  que  la  aceptación  hecha  de  otro 
modo  era  nula. 

Nuestra  legislación  no  ha  establecido  estos  requisitos  para 
la  venta ,  ni  para  la  aceptilacion  ó  remisión  de:  deudas  ,  ni 
para  la  elección  entre  muchas  cosas  comprendidas  alterna- 
tivamente en  un  legado,  ni  para  el  nombramiento  de  tutor; 
y  así  no  son  legítimos  estos  actos  en  el  sentido  del  derecho 
romano.  Pero  con  respecto  á  la  aceptación  de  herencia ,  ' 
quiere,  como  la  ley  romana  ,  que  no  se  haga  por  procurador, 
ni  bajo  condición,  ni  á  dia  cierto.  Véase  Aceptación  de  he- 
rencia. 

ACTOS  positivos.  Los  hechos  que  califican  la  virtud, 
limpieza  ó  nobleza  de  alguna  persona  ó  familia.  Tales  son  el 
haber  llevado  el  hábito  de  alguna  de  las  órdenes  militares , 
ó  haber  pertenecido  á  alguno  de  los  colegios  mayores.  El  que 
probare  tres  actos  positivos  en  tres  de  sus  antepasados ,  no 
tiene  necesidad  de  hacer  otra  justificación  de  su  nobleza. 

En  efecto,  la  nobleza  y  limpieza  de  cada  linea  de  una 
familia  se  tiene  por  pasada  en  cosa  juzgada  y  ejecutoriada 
mediante  tres  actos  positivos  de  ella;  y  en  su  virtud  los  des- 
cendientes de  las  personas  que  los  obtuvieron  adquieren 
derecho  real  para  quedar  calificados  por  nobles  y  limpios  , 
bastándoles  probar  su  descendencia;  lo  cual  se  entiende, 
aunque  dichos  tres  actos  se  hayan  ganado  en  diferentes  con- 
sejos ,  tribunales,  comunidades  ó  colegios ,  ó  en  uno  mismo, 
y  respecto  de  un  cuarto  ó  de  dos  ó  de  todos  (  esto  es,  respecto 
de  una,  dos  ó  todas  las  cuatro  líneas  de  abuelos  paternos  y 
maternos);  pero  si  los  actos  no  llegaren  á  tres ,  los  descen- 
dientes no  adquieren  derecho  alguno  y  tienen  que  hacer 
nuevas  pruebas  de  su  calidad  en  la  forma  ordinaria  ;  ley  22, 
til.  27,  lib.  11  ,Nov.  Rec. 

Para  que  obren  su  efecto  de  ejecutoria  dichos  tres  actos, 
han  de  ser  de  tribunales  graves  y  enteros ,  donde  con  debido 
conocimiento  de  causa  se  haya  tratado  y  determinado  la 
materia,  esto  es,  del  Consejo  de  órdenes,  religion  de  San 
Juan  ,  santa  iglesia  de  Toledo  ,  y  colegios  mayores  de  Sala- 
manca ,  Alcalá,  Valladolid,  Santa  María  de  Jesús  de  Sevilla, 
españoles  en  Bolonia ,  Fonseca  en  Santiago ,  San  Felipe  y 
Santiago  en  la  universidad  de  Alcalá,  Santa  Catalina  mártir 
y  Santa  Cruz  de  la  Fe  en  la  universidad  de  Granada ,  y  no 
de  otro  tribunal,  iglesia,  colegio  y  comunidad  alguna  ;  leyes 
22  y  1h,  d.  tít.  27,  lib.  \  1  ,  Nov.  Rec. 

Estos  tres  actos  de  tal  manera  causan  cosa  juzgada  y  de- 
recho á  los  descendientes ,  que  aunque  después  de  ellos  se 
descubra  causa  ó  razón  que  sabida  con  tiempo  hubiera  im- 
pedido la  concesión  de  las  distinciones  alas  personas  que  las 
gozaron ,  han  de  permanecer  sin  embargo  en  su  fuerza  y  vi- 
gor la  autoridad  y  efectos  de  la  cosa  juzgada  y  del  derecho 
adquirido  en  su  virtud;  pues  es  mas  crédito  de  la misnra  no- 
bleza y  limpieza  sostener  tres  calificaciones  con  que  está 
aprobada ,  que  descubrir  aunque  solo  sea  por  accidente  que 
se  dio  á  personas  que  no  la  merecian;  d.  ley  22. 

Los  pretendientes  de  actos  de  nobleza  ó  limpieza  en  cua- 
lesquiera tribunales ,  colegios  ó  comunidades  de  estatuto , 
cuando  presentan  sus  genealogías  de  padres  y  abuelos  para 
las  informaciones ,  deben  declarar  todoü  los  actos  positivos 
que  tuvieren  por  sus  cuatro  líneas ,  ora  sean  ganados  por  sus 
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desangre  en  manera  alguna.  Los  dichos  actos  positivos  se 
han  de  comprobar  por  testimonios  auténticos  délos  consejos, 
colegios  mayores  ó  comunidades  donde  se  obtuvieren,  sin 
recurrir  aprobanzas  de  testigos,  sino  en  caso  que  por  algún 
accidente  de  los  tiempos  ú  otra  legitima  causa  convenga;  y 
con  esta  verificación  de  la  existencia  de  los  actos  positivos  y 
de  su  enlace  ,  descendencia  y  parentesco ,  se  han  de  tener 
por  acabadas  sus  pruebas  y  despachárseles  sus  pretensiones 
sin  admitir  contra  dichos  actos  memoriales  ni  delaciones.  Los 
consejos;  colegios  mayores  y  demás  comunidades  de  estatuto 
tienen  obligación  de  dar  testimonio  en  forma  de  todos  los 
actos  positivos  que  se  hubieren  despachado  y  despacharen  , 
con  inserción  de  las  genealogías  presentadas  por  las  partes, 
y  declaración  del  dia  y  año  en  que  se  obtuvieron ,  así  á  ins- 
tancia de  los  informantes  y  tribunales  donde  se  necesitare  de 
ellos ,  como  á  pedimento  de  las  partes  interesadas.  Estas  dis-  ] 
posiciones  están  contenidas  en  la  ley  23,  d.  lit.  27,  lib.  U , 
Nov.  Rec.  —  Véase  Nobleza  y  Limpieza  de  sangre. 

ACTOS  de  comercio.  Las  negociaciones,  contratos  y   ' 
operaciones  mercantiles  que  están  comprendidas  en  las  dis- 
posiciones del  código  de  comercio.  Véase  Tribunales  de  co- 
mercio. 

ACTOS  de  heredero.  Las  disposiciones  que  toma  el  in- 
dividuo llamado  á  una  herencia  sobre  los  bienes  de  ella , 
siendo  de  tal  naturaleza  que  no  pueda  tomarlas  válidamente 
sino  con  la  calidad  de  heredero ,  y  que  suponen  por  consi- 
guiente su  intención  de  aceptar.  Tales  son ,  por  ejemplo ,  el 
enajenar  á  título  gratuito  ú  oneroso  algunos  de  los  bienes 
hereditarios ,  el  hipotecarlos  ú  obligarlos ,  el  conceder  servi- 
dumbre sobre  ellos,  el  pedir  su  partición  y  hacer  otras  cosas 
semejantes  que  solo  puede  ejecutar  el  que  se  considera  pro-  ' 
pietario  :  Pro  hœrede  énim  gerere  est  pro  domino  gerere. 
Véase  Aceptación  de  herencia. 

ACTOS  de  posesión.  Todos  los  hechos  que  lleva  consigo 
el  uso  ó  ejercicio  de  la  posesión  que  uno  tiene  en  alguna  cosa. 

ACTOR.  El  que  pone  alguna  demanda  en  juicio. 

Para  poder  ser  actor ,  es  necesario  ser  persona  que  pueda 
obligarse,  porque  el  juicio  es  un  cuasi  contrato,  por  el  cual 
los  litigantes  quedan  obligados  recíprocamente.  De  aquí  es 
que  no  puede  comparecer  en  juicio  el  menor  de  veinte  y 
cinco  años  sin  la  autoridad  de  su  tutor  ó  curador,  á  no  ser 
que  esté  habilitado  para  administrar  sus  bienes ,  ó  por  dis- 
pensa, ó  por  medio  del  matrimonio  (i)- si  tiene  diez  y  ocho 


(1)  Parece  incurrir  en  contradicción  el  autor  del  Diccionario 
diciendo  en  este  lugar  yen  el  Manual  del  abogado  americano, 
lib.  5,  tít.  4,  que  por  el  matrimonio  se  habilita  el  menor  para  estar 
en  juicio  sin  tutor  ó  curador  si  tiene  diezy  ocho  años  cumplidos, 
cuando  en  la  palabra  Menor  dice  :  «  El  menor  que  se  hubiere  ca- 
sado ,  puede  administrar  su  hacic  :  Ja  y  la  de  su  mujer,  etc.  ;  pero 
como  no  por  eso  se  constituye  mayor...  necesita  de  la  intervención 
de  curador  ad  litem  para  presentarse  en  juicio.  »  Desde  la  publi- 
cación de  la  pragmática  de  H  de  febrero  de  1&25  (ley  7,  tít,  2, 
lib.  10,  Nov.  Rec),  que  manda  que  el  menor  casado  entrando 
en  diez  y  ocho  años  administre  su  hacienda  y  la  de  su  mujer,  se 
suscitaron  graves  dudas  de  que  habla  D.  Juan  Sala  en  los  efectos 
civiles  del  matrimonio,  y  con  mas  estension  D.  Isidoro  Alcaraz 
en  su  práctica  de  los  Cuatro  J  uicios ,  donde  dice  de  estas  dudas  : 
=  «  ¿a  primera ,  si  la  administración  que  concede  á  estos  meno- 
res casados,  es  absoluta,  sin  beneficio  de  la  restitución  in  infegrum, 
de  modo  que  por  ella  se  entiendan  revocadas  la  disposición  de  de- 
recho y  ley  ó*e  Partida  citadas  al  g  Io.  La  segunda,  si  por  la  dicha 
pragmática  podían  estos  menores  casados  comparecer  en  juicio, 
demandando  ó  escepcionando ,  sin  necesidad  de  nombrar  curador 
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'tenga  curador'  para  litigar  ',  debe  el  juez1  nombrarte  db  b'ficicr 
curador  para  este  objeto  ;  ley  {i,  lit.  2,  Part.  3,  y  ?<>>/  13,  lit. 
16,  Parí.  6.  Véase  Menor  y  Curador. 

En  igual  caso  de  tener  que  litigar  por  medio  de  su  curador 
se  hallan  el  mudo ,  el  sordo ,  el  loco  y  el  pródigo  que  tiene 
puesta  intervención  judicial  á  sus  bienes. 

Tampoco  puede  litigar  el  hijo  de  familia  sin  licencia  de  su 
padre ,  escepto  en  ciertos  casos  determinados  por  las  leyes. 
'Estos  casos  son  cuando  tiene  pleito  con  un  estraño  sobre  cosa 
perteneciente  á  su  peculio  castrense  ó  cuasi  castrense  ;  ó  sobre 
cualquier  otro  asunto,  siempre  que  su  padre  se  halle  ausente, 
él  sea  mayor  de  veinte  y  cinco  años ,  y  dé  fiador  de  que  el 
padre  confirmará  lo  que  él  hiciere  ;  ley  2,  lit.  5,  y  ley  7,  lit.  2. 
Part.  3.  Pero  cuando  el  hijo  trate  de  litigar  con  el  mismo  pa- 
dre, solo  podrá  hacerlo  sin  su  licencia  en  los  casos  siguientes  : 
Io.  en  todo  lo  perteneciente  al  peculio  castrense  y  cuasi  cas- 
trense :  2o.  si  el  padre  le  negase  los  alimentos  ó  malgastase  su 
peculio  adventicio  :  5o.  si  pretendiese  salir  de  la  potestad  de 
su  padre  por  tratarle  este  con  crueldad  :  k°.  cuando  se  mueve 
pleito  sobre  si  es  ó  no  hijo  del  que  se  tiene  por  padre  : 
5o.  cuando  el  hijo  quiere  casarse  con  determinada  persona, 
y  el  padre  le  niega  injustamente  su  consentimiento  ;  ley  2, 
iil.  2,Par(.  5,  y  ley  9,  til.  2,  lib.  10,  Nov.  Reo.  En  todos  es- 
tos casos  puede  el  hijo  litigar  con  el  padre  sin  licencia  de 
este;  pero  debe  pedir  primero  la  venia,  lo  cual  se  hace  en 
la  misma  demanda ,  y  viene  á  ser  una  mera  fórmula  ;  ley  h , 
lit.  7,  Part.  3.  También  tienen  que  pedir  esta  venia  los  des- 
cendientes demandando  á  sus  ascendientes ,  el  liberto  á  su 
señor,  el  yerno  al  suegro,  el  subdito  al  señor  de  quien  es 
vasallo,  el  discípulo  al  maestro,  el  parroquiano  al  párroco,  el 
ahijado  al  padrino  de  bautismo  ,  y  el  entenado  á  la  madras- 
tra (I).  Yéase  Hijo  de  familias. 

ad  litem ,  de  modo  que  se  entendiesen  revocadas  las  disposiciones 
jurídicas  citadas  al  g  9.  Xa  tercera,  si  por  la  misma  pragmática 
podían  los  menores  casados  enajenar  sus  bienes  inmuebles  sin  au- 
toridad y  decreto  del  juez,  de  forma  que  se  entendiesen  revocadas 
las  leyes  citadas  al  §  11 .  La  cuarta,  si  por  la  misma  real  pragmá- 
tica estos  menores  perdían  el  goce  de  caso  de  corte  en  las  causas, 
de  modo  que  por  ella  se  entendiesen  revocadas  las  leyes  anteriores 
del  reino  y  Partida ,  citadas  al  g  12.  —A  cuyas  dudas  se  resuelve, 
el  que  esta  real  pragmática  no  revoca  disposición  alguna  de  las 
nofadas ,  porque  todas  quedan  en  su  fuerza  y  vigor ,  para  arreglar 
por  ellas  el  concepto  en  todas  lasdudas  que  ocurren  en  el  asunto; 
y  así,  los  menores  que  por  tocar  la  edad  de  diez  y  ocho  años  y 
haber  contraído  matrimonio  administran  sus  bienes  y  los  de  su 
mujer,  gozan  del  privilegio  de  la  restitución  in  integrum,  si  se 
hallasen  perjudicados  en  los  contratos  que  celebran,  anexos  á  su 
administración  :  la  razón  es,  porque  esta  pragmática  se  dirige  á 
conceder  mas  alivio  y  beneficio  á  los  menores;  y  si  por  ella  se 
entendieran  privados  del  particular  de  la  restitución  in  integrum, 
lejos  de  favorecerles,  podia  decirse  se  había  publicado  en  su  daño. 
—  Asimismo,  no  obstante  la  real  pragmática,  deben  estos  me- 
nores casados  nombrar  curador  ad  litem  para  sus  demandas,  de 
modo  que  sin  su  intervención  serán  nulas  é  ineficaces  sus  resultas, 
por  la  propia  razón  de  que  siendo  favorable  á  los  menores  la  dis- 
posición de  derecho  que  les  impone  la  necesidad  de  nombrar 
curador  ad  litem  en  sus  causas,  y  no  menos  favorable  la  real 
pragmática,  jamas  puede  conceptuarse  en  su  daño,  ni  menos  en- 
tenderse revocada  aquella  favorable  disposición  de  derecho  por 
esta  del  reino,  dada  y  publicada  también  à  su  favor.  »  — Antonio 
Gómez  en  la  tercera  glosa  á  la  ley  47  de  Toro,  trata  el  punto  y 
dice:  «  Lic'et  filins  qui  est  in  potestate  non  possit  esse  »  in  judicio 
sine  licentia  patris ,  tamen  hodie  filius  wnjugatus^  sic.  » 

(1)  Así  opinan  Paz,  y  el  autor  de  la  'îur.  Fil.  citad,  en  la  obra 
de  Febrero,  lib.  3,  tit.  2,  cap.  1 ,  núm.  i(¡ 
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á  demandar.  El  primeío  es  el  qué  impropiamente  se  llama  de 
jactancia,  que  sucede  cuando  uno  dice  contra  otro  cosas  de 
que  puede  resultarle  menoscabo  en  su  buen  nombre  y  opi- 
nion :  entonces  el  ofendido  puede  pedir  que  el  juez  (2)  obli- 
gue al  calumniador  ó  maldiciente  á  que  ponga  demanda  para 
probar  sus  baldones ,  ó  que  de  lo  contrario  se  desdiga,  ó 
bien  dé  otra  satisfacción  competente  á  arbitrio  del  juez; 
ley  46,  til.  2  ,  Part.  3.  El  segundo  es  cuando  un  comercian- 
te ú  otra  cualquiera  persona  tiene  que  viajar  á  negocios 
propios,  y  sabe  ó  presume  que  alguno  trata  de  moverle  pleito 
maliciosamente  para  estorbar  el  viaje  ;  en  cuyo  caso  puede 
pedir  que  este  ponga  luego  su  demanda,  so  pena  de  no  ser 
oido  hasta  que  el  demandado  vuelva  de  su  viaje;  leyhl, 
lit.  2  ,  Pari.  5.  El  tercero  es  cuando  uno  teme  que  otro  le 
moverá  algún  pleito  despues  que  mueran  algunas  personas 
ancianas  ó  enfermas  con  cuya  declaración  habría  de  apoyar 
él  sus  derechos  y  escepciones  :  entonces  puede  el  interesado 
precisar  á  su  contrario  á  que  entable  su  acción  desde  luego, 
ó  le  abone  la  escepcion  para  cuando  lo  verifique  ;  á  cuyo 
fin  será  muy  oportuno  pida  al  juez  que.  reciba  las  deposicio- 
nes de  los  mencionados  testigos  con  citación  del  adversario 
para  hacer  uso  de  ellas  á  su  tiempo;  ley  2,  tit.  16,  Parí.  3; 
Covarr.,  tom.  1  Var.,  cap.  18,  n.  3.  Yéase  Demanda  y  Liti- 
gante. 

ACTOBA.  Así  se  llama  y  no  actriz  la  mujer  que  pide  ó 
demanda  en  juicio.  Ademas  de  que  puede  aplicarse  á  la  mu- 
jer lo  que  queda  dicho  sobre  el  artículo  antecedente ,  es  pre- 
ciso saber  aquí  que  la  mujer  casada  no  puede  comparecer 
enjuicio  sin  licencia  de  su  marido,  de  modo  que  será  nulo 
cuanto  hiciere  si  este  después  no  lo  ratifica  ;  ley  i{ ,  tit.  1 , 
lib.  10,  Nov.  Rec.  Cuando  el  marido  se  halla  ausente,  y  hay 
peiigro  en  la  tardanza ,  ó  cuando  se  resiste  sin  justa  razón  á 
dar  la  referida  licencia ,  puede  otorgarla  el  juez  con  conoci- 
miento de  causa  ;  leyes  13  y  15,  tit.  y  libro  cit.  Nov.  Rec. 
Yéase  Mujer  casada. 

ACTUACIÓN.  La  redacción  ó  instrucción  del  proceso. 

ACTUAB.  Formar  autos,  redactar  ó  instruir  el  proceso. 

ACTUABEO.  El  escribano  ó  notario  ante  quien  pasan  los 
autos.  Yéase  Escribano. 

ACUEBDQ.  La  resolución  que  se  toma  en  los  tribunales 
por  todos  los  votos  ó  la  mayor  parte  de  ellos  ;  y  también  la 
que  se  toma  por  una  sola  persona ,  como  los  acuerdos  de  un 
presidente  :  —  El  parecer  ,  dictamen  ó  consejo  de  alguna 
persona  ó  cuerpo  ,  como  el  acuerdo  de  asesor  sobre  el  que 
pronunciad  juez  lego  : — El  cuerpo  de  los  ministros  que  com- 
ponen una  cnancillería  ó  audiencia  con  su  presidente  ó  re- 
gente cuando  se  juntan  para  asuntos  gubernativos ,  y  en  al- 
gunos casos  estraordinarios  para  los  contenciosos  :  las  juntas 
de  acuerdos  ordinarios  se  componían  solo  de  los  oidores  ; 
pero  en  los  que  se  llaman  acuerdos  generales  entraban  tam- 
bién los  ministros  ó  alcaldes  del  crimen.  Véase  Audiencia. 

ACUMUXj ACIÓN  de  acciones.  La  deducción  de  dos  ó 

(2)  De  este  recurso  ó  remedio  trata  Paz  in  Praxi,  tom.  5,  cap.  9, 
g  1  :  y  el  P.  Muríllo,en  el  tit.  de  Foro  compétent!,  hablando  del 
juez  pite  quien  ha  de  pedirse  el  remedio  ,  hace  muy  bien  com- 
prender la  particularidad  del  caso  en  que  se  surte  el  fuero  del 
demandante,  á  saber,  si  el  difamante  es  subdito  del  juez  del  difa- 
mado :  «  Ac  proinde  (dice)  díffamalus  coram  suo  judice  (díffamati 
seiliect)  comparebit,  ut  jubeat  vel  per  se,  si  díffamans  sit  ilüus 
subditus,  vel  requirendo  judicem  diffamantís  ,  si  v.  gr.  sit  cle- 
ricus  qui  diffamai,  ut  facial  ipsum  díffainantem  probare  quae 
jacta'' ,  vel  ipsum  imponi  perpctuum  sílentium ,  etc.;  »  lo  cual  es 
muy  digno  de  atención  por  la  equivocación  con  que  suele  enten- 
derse la  particularidad  de  este  recurso. 
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segunda  íes  la  deducción  sucesiva  de  diversas,  acciones 
en  diverso  tiempo  y  demanda  hasta  la  contestación  del 
pleito. 

Puede  el  actor  proponer  y  acumular  en  una  misma  de- 
manda muchas  y  diversas  acciones  civiles  ó  criminales  con- 
tra uno  ó  mas  sugetos  por  distintas  causas  y  razones ,  con  tal 
que  no  sean  contrarias  entre  sí  :  «  Poner  puede  alguno,  dice 
la  ley  7,  tít .  10,  Part.  3,  muchas  demandas  contra  su  conten- 
dor, mostrándolas  é  razonándolas  todas  en  uno,  solo  que  non 
sea  contraria  la  una  á  la  otra;  ca  si  tales  fuesen,  non  lo  po- 
dría facer.  » 

Se  pueden  proponer  subsidiaria  y  condicionalmente  en 
una  demanda  dos  remedios  contrarios  ,  cuando  los  derechos 
son  tales  que  no  se  quitan  por  la  elección.  Así  es  que  se 
puede  alegar  v.  gr.  que  un  testamento  es  nulo ,  y  en  caso 
que  se  considere  válido  ,  que  es  inoficioso  ;  ó  que  es  nulo  un 
contrato  ,  y  que  cuando  no  se  estime  por  tal,  al  menos  debe 
ser  restituido  el  contrayente  por  haber  sido  perjudicado 
en  él. 

También  se  pueden  pedir  en  una  misma  demanda  la  pro- 
piedad y  la  posesión;  pero  es  mejor  pedir  solo  la  posesión  , 
así  porque  es  mas  fácil  de  probar,  como  porque  si  el  actor 
fuere  condenado  en  el  juicio  de  posesión,  tiene  todavía  es- 
pedito  el  remedio  de  la  propiedad  ;  al  paso  que  siguiendo  el 
sistema  contrario  ,  si  fuere  condenado  en  el  juicio  petitorio 
no  puede  intentar  el  posesorio  ,  porque  aquel  abraza  los 
dos;./fyes27y28,  tít.  %,-Part.  5,  y  ley  A,  tít.  3,  lib.  11, 
Nov.  Ree. 

No  pueden  acumularse  las  acciones  cuando  la  una  depende 
de  la  otra ,  como  si  alguno  pide  v.  gr.  á  título  de  here- 
dero el  pago  de  una  deuda  hereditaria  y  despues  la  decla- 
ración de  ser  tal  heredero ,  pues  antes  debe  acreditar  su 
calidad  que  intentar  la  cobranza;  —  ni  cuando  las  acciones 
son  tales  que  la  elección  de  la  una  escluye  ó  estingue  la 
otra  ;  —  ni  cuando  se  oponen  de  tal  suerte  que  la  sentencia 
absolutoria  dada  en  la  una  produciría  escepcion  de  cosa  juz- 
gada en  la  otra  ;— ni  cuando  son  contrarias  en  el  ejercicio  y 
no  en  el  origen,  pues  siéndolo  solamente  en  este  no  cesa  la 
una  por  la  elección  de  la  otra;  —  ni  cuando  la  una  es  per- 
judicial, esto  es,  cuando  la  sentencia  dada  en  ella  pro- 
duce ó  puede  producir  escepcion  de  cosa  juzgada  en  otra  ; 
—  ó  cuando  la  una  por  razón  de  su  mayoría  no  admite 
consigo  á  las  demás ,  ó  por  su  mayor  perjuicio  ó  prelacion  en 
cuanto  al  orden  judicial  no  puede  seguirse  con  otras  sin  que 
este  se  invierta  ;  —  ni  cuando  una  es  civil  de  una  cosa ,  y  la 
otra  criminal  de  otra  cosa  diferente;  —  ni  en  fin,  cuando 
por  cualquiera  razón  se  consideren  incompatibles. 

Pero  si  se  ponen  muchas  acciones  que  se  dirigen  á  diver- 
sos fines  ,  no  siendo  contrarias  entre  sí,  deben  acumularse, 
como  cuando  uno  pide  ciento  por  razón  de  venta  y  otros 
ciento  por  razón  de  mutuo ,  sino  es  que  haya  mayoría  entre 
ellas;  v.  er.  si  la  una  es  civil  y  la  otra  criminal,  en  cuyo 
caso  \  como  que  la  criminal  es  mayor  por  interesarse  el  bien 
público  en  el  castigo  de  los  delitos,  ha  de  seguirse  y  finali- 
zarse ,  quedando  entretanto  suspensa  la  civil. 

También  se  deben  acumular  ,  siendo  diversas  en  número 
y  especie,  como  las  de  depósito  y  arrendamiento,  ó  sola- 
mente en  número,  v.  gr.  cuando  uno  es  heredero  y  partí- 
cipe con  otros  en  muchas  herencias ,  ó  tienen  varias  compa- 
ñías ó  depósitos  ,  con  la  diferencia  de  que  en  el  primer  caso 
se  han  de  acumular  en  diversas  demandas  ,  y  en  el  segundo 
en  una  ;  de  suerte  que  habrá  una  conclusion ,  juicio  y  sen- 
tencia :  mas  no  teniendo  lugar  la  acumulación  debe  el  reo 
oponer  esta  escepcion,  porque  no  oponiéndola  valdrá  la  acu- 
mulación ,  á  menos  que  el  actor  proponga  al  principio  una 
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El,  actor,  ;pu«de  a^aâ8âaÎ9§isa\fifi'i<P^6a.,^0fieftç(W  es- 
crito por  una:  misma,  cosa  ó  hecho,  ó  por  varios. ¡También 
puede  intentar  muchas  acciones  criminales  juntas  contra 
uno  por  distintos  delitos ,  no  por  uno  solo  ,  ni  tampoco  con- 
tra dos  ó  mas  personas,  sino  que  sea  por  su  propia  injuria  ó 
de  los  suyos,  ley  2,  tít.  i,  Part.  7;  masoor  un  delito  puede 
acusar  á  un  tiempo  á  muchos  cómplices. .      . 

Cuando  por  un  hecho  ó  delito  ,  como  v.  gr.  por  hurto, 
malversación, y  estrayío  de  caudales,  competen  al  actor  las 
dos  acciones  civil  y  criminal  contra  el  reo  ,  puede  elegir  la 
que  quisiere  (1) ,  pues  no  se  le  permite  usar  principalmen- 
te y  aun  tiempo  de  ambas.  Esta  regla  se  amplía  en  primer 
lugar  ,  cuando  la  una  de  las  dos  acciones  es  perjudicial ,  de 
modo  que  la  sentencia  dada  en  ella  produce  escepcion  de 
cosa  juzgada  en  la  otra;  en  segundo  lugar,  cuando  del  mis- 
mo hecho  resultan  varias  acciones  ;  y  en  tercer  lugar,  cuan- 
do ,  el  turbado  en  la  posesión  intenta  el  remedio  civil ,  pues 
mientras  dura  no  puede  intentar  el  criminal  ;  de  suerte  que 
hasta  que  se  termine  en  el  juicio  la  acción  que  propuso,  sea 
civil  ó  criminal ,  y  se  ejecute  la  condenación  ,  no  ha  de  in- 
tentarse la  otra.  Pero  se  limita  dicha  regla  en  caso  que  haya 
usado  principalmente  de  la  criminal ,  y  en  el  propio  es- 
crito por  un  otrosí  ó  por  incidencia  de  la  civil  ;  pues  si  in- 
tentó esta  principalmente ,  no  puede  entablar  por  conse- 
cuencia la  criminal,  hasta  que  la  civil  se  concluya  ,  reser- 
vándose á  este  efecto  usar  de  ella  á  su  tiempo,  que  es  después 
de  sentenciada  la  primera  ;  ley  18,  tít.  14,  Part.  7. 

La  acción  civil  puede  elegirse  espresa  ó  tácitamente.  Se 
entiende  principiada  ó  elegida  espresamente  cuando  el  actor 
la  dedujo  en  demanda  formal ,  pretendiendo  se  condenase 
al  reo  á  la  restitución  de  la  cosa  hurtada  ó  su  importe  coa 
los  daños  y  perjuicios  ;  y  tácitamente,  cuando  en  el  primero 
y  demás  pedimentos  en  que  solicita  que  el  reo  ó  testigos 
declaren  al  tenor  de  varios  particulares,  ó  que  se  practiquen 
varias  diligencias  para  deducirla  en  su  vista,  manifiesta  que 
es  para  el  fin  de  reintegrarse  de  sus  intereses. 

Se  tiene  por  incoada  la  acción  criminal ,  cuando  en  los 
pedimentos  preparatorios  espresa  ó  indica  el  actor  su  inten- 
ción de  proceder  contra  el  reo  para  que  se  le  castigue;  de 
modo  que  aunque  después  se  retracte  de  algunas  palabras 
de  sus  pedimentos  ,  no  podrá  intentar  la  otra  y  dejar  la  em- 
pezada. 

Pero  si  el  actor  en  los  pedimentos  preparatorios  protestare 
usar,  evacuadas  que  sean  las  diligencias  pedidas  ,  de  las  ac- 
ciones civil  y  criminal  que  le  competen ,  puede  hacerlo  re- 
sultando probada  por  aquellas  la  criminalidad  ;  mas  no  re- 
sultando probada  la  criminalidad  en  bastante  forma,  debe 
hacer  uso  de  la  civil  ;  y  si  en  la  sentencia  fuere  condenado 
el  reo  ,  puede  pedir  después  su  castigo ,  ó  imponerlo  el  juez 
de  oficio. 

Si  el  actor  deduce  su  acción  civil ,  y  el  reo  propone  des- 
pués principalmente  acusación  criminal  contra  él ,  se  debe 
suspender  la  civil  y  decidir  antes  la  criminal ,  por  ser  esta 
perjudicial  y  mayor  que  aquella  ;  y  decidida  la  criminal 
perjudicial  por  la  absolución  ,  puede  precederse  en  la  civil, 
mas  no  si  es  por  condenación  ,  pues  entonces  perjudica  la 
sentencia  á  la  civil;  pero  si  la  criminal  no  es  perjudicial,  de 
modo  que  la  sentencia  dada  en  ella  no  produce  escepcion  de 
cosa  juzgada  en  la  civil ,  defínase  por  absolución  ó  por  con- 
denación ,  puede  intentarse  la  civil ,  decidida  que  sea  la  cri- 
minal. 

Lo  propio  milita  en  la  civil  si  es  perjudicial  á  la  criminal  ; 


(i)  Solo  hay  una  escepcion,  que  puede  verse  en  la  nota  ai  art. 
Acusación ,  y  que  indica  también  allí  el  autor  del  Diccionario. 
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pues  aunque:  esta,  es, mayor,  tiene  mas  rigor  el  pca?juicio¡  y 
ofrece,  impedimento  mas  fuerte  que  la  mayoría  ;  como  si  uno 
acusa  de  adulterio  á  otro,  y  este  dice  que  el  acusador  es  su 
esclavo  ,,en  cuyo  caso  primero  se.  ha  de  conocer  y  determi- 
nar acerca  de  la  libertad ,  porque  siendo  siervo  no  puede 
acusarle. 

Es  tan  constante  lo  espuesto ,  que  así  como  el  acusado 
criminalmente,  mientras  se  trata  de  su  criminalidad  y  hasta 
que  se  decida, no  puede  reconvenir  civilmente  á  su  acusador, 
para  que  no  se  distraiga  de  la  prosecución  de  su  juicio,  por- 
que se  interesa  el  público  en  que  no  queden  impunes  los 
delitos,  así  tampoco  el  acusador  puede  reconvenir  civil- 
mente al  acusado ,  aunque  las  causas  sean  enteramente  di- 
versas, lo  uno  para  que  con  tal  motivo  no  se  halle  impedido 
este  de  h^cer  sus  defensas,  y  lo  otro  por  razón  de  la  mayo- 
ría déla  criminalidad. 

Mas  la  acción  civil  del  actor  no  se  suspende  por  la  acusa- 
ción ó  acción  criminal  del  reo  ó  demandado  en  los  casos 
siguientes  :  —  Io.  cuando  el  reo  ó  demandado  no  tiene  inte- 
rés en  la  suspension  ó  sobreseimiento  :  —  2o.  cuando  la  ac- 
ción criminal  no  es  perjudicial,  pues  entonces  en  ambas  se 
ha  de  proceder  para  abreviar  los  pleitos  ,  aunque  primero 
se  ha  de  despachar  la  criminal  :  —  3o.  cuando  la  acción 
criminal  no  se  pone  manifiestamente  con  el  fin  de  que  se 
suspenda  la  civil  :  —  i°.  cuando  el  acusador  por  su  culpa  ó 
negligencia  lardó  mucho  tiempo  en  poner  la  acusación  al 
actor,  pues  se  presume  entonces  que  procede  con  malicia 
para  calumniarle ,  á  no  ser  que  pueda  probarse  el  delito  in- 
continenti :  —  5o.  cuando  recayendo  la  acusación  sobre  fal- 
sedad de  testigos  ó  instrumentos  producidos,  tuviere  el  actor 
otros  de  que  valerse  para  probar  su  intención  :  —  6o.  cuan- 
do la  acción  criminal  no  se  intenta  por  el  reo  demandado  , 
sino  por  un  tercero ,  v.  gr.  el  fisco  ó  el  juez  de  oficio,  porque 
lo  que  unos  hacen  no  debe  dañar  á  otros  :  —  7o.  cuando  la 
acción  civil  se  dedujo  ante  el  superior,  y  la  criminal  ante  el 
inferior,  ó  ambas  ante  dos  jueces  iguales  en  jurisdicción , 
porque  el  igual  no  puede  inhibir  á  otro  igual,  y  mucho  me- 
nos el  inferior  al  superior  ;  bien  que  el  juez  de  la  causa  cri- 
minal puede  prohibir  al  actor  de  la  civil  que  la  prosiga  hasta 
que  aquella  se  determine  :  —  8o.  cuando  intentada  la  acción 
por  el  actor  ó  demandante ,  pone  el  reo  su  acusación ,  no 
principalmente  sino  por  incidencia  ó  por  via  de  escepcion 
para  eludir  la  acción ,  como  si  pide  el  actor  la  herencia  que 
ano  le  ha  dejado  en  última  voluntad  ,  y  el  reo  para  enervar 
esta  pretensión  le  opone  la  escepcion  de  falsedad  del  testa- 
mento ;  en  cuyo  caso  se  procede  en  la  causa  civil ,  se  exa- 
mina en  su  progreso  la  escepcion  de  falsedad  como  perento- 
ria ,  y  se  determina  en  la  sentencia  según  lo  justificado  :  mas 
en  las  causas  civiles  de  posesión  se  suspende  la  acción  del 
demandante,  aunque  el  demandado  oponga  el  crimen  por 
via  de  escepcion  ,  porque  como  el  posesorio  es  sumario  y  la 
acción  criminal  exige  mayor  conocimiento  de  causa,  no  po- 
drían caminar  juntas  ambas  acciones. 

Si  ambas  acciones  de  actor  y  reo  fueren  criminales ,  pero 
la  segunda  mayor  que  la  primera ,  no  se  ha  de  tratar  de  esta 
sin  que  antes  se  decida  aquella ,  pues  el  delito  mayor  hace 
que  se  suspenda  el  conocimiento  del  menor  hasta  su  deci- 
sión; «  fueras  ende  si  el  que  face  la  menor  (  demanda)  acu- 
sase á  la  otra  parle  en  razón  de  mal  ó  de  tuerto  que  fuere  fecho 
á  él  ó  á  los  suyos ,  ca  entonces  deben  ser  tales  acusamientos 
oidos  é  librados  en  uno  ;  ley  h,  til.  10,  Parí.  3.  »  Véase  Re- 
criminación. 

Si  dos  acusan  á  un  reo  ante  uno  ó  mas  jueces ,  el  uno  por 
delito  grave  y  el  otro  por  leve ,  se  ha  de  tratar  primero  de 
este  que  de  aquel  ;  porque  si  se  tratare  primero  del  delito 
mayor,  sucedería  que  el  acusador  del  menor  se  quedaría  sin 
la  correspondiente  satisfacción  de  su  injuria  ,  y  el  reo  sin  el 
castigo  merecido  por  ella ,  siendo  así  que  un  crimen  no  debe 


motivar  la' impunidad  ido  otro.1  Fcbr.  Nov.,  M.~9,  til.  i, 
cap.  1,  núms.  5G;y  siéntenles. 

toa  ACUMULACIÓN"  >í>e  atttos.  La  reunión  que  aveces 
suele  hacerse  de  unos  autos  ó  procesos  á  otros  ,  ya  se  formen 
por  diferentes  jueces,  ya  por  un  mismo  juez  y  distintos 
escribanos,  para  que  se  continúen  y  decidan  en  un  solo 
juicio. 

Debe  hacerse  esta  acumulación  por  cualquiera  de  las  cua- 
tro causas  siguientes.  Primera  :  siempre  que  la  cosa  juzgada 
produce  escepcion  de  tal  sobre  lo  que  se  litiga,  puesde  ventilar- 
se ante  dos  jueces  y  en  diferentes  procesos  se  determinaría 
en  distintos  tiempos  ,  y  la  sentencia  dada  por  el  uno  podría 
oponerse  como  escepcion  ante  el  otro.  Segunda  :  por  lii ' impru- 
dencia, esto  es  ,  por  razón  de  estar  ya  la  causa  radicada  en 
tribunal  competente  y  haber  sido  el  reo  citado  é  instruido 
de  la  damanda,  en  cuyo  caso  tiene  que  cesar  en  sus  procedi- 
mientos el  juez  segundo  y  continuar  el  que  previno  el  cono- 
cimiento. Tercera  :  por  razón  de  juicio  universal  que  avoca 
y  atrae  á  sí  todos  los  juicios  particulares ,  como  sucede  en 
el  concurso  voluntario  de  acreedores  que  forma  el  deudor 
ante  cualquier  juez  suyo,  pues  puede  pedirse  en  cualquier 
estado  del  pleito, tanto  por  el  mismo  deudor  como  por  los  acree- 
dores que  se  unan  y  acumulen  todas  las  causas  que  Gontra  él 
penden  ante  otros  jueces,  ya  se  hayan  movido  antes  ó  después 
de  formado  el  concurso.  Cuarta  :  porque  no  se  divida  la  con- 
tinencia de  la  causa,  lo  cual  puede  suceder  en  seis  casos  : — 
Io.  cuando  es  únala  acción  ,  unos  los  litigantes  ,  y  una  mis- 
ma la  cosa  que  pretenden  :  —  2o.  cuando  la  acción  es  diver- 
sa ,  pero  la  cosa  y  litigantes  son  los  mismos  :  —  3o.  cuando 
la  cosa  es  distinta  ,  pero  la  acción  y  los  litigantes  son  los 
mismos  :  —  U°.  cuando  la  identidad  de  la  acción  proviene 
de  una  causa  contra  muchos  ,  aunque  las  personas  y  cosas 
sean  diferentes  ;  v.  gr.  la  acción  de  tutela ,  por  la  cual  se 
procede  contra  muchos  tutores  ;  ó  cuando  los  acreedores  li- 
tigan contra  su  deudor,  ya  sea  por  una  cantidad  ú  obligación 
á  favor  de  todos ,  ó  por  la  cosa  en  que  son  partícipes ,  ó  cada 
uno  por  su  crédito  particular  :  —  5o.  cuando  la  acción  y  la 
cosa  son  las  mismas  ,  pero  las  personas  distintas,  como  en 
los  juicios  dobles ,  v.  gr.  en  los  de  deslinde  y  amojonamiento 
de  tierras  y  términos,  finium  regundorum ;  division  de  he- 
rencia, famili ce  erciscundœ  ;  partición  de  cosa  que  perte- 
nece á  muchos,  communi  dividundo  ;  tenu  ta  y  otros  semejan- 
tes que  no  pueden  dividirse  sin  dispendio  y  vejación  de  las 
partes  :  —  6o.  cuando  los  juicios  se  reputan  como  género  y 
especie  ,  pues  no  pueden  dividirse  ;  Carlcv.  de  judie,  lit.  2, 
disp.  1,  nums.  3,  4  y  11;  Salg.  Labyr.  part.  1,  cap.  ti,  gg 
l,2y3. 

Mas  aunque  se  divida  la  continencia  de  la  causa,  no  debe 
hacerse  la  acumulación  de  autos  ó  procesos  en  los  siete  casos 
siguientes  :  —  Io.  Cuando  la  parte  no  lo  pide  ni  opone  esta 
escepcion,  pues  el  juez  no  debe  hacerla  de  oficio  : — 2o.  Cuan- 
do actor  y  reo  son  absolutamente  de  diverso  fuero ,  v.  gr. 
uno  del  eclesiástico  y  otro  del  secular  :  —  3o.  Cuando  el  reo 
demandado  ante  el  primer  juez  es  contumaz  ,  pues  por  su 
contumacia  pierde  la  escepcion  que  le  competía  ,  á  no  ser 
que  se  presente  y  satisfaga  las  costas  :  —  U°.  Cuando  el  juez 
no  tiene  jurisdicción  plena  para  conocer  de  todo  el  pleito,  ó 
intervienen  otras  justas  causas  para  la  division  de  su  cono- 
cimiento ;  v.  gr.  si  dos  reos,  uno  clérigo  y  otro  lego,  son 
cómplices  de  un  delito ,  ó  el  negocio  toca  á  entrambos ,  pues 
uebe  tratarse  ante  el  juez  de  cada  uno ,  por  carecer  de  ju- 
risdicción sobre  los  dos  ;  bien  que  debe  tenerse  presente  la 
real  orden  de  10  de  agosto  de  1815,  que  en  observancia  de 
otra  de  19  de  noviembre  de  1799  previene  que  en  las  cau- 
sas criminales  de  los  clérigos  conozca  desde  un  principio  la 
jurisdicción  ordinaria  con  el  eclesiástico  hasta  poner  la  cau- 
sa en  estado  de  sentencia,  y  que  enfonces  se  remita  á  S.  M. 
por  la  via  reservada  de  Gracia  y  Justicia  para  lo  que  haya 
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lugftf  :tg-Jft.  .En. las  ejecuciones,  pues  ol  ejecutante  puede, 
acudir  ante  distintos  jueces  pa4a4a(»as])®iUa. exacción  de 
.su  crédito,  porque  los  remedios iqu«í®rd>uS.gElftoítíi&  son 
compatibles,  y  la  elección  de  uno  no  escluyeal  otro;1  bien 
que  algunos  piensan  con  mucha  razón  que  también  en  los 
juicios  ejecutivos  debe  tener  lugar  la  acumulación  de  autos, 
porque  de  otro  modo  se  complicarían  las  diligencias,  se 
comprometería  la  autoridad  de  los  jueces,  y  el  reo  no  po- 
dría acudir  á  un  tiempo  á  defenderse  en  todas  partes  :  — 
6o.  Cuando  los  procesos  están  en-diversas  instancias,  v.  gr. 
uno  en  primera ,  y  otro  en  segunda  ó  tercera  :  —  7o.  Por 
razón  del  juramento  del  contrato  ,  pues  por  él  adquiere  juris- 
dicción el  juez  eclesiástico;  pero  no  por  eso  debe  decirse 
que  se  añade  fuero  á  fuero  ,  sino  que  el  actor  tiene  dos  para 
reconvenir  al  reo,  y  que  puede  elegir  el  que  quiera  ,  mas 
no  seguir  por  ambos  á  un  tiempo  sobre  la  misma  cosa.  Así 
lo  sienta  Febrero  Nov.,  Ub.  5,  tít.  {,  cap.  3,  %  56;  pero  es  de 
advertir  que  el  juez  eclesiástico  no  puede  conocer  de  causas 
profanas  ,  ni  adquirir  por  razón  del  juramento  una  jurisdic- 
ción que  en  ellas  no  tiene ,  pues  con  semejante  facultad  po- 
dría reducir  á  la  nulidad  los  tribunales  seculares.  Véase  Ju- 
ramento. 

La  acumulación  puede  pedirse  en  cualquiera  parte  del 
juicio,  y  aun  admite  restitución  in  integrum,  porque  la  per- 
sona privilegiada  no  esperimente  vejación  en  diferentes  tri- 
bunales sobre  una  misma  cosa;  Carlev.,  til.  2,  disp.%,  n.  8., 
Molin.  de  primogen.,  Ub.  3,  cap.  15,  n.  61,  Gulierr.,  Ub.  1, 
Pract.  cuest.  52,  n.  U. 

La  acumulación  ha  de  solicitarse  por  el  interesado  ante 
el  juez  que  debe  conocer  de  la  causa,  el  cual  es  regular-  ' 
mente  el  primero  que  empezó ,  esponiéndole  el  hecho  de  ha- 
berse principiado  autos  sobre  el  mismo  negocio  en  otro  tri- 
bunal ,  como  asimismo  la  razón  que  haya  para  su  reunion,  y 
pidiéndole  se  sirva  mandar  que  el  escribano  por  quien  pasan 
venga  á  hacer  relación  de  ellos  ante  el  mismo  juez  ,  y  en  su 
vista  se  acumulen  y  unan  á  los  do  su  juzgado;  ó  (si  el  juez 
de  los  nuevos  autos  lo  fuere  de  otro  pueblo)  se  sirva  librar 
á  este  su  exhorto  para  que  remita  los  autos  que  tuviese  for- 
mados sobreseyendo  en  todos  los  procedimientos  relativos  á 
ellos,  y  venidos  mandar  se  acumulen. 

Si  los  autos  penden  ante  dos  jueces ,  de  los  cuales  el  uno 
es  de  mayor  graduación  que  el  otro  ,  como  v.  gr.,  si  el  uno 
es  togado  y  el  otro  no ,  ó  si  el  uno  es  consejero  y  el  otro  al- 
calde ú  oidor  de  audiencia  ó  cnancillería  ,  se  ha  de  preten- 
der ante  el  mas  graduado  que  el  escribano  del  otro  juzgado 
vaya  à  hacer  relación  de  sus  autos ,  sin  perjuicio  de  que  la 
acumulación  se  haga  donde  según  derecho  corresponda; 
pero  si  el  juez  de  menor  graduación  es  comisionado  por  el 
rey  ó  por  tribunal  superior  para  el  conocimiento  de  la  causa, 
debe  el  escribano  del  otro  ir  ante  él  siendo  llamado  ,  porque 
no  procede  entonces  como  ordinario  sino  como  representan- 
te del  superior  que  le  dio  la  comisión. 

Con  el  auto  en  que  le  manda  al  escribano  que  vaya  á  ha- 
cer relación  y  con  el  de  señalamiento  de  dia  para  hacerla,  se 
ha  de  citar  á  las  partes  ,  á  quienes  se  ha  de  notificar  el  que 
se  provea  declarando  haber  ó  no  lugar  á  la  acumulación , 
para  que  les  conste  y  usen  de  su  derecho. 

Si  se  declara  haber  lugar  á  la  acumulación ,  debe  el  escri- 
bano á  quien  se  quitan  los  autos  entregarlos  íntegros  y  ori- 
ginales al  otro  ,  sin  llevar  mas  derechos  que  los  causados 
hasta  el  estado  en  que  se  hallan  aquellos ,  inclusos  los  de 
hacer  relación.  Declarándose  no  haber  lugar  á  la  acumula- 
ción ,  si  alguno  de  los  litigantes  cree  que  para  unos  autos  le 
aprovecha  algo  de  los  otros,  puede  sacar  de  ellos  los  testi- 
monios que  necesite  ,  pidiendo  al  juez  de  la  causa  principal 
que  libre  al  efecto  los  compulsorios  necesarios  ,  y  citando  á 
la  parte  contraria ,  para  que  si  quisiere  se  halle  presente  á 
verlos  corregir  y  concertar  ;  bien  que  si  unos  y  otros  autos 


penden;  ante  un -escribawoi,  so  suelen  -poner  dichos 'íesn ¡Yio- 
oaiiifOs-,iSÍii  necesidad  de  compulsorio  ,  á  continuation  delaiito 
en  quéiseimaridanidan.11'  !i 

Mientras  está  pendiente  la  acumulación V'y'hasta  quc'se 
consienta  ó  ejecutoríe ,  nada  se  debe  hacer  en  el  negocio 
principal ,  porque  como  artículo  dilatorio  hace  suspender  el 
progreso  de  los  autos  hasta  que  se  declare.  Febr.  Nov.,  Ub. 
3,  til.  1,  cap.  5. 

ACUMULACIÓN  DE    LAS    CAUSAS   DE  POSESIÓN  Y  PílO 

piedad.  La  deducción  y  seguimiento  en  un  mismo  juicio  d 
las  acciones  que  uno  tiene  á  la  posesión  y  á  la  propiedad  de 
alguna  cosa  ;  ó  en  otros  términos  ,  la  reunión  de  los  juicios 
posesorio  y  petitorio. 

Suele  ser  mas  ventajoso  al  actor  pretender  solo  la  pose- 
sión, así  porque  es  mas  fácil  probarla  y  mas  difícil  quitár- 
sela, tenga  ó  no  tenga  título  para  ella  ,  como  porque  si  la 
pierde  le  queda  el  remedio  de  la  propiedad  ;  al  paso  que 
siendo  condenado  en  el  juicio  petitorio  no  puede  ya  intentar 
el  posesorio  ;  pero  á  veces  cree  el  actor  que  le  conviene  mas 
pedir  á  un  mismo  tiempo  y  en  la  misma  demanda  la  pose- 
sión y  la  propiedad ,  por  acabar  mas  presto  los  pleitos  y  evi- 
tarse mayores  dispendios  ;  y  el  derecho  no  le  niega  la  reu- 
nion de  estas  dos  acciones  ó  remedios,  siempre  que  no  sea 
incompatible  ;  leyes  27  y  28 ,  tít.  2,  Part,  5  ;  y  ley  U ,  tít.  3, 
Ub.  11,  Nov.  Rec. 

Esta  acumulación  ó  reunion  no  tiene  lugar  en  los  casos 
siguientes  :  —  Io.  Cuando  hay  reconvención  sobre  violento 
despojo,  pues  el  despojado  debe  ser  repuesto  en  la  posesión 
ante  todas  cosas;  ley  5,  tít.  10,  Parí.  3:  Spolialus  ante  om- 
nia  resliluendus  est  :  —  2o.  Cuando  el  interdicto  ó  acción 
posesoria  tiene  por  objeto  la  conservación  ó  retención  de  la 
posesión,  pues  el  que  usa  de  esta  acción  supone  que  posee, 
y  el  que  se  vale  de  la  acción  petitoria  ó  reivindicatoría  con- 
fiesa que  no  posee  ;  bien  que  en  los  derechos  incorpóreos  , 
como  las  servidumbres,  se  pueden  acumular  el  interdicto  de 
retener  y  el  remedio  petitorio  por  no  haber  contrariedad  en- 
tre ellos  :  —  3o.  Cuando  de  la  posesión  se  ha  de  tratar  en 
un  tribunal  y  de  la  propiedad  en  otro,  como  sucedía  en  las 
causas  de  mayorazgo  ,  cuya  posesión  ó  lenula  se  ventilaba 
en  el  Consejo  real  y  la  propiedad  en  la  cnancillería  ó  au- 
diencia á  que  correspondía. 

La  acumulación  de  las  dos  acciones  posesoria  y  petitoria 
se  hace  en  un  juicio  y  ante  un  mismo  juez,  sea  ordinario  ó 
delegado,  el  cual  debe  oir  á  entrambos  litigantes  ,  recibir  á 
prueba  sus  pretensiones  sobre  las  dos  cosas  ,  y  determinar- 
las en  una  propia  sentencia  ,  pronunciando  primero  sobre  la 
posesoria,  y  en  cuanto  á  la  ejecución  siguiendo  y  prevale- 
ciendo la  petitoria;  pero  si  se  duda  del  poseedor,  ó  no  re- 
sulta probado  mas  que  lo  tocante  al  juicio  posesorio,  se  debo 
controvertir  y  determinar  solamente  sobre  este,  para  que  se 
vea  á  quién  incumbe  probar  en  el  petitorio. 

Intentado  el  juicio  petitorio  ,  puede  el  actor  antes  de  la 
conclusion  de  la  causa  volver  á  limitarse  al  posesorio  ,  que- 
dando suspenso  aquel  hasta  la  decisión  de  este  ;  de  modo 
que  si  es  vencido  en  el  posesorio  ,  puede  hacer  reversion  al 
petitorio;  y  si  vence  se  le  restituye  y  permanece  en  la  po- 
sesión de  la  cosa  hasta  que  el  adversario  pruebe  competirle 
su  propiedad  y  dominio;  Febr.  Nov.,  Ub.  3 ,  cap.  9,  núms. 
32  y  sig.  —  Véase  Juicio  petitorio  y  posesorio. 

AGUMULAE.  Imputar  algún  delito  ó  culpa  :  —  Dedu- 
cir en  un  mismo  juicio  dos  ó  mas  acciones  :  —  Unir,  juntar 
ó  agregar  unos  autos  á  otros  ,  para  evitar  costas  y  que  no 
se  divida  la  continencia  de  la  causa. 
V  ACUMULATIVAMENTE.  A  prevención  :  juntamente 
¿on  otro  ú  otros  ,  en  común  ,  pro  indiviso.  Así  se  dice  que 
dos  ó  mas  jueces  conocen  acumulativamente  de  las  mismas 
causas  ,  cuando  cualquiera  de  ellos  es  competente  para  to- 
mar conocimiento  de  ellas,  y  el  que  se  anticipa  en  el  de  una 
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mas  causas  que  otro.  Véase  Jurisdicción. 

ACUSACIÓN. ,  La  acción  con  que  uno  pide  al  juez  que 
sastigue  el  delito  cometido  por  una  ó  mas  personas  ;  ó  como 
áice  la  ley  1 ,  tít.  1  ,  Part.  7  ,  porfazamiento  que  Un  home 
ace  á  otro  ante  el  judgador  afrontándole  de  algunt  yerro 
me  dice  que  fizo  el  acusado,  et  pidiéndol  quel  faga  venganza 

161. 

La  acusación  es  uno  de  los  tres  medios  que  hay  para  pro- 
ceder á  la  averiguación  de  los  delitos  y  castigo  de  los  delin- 
cuentes ;  estuvo  muy  en  uso  entre  los  Romanos,  y  fué  adop- 
tada por  nuestra  legislación  ,  la  cual  da  facultad  á  cualquiera 
del  pueblo  para  acusar  á  otro  que  haya,  cometido  alguno  de 
los  delitos  que  se  llaman  públicos  ;  pero  en  el  dia  casi  no  esj 
conocida  en  la  práctica  ,  pues  que  los  jueces  á  quienes  está 
confiado  el  cuidado  dé  la  venganza  pública  proceden  comun- 
mente de  oficio  contra  todos  los  delitos ,  sean  públicos  ó  pri- 
vados, escepto  contra  algunos  de  que  no  pueden  tomar  co- 
nocimiento sino  por  acusación  de  parte  ,  cuales  son  las  faltas 
lijeras ,  las  injurias  verbales ,  el  castigo  de  los  hijos  y  discí- 
pulos por  los  padres  y  maestros  ,  los  malos  tratamientos  que 
un  marido  diere  á  su  mujer,  no  siendo  escandalosos  ,  los 
hurtos  domésticos  que  no  sean  de  entidad ,  el  estupro,  el  in- 
cesto, el  adulterio  cometido  sin  consentimiento  del  marido, 
y  la  infidelidad  de  los  malos  diezmeros ,  como  se  dirá  en  el 
artículo  Pesquisa. 

La ,  acusación  se  entabla  mediante  una  petición  llamada 
querella,  en  que  el  agraviado  refiere  el  delito  con  todas  sus 
circunstancias  y  espresion  del  lugar,  dia  y  hora  en  que  se 
cometió,  nombra  al  delincuente,  pidiendo  que  se  le  castigue, 
á  cuyo  efecto  solicita  que  se  le  admita  información  sumaria 
sobre  lo  espuesto,  y  que  hecha  la  suficiente  se  mande  pren- 
der al  reo  y  embargarle  los  bienes  ,  y  concluye  jurando  que 
no  procede  con  malicia  sino  por  creer  delincuente  aquel  á 
quien  acusa.  Evacuada  ya  la  sumaria,  se  comunica  traslado 
de  ella  al  acusador  ó  querellante  ,  quien  en  vista  de  lo  que 
de  la  misma  resulta  presenta  otro  escrito  mas  fundado  y  es- 
tenso que  se  llama  Acusación  formal.  Véase  Querella  y  Jui- 
cio criminal. 

De  todo  delito  dimanan:  dos  acciones ,  una  criminal  para 
pedir  el  castigo  del  delincuente  y  satisfacer  la  vindicta  pública, 
y  otra  civil  con  que  se  reclama  el  interés  y  resarcimiento  de 
daños  pertenecientes  á  la  parte  agraviada  ;  y  aunque  ambas 
acciones  no  se  pueden  entablar  como'  principales  en  una 
misma  demanda  cuando  se  pide  criminalmente,  sin  embargo 
por  incidencia  ó  implorando  el  oficio  del  juez  puede  pedirse 
por  la  acción  civil  :  pero  es  de  notar  que  usando  el  acusador 
de  una  de  las  dos  acciones  solamente  ,  no  puede  dejarla  y 
escoger  la  otra.  En  el  delito  de  hurto  es  particular  poderse 
pedir  en  el  mismo  libelo,  como  cosas  igualmente  esenciales, 
'a  pena  y  la  restitución  de  lo  robado  (1);  ley  18,  lit.  \k , 
Part.  7;  Cur.  Filíp.,  perrt.  5,  §  14,  n.  6.  Véase  Acumula- 
ción de  acciones. 

La  acción  criminal  con  que  se  pide  el  castigo  del  delin- 
cuente, fenece  y  se  estingue  por  la  muerte  del  acusado,  á  no 
ser  el  delito  de  aquellos  por  los  que  los  hombres  pueden  ser 
acusados  aun  después  de  muertos.  La  acción  civil  penal  con 

(1)  Esta  particularidad  sobre  acumulación,  que  parece  negarse 
malamente  en  el  g  1 k,  tít.  1 ,  lib.  5  de  la  obra  de  Febrero  por  Tapia 
y  en  el  Febrero  mejicano,  la  reconoce  el  mismo  Febrero  al  fin 
del  §  18,  tít.  2,tom.  7  ,  de  la  acusación,  denuncia  y  pesquisa, 
donde  se  dice  :  «  En  el  delito  de  hurto  es  particular  poderse 
pedir  en  la  misma  demanda ,  como  cosas  igualmente  esenciales , 
la  pena  y  la  restitución  de  lo  robado.  » 
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dero  siendo  vencido  tendría  que  págar'íapéna  al  ofendido  ó 
á  su  heredero  ,  porque  las  penas  después  de  la  contestación 
pasan  á  los  herederos  y  contra  los  herederos. —La  acción 
civil  persecutoria  de  la  cosa,  con  que  se  pide  lo  robado,  hur- 
ado  ó  sustraído  con  sus  frutos  ó  la  estimación ,  no  se  es- 
tingue por  la  muerte  del  ofendido  ni  del  ofensor,  sino  que 
pasa  à  los  herederos  y  contra  los  herederos.  Véase  Acusado 
y  Acusador. 

La  acusación  puede  ponerse  como  acción  ó  como  escep- 
cion  ;  de  modo  que  el  demandado  civil  ó  criminalmente  puede 
usar  de  ella  contra  el  demandante  ó  acusador.  Véase  Acu- 
mulación cié  acciones  y  Recriminación. 

Para  intentar  la  acusación  hay  cierto  término  señalado  por 
las  leyes ,  pasado  el  cual  se  prescribe  el  delito  y  se  estingue 
la  acción  criminal ,  de  manera  que  ya  no  puede  procederse 
contra  el  delincuente.  Véase  Prescripción  de  delito. 

ACUSADO.  Aquel  á  quien  se  imputa  .judicialmente  al- 
gún delito.  «  Acusado  puede  ser  todo  home  mientras  viviere , 
dice  la  ley  7,  tít.  1,  Part.  7,  de  los  yerros  que  oviese  fechos.» 
Pero  hay  personas  que  por  su  corta  edad  ,  falta  de  juicio ,  ú 
otra  causa  no  pueden  ser  acusadas.  Estas  personas  son  : 

Io.  Los  menores  de  diez  años  y  medio ,  los  cuales  se  dicen 
próximos  á  la  infancia  é  incapaces  por  consiguiente  de  ma- 
licia y  de  dolo  :  desde  esta  edad  á  la  de  catorce  años  tampoco 
pueden  ser  acusados  por  yerro  de  incontinencia  ó  lujuria  en 
razón  de  su  inesperiencia  ;  pero  si  cometiesen  otro  delito 
mas  grave,  pueden  ser  acusados,  aunque  se  les  impondrá 
menor  pena  que  la  designada  para  los  de  mayor  edad  ;  ley 
9,  lit.  I,  Part.  7.  Véase  Impúber. 

2°.  Los  locos  ,  fatuos  y  demás  que  carecen  de  razón  ó  jui- 
cio ,  los  cuales  no  pueden  ser  acusados  de  los  delitos  que 
cometieren  durante  la  demencia  ó  estravío  de  su  entendi- 
miento; pero  son  responsables  sus  parientes  cuando  no  los 
hacen  guardar  de  manera  que  no  puedan  hacer  mal  á  otro  ; 
rf,  ley  9.  Véase  Loco. 

o°.  El  que  fué  ya  juzgado  y  absuelto  del  mismo  delito, 
á  no  probarse  en  la  segunda  acusación  que  se  procedió  con 
dolo  en  la  primera ,  ó  si  habiéndose  hecho  esta  por  algún 
estraño,  se  entablase  la  segunda  acusación  por  algún  pariente 
del  agraviado  jurando  que  ignoró  la  primera ,  ley  12,  d.  lit. 
y  Part.;  bien  que  aunque  jure  que  la  ignoró  ,  se  admitirá 
prueba  de  que  la  sabia,  como  sienta  Grecj.  Lop.  gl.  6,  siendo 
de  advertir  que  aun  cuando  en  la  primera  acusación  se  hua 
biese  omitido  alguna  circunstancia  agravante  que  tal  vez 
constituyese  una  nueva  especie  de  delito  ,  no  podria  ya  es- 
presarse después  de  la  sentencia  definitiva  ,  de  modo  que  si, 
por -ejemplo,  se  sentenciase  una  causa  seguida  por  heridas 
solamente ,  y  después  de  la  sentencia  muriese  el  herido ,  no 
se  podria  ya  proceder  contra  el  reo  por  la  muerte.  Véase 
Absolución. 

4o.  Los  jueces  que  no  son  perpetuos  durante  su  oQcio  (2), 

(2)  (Esta  ñola  es  concerniente  á  la  república  de  Méjico.) 
En  la  2a.  ley  constitucional,  arl.  17,  se  dice  hablando  del  Poder 
Conservador:  «  Este  Supremo  Poder  no  es  responsable  de  sus 
operaciones  mas  que  á  Dios,  y  á  la  opinion  pública,  y  sus  indi- 
viduos en  ningún  caso  podrán  ser  juzgados  ni  reconvenidos  por 
sus  opiniones.  —  Art.  18.  Si  alguno  de  ellos  cometiere  algún  de- 
lito, la  acusación  se  hará  ante  el  congreso  general  reunidas  la$ 
dos  cámaras,  el  cual  á  pluralidad  absoluta  de  votos,  calificará 
si  ha  lugar  á  la  formación  de  causa;  y  habiéndolo,  seguirá  esta, 
y  la  fenecerá  la  Suprema  Corte  de  Justicia  ;  ante  la  que  se  segui- 
rán también  las  causas  civiles  en  que  sean  demandados.  » 

En  la  5a.  ley  coiistit.,  desde  el  art.  47,  se  establece  lo  siguiente* 
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c.argo¡,  .serian  Jantos,^  acusadores  ,,  que  iiaftôcinan  cumplir 
bien  con  sus  deberes;  pero  los  agraviados  pueden  qtrêre- 
llarse  al  rey  para  que  disponga  el  castigo  de  los  jueces 
delincuentes,  ley  11,  d.  lit.  y  Parí. 

b°.  Últimamente  los  muertos  ,  porque  la  muerte  desala  et 
desface  también  ¿1  los  yerros  como  «  los  facedores  de  ellos,  á 
no  ser  por  delito  de  traición,  herejía,  malversación  de  cau- 
dales públicos,  inteligencia  con  los  enemigos  en  perjuicio  del 
rey  ó  del  reino ,  robo  sacrilego  ,  muerte  dada  por  la  mujer  á 
su  marido,  ó  injusticia  cometida  por  algún  juez  en  fuerza 
de  soborno  :  en  cuyos  casos  se  sigue  la  causa  contra  los  de- 
lincuentes, aun  después  de  muertos  ,  ya  para  resarcir  con 


<t  Art.  47.  En  los  delitos  comunes  no  se  podrá  intentar  acusa- 
ción criminal  contra  el  Presidente  de  la  república,  desde  el  dia 
de  su  nombramiento  hasta  un  año  después  de  terminada  su  pre- 
sidencia, ni  contra  los  senadores,  desde  el  dia  de  su  elección  hasta 
que  pasen  dos  meses  de  terminar  su  encargo  ,  ni  contra  los  minis- 
tros de  la  Alta  Corte  de  Justicia  y  la  Marcial ,  secretarios  del  des- 
pacho, consejeros  y  gobernadores  de  los  departamentos,  sino  ante 
la  Cámara  de  diputados.  Si  el  acusado  fuere  diputado,  en  el  tiempo 
de  su  diputación  y  dos  meses  después ,  ó  el  Congreso  estuviere  en 
receso,  se  hará  la  acusación  ante  el  Senado.  —  Art.  48.  En  los 
delitos  oficiales  del  Presidente  de  la  república  en  el  mismo  tiempo 
que  fija  el  artículo  anterior,  de  los  secretarios  del  despacho, 
magistiados  de  la  Alta  Corte  de  Justicia  y  de  la  Marcial,  con- 
sejeros ,  gobernadores  de  los  departamentos  y  juntas  departamen- 
tales por  infracción  del  art.  5 ,  parte  quinta  de  la  segunda  ley 
constitucional ,  del  5  de  la  cuarta  ,  y  del  15  de  la  sesta  en  sus  tres 
primeras  partes,  la  Cámara  de  diputados  ante  quien  debe  hacerse 
la  acusación  ,  declarará  si  ha  ó  no  lugar  á  esta  :  en  caso  de  ser  la 
declaración  afirmativa,  nomhrará  dos  de  sus  miembros  para  soste- 
ner la  acusación  en  el  Senado.  Este,  instruido  el  proceso,  y  oídos 
los  acusadores  y  defensores  ,  fallará ,  sin  que  pueda  imponer  otra 
pena  que  la  de  destitución  del  cargo  ó  empleo  que  obtiene  el  acu- 
sado ,  ó  de  inhabilitación  perpetua  ó  temporal  para  obtener  otro 
alguno  ;  pero  si  del  proceso  resulta  ser,  á  juicio  del  mismo  Senado, 
acreedor  á  mayores  penas ,  pasará  el  proceso  al  tribunal  respec- 
tivo para  que  obre  según  las  leyes.  —  Art.  49.  En  los  delitos 
comunes,  hecha  la  acusación,  declarará  la  Cámara  respectiva  si 
ha  ó  no  lugar  á  la  formación  de  causa  ;  en  caso  de  ser  la  decla- 
ración afirmativa,  se  pondrá  el  reo  á  disposición  del  tribunal  com- 
petente, para  ser  juzgado.  —  La  resolución  afirmativa,  solo  ne- 
cesitará la  confirmación  de  la  otra  Cámara,  en  el  caso  de  ser  el 
acusado  el  Presidente  déla  república.  —  Art.  50.  La  declaración 
afirmativa,  así  en  los  delitos  oficiales  como  en  los  comunes,  sus- 
pende al  acusado  en  el  ejercicio  de  sus  funciones,  y  derechos  de 
ciudadano.  —  Todos  los  demás  requisitos  de  estos  jurados  y  pre- 
venciones relativas  al  acusador,  al  acusado,  y  al  modo  de  pro- 
ceder, las  especificará  el  reglamento  del  Congreso.  » 

En  el  art.  15  de  la  4a.  ley  const.  se  dice  que  son  prerogativas 
del  Presidente  de  la  república.  «  5a.  No  poder  ser  acusado  crimi- 
nalmente durante  su  presidencia  y  un  año  después,  por  ninguna 
clase  de  delitos  cometidos  antes',  ó  mientras  funge  de  Presidente, 
sino  en  los  términos  que  prescriben  los  arts.  47  y  48  de  la  tercera 
ley  constitucional. —  4a.  No  poder  ser  acusado  criminalmente, 
por  delitos  políticos  cometidos  antes  ó  en  la  época  de  su  presiden- 
cia, después  de  pasado  un  año  de  haher  terminadoesta.  — 5a.  No 
poder  ser  procesado,  sino  previa  la  declaración  de  ambas  cámaras, 
prevenida  «\  el  art.  49,  párrafo  último  de  la  tercera  ley  constitu- 
cional. »  —  El  art.  16  dice  :  «  Las  mismas  prerogativas  disfrutará 
el  que  funja  de  Presidente  interina  ó  supletoriamente  ;  j>ero  en 
estos,  el  término  para  gozar  de  la  5,  4  y  5,  se  estenderá  solo  á  dos 
meses  después  de  terminado  el  encargo.  »  —  El  art.  26  hablando 
del  Consejo  dice  :  <t  Los  consejeros  solo  serán  responsables  por  los 
dictámenes  que  dieren  coníra  ley  espresa,  singularmente  si  es 
constitucional,  ó  por  cohecho  ó  soborno.  La  responsabilidad  110 
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transigir  con  el  acusador  antes  de  la  sentencia1  definitiva  , 
dándole  algún  precio  ó  interés  para  que  desista  de  la  causa, 
porque  guisada  cosa  es  é  derecha  que  todo  home  pueda  rede- 
mir  su  sangre,  salvo  siendo  el  delito  de  adulterio,  en  el  cual 
no  puede  hacerse  avenencia  por  dinero ,  aunque  bien  puede 
el  marido  dejar  gratuitamente  la  acusación.  Mas  en  los  de- 
litos que  no  merecen  muerte  ni  perdimiento  de  miembro  , 
sino  pena  pecuniaria  ó  destierro,  el  acusado  que  transige 
con  su  contrario  es  tenido  por  confeso  en  razón  de  la  ave- 
nencia ,  y  puede  ser  condenado  á  la  pena  de  la  ley,  escepto 

se  les  podrá  exigir  sino  en  el  modo  y  términos  prescritos  en  la 
5a.  ley  constitucional.  »  —  El  52  allí  :  «  Coda  ministro  será  res- 
ponsable de  la  falta  de  cumplimiento  á  las  leyes  que  deban  tenerlo 
por  su  ministerio,  y  de  los  actos  del  Presidente  qiie  autorice 
con  su  firma,  y  sean  contrarios  alas  leyes,,  singularmente  las 
constitucionales.  La  responsabilidad  de  los  ministros  no  se  podrá 
hacer  efectiva  sino  en  el  modo  y  términos  que  previene  la  5a-  ley 
constitucional.  »  —El  art.  9  de  la  5J.  ley  constitucional  establece 
que  :  «  Los  individuos  de  la  Corte  Suprema  de  Justicia  no  podrán 
ser  juzgados  en  sus  negocios  civiles  y  en  sus  causas  criminales, 
sino  del  modo  y  por  el  tribunal  establecido  en  la  2a.  y  5a.  ley 
constitucional.  »  —  Y  el  12  hablando  de  las  atribuciones  ele  la 
Suprema  Corte  de  Justicia,  dice  :  «  2a.  Conocer  de  las  causas 
criminales  promovidas  contra  el  Presidente  de  la  república,  di- 
putados y  senadores,  secretarios  del  despacho,  consejeros  y  gober- 
nadores de  los  departamentos,  bajo  los  requisitos  establecidos  en 
la  tercera  ley  constitucional. — 3a.  Conocer,  desde  la  primera 
instancia,  de  los  negocios  civiles  que  tuvieren  como  actores  ócomo 
reos  el  Presidente  de  la  república  y  los  secretarios  del  despacho, 
y  en  los  que  fueren  demandados  los  diputados ,  senadores  y  con- 
sejeros. —  4a.  Conocer  en  la  tercera  de  los  negocios  promovidos 
contra  los  gobernadores  y  los  magistrados  superiores  de  los  de- 
partamentos, y  en  el  mismo  grado  en  las  causas  criminales  que 
se  formen  contra  estos  por  delitos  comunes. —  7a.  Conocer  de  las 
causas  de  responsabilidad  de  los  magistrados  de  los  tribunales 
superiores  de  los  departamentos.  — 8a.  Conocer  en  todas  instan- 
cias en  las  causas  criminales  de  los  empleados  diplomáticos  y 
cónsules  de  la  república,  y  en  los  negocios  civiles  en  que  fueren 
demandados.  —  10a.  Conocer  de  las  causas  criminales  que  deban 
formarse  contra  los  subalternos  inmediatos  de  la  misma  corte  su- 
prema, por  faltas,  escesos  ó  abusos  cometidos  en  el  servicio  de  sus 
destinos.  »  —  El  art.  22  déla  misma  ley  constitucional  hablando 
de  las  atribuciones  de  los  tribunales  superiores  de  los  departa- 
mentos, dice  que  son  :  «  ia.  Conocer  en  2a.  y  3a.  instancia  de 
las  causas  civiles  y  criminales  pertenecientes  á  su  respectivo  ter- 
ritorio; y  en  Ia.  y  2a.  de  las  civiles  de  los  gobernadores  de  los 
departamentos,  cuya  capital  esté  mas  inmediata,  y  de  las  civiles 
y  criminales  comunes  de  los  magistrados  superiores  de  estos.  — 
2a.  Conocer  en  Ia.  y  2a.  instancia  de  las  causas  criminales  comu- 
nes, de  las  de  responsabilidad,  y  de  los  negocios  civiles  en  que 
fueren  demandados  los  jueces  inferiores  de  su  territorio.  En  las 
mismas  instancias  de  las  que  deban  formarse  contra  los  subalter- 
nos y  dependientes  inmediatos  del  tribunal  por  faltas,  abusos  ó 
escesos  cometidos  en  el  servicio  de  sus  destinos  ;  y  en  5a.  instan- 
cia de  los  negocios  que  se  promuevan,  ó  causas  que  se  formen  en 
iguales  casos  en  los  departamentos  cuya  capital  esté  mas  inme- 
diata. » —  El  art.  56  dice  :  «  Toda  prevaricación  por  cohecho,  so- 
borno ó  baratería  produce  acción  popular  contra  los  magistrados  y 
jueces  que  la  cometieren,  s  — El  art.  6  de  la  ley  7a.  constitucional 
establece  finalmente  que  :  «  Todo  funcionario  público,  al  tomar 
posesión,  prestará  juramento  de  guardar  y  hacer  guardar,  según 
le  corresponda,  las  leyes  constitucionales,  y  será  resj onsable  por 
las  infracciones  que  cometa  ó  no  impida. 
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si  el  delito  fuere  de  falsedad,  pues  en  esteno  se  presume 
confeso  el  transigente  por  razón  del  convenio,  ni  por  Gonsi- 
gíiicnre  puede  ser  castigado  sin  que  se  le  pruebe  el  crimen 
cie'oxro  modo.  No  obstante,  si  el  acusado  transigente  pro- 
bare que  no  tenia  culpe  y  que  no  transigió  con  su  contrario 
?ino  por  libertarse  de  las  incomodidades  de  la  causa,  lejos 
Se  ser  considerado  como  confeso  y  de  sufrir  pena  alguna  ten- 
;  Irá  derecho  á  que  el  acusador  le  restituya  cuadruplicado  lo 
)]ue  le  hubiere  dado  si  se  lo  demandare  dentro  de  un  año,  y 
doblado  si  se  lo  pidiere  después. 

Tales  son  las  disposiciones  de  la  ley  22,  tít.  \ ,  Part.  7,  de 
modo  que  según  ella  parece  está  en  el  arbitrio  del  acusador 
la  conmutación  de  la  pena  corporal  que  merecería  el  acusado 
si  se  le  probase  el  delito  grave  de  que  se  le  acusa ,  por  una 
especie  de  pena  pecuniaria  cual  puede  considerarse  la  can- 
tidad estipulada  en  la  transacción.  Pero  como  la  ley  U ,  tít. 
&0,  lib.  12,  Nov.  Rec,  previene  formalmente  que  en  los  de- 
litos en  que  se  procede  á  instancia  y  acusación  de  parte , 
aunque  haya  perdón  de  esta ,  siendo  el  delito  y  persona  de 
calidad  que  justamente  pueda  ser  condenado  en  pena  corpo- 
ral, sea  y  pueda  ser  puesta  la  pena  de  servicio  de  galeras 
por  el  tiempo  que  según  la  calidad  de  la  persona  y  del  caso 
pareciere  que  se  puede  poner  ;  deducen  comunmente  los 
jurisconsultos  que  la'citada  ley  departidas  queda  derogada 
por  la  de  la  Recopilación,  y  que  por  consiguiente  la  transac- 
ción pecuniaria  no  puede  ya  libertar  al  acusado  de  la  prose- 
cución de  la  causa  ni  de  la  pena  corporal  que  mereciese,  pues 
aunque  la  ley  recopilada  no  habla  de  transacción  sino  de 
perdón,  quieren  no  obstante  que  si  el  perdón  no  es  capaz  de 
producir  dichos  efectos,  no  lo  sea  tampoco  la  transacción, 
porque  el  ofendido  nunca  puede  remitir  ni  gratuitamente  ni 
por  dinero  sino  la  injuria  que  se  le  hizo  en  su  persona  y  por 
consiguiente  el  resarcimiento  de  daños  y  perjuicios  con  que 
creen  queda  compensada  ,  mas  no  la  que  se  hizo  al  cuerpo 
social,  ni  por  tanto  la  pena  corporal  que  suponen  correspon- 
der solo  á  esta  última  injuria. 

Yo  creo  que  el  agraviado  por  un  delito  no  solo  puede  re- 
mitir al  ofensor  el  resarcimiento  de  los  daños  y  perjuicios 
que  se  le  hayan  ocasionado ,  sino  también  hasta  cierto  punto 
la  pena  corporal  señalada  por  la  ley.  Efectivamente ,  el  delito 
causa  dos  males ,  uno  á  la  persona  contra  quien  se  ejecuta  , 
y  otro  á  la  sociedad  :  el  primero  consiste  en  la  pena  ó  dolor 
que  sufre  el  ofendido  y  los  que  tienen  conexión  de  interés  ó 
simpatía  con  él;  y  el  segundo  en  la  alarma  ó  temor  que  con- 
ciben todos  los  individuos  del  cuerpo  social  de  sufrir  el  mismo 
daño  de  que  acaban  de  ver  un  ejemplo ,  y  en  el  peligro  que 
hay  de  que  realmente  lo  sufran  á  su  vez,  pues  el  ejemplo,  el 
buen  éxito  y  tal  vez  la  impunidad  alientan  ál  mismo  delin- 
cuente y  à  otros  acometer  iguales  escesos.  El  ofendido  desea 
naturalmente ,  no  solo  recobrar  el  bien  que  ha  perdido  é 
indemnizarse  del  mal  que  se  le  ha  hecho ,  sino  escarmentar 
á  su  enemigo  hasta  quitarle  el  poder  ó  la  voluntad  de  repetir 
sus  ofensas.  La  ley  se  cruza  entonces  entre  los  dos ,  y  consi- 
derando que  la  venganza  es  la  única  salvaguardia  contra  los 
delitos  que  sin  ella  se  multiplicarían  hasta  lo  sumo ,  toma  á 
su  cargo  la  satisfacción  del  deseo  vindicativo  con  utilidad 
del  agraviado  y  del  agresor;  del  agraviado,  porque  recibe 
la  satisfacción  sin  esponerse  á  los  riesgos  que  correría  que- 
riendo tomarla  por  sí  mismo  ;  y  del  agresor ,  porque  la  ven- 
ganza de  la  ley  arreglada  por  la  razón  y  la  justicia,  es  menos 
de  temer  que  la  venganza  individual  que  no  tiene  límites. 
Confiado  ya  pues  el  agraviado  en  la  ley  que  se  pone  en  su 
iugar,  en  vez  de  vengarse  por  sí  mismo  acude  al  juzgador 
que  es  el  representante  y  sacerdote  de  ella  ,  le  espone  el  ma] 
que  se  le  ha  hecho ,  le  señala  el  agresor,  le  pide  que  le  faga 
venganza  del;  y  con  efecto  probada  la  acusación,  se  escar- 
mienta derechamente  el  malfechor,  c  recibe  venganza  aquel 
que  recibió  el  lucrlo,  seaun  espresion  de  la  ley  í,  tít.  1, 
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Par!.  7;  de  modo  que.no  hablan  con  exactitud. y  propiedad 
los  que.  dicen  que  no  es  la  venganza  objeta  de  La  ley. 

Ahora  bien  :  si  laley  toma  por  su  cuenta  la  venganza  del 
ofendido  ,  imponiendo  al  ofensor  sin  odio  ni  cólera  una  pena 
justa  que  ponga  fin  á  la  cólera  ó  al  odio  de  aquel  y  á  la  au- 
dacia ó  arrojo  de  este ,  si  la  ley  obra  en  beneficio  del  uno  y 
del  otro ,  si  se  propone  por  objeto  los  intereses  de  los  dos  y 
con  especialidad  los  del  que  en  el  acto  se  halla  perjudicado, 
¿  no  es  claro  que  ni  quita ,  ni  quiere  ni  puede  quitar  al  ofen- 
dido la  libertad  de  reconciliarse  con  su  ofensor ,  de  ajustarse 
con  él  sobre  la  reparación  de  los  perjuicios  que  le  ha  ocasio- 
nado ,  de  remitirle  la  pena  legal ,  ¡;ea  por  precio  ,  porque 
este  partido  le  conviene  mas  en  las  circunstancias  de  su  par- 
ticular posición ,  sea  gratuitamente ,  porque  tiene  mas  placer 
en  el  olvido  que  en  la  venganza  de  sus  injurias  ?  La  ley  con- 
siente en  hacer  mal  á  un  individuo ,  porque  otro  lo  exige  y 
tiene  razón  para  exigirlo  :  si  el  demandante  pues  desiste  de 
su  derecho ,  como  puede  desistir  ,  porque  cada  cual  puede 
ceder  ó  renunciar  lo  que  está  establecido  en  su  favor,  la  ley 
quedará  satisfecha  y  bajará  con  gusto  la  mano  que  no  habia 
levantado  sino  con  sentimiento  para  herir. 

Pero  exige  también  reparación  y  venganza  el  mal  causado 
por  el  delito  á  la  sociedad;  y  con  efecto  la  ley  provee  igual- 
mente de  remedio  á  este  mal,  haciendo  cesar  la  alarma  y  el 
peligro  ,  ya  con  la  satisfacción  ó  resarcimiento  que  procura 
se  dé  al  perjudicado ,  pues  la  alarma  no  existiría  si  se  su- 
piera con  evidencia  que  la  persona  ofendida  por  el  delito 
nada  absolutamente  habia  perdido  por  él,  ya  con  la  pena 
que  impone  al  delincuente ,  pues  por  ella  se  quita  á  este 
mismo  la  voluntad  ó  el  poder  de  dañar,  y  á  los  demás  la  vo- 
luntad ó  tentación  que  tal  vez  podrían  tener  de  imitarle. 
Luego  si  la  pena  tiene  dos  objetos,  se  dirá,  uno  vengar  al 
particular  agraviado,  y  otro  sacar  de  un  riesgo  á  la  sociedad 
alarmada ,  ¿  cómo  será  que  el  particular  pueda  remitirla  ó 
transigir  sobre  ella  ,  privando  á  la  socieüad  de  su  venganza 
y  de  la  seguridad  que  habia  de  ser  su  resultado?  Cierta- 
mente ,  el  particular  no  puede  perdonar  sino  su  injuria,  y 
por  eso  no  dije  que  puede  absolutamente  remitir  la  pena  , 
sino  que  puede  hacerlo  solo  hasta  cierto  punto  ,  esto  es  ,  en 
cuanto  á  la  parte  que  sirve  para  vengarle.  La  ley  no  pres- 
cribe dos  penas ,  una  por  el  particular  ofendido  y  otra  por  la 
sociedad  ,  sino  que  con  una  misma  venga  las  dos  injurias  ; 
pero  esta  pena  común  á  las  dos  es  sin  duda  mas  grave  que 
si  solo  hubiera  de  aplicarse  á  la  una;  y  así  remitiendo  el  par- 
ticular su  agravio ,  debe  rebajarse  por  el  juez  parte  de  la 
gravedad  de  la  pena.  Tal  es  efectivamente  la  práctica  de  los 
tribunales ,  los  cuales ,  como  dice  Gutiérrez  en  su  Práctica 
criminal,  tomo  i,  p.  251 ,  §  23,  suelen  moderar  mucho  las 
penas  prescritas  en  las  leyes  á  los  perpetradores  de  ciertos  ' 
delitos  graves,  remitiendo  el  agravio  la  persona  interesada  ; 
y  tal  parece  ser  también  la  voluntad  del  legislador,  cuando 
disponiendo  en  las  leyes  2  y  h,  tít.  hO,  lib.  12,  Ñor.  Rec.  h 
conmutación  de  las  penas  capitales  en  la  de  galeras ,  con  ta! 
que  no  se  haga  en  ello  perjuicio  á  las  partes  querellosas  ,  j 
aunque  haya  perdón  de  estas ,  manifiesta  suponer  con  bas- 
tante claridad  que  las  penas  se  hallan  establecidas  en  parte 
para  vengar  á  los  particulares  injuriados ,  y  que  el  perdón 
que  estos  concedieren  debe  tener  alguna  influencia  en  la  mi- 
noración délas  penas. 

Muerto  el  acusadoántes  déla  sentencia  definitiva ,  se  acaba 
la  acusación ,  de  modo  que  no  se  le  podrá  poner  pena  alguna 
ni  ya  podrá  ser  objeto  de  nueva  acusación  ó  pesquisa ,  á  no 
ser  que  çl  delito  sea  de  aquellos  por  los  que  puede  acusarse 
álos  hombres  aun  después  de  muertos,  como  se  ha  dicho 
/ñas  arriba  ;  ley  23,  lit.  I,  Part.  7. 

Si  condenado  alguno  en  pena  corporal  y  en  la  pérdida  de 
sus  bienes ,  apelare  de  la  sentencia  y  falleciere  durante  la 
apelación,  pueden  sus  herederos  secuir  la  instancia  en  razón 
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délos  bienes;  mas  si  no  fué  condenado  espresamente  ea  la 
perdida  de  estos ,  ya  no  hay  lugar  después  de  su  muerte  al 
seguimiento  de  la'apelaeionque  tal  vez  se  hubiese  interpuesto 
pferfactsmárselos ,  aunque  el  delito  sea  de  aquéllos  que  por 
derecho  merecen  esta  pena ,  porque  la  acusación  fenece  en- 
tonces con  la  muerte  bajo  todos  aspectos  ;  leyes  28,  tít.  23, 
Part .  5,  y  25,  tít.  1,  Part.  7. 

Si  el  acusado  de  un  delito  que  merecia  privación  de  la  vida 
y  de  los  bienes ,  ó  por  el  cual  podía  ser  perseguido^  aun  des- 
pués de  su  muerte ,  se  matare  á  sí  mismo  despues-dela  con- 
testación del  pleito  por  miedo  á  la  pena  ó  por  vergüenza  de 
haber  sido  cogido  en  fragante ,  se  procederá  efectivamente  á 
la  confiscación  de  sus  bienes  ;  pero  si  el  delito  fuese  de  otra 
especie  ó  el  acusado  se  matare  por  otra  causa,  como  por  lo- 
cura ,  dolor ,  enfermedad ,  tristeza  ó  algún  gran  pesar,  deben 
entregarse  los  bienes  á  sus  herederos  ;  ley  24,  lit.  i,  Part.  7. 
Mas  es  necesario  observar  que  la  ley  15,  tít.  21,  lib.  12,  Nov. 
Rec,  no  quiere  se  confisquen  los  bienes  del  suicida  sino 
cuando  este  carece  de  herederos  descendientes;  y  sobre 
todo,  que  la  pena  de  confiscación  va  cayendo  generalmente 
en  desuso  por  razones  poderosas  que  suele  tener  presentes 
la  sabiduría  de  los  tribunales.  Yéase  Confiscación  y  Suicidio. 

Cuando  se  demanda  la  pena  pecuniaria  que  debe  aplicarse 
al  ofendido  por  razón  de  hurto ,  robo ,  daño  ó  deshonra ,  si 
despues  déla  contestación  de  la  causa  muriere  el  ofendido  ó 
el  ofensor ,  ó  ambos ,  pasa  la  instancia  del  juicio  á  los  here- 
deros y  contra  los  herederos  :  pero  muerto  el  ofensor  antes 
de  la  contestación,  sus  herederos  solo  estarán  obligados  por 
lo  que  se  acreditare  haber  llegado  á  poder  del  difunto  por 
razón  del  hurtp  ó  daño  que  hubiese  hecho  ;  y  lo  mismo  será 
muriendo  el  ofendido  en  dicho  tiempo.  La  razón  es  que  las 
penas  no  pasan  activa  ni  pasivamente  á  los  herederos  antes 
que  se  pidan  en  juicio  y  se  conteste  el  pleito;  ley  25,  til.  i, 
Part.  7. 

Diremos  pues  de  un  modo  mas  sencillo  que  si  el  acusado 
ó  reconvenido  fallece  antes  de  la  contestación  de  la  demanda, 
no  trasmite  á  sus  herederos  sino  la  obligación  de  restituir 
la  utilidad  que  hubiere  sacado  de  su  delito  ;  y  muriendo  des- 
pués de  la  contestación ,  les  trasmite  todas  las  obligaciones 
que  él  tenia,  es  decir,  la  de  dicha  restitución  y  la  del  pago 
de  la  pena  pecuniaria  á  favor  del  ofendido.  Véase  Acción- 
penal  ,  Acusación  y  Acusador. 

ACUSADOR.  El  que  pide  al  juez  que  castigue  á  un  de- 
lincuente. 

En  los  delitos  privados  solo  puede  ser  acusador  el  agra- 
viado ó  quien  tenga  su  poder  ;  pero  en  los  delitos  públicos 
puede  serlo  cualquier  particular ,  con  tal  que  no  le  esté 
prohibido  por  las  leyes.  Están  comprendidas  en  esta  prohi- 
bición las  personas  siguientes  : 

Io.  Las  mujeres ,  por  razón  de  su  inesperiencia ,  fragilidad 
y  timidez  ;  bien  que  pueden  acusar  la  muerte  de  sus  mari- 
dos, según  la  ley  ik  ,  lit.  8,  Part.  7. 

2o.  Los  menores  de  catorce  años  por  la  misma  razón  de 
inesperiencia. 

5".  Los  que  administran  justicia ,  porque  su  poder  podría 
ser  perjudicial  al  acusado. 

k°.  Los  perjuros  y  los  infamas  de  derecho,  porque  no  me- 
recen crédito. 

b°.  Los  pobres  de  solemnidad,  porque  están  espuestos  al 
soborno. 

6o.  Aquel  á  quien  se  probare  que  recibió  dinero ,  ya  para 
acusar,  ó  ya  para  desamparar  la  acusación  que  hubiere  he- 
cho, porque  se  hace  sospechoso  por  su  venalidad. 

7o.  El  crue  tuviese  hechas  y  no  acabadas  en  juicio  dos 
acusaciones ,  porque  inspira  sospechas  de  torpe  negociación. 

8o.  El  cómplice  en  el  mismo  delito ,  el  hermano  contra  el 
hermano,  el  hijo  contra  el  padre  ú  otro  ascendiente  ,  el  sir- 
viente ó  familiar  contra  su  amo ,  porque  no  es  digno  de  con- 


fianza el  que  no  respeta  los  vínculos  de  la  sangre  ó  incurre 
en  la  nota  de  ingratitud. 

9o.  El  que  tuviese  pendiente  contra  sí  alguna  acusación 
por  delito  mayor  ó  igual,  y  el  sentenciado  á  muerte  ó  des- 
tierro perpetuo. 

Mas  los  comprendidos  en  los  ocho  primeros  números  pue- 
den acusar  á  otros  por  delitos  de  alta  traición  y  por  los 
cometidos  contra  ellos  mismos  ó  contra  sus  parientes  dentro 
del  cuarto  grado  ,  ó  contra  su  suegro  ó  suegra  ó  yerno,  ó 
entenado  ó  padrastro  ;  é  igualmente  los  comprendidos  en  el 
número  nono  pueden  acusar  por  delito  contra  sus  personas 
ó  contra  los  suyos ,  esto  es ,  contra  sus  parientes  dentro  del 
cuarto  grado.  Leyes  2  y  tí ,  til.  i  ,  Part.  7. 

Por  derecho  canónico  está  prohibido  al  clérigo  acusar  al 
lego  en  el  fuero  secular,  á  no  ser  por  injuria  propia  ó  de  los 
suyos  ó  de  su  iglesia;  en  cuyos  casos  podrá  nacerlo  sin  in- 
currir en  irregularidad ,  con  tal  que  no  haya  de  resultar  pena 
de  sangre  ó  que  proteste  que  no  haya  de  seguirse  esta  de  su 
acusación.  Tampoco  el  lego  puede  acusar  al  clérigo  en  el 
fuero  eclesiástico  sino  por  injuria  propia  ó  de  los  suyos  ó  en 
los  delitos  de  lesa  majestad  divina  ó  humana ,  simonía , 
sacrilegio  ó  disipación  de  los  bienes  de  la  iglesia  de  que  fuere 
patrono. 

Aunque  el  adulterio  es  un  delito  público  ,  solo  el  marido 
piicáe  ser  acusador,  á  menos  que  haya  servido  de  tercero  á 
su  mujer,  en  cuyo  caso  cualquiera  puede  acusar  á  la  adúl- 
tera.; ley  II,  lit.  26,  lib.  12,  Nov.  Rec.  El  marido  no  puede 
acusar  á  uno  de  los  adúlteros ,  siendo  vivos ,  sino  que  debe 
acusar  á  ambos  ó  á  ninguno,  ley  3,  til.  28,  lib.  12,  Nov. 
Rec;  y  la  acusación  se  ha  de  seguir  con  los  dos  en  un  mismo 
proceso  y  ante  un  juez  si  pudiere  ser,  á  menos  que  el  adúl- 
tero sea  clérigo  ,  en  cuyo  caso  se  ha  de  seguir  su  causa  ante 
el  juez  eclesiástico ,  y  la  de  la  adúltera  ante  el  secular;  Ace- 
vedo  en  las  leyes  2  y  3,  lit.  28,  lib.  12,  Nov.  Rec;  y  Cur. 
Filip.  p.  3,  Juic.  crim.,  §  Vt,  n.  7. 

En  los  delitos  de  que  puede  resultar  pena  de  muerte ,  per- 
dimiento de  miembro,  ó  destierro  perpetuo,  debe  el  acusa- 
dor intentar  su  acción  personalmente  y  no  por  medio  de  pro- 
curador :  mas  el  tutor  ó  curador  puede  acusar  á  otro  por 
toda  especie  de  daño  hecho  al  menor  ó  á  los  suyos  por  quienes 
este  podría  acusar  si  fuese  mayor ,  leyes  6,  tít.  1,  Part.  7,  y 
12,  tít.  o ,  Part.  3  ;  y  en  ausencia  del  curador  puede  el  menor 
con  autoridad  del  juez  constituir  procurador  que  por  él  acuse; 
Greg.  Lop.  glos.  2  á  d.  ley  6. 

Guando  muchos  acusan  á  una  persona  de  un  mismo  delito, 
debe  el  juez  escoger  al  que  comprenda  que  procede  con  me- 
jor intención,  y  á  la  acusación  de  este  deberá  responder  el 
reo:' ley  13,  lit.  1 ,  Part.  7.  No  obstante,  la  mujer  se  pre- 
fiere por  la  muerte  del  marido ,  y  este  por  la  de  ella ,  á  los 
hijos  y  demás  parientes  :  entre  estos  se  da  la  preferencia  al 
de  grado  mas  próximo  :  si  los  acusadores  estuvieren  en  igual 
grado,  es  regular  admitir  al  que  primero  acuse  ;  y  si  todos 
concurren  juntos ,  todos  pueden  ser  admitidos ,  con  tal  que 
sea  una  la  acusación. 

Para  que  el  acusador  no  pueda  sustraerse  á  la  pena  que 
merecería  si  sü  acusación  fuese  falsa  ,  se  le  suele  obligar 
desde  el  principio  de  la  causa  á  prestar  fianza  de  calumnia; 
y  nadie  puede  negarse  á  su  prestación,  aunque  sea  eclesiásti- 
co; escepto  las  personas  que  no  incurren  en  pena  aun  cuando 
no  prueben  la  acusación ,  según  opinion  de  algunos  autores. 

El  acusador  que  no  prueba  su  acusación  incurre  en  la  pena 
del  lalion  ,  por  la  calumnia  presunta  que  resulta  de  la  falta 
de  prueba  ;  es  decir,  queda  sujeto  á  la  misma  pena  que  ten- 
dría que  sufrir  el  acusado  si  se  le  hubiese  convencido.  Hay 
no  obstante  acusadores  que  están  esentos  de  la  pena  aun 
cuando  no  prueben  la  acusación  ,  y  son  : 

Io.  El  ministro  de  justicia ,  fiscal  ó  cualquier  otro  que 
tiene  el  cargo.de  acusar  ó  notar  los  erímenes  ó  cscesos. 
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'a?:  El  tutor  que  acusa  á  nombre  del  huérfano  por  injuria 
Ti!  ...  „,t„  I  .í „„•    t„  Dinar! 


hecha  á  este  ó  á  sus  parientes.  J'"^ 

,5o.  El  heredero  que  acusare  á  una  persona  de  quien  el 
te$#|G|or!,ehi,,S|Ui  testamento  ó  delante  dé  testigos  dijo  que  le 
hsípia  herido  .ó  causado  el  mal  de  que  moria. 

'i°.  El  que  acusa  al  monedero  falso. 

S°.  El  que  acusa  sobre  hecho  contra  su  propia  persona  ó 
sobre  muerte  de  sus  deudos  en  cuarto  grado. 

6o.  La  persona  casada  que  acusa  por  la  muerte  de  su  con- 
sorte; leyes  S ,.6,  20,  21  y  26,  tít.  i,  Part.  7. 

Todos  estos  que  van  referidos  ,  aunque  se  libertan  de  la 
pena  cuando  la  calumnia  es  solo  presunta  ó  nacida  de  falta 
de  prueba,  incurren  en  ella  siendo  la  calumnia  evidente,  es 
decir,  cuando  se  les  prueba  que  hicieron  la  acusación  mali- 
ciosamente. 

Tal  vez  este  caso  de  la  acusación  calumniosa  es  el  único 
en  que  la  ley  del  talion  sea  justa  ;  ñeque  enim  lex  œquior 
ulla  esl-quàm  necis  artifices  arte  perire  sua.  Ovid.  Pero  el 
talion  seria  en  muchos  casos  una  pena  muy  escesiva  ,  pu- 
diendo  ademas  suceder,  como  realmente  ha  sucedido  mas  dé 
una  vez,  que  en  un  delito  verdadero  sucumba  el  acusador 
por  no  haber  sabido  reunir  las  pruebas ,  por  impericia  del 
abogado ,  por  repulsion  de  los  testigos  en  virtud  de  tachas 
que  se  les  hayan  puesto,  ó  por  haber  sido  estos  sobornados 
-por  un  acusado  poderoso.  Así  es  que  ya  no  está  en  uso  el 
■  talion  contra  el  falso  acusador;  y  lo  que  se  practica  en  los 
tribunales  es  cargarle  las  costas,  daños  y  perjuicios,  é  impo- 
nerle una  pena  arbitraria  según  las  circunstancias  del  caso 
y  de  las  personas ,  como  se  dirá  con  mas  estension  en  la  pa- 
labra Calumnia., 

Si  presentándose  el  acusado  dentro  del  plazo  que  se  le  se- 
ñaló para  responder  á  la  querella ,  no  comparece  el  acusa- 
dor, ha  de  imponerle  el  juez  una  multa  arbitraria  y  empla- 
zarle de  nuevo  con  término  fijo  para  que  venga  á  seguir  la 
acusación  ;  y  si  ni  aun  de  este  modo  acudiere  ni  diere  justa 
escusa,  debe  absolverse  de  la  acusación  al  acusado ,  y  el 
acusador  le  satisfará  todas  las  costas  y  perjuicios  que  se  le 
originaron ,  no  podrá  ya  ser  oido  jamas  sobre  la  tal  acusa- 
ción ,  pagará  al  fisco  una  multa  de  cinco  libras  de  oro ,  y 
quedará  infamado  para  siempre  ,  por  haber  desamparado  la 
acusación  sin  licencia  del  juez;  ley  17,  tít.  1  ,  Part.  7. 

El  acusador,  con  efecto ,  no  puede  abandonar  por  sola  su 
voluntad  y  capricho ,  sin  incurrir  en  dichas  penas ,  la  acusa- 
ción que  una  vez  hubiese  entablado ,  á  no  ser  alguna  de 
aquellaspersonas  que  no  merecen  pena  aun  cuando  no  prue- 
ben los  delitos  que  acusaron  ;  pero  puede  abandonarla  im- 
punemente dentro  de  treinta  dias,  contados  según  Greg. 
López  desde  la  contestación  del  pleito  ,  con  tal  que  pida  y 
obtenga  permiso  del  juez,  quien  debe  concederlo  si  entiende 
que  el  acusador  no  la  desampara  engañosamente  ,  sino  por- 
que dice  haberla  hecho  por  error,  lijereza,  temeridad  ó  aca- 
loramiento. —  Hay  no  obstante  algunos  casos  en  que  ni  aun 
con  permiso  del  juez  puede  el  acusador  desamparar  su  acu- 
sación, y  son  los  siguientes  :  —  Io.  cuando  sabe  el  juez  con 
certeza  que  el  acusador  procedió  á  la  acusación  con  falsedad 
y  malicia  :  —  2o.  cuando  en  virtud  de  la  acusación  se  puso 
preso  al  acusado  ,  quien  á  su  consecuencia  sufrió  perjuicio 
ó  deshonra  y  no  quiere  consentir  en  el  desamparo  :  —  5o. 
cuando  la  acusación  recae  sobre  traición  contra  el  rey  ó  el 
reino,  ó  sobre  abandono  de  algún  castillo,  fortaleza,  ó 
puesto  encomendado  por  el  rey  á  oficial  militar,  ó  sobre  de- 
lito de  falsedad  ,  ó  sobre  hurto  ó  robo  hecho  al  rey  ó  á  lugar 
religioso  ó  santo.  En  cualquiera  de  estos  casos  esceptuados 
está  obligado  el  acusador  á  seguir  y  probar  su  acusación;  y 
si  la  desampara ,  tiene  que  sufrir  la  pena  que  habría  de  im- 
ponerse al  acusado  si  se  le  hubiese  probado  el  delito  que  se 
le  imputaba.  Ley  19,  til.  1 ,  Parí.  7. 

Aunque  el  acusado  puede  hacer  transacción  pecuniaria 


sobre  la  acusación ,  slh-espdnierse  á  pena  algrffia,teníaiorrnaí 
que  se  dijo  en  su  artículo  respectivo-,-  sifr.w&bàTQfy&lrpiœtâdiji 
dor  ttans'feëntë1 ¡éa^'èffllaipfeaa'ipresbrdtaiÇoDladd^^tà» ,  i, 
Part:  7\  qùé'h'erûo'â'citacïoi'  irías  arïibir;Tlorihabeî-idesàra,p7aitaàoi 
là  acusación  sin  mandato  del  juez;  ley  22,  d.  til.  1,  Part.  7. 
Mas  no  se  deduzca  de  aquí  que  la  transacción  no  aprovecha 
al  acusador  ;  pues  aunque  no  quede  esento  de  la  pena  del 
que  abandona  la  acusación,  se  liberta  empero  de  la  pena  del 
que  no  prueba  el  delito  que  imputa  ;  Greg.  López  ,  gl.  22  á 
d.  ley  22.  Todo  esto  se  entiende,  como  es  claro,  del estraño 
que  acusa  algún  delito  público ,  mas  no  del  ofendido  ó  su 
heredero  ,  que  no  caen  en  pena  por  desamparar  su  acusación 
sin  licencia  del  juez  ni  tampoco  por  no  probarla.     *. 

Aunque  el  acusador  desampare  la  acusación,  aunque  tran- 
sija sohre  ella  con  el  acusado  ,  aunque  remita  por  fin  su  in- 
juria ,  no  por  eso  ha  de  quedar  impune  el  delito ,  pues  siem- 
pre ha  de  vengarse  el  mal  causado  por  este  á  la  sociedad  ;  y 
así  el  juez  tendrá  que  seguir  de  oficio  la  causa,  nombrando 
en  caso  necesario  promotor  fiscal  que  haga  las  veces  de  acu- 
sador y  pidaWa  imposición  de  la  pena  que  corresponda,  con 
tal  que  el  delito  no  sea  de  aquellos  en  que  no  se  puede  pro- 
ceder sino  á  petición  de  parte  :  bien  que  habiendo  perdón 
del  agraviado,  debe  minorarse  la  pena  señalada  en  la  ley, 
por  las  razones  deducidas  en  la  palabra  Acusado. 

No  puede  el  acusador  retardar  ó  seguir  con  lentitud  la 
causa,  pues  toda  la  sociedad  está  interesada  en  ella;  de 
modo  que  en  caso  de  morosidad  le  manda  el  juez  que  dentro 
de  cierto  término  siga  ó  promueva  la  instancia,  bajo  aperci- 
bimiento de  declararla  desierta  y  desamparada  ;  y  si  pasado 
el  término  señalado  continúa  la  indiferencia,  reasume  el 
juez  todo  el  conocimiento  de  la  causa,  y  él  solo  la  prosigue 
de  oficio,  quedando  únicamente  al  interesado  el  remedio  de 
apelación  de  dicha  providencia  en  caso  de  querer  llevar 
adelante  la  acusación  por  sí  mismo. 

Muerto  el  acusador  pendiente  la  acusación  ,  pueden  se- 
guirla ,  si  quisieren  ,  pues  no  están  obligados  á  ello  ,  sus  he- 
rederos ó  parientes,  como  igualmente  cualquiera  estraño  en 
defecto  de  los  mismos  siendo  el  delito  público ,  ley  23,  tít.  i , 
Part.  7;  y  si  nadie  se  presentare  á  hacerlo,  debe  el  juez  seguir 
la  causa  de  oficio  ,  no  siendo  el  delito  de  aquellos  en  que  no 
puede  procederse  sino  á  petición  de  parte ,  como  el  adulterio. 

Si  el  acusador  que  pide  la  pena  pecuniaria  que  debe  pa- 
garle el  acusado  por  razón  de  robo  ,  hurto ,  daño  ó  injuria , 
falleciere  antes  de  la  contestación  de  la  demanda,  no  tras- 
mite á  sus  herederos  la  acción  de  reclamar  dicha  pena,  sino 
solo  la  de  reclamar  la  cosa  con  los  frutos  ó  su  estimación  ,  ó 
sea  todo  ló  que  hubiere  llegado  á  poder  del  acusado  ;  pero 
si  muriere  después  de  la  contestación  ,  trasmite  á  sus  here< 
deros  todas  las  acciones  que  él  tenia;  ley  25,  lit.  i  ,  Part*  7.  ' 
Véase  Acción  persecutoria  de  la  cosa  y  Acción  penal. 

Es  por  último  de  advertir,  antes  de  concluir  este  artículo, 
que  la  acción  pública  ó  popular  que  la  ley  concede  á  los 
particulares  para  pedir  la  aplicación  de  la  pena  en  los  de- 
litos públicos  ,  no  se  suele  ejercer  en  el  dia  sino  por  los  fis- 
cales de  S.  M.;  quienes  hacen  las  veces  de  actores  en  las 
causas  criminales,  y  acusan  álos  delincuentes,  presentando 
primero  á  los  jueces  la  delación  del  delito  cometido  hecha 
ante  escribano  público  por  un  tercero  denunciador,  sin 
cuyo  requisito  no  les  pueden  ser  admitidas  sus  acusaciones  , 
demandas  ó  denuncias  ,  á  no  ser  que  el  delito  sea  notorio  , 
ó  se  proceda  por  pesquisa'de  orden  del  rey,  pues  en  estos 
casos  podrán  denunciar  y  acusar  sin  que  haya  delator  (1); 

(1)  El  art.  26  delà  ley  de  9  de  octubre  de  1812,  dice  :  «  En 
todas  las  causas  criminales  será  oido  el  fiscal  de  la  Audiencia 
aunque  haya  parte  que  acuse.  En  las  civiles  lo  será  únicamente 
cuando  interesen  á  la  causa  pública  ó  á  la  defensa  de  la  Jurisdic- 
ción Ordinaria.  » 
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r^'i<í,rá'ft9l,RPoEíi  7;iy  fe?/  lj  <»t.  35,  i¡*&.  12,  ¿Yo*.  Bec.  Mas 
te"a3solofe'qw_eih(iil!)ie9eiï  recibido, daño  ó  agravio  pore]  delito, 
sda. éste pübticofáocriTtada^'jpuediea'i pjpesfiníar, , ,y seguir  §u 
gdeneHa  loçaausadioftyitaiïtdi para  U  imposición  de  ¡ la,  pena f ó 
castigo  ,  como  para  la  reparación  de  los  perjuicios  que  se  les 
hubiesen  ocasionado.  —  Véase  Acusación  y  Acusado. 

En  el  reglamento  provisional  para  la  administración  de 
justicia  de  26  de  setiembre  de  183o  se  contiene  la  disposición 
siguiente  : 

«  Art.  3o.  Aun  cuando  no  esté  en  la  clase  de  pobre,  á  todo 
español  que  denuncie  ó  acuse  criminalmente  algún  atentado 
que  se  haya  cometido  contra  su  persona ,  honra  ó  propiedad, 
se  le  deberá  administrar  eficazmente  toda  la  justicia  que  el 
caso  requiera,  sin  exigírsele  para  ello  derechos  algunos  ni 
por  los  jueces  inferiores  ni  por  los  curiales ,  siempre  que 
fuere  persona  conocida  y  suficientemente  abonada  ,  ó  que 
diere  fianza  de  estar  á  las  resultas  del  juicio.  Pero  todos  los 
derechos  que  se  devenguen  serán  pagados  después  del  juicio 
por  medio  de  la  condenación  de  costas  que  se  imponga  al 
reo,  ó  al  acusador  ó  denunciador,  el  cual  debe  sufrirla  siem- 
pre que  aparezca  haberse  quejado  sin  fundamento.  » 

=  Esta  disposición  es  ventajosa  no  solo  al  acusador  sino 
también  al  cuerpo  social.  «  El  acusamiento  ,  según  dice  la 
ley  1,  tít.  1,  Part.  7,  tiene  gran  pro  á  todos  los  homes  de  la 
tierra  comunalmente  ;  ca  por  él  cuando  es  probado ,  se  es- 
carmienta derechamente  al  malfechor,  et  recibe  venganza 
del  aquel  que  recibió  el  tuerto  :  et  demás  los  otros  homes 
que  lo  oyeren  guardarse  han  después  de  facer  cosas  por  que 
puedan  seer  acusados.  »  Facilitar  pues  á  los  ofendidos  los 
medios  de  perseguir  legalmente  á  sus  ofensores ,  es  mirar 
por  el  bien  de  la  sociedad,  que  tan  interesada  está  en  el  cas- 
tigo de  los  criminales. 

Es  de  notar  que  la  gracia  de  no  pagar  derechos  no  se  con- 
cede á  cualquier  acusador ,  sino  solo  al  ofendido  mismo  ,  ó  al 
que  legalmente  le  represente ,  como  al  marido  por  la  mujer, 
al  padre  por  el  hijo  y  al  tutor  por  el  pupilo  ;  pero  en  el  delito 
de  homicidio  debe  considerarse  acusador  de  ofensa  propia  y 
disfrutar  por  consiguiente  de  este  beneficio  el  que  trata,  de 
vengar  la  muerte  de  su  cónyuge,  ó  de  alguno  de  sus  des- 
cendientes ó  ascendientes  ,  y  aun  de  sus  colaterales  hasta  el 
grado  en  que  tiene  derecho  de  heredarlos. 

Si  al  acusador  se  le  administra  justicia  de  balde  hasta  la 
conclusion  del  juicio ,  parece  que  igual  beneficio  debiera 
dispensarse  al  acusado  ;  pues  si  es  justo  facilitar  al  acusador 
,,  los  medios  de  perseguir  al  delincuente ,  no  lo  es  menos  faci- 
litar al  acusado  los  medios  de  defenderse.  ¿No  es  posible 
que  el  acusador  sea  un  perverso  que  haya  forjado  una  ca- 
lumnia para  perder  á  una  persona  à  quien  aborrece  ó  mira 
como  un  estorbo  en  la  obtención  de  algún  depravado  fin  ? 
¿No  se  ha  visto  sin  eso  reunirse  y  combinarse  una  multitud 
de  circunstancias  que  han  hecho  aparecer  criminal  al  que 
verdaderamente.no  lo  era?  Si  la  sociedad  está  interesada  en 
el  castigo  de  los  delitos  ,  lo  está  mucho  mas  en  el  triunfo  de 
la  inocencia;  y  si  la  impunidad  de  aquellos  la  alarma,  el 
castigo  de  esta  la  estremece. 

El  artículo  SI  de  dicho  reglamento  previene  entre  otras 
cosas  lo  que  sigue  :  «  En  toda  causa  criminal  sobre  delito 
que  por  pertenecer  á  la  clase  de  público  puede  perseguirse 
de  oficio,  será  parte  el  promotor  fiscal  del  juzgado,  aunque 
haya  acusador  ó  querellante  particular.  En  las  que  versen 
sobre  delito  privado,  no  se  le  oirá  sino  cuando  de  algún 
modo  interesen  á  la  causa  pública ,  ó  á  la  defensa  de  la  real 
jurisdicción  ordinaria.  » 

Ea  el  artículo  73  se  ordena  que  en  aquellas  causas  crimi- 
nales de  que  las  Audiencias  pueden  conocer  en  primera 
instancia  ,  á  saber ,  las  que  ocurran  contra  jueces  inferiores 
de  su  territorio,  con  relación  al  ejercicio  del  ministerio  ju- 
dicial ,  si  empezaren  por  acusación  ó  por  querella  de  persona 


particular,  no  se  deberá  nunca  admitir  la  querella  ó  la  acu- 
sación sin  que  la  acompañe  la  correspondiente  fianza  de  ca- 
lumnia, y  de  que  el  acusador  ó  querellante  no  desamparará 
su  acción  hasta  que  recaiga  sentencia  que  cause  ejecutoria. 
ta  cantidad  de  dicha  fianza  será  determinada  por  el  tribu- 
nal según  la  mayor  ó  menor  entidad  y  consecuencia  del 
asunto.  —  Véase  Fiscales  y  Promotor  fiscal. 

ACUSAR.  Poner  querella  en  justicia  contra  alguno ,  ha- 
ciéndole reo  de  algún  delito ,  y  pidiendo  su  castigo.  Véase 
Acusado  y  Acusador. 

ACUSAR  la  rebeldía.  Hacer  presente  al  juez  uno  de  los 
litigantes  que  su  adversario  no  comparece  ó  no  responde  , 
pidiendo  se  proceda  á  lo  que  en  cada  caso  está  dispuesto  por 
la  ley.  Véase  Rebeldía. 

ACUSATORIO.  Lo  perteneciente  á  la  acusación  ,  como 
acto  acusatorio ,  delación  acusatoria. 

ACHAQUE.  Multa  ó  pena  pecuniaria  que  imponen  los 
jueces  del  concejo  de  la  Mesta  á  los  infractores  de  las  leyes 
relativas  á  la  ganadería.  Viene  del  verbo  anticuado  aclia- 
quiar  ,  que  significa  acusar  ó  denunciar. 

ACHAQUERO.  El  juez  del  concejo  de  la  Mesta  que  im- 
pone los  achaques  ó  multas  contra  los  que  quebrantan  los 
privilegios  de  los  ganaderos  y  ganados  trashumantes;  y  tam- 
bién el  arrendador  de  dichas  penas  que  componen  la  renta 
de  achaques. 

AD 

ADATAR.  Poner  en  cuenta  alguna  partida  como  satis- 
fecha. Aunque  es  voz  de  contaduría  y  del  comercio ,  se  usa 
en  los  pleitos  sobre  cuentas  ó  negocios  de  comerciantes  y 
administradores ,  quienes  para  cubrir  el  cargo  que  contra 
ellos  resulta  de  las  cantidades  recibidas ,  anotan  las  que  sa- 
tisfacen ,  estendiéndose  aquellas  bajo  el  título  de  partidas  de 
cargo,  y  estas  bajo  el  de  partidas  de  data. 

ADEHALA.  Lo  que  se  da  de  gracia  sobre  el  precio 
principal  en  lo  que  se  compra  ó  vende  ;  y  también  lo  que  se 
agrega  de  gajes  ó  emolumentos  al  sueldo  de  algún  empleo 
ó  comisión. 

ADELANTADO.  Antiguamente  el  gobernador  militar 
y  político  de  una  provincia  fronteriza,  que  equivalía  al  pre- 
sidente de  provincia  de  los  Romanos.  Tenia  el  mando  ge- 
neral de  las  armas  de  ella ,  con  cuyo  motivo  acaudillaba 
bajo  su  pendón  todos  los  pueblos  y  ricos  hombres  ;  y  asisti- 
do de  algunos  letrados  conocía  de  las  causas  civiles  y  cri- 
minales que  se  suscitaban  en  su  territorio  ;  ley  22 ,  lit.  9 , 
Part.  2. 

ADEUDAR.  Estar  sujeto  á  pagar  en  las  aduanas  los  de- 
rechos impuestos  por  arancel  sobre  ciertos  géneros  y  efectos 
á  su  introducción  ó  esportacion. 

ABIGCZON  ádia.  Así  se  llama  una  convención  que  suele 
hacerse  entre  el  vendedor  y  comprador  de  una  cosa  ,  esti- 
pulando que  si  el  vendedor  encuentra  hasta  cierto  dia  seña- 
lado quien  le  ofrezca  mas  por  la  cosa  vendida  ,  pueda  ven- 
derla á  este  ,  quedando  nula  la  primera  venta.  Si  con  efecto 
se  presenta  dentro  del  término  señalado  un  nuevo  com- 
prador que  promete  mayor  precio ,  debe  hacerse  saber  al 
primero ,  quien  si  ac'epta  el  aumento  es  preferido  al  otro;  y 
si  no  lo  acepta ,  tiene  que  volver  la  cosa  con  los  frutos  que 
hubiere  recibido  ,  deduciendo  las  espensas  que  hubiere 
hecho  en  su  recolección  ;  ley  40,  tít.  S,  Part.  5.  Véase  Pacto 
de  adiccion  ó  señalamiento  de  dia. 

ADICIÓN.  En  las  cuentas  el  reparo  ó  nota  que  se  pone  á 
ellas  ;  y  la  añadidura  que  se  hace  ó  parte  que  se  aumenta  en 
alguna  obra  ó  escrito. 

ADICIÓN  de  herencia.  La  admisión  ó  aceptación  es- 
presa ó  tácita  que  hace  de  una  herencia  el  heredero  testa- 
mentario ó  legitimo.  Es  espresa  la  adición  cuando  el  here- 
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dero  declara  que  acepta  la  sucesión  ;  y  es  tácita  cuando  sjn 
qgffi  preceda^ 'declaración  hace  actos  de  heredero ,  como  si 
diBfJone'dfâ!'losli)ienesi'hërediitarios  en  tocio  ó  en  parte.  Véase 
AééptMiW  ¡M  Kémmul 

(ADICIONAL.  Dicesë  adicional  el  artículo ,  cláusula  ó 
espresion  que  se  añade  á  un  tratado  ,  instrucción  ó  regla- 
mento después  de  formado  ;  y  el  derecho  ó  contribución  que 
se  manda  cobrar  como  estjaordinaria  ,  unida  á  otra  que  an- 
teriormente se  halla  establecida. 

ADICIONAR.  Hacer  ó  poner  adiciones ,  esto  es  ,  hacer 
añadiduras  en  alguna  obra  ó  escrito,  ó  poner  notas  y  repa- 
ros á  una  cuenta. 

ADIR.  Solo  se  usa  este  verbo  en  la  frase  :  Adir  la  heren- 
cia ,  que  significa  admitirla  ó  aceptarla. 

ADIVINO.  Lo  mismo  que  agorero ,  sortero  ó  hechicero , 
que  son  los  que  aseguran  lo  que  está  por  venir,  y  prometen 
la  salud  ó  las  riquezas,  el  amor  ó  desamor,  usando  de  varios 
embustes  y  adivinanzas,  cuales  son  :  agüeros  de  aves,  estor- 
nudos ,'  palabras  que  llaman  proverbios,  suertes,  hechizos 
de  metal ,  cera  ú  otra  cosa ,  encantamiento ,  cercos ,  liga- 
miento de  casados,  catar  en  agua,  en  cristal,  en  espada, 
espejo  ú  otra  cosa  lucia ,  en  cabeza  de  hombre  muerto  ó  de 
bestia  ó  de  perro  ,  ó  en  palma  de  niño  ó  de  mujer  virgen, 
cortar  la  rosa  del  monte  porque  sane  la  dolencia  que  llaman 
rosa ,  u  otras  cosas  semejantes  á  esta;  ley  i  ,  tít.  25 ,  Part. 
7;  y  ley  2  ,  tít.  H,lib.  12,  Nov.  Rec. 

Los  adivinos  incurrían  en  la  pena  de  muerte;  sus  encu- 
bridores, en  la  de  estrañamiento  perpetuo  ;  los  que  acudían  á 
ellos  y  los  creían ,  en  la  de  la  pérdida  de  la  mitad  de  sus  bie- 
nes; y  las  justicias  negligentes  para  su  castigo,  en  la  de  pri- 
vación de  oficio  y  confiscación  de  la  tercera  parte  de  la  ha-  ' 
cienda  ;  leyes  1  y  5,  tít.  25,  Part.  7;  y  leyes  1  y  2,  lit.  lí, 
lib.  12,  Nov.  Rec. 

Pero  la  pena  capital  se  conmutó  por  la  práctica  de  los 
tribunales  en  la  de  azotes  á  los  hombres,  y  en  la  de  sacar 
emplumadas  y  encorozadas  á  las  mujeres. 

En  tiempos  de  ignorancia  se  veian  efectivamente  adivinos 
por  todas  partes ,  que  á  favor  de  la  superstición  ejercían  con 
.lucro  propio  y  perjuicio  público  sus  imposturas ,  de  modo 
que  hubo  de  creerse  preciso  reprimirlos, con  leyes  severas  ; 
pero  como  la  ilustración  mas  bien  que  el  castigo  va  destru- 
yendo las  preocupaciones  y  los  errores  ,  ya  no  hay  quien 
pueda  persuadirse  que  las  cosas  venideras  se  descubren  en 
el  vuelo  de  las  aves  ,  en  las  palmas  de  los  niños ,  en  las  ca- 
bezas de  los  muertos,  en  la  combinación  de  los  naipes,  en 
los  proverbios  y  estornudos  ,  ni  quien  vaya  á  buscar  su  sa- 
lud en  un  figurín  de  cera ,  ni  quien  trate  de  inspirar  amor  ó 
aversion  por  medio  de  un  bebedizo;  y  así  han  desaparecido 
los  embaucadores  que  sonsacaban  á  la  gente  sencilla,  no  ha- 
biendo quedado  mas  que  los  decidores  de  buenaventura.  Si 
acaeciere  pues  que  todavía  se  presentase  alguno  que  se  ocu- 
pase en  tales  supercherías ,  bastaría  tratarle  como  vago  ó 
encerrarle  en  una  casa  de  corrección  por  mas  ó  menos  tiem- 
po ,  ademas  de  hacerle  responder  del  daño  que  tal  vez  hu- 
biese ocasionado. 

ADJUDICACIÓN.  La  apropiación  ó  aplicación  que  en 
herencias  y  particiones  ó  públicas  subastas  suele  hacerse  de 
una  cosa  mueble  ó  inmueble,  de  viva  voz  ó  por  escrito,  á 
favor  de  alguno  con  autoridad  de  juez  (i).  Véase  Juicio 
ejecutivo  í 

ADJUDICACIÓN  en  pago.  La  apropiación  ó  aplicación 
que  á  un  acreedor  se  hace  judicialmente-  de  bienes  muebles  ó 
inmuebles  de  su  deudor  para  cubrirle  el  importe  de  su  crédito! 

(1)  Las  cuatro  condiciones  que  se  suponen  cu  la  adjudicación 
necesaria,  las  trac  el  Febrero  por  Tapia,  en  el  tom.  5,  lit.  5, 


cap.  (!,  íi.  3'i 

tít.  ií>,  n.  SI,  g  l. 


Vúase  también  el  Sala  mejicano  noyís.,  lib.  5. 
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No  puede  forzarse  al  acreedor,  á  recibir  una  cosa  po.r  otra,; 
aunque  el  valor  de  ,1o  ofrecido  sea  igual  ó  mayor  que  el  de 
lo  debido:  /îï'nul  pro  .alio,, imito  creditore ,, solví '  noupolcst -, ■.■; 
de  suerte, que  si  se  le  debe, una  cantidad  de  veinte  mil  rea- 
les ,  no  se  cumplirá  dándole  una  casa  ó  viña  que  los  valga. 
Pero  si  el  deudor  no  tiene  dinero  ni  encuentra  quien  se  lo 
preste ,  si  poniendo  sus  bienes  en  pública  subasta  no  se  pre- 
senta comprador  que  dé  por  ellos  su  justo  precio,  podrá 
compelerse  entonces  al  acreedor  á  tomar  en  pago  de  su  cré- 
dito las  fincas  ó  alhajas  justamente  apreciadas  que  sean  su- 
ficientes para  cubrirlo ,  con  tal  que  el  deudor  se  obligue  á  la 
eviccion  y  saneamiento  y  le  entregue  sus  títulos.  El  acree- 
dor puede  en  tal  caso  elegir  los  bienes  que  mas  le  acomo- 
den :  si  son  raices,  otorga  el  juez  á  su  favor  en  nombre  del 
deudor  escritura  de  adjudicación  que  es  igual  á  la  de  venta  ; 
y  si  son  muebles  ó  semovientes ,  manda  espedirle  un  despa- 
cho ó  testimonio  de  adjudicación  con  inserción  del  auto  en 
que  esta  se  hace  y  demás  preciso ,  pues  con  respecto  á  estos 
no  se  forma  protocolo  ni  hay  títulos  de  propiedad  ó  perte- 
nencia. Véase  Juicio  ejecutivo. 

ADJUDICACIÓN  forzada.  La  acción  judicial  que  apli- 
caba forzadamente  á  los  acaudalados  de  un  pueblo  por  el 
precio  de  la  tasa,  rebajado  un  tercio,  los  bienes  embar- 
gados á  los  deudores  de  la  real  hacienda  cuando  no  se  pre- 
sentaban compradores.  La  justicia  en  union  con  los  exacto- 
res ó  ministros  de  rentas  que  entendían  en  la  venta  hacia  la 
elección  de  personas  ricas  á  quienes  se  adjudicasen  los  bie- 
nes, y  una  vez  hecha  no  podia  variarla;  ni  la  venta  cele- 
brada en  estos  términos  podia  revocarse ,  aunque  hubiese 
engaño  en  la  mitad  del  justo  precio.  Mas  por  fortuna,  esta 
medida  que  fué  inventada  por  la  avaricia  de  los  antiguos 
arrendadores  de  las  rentas,  no  puede  ya  emplearse  sin  que 
preceda  la  aprobación  de  S.  BL,  y  no  tiene  lugar  jamas  para 
el  pago  de  las  costas  del  proceso  ni  de  las  multas  ó  penas 
pecuniarias  que  se  imponen á los  reos;  ley  7,  lit.  12,  lib.  10, 
Nov.  Rec,  y  sus  notas  2,  5,  U  y  5. 

ADJUDICAR.  Declarar  el  juez  á  uno-de  viva  voz  ó  por 
escrito  la  pertenencia  de  alguna  cosa. 

ADJUDICATARIO.  La  personaáquien  se  adjudica  al- 
guna cosa ,  sea  en  herencias  y  particiones 
públicas  de  propiedad  ó  arrendamiento 
livo ,  Licitación  y  Subasta. 

ADJUNTO.  Se  llama  así  el  juez  que  se  da  por  agregado 
ó  acompañado  al  propio  de  la  causa  para  el  conocimiento  y 
decisión  de  ella;  y  también  el  compañero  ó  colega  que  nom- 
bra á  veces  la  autoridad  superior  para  ayudar  al  que  ejerce 
algún  otro  ministerio.  Véase  Acompañado. 

ADMINICULAR.  Ayudar  con  algunas  cosas  à  otras 
para  darles  mayor  virtud  ó  eficacia.  Dícese  comunmente  ha- 
blando de  las  pruebas. 

ADMINÍCULO.  Lo  que  sirve  con  oportunidad  de  ayuda 
ó  ausilio  á  alguna  cosa  ó  intento  :  — principio  de  prueba, 
presunción,  prueba  imperfecta,  conjetura,  circunstancia 
que  ayuda  á  la  prueba ,  concurrriendo  á  formarla  ó  fortifi- 
carla. Véase  Indicio. 

ADMINISTRACIÓN.  La  dirección,  gobierno  y  cuidado 
que  uno  tiene  á  su  cargo  de  los  bienes  de  una  herencia,  de 
un  menor,  de  un  clemente .,  de  un  pródigo ,  de  un  estableci- 
miento ó  de  cualquier  particular;  de  modo  que  todo  tu- 
tor, curador,  albacea  ó  ejecutor  testamentario  tiene  una 
administración.  La  administración  es  en  realidad  un  Man- 
dato ,  y  por  consiguiente  produce  las  mismas  obligaciones 
y  derechos  que  este  contrato ,  el  cual  puede  verse  en  su 
lugar. 

ADMINISTRACIÓN  pública.  La  parte  de  autoridad 
pública  que  cuida  de  las  personas  y  bienes  en  sus  relaciones 
con  el  Estado,  haciéndolos  concurrir  al  bien  común,  y  eje- 
cutando las  leyes  de  ínteres  general;  á  diferencia  de  la  jus- 
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tktfaïquù-  tiene  por  objeto  las  personas  y  bienes  cn'ífe  rela- 
ciones particulares  dé"  individuo  á  individuo  ,  aplicando,  las 
lcíyV?9>#&  toíére&privttdo1:  LaadmÍ!i-Jsh*cion<  considéra1  a' los 
hombres  como  miembros  del  Estado  ,  y  la  justicia  como  in- 
dividuos :  esta  se  ejerce  por  los  jueces ,  audiencias','  tribu- 
nales supremos;  y  aquella  por  los  alcaldes  y  ayuntamien- 
tos ,  jefes  políticos,  etc. 

ADMINISTRACIÓN  de  bienes  ajenos  sin  orden  del 
dueño.  Fué  llamada  por  los  Romanos  negotiorum  gestio  ,  y 
es  un  cuasi  contrato  por  el  que  cuidando  uno  espontánea- 
mente de  los  bienes  ó  negocios  ajenos  sin  mandato  de  su 
dueño,  queda  obligado  á  rendirle  cuentas,  y  tiene  derecho 
al  reintegro  ó  abono  de  sus  desembolsos. 

Nacen  pues  de  este  cuasi  contrato  dos  obligaciones ,  una 
de  parte  del  administrador  voluntario  para  dar  cuenta  de  su 
administración  ó  gestion  ,  y  otra  de  parte  del  propietario 
para  pagar  ó  abonar  los  gastos  hechos  en  su  beneficio.  La 
razón  que  ha  podido  tener  la  ley  para  sancionar  la  primera 
obligación  es  tan  evidente  que  no  necesita  esplicacion  al- 
guna. La  razón  de  la  segunda  es  la  utilidad  de  las  personas 
qué  por  ausencia,  infancia,  demencia,  enfermedad  ú  otra 
cualquiera  causa  no  pueden  cuidar  de  sus  intereses.  Véase 
Cuasi  contrato. 

Para  la  existencia  de  este  cuasi  contrato  se  requieren 
tres  cosas  principales  :  —  Ia.  Hacer  el  negocio  de  otro  :  — 
2a.  Hacerlo  sin  su  mandato  :  —  3a.  Hacerlo  con  ánimo  de 
indemnizarse  de  sus  gastos. 

En  primer  lugar  es  necesario  hacer  el  negocio  de  otro.  Si 
pago  pues  una  deuda  que  yo  creia  ser  tuya,  y  no  lo  era 
realmente  sino  mia  ó  de  otro ,  no  tendremos  obligación  al- 
guna entre  los  dos  ;  y  si  hago  por  tí  solo  ó  por  mí  solo  un 
negocio  que  era  común  á  entrambos,  yo  tendré  acción  contra 
tí  y  tú  contra  mí  según  nuestra  parte  respectiva  en  el  ne- 
gocio. 

Se  entiende  que  yo  hago  tu  negocio,  si  hago  el  del  pupilo, 
cuerpo,  comunidad  ó  persona  cualquiera  de  quien  eres  tu- 
tor, curador,  mayordomo,  procurador  ó  mandatario ,  pues 
que  por  librarte  de  responsabilidad  hago  una  cosa  de  que  tú 
estabas  encargado  y  que  miraste  con  negligencia  ó  dejaste 
abandonada;  y  no  solo  tendré  acción  contra  tí  para  el  reco- 
bro de  mis  espensas ,  sino  también  contra  el  dueño  de  los 
bienes  ó  negocios  de  que  cuidé  dándole  cuentas;  ley  27 ,  lit. 
12,  Part.  b. 

También  hago  tu  negocio,  si  en  consideración  á  tu  interés 
presto  dinero  á  tu  procurador  ó  mandatario  para  que  pueda 
hacer  una  cosa  que  te  concierne;  y  en  su  consecuencia  ten- 
dré acción  contra  tí  para  el  recobro  del  préstamo ,  pero  no 
contra  él  sino  en  el  caso  de  que  se  me  hubiese  obligado  como 
fiador. 

Si  creyendo  hacer  el  negocio  de  un  amigo  hago  el  de  otro 
á  quien  tal  vez  no  conozco,  no  tendré  acción  contra  el  amigo, 
como  ya  se  ha  insinuado  ,  sino  contra  el  verdadero  dueño 
del  negocio,  quien  igualmente  tendrá  contra  mí  la  acción  de 
pedirme  cuentas;  ley  ol ,  d.  til.  12,  Part.  b. 

Si  yo  recibiere  en  nombre  tuyo  el  pago  de  una  cantidad  ó 
cualquier  cosa  que  otro  te  debia  ó  creia  deberte,  y  tú  sabién- 
dolo lo  confirmas  ó  das  por  bien  hecho,  deberé  entregarte  lo 
recibido  y  cobrar  de  tí  lo  que  hubiere  gastado  ,  y  el  deudor 
quedará  libre  de  su  deuda  si :  debia ,  y  tendrá  derecho  de 
repetición  contra  tí  si  no  debia ,  porque  la  aprobación  ó  ra- 
tificación que  das  á  un  acto  hecho  á  tu  nombre  y  que  no  te 
concernía,  te  lo  hace  propio;  ley  32,  d.  lit.  12,  Part.  5. 
Igualmente,  si  yo  pagare  sin  orden  tuya  una  cosa  que  tú 
debías  ,  quedarías  exonerado  de  la  deuda  para  con  el  acree- 
dor; pero  tendrías  que  reintegrarme  á  mí  de  ella,  como  si 
la  hubiese  satisfecho  por  tu  mandato;  d.  ley  32. 

En  segundo  lugar  es  necesario  hacer  el  negocio  ajeno  sin 
mandato  del  dueño. 
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Si  mediase,  mandado  espreso  ó  tácito,  habría  ■■entonces; 
verdadero  contrato,  de  cuya  inejecución  seria  -responsable' 
el  que  le  hubiese  aceptado;  en  vez  d^;quo.aun '.después, do 
haber  concebido  el  proyecto  do  manejar  los  negocios  do 
círo  y  de  haberlo  manifestado  así  á  mucjjas  personas,  puedo 
abstenerme  de  entrar  en  dicho  manejo ,  sin  que  por  eso  con- 
traiga responsabilidad  alguna  para  con  el  dueño ,  á  no  ser 
que  por  mi  manifestación  haya  impedido  que  otro  tomase 
este  cargo. 

El  mandato  no  puede  darse  sino  por  personas  capaces  de 


obligarse;  en  lugar  de  que  los  incapaces  quedan  también 
obligados  hacia  el  administrador  voluntario  de  sus  negocios. 
En  el  mandato  dado  por  persona  capaz ,  sea  ó  no  sea  útil  al 
mandante  el  negocio  que  ha  encargado ,  está  obligado  en 
todo  evento  á  pasar  por  lo  que  hubiere  hecho  el  mandatario 
dentro  de  los  límites  de  su  poder,  á  reintegrarle  desús  ade- 
lantos ,  y  aun  á  pagarle  su  honorario  si  se  hubiese  estipu- 
lado ;  mientras  que  en  el  caso  de  simple  gestion  ó  adminis- 
tración espontánea  es  indispensable  qué  los  actos  del  admi- 
nistrador hayan  sido  en  su  principio  útiles  al  dueño  para 
que  este  le  quede  obligado. 

En  tercer  lugar  es  preciso  hacer  el  negocio  con  ánimo  de 
recobrar  los  gastos. 

Lo  que  se  hace  ó  espende  á  favor  de  otro  por  adhesión , 
por  piedad ,  por  gratitud  ,  por  prestarle  un  servicio ,  por 
cualquiera  otra  razón  que  incluye  intención  ó  ánimo  de  do- 
nar, no  produce  acción  para  reclamar  el  pago  de  tales  es- 
pensas. Así  que  ,  si  por  adhesión  á  tu  hermana  te  encargas 
de  la  crianza  y  educación  de  su  hijo,  no  tendrás  acción  con- 
tra ella,  aunque  en  esto  hayas  hecho  su  negocio.  Si  movido 
de  piedad  recoges  en  tu  casa  algún  huérfano  desamparado 
y  le  suministras  lo  necesario  para  la  subsistencia,  no  tendrás 
derecho  á  exigir  del  huérfano  indemnización  alguna,  y  solo 
estará  obligado  durante  su  vida  á  honrarte,  reverenciarte  y 
hacerte  el  bien  que  pudiere;  ley  3b,  lit.  12,  Part.  5.  Véase 
Huérfano. 

Mas  es  necesario  tener  presente  que  por  regla  general  los 
gastos  que  se  hacen  ,  aun  por  razón  de  alimentos  y  entre 
personas  allegadas,  no  se  presumen  hechos  con  intención  de 
no  repetirlos  ,  animo  donandi.  Este  es  un  punto  cuya  deci- 
sión depende  de  la  naturaleza  del  vínculo  que  unia  las  perso- 
nas, de  la  fortuna  y  estado  de  la  una  y  de  la  otra,  y  de  las 
circunstancias  particulares  del  tiempo,  del  modo  y  de,  la 
causa. 

En  cuanto  á  las  obligaciones  que  nacen  de  este  cuasi  coa- 
trato  ,  véase  Administrador  voluntario. 

ADMINISTRACIÓN  de  cosa  común.  Un  cuasi  con- 
trato por  el  que  el  administrador  de  una  cosa  que  pertenece 
á  muchos,  v.  gr.  de  una  herencia  ó  legado  que  se  deja  en 
común  á  dos  ó  mas  personas,  está  obligado  á  rendir  cuentas 
á  los  socios  ,  y  dividir  entre  ellos  siempre  que  alguno  lo 
pida  la  cosa  común ,  con  derecho  á  que  los  socios  ó  comune- 
ros le  abonen  los  gastos  que  hubiese  tenido  por  razón  de  la 
administración;  leyes  1  y  2,  lit.  Ib,  Part.  6. 

Efectivamente ,  el  que  se  encarga  de  una  administración 
se  entiende  que  consiente  en  la  rendición  de  cuentas,  porque 
el  que  quiere  el  antecedente  se  presume  que  quiere  también 
el  consiguiente  :  Qui  vult  antecedáis,  vclle  eliam  consequens 
prœsumilur  ;  y  asimismo  se  supone  que  el  dueño  de  la  cosa 
administrada  consiente  en  la  indemnización  ó  abono  de  gas- 
tos, porque  nadie  debe  querer  hacerse  mas  rico  á  espensas 
de  otro  :  Nemo  débet  cum  alterius  damno  fieri  velle  locuplc- 
lior.  Véase  Bienes  individuos,  Licitación  y  Partición. 

ADMINISTRACIÓN  de  tutela  ó  curaduría.  Un  cuasi 
contrato  por  el  que  el  tutor  ó  curador,  tomando  á  su  cargo 
el  cuidado  del  pupilo  y  de  sus  cosas,  queda  obligado  á  darle 
cuentas  y  á  prestarle  la  culpa  leve  ;  y  el  pupilo  lo  queda  á 
indemnizar  á  aquel  de  los  gastos  que  por  razón  del  oficio 
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ADMINISTRACIÓN  de  mayorazgo.  Véase  Tenida,  en 
que  se  esponen  los  trámites  del  articulo,  de  administración  , 
que  introducen  los  concurrentes  al  pleito  sobre  posesión  de 
mayorazgo  vacante. 

f  ADMINISTRACIÓN  GENERAL  T)E  BIENES  NACIONALES. 

La  autoridad  central  establecida  en  Madrid  que  tiene  á  su 
cargo  :  Io.  La  administración  de  todas  las  fincas  rústicas  y 
urbanas,  censos,  foros  y  derechos  que  procedan  de  la  pro- 
piedad territorial  que  en  cualquier  concepto  perteneciere  al 
Estado.  2o.  La  de  los  secuestros  autorizados  por  la  ley. 
3o.  El  cobro  de  sus  productos.  4o.  Su  aplicación  á  los  objetos 
á  que  se  hallan  destinados.  Y  b°.  La  recaudación  de  los  va- 
lores de  las  fincas  vendidas  al  vencimiento  de  los  plazos.  Rl. 
dec.  de  12  efe  agosto  de  1842. 

ADMINISTRADOR.  El  que  cuida ,  dirige  y  gobierna 
los  bienes  ó  negocios  de  otro.  Como  la  administración  es  un 
verdadero  mandato,  el  administrador  no  es  mas  que  un  man- 
datario con  sus  obligaciones  y  derechos.  Véase  Mandatario. 

ADMINISTRADOR  voluntario  (2).  El  que  toma  so- 
bre sí  el  cuidado  de  los  bienes  ó  negocios  ajenos  sin  man- 
dato del  dueño  que  lo  ignora  por  haberse  ausentado  deján- 
dolos en  abandono  ó  por  hallarse  demente  ó  por  otra  razón. 
«  Vanse  á  las  vegadas  homes  hi  ha  de  sus  tierras  et  de  sus 
logares  á  otras  partes^dice  la  ley  26,  tít.  12,  Part.  5,  et  por 
desacuerdo  ó  por  olvidanza  non  acomiendansus  cosas  nin  sus 
heredades  á  quien  las  recabde  nin  las  labre  ,  et  acaesce  que 
algunos  de  los  que  fincan  en  aquellos  logares  por  amistad  ó 
por  parentesco  que  han  con  aquellos  que  se  van ,  ellos  de  su 
voluntad  sin  mandado  de  otro  trabájanse  de  recabdar  et  de 
endereszar  aquellas  heredades  et  las  otras  cosas  que  así 
fincan  como  desamparadas  ,  et  despienden  hi  de  lo  suyo  á 
las  vegadas ,  et  á  las  veces  esquilman  de  las  heredades  et 
aprovéchanse  délias.  »  Aunque  la  ley  habla  solo  del  caso  de 
ausencia,  se  estiende  por  analogía  de  motivos  á  todos  los 
casos  en  4¡ue  un  tercero  se  encarga  espontáneamente  del 
manejo  de  los  negocios  de  una  persona ,  sea  en  razón  de  su 
infancia  ó  demencia,  sea  por  cualquiera  otra  causa. 

Este  administrador  fué  llamado  por  los  Romanos  negotio- 
rum  ge-tor,  y  está  obligado  :  Io.  á  desempeñar  en  utilidad 
del  dueño  la  administración  ó  negocio  de  que  se  encarga  ; 
leyes  26 y  28,  lit.  13  ,.Parl.  5  :  2o.  á  prestar  la  culpa  leve, 
y  si  se  antepuso  á  otros  mas  idóneos  y  celosos,  la  levísima  ; 
pero  si  se  metió  en  tal  cuidado  por  evitar  la  pérdida  de  las 
cosas  que  halló  en  absoluto  desamparo ,  solamente  prestará 
la  culpa  lata  y  el  dolo;  y  finalmente  si  emprendiere  alguna 
co3a  peligrosa  y  aventurada  que  no  acostumbraba  hacer  el 
dueño,  tambiea  el  caso  fortuito;  leyes  30,  33 y  34,  d.  tít. 
y  Part.,  y  Greg.  Lop.  en  sus  glosas  :  5o.  á  dar  cuentas  al 
dueño,  y  entregarle  los  productos  que  hubiese  percibido  con 
baja  de  las  espensas  tanto  útiles  como  necesarias ,  d.  ley  26. 

El  dueño  de  los  bienes  ó  negocios  debe  abonar  ó  satisfacer 
al  administrador  espontáneo  todos  los  gastos  que  hubiese 
hecho  por  razón  de  su  administración,  no  solamente  los 
necesarios,  como  v.  gr.  los  que  hizo  para  cultivar  los  cam- 
pos, reparar  la  casa  que  amenazaba  ruina  ,  ó  curar  un  ca- 

(4)  Gaspar  Baeza  escribió  una  obra  De  décima  lutori,  hispdno 
jure  prœstanda;  y  Gutiérrez  ,  de  tutel.  p.  5  ,  cap.  27,  funda  que 
primero  deben  sacarse  las  espensas,  y  del  liquido  la  décima,  pues 
frutos  se  entienden  por  la  ley  4,  tit.  44,  Part.  6,  lo  que  sobra  de- 
ducidas las  espensas  ,  y  la  décima  se  ha  de  dar  de  los  frutos. 

(2)  De  este  administrador  tratan  Asso  y  de  Manuel  en  la  Insli- 
tuta  de  Castilla ,  cap.  2,  tít.  i3$  lib.  2. 
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derbuepsofe  para  mejorar ilas,;fi-niC&s.y,!auimeíiit(a?!SH9irenta^5) 
ora  fuesen  ¡útiles  al  hacerse  y  después  de  hechos,  ora  lo  pa- 
reciesen al  principio  y  no  lo  fuesen  después  :  pero  el  huér- 
fano menor  de  catorce  años  nunca  deberá  pagar  los  gasto^ 
que  realmente  no  fueron  útiles,  aunque  lo  parecieran  al  em- 
prenderse, sino  su  tutor;  ley  28,  cl.  lit.  12,  Part.  5. 

Esta  indemnización  de  gastos  no  tiene  lugar  :  Io.  si  el  adr 
ministrador  entró  con  mala  intención  á  cuidar  de  las  cosas , 
y  no  resultan  ganancias  para  la  indemnización  y  para  el 
dueño,  ley  29  :  2o.  si  el  administrador  los  hizo  por  causa  de 
piedad  y  con  intención  de  no  recobrarlos  ,  pues  entonces  se 
reputarían  donación,  leyes  35 ,  56  y  57,  d .  lit.  y  Part.  Véase 
Administración  de  bienes  ajenos  sin  orden  del  dueño. 

ADMINISTRADOR  de  orden.  En  las  órdenes  militares 
el  caballero  profeso  que  se  encarga  del  gobierno  de  la  enco- 
mienda que  goza  persona  incapaz  de  poseerla  ;  como  mujer, 
algún  menor  ó  comunidad. 

f  ADMINISTRADORES  de  provincia.  Llámanse  asi 
los  jefes  de  la  administración  de  la  Hacienda  que  existen  en 
las  capitales  de  provincia  con  dependencia  inmediata  de  los 
respectivos  directores  generales.  Hay  administradores  do 
contribuciones  directas,  de  contribuciones  indirectas  y  ren- 
tas estancadas ,  y  de  aduanas-  en  las  costas  y  fronteras.  Rl. 
dec.  delude  mayo  de  1845. — Las  facultades  y  obligaciones  de 
estos  funcionarios  se  detallan  en  el  capitulo  7o.  de  la  instruc- 
ción de  igual  fecha. 

f  ADMINISTRADORES  subalternos.  Los  empleados 
de  la  Hacienda  pública  que  fuera  de  las  capitales  de  pro- 
vincia y  partidos  administrativos  tienen  á  su  cargo  la  recau- 
dación de  las  rentas  del  Estado. 

ADOLESCENCIA.  La  edad  que  corre  desde  los  catorce 
años  cumplidos  en  los  varones  y  doce  en  las  hembras  hasta 
los  veinte  y  cinco. 

Adolescencia  viene  de  la  palabra  latina  adolescere  que  sig- 
nifica crecer,  porque  dura  mientras  crece  el  cuerpo  y  se 
forma  el  juicio. 

El  adolescente  ó  adulto  sale  de  la  tutela  ;  puede  casarse; 
hacer  testamento  ;  ser  testigo  en  las  causas  civiles ,  y  tam- 
bién en  las  criminales  si  pasa  de  veinte  años  ;  celebrar  con- 
tratos y  comparecer  en  juicio  con  autoridad  ó  consenti- 
miento del  curador  (3);  goza  de  la  restitución  in  integrum; 
y  está  sujeto  ya  á  las  penas  legales ,  bien  que  se  le  rebajan 
ó  disminuyen  mientras  no  ha  cumplido  los  diez  y  siete  años. 
Véase  Menor. 

ADOPCIÓN.  El  acto  de  prohijar  ó  recibir  como  hijo 
nuestro  con  autoridad  real  ó  judicial  á  un  individuo  ,  aunque 
naturalmente  lo  sea  de  otro.  «  Adoplio  en  latin ,  dice  la  ley  1 , 
tít.  16,  Part,  h,  tanto  quiere  decir  en  romance  como  porfija^ 
miento ,  et  este  porfijamiento  es  una  manera  que  estables- 
cieron  las  leyes  ,  por  la  cual  pueden  los  homes  seer  fijos  da 
otros ,  maguer  non  lo  sean  naturalmie"nte.  -»  También  puede  . 

(3)  Ley  1 7,  tít.  1 , lib.  4 0, Nov.  Rec,  y  leyes  4  y  6,  tít.  1 ,  Part.  5. 
—  Esta  doctrina  tal  cual  se  espone,  es  inexacta  y  diminuí  i, 
pues  no  se  hace  mención  de  la  capacidad  de  contratar  del  mayor  de 
siete  años ,  ni  se  dislingue  el  caso  de  que  los  contratos  del  menor 
cedan  en  su  pro,  del  caso  en  que  le  perjudiquen.  Según  la  ley  4 , 
tít.  41  ,  Part.  5,  puede  obligarse  el  pupilcfcn  utilidad  suya,  aun 
sin  intervención  de  su  curador.  En  el  misino  sentido  que  habla  la 
ley  4  citada,  se  esplica  la  17,  tit.  16,  Part.  6  ,  y  por  ambas  se  ve 
que  el  pupilo  puede  por  sí  hacer  mejor  su  condición ,  mas  no  em- 
peorarla. Así  es  que  D.  Juan  Sala,  hablando  de  tutela  y'cüráttúHá, 
dice  al  fin  del  n.  17,  que  el  tutor  «  debe  prestar  su  otorgamiento  á 
los  contratos  que  hiciere  su  pupilo,  siendo  mayor  de  siete  años, 
pues  de  otro  modo  no  valdrán  eii  lo  que  le  fueren  gravosos ,  pero 
sí  en  lo  que  le  fueren  útiles.  » 
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puede  hacerse  sino  en  la  forma  prescrita  por  las  leyes  :  re- 
vestido'de  la  sanción  de  la  autoridad  real  ó  judicial ,  porque 
es  indispensable  para  su  validación  que  intervenga  el  otor- 
gamiento del  rey  ó  del  juez  según  los  casos  :  que  establece 
cnlre  dos  personas  relaciones  de  paternidad  y  filiación  pura- 
mente civiles,  porque  esta  paternidad  y  esta  filiación  no  son 
mas  que  una  imitación  de  la  naturaleza  y  no  pueden  producir 
mas  efectos  que  los  que  quiera  la  ley. 

La  adopción  se  inventó  para  consuelo  de  las  personas  á 
quienes  la  naturaleza  niega  la  felicidad  de  tener  hijos  ó  que 
han  tenido  la  desgracia  de  perder  los  que  les  habia  dado. 
Sin  embargo,  esta  institución,  aunque  tiene  sus  partidarios , 
tiene  también  sus  enemigos.  Aquellos  la  creen  muy  venta- 
josa á  la  sociedad,  porque  ademas  del  bien  que  produce  á 
los  que  se  ven  sin  descendencia  ,  procura  por  otra  parte  á 
las  familias  de  escasa  fortuna  los  medios  de  asegurar  una 
suerte  feliz  á  sus  hijos ,  y  escita  de  este  modo  entre  ellas  la 
noble  emulación  de  las  virtudes,  que  ejercitarán  á  porfía  para 
merecer  la  estimación ,  la  confianza  y  el  interés  de  la  bene- 
ficencia. Estos  por  el  contrarío  le  atribuyen ,  entre  otros  in- 
convenientes ,  el  de  debilitar  y  aun  romper  los  lazos  de  las 
familias  naturales ,  para  crear  familias  facticias. 

Parece,  no  obstante ,  que  la  convicción  de  sus  ventajas  ha 
prevalecido  en  todos  tiempos ,  pues  la  adopción  fué  conocida 
y  practicada  entre  los  Hebreos ,  Asirios ,  Egipcios1,  Griegos 
y  Romanos  ;  y  estos  últimos  principalmente  la  honraron  y 
fomentaron  ,  dando  leyes  sobre  sus  condiciones ,  sus  formas 
y  sus  efectos  :  leyes  que  pasaron  casi  por  entero  á  los  pue- 
blos modernos ,  y  que  todavía  se  las  hace  entrar  como  base 
ó  tipo  de  las  disposiciones  peculiares  sobre  esta  materia  en 
los  nuevos  códigos  que  se  van  estableciendo  en  diferentes 
naciones. 

La  adopción  es  una  imitación  de  la  naturaleza  :  Adoplio 
est  cernida  nalurœ,  sen  natura  imago.  Así  es  que  el  que  por 
naturaleza  no  puede  ser  padre  ó  hijo  ,  no  puede  serlo  tam- 
poco por  adopción.  Un  individuo  de  diez  años ,  por  ejemplo , 
no  puede  ser  padre  por  adopción,  porque  no  puede  serlo 
por  naturaleza  ;  ni  uno  de  treinta  años  puede  ser  hijo  adop- 
tivo de  otro  de  veinte ,  porque  no  puede  suceder  natural- 
mente que  el  hijo  tenga  mas  edad  que  su  padre. 

¿Quién  es  pues  el  que  puede  adoptar?  Cualquier  hombre 
libre  que  se  halle  fuera  de  la  patria  potestad,  con  tal  que 
tenga  diez  y  ocho  años  mas  que  el  adoptando  ,  y  sea  capaz 
de  tener  hijos  naturalmente,  esto  es,  que  no  sea  impotente 
por  naturaleza,  aunque  lo  sea  por  enfermedad,  fuerza  ó 
daño  que  hubiere  padecido;  leyes  2  y  5,  til.  16,  Part.  U. 
Como  la  adopción  establece  relaciones  de  paternidad  y  filia- 
ción entre  el  adoptante  y  el  adoptado ,  es  conveniente  para 
que  la  ficción  esté  en  armonía  con  la  realidad,  que  se  pueda 
razonablemente  suponer  que  el  uno  es  padre  del-  otro;  y 
como  no  puede  suponerse  regularmente  la  paternidad  en. el 
que  todavía  no  ha  llegado  á  los  diez  y  ocho  años  ,  aunque 
pueda  ya  contraerse  matrimonio  á  los  catorce,  y  mucho 
menos  en  el  que  tiene  impotencia  natural;  de  ahí  es  que  la 
ley  no  concede  á  nadie  la  facultad  de  la  adopción  sino  en  el 
caso  de  que  preceda  de  diez  y  ocho  años  al  adoptando  y  de 
que  tenga  poder  de  procrear.  Sin  embargo,  el  exigir  esta 
última  circunstancia  es  llevar  muy  lejos  la  ficción;  y  ya  que 
la  impotencia  casual  no  es  un  obstáculo  para  la  adopción  , 
seria  de  desear  que  no  lo  fuese  tampoco  la  natural,  porque 
nadie  mejor  que  el  impotente  por  naturaleza  necesita  del 
consuelo  que  en  esta  institución  se  busca,  y  porque  así  se 
quitaría  un  motivo  de  indagaciones  y  procesos  que  no  se 
avienen  con  la  moral. 
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mujeres  pudiesen  adoptar,  podrie  ser  que  las  engañarien  los 
homes,  ó  ellas  à  ellos,  de  manera  que  nascerie  ende  mucho 
mal.  Pero  por  esta  razón  se  les  podría  negar  también  la  fa- 
cultad de  celebrar  otros  contratos  y  aun  el  del  matrimonio. 
Parece  pues  muy  justo  que  se  permita  la  adopción  á  las  mu- 
jeres del  mismo  modo  que  á  los  hombres ,  como  sucede  en 
otros  países. 

Tampoco  pueden  adoptar  los  ordenados  in  sacris ,  ni  los 
que  hayan  hecho  voto  solemne  de  castidad  ;  ley  3,  tít.  22, 
lib.  lt,  Fuero  Real.  Efectivamente  ,  siendo  la  adopción  una 
imagen  de  la  paternidad  que  resulta  del  matrimonio,  y  te- 
niendo la  misma  por  objeto  dar  al  adoptado  los  derechos  de 
hijo  legítimo ,  no  puede  suponerse  la  capacidad  de  conferir 
estos  derechos  à  persona  alguna  en  el  que  no  puede  casarse 
sin  violar  las  leyes  religiosas  y  hacer  traición  á  sus  jura- 
mentos. Ademas,  concedida  esta  capacidad  á  los  clérigos, 
tendrían  las  mujeres  menos  inconvenientes  en  prostituirse  á 
ellos  con  la  esperanza  de  que  luego  les  adoptarían  los  hijos 
naturales. 

La  adopción  se  ha  inventado ,  como  ya  hemos  dicho ,  para 
consuelo  de  los  que  no  tienen  hijos ,  ó  porque  los  han  per- 
dido ,  ó  porque  la  naturaleza  se  los  ha  negado.  De  aquí  es 
que  los  Romanos  no  querían  conceder  la  adopción  á  los  que 
no  habían  cumplido  sesenta  años ,  ni  á  los  que  ya  tenían  hijos 
naturales,  de  legítimo  matrimonio.  Nuestro  Fuero  Real,  si- 
guiendo las  huellas  del  derecho  romano  ,  la  niega  espresa- 
mente  (en  la  ley  1 ,  tít.  22,  lib.  4  )  á  los  que  tengan  hijos/ 
nietos  ó  descendientes  legítimos;  y  el  código  Alfonsino  (  en 
la  ley  4,  tít.  16,  Part,  k  )  dispone  que  no  se  otorgue  la 
licencia  que  se  pida  para  adoptar  sin  que  primero  se  exa- 
mine si  el  adoptante  tiene  hijos  que  le  sucedan;  ó  si  por 
razón  de  su  edad  se  halla  todavía  en  estado  de  tenerlos,  bien 
que  no  dice  terminantemente  que  en  estos  casos  se  niegue 
el  otorgamiento  ,  sino  que  se  atienda  siempre  á  la  utilidad 
del  adoptando.  Pero  la  ley  no  debe  tomar  en  consideración 
tan  solamente  la  utilidad  de  la  persona  á  quien  se  quiere 
adoptar  :  la  ley  debe  fomentar  los  matrimonios ,  y  ha  de 
evitar  por  consiguiente  la  facilidad  de-  darse  hijos  ficticios 
por  un  acto  civil,  cual  es  la  adopción,  mientras  puedan  te- 
nerse verdaderos  por  un  legítimo  enlace  :  la  ley  debe  res- 
petar sobre  todo  los  intereses  de  los  hijos  legítimos ,  y  no  ha 
de  permitir  por  tanto  que  un  padre  parta  con  un  estraño  el 
cariño  que  debe  por  entero  á  los  suyos. 

Si  el  adoptante  es  casado,  no  debe  hacer  la  adopción  sin 
el  consentimiento  de  su  consorte.  No  sabemos  haya  ley  que 
así  lo  estableza  ;  pero  lo  dicta  la  razón  y  el  interés  de  las  fa- 
milias. La  adopción  impone  al  adoptante  cargas  y  condi- 
ciones que  podrían  ser  perjudiciales  en  algún  modo  á  su 
cónyuge  ;  y  conviene  por  otra  parte  que  el  adoptado  no 
llegue  á  ser  un  motivo  de  discordia  en  la  familia  que  le  re- 
cibe. 

Es  natural  que  la  persona  que  se  decide  á  la  adopción  de 
otra,  no  lo  haga  sino- después  de  alguna  meditación  y  en 
virtud  del  afecto  que  le  profesa  ;  pero  bien  pudiera  suceder 
que  á  veces  no  tenga  mas  móvil  que  un  capricho ,  una  amis- 
tad concebida  con  demasiada  precipitación,  un  arrebato  de 
cólera  contra  sus  parientes.  Por  eso  seria -muy  oportuno,  á 
fin  de  que  la  adopción  fuese  pura  en  su  principio ,  que  no  se 
concediese  facultad  para  hacerla  sino  al  que  presentase 
pruebas  positivas  de  su  adhesión  ó  afecto  hacia  la  persona 
á  quien  trata  de  adoptar.  Estas  pruebas  podrían  ser  el  haber 
cuidado  el  adoptante  por  cierto  tiempo  de  la  educación  ó  de 
la  subsistencia  del  adoptando,  ó  bien  el  haber  salvado  este 
la  yida  al  adoptante  con  riesgo  de  la  suya ,  en  batalla ,,  in- 
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ccndio,  naufragio,  inundación,  contagio  ú  otro  lance  crítico 
y  apretado1.'" ; 

Fmahnevrip,  c'V adoptante  debe?  gozar  debnëua  reputación, 
Así  lo  quiérela  ley  h,  tít. ;  {g,  Pari,  l;  ;  y  asilo  exige  el  interés 
de  la  sociedad,  que* no  debe  permitir  se  den  hijos  adoptivos 
á  las  personas  que  no  sean  capaces  de  conducirlos  por  ei 
camino  de  la  virtud  para  hacer  de  ellos  ciudadanos  útiles  á 
la  patria. 

Hemos  visto  las  calidades  que  se  requieren  de  parte  del 
adoptante.  Veamos  ahora  las  que  se  requieren  en  general  de 
parte  del  adoptando,  reservándonos  hablar  en  sus  respecti- 
vos artículos  de  las  que  solo  son  propias  del  adoptando  que 
se  halla  en  la  potestad  de  su  padre  natural ,  ó  del  que  está 
fuera  de  ella. 

El  que  una  vez  ha  sido  adoptado  por  una  persona ,  no 
puede  ya  serlo  por  otra,  ni  aun  despues  de  la  muerte  de) 
primer  adoptante;  porque  ni  natural  ni  ficticiamente  puede 
uno  tener  muchos  padres  ó  muchas  madres  de  una  misma 
clase.  Pero  bien  puede  uno  mismo  ser  adoptado  por  dos  per- 
sonas enlazadas  entre  sí  con  el  vínculo  del  matrimonio ,  sea 
en  un  solo  acto  ó  en  actos  separados,  sea  á  un  mismo  tiempo 
ó  en  épocas  diferentes ,  con  tal  que  en  la  mujer  concurran 
las  circunstancias  que  debe  tener  para  poder  adoptar. 

Mas  aunque  un  individuo  no  pueda  ser  adoptado  por  mu- 
chos, sino  es  por  dos  cónyuges ,  sin  embargo  una  misma  per- 
sona puede  tener  muchos  hijos  adoptivos;  pues  si  no  puede 
tener  uno  dos  padres  de  la  misma  calidad ,  puede  tener  mu- 
chos hijos  déla  misma  condición ,  como  supone  la  ley  7,  tít.  7, 
Part,  h ,  cuando  dice  que  si  alguno  prohijase  á  muchos  de 
ambos  sexos,  podrían  casarse  unos  con  otros.  De  aquí  es 
que  también  puede  la  misma  persona  adoptar  á  dos  esposos, 
pues  que  si  la  fraternidad  que  nace  de  la  adopción  no  es  un 
obstáculo  para  el  matrimonio,  como  lo  era  entre  los  Romanos, 
y  lo  es  actualmente  entre  los  Franceses ,  tampoco  el  matri- 
monio debe  ya  ser  un  impedimento  para  la  adopción  de  los 
dos  cónyuges  por  el  mismo  individuo. 

Si  la  persona  que  uno  se  propone  adoptar  está  casada , 
¿deberá  pedir  para  aceptar  la  adopción  el  consentimiento  de 
su  consorte?  Con  respecto  al  marido,  puede  decirse  que  no. 
necesita  la  anuencia  de  su  mujer,  pues  que  por  regla  general 
puede  sin  ella  celebrar  contratos ,  y  la  adopción  no  es  mas 
que  un  contrato  entre  el  adoptante  y  el  adoptado  ;  mas  la 
mujer  por  el  contrario  tiene  que  pedir  la  licencia  de  su  ma- 
rido ,  y  en  su  defecto  la  autorización  de  la  justicia.,  pues  que 
no  puede  contraer  de  otra  manera,  según  las  leyes  55,  56, 
57,  58  y  59  de  Toro.  Sin  embargo,  como  la  adopción  pro- 
duce cierta  mudanza  en  el  estado  de  la  persona  adoptada  ,  y 
aun  impone  á  esta  gravámenes  ó  cargas,  v.  gr.  la  de  sumi- 
nistrar alimentos  al  adoptante  que  se  viese  reducido  á  la 
indigencia  ,  de  modo  que  podria  suceder  que  la  mujer  su- 
friese directa  ó  indirectamente  perjuicio  en  sus  intereses  por 
la  adopción  del  marido,  parece  mas  conforme  y  puesto  en 
razón  que  ni  el  marido  mismo  pueda  ser  adoptado  sin  que  la 
mujer  preste  su  consentimiento. 

¿Puede  el  hijo  natural  ser  adoptado  por  su  padre  ó  madre? 
7case  Arrogación. 

¿  Cuáles  son  los  efectos  de  la  adopción? 

Los  efectos  de  la  adopción  son  los  siguientes  : 

Io.  El  adoptado  suele  tomar  el  apellido  del  adoptante 
agregándolo  al  suyo. 

2o.  El  adoptado  pasa  unas  veces  y  otras  no  á  la  patria 
potestad  del  adoptante,  como  se  dirá  en  las  palabras  Adopción 
en  especie  y  Arrogación  ;  pero  siempre  conserva  sus  derechos 
y  obligaciones  con  respecto  á  su  familia  natural ,  pues  la 
ficción  no  debe  llevarse  ai  estremo  de  destruir  la  realidad , 
ni  por  formar  vínculos  civiles  pueden  romperse  los  que  ha 
formado  la- naturaleza. 

3o.  La  adopción  produce  impedimento  dirimente  del  ma- 
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trimonio  :  —  Entre  el  adoptante  y  el  adoptado,  aunque  se 
«áis«ié)i-pai  la  adopción  9«p.  Entre. el  àddpt'atjoy  los iliijOS  flr- 
nales  del  adoptante  mientras  dure  la  adopción:  pcWn'cr  ênttffl 
ios:hijos  adoptivos  de  una  misma  persona ,  los  cuales  pucifêû' 
casarse  unos  con  otros,  así  en  el  caso  de  subsistir  la  adop- 
ción como  en  el  de  haberse  disuelfo  :  —  Entre  el  adoptado 
y  el  cónyuge  del  adoptante,  y  recíprocamente  entre  el  adop- 
tante y  el  cónyuge  del  adoptado,  sea  que  se  disuelva  ó  que 
dure  la  adopción;  leyes  7  y  8,  tít. 7,  Parí.  h. 

ti0.  El  adoptante  y  el  adoptado  contraen  mediante  la  adop- 
ción la  obligación  recíproca  de  darse  alimentos  en  caso  de 
que  el  uno  los  necesite  y  el  otro  se  halle  en  estado  de  darlos; 
pues  esta  es  una  consecuencia  necesaria  de  las  relaciones 
de  paternidad  y  filiación  que  se  establecen  entre  ambos. 
Mas  esta  obligación  no  destruyela  que  ya  existia  entre  el 
adoptado  y  sus  padres  verdaderos. 

5o.  El  adoptado  es  heredero  ab  intestato  del  adoptante  que 
no  tiene  descendientes  ni  ascendientes  legítimos  ó  naturales  : 
pero  no  lo  es  de  los  parientes  del  adoptante ,  porque  la  adop- 
ción es  un  contrato  entre  el  adoptante  y  el  adoptado  que  no 
puede  perjudicar  á  los  que  no  tuvieron  parte  en  ella.  Este 
derecho  de  sucesión  no  es  recíproco  ;  y  así  el  adoptante  no  es 
heredero  ab  intestato  del  adoptado ,  pues  los  parientes  pro- 
pios de  este  conservan  su  derecho  á  sucederle ,  así  como  él 
conserva  igualmente  el  suyo  con  respecto  á  ellos.  Esta  doc- 
trina resulta  de  la  combinación  de  las  leyes  5  .  tít.  (j,  lib.  5, 
y  1 ,  tít.  22,  lib.  h  del  Fuero  Real ,  8  y  9  ,  tít.  1G  de  la  Part. 
h ,  1  y  7,  tít.  20,  lib.  10  de  la  Nov.  Recop.  Véase  ademas  lo 
que  se  dice  sobre  esta  materia  en  las  palabras  Adopción  en 
especie  y  Arrogación.  Es  de  advertir  que  el  adoptado  está 
cscluido  de  las  sucesiones  á  mayorazgos,  por  no  ser  de  la 
sangre  de  los  fundadores. 

Hasta  aquí  hemos  considerado  la  adopción  en  sentido  lato. 
Tomada  en  tal  sentido  es  de  dos  maneras ,  ó  arrogación ,  ó 
adopción  propiamente  dicha ,  la  cual  no  es  sino  la  especie 
con  respecto  al  género,  á  que  sin  embargo  ha  dado  su  nombre. 
La  arrogación  pues  y  la  adopción  propiamente  dicha  son  dos 
especies  de  la  adopción  tomada  en  general  ;  convienen  ambas 
en  cuanto  llevamos  dicho  en  este  artículo  ;  y  se  diferencian 
en  algunas  cosas,  principalmente  en  elsugeto  y  en  el  modo: 
en  el  sugeto ,  pues  la  arrogación  recae  sobre  las  personas 
que  no  están  constituidas  en  la  patria  potestad,  y  la  adopción 
sobre  las  que  se  hallan  bajo  la  potestad  de  su  padre  :  en  el 
modo  ó  forma ,  pues  la  arrogación  se  hace  con  autorización 
real ,  y  la  adopción  con  la  judicial.  De  la  adopción  que  llama- 
remos adopción  especial  ó  adopción  en  especie ,  hablaremos 
en  el  artículo  siguiente ,  y  de  la  arrogación  en  el  que  corres- 
ponde á  esta  palabra. 

ADOPCIÓN  especial  ó  en  especie.  El  acto  de  prohijar 
ó  recibir  como  hijo  con  autoridad  judicial  al  que  verdadera 
y  naturalmente  lo  es  de  otro  y  se  halla  en  la  potestad  de  su 
padre  :  «  Porfijamiento  de  home  que  ha  padre  carnal  et  es  so 
poder  del  padre,  »  ley  7,  lit.  7,  Part.  k. 

Según  es  de  ver  por  la  definición ,  solo  pueden  ser  adop- 
tados los  hijos  que  se  hallan  bajóla  patria  potestad.  De  aquí 
se  deduce  :  —  Io.  Que  para  la  adopción  basta  el  consen- 
timiento  del  padre,  con  tal  que  el  hijo  no  lo  contradiga,  al 
paso  que  en  la  arrogación  es  indispensable  el  consentimiento 
espreso  del  que  va  á  ser  arrogado  ;  ley  i ,  lit.  16, .Part.  Il  : 

—  2o.  Que  puede  darse  en  adopción  por  el  padre  aun  el  hijo 
que  todavía  se  halla  en  la  infancia  ,  esto  es  ,  que  no  ha  cum- 
plido la  edad  de  siete  años,  pues  diciendo  la  ley  que  no 
puede  ser  prohijado  el  infante  que  no  tiene  padre ,  supono 
que  puede  serlo  el  que  le  tiene,  ley  U ,  d.  til.  16,  Part,  h  : 

—  5o.  Que  no  pueden  ser  adoptados  de  este  modo  los  hijos 
ilegítimos  ,  porque  no  están  bajo  la  patria  potestad  ,  y  no 
hay  por  consiguiente  quien  pueda  darlos  en  adopción  ;  pero 
bien  podrán  ser  prohijados  por  arrogación. 
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-  ¡Cambien  se  ye,pQpila..definicion..  que  la  adppciori  qjopjuu^ 
hacerse  privadamente  entre  los  interesados  ,  pues,  es  '  indis-i- 
pensable  la  autoridad  del  juez ,  no  precisamente  de  un  juez 
determinado ,  sino  de  cualquiera  que  sea  competente  por 
razón  de  las  personas,  por  ser  un  acto  de  jurisdicción  volun- 
taria; ley  7,  til.  7,  Part.  U.  Deben  pues  presentarse  ante  el 
juez  el  que  lia  de  adoptar,  el  que  ha  de  ser  adoptado  y  su 
padre  legítimo ,  manifestando  el  padre  que  quiere  dar  en 
adopción  su  hijo  ,  el  adoptante  que  le  recibe  ,  y  el  hijo  que 
consiente  en  ello  ,  bien  que  bastará  que  este  calle  y  no  lo 
contradiga  :  el  juez  examina  si  en  el  adoptante  concurren  las 
circunstancias  ó  calidades  que  se  necesitan  para  poder  adop- 
tar, como  se  dice  en  el  artículo  antecedente, y  si  la  adopción 
podrá  ser  útil  al  que  quiere  ser  adoptado  .  en  cuyo  caso 
accede  á  que  tenga  efecto  la  adopción  :  el  padre  entonces 
toma  de  la  mano  al  hijo  y  le  entrega  al  adoptante  ,  quien  le 
recibe  por  su  hijo  adoptivo  ;  y  el  escribano  estiende  en  de- 
bida forma  escritura  pública  por  orden  del  juez  para  que 
conste  el  acto  ;  ley  7,  til.  7 ,  Part,  k,  leyes  1  y  U,  lit.  16, 
Part,  h,  ley  91,  Ut.  18,  Part.  3. 

Fáltanos  saber  los  efectos  especiales  de  esta  adopción , 
para  lo  cual  es  necesario  no  confundir  la  adopción  hecha  por 
alguno  de  los  ascendientes  con  la  hecha  por  un  estraño  ,  esto 
es ,  por  cualquiera  otro  que  no  sea  ascendiente  del  adopta- 
do. Si  el  adoptante  es  ascendiente,  v.  gr.  abuelo  ó  bisabuelo 
paterno  ó  materno,  adquiere  sobre  el  adoptado  la  patria  po- 
testad ;  y  de  aquí  es  que  esta  adopción  de  los  ascendientes 
se  denomina  por  los  doctores  adopción  plena  y  perfecta.  Si 
el  adoptante  es  un  estraño  ,  que  tal  se  considera  cualquiera 
de  las  abuelas  ,  de  los  tios  y  demás  parientes ,  no  se  le  tras- 
fiere  la  patria  potestad ,  la  cual  queda  entonces  en  manos  del 
padre  natural  ;  y  por  eso  esta  adopción  de  los  estraños  se 
dice  imperfecta  ó  semiplena  ;  leyes  9  y  10,  lit.  lô,  Part.  k. 

El  adoptado  por  su  abuelo  ó  bisabuelo  paterno  ó  materno 
tiene  todos  los  derechos  de  hijo  propio  en  los  bienes  del 
adoptante  para  ser  criado  con  ellos  y  heredarlos,  no  solo  por 
7ausa  de  la  adopción ,  sino  también  por  razón  del  paren- 
tesco ;  y  si  el  adoptante  le  saca  de  su  potestad ,  vuelve  á  la 
de  su  padre;  ley  10,  lit.  16,  Part.  h. 

El  adoptado  por  un  estraño  no  es  heredero  forzoso  del 
adoptante  por  testamento ,  prescindiendo  del  derecho  que 
tuviere  en  caso  de  ser  pariente;  pero  lo  es  ab  intestato,si  el 
adoptante  muere  sin  descendientes  ni  ascendientes  legítimos 
ó  naturales  ;  leyes  8  y  9,  til.  16,  Part,  k  ;  ley  S,  lit.  6,  lib.  3, 
Fuero  Real;  ley  1 ,  lit.  22,  lib.  h,  Fuero  Real;  leyes  1  y  7, 
lit.  20,  lib.  10,  Nov.  Rec.,  y  la  opinion  común  de  los  autores. 
Así  que ,  puede  el  adoptante  dejar  de  nombrar  heredero 
testamentario  al  adoptado  ,  aunque  no  tenga  descendientes  ; 
y  nunca  podrá  legarle  mas  del  quinto  de  sus  bienes  si  tu- 
viere descendientes  ,  ni  mas  del  tercio  si  tuviere  ascendien- 
tes ;  ni  en  caso  de  morir  el  adoptante  sin  testamento ,  podrá 
sucederle  el  adoptado  con  perjuicio  de  los  descendientes  ó 
ascendientes  que  dejare,  pues  la  disposición  de  la  ley  9,  tít.  1 6, 
Part,  k,  que  le  daba  derecho  á  tomar  parte  en  la  herencia 
con  los  hijos  carnales  como  si  fuera  uno  de  ellos ,  está  dero- 
gada por  leyes  posteriores  que  no  quieren  que  los  estraños 
hereden  juntamente  con  los  hijos  carnales,  como  se  verá  en 
su  lugar. 

La  adopción  en  especie  puede  disolverse  por  sola  la  vo- 
luntad del  adoptante  ,  quien  puede  desheredar  al  adoptado 
con  razón  ó  sin  ella,  sin  que  este  por  solo  el  título  de  adop- 
ción tenga  derecho  á  reclamar  cosa  alguna  :  «  Bien  puede  el 
porfijador  (  dice  la  ley  8,  tít.  16,  Part.  U,  hablando  de  esta 
adopción)  sacar  de  su  poder  al  porfijado  quando  quisiere  con 
razón  ó  sin  razón  ;  et  non  heredará  ninguna  cosa  de  los  bie- 
nes de  aquel  quel  porfijó.  »  Esta  disposición  ,  que  como  las 
demás  que  contienen  nuestras  leyes  sobre  adopciones,  está 
tomada  del  derecho  romano ,  no  parece  muy  conforme  á  la 


i 
naturaleza  misma  de  la  adopción.  La  adopción  liea&el-csjúiV 
ler  de  m  verdadero  contrató, celebrado  entre  el- -padre írue 
da  su  hijo,  el  adoptante-  que  le  recibe  y  el  mismo,  hijo  que 
lo  consiente  ;  y  no  como  quiera  un  simpie  contrato  ,  sino  un 
-  contrato  solemne  revestido  de  la  sanción  del  magistrado,  con- 
trato que  causa  efectos  permanentes  que  nadie  puede  evitar 
ni  destruir,  cual  es  el  impedimento  dirimente  del  matri- 
monio. Si  es  cierto  pues  que  aun  los  contratos  comunes  ha- 
cen ley  para  los  que  los  han  celebrado  ,  y  no  pueden  revo- 
carse sino  por  su  mutuo  consentimiento  ó  por  las  causas  que 
la  ley  autoriza  ,  ¿cómo  es  que  se  concede  al  adoptante  la 
facultad  de  deshacer  por  sí  mismo  y  por  mero  capricho  la 
obligación  que  tan  solemnemente  ha  contraído  con  el  adop- 
tado y  su  padre?  Seria  sin  duda  mas  equitativo  que  no  pu- 
diese el  adoptante  privar  al  adoptado  de  sus  derechos  sino 
por  causa  de  indignidad  ó  ingratitud ,  en  los  mismos  casos 
en  que  un  hijo  puede  ser  escluido  de  la  herencia  paterna  ó 
un  donatario  despojado  déla  donación.  Véase  Adopción. 

ADOPTADO.  El  que  siendo  por  naturaleza  hijo  de  una 
persona,  es  prohijado  ó  recibido  como  hijo  por  otra  me- 
diante autorización  real  ó  judicial.  El  hijo  de  familias  ,  esto 
es ,  el  que  está  en  la  potestad  de  su  padre,  no  puede  ser 
prohijado  sino  por  adopción  especial,  esto  es  ,  por  adopción 
hecha  de  acuerdo  con  su  padre  y  con  otorgamiento  del  juez, 
y  se  llama  propiamente  adoptado  :  mas  el  padre  de  familias, 
esto  es  ,  el  que  se  halla  fuera  de  la  patria  potestad ,  no  pue- 
de ser  prohijado  sino  por  arrogación ,  es  decir,  por  adopción 
hecha  con  otorgamiento  del  rey  sin  necesidad  de  la  inter- 
vención de  su  padre,  y  se  llama  propiamente  arrogado, 
bien  que  en  el  uso  se  suele  llamar  también  adoptado.  Entre 
el  adoptado  y  el  arrogado  hay  notables  diferencias  que  pue- 
den verse  en  las  palabras  Adopción  en  especie  y  Arrogación; 
y  hay  también  cosas  que  les  son  comunes  ¿  según  resulta  en 
el  artículo  Adopción. 

ADOPTADOR  ó  adoptante.  El  que  con  autoridad  del 
rey  ó  del  juez  prohija  ó  toma  por  hijo  á  uno  que  naturalmen- 
te lo  es  de  otro.  Si  prohija  con  licencia  judicial  al  hijo  ajeno 
que  está  en  la  potestad  de  su  padre ,  se  llama  propiamente 
adoptante  ó  adoptador;  pero  si  prohija  con  real  licencia  al 
hijo  ajeno  que  se  halla  fuera  de  la  patria  potestad  ,  se  llama 
arrogador  ó  arrogante,  aunque  en  el  uso  común  conserva 
también  la  denominación  de  adoptante.  Las  calidades  y  cir- 
cunstancias que  debe  reunir,  como  las  obligaciones  que  con- 
trae ,  pueden  verse  en  los  artículos  Adopciotí ,  Adopción  es- 
pecial y  Arrogación. 

ADOPTAR.  Prohijar  ó  recibir  por  hijo  con  autorización 
real  ó  judicial  al  que  lo  es  de  otro  naturalmente;  y  recibir 
ó  admitir  alguna  opinion,  sentencia  ó  máxima,  aprobán- 
dola y  siguiéndola. 

ADOPTIVO.  Dícese  del  hijo  que  lo  es  por  adopción  ó 
arrogación.  Véase  Adoptado. 

ADOR.  El  tiempo  limitado  de  regar  los  campos  en  paises 
y  términos  donde  con  intervención  de  las  justicias  se  re- 
parte el  agua  para  este  efecto. 

ADQUIRENTS.  El  que  alcanza,  gana  ó  consigue  algu- 
na cosa  útil  ó  apreciable  ;  ó  el  que  se  hace  dueño  ó  propie- 
tario de  una  cosa  que  antes  no  le  pertenecía. 

Hay  modos  naturales  de  adquirir  y  modos  civiles  ;  aque- 
llos son  los  que  proceden  del  derecho  natural  y  de  gentes  ; 
y  estos  los  que  están  establecidos  por  las  leyes  positivas.  — 
Los  modos  naturales  de  adquirir  pueden  ser  originarios  ó 
derivativos.  Se  llaman  originarios  aquellos  con  que  adquiri- 
mos el  dominio  de  las  cosas  que  no  pertenecen  á  persona 
alguna;  y  derivativos  aquellos  con  que  se  traslada  el  domi- 
nio de  las  cosas  de  una  persona  en  otra.  Los  originarios  se 
reducen  á  dos,  que  son  la  ocupación  y  la  accesión  ;  y  los  de- 
rivativos á  uno  solo ,  que  es  la  tradición  ó  entrega.  —  Los 
modos  civiles  de  adquirir  se  dividen  en  universales  y  partía 
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ciïlarcs.  Dícense  universales  aquellos  con  que  se  nos  trasfie- 
ren  todos  los  derechos  de  alguna  persona  ,  de  suerte  que  el 
sucesor  universal  haga  suyos  los  derechos  del  antecesor  y 
tome  á  su  cargo  las  obligaciones  del  mismo  :  tales  son  las  ad- 
quisiciones de  herencias.  Son  particulares  aquellos  con  que 
se  nos  pasa  solamente  el  dominio  de  alguna  cosa  singular  y 
no  todos  los  derechos  de  otra  persona  :  tales  son  el  legado , 
el  fideicomiso  singular,  la  prescripción  y  la  donación.  Véase 
Dominio. 

Podemos  adquirir  por  nosotros  mismos,  por  las  personas 
que  tenemos  en  nuestra  potestad ,  por  nuestras  cosas ,  por 
nuestros  tutores  y  curadores  ,  y  por  nuestros  procuradores 
ó  mandatarios.  Véase  Padre,  Tutor,  Curador,  Mandatario, 
Accesión  y  Aceptación. 

Pueden  adquirir  ,  no  solamente  las  personas  particulares , 
sino  también  el  Estado ,  los  concejos  y  las  corporaciones  lí- 
citas á  quienes  no  estuviese  prohibido  por  derecho.  Véase 
Estado,  Amortización  y  Manos  muertas. 

Pueden  adquirir  no  solamente  los  mayores  de  edad  y  los 
de  sano  entendimiento ,  sino  también  los  menores ,  los  de- 
mentes y  los  pródigos  :  los  menores  por  sí  mismos  si  han 
llegado  al  uso  de  la  razón  y  por  medio  de  sus  tutores  ó  cu- 
radores ,  y  los  dementes  por  medio  de  sus  tutores  y  curado- 
res, pero  no  por  sí  mismos.  Véase  Aceptación,  Menor,  De- 
mente ,  Pródigo  y  Tutor \ 

Podemos  adquirir,  no  solamente  del  dueño  verdadero  de 
la  cosa  que  es  objeto  de  la  adquisición ,  sino  también  del  que 
tenemos  por  dueño  sin  que  realmente  lo  sea.  Véase  Pres- 
cripción. 

Son  objeto  de  adquisición  los  derechos  que  lleva  consigo 
la  propiedad  ó  el  dominio ,  ya  todos  reunidos ,  ya  cuales- 
quiera de  ellos  por  separado.  Véase  Dominio  y  Servi- 
dumbre. 

ADQUISICIÓN.  La  acción  y  efecto  de  adquirir,  ó  la  ac- 
ción por  la  cual  se  hace  uno  dueño  de  alguna  cosa  ;  y  también 
la  misma  cosa  adquirida.  La  palabra  adquisición  en  este  úl- 
timo sentido  comprende  ,  hablando  en  general ,  todo  cuanto 
logramos  ó  nos  viene  por  compra,  donación ,  herencia  ú  otro 
título- cualquiera  ;  pero  hablando  con  mas  rigor,  solo  abraza 
lo  que  alcanzamos  ó  conseguimos  por  dinero ,  ajuste  ,  habi- 
lidad, industria  ú  otro  título  semejante,  mas  no  lo  que  nos  vie- 
ne por  derecho  de  herencia  ó  sucesión  ;  y  así  es  que  suelen 
distinguirse  los  bienes  heredados  de  los  adquiridos. 

ADQUISICIÓN  por  el  estado.  Véase  Estado. 

ADRA.  Cada  una  de  las  porciones  ó  divisiones  del  ve- 
cindario de  un  pueblo  :  y  el  turno  establecido  entre  los  bar- 
rios para  el  repartimiento  de  alguna  contribución  ó  carga 
concejil. 

ADUANA.  La  casa-ú  oficina  pública  destinada  para  re- 
gistrar los  géneros  y  mercaderías  que  se  esportan  por  mar 
ó  tierra,  y  cobrar  los  derechos  reales  que  adeudan.  Llámase 
también  así  el  derecho  de  entrada  ó  salida  que  se  paga  por 
los  géneros  y  mercaderías.  La  palabra  aduana  se  -deriva, 
según  algunos,  del  nombre  arábigo  divanum,  que  significa 
la  casa  donde  se  recogen  los  derechos.  De  aquí  empezó 
esta  á  llamarse  divana ,  luego  duana ,  y  por  fin  acabó  en 
aduana  (1). 

(1)  Véase  el  otrosí  de  la  ley  7,  tít.  14 ,  Part.  7,  y  la  2 ,  tít.  22, 
lib.  9,  Rec.  —  Cur.  Fil.  lib.  5,  cap.  7;  y  Solorz.  Polit.  Ind., 
lib.  6 ,  cap.  10.  —  Covarrub.  verb.  Aduana.  —  El  Arancel  para 
aduanas  marítimas  y  de  frontera  ,  es  el  decreto  de  16  de  noviembre 
de  1827.  —  En  decreto  de  19  de  setiembre  de  183G  se  autorizó 
al  gobierno  para  reformar  y  arreglar  las  aduanas  marítimas  y  de 
frontera  en  todos  los  ramos  bajo  ciertas  prevenciones ,  de  las 
cuales  la  una  era  que  en  la9  medidas  que  puedan  ser  gravosas  al 
comercio,  proceda  con  sujeción  al  art.  20  de  la  ley  cit.  de  no- 
viembre de  1827, 


«Donde  hay  comercio  hay  aduanas ,  dice  Montesquieu.  El 
objeto  del  comercio  es  la  esportacion  é  importación  de  mer- 
caderías en  favor  del  Estado.  Es  necesario  pues  que  el  Es- 
tado se  mantenga  neutral  entre  sus  aduanas  y  su  comercio, 
y  que  haga  de  manera  que  estas  dos  cosas  no  se  embaracen 
ni  se  perjudiquen.  » 

Los  derechos  que  se  perciben  en  las  aduanas  sóbrelas  mer- 
cancías ,  según  piensa  el  mismo  Montesquieu ,  son  los  que 
menos  sensibles  se  hacen  al  público  ;  porque  el  comerciante 
sabe  bien  que  él  no  hace  mas  que  adelantar  al  Estado  los 
derechos  de  que  el  comprador  le  ha  de  indemnizar  algún 
dia  ;  y  el  comprador,  que  es  el  que  realmente  los  satisface  , 
los  confunde  con  el  precio  de  las  mercancías.  Sin  embargo  , 
los  derechos  de  las  aduanas  no  solo  recaen  sobre  los  consu- 
midores sino  también  sobre  los  comerciantes  ,  pues  si  estos 
encarecen  sus  géneros  para  reintegrarse  de  sus  adelantos, 
aquellos  disminuyen  su  consumo  y  obligan  á  los  vendedores 
á  rebajar  el  precio. 

Mas  el  verdadero  objeto  de  las  aduanas  no  es  ya  precisa- 
mente ,  como  creia  Montesquieu ,  la  imposición  de  tributos 
sobre  las  mercancías  sino  la  protección  de  la  industria  nacio- 
nal. «  Este  es  y  no  otro ,  dice  Jovellános  ,  el  oficio  de  las 
aduanas ,  las  cuales ,  aunque  se  han  mirado  siempre  en 
otro  tiempo  como  un  objeto  de  contribución ,  ya  reconocen 
hoy  todas  las  naciones  que  solo  deben  servir  para  asegurar 
una  favorable  concurrencia  á  la  industria  doméstica ,  res- 
pecto de  la  que  viene  de  otra  parte.  En  este  sentido  son  úti- 
lísimas ,  porque  gravan  la  industria  estraña  hasta  el  punto 
de  encarecer  sus  productos  sobre  los  de  la  propia  ;  y  facilitar 
así  el  preferente  consumo  de  estos.  »  «  La  justa  exacción  de 
derechos  en  las  aduanas  á  las  manufacturas  introducidas  de 
fuera ,  dijo  antes  el  célebre  Campománes  ,  es  tan  útil  al  fo- 
mento de  las  nuestras  como  á  los  intereses  de  la  real  hacien- 
da :  regla  que  en  otros  paises  se  observa  con  el  mayor  rigor 
respecto  á  las  nuestras.  » 

Los  economistas  modernos  desechan  estas  ideas,  y  qui- 
sieran que  se  rompiesen  todas  las  barreras  y  fuese  entera- 
mente libre  la  introducción  y  circulación  de  los  productos 
eslranjeros ,  negando  la  utilidad  que  se  atribuye  comun- 
mente á  las  aduanas.  Oigamos  á  J.  B.  Say,  que  sobre  este 
punto  dice  ;  «  Que  se  ha  creído  por  mucho  tiempo  que  los 
derechos  de  entrada  ,  ademas  de  las  cantidades  que  propor- 
cionan al  tesoro  público ,  tenían  la  ventaja  de  proteger  la 
industria  interior  del  pais ,  dándole  cierto  monopolio ,  y  ale- 
jando la. concurrencia  del  estranjero  ;  pero  que  esta  opinion 
se  ha  abandonado  enteramente  por  los  publicistas  ilustra- 
dos ,  al  paso  que  han  adquirido  ideas  mas  justas  sobre  la 
naturaleza  de  las  operaciones  comerciales  y  sobre  las  fun- 
ciones de  la  moneda  :  —  que  en  el  dia  es  bien  sabido  que  los 
metales  preciosos  no  pasan  de  una  nación  á  otra  sino  en 
consecuencia  de  su  valor  relativo  en  ellas ,  y  que  su  valor 
depende  en  cada  lugar  de  causas  muy  diferentes  de  la  im- 
portación y  esportacion  de  las  mercaderías  :  —  que  se  sabe 
también  que  toda  importación  de  un  producto  estranjero , 
sea  cual  fuere ,  lleva  consigo  una  esportacion  equivalente  de 
un  producto  interior,  y  que  por  consiguiente  favorece  siempre 
la  producción  interior  del  pais  :  —  que  no  hay  duda  que  las 
leyes  de  aduanas  pueden  ser  favorables  á  la  formación  de 
ciertos  y  determinados  productos  interiores  ,  pero  que  esto 
no  es  sino  á  espensas  de  otros  productos  también  interiores; 
de  manera  que  compeliendo  así  á  la  industria  á  dirigirse  por 
canales  en  que  no  entraría  naturalmente ,  perjudican  á  sus 
productos  generales  ,  pues  que  abandonada  á  sí  misma  se 
inclinaria  á  la  producción  mas  ventajosa  :  —  y  por  fin,  que 
las  aduanas  son  un  impuesto  que  no  es  peor  que  los  demás, 
pero  que  no  por  eso  ha  de  creerse  que  surten  buenos  efectos 
económicos.  »  A  estas  razones  con  que  se  intenta  probar  la 
inutilidad  de  las  aduanas  para  favorecer  la  industria  nació- 
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nal ,  añaden  Say  y  sus  partidarios  los  inconvenientes  que 
lleva  consigo  esta  institución.  Tales  son  la  sujeción  de  los 
fardos  del  comercio  y  de  los  efectos  del  viajero  al  inevitable 
y  odioso  registro ,  el  deterioro  de  las  mercancías ,  la  pérdida 
de  tiempo ,  la  ocasión  que  se  presenta  al  fraude  con  la  exor- 
bitancia ordinaria  de  los  derechos ,  la  necesidad  en  que  el 
fisco  se  ve  de  tomar  medidas  rigurosas  de  represión ,  y  de 
asalariar  una  multitud  de  oficinistas  y  guardas  que  aumen- 
tan de  un  modo  espantoso  los  gastos  del  gobierno  ,  el  favor 
concedido  al  espionaje  y  á  la  delación  con  ruina  de  la  moral  y 
de  la  fraternidad  que  debe  unir  á  los  hombres  ,  el  sacrificio 
de  infinitas  familias  que  pierden  sus  fortunas  ó  se  envian  á 
los  presidios  ,  las  trabas  que  se  ponen  al  comercio  cerrán- 
dole á  veces  los  puertos  mas  próximos  ,  y  no  permitiéndole 
entrar  ni  salir  sino  por  otros  mas  lejanos,  y  en  fin  la  poster- 
gación del  interés  de  los  consumidores  que  con  la  libre  cir- 
culación de  los  productos  estranjeros  comprarían  á  menos 
precio  los  artículos  que  necesitasen. 

Seria  largo  y  ajeno  de  nuestro  instituto  esponer  los  racio- 
cinios con  que  los  amigos  de  las  aduanas  combaten  á  sus 
adversarios,  deshaciendo  las  razones  y  los  inconvenientes 
que  alegan  estos  y  que  acabamos  de  indicar.  Ellos  apelan  á 
las  lecciones  de  la  historia ,  al  ejemplo  de  otras  naciones ,  al 
atraso  de  nuestra  industria  ,  y  á  la  esperiencia. 

La  historia  general  de  la  industria  nos  enseña ,  según 
sienta  Ganilh  en  su  Teoría  de  la  economía  política ,  que  to- 
dos los  pueblos  sin  escepcion  han  levantado  su  industria  y 
su  comercio  al  abrigo  y  bajo  la  salvaguardia  de  las  prohibi- 
ciones y  restricciones  puestas  á  los  productos  estranjeros  ; 
y  en  nuestra  historia  podemos  nosotros  aprender  que  la  de- 
cadencia de  nuestra  industria  ha  corrido  parejas  con  el  favor 
concedido  à  las  importaciones.  —  Así  es  que  las  naciones 
mas  opulentas  dejan  que  sus  escritores  proclamen  la  libertad 
ilimitada  de  la  circulación  de  los  productos  industriales  de 
todos  los  pueblos ,  y  ellas  al  mismo  tiempo  siguen  el  sistema 
de  las  prohibiciones  y  restricciones.  —  Mas  aun  cuando  to- 
das adoptasen  el  de  la  libertad ,  no  convendría  hacer  otro 
tanto  á  la  nuestra;  porque,  como  dice  Jovellános,  el  estran- 
jero  espiaría  nuestro  gusto ,  nuestros  caprichos  ,  introduci- 
ría nuevas  modas ,  nuevas  necesidades ,  acobardaría  con 
seguridad  nuestra  industria,  teniéndola  en  perpetuo  des- 
aliento ,  pues  como  imitadora  y  mas  atrasada  ,  jamas  podría 
seguir  la  rápida  vicisitud  de  los  inventos  estraños  ;  y  porque, 
como  indica  Ganilh .  el  sistema  de  la  libertad  por  el  alicien- 
te déla  baratura  conspira  á  someter  todas  las  industrias  á  la 
de  la  nación  mas  industriosa  ,  todas  las  comodidades  nacio- 
nales á  la  riqueza  del  pueblo  mas  rico  ,  y  todos  los  poderes 
políticos  al  poder  del  pueblo  mas  poderoso.  —  Finalmente  la 
esperiencia  nos  acredita  que  ni  prospera  ni  puede  pros- 
perar nuestra  industria  con  la  libre  concurrencia  de  la  es- 
traña,  pues  vemos  que  nuestros  artífices  no  son  tan  espertos , 
que  nunca  llegarán  á  serlo  si  no  trabajan,  que  no  trabajarán 
jamas  si  no  venden  ,  y  que  nunca  venderán  si  vende  mas 
barato  el  estranjero  ,  como  decia  el  celoso  Ward  en  su  pros- 
pecto económico. 

Puesto  ya  el  principio  de  que  cuando  menos  la  imposición 
de  derechos  de  entrada  es  necesaria  para  el  fomento  de  la 
industria  nacional ,  y  que  por  consiguiente  se  hacen  indis- 
pensables las  aduanas  ,  no  deben  arredrarnos  los  inconve- 
nientes que  estas  Reyan  consigo  ,  pues  unos  pueden  desapa- 
recer y  disminuirse  otros ,  formando  nn  buen  código  de 
administración  de  aduanas  bajo  un  pié  que  evite  molestias 
y  vejaciones  ,  estableciendo  aranceles  que  proporcionen  los 
derechos  á  la  calidad  de  las  mercancías  y  á  la  mayor  ó  me- 
nor necesidad  que  haya  de  ellas ,  de  modo  que  no  ofrezca 
ventajas  notables  la  defraudación,  poniendo  almacenes  pú- 
blicos donde  el  comerciante  deposite  á  su  arbitrio  las  mer- 
caderías y  no  las  saque  ni  pague  los  derechos  sino  á  medida 


que  las  vaya  vendiendo ,  y  publicando  una  ley  que  clasifi- 
que con  exactitud  los  actos  de  fraude  y  les  imponga  penas 
que  no  sean  escesivas  ni  contrarias  á  su  naturaleza. 

Los  derechos  de  salida ,  que  son  los  que  se  exigen  por  la 
estraccion  de  algunos  de  nuestros  productos  al  estranjero , 
tienen  por  objeto  no  solo  el  aumento  de  las  rentas  públicas, 
sino  el  fomento  de  algunos  ramos  de  nuestra  industria  ;  pero 
atacan  á  veces  las  fuentes  de  nuestra  producción  interior. 

Los  derechos  de  entrada  y  salida,  como  igualmente  los 
géneros  cuya  importación  ó  esportacion  está  prohibida  abso- 
lutamente, se  hallan  marcados  en  los  aranceles  publicado» 
para  gobierno  de  las  aduanas  y  del  comercio. 

El  que  introduce  en  el  territorio  español  efectos  estranje- 
ros cuya  importación  esté  prohibida,  y  el  que  estrae  de  él 
efectos  nacionales  cuya  esportacion  está  prohibida  igual- 
mente ,  incurren  en  el  delito  de  contrabando  y  en  las  penas 
que  le'  están  señaladas.  Véase  Contrabando. 

El  que  introduce  en  el  territorio  español  géneros  estranje- 
ros ó  coloniales,  sin  haber  hecho  su  declaración  en  la  primera 
aduana  de  entrada ,  proveyéndose  en  esta  oficina  de  las 
guias  correspondientes  para  su  circulación  en  lo  interior,  y 
el  que  esporte  géneros  y  frutos  del  reino  sujetos  al  pago  de 
derechos  en  las  aduanas  de  salida  sin  haberlos  satisfecho  ín- 
tegramente ,  incurren  en  el  delito  de  defraudación  contra  la 
real  hacienda  y  en  las  penas  que  le  están  prescritas.  Véase 
Defraudación. 

El  aduanero  ó  administrador  de  la  aduana  es  responsable 
de  las  cosas  que  se  dejan  en  ella  para  su  registra  y  pago  de 
derechos ,  de  modo  que  debe  satisfacer  el  importe  de  las  que 
faltaren,  á  no  ser  que  su  pérdida  proviniere  de  fuerza  mayor 
ó  caso  fortuito  ;  ley  7 ,  tít.  14 ,  Part.  7,  y  ley  25 ,  lit.  8, 
Part.  S. 

El  administrador  de  aduana  que  cobre  mas  de  lo  debido , 
debe  restituirlo  doble  al  perjudicado  que  lo  demande  dentro 
de  un  año  ;  pero  si  no  le  fuere  pedido  hasta  después  del 
año ,  ó  si  dentro  de  él  lo  restituyere  voluntariamente  sin  de- 
manda judicial ,  solo  estará  obligado  á  devolverlo  simple- 
mente sin  el  doblo;  ley  8,  tít.  7,  Part.  S.  Esta  pena  del 
doblo  se  elevó  al  cuatro  tanto  por  la  ley  2 ,  tít.  22 ,  lib.  9  de 
la  Recopilación,  que  no  se  ha  trasladado  á  la  Novísima. 

El  administrador  de  aduana  que  hurtare  ó  encubriere  los 
derechos  reales  ,  cuya  recaudación  está  á  su  cargo  ,  incurre 
en  la  pena  de  muerte  ;  y  si  no  fuere  acusado  sino  después 
de  cinco  años  contados  desde  que  se  supiere  el  hurto ,  solo 
será  castigado  con  la  pena  pecuniaria  del  cuatro  tanto ,  se- 
gún \a.ley  18,  tít.  14,  Part.  7.  Mas  estas  penas  están  modi- 
ficadas por  leyes  posteriores,  de  que  se  hablará  en  el  artículo 
Peculado. 

Para  evitar  que  por  las  detenciones  escesivas  de  géneros 
en  las  aduanas  se  paralice  el  rápido  curso  de  las  operaciones 
mercantiles ,  y  que  después  de  haber  cumplido  por  su  parte 
los  comerciantes  con  los  deberes  á  que  sujetan  las  leyes  la 
circulación  y  consumo  de  los  efectos ,  queden  aun  espuestos 
en  sus  casas,  tiendas  ó  almacenes  á  nuevos  registróse  in- 
vestigaciones ,  se  halla  mandado  por  real  orden  de  18  de 
enero  de  1834  que  se  guarden  y  cumplan  exactamente  las 
reglas  siguientes  : 

Ia.  «  Que  se  encargue  la  mayor  vigilancia  á  los  empleados 
en  las  puertas  y  rondas  con  sujeción  á  responsabilidad. 

2a.  Que  se  prohiba  que  dentro  de  la  circunferencia  de  las 
murallas ,  casetas  de  resguardo  ó  cercas  de  las  capitales  y 
puertos  habilitados,  se  registre  ni  allane  por  el  resguardo  á 
pretesto  de  buscar  contrabando ,  ninguna  casa  ni  almacén , 
á  escepcion  de  aquellos  casos  en  que  el  seguimiento  de  una 
causa  requiera  que  se  busque  el  cuerpo  del  delito  ,  ó  que  de 
hecho  se  persiga  el  bulto  ó  género  desde  el  punto  por  donde 
se  introdujo  ó  por  hallarse  en  la  calle. 

3a.  Que  el  comercio  no  está  obligado  á  presentar  las  no- 
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tas  as  los  géneros  que  no  ha  despachado  despues  de  su  in- 
troducción. 

4a.  Que  no  se  demore  el  despacho  de  géneros  en  las 
aduanas,  especialmente  en  las  fronteras  y  puertos;  y  que 
para  ello  se  ocupen  los  empleados  en  horas  ordinarias  y  es- 
traordinarias  bajo  la  responsabilidad  de  los  perjuicios  que 
se  sigan  al  comercio. 

5a.  Que  si  se  presentasen  artículos  no  comprendidos  en 
los  aranceles,  se  despachen  en  el  acto,  quedando  obligación 
del  que  los  presentó  de  responder  de  los  derechos  si  se  le" 
cargasen.  » 

ADUANAR.  Registrar  en  la  aduana  los  géneros  ó  mer- 
caderías ,  ó  pagar  los  derechos  en  ella. 

ADULA.  En  las  tierras  de  regadío  el  terreno  ó  término 
que  no  tiene  riego  destinado. 

ADULTERAR.  Cometer  adulterio;  y  también  falsificar 
ó  contrahacer  una  cosa ,  como  la  moneda  ,  los  metales  pre- 
ciosos, las  medicinas,  etc.  Véase  Falsedad  y  Falsario. 

ADULTERINO.  Se  aplica  comunmente  al  hijo  que  nace 
de  adulterio  ;  y  también  se  dice  adulterino  lo  que  está  falsi- 
ficado ó  contrahecho.  Véase  Hijo  adulterino. 

ADULTERIO.  El  acto  de  una  persona  casada  (1)  que 
violando  la  fidelidad  conyugal  concede  sus  favores  á  otra 
persona  ;  ó  el  acceso  carnal  que  un  hombre  casado  tiene  con 
otra  que  no  sea  su  mujer  legítima,  ó  una  casada  con  otro 
hombre  que  no  sea  su  marido.  Si  los  dos  cómplices  son  ca- 
sados, se  Jlama  doble  el  adulterio  en  el  derecho  canónico  ; 
y  si  uno  solo,  simple.  Según  estas  definiciones,  comete  adul- 
terio tanto  el  marido  como  la  mujer  que  faltan  á  la  fidelidad 
que  mutuamente  se  deben  ;  pero  comunmente  solo  se  toma 
en  cuenta  la  infidelidad  de  la  mujer  y  no  la  del  marido,  de 
modo  que  por  adulterio  casi  no  suele  entenderse  sino  el  ac- 
ceso con  mujer  casada  con  otro,  alieni  tori  violatio.  En 
este  sentido  se  esplica  la  ley  1,  tít.  17,  Part.  7  :  «  Adulterio, 
dice,  es  yerro  que  home  face  yaciendo  á  sabiendas  con  mu- 
jer que  es  casada  con  otro ,  et  tomó  este  nombre  de  dos  pa- 
labras del  latín  allerius  el  torus ,  que  quiere  tanto  decir  en 
romance  como  lecho  de  otro ,  porque  la  mujer  es  contada 
por  lecho  de  su  marido  ,  et  non  él  délia.  Et  por  ende  dijeron 
los  sabios  antiguos  que  maguer  el  hombre  que  es  casado 
ycguiese  con  otra  mujer,  maguer  que  ella  oviese  marido, 
que  non  le  pueda  acusar  su  mujer  aniel  juez  seglar  por  tal 
razón....  Et  esto  tovieron  por  derecho  los  sabios  antiguos 
por  muchas  razones  ;  la  una  porque  del  adulterio  que  face  el 
varón  con  otra  mujer,  non  nasce  daño  nin  deshonra  á  la 
suya  ;  la  otra  porque  del  adulterio  que  ficiese  la  mujer  con 
otro  ,  finca  el  marido  deshonrado  recibiendo  la  mujer  á  otro 
en  su  lecho  ;  et  demás  porque  del  adulterio  que  ficiese  ella , 
puede  venir  al  marido  muy  gran  daño ,  ca  si  se  empreñase 
de  aquel  con  quien  fizo  el  adulterio ,  vernie  el  fijo  estraño 
heredero  en  uno  con  los  sus  fijos  ,  lo  que  non  avernie  á  la 
mujer  del  adulterio  que  el  marido  ficiese  con  otra.  »  Por 
estas  razones  se  halla  dispuesto  también  que  la  mujer  no 
pueda  escusarse  de  responder  á  la  acusación  del  marido , 


(1)  No  solamente  casada ,  sino  basta  que  esté  desposada  ,  según 
la  ley  i  ,  tít.  17,  Part.  7  ;  y  su  glosador  dice  que  etiam  per  verba 
de  futuro ,  aunque  D.  Juan  Sala  en  el  tít.  de  adulterio ,  $  1 ,  dice  : 
Que  se  entiende  por  la  palabra  desposada  ,  los  esponsales  de  pre- 
sente que  antes  del  concilio  de  Trento  constituían  verdadero 
matrimonio.  Gregorio  López,  glusando  dicha  ley  i ,  quiere  satis- 
facer la  objeción  que  puede  hacérsele  con  la  81  de  Toro ,  que 
habla  de  esponsales  por  palabra  de  presente,  como  la  ley  2,  tit.  28, 
lib.  12,  Nov.  Rec,  y  la  82  del  Estilo.  Lo  infundado  de  la  dis- 
tinción de  esponsales  de  presente  y  de  futuro ,  después  del  concil. 
Trid.,  puede  verse  en  las  Instit.  can.  de  Cavalario,  tom.  3,  cap.  26, 


diciendo  que  quiere  probar  que  este  cometió  igualmente 
adulterio;  ley  2,  tít.  28,  lib.  12,  Nov.  Rec. 

El  adulterio  ha  sido  castigado  con  severidad  en  casi  todos 
los  pueblo?.  Los  antiguos  Egipcios  imponían  por  él  la  cas- 
tración ,  creyendo  hallar  en  esta  barbarie  cierta  especie  de 
proporción  entre  el  delito  y  la  pena  ;  pero  después  daban  al 
hombre  mil  azotes  y  cortaban  la  nariz  á  la  mujer.  Los  Lidios 
establecieron  contra  este  delito  la  pena  de  muerte.  Los  Bra- 
mas condenaban  á  las  mujeres  adúlteras  á  ser  comidas  de  los 
perros.  Los  Judíos  apedreaban  á  los  dos  culpables.  Los  an- 
tiguos Sajones  quemaban  a  la  mujer,  y  sobre  sus  cenizas 
levantaban  un  cadalso  en  que  daban  garrote  á  su  cómplice. 
Los  Romanos  imitaron  á  los  antiguos  Egipcios  ,  y  después 
recurrieron  á  varias  penas,  inclusa  la  capital.  No  obstante, 
hay  todavía  naciones ,  en  que  el  adulterio  no  se  conoce  ni  se 
mira  como  crimen.  Nuestro  Fuero  Juzgo  entregaba  los  dos 
adúlteros  á  disposición  del  marido.  Las  leyes  de  las  Partidas 
imponían  á  la  mujer  adúltera  la  pena  de  azotes  públicos  y 
reclusión  en  un  monasterio  de  dueñas  con  pérdida  de  la  dote, 
arras  y  bienes  gananciales  á  favor  del  marido ,  y  al  cómplice 
ó  que  adulteró  con  ella  la  pena  de  muerte;  ley  15  ,  tít.  17. 
Parí.  7.  El  marido  podia  reconciliarse  con  su  mujer  y  sa- 
carla del  monasterio  en  el  término  de  dos  años ,  en  cuyo 
caso  recobraba  ella  la  dote ,  arras  y  gananciales  :  mas  si  no 
la  quería  perdonar  ó  moría  antes  de  los  dos  años ,  entonces 
ella  debia  tomar  el  hábito  del  monasterio  para  siempre; 
d.  ley  15. 

La  ley  1,  tít.  7,  lib.  k  del  Fuero  Real  (que  es  la  l,  tít.  28, 
lib.  12,  Nov.  Rec.)  ponia  á  los  dos  adúlteros  en  poder  del 
marido  para  que  dispusiese  á  su  arbitrio  de  sus  personas  y 
de  sus  bienes,  pero  sin  que  pudiese  matar  al  uno  y  dejar  al 
otro,  ni  tampoco  hacer  suyos  los  bienes  de  cualquiera  de  los 
dos  delincuentes  que  tuviese  hijos  legítimos  que  los  heredasen. 
La  ley  1,  tít.  21,  del  Ordenamiento  de  Alcalá  (que  es  la  2,  lit. 
28,  lib.  12,  Nov.  Rec.)  dio  facultad  al  marido  para  matará 
los  adúlteros,  sorprendiéndolos  en  el  mismo  acto  ó  in  fra- 
ganli ,  con  tal  que  al  mismo  tiempo  quitase  la  vida  á  los  dos , 
y  no  á  un  solo ,  pudiendo  matar  á  entrambos ,  sin  duda  por 
evitar  de  esta  manera  que  el  marido  de  acuerdo  con  su  mu- 
jer matase  á  un  rival  ó  enemigo  suyo ,  ó  de  acuerdo  con  un 
tercero  matase  á  su  mujer.  Mas  como  podía  suceder  que  el 
marido  no  quisiese  ó  no  pudiese  usar  de  tan  terrible  permi- 
so ,  dispuso  esta  misma  ley,  con  arreglo  á  la  del  Fuero  Real, 
que  si  el  marido  acusare  y  probare  el  delito,  fuesen  puestos 
en  su  poder  los  adúlteros,  para  que  de  ellos  y  sus  bienes 
pudiese  hacer  lo  que  mas  le  acomodase. 

La  ley  82  de  Toro  (  ley  5,  tít.  28,  lib.  12,  Nov.  Rec.)  pre- 
vino que  el  marido  que  de  su  propia  autoridad  mataba  á  los 
adúlteros ,  aunque  fuese  en  el  hecho  ó  in  fraganti  delito  ,  no 
ganase  la  dote,  ni  los  bienes  del  muerto.  Por  fin  la  ley  81  de 
Toro  (ley  h,  d.  tít.  y  lib.  Nov.  Rec.)  confirmó  la  pena  de  la 
citada  ley  del  Fuero  Real. 

Hé  aquí  el  resumen  de  nuestras  leyes  sobre  las  penas  del 
adulterio.  Mas  la  pena  capital  es  demasiado  rigurosa,  y  no 
tiene  proporción  ni  analogía  con  el  delito  ;  y  la  de  azotes  á 
las  mujeres  es  contraria  ai  decoro  y  á  las  costumbres.  La  de 
poner  á  los  adúlteros  en  poder  del  marido  para  que  dis- 
ponga de  ellos  como  quisiere  ,  equivale  á  volvernos  legal- 
mente  en  este  punto  al  estado  natural  e«  que  no  habia 
leyes,  pues  por  ella  se  resucita  la  venganza  individual,  cuya 
supresión  habia  sido  uno  de  los  principales  objetos  de  la  ins- 
titución de  la  sociedad  civil ,  y  se  orilla  la  venganza  de  la 
ley,  que  siendo  arreglada  por  la  razón  y  la  justicia  debia 
ejercerse  siempre  con  utilidad  del  ofendido  y  del  ofensor. 
¿Se  funda  acaso  esta  pena  en  que  la  mujer  era  considerada 
como  propiedad  del  marido?  Ya  no  subsiste  hoy  semejante 
principio  :  la  razón  ha  sacado  á  las  mujeres  de  la  degrada- 
ción, las  ha  restablecido  en  sus  derechas*  <i*  igualdad ,  y  las 
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m  iva  como  compañeras  de  los  hombres  ,  no  como  sus  escla- 
vas, ni  como  bienes  muebles  ó  raices.  La  ley  que  permite 
al  marido  quitar  la  vida  a  los  adúlteros  que  sorprende  en  el 
hecho,  adolece  igualmente  de  los  mismos  vicios,  reviste  á 
un  hombre  fuera  de  sí  de  la  sagrada  autoridad  de  magistra- 
do ,  haciéndole  juez  en  su  propia  causa  ,  entrega  al  furor 
ciego  la  espada  que  nunca  debe  empuñar  sino  la  impasible 
justicia  ,  espone  al  ofendido  á  ser  víctima  de  los  esfuerzos 
reunidos  de  los  dos  ofensores ,  y  prepara  tal  vez  un  plausible 
protesto  á  algún  marido  inicuo  para  deshacerse  traidora- 
mente  de  una  mujer  á  quien  aborrece,  ó  de  un  rival  ó  ene- 
migo que  le  hace  sombra ,  pues  no  está  bastante  precavido 
este  riesgo  con  la  condición  que  se  impone  al  marido  de 
matar  álos  dos  ó  á  ninguno,  respecto  de  que  est*  condición, 
según  el  concepto  de  la  ley,  no  se  ha  de  verificar  absoluta- 
mente sino  solo  en  el  caso  de  que  sea  posible. 

Por  eso  han  caido  en  desuso  estas  penas;  de  suerte  que 
ya  no  se  ve  la  de  muerte ,  ni  la  de  azotes,  ni  la  de  sujeción 
á  la  venganza  ó  capricho  del  marido  ;  y  aun  la  ley  3 ,  tít. 
20,  líb.  15,  Nov.  Rec,  prohibe  á  todos  el  tomarse  por  sí 
mismos  la  satisfacción  de  los  agravios  que  se  les  hagan ,  y 
reserva  á  la  justicia  el  derecho  de  castigar  á  los  ofensores. 
No  obstante,  si  el  marido  matase  á  los  adúlteros  en  el  mismo 
acto  del  delito ,  tendría  una  escusa  de  su  arrojo  (  1  )  en  el 
justo  dolor  que  debió  causarle  el  ver  por  sus  propios  ojos 
mancillado  su  honor,  ese  honor  peculiar  que  adquieren  los 
maridos  el  día  de  su  matrimonio,  y  que  una  opinion  bien 
singular  les  hace  perder  cuando  sus  mujeres  se  deshonran. 

Si  lian  caducado  pues  las  penas  designadas  por  las  leyes, 
¿cuál  será  el  castigo  que  deba  imponerse  á  los  adúlteros?  En 
el  adulterio ,  como  en  cualquier  otro  delito ,  ha  de  tomarse 
en  cuenta  para  la  pena  el  daño  causado  al  ofendido  y  á  la 
sociedad.  En  cuanto  al  ofendido ,  prívase  al  marido  por  el 
adulterio  de  aquella  dulce  ilusión  que  le  lisonjeaba  de  po- 
seer esclusivamente  el  corazón  de  su  esposa  ;  se  le  desvanece 
la  esperanza  de  poder  gozar  en  adelante  los  placeres  mas 
puros  del  amor;  se  vierte  sobre  su  corazón  la  copa  de  la 
amargura  ;  se  le  hace  una  herida  profunda  en  el  honor,  pues 
que  se  cree  objeto  de  cierta  especie  de  menosprecio,  sa- 
biendo que  la  opinion  pública  suele  señalar  con  el  dedo  á  los 
que  reciben  tales  injurias ,  quizá  por  suponerlas  efecto  del 
modo  de  conducirse  los  maridos  con  sus  mujeres  ;  se  le  es- 
polie tal  vez  à  verse  perjudicado  en  el  orden  económico  de 
la  casa ,  y  á  tener  que  hacer  participante  de  sus  bienes  á  un 
hijo  estraño  en  perjuicio  de  los  propios  ó  de  los  demás  here- 
deros legítimos.  Todos  estos  males  exigen  una  satisfacción  ; 
pero  ¿cuál  podrá  ser  la  satisfacción  mas  análogay  arreglada? 
La  satisfacción  pecuniaria  será  oportuna  para  la  reparación 
de  alguno  de  los  indicados  perjuicios  :  la  satisfacción  hono- 
raria es  imposible  de  parte  del  adúltero  ,  y  solo  puede  caber 
en  algún  modo  de  parte  de  la  adúltera  que  dé  pruebas  nada 
equívocas  de  un  sincero  y  cordial  arrepentimiento  :  la  satis- 
facción vindicativa  será  indispensable ,  cuando  menos  con 
respecto  al  adúltero.  Por  lo  que  hace  á  la  sociedad,  el  daño 
que  le  causa  el  adulterio  no  es  de  mucha  consideración  :  la 
alarma  no  recae  sino  sobre  los  hombres  casados ,  y  es  tanto 
menor  cuanto  cada  uno  considera  que  para  que  se  cometa 
este  delito  es  necesario  el  consentimiento  de  una  persona  de 
quien  se  cree  amado  ó  de  cuya  virtud  no  tiene  duda ,  estando 
ademas  en  su  mano  precaver  á  su  esposa  de  los  ataques  de 
la  seducción  haciéndosele  amable  y  guardándole  por  su  parte 
la  fidelidad  que  le  es  debida.  No  exige  pues  grande  satisfac- 
ción el  mal  de  la  sociedad ,  la  cual ,  si  las  costumbres  son 

(i)  Asi  parece  de  la  ley  21  del  tít.  y  lib.  que  acaban  Je  citarse 
en  el  texto,  la  cual  permite  alegar  las  circunstancias  del  caso 
como  escepciou  para  eximir  al  marido  de  la  peaa  de  homicida  ; 
y  lo  mismo  dice  Pérez  Vizcaino,  tom.  i  ,  pág.  224. 


puras ,  castigará  por  su  parte  el  adulterio  con  el  oprobio  de 
que  cubrirá  la  pública  opinion  á  sus  perpetradores;  y  si  la 
corrupción  de  las  costumbres  es  tan  general  como  lo  era  en 
Roma  en  los  tiempos  de  Augusto  y  de  los  emperadores  que 
le  sucedieron ,  no  surtirán  las  penas  el  efecto  que  se  propone 
el  legislador  :  Et  fient  et  facía  sunt  isla  ,  escribía  Séneca  á 
Lucilio,  epist.  97,  el  licenlia  urbium ,  raro  disciplina ,  metu 
nunquam  sponte  considet. 

Guiado  sin  duda  de  semejantes  principios  el  buen  sentido 
de  los  tribunales  ,  no  suele  castigar  al  adúltero  sino  con  la 
pena  de  destierro ,  presidio  ó  multa  ,  y  á  la  adúltera  con  la 
de  reclusión,  regulando  y  agravando  mas  ó  menos  estas  pe- 
nas según  las  circunstancias.  (Véase  Auténtica.  )  Digo  según 
las  circunstancias ,  porque  mayor  pena  merece  v.  gr.  la 
mujer  que  habiéndose  casado  con  el  objeto  de  su  elección 
quiebra  luego  caprichosamente  los  lazos  que  se  formara  ella 
misma ,  que  no  aquella  infeliz  que  llevada  arrastrando  al  ara 
por  un  estraño  interés  no  dio  sino  con  labio  trémulo  el  sí 
fatal  que  desmentían  su  corazón  y  la  palidez  de  su  sem- 
blante :  mayor  pena  merece  la  mujer  impudente,  que  obsti- 
nándose en  el  olvido  de  su  deber  se  complace  tal  vez  en 
hacer  gala  de  su  estra/ío,  que  no  la  mujer  bien  educada  y 
sensible  que  habiéndose  dejado  seducir  por  la  ilusión  de  un 
momento ,  no  puede  soportar  la  idea  de  su  infidelidad  :  mayor 
pena  merece  la  mujer  que  engaña  á  un  esposo  tierno  que  la 
adora  y  se  desvive  por  complacerla,  que  no  la  desgraciada 
que  no  viendo  en  su  marido  mas  que  un  desleal  que  des- 
precia su  amor,  ó  tal  vez  un  tirano  que  la  atormenta ,  se 
aprovecha  por  fin  del  alivio ,  aunque  ilícito  y  falso  ,  que  en 
su  justo  dolor  se  le  depara.  También  influyen  las  circunstan- 
cias en  la  mayor  ó  menor  pena  del  adúltero  ;  y  así  el  que 
estando  en  una  casa  en  calidad  de  huésped  ,  amigo ,  depen- 
diente ,  criado ,  etc.,  comete  adulterio  con  la  esposa,  hija  ó 
parienta  del  jefe  de  la  familia  ó  con  la  nodriza  de  algún  hijo 
de  este  mismo ,  es  castigado  por  el  abuso  de  confianza  con 
mas  rigor  que  cualquier  otro  sugeto  que  no  tiene  iguales  re- 
laciones :  bien  que  no  está  en  uso  la  pena  capital  ni  la  de 
azotes  que  respectivamente  les  imponía  la  ley  2 ,  tít.  29, 
lib.  12,  Nov.  Rec. 

Y  ¿  quién  puede  acusar  á  los  adúlteros?  solo  el  marido 
agraviado;  ley  k,  tit.  26,  lib.  12,  Nov.  Rec.  El  adulterio  es 
un  delito  doméstico  ;  y  mientras  el  marido  no  se  queja ,  nadie 
tiene  derecho  de  quejarse  :  ni  el  magistrado  mismo  puedo 
introducirse  á  conocer  de  él  por  via  de  pesquisa  :  la  ley 
quiere  que  se  respete  el  interior  de  las  familias ,  y  que  la 
mano  de  la  justicia  ó  de  un  estraño  no  arroje  en  su  seno  la 
tea  de  la  discordia.  Ademas  este  delito  causa  al  ofendido 
cierta  especie  de  afrenta  por  efecto  de  nuestras  injustas 
preocupaciones  ,  y  no  era  justo  que  la  ley  por  vengar  los 
derechos  ultrajados  de  un  marido  permitiese  la  acusación  á 
otro  que  á  él ,  añadiendo  un  mal  á  otro  mal.  El  marido  conoce 
mejor  las  circunstancias  en  que  le  conviene  ó  no  proceder 
contra  sus  ofensores.  > 

El  marido  no  puede  acusar  á  uno  solo  de  los  adúlteros , 
siendo  vivos ,  sino  que  debe  acusar  á  entrambos  ó  á  ninguno  ; 
ley  5,  tít.  28,  lib.  12,  Nov.  Rec.  La  causa  ha  de  seguirse  con 
los  dos  en  un  mismo  proceso  y  ante  un  juez  si  pudiere  ser; 
á  menos  que  el  adúltero  sea  clérigo ,  en  cuyo  caso  se  seguirá 
su  causa  ante  el  juez  eclesiástico ,  y  la  de  la  adúltera  ante  el 
secular,  según  dice  Acevedo  en  las  leyes  2  y  5,  tít.  28 ,  lib.  12, 
Nov.  Rec;  la  Curia  Filíp.  part.  3,  Juic.  crim. ,%  14 ,  n.  7, 
y  el  Febr.  Nons.,  Irat.  del  juic.  crini.,  lit.  2,  cap.  1 ,  n.lí, 
t.  2 ,  p.  532  :  pero  parece  debe  tenerse  presente  la  real  orden 
de  10  de  agosto  de  1818  que  manda  observar  la  de  Í9  do 
noviembre  en  1799,  en  la  cual  se  previene  que  en  las  causas 
criminales  de  los  eclesiásticos  conozca  desde  un  principio  h 
jurisdicción  ordinaria  con  el  eclesiástico  has!:,  rjorier  la 
en  estado  de  sentencia ,  y  que  entonces  se  remita  í  S.  SI. 
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por  la  via  reservada  de  Gracia  y  Justicia  para  lo  que  baya 
lugar. 

La  acusación  debe  entablarse  dentro  del  término  de  cinco 
años  contados  desde  la  perpetración  del  adulterio,  leyh, 
tít.  17,  Part.  7,  siendo  así  que  los  demás  delitos  no  se 
prescriben  ó  quedan  estinguidos  sino  por  el  trascurso  de 
veinte  años,  según  dice  Antonio  Gómez  en  su  glosa  49  alas 
<a/es80,8iy82cíe  Toro. 

Como  el  hecho  del  adulterio  es  difícil  de  probar  en  razón 
de  las  precauciones  que  suelen  tomar  los  que  tratan  de  co- 
meterle ,  se  reputan  bastantes  las  presunciones  vehementes  ; 
por  ejemplo  ,  la  que  nace  de  haber  encontrado  á  los  adúl- 
teros acostados  en  un  mismo  lecho  ó  en  tal  disposición  que 
manifieste  el  acceso  carnal.  La  ley  12,  tít.  14,  Part.  7,  tiene 
por  justificado  el  adulterio ,  si  receloso  alguno  de  que  otro  le 
hace  ó  intenta  hacer  agravio  con  su  mujer  le  requiere  tres 
veces  por  escritura  de  escribano  público  ó  ante  testigos  para 
que  se  abstenga  de  tratarla ,  y  aun  la  corrige  á  ella  para  que 
no  hable  con  él ,  y  después  los  encuentra  juntos  conversando 
en  su  casa  ú  otra,  ó  en  huerta  ó  casa  distante  de  la  villa  ó 
sus  arrabales. 

La  mujer  se  exime  de  la  acusación  y  de  la  pena  de  adul- 
terio en  los  casos  siguientes  :  1°.  si  después  del  delito  hu- 
biesen pasado  ya  los  cinco  años  que  el  marido  tiene  para  in- 
tentar la  acusación,  leyes  ti  y  7,  tít.  17,  Part.  7  :  —  2o.  si 
hubiese  adulterado  con  el  consentimiento  de  su  marido, 
quien  en  tal  caso  será  castigado  con  la  pena  del  lenocinio , 
dicha  ley  7:  —  3o.  si  el  marido  la  tuviese  á  sabiendas  en  su 
compañía  después  del  adulterio  ,  ó  la  admitiese  en  su  lecho, 
ó  dijese  ante  el  juez  que  no  quería  acusarla ,  ó  abandonase  la 
acusación  intentada ,  que  se  presume  entonces  el  perdón , 
ley  8,  d.  tít.  y  Part.,  y  ley  S ,  tít.  7,  líb.  4,  del  Fuero  Real: 

—  4o.  si  hubiese  cometido  el  delito  creyéndose  viuda  ,  por 
haber  recibido  noticias  fidedignas  que  le  hicieron  tener  por 
cierta  la  muerte  de  su  marido  ,  quien  no  la  podría  acusar 
aunque  la  encontrase  casada  con  otro ,  ley  5,  d.  lit.  y  Part.: 

—  b°.  si  el  matrimonio  fué  nulo  por  falta  de  consentimiento, 
según  opinion  de  Gómez,  Acevedo,  Castillo  y  otros  intér- 
pretes que  ponen  esta  escepcion  á  la  ley  81  de  Toro  ,  que 
es  la  ley  4,  tít.  28 ,  lib.  12 ,  Nov.  Rec.,  en  la  cual  se  previene 
que  no  sirva  de  escusa  á  los  adúlteros  el  decir  y  aun  probar 
«  por  algunas  cosas, y  razones  que  el  matrimonio  fué  nin- 
guno ,  ora  por  ser  parientes  (  los  contrayentes  )  en  consan- 
guinidad ó  afinidad  dentro  del  cuarto  grado ,  ora  porque 
cualquiera  de  ellos  sea  obligado  antes  á  otro  matrimonio ,  ó 
haya  fecho  voto  de  castidad  ó  de  entrar  en  religion  ,  ó  por 
otra  cosa  alguna ,  pues  ya  por  ellos  no  quedó  de  hacer  lo 
que  no  debían.  :  »  —  6o.  si  acreditare  que  había  sido  for- 
zada, ley  1,  tít.  28,  lib.  12,  Nov.  Rec.;  en  cuyo  caso  puede 
intentarse  la  acusación  contra  el  agresor  dentro  del  término 
de  treinta  años  ,  ley  4,  lit.  17,  Part.  7.  —  El  adúltero  ,  es- 
cepto  en  el  caso  de  fuerza,  se  exime  igualmente  de  la  acu- 
sación y  de  la  pena  en  todos  los  casos  en  que  se  liberta  la 
mujer,  pues  según  ya  se  ha  dicho ,  tiene  el  marido  que  acu- 
sar á  los  dos  ó  á  ninguno  ;  como  también  en  el  caso  de  que 
ignorase  que  la  mujer  era  casada  ,  pues  no  hay  delito  sin 
conocimiento,  ley  b,  lit.  17,  Part.  7;  —  y  asimismo  en  el 
de  que  hubiese  obtenido  perdón  gratuito  del  marido ,  tenién- 
dose entendido  que  no  puede  hacerse  transacción  pecuniaria 
sobre  este  delito,  ley  22,  lit.  1 ,  Part.  7.  —  Las  referidas 
escepciones  deben  oponerse  por  los  acusados  antes  de  la 
contestación  del  pleito;  ley  7,  tít.  17,  Part.  7,  y  Antonio 
Gómez  gl.  de  las  leyes  80,  81  y  82  de  Toro,  n.  71.  —  Mas 
debe  tenerse  presente  que  si  después  de  la  sentencia  per- 
donase el  marido  á  su  mujer  la  pena  que  se  le  había  impuesto 
á  voluntad  del  mismo ,  no  por  eso  deberá  dejar  de  cumplir 
la  suya  el  adúltero. 

No  puede  la  mujer,  como  ya  hemos  insinuado  al  principio 


del  artículo,  defenderse  de  la  acusación  puesta  por  su  ma- 
rido ,  usando  de  recriminación  y  tratando  de  probar  que 
también  él  ha  cometido  adulterio,  ley  2,  lit.  28,  Íi6.  12,. 
Nov.  Rec;  ni  tampoco  siendo  ella  inocente  puede  acusarle 
de  tal  delito,  ley  1,  lit.  17,  Part.  7  ;  y  ni  aun  hay  pena  esta- 
blecida que  castigue  la  infidelidad  del  marido.  Estas  dispo- 
siciones, que  ya  se  habían  tomado  por  Ios-Romanos,  llevan 
al  parecer  él  sello  de  la  parcialidad  y  de  los  celos  de  los 
hombres.  Fórmase  un  contrato  entre  el  hombre  y  la  mujer; 
ambos  se  juran  mutuamente  ser  fieles  en  su  cumplimiento; 
ambos  quedan  igualmente  ligados  :  falta  empero  la  mujer, 
la  mujer  débil  por  naturaleza ,  esclava  de  su  organización , 
degradada  por  la  sociedad  ,  corrompida  por  las  costumbres 
públicas,  yrel  hombre  puede  acusarla ,  y  aun ,  si  la  coge  in 
fraganti,  matarla  impunemente  :  In  adulterio  siuxoremtuam 
deprehendisses ,  sine  judicio  impune  necares  :  mas  falta  el 
hombre ,  el  hombre,  dotado  de  mas  fuerza  para  combatir  las 
pasiones  y  de  mas  razón  para  conocer  la  necesidad  de  las 
privaciones  sociales ,  el  hombre  seductor,  autor  de  los  vicios 
de  las  mujeres ,  causa  de  la  corrupción  de  las  costumbres , 
y  la  mujer  debe  respetar  al  culpable  sin  atreverse  ni  aun 
tener  derecho  á  tocarle  con  el  dedo  :  Illa  te  si  adulterares 
dígito  non  auderet  conlingere ,  ñeque  jus  esset  :  faltan  el  uno 
y  el  otro,  y  el  mas  débil  tiene  que  sucumbir  sin  poder  cerrar 
la  boca  al  mas  fuerte,  á  pesar  de  que  no  hahecho  mas  que  imi- 
tarle ;  de  modo  que  el  hombre  puede  seguir  impunemente  su 
gusto  y  la  mujer  es  castigada  por  seguir  el  suyo,  como  si  en 
materia  de  justicia  no  debiese  haber  igualdad.  Non  laudo, 
dice  con  este  motivo  san  Gregorio  Nacianceno,  non  probo 
hanc  legem  :  eam  mares  lulerunt,  ideo  fœminas  tantùm  se- 
quitur  et  incessít. 

Hemos  dicho  que  no  había  pena  legal  contra  la  infidelidad 
del  marido  ;  y  estrañamos  haya  quien  trate  de  aplicar  á  este 
caso  la  ley  1,  tít.  26,  lib.  12,  Nov.  Rec,  que  hablando  del 
hombre  casado  que  tuviere  manceba  públicamente  le  im- 
pone la  pena  de  diez  mil  maravedís  por  cada  vez  qne  le 
hallaren  con  ella.  Esta  pena  no  tiene  por  objeto  castigar  al 
marido  por  el  quebrantamiento  de  la  fe  conyugal ,  sino  dotar 
á  la  manceba  para  que  se  case,  ó  se  ponga  monja  ,  ó  haga 
vida  honesta ,  como  dice  la  misma  ley  ;  y  así  lejos  de  poderse 
considerar  como  una  reparación  del  mal  causado  á  la  mujer 
propia,  no  es  difícil  calcular  que  cede  en  perjuicio  suyo.  La 
pena  que  en  su  caso  se  impusiese  al  marido  infiel ,  debería 
ser  pecuniaria ,  y  aplicarse  en  beneficio  de  la  mujer  ofendida. 

Como  quiera  que  sea ,  la  pena  del  marido  habría  de  ser 
mucho  menor  que  la  de  la  mujer,  porque  si  el  grado  de  cri- 
minalidad de  las  acciones  ha  de  medirse  por  la  gravedad  de 
sus  consecuencias ,  es  evidente  que  la  infidelidad  del  esposo 
es  mucho  menos  criminal  que  la  de  la  esposa.  La  mujer  que 
viola  la  fe  conyugal,  introduce  ó  se  espone  á  introducir  hijos 
estraños  en  casa  de  su  marido.  Yo  puedo  hacer  príncipes 
sin  vos  ,  decia  una  princesa  á  su  esposo,  y  vos  no  podéis 
hacerlos  sin  mí.  Nada  de  esto  resulta  del  adulterio  del  ma- 
rido. Ademas,  el  pudor  y  la  castidad  son  las  primeras  vir- 
tudes de  las  mujeres ,  y  no  se  consideran  sino  como  secun- 
darias en  los  hombres  ;  el  hombre  puede  despojarse  de  ellas 
sin  grave  trascendencia  ;  pero  la  mujer  que  las  abjura,  lleva 
la  depravación  á  un  punto  mas  alto.  La  violación  del  pudor, 
dice  Montesquieu ,  supone  en  las  mujeres  la  renuncia  de  to- 
das las  virtudes.  El  adulterio  de  la  mujer,  dice  M.  d'Agues- 
seau ,  suele  ser  el' primer  paso  que  conduce  al  asesinato,  é 
induce  presunción  de  este  crimen  ;  de  modo  que  es  máxima 
en  los  tribunales  :  Adultera,  ergo  venéfica. 

Si  la  mujer  tiene  un  hijo  de  adulterio  ignorándolo  el  ma- 
rido, ¿qué  debe  hacer  en  conciencia?  Si  está  dudosa  sobre 
la  calidad  del  hijo  por  haber  tenido  acceso  promiscuamente 
con  el  adúltero  y  el  marido  ,  no  debe  perder  su  tranquilidad 
en  ninguno  de  ambos  fueros,  ley  9,  tít.  14,  Part.  3.  Mas  si 
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estuviere  cierta,  debe  hacer  de  modo  que  el  hijo  se  abstenga 
de  la  herencia  paterna  ,  revelándole  su  secreto  en  caso  da 
que  pueda  hacerlo  sin  peligro.  No  pudiendo  obtener  del  hijo 
que  acceda  á  su  consejo,  debe  entonces  restituir  de  sus  pro- 
pios bienes  á  los  herederos  del  marido  lo  que  se  lleva_  el 
adulterino.  Pero  si  no  se  atreviere  ó  no  pudiere  revelar  el  si- 
gilo sin  grave  riesgo  ,  y  no  tuviere  bienes  con  que  hacer  di- 
cha indemnización,  bástale  el  arrepentimiento  para  estar 
segura  en  el  fuero  interno.  Ant.  Gómez ,  gl.  á  las  leyes  80, 
81  y 82  de  Toro,  n.  75. 

Es  por  último  de  advertir  que  el  adulterio  se  tiene  por 
causa  legítima  para  el  divorcio  quoad  lorum,  como  se  verá 
en  la  palabra  Divorcio. 

ADÚLTEROS.  Por  derecho  canónico  el  hombre  y  la 
mujer  que  á  sabiendas  tienen  acceso  entre  si,  estando  los  dos 
o  el  uno  de  ellos  casados  con  otras  personas  ;  pero  por  de- 
recho civil ,  no  se  entienden  por  adúlteros  sino  el  hombre 
libre  ó  casado  con  otra  y  la  mujer  casada  con  otro  que  tie- 
nen entre  sí  acceso  á  sabiendas.  La  diferencia  está  en  que  por 
el  derecho  canónico  basta  para  cometerse  adulterio  que  sea 
casado  cualquiera  de  los  dos  cómplices ,  el  hombre  ó  la  mu- 
jer ;  y  por  el  civil  es  necesario  que  lo  sea  la  mujer.  Así  que,, 
el  hombre  casado  que  tiene  acceso  con  una  soltera  ó  viuda 
es  adúltero  según  el  derecho  canónico ,  y  no  lo  es  según  el 
derecho  civil.  Véase  Adulterio. 

ADULTO.  El  que  ha  llegado  á  la  edad  de  la  pubertad. 
Véase  Adolescencia  y  Menor. 

ADVENTAJA  ó  aventaja.  En  Aragon,  la  mejora  ó 
alhaja  que  la  mujer  ó  el  marido  que  sobrevive  saca  de  los 
bienes  del  consorcio  antes  de  la  division  de  estos.  Muerto 
cualquiera  de  los  cónyuges ,  y  procediéndose  á  la  division 
de  bienes ,  se  deducen  primero  los  dotes  y  capitales  de  cada 
uno,  se  forma  luego  una  masa  de  los  bienes  comunes  y  ga- 
nanciales, se  pagan  de  ella  las  deudas  comunes ,  y  después 
so  sacan  las  adventajas  forales. 

Si  es  el  marido  el  que  sobrevive  ,  saca  por  razón  de  ad- 
ventajas :  —  todos  sus  vestidos  ,  armas  y  libros;  una  cama 
de  las  ropas  buenas  de  casa  ;  todos  los  animales  destinados 
para  montar  con  sus  arreos  ;  un  par  de  bestias  de  labor  con 
sus  correspondientes  aparejos  é  instrumentos  de  labranza,  y 
ün  carro.  Si  no  hubiere  de  estas  cosas  en  los  bienes  ,  no  po- 
drá conseguir  el  precio  de  lo  que  falte. 

Si  es  la  mujer  la  sobreviviente,  sacará  por  adventajas: 
—todos  sus  vestidos  y  joyas  conlas  arcas,  cofres,  arquillas  ó 
cajas  necesarias  para  tenerlos,  sin  que  deba  entenderse  por 
vestidos  el  paño,  tela  ú  otro  material  que  estuviese  en  pieza, 
aunque  se  hubiese  comprado  con  el  fin  de  destinarlo  para 
su  uso;  una  cama;  un  vaso  de  plata;  una  muía  de  montar, 
no  rocin  ni  macho;  un  par  de  bestias  de  labor  con  sus  ape- 
ros. Si  faltaren  algunas  cosas  de  las  sobredichas,  sacará  de 
los  utensilos  de  cocina  que  hubiese  doblados  uno  de  cada 
especie. 

El  derecho  de  sacar  las  adventajas  forales  es  personal  en 
la  mujer  ,  de  manera  que  solo  las  obtiene  siendo  ella  la  so- 
breviviente; pero  en  el  marido  es  trascendental  á  sus  here- 
deros ,  de  suerte  que  aunque  él  premuera  ,  tienen  derecho 
aquellos  á  sacarlas  ,  bien  que  primero  tomará  las  suyas  la 
mujer  y  después  entrarán  aquellos  á  sacar  las  que  les  tocan 
|or  su  causante.  La  Ripa  ,  Proc.  for.  trat.  de  ios  derechos 
de  los  cónyuges,  %  10,  núms.  60,  61  y  62. 

ADVENTICIO.  Se  suele  decir  comunmente  de  lo  que 
uno  adquiere  por  su  industria ,  por  sucesión  colateral ,  por 
la  liberalidad  de  un  estraño  ,  ó  por  cualquiera  otra  via  que 
no  sea  por  causa  ó  contemplación  de  su  padre.  Véase  Bienes, 
Peculio,  Dote. 

ADVERACIÓN.  La  acción  y  efecto  de  certificar,  ase- 
gurar ó  dar  por  cierta  alguna  cosa  ;  y  también  la  certificación 
ó  instrumento  en  que  se  acredita  la  verdad  de  algún  hecho. 


ADVERACIÓN  de  testamento.  El  acto  jurídico  de  dar 
por  cierto ,  reducir  á  escritura  pública  y  trasladar  al  proto- 
colo el  testamento  nuncupativo  hecho  según  derecho  canó- 
nico ante  el  párroco  y  dos  testigos.  En  los  países  donde  está 
recibido  por  ley  ó  por  costumbre  este  modo  de  testar,  comc« 
v.  gr.  en  Aragon,  el  párroco  que  en  defecto  de  escribano  6 
en  caso  de  urgencia  recibió  la  última  disposición  de  un  tes- 
tador, se  presenta  en  la  puerta  de  la  iglesia  con  la  cédula  ó 
papel  en  que  está  escrita ,  y  la  exhibe  al  alcalde  ó  juez  ordi- 
nario ante  un  escribano  público ,  con  asistencia  de  los  dos 
testigos  que  presenciaron  el  otorgamiento  y  de  otros  dos  que 
ademas  deben  concurrir  al  acta ,  sin  necesidad  de  citar  á  Ion 
herederos  ab  intestato  :  el  juez  manda  que  se  lea  delante 
de  todos,  teniendo  abierto  el  libro  de  los  santos  Evangelios; 
y  después  de  tomar  juramento  al  cura  y  testigos  testamenta- 
rios de  haber  sido  la  voluntad  del  testador  todo  lo  que  se 
contiene  en  el  documento  leido,  lo  declara  por  testamento 
del  difunto ,  y  lo  manda  protocolizar  en  los  registros  del  es- 
cribano. Para  hacer  la  adveración  es  necesario  que  vivan  el 
párroco  y  los  testigos;  y  sin  ella  no  hace  fe  el  testamento; 
pero  aun  con  ella  puede  ser  redargüido  ó  acusado  de  falso. 
Fuer.  i,  2  y  3,  de  Tcstamentis ,  lib.  6  ;  obs.  15,  de  Prob. 
fact.  cuín  carta,  lib.  9;  obs.  8  y  9,  de  Testam.  lib.  5. 
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AFECCIÓN.  Hablando  de  beneficios  eclesiásticos  es  la 
reserva  de  su  provision ,  y  comunmente  la  que  corresponde 
al  papa. 

AFECTAR.  Unir  ó  agregar,  hablando  de  beneficios  ecle- 
siásticos ;  —  y  obligar  ó  hipotecar  un  inmueble  al  pago  de 
alguna  deuda. 

AFECTO.  Se  aplica  algunas  veces  á  las  posesiones- ó 
rentas  que  están  sujetas  á  alguna  carga  ú  obligación  ;  —  y 
también  al  beneficio  eclesiástico  que  tiene  alguna  particular 
reserva  en  su  provision,  entendiéndose  mas  comunmente  de 
la  del  papa. 

AFERIR.  Marcar  las  medidas ,  pesos  y  pesas  en  señal 
de  que  están  arregladas  al  marco.  Véase  Pesos  y  Medidas. 

AFERICION.  El  acto  de  marcar  las  medidas ,  pesos  y 
pesas;  y  también  la  oficina  donde  se  ejecuta  esta  operación. 

AFIANZAMIENTO.  El  acto  de  asegurar  con  fianzas 
el  cumplimiento  de  alguna  obligación ,  ó  el  mismo  contrato 
de  fianza  por  el  que  uno  se  hace  responsable  de  la  obliga- 
ción de  un  tercero  en  caso  de  que  este  no  la  cumpla.  Véase 
Fianza. 

AFIANZAMIENTO  mercantil.  El  afianzamiento  que 
tiene  por  objeto  asegurar  el  cumplimiento  de  un  contrato 
mercantil.  El  Código  de  comercio  establece  las  disposiciones 
siguientes  con  respecto  á  los  afianzamientos  de  esta  clase. 

«  Art.  ftl2.  Para  que  un  afianzamiento  se  considere  mer- 
cantil, no  es  necesario  que  el  fiador  sea  comerciante ,  siem- 
pre que  lo  sean  los  principales  contrayentes,  y  que  la  fianza 
tenga  por  objeto  asegurar  el  cumplimiento  de  un  contrato 
mercantil. 

Art.  41 3.  El  afianzamiento  mercantil  se  ha  de  contraer 
necesariamente  por  escrito ,  sin  lo  cual  será  de  ningún  valor 
y  efecto. 

Art.  kil.  Mediando  pacto  espreso  entre  el  principal  obli- 
gado y  su  fiador,  puede  este  exigirle  una  retribución  por  la 
responsabilidad  que  contrae  en  la  fianza. 

Art  Mb.  Llevando  retribución  el  fiador  por  haber  pres- 
tado la  fianza ,  no  puede  reclamar  el  beneficio  de  la  ley  co- 
mún que  autoriza  á  los  fiadores  á  exigir  la  relevación  de  las 
obligaciones  fiduciarias,  que  habiéndose  contraído  sin  tiempo 
determinado,  se  prolongan  indefinidamente. 

Art.  IÏ16.  Las  reglas  de  derecho  común  sobre  los  afianza- 
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míenlos  ordinarios  son  aplicables  á  los  mercantiles  en  cuanto 
no  han  sido  modificadas  por  las  disposiciones  de  este  códi- 
go. »  Véase  Fiador  y  Fianza. 

AFÍAKZ'ÁR.  Dar  fianzas  por  alguno  para  seguridad  ó 
resguardo  de  intereses  ó  caudales  ;  ó  del  cumplimiento  de 
alguna  obligación.  Véase  Fianza. 

AFEAR.  En  lo  antiguo  era  dar  fe  ó  palabra  de  seguridad 
á  otro  de  no  hacerle  daño ,  según  lo  practicaban  los  hijos- 
dalgo. Véase  Seguranza  y  Tregua. 

AFIN.  El  pariente  por  afinidad.  Véase  Afinidad. 

AFINIDAD.  El  parentesco  que  se  contrae  por  el  matri- 
monio consumado  ó  por  cópula  ilícita  entre  el  varón  y  los 
parientes  de  la  mujer,  y  entre  la  mujer  y  los  parientes  del 
varón;  ley  5,  tít.  6,  Part.  h.  Afinidad  es  lo  mismo  que  proxi- 
midad ó  cercanía  ;  y  se  llama  así ,  porque  mediante  el  ma- 
trimonio se  acerca  y  pone  en  contacto  cada  uno  de  los  cón- 
yuges con  la  familia  del  otro.  No  hay  pues  parentesco  de 
afinidad  entre  las  familias  de  ambos  cónyuges ,  sino  solo 
entre  cada  uno  de  los  cónyuges  y  la  familia  del  otro.  Así  es 
que  el  hermano  del  marido  es  afin  de  la  mujer,  pero  no  de 
la  hermana  de  la  mujer.  Pueden  casarse  pues  dos  hermanos 
con  dos  hermanas ,  porque  no  hay  afinidad  entre  estas  per- 
sonas ;  y  por  la  misma  razón  ,  si  un  viudo  ^ue  tiene  un  hijo 
de  su  primer  matrimonio ,  se  casa  con  una  viuda  que  tam- 
bién tiene  una  hija  de  su  primer  marido  ,  podrá  casarse  el 
hijo  de  aquel  con  la  hija  de  esta  (1). 

La  afinidad  es  impedimento  (2)  dirimente  del  matrimonio 
en  la  línea  recta  sin  distinción  de  grados ,  y  en  la  colateral 
hasta  el  cuarto  grado  inclusive  si  nace  de  cópula  lícita  ;  y 
solo  hasta  el  segundo  también  inclusive  si  proviene  de  có- 
pula-ilícita ,  ley  5,  lit.  6  ,  Part,  k;  Cap.  8  ,  ext.  de  consang. 
et  affinit.;  Conc.  Trid.,  sess.  24,  de  reform.  matrim.,  cap.  4. 
Así  que ,  muerto  uno  de  los  cónyuges  ,  no  puede  casarse  el 
que  sobrevive  con  ningún  ascendiente  ni  descendiente  del 
cónyuge  muerto ,  ni  con  ninguno  de  sus  consanguíneos  den- 
tro del  cuarto  grado  inclusive  ;  y  el  que  hubiese  tenido  cópula 
ilícita  con  una  mujer,  no  puede  casarse  con  ninguna  de  las 
ascendientes  ó  descendientes  de  ella ,  ni  con  ninguna  de  sus 
colaterales  dentro  del  segundo  grado  inclusive  ;  la  mujer 
tampoco  podrá  casarse  con  los  parientes  del  varón  en  igua- 
les grados.  Mas  es  de  advertir  que  la  afinidad  que  sobreviene 
después  de  contraído  el  matrimonio ,  no  lo  hace  nulo  ni  lo 
dirime  ;  de  modo  que  si  un  casado  tuviere  acceso  con  una 
parienta  de  su  mujer,  no  por  eso  habría  de  dirimirse  su  le- 
gítimo enlace.  Véase  Dispensa  é  Incesto. 

¿Y cómo  se  computarán  los  grados  en  la  afinidad,  puesto 
que  en  ella  no  hay  generaciones?  Obsérvese  al  efecto  esta 
regla  sencilla  :  En  el  mismo  grado  en  que  uno  es  pariente  de 
la  mujer  por  consanguinidad,  lo  es  del  varón  por  afinidad, 
y  al  contrario  :  Quolo  gradu  quis  uxori  mcœ  cognatus  est , 
eodem  gradu  mihi  est  affinis ,  et  contra.  Así  que ,  la  hermana 
de  mi  mujer,  que  es  consanguínea  suya  en  primer  grado, 
según  la  computación  canónica ,  será  mi  afin  también  en 
primer  gradó. 

Dijimos  que  la  afinidad  se  contrae  por  el  matrimonio  con- 

(1)  Véase  el  árbol  de  las  Siete  Partidas,  tít.  6 ,  Part.  4,  que 
esplica  la  afinidad  y  pone  sus  reglas. 

(2)  Con  respecto  á  América  es  de  advertir  que  para  los  llamados 
indios,  el  impedimento  que  resulta  del  parentesco  natural  ó  con- 
sanguinidad ,  está  reducido  al  segundo  grado  inclusive  ;  y  del  que 
resulta  del  citado  segundo  grado  de  consanguinidad,  y  del  de 
afinidad  por  cópula  lícita ,  del  primero  y  segundo  con  atingencia 
al  primero  en  la  línea  trasversal ,  y  de  este  primero  por  cópula 
¡licita,  pueden  dispensar  los  Diocesanos,  y  sede  vacante  los  cabil- 
dos :  Breves  de  Clemente  XIV  de  7  de  marzo  de  1770,  Pió  VI  de 
25  de  julio  de  1778  y  11  cié  setiembre  de  1779,  Pió  VU  de  iù  de 
mayo  de  1816,  y  real  céd.  de  12  de  octubre  de  1816, 


sumado;  pues  aunque  también  del  matrimonio'  ralo  nace 
cierta  especie  de  afinidad,  que  es  asimismo  impedimento 
dirimente  hasta  el  cuarto  grado  ,  esta  suele  llamarse  mas 
bien  pública  honestidad  por  los  canonistas,  y  se  habla  de  ella 
en  la  palabra  Honcslidad. 

AFIRMARSE.  Ratificarse  ó  mantenerse  constantemen- 
te alguno  en  su  dicho  ó  declaración. 

AFORADO.  La  persona  que  goza  de  fuero  privilegiado; 
y  también  el  género  que  está  valuado  para  la  paga  de  de- 
rechos. 

AFORADQR.  El  que  tiene  el  encargo  ó  comisión  de 
aforar.  Véase  Agrimensor. 

AFORAR.  Reconocer  y  valuar  el  vino  y  cualesquiera 
géneros  ó  mercaderías  para  la  paga  de  derechos  ;  —  dar  ó 
tomar  aforo  alguna  heredad;  —  y  antiguamente  dar  fueros, 
esto  es,  conceder  leyes  municipales  ó  privilegios. 

AFORO.  El  reconocimiento  y  valuación  que  se  hace  del 
vino  y  otros  géneros  para  la  paga  de  derechos. 

AFORRADO.  El  esclavo  que  ha  recibido  la  libertad  ,  y 
era  llamado  liberto  por  los  Romanos.  Véase  Liberto. 

AFORRADOR.  El  que  manumite  ó  da  libertad  al  escla- 
vo. Véase  Patrono. 

AFQRRAMIENTO  La  manumisión ,  ó  el  acto  de  dar 
libertad  al  siervo.  Véase  Manumisión. 

AFRANCAR.  Hacer  franco  ó  libre  al  esclavo. 

AFRENTA.  El  dicho  ó  hecho  de  que  resulta  deshonor 
ó  descrédito  ;  y  también  se  da  este  nombre  á  la  infamia  que 
se  sigue  de  la  sentencia  que  se  impone  al  reo  en  causas  cri- 
minales ,  como  sucede  cuando  se  le  saca  á  la  vergüenza  (5). 
Véase  Injuria  é  Infamia. 

ÀG 

AGENCIA.  El  empleo  ó  encargo  de  agente,  como  tam- 
bién la  oficina  del  mismo  ,  y  los  derechos  que  devenga  por 
su  trabajo.  Véanse  los  artículos  siguientes.  ' 

AGENTE  fiscal.  El  sugeto  destinado  para  ayudar  al 
fiscal  en  los  negocios  de  su  oficio  (4). 

En  las  ordenanzas  de  las  Audiencias  de  19  de  diciembre 
de  1833  se  hallan  con  respecto  á  los  Agentes  fiscales  las  dis- 
posiciones siguientes  : 

«  Art.  94.  Cada  uno  de  los  fiscales  de  las  Audiencias  ten- 
drá un  Agente  fiscal  letrado  ,  de  probidad ,  aptitud  y  con- 
fianza, y  dotado  con  el  sueldo  que  S.  M.  y  las  Cortes  se  dig- 
nen señalarle,  bajo  la  calidad  de  que  no -puedan  llevar 
derechos  ni  emolumentos  ,  de  cualquiera  clase  y  denomina- 
ción que  sean.  =  Estos  Agentes  serán  nombrados  y  removidos 
libremente  por  los  fiscales  á  quienes  han  de  asistir,  y  que 
son  los  responsables  de  lo  que  firman  ó  rubrican ,  los  cuales 
darán  cuenta  á  la  Audiencia  por  medio  de  oficio,  y  solo 
para  su  inteligencia ,  de  los  nombramientos  y  remociones 
que  ejecuten. 

(5)  Covarrub.  en  su  Tesoro  de  la  lengua  castellana  dice,  que 
esta  palabra  viene  de  cuasi  en  la  frente,  porque  de  la  vergüenza 
que  toma  el  afrentado,  le  salen  colores  al  rostro,  y  particular- 
mente á  la  frente. 

(4)  En  la  república  de  Méjico,  la  ley  de  23  de  mayo  de  1826 
previno  que  la  Corte  Suprema  de  justicia  ejercería  en  el  distrito 
y  territorios  provisionalmente  las  atribuciones  que  por  la  ley  de  9 
de  octubre  correspondían  á  las  Audiencias  de  ultramar,  y  que 
durante  el  ejercicio  de  estas  atribuciones,  nombrara  dos  agentes 
fiscales  á  propuesta  en  terna  del  fiscal ,  con  sueldo  de  2500  pesos 
anuales,  sin  derechos  ni  gratificación  alguna,  bajo  la  pena  de 
perder  el  destino.  Y  aunque  el  cap.  5  del  reglamento  de  la  Corte 
Suprema  en  el  rubro  diga  quG  habla  del  ministro  fiscal,  sus  agentes 
y  llevadores  de  autos;  mas  en  verdad  no  trata  en  todos  sus  artí- 
culos ,  aun  en  el  1 1  ,  sino  del  fiscal. 
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Art.  98.  A  cada  uno  de  los  Agentes  fiscales  pasarán  las  es- 
cribanías de  cámara  ,  bajo  el  resguardo  que  aquel  debe  fir- 
mar en  el  libro  de  conocimientos, los  negociosque  se  remitan 
por  turno  al  respectivo  fiscal  ;  y  será  cargo  del  Agente  fiscal 
á  quien  pasen  los  autos ,  devolverlos  á  la  escribanía  cuando 
estén  despachados  ,  cancelándose  el  conocimiento ,  y  entre- 
gar cada  mes  una  nota  de  los  pendientes  al  que  presida  la 
Sala  respectiva.  =  Cada  Agente  fiscal  tendrá  un  libro  de 
recibos  en  que  anote  los  negocios  que  se  pasan,  y  el  dia  en 
que  los  recibe;  y  así  ejecutado ,  los  presentará  inmediata- 
mente al  fiscal ,  quien  podrá  encargarle  el  despacho  cuando 
y  como  lo  eslime. 

Art.  96.  Para  hacer  los  cotejos  de  los  memoriales  en  ne- 
gocios en  que  sean  parte  de  los  fiscales,  se  pasarán  los  pro- 
cesos y  memoriales  al  respectivo  Agente ,  si  estimando 
aquellos  que  este  deba  asistir  al  acto ,  lo  comisionaren  para 
ello ,  á  fin  de  que  enterándose  de  los  unos  y  de  los  otros  se 
dilate  menos  la  diligencia. 

Ajvr.  97.  Los  Agentes  fiscales  ,  mientras  lo  sean  ,  no  po- 
drán ejercer  la  abogacía  ;  y  en  ausencias ,  enfermedades  ó 
vacantes  sé  suplirán  mutuamente,  si  el  fiscal,  cuyo  Agente 
falte ,  no  prefiriere  nombrar  uno  interino.  » 

En  el  reglamento  del  supremo  tribunal  de  España  é  Indias 
de  17  de  octubre  de  !83b  se  dispone  ,  art.  42,  que  «los  fis- 
cales del  tribunal  tendrán  cinco  Agentes  fiscales;  dos  para 
cada  fiscal  de  España ,  y  uno  para  el  de  Indias ,  dotados  con 
el  sueldo  anual  de  veinte  mil  reales  de  vellón  bajo  la  calidad 
de  que  no  puedan  llevar  derechos  ni  emolumentos  de  cual-  ' 
quiera  clase  y  denominación  que  sean.  »  Los  artículos  43, 
44,  4a  y  46  contienen  con  respecto  á  estos  Agentes  fiscales 
'del  supremo  tribunal  las  mismas  prevenciones  que  traen 
para  los  de  las  Audiencias  los  artículos  9  4,  95,  96  y  97  que 
hemos  transcrito  de  las  ordenanzas. 

AGENTE  de  negocios.  El  que  en  la  corte  y  ciudades 
donde  residen  las  audiencias  se  halla  dedicado  á  practicar 
las  diligencias  conducentes  en  los  pleitos  y  otros  asuntos  aje- 
nos, como  pretensiones  de  empleos,  espedientes,  ele.,  en 
virtud  de  orden,  aviso  ó  poder  de  los  interesados.  Llámase 
solicitador  en  las  leyes  recopiladas.  No  se  ha  de  confundir 
con  el  administrador  voluntario  ó  negotiorum  gestor,  pues 
este  toma  los  negocios  de  otro  sin  tener  poder  al  efecto  ,  y 
aquel  no  los  toma  sino  en  virtud  de  orden  espresa  :  ni  con 
el  mandatario  propiamente  lai,  pues  este,  según  la  acepción 
usual  de  la  voz ,  es  el  que  se  encarga  solo  accidentalmente 
de  los  negocios  de  otro ,  al  paso  que  aquel  se  encarga  de 
ellos  por  profesión  y  presta  sus  servicios  á  todos  los  que 
quieren  valerse  de  él  :  ni  en  fin  ,  con  el  procurador  ,  pues 
este  ejerce  su  oficio  en  virtud  de  real  título  cerca  de  los  tri- 
bunales ,  y  aquel  no  puede  presentar  peticiones  enjuicio  ni 
hacer  otras  gestiones  judiciales ,  sino  solo  nombrar  ,  tenien- 
do poder  de  la  parte ,  procurador  que  la  defienda  en  eí  plei- 
to. Sus  deberes  y  derechos  son  los  mismos  que  los  del  Man- 
datario. Sin  duda  antiguamente  era  libre  el  oficio  de 
agentes  ,  pues  en  20  de  junio  de  1623  (ley  1 ,  tit.  26,  lib.  h, 
Nov.  Rec.)  se  mandó  que  todos  los  solicitadores  y  agentes  de 
negocios  que  había  en  la  corte  se  registrasen  en  la  escriba- 
nía de  gobierno  del  supremo  Consejo,  declarando  el  lugar  de 
su  naturaleza ,  el  motivo  de  la  salida  de  sus  tierras ,  el  tiem- 
po que  hacia  estaban  en  la  corte ,  la  clase  de  negocios  en 
que  entendían,  el  salario  que  llevaban  y  los  tribunales  en 
que  asistían  ,  bajo  la  pena  de  privación  de  oficio  y  de  cuatro 
años  de  destierro  de  la  corte  y  cinco  leguas  á  la  redonda. 
Mas  en  10  de  enero  de  1707  (ley  2,  cf.  tít.  20,  lib.  4,  Nov. 
Rec.)  se  ordenó  que  sin  especial  real  título  no  pudiese  haber 
agentes  ni  solicitadores  de  pleitos ,  pretensiones  y  negocios , 
pues  que  debían  ser  personas  conocidas ,  por  los  evidentes 
perjuicios  y  daños  que  resultaban  al  público  en  común  y  á 
los  individuos  en  particular..  Sin  embargo  de  esta  disposi- 


ción ,  vemos  que  en  el  dia  todos  los  que  quieren  se  dedican 
sin  trabas  al  oficio  de  agentes  y  se  anuncian  como  tales. 

No  pueden  ser  agentes  de  negocios  las  personas  siguien- 
tes :  —  Io.  Los  consejeros,  oidores,  alcaldes  y  alguaciles  de 
casa  y  corte;  los  ministros  del  tribunal  de  la  contaduría  ma- 
yor, sus  oficiales  y  subalternos  ;  los  secretarios  del  rey ,  es- 
cribanos de  cámara  y  relatores  de  los  consejos ,  sus  depen- 
dientes, criados  y  otras  personas  semejantes  ,  ley  10  ,  til.  2 , 
lib.  4,  Nov.  Rec.:  —  2o.  Los  oficiales  de  secretarías,  real 
prov.  de  5  de  setiembre  de  1767  :  — 3o.  Los  empleados  con 
sueldo  en  tribunales  ú  oficinas ,  real  provision  de  15  de  julio 
de  1778  :  —  4o.  Los  que  hayan  sido  oficiales  de  la  contadu- 
ría mayor  ó  criados  de  los  ministros  ú  otros  oficiales  de  ella 
no  pueden  serlo  en  negocios  del  tribunal  de  la  misma  mien- 
tras no  haya  pasado  un  año  entero  después  de  su  despedida, 
ley  1,  cap.  29,  tit.  2,  lib.  9,  Rec.  :— 5o.  Los  oficiales  de  libros 
de  la  real  hacienda  no  pueden  serlo  ni  aun  en  negocios  de 
sus  parientes,  ley  2,  cap.  35,  tit.  2,  lib.  9,  Rec.  :  —  6o.  Los 
asistentes,  gobernadores,  corregidores,  sus  oficiales  y  fami- 
liares no  pueden  serlo  en  los  pleitos  ó  causas  que  se  ventilen 
dentro  del  término  de  su  jurisdicción ,  ni  ayudar  á  persona 
de  fuera  de  esta,  trátese  el  negocio  dentro  ó  fuera  de  ella 
ante  otros  jueces  seculares  ó  eclesiásticos ,  aunque  bien  po- 
drán serlo  en  favor  de  su  jurisdicción  ó  del  bien  público , 
no  llevando  por  ello  interés  alguno,  ley  11,  tít.  11,  lib.  7 , 
Nov.  Rec.:— 7o.  Los  escribanos  de  cámara  de  las  audiencias 
y  sus  criados  no  pueden  serlo  en  los  pleitos  que  se  sigan  en 
ellas,  ley  ii ,  tít.  24,  lib.  5,  Nov.  Rec.  :  —  8o.  Los  eclesiás- 
ticos seculares  ó  regulares  no  pueden  serlo  sino  en  asuntos 
de  sus  iglesias,  monasterios,  conventos  ó  beneficios  ,  leyes 
i  y  2,  tit.  27,  lib.  i ,  Nov.  Rec. 

AGENTE  general  de  preces  Á  roma  .  El  oficial  público 
establecido  en  Madrid  con  su  correspondiente  oficina  para 
recibir  y  dirigir  á  Roma  las  preces  ó  solicitudes  de  dispen- 
sas matrimoniales  y  otras  gracias  que  se  despachan  por 
Dataría. 

Esta  agencia  quedó  suprimida  y  sustituida  por  la  pagadu- 
ría del  ministerio  de  Estado  en  virtud  de  decreto  de  7  de 
junio  de  1857,  que  es  como  sigue  : 

«  Deseosa  siempre  de  aliviar  al  erario  público  en  todo  lo 
que  sea  compatible  con  elbuen  serviciodel  Estado,  y  con  elfin 
de  remediar  los  abusos  introducidos  en  la  contabilidad  y  ma- 
nejo de  los  caudales  que  han  corrido  á  cargo  de  la  agencia 
general  de  preces  á  Roma,  he  venido  en  decretar,  como 
Gobernadora  del  reino,  en  nombre  de  mi  augusta  hija  doña 
Isabel  II ,  lo  siguiente  : 

Artículo  Io.  Queda  suprimida  desde  ahora  la  agencia  ge- 
neral de  preces  á  Roma,  y  declarados  cesantes  todos  los  em- 
pleados en  ella ,  los  cuales  se  sujetarán  á  clasificación  con 
arreglo  á  las  leyes  y  disposiciones  vigentes. 

Art.  2o.  Todas  las  funciones  que  desempeñaba  dicha  ofi- 
cina quedarán  de  aquí  en  adelante  á  cargo  de  la  pagaduría 
del  ministerio  de  Estado,  mientras  se  determina  lo  mas  con- 
veniente á  la  nación  acerca  de  las  preces  que  en  la  actuali- 
dad se  dirigen  áRoma. 

Art.  5o.  Los  pensionistas,  viudas,  tesantes  y  jubilado? 
que  cobraban  haberes  por  la  agencia,  los  percibirán  en  ade- 
lante por  donde  respectivamente  corresponda ,  despues  dí 
clasificados  los  que  ya  no  lo  estén  ,  conforme  á  las  disposa 
ciones  que  rigen. 

Art.  4o.  El  agente  general  de  preces ,  acompañado  del  pa- 
gador, hará  inmediatamente  inventario  formal  de  todos  los 
papeles ,  muebles  ,  efectos  y  dinero  correspondientes  á  di- 
cha oficina  ;  y  entregando  desde  luego  á  la  pagaduría  todo 
lo  que  no  sea  necesario  para  la  formación  de  las  cuentas  de 
la  agencia ,  hasta  el  dia  en  que  cese ,  las  rendirá  sin  pérdida 
de  momento ,  presentándolas  con  los  papeles  que  se  reserve 
ahora  pata  formarlas. 
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Art.  S0.  El  pagador  remitirá  á  la  secretaría  del  despacho 
de  Estado  de  vuestro  cargo,  copia  de  dicho  inventario  tan 
pronto  como  reciba  los  efectos  que  el  agente  no  necesite  para 
la  formación  de  sus  cuentas. 

Art.  6o.  Los  efectos  y  dinero  que  correspondan  al  depósito 
de  preces,  y  el  perteneciente  á  las  utilidades  que  resulten  á 
la  Hacienda  pública  por  razón  de  Ib  por  100  en  las  remesas 
hechas  y  que  en  adelante  se  hagan  áRoma,  se  custodiarán 
en  arcas  separadas  y  diferentes  de  lasque  contengan  los 
fondos  del  presupuesto  de  Estado. 

Art.  7o.  Las  cuentas  de  uno  y  otro  ramo  se  llevarán  tam- 
bién con  la  debida  separación  por  el  método  generalmente 
establecido  que  se  observa  en  la  pagaduría  y  según  las  ins- 
trucciones que  ademas  se  darán  por  el  ministerio  de  vuestro 
cargo ,  para  que  las  relativas  al  negociado  de  preces  se  rin- 
dan documentadas  como  corresponde ,  y  con  la  exactitud 
y  claridad  de  que  han  carecido  hasta  ahora.  Tendréislo 
entendido  y  dispondréis  lo  necesario  á  su  cumplimiento.  == 
Rubricado  de  la  real  mano.  =En  Palacio  á  7  de  junio  de  1 857. 
=  A  Don  José  María  Galatrava.  » 

-J-    AGENTE   DE  PROTECCIÓN   Y   SEGURIDAD   PÚBLICA.   El 

empleado  de  este  ramo  que  en  cada  barrio  y  á  las  inmedia- 
tas órdenes  del  celador  hay  en  las  grandes  poblaciones. 

La  obligación  de  estos  agentes  se  limita  á  rondar  constan- 
temente, de  dia  y  de  noche,  las  calles  de  su  demarcación  , 
para  velar  por  el  cumplimiento  de  las  órdenes  de  la  autoridad 
en  punto  á  la  policía  urbana,  evitar  las  pendencias  y  los 
escándalos,  y  sobre  todo  amparar  eficazmente  la  seguridad 
individual  y  los  demás  derechos  de  los  ciudadanos.  Los 
agentes  que  se  mezclen  en  cualquier  negocio  estraño  á  lo 
espuesto ,  ó  que  dejen  de  prestar  su  apoyo  á  los  vecinos  que 
con  justo  motivo  lo  soliciten,  serán  inmediatamente  desti- 
tuidos. 

Están  obligados  los  agentes  á  vestir  constantemente  el 
uniforme ,  que  es  levita  azul  abrochada ,  dos  hileras  de  bo- 
tones con  el  lema  de  Protección  y  Seguridad,  sombrero  de 
tres  picos  y  sable  pendiente  de  tahalí.  El  nombramiento  de 
los  agentes  corresponde  al'  jefe  político.  Rl.  ord.  de  30  de 
enero  de  184,4. 

AGIO.  El  lucro  ó  interés  que  deja  el  agiotaje  :  —  la  dife- 
rencia del  valor  de  los  cambios  con  que  se  equilibra  el  de 
las  monedas  en  diferentes  países ,  que  siempre  es  relativo  á 
su  abundancia  ó  escasez ,  como  el  de  cualquiera  otra  merca- 
dería :  —  y  la  pérdida  que  en  el  cambio  por  el  dinero  sufren 
las  letras  de  cambio ,  el  papel  moneda  y  las  acciones  de 
bancos  y  de  los  préstamos  negociados  por  los  gobiernos.  La 
diferencia  que  resulta  entre  la  cantidad  que  en  las  letras  y 
acciones  se  espresa ,  y  la  que  los  tenedores  del  dinero  dan 
por  ellas  ,  es  proporcionada  al  grado  de  confianza  que  ins- 
piran el  dueño  de  las  letras  y  el  gobierno  sobre  el  cumpli- 
miento exacto  y  puntual  de  sus  obligaciones.  Agio  es  palabra 
tomada  del  italiano  ,  y  suele  aplicarse  también  al  agiotaje. 

AGIOTAJE.  La  especulación  de  comercio  que  se  hace 
cambiando  el  papel  moneda  en  dinero  efectivo  ó  el  dinero 
efectivo  en  papel,  aprovechando  ciertas  circunstancias  para 
lograr  crecido  interés.  El  agiotaje  tiene  sus  inconvenientes  y 
sus  ventajas.  Tiene  inconvenientes,  pues,  como  dice  el  señor 
Canga- Arguelles  en  su  Diccionario  de  Hacienda,  desmora- 
liza al  pueblo ,  facilita  á  los  dueños  del  dinero  el  medio  de 
enriquecerse  sin  trabajar,  aparta  muchos  fondos  de  las  em- 
presas útiles  y  da  lugar  á  fraudes ,  acostumbrando  á  los  hom- 
bres á  faltar  á  sus  empeños  y  á  satisfacer  sus  deudas  con 
una  parte  de  ellas.  Tiene  ventajas  ,  pues  mantiene  el  valor 
de  los  efectos  públicos ,  y  proporciona  á  sus  tenedores  el 
medio  de  hallar  el  todo  ó  parte  del  caudal  que  representan. 

AGIOTISTA  ó  agiotador..  El  que  se  emplea  en  el 
agiotaje ,  esto  es ,  en  el  cambio  de  letras  y  efectos  públicos 
por  metálico  ó  al  revés.  Aunque  esta  clase  de  negociantes 


contribuye  á  mantener  el  crédito  de  los  efectos  públicos ,  no 
obstante ,  como  llegó  á  creerse  que  algunos  se  valían  de  ma- 
las artes  para  aumentar  el  demérito  del  papel  del  gobierno  á 
fin  de  hacer  mayor  su  ganancia  ,  se  prohibió  absolutamente 
en  real  decreto  de  6  de  abril  de  1799  á  toda  clase  de  perso- 
nas el  mezclarse  con  ningún  pretesto  como  corredores  ó  me- 
diadores en  la  negociación  de  vales  reales  ,  bajo  la  pena  ir- 
remisible de  destierro  por  cuatro  años  y  á  diez  leguas  de  dis- 
tancia del  pueblo  donde  se  verificase ,  por  la  primera  vez,  y 
la  de  presidio  por  igual  término  en  caso  de  reincidencia,  per- 
mitiendo solo  intervenir  en  dicha  negociación  álos  corredo- 
res jurados  del  número  de  cada  plaza ,  con  la  indispensable 
condición  de  llevar  en  sus  libros  asientos  formales  de  estas 
negociaciones  ,  y  de  observar  las  mismas  solemnidades  que 
por  las  ordenanzas  les  estaban  prescritas  con  respecto  á  las 
letras  de  cambio;  nota  1,  lit.  6 ,  lib.  9,  iVoc.  Rec. 

En  el  dia  es  necesario  tener  presente  lo  dispuesto  por  re- 
gla general  en  el  Código  de  comercio  con  respecto  á  estas 
y  cualesquiera  otras  operaciones  mercantiles.  Según  él ,  so- 
lamente los  corredores,  y  no  otros,  pueden  intervenir  legíti- 
mamente en  los  tratos  y  negociaciones  mercantiles  para  pro- 
ponerlas ,  avenir  á  las  partes ,  concertarlas  y  certificar  la 
forma  en  que  pasaron  dichos  contratos  ;  y  aunque  los  co- 
merciantes pueden  contratar  entre  sí  directamente  ó  por 
medio  de  sus  dependientes  asalariados,  ó  factores  que  tengan 
poder  suyo,  sin  intervención  de  corredor ,  no  pueden  valerse, 
para  que  haga  funciones  propias  de  este  oficio  ,  del  que  no 
se  halle  en  posesión  y  ejercicio  de  él  por  legítimo  nombra- 
miento; artículos  63,  6o  y  66  del  Cód.  de  com.  Los  comer- 
ciantes que  acepten  en  sus  contratos  la  intervención  de  per- 
dona intrusa  en  el  oficio  de  corredor,  pagarán  una  multa» 
equivalente  al  cinco  por  ciento  del  valor  de  lo  contratado;  y 
el  que  se  introdujo  á  ejercer  la  correduría  ilegítimamente 
será  multado  en  el  diez  por  ciento  de  dicho  valor;  de  cuya 
pena  responderán  mancomunadamente  los  interesados  en  el 
negocio,  siempre  que  el  intruso  carezca  de  bienes  suficientes 
sobre  que  hacer  efectiva  la  multa,  art.  67.  En  el  caso  de 
reincidencia  se  agravará  la  pena  impuesta  en  el  artículo  67 
á  los  corredores  intrusos  con  un  año  de  destierro  del  pueblo 
donde  delinquieron,  y  en  el  de  segunda  reincidencia  se  les 
desterrará  por  diez  años  de  la  provincia ,  ademas  de  pagar 
la  multa  que  va  determinada;  art.  68.  Véase  Corredor. 

En  Madrid ,  donde  hay  Bolsa  de  comercio ,  el  derecho  de 
intervenir  en  el  agiotaje  ó  negociar  por  otro  está  concentrado 
en  las  manos  de  los  agentes  de  cambios,  á. quienes  corres- 
ponde esclusivamente  intervenir  en  las  negociaciones  de 
toda  especie  de  efectos  públicos  ,  de  las  letras  de  cambio  , 
libranzas  ,  pagarés  ú  otro  cualquiera  género  de  valores  co- 
merciales ,  y  de  todo  documento  de  valor  ó  de  crédito,  sea 
cual  sea  su  origen  y  denominación ,  cuya  cotización  se  halle 
autorizada  en  los  anuncios  oficiales  del  curso  de  los  cambios. 
Véase  Agente  de  cambios  y  Bolsa  de  comercio* 

AGIR.  Antiguamente  demandar  en  juicio  ,  intentar  una 
acción  en  justicia. 

AGNACIÓN.  El  parentesco  de  consanguinidad  entre 
agnados ,  esto  es,  entre  los  varones  descendientes  de  un>  pa- 
dre común.  La  agnación  es  solamente  de  importancia  en  los 
mayorazgos. 

AGNACIÓN  artificiosa  ó  fingida.  La  que  en  algunos 
mayorazgos  que  piden  varonía  se  llama  y  finge  por  el  fun- 
dador, disponiendo  en  el  caso  de  no  tener  agnación  propia 
al  tiempo  de  la  fundación ,  ó  para  el  caso  de  que  so  inter- 
rumpa ó  llegue  á  faltar  la  varonía  en  el  trascurso  de  las 
sucesiones  ,  que  entre  á  suceder  un  cognado  suyo ,  ó  aigun 
estraño,  ó  tal  vez  una  hembra ,  y  después  sucedan  al  llama- 
do sus  hijos  y  descendientes  varones  de  varones.  Véase 
Mayorazgo. 
AGNACIÓN  rigurosa  ó  verdadera.  La  descendencia 
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que  viene  del  fundador  del  mayorazgo  por  línea  masculina 
no  interrumpida.  Véase  Mayorazgo. 

AGNADOS.  Los  parientes  por  parte  de  padre,  que  son 
de  la  misma  familia  y  apellido  ,  ó  bien  todos  los  que  des- 
cienden de  un  mismo  tronco  masculino,  de  varón  en  varón, 
en  que  se  incluyen  también  las  hembras ,  pero  no  sus  hijos , 
porque  en  ellas  se  acaba  la  agnación  respectiva  á  su  ascen- 
dencia. Entre  los  Romanos,  la  ley  Voconia,  contraria  en  esta 
parte  á  las  de  las  XII  Tablas,  no  llamaba  á  las  sucesiones 
sino  á  los  agnados,  con  el  objeto  de  conservar  los  bienes  en 
las  familias.  Esta  ley,  modificada  después  por  la  ley  Papia  y 
luego  por  los  emperadores  Claudio  y  Adriano ,  fué  abrogada 
finalmente  por  Justiniano ,  que  llamó  á  las  sucesiones  así  á 
los  cognados  como  á  los  agnados.  Nosotros  seguimos  la  ley 
Voconia  solo  en  los  mayorazgos  ,  y  la  de  Justiniano  en  las 
demás  sucesiones. 

AGNATIGIO.  Lo  que  pertenece  á  la  agnación  ó  viene 
de  varón  en  varón  ,  como  sucesión  agnalicia,  descendencia 
agnaticia. 

AGORERO.  El  que  adivina  ó  pronostica  los  sucesos  fu- 
turos por  la  vana  observación  de  algunas  cosas  que  ningún 
influjo  pueden  tener  en  aquellos.  Véase  Adivino. 

AGRARIA.  Se  llama  así  la  ley  que  arregla  la  partición 
y  distribución  de  las  tierras  ,  como  la  ley  de  los  Romanos 
relativa  al  repartimiento  de  las  tierras  conquistadas  ;  —  y 
también  se  da  este  nombre  á  la  ley  que  determina  y  ordena 
todo  lo  que  tiene  relación  con  la  agricultura,  sobre  cuyo  par- 
ticular es  muy  digno  de  leerse  y  ejecutarse  el  informe  del 
célebre  Jovellános  en  el  espediente  de  ley  agraria.  Véase 
Ley  agraria. 

AGRAVACIÓN.  La  circunstancia  que  aumenta  la  ma- 
licia de  un  delito,  ó  la  gravedad  del  castigo;  y  también  sig- 
nifica la  segunda  amonestación  de  una  censura  eclesiástica. 
Véase  Circunstancias. 

AGRAVAR.  Hacer  mas  grave  un  delito ,  ponderarlo  ó 
exagerarlo  :  —  aumentar  la  pena  :  —  oprimir  con  cargas  ó 
tributos.  En  el  artículo  8o.  del  reglamento  provisional  para 
la  administración  de  justicia,  de  26  de  setiembre  de  1835, 
después  de  establecerse  que  al  tratado  como  reo  no  se  po- 
drán hacer  otros  cargos  que  los  que  efectivamente  resulten 
del  sumario,  y  tales  cuales  resulten,  ni  otras  reconvenciones 
que  las  que  racionalmente  se  deduzcan  de  lo  que  responda 
el  confesante,  se  previene  que  deberá  siempre  el  juez  abste- 
nerse de  agravar  unas  y  otras  con  calificaciones  arbitrarias. 

AGRAVATORIO.  Lo  que  agraya ,  como  circunstancia 
agravatoria  ó  agravante  ;  y  también  lo  que  pondera  la  gra- 
vedad de  una  cosa,  como  el  mandamiento  agravatorio  que 
da  un  tribunal  acriminando  la  resistencia  que  alguno  hace  á 
la  ejecución  de  sus  disposiciones,  y  compeliéndole  á  la  obe- 
diencia con  nuevos  apercibimientos. 

AGRAVIARSE.  En  lo  antiguo  apelar  de  la  sentencia 
que  causa  agravio  ó  perjuicio.  Véase  Apelar. 

AGRAVIO.  El  hecho  ó  dicho  que  ofende  en  la  honra  ó 
fama  :  —  la  ofensa  ó  perjuicio  que  se  hace  á  una  persona  en 
sus  intereses  ó  derechos  :  —  el  mal ,  daño  ó  perjuicio  que  el 
apelante  espone  ante  el  juez  superior  habérsele  irrogado  por 
la  sentencia  del  inferior  ;  —  y  antiguamente  la  apelación. 
—  Decir  de  agravios  significa  en  los  pleitos  de  cuentas  pedir 
en  justicia  la  revision  ó  reconocimiento  de  ellas  para  repa- 
rar y  deshacer  los  agravios  ó  perjuicios  que  resultan  de  las 
mismas.  Véase Inj uria,  Daño, Provocación,  Apelación. 
'  AGREGACIÓN.  La  union,  incorporación  ó  acumulación 
de  una  cosa  con  otra  mas  principal ,  ya  se  haga  por  obra  de 
la  naturaleza,  como  en  el  aluvión  ;  ya  por  obra  del  hombre , 
como  en  la  inedificacion  ;  ya  por  obra  de  la  naturaleza  y  del 
hombre  juntamente,  como  en  la  siembra  y  plantación.  Véase 
Accesión  y  Accesorio. 

AGREGACIÓN   de  mayorazgo.  La  union  de  algunos 


bienes  que  se  vinculan  ó  de  un  mayorazgo  que  se  funda,  con 
otro  anteriormente  fundado.  La  agregación  puede  hacerse 
de  tres  modos  :  por  incot^poracian  ,  con  igual  principalidad 
y  por  accesión.  Se  hace  por  incorporación  cuando  uno  ins- 
tituye mayorazgo  de  sus  bienes  y  ordena  que  se  una  con 
otro  mayorazgo  ,  de  manera  que  ambos  formen  una  masa  y 
un  cuerpo  indivisible  y  recaigan  siempre  en  un  mismo  po- 
seedor. Se  hace  con  igual  principalidad',  cuando  uno  esta- 
blece un  mayorazgo  y  lo  junta  con  otro ,  pero  de  modo  que 
no  queden  ambos  confundidos  ,  sino  que  cada  uno  conserve 
siempre  su  propia  naturaleza.  Se  hace  accesoriamente  ó  por 
accesiqn  cuando  alguno  aumenta  con  sus  bienes  ira  mayo- 
razgo, de  modo  que  aquellos  deban  seguir  la  naturaleza  de 
los  de  la  fundación  principal  y  estimarse  como  incluidos  en 
ella. 

La  agregación  puede  ser  voluntaria  ó  necesaria.  Es  volun- 
taria cuando  la  hace  espontánea  y  libremente  el  mismo  fun- 
dador ó  algún  poseedor  ú  otro  pariente  ó  amigo  ;  y  es  nece- 
saria cuando  el  fundador  impone  á  algunos  ó  á  todos  los 
sucesores  la  obligación  de  hacerla.  Puede  efectivamente  el 
fundador  mandar  que  alguno  de  los  llamados  ó  todos  ellos 
agreguen  sucesivamente  al  mayorazgo  cierta  parte  de  sus 
bienes  libres  ó  de  las  rentas  del  mismo  mayorazgo  y  aun 
ciertos  fundos  ajenos  para  aumentarlo  de  una  vez  ó  progre- 
sivamente ;  y  los  sucesores  gravados  estarán  obligados  á 
cumplir  la  voluntad  del  fundador.  Mas  es  de  advertir  que 
según  cédula  real  de  Ih  de  mayo  de  1789  (ley  12,  tít.  17, 
lib.  10,  Nov.  Rec.)  no  puede  hacerse  agregación  alguna,  vo- 
luntaria ni  necesaria ,  directa  ni  indirecta  ,  sin  que  preceda 
licencia  del  rey,  á  fin  de  evitar  la  estancación  de  bienes  en 
manos  muertas. 

La  agregación  puede  probarse  por  los  mismos  medios  que 
el  mayorazgo,  esto  es  :  —  Io.  Por  la  escritura  ó  instrumento 
de  la  agregación  con  inclusion  de  la  real  licencia  :  —  2o.  Por 
testigos  fidedignos  que  depongan  contestes  haber  visto  y 
leido  el  instrumento  de  agregación  ,  si  este  se  hubiese  per- 
dido :  —  5°.  No  habiendo  instrumento  ni  testigos,  por  otras 
escrituras  otorgadas  por  el  agregante ,  en  que  haga  relación 
de  haber  agregado  al  mayorazgo  tales  ó  tales  bienes ,  con 
espresion  de  ellos;  ó  bien  por  las  otorgadas  por  sus  posee- 
dores en  que  hagan  referencia  á  la  de  agregación  y  manifies- 
ten que  poseyeron  los  bienes  como  agregados  y  vinculados  : 
—  k°.  En  defecto  de  los  tres  medios  anteriores ,  por  la  pose- 
sión, aunque  no  sea  inmemorial,  justificando  que  los  bienes 
en  cuestión  fueron  tenidos  en  concepto  de  vinculados  y 
agregados  por  sus  poseedores,  y  que  por  esta  causa  jamas 
se  dividieron  entre  los  respectivos  herederos  de  cada  uno. 

La  agregación  surte  los  efectos  siguientes  :  —  Io.  Que  los 
bienes  agregados  se  constituyen  parte  de  la  cosa  á  que  se 
agregan,  y  toman  regularmente  su  naturaleza,  orden,  modo 
y  forma,  escepto  lo  que  se  hubiese  dispuesto  por  el  agregante 
en  caso  de  haber  hecho  la  agregación  con  igual  principali- 
dad :  —  2o.  Que  para  reivindicarlos  tiene  el  poseedor  la 
misma  acción  que  para  la  recuperación  y  obtención  del  ma- 
yorazgo :  —  3o.  Que  la  sentencia  que  recayere  en  pleito  mo- 
vido sobre  sucesión  ó  posesión  del  mayorazgo ,  se  estiende 
igualmente  y  debe  ejecutarse  sobre  los  bienes  agregados , 
aunque  no  hiciere  mención  de  ellos  :  —  h°.  Que  á  la  muerte 
del  poseedor  se  trasfiere  por  la  ley  en  el  siguiente  en  grado 
la  posesión  civil  y  natural  de  los  bienes  agregados,  del 
mismo  modo  que  la  del  mayorazgo  principal  :  —  5°.  Que  el 
censo  ú  otro  gravamen  que  con  real  permiso  impusiere  el 
poseedor  sobre  los  bienes  del  mayorazgo ,  queda  también 
impuesto  sobre  los  agregados,  aunque  no  se  esprese.  \ 

La  doctrina  de  este  artículo  no  está  apoyada  en  las  leyes, 
pues  que  no  las  hay  sobre  esta  materia  ,  sino  solo  en  los  au- 
tores que  trataron  de  ella  ',  los  cuales  se  gobernaron  por  las 
disposiciones  canónicas  relativas  á  la  union  de  obispados , 
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prebendas ,  dignidades  y  beneficios  eclesiásticos.  Estos  au- 
tores son  principalmente  Rojas  de  Almansa,  don  Hermene- 
gildo Rojas,  De  incompalib.,  Larrea  y  Molina. 

Hoy  no  puede  hacerse  fundación  ni  agregación  de  mayo- 
razgo ,  porque  se  ha  prohibido  la  vinculación  de  bienes. 
Véase  Bienes  vinculados. 

AGRESIÓN.  En  sentido  lato  es  toda  acción  contraria  al 
derecho  de  otro  ,  ya  consista  la  acción  en  hacer  una  cosa 
justamente  prohibida  ,  ó  en  negar  una  cosa  justamente  exi- 
gida ,  ó  en  no  permitir  una  cosa  que  otra  persona  tiene  de- 
recho de  hacer;  de  suerte  que  la  agresión,  en  una  palabra, 
es  la  inejecución  de  la  obligación  ó  la  violación  del  derecho. 
Mas  en  sentido  estrecho  ó  riguroso ,  es  el  acometimiento  in- 
justo contra  otro  para  herirle  ,  matarle  ó  hacerle  otro  cual- 
quier daño. 

AGRESOR.  En  sentido  lato ,  el  que  viola  ó  quebranta  el 
derecho  de  otro  ;  y  en  sentido  estrecho  ,  el  que  acomete  á 
otro  injustamente  para  hacerle  daño  ,  el  que  mata  ó  hiere  de 
cualquiera  manera  que  sea ,  ó  el  que  da  motivo  á  una  que- 
rella ,  injuriando,  amenazando ,  hiriendo ,  sacando  la  espada, 
ó  haciendo  otra  cosa  semejante. 

El  que  se  ve  acometido  por  un  injusto  agresor  puede  re- 
peler la  fuerza  con  la  fuerza,  y  aun  matarle  impunemente  si 
no  pudiere  salvarse  de  otro  modo  ;  ley  2,  tit.  8,  Part.  7,  y 
leyes  h  y  8  ,  til.  21,  lio.  12,  Nov.  Rec.  Véase  Homicidio  ne- 
cesario. 

Cuando  de  dos  hombres  que  han  tenido  una  riña ,  ó  se 
han  herido ,  se  ignora  quién  fué  el  agresor,  y  ambos  preten- 
den no  haber  obrado  sino  en  su  propia  defensa ,  debe  aten- 
derse para  la  averiguación  de  la  verdad  á  la  reputación  de 
que  goce  cada  uno  de  los  adversarios,  á  las  circunstancias 
que  precedieron ,  acompañaron  y  subsiguieron  al  hecho ,  á 
la  confrontación  de  las  armas  con  las  heridas ,  y  á  la  combi- 
nación de  las  diferentes  relaciones  que  pueden  tener  entre 
sí  las  declaraciones  y  las  querellas. 

Cuando  alguna  de  las  partes  alega  para  su  justificación 
la  necesidad  en  que  se  vio  de  defender  su  vida  amenazada, 
no  debe  admitirse  esta  escusa  sino  en  cuanto  se  halle  apo- 
yada en  buenas  razones  y  vehementes  indicios  :  mas  en  caso 
de  duda ,  si  militan  iguales  presunciones  por  una  y  otra  parte, 
debe  inclinarse  la  balanza  en  favor  del  acusado. 

Aunque  justifique  el  matador  que  no  quitó  la  vida  á  su 
adversario  sino  por  defender  la  suya ,  debe  no  obstante  ad- 
mitirse á  los  parientes  ó  herederos  del  agresor  la  prueba  que 
ofrecieren  para  acreditar  que  el  ofendido  traspasó  los  límites 
de  la  legítima  defensa. 

Si  no  es  posible  averiguar  quién  de  los  dos  adversarios  ha 
sido  el  agresor,  piensan  algunos  criminalistas  que  no  debe 
castigarse  entonces  al  uno  ni  al  otro  :  mas  para  resolver  esta 
cuestión  ponen  otros  autores  las  distinciones  siguientes: 

Io.  Si  no  ha  sido  herido  ninguno  de  los  dos  adversarios, 
ó  habiéndolo  sido  ambos  se  consideran  de  poca  importancia 
las  heridas,  no  se  les  debe  imponer  pena  alguna,  ó  á  lo 
menos  no  se  les  ha  de  imponer  sino  una  pena  lijera. 

2o.  Si  el  uno  solo  ha  sido  herido ,  ó  habiéndolo  sido  ambos, 
resulta  ser  mas  peligrosa  la  herida  del  uno  que  la  del  otro, 
debe  la  incertidumbre  de  la  agresión  hacer  disminuir  la  pena 
que  merecería  el  que  hirió  en  el  caso  de  que  se  le  hubiera 
reconocido  por  agresor. 

3o.  Si  el  uno  sale  vivo  de  la  refriega  y  el  otro  queda 
muerto ,  quieren  algunos  autores  que  se  absuelva  al  homi- 
cida ,  porque  no  habiendo  mayor  presunción  contra  el  uno 
que  contra  el  otro ,  se  está  en  el  caso  de  aplicar  por  razón  de 
la  duda  la  regla  general  que  tiene  por  menos  malo  dejar  sin 
castigo  al  culpado  que  condenar  al  inocente:  otros  pretenden 
que  si  el  vivo  gozaba  de  buena  opinion  y  fama ,  y  era  tenido 
por  hombre  pacífico  y  de  conducta  irreprensible ,  debe  pre- 
sumirse que  fué  provocado ,  y  que  cometió  el  homicidio  por 
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su  propia  defensa ,  sin  que  por  consiguiente  haya  incurrido 
en  pena  alguna  :  varios  sostienen  que  el  vivo  debe  ser  casti- 
gado como  homicida,  si  no  acredita  que  privó  de  la  vida  á 
su  adversario  por  no  tener  otro  medio  de  conservar  la  suya, 
porque  así  el  homicidio  como  cualquier  otro  delito  se  presume 
cometido  con  malicia  ó  dolo  mientras  que  no  se  pruebe  lo 
contrario  :  y  muchos  finalmente ,  considerando  demasiado 
rigurosa  esta  última  opinion  á  causa  de  la  incertidumbre  de 
la  agresión ,  no  se  atreven  á  pronunciar  contra  el  vivo  sino 
una  pena  menor  que  la  de  homicidio. 

4o.  Cuando  resulta  que  los  dos  adversarios  se  acometieron 
á  un  mismo  tiempo  ,  como  si  cada  uno  fué  al  encuentro  del 
otro  con  espada  en  mano  ,  ambos  deben  ser  castigados,  al 
menos  el  que  mató  ó  hirió.  Véase  Defensa,  Herida,  Homicidio 
necesario,  Duelo,  Provocación. 

AGRIMENSOR.  El  que  tiene  por  oficio  medir  las  tierras. 
El  agrimensor  que  faltando  á  la  legalidad  en  la  medición  da 
á  uno  de  los  interesados  mas  y  á  otro  menos  de  lo  que  les 
corresponde,  ha  de  ser  condenado  á  pagar  al  perjudicado  lo 
que  le  dio  de  menos,  si  este  no  lo  puede  recobrar  del  que  lo 
recibió  de  mas  ,  y  alguna  otra  pena  arbitraria  que  el  juez 
creyere  justa,  atendidas  las  circunstancias;  ley  8,  tit.  7, 
Part.  7. 

En  real  orden  de  23  de  enero  de  1834  se  dispuso  lo  si- 
guiente : 

Io.  «  La  real  Academia  de  nobles  artes  de  San  Fernando 
de  esla  corte,  ó  sus  juntas  delegadas  en  las  provincias,  y 
las  academias  de  la  misma  clase  de  San  Carlos  de  Valencia , 
San  Luis  de  Zaragoza  y  la  Concepción  de  Valladolid  ,  serán 
las  únicas  que  examinen  y  aprueben  á  los  que  pretendan  ser 
agrimensores  y  aforadores  y  tengan  las  circunstancias  pre- 
venidas en  los  reglamentos. 

2o.  A  los  que  fueren  aprobados  les  espedirán  las  referidas 
cuatro  academias  los  correspondientes  títulos ,  con  inhibición 
de  otra  cualquier  autoridad ,  según  se  practica  con  los  arqui- 
tectos y  maestros  de  obras. 

3o.  No  se  exigirán  á  los  agrimensores  y  aforadores  mas 
que  seiscientos  reales  por  derechos  de  examen  y  títulos ,  de 
los  cuales  depositará  el  pretendiente  doscientos  cuarenta  en 
la  academia  ó  junta  delegada  respectiva  antes  de  ser  exami- 
nado ,  y  se  distribuirán  sesenta  á  cada  uno  de  los  tres  pro- 
fesores que  fueren  convocados  para  el  acto  ,  quedando 
sesenta  para  fondos  y  gastos  de  la  misma  corporación , 
impresión  de  títulos ,  pago  de  correos  y  otros  dispendios. 
Los  ciento  veinte  reales  restantes  serán  derechos  del  título 
pagados  al  tiempo  de  recibirlo  en.  cada  una  de  las  aca- 
demias. » 

En  23  de  mayo  de  1 837  se  espidió  á  los  jefes  políticos  por 
el  ministerio  de  la  gobernación  de  la  península  la  circular 
que  sigue  : 

«  He  dado  cuenta  á  S.  M.  la  Reina  Gobernadora  de  varias 
consultas  hechas  por  las  diputaciones  provinciales  acerca  de 
los  exámenes  para  agrimensores  y  estension  de  los  corres- 
pondientes títulos  ;  y  enterada  S.  M.  se  ha  servido  resolver: 
Io.  Que  por  ahora,  y  hasta  que  se  verifiquen  las  modifi- 
caciones que  la  esperiencia  ha  demostrado  ser  necesarias  en 
la  ley  de  3  de  febrero  de  1 823  para  el  gobierno  económico- 
político  de  las  provincias,  continúen  las  diputaciones  pro- 
vinciales en  su  encargo  de  hacer  examinar  á  los  agrimen- 
sores ,  según  lo  dispuesto  en  el  artículo  129,  no  obstante  lo 
practicado  acerca  del  particular  por  la  academia  de  nobles 
artes  de  San  Fernando  hasta  el  restablecimiento  de  la  citada 
ley,  en  cumplimiento  de  las  reales  órdenes  de  1 1  de  mayo 
y  27  de  diciembre  de  1830  y  25  de  enero  de  1834. 

2o.  Que  las  diputaciones  provinciales  remitan  á  este  minis- 
terio de  mi  cargo  ,  por  conducto  del  jefe  político  ,  certifica- 
ciones de  los  exámenes  que  hayan  celebrado ,  con  la  debida 
especificación  ^  j>ara  que  paèâîirMas  a1  de  Gracia  y  Justicia 
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se  estienda  el  correspondiente  título  á  favor  del  interesado , 
con  arreglo  á  lo  dispuesto  en  real  orden  de  5  de  octubre  de 
1830. 

5o.  Que  en  lugar  de  los  400  reales  vellón  que  en  cumpli- 
miento de  la  real  orden  de  31  de  julio  de  1 82  i ,  debían  de- 
positarse en  las  tesorerías  de  provincia  ,  baste  satisfacer  los 
derechos  prefijados  en  la  de  5  de  octubre  de  i 830,  al  tiempo 
de  recoger  el  título  en  la  secretaría  del  despacho  de  Gracia 
y  Justicia,  adonde  deberán  acudir  directamente  los  intere- 
sados ,  por  sí  ó  por  comisionado ,  tan  pronto  como  les 
conste  la  remisión  à  este  ministerio  de  la  certificación  de  su 
examen.  » 

•f-  Corresponde  â  los  jefes  políticos  en  sus  respectivas  pro- 
vincias instruir  y  resolver  los  espedientes  sobre  el  examen 
y  aprobación  de  los  agrimensores ,  habiendo  cesado  en  este 
encargo  las  diputaciones  provinciales.  RI.  àrd.  de  S  de  se- 
tiembre de  184b. 

Ademas  de  las  nociones  para  el  ejercicio  de  la  profesión 
de  agrimensores  ,  deben  ser  examinados  en  aritmética ,  geo- 
metría elemental  y  práctica  ,  y  principios  de  trigonometría, 
ejerciendo  el  cargo  de  examinadores ,  si  es  posible ,  un  cate- 
drático de  matemáticas ,  un  arquitecto  y  el  ingeniero  civil  de 
la  provincia ,  supliéndose  la  falta  de  cualquiera  de  estos  por 
profesores  de  agricultura.  RI.  àrd.  de  22  de  marzo  de  1842. 
Véase  Escuela  especial  de  selvicultura. 

AG-UA.  La  sustancia  líquida  de  que  están  formados  los 
mares,  ríos,  arroyos,  fuentes  ,  estanques  y  lagunas. 

Como  el  agua  es  por  una  parle  capaz  de  ocasidhar  graves 
daños,  y  por  otra  es  la  sangre  de  la  tierra  y  de  la  vida  de  los 
campos ,  da  lugar  á  cuestiones  de  mucha  importancia  para 
la  agricultura,  que  vamos  á  desenvolver  en  este  artículo, 
tratando  primeramente  de  la  servidumbre  ó  gravamen  que 
tienen  las  heredades  inferiores  de  recibir  las  aguas  que  bajan 
naturalmente  de  las  superiores  ,  en  segundo  lugar  del  de- 
recho que  tiene  un  propietario  sobre  el  agua  que  nace  en  su 
predio,  en  tercero  de  las  aguas  que  pertenecen  al  público, 
y  en  cuarto  del  uso  de  las  aguas  que  pasan  por  la  orilla  ó  por 
dentro  de  una  heredad. 

§  I.  De  la  servidumbre  ó  carga  que  tienen  las  heredades 
inferiores  de  recibir  las  aguas  de  las  superiores. 

Las  heredades  inferiores  tienen  la  servidumbre  ó  gravamen 
de  recibir  las  aguas,  piedras  y  tierra  que  naturalmente  y 
sin  intervenir  la  mano  del  hombre  corran  ó  bajen  de  las  mas 
altas,  sin  que  los  dueños  de  aquellas  tengan  derecho  de  exigir 
á  los  de  estas  compensación  alguna  de  los  daños  que  se  les 
ocasionaren;  ley  14,  lit.  52,  Pari.  3. 

El  dueño  de  la  heredad  inferior  no  puede  alzar  pared , 
estacada  ,  valladar  ni  otro  dique  cualquiera  que  impida  la 
corriente  y  haga  regolfar  el  agua  en  perjuicio  de  la  heredad 
_  superior  ó  de  otro  campo  inmediato  ;  y  en  caso  de  contra- 
vención tendrá  que  derribar  las  obras  á  su  costa  y  satisfacer 
los  daños  que  por  causa  de  ellas  se  hubiesen  originado; 
ley  13,  í¿í.  52 ,  Part.  3. 

El  dueño  de  la  heredad  superior  no  puede  hacer  nada  que 
agrave  la  servidumbre  de  la  heredad  mas  baja  ;  de  modo 
que  incurrirá  en  la  misma  pena  de  derribar  la  obra  y  pagar 
los  daños  en  caso  de  contravención ,  pues  maguer  cl  home 
haya  poder  de  facer  en  lo  suyo  lo  que  quisiere  ,  pero  débelo 
facer  de  manera  que  non  faga  daño  nin  tuerto  ¿i  otro;  leyes  13 
y  14,  tit.  32,  Part.  3. 

Fstas  disposiciones  que  nuestra  legislación  ha  tomado  del 
título  del  Digesto  De  aqua  el  aquai  plimce  arcendœ ,  deben 
aplicarse  no  solo  alas  aguas  de  lluvia  y  à  las  que  manan  por 
infiltración  ó  proceden  del  derretimiento  de  las  nieves,  sino 
también  á  las  aguas  vivas  ó  de  pié  que  corren  de  las  here- 
dades altas  á  las  bajas  por  obra  de  la  naturaleza  ó  del  tiempo  ; 


pero  no  á  las  aguas  del  servicio  doméstico ,  ni  à  las  que  sô 
han  sacado  ó  reunido  por  medios  artificiales ,  ni  aun  á  las 
llovedizas  que  caen  de  los  tejados,  porque  en  todas  estas  ha  - 
intervenido  la  mano  del  hombre.  La  ley  2 ,  tít.  13,  y  la  ley 
13,  tít.  32,  Part.  5,  quieren  que  todo  propietario  disponga 
sus  tejados  de  manera  que  las  aguas  llovedizas  caigan  y 
corran  sobre  terreno  suyo  ó  sobre  camino  público ,  y  no 
sobre  edificio  ó  heredad  del  vecino ,  á  no  ser  que  adquiera 
esta  servidumbre. 

El  dueño  de  la  heredad  superior  puede  retener  en  ella  las 
aguas  de  las  lluvias  y  otras  semejantes  para  darles  el  destino 
que  masle  acomode  ,  aunque  el  dueño  de  la  heredad  infe- 
rior se  hubiese  aprovechado  siempre  de  ellas  ,  y  hubiese 
abierto  zanja  ó  hecho  alguna  otra  obra  para  recibirlas  y 
darles  dirección  por  su  campo ,  á  no  ser  que  el  último  tuviese 
título  constitutivo  de  servidumbre  que  le  diese  derecho  de 
tomarlas  al  salir  del  predio  mas  alto ,  porque  la  servidum- 
bre ó  sujeción  del  predio  inferior  á  recibir  las  aguas  del  su- 
perior se  halla  establecida  generalmente  en  favor  de  este , 
cuyo  dueño  por  lo  tanto  puede  renunciarla  ,  y  porque  no 
puede  tener  lugar  la  prescripción  con  respecto  á  dichas 
aguas  ,  pues  que  debe  suponerse  que  si  su  dueño  no  las  ha 
retenido  anteriormente ,  era  solo  por  considerarlas  inútiles 
por  entonces  y  en  uso  de  la  facultad  que  tenia  de  retenerlas 
ó  dejarlas,  sin  que  por  eso  quisiese  despojarse  de  este  dere- 
cho ,  así  como  el  propietario  eme  dej  ^  pasar  muchos  años 
sin  edificar  sobre  su  terreno  conserva  siempre  la  facultad  de 
hacerlo  cuando  le  convenga ,  sin  que  el  vecino  pueda  impe'-- 
dírselo  pretendiendo  que  ha  ganado  por  prescripción  el  de- 
recho de  vistas.  Esta  doctrina  debe  aplicarse  tambicn  á  las 
aguas  de  lluvia  que  corren  por  el  camino  público;  y  así 
puede  interceptarlas  y  tomarlas  esclusivamente  para  sí  el 
propietario  superior  ,  aunque  el  inferior  las  haya  llevado 
constantemente  á  su  campo  ,  pues  que  dichas  aguas  son  del 
primero  que  las  ocupa ,  y  se  entiende  igualmente  que  el  pro- 
pietario inferior  no  se  aprovechaba  de  ellas  sino  á  conse- 
cuencia de  la  facultad  que  tenia  el  superior  de  tomarlas  ó  no 
tomarlas. 

Se  ha  dicho  mas  arriba  que  el  propietario  inferior  está 
obligado  á  recibir  las  aguas  que  bajan  naturalmente  de  la 
heredad  superior  ,  sin  que  haya*  contribuido  á  ello  la  mano 
del  hombre,  y  que  no  puede  hacer  obra  alguna  que  impida 
esta  corriente  ;  y  ahora  se  añade  que  si  la  zanja  ó  lugar  por 
donde  pasan  dichas  aguas  dentro  ó  á  la  orilla  de  su  heredad 
se  ciega  ó  embaraza  naturalmente  con  el  cieno,  arena,  pie- 
dras ú  otra  cualquier  cosa  de  manera  que  las  aguas  se  es- 
tancan y  refluyen  sobre  la  heredad  superior  ,  está  obligado 
á  limpiar  la  zanja  ó  á  permitir  que  la  limpie  el  dueño  de  esta 
última  heredad  para  que  las  aguas  sigan  su  curso;  ley  15  , 
lit.  52 ,  Part.  5.  Siendo  acequia  de  muchos  el  lugar  en  que 
se  estanca  el  agua  ,  debe  limpiarla  cada  uno  en  la  frontera 
de  su  heredad  ;  d.  ley  lo.  Por  lo  contrario  ,  si  se  destruye  la 
margen  de  la  heredad  superior  de  modo  que  el  descenso  d© 
las  aguas  causa  mayor  estrago  en  la  heredad  inferior  ,  ten- 
drá acción  el  dueño  de  esta  última  para  reponerla  à  sus  es- 
pensas ,  con  tal  que  la  reposición  no  perjudique  al  propieta- 
rio superior,  por  la  regla  general  de  que  á  nadie  se  prohibe 
hacerse  bien  á  sí  mismo  como  no  haga  mal  á  otro. 

La  obligación  impuesta  al  propietario  inferior  de  no  hacer 
obra  alguna  que  pueda  impedir  el  corrimiento  de  las  aguas 
de  la  heredad  superior,  no  se  estiende  á  las  aguas  de  los 
rios ,  arroyos  y  torrentes  ;  pues  cualquiera  puede  hacer  en 
su  heredad  diques,  malecones  ú  otras  obras  que  la  preser- 
ven de  inundaciones  y  avenidas,  con  tal  que  no  altere  ni  obs- 
truya el  cauce  ó  curso  ordinario  de  las  aguas,  aunque  estas 
por  efecto  de  las  obras  refluyan  sobre  las  heredades  veci- 
nas ,  cuyos  dueños  pueden  tomar  por  su  parte  iguales  pre- 
cauciones. Mas  si  se  trata  de  una  laguna  ó  pantano  cuyas 
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aguas  estancadas  ,  aumentándose  con  las  lluvias  ó  derreti- 
miento de  las  nieves,  se  estienden  y'  derraman  por  un  cam- 
po, no  permiten  las  leyes  romanas  qué  el  dueño  de  esta  he- 
redad pueda  levantar  'diques  para  preservarla  con  perjuicio 
do  las  heredades  superiores  ó  laterales. 

Como  el  propietario  superior  no  puede  por  su  parte  hacer 
nada  que  agrave  la  condición  del  inferior,  según  se  ha  sen- 
tado mas  arriba  ,  es  claro  que  no  puede  construir  en  su  he- 
redad obra  alguna  que  mude  el  descenso  natural'  délas 
aguas,  ya  reuniéndolas  en  un  solo  punto  y  dándoles  de  este 
modo  un  curso  mas  rápido ,  ya  dirigiéndolas  en  gran  canti- 
dad sobre  un  sitio  del  predio  inferior  de  suerte  que  causen 
mayor  estrago;  ley  13  ,  tít.  32,  Part.  3.  Pero  bien  puede 
hacer  los  trabajos  necesarios  ó  simplemente  útiles  para  el 
cultivo  de  su  heredad,  como  abrir  surcos  en  una  tierra  sem- 
brada y  zanjas  en  una  viña  ó  éh  un  prado  para  precaver 
la  demasiada  humedad  ó  para  el  riego,  aunque  el  desagüe 
de  los  surcos  ó  de  las  zanjas  sobre  el  predio  mas  bajo  no 
pueda  llamarse  curso  natural  de  las  aguas  sin  intervención 
de  la  mano  del  hombre  ;  porque  así  lo  exige  el  interés  de  la 
agricultura ,  que  de  otra  suerte  no  podría  hacer  progresos. 

Tampoco  puede  el  propietario  superior  cambiar  la  direc- 
ción de  las  aguas  de  un  manantial  que  corren  de  su  heredad 
á  la  de  un  vecino ,  para  hacerlas  Correr  á  la  de  otro  sin  su 
consentimiento;  porque  no  siendo  esta  mudanza  ohra  de  la 
naturaleza  sino  de  la  mano  del  hombre  ,  no  estaría  obligado 
este  último  á  sufrirla. 

Y  si  un  propietario  abriese  de  nuevo  una  fuente  en  su  pre- 
dio, ¿tendría  derecho  para  echar  á  los  predios  inferiores  las 
aguas  sobrantes  ?  Aunque  no  falta  quien  sostenga  la  afirma- 
tiva, es  mas  conforme  á  la  razón  y  á  la  ley  la  negativa,  por- 
que es  evidente  que  la  abertura  de  la  fuente  y  la  inmisión 
de  las  aguas  no  es  obra  solo  de  la  naturaleza. 

Por  la  misma  razón ,  si  un  propietario  hiciese  en  su  here- 
dad un  estanque  formado  de  las  lluvias,  infiltraciones,  der- 
retimiento de  las  nieves,  ó  algunas  venas  subterráneas  ,  no 
podría  derramar  sus  aguas  sobre  los  campos  vecinos  ;  pero 
si  lo  formase  y  mantuviese  con  las  aguas  de  algún  arroyo 
que  ya  existia  anteriormente ,  podría  continuar  dirigiendo 
las  sobrantes  por  el  cauce  ó  canal  del  arroyo,  y  aun  echar- 
las todas  por  el  mismo  sitio  cuando  tratase  dé  desaguar  el 
estanque ,  con  tal  que  no  causase  á  los  predios  inferiores 
mas  daño  que  el  que  sufrían  antes  de  su  construcción. 

Cuando  el  dueño  de  la  heredad  inferior  construye  diques 
ú  otras  obras  para  impedir  el  descenso  natural  de  las  aguas, 
ó  cuando  el  dueño  del  predio  mas  elevado  las  hace  caer  con 
mas  perjuicio  del  otro  por  medio  de  trabajos  que  no  eran 
necesarios  ó  útiles  para  su  cultivo  ,  tiene  acción  el  que  se 
siente  perjudicado,  como  ya  se  indicó  mas  arriba,  para  hacer 
reponer  las  cosas  en  su  estado  primitivo,  y  reclamar  la  sa- 
tisfacción de  los  daños  que  de  las  nuevas  obras  se  le  hubie- 
sen ocasionado;  ley  3,  tít.  32,  Part.  3.  Si  se  ignora  el  autor 
de  las  nuevas  obras ,  se  reputa  serlo  aquel  á  quien  aprove- 
chan ,  por  la  regla  ¿s  fecit  cui  proclest;  pero  si  se  prueba 
haberlo  sido  otra  persona  de  quien  no  es  responsable  el  be- 
neficiado ,  no  está  obligado  este  último  sino  solo  á  permitir 
la  destrucción  de  las  obras.  La  acción  del  perjudicado  no 
dura  siempre ,  pues  se  estingue  por  el  trascurso  del  tiempo 
que  induce  prescripción  ;  de  modo  que  si  deja  pasar  diez 
años  desde  la  construcción  de  la  obra  nueva  estando  pre- 
sente ,  y  veinte  estando  ausente ,  sin  hacer  reclamación  al- 
guna ,  no  podrá  ya  querellarse  en  adelante  y  tendrá  que 
continuar  sufriéndola  obra  y  el  daño  ;  ley  \h.  lil.  32,  Parí.  3. 
—  La  acción  de  que  hablamos ,  mientras  dura ,  va  siempre 
activa  y  pasivamente  con  el  dominio  :  así  es ,  que  si  el  due- 
ño del  campo  que  recibe  el  daño  lo  vendiere  á  un  tercero 
antes  de  hacer  la  denuncia ,  podrá  el  comprador  pedir  que 
la  obra  se  derribe  ;  y  si  el  autor  de  la  obra  vendiese  el  cam- 
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po  en  que  la  hizo  antes  de  ser  demandado,  podrá  apremiar- 
se al  comprador  á  que  la  derribe  ó  la  deje  derribar  ,  bien 
que  el  vendedor  deberá  pagarle  los  gastos  que  hiciere  por 
esta  causa  ;  ley  16,  tít.  52,  Part.  3.  Si  fuesen  muchos  los 
que  hicieron  la  obra  nueva,  puede  el  perjudicado  deman- 
darlos á  todos  ó  á  cualquiera  de  ellos  para  que  la  demuelan, 
pero  en  cuanto  al  resarcimiento  de  los  daños  debe  pedir  á 
cada  uno  la  parte  que  le  corresponda  y  no  el  todo  :  y  si  por 
el  contrario  la  obra  perjudicare  á  muchos ,  podrá  culquiera 
de  estos  pedir  por  todos  su  demolición,  mas  no  la  satis- 
facción de  los  daños  por  entero  sino  solo  por  su  parte  ,  á  no 
ser  que  tenga  poder  de  los  otros  para  el  cobro  total  ;  ley  17, 
til   32   Part  3 

§  II.  Del  derecho  que  tiene  un  propietario  sobre  el  agua 
que  nace  en  su  heredad. 

i 

Todo  propietario  puede  abrir  en  su  casa  ó  heredad  fuente 
ó  pozo  de  agua  ,  aunque  por  esta  causa  se  disminuya  ó  falte 
del  todo  el  agua  de  la  fuente  ó  pozo  del  vecino ,  quien  sin 
embargo  tendrá  derecho  para  impedir  la  obra  ó  demandar 
que  se  ciegue  ó  destruya  cuando  aquel  la  hiciere  sin  nece- 
sidad y  con  intención  de  perjudicarle;  ley  19,  tít.  32, 
Part.  3. 

El  que  tiene  una  fuente  en  su  heredad  puede  hacer  de 
ella  el  uso  que  mas  le  acomode  ,  porque  la  fuente  es  suya 
como  parte  del  predio,  y  como  dice  la  ley  i ,  tít.  28 ,  Part.  3, 
el  home  ha  poder  en  su  cosa  de  facer  dcllá  el  en  ella  lo  que 
quisiere'  segunt  Dios  et  segunl  fuero.  Así  es  que  puede  ser- 
virse de  sus  aguas  para  regar  sus  tierras  ó  hacer  estanques, 
y  aun  puede  '  también  cegarla  si  la  considera  inútil  ó  no- 
civa. 

Este  principio  tiene  dos  escepciones  :  la  primera  es  cuan- 
do un  tercero  tiene  derecho  adquirido  al  agua  de  la  fuente  ; 
y  la  segunda,  cuando  la  fuente  surte  de  agua  á  los  habitan- 
tes de  un  pueblo. 

El  tercero  puede  haber  adquirido  derecho  á  la  fuente  por 
título  ó  por  prescripción.  El  derecho  puede  consistir  en  la 
facultad  de  llevar  el  tercero  el  agua  de  la  fuente  por  cauce, 
acequia,  canal ,  caño  ú  otro  conducto  para  sus  tierras  ó  es- 
tablecimientos industriales ,  que  entre  los  Romanos  se  lla- 
maba servilus  aquœductus ,  servidumbre  de  acueducto  ;  ó 
en  la  de  sacar  agua  de  la  fuente  ó  pozo  para  el  consumo  de 
su  familia  ó  de  los  operarios  de  sus  campos  ó  de  sus  bestias 
y  ganados  ,  servitus  aqvœ  hauslus;  ó  en  la  de  introducir  sus 
bestias  ó  ganados  en  la  heredad  para  abrevarlos  en  la  fuen- 
te ,  servilus  pécaris  ad  aquam  appulsus  .  servidumbre  do 
abrevadero. 

El  tercero  adquiere  por  título  derecho  á  la  fuente ,  cuando 
el  dueño  de  esta  se  lo  concede  por  convención  gratuita  ú  one- 
rosa ,  ó  por  testamento  ú  otra  última  voluntad ,  ó  cuando 
el  juez  se  lo  adjudica  en  los  juicios  divisorios.  Lo  adquiero 
por  prescripción ,  cuando  se  ha  servido  del  agua  con  buena 
fe  ,  á  ciencia  y  paciencia  del  dueño  de  la  fuente ,  y  durante 
el  tiempo  legal  sin  interrupción  alguna;  ley  lo,  tít'.  51, 
Part.  5.  —  La  buena  fe  consiste  en  la  persuasion  del  tercero 
de  que  tiene  derecho  de  hacer  uso  del  agua  por  via  de  ser- 
vidumbre,  sin  que  el  uso  que  hace  de  ella  deba  su  origen 
á  la  fuerza  ni  á  la  clandestinidad  ,  ni  aun  al  mero  favor  que 
á  su  ruego  y  como  vecino  hubiese  podido  otorgarle  el  dueño 
de  la  fuente ,  d.  ley  15;  y  esta  buena  fe  debe  durar  hasta  el 
complemento  de  la  prescripción  ,  según  sientan  los  autores. 
—  La  ciencia  y  paciencia  del  dueño  de  la  fuente  sirve  de 
justo  título  y  de  tradición  ,  así  como  el  uso  del  tercero  sirve 
de  ocupación  ó  toma  de  la  posesión  del  derecho  ;  pues  si  el 
dueño  ve  ó  sabe  que  el  tercero  hace  uso  del  agua  por  via  de 
servidumbre ,  y  calla  y  lo  tolera  sin  oposición  durante  el 
tiempo  legal ,  manifiesta  bastante  que  su  voluntad  es  otor- 
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garle  tácitamente  el  derecho  de  servidumbre.  A  pesar  de 
que  la  ley  exige  la  ciencia  y  paciencia  del  dueño ,  no  la 
creen  necesaria  Antonio  Gómez  y  Gregorio  López  en  el  caso 
de  que  el  tercero  apoyase  su  uso  en  título  justo  ,  como  suce- 
dería ,  por  ejemplo ,  si  teniéndote  por  dueño  de  la  fuente 
sin  serlo ,  te  hubiese  comprado  la  servidumbre  sobre  ella , 
pues  entonces  la  ganaría  realmente  mediante  el  uso  y.  la 
buena  fe,  aunque  lo  ignorase  el  verdadero  dueño.  —  El 
tiempo  legal  es  el  de  diez  años  entre  presentes  y  veinte  entre, 
ausentes  en  las  servidumbres  continuas  ,  y  el  inmemorial 
en  las  descontinuas;  es  decir,  que  si  el  uso  que  hace  el  terr 
cero  del  agua  de  la  fuente  es  diario  ó  continuo,  como  suele 
suceder  en  la  servidumbre  de  acueducto ,  es  preciso  para  la 
prescripción  que  el  tercero  esté  en  posesión  no  interrumpida 
del  goce  del  agua  por  espacio  de  diez  años ,  hallándose  en 
la  provincia  del  dueño  de  la  fuente  ,  y  por  espacio  de  veinte 
hallándose  fuera  de  la  provincia  ;  y  si  el  uso  no  es  continuo 
sino  por  intervalos,  como  sucede  en  la  servidumbre  de  abre- 
vadero ,  en  la  de  sacar  agua  para  los  operarios  del  campo, 
y  aun  en  la  de  acueducto  cuando  el  agua  viene  solo  una  vez 
á  la  semana  ,  al  mes  ó  al  año  ,  y  no  cada  dia ,  no  basta  en- 
tonces la  posesión  de  diez  ó  veinte  años  ,  sino  que  es  indis- 
pensable la  de  tiempo  inmemorial,  ley  Ib,  tít.  51,  Parí.  5  ; 
bien  que  Gregorio  López  y  Antonio  Gómez  limitan  la  nece- 
sidad de  la  posesión  inmemorial  al  caso  de  que  el  tercero 
no  tenga  justo  título ,  queriendo  que  en  el  caso  de  tenerle 
de  alguno  á  quien  creia  dueño  de  la  fuente  sin  serlo ,  sea 
suficiente  la  ordinaria  de  diez  ó  veinte  años. 

Hemos  dicho  y  repetimos  con  arreglo  á  la  ley,  que  para 
adquirir  derecho  al  agua  por  prescripción ,  es  necesario  ha- 
cer uso  de  ella  por  via  de  servidumbre  y  no  por  fuerza ,  ni 
clandestinamente,  ni  por  mero  favor  que  haya  concedido  de 
un  modo  precario  el  dueño  de  la  fuente.  Con  efecto,  ni-  la 
fuerza  ni  el  uso  clandestino  pueden  servir  de  fundamento  á 
la  adquisición  de  un  derecho.  ¿Qué  importa  que  por  diez  , 
que  por  veinte  ó  mas  años  vengas  violentamente  de  dia  ó 
furtivamente  de  noche  á  tomar  el  agua  de  rni  campo  para 
llevarla  al  tuyo?  Mientras  no  medie  mi  consentimiento  tácito 
ó  espreso ,  nada  adelantas  con  tus  actos  por  multiplicados 
que  sean  ;  y  no  podrá  decirse  por  cierto  que  mi  consenti- 
miento está  de  tu  parte  ,  cuando  procedes  en  tus  actos  con 
violencia  ó  de  modo  que  yo  no  lo  sepa.  Mas  ni  aun  el  per- 
miso espreso  que  yo  te  diere  para  que  te  sirvas  del  agua, 
debe  considerarse  suficiente  para  que  al  cabo  de  cierto 
tiempo  conviertas  en  deuda  mi  beneficio,  si  yo  no  te  lo  di 
con  ánimo  de  reconocerte  á  tí  un  derecho  y  de  imponerme  á 
mí  una  servidumbre.  La  familiaridad  que  suele  haber  entre 
vecinos,  la  amistad,  el  deseo  de  complacerse,  y  la  necesidad 
en  que  muchas  veces  se  ven  de  pedirse  y  prestarse  mutuos 
servicios,  hace  que  el  dueño  de  una  fuente  conceda,  permita 
ó  tolere  que  el  otro  saque  agua  para  beber  sus  gentes  ó  abreve 
en  ella  sus  ganados,  principalmente  si  viene  en  abundancia, 
sin  que  por  eso  se  quiera  privar  de  la  libertad  que  tiene  de 
hacer  cesar  los  efectos  de  su  tolerancia,  cuando  no  le  con- 
venga continuarla,  sea  por  disminuirse  la  copia  del  manan- 
tial, sea  por  mudar  de  propietario  el  predio  inmediato,  sea 
por  otra  cualquiera  razón.  Asimismo ,  si  yo  dejo  correr  el 
agua  de  mi  fuente  porque  no  la  necesito  para  mis  riegos  ni 
otros  usos,  y  tú  la  recoges  á  la  salida  de  mi  campo  para  re- 
gar el  tuyo ,  no  podrás  pretender  que  por  el  trascurso  del 
tiempo  has  adquirido  el  derecho  de  tenerla  y  aprovecharla 
siempre  del  mismo  modo ,  y  que  yo  he  perdido  el  de  hacer 
en  mi  heredad  cosa  alguna  que  impida  la  salida  del  agua  y  el 
uso  que  tú  haces  de  ella.  Yo  he  tenido  facultad  de  emplearla 
ó  no  emplearla;  he  podido  dejarla  salir  de  mi  predio  porque 
me  era  inútil  ;  he  podido  dejar  que  tú  la  aprovechases,  por- 
que yo  la  habia  abandonado  ;  he  podido  permitir  que  tú  hi- 
cieses obras  en  tu  campo  para  recogerla,  porque  yo  no  tenia 


derecho  para  impedirlas,  pues  cada  uno  puede  hacer  en  su 
heredad  lo  que  mas  le  acomode  :  mas  no  por  eso  has  adqui- 
rido derecho  al  agua  que  todavía  no  ha  salido  de  mi  campo, 
sino  solo  á  la  que  está  ya  fuera  de  mi  dominio;  y  así  es  que 
YO  podré  retenerla  .  invertirla  en  nuevos  usos,  y  aun  cegar 
la  fuente  que  tal  vez  puede  serme  perjudicial. 

¿Cuándo  se  dirá  pues,,  me  preguntarás,  cuándo  se  dirá 
que  he  podido  adquirir  por  prescripción  derecho  al  agua  de 
tu  fuente?  Cuando  tú  ó  tu  antecesor  hayáis  hecho  en  mi  he- 
redad acueducto  ú  otra  obra  manifiesta  que  tenga  por  objeto 
facilitar  el  curso  y  descenso  del  agua  hacia  tu  campo,  por- 
que entonces  se  presume  que  estas  obras  se  construyeron 
en  virtud  de  convenio  celebrado  conmigo  ó  con  mi  antece- 
sor; y  cuando  por  el  hecho  de  haberte  permitido  yo  el  uso 
del  agua,  he  debido  esperimentar  algún  perjuicio  considera- 
ble ,  pues  es  de  suponer  entonces  que  mi  paciencia  no  era 
efecto  de  complacencia  ó  buena  vecindad,  sino  de  un  dere- 
cho que  tú  tenias  y  cuyo  ejercicio  no  podia  yo  impedirte. 

El  dueño  de  una  fuente  que  ha  concedido  á  su  vecino  ó 
le  ha  dejado  adquirir  por  prescripción  el  uso  del  agua,  no 
se  ha  privado  por  eso  del  derecho  de  disfrutarla  él  mismo 
para  las  necesidades  de  su  heredad  ,  pues  que  solo  ha  con- 
traído la  obligación  de  no  hacer  cosa  que  pueda  impedir  el 
ejercicio  de  la  servidumbre.  Mas  si  el  dueño,  cambiando  el 
cultivo  ó  el  empleo  de  su  campo,  absorbiese  en  él  toda  ó 
casi  toda  el  agua ,  podría  el  vecino,  demandarle  para  que  se 
sirviese  de  ella  con  moderación  y  le  dejase  la  acostumbrada 
ó  al  menos  la  suficiente  para  su  predio ,  porque  el  derecho 
de  servidumbre  no  ha  de  quedar  ilusorio. 

El  dueño  de  una  fuente  que  ha  concedido  á  su  vecino  ó  le 
ha  dejado  adquirir  por  prescripción  la  facultad  de  llevar 
agua  para  el  riego  de  sus  tierras ,  no  puede  otorgar  después 
igual  facultad  á  otro  vecino  sin  el  consentimiento  del  prime- 
ro, á  no  ser  que  el  agua  venga  en  tal  abundancia  que  baste 
para  las  heredades  de  ambos;  ley  5,  lit.  31,  Part.  3. 

Aunque  por  regla  general  no  puede  enajenarse  la  servi- 
dumbre sin  la  heredad  á  cuyo  favor  está  constituida,  dispone 
no  obstante  la  ley  12,  tít.  31 ,  Part.  3,  que  si  la  servidumbre 
fuese  de  agua  que  nace  en  una  heredad  y  riega  á  otra,  po- 
drá el  dueño  de  esta  última  ceder  el  agua  al  de  otra  heredad 
inmediata  ,  despues  que  venga  á  la  suya.  Mas  esta  disposi- 
ción debe  entenderse  sin  perjuicio  del  dueño  de  la  fuente, 
pues  este  concedió  á  su  vecino  el  uso  del  agua  para  las  nece- 
sidades de  su  heredad  ,  y  no  para  que  la  vendiese  ;  y  así  el 
concesionario  no  podrá  disponer  del  agua  en  favor  do  un 
tercero  sino  cuando  el  que  se  impuso  la  servidumbre  no 
haya  de  sufrir  por  eso  mayor  gravamen. 

Para  adquirir  la  servidumbre  ó  derecho  de  tomar  agua 
de  una  heredad  en  beneficio  de  otra  ,  no  es  necesario  que 
las  dos  heredades  estén  tan  próximas  que  se  toquen;  y  así, 
puede  un  propietario  traer  agua  de  una  heredad  ajena  por 
vía  de  servidumbre  para  regar  la  suya  ,  aunque  la  tenga 
que  pasar  por  un  camino  ó  por  otra  heredad  intermedia, 
bien  que  habrá  de  obtener  la  competente  licencia  de  la  au- 
toridad si  es  un  camino  el  que  separa  las  dos  heredades ,  ó 
del  propietario  de  la  heredad  intermedia  si  no  lo  fuere  él 
mismo.  En  este  último  caso  habrá  dos  servidumbres  :  la  de 
tomar  agua  en  la  heredad  donde  nace  la  fuente  ;  y  la  de 
conducirla  por  la  heredad  intermedia,  servilus  aquœ  duclus. 
El  dueño  de  esta  heredad  intermedia  no  podrá  servirse 
del  agua  que  pasa  por  ella  ,  sin  una  concesión  particular  del 
dueño  de  la  fuente  consentida  por  el  de  la  heredad  dominan- 
te, á  no  ser  que  ,  como  acabamos  de  decir  ,  baste  el  agua 
para  las  dos  heredades  ,  pues  en  tal  caso  será  suficiente  la 
concesión  del  dueño  de  la  fuente  ó  predio  sirviente  sin  nece- 
sidad de  la  aprobación  del  dueño  del  dominante. 

El  que  tiene  á  su  favor  la  servidumbre  de  acueducto,  ó 
sea  el  derecho  de  conducir  agua  por  heredad  ajena ,  debe 
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guardar  y  mantener  el  cauce,  acequia,  canal ,  caño  ú  otro 
conducto,  de  modo  que  no  se  pueda  ensanchar,  alzar,  bajar 
ni  hacer  daño  á  la  heredad  por  donde  pasa.  Si  fuere  cauce 
de  agua  para  molino  ó  acequia  para  riego,  la  ha  de  sostener 
y  guardar  con  estacadas  sin  poner  cantos  ni  grandes  piedras 
que  causen  estorbos  ó  embarazos  en  el  predio  ;  y  no  siendo 
de  tanta  consideración  la  cantidad  del  agua,  la  debe  condu- 
cir por  arcaduces  de  barro  ó  por  caños  de  plomo  enterrados 
ó  por  canales,  de  modo  que  se  aproveche  de  ella  sin  pérdida 
ni  menoscabo  de  las  heredades  que  atraviesa;  ley  4,  til.  51, 
Part.  3. 

La  segunda  escepcion  ó  limitación  que  mas  arriba  pusi- 
mos á  la  libertad  que  tiene  el  dueño  déla  fuente  para  hacer 
de  ella  el  uso  que  mas  le  acomode,  es  cuando  la  fuente  surte 
ó  puede  surtir  de  agua  á  los  habitantes  de  un  pueblo  que  no 
tienen  otro  medio  para  proveerse  de  este  artículo  tan  nece- 
sario ;  en  cuyo  caso  no  puede  el  dueño  disponer  á  su  arbitrio 
de  la  fuente  con  perjuicio  del  pueblo  ni  resistirse  á  facilitarle 
su  aprovechamiento,  por  el  gran  principio  de  que  el  interés 
privado  debe  ceder  al  interés  general.  Mas  como  nadie  puede 
ser  despojado  de  sus  cosas  ni  de  sus  derechos  ,  ni  aun  por 
causa  de  utilidad  pública ,  sin  que  primero  se  le  dé  la  com- 
petente indemnización  ,  de  guisa  que  él  finque  pagado  â  bien 
vista  de  homes  buenos,  según  se  manda  en  la  ley  2,  lit.  1  , 
Part.  2,  y  en  la  ley  SI ,  lit.  10,  Part.  3,  puede  el  dueño  de 
la  fuente  pedir  que  se  le  resarza  por  el  pueblo  del  perjuicio 
que  se  le  causare  ,  si  es  que  el  pueblo  no  se  ha  libertado  de 
la  obligación  del  resarcimiento  por  haber  adquirido  el  uso 
del  agua  mediante  título  ó  prescripción.  Ademas  ,  el  dueño 
conserva  siempre  la  propiedad  de  la  fuente ,  no  habiéndola 
enajenado  del  todo;  y  aunque  hubiese  sido  compensado 
puede  servirse  de  ella  en  beneficio  de  su  heredad ,  con  tal 
que  no  perjudique  al  uso  del  pueblo. 

§  III.  De  las  aguas  que  pertenecen  al  público. 

Pertenecen  al  público  las  aguas  que  no  son  ni  pueden  ser 
de  propiedad  particular.  Tales  son  las  aguas  de  los  rios  que 
por  sí  ó  por  accesión  con  otros  siguen  su  curso  hasta  el  mar. 
Estos  pueden  ser  navegables  ó  no  navegables.  Si  son  nave- 
gables, nadie  puede  aprovecharse  de  sus  aguas  de  modo  que 
impida  ó  embarace  la  navegación  :  mas  si  no  lo  son,  pueden 
los  dueños  del  territorio  por  donde  pasen ,  servirse  de  sus 
aguas  para  utilidad  de  sus  predios  ó  de  su  industria,  sin  per- 
juicio del  uso  comunal  ó  del  deslino  que  los  pueblos  del 
tránsito  les  hubiesen  dado ,  y  con  las  modificaciones  preve- 
nidas en  las  leyes ,  órdenes  y  decretos  de  que  se  habla  en  la 
palabra  Acequia.  Quiénes,  cómo  y  cuándo  pueden  pescar 
en  las  aguas  que  pertenecen  al  público,  se  verá  en  la  palabra 
Pesca. 

§  IV.  Del  uso  de  las  aguas  que  pasan  por  la,  orilla 
ó  por  dentro  de  una  heredad. 

|  El  uso  de  las  aguas  corrientes  que  no  sean  de  aquellas  de 
que  nadie  puede  aprovecharse  sin  licencia  de  la  autoridad  , 
debe  arreglarse  por  lo  dispuesto  en  las  ordenanzas  munici- 
pales ó  por  los  usos  y  costumbres  del  pais  :  mas  en  defecto 
de  ordenanzas  y  costumbres,  dicta  la  equidad  y  el  interés  de 
la  agricultura  las  reglas  siguientes  : 

Las  aguas  de  fuentes  y  manantiales  son  propias  de  los 
dueños  de  los  terrenos  en  que  nacen  ó  de  los  campos  infe- 
riores que  han  adquirido  derecho  á  su  aprovechamiento, 
mientras  permanecen  dentro  de  su  recinto;  pero  así  que 
salen  de  él  se  hacen  aguas  corrientes  ,  aqua  profluens ,  y 
pertenecen  como  cosas  comunes  al  primero  que  las  ocupa, 
en  cuento  tiene  necesidad  de  ellas. 


Los  primeros  que  pueden  ocuparlas  son  los  dueños  de 
las  heredades  que  aquellas  bañan  ó  atraviesan. 

Si  el  agua  corriente  pasa  por  entre  heredades  de  diferen- 
tes dueños,  cada  uno  de  estos  puede  servirse  de  ella  para  el 
riego  de  su  heredad  ó  para  otro  objeto ,  pero  no  en  el  todo 
sino  solo  en  la  parte  que  le  corresponda  ,  porque  ambos  tie- 
nen iguales  derechos,  y  puede  por  consiguiente  oponerse  el 
uno  á  que  el  otro  se  atribuya  toda  el  agua  ó  bieo  una  parte 
mas  considerable  que  la  suya. 

Cuando  el  agua  pasa  por  lo  interior  de  wna  heredad,  puede 
el  dueño  usar  de  ella  á  su  arbitrio,  pues  como  son  suyas  las 
dos  riberas  no  tiene  que  sujetarse  por  intereses  de  otro  pro-  ' 
pietario  ribereño  ;  pero  á  la  salida  de  su  predio  debe  volverla 
á  su  curso  natural  ú  ordinario ,  sin  poder  absorberla  ó  con- 
sumirla enteramente  ni  darle  otra  dirección ,  porque  no  es 
suya  en  cuanto  á  la  propiedad ,  sino  solo  en  cuanto  al  uso 
que  puede  hacer  de  ella  á  su  paso. 

Pues  que  todo  propietario  ribereño  puede  servirse  del 
agua  que  pasa  por  la  orilla  de  su  predio  para  regarlo ,  es 
claro  que  puede  abrir  sangrías  ,  regueras  ó  canalizas,  y  aun 
construir  presa,  azud  ú  otra  obra  para  tomarla  y  llevarla  á 
su  heredad  ,  con  tal  que  no  la  haga  refluir  sobre  los  campos 
superiores  contra  la  voluntad  de  sus  dueños  ,  ó  inundar  los 
inferiores ,  ó  bajar  de  un  modo  que  cause  estragos,  ni  la  de- 
tenga de  manera  que  los  vecinos  queden  privados  del  riego 
acostumbrado;  ley  13,  tít.  32,  Parí.  3. 

No  puede  ninguno  de  los  propietarios  ribereños  construir 
obras  en  la  heredad  del  otro  sin  su  consentimiento,  ni  aun 
apoyar  en  ella  una  presa  ó  azud  para  hacer  entrar  las  aguas 
con  mas  abundancia  en  la  suya  ;  pues  como  todos  tienen  los 
mismos  derechos ,  no  deben  hacerse  las  obras  sino  de  modo 
que  el  agua  se  reparta  con  igualdad. 

Mas  este  principio  de  la  igualdad  en  el  repartimiento  de  las 
aguas  está  subordinado  al  interés  de  la  agricultura ,  que  re- 
gularmente exigirá  se  destine  mayor  cantidad  á  las  heredades 
de  mayor  estension,  como  quería  la  ley  romana.  Sin  em- 
bargo ,  como  no  siempre  necesita  mas  agua  el  campo  mas 
estenso ,  no  deberá  aplicarse  sino  con  ciertas  restricciones 
la  máxima  de  los  Romanos. 

Así  como  los  propietarios  superiores  no  pueden  privar 
absolutamente  á  los  inferiores  deluso  del  agua,  pues  que 
deben  restituirla  à  su  curso  natural  después  de  haberse 
servido  de  ella ,  salva  la  pérdida  inevitable  causada  por  el 
riego  ;  del  mismo  modo  ,  en  sentido  inverso  ,  los  dueños  de 
molinos ,  aceñas ,  batanes ,  fábricas ,  ú  otros  establecimientos 
industriales  no  tienen  tal  derecho  á  toda  el  agua  necesaria 
para  el  movimiento  de  sus  máquinas,  que  puedan  privar 
totalmente  de  ella  á  los  propietarios  de  las  heredades  supe- 
riores. Sin  embargo,  cuando  se  trata  de  molinos  en  un  pais 
donde  hay  pocos  y  que  á  causa  de  una  sequía  necesitan  de 
toda  el  agua,  debe  suspenderse  en  su  favor  por  el  bien  común 
el  riego  de  los  prados  y  otros  fundos  mientras  dure  el  estado 
de  sequía.  *^ 

Un  propietario  ribereño  pueew»  anajenar  el  derecho  de 
tomar  el  agua  por  renuncia ,  cesión ,  venta  ó  de  otro  modo 
en  favor  del  propietario  del  otro  lado  ó  del  de  mas  abajo  ; 
y  si  teniendo  dos  heredades  se  desprende  de  la  una,  puede 
reservarse  el  derecho  esclusivo  de  servirse  del  agua  para 
la  que  conserva  ,  ó  concederlo  para  la  que  enajena.  Puede 
igualmente  un  ribereño  adquirir  con  respecto  á  otro  el  de- 
recho esclusivo  al  agua  por  medio  de  la  prescripción. 

No  puede  el  ribereño ,  sin  consentimiento  de  los  demás 
ribereños  interesados,  conceder  á  un  tercero  en  perjuicio 
de  ellos  la  facultad  de  tomar  agua  en  la  misma  corriente  ó 
en  su  predio  ;  ni  servirse  él  mismo  del  agua  para  regar  otra 
heredad  que  le  pertenece ,  pero  que  no  está  situada  en  la 
ribera  :  bien  que  este  derecho  puede  adquirirse  por  pres- 
cripción. 
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Cuando  una  heredad  riberiega  se  divide  entre  varios  con- 
dueños ó  comuneros,  de  manera  que  las  partes  que  se  de- 
signan ó  adjudican  á  algunos  de  ellos  y  que  forman  ya  otras 
tantas  heredades  no  confinan  con  la  corriente ,  conservan 
sin  embargo  unas  y  otras  su  derecho  al  agua  en  la  misma 
forma  que  le  tenían  antes  de  la  division ,  aunque  nada  se 
hubiese  estipulado  sobre  este  asunto. 

El  propietario  que  aumenta  la  estension  de  su  heredad 
riberiega  con  la  adquisición  de  tierras  contiguas  que  le 
agrega  ,  no  puede  tomar  mas  agua  que  antes  para  su  riego 
en  detrimento  de  los  demás  interesados  ;  pues  si  tuviese  tal 
facultad ,  podría  con  el  tiempo  hacer  ilusorios  los  derechos 
de  los  demás  propietarios  ribereños. 

El  álveo  ,  madre  ó  terreno  por  donde  van  las  aguas  cor- 
rientes, debe  repartirse  entre  los  propietarios  ribereños 
según  las  fronteras  de  sus  heredades,  en  caso  de  quedar 
seco  por  efecto  del  tiempo ,  por  algún  acontecimiento  de 
fuerza  mayor,  ó  por  mudar  el  agua  de  curso;  ley  31»  lit.  28, 
Parí.  3.  Véase  Aluvión,  Avulsion ,  Isla  y  Rio. 

Las  reglas  que  hemos  sentado ,  son  aplicables  á  las  aguas 
corrientes  que  no  pertenecen  á  nadie  y  que  van  por  álveos 
ó  cauces  naturales  ;  pero  no  á  las  acequias  ó  canales  que  ha 
construido  la  mano  del  hombre.  Así  que,  si  por  la  orilla  ó 
por  dentro  de  mi  heredad  pasa  una  acequia  perteneciente  á 
un  molino  ú  otro  establecimiento,  no  podré  servirme  del  agua 
para  mi  predio,  sino  en  el  caso  de  haber  adquirido  derecho 
á  ella  por  título  ó  prescripción  :  bien  que  si  el  dueño  del 
establecimiento  no  disfruta  de  la  acequia  por  derecho  de 
propiedad  sino  solo  por  derecho  de  servidumbre  impuesta 
sobre  mi  predio,  como  debe  presumirse  mientras  no  se 
pruebe  lo  contrario,  aunque  no  podré  hacer  cosa  alguna 
que  disminuya  el  uso  de  la  servidumbre  en  cuanto  al  objeto 
para  que  se  halla  establecida,  podré  á  lo  menos  aprove- 
charme del  agua  sobrante ,  sea  cuando  el  establecimiento 
esté  parado ,  sea  cuando  la  acequiaren ga  en  mucha  abun- 
dancia. —  Véase  Acequia  (1). 

Hemos  hablado  aquí  de  las  aguas  en  cuanto  sirven  para 
el  riego.  En  el  artículo  Pesca  se  hablará  de  los  que  tienen 
derecho  de  aprovecharse  de  ella  ,  y  del  modo  y  tiempo  en 
que  pueden  ejercerlo. 

-j-  AGUAS  minerales.  Véase  Baños  y  aguas  minerales. 

AGUÏJATORÎA.  Adjetivo  que  se  aplica  al  despacho  ó 
provision  que  libra  el  superior  al  juez  inferior  para  que 
cumpla  el  primer  despacho. 
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AHIJADO.  Aquel  á  quien  el  padrino  ó  madrina  sacan 
de  pila  en  el  sacramento  del  bautismo  :  —  el  que  es  apadri- 
nado de  otro  cuando  recibe  el  sacramento  de  la  confirmación 
ó  del  matrimonio  ;  ó  en  alguna  otra  ceremonia  religiosa  ó 
profana;  y  últimamente  el  prohijado  ó  adoptado.  Llámase 
ahijado  con  respecto  al  padrino  ó  madrina  ó  padre  adoptivo. 

El  ahijado  por  el  apadrinamiento  en  el  bautismo  ó  confir- 
mación tiene  contraido  parentesco  espiritual  con  el  padrino 
ó  madrina  ;  y  el  ahijado  por  adopción  lo  tiene  contraído  legal 
ó  civil  con  el  padre  adoptivo  en  todo  tiempo,  y  con  su  fami- 
lia mientras  subsiste  la  adopción  ,  no  pudiendo  por  consi- 
guiente celebrarse  matrimonio  entre  las  indicadas  personas. 
Véase  Adopción,  Bautismo  y  Parentesco  espiritual. 

A2ÏIJ AMIENTO.  El  prohijamiento,  adopción  ó  arro- 
gación. 

AHIJAR.  Prohijar  ó  adoptar  al  hijo  ajeno. 

AHOGADO.  El  que  ha  perdido  la  vida  en  el  agua  y  por 
el  agua.  Decimos  en  el  agua  y  por  el  agua,  porque  puede 

(i)  Para  el  aprovechamiento  de  las  aguas  de  los  ríos  existe  la 
real  orden  de  14  dt  marzo  de  1846,  que  establece  9  reglas. 


suceder  que  uno  perezca  dentro  del  agua  y  que  no  sea  el 
agua  la  causa  de  su  muerte  sino  tal  vez  un  golpe  ó  herida 
que  haya  recibido  en  la  cabeza  al  tiempo  de  caer  en  ella ,  en 
cuyo  caso  no  podría  decirse  propiamente  ahogado.  También 
puede  suceder  que  se  encuentre  un  muerto  en  el  agua  por 
haber  sido  arrojado  á  ella  después  de  asesinado,  ó  por  haber 
caido  de  resultas  de  un  accidente  mortal  de  que  fué  atacado 
hallándose  á  la  orilla. 

Los  facultativos ,  esplicando  la  muerte  de  los  ahogados, 
piensan  que  procede  unas  veces  de  la  introducción  del  agua 
en  la  traquiarleria  que  impide  la  entrada  del  aire  atmosférico 
en  los  pulmones;  otras  de  un  síncope  de  que  á  causa  del  es- 
panto y  sobrecogimiento  fué  acometido  el  ahogado  al  tiempo 
de  verse  sumergir  en  el  agua;  ya  de  una  congestion  cerebral 
ocasionada  por  una  temperatura  muy  fria,  por  una  consti- 
tución apoplética  ,  por  una  caida  violenta  ,  por  la  embria- 
guez, por  la  plenitud  del  estómago,  por  la  compresión  del 
cuello  ;  y  ya  finalmente  de  la  combinación  de  muchas  de 
eslas  especies  de  asfixia.  Como  quiera  que  sea ,  las  princi- 
pales cuestiones  que  hay  que  examinar  en  el  caso  de  hallarse 
un  hombre  muerto  debajo  del  agua  ó  á  la  orilla  de  un  rio, 
son  las  dos  que  siguen  :  Ia.  El  ahogado  ¿estaba  vivo  al  tiempo 
de  su  inmersión  en  el  agua?  2a.  La  sumersión  ¿  fué  efecto  de 
un  accidente,  de  un  acto  voluntario,  ó  de  la  fuerza  de  un 
criminal  que  quiso  valerse  de  este  medio  para  cometer  un 
homicidio  ? 

La  primera  de  estas  cuestiones  no  es  fácil  de  resolver  sino 
por  el  examen  mas  atento  y  escrupuloso  del  cadáver;  y  aun 
puede  suceder  que  se  saque  mas  luz  de  las  pruebas  testimo- 
niales que  de  la  inspección  mas  esquisita.  Entre  las  señales 
características  del  ahogamiento  indicadas  por  los  autores 
hay  algunas  que  no  tienen  valor  alguno ,  y  otras  que  lo 
tienen  solamente  hallándose  reunidas.  Así  es  que  el  estado 
de  la  cara  que  se  halla  entumecida  y  roja  ó  cárdena  ,  el  en- 
cendimiento de  la  piel  y  el  infarto  de  los  vasos  del  cerebro, 
no  son  mas  que  signos  indirectos  de  la  asfixia  ,  cualquiera 
que  sea  la  causa  que  la  ha  producido.  Mas  si  el  ahogado 
tiene  las  estremidades  de  los  dedos  desolladas,  y  las  uñas 
con  arena ,  tierra  ó  fango ,  es  de  presumir  que  hizo  esfuerzos 
para  salir  del  peligro  que  le  amenazaba,  y  que  por  consi- 
guiente estaba  vivo  al  tiempo  de  la  sumersión.  Esta  presun- 
ción será  mas  vehemente  si  en  la  traquiarteria ,  en  los  bron- 
quios y  en  el  parénquima  pulmonar  se  encuentra  cierta 
cantidad  de  materia  espumosa ,  blanquecina  ó  sanguinolenta  ; 
pero  como  suele  verse  también  una  espuma  enteramente 
análoga  en  las  vias  respiratorias  de  los  que  mueren  asfixiados 
por  gases  deletéreos  ó  acometidos  de  un  violento  acceso  de 
epilepsia ,  no  debe  tomarse  en  consideración  esta  señal  si  no 
va  unida  con  las  siguientes.  En  los  ahogados  las  cavidades 
derechas  del  corazón ,  las  venas  cavas ,  la  vena  y  la  arteria 
pulmonares  ,  contienen  gran  cantidad  de  sangre  negra  ;  y 
el  ventrículo  derecho  es  de  un  moreno  negruzco  ,  mientras 
que  el  izquierdo  es  de  un  rosa  claro ,  bien  que  esto  se  observa 
igualmente  en  las  demás  especies  de  asfixia.  La  sangre  per- 
manece en  estado  de  fluidez  por  espacio  de  muchas  horas 
después  de  la  muerte  ;  el  diafragma  se  invierte  ó  trastorna  ; 
en  el  estómago  se  encuentra  cierta  cantidad  de  agu3;  y  los 
órganos  abdominales  tienen  un  color  mas  vivo  que  en  su  es- 
tado ordinario.  De  todas  estas  señales  deducen  los  faculta- 
tivos que  ha  habido  asfixia;  pero  todavía  no  se  atreven  á 
sentar  con  seguridad  que  esta  haya  sido  efecto  precisamente 
de  la  sumersión. 

La  segunda  cuestión ,  reducida  á  conocer  si  la  sumersión 
fué  accidentel ,  voluntaria  ,  ó  forzada ,  esto  es ,  causada  por 
mano  de  un  tercero  ,  no  puede  resolverse  sino  por  las  prue- 
bas testimoniales  y  demás  diligencias  y  averiguaciones  judi- 
ciales. Si  fué  forzada,  es  natural  que  en  el  cadáver  se  des- 
cubran algunas  lesiones  ú  otras  señales  de  violencia ,  porque 
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es  muy  raro  que  un  sugeto  sea  sumergido  sin  que  el  agresor 
le  haya  maltrado  antes  para  debilitarle  ó  le  haya  ligado  ó 
puesto  algún  peso  al  cuerpo  para  asegurar  la  consumación 
de  su  crimen.  Mas  es  de  observar  que  se  han  visto  casos  en 
que  resueltos  á  ahogarse  algunos  desgraciados  se  han  atado 
ellos  mismos  un  peso  al  cuerpo  ó  se  han  herido  con  pistola 
ó  puñal  antes  de  precipitarse  al  agua  ;  y  otros  en  que  las 
heridas  y  contusiones  no  se  han  hecho  por  mano  estraña  ni 
por  el  mismo  ahogado ,  sino  que  han  sido  causadas  por  gol- 
pes recibidos  al  tiempo  de  caer  sobre  piedras  ú  otros  cuerpos 
ocultos  bajo  del  agua.  Por  eso  conviene  mucho  describir  la 
situación  del  cadáver  y  las  circunstancias  locales  ,  notar  la 
altura  del  agua,  indagar  la  material  construcción  del  fondo, 
y  recoger  los  instrumentos  que  se  encuentren  y  que  puedan 
dar  luz  para  el  descubrimiento  de  los  hechos.  Si  el  cadáver 
fuese  de  un  recien  nacido ,  seria  necesario  comprobar  si  ha- 
bía vivido  ó  si  por  el  contrario  habia  nacido  muerto  ó  sin 
aptitud  para  la  vida. 

AMOSCADO.  El  que  ha  perdido  la  vida  colgado  de  un 
lazo  al  cuello  en  la  horca  ú  otra  parte ,  sea  por  disposición 
de  la  justicia  ,  sea  por  mano  de  un  injusto  agresor,  sea  por 
propia  voluntad.  La  pena  de  horca  está  abolida,  como  se 
verá  en  su  lugar. 

En  el  caso  de  encontrarse  un  hombre  ahorcado ,  se  debe 
indagar:  Io.  Si  fué  ahorcado  estando  vivo,  ó  después  de 
muerto  :  —  2o.  Si  se  ahorcó  él  mismo  ,  ó  fué  ahorcado  por 
otro.  Para  decidir  estas  cuestiones  no  solóse  han  de  practicar 
todas  las  diligencias  judiciales  que  puedan  dar  alguna  luz 
sobre  el  hecho ,  sino  que  es  necesario  también  recurrir  á  las 
declaraciones  de  los  profesores ,  los  cuales  deben  darlas  des- 
pués de  examinar  atentamente  el  cadáver. 

El  cadáver  de  un  ahorcado  suele  presentar  las  señales  ca- 
racterísticas que  siguen  :  la  cara  lívida  ;  los  ojos  hinchados 
y  medio  abiertos  ;  la  boca  torcida  ;  la  lengua  túmida ,  amo- 
ratada ó  negra,  contraída  ó  recogida  entre  los  dientes  ;  es- 
puma sanguinolenta  en  las  fauces  ,  en  las  narices,  y  aj  rede- 
dor de  la  boca  ;.  el  cuerpo  rígido ,  los  dedos  contraidos  y 
alguna  vez  amoratados;  el  dorso,  los  brazos,  los  lomos  y  los 
muslos  equimosados ,  vestigios  de  eyaculacion  de  esperma , 
•ó  de  haber  arrojado  orina  ó  escremento  ;  un  surco  circular 
en  el  cuello  causado  por  la  constricción  de  la  cuerda  ó  do- 
gal ,  y  la  piel  del  surco  adelgazada ,  escoriada  en  algunos 
puntos,  de  un  color  amarillo  negruzco,  y  acompañada  á  veces 
de  equimosis  ;  rotos  tal  vez  los  músculos  que  unen  el  hueso 
hioydes  con  la  laringe  y  demás  partes  inmediatas  ;  dislo- 
cados, hundidos  y  aun  lacerados  los  cartílagos  de  la  laringe, 
y  fracturadas  ó  descoyuntadas  las  vértebras  del  cuello. 

Los  signos  de  congestion  hacia  la  cabeza  no  son  constan- 
tes :  pueden  no  verificarse  sino  algunas  horas  después  del 
accidente,  como  que  según  algunos  facultativos  no  son  efecto 
•sino  de  la  persistencia  de  la  constricción  causada  por  el  lazo; 
y  no  aparecen  cuando  el  ahorcamiento  se  hizo  después  de 
Ja  muerte. 

La  eyaculacion  del  esperma  es  una  prueba  indudable  de 
que  el  sugeto  estaba  vivo;  pero  falta  muchas  veces  ,  y  aun 
3iay  quien  sospecha  que  puede  considerarse  como  un  testi- 
monio de  suicidio,  porque  no  se  observa  en  los  homicidios 
por  estrangulación ,  y  porque  quizá  es  incompatible  con  el 
grado  de  agitación  que  esperimenta  el  hombre  á  quien  se 
asesina.  Sin  embargo,  como  parece  que  tiene  lugar  también 
en  casos  de  lesión  de  la  médula  en  la  región  cervical ,  y  esta 
lesión  suele  verificarse  en  el  ahorcamiento,  no  hay  que  re- 
currir á  la  idea  de  suicidio ,  á  lo  menos  cuando  exista  dicha 
lesión ,  para  esplicar  un  fenómeno  que  siempre  será  efecto 
de  una  causa  independiente  del  concurso  de  la  voluntad. 

l^a  impresión  que  hace  la  cuerda  sobre  los  tegumentos  del 
cuello  y  las  partes  subcutáneas  es  la  misma  en  el  hombre 
.muerto  que  en  el  vivo,  cuando  la  suspension  ó  ahorcamiento 


se  ejecutó  poco  tiempo  despues  de  la  muerte  ;  y  así  es  que 
solo  en  el  caso  de  no  haber  magullamiento  subcutáneo  en  los 
músculos  del  cuello  ,  podrá  decirse  que  la  constricción  sa 
hizo  después  de  la  muerte,  porque  el  cordel  en  un  cadáveí 
ya  frío  ,  aunque  se  apriete  mucho ,  hace  surco ,  pero  na 
magulla. 

En  caso  de  luxación  de  la  médula  espinal ,  si  se  ha  verifi- 
cado en  vida  ,  se  observan  profundas  equímoses  en  el  tejido 
celular,  fuera  de  su  lugar  los  músculos  inmediatos  á  las  vér- 
tebras, y  derrame  de  sangre  en  la  canal  vertebral  :  mas  no 
habiendo  luxación ,  no  puede  afirmarse  que  el  ahorcamiento 
se  hizo  en  vida. 

Para  establecer  que  la  suspension  ó  estrangulación  se  ha 
ejecutado  después  de  la  muerte,  es  preciso  encontrar  heri- 
das ,  fracturas  ó  contusiones  en  alguno  de  los  órganos  im- 
portantes de  la  economía  ,  ó  reconocer  señales  de  veneno  en 
el  conducto  digestivo  ;  pues  si  el  cuerpo  se  halla  intacto ,  y 
no  se  encuentra  ninguna  lesión  á  que  pueda  atribuirse  la 
muerte ,  es  de  presumir  que  el  sugeto  cuyo  cadáver  se  exa- 
mina fué  suspendido  ó  estrangulado  vivo. 

Dado  que  la  suspension  ó  ahorcamiento  tuvo  lugar  en 
vida ,  i  se  ahorcó  el  sugeto  á  sí  mismo ,  ó  fué  ahorcado  por 
otro  ?  Las  luxaciones  y  demás  lesiones  de  la  columna  verte- 
bral hacia  la  región  cervical ,  como  igualmente  las  fractu- 
ras del  hueso  hioydes  y  las  alteraciones  de  la  laringe  y  de 
los  músculos  cervicales ,  prueban  en  el  mayor  número  de 
casos  mas  bien  homicidio  que  suicidio.  —  Cuando  en  el  cue- 
llo se  encuentran  dos  surcos ,  uno  circular  y  otro  oblicuo  , 
es  de  presumir  que  hubo  asesinato ,  y  que  el  asesino  empe- 
zó por  la  estrangulación ,  y  después  colgó  el  cuerpo  para 
desviar  las  sospechas  sobre  la  verdadera  causa  de  la  muer- 
te. La  cuerda  en  tal  caso  debe  volverse  á  poner  sobre  el 
cuello  del  cadáver  para  ver  si  las  impresiones  del  cuello 
corresponden  á  las  asperezas  de  la  cuerda  ,  y  si  la  suspen- 
sion fué  causa  de  la  muerte  ó  posterior  á  ella.  La  dirección 
del  surco  puede  hacer  distinguir  la  estrangulación  de  la  sus- 
pension ,  porque  en  caso  de  suspension  la  cuerda  debió  di- 
rigirse oblicuamente  hacia  arriba  del  lado  del  nudo  en  vir- 
tud del  peso  del  cuerpo;  bien  que  si  la  suspension  se  hizo 
con  una  cuerda  delgada  y  apretada  con  nudo  corredizo , 
puede  suceder  que  la  impresión  ó  surco  sea  circular  ,  y  que 
solo  el  nudo  presente  oblicuidad  hacia  arriba  por  la  rapidez 
con  que  debió  ejecutarse  la  constricción.  —  Si  el  cadáver  se 
encuentra  atado  de  pies  y  manos ,  si  presenta  señales  de  vio- 
lencia ,  se  tendrá  otra  razón  para  presumir  que  la  suspen- 
sion se  hizo  por  otro  ;  pero  es  necesario  tener  presente  que 
no  faltan  ejemplos  de  furiosos  é  hipocondríacos  que  se  han 
cubierto  de  heridas  y  magullado  el  rostro  antes  de  ahorcar- 
se. —  Finalmente  la  investigación  de  las  circunstancias  mo- 
rales del  sugeto,  esto  es,  de  su  carácter,  sexo,  edad  ,  pa- 
siones, estado  intelectual,  como  igualmente  la  de  las  cir- 
cunstancias de  tiempo ,  lugar  ,  modo  y  otras  accesorias  al 
suceso,  podrán  dar  mucha  luz  para  distinguir  el  suicidio  del 
homicidio.  Véase  Suicidio. 

Pueden  consultarse  sobre  esta  materia  las  obras  de  medí- 
dicina  legal  de  Plenk ,  Foderé ,  Orilla  y  Sedillot. 

AHORCAR.  Quitar  á  uno  la  vida  echándole  un  lazo  al 
cuello,  y  colgándole  de  él  en  la  horca  ú  otra  parte.  Por 
real  decreto  de  24  de  abril  de  i  852  quedó  abolida  la  pena 
de  horca ,  subrogándose  la  de  garrote  con  distinciones  aco- 
modadas á  la  clase  de  los  delincuentes  y  á  la  naturaleza  del 
delito.  Véase  Garrote  y  Horca. 

AHORRAR.  Lo  mismo  que  aforrar  ó  manumitir  :  —  se- 
parar y  guardar  uno  en  su  gasto  ó  manutención  alguna  parte 
de  lo  que  tiene  para  ella  :  —  y  entre  ganaderos  conceder  á 
los  mayorales  y  pastores  un  cierto  número  de  cabezas  de 
ganado ,  horras  ó  libres  de  toda  paga  y  gasto ,  y  con  todo  eH 
aprovechamiento  para  ellos. 
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AHORRO.  La  manumisión  ó  acción  de  dar  libertad  al 
esclavo  ;  y  también  la  parte  que  uno  separa  y  guarda  de  lo 
que  tiene  para  su  gasto  ó  manutención. 
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.  AJUAR.  Los  adornos  personales  y  muebles  de  casa  que 
lleva  la  mujer  al  matrimonio.  Tómase  también  por  los  mue- 
bles ó  trastos  de  uso  común  de  la  casa. 

AJUSTAMIENTO.  En  las  cuentas  el  reconocimiento  y 
liquidación  que  se  hace  de  ellas ,  cotejando  el  cargo  y  la  data 
para  saber  si  resulta  algún  alcance.  Llámase  también  así  el 
mismo  papel  en  que  está  hecho  este  reconocimiento  ó  liqui- 
dación. Finalmente  es  lo  mismo  que  ajuste. 

AJUSTAR.  Concertar,  capitular,  concordar  alguna  cosa, 
como  el  casamiento,  la  paz,  las  diferencias  ó  pleitos  :  — 
componer  ó  reconciliar  á  los  que  estaban  discordes  ó  ene- 
mistados :  —  concertar  el  precio  de  alguna  cosa  ó  el  uso  de 
ella  :  —  tomar  ó  logar  un  mozo ,  sirviente ,  jornalero  ó  peón 
para  trabajar  mediante  un  precio  convenido  por  dia  ;  —  y 
en  materia  do  cuentas  reconocer  y  liquidar  su  importe  co- 
tejando el  cargo  y  la.  data  para  saber  si  hay  algún  alcance, 
como  igualmente  liquidar  las  ganancias  ó  pérdidas  que  uno 
ha  tenido  en  sus  comercios. 

AJUSTARSE.  Hacer  algún  ajuste,  convenio  ó  transac- 
ción, poniéndose  de  acuerdo  unas  personas  con  otras;  y 
acomodarse,  ó  conformar  uno  su  opinion  ó  su  voto  con  el  de 
otros.  Véase  Alquilarse. 

AJUSTE.  Convenio,  concierto,  composición  ,  acomoda- 
miento ,  conciliación  ,  transacción.  Véase  Transacción. 

AJUSTICIADO.  El  reo  en  quien  se  ha  ejecutado  la 
pena  de  muerte. 

AJUSTICIAR.  Castigar  al  reo  con  pena  de  muerte.  No 
debe  ajusticiarse  al  reo  secretamente  sino  en  público ,  y  pre- 
gonándose su  crimen,  á  fin  de  contener  con  el  ejemplo  y  por 
medio  del  temor  del  castigo  los  designios  de  los  que  intentaren 
imitarle  en  sus  extravíos.  La  mujer  preñada  no  puede  ser 
ajusticiada  hasta  que  para^  en  el  concepto  de  que  el  que  la 
hiciere  ajusticiar  antes  debe  ser  castigado  como  homicida. 
Ley  11,  tít.  51,  Parí.  7. 
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ALABARDEROS.  Los  soldados  de  una  de  las  compa- 
ñías do  la  guardia  del  rey,  cuya  arma  es  la  alabarda.  La 
real  compañía  de  alabarderos  es  el  segundo  cuerpo  de  casa 
real  y  sigue  á  los  guardias  de  corps  ,  de  cuyos  mismos  pri- 
vilegios y  distinciones  goza. 

Este  cuerpo  no  tiene  ordenanzas  ni  consejo  de  guerra  para 
la  sustanciacion  de  sus  causas  :  todas  se  determinan  en  el 
juzgado  particular  que  forman  el  capitán  con  el  asesor  gene- 
ral, y  que  conoce  de  todas  las  de  sus  individuos,  á  eseep- 
cion  de  los  delitos  de  desafuero ,  sin  mas  recurso  que  á  la 
real  persona. 

El  ayudante  de  esta  compañía  debe  entender  en  las  pri- 
meras diligencias  que  ocurran  en  los  delitos  de  heridas ,  ro- 
bos y  otros ,  dando  parte  inmediatamente  al  capitán  ú  ofi- 
cial comandante,  para  que  este  jefe  providencie  si  ha  de 
seguirse  ó  no  la  causa  por  el  asesor  de  la  casa  real.  —  Véase 
Cuerpos  de  Casa  Real. 

ALAJOR.  Tributo  ó  pension  que  se  pagaba  á  los  dueños 
de  los  solares  en  que  estaban  labradas  las  casas. 

ALAMIN.  En  lo  antiguo  la  persona  diputada  en  algún 
pueblo  para  reconocer  y  arreglar  los  pesos  y  medidas,  es- 
pecialmente en  las  cosas  comestibles  ,  y  también  para  arre- 
glar la~  calidad  y  precio  de  ellas.  Equivale  á  fiel ,  y  era  os- 
tensivo á  otros  oficiales  de  justicia.  En  algunas  parles  es  lo 
mismo  que  maestro  de  obras  ó  de  albañilería;  y  en  la  ribera 


de  Navarra  se  llama  as!  el  sugeto  destinado  por  la  justicia 
para  rondar  sobre  las  acequias  de  riego ,  à  fin  de  que  el 
agua  no  se  pierda  ni  sea  sustraída. 

ALAMINA.  El  impuesto  ó  multa  que  pagaban  en  Sevilla 
los  olleros  por  lo  que  escedian  en  la  carga  de  los  hornos  al 
cocer  sus  vasijas. 

ALARDE.  La  revista  que  en  el  dia  primero  del  mes  de 
marzo  debían  hacer  cada  año  ante  la  persona  diputada  por 
el  rey  todos  los  duques ,  condes ,  ricoshombres ,  caballeros , 
escuderos  y  demás  vasallos  que  gozasen  tierra  ó  acosta- 
miento ,  presentándose  con  ^buenas  armas  y  caballos  propios, 
para  que  constase  estaban  prontos  á  concurrir  á  campaña 
siempre  que  se  les  convocase.  Esta  voz  es  arábiga,  y  equi- 
vale á  recuento  ó  reseña  de  la  gente  de  guerra. 

ALARDE.  La  visita  que  se  hace  por  los  tribunales,  es- 
pecialmente en  las  vísperas  de  Pascuas,  de  los  presos  que  se 
custodian  en  sus  cárceles,  para  tomar  conocimiento  del  es- 
tarlo de  sus  causas ,  disponer  su  mas  pronto  despacho  y  con- 
tinuación, remediar  los  abusos  de  los  alcaides  ó  sus  depen- 
dientes y  poner  en  libertad  á  los  reos  que  por  la  calidad  de 
sus  delitos  no  merezcan  permanecer  en  prisión.  Llámase 
alarde  este  acto  por  la  revista  ó  recuento  que  se  hace  de  los 
presos  ;  y  en  algunas  partes  se  denomina  requisa ,  porque  se 
les  requiere  y  pregunta  y  se  examinan  lijeramente  sus  causas. 
Véase  Visita  de  cárcel. 

Llámase  también  alarde  la  revista  que  se  hace  ó  conoci- 
miento que  se  toma  de  los  negocios  que  se  hallan  pendientes 
en  los  tribunales. 

El  artículo  51  de  las  ordenanzas  de  las  Audiencias  dispone 
que  el  primer  dia  hábil  de  cada  semana  se  hará  en  todas  las 
salas  donde  pendan  negocios  criminales,  un  alarde  ó  revista 
de  ellos,  y  si  resultare  algún  atraso  ó  entorpecimiento,  ó 
alguna  falta  que  deba  remediarse ,  proveerá  la  sala  en  el 
acto  lo  que  sea  mas  conducente;  y  que  igual  alarde  se  hará 
cada  mes  de  los  negocios  civiles  pendientes  en  las  salas,  y 
cada  quince  dias  de  los  criminales  que  lo  estuvieren  en  los 
juzgados  de  primera  instancia ,  según  las  noticias  que  de  es- 
tos deben  remitirse  á  las  audiencias. 

ALARIFE.  El  maestro  de  obras  ó  de  albañilería.  Véase 
Academia  de  nobles  artes  y  Arquitecto. 

ALARMA.  En  la  milicia  es  el  aviso  ó  señal  que  se  da  en 
un  ejército  ó  plaza  para  prepararse  á  la  defensa  ó  al  com- 
bate repentinamente;  y  la  conmoción  que  resulta  en  un 
campo  al  acercarse  improvisamente  el  enemigo  :  —  por  es- 
tension  es  todo  susto  ó  espanto  repentino ,  todo  cuidado ,  te- 
mor ó  inquietud  del  ánimo  ;  y  se  aplica  por  algunos  juris- 
consultos al  temor  ó  aprehensión  que  con  la  noticia  de  un 
delito  suelen  concebir  generalmente  todos  los  individuos  de 
la  sociedad  de  sufrir  el  mismo  mal  de  que  acaban  de  ver  un 
ejemplo. 

Los  delitos  efectivamente,  hablando  en  general,  ademas 
del  daño  que  causan  inmediatamente  á  las  personas  que  son 
su  víctima,  producen  otro  mal  que  se  estiende  sobre  toda  la 
comunidad  ó  sobre  un  número  indefinido  de  individuos  que 
no  es  fácil  designar.  Este  mal  consiste  en  la  alarma  ó  temor 
de  que  se  repitan  iguales  atentados ,  y  en  Apeligro  ó  proba- 
bilidad de  la  repetición,  porque  un  delito  prepara  con  efecto 
el  camino  á  otros  delitos,  pues  el  ejemplo,  el  buen  éxito  y  tal 
vezla  impunidad  alientan  á  los  mismos  y  á  otros  delincuentes. 

La  alarma  y  el  peligro  van  ordinariamente  juntos  como 
efectos  de  una  misma  causa  :  mas  la  alarma  existe  á  veces 
sin  el  peligro,  como  cuando  se  vive  con  sobresalto  por  una 
conspiración  imaginaria  ;  y  el  peligro  puede  existir  también 
sin  la  alarma,  como  cuando  se  vive  con  seguridad  en  el  seno 
de  una  conspiración  verdadera. 

La  alarma  en  general  corresponde  al  peligro;  pero  hay 
casos  en  que  no  es  exacta  esta  proporción,  y  en  que  el  peli- 
gro puede  ser  mayor  ó  menor  que  la  alarma. 
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La  alarma  es  mayor  ó  menor  según"  las  circunstancias.  Las 
que  influyen  en  ella ,  y  en  cuyo  examen  se  halla  la  solución 
de  los  problemas  mas  interesantes  de  la  jurisprudencia  pe- 
nal ,  son  las  siguientes  : 

Ia.  La  gravedad  del  mal  que  el  delito  causa  á  la  persona 
directamente  perjudicada.  Como  el  mal  de  la  alarma ,  que 
se  llama  mal  de  segundo  orden ,  no  es  mas  que  el  reflejo  del 
mal  causado  al  primer  paciente  ,  que  es  mal  de  primer  or- 
den, y  se  pinta  en  la  imaginación  de  cada  uno,  es  claro  que 
aquel  será  mayor  ó  menor  en  proporción  de  lo  grave  o  leve 
que  sea  este. 

2a.  La  mala  fe  del  delincuente.  El  que  comete  un  delito 
con  buena  fe,  esto  es,  por  descuido ,  ignorancia  ó  sin  inten- 
ción ,  como  v.  gr.  el  que  propina  un  brebaje  no  sabiendo 
que  era  un  veneno  ó  creyendo  que  haria  poco  mal  ó  que  en 
ciertos  casos  era  un  remedio ,  siente  el  mas  vivo  pesar  por 
los  males  que  ha  causado,  es  menos  temible  que  cualquier 
otro  porque  se  hace  mas  prudente ,  y  ofrece  una  esperanza 
de  indemnización  ;  al  paso  que  el  que  lo  comete  con  mala  fe, 
esto  es,  con  intención  y  conocimiento,  se  presenta  en  nues- 
tro espíritu  como  un  hombre  peligroso  ,  nos  hace  temer  los 
efectos  de  su  conducta  venidera ,  y  nos  amedrenta  con  la 
idea  de  los  malhechores  que  nos  arman  sus  lazos  en  silencio. 
Es  pues  mayor  la  alarma  que  resulta  de  un  delito  de  mala 
fe.  Mas  es  de  advertir  que  por  regla  general  todo  delito  se 
presume  cometido  de  mala  fe  ;  pero  como  la  presunción  no 
es  la  verdad,  se  deja  al  delincuente  la  libertad  de  destruirla, 
probando  que  ha  obrado  sin  intención  ó  sin  conocimiento. 

3a.  La  posición  del  delincuente.  Cuanto  mas  particular  y 
menos  común  sea  la  posición  en  que  se  halla  el  delincuente, 
tanto  menor  será  la  alarma  que  produzca  el  delito,  ya  por- 
que son  pocos  los  individuos  que  están  en  una  posición  se- 
mejante ,  ya  porque  se  cree  que  el  delincuente  no  hubiera 
cometido  el  delito  fuera  de  aquellas  cirunstancias  que  el  han 
proporcionado  la  ocasión.  Así  es  que  un  robo  hecho  por  un 
tutor  á  su  pupilo  no  causa  tanta  alarma  como  el  ejecutado 
por  unos  bandoleros ,  ni  el  homicidio  cometido  por  heredar 
infunde  tanto  temor  como  el  cometido  por  rob^r  á  fuerza  ; 
pues  los  tales  tutor  y  heredero  no  amenazan  á  todo  el  mundo 
y  á  toda  hora  como  los  salteadores.  Pero  si  el  delincuente 
está  armado  de  un  gran  poder;  si  es,  por  ejemplo,  un  juez  ó 
un  oficial  militar  que  se  proponen  matar ,  tiranizar,  robar 
y  verter  sangre  ,  su  posición  aunque  particular  estiende  el 
cerco  de  la  alarma  en  vez  de  achicarlo ,  porque  puede  en- 
volver en  la  esfera  de  su  acción  á  un  gran  número  de  per- 
sonas. 

4a.  Los  motivos  del  delincuente.  Cuando  el  motivo  que  ha 
impelido  á  cometer  un  delito  es  raro  y  reducido  á  una  clase 
poco  numerosa,  el  delito  alármamenos  que  si  fuera  cometido 
por  un  motivo  común,  frecuente  y  poderoso;  y  así  el  asesi- 
nato cometido  por  venganza  no  alarma  tanto  como  el  cometido 
por  robar,  pues  si  cualquiera  puede  temer  que  se  le  asesine 
por  robarle  ,  solo  el  que  sabe  que  tiene  un  enemigo  encar- 
nizado y  vengativo  puede  temer  ser  asesinado  por  venganza. 

Sa.  La  facilidad  ó  dificultad  de  impedir  los  delitos.  Cuanto 
mayor  sea  la  facilidad  de  cometer  un  delito,  tanto  mayor 
será  la  inquietud  que  cause  ;  y  por  el  contrario ,  cuanto  mas 
fácil  sea  precaverlo,  tanto  menor  será  la  alarma.  Nadie  teme 
los  efectos  de  un  delito  que  no  puede  cometerse  sin  su  con- 
sentimiento, ó  que  está  en  su  mano  prevenir.  Por  eso  la  se- 
ducción ,  el  desafío  y  el  suicidio  no  pueden  inspirar  alarma; 
y  un  hurto  simple  la  inspirará  menor  que  un  robo  á  fuerza 
armada ,  porque  es  mas  fácil  defenderse  del  artificio  que  de 
la  violencia. 

6a.  La  clandestinidad  del  delincuente.  Los  delitos  que  por 
su  naturaleza  ó  por  sus  circunstancias  dan  al  delincuente  la 
facilidad  de  ocultarse  y  sustraerse  á  la  pena ,  inspirarán  un 
grado  mucho  mayor  de  alarma ,  que  aquellos  cuyos  autores 


son  necesariamente  conocidos ,  porque  se  teme  que  la  im- 
punidad tiente  al  delincuente  mismo  á  repetir  su  delito  y  á 
otros  á  imitarle;  no  se  ve  término  á  la  multiplicación  de  los 
crímenes  que  no  son  prevenidos  por  el  temor  de  la  pena;  y 
por  otra  parte  la  persona  perjudicada  pierde  la  esperanza 
de  una  indemnización.  Así  es  que  un  delito  cometido  con 
disfraz,  ó  á  favor  de  las  sombras  de  la  noche ,  ó  haciendo 
perecer  á  una  persona  para  evitar  su  declaración ,  es  mu-  ' 
cho  mas  alarmante  que  el  cometido  descubiertamente  á  re- 
sultas de  un  acaloramiento  escitado  por  la  presencia  de  un 
contrario . 

7a.  El  carácter  del  delincuente.  El  que  maltrata  al  débil; 
el  que  espia  el  momento  de  la  calamidad  para  añadir  penas 
al  afligido;  el  que  viola  el  respeto  debido  á  los  superiores  ; 
el  que  comete  acciones  atroces  por  curiosidad,  imitación  ó 
diversion  ;  el  que  medita  y  prepara  por  largo  espacio  de 
■  tiempo  la  ejecución  de  su  crimen  ;  el  que  reúne  muchas  per- 
sonas contra  un  inocente;  el  que  se  sirve  de  personas  asala- 
riadas para  vengarse;  el  que  se  conduce  con  falsedad  y  per- , 
fidia;  el  que  falta  á  la  confianza  que  se  ha  depositado  en  él; 
en  fin,  el  que  delinque  por  pura  malicia  ó  por  una  deprava- 
ción sostenida  ó  consolidada,  es  sin  duda  mas  peligroso  y 
causa  mayor  alarma  que  aquel  que  solo  cae  en  un  delito  por 
flaqueza ,  por  efecto  de  una  posición  apurada ,  por  una  pro- 
vocación que  ha  recibido  ,  por  la  violencia  de  una  pasión , 
por  la  conservación  de  sí  mismo  ó  de  una  persona  amada , 
ó  por  cualquiera  otra  razón  que  aleje  la  idea  de  perversidad 
madura  de  carácter. 

8a.  La  condición  del  individuo  perjudicado.  Si  se  asesina 
á  un  sugeto,  no  por  una  razón  meramente  personal,  sino  por 
ser  de  cierta  clase ,  condición  ó  partido ,  todos  los  que  perte- 
nezcan al  mismo  partido ,  condición  ó  clase  esperimentarán 
la  impresión  del  temor  ;  y  la  alarma  entonces  será  ostensi- 
vamente tanto  mayor,  cuanto  mas  grande  sea  el  número  de 
los  que  se  crean  amenazados. 

Si  estas  ocho  circunstancias  que  se  acaban  de  indicar  in- 
fluyen en  la  alarma ,  es  claro  que  deben  influir  también  en 
la  elección  y  en  la  cantidad  de  la  pena,  la  cual  debe  ser  pro- 
porcionada no  solamente  al  mal  que  causa  el  delito  al  indi- 
viduo perjudicado,  sino  también  al  mal  que  ocasiona  contra 
el  cuerpo  social.  Véase  Delito. 

Pueden  consultarse  sobre  este  punto  ,  en  las  obras  de 
Bentham ,  el  cap.  10  de  los  principios  generales  de  legisla- 
ción, y  los  capítulos  desde  el  h  hasta  el  15  inclusive  de  los 
principios  del  código  penal. 

ALBACEA.  El  que  tiene  á  su  cargo  hacer  cumplir  v 
ejecutar  lo  que  el  testador  ha  ordenado  en  su  testamento  ú 
otra  última  disposición  (i). 

El  albacea  se  llama  también  cabezalero  ,  testamentario , 
mansesor  y  fideicomisario  ,  porque  en  su  fe  y  verdad  enco- 
mienda el  testador  su  intención  y  el  interés  de  su  alma;  ley 
1,  lit.  103  Part.  6. 

Puede  darse  este  encargo  al  presente  ó  ausente,  á  uno  ó  á 
muchos ,  al  heredero  ó  á  un  estraño,  al  clérigo  ó  lego;  no 
pasa  por  muerte  del  nombrado  á  su  heredero  ;  ni  puede  de- 
legarse ,  sin  que  el  testador  hubiese  dado  facultad  para  ello, 
pues  se  reputa  elegida  la  industria  y  probidad  de  la  persona. 
Puede  ser  albacea  el  mayor  de  diez  y  siete  años ,  pues  que 
el  derecho  le  juzga  idóneo  para  ser  procurador  en  los 
negocios  estrajudiciales,con  tal  que  sea  capaz  de  hacer  tes- 
tamento :  también  puede  serlo  la  mujer,  según  costumbre 
generalmente  observada,  aunque  se  lo  prohibe  la  ley  8,  lit.  5, 
lib.  3  del  Fuero  Real;  como  igualmente  el  religioso  pro- 

(1)  De  ellos  tratan  el  Dr.  D.  Francisco  Carpió,  De  executor. 
et  commissar.  testament.;  Febrero  mej.,  tom.  2,  pág.  160;  Sala 
novís.,  pág.  587,  tom.  d  ;  Murillo,  De  testam.,  impreso  en  1834, 
pág.  84. 
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feso,  ano  ser  franciscano,  según  supone  la  ley  2  ,  tit.  10, 
Parí.  6,  bien  que  habrá  de  intervenir  la  licencia  de  su  pre- 
lado, y  quedará  sujeto  á  la  jurisdicción  ordinaria  en  cuanto 
á  la  rendición  de  cuentas,  como  sienta  Greg.  López. 

El  albacea  es  legítimo,  testamentario  ó  dativo;  y  el  testa- 
mentario y  dativo  puede  ser  universal  ó  particular. 

Albacea  legítimo  es  aquel  á  quien  compete  por  derecho 
cumplir  la  voluntad  del  testador;  y  tal  es  el  heredero. 

Albacea  testamentario  es  el  nombrado  por  el  testador  en 
su  testamento  ó  en  otra  última  disposición. 

Albacea  dativo  es  el  que  el  juez  nombra  de  oficio  cuando 
el  legítimo  ó  testamentario  no  quiere  cumplir  lo  dispuesto 
por  el  difunto. 

Albacea  particular  es  el  nombrado  por  el  testador  ó  por  el 
juez  en  su  caso  para  evacuar  lo  concerniente  al  alma  del 
difunto ,  á  los  legados ,  ó  á  otra  cosa  particular. 

Albacea  universal  es  el  nombrado  por  el  testador,  ó  en  su 
defecto  por  el  juez ,  para  ejecutar  todas  las  disposiciones 
contenidas  en  el  testamento.  El  albacea  universal  debe  ha- 
cer inventario  formal  de  los  bienes  del  testador  ante  escri- 
bano y  testigos ,  y  dar  cuenta  de  lo  recibido  y  gastado,  aun- 
que el  testador  lo  releve  de  ello.  Así  lo  dice  Febrero,  part. 
1  ,  cap.  5, 1 15,  n.  202,  y  en  la  edición  novís.  tom.  i ,  pcig. 
H77,  n.  S,  fundado  en  los  derechos  romano  y  canónico, 
afirmando  que  sobre  este  punto  ha  visto  varias  ejecutorias 
del  supremo  Consejo. 

El  albacea  no  puede  ser  compelido  á  la  admisión  de  su 
encargo  ;  pero  una  vez  aceptado  espresa  ó  tácitamente,  tiene 
obligación  de  desempeñarlo  con  exactitud  y  probidad  ,  de 
manera  que  si  por  razón  de  su  negligencia  ó  malicia  se  le 
privase  judicialmente  del  albaceazgo  desoues  de  haberle 
amonestado ,  pierde  lo  que  el  testador  le  hubiese  dejado,  á 
no  ser  hijo  del  mismo  testador,  pues  este  no  debe  perder  su 
legítima;  ley  8,  lit.  10,  Part.  6. 

El  albacea  que  tuviere  en  su  poder  el  testamento  del  di- 
funto, debe  mostrarlo  al  juez  en  el  término  de  un  mes  ;  y  no 
mostrándolo  perderá  la  manda  que  el  testador  le  hubiese 
dejado,  la  cual  ha  de  aplicarse  en  tal  caso  por  el  alma  del 
difunto  :  mas  si  nada  se  le  hubiere  legado,  tendrá  que  pa- 
gar el  daño  á  la  parte  y  dos  mil  marevedís  al  fisco;  ley  b, 
til.  18,  Ub.  10,  Nov.  Rec. 

El  albacea  tiene  las  facultades  que  se  le  dan  en  el  nom- 
bramiento, y  no  puede  escederse  de  ellas.  Si  se- le  encarga 
pues  por  el  testador  que  entregue  á  personas  determinadas 
cierta  cosa  ó  cantidad  ,  y  reparta  á  su  arbitrio  los  demás 
bienes  entre  los  pobres  ,  no  podrá  dar  mas  de  lo  mandado  á 
dichas  personas  designadas,  aunque  se  hallen  en  la  indigen- 
cia; ley  o,  lit.  10,  Part.  6.  Véase  Conmutación  ele  última 
voluntad. 

Solo  en  cuatro  casos  puede  el  albacea  exigir  judicial  y 
cstrajudicialmente  del  heredero  los  bienes  del  difunto  ,  á  sa- 
ber :  —  Io.  cuando  la  manda  es  para  obras  pias  :  — 2o.  cuando 
tiene  por  objeto  el  socorro  ó  alimentos  de  huérfanos  ú  otras 
personas  :  —  5o.  cuando  el  testador  legó  alguna  cosa  á  otro 
juntamente  con  el  albacea  ;  —  y  h°.  cuando  en  el  testamento 
se  le  da  poder  amplio  para  demandar  en  juicio  y  fuera  de 
juicio  los  bienes ,  á  fin  de  cumplir  lo  que  en  él  se  halla  dis- 
puesto :  bien  que  los  legatarios  pueden  pedir  sus  legados  al 
que  los  tuviere;  ley  h ,  lit.  10 ,  Part.  6.  Mas  es  de  advertir 
que  en  todos  los  testamentos  suelen  poner  los  escribanos 
por  estilo  y  fórmula  la  cláusula  en  que  se  confiere  á  los-  al- 
baceas  la  facultad  de  apoderarse  de  los  bienes  del  testador, 
de  venderlos  en  pública  almoneda  ó  fuera  de  ella,  y  con  su 
producto  cumplir  su  voluntad  :  por  lo  cual  no  deberá  dár- 
sele mas  valor  que  el  que  indiquen  las  circunstancias  ;  de 
modo  que  si  los  herederos  son  legítimos  ó  forzosos ,  no  debe 
el  albacea  mezclarse  en  otra  cosa  que  en  lo  relativo  al  alma 
del  difunto. 


Si  para  cumplir  lo  que  dispuso  el  testador ,  necesita  ven- 
der parte  de  sus  bienes  ó  todos  ,  no  deberá  hacerlo  sino  en 
pública  subasta ,  sin  que  nada  pueda  comprar  él  bajo  la 
pena  de  nulidad  de  la  compra  y  del  cuatro  tanto  aplicado  al 
fisco;  ley  62,  lit.  18,  Part.  3;  y  ley  1,  lit.  12,  Ub.  10, 
Nov.  Rec. 

Con  el  fin  de  evitar  que  el  caudal  de  los  pupilos  y  huér- 
fanos se  disipe  en  diligencias  judiciales  y  en  costas,  que  por 
lo  común  causaban  los  llamados  padres  generales  de  meno- 
res y  defensores  de  ausentes ,  se  concede  permiso  á  los  tes- 
tadores por  la  ley  10,  lit.  21 ,  Ub.  10,  Nov.  Rec,  para  que 
confieran  á  los  albaceas  ó  tutores  que  nombraren  la  facul- 
tad de  formar  los  aprecios ,  cuentas  y  particiones  de  sus 
bienes  entre  sus  hijos  menores ,  cumpliendo  después  los  al- 
baceas ó  tutores  con  presentar  las  diligencias  ante  la  justicia 
del  pueblo  para  su  aprobación ,  y  que  se  protocolicen  en  los 
oficios  del  juzgado. 

Los  albaceas  deben  dividir  entre  sí  con  igualdad  el  legado 
que  les  hubiere  dejado  el  testador  para  todos  ellos;  y  si  al- 
guno falleciere  ó  no  aceptare  su  encargo ,  se  acrece  su  parte 
á  los  otros  en  la  misma  forma. 

El  albacea  debe  cumplir  su  encargo  dentro  del  término 
prefijado  por  el  testador;  y  si  este  no  lo  hubiere  señalado, 
dentro  de  un  año  contado  desde  el  dia  de  la  muerte,  cuan- 
do no  puede  concluirlo  con  mayor  brevedad  :  siendo  mu- 
chos los  albaceas ,  y  no  pudiendo  ó  no  queriendo  concurrir 
todos  á  la  ejecución  de  su  encargo ,  valdrá  lo  hecho  por  uno 
ó  dos  de  ellos;  ley  6  ,  lit.  10,  Part.  6. 

Si  el  testador  lega  algunas  cosas  para  la  redención  de  cau- 
tivos ,  y  no  nombra  albacea  que  cumpla  esta  disposición , 
debe  percibirlas  el  obispo  del  lugar  de  la  naturaleza  del  tes- 
tador ,  ó  el  del  lugar  en  que  estuviere  la  mayor  parte  de  la 
herencia ,  ó  el  del  lugar  de  la  muerte  en  caso  de  que  se 
ignore  el  lugar  de  la  naturaleza  ó  domicilio ,  formar  inven- 
tario de  ellas  ante  el  juez  secular  ,  y  darle  cuenta  de  su  in- 
version al  cabo  de  un  año  manifestándole  cuántos  cautivos 
redimió  y  cuánto  dio  por  cada  uno.  Así  lo  dispone  la  ley  5  , 
tit.  k  ,  Part.  G;  pero  parece  que  esta  ley  no  está  en  obser-. 
vancia  ,  pues  si  el  heredero  no  ejecuta  lo  dispuesto  por  e\ 
testador ,  elige  albaceas  el  obispo  ó  le  compele  al  cumpli- 
miento ,  como  dicen  los  autores  :  bien  que  ahora  se  deberá 
recurrir  al  juez  secular,  como  luego  veremos. 

Si  el  albacea  no  quiere  llevar  á  efecto  la  voluntad  del  tes- 
tador, puede  compelerle  el  obispo ,  ó  ejecutarla  por  sí  ó  nom- 
brar otro  albacea  que  la  cumpla  ;  y  si  el  testador  no  dejó 
albacea,  y  el  heredero  no  la  cumple,  puede  igualmente  ha- 
cerla cumplir  el  obispo ,  porque  es  obra  de  piedad  y  como 
cosa  espiritual  :  en  el  concepto  de  qué  cualquiera  del  pueblo 
tiene  acción  para  darle  cuenta  de  esta  negligencia.  Así  está 
establecido  en  la  ley  7 ,  til.  10  ,  Part.  6  ;  pero  aunque  la  ley 
se  esplica  en  términos  generales  ,  suelen  los  autores  restrin- 
gir la  facultad  de  los  obispos  á  solas  las  disposiciones  pia- 
dosas ,  porque  solo  de  las  disposiciones  de  esta  clase  son 
ejecutores  estos  prelados  en  los  casos  concedidos  por  derecho 
según  el  concilio  de  Trento  ,  ses.  22  ,  cap.  8 ,  de  reform.  De 
aquí  es  que  aunque  Gregorio  López  quiete  que  pertenezca 
indistintamente  á  los  jueces  eclesiásticos  y  seculares  el  cui- 
dado de  hacer  cumplir  en  todo  la  voluntad  de  los  testadores, 
quia  munus  hoc  mixti  fori  est,  atribuyen  otros  esclusiva- 
mente  á  los  primeros  la  facultad  de  proceder  de  oficio  por  lo 
concerniente  á  lo  pió ,  y  á  los  segundos  la  de  proceder  á 
pedimento  de  parte  por  lo  que  hace  á  lo  profano.  Mas  según 
el  espíritu  de  las  leyes  recopiladas  parece  que  solo  el  juez 
secular  es  competente  para  hacer  ejecutar  todas  y  cuales- 
quiera disposiciones  del  testador ,  sean  profanas  ó  piadosas. 
En  efecto  las  leyes  15  y  14,  lit.  20,  Ub.  10,  Nov.  Rec.  dis- 
ponen que  las  justicias  reales  compelan  á  los  herederos  al 
cumplimiento  de  ciertas  obras  pias ,  sin  que  por  la  omisión 
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de  estos  se  mezcle  ninguna  justicia  eclesiástica  ni  secular  en 
hacer  inventario  de  los  bienes.  La  ley  16  del  mismo  tít.  or- 
dena que  los  tribunales  eclesiásticos  no  conozcan  de  nulida- 
des de  testamentos ,  inventarios ,  secuestros  y  administración 
de  bienes  en  juicios  reales  en  que  todos  son  actores,  aunque 
se  hayan  otorgado  por  personas  eclesiásticas,  y  algunos  de 
los  herederos  ó  legatarios  sean  comunidad  ó  persona  eclesiás- 
tica ú  obras  pias  ;  pues  todos  como  verdaderos  actores  al 
todo  ó  parte  de  la  herencia ,  que  siempre  se  compone  de 
bienes  temporales  y  profanos  ,  deben  acudir  ante  las  justi- 
cias reales  ordinarias ,  por  ser  ,  ademas  de  las  razones  es- 
puestas ,  la  testamentifaccion  acto  civil  sujeto  á  las  leyes  rea- 
les, sin  diferencia  de  testadores,  y  un  instrumento  público  que 
tiene  en  las  leyes  prescrita  la  forma  de  su  otorgamiento.  Fi- 
nalmente la  ley  16,  lit.  1,  lib. 'i,  vituperando  el  abuso  con  que 
algunos  visitadores ,  vicarios  y  otros  jueces  eclesiásticos  se 
entrometían  á  tomar  conocimiento  de  los  caudales  de  pro- 
pios de  los  pueblos  con  pretesto  de  exigir  las  asignaciones 
de  causas  pias,  supone  y  declara  que  como  actores  deben 
las  causas  pias  interesadas  ó  sus  administradores ,  para  co- 
brar de  los  propios  ,  acudir  á  la  justicia  ordinaria  del  pue- 
;  lo  '  solicitar  y  pedir  el  pago.  De  todo  se  deduce  que  la 
.  tít.  .  Part.  6,  debe  considerarse  sin  fuerza, 
los- interesados  en  las  mandas  piadosas  tienen 
que  acudir  á  los  jueces  seculares  para  que  estos  compelan  á 
los  albaceas  ó  herederos  morosos  á  su  entrega  ó  cumpli- 
miento. 

Es  bastante  común  la  opinion  de  que  el  albacea  no  debe 
gozar  salario  por  su  trabajo  (l);pero  está  en  práctica  el 
dárselo  cuando  de  algún  modo  se  viene  en  conocimiento  de 
que  tal  ha  sido  la  intención  del  testador  y  del  albacea. 

Puede  verse  sobre  esta  materia  de  albaceas  el  tratado  que 
escribió  D.  Francisco  Carpió  De  executoribus  et  commissariis 
testamentaras. 

ALBACEAZGO.  El  cargo  de  albacea.  Se  confiere  por  el 
testador,  por  el  derecho  ó  por  el  juez;  y  fenece  por  la  muer- 
te, impedimento  ó  remoción  del  albacea ,  por  revocación  del 
testador ,  por  enemistad  sobrevenida  entre  los  dos ,  por  el 
trascurso  del  término  asignado  para  su  desempeño ,  por  la 
conclusion  de  la  comisión  ,  y  por  cesar  la  causa  del  nom- 
bramiento del  albacea  (2). 

ALBALÁ.  Antiguamente  la  carta  ó  cédula  real  en  que 
se  concedia  alguna  merced ,  ó  se  proveía  otra  cosa  ;  como 
también  cualquier  escritura  ú  otro  instrumento  por  el  cual 
se  hace  constar  alguna  cosa ,  como  despacho ,  licencia ,  carta 
de  pago.  Es  voz  arábiga  que  equivale  á  seguridad  ó  res- 
guardo. 

ALB  ALERO.  El  que  despachaba  los  albalaes. 

ALB AQUÍ  A.  En  lo  antiguo  el  resto  ó  residuo  de  alguna 
cuenta  ó  renta  que  está  sin  pagar  ;  y  en  la  recaudación  de 
diezmos  de  algunos  obispados  el  remanente  ó  residuo  que 
en  el  proraleo  de  algunas  cabezas  de  ganado  no  admite  divi- 
sion cómoda,  como  seis  ó  siete  ovejas  para  pagar  diez- 
mo, etc. 

(d)  En  real  céd.  de  20  de  setiembre  dn  1786,  recop.  por  Beleña 
al  último  foliaje ,  bajo  el  n.  25  se  verá  :  «  Que  los  albaceas  no 
pueden  pretender  pago  alguno  ni  remuneración  por  c!  trabajo 
que  tengan  como  tales,  mediante  ser  este  un  negocio  piadoso  y 
consiguientemente  gratuito;  y  que  los  ministros  togados  :io  pue- 
den ser  albaceas,  respecto  á  la  prohibición  puesta  por  la  ley  del 
reino  de  aceptar  ó  ingerirse  en  comisiones  de  esta  naturaleza.  » 
Pero  si  se  ha  convenido  lo  contrario  entre  testador  y  albacea,  pa- 
rece que  justamente  subsistirá  el  pacto,  aunque  el  mandato  dege- 
nerará en  locación. 

(2) Febrero  mej.,tom.  2,  pág.  1GI ,  fin.  del  núm.  11  ;  Sala  novís., 
pág.  595,  n.  5',  tom.  1  ;  Murillo,  De  teslam.,  edición  de  1854, 
pág.  89. 
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ALBARAN.  Lo  mismo  que  cédula ,  carta  ó  vale  en  al- 
gunos paises  ;  y  también  el  papel  que  se  pone  en  la  puerta 
ó  balcon  de  alguna  casa  por  señal  de  que  se  alquila.  Es  voz 
arábiga,  compuesta  del  artículo  al  y  del  nombre  hará  ,  que 
significa  pliego  de  papel. 

AL3EDRÍ0.  En  lo  antiguo  se  llamaba  así  la  sentencia 
del  juez  arbitro  ,  quien  tenia  igualmente  el  nombre  de  albe^ 
driador.  Véase  Fuero  de  albedrio. 

ALBÉITAR.  El  que  tiene  por  oficio  curar  las  enferme- 
dades de  las  bestias. 

Nadie  puede  ejercer  el  oficio  de  albéitar  ni  el  de  herrador 
sin  ser  examinado  previamente  por  el  protoalbeiterato  :  el 
contraventor  queda  inhábil  perpetuamente  para  usar  de  di- 
chos oficios,  incurre  en  la  multa  de  dos  mil  maravedís  para 
el  fisco  y  mil  para  el  protoalbeiterato,  y  pierde  por  el  mismo 
hecho  la  tienda  que  tuviere  puesta;  ley  1,  lit.  14,  í<í>.  8, 
Nov.  Rec. 

El  protoalbeiterato  puede  subdelegar  su  jurisdicción  y  fa- 
cultades en  los  maestros  herradores  y  albéitares  que  resi- 
dieren en  las  capitales  de  provincia  y  partido,  y  no  en  otros, 
á  fin  de  que,  precediendo  los  mismos  requisitos  que  se 
practican  en  el  juzgado  del  protoalbeiterato,  puedan  exa- 
minar y  aprobar  á  los  que  acudieren  ante  ellos  á  presencia 
de  sus  justicias  para  ejercer  el  arte  de  herrador  y  albéitar, 
ejecutándose  todo  con  la  propia  solemnidad  y  método  que  se 
hace  en  el  real  protoalbeiterato,  y  por  ante  escribano  público 
que  ha  de  autorizar  las  diligencias  que  allí  se  practicaren  y 
dar  fe  de  ellas,  para  que  remitido  el  testimonio  á  dicho 
juzgado ,  y  encontrando  en  el  pretendiente  la  necesaria  apti- 
tud, se  le  despache  por  él  su  título;  ley  4,  tít.  14,  lib.  8, 
Nov.  Rec. 

Los  albéitares ,  aunque  sean  herradores ,  y  no  los  herra- 
dores sin  ser  albéitares  ,  se  reputan  profesores  de  arte  libe- 
ral y  científico,  y  deben  gozar  de  las  esenciones  y  libertades 
que  como  tales  les  pertenezcan;  ley  5,  lit.  14,  lib.  8, 
Nov.  Rec. 

Con  objeto  de  propagar  por  principios  científicos  y  prác- 
tica ilustrada  una  facultad  en  que  se  interesan  la  agricultura, 
el  tráfico ,  la  fuerza  ,  la  riqueza  y  alimento  del  reino ,  se  sir- 
vió S.  M.  aprobar  en  23  de  febrero  de  1792  la  erección  y 
establecimiento  en  Madrid  de  una  escuela  veterinaria,  y  con- 
ceder á  sus  alumnos  varias  esenciones  por  reales  órdenes 
de  28  de  setiembre  de  1800  y  4  de  mayo  de  1802 ,  insertas 
en  circular  del  supremo  Consejo  de  31  de  julio  del  mismo , 
que  forma  la  ley  5 ,  tít.  14,  lib.  8 ,  Nov.  Rec,  la  cual  dico 
así: 

«  En  el  reglamento  aprobado  para  el  régimen  y  gobierno 
de  la  Escuela  Veterinaria  de  Madrid  me  he  servido  conceder 
á  los  alumnos,  que  hubiesen  concluido  con  aprovechamiento 
todos  los  cursos  que  en  ella  se  enseñan ,  y  fueren  aprobados 
en  los  exámenes  generales  que  han  de  celebrarse  á  su  con- 
clusion ,  las  gracias  y  esenciones  siguientes  : 

1 .  Que  puedan  llevar  el  uniforme  de  alumnos  de  la  Es- 
cuela, con  el  galon  de  oro  en  la  vuelta,  como  los  subprofe- 
sores ,  y  el  uso  de  la  espada. 

2.  Que  en  virtud  de  un  real  título  con  las  armas  reales 
que  ha  de  espedírseles ,  han  de  considerarse  autorizados 
para  poder  ejercer  el  arle  de  la  veterinaria  libremente  en 
todas  las  provincias  del  reino. 

5.  Que  las  plazas  de  protoalbéitares  que  hay  en  algunas, 
no  puedan  darse  en  lo  sucesivo  sino  es  á  los  alumnos  de  di- 
cha Escuela  que  hayan  estudiado  y  obtenido  dicho  título , 
optando  en  ellas  por  oposición  que  ha  de  tenerse  en  la 
misma  Escuela;  y  en  los  propios  términos  todas  las  plazas  de 
mariscales  mayores  que  vaquen  en  los  regimientos  de  la  ca- 
ballería y  dragones,  las  de  herradores  de  caminos,  y  de 
mariscales  de  las  reales  caballerizas. 

4.  Que  ademas  de  las  espresadas  gracias  y  esenciones,  en 
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el  titulo  que  ha  de  darse  á  los  alumnos  de  dicha  Escuela  por 
el  protector  de  ella ,  después  de  concluidos  sus  ejercicios  con 
aprovechamiento ,  se  espresen  las  de  ser  admitidos  por  las 
justicias  en  sus  respectivos  pueblos  con  preferencia  á  los  que 
no  hayan  hecho  sus  estudios  completos  en  dicha  Escuela, 
confiriéndoles  cualesquier  plazas  de  albéilares  que  haya  es- 
tablecidas y  vacaren  ;  valiéndose  de  ellos  en  todos  los  actos 
de  albeitería  que  ocurran  en  ferias  y  mercados ,  en  certifica- 
ciones en  juicio  y  fuera  de  él,  registros  y  demás  diligencias 
pertenecientes  al  ramo  de  la  caballería  ;  ejecutándose  todos 
estos  actos  precisamente  por  dichos  profesores  veterinarios, 
habiéndolos  en  el  pueblo,  y  no  por  oíros  albéilares.  » 

El  albéitar  que  hubiere  tomado  á  su  cargo  la  curación  de 
una  bestia ,  no  puede  abandonarla  por  su  propia  voluntad  : 
y  si  lo  hiciere  queda  obligado  á  pagar  el  daño  que  de  su 
abandono  resultare;  ley  9,  lit.  15,  Pari.  7. 

El  albéitar  que  por  su  culpa  ó  por  mengua,  de  saber  errare 
en  la  cura  que  le  está  confiada  ,  de  manera  que  la  bestia 
muera  ó  quede  lisiada ,  tiene  que  satisfacer  al  dueño  su  es- 
timación ó  el  perjuicio  que  se  le  siguiere  á  bien  vista  de  pe- 
ritos; ley  10,  til  8,  Part.  5,  y  ley  9,  lit.  15 ,  Pari.  7. 

Cuando  algún  albéitar  ó  herrador  errare  en  su  oficio , 
siendo  examinado  ó  no,  puede  el  protoalbeiterato  haber 
información  de  ello,  y  denunciarlo  alas  justicias  locales  para 
que  lo  castiguen;  ley  1,  lit.  lit,  lib.  8,  Nov.  Rec. 

Por  real  decreto  de  6  de  agosto  de  1835  se  halla  mandado  : 
Que  la  real  escuela  veterinaria  y  el  real  tribunal  del  proto- 
albeiterato queden  reunidos ,  y  tomen  el  nombre  de  facultad 
veterinaria  :  Que  en  todos  los  negocios  relativos  á  la  facultad, 
oiga  el  protector  á  una  junta  consultiva  compuesta  de  los 
cinco  catedráticos  de  la  escuela  :  Que  los  tres  catedráticos 
mas  antiguos  formen  unajunta  permanente  de  examen ,  cuyo 
secretario  será  el  vice-catedrático  de  mayor  antigüedad;  y 
que  por  ella  sean  examinados  de  albéitar,  herrador  ó  castra- 
dor los  que  así  lo  soliciten  y  tengan  las  calidades  y  circuns- 
tancias que  de  presente  se  exigen  ,  espidiéndose  por  el  pro- 
tector el  correspondiente  título  si  fuesen  aprobados  :  Que 
para  entrar  á  examen  depositen  los  albéitares  1100  rs.,  los 
herradores  800 ,  y  500  los  castradores  :  Que  ninguna  corpo- 
ración ,  colegio  ,  tribunal  ni  persona  pueda  examinar  en 
ninguno  de  los  oficios  referidos  sino  la  junta  de  examen  en 
la  escuela  veterinaria  de  la  capital ,  ó  las  comisiones  autori- 
zadas por  el  protector  en  las  provincias. 

-j-  El  profesor  de  veterinaria  estranjero  que  solicite  habili- 
tarse para  ejercer  la  profesión  en  España ,  debe  llenar  pre- 
viamente los  requisitos  siguientes  :  Io.  Presentar  el  título 
original  visado  por  el  representante  español ,  y  una  traduc- 
ción del  mismo  titulo  autorizada  por  la  interpretación  de  len- 
guas. 2o.  La  fe  de  bautismo  y  una  justificación  de  buena 
conducta.  3o.  Hacer  el  depósito  de  ordenanza.  4o.  Sufrir  un 
examen  en  el  colegio  de  la  facultad.  Rl.  orden  de  20  de  enero 
de  1845. 

ALBOROC  ó  alboroque.  El  agasajo  de  comida  ó 
bebida  que  hace  el  comprador  ó  vendedor  á  los  que  inter- 
vienen en  la  venta;  ó  el  convite  con  que  se  solemniza  y  con- 
cluye el  contrato  de  venta ,  que  también  suele  llamarse 
Robra. 

ALBOROTO.  El  bullicio,  tumulto,  motin  ó  conmoción 
lie  gente  con  voces  y  estrépito.  Véase  Asonada. 

ALCABALA.  El  tributo  del  tanto  por  100  que  se  paga 
al  fisco  del  precio  de  las  cosas  que  se  venden  ó  permutan. 
No  se  conoce  en  la  corona  de  Aragon ,  ni  en  Navarra ,  ni  en 
las  provincias  Vascongadas  ;  y  en  Castilla  hay  pueblos  que 
están  encabezados  por  cierta  cantidad. 

Etimología. 

Esta  palabra  viene  por  corrupción ,  según  algunos ,  de  la 
espresion  oí  que  vala,  esto  es ,  algo  que  yalga ,  algo  que  im- 


porte ,  por  haberse  pedido  á  las  Cortes  con  esta  frase  lo  que 
fuese  necesario  para  atender  á  las  necesidades  de  la  monar- 
quía :  según  otros  ,  es  un  nombre  tomado  de  los  Moros  ;  y 
no  faltan  quienes  opinan  que  se  deriva  dpi  verbo  hebreo 
caval ,  que  significa  recibir,  el  cual  junio  con  el  artículo  al 
vino  á  componer  la  palabra  alcabala.  ¿No  es  quizá  mas  pro- 
bable que  viene  de  la  voz  latina  gabella ,  pues  que  con  ella 
se  conocia  ya  entre  los  Romanos  el  impuesto  sobre  las  ventas? 

Origen. 

La  alcabala  es  de  origen  incierto  :  se  menciona  en  el  fuero 
de  Villafria  ,  otorgado  por  Fernando  I  en  17  de  febrero  de 
1079  :  se  estableció  por  las  Cortes  de  Burgos  en  1341  á  pe- 
tición de  Alonso  II  para  los  gastos  del  sitio  de  Algeciras  que 
ocupaban  los  Arabes  :  se  prorogó  por  seis  años  en  las  Cortes 
de  Alcalá  de  1345  para  mantener  á  Algeciras  y  á  otros  cas- 
tillos de  la  frontera  :  se  concedió  en  las  Cortes  de  Alcalá 
de  1349  para  el  sitio  de  Gibraltar;  y  en  las  de  Palencia  de 
1388  para  la  guerra  con  Portugal  :  se  consintió  sin  tiempo 
determinado  en  las  de  Madrid  de  1593  por  razón  de  las 
grandes  necesidades  del  Estado  ;  y  por  fin  vino  á  conside- 
rarse como  una  contribución  fija  y  ordinaria  (i). 

Cuota. 

La  cuota  de  la  alcabala  no  ha  sido  siempre  la  misma.  Las 
Cortes  de  Burgos  de  1541  la  fijaron  en  cinco  por  ciento.  Los 
reyes  católicos  la  elevaron  al  diez  en  1491  ;  ley  11 ,  til.  12, 
lib.  10,  Nov.  Rec.  Las  Cortes  de  Madrid  de  1539  la  bajaron 
al  cinco.  En  real  cédula  de  21  de  agosto  de  1795  se  mandó 
proceder  desde  luego  á  la  reducción  general  de  un  siete  por 
ciento  de  la  alcabala  y  cientos  de  yerbas ,  bellota  y  agosta- 
deros en  todo  el  reino ,  en  lugar  de  catorce  por  ciento  que  en 
muchas  partes  de  él  se  exigía  ;  ley  22  ,  lit.  12,  lib.  10,  Nov. 
Rec.  En  real  orden  de  2  de  febrero  de  1797  se  declaró  por 
punto  general  para  todo  el  reino ,  que  los  derechos  de  alca- 
balas y  cientos  de  las  ventas  de  posesiones  é  imposiciones 
de  censos  ,  escepto  los  de  yerbas ,  bellota  y  agostaderos ,  en 
que  no  debe  hacerse  novedad ,  se  exijan  al  respecto  solo  de 
un  cuatro  por  ciento  ;  ley  2,  consiguiente  á  la  de  22,  lit.  12, 
lib.  10,  Supl.  de  la  Nov.  Rec.  Algunas  fábricas  y  manufac- 
turas gozan  de  rebajas  ó  franquicias  de  este  derecho. 

Actos  ó  contratos  en  que  se  paga. 

La  alcabala  se  debe  solamente  en  los  contratos  de  venia  y 
permuta ,  según  la  ley  U,  til.  12,  lib.  10,  Nov.  Rec.  Así  que, 
no  se  debe  en  la  donación,  según  la  ley  19,  tít.  12,  lib.  10, 
Nov.  Rec,  sea  simple  ó  causal,  según  dicen  Gironda  ,  La- 
sarte y  Parladorio;  —  ni  en  la  dación  en  dote ,  según  la  ley 
20,  d.  tít.  y  lib.,  aunque  los  bienes  dotales  se  den  estimados 
por  aprecio  que  cause  venta ,  según  Acevedo  ,  pues  no  es 
justo  ni  conforme  á  la  política  que  los  padres  paguen  contri- 
bución por  casar  á  sus  hijas  ;  —  ni  en  la  division  de  bienes 
hereditarios,  aunque  intervengan  dineros  ú  otras  cosas  entre 
los  herederos  para  igualarse ,  según  dice  la  ley  20 ,  tít.  1 2 , 
lib.  10,  Nov.  Rec. ,  cuya  decisión  esliende  Acevedo  á  cual- 
quiera otra  division  de  bienes  comunes ,  por  militar  la  misma 
razón ,  añadiendo  que  subsiste  la  disposición  en  este  y  aquel 
caso  ,  aun  cuando  se  haga  licitación  de  cosas  indivisibles  en- 
tre los  herederos  ó  condueños  ;  —  ni  en  el  traspaso  de  oficios 
públicos ,  pues  que  se  hace  por  via  de  renuncia  del  intere- 

(1)  Sobre  el  origen  de  la  palabra  alcabala,  é  introducción  de 
este  derecho  en  España  y  en  las  Indias  con  las  cédulas  que  de  ello 
tratan,  véase  á  Solorz.  Polit.  Ind.,  tom.  2,  lib.  6,  cap.  8,  n.  9 
y  siguieutes. 
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sado  y  provision  ú  otorgamiento  del  rey,  según  Lasarte  y 
Acevedo  ;  —  ni  en  la  transacción ,  aunque  se  haga  cesión 
del  derecho  de  la  cosa  litigiosa  ,  seguu  la  Curia  Filípica;  — 
ni  en  la  compensación  de  una  deuda  con  Otra,  según  Parla- 
dorio;  —  ni  en  el  contrato  de  seguro  ó  aseguración,  según 
Menoquio,  Acevedo  y  Gironda,  aunque  se  le  considera  como 
una  especie  de  venta;  —  ni  en  la  dación  in  solutum ,  esto 
es,  en  la  entrega  que  hace  voluntariamente  de  sus  bienes 
el  deudor  al  acreedor  para  pago  de  la  deuda  ,  según  Parla- 
dorio  ;  —  ni  en  la  aplicación  y  entrega  que  por  ejecución  ó 
asentamiento  hace  el  juez  de  los  bienes  del  deudor  al  acree- 
dor en  pago  de  su  crédito ,  cuando  en  el  caso  de  ejecución 
no  se  presentan  compradores,  según  Parladorio  y  Lasarte. 

Pero  esta  doctrina  sobre  la  dación  y  adjudicación  in  solu- 
tum no  puede  ya  adoptarse  ni  servir  de  regla ,  pues  que  se 
ha  declarado  recientemente  que  de  ellas  debe  pagarse  alca- 
bala por  las  dos  reales  órdenes  que  siguen  : 

Ia.  «  Hacienda.  ==  Enterada  la  Reina  nuestra  señora  de  lo 
que  con  fecha  29  de  setiembre  último  ha  consultado  el  con- 
sejó supremo  de  hacienda  acerca  de  los  diferentes  espedientes 
que  remitió  la  dirección  general  á  este  ministerio  de  mi 
cargo  con  fechas  Ift  de  febrero  de  1829 ,  9  de  agosto  de 
1831,  y  22  de  febrero  del  corriente  año,  relativos  á  si  se 
debe  ó  no  pagar  el  derecho  de  alcabala  en  las  adjudicaciones 
y  daciones  in  solutum  de  fincas  y  otros  efectos  de  los  deu- 
dores que  se  hagan  en  pago  de  sus  acreedores  por  sus  res- 
pectivos créditos;  se  ha  servido  S .  M.  declarar  que  las  adju- 
dicaciones in  solutum ,  forzosas  y  voluntarias ,  de  bienes 
pertenecientes  á  los  deudores ,  que  se  hagan  para  pago  de 
acreedores  por  sus  respectivos  créditos  ,  se  hallan  sujetas  al 
derecho  de  alcabala  ,  que  se  satisfará ,  llegue  ó  no  el  valor 
de  los  bienes  adjudicados  á  cubrir  el  todo  de  la  deuda ,  por 
ser  este  impuesto  una  carga  que  afecta  á  los  mismos  bienes 
cuando  al  deudor  no  le  queden  otros  con  que  cubrirle.  De 
real  orden,  etc.  Madrid  M  de  diciembre  de  1832.  =  Victo- 
riano de  Encima  y  Piedra.  » 

2a.  «  Ministerio  de  hacienda.  =-.  He  dado  cuenta  á  S.  M.  la 
Reina  Gobernadora  del  espediente  instruido  con  motivo  de 
una  instancia  de  los  arrendadores  de  las  rentas  provinciales 
del  Puerto  de  Santa  Maria  sobre  si  los  bienes  de  don  Tomas 
de  la  Cuesta,  vecino  y  del  comercio  de  Cádiz  ,  adjudicados 
á  sus  acreedores  en  pago  de  créditos  ,  deben  satisfacer  el 
derecho  de  alcabalas.  Enterándose  S.  M.  y  conformándose 
con  el  dictamen  de  la  sección  de  hacienda  del  consejo  real 
de  España  é  Indias,  se  ha  servido  resolver  que  en  la  espre- 
sada adjudicación  in  solutum  hay  una  verdadera  enajenación 
y  traslación  de  dominio  á  la  masa  colectiva  de  los  acreedores 
que  devenga  alcabala ,  con  arreglo  á  la  real  orden  de  2'+  de 
diciembre  de  1832 ,  la  cual  no  establece  de  nuevo  el  pago  de 
la  alcabala  en  las  adjudicaciones  in  solutum,  sino  que  es  una 
declaración  de  que  estos  actos  están  sujetos  á  ella  ;  y  que  si 
los  acreedores  dispusiesen  la  venta  de  dichos  bienes  para 
facilitar  la  aplicación  de  su  importe  á  los  créditos  respectivos, 
se  causaría  una  nueva  alcabala ,  porque  este  derecho  se  de- 
venga cuantas  veces  se  enajenan  las  cosas  sujetas  á  su  pago. 
De  real  orden  lo  comunico  á  V.  S.  para  los  efectos  correspon- 
dientes. Dios,  etc.  Madrid  Ib  de  junio  de  185í>.=Toreno.  » 
La  primera  de  estas  dos  reales  órdenes  se  reduce  á  declarar 
que  se  debe  pagar  alcabala  de  la  dación  y  adjudicación  in 
solutum;  pero  la  segunda  pasa  mas  adelante,  pues  no  con- 
tenta con  repetir  la  declaración  hecha  en  la  primera ,  supone 
como  principio  que  el  derecho  de  alcabala  se  devenga  cuantas 
veces  se  enajenan  las  cosas  sujetas  á  su  pago ,  y  resuelve  en 
su  consecuencia  que  si  los  acreedores  á  cuya  masa  colectiva 
se  dan  ó  adjudican  in  solutum  los  bienes  del  deudor,  dispu- 
siesen su  venta  para  facilitar  la  aplicación  de  su  importe  á 
los  créditos  respectivos,  se  causaría  una  nueva  alcabala. 
Nada  hay  que  ópotier  á  la  declaración  que  se  hace  en  am- 


bas órdenes  sobre  la  sujeción  de  la  dación  y  adjudicación 
en  pago  al  derecho  de  alcabala ,  pues  asi  la  adjudicación 
como  la  dación  pueden  considerarse  efectivamente  como  una 
venta  que  se  hace  al  acreedor  por  el  deudor  ó  por  el  juez , 
aunque  haya  autores  que  sostengan  lo  contrario  ;  y  si  bien 
es  cierto  que  en  uno  y  otro  caso  se  hace  demasiado  pesada 
la  mano  del  fisco,  pues  que  añade  aüiccion  al  afligido,  per- 
siguiéndole con  exacciones  por  ser  desgraciado ,  es  esta  razón 
de  tal  trascendencia  que  si  se  admitiese  habría  de  modificar 
en  gran  manera  el  impuesto.  Mas  con  respecto  al  principio 
que  la  segunda  orden  supone ,  y  á  la  resolución  que  en  su 
virtud  adopta ,  no  podemos  menos  de  hacer  algunas  obser- 
vaciones. 

Si  la  real  orden  tratase  de  declarar  que  la  alcabala  se  de- 
venga cuantas  veces  se  enajenan  las  cosas  sujetas  á  su  pago, 
diríamos  que  tal  declaración  era  ineficaz  ,  porque  no  puede 
hacerse  sino  mediante  una  ley  que  destruya  las  leyes  que 
señalan  límites  mas  reducidos  á  este  gravamen.  Pero  la  real 
orden  no  se  propone  establecer  de  nuevo  el  principio  de  que 
se  debe  alcabala  en  todas  las  enajenaciones  ó  traslaciones 
de  dominio  ,  sino  que  lo  supone  ya  establecido  y  corriente , 
y  bajo  esta  hipótesis  procede  en  sus  disposiciones.  Esta  hipó- 
tesis es  gratuita,  es  infundada,  es  contraria  á  las  leyes  vi- 
gentes. No  toda  enajenación  ó  traslación  de  dominio  está 
sujeta  por  la  ley  á  la  alcabala ,  sino  solo  la  que  se  hace  por 
venta  ó  trueque ,  como  es  de  ver  en  la  ley  11 ,  tít.  1 2,  lib.  1 0, 
Nov.  Rec;  de  modo  que  aun  para  someter  los  pastos  á  esto 
derecho ,  se  ha  dado  impropiamente  al  arrendamiento  de 
yerbas  el  título  de  venta ,  como  dice  el  señor  Jovellános  en 
el  núm.  510  de  su  informe  sobre  la  ley  agraria.  La  enaje- 
nación ó  traslación  de  dominio  que  se  hace  v.  gr.  por  dona- 
ción, por  dote,  ó  por  razón  de  casamiento,  ó  por  division 
de  bienes  hereditarios  entre  los  mismos  herederos,  está 
esenta  de  este  tributo,  como  ya  hemos  indicada,  pat  las 
leyes  19  y  20,  tít.  12,  lib.  10 ,  Nov.  Rec.  No  puede  darse 
pues- por  sentado  que  la  alcabala  se  devenga  siempre  que 
hay  enajenación  de  las  cosas  sujetas  á  su  pago ,  sino  tan  so- 
lamente cuando  hay  enajenación  por  via  de  venta  ó  permuta. 

De  aquí  es  que  si  la  adjudicación  de  los  bienes  del  deudor 
en  pago  de  sus  deudas  queda  sujeta  con  alguna  razón  al 
malhadado  derecho  de  alcabala ,  no  es  precisamente  porque 
haya  traslación  de  dominio  ,  sino  porque  esta  traslación  de 
dominio  es  efecto  de  una  supuesta  venta  en  que  hace  veces 
de  precio  lo  que  anticipadamente  dieron  al  deudor  los  acree- 
dores. Los  bienes  adjudicados  pasan  efectivamente  mediante 
su  entrega  en  propiedad  y  posesión  á  la  masa  colectiva  de 
los  acreedores,  quienes  puede  decirse  que  los  han  adquirido 
por  compra;  y  si  ellos  los  venden  para  aplicar  mas  fácil- 
mente su  importe  á  sus  créditos  respectivos,  no  hay  duda  de 
que  deben  pagar  nueva  alcabala,  como  quiere  la  real  orden, 
no  porque  haya  traslación  de  dominio,  sino  porque  hay  ver- 
dadera venta.  Mas' esta  disposición  de  la  real  orden  solo  debe 
tener  lugar  cuando  la  venta  se  hiciere  á  cstraños ,  y  cuando 
se  hiciere  entre  los  mismos  acreedores  de  cosas  que  podían 
dividirse  fácilmente  entre  todos  ;  pero  si  los  bienes  del  deu- 
dor no  pueden  partirse  sin  pérdida  ó  deterioro  ,  y  alguno  de 
los  acreedores  se  los  queda  por  su  justo  precio  ó  en  subas! a 
con  el  consentimiento  de  los  demás  ,  dándoles  en  dinero  ú 
otra  cosa  la  parte  que  les  corresponde,  no  debe  entón 
pagarse  nueva  alcabala  ,  porque  esta  enajenación  no  tanto 
es  una  venta  como  un  modo  forzoso  de  hacer  la  division 
de  una  cosa  común. 

Ventas  en  que  se  paga  ó  no  la  alcabala. 

Devéngase  la  alcabala  luego  que  la  venta  se  ha  perfeccio- 
nado por  el  consentimiento  de  los  contrayentes  sóbrela  cosa 
y  el  precio,  aunque  ni  la  cosa  se  haya  entregado,  ni  el  precio 
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haya  sido  satisfecho  ,  por  ser  la  venta  uno  de  aquellos  con-  ^ 
tratos  que  se  forman  por  solo  el  consentimiento  de  las  par- 
tes y  que  por  eso  se  llaman  consensúales.  De  este  principio 
que  generalmente  sientan  los  autores ,  parece  debia  seguirse 
que  una  vez  perfeccionada  la  venta  ,  no  podria  ya  prescin- 
dirse  del  pago  de  la  alcabala  ,  aunque  los  contrayentes  se 
apartasen  de  su  convención  antes  de  consumarla  por  la  en- 
trega de  la  cosa  y  del  precio.  Dicen  sin  embargo  que  si  el 
vendedor  y  el  comprador  se  apartan  de  la  venta  inmediata- 
mente después  de  haberla  celebrado  y  antes  de  pasar  á  otros 
actos,  no  se  deberá  pagar  la  alcabala  ,  porque  en  este  caso 
se  juzgará  que  no  llegó  á  haber  venta;  pero  que  si  no  se 
apartan  de  su  contrato  hasta  después  de  pasado  algún  inter- 
valo ,  habráse  de  pagar  entonces  el  impuesto,  porque  el  fisco 
adquirió  ya  el  derecho  de  exigirlo.  Así  lo  sientan  Gutiérrez, 
Gómez,  Molina,  la  Curia  Filípica  y  Sala.  Mas  ¿no  podrá 
decirse  que  con  esto  sistema  se  hace  depender  la  fuerza  de 
la  venta  ,  no  de  su  perfección  por  el  mutuo  consentimiento, 
sino  de  cierta  especie  de  sanción  que  le  da  el  tiempo?  Y 
¿cuál  es  el  intervalo  que  debe  mediar  entre  el  contrato  y  el 
distracto,  entre  la  celebración  de  la  venta  y  su  revocación , 
para  que  ya  los  contrayentes  no  puedan  sacudir  la  carga  de 
la  alcabala?  ¿Es  á  los  cinco  minutos,  á  los  diez  ó  á  los  treinta 
que  adquiere  el  fisco  el  derecho  de  pedirla?  ¿Es  acaso  al 
minuto  si  los  contrayentes  pasan  á  hablar  de  otros  asuntos  ó 
hacer  otras  cosas ,  y  á  las  tres  horas  ó  tres  dias  si  están  si- 
lenciosos y  parados?  Mas  natural  y  practicable  parece  la 
doctrina  de  Heineccio ,  quien  sin  hacer  diferencia  del  mayor 
ó  menor  espacio  de  tiempo  que  haya  trascurrido ,  considera 
libre  de  alcabala  ó  gabela  la  venta  que  se  disuelve  por  mu- 
tuo disenso  del  vendedor  y  comprador,  con  tal  que  todavía 
no  se  haya  dado  principio  á  la  ejecución  ó  consumación  del 
contrato  con  la  entrega  de  la  cosa  ó  del  precio,  re  adhuc  in- 
tegra. No  hay  razón  en  verdad  para  cargar  un  impuesto 
sobre  una  venta  que  no  tuvo  efecto  y  que  no  llegó  á  produ- 
cir traslación  de  dominio. 

No  puede  decirse  otro  tanto  cuando  la  venta  empezó  á 
consumarse  con  la  entrega  de  la  cosa  ó  del  precio,  ó  cuándo 
se  consumó  enteramente  con  la  entrega  recíproca  de  ambas 
cosas.  En  el  primer  caso ,  si  se  disuelve  el  contrato  por  vo- 
luntad de  los  dos  contrayentes ,  devolviendo  el  uno  lo  que 
habia  recibido  al  otro  que  lo  acepta,  se  debe  alcabala  ,  por- 
que hubo  venta  con  su  disolución  ;  y  en  el  segundo  se  deben 
dos  alcabalas  ,  porque  con  la  mudanza  de  voluntad  y  mutua 
restitución  del  precio  y  de  la  cosa  mas  bien  que  se  disuelve 
la  primera  venta  se  constituye  en  realidad  otra  nueva ,  como 
sientan  Heineccio  ,  Molina  y  Sala. 

En  las  ventas  condicionales  no  se  debe  la  alcabala  sino  en 
caso  de  verificarse  la  condición  ;  y  verificada ,  se  retrotrae  al 
tiempo  de  su  otorgamiento ,  según  Lasarte ,  Acevedo  y  la 
Curia  Filípica. 

En  las  ventas  hechas  con  el  pacto  de  la  ley  comisoria,  re- 
ducido á  que  la  cosa  no  se  entienda  vendida  si  el  comprador 
no  paga  el  precio  hasta  cierto  dia  convenido ,  no  se  debe  al- 
cabala si  efectivamente  se  resuelve  la  venta  por  no  pagarse 
el  precio  ;  pero  si  el  pacto  estuviese  concebido  de  manera 
que  por  la  falta  de  pago  no  se  entiende  anulada  la  venta 
como  si  no  se  hubiese  hecho  ,  sino  disuelta  solo  para  que  no 
tenga  mas  duración ,  se  deberá  entonces  alcabala ,  pues  que 
habrá  habido  verdadera  venta ,  al  paso  que  en  el  primer 
caso  se  tuvo  por  nula,  como  sientan  Molina ,  Gutiérrez,  Ma- 
tienzo ,  Gómez  y  Sala. 

En  las  ventas  hechas  con  el  pacto  que  los  Romanos  llama- 
ban addiclio  in  diem,  y  nosotros  adiccion  à  dia  (y  no  es  otra 
cosa  que  la  condición  que  se  pone  de  que  si  hasta  cierto  dia 
encuentra  el  vendedor  algún  tercero  que  le  ofrezca  mayor 
precio  por  la  cosa  vendida ,  quedará  disuelta  la  venta  con  el 
comprador  y  se  verificará  con  el  tercero) ,  no  se  debe  alca- 


bala por  la  primera  venta  que  quedare  nula  por  presentarse 
mejor  comprador,  sino  solo  por  la  segunda  que  se  hiciere  á 
favor  del  tercero  ,  pues  realmente  la  cosa  no  se  vende  mas 
que  una  vez  ;  Curia  Filípica  y  Sala. 

La  venta  que  se  hace  con  el  pacto  de  retrovendendo ,  ó  á 
carta  de  gracia  por  la  cual  se  reserva  el  vendedor  la  facultad 
de  recobrar  la  cosa  vendida  mediante  la  restitución  del  pre- 
cio ^  está  sujeta  al  pago  del  derecho  de  alcabala ,  pues  es 
venta  pura  y  perfecta,  de  manera  que  los  frutos  pertenecen 
al  comprador  mientras  dura  ;  pero  no  lo  está  la  retroventa  , 
porque  no  es  propiamente  una  nueva  venta  ,  ni  puede  de- 
cirse que  el.  vendedor  vuelve  á  comprar  la  cosa  que  habia 
vendido,  sino  que  la  recobra  simplemente  del  comprador  en 
virtud  de  un  derecho  que  se  habia  reservado.  Así  piensan 
Gutiérrez,  Parladorio,  Molina  ,  Gómez  y  Sala;  y  asi  se  ha 
resuelto  últimamente  por  real  orden  de  11  de  julio  de  1853. 
Mas  como  el  pacto  de  retrovendendo  es  una  reserva  que  haré 
el  vendedor,  es  necesario  que  se  ponga  en  el  contrato  de 
venta;  pues  si  se  añadiese  posteriormente ,  seria  una  pro- 
mesa de  revender  hecha  por  el  comprador  sin  reciprocidad 
de  parle  del  vendedor,  la  primera  venta  tendría  los  efectos 
de  absoluta  y  definitiva ,  y  el  recobro  que  después  hiciere 
de  su  cosa  el  vendedor  no  podria  mirarse  bajo  otro  concepto 
que  el  de  una  nueva  venta  con  sujeción  à  nueva  alcabala, 
como  dicen  Gutiérrez  y  Molina. 

En  los  retractos  ó  tanteos  de  abolengo ,  sociedad  ó  comu- 
nión y  demás  legítimos  ,  no  se  devenga  mas  que  una  alca- 
bala ,  porque  la  venta  y  su  retracto  no  constituyen  mas  que 
una  sola  venta,  respecto  de  que  el  tanteador  ó  retrayente 
se  subroga  en  lugar  del  primer  comprador;  Monlalvo,  Ma- 
tienzo,  Lasarte,  Curia  Filípica  y  Sala.  Mas  si  en  el  tiempo 
que  trascurrió  desde  la  venta  hasta  el  retracto  se  hubiesen 
celebrado  nuevas  ventas  por  compradores  sucesivos,  ¿se 
debería  por  ellas  el  derecho  de  alcabala?  Sala  indica  que 
no ,  porque  todas  estas  ventas  intermedias  quedan  anuladas 
por  el  retracto  ;  pero  Gutiérrez  y  Lasarte  dicen  que  sí ,  por- 
que no  se  anulan  en  cuanto  á  los  que  las  celebraron  ni  entre 
ellos  :  cuya  doctrina  aplican  igualmente  estos  autores  á  las 
ventas  que  mediaren  entre  las  hechas  con  pacto  de  retro- 
vendendo, ó  de  la  ley  comisoria,  ó  de  adiccion  á  dia,  de  que 
mas  arriba  se  ha  hecho  mención. 

En  las  ventas  que  se  rescinden  por  lesión  en  mas  de  la 
mitad  del  precio ,  por  efecto  de  la  acción  redhibitoria,  por 
dolo  incidente  ó  por  miedo  justo  ,  se  debe  alcabala ,  según 
Gutiérrez,  Parladorio,  la  Curia  Filípica  y  Sala,  porque  estas 
ventas  no  se  invalidan  por  pacto  resolutivo  que  haya  en  el 
contrato ,  ni  por  el  mismo  derecho ,  ipso  jure  ,  sino  por  sen- 
tencia del  juez  ,  á  que  dieron  motivo  injusto  los  contrayen- 
tes ;  pero  no  se  debe  alcabala  en  las  ventas  de  bienes  de 
menores  que  se  rescinden  por  el  remedio  de  la  restitución  in 
inlcgrum,  según  Gutiérrez,  Parladorio  y  Sala  contra  Lasarte, 
porque  ademas  de  no  haber  dado  motivo  á  la  rescision  culpa 
alguna  ,  vuelve  la  cosa  por  efecto  de  la  restitución  á  su  an- 
terior estado  ,  como  si  no  hubiese  habido  tal  venta. 

En  las  enajenaciones  de  bienes  raices  á  censo  reservativo 
redimible  se  devenga  alcabala  al  tiempo  del  contrato ,  pa- 
gándose por  mitad  entre  el  que  entrega  la  finca  y  el  que  la 
recibe  sujetándola  al  censo,  sin  que  verificado  aquel  pago  se 
vuelva  á  repetir  ni  pida  cosa  alguna  al  tiempo  de  la  reden- 
ción; comprendiéndose  en  esta  providencia  el  equivalente 
del  ocho  por  ciento  en  la  ciudad  de  Valencia,  cuya  renta  se 
gobierna  por  las  reglas  del  alcabalatorio  ;  ccd.  de  17  de  junio 
de  1793,  que  es  la  ley  21,  tít.  12,  lib.  10,  Nov.  Rec.  No  solo 
en  el  censo  reservativo ,  sino  también  en  el  consignativo  y 
aun  en  el  vitalicio  se  devenga  alcabala  al  tiempo  de  su  cons- 
titución, por  reputarse  verdaderas  ventas;  y  así  como  no  se 
devenga  en  el  reservativo  al  tiempo  de  la  redención ,  no  se 
adeuda  tampoco  en  los  demás  que  son  redimibles ,  porque 
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la  redención  no  es  mas  que  una  resolución  del  contrato  de 
imposición  ;  pero  en  los  censos  perpetuos  se  debe  alcabala 
de  la  redención  ,  porque  esta  no  se  hace  en  virtud  de  pacto 
estipulado  al  tiempo  en  que  se  constituyeron  aquellos,  sino 
por  nueva  convención  de  los  interesados,  como  sientan  Par- 
ladorio y  la  Curia  Filípica. 

No  solo  se  debe  alcabala  en  las  ventas  voluntarias,  sino 
también  en  las  que  se  hacen  por  autoridad  de  justicia  para 
pagó  de  acreedores;  pero  si  el  deudor  dentro  del  término 
que  le  está  concedido  paga  sus  deudas  y  recobra  los  bienes 
vendidos  ,  ó  bien  los  saca  por  el  tanto  en  que  se  vendieron , 
no  debe  alcabala  de  la  venta  y  remate  ni  del  retracto  o  re- 
cobro, según  Lasarte,  Castillo,  Parladorio,  Rodríguez  y  otros. 

En  la  espropiacion  forzada  por  causa  de  la  república,  esto 
es ,  en  la  venta  que  hace  un  propietario  compelido  por  la 
autoridad  pública  en  beneficio  del  común  ó  del  Estado ,  no 
■  se  debe  alcabala,  según  Parladorio  y  la  Curia  Filípica  :  bien 
que  si  el  propietario  no  tiene  la  cosa  sino  para  venderla 
cuando  mas  le  convenga ,  como  por  ejemplo,  el  comerciante 
que  conserva  un  acopio  de  granos  para  venderlos  en  la  época 
de  mayor  carestía ,  no  parece  hay  razón ,  al  obligarle  á  una 
venta  anticipada,  para  eximirle  de  un  tributo  que  tarde  ó 
temprano  habia  de  pagar. 

Las  ventas  que  son  nulas  por  derecho,  ipso  jure,  como  que 
se  considera  que  nó  han  existido  y  no  producen  efecto  al- 
guno ,  no  están  sujetas  al  derecho  de  alcabala.  Pero  si  en  el 
tiempo  que  media  entre  una  venta  nula  y  la  declaración  de 
su  nulidad  ,  vendiere  la  cosa  el  comprador  que  la  poseía  , 
dice  Lasarte  que  se  debe  alcabala  por  esta  y  cualesquiera 
otras  ventas  intermedias ,  porque  estas  no  se  resuelven  ni 
invalidan  respecto  de  los  que  intervinieron  en  ellas ,  bien 
que  cada  comprador,  menos  el  primero ,  podrá  repetir  de  su 
vendedor,  de  grado  en  grado ,  la  alcabala  que  hubiere  satis- 
fecho ,  de  suerte  que  la  suma  de  todas  venga  á  recaer  sobre 
el  primer  comprador. 

Trueques  en  que  se  paga  la  alcabala. 

«  Porque  los  trueques  y  las  ventas  se  deben  juzgar  por 
una  misma  cosa  ,  dice  la  ley  11 ,  lit.  12,  lib.  10,  Nov.  Rec, 
mandamos  que  de  todos  los  trueques  que  se  ficieren  de  unas 
cosas  á  otras,  semejantes  y  no  semejantes,  quier  intervenga 
en  ello  dinero  ó  no,  que  de  todo  se  pague  alcabala  al  nues- 
tro arrendador,  fiel  ó  cogedor,  siendo  cada  una  cosa  apre- 
ciada por  lo  que  vale  :  y  que  lo  aprecie  el  alcalde  ó  juez 
que  conociere  de  la  causa  de  la  dicha  alcabala ,  ó  otro  hom- 
bre bueno  á  quien  el  dicho  juez  lo  cometiere,  etc.  » 

Se  paga  pues  alcabala  en  todos  los  trueques  ó  permutas 
que  se  hicieren  ,  ya  sean  de  cosas  semejantes ,  como  de  una 
casa  por  otra  casa ,  ya  de  cosas  de  diferente  especie ,  como 
de  una  casa  por  una  viña ,  ora  intervenga  dinero  para 
igualar  la  diferencia  de  valor  entre  las  cosas  que  se  cambian, 
ora  no  intervenga  por  ser  ambas  de  un  mismo  precio  (1). 

(1)  En  las  permutas  se  tasan  las  cosas  que  son  su  objeto,  para 
que  cada  uno  de  los  permutantes  pague  lo  que  respectivamente 
le  corresponde  por  la  suya,  ley  il ,  lit.  12,  lib.  10,  Nov.  llec. 
—  En  el  último  foliaje  recopiló  Beleña  providencias  muy  impor- 
tantes en  materia  de  alcabalas ,  desde  el  n.  24  al  57.  Entre  ellas 
la  40  manda  que  de  los  contratos  de  locación  que  pasen  de  diez 
años  ,  se  cobre  alcabala;  y  que  se  pague  solamente  la  mitad  de 
esta,  cuando  se  venden  solares  para  fabricar  casa  ó  edificio.  La  56, 
que  en  los  casos  en  que  se  baga  contencioso  el  adeudo  de  la  alca- 
bala ,  esta  se  satisfaga  luego  en  calidad  de  depósito  y  con  la  de 
integra  devolución.  La  33  distingue  lo  que  debe  ó  no  pagar  alca- 
bala de  aquello  que  se  introduce  á  título  de  consumos  domésticos 
ó  regalos,  quedando  libres  de  adeudarla  los  frutos  ó  esquilmos 
de  baciendas  de  estas  provincias  que  consumen  sus  dueños  ó  re- 
galan en  corta  cantidad. 


Mas  es  de  advertir  que  si  se  da  una  cosa  de  presente  para 
que  á  cierto  plazo  se  vuelva  otro  tanto  de  la  misma  especie, 
no  se  debe  alcabala ,  porque  no  es  permuta  este  contrato , 
sino  préstamo  ó  mutuo  ;  y  que  cuando  interviene  dinero , 
no  se  debe  alcabala  por  él ,  pues  que  está  esenta  de  este  tri- 
buto la  moneda  amonedada ,  como  luego  veremos. 

Una  permuta  equivale  á  dos  ventas ,  pues  cada  una  de  las 
cosas  que  se  cambian  es  á  un  mismo  tiempo  cosa  vendida  y 
precio  de  la  otra  ;  y  así  es  que  se  debe  alcabala  del  valor 
de  entrambas,  cuya  tasación  ha  de  hacerse  por  el  juez  ó  por 
el  perito  que  este  nombrare.  Siendo  injusta  la  tasación, 
puede  el  perjudicado  pedir  su  reducción  ó  reforma  á  albe- 
drío  de  un  buen  varón  para  ante  el  juez,  y  aun  interponer 
apelación  de  este  para  ante  el  superior,  según  Acevedo  y  la 
Curia  Filípica. 

Como  las  reglas  de  la  venta  suelen  aplicarse  á  la  permuta 
en  cuanto  no  se  oponen  á  la  naturaleza  de  este  contrato ,  es 
consiguiente  que  las  de  la  alcabala  en  las  ventas  han  de 
entenderse  igualmente  de  las  permutas. 

Cosas  que  están  ó  no  sujetas  á  la  alcabala. 

Están  sujetas  al  derecho  de  alcabala  en  sus  ventas  y  true- 
ques así  las  cosas  inmuebles  como  las  muebles  y  semovientes. 
Mas  la  ley  20,  tít.  12  ,  lib.  10,  Nov.  Rec.  esceptúa  de  este 
impuesto  las  siguientes  :  el  pan  cocido  ;  los  caballos ,  muías 
y  machos  de  silla ,  que  se  vendieren  ó  trocaren  ensillados  y 
enfrenados  ;  la  moneda  amonedada  ;  los  libros ,  así  de  latin 
como  de  romance ,  encuadernados  ó  por  encuadernar , 
escritos  de  mano  ó  de  molde  ;  los  falcones  y  azores  y  otras 
aves  de  caza  ;  las  cosas  que  se  dieren  en  casamiento,  quier 
sean  bienes  muebles  ó  raices;  los  bienes  de  los  difuntos  que 
se  partieren  entre  sus  herederos,  aunque  intervengan  dine- 
ros y  otras  cosas  entre  los  tales  herederos  para  igualarse  ; 
y  las  armas  ofensivas  ó"  defensivas ,  estando  hechas  y  acaba- 
das en  la  forma  que  se  suele  usar  de  ellas ,  mas  no  las  que 
no  estuvieren  acabadas ,  ni  las  cosas  de  que  se  fabrican , 
ni  los  aparejos  necesarios  para  su  uso.  Aunque  esta  ley  solo 
exime  de  alcabala  los  caballos  de  silla  que  se  vendieren  en- 
sillados y  enfrenados ,  está  mandado  posteriormente  en  cir- 
culares de  2  de  setiembre  de  1792  y  24  de  abril  de  1793 
(  ñolas  il  y  12 ,  cap.  6,  ley  11,  lit.  29,  lib.  7,  Nov.  Rec.)  que 
esta  franquicia  se  estienda  á  todos  los  potros  y  caballos  en- 
sillados ó  sin  ensillar,  con  el  objeto  de  fomentar  esta  gran- 
jeria. 

Lugar  de  su  pago. 

La  alcabala  de  bienes  raices  que  se  venden  ó  permutan , 
se  paga  en  el  lugar  donde  están  situados;  ley  13,  lit.  12, 
lib.  10 ,  Nov.  Rec.  La  de  los  censos  se  ha  de  pagar  en  el  lugar 
donde  estuvieren  los  bienes  sobre  que  están  impuestos , 
según  Parladorio  y  Lasarte. 

La  alcabala  de  muebles  y  semovientes  debe  pagarse  en  el 
lugar  donde  se  venden  si  allí  se  entregan ,  ó  están  allí  al  , 
tiempo  de  la  venta,  aunque  después  se  entreguen  en  otra 
parle  :  pero  vendiéndose  en  un  lugar  los  que  están  en  otro , 
si  en  este  se  entregan ,  en  el  mismo  ha  de  pagarse  la  alcabala; 
y  si  se  venden  con  condición  de  que  se  entreguen  en  otro 
fugar  distinto  del  de  la  existencia  y  del  de  la  venta ,  se  pagará 
la  alcabala  en  el  lugar  en  que  estaban  al  venderse,  salvo  si 
este  lugar  es  franco  de  tal  tributo ,  pues  en  tal  caso  debe 
pagarse  en  el  realengo  donde  se  entregaren  ;  y  si  el  lugar 
de  la  entrega  fuere  de  señorío ,  de  que  el  rey  no  cobrare  al- 
cabala ,  sé  pagará  en  el  realengo  mas  cercano  á  este  con  el 
cuatro  tanto  de  ella  por  via  de  pena,  sin  que  pueda  escusarse 
el  pago  aunque  se  muestre  haberse  hecho  en  otra  parte  ; 
ley  12,  Ut,  i2,  lio.  10,  Nov.  Rec, 
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Modo  de  asegurar  el  pago  de  la  alcabala. 

Para  que  los  recaudadores  de  las  alcabalas  no  reciban  daño 
en  la  ocultación  de  las  ventas ,  se  han  establecido  las  pro- 
videncias siguientes  : 

Ia.  Que  todas  las  ventas,  cambios  y  enajenaciones  de 
bienes  raices  pasen  ante  los  escribanos  de  número  de  los 
pueblos  en  cuyo  término  estuvieren  los  bienes  ;  y  no  habién- 
dolos, ante  el  del  pueblo  realengo  mas  inmediato  ,  con  tal 
que  sea  del  partido  :  prohibiéndose  á  todos  los  demás  escri- 
banos reales  ó  notarios  apostólicos  recibir  tales  contratos  , 
bajo  la  pena  de  privación  de  oficio  y  de  pagar  á  la  real  ha- 
cienda la  alcabala  con  el  cuatro  tanto  ;  ley  14,  lit.  12,  lib.  10, 
Nov.  Rec.,  y  real  orden  de  7  de  junio  de  1793,  puesta  por  nota 
à  dicha  ley  14. 

2a.  Que  los  escribanos  ante  quienes  se  otorgaren  estos  con- 
tratos ,  han  de  dar  á  los  administradores  de  rentas  mensual- 
mente  testimonios  de  las  escrituras  que  se  hubieren  otorgado 
ante  ellos,  con  juramento  de  no  haber  recibido  otras  algunas , 
debiendo  darlos  dentro  de  dos  dias  desde  que  les  fueren  de- 
mandados, bajo  la  pena  de  cien  maravedís  por  cada  dia  de 
demora  ;  y  que  si  después  resulta  en  algún  tiempo  que  pasó 
ante  ellos  otro  contrato  no  contenido  en  los  testimonios  , 
paguen  la  alcabala  con  el  cuatro  tanto;  d.  ley  14  y  su  nota. 

3a.  Que  no  puedan  los  escribanos  entregar  las  escrituras 
de  venta  á  los  compradores  ,  sin  constarles  en- debida  forma 
estar  satisfecho  ó  asegurado  el  derecho  de  alcabala ,  bajo  la 
pena  de  pagarlo  ellos  con  el  cuatro  tanto  ;  nota  à  d.  ley  14. 

4a.  Que  para  descubrir  y  castigar  los  fraudes  que  de  la 
alcabala  se  intentaren,  ya  simulándose  otros  contratos  de  que 
no  se  debe  este  derecho ,  ya  ocultándose  el  verdadero  pre- 
cio por  que  se  hace  la  venta ,  ó  ya  usándose  de  otros  cuales- 
quiera medios  fraudulentos ,  hagan  las  justicias  las  averi- 
guaciones convenientes  y  den  cuenta  al  subdelegado  del 
partido  de  los  fraudes  que  descubrieren  á  fin  de  que  se  cobre 
la  alcabala  con  el  cuatro  tanto;  ley  19,  til.  12,  lib.  10,  Nov. 
llcc.,  y  dicha  nota  7  á  la  ley  14. 

5a.  Que  si  el  vendedor  ó  trocador  no  fuere  del  lugar  en  que 
se  hace  la  venta  ó  trueque ,  ó  fuere  hombre  poderoso  ú  oficial 
real  del  mismo  pueblo  %  retenga  el  comprador  del  dinero  que 
hubiere  de  entregarle  el  importe  de  la  alcabala  hasta  que  el 
vendedor  ó  trocador  le  traiga  carta  de  pago  de  ella  ,  bajo  la 
pena  de  pagarla  él  con  la  mitad  mas;  ley  18,  til.  i2,  lib.  10, 
Nov.  Rec. 

Tiempo  para  pedir  la  alcabala. 

La  alcabala  se  puede  pedir  por  el  rey  ó  su  administrador 
en  cualquiera  tiempo  sin  limitación;  ley  8  al  fin,  lit.  8, 
lib.  H,  Nov.  Rec.  Mas  por  los  arrendadoi^s  puede  pedirse 
la  de  bienes  muebles  ó  semovientes  con  las  penas  en  todo 
el  año  de  su  arriendo  y  dos  meses  mas  ;  y  la  de  bienes  raices 
en  todo  el  año  siguiente  al  del  arrendamiento ,  si  la  escritura 
de  venta  se  hizo  ante  alguno  de  los  escribanos  de  número  del 
lugar  donde  están ,  y  dentro  de  dos  años  desde  el  otorga- 
miento del  contrato  de  venta  si  la  escritura  se  hubiere  hecho 
ante  otro  escribano  que  no  sea  de  número  ;  ley  15,  til.  12, 
lib.  10,  Nov.  Rec.  Pasados  estos  términos  quedan  prescritas 
la  alcabala  y  la  pena,  de  suerte  que  ya  no  pueden  deman- 
darse; d.  ley  15. 

En  qué  se  ha  de  pagar  la  alcabala. 

La  alcabala  debe  pagarse  en  dinero  y  no  en  otra  cosa , 
pues  así  se  da  á  entender  en  la  ley  11 ,  tít.  12,  lib.  10,  Nov. 
Bec,  y  está  declarado  espresamente  por  real  orden  de  10 
de  julio  de  1815, 


Quién  debe  pagar  la  alcabala. 

El  pago  de  la  alcabala  incumbe  en  las  ventas  al  vendeder 
y  no  al  comprador  ;  y  en  los  trueques  á  cada  uno  de  los  per- 
mutantes ,  pues  que  ambos  se  consideran  vendedores  ;  ley 
11,  lit.  12,  Ufo  10,  Nov.  Rec. 

Ni  puede  el  vendedor  escusarse  del  pago,  aunque  el  com- 
prador sea  persona  ó  cuerpo  que  goce  esencion  de  alcabala  : 
«  Porque  los  clérigos  é  iglesias  y  monasterios  y  otras  per- 
sonas esentas  ,  dice  la  ley  9,  lit.  9  ,  lib.  1 ,  Nov.  Rec,  com- 
pran heredamientos  y  otros  bienes,  y  pretenden  que  los 
vendedores  no  han  de  pagar  alcabala ,  diciendo  que  si  la 
pagasen  vendrían  ellos  á  comprar  mas  caro  ,  y  que  por  esta 
razón  les  ha  de  aprovechar  su  privilegio  ;  por  quitar  esta 
duda  ,  mandamos ,  que  si  los  dichos  clérigos ,  iglesias  y  mo- 
nasterios y  otras  personas  esentas  compraren  bienes  algunos 
de  legos ,  que  los  vendedores  hayan  de  pagar  la  alcabala  , 
como  si  los  vendiesen  à  personas  legas  ;  y  que  esto  haya  lugar 
y  se  guarde  ,  no  embargante  que  los  compradores  esentos 
compren  los  bienes  horros  de  alcabala  ;  y  si  los  vendedores 
no  pudieren  ser  habidos ,  que  de  los  heredamientos  y  otras 
cosas  que  se  vendieren  á  los  dichos  clérigos  y  personas 
esentas ,  se  pueda  cobrar  el  alcabala  ;  por  lo  cual  queremos 
y  mandamos  que  siempre  y  en  todo  caso  y  en  todo  tiempo 
sean  obligados  los  dichos  heredamientos  y  cosas  que  fueren 
vendidas.  » 

Quiénes  están  esceptuados  del  pago  de  alcabala. 

Los  clérigos ,  iglesias  y  monasterios  están  esentos  del  pago 
de  alcabala  en  las  ventas  y  permutas  de  sus  bienes  ;  pero  no 
en  las  que  hicieren  por  mercadería ,  trato ,  granjeria  ó  nego- 
ciación ;  leyes  8,  12  y  15,  tít.  9,  lib.  1,  Nov.  Rec.  Esta  esen- 
cion que  se  enuncia  generalmente  en  las  citadas  leyes ,  se 
halla  modificada  por  la  ley  15,  tít.  5,  lib.  3,  Nov.  Rec,  la  cual 
en  los  arts.  9  y  10  del  cap.  2  dispone  que  por  las  ventas  de 
frutos  y  efectos  de  los  bienes  de  manos  muertas,  adquiridos 
después  del  concordato  celebrado  con  la  santa  sede  en  1737, 
como  igualmente  por  las  ventas,  permutas  ó  acensuamientos 
de  estos  mismos  bienes ,  se  les  carguen  las  alcabalas  y  cientos 
que  pagaría  el  lego. 

En  las  ventas  hechas  á  clérigos  ,  iglesias  ó  monasterios  se 
devenga  alcabala,  como  si  se  hiciesen  á  legos  ;  pues  la  esen- 
cion solo  recae  sobre  las  ventas  que  aquellos  hicieren  y  no 
sobre  sus  compras ,  según  se  ve  por  la  ley  9 ,  tít.  9,  lib.  1 , 
Nov.  Rec,  que  se  ha  trascrito  mas  arriba.  Véase  Clérigo. 

A  quién  se  ha  de  pagar  la  alcabala. 

Siendo  la  alcabala  una  de  las  contribuciones  con  que  acu- 
den los  pueblos  á  sostener  las  cargas  del  Estado ,  pertenece 
al  rey  y  no  puede  adquirirse  por  otro ,  pues  el  derecho  de 
exigirla,  como  inseparable  de  la  soberanía,  no  puede  ena- 
jenarse. 

Hubo  sin  embargo  un  tiempo  fatal  en  que  para  atender  á 
las  necesidades  públicas ,  se  echó  mano  de  las  alcabalas  ena- 
jenándolas en  parte  á  varios  ricoshomes  y  poderosos  del 
reino  :  y  lo  peor  fué  que  una  vez  visto  que  las  rentas  de  la 
corona  podian  reducirse  á  propiedad  particular,  se  abrieron 
las  puertas  á  los  atentados  de  la  usurpación  y  del  fraude  ,  y 
si  algunos  adquirieron  las  alcabalas  y  otras  rentas  por  cesio- 
nes á  que  forzado  por  circunstancias  deplorables  tuvo  que 
acceder  el  gobierno  ,  supieron  aprovecharse  otros  muchos 
de  la  preponderancia  que  les  daban  sus  cargos  ó  sus  riquezas, 
y  de  la  debilidad  á  que  se  hallaba  reducido  el  poder  real , 
para  invadir  el  patrimonio  del  Estado  y  apoderarse  de  las 
rentas  que  lo  constituían ,  como  es  de  ver  por  las  crónicas 
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de  varios  reinados ,  y  entre  otras  por  las  leyes  10  y  11  r 
tít.  5  ,  lib.  3 ,  Nov.  Rec. 

Por  eso  está  mandado  en  pragmática  de  24  de  noviembre 
de  1504.  espedida  por  los  reyes  católicos  D.  Fernando  y  doña 
Isabel ,  confirmada  por  D.  Carlos  I  en  1524,  y  renovada  des- 
pués por  D.  Felipe  II ,  que  no  se  puedan  percibir  alcabalas 
por  corporación  ni  persona  alguna  sin  título  espreso  y  válido, 
y  que  no  pueda  servir  de  tal  á  los  perceptores  la  posesión, 
uso  y  costumbre  en  que  hubiesen  estado  de  percibirlas , 
aunque  sea  inmemorial ,  y  aunque  hubiese  mediado  tole- 
rancia de  parte  de  la  autoridad  real;  ley  9,  tít.  8 ,  lib.  11 , 
Nov.  Rec.  Los  fiscales  del  Consejo  real  estaban  encargados 
de  poner  y  seguir  las  demandas  sobre  reintegración  á  la  real 
hacienda  de  las  alcabalas  injustamente  enajenadas  y  poseí- 
das, con  arreglo  alas  leyes  8  y  9,  tít.  8,  lib.  7,  Nov.  Rec; 
pero  posteriormente  en  decreto  de  2  de  febrero  de  1 803 
(ley  16,  lit.  10 ,  lib.  6  ,  Nov.  Rec.  )  se  mandó  que  estos  ne- 
gocios se  radicasen  en  el  consejo  de  hacienda ,  y  que  se 
promoviesen  por  los  fiscales  del  mismo. 

Pena  de  la  defraudación  de  alcabalas. 

La  pena  del  fraude  de  la  alcabala  era  el  pago  de  ella  y  del 
cuatro  tanto,  según  se  ha  insinuado  mas  arriba,  con  arreglo 
á  la  ley  19,  tít.  12,  lib.  10,  Nov.  Rec.  Pero  la  dirección 
general  de  rentas  con  fecha  16  de  julio  de  1853  circuló  la 
real  orden  siguiente  : 

«  Habiéndose  instruido  espediente  con  motivo  de  las  du- 
das ocurridas  en  la  subdelegacion  de  rentas  de  Córdoba , 
acecca  de  si  los  conciertos  que  los  labradores  hacen  con  las 
oficinas  de  real  hacienda  están  sujetos  en  sus  defraudaciones 
al  artículo  62  ó  al  64  de  la  ley  penal  de  30  mayo  de  1730  ; 
y  elevado  à  la  soberana  consideración  de  S.  M.,  se  ha  dig- 
nado resolver  por  su  real  orden  de  10  del  corriente  ,  que  las 
defraudaciones  de  rentas  provinciales  se  castiguen  como 
previene  el  artículo  62  de  dicha  ley ,  siempre  que  el  delito 
recaiga  en  artículos  de  consumo,  ó  sobre  el  movimiento  de 
géneros ,  frutos  ó  efectos  del  reino  ,  que  por  tal  razón  hayan 
de  pagar  un  derecho  eventual  ó  indirecto  ;  pero  que  cuando 
los  fraudes  consistan  en  el  pago  de  alcabalas ,  encabeza- 
mientos ó  cualquiera  otro  ajuste  alzado  en  que  se  deba  de- 
signar cantidad  fija ,  se  verifique  por  el  artículo  64  de  la 
propia  ley.  » 

El  artículo  62  que  se  cita  dice  así  :  «  Por  la  defraudación 
de  las  rentas  provinciales,  de  derechos  de  puertas  y  otra 
cualquiera  clase  de  impuestos  establecidos  sobre  los  consu- 
mos y  el  movimiento  de  géneros ,  frutos  y  efectos  del  reino 
que  se  verifique  en  alguna  de  las  maneras  contenidas  en  el 
artículo  12,  caerá  en  comiso  la  totalidad  del  género  que  fuere 
materia  de  la  defraudación  ,  exigiéndose  ademas  al  tenedor 
el  doble  derecho  correspondiente  al  mismo  género.  » 

El  artículo  64  está  concebido  en  estos  términos  :  «  Los  que 
cometan  cualquier  acto  de  defraudación  para  el  pago  y  gra- 
duación de  las  cuotas  de  las  contribuciones  directas  en  al- 
guno de  los  modos  determinados  en  el  artículo  14  de  esta 
ley,  incurrirán  en  la  multa  del  quíntuplo  de  la  cantidad  del 
derecho  en  que  consista  la  defraudación ,  satisfaciendo  asi- 
mismo los  gastos  que  se  ocasionen  en  las  diligencias  nece- 
sarias para  la  comprobación  del  fraude.  »  Véase  Defrauda- 
ción de  la  real  hacienda. 

Calificación  de  la  alcabala. 

Nuestros  economistas  consideran  la  alcabala  como  causa 
primera  y  mas  directa  del  atraso  y  decadencia  de  la  agri- 
cultura ,  de  la  industria  y  del  comercio.  Ella  sorprende 
efectivamente  los  productos  de  estos  manantiales  de  riqueza 
desde  el  cemento  que  nacen  ó  se  forman,  y  los  persigue  y 


muerde  en  toda  su' circulación  sin  perderlos  jamas  de  vista, 
ni  soltar  su  presa  hasta  el  último  instante  del  consumo, 
como  dice  el  señor  Jovellános;  y  si  siempre  es  digna  de  su 
bárbaro  origen,  es  mas  gravosa,  en  sentir  del  mismo,  cuan- 
do se  cobra  en  la  venta  de  propiedades ,  porque  siendo  un 
principio  inconcuso  que  tanto  vale  gravar  los  productos  de 
la  tierra  como  gravar  su  renta  y  tanto  gravar  su  renta  como 
gravar  su  propiedad ,  parece  que  un  sistema  que  tiene  por 
basa  el  gravamen  de  todos  los  productos  de  la  tierra,  y  aun 
de  su  renta ,  debería  á  lo  menos  franquear  su  propiedad 
que  es  la  fuente  de  donde  nace  uno  y  otro.  Este  impuesto 
ademas  ,  cuando  se  cobra  en  la  venta  de  propiedades  ,  es  en 
estremo  desigual  ;  pues  en  primer  lugar,  como  sigue  dicien- 
do el  mismo  autor,  recae  solamente  sobre  la  propiedad  libre 
y  comerciable ,  esto  es  ,  sobre  .la  mas  preciosa  parte  de  la 
propiedad  territorial  del  reino ,  al  mismo  tiempo  que  exime 
la  propiedad  amortizada,  por  la  razón  sencilla  de  que  cobrán- 
dose solo  en  las  ventas ,  es  claro  que  nunca  lo  pagará  la  que 
nunca  se  puede  vender  ;  y  en  segundo  lugar,  aun  entre  la 
propiedad  libre  y  vendible ,  gravita  mas  especialmente  sobre 
la  pequeña  que  sobre  la  grande  ,  porque  la  pequeña  es  la 
que  mas  circula  y  la  que  mas  frecuentemente  se  vende. 

Y  ¿qué  diremos  cuando  se  cobra  la  alcabala  en  las  muchas 
ventas  motivadas  por  la  necesidad  y  miseria  de  los  que  las 
hacen  ,  cuales  suelen  ser  entre  otras  las  judiciales  y  las  ad- 
judicaciones forzosas  ó  voluntarias  en  pago  de  acreedores? 
Puede  decirse  entonces  con  Bentham  que  este  tributo  es  una 
multa  que  se  exige  á  los  vendedores  por  ser  desgraciados  ;  y 
si  los  bienes  del  deudor  no  llegan  á  cubrir  el  importe  de  sus 
débitos  y  la  alcabala  ,  será  el  resultado  que  los  acreedores  á 
quienes  se  rebaja  este  impuesto  vienen  á  ser  castigados  tal 
vez  por  haber  sido  benéficos  ó  generosos. 

[*  En  la  república  de  Méjico,  el  parecer  de  los  autores 
que  cita  el  autor  del  Diccionario,  pág.  119,  esplicando  el 
punto  «  Ventas  en  que  se  paga  ó  no  la  alcabala ,  »  apartes 
Io.  y  2°.,  se  halla  adoptado  y  confirmado  por  el  art.  37  de  la 
Instrucción  para  el  adeudo  de  este  derecho ,  formada  por  la 
Contaduría  general  con  fecha  de  28  de  febrero  de  1855,  y 
mandado  guardar  por  repetidas  órdenes  del  Gobierno. 

La  instrucción  á  que  acabamos  de  hacer  referencia,  no 
adopta  resueltamente  ninguna  de  las  dos  opiniones  de  los 
autores  sobre  las  ventas  hechasconel  pacto  de  la  ley  comi- 
soria de  que  trata  el  autor  del  Diccionario  en  dicho  lugar, 
aparte  4o.  de  la  citada  pág.  119;  solo  advierte  que  en  los 
casos  en  que  siendo  válida  la  venta  se  rescinda  ó  no  llegue 
á  consumarse ,  se  pida  y  espere  la  resolución  del  Gobierno , 
art.  40  de  d.  Inslruc.  de  28  de  febrero  de  1835. 

La  doctrina  del  aparte  7o.  de  la  misma  pág.  119,  sobre  los 
retractos  ó  tanteos  de  abolengo ,  sociedad  ó  comunión  y  de- 
mas  legítimos,  se  halla  espresamente  reconocida  y  sanciona- 
da en  la  república  por  el  art.  34  de  la  cit.  Instrucción  de  24 
de  febrero  de  1855.  —  Sobre  las  demás  especies  de  que 
trata  á  continuación  el  autor  del  Diccionario ,  á  saber ,  los 
casos  de  lesión  en  mas  de  la  mitad  del  precio,  acción  rcdiú- 
biloria,  etc.,  ha  creído  perjudicial  el  Gobierno  dictar  re- 
glas generales ,  é  imposible  abarcar  por  este  medio  todos 
los  casos  posibles ,  por  lo  cual  se  ha  reservado  examinarlos 
y  resolverlos  cada  uno  por  sí ,  á  medida  que  se  ofrezcan  , 
tomando  en  cuenta  menudamente  las  circunstancias  particula- 
res, arts.  59  y  40  de  d.  Instruc.  de  28  de  febrero  de  1855. 

Con  respecto  á  las  enajenaciones  de  bienes  que  se  hacen 
á  censo  redimible ,  diremos  que  la  cédula  de  17  de  junio 
de  1793  ,  citada  por  el  autor  del  Diccionario  ,  por  la  cual  so 
mandó  que  los  censos  redimibles  no  causen  mas  que  una 
alcabala,  la  cual  han  de  abonar  por  mitad  al  tiempo  de  la 
imposición  entrambos  contrayentes,  fué  mandada  guardar 
en  América  por  otra  de  11  efe  marzo  de  1810,  según  afirma 
algún  autor  ;  mas  por  el  art,  52  de  la  Instrucción  de  28  de 
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Jeorerü  ae  1835  ,  sí  bien  se  confirma  la  doctrina  de  que  no 
se  debe  exigir  mas  que  una  alcabala  de  todo  censo  redimi- 
ble ,  y  que  esta  ha  de  satisfacerse  al  tiempo  de  la  imposi- 
sion,se  declara  en  oposición  á  dicha  cédula ,  que  quien 
debe  abonarla  es  el  censatario.  El  mismo  autor  asegura  que 
en  la  cédula  de  21  de  agosto  de  1777  ,  que  él  declara  haber 
sido  publicada  por  bando  de  14  de  enero  de  S779,  se  dispuso 
que  en  el  censo  consignativo  satisficiese  la  alcabala  el  cen- 
satario; pero  en  el  estrado  que  hace  Beleña  de  dicha  cé- 
dula ,  bajo  el  n.  40  en  la  pág.  81  de  la  5a.  foliación ,  no  se 
halla  tal  especie. 

En  cuanto  á  la  permuta  ,  la  ley  11  ,  tít.  12  ,  lib.  10  ,  No- 
vís.  Rec,  que  cita  el  autor  en  el  artículo  «  Trueques  en  que 
se  paga  la  alcabala,  »  pág.  1205está  derogada  por  el  arl.  3  de 
la  ley  de  22  de  mayo  de  1857  ,  según  el  cual  no  se  adeuda 
alcabala  en  este  contrato  mas  que  por  la  parte  en  que  esceda 
el  valor  de  una  finca  sobre  otra  ,  lo  que  debe  entenderse  , 
siempre  que  se  abone  este  esceso  en  dinero  ;  porque  solo 
entonces  puede  decirse  que  se  compra  la  parte  á  que  no  al- 
canza el  valor  del  objeto  que  se  entrega ,  y  no  cuando  se 
compensa  con  otra  especie.  —  Tocante  á  las  ventas  condi- 
cionales ,  no  puede  exigirse  la  alcabala  ,  hasta  que  no  se 
cumpla  la  circunstancia  de  que  está  pendiente  la  existencia 
del  contrato,  según  opinan  Acevedo  y  Hevia Boláños ,  y  se 
deduce  de  los  principios  fundamentales  de  este  linaje  de 
obligaciones  ;  y  así  lo  dispone  en  efecto  el  art.  38  de  la  Ins- 
trucción citada ,  aunque  reservándose  la  facultad  de  exami- 
nar el  objeto  y  buena  fe  de  estas  condiciones.  —  El  présta- 
mo de  dinero  con  interés  legal  bajo  hipoteca  espresa,  general 
ó  especial ,  conocido  en  la  república  bajo  el  nombre  de  depó- 
sito irregular,  y  que  algunos  equiparan  al  censo  consignativo, 
no  adeuda  alcabala  ,  según  una  real  orden  que  se  cita  de  21 
de  julio  de  1771  ,  y  el  art.  88  de  la  Instrucción  menciona- 
da; ademas  de  que  ya  veremos  despues  que  no  es  dable  re- 
putarlo como  tal  censo.  —  De  todos  ellos  hemos  dicho  que 
no  se  adeuda  alcabala  mas  que  al  tiempo  de  la  imposición; 
pero  esto  debe  entenderse  únicamente  de  su  constitución  , 
porque  si  se  enajena  el  carácter  de  censualista  ,  esto  es ,  si 
se  dona  ,  vende  ,  etc.  el  derecho  de  percibir  la  pension  ,  sí 
que  debe  satisfacerse  el  impuesto.  También  debe  tenerse 
presente  respecto  á  la  redención ,  que  solo  deja  de  estar 
sujeta  á  la  alcabala  cuando  se  hace  en  dinero  ,  porque  si 
se  hace  entregando  una  finca  ,  se  adeuda  el  derecho  ,  á  me- 
nos que  no  sea  alguna  de  las  acensuadas ,  en  cuyo  caso  está 
libre  del  impuesto  ,  arts.  54  y  56  de  d.  Instruc.  de  28  de 
febrero  de  183b.  —  Si  el  censo  está  destinado  á  obras  pias, 
y  se  venden  los  bienes  sobre  que  se  halla  impuesto ,  para 
hacer  efectivos  el  capital  y  las  pensiones  vencidas ,  está 
condonada  de  derecho  la  alcabala  que  se  adeuda,  si  el  pro- 
ducto no  escede  de  la  suma  debida,  art.  48  de  d.  Instruc. 
de  28  de  febrero  de  1835.  — La  venta  de  bienes  para  dar 
cumplimiento  á  obras  pias ,  está  esenta  de  tal  impuesto  ,  se- 
gún real  cédula  de  24  de  diciembre  de  1722  ,  repelida  en 
real  orden  de  19  de  mayo  de  1785  (Beleña,  5a.  fol.,  pág.  84  , 
n.  46  ) ,  y  acuerdo  de  la  Junta  superior  de  Hacienda  de  22 
de  abril  de  1801 ,  aprobado  por  real  orden  de  24  de  mayo 
de  1802.  —  Lo  está  igualmente  la  enajenación  de  bienes  ele 
una  herencia  que  no  admite  fácil  division ,  siempre  que  con- 
curran en  ella  los  tres  requisitos  siguientes  :  Io.  Que  real- 
mente no  admitan  cómoda  distribución  ;  2o.  Que  se  haga 
para  dividirla  herencia;  5o.  Que  recaiga  la  adjudicación  en 
algún  heredero.  A  estos ,  que  se  deducen  de  la  disposición 
esplícita  de  las  leyes  y  de  sus  fundamentos ,  se  añadió  un 
cuarto  requisito  por  acuerdo  de  la  Junta  superior  de  Hacien- 
da de  7  de  mayo  de  1805,  según  el  cual  era  indispensable 
que  no  se  admitiese  á  ningún  postor  estraño  á  la  licitación , 
debiendo  en  el  caso  contrario  pagarse  alcabala  de  todo  lo 
que  no  correspondiese  al  heredero  por  su  parte ,  en  el  su- 


puesto de  ^otj  el  remate  y  adjudicación  recayesen  en  favor 
de  alguno  de  ellos;  pero  aunque  se  consultó  de  nuevo  este 
acuerdo  1res  años  después  ,  en  1808  ,  por  no  haber  recibido 
contestación  de  la  superioridad,  no  se  tiene  noticia  de  que 
recayese  sobre  él  real  orden  aprobatoria.  Concurriendo  pues 
los  tres  primeros  requisitos  cuando  menos ,  no  se  adeuda 
alcabala  en  la  venta  de  bienes  hereditarios  que  no  admiten 
fácil  division,  por  mas  que  el  art.  43  de  la  Instrucción  ele  28 
de  febrero  de  1 855  parezca  ordenar  lo  contrario  ,  declarando 
por  punto  general  que  toda  enajenación  de  herencia  es  ver- 
dadera venta  y  está  sujeta  por  lo  tanto  al  impuesto ,  porque 
ademas  de  ser  dudoso  si  en  él  está  comprendido  el  caso  es- 
cepcional  de  que  hemos  hablado  ,  no  puede  la  débil  fuerza 
de  una  pauta  general  para  las  oficinas  sobreponerse  á  la  au- 
toridad y  carácter  de  ley  de  las  siguientes  disposiciones  : 
real  cédula  de  5  de  setiembre  de  1735 ,  decreto  de  23  de 
marzo  de  1781 ,  y  real  orden  de  3  de  diciembre  de  1781  (  Be- 
leña,  5a.  foliación,  pág.  87,  ns.  53  y  54,  y  tomo  2°.,  pág. 
17,  n.  6  ).  —  Contra  lo  dispuesto  por  el  art.  42  de  la  misma 
Instrucción  de  28  de  febrero  de  1835  y  otras  varias  disposi- 
ciones ,  no  puede  exigirse  este  impuesto  de  las  adjudicacio- 
nes en  pago  ó  á  título  de  herencia  ,  en  la  parte  que  cubran 
la  deuda  común  ó  el  derecho  de  sucesión  ;  pero  si  sobrepu- 
jaren en  algo ,  sí  que  debe  abonarse  por  lo  que  corresponda 
á  este  esceso,  art.  5,  ley  de  22  de  mayo  de  1837.  —  Para 
desvanecer  toda  duda,  el  art.  44  de  la  misma  Instrucción  de- 
clara que  en  la  espropiacion  forzosa  por  causa  de  utilidad 
pública  se  adeuda  alcabala ,  porque  no  hallándose  declarado 
que  la  enajenación  de  bienes  particulares  para  obras  de 
común  provecho  esté  libre  de  tal  impuesto  ,  cuando  se  haga 
voluntariamente  ;  seria  de  peor  condición  el  que  de  grado 
se  allanase  á  la  venta  persuadido  de  su  conveniencia,  que 
el  que  oponiéndose  indebidamente  á  ella,  obliga  á  la  Auto- 
ridad á  pasar  por  todos  los  trámites  de  la  enajenación  for- 
zosa.—  Para  evitar  las  ventas  simuladas  que  se  hacían, 
dando  una  finca  en  arrendamiento  por  tiempo  indeterminado, 
se  halla  dispuesto  desde  largo  tiempo  que  se  devengue 
alcabala  de  todo  contrato  de  locación-conducción  que  se 
celebre  por  diez  ó  mas  años,  real  cédula  de  21  de  agosto  de 
1777  (Beleña,  3a.  foliación,  pág.  81 ,  n.  40),  yarl.%9, 
Instruc.  de  28  de  febrero  de  1835.  — No  puede  exigirse  este 
impuesto  por  fin  de  la  simple  promesa  de  vender,  ni  de  la 
transacción  ;  pero  es  siempre  bajo  el  supuesto  de  que  no  se 
apele  á  estos  contratos  como  meras  apariencias,  para  encu- 
brir una  venta  real  y  eludir  su  pago  ,  arts.  51  y  47  de  ü. 
Instruc.  —  El  tanto  que  debe  abonarse  en  la  república  por 
derecho  de  alcabala  ,  es  el  6  por  ciento  como  cuota  fija  ; 
pero  á  esta  suele  agregarse  otra  eventual  según  las  circuns- 
tancias. Al  aplicarse  esta  cuota,  debe  deducirse  antes  el 
capital  que  corresponda  al  censo  con  que  estuviere  gravada 
la  finca ,  porque  según  hemos  visto ,  ya  satisfizo  la  alcabala 
al  tiempo  de  la  imposición  y  no  debe  tornar  á  pagarla  ;  pero 
si  lo  que  pesa  sobre  la  finca  ,  es  la  hipoteca  de  un  depósito 
irregular,  no  debe  bajarse  su  importe  ,  porque  ni  se  abonó 
el  impuesto  al  constituirla ,  ni  el  tal  depósito  puede  conside- 
rarse como  censo  ,  decr.  de  7  de  octubre  de  1821 ,  y  arts.  5, 
4,  53  y  58  de  d.  Instruc.  de  28  de  febrero  de  1855. 

**  La  doctrina  espuesta  sobre  este  artículo  es  ociosa  en  la 
república  de  Venezuela  ,  porque  la  alcabala  ha  sido  abolida 
por  la  ley  de  13  de  junio  de  1831. 

***  Por  lo  que  toca  á  la  república  de  Chile  ,  debe  tenerse 
presente  que  en  esta  república  no  se  paga  alcabala  de  la 
venta  de  toda  clase  de  bienes,  sino  únicamente  de  las  que 
se  hagan  de,  las  fincas  rústicas  ó  urbanas  ,  de  los  eriales  si- 
tuados dentro  del  área  ó  contiguos  á  las  poblaciones,  de  !  ; 
minas  y  de  los  buques,  tas  mismas  fincas  rústicas  y  urbáifias 
están  libres  de  este  derecho  cuando  pertenecen  á  escuelas 
de  enseñanza  primaria  ,  colegios  de  educación ,  casas  de  es- 
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pósitos,  hospicios ,  hospitales  y  demás  establecimientos  de 
caridad,  arts,  1,  U  y  b,  ley  de  17  de  marzo  de  185b. 

Todo  capital ,  impuesto  á  censo  después  del  17  de  marzo 
de  183b,  está  sujeto  al  derecho  de  alcabala  ,  á  menos  que 
sean  fundaciones  hechas  en  beneficio  de  los  establecimientos 
ú  obras  pias,  de  que  acabamos  de  hablar  en  el  aparte  ante- 
rior ;  y  lo  están  igualmente  los  arrendamientos  celebrados 
por  mas  de  diez  años.  En  general  la  legislación  de  la  repú- 
blica sienta  como  principio,  que  se  adeuda  este  derecho 
cada  vez  que  se  trasfiere  el  dominio  de  los  bienes  especifi- 
cados en  dicho  aparte,  sin  mas  escepciones  que  las  estableci- 
das por  las  leyes  y  en  los  casos  que  ellas  determinan.  —  La 
cuota  de  este  derecho  no  es  la  misma  en  todos  los  casos , 
sino  que  varía  en  los  términos  siguientes  :  en  las  fincas  rús- 
ticas y  urbanas  el  cuatro  por  ciento;  en  los  eriales  el  1res  ; 
en  las  minas  y  buques  el  dos  ;  y  en  las  imposiciones  à  censo 
el  cinco  por  ciento  ,  como  único  derecho  :  arls.  2,  3,  6  y  7 , 
ley  de  17  de  marzo  de  185b;  y  ley  de  19  de  diciembre 
de  1842.] 

ALCABALA  del  viento.  La  alcabala  que  adeuda  el 
forastero  de  los  géneros  que  vende. 

ALCABALATORIO.  El  libro  en  que  están  recopiladas 
las  leyes  y  ordenanzas  pertenecientes  al  modo  de  repartir 
y  cobrar  las  alcabalas  :  —  la  lista  ó  padrón  que  se  hace  para 
el  repartimiento  y  cobranza  de  las  alcabalas  :  —  y  también 
el  distrito  ó  territorio  en  que  se  pagan  ó  cobran  las  alca- 
balas. 

ALCABALERO.  El  que  tiene  arrendadas  las  alcabalas 
de  alguna  provincia ,  ciudad  ó  pueblo  :  —  el  que  las  admi- 
nistra, y  la  persona  asalariada  para  su  cobranza. 

ALCAHUETE .  La  persona  que  solicita  ó  sonsaca  à  algu- 
na mujer  para  trato  lascivo  con  algún  hombre ,  ó  encubre  , 
concierta  ó  permite  en  su  casa  esta  ilícita  comunicación  ; 
ley  i ,  lit.  22,  Part.  7.  —  El  alcahuete  es  infame,  y  puede 
ser  acusado  por  cualquiera  del  pueblo  ;  ley  k  ,  lit.  6  ,  Part. 
7  ;  y  ley  2,  til.  22,  Part.  7.  —  Son  muy  rigurosas  las  pe- 
nas que  se  hallan  establecidas  por  las  leyes;  pero  no  están 
ya  en  observancia  ;  y  lo  que  se  acostumbra  es  sacar  á  la 
vergüenza  las  alcahuetas  ,  cubiertas  de  plumas  y  con  una 
coroza ,  y  encerrarlas  luego  en  una  casa  de  reclusión.  A  los 
alcahuetes  se  les  impone  á  veces  la  pena  de  azotes ,  y  luego 
se  les  destina  á  presidio  ó  trabajos  públicos.  Véase  Lenocinio. 

ALCAIDE.  En  lo  antiguo  era  el  noble  que  tenia  á  su 
cargo  la  guarda  y  defensa  de  algún  castillo  ó  fortaleza  bajo 
juramento  y  pleito  homenaje.  Esta  palabra  se  compone  del 
artículo  arábigo  la  que  corresponde  á  nuestro  el,  y  del  ver- 
bo de  la  misma  lengua  cade  que  significa  capitanear  ó  man- 
dar; de  suerte  que  alcaide  viene  á  ser  lo  mismo  que  el  ca- 
pitán ó  mandarin.  De  las  calidades  ,  obligaciones  y  derechos 
de  los  alcaides  se  habla  con  estension  en  el  tít.  18  de  la 
Partida  2a.,  como  también  en  la  ley  3 ,  tít.  1 ,  lib.  3 ,  ley  2f, 
tít.  1 ,  lib.  7,  y  ley  b,  tít.  b,  lib.  7  de  la  Novís.  Recop. 

ALCAIDE.  El  que  en  las  cárceles  tiene  ásu  cargo  la 
custodia  de  los  presos  (1). 

(1)  También  se  llama  carcelero, como  en  el  tít.  29,  Part.  7.  — 
Sobre  no  admitir  el  alcaide  preso  sin  copia  del  auto  motivado,  y 
responsabilidad  en  caso  de  contravención,  véase  lo  prevenido  en 
los  arts.  290,  295  y  299  de  la  Constitución  española  que  de  esto 
hablaba  ;  y  décret,  de  11  de  setiembre  de  1820.  Mas  con  respecto 
á  Méjico  ,  la  ley  primera  constitucional  dice  en  su  art.  2 ,  que  son 
derechos  del  mejicano  :  Io.  «  No  poder  ser  preso  sino  por  man- 
damiento de  juez  competente,  dado  por  escrito  y  firmado,  ni 
aprendido  sino  por  disposición  délas  autoridades  á  quienes  corres- 
ponda según  ley.  Esceptúase  el  caso  de  delito  in  fraganti ,  en  el 
que  cualquiera  puede  ser  aprendido  y  cualquiera  puede  apren- 
derle ,  presentándole  desde  luego  á  áu  juez  ó  á  otra  autoridad 
pública,  2,°,  Ko  poder,  ser  detenido  mas  de  tres  dias  por  auto- 


El  alcaide  debe  ser  persona  de  confianza,  y  antes  de  usar 
dé  su  oficio  ha  de  jurar  en  debida  forma  ante  la  justicia  ó 
tribunal,  que  guardará  bien  y  diligentemente  los  presos  y  las 
leyes  que  le  conciernen  ;  ley  1,  lit.  58,  lib.  12,  Nov.  Rec. 

Debe  tener  su  Vivienda  en  el  mismo  edificio  de  la  cárcel, 
para  poder  cuidar  mejor  de  los  presos  ;  ley  2,  d.  tít.  y  lib. 

Debe  tener  un  libro  de  entrada  y  salida  de  presos,  donde 
asiente  el  dia  en  que  viene  cada  uno,  la  causa  y  razón  por- 
qué le  traen,  quién  le  prendió,  y  los  bienes  ó  alhajas  que 
llevare  consigo ,  como  igualmente  el  dia  en  que  se  le  diere 
libertad  y  el  mandamiento  de  soltura  ;  ley  2,  tít.  52 ,  y  ley 
13,  tít.  38,  lib.  12,  Nov.  Rec. 

Debe  tener  las  mujeres  presas  en  departamento  distinto 
del  de  los  hombres  ,  de  modo  que  no  puedan  estos  entablar 
conversaciones  con  ellas  ,  bajo  la  pena  de  privación  de  ofi- 
cio ;  ley  3,  lit.  38,  lib.  12  ,  Nov.  Rec.  También  los  hombres 
honrados  por  linaje  ,  riqueza  ó  ciencia  han  de  estar  separa- 
dos de  los  otros  presos  ;  leyes  lí  y  6,  tít.  29,  Part.  7,  11  y  13, 
tít.  %,lib.  6,  Nov.  Rec. 

Como  el  alcaide  es  responsable  de  la  seguridad  de  los 
presos  ,  dice  la  ley  6 ,  tít.  20 ,  Part.  7 ,  que  especialmente 
de  noche  debe  ponerlos  en  cadenas  ó  cepos ,  y  cerrar  muy 
bien  por  sí  mismo  las  puertas  de  la  cárcel ,  dejando  dentro 
con  ellos  guardas  que  velen  con  luz  para  que  no  puedan  li- 
mar las  prisiones  ni  soltarse  de  ellas  ;  pero  que  luego  que 
sea  de  dia  y  el  sol  salido ,  debe  abrirles  las  puertas  para  que 
vean  la  luz  ;  y  si  algunos  quisieren  hablar  con  ellos ,  ha  de 
sacarlos  fuera  uno  á  uno  y  á  presencia  de  los  guardas.  Mas 
esta  precaución  de  los  cepos  y  cadenas  no  debe  tomarse 
sino  cuando  por  inseguridad  de  la  cárcel,  osadía  del  reo  y 
gravedad  de  su  crimen  ,  haya  peligro  de  evasión.  Véase 
Apremio. 

No  debe  consentir  el  alcaide  que  à  la  entrada  de  un  preso 
le  hagan  los  demás  ú  otra  persona  mal  ni  afrenta  alguna , 
aun  por  via  de  burla,  bajo  pena  de  privación  de  oficio  y  de 
pagar  cada  preso  que  tuviere  esta  osadía  un  real  por  cada 
vez  para  los  pobres  de  la  cárcel;  ley  6,  tít.  58,  lib.  10, 
Nov.  Rec. 

Debe  cuidar  el  alcaide  del  aseo  de  la  cárcel ,  haciendo 
limpiar  todos  sus  aposentos  y  retretes  dos  dias  cada  semana  ; 
tener  provision  de  agua  de  fuente  ó  rio  para  que  beban  los 
presos;  llevar  cuenta  y  razón  de  lo  que  se  diere  ó  destinare 
para  los  pobres  ,  invirtiéndolo  en  utilidad  de  ellos  y  no  en 
otros  objetos;  y  arreglarse  en  la  exacción  de  sus  derechos 
al  arancel,  que  ha  de  estar  fijado  en  un  sitio  público;  leyes 
4yS,  tít.  58,  lib.  12,  Nov.  Rec. 

No  puede  el  alcaide  consentir  que  los  presos  se  dediquen 
á  juegos  de  suerte  y  azar;  ni  venderles  comestibles  ó  bebi- 
das ;  ni  detenerles  las  comidas  que  les  trajeren  ;  ni  servirse 
de  ellos  ;  ni  permitirles  que  vayan  á  dormir  á  sus  casas  sin 
licencia  del  juez;  ni  exigir  derechos  á  los  pobres,  bajo  la  pena 
de  pagarlos  con  el  cuatro  tanto,  ni  detenerlos  ,  ni  tomarles 
prendas  por  razón  de  derechos,  bajo  la  pena  de  un  ducado 
y  de  suspension  de  oficio  por  un  mes  ;  ni  llevar  tampoco  de- 
rechos de  carcelaje  al  que  el  juez  mandare  soltar  por  no  te- 
ner culpa  ;  leyes  7,  8,  19,  20,  21 ,  22,  25  y  2b,  tít.  38,  lib. 
12,  Nov.  Rec. 

También  le  está  mandado  que  no  reciba  dádivas  de  los 
presos;  que  no  los  apremie  en  las  prisiones  mas  de  lo  que 
debe,  que  no  los  veje  ni  les  haga  daño  por  mala  voluntad  ó 
por  desesperarlos;  que  tampoco  los  alivie  de  las  prisiones 


ridad  ninguna  política ,  sin  ser  entregado  al  fin  de  ellos  con  los 
datos  para  su  detención  á  la  autoridad  judicial ,  ni  por  esta  mas 
de  diez  dias,  sin  proveer  el  auto  motivado  para  su  prisión.  Ambas 
autoridades  serán  responsables  del  abuso  que  hagan  de  los  refe- 
ridos términos.  »  Yéase  e.1  art.  Arrestar. 
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que  les  fueren  puestas  por  mandado  del  juez;  ni  menos  los 
suelte  sin  orden  de  este  ;  y  que  no  les  lleve  al  tiempo  de  la 
soltura  mas  que  los  derechos  del  carcelaje  ;  bajo  la  pena  de 
perder  el  oficio  y  quedar  inhabilitado  para  obtener  otro  por 
contravenir  á  cualquiera  de  estas  disposiciones ,  y  de  tornar 
ademas  doblada  la  dádiva  ó  cualquiera  exacción  injusta  ; 
leyes  G,  10,  12,  16  y  25,  til.  58,  lib.  12,  Nov.  Rec. 

Las  vejaciones  y  tormentos  que  el  alcaide  haga  sufrir  à 
los  presos  puedan  ser  tan  graves ,  que  den  todavía  lugar 
á  penas  mas  severas ,  y  aun  á  la  de  muerte,  según  la  ley  H , 
tít.  29,  Part.  7  (1). 

La  principal  obligación  del  alcaide  es  ,  como  se  ha  insi- 
nuado mas  arriba  ,  cuidar  de  que  no  se  escapen  los  presos. 
Si  deja  pues  huir  á  un  preso  maliciosamente  ó  por  culpa 
lata ,  debe  sufrir  la  misma  pena  que  merecia  este ,  aunque 
sea  corporal  ;  y  si  tal  no  fuese,  sino  pecuniaria  ó  pago  de 
deuda,  debe  también  satisfacerla  y  estar  medio  año  en  pri- 
sión; ley  12,  lit.  29,  Part.  7;  y  ley  18  ,  tít.  38,  lib.  12, 
Nov.  Rec. 

Si  deja  huir  al  preso  por  culpa  leve  ó  negligencia  ,  debe 
sufrir  un  año  de  prisión  en  caso  de  que  el  preso  merezca 
pena  corporal  ;  pero  siendo  pecuniaria  ó  pago  de  deuda , 
tiene  que  satisfacerla  y  estar  tres  meses  en  prisión;  ley  18, 
tít.  38,  lib.  12  ,  Nov.  Rec.;  y  el  Dr.  Sala,  n.  10,  tít.  31 , 
lib.  2,  Ilustr.  del  Der.  real  de  España. 

Si  el  preso  se  escapa  por  ocasión  ó  caso  fortuito  ,  sin  cul- 
pa alguna  del  alcaide,  no  incurrirá  este  en  pena  alguna;  pero 
deberá  probar  que  no  tuvo  culpa ,  por  tener  contra  sí  la 
presunción  ;  ley  12,  tít.  29,  Part.  7. 

El  alcaide  que  por  piedad  deja  escapar  un  preso ,  debe 
ser  privado  del  oficio  y  castigado  corporalmente  si  el  preso 
era  hombre  vil  ó  su  pariente  cercano,  y  según  el  arbitrio  del 
juez  si  no  era  vil  ni  pariente.  Asi  lo  dicen  la  ley  12,  tit.  29  , 
Part.  7,  y  algunos  autores  fundados  en  ella  ;  pero  no  parece 
hay  razón  para  dejar  de  aplicar  al  alcaide  en  este  caso  la 
misma  pena  que  le  designa  la  citada  ley  18,  tít.  38,  lib.  12, 
Nov.  Rec.  en  el  caso  de  que  deje  escapar  al  reo  por  malicia 
ó  engaño,  pues  que  esta  ley  es  posterior,  y  semejante  piedad 
en  el  alcaide  equivale  á  malicia  ó  dolo. 

Si  un  preso  se  mata  á  sí  mismo  en  la  cárcel ,  será  el  al- 
caide privado  del  oficio  y  castigado  también  corporalmente 
por  el  descuido,  à  no  ser  que  pruebe  su  inocencia;  ley  12, 
íít.  29,  Part.  7;  y  Sala,  n.  10,  lit.  31,  lib.  2  de  su  Ilustra- 
ción del  Derecho  real. 

Si  el  alcaide  matare  al  preso  ó  le  diere  á  sabiendas  bre- 
baje ú  otra  cosa  con  que  él  se  quite  la  vida  ,  incurre  en  pena 
de  muerte;  d.  ley  12,  tít.  29,  Part.  7. 

Si  el  alcaide  en  caso  de  ausencia  pusiere  á  cargo  de  otro 
la  custodia  de  los  presos ,  y  este  se  fuere  con  ellos ,  no  in- 
curre aquel  en  las  penas  señaladas  al  que  deja  escapar  los 
reos  sino  en  el  caso  de  que  el  dicho  encargado  fuese  mozo , 

(1)  Esta  ley,  como  otras  muchas  del  mismo  código ,  respira 
benignidad.  «  Ca  la  cárcel,  dice,  debe  seer  para  guardar  los  presos, 
et  non  para  facerles  nemiga  nin  otro  mal ,  nin  darles  pena  en 
ella....  Ca  asaz  les  abonda  de  seer  presos  et  encarcelados  et  de  re- 
cibir cuando  sean  juzgados  la  pena  que  mereciesen  segunt  mandan 
las  leyes.  »  ¡  Cuántas  prevenciones  contienen  las  leyes  de  Partida, 
que  publicadas  en  los  tiempos  que  se  han  llamado  de  ilustración , 
se  creen  debidas  á  esta  !  La  6  de  dicho  tít.  manda  que  luego  que 
el  sol  sea  salido ,  se  abran  á  los  presos  las  puertas  para  que  reciban 
el  gozo  de  su  lumbre.  La  7  previene  que  ningún  pleito  criminal 
jiueda  durar  mas  de  dos  años,  y  que  si  en  el  intermedio  no  se  puede 
averiguar  la  verdad,  sea  dado  por  quito  el  preso.  La  8  ordena 
que  el  carcelero  reciba  los  presos  por  escrito,  con  espresion  de  su 
nombre,  dia,  mes,  año,  razón  porque  fué  presb  y  por  mandado 
de  quién.  —  Véase  el  art.  7  de  la  Instrucción  de  corregidores  sobre 
buen  trato  á  los  presos. 


hombre  vil  ó  de  poco  juicio  ;  ley  9 ,  tít.  29,  Part.  7.  Mas  es 
de  notar  que  no  puede  el  alcaide  poner  quien  le  sustituya 
sino  con  permiso  del  competente  tribunal ,  y  que  no  debe 
quedar  exonerado  de  la  responsabilidad  que  le  impone  su 
cargo  sino  cuando  el  tribunal  aprueba  y  admite  la  persona 
que  le  presenta  para  reemplazarle  durante  su  ausencia. 

Tales  son  las  disposiciones  que  las  leyes  han  dictado  para 
que  los  alcaides  tengan  asegurados  los  presos  y  no  los  vejen 
con  malos  é  injustos  tratamientos  ni  con  exacciones  indebi- 
das. Es  difícil  sin  embargo  figurarse  hasta  qué  estremo  llega 
en  algunas  cárceles  el  abuso  de  los  encargados  de  su  custo- 
dia. Los  infelices  que  la  justicia,  el  error  ó  el  espíritu  de 
partido  ponen  bajo  la  guarda  de  estos  hombres  que  á  fuerza 
de  ser  instrumentos  de  dolor  han  perdido  por  lo  común  toda 
sensibilidad ,  suelen  ser  víctimas  tristes  de  la  estorsion  mas 
impía  y  escandalosa.  Las  privaciones,  los  malos  tratamien- 
tos ,  las  vejaciones  prolongadas,  y  mil  géneros  de  tormentos 
inventados  por  la  malignidad,  ofrecen  à  la  codicia  un  ramode 
industria  muy  lucrativo;  y  solo  el  oro  vertido  sin  intermi- 
sión es  capaz  de  ir  mejorando  gradualmente  la  situación  pe- 
nosa de  los  presos.  Es  cierto  que  los  jueces  visitan  estas 
mansiones  de  horror  en  ciertas  épocas  determinadas;  pero 
¿qué  son  estas  visitas?  Unas  ceremonias  pomposas  ,  perió- 
dicas é  insignificantes  que  nada  remedian  ;  y  ¡  desgraciado 
del  que  se  atreva  á  abrir  sus  labios  para  quejarse  !  Pronto 
verá  los  efectos  de  su  imprudencia.  Así  se  esplica  Salas  en 
sus  notas  al  Pauóptico  de  Bentham. 

En  las  ordenanzas  de  las  Audiencias  de  20  de  diciembre 
de  1835,  el  capítulo  XI,  que  trata  de  los  alcaides  de  las  cár- 
celes, contiene  los  artículos  siguientes  : 

177.  «  En  cada  una  de  las  cárceles  habrá  un  alcaide,  en- 
cargado de  la  custodia  de  los  presos  ,  debiéndose  guardar 
por  ahora  el  orden  que  rija  en  la  actualidad  respecto  al  nom- 
bramiento y  salario  de  estos  oficiales.  Todos  ellos  habitarán 
precisamente  en  un  departamento  de  la  misma  cárcel. 

178.  Cada  alcaide  tendrá  tres  libros,  que  se  titularán  : 
uno  de  presos ,  otro  de  existentes  por  cárcel  segura  ,  y  otro 
de  salidas. 

En  el  libro  de  presos  asentará  el  dia  de  la  entrada  de  estos, 
con  espresion  de  sus  nombres ,  apellidos  y  domicilio ,  de  la 
autoridad  que  hubiese  decretado  la  prisión  ó  el  arresto  ,  de 
aquella  á  cuya  disposición  queden  ,  y  de  la  persona  que  los 
haya  entregado,  la  cual  firmará  el  asiento,  y  si  no  supiere  , 
lo  ejecutará  otro  en  su  nombre. 

En  el  libro  de  existentes  por  ceircel  segura  asentará  también 
el  dia  en  que  se  reciban  los  presos  que  entraren  con  esta  ca- 
lidad, espresando  igualmente  sus  nombres  y  domicilio,  y  la 
autoridad  de  quien  proceda  la  providencia  ú  orden  de  tras- 
lación. 

En  el  libro  de  salidas  anotará  asimismo  el  dia  en  que  sa- 
liere cada  preso  ,  con  igual  espresion  de  su  nombre  y  domi- 
cilio ,  y  del  destino  á  que  saliere. 

Al  margen  de  cada  asiento  de  entrada  se  pondrá  la  pala- 
bra salida,  con  el  folio  de  esta  en  el  libro  respectivo  ;  y  lo 
mismo  se  hará  en  los  asientos  de  salida ,  respecto  á  las  en- 
tradas. 

179.  No  recibirá  en  la  cárcel  á  persona  alguna  en  la  clase 
de  presa  ni  arrestada ,  sino  por  orden  de  autoridad  compe- 
tente ,  ó  en  virtud  de  entrega ,  por  quien  esté  legítimamente 
facultado  para  ello. 

180.  Cuidará  siempre  de  tener  á  los  hombres  separados 
de  las  mujeres,  y  á  los  muchachos  de  los  hombres  ;  y  de  que, 
en  cuanto  sea  uosible  ,  no  se  mezclen  ni  confundan  los  me- 
ramente detenidos ,  ni  los  arrestados  por  motivos  poco  con- 
siderables ,  con  los  reos  sentenciados  por  graves  delitos ,  ni 
con  malhechores  conocidos ,  ni  con  otros  presos  de  relajada 
conducta. 

181.  No  permitirá  que  á  ningún  preso  se  le  haga  vejación 
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alguna  en  la  cárcel,  ni  que  á  los  que  entraren  nuevamente 
se  les  exija  ninguna  cosa. 

1  82.  No  pondrá  nunca  prisiones  á  ningún  preso ,  sino 
cuando  y  como  lo  disponga  el  juez  respectivo  ,  ó  cuando  sea 
absolutamente  necesario  para  la  seguridad  de  la  persona  ó 
para  la  conservación  del  buen  orden  en  la  cárcel ,  debiendo 
inmediatamente  dar  parte  á  dicho  juez  en  cualquiera  de  estos 
dos  últimos  casos,  y  estar  á  lo  que  él  ordene. 

1 83.  Tendrán  todos  los  alcaides  gran  cuidado  del  aseo  y 
limpieza  de  las  cárceles;  de  que  haya  luz  encendida  de  no- 
che ;  de  que  no  se  permitan  juegos  de  interés ,  de  cualquier 
especie  que  sea  ;  y  de  que  constantemente  observen  todos 
en  la  cárcel  el  mejor  orden,  y  la  mayor  regularidad. 

184.  Tendrán  siempre  puesto  el  arancel  de  sus  derechos 
en  sitio  donde  todos  lo  puedan  leer,  y  nunca  llevarán  mas 
de  los  que  en  él  se  prescriban  :  debiendo  ser  muy  estrecha- 
mente responsables  si  se  escedieren  en  esto,  ó  por  algún 
medio  indirecto  estafaren  á  los  presos  ,  ó  toleraren  que  lo 
haga  algún  dependiente  de  la  cárcel.  A  los  pobres  de  solem- 
nidad no  les  exigirán  derechos  algunos. 

185.  Bajo  igual  responsabilidad  se  abstendrán  de  admitir 
dádiva,  ni  regalo  de  ningún  preso,  ni  de  sus  familias  ;  y  de 
permitir  que  lo  hagan  sus  dependientes. 

186.  No  exigirán  ni  tomarán  cosa  alguna  por  permitir 
que  se  entre  comida  ó  ropa  á  los  presos  comunicados  ;  y  si 
estuvieren  estos  en  incomunicación ,  se  las  llevarán  ó  harán 
que  se  las  lleven  inmediatamente;  sin  perjuicio  de  que  en 
uno  ú  otro  caso  tomen  las  precauciones  oportunas  para  impe- 
dir que  en  tales  efectos  se  introduzcan  avisos  ú  otras  cosas 
que  no  deban. 

187.  A  ningún  preso  le  impedirán  la  comunicación  regu- 
lar sin  especial  orden  del  juez  respectivo;  ni  á  ninguno  cuya 
soltura  ó  salida  se  haya  decretado,  le  detendrán  en  la  cárcel 
porque  no  haya  pagado  los  derechos ,  los  cuales  deberán 
repetirse  contra  sus  bienes. 

188.  Los  alcaides  guardarán  cuidadosamente  las  órdenes 
y  mandamientos  de  prisión  ó  de  arresto  para  presentarlos 
en  las  visitas  de  cárcel  siempre  que  convenga  ;  y  en  ellas  se 
les  hará  severo  cargo  de  toda  arbitrariedad ,  abuso  ó  negli- 
gencia que  cometieren  en  la  cárcel.  » 

Por  real  decreto  de  30  de  agosto  de  1836  se  ha  restable- 
cido el  de  las  Cortes  deJ7  de  abril  de  1821,  el  cual  previene 
en  sus  artículos  30  y  32  ,  que  el  alcaide  que  admite  alguno 
en  calidad  de  preso  sin  recibir  é  insertar  en  el  libro  de  pre- 
sos copia  del  auto  motivado  provisto  por  el  juez,  ó  tiene  algún 
preso  privado  de  comunicación  sin  orden  judicial,  ó  en  ca- 
labozos subterráneos  ó  malsanos ,  ú  oculta  algún  preso  en 
las  visitas  de  cárcel  para  que  no  se  presente  en  ellas,  incurre 
en  el  crimen  de  detención  arbitraria,  y  debe  perder  el  em- 
pleo, pagar  al  preso  todos  los  perjuicios,  y  ser  encerrado  en 
la  cárcel  por  otro  tanto  tiempo  y  con  iguales  prisiones  que 
las  que  sufrió  el  injustamente  detenido.  Véase  Apremio  y 
Cárcel. 

f  Para  ser  alcaide  se  necesita  tener  arraigo  ó  prestar 
fianzas  con  personas  que  lo  tengan,  de  moralidad,  buen  con- 
cepto público ,  no  procesado  ,  no  menor  de  treinta  y  cinco 
años,  casado  y  que  sepa  por  lo  menos  leer,  escribir  y  contar. 
Rl.  órd.  de  9  de  junio  de  1838. 

El  nombramiento  de  los  alcaides  pertenece  á  S.  M.  á  pro- 
puesta de  los  jefes  políticos  y  oyendo  á  las  autoridades  y 
corporaciones  que  tenga  por  conveniente.  Rl.  órd.  de  26  tic 
enero  de  18'l0. 

Siendo  las  cárceles  una  dependencia  del  ministerio  de  la 
Gobernación  de  la  Península ,  por  cuya  via  se  nombran  los 
alcaides,  deben  estos  dirigir  sus  reclamaciones  á  los  jefes 
políticos  coadyuvándolos  en  sus  casos  los  jueces.  Rl.  órd. 
de  16  de  junio  de  1839. 

ALCAIDE  de  los  donceles.  En  lo  antiguo  era  el  jefe 


de  los  caballeros  que  sirviendo  primero  de  pajes  al  rey,  y 
llamados  donceles  por  ser  jóvenes  ó  mancebos  de  corta  edad, 
pasaban  á  servir  después  en  la  milicia,  formando  un  cuerpo 
distinguido  donde  conservaban  sus  preeminencias  y  el  nom- 
bre de  donceles. 

ALCAIDÍA.  El  empleo  de  alcaide,  y  el  territorio  de  su 
jurisdicción  ,  como  también  cierto  derecho  que  se  pagaba 
por  el  paso  de  algún  ganado  en  algunas  alcaidías  ó  territo- 
rios sujetos  á  algunos  castillos. 

ALCALDE.  Voz  arábiga  que  significa  el  juez,  y  se  aplica 
especialmente  para  designar  la  autoridad  encargada  en  cada 
pueblo  de  su  gobierno  inmediato  (1). 

Los  alcaldes,  ademas  de  sus  atribuciones  políticas  y  eco- 
nómicas ,  de  que  se  hablará  en  el  artículo  Ayuntamiento, 
ejercen  el  oficio  de  jueces  de  paz  ó  conciliadores  en  la  form? 
que  se  dirá  en  el  artículo  Juicio  de  conciliación. 

Según  el  reglamento  para  la  administración  de  justicia 
de  26  de  setiembre  de  1836  son  también  jueces  ordinarios 
en  sus  respeetivos  pueblos  para  conocer,  á  prevención  con 
el  juez  letrado  de  primera  instancia  donde  le  hubiere,  de  las 
demandas  civiles  cuya  entidad  no  pase  de  diez  duros  en  la 
península  é  islas  adyacentes,  y  de  treinta  en  ultramar,  y  de 
los  negocios  criminales  sobre  injurias  y  faltas  livianas  que 
no  merezcan  otra  pena  que  alguna  reprensión  ó  corrección 
lijera  ,  determinando  unos  y  otros  en  juicio  verbal. 

Para  este  fin ,  en  cualquiera  de  dichas  demandas  se  aso- 
ciará el  alcalde  con  dos  hombres  buenos  nombrados  uno  por 
cada  parte,  y  después  de  oir  al  demandante  y  al  demandado, 
y  el  dictamen  de  los  asociados ,  dará  ante  escribano  la  pro- 
videncia que  sea  justa;  y  de  ella  no  habrá  apelación  ni  otra 
formalidad  que  asentarla ,  con  espresion  sucinta  de  los  ante- 
cedentes, en  un  libro  que  deberá  llevar  para  los  juicios  ver- 
bales ,  firmando  el  alcalde ,  los  hombres  buenos  y  el  escri- 
bano; art.  31. 

Conocerán  también  como  jueces  ordinarios  los  alcaldes 
de  los  pueblos  en  todas  las  diligencias  judiciales  sobre  asun- 
tos civijes,  hasta  que  lleguen  á  ser  contenciosas  entre  partes, 
en  cuyo  caso  deberán  remitirlas  al  juez  letrado  de  primera 
instancia  ;  y  aun  podrán  á  solicitud  de  parte  conocer  en 
aquellas  diligencias  que ,  aunque  contenciosas ,  sean  urgen- 
tísimas ,  y  no  den  lugar  á  acudir  al  juez  letrado ,  como  la 
prevención  de  un  inventario,  la  interposición  de  un  retracto, 
y  otras  de  igual  naturaleza  ;  remitiéndolas  á  dicho  juez  eva- 
cuado que  sea  el  objeto  en  aquella  parte  que  la  urgencia 
requiera  ;  art.  32. 

Los  alcaldes,  en  el  caso  de  cometerse  en  los  pueblos  algún 
delito  ,  ó  de  encontrarse  algún  delincuente ,  podrán  y  debe- 
rán proceder  de  oficio  ó  á  instancia  de  parte  ,  á  formar  las 
primeras  diligencias  del  sumario  y  arrestar  á  los  reos,  siem- 

(1)  Por  lo  que  toca  á  Méjico,  en  el  art.  25  de  la  sosta  ley  cons- 
titucional se  previene,  que  el  número  de  alcaldes,  regidores  y 
síndicos ,  se  fijará  por  las  juntas  departamentales  respectivas  de 
acuerdo  con  el  gobernardor,  sin  que  puedan  esceder,  los  primeros 
de  seis ,  los  segundos  de  doce  y  los  últimos  de  dos.  —  El  26  dice: 
a  Estará  á  cargo  de  los  alcaldes  ejercer  en  sus  pueblos  el  oficio  de 
conciliadores,  determinaren  los  juicios  verbales,  dictar  en  los 
asuntos  contenciosos  las  providencias  urgentísimas,  que  no  den 
lugar  á  ocurrir  al  juez  de  primera  instancia ,  instruir  en  el  mismo 
caso  las  primeras  diligencias  en  las  causas  criminales,  practicar 
las  que  les  encarguen  los  tribunales  ó  jueces  respectivos,  y  velar 
sobre  la  tranquilidad  y  el  orden  público,  con  sujeción  en  esta  parte 
á  los  subprefectos ,  y  por  su  medio  á  las  autoridades  superiores 
respectivas.  »  (El  pormenor  de  estas  atribuciones  puede  verse  en 
las  leyes  de  9  de  octubre  de  1812,  y  25  de  junio  de  i  81 5.)  —  El 
cargo  de  alcalde,  dice  el  art.  50 ,  es  concejil ,  y  no  se  puede  re- 
nunciar sin  causa  legal,  aprobada  por  el  gobernador  ó  en  caso 
de  reelección. 
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pre  que  constare  que  lo  son  ,  ó  que  haya  racional  funda- 
mento suficiente  para  considerarlos  ó  presumirlos  tales. 
Pero  deberán  dar  cuenta  inmediatamente  al  respectivo  juez 
letrado  de  primera  instancia,  y  le  remitirán  las  diligencias, 
poniendo  á  su  disposición  los  reos. 

Este  conocimiento,  en  los  pueblos  donde  residan  los  jueces 
letrados ,  podrán  y  deberán  tomarle  á  prevención  con  estos 
los  alcaldes  hasta  que  avisado  el  juez  sin  dilación  ,  pueda 
rontinuar  por  sí  los  procedimientos  ;  art.  33. 
;  Todas  las  diligencias  que  en  las  causas,  así  civiles  como 
'criminales  ,  se  ofrezcan  en  los  pueblos  donde  no  residan 
otros  jueces  ordinarios  que  los  alcaldes ,  serán  cometidas 
eschisivamente  á "estos,  salvo  si  por  alguna  particular  cir- 
cunstancia el  tribunal  ó  juez  que  conozca  de  la  causa  prin- 
cipal ,  creyere  mas  conveniente  al  mejor  servicio  cometer- 
las á  otra  persona  de  su  confianza  ;  art.  34. 

En  cuanto  á  lo  gubernativo ,  económico  y  de  policía  de 
los  pueblos  ,  los  alcaldes  ejercerán  la  autoridad  y  facultades 
que  les  señalan  ó  en  adelante  les  señalaren  las  leyes  y  re- 
glamentos; art.  35. 

Los  jueces  letrados  de  primera  instancia  serán  sustituidos 
en  caso  de  muerte ,  enfermedad  ó  ausencia  por  el  alcalde  del 
pueblo  en  que  residan ,  y  á  falta  de  alcalde  por  el  teniente 
de  alcalde  mas  antiguo  ó  primero  en  orden  ;  y  si  alguno  de 
estos  fuere  letrado  será  preferido  á  los  demás ,  y  aun  al  al- 
calde lego  ;  art.  S4. 

De  las  causas  civiles  y  de  las  criminales  sobre  delitos  co- 
munes que  ocurran  contra  los  alcaldes  y  tenientes  de  alcalde 
conocerán  los  jueces  letrados  de  primera  instancia  del  dis- 
trito ;  art.  46. 

ALCALDE  alaíiin.  En  lo  antiguo  la  persona  diputada 
en  algún  pueblo  para  reconocer  y  arreglar  los  pesos  y  me- 
didas, especialmente  en  las  cosas  comestibles ,  y  también 
para  determinar  la  calidad  y  precio  de  ellas.  Equivale  á  fiel, 
y  era  estensivo  á  otros  oficiales  de  justicia. 

ALCALDE  de  alzadas.  Antiguamente  se  llamaba  así  el 
juez  de  apelación.  Véase  Juez  superior. 

ALCALDE  de  barrio.  Una  especie  de  juez  pedáneo 
que  en  los  pueblos  grandes  se  nombra  periódicamente  para 
cuidar  de  la  quietud  y  policía  de  cada  uno  de  los  barrios  ó 
distritos  en  que  aquellos  están  divididos. 

Antes  se  elegian  anualmente  estos  alcaldes  por  los  vecinos 
de  cada  barrio  en  la  forma  observada  entonces  para  dipu- 
tados y  síndicos  personeros  del  común ,  con  arreglo  á  las 
leyes  10, 'tít.  22,  lib.  3,  1,  tít.  i 3,  lib.  5,  y  2,  tít.  18,  lib.  7, 
Nov.  Rec.  Mas  por  real  cédula  de  17  de  octubre  1824  se 
mandó  que  así  el  nombramiento  de  los  alcaldes  de  barrio 
como  el  de  los  diputados ,  síndicos  personeros  y  otros  que 
hasta  el  año  de  1820  se  habia  hecho  por  los  pueblos  y  sus 
vecinos,  se  hiciese  en  adelante  por  el  tribunal  superior  de 
cada  provincia  ,  mediante  propuesta  en  terna  hecha  en  fin 
de  cada  año  por  los  ayuntamientos  al  tiempo  de  hacerla 
igualmente  para  los  demás  oficios  de  república. 

Según  las  citadas  leyes  10,  tít.  22,  lib.  3,  y  1 ,  tít.  13,  lib.  5, 
Nov.  Rec,  pertenece  á  las  atribuciones  de  los  alcaldes  de 
barrio  :  —  llevar  la  insignia  de  un  bastón  de  vara  y  media 
de  alto  con  puño  de  marfil  ;  —  matricular  á  todos  los  habi- 
tantes de  su  distrito;  —  hacer  asiento  de  las  posadas  y  me- 
sones ,  como  de  los  huéspedes  que  entran  y  salen  ;  —  celar 
los  figones  ,  tabernas  ,  casas  de  juegos  ,  botillerías  y  demás 
casas  públicas  ;  —  formar  sumarias  en  los  casos  prontos , 
;  valiéndose  de  cualquier  escribano  ,  quien  deberá  asistirles 
|  en  las  diligencias  bajo  la  pena  de  suspension  de  empleo , 
I  aunque  sea  transeúnte  ;  —  prender  los  delincuentes  que  ha- 
Jlaren  in  fraganli  dentro  de  su  distrito  ó  en  otro  ;  —  cuidar 
de  que  los  vecinos  cumplan  los  bandos  de  policía  sobre  alum- 
brado y  limpieza,  exigiendo  y  aplicando  las  multas  conforme 
ala  ordenanza ,  á  cuyo  efecto  tienen  jurisdicción  preventiva 


con  los  regidores;  —  visitar  las  tiendas  y  oficinas  públicas 
para  el  reconocimiento  de  pesos  y  medidas  ;  —  velar  sobre 
la  limpieza  y  buen  orden  de  las  fuentes  y  empedrados;  — 
dar  cuenta  de  los  vagos  y  mal  entretenidos  de  su  barrio  ;  — 
remitir  al  hospicio  las  criaturas  huérfanas  ó  abandonadas  ; 
—  hacer  se  recojan  en  los  hospitales  las  personas  pobres 
que  tengan  males  contagiosos  ;  —  llevar  un  libro  de  fechos 
en  que  escriban  los  casos  con  la  providencia  tomada  por  sí 
en  los  prontos;  —  abstenerse  de  ingerirse  en  los  negocios  y 
disensiones  domésticas  ,  mientras  no  haya  escándalo,  etc. 

ALCALDES  de  casa  y  corte.  Jueces  togados  que  en 
Madrid  componían  un  tribunal  supremo  de  justicia  criminal, 
conocido  bajo  la  denominación  de  Sala  de  alcaldes.  Esta  sala 
era  uno  de  los  tribunales  mas  antiguos  del  reino,  pues  que 
ya  existia  en  tiempo  del  sabio  rey  don  Alonso  ;  se  conside- 
raba como  una  fracción  del  Consejo  real,  como  que  se  lla- 
maba quinta  sala  del  Consejo;  constaba  de  doce  alcaldes  con 
un  fiscal  y  un  gobernador  que  siempre  era  un  ministro  de 
dicho  consejo  ;  y  se  dividía  en  dos  secciones  con  el  nombre 
de  primera  y  segunda  sala. 

Estos  magistrados ,  ademas  de  la  jurisdicción  que  ejercian 
lodos  juntos  reunidos  en  cuerpo  ,  de  que  se  hablará  en  el 
artículo  Sala  de  alcaldes  de  casa  y  corte,  tenían  también  sepa- 
radamente ,  cada  uno  en  su  distrito ,  jurisdicción  civil  y  cri- 
minal ,  como  los  alcaldes  ordinarios  en  sus  pueblos.  Con 
efecto ,  Madrid  estaba  dividido  en  diez  cuarteles,  y  en  cada 
uno  de  ellos  ejercía  la  jurisdicción  civil  en  primera  instancia 
como  juez  ordinario  uno  de  los  diez  alcaldes  mas  antiguos , 
formando  su  audiencia  ordinaria  á  la  salida  de  la  sala  ,  cada 
cual  en  uno  de  los  oficios  de  escribanos  de  provincia, 
donde  despachaban  los  pleitos  con  asistencia  de  los  abogados 
en  el  dia  de  su  señalamiento  ,  y  de  los  litigantes  si  querian 
asistir  ;  bien  que  en  sus  casas  podian  despachar  los  negocios 
de  poca  monta  ,  y  oir  los  juicios  verbales  sobre  asuntos  que 
no  escediesen  de  quinientos  reales  vellón.  De  sus  sentencias 
se  interponía  apelación  para  el  Consejo  real  en  sala  de  pro- 
vincia, pasando  de  mil  ducados  el  valor  de  la  cosa  litigiosa  ; 
y  no  llegando,  para  la  sala  ó  tribunal  de  los  mismos  alcal- 
des. Real  cédula  de  18  de  junio  de  1802;  ley  9,  tít.  21,  lib.  3, 
y  ley  4,  tít.  27,  lib.  4 ,  Nop.  Rec. 

En  cuanto  á  la  jurisdicción  criminal ,  la  ejercian  amplia- 
mente cada  uno  de  dichos  diez  alcaldes  mas  antiguos  en  su 
respectivo  cuartel,  como  cualquier  alcalde  ordinario  en  su 
pueblo  ,  para  admitir  querellas  y  acusaciones,  recibir  infor- 
maciones ,  mandar  prender,  y  tomar  conocimiento  de  cuan- 
tas causas  criminales  ocurrían  ,  debiendo  recibir  por  sí  mis- 
mos las  deposiciones  de  los  testigos  en  las  causas  de  alguna 
gravedad ,  en  todas  cuando  el  testigo  no  sabia  firmar,  y 
siempre  las  declaraciones  y  confesiones  de  los  reo? ,  sin  co- 
meterlo á  escribanos  ni  alguaciles,  so  pena  de  nulidad  del  pro- 
ceso; pero  no  podian  imponer  pena  ni  dar  libertad  á  los  reos 
sin  la  concurrencia  é  intervención  de  toda  la  sala,  por  des- 
pacharse así  con  mayor  brevedad  las  causas  que  conce- 
diendo la  primera  instancia  al  alcalde  de  cuartel  con  apela- 
ción ala  sala;  d.  Iey9,tít.%l,  lib.  3,  Nov.  Rec.  No  obstante, 
podia  el  alcalde  mandar  soltar  por  sí  mismo  al  que  estando 
detenido  por  apremio  en  virtud  de  orden  suya  cumpliere  con 
lo  que  dio  motivo  á  la  cumpulsion,  como  igualmente  al  que 
hubiese  hecho  poner  en  la  cárcel  solo  por  mortificación  á 
causa  de  ser  leve  el  delito  ;  mas  si  el  delito  no  fuese  de  poco 
momento ,  debia  darse  cuenta  en  el  acuerdo  para  decretar 
su  soltura. 

Los  alcaldes  podian  proceder  en  todas  las  causas  crimi- 
nales y  de  policía  contra  cualquiera  clase  de  personas,  por 
quedar  anulados  los  fueros  privilegiados  en  cuanto  á  secu- 
lares ,  y  solo  subsistentes  para  los  casos  en  que  cometiesen 
los  tales  esentos  alguna  falta  ó  delito  en  sus  respectivos  em- 
pleos ú  oficios  :  bien  que  entre  dichos  fueros  derogados  no 
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se  comprendía  ei  militar,  por  considerarse  como  jurisdicción 
ordinaria,  á  escepcion  de  los  casos  de  desafuero;  real  cédula 
de  6  de  setiembre  de  1768  y  su  decl.  8. 

La  jurisdicción  de  los  alcaldes  era  acumulativa  ó  preven- 
tiva en  lo  civil  con  la  del  corregidor  y  sus  tenientes ,  esten- 
diéndose á  la  corte  y  su  rastro  que  comprendía  diez  leguas  ; 
y  en  lo  criminal  no  solamente  lo  era  con  la  del  corregidor  y 
sus  tenientes ,  sino  también  recíprocamente  la  de  unos  con 
la  de  otros  para  todos  los  casos  que  exigían  prontitud  en  las 
diligencias  ;  real  cédula  de  6  de  octubre  de  1768. 

Los  dos  alcaldes  mas  modernos  que  no  tenían  cuartel ,  de- 
bían suplir  las  ausencias  de  los  otros  diez;  tomar  conoci- 
miento ,  fuera  de  esta  circunstancia ,  únicamente  de  los  casos 
urgentes  que  no  diesen  espera  ,  en  los  cuales  continuaban 
remitiendo  los  que  la  tenían  al  alcalde  del  cuartel  á  quien 
correspondia  ;  y  evacuar  las  informaciones  secretas  y  comi- 
siones estraordinarias  que  exigiesen  particular  cuidado.  Po- 
día, no  obstante,  el  presidente  ó  gobernador  del  Consejo  en 
casos  gravísimos  cometer  las  informaciones  secretas  ó  en- 
cargos á  otro  alcalde  ó  teniente  de  corregidor  que  le  pare- 
ciese mas  idóneo  ;  real  cédula  cit.  y  suprim.  declar. 

Últimamente  el  gobernador  de  la  sala  tenia  facultad  para 
mandar  prender,  formar  causas  y' seguirlas  si  quisiese,  ó 
nombrar  para  ello  al  alcalde  que  le  pareciera  mejor,  aunque 
no  podía  determinarlas  por  sí  solo ,  pues  esto  pertenecía  á  la 
sala.  Solazar,  noticias  del  Consejo,  cap.  55,  pág.  579. 

En  el  día  no  existen  ya  los  alcaldes  de  casa  y  corte  ,  ni  la 
sala  ó  tribunal  que  formaban.  Habiéndose  establecido  au- 
diencia en  Madrid  por  decreto  de  26  de  enero  de  1 834 ,  está 
á  cargo  de  los  jueces  llamados  antes  tenientes  de  villa  y 
ahora  de  primera  instancia  sustanciar  y  decidir  en  esta  los 
asuntos  contenciosos ,  así  civiles  como  criminales  de  la  corte 
y  su  rastro ,  y  á  la  audiencia  tocan  en  apelación  y  súplica  no 
solamente  los  asuntos  de  la  provincia  de  Madrid ,  sino  tam- 
bién los  délas  de  Toledo,  Guadalajara,  Avila  y  Segovia; 
reales  decretos  de  9  de  febrero  de  1854.  Véase  Juez  de  pri- 
mera instancia  y  Audiencias. 

ALCALDES  del  crimen.  Los  jueces  togados  que  en  las 
chancillerías  y  audiencias  componían  la  sala  llamada  del 
crimen.  Ahora  no  hay  diferencia  entre  oidores  y  alcaldes  del 
crimen ,  pues  todos  los  ministros  de  cada  audiencia  son 
iguales  y  entienden  indistintamente  en  lo  civil  y  criminal. 
Véase  Audiencia. 

ALCALDES  de  la.  cuadra.  Antiguamente  los  alcaldes 
de  la  sala  del  crimen  de  la  audiencia  de  Sevilla.  Llamábanse 
así  por  haberse  trasferido  en  ellos  la  jurisdicción  de  los  anti- 
guos alcaldes  mayores  de  dicha  ciudad  que  se  denominaban 
alcaldes  de  la  cuadra  por  tener  sus  audiencias  en  la  sala  ca- 
pitular del  ayuntamiento,  conocida  con  el  nombre  de  cuadra. 

ALCALDES  de  cuadrilla.  Véase  Alcaldes  de  la  Mcsla. 

ALCALDES  de  cuartel.  Los  alcaldes  del  crimen  que 
ademas  de  la  jurisdicción  que  ejercían  reunidos  en  la  sala 
de  lo  criminal ,  tenían  también  separadamente  la  adminis- 
tración ordinaria  de  justicia  en  los  cuarteles  en  que  se  divi- 
dían las  ciudades  donde  habia  cnancillería  ó  audiencia  y  en 
las  cinco  leguas  de  su  rastro.  Tenia  cada  uno  jurisdicción 
criminal  en  su  cuartel  ó  distrito  como  los  alcaldes  ordinarios 
en  sus  pueblos ,  debiendo  recibir  por  sí  en  las  causas  de  al- 
guna gravedad  las  deposiciones  de  los  testigos ,  en  todas  las 
causas  las  deposiciones  del  que  no  supiese  firmar,  y  siempre 
las  declaraciones  y  confesiones  de  los  reos ,  so  pena  de  nuli- 
dad del  proceso ,  cómo  igualmente  dentro  de  veinte  y  cuatro 
horas  sin  falta  la  declaración  al  reo  preso  :  ejercía  también 
la  jurisdicción  civil  en  el  mismo  distrito  ;  y  tenia  su  despa- 
cho civil  y  criminal  en  la  pieza  señalada  en  la  chancillcría  ó 
audiencia  ;  pero  podía  oír  en  su  casa  las  quejas  familiares  ó 
recursos  de  poca  monta,  recibir  informaciones  reservadas , 
y  resolver  verbalmente  hasta  en  cantidad  de  quinientos  reales . 


La  jurisdicción  de  los  alcaldes  de  cuartel  era  preventiva 
ó  acumulativa  con  la  del  corregidor  y  alcaldes  mayores. 
Ley  1,  tit.  15,  lib.  5,  Nov.  Rec. 

En  el  dia  no  son  ya  alcaldes  de  cuartel  los  del  crimen , 
pues  los  jueces  de  primera  instancia  tienen  á  su  cargo  la 
sustanciacion  y  decisión  en  primera  instancia  de  todos  los 
asuntos  civiles  y  criminales  de  los  pueblos  de  sus  respectivos 
distritos. 

ALCALDES  de  la  hermandad.  Los  alcaldes  que  se 
nombraban  cada  año  en  los  pueblos  para  conocer  de  los  de- 
litos y  escesos  cometidos  en  el  campo.  Véase  Hermandad. 

ALCAIDES  de  hijosdalgo.  Ciertos  jueces  togados  que 
en  las  chancillerías  conocían  de  los  pleitos  de  hidalguía  y  de 
los  agravios  hechos  á  los  hidalgos  por  lo  tocante  á  sus  esen- 
ciones  y  privilegios.  Se  habla  de  ellos  en  las  cinco  leyes  del 
título  Id,  y  en  la  ley  17,  tít.  12,  lib.  5,  Nov.  Rec. 

Hoy  no  hay  alcaldes  de  hijosdalgo ,  y  los  pleitos  de  hidal- 
guía se  terminan  y  concluyen  definitivamente  en  los  respec- 
tivos tribunales  superiores  del  territorio  ;  real  decreto  de  26 
de  enero  de  1834.  Véase  Hidalguía. 

ALCALDE  de  hijosdalgo.  En  los  pueblos  en  que  los 
oficios  concejiles  se  dividían  entre  nobles  é  individuos  del  es- 
tado general ,  era  el  alcalde  ordinario  que  se  nombraba  cada 
año  por  el  estado  de  hijosdalgo. 

En  el  dia  todos  los  oficios  de  república  son  de  elección 
libre  entre  las  personas  que  tienen  las  calidades  prescritas 
por  la  ley;  y  por  consiguiente  no  hay  alcaldes  de  hijosdalgo. 
Véase  Ayuntamiento. 

ALCALDES  de  la  mesta.  En  la  hermandad  de  la 
Mesta  ,  cada  una  de  las  cuatro  cuadrillas  principales  ,  esto 
es ,  la  reunion  de  ganaderos  de  cada  uno  de  los  distritos 
principales,  que  son  los  de  Soria,  Cuenca,  Segovia  y  León, 
nombraba  un  alcalde  ordinario  que  se  llamaba  de  cuadrilla, 
dos  alcaldes  de  alzadas  y  uno  de  apelaciones.  La  jurisdic- 
ción de  los  alcaldes  de  cuadrilla  se  reducia  al  conocimiento 
de  las  demandas  civiles  entre  los  hermanos  mesteños  du- 
rante el  concejo;  y  la  de  los  de  alzadas  á  recibir  los  recur- 
sos, alegaciones  y  pruebas  de  los  que  apelaban  de  los  al- 
caldes de  cuadrilla  ,  para  que  pudiesen  despacharlos  con 
brevedad  los  alcaldes  de  apelaciones,  á  quienes  tocaba  de- 
terminar los  recursos  de  esta  clase. 

Habia  también  otros  alcaldes  de  cuadrilla ,  que  se  nom- 
braban á  pluralidad  de  votos  por  las  cuadrillas  subalternas 
ó  uniones  de  ganaderos  de  ciertos  pueblos  ,  y  cuyo  oficio 
duraba  cuatro  años.  Unos  lo  eran  de  tierras  llanas  y  otros 
de  sierras.  Los  de  tierras  llanas  se  limitaban  al  número  do 
uno  por  cada  diez  leguas ,  y  conocían  de  las  causas  que  so 
suscitaban  entre  hermanos  mesteños  y  sus  criados ,  relativas 
á  cabana  real  y  ganados  ;  y  si  los  mesteños  eran  estantes, 
solo  conocían  en  los  tres  casos  de  hacer  mestas,  de  señalar 
tierras  aparte  á  los  ganados  enfermos ,  y  de  despojos  de  po- 
sesiones, de  dehesas  ó  pastos.  Los  alcaldes  de  sierras  no  te- 
nían tan  limitada  la  jurisdicción. 

Todos  estos  alcaldes  de  cuadrillas  ,  de  alzadas  y  apelacio- 
nes eran  solo  para  conocer  de  pleitos  entre  hermanos  de  la 
Mesta;  de  modo  que  los  pastores  tenían  como  los  comer- 
ciantes sus  jueces  peculiares.  Mas  para  defender  los  privi- 
legios de  los  mesteños  contra  estraños  infractores  habia  otros 
alcaldes  llamados  entregadores,  que  al  principio  eran  cuatro 
letrados  y  después  solo  dos ,  nombrados  de  dos  en  dos  años 
en  lo  antiguo  por  el  presidente  del  mismo  concejo  de  la  Mes- 
ta, y  últimamente  por  el  rey  á  consulta  de  su  consejo  de  la 
cámara. 

Estos  entregadores  tenian  por  instinto  :  — defender  y  am- 
parar los  ganados  trashumantes,  cuidando  de  que  no  se 
quebrantasen  sus  privilegios  en  sus  idas  y  venidas  á  los  pas- 
tos de  verano  é  invierno  ni  durante  su  estancia  en  ellos  :  — 
impedir  que  por  las  justicias ,  concejos  ó  particulares  se  les 
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exigiesen  nuevas  imposiciones  ó  derechos  ,  y  hacer  restituir 
los  indebidamente  cobrados  :  —  conocer  de  todos  los  agra- 
vios, heridas  y  malos  tratamientos  que  se  hiciesen  por  par- 
ticulares, comunidades  ó  justicias  á  los  hermanos,  pastores 
y  ganado^»  de  la  cabana  trashumante  en  contravención  y 
quebrantamiento  de  sus  privilegios,  debiendo  tener  por 
bastante  probanza  la  deposición  de  dos  pastores  con  la  de- 
claración jurada  del  agraviado ,  procediendo  breve  y  suma- 
riamente, así  en  la  via  civil  como  en  la  criminal,  y  exigiendo 
el  resarcimiento  de  los  daños  con  mas  la  pena  del  tres  tanto, 
la  cual  se  aplicaba  al  concejo  de  la  Mesta  :  —  reducir  á  su 
antiguo  estado  y  pasto  las  cañadas,  veredas  ,  ejidos,  abre- 
vaderos ,  majadas ,  descansaderos  ,  pasos  ,  baldíos ,  dehesas 
y  pastos  comunes  que  algún  particular,  comunidad  ó  concejo 
hubiese  cerrado ,  labrado ,  rompido,  plantado  ú  ocupado  de 
cualquier  modo  en  los  lugares  y  parajes  por  donde  acostum- 
braban pasar  los  ganados  trashumantes ,  imponiendo  penas 
pecuniarias  á  los  culpados  en  beneficio  del  concejo  mesteñó*: 
—  oponerse  á  que  las  justicias  exigiesen  las  penas  de  orde- 
nanza por  el  daño  que  los  ganados  hicieren  en  las  cinco  co- 
sas vedadas,  que  son  viñas  estando  con  fruto,  huertas,  dehesas 
auténticas  del  pasto  de  los  ganados  de  invernadero  ó  agos- 
tadero, y  boyales  del  pasto  del  ganado  de  labor,  y  prados 
de  guadaña  ;  pues  solo  habia  de  pagarse  el  importe  del  daño 
tasado  por  dos  peritos  que  los  interesados  nombrasen  y  por 
otro  tercero  que  eligiese  la  justicia  en  caso  de  discordia  :  — 
y  proceder  contra  cualesquiera  personas  y  concejos  que  se 
apropiaren  los  ganados  mesteños  y  mostrencos,  haciéndose- 
los restituir  al  concejo  de  la  Mesta  ,  y  exigiéndoles  la  pena 
de  diez  mil  marevedís  aplicados  por  terceras  partes  al  fisco, 
al  dicho  concejo  y  al  juez  ;  ley  5 ,  tít .  27,  lib.  7  ,  Nov.  Rec. 

Armados  los  alcaldes  enlregadores  de  estas  facultades  y 
rodeados  de  subalternos  y  ministros ,  llevaban  su  tribunal 
ambulatorio  en  pos  de  los  ganados  délos  hermanos  mesteños, 
siguiéndolos  en  sus  idas  ,  en  sus  vueltas  y  en  sus  estancias; 
caian  sobre  los  pueblos  como  una  nube  preñada  de  granizo  ; 
cometian  do  quiera  mil  abusos  y  escesos  ;  afligían  y  opri- 
mían á  todas  horas  y  en  todas  partes  en  nombre  del  honrado 
concejo  á  los  labradores  y  á  propietarios  y  aun  á  los  gana- 
deros estantes  ;  y  con  el  contacto  de  sus  pies  y  con  su  aliento 
esterilizaban  la  tierra  y  secaban  los  campos. 

Suprimiólos  por  fin  en  vista  de  tantos  males  el  señor  don 
Carlos  IY,  y  cometió  su  jurisdicción  y  facultades  á  los  cor- 
regidores de  letras  y  alcaldes  mayores ,  considerándolos 
corno  subdelegados  del  presidente  del  honrado  concejo  de 
la  Mesta.  Estos  eran  pues  los  que  últimamente  debían  cono- 
cer en  sus  respectivos  territorios  de  los  agravios  que  se  hi- 
cieren y  perjuicios  que  se  causaren  á  los  hermanos,  pastores 
y  ganados  de  la  cabana  trashumante  en  contravención  á  sus 
privilegios,  arreglándose  á  la  instrucción  contenida  en  la 
real  cédula  de  29  de  agosto  de  1796  que  consta  de  45  capí- 
tulos (ley  H  ,  lit.  27,  lib.  7,  Nov.  Rec),  y  admitiendo  las 
apelaciones  de  derecho  para  ante  el  presidente  de  mesta ,  de 
cuyas  providencias  se  acudía  á  la  sala  de  mil  y  quinientas, 
donde  con  la  sentencia  que  se  daba  se  causaba  ejecutoria. 

Ultimamenle  por  real  orden  de  5  de  octubre  de  1856  se 
mandó  que  los  alcaldes  ordinarios  y  ayuntamieutos  consti- 
tucionales se  encarguen  de  las  funciones  que  estaban  co- 
metidas á  los  alcaldes  de  la  Mesta,  y  las  desempeñen  con 
arreglo  á  la  Constitución  y  alas  leyes  y  reglamentos  vigen- 
tes del  ramo  de  ganadería. 

La  legislación  de  la  Mesta  se  contiene  en  el  título  27 ,  li- 
bro 7  de  la  Novísima  Recopilación ,  y  con  mas  estension  en  « 
una  colección  ó  código  especial  que  en  1731  publicó  don 
Andrés  Diaz  Navarro ,  fiscal  del  concejo  ,  con  el  título  de 
Cuaderno  de  leyes  y  privilegios  del  honrado  concejo  de  ta 
Siesta.  — Véase  Asociación  de  ganaderos  y  Mcsla. 

ALCALDE  de  noche.  En  algunas  ciudades  el  alcalde 


que  se  elegía  para  rondar  y  cuidar  de  que  no  hubiese  des- 
órdenes de  noche;  y  mientras  esta  duraba,  tenia  jurisdic- 
ción ordinaria. 

ALCALDE  pe  obras  y  bosques,  Juez  togado  que  tenia 
jurisdicción  privativa  en  lo  civil  y  criminal  dentro  de  los 
bosques  y  sitios  reales  :  conocía  solamente  en  primera-  ins- 
tancia ,  y  otorgaba  las  apelaciones  para  la  junta  de  obras  y 
bosques ,  ó  consultaba  con  ella  sus  sentencias.  Estinguida 
esta  junta  ,  se  servia  este  juzgado  ordinario  por  comisión , 
la  cual  estaba  radicada  en  el  decano  de  la  sala  de  alcaldes 
de  casa  y  corte  ,  con  las  apelaciones  al  Consejo  ;  ley  i ,  \it. 
10,  lib.  5,  Nov.  Rec.  Véase  Casas,  Sitios  y  bosque  reales. 

ALCALDES  del  rastro.  Jueces  letrados  que  antigua- 
mente ejercían  en  la  corte  y  en  su  rastro  ó  distrito  la  juris- 
dicción criminal.  Después  se  llamaron  también  alcaldes  de 
rastro  los  de  casa  y  corte. 

ALCALDES  de  sacas.  Los  jueces  á  quienes  está  come- 
tido el  celar  y  evitar  no  se  saquen  del  territorio  del  reino  las 
cosas  cuya  estraccion  se  prohibe  por  las  leyes  y  pragmáticas. 

ALCALDE  mayor.  El  juez  de  letras  que  ejercia  la  ju- 
risdicción ordinaria  en  algún  pueblo  ó  partido.  Llamábase 
también  así  el  que  habia  en  las  ciudades  donde  el  corregidor 
era  juez  lego  ,  á  quien  tenia  que  servir  de  asesor.  Ahora  el 
alcalde  mayor  se  llama  juez  letrado  de  primera  instancia. 

Su  establecimiento. 

No  se  concedía  el  establecimiento  de  alcalde  mayor  sino 
en  pueblo  que  pasase  de  trescientos  vecinos ,  pidiéndolo  to- 
dos ó  la  mayor  parte  de  ellos  ,  y  siendo  necesario  para  la- 
mejor  administración  de  justicia  ;  leyes  i  y  32  con  su  nota , 
tit.  11,  lib.  7,  Nov.  Rec.  Mas  en  los  pueblos  donde  habia 
solo  corregidores  militares  ó  de  caja  y  espada,  debia  pro- 
moverlo el  supremo  Consejo  para  evitar  el  gravamen  que 
sufrían  los  habitantes  con  los  derechos  de  asesorías  ;  ley  29 , 
art.  10,  lit.  11 ,  lib.  7,  Nov.  Rec.  Ahora  están  divididas  en 
partidos  judiciales  todas  las  provincias  de  España,  y  en 
cada  partido  hay  un  juez  de  primera  instancia. 

Su  nombramiento. 

Todos  los  alcaldes  mayores  eran  nombrados  últimamente 
por  el  rey  á  consulta  del  consejo  de  la  cámara,  así  en  los 
pueblos  señoriales  como  en  los  realengos ,  ley  24 ,  art.  8 , 
tít.  11,  lib.  7,  Nov.  Rec,  y  real  decreto  de  13  de  setiembre  de 
1814  ,  y  no  por  los  señores  ni  por  los  corregidores  ó  gober- 
nadores políticos  ó  militares  ,  como  antiguamente  sucedía , 
según  es  de  ver  por  las  leyes  14,  1S,  16,  17, 18,  19  con  su 
nota,  y  52,  fit.  11 ,  lib.  7,  Nov.  Rec  También  ahora  son 
nombrados  por  el  rey  todos  los  jueces  letrados  de  primera 
instancia. 

Sus  calidades. 

Para  ser  alcalde  mayor  se  necesitaba  ser  abogado,  de  edad 
de  veinte  y  seis  años,  hijo  legítimo,  de  buena  vida  y  cos- 
tumbres, tener  la  capacidad  ó  aptitud  que  se  requiere  para 
ser  juez,  esto  es,  no  hallarse  comprendido  en  el  númer^  de 
aquellos  que  por  razón  de  su  estado  ó  de  algún  defecto  no 
pueden  aspirar  á  la  judicatura  ,  y  finalmente  no  ser  natural 
del  distrito  en  que  ha  de  ejercer  la  jurisdicción  ;  leyes  [h,  \o, 
16,  28,  52,  y  nota  10,  lit.  11 ,  lib.  7,  Nov.  Rec.  Pues  que  no 
ha  habido  alteración  en  las  disposiciones  de  estas  leyes ,  es 
consiguiente  que  se  requieran  las  mismas  calidades  para  ser 
juez  de  primera  instancia. 

Su  escala  y  dotación. 

Las  alcaldías  mayores  se  dividían  en  tres  clases  :  una  de 
primera  entrada  ,  en  que  se  comprendían  las  alcaldías  que 
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por  salarios  y  consignaciones  fijas  ó  productos  de  poyo  ó 
juzgado  no  llegaban  ni  escedian  de  mil  ducados  de  vellón; 
otra  de  ascenso  de  las  que  no  pasaban  de  dos  mil  ;  y  otra  de 
lérmino  de  las  que  producían  mayor  renta;  ley  29,  tít.  11 , 
lib.  7,  Nov.  Rec.  —  El  supremo  Consejo  estaba  encargado  de 
buscar  y  proponer  medios  para  completar  la  dotación  de 
aquellas  alcaldías  cuya  renta  no  llegase  á  la  que  en  cada 
clase  se  ha  considerado  conveniente  para  la  decente  manu- 
tención de  los  alcaldes;  art.  3  y  su  nota,  dicha  ley  29.  — 
Los  sueldos  de  los  alcaldes  se  pagaban  del  fondo  de  propios 
de  los  pueblos  del  distrito ,  y  en  su  defecto  debian  satisfa- 
cerse por  los  que  suelen  pagar  en  todas  las  cosas  que*son 
para  beneficio  del  concejo;  ley  5,  til.  U,  lib.  7,  Nov.  Rec. 

También  los  juzgados  de  primera  instancia  están  dividi- 
dos en  tres  clases  ,  de  entreda  ,  de  ascenso  y  de  término  ; 
pero  sus  dotaciones  no  se  pagan  de  propios  sino  del  erario. 

Su  permanencia  t  turno  y  promociones. 

El  provisto  en  alcaldía  mayor  habia  de  permanecer  sir- 
viéndola por  el  término  de  seis  años,  salvo  el  caso  de  remo- 
ción por  escesos,  ó  el  de  ascenso  que  el  rey  le  confiriese  - 
por  su  mérito;  ley  29,  art.  4, y  ley  30,  art.  5,  Ut.  11,  lib. 
7,  Nov.  Rec. 

Ninguno  podia  ser  consultado  ó  propuesto  al  rey  por  la 
cámara  para  alcaldía  de  tercera  clase,  sin  haber  pasado  antes 
gradualmente  por  las  de  la  primera  y  segunda,  y  cumplido  seis 
años  en  cada  una  de  ellas  ó  completado  doce  años  de  servi- 
cio efectivo  en  esta  carrera  ;  y  entonces ,  para  pasar  de  una 
clase  á  otra ,  debian  ser  preferidos  los  mas  antiguos,  y  entre 
ellos  los  que  se  hubiesen  distinguido  por  su  mérito  ,  sin  que 
para  lo  contrario  sirviese  el  haber  sido  ó  ser  relator  ni  abo- 
gado de  colegios  de  la  corte ,  cnancillerías  ó  audiencias ,  ni 
el  haber  contraído  otro  mérito  ,  sea  el  que  fuere ,  si  el  rey 
no  lo  mandaba  ó  habilitaba  à  los  sugetos;  ley  29,  art.  2,  y 
ley  30,  orí.  9,  til.  11 ,  lib.  7,  Nov.  Rec. 

Ninguno  podia  ser  prorogado  en  su  vara  ó  alcaldía  mayor 
sin  que  precediese  espresa  resolución  del  rey  á  consulta  de 
la  cámara  ó  sin  ella;  ley  50 ,  art.  h,  til.  11 ,  lib.  7,  Nov. 
Rec. 

No  se  admitía  pretensión  de  ningún  alcalde  mayor  que  no 
acreditase  estar  corriente  en  el  pago  de  penas  de  cámara  y 
gastos  de  justicia;  nota  9,  tít.  11,  lib.  7,  Nov.  Rec.  —  El  al- 
calde mayor  que  hubiese  tenido  oficio  de  juez  y  administra- 
ción de  justicia  en  cualquiera  ciudad ,  villa  ó  lugar  del  rei- 
no ,  no  podia  volver  á  ejercer  su  oficio  en  el  mismo  distrito 
hasta  que  pasase  un  trienio ,  bajo  la  pena  de  inhabilidad 
para  todos  los  empleos  de  justicia;  ley  22,  lit.  11,  lib.  7, 
Nov.  Rec. 

Acabado  el  sexenio ,  debia  la  misma  cámara  consultar  ó 
proponer  desde  luego  los  alcaldes  cesantes  para  otras  varas 
de  igual  ó  mayor  clase  según  sus  méritos;  salvos  los  casos 
en  que  creyese  conveniente  trasladarlos  en  cualquier  tiempo 
dentro  de  la  misma  clase  en  que  se  hallasen  sirviendo  ,  ó 
detenerlos  y  hacerlos  circular  en  ella ,  aunque  hubiesen 
cumplido  el  sexenio ,  ya  fuese  por  via  de  correcion  ó  por 
otros  motivos  justos;  ley  50,  art.  7  y  8,  til.  11,  lib.  7 , 
Nov.  Rec. 

No  habiendo  alcaldías  de  mayor  clase  en  que  consultar  á 
los  que  debian  ser  promovidos  ó  trasladados ,  debia  propo- 
nerlos la  cámara  para  otras  varas  de  la  misma  clase  en  que 
se  hallasen  sirviendo;  pudiendo  ejecutar  lo  mismo  cuando 
ellos  solicitasen  la  citada  traslación  y  circulación  por  su  pro- 
pia conveniencia,  aunque  no  hubieran  cumplido  el  sexe- 
nio; ley  50,  art.  11  ,  tít.  ií,  lib.  7,  Nov.  Rec. 

Los  jueces  letrados  de  primera  instancia ,  aunque  obten- 
gan sus  empleos  por  tiempo  determinado ,  no  deben  cesar 
en  ellos  pop  sola  la  espiración  de  este ,  y  pueden  continuar 


sirviéndolos  sin  necesidad  de  próroga  espresa,  hasta  que 
S.  M.  resolviere  otra  cosa;  art.  55,  regí,  de  26  de  setiembre 
de  1835.  Véase  Juez  letrado  de  primera  instancia. 

Su  juramento  ,  fianza  y  media  anata. 

El  nombrado  para  una  alcaldía  mayor  debia  jurar  sn  el 
Consejo  :  —  que  no  dio  ni  prometió  cosa  alguna  para  la  ob- 
tención de  su  alcaldía ,  bajo  la  pena  de  perjurio  é  infamia , 
de  pérdida  de  oficio,  y  de  inhabilitación  para  conseguir 
otro  :  —  que  usaria  bien  y  fielmente  de  su  oficio  y  guarda- 
ría las  leyes  :  —  que  no  llevaría  ni  consentiría  que  sus  ofi- 
ciales llevasen  mas  salario  ni  derechos  que  los  que  les  cor- 
respondiesen,  ni  admitiría  directa  ó  indirectamente  dádivas, 
donaciones  ó  promesas  :  —  que  no  haría  confederación  con 
regidores ,  caballeros  ni  otras  personas  ,  sino  que  adminis- 
traría justicia  con  igualdad  :  —  y  que  no  compraría  heredad, 
ni  edificaría  casa  ni  tendría  trato ,  comercio  ó  granjeria  en 
tierra  de  su  jurisdicción ,  ni  traería  ganados  en  los  términos 
y  baldíos  de  los  pueblos  de  ella ,  bajo  la  pena  de  confisca- 
ción ;  leyes  2,  5,  21  y  27,  iit.  11,  lib.  7,  Nov.  Rec. 

El  alcalde  mayor  dentro  de  treinta  dias  después  de  haber 
sido  recibido ,  estaba  obligado  á  dar  fianzas  legas  ,  llanas  y 
abonadas  de  responder  á  los  cargos  que  se  le  hiciesen  por 
su  conducta  en  el  ejercicio  de  sus  funciones ,  y  de  pagar  lo 
que  contra  él  fuese  juzgado  y  sentenciado  ;  leyes  7  y  8,  y 
nota  1,  tít.  11,  lib.  7,  Nov.  Rec. 

Según  real  orden  de  12  de  agosto  de  1821  debian  pagar 
los  alcaldes  mayores  la  mitad  de  la  media  anata  al  contado, 
y  la  otra  mitad  en  el  primer  año  de  su  ejercicio  ;  mas  por 
otra  de  19  de  agosto  de  1834  se  concedió  á  todos  los  jueces 
la  gracia  de  pagar  en  cuatro  años  la  media  anata  del  sueldo 
de  su  empleo. 

Los  jueces  letrados  de  primera  instancia  no  dan  fianzas  ; 
pero  pagan  la  media  anata  en  los  plazos  prefijados  por  dicha 
última  real  orden,  y  prestan  juramento  en  la  audiencia  ter- 
ritorial antes  de  entrar  en  ejercicio  de  su  empleo. 

Su  residencia  y  servicio  personal. 

Todo  alcalde  mayor  debia  ejercer  su  oficio  por  sí  mismo 
y  no  por  sustituto  ;  y  ninguno  podia  estar  ausente  de  su  des- 
tino sino  con  justa  causa,  mediante  la  competente  licencia  , 
y  solo  por  espacio  de  noventa  dias  continuos  ó  interpolados 
cada  año  ;  leyes  2  y  9,  lit.  11,  lib.  7,  Nov.  Rec. 

La  licencia  para  salir  á  otros  pueblos  dentro  del  territorio 
de  la  real  audiencia  de  que  dependía  el  alcalde  habia  de 
pedirse  al  real  Acuerdo  de  la  misma  ;  para  fuera  del  distrito 
de  la  audiencia ,  al  presidente  ó  gobernador  del  supremo 
Consejo  ;  y  para  la  corte ,  al  rey  ;  real  orden  de  3  de  diciem- 
bre de  1819. 

El  que  se  ausentase  del  territorio  de  su  jurisdicción  sin  la 
licencia  correspondiente  incurría  en  la  pena  de  suspension 
de  oficio  por  seis  meses  á  la  primera  vez ,  en  la  de  un  año  á 
la  segunda  ,  y  en  la  de  privación  de  empleo  á  la  tercera  ; 
circular  de  k  de  marzo  de  1819. 

El  que  dejaba  pasar  el  término  de  su  licencia  sin  volver  á 
su  destino  ,  quedaba  privado  de  su  oficio  ,  à  no  ser  que  se 
hubiese  hallado  en  la  imposibilidad  de  volver  por  causa  del 
real  servicio,  ó  enfermedad  ó  fuerza  mayor  ;  ley  10,  til.  ii, 
lib.  7,  Nov.  Rec. 

Tampoco,  los  jueces  de  primera  instancia  pueden  ejercer 
su  oficio  por  sustitutos  ni  ausentarse  sino  con  licencia.  Los 
regentes  de  las  audiencias  pueden  concedérsela  con  justa 
causa  hasta  un  mes  dando  cuenta  al  gobierno  cuando  pasare 
de  ocho  dias;  art.  76  de  las  ordenanzas  de  las  audiencias,  y 
real  orden  de  24  de  setiembre  de  1836.  Por  lo  demás  quedan 
sujetos  á  las  disposiciones  que  acabarnos  de  mencionar,  rela- 
tivas á  los  alcaldes  mayores. 
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Prohibiciones. 

Estaba  prohibido  á  los  alcaldes  mayores,  y  lo  está  tam- 
bién á  los  jueces  de  primera  instancia  :  —  llevar  consigo 
escribanos  para  el  uso  de  sus  oficios,  pues  deben  servirse  de 
los  escribanos  numerarios  de  los  pueblos  de  su  residencia  ó 
de  los  que  el  rey  nombrare,  leyes  ih  y  15,  lit.  lo  ,  lib.  7  , 
Nov.  Rec.:  —  ser  abogados,  procuradores  ó  agentes  délos 
pleitos  que  dentro  del  término  de  su  jurisdicción  se  trataren, 
y  ayudar  á  persona  de  fuera  de  su  jurisdicción  ,  aunque  el 
negocio  se  trate  en  su  jurisdicción  ó  fuera  de  ella  ante  otros 
jueces  seglares  ó  eclesiásticos  ;  pero  bien  pueden  ayudar  en 
favor  de  su  jurisdicción  ó  del  bien  público ,  no  llevando  por 
ello  dinero,  bajo  la  pena  de  que  si  algo  llevaren  han  de  res- 
tituirlo con  el  doblo  al  fisco  :  teniendo  entendido  que  la  mis- 
ma prohibición  está  hecha  á  sus  oficiales  y  familiares,  ley  11, 
til.  11 ,  lib.  7  ,  Nov.  Rec.  :  —  tomar  de  los  pueblos  de  su 
partido  mas  dádivas,  repartimientos  ó  provechos  que  lo  que 
se  les  deba  dar  por  su  salario ,  bajo  la  pena  de  restituirlos 
con  el  cuatro  tanto,  ley  22,  til.  11,  lib.  7,  Nov.  Rec.  :  — 
recibir  directa  ó  indirectamente  ,  por  sí  ó  por  sus  mujeres  , 
hijos  ,  familiares  ó  domésticos,  dones  ó  regalos  de  personas 
que  tuvieren  ó  probablemente  pudieren  tener  pleito  entre 
ellos  ,  bajo  las  penas  de  su  devolución  con  el  cuatro  tanto  , 
de  privación  de  oficio ,  y  de  inhabilitación  perpetua  para 
obtener  otro  en  la  administración  de  justicia ,  real  cédula  de 
Ib'  de  mayo  de  1788,  arts.  9  y  10  :  — comprar  por  sí  ó  por 
interpuestas  personas  heredades  ú  otras  posesiones  durante 
su  oficio  en  las  tierras  de  su  jurisdicción  ,  tener  trato ,  co- 
mercio ó  granjeria  en  ellas,  y  traer  ganados  en  los  términos 
y  baldíos  de  los  pueblos  bajo  la  pena  de' confiscación ,  leyes 
5  y  27,  tít.  11  ,  lib.  7,  Nov.  Rec.  : —  aceptar  caria  ó  ruego 
en  casos  de  justicia  ,  ley  13,  lit.  11,  lib.  7  ,  Nov.  Rec.  :  — 
conceder  licencias  ó  habilitaciones  á  los  menores  para  regir 
y  administrar  sus  bienes ,  bajo  la  pena  de  privación  de  ofi- 
cio y  demás  que  hubiere  lugar  en  derecho,  ley  23,  tít.  11  , 
lib.  6,  Nov.  Rec.  :  — proceder  sobre  injurias  de  palabras  li- 
vianas ,  si  no  intervinieren  armas  ni  efusión  de  sangre ,  ó  no 
hubiere  queja  de  parte ,  y  aunque  la  haya ,  si  se  apartare 
de  ella  ;  y  lo  mismo  en  las  cinco  palabras  de  la  ley  ,  si  no 
hubiere  querella  de  parte,  real  cédula  de  15  de  muyo  de  1788, 
art.  6  :  —  enviar  ejecutor  ú  otra  persona  con  jurisdicción  , 
comisión,  instrucción  ó  en  otra  forma  á  los  pueblos  de  su 
distrito  á  costa  de  las  partes  ni  en  otra  manera  á  la  ejecución 
ó  cobranza  de  maravedises ,  pues  en  caso  necesario  han  de 
cometer  estas  diligencias  á  las  justicias  ordinarias  dejos 
respectivos  lugares ,  apercibiéndolas  que  si  no  las  hacen 
dentro  del  término  competente ,  se  enviará  persona  que  las 
haga  á  su  costa,  dicha  real  céd.,  art.  12. 

Sus  funciones  y  obligaciones. 

Los  alcaldes  mayores  ejercían  la  jurisdicción  ordinaria  en 
su  territorio ,  y  decidían  por  consiguiente  las  causas  civiles  ■ 
y  criminales  ;  y  ademas  tenían  á  su  cargo  cierta  inspección 
sobre  todas  las  materias  económicas  y  políticas. 

Para  gobierno  de  los  alcaldes  mayores  y  corregidores  en 
el  desempeño  de  sus  oficios  ,  se  insertó  una  instrucción  en 
real  cédula  de  lo  de  mayo  de  1788  ,  que  contiene  sus  obli- 
gaciones en  65  artículos  ó  capítulos,  de  los  cuales  vamos  á 
hacer  una  reseña.  Debían  pues  estos  funcionarios  según  la 
real  cédula  : 

Io.  Establecer  y  conservar  la  paz  en  los  pueblos  de  su  ju- 
risdicción, y  evitar  que  las  justicias  procediesen  con  parcia- 
lidad ,  pasión  ó  venganza. 

2o.  Cuidar  del  breve  despacho  de  las  causas  y  negocios  de 
su  conocimiento ,  y  de  que  no  se  molestase  á  las  partes  con 
dilaciones  inútiles  ni  con  artículos  impertinentes  y  maliciosos. 


3o.  Evitar  en  cuanto  pudiesen  los  pleitos ,  procurando  que 
las  partes  se  compusieran  amistosa  y  voluntariamente. 

h°.  Proceder  con  actividad  en  las  causas  criminales,  por- 
tándose de  modo  que  ni  dejasen  impunes  los  delitos,  r.i  per- 
judicasen la  justa  defensa  de  los  reos.  , 

5o.  Recibir  por  sí  mismos  las  deposiciones  de  los  testigos 
en  las  causas  de  alguna  gravedad ,  y  en  todas  cuando  el 
testigo  no  supiese  firmar,  y  siempre  las  declaraciones  y  con- 
fesiones de  los  reos  ,  so  pena  de  ser  castigados  por  la  con- 
travención y  de  nulidad  del  proceso;  advirtiéndose  que 
dentro  de  veinte  y  cuatro  horas  de  estar  en  la  prisión  cual- 
quier reo ,  se  le  había  de  tomar  su  declaración  sin  falta  al- 
guna: y  lo  que  va  prevenido  acerca  de  tomar  por  sí  mismos 
las  deposiciones  de  los  testigos  en  las  causas  criminales  ,  se 
debia  observar  también  en  las  civiles  arduas  y  de  gravedad. 

6o.  Abstenerse  de  proceder  de  oficio  sobre  injurias  de  pa- 
labras livianas ,  y  aun  de  las  cinco  de  la  ley  ,  según  se  ha 
dicho  mas  arriba  en  las  prohibiciones. 

7o.  Celar  que  en  las  cárceles  hubiese  seguridad  y  lim- 
pieza ,  y  que  fuesen  bien  tratados  los  presos  ,  como  se  dice 
en  la  palabra  Alcaide. 

8o.  Ser  difíciles  en  decretar  autos  de  prisión  en  causas  ó 
delitos  que  no  fuesen  graves,  ni  se  temiese  la  fuga  ú  oculta- 
ción del  reo. 

9o.  10  y  11.  Desechar  los  dones  y  regalos  que  se  les  hi- 
ciesen para  tenerlos  gratos  en  la  administración  de  justicia,  é 
impedir  que  los  recibiesen  sus  mujeres ,  hijos ,  familiares  y 
dependientes  de  su  tribunal ,  como  también  abstenerse  de 
comprar  posesiones  ,  de  tener  tráfico  ó  granjeria ,  y  de  lle- 
var ganados  en  el  distrito  de  su  jurisdicción ,  según  se  ha 
dicho  en  las  prohibiciones. 

12.  Encargar  á  las  justicias  ordinarias  de  cada  pueblo  y 
no  á  comisionados  las  ejecuciones  y  cobranzas  de  deudas , 
como  se  ha  espresado  en  las  prohibiciones ,  y  escusar  el  en- 
vío de  verederos  en  cuanto  fuese  posible. 

13  y  14.  Estar  á  la  mira  de  la  conducta  que  observasen 
en  el  desempeño  de  sus  encargos  los  jueces  de  residencia  ó 
comisión  y  los  visitadores  enviados  á  pueblos  de  su  distrito 
y  aun  los  militares ,  y  dar  cuenta  á  quien  correspondiese  de 
los  abusos  y  escesos  que  cometiesen. 

15.  Hacer  que  no  se  diesen  por  los  pueblos  víveres,  bagajes 
ni  alojamiento  sino  á  personas  que  tengan  derecho  á  ellos. 

16.  Velar  por  sí  y  por  medio  de  las  justicias  sobre  la  con- 
ducta de  los  escribanos  de  su  distrito ,  para  evitar  la  susci- 
tación y  fomento  de  pleitos  y  criminalidades  y  la  comisión 
de  otros  abusos  en  su  oficio. 

17.  Evacuar  con  imparcialidad  y  rectitud  los  informes  que 
bajo  su  responsabilidad  debían  dar  sobre  la  aptitud ,  pericia 
y  honradez  de  los  que  solicitaban  aprobarse  para  escribanos. 

18.  Cuidar  de  que  los  escribanos  en  la  percepción  de  sus 
derechos  se  arreglasen  á  los  aranceles  y  tuviesen  con'  buen 
orden  y  custodia  los  papeles  de  su  cargo ,  y  de  que  se  cum- 
pliesen las  leyes  sobre  seguridad  de  los  registros  y  escrituras 
de  los  escribanos  muertos  ó  privados  de  oficio. 

19.  Hacer  que  se  observase  lo  prevenido  sobre  las  penas 
pecuniarias  que  se  impusiesen  por  jueces  ordinarios  ó  dele- 
gados ,  aplicadas  á  la  cámara  y  gastos  de  justicia ,  y  precaver 
su  ocultación. 

20.  Impedir  y  castigar  los  pecados  públicos  y  escándalos, 
como  también  los  juegos  prohibidos  ;  pero  sin  tomar  cono- 
cimiento de  disensiones  domésticas  entre  padres  é  hijos, 
marido  y  mujer,  amos  y  criados,  no  habiendo  queja  ó  escán- 
dalo grave. 

21 .  Estar  á  la  mira  de  que  los  jueces  eclesiásticos  no  usur- 
pasen la  jurisdicción  real ,  y  de  que  no  se  comprendiese  en 
el  goce  del  fuero  á  los  clérigos  de  menores  órdenes  que  care- 
ciesen de  los  requisitos  exigidos  por  las  leyes. 

2í!.  Recoger  y  remitir  alsupremo  Consejólas  bulas, breyeS} 
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monitorios  y  cualesquiera  otros  despachos  de  la  curia  romana 
que  no  tuviesen  el  pase  de  aquel  cuerpo ,  á  no  ser  de  los 
exceptuados  de  este  requisito.  Véase  Bula, 

25.  Cuidar  de  que  los  tribunales  eclesiásticos  se  arreglasen 
en  la  percepción  de  sus  derechos  á  los  aranceles  aprobados 
por  el  Consejo ,  y  de  que  se  cumpliesen  las  leyes  relativas 
á  sus  notarios. 

24.  Hacer  que  se  observasen  las  leyes  que  inculcan  á  los 
eclesiásticos  seculares  y  regulares  su  recogimiento  y  retiro 
de  los  negocios  que  no  sean  de  sus  iglesias  ,  monasterios , 
conventos  ó  beneficios. 

2b.  Cuidar  de  que  no  se  hicieran  escesos  en  gastos  de  co- 
fradías ,  é  impedir  la  erección  de  otras  nuevas  sin  el  permiso 
correspondiente. 

26.  Celar  que  las  casas  de  espósitos ,  desamparados ,  niños 
de  la  doctrina  y  otras  semejantes  fuesen  administradas  con 
rectitud  y  sin  abusos,  y  que  los  niños  que  se  criaren  en  ellas 
se  aplicasen  precisamente  à  las  artes  y  oficios  y  no  á  la 
carrera  de  las  ciencias. 

27.  Interesarse  igualmente  en  el  cumplimiento  del  insti- 
tuto y  objeto  de  los  hospitales,  casas  de  misericordia,  obras 
pias  ó  fundaciones  destinadas  á  pobres,  dotes  de  huérfanas, 
estudios  ú  otros  fines  de  utilidad  pública  ;  y  hacer  recoger 
en  los  hospitales  ó  en  sus  casas  á  los  que  tuvieren  males 
contagiosos. 

28.  Procurar  que  los  maestros  de  primeras  letras  y  las 
maestras  de  niñas  tuviesen  las  circunstancias  convenientes, 
y  llenasen  con  exactitud  los  deberes  de  su  ministerio. 

29.  Impedir  la  existencia  de  otras  escuelas  de  latinidad 
que  las  permitidas  por  la  ley,  á  fin  de  inclinar  la  aplicación 
de  los  niños  á  la  labranza  ,  artes  y  oficios. 

30.  Esterminar  los  ociosos ,  vagos  y  mal  entretenidos , 
haciendo  observar  la  ordenanza  de  levas. 

31.  Tratar  como  vagos  á  los  mendigos  voluntarios  y  ro- 
bustos ;  recoger  en  los  hospicios  á  los  imposibilitados  para 
el  trabajo  ;  quitarles  los  muchachos  y  muchachas  que  lleva- 
ren en  su  compañía,  aunque  fueren  hijos  suyos,  para  ponerlos 
con  amos  ó  maestros,  y  estorbar  á  los  muchachos  el  ocuparse 
en  ciertos  ejercicios  que  sobre  inspirarles  amor  al  ocio  no 
bastan  despues  para  procurar  la  subsistencia. 

32.  Impedir  á  los  eclesiásticos  estranjeros  el  pedir  limosna 
y  vagar  por  el  reino;  como  asimismo  examinar  los  papeles 
á  los  peregrinos ,  y  marcarles  ruta  y  tiempo  para  sus  ro- 
merías. 

33.  Tratar  como  vagos  á  los  menestrales  y  artesanos  des- 
aplicados que  dejan  de  trabajar  la  mayor  parte  del  año  por 
desidia  ,  vicios  ú  holgazanería  ;  celar  que  los  artesanos  usa- 
sen bien  y  fielmente  de  sus  oficios;  procurar  que  se  cum- 
pliesen con  exactitud  las  escrituras  de  aprendizaje  ,  y  hacer 
que  ningún  maestro  recibiese  aprendiz  sin  contrata  formal. 

34.  Cumplir  las  leyes  sobre  gitanos  y  contrabandistas  ,  y 
dar  ausilio  á  los  ministros  de  rentas  contra  los  defraudadores 
de  la  real  hacienda. 

35.  Visitar  una  sola  vez  durante  su  oficio  los  pueblos  de  su 
partido ,  sin  mas  salario  que  el  de  cuatro  ducados  de  vellón 
por  cada  dia  de  ocupación  para  sí ,  mil  maravedís  para  el 
escribano  y  quinientos  para  el  alguacil ,  bajo  las  penas  de 
privación  de  oficio  por  el  esceso  en  el  número  de  las  visitas 
ó  en  los  salarios ,  y  de  restitución  de  lo  recibido  de  mas  con 
el  cuatro  tanto. 

36.  Emplear  en  las  visitas  diez  dias  á  lo  mas-en  cada  villa 
y  dos  en  los  lugares  de  cien  vecinos  ,  haciéndolas  con  res- 
pecto á  los  do  menos  vecindad  por  sesmos  ó  concejos  en 
la  cabeza  principal  de  cada  distrito;  y  enviar  al  supremo 
Consejo  resúmenes  breves  de  lo  que  de  las  visitas  fuese  re- 
sultando. 

37.  Cobrar  los  salarios  señalados  en  el  capitulo  5'j  de  las 
condenaciones  impuestas  á  los  que  resultaren  culpados  en 


las  residencias  ,  y  en  su  defecto  de  los  caudales  de  propios 
y  arbitrios. 

38.  Mantenerse  á  su  costa  en  las  visitas  ellos  y  sus  oficiales 
y  dependientes,  y  abstenerse  de  reeibir  dádivas  y  regalos. 

59.  Llevar  solo  un  escribano ,  el  cual  no  debia  ser  del 
pueblo  que  se  iba  á  visitar,  absteniéndose  absolutamente  es 
nombrar  contador  para  las  visitas. 

40.  En  los  lugares  en  que  no  pudiéndose  guardar  huecos 
por  su  corto  vecindario  para  las  elecciones  de  oficios  de  jus- 
ticia, tenian  que  ser  residenciados  algunos  vecinos  por  do» 
ó  tres  oficios  ,  debían  hacerse  las  condenaciones  que  mere- 
cieren con  proporción  á  los  defectos  que  hubieren  cometido 
en  ellos ,  y  no  con  respecto  al  número  de  oficios  que  habían 
servido. 

41.  Arreglarse  á  las  leyes  en  la  cobranza  de  los  salarios 
que  devengaren ,  absteniéndose  de  enviar  ejecutores  á  los 
pueblos  con  este  objeto. 

42.  Hacer  formales  apercibimientos  ,  ademas  de  las  con- 
denaciones ,  á  los  que  no  hubieren  desempeñado  bien  y  con 
rectitud  sus  empleos ,  para  que  en  adelante  procediesen 
mejor  ;  y  aun  en  caso  de  reincidencia  ó  culpa  muy  grave , 
imponerles  suspension  temporal  de  sus  oficios ,  y  si  fuese 
necesario  privación  perpetua  de  obtenerlos,  admitiéndoles 
en  este  caso  las  apelaciones  que  interpusieren  para  la  cnan- 
cillería ó  audiencia  del  territorio. 

43.  Sujetarse  á  hacer  las  visitas  en  los  tiempos,  modo  y 
forma  mas  proporcionados ,  según  dispusieren  los  ministros 
de  la  sala  primera  de  gobierno  del  Consejo. 

44.  Examinar  en  dichas  visitas,  reconocer  ocularmente, 
aclarar  y  señalar  los  términos  de  los  pueblos  y  los  limites 
confinantes  con  reinos  estraños  ;  informarse  de  cómo  se  ad- 
ministraba la  justicia,  y  cómo  usaban  los  oficiales  de  ella 
de  sus  oficios,  particularmente  los  escribanos;  é  indagar  si 
habia  personas  poderosas  que  causasen  vejaciones  á  los 
pobres,  dando  cuenta  de  lo  que  no  pudieren  remediar  por 
sí  al  tribunal  provincial  correspondiente. 

4b.  Informarse  de  las  calidades  y  temperamento  de  las 
tierras  ;  de  los  bosques ,  montes  y  dehesas  ;  de  los  rios  que 
se  podrían  comunicar,  engrosar  y  hacer  navegables ,  con  el 
cálculo  de  su  coste  y  utilidades  ;  dónde  se  podria  y  conven- 
dría abrir  nuevas  acequias,  para  el  riego  y  fabricar  molinos 
ó  batanes  ;  en  qué  estado  se  hallaban  los  puentes ,  y  los  que 
Convendría  reparar  ó  construir  de  nuevo  ;  qué  caminos  se 
podrían  mejorar  y  acortar  para  obviar  rodeos;  de  los  parajes 
en  que  habia  maderas  útiles  para  la  construcción  de  navios; 
y  qué  puertos  convendría  ensanchar,  limpiar,  mejorar, 
asegurar  ó  establecer  de  nuevo. 

46  y  47.  Fomentar  las  fábricas  de  paños  ,  ropas ,  papel , 
vidrio,  jabón,  lienzo,  la  cria  de  sedas,  y  las  demás  artes  y 
oficios  mecánicos,  como  igualmente  la  cria  y  trato  del  ganado 
lanar  y  vacuno. 

48.  Procurar  el  descubrimiento  de  las  aguas  subterráneas 
y  la  estraccion  de  acequias  de  los  rios  sin  perjuicio  de  su 
curso  y  de  los  términos  y  distritos  inferiores  ,  para  el  riego 
de  los  campos  y  el  uso  de  molinos,  batanes  y  otras  máquinas. 

49.  Cuidar  de  la  conservación  de  los  montes  y  aumento 
de  plantíos  para  la  construcción  naval ,  ornato  de  los  pueblos 
y  abasto  de  leña  y  carbón  ;  disponiendo  semilleros  de  árboles 
á  fin  de  distribuirlos  á  los  vecinos  para  sus  plantaciones. 

50.  Hacer  observar  las  órdenes  sobre  cria  de  caballos. 
bl.  Cuidar  de  la  conservación  de  los  caminos  públicos. 
b2.  Obligar  á  las  justicias  á  que  en  los  sitios  de  reunión 

de  dos  ó  mas  caminos  principales  hiciesen  poner  un  poste 
de  piedra  con  el  letrero  de  camino  para  tal  parle,  advirtien- 
do los  que  fueren  para  carruaje  ó  herradura. 

b3.  Poner  lodo  cuidado  en  que  las  justicias  de  cada  pue- 
blo procurasen  eficazmente  la  seguridad  de  los  campos, 
montes  y  caminos. 
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84.  Impedir  la  exacción  ilegítima  de  derechos  de  por-  ' 
lazgo,  pontazgo,  peaje,  barcaje  y  otros  de  esta  naturaleza. 

5b.  Proponer  al  Consejólos  medios  oportunos  para  la  po- 
blación de  los  despoblados. 

56.  Hacer  guardar  á  los  labradores  sus  privilegios,  y 
fomentar  la  agricultura. 

57.  Cuidar  de  la  observancia  puntual  de  las  ordenanzas 
de  caza  y  pesca;  contribuir  à  la  conservación  y  aumento  de 
las  pesquerías  en  rios,  puertos  y  lagos;  y  no  permitir  que  se 
impidiese  el  aprovechamiento  común  sin  justo  título. 

58.  Prevenir  á  las  justicias  la  obligación  que  tienen  de 
esmerarse  en  la  limpieza ,  ornato ,  igualdad  y  empedrado  de 
las  calles  ;  de  no  permitir  desproporción  ni  desigualdad  en 
las  fábricas  nuevas  ,  ni  deformidad  en  el  aspecto  de  los  pue- 
blos; de  obligar  á  los  dueños  de  edificios  ruinosos  á  repa- 
rarlos dentro  de  cierto  término ,  y  en  caso  de  morosidad 
mandarlos  reparar  á  su  costa  ;  de  procurar  que  en  ocasión 
de  Obras  nuevas  ó  derribos  de  las  antiguas  queden  las  calles 
mas  anchas  y  derechas  y  con  la  posible  capacidad  las  pla- 
zuelas ;  y  no  queriendo  los  dueños  reedificar  las  casas  arrui- 
nadas en  sus  solares ,  compelerlos  á  su  venta  á  tasación  para 
que  el  comprador  lo  ejecute  ,  disponiendo  que  si  fueren  de 
mayorazgo ,  capellanías  ú  otras  fundaciones  semejantes  se 
deposite  su  precio  hasta  nuevo  empleo. 

59.  Procurar  la  conservación  de  las  murallas  y  edificios 
públicos ,  y  la  plantación  de  arboledas  de  recreo  en  los  pue- 
blos donde  no  las  hubiere. 

60.  Visitar  las  plazas  y  tiendas  de  trato  y  comercio  ,  á  fin 
de  evitar  los  fraudes  en  los  pesos  y  medidas  y  en  la  calidad 
de  los  géneros,  cuidando  al  mismo  tiempo  de  impedir  la  exac- 
ción de  derechos  indebidos  á  los  vendedores  y  trajineros 
por  razón  de  posturas ,  licencias  ó  con  otro  cualquier 
preíesto. 

6 i .  Hacer  cumplir  las  leyes  sobre  pósitos. 

62.  Contribuir  á  que  fuese  desapareciendo  la  desigualdad 
que  habia  de  llevar  y  sufrir  las  cargas  personales  ,  reales  y 
concejales,  á  causa  de  la  multitud  de  privilegiados. 

63.  Precaver  la  falsificación  y  cercen  de  moneda  y  las 
adulteraciones  de  los  metales  preciosos ,  visitando  á  este  fin 
las  platerías,  tiendas  y  demás  oficinas  que  conviniese. 

6ft.  Hacer  observar  las  leyes  sobre  elección  de  diputados 
y  personeros  del  común ,  sus  honores  y  preeminencias. 

65.  Cuidar  de  la  observancia  de  las  ordenanzas  munici- 
pales ,  y  en  caso  necesario  hacer  otras  nuevas  ó  enmendar 
las  antiguas,  en  union  con  los  ayuntamientos ,  remitiéndolas 
con  su  dictamen  al  supremo  Consejo. 

66.  Procurar  que  las  elecciones  de  oficios  se  hiciesen  con 
rectitud  y  desinterés. 

67.  Celar  el  cumplimiento  de  la  obligación  que  tienen  todos 
los  concejos  de  conservar  el  cuerpo  de  las  leyes  del  reino,  y 
de  asentar  en  los  libros  correspondientes  los  documentos  per- 
tenecientes al  común  v  así  como  las  cédulas ,  ejecutorias , 
resoluciones  y  despachos  de  los  tribunales  que  miren  á  la 
posteridad. 

68.  Cuidar  de  que  los  regidores ,  escribanos ,  mayordomos 
y  demás  oficiales  que  debiesen  algo  á  los  caudales  del  con- 
cejo ,  no  usasen  de  sus  oficios ,  ni  llevasen  salario  ni  prove- 
cho alguno  por  ellos  ,  ni  fuesen  nombrados  para  comisión , 
encargo  ni  destino  alguno  de  los  que  provee  el  ayuntamiento, 
hasta  el  pago  real  y  efectivo  de  su  deuda. 

69.  Velar  sobre  la  buena  administración  y  manejo  de  los 
propios  y  arbitrios  de  los  pueblos ,  haciendo  observar  las 
instrucciones  dadas  en  el  asunto. 

70.  Cuidar  de  que  cada  año  se  hiciesen  en  la  forma  dis- 
puesta por  las  leyes  los  remates  de  los  abastos. 

71.  Examinar  ademas  con  atención  lo  que  en  las  leyes  del 
reino  se  halla  establecido ,  tanto  para  la  buena  administración 
de  justicia,  como  para  el  buen  gobierno  político  y  económico 


de  los  pueblos ,  á  fin  de  practicarlo  en  todo  lo  que  no  se  opu- 
siere á  los  capítulos  de  esta  instrucción. 

72.  Cumplir  con  lo  prevenido  en  circular  de  26  de  febrero 
de  1767,  en  que  se  dispone  la  correspondencia  que  debían 
tener  con  los  ministros  de  la  sala  primera  de  gobierno  del 
Consejo. 

73.  Formar  y  entregar  al  sucesor  una  relación  jurada  y 
firmada  en  que  espresasen  con  distinción  las  obras  públicas 
que  hubiesen  hecho,  concluido  ó  comenzado  en  su  tiempo, 
y  el  estado  en  que  se  halVasen  las  demás  que  fuesen  nece- 
sarias ó  convenientes ,  y  los  medios  de  promoverlas  ,  el  es- 
tado de  la  agricultura ,  granjeria ,  industria ,  artes ,  comerci) 
y  aplicación  del  vecindario,  los  estorbos  ó  causas  del  atraso,, 
decadencia ,  ó  perjuicio  que  padeciesen,  y  los  recursos  y  re- 
medios que  pudiese  haber  :  bajo  la  inteligencia  de  que  en 
caso  de  dejar  la  vara  y  retirarse  antes  de  haber  llegado  el 
sucesor,  como  podían  hacerlo ,  aunque  no  estaban  obligados 
á  ello,  debían  dejar  cerrada  y  sellada  la  relación  al  que  que- 
daba regentando  la  jurisdicción  para  que  la  entregase  á  dicho 
sucesor,  tomando  del  uno  ó  del  otro  el  recibo  correspon- 
diente ,  el  cual  con  copia  de  la  misma  relación  habían  de 
presentar  en  la  cámara  los  promovidos  á  otra  vara  ,  antes 
de  recibir  los  títulos  para  pasar  á  servirla. 

7U.  Cuidar  bajo  su  responsabilidad  de  que  á  los  grandes 
y  demás  títulos  del  reino  no  se  diese  la  posesión  de  los  seño- 
ríos y  mayorazgos  en  que  sucediesen  ,  sin  que  hiciesen 
constar  con  certificación  de  la  contaduría  general  de  valores 
haber  satisfecho  las  medias  anatas  que  adeudaren  ,  á  no  ser 
que  hubiesen  conseguido  esencion  ó  espera. 

75.  Todo  lo  dicho  en  los  precedentes  capítulos  debia  en- 
tenderse proporcionalmente  con  los  corregidores ,  alcaldes 
mayores ,  y  con  los  demás  que  en  cualquier  caso  pudieran 
estar  encargados  del  gobierno  de  los  pueblos. 

Tal  es  el  contenido  de  la  célebre  instrucción  de  corregi- 
dores y  alcaldes  mayores  de  15  de  mayo  de  1788,  que  no 
se  encuentra  en  la  Novísima  Recopilación  sino  esparcida  en 
varios  títulos.  Los  jueces  de  primera  instancia  conservan  las 
atribuciones  y  obligaciones  judiciales  dadas  á  los  alcaldes 
mayores  por  esta  instrucción ,  en  cuanto  no  estén  modifi- 
cadas por  leyes  y  decretos  posteriores,  y  especialmente  por 
el  reglamento  de  26  de  setiembre  de  1855;  pero  su  autoridad 
se  limita  precisamente  á  lo  contencioso ,  á  la  persecución  y 
castigo  de  los  delitos  comunes  y  ala  parte  de  policía  judicial 
que  las  leyes  y  reglamentos  le  atribuyen  ;  y  nunca  podrá 
mezclarse  en  lo  gubernativo  ó  económico  de  los  pueblos  ; 
art.  59,  regí,  de  26  de  setiembre  de  1855. 

Sus  premios  y  prerogativas. 

Los  alcaldes  mayores  que  hubiesen  cumplido  tres  sexenios 
desempeñando  con  celo  y  pureza  las  obligaciones  de  sus 
oficios  ,  debian  ser  consultados  por  la  cámara  según  su  an- 
tigüedad ,  instrucción  y  méritos  particulares ,  para  plazas 
togadas  en  las  cnancillerías  y  audiencias ,  donde  debia  pro- 
curarse hubiera  siempre  un  competente  número  de  personas 
de  esta  carrera  que  con  su  esperiencia  contribuyesen  á  la 
mas  breve  y  acertada  espedicion  de  los  negocios;  y  aunque 
no  hubiesen  cumplido  los  tres  sexenios ,  debian  ser  pro- 
puestos para  la  toga  ó  sus  honores  si  habían  contraído  algún 
mérito  distinguido  ;  ley  2S,  art.  7,  tít.  11 ,  lib.  7,  Nov.  Rcc. 

Los  que  estando  desempeñando  con  integridad  esta  car- 
rera de  varas  quedaban  impedidos  de  continuarla  por  enfer- 
medad ó  accidente  y  se  hallaban  en  estado  de  pobreza ,  te- 
nían derecho  á  ser  atendidos  aunque  fuese  con  pensiones 
sobre  algún  corregimiento  ó  alcaldía  de  las  de  mayor  dota- 
ción ;  ley  29,  art.  11 ,  lit.  11 ,  lib.  7,  Nov.  Ree. 

Posteriormente  en  real  decreto  de  7  de  noviembre  de  1790 
(  ley  53 ,  tít.  11 ,  lib.  7,  Nov.  Rec.  )  se  estableció  un  monte 
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pió  de  viudas  y  pupilos  de  corregidores  y  alcaldes  mayores, 
y  de  los  jubilados  en  esta  carrera ,  en  los  términos  y  con  las 
circunstancias  prevenidas  en  sus  estatutos  ú  ordenanzas  ;  y 
se  aplicaron  para  su  fondo,  ademas  de  las  contribuciones 
anuales  y  de  entrada  de  los  propios  corregidores  y  alcaldes, 
el  todo  de  los  sueldos  y  consignaciones  de  las  vacantes  de 
los  corregimientos  y  alcaldías  mayores ,  el  importe  de  la 
media  anata  délos  títulos  de  capitanes  á  guerra  que  se  espe- 
dían á  los  corregidores  y  alcaldes  ,  y  dos  mil  ducados  de 
vellón  de  pension  anual  sobre  mitras. 

Los  alcaldes  mayores  y  corregidores  que  estuviesen  en 
actual  ejercicio  de  sus  empleos,  no  podían  ser  suspendidos, 
ni  arrestados ,  ni  obligados  á  comparecer  ante  los  tribunales , 
sin  preceder  informes  muy  fundados  é  imparciales,  sin 
haberles  oido  á  ellos  mismos ,  y  sin  que  mediase  real  reso- 
lución, puesto  que  por  otros  medios  se  podría  reparar  cual- 
quier perjuicio  que  causaren ,  si  no  fuese  de  notoria  y  pú- 
blica urgencia;  art.  12  de  las  leyes  29  y  30,  lit.  11 ,  lib.  7, 
JVov.  Rec.  Véase  Capitulación  y  Residencia. 

Los  jueces  de  primera  instancia  no  han  visto  declarados 
todavía  los  requisitos  para  sus  ascensos  y  promociones;  pero 
continúan  gozando  del  monte  pío  como  los  corregidores  y  al- 
caldes mayores.  Las  causas  civiles  y  las  criminales  sobre 
delitos  comunes  que  ocurrieren  contra  ellos  ,  deben  empe- 
zarse y  seguirse  ante  cualquiera  otro  de  los  del  mismo  pueblo 
si  en  él  hubiere  dos  ó  mas  jueces,  ó  en  su  defecto  ante  el 
juez  de  partido  cuya  capital  esté  mas  inmediata;  y  de  las 
causas  por  culpas  ó  delitos  relativos  al  ejercicio  del  minis- 
terio judicial ,  conocen  en  primera  y  segunda  instancia  las 
audiencias  territoriales;  art.  h&y  58 ,  regí,  de  26  de  setiembre 
de  1855. 

Nuevo  establecimiento  de  juzgados. 

Por  real  decreto  de  21  de  abril  de  1834  quedaron  subdi- 
vididas  en  partidos  judiciales  las  provincias  en  que  se  halla 
dividido  el  territorio  de  la  península  é  islas  adyacentes;  se 
mandó  que  los  alcaldes  ordinarios  de  todos  los  pueblos  ce- 
sasen desde  luego  en  el  ejercicio  del  poder  judicial  y  remi- 
tiesen los  procesos  y  espedientes  de  justicia  que  pendían  en 
sus  juzgados  á  los  jueces  letrados  de  las  cabezas  de  partido 
para  su  continuación  y  fallo  con  arreglo  á  las  leyes  ;  se  pre- 
vino que  los  corregidores  y  alcaldes  mayores  de  los  pueblos 
erigidos  en  cabeza  de  partido  siguiesen  hasta  nueva  resolu- 
ción desempeñando  todos  los  cargos  y  atribuciones  que  les 
estaban  cometidos;  y  se  anunció  que  se  fijarían  las  atribu- 
ciones propias  y  esclusivas  de  los  jueces  de  partido  ,  sus  re- 
laciones con  las  otras  autoridades,  su  rango ,  prerogativas  y 
distinciones ,  y  sus  clases ,  sueldos  y  responsabilidad ,  para 
dar  á  esta  magistratura  la  estabilidad  y  decoro  que  exige  el 
desempeño  de  sus  importantes' funciones. 

En  real  decreto  de  19  de  noviembre  de  1834  se  dispuso 
que  estando  ya  cometido  á  los  alcaldes  mayores  y  corregi- 
dores letrados  el  conocimiento  en  primera  instancia  de  todos 
los  asuntos  contenciosos  ,  y  á  las  reales  audiencias  en  apela- 
ción y  súplica  los  de  todo  el  territorio  que  les  está  demar- 
cado, quedasen  suprimidos  desde  el  principio  del  año  de 
1838  los  juzgados  llamados  de  provincia  que  estaban  á  cargo 
de  los  alcaldes  del  crimen;  y  á  fin  de  que  no  sufriese  retraso 
la  administración  de  justicia  en  primera  instancia  por  la  su- 
presión de  dichos  juzgados,  se  mandó  en  otro  decreto  de  la 
propia  fecha  que  en  las  capitales  de  provincia  se  estableciese 
el  competente  número  de  jueces  inferiores,  señalando  para 
la  ciudad  de  Barcelona  cuatro ,  para  la  de  Granada  tres,  para 
la  de  Sevilla  cuatro ,  para  la  de  Zaragoza  dos  ,  y  para  la  de 
Valencia  cuatro. 

En  otro  decreto  de  la  misma  fecha  de  19  de  noviembre  de 
1834  se  previno  que  los  corregidores  políticos  y  los  goberna- 


dores militares  que  reunían  la  calidad  de  políticos  cesasen 
en  el  conocimiento  de  negocios  contenciosos ,  así  criminales 
como  civiles  ,  quedando  desde  luego  su  sustanciacion  y  fallo 
á  cargo  de  los  alcaldes  mayores  y  corregidores  letrados ,  que 
ahora  llevan  el  nombre  de  jueces  de  primera  instancia. 

Por  fin  se  publicó  un  reglamento  provisional  para  la  ad- 
ministración de  justicia  en  lo  respectivo  á  la  real  jurisdic- 
ción ordinaria  con  fecha  de  26  de  setiembre  de  1 835  ;  y  en 
su  capítulo  tercero  se  fijan  las  atribuciones  de  los  jueces  de 
primera  instancia.  Véase  Juez  letrado  de  primera  instancia. 

ALCALDE  mayor.  En  los  reinos  de  Nueva  España  era 
el  que  gobernaba  por  el  rey  algún  pueblo  que  no  era  capital 
de  provincia ,  aunque  no  fuese  juez  de  letras. 

ALCALDE  mayor  entregados.  En  el  concejo  de  la 
Mesta  era  el  juez  de  letras  que  iba  siguiendo  la  ruta  de  la 
cabana  trashumante,  para  conocer  de  las  causas  concer- 
nientes á  ganados  y  pastos ,  y  castigar  las  infracciones  de  los 
privilegios  de  aquel  cuerpo.  Véase  Alcaldes  de  la  Mcsla. 

ALCALDE  ordinario.  El  que  ejercía  la  jurisdicción 
ordinaria  en  algún  pueblo ,  habiendo  sido  elegido  á  este  fin 
entre  sus  vecinos.  Llamábase  ordinario ,  porque  el  orden 
establecido  por  derecho  exigía  que  todos  los  que  habitaban 
en  su  distrito  acudiesen  á  él  en  sus  litigios  ;  siendo  preciso 
para  eximirse  de  su  jurisdicción  manifestar  el  goce  de  otro 
fuero. 

La  elección  de  alcaldes  ordinarios  se  hacia  en  la  misma 
forma  que  la  de  regidores  y  demás  oficiales  de  república;  y 
así  los  unos  como  los  otros  debían  tener  las  calidades  ó  cir- 
cunstancias que  se  exigían  en  las  leyes  relativas  á  elecciones 
de  ayuntamientos. 

Los  alcaldes  ordinarios  tenian  la  misma  jurisdicción  que 
los  alcaldes  mayores ,  y  conocían  por  consiguiente  en  pri- 
mera instancia  de  las  causas  civiles  y  criminales  hasta  la 
sentencia  definitiva ,  de  oficio  ó  á  instancia  de  parte  con 
acuerdo  de  asesor;  real  cédula  de  13  de  mayo  de  1/76;  l.yes 
9,  lit.  16,  lib.  11,  y  9,  lit.  3b,  lih.  12,  No?.  Rec.  Pero  como 
en  el  dia  están  subdivididas  en  partidos  judiciales  las  pro- 
vincias en  que  se  halla  dividido  el  territorio  de  la  península 
é  islas  adyacentes  ,  y  todos  los  pueblos  están  sometidos  en 
lo  contencioso  á  los  jueces  letrados  de  sus  respectivas  ca- 
bezas de  partido,  han  cesado  los  alcaldes  de  los  pueblos  en  el 
ejercicio  del  poder  judicial  que  antes  desempeñaban  ,  y  no 
tienen  mas  atribuciones  que  las  que  les  confiere  la  ley  de 
ayuntamientos  y  el  reglamento  provisional  para  la  adminis- 
tración de  justicia  de  26  de  setiembre  de  1835  ,  que  pueden 
verse  en  la  palabra  Alcalde. 

ALCALDE  pedáneo.  El  alcalde  de  una  aldea  ó  lugar 
corto  que  estaba  sujeto  á  la  jurisdicción  de  la  villa  ó  ciudad 
en  cuyo  distrito  está  situado. 

Llamábanse  pedáneos  estos  alcaldes  de  aldea  por  parecerse 
en  cierto  modo  á  los  jueces  pedáneos  de  los  Romanos,  los 
cuales  tenian  esta  denominación  porque  para  las  causas  de 
poco  interés ,  cuyo  despacho  les  estaba  encargado  por  los 
magistrados  mayores,  no  necesitaban  sentarse  en  el  tribunal 
á  dar  audiencia,  sino  que  podían  decidirlas  en  pié.  Mas  es 
de  advertir  que  nuestras  leyes  no  los  titulaban  alcaldes  pe- 
dáneos ,  sino  alcaldes  ordinarios  de  las  aldeas. 

Los  alcaldes  pedáneos  no  gozaban  sino  de  una  jurisdicción 
muy  limitada. 

En  lo  civil  únicamente  podian  conocer  de  las  causas  que 
no  escediesen  de  seiscientos  maravedís  ;  ley  25 ,  til.  9 ,  lib. 
3,  Rec.  que  se  ha  suprimido  en  la  Novísima. 

En  lo  criminal  tenian  las  facultades  siguientes.  Primera- 
mente podian  castigar  con  prisión  de  tres  ó  menos  dias  á 
los  que  cometiesen  faltas  de  respeto  ó  desobediencia  contra 
su  autoridad  ó  la  de  los  demás  concejales,  ó  bien  contra  sus 
padres,  tutores,  curadores,  sacerdotes  ú  otras  personas  dig- 
nas de  consideración  por  su  edad  y  circunstancias;  á  los  que 
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escandalizasen  con  obscenidades  ó  cantares  deshonestos;  á  los 
que  causasen  altercaciones  y  pendencias ;álos  que  profirie- 
sen injurias;  á  los  que  violasen  la  propiedad  ajena,  inva- 
diendo por  ejemplo  las  huertas,  colmenares  ú  otras  posesio- 
nes particulares  ó  públicas  ;  y  entínalos  que  cometiesen 
cualesquiera  otros  escesos  que  no  fuesen  de  gravedad.  Tam- 
bién conocían  de  las  infracciones  de  las  ordenanzas  con  que 
se  gobiernan  los  pueblos  para  la  conservación  de  sus  cam- 
pos, debiendo  imponerlas  penas  que  las  mismas  señalan. 
Tocábales  asimismo  el  conocimiento  de  las  pendencias  ó 
riñas  suscitadas  entre  las  familias  y  vecinos,  con  tal  que  no 
hubiese  ofensas  de  gravedad ,  pudiendo  imponerles  alguna 
multa  desde  doscientos  á  quinientos  maravedís  ,  según  las 
circunstancias  ;  en  la  inteligencia  de  que  escepto  en  los  ca- 
sos de  reincidencia  no  habían  de  imponer  á  un  tiempo  las 
penas  pecuniarias  ylas  corporales  por  tales  delitos  leves. 
Últimamente,  en  los  delitos  graves  podían  y  debían  recibir 
sumarias  y  justificaciones  sobre  ellos,  prender  ó  asegurar  los 
reos  que  se  descubriesen,  embargarles  los  bienes ,  y  remitir 
los  reos  con  los  autos  al  juez  de  la  cabeza  de  partido.  Ins- 
trucción formada  de  orden  del  Consejo  real  por  su  fiscal  don 
Santiago  Ignacio  Espinosa  para  gobierno  de  los  alcaldes  pe- 
dáneos. 

En  el  dia  no  hay  alcaldes  que  puedan  llamarse  propia- 
mente pedáneos  ni  ordinarios.  Todos  los  alcaldes  de  los 
pueblos  tienen  unas  mismas  facultades,  que  se  parecen  bas- 
tante á  las  que  acabamos  de  enumerar  de  los  pedáneos;  y 
todos  están  bajo  la  dependencia  del  jefe  político  de  su  pro- 
vincia en  los  asuntos  económico-políticos,  y  bajo  la  del  juez 
letrado  de  su  partido  en  los  contenciosos.  Véase  Alcalde  y 
Ayuntamiento.  m 

ALCALDÍA.  El  oficio  de  alcalde ,  ó  el  territorio  de  su 
jurisdicción. 

ALCANCE.  En  materia  de  cuentas  la  diferencia  que 
hay  entre  el  cargo  y  la  data ,  especialmente  si  resulta  contra 
él  que  las  rinde. 

Cuando  de  la  comparación  de  las  partidas  del  cargo  y  de 
la  data,  y  del  reconocimiento  de  los  documentos  que  justifi- 
can la  legitimidad  de  unas  y  otras ,  aparece  que  el  que  las 
presenta  recibió  mas  caudales  que  los  que  da  invertidos,  la 
cantidad  déla  diferencia  representa  el  alcance. 

También  lleva  este  nombre  el  importe  de  las  sumas  que 
al  examinar  las  cuentas  se  rebajan  por  inadmisibles ,  por  no 
haberse  invertido  en  virtud  de  orden  previa  ó  con  las  inter- 
venciones ó  formalidades  correspondientes. 

Es  claro  que  el  sugeto  contra  quien  resulta  el  alcance,  está 
obligado  ásu  satisfacción. 

ALCANZAR.  Quedar  uno  acreedor  á  la  cantidad  que 
resulta  á  su  favor  en  el  ajuste  de  cuentas. 

ALDEA.  Lugar  corto  sin  jurisdicción  propia  ,  que  de- 
pende de  la  ciudad  ó  villa  en  cuyo  distrito  está  situado. 

ALDEANO.  El  natural  de  alguna  aldea.  Aunque  es  re- 
gla general  que  las  leyes  obligan  á  toda  clase  de  personas,  y 
que  su  ignorancia  á  nadie  sirve  de  escusa,  se  halla  no  obs- 
tante establecido  por  la  ley  21 ,  tít.  1  ,  Part.  1  ,  que  los  al- 
deanos que  labran  la  tierra  el  moran  en  los  lugares  do  no 
hay  poblado  pueden  eximirse  de  los  efectos  de  una  ley  de 
que  no  usaron  ó  á  que  contravinieron  sin  saberlo ,  á  no  ser 
que  cometieren  alguna  acción  cuya  maldad  debían  conocer 
naturalmente,  pues  entonces  no  podrían  escusarse  de  la 
pena  prescrita  por  las  leyes. 

ALEATORIO.  Se  dice  aleatorio  el  contrato  recíproco 
cuyos  efectos  en  cuanto  á  las  pérdidas  y  ganancias  para 
cualquiera  délas  partes  ó  para  todas  ellas  dependen  precisa- 
mente de  un  acontecimiento  incierto.  Tales  son  el  juego,  la 
apuesta ,  la  aseguración  y  el  contrato  de  renta  vitalicia. 
Aleatorio  viene  de  la  palabra  latinaaíea,  que  significa  juego 
de  dados,  azar,  fortuna  ó  suerte. 


ALEGACIÓN.  La  acción  de  alegar  verbalmente  ó  por 
escrito,  y  el  mismo  escrito  ó  alegato  en  que  el  abogado  es- 
pone lo  que  conduce  al  derecho  de  la  causa  ó  parte  que  de- 
fiende. Véase  Información  en  derecho. 

ALEGAR.  Traer  el  abogado  leyes ,  autoridades  y  razo- 
nes en  defensa  del  derecho  de  su  causa.  El  abogado  que  á 
sabiendas  alega  en  los  pleitos  leyes  falsas ,  incurre  en  la 
pena  de  falsario  ;  ley  i ,  lit.  7,  Part.  7.  Véase  Autor. 

ALEGATO.  La  alegación  que  hace  el  abogado  por  es- 
crito esponiendo  las  razones  en  que  funda  el  derecho  de  su 
cliente ,  y  destruyendo  las  de  su  adversario. 

ALEGATO  de  bien  probado.  El  escrito  que  forma  el 
abogado  después  de  las  pruebas  hechas  en  el  pleito  ó  causa 
que  defiende,  manifestando  que  su  cliente  por  lo  que  resulta 
de  los  autos  ha  justificado  completamente  su  intención  y 
derecho  ,  al  paso  que  el  contrario  no  ha  justificado  la  suya, 
é  insistiendo  por  consiguiente  en  que  el  juez  determine  el 
asunto  á  favor  de  su  parte  como  antes  tiene  pedido.  Véase 
Información  en  derecho. 

ALENGUAMIENTO.  En  la  Mesta  el  ajuste  ó  arren- 
damiento de  alguna  dehesa  ó  yerbas  para  pasto  del  ganado 
lanar. 

ALENGUAR.  En  la  Mesta  tratar  del  arrendamiento  de 
pastos  para  el  ganado  lanar. 

ALERA  toral.  En  Aragon  es  el  derecho  que  tienen  los 
vecinos  de  cada  pueblo  para  llevar  sus  ganados  á  pacer  en 
los  montes  blancos  comunes  del  pueblo  inmediato  ,  solo  de 
sol  á  sol  y  por  la  parte  en  que  ambos  términos  confrontan. 

Alera,  voz  anticuada ,  provincial  de  Aragon ,  significa  el 
sitio  ó  llanura  en  que  están  las  eras  para  trillar  las  mieses 
y  se  aplica  para  denotar  el  derecho  de  pasto ,  porque  este 
solo  tiene  lugar  de  eras  á  eras  ,  esto  es  ,  en  el  territorio  que 
media  desde  las  eras  de  un  pueblo  hasta  las  del  otro.  Llá- 
mase foral  la  alera  ,  porque  está  introducida  por  ley  ó  fuero 
y  no  por  convención  de  los  pueblos. 

La  alera  se  considera  por  algunos  como  servidumbre,  y 
por  otros  como  comunión  ;  y  se  estiende  á  todos  los  pueblos 
de  Aragon,  de  manera  que  cualquiera  de  ellos  la  disfruta  en 
el  convecino .  Sin  embargo ,  deben  observarse  particular- 
mente las  recíprocas  convenciones  y  hermandades  que  al- 
gunos pueblos  hubiesen  celebrado  entre  sí,  como  igualmente 
las  costumbres  legítimas  que  en  otros  se  hallen  establecidas. 
Cada  pueblo  puede  pacer  por  el  derecho  de  alera  en  el 
territorio  de  su  vecino  hasta  encontrar  con  las  eras  solamente 
por  la  parte  por  donde  sus  términos  confrontan  ,  porque  el 
pasto  que  hay  por  la  otra  parte  es  para  la  población  que 
confronte  por  ella. 

No  se  permite  pacer  á  toda  hora,  sino  solo  de  sol  á  sol ,  de 
manera  que  los  ganados  han  de  salir  con  sol  de  las  eras  de 
su  pueblo,  y  han  de  volver  con  sol  á  las  mismas.  No  deben 
pues  los  ganados  pasar  la  noche  en  los  términos  ajenos ,  ni 
introducirse  en  ellos  inmediatamente  que  salga  el  sol  ;  y  si 
estuvieren  próximos  á  ellos,  han  de  abstenerse  del  pasto 
hasta  tan  entrado  el  sol  que  con  él  hubieran  podido  salir  de 
las  eras  de  su  pueblo  y  llegar  à  las  buegas  ó  límites  del  ter- 
ritorio ajeno  ,  y  por  la  tarde  han  de  retirarse  con  tanto  sol 
que  pudieran  llegar  con  él  á  las  mismas  eras. 

No  están  sujetos  á  la  alera  sino  los  montes  blancos,  esto  es, 
los  terrenos  baldíos  comunes  del  concejo ,  esceptuando  los 
boalares  ó  dehesas ,  que  dejando  de  serlo  volverán  otra  vez 
á  la  comunión  ó  servidumbre.  A  pesar  de  esta  sujeción  de 
los  montes  blancos  ,  pueden  los  pueblos  formar  vedado  en 
la  estension  de  un  tiro  de  ballesta ,  con  tal  que  en  caso  de 
formarlo  á  la  entrada  de  sus  términos  dejen  el  paso  espedito 
para  los  pastos  interiores  ;  y  aun  obteniendo  real  licencia 
podrán  reducirlos  á  cultivo  en  perjuicio  de  la  alera. 

Los  que  dejan  entrar  sus  ganados  en  el  vedado  incurren  en 
la  pena  de  degüella  ,  en  la  de  colonia  ,  y  en  la  de  daño.  La 
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pena  de  degüella  consiste  en  la  facultad  que  tienen  los  inte- 
resados de  matar  una  res  de  dia  y  dos  de  noche  ,  salvo  en  el 
tiempo  que  corre  desde  san  Miguel  hasta  santa  Cruz  :  la  de 
calonia  se  reduce  á  pagar  cuatro  dineros  por  cada  cabeza  de 
ganado  menudo ,  y  doce  por  cada  una  de  las  de  ganado 
mayor,  no  cobrándose  mas  que  por  cien  cabezas  aunque 
entrase  mayor  número  ;  y  la  de  daño  consiste  en  la  satisfac- 
ción del  que  hubiese  causado  el  ganado.  Pero  es  de  advertir 
que  exigida  una  de  estas  penas  no  se  puede  ya  exigir  otra,  y 
que  la  de  degüella  solo  tiene  lugar  en  los  ganados  de  lana  y 
cabrio ,  y  esto  cuando  el  interesado  los  hallase  dentro  del 
sitio  vedado,  de  manera  que  no  bastaría  verlos  de  lejos. 

Para  disfrutar  la  alera ,  es  preciso  que  el  dueño  del  ga- 
nado sea  vecino  del  pueblo ,  esto  es,  tenga  casa  abierta  en 
él  y  habite  ia  mayor  parte  del  año  ;  y  el  vecino  que  tuviere 
sociedad  de  ganado  con  otro  que  no  sea  vecino,  solamente 
gozará  del  derecho  de  alera  por  su  porción  y  no  por  la  del 
estraño  :  bien  que  está  permitido  que  si  alguno  de  los  veci- 
nos, tiene  un  pastor  montañés  con  porción  de  ganado  suyo, 
puede  llevar  el  pastor  cuarenta  cabezas  de  su  pertenencia 
con  el  ganado  de  su  amo  para  el  disfrute  de  este  derecho. 

Tales  son  las  disposiciones  que  sobre  la  alera  se  contienen 
en  las  Observancias  1,2,4,5,6,7,  8,  lOy  última  de  Pas- 
cuis  y .35  de  gêner,  privil.,  y  en  los  Fueros  2  de  Pascáis  y 
2  de  leg.  Aquil.  Tratan  de  ella  Portóles,  Seséy  Molinos. 

ALSSOFi.  Cierto  tributo  que  en  la  media  edad  se  pagaba 
al  dueño  del  terreno  sobre  que  se  construia  algún  edificio. 
Esta  especie  de  prestación  feudal  pasaba  á  la  corona  cuando 
se  conquistaban  los  pueblos  á  los  moros,  pues  don  Alfon- 
so VI  eximió  de  su  pago  á  los  vecinos  cristianos  ,  moros  , 
castellanos  y  francos  que  pasaron  á  poblar  á  Toledo. 

ALEVE.  Usado  como  adjetivo  es  lo  mismo  que  pérfido  , 
inicuo ,  traidor,  y  se  aplica  no  solo  á  las  personas  sino  tam- 
bién á  las  acciones,  como  muerte  aleve  ,  trato  aleve  ;  mas 
tomado  como  sustantivo  equivale  á  alevosía ,  según  es  de 
ver  por  la  ley  5  ,  tít.  7,  lib.  12  ,  Nov.  Rec,  que  empieza  : 
«  Cualquier  que  acogiere  en  su  casa  hombre  que  fizo  traición 
ó  aleve,  ó  mató  á  otro  á  aleve  ó  á  traición,  etc.  » 

ALEVOSÍA.  La  traición,  infidelidad,  ó  maquinación 
cautelosa  contra  alguno.  ¿Es  lo  mismo  alevosía  que  traición? 
La  ley  1,  tít.  2,  Part.  7,  que  contiene  los  delitos  de  lesa 
majestad,  concluye  diciendo  que  todos  los  yerros  que  acaba 
de  enumerar  se  llaman  propiamente  de  traición  cuando 
se  cometen  contra  el  rey  ó  su  señorío ,  ó  contra  el  bien  co- 
mún de  la  tierra  ;  pero  ejecutados  contra  otros  hombres  se 
dicen  de  alevosía  según  fuero  de  España.  No  obstante  en  el 
dia  lo  mismo  quiere  decir  a  traición  que  con  alevosía ,  como 
pued#  observarse  en  las  leyese, Z,  lOy  12,  til.  21,  ¡ib.  12, 
Nov.  Rec.,  en  las  cuales  se  usa  indiferentemente  de  cual- 
quiera de  estas  dos  palabras  para  designar  el  homicidio 
cometido  fuera  de  pelea,  guerra  ó  riña  :  bien  que  dicha  ley 
2,  tít.  21  ,  Ñov.  Rec,  previene  que  el  que  mata  á  traición 
pierda  todos  sus  bienes  para  la  real  cámara,  y  el  homicida 
alevoso  la  mitad,  suponiendo  que  no  es  lo  mismo  traición  que 
alevosía.  ¿Diremos  pues  que  en  el  sentido  de  esta  ley  debe 
reputarse  traición  el  herir  ó  acometer  á  uno  por  la  espalda, 
y  alevosía  el  hacerlo  cara  á  cara  ,  aunque  insidiosamente  ó 
de  improviso  ?  Véase  Asesino  ,  Homicidio  voluntario  y  Lesa 
majestad. 

ALEVOSO.  Adjetivo  que  se  aplica  tanto  al  que  comete 
alevosía  como  á  la  acción  hecha  con  ella.  Véase  Alevosía. 

ALFAQUEQUE.  Voz  tomada  del  arábigo  y  usada  mu- 
cho en  lo  antiguo  ,  que  significa  redentor  de  cautivos.  Ele- 
gíanse para  este  oficio  sugetos  de  arraigo,  de  probidad  ,  de 
valor  y  de  instrucción  en  el  idioma  de  la  tierra  adonde  de- 
bían ir  para  hacer  la  redención.  El  título  50  de  la  Partida  2 
habla  estensamente  de  la  elección,  calidades  y  obligaciones 
de  los  Alfaqueques. 


ALFARDA  ó  ALFARDON.  En  Aragon  el  tributo  ó 
contribución  que  se  paga  por  el  derecho  de  aguas  de  riego 
de  algún  término. 

ALFARDERO.  El  perceptor  del  derecho  ó  tributo  de  la 
alfarda. 


ALFARDILLA.  La 


corta  que  se  paga ,  ade- 


mas de  la  alfarda  ,  por  las  tierras  que  se  riegan  de  acequias 
menores  ,  hijuelas  de  las  principales,  para  limpiarlas. 

ALF ARRAZAR.  En  Aragon  ajustar  alzadamente,  esto 
es,  por  mayor  ó  al  poco  mas  ó  menos ,  el  pago  del  diezmo 
de  los  frutos  en  verde. 

ALFÉREZ  mayor  del  rey.  Antiguamente  era  uno  de 
los  magistrados  principales  de  la  monarquía.  Llevaba  el  pen- 
dón ó  estandarte  real  en  las  batallas  en  que  se  hallaba  el 
rey,  y  en  su  ausencia  mandaba  el  ejército  como  general.  En 
virtud  de  la  calidad  que  tenia  de  justicia  mayor  de  la  corte, 
debia  defender  y  acrecentar  el  reino;  hacer  venir  á  reto  y 
demandar  al  que  perdiese  ó  menguase  los  heredamientos, 
villas ,  castillos  ú  otras  cosas  pertenecientes  al  rey  ;  juzgar 
á  los  sugetos  de  distinción  que  delinquiesen;  pedir  merced 
al  rey  por  los  que  fuesen  acusados  sin  culpa;  y  decidir  los 
pleitos  que  ocurriesen  entre  aquellos  por  razón  de  deudas  ; 
pero  no  podia  imponer  la  pena  de  muerte  ni  la  de  perdimien- 
to de  miembro;  ley  16,  lit.  9,  Part.  2,  y  ley  11,  til.  IB,  Part. 
h.  Este  alférez  equivalía,  según  indica  dicha  ley  1G,  al 
primipilarius  y  prœses  legionum  de  los  Romanos. 

Tenia  mesa  propia  en  el  palacio  real;  y  pertenecíanle  por 
Pascua  florida  la  copa  de  oro  ó  plata  en  que  el  rey  hubiese 
bebido  y  las  ropas  ó  vestido  que  hubiese  usado  en  aquellos 
dias ,  debiéndosele  dar  ademas  un  caballo  del  valor  de  cien 
maravedí?.  Gozaba  también  la  prerogativa  de  firmar  en  lu- 
gar preeminente  y  confirmar  las  donaciones  y  privilegios 
reales  :  distinción  con  que  solo  se  honraba  á  los  grandes, 
ricoshombres;  prelados  y  otros'  señores.  Así  es  que  no  se  so- 
lia  conceder  este  empleo  tan  honorífico  sino  á  los  personajes 
mas  esclarecidos ,  entre  los  cuales  le  obtuvo  Rui  Diaz  de 
Vivar,  llamado  comunmente  el  Cid. 

ALFÉREZ  mayor  de  algitna  ciudad  ó  villa.  Antigua- 
mente era  el  que  llevaba  la  bandera  ó  pendón  de  la  tropa  ó 
milicia  perteneciente  á  lá  villa  ó  ciudad ,  y  últimamente  era 
el' que  alzaba  el  pendón  real  en  las  aclamaciones  de  los  revés, 
y  tenia  voz  y  voto  en  los  cabildos  y  ayuntamientos  con  asiento 
preeminente  y  el  privilegio  de  entrar  en  ellos  con  espada. 

ALFOLÍ.  El  granero  público,  alhóndiga  ó  pósito  donde 
se  guarda  el  trigo;  y  también  el  almacén  donde  se  vende  la 
sal.  Véase  Pósito. 

ALFOZ.  Voz  arábiga  ,  compuesta  de  al  y  de  fohoz  que 
significa  vega  y  campo  raso,  y  se  usaba  antiguamente  para 
designar  el  término  ó  pago  contenido  en  algún  distrito  ó  el 
lugar  comprendido  en  la  jurisdicción  de  alguna  villa  ó  se- 
ñor, y  aun  la  misma  jurisdicción.  Así  es  que  cuando  en  los 
antiguos  privilegios  concedía  el  rey  á  un  ricohombre  algún 
territorio  con  su  alfoz  y  honor ,  quería  dar  á  entenderse  con 
la  palabra  honor  que  le  conferia  el  señorío ,  y  con  la  pala- 
bra alfoz  que  le  otorgaba  la  jurisdicción. 

ALFOZ  terminiego.  El  lugar  que  solo  por  estar  com- 
prendido en  el  término  de  alguna  ciudad  ó  villa ,  sin  hallarse 
sujeto  á  su  jurisdicción,  tiene  que  contribuir  para  las  fuentes, 
puentes  ,  cercas  y  otras  obras  de  ella.  No  deben  confundirse 
las  palabras  aldea,  alfoz  meramente,  y  alfoz  terminiego  ; 
pues  aldea  es  lugar  cuyos  vecinos  están  sujetos  al  señorío  de 
alguna  ciudad  ó  villa;  alfoz,  lugar  comprendido  en  la  juris- 
dicción de  cierta  ciudad  ó  villa  sin  ser  de  su  señono;  y  alfoz 
terminiego  ,  lugar  que  solo  por  estar  situado  en  el  suelo  ó 
término  de  alguna  villa, sin  ser  de  su  jurisdicción,  contribuyo 
para  las  obras  públicas  de  la  misma.  Estas  nociones  pueden 
conducir  para  la  inteligencia  de  algunas  escrituras  antiguas 
que  usan  de  dichas  palabras  en  el  indicado  sentido. 
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ALGO.  En  lo  antiguo  era  la  hacienda,  riqueza,  caudal  ó 
bienes  que  uno  poseia  ;  y  así  el  nombre  de  hijodalgo  que 
suele  darse  al  noble ,  viene  á  ser  lo  mismo  que  hijo  de  casa 
rica  ó  hacendada.  Véase  Hijodalgo. 

ALGUACIL.  El  ministro  inferior  de  justicia  que  lleva 
por  insignia  una  vara  delgada  que  por  lo  regular  es  de  jun- 
co, y  sirve  para  ejecutar  las  órdenes  de  los  magistrados  , 
como  decretos  de  prisión  y  otros  actos  judiciales.  La  palabra 
alguacil  viene  del  arábigo  ;  y  no  falta  quien  vaya  á  buscar 
su  origen  en  el  hebreo. 

Los  alguaciles ,  llamados  en  latin  apparitores ,  eran  mira- 
dos en  Roma  con  tal  desprecio  que  para  castigar  á  una  ciu- 
dad que  se  habia  rebelado ,  la  condenó  el  senado  á  dar  anual- 
mente cierto  número  de,  sus  habitantes  que  sirviesen  de 
alguaciles  en  los  tribunales.  Entre  nosotros  ,  aunque  tam- 
poco suelen  gozar  de  mucha  consideración  los  que  ejercen 
este  oficio,  no  es  necesario  buscar  ni  llevar  á  la  fuerza  quie- 
nes lo  tomen  á  su  cargo ,  pues  nunca  faltan  pretendientes,  y 
aun  hay  personas  que  le  poseen  á  título  de  compra.  Como 
quiera  que  fuere,  la  ley  exige  que  los  alguaciles  sean  de  buen 
linaje,  entendidos  ,  sabios,  leales,  sigilosos  y  esforzados,  y 
que  sepan  leer  para  no  tener  necesidad  de  ponerse  en  ma- 
nos de  quien  revele  las  cosas  que  deben  reservar  ;  ley  20 , 
til.  9  ,  Part.  2. 

Los  jueces  no  pueden  vender  las  varas  de  alguaciles,  ni 
tomar  cosa  alguna  por  ellas  directa  ni  indirectamente ,  bajo 
las  penas  de  privación  de  sus  oficios  ,  de  inhabilidad  para 
otros  cualesquiera,  y  de  restitución  de  lo  tomado  con  el  cua- 
tro tanto  para  la  cámara;  ley  18,  tít.  11,  lib.  7,  Nov.  Rec. 

Los  alguaciles  deben  jurar  al  tiempo  de  su  recepción,  que 
harán  bien  y  fielmente  sus  oficios  ;  ley  i,  tít.  33 ,  lib.  S, 
Nov.  Rec. 

Los  alguaciles  están  obligados  á  ejecutar  con  puntualidad 
y  exactitud  cuanto  los  jueces  les  mandaren  relativo  á  sus 
oficios  ;  de  manera  que  cualquiera  de  ellos  que  retarde  ó 
rehuse  el  cumplimiento  del  mandamiento  judicial  que  por  el 
juez,  el  interesado  ó  el  escribano  se  le  entregare  para  hacer 
alguna  prisión ,  embargo  ,  ejecución ,  asentamiento  ú  otra 
cualquiera  cosa ,  incurre  por  la  primera  vez  en  la  pena  de 
suspension  de  oficio  por  un  año  ,  la  segunda  en  suspension 
por  dos  años  ,  y  la  tercera  en  privación  del  alguacilazgo  , 
debiendo  siempre  satisfacer  el  interés  á  la  parte;  ley  8 ,  lit. 
30,  lib.  k,  y  ley  2,  til.  53,  lib.  b,  Nov.  Reç. 

No  pueden  prender  sin  orden  de  los  jueces  á  persona  al- 
guna ,  sino  en  los  casos  de  hallarla  cometiendo  delito;  y  en 
este  ,  asegurados  los  reos  en  la  cárcel ,  pasarán  sin  deten- 
ción á  dar  cuenta  á  sus  respectivos  jueces  ;  y  si  fuere  de 
noche  cuando  hicieren  las  prisiones,  les  avisarán  al  amane- 
cer: ley  12,  tít.  30,  lib.  U,  y  ley  k,  tít.  53,  lib.  fó,  Nov.  Rec. 
En  caso  de  haber  hecho  alguna  prisión  maliciosamente,  se 
les  castigará  con  pena  arbitraria;  y  reincidiendo,  quedarán 
privados  de  oficio  y  desterrados  del  pueblo  y  veinte  leguas 
de  su  contorno  ,  debiendo  todavía  aumentarse  las  penas  se- 
gún las  circunstancias  ;  dicha  ley  12.  Deben  llevar  los  reos 
derechamente  á  la  cárcel  sin  detenerlos  en  otros  sitios  ó  ca- 
sas ,  sino  en  el  caso  de  tener  orden  de  los  jueces  ó  suceder 
algún  accidente  que  lo  motive,  de  que  sin  dilación  darán 
cuenta;  y  si  no  lo  hicieren  serán  castigados  á  arbitrio  de  los 
jueces ,  cuyas  órdenes  no  revelarán  por  sí  ni  por  otra  per- 
sona ,  pena  de  seis  años  de  presidio  de  África  y  de  privación 
de  oficio  ;  dicha  ley  12.  Yéase  Arrestar. 

El  alguacil  que  por  malicia  ó  interés  avisare  al  reo  man- 
dado prender ,  ó  llevándole  á  la  cárcel  le  permitiere  huir  , 
si  fuese  en  causa  criminal ,  debe  ser  puesto  en  prisión ,  pa- 
gar veinte  ducados  con  aplicación  á  los  pobres  de  la  cárcel,  y 
sufrir  ademas  la  pena  corporal  que  corresponda  según  la 
calidad  y  circunstancias  ;  y  si  fuere  causa  civil,  ha  de  pa- 
gar al  actor  el  daào  que  por  la  fuga  se  le  haya  seguido,  y 


ser  suspendido  de  oficio  por  seis  años  ;  ley  IU,  tít.  30,  lib.  U, 
Nov.  Rec. 

Ño  pueden  los  alguaciles  tomar  directa  ni  indirectamente 
dádivas  ó  regalos  de  los  litigantes  ni  de  los  reos  ,  ni  pactar 
con  ellos  agasajos  ó  albricias ,  así  en  los  juicios  civiles  como 
en  los  criminales  ,  bajo  la  pena  de  dos  años  de  suspension 
de  oficio  y  treinta  ducados  para  los  pobres  de  la  cárcel  por  la 
primera  vez ,  y  de  ocho  años  de  presidio  de  África  por  la 
segunda;  ley  13,  lit.  30,  lib.  U,  Nov.  Rec. 

No  pueden  llevar  mas  derechos  que  los  prescritos  por  tasa 
ó  arancel ,  bajo  la  pena  de  pagar  el  esceso  con  el  cuatro 
tanto  por  la  primera  vez ,  y  por  la  segunda  con  el  diez  tanto, 
y  de  pérdida  del  oficio  por  la  tercera  ;  ley  J,  tít.  53  ,  lib.  S , 
Nov.  Rec. 

No  deben  llevar  á  los  pobres  derechos  ni  otra  cosa  ,  aun- 
que sea  de  poco  valor  ;  ley  16,  tít.  50,  lib.  U  ,  Nov.  Rec. 

En  las  comisiones  civiles  ó  criminales  para  que  fuesen 
nombrados ,  no  deben  detenerse  mas  tiempo  que  el  que  se 
les  hubiese  prefijado,  ni  aun  emplearlo  todo  sin  necesidad  , 
bajo  la  pena  de  restituir  á  la  parte  los  derechos  ó  salarios 
que  percibieren  durante  su  detención  voluntaria;  y  si  lleva- 
ren muchas  comisiones  ,  no  han  de  tomar  por  todas  mas  que 
un  salario,  repartiéndolo  á  prorata  entre  ellas,  bajo  la  pena 
de  pagar  el  esceso  que  percibieren  con  el  cuatro  tanto ,  apli- 
cado el  esceso  á  la  parte  si  no  hubiere  concurrido ,  y  el  cua- 
tro tanto  á  los  pobres  de  la  cárcel,  y  en  caso  de  concurrir,  el 
todo;  y  si  reincidieren  serán  castigados  á  arbitrio  de  los  jueces; 
ley  10,  lit.  30,  lib.  li,  Nov.  Rec.  Para  la  imposición  de  estas 
penas  basta  la  prueba  privilegiada ,  pudiendo  hacer  la  acu- 
sación ó  denuncia  cualquiera  vecino  del  pueblo ,  quien ,  si 
por  su  delación  fuere  justificado  el  delito ,  llevará  en  premio 
la  tercera  parte  de  la  pena  pecuniaria  que  se  impusiere  al 
reo  ;  d.  ley  16. 

Los  demás  alguaciles ,  así  como  los  escribanos  y  porteros 
de  los  tribunales ,  están  obligados  á  dar  cuenta  de  las  con- 
travenciones que  se  hicieren  á  cualquiera  de  las  disposicio- 
nes referidas  en  este  artículo  ;  y  si  no  la  dieren  ,  probada  su 
ciencia  incurren  en  las  mismas  penas  que  los  delincuentes. 
La  misma  obligación  tienen  los  vecinos  y  moradores  de  la 
corto  y  su  rastro,  so  pena  de  veinte  ducados  y  un  mes  de 
cárcel;  y  el  que  cohechare  á  alguno  de  los  alguaciles  ,  es- 
cribanos ó  porteros ,  ó  ayudare  ó  encubriere  algún  cohecho, 
estafa  ó  defecto  en  lo  mandado ,  si  diere  cuenta  dentro  de 
tercero  dia,  será  perdonado  y  apercibido;  ley  18,  lit.  50, 
lib.  ll ,  Nov.  Ree. 

Las  ordenanzas  de  las  Audiencias  de  20  de  diciembre 
de  185o  hablan  de  los  alguaciles  en  el  capítulo  10 ,  que  dice 
así  : 

175.  «  También  habrá  en  todas  las  audiencias  dos  algua- 
ciles por  cada  sala  ordinaria ,  nombrados  por  aquellas,  como 
los  porteros ,  y  dotados  con  la  asignación  que  S.  M.  y  las 
Cortes  les  concedan  ;  los  cuales  asistirán  diariamente  al  tri- 
bunal todas  las  horas  del  despacho  para  recibir  y  ejecutar 
las  órdenes  que  se  les  dieren  por  las  salas  ó  por  el  regente,  y 
para  acompañar  á  este  con  arreglo  al  artículo  72. 

176.  Sin  perjuicio  de  eilo,  harán  por  turno  la  guardia 
diaria  en  las  posadas  del  regente  y  del  ministro  mas  antiguo 
de  la  sala  del  crimen  ,  conforme  á  dicho  artículo  y  al  84  ; 
acompañarán  todos  á  la  audiencia  á  las  visitas  generales  de 
cárceles ,  y  en  los  actos  públicos  á  que  concurra,  y  turnarán 
dos  para  la  asistencia  á  las  visitas  semanales. 

Todos  los  alguaciles  deberán  asimismo  habitar  dentro  de 
la  capital  respectiva,  dando  razón  de  su  morada  al  regento 
de  la  audiencia  y  al  ministro  mas  antiguo  de  la  sala  del 
crimen.  » 

ALGUACIL  de  campo.  El  que  cuida  de  los  sembrados 
para  que  no  los  dañen  las  gentes  entrando  en  ellos. 

ALGUACIL  mayor.  Empleo  honorífico  que  hay  en  al- 
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gunos  tribunales,  y  en  las  ciudades  y  villas  del  reino  ,  á 
cuyo  cargo  está  recibir  las  órdenes  ,  comunicarlas  á  sus  su- 
balternos y  vigilar  en  stí  cumplimiento. 

Por  la  ley  i  ,  tít.  18,  lib.  5  ,  Nov.  Rec.  se  manda  que  en 
cada  cnancillería  haya  un  alguacil  mayor  de  provision  real 
que  resida  continuamente  en  ella  y  traiga  vara ,  con  facul- 
tad de  nombrar  dos  tenientes  de  alguaciles,  estando  en  el 
ejercicio  de  su  oficio,  pues  en  otro  caso  deben  ser  nombra- 
dos por  el  presidente  y  oidores. 

El  alguacil  mayor  debe  jurar  al  tiempo  de  su  recepción  que 
usará  bien  y  fielmente  de  su  oficio  ,  y  que  no  arrendará  los 
de  sus  tenientes,  quienes  también  han  de  jurar  que  no  darán 
ni  prometerán  cosa  alguna  por  razón  de  ellos ,  y  que  guar- 
darán las  leyes  que  les  conciernen  :  bajo  el  concepto  de  que 
el  contraventor  incurre  en  pena  de  perjuro  y  de  pérdida  del 
oficio ,  ademas  de  las  otras  que  se  imponen  por  las  leyes; 
ley  2,  d.  tít.  18,  y  lib.  5',  Nov  Rec. 

El  alguacil  mayor  debe  asistir  en  el  tribunal  cuando  se  li- 
bren las  causas  de  los  presos;  ley  3,  d.  tít.  y  lib. 

Se  ha  suprimido  en  las  audiencias  el  empleo  de  alguacil 
mayor.  Véase  el  art.  Alguacil  al  fin. 

ALHAJA.  Cualquier  mueble  ó  adorno  precioso ,  princi- 
palmente siendo  de  oro  ó  plata.Véase  Oro,  Plata  y  Platero. 

ALHAVARA.  Cierto  derecho  que  se  pagaba- antigua- 
mente en  las  tahonas  de  Sevilla. 

ALHÓNDI&A.  La  casa  pública  destinada  para  la  com- 
pra y  venta  de  trigo  ;  y  en  algunos  pueblos  sirve  también 
para  el  depósito,  compra  y  venta  de  otros  granos,  comestibles 
ó  mercaderías.  También  se  toma  por  e\  pósito.  Las  albóndi- 
gas tenían  por  la  ley  2  ,  tít.  19  ,  lib.  7,  Nov.  Rec.  el  privile- 
gio de  preferencia  ó  tanteo  cuando  concurrían  con  cuales- 
quiera cuerpos  ó  particulares  á  la  compra  de  granos  para  la 
provision  del  común.  Véase  Granos. 

ALIANZA.  La  convención  ó  pacto  :  —  la  conexión  ó  pa- 
rentesco contraido  por  casamiento  ;  —  y  la  union  ó  liga  que 
en  virtud  de  un  tratado  forman  entre  sí  los  príncipes  ó  esta- 
dos para  defenderse  de  sus  enemigos  ó  para  ofenderlos. 

AL5BÎ.  Espresion  latina  que  significa  en  otra  parte. 
Cuando  se  dice  que  un  acusado  propone  el  alibi,  se  quiere 
dar  á  entender  que  alega  haberse  hallado  en  otra  parte 
cuando  se  cometió  el  delito  que  se  le  imputa.Véase  Coarlada. 

AL1FASA.  En  Aragon  es  el  convite  ó  merienda  que 
suele  darse  con  motivo  de  la  compra  que  uno  hace  de  al- 
guna cosa.  Poníase  antiguamente  esta  voz  en  las  escrituras 
ó  cartas  de  venta  para  dar  á  entender  que  el  comprador,  en 
señal  de  haber  tomado  posesión  de  la  alhaja  comprada ,  ha- 
bía presentado  una  comida  al  vendedor,  ó  contribuídole  con 
cierta  cantidad  de  dinero  en  que  esta  se  hubiese  estimado  ; 
?in  cuya  circunstancia  ó  la  confesión  del  mismo  vendedor 
de  haberla  recibido  ,  quedaba  imperfecto  y  se  rescindía  el 
contrato  ,  de  manera  que  puede  decirse  que  este  recibía  su 
firmeza  de  la  alifara.  Esta  costumbre  era  semejante  á  la  que 
había  en  Castilla,  y  aun  se  conserva  en  la  venta  de  caballe- 
rías que  se  hace  en  los  mercados  de  los  pueblos ,  solemni- 
zándose con  el  alboroque,  que  parece  es  el  complemento  del 
contrato. 

ALIMENTARIO  ó  alimentista.  La  persona  que  goza 
alimentos  señalados. 

ALIMENTOS.  Las  asistencias  que  se  dan  á  alguna  per- 
sona para  su  manutención  y  subsistencia,  esto  es,  para  co- 
mida, bebida,  vestido,  habitación,  y  recuperación  de  la 
salud;  ley  2,  tít.  19  ,  Part.  U  ,  y  ley  5,  tít.  33,  Part.  7. 

Los  alimentos  se  dividen  en  naturales  y  civiles.  Puramente 
naturales  son  los  que  consisten  precisamente  en  lo  indispen- 
sable para  subsistir  el  que  los  recibe  ;  y  civiles  son  los  que 
no  se  limitan  á  lo  meramente  necesario  como  los  naturales  , 
sino  que  se  cstienden  á  lo  que  exige  la  condición  y  circuns- 
tancias del  que  los  hade  dar  y  del  que  los  ha  de  recibir, 


El  derecho  á  exigir  alimentos  puede  provenir  de  la  ley, 
de  la  equidad  natural  ú  oficio  de  piedad ,  de  disposición  tes- 
tamentaria ,  ó  de  contrato. 

La  ley  y  la  equidad,  ó  sea  la  ley  positiva  y  la  ley  natural, 
conceden  alimentos  á  varias  personas  cuando  estas  se  hallan 
sin  bienes  ni  medios  de  ganarse  la  vida  y  los  obligados  pue- 
den suministrarlos.  Vamos  pues  á  ver,  Io.  quiénes  son  ios 
que  se  deben  dar  alimentos;  2o.  cuál  es  la  estension  de  esta 
obligación;  5o.  cuándo  cesa  ó  se  estingue  ;  y  'Io.  cuál  es  la 
naturaleza  del  derecho  á  los  alimentos. 

§  I.  Quiénes  son  las  personas  que  se  deben  alimentos. 

I.  Los  ascendientes  y  descendientes.  En  primer  lugar,  el 
padre  y  la  madre  están  obligados  á  criar,  educar  y  alimen- 
tar á  sus  hijos  legítimos  y  aun  á  los  naturales  según  su  es- 
tado y  facultades;  y  el  juez  del  pueblo  puede  obligarlos  á 
que  así  lo  cumplan ,  leyes  2  y  5,  tít.  19,  Part.  4, 

La  manutención  de  los  hijos  es  una  de  las  cargas  de  la 
sociedad  conyugal;  pero  no  viviendo  en  union  el  padre  y  la 
madre  ,  sea  por  no  estar  casados  entre  si ,  sea  por  haberse 
disuelto  ó  anulado  el  matrimonio ,  sea  por  haber  intervenido 
separación  legal  de  bienes  y  habitación  ,  sin  que  hubiese 
mediado  culpa  de  ninguno  de  ellos  ó  siendo  culpados  los  dos, 
debe  la  madre  criar  y  alimentar  á  los  hijos  hasta  la  edad 
de  tres  años ,  y  de  esta  edad  en  adelante  el  padre  ;  bien  que 
si  la  madre  fuese  pobre,  ha  de  darle  el  padre  lo  que  necesi- 
tare para  criarlos  ;  ley  3,  tít.  8,  lib.  3,  Fuero  Real,  y  ley  3, 
tít.  19,  Part.  U.  Mas  si  á  la  disolución  ó  anulación  del  ma- 
trimonio ó  á  la  separación  de  habitación  y  de  bienes  hubiese 
dado  causa  ó  motivo  el  uno  de  los  cónyuges,  debe  el  cul- 
pado proveer  de  alimento  á  los  hijos ,  sean  mayores  ó  me- 
nores de  tres  años ,  y  tenerlos  bajo  su  tutela  el  inocente  ;  y 
si  teniéndolos  la  madre  por  esta  razón  llegare  á  contraer 
otras  nupcias ,  debe  entonces  recibirlos  y  criarlos  el  padre  ; 
ley  3 ,  til.  19,  Part.  ti.  No  obstante,  si  el  culpado  en  la  se- 
paración del  matrimonio  fuese  pobre  y  el  otro  rico,  este  será 
el  que  deba  costear  la  crianza  de  los  hijos;  ley  U  ,  tít.  19, 
Part.  ti. 

No  solamente  á  los  hijos  legítimos  y  á  los  naturales,  sino 
también  á  los  espurios  ó  bastardos ,  esto  es ,  á  los  incestuo- 
sos ,  adulterinos  y  demás  deben  suministrarles  alimentos  el 
padre  y  la  madre  ,  como  está  dispuesto  por  el  derecho  canó- 
nico y  por  la  ley  5,  tít.  19,  Part.  k.  Rien  han  querido  algu- 
nos autores  quitar  al  padre  la  obligación  de  mantener  á  su 
hijo  espurio  ,  fundándose  en  esta  ley  5,  y  darla  solo  à  la  ma- 
dre ;  pero  ademas  de  ser  esta  opinion  opuesta  á  la  equidad , 
pues  el  tal  hijo  ninguna  culpa  tiene  de  su  condición,  la  citada 
ley  no  exime  al  padre  de  este  deber  sino  solo  á  sus  ascen- 
dientes, antes  bien  por  el  hecho  de  no  eximirle  cuando  exime 
á  estos,  le  deja  comprendido  en  la  obligación  que  las  leyes 
1  y  2  imponen  generalmente  á  los  padres  de  alimentar  y 
criar  á  sus  hijos,  sin  hacer  esclusion  alguna. 

Si  demandando  el  hijo  los  alimentos  al  padre ,  se  negare 
este  á  darlos  diciendo  que  el  demandante  no  es  hijo  suyo , 
debe  entonces  el  juez  del  pueblo  averiguar  de  oficio  la  verdad 
llanamente  y  sin  las  dilaciones  ni  formas  de  juicio  que  exi- 
gen los  demás  pleitos  ;  y  si  por  la  fama  de  los  vecinos  del 
lugar,  ó  por  el  juramento  del  demandante,  ó  por  otras  noti- 
cias ó  indicios  creyere  que  este  es  hijo  del  demandado,  ha 
de  acceder  á  la  petición  y  disponer  provisionalmente  la 
prestación  de  alimentos ,  quedando  salvo  el  derecho  á  las 
partes  para  probar  ó  combatir  la  filiación;  ley  7,  til.  19, 
Part.  ti. 

La  obligación  de  dar  alimentos  á  los  hijos  no  está  limitada 
á  un  tiempo  determinado,  ni  cesa  cuando  estos  salen  de  la 
menor  edad,  antes  bien  abraza  toda  la  vida ,  pues  que  la 
ley  no  pone  restricción  alguna ,  bien  que  hable  con  mas  es- 


AL 


-  139  - 


AL 


pecialidad  sobre  elliempode  la  crianza.  Asi  que,  si  el  hijo 
en  cualquier  época  de  su  vida  se  haliare  en  la  imposibilidad 
de  proveer  á  su  subsistencia,  sea  por  haber  perdido  sus  bie- 
nes, sea  por  razón  de  enfermedad ,  sea  por  falta  de  trabajo , 
ó  por  cualquiera  otra  causa ,  tendrá  derecho  á  que  sus  pa- 
dres le  den  alimentos,  como  es  de  inferir  de  la  ley  6,  tít.  19, 
Part.  U;  pero  el  juez  no  debe  acceder  fácilmente  sino  con 
muchas  restricciones  á  la  demanda,  cuando  la  necesidad  que 
alega  el  hijo  proviene  de  su  pereza,  disipación  ó  mala  con- 
ducta. 

Aunque  el  casarse  un  hijo  menor  sin  el  consentimiento  de 
sus  padres  sea  causa  justa  para  que  estos  le  deshereden ,  no 
lo  es  para  que  le  nieguen  los  precisos  y  correspondientes 
alimentos,  ley  9,  art.  3  ,  tít.  2  ,  lib.  10  ,  Nov.  Rec.  :  mas 
bien  podrán  rehusárselos  en  el  caso  de  que  cometa  contra 
ellos  algún  acto  grave  de  ingratitud ,  como  si  los  acusase  , 
por  ejemplo ,  de  algún  delito  que  mereciese  pena  de  muerte 
ó  deshonra  ó  pérdida  de  los  bienes;  ley  6,  lit.  19,  Part.  h. 

En  defecto  de  los  padres ,  es  decir,  cuando  el  padre  y  la 
madre  han  fallecido ,  ó  se  hallan  en  la  indigencia,  tienen 
derecho  entonces  los  hijos  á  pedir  alimentos  á  sus  abuelos  y 
abuelas  y  demás  ascendientes  sucesivamente  por  imbds  lí- 
neas; ley  k,  lit.  19,  Part.  k. 

No  siendo  legítimos  ni  naturales  los  hijos ,  sino  espurios  ó 
bastardos,  solamente  los  ascendientes  maternos  y  no  los  pa- 
ternos estarán  obligados  à  darles  alimentos  en  defecto  ó  im- 
posibilidad de  los  padres;  ley  S,  lit.  19,  Part.  h.  La  razón 
que  da  la  ley  para  imponer  esta  obligación  á  los  ascendien- 
tes maternos  y  eximir  de  ella  à  los  paternos,  es  la  certeza 
de  la  maternidad  y  la  falta  de  certeza  de  la  paternidad  en 
los  hijos  espurios ,  porque  la  madre  siempre  es  cierta  del 
fijo  que  nasce  della  que  es  suyo,  lo  que  non  es  el  padre  de  los 
que  nascen  de  tales  mujeres.  Mas  como  esta  razón  no  es 
aplicable  á  todos  los  espurios,  sino  solo  á  los  de  mujeres  que 
se  prostituyen  á  muchos  hombres  ,  se  habrá  de  decir  que 
la  ley  solamente  á  los  manceres  ó  hijos  de  rameras  quiere 
privar  del  derecho  de  pedir  alimentos  á  sus  abuelos  pater- 
nos ,  pero  no  á  los  adulterinos  é  incestuosos  ,  siempre  que 
sus  padres  sean  conocidos  y  ciertos  ,  como  lo  son  regular- 
mente los  de  los  adulterinos  y  no  pueden  menos  de  serlo  los 
de  los  incestuosos.  Y  ¿seria  justo  por  otra  parte  gravar  en- 
teramente con  la  carga  de  los  alimentos  á  la  madre  y  sus 
ascendientes,  y  dejar  exonerado  al  padre  y  los  suyos?  ¿Se- 
ria conforme  á  la  equidad  que  de  dos  cómplices  en  un  mis- 
mo delito  sufriese  el  uno  toda  la  pena  y  el  otro  quedase  sin 
ninguna?  ¿  Merecerá  mas  consideraciones  á  la  justicia  un  se- 
ductor corrompido  que  la  joven  incauta  y  débil  á  quien  sedujo, 
y  los  padres  de  la  víctima  serán  de  peor  condición  que  los 
del  que  causó  la  deshonra  de  su  familia? 

Es  claro  que  el  derecho  de  los  nietos  no  ha  de  ejercerse 
ino  gradualmente,  es  decir  ,  que  el  nieto  que  tiene  todavía 
¡)adre  y  madre  ó  cualquiera  de  los  dos,  debe  dirigirse  pri- 
mero á  ellos,  y  solo  en  caso  de  imposibilidad  departe  de  los 
mismos  podrá  acudir  á  los  abuelos.  Asi  lo  da  á  entender 
la  ley  h,  tít.  19,  Part.  U,  y  así  lo  exige  también  el  orden  na- 
tural. 

Pues  que  los  padres  deben  alimentar  á  los  hijos,  es  evi- 
dente que  un  tercero  que  ha  suministrado  á  estos  los  ali- 
mentos, no  gratuitamente  sino  con  ánimo  de  recobrarlos,  ha 
llenado  la  obligación  de  los  padres ,  y  tiene  por  consiguiente 
acción  directa  contra  ellos,  sea  la  de  negotiorum  gestorumsi 
hizo  el  suministro  sin  su  noticia  ó  consentimiento ,  sea  la  de 
mandato  en  el  caso  contrario.  Y  no  solo  de  los  padres  puede 
el  tercero  reclamar  el  pago  de  los  alimentos ,  sino  también 
le  los  mismos  hijos  en  caso  de  insolvencia  de  los  padres , 
aunque  se  los  hubiese  dado  por  orden  espresa  de  estos,  pues 
entre  los  hijos  y  el  tercero  se  forma  un  cuasi  contrato  que 
impone  á  los  primeros  la  obligación  personal  de  satisfacer 


lo  que  les  dio  el  segundo  para  su  subsistencia.  Esta  doctrina 
es  muy  conforme  á  la  teoría  de  los  cuasi  contratos  ,  y  á  la 
ley  3,  tít.  20,  Part.*íi.  No  obstante  ,  la  negligencia  del  ter- 
cero en  reclamar  oportunamente  de  los  padres  el  importe  de 
los  alimentos  podria  dar  lugar  á  que  el  juez  desechase  la 
demanda  que  entablase  contra  los  hijos,  especialmente  si 
estos  tenían  por  sí  pocos  medios  para  el  pago. 

Aunque  los  padres  pierden  la  patria  potestad  y  todos  los 
derechos  que  tenían  sobre  los  hijos  por  el  hecho  de  esponer- 
los ó  abandonarlos,  no  por  eso  se  libertan  déla  obligación 
de  darles  alimentos  ;  y  así  es  que  si  un  tercero  recogiere  y 
criare  á  un  expósito ,  podrá  pedir  después  á  sus  padres  los 
gastos  hechos  en  la  crianza ,  con  tal  que  al  principio  hubiese 
manifestado  que  no  los  hacia  gratuitamente  sino  con  inten- 
ción de  recobrarlos  ;  leyes  3  y  4,  Ut.  20  ,  Part,  h;  y  ley  5, 
arl.  2a  y  26,  tít.  37,  lib.  7,  Nov.  Rec. 

Como  los  derechos  y  deberes  entre  padres  é  hijos  suelen 
ser  recíprocos  ,  así  como  los  padres  están  obligados  á  dar 
alimentos  á  los  hijos  y  demás  descendientes ,  del  mismo  modo 
los  hijos  deben  darlos  á  sus  padres  y  demás  ascendientes  que 
los  necesiten  ;  leyes  2  y  ¡i,  tít.  19,  Part.ll:  Iniquissimum 
cnim  quis  mérito  dixerit  palrem  egere,  cùm  ftlius  sit  in  fa- 
cultalibus. 

La  graduación  de  que  hemos  hablado  mas  arriba ,  debe 
observarse  aquí  en  sentido  inverso;  y  así  el  abuelo  habrá 
de  dirigirse  primero  á  su  hijo  ó  hija ,  y  después  al  nieto.  Mas 
si  el  hijo  no  pudiere  subvenir  sino  en  parte  á  las  necesidades 
de  su  ascendiente ,  será  de  cargo  del  nieto  suplir  lo  que 
faltare. 

Habiendo  hijos  del  primer  grado  y  nietos  de  un  hijo  que 
ya  no  existe  ó  que  está  pobre,  tienen  que  concurrir  estos 
nietos  con  los  hijos  al  socorro  del  abuelo  ,  pues  ya  que  suce- 
den al  padre  en  los  derechos  deben  sucederle  también  en  las 
obligaciones  ;  y  no  es  necesario  en  este  caso  que  el  ascen- 
diente siga  el  orden  gradual  :  bien  que  como  los  nietos  con- 
curren solo  en  representación  de  su  padre  ,  no  han  de  con- 
tarse sino  por  una  cabeza.  La  renuncia  que  tal  vez  hubiesen 
hecho  los  nietos  de  la  sucesión  de  su  padre,  no  es  una  razón 
para  que  se  nieguen  á  la  prestación  de  alimentos  al  abuelo , 
porque  tal  renuncia  no  les  quita  el  derecho  de  suceder  á  este 
por  medio  de  la  representación ,  ademas  de  que  su  obligación 
se  funda  principalmente  en  la  calidad  de  nietos. 

Si  el  que  carece  de  medios  de  subsistir  tiene  padre  é  hijo, 
ambos  en  estado  de  proveerle ,  soto  el  hijo  es  el  que  debe 
suministrarle  los  alimentos ,  porque  su  obligación  es  mas  sa- 
grada, y  porque  si  el  necesitado  fuese  rico,  recogería  el  hijo 
su  herencia. 

No  solamente  los  hijos  legítimos ,  sino  también  los  ilegíti- 
mos, deben  alimentos  á  sus  padres,  con  tal  que  estos  sean 
ciertos  ,  por  razón  de  la  justa  reciprocidad  que  debe  haber 
de  obligaciones  y  derechos  entre  unos  y  otros;  y  como  pu- 
diera suceder  que  algunas  personas  se  diesen  á  conocer  por 
padres  de  otras  sin  serlo  realmente  y  sin  otro  objeto  que  el 
de  procurarse  un  título  para  obtener  alimentos,  no  puede 
negarse  á  los  reconocidos  por  hijos  la  facultad  de  contestar 
el  reconocimiento  y  desechar  una  supuesta  paternidad  que 
les  seria  onerosa. 

Aunque  un  hijo  no  haya  recibido  dote  ni  donación  propter 
miptias,  habiéndola  recibido  sus  hermanos,  no  por  eso  está 
menos  obligado  que  estos  á  proveer  de  alimentos  à  los  pa- 
dres ,  porque  esta  obligación  no  tiene  su  fundamento  en  las 
dotes  ni  en  las  donaciones;  sino  en  la  calidad  de  hijo  ,  en  el 
estado  de  indigencia  de  los  padres ,  y  en  los  medios  que 
tiene  para  llenarla.  No  deja,  sin  embargo,  de  ser  esta  una 
circunstancia  que  debe  tomarse  en  consideración  al  tiempo 
de  repartir  la  carga  entre  los  hijos. 

La  obligación  de  dar  alimentos  á  los  padres  y  demás  ascen- 
dientes ,  no  lleva  consigo  la  wde  pagar  sus  deudas,  asi  como 
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tampoco  los  padres  son  responsables  al  pago  de  las  deudas 
de  sus  hijos  á  quienes  proveen  de  lo  necesario  para  vivir  ; 
ley  %  lit.  19,  Part.k. 

Los  padres  que  siendo  deudores  de  sus  hijos  quedarían 
sin  lo  necesario  para  subsistir  si  les  pagasen  por  entero  , 
tienen  derecho  á  retener  por  via  de  alimentos  la  parte  de 
sus  bienes  que  sea  bástante  para  cubrirlos.  Este  derecho  se 
llama  beneficio  de  competencia. 

La  obligación  de  alimentos  se  trasmite  á  los  herederos  de 
los  que  deben  darlos  ,  ora  dimane  de  là  ley,  ora  de  la  dispo- 
sición del  hombre  :  Quando  per  legem  quh  tenélur  olere , 
dice  Antonio  Gómez ,  leyiO,  n.  38,  illa  obligado"  passiva 
descendit  ad  hœredes;  ...  et  idem  est ,  quando  alimenta  de- 
bentur  ex  disposilione  hominis  per  contractum ,  vel  ultimara 
volunlalem,  quia  simililer  transit  ad  hœredes.  Tienen  pues 
derecho  los  padres  de  pedir  alimentos  á  los  herederos  de  los 
hijos  ,  y  los  hijos  á  los  herederos  de  los  padres,  porque  la 
obligación  de  darlos  es  una  carga  de  la  herencia.  Esta  doc- 
trina no  solo  puede  tener  lugar  con  respecto  á  los  padres  é 
hijos  ilegítimos ,  sino  también  con  respecto  á  los  legítimos , 
cuando  no  tienen  derecho  á  la  legítima ,  por  haberla  renun- 
ciado ó  por  haberla  recibido  anticipadamente  en  vida  del 
que  la  debía ,  ó  por  alguna  otra  causa.  Sin  embargo ,  el  he- 
redero del  hijo  no  está  obligado  á  dar  alimentos  al  padre 
justamente  desheredado  ,  sino  en  el  caso  de  que  viniese  á 
muy  grande  pobreza  ,  como  dice  la  ley  6,  tít.  19,  Part.  4. 
¿  Deberá  igualmente  el  heredero  del  padre  dar  alimentos  al 
hijo  justamente  desheredado ,  en  el  mismo  caso  de  venir  á 
muy  grande  pobreza  ?  La  ley  no  resuelve  este  punto  ;  pero 
por  la  reciprocidad  que  en  materia  de  alimentos  establecen 
las  leyes  entre  ascendientes  y  descendientes ,  se  deciden  al- 
gunos autores  por  la  afirmativa. 

II.  El  marido  y  la  mujer.  El  marido  está  obligado  á  tener 
en  su  compañía  á  la  mujer  y  proveerla  de  todo  lo  necesario 
para  la  vida  según  su  clase  y  facultades,  aunque  no  le  haya 
traido  dote  ni  bienes  parafernales.  Bien  aseguran  algunos 
autores  ,  entre  ellos  Antonio  Gómez  (  ley  53 ,  n.  51  ) ,  que  si 
no  se  paga  la  dote  prometida ,  no  tiene  obligación  el  marido 
de  alimentar  á  la  mujer,  antes  por  el  contrario  puede  echarla 
de  casa  y  enviarla  á  la  de  su  padre  ó  del  que  prometió  la 
dote:  Si  dos  promissanon  solvalur,  non  tenelur  marilus  alerë 
uxorem ,  imo polest  eám  expeliere ,  et  remitiere  in  domum  pa- 
tris  vel  dolantis.  Pero  como  la  obligación  dé  dar  alimentos 
el  marido  á  la  mujer  no  dimana  de  la  dote  ni  de  los  demás 
bienes  que  esta  tuviere,  sino  de  la  naturaleza  del  matrimonio, 
la  cual  exige  que  ambos  cónyuges  se  provean  mutuamente 
según  su  poder  de  las  cosas  que  necesitaren ,  como  se  indica 
en  la  ley  7,  tít.  %  Parí,  4,  no  parece"  conforme  ni  está  en  el 
orden  que  el  marido  envie  la  mujer  como  por  via  de  apremio 
á  casa  del  que  ofreció  dotarla  para  que  se  la  mantenga  hasta 
el  cumplimiento  de  la  promesa. 

No  solo  debe  el  marido  alimentos  á  la  mujer  mientras  viven 
unidos  ,  sino  también  cuando  están  separados  por  sentencia 
de  juez  ,  si  es  que  en  este  último  caso  los  necesitare  :  con  la 
diferencia  de  que  si  el  marido  hubiese  dado  motivo  á  la  se- 
paración ,  ha  de  suministrar  los  alimentos  en  proporción  á 
sus  facultades  y  á  la  clase  de  la  mujer;  y  si  lo  hubiese  dado 
la  mujer,  no  ha  de  suministrarle  sino  lo  mas  preciso  para  la 
subsistencia.  Así  ge  deduce  de  las  reales  cédulas  de  22  de 
vnarzo  de  1787  y  18  de  marzo  de  1804;  y  así  lo  sientan  Cas- 
tillo ,  lib.  3 ,  cap.  27,  rí.  4  ;  Febrero ,  p.  2 ,  l.  1  ,  c.  4 ,  g  5  ; 
Julio  Claro  ,  lib.  5 ,  Sentent.  %  Adullcr,  n.  17  ;  Ferraris,  eod. 
§  1 ,  n.  18  tn  addit. 

Mientras  se  sustancia  la  causa  de  separación ,  sea  á  instan- 
cia de  la  mujer  ó  del  marido  ,  tiene  derecho  la  mujer  á  pe- 
dir su  depósito  ó  secuestro  en  un  monasterio  ó  casa  honesta 
y  segura ,  y  una  pension  alimenticia  proporcionada  á  las  fa- 
cultades del  marido;  dichas  reales  céd.  de  22  de  marzo  de  1787 


y  18  de  marzo  de  1804;  y  EHzondo,  tom.7,  cap.  13,  n.  30. 

Dísuelto  el  matrimonio  por  muerte  del  marido ,  deben  sus 
herederos  durante  la  proindivision  del  caudal  hereditario , 
dar  alimentos  á  la  viuda  según  su  clase  y  en  proporción  à  los 
haberes  del  difunto  en  caso  de  haber  quedado  embarazada, 
aunque  se  le  haya  restituido  la  dote  y  aunque  tenga  por  otra 
parte  con  que  alimentarse  ,  pues  se  supone  entonces  que  se 
dan  mas  bien  al  hijo  postumo  que  á  la  viuda.  No  habiendo 
quedado  embarazada,  ni  con  hijos  en  su  compañía ,  se  ha  de 
tener  presente  si  llevó  ó  no  llevó  dote.  Si  no  hubiese  llevado 
dote,  no  están  obligados  los  herederos  á  alimentarla;  pero  si 
la  llevó,  deben  darle  alimentos  durante  el  tiempo  legal  ó 
convencional  prefijado  para  la  restitución  de  la  dote ,  ya  por 
ir  anejo  á  la  dote  este  gravamen ,  ya  por  el  lucro  que  con  los 
bienes  dotales  puede  percibirse.  Los  herederos  se  eximen  de 
esta  carga  ,  si  entregan  desde  luego  la  dote  á  la  viuda,  ó  si 
esta  no  quiere  compensarlos  alimentos  con  los  frutos  de  la 
dote  hasta  la  cantidad  concurrente  ó  tiene  otros  bienes  con 
que  mantenerse.  Así  lo  asienta  Antonio  Gómez,  fundándose 
en  disposiciones  del  derecho  romano  y  en  las  opiniones  de 
varios  jurisconsultos ,  leg.  SO,  SI,  52  et  53,  n.  48. 

Aunque  el  marido  es  quien  regularmente  sostiene  á  la 
mujer,  no  por  eso  deja  de  estar  obligada  la  mujer  à  dar  ali- 
mentos al  marido  cuando  ella  es  rica  y  él  indigente ,  pues 
ambos  se  deben  mutuamente  ayuda  y  socorro ,  como  es  de 
ver  por  la  ley  7,  lit.  2  ,  Part.  4  :  «  Si  alguno  de  los  que  fue- 
sen casados,  dice  esta  ley,  cegase  ó  se  ficiese  sordo  ó  con- 
trecho ,  ó  perdiese  sus  miembros  por  dolores ,  ó  por  enfer- 
medat  ó  por  otra  manera  cualquier,  por  ninguna  destas 
cosas  ,  nin  aun  que  se  ficiese  gafo ,  non  debe  el  uno  desam- 
parar al  otro  por  guardar  la  fe  et  la  lealtat  que  se  prome- 
tieron en  el  casamiento ,  ante  deben  vevir  en  uno ,  et  servir 
el  sano  al  otro,  et  proveerle  de  las  cosas  que  meester  le  fueren 
segunt  su  poder.  » 

Estando  separados  los  cónyuges  en  cuanto  á  la  habitación 
y  los  bienes,  ¿  deberá  no  obstante  la  mujer  rica  dar  alimentos 
al  marido  pobre  ?  Si  ella  fué  la  causa  de  la  separación  ,  no 
puede  haber  duda  de  que  debe  darlos  ;  pero  si  lo  fué  el  ma- 
rido, no  podría  obtenerlos  este  sino  con  mucha  dificultad. 

En  los  casos  en  que  el  marido  tiene  que  restituir  la  dote 
á  la  mujer  ó  á  sus  herederos  por  separación  ó  disolución  del 
matrimonio ,  y  no  puede  entregarla  toda  en  los  plazos  legales 
ó  convencionales ,  debe  eljuez  hacer  que  pague  lo  que  pueda, 
de  modo  que  le  quede  alguna  cosa  para  vivir,  dando  caución 
de  que  la  pagará  cuanto  antes  pudiere;  íeí/32,  tít.  11,  Part. i. 

III.  Los  parientes  colaterales.  El  hermano  debe  dar  au- 
mentos al  hermano  pobre.  Así  lo  prescribía  el  derecho  ro- 
mano ;  así  lo  sostienen  muchos  jurisconsultos  ;  y  así  lo  esta- 
blece terminantemente  la  ley  1,  tít.  8,  lib.  5  del  Fuero  Real. 
Es  estraño  por  lo  tanto  que  el  pavorde  Sala  diga  en  su 
Ilustración  del  Derecho  ,  lib.  3,  lit.  11 ,  «s.  3  y  4,  que  esta 
obligación  ,  defendida  por  casi  todos  los  intérpretes  ,  solo 
está  apoyada  en  las  leyes  romanas  y  no  en  las  nuestras , 
afirmando  con  Larrea  que  estas  últimas  no  hablan  de  ella  (1). 

(i)  En  efecto  ,  así  lo  dice  D.  Juan  Sala  en  el  lugar  que  se  cita  ; 
pero  sus  adicionadores  oportunamente  le  ponen  esta  nota.  «  Sobre 
lo  que  ha  dicho  Sala  apoyado  en  Larrea  ,  que  ninguna  ley  nues- 
tra aprueba  la  obligación  de  dar  alimentos  el  hermano  á  su  her- 
mano, es  de  notar  la  ley  4 ,  del  tít.  8 ,  lib.  5  ,  Fuero  lleal ,  ciiyo 
tenor  es.el  siguiente  :  «  Si  el  padre  ó  la  madre  vinieren  á  pobreza 
en  vida  de  los  hijos,  quier  sean  casados,  quier  non,  mandamos 
que  según  fuere  su  poder  de  cada  uno  ,  que  gobierne  al  padre  é 
á  la  madre.  Otrosí  mandamos  que  si  oviere  algún  hermano  que 
fuere  pobre ,  sean  tenudos  de  le  gobernar  ;  y  si  el  padre  ó  la  madre 
murieren,  los  fijos  gobiernen  á  aquel  que  fincare,  y  si  casare 
denle  la  meytad  del  gobierno  de  le  ante  daban  :  y  no  sean  tenudos 
de  gobernar  la  madrastra  si  no  quisieren.  *. 
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Mas  ¿  estará  obligado  el  hermano  á  prestar  alimentos  á  su 
hermano  pobre ,  aunque  esle  solo  sea  hermano  natural  ó  ute- 
rino? El  doctor  Alonso  Diaz  de  Mont  alvo  en  la  glosa  de  dicha 
ley  del  Fuero  Real  sostiene  la  afirmativa ,  porque  ni  esta  ley 
ni  otras  hacen  distinción.  Éntrelos  Romanos,  podiaun  her- 
mano natural  pedir  alimentos  á  su  hermano  legitimo ,  según 
declaración  de  Justiniano  en  su  Novela  89,  cap.  12,  §,6.;  y 
opinaban  autores  respetables  que  también  el  hermano  ute- 
rino tenia  derecho  de  pedir  alimentos  á  su  hermano. 

Y  ¿  qué  diremos  del  que  hubiese  disipado  los  bienes  reci- 
bidos ó  heredados  de  sus  padres?  ¿  Se  le  reconocerá  todavía 
algún  derecho  para  pedir  alimentos  al  hermano  que  ha  sa- 
bido conservar  ó  adquirirse  su  fortuna  ?  Creemos  que  el  her- 
mano rico  no  podria  ser  obligado  en  tal  caso  á  dar  acogida 
al  hermano  disipador,  pues  que  ha  de  tenerse  cuidado  de  no 
fomentar  la  holgazanería  y  prodigalidad  ;  y  por  otra  parte  la 
obligación  de  mantener  á  los  hermanos  indigentes  no  es  tan 
sagrada  como  la  de  mantener  á  los  hijos  y  á  los  padres. 

¿  Deben  los  tios  dar  alimentos  á  sus  sobrinos ,  esto  es  ,  á 
los  hijos  de  sus  hermanos?  Algunos  autores  sostienen  la  afir- 
mativa ;  pero  los  mas  están  por  la  negativa.  La  opinion  de 
estos  últimos  es  la  que  debe  seguirse,  porque  la  contraria  no 
tiene  apoyo  alguno  en  nuestras  leyes  ni  aun  en  las  romanas , 
y  porque  es  máxima  general  que  cuando  se  trata  de  obliga- 
ción debemos  estar  mas  propensos  á  negarla  que  á  inducirla 
ó  afirmarla:  Multum  interest,  dice  la  ley  romana  (  l.  hl  ff.  de 
verb.  oblig.),  utrüm  aliquis  obligelur,  an  aliquis  liberctur. 
Ubi  de  obligando  agilur,  propensiores  sumus  ad  negandum  , 
sihabeamus  occasionem;  ubi  de  liberando  ex  diverso,  facilior es 
sumus  adliberandum.  Sin  embargo  hay  casos  en  que,  si  no 
la  ley,  al  menos  la  humanidad  exige  que  los  tios  recojan  y 
alimenten  á  los  sobrinos  de  tierna  edad  que  quedan  sin  pa- 
dres y  sin  recursos. 

Lo  que  se  ha  dicho  de  los  tios ,  debe  aplicarse  con  mas 
razón  á  los  parientes  mas  remotos;  y  así  no  hay  obligación 
entre  ellos  de  prestarse  mutuamente  alimentos. 

Es  de  advertir  por  último  que  la  obligación  que  tienen  los 
hermanos  de  socorrerse  mutuamente  es  solo  subsidiaria,  y 
no  tiene  lugar  sino  en  defecto  de  ascendientes  y  descen- 
dientes (1). 

IV.  El  poseedor  de  mayorazgo  debe  dar  alimentos  al  in- 
mediato sucesor.  Así  se  halla  introducido  por  la  costumbre , 
aunque  no  hay  ley  que  lo  mande;  y  es  de  observar  que  no 
solo  se  dan  al  sucesor  que  se  halía  en  la  indigencia,  sino 
también  al  que  tiene  medios  para  sostenerse.  Su  cuota  de- 
pende del  arbitrio  délos  jueces,  que  suelen  asignar  la  octa- 
va parte  de  la  renta  de  los  bienes  del  mayorazgo. 

V.  El  donatario  debe  alimentos  al  donador  que  viene  á 
caer  en  la  indigencia.  Nadie  puede  hacer  donación  de  todos 
sus  bienes  ,  ni  aun  solo  de  los  presentes  ;  pero  si  la  hiciere 
de  estos ,  reservándose  lo  necesario  para  subsistir,  y  des- 
pués quedare  sin  nada  por  efecto  de  algún  trastorno  ó  in- 
fortunio que  le  sobreviniese ,  tendría  derecho  para  pedir  ali- 
mentos al  donatario ,  y  si  este  se  los  negase ,  podria  revocar 
la  donación  por  causa  de  tal  ingratitud.  No  tenemos  ley  que 
así  lo  disponga  directamente  ,  ni  tampoco  la  tenían  los  Ro- 
manos ;  pero  la  mayor  parte  de  los  intérpretes  entre  aque- 
llos, y  entre  nosotros  Antonio  Gómez  {Variar,  résolut, 
iom.  2,  cap.  ft,  n.  ik  ),  se  convienen  en  dar  esta  acción  al 
donador  contra  el  donatario. 

VI.  El  liberto  ó  aforrado  está  obligado  á  socorrer  con  ali- 
mentos según  sus  facultades  á  su  aferrador  ó  patrono ,  en 
caso  de  que  los  necesite  por  haber  venido  á  pobreza;  ley  8, 
til.  22,  Part.  k. 

(1)  Sobre  la  obligación  de  dar  alimentos  á  los  parientes  de  la 
línea  lateral ,  puede  verse  á  Molina,  deprimog.  Hisp.,  cap.  15, 
n.  67  ;  Bas,  in  Thealro  jurisp.,  cap.  21, n.  65,  con  otros  que  cita. 


VIL  El  acreedor  que  hace  poner  preso  á  su  deudor  por 
razón  de  la  deuda ,  tiene  obligación  de  mantenerle  nueve 
días  ;  ley  2,"  lit.  8,  lib.  5,  Fuero  Real,  y  ñola  de  la  ley  G, 
tit.  52,  lib.  íi,  Nov.  Rec. 

[*  En  la  república  de  Méjico  no  puede  tener  aplicación 
la  doctrina  del  autor  (contenida  en  esta  misma  pág.,  IV) 
sobre  la  obligación  de  dar  alimentos  al  inmediato  sucesor  de 
un  mayorazgo ,  porque  como  la  sucesión  en  los  que  fueron 
vínculos  tenia  lugar  por  ministerio  de  la  ley ,  y  al  declarar 
libres  esta  clase  de  bienes  desde  27  de  setiembre  de  1820.,. 
no  podia  dejar  de  haber  sucesor  inmediato  reconocido  ó 
próximo  á  serlo  ;  debe  suponerse  cumplida  en  todos  por  la 
última  vez  á  esta  fecha  ,  y  solo  importa  saber  bajo  qué  pun- 
to de  vista  consideró  esta  obligación  el  decreto  de  7  de  agosto 
de  1825.  Según  su  art.  11,  todas  las  disposiciones  anteriores 
deben  entenderse  sin  perjuicio  de  los  alimentos  ó  pensiones 
que  los  que  poseían  lo  que  fué  mayorazgo ,  debian  pagar  á 
sus  madres  viudas,  hermanos  ,  sucesor  inmediato  ú  otras 
personas ,  con  arreglo  á  las  fundaciones  ó  convenios  parti- 
culares, ó  á  determinaciones  en  justicia;  y  los  bienes  que 
fueron  vinculados,  aunque  hayan  pasado  como  libres  á  otros 
dueños  ,  quedaron  sujetos  al  pago  de  estos  alimentos  ó  pen- 
siones, mientras  vivan  los  que  en  aquel  entonces  los  esta- 
ban percibiendo ,  ó  mientras  conserven  el  derecho  de  perci- 
birlos ,  si  este  era  temporal  :  esceptuándose  de  esta  regla  los 
sucesores  inmediatos,  que  por  tener  el  carácter  de  tales, 
eran  alimentistas ,  los  cuales  dejaban  de  percibirlos  ,•  como 
era  natural ,  luego  que  muriesen  los  que  entonces  poseian 
los  bienes  desvinculados.  Después  debieron  cesar  las  obli- 
gaciones de  pagar  estos  alimentos  y  pensiones  que  existían 
al  tiempo  de  promulgarse  el  decreto  ;  pero  con  el  bien  en- 
tendido dique  si  los  que  á  aquella  hora  poseian  los  bienes 
desvinculados ,  no  invertían  en  los  espresados  alimentos  y 
pensiones  la  cuarta  parte  líquida  de  las  rentas  de  lo  que  fué 
mayorazgo ,  estaban  obligados  á  contribuir  con  lo  que  cu- 
piese en  dicha  cuarta  parte,  no  de  las  rentas,  sino  del  va- 
lor de  los  bienes  de  que  podían  disponer ,  para  dotar  á  sus 
hermanas,  y  ausiliar  á  su  madre  y  hermanos  que  careciesen 
de  arbitrios  ;  cuya  obligación  pasaba  á  los  sucesores  in- 
mediatos por  lo  respectivo  á  la  parte  de  bienes  que  se  les 
reservaba. 

**  La  legislación  de  la  república  de  Venezuela  nada  de- 
terminó sobre  este  punto  al  desvincular  los  mayorazgos ,  y 
por  lo  tanto  mientras  vivan  los  que  estaban  poseyéndolos 
el  10  de  julio  de  1824,  tendrán  obligación  de  dar  estos  ali- 
mentos á  los  que  en  dicha  fecha  eran  sucesores  suyos  pre- 
suntos ,  nacidos  ó  por  nacer;  pero  luego  qué  estos  últimos 
entren  en  la  posesión  y  propiedad  del  tercio  y  quinto  que 
se  les  reservó  entonces ,  cesa  de  ser  oportuna  ó  aplicable  la 
doctrina  del  autor  del  Diccionario  ;  ley  de  10  de  julio  de  1824.] 

§  II.  De  la  estension  de  la  obligación  de  dar  alimentos. 

Entendemos  por  alimentos,  como  ya  se  ha  dicho  al  prin- 
cipio ,  todo  lo  que  es  necesario  para  pasar  la  vida  ;  de  ma- 
nera que  debe  darse  al  alimentista  «  lo  que  hobiere  menester 
también  para  comer  et  para  beber,  como  para  vestir  et  cal- 
zar ,  et  aun  cuando  enfermare  las  cosas  que  le  fueren  me- 
nester para  cobrar  su  salud,  según  se  esplica  la  ley  5,  lit. 
55,  Part.  7,  «  et  logar  do  more,  »  como  añade  la  ley  2  ,  tit. 
19,  Part.  U. 

Ya  insinuamos  también  al  principio  que  los  alimentos  son 
naturales  ó  civiles,  que  aquellos  están  reducidos  á  lo  estric- 
tamente necesario  para  vivir  ,  y  que  estos  deben  ser  pro- 
porcionados á  las  necesidades  del  que  los  reclama  y  á  las 
facultades  del  que  los  debe.  La  cuota  de  los  primeros  es  mas 
fácil  de  fijar  que  la  de  los  segundos,  porque  las  necesidades 
naturales  de  los  hombres  no  son  tan  variables  ni  complica- 


AL 


—  442 


At  * 


das  como  las  civiles  :  las  naturales  son  comunes  á  todos  sin 
mas  diferencias  que  las  que  nacen  de  la  edad  ,  del  estado  de 
salud  y  del  lugar  en  que  se  habita  ;  al  paso  que  las  civiles 
varían  al  infinito  según  la  educación  que  uno  ha  recibido, 
la  clase  á  que  pertenece ,  y  la  posición  ó  rango  que  ucupa  en 
la  sociedad.  Sin  embargo,  la  ley  no  ha  podido  hacer  la  asig- 
nación de  la  cantidad  en  que  deben  consistir  los  alimentos 
de  una  ni  de  otra  especie,  porque  para  las  dos  ha  de  aten- 
derse en  cada  caso  á  circunstancias  que  no  es  posible  apre- 
ciar de  antemano  ;  y  así  ha  tenido  que  dejarla  por  necesidad 
al  prudente  arbitrio  de  los  tribunales. 

Los  alimentos  que  se  deben  mutuamente  los  ascendientes 
y  descendientes  legítimos  son  los  civiles  :  «  Et  esto  debe  cada 
uno  facer,  dice  la  ley  2,  tít.  19,  Part,  k,  hablando  de  la 
prestación  de  tales  alimentos ,  segunt  la  riqueza  et  el  poder 
que  hobiere ,  catando  todavía  la  persona  de  aquel  que  lo 
debe  rescibir,  en  qué  manera  le  deben  esto  facer.  » 

En  la  clase  de  artesanos ,  cumplen  los  padres  con  su  obli- 
gación poniendo  á  los  hijos  en  estado  de  trabajar  y  ganarse 
la  vida,  haciéndoles  aprender  un  oficio,  ó  dándoles  medios 
para  ejercer  algún  ramo  de  industria.  Mas  los  hijos  de  pa- 
dres favorecidos  de  la  fortuna  ó  colocados  en  posición  de 
mayor  brillo  tienen  derecho  á  otra  carrera  y  á  otros  ausilios 
mas  importantes  ;  y  aun  después  de  haber  concluido  su  edu- 
cación y  llegado  á  la  mayor  edad  ,  pueden  pedir  los  socor- 
ros que  les  sean  necesarios  hasta  que  logren  ganarse  la 
subsistencia  en  el  ejercicio  de  la  profesión  que  hubieren 
abrazado. 

Los  hijos  naturales  tienen  también  derecho  como  los 
legítimos ,  á  los  alimentos  civiles ,  pues  que  las  leyes  2  y  5 , 
tít.  19,  Part,  h,  no  hacen  distinción  sobre  este  punto  entre 
unos  y  otros ,  y  ademas  lo  sostiene  así  como  opinion  común 
Antonio  Gómez,  leyes  9  y  10,  n.  39.  Sin  embargo,  para  la 
regulación  de  la  cuota ,  se  ha  de  ver  si  vienen  solos  ó  si 
concurren  con  legítimos.  Habiendo  hijos  legítimos ,  no  puede 
el  padre  ni  la  madre  dar  á  los  naturales  por  via  de  alimen- 
tos en  vida  ó  muerte  mas  de  la  quinta  parte  de  sus  bienes , 
de  la  cual  se  harán  dueños  dichos  naturales  y  podrán  dispo- 
ner á  su  arbitrio  :  leyes  10  y  28  de  Toro,  ó  sea  leyes  6  y  8,  tít. 
20,  lib.  10,  Nov.  fice;  siendo  de  observar  que  si  el  padre  ó 
la  madre  hubieren  hecho  legados ,  no  han  de  pagarse  estos 
sino  de  lo  que  sobrare  después  de  cubiertos  los  alimentos 
correspondientes.  No  habiendo  hijos  legítimos ,  aunque  haya 
ascendientes ,  pueden  y  deben  asi  el  padre  como  la  madre 
señalar  á  los  naturales  alimentos  mas  copiosos  con  arreglo  á 
la  calidad  de  las  personas  y  à  la  cantidad  de  los  bienes ,  se- 
gún se  infiere  de  las  leyes  9,  10  y  12  de  Toro,  ó  sea  leyes 
5,  6  y  7,  tít.  20,  lib.  10,  Nov.  Rec,  y  defiende  Antonio 
Gómez  en  su  comentario  á  dichas  leyes  taurinas,  n.  kO.  Si  los 
padres  no  hubiesen  asignado  alimentos  en  vida  ó  muerte  á 
sus  hijos  naturales,  pueden  estos  exigirlos  de  los  herederos, 
quienes  habrán  de  darlos  según  prudente  regulación  de 
hombres  buenos;  ley  8,  til.  13,  Part.  6. 

Los  hijos  espurios  solo  tienen  derecho  á  exigir  alimentos 
naturales,  según  Antonio  Gómez,  ley.  9  el  10,  n.  59  :  bien 
que  el  padre  y  la  madre  pueden  darles  hasta  la  quinta  parte 
de  sus  bienes  y  no  mas,  ley  10  de  Toro.  Antonio  Gómez 
quiere  que  la  disposición  de  esta  ley  no  se  entienda  sino  del 
caso  en  que  existen  hijos  legítimos  ;  y  no  habiéndolos ,  es 
de  parecer  que  así  el  padre  como  la  madre  pueden  dar  á  los 
espurios  cuanto  quisieren ,  y  aun  ser  compelidos  á  darles 
alimentos  civiles. 

El  marido  y  la  mujer  se  deben  ordinariamente  alimentos 
civiles,  y  solo  se  los  deben  naturales  en  algún  caso,  como  y* 
se  ha  indicado  mas  arriba  en  el  §  I. 

La  cuota  de  los  alimentos  de  los  hermanos  suele  reducirse 
á  la  sesta  parte  del  producto  líquido  del  patrimonio  del  que 
los  ha  de  dar,  repartida  entre  los  hermanos  alimentarios. 


El  que  pretende  alimentos  debe  presentar  su  demanda, 
ofreciendo  información  de  su  derecho  y  de  la*falta  de  medios 
con  que  subsistir  :  mas  como  esta  falta  de  medios  es  un  he- 
cho negativo  que  no  puede  trasformarse  ea  afirmación  de  un 
hecho  positivo  contrario ,  es  incapaz  de  prueba  directa  ,  y 
así  toca  al  demandado  justificar  que  el  demandante  no  se 
halla  en  el  caso  previsto  por  la  ley ,  pues  que  al  efecto  no 
tiene  que  hacer  otra  cosa  sino  establecer  un  hecho  positivo 
cuya  demostración  le  será  fácil. 

Como  es  posible  que  el  reclamante  solo  tenga  necesidad 
de  un  suplemento  ,  debe  apreciar  el  juez  la  estension  de  sus 
recursos ,  comparándola  con  la  de  sus  necesidades  y  la  de 
los  medios  del  demandado. 

Cuando  son  muchas  las  personas  que  han  de  proveer  de 
alimentos,  deben  estos  concederse  con  mas  amplitud  que 
cuando  solo  hay  una;  y  en  el  repartimiento  no  ha  de  guar- 
darse precisamente  la  igualdad  absoluta  sino  la  proporcio- 
nal ,  atendiendo  á  la  fortuna ,  estado  y  demás  circunstancias 
de  cada  una  de  ellas. 

Los  alimentos  pueden  suministrarse  de  dos  modos  ;  ó  me- 
diante una  pension  anual,  ó  en  especie.  Si  consisten  en  pen- 
sion ,  han  de  pagarse  con  anticipación  ó  de  bistrecha,  según 
unos  al  principio  de  cada  año  para  todo  él ,  según  otros  por 
meses,  y  según  otros  diariamente;  pero  se  ha  introducido 
generalmente  la  costumbre  de  satisfacerlos  por  tercios  anti- 
cipados, esto  es,  á  razón  de  cuatro  meses.  Si  se  dan  en  es- 
pecie ,  es  recibido  y  mantenido  el  alimentista  en  casa  del 
que  debe  alimentarle. 

Por  regla  general,  el  que  debe  alimentos  está  obligado 
á  darlos  mediante  pension ,  de  manera  que  no  puede  forzar- 
se al  alimentista  á  que  se  aloje  y  reciba  su  subsistencia  en 
casa  del  deudor  ,  porque  tal  vez  se  creerá  humillado  con 
esta  sujeción ,  ó  temerá  no  encontrar  todos  los  miramientos 
debidos  á  su  desgracia ,  ó  se  espondrá  á  sufrir  malos  trata- 
mientos. Pero  si  el  deudor  no  puede  pagar  la  pension  ali- 
menticia, fuerza  gerá  entonces  que  el  alimentista  se  acomode 
á  vivir  en  su  compañía ,  con  tal  que  nada  tenga  que  temer. 
Los  padres  que  se"  ven  en  la  precisión  de  dar  alimentos  á  un 
hijo  necesitado,  no  están  comprendidos  en  lá  regla  general  de 
la  pension ,  sino  que  cumplen  con  admitirle  y  mantenerle  en 
su  casa  ,  no  habiendo  cosa  mas  natural  que  él  que  los  hijos 
vivan  con  sus  padres .  fuera  del  caso  de  sevicia  ó  de  malos 
ejemplos. 

§  III.  Cuándo  cesa  la  obligación  de  dar  los  alimentos. 

La  obligación  de  dar  alimentos  cesa  ó  deja  de  tener  lugar 
por  las  causas  siguientes  : 

Ia.  Por  la  muerte  natural  del  alimentario,  mas  no  por  la 
civil  sino  cuando  profesa  en  religion  en  que  no  puede  disfru- 
tarlos ni  tener  bienes  ;  pero  si  los  alimentos  se  hubiesen  otor- 
gado por  razón  de  legítima ,  podrían  ser  trasmisibles  á  los 
herederos  del  alimentario;  Castillo,  lib.  5,  cap.  12,  n.  5  al 
7 ,  y  libro  k,  cap.  60,  ns.  2 ,  8 ,  17,  hk  y  Ü5. 

2a.  Por  la  conclusion  del  término  para  que  se  concedie- 
ron ;  Sur  do ,  decis.  82 ,  n.  b. 

3a.  Por  cometer  el  alimentario  contra  el  deudor  alguno  de 
aquellos  actos  de  ingratitud  que  son  motivo  suficiente  para 
la  desheredación  ;  ley  6,  lit.  19,  Part.  U,  y  la  opinion  común 
de  los  jurisconsultos.  Mas  algunos  creen  que  nunca  pueden 
negarse  los  alimentos  puramente  naturales;  y  asi  está  de- 
clarado efectivamente  con  respecto  á  los  hijos  menores  que 
se  casan  sin  el  consentimiento  de  sus  padres  ,  pues  aunque 
por  esta  razón  pueden  ser  desheredados ,  no  por  eso  quedan 
privados  de  su  derecho  á  los  precisos  alimentos  ;  ley  9,  art. 
5,  tít.  %Ub.  10,  Nov.  Rec. 

4a.  Por  hallarse  ó  caer  el  deudor  ó  el  alimentista  en  tal 
estado,  que  aquel  no  pueda  darlos  ó  continuarlos,  ó  este  no 


AL 


-  m 


AL 


tenga  ya  necesidad  deellos  ;  pues  que  nose  conceden  sino  en 
razón  de  las  necesidades  del  que  los  pide  y  de  las  facultades 
del  que  los  debe  ;  leyes  2,  5,  h  y  6,  lit.  19,  Parí.  h. 

Cuando  el  que  suministra  los  alimentos  padece  tal  detri- 
mento en  su  fortuna  que  no  puede  seguir  dando  por  entero 
la  cuota  señalada ,  ó  el  que  los  recibe  ha  logrado  mejorar 
su  estado  de  modo  que  ya  no  la  necesita  toda  ,  puede  pe- 
dirse que  se  reduzca  ó  rebaje  la  asignación  en  proporción  al 
cambio  que  ha  esperimentado  en  Su  suerte  cualquiera  de 
ellos;  y  al  contrario,  si  siendo  muy  corta  la  pension  alimen- 
ticia,  sobreviniese  un  aumento  notable  en  la  fortuna  del 
deudor  ó  una  disminución  sensible  en  los  débiles  recursos 
del  acreedor,  ó  bien  se  viere  este  recargado  con  nuevas  nece- 
sidades ,  tendría  derecho  el  alimentista  á  un  suplemento  ó 
aumento  proporcional  de  su  asignación.  Esta  doctrina  no  es 
mas  que  una  aplicación  del  principio  que  establece  que  los 
alimentos  han  de  darse  en  proporción  de  las  necesidades 
del  demandante  y  de  los  medios  del  demandado. 

De  este  mismo  principio  de  que  los  alimentos  han  de  ajus- 
tarse á  las  necesidades  de  aquel  á  quien  se  deben ,  nace  la 
consecuencia  de  que  ni  aun  el  padre  está  obligado  á  darlos 
al  hijo  que  se  halla  bajo  su  patria  potestad,  cuando  este  tiene 
bienes  propios  que  le  rinden  lo  necesario  para  su  subsistencia  ; 
de  manera  que  podrá  el  padre  retener  el  valor  délos  alimentos 
que  le  hubiere  dado  desde  el  momento  en  que  el  hijo  adqui- 
rió bienes  propios  y  hasta  la  concurrencia  de  sus  rentas  si 
los  hubiese  administrado ,  ó  bien  repetirlo  en  el  caso  de  no 
haber  tenido  su  administración.  Así  lo  da  á  entender  la  ley 
por  el  hecho  de  declarar  en  general  que  si  el  hijo  tiene  con 
que  vivir  ú  oficio  honesto  de  que  proveerse,  no  está  obli- 
gado el  padre  á  pensar  en  su  crianza  :  «  Otrosí ,  dice  la  ley 
G  ,  til.  19 ,  Part.  U,  cuando  el  fijo  hobiese  de  lo  suyo  en  que 
podiese  vevir  ó  hobiese  tal  meester  por  que  podiese  guarescer 
usando  del  sin  malestanaa  de  sí ,  entonce  non  es  tenudo  el 
padre  de  pensar  del.  »  Y  así  lo  afirma  también  Antonio  Gó- 
mez, diciendo  en  su  comentario  â  la  ley  29  ,  n.  16  ,  y  á  las 
leyes  50,  51 ,  52  y  53*e  Toro,  n.  23,  que  si  el  padre  ú  otro 
ascendiente  provee  de  alimentos  al  hijo  ó  "descendiente  ,  no 
se  entiende  que  los  da  de  sus  bienes  propios  sino  de  los  bie- 
nes del  hijo ,  con  tal  que  sea  su  administrador  ó  los  tenga 
en  su  poder.  Mas  es  de  advertir  que  si  el  padre  estuviere  en 
el  goce  del  usufructo  legal  de  los  bienes  del  hijo,  no  podrá 
retener  ni  repetir  el  importe  de  los  alimentos,  porque  su 
prestación  es  una  carga  inherente  al  usufructo. 

Muerta  la  persona  que  tenia  derecho  á  pedir  alimentos,  y 
no  los  pidió,  no  debe  ser  oido  el  tercero  que  venga  diciendo 
que  él  se  los  ha  suministrado  y  demandado  su  reintegro  , 
porque  el  derecho  de  reclamarlos  es  personal  y  se  estinguió 
con  la  muerte ,  y  porque  ya  no  es  posible  justificar  que  el 
t)i*wto  los  necesitaba  ni  que  se  estaba  en  el  caso  de  conce- 
dérselos,  íptos  al  contrario  el  silencio  que  guardó  durante 
su  vida,  induce  Î3  presunción  de  que  no  se  creia  en  la  preci- 
sión de  pedirlos.  Mas  cuando  los  alimentos  aprovecharon 
directamente  al  individuo  á  quien  un  tercero  demanda  el 
importe  después  de  la  muerte  de  la  persona  que  los  debia 
puede  acaecer  que  la  pretensión  sea  muy  fundada.  Así  es 
que  el  jefe  de  un  establecimiento  de  enseñanza  no  solo  tiene 
acción  contra  el  padre  de  su  alumno  ,  sino  también  contra 
el  alumno  mismo ,  para  hacerse  pagar  los  gastos  de  su  edu- 
cación que  no  pudo  cobrar  del  padre. 

§  IV.  De  la  naturaleza  del  derecho  á  los  alimentos. 

Se  disputa  entre  los  jurisconsultos  si  la  obligación  de  ali- 
mentos es  divisible  ó  indivisible.  Si  es  divisible ,  cuando  mu- 
chos deben  alimentos  áotro,  v.  gr.  dos,  tres  ó  cuatro  hijos 
á  su  padre,  deberá  el  padre  dirigirse  á  cada  uno  de  ellos 
pidiéndole  solo  la  parte  que  le  toca.  Si  es  indivisible,  podrá 


el  padre  exigir  de  uno  solo ,  de  aquel  que  mas  le  acomode , 
toda  la  cantidad  que  necesite  para  su  manutención,  con  tal 
que  no  sea  superior  á  las  fuerzas  del  demandado.  Antonis , 
Gómez  con  otros  la  creen  divisible;  pero  los  mas  sostienen  que 
es  indivisible  por  su  naturaleza.  Esta  última  opinion  es  sin 
duda  alguna  la  mas  conforme  á  los  principios  que  rigen  eií 
la  materia ,  porque  la  obligación  de  alimentos  tiene  por  ob- 
jeto uua  cosa  indivisible  cual  es  la  vida  ,  y  porque  cada  hijo 
considerado  por  sí  eolo  está  obligado,  mientras  tenga  medios, 
á  suministrar  á  su  padre  no  precisamente  una  parle  sino 
todo  lo  que  le  sea  necesario  para  subsistir. 

Así  que ,  puede  el  acreedor  á  los  alimentos  entablar  su 
demanda  contra  cualquiera  de  los  individuos  que  están  obli- 
gados á  dárselos.  Si  se  dirige  contra  uno  solo,  se  espone  á 
obtener  una  pension  menos  considerable  que  la  que  habría 
obtenido  si  se  hubiera  dirigido  contra  todos  ó  contra  muchos 
de  ellos.  En  este  caso  ,  tendrá  que  pagar  el  demandado  la 
pension  que  se  determinare  por  el  juez  si  no  hace  venir  al 
juicio  á  las  demás  personas  que  se  hallan  como  él  en  estado 
de  suministrar  los  alimentos ,  bien  que  podrá  después  ejer- 
cer su  recurso  contra  ellas  para  hacerlas  contribuir  según 
las  facultades  respectivas  de  cada  una;  pero  si  las  compele, 
como  puede  ,  á  venir  al  juicio,  debe  fijar  el  juez  la  cuota  que 
ha  de  pagar  anualmente  cada  obligado  según  sus  facultades 
comparadas  con  las  de  los  otros. 

De  esta  esplicacion  se  sigue  que  la  obligación  de  alimentos 
no  es  solidaria,  aunque  muchos  le  dan  esta  calificación.  No: 
la  obligación  de  alimentos  es  indivisible,  pero  no  solidaria  , 
y  es  preciso  no  confundir  una  con  otra,  como  hacen  algunos 
por  falla  de  atención.  La  obligación  solidaria  no  existe  sino 
cuando  hay  una  disposición  formal  de  la  ley,  ó  una  conven- 
ción espresa  que  la  establezca  ;  y  en  materia  de  alimentos  es 
seguro  que  la  ley,  lejos  de  establecer  la  obligación  solidaria, 
escluye  la  suposición  de  que  pueda  tener  lugar  sin  conven- 
ción. En  efecto,  ¿qué  es  lo  que  quiere  la  ley?  Que  el  obli- 
gado á  los  alimentos  los  haya  de  dar  en  proporción  á  sus 
facultades,  «  segunt  la  riqueza  et  el  poder  que  hobiere;  » 
ley  2,  tít.  19,  Part.  h.  Supongamos  pues  que  un  padre  ne- 
cesita cuatro  mil  reales  al  año  para  vivir,  y  que  tiene  cuatro 
hijos  que  pueden  darle  cada  uno  mil  reales  y  no  mas  :  con- 
denándolos el  juez  á  pagar  solidariamente  los  cuatro  mil 
reales,  pondría  á  cada  uno  de  ellos  en  la  necesidad  de  tener 
que  desembolsar,  si  fuere  requerido,  una  cantidad  superior 
á  sus  fuerzas,  es  decir,  que  le  espondria  al  peligro  de  arrui- 
narse, y  contravendría  por  consiguiente  al  espíritu  y  á  la 
letra  de  la  ley,  que  no  exige  que  el  obligado  contribuya  á  los 
alimentos  sino  «  segunt  la  riqueza  et  el  poder  que  hobiere.  » 

Son  varios  los  privilegios  que  se  han  introducido  á  favor 
de  los  alimentos,  con  el  objeto  de  facilitarlos  y  asegurarlos  á 
las  personas  que  los  perciben  ó  tienen  derecho  á  ellos. 

Io.  La  pension  alimentaria  está  esenta  de  embargo  y  eje- 
cución ,  pues  que  se  da  para  conservar  la  vida  del  alimen- 
tista, y  no  para  pagar  sus  deudas.  Si  se  pudiera  hacer  eje- 
cución en  los  alimentos  ,  quedaría  otra  vez  el  alimentista 
reducido  al  estado  de  indigencia;  y  el  que  está  obligado  á 
mantenerle  habria  de  hacerle  nueva  provision,  lo  cual  equi- 
valdría á  tener  que  pagar  sus  deudas  .  Sin  embargo  ,  el  que 
le  surte  de  las  cosas  necesarias  para  vivir,  tiene  derecho  á 
hacerse  pagar  de  la  referida  pension  ,  cuyo  destino  es  pre- 
cisamente la"  adquisición  de  dichas  cosas. 

2o.  En  materia  de  alimentos  no  tiene  lugar  la  compensa- 
ción. Así  que ,  si  el  obligado  á  darlos  es  por  otra  parte  acree- 
dor de  aquel  à  quien  se  deben ,  no  por  eso  puede  escusarse 
de  su  prestación;  porque  es  indispensable 'que  los  alimentos 
se  apliquen  según  su  destino  á  la  subsistencia  de  la  persona 
á  quien  están  asignados. 

3o.  No  cabe  transacción  sin  aprobación  del  juez  dada  con 
conocimiento  de  causa  sobre  alimentos  dejados  en  testa- 
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mentó  ú  otra  última  voluntad.  Así  lo  dispusieron  las  leyes 
romanas ,  para  evitar  que  un  disipador  consuma  en  poco 
tiempo  lo  que  se  le  asignó  para  toda  su  vida  ,  y  vuelva  á 
caer  en  la  miseria  de  que  se  le  quiso  sacar.  El  testador  es 
efectivamente  el  único  arbitro  del  modo  con  que  el  legata- 
rio ha  de  hacer  uso  de  su  liberalidad;  y  pues  que  señalán- 
dole alimentos  perpetuos  quiere  asegurarle  la  subsistencia 
en  todo  tiempo,  no  está  en  mano  de  los  herederos  ni  del 
mismo  legatario  el  modificar  y  restringir  su  voluntad ,  que 
debe  ejecutarse  sin  variación  alguna  :  bien  que  si  la  transac- 
ción fuere  favorable  al  alimentista ,  debe  sostenerse  ,  como 
quiere  Antonio  Gómez,  ley  54,  n.  2. 

Mas  esta  disposición  no  puede  aplicarse  á  los  alimentos 
que  se  adjudican  por  el  juez  ni  á  los  que  se  arreglan  ami- 
gablemente entre  el  que  por  ley  ó  equidad  debe  darlos  y  el 
que  ha  de  recibirlos,  porque  como  estos  tienen  que  seguir  y 
acomodarse  á  las  variaciones  que  en  su  respectiva  posición 
esperimenten  los  interesados ,  quedan  siempre  sujetos  á  re- 
ducción y  aumento ,  según  se  ha  indicado  mas  arriba  ,  y  por 
consiguiente  á  transacciones  y  compromisos. 

4o.  Es  nula  la  renuncia  que  uno  hiciere  de  su  derecho  á 
pedir  alimentos ,  aunque  interviniese  juramento ,  por  ser 
contraria  al  derecho  natural,  como  citando  á  muchos  sos- 
tiene Antonio  Gómez,  ley  22,  n.  12. 

5o.  El  juicio  sobre  alimentos  debe  ser  sumario,  y  la  sen- 
tencia que  se  diere  ha  de  ejecutarse ,  no  obstante  apelación, 
la  cual  se  admite  solo  en  cuanto  al  efectivo  devolutivo  y  no 
en  cuanto  al  suspensivo,  porque  no  es  justo  dejar  que  pe- 
rezca la  persona  á  quien  se  deben  los  alimentos  durante  el 
curso  de  largos  procedimientos,  ni  hacerle  sufrir  gastos  que 
no  se  halla  en  estado  de  soportar.  Mas  este  privilegio  se  en- 
tiende solo  de  los  alimentos  que  uno  debe  por  equidad  ó  por 
ley  ;  y  no  de  los  que  meramente  provienen  de  contrato  ó  de 
última  voluntad ,  pues  las  contestaciones  que  sobre  estos  se 
suscitaren  han  de  ventilarse  en  juicio  ordinario  ,  y  podrá 
apelarse  de  las  sentencias  en  ambos  efectos. 

6o.  Cuando  habiéndose  legado  alimentos  en  un  acto  de 
última  voluntad,  el  heredero  está  ausente  ó  dilata  la  acepta- 
ción de  la  herencia ,  puede  ordenar  el  juez  que  se  paguen 
provisionalmente ,  por  no  ser  justo  que  el  legatario  sufra  los 
efectos  de  la  demora. 

7o.  Si  un  testador  legó  alimentos  á  una  persona  hasta  la 
pubertad ,  deben  darse  á  los  varones  hasta  la  edad  de  diez 
y  ocho  años,  y  á  las  hembras  hasta  los  catorce.  Así  lo  dis- 
ponía el  derecho  romano  ,  ley  14  ,  D.  de  alimenlis  legalis;  y 
así  se  observa  entre  nosotros. 

8°.  Pueden  legarse  y  darse  alimentos  aun  á  las  personas 
incapaces  de  heredar. 

9o.  Cuando  se  deja  en  un  acto  de  última  voluntad  una 
pension  alimentaria  que  ha  de  pagarse  á  plazos  determina- 
dos, una  vez  empezado  el  término  adquiere  el  legatario 
derecho  á  pedirla  para  todo  el  tiempo  que  aquel  dura  ;  y  si 
muriere  sin  percibirla  ,  pueden  reclamarlo  sus  herederos  ; 
ley  3  y  22 ,  D.  de  annuis  legalis  :  mas  si  el  testador  se  limitó 
á  legar  alimentos  sin  espresar  cantidad ,  y  el  legatario  llega 
á  morir  antes  de  concluirse  el  término  que  se  le  pagó  con 
anticipación,  debe  su  heredero  restituir  la  cantidad  corres- 
pondiente al  tiempo  que  falta  que  trascurrir,  según  dicen 
algunos  intérpretes  del  derecho  romano  sobre  los  tít.  del  Di- 
gesto De  agnoscendis  et  aleñáis  liberis,  y  De  alimenlis  legalis. 

Tratándose  de  renta  ó  pension  vitalicia  establecida  por 
acto  entre  vivos ,  no  se  debe  sino  precisamente  hasta  el  dia 
de  la  muerte  del  pensionista  ó  rentista  ;  pero  si  se  hubiese 
espresado  en  la  convención  que  cada  pago  se  había  de  hacer 
adelantado ,  puede  pedirse  por  el  acreedor  al  principio  del 
término ,  y  nada  debe  restituirse  por  sus  herederos  aunque 
falleciere  antes  de  su  conclusion.  Véase  Renta  vitalicia. 
10.  Si  el  testador  no  espresó  la  cantidad  de  los  alimentos , 


debe  su  heredero  dar  al  legatario  lo  que  aquel  solía  darle 
cuando  vivia,  y  en  su  defecto  lo  que  corresponda  según  el 
estado  y  calidad  del  legatario  y  la  importancia  de  la  heren- 
cia; ley  24,  lit.  9,  Part.  6. 

ALIMENTOS  de  presos.  Véase  Preso. 

-¡-  ALIMENTOS  de  los  presos  pobres.  Corresponde 
suministrarlos  á  los  ayuntamientos  de  las  cabezas  de  par- 
tido judicial  por  medio  de  los  alcaides.  Pero  aquellas  cor- 
poraciones no  abonarán  mas  estancias  que  las  que  cons- 
ten de  los  testimonios  que  los  juzgados  les  pasen  con  este 
objeto  y  en  virtud  de  recibos  firmados  por  los  alcaides  que 
lleven  el  visto  bueno  del  juez ,  y  á  su  respaldo  los  nombres 
de  los  presos  y  estancias  que  devengan.  Art.  71  del  regla- 
mento de  Io.  de  mayo  de  1844. 

Los  reos  condenados  á  reclusión  en  las  cárceles  deben  ser 
mantenidos  de  los  fondos  con  que  se  socorre  á  los  presos 
pobres  si  realmente  lo  son  ,  lo  que  debe  acreditarse  previa- 
mente. Rl.  órd.  de  24  de  abril  de  1839. 

Todo  preso  cuya  pobreza  esté  justificada  debidamente, 
cualquiera  que  fuere  su  naturaleza  ó  procedencia,  ha  de  ser 
alimentado  á  espensas  del  partido  en  cuya  cárcel  estuviese, 
sin  derecho  en  los  ayuntamientos  á  repetir  contra  la  pro- 
vincia á  que  pueda  pertenecer,  entendiéndose  lo  mismo  con 
los  presos  transeúntes  respecto  al  haber  que  en  calidad  de 
tales  deben  percibir.  Rl.  órd.  de  10  de  julio  de  1842. 

ALINDAMIENTO.  El  acto  de  poner  ó  señalar  los  lími- 
tes de  una  heredad.  Todo  propietario  puede  obligar  á  su 
vecino  á  alindar  ó  señalar  los  límites  de  sus  heredades  con- 
tiguas. Esta  facultad  no  está  sujeta  á  prescripción ,  y  puede 
por  lo  tanto  ejercerse  en  cualquiera  tiempo,  porque  el  ínte- 
res público  exige  que  nunca  se  vean  privados  los  dueños  de 
tierras  del  derecho  de  servirse  de  un  medio  que  previene  las 
usurpaciones  y  los  pleitos.  El  alindamiento  se  hace  á  espen- 
sas comunes ,  porque  tanto  interesa  al  un  propietario  como 
al  otro  ;  y  si  alguno  de  ellos  no  quisiere  convenirse  en  ha- 
cerlo amigablemente ,  podria  obligársele  á  ello  por  autori- 
dad de  justicia.  Véase  Amojonamiento. 

ALJAMA  ó  JUDERÍA.  La  sinagoga  ó  junta  de  judíos, 
el  barrio  destinado  para  su  habitación,  y  cierto  pecho  ó  tri- 
buto que  pagaban  en  retribución  del  amparo  que  recibían  de 
los  reyes.  Este  tributo  consistía  en  treinta  dineros  por  cabeza, 
cantidad  que  se  les  impuso  en  memoria  de  los  treinta  en  que 
habian  vendido  á  Jesucristo  ;  y  su  importe  se  aplicaba  á  los 
gastos  de  la  real  casa,  escepto  el  de  algunos  pueblos  que  es- 
taba cedido  á  los  obispos  como  parte  de  sus  rentas. 

ALMACENAJE.  El  derecho  que  se  paga  por  conservar 
las  cosas  en  un  depósito  ó  almacén ,  sea  público  ó  particular. 

ALMIRANTAZGO.  El  tribunal  ó  consejo  supremo  de 
marina.  Prescindiendo  de  tiempos  antiguos ,  se  aprobó  su 
erección  en  real  decreto  de  25  de  junio  de  1814  ,  y  por  otro 
decreto  de  28  de  julio  de  1815  se  estableció  su  plan. 

Según  él,  constaba  de  dos  salas,  una  de  gobierno  y  otra 
de  justicia.  La  de  gobierno  se  componía  de  cuatro  oficiales 
generales  de  la  real  armada  ,  un  intendente  general  de  ma- 
rina, un  auditor  general ,  un  ministro  político,  un  fiscal  mi- 
litar y  un  secretario.  La  sala  de  justicia  se  componía  de  tres 
ministros  togados ,  un  fiscal  también  togado ,  y  un  escribano 
de  cámara. 

El  consejo  se  juntaba  todos  los  dias  no  feriados ,  y  reunidas 
las  dos  salas  se  daba  principio  á  la  sesión  por  la  lectura  de 
las  reales  órdenes  que  se  le  comunicaban,  y  después  se 
pasaba  á  tratar  de  aquellos  negocios  que  el  rey  mandaba 
ver  en  consejo  pleno  ;  y  no  habiéndolos  ,  se  apartaban  las 
salas  para  ocuparse  de  los  que  respectivamente  les  perte- 
necían. 

Los  negocios  se  decidían  á  pluralidad  de  votos ,  empezán- 
dose la  votación  por  el  consejero  mas  moderno,  y  siguiendo 
en  el  propio  orden ,  menos  en  las  materias  legales ,  en  las  que 


siempre  debía  votar  primero  el  ministro  togado  para  que  su 
doctrina  instruyese  á  los  demás. 

Viéndose  causas  en  que  se  tratase  del  honor  ó  la  vida  de 
algún  individuo,  el  voto  del  almirante  presidente  valia  por 
dos  cuando  era  en  favor  del  reo ,  y  solo  por  uno  en  los  demás 
casos. 

El  consejo  conocía  y  decidía  en  todos  los  negocios  perte- 
necientes al  fuero  de  marina  con  la  plenitud  de  jurisdicción 
y  facultades  que  tenian  los  demás  tribunales  supremos  en  sus 
respectivos  ramos,  y  debia  remitir  a  la  real  aprobación  las 
sentencias  de  procesos  militares  ,  y  otras  providencias  que 
según  ordenanzas  y  posteriores  resoluciones  así  lo  exigiesen. 

También  debiatonsultar  al  rey  lo  que  estimase  justo  y 
conveniente  sobre  aquellos  espedientes  de  cuya  decisión 
hubiese  de  resultar  alguna  regla  general ,  anulación ,  aclara- 
ción ó  variación  de  algún  artículo  de  ordenanza ,  y  cuanto 
el  Almirantazgo  creyese  que  debia  proponerle  para  el  mayor 
fomento  y  prosperidad  de  la  marina  de  guerra  y  mercantil. 

La  sala  de  justicia  conocía  de  todos  los  negocios  conten- 
ciosos y  causas  del  fuero  militar  de  la  armada  en  grado  de 
apelación ,  y  era  presidida  por  el  ministro  togado  mas  an- 
tiguo. —  Cuando  en  los  negocios  de  presas  ocurría  cuestión 
que  para  decidirse  atinadamente  exigía  conocimientos  prác- 
ticos de  marina  ,  pasaba  uno  de  los  generales  de  la  armada 
á  la  sala  de  justicia  y  la  presidia  con  voto  en  la  causa  ; 
observándose  lo  mismo  ,  escepto  en  cuanto  á  la  presidencia , 
en  los  negocios  que  requerían  conocimientos  peculiares  del 
intendente  de  marina.  —  Conocía  asimismo  esta  sala  de  los 
recursos  de  indultos ,  y  demás  causas  y  negocios  que  le  cor-  , 
respondían,  rigiéndose  por  las  mismas  reglas  generales  esta- 
blecidas en  la  planta  del  consejo  de  la  guerra. 

Tales  eran  sustancialmente  las  disposiciones  del  decreto 
de  28  de  junio  de  181o;  pero  por  otro  decreto  de  22  de  di- 
ciembre de  1818,  con  el  fin  de  simplificar  el  gobierno  de  la 
real  armada,  vino  S.  M.  en  restablecer  el  orden  que  espresa 
su  ordenanza  del  año  de  1793  ,  creando  un  director  general 
que  con  los  oficiales  y  subalternos  que  ella  señala  llenase  los 
deberes  de  sus  atribuciones ,  y  suprimiendo  el  consejo  de 
Almirantazgo ,  el  cual  quedó  reunido  al  de  guerra  bajo  las 
mismas  reglas  que  se  habían  establecido  en  decreto  de  1S 
de  junio  de  1814. 

En  este  decreto  de  1S  de  junio  de  181Ü  se  habia  creado 
en  el  consejo  de  la  guerra  una  segunda  sala  de  gobierno  , 
compuesta  de  cuatro  generales  déla  armada,  un  intendente 
de  marina  ,  un  ministro  togado  ,  un  fiscal  y  un  secretario  , 
la  cual  debia  entender  en  todo  lo  gubernativo  y  consultivo 
tocante  á  armamento  de  navios,  escuadras,  presas  en  el  mar, 
armadores  y  corsarios  ,  asientos  y  provisiones  de  armada  , 
fábricas  pertenecientes  á  esta  ,  procesos  y  negocios  de  ofi- 
ciales, tropa  y  gente  de  mar,  y  en  todo  lo  tocante  á  la  marina, 
que  no  estuviese  atribuido  ala  dirección  general  déla  armada 
y  á  los  capitanes  generales  de  los  tres  departamentos,  inten- 
dentes de  ellos  y  otros  jefes  ,  según  las  ordenanzas  de  la 
armada  y  resoluciones  posteriores.  Mas  habiéndose  originado 
algunas  dudas  sobre  las  facultades  respectivas  al  consejo  y 
las  correspondientes  á  la  dirección  de  la  armada  ,  se  deter- 
minó en  real  decreto  de  18  de  marzo  de  1819  que  quedase 
suprimida  la  sala  de  gobierno  de  marina,  pues  que  debiendo 
entenderse  restablecida  la  dirección  de  la  armada  con  todas 
las  facultades  que  le  están  asignadas  por  ordenanza ,  que- 
daban reducidas  las  del  consejo  en  el  ramo  de  marina  al 
conocimiento  do  las  causas  respectivas  al  fuero  y  procesos 
militares  de  los  individuos  de  marina,  y  á  evacuar  lo  con- 
sultivo en  los  asuntos  de  gobierno ,  á  cuyo  efecto  habría 
entre  los  ministros  del  consejo  dos  generales  de  la  armada. 
Conocía  pues  la  sala  de  justicia  del  consejo  de  la  guerra  , 
sequn  el  artículo  6o.  de  dicho  decreto  de  Ib  de  junio  de  1814, 
de  todos  los  negocios  contenciosos  y  causas  del  fuero  de 


marina  en  grado  de  apelación,  debiendo  pasar  á  estábala 
uno  de  los  generales  de  la  armada  con  derecho  de  presidencia 
y  voto  cuando  en  los  negocios  de  presas  ocurriré  cuestión 
que  exigiese  conocimientos  prácticos  de  marina. 

Por  fin ,  habiéndose  suprimido  por  decreto  de  24  de  marzo 
de  1854  el  consejo  supremo  de  la  guerra  ,  se  instituyó  en  su 
lugar  un  tribunal  supremo  de  guerra  y  marina,  que  conoce, 
en  grado  de  apelación ,  de  los  procesos  militares ,  con  arreglo 
á  las  leyes  y  ordenanzas  ,  y  de  todos  los  negocios  conten- 
ciosos del  fuero  de  guerra  y  marina  y  de  estranjería.  —  Este 
tribunal  se  compone  de  un  presidente  y  dos  salas;  una  com- 
puesta de  ocho  vocales  ,  cinco  de  ellos  generales  del  ejército 
y  tres  generales  de  marina  ;  y  dos  fiscales  militares ,  uno  del 
ejército  y  otro  de  marina  :  otra  sala  compuesta  de  seis  mi< 
nistros  togados ,  tres  por  guerra  y  tres  por  marina ,  y  dos 
fiscales  de  la  misma  clase ,  uno  por  guerra  y  otro  por  marina. 

—  La  sala  de  generales  conoce  de  la  revision  de  los  procesos 
militares  y  decisiones  de  los  consejos  de  oficiales  generales, 
y  asiste  á  ella  un  ministro  togado  á  juicio  del  presidente, 
siempre  que  lo  exige  la  gravedad  del. negocio.  Este  ministra 
es  de  guerra  ó  marina,  según  la  calidad  del  mismo  negocio. 

—  La  sala  de  ministros  togados  conoce  de  los  negocios  con- 
tenciosos del  fuero  de  guerra ,  de  marina  y  de  estranjería.  — ■ 
Estas  salas  pueden  dividirse  en  cuatro  ó  reunirse  en  pleno , 
á  juicio  y  disposición  de  la  superioridad  ó  del  presidente  , 
según  el  número  y  la  índole  particular  de  los  negocios.  — 
Todavía  después  del  decreto  de  24  de  marzo  de  1854  se  han 
espedido  otros  que  modifican  el  nombre ,  planta  y  atribucio- 
nes de  este  tribunal.  —  Yéase  Tribunal  de  guerra  y  marina. 

ALMIRANTAZGO.  Ciertos  derechos  que  se  estable- 
cieron y  cobraban  en  las  aduanas  sobre  los  géneros,  frutos 
y  dinero  que  salían  de  la  península  para  las  Américas,  y 
venían  de  las  Américas  para  la  península ,  sobre  los  frutos 
que  entraban  y  salían  por  los  puertos  secos  y  mojados  de 
España ,  y  sobre  las  embarcaciones  de  comercio  nacionales 
y  estranjeras ,  con  destino  al  sosten  de  la  dignidad  del  almi- 
rante y  de  los  gastos  del  consejo  del  almirantazgo,  y  al 
fomento  de  los  establecimientos  útiles  á  la.  marina  y  al 
comercio. 

ALMIRANTAZGO.  La  dignidad  de  almirante,  su  juz:- 
gado  particular,  y  el  término  ó  terreno  comprendido  en  su 
jurisdicción  (1). 

ALMIRANTE.  El  jefe  superior  que  en  las  cosas  de  mar 
tenia  jurisdicción  con  mero  y  mixto  imperio  y  con  mando  ab- 
soluto sobre  las  armadas  y  naves.  Esta  palabra  viene ,  según 
unos,  de  una  voz  griega  que  significa  salumbre,ó  de  otra 
igualmente  griega  que  significa  marino,  y  según  otros  de  un 
término  arábigo  que  significa  señor:  por  lo  cual  pretenden 
algunos  que  así  la  dignidad  como  el  nombre  nos  han  venido 
de  oriente.  . 

En  el  tít.  24  de  la  Part.  2 ,  se  habla  del  modo  con  que  se 
hacia  el  nombramiento  de  almiranteóle  las  calidades  y  cir- 
cunstancias que  debia  reunir,  y  de  las  facultades  que  tenia. 

San  Fernando  III  fué  quien  creó  esta  dignidad,  y  después 
don  Alonso  el  Sabio  la  revistió  con  mayor  poder  y  atribu- 
ciones. Al  principio  se  nombraron  dos  almirantes ,  uno  do 
Castilla  y  otro  de  Andalucía  :  el  primero  tenia  á  su  cargo  la 
armada  de  navios  mancos,  ó  solamente  veleros  y  sin  remos, 
y  gozaba  de  toda  la  jurisdicción  en  las  costas  de  Casulla, 
Asturias  y  Galicia  :  el  segundo  era  igualmente  capitaa 
general  de  las  galeras  como  de  otros  navios  de  remo  , 
y  ejercía  su  jurisdicción  en  toda  la  estension  de  las  costas 

(1)  El  art.  12,  §9.  déla  5a.  ley  const.  de  la  república  de  Méjico 
dice  que  es  atribución  de  la  Suprema  Corte  de  Justicia  :  «  Conocer 
d°  Jas  causas  de  almirantazgo ,  de  presas  de  mar  y  tierra  ,  críme- 
nes cometidos  en  alia  mar  y  ofensas  contra  la  nación  mejicana, 
en  los  términos  que  designará  una  ley.  » 
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de  Andalucía  y  Murcia. Permanecieron  ambos  hasta  el  tiempo 
,  de  Fernando  IV  según  unos ,  ó  de  Alonso  XI  según  otros , 
y  después  quedaron  reducidos  à  uno  solo.  Hubo  muchos  al- 
mirantes que  solo  gozaron  lo  honorífico  del  empleo ,  y  el 
,último  fué  don  Juan  Tomas  Enrique  de  Cabrera ,  que  falleció 
el  dia  20  de  junio  de  1705. 

Restableció  esta  dignidad  Felipe  V  en  favor  de  su  hijo  el 
infante  don  Felipe  :  mas  no  pudiendo  este  desempeñarla  por 
hallarse  ausente  en  los  estados  de  Parma ,  Plasencia  y  Goas- 
tala,  declaró  Fernando  VI  que  dejaba  de  proveerla  por  en- 
tonces; y  permaneció  suspensa  efectivamente  hasta  que  en 
real  cédula  de  7  de  febrero  de  1807  se  sirvió  conferirla 
Carlos  IV  á  don  Manuel  de  Godoy,  príncipe  de  la  paz.  No  es- 
tuvo en  pié  por  espacio  de  mucho  tiempo  ;  pero  Fernando  VII 
volvió  á  resucitarla  en  decreto  de  25  de  julio  de  1814  á  favor 
de  su  tio  el  infante  don  Antonio  ;  y  por  fin  mediante  otro 
decreto  de  22  de  diciembre  de  1818  tuvo  á  bien  suprimirla. 
Véase  Almirantazgo. 

ALMIRANTE.  El  que  manda  la  armada,  escuadra  ó 
flota  después  del  capitán  general. 

ALMOCATRACIA.  Cierto  derecho  ó  impuesto  que  se 
pagaba  antiguamente  por  los  tejidos  de  lana  que  se  fabri- 
caban y  vendían  en  el  reino ,  los  cuales  se  marcaban  luego 
con  un  sello  que  servia  de  prueba  y  señal  del  pago.  Los  reyes 
solían  hacer  merced  de  la  almocatracia  de  algunos  pueblos 
á  las  personas  que  les  habían  prestado  servicios  distinguidos, 
como  es  de  ver  por  un  privilegio  del  rey  don  Enrique,  en  que 
se  concede  á  Pedro  Ruiz  de  Torres  la  almocatracia  de  Jaén 
por  la  defensa  que  habia  hecho  de  esta  ciudad. 

ALMOCEDA.  En  algunas  partes  el  derecho  de  riego 
durante  cierto  número  de  dias  que  se  conceden  para  algún 
término  ó  distrito. 

ALMOJARIFAZGO.  Cierto  derecho  que  se  pagaba  de 
los  géneros  ó  mercaderías  que  salen  para  fuera  del  reino ,  y 
de  los  que  vienen  á  él  por  mar  ó  tierra,  como  también  de  los 
géneros  y  frutos  propios  y  estraños  que  se  comercian  de  un 
punto  á  otro  en  lo  interior.  Es  voz  arábiga  que  significa  lo 
mismo  que  la  latina porlorium,  esto  es,  derecho  de  puerto. 
Los  moros  cobraban  con  este  nombre  en  los  puertos  de  An- 
dalucía un  derecho  igual  al  que  los  reyes  exigían  en  Castilla 
con  el  de  puertos.  Conquistada  Sevilla ,  dejó  en  ella  san  Fer- 
nando este  derecho,  que  continuó  bajo  Alfonso X,  reducido 
á  la  octava  parte  del  precio  de  los  géneros  que  entraban  y 
salían  en  los  puertos.  Se  adoptó  despues  esta  palabra  en  otras 
partes  ;  y  por  fin ,  arreglados  los  aranceles  de  aduanas ,  se 
refundió  en  los  derechos  señalados  en  ellos  el  de  almojari- 
fazgo ,  que  por  lo  mismo  quedó  suprimido. 

ALMOJARIFE.  En  lo  antiguo  se  llamaba  así  el  per- 
ceptor de  los  derechos  de  entrada  y  salida  de  las  merca- 
derías que  se  importan  ó  esportan  por  mar  ó  tierra;  y  mas 
generalmente  el  oficial  ó  ministro  real  que  cuidaba  de  recau- 
dar las  rentas  y  derechos  del  rey,  y  tenia  en  su  poder  el  pro- 
ducto de  ellos  como  tesorero. 

ALMONEDA.  La  venta  pública  de  muebles  que  se  hace 
con  intervención  de  la  justicia ,  adjudicándolos  al  que  ofrece 
mayor  precio.  También  se  llama  así  la  venta  particular  y 
voluntaria  de  alhajas  y  trastos  que  se  hace  sin  intervención 
de  la  justicia.  Véase  Subasta.  —  Antiguamente  no  era  otra 
cosa  que  el  mercado  ó  venta  que  se  hacia  de  las  cosas  y  des- 
pojos ganados  al  enemigo  en  la  guerra  :  poníanse  al  rededor 
de  una  lanza  todas  las  alhajas  de  la  presa  ó  bolín ,  se  tasaban 
por  peritos  en  su  justo  valor,  y  se  adjudicaban  al  que  daba 
mayor  suma ,  la  cual  se  repartía  entre  los  que  habían  con- 
currido á  la  ocupación  de  aquellas  ;  ley  32 ,  til.  26,  Part.  2. 

ALMOTACÉN.  El  fiel  ó  inspector  que  tiene  á  su  cargo 
euidar  de  la  buena  calidad  de  los  comestibles ,  y  de  la  legi- 
timidad y  exactitud  de  los  pesos  y  medidas ,  con  facultad  de 
enmendarlos  y  castigar  á  los  contraventores. 


ALMOTACENAZGO.  El  oficio  de  almotacén  ,que  des- 
empeña regularmente  uno  de  los  regidores  por  meses  ó  se- 
manas, según  fuere  costumbre. 

ALODIAL.  Se  llaman  alodiales  los  bienes  libres  y  esen- 
tos  de  toda  carga  y  derecho  señorial. 

ALODIO.  Heredad  independiente  y  libre  de  cargas  y  de- 
rechos señoriales. 

ALOGAMIENTQ,  aloguer  v  aloguero.  Voces  an- 
ticuadas que  se  derivan  de  la  latina  locatio,y  significan 
arrendamiento  ó  alquiler.  Todavia  se  usan  en  algunas  par- 
tes, especialmente  entre  jornaleros  del  campo  y  los  que  al- 
quilan bestias  para  trabajar  á  jornal.  Se  dice  que  se  aloga  d 
que  arrienda  sus  obras  ó  el  trabajo  de  sus  brazos  á  otro  :  se 
dice  que  aloga  un  animal  el  que  le  alquila  ó  presta  por  cier- 
to tanto  para  algún  objeto  determinado. 

ALOJAMIENTO.  En  la  milicia  es  el  lugar  donde  se 
hospedan  ó  aposentan  los  individuos  del  ejército  :  —  el  de- 
recho que  estos  tienen  de  hospedarse  en  las  casas  de  los  pue- 
blos por  donde  transitan  ;  —  y  la  obligación  en  que  están 
los  vecinos  de  hospedarlos  ó  admitirlos  en  sus  casas.  Puede 
considerarse  pues  el  alojamiento  como  derecho  y  como  car- 
ga :  considerado  como  derecho  se  llama  alojamiento  acuso; 
y  como  carga  ,  alojamiento  pasivo. 

Alojamiento  activo. 

Tienen  derecho  de  alojamiento  en  sus  marchas  los  oficia- 
les ,  soldados  ,  ministros  y  dependientes  del  ejército  y  sus 
familias;  ley  16,  lit.  19,  lib.  6,  Nov.  Rec:  —  todo  oficial, 
sargento,  cabo  ó  soldado  que  vaya  en  comisión  del  servicio, 
aunque  sea  sin  partida  ,  espresándolo  el  pasaporte  ;  pero  no 
el  que  usare  de  licencia  para  sus  negocios;  leyes  14y  28, 
d.  til.  19  :  —  los  que  obtienen  licencia  por  estropeados  para 
retirarse  á  sus  casas ,  y  los  que  la  trajeren  absoluta  para  de- 
jar el  servicio ,  pero  con  limitación  de  dias ,  según  la  distan- 
cia que  hubiere  de  los  ejércitos  y  cuarteles  á  los  lugares 
adonde  se  retiran;  ley  14,  d.  lit.  19  :  — los  matriculados  de 
marina,  cuando  van  á  servir  ó  se  retiran  despedidos  á  sus 
casas;  nota  3  de  la  ley  23,  d.  tít.  19. 

Nadie  goza  de  alojamiento  fuera  del  itinerario  ó  ruta  que 
le  señala  su  pasaporte;  ley  15,  art.  2'J,  d.  lit.  19. 

Está  mandado  que  cese  el  abuso  de  gracias  indebidas  de 
alojamientos  en  los  pasaportes ,  bajo  estrecha  responsabili- 
dad de  los  que  los  concediesen  á  otras  personas  que  las  que 
deban  disfrutarlos  según  ordenanza  espresa ,  y  en  el  único 
caso  de  emplearse  en  el  real  servicio  ;  real  decreto  de  30  cíe 
mayo  de  1817  ,  art.  60. 

Alojamiento  pasivo. 

Están  sujetos  al  gravamen  de  alojamientos  todos  los  veci- 
nos de  los  pueblos  ;  pero  por  las  leyes  recopiladas  se  halla- 
ban esentos  los  de  las  clases  siguientes  : 

Io.  Los  empleados  de  la  real  servidumbre  cerca  de  la  per- 
sona de  S.  M.,  con  respecto  á  la  casa  que  tuvieren,  aunque 
solo  esté  habitada  por  sus  criados,  señalando  laque  deba 
ser,  si  tuvieren  muchas;  real  orden  de  16  cíe  enero  de  1804 
(nota  6,  ley  12,  tít.  19,  lib.  6,  Nov.  Rec). 

2o.  Los  que  sirven  en  el  ejército  y  armada,  con  respecto 
igualmente  á  la  casa  que  tengan  habitada  por  sus  criados  y 
dependientes ,  señalando  la  que  deba  ser  si  fueren  muchas 
las  que  disfrutaren  con  dicha  circunstancia  ;  d.  real  orden  de 
16  de  enero  de  1804  (nota  6,  ley  12,  tít.  19,  lib.  6,  Nov. 
Rec.). 

3o.  Los  que  gozan  fuero  militar  ó  de  marina,  á  no  ser  que 
se  empleen  en  tratos  y  comercios  públicos  que  no  sean  de 
géneros  y  frutos  de  sus  propias  cosechas;  leyes  2 ,  12  y  14  , 
tít.  4,  ley  8,  lit.  7,  y  ñolas  1,  3  y  5,  tít.  19,  lib.  6,  Nov.  Rec. 
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h°.  Los  empleados  en  la  administración  y  resguardo  de 
rentas  reales  ;  ley  7,  lit.  9  ,  ley  23  ,  til.  18  ,  y  nota,  4  de  la 
ley  12,  tít.  19,  lib.  6,  Nov.  Rec. 

b°.  Los  empleados  en  la  fabricación  de  salitre  y  pólvora  ; 
cédulas  de  19  de  agosto  de  1766,  y  16  de  enero  de  1791 
(leyes  11  y  12,  til.  9,  lib.  6,  Nov.  Rec.). 

6o.  Los  empleados  de  correos ,  en  el  concepto  de  que  las 
casas  de  la  administración  no  deben  ocuparse  ni  aun  en  los 
casos  de  urgencia  y  necesidad  ;  ley  7 ,  cap.  1 ,  arts.  S  y  9,  y 
nota  b,  tít.  13,  lib.  3,  Nov.  Rec. 

7o.  Los  tribunales,  ministros  y  dependientes  empleados  en 
la  administración  y  recaudación  de  las  tres  gracias  de  Cru- 
zada ,  Subsidio  y  Excusado;  decr.  de  19  de  octubre  de  1745 
(ley  22,  lit.  18,  lib.  6,  Nov.  Rec.  ). 

8o.  Los  vecinos  ,  dependientes ,  trabajadores  y  residentes 
en  la  villa  de  Almadén;  declar.  de  21  de  julio  de  1792  (nota 
8,  tit.  iS,lib.  6,  Nov.  Rec). 

9o.  Los  criadores  de  yeguas  ;céd.  de  8  de  setiembre  de  1789, 
y  circ.  de  28  de  febrero  de  1798  (ley  9  ,  art.  9  y  nota  7 ,  y 
ley  H,  art.  3,  tít.  29,  lib.  7,  Nov.  Rec.). 

10.  Los  recien  casados  en  los  cuatro  primeros  años  de  su 
casamiento;  pragmát.  de  11  de  febr.  de  1625  (ley  7 ,  til.  2  , 
lib  10,  Nov.  Rec). 

11.  Los  que  tuvieren  seis  hijos  varones  vivos,  aunque 
llegare  á  faltar  alguno  de  ellos;  cédulas  de  11  de  febrero  de 
i  625 ,  y  27  de  agosto  de  1782  (  leyes  7  y  8  ,  tít.  2  ,  lib.  10 , 
Nov.  Rec). 

12.  Los  nobles,  à  no  ser  que  se  empleen  en  tratos  y  co- 
mercios públicos  que  no  sean  de  géneros  y  frutos  de  sus  pro- 
pias cosechas;  real  arden  de  22  de  mayo  de  1733  (nota  1, 
tít.  19,  lib.  6,  Nov.  Rec). 

13.  Todas  las  viudas,  así  del  estado  general  como  del  no- 
ble; real  orden  de  13  de  marzo  de  1756  (ñola  2  á  la  ley  12, 
lit.  19*  lib.  6,  Nov.  Rec). 

Ui.  Los  eclesiásticos;  ley  5,  tít.  9,  lib.  1,  Nov.  Rec. 

Estas  escepciones  han  sufrido  varias  alteraciones  y  vicisi- 
tudes por  órdenes  posteriores  á  la  Novísima  Recopilación. 
Las  Cortes  las  abolieron  en  el  año  de  1813  :  á  consulta  del 
consejo  de  Castilla  fueron  restablecidas  por  circular  de  19  de 
agosto  de  181.')  :  volviéronse  á  suprimir  en  reales  órdenes 
de  22  de  enero  y  28  de  octubre  de  1816  :  renacieron  otra 
vez  mediante  real  cédula  de  18  de  diciembre  de  1816,  en 
que  se  mandaron  guardar  á  los  oficiales  y  criados  de  la  casa 
real ,  á  los  recien  casados  y  padres  de  seis  hijos  varones,  á 
las  viudas ,  á  los  jefes  de  todos  los  ramos  de  la  real  hacienda 
que  tuvieren  la  oficina  de  esta  en  su  casa ,  á  los  empleados 
de  correos,  á  las  dependientes  de  Cruzada  y  fuero  acadé- 
mico, á  los  síndicos  del  orden  de  san  Francisco,  á  los  no- 
bles, á  los  que  gozan  fueron  militar  y  de  marina,  y  á  los  ecle- 
siásticos ;  pero  á  consulta  del  supremo  consejo  de  la  guerra 
se  suspendieron  los  efectos  de  esta  cédula  de  18  de  diciembre 
por  real  orden  de  27  de  enero  de  1817,  disponiéndose  en  ella 
que  continuase  el  servicio  de  alojamientos  como  se  hallaba  al 
tiempo  Je  la  publicación  de  dicha  cédula,  es  decir,  sin  escep- 
ciones. Por  finen  real  orden  de  10  de  noviembre  del  referido 
año  do  1817  se  ordenó  que  solo  quedasen  esceptuados  del  alo- 
jamiento material  los  reverendos  obispos  y  los  párrocos  ;  y 
esta  real  orden  ha  sido  confirmada  por  otra  de  26  de  enero 
de  183b.  Véase  al  fin  de  este  artículo  la  resolución  de  las 
Cortes  de  17  de  marzo  de  1857  y  otras  órdenes  posteriores. 

Por  estas  resoluciones ,  y  otras  que  se  omiten ,  se  echa  de 
ver  la  perpetua  lucha  que  ha  habido  entre  el  consejo  de  Cas- 
tilla y  el  de  la  guerra.  Promovedor  incansable  de  los  privi- 
legios ,  ha  tratado  aquel  siempre  de  establecerlos ,  sostener- 
los y  restaurarlos;  y  mas  amigo  este  déla  igualdad,  ha  procu- 
rado destruirlos.  El  consejo  de  la  guerra  tenia  mucha  razón. 
Como  los  vecinos  mas  acomodados  de  los  pueblos  eran 
precisamente  los  que  gozaban  esenciones  de  cargas  conce- 


jiles, recaía  necesariamente  el  gravamen  de  alojamientos  só- 
brelos vecinos  quémenos  pueden  llevarle;  de  que  resultaban 
á  un  mismo  tiempo  dos  grandísimos  daños,  como  decia 
Felipe  V  en  decretos  de  26  de  mayo  de  1728  y  12  de  febrero 
de  17/(3  (ley 81, tít.  18,  lib.  6,  Nov.  ñec.):eí  uno  alas  tro- 
pas ,  que  en  lugar  del  descanso  y  alivio  que  debían  gozar  en 
el  alojamiento  encontraban  necesidades  que  las  añigian  ;  y 
el  otro  mas  principal ,  que  no  pudiendo  los  vecinos  pobres 
sobrellevar  solos  tan  pesadas  cargas ,  se  veian  precisados  á 
desamparar  sus  casas  y  lugares ,  metiéndose  á  méndigos. 

Estension  del  gravamen  de  alojaíniento. 

Según  disposición  de  Felipe  V  de  2  de  setiembre  de  1704 
(ley  8,  lit.  19,  lib.  6,  Nou.  Rec.) ,  debia  el  patron  de  la  cash 
donde  se  alojaren  soldados  de  las  tropas  transeúntes  por  los 
pueblos ,  asistirles  con  pimienta,  vinagre  ,  sal  y  fuego ,  ó  en 
su  lugar  dar  un  real  de  plata  al  soldado  de  caballería  y  doce 
cuartos  al  de  infantería  para  que  se  comprasen  dichos  artí- 
eulos ,  quedando  á  elección  y  arbitrio  del  mismo  patron  el 
dar  uno  ú  otro. 

Por  otra  resolución  del  mismo  don  Felipe  de  31'de  diciem- 
bre de  170b  (ley  9,  tít.  19 ,  lib.  6,  Nov.  Rec.  )  se  ordenó 
que  los  vecinos  de  los  lugares,  en  cuyas  casas  fuese  acuarte- 
lada gente  de  guerra  ,  no  tuviesen  mas  obligación  que  la 
ordinaria  del  suministro  de  cama,  luz,  leña,  aceite,  vinagre, 
sal  y  pimienta;  y  que  en  caso  de  querer  algunos  vecinos 
eximirse  de  pagar  en  especie  la  dicha  leña,  luz,  aceite,  vi- 
nagre ,  sal  y  pimienta  á  los  oficiales  ó  soldados  alojados'en 
sus  casas ,  no  estuviesen  obligados  á  dar  al  dia  mas  que  un 
real  de  vellón  por  cada  plaza  de  soldado  de  infantería,  y 
dos  por  cada  una  de  los  de  caballería ,  teniendo  entendido 
las  justicias  y  vecinos  que  al  coronel  no  se  debían  dar  mas 
que  doce  plazas ,  nueve  al  teniente  coronel ,  ocho  al  sargento 
mayor  ,  seis  al  capitán ,  cuatro  al  ayudante  y  teniente ,  tres 
al  alférez,  y  dos  al  sargento  ó  mariscal  de  logis. 

La  ordenanza  del  ejército  (trat.  6,  lit.  Il,  art.  2  )  dice  que 
en  el  alojamiento  debe  entenderse  la  obligación  de  proveer 
una  cama  para  cada  dos  soldados,  compuesta  de  jergón  ó 
colchón  ,  cabezal,  manta  y  dos  sábanas,  y  para  los  sargen- 
tos colchón  precisamente ,  luz,  sal ,  aceite  ,  vinagre  y  leña  , 
ó  lugar  á  la  lumbre  para  guisar. 

Donde  hubiere  cuarteles  ,  debe  alojarse  en  ellos  la  tropa  ; 
y  en  el  caso  de  ser  preciso  alojar  oficiales  en  las  casas  de  los 
vecinos  contiguos  á  ellos ,  se  ha  de  destinar  á  cada  uno  el 
aposento  que  según  su  grado  le  corresponda ,  atendiendo 
con  preferencia  á  la  comodidad  del  dueño  y  su  familia  ,  y 
procurando  que  haya  en  esta  y  el  oficial  la  posible  indepen- 
dencia; ordenanza  de  intendentes  de  13  de  octubre  de  1749 
(ley  21,  lit.  19,  lib.  6,  Nov.  Rec). 

El  alojamiento  que  se  dé  á  los  oficiales  del  ejército  en  sus 
marchas ,  no  ha  de  esceder  de  tres  dias  en  cada  pueblo  (1)  ; 
real  orden  de  2b  de  octubre  de  1787  (ley  27,  lit.  19,  lib.  6, 
Nov.  Rec). 

Esta  misma  real  órdsn  de  2b  de  octubre  de  1787  dispone 
que  à  cada  vecino  que  sufra  la  carga  de  alojamiento ,  se  lo 
abonen  tres  reales  diarios  por  el  de  un  brigadier  ó  coronel 
efectivo ,  sea  solo  ó  con  familia  ;  dos  reales  por  el  de  un  co- 
ronel graduado  ó  teniente  coronel  efectivo  ;  real  y  medio  por 
el  de  teniente  coronel  graduado  ó  capitán  efectivo;  un  real 
por  el  de  un  capitán  graduado,  teniente  ,  subteniente ,  cape- 
llán y  cirujano  ;  diez  y  seis  maravedís  por  cada  plaza  de 
caballería ,  y  doce  por  la  de  infantería ,  debiendo  pagarse 

(l)  Toda  fuerza  que  subsista  en  cualquier  punto  menos  tiempo 
que  el  de  un  mes  se  considera  como  destacada  en  comisión  del 
servicio  personal ,  y  no  de  guarnición ,  y  por  consiguiente  coa 
derecho  al  alojamiento.  Rl.  órd,  de  6  de  agosto  de  1843. 
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por  las  respectivas  tesorerías  de  ejército ,  y  comprenderse 
todo  en  los  presupuestos  y  repartimientos  generales  de  la 
contribución  de  utensilios  que  se  hacen  anualmente;  pero 
esta  disposición  no  parece  se  halla  en  observancia  ,  á  pesar 
de  que  en  real  decreto  de  30  de  mayo  de  1817 ,  artículo  57 , 
se  previene  que  solamente  se  dará  alojamiento  cuando  no 
pueda  evitarse ,  haciéndose  el  correspondiente  abonq. 

Generalmente  hablando ,  en  tiempos  ordinarios  no  debe 
haber  alojamientos  permanentes;  y  prescindiendo  de  las 
marchas,  deben  los  oficiales  alquilar  por  su  cuenta  las  casas 
que  necesiten  ;  real  orden  de  h  de  setiembre  de  1817.  Mas 
como  sucede  á  veces  que  los  oficiales  no  perciben  sus  pagas 
sino  con  mucho  atraso  ,  suele  darse  entonces  alojamiento  á 
los  de  la  guarnición  en  las  casas  de  los  vecinos ,  no  habiendo 
aposentos  en  los  cuarteles  ;  y  por  hacer  mas  llevadera  esta 
carga  al  vecindario ,  acostumbran  en  tal  casólos  ayunta- 
mientos de  algunos  pueblos  subrogarlas  por  cierta  refacción 
ó  cantidad  pecuniaria  que  abonan  á  los  militares  según  su 
respectiva  graduación ,  imponiendo  al  efecto  algún  corto 
tributo  sobre  artículos  de  consumo  ordinario ,  ó  bien  repar- 
tiendo proporcionalmente  entre  los  vecinos  la  suma  nece- 
saria para  cubrirla.  Donde  se  halla  establecido  este  método, 
todos  los  vecinos  absolutamente ,  sin  escepcion  alguna  ,  es- 
tán obligados  á  contribuir  con  lo  que  les  correspondiere  para 
pagar  el  equivalente  de  alojamiento  ;  de  manera  qui  ni  aun 
pueden  escusarse  de  este  servicio  pecuniario  los  RR.  obispos 
ni  los  curas  párrocos ,  aunque  son  los  únicos  que  están 
esentos  del  alojamiento  material  en  los  palacios  y  casas  de 
su  morada  ;  real  orden  de  29  de  diciembre  de  1829. 

Por  el  artículo  3,  trat.  6,  tít.  14  de  las  ordenanzas  mili- 
tares ,  se  prevenía  que  los  alojamientos  se  repartiesen  en  las 
casas  de  la  clase  del  estado  llano ,  y  no  bastando ,  se  comple- 
tasen con  las  de  los  escep,tuados ,  y  después  con  las  de  tos 
hijosdalgo ,  y  que  si  ni  unas  ni  otras  alcanzaren ,  pasasen  las 
justicias  su  oficio  à  los  eclesiásticos,  para  que  admitiesen  en 
las  suyas  el  alojamiento ,  siempre  que  las  habitasen  como 
dueños ,  pues  estando  con  padre  ó  pariente  obligado  á  este 
servicio ,  no  servia  de  esencion  el  domicilio  casual  del  ecle- 
siástico. Lo  mismo  se  dispone  con  corta  diferencia  en  la  ley 
10,  tít.  19,  lib.  6,  Nov.  Rec.  Pero  estando  mandado  recien- 
temente por  las  órdenes  arriba  citadas  que  no  gocen  de  pri- 
vilegio sino  los  palacios  de  los  obispos  y  las  casas  de  los 
párrocos  ,  es  claro  que  ya  no  ha  de  guardarse  en  el  repar- 
timiento de  alojamientos  el  orden  antiguo,  sino  que  las  jus- 
ticias deben  obrar  de  manera  que  esta  carga ,  como  cual- 
quiera otra ,  pese  indistintamente  con  igualdad  proporcional 
sobre  los  vecinos  de  todas  clases ,  cuidando  de  que  no  caiga 
siempre  sobre  los  mismos  individuos. 

Últimamente,  por  el  ministerio  de  la  gobernación  se  ha 
circulado  para  su  cumplimiento  con  fecha  de  19  de  marzo 
de  1837  la  resolución  de  las  Corles  que  con  fecha  de  17  del 
propio  mes  le  habian  pasado  los  diputados  secretarios  de  las 
mismas  ;  y  es  del  tenor  siguiente  : 

«  Las  Cortes  han  tomado  en  consideración  una  solicitud 
del  ayuntamiento  de  Mérida  ,  á  fin  de  que  se  declare  que  en 
el  servicio  de  alojamientos  no  debe  haber  esencion  alguna 
desde  que  jurada  la  Constitución  están  obligados  todos  los 
Españoles  á  concurrir  á  las  cargas  públicas  según  sus  facul- 
tades. En  su  vista,  examinadas  las  reales  órdenes  de  15  de 
abril  de  1816,  de  13  de  febrero  de  1817,  de  10  de  noviembre 
del  mismo ,  y  la  de  21  de  enero  de  1819,  han  tenido  á  bien 
resolver,  que  si  en  un  gobierno  absoluto  se  habian  reducido 
las  esenciones  de  alojamientos  á  solos  los  obispos  y  párrocos , 
despues  que  se  há  proclamado  un  gobierno  nacional  debe 
desaparecer  también  esta  esencion ,  sin  dar  entrada  á  la  de 
los  militares  retirados ,  que  es  de  la  que  se  queja  el  ayunta- 
miento de  Mérida.  » 

Por  real  orden  de  13  de  mayo  1837  se  suponen  vigentes 


y  se  manda  cumplir  las  de  29  de  mayo  de  1855  y  25  de 
mayo  de  1856,  en  que  se  esceptúa  del  alojamiento  material 
á  los  empleados  que  manejan  caudales  ó  efectos  de  la  ha- 
cienda pública ,  aunque  con  la  modificación  de  que  hayan  de 
Buscar  á  sus  alojados  otro  alojamiento  de  cuenta  suya  ó 
pagarlo  en  metálico  cuando  no  csceda  de  tres  dias ,  pues  si 
fuere  por  mas  se  entenderá  absoluta  la  esencion. 

-j-  Reputados  como  militares  en  activo  servicio  los  alumnos 
déla  academia  especial  de  ingenieros  del  ejército,  no  están 
sujetas  al  alojamiento  las  casas  propias  ó  en  arrendamiento 
que  habiten.  Rl.  órd.  de  8  de  junio  de  1841. 

ALQUILADOR.  El  que  da  á  otro  una  cosa  por  cierta 
cantidad  para  que  use  de  ella  por  el  tiempo  en  que  se  con- 
vienen. Comunmente  se  dice  alquilador  el  que  da  una  cosa 
mueble  ó  semoviente,  como  un  tonel,  un  caballo,  un  coche; 
mas  cuando  se  trata  de  cosas  inmuebles ,  como  de  una  here- 
dad, una  casa,  entonces  se  llama  propiamente  arrendador  ; 
bien  que  el  de  la  casa  suele  tomar  indiferentemente  cual- 
quiera de  los  dos  nombres  (1). 

El  alquilador  de  una  cosa  debe  :  Io.  entregarla  al  otro 
contrayente  en  el  estado  conveniente  al  uso  para  el  cual  la 
alquila  ,  tomando  á  su  cargo  los  gastos  necesarios  para  lograr 
este  objeto  :  2o.  mantenerle  en  el  disfrute  de  ella-  hasta  la 
conclusion  del  tiempo  prefijado  en  la  convención ,  á  no  ser 
que  el  otro  use  mal  de  ella  empeorándola ,  ó  no  pague  el 
precio  á  su  tiempo  :  5o.  satisfacerle  todos  los  perjuicios  y 
aun  las  ganancias  que  pudiera  haber  hecho  con  ella,  en  el 
caso  de  que  se  le  impida  su  uso  por  culpa  del  mismo  alqui- 
lador :  4°.  pagar  igualmente  los  perjuicios  que  por  vicio  ó 
mal  estado  de  la  cosa  alquilada  se  siguieren  al  que  la  tomó 
en  alquiler,  como  por  ejemplo  si  habiéndose  tomado  toneles 
ú  otros  vasos  para  vino  ó  aceite,  metidos  ahí  estos  líquidos 
se  perdieren  ó  tomaren  mal  sabor,  aunque  ignorase  el  alqui- 
lador tales  defectos.  Leyes  5,  6,  14y2I,  tít.  8,  Part.  5. 

En  cambio  de  las  sobredichas  obligaciones  tiene  derecho 
el  alquilador  á  exigir  de  la  persona  á  quien  da  la  cosa  en  al- 
quiler :  Io.  que  le  pague  el  precio  al  tiempo  convenido  ó 
acostumbrado  :  2o.  que  le  vuelva  la  cosa  alquilada  concluido 
el  tiempo  del  alquiler,  bajo  la  pena  de  pagar  el  precio  do- 
blado en  caso  de  rebeldía  ,  bien  que  no  está  en  uso  esta 
pena  :  3o.  que  cuide  de  la  cosa  alquilada  como  si  fuese  pro- 
pia :  k°.  que  le  indemnice  de  todos  los  perjuicios  que  esperi- 
mente  la  cosa  por  emplearla  fuera  de  su  uso  ó  por  cualquiera 
otra  culpa.  Leyes  4,  7  y  18 ,  tít.  8,  Part.  5.  Véase  Arren- 
dador, Arrendatario  é  lnquilino. 

ALQUILAR.  Dar  ó  tomar  alguna  cosa  por  cierta  canti- 
dad para  usar  de  ella  por  el  tiempo  convenido.  Alquilar  es 
voz  arábiga,  que  viene  del  verbo  querige.  Pueden  alquilarse 
todas  aquellas  cosas  cuyo  uso  puede  trasferirse  á  otro ,  y 
también  el  trabajo  mecánico  de  las  personas,  ley  3,  lit.  8, 
Part.  5  ;  pero  la  voz  alquilar  se  dice  regularmente  de  las 
cosas  muebles,  y  aun  de  los  edificios.  Véase  Arrendar. 

ALQUILARSE.  Ajustarse  uno  á  servir  à  otro  por  cierto 
tiempo  mediante  un  estipendio  ó  precio  convenido.  El  quo 
así  se  alquila  ó  ajusta  debe  emplear  el  tiempo  y  sus  facultades 
fielmente  según  el  modo  estipulado ,  y  resarcir  á  la  persona 
á  quien  ha  empeñado  sus  servicios ,  todos  los  perjuicios  quo 
le  causare  por  su  negligencia  ó  impericia;  ley  15,  tít.  8, 
Part.  5.  Véase  Doméstico ,  Jornalero  y  Pastor. 

ALQUÍLATE.  Cierto  derecho  que  se  pagaba  en  algunas 
partes  por  la  venta  de  las  propiedades  y  frutos. 

(1)  El  Dr.  Palacios  dice  anotando  esta  materia  en  la  Instituta 
de  Asso  :  «  Esta  voz  arrendador ,  que  acomodan  aquí  los  autores 
al  que  da  en  arrendamiento ,  se  aplica  también  en  las  leyes  (  tít.  8, 
Part.  5.  )  al  que  recibe  ó  toma  la  cosa  ;  y  si  atendemos  al  uso  co- 
mún del  dia  ,  mas  se  acomoda  á  este  que  no  á  aquel  ;  pero  hablando 
con  propiedad,  á  este  se  le  debe  llamar  arrendatario.  » 
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ALQUILER.  El  aclo  de  alquilar,  esto  es  ,  de  trasladar  á 
otro  temporalmente  el  uso  de  una  cosa  por  cierto  precio;  y 
también  el  precio  que  se  da  al  dueño  de  la  cosa  por  el  uso 
temporal  de  la  misma.  El  precio  de  las  obras  ó  trabajo  que 
uno  se  obliga  á  hacer  en  favor  de  otro  por  cierto  tiempo,  no 
se  suele  llamar  alquiler,  sino  salario,  jornal  ó  estipendio. 
Yéase  Arrendamiento.  $ 

ALQUILER  de  cosas.  Un  contrato  por  el  cual  una  de 
as  partes  se  obliga  á  hacer  disfrutar  á  la  otra  de  alguna  cosa 
durante  cierto  tiempo  por  un  precio  determinado  que  esta  se 
obliga  á  pagarle.  Véase  Arrendamicrñc . 

ALQUILER  de  obras  ó  trabajo.  Un  contrato  por  el 
cual  una  de  las  partes  se  obliga  á  hacer  alguna  cosa  en  bene- 
ficio de  la  otra  por  un  precio  ó  estipendio  convenido  entre 
ellas.  Véase  Arquitecto,  Artesano,  Doméstico,  Jornalero, 
Maestro,  Marinero,  Obrero  y  Porteador. 

ALTERNATIVA.  La  acción  ó  derecho  que  tiene  una 
persona  ó  comunidad  para  ejecutar  alguna  cosa  ó  gozar  de 
alguna  ventaja  alternando  con  otra,  como  en  la  provision  de 
beneficios,  en  el  goce  de  cátedras,  etc. 

ALUMBRADO.  El  conjunto  de  luces  que  alumbra  algún 
pueblo  ó  sitio. 

Por  bando  publicado  en  21  de  enero  de  1799  y  repetido 
en  5  de  diciembre  de  1801  (leyU-,  lit.  19,  ¡ib.  3,  Nov.  Rec.  ) 
se  ordena  con  respecto  á  Madrid ,  que  para  evitar  los  insultos 
y  torpezas  que  se  cometen  en  los  portales ,  quede  á  cargo  de 
los  vecinos  el  mantener  luz  en  ellos  desde  el  anochecer  hasta 
la  hora  de  cerrar  las  puertas ,  alternando  en  este  cuidado  ; 
bajo  la  multa  á  los  contraventores,  de  cualesquiera  clase  y 
fuero  que  sean  ,  de  seis  ducados  con  aplicación  á  los  pobres 
de  la  cárcel  y  denunciadores  por  mitad. 

ALUVIÓN.  Uno  de  los  modos  de  adquirir  la  propiedad 
de  las  cosas  por  derecho  de  accesión ,  y  no  es  otra  cosa  que 
el  aumento  de  terreno  que  el  rio  va  incorporando  insensible 
y  paulatinamente  á  los  campos  que  hay  en  su  orilla  :  Alluvio 
est  incremenlum  latens;  per  alluvionem  antera  id  videtur 
adjici,  quod  ita  paulalim  adjicilur,  ut  non  possil  intelligi 
quantum  quoquo  lemporis  momento  adjiclalur.  Esta  tierra, 
á  medida  que  el  rio  la  trae  y  la  une  á  mi  campo ,  se  hace 
parto  de  mi  campo ,  con  el  cual  viene  á  formar  un  todo ,  y  yo 
por  consiguiente  adquiero  su  dominio  por  derecho  de  ac- 
cesión ,  vi  acpotestate  rei  mees ,  sin  que  los  propietarios  de 
los  campos  de  donde  el  rio  ha  desprendido  la  tierra  para 
agregarla  al  mió ,  puedan  reclamarla  ni  pedir  su  valor  ;  por- 
que esta  operación  del  agua  se  hace  de  un  modo  impercep- 
tible ,  y  no  es  fácil  saber  cuánto  se  quita  á  cada  címpo  ni 
cuánto  se  aumenta  al  mió  de  lo  que  á  los  otros  falta.  Quod 
per  alluvionem  agro  nostro  flamen  adjecit,  dice  Cayo,  jure 
(jentiumnobis  acquirüur.  «  Todo  quanto  los  rios ,  dice  la  ley 
26,  tít.  28,  Part.  5,  tuellen  á  los  homes  poco  á  poco  de  ma- 
nera que  non  pueden  entender  la  quantidat  dello  porque  lo 
non  llevan  ayuntadamente ,  lo  ganan  los  señores  de  aquellas 
heredades  á  quien  lo  ayuntan ,  et  los  otros  á  quien  lo  tuellen 
non  han  en  ello  que  veer.  » 

Otra  cosa  será  si  el  rio  arrebata  de  una  vez,  uno  ímpetu, 
y  agrega  á  mi  campo  alguna  porción  considerable  del  campo 
de  mi  vecino  con  árboles  ó  sin  ellos  ;  pues  pudiendo  cono- 
cerse y  distinguirse  fácilmente  esta  porción ,  conservará  en 
ella  mi  vecino  el  derecho  de  propiedad  que  tenia  antes  que 
se  separase  del  resto  de  su  campo  :  Si  vis  fluminis  parlera 
aliquam  ex  tuo  delraxit,  ut  meo  prœdio  allulerit ,  palam  est 
eam  luam  permanere,  como  dice  Cayo.  Pero  si  esta  porción 
desprendida  de  tu  campo  se  ha  unido  al  mió  con  el  tiempo 
de  modo  que  ya  parece  no  forman  sino  un  solo  campo  y  los 
árboles  han  echado  raices,  gano  su  dominio  por  derecho  de 
accesión ,  bien  que  debo  pagarte  el  menoscabo  que  recibiste 
según  albedrío  de  peritos  :  Plané,  añade  Cayo,  si  longiore 
tempore  fundo  meo  hœserit ,  arboresque  quas  secum  traxcrit 


in  fundum  meum  radices  egerinl ,  ex  co  tempore  videtur  fundo 
meo  acquisita. 

Los  aluviones  que  el  mar  añade  á  las  heredades  sitas  en 
sus  orillas,  pertenecen  también  por  derecho  de  accesión  á 
los  propietarios  de  dichas  heredades,  quienes  pueden  hacer 
diques  para  conservarlos.  Véase  Accesión  natural^  Avulsion. 

ALZADA.  Antiguamente  se  llamaba  así  la  apelación; 
y  así  dar  alzada  era  otorgar  la  apelación. 

ALZADO.  En  el  comercio ,  el  que  quiebra  maliciosa- 
mente ocultando  sus  bienes  para  defraudar  á  sus  acreedores. 

El  alzado,  aunque  no  se  ausente  ni  se  esconda,  debe  ser 
castigado  como  ladrón  público  :  —  queda  inhábil  perpetua- 
mente para  ejercer  el  oficio  de  mercader,  cambiador  y  factor, 
bajo  las  penas  en  que  incurren  los  que  usan  de  oficios  pú- 
blicos sin  tener  autorización  para  ello ,  y  bajo  la  de  perdi- 
miento de  todos  los  bienes  que  tuviere  para  el  fisco  :  no 
puede  hacer  válidamente  iguala  ,  avenencia,  transacción  ni 
otro  concierto  con  sus  acreedores  ni  con  otras  personas  en 
perjuicio  de  aquellos  ;  y  no  goza  del  privilegio  de  la  hidal- 
guía para  escusarse  de  la  pena  de  su  delito  ni  para  otra  cosa  ; 
leyes  1,  2,  3  y  h,  lit.  52,  lib.  II,  Nov.  Ree.  Tampoco  es  ad- 
mitido á  hacer  cesión  de  bienes;  ley  U,  tít.  15,  Part.  S. 

Según  el  código  de  comercio  los  cómplices  del  alzado  de- 
ben ser  condenados  civilmente  :  Io.  —  á  perder  cualquiera 
derecho  que  tengan  en  la  masa  de  la  quiebra  en  que  sean 
declarados  cómplices  :  —  2o.  á  reintegrar  á  la  misma  masa1 
los  bienes ,  derechos  y  acciones  sobre  cuya  sustracción  hu- 
biese recaído  su  complicidad  :  —  5o.  á  la  pena  del  doble 
tanto  de  la  sustracción ,  aun  cuando  no  se  llegase  á  verifi- 
car, aplicada  por  mitad  al  fisco  y  á  la  masa  de  la  quiebra. 
Ademas  quedan  sujetos  á  las  penas  que  prescriban  las  leyes 
criminales  contra  los  que  á  sabiendas  ausilien  la  sustracción 
de  bienes  del  alzado;  arts.  1011  y  1012,  Cód.  de  cora. 

Estas  penas  deben  ser  las  mismas  que  las  de  los  cómplices 
de  los  ladrones  públicos. 

Según  el  mismo  código  son  cómplices  del  alzamiento  : 

Io.  Los  que  habiéndose  confabulado  con  el  alzado  para 
suponer  crédito  contra  él ,  ó  aumentar  el  valor  de  los  que 
efectivamente  tengan  sobre  sus  bienes ,  sostengan  esta  supo- 
sición en  el  juicio  de  examen  y  calificación  de  los  créditos,  ó 
en  cualquiera  junta  de  los  acreedores  de  la  quiebra. 

2o.  Los  que  de  acuerdo  con  el  mismo  alzado  alterasen  la 
naturaleza  ó  fecha  del  crédito  para  anteponerse  en  la  gra- 
duación ,  con  perjuicio  de  otros  acreedores,  aun  cuando 
esto  se  verificase  antes  de  hacerse  la  declaración  de  quiebra. 

5o.  Los  que  de  ánimo  deliberado  hubiesen  ausiliado  al 
alzado  para  ocupar  ó  sustraer,  despues  que  cesó  en  sus  pa- 
gos ,  alguna  parte  de  sus  bienes  ó  créditos. 

tí0.  Los  que  siendo  tenedores  de  alguna  pertenencia  del 
alzado  al  tiempo  de  hacerse  notoria  la  declaración  de  quie- 
bra por  el  tribunal  que  de  ella  conozca ,  la  entregasen  á  este 
y  no  á  los  administradores  legítimos  de  la  masa ,  á  menos 
que  siendo  de  reino  ó  provincia  diferente  de  la  del  domicilio 
del  alzado ,  prueben  que  en  el  pueblo  de  su  residencia  no  so 
tenia  noticia  de  la  quiebra  ó  alzamiento.  —  Esta  escepcion 
no  será  admisible  con  respecto  à  los  que  habiten  la  misma 
provincia  que  el  quebrado. 

5o.  Todos  los  que  negaren  á  los  administradores  de  la 
quiebra  la  existencia  de  los  efectos  que  obrasen  en  su  poder 
pertenecientes  al  alzado. 

6o.  Los  que  después  de  j  ublicada  la  declaración  de  la 
quiebra  admitiesen  endosos  áú  alzado. 

7o.  Los  acreedores  legítimos  que  hiciesen  conciertos  pri- 
vados y  secretos  con  el  alzado,  en  perjuicio  y  fraude  de  la 
masa.  • 

8o.  Los  corredores  que  interviniesen  en  operación  alguna 
de  tráfico  ó  giro  que  hiciere  el  alzado.  Arts.  1010  y  1012, 
Cotí,  de  cora. 
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Los  rjue  simplemente  y  sin  cometer  fraude  alguno  en  per- 
juicio de  los  acreedores  del  alzado  le  facilitasen  medios  de 
evasión,  no  son  cómplices  del  alzamiento  ni  contraen  la  res- 
ponsabilidad civil;  pero  sí  incurrirán  en  las  penas  impuestas 
por  el  derecho  común  á  los  que  favorecen  á  sabiendas  la  fuga 
délos  criminales,  art.  1013,  Cocí,  decora. — Véase  Quebrado 
y  Quiebra.  @ 

ALZAMIENTO.  La  quiebra  maliciosa  que  hace  un  co- 
merciante ocultando  sus  bienes  para  no  pagar  á  sus  acreedo- 
íes  :  —  la  puja  que  se  hace  cuando  se.  remata  alguna  cosa  ; 
>-  y  el  levantamiento  ó  rebelión.  —  Véase  Alzado,  Puja  y 
Rebelión. 

ALZAR.  Quitar  ó  llevarse  alguna  cosa;  guardarla  ú 
ocultarla  ;  y  hablando  de  entredicho,  escomunion ,  destierro, 
fianza,  etc.,  es  levantarle  ó  quitarle. 

ALZAR  la  fuerza.  Oponerse  un  tribunal  secular  á  las 
violencias  ó  injusticias  de  los  tribunales  eclesiásticos.  Véase 
Recurso  de  fuerza. 

ALZARSE.  Levantarse,  sublevarse,  rebelarse  :  —  que- 
brar maliciosamente  los  mercaderes  y  negociantes,  ocultando 
ó  enajenando  sus  bienes  para  no  pagar  á  sus  acreedores  ;  — 
y  antiguamente  apelar. 

ALLANAMIENTO.  La  facultad  ó  permiso  dado  á  los 
ministros  de  justicia  para  entrar  en  alguna  casa,  iglesia  ú  otro 
edificio  :  y  el  mismo  acto  de  entrar  los  ministros  en  dichos 
lugares  con  objeto  de  hacer  algunaprision  ó  reconocimiento. 

Ningún  ministro  inferior  puede  por  sí  allanar  casa  alguna, 
no  llevando  auto  de  juez  que  espresamente  lo  mande;  nola9, 
tít.  50,  lib.  4,  Nov.  Rec. 

Cuando  los  alguaciles  y  escribanos  vayan  á  hacer  ejecu- 
ciones ó  sacar  prendas,  y  estuvieren  ausentes  los  deudores 
y  sus  casas  cerradas,  deben  dar  aviso  á  sus  jueces ,  dejando 
guarda  á  la  puerta,  para  que  manden  lo  que  se  ha  de  hacer; 
y  si  fuere  en  algunos  de  los  lugares  ó  aldeas  de  la  jurisdic- 
ción, deben  avisar  al  alcalde  del  pueblo,  y  en  su  defecto  á 
un  regidor,  y  no  hallándose  uno  ni  otro  á  dos  vecinos  hon- 
rados, que  concurran  á  ver  abrir  las  puertas,  y  asistan  ala 
formación  del  puntual  inventario  que  harán  ,  dejando  entre- 
gadas las  llaves  al  alcalde,  regidor  ó  vecinos,  bajo  pena  ar- 
bitraria en  caso  de  hacer  lo  contrario;  ley  11 ,  lit.  29,  lib. 
ii, Nov.  Rec. 

Como  antes  estaban  prohibidas  las  máscaras  en  tiempo 
de  carnaval ,  podían  los  alcaldes  de  corte  allanar  cualquier 
casa  de  persona  esenta ,  para  reconocer  las  que  estuviesen 
con  máscaras  y  disfraces,  y  apremiar  á  los  criados  y  familia 
para  que  depusieran  la  verdad;  ley  5,  til.  15,  lib.  12, 
Nov.  Rec.  Véase  Máscaras. 

Hecha  información  de  que  algún  clérigo  tiene  manceba 
pública  en  su  casa ,  puede  la  justicia  en  persona  ó  el  algua- 
cil con  su  mandamiento  allanar  la  casa  del  clérigo  para  bus- 
car y  prender  la  manceba  ;  ley  4,  lit.  26,  lib.  12,  Nov.  Rec. 
Véase  Amancebados. 

Constando  por  sumaria  información  que  en  las  casas  de 
particulares  se  contraviene  á  la  pragmática  de  juegos ,  pue- 
den los  jueces  allanarlas  para  hacer  el  reconocimiento  y 
aprehensión  real;  p-ero  para  hacerlo  en  lugares  públicos,  y 
en  tabernas,  figones,  botillerías  ,  cafés ,  mesas  de  trucos  y 
billar  y  otros  semejantes ,  basta  que  precedan  noticias  ó  fun- 
dados recelos  de  la  contravención;  ley  Ib,  tít.  23,  lib.  12, 
Nov.  Rec.  Véase  Juego. 

Las  casas  de  los  embajadores  no  pueden  allanarse  sin  su 
consentimiento,  pues  que  según  la  ley  5  ,  tít.  9,  lib.  5,  Nov. 
Rec,  solo  pueden  ejercer  su  oficio  los  ministros  de  justicia 
hasta  las  puertas  de  ellas.  Véase  Embajador. 

Según  real  orden  de  18  de  enero  de  1854 ,  no  puede  regis- 
trarse ni  allanarse  por  el  resguardo,  á  pretesto  de  buscar 
contrabando ,  ninguna  casa  ni  almacén  dentro  de  la  circun- 
ferencia de  las  murallas ,  casetas  de  resguardo  ó  cercas  de 


las  capitales  y  puertos  habilitados ,  á  escepcion  de  aquellos 
casos  en  que  el  seguimiento  de  una  causa  requiera  que  ss 
busque  el  cuerpo  del  delito,  ó  que  de  hecho  ss  persiga  el 
bulto  ó  género  desde  el  punto  por  donde  se  introdujo  ó  por 
hallarse  en  la  calle .      -  f 

ALLANAMIENTO.  El  acto  ae  penetrar  con  violencia 
manifiesta  en  casa  ó  edificio  ajeno.  Este  delito  se  castiga 
según  las  circunstancias  del  hecho  y  de  las  personas  y  el 
objeto  del  allanador.  Véase  Fuerza. 

ALLANAMIENTO.  El  acto  de  sujetarse  á  la  decisión 
judicial  ó  á  lo  tratado  en  alguna  convención. 

ALLANAR.  Facilitar  ó  permitir  á  los  ministros  de  jus- 
ticia que  entren  en  alguna  casa  ú  otro  edificio  para  hacer 
alguna  prisión  ó  reconocimiento  (l)  :  entrar  los  ministros  en 
dichos  lugares  con  el  indicado  objeto;  y  penetrar  cualquier 
particular  á  la  fuerza  en  casa  ó  edificio  ajeno.  Véase  Allana- 
miento. 

ALLANARSE.  Sujetarse  ó  rendirse  á  alguna  ley,  deci- 
sión ó  convenio  :  —  é  igualarse  el  que  es  de  clase  distinguida 
con  alguno  del  estado  llano,  renunciando  sus  privilegios. 

-J-  ALUMNOS.  Respecto  á  los  de  las  universidades  é  ins- 
titutos, puede  verse  el  reglamento- de  22  de  octubre  de  1843. 

f  ALUMNOS  pensionados.  Los  que  mantiene  el  gobierno 
en  Madrid  para  que  perfeccionándose  en  las  ciencias,  puedan 
dotar  los  institutos  de  profesores  idóneos.  —  Se  cuentan  ac- 
tualmente veinte,  divididos  en  tres  secciones  :  ocho  para  las 
matemáticas  y  la  física,  seis  para  la  química  ,  y  los  otros 
seis  para  la  historia  natural.  —  Sobre  la  duración  de  la  en- 
señanza de  estos  alumnos  y  susobligaciones,véase  el  arl.  127 
del  plan  de  estudios  de  17  de  setiembre  de  1845  ,  y  el  )'í.  dec. 
de  24  de  junio  de  1846. 

AM 

AMANCEBADOS.  El  hombre  y  la  mujer  que  tienen 
entre  sí  trato  ilícito  y  habitual.  —  Cualquier  hombre  que  se 
lleva  una  mujer  casada  y  la  tiene  públicamente  por  mance- 
ba, si  no  la  entrega  á  la  justicia  luego  quesea  requerido  por 
esta  ó  por  el  marido,  ademas  de  las  otras  penas  del  derecho, 
pierde  la  mitad  de  sus  bienes  á  favor  del  fisco;  ley  2,  til.  26, 
lib.  12,  Nov.  Rec— Asimismo  se  confisca  lamitad  de  sus  bie- 
nes al  que  siendo  casado  toma  manceba ,  y  vive  con  ella 
juntamente  en  una  casa ,  y  no  con  su  mujer;  dicha  ley  2. 

El  casado  que  tuviere  manceba  públicamente,  pierde  el 
quinto  (4e  sus  bienes  hasta  la  cantidad  de  diez  mil  maravedís 
por  cada  vez  que  se  le  halle  con  ella ,  los  cuales  se  depositan 
en  poder  de  uno  ó  dos  parientes  de  la  manceba  para  que  se 
los  entreguen  á  esta  si  dentro  de  un  año  se  casa ,  ó  entra  en 
monasterio,  ó  hace  vida  honesta;  y  en  caso  contrario  se  re  ■ 
parten  entre  el  fisco  ,  el  acusador  y  el  juez;  ley  1 ,  lit.  26, 
lib.  12,  Nov.  Rec,  —  Si  el  amancebado  fuese  clérigo  ójraile, 

(1  )  El  art.  506  de  la  Constitución  española  prevenía  que  no  pu- 
diera ser  allanada  la  casa  de  ningún  español  sino  en  los  casos  que 
determine  la  ley  para  el  buen  orden  y  seguridad  del  Estado  ;  y 
para  su  debida  inteligencia  el  Congreso  constituyente  mejicano, 
en  29  de  octubre  de  1822,  decretó  que  se  puede  catear  toda  casa 
por  contrabando  ó  en  persecución  de  otro  delito  ó  delincuente, 
siempre  que  por  previa  sumaria  ó  por  otra  prueba  conste  la  ver- 
dad del  hecho  y  de  la  ocultación  del  mismo  ó  de  la  persona  que 
le  cometió  en  la  casa  que  haya  de  catearse.  —  Sobre  este  punto, 
y  no  ser  necesario  para  el  registro  de  casa  de  estranjero  ci  lar  á  los 
cónsules  de  su  nación  ,  ni  para  hacerlo  en  las  de  quien  goza  fuero 
privilegiado  pedir  venia  á  su  juez,  véase  el  Febrero  mejicano, 
iom.  7,  pág.  272,  1 30.  —  Últimamente  la  ley  ln.  constitucional 
en  su  art.  2 .  §  4 ,  declara  derecho  del  ciudadano  mejicano,  el  no 
poderse  catear  su  casa  y  sus  papeles,  si  no  es  en  los  casos  y  con 
los  requisitos  literalmente  prevenidos  en  las  leyes. 
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debe  sufrir  las  peñas  impuestas  por  el  derecho  canónico  ;  y 
su  manceba  debe  ser  hecha  presa  por  la  justicia ,  aunque  se 
halle  en  casa  del  clérigo ,  y  condenada  por  la  primera  vez  á 
pena  de  un  marco  de  plata  que  son  ocho  onzas,  y  destierro 
de  un  año  del  pueblo  ,  por  la  segunda  á  la  de  otro  marco  y 
destierro  de  dos  años,  y  por  la  tercera  á  la  de  otro  marco  y 
cien  azotes  y  otro  año  de  destierro;  pero  si  la  tal  manceba 
fuere  casada,  no  puede  ser  perseguida  en  juicio  sino  por  su 
marido  ,  á  no  ser  que  este  consienta  el  delito ,  pues  en  tal 
caso  debe  proceder  de  oficio  la  justicia  ;  ley.es  3  y  tí ,  til.  26 , 
lib.  12,iVm>.  Rcc.  La  manceba  pública  de  hombre  casado 
está  sujeta  á  las  mismas  penas  que  la  de  fraile  ó  clérigo  , 
dicha  ley  3. 

Si  los  amancebados  son  soltero  y  soltera  seglares,  no  tienen 
pena  impuesta  por  las  leyes;  y  así  deben  ser  castigados  con 
pena  arbitraria,  según  quieren  algunos  autores. 

En  cuanto  á  las  penas  establecidas  contra  los  amanceba- 
dos ,  es  necesario  tener  presente  que  en  la  práctica  se  ha 
mitigado  mucho  su  rigor.  Véase  Adulterio  y  Concubina. 

En  real  orden  de  22  de  febrero  de  181b  se  manda  casti- 
gar los  escándalos  y  delitos  públicos  ocurridos  por  volunta- 
rias separaciones  de  los  matrimonios  y  vida  licenciosa  de  los 
cónyuges  ó  alguno  de  ellos ,  y  por  amancebamientos  también 
públicos  de  personas  solteras ,  valiéndose  primero  de  amo- 
nestaciones y  exhortaciones  privadas  ,  y  procediendo  des- 
pués conforme  à  derecho  contra  los  que  obstinadamente  las 
desprecien.  Y  últimamente,  en  otra  real  orden  circulada  por 
el  Consejo  real  con  fecha  de  10  de  marzo  de  1818,  se  reencar- 
ga  á  los  tribunales  y  jueces  el  puntual  cumplimiento  de*  la 
espresada  orden  de  22  de  febrero  de  1815,  disponiendo  que. 
no  formen  causas  sobre  amancebamientos  sin  haber  prece- 
dido comparecencia  y  amonestación  judicial  y  que  haya  sido 
esta  despreciada,  y  que  llegado  el  caso  de  formarlas  se  abs- 
tengan de  imponer  por  este  delito  la  pena  de  presiú'io , 
aun  en  los  correccionales,  ni  otra  infamatoria  ,  debiendo  li- 
mitarse á  las  pecuniarias  ,  á  la  de  reclusión  en  hospicios  ó 
casas  de  corrección ,  ó  á  la  de  aplicación  al  servicio  de  las 
armas,  según  lo  exigieren  las  circunstancias. 

AMANCEBAMIENTO.  El  trato  ilícito  y  continuado 
de  hombre  y  mujer.  Está  prohibido  bajo  las  penas  que  se 
indican  en  el  artículo  que  antecede;  mas  el  amancebamiento 
entre  soltero  y  soltera  seglares  no  se  encuentra  prohibido  ni 
en  las  Partidas  ni  en  la  Recopilación  (1).  Véase  Amance- 
bados. 

(1)  En  las  Partidas  apenas  está  el  amancebamiento  tolerado 
para  evitar  mayores  males,  diciéndose  que  la  Iglesia  lo  prohibo 
porque  se  vive  en  pecado  mortal;  pero  que  los  que  hicieron  las 
leyes,  «consintieron  que  algunos  las  pudiesen  haber  (barraganas) 
sin  pena  temporal ,  porque  tovieron  que  era  menos  mal .  eíc.  » 
proem.  del  tít.  14,  Part.  4,  y  aun  allí  se  prohibe  tener  por  con- 
cubina á  la  mujer  virgen  ó  viuda  honesta.  Y  si  esto  era  entonces, 
no  pudo  después  decirse  lo  mismo  ,  y  por  eso  Greg.  Lop.  glosando 
esta  ley,  después  de  referir  que  en  un  tiempo  se  llamó  canónico 
este  crimen  ,  añade  :  Pero  hoy  parece  que  también  entre  nosotros 
por  las  leyes  del  reino  está  reprobado.  Y  en  efecto  que  la  ley  7, 
tít.  26,  lib.  12,Nov.  Rec.  parece  clara ,  ademas  de  que  en  la 
Inst.  de  Correg.  se  les  previene  mucho  cuidado  en  impedir  y  cas- 
tigar los  pecados  y  escándalos,  y  en  el  Febrero  mejicano  como  en 
el  de  Tapia  y  aun  en  otros  autores ,  se  dice  que  para  la  calificación 
de  un  concubinato  se  requiere  que  haya  escúndalo.  En  ambas 
obras  se  lee  que  como  quiera  que  sea  de  la  legislación  antigua , 
hoy  está  prohibido  el  amancebamiento....  siendo  de  notar,  que  no 
se  halla  pena  alguna  impuesta  al  amancebamiento  entre  soltero 
y  soltera  seglares,  y  así  será  esta  arbitraria  segxin  las  circuns- 
tancias. Lo  cierto  es  que  en  efecto  hay  suma  indulgencia  si  el 
amancebamiento  no  tiene  otra  circunstancia  grave,  y  aun  se  puede 
argüir  de  major  á  menor  con  la  ley  4,  tit.  29,  lib.  12  de  la  Novís. 
tan  benigna  con  los  reos  de  estupro ,  que  no  quiere  se  Jes  moleste 


AMANCEBARSE.  Tener  trato  ilícito  y  habitual  hom- 
bre y  mujer. 

[*En  là  república  de  Méjico,  deben  entenderse  suprimi- 
das las  penas  de  azotes  y  confiscación  de  bienes  de  que 
habla  el  autor  del  Diccionario  con  referencia  á  leyes  de  la 
Novís.  Recop.,  habiendo  aquellas  sido  abolidas  por  decreto 
de  Cortes  de  8  de  setiembre  de  1813,  y  art.  179  de  las  Bases 
de  12  de  junio  de  1834. — Debe  tenerse  presente  ademas  que 
en-  el  amancebamiento  la  pena  del  marco  ha  de  entenderse 
doblada  ;  que  esta  no  puede  aplicarse  á  los  llamados  indios  ; 
que  á  las  indias  no  puede  prendérselas  como  mancebas  de 
clérigo  ó  casado  sin  previa  información,  déla  cual  conste  el 
delito  ;  y  que  la  autoridad  eclesiástica  no  puede  imponer 
por  tal  delito  multas ,  ni  intervenir  mas  que  por  medios  es- 
pirituales, como  la  amonestación  y  la  penitencia  :  leyes  5  á 
7,  lit.  8,  lib.  7,  Rec.  de  Ind.,  y  reales  cédulas  de  19  de  no- 
viembre de  1771  ,  21  de  febrero  de  1777,  y  21  de  diciembre 
de  1787,  publicada  por  bando  de  8  de  octubre  de  1788. 

**  En  cuanto  alas  repúblicas  de  Venezuela  y  de  Chile, 
téngase  presente  que  también  ha  de  suprimirse  la  pena  de 
confiscación ,  abolida  en  la  primera  por  el  art.  206  de  la 
Constitución  de  24  de  setiembre  de  1830  ,  y  en  la  segunda 
por  el  art.  ltjS  de  la  Conslit.  de  1853;  debiendo  aplicarse 
á  una  y  otra  lo  demás  que  se  ha  dicho  al  hablar  de  la  repú- 
blica de  Méjico  sobre  la  pena  del  marco,  etc.] 

AMANSADOS.  Véase  Animales. 

AMBIGÜEDAD.  Cierta  confusion  ú  obscuridad  de  pa- 
labras, que  las  hace  susceptibles  de  dos  sentidos ,  y  no  deja 
conocer  la  voluntad  del  que  las  ha  proferido  ó  escrito.  Hay 
diferencia  entre  la  obscuridad  que  no  puede  recibir  sentido 
alguno,  y  la  ambigüedad  que  hace  incierto  el  sentido  de  una 
disposición  :  Ambicíalas  est  cùm  idem  sermo  duas  exprimit 
sentenlias;  obscuritas  vero  alind  est  :  in  obscuro  enim  quid 
diclum  sit  queeritur  ;  in  ambiguo  ulrùm  diclum  sit  hoc  an 
illucl.  Las  espresiones  obscuras  que  no  tienen  sentido ,  se 
desechan  siempre  como  si  no  estuviesen  escritas,  pero  no 
anulan  las  demás  disposiciones  del  acto  en  que  se  encuen- 
tran, quia  utile  per  inutile  non  vitialur.  Las  espresiones 
ambiguas  deben  recibir  en  los  testamentos  una  interpreta- 
ción favorable  á  la  voluntad  del  testador.  Véase  Interpreta- 
ción en  sus  diferentes  artículos. 

AMELGAR.  En  algunos  paises  amojonar  alguna  parte 
de  terreno  en  señal  del  derecho  ó  posesión  que  en  ella  tiene 
algún  sugeto. 

AMIGABLE  componedor.  El  hombre  bueno  que  las 
partes  eligen  para  qua  decida  según  su  leal  saber  y  entender 
alguna  contienda  que  tienen  entre  ellas  y  que  no  quieren 
someter  á  los  tribunales.  Véase  Arbitrador. 

AMILLARAR.  Regular  los  caudales  y  granjerias  de  los 
vecinos  de  un  pueblo ,  y  también  repartir  entre  ellos  las  con- 
tribuciones por  los  millares  en  que  los  primeros  se  regulan. 

AMILLONADO.  Lo  que  está  sujeto  á  la  contribución 
de  millones,  ó  arreglado  según  ella. 

AMNISTÍA.  Gracia  del  soberano,  por  la  cual  quiere 
que  se  olvide  lo  que  por  algún  pueblo  ó  persona  se  ha  hecho 
contra  él  ó  contra  sus  órdenes  ;  ó  bien  :  el  olvido  general  do 
los  delitos  cometidos  contra  el  Estado. 

ívs  s£3  de  confundirse  la  amnistía  con  el  perdón.  El  conde 
de  Peyronnet,  ministro  que  fué  de  Carlos  X ,  rey  de  Francia, 
marcó  ingeniosamente  sus  diferencias  en  una  obra  muy 
curiesa  que  contiene  las  máximas  siguientes  : 


con  prisiones;  pero  aun  esta  ley  se  dio  como  provisional  mientras 
se  dictaban  reglas  con  madurez  y  detenimiento  (que  no  se  han 
dado);  pero  esto  es  muy  distinto  de  no  haber  estado  prohibido 
el  amancebamiento,  según  entiendo ,  y  cada  uno  opinará  como  le 
parezca  seguro.  El  amancebamiento  está  espresamente  castigado 
en  las  cédulas  de  10  de  marzo  de  1818  y  25  de  febrero  de  1815. 
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Amnistía  es  abolición,  olvido.  Perdón  es  indulgencia, 
■piedad.  Cuando  Trasíbulo  arrojó  á  los  treinta  tiranos,  esta- 
bleció una  ley  à  la  que  los  Atenienses  dieron  el  título  de 
amnistía,  que  quiere  decir  olvido.  En  ella  se  mandaba  que 
á  nadie  se  inquietase  por  sus  anteriores  acciones ,  y  de  aquí 
nos  ha  venido  el  acto  y  aun  el  nombre. 

La  amnistía  no  repone ,  sino  que  borra.  El  perdón  no  borra 
nada ,  sino  que  abandona  y  repone. 

La  amnistía  vuelve  hacia  lo  pasado  y  destruye  hasta  la 
primera  huella  del  mal.  El  perdón  no  va  sino  á  lo  futuro,  y 
conserva  en  lo  pasado  todo  lo  que  le  ha  producido. 

El  perdón  supone  crimen.  La  amnistía  no  supone  nada , 
à  no  ser  la  acusación. 

En  una  amnistía  se  recibe  mas ,  y  hay  menos  que  agra- 
decer. En  un  perdón  hay  mas  que  agradecer  y  se  recibe 
menos.  « 

El  perdón  se  concede  al  que  ha  sido  positivamente  culpable. 
La  amnistía  á  los  que  han  podido  serlo. 

Aceptado  el  perdón ,  no  queda  la  menor  duda  de  que  ha 
habido  crimen.  Concedida  la  amnistía ,  no  admite  duda  la 
inocencia. 

La  amnistía  nada  hace  perder  al  inocente.  El  perdón  se  lo 
hace  perder  todo,  hasta  el  derecho  de  hablar  de  su  inocencia. 

El  que  ha  delinquido  debe  humillarse  :  puede  pedir  per- 
don  y  recibirle.  El  que  no  ha  delinquido  delinquiría  hu- 
millándose :  no  debe  pedir  ni  recibir  perdón. 

El  perdón  no  rehabilita  ;  antes  por  el  contrario  añade  á  la 
sentencia  del  juez  la  confesión,  al  menos  implícita,  del  sen- 
tenciado que  le  acepta. 

La  amnistía  no  solamente  purifica  la  acción  ,  sino  que  la 
destruye.  No  para  en  esto  :  destruye  hasta  la  memoria  y  aun 
.a  misma  sombra  de  la  acción. 

Por  eso  debe  concederse  perdón  en  las  acusaciones  ordi- 
narias, y  amnistía  en  las  acusaciones  políticas. 

En  las  acusaciones  ordinarias,  nunca  tiene  interés  el  Estado 
en  que  se  borre  la  memoria.  En  las  acusaciones  políticas 
suele  suceder  lo  contrario  ;  porque  si  el  Estado  no  olvida , 
tampoco  olvidan  los  particulares;  y  si  se  mantiene  enemigo, 
también  los  particulares  se  mantienen  enemigos. 

El  perdón  es  mas  judicial  que  político.  La  amnistía  es  mas 
política  que  judicial. 

El  perdón  es  un  favor  aislado  que  conviene  mas  á  los  actos 
individuales  :  la  amnistía  es  una  absolución  general  que  con- 
viene mas  à  los  hechos  colectivos. 

Los  príncipes  deben  ser  muy  hábiles  para  diferenciar  la 
;    amnistía  del  perdón. 

í'1      La  amnistía  es  á  veces  un  acto  de  justicia  ;  y  alguna  vez 
acto  de  prudencia  y  de  habilidad. 

No  faltan  ejemplos  de  que  los  príncipes  y  el  Estado  hayan 
sacado  mejor  partido  de  las  amnistías,  que  los  mismos  á 
quienes  se  han  concedido. 

Hay  en  la  amnistía ,  mucho  mas  que  en  el  perdón ,  un  sello 
de  generosidad  y  de  fuerza  que  impone  al  pueblo  y  da  fama 
al  príncipe. 

La  amnistía  se  aventaja  al  perdón,  en  que  no  deja  en  pos 
de  sí  ningún  motivo  legítimo  de  resentimiento. 

Las  amnistías  condicionales  no  son  sino  una  conmutación 
groseramente  disfrazada  bajo  un  titulo  irrisorio  y  falso. 

La  política  tiene  crímenes  á  los  que  no  debe  concederse 
amnistía  ni  perdón.  Los  tiene  que  merecen  perdón.  Lo  mejor 
es  siempre  sepultarlos  en  una  amnistía. 

A  estas  máximas  del  conde  de  Peyronnet  puede  añadirse  : 
que  en  los  delitos  complicados  que  nacen  de  espíritu  de  par- 
tido conviene  las  mas  veces  echar  un  velo  que  los  cubra , 
porque  la  sociedad  perdería  mas  con  la  ejecución  de  la  pena 
que  con  la  impunidad.  La  ley  penal  en  materias  políticas 
persigue  á  veces  delitos  de  mal  imaginario ,  suele  dar  lugar 
á  procedimientos  errados ,  abriendo  la  puerta  á  la  influencia 


de  las  pasiones  antipáticas ,  corre  el  peligro  de  envolver  en 
su  esfera  un  número  inmenso  de  personas ,  llevando  á  un 
punto  espantoso  el  mal  derivativo  y  el  de  la  alarma ,  y  se 
espone  por  consiguiente  mas  de  una  vez  á  producir  ó  aumen- 
tar el  mal  que  queria  evitar.  Se  ha  visto  en  tiempos  de  fac- 
ción formarse  conspiraciones  al  pié  del  cadalso  en  que  caian 
las  cabezas  de  conspiradores  ó  sediciosos;  y  en  tiempos  de 
amnistía  se  ha  visto  por  el  contrario  restablecerse  el  orden 
y  entrar  todo  el  mundo  en  la  línea  de  sus  deberes. 

[  *  Sobre  este  artículo ,  por  lo  que  toca  á  la  república  de 
w  Méjico  véase  el  cap.  5a  del  Examen  de  los  delitos  de  infide- 
lidad,y  téngase  presente  el  art.  44  de  la  3a.  ley  constitucional, 
donde  se  dice  que  la  concesión  de  amnistías  é  indultos  gene- 
rales ,  cuando  el  bien  público  lo  exija  ,  corresponde  exclusi- 
vamente al  Congreso.  La  de  indultos  particulares  de  la  pena 
capital  está  cometida  al  Presidente,  en  los  casos  y  baja  las 
condiciones  que  disponga  la  ley  ;  estando  escluidos  de  este 
beneficio  los  ladrones  en  cuadrilla ,  los  monederos  falsos ,  y 
el  que  arroje  ácido  sulfúrico  ú  otro  líquido  incendiario  con 
objeto  de  causar  daño ,  en  los  cuales  debe  ejecutarse  la  sen- 
tencia que  cause  ejecutoria ,  porque  no  hay  cabida  para  aco- 
gerse á  este  remedio:  órds.  de  12 y  25  de  enero,  y  art.  2  del 
decreto  de  30  de  mayo  de  1842,  y  %  Ib,  art.  66,  %  26,  art.  87, 
Bases  de  organiz.  polít.  de  12  de  junio  de  1843. 

**  En  la  república  de  Venezuela,  la  facultad  de  conceder 
indultos  generales ,  cuando  así  lo  exija  algún  grave  motivo 
de  conveniencia  pública ,  es  privativa  del  Congreso  ;  pero  en 
los  casos  de  conmoción  interior  á  mano  armada  que  amenace 
la  seguridad  de  la  república  ,  ó  de  invasion  esterior  repen- 
tina ,  puede  ser  autorizado  el  Presidente  para  concederlo  á 
las  personas  comprendidas  en  dicha  conmoción  ó  invasion. 
El  derecho  de  otorgar  conmutación  de  pena  ó  indulto  espe- 
cial ,  corresponde  al  Presidente  de  la  república ,  solo  cuando 
se  trate  de  la  pena  capital ,  con  acuerdo  y  consentimiento 
previo  del  Consejo  de  gobierno ,  y  á  propuesta  del  mismo  tri- 
bunal que  la  ha  impuesto  ó  del  Gobierno;  esceptuándose  de 
esta  gracia  los  que  hayaa  sido  condenados  á  dicho  sirplicio 
por.el  Senado. 

Si  contra  la  persona  indultada  no  se  ha  practicado  dili- 
gencia alguna  judicial ,  el  mismo  Gobierno  entiende  en  la 
declaración  de  si  le  comprende  ó  no  la  gracia  ,  suponiendo 
ademas  que  no  se  le  disputen  las  cualidades  necesarias  para 
obtenerla  ;  pero  si  se  controvierte  en  juicio  su  aptitud ,  ó  hay 
proceso  pendiente  contra  el  que  la  alega ,  corresponde  la 
declaración  al  mismo  tribunal  que  está  conociendo  de  la 
causa  ,  ó  ante  quien  se  ha  entablado  el  incidente  ,  debiendo 
consultarse  siempre  con  el  superior  respectivo  los  fallos  que 
sean  favorables.  El  indulto  por  supuesto  no  puede  aplicarse 
de  oficio ,  sino  á  instancia  de  parte  ;  y  la  declaración  de  com- 
prender à  aquella  que  lo  solicita ,  no  estingue  en  manera  al- 
guna la  obligación  de  indemnizar  con  arreglo  á  las  leyes  los 
perjuicios  de  tercero  de  que  sea  responsable. 

En  los  indultos  concedidos  por  el  Congreso  ,  el  Gobierno 
no  puede  dispensar  los  requisitos  que  se  exijan  para  gozar  de 
la  gracia  ,  mas  que  en  el  caso  de  que  al  tiempo  de  otorgarlo 
se  le  conceda  este  arbitrio  ;  y  en  los  que  acuerde  en  su  caso 
el  Presidente ,  tampoco  puede  hacer  uso  de  esta  facultad ,  si 
no  se  le  reservó  al  tiempo  de  espedirlo.  Cuando  este  último 
concede  indulto  especial,  y  al  conmutar  la  pena  de  muerte 
designa  la  que  debe  sustituírsele,  esta  designación  tiene  la 
inmutabilidad  y  carácter  de  ejecutoria  del  tribunal  que  dicta 
la  primera:  arts.  87,  117  y  118,  Conslit.  de  24  de  setiembre 
de  1830  ;  y  ley  de  5  de  mayo  de  1859. 

***  En  la  república  de  Chile,  la  amnistía  y  el  indulto  ge- 
neral no  pueden  decretarse  sino  por  medio  de  una  ley.  Los 
indultos  particulares  son  otra  do  las  atribuciones  esclusivas 
del  Congreso ,  cuando  han  de  aplicarse  á  algún  ministro , 
consejero  de  Estado  ¡  miembro  de  la  Comisión  conservadora , 
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general  en  jefe,  ó  intendente  de  provincia ,  acusado  por  la 
Cámara  de  Diputados,  y  juzgado  por  la  de  Senadores;  pero 
en  todos  los  demás  casos  puede  concederlos  el  Presidente  de 
Ja  república,  con  acuerdo  del  Consejo  de  Estado  :  arls.  37, 
§  11  ,  y82,|  15,  Constit.de  1835. J 

AMO.  El  jefe  de  la  casa  ó  familia  :  el  dueño  de  cualquiera 
cosa ,  como  de  un  caballo,  de  una  beredad ,  etc.;  y  especial- 
mente el  que  tiene  criados  que  le  sirvan ,  con  respecto  á  los 
cuales  se  le  da  este  nombre.  Amo  pues ,  en  este  último  sen- 
tido, es  el  que  usa  ó  se  vale  de  los  servicios  de  otro  para  su 
propia  utilidad  ó  bienestar,  dándole  los  alimentos  y  cierto 
salario. 

Naturaleza  del  ajuste  ó  contrato  entre  amo  y  criado. 

Los  derechos  y  deberes  anejos  al  estado^Je  amo  y  criado 
dependen  absolutamente  de  la  convención  ó  contrato  de  los 
interesados  ;  y  hablando  en  general ,  este  contrato  tiene 
mucha  afinidad  con  el  de  arrendamiento,  pues  el  criado 
arrienda ,  alquila  ó  loga  al  amo  sus  obras ,  servicios  ó  tra- 
bajos personales ,  y  el  amo  se  aprovecha  de  ellos  por  la  ma- 
nutención y  salario  con  que  le  retribuye.  Efectivamente, 
la  ley  3 ,  tít.  8  ,  Part,  b ,  dice  que  «  obras  que  home  faga 
con  sus  manos  pueden  ser  logadas  ó  arrendadas.  » 

Aunque  según  la  ley  2  ,  d.  tít.  8,  Part.  S  ,  «  puede  seer 
fecho  el  loguero  ó  el  arrendamiento  á  tiempo  cierto  ó  para 
en  toda  su  vida  del  que  rescibe  la  cosa  á  loguero  ó  del  que 
la  loga ,  »  no  creo  que  en  los  tiempos  presentes  en  que.  ya 
no  se  conoce  entre  nosotros  la  esclavitud  ó  servidumbre  per- 
petua ,  pudiera  sostenerse  por  los  tribunales  la  obligación 
que  uno  hiciese  de  servir  á  otro  por  toda  su  vida  ó  por  un 
tiempo  tan  largo  que  atendida  su  edad  en  el  momento  del 
contrato  habria  de  abrazar  probablemente  el  resto  de  su 
existencia ,  pues  tal  obligación  seria  contraria  á  la  libertad 
natural  de  las  personas ,  estaña  espuesta  á  inconvenientes 
de  trascendencia ,  y  tal  vez  no  deberia  su  origen  sino  á  un 
abuso  de  posición. 

También  debe  considerarse  caducada  la  ley  h  ,  tít.  16, 
lib.  6,  Nov.  Rec,  que  bajo  penas  de  vergüenza  pública  y 
destierro  manda  que  no  se  puedan  alquilar  criados  por  dias, 
sino  por  meses  ó  por  mas  tiempo  ;  é  igualmente  no  son  ya 
mas  que  monumentos  históricos  las  demás  leyes  de  dicho 
título  16,  que  se  entretienen  en  fijar  el  número  de  criados 
que  puede  tener  cada  familia. 

Los  contratos  mas  comunes  entre  amos  y  criados  son  los 
que  se  hacen  ajustándose  á  tanto  por  año ,  por  mes  ó  por 
cualquiera  otro  tiempo  determinado.  Mas  no  ha  de  confun- 
dirse el  ajuste  á  tanto  por  año  con  el  que  se  hace  por  un  año. 
Los  criados  adictos  al  servicio  de  la  persona  de  los  amos  , 
como  lacayos,  ayudas  de  cámara,  cocineros,  etc.,  no  se 
reputan  ajustados  por  un  año  ,  aunque  lo  estén  á  tanto  por 
año  ;  pues  no  se  ajustan  á  tanto  por  año  sino  solo  con  el  objeto 
de  fijar  el  salario  que  han  de  gozar  ;  de  manera  que  este 
modo  de  ajustarse  no  quita  á  los  criados  la  facultad  de  des- 
pedirse cuando  quieran  en  el  discurso  del  año  ,  ni  tampoco 
á  los  amos  la  de  despedirlos  igualmente  dentro  del  mismo 
tiempo  :  bieft  que  el  criado  deberá  anunciarlo  al  amo  con  la 
anticipación  de  cierto  número  de  dias ,  para  que  pueda  pro- 
curarse otro  criado;  y  recíprocamente  el  amo  habrá  de  pre- 
venirlo al  criado,  para  que  busque  otro  acomodo.  Sin  em- 
bargo, cuando  hay  motivos' de  alguna  gravedad,  puede  el 
amo  echar  inmediatamente  al  criado  sin  previo  aviso,  pagán- 
dole el  salario  por  el  tiempo  que  habia  de  correr  desde  e' 
aviso  hasta  la  salida  ;  y  aun  podría  dejar  de  hacerle  este  pagoe 
siendo  muy  grave  la  causa  que  le  obligaba  à  despedirle  , 
como  por  ejemplo  en  caso  de  infidelidad.  Pero  los  criados 
que  se  toman  para  el  cultivo  de  las  tierras,  se  consideran 
ajustados  por  todo  el  año,  fuera  del  caso  en,  que  se  pacte 


otra  cosa,  por  ser  este  el  tiempo  que  se  necesita  regular- 
mente para  los  trabajos  de  la  agricultura  ;  y  así  es  que  ni 
pueden  despedirse  ni  ser  despedidos  antes  del  fin  del  año, 
á  no  ser  que  sobrevenga  alguna  causa  grave.  Lo  que  si¡ 
acostumbra  es  que  el  amo  que  quiere  despedir  al  criado  do 
esta  clase  al  fin  del  año,  se  lo  prevenga  con  cierta  antfcr- 
pacion  según  el  uso  del  pais,  y  que  recíprocamente  haga 
otro  tanto  el  criado  que  quiere  despedirse,  pues  faltando  esta 
formalidad  se  entiende  renovado  tácitamente  el  ajuste  para 
el  año  siguiente. 

Según  la  ley  1  ,  tít.  16,  lib.  6  ,  Nov.  Rec,  el  criado  que 
se  despedía  de  su  amo  no  podia  sin  su  permiso  asentar  con 
otro  en  el  mismo  lugar  y  sus  arrabales,  bajo  la  pena  de  veinte 
dias  de  cárcel  y  un  año  de  destierro  del  pueblo  en  caso  de 
contravención,  y  el  que  le  admitia  en  su  servicio  sin  dicho 
consentimiento  incurría  en  la  multa  de  seis  mil  maravedís. 
Mas  esta  disposición  no  se  observa  en  el  día  ;  y  el  criado 
tiene  la  misma  libertad  para  dejar  al  amo  y  asentar  con  otro, 
como  el  amo  para  despedir  al  criado  ,  con  tal  que  lo  hagan 
en  la  forma  indicada  mas  arriba. 

Sin  embargo,  si  se  hubiese  hecho  el  ajuste  por  un  tiempo 
determinado,  debe  cumplirse  exactamente  por  ambas  partes; 
de  suerte  que  no  habiendo  causa  legítima,  no  podrá  el  criado 
despedirse  ni  ser  despedido  hasta  la  conclusion  del  tiempo 
del  empeño ,  por  la  regla  general  de  que  todos  deben  cum- 
plir las  obligaciones  que  contraen,  según  se  establece  en  la 
ley  1,  tít.  1 ,  lib.  10,  Nov.  Rec,  que  dice  así  :  «  Paresciendo 
que  alguno  se  quiso  obligar  á  otro  por  promisión  ó  por  algún 
contrato  ,  ó  en  otra  manera,  sea  tenudo  de  cumplir  aquello 
que  se  obligó.  » 

Si  el  criado,  pues,  deja  á  su  amo  sin  causa  legítima, 
puede  ser  compelido  á  volver  á  su  servicio  ó  á  pagarle  los 
perjuicios  que  se  le  siguieren,  esto  es,  lo  que  le  cueste  de  mas 
otro  criado  hasta  la  conclusion  del  tiempo  convenido.  No 
debe  responder  de  estos  perjuicios  el  criado  ,  cuando  aban- 
dona el  servicio  de  su  amo  por  contraer  matrimonio ,  por 
asistir  á  sus  padres,  hermanos  ú  otros  individuos  de  su  fa- 
milia que  le  necesitaren  ,  por  sentar  plaza  en  el  ejército , 
por  algún  acontecimiento  de  fuerza  mayor,  ó  por  otra  razón 
que  se  repute  poderosa;  teniéndose  presente  que  e:  e  es  un 
contrato  de  buena  fe ,  que  escluye  todo  rigor. 

Si  por  el  contrario  el  amo  despide  arbitrariamente  al  cria- 
do ó  por  malos  tratamientos  ú  otra  causa  injusta  le  pone  en 
la  necesidad  de  que  él  se  despida,  debe  satisfacerle  su  sala- 
rio no-solo  por  el  tiempo  que  hubiere  servido,  sino  también 
por  el  que  faltare  que  trascurrir  hasta  la  conclusion  del  esti- 
pulado, deduciendo  empero  lo  que  verosímilmente  podría 
ganar  el  criado  hasta  entonces  sirviendo  ó  trabajando  en 
otra  parte ,  y  sin  perjuicio  de  indemnizarle  del  mal  que  le 
hubiere  causado  en  su  persona. 

Obligaciones  del  amo. 

El  amo  debe  cumplir  al  criado  todos  los  pactos  lícitos  que 
se  hubieren  puesto  al  tiempo  del  ajuste  ;  exigirle  solamente 
los  servicios,  obras  ó  trabajos  que  se  hubiesen  estipulado; 
darle  alimentos  suficientes  según  su  clase  ;  y  pagarle  con 
puntualidad  el  salario  convenido. 

Si  por  razón  de  enfermedad  ó  indisposición  el  criado  alqui- 
lado alano  deja  de  prestar  sus  servicios  por  algún  corto  tiem- 
po, no  por  eso  tiene  derecho  el  amo  á  descontarle  parte  del  sa- 
lario, pues  los  quebrantos  de  salud  son  accidentes  ordinarios 
que  deben  preverse  ;  pero  si  fué  de  alguna  duración  la  in- 
terrupción de  los  servicios ,  puede  entonces  el  amo  hacer  una 
reducción  proporcional  en  el  salario  ,  porque  no  se  entiende 
que  se  comprometió  á  pagarlo  sino  por  los  servicios  que 
realmente  se  le  prestasen.  Sin  embargo  ,  las  personas  aco- 
modadas se  suelen  abstener  de  usar  de  este  derecho  por  de- 
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core  y  humanidad.  También  es  digna  de  elogio  la  humani- 
dad de  los  amos  que  mantienen  á  los  criados  asalariados 
en  las  enfermedades  que  padecen  :  mas  lo  que  manda  la 
humanidad ,  no  puede  exigirse  por  derecho  perfecto. 

Si  se  retardare  el  pago  del  salario ,  corre  á  favor  del  cria" 
do  desde  el  dia  de  la  interpelación  judicial  el  interés  de  un 
tres  por  ciento  de  lo  que  se  le  debe  para  resarcirle  el  menos- 
cabo que  recibe  en  la  demora,  y  avivar  por  este  medio  di- 
rectamente el  pago;  real  cédula  de  26  de  octubre  de  1784 
(leij  13,  lit.  H,  lib.  10,  Nov.  Rec). 

El  criado  tiene  acción  para  pedir  su  salario  durante  eí 
trascurso  de  tres  años  contados  desde  su  salida  de  casa  del 
amo;  y  pasado  este  tiempo  no  lo  puede  ya  pedir ,  á  no  mos- 
trar haberlo  pedido  infructuosamente  dentro  de  los  tres 
años;  ley  10,  til.  11,  lib.  10,  Nov.  Rec. 

El  criado  puede  hacer  la  demanda  de  su  salario  ante  el 
juez  ordinario  ,  aunque  el  amo  goce  de  fuero  privilegiado,  á 
no  ser  que  este  sea  militar  que  se  halle  con  su  cuerpo  ó  con 
algún  empleo  en  el  mismo  lugar  donde  lo  ejerce;  leyes  12, 
Vi,  18,  16,  y  nota  2,  lit.  11,  lib.  10,  Nov.  Rec. 

La  ley  9,  tít.  8,  Part.  7,  permite  al  amo  castigar  con  mo- 
deración á  su  siervo  ó  á  su  home  libre,  previniendo  que  si  le 
hiere  con  palo ,  piedra ,  ú  otra  cosa  dura ,  de  modo  que 
llegare  á  morir  de  sus  resultas ,  debe  ser  desterrado  por  cin- 
co años  en  alguna  isla ,  bajo  el  supuesto  de  que  no  le  hirió 
con  intención  de  matarle. 

Obligaciones  del  criado. 

El  criado  debe  fidelidad,  obediencia  y  respeto  a  sus  amos. 

Por  razón  de  la  fidelidad ,  está  obligado  á  mirar  y  promo- 
ver los  intereses  del  amo  como  suyos  propios  ;  de  manera 
que  si  por  impericia ,  negligencia  ú  otra  especie  de  culpa 
le  causare  ó  permitiere  que  se  le  causase  algún  perjuicio ,  no 
puede  dispensarse  de  su  resarcimiento,  como  se  infiere  por 
analogía  de  la  ley  7,  tít.  8,  Part.  5. 

La  domesticidad  se  considera  en  la  corte  como  circunstan- 
cia agravante  del  hurto.  Véase  Hurto  calificado. 

El  que  comprare  á  un  criado  cosas  de  vianda  y  comer , 
cebada,  paja,  leña  ú  otras  cosas  de  servicio  y  alhajas  de  casa, 
es  habido  por  encubridor  de  hurto;  ley  6,  lit.  12,  lib.  10, 
Nov.  Rec. 

No  solo  debe  interesarse  el  criado  por  los  bienes  de  los 
amos,  sino  también  por  sus  personas;  de  suerte  que  si 
viere  que  alguno  los  ataca  para  herirlos  ó  matarlos ,  está 
obligado  á  socorrerlos  y  defenderlos  del  modo  que  pueda  , 
bajo  la  pena  de  muerte  en  caso  de  omisión,  á  no  ser  menor 
de  catorce  años;  ley  16,  tít.  8,  Parí.  7.  Esta  pena  de  muer- 
te es  en  el  dia  demasiado  rigurosa,  y  debe  conmutarse. por 
otra  pena  arbitraria  según  las  circunstancias. 

Por  razón  de  la  obediencia,  debe  ejecutar  con  diligencia  y 
exactitud  las  órdenes  é  instrucciones  que  el  amo  le  diere 
dentro  del  círculo  de  las  obligaciones  que  ha  contraído ,  no  . 
siendo  contrarias  á  la  moral  ni  á  las  leyes.  Si  por  orden  del 
amo  causare  daño  á  otros  en  sus  personas  ó  en  sus  bienes  , 
quedará  sujeto ,  así  como  el  amo ,  al  resarcimiento  y  á  las 
penas  establecidas.  Es  cierto  que  la  ley  8,  tít.  18,  Part.  7 , 
declara  que  el  hijo,  vasallo,  siervo,  menor  de  veinte  y  cinco 
años  y  religioso  ,  no  están  obligados  á  resarcir  el  daño  que 
hicieren  por  mandato  de  su  padre  ,  señor,  tutor  ó  superior 
en  cuyo  poder  y  obediencia  se  hallaren,  y  que  solo  siend» 
injuria ,  herida  ó  muerte ,  habrán  la  misma  pena  que  el 
mandante;  pero  en  primer  lugar,  no  tiene  el  criado  una  de- 
pendencia tan  rigurosa  de  su  amo  como  tenia  el  siervo  de 
su  señor,  y  en  segundo  lugar  no  sufre  ya  el  estado  actual  de 
nuestras  costumbres  que  la  obediencia  del  subdito  al  supe- 
rior haya  de  ser  tan  ciega  que  pueda  el  primero  cometer 
impunemente  un  delito,  escudándose  con  el  mandato  del  se- 


gundo. La  ley  que  manda  no  hacer  daño  á  nadie,  debe  ser 
para  el  hijo ,  para  el  menor  ,  para  el  criado  y  para  el  fraile  , 
mucho  mas  fuerte  que  el  precepto  contrario  del  padre ,  del 
tutor,  del  amo  y  del  guardián. 

Si  el  criado  causare  el  daño  sin  mandato  del  amo ,  él  solo 
debe  resarcirlo ,  y  no  el  amo ,  según  el  espíritu  de  dicha 
ley  8,  tít.  18,  Part.  7;  pues  si  el  padre  no  está  obligado  á 
resarcir  por  el  hijo ,  ni  el  tutor  por  el  pupilo ,  ni  el  guardián 
por  el  fraile,  según  la  letra  de  esta  ley  ,  menos  lo  estará  el 
amo  por  el  criado.  Bien  es  verdad  que  dice  la  misma  ley 
que  el  señor  debe  pagar  por  su  siervo ,  ó  entregarlo  al  ofen- 
dido; pero  no  es  menester  repetir  que  amo  y  criado  no  son 
aquivalentes  de  señor  y  siervo. 

Sin  embargo  ,  aunque  es  regla  general  que  el  autor  del 
daño  es  quien  debe  llevar  la  carga  de  la  satisfacción ,  no  fal- 
tan célebres  ju^consultos  que  sostengan  que  cuando  el  au- 
tor del  daño  no  se  halla  en  estadD  de  resarcirlo  ,  y  el  impo- 
ner esta  obligación  á  un  tercero  propende  á  prevenir  el 
delito ,  debe  con  efecto  recaer  la  responsabilidad  sobre  el 
tercero,  y  que  de  consiguiente  conviene  que  el  amo  responda 
por  su  criado ,  el  tutor  por  su  pupilo ,  el  padre  por  sus  hi- 
jos ,  etc.  La  responsabilidad  del  amo  por  el  criado  ,  dice 
Bentham,  se  funda  en  las  razones  de  seguridad  é  igualdad  : 
ella  puede  considerarse  como  una  pena  de  la  negligencia 
de  los  amos,  y  los  hará  mas  cuidadosos  de  la  conducta  de 
sus  criados  :  el  amo  es  un  magistrado  doméstico,  un  inspec- 
tor de  policía  en  su  familia  ,  responsable  de  su  imprudencia 
y  de  la  falta  de  cumplimiento  de  sus  deberes.  Por  otra  parte 
se  supone  que  el  hombre  que  tiene  criados  es  rico ,  y  el  in- 
dividuo perjudicado  por  el  delito  puede  ser  un  pobre;  en 
cuyo  caso  cuando  hay  un  mal  inevitable  entre  dos  indivi- 
duos ,  vale  mas  echar  la  carga  al  que  tiene  mas  fuerzas  para 
soportarla.  Esta  responsabilidad  ,  prosigue  el  mismo,  puede 
tener  inconvenientes;  pero,  aun  seria  mucho  peor  que  no 
existiera;  porque  si  un  amo  quisiera  vengarse  de  su  vecino 
y  hacerle  vivir  en  una  inquietud  continua,  no  tendria  mas 
que  hacer  sino  escoger  criados  viciosos,  que  serian  los  ins- 
trumentos de  sus  odios  y  pasiones  ,  y  harian  todo  el  daño 
que  creyesen  era  de  su  gusto ,  sin  necesidad  de  que  se  les 
mandase.  Mas  como  la  responsabilidad  del  amo,  concluye  , 
no  se  funda  sino  en  presunciones ,  debe  ser  nula  cuando  los 
hechos  las  desmienten.  Ella  depende  de  una  multitud  de 
circunstancias  que  la  prudencia  del  juez  debe  apreciar  :  el 
juez  debe  modificar  la  regla  general ,  según  los  casos  indi- 
viduales ,  y  hacer  que  la  pérdida  recaiga  sobre  el  verdadero 
autor  del  daño. 

Tal  es  la  doctrina  de  Bentham;  y  el  código  civil  de  Fran- 
cia la  ha  adoptado ,  aunque  con  alguna  restricción ,  dispo- 
niendo en  su  artículo  1584  que  los  amos  sean  responsables 
del  daño  que  causaren  sus  criados  en  las  funciones  en  quo 
los  emplean.  De  esta  manera  se  ven  precisados  los  amos  á 
no  tener  en  su  servicio  sino  personas  de  buena  conducta  ;  y 
lo  particular  es  que  no  se  eximen  de  su  responsabilidad  ofre- 
ciendo probar  que  no  pudieron  impedir  el  hecho.  Nuestro 
código  penal  de  1822  disponía  que  los  amos  estuviesen  obli- 
gados á  responder  civilmente  de  las  acciones  de  los  criados 
menores  de  diez  y  siete  años  que  tuvieran  en  su  compañía , 
en  cuanto  no  alcanzasen  los  bienes  de  estos  ;  como  igual- 
mente del  daño  que  causasen  cualesquiera  de  sus  criados  , 
dependientes  ú  operarios  con  motivo  ó  por  resultas  del 
isrvicio  ó  trabajo  en  que  los  empleasen;  art.  27.  Véase  Ar- 
rendatario en  los  párrafos  que  tratan  del  incendio. 

El  amo  no  puede  presentar  como  testigo  á  su  criado  en  los 
pleitos  que  tuviere ,  por  el  peligro  que  hay  de  que  este  no 
diga  sino  lo  que  aquel  le  mandare;  leyes  18  y  52,  til.  16, 
Part.  5.  Sin  embargo  ,  en  cosas  domésticas  que  ningún 
otro  puede  saber  mejor  ni  tan  bien,  no  es  desatendible  el 
testimonio  del  criado.  ■ 
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Por  razón  del  resprlo  y  veneración  que  se  debe  á  los  amos, 
no  puede  el  criado  acusar  al  amo  con  quien  viva  ó  haya  vi- 
vido ,  sobre  cosa  de  que  le  pueda  resultar  muerte ,  ó  perdi- 
miento de  miembro ,  de  fama  ó  de  tan  gran  parte  de  su 
hacienda  que  quede  pobre  ;  y  no  solo  no  debe  serie  admitida 
la  acusación ,  sino  que  ademas  por  el  hecho  de  ponerla  in-  * 
curre  en  pena  de  muerte  ,  salvo  si  lo  hiciere  por  descubrí! 
traición  contra  el  rey  ó  el  reino;  ley  fi,  t'd.  %,  Parí.  3.  La 
pena  de  muerte  que  impone  esta  ley  seria  ahora  demasiado 
rigurosa  ;  y  es  también  de  advertir  que  puede  el  criado  acu- 
sar al  amo  por  su  propia  injuria. 

El  criado  que  injurie  á  su  amo  de  hecho  poniendo  en  él 
las  manos,  ademas  de  las  penas  prescritas  por  tal  delito  ,  es 
tenido  por  aleve  como  quebranlador  de  la  fidelidad  y  segu- 
ridad que  debia;  pero  si  solo  echare  mano  á  la  espada  ó 
tomare  armas  contra  él ,  ademas  de  dichas  penas  debe  su- 
frir treinta  dias  de  cárcel  y  dos  años  de  destierro  siendo  hi- 
dalgo ,  y  no  siéndolo  debe  ser  traido  á  la  vergüenza.  Si  la 
injuria  fuere  solo  de  palabras  ,  procederá  la  justicia  según 
la  calidad  del  caso  y  de  las  personas  ;  ley  b,  til .  2b ,  lib.  12 , 
Nov.  Rec. 

El  criado  que  tuviere  acceso  carnal  con  mujer,  criada  ó 
sirvienta  de  la  casa  de  su  amo,  no  siendo  hidalgo  incurre, 
así  como  ella ,  en  la  pena  de  cien  azotes  y  dos  años  de  des- 
i ierro  ;  y  siendo  hidalgo  debe  ser  sacado  á  la  vergüenza  y 
desterrado  por  un  año  del  reino  y  por  cuatro  del  pueblo  : 
mas  si  la  mujer  fuere  parienta  del  amo ,  ó  doncella  que  cria 
en  su  casa,  ó  ama  que  la  cria  su  hijo  ,  lia  de  hacerse  justi- 
cia con  mas  rigor;  ley  3,  lit.  29,  lib.  12,  Nov.  Rec.  En  la 
misma  pena  incurren  los  criados  y  criadas  que  fueren  ter- 
ceros ó  medianeros  para  que  otros  de  fuera  de  casa  come- 
tan este  delito;  d.  ley  3.  Pero  es  de  advertir  que  en  la  prác- 
tica se  ha  disminuido  mucho  el  rigor  de  las  penas  en  delitos 
de  incontinencia. 

El  criado  que  viviendo  con  el  amo  se  despose  ó  case  sin 
su  consentimiento  con  hija  ó  parienta  que  tenga  en  su  casa, 
incurre  en  la  pena  de  destierro  perpetuo  del  reino  ;  y  si  vol- 
viere  á  él,  en  la  de  muerte,  y  ella  en  la  de  desheredamiento. 
Pueden  hacer  la  acusación  el  padre  ó  la  madre ,  ó  el  amo  ó 
ama;  y  callando  estos,  cualquiera  de  los  parientes  mas 
próximos  hasta  el  tercer  grado  ;  pero  si  el  padre  ó  la  madre 
ó  el  amo  con  quien  viviere  la  perdonare,  no  puede  acusarla 
otro;  ley  1,  lit.  2,  lib.  10,  Nov.  Rec. 

Por  real  orden  de  20  de  enero  de  1784,  con  motivo  de  ser 
frecuentes  los  recursos  al  rey  de  los  padres  de  familias  con- 
tra sus  criados ,  por  seducir  sus  hijas  para  casarse  con  ellas, 
mandó  S.  M.  que  las  leyes  que  tratan  de  imponer  pena  á  los 
domésticos,  que  abusan  de  la  confianza  de  las  casas  para 
seducir  á  las  hijas,  parientas  y  criadas,  se  renovasen  .por 
cédula  circular  para  contener  el  desorden  interno  de  las  fa- 
milias ,  esperimentado  con  gravísimo  perjuicio  de  la  con- 
ciencia y  quietud  de  sus  individuos ,  por  mirarse  los  de  am- 
bos sexos  en  ellas  con  afecto  matrimonial  ;  nota  l,  til.  2,  lib. 
10,  Nov.  Rec.  Sin  embargo,  no  vemos  que  se  ejecuten 
tales  penas;  y  lo  mejor  es  que  los  amos  tomen  las  precau- 
ciones convenientes  para  evitar  el  desorden  en  sus  familias. 

Fuero  de  los  criados  de  militares . 

Los  criados  precisos  de  oficiales  militares  con  destino  al 
servicio  y  asistencia  de  su  persona  y  familia  gozan  del  fuero 
concedido  á  sus  amos  por  las  ordenanzas  del  ejército  ;  pero 
no  los  destinados  á  las  labores  de  sus  haciendas  de  campo, 
fábricas  ú  otros  artefactos  ó  negociaciones  ajenas  de  la  mili- 
cia ;  reales  órdenes  de  19  de  diciembre  de  Ylhl ,  10  de  junio 
de  1790,  y  16  de  julio  de  1798  (ñolas  17,  18  y  19,  lit.  k,  lib. 
6,  Nov.  Rec). 

Este  fuero  de  los  criados  de  militares  solo  dura  mientras 


estén  en  servidumbre  actual  y  gocen  de  salario;  y  se  es- 
tiende así  á  las  causas  civiles  como  á  las  criminales  que  con- 
tra ellos  se  movieren  ,  no  siendo  por  deudas  ó  delitos  ante- 
riores á  su  entrada  en  el  servicio;  ley  ií,  art.  9,  lit.  h, 
lib.  6  ,  Nov.  Rec. 

Si  se  les  pusiere  presos  por  delitos  no  esceptuados,  deben 
ser  mantenidos  en  la  prisión  por  sus  amos;  y  si  estos  así  no 
lo  hicieren,  ó  los  despidieren  de  su  servicio,  quedarán  desdo 
luego  desaforados  los  criados  y  se  entregarán  á  las  justicias 
ordinarias  á  fin  de  que  conozcan  y  determinen  sus  causas  ; 
real  orden  de  3  de  enero  de  1788  y  céd.  de  25  de  abril  de 
1780  [ley  29,  til.  58,  lib.  12,  Nov.  Rec). 

AMOJONAMIENTO.  El  acto  de  señalar  con  mojones 
los  términos  ó  límites  de  alguna  heredad  ó  tierra. 

Acción  de  todo  propietario  para  obligar  á  su  vecino 
al  amojonamiento ,  y  naturaleza  de  esta  acción. 

Los  propietarios  vecinos  están  obligados  á  deslindar  y  amo- 
jonar sus  heredades ,  cuando  alguno  de  ellos  lo  pide  ;  porque 
este  es  el  mejor  medio  de  impedir  las  usurpaciones  de  ter- 
reno y  evitar  los  pleitos  á  que  pudiera  dar  lugar  la  falta  de 
mojones.  Así  se  infiere  de  la  ley  10,  tít.  Ib  ,  Part.  6  ;  asilo 
exígela  utilidad  pública;  y  así  está  espresamenle  mandado 
en  el  artículo  5o.  de  las  ordenanzas  generales  de  montes  de 
22  de  diciembre  de  1833,  como  luego  veremos. 

De  esta  obligación  nace  la  acción  que  los  Romanos  llama- 
ban finium  regundorum,  y  que  nosotros  podemos  llamar  de 
amojona  miento  ó  apeo;  y  es  una  acción  mixta  por  la  cual 
los  propietarios  de  heredades  contiguas  se  demandan  unos  á 
otros  para  obligarse  á  separarlas  y  distinguirlas  con  nuevos 
mojones  ó  con  la  reposición  de  los  antiguos.  I/ícese  mixta , 
porque  si  bien  es  principalmente  personal,  participa  también 
de  la  real.  Es  personal,  en  cuanto  se  deriva  de  la  obligación 
recíproca  que  los  propietarios  vecinos  contraen  tácitamente 
unos  hacia  otros  por  razón  de  la  vecindad  ;  y  participa  de  la 
acción  real,  en  cuanto  tiene  por  objeto  la  reclamación  ó  rei- 
vindicación de  lo  que  un  vecino  ha  podido  usurpar  del  ter- 
reno de  otro. 

Es  asimismo  esta  acción  del  número  de  aquellas  que  se 
llaman  dobles  ó  reciprocas,  porque  cada  uno  de  los  litigantes 
puede  ser  actor  y  reo;  y  todos  efectivamente  son  á  un  mis- 
mo tiempo  demandantes  y  demandados,  cuando  uada  uno  de 
ellos  reclama  contra  el  otro  lo  que  resultare  hacer  parte  de 
su  heredad. 

Esta  acción  no  se  pierde  nunca  por  prescripción  ;  porque 
el  interés  público  exige  que  los  dueños  de  tierras  gocen 
siempre  del  derecho  de  servirse  de  un  medio  que  previene 
las  usurpaciones  y  los  pleitos. 

Los  Romanos  dejaban  en  los  amojonamientos  un  espacio 
vacío  de  cinco  pies  entre  las  dos  heredades  limítrofes.  Lla- 
mábase fines  agrorum  este  espacio  ,  que  aunque  según  la 
ley  de  las  Doce  Tablas  era  imprescriptible,  dejó  de  serlo 
después  por  el  Código  ,  ley  últ.,  tít.  Finium  regundorum  , 
según  la  cual  podía  ganarse  por  la  prescripción  de  treinta  años  ; 
y  las  heredades  limítrofes  se  denominaban  confines ,  propter 
finium  communiialem. 

Quiete  y  contra  quién  puede  intentar  la  acción 
de  amojonamiento. 

La  acción  de  amojonamiento  puede  intentarse  por  el  qua 
posee  la  heredad  como  propietario,  sin  que  al  efecto  necesite 
probar  su  derecho  de  propiedad ,  pues  la  posesión  le  hace 
presumir  propietario. 

Puede  ejercerse  igualmente  por  el  enfiteutay  el  usufructua- 
rio, pues  estos  tienen  interés  y  derecho  para  hacer  señalar 
y  distinguir  los  fundos  de  que  han  de  gozar  ;  pero  conviene 
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mucho  la  intervention  de  los  propietarios,  á  fin  de  prevenir 
las  dificultades  que  podrían  suscitarse  despues  entre  estos 
últimos  y  los  vecinos  sobre  una  operación  en  que  no  habian 
tenido  parte.  »» 

No  puede  entablarse  por  el  arrendador  y  el  colono ,  ni 
contra  ellos  ;  y  así  si  se  les  pusieren  obstáculos  en  punto  á 
mojones  ó  demarcación  de  las  tierras  que  tienen  en  arren- 
damiento ,  pueden  y  deben  avisar  á  los  propietarios  para 
que  los  venzan. 

No  solamente  puede  provocarse  el  deslinde  y  amojona- 
miento por  los  dueños  particulares  contra  otros  particulares, 
sino  también  contra  concejos,  comunidades  y  establecimien- 
tos públicos  y  vice  versa.  Por  la  misma  razón  puede  recla- 
marse entre  los  concejos ,  comunidades  y  establecimientos 
públicos  ;  y  aun  según  las  nuevas  ordenanzas  de  montes  , 
puede  pedirse  contra  el  Estado  mismo ,  así  como  por  el  Es- 
tado contra  los  particulares  y  demás,  según  luego  veremos. 

Modo  de  hacer  el  amojonamiento ,  acreditar  las  lindes, 
resolver  las  dudas  y  cortar  los  pleitos. 

La  acción  de  amojonamiento  puede  tener  por  objeto,  según 
se  infiere  de  la  definición  que  se  ha  dado,  determinar  ó  fijar 
por  primera  vez  y  señalar  con  mojones  la  línea  que  separa 
dos  heredades  contiguas,  á  fin  de  que  no  se  oscurezca  ni 
confunda  con  el  trascurso  de  los  tiempos;  ó  bien  restablecer 
dicha  línea  y  reponer  los  mojones  en  caso  de  que  aquella  se 
hubiese  oscurecido  ó  de  que  estos  hubiesen  desaparecido  ó 
esperimentado  algún  trastorno  por  malicia  ó  descuido. 

En  el  primer  caso ,  esto  es ,  cuando  se  trata  de  fijar  por 
primera  vez  los  linderos ,  es  regularmente  necesario  que  las 
partes  presenten  sus  títulos  de  pertenencia,  pues  que  se  ha 
de  empezar  por  examinar  y  reconocer  la  respectiva  esten- 
sion  de  las  heredades  confinantes  ,  y  que  los  pongan  en  ma- 
nos de  peritos  ó  agrimensores  para  que  después  de  hacer  la 
medición  de  las  tierras  tiren  la  línea  y  señalen  los  parajes 
en  que  han  de  ponerse  los  mojones. 

Los  medidores  que  faltando  á  los  deberes  de  su  cargo 
dieren  maliciosamente  á  alguno  de  los  interesados  mas 
parte  de  la  que  le  corresponde  con  perjuicio  del  otro,  incur- 
ren como  falsarios  en  la  pena  arbitraria  que  el  juez  crea 
oportuna  según  las  circunstancias,  y  en  la  obligación  de  pa- 
gar el  daño-al  perjudicado  que  por  alguna  razón  no  pudiese 
recobrarlo  del  favorecido  ;  ley  8,  tít.  7,  Part.  7. 

En  el  segundo  caso,  esto,  es ,  cuando  se  trata  de  acreditar 
la  verdadera  y  antigua  linde  y  restablecer  los  mojones  per- 
didos ó  alterados],  se  ha  de  atenderá  la  posesión;  á  los  mo- 
numentos antiguos,  como  zanjas  y  árboles,  censos  anteriores 
al  pleito  ,  y  autoridades  de  escritores;  á  la  fama  pública, 
presunciones  y  otras  circunstancias  ;  á  las  deposiciones  de 
testigos  ancianos  y  fidedignos  ;  á  los  instrumentos  de  suce- 
siones, y  álos  contratos  de  poseedores  que  hayan  podido  au- 
mentar ó  disminuir  la  ostensión  de  las  heredades  ;  á  la  di- 
rección que  lleven  los  mojones  que  hayan  quedado  ,  pues 
siempre  se  supone  la  línea  recta  ;  y  por  fin  á  las  escrituras 
anteriores  de  amojonamiento  ,  las  cuales  forman  plena  pro- 
banza ,  no  siendo  contradichas ,  especialmente  si  las  acom- 
paña el  plano  del  terreno. 

En  los  litigios  que  se  suscitan  entre  pueblos  sobre  la  de- 
marcación de  sus  términos ,  ademas  de  los  medios  indicados 
pueden  servir  para  aclarar  las  dudas  el  pago  de  los  derechos 
de  alcabala,  el  de  diezmos  y  otras  contribuciones  que  han 
adeudado  los  terrenos  que  son  objeto  de  la  contienda ,  pues 
por  ellos  se  acredita  el  pueblo  á  que  han  pertenecido;  — la 
indagación  de  la  autoridad  que  haya  ejercido  en  los  mismos 
jurisdicción  civil  ó  criminal,  prendando  ganados  y  multando 
á  los  pastores  que  indebidamente  se  hubiesen  introducido  á 
pastar  en  ellos;  —  su  mayor  proximidad  á  un  pueblo  que 


á  otro ,  pues  se  presume  que  los  terrenos  adyacentes 
á  cualquiera  población  pertenecen  á  su  término ,  por  ma- 
nera que  para  gozar  los  vecinos  de  otra  mas  distante  el  be- 
neficio de  sus  pastos  y  aprovechamientos  necesitan  acreditar 
su  derecho  ;  —  la  mención  que  en  los  instrumentos  de  pro- 
piedad del  terreno  disputado  se  hiciere  de  sus  mojones,  ma- 
nifestando que  están  dentro  ó  fuera  del  término  de  tal  ó  Id 
pueblo  ;  —  la  confrontación  de  las  señas,  distancia,  direccioa 
y  nombre  délos  mojones  mismos;  — y  finalmente  los  mapas 
geográficos,  y  especialmente  los  topográficos ,  y  aun  los  hi- 
drográficos. 

En  estos  pleitos  suelen  nombrarse  peritos  que  reconozcan 
los  lugares  y  manifiesten  el  concepto  que  hubieren  formado  ; 
y  si  todos  los  medios  y  pruebas  fuesen  insuficientes  para 
fundar  la  decisión,  debe  entonces  el  juez  decretar  la  inspec- 
ción ocular  à  instancia  de  las  partes,  y  trasladarse  personal- 
mente al  sitio  que  motiva  la  contienda  con  citación  de  todos 
los  interesados  por  si  quisieren  asistir  ,  para  reconocer  y 
examinar  por  sí  mismo  el  terreno  y  determinar  después  en 
su  vista  lo  que  estimare  justo  ;  ley  10,  tít.  15,  Part.  6. 

Si  los  mojones  se  hallan  con  tal  confusion  que  los  de  la 
heredad  de  uno  de  los  litigantes  entran  en  la  del  otro ,  de 
modo  que  puedan  suscitarse  en  adelante  dudas  y  contiendas 
entre  ambos  ó  sus  sucesores,  debe  el  juez  mandarlos  mudar 
y  ponerlos  de  manera  que  se  evite  el  peligro  de  nuevos 
pleitos ,  condenando  al  que  por  esta  mudanza  recibiere  al- 
gún aumento  en  su  heredad  á  dar  al  otro  el  valor  de  la 
tierra  agregada;  d.  ley  10,  tít.  lo,  Parí.  6. 

Siendo  tal  la  oscuridad  de  las  pruebas  presentadas  por  los 
litigantes  que  sea  imposible  fijar  la  verdadera  linde  ,  puede 
el  juez  disponer  que  se  dé  fin  al  litigio  mediante  transacción, 
ó  decidir  lo  que  le  parezca  mas  arreglado  ex  œquo  et  bono. 

Finalmente,  es  regla  general  que  el  amojonamiento  no 
confiere  á  ninguno  de  los  interesados  mas  terreno  que  el  que 
les  dan  sus  respectivos  títulos ,  porque  no  es  atributivo,  sino 
solo  declarativo  de  la  propiedad ,  es  decir  ,  de  la  estension 
de  cada  una  de  las  heredades  :  de  que  se  sigue  que  si  el  uno 
de  los  propietarios  vecinos  tiene  menos  terreno  y  el  otro 
mas  que  el  que  les  dan  sus  instrumentos  respectivos,  habrá 
de  estarse  á  lo  que  resulte  de  los  instrumentos  :  Qui  majo- 
rerai lociim  in  territorio  hàbere  dicitar,  cœleris  qui  minus 
possident,  integrum  locum  assignarc  compellilur;  leg.  7,  ff, 
finium  regund. 

Sin  embargo ,  si  el  amojonamiento  se  hubiese  hecho  de 
común  acuerdo ,  y  se  encontrase  exactamente  arreglado  al 
instrumento  estendido  para  hacer  constar  la  colocación  de 
mojones,  habría  lugar  de  presumir  que  hubo  transacción 
entre  los  interesados,  que  el  uno  cedió  al  otro  alguna  por- 
ción de  terreno  á  fin  de  arreglar  la  linde  ó  por  alguna  otra 
causa ,  y  que  se  pagó  el  precio  de  esta  cesión  antes  de  colo- 
carse los  mojones ,  á  no  ser  que  de  algún  modo  resultóse  lo 
contrario. 

También  puede  suceder  que  el  propietario  que  tenga  mas 
terreno  que  el  designado  en  su  título ,  haya  adquirido  el  es- 
ceso  por  prescripción  :  en  cuyo  caso ,  habiendo  mojones  de- 
ben permanecer  donde  se  encuentran  ;  y  no  habiéndolos, 
servirá  la  posesión  para  determinar  el  sitio  en  que  han  do 
colocarse. 

Si  resultare  de  una  medición,  habiendo  un  amojonamiento 
regular,  que  el  uno  de  los  propietarios  vecinos  tiene  dentro 
de  sus  límites  mas  terreno  que  el  espresado  en  sus  títulos  y 
que  el  otro  tiene  todo  el  que  consta  de  los  suyos ,  no  por 
eso  ha  de  partirse  lo  que  el  primero  tiene  de  mas  ;  porque 
este  sobrante  puede  provenir  tanto  de  inexactitud  padecida 
al  tiempo  de  estender  el  instrumento  ó  al  de  hacer  el  cálculo 
de  la  medida  que  muchas  veces  no  se  hace  sino  aproxima- 
tivamente ,  como  de  un  error  e»  la  operación  del  amojona- 
miento, ó  de  una  usurpación.  El  que  posee  cuanto  su  título 
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indica  no  tiene  motivo  de  queja,  y  por  consiguiente  nada 
puede  pedir  de  lo  que  está  fuera  de  los  limites  do  su  here- 
dad ,  pues  que  estos  van  conformes  con  el  título  :  solo  en  el 
caso  de  que  resulte  falta  en  su  heredad  y  sobra  en  la  del 
otro  ,  es  cuando  puede  reclamar  ,  porque  entonces  es  pro- 
bable que  esta  sobra  se  haya  formado  á  espensas  suyas. 

Como  el  amojonamiento  interesa  tanto  al  un  propietario 
como  al  otro ,  es  claro  que  los  gastos  que  ocasionare  deben 
pagarse  pagarse  por  ajobos. 

Penas  del  que  quita  ó  muda  los  mojones. 

Los  Romanos  pusieron  sus  campos  bajo  la  protección  del 
dios  Término  ;  y  cada  mojón  representaba  á  este  dios  :  Ter- 
mine ,  sive  lapis ,  tu  quoque  numen  habes ,  decia  Ovidio , 
Fasl.  II.  De  aquí  es  que  el  arrancar  ó  mudar  de  sitio  los 
mojones  era  un  crimen  ,  ó  mas  bien  un  ultraje  á  la  religion. 

El  que  quitaba  ó  sacaba  de  su  lugar  los  mojones  que  ser- 
vían para  separar  y  distinguir  los  caminos  ,  jurisdicciones  ó 
heredades,  incurría  en  pena  arbitraria,  que  era  mayor  ó  me- 
nor según  las  circunstancias  y  la  calidad  del  hecho  y  de  las 
personas. 

Si  el  que  quitaba  ó  mudaba  de  sitio  los  mojones  ,  lo  hacia 
con  objeto  de  aumentar  su  heredad  en  perjuicio  de  la  del 
vecino ,  debia  ser  condenado  á  destierro  temporal  siendo  de 
clase  distinguida ,  y  á  dos  años  de  trabajos  públicos  siendo 
de  vil  condición. 

El  que  durante  el  curso  de  un  pleito  arrancaba  ó  traspor- 
taba los  mojones  por  oscurecer  ó  estinguir  los  derechos  de 
su  adversario,  debia  ser  castigado  arbitrariamente  según  la 
naturaleza  y  las  consecuencias  de  su  delito. 

Si  el  arrancamiento  ó  mudanza  de  mojones  se  hacia  solo 
por  pura  malicia ,  sin  motivo  alguno  de  interés  particular , 
se  reducía  la  pena  á  la  satisfacción  de  daños  y  perjuicios. 

El  que  se  llevaba  los  mojones  para  aprovecharse  de  ellos 
era  castigado  como  reo  de  hurto. 

Entre  nosotros,  según  la  ley  50 ,  tít.  14  ,  Part.  7 ' ,  el  que 
muda  maliciosamente  los  mojones  que  están  entre  su  here- 
dad y  la  de  su  vecino  ,  debe  pagar  al  rey  cincuenta  mara- 
vedís de  oro  por  cada  mojón  ,  y  perder  ademas  el  derecho 
que  tuviere  en  aquella  parte  de  heredad  que  procuraba  ad- 
quirir por  este  medio;  y  no  teniendo  derecho  en  ella  ,  ha  de 
restituirla  con  otro  tanto  de  la  suya. 

Nada  dice  la  ley  sobre  los  demás  casos  espresados  en  las 
leyes  romanas;  y  así  suelen  castigarse  con  penas  pecuniarias 
y  resarcimiento  de  daños. 

La  citada  ley  30,  tít.  14,  Part.  7,  añade  que  las  penas 
impuestas  al  que  mude  maliciosamente  los  mojones  que  dis- 
tinguen una  heredad  de  otra,  deben  aplicarse  también  al 
que  mude  los  mojones  divisorios  de  términos  de  pueblos, 
castillos  ú  otros  lugares.  Masía  ley  S,  tít.  21  ,  lib.  7  ,  Nov. 
Eec,  tratando  de  la  restitución  de  los  términos  ocupados  á 
los  pueblos  ,  dispone  que  el  juez  haga  restituir  al  concejo  la 
posesión  libre  y  pacífica  de  todo  aquello  de  que  hubiere  sido 
despojado ,  y  que  el  ocupador  que  resistiere  la  ejecución  del 
mandamiento  pierda  por  el  mismo  hecho  cualquier  derecho 
que  tuviere  sobre  la  cosa  litigiosa  con  otro  tanto  de  su  valor, 
como  asimismo  los  oficios  que  hubiese  recibido  del  rey  ó  de 
cualquier  pueblo ,  y  no  teniendo  oficio ,  la  tercera  parte  de 
sus  bienes  para  la  real  cámara;  y  que  en  caso  de  no  tener 
derecho  alguno  á  la  cosa  litigiosa  ,  pague  su  estimación  con 
otro  tanto ,  que  deberá  aplicarse  por  mitad  al  concejo  con 
quien  litigare  y  al  fisco. 

E.i  las  leyes  1 1  y  16,  tít.  21 ,  lib.  7 ,  Nov.  Rec,  se  pre- 
viene que  los  corregidores  examinen  ocularmente  los  térmi- 
nos de  los  pueblos  de  su  jurisdicción ,  aclarando  los  confun- 
didos y  poniendo  señales  ó  mojones;  y  que  lo  mismo  ejecuten 
en  los  límites  con  reinos  estraños.  —  Véase  Apeo. 


AMOJONAMIENTO  de  montes.  En  el  artículo  ante- 
rior se  habla  en  general  del  amojonamiento ,  y  en  este  va- 
mos á  ver  las  disposiciones  que  traen  sobre  el  de  montes  las 
ordenanzas  generales  de  22  de  diciembre- de  1855;  ad vir- 
tiendo que  no  se  trata  en  ellas  del  amojonamiento  de  montes 
entre  particulares,  sino  del  de  los  montes  que  están  sujetos  á 
la  guarda  ó  régimen  de  la  dirección  general  cuando  confinan 
unos  con  otros  ó  con  los  de  propiedad  particular. 

Después  de  sentar  en  el  art.  3°.,  que  todo  dueño  de  mon- 
tes podrá  cerrar  ó  cercar  los  de  su  pertenencia,  siempre  que 
los  tuviere  deslindados  y  amojonados,  ó  provocar  el  deslinde 
y  amojonamiento  de  los  que  aun  no  lo  estuvieren ,  fijan  las 
ordenanzas  el  modo  con  que  ha  de  hacerse  esta  operación  en 
los  términos  siguientes  : 

«  Art.  20.  Los  deslindes  y  amojonamientos  que  ,  bien 
á  instancia  de  cualquiera  de  los  interesados ,  bien  por  dispo- 
sición de  la  dirección  general ,  hubieren  de  hacerse  de  mon- 
tes confinantes ,  linderos  por  todas  partes  con  pertenencias 
de  realengos  ,  de  propios  ,  comunes ,  ó  establecimientos  pú- 
blicos, se  ejecutarán  por  el  comisario  especial  déla  dirección, 
asistido  de  un  perito  agrimensor  de  la  misma,  y  con  inter- 
vención del  administrador  ó  apoderado  de  cada  cual  de  los 
interesados  ,  y  del  perito  agrimensor  que  cada  uno  de  estos 
quisiere  nombrar  :  concluidas  las  diligencias ,  se  remitirán  á 
la  dirección  general  ;  donde  se  oirán  informativamente ,  si 
hubiere  algunas  reclamaciones  ;  y  lo  que  definitivamente  se 
resolviere  se  someterá  á  mi  real  aprobación. 

»  21 .  Si  los  montes  que  han  de  deslindarse  tuviesen  por 
linderos  ó  límites  propiedades  del  dominio  particular,  la  di- 
rección hará  citar  con  dos  meses  de  anticipación  á  todos  los 
colindantes  ;  á  saber  :  los  conocidos  en  sus  personas,  ó  en 
las  de  sus  guardas,  administradores  ó  arrendadores,  y  á  los 
demás  por  edictos  puestos  en  cada  pueblo  de  los  de  la  co- 
marca ,  y  en  el  principal  del  partido  ó  provincia ,  señalando 
el  dia  en  que  se  principiará  la  operación  con  presencia  ó  no 
de  los  avisados.  También  se  insertará  el  aviso  en  el  boletín 
oficial  que  se  publique  en  la  capital  de  la  provincia. 

»  Practicada  la  diligencia  del  deslinde,  se  pondrá  un  tes- 
timonio íntegro  de  ella  en  la  comisaría  de  .montes  del  distri- 
to,  y  se  dará  á  cada  interesado  estracto  de  la  parte  que  le 
corresponda ,  si  lo  pidiere.  La  íntegra  estará  de  manifiesto 
en  la  comisaría  para  cualquiera  de  los  interesados  que  la  so- 
licitare ;  y  á  continuación  se  darán  nuevos  avisos  para  la 
inteligencia  de  los  interesados  ,  señalando  el  dia  en  que  se 
practicará  el  amojonamiento,  que  deberá  ser  un  mes  después 
de  la  citación.  Si  dentro  de  este  tiempo  no  hubiese  reclama- 
ciones contra  la  operación  del  deslinde,  se  procederá  á  la 
del  amojonamiento ,  asistan  ó  no  á  ella  los  interesados. 

»  Ambas  operaciones  se  harán  ante  el  juez  real  del  pueblo 
en  cuyo  término  esté  sito  el  monte;  ó  si  este  locase  á  va- 
rios términos ,  ante  el  juez  de  letras  mas  inmediato  de  la 
comarca. 

»  22.  En  caso  de  haber  reclamaciones  por  parte  ó  contra 
propietarios  particulares ,  la  dirección  procurará  terminarlas 
por  via  de  conciliación  ó  transacción  ,  de  cuyo  resultado  so 
pedirá  mi  real  aprobación.  Pero  si  no  pudiese  ser  así ,  so 
sustanciarán  las  demandas  por  el  juez  de  letras  del  territo- 
rio, con  apelación  á  la  cnancillería  ó  audiencia  correspon- 
diente; de  cuyo  fallo  se  prohibe  toda  nueva  apelación,  re- 
vista ó  recurso  ordinario  y  estraordinario. 

»  23.  Concluido  todo  deslinde  ó  amojonamiento,  se  levan- 
tará un  plano  exacto  del  terreno  deslindado,  de  que  se 
sacará  una  copia  para  la  dirección  general  y  las  demás  que 
pidieren  los  interesados.  El  original  con  las  diligencias  se 
archivará  en  la  comisaría  de  montes  del  distrito. 

»  Si  la  demarcación  de  límites  se  hiciese  con  solo  mo- 
jones sueltos ,  los  gastos  de  esta  operación  se  repartirán  pro- 
porcionalmente  entre  todos  los  interesados,  £1  que  quiera 
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después  cerrar  sus  lindes  con  cerca ,  seto  ó  zanja ,  lo  ejecu- 
ta™ ¡ornando  d'mtro  del  terreno  de  su  pertenencia  el  que 
para  ello  necesitare. 

»  \li.  Para  las  referidas  operaciones  no  se  admitirán  otras 
pruebas  que  los  títulos  auténticos  de  propiedad,  ó  la  pose- 
si'.íii  no  interrumpida  por  mas  de  treinta  años.  De  toda  pre- 
tensión que  se  funde  en  pruebas  menos  claras  y  manifiestas 
se  reservará  al  interesado  su  derecho  para  otro  juicio  mas 
solemne  que  le  conviniese  intentar. 

»  2b.  Así  en  las  resoluciones  de  que  habla  el  artículo  20, 
como  en  las  conciliaciones  ó  transacciones  de  que  se  hace 
mención  en  el  articulo  22 ,  la  dirección  procederá  en  los  ca- 
sos de  grave  y  fundada  duda  inclinando  su  dictamen  á  favor 
del  dominio  particular  en  concurrencia  con  pertenencias  de 
realengo ,  de  comunes  ó  propios  de  los  pueblos  y  de  estable- 
cimientos públicos;  en  favor  de  los  propios  en  concurso  con 
los  comunes, .de  estos  con  los  baldíos  ó  realengos  ;  y  á  favor 
de  los  establecimientos  de  instrucción  pública  y  de  benefi- 
cencia en  duda  con  realengos  ,  baldíos,  comunes  y  de 
propios.  » 

AMONESTACIÓN.  El  requerimiento  ó  apercibimiento 
judicial  ;  y  la  publicación  que  se  hace  en  la  iglesia  en  tres 
dias  festivos  al  tiempo  de  la  misa  mayor  ,  de  las  personas 
que  quieren  contraer  matrimonio  ú  ordenarse ,  para  que  si 
alguno  supiere  algún  impedimento  lo  denuncie. 

AMONESTAR.  Apercibir  á  uno  para  que  se  corrija  ;  y 
publicar  las  proclamas  ó  amonestaciones  de  casamiento. 

AMORTIZARLE.  Hablando  de  censos,  rentas,  pensio- 
nes ,  feudos,  etc.,  es  lo  que  puede  amortizarse,  esto  es,  es- 
tinguirse  ó  redimirse.  Véase  Censo  y  Redención  de  censo.  En 
materia  de  traspasos  de  dominio ,  es  lo  que  puede  vincular- 
se ó  pasar  á  manos  muertas  ,  por  contraposición  á  lo  que 
según  la  ley  no  puede  sujetarse  á  vinculación  ni  enajenarse 
á  corporaciones  que  lo  hayan  de  tener  estancado.  Está  prohi- 
bido ,  por  ejemplo ,  sujetar  á  vinculación  los  montes ,  de 
cualquiera  clase  que  sean ,  así  como  enajenarlos ,  sea  por 
causa  onerosa  ó  lucrativa  ,  á  manos  muertas ,  corporaciones 
ó  establecimientos  públicos  de  cualquier  género  :  de  manera 
que  si  por  donación  ó  testamento  se  les  dieren  ó  legaren 
montes ,  se  han  de  vender  estos  en  provecho  del  donatario  ó 
legatario,  á  cuya  disposición  ha  de  ponerse  su  importe; 
debiendo  cuidar  de  la  observancia  de  esta  medida  los  ayun- 
tamientos de  los  pueblos  en  cuyo  territorio  se  hallen  tales 
montes,  y  los  comisarios  ó  empleados  de  la  dirección  gene- 
ral, si  no  hubiese  pariente  ó  interesado  particular  que  la 
promoviere  ;  art.  1 1  >  orden,  gener.  de  montes  de  22  de  di- 
ciembre de  1853.  Así  pues  los  montes  son  inamorlizables. 
=  Con  el  restablecimiento  de  los  decretos  de  Cortes  sobre 
vinculaciones  está  prohibida  en  el  dia  la  amortización  de 
bienes.  Véase  Bienes  vinculados. 

AMORTIZACIÓN.  Esta  palabra  que  según  algunos 
viene  de  la  voz  francesa  amortir,  significa  la  estincion  de 
alguna  cosa  ó  el  acto  de  acabar  con  ella  ;  y  suele  usarse  para 
denotar  la  vinculación  de  bienes  en  alguna  familia  para  que 
los  goce  perpetuamente ,  y  la  enajenación  ó  traslación  de 
propiedad  en  manos  muertas  ,  como  asimismo  la  redención 
de  censos  ú  otras  cargas,  y  la  satisfacción  ó  reembolso  de  las 
deudas  del  Estado.  Efectivamente  la  vinculación  y  la  enaje- 
nación en  manos  muertas  sacan  la  propiedad  territorial  del 
comercio  y  circulación ,  la  encadenan  á  la  perpetua  posesión 
de  ciertos  cuerpos  y  familias,  escluyen  para  siempre  á  todos 
los  demás  individuos  del  derecho  de  aspirar  á  ella  ,  y  por 
consiguiente  puede  decirse  que  en  cierto  sentido  la  estin- 
guen, la  anonadan .  la  privan  de  aquella  especie  de  vida  que 
adquiere  cuando  pasa  libremente  de  mano  en  mano  sin  nin- 
gún género  de  trabas.  Ademas,  los  bienes  que  pasan  á 
cuerpos  eclesiásticos  mueren  también  de  otro  modo  para  el 
Estado  ,  pues  quedan  e$entos  de  los  tributos  civiles ,  como 


veremos  en  su  lugar.  Todavía  puede  decirse  con  mas  pro- 
piedad que  se  estinguen  ó  amortizan  los  censos  y  demás 
cargas  que  se  redimen  y  las  deudas  que  se  pagan  ó  los  efec- 
tos públicos  que  se  recogen  por  el  gobierno  ,  pues  por  esto 
hecho  pierden  realmente  su  existencia. 

La  amortización ,  en  cuanto  significa  redención  ó  estincion 
de  cargas  y  gravámenes,  es  un  bien  ;  pero  en  cuanto  signi- 
fica vinculación  de  bienes  en  una  familia  ó  en  algún  estable- 
cimiento ,  es  un  mal,  y  un  mal  muy  grave  para  el  Estado. 
Véanse  los  artículos  siguientes ,  y  Redención  de  censos. 

AMORTIZACIÓN  civil.  La  vinculación  de  bienes  en 
determinada  familia  ,  ó  sea  la  erección  de  mayorazgos;  y 
también  la  adquisición  de  bienes  raices  por  cuerpos  ó  esta- 
blecimientos civiles  permanecientes  á  la  clase  de  manos 
muertas. 

Antiguamente  no  se  conocieron  las  vinculaciones  ó  mayo- 
razgos ,  pues  no  se  halla  rastro  de  esta  institución  ni  en  las 
historias  antiguas  del  reino  ,  ni  en  el  Fuero  Juzgo  ,  ni  en  el 
Fuero  viejo  de  Castilla ,  ni  en  el  Fuero  Real,  ni  en  las  leyes 
del  Estilo,  ni  en  las  siete  Partidas,  ni  en  el  Ordenamiento 
de  Alcalá  ,  ni  aun  en  el  Ordenamiento  Real.  El  monumento 
mas  antiguo  de  la  voz  mayorazgo  es  el  testamento  de  don 
Enrique  II,  que  murió  en  el  año  de  1379.  Acosado  este  mo- 
narca por  la  guerra  que  hubo  de  sostener  contra  su  hermano 
don  Pedro  el  Cruel ,  se  granjeó  los  servicios  de  los  prelados , 
condes ,  duques  ,  ricoshombres ,  infanzones ,  caballeros ,  es- 
cuderos, ciudadanos  y  otras  personas  particulares  con  dona- 
ciones tan  desmedidas  que  quedó  lastimosamente  debilitado 
el  poder  de  la  corona  ;  y  viéndose  en  la^recision  de  procurar 
algún  remedio  á  tamaño  mal ,  puso  en  su  testamento  una 
cláusula  en  que  después  de  confirmar  las  donaciones  ordenó 
que  los  bienes  en  que  consistían  se  tuviesen  por  via  de 
mayorazgo  y  pasasen  por  muerte  de.l  agraciado  á  su  hijo 
legítimo  mayor,  y  que  si  muriese  sin  hijo  legítimo  volviesen 
á  la  corona. 

Quedó  esta  cláusula  sin  ejecución  por  espacio  de  muchos 
años  :  mandáronla  observar  como  ley  general  don  Fernando 
y  doña  Isabel  por  provision  de  16  de  febrero  de  1486  :  tuvo 
que  recordarla  don  Felipe  II  en  el  año  de  1366,  haciéndola 
insertar  en  la  Recopilación  (  ley  10,  til.  17,  lib.  10,  Voi-. 
Rec.  );  y  por  fin  la  esplicó  don  Felipe  V  en  23  de  octubre  de 
1720  (  ley  H,  d.  lit.  17,  lib.  10,  Nov.  Rec.  )  declarando  que 
los  mayorazgos  de  las  donaciones  reales  del  señor  don  En- 
rique II  sean  y  se  entiendan  limitados  para  los  descendientes 
del  primer  adquirente  ó  donatario,  no  para  todos,  sino  para 
el  hijo  mayor  del  último  poseedor  legítimo;  de  modo  que  no 
dejando  este  hijos  ó  descendientes  legítimos,  aunque  tenga 
hermanos  ó  hijos ,  ú  otros  parientes  transversales,  hijos  legí- 
timos de  los  que  hayan  sido  poseedores,  y  todos  descen- 
dientes del  primer  donatario ,  no  se  estiendan  á  ellos  los 
dichos  mayorazgos,  antes  bien  se  entiendan  escluidos  y  no 
llamados  á  ellos  ;  y  que  en  tales  casos  ha  llegado  el  de  la 
reversion  à  la  corona  de  semejantes  clonaciones  y  mercedes 
reales ,  en  que  debe  darse  á  S.  M.  la  posesión  de  todas  ellas. 
Infiérese  del  testamento  enriqueño  que  los  mayorazgos 
eran  anteriores  á  la  época  de  dicho  instrumento,  pues  que 
Enrique  habla  de  ellos  como  de  cosa  conocida  en  aquel 
tiempo  ;  pero  no  hay  razón  segura  para  hacer  subir  su  insti- 
tución al  año  de  1231,  como  opina  Rojas  de  Almansa.  Ade- 
mas, los  mayorazgos  entonces  eran  muy  raros,  como  con- 
vienen todos;  eran  mayorazgos  grandes  con  títulos  de  duques, 
condes ,  marqueses  y  otros  semejantes  ;  mayorazgos  de 
limitada  naturaleza  y  que  no  podían  tener  verdadera  con- 
l  Jistencia,  pues  no  habiendo  leyes  que  los  regulasen,  habían 
de  esperimentar  necesariamente  las  vicisitudes  y  aventuras 
de  los  fideicomisos  y  de  nuestros  feudos  ,  en  que  faltaba  esa 
funesta  perpetuidad  que  caracteriza  los  mayorazgos  de  nues- 
tros dias.  Dije  de  nuestros  feudos  ,  porque  estos  eran  amo- 
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Tibies  ó  vitalicios:  y  cuando  tcnian  la  calidad  de  heredita- 
rios, se  dividian  entre  los  hijos  y  no  pasaban  de  los  nietos, 
como  es  de  ver  por  el  tít.  26  de  la  Partida  cuarta;  al  revés  do 
los  feudos  establecidos  en  otras  naciones ,  que  recibieron  el 
carácter  de  perpetuos  y  se  deferian  únicamente  á  los  hijos 
primogénitos  con  prerogativa  de  sexo,  línea  y  grado.  Pero 
nuestros  jurisconsultos ,  que  bebieron  las  doctrinas  de  las 
escuelas  estranjeras ,  nos  trajeron  el  principio"  de  la  perpe- 
tuidad en  los  feudos,  embrollaron  el  foro  con  una  muche- 
dumbre de  opiniones  encontradas ,  que  ponian  en  continuo 
conflicto  la  prudencia  de  los'jueces  ,  y  empezaron  á  fran- 
quear los  diques  que  nuestras  leyes  oponian  á  las  vincula- 
ciones. 

Las  Cortes  de  Toro  celebradas  en  el  año  de  loOo  ,  con  el 
deseo  de  fijar  la  verdad  legal ,  como  dice  el  señor  Jbvellános, 
canonizaron  las  opiniones  mas  funestas,  y  ampliando  la  doc- 
trina de  los  fideicomisos  y  de  los  feudos  ,  dieron  la  primera 
forma  á  los  mayorazgos  ,  cuyo  nombre  no  habia  manchado 
hasta  entonces  nuestra  legislación.  En  primer  lugar,  autori- 
zaron á  los  padres  para  poner  los  gravámenes  que  quisieren 
en  las  mejoras  á  sus  hijos. 

«  Mandamos,  dice  la  ley  27  (  ley  11 ,  tít.  6,  lib.  10,  Nov. 
Rec.  ),  que  cuando  el  padre  ó  la  madre  mejoraren  á  alguno 
de  sus  hijos  ó  descendientes  legítimos  en  el  tercio  de  sus 
bienes,  en  testamento  ó  en  otra  cualquier  última  voluntad, 
ó  por  contrato  entre  vivos ,  que  le  puedan  poner  el  gravamen 
que  quisieren ,  así  de  restitución  como  de  fideicomiso ,  y  facer 
en  el  dicho  tercio  los  vínculos ,  y  sumisiones  y  sustituciones 
que  quisieren  ;  con  tanto  que  lo  fagan  entre  sus  descendientes 
legítimos;  y  á  falta  dellos.  que  lo  puedan  facer  entre  sus 
descendientes  ilegítimos  que  hayan  derecho  de  los  poder 
heredar;  y  á  falta  de  los  dichos  descendientes  ,  que  lo  puedan 
facer  entre  sus  ascendientes  ;  y  á  falta  de  los  susodichos  pue- 
dan facer  las  dichas  sumisiones  entre  sus  parientes;  y  á  falta 
de  parientes  entre  los  estraños  ;  y  que  de  otra  manera  no 
puedan  poner  gravamen  alguno  ni  condición  en  el  dicho 
tercio:  los  cuales  dichos  vínculos  y  sumisiones,  ora  se  fagan 
en  el  dicho  tercio  de  mejoría  ,  ora  en  el  quinto ,  mandamos 
que  valan  para  siempre ,  ó  por  el  tiempo  que  el  testador  de- 
clarare ,  sin  facer  diferencia  de  cuarta  ni  de  quinta  gene- 
ración. » 

Esta  ley,  que  permitía  vincular  las  mejoras  en  perjuicio  de 
los  herederos  forzosos,  suponía  que  los  que  no  los  tenian 
eran  dueños  de  amortizar  toda  su  fortuna.  Así  que,  cual- 
quiera que  podia  testar  ó  contratar  tenia  facultad  para  fundar 
sin  real  licencia  vínculo  ó  mayorazgo  del  tercio  de  sus  bienes 
á  favor  de  quien  quisiere,  teniendo  solo  ascendientes;  ó  del 
quinto,  teniendo  legítimos  descendientes;  ó  bien  del  tercio 
y  quinto  á  favor  de  uno  ó  mas  hijos  ó  descendientes  legítimos 
en  perjuicio  de  los  demás  por  vía  de  mejora,  siempre  que 
observase  en  sus  llamamientos  por  lo  que  hace  al  tercio  lo 
dispuesto  en  la  ley  27  de  Toro  ;  ó  finalmente ,  de  todos  sus 
bienes  ,  cuando  carecía  de  descendientes  y  ascendientes  : 
de  manera  que  solamente  necesitaba  de  autorización  real 
cuando  en  perjuicio  de  los  herederos  forzosos  quería  vincular 
mas  del  tercio  y  quinto.  Aun  mas  :  si  el  fundador  tenia  solo 
ascendientes,  y  estos  renunciaban  su  legítima ,  podia  vin- 
cular todos  sus  bienes,  aunque  no  interviniese  licencia  del 
rey  ;  y  lo  mismo  podia  hacer,  teniendo  descendientes  legíti- 
mos en  tres  casos  :  Io.  si  los  tales  descendientes  renunciaban 
con  juramento  su  legítima  sin  perjuicio  de  sus  alimentos  y 
(ie  la  dote  de  las  hembras  :  2o.  si  los  hijos,  siendo  mayores 
de  veinte  y  cinco  años,  se  conformaban  en  que  el  de  mas 
edad  sucediese  en  la  herencia  paterna,  quedándoles  los  pre- 
cisos alimentos  :  5o.  cuando  el  hijo  único ,  mayor  de  veinte 
y  cinco  años ,  consentía  la  fundación  del  mayorazgo  y  gra- 
vamen que  su  padre  le  imponía  en  su  legítima. 

Ademas ,  la  ley  kO  de  Toro  (  ley  5,  tít.  17,  lib.  10,  Nov. 


Rec.  )  fijando  el  modo  de  suceder  en  los  mayorazgos ,  eslen- 
dió  el  derecho  de  representación  de  los  descendientes  á  los 
transversales,  y  de  la  cuarta  generación  al  infinito  ;  y  no 
solo  á  lc5  transversales  del  último  poseedor,  sino  tambiem  á 
los  del  mandador,  como  declaró  después  don  Felipe  III  en 
pragmática  de  5  de  abril  de  Ifilb  (  ley  9,  lit.  17,  lib.  10, 
N ov. Rec.  ).  Por  fin  la  ley  kS.  de  Toro  (que  es  la  ley  i ,  d. 
Jíf.  17,  lib.  10,  Nov.  Reo.)  admitió  la  prueba  de  inmemorial 
para  acreditar  la  vinculación  ó  amayorazgamiento  de  los 
bienes  contra  la  presunción  mas  fuerte  del  derecho  ,  que 
supone  libre  ,  comunicable  y  trasmisible  toda  propiedad. 

Con  estas  disposiciones  y  estas  doctrinas  se  quitó  todo 
freno  al  furor  de  las  vinculaciones  y  mayorazgos,  y  quedó 
enteramente  abierta  la  honda  sima  de  la  amortización ,  donde 
así  el  plebeyo  como  el  noble  ,  así  el  pobre  como  el  rico ,  en 
corta  ó  en  inmensa  cantidad  ,  iban  echando  diariamente  sus 
fortunas  y  sepultando  la  propiedad  territorial  con  menoscabo 
de  los  derechos  déla  sangre  y  gravísimo  perjuicio  del  Estado. 

Estos  males  llamaron  eficazmente  la  atención  del  señor 
don  Carlos  III ,  quien  por  decreto  de  28  de  abril  y  cédula  de 
1/ldemayode  1789  (ley  12,  lit.  17,  lib.  ÍO,  Nov.  Rec.) 
mandó  que  en  adelante  no  se  puedan  fundar  mayorazgos , 
aunque  sea  por  via  de  agregación  ó  de  mejora  de  tercio  y 
quinto  ,  ó  por  los  que  no  tengan  herederos  forzosos  ,  ni  pro- 
hibir perpetuamente  la  enajenación  de  bienes  raices  ó  esta- 
bles por  medios  directos  ó  indirectos ,  sin  preceder  licencia 
suya  ó  de  los  reyes  sus  sucesores  ;  y  que  esta  no  se  conceda 
sino  á  consulta  de  la  cámara ,  y  solo  en  el  caso  de  que  el 
mayorazgo  ó  mejora  llegue  á  lo  menos  á  tres  mil  ducados  de 
renta  ,  de  que  la  familia  del  fundador  pueda  por  su  estado 
aspirar  á  esta  distinción  para  emplearse  en  la  carrera  militar 
ó  política  con  utilidad  del  Estado ,  y  de  que  el  todo  ó  la 
mayor  parte  de  los  bienes  no  consista  en  raices ,  sino  en 
efectos  de  rédito  fijo,  como  censos,  juros,  efectos  de  villa, 
acciones  de  banco  ú  otros  semejantes,  á  no  ser  que  medie 
para  lo  contrario  alguna  causa  de  mucha  utilidad  pública. 

Esta  ley  dio  un  gran  paso  para  atajar  los  prqgresos  de  la 
amortización  ,  pues  que  impidió  los  vínculos  pequeños  que 
tanto  se  multiplicaban,  é  hizo  mas  difícil  la  erección  de  los 
grandes  por  el  hecho  de  exigir  para  ella  la  real  licencia  con 
los  demás  requisitos  que  espresa  ;  pero  dejó  en  pié  el  mal 
que  ya  estaba  hecho ,  y  abierta  todavía  la  sima  del  estanca- 
miento ,  pudiendo  haber  cerrado  de  todo  punto  su  entrada  y 
dado  alguna  salida  por  donde  volviese  á  la  circulación  el  in- 
menso cúmulo  de  bienes  amortizados. 

Por  decreto  de  21  y  cédula  de  24  de  agosto  de  1795  (ley  14, 
tít.  17,  lib.  10,  Nov.  Rec.  ),  con  objeto  de  aumentar  el  fondo 
de  amortización  de  vales ,  se  estableció  la  contribución  de 
quince  por  ciento  sobre  el  total  importe  de  todos  los  bienes 
raices  ó  estables,  derechos  ó  acciones  reales  que  en  adelante 
se  vincularen ,  ó  que  de  cualquier  modo  se  prohibiere  su 
enajenación  con  real  licencia,  esceptuando  solamente  los 
fondos  que  se  impusieren  sobre  la  real  hacienda  ó  que  se 
emplearen  en  vales  reales.  Mas  por  real  resolución  y  circular 
del  Consejo  de  8  de  octubre  de  1802  (  ley  1S ,  tít.  17,  lib.  10, 
Nov.  Recop.  )  se  declararon  igualmente  esentos  de  esta  con- 
tribución los  capitales  impuestos  en  los  cinco  gremios  mayo- 
res de  Madrid  ,  y  en  la  compañía  de  Filipinas  con  destino  á 
fundación  de  mayorazgo ,  y  también  cualquiera  otra  de  la 
misma  naturaleza  ;  quedando  sujetas  á  su  pago  las  vincula- 
ciones Ce  bienes  raices  de  cualquiera  denominación  ,  la  de 
los  censos ,  y  las  de  todos  los  demás  efectos  civiles  de  la 
propia  cla^,,  en  que  la  traslación  del  dominio  produzca  una 
acción  sob/e  cosa  real  ó  hipoteca;  con  la  prevención  de  que 
cuando  se  verifiquen  las  fundaciones  de  vínculos  sobre  tales 
imposiciones,  se  pongan  las  correspondientes  notas  en  todas 
las  acciones,  escrituras,  libros,  etc.,  á  fin  de  que,  en  caso 
de  que  se  redima  y  reimponga  su  producto  en  censos ,  ó  so. 
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invierta  en  la  compra  de  bienes  raices ,  se  contribuya  el  es- 
presado derecho. 

En  real  orden  de  28  de  febrero  de  1818  se  manifiesta  que 
la  citada  cédula  de  24  de  agosto  de  1793  eximió  de  la  con- 
tribución del  quince  por  ciento  los  capitales  que  las  manos 
muertas  impongan  sobre  las  rentas  reales  ó  empleen  en  va- 
les ,  con  el  fin  de  que  quedando  paralizado  el  curso  de  tales 
capitales,  gravite  menos  deuda  circulante  contra  el  Estado  , 
y  tengan  los  acreedores  un  aliciente  para  emplear  sus  cré- 
ditos, dándoles  mayor  valor  y  precio;  y  se  previene  al  mis- 
mo tiempo  que  como  pueden  eludirse  fácilmente  semejantes 
fines  poniendo  en  circulación  los  citados  capitales  ó  com- 
prando con  ellos  bienes  raices  sin  contribuir  con  el  referido 
impuesto  ,  no  se  reconocerá  legitima  la  adquisición  de  los 
espresados  capitales  por  los  cuerpos  eclesiásticos  ó  manos 
muertas,  sin  que  se  hayan  presentado  los  documentos  en 
las  oficinas  del  Crédito  público  ,  para  que  se  ponga  la  nota 
correspondiente  espresiva  de  la  mano  muerta  á  que  perte- 
nezca, y  de  quedar  fuera  de  circulación,  á  fin  de  que  nadie 
pueda  adquirirlos  sin  conocimiento  de  que  perderá  el  capi- 
tal, y  de  que  estarán  sujetos  al  derecho  de  amortización  los 
bienes  raices  que  se  intente  subrogar  en  su  lugar,  cuya  fa- 
cultad concederá  S.  M.  previas  las  oportunas  licencias. 

En  decreto  de  19  de  setiembre  de  1798  (ley  16,  tít.  17, 
lib.  10.  Nov.  Rec  )  con  el  doble  objeto  de  conservar  íntegras 
las  vinculaciones  y  con  ellas  el  lustre  de  las  familias ,  y  de 
restituir  las  haciendas  al  cultivo  de  propietarios  activos  y 
laboriosos,  se  concedió  por  punto  general  á  todos  los  posee- 
dores de  mayorazgos ,  vínculos,  patronatos  de  legos  y  de 
cualesquiera  otras  fundaciones  en  que  se  suceda  por  el  or- 
den observado  en  los  mayorazgos  de  España,  la  facultad  de 
enajenar  los  bienes  de  sus  dotaciones  en  pública  subasta 
ante  las  justicias  ordinarias  de  los  pueblos  con  previa  tasa- 
ción y  fijación  de  carteles  por  término  de  treinta  dias ,  des- 
tinando sus  productos  líquidos  al  préstamo  patriótico  que  se 
habia  abierto  para  ocurrir  á  los  gastos  de  la  guerra,  é  impo- 
niéndolos sobre  la  real  hacienda  en  la  caja  de  amortización 
con  el  rédito  del  tres  por  ciento  al  año.  «  Y  considerando 
ademas,  dice  el  decreto,  que  muchos  de  mis  vasallos  con  la 
mira  á  su  propia  utilidad  y  á  la  mejora  de  los  mayorazgos, 
vínculos  y  patronatos  de  legos  que  poseen  tendrán  voluntad 
de  enajenar  sus  fincas  ahorrándose  los  dispendios,  las  con- 
tingencias y  las  incomodidades  de  su  administración,...  les 
concedo  igual  facultad  y  licencia  que  á  los  suscritores  al 
préstamo  patriótico,  á  efecto  de  que  en  los  mismos  términos 
y  con  las  mismas  gracias  (esencion  de  alcabalas  y  cientos) 
puedan-  verificar  la  enajenación  ,  imponiendo  precisamente 
su  producto  en  mi  real  caja  de  amortizaciou  al  rédito  anual 
de  tres  por  ciento ,  que  se  les  pagará  por  tercios,  semestres 
ó  años  enteros ,  según  les  acomode,  y  empezará  á  correrles 
desde  el  dia  en  que  entregaren  el  dinero  en  la  tesorería  mas 
inmediata ,  por  la  cual  se  darán  en  este  caso  los  recibos  de 
cargo  á  favor  del  director  de  la  caja  misma  ,  quien  otorgará 
inmediatamente  la  escritura  de  imposición  á  favor  del  vín- 
culo, sin  cuyo  requisito  será  nulo  y  de  ningún  valor  todo  lo 
actuado.  » 

A  fin  de  estimular  la  enajenación  de  bienes  vinculados, 
conforme  al  citado  decreto  de  19  de  setiembre  de  1798  ,  se 
concedió  en  otro  de  11  de  enero  de  1799  (ley  17,  til.  17, 
lib.  10,  Nov.  Rec.)  á  los  poseedores  que  voluntariamente  los 
enajenen  ,  la  gracia  de  que  entregándose  por  el  director  de 
la  caja  de  amortización  la  escritura  de  imposición  de  toda  la 
cantidad  líquida ,  que  deducidas  cargas  y  gastos  resultare  á 
favor  de  los  vínculos  ,  se  devuelva  y  entregue  á  los  mismos 
poseedores  por  via  de  premio  la  octava  parte  de  la  propia 
cantidad,  en  igual  especie  de  moneda  en  que  se  hubiere  per- 
cibido. 

Con  objeto  de  promover  la  venta  de  bienes  de  estable- 


cimientos píos  ,  y  facilitar  á  los  poseedores  de  mayorazos  y 
otros  vínculos  la  reunion  de  las  fincas  dispersas  de  su  perte- 
nencia ,  se  dio  permiso  y  facultad  en  decreto  de  16  de  di- 
ciembre de  1802  (ley  18,  tít.  17,  lib.  10,  Nov.  Rec.)  á  los 
refeiidos  poseedores  de  mayorazgos,  vínculos  y  patronatos 
*  de  legos ,  para  que  puedan  enajenar  las  fincas  vinculadas 
que  existiesen  en  pueblos  distantes  de  los  de  sus  domicilios, 
y  subrogar  su  importe  en  otras  de  obras  pias ,  asegurando 
en  estas  las  cargas  de  las  vinculaciones;  con  tal  de  que 
mientras  se  yerifica  la  subrogación  ,  se  deposite  el  producto 
de  aquellas  ventas  en  la  real  caja  de  estincion  de  vales, 
donde  devengará  un  tres  por  ciento  á  favor  de  sus  dueños; 
y  entendiéndose  ,  que  en  estos  casos  no  lian  de  gozar  los 
poseedores  de  mayorazgos  y  vínculos  la  gracia  de  la  octava 
parte,  que  antes  se  les  dispensó  por  via  de  premio,  y  sí  solo 
la  esencion  de  alcabalas  de  esta  primera  venta. 

Por  real  orden  de  1 1  de  mayo  y  cédula  de  la  cámara  de 
10  de  junio  de  1805  (ley  20,  tít.  17,  lib.  10,  Nov.  Rec.)  se 
habilitó  á  todos  los  poseedores  de  mayorazgos,  vínculos  ó 
patronatos  de  legos ,  y  de  cualesquiera  otras  fundaciones  en 
que  se  suceda  por  el  orden  que  se  observa  en  las  vincula- 
ciones de  España  ,  para  que  puedan  comprar  las  fincas  que 
les  acomode  de  sus  mismos  mayorazgos  en  los1  términos  es- 
plicados  en  los  cinco  artículos  siguientes. 

Io.  Que  esta  habilitación  sea  sin  perjuicio  del  premio  de 
la  octava  parte  que  les  concede  el  citado  decreto  de  1 1  de 
enero  de  1799,  y  por  el  precio  en  que  se  tasen  las  fincas, 
dispensándoseles  de  subasta  ,  y  de  toda  otra  formalidad , 
después  del  justiprecio  ,  mas  que  la  de  aprobarse  la  venta 
por  el  intendente  de  la  provincia  en  que  aquellas  se  hallen 
situadas. 

2o.  Que  los  aprecios  de  los  bienes  que  intenten  comprar, 
se  practiquen  con  autoridad  judicial  por  los  peritos  que  eli- 
jan el  comprador  vinculista  y  el  sucesor  inmediato  ,  con 
ciVacion  del  comisionado  administrador  de  la  real  caja  de 
consolidación;  pero  sin  admitir  á  dichos  sucesores  otras 
contradicciones  ó  instancias  que  las  respectivas  al  punto  de 
los  aprecios. 

3o.  Que  en  el  caso  de  menoría  ó  de  larga  ausencia  del 
sucesor,  se  entienda  la  citación  con  el  procurador  síndico 
general  de  los  pueblos  donde  estuvieron  las  mismas  fincas, 
y  el  nombramiento  de  perito  con  un  curador  judicial  que  se 
elija  con  citación  del  indicado  comisionado  administrador, 
y  tercero  en  caso  de  discordia,  siempre  por  el  juez  que  au- 
torice las  diligencias. 

4o.  Que  sin  embargo  de  estas  solemnidades,  y  á  fin  dû 
evitar  hasta  el  mas  mínimo  motivo  de  fraude  ,  el  rédito  al 
tres  por  ciento  del  capital  en  que  se  ejecuten  as  enunciadas 
enajenaciones  nunca  baje  por  regla  general  del  importe  del 
producto  líquido  délas  mismas  fincas,  regulado  por  el  último 
quinquenio  ,  y  deducidos  todos  los  gastos  de  cultivo ,  con- 
servación, derechos  reales ,  administración  y  demás  de  que 
está  esento  el  rédito  de  la  imposición  subrogada. 

5o.  Y  que  se  divida,  ó  espere  el  pago  de  los  bienes  así 
vendidos,  por  el  término  de  cinco  años  á  plazos  iguales,  sa- 
tisfaciendo la  referida  caja  de  consolidación  ,  en  la  que  hu 
de  entrar  el  importe  de  aquellos  ,  los  réditos  correspondien- 
tes; así  como  el  comprador  y  sus  sucesores  abonarán  el  in- 
terés respectivo  á  la  cantidad  del  capital  que  no  haya  satis- 
fecho. 

Por  real  resolución  de  15  de  diciembre  de  1804  y  cédula 
del  consejo  de  17  de  enero  de  1805  (  ley  24  ,  art.  23 ,  24  y 
25,  lit.  15,  lib.  10,  Nov.  Rec.)  se  concedió  facultad  álos 
poseedores  de  mayorazgos  y  vínculos,  para  que  con  el  objeto 
de  redimir  las  cargas  á  que  se  hallen  afectas  algunas  de  sus 
fincas,  puedan  vender  otras  pertenecientes  á  la  misma  fun- 
dación ,  procediéndose  en  pública  subasta  ante  las  justicias 
ordinarias  de  los  pueblos  ,  y  debiendo  imponerse  en  la  caja 
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de  estincion  de  vales  el  sobrante  que  despues  de  redimidas 
las  cargas  tal  vez  resultare,  del  cual  se  abonará  al  poseedor 
del  vinculo  la  octava  parte;  en  inteligencia, de  que  ni  por  la 
venta  ni  por  la  redención  se  le  ha  de  exigir  alcabala  ni  otro 
derecho,  ni  tampoco  el  quince  por  ciento  de  la  nueva  impo- 
sición que  á  su  favor  se  hiciere. 

Las  Cortes  de  1820  á  1823  abrieron  enteramente  las  puer- 
tas á  la  desamortización  civil ,  permitiendo  á  los  que  po- 
seían mayorazgos  la,  enajenación  de  la  mitad  de  las  fincas 
vinculadas  y  dando  la  calidad  de  libres  á  la  otra  mitad 
cuando  pasasen  á  manos  de  los  inmediatos  sucesores  ;  pero 
habiéndose  abolido  esta  disposición  con  la  caida  del  sistema 
ronslitucional ,  han  seguido  en  pié  las  anteriores  de  que 
hemos  hablado. 

Quizá  está  ya  próximo  eldiaen  que  salgan  de  la  sima  en  que 
cayeron  y  vuelvan  definitivamente  á  la  circulación  los  bienes 
vinculados,  y  en  que  se  suprima  irrevocablemente  la  funesta 
facultad  de  esclavizar  la  propiedad  territorial,  como  ya  se 
ha  verificado  con  respecto  á  la  de  los  montes,  según  dejamos 
indicado  en  el  artículo  Amortizable.  No  nos  detendremos  en 
hacer  ver  la  necesidad  de  esta  medida ,  ni  en  demostrar  los 
males  que  nacen  de  la  amortización  civil ,  cuando  apenas 
hay  quien  tenga  dudas  sobre  esta  materia  después  de  los  es- 
critos luminosos  de  tantos  distinguidos  autores,  y  especial- 
mente del  señor  Jovellános  en  su  informe  de  ley  agraria,  de 
don  Juan  Francisco  de  Castro  en  su  compendio  histórico  de 
los  mayorazgos ,  y  de  don  Juan  Sempere  en  su  historia  de 
los  vínculos  y  mayorazgos  :  mas  no  podemos  menos  de  con- 
cluir con  el  primero  ,  que  conceder  á  un  ciudadano  el-  dere- 
cho de  trasmitir  su  fortuna  á  una  serie  infinita  de  poseedores; 
abandonar  las  modificaciones  de  esta  trasmisión  á  su  sola 
voluntad,  no  solo  con  independencia  de  los  sucesores,  sino 
también  de  las  leyes  ;  quitar  para  siempre  á  su  propiedad  la 
comunicabilidad  y  la  trasmisibilidad ,  que  son  sus  dotes  mas 
preciosas;  librar  la  conservación  de  las  familias  sobre  la  do- 
tación de  un  individuo  en  cada  generación ,  y  á  costa  de  la 
pobreza  de  todos  los  demás  ,  y  atribuir  esta  dotación  á  la 
casualidad  del  nacimiento ,  prescindiendo  del  mérito  y  la 
virtud,  son  cosas  np  solo  repugnantes  á  los  dictámenes  de 
la  razón  y  á  los  sentimientos  de  la  naturaleza  ,  sino  también 
á  los  principios  del  pacto  social  y  á  las  máximas  generales 
de  la  legislación  y  política.  —  Véase  Mayorazgo; 

Por  fin  después  de  escrito  este  artículo,  se  ha  restablecido 
el  decreto  de  las  Cortes  de  27  de  setiembre  de  1820,  por  el 
que  se  suprimen  las  vinculaciones  de  toda  especie  y  se  resti- 
tuyen á  la  clase  de  libres  los  bienes  que  las  compongan. 
Véase  Bienes  vinculados. 

AMORTIZACIÓN  eclesiástica..  La  adquisición  de  bie- 
nes raices  por  las  iglesias ,  monasterios  y  otros  lugares  pios. 

Las  iglesias ,  monasterios  y  demás  lugares  pios  son  cuer- 
pos que  tienen  una  existencia  perpetua  mediante  la  subro- 
gación siempre  sucesiva  de  las  personas  que  los  componen  ó 
administran  ;  y  los  bienes  que  una  vez  adquieren  ,  ya  no  los 
devuelven  jamas  al  comercio  y  circulación  del  Estado,  sino 
que  los  encadenan  para  siempre  á  su  posesión  ,  privando  á 
todo  ciudadano  del  derecho  ó  esperanza  de  aspirar  á  ellos. 
Estos  cuerpos  se  llaman  pues  con  razón  cuerpos  inmortales , 
porque  nunca  mueren  ;  y  por  una  especie  de  contrasentido 
dícense  también  manos  muertas,  porque  carecen  de  movi- 
miento y  acción  para  dar  ó  enajenar  lo  que  recibieron,  aun- 
que mas  propiamente  pudieran  llamarse  manas  mortíferas , 
pues  que  por  el  hecho  de  sacar  del  comercio  los  bienes  cuyo 
dominio  se  les  traslada ,  los  estinguen  en  cierto  modo  y 
los  amortizan  para  el  Estado,  que  en  ello  sufre  gravísimos 
perjuicios. 

Efectivamente ,  la  amortización  eclesiástica  sacando  de 
manos  de  los  legos  los  bienes  estables  ó  raices,  y  estancán- 
dolos en  las  del  clero,  es  un  abismo  que  se  va  tragando  la 


riqueza  territorial ,  despoja  por  consiguiente  á  las  familias 
seculares  de  los  medios  mas  seguros  de  subsistencia ,  pro- 
duce la  pobreza  ,  la  mendicidad  y  la  emigración,  disminuye 
el  número  de  ciudadanos  y  enflaquece  el  poder  del  Estado. 

Por  eso  Dios  en  la  ley  antigua,  al  hacer  el  repartimiento 
de  los  bienes  ,  dejó  al  estado  secular,  compuesto  de  las  once 
tribus ,  la  posesión  de  todos  los  raices,  y  prohibió  su  adqui- 
sición á  las  manos  muertas,  reducidas  entonces  á  los  Levitas; 
de  suerte  que  puede  decirse  que  la  amortización  eclesiás- 
tica es  contraria  á  la  voluntad  y  á  los  designios  del  mismo 
Dios,  fundador  y  conservador  de  las  sociedades.  Dixitque 
Dominusad  Aaron  :  In  terra  eorum  nihü  possidebitis ,  nec 

habcbilis  partem  Ínter  eos  : Filiis  autem  Levi  dedi  omnes 

decimas  Israelis  in  possessionèm  pro  ministerio  quo  serviunt 
mihi  in  tabernáculo  fœderis  :....  nihü  aliud  príssidebunt ; 
Numer.  cap.  18,  vv.  20  ,  21  et  22.  Non  habebunt  Sacerdotes 
et  Levitœ,  et  omnes  qui  de  eadem  tribu  sunt,  partem  et  hœ~ 
redilatem  cum  reliquo  Israel,  qui  sacrificia  Domini  et  obla- 
liones  ejus  comedent;  Deuleron.  cap.  18,  v.  1.  ' 

Por  eso  también  ha  sido  práctica  general  en  las  naciones 
católicas  la  prohibición  de  trasferir  bienes  raices  en  las  igle- 
sias, monasterios  y  otros  cuerpos  inmortales  eclesiásticos , 
que  empezó  en  cada  pais  á  proporción  que  se  veia  la  necesi- 
dad de  poner  límite  á  las  desmedidas  adquisiciones  del 
clero.  Entre  nosotros  regia  ya  en  tiempo  de  los  Godos,  pues 
no  podían  los  pecheros  enajenar  sus  haberes  en  las  iglesias, 
ni  aun  edificarlas  sin  preceder  licencia  del  rey  ,  ó  letras  de 
amortización  que  debia  solicitar  el  obispo  acudiendo  al  so- 
berano, como  previene  el  canon  Ib  del  concilio  tercero  de 
Toledo  ,  celebrado  reinando  Recaredo  en  el  año  de  389  :  Si 
quis  ex  servis  fiscalibus  (colonos,  vasallos  ,  pecheros)  eccle- 
sias  forlasse  conslruxerit ,  easque  de  sua pauperlale  (de  su 
peculio,  desús  bienes  libres)  ditavcrit,  hoc  procuret  epis- 
copus  prece  sua  aucloritate  regia  confirman.  El  mismo  con- 
cilio no  permitió  á  los  obispos  erigir  en  sus  respectivas  dió- 
cesis mas  que  un  solo  monasterio,  convirtiendo  en  él  alguna 
de  las  iglesias  parroquiales  y  dotándole  de  las  rentas  ecle- 
siásticas ,  de  modo  que  siendo  entonces  en  tan  corto  número 
los  monasterios  y  estando  dotados  en  esta  forma  ,  no  podian 
ser  gravosos  á  los  seculares  ;  y  solo  en  defecto  de  parientes 
dentro  del  séptimo  grado  tenian  derecho  de  heredar  ab  in- 
testato  á  sus  monjes,  así  como  las  iglesias  heredaban  en  igual 
caso  á  sus  clérigos  ;  ley  12 ,  til.  2,  lib.  h  del  Fuero  Juzgo. 

La  máxima  de  que  las  iglesias  y  monasterios  no  pudiesen 
aspirar  á  la  propiedad  territorial  se  conservó  siempre  en  los 
tiempos  posteriores  ;  y  fué  adoptada  sucesivamente  ,  así  en 
los  códigos  generales  como  en  los  fueros  municipales,  no  solo 
con  el  fin  de  evitar  el  menoscabo  de  los  derechos  reales, 
sino  también  para  precaver  el  estanco  y  acumulación  de  bie  ■ 
nes  ;  de  manera  que  apenas  hubo  rey  que  no  la  confirmase 
ó  la  restableciese. 

Con  efecto  ,  Alonso  I  de  Castilla  y  VI  de  León  ,  no  con- 
tento con  haber  reconocido  antes  del  año  1080  el  Fuero  de 
Sepúlveda  que  prohibía  à  las  manos  muertas  toda  adquisi- 
ción de  heredamientos,  estableció  en  el  de  1102  ley  ge- 
neral (á  cuya  confirmación  y  promulgación  asistieron,  ade- 
mas del  primado  ,  los  obispos  de  Patencia,  Burgos  ,  Osma, 
Avila,  Cuenca,  Calahorra  y  el  abad  de  Valladolid  con  otros 
muchos  personajes  seglares  )  para  que  ninguno  pudiese ,  así 
por  contrato  como  por  título  gracioso ,  dar  ni  dejar  bienes 
raices  á  las  iglesias  ,  bajo  la  pena  de  perderlos. 

Esta  ley  se  sancionó  después  solemnemente  para  el  reino 
de  Castilla  en  las  Cortes  de  Nájera  celebradas  por  don  Alon- 
so Vil  en  el  año  de  1 138 ,  y  para  el  de  León  en  las  de  Bena- 
vente  celebradas  por  don  Alonso  IX  en  el  año  1202. 

La  ley  de  las  Cortes  de  Nájera  es  la  75  del  Fuero  viejo  de 
Castilla,  y  dice  asi:  «  Este  es  fuero  de  Castilla.,  que  fué 
puesto  en  las  Cortes  de  Nájera  ,  que  ningún  heredamiento 
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de  rey  (  de  realengo  )  non  corre  á  los  fijosdalgo  nin  à  monas- 
terio ningún.  »  La  ley  de  las  Cortes  de  Benavenle  se  refiere 
en  la  ley  231  del  Estilo  ,  la  cual  dice  «  que  fué  ordenado  en 
las  Cortes  que  fueron  fechas  en  Castilla  en  Nájera....  é  en 

tierra  de  León  en  Benavente que  realengo  no  pasase  á 

abadengo.  »  Con  el  nombre  de  realengo  se  designan  los  bie- 
nes raices  de  los  seglares  pecheros,  y  con  el  de  abadengo 
las  manos  muertas.  ESta  disposición  se  estendió  después  á 
■os  paises  que  se  iban  conquistando,  como  es  de  ver  por  los 
ueros  que  se  les  daban ,  y  especialmente  por  los  de  Toledo, 
Cuenca,  Cáceres  y  Córdoba. 

«  Atendiendo  al  daño  de  la  ciudad  de  Toledo  y  al  agravio 
que  de  ahí  venia  á  la  tierra,  decia  Alonso  VIII  de  Castilla 
en  1202 ,  establecí  con  los  buenos  hombres  de  Toledo  ,  que 
ninguno  de  Toledo ,  hombre  ó  mujer,  pueda  dar  ó  vender  su 
heredad  á  algún  orden,  salvo  si  quisiere  darla  ó  venderla  á 
Santa  María  de  Toledo  ,  porque  es  la  catedral  de  la  ciudad  , 
pero  de  sus  bienes  muebles  dé  cuanto  quisiere  según  su 
fuero  :  y  la  orden  que  recibiere  heredad  dada  ó  comprada  , 
y  quien  la  vendiere  ,  la  pierdan  y  pase  á  los  parientes  mas 
cercanos  del  vendedor. 

El  mismo  Alonso  VIII  de  Castilla,  en  el  célebre  Fuero  que 
dio  á  Cuenca  en  fin  del  año  1190  ó  en  el  de  1191 ,  Cuculla- 
lis  et  sœculo  renunliantibus ,  dice  en  la  ley  2  del  tít.  2,  nemo 
daré  nec  venderé  valeat  radicem  :  nam  quemadmodum  ordo 
islis  prohibet  hœredilalem  vobis  daré  aut  venderé,  vobisquo- 
que  forum  et  consueludo  prohibet  cuín  eis  hoc  idem. 

El  ya  citado  Alonso  IX  de  León ,  en  el  Fuero  que  en  1229 
dio  á  la  villa  de  Cáceres  y  su  tierra  ,  previno  entre  otras  co- 
sas que  si  en  su  distrito  algún  vecino  diere,  vendiere  ó  empe- 
ñare ó  de  cualquier  modo  traspasare  alguna  heredad ,  tierra , 
viña,  campo,  casas ,  plazas,  huertos,  molinos,  ó  por  abreviar 
alguna  hacienda  de  raiz  á  algunos  frailes ,  el  concejo  le  tome 
cuanto  tenga ,  y  á  los  frailes  lo  que  les  hayan  entregado  ,  y 
todo  lo  aplique  á  beneficio  del  propio  concejo. 

San  Fernando  III  confirmó  en  21  de  enero  de  1222  los 
fueros  de  Toledo,  en  12  de  marzo  de  1231.  el  de  Cáceres,  y 
en  8  de  abril  del  propio  año  31  estableció  para  el  gobierno 
de  Córdoba  la  misma  ley  en  los  términos  siguientes  :  Slatuo 
eliam  et  confirmo  quod  nullus  homo  de  Corduva,  sive  vir, 
sive  foemina,  possit  daré  vel  venderé  hœreditalem  suam  alicui 
crdini ,  excepto  si  voluerit  eam  daré  vel  venderé  Sanelœ  Ma- 
rios de  Corduva,  quia  est  sedes  civitatis....  Et  ordq  qui  eam 
scceperit  datam  vel  emptam,  amiltat  eam;  et  qui  eam,  ven- 
didit ,  amiüat  morabetinos ,  et  habeant  eos  consanguinei  sui 
propinquiores. 

Mucho  trabajó  el  papa  Gregorio  IX  para  que  san  Fernan- 
do revocase  la  ley  de  amortización  ;  pero  el  piadoso  rey  no 
quiso  sacrificar  el  interés  del  Estado  al  de  la  Iglesia.  Quien 
abrió  á  esta  su  mano  liberal  fué  por  desgracia  su  hijo  y  su- 
cesor Alonso  X,  llamado  el  Sabio.  Este  rey  permitió  á  los 
copiladores  de  las  Partidas  sustituir  las  máximas  ultramonta- 
nas de  Graciano  á  los  fueros  y  costumbres  de  Castilla;  y  así 
es  que  el  código  alfonsino  se  halla  sembrado  de  disposicio- 
nes contrarias  á  la  ley  que  nos  ocupa ,  cuales  son  las  siguien- 
tes :  —  «  Puede  cada  uno  dar  de  lo  suyo  á  la  eglesia  quanto 
quisiere ,  fueras  ende  si  el  rey  lo  hobiese  defendido  ;  ley  Síí , 
tít.  6  ,  Part.  i.  Si  por  aventura  el  clérigo  non  hobiere  pa- 
riente ninguno  fasta  el  quarto  grado  ,  que  lo  herede  la  egle- 
sia en  que  era  beneficiado;  ley  k ,  lit.  31  ,  Part.  1.  La 
demanda  por  deuda  de  alguno  que  entrare  en  religion  debe 
hacerse  al  perlado  ó  mayoral  de  la  orden....  porque  los  bie- 
nes del  pasan  al  monasterio  de  que  él  es  mayoral;  ley  10,» 
tít.  2,  Part.  3.  Establecido  puede  seer  por  heredero  de 
otro....  la  eglesia  ,  et  cada  un  logar  honrado  que  fuere  fe- 
cho para  servicio  de  Dios  é  á  obras  de  piedat ,  ó  clérigo  ó 
lego  ó  monje  ;  ley  2,  til.  3,  Parí.  6.  Religiosa  vida  escogien- 
do algunt  home....  este  alai  non  puede  facer  testamento, 


mas  todos  los  bienes  que  hobiere  deben  seer  de  aquel  mo- 
nasterio ó  daquel  logar  do  entrase ,  si  non  hobiere  fijos  ó 
otros  parientes  que  descendiesen  del  por  la  linea  derecha  , 
que  hereden  lo  suyo;  ley  17,  lit.  1,  Part.  6.  » 

Pero  como  las  Partidas  ,  aunque  concluidas  en  el  año  de 
1263,  no  se  publicaron  hasta  el  de  1348,  se  atuvieron  los 
pueblos  á  sus  fueros  municipales  y  al  Fuero  viejo  de  .Cas- 
tilla, en  que  según  lo  dicho  mas  arriba  estaba  consignada  la 
ley  de  amortización.  Así  es  que  la  ley  231  del  Estilo,  que 
como  todas  las  demás  no  hace  otra  cosa  que  esplicar  la  prác- 
tica de  aquellos  tiempos ,  manifiesta  esplícitamente  que  los 
heredamientos  no  se  podian  vender  ni  trasladar  al  abadengo 
ni  el  abadengo  comprarlos,  á  no  tener  privilegio  de  los 
reyes.  El  mismo  Alonso  X  no  pudo  abstenerse  de  hacer  esta 
declaración,  y  confirmó  ademas  en  12S5  el  Fuero  de  Tole- 
do ,  en  12SS  el  Fuero  viejo  de  Castilla,  en  1268  el  de  Cuen- 
ca,  y  en  1279  el  de  Sepúlveda.  Es  muy  espresivo  y  termi- 
nante el  modo  con  que  se  esplica  en  la  confirmación  del  de 
Cuenca  :  «  Otrosí ,  dice ,  mandamos  y  defendemos  que  nin- 
gún realengo  non  pase  á  abadengo ,  ni  á  homes  de  orden , 
ni  de  religion  por  compras,  ni  por  mandamientos,  ni  por 
cambios  ,  ni  en  ninguna  manera  que  ser  pueda  ,  sin  nuestro 
mandado.  »  Ademas  en  27  de  setiembre  de  1269  puso  á  los 
pobladores  de  Baeza  la  misma  prohibición  :  «  E  que  no  lo 
puedan  vender  ni  dar  á  iglesia,  ni  orden  ni  á  home  de  reli- 
gion sin  nuestro  mandado.  »  Véase  pues  el  aprecio  que  hacia 
el  rey  sabio  de  las  leyes  que  sobre  adquisición  de  bienes 
por  las  iglesias  y  monasterios  se  introdujeron  en  sus  Par- 
tidas. 

El  rey  don  Sancho  IV  mandó  hacer  pesquisa  de  los  bie- 
nes raices  que  contra  lo  dispuesto  hubieren  pasado  á  manos 
eclesiásticas ,  para  que  fuese  tornado  á  las  villas  lo  enajena- 
do de  sus  tierras  '. 

Don  Fernando  IV  en  el  ordenamiento  de  las  Cortes  de 
Valladolid  de  1298  : .«  Mandamos ,  dice,  entrar  los  hereda- 
mientos que  pasaron  del  realengo  al  abadengo  según  que 
fué  ordenado  en  las  Cortes  de  Haro,éque  heredamiento 
daquí  adelante  non  pase  de  realengo  á  abadengo  ni  el  aba- 
dengo al  realengo,  si  non  así  como  fué  ordenado  en  las  Cor- 
tes sobre  dichas;»  yen  el  ordenamiento  de  las  Cortes  de 
Burgos  de  1501  :  «  Tengo  por  bien  é  mando  que  las  hereda- 
des realengas  é  pecheras  que  non  pasen  á  abadengo  nin  las 
compren  los  fijosdalgo,  nin  clérigos,  nin  los  pueblos,  nin  co- 
munes :  é  lo  pasado  desde  el  ordenamiento  de  Haro  acá , 
que  pechen  por  ello  aquellos  que  lo  compraron  ó  en  cual- 
quier otra  manera  que  ge  lo  ganaron  :  é  daquí  adelante  non 
lo  puedan  haber  por  compra  nin  por  donación ,  si  non  que 
lo  pierdan ,  é  que  lo  entren  los  alcaldes  é  la  justicia  del 
logar.  » 

Don  Alonso  XI ,  enterado  de  la  inobservancia  de  esta  dis- 
posición ,  anuló  todas  las  adquisiciones  de  bienes  raices  he- 
chas por  el  clero,  aunque  después  confirmó  las  que  se  apo- 
yaban en  privilegios  reales  :  prohibió  á  los  prelados  la 
compra  de  otros  :  revocó  las  adquisiciones  de  los  que  se 
habian  dejado  con  el  objeto  de  fundar  capellanías  ;  y  mandó 
hacer  una  pesquisa  general  para  devolver  á  las  familias  los 
que  se  hubieran  trasladado  à  la  Iglesia  sin  autorización  real. 
Véase  el  ordenamiento  de  Medina  del  Campo  de  1326  y  la 
petición  25  de  las  Cortes  de  Valladolid  de  1345  y  su  res- 
puesta. Es  cierto  que  este  rey  sancionó  y  publicó  en  las 
Cortes  de  Alcalá  de  15Ü8  las  siete  Partidas,  en  que  se  hallan 
á  favor  de  las  iglesias  las  leyes  que  mas  arriba  hemos  estrac- 
tado;  pero  no  las  revistió  sino  de  la  calidad  de  código  su- 
pletorio, dejando  en  su  vigor  las  leyes  patrias  usadas  hasta 
entonces  ,  y  dando  el  primer  grado  de  autoridad  al  ordena- 
miento hecho  en  las  mismas  Cortes  de  Alcalá,  en  que  se  dis- 
puso «  que  non  pasase  heredamiento  de  lo  realengo,  nin  so- 
lariego, nin  behetría  à  lo  abadengo.  » 


AM 


—  163  — 


Mas  si  tau  repetidas  y  terminantes  disposiciones  nunca 
lograron  cerrar  enteramente  las  puertas  á  las  adquisiciones 
del  fciero  ,  fueron  todavía  mas  impotentes  contra  las  irrup- 
ciones de  la  codicia  y  de  la  devoción  durante  la  terrible 
mortandad  que  esperimentó  Castilla  en  los  años  de  1349  , 
50  y  51.  Los  fieles  entonces  para  aplacar  la  cólera  del  cielo 
y  merecer  el  favor  y  protección  de  los  santos  se  desprendían 
libremente  de  sus  bienes,  haciendo  escesivas  donaciones  á 
iglesias,  monasterios  y  santuarios,  con  lo  cual  se  volvió  á  tras- 
tornar de  nuevo  la  ley  de  amortización.  El  reino  junto  en  las 
Cortes  de  Valladolid  de  1 55 l  se  quejó  enérgicamente  al  rey 
don  Pedro  de  la  conducta  de  las  manos  muertas,  suplicándole 
tuviese  á  bien  dar  vigor  á  lo  que  sobre  este  punto  habian 
ordenado  sus  predecesores  y  mandar  que  los  bienes  ganados 
por  eidero  en  fraude  de  las  leyes  fundamentales  de  la  mo- 
narquía fuesen  lomados  «  como  antes  eran.  Bien  accedió 
don  Pedro  á  la  petición ,  renovando  la  ley  de  las  Cortes  de 
Ná  ¡era,  y  adoptando  providencias  para  reparar  el  daño  cau- 
sado al  Estado  por  las  manos  muertas  ;  pero  los  sucesos  de 
su  reinado  no  le  dejaron  tiempo  ni  reposo  para  llevar  á  cabo 
los  deseos  de  la  nación  ,  y  su  hermano  y  sucesor  don  Enri- 
que II  no  se  halló  en  estado  de  pensar  en  reformas  ,  antes 
se  vio  en  la  precisión  de  enajenar  la  mayor  parte  de  su 
patrimonio. 

Roto  ya  el  dique  saludable  que  las  leyes  oponían  á  la 
amortización  eclesiástica ,  fueron  creciendo  en  tal  manca 
las  riquezas  del  clero  secular  y  regular,  que  á  principios  Jel 
siglo  XVI  se  calculaban  ya  en  una  tercera  parte  de  las  de 
toda  la  península.  «La  renta  de. toda  España,  decia  Lucio 
Marineo  Sículo  ,  escritor  del  tiempo  de  los  reyes  católicos , 
según  mi  juicio  y  de  otros  se  divide  toda  en  tres  partes,  casi 
por  igual;  de  las  cuales  es  la  una  de  los  reyes;  y  la  otra  de 
los  grandes  y  caballeros  ;  y  la  tercera  de  los  prelados  y  sa- 
cerdotes. »  De  las  cosas  memorables  de  España,  lib.  U. 

Las  Cortes  en  tal  estado  se  creyeron  obligadas  á  levantar 
sus  clamores  al  trono  para  el  remedio  de  este  mal  :  y  á  pe- 
tición de  las  de  Valladolid  de  1525  mandaron  los  reyes  doña 
Juana  y  su  hijo  don  Carlos  «  que  las  haciendas  é  patrimonios 
é  bienes  raices  no  se  enajenen  á  iglesias  y  monasterios ,  é 
que  ninguno  non  se  las  pueda  vender,  pues  según  lo  que 
compran  las  iglesias  y  monasterios,  y  las  donaciones  y  man- 
das que  se  les  hacen ,  en  pocos  años  podría  ser  suya  la  mas 
hacienda  del  reino.  » 

Las  Cortes  de  Toledo,  celebradas  en  1525,  solicitaron  que 
el  rey  nombrara  dos  visitadores  ,  eclesiástico  el  uno  y  el 
otro  lego  ,  para  que  reconocieran  los  monasterios  é  iglesias , 
«  y  aquello  que  les  pareciere  que  tienen  de  mas  de  lo  que 
Lan  menester  para  sus  gastos  según  la  comarca  donde  están 
les  manden  que  lo  vendan  ,  y  les  señalen  que  tanto  han  de 
dejar  para  la  fábrica  y  gastos  de  las  dichas  iglesias  y  mo- 
nasterios y  personas  dellos.  »  Las  de  Segovia  de  1552  pi- 
dieron que  se  les  prohibiera  adquirir  mas  bienes  raices,  ha- 
biendo ley  para  que  lo  que  se  les  «  vendiere  ó  donare  lo 
pudieran  sacar  los  parientes  del  vendedor  ó  donador  por  el 
tanto  dentro  de  cuatro  años,  »  En  el  mismo  sentido  repre- 
sentaron las  Cortes  de  Madrid  de  1554,  las  de  Valladolid  de 
1537,  las  de  Toledo  de  1539  y  otras  ,  clamando  todas  por  la 
ley  de  amortización  ,  que  lograron  restablecer,  aunque  en 
vano ,  porque  las  leyes  son  siempre  menos  poderosas  que 
los  esfuerzos  de  la  codicia  y  la  devoción  reunidos  en  un 
mismo  punto  para  contrastarlas. 

Los  políticos  españoles  que  florecie>o«  desde  el  siglo  XVI 
al  XVIll,  manifestaron  también  la  necesidad  de  poner  coto 
á  la  adquisición  de  bienes  raices  que  hacían  las  iglesias  y 
monasterios  ;  pues  de  dejar  correr  el  abuso ,  decían ,  dentro 
de  muy  breves  años  «  han  de  venir  á  ser  de  los  eclesiásticos 
todas  las  casas  ,  viñas ,  heredadesy  juros....  y  si  con  una 
sola  gota  de  agua  que  entre  en  un  navio  cada  dia,  se  irá  á. 


fondo;  y  una  sola  centella  abrasará  la  ciudad;  asila  abun- 
dancia de  bienes  temporales  que  entra  cada  dia  en  el  domi- 
nio eclesiástico,  sacándolos  del  temporal ,  enflaquece  y  des- 
truye la  monarquía.  » 

Afortunadamente,  una  institución  que  por  una  parte  h» 
causado  males  gravísimos  al  Estado,  sirvió  por  otra  de  con-» 
trapeso  á  la  amortización  eclesiástica,  impidiendo  que  llegase 
á  caer  en  esta  sima  ,  como  habria  caido  indefectiblemente 
casi  toda  la  propiedad  territorial  de  la  península.  Hablo  de 
los  mayorazgos,  que  sugeridos  por  la  vanidad  ó  por  el  deseo 
de  conservar  en  las  familias  el  honor  y  lustre  de  sus  ascen- 
dientes ,  enfrenaron  la  piedad  indiscreta  y  desah  mbrada ,  y 
libertaron  una  gran  masa  de  bienes  raices  de'  peligro  de 
verse  aglomerado5*  en  las  iglesias  y  conventos. 

Es  cievtamente  muy  doloroso  el  espectáculo  que  presenta 
esa  lucha  perpetua  entre  la  política  del  gobierno  y  la 
codicia  de  los  eclesiásticos  ;  y  no  ha  debido  edificar  mucho  á 
los  fieles  ese  desprecio  pertinaz  de  una  ley  nacional  que  casi 
nació  con  la  monarquía  ,  de  una  ley  tantas  veces  solicitada  , 
tantas  restablecida  y  nunca  derogada ,  de  una  ley  dada, 
como  dice  el  señor  Jovellános ,  no  en  odio  de  la  Iglesia  sino 
en  favor  del  Estado ,  ni  tanto  para  estorbar  el  enriquecimiento 
del  clero,  cuanto  para  precaver  el  empobrecimiento  del  pue- 
blo que  tan  generosamente  le  había  dotado. 

Diráse  tal  vez  que  la  disposición  tomada  por  don  Juan  II 
en  Valladolid  á  15  de  abril  de  1452  (ley  12,  lit.  5,  lib.  1 , 
Nov.  Rec.)  para  que  los  bienes  raices  que  pasen  enajenadas 
á  manos  muertas  se  sujeten  al  pago  de  la  quinta  parte  de  su 
verdadero  valor,  ademas  de  la  alcabala,  supone  revocada  ó 
suspendida  la  ley  general  de  amortización.  Pero  es  de  ob- 
servar que  este  gravamen  no  es  precisamente  una  condición 
bajo  la  cual  se  conceda  la  facultad  de  enajenar  á  manos 
muertas,  sino  mas  bien  un  estímulo  de  la  observancia  de  la 
ley  prohibitiva  y  una  pena  de  su  infracción.  Esta  interpre- 
tación no  es  arbitraria,  pues  está  sacada  de  la  petición  nona 
de  las  Cortes  de  Madrid  de  1534.  Los  procuradores  hicieron 
en  ellas  grandes  instancias  para  que  se  observase  puntual- 
mente la  ley  de  amortización ,  según  lo  acordado  en  las 
Cortes  de  Valladolid  ;  y  así  que  se  dé  orden ,  decían,  «  como 
las  iglesias  y  monasterios  no  compren  bienes  raices,  y  que 
V.  M.  mande  guardar  la  ley  7a.  que  hizo  el  rey  don  Juan, 
de  gloriosa  memoria ,  que  es  en  el  Ordenamiento ,  título  de 
las  donaciones  y  mercedes  ;  y  porque  la  pena  contenida  en 
la  dicha  ley,  por  ser  poca  ha  sido  causa  de  no  guardarse  , 
suplican  á  V.  M.  que  como  es  del  quinto ,  sea  la  tercia  parte 
de  pena.  » 

El  Consejo  real  en  consultas  de  los  años  de  1677,  78  y  91 
(ñola  3a.  á  la  ley  12,  tít.  b,  lib.  i  ,  Nov.  Rec.)  manifestó  lo 
convencido  que  estaba  del  valor  é  importancia  de  la  ley  na- 
cional de  amortización ,  de  su  continuada  observancia  por 
espacio  de  ciento  y  treinta  años  á  vista  y  ciencia  de  diez  y 
ocho  pontífices  que  nunca  le  pusieron  embarazo ,  y  de  la  ne- 
cesidad que  habia  de  restablecerla  y  copilarla.  Sin  embargo, 
como  se  trataba  entonces  de  la  reformación  del  estado  secu- 
lar y  regular,  fué  de  parecer  que  convendría  reservar  esta 
materia  para  tiempo  en  que  pudiera  promoverse  con  mayo- 
res esperanzas  de  conseguir  su  efecto. 

Este  tiempo  llegó  efectivamente,  pues  se  espidieron  des- 
pués varias  órdenes  para  que  no  se  concediesen  privilegios  de 
amortización;  lo  que  supone  la  existencia  y  vigor  de  la  ley 
general  que  la  prohibe.  «  Habiendo  llegado  á  mi  noticia  , 
dice  Carlos  III  en  resolución  de  10  de  marzo  de  1763  (ley  17, 
lit.  5,  lib.  1,  Nov.  Rec),  que  por  no  haberse  observado  en 
él  todas  las  repetidas  órdenes  que  anteriormente  se  han  dado, 
para  que  se  negasen  absolutamente  los  privilegios  que  soli- 
citaban las  comunidades  y  otras  manos  muertas  para  la  ad- 
quisición de  bienes,  se  ha  aumentado  considerablemente 
el  do¿a  ú  mis  vasallos  ;  y  queriendo  atajar  de  una  vez  este 


AM 


—  164  — 


AM 


perjuicio,  he  resuelto,  que  por  ningún  caso  se  admitan  ins- 
tancias de  manos  muertas  para  la  adquisición  de  bienes, 
aunque  vengan  vestidas  de  la  mayor  piedad  y  necesidad  ;  '  y 
que  el  consejo  de  hacienda ,  siempre  que  vea  este  género  de 
concesiones ,  ó  se  le  pida  informe  sobre  ellas,  antes  de  dar- 
les cumplimiento  ni  informar,  represente  todas  las  órdenes 
dadas  en  contrario ,  y  los  intolerables  daños  que  se  siguen  á 
la  causa  pública ,  de  que  á  título  de  una  piedad  mal  enten- 
dida se  vaya  acabando  el  patrimonio  de  legos.  » 

Ya  anteriormente,  por  real  orden  de  20  de  agosto  de  1787 
habia  mandado  Fernando  VI  que  las  casas  de  Aranjuez  la- 
bradas con  real  permiso  y  demás  requisitos  que  en  ella  se 
espresan ,  «  no  se  puedan  vender,  ceder,  cambiar,  ni  tras- 
pasar por  título  alguno  á  comunidades  eclesiásticas ,  secula- 
res ni  regulares,  ni  fundar  sobre  tales  edificios  capellanías, 
aniversarios  ni  otras  cargas  perpetuas ,  aunque  sean  con 
destino  al  mismo  real  sitio  y  personas  que  habiten  en  él ,  ó 
para  su  hospital ,  de  manera  que  por  ningún  caso  puedan 
caer  en  manos  muertas  ;  y  cualquiera  disposición  que  en 
contrario  se  hiciere ,  gratuita  ú  onerosa ,  entre  vivos  ó  tes- 
tamentaria, por  título  piadoso,  ópara  cualquiera  destino  ó  fin, 
se  declara  por  nula  desde  ahora  para  entonces  ,  y  sin  mas 
declaración  por  el  mismo  hecho  por  perdida  la  casa  ó  edifi- 
cio ,  cayendo  en  comiso ,  y  quedando  incorporado  en  este 
real  heredamiento  como  posesión  ó  alhaja  suya  ;  »  nota  S  , 
tít.  17,  lib.  10,  JYov.  Rec. 

Carlos  III  á  consulta  del  Consejo  real  renovó  y  sancionó 
en  cédula  de  18  de  agosto  de  1771  (ley  21,  tít.  5,  lib.  i,  ¡Vov. 
Rec.)  la  ley  del  Fuero  de  Córdoba  que  prohibe  la  enajena- 
ción de  bienes  raices  á  manos  muertas  ,  como  se  ha  dicho 
mas  arriba,  añadiendo  á  las  penas  contenidas  en  el  Fuero 
las  de  privación  de  oficio  á  los  escribanos  que  intervinieren 
y  de  nulidad  de  los  instrumentos  y  enajenaciones.  El  mismo 
Carlos  III  dispuso  también  en  la  instrucción  de  25  de  junio 
de  1767,  art.  61  ,  que  en  las  nuevas  poblaciones  de  Sierra 
Morena  no  han  de  poderse  enajenar  las  heredades  en  manos 
muertas  por  contrato  entre  vivos  ni  por  última  voluntad, 
bajo  la  pena  de  caer  en  comiso  ;  ley  3,  tít .  22,  lib.  7,  Nov.  Rec. 

Últimamente ,  en  las  ordenanzas  generales  de  montes  de 
22  de  diciembre  de  1835,  art.  11  ,  se  prohibe  enajenar  los 
montes,  de  cualquiera  clase  que  sean  .  por  causa  onerosa  ó 
lucrativa  á  manos  muertas ,  corporaciones  ó  establecimientos 
públicos  de  cualquier  género  ;  de  manera  que  si  por  dona- 
ción ó  testamento  se  les  dieren  ó  legaren  montes ,  se  han  de 
vender  estos  en  provecho  del  donatario  ó  legatario ,  á  cuya 
disposición  ha  de  ponerse  su  importe. 

Hemos  dicho  mas  arriba  que  don  Juan  II  estableció  como 
pena  la  exacción  de  la  quinta  parte  del  verdadero  valor  de 
los  bienes  raices  que  pasasen  á  manos  muertas  ,  y  que  las 
Cortes  do  Madrid  de  lS5't  le  habían  pedido  que  esta  pena  se 
aumentase  á  la  tercera  parte.  Con  mucho  menos  se  contentó 
Carlos  IV,  quien  hallándose  en  grandes  apuros  para  conti- 
nuar la  guerra  con  Francia  resolvió  en  21  de  agosto  de  179a 
(ley  18,  tít.  5,  lib.  \ ,  Nov.  Rec.)  imponer  y  exigir  un  quince 
por  ciento  de  todos  los  bienes  raices  y  derechos  reales  que 
en  adelante  adquiriesen  las  manos  muertas  (esceptuando 
únicamente  los  capitales  que  colocasen  sobre  las  rentas  rea- 
les ó  que  empleasen  en  vales)  ,  no  precisamente  con  el  ob- 
jeto de  impedir  estas  adquisiciones,  sino  con  el  de  tener  este 
recurso  para  estinguir  los  vales  reales  ;  queriendo  que  esta 
imposición  se  considerase  como  un  corto  resarcimiento  de 
la  pérdida  de  los  reales  derechos  en  las  ventas  y  permutas 
que  por  tales  adquisiciones  dejan  de  hacerse  ,  y  como  una 
pequeña  recompensa  del  perjuicio  que  padece  el  público  en 
la  cesación  del  comercio  de  los  bienes  que  paran  en  este  des- 
tino. Véase  en  el  artículo  Amortización  civil  lo  dispuesto  en 
real  orden  de  28  de  febrero  de  1818.  Sin  duda  este  arbitrio 
no  produjo  sino  cortísimos  resultados;  y  por  fin  la  imperiosa 


necesidad  de  hacer  frente  á  las  obligaciones  del  erario ,  mas 
bien  que  la  utilidad  que  habia  de  resultar  al  Estado  del  des- 
estanco de  los  bienes  acumulados  en  manos  muertas,  puso 
al  gobierno  en  el  caso  de  acudir  para  aquel  objeto  al  medio 
que  sabiamente  habia  propuesto  para  este  último  en  su  ley 
agraria  el  señor  Jovellános.  Así  que,  por  real  decreto  de  19 
de  setiembre  de  1798  (ley  22,  tít.  S,  lib.  i  ,  Nov.  Rec.)  se 
mandó  lo  siguiente  : 

Io.  Enajenar  todos  los  bienes  raices  pertenecientes  á  hos- 
pitales, hospicios  ,  casas  de  misericordia,  de  reclusión  y  da 
espósitos  ,  cofradías ,  memorias ,  obras  pias  y  patronatos  de 
legos  ,  poniéndose  los  productos  de  estas  ventas ,  así  como 
los  capitales  de  censos  que  se  redimiesen  pertenecientes  á 
estos  establecimientos  y  fundaciones ,  en  la  real  caja  de 
amortización  bajo  el  interés  anual  del  tres  por  ciento  para 
atender  á  la  subsistencia  de  dichos  establecimientos  y  al 
cumplimiento  de  todas  las  cargas  impuestas  sobre  los  bienes 
enajenados,  sin  perjuicio  de  los  derechos  de  los  patronos. 

2o.  Dar  plenas  facultades  á  los  que  por  la  fundación  se 
hallaren  encargados  de  la  administración  de  los  bienes  de 
aquellos  establecimientos,  memorias  y  demás  que  va  espre— 
sado,  en  que  hubiere  patronato  activo  ó  pasivo  por  derecho 
de  sangre ,  para  disponer  la  enajenación  de  ellos  ,  poniendo 
el  producto  en  la  caja  de  amortización  con  el  rédito  anual 
del  tres  por  ciento  ,  sin  necesidad  de  información  de  utili- 
dad, por  ser  esta  evidente. 

3o.  Llevar  en  caso  de  haber  cesado  los  objetos  de  las  fun- 
daciones dichas,  cuyos  bienes  se  enajenaren,  razón  separada 
del  adeudo  de  los  mismos  intereses ,  que  se  retendrían  en 
calidad  de  depósito ,  hasta  que  S.  M.  tuviese  por  conveniente 
su  aplicación  á  los  destinos  mas  análogos  á  sus  primeros 
fines. 

U°.  Invitar  á  los  arzobispos ,  obispos  y  demás  prelados 
eclesiásticos  seculares  y  regulares ,  à  que  bajo  de  igual  liber- 
tad que  en  los  patronatos  de  sangre  y  obras  pias  laicales, 
promoviesen  espontáneamente,  por  ún  efecto  de  su  celo  por 
el  bien  del  Estado  ,  la  enajenación  de  los  bienes  correspon- 
dientes á  capellanías  colativas  ú  otras  fundaciones  eclesiás- 
ticas ,  poniendo  su  producto  en  la  caja  de  amortización , 
con  el  tres  por  ciento  de  renta  anual,  y  sin  perjuicio  del 
derecho  de  patronato  activo  y  pasivo,  y  demás  que  fuere  pre- 
venido en  las  fundaciones  y  erecciones  de  dichos  beneficios. 

Esta  resolución ,  que  no  se  tomó  sino  después  de  haber 
oido  el  parecer  de  una  junta  compuesta  de  ministros  de  los 
consejos  de  Castilla,  Indias,  Ordenes  é  Inquisición,  y  que 
fué  aprobada  por  el  papa  Pió  VI ,  se  llevó  á  efecto  con  la 
mayor  energía  ,  y  fué  suspendida  por  decreto  de  la  junta 
central  de  16  de  noviembre  de  1808 ,  hasta  que  en  el  año 
de  1820  mandaron  las  Cortes  que  continuasen  sus  efectos. 

Aunque  esta  vasta  empresa  no  llegó  á  realizarse  por  en- 
tero ,  y  en  las  comisiones  encargadas  de  su  ejecución  se 
cometieron  grandes  fraudes  ,  sin  embargo  de  eso  entraron 
en  tesorería  por  producto  de  las  ventas  cerca  de  dos  mi) 
millones  de  reales,  según  dice  don  Juan  Semperí¡  en  su 
Historia  de  las  rentas  eclesicisticas  de  España,  núm.  52. 

El  señor  Canga  Arguelles  en  su  Diccionario  de  Hacienda, 
art.  Venias,  indica  con  referencia  á  las  memorias  de  Ouvrari 
impresas  en  Paris  en  1806,  que  en  noviembre  de  1805  aprobó 
el  papa  Pió  VII  una  cédula  real  firmada  por  el  señor  don 
Carlos  IV,  en  la  cual  se  mandaban  vender  todos  los  bienes 
eclesiásticos  de  España  é  Indias. 

En  real  decreto  de  13  de  octubre  de  181b  se  aplicó  para 
el  pago  de  réditos  de  la  deuda  de  imposición  forzosa ,  entro 
otros  arbitrios  el  de  veinte  y  cinco  por  ciento  de  las  vincula- 
ciones y  adquisiciones  que  se  hicieren  por  manos  muertas, 
y  media  anata  cada  veinte  y  cinco  años  de  las  rentas  que  se 
sujetaren  á  amortización  eclesiástica  por  equivalente  de  la 
que  debían  satisfacer  las  de  la  civil  en  las  sucesiones  tras  « 
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versales.  Esta  disposición  se  renovó  por  otro  real  decrete 
de  5  de  agosto  de  1818. 

Finalmente,  por  real  decreto  de  9  de  marzo  de  1856  S(L¡ 
suprimen  todos  los  monasterios ,  conventos  ,  colegios  ,  con- 
gregaciones y  demás  casas  de  comunidad  ó  de  instituto  reli- 
gioso de  varones  ,  inclusas  las  de  clérigos  seculares  ,  y  las 
de  las  cuatro  órdenes  militares  y  san  Juan  de  Jerusalen  , 
existentes  en  la  península  ,  islas  adyacentes  y  posesiones  de 
España  en  África ,  esceptuando  los  colegios  de  misioneros 
para  las  provincias  de  Asia ,  de  Valladolid ,  Ocaña  y  Mon- 
teagudo  :  se  suprimen  igualmente  todos  los  beateríos  cuyo 
instituto  no  sea  la  hospitalidad  ó  la  enseñanza  primaria  :  se 
manda  reducir  el  número  de  conventos  de  monjas  al  que  sea 
absolutamente  indispensable  para  contener  con  comodidad 
â  las  que  quieran  continuar  en  ellos  ;  y  todos  los  bienes 
raices,  muebles  y  semovientes,  rentas,  derechos  y  acciones 
de  todas  las  casas  de  comunidad  de  ambos  sexos ,  así  supri- 
midas como  subsistentes ,  se  aplican  á  la  real  caja  de  amor- 
tización para  la  estincion  de  la  deuda  pública,  continuando 
sujetos  á  las  cargas  de  justicia  civiles  y  eclesiásticas  á  que 
estén  afectos ,  esceptuándose  empero  los  bienes ,  rentas , 
derechos  y  acciones  pertenecientes  á  la  comisaría  general  de 
Jerusalen  y  los  que  se  hallen  especialmente  afectos  á  objetos 
de  beneficencia  ó  instrucción  pública  ,  como  asimismo  la 
parte  de  los  bienes  del  monasterio  del  Escorial  que  resulten 
corresponder  al  real  patrimonio.  En  el  mismo  decreto  se 
toman  medidas  para  atender  á  la  subsistencia  de  los  reli- 
giosos de  ambos  sexos.  —  Las  Cortes  han  espedido  en  22 , 
y  S.  M.  sancionado  en  29  de  julW  de  1837,  un  decreto  seme- 
jante á  este  de  9  de  marzo  de  1836. 

Asimismo ,  en  el  decreto  de  las  Cortes  de  27  de  setiembre 
de  1820,  restablecido  en  50  de  agosto  de  1836,  se  dispone 
art.  15 ,  que  «  las  iglesias,  monasterios ,  conventos  y  cuales- 
quiera comunidades  eclesiásticas ,  así  seculares  como  regu- 
lares ,  los  hospitales ,  hospicios ,  casas  de  misericordia  y  de 
enseñanza,  las  cofradías,  hermandades,  encomiendas  y  cua- 
lesquiera otros  establecimientos  permanentes ,  sean  eclesiás- 
ticos ó  laicales ,  conocidos  con  el  nombre  de  manos  muertas, 
no  puedan  desde  ahora  en  adelante  adquirir  bienes  algunos 
raices  ó  inmuebles  en  provincia  alguna  de  la  monarquía , 
ni  por  testamento  ,  ni  por  donación  ,  compra ,  permuta , 
decomiso  en  los  censos  enfitéuticos ,  adjudicación  en  prenda 
pretoria  ó  en  pago  de  réditos  vencidos,  ni  por  otro  título 
alguno,  sea  lucrativo  ú  oneroso.  »  «  Tampoco  puedan  en 
adelante  las  manos  muertas ,  dice  el  art.  16 ,  imponer  ni  ad- 
quirir por  título  alguno  capitales  de  censo  de  cualquiera 
clase  impuestos  sobre  bienes  raices  ,  ni  impongan  ni  ad- 
quieran tributos  ni  otra  especie  de  gravamen  sobre  los  mis- 
mos bienes,  ya  consista  en  la  prestación  de  alguna  cantidad 
de  dinero  ó  de  cierta  parte  de  frutos ,  ó  de  algún  servicio 
á  favor  de  la  mano  muerta,  y  ya  en  otras  responsiones 
anuales.  »  Véase  Bienes  vinculados. 

La  obra  mas  completa  que  hay  sobre  el  asunto  que  nos 
ha  ocupado  en  este  artículo  es  el  Tratado  de  la  regalía  de 
amortización,  escrito  por  el  conde  de  Campománes;  en  el 
cual  se  demuestra  por  la  serie  de  las  varias  edades ,  desde  el 
nacimiento  de  la  Iglesia  en  todos  los  siglos  y  paises  católicos , 
el  uso  constante  de  la  autoridad  civil  para  impedir  las  ilimi- 
tadas enajenaciones  de  bienes  raices  en  iglesias ,  comuni- 
dades y  otras  manos  muertas  ;  con  una  noticia  de  las  leyes 
fundamentales  de  la  monarquía  española  sobre  este  punto, 
que  empieza  con  los  Godos  y  se  continúa  en  los  varios  Esta- 
dos sucesivos,  con  aplicación  á  la  exigencia  actual  del  reino 
despues  de  su  reunion  y  al  beneficio  común  de  los  vasallos. 
Son  también  dignas  de  leérselas  observaciones  que  hace  sobre 
esta  misma  materia  el  Dr.  don  Francisco  Martínez  Marina  en  su 
Ensayo  histórico-crílico  sobre  la  antigua  legislación  de  León 
y  Casulla ,  y  en  su  Juicio  crítico  de  la  Novísima  Recopilación. 
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"AMORTIZACIÓN  Y  sello.  En  Valencia  se  conoce 
con  este  nombre  cierto  derecho  que  se  cobra  por  el  permiso 
que  el  rey  concede  á  las  manos  muertas  para  adquirir  bienes 
raices.  Este  derecho  es  de  cuatro  reales  y  ocho  maravedís 
por  cada  quince  reales  y  dos  dineros  de  capital. 

Verificada  la  conquista  del  reino  de  Valencia  ,  y  hecho  el 
repartimiento  entre  los  caballeros ,  militares  y  demás  per- 
sonas que  contribuyeron  á  ella,  dotó  generosamente  á  las 
iglesias  el  rey  djan  Jaime  I  de  Aragon  para  atender  á  los 
gastos  del  culto  y  manutención  de  sus  ministros;  y  mandó 
que  en  lo  sucesivo  las  manos  muertas,  comunidades  eclesiás- 
ticas y  religiosas,  y  demás  fundaciones  piadosas  y  otros 
cuerpos  permanentes  de  esta  clase,  no  pudiesen  adquirir 
bienes  de  realengo ,  á  fin  de  que  estos  no  saliesen  de  la  cir- 
culación que  deben  tener  en  común  beneficio  del  Estado  , 
y  no  se  disminuyese  el  patrimonio  de  los  legos.  Pero  habiendo 
llegado  por  la  vicisitud  de  los  tiempos  á  ser  insuficientes  las 
primitivas  dotaciones  ;  vino  en  conceder  la  piedad  de  los  mo- 
narcas á  las  manos  muertas,  según  los  casos  y  necesidades , 
privilegios  particulares  para  adquirir  bienes  de  dicha  especie 
con  el  gravamen  del  derecho  de  amortización  y  sello  con  que 
debian  contribuir  al  real  patrimonio  ,  imponiendo  á  las  que 
adquiriesen  sin  real  privilegio ,  y  con  esceso  al  que  tuviesen, 
la  pena  de  confiscación.  Para  la  ejecución  de  esta  ley  se 
instituyeron  visitas  de  amortización ,  obligando  á  cada  mano 
muerta  á  presentar  en  ellas  un  manifiesto  de  los  bienes  que 
poseia,  para  que  cotejándose  con  los  privilegios  y  con  los 
pagos  hechos ,  se  descubriesen  los  derechos  que  habían  de- 
jado de  pagar,  y  las  adquisiciones  en  que  se  hubiesen  esce- 
dido ,  á  fin  de  proceder  al  cobro  de  aquellos  y  confiscación 
de  estas.  Como  al  cumplimiento  de  tan  sabia  ley  se  opusie- 
ron muchos  obstáculos  en  todos  tiempos ,  tuvo  á  bien  Car- 
los IV  por  resolución  á  consulta  de  25  de  setiembre  de  1796 
y  cédula  del  consejo  de  hacienda  de  20  de  diciembre  de 
1797  (ley  20,  tít.  5,  lib.  1  ,  Nov.  Rec.)  declarar  y  mandar, 
entre  otras  cosas,  lo  siguiente  : 

Io.  Que  conforme  á  los  fueros  del  reino  de  Valencia  no 
puedan  las  manos  muertas  adquirir  en  él  bienes  algunos 
raices  ó  inmuebles,  pudiendo  hacerlo  de  cuanto  necesiten 
para  su  fundación  y  dotación  en  censos  redimibles  impues- 
tos sobre  bienes  de  otras  manos  muertas  ,  como  tanbien  en 
los  que  lo  estén  sobre  efectos  de  la  real  hacienda,  y  de  los 
propios  y  arbitrios  de  los  pueblos  que  no  sean  raices ,  en 
vales  reales  ,  juros,  rentas  ó  pensiones  sobre  los  cinco  gre- 
mios mayores  y  cualquiera  compañía  general  de  comercio  ó 
banco  público ,  cuyas  adquisiciones  no  se  hallan  sujetas  á  la 
ley  de  amortización  ni  á  sus  visitas  y  pago  de  derechos. 

2o.  Que  ninguno  pueda  imponer  sobre  bienes  raices  sitos 
en  dicho  reino  censo  ó  tributo ,  ni  cierta  parte  de  frutos  ó  de 
servicio  que  sea  dado  ó  asignado  á  iglesia  ó  lugar  religioso; 
ni  tampoco  obligar  á  sus  herederos  y  sucesores  con  respon- 
siones anuas  perpetuas  ,  con  destino  á  cualesquiera  mandas 
pias ,  en  finca ,  raiz  ni  otra  que  no  sea  en  los  efectos  civiles 
ya  espresados. 

3o.  Que  los  bienes  de  realengo  dejados  á  manos  muertas 
que  no  estuvieren  habilitadas  con  real  privilegio  de  amorti- 
zación, se  apliquen  à  los  parientes  mas  cercanos  del  testador! 
ó  donador  por  el  orden  de  la  sucesión  ab  inlcslato,  con  la  ca-l 
lidad  de  que  en  el  término  preciso  y  perentorio  de  tres  años 
desde  el  dia  de  la  muerte  de  aquel  hayan  de  reclamarlos  ;  y 
no  haciéndolo ,  pasen  desde  luego  al  fisco ,  y  se  establezcan 
á  los  parientes  de  los  testadores ,  si  los  hubiese ,  y  en  su  de- 
fecto á  otros  vasallos  legos  -avecindados  eji  los  pueblos  en 
cuyos  términos  se  hallen  sitos ,  con  el  derecho  de  entrada 
que  tenga  á  bien  señalarles ,  y  un  moderado  canon ,  y  las 
condiciones  propias  del  enfitéusis  acordadas  para  iguales 
establecimientos  de  los  terrenos  del  real  patrimonio  en  Va- 
lencia. 
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Ademas,  está  prevenido  por  Carlos  III  en  cédula  de  la 
cámara  de  28  de  julio  de  177S  (ley  19,  tít.  5,  lib.l,Nov. 
Rec.  )  que  la  cámara  se  asegure  en  los  informas  de  la  nece- 
sidad ó  utilidad  de  los  privilegios  que  se  pidieren  para  amor- 
tizar, que  no  consulte  sino  con  mucha  parsimonia  su  conce- 
sión ,  y  que  prevenga  en  los  que  se  espidan  el  pago  de  los 
derechos  de  amortización  y  sello  ,  como  igualmente  la  suje- 
ción de  los  bienes  amortizados  no  solamente  á  las  cargas 
reales  y  vecinales ,  sino  á  todas  las  contribuciones  que  pagan 
los  legos.  Véase  Amortización  eclesicislica  ,  al  fin. 

AMORTIZACIÓN  de  la  deuda  pública.  La  estincion 
ó  el  pago  que  el  Estado  hace  de  las  deudas  que  tiene  contra 
sí.  El  Estado  suele  amortizar  ó  estingu'r  sus  deudas,  ya 
comprando  al  curso  corriente  en  la  bolsa  tos  vales ,  títulos 
ó  documentos  que  las  representan,  ya  admitiéndolos  en  pago 
de  contribuciones  que  se  le  deben  ó  de  bienes  nacionales  que 
pone  en  venta.  Véase  Caja  de  amortización. 

AMORTIZAR.  Pasar  los  bienes  á  manos  muertas  que 
no  los  pueden  enajenar ,  vinculándolos  en  una  familia  ó  en 
algún  establecimiento  ;  —  y  redimir  ó  estinguir  un  censo  , 
pension  ó  renta ,  restituyendo  al  acreedor  el  precio  ó  capital 
entregado  para  su  constitución  ,  ó  bien  dándole  la  indemni- 
zación correspondiente.  Véase  Vida. 

AMOTINAMIENTO.  Levantamiento,  rebelión,  aso- 
nada ,  sedición  ó  tumulto.  Véase  Asonada. 

AMOVILIDAD.  La  calidad  ó  propiedad  que  tiene  un 
empleo  ó  persona  de  ser  amovible. 

AMOVIBLE.  Se  dice  del  empleo  que  no  es  fijo;  y  tam- 
bién .  de  la  persona  que  puede  ser  removida  ó  destituida  de 
él  por  sola  la  voluntad  de  la  que  se  lo  confirió. 

AMOVIBLE  ad  nutum.  Se  aplica  al  beneficio  eclesiás- 
tico que  no  es  colativo,  para  denotar  la  facultad  que  queda 
al  que  le  da  para  remover  de  él  al  que  le  goza. 

AMPARA.  En  Aragon ,  el  embargo  de  bienes  muebles. 

AMPARAR.  En  Aragon ,  hacer  embargo  de  bienes 
muebles. 

AMPARAR  en  la  posesión.  Mantener  á  alguno  en  la 
posesión  que  tenia  de  los  bienes  ó  derechos  al  tiempo  de 
moverse  el  pleito.  Véase  Interdicto. 

AMPARO  de  dote.  El  mandamiento  que  á  petición  del 
marido  espedian  en  Madrid  los  alcaldes  de  corte  para  que 
no  pudieran  ser  secuestrados  ni  embargados  los  bienes  do- 
tales  de  la  mujer  por  deudas  de  aquel.  Acudía  el  marido  ante 
uno  de  los  alcaldes  de  corte  en  su  juzgado  de  provincia  ,  es- 
poniendo que  al  tiempo  de  contraer  matrimonio  llevó  su 
mujer  tales  alhajas  ó  tanta  cantidad  de  dinero,  de  que  le  dio 
carta  de  admisión  y  recibo  según  los  instrumentos  que  exhi- 
bía ,  y  pidiendo  que  hiciese  la  debida  declaración  de  haber 
de  gozar  estos  bienes  el  privilegio  de  dotales  y  despachase 
en  su  virtud  el  mandamiento  de  amparo,  para  que  por  deu- 
das que  contrajese  el  mismo  en  el  tiempo  de  su  matrimonio , 
á  menos  de  obligarse  según  ley  su  mujer,  no  pudieran  ser 
secuestrados  ni  embargados.  El  juez  en  vista  de  dicha  sú- 
plica ,  y  enterado  de  la  legitimidad  de  la  escritura  de  dote , 
ordenaba  la  espedicion  del  mandamiento ,  el  cual  solia  com- 
prender también  las  donaciones  esponsalicias,  arras,  joyas 
y  bienes  parafernales.  Presentado  después  en  cualquier  época 
este  despacho ,  llamado  carta  de  amparo ,  ante  el  tribunal  ó 
juzgado  en  que  era  reconvenido  el  marido  por  sus  acree- 
dores ,  se  mandaba  guardar  el  privilegio  y  no  hacer  ejecu- 
ción ni  embargo  de  los  bienes  contenidos  en  la  carta  dotal. 

AMPARO  de  hidalguía.  El  mandamiento  que  daba 
cualquiera  de  los  alcaldes  de  corte  en  su  juzgado  de  provincia 
á  instancia  de  un  interesado  para  que  se  le  guardasen  las 
esenciones  de  nobleza  é  hidalguía  en  la  corte  y  lugares  de  su 
término.  Las  formalidades  que  se  observaban  en  este  espe- 
diente no  eran  otras  sino  que  presentada  la  instancia  con  los 
documentos  en  el  juzgado ,  se  mandaba  pasar  al  procurador 


general  de  Madrid,  quien  la  devolvía  con  su  respuesta  ;  y 
siendo  esta  favorable  ,  como  lo  era  fácilmente,  sin  mas  dili- 
gencias y  aun  sin  otro  examen  espe  lia  el  juez  el  citado  man- 
damiento ,  en  cuya  virtud  quedaba  el  pretendiente  amparado 
y  protegido  en  la  posesión  de  hijodalgo.  Como  esta  práctica 
era  contraria  á  lo  dispuesto  por  las  leyes  en  materia  de  hidal- 
guía, declaró  el  Consejo  real  en  6  de  diciembre  de  1779  que 
los  alcaldes  de  casa  y  corte  solo  en  los  casos  de  prisión  ó 
embargo  de  bienes  por  deuda  de  algún  hijodalgo  que  no  es- 
tuviese recibido  en  el  ayuntamiento  de  Madrid ,  ó  de  impo- 
sición de  pena  ofensiva  á  su  calidad  ,  podían  recibir  justifi- 
cación de  la  nobleza  que  gozase  en  el  pueblo  de  su  vecindad 
ú  origen ,  pero  que  de  ningún  modo  tenían  facultad  para  ad- 
mitir generalmente  dicha  justificación  á  fin  do  conceder  se- 
mejante mandamiento  de  amparo. 

AN' 

ANALOGÍA.  La  relación  y  proporción  ó  conveniencia 
que  tienen  unas  cosas  con  otras  ;  y  jurídicamente ,  la  relación 
ó  semejanza  que  hay  entre  los  casos  espresados  en  alguna 
ley,  y  otros  que  se  han  omitido  en  ella.  Veas»  Arbitrio  de 
juez. 

ANARQUÍA.  El  estado  que  no  tiene  especie  alguna  de 
gobierno. 

ANATA.  La  renta,  frutos  ó  emolumentos  que  produce 
ó  que  se  calcula  que  produce  en  un  año  cualquier  empleo  ó 
beneficio.  En  algunos  países  se  paga  el  derecho  de  la  anata 
al  sumo  pontífice  por  las  Üulas  de  los  obispados ,  abadías 
consistoriales,  etc.  Media  anata  es  el  derecho  que  se  paga 
al  ingreso  de  cualquier  beneficio  eclesiástico ,  pension  ó  em- 
pleo secular  ;  y  es  la  mitad  de  su  valor  en  el  primer  año.  Llá- 
mase también  así  la  cantidad  que  se  paga  por  los  títulos ,  y 
por  lo  honorífico  de  algunos  empleos  y  otras  cosas  (1).  Véase 
Media  anata. 

ANATEMA.  La  condenación  á  muerte  eterna,  ó  la  so- 
lemne maldición  que  se  pronuncia  con  pompa  y  aparato 
lúgubre  al  tiempo  de  aplicar  la  pena  de  escomunion  á  alguna 
persona.  También  se  espresa  con  esta  palabra  la  escomunion 
ó  censura  eclesiástica  por  la  que  los  fieles  son  escluidos  del 
gremio  de  la  Iglesia ,  y  aun  la  misma  persona  anatematizada 
ó  escomulgada  (2). 

ANATEMATISMO.  El  canon  ó  condenación  que  lleva 
anatema. 

ANATISTA.  El  oficial  que  tiene  á  su  cargo  los  libros  y 
despachos  de  las  anatas  ó  medias  anatas. 

ANATOCISMO.  La  usura  doble ,  que  consiste  en  llevar 
ínteres  del  interés  ;  ó  bien  la  acumulación  y  reunion  de  los 
intereses  con  la  suma  principal,  para  formar  de  aquellos  y 
esta  un  capital  que  produzca  interés  (3).  Véase  ínteres  com- 
puesto. 

ANCIANO.  El  que  tiene  setenta  años  cumplidos  puede 
escusarse  de  admitir  la  tutela  ó  curaduría  ,  y  cualesquiera 
otros  cargos  públicos  y  concejiles ,  ley  2,  tit.  17,  Part,  fi  (íf); 

(1)  De  estas  anatas  y  medias  anatas  en  lo  eclesiástico  y  secular, 
véase  al  P.  Murillo ,  lib.  5 ,  n.  83  ,  y  las  leyes  i  ,  tít.  i  7,  lib.  1 , 
y  4,  tít.  i9,  lib.  8,  Rec.  de  Ind. 

(2)  Sobre  este  punto  véase  al  P.  Murillo,  Curso  canónico, 
lib.  5,  n.107. 

(3)  Véase  al  P.  Murillo  ,  Curso  canónico, lib.  5,  n.  224. 

(4)  El  ser  la  edad  de  setenta  años  causa  para  escusarse  de  los 
cargos  y  oficios  concejiles,  era  muy  espreso  en  el  derecho  romano, 
ley  74  al  fin,  D.  ad  SC.  trebell.,  5  D.  de  jure  immunit.,  J  1, 
§  últ.  de  vacat  mimer.;  pero  en  el  derecho  mejicano  no  se  halla 
esa  generalidad  en  ley  alguna  :  aunque  es  muy  justa  esa  conside- 
ración á  la  edad  cansada ,  la  ley  21 ,  tít.  18,  lib.  6,  no  hace  men- 
ción de  ella ,  y  antes  so  ve  que  en  punto  de  cargas  concejiles  niega 
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como  igualmente  de  presentarse  en  el  tribunal  de  justicia  á 
declarar  como  testigo ,  pues  en  los  pleitos  grandes  debe  ir 
el  juez  personalmente  á  su  casa  para  recibir  su  deposición , 
y  en  los  otros  puede  enviar  escribano  que  la  reciba,  ley  3b, 
tít.  16,  Part.  3. 

ANCLAJE.  El  tributo  ó  derecho  que  se  cobra  en  los 
puertos  de  mar  por  permitir  que  los  navios  echen  el  ancla 
ó  den  fondo  en  ellos.  Este  derecho  se  paga  por  toda  nave 
que  entre  á  dar  fondo  en  el  puerto ,  aunque  no  lo  haga  sino 
forzada  por  algún  temporal  ó  de  arribada ,  y  aunque  no  des- 
embarque ningún  género  ni  haga  mercado;  pero  es  costum- 
bre generalmente  recibida  que  si  después  de  haber  salido 
un  buque  de  un  puerto  en  que  pagó  el  derecho  de  anclaje  , 
se  viese  precisado  por  algún  accidente  á  volver  á  entrar  en 
él  sin  haber  arribado  á  otro  paraje ,  no  se  le  obligue  al  pago 
de  aquel  tributo;  Azuni,  Derecho  marit.  de  Europa,  part.  1, 
cap.  %  art.  k.  Este  gasto  del  anclaje  se  cuenta  en  la  avería 
ordinaria,  y  se  paga  por  consiguiente  de  los  fletes,  y  no 
de  la  carga  (i),  si  no  hubiese  pacto  en  contrario  entre  el 
fletante  y  el  fletador;  arts.  932  y  953  del  Cad.  de  comercio. 

ANDADO.  Decíase  antiguamente  de  los  dias  corridos  del 
mes  para  determinar  la  fecha  ó  data  de  algún  instrumento. 

ANDADOS.  El  ministro  inferior  de  justicia.  Véase  Al- 
guacil. 

A  ANEQUIN ,  ó  de  aneqtjin.  A  tanto  por  cabeza  : 
suele  usarse  de  esta  espresion  en  los  esquileos  para  denotar 
el  ajuste  que  se  hace  con  los  operarios  á  razón  de  un  tanto 
por  cada  res  que  esquilen  ,  y  no  á  jornal. 

ANEXAR.  Unir  ó  agregar  una  cosa  á  otra  con  depen- 
dencia de  ella.  Tiene  uso  particularmente  hablando  de  bene- 
ficios eclesiásticos. 

ANEXIDADES.  Los  derechos  y  cosas  unidas  á  otra 
principal.  Úsase  como  fórmula  en  los  instrumentos  públicos 
junta  con  la  voz  conexidades. 

ANEXIÓN.  La  union  ó  agregación  de  una  cosa  á  otra 
principal. 

ANEXO.  Lo  unido  á  otra  cosa  con  dependencia  de  ella  : 

—  el  beneficio  eclesiástico  unido  á  otro  mas  considerable  : 

—  y  la  iglesia  parroquial  unida  ó  sujeta  á  otra  mas  principal 
en  donde  reside  el  párroco. 

ANFIBOLOGÍA.  La  palabra  ó  sentencia  que  se  puede 
entender  de  dos  modos.  Habiendo  pedido  el  embajador  de 
Francisco  I  á  Carlos  V  el  ducado  de  Milan ,  «  Precisamente , 
contestó  el  emperador,  lo  que  quiere  mi  hermano  el  rey  de 
Francia ,  quiero  yo  :  «  el  embajador  quedó  muy  satisfecho 
de  esta  respuesta,  y  se  apresuró  á  ponerla  en  noticia  de  su 
amo  :  hé  aquí  un  ejemplo  de  anfibología. 

Cuando  en  una  ley,  en  un  testamento  ó  en  un  contrato  se 
encuentra  una  palabra ,  una  frase  ó  una  cláusula  anfibológica, 
debe  dársele  aquel  sentido  que  respectivamente  se  acomode 
mas  á  la  intención  del  legislador,  dei  testador  ó  de  los  con- 
trayentes ,  á  las  circunstancias  de  los  tiempos  ,  á  las  rela- 
ciones de  las  personas  ,  á  los  hechos,  á  la  naturaleza  de  la 
cosa  ó  del  acto  de  que  se  trata ,  á  las  demás  palabras  ó 

el  uso  de  esenciones  no  insertas  en  el  cuerpo  de  nuestro  derecho. 
Otros  muchos  privilegios  tienen  los  viejos,  v.  gr.  no  deber  ir  á  la 
guerra ,  ley  5 ,  tit.  i9,  Part.  2,  á  no  ser  que  sean  distinguidos 
por  sabiduría  y  necesarios  para  dar  consejo;  no  se  les  obligará 
á  presentarse  á  declarar  ante  el  juez,  sino  que  se  les  recibirá  la 
declaración  en  su  casa,  ley  22,  tít.  i\  ,  Part.  3;  no  pueden  ser 
siempre  castigados  lan  cruelmente  como  los  mozos ,  ley  8 ,  tít.  51 , 
Part.  7. 

(4)  El  arancel  de  aduanas  marítimas  de  Méjico ,  en  su  cap.  i , 
art.  4 ,  dijo  :  o  Queda  abolido  todo  derecho  de  anclaje  ,  y  á  todo 
buque  estranjero  que  por  cualquier  motivo  arribe  á  nuestros 
puertos,  se  le  cobrarán  diez  y  siete  reales  por  tonelada,  de  los 
cuales  se  cederán  dos  á  los  estados  á  que  pertenezcan  los  puertos.  » 


cláusulas  que  puedan  esplicar  las  dudas ,  aï  uso  común  y 
práctica  observada  generalmente  en  los  casos  de  igual  natu- 
raleza ,  á  la  luz  de  la  razón ,  à  los  sentimientos  de  la  equidad , 
á  las  inspiraciones  de  la  humanidad ,  al  interés  del  deudor  ú 
obligado ,  y  al  bien  común.  Véase  Interpretación  èïisus  dife- 
rentes artículos. 

ANGARIAS.  Voz  feudal ,  tomada  de  la  lengua  pérsica , 
y  usada  en  la  baja  latinidad  para  designar  los  coches  ó  car- 
ruajes públicos  ,  la  contribución  ó  provision  forzada  de  ca- 
ballos de  posta  ,  los  bagajes ,  y  los  servicios  personales  que 
debia  un  vasallo  á  su  señor. 

En  el  derecho  marítimo  se  llaman  angarias  los  servicios 
que  exige  un  príncipe  de  las  naves  surtas  en  sus  puertos  y 
playas  de  que  le  transporten  en  tiempo  de  alguna  espedicion 
soldados  ,  armas  ú  otras  municiones  de  guerra ,  pagándoles 
por  ello  cierto  flete.  La  obligación  de  las  angarias  no  solo 
suele  imponerse  á  los  buques  nacionales,  sino  también  á  los 
estranjeros  ;  y  ni  estos  ni  aquellos  pueden  escusarse  de  ella, 
aun  cuando  hubiesen  contraído  el  empeño  de  transportar  à 
otra  parte  en  tiempo  determinado  las  mercaderías  ó  efectos 
de  su  cargamento ,  quedándoles  solo  el  derecho  de  reclamar 
la  indemnización.  Vinnius  ad  Peckium;  Styman,  Jus.  marit.; 
Locen.  de  jur.  marit.  ;  Targa ,  Pondérât,  marit.  ;  Sixtin.  de 
regaliis;  Selden,  Mare  clausum. 

El  capitán  que  procurare  huir  con  su  nave  para  sustraerse 
de  la  obligación  de  las  angarias ,  ó  retardare  maliciosamente 
el  transporte  de  los  efectos  que  se  le  confiaron ,  ó  de  otro 
cualquier  modo  perjudicare  al  buen  éxito  de  la  espedicion , 
suele  ser  castigado  por  los  príncipes  con  la  confiscación  de 
su  buque  ,  cuya  tripulación  incurre  también  en  penas  pro- 
porcionadas á  su  infidelidad.  Y  si  el  capitán  en  vez  de  ha- 
cerse á  la  vela  con  dirección  al  destino  señalado  aporta  á  otro 
paraje  con  el  buque  y  vende  allí  la  carga  de  las  provisiones 
ó  aprestos  de  guerra  ,  es  tratado  con  mas  rigor,  y  aun  se 
espone  al  último  suplicio  ,  quedando  igualmente  sujetos  á 
penas  estraordinarias  los  que  compran  á  sabiendas  aquellos 
efectos.  Leges  1 ,  C.  de  nav.  non  exc;  10,  de  sacros,  eccles.; 
últ.  defabric;  3etü,  quaercsvendinonposs.;  bdenavicul.; 
Peckius  et  Vinnius  ad  dict.  leg.  b. 

Si  alguna  de  las  naves  que  están  prestando  el  servicio  de 
las  angarias  ,  naufragare  ó  fuere  apresada  por  enemigos  ó 
piratas ,  no  está  obligado  el  príncipe  á  reparar  la  pérdida  , 
porque  estos  acontecimientos  son  puramente  fortuitos ,  así 
como  tampoco  el  capitán  puede  ser  reconvenido  por  el  prín- 
cipe en  el  caso  de  haber  perdido  el  cargamento  en  virtud  de 
accidentes  de  igual  naturaleza.  Sin  embargo,  si  la  espedicion 
no  fuese  militar  con  ocasión  de  guerra  ,  sino  de  otra  cual- 
quier clase  ,  debe  entonces  el  príncipe  indemnizar  á  los  na- 
vieros de  las  pérdidas  que  esperimentaren  por  naufragio  ó 
apresamiento ,  porque  no  hay  razón  para  que  padezcan  daño 
por  una  espedicion ,  cuyautilidad  les  es  absolutamente  ajena. 
Esta  distinción  hace  Azuni  en  su  sistema  del  derecho  marí- 
timo de  Europa,  apoyándose  en  la  autoridad  de  Sixtino  de 
regaliis;  pero  parece  mas  justo ,  que  así  en  los  casos  de  es- 
pediciones  militares  como  en  los  de  otras  de  cualquiera  es- 
pecie que  sean,  pague  el  príncipe  las  pérdidas  que  los  na- 
vieros tuvieren  con  motivo  de  las  angarias  ,  por  las  razones 
siguientes:  Io. porque  esteservicio es  forzado,  y  no  se  prestan 
á  él  los  navieros  ó  capitanes  por  contrato  voluntario;  2o.  por- 
que ó  nunca  participan  estos  de  la  utilidad  de  una  espedicion 
que  siempre  se  hace  en  beneficio  del  príncipe  ó  del  Estado, 
ó  solo  participan  de  ella  como  miembros  de  este  del  mismo 
modo  que  los  demás  individuos  que  le  constituyen  ;  3o.  por- 
que siendo  un  principio  que  quien  lleva  las  ganancias  debe 
estar  á  las  pérdidas,  y  redundando  en  favor  del  Estado  el 
provecho  de  la  espedicion  j  es  claro  que  el  Estado  y  no  un 
particular  tiene  que  sufrir  los  daños  que  con  motivo  de  ella 
se  ocasionaren  ;  ¿°.  porque  si  «1  naviero  hubiese  de  soportar 
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todo  el  gravamen  de  la  pérdida  de  su  nave ,  quedaría  tal  vez 
arruinado  sin  culpa  suya  y  por  el  bien  de  los  demás  ciuda- 
danos ;  al  paso  que  si  la  pérdida  se  reparte  entre  lodos,  sa- 
cándose del  erario  la  cantidad  suficiente  para  cubrirla ,  se 
hace  casi  imperceptible  y  nadie  padece. 

ANILLO  nupcial.  El  anillo  ó  sortija  que  da  el  esposo  á 
la  esposa  en  señal  de  matrimonio.  Esta  ceremonia  se  obser- 
vaba ya  por  los  Romanos  antes  de  la  introducción  del  cristia- 
nismo, y  aun  fué  conocida  también  de  los  judíos.  El  uso  de  los 
anillos  estaba  muy  recibido  enlre  los  Romanos ,  no  por  mero 
adorno ,  sino  con  objeto  de  sellar  las  cartas ,  instrumentos  y 
otras  cosas ,  pues  en  ellos  llevaba  cada  uno  abierto  su  sello  ; 
y  se  los  solían  dar  mutuamente  en  la  celebración  de  sus 
contratos  en  lugar  de  prendas  y  de  arras,  porque  era  una 
cosa  que  siempre  tenían  á  la  mano.  De  aquí  provino  la  cos- 
tumbre de  dar  su  anillo  el  esposo  á  la  esposa  en  prenda  y 
señal  de  los  esponsales  que  contraían ,  significándole  al  mis- 
mo tiempo  con  esta  entrega  que  le  encargaba  la  custodia  del 
menaje.  Con  efecto,  según  dice  Clemente  Alejandrino ,  se 
solia  dar  el  anillo  á  la  mujer  no  por  adorno  sino  para  sellar 
las  cosas  de  la  casa ,  non  ornalus  gratia,  sed  mí  obsignarel 
quœ  clomi  erant,  pues  era  práctica  asegurar  con  el  sello  las 
arcas  ,  cajones  y  demás  utensilios  en  que  se  conservaba  en 
las  despensas  la  provision  de  comestibles  para  evitar  toda 
sustracción  y  estravío  por  los  esclavos.  Así  que ,  el  anillo 
era  señal  de  la  promesa  de  matrimonio  ,  y  con  su  entrega  y 
recibo  se  aseguraba  el  esposo  á  la  esposa,  uniéndose  con 
esta  prenda  sus  corazones.  Por  eso  los  cristianos  solian  grabar 
en  él  el  signo  de  la  fe,  que  se  tenia  por  símbolo  de  mutuo  amor 
y  concordia  ;  y  de  ahí  se  creia  que  vino  también  el  ponerle 
y  llevarle  en  el  dedo  mas  inmediato  al  meñique  de  la  mano 
izquierda ,  por  haber  en  dicho  dedo  una  vena  que  llega  has- 
ta el  corazón,  según  decia  san  Isidoro.  — El  anillo  nupcial 
en  tiempo  de  Plinio  era  de  hierro  y  no  llevaba  piedra;  pero 
en  el  segundo  siglo  de  la  Iglesia  era  ya  de  oro. 

ANIMACIÓN.  El  acto  de  animar  ó  infundirse  el  alma  en 
el  cuerpo.  Véase  Aborto. 

ANIMALES.  Todos  los  seres  vivos  y  sensibles ,  menos 
los  de  la  especie  humana.  La  jurisprudencia  divide  los  ani- 
males en  tres  clases  :  en  la  primera  se  comprenden  los  man- 
sos :  en  la  segunda  los  fieros  y  salvajes  ;  y  en  la  tercera  los 
amansados.  También  pueden  reducirse  à  dos  clases,  ponien- 
do en  la  primera  á  los  que  están  en  poder  de  los  hombres  y 
les  sirven  para  sus  usos  ordinarios ,  como  los  caballos ,  los 
bueyes,  las  ovejas  y  carneros,  etc.;  y  en  la  segunda  los  que 
gozan  de  su  libertad  natural ,  como  las  bestias  salvajes  que 
vagan  por  las  selvas  ó  los- campos,  las  aves  que  viven  por 
los  aires ,  y  los  peces  que  se  crian  y  van  por  los  mares  ó  los 
rios.  Los  de  esta  segunda  clase  pasan  á  poder  de  los  hom- 
bres por  la  caza  y  la  pesca. 

La  propiedad  de  los  animales  que  tenemos  en  nuestro  po- 
der, cualquiera  que  sea  su  clase ,  nos  da  derecho  sobre  todo 
lo  que  producen,  esto  es ,  sobre  sus  crias  y  sus  lanas.  Las 
crias  pertenecen  al  dueño  de  la  hembra  ;  y  el  del  macho  no 
tiene  parte  en  ellas  ni  puede  reclamar  cosa  alguna,  «fue- 
ras ende  si  fuese  costumbre  usada  en  la  tierra  ,  ó  postura  ó 
avenencia  fuere  fecha  entre  los  señores  de  las  fembras  et  de 
los  maslos  enante  que  se  ayuntasen  para  engendrar  ;  ca  en- 
tonce el  avenencia  que  posieren  entre  sí  debe  seer  guarda- 
da; »  ley  2b,  lit.  28,  Part.  3. 

El  juez  ante  quien  alguno  se  querelle  del  daño  recibido 
por  razón  de  haberle  otro  muerto  su  caballo ,  rocin ,  muía , 
asno,  yegua  ,  camello,  elefante  ,  toro,  vaca,  novillo,  buey, 
puerco,  puerca,  carnero  ,  morueco  ,  oveja  ,  cabrón,  cabra, 
ó  los  hijos  de  cada  unode  estos  animales,  debe  mandar  satis- 
facerlo según  el  mayor  valor  que  pudo  tener  la  bestia  en  el 
año  anterior  á  su  muerte  ;  pero  siendo  el  daño  solamente  de 
herida ,  ó  la  bestia,  muerta  distinta  de  las  sobredichas,  debo 
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el  juez  apreciarlo  y  mandar  que  se  pague  el  mayor  valor  que 
pudo  tener  el  animal  en  los  treinta  dias  anteriores;  en  el 
supuesto  de  que  el  apreciamiento  se  hace  precediendo 
prueba  del  hecho ,  y  mediante  juramento  del  agraviado  so- 
bre el  importe  del  daño.  Así  lo  disponía  entre  los  Romanos 
la  ley  Aquilia,  de  la  cual  decían  los  intérpretes  que  tenia  los 
ojos  en  el  cogote  porque  siempre  miraba  hacia  atrás,  y  así 
lo  dispone  también  entre  nosotros  la  ley  18,  tít.  ib,  Part.  7  : 
mas  parece  que  esta  disposición  no  está  ya  en  uso ,  sino  que 
se  resarcen  simplemente  al  propietario  los  daños  y  perjuicios 
que  se  le  siguen  por  la  pérdida  ó  empeoramiento  del  animal 
que  se  le  mata  ó  hiere. 

Si  muchos  juntos  mataren  á  un  animal  de  otro,  de  modo 
que  habiéndole  herido  todos  ,  se  ignore  cuál  fué  la  herida  de 
que  murió  ,  puede  el  dueño  demandarlos  á  todos  ó  á  cual- 
quiera de  ellos  para  que  le  paguen  su  estimación  :  y  recibi- 
da del  uno ,  no  la  puede  ya  pedir  á  los  otros:  mas  si  cons- 
tare la  herida  mortal  y  su  autor,  puede  demandarle  à  él  solo 
la  satisfacción  de  la  muerte  y  á  los  otros  la  de  las  heridas  ; 
ley  Ib,  tít.  Ib,  Part.  7. 

El  que  corriendo  à  caballo  por  lugar  acostumbrado  para 
ello ,  atrepella  á  una  persona  que  de  repente  atraviesa ,  no 
es  responsable  del  daño  que  le  hiciere  ;  pero  la  será  en  el 
caso  de  que  hubiese  podido  detener  al  caballo  ó  en  el  de  que 
corra  en  lugar  de  mucho  tránsito  donde  no  suelen  correr  los 
otros;  ley  6,  til.  Ib,  Part.  7. 

El  que  á  sabiendas  suelta  el  perro  preso ,  ó  estando  suelto 
le  azuza  para  que  embista  ó  muerda ,  ó  espanta  de  intento 
alguna  bestia,  queda  obligado  al  daño  que  resultare;  ley  21, 
til.  Ib,  Part.  7. 

Si  alguno  de  los  animales  naturalmente  mansos,  como  el 
caballo  ,  muía ,  asno ,  buey  ,  camello ,  elefante  ,  ú  otro  tal , 
causare  daño  por  maldad  suya  ô  por  costumbre  mala  que 
haya ,  debe  el  dueño  resarcirlo  ó  entregar  la  bestia  al  perju- 
dicado ;  pero  si  el  mal  se  causó  por  haberla  espantado  ó 
irritado  alguno ,  este  y  no  el  dueño  está  obligado  al  resarci- 
miento; ley  22,  tít.  Ib,  Part.  7. 

Si  el  que  tuviere  en  su  casa  alguna  de  las  bestias  que  son 
bravas  por  naturaleza,  como  león,  oso,  onza,  leopardo, 
lobo  cerval ,  geneta  ó  serpiente,  no  la  guardare  presa  de 
modo  que  no  haga  daño,  debe  pagar  doble  el  que  hiciere  : 
siendo  de  herida  á  hombre ,  satisfará  los  gastos  de  su  cura- 
ción y  el  importe  del  trabajo  que  perdiere  hasta  quedar 
sano,  como  igualmente  los  demás  perjuicios  que  se  le  origi- 
naren :  si  muriere  de  la  herida ,  pagará  doscientos  marave- 
dís de  oro  para  sus  herederos  y  la  cámara  del  rey  por  mitad; 
y  si  quedare  lisiado,  hará  el  resarcimiento  que  el  juez  crea 
proporcionado  según  la  calidad  de  la  persona  y  el  miembro 
perjudicado;  fe»/ 23,  lit.  la,  Part.  7. 

Si  un  ganado  hiciere  daño  en  heredad  ajena,  debe  el  due- 
ño pagarlo  doble,  precediendo  su  aprecio  por  peritos,  en  e 
caso  de  que  él  ó  el  pastor  le  hubiesen  metido  á  sabiendas  en 
ella;  mas  si  el  ganado  se  introdujo  espontáneamente  sin 
verlo  el  que  lo  guardaba ,  debe  el  dueño  satisfacer  sencillo 
el  daño,  ó  desamparar  el  ganado  que  lo  hizo.  El  perjudica- 
do ,  aunque  encuentre  al  ganado  causándole  el  daño ,  no 
puede  hacerle  mal  ni  encerrarle,  sino  solo  sacarle  de  la  he- 
redad y  pedir  la  indemnización  ;  ley  2í»,  tít.  Ib,  Part.  7. 
Véase  Pastos. 

En  la  corte  ,  ningún  dueño  de  alanos,  lebreles,  mastines 
ú  otros  perros  de  presa  ,  los  puede  tener  sueltos,  ni  permi- 
tir que  vayan  por  el  pueblo  ni  sus  contornos  sin  bozal  ó  l'ro- 
nillo  seguro  que  les  impida  hacer  daño;  pena  de  cincuenta 
ducados  y  dos  años  de  destierro  de  Madrid  y  sitios  reales  , 
ademas  del  pago  de  daños  que  se  siguieren  de  su  contraven- 
ción, y  sin  perjuicio  de  otras  condenaciones  á  que  según  las 
circunstancias  hubiere  lugar;  leyes  50 y  31,  tít.  19 ,  lio.  3, 
Nov.  Rec. 
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La  ley  23,  tít.  19,  lib.  3,  Nov.  Rec.  contiene  entre  otras 
las  disposiciones  siguientes  : 

«  Los  que  corrieren  por  la  corte  y  sitios  señalados  (fuera 
de  ella  dentro  del  radio  de  trescientas  veinte  y  cinco  varas) 
con  coches  de  posta  ,  colleras ,  calesines ,  carromatos  ,  y  en 
muías  ó  caballos ,  incurren  por  la  primera  vez  en  la  pena  do 
diez  ducados,  aplicados  la  mitad  al  denunciador  por  quien 
sean  aprehendidos  y  la  otra  mitad  á  los  pobres  de  la  cárcel , 
y  en  la  de  un  mes  de  prisión  ;  por  la  segunda  doblada  pena 
y  multa  ;  y  por  la  tercera  serán  castigados  con  la  misma 
multa  y  seis  meses  de  trabajos  públicos  del  Prado  ;  art.  3. 

»  À  los  cocheros  que  con  los  coches  de  rua  corrieren  ,  ga- 
loparen ó  trotaren  apresuradamente  por  las  calles  de  la  cor- 
te, paseos  y  sitios  señalados,  se  les  imponga  por  la  primera 
vez  la  pena  de  quince  dias  de  trabajo  en  calidad  de  forzados 
en  las  obras  públicas  del  Prado,  y  diez  ducados  de  multa  ;  un 
mes  y  veinte  ducados  por  la  segunda  ;  y  por  la  tercera  la 
pena  de  vergüenza  pública  y  seis  meses  en  el  mismo  desti- 
no; art.  S. 

»  A  los  cocheros  que  corrieren ,  galoparen  ó  trotaren 
apresuradamente ,  y  atrepellaren  y  derribaren  alguna  per- 
sona ,  se  les  impondrá  la  misma  pena  de  vergüenza  pública, 
aunque  sea  por  la  primera  vez  ;  y  se  ejecutará  dentro  de  las 
veinte  y  cuatro  horas ,  como  en  los  casos  de  resistencia  á  la 
justicia ,  escalamiento  de  cárcel ,  y  otros  semejantes  de  prag- 
mática ,  sin  perjuicio  de  agravar  la  pena  según  el  mayor 
daño  que  resulte,  y  el  resarcimiento  de  este;  y  ademas  en 
el  mismo  caso  ha  de  perder  el  dueño  el  coche,  si  fuere  dentro 
de  él,  y  las  muías,  aplicado  todo  á  la  parte  ofendida;  »  art.  6. 

Todavía  tenemos  que  hacer  algunas  observaciones  sobre 
los  animales. 

Como  los  animales  carecen  de  razón  y  no  pueden  por  con- 
siguiente estar  sometidos  á  las  leyes,  se  dice  que  no  tienen 
obligaciones  ni  derechos.  Sin  embargo,  definiendo  Justi- 
niano  el  derecho  natural  dice  ser  aquel  que  la  naturaleza 
enseñó  á  todos  los  animales;  y  añade  que  este  derecho  no 
es  propio  del  género  humano ,  sino  de  todos  los  animales 
que  nacen  en  el  aire ,  en  la  tierra  y  en^el  mar,  y  que  de  él 
proviene  la  union  del  macho  y  de  la  hembra,  que  nos- 
otros llamamos  matrimonio,  como  igualmente  la  procrea- 
ción y  educación  de  los  hijos.  ¿Tendrán  pues  todos  los  ani- 
males según  Justiniano  un  derecho  que  les  sea  común  con 
el  hombre?  Los  jurisconsultos  pretenden  que  Justiniano  no 
quiso  dar  á  entender  que  realmente  le  tienen,  sino  que  pa- 
rece que  le  tienen ,  cuando  hacen  por  impulso  é  instinto  de 
la  naturaleza  lo  que  hace  el  hombre  por  derecho  natural  : 
Qua¡  bruta  faciunt  incitalione  naturali,  dice  Cuyacio  ,  ea  si 
homines  facianl,  jure  naturali  faciunt.  Así  pues  ,  la  union 
del  macho  y  de  la  hembra ,  la  procreación  de  los  hijos,  la 
defensa  de  sí  mismo  ,  son  efecto  del  derecho  natural  en  los 
hombres  ,  y  de  un  impulso  de  la  naturaleza  en  los  animales. 
Mas  ¿no  es  esto  abusar  de  las  palabras  ,  darles  una  aplica- 
ción falsa,  y  trastornar  la  lengua?  ¿No  se  mueve  también 
el  hombre  á  estos  actos  por  un  impulso  natural  á  que  no 
puede  resistir  sino  haciéndose  violencia?  Llamar  derechos  y 
leyes  naturales  á  nuestras  inclinaciones ,  á  nuestras  necesi- 
dades y  á  nuestros  medios  ,  es  introducir  el  desorden  en  las 
ideas ,  pues  que  los  medios  ,  las  necesidades  y  las  inclina- 
ciones no  son  ni  pueden  ser  leyes  naturales  ni  positivas  sino 
materia  ú  objeto  de  las  leyes,  que  efectivamente  no  se  diri- 
gen sino  á  reprimirlas  ó  arreglar  su  ejercicio.  Justiniano  y 
sus  intérpretes  no  nos  han  dado  nociones  exactas  del  dere- 
cho natural. 

Como  quiera  que  fuere ,  y  sin  entrar  en  reflexiones  sobre 
la  naturaleza  y  el  instinto  de  los  animales  ,  el  hecho  es  que 
se  les  tiene  por  incapaces  de  obligaciones  y  derechos.  No 
pueden  pues  delinquir  contra  los  hombres  ,  ni  por  consi- 
guiente ser  castigados.  Por  eso  fué  ridicula  la  pena  de  horca 


que  en  tiempo  de  Luis  IX ,  rey  de  Francia ,  se  ejecutó  en  un 
cerdo  que  habia  muerto  á  un  niño.  ¿  Se  lograba  con  ella 
vengar  á  la  humanidad,  ó  aterrar  á  los  demás  cerdos  para 
que  no  imitasen  á  su  compañero  ?  Guárdese  con  seguridad 
á  los  animales  que  pueden  hacer  daño  ;  mas  cuando  se  esca- 
pan ,  castigúese  al  dueño  por  su  negligencia  ,  y  consérvese 
la  vida  al  animal  que  no  ha  hecho  tratado  alguno  con  la  so- 
ciedad humana.  Una  ley  muy  conocida  ordena  que  se  ape- 
dree al  buey  que  hubiese  muerto  á  un  niño ,  y  prohibe  co- 
mer su  carne ,  como  si  la  carne  de  buey  pudiera  envene- 
narnos porque  sus  cuernos  hubiesen  penetrado  en  el  vientre 
de  una  persona.  Cierto  delito  hay ,  por  el  cual  se  mata  al 
animal  que  participó  de  él  activa  ó  pasivamente;  pero  no  es 
por  castigarle  ,  sino  porque  no  quede  memoria  del  delito,  ni 
de  sus  resultas. 

En  cuanto  á  derechos ,  el  hombre  no  reconoce  ninguno  á 
los  animales ,  y  usa  y  abusa  de  ellos  según  su  capricho.  Mas 
como  la  crueldad  con  los  animales  conduce  á  la  crueldad 
para  cmi  los  hombres ,  quiere  Bentham  que  se  prohiba  el 
abuso  ae  los  animales,  á  fin  de  evitar  la  depravación  brutal 
de  algunos  hombres  que  después  de  haberse  divertido  ha- 
ciendo padecer  tormentos  inútiles  á  sus  perros  ó  á  sus  ga- 
tos, miran  concierto  placerlos  males  de  sus  semejantes.  Por 
eso  en  Inglaterra  se  procura  corregir  con  algunas  penas  leves 
á  los  que  maltratan  á  sus  bestias;  y  aun  habiendo  dejado 
recientemente  una  noble  dama  en  su  testamento  pension  ali- 
menticia de  diez  libras  esterlinas  para  la  manutención  de  un 
gato  que  apreciaba ,  le  ha  nombrado  el  tribunal  un  curador 
que  cuide  de  llevar  á  efecto  este  encargo. 

Los  Ingleses  se  interesan  tanto  en  la  suerte  de  los  animales, 
que  se  ha  llegado  á  establecer  en  Londres  una  sociedad  que 
cuida  de  denunciar  todos  los  actos  de  crueldad  que  contra 
ellos  se  cometen.  No  hace  mucho  tiempo  que  un  cochero  fué 
condenado  á  una  multa  por  haber  apaleado  brutalmente  á 
sus  caballos.  Otro  cochero  fué  multado  en  cuarenta  scheli- 
nes  por  haber  dado  de  latigazos  á  uno  de  sus  caballos  hasta 
que  cayó  al  suelo.  Un  pastor  ha  sido  también  multado  por 
haber  golpeado  cruelmente  á  un  carnero  que  se  habia  echado 
rendido  de  cansancio. 

AKÏMAL.US  amansados  ó  domesticados.  Los  que  siendo 
fieros  y  salvajes  por  naturaleza ,  se  reducen ,  crian  y  acos- 
tumbran á  la  vista  y  compañía  del  hombre,  y  adquieren  la 
costumbre  de  ir  y  volver  á  los  abrigos  que  se  les  proporcio- 
nan ,  como  los  ciervos,  gamos  y  bestias  semejantes,  ó  los 
pavones,  gavilanes,  palomas,  gallinas  de  Indias  ,  grullas  , 
ánsares,  faisanes  y  otras  aves  de  igual  naturaleza.  Estos 
animales  son  propios  del  que  los  ha  domesticado,  y  nadie 
puede  cogerlos  y  hacerlos  suyos ,  sin  hacerse  reo  de  hurlo  , 
mientras  se  mantienen  en  el  estado  de  domestiquez  ó  man- 
sedumbre á  que  se  les  ha  reducido ,  conservando  la  costum- 
bre de  ir  y  volver  á  sus  abrigos.  Mas  si  llegan  por  fin  á 
perder  esta  costumbre,  y  salen  del  estado  déla  mansedumbre 
adquirida,  volviendo  á  su  primitiva  libertad,  dejan  entonces 
de  pertenecer  al  que  era  su  dueño,  y  se  hacen  del  primero 
que  los  coge,  como  sucede  con  los  animales  fieros;  ley  22, 
lit.  28,  Part.  3.  Véase  Palomas. 

ANIMALES  fieros  ó  salvajes.  Los  que  por  instinto 
vagan  libremente,  sin  apetecerla  compañía  del  hombre,  y 
sin  poder  ser  cogidos  sino  por  la  fuerza ,  sean  terrestres , 
acuátiles  ó  voladores.  Los  animales  fieros  se  hacen  del  pri- 
mero que  los  ocupa ,  aunque  los  cogiere  en  heredad  ajena . 
sino  es  que  el  amo  de  esta  hallándose  presente  le  prohibiese- 
la  entrada  ó  el  cazar  en  ella ,  en  cuyos  casos  será  del  dueño 
de  la  heredad  cuanto  aquel  coja  después  de  la  prohibición; 
ley  17,  d.  til.  28,  Part.  3. 

Si  los  animales  cogidos  saliesen  de  poder  del  cazador, 
pierde  este  su  dominio ,  y  lo  adquiere  el  primero  que  los 
coge  después;  entendiéndose  salir  de  su  poder,  cuando 
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vuelven  asa  estado  de  libertad,  ó  han  huido  y  están  tan  le- 
jos que  no  los  puede  ver ,  ó  aunque  los  vea  no  puede  ya 
cogerlos  sino  á  duras  penas  ;  ley  19,  d.  Ut.  y  Part. 

El  que  coge  una  fiera  que  otro  hirió  y  va  persiguiendo,  ó 
que  cayó  en  un  lazo  puesto  por  otro,  la  hace  suya  en  unos 
paises  ,  en  atención  á  que  no  estando  todavía  en  poder  del 
que  la  hirió  ó  puso  el  lazo,  podia  muy  bien  escaparse;- pero 
en  otros  se  observa  la  costumbre  contraria ,  y  nadie  puede 
hacer  suya  la  fiera  herida  mientras  la  persigue  el  que  la  hi- 
rió, ni  la  enredada  en  lazo  puesto  por  otro  de  modo  que  no 
pueda  escapar,  principalmente  si  este  se  halla  á  la  vista.  La 
ley  20,  tít.  28,  Part.  5,  adjudica  la  fiera  al  que  la  coge,  en 
perjuicio  del  que  la  hirió  ó  le  puso  lazo ,  cepo  ú  otro  arma- 
dijo; pero  la  ley  16,  Ht.  h  ,  lib.  5  del  Fuero  Real ,  prohibe 
que  otro  coja  la  fiera  mientras  la  persiga  el  que  la  levantó. 
¿No  podria  establecerse  un  medio  para  combinar  estas  dos 
costumbres  opuestas ,  disponiendo  que  en  los  casos  referidos 
se  dividiese  la  fiera  entre  los  que  han  concurrido  eficazmente 
á  su  captura  ,  ya  hiriéndola  ó  poniéndole  armadijos  J¡fa  co- 
giéndola de  hecho  cuando  aun  habia  algún  peligro  de  que  se 
escapase?  En  Aragon  se  divide  la  fiera  entre  el  cazador  y  el 
que  la  coge,  llevándose  aquel  toda  la  piel  ademas  de  la  mi- 
tad de  la  carne,  con  ¡irreglo  al  fuero  1  de  venatoribus. 

Se  ha  dicho  mas  arriba,  con  arreglo  á  la  ley  17,  tít.  28, 
Part,  o,  que  el  que  coge  algún  animal  fiero  en  heredad  aje- 
na ,  lo  hace  suyo ,  á  no  ser  que  el  dueño  de  la  heredad , 
estando  presente ,  le  prohiba  entrar  ó  cazar  en  ella.  Esta 
disposición  se  lia  modificado  por  el  decreto  de  caza  y  pesca 
de  5  de  mayo  u»  183ft  ,  en  el  cual  se  previene  que  se  podrá 
cazar  sin  licencia  de  los  dueños  en  las  tierras  abiertas  de 
propiedad  particular  que  no  estén  labradas  ó  que  estén  de 
rastrojo,  y  que  la  caza  que  cayese  del  aireen  tierra  de  pro- 
piedad particular  ó  entrase  en  ella  después  de  herida ,  per- 
tenece al  dueño  ó  arrendatario  de  la  tierra  y  no  al  caza- 
dor. Es  decir  pues  que  por  regla  general  nadie  puede  ya 
entrar  en  tierras  ajenas  á  cazar  y  aun  á  coger  la  caza  que  él 
mismo  hubiese  muerto  ó  herido,  y  que  solo  podrá  hacerlo 
en  tierras  abiertas  cuando  no  estén  labradas  ó  estén  de  ras- 
trojo. La  ley  de  las  Partidas  suponia  la  libertad  de  cazar  en 
terreno  propio  ó  ajeno,  y  solo  daba  al  propietario  la  facultad 
de  la  prohibición  especial  hallándose  presente  :  mas  el  nuevo 
decreto  establece  por  el  contrario  la  prohibición  general  de 
cazar  en  heredades  ajenas,  esceptuando  las  abiertas  que  es- 
,  ten  de  rastrojo  ó  sin  labrar,  en  las  cuales  se  podrá  entrar 
•  con  dicho  objeto  ,  aunque  el  dueño  lo  prohiba,  pues  este  no 
tiene  ya  facultad  para  impedir  el  ejercicio  de  un  derecho 
que  confiere  la  nueva  ley,  como  la  tenia  según  las  Partidas. 
—  Véase  Caza. 

ANIMALES  mansos  ó  domésticos.  Los  que  nacen  y  se 
crian  en  las  casas  ó  bajo  nuestro  poder,  como  las  gallinas, 
patos,  ánades,  cerdos,  bueyes ,  asnos  ,  etc.  Su  dueño  con- 
serva siempre  el  dominio  de  ellos,  de  suerte  que  aunque  se 
vayan  y  no  vuelvan  puede  reclamarlos  de  cualquiera  que 
los  retenga;  ley  23,  til.  28,  Part.  5. 

ANIMALES  nocivos  ó  dañinos.  Los  que'  tienen  la  in- 
clinación de  hacer  daño,  como  los  lobos,  zorras  ,  garduñas , 
gatos  monteses,  tejones  y  turones.  En  el  año  de  15?i2  á  pe- 
tición de  las  Cortes  de  Valladolid  se  dio  facultad  á  los  pue- 
blos para  ordenar  la  matanza  de  lobos  aunque  fuese  con 
yerba,  señalar  premio  por  cada  cabeza  y  por  cada  cama,  y 
hacer  a)  efecto  las  ordenanzas  convenientes;  ley  1  ,  tít.  31  , 
lib.  7,  ¿Voi>.  Rcc.  En  real  cédula  de  27  de  enero  de  1788  se 
mandó  á  los  corregidores  y  justicias  de  los  pueblos  observar 
un  reglamento,  compuesto  de  la  artículos,  en  que  se  dispo- 
nían batidas  y  monterías  para  el  esterminio  de  lobos  y  demás 
anímales  nocivos;  pero  habiendo  acreditado  la  csperiencia 
que  de  estas  monterías  se  originaban  perjuicios  y  desórde- 
nes ,  fueron  suprimidas  por  otra  real  cédula  de  3  de  febrero 


de  1795,  y  se  previno  á  las  justicias  que  de  los  caudales  pú- 
blicos pagasen  al  cazador  ó  matador  por  cada  lobo  ocho  du- 
cados ,  por  cada  loba  diez  y  seis  ,  y  siendo  cogida  con  ca- 
rnada veinte  y  cuatro,  por  cada  lobezno  cuatro,  porcada 
zorra  ó  zorro  veinte,  y  ocho  por  cada  uno  de  los  hijuelos; 
ley  2  y  su  nota,  lit.  31,  lib.  7,  Nov.  Rec. 

Últimamente  en  el  decreto  de  caza  y  pesca  de  3  de  mayo 
de  185?t,  art.  29,  se  establece  que  para  fomentar  el  estermi- 
nio de  los  animales  dañinos  se  pagarán  á  las  personas  que 
los  presenten  muertos ,  por  cada  lobo  cuarenta  reales ,  se- 
senta por  cada  loba  ,  y  ochenta  y  tres  si  está  preñada ,  y 
veinte  por  cada  lobezno ,  la  mitad  respectivamente  por  cada 
zorro,  zorra  ó  zorrillo,  y  la  cuarta  parte  también  respectiva- 
mente por  las  garduñas ,  gatos  monteses ,  tejones  y  turones, 
tanto  machos  como  hembras  y  sus  crias  ;  y  en  el  art.  5o  se 
prohiben  las  batidas  comunales  de  los  pueblos  bajo  ningún 
pretesto,  incluso  el  del  esterminio  de  animales  dañinos,  de- 
jando este  cuidado  al  interés  particular  de  los  cazadores. 
Véase  Caza. 

ANÓNIMA.  Dícese  en  el  comercio  de  la  sociedad  ó  com- 
pañía que  no  tiene  razón  social.  Llámase  así  porque  no  se 
designa  por  los  nombres  de  sus  socios ,  sino  por  el  objeto 
para  que  se  hubiese  formado  ,  como  v.  gr.  la  compañía  de 
seguros  contra  incendios,  la  cual  recibe  su  denominación  del 
objeto  que  se  ha  propuesto  de  asegurar  los  edificios  contra 
estas  grandes  calamidades.  Las  sociedades  anónimas  se  di-r 
rigen  á  fomentar  las  grandes  empresas,  reuniendo  una  masa 
de  capitales  que  no  está  al  alcance  de  las  sociedades  ordi- 
narias. Véase  Sociedad. 

ANÓNIMO.  Palabra  griega  que  significa  sin  nombre ,  y 
se  emplea  para  designar  indistintamente  todo  lo  que  no  tiene 
nombre  propio  ,  aplicándose  especialmente  à  los  libros,  li- 
belos ,  cartas  y  delaciones  que  no  llevan  el  nombre  de  su 
autor.  También  podria. en  sentido  inverso  llamarse  anónimo 
un  escrito  en  que  se  hablase  de  una  persona  sin  nombrarla. 
Véanse  los  artículos  que  siguen. 

ANÓNIMO.  Dícese  del  libro  que  no  lleva  el  nombre  de 
su  autor. 

La  ley  22,  tít.  16,  lib.  8,  Nov.  Rec,  dispone  en  su  art.  U , 
que  en  el  principio  de  cada  libro  que  se  imprimiere  ó  reim- 
primiere  ,  se  ponga  el  nombre  del  autor  y  del  impresor,  y 
lugar  donde  se  imprimió  ó  reimprimió,  con  fecha  y  dala 
verdadera  del  tiempo  de  la  impresión,  sin  mudarla  ni  anti- 
ciparla ,  ni  suponer  nombres ,  ni  hacer  otros  fraudes ,  bajo 
las  penas  de  perdimiento  de  bienes  y  destierro  perpetuo  de 
estos  reinos,  y  demás  contenidas  en  las  leyes  :  y  el  librera, 
mercader  de  libros  ó  encuadernador  que  divulgare  ,  ven- 
diere ó  encuadernare  libro  ó  papel  impreso  en  otra  forma 
que  la  prevenida,  incurra  en  pena  de  cincuenta  mil  marave- 
dís por  la  primera  vez ,  y  destierro  de  estos  reinos  por  dos 
años;  y  por  la  segunda  se  duplique  esta  pena;  y  por  la  ter- 
cera pierda  y  sele  confisquen  todos  sus  bienes,  y  el  testierro 
sea  perpetuo. 

En  real  cédula  de  12  de  junio  de  1830  se  previene  que  los 
autores  pongan  su  verdadero  nombre  en  las  obras  que  tra- 
ten de  imprimir,  debiendo  obtener  licencia  del  Consejo  ó  del 
subdelegado  de  imprentas  según  los  casos  para  poner  solo 
las  inicíales;  y  que  en  todas  las  impresiones  han  de  ponerse 
el  nombre  del  impresor,  mes,  año  y  lugar  donde  se  imprima 
la  obra,  bajo  las  penas  de  veinte  ducados  de  multa  y  perdi- 
miento de  toda  la  impresión. 

El  real  decreto  de  k  de  enero  de  183Ü ,  después  de  decla- 
rar ciertos  libros  esentos  de  censura  y  otros  sujetos  á  ella, 
dice  en  sus  artículos  23  y  1h  lo  siguiente  : 

«  Art.  23.  Los  autores  de  obras  no  sujetas  á  censura 
pondrán  su  verdadero"  nombre  en  todas  las  que  traten  (\o 
imprimir;  y  esta  formalidad  no  podrá  dispensarse  nunca, 
por  mas  que  hasta  ahora  no  se  haya  observado  exactamente, 
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«ontra  lo  prevenido  en  las  Wes,  á  p-etesfo  de  moderación 
ó  modestia  de  los  que  han  querido  ocultar  su  nombre. 

Art.  24.  También  se  pondrán  en  todas  las  impresiones  el 
nombre  del  impresor,  año  y  lugar  de  la  impresión,  bajo  la 
pena  de  la  pérdida  de  esta,  y  <'u  cien  ducados  de  multa  al 
contraventor.  » 

Estos  artículos  imponen  al  impresor  la  obligación  de  es- 
presar su  nombre  en  todas  las  impresiones ,  estén  ó  no  estén 
las  obras  sujetas  á  censura  :  mas  respecto  del  autor  se  con-, 
tentan  con  que  ponga  su  nombre  en  las  obras  que  pueden 
imprimirse  sin  previa  censura  m  licencia  ,  porque  en  cuánto 
á  las  que  necesitan  de  esta  forma'idad  tiene  que  espresar  su 
•  nombre  y  apellido  en  la  solicitud  que  debe  presentar  para 
obtenerla,  según  el  artículo  80  del  mismo  decreto. 

Últimamente ,  según  el  reglamento  sobre  libertad  de  im- 
prenta de  22  de  octubre  de  1820.  ^habilitado  por  decreto 
de  17  de  agosto  de  1836  ,  no  está  coligado  el  autor  á  poner 
*u  nombre  en  las  obras  que  haga  imprimir;  pero  él  ó  el 
editor,  como  responsable  de  los  abusos  que  cometa  contra 
■a  libertad  de  imprenta ,  deberá  firmar  el  original  que  debe 
iiiedar  en  poder  del  impresor.  Mas  el  impresor  está  obligado 
*  poner  su  nombre  y  apellido,  y  el  lugar  y  año  de  la  impre- 
sión en  todo  impreso,  cualquiera  que  sea  su  volumen;  te- 
jiendo entendido  que  la  falsedad  en  alguno  de  estos  re- 
quisitos se  castigará  como  la  falta  absoluta  de  ellos,  con 
cincuenta  ducados  de  multa,  aun  cuando  el  escrito  no  haya 
sido  denunciado  ó  fuere  declarado  absuelto;  y  que  si  hu- 
biese omitido  ó  falsificado  alguno  de  los  indicados  requisitos 
Rn  escrito  calificado  con  la  nota  de  subversivo,  sedicioso, 
incitador  á  la  desobediencia ,  obsceno  ó  contrario  á  las  bue- 
nas costumbres,  ó  de  libelo  infamatorio  ,  pagará  la  multa  de 
quinientos  ducados;  art.  26,  28,  29  y  50.  —  Véase  Autor, 
Impresor  y  Libertad  de  imprenta. 

j-  Con  arreglo  al  artículo  Z|°.  del  real  decreto  de  10  de  abril 
de  184íi  deben  los  impresores  poner  en  los  impresos  su  nom- 
bre y  apellido,  y  el  lugar  y  año  de  la  impresión.  El  que  no 
lo  hiciere  sufrirá  por  primera  vez  la  multa  de  quinientos  rs., 
mil  la  segunda  ,  y  á  la  tercera  será  considerado  como  im- 
presor clandestino.  La  falsedad  ú  omisión  de  cualquiera  de 
los  requisitos  anteriores  se  castigará  con  la  multa  de  dos- 
cientos á  mil  reales. 

ANÓNIMO.  Dícese  del  escrito  sin  firma  ó  con  firma  no 
conocida  que  tiene  por  objeto  inculpar,  delatar  ó  acusar  á 
alguna  persona. 

Este  medio  alevoso  de  perseguir  á  uno  está  reprobado  por 
nuestras  leyes.  La  ley  7,  tít.  55,  lib.  12,  Nov.  Rec,  prohibe 
la  admisión  de  anónimos  con  estas  palabras  :  «  Prohibimos, 
defendemos  y  mandamos  que  en  ninguno  de  nuestros  con- 
sejos, tribunales,  chancillerías ,  audiencias,  colegios  ni  uni- 
versidades ni  otras  congregaciones  ni  juntas  reglares ,  ni  por 
otros  ningunos  corregidores  ,  ni  jueces'  de  comisión  ni  ordi- 
narios, no  se  admitan  memoriales  que  no  sean  firmados  de 
persona  conocida ,  y  entregándolos  la  misma  parte  personal- 
mente ó  por  virtud  de  su  poder,  obligándose  y  dando  fianzas 
primero  y  ante  todas  cosas  á  probar  y  averiguar  lo  en  ellos 
contenido;  so  pena  de  las  costas  que  de  sus  averiguaciones 
se  causaren ,  y  de  quedar  espuesto  á  la  pena  que  en  falta  de 
verificarlo  se  le  impusiere ,  quedando  esta  á  la  disposición  y 
arbitrio  del  juez  que  de  la  causa  conociere.  » 

La  ley  8  de  los  mismos  tít.  y  lib.  renueva  la  observancia 
de  la  7  en  estos  términos  :  «  Deseando  que  no  padezcan 
algunas  personas  injustamente  con  la  temeridad  de  volun- 
tarias calumnias,  las  que  regularmente  se  verifican  en  los 
memoriales  y  cartas  sin  firma,  con  otros  muchos  daños  que 
resultan  de  la  inobservancia  de  la  ley  real  ;  prohibo  de  nuevo 
que  se  admitan  semejantes  papeles  ó  delaciones  para  el  electo 
de  formalizar  pesquisas  ni  otra  especie  de  sumaria  informa- 
ción que  sirva  en  juicio ,  etc.  » 


Por  real  cédula  de  18  de  julio  de  1766  se  mandó  de  nueve 
que  en  observancia  de  estas  leyes  en  ningún  tribunal  ni  por 
juez  alguno  se  admitan  en  materias  de  justicia  ni  de  gracia 
memoriales  sin  firma  y  fecha  ;  y  que  no  se  les  dé  curso  á  los 
así  presentados  ó  remitidos. 

Por  último ,  en  2 1  de  julio  de  1 826  se  espidió  la  real  orden 
siguiente  :  «  Con  motivo  de  cierta  causa  en  que  fueron  com- 
prendidos indebidamente  algunos  fieles  servidores  del  rey 
N.  S.,  ha  representado  á  S.  M.  la  sala  de  corte  los  males  que 
ocasiona  á  la  administración  da  justicia  ,  al  bien  del  estado, 
y  á  la  seguridad  délos  buenos  vasallos,  la  inobservancia  de 
las  leyes  que  prohiben  admitir  ni  dar  curso  á  memoriales , 
cartas,  delaciones  ni  otros  papeles  anónimos  ó  sin  firma  de 
persona  conocida ,  ni  menos  proceder  por  ellos  á  formalizar 
pesquisas  ni  otras  diligencias  que  sirvan  en  juicio  ;  y  conven- 
cido S.  M.  de  que  en  todos  tiempos,  y  mas  aun  en  las  pre- 
sentes circunstancias,  conviene  impedir  los  funestos  efectos 
de  tales  papeles,  se  ha  dignado  mandar,  conformándose  con 
lo  propuesto  por  la  misma  sala,  que  se  recuerde  el  puntual 
cumplimiento  de  las  leyes  citadas,  y  que  los  tribunales , 
jueces  y  demás  autoridades,  observándolas  inviolablemente 
bajo  la  mas  estrecha  responsabilidad ,  procuren  én  su  caso 
descubrir  los  autores  y  cómplices  de  dichos  anónimos  para 
imponerles  el  castigo  á  que  sean  acreedores.  » 

La  repetición  de  estas  disposiciones  legales  manifiesta  bas- 
tante que  nunca  se  ha  logrado  cortar  enteramente  el  medio 
abusivo  de  los  anónimos,  de  que  suelen  servirse  los  hombres 
maléficos  para  cahimniar  á  los  inocentes  con  tanta  libertad 
como  esperanza  de  quedar  impunes;  y  es  también  un  indicio 
de  que  tal  vez  se  ha  tratado  mas  de  dar  oidos  á  estas  acusa- 
ciones alevosas  que  de  descubrir  y  castigar  á  sus  autores. 
Quiere  la  ley  que  no  se  admitan  anónimos  en  materias  de 
justicia  ni  de  gracia  ;  y  sin  embargo ,  ¡  cuántos  procesos  hay 
que  no  tienen  otro  origen  que  un  anónimo  !  ¡  cuántas  gracias 
no  han  dejado  de  dispensarse  sino  por  causa  de  un  anónimo  ! 
¡  El  Anónimo  es  el  que  muchas  veces  ha  guiado  por  sus  tor- 
tuosas vías  los  pasos  de  la  Justicia  :  el  Anónimo  ha  podido 
frecuentemente  ahogar  en  la  cuna  con  su  soplo  pestífero  á 
las  Gracias  !  —  Véase  Delación. 

ANÓNIMO.  Dícese  del  libelo  infamatorio,  escrito  en 
prosa  ó  verso,  sin  nombre  de  autor. 

«  Enfaman  et  deshonran  unos  á  otros ,  dice  la  ley  3 ,  tít.  9, 
Part.  7,  non  tan  solamente  por  palabra,  mas  aun  por  escrip- 
tura  faciendo  cantigas  ó  rimas  ó  dictados  malos  de  los  que 
han  sabor  de  enfamar.  Et  esto  facen  á  las  vegadas  paladina- 
mente et  á  las  vegadas  encubiertamente  ,  echando  aquellas 
escripturas  malas  en  las  casas  de  los  grandes  señores  ,  ó  en 
las  eglesias,  ó  en  las  plazas  comunales  de  las  cibdades  ó  de 
las  villas  ,  porque  cada  uno  lo  pueda  leer.  » 

El  injuriado  por  el  libelo  anónimo  tiene  derecho  para  des- 
cubrir y  perseguir  judicialmente  al  que  le  compuso,  al  que 
le  escribió,  y  al  que  habiéndole  encontrado  no  le  rompió 
luego  sin  mostrarle  á  nadie.  Todos  estos  incurren  en  la  pena 
del  talion  ,  esto  es,  en  la  misma  pena  que  merecería  el  inju- 
riado si  le  fuese  probado  en  juicio  el  delito  que  en  el  libelo 
se  le  atribuye,  aun  cuando  sea  la  de  muerte  ó  destierro;  y 
aunque  se  ofrezcan  á  probar  ser  cierto  el  contenido  del  pa- 
pel infamatorio  ,  no  deben  ser  oidos  ni  escusados  de  la  pena, 
«  porque,  según  dice  la  citada  ley,  el  mal  que  los  homes  dicen 
unos  á  otros  por  escripto  ó  por  rimas ,  es  peor  que  aquel  que 
dicen  dotra  guisa  por  palabra,  porque  dura  la  remembranza 
della  para  siempre  si  la  escriptura  non  se  pierde  ;  mas  lo  que 
es  dicho  dotra  guisa  por  palabra  olvídase  mas  aina.  »  La  ley 
quiere  que  si  alguno  tiene  que  decir  mal  de  otro ,  acúselo  del 
muí  ó  del  yerro  que  ficiere  delante  del  judgador  :  mas  no 
permite  que  ninguno  se  atreva  á  enfamar  á  otri  à  furto  nin 
de  otra  manera. 

Sin  embargo  de  lo  dispuesto  por  la  ley,  la  esprosada  peni 
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del  talion  lia  caído  ya  en  desuso  ;  y  en  los  casos  que  ocurren 
no  suelen  imponerse  sino  penas  arbitrarias  acomodadas  á  las 
circunstancias  de  las  personas  y  á  la  especie  de  injurias  con- 
tenidas en  los  anónimos.  — Véase  Injuria. 

ANÓNIMO.  Puede  decirse  de  un  escrito  en  que  se  habla 
de  una  persona  sin  nombrarla. 

Cuando  una  persona  se  ve  calumniada  ó  injuriada  en  un 
escrito,  aunque  sin  ser  nombrada  espresamente^  tiene  de- 
recho para  entablar  su  querella  contra  el  calumniador  ó  inju- 
riante. Se  dirá  que  las  calumnias  ó  injurias  dirigidas  contra 
un  anónimo ,  á  nadie  hacen  daño  ;  y  que  la  malignidad,  que 
se  apresura  entonces  á  buscar  el  original  del  retrato,  se  en- 
gaña siempre  en  sus  aplicaciones.  Pero  en  derecho ,  el  de- 
signar á  una  persona  con  cualidades  ó  rasgos  que  no  dejen 
lugar  á  confundirla  ó  equivocarla  con  otra,  es  lo  mismo  que 
espresar  su  nombre  y  apellido  ,  según  se  infiere  de  las  leyes 
10  y  15,  tít.  5,  y  ley  9,  tít.  9,  Part.  G. 

ANSEÁTICO.  Se  llaman  anseáticas  ciertas  ciudades  li- 
bres y  reunidas  mutuamente  para  el  comercio. 

ANTAPOGA.  El  instrumento,  vale  ó  pagaré  que  da  el 
deudor  de  lo  que  recibe'prestado  ó  á  censo  ó  en  otros  térmi- 
nos de  su  acreedor. 

ANTEDATA.  La  fecha  anticipada  de  alguna  escritura 
ó  carta  ,  ó  la  fecha  falsa  de  algún  instrumento  anterior  á  la 
verdadera  (t).  La  antedata  puede  ser  un  delito  de  falsedad 
que  se  castiga  según  las  circunstancias,  pero  con  mas  rigor 
en  los  instrumentos  públicos  y  que  producen  hipoteca ,  que 
en  los  privados  ó  quirografarios.  Una  de  las  razones  que  se 
tendrían  presentes  para  establecer  la  necesidad  del  registro 
de  las  escrituras  en  el  oficio  de  hipotecas  fué  sin  duda  el 
precaver  el  delito  de  las  antedatas.  Véase  Falsario. 

Según  el  código  de  comercio,  son  cómplices  délas  quiebras 
fraudulentas  los  que  de  acuerdo  con  el  mismo  quebrado  alte- 
rasen la  naturaleza  ó  fecha  del  crédito  para  anteponerse  en 
la  graduación ,  con  perjuicio  de  otros  acreedores,  aun  cuando 
esto  se  verificase  antes  de  hacerse  la  declaración  de  quiebra; 
y  ademas  de  las  penas  en  que  incurran  con  arreglo  á  las 
leyes  criminales ,  son  condenados  civilmente ,  como  se  halla 
establecido  en  general  contra  los  cómplices  de  los  quebrados 
fraudulentos  :  Io.  á  perder  cualquiera  derecho  que  tengan 
en  la  masa  de  la  quiebra  en  que  sean  declarados  cómplices  : 
2o.  á  reintegrar  á  la  misma  masa  los  bienes ,  derechos  y  ac- 
ciones sobre  cuya  sustracción  hubiese  recaidosu  compli- 
cidad :  5o.  á  la  pena  del  doble  tanto  de  la  sustracción ,  aun 
cuando  no  se  llegara  á  verificar,  aplicada  por  mitad  al  fisco 
y  á  la  masa  de  la  quiebra  ;  arts.  1010  y  10 H. 

ANTEDATADO.  El  instrumento  en  que  se  ha  puesto 
una  fecha  anterior  á  la  verdadera  en  que  fué  estendido  ú 
ale  gado.  Véase  Antedata. 

ANTEDATAR.  Poner  la  fecha  anticipada  en  alguna  es- 
critura ó  carta. 

ANTE  DIEM.  Locución  latina  que  significa  un  dia  ¿mies, 
y  se  ha  adoptado  en  nuestra  lengua  en  los  avisos  y  cédulas 
que  se  escriben  para  convocar  á  los  individuos  de  algún 
cuerpo ,  junta  ó  congregación.  Llamamos  pues  cédula  ante 
dicm  al  aviso  que  se  da  con  un  dia  de  anticipación  á  los  vo- 
cales de  un  cuerpo  para  que  se  reúnan  al  dia  siguiente  con 
objeto  de  deliberar  sobre  algún  asunto  importante. 

ANTECRÉSIS.  Un  contrato  por  el  cual  pone  el  deudor 
en  poder  del  acreedor  una  cosa  inmueble  ó  raiz  con  la  facul- 
tad de  percibir  sus  frutos  hasta  que  con  su  importe  se  haga 

(i)  Para  precaución  de  los  fraudes  de  antedatas  y  posdatas, 
se  ordenó  en  la  ley  S  ,  tít.  21 ,  lili.  10,  de  la  Nov.  ítec,  la  prefe- 
rencia de  los  escritos  en  el  papel  sellado  correspondiente,  sobre 
los  créditos  personales  y  quirografarios  en  papel  común,  gra- 
duándolos como  allí  se  dice. 


pago  de  la  deuda  ;  y  con  mas  especialidad,  un  contrato  en  que 
el  deudor  consiente  que  su  acreedor  goce  de  los  frutos  déla 
heredad  que  le  entrega,  en  lugar  del  interés  del  dinero  que 
recibió  prestado  de  él ,  hasta  que  le  haga  pago  de  la  deuda. 
La  anticrésis  suele  llamarse  vulgarmente  contrato  á  gozar  y 
gozar,  porque  uno  da  el  goce  de  una  cosa  fructífera,  y  otro 
da  el  goce  de  su  dinero.  Está  reprobado  como  usurario  por 
el  derecho  canónico  (2)  el  pacto  de  que  el  accredor  haga 
•suyos  los  frutos  de  la  cosa  así  entregada  por  razón  de  inte- 
reses ;  y  dicen  que  lo  está  también  implícitamente  por  la 
ley  2,  tít.  15,  Part,  S,  ta  cual  ordena  que  todos  los  frutos  de 
la  prenda  pertenezcan  al  deudor,  y  que  por  consiguiente  el 
•ereedor  debe  imputarlos  anualmente  en  el  capital  de  su 
crédito  ó  restituirlos  á  su  dueño;  pero  es  de  advertir  que 
podrá  imputarlos  también  ó  aplicarlos  al  pago  de  intereses 
y  luego  al  del  principal,  cuando  se  hubieren  estipulado  es- 
tos por  razón  de  lucro  cesante  ó  daño  emergente ,  así  como 
está  admitido  que  el  marido  perciba  ó  retenga  ,  sin  imputar 
en  la  suerte  ó  capital ,  los  -frutos  de  los  bienes  que  se  le  hu- 
bieren dado  en  seguridad  de  la  dote  prometida  ;  pues  en 
uno  y  otro  caso  se  consideran  los  frutos  como  compensatorios. 

En  la  práctica  no  hay  cosa  mas  frecuente  que  este  contrato 
anticrético  disfrazado  con  las  apariencias  de  una  venta  por 
tiempo  fijo,  y  mas  comunmente  de  una  venta  con  pacto  de 
retrovendendo,  ó  como  suele  decirse  en  algunas  provincias, 
«  carta  de  gracia,  esto  es  ,  con  facultad  que  se  reserva  el 
vendedor  de  retraer  él  ó  sus  habientes  derecho  la  cosa  ven- 
dida ,  devolviendo  en  uno  ó  mas  plazos  el  precio  de  ella. 
Como  que  de  este  modo  se  trasfiere  el  dominio  al  comprador, 
percibe  los  frutos  de  la  cosa  sin  resistencia  legal.  Si  los  con- 
trayentes quieren  después  elevar  el  contrato  de  venta  por 
tiempo  fijo  ó  á  carta  de  gracia  al  de  venta  pura  ó  de  venta  ¿i 
todas  pasadas ,  como  se  la  llama  en  algunas  partes,  suele 
darse  al  vendedor  alguna  mayor  cantidad  que  la  que  se  le 
dio  al  principio  en  indemnización  del  derecho  de  retracto  á 
que  renuncia. 

Bien  dispone  la  ley  2,  tít.  22  ,  lib.  12,  Nov.  Rec,  que  si 
se  pacta  en  una  venta  que  el  comprador  ha  de  tornar  la  cosa 
por  el  mismo  precio  y  que  el  vendedor  no  ha  de  poder  tor- 
nar el  precio  sino  después  de  cierto  tiempo ,  gozando  aquel 
entretanto  de  los  frutos  y  esquilmos  de  la  cosa  vendida,  se  con- 
sidere usurario  tal  contrato ,  y  pueda  el  vendedor  recobrar  la 
cosa  que  vendió ,  devolviendo  el  precio  recibido  del  com- 
prador con  deducción  de  los  frutos  que  este  hubiese  perci- 
bido :  «  Porque  algunos  ,  dice  la  ley  ,  no  dan  derechamente 
á  usuras,  mas  hacen  otros  contratos  en  engaño  de  las  usu- 
ras; tenemos  por  bien  ,  que  si  alguno  vendiere  á  otro  algu- 
no otra  cosa  alguna ,  y  pusiere  con  él ,  que  se  la  volviese 
por  el  mismo  precio  ,  con  que  no  pudiese  dar  el  precio  que 
rescibió  hasta  cierto  tiempo  ,  y  que  entretanto  gozase  de  los 
frutos  y  esquilmos  de  la  cosa  vendida,  que  tal  contrato  sea 
entendido  ser  hecho  en  engaño  de  usuras  :  y  por  ende  man- 
damos ,  que  mostrando  el  vendedor  como  hobo  con  el  com- 
prador el  departimiento  y  postura  que  dicha  es ,  que  pueda 
cobrar  la  cosa  que  vendió,  pagando  el  precio  que  rescibió 
por  ella  del  comprador  ;  y  que  le  sean  contados  al  com- 
prador los  frutos  y  esquilmos  que  hobo  de  la  cosa  vendida, 
del  tiempo  que  la  tuvo ,  en  el  precio  que  le  hobiere  de 
tornar.  » 

Pero  esta  ley  habla  solamente  de  la  venta  por  tiempo  fijo 
en  que  se  pacta  que  el  vendedor  no  ha  de  poder  tornar  el 
precio  y  recobrar  su  finca  sino  después  de  pasado  cierto 
número  de  años  :  mas  nada  dice  de  la  venta  en  que  estable- 
ciéndose el  pacto  de  rclrovendendo  se  deja  al  vendedor  ia 

(2)  Cap.  1  y  2,dcusum,  y  4 y  0,  depignorib.et  aliis  cauliomb, 
en  las  Decretales. 
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libertad  de  redimirla  finca  cuando  mas  le  acomode,  aunque 
se  le  fije  un  término  dentro  del  cual  y  no  después  haya  de 
liar er  el  rescate.  Así  que ,  en  este  último  caso  á  lo  menos , 
percibirá  el  comprador,  sin  oposición  de  la  ley,  los  frutos  y 
esquilmos  de  la  finca,  mientras  el  vendedor  no  la  recobre 
devolviendo  el  precio  ,  en  el  cual  no  se  computan  aquellos  : 
do  manera  que  puede  sentarse  que  la  venta  á  caria  de  gra- 
cia ó  con  el  pacto  de  rctrovendendo  es  un  contrato  paliado 
de  anticrésis. 

Si  la  ley  pues  permite  y  aun  autoriza  la  venta  con  el  pacto 
fle  relrovendendo  {ley  l¡% ,  tít.  5,  Parl.ü);  ¿cómo  ha  de 
a'eprobar  la  anticrésis,  ó  sea  el  abandono  de  los  frutos  para 
que  hagan  las  veces  de  réditos  de  una  cantidad  recibida?  Si 
la  ley  quiere  mirar  ,  como  se  supone  ,  por  el  interés  de  los 
deudores ,  mas  bien  habría  de  prohibirles  la  venta  á  caria 
de  gracia  que  no  la  anlicrésis.  La  anlicrésis  es  seguramente 
para  los  deudores  menos  desventajosa  que  la  venta.  Por  la 
venta  se  desprende  un  deudor  no  solamente  de  los  frutos , 
sino  también  del  dominio  de  su  finca;  y  por  la  anticrésis 
no  se  priva  sino  de  los  frutos  :  —  por  la  venta  adquiere 
siempre  el  comprador  el  derecho  de  percibir  todos  los  fru- 
tos, cualesquiera  que  ellos  sean;  y  por  la  anlicrésis  no  debe 
percibir  el  acreedor  sino  los  que  sean  proporcionados  á  los 
réditos  de  la  suma  prestada,  teniendo  que  aplicar  el  esceso 
á  la  estincion  sucesiva  del  capital  de  la  deuda  :  —  por  la 
venta  se  espone  el  vendedor  á  perder  para  siempre  la  finca 
vendida,  así  en  razón  de  la  imposibilidad  en  que  puede 
verse  de  rescataría  dentro  del  término  convencional  ó  legal, 
como  por  el  peligro  que  hay  de  que  el  comprador  la  pase 
por  la  enajenación  á  mano  de  un  tercero  de  quien  ni  el  uno 
ni  el  otro  podrían  ya  reclamarla  ;  y  por  la  anlicrésis  con- 
serva siempre  el  deudor  la  facultad  de  recobrar  su  finca , 
dando  lo  que  faltare  para  cubrir  la  deuda ,  pues  el  acreedor 
nunca  puede  venderla  ni  aun  en  la  misma  forma  que  la 
prenda  ,  y  menos  ganarla  por  prescripción  no  poseyéndola 
como  no  la  posee  sino  precariamente. 

Siendo  esto  así ,  la  ley  que  prohibiese  la  anticrésis  por 
precaver  el  supuesto  perjuicio  que  de  ella  puede  seguirse  á 
las  personas  necesitadas,  las  pondría  en  el  conflicto  de  tener 
que  hacer  mayores  sacrificios  vendiendo  sus  fincas  cuando 
sin  la  prohibición  pudieran  remediarse  con  solo  el  desprendi- 
miento de  sus  frutos.  Mas  ¿hay  efectivamente  alguna  ley 
que  contenga  tal  prohibición?  No  se  aduce  otra  que  la  ley  2, 
tít.  15  ,  Part,  S,  la  cual  quiere  que  los  frutos  de  la  cosa  que 
se  da  en  prenda  pertenezcan  al  deudor  y  no  al  acreedor. 
Pero  esta  ley  habla  solo  de  la  prenda  y  no  de  la  anticrésis  , 
la  cual  aunque  tiene  varios  puntos  de  contacto  con  aquella  , 
no  deja  de  diferenciarse  en  otros  :  la  prenda  suele  consistir 
en  cosas  muebles ,  y  la  anticrésis  en  bienes  raices  :  por 
aquella  adquiere  el  acreedor  sobre  la  cosa  mueble  un  dere- 
cho real  que  le  permite  hacerse  pagar  con  su  producto  en 
venta  el  importe  de  su  crédito  con  preferencia  á  los  demás 
acreedores  ;  y  por  esta  no  adquiere  sino  la  facultad  de  per- 
cibir los  frutos  de  la  cosa  raiz  que  se  ie  entrega,  impután- 
dolos sobre  los  intereses  de  la  cantidad  prestada  en  caso  de 
que  se  le  debieren,  y' sobre  el  capital  de  la  deuda  :  la  pri- 
mera tiene  por  objeto  asegurar  el  pago  del  crédito  ;  y  la  se- 
gunda puede  considerarse  mas  propiamente  como  un  medio 
le  hacer  el  pago.  Ademas,  la  ley  2  ,  tít.  22,  lib.  12  ,  Nov. 
j&ec,  que  mas  arriba  hemos  transcrito  ,  por  el  hecho  de 
prohibir  el  que  uno  pueda  gozar  de  los  frutos  de  la  cosa  que 
compró  á  carta  de  gracia  cuando  el  vendedor  se  obligó  á  no 
redimirla  sino  después  de  cierto  tiempo  ,  parece  que  permi- 
te la  estipulación  de  dicho  goce  en  cualquier  otro  contrato 
en  que  el  vendedor  ó  empeñador  de  la  finca  queda  en  liber- 
tad de  volver  el  precio'ó  el  préstamo  cuando  le  acomode. 

Como  quiera  que  sea ,  la  cuestión  de  la  anticrésis  pende 
da  la  cuestión  del  interés  del  dinero;  y  siempre  que  sea  licito 


llevarse  interés  por  el  dinero  que  se  presta ,  lo  será  igual- 
mente celebrar  la  anticrésis,  que  se  reduce  á  percibir  en 
frutos  dicho  interés.  Por  fortuna  de  la  humanidad  la  cuestión 
del  interés  está  ya  decidida  favorablemente  por  los  sabios , 
y  casi  puede  decirse  que  lo  está  también  por  la  ley  ,  como 
es  de  ver  en  la  palabra  ínteres  del  dinero.  Solo  resta  pues 
aplicar  á  la  anticrésis  los  principios  que  han  triunfado  por 
fin  en  esta  materia  ,  combinándolos  en  cuanto  sea  posible 
con  las  leyes  relativas  á  la  prenda. 

Según  lo  dicho  ,  contráese  la  anticrésis  ,  cuando  el  que  ha1 
tomado  dinero  á  interés  entrega  al  acreedor  una  cosa  raiz 
para  que  perciba  sus  frutos  por  via  de  réditos  :  Contraint  ur 
aniicltresis ,  dice  Argentreo ,  cüm  debitor  accepta  sub  usu- 
ris  pecunia ,  fundum  credilori  fruendum  dat  pro  inlerusu- 
rio  pecuniœ. 

Es  griega  la  palabra  anticrésis ,  y  significa  goce  ó  uso 
contrario,  no  dejando  de  ser  oportuna  su  aplicación  á  este 
contrato  en  que  el  acreedor  disfruta  de  la  finca  del  deudor, 
mientras  el  deudor  disfruta  del  dinero  del  acreedor. 

La  anticrésis  es  conforme  á  los  principios  de  la  justicia 
conmutativa  ;  pues  no  seria  justo  que  el  acreedor  quedase 
privado  del  aprovechamiento  de  su  dinero  y  de  los  frutos  de 
la  heredad ,  y  que  el  deudor  disfrutase  de  ambas  cosas. 

La  anticrésis  se  distingue  de  la  prenda  y  de  la  hipoteca  : 
de  la  prenda ,  por  las  razones  que  ya  hemos  insinuado  ;  de 
la  hipoteca  ,  porque  en  esta  conserva  el  deudor  la  posesión 
de  la  cosa  hipotecada ,  al  paso  que  la  cosa  dada  en  anticré- 
sis se  entrega  al  acreedor,  prescindiendo  ahora  de  otras  di- 
ferencias. 

Puede  dar  una  cosa  en  anticrésis  no  solamente  el  deudor 
sino  también  un  tercero  por  él. 

Pueden  darse  en  anticrésis  los  bienes  raices  que  produz- 
can frutos  ,  ya  sean  naturales,  como  los  que  da  una  viña  ú 
olivar,  ya  sean  civiles,  como  los  que  da  una  casa. 

El  acreedor  no  adquiere  por  este  contrato  sino  la  facultad 
de  percibir  los  frutos  de  la  finca  que  se  le  entrega  ,  con  la 
obligación  de  imputarlos  anualmente  en  los  intereses  que  se 
le  debieren  y  después  en  el  capital  de  su  crédito. 

Si  los  frutos  de  la  finca  son  iguales  poco  mas  ó  menos  en 
un  año  común  á  los  intereses  legales  de  la  deuda,  esto  es  , 
á  los  intereses  que  no  escedan  la  tasa  fijada  por  la  ley,  pue- 
de estipularse  que  la  totalidad  de  los  frutos  se  compensará 
con  la  totalidad  de  los  intereses  ;  pero  si  el  valor  de  los  fru- 
tos es  mayor  que  el  importe  de  los  intereses  legales  ,  habrá 
de  aplicarse  el  esceso  á  la  estincion  sucesiva  del  capital  de 
la  deuda,  sin  que  pueda  hacerse  convención  alguna  que 
abra  puerta  á  la  usura ,  debiendo  por  consiguiente  el  acree- 
dor llevar  en  este  caso  cuenta  de  los  frutos  que  cogiere  para 
presentarla  al  deudor  :  Non  débet  credilor ,  dice  Argentreo  , 
ampliores  fruclus  percipere ,  quam  quanti  conveniat  cum  le~ 
gilimis  pecuniœ  usuris,  alioquin  usuree  vilium  conlraclum 
corrumperet. 

La  anticrésis  puede  celebrarse  de  palabra  ó  por  escrito  , 
entre  presentes  ó  por  cartas ,  por  los  mismos  interesados  ó 
por  sus  mandatarios ,  como  está  dispuesto  con  respecto  á  la 
prenda  en  la  ley  6,  tít.  13,  Part.  5.  Sin  embargo,  para  que 
surta  efecto  contra  terceras  personas,  es  necesario  que  cons- 
te de  un  modo  auténtico. 

La  anticrésis  es  un  contrato  real,  pues  no  se  perfecciona 
sino  por  la  tradición  ó  entrega  de  la  cosa  :  es  también  con- 
trato sinalagmático ,  esto  es,  que  produce  obligación  de  una 
y  otra  parte. 

Como  el  acreedor  no  adquirió  por  la  anticrésis  sino  la  fa- 
cultad de  percibir  los  frutos  de  la  finca  ,  no  tiene  sobre  ella 
hipoteca  ni  privilegio  que  pueda  perjudicar  á  los  derechos 
que  tuviesen  anteriormente  en  la  misma  otros  acreedores. 

El  acreedor  anticresista  está  obligado,  no  habiendo  con- 
vención en  contrario  ,  á  pagar  las  contribuciones  y  las  «*»•- 
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gas  anuales  que  graviten  sobre  los  frutos ,  como  igualrnentb 
á  cultivar  la  finca  como  buen  padre  de  familia  y  según  el  uso 
üel  propietario  ,  á  conservarla  y  hacer  en  ella  las  reparacio- 
nes necesarias,  deduciendo  de  los  mismos  frutos  todos  estos 
gastos  ,  porque  fruclus  inlelligendi  non  sunt ,  nisi  impensis 
deductis.  Mas  como  no  tiene  el  goce  de  la  finca  sino  tempo- 
ralmente hasta  que  se  le  pague  la  deuda,  solo  está  obligado 
á  las  contribuciones,  cargas  y  reparaciones  ordinarias,  y  no 
á  las  estraordinarias  que  pudieran  sobrevenir  durante  el 
tiempo  de  la  anticrésis. 

No  puede  el  deudor  pedir  la  devolución  de  la  cosa  dada 
en  anticrésis,  antes  de  la  entera  satisfacción  de  la  deuda,  de 
los  intereses  y  de  los  gastos  si  los  hubiere ,  como  escepluan- 
do  los  intereses  está  ordenado  en  el  caso  de  prenda  por  la 
ley  2 1  ,  tít.  1 3 ,  Part.  5  ;  y  aun  si  el  acreedor  tuviese  contra 
el  mismo  deudor  otro  crédito  contraído  después  del  primero, 
con  tal  que  conste  por  escrito  y  haya  vencido  el  término  del 
pago,  puede  retener  la  cosa  dada  en  anticrésis  hasta  la  sa- 
tisfacción de  las  dos  deudas,  aunque  los  frutos  de  la  finca  no 
estuviesen  obligados  al  pago  de  la  segunda;  bien  que  en 
esta  hipótesis  no  tendria  efecto  alguno  la  anticrésis  en  cuanto 
á  la  segunda  deuda  contra  un  tercero  à  quien  el  deudor  hu- 
biese vendido  ó  empeñado  la  finca,  pues  este  tendria  dere- 
cho á  reclamarla ,  pagando  la  primera  deuda ,  según  dispone 
con  respecto  á  la  prenda  la  ley  22,  tít.  15,  Part.  5.  • 

El  acreedor  que  encontrare  demasiado  gravoso  el  cumpli- 
miento de  las  obligaciones  que  tiene  á  su  cargo  y  que  hemos 
insinuado  ,  podrá  cuando  quisiere  abandonar  al  deudor  la 
cosa  que  ha  recibido  de  él  en  anticrésis,  renunciando  á  esta 
garantía ,  á  no  ser  que  se  hubiese  comprometido  con  el  deu- 
dor á  conservar  la  finca  hasta  el  reintegro  de  la  deuda;  pues 
cada  uno  es  arbitro  en  renunciar  á  lo  que  se  ha  establecido 
on  su  favor,  salva  convención  en  contrario. 

Aunque  la  deuda  no  se  pague  al  plazo  convenido,  no  pue- 
de el  acreedor  disponer  de  la  cosa  recibida  en  anticrésis, 
pues  no  la  tiene  sino  en  depósito  ;  ni  apropiársela  como 
comprada  por  lo  que  dio  prestado ,  aunque  así  lo  hubiese 
estipulado  con  el  deudor,  pues  tal  pacto  es  nulo  aun  con  res- 
pecto á  la  prenda,  según  la  ley  41,  tít.  8,  y  la  12,  tít. 
13,  Part.  5;  ni  hacerla  vender  en  pública  subasta  como  Iíí 
prenda  ,  pues  no  tiene  en  ella  otro  derecho  que  el  de  perci- 
bir los  frutos  ,  á  no  ser  que  con  el  contrato  de  anticrésis  hu- 
biese concurrido  el  de  prenda  ó  hipoteca  ,  ó  que  el  deudor 
le  hubiese  autorizado  espresamente  para  ello  :  mas  si  ce  hu- 
biese estipulado  que  no  pagándose  á  su  tiempo  la  deuda,  se 
entendiese  vendida  la  finca  al  acreedor  por  su  justo  precio 
según  tasación  de  peritos ,  será  válido  este  pacto  y  deberá 
llevarse  á  efecto  ,  como  dispone  en  el  caso  de  prenda  dicha 
ley  12,  tít.  13,  Part.  5. 

La  anticrésis  es  indivisible  en  sus  efectos  ;  y  así  es  que 
aunque  por  muerte  del  deudor  se  divida  la  deuda  entre  sus 
herederos,  y  alguno  de  ellos  pague  su  parte,  no  por  eso  tiene 
derecho  á  reclamar  la  parte  que  le  corresponda  en  la  cosa 
dada  en  anticrésis  mientras  no  quede  la  deuda  enteramente 
cubierta  ;  y  del  mismo  modo  ,  aunque  por  muerte  del  acree- 
dor se  divida  el  crédito  entre  sus  herederos  y  alguno  de 
ellos  reciba  del  deudor  la  parte  que  le  tocaba ,  no  puede  re- 
mitirle la  anticrésis  en  perjuicio  de  sus  coherederos  que  to- 
davía no  estuvieren  satisfechos.  El  acreedor  es  depositario 
de  la  cosa  recibida  en  anticrésis  y  perceptor  de  todos  sus 
frutos  ;  y  pues  que  recibió  por  entero  así  la  finca  como  la 
facultad  de  disfrutarla ,  debe  restituir  ambas  cosas  en  el  todo 
y  no  parcialmente,  y  tiene  derecho  á  conservarlas  por  ente- 
ro, mientras  no  quede  totalmente  reintegrado  de  su  crédito. 

No  puede  el  acreedor  prescribir  contra  su  deudor  la  pro- 
piedad de  la  cosa  recibida  en  anticrésis,  pues  no  la  posee 
como  dueño  sino  solo  á  título  precario  ;  ni  tampoco  el  deu- 
dor puede  obtener  ¿>or  la  misma  via  de  prescripción  la  es- 
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tinción  de  su  deuda ,  pues  el  hecho  de  dejar  que  el  acreedor 
posea  la  finca  y  perciba  sus  frutos  equivale  á  un  reconoci- 
-  .miento  tácito  y  continuo  de  aquella. 

ANTICRÉSIST A.  El  acreedor  que  percibe  por  razón 
Je  intereses  los  frutos  de  alguna  finca  que  el  deudor  le  ha 
entregado  con  este  objeto  hasta  que  le  pague  la  deuda. 
Véase  Anticrésis. 

ANTICUADO.  Se  llaman  anticuadas  las  leyes  que  hace 
mucho  tiempo  no  están  en  uso. 

ANTIDORAIj.  Lo  mismo  que  remuneratorio  ,  y  se 
aplica  regularmente  á  la  obligación  natural  que  tenemos  do 
corresponder  á  los  beneficios  recibidos. 

ANTINOMIA.  La  contradicción  real  ó  aparente  entre 
dos  leyes  ,  ó  entre  dos  lugares  de  una  misma  ley.  Antino- 
mia es  palabra  griega,  compuesta  de  anti  que  significa  con- 
tra, y  de  nomos  que  significa  ley.  Si  la  contradicción  es  real 
y  manifiesta  entre  dos  leyes,  la  ley  antigua  es  la  que  debe 
ceder  á  la  nueva  :  Ubi  duœ  contrariée  leges  sunt,  semper  an- 
tique abmgat  nova  :  mas  si  tal  contradicción  existe  entre 
dos  lugares  de  una  misma  ley  (lo  que  nunca  es  probable, 
porque  es  imposible  que  el  legislador  quiera  á  un  mismo 
tiempo  dos  cosas  directamente  opuestas)  habrá  de  acudirse 
al  legislador  para  que  declare  su  voluntad.  Siendo  solo 
aparente  la  contradicción  ,  ora  entre  dos  leyes  diferentes, 
ora  entre  dos  cláusulas  de  una  misma  ley,  debe  entonces 
buscarse  el  medio  de  conciliarias  según  las  reglas  de  la  in- 
terpretación. 

Cicerón  propone  un  ejemplo  de  dos  leyes  que  al  parecer 
se  destruyen  mutuamente.  Ex  contrariis  legibus,  dice,  con- 
troversia nascitur,  cuín  ínter  se  duce  videntur  leges,  aut 
plures  discrepare ,  hoc  modo  :  lex  est  :  Qui  tyrannum  occi- 

DERIT,  OLYMPIONICARUM  PRjEMIUM  CAPITO  ,  ET  QUAM  VOLET 
SIBI  REM  A  MAGISTRATU  DEPOSCITO,  ET   MAGISTRATUS  El  COX- 

cedito.  Et  altera  lex  :  Tvranno  occiso,  quinqué  ejus 
próximos  cognatione  magistratus  necato.  Alexandrum , 
qui  apud  Pheraeos  in  Thessalia  tyrannidem  oceuparat, 
uxor  sua,  citiThebe  nomen  fuit,  noclu,  cüm  simul  cubarcl, 
occidit.  Hcec  filium  suum,  quem  ex  tyranno  habebal,sibi 
prcemii  loco  deposcit.  Sunt  qui  ex  lege  puerum  occidi  dicanl 
oportere.  Res  in  judicio  est.  De  invent.  lib.  2,  cap.  í9.  Bar- 
beyrac  en  su  nota  8  al  número  6,  cap.  12 ,  lib.  S  del  Derecho 
natural  y  de  gentes  de  Pufendorf ,  resuelve  esta  cuestión  á 
favor  del  hijo  ,  ya  porque  la  primera  ley  era  notoriamente 
bárbara  é  injusta ,  ya  porque  el  motivo  de  ella ,  que  era  sin 
duda  el  temor  de  que  los  parientes  mas  inmediatos  del  tirano 
fuesen  sus  cómplices  ó  quisiesen  vengarle ,  no  debia  tenor 
lugar  en  el  caso  estraordinario  de  que  trata  Cicerón. 

Con  respecto  á  contradicciones  de  dos  cláusulas  en  una 
misma  ley  se  cita  entre  otros  el  siguiente  ejemplo  ,  que  Sé- 
neca ventila  en  su  quinta  controversia.  Decia  la  ley  que  la 
doncella  que  hubiese  sido  robada  tenia  derecho  de  pedir  ó 
que  el  raptor  sufriese  la  pena  de  muerte ,  ó  que  se  casase 
con  ella  sin  dote  :  Rapta  raptoris  aut  mortcm,  aut  indolalas 
nuptius  optet.  Un  hombre  robó  en  una  misma  noche  dos 
doncellas ,  de  las  cuales  la  una  queria  la  imposición  de  la 
pena  de  muerte ,  y  la  otra  el  casamiento  :  Una  nocle  quidam 
ditas  rapuit  :  altera  mortem  oplat,  altera  nuptias.  ¿Cuál era 
el  partido  que  debia  abrazarse  ?  Casi  todos  los  declamadores 
estaban  por  la  muerte  ;  pero  como  la  ley  se  proponía  mas 
bien  el  interés  de  las  doncellas  robadas  que  no  el  castigo 
de  los  raptores ,  es  claro  que  debia  triunfar  la  doncella  que 
prefería  el  casamiento,  pues  de  otro  modo  quedarían  am- 
bas en  el  celibato  ,  ademas  de  que  es  una  máxima  conslanto 
que  habiendo  igualdad  de  razones  en  pro  y  en  contra,  debe 
tomarse  el  partido  mas  benigno. — Otro  ejemplo  nos  presenta 
Filóstrato  en  las  Vidas  de  los  Solistas,  llabia  una  ley  que 
imponía  la  pena  de  muerte  al  que  oscilase  una  sedición, 
y  ofrecía  una  recompensa  al  que  la  sofocase.  Hubo  cierto 
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sugeto  que  formó  una  sedición  ,  y  luego  la  calmó  cl  mismo. 
¿Debía  sufrir  la  pena  ó  llevar  el  premio  ?  Es  necesario  em- 
pezar, le  dijo  el  sofista  Segundo,  por  castigar  lu  delito;  y 
desp  :es  recibirás ,  si  pudieres  ,  la  recompensa  del  bien  que 
has  hecho.  Pufendorf  llama  aguda  y  sólida  la  decisión  del 
sofista;  pero  mas  bien  parece  decisión  de  sofista  que  de  filó- 
sofo. Si  el  autor  de  la  sedición  la  calmó  arrepentido  cuando 
todavía  estaba  en  su  mano  prolongarla  y  aumentar  los  males 
que  de  ella  habian  de  originarse,  ya  que  no  premio ,  mere- 
cía á  lo  menos  diminución  de  pena;  porque  la  sociedad,  que 
2stá  mas  interesada  en  prevenir  y  atajar  los  delitos  y  sus 
estragos  que  no  en  castigarlos,  mas  en  redimir  una  vejación 
que  no  en  sufrirla ,  debe  ofrecer  á  la  vista  de  los  hombres 
que  se  arrojan  al  crimen  un  motivo  poderoso ,  un  aliciente , 
que  los  detenga  y  aun  los  haga  retroceder  en  su  carrera , 
dándoles  un  interés  en  el  arrepentimiento  y  en  la  pronta 
reparación  del  daño  que  causaban. 

Pufendorf  trae  estos  ejemplos  de  antinomias  ó  contradic- 
ciones aparentes  en  su  Derecho  natural  y  de  gentes ,  lib.  5 , 
cap.  12,  |  6  ,  suponiendo  oscuridad  en  los  términos  de  las 
leyes  que  se  han  deducido.  Pero  ,  como  observa  muy  bien 
Barbeyrac,  los  términos  no  son  oscuros  ,  sino  clarísimos.  El 
embarazo  en  la  decisión  de  los  casos  propuestos  no  procede 
de  falta  de  claridad  en  las  leyes,  sino  de  que  estas  leyes  no 
hacen  mas  que  establecer  reglas  generales ,  y  los  casos  que 
se  proponen  son  verdaderas  escepciones  que  no  están  con- 
tenidas en  ellas,  y  que  el  legislador  no  ha  previsto.  Véase 
Interpretación. 

ANTIPARÁSTASI5.  Una  figura  por  la  que  prueba  el 
acusado  que  debería  ser  alabado  mas  bien  que  reprendido  ó 
condenado  si  hubiera  hecho  lo  que  se  le  imputa. 

ANTÍPOCA.  En  Aragon  la  escritura  de  reconocimiento 
de  un  censo  ó  renta,  obligándose  á  su  pago.  Tiene  tanta 
fuerza  como  la  escritura  de  imposición  original. 

ANTIPOCAK.  Reconocer  un  censo  ó  renta  con  escri- 
tura pública,  obligándose  á  su  pago;  y  también  volver  á 
hacer  alguna  cosa  que  es  de  obligación ,  y  habia  estado  sus- 
pensa por  mucho  tiempo. 

ANTOB.  En  Aragon  el  vendedor  de  quien  se  ha  com- 
prado con  buena  fe  una  cosa  hurtada. 

ANTORÍA.  El  descubrimiento  del  antor  ó  primer  ven- 
dedor de  la  cosa  hurtada. 

ANUALIDAD.  La  renta  de  un  año  que  paga  al  erario 
el  que  ha  obtenido  alguna  prebenda  eclesiástica;  y  también 
la  renta  de  un  año  de  cualquier  empleo  secular,  como  igual- 
mente la  de  un  censo,  arrendamiento,  etc.  —  Llamánse  asi- 
mismo anualidades  cierta  especie  de  empréstitos  con  interés 
ó  sin  él ,  que  suelen  contratar  los  gobiernos,  obligándose  á 
devolver  el  capital  á  los  acreedores  por  partes  iguales  en  un 
número  fijo  de  añes. 

ANUBADA.  Una.  especie  de  tributo  que  se  usó  en  tiem- 
pos antiguos. 

ANULACIÓN.  La  invalidación ,  abolición  ó  abrogación 
de  algún  tratado ,  privilegio ,  testamento  ó  contrato ,  decla- 
rando que  queda  sin  ningún  valor  ni  fuerza. 

AÑO.  El  tiempo  que  emplea  el  sol  en  recorrer  los  signos 
del  zodíaco,  y  que  se  compone  de  doce  meses;  ó  la  entera 
revolución  de  la  tierra  al  rededor  del  sol  ;  ó  como  dice  el 
Diccionario  de  la  Academia  española,  el  espacio  de  tiempo 
que  los  planetas  tardan  en  volver  al  mismo-  punto  de  la 
eclíptica  ,  que  sirve  de  medida  para  distinguir  los  tiempos. 
Año  viene  del  nombre  latino  annus,  y  este  del  griego  anat 
que  significa  cerco  ó  circulo  ,  porque  el  año  acaba  donde 
empezó  :  Annus  enim  ubi  incipit ,  ibi  desinit  et  resolvitur, 
como  dice  Baldo. 

Los  Egipcios  fueron  los  primeros  que  dividieron  el  año 
en  doce  meses;  mas  como  no  constaba  al  principio  sino  de 
trescientos  sesenta  dias  ,  por  ser  todos  los  meses  de  treinta, 


dícese  que  Thot  ó  Mercurio  añadió  cinco.  Tháies  instituyó 
el  año  bajo  el  mismo  pié  en  la  Grecia. 

Entre  los  Romanos  se  varió  muchas  veces  el  arregló  del 
año.  En  el  reinado  de  Rómulo  era  de  trescientos  y  cúat'fó 
dias.  Numa  le  ajustó  al  curso  de  la  luna.  Servio  Tulio  ó  los 
decenviros  hicieron  en  él  otras  mudanzas  ;  y  finalmente , 
Julio  César  le  concertó  con  el  curso %,del  sol,  dando  cuatro- 
cientos cuarenta  y  cinco  dias  al  año  708  de  Roma ,  que  por 
eso  se  llamó  año  de  confusion,  y  disponiendo  que  en  adelante 
tuviese  el  año  trescientos  sesenta  y  cinco  dias  y  seis  horas  ; 
pero  de  manera  que  no  se  contasen  en  cada  año  sino  los 
trescientos  sesenta  y  cinco  dias ,  y  que  de  las  horas  se  for- 
mase un  dia  para  aplicarle  á  cada  cuarto  año  que  por  con- 
siguiente debia  tener  trescientos  sesenta  y  seis  dias ,  y  se 
llama  bisiesto. 

Los  Indios  y  la  mayor  parte  de  los  pueblos  orientales  tie- 
nen un  año  civil  que  comienza  con  la  luna  nueva  de  setiem- 
bre, y  un  año  eclesiástico  que  comienza  con  la  luna  nueva 
de  marzo. 

Los  Chinos  y  muchas  naciones  de  la  India  comienzan  el 
año  con  la  primera  luna  de  marzo,  y  los  Bracmanes  con  la 
luna  nueva  de  abril. 

Los  Turcos  le  empiezan  á  contar  cuando  entra  el  sol  en  el 
signo  de  Aries,  y  los  Persas  en  el  mes  de  fernadin,  que  cor- 
responde al  de  junio. 

Los  antiguos  Mejicanos ,  según  refiere  Acosta ,  le  princi- 
piaban el  día  23  de  febrero,  porque  entonces  reverdece  la 
tierra  ;  le  componían  de  diez  y  ocho  meses  de  veinte  dias 
cada  uno  ;  y  dedicaban  á  los  placeres  los  cinco  dias  que  so- 
braban. Lo  mismo  dice  Alvarez  de  los  Abisinios. 

Entre  los  Franceses  empezaba  el  año  antiguamente  el  dia 
primero  de  marzo,  después  el  dia  de  Natividad,  luego  el  de 
Pascua  de  resurrección,  hasta  que  en  1363  ordenó  Carlos IX 
que  en  adelante  se  contase  desde  Io.  de  enero. 

Entre  los  Venecianos  empezaba  por  la  Encarnación  á  25 
de  marzo ,  y  entre  los  Genoveses  por  la  Natividad  á  2b  de 
liciembre;  pero  ya  lo  común  es  á  Io.  de  enero. 

En  España  se  contaban  antiguamente  los  años  desde  la 
era  del  César,  esto  es,  desde  el  año  58  antes  de  Cristo,  hasta 
que  en  1  383  mandó  el  rey  don  Juan  I  que  en  adelante  se 
computasen  los  años  desde  el  nacimiento  de  Cristo  ;  y  aun- 
que desde  entonces  se  acostumbró  comenzar  el  año  el  dia 
2b  de  diciembre  ,  en  que  se  celebra  dicho  nacimiento,  se 
dejó  fácilmente  este  cómputo  y  se  adoptó  el  del  año  Juliano, 
que  principia  en  Io.  de  enero,  y  acaba  en  31  de  diciembre. 
Cuando  en  las  leyes  y  concilios  de  España  encontramos  la 
computación  de  años  por  eras,  si  queremos  reducirlos  á  los 
de  Jesucristo ,  no  hay  mas  que  quitar  treinta  y  ocho  años  y 
nos  queda  la  era  vulgar. 

El  año  Juliano,  es  decir,  el  año  establecido  por  Julio  Cé- 
sar, fué- adoptado  y  seguido  entre  las  naciones  cristianas 
hasta  la  corrección  que  en  él  hizo  Gregorio  IX^ 

Fundóse  esta  corrección  en  que  el  año  Juliano  constaba 
de  trescientos  sesenta  y  cinco  dias  y  seis  horas,  en  vez  de 
que  el  verdadero  año  solar  es  de  trescientos  sesenta  y  cinco 
dias,  cinco  horas,  cuarenta  y  nueve  minutos  y  doce  segundos. 
Este  error  de  diez  minutos  y  cuarenta  y  ocho  segundos , 
aunque  muy  lijero,  llegó  á  ser  considerable  por  su  acumula- 
ción desde  el  tiempo  de  Julio  César;  de  modo  que  en  el  es- 
pacio de  1255  años  que  mediaron  desde  el  concilio  Niceno  , 
celebrado  en  325  ,  hasta  el  de  1580  se  observó  la  diferencia 
de  diez  dias,  pues  el  equinoccio  de  la  primavera,  que  en 
aquel  año  se  fijó  en  el  21  de  marzo,  se  halló  que  en  este  úl- 
timo habia  bajado  al  dia  1 1  del  propio  mes,  y  que  corriendo 
<il  tiempo  bajaria  á  febrero ,  y  al  cabo  daria  la  Pascua  con 
Navidad.  Para  remediar  este  inconveniente  ,  llamó  el  papa 
Gregorio  IX  á  los  mas  hábiles  astrónomos  de  su  tiempo ,  y 
concertó  con  ellos  la  corrección  que  debia,  hacerse  para  que 
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ci  equinoccio  cayese  en  el  mismo  día  que  en  tiempo  del  con- 
cilio Niceno;  y  como  la  diferencia  que  resultaba  desde  en- 
tonces era  de  diez  días ,  se  quitaron  estos  diez  días  al  año 
de  1582  en  que  se  hizo  la  corrección,  contando  dia  quince 
de  octubre  en  el  que  habia  de  ser  cinco. 

Esta  reforma  ó  corrección  Gregoriana  fué  admitida  desde 
luego  por  la  España  (ley  \U,  lit.  1,  lib.  1 ,  Nov.  Rec.)  como 
igualmente  por  la  Italia ,  Francia  y  todos  los  pueblos  cató- 
licos de  Alemania;  en  una  palabra ,  por  todos  los  países 
que  reconocen  al  papa  ;  pero  la  desecharon  los  protestantes. 
En  el  año  de  1700  la  abrazaron  los  protestantes  de  Alemania, 
los  Dinamarqueses  y  los  Holandeses  ;  mas  los  Ingleses  y 
otros  pueblos  del  norte  de  Europa  conservaron  el  calendario 
Juliano,  que  por  fin  dejaron  por  el  Gregoriano  en  1752;  de 
suerte  que  ya  no  hay  diferencia  entre  su  cómputo  y  el  nues- 
tro. La  Rusia,  sin  embargo ,  se  rige  todavía  por  el  calendario 
Juliano  ;  y  de  aquí  nace  el  computar  diciendo  :  stylo  veteri 
y  stylo  novo. 

El  año  Gregoriano  no  es  todavía  perfecto ,  ni  está  exacta- 
mente arreglado  al  año  solar;  porque  como  el  año  Juliano 
adelantaba  tres  días,  una  hora  y  veinte  y  dos  minutos  en 
cada  cuatro  siglos,  y  el  calendario  Gregoriano  solo  hace 
cuenta  con  los  tres  días  ,  despreciando  la  fracción  de  la  hora 
y  veinte  y  dos  minutos ,  resulta  que  al  cabo  de  setenta  y  dos 
siglos  tendremos  un  dia  de  diferencia. 

En  Roma  se  distinguen  dos  especies  de  años  :  la  una  em- 
pieza desde  el  nacimiento  de  Jesucristo ,  y  es  la  que  siguen 
los  notarios,  datando  sus  actos  ó  instrumentos  ànalivilate, 
y  la  otra  empieza  el  25  de  marzo ,  dia  de  la  Encarnación ,  y 
esta  sirve  para  datar  las  bulas ,  anno  incarnalionis. 

El  atio  eclesiástico  se  cuenta  desde  el  primer  domingo  de 
adviento,  que  es  siempre  el  domingo  mas  inmediato  á  S.  An- 
drés ,  cuya  fiesta  se  celebra  el  30  de  noviembre. 

Los  Franceses  abolieron  en  tiempo  de  su  revolución  el 
calendario  Gregoriano,  y  sustituyeron  una  nueva  distri- 
bución del  año  en  doce  meses  de  treinta  dias  cada  uno, 
añadiendo  al  fin  cinco  dias  en  los  años  ordinarios  y  seis  en 
los  bisiestos ,  que  se  llamaron  dias  complementarios.  Según 
este  nuevo  método ,  empezaba  su  año  el  dia  22  de  setiembre 
del  año  vulgar,  y  los  nombres  de  sus  meses  eran  :  vinde- 
mario ,  brumario  y  frimario  para  la  estación  del  otoño  ; 
nivoso ,  pluvioso  y  ventoso  para  el  invierno  ;  germinal,  floreal 
y  pradial  para  la  primavera  ;  mesidor,  termidor  y  fructidor 
para  el  estío.  De  esta  diferencia  entre  el  calendario  francés 
y  el  de  las  demás  naciones  se  originaban  muchísimas  con- 
tiendas; y  por  fin  ,  en  Io.  de  enero  de  1806  se  restableció 
en  todo  el  imperio  francés  el  uso  del  calendario  Gregoriano. 

Hay  muchos  casos  en  que  el  año  comenzado  se  tiene  por 
completo.  Aunque  sea  necesario ,  por  ejemplo ,  según  el  con- 
cilio Tridentino ,  tener  la  edad  de  veinte  y  cinco  años  para 
ordenarse  de  presbítero  ,  basta ,  según  la  práctica  de  la 
Iglesia,  que  el  último  año  haya  empezado.  Pero  cuando  se 
trata  de  donaciones  ó  testamentos,  es  preciso  que  el  último 
año  de  la  edad  que  la  ley  exige  para  testar  ó  donar  sea  com- 
pleto ó  haya  llegado  cuando  menos  al  postrer  dia.  Cuando, 
se  duda  si  los  años  deben  entenderse  completos  ó  solo  em- 
pezados ,  bastan  entonces  los  empezados  en  materia  favora- 
ble ,  y  habrán  de  ser  completos  en  materia  odiosa ,  según  se 
establece  por  el  derecho  romano  y  el  canónico  ;  Ferraris, 
'  Bibliolh.,  verbo  Annus  ,  n.  9. 

AÑO  civil  ó  político.  Es  en  cada  nación  el  año  de  que 
se  sirve  para  regular  el  tiempo.  El  nuestro ,  como  el  de  todas 
las  naciones  que  han  admitido  el  calendario  Gregoriano,  se 
divide  en  565  dias  si  es  común ,  y  en  566  si  es  bisiesto  : 
empieza  el  dia  Io.  de  enero  y  concluye  el  51  de  diciembre, 
Dícese  civil  por  contraposición  al  cclesiíistico  ,  que  es  el  que 
usa  la  Iglesia  y  que  empieza  el  primer  ç-omingo  de  adviento. 
Véase  año. 


AÑO  emergentk,  El  que  se  empieza  i  contar  desde  un 
dia  cualquiera  que  se  señala  hasta  otro  día  igual  del  año 
siguiente  ;  como  el  que  se  da  de  tiempo  en  las  pragmáticas 
y  edictos ,  empezándose  á  conlar  desde  el  dia  de  la  fecha. 

El  año  emergente ,  como  año  continuo  que  es ,  se  entiende 
de  trescientos  sesenta  y  cinco  dias.  Así  lo  sienta  Hugo  Celso 
en  su  Reportorio  ,  y  así  lo  declara  espresamente  el  código 
de  comercio  :  «  En  todos  los  cómputos  ,  dice  en  su  artículo 
256 ,  de  dias ,  meses  y  años  se  entenderán ,  el  dia  de  veinte 
y  cuatro  horas  ,  los  meses  según  están  designados  en  el  ca- 
lendario Gregoriano ,  y  el  año  de  trescientos  sesenta  y  cinco 
dias.  » 

El  año  emergente  se  cuenta  de  dia  á  dia ,  y  no  de  mo- 
mento á  momento.  Así  es  que  el  que  nace  el  dia  Io.  del  año 
civil  y  fallece  el  último  ,  muere  de  un  año  completo  ;  y  el  que 
naciere  hoy,  á cualquiera  hora  del  dia,  cumplirá  un  año  de 
edad  al  entrar  en  el  dia  565  :  Annicnlus  amitlitur  qui  extre- 
mo anni  clie  moritur  :  Anniculus  non  statim  ut  natm  est, 
sed  trecentesimo  sexagésimo  quinto  clie  dicilur,  incipiente 
plané, non  exacto  die;  quia  annuin  cmliler,non  ad  móntenla 
temporum,  sed  ad  dies  numeramus;  Paul.  lib.  2  el  o  ad  leg. 
Jul.  et  Pap.  —  Véase  Año  al  fin. 

AÑO  continuo  y  año  Útil.  Año  continuo  es  aquel  en 
que  se  cuentan  todos  los  dias ,  así  los  feriados  como  los  no 
feriados  ,  esto  es  ,  así  los  dias  en  que  están  cerrados  los  tri- 
bunales como  aquellos  en  que  están  abiertos.  Año  útil  por  el 
contrario  es  aquel  en  que  se  escluyen  los  dias  feriados  y  se 
cuentan  solamente  los  no  feriados.  Aun  mas  :  la  ley  5,  tít.  15, 
Part.  7,  quiere  que  en  el  año  útil  no  solo  se  escluyan  los  dias 
feriados  sino  también  los  dias  en  que  el  actor  se  viere  im- 
posibilitado por  alguna  razón  legítima  para  acudir  al  tribu- 
nal ;  pues  concediendo  al  robado  el  término  de  un  año  para 
pedir  la  pena  de  pecho  ,  esto  es ,  la  cosa  robada  con  el  tres 
tanto  ,  añade  :  «  En  esse  año  non  se  deben  contar  los  dias 
que  non  judgan  los  judgadores  nin  los  otros  en  que  aquel 
á  quien  fué  fecho  el  robo ,  fué  embargado  por  alguna  razón 
derecha,  de  manera  que  non  pudiesse  fazer  la  demanda.  » 
In  anno  utili,  dice  á  su  consecuencia  Gregorio  López,  non 
compulanlur  dies  in  quibus  judex  non  judicare ,  nec  quibus 
actor  justa  ralione  impedilus  tïon  potest  agere. 

El  año  continuo  y  el  útil  tienen  el  mismo  número  de  dias , 
esto  es ,  trescientos  sesenta  y  cinco  ;  pero  el  útil  abraza  mas 
espacio  de  tiempo  que  el  continuo,  porque  en  este  se  cuentan 
todos  los  dias  seguidos  sin  escepcion  según  se  encuentran 
en  el  calendario  Gregoriano  ,  y  en  aquel  es  preciso  escoger 
los  dias  en  que  se  administra  justicia  y  puede  obrar  el  actor 
hasta  formar  el  total  de  los  trescientos  sesenta  y  cinco  que 
se  buscan. 

AÑO  fatal.  El  año  señalado  como  término  perentorio 
tiara  interponer  v  meiorar  las  aüelaciones  en  ciertas  causas. 
En  las  cnmlnaies  seguiaas  en  reDemia  se  conceoe  ai  reo  por 
la  ley  el  término  de  un  año  ,  contando  desde  la  data  de  la 
sentencia  ,  para  presentarse  y  defenderse  así  con  respecto  á 
las  penas  pecuniarias  como  á  las  corporales  ;  pero  si  se  pa- 
sare el  año  sin  que  el  reo  se  presente  ni  sea  cogido ,  preten- 
den los  interesados  en  las  condenaciones  pecuniarias  que  se 
declare  la  sentencia  por  pasada  en  autoridad  de  cosa  juzgada 
y  se  satisfagan  aquellas  de  los  bienes  del  reo  :  á  cuyo  efecto 
pide  el  juez  los  autos,  y  reconociendo  haber  trascurrido  un 
año  y  dia  ,  declara  por  ejecutoriada  la  sentencia  y  manda 
hacer  pago  à  los  acreedores  según  el  derecho  de  cada  uno. 
Si  el  reo  se  presentare  ó  fuere  cogido  después ,  solo  será  oido 
en  cuanto  á  las  penas  corporales,  pero  en  cuanto  á  las  pecu- 
niarias ya  no  se  le  admite  recurso  alguno,  y  por  este  molivo 
se  llama  fatal  el  referido  año. 

AÑO  re  luto  ó  año  de  viudedad.  El  primer  año  qu& 
corre  desde  la  muerte  del  marido. 

£eaun  las  leyes  romanas,  la  viuda  que  antes  de  concluirso 
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el  año  del  luto  pagaba  á  segundas  nupcias  ó  vivia  escan- 
dalosamente, era  declarada  infame,  quedaba  privada  de 
cuanto  habia  recibido  de  la  liberalidad  de  su  primer  consor- 
*e ,  é  incurría  en  la  incapacidad  de  ser  heredera  por  testa- 
mento y  aun  de  recoger  ciertas  herencias  ab  intestate 

Nuestras  leyes  siguieron  el  espíritu  de  las  romanas.  La  ley 
1  ,  .lit.  2 ,  lib.  o ,  del  Fuero  Juzgo  ,  dice  así  :  «  Si  la  mugier 
después  de  la  muerte  de  su  marido  se  casa  con  otro  antes 
que  cumpla  el  anno ,  ó  fiziere  adulterio,  la  meytad  de  todas 
sus  cosas  reciban  losólos  della  é  del  primero  marido.  E  si  non 
hobierefiios,  los  parientes  mas  propinquos  del  marido  muerto 
ayan  la  meytad.  E  por  esto  queremos  que  aya  la  mugier 
esta  pena ,  porque  aquella  á  quien  el  marido  dexa  prennada, 
quando  se  coyta  mucho  de  casar  ,  ó  de  fazer  adulterio,  que 
no  mate  el  parto  ante  que  sea  nazido.  Todavía  mandamos 
que  aquellas  muieres  sean  sin  pena  desta  ley ,  las  quales  se 
casan  ante  del  anno  cumplido  por  mandado  del  princep.  » 

«Ninguna  mujer  viuda  ,  dice  la  ley  13 ,  tit.  1 ,  lib.  3  ,  del 
Fuero  Real ,  no  case  del  dia  que  muriere  su  marido  fasta  un 
año  cumplido  :  é  si  ante  casare  sin  mandado  del  rey,  pier- 
da la  meytad  de  quanto  hobiere  ;  é  lo  que  quedare  háyanlo 
sus  fijos  ó  nietos  del  marido  que  fuere  muerto  :  é  si  los  no 
hobiere-.  háyanlo  los  parientes  del  marido  muerto  mas  pro- 
pinquos. » 

La  ley  3  ,  tít.  1  S¡ ,  Parí.  4,  después  de  sentar  que  según  la 
iglesia  quedan  libres  las  mujeres  para  casarse  cuando  qui- 
sieren, añade  :  «  Pero  el  fuero  de  los  legos  defiéndeles  que 
noncasenfastaunaño,et  péneles  pena  á  las  que  ante  casan  : 
et  la  pena  es  esta,  que  es  después  de  mala  fama,  et  debe  per- 
der las  arras  et  la  donación  quel  fizo  el  marido  finado  et  las 
otras  cosas  quel  hobiese  dexadas  en  su  testamento ,  et  ¿tó- 
benlas haber  los  fijos  que  fincaron  del ,  et  si  fijos  non  dexare 
los  parientes  que  hobieren  de  heredar  lo  suyo.  Esa  mesma 
pena  debe  haber  si  ante  que  pasase  el  año  feciese  maldat  de 
su  cuerpo.  »  La  ley  sigue  esceptuando  de  pena  à  la  que  ca- 
sare con  licencia  del  rey. 

La  ley  5  ,  tít.  3,  Part.  6,  dice  :  «  Mujer  que  casase  ante 
de  un  año  después  de  muerte  de  su  marido ,  non  la  puede 
ningunt  home  extraño  establescer  por  heredera ,  nin  otro 
que  fuese  su  pariente  del  quarto  grado  en  adelante.  Et  de- 
fienden las  leyes  à  las  mujeres  que  non  casen  ante  deste 
tiempo  por  dos  razones  :  la  una  es  porque  non  dubden  los 
homes  si  aviniere  que  encaesca  (para)  ella  en  ese  mesmo 
año,  de  qual  de  los  maridos,  del  muerto  ó  del  vivo ,  es  el 
fijo  ó  la  fija  que  nasciere  della  :  la  otra  es  porque  el  segundo 
marido  non  haya  mala  sospecha  contra  ella  porque  tan  aina 
quiso  casar.  » 

La  ley  3  ,  tít.  6,  Part.  7,  esplica  la  naturaleza  de  esta  sos- 
pecha ,  diciendo  que  una  de  las  razones  que  movió  á  los  sa- 
bios á  prohibir  á  la  mujer  el  segundo  matrimonio  durante  el 
primer  año  de  su  viudez  es  «  porque  non  puedan  sospechar 
contra  ella  porque  casa  tan  aina  que  fué  en  culpa  de  la 
muerte  de  aquel  con  quien  era  ante  casada.  »  Esta  misma 
ley.  no  contenta  con  repetir  la  pena  de  infamia  contra  la  mu- 
ier  que  se  casase  ó  ficiese  maldat  de  su  cuerpo  antes  de 
cumplirse  el  año  de  la  muerte  de  su  marido ,  la  impone 
también  al  padre  que  la  casare  á  sabiendas,  como  igual- 
mente al  nuevo  marido ,  á  no  ser  que  se  hubiese  casado  por 
orden  de  su  padre  ó  abuelo  en  cuyo  poder  estuviese,  pues 
en  este  último  caso  el  padre  ó  abuelo  mandante  seria  quien 
íaeria  en  la  pena. 
í  Tenemos  pues  que  según  las  leyes  de  las  Partidas ,  la  mu- 
:  jer  que  se  volvia  á  casar  ó  que  vivia  lujuriosamente  durante 
el  primer  año  de  su  viudedad ,  incurría  en  las  penas  de  in- 
famia ,  de  pérdida  de  las  arras ,  donaciones  y  mandas  del 
difunto,  y  de  no  poder  ser  instituida  heredera  por  estraños 
ni  por  parientes  fuera  del  cuarto  grado.  Mas  es  de  advertir 
que  no  por  eso  era  nulo  el  matrimonio  que  contraia. 


Las  razones  que  se  alegan  para  esta  prohibición  y  estas 
penas,  son  :  Ia.  propter  lurbalionem  sangainis,  como  decia 
Ulpiano  ,  esto  es,  ad  vitandam,  según  esplica  Carranza  , 
commixtionem  seminum  prolificorum  priorh  el  secundi  viri, 
vel  ne  prioris  viri  poslhumus  sanguine  aut  semine  secundi 
viri  madefiat  el  conlurbetur:  —  2a.  Por  precaver  la  destruc- 
ción del  feto  que  tal  vez  llevare  en  su  vientre  la  mujer,  na 
hœc  quœ  à  marito  grávida  relinquilur,  dum  inmoderalo  desi- 
derio  ad  secundi  conjugü  vola  feslinat ,  vel  adullerium  per- 
pétrât,  spem  parlus  sui ,  priusquam  nascatur,  extinguat  ; 
For,  Jud.,  lib.  3,  til.  2,  leg.  1  :  —  3a.  Por  evitar  la  confusion 
de  familias ,  que  entre  los  Romanos  se  llamaba  parlus  con- 
firió; pues  que  sí  una  mujer  se  casa  luego  después  de  la 
muerte  de  su  marido  ,  y  viene  á  parir  después  de  los  seis 
meses  y  antes  dÜos  diez  contados  desde  dicho  fallecimiento, 
puede  atribuirse  el  hijo  según  las  presunciones  de  la  ley  tanto 
al  primer  marido  como  al  segundo ,  de  modo  que  su  estado 
seria  incierto  ,  porque  efectivamente  las  leyes  de  la  natura- 
leza se  prestan  á  cualquiera  de  las  dos  suposiciones;  y  esto 
es  lo  que  se  indica  en  la  ley  5.  tít.  3,  Part.  6  ,  como  igual- 
mente en  la  romana  que  da  por  razón  ne  quis  deprole  dubilet  : 
—  4a.  Porque  no  se  cause  el  escándalo  de  sospechar  que  tal 
vez  la  mujer  contribuyó  á  la  muerte  del  primer  cónyuge  ó 
que  convierte  en  marido  al  que  antes  era  su  adúltero  ;leyo, 
til.  3,  Part.  6,  ley  3,  tít.  6,  Part.  7,  y  Novela  32,  de  resli- 
lulioiiibus,  et  ea  quœ  parit  etc. ,  cap.  fin.  :  —  8a.  Por  la  me- 
moria y  reverencia  que  debe  la  mujer  á  su  difunto  marido. 

El  año  de  viudedad  no  era  año  útil  sino  continuo,  y  corría 
también  al  ignorante  ;  de  manera  que  la  mujer  que  tenienrJb 
ausente  al  marido  no  sabia  su  fallecimiento  sino  con  un  año 
de  atraso  ,  podia  desde  luego  pasar  á  segundas  nupcias  sin 
esperar  mas  tiempo. 

Ademas,  es  de  observar  que  el  año  de  viudedad  no  era  de 
doce  meses,  sino  solamente  de  diez.  Efectivamente  el  tiempo 
de  la  gestación  ó  preñez ,  que  comunmente  se  considera  de 
diez  meses,  solía  llamarse  año  por  los  antiguos.  Así  Neptuno 
decia  en  Homero  á  la  hija  de  Salmoneo ,  según  la  traducción 
de  Lalamant  : 

Gande  hoc  complexu  :  nam  ciim  se  volverit  annust 
Illustres  natos  paries  :  haud  irrita  Divúm 
Connubia. 

Asi  Ovidio  en  el  libro  I  de  los  Fastos  dice  : 

Quod  salis  est  utero  malris ,  dum  prodcat  infans , 
Hoc  anno  slaluil  temporis  esse  satis. 

Así  Cicerón  y  Séneca  usaban  indiferentemente  las  espre- 
siones de  diez  meses  y  año  de  lulo  para  denotar  una  misma 
cosa.  Cicerón  pro  A.  Cluentio  se  esplicabaen  estos  términos  : 
Quœ  imilier  oblcstalione  viri  decem  illis  mensibas  ne  domum. 
quidem  ullam  ñisi  socrus  suœ  nosse  debuit,  hœc  quinto  mense 
post  viri  mortcm  ipsi  Oppianico  nupsit.  Y  Séneca,  habiendo 
escrito  en  su  carta  65  :  Annum  fœminis  ad  lugendum  consli- 
tuere  majores,  ele. ,  repitió  lo  mismo  en  el  libro  de  consola- 
ción á  Helvia  diciendo  :  majores  decem  mensium  spatium  lu- 
genlibus  viros  dederunt.    . 

Pero  esta  prohibición  y  estas  penas  contenidas  en  nuestros 
códigos  del  Fuero  Juzgo ,  Fuero  Real  y  siete  Partidas  ,  cesa- 
ron hace  ya  mas  de  cuatro  siglos  ;  y  pueden  las  viudas  ca- 
sarse impunemente  dentro  del  año  en  que  mueran  sus  ma- 
ridos. Don  Enrique  III  en  Canlalapiedra  y  Valladolid  año 
1400,  y  en  Segovia  año  1401,  les  concedió  esta  facultad  me- 
diante pragmáticas  que  forman  la  ley  4 ,  tít.  2,  lib.  10,  Nov. 
Rec,  la  cual  se  halla  concebida  en  los  términos  siguientes  : 
«  Mandamos ,  que  las  mujeres  viudas  puedan  libremente  ca- 
sar, dentro  en  el  año  que  sus  maridos  murieren,  con  quien 
quisieren ,  sin  alguna  pena  y  sin  alguna  infamia  ella  ni  el 
que  con  ella  casare ,  no  obstante  qualesquier  leyes  de  fueros 
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y  ordenamientos ,  y  otras  qualesquier  leyes  que  en  contrario 
sean  fechas  y  ordenadas  ,  las  quales  anulamos  y  revocamos  : 
y  mandamos  á  los  nuestros  jueces  y  alcaldes  de  la  nuestra 
casa  y  corte,  y  chancillería  ,  y  de  todas  las  ciudades  y  villas 
y  lugares  de  nuestros  reinos  y  señoríos,  que  no  atienten  de 
proceder  ni  procedan  por  la  dicha  causa  y  razón  contra  las 
dichas  viudas,  ni  contra  aquellos  que  con  ellas  se  casaren, 
so  pena  de  dos  mil  maravedís  para  la  nuestra  cámara  ;  y  los 
que  lo  contrario  hicieren  ,  sean  emplazados  que  parezcan 
ante  Nos  en  la  nuestra  corte.  » 

Si  á  pesar  de  las  antiguas  penas  habia  viudas  que  no  espe- 
raban la  conclusion  del  año  para  pasar  à  segundas  nupcias , 
es  consiguiente  que  la  libertad  concedida  por  don  Enrique 
haya  aumentado  su  número  en  gran  manera  ;  y  vemos  efec- 
tivamente todos  los  dias  apresurarse  las  mujeres  á  proveer 
las  plazas  que  la  muerte  de  sus  maridos  dejó  vacantes.  Esta 
precipitación  da  lugar  á  la  confusion  de  parto ,  cuando  nace 
un  hijo  que  según  las  reglas  de  la  duración  del  preñado 
puede  ser  fruto  así  del  primer  matrimonio  como  del  segundo. 
Supongamos,  por  ejemplo,  que  una  viuda  se  vuelve  á  casar 
r.n  mes  después  de  la  muerte  de  su  marido  ;  y  que  pare  a 
los  siete  ,  á  los  ocho  y  aun  á  los  nueve  meses  de  haber  con- 
traído el  segundo  enlace.  ¿  Cuál  de  Vos  dos  maridos  será  el 
padre  del  hijo  que  sale  á  luz?  ¿  Será  el  muerto  ó  el  vivo  ? 

Los  autores  han  imaginado  diferentes  sistemas ,  mas  ó 
menos  especiosos ,  mas  ó  menos  arbitrarios  ,  para  resolver 
esta  cuestión.  Unos  piensan  que  este  hijo  de  origen  dudoso 
^pertenece  á  los  dos  maridos  ;  que  debe  ser  mantenido  y 
criado  por  ambos  ;  y  que  tiene  derecho  á  la  sucesión  del  uno 
y  del  otro ,  como  si  fuese  posible  ser  hijo  de  dos  padres. 

Otros  dan  al  hijo  ,  luego  que  llega  à  la  edad  de  la  razón , 
la  facultad  de  elegir  por  padre  al  primero  ó  al  segundo  ma- 
rido de  su  madre ,  según  mas  le  acomode;  y  así  se  halla 
ordenado  en  las  leyes  inglesas.  Pero  semejante  sistema  es 
contrario  á  la  naturaleza  de  las  cosas  y  al  espíritu  de  las 
leyes.  La  paternidad  es  obra  de  la  naturaleza,  y  no  efecto 
del  capricho  ni  de  los  cálculos  de  la  vanidad  ó  del  interés. 
En  el  orden  de  la  naturaleza ,  el  padre  se  da  un  hijo  ;  y  en 
este  sistema  el  hijo  se  daria  un  padre  ,  de  modo  que  el  efecto 
produciría  la  causa. 

Hay  quienes  pretenden  que  vista  la  incertidumbre  de  la 
filiación  ,  no  debe  pertenecer  el  hijo  á  ninguno  de  los  dos 
maridos ,  ni  ser  admitido  á  la  sucesión  del  uno  ni  del  otro. 
Mas  ¿  cómo  desconocer  y  desechar  asi  á  un  hijo  que  pudo  ser 
concebido  durante  un  matrimonio  legítimo ,  sea  el  primero 
ó  el  segundo,  y  que  seguramente  nació  bajo  el  velo  del  uno 
de  ellos  ? 

No  faltan  quienes  juzguen  que  debe  estarse  al  dicho  de  la 
madre,  ni  quienes  prefieran  la  decisión  de  la  suerte.  Bartolo 
impugna  aquella  opinion,  y  esta  no  merece  que  nos  deten- 
gamos en  ella. 

Algunos  recurren  á  la  semejanza,  y  atribuyen  el  hijo  á 
aquel  de  los  dos  maridos  á  quien  mas  se  parece  física  ó  mo- 
ralmente  ;  pero  si  la  naturaleza  reproduce  alguna  vez  en  los 
hijos  los  rasgos  ,  las  inclinaciones,  la  complexión,  el  carác- 
ter, el  genio  y  los  talentos  de  los  padres ,  los  hace  con  mas 
frecuencia  desemejantes  en  todas  estas  relaciones.  Cuando 
Horacio  dijo  : 

Forles  creantur  fortibus  et  bonis  : 
Est  in  jiivencis ,  est  in  equis  palrum 
Virlas  ;  nec  im'Oellem  feroces 
Progenerant  aquilœ  columbean , 

no  hablaba  como  filósofo ,  sino  como  poeta  y  adulador  de 
Druso  y  Augusto. 

Sostienen  muchos  que  debe  darse  el  hijo  al  segundo  ma- 
rido ,  cuando  se  presume  que  el  primero,  por  su  edad  de- 
masiado avanzada,  ó  por  la  enfermedad  que  le  llevo  al  se- 


pulcro ,  no  pudo  haber  cohabitado  con  su  mujer  en  los 
últimos  tiempos  de  su  vida.  Y  todavía  se  empeñan  varios 
en  que  no  solo  en  el  citado  caso  de  enfermedad  ó  decrepitud 
del  primer  marido  ,  sino  aun  en  el  de  haber  muerto  repenti- 
namente en  la  flor  de  su  edad  ,  es  mas  conforme  á  los  prin- 
cipios del  derecho  que  el  segundo  se  cargue  con  el  hijo  ,  ya 
porque  efectivamente  puede  mirarle  como  suyo  en  habiendo 
llegado  la  gestación  al  séptimo  mes  del  matrimonio,  ya  por- 
que no  deja  de  inspirar  ciertas  sospechas  aquel  intempestivo 
apresuramiento  por  casarse,  según  las  observaciones  de  les 
canonistas  in  cap.  Ciim  haberel,  de  co  qui  duxit  inmalriino- 
nium  quam  polhiitpcr  adiütcriam. 

En  tanta  diversidad  de  pareceres ,  deben  guiarse  les  tri- 
bunales por  el  interés  del  hijo,  y  principalmente  por  las  cir- 
cunstancias que  las  mas  veces  harán  dar  la  paternidad  al 
segundo  marido. 

El  término  de  seis  meses  y  un  dia  para  los  preñados  mas 
cortos  ,  y  de  diez  meses  precisos  para  los  mas  largos  ,  no  se 
ha  fijado  por  la  ley  4,  tít.  25,  Part,  k,  sino  para  abrazar  los 
casos  estraordinarios;  pero  la  esperiencia  nos  manifiesta  que 
la  naturaleza  emplea  ordinariamente  en  la  formación  y  per- 
fección de  su  obra  el  transcurso  de  nueve  meses ,  de  modo 
que  este  cuento,  según  espresion  de  la  misma  ley,  es  mas 
usado  que  los  otros.  Ahora  bien,  como  en  una  duda  tan  im- 
portante nos  dicta  la  razón  que  nos  guiemos  por  lo  mas  pro- 
bable y  por  lo  que  con  mas  frecuencia  sucede,  somos  de 
opinion  que  en  el  ejemplo  propuesto  está  la  presunción  de 
paternidad  á  favor  del  primer  marido ,  si  al  tiempo  de  su 
muerte  se  hallaba  en  estado  de  cohabitar  con  su  mujer,  y  el 
hijo  no  nació  sino  poco  después  de  los  seis  meses  de  la  cele- 
bración del  segundo  matrimonio ,  con  tal  que  saliese  tan  bien 
organizado  y  constituido  que  no  dudasen  los  facultativos  en 
afirmar  que  habia  llegado  al  término  de  los  nacimientos  or- 
dinarios. Mas  verificándose  el  parto  en  el  octavo  ó  en  el 
noveno  mes  del  segundo  matrimonio ,  es  mas  fuerte  la  pre- 
sunción de  paternidad  á  favor  del  segundo  marido,  princi- 
palmente si  podia  sospecharse  que  el  primero  por  vejez,  au- 
sencia ó  enfermedad  no  habia  cohabitado  con  su  mujer  en 
los  últimos  momentos  de  su  existencia.  En  igualdad  de  cir- 
cunstancias, parece  que  debe  atribuirse  el  hijo  al  segundo 
marido  ,  quien  tiene  ademas  en  su  favor  el  hecho  de  haber 
acaecido  el  nacimiento  en  su  matrimonio. 

El  jurisconsulto  Carranza,  en  su  obra  titulada  Disputalio 
de  vera  humani  partus  naturalis  et  legithni  designatione , 
abraza  el  principio  de  este  último  sistema  ;  y  después  de 
sentar  que  el  parto  mas  regular  y  perfecto  es  el  que  sucede 
al  principio  del  décimo  mes  ,  luego  el  que  se  verifica  en  el 
noveno ,  después  el  del  séptimo ,  y  por  fin  el  del  octavo ,  es- 
tablece las  reglas  siguientes  :  «  El  hijo ,  dice ,  que  para  el 
primer  marido  es  decimestre  (  ó  sea  diezmesino  ),  y  para  ei 
segundo  es  nonomestre  ó  septimestre  (  ó  sea  nueve  ó  siete- 
mesino ),  debe  pertenecer  al  primero;  y  lo  mismo  ha  de  de- 
cirse si  para  el  primero  fuere  nonomestre ,  y  septimestre  ú 
octomestre  (  ochomesino)  para  el  segundo.  —  Si  siendo  sie- 
temesino para  los  dos,  lo  fuere  para  el  primero  de  210  dias 
poco  mas  ó  menos  ,  y  para  el  segundo  de  180  solamente , 
debe  presumirse  hijo  del  primero.  Lo  contrario  habrá  de 
juzgarse  ,  si  siendo  diezmesino  para  ambos ,  lo  fuere  de  500 
dias  poco  mas  ó  méuos  para  el  primero ,  y  de  280  ó  dos  ó 
tres  dias  mas  ó  menos  para  el  segundo  ,  pues  entonces  á  este 
último  es  á  quien  debe  darse,  como  igualmente  en  el  caso 
de  que  sea  ochomesino  para  el  muerto  y  sietemesino  para 
el  vivo.  Finalmente ,  si  con  respecto  al  primer  marido  fuere 
oncemesino,  y  con  respecto  al  segundo  diezmesino,  el  se- 
gundo será  indudablemente  quien  deba  ser  tenido  por  su 
padre.  » 

Estas  reglas  de  Carranza  pueden  servir  mucho  para  la 
resolución  de  las  dificultades  que  ocurran  en  est  i  materia  , 
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modificándolas  empero  con  las  observaciones  que  antes  he- 
mos hecho ,  y  teniéndose  presente  que  ya  no  está  en  boga  la 
antigua  opinion  que  consideraba  mas  perfecto  y  regular  el 
parto  á  los  siete  meses  que  á  los  ocho,  pues  en  igualdad  de 
circunstancias  debe  ser  mas  cumplido  y  vividero  el  feto 
cuanto  mas  se  acerca  al  término  natural  del  nacimiento. 

La  gravedad  de  las  dificultades  que  se  presentan  ,  como 
acabamos  de  ver  ,  para  decidir  la  pertenencia  de  los  hijos 
dados  á  luz  en  el  primer  año  de  viudedad  por  las  mujeres 
que  pasan  á  segundas  nupcias  luego  después  de  la  muerte  de 
sus  maridos ,  justifica  bastante-,  aun  prescindiendo  de  otras 
razones,  la  prohibición  ordenada  por  las  leyes  que  hemos 
transcrito  del  Fuero  Juzgo,  Fuero  Real  y  Siete  Partidas.  Sin 
duda  eran  demasiado  severas  las  penas  que  se  imponían  á 
las  viudas  que  volvían  à  casarse  dentro  de  dicho  tiempo; 
pero  la  prohibición  no  era  desacertada.  El  código  francés  la 
ha  establecido  ;  y  uno  de  sus  mejores  comentadores  la  llama 
sabia.  «  La  mujer ,  dice  en  su  artículo  228 ,  no  puede  vol- 
verse á  casar  sino  después  de  haber  trascurrido  diez  meses 
desde  la  disolución  del  precedente  matrimonio.  »  Mas  la  ley 
francesa  no  impone  pena  alguna  á  la  mujer  que  la  infringe, 
sino  que  se  contenta  con  llamar  la  atención  de  los  oficiales 
del  estado  civil  condenándolos  (art.  194  del  código  penal) 
á  una  multa  de  diez  y  seis  á  trescientos  francos  cuando  antes 
de  dicho  plazo  reciben  algún  acto  de  celebración  de  matri- 
monio. La  ley  francesa  no  ha  establecido  esta  prohibición 
sino  como  una  medida  de  precaución  y  de  policía,  y  confia 
bastante  en  la  .actividad  de  sus  agentes  ,  en  la  multa  que  les 
impone ,  y  en  la  vigilancia  de  los  magistrados ,  para  no  te- 
mer que  sea  quebrantada.  Sin  embargo,  no  parece  muy 
justo  que  quede  impune  el  que  ha  contravenido  á  la  ley  ,  y 
sea  solo  castigado  el  funcionario  que  no  ha  sabido  evitar  la 
contravención.  Si  entre  nosotros'  se  restableciese  la  ley 
prohibitiva  ,  creemos  que  la  pena  mas  natural  que  deberia 
imponerse  á  la  viuda  infractora  seria  la  de  privarla  de  las 
cosas  que  hubiese  recibido  de  la  liberalidad  de  su  primer 
consorte.  Ni  seria  necesario  que  la  prohibición  se  estendiese 
á  los  diez  meses  :  bastaría  que  abrazase  tan  solo  cuatro  ó 
cinco,  pues  en  ellos  podría  conocerse  si  la  mujer  había  ó  no 
quedado  en  cinta  del  primer  matrimonio ,  y  de  todos  modos 
el  tiempo  del  parto  manifestaría  claramente  la  pertenencia 
del  fruto.  Véase  Viuda. 
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APARCERÍA .  El  trato  ó  convenio  de  los  que  van  á  la 

parte  en  alguna  granjeria ,  principalmente  en  administra- 
ción de  tierras  y  cria  de  ganados.  Si  el  dueño  de  un  campo 
v.  gr.  lo  da  en  arriendo  al  colono ,  no  por  una  retribución  en 
dinero,  sino  por  una  parte  de  los  frutos  que  se  cojan,  y  no  por 
una  parte  alicuanta  que  consiste  en  cierta  medida  determina- 
da, como  diez  fanegas  ó  arrobas,  sino  por  una  parte  alícuota, 
como  la  mitad,  la  tercera  ó  la  cuarta,  entonces  hay  aparce- 
ría ;  que  viene  á  ser  una  especie  de  compañía  ó  sociedad , 
pues  el  uno  pone  la  cosa  y  el  otro  la  industria  con  objeto  de 
tener  una  ganancia  común.  Véase  Sociedad. 

APARCERO.  El  que  va  á  la  parte  con  otro  en  alguna 
granjeria ,  como  de  frutos  de  algunas  haciendas ,  cria  de 
ganados  ó  trato  en  ellos,  etc.;  y  también  el  que  tiene  parts 
con  otros  en  alguna  heredad  ú  otra  cosa  que  poseen  en  co- 
mún. Véase  Comunero  y  Sociedad. 

APAREJADO.  Lo  mismo  que  preparado,  prevenido  ó 
dispuesto."  Se  dice  que  traen  aparejada  ejecución  los  instru- 
mentos en  virtud  de  los  cuales  se  procede  por  via  ejecutiva 
contra  el  deudor.  Véase  Ejecución. 

APAREJOS.  Los  arreos  necesarios  para  montar  ó  car- 
gar las  caballerías.  Cuando  se  vende  una  caballería,  se  en- 
tienden también  vendidos  los  aparejos  que  lleva  si  se  le  pu- 


sieron para  el  fin  de  venderla ,  pero  no  si  se  le  pusieron  con 
objeto  de  viajar  ó  trabajar;  Sala,  lib.  2,  til.  10,  n.  24, 
fundándose  en  el  derecho  romano  (1). 

APAREJOS.  Los  instrumentos  ó  útiles  necesarios  para 
cualquiera  profesión  ,  arte  ú  oficio.  Por  dispensa  ó  privilegio 
de  las  leyes  no  puede  trabarse  ejecución  en  ellos  á  fin  de  no 
privar  á  los  profesores ,  artesanos  ú  oficiales  de  los  medios 
de  ganarse  la  subsistencia;  leyes  15,lS,18yl9,  tít.  51 , 
lib.  11,  Nov.  Rec. 

APARENTE .  Lo  que  parece  y  no  es  ;  y  lo  que  parees 
ó  se  muestra  á  la  vista.  En  el  primer  sentido  se  dice  aparen- 
te un  contrato  simulado.  En  el  segundo  se  dicen  apárenles 
los  frutos  que  se  presentan  ó  manifiestan  á  la  vista  ,  como 
por  ejemplo  los  panes  que  están  en  yerba  y  aparecen  sobre 
la  tierra  ,  las  uvas  y  olivas  que  están  esporgadas  y  fuera  de 
flor ,  de  manera  que  se  pueda  ver  el  grano  del  agraz  y  el  de 
la  oliva  ,  por  pequeños  que  sean. 

APARTADO.  Antiguamente  se  llamaba  así  el  juez  que 
por  comisión  especial  conocia  de  alguna  causa  con  inhibi- 
ción de  la  justicia  ordinaria. 

APARTAMIENTO.  El  acto  judicial  con  que  alguno 
desiste  y  se  aparta  formalmente  de  la  acción  ó  derecho  que 
tiene  deducido;  y  en  lo  antiguo  significaba  también  el  di- 
vorcio. El  apartamiento  de  querella  es  un  acto  que  se  eje- 
cuta ante  el  juez  por  pedimento  ó  por  escritura.  Véase 
Acusado. 

APEAR.  Medir,  deslindar  las  tierras  y  heredades  ó  edi- 
ficios, señalando  sus  lindes,  cotos  y  mojones.  Véase  Amo- 
jonamiento. 

APEDREAR.  Matar  á  pedradas  :  especie  de  castigo  an- 
tiguo. La  ley  6 ,  tít.  51 ,  Part.  7  ,  prohibe  á  los  jueces  la  im- 
posición de  esta  pena. 

APELABLE.  Dícese  de  la  sentencia  que  admite  apela- 
ción ó  de  que  puede  apelarse. 

Es  regla  general ,  que  solo  puede  apelarse  de  las  senten- 
cias definitivas ,  mas  no 'de  las  interlocutorias.  «De  todo 
juicio  afinado,  dice  la  ley  15,. tít.  25,  Part.  5 ,  se  puede 
alzar  cualquier  que  se  toviere  por  agraviado  del  ;  mas  de 
otro  mandamiento  ó  juicio  que  ficiese  el  judgador  andando 
por  el  pleyto  ante  que  diese  sentencia  definitiva  sobre  el 

principal,  non  se  puede  nin  debe  ninguno  alzar maguer 

se  toviese  por  agraviado  del.  »  Lo  mismo  se  halla  estableci- 
do en  la  ley  23,  tít.  20,  lib.  11  ,  Nov.  Rec.  Esta  disposi- 
ción que  escluye  la  apelación  de  las  sentencias  interlocuto- 
rias se  funda  en  la  necesidad  que  hay  de  evitar  la  prolonga- 
ción de  los  pleitos ,  y  en  que  el  perjuicio  causado  por  una 
sentencia  interlocutoria  injusta  puede  repararse  en  la  defi- 
nitiva. 

La  enunciada  regla  general  tiene  sus  escepciones ,  pues 
hay  casos  en  que  está  prohibida  la  apelación  de  las  senten- 
cias definitivas,  y  por  el  contrario  hay  tambien.casos  en  que 
se  permite  la  apelación  de  las  sentencias  interlocutorias. 

Los  casos  en  que  no  se  admite  apelación  de  las  sentencias 
definitivas  son  los  siguientes  : 

1°.  Cuando  el  valor  de  lo  que  se  litiga  no  pasa  de  mil  ma- 
ravedís; ley  8,  lit.  5,  lib.  11 ,  Nov.  Rec.  :  y  en  los  juzgados 
militares  cuando  dicho  valor  no  pasa  de  quinientos  reales 
en  España.,  y  de  cien  pesos  en  Indias  ;  real  resol,  de  16  de 
marzo  de  1796,  nota  2a.  á  d.  ley  8.  El  reglamento  provisio- 
nal para  la  administración  de  justicia ,  de  26  de  setiembre 
de  1855,  establece  en  sus  arts.  51  y  40,  que  no  habrá  apela- 
ción de  las  providencias  dadas  por  los  alcaldes  de  los  pue- 
blos en  las  demandas  civiles  cuya  entidad  no  pase  de  diez 
duros  en  la  península  ó  islas  adyacentes ,  y  de  treinta  en 
Ultramar  ;  ni  tampoco  de  las  dadas  por  los  jueces  letrados 

(1)  Sobre  esto  véase  á  Antonio  Gómez,  Vaftar.  resol.,  cap.  2 , 
n.  15,  y  Cur.  Fil.,  lib.  1 ,  cap.  12,  n.  5,  com.  terr. 
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t!e  primera  instancia  en  las  demandas  civiles  que  no  escodan 
de  veinte  y  cinco  duros  en  la  península  é  islas  adyacentes  , 
y  de  ciento  en  Ultramar. 

2°.  Cuando  se  trata  de  negocios  criminales  sobre  injurias 
y  faltas  livianas  que  no  merezcan  otra  pena  que  alguna  re- 
presión ó  corrección  lijera  ;  reglamento  de  26  de  setiembre 
de  1835. 

3o.  Cuando  versa  el  pleito  sobre  cosas  que  no  se  pueden 
guardar  ó  que  no  dan  espera,  como  sobre  vendimia,  siega, 
nombramiento  de  tutores,  enterramientos;  pero  se  admite  al 
agraviado  el  recurso  de  queja;  íe¿/22,  lit.  22,  lib.  11, 
Nov.  Reo. 

U°.  Cuando  las  partes  hubieren  pactado  en  juicio  ó  fuera 
de  él ,  que  no  apelarían  de  la  sentencia  que  el  juez  diese 
contra  alguna  de  ellas;  ley  13  ,  lit.  25,  Part.  3. 

5o.  Cuando  fuere  vencido  en  juicio  el  que  debiese  algo  al 
rey  por  razón  de  cuenta,  pecho,  ú  otra  causa  cualquiera  (1); 
ley  15,  lit.  23,  Part.  3. 

6o.  Cuando  de  orden  del  rey  se  hubiere  dado  comisión 
á  algún  juez  ó  tribunal  para  sentenciar  sin  apelación  algún 
pleito  determinado;  ley  13  ,  lit.  23,  Part.  3  (2).  Pero  si  el 
gravamen  fuese  manifiesto,  podría  entonces  apelar  el  que 
lo  sufriese ,  porque  el  rey  no  puede  querer  que  el  juez  agra- 
vie injustamente  á  las  partes.  Esta  doctrina  es  corriente  en- 
tre los  canonistas. 

7o.  Cuando  se  hubiere  dado  la  sentencia  en  virtud  de  ju- 
ramento voluntario  de  las  partes;  leyes  15  y  25,  til.  11, 
Part.  3.  Véase  Juramento  decisorio. 

8o.  Cuando  los  litigantes  hubiesen  sido  rebeldes  ó  contu- 
maces ,  no  queriendo  asistir  al  juicio  siendo  llamados;  ley  9, 
tit.  23,  Part.  3. 

9o.  Cuando  las  causas  fueren  criminales  contra  ladrones 
conocidos  ,  amotinadores  ó  cabezas  de  molin ,  forzadores  ó 
robadores  de  doncellas,  ó  viudas  ú  otras  mujeres  religiosas, 
falsificadores  de  oro  ó  plata  ó  moneda  ó  sello  del  rey ,  y  ma- 
tadores con  yerbas  venenosas  ó  á  traición  ó  con  alevosía , 
siéndoles  probado  el  delito  con  testigos  idóneos  ó  por 
confesión  hecha  en  juicio  sin  apremio.  Así  lo  disponía  la  ley 
16,  tít.  23  ,  Part.  3;  pero  como  la  ley  1  ,  tít.  20  ,  lib.  11  , 
Nov.  Rec,  establece  que  se  puede  apelar  en  todas  y  cuales- 
quier  causas  civiles  y  criminales,  debe  considerarse  derogada 
la  ley  de  Partida ,  y  admitirse  apelación  aun  en  los  casos 
que  esta  esceptuaba  :  «  Porque  á  las  veces ,  dice  la  ley  rece- 
pilada  ,  los  alcaldes  y  jueces  agravian  á  las  partes  en  los 
juicios  que  dan;  mandamos  que  cuando  el  alcalde  ó  juez 
diere  sentencia ,  si  quier  sea  juicio  acabado ,  si  quier  otro 
sobre  cosa  que  acaezca  en  el  pleito ,  aquel  que  se  tuviere  por 
agraviado  pueda  apelar  hasta  cinco  dias  desde  el  dia  que 
fuere  dada  la  sentencia  ó  rescibido  el  agravio,  y  viniere  á 
su  noticia;  y  si  así  no  lo  ficiere,  que  dende  en  adelante  la 
sentencia  ó  mandamiento  quede  firme  :  lo  cual  mandamos 
que  se  guarde  de  aquí  adelante  ansí  en  la  nuestra  corte  y 
cnancillería  como  en  todas  las  ciudades  y  villas  y  lugares  y 
provincias  de  nuestros  reinos,  así  de  nuestra  corona  real 
como  de  las  órdenes  y  señoríos  y  behetrías  y  abadengos  de 

(1)  En  la  república  de  Venezuela  no  puede  tener  lugar  esta 
cscepcion ,  porque  en  los  pleitos  en  que  es  parte  la  Hacienda  pú- 
blica ,  se  admite  apelación  del  fallo  de  1.a  instancia  siempre  que 
el  interés  principal  esceda  de  cincuenta  pesos. 

(2)  Esta  cscepcion  es  inaplicable  no  solo  á  la  república  de 
Venezuela  sino  también  á  las  de  Méjico  y  de  Cbile,  porque  nadie 
se  baila  revestido  en  ellas  de  la  plenitud  de  autoridad  que  ejercían 
los  monarcas  españoles,  y  antes  al  contrario  nadie  puede  ser  juz- 
gado allí  sino  por  tribunales  establecidos,  habiendo  una  valla  in- 
superable entre  la  potestad  judicial  y  la  legislativa  :  arts.  5  y  C7, 
Bases  de  organiz.  Jiolit.  de  Méjico  de  i  2  de  junio  de  1 843  ;  y  arls. 
\ 08  y  153  dala  Con«(tí.de  Chile  de  1833. 


nuestros  reinos,  en  todas  y  cualesquier  causas  chiles  y  cri- 
minales ,  y  de  cualesquier  jueces  ordinarios  ó  delegados.  » 
Ademas  de  esta  ley  recopilada,  milita  igualmente  la  razón 
á  favor  de  la  apelación  en  los  delitos  insinuados  ;  pues  muy 
bien  pudiera  suceder  que  el  acusado  de  alguno  de  ellos  su- 
cumbiera ,  aunque  inocente  ,  por  la  ignorancia  ó  malicia  del 
juez  inferior,  por  la  falsedad  ó  el  alucin amiento  de  algunos 
testigos ,  ó  por  las  intrigas  del  acusador  ;  y  es  muy  justo  dar 
lugar  á  que  en  la  segunda  instancia  puedan  descubrirse  es- 
tos vicios  si  los  hubo  en  la  primera  (3). 

10.  Cuando  se  procede  por.  delitos  notorios  ,  esto  es,  por 
delitos  cometidos  ante  el  juez  ,  ó  en  presencia  de  todo  el 
pueblo  ó  de  la  mayor  parte  de  él ,  ó  del  número  de  personas 
que  según  las  circunstancias  del  lugar  y  del  tiempo  induz- 
can la  notoriedad  á  arbitrio  del  juez.  Así  lo  establece  el  de- 
recho romano  y  el  canónico  ;  y  así  lo  sostienen  algunos  au- 
tores ,  fundados  en  que  la  apelación  en  tal  caso  no  serviría 
sino  para  diferir  la  ejecución  de  la  sentencia,  sin  que  pu- 
diera ser  de  provecho  alguno  al  delincuente.  Mas  no  es  tan 
fácil  como  parece  graduar  un  delito  de  notorio  ;  y  hemos 
presenciado  muchos  casos  en  que  ofuscada  la  multitud  ha 
creído  ver  delitos  en  hechos  que  no  lo  eran,  y  delincuentes 
manifiestos  en  hombres  inocentes. 

1  f.  Cuando  los  jueces  y  alcaldes  de  la  hermandad  proce- 
den y  sentencian  por  delitos ,  cuyo  conocimiento  les  está  co- 
metido por  las  leyes.  Así  opinan  algunos  intérpretes,  funda- 
dos en  la  ley  8,  tít.  55,  lib.  12,  Nov.  Rec,  que  dice  :  «Man- 
damos que  agora  y  de  aquí  adelante  los  nuestros  jueces  y 
alcaldes  de  la  hermandad  conozcan  de  los  crímenes  y  delitos 
que  son  ó  fueren  casos  de  hermandad,  según  la  disposición 
de  nuestras  leyes;  y  que  en  las  causas  que  así  conocieren  y 
ovieren  prevenido  y  comenzado  á  conocer,  otros  jueces  al- 
gunos nuestros  mayores  ni  menores  no  se  entrometen  á  co- 
nocer ni  conozcan  de  su  oficio  ni  á  pedimento  de  parte  por 
simple  querella,  ni  por  via  de  apelación  ,  nulidad  ó  presen- 
tación, ni  en  otra  manera  alguna.»  Pero  para  entender  esta 
ley,  es  necesario  leerla  toda.  Mas  abajo,  después  de  decir 
que  á  los  acusados  de  delitos  de  hermandad  no  se  les  admi- 
tan procuradores  ni  defensores  algunos,  salvo  si  estuvieren 
presos  en  poder  de  los  alcaldes  ó  se  presentaren  personal- 
mente en  la  cárcel,  añade  que  en  este  caso  sean  oídos  en  su 
derecho  ,  y  si  se  sintieren  agraviados  de  la  sentencia,  pue- 
dan reclamar  ó  apelar,  ó  querellarse  de  lodo  lo  que  en  su 
perjuicio  se  hiciere  ó  hobiere  hecho;  y  luego  sigue  la  ley  or- 
denando en  su  última  parte  (que  se  ha  suprimido  en  la  Re- 
copilación) que  la  apelación  haya  de  hacerse  ante  el  consejo 
ó  junta  general  de  la  hermandad.  Es  claro  pues  que  cuando 
la  ley  niega  la  apelación  en  los  casos  de  hermandad,  la  niega 
solamente  á  los  que  no  queriendo  sujetarse  á  la  jurisdicción 
de  sus  alcaldes  que  habían  prevenido  en  el  conocimiento  de 
la  causa  ,  acudían  á  jueces  de  otro  fuero.  Habiéndose  estin- 
guido  posteriormente  el  consejo  de  la  hermandad  y  su  junta 
general ,  se  mandó  por  don  Carlos  y  doña  Juana  en  Toledo 
año  de  1ü59  (ley  20,  lit.  55,  lib.  12,  Nov.  Rec.)  que  las  ape- 
laciones de  sentencias  de  los  alcaldes  y  demás  jueces  de  di- 
cha hermandad  fuesen  respectivamente  á  los  alcaldes  de  casa 
y  corte  y  á  los  del  crimen  de  las  audiencias  y  chancillerias. 
¿Quién  en  vista  de  todo  no  estrañará  que  todavía  se  encuen- 
tren ahora  escritores  que  sostengan  la  opinion  de  los  intér- 
pretes que  niegan  la  apelación  en  los  casos  de  hermandad , 

(5)  También  en  la  república  de  Méjico  en  las  causas  criminales 
toda  sentencia  es  apelable,  y  aunque  no  se  apele ,  no  puede  eje- 
cutarse si  la  pena  es  corporal ,  sin  la  confirmación  del  tribunal 
de  2a.  instancia,  citadas  las  partes  y  emplazadas  al  efecto;  y  cu 
los  tribunales  de  la  república  ninguna  causa  criminal  común 
puede  dejar  de  tener  dos  instancias  :  arts.  19  y  20  de  la  ley  de  9 
de  octubre  de  1812,  y  33  déla  de  14  de  febrero  do  1826. 


ap  —  m 

sin  otro  fundamento  que  las  palabras  que  hemos  copiado  de 
la  ley  8,  tít.  35  ,lib.  12  de  la  Novís.  Recopilación?  Como 
quiera  que  sea ,  ya  no  existe  la  santa  hermandad ,  q  je  tan 
célebre  supo  hacerse;  y  el  conocimiento  de  los  delitos  que 
eran  de  su  inspección  ,  pertenece  á  los  jueces  letrados  de 
primera  instancia  con  apelación  á  las  audiencias  de  los  res- 
pectivos territorios.  Véase  Hermandad. 

12.  Cuando  el  reo  condenado  está  convicto  y  confeso,  es 
decir,  cuando  ha  sido  convencido  por  prueba  de  testigos  y 
ha  confesado  ademas  voluntariamente  el  hecho.  Decláralo 
así  el  derecho  romano,  y  le  siguen  varios  autores,  queriendo 
que  en  tal  caso  se  ejecute  sin  apelación  la  sentencia  ,  tanto 
en  causa  criminal  como  en  causa  civil.  Pero  nada  dicen 
nuestras  leyes  sobre  el  asunto  :  y  puede  por  otra  parte  el 
feo  tener  razones  justas  para  apelar.  Quizá  padeció  error  en 
su  confesión  ó  le  fué  arrancada  por  seducción  ó  amenaza  ,  y 
tiene  derecho  para  revocarla  en  la  segunda  instancia.  Tal 
vez  so  le  han  presentado  nuevas  escepciones  ,  ó  nuevos  me- 
dios de  probar  las  que  por  el  juez  inferior  fueron  desprecia- 
das ;  y  puede  acaecer  también  que  la  condenación  sea  esce- 
siva  y  desproporcionada  la  pena.  Véase  lo  que  decimos 
mas  abajo  ,  hablando  de  la  mejora  de  la  apelación  al  fin. 

Hemos  enumerado  los  casos  en  que  no  se  admite  apelación 
de  las  sentencias  definitivas  ,  no  obstante  la  regla  general 
que  las  hace  apelables;  y  vamos  ahora  á  indicar  los  casos 
en  que  se  admite  apelación  de  las  sentencias  interlocutorias, 
á  pesar  de  la  regla  general  que  las  hace  inapelables. 

Se  admite  apelación  de  las  sentencias  interlocutorias, 
siempre  que  tengan  fuerza  de  definitivas  ó  causen  gravamen 
que  no  sea  fácil  reparar  por  la  definitiva.  Infiérese  así  de  la 
ley  13,  tít.  23,  Part.  5,  y  déla  ley  23,  tít.  20,  lib.  H,  Nov. 
Rec.  Dícese  que  tienen  fuerza  de  definitivas  aquellas  senten- 
cias interlocutorias  que  cierran  la  puerta  á  otra  definitiva, 
como  cuando  el  juez  se  declara  incompetente;  y  causan 
gravamen  irreparable  aquellas  sentencias  interlocutorias  en 
que  «  se  mandase  facer  alguna  cosa  torticeramente  que  fuese 
de  tal  natura  que  seyendo  acabada  non  se  podrie  después 
ligeramente  emendar  á  menos  de  grant  daño  ó  de  grant  ver- 
güenza de  aquel  que  se  tovierepor  agraviado  della;  »  d.  ley 
15,  tít.  25,  Part.  5.  Así  que,  puede  introducirse  y  debe  otor- 
garse la  apelación  de  los  autos  ó  sentencias  interlocutorias 
que  fueren  dadas  sobre  escepcion  perentoria,  ó  sobre  algún 
artículo  que  haga  perjuicio  en  el  pleito  principal ,  ó  sobre 
declinatoria  de  fuero,  incompetencia,  recusación,  denegación 
de  traslado  del  proceso  ya  publicado  ;  ley  25  ,  tít.  20 ,  lib. 
i  1  ,  Nov.  Rec.  Con  arreglo  á  los  principios  sentados  señalan 
los  autores  otros  casos  en  que  debe  otorgarse  la  apelación,  y 
principalmente  dan  por  apelables  los  autos  ó  sentencias  en 
que  se  niega  ó  concede  injustamente  la  admisión  de  artícu- 
los, testigos  ó  pruebas;  en  que  se  defiere  por  el  juez  á  uno 
de  los  litigantes  el  juramento  supletorio;  en  que  se  da  un 
plazo  demasiado  corto  para  probar';  en  que  se  ordena  sin 
razón  la  detención  de  alguno  en  la  cárcel;  y  en  que  se  de- 
clara ó  niega  la  legitimidad  de  personas,  como  por  ejemplo 
en  el  caso  de  que  uno  de  los  litigantes  hubiese  opuesto  que 
el  otro  no  es  tutor,  procurador  ó  hijo ,  cual  se  titula.  —  Es 
de  notar,  que  en  las  causas  en  qué  no  hay  lugar  á  la  apela- 
ción de  la  sentencia  definitiva,  no  por  eso  deja  de  haberle  á 
la  apelación  de  la  sentencia  interlocutoria  ;  Cur.  Filíp.,  part. 
3,  §  15  ,  n.  11. 

APELACIÓN.  La  provocación  hecha  del  juez  inferior 
al  superior  por  razón  del  agravio  causado  ó  que  puede  cau- 
sarse por  la  sentencia  :  ó  bien ,  la  reclamación  ó  recurso  que 
alguno  de  los  litigantes  ú  otro  interesado  hace  al  juez  ó  tri- 
bunal superior  para  que  reponga  ó  reforme  la  sentencia  del 
inferior  :  ó  como  dice  la  ley  1 ,  tít.  23,  Part.  3  ,  la  querella 
que  alguna  de  las  parles  face  de  juicio  que  fuese  dado  contra 
ella,  llamando  et  recorriéndose  à  emienda  de  mayor  juez. 


AP 


La  apelación  se  ha  introducido  por  tres  razones  :  prima- 
ra ,  para  precaver  ó  enmendar  el  gravamen  causado  á  los 
injustamente  oprimidos  :  segunda ,  para  corregir  la  ignoran- 
cia ó  malicia  de  los  jueces  inferiores  :  tercera,  para  que  los 
litigantes  que  hubiesen  padecido  lesión  por  su  impericia  , 
ignorancia  ó  negligencia,  puedan  cubrir  estos  defectos  y  ob- 
tener justicia  en  la  segunda  instancia.  De  aquí  es  que  puede 
suceder  muy  bien,  que  la  sentencia  del  juez  inferior  sea  for- 
malmente justa,  y  que  sin  embargo  deba  rescindirla  el  su- 
perior por  las  nuevas  alegaciones  y  probanzas. 

En  este  artículo  hay  que  axaminar  :  —  Io.  Quién  puede 
apelar  :  —  2o.  De  quién  y  á  quién  ha  de  apelarse  :  —  5o.  De 
qué  sentencias  puede  apelarse  :  —  k°.  Cuál  es  el  término 
para  apelar  :  —  5o.  Ante  quién  se  ha  de  interponer  la  apela- 
ción : — 6o.  Cómo  se  hade  interponer  la  apelación  :— 7o.  Cuá- 
les son  los  efectos  de  la  apelación  :  —  8o.  Cuál  es  el  orden 
que  ha  de  seguirse  en  los  procedimientos  déla  apelación. 

Pueden  apelar  de  la  sentencia  todos  aquellos  á  quienes 
esta  perjudique  ,  aunque  no  hayan  sido  parte  en  la  causa  : 
leyes  2  y  U,  tít.  23,  Part.  3.  De  este  principio  se  sigue  que 
pueden  apelar  : 

Io.  El  litigante  venciuo  o  condenado  por  la  sentencia,  si 
se  sintiere  agraviado;  ley  2,  tít.  23,  Part.  3. 

2o.  El  litigante  vencedor,  que  en  la  sentencia  dada  á  su 
favor  no  hubiere  obtenido  todas  las  ventajas  que  demandaba 
y  á  que  se  cree  con  derecho  ,  como  por  ejemplo ,  la  conde- 
nación de  su  adversario  en  restitución  de  frutos  y  pago  de 
costas  ;  ley  9 ,  tít.  23 ,  Parí.  3. 

5o.  El  tercero  que  tuviere  algún  interés  en  la  causa,  esto 
es,  todo  aquel  à  quien,  sin  haber  litigado,  perteneciese  la  pro 
et  el  daño  que  veniese  de  aquel  juicio  ;  ley  U,  lit.  23,  Pari.  3. 
De  aquí  es  que  el  hijo  que  está  bajo  la  patria  potestad  puede 
apelar  de  la  sentencia  que  se  diere  contra  su  padre  sobre  los 
bienes  de  su  peculio  castrense ,  cuasi  castrense ,  adventicio 
ó  profecticio  que  este  tuviere  en  guarda.  —  Asimismo  si  no 
apelare  el  comprador  de  alguna  cosa  condenado  en  juicio  á 
entregarla  á  un  tercer  reclamante,  puedejiacerlo  el  vende- 
dor que  no  litigó  ,  por  la  eviccion  á  que  está  obligado;  y 
del  mismo  modo  puede  apelar  el  comprador,  si  el  vendedor 
hubiere  sido  vencido.  Todavía  mas  :  aun  cuando  el  vende- 
dor vencido  interponga  y  siga  la  apelación  ,  tiene  derecho 
el  comprador  á  intervenir  en  ella  y  alegar  sus  razones  en 
la  segunda  instancia  si  sospechare  que  aquel  no  procede 
con  buena  fe;  y  otro  tanto  debe  decirse  del  vendedor  con 
respecto  al  comprador  en  igual  caso ,  pues  que  milita  la 
misma  razón.— Con  arreglo  á  este  principio,  si  dada  senten- 
cia contra  algún  deudor  sobre  cosa  que  habia  empeñado  á 
otro,  no  interpusiere  apelación ,  podrá  hacerlo  el  acreedor 
que  la  tiene  en  prenda;  y  si  habiendo  apelado  el  deudor, 
recelare  el  acreedor  pignoraticio  que  aquel  camina  de  mala 
fe  en  el  seguimiento  de  la  apelación  ,  puede  continuarla  por 
sí,  como  si  él  mismo  la  hubiese  interpuesto.  Mas  si  el  acree- 
dor pignoraticio  no  tuviese  noticias  del  pleito  que  el  deudor 
seguia  con  otro  sobre  la  cosa  empeñada,  no  le  perjudicaría 
la  sentencia  adversa,  aunque  no  hubiese  mediado  apela- 
ción. —  Puede  asimismo  el  fiador  apelar  de  la  sentencia  que 
se  diere  contra  el  fiado  sobre  la  deuda  ó  cosa  que  fué  objeto 
de  la  fianza  ;  y  de  la  dada  contra  el  comprador  de  cosa 
afianzada  por  el  vendedor,  aunque  este  y  aquel  la  consien- 
tan. —  Pueden  igualmente  los  legatarios  apelar  de  la  senten- 
cia dada  contra  el  heredero ,  si  este  no  apelare  ,  en  pleito 
movido  por  los  parientes  del  testador  sobre  nulidad  del  tes- 
tamento; y  si  apelare  el  heredero  ,  pueden  reunírsele  los  le- 
gatarios para  seguir  la  apelación  ,  mayormente  si  tuvieren 
sospechas  de  que  obra  de  acuerdo  con  dichos  parientes  para 
defraudarlos  á  ellos.  —  Estos  ejemplos  nos  presentan  las 
leyes  2,  h  y  7,  tít.  23,  Part.  8 ,  como  consecuencias  dei 
principio  que  sientan  de  que  aquellos  ü  quien  lañe  la  pro 
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ó  el  daño  del  pleylo  sobre  que  es  dado  el  juicio  ,  se  pueden 
alzar. 

h°.  En  las  causas  criminales  puede  cualquiera  de  los  pa- 
rientes del  condenado  á  pena  de  sangre  apelar  de  la  senten- 
cia ,  aunque  lo  contradiga  el  reo  ,  y  seguir  la  causa  para 
vindicar  la  nota  ó  injuria  que  pueda  trascender  á  su  linaje  ; 
ley  6  ,  tít.  25,  Part.  3.  Como  la  ley  se  sirve  de  la  palabra 
sangre,  juzgan  algunos  intérpretes  que  la  facultad  de  apelar 
concedida  à  los  parientes ,  no  se  limita  precisamente  al  caso 
de  pena  de  muerte ,  sino  que  se  estiende  al  de  perdimiento 
de  miembro.  Todavía  son  otros  de  opinion  que  los  parientes 
pueden  ejercer  este  derecho  de  la  apelación ,  aun  en  el  caso 
de  que  el  reo  hubiese  sido  condenado  en  rebeldía  ó  contu- 
macia, por  razón  del  peligro  que  hay  de  que  sea  cogido  y 
sufra  la  pena. 

S°.  En  las  mismas  causas  criminales  de  sangre,  de  que  se 
habla  en  el  número  anterior,  puede  apelar  también  cualquier 
estraño  por  amor  ó  piedad  que  del  reo  tenga ,  aunque  no 
muestre  poder  de  este  para  hacerlo  ;  pero  el  reo  debe  apro- 
bar la  apelación  del  estraño  para  que  pueda  proseguirse , 
pues  de  otro  modo  habria  de  ejecutarse  la  sentencia;  ley  6 , 
lit.  23,  Part.  3.  No  se  espresa  en  esta  ley  dentro  de  qué 
término  se  ha  de  dar  la  aprobación  ;  mas  los  intérpretes 
quieren  que  se  dé  para  que  surta  efecto  en  el  designado  para 
apelar. 

6o.  El  hijo  que  está  bajo  la  patria  potestad  puede  apelar 
de  la  sentencia  que  se  diere  contra  su  padre  por  cualquiera 
delito;  ley  2,  tít.  25,  Parí.  5. 

7o.  Hablando  en  general ,  no  solo  puede  apelar  el  dueño 
del  pleito  ó  negocio  ,  ó  sea  el  litigante  que  se  sintiere  agra- 
viado, sino  también  su  procurador  ó  personero.  El  procura-, 
dor  con  poder  especial  para  cierto  pleito  puede  interponer 
y  seguir  la  apelación,  aunque  en  el  poder  no  se  le  prevenga, 
mas  no  está  obligado  á  seguirla  si  no  quiere  ,  pues  le  basta 
interponerla  y  dar  aviso  á  su  principal  para  que  haga  lo  que 
mas  le  acomode  ;  pero  si  el  poder  fuese  general  para  todos 
los  pleitos  ,  ó  contiene  la  cláusula  especial  de  que  pueda  ó 
deba  seguir  la  apelación,  estará  obligado  á  interponerla  y 
continuarla;  ley  3,  tít.  23,  Part.  3  (1).  No  apelando  el  pro- 
curador, ni  haciendo  saber  la  sentencia  á  su  principal ,  debe 
pagar  á  este  los  daños  y  perjuicios  que  se  le  siguieren  por  ' 
su  omisión  ,  y  la  sentencia  quedará  firme  ;  pero  si  el  procu- 
rador careciese  de  bienes  para  la  indemnización ,  podrá  ape- 
lar entonces  el  principal  dentro  del  término  legal  contado 
desde  el  dia  en  que  supiere  la  sentencia;  ley  2 ,  lit.  23, 
Part.  3.  Véase  Procurador. 

8o.  Si  de  la  sentencia  dada  sobre  cosa  ó  negocio  pertene- 
ciente á  muchos  apelare  alguno  de  ellos  ,  y  obtuviese  la  re- 
vocación, aprovecha  la  victoria  á  todos  los  consocios  como  si 
todos  hubiesen  apelado  y  seguido  el  pleito  ;  escepto  en  el 
caso  de  servidumbre  de  usufructo  por  vida  ó  á  cierto  plazo, 
pues  entonces  la  apelación  es  útil  solamente  al  que  la  inter- 
puso y  no  á  los  otros,  por  ser  meramente  personal  el  dere- 
cho de  usufructo.  Si  la  revocación  de  la  sentencia  no  se 
verificare  en  virtud  de  apelación ,  sino  por  via  de  restitu- 
ción in  integrum  á  favor  de  alguno  de  los  comuneros  ó  so- 
cios que  fuese  menor,  solo  será  provechosa  al  menor  y  no 
á  los  demás  litisconsortes  ;  ley  5,  tít.  23,  Part.  3. 

No  puede  apelar  :  —  El  que  renunció  por  pacto  al  derecho 
de  apelación  ;  —  el  que  no  quiso  presentarse  á  oir  la  sen- 
tencia siendo  llamado  ;  —  el  convicto  y  confeso  ;  —  el  ladrón 

(i)  En  la  obra  de  Sala  se  advierte  la  oposición  de  esta  ley  5 
con  la  23  del  titulo  5  de  la  misma  Partida ,  por  la  que  se  ve  que 
el  poder  se  acaba  por  la  sentencia  de  primera  instancia,  de  la  que 
se  puede  apelar,  pero  no  seguir  la  apelación  sin  nuevo  poder  : 
Mas  non  pueden  seguir  la  alzada,  sin  otorgamiento  del  señor 
dul  pleylo. 


conocido ,  el  jefe  de  motin ,  el  raptor  ó  forzador  de  mujeres , 
el  falsificador  de  oro ,  plata ,  moneda  ó  sello  real ,  el  matador 
alevoso  ,  ni  el  delicuente  notorio  ;  pero  solo  de  las  sentencias 
en  que  hubieren  sido  condenados  como  tales  ;  —  y  final- 
mente ,  el  que  no  tiene  interés  en  la  causa  :  Non  soient  audiri 
appellanlcs  nisi  hi  quorum  interest.  Véase,  no  obstante,  lo 
dicho  sobre  estos  puntos  en  la  palabra  Apelable  y  en  el  nú- 
mero S°.  de  este  artículo. 

De  quien  y  3  quién  ha  de  apelarse. 

Llámase  juez  à  quo  el  juez  de  quien  se  apela ,  y  juez  ad 
quem  el  juez  á  quien  se  apela. 

Puede  apelarse  de  todo  juez  ordinario  ó  delegado;  pero  no 
de  los  tribunales  superiores ,  cuales  son  las  audiencias  y 
chancillerías,  ni  de  los  consejos  y  tribunales  supremos ,  pues 
como  estos  y  aquellos  representan  la  real  persona,  solo  se 
puede  suplicar  de  ellos  para  ante  ellos  mismos;  ley  17,  lit. 
23,  Part.  3;  y  Cur.  Filíp.,  p.  5,  g  i  ,  n.  2. 

La  apelación  debe  interponerse  del  juez  menor  al  mayor  ; 
y  no  á  cualquiera  mayor,  sino  al  inmediato  en  grado ,  de 
modo  que  no  se  puede  omitir  este  por  acudir  áotro  mas  alto, 
bien  que  siempre  se  puede  apelar  para  ante  el  rey  y  los  tri- 
bunales que  le  representan  ;  ley  18,  lit.  23,  Part.  3;  y  Cur. 
Filíp.,  p.  5,  §  1,  n.  8.  Si  alguno  apelare  por  error  á  juez 
superior  que  no  sea  el  inmediato,  ó  á  juez  igual  al  que  dio 
la  sentencia,  valdrá  la  apelación  ,  no  para  que  estos  puedan 
conocer  de  ella ,  sino  para  enviarla  á  otro  á  quien  pertenezca, 
lo  cual  suele  mandarse  con  esta  providencia  :  Acuda  osla 
parle  à  donde  corresponda.  Pero  si  apelase  á  juez  inferior  al 
que  sentenció  ó  al  de  otro  territorio  que  no  puede  juzgarle , 
seria  tan  inútil  la  apelación  como  si  no  se  hubiese  inter- 
puesto; dicha  ley  18. 

En  el  fuero  ordinario  de  los  jueces  de  primera  instancia 
debe  apelarse  á  la  audiencia  del  territorio,  así  en  las  causas 
civiles  como  en  las  criminales;  leyes  8  y  10,  til.  1,  lib.  ó , 
y  13,  tít.  20,  lib.  11,  Nov.  Recop.,  y  artículos  45,  kh,  U9,  oO, 
5 I  y  58  del  reglamento  de  26  de  setiembre  de  1855.  Véase  Au- 
diencia. Esceplúanse  las  demandas  civiles  de  menor  cuantía, 
esto  es,  las  que  no  pasan  de  cuarenta  mil  maravedís  en  la 
península  é  islas  adyacentes  y  del  cuadruplo  en  Ultramar  ; 
pues  de  estas  se  apela  para  ante  los  ayuntamientos  ,  según 
se  dirá  en  el  artículo  Apelación  al  Ayuntamiento. 

De  los  arbitros  y  arbitradores  puede  apelarse  al  juez  de 
primera  instancia  ó  á  la  audiencia  del  territorio  ;  ley  k  ,  lit. 
17,  lib.  11 ,  Nov.  Rec,  y  Cur.  Filíp.,  p.  5,  §  1,  n.  8.  Véase 
Arbitracion  ,  Arbitro  y  Arbitrado)'. 

De  los  juzgados  de  hacienda  y  caja  de  amortización  so 
habia  de  apelar  al  tribunal  supremo  de  hacienda  según  los 
decretos  de  3  de  mayo  de  1830,  y  2ft  de  marzo  da  lKjft.  Mas 
habiéndose  suprimido  este  supremo  tribunal ,  y  encargádosc 
sus  atribuciones  al  tribunal  supremo  de  España  é  Indias 
por  decreto  de  15  de  setiembre  de  1855 ,  se  ordena  en  el  re- 
glamento de  26  de  setiembre  del  propio  año  de  185b ,  art.  90, 
que  este  último  tribunal  conozca  en  apelación  ,  así  de  los 
asuntos  judiciales  de  la  real  hacienda  en  todo  el  reino,  según 
lo  que  determinen  las  leyes,  como  también  de  lodos  los 
negocios  contenciosos  de  la  real  caja  de  amortización.  En 
otro  decreto  de  27  de  noviembre  del  mismo  año  de  185Ü 
se  establece  que  las  causas  de  contrabando  y  fraude  se.  juz- 
guen en  primera  instancia  por  ahora  y  hasta  nueva  provi- 
dencia ,  por  los  intendentes  y  subdelegados ,  con  apelación 
á  las  audiencias  territoriales  en  donde  deberán  fenecer. 
Véase  Fuero  de  Hacienda. 

El  tribunal  supremo  de  guerra  y  marina  cunoce ,  en  grado 
do  apelación,  de  los  procesos  militares  con  arreglo  á  las  leyos 
y  ordenanzas,  y  de  todos  los  negocios  contenciosos  del  inoro 
de  guerra  y  marina  y  de  extranjería,  según  decretos  de  -'t 
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de  marzo  de  1834,  y  31  de  julio  de  1835.  —Véase  Fuero 
de  guerra,  Fuero  de  marina,  y  Tribunal  supremo  de  guerra 
y  marina. 

De  los  tribunales  ó  juzgados  de  comercio  debe  apelarse  á 
las  audiencias  en  cuyo  territorio  se  hallen.  Véase  Apelación 
en  asuntos  de  comercio. 

En  el  fuero  eclesiástico,  de  los  vicarios  foráneos  y  dele- 
gados ,  de  los  prelados  inferiores  y  demás  oficiales  depen- 
dientes del  obispo ,  se  debe  apelar  al  mismo  obispo ,  quien 
conoce  de  los  negocios  judiciales  por  medio  de  su  provisor 
ó  vicario  general  :  del  obispo  se  apela  al  arzobispo  metro- 
politano; y  del  metropolitano  al  tribunal  de  la  Rota  de  la 
nunciatura  :  del  patriarca  ó  primado  al  papa  ó  su  nuncio  ó 
legado;  leyes  10, 11  y  Ib,  lîl.  b,  Part.  1  ;  Cur.  Filip.,p.  b, 
|  1 ,  ns.  4  y  b ,  Breve  de  Clemente  XIV  de  26  de  marzo  de 
1771 .  —  Véase  Fuero  eclesicistico  y  Rola. 

En  el  fuero  eclesiástico  se  puede  apelar  gradualmente  de 
un  tribunal  á  otro  hasta  que  haya  tres  sentencias  entera- 
mente conformes  ,  según  se  halla  establecido  por  el  derecho 
canónico  ;  mas  en  el  fuero  secular  solo  dos  veces  puede 
apelarse.  «  Dos  veces,  dice  la  ley  2b ,  tít.  23,  Part.  5,  se 
puede  home  alzar  de  un  mismo  juicio  que  sea  dado  contra 
él  en  razón  de  alguna  cosa  ó  de  algún  fecho  :  mas  si  después 
fueren  confirmados  estos  dos  juicios  por  el  judgador  del  al- 
zada ,  non  se  puede  alzar  la  tercera  vegada  la  parte  contra 
quien  fué  dada  la  sentencia;  ca  tenemos  que  el  pleyto  que  es 
judgado  et  esmerado  por  tres  sentencias,  es  derecho,  et  que 
gravé  cosa  serie  haber  home  á  esperar  sobre  una  mesma 
cosa  ia  cuarta  sentencia.  Mas  si  por  aventura  el  juez  de  la 
alzada  revocase  los  dos  juicios  primeros  diciendo  que  non 
fueran  dados  derechamente,  entonce  bien  se  puede  alzar  la 
parte  contra  quien  revocase  los  juicios.  »  La  misma  dispo- 
sición se  contiene  en  la  ley  2  ,  tít.  21 ,  lib.  H  ,  Nov.  Rec. 

Finalmente ,  en  los  pleitos  relativos  á  la  real  casa,  capilla, 
cámara ,  caballerizas,  patrimonio,  sitios  ,  bosques,  palacios, 
alcázares  é  individuos  que  gozan  este  fuero ,  ya  sean  pro- 
movidos por  los  procuradores  ó  agentes  patrimoniales,  ó  ya 
á  instancia  de  otros  sugetos  ó  corporaciones  contra  aquellos, 
no  deben  admitir  los  juzgados  de  primera  instancia ,  de 
cualquiera  clase  que  sean,  recurso  alguno  de  queja,  apela- 
ción ó  agravio ,  sino  para  la  junta  suprema  patrimonial  de 
apelaciones;  decreto  de  9  agosto  de  ISlb.VéaseFitero  de  casa 
real,  y  Junta  suprema  patrimonial. 

De  qué  sentencias  puede  apelarse. 

En  la  palabra  Apelable  se  ha  tratado  ya  cuáles  son  las  sen- 
tencias de  que  puede  ó  no  puede  interponerse  apelación. 
Añadiremos  ahora  que  en  las  causas  civiles,  el  eme  obtuviere 
sentencia  favorable  en  unos  puntos  y  adversa  en  otros , 
puede  apelar  de  ella  en  la  parte  que  le  es  perjudicial,  y  de- 
jarla en  la -favorable  que  quedará  firme  y  ejecutoriada. 
También  en  las  causas  criminales  puede  el  reo  condenado 
por  diversos  delitos  apelar  de  la  sentencia  en  cuanto  á  unos 
y  no  en  cuanto  á  otros  :  con  la  diferencia  de  eme  si  apeló 
solo  de  la  pena  mayor,  no  ha  de  ejecutarse  la  menor  hasta 
que  aquella  se  determine  en  el  grado  de  apelación  ;  y  si  apeló 
solamente  de  la  pena  menor,  se  ha  de  proceder  desde  luego 
á  la  ejecución  de  la  mayor.  Esta  disposición  de  la  ley  14, 
tít.  25 ,  Part.  5 ,  da  lugar  á  varias  cuestiones  sobre  la  ejecu- 
ción de  las  penas;  pero  su  desarrollo  no  es  de  este  lugar. 

Término  para  apelar. 

La  ley  22 ,  tít.  23 ,  Part.  3 ,  concedía  diez  dias  para  apelar; 
pero  la  ley  1 ,  tít.  20,  lib.  11 ,  Nov.  Rec,  los  limitó  á  cinco , 
incluso  el  de  la  notificación  de  la  sentencia  ;  bien  que  en  la 
práctica  no  se  cuenta  este  dia.  El  reglamento  de  26  de  se- 


tiembre de  183b  ha  confirmado  esta  práctica,  pues  hablando 
en  su  art.  42  de  la  apelación  al  ayuntamiento,  dice  que  debe 
interponerse  dentro  del  preciso  término  de  los  cinco  dias 
siguientes  al  de  la  notificación  de  la  sentencia;  pero  hablando 
despues  en  su  art.  bl  ,  disposición  14 ,  de  las  causas  sobre 
delitos  livianos  á  que  por  la  ley  no  se  imponga  pena  cor- 
poral ,  quiere  que  las  sentencias  que  recaigan  en  ellas  causen 
ejecutoria  y  se  lleven  á  debido  efecto  si  las  partes  no  apela- 
ren dentro  de  los  dos  dias  siguientes  al  de  la  notificación. 

Los  dias  designados  para  apelar  son  dias  continuos,  no 
dias  útiles  ;  y  así  deben  contarse  los  feriados;  ley  24,  lit.  23, 
Part.  3;  y  según  Gregorio  López,  corren  de  momento  á 
momento  ;  glos.  b  de  la  ley  22,  lit.  23,  Part.  3. 

Este  término  es  fatal  y  perentorio  ;  de  modo  que  si  los  in- 
teresados le  dejaren  pasar  sin  interponer  la  apelación ,  ya  no 
deben  ser  oidos ,  y  la  sentencia  queda  firme  y  pasada  en  au- 
toridad de  cosa  juzgada;  ley  24,  lit.  23,  Part.  3,  y  ley  1, 
Ut.  20,  lib.  H,  Nov.  Rec. 

Pero  no  corre  el  término  para  el  menor  sino  pasados  cuatro 
años  después  de  haber  salido  de  la  menoría  ;  es  decir,  cuando 
cumple  la  edad  de  veinte  y  nueve  años  ;  pues  hasta  entonces 
puede  apelar,  aun  sin  probar  lesión ,  por  el  beneficio  que 
goza  de  la  restitución  in  inlegrum ,  como  resulta  de  las 
leyes  1 ,  2  y  5,  tít.  2b,  Part.  3 ,  y  leyes  8  y  9,  tít.  19,  Part.  6, 
esplicadas  por  Gregorio  López. 

No  corre  tampoco  para  el  fisco ,  para  las  iglesias  ni  para 
los  concejos  sino  cuatro  años  después  de  la  notificación  de  la 
sentencia  ,  pues  gozan  igualmente  del  beneficio  de  la  resti- 
tución ,  como  los  menores  ;  y  aun  habiendo  lesión  enorme 
que  ascienda  á  mas  de  la  mitad  del  justo  precio ,  podrán 
apelar  dentro  de  treinta  años  ;  ley  10,  tít.  19,  Part.  6;  y  Cur. 
Filip-,  p.  b,  §  1,  n.  16. 

No  corre  finalmente  para  el  que  se  hallare  ausente  en  ser- 
vicio del  Estado  ,  en  romería ,  estudios ,  cautiverio  ó  des- 
tierro ,  ni  para  el  que  estuviere  preso  por  delito  que  hubiese 
cometido  ,  ni  para  el  que  se  viere  detenido  por  engaño  ó 
fuerza  ,  ó  por  grandes  nieves  ,  crecientes  de  rios ,  ladrones , 
enemigos  ,  enfermedad ,  ú  otro  accidente  semejante ,  sino 
desde  que  cese  la  ausencia  ó  el  impedimento  ;  leyes  10,  11 
y  12,  tít.  23,  Part.  3. 

Mas  aunque  así  lo  suelen  sentar  los  autores  con  referencia 
á  estas  tres  leyes ,  es  preciso  examinarlas  bien  para  no  in- 
currir en  equivocaciones.  Según  la  ley  10  ,  si  el  ausente  en 
servicio  del  rey  ó  del  pueblo  ó  en  cautiverio  dejó  procurador, 
y  este  no  le  defendió  con  el  interés  y  celo  que  debia  ó  no 
apeló  de  la  sentencia  dada  contra  él ,  podrá  apelar  el  ausente 
dentro  del  término  legal  contado  desde  que  tornare  á  su  casa 
y  lo  supiere  ;  pero  si  no  dejó  procurador ,  no  le  perjudicará 
la  sentencia ,  y  podrá  pedir  al  juez  por  via  de  restitución 
que  reponga  el  pleito  en  el  estado  que  tenia  al  tiempo  de 
ausentarse.  Gregorio  López  advierte ,  que  si  al  tiempo  de 
ausentarse  estaba  ya  comenzado  el  pleito  ,  y  á  pesar  de  eso 
no  dejó  procurador,  no  podria  ya  valerse  del  beneficio  de  la 
restitución. 

Según  la  ley  11,  el  que  después  de  contestado  el  pleito  se 
ausentare  á  romería  ó  escuela  dejando  procurador  que  le 
defienda  con  celo ,  no  podrá  cuando  regrese  apelar  de  la 
sentencia  de  que  se  estime  agraviado  :  mas  si  el  procurador 
muriere  antes  de  la  sentencia ,  podrá  pedir  el  principal  den- 
tro del  término  legal  contado  desde  su  vuelta  y  noticia  que 
se  restituya  el  pleito  al  estado  que  tenia  antes  de  su  ausencia  ; 
y  lo  mismo  podrá  pedir  si  al  ausentarse  dejó  de  nombrar 
procurador  por  no  haber  encontrado  persona  idónea ,  con 
tal  que  jure  que  no  obró  maliciosamente.  Otro  tanto  debe 
decirse  del  que  fuese  desterrado  ó  puesto  en  prisión  por  de- 
lito que  hubiese  cometido.  —  Gregorio  López  observa  ,  que 
en  esta  ley  solo  se  habla  del  caso  de  haberse  verificado  la 
ausencia  después  de  la  contestación  del  pleito ,  y  entiende 
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por  consiguiente  que  si  se  hubiese  verificado  antes,  tendrá 
derecho  el  ausente  á  pedir  la  restitución ,  aunque  hubiese 
podido  dejar  procurador  y  no  le  hubiese  dejado. 

La  ley  12  dice  que  si  el  ausente  citado  para  oir  la  senten- 
cia no  pudo  presentarse  por  razón  de  fuerza  ó  engaño  de  su 
adversario ,  tiene  derecho  á  pedir  la  restitución  del  pleito  al 
estado  anterior  á  ella  :  que  si  el  engaño  ó  la  fuerza  no  pro- 
vino de  su  adversario  sino  de  un  tercero ,  podrá  apelar  de  la 
sentencia  dentro  del  término  legal  desde  que  la  supiere , 
pero  no  pedir  la,  reposición  del  proceso  ;  y  que  lo  mismo 
Será  si  la  detención  ó  impedimento  hubiese  sido  efecto  de 
nieves ,  inundación  ,  ladrones,  enemigos,  enfermedad  ú  otro 
caso  fortuito.  —  La  ley  se  esplica  en  tales  términos ,  que  da 
motivo  para  dudar  si  lo  que  quiere  decir  es  que  en  la  hipó- 
tesis de  impedimento  por  caso  fortuito  habrá  lugar  á  la  ape- 
lación como  en  la  hipótesis  de  impedimento  por  fuerza  ó 
engaño  de  un  tercero,  ó  bien  á  la  restitución  como  en  la  hi- 
pótesis de  impedimento  causado  por  el  adversario.  Gregorio 
López  se  contradice  abiertamente  ;  pues  en  el  compendio 
que  hace  de  la  ley  está  por  la  apelación,  y  luego  en  la  glo- 
sa >ft  establece  la  restitución.  Si  se  atiende  al  contesto  de  la 
ley,  al  orden  con  que  están  enlazadas  sus  disposiciones ,  y  á 
la  razón  en  que  pueden  considerarse  apoyadas  ,  parece  que 
la  preferencia  debe  darse  á  la  apelación. 

En  el  fuero  eclesiástico  se  conceden  diez  dias  para  inter- 
poner la  apelación  (1). 

De  la  sentencia  de  los  arbitros  se  puede  apelar  en  el  tér- 
mino de  diez  dias  (2).  Véase  Arbilracion. 

En  las  causas  criminales  ,  aunque  el  término  para  apelar 
es  el  mismo  que  en  las  civiles ,  dice  Febrero  citando  á  Her- 
rera ,  que  dejándose  inapelada  la  sentencia  ante  el  juez  que 
la  dio ,  puede  el  agraviado  después  de  pasado  el  término  de 
la  apelación  entablarla  ante  el  superior  mediante  testimonio 
de  la  sentencia  y  aun  sin  él  ;  con  la  diferencia  de  que  si  se 
presenta  con  testimonio ,  se  le  da  despacho  de  emplazamiento 
y  compulsorio  ;  y  si  se  presenta  sin  él,  se  le  da  únicamente  el 
compulsorio,  ó  la  orden  de  que  se  lleven  los  autos  para  en  su 
vista  mandar  emplazar  á  las  partes. 

Ante  quién  se  ha  de  interponer  la  apelación. 

La  apelación  debe  interponerse  ante  el  juez  à  quo ,  esto  es, 
ante  el  juez  que  dio  la  sentencia  de  que  el  apelante  se  siente 
agraviado  ;  ley  22,  tít.  25,  Part.  3.  La  razón  es  que  si  se  inter- 
pusiese ante  otra  persona,  podria  suceder  que  el  juez  à  quo, 
ignorando  la  apelación ,  siguiese  adelante  en  la  causa  y  eje- 
cutase la  sentencia  ,  de  cuya  suspension  y  rescision  se  trata 
principalmente  por  este  medio. 

En  caso  de  que  el  juez  ¿i  quo  se  hallare  ausente  ó  impe- 
dido ,  ó  de  que  el  apelante  recelare  de  él  alguna  tropelía 
ó  mal  tratamiento  porque  no  se  conforma  con  su  sentencia, 
podrá  interponerse  la  apelación  ante  hombres  buenos,  pro- 
testando que  no  se  interpone  ante  el  juez  por  temor  ;  ley  22 , 
tít.  23,  Part.  3.  La  Curia  Filípica  añade,  part.  S,  §  1, 
n.  17 ,  que  en  este  caso  puede  apelarse  también  ante  el 
escribano. 


(1)  Inocencio  III  en  los  cap.  5  y  15  de  sentent,  et  de  re  judie. 
—  En  España  los  tribunales  eclesiásticos  solo  deben  admitir  las 
apelaciones  interpuestas  dentro  de  cinco  dias,  contados  desde 
que  se  notifica  la  sentencia  ,  arreglándose  á  lo  que  previenen 
las  leyes  I  y  2,  tít.  20 ,  lib.  41 ,  Nov.  ttee.  Y  en  cuanto  á  la  re- 
misión de  los  autos  originales  á  sus  respectivos  superiores  en  los 
casos  de  apelación  y  demás  recursos,  deben  uniformarse  á  la  prác- 
tica y  leyes  que  observan  los  civiles,  y  de  consiguiente  á  lo  dis- 
puesto en  el  Reglamento  provisional  para  la  administración  de 
justicia. 

(2)  Leyes  23  y  55,  tít.  '*,  Part.  5, 


Mas  si  por  miedo  justo  al  juez  à  quo  ó  á  otra  persona  no 
se  atreviere  el  agraviado  á  interponer  apelación  ante  el  mis- 
mo ni  ante  hombres  buenos ,  podrá  interponerla  ante  el  juez 
ó  tribunal  superior,  quien  deberá  oirle  como  si  hubiese  ape- 
lado en  forma ,  con  tal  que  pruebe  los  motivos  de  su  miedo  ; 
ley  27,  lit.  23 ,  Part.  3. 

También  es  práctica  en  las  Audiencias  introducir  desde 
luego  en  ellas  el  recurso  de  apelación  de  las  sentencias  dn 
los  jueces  de  primera  instancia  del  mismo  pueblo  donde 
aquellas  residen  ,  sin  hacer  la  interposición  ante  estos  ;  pero 
esta  apelación ,  que  se  llama  de  hecho ,  no  puede  ya  soste- 
nerse con  el  reglamento  de  26  de  setiembre  de  185b ,  el  cual 
previene  que  la  apelación  haya  de  admitirse  por  el  juez  de 
primera  instancia ,  art.  SO, 

Como  se  ha  de  interponer  la  apelación. 

Puede  apelarse  de  dos  modos ,  á  saber,  verbalmente  ó  por 
escrito.  La  apelación  verbal  debe  hacerse  en  el  acto  de  no- 
tificarse la  sentencia  ante  escribano  ,  bastando  decir  Apelo  ó 
cualesquiera  otras  palabras  equivalentes  que  manifiesten  la 
voluntad  de  recurrir  contra  la  sentencia,  sin  necesidad  de 
espresar  á  quién  ni  por  qué  razón  (3)  ;  pero  si  pasare  algún 
intervalo ,  es  preciso  hacerla  por  escrito ,  diciendo  en  qué 
causa,  de  qué  sentencia,  contra  quién,  para  ante  qué  juez 
ó  tribunal,  y  pidiendo  el  testimonio  de  los  autos;  ley  22, 
til.  23  ,  Part.  5.  Esta  ley  indica  también  que  basta  que  el 
apelante  se  tenga  por  agraviado  ,  sin  que  sea  necesario  es- 
presar la  causa  del  agravio. 

El  apelante  debe  usar  de  moderación  y  decoro  en  sus  es- 
presiones ,  teniendo  cuidado  de  no  denostar  al  juez  ni  de- 
cirle que  juzgó  mal,  bajo  la  pena  correspondiente  á  la  injuria 
y  ademas  la  multa  de  diez  maravedís  por  la  osadía  para  el 
injuriado;  ley  9,  lit.  lo,  lib,  2,  Fuero  Real;  ley  26,  tú.  25  , 
Part.  3;  ley  24,  lit.  20 ,  lib.  11 ,  Nov.  Iicc. 

Efectos  de  la  apelación. 

El  juez  debe  admitir  todas  las  apelaciones  que  se  interpu- 
sieren ante  él ,  á  no  ser  de  sentencias  ó  autos  inapelables  , 
bajo  la  pena  de  treinta  mil  maravedís  para  el  fisco,  salvo  en 
los  pleitos  sobre  rentas  reales  ;  y  así  como  el  apelante  debe 
tratar  al  juez  con  el  decoro  que  corresponde  á  su  clase, 
así  también  el  juez  ha  de  abstenerse  de  injuria''  y  maltratar 
al  apelante,  bajo  la  pena  de  injuria  y  de  diez  maravedís; 
ley  9,  tít.  15,  Ub.  2,  Fuero  Real;  ley  26,  lit.  25  ,  Part.  5; 
y  ley  2ft',  lit.  20,  lib.  H,  Nos.  Rec. 

La  apelación  legítimamente  interpuesta  suspende  la  juris- 
dicción del  juez  de  primera  instancia  ,  y  devuelve  ó  transfiere 
la  causa  al  juez  ó  tribunal  superior;  y  por  eso  se  dice  que 
tiene  dos  efectos,  efecto  suspéii&vo  y  efecto  devolutivo.  De 
aquí  es  que  pendiente  la  apelación  nada  puede  hacer  de 
nuevo  en  la  causa  el  juez  de  primera  instancia  :  «  Tenemos 
por  bien  et  mandamos,  dice  la  ley  26,  tít.  23,  Part.  3,  que 
mientra  que  el  pleyto  andodicre  ante  el  judgador  del  ahada, 
que  el  otro  juez  de  quien  se  alzaron  non  faga  ninguna  cosa 
de  nuevo  en  el  pleyto  nin  en  aquello  sobre  que  fué  dado  el 
juicio.  »  Todo  lo  que  en  contravención  á  esta  ley  hiciere  el 
juez  inferior  en  la  causa,  se  llama  alentado,  y  debe  revocar- 
se por  el  mismo  juez  ó  por  el  superior;  Cur.  Fitip.,  parí,  o, 
§  1 ,  n.  20.  Hay  sin  embargo  algunos  casos  en  que  no  se 
suspende  por  la  apelación  la  ejecución  de  la  sentencia;  y  en- 

(3)  La  legislación  de  la  república  de  Veiuiezela  también  per- 
mite que  se  interponga  la  apelación  de  palabra;  pero  en  este  caso 
exige  que  se  haga  constar  esto  por  medio  de  diligencia  ,  la  cual 
debe  firmar  el  apelante,  ú  otro  por  él ,  si  no  supiere  :  orí.  '• ,  Ici 
única)  tít.  5.  Cód.  de  proced.jud,  de  19  ríe  mayo  de  1S3C. 


AP 


185  — 


AP 


tónces  se  dice  que  la  apelación  liene  efecto  devolutivo ,  pero 
no  suspensivo.  Así  sucede  en  las  causas  sobre  alimentos,  cuan- 
do el  que  los  ha  de  recibir  no  tiene  otros  medios  para  man- 
tenerse; en  las  dé  provision,  institución,  colación  y  resi- 
dencia de  beneficios  curados ,  por  no  tener  á  los  fieles 
privados  de  pastor  que  les  administre  los  alimentos  espiri- 
tuales; en  las  de  salarios  de  sirvientes,  oficiales  ó  jornale- 
ros :  en  las  de  cosas  que  no  pueden  guardarse  sin  que  se 
pierdan  ;  y  generalmente  en  las  causas  que  no  sufren  dila- 
ción ,  y  en  las  que  se  tratan  en  juicios  sumarios ,  como  por 
ejemplo  el  ejecutivo.  Véase  Efecto  devolutivo  y  Efecto  sus- 
pensivo. En  los  juicios  sumarísimos  de  posesión  será  siempre 
ejecutiva  la  sentencia  del  juez  de  primera  instancia  ,  sin 
embargo  de  apelación ,  la  cual  no  se  admitirá  sino  solo  en 
el  efecto  devolutivo;  decreto  de  26  de  setiembre  de  1835. 

El  juez  pues  por  regla  general  debe  admitir  las  apelacio- 
nes en  ambos  efectos,  esto  es,  en  el  devolutivo  y  en  el  sus- 
pensivo; y  no  debe  admitirlas  solo  en  el  devolutivo  sino 
cuando  así  lo  exija  la  naturaleza  de  la  causa.  En  caso  de 
duda ,  especialmente  en  las  causas  criminales ,  mas  bien 
d¿be  propender  el  juez  á  conceder  la  apelación  en  ambos 
efectos  que  á  denegarla  ;  pues  es  menos  malo  dilatar  algunos 
diasla  ejecución  de  la  sentencia,  que  no  esponerse  al  peli- 
gro de  causar  injustamente  daños  irreparables;  Cur.Filíp., 
part.  3,  |  17,  n.  5. 

Suelen  los  jueces  admitir  la  apelación  de  cuatro  modos  : 
Io.  diciendo  espresamenle  que  la  admiten  en  ambos  efectos, 
devolutivo  y  suspensivo  :  2o.  diciendo  que  la  admiten,  sin 
espresar  en  qué  efectos  ,  ni  poner  limitación  :  3o.  diciendo 
que  la  admiten  en  cuanto  ha  lugar  en  derecho  :  k°.  diciendo 
que  la  admiten  solamente  en  el  efecto  devolutivo  y  no  en  el 
suspensivo. 

En  el  primer  caso,  esto  es,  cuando  dice  el  juez  que  ad- 
mite la  apelación  en  ambos  efectos,  se  liga  las  manos  para 
proceder  en  la  causa  y  no  puede  ya  ejecutar  la  sentencia , 
aunque  la  causa  sea  de  aquellas  que  no  sufren  apelación  en 
el  efecto  suspensivo;  pues  si  la  parte  contraria  pretende  que 
la  sentencia  dada  á  su  favor  es  ejecutiva,  puede  alegarlo  en  el 
tribunal  superior  donde  debe  ventilarse  y  decidirse  este 
articulo  previo  por  los  mismos  hechos  ,  calidad  y  naturaleza 
del  proceso  :  Ant.  Gómez,  tom.  3,  Var.,  cap.  13,  n.  52; 
Cur.  Fillp.,  part.  5,  §  17 ,  n.  12  ;  Febr.  Nov.,  loin,  h  ,  pág. 
232,3'íüm.  i,pá(j.  10. 

En  el  segundo  caso,  esto  es,  cuando  dice  eljuezlisay 
llanamente  ,  que  admite  la  apelación  ,  sin  espresar  en  qué 
efectos ,  se  entiende  que  la  admite  en  ambos ,  porque  la 
apelación  surte  por  regla  general  los  dos  efectos ,  según  la 
citada  ley  26 ,  lit.  23 ,  Part.  3  ,  y  no  debe  suponerse  limita- 
da al  uno  de  ellos  sino  cuando  así  se  esprese. 

En  el  tercer  caso,  esto  "es,  cuando  dice  el  juez  que  admite 
la  apelación  en  cuanto  ha  lugar  en  derecho,  dudan  los  auto- 
res y  se  dividen  en  diferentes  opiniones  sobre  sus  conse- 
cuencias, porque  puede  suceder  que  la  causa  sea  de  tal 
naturaleza  que  escluya  toda  apelación  ,  ó  que  solamente  la 
sufra  en  el  efecto  devolutivo  ,  ó  que  sea  susceptible  de  ella 
en  los  dos; de  manera  que  admitir  la  apelación  en  cuanto  ha 
lugar  en  derecho ,  equivale  á  desecharla  ó  admitirla  según 
que  la  ley  la  apruebe  ó  la  resista  ,  es  una  fórmula  vaga  que 
arguye  incertidumbre  en  el  juez,  y  da  lugar  á  disputas  entre 
los  litigantes.  Sin  embargo,  la  práctica  de  los  tribunales 
nos  enseña  que  la  apelación  admitida  con  la  cláusula  en 
cuanto  ha  lugar  en  derecho  ,  se  considera  admitida  en  am- 
bos efectos ,  porque  esta  cláusula  no  restringe  la  regla 
"  general  que  el  derecho  establece  dando  á  la  apelación  la 
virtud  de  suspender  los  procedimientos  del  juez  à  quo.  Pero 
si  la  parte  á  cuyo  favor  se  dio  la  sentencia  ,  reclamare  con- 
tra la  apelación  ,  alegando  que  debe  ceñirse  al  efecto  devo- 
lutivo ,  debe  el  juez  con  audiencia  instructiva  de  los  intere- 


sados hacer  la  declaración  que  corresponda;  y  esta  decla- 
ración se  retrotrae  al  tiempo  de  la  admisión. 

En  el  cuarto  caso,  esto  es,  cuando  dice  el  juez  que  admite 
la  apelación  en  el  efecto  devolutivo  y  no  en  el  suspensivo, 
puede  el  apelante,  si  cree  que  corresponde  admitirla  en 
ambos  efectos,  acudir  en  queja  con  el  testimonio  competente 
al  tribunal  superior  ,  el  cual  manda  espedir  despacho  para 
recogerlos  autos,  y  en  vista  de  ellos  y  de  lo  alegado  por  la 
parte  interesada  ordena  que  el  juez  inferior  admita  la  apela- 
ción en  ambos  efectos ,  ó  declara  que  no  ha  lugar  al  recurso. 
Lo  mismo  se  practica  en  el  caso  de  que  el  juez  deniegue  ab- 
solutamente la  apelación.  El  término  para  acudir  en  queja 
al  tribunal  superior  es  precisamente  el  mismo  que  está  pres- 
crito para  presentarse  en  grado  de  apelación;  ley  3,  til.  20, 
lib.  11,  Nov.  Rec. 

No  solamente  en  los  tribunales  civiles  sino  también  en  los 
eclesiásticos  se  ha  de  observar  la  regla  general  de  admitir 
las  apelaciones  en  ambos  efectos,  como  se  halla  establecido 
en  real  orden  de  10  de  abril  de  1856,  concebida  en  los  tér- 
minos siguientes  : 

«  Hallándose  sujeta  la  jurisdicción  eclesiástica  en  el  orden 
de  sustanciar  los  procesos  á  las  leyes  dictadas  por  la  autori- 
dad real  á  la  cual  es  inherente  el  derecho  de  protección  para 
con  todos  sus  subditos  en  los  juicios  eclesiásticos ,  y  no  sien- 
do justo  tolerar  en  ellos  prácticas  que  perjudican  á  la  buena 
administración  de  justicia,  se  ha  servido  resolver  S.  M.  la 
reina  gobernadora,  de  conformidad  con  el  parecer  del  tri- 
bunal supremo  de  España  é  Indias ,  que  los  tribunales  ecle- 
siásticos inferiores,  en  los  juicios  ordinarios,  admitan  las 
apelaciones  en  ambos  efectos ,  conforme  á  lo  dispuesto  en  las 
leyes  civiles  ,  arreglándose  en  lo  demás  á  lo  que  estas  pre- 
vienen, prescindiendo  de  cualquier  costumbre  contraria.  Al 
mismo  tiempo  se  ha  servido  mandar  S.  M.  que  se  recuerdo 
á  los  tribunales  eclesiásticos  el  mas  puntual  y  exacto  cumpli- 
miento de  la  real  orden  circulada  en  Ib  de  febrero  del  año 
anterior,  mandándoles  uniformarse  á  la  práctica  y  leyes  que 
observan  los  civiles  en  cuanto  á  la  remisión  de  los  autos 
originales  á  sus  respectivos  superiores  en  los  casos  de  apela- 
ción y  demás  recursos.  » 

ORDEN  DE  LOS  PROCEDIMIENTOS  EN  LA  APELACIÓN. 

En  los  procedimientos  de  la  apelación  debe  considerarse 
la  interposición,  la  mejora  ,  el  juicio  apelatorio  y  la  renuncia 
ó  deserción. 

Interposición  de  la  apelación. 

Interponer  apelación  no  es  otra  cosa  que  manifestar  el 
litig&rite  al  juez  inferior  su  voluntad  de  recurrir  al  supe',  ior 
para  que  reforme  la  sentencia.  Se  hace  esta  manifestación  ó 
verbalmenle  ó  por  escrito ,  según  se  ha  indicado  mas  arriba. 
Cuando  se  hace  por  escrito  ,  presenta  el  agraviado  al  juez 
inferior  dentro  del  término  legal  un  pedimento  en  que  espone 
que  siéndole  gravosa  la  sentencia  que  ha  dado ,  apela  de  ella 
para  ante  la  audiencia  del  territorio  etc.,  ó  para  ante  quien 
con  derecho  pueda  y  deba ,  salvo  el  recurso  de  nulidad  ü 
otro  competente ,  y  que  por  tanto  suplica  le  admita  la  apela- 
ción libremente  y  en  ambos  efectos ,  sirviéndose  mandar  que 
se  le  dé  el  correspondiente  testimonio  de  ella  y  su  otorga- 
miento con  término  para  mejorarla. 

Eii  su  vista  el  juez  inferior  admite  la  apelación  en  uno  ó 
en  ambos  efectos ,  cuando  según  la  naturaleza  de  la  causa 
se  presentare  admisible;  y  en  caso  de  duda,  puede  mandar 
que  se  notifique  el  pedimento  á  la  otra  parte;  y  después  do 
oirías  instructivamente  alas  dos,  declara  la  admisión  en  los 
términos  que  corresponda. 

En  el  mismo  auto  en  que  se  admite  la  apelación ,  manda 
el  juez  dar  ai  apelante  el  testimonio  que  pide,  v  le  srëala  el 
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término  que  le  parezca  conveniente  para  que  se  presente  en 
grado  de  apelación  al  juez  ó  tribunal  superior  :  mas  no  ha- 
biéndolo señalado ,  tiene  el  apelante  tres  dias ,  si  el  tribunal 
superior  resideen  el  mismo  pueblo  que  el  juez  inferior;  nueve 
si  está  fuera ,  pero  en  la  cabeza  del  partido  ;  quince  si  estu- 
viere de  puertos  aquende  ;  y  cuarenta  si  residiere  de  puertos 
allende;  ley  3,  til.  20,  lib.  11,  Nov.  Rec.  Estos  dias  son  con- 
tinuos, debiendo  por  consiguiente  incluirse  los  feriados  (1), 
ley  2?t,  lit.  23 ,  Part.  3;  se  cuentan  desde  el  dia  del  otorga- 
miento de  la  apelación,  y  no  corren  contra  el  que  tuviere 
y  probare  legítimo  impedimento  hasta  su  remoción  ,  ley  3, 
lit.  20,  líbí'i'l,  Nov.  Rec. 

El  testimonio  debe  firmarse  y  sellarse ,  y  contener  la  de- 
manda, la  reconvención  si  la  hubiere,  la  contestación,  la 
sentencia ,  la  interposición  de  apelación  y  el  auto  de  su  ad- 
misión ,  con  espresion  de  si  la  causa  es  civil  ó  criminal ,  y 
de  si  en  este  caso  está  el  reo  preso  ó  no ,  bajo  la  pena  de  dos 
meses  de  suspension  de  oficio  al  escribano  que  no  lo  esten- 
diere  en  debida  forma  ;  ley  26,  lit.  23,  Part.  3;  leyes  17  y 
18,  tít.  20,  lib.  II,  Nov.  Rec. 

El  testimonio  debe  darse  al  apelante  dentro  del  término  de 
tres  dias  después  de  la  apelación ,  bajo  la  pena  de  pagarle  el 
juez  los  daños  y  costas  que  por  la  retardación  se  le  ocasio- 
naren ;  ley  26 ,  lit.  23 ,  Part.  3.  Si  por  causa  del  juez  ó  del 
escribano  se  dilatare  la  entrega  del  testimonio ,  puede  el  ape- 
lante acudir  en  queja  al  tribunal  superior,  quien  mediante 
provision  ordena  al  juez  inferior  que  se  lo  mande  dar,  y  al 
escribano  que  se  lo  dé  dentro  de  un  breve  término  que  se  le 
señala,  con  apercibimiento.  Si  á  pesar  de  esta  provision  no 
se  diere  el  testimonio  en  el  término  señalado,  manda  el  tri- 
bunal superior,  á  instancia  del  apelante ,  librar  sobrecarta  ó 
nuevo  despacho  á  costa  del  juez  ó  escribano  que  haya  cau- 
sado la  dilación. 

Es  de  observar  aquí  que,  según  el  reglamento  provisional 
de  26  de  setiembre  de  1835,  no  es  ya  necesario  el  testimonio 
de  la  causa  para  mejorar  la  apelación,  como  luego  veremos. 

Si  el  juez  hubiere  denegado  la  apelación ,  puede  el  ape- 
lante introducir  el  recurso  de  queja  en  el  tribunal  superior 
dentro  del  término  que  la  ley  designa  para  presentarse  en 
grado  de  apelación,  acompañando  testimonio  que  contenga 
ana  relación  del  objeto  y  naturaleza  del  pleito,  la  sentencia 
apelada  ,  la  diligencia  de  notificación  ,  el  pedimento  de  ape- 
lación con  espresion  del  dia  en  que  se  presentó  ,  y  el  auto 
de  su  denegación,  ó  pidiendo  al  tribunal  en  caso  de  habér- 
sele negado  el  testimonio  que  mande  al  juez  inferior  facili- 
társelo ó  informar  con  justificación.  El  tribunal  superior  en 
vista  de  todo  debe  citar  al  apelado  con  señalamiento  de  un 
h\'&ve  término  para  que  comparezca  ;  y  después  de  haberle 
oido  sobre  este  asunto  ,  ó  en  su  rebeldía  si  no  compareciese , 
declara  haber  ó  no  haber  lugar  al  recurso  de  queja,  y  manda 
en  el  primer  caso  que  el  juez  admita  la  apelación  y  remita 
los  autos. 

Mejora  de  la  apelación. 

Mejorar  la  apelación  es  presentar  ó  introducir  en  el  tribu- 
nal superior  el  recurso  de  apelación.  Armado  el  apelante  del 
testimonio  que  mas  arriba  se  ha  indicado ,  acude  por  sí  ó 
por  apoderado  al  tribunal  superior  dentro  del  plazo  prescrito 
por  el  inferior  ó  del  término  legal,  con  un  pedimento  en  que 
después  de  esponer  que  ante  el  juez  de  primera  instancia  de 
tal  pueblo  siguió  pleito  con  N.  sobre  tal  cosa ,  en  el  que  re- 
cayó el  dia  tantos  tal  sentencia  ,  de  la  que  sintiéndose  agra- 
viado interpuso  apelación  en  tiempo  y  forma,  que  le  fué  ad- 

(1)  Véase  Fcbr.  mej.,  tora.  5,  pág.  115, cap.  18;  Cañada,  Juic. 
part.  2,  cap.  2;  P.  Mur.,n.  279,  lib.  2.  —  En  cuanto  á  los  dias 
feriados:,  véanse  las  leyes  25  y  24,  tít.  23,  Part.  5,  y  lu  r  \ 
Eiiíp.,  §2,  un  del  ji.  i. 


Bastida  en  tales  efectos ,  como  resulta  del  testimonio  que 
exhibe  y  jura,  concluye  suplicando  que  habiéndosele  por 
presentado  en  grado  de  apelación ,  se  sirva  mandar  despa- 
charle la  correspondiente  provision  de  emplazamiento  y  re- 
misión de  autos,  y  que  venidos  le  sean  entregados  para  ale- 
gar de  agravios. 

El  tribunal  superiormanda,  altenordel pedimento,  espedir 
provision  ó  despacho  para  que  el  juez  inferior  cite  y  emplace 
á  la  parte  contraria  ,  y  remita  los  autos  originales  si  la  ape- 
lación se  admitió  en  ambos  efectos  devolutivo  y  suspensivo, 
ó  un  traslado  de  ellos  que  se  llama  compulsa  si  solo  se  ad- 
mitió la  apelación  en  el  efecto  devolutivo.  La  razón  de  la 
diferencia  consiste  en  que  admitida  la  apelación  en  ambos 
efectos  ,  no  necesita  el  juez  inferior  de  los  autos ,  pues  que 
nada  tiene  que  hacer  con  ellos ,  al  paso  que  otorgada  la  ape- 
lación solo  en  el  efecto  devolutivo  debe  retenerlos  para  pro- 
ceder à  la  ejecución  de  la  sentencia.  —  De  esta  razón  se  de- 
duce que  si  la  sentencia  estuviese  ya  ejecutada  al  tiempo  de 
ser  requerido  el  juez  con  el  despacho  del  superior,  puede  y 
aun  debe  remitir  los  autos  originales ,  aun  cuando  no  hubiese 
admitido  la  apelación  sino  solo  en  el  efecto  devolutivo,  pues 
estando  ya  satisfecha  la  parte  vencedora  no  se  le  sigue  per- 
juicio alguno  de  esta  remisión,  y  se  ahorran  al  apelante  los 
gastos  de  la  compulsa.  Así  efectivamente  lo  suelen  acordar 
los  tribunales  superiores ,  pidiéndolo  los  apelantes  en  el  re- 
curso de  mejora.  Todavía  mas  :  si  la  causa  es  muy  volumi- 
nosa ,  se  ha  visto  á  veces  mandar  los  tribunales  superiores 
á  instancia  de  los  interesados  que  los  jueces  inferiores ,  a  pe- 
sai de  haber  otorgado  la  apelación  solo  en  el  efecto  devolu- 
tivo, remitan  los  autos  originales,  reservándose  para  la  eje- 
cución de  la  sentencia  testimonio  de  ella  y  de  alguna  otra 
parte  de  los  autos  que  sea  necesaria  ó  conducente  al  objeto. 
Esta  práctica  podría  quizá  estenderse  sin  inconveniente  á 
todos  los  casos  :  que  el  juez  de  primera  instancia  haya  admi- 
tido la  apelación  en  uno  ó  en  ambos  efectos,  que  la  causa 
sea  ó  no  sea  muy  voluminosa,  siempre  debiera  remitir  al 
tribunal  superior  los  autos  originales,  pues  ni  su  retención 
ni  la  compulsa  pueden  considerarse  indispensables,  bas- 
tando como  £**sta  para  llevar  á  cabo  la  sentencia ,  cuando  es 
ejecutiva,  un  testimonio  que  contenga  copia  literal  de  ella  , 
y  relación  de  la  demanda  y  de  algún  otro  particular  ó  docu- 
mento que  se  crea  preciso. 

Según  la  práctica  ordinaria,  trayendo  el  apelante  el  des- 
pacho citatorio  y  compulsorio  del  tribunal  superior,  manda 
el  juez  inferior  que  se  guarde  ,  cumpla  y  ejecute  :  sácase  á 
costa  del  apelante  y  se  pone  á  continuación  la  compulsa  de 
los  autos  :  concluida  ,  se  cita  y  emplaza  á  la  parte  contraria 
para  que  acuda  al  tribunal  superior  ;  luego  se  cierra  y  sella 
la  compulsa,  y  se  entrega  al  apelante  para  que  la  presento 
en  la  escribanía  de  cámara  por  donde  se  libró  el  despacho , 
á  fin  de  seguir  la  causa  en  gradode  apelación ,  y  en  los  autos 
originales  se  pone  fe  del  dia  en  que  se  entregó  la  compulsa 
y  á  quien,  con  relación  del  despacho  y  escribano  que  le  re- 
frendó, ó  copia  de  él.  —  Si  el  despacho  prescribe  la  remi- 
sión de  los  autos  originales ,  se  entregan  estos  igualmente  al 
apelante  cerrados  y  sellados  para  su  conducción  á  dicha  es- 
cribanía de  cámara.  Si  hubiesen  apelado  las  dos  partes , 
ambas  tendrán  que  pagar  por  mitad  los  gastos  de  la  com- 
pulsa y  de  la  conducción  de  ella  ó  de  los  autos  originales. 

Esto  es  lo  que  se  observaba  según  las  leyes  ó  la  práctica 
con  respecto  á  la  mejora  de  la  apelación.  Pero  el  reglamento 
provisional  para  la  administración  de  justicia  de  26  de  se- 
tiembre de  185j  ha  introducido  en  este  asunto  alteraciones 
importantes  por  sus  artículos '»9  y  oO,  que  son  como  siguen: 

\  Art.  W.  En  los  juicios  sumarisimos  de  posesión  será 
siente  ejecutiva  la  sentencia  del  juez  de  primera  instancia , 
sin  embargo  de  apelación ,  la  cual  no  se  admitirá  sino  solo 
en  el  efecto  devolutivo  :  é  interpuesta  y  admitida  ,  hará  el 
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juez  que ,  á  elección  del  apelante  ,  ô  se  remitan  los  autos 
á  la  audiencia  en  compulsa  á  costa  de  este  ,  ó  se  aguarde 
para  remitir  los  originales  á  que  sea  plenamente  ejecutada 
dicha  sentencia  ,  citándose  siempre  y  emplazándose  previa- 
mente á  los  interesados  para  que  acudan  á  usar  d-3  su  derecho 
ante  el  tribunal  superior. 

Art.  50.  En  los  demás  casos  en  que  conforme  á  la  ley  sea 
admisible  en  ambos  efectos  la  apelación,  el  juez  admitirá  lisa 
y  l'anamente  la  que  se  interpusiere,  y  desde  luego  remitirá 
á  la  audiencia  los  autos  originales  á  costa  del  apelante,  con 
la  previa  citación  y  emplazamiento  sobredichos,  sin  que  se 
puedan  exigir  derechos  algunos  con  el  nombre  de  compulsa.» 

=  Por  estos  dos  artículos  quedan  suprimidos  los  trámites 
de  la  mejora  de  la  apelación;  de  suerte  que  ya  el  apelante 
no  tiene  necesidad  de  pedir  al  juez  inferior  el  testimonio  de 
que  hemos  hablado  mas  arriba,  ni  de  acudir  al  tribunal  su- 
perior para  mejorar  ó  introducir  el  recurso  y  Qbtener  la  pro- 
vision citatoria  y  compulsoria.  Una  vez  interpuesta  y  admi- 
tida la  apelación ,  el  mismo  juez  de  primera  instancia,  sin 
mandamiento  ni  provision  alguna  superior,  dispone  desde 
luego  la  remisión  de  los  autos  originales  á  la  audiencia  en  el 
caso  de  haber  admitido  la  apelación  lisa  y  llanamente  ó  sea 
en  ambos  efectos ,  ó  bien  la  de  la  compulsa  en  el  caso  de  no 
haber  otorgado  la  apelación  sino  en  el  efecto  devolutivo ,  á 
no  ser  que  en  este  último  caso  prefiera  el  apelante  aguardar 
á  que  la  sentencia  quede  ejecutada  para  que  puedan  remi- 
tírselos autos  originales  y  escusarse  los  gastos  de  la  compulsa. 

Justísima  es  por  cierto  la  disposición  del  nuevo  reglamento, 
pues  no  vemos  que  los  trámites  de  la  mejora  sirviesen  para 
otra  cosa  que  para  causar  gastos ,  dilaciones  y  entorpeci- 
mientos en  la  administración  de  justicia ,  sin  ventaja  alguna 
del  apelante  ni  del  apelado  ni  de  la  sustanciacion  de  los  ne- 
gocios ;  pero  hubiera  sido  de  desear,  que  el  reglamento  hu- 
biese pasado  mas  adelante  ,  acordando  en  general ,  que  así 
en  el  caso  de  admitirse  la  apelación  solo  en  el  efecto  devolu- 
tivo como  en  el  de  otorgarse  también  en  el  suspensivo ,  se 
remitiesen  los  autos  originales  á  la  audiencia,  reservándose 
en  aquel  caso  *1  juez  de  primera  instancia  un  testimonio  de 
la  parte  de  V¿  autos  que  fuese  necesaria  para  la  ejecución 
de  la  sentencia,  como  antes  del  reglamento  solía  practicarse 
en  las  causas  muy  voluminosas ,  según  se  ha  indicado  mas 
arriba.  Así  se  evitaria  al  apelante  el  gravamen  de  la  com- 
pulsa que  suele  ser  larga  y  costosa ,  ó  el  de  tener  que  espe- 
rar para  seguir  su  apelación  á  la  completa  ejecución  de  la 
sentencia,  que  á  veces  no  se  concluye  sino  al  cabo  de  mucho 
tiempo  ;  y  así  se  miraría,  también  por  el  interés  del  apelado 
quien ,  como  la  formación  del  testimonio  es  obra  de  menos 
tiempo  que  la  compulsa  ,  disfrutaría  mas  pronto  de  las  ven- 
tajas de  la  sentencia  dada  en  su  favor.  & 

Los  dos  artículos  arriba  copiados  previenen  que  al  remi- 
tirse á  la  audiencia  los  autos  originales  ó  la  compulsa  según 
los  casos  ,  se  cite  y  emplace  previamente  á  los  interesados 
para  que  acudan  á  usar  de  su  derecho  ante  el  tribunal  su- 
perior; y  como  no  designan  término  al  efecto,  debe  conside- 
rarse en  vigor  la  ley  5,  tít.  20,  lib.  11,  Nov.  Rec,  que  se  ha 
citado  al  tratar  de  la  interposición  de  la  apelación.  Según 
ella,  puede  el  juez  inferior  señalar  á  los  litigantes  el  término 
que  le  parezca  conveniente  para  que  comparezcan  ante  la 
audiencia  á  seguir  el  recurso  de  apelación  y  usar  de  su  de- 
recho; y  no  habiéndolo  señalado  ,  tendrán  el  de  quince  dias 
aquende  los  puertos,  y  el  de  cuarenta  allende. 

El  propio  reglamento  de  26  de  setiembre  de  1835  previene 
en  su  artículo  51 ,  disposición  ik ,  por  lo  que  hace  á  las  cau- 
sas criminales  ,  lo  siguiente  :  «  La  sentencia  definitiva  será 
notificada  á  estas  (á  las  partes)  inmediatamente ,  y  apelen  ó 
no ,  se  remitirán  desde  luego  los  autos  originales  á  la  au- 
diencia del  territorio  con  previa  citación  y  emplazamiento 
de  las  mismas ,  siempre  que  la  causa  fuere  sobre  delito  á 


que  por  la  ley  esté  señalada  pena  corporal.  Si  la  causa  fuere 
sobre  delito  liviano  à  que  por  la  ley  no  se  imponga  pena  de 
esta  clase,  solo  se  remitirá  á  la  audiencia  con  igual  formali- 
dad cuando  alguna  de  las  partes  interponga  apelación  dentro 
de  los  dos  dias  siguientes  al  de  la  notificación  de  la  senten- 
cia; la  cual  causará  ejecutoria ,  y  será  llevada  desde  luego  á 
debido  efecto  por  el  juez,  si  no  se  apelare  en  dicho  térmi- 
no. »  —  Supónese  pues  que  en  las  causas  sobre  delitos  á 
que  la  ley  señala  pena  corporal,  es  siempre  la  voluntad  de 
las  partes  interponer  apelación,  y  se  da  efectivamente 
por  interpuesta  sin  necesidad  de  que  los  interesados  mani- 
fiesten de  modo  alguno  su  intención.  Solamente  en  el  caso 
de  que  el  delito  no  tenga  señalada  por  la  ley  pena  corporal, 
se  exige  la  interposición  de  apelación  de  parte  del  interesado 
que  quiera  oponerse  á  la  ejecución  inmediata  de  la  sentencia 
de  primera  instancia.  —Del  contesto  del  artículo  se  echa  de 
ver,  que  ya  no  son  ejecutivas  en  caso  alguno  las  sentencias 
de  causas  criminales;  pues  si  los  delitos  son  dignos  de  pena 
corporal ,  se  remiten  los  autos  originales  á  la  audiencia  y  en 
ella  se  oye  à  las  partes ,  aunque  no  hubieren  apelado ,  y  si 
los  delitos  no  merecen  sino  pena  menor,  ha  de  otorgarse  en 
ambos  efectos  la  apelación  que  se  interpusiere. 

Juicio  apelatorio,  ó  sea  segunda  instancia. 

Obrando  ya  en  el  tribunal  superior  los  autos ,  originales  ó 
por  compulsa  ,  deben  presentarse  ante  él  los  litigantes  den- 
tro del  término  del  emplazamiento  á  usar  de  su  derecho.  Si 
faltaren  ambas  partes ,  nada  puede  hacerse  en  el  juicio , 
siendo  civil  el  negocio  ;  porque  no  se  procede  de  oficio  en 
los  de  esta  clase,  sino  á  instancia  de  parte.  Si  se  presentare 
solo  el  apelado  y  no  el  apelante ,  se  declara  por  desierta  la 
apelación  á  solicitud  del  apelado,  y  se  manda  devolver  los 
autos  al  juez  inferior  para  la  ejecución  de  la  sentencia,  según 
lo  dispuesto  en  la  leyó,  tít.  20,  lib.  11,  Nov.  Rec.  Acu- 
diendo el  apelante  y  no  el  apelado ,  debe  emplazarse  á  este 
último  por  segunda  vez  si  el  juez  inferior  no  le  señaló  término 
para  presentarse  en  el  tribun  al  superior;  y  no  compareciendo 
á  pesar  de  la  segunda  citación ,  ó  sin  necesidad  de  hacerla 
cuando  el  juez  hubiese  designado  término  al  mandar  hacer 
el  emplazamiento,  debe  seguirse  y  determinarse  la  instancia 
de  apelación  en  su  rebeldía,  ley  6,  tít.  20,  ¡ib.  11,  Nov.  Rec  .: 
bien  que  si  compareciere  en  cualquier  tiempo  antes  de  la 
sentencia ,  se  le  habrá  de  oír  y  admitirle  su  defensa  según  lo 
permitiere  el  estado  del  juicio. 

Si  habiéndose  otorgado  la  apelación  por  el  juez  inferior 
solo  en  el  efecto  devolutivo  ,  creyese  el  apelante  que  debió 
haberse  otorgado  también  en  el  suspensivo,  puede  solicitar 
ante  el  tribunal  superior,  sea  en  el  mismo  pedimento  de 
agravios,  sea  por  separado  en  otro  anterior,  aue  se  suspenda 
la  ejecución  de  la  sentencia  apelada,  y  el  tribunal,  previo 
traslado  por  un  término  breve  á  la  parte  contraria ,  debe 
decidir  sobre  este  incidente ,  accediendo  ó  no  à  la  pretensión 
según  fuere  de  justicia,  y  acordando  en  aquel  caso  que  se 
espida  despacho  para  que  se  suspenda  la  ejecución  de  la  sen- 
tencia y  se  le  traigan  los  autos  originales.— Por  el  contrario, 
si  se  hubiese  admitido  en  ambos  efectos  una  apelación  que 
no  debió  haberse  otorgado  mas  que  en  el  devolutivo ,  puede 
asimismo  el  apelado  pedir  al  tribunal  superior,  antes  de  con- 
testar al  pedimento  de  agravios  ó  en  la  misma  contestación , 
que  se  mande  poner  en  ejecución  la  sentencia;  y  hallándolo 
justo  el  tribunal ,  después  de  dar  traslado  por  un  término 
breve  al  apelante ,  debe  mandar  que  se  libre  despacho  al 
juez  inferior  para  que  lleve  á  efecto  la  sentencia  apelada , 
reteniendo  empero  los  autos  originales  para  seguir  la  se- 
gunda instancia. 

Para  entablar  el  juicio  de  apelación  ó  de  segunda  instan- 
cia, presenta  el  apelante  en  el  tribunal  superior  la  demanda 
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de  agravios ,  en  que  espone  las  razones  que  le  asisten  contra 
la  sentencia  apelada  ,  y  pide  Ge  declare  nula  y  de  ningún 
valor,  ó  se  revoque  como  injusta.  Esta  demanda  se  llama  de 
agravios,  porque  el  apelante  espresa  en  ella  los  agravios  que 
cree  habérsele  irrogado  con  la  sentencia  de  primera  instan- 
cia ;  y  también  suele  llamarse  de  mejora,  porque  el  apelante 
mejora  efectivamente  su  recurso  de  apelación  manifestando 
con  individualidad  y  estension  los  agravios  que  antes  no 
había  especificado. 

Si  hubiere  atentado  ,  es  decir,  si  el  juez  inferior  en  el 
tiempo  en  que  se  podia  apelar  y  después  de  interpuesta  la 
apelación  hubiese  hecho  alguna  cosa  nueva  en  el  pleito  con 
perjuicio  del  apelante,  es  costumbre  pedir  este  en  el  mismo 
libelo  de  agravios  que  se  revoque  y  se  repongan  las  cosas 
en  su  anterior  estado  ,  aunque  también  lo  puede  solicitar  en 
cualquier  estado  de  la  segunda  instancia,  y  aun  el  juez  infe- 
rior puede  hacer  por  sí  mismo  la  revocación  á  petición  de 
parte  ó  sin  ella.  Es  claro  que  para  que  se  cometa  atentado  , 
se  requiere  que  la  apelación  se  haya  interpuesto  legítima- 
mente y  haya  quedado  suspendida  la  jurisdicción  del  juez 
à  quo. 

Del  escrito  de  agravios  se  confiere  traslado  á  la  parte 
contraria  para  que  conteste  á  la  pretensión  del  apelante  ;  y 
si  se  sintiere  también  agraviado  de  la  sentencia  por  haberle 
sido  favorable  en  parte  y  en  parte  adversa,  puede  decir  que 
se  adhiere  á  la  apelación  ,  y  pedir  que  se  confirme  la  sen- 
tencia en  cuanto  le  fué  favorable  ,  y  se  declare  nula  ó  se  re- 
voque como  injusta  en  cuanto  le  fué  perjudicial.  El  escrito 
de  contestación  en  que  el  apelado  se  adhiere  á  la  apelación 
contraria,  se  llama  pedimento  de  agravios  medio,  porque  en 
él  espresa  también  el  apelado  los  agravios  que  cree  haberle 
causado  la  sentencia  de  primera  instancia  por  no  habérsele 
otorgado  en  ella  cuanto  pedia.  Si  el  apelado  redujere  su  con- 
testación á  pedir  que  se  confirme  la  sentencia,  sin  oponerse 
á  ella  en  parte  alguna  ,  dicen  los  prácticos  que  ya  no  podrá 
después  usar  del  derecho  de  adherirse  á  la  apelación  ,  pues 
se  entiende  que  le  renuncia  por  el  hecho  de  no  servirse  de 
él  al  tiempo  de  contestar,  y  que  aprueba  la  sentencia  en  to- 
das sus  partes.  J> 

Pueden  ambos  litigantes  ampliar  sus  peticiones  en  lo  ac- 
cesorio al  litigio  principal,  como  rentas,  frutos,  etc.  ;  mas  no 
hacer  alteraciones  esenciales  en  aquellas ,  de  suerte  que  mu- 
den de  naturaleza.  También  pueden  alegar  nuevos  hechos  y 
probarlos  ,  ó  esforzar  con  nuevas  razones  y  pruebas  los.  ale- 
gados'en  primera  instancia. 

El  apelante  ha  de  presentar  con  el  pedimento  de  agravios 
las  escrituras  con  que  intenta  probarlos,  y  el  apelado  igual- 
mente ha  de  presentar  las  suyas  con  el  escrito  de  contesta- 
ción, en  la  misma  forma  que  se  hace  en  la  primera  instan- 
cia; y  si  así  no  las  presentaren,  ya  no  les  deben  ser  admiti- 
das en  el  discurso  de  la  causa  sino  jurando  que  no  habían 
tenido  antes  noticia  de  ellas  ó  que  no  pudieron  proporcio- 
nárselas en  tiempo  oportuno  ;  leyes  li,  5  y  6,  til.  21 ,  lib.  II , 
Nov.  Rec.  -     • 

Con  uno  ó  dos  escritos  de  cada  parte  ,  según  se  practica 
en  la  primera  instancia  ,  queda  fijada  la  cuestión  ,  y  con- 
cluyen las  partes,  ó  declara  el  juez  á  petición  de  una  de 
eslas  conclusa  la  causa  para  prueba ,  bastando  una  sola  re- 
beldía en  esta  segunda  instancia  para  concluir  el  pleito  en 
cualquier  estado  ,  así  para  sentencia  definitiva  como  para 
autos  interlocutorios;  ley  1,  lit.  14,  leyes  1  y  2,  tit.  ib,  lib. 
1  1  ,  Nov.  Rec.  La  causa  se  abre  á  prueba  del  mismo  modo 
que  en  la  primera  instancia. 

No  se  admite  prueba  de  testigos  en  segunda  instancia  so- 
bre los  mismos  artículos  que  se  introdujeron  en  el  interroga- 
torio de  la  primera,  ú  otros  directamente  contrarios,  por 
razón  del  peligro  que  habría  de  soborno  y  corrupción  y  de 
falsedad  en  las  probanzas  ;  pero  bien  puede  admitirse  la  de 


escrituras  auténticas  y  de  confesión  de  Ja  parle  contraria  ; 
ley  6,  til.  10,  lib.  1 1  ,  Nov.  Rec.  El  tribunal  debe  cotejar  los 
artículos  de  la  segunda  instancia  con  los  de  la  primera,  así  en 
lo  principal  como  en  lachas ,  repeler  los  que  hallare  ser  los 
mismos  ó  contrarios,  y  condenar  al  letrado  que  asi  los  hu- 
biere puesto  en  la  pena  de  mil  marevedís  sin  apelación; 
el.  ley  6. 

No  obstante  la  regla  general  que  prohibe  la  admisión  de 
testigos  sobre  los  mismos  artículos  de  la  primera  instancia 
ú  otros  directamente  contrarios,  tiene  lugar  sin  embargo 
dicha  admisión  en  los  casos  siguientes  :  —  Io.  cuando  el  ape- 
lante presenta  nuevos  testigos  jurando  que  no  lo  hace  por 
malicia  ni  por  alargar  el  pleito  ,  sino  porque  en  el  curso  de 
la  primera  instancia  se  hallaban  ausentes  ó  no  se  acordó  de 
ellos;  ley  hO,  lit.  16,  Part.  3  :  —  2o.  cuando  el  examen  de 
testigos  en  la  primera  instancia  hubiese  padecido  el  vicio  de 
nulidad  :  —  5°..  cuando  en  la  primera  instancia  no  fueron 
examinados  testigos ,  aunque  se  hubiesen  presentado  :  — 
U°.  cuando  ambas  partes  consienten  en  su  presentación  y 
examen  :  —  S°.  cuando  los  menores  piden  restitución  para 
probar  sobre  los  mismos  artículos  de  la  primera  instancia  : 
—  6o.  cuando  la  causa  fuere  matrimonial  :  —  7o.  cuando  la 
causa  fuere  criminal ,  pues  en  ella  se  admite  prueba  testi- 
monial contra  el  reo  y  en  su  defensa  después  de  la  publica- 
ción de  probanzas;  Greg.  Lop.  ley  57,  glos.  3,  lit.  16  ,  Part. 
3;  Cur.  Filíp.,  part.  5,  §  5,  n.  h  ;  Febr.  Novís.,  lib.  3,  til.  2, 
cap.  18,  n.  12. 

Si  alguna  de  las  partes  propone  escepciones  nuevas  que  no 
fueron  propuestas  en  la  primera  instancia,  ó  que  habiéndolo 
sido  se  repelieron  ó  despreciaron  por  el  juez,  porque  no  se 
pusieron  en  el  término  y  con  la  solemnidad  correspon- 
diente ,  debe  admitírsele  sobre  ellas  prueba  de  testigos  ú 
otra  cualquiera  con  término  arbitrario  que  no  pase  del  con- 
cedido en  la  primera  instancia  ;  y  si  dejare  trascurrir  el 
término  sin  hacer  la  prueba  ,  puede  pedir  dentro  de  quince 
dias  después  de  ía  publicación  la  restitución  in  integrum 
contra  este  trascurso,  siendo  persona  ó  cuerpo  que  goce  de 
este  beneficio  ,  y  jurando  que  no  la  pide  con  malicia,  sino 
porque  cree  poder  probar  lo  que  alega  ;  y  le  debe  ser  otorgada 
efectivamente  por  el  tribunal,  dándole  la  mitad  del  término 
asignado  en  la  primera  instancia,  é  imponiéndole  pena  arbi- 
traria en  el  caso  de  que  no  hiciere  la  prueba  ofrecida  ;  ley 
7,  lit.  10,  y  ley  k,  lit.  15  ,  lib.  11 ,  Nov.  Rec. 

Si  en  la  primera  instancia  no  se  tacharon  los  testigos  en 
ella  presentados,  no  se  pueden  tachar  en  la  secunda  ,  pues. 
se  supone  haber  sido  tácitamente  aprobados  por  el  hecho  de 
no  haber  sido  tachados  ;  y  ni  aun  pueden  probarse  en  esta 
las  tachas  puestas  y  no  probadas  en  aquella.  Mas  si  el  juez 
inferior  no  hubiese  querido  admitir  las  tachas  ,  ó  por  otra 
justa  causa  no  hubieren  podido  oponerse  en  la  primera  ins  - 
tancia,  se  podrán  oponer  en  la  segunda  en  el  mismo  escrito 
de  agravios ,  y  su  prueba  se  hará  al  mismo  tiempo  que  la  do 
los  puntos  principales  ;  Gutiérrez,  Pract.  lib.  1,  q.  64  ;  Cur. 
Filíp.,  p.  5,  |  5,  n.  8. 

Entre  la  apelación  de  la  sentencia  definitiva  y  la  de  la  in- 
teriocutoria ,  hay  la  diferencia  de  que  aquella  pueoo  Justi- 
ficarse con  nuevas  pruebas,  según  hemos  visto  ,  y  esta  no 
puede  justificarse  sino  con  las  deducidas  en  la  primera  ins- 
tancia ;  Cur.  Filip.,  p.  b,  §  o,  n.  10. 

Hecha  publicación  de  las  probanzas  principales  ,  de  las  do 
restitución  y  lachas  ,  si  las  hubiere  ,  toma  el  relator  los  au- 
tos para  informar  al  tribunal  de  lo  que  se  ha  actuado  en  el 
proceso;  y  alegando  luego  las  partes  de  bien  probado,  so 
declara  por  conclusa  la  causa,  y  se  falla,  sin  que  sea  nece- 
sario como  en  la  primera  instancia  citar  á  las  liarles  para 
oiría  sentencia;  ley  o,  lit.  26,  Part.  5;  ley  6,  tit,  23,  lib.  o, 
y  ley  5,  lit.  io,  lib:  11 ,  Nov.  Rec. 

Si  el  tribunal  superior  confirma  la  sentenciainterlocutoria 
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de  que  se  apeló ,  ha  de  volver  la  causa  al  inferior  para  que 
conozca  de  ella,  y  condenar  en  costas  al  apelante  ,  por  pre- 
sumirse que  no  tuvo  justa  causa  para  litigar  ;  mas  si  revoca 
dicha  sentencia ,  ha  de  retener  la  causa  principal  y  determi- 
narla sin  condenación  de  costas ,  por  creerse  en  ambos  liti- 
gantes justo  motivo  de  pleitear.  Lo  mismo  se  ha  de  decir  con 
respecto  á  las  costas,  si  la  apelación  fué  de  sentencia  defi- 
nitiva :  bien  que  si  esta  se  confirma  con  algún  aditamento  ó 
moderación  ó  en  virtud  de  pruebas  hechas  en  la  segunda 
instancia,  no  habrá  condenación  de  costas;  ley  27,  til.  23, 
Part.  3;  leyes  2  y  3,  tít.  16,  lib.  11,  Nov.  Rec;  Cur.  Filíp., 
p.  8,  |  3,  n.  il. 

El  apelante  debe  seguir  y  terminar  la  instancia  de  apela- 
ción dentro  del  término  de  un  año  contado  desde  el  dia  en 
que  apeló  :  si  así  no  lo  hiciere ,  queda  firme  la  sentencia  de 
primera  instancia ,  á  no  ser  que  hubiese  ocurrido  impedi- 
mento legítimo  ;  y  si  la  tardanza  proviniese  de  culpa  del  juez, 
debe  pagar  este  las  costas  y  daños  á  las  partes.  Así  lo  dis- 
pone la  ley  8,  lit.  20,  lib.  11,  Nov.  Rec.  :  pero  esta  disposi- 
ción no  está  en  práctica ,  por  haber  acreditado  la  esperiencia 
que  es  casi  siempre  imposible  fijar  la  duración  de  una  ins- 
tancia (1). 

Si  apelada  la  sentencia  que  contiene  pena  corporal ,  mu- 
riese alguna  délas  partes,  queda  fenecida  la  causa;  pero 
siendo  estensiva  á  los  bienes  del  acusado ,  deben  seguirla  en 
cuanto  á  ellos  sus  herederos  si  quisieren'  heredarlos ,  así 
como  los  del  acusador  podrán  también  seguirla  en  razón  de 
los  mismos  bienes  ;  y  en  estos  casos  unos  y  otros  tienen  cua- 
tro meses  para  dicho  seguimiento ,  ademas  del  término  que 
le  quedaba  al  difunto;  ley  28,  lit.  23,  Part.  3. 

Hemos  dicho  mas  arriba,  con  referencia  á  leyes  délas 
Partidas  y  de  la  Novísima  Recopilación  ,  que  si  el  tribunal 
superior  revoca  la  sentencia  interlocutoria  de  que  se  apeló , 
ha  de  retener  la  causa  principal  para  determinarla  por  sí. 
Blas  según  el  nuevo  reglamento  de  26  de  setiembre  de  1835, 
no  puede  ya  el  tribunal  superior  retener  en  dicho  caso  los 
mitos  para  conocer  en  primera  instancia  de  la  causa  princi- 
pal ,  sino  que  debe  devolverlos  al  juez  inferior  para  su  se- 
guimiento. Así  es  de  ver  por  su  articulo  89,  que  entre  otras 
cosas  dice  lo  que  sigue  : 

«  Fuera  de  aquellas  facultades  legitimas  que  las  audien- 
cias tienen  en  los  casos  de  apelación,  competencia  y  recurso 
de  fuerza ,  de  protección  ó  de  nulidad ,  no  podrán  de  manera 
alguna  avocar  causa  pendiente  ante  juez  inferior  en  pri- 
mera instancia  ;  ni  entremeterse  en  el  fondo  de  ellas  cuando 
promuevan  su  curso  ,  ó  se  informen  de  su  estado  ,  ni  pedír- 
sela aun  ad  effeclum  videndi,  ni  retener1  su  conocimiento  en 
dicha  instancia  cuando  haya  apelación  de  auto  inlcrlocuto- 
rio,  ni  embarazar  de  otro  modo  á  dichos  jueces  en  el  ejerci- 
cio de  la  jurisdicción  que  les  compete  de  lleno  en  la  instancia 
espresada.  » 

Conforme  al  artículo  69  del  mismo  reglamento  y  al  real 
decreto  de  8  de  octubre  de  1833 ,  la  sustanciacion  de  los  re- 
cursos de  apelación  de  autosinterlocutorios,y  de  la  de  defini- 
tivos sobre  negocios  de  menor  cuantía  ,  deberá  reducirse  á 
la  entrega  de  los  autos  á  las  partes  por  su  orden ,  y  á  cada 
una  por  un  término  que  no  pase  de  nueve  dias  ,  para  solo  el 
objeto  de  que  se  instruyan  los  defensores  á  fin  de  hablar  en 
estrados;  y  pasado  el  último  termino,  sin  necesidad  de  otra 
cosa ,  se  llamará  el  negocio  con  citación  de  los  interesados , 
para  fallar  lo  que  corresponda. 

Según  el  artículo  72 ,  «  en  las  causas  criminales  que  ven- 
gan en  apelación  de  juzgado  inferior,  ó  en  consulta  de  sen- 
il) Véase  el  Sala  mej.,  tem.  k,  pág.  299,  n.  15;  y  el  Conde 
de  la  Cafiada ,  part.  2  ,  cap.  3 ,  núm.  124  y  siguiente ,  dice  que 
toda  la  materia  de  los  años  fatales  para  seguir  y  mejorar  las  ape- 
laciones ,  ha  llegado  á  quedar  inútil  en  la  práctica. 


tencia  definitiva  pronunciada  por  él  sobre  delito  de  pena 
corporal,  la  audiencia,  para  determinar  en  vista  ó  en  revista, 
oirá  al  fiscal  en  su  caso  ,  y  también  á  las  demás  partes  ,  si 
se  presentaren ,  concediéndoles  un  término  que  no  pase  do 
nueve  dias  á  cada  uno ,  con  las  circunstancias  que  añade  la 
regla  8a.  del  art.  81.  »  —  «  Si  pasado  el  término  del  empla- 
zamiento hecho  en  el  juzgado  inferior  no  se  hubiere  presen- 
tado alguna  de  las  partes,  cuando  el  fiscal  dé  su  dictamen, 
se  le  conferirá  traslado  de  este  ,  mandando  emplazarla  de 
nuevo  por  el  término  absolutamente  necesario,  según  la 
distancia  ;  y  si  tampoco  así  se  presentare  personalmente ,  ó 
por  medio  de  apoderado ,  se  habrá  por  conclusa  la  causa  , 
trascurrido  que  sea  dicho  término ,  é  inmediatamente  se 
procederá  á  la  vista ,  haciéndose  en  estrados  las  citaciones  y 
notificaciones  por  lo  respectivo  á  aquella  parte.  »  —  «  En 
estas  causas  no  habrá  lugar  á  súplica  ,  sino  cuando  la  sen- 
tencia de  vista  no  sea  conforme  de  toda  conformidad  á  la  de 
primera  instancia.  » 

La  regla  quinta  del  artículo  81  que  se  cita,  después  de 
disponer  que  para  la  acusación  y  defensa  se  señale  el  tér- 
mino preciso  que  sea  suficiente ,  con  tal  que  no  pase  de 
nueve  dias  para  cada  parte  ,  añade  lo  que  sigue  :  «  Si  fue- 
ren dos  ó  mas  los  acusados ,  y  pudieren  sin  inconveniente 
hacer  unidos  su  defensa,  mandará  el  juez  que  así  lo  ejecu- 
ten, señalándoles  un  término  que  podrá  estender  á  quince 
dias  para  todos,  cuando  lo  requiera  la  calidad  del  caso.  Y 
si  siendo  muchos  los  procesados,  y  no  pudiendo  defenderse 
unidos ,  exigiere  la  gravedad  de  las  circunstancias  que  se 
termine  con  toda  urgencia  el  proceso,  dispondrá  que  en  vez 
de  entregársele  al  defensor  de  cada  uno  ,  se  ponga  de  mani- 
fiesto á  los  respectivos  defensores  en  el  oficio  del  escribano 
sin  reserva  alguna  por  un  término  que  no  pase  de  quince 
dias  y  por  catorce  horas  en  cada  uno  ;  permitiéndoseles 
leerlo  todo  original  por  sí  mismos,  y  sacar  las  copias  ó  apun- 
tes que  crean  conducentes,  aunque  sin  dejarse  de  tomar 
todas  las  precuaciones  oportunas  para  evitar  abusos.  » 

Q   Renuncia  y  deserción  de  la  apelación. 

Hay  renuncia  de  la  apelación  cuando  la  parte  vencida  en 
el  juicio  consiente  espresamente  la  sentencia ,  ó  no  apela  de 
ella  dentro  del  término  legal.  Hay  deserción  cuando  después 
de  haber  interpuesto  apelación  la  parte  vencida ,  no  se  pre- 
senta en  el  plazo  al  tribunal  superior  para  mejorarla  y  pro- 
seguirla ,  ó  aunque  se  presente  la  desampara  despues.    | 

En  el  caso  de  renuncia,  esto  es,  si  la  parte  vencida  deja 
pasar  el  término  legal  sin  apelar  de  la  sentencia,  puede  acu- 
dir la  vencedora  al  mismo  juez  inferior  con  un  pedimento  en 
que  espresando  que  en  tal  dia  se  dio  sentencia  contra  su 
adversario  condenándole  en  tal  cosa,  que  se  le  hizo  saber 
en  tal  dia ,  que  sin  embargo  de  haber  pasado  el  término  de 
apelar  y  mucho  mas,  no  lo  ha  hecho,  y  que  por  ello  le  acusa 
la  rebeldía  ,  concluye  suplicando  se  sirva  haberla  por  acu- 
sada ,  y  en  su  consecuencia  declarar  dicha  sentencia  por 
consentida  de  la  otra  parte  y  por  pasada  en  autoridad  de 
cosa  juzgada,  mandando  se  lleve  á  debida  ejecución  y  que 
se  le  dé  el  competente  testimonio  que  le  sirva  de  ejecutoría 
para  resguardo  de  su  derecho.  A  este  pedimento  se  provee 
el  auto  siguiente  :  Por  acusada  la  rebeldía  :  autos ,  citadas 
¡asparles.  Si  dentro  de  tres  dias  siguientes  al  de  la  citación 
no  presenta  la  parte  vencida  despacho  del  tribunal  superior 
ni  manifiesta  motivos  justos  que  le  hayan  impedido  apelar, 
hace  el  juez  en  la  primera  audiencia  la  declaración  que  la 
pide  la  parte  vencedora  ,  condenando  á  la  vencida  á  cum- 
plir con  el  tenor  de  la  sentencia ,  y  mandando  dar  á  aquella 
la  carta  ejecutoria,  que  es  un  testimonio  en  que  se  hace  una 
sumaria  relación  del  pleito ,  y  se  inserta  la  sentencia  con  el 
auto  en  que  se  declaró  por  pasada  en  autoridad  de  cosa  juz- 
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gada.  También  puede  el  juez  en  vista  del  referido  pedimento, 
llamar  los  autos  solamente,  y  sin  citar  ni  oir  á  las  parles, 
declarar  en  la  siguiente  audiencia  por  consentida  y  pasada 
la  sentencia  en  autoridad  de  cosa  juzgada.  Este  auto  se  debe 
hacer  saber  á  los  procuradores  para  que  les  conste  que  ya 
no  tienen  el  recurso  de  la  apelación  ;  y  si  estos  responden 
que  se  entienda  con  sus  poderdantes ,  se  ha  de  notificar  á 
las  partes  la  sentencia  y  el  auto  de  declaración  para  que  la 
observen  y  cumplan. 

En  el  caso  de  deserción ,  esto  es  ,  cuando  la  parte  vencida 
después  de  haber  interpuesto  apelación  no  acude  al  tribunal 
superior  á  mejorarla ,  presenta  la  vencedora  al  juez  inferior 
un  pedimento  en  que  después  de  manifestar  que  la  parte 
contraria  interpuso  apelación  de  la  sentencia  dada  contra 
ella ,  que  le  fué  admitida  ,  y  que  sin  embargo  de  haber  pa- 
sado el  término  en  que'  debió  mejorarla,  no  lo  ha  hecho  ni 
traído  el  despacho  correspondiente  ,  le  suplica  se  sirva  de- 
clarar por  desierta  la  apelación  ,  y  por  pasada  en  autoridad 
de  cosa  juzgada  según  la  sentencia ,  mandando  se  lleve  á 
pura  y  debida  ejecución.  El  juez  provee  auto  para  que  se 
notifique  á  la  otra  parte  que  dentro  de  tantos  dias  haga  cons- 
tar haber  mejorado  la  apelación  que  tiene  interpuesta  con 
apercibimiento.  Notifícase  este  auto  al  apelante;  y  si  en  el 
término  prefijado  no  requiere  con  el  despacho  de  mejora , 
se  le  acusan  dos  rebeldías  insistiendo  en  la  primera  solici- 
tud :  el  juez  las  há  por  acusadas ,  y  le  concede  segundo  y 
tercer  término  ;  y  pasados ,  da  otro  pedimento  eL  vencedor 
acusándole  tercera  rebeldía  :  llama  el  juez  los  autos  con  ci- 
tación de  las  partes,  y  al  cabo  de  tres  dias  contados  desde 
la  citación ,  provee  el  auto  de  declaración  en  la  forma  soli- 
citada.—  Pero  es  de  advertir  que  como  se  han  suprimido 
los  trámites  de  la  mejora  por  el  nuevo  reglamento  de  26  de 
setiembre  de  1855,  según  se  ha  dicho  mas  arriba,  no  tiene 
ya  lugar  la  deserción  por  falta  de  ella  :  mas  bien  puede  te- 
nerle por  no  presentarse  el  apelante  en  el  tribunal  superior 
á  seguir  el  recurso  de  apelación  ;  y  entonces  se  procederá 
ante  este  mismo  tribunal,  y  no  ante  el  inferior  en  la  forma 
que  se  ha  indicado  arriba  tratando  del  juicio  apelatorio. 

No  se  entiende  que  hubo  renuncia  ni  deserción  de  la  ape- 
lación ,  si  la  parte  que  se  sintiere  agraviada  de  la  sentencia, 
alegare  y  probare  que  si  no  interpuso  ó  siguió  la  apelación 
uié  por  miedo  de  muerte  ,  herida  ó  prisión  ;  y  así  el  tribu- 
nal superior  debe  oiría  y  determinar  la  causa  en  estos  casos 
conforme  á  justicia  ,  como  si  hubiese  ^apelado  y  presentá- 
dose  á  tiempo;  leyes  24  y  27,  til. .23,  Parí  5. 

Asi  en  caso  de  renuncia  como  de  deserción  queda  irrevo- 
cable y  pasada  en  autoridad  de  cosa  juzgada  la  sentencia  de 
primera  instancia,  la  cual  por  consiguiente  debe  llevarse  á 
cumplido  efecto;  leyes  23  y  24,  lit.  23,  Part.  5;  leyes  l,  3  y 
5,  til.  20,  K&.  li,  Nov.Rec. 

[  *  La  apelación  al  monarca  ,  de  que  habla  el  autor  del 
Diccionario  enlap.  182,  «  De  quién  y  á  quién  ha  de  apelarse» 
no  puede  tener  cabida  en  la  república  de  Méjico ,  porque  ni 
hay  poder  que  le  haya  reemplazado  en  ser  el  origen  de  toda 
justicia ,  en  cuyo  nombre  deba  ser  esta  administrada  ,  ni  se 
salva  tal  escepcion  en  las  leyes  que  determinan  el  tribunal  á 
que  han  de  llevarse  respectivamente  las  apelaciones,  ni  la 
facultad  de  juzgar  y  hacer  que  se  ejecute  lo  juzgado,  puede 
estar  unida  á  ningún  otro  poder  ó  rama  del  Gobierno  para 
los  casos  comunes  :  art.  5,  Bases  de  organiz.  polit,  de  12i/e 
junio  de  1843.  '*" 

Toda  apelación  de  fallo  dado  por  un  juez  be  primera  ins- 
tancia debe  dirigirse  al  tribunal  superior  del  departamento, 
único  competente  para  conocer  de  estas  alzadas,  sean  cuales 
fueren  la  naturaleza  ó  cuantía  del  negocio,  porque  este  punto 
no  corresponde  á  la  parte  orgánica  y  económica  de  la  admi- 
nistración de  justicia ,  que  es  lo  que  se  ha  fiado  á  la  autori- 
dad de  las  Asambleas ,  sino  al  orden  de  procedimientos  que 


está  fuera  de  los  límites  de  sus  facultades:  arl.'SH,  ley  <?c23 
de  mayo  de  1857,  art.  55,  decr.  de  15  de  noviembre  de  1841 , 
y  %  14,  art.  134,  Bases  de  organiz.  polit,  de  12  de  junio 
de  1843. 

Todo  lo  que  dice  el  autor  en  las  p.  185  y  186,  «  Interposición 
de  la  apelación  y  Mejora  de  la  apelación  »  está  derogado  por 
el  art.  97  de  la  ley  de  25  de  mayo  de  1857,  según  el  cual ,  en 
todos  los  pleitos  sobre  negocios  civiles  en  que  según  las  leyes 
deba  tener  lugar  la  apelación  en  ambos  efectos  ,  admitida 
esta  llanamente,  deben  remitirse  al  tribunal  superior  los  au- 
tos originales  á  costa  del  apelante ,  previa  citación  de  los 
interesados  para  que  acudan  á  usar  de  su  derecho  ;  y  si  pro- 
cede y  se  admite  solo  en  el  efecto  devolutivo ,  también  so 
remiten  originales;  pero  llevando  antes  á  efecto  la  sentencia, 
no  obstante  cualquiera  práctica  en  contrario. 

No  puede  interponerse  apelación  de  la  definitiva  que  dic- 
tare el  juez  de  primera  instancia,  en  juicio  escrito  sobre 
pleito  cuyo  interés  pase  de  ciento  y  no  esceda  de  doscientos 
pesos;  y  solo  puede  intentarse  contra  ella  el  recurso  de  nu- 
lidad ,  si  en  la  sustanciacion-se  hubiere  violado  alguna  de 
las  leyes  que  arreglan  el  procedimiento:  art.  91  ,  ley  de  23 
de  mayo  de  1837. 

**  En  la  república  de  Venezuela  ,  la  autoridad  judicial  qut 
ejercía  el  monarca ,  y  la  razón  por  la  cual  se  permitió  acudir 
directamente  á  ella  en  las  alzadas,  han  desaparecido  de  'a 
república;  y  en  ella  por  lo  tanto  no  puede  haber  caso  ni'j- 
guno  de  escepcion  en  el  orden  gradual  que  marcan  las  leyes. 
Si  alguno  se  desviare  de  él  por  error,  el  tribunal  ante  quien 
se  presente  su  demanda ,  no  la  desechará  con  la  providencia 
que  dice  el  autor  de  acuda  esta  parte  à  quien  corresponda , 
sino  que  debe  indicar,  ó  mas  bien  espresar  en  ella,  cuál  es 
ese  tribunal  á  quien  toca  conocer  de  su  alzada.  En  la  apela- 
ción es  donde  menos  puede  ocurrir  este  caso,  porque,  según 
veremos  después ,  el  mismo  juez  de  primera  instancia  es  el 
encargado  de  remitir  los  autos  al  tribunal  que  corresponda: 
art.  21,  ley  única,  lit.  11,  Cad.  de  proced.  jud.,  reformada 
en  5  de  mayo  de  1838. 

En  esta  república  el  término  para  apelar,  de  que  trata  el 
autor  en  la  p.  183 ,  es  el  de  tres  dias,  contados  desde  el  si- 
guiente al  del  pronunciamiento,  sin  incluir  los  feriados,  á 
menos  que  estén  habilitados.  La  legislación  de  la  república 
no  habla  de  la  notificación ,  porque  no  la  hace ,  aun  cuando 
las  partes  no  hayan  estado  presentes  al  pronunciamiento  ;  ni 
admite  luego  esta  escusa  ,  como  tampoco  da  oidos  al  litigante 
que  alegue  la  de  ignorancia,  para  obligarles  de  este  modo  à 
cuidar  de  sus  intereses  y  acudir  al  juzgado  á  enterarse  del 
éxito  de  su  litigio.  Admitida  la  apelación,  no  es  la  parte  que 
la  interpuso  la  encargada  de  introducirla  en  el  tribunal  su- 
perior, sino  el  mismo  juez  quien  debe  remitir  los  autos  al 
tribunal  de  alzada  que  corresponda:  arts.  4,  ley  única,  lit.  3, 
Cad.  de  proced.  jud.  de  19  de  mayo  de  1856,  y  4,  ley  única, 
til.  H,  cil.  Cad.,  reformada  en  5  de  mayo  de  1838. 

Sobre  la  interposición  ó  introducción  de  la  apelación,  de 
que  se  habla  en  la  p.  185,  hé  aquí  lo  que  se  hace  en  esta  re- 
pública :  Una  vez  admitida  la  alzada ,  el  juez  manda  com- 
pulsar y  archivar  una  copia  de  la  sentencia ,  firmada  por  él 
y  por  el  secretario ,  y  remite  el  espediente  original  al  presi- 
dente del  tribunal  de  segunda  instancia ,  á  cuyo  efecto  deben 
estar  los  autos  en  el  correo  dentro  de  las  cuarenta  y  ocho 
horas  de  interpuesto  dicho  remedio.  El  mismo  dia  en  que  io 
recibe  el  mencionado  presidente ,  señala  uno  de  los  tres  há- 
biles inmediatos ,  si  el  fallo  apelado  es  interlocutorio ,  y  el 
que  juzga  conveniente  desde  el  tercero  hasta  el  décimo  ,  si 
os  definitivo  ;  y  en  él  se  ve  y  falla  el  negocio  en  segunda 
instancia ,  oido  el  informe  verbal  de  las  partes ,  si  lo  dieren , 
ó  leidas  las  indicaciones  que  pueden  presentar  por  escrito. 
Toda  segunda  instancia  pues  queda  terminada  á  lo  sumo  á 
los  quince  dias  de  interpuesta  la  apelación ,  sin  contar  el 
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tiempo  necesario  para  andar  el  espacio  quo  separe  á  los  dos 
tribunales,  tiempo  harto  mas  breve  en  verdad  que  el  año  . 
que  conceden  las  leyes  españolas  ,  y  no  basta  aun ,  como 
asegura  Sala  al  fin  del  párrafo  o,  tít.  de  las  apelaciones  y  re- 
cursos :  arts.  5,  ley  única,  tít.  3,  Cid.  de  proced.  jud.  de  19 
de  mayo  de  1835 ,  y  3  y  6,  ley  única  ,  lit.  4,  cit.  Cad.,  refor- 
mada en  3  de  mayo  de  1838. 

Los  tribunales  superiores  respectivamente ,  á  los  cuales 
comete  la  ley  el  conocimiento  en  segunda  instancia  de  los 
fallos  dictados  en  la  primera,  son  los  siguientes  :  Io.  El  al- 
calde mas  inmediato ,  cuando  se  trata  del  fallo  de  un  juez  de 
paz  que  co  sea  alcalde  al  mismo  tiempo  ;  sobre  demanda  que 
esceda  de  veinte,  y  no  de  cincuenta  pesos  :  Sl°.  El  juzgado 
de  arbitramento  para  las  sentencias  de  los  mismos  jueces  de 
paz  y  de  los  alcaldes ,  en  negocios  de  cincuenta  á  cien  pesos: 
5o.  El  juez  de  primera  instancia  para  el  fallo  del  juzgado  de 
arbitramento,  en  los  pleitos  de  ciento  hasta  quinientos  pesos: 
U°.  En  los  que  sean  de  un  interés  mayor  que  esta  última  suma, 
la  Corte  superior  de  justicia  del  distrito  de.  las  sentencias  de 
todos  sus  jueces  de  primera  instancia  :  S°.  Y  la  Corte  suprema 
de  justicia  para  los  fallos  en  dicha  instancia  de  las  superiores  : 
arla,  4,  ley  2 ,  tít.  9,  Cad.  de  proced.  jud. ,  reformada  en  3 
de  mayo  de  1838,  y  2,  3,  20,  29,  50  y  57,  ley  de  23  de  marzo 
de  1841.     - 

Con  referencia  á  los  casos  en  que  no  se  admite  apelación 
de  la  sentencia  definitiva  de  que  habla  el  autor  en  la  p.  179, 
debe  notarse  que  en  la  república  de  Venezuela  es  un  prin- 
cipio absoluto  ,  que  toda  sentencia  definitiva  ¿Jada  en  juicio 
escrito  es  siempre  apelable ,  escepto  el  caso  en  que  las  partes 
se  hubieren  despojado  de  esa  facultad  por  un  convenio  pre- 
vio ,  y  cuando  el  fallo  haya  sido  dictado  por  jueces  arbitra- 
dores.  En  cuanto  á  las  interlocutorias,  obra  de  lleno  el  prin- 
cipio sentado  por  el  autor  en  la  pág.  181 ,  el  cual  se  halla 
aplicado  en  el  Código  de  procedimiento  jud.  de  19  de  mayo 
de  1836  á  otros  casos  bastante  comunes,  como  lo  son  el  auto 
en  que  se  concede  ó  deniega  término  estraordinario  para  su- 
ministrar pruebas  que  se  hallan  en  pais  estraño ,  la  resolución 
sobre  las  cuestiones  previas  de  alimentos ,  depósito ,  y  reten- 
ción ó  distribución  de  los  hijos  en  las  demandas  de  divorcio, 
y  otros  :  arts.  3,  ley  k,  tít.  1,4,  ley  única,  lit.  3,  6,  ley  9 
y  0,  y  7,  ley  1 1,  tít.  7,  Cód.  de  proced.  jud.  de  19  de  mayo  de 
1836,  y  h,  ley  10,  til.  7,  20,  ley  única,  tít.  11,  cit.  Cód.,  re- 
formadas en  3  de  mayo  de  1838. 

***  En  la  república  de  Chile,  la  autoridad  que  ha  reempla- 
zado al  monarca,  carece  de  la  potestad  judicial  de  que  este 
último  se  hallaba  revestido ,  y  por  lo  mismo  no  puede  tener 
lugar  en  ella  la  escepcion  que  hace  el  autor  de  la  regla  ge- 
neral ,  de  que  siempre  debe  interponerse  la  apelación  para 
ante  el  superior  inmediato  en  grado  :  art-  108,  Conslit.  de 
1835. 

La  práctica  sobre  el  modo  de  introducir  k  apelación ,  de 
que  habla  el  autor  en  la  p.  188,  ha  sido  justamente  abolida 
en  esta  república,  y  en  ella  ya  no  está  obligado  el  apelante 
á  comparecer  ante  la  Corte  de  apelaciones  á  mejorar  la  al- 
zada ,  que  es  el  nombre  que  se  daba  á  la  citada  práctica , 
sino  que  desde  luego  que  la  apelación  ha  sido  interpuesta , 
si  se  admite  en  ambos  efectos,  remite  inmediatamente  el 
juez  á  la  superioridad  los  autos  originales ,  citadas  y  empla- 
zadas las  partes,  y  si  solo  en  el  efecto  devolutivo  ,  se  da  pri- 
mero cumplimiento  á  la  sentencia ,  y  después  se  remiten  los 
autos  originales ,  precediendo  la  misma  citación  y  emplaza- 
miento. Aun  se  ha  desterrado  ademas  otra  práctica,  no  me- 
nos embarazosa  que  inútil,  cual  era  la  de  poner  en  tabla  los 
pleitos  recibidos  en  apelación  ,  para  calificar  el  grado.  Este 
trámite  ha  sido  abolido  ,  mandando  en  su  lugar  que  se  dé 
cuenta  de  ellos  en  audiencia  pública  por  el  relator,  á  fin  de 
que  se  manden  entregar  los  autos  al  apelante  para  que  ale- 
gue de  agravios ,  ó  se  manden  traer  en  relación ,  según  la 


naturaleza  del  asunto  :  arts.  32  y  72,  Reglam.  de  adm.  'Je 
jusl.  de  2  de  junio  de  1824;  art.  3,  decr.  de  6  de  juííó  ae 
1833,  y  decr.  de  24  de  noviembre  de  1841. 

Sobre  el  punto  «  De  quién  y  à  quién  ha  de  apelarse,  »  p.  1 82, 
téngase  presente  que  en  la  república  de  Chile  ,  en  pleito  do 
menor  cuantía  ,  esto  es,  desde  doce  hasta  ciento  cincuenta 
pesos,  habrá  de  apelarse  al  subdelegado  siguiente  en  su 
orden  numérico,  teniendo  por  tal,  respecto  del  último, 
al  que  de  nuevo  comience  este  orden ,  según  veremos  des- 
pués al  hablar  de  los  juicios  verbales;  y  en  los  de  mayor 
cuantía  ha  de  llevarse  la  alzada  de  los  fallos  de  los  jueces 
de  primera  instancia  ante  la  Corte  de  apelaciones ,  tanto  en 
los  juicios  civiles  y  criminales  ordinarios  ,  como  en  las  de- 
claraciones de  juicios  prácticos  :  arts.  1 ,  2,  38,  54  y  72, 
Reglam.  de  adm.  dejust.  de  2  de  junio  de  1824;  decr.  de  26 
de  enero  de  1836.  v  arts.  3  y  4 ,  ley  de  10  de  noviembre  de 
1836.]  *#" 

APE3LAOON  al  ayuntamiento.  El  recurso  que  en  ne- 
gocios civiles  de  menor  cuantía  hace  alguno  de  los  litigantes 
al  ayuntamiento  para  que  se  reforme  la  sentencia  del  juez 
ordinario. 

En  la  ley  II ,  tít,  20,  lib.  H  ;  Nov.  Rec,  se  previene  que 
en  pleitos  cuya  cantidad  no  esceda  de  cuarenta  mil  marave- 
dís, así  en  los  pueblos  donde  haya  cnancillerías  y  audien- 
cias como  en  los  demás ,  puedan  los  litigantes  apelar  de  las 
sentencias  definitivas  dadas  por  las  justicias  ordinarias ,  para 
ante  la  audiencia  ó  cnancillería  del  territorio ,  ó  bien  para 
ante  el  cabildo  ó  ayuntamiento  del  pueblo  en  que  se  siguie- 
re el  pleito  ,  según  su  voluntad.  Aunque  la  ley  habla  solo  de 
las  sentencias  definitivas ,  convienen  los  autores  en  que 
también  puede  apelarse  de  los  autos  interlocutorios  para 
ante  los  ayuntamientos.  Los  trámites  de  esta  apelación  son 
los  siguientes  : 

El  litigante  agraviado  que  quiere  recurrir  mas  bien  al 
ayuntamiento  del  pueblo  que  á  la  audiencia  del  territorio  , 
debe  interponer  la  apelación  para  ante  aquel  dentro  de  cinco 
días  contados  desde  la  notificación  de  la  sentencia ,  y  con  el 
testimonio  de  la  interposición  y  admisión  ha  de  presentarse 
durante  dicho  término  de  los  cinco  dias  en  grado  de  ape- 
lación ante  el  ayuntamiento  pidiendo  se  nombren  dos  de  sus 
individuos  para  que  conozcan  de  la  causa;  ley  8,  tít.  20  , 
lib.  1 1 ,  Nov.  Rec.  No  habiendo  sesiones  de  ayuntamiento  en 
los  cinco  dias ,  se  hace  la  presentación  apte  su  escribano  ; 
Cur.  Filíp.,  p.  5,  |  6,  n.  2. 

El  ayuntamiento,  luego  que  fuere  requerido  en  la  indicada 
forma  por  el  apelante,  ha  de  elegir,  bajo  las  penas  de  diez 
mil  maravedís  á  cada  uno  de  los  concejales,  y  de  privación 
de  sus  oficios ,  dos  individuos  de  su  seno;  quienes  junta- 
mente con  el  juez  à  quo  deben  jurar  que  juzgarán'la  causa 
fielmente,  y  luego  procederán  á  conocer  de  ella,  y  determi- 
narla ante  el  mismo  escribano  que  actuó  en  la  primera  ins- 
tancia ;  ley  8 ,  tít.  20,  lib.  11  ^  Nov.  Rec.  El  escribano  de 
ayuntamiento  debe  dar  un  testimonio  del  nombramiento  de 
los  dos  concejales,  para  que  se  una  al  proceso. 

Pueden  ser  recusados  por  los  litigantes  los  concejales 
nombrados,  y  en,  su  caso  se  nombrarán  otros  en  su  lugar; 
mas  no  puede  ser  recusado  en  esta  segunda  instancia  el  juez 
de  la  causa  ;  Cur.  Filíp.,  p.  5,  §  6  ,  n.  3. 

El  apelante  debe  concluir  la  causa  para  definitiva  dentro 
de  treinta  dias  contados  desde  el  último  de  los  cinco  conce- 
didos para  la  apelación ,  so  pena  de  quedar  la  sentencia 
firme  y  pasada  en  autoridad  de  cosa  juzgada;  d.  ley  8,  lit. 
20,  Ub.  11 ,  Nov.  Rec.  :  bien  que  si  los  diputados  para  cono- 
cer de  la  causa  fueron  nombrados  después  de  dichos  cinco 
dias,  no  correrán  los  treinta  sino  desde  el  del  nombramiento. 
Este  último  término  no  puede  prorogarse  ni  aun  por  consen- 
timiento de  las  partes,  ni  contra  él  se  admite  restitución  i 
ningún  privilegiado;  Cur.  Filíp.,  part.  S ,  §  6 ,  núnu  4. 
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Centro  de  diez  dias  contados  desde  la  espiración  de  los 
treinta,  deben  los  tres  jueces  determinar  la  causa  ,  confir- 
mando ó  revocando ,  añadiendo  ó  reformando  la  sentencia 
apelada  ,  so  pena  do  diez  mil  maravedís  y  las  costas  para  la 
parte  que  los  requiera;  á  cuyo  efecto  debe  el  escribano  en- 
tregarles el  proceso  original  dentro  de  los  dos  primeros  dias 
de  los  diez  asignados  para  sentenciar,  hajo  la  pena  de  diez 
ducados  para  la  cámara,  juez  y  obras  pias;  leyes  8  y  9  ,  tít. 
20,  lib.  ii,Nov.Rec. 

Es  nula  la  sentencia ,  si  se  diere  después  de  los  diez  dias, 
ó  sin  la  concurrencia  délos  tres  jueces  ;ley  h,tít.  26,  Part.  5. 

En  la  sentencia  prevalece  la  mayoría  de  votos  ;  ley  8,  til. 
2P,  lib.  11,  Nov.Rec.  Hacen  mayoría  no  solólos  votos  de  uno 
de  los  regidores  diputados  y  del  juez  à  quo ,  sino  también  los 
délos  regidores,  aunque  ambos  se  sirvan  de  un  asesor,  y  silos 
dos  efectivamente  tuvieren  un  mismo  asesor,  podrá  uno  de 
ellos  adoptar  su  dictamen,  y  desecharlo  el  otro.  En  caso  de 
discordia  ,  se  han  de  nombrar  otros  dos  regidores  para  que 
en  union  con  los  primeros  decidan  la  causa,  y  hará  sentencia 
el  dictamen  de  la  mayor  parte.  Cur.  Filíp.,  p.  5,  §  6.,  n.  5. 

La  sentencia  dada  en  grado  de  apelación  por  el  juez 
à  quo  y  diputados  del  ayuntamiento,  debe  ejecutarse  inme- 
diatamente ,  sin  mas  apelación  ni  suplicación ,  por  la  jus- 
ticia ordinaria ,  bajo  la  pena  de  veinte  mil  maravedís  para 
la  cámara,  denunciador  y  pobres  de  la  cárcel;  ley  8,  tít. 
20,  lib.  1 1 ,  Nov.  Rec. 

La  apelación  al  ayuntamiento,  de  que  acabamos  de  tratar, 
no  se  observaba  sino  en  poquísimos  lugares  ,  porque  quizá 
tiene  muchos  inconvenientes;  pero  se  ha  restablecido  y  ge- 
neralizado, aunque  con  alteraciones  importantes,  por  el 
nuevo  reglamento  de  28  de  setiembre  de  1855 ,  el  cual  en 
sus  artículos  íi  1  y  ÍC2  dispone  lo  que  sigue  : 

«  Art.  41.  De  las  demandas  civiles  que  pasando  de  las 
cantidades  espresadas  en  el  precedente  artículo  (de  veinte  y 
cinco  duros  en  la  península  é  islas  adyacentes ,  y  de  ciento  en 
ultramar),  no  escedan  en  la  península  é  islas  adyacentes  de 
los  cuarenta  mil  maravedís  (mil  ciento  setenta  y  seis  reales , 
diez  y  seis  maravedís  vellón)  que  fija  la  ley  11,  tít.  20,  lib.  11 
de  la  Novísima  Recopilación  ,  y  del  cuadruplo  en  ultramar, 
conocerán  los  jueces  de  primera  instancia  por  juicio  escrito 
conforme  á  derecho,  simplificando  y  abreviando  los  trámites 
cuanto  lo  permitan  las  leyes  y  el  esclarecimiento  de  la  ver- 
dad ,  sin  que  contra  la  sentencia  que  dieren  ,  haya  lugar  á 
otro  recurso  que  ,  ó  el  de  apelación  para  ante  el  ayunta- 
miento de  la  capital  del  partido  judicial  respectivo  ,  con  ar- 
reglo al  benéfico  espíritu  de  la  citada  ley,  ó  el  de  nulidad 
para  ante  la  real  audiencia  del  territorio,  cuando  el  juez  hu- 
biere dado  su  fallo  contra  alguna  ley  clara  y  terminante, 
ó  violado  en  algún  trámite  esencial  las  leyes  que  arreglan 
el  procedimiento  :  siempre  que  en  este  último  caso  la  viola- 
ción haya  sido  formal  y  espresamente  reclamada  en  balde 
antes  de  la  sentencia,  si  hubiere  podido  serlo. 

Art.  42.  En  el  caso  de  interponerse  alguno  de  estos  re- 
cursos, se  observarán  las  reglas  siguientes  : 

Primera.  La  parte  agraviada  deberá  interponer  uno  ú 
otro  ante  ei  mimo  juez  que  hubiere  dado  la  sentencia,  y 
dentro  del  preciso  término  de  los  cinco  dias  siguientes  al 
de  su  notificación;  so  pena  de  que  pasado  sin  hacerlo,  que- 
dará firme  y  ejecutoriada  la  sentencia. 

Segunda.  Si  se  interpusiere  apelación  para  ante  el  ayun- 
tamiento sobredicho  ,  la  admitirá  el  juez  sin  otra  circunstan- 
cia ,  y  le  pasará  los  autos  originales,  haciendo  citar  y  empla- 
zar antes  á  las  partes  para  que  dentro  de  tercero  dia  acudan 
á  usar  de  su  derecho  ante  aquella  corporación. 

Tercera.  Dentro  del  preciso  término  de  ocho  dias  de 
habérsele  pasado  los  autos ,  el  ayuntamiento  pleno  ,  asistido 
de  algún  asesor  letrado  ,  se  instruirá  bien  de  lo  que  de  ellos 
resulte  ,  y  oyendo  de  palabra  cuanto  las  partes  tuvieren  q  íe 


esponer ,  ó  intentaren  probar  con  nuevos  testigos  que  pre- 
senten en  el  acto ,  pero  sin  admitirles  ningún  escrito ,  ni  dar 
lugar  á  mas  trámites ,  pronunciará  ex  œquo  et  bono  la  sen- 
tencia que  le  parezca  mas  justa  ;  la  cual  sin  ulterior  recurso 
alguno  causará  ejecutoria  ,  y  será  llevada  á  puro  y  debido 
efecto  por  el  juez,  devolviéndosele  los  autos  para  ello.  » 

Estas  son  las  disposiciones  del  reglamento  de  26  de  se- 
tiembre de  1835  sobre  las  apelaciones  á  los  ayuntamientos  : 
mas  la  regla  tercera  fué  luego  alterada  sustancialmenle  por 
el  artículo  primero  de  los  dos  adicionales  al  reglamento  con- 
tenidos en  decreto  de  8  de  octubre  del  mismo  año  de  1855, 
que  dice  así  :  «  En  las  apelaciones  de  autos  interlocutorios,  y 
en  las  de  definitivos  sobre  negocios  de  menor  cuantía,  so 
observará  lo  establecido  en  el  artículo  69  del  reglamento 
provisional  para  la  administración  de  justicia  en  lo  respec- 
tivo á  la  real  jurisdicción  ordinaria.  »  En  el  citado  artículo 
69,  tratándose  de  los  recursos  de  nulidad  que,  según  lo  dis- 
puesto por  el  artículo  41,  se  han  de  admitir  para  la  audien- 
cia territorial ,  se  dispone  que  la  sustanciacion  de  dichos 
recursos  «  deberá  reducirse  á  la  entrega  de  los  autos  á  las 
partes  por  su  orden  y  á  cada  una  por  un  término  que  no  pase 
de  nueve  dias  ,  para  solo  el  objeto  de  que  se  instruyan  los 
defensores  á  fin  do  hablar  en  estrados;  y  pasado  el  último 
término,  sin  necesidad  de  otra  cosa,  se  llamará  el  negocio 
con  citación  de  los  interesados  para  fallar  lo  que  corres- 
ponda. De  lo  que  se  fallare,  no  habrá  lugar  á  súplica.  »  No 
puede  admitirse  pues  en  los  recursos  de  apelación  que  de 
sentencia  de  juez  de  primera  instancia  se  hubieren  inter- 
puesto para  ante  el  ayuntamiento,  la  prueba  de  testigos  que 
se  presentasen  ante  él  en  el  dia  de  la  vista,  como  io  permitía 
la  regla  tercera  del  artículo  4 2  que  arriba  hemos  copiado; 
y  la  sustanciacion  de  esta  segunda  instancia  ante  dicha  cor- 
poración debe  reducirse  á  lo  que  prescribe  el  artículo  69. 

-j-  El  recurso  de  apelación  al  ayuntamiento  quedó  supri- 
mido desde  la  publicación  de  la  ley  de  10  de  enero  de  1858 
sobre  sustanciacion  de  los  pleitos  de  menor  cuantía. 

APELACIÓN  en  causas  de  comercio.  La  administra- 
ción de  justicia  en  primera  instancia  sobre  las  causas  y  ne- 
gocios mercantiles  está  á  cargo  de  tribunales  especiales  de 
comercio,  y  donde  no  los  hay,  al  de  los  jueces  ordinarios; 
y  en  la  segunda  y  tercera  instancia  pertenece  á  las  audien- 
cias en  cuyo  territorio  se  halle  el  tribunal  especial  ó  juzgado 
ordinario  que  haya  conocido  de  la  primera;  arls.  1178, 
1179  y  1180,  Cad.  de  com.  Deèe  apelarse  pues  para  ante  las 
audiencias,  no  solamente  de  las  sentencias  que  en  negocios 
mercantiles  se  dieren  por  los  juzgados  ordinarios  de  primera 
instancia,  sino  también  de  las  que  se  dieren  por  los  tribuna- 
les especiales  de  comercio  :  en  inteligencia  de  que  así  los 
jueces  ordinarios  como  las  audiencias  y  demás  tribunales 
han  de  arreglarse  en  el  procedimiento  y  decisión  de  las  cau- 
sas sobre  negocios  mercantiles  á  las  disposiciones  del  código 
de  comercio  y  su  ley  de  enjuiciamiento;  y  en  cuanto  por 
aquel  y  esta  no  se  haya  hecho  determinación  especial,  debe 
estarse  á  lo  que  prescriban  las  leyes  comunes  sobre  contra- 
tos y  procedimientos  judiciales;  arls.  254  y  1182  del  Cad.  de 
com.,  y  462  fíe  la  ley  de  enjuiciamiento. 

Las  causas  de  menor  cuantía,  que  son  las  demandas  cuyo 
interés  no  esceda  de  mil  reales  vellón  en  los  tribunales  do 
comercio  ,  y  de  quinientos  en  los  juzgados  ordinarios ,  se 
resuelven  en  juicio  verbal  ;  y  las  providencias  dadas  en  ellas 
son  ejecutivas,  y  no  admiten  apelación  ni  otro  recurso;  arls. 
1209  y  1210  del  Cód.  de  com.,  y  arts.  446  y  455  de  la  ley  de 
enjuiciamiento. 

En  las  causas  de  mayor  cuantía,  cuyo  interés  no  sea  mayor 
de  tres  mil  reales  en  los  tribunales  de  comercio ,  y  de  dos 
mil  en  los  juzgados  ordinarios,  causan  ejecutorias  sus  res- 
pectivas sentencias;  y  solo  tiene  lugar  el  recurso  de  nulidad 
para  ante  la  audiencia  del  territorio  cuando  se  hayan  violado 
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en  el  procedimiento  las  formas  sustanciales  del  juicio;  art. 
1212  del  Cod.de  corn. 

No  se  admite  pues  apelación  sino  en  las  causas  de  mayor 
cuantía ,  cuyo  interés  esceda  de  tres  mil  reales  en  los  tribu- 
nales de  comercio  ,  y  de  dos  mil  en  los  juzgados  ordinarios. 

La  ley  de  enjuiciamiento  en  la  sección  primera  del  título 
XI  establece  sobre  la  apelación  y  segunda  instancia  las  dis- 
posiciones siguientes  : 

«  Art.  588.  Se  da  el  recurso  de  apelación  con  efecto  de- 
volutivo y  suspensivo  de  todas  las  sentencias  definitivas  de 
los  tribunales  de  comercio  dadas  en  juicio  ordinario,  cuyo 
interés  esceda  de  1res  mil  reales,  y  de  las  de  los  juzgados 
que  conozcan  de  los  negocios  mercantiles  cuando  pase  de 
dos  mil. 

Art.  589.  Las  sentencias  interlocutorias  dadas  en  la  misma 
via  ordinaria  son  apelables  en  uno  y  otro  efecto  :  — Cuando 
se  desestime  la  recusación  ,  sea  por  insuficiencia  de  la  causa 
propuesta ,  ó  por  no  estimarse  bastantemente  probada  :  — 
En  la  que  se  provea  sobre  la  escepcion  de  la  incompetencia 
de  jurisdicción  ,  ya  se  declare  el  tribunal  competente  ó  in- 
competente :  —  Si  se  denegare  la  prueba  en  el  pleito,  ó  el 
término  estraordinario  para  hacerla. 

Art.  590.  Solo  procederá  en  el  efecto  devolutivo  la  apela- 
ción délas  sentencias  interlocutorias  :  —  En  que  se  admita  la 
recusación  sobre  cualquiera  de  las  escepciones  dilatorias 
que  se  haya  propuesto  no  siendo  la  de  incompetencia  de  ju- 
risdicción :  —  En  que  se  declare  por  contestada  la  deman- 
da :  —  En  que  se  reciba  la  causa  á  prueba  ,  ó  se  conceda  el 
término  estraordinario  :  —  En  que  se  deniegue  la  comunica- 
ción de  autos. 

Art.  591.  En  el  juicio  ejecutivo  solo  procede  en  ambos 
efectos  la  apelación  de  sentencia  en  que  denegándose  el  rer 
mate  de  los  bienes  ejecutados  se  revoque  la  ejecución. 

Art.  592.  La  de  la  sentencia  de  remate  y  providencias 
que  se  den  para  la  venta  y  adjudicación  de  los  bienes  ejecu- 
tados y  pago  del  ejecutante  ,  no  tiene  lugar  mas  que  en  el 
efecto  devolutivo. 

Art.  595.  En  los  procedimientos  sobre  quiebras  no  tendrá 
mas  que  efecto  devolutivo  la  apelación  sobre  las  sentencias 
en  que  se  decidan  :  —  El  artículo  de  reposición  de  la  decla- 
ración de  quiebra:  —  Las  pretensiones  del  quebrado  sobre 
soltura  ,  ampliación  de  arresto  ó  salvoconducto  :  —  Las  re- 
clamaciones contra  los  nombramientos  de  los  síndicos  :  — 
Sobre  la  aprobación  del  convenio  entre  el  quebrado  y  los 
acreedores  :  —  Las  demandas  de  los  síndicos  para  la  apli- 
cación de  los  artículos  1058 ,  1059  y  1040  del  Código  de  co- 
mercio. —  Véase  Quiebra. 

Art.  594.  Procederá  en  ambos  efectos  la  apelación  de  las 
sentencias  sobre  la  calificación  de  la  quiebra  ,  en  que  se 
haya  declarado  de  Ia.,  2a.  ó  5a.  clase,  sin  perjuicio  de  lle- 
varse á  efecto  la  libertad  del  quebrado  en  los  dos  primeros 
casos  con  arreglo  al  párrafo  2°.,  artículo  1143  del  Código  de 
comercio.  —  Véase  Quiebra. 

Art.  59b.  También  se  admitirá  en  ambos  efectos  la  apela- 
ción de  las  sentencias  dadas  en  el  procedimiento  de  quiebra  : 
—  Sobre  acciones  que  se  hayan  sustanciado  por  la  via  ordi- 
naria ,  en  conformidad  de  los  artículos  222,  254 ,  259  y  212 
de  esta  ley.  —  Véase  Quiebra  :  —  Sobre  tercerías  de  dominio 
de  los  bienes  de  la  quiebra  :  —  Sobre  agravios  de  las  cuen- 
tas del  depositario  ó  de  los  síndicos  :  —  Sobre  las  repeticio- 
nes contra  los  síndicos  por  haber  comprado  efectos  de  la 
quiebra. 

Art.  596.  Las  apelaciones  se  interpondrán  en  el  término 
perentorio  de  cinco  dias,  y  se  proveerá  sobre  ellas  lo  que 
corresponda  en  derecho  sin  traslado  ni  otra  sustanciacion. 

Ait.  597.  Admitiéndose  la  apelación  en  ambos  '  efectos  se 
acordará  por  la  misma  providencia  la  remesa  de  autos  ori- 
ginales al  tribunal  á  quien  corresponda  su  conocimiento.  — 


Esta  se  verificará  à  costa  del  apelante ,  previa  citación  y 
emplazamiento  de  todas  las  partes  litigantes,  para  que  en  el 
término  de  veinte  dias  acudan  á  usar  de  su  derecho  en  la 
segunda  instancia. 

Art.  598.  Si  solo  procediese  la  apelación  en  el  efecto  de- 
volutivo, se  mandará  sacar  compulsa  de  los  autos,  prefiján- 
dose término  al  escribano  para  darla  concluida,  y  que  se 
remita  al  tribunal  de  apelación.  —  Pero  si  estuviere  eje- 
cutada la  providencia  apelada ,  ó  no  hubiere  que  practicar 
diligencia  alguna  en  su  cumplimiento,  se  remitirán  los  autos 
originales. 

Art.  599.  Por  morosidad  del  aüelanta  en  pagar  los  dere-" 
chos  de  la  compulsa,  no  poara  diferirse  su  remesa  pasado 
el  término  prefijado  para  sacarla. 

Art.  400.  En  las  apelaciones  sobre  procedimientos  de  quie- 
bras no  se  remitirá  mas  pieza  de  autos  que  la  respectiva  á  la 
providencia  apelada,  sin  perjuicio  deque  el  tribunal  superior 
mande  remitir  testimonio  de  cualquier  actuación  que  obre  en 
las  demás  piezas  de  autos  que  se  estime  necesaria  en  el  jui- 
cio de  apelación. 

Art.  40 1 .  Las  partes  deberán  presentarse  en  el  tribunal  de 
apelación  dentro  del  término  del  emplazamiento.  —  En  de- 
fecto de  hacerlo  el  apelante ,  con  una  sola  rebeldía  por  tér- 
mino de  tercero  dia,  que  se  notificará  en  los  estrados,  se 
declarará  por  desierta  la  apelación ,  devolviéndose  los  autos 
al  tribunal  inferior  para  que  lleve  á  efecto  la  providencia 
apelada. 

Art.  402.  Si  el  apelado  no  se  presentase  en  la  segunda 
instancia ,  se  sustanciará  esta  con  los  estrados  del  tribunal , 
sin  perjuicio  de  que  si  lo  hiciere  posteriormente  se  le  admita 
á  hacer  parte  en  el  juicio  en  el  estado  que  tenga. 

Art.  ¿t05.  Personándose  el  apelante  en  la  segunda  instan- 
cia, se  le  entregarán  los  autos  por  término  de  seis  dias  para 
que  esprese  agravios  de  la  sentencia  apelada.  —  De  la  es- 
presion  de  agravios  se  conferirá  traslado  al  apelado  por 
igual  término  de  seis  dias. 

Art.  ft04.  Con  la  contestación  del  demandado,  si  la  apela- 
ción fuere  de  auto  interlocutorío ,  se  tendrá  el  pleito  por 
concluso ,  mandándose  citar  las  partes  para  sentencia. 

Art.  40b.  En  las  apelaciones  de  sentencia  definitiva  po- 
drán,  así  el  apelante  como  el  apelado,  presentar  nuevos 
documentos  que  se  refieran  á  actos  posteriores  á  la  contes- 
tación de  la  demanda,  ó  que  siendo  de  fecha  anterior  jure  la 
parte  que  haga  uso  de  ellos  que  no  habían  llegado  á  su  no- 
ticia, ó  que  no  pudo  proporcionárselos  en  tiempo  oportuno 
para  producirlos  en  la  primera  instancia. 

Art.  406.  Si  el  apelado  presentare  documentos  con  su 
contestación,  se  conferirá  traslado  al  apelante.  En  su  defecto 
se  tendrá  el  pleito  por  concluso  con  aquella ,  mandándose 
traer  para  sentencia,  citadas  las  partes.  — Lo  mismo  se  ve- 
rificará con  el  escrito  de  réplica  del  apelante  en  el  caso  que 
tenga  esta  lugar. 

Art.  il 07.  En  la  segunda  instancia  no  se  recibirán  los  autos 
á  prueba,  aunque  alguna  de  las  partes  lo  solicite,  sino  en  los 
casos  siguientes  :  —  Io.  De  conformidad  de  todos  los  litigan- 
tes :  —  2o.  Si  se  hubieren  alegado  hechos  nuevos  que  lo 
exijan  para  la  calificación  del  derecho  de  las  partes  :  — 
5o.  Cuando  se  manifieste  causa  suficiente  ajuicio  del  tribu- 
nal que  impidiese  probar  en  primera  instancia  los  que  se 
alegaron  en  ella. 

Art.  408.  Teniendo  lugar  el  auto  de  prueba,  se  proveerá 
con  solo  el  escrito  de  espresion  de  agravios  y  de  su  contes- 
tación en  que  la  parte  á  quien  interese  habrá  debido  pedirla. 

Art.  409.  En  cuanto  al  término  de  prueba  ,  medios  pro- 
batorios de  que  pueda  usarse  ,  y  formalidades  con  que  se 
han  de  practicar  las  probanzas ,  regirán  las  mismas  disposi- 
ciones establecidas  para  la  primera  instancia. 

Art.  410.  No  se  podrá  pedir  en  la  seguuda  instancia  el 
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término  esíraordinario  de  prueba ,  sino  cuando  habiéndose 
pedido  en  la  primera  se  hubiese  denegado  sin  causa  justa. 

Art ,  41  1 .  Tampoco  se  podrán  presentar  testigos  ni  exigirse 
confesiones  judiciales  sobre  los  mismos  capítulos  articulados 
en  primera  instancia  ,  ni  sobre  hechos  que  estén  en  contra- 
dicción con  su  contenido. 

Art.  412.  Concluido  el  término  de  prueba  ,  se  hará  publi- 
cación de  probanzas  á  instancia  de  cualquiera  de  las  partes 
que  lo  solicite,  y  se  entregarán  á  cada  una  de  ellas  por  el 
término  de  seis  dias  para  que  aleguen  de  bien  probado,  ha- 
habiéndose  el  pleito  por  concluso  con  lo  que  hayan  espuesto, 
y  sin  mas  sustanciacion  para  sentencia  definitiva  previa  su 
citación. 

Art.  413.  Siempre  que  se  confirme  por  el  tribunal  supe- 
rior la  providencia  apelada ,  se  condenará  en  costas  al  ape- 
lante. 

Art.  414.  En  las  apelaciones  de  los  juicios  ejecutivos  no 
tendrá  lugar  mas  prueba  que  la  documental  de  que  las  par- 
tes hagan  uso  en  conformidad  del  artículo  405. 

Art.  415.  Las  partes  que  se  sintieren  agraviadas  de  la 
providencia  en  que  se  les  hubiere  denegado  el  recurso  de 
apelación  ,  usarán  de  su  derecho  ante  el  tribunal  superior, 
acompañando  testimonio  de  la  providencia  apelada  :  del  es- 
crito de  apelación  y  del  auto  proveído  en  su  consecuencia  ;  y 
si  por  estos  documentos  y  los  informes  con  justificación  que 
el  mismo  tribunal  podrá  exigir,  hallare  que  la  apelación  fué 
mal  denegada ,  la  declarará  admitida,  y  mandará  venir  los 
autos  origínales. 

Art.  416.  En  las  apelaciones  admitidas  solamente  en  el 
efecto  devolutivo ,  si  después  de  venida  la  compulsa  al  tri- 
bunal superior  se  pretendiese  por  el  apelante  que  se  declare 
al  recurso  el  efecto  suspensivo,  se  conferirá  traslado  al  ape- 
lado por  término  de  segundo  dia  preciso  ;  y  si  en  vista  de  lo 
que  esponga  estimare  el  tribunal  arreglada  á  derecho  la  pre- 
tensión del  apelante,  declarará  admitida  en  ambos  efectos  la 
apelación ,  y  espedirá  despacho  para  que  se  suspenda  la 
ejecución  de  la  providencia  apelada ,  remitiéndose  los  autos 
originales. 

Art.  417.  Guando  se  hubiere  admitido  en  ambos  efectos 
una  apelación  que  no  procediese  mas  que  en  el  devolutivo , 
podrá  el  apelado  (no  eZ  apelante,  como  dice  por  equivocación 
el  original)  pedir  en  el  tribunal  superior,  antes  de  contestar 
á  laespresion  de  agravios  (no  antes  de  espresar,  como  se 
halla  en  el  original)  que  se  mande  poner  en  ejecución  la 
providencia  apelada;  y  si  con  previa  audiencia  de  la  parte 
contraria  en  un  traslado  que  se  le  conferirá  por  dos  dias 
precisos ,  hallare  el  tribunal  que  así  procede  de  derecho , 
mpndará  librar  despacho  al  inferior  con  inserción  de  la  es- 
presada providencia,  para  que  la  lleve  á  efecto,  reteniendo 
los  autos  en  el  tribunal  para  el  conocimiento  de  la  segunda 
instancia. 

Art.  418.  Fuera  de  los  casos  de  apelación  admitida  con 
arreglo  á  derecho  ,  no  acordarán  los  "tribunales  superiores 
providencia  alguna  que  interrumpa  ni  estorbe  los  procedi- 
mientos de  los  tribunales  de  comercio,  ni  bajo  motivo  alguno 
les  mandarán  remitir  los  autos  ad  effeclum  videndi.  » 

t  APELACIÓN  EN  NEGOCIOS  CONTENCIOSO-ADMINISTRA- 

Tivos.  Véase  Consejo  provincial  y  Consejo  Real. 

APELADO.  Dícese  del  litigante  vencedor  contra  quien 
Se  apela;  y  del  auto,  fallo  ó  sentencia  de  que  se  apela. 

APELAR.  Recurrir  al  tribunal  superior  el  que  se  siente 
agraviado  por  la  sentencia  del  inferior.  Véase  Apelación  y 
Juez  superior. 

APELLIDO.  La  causa  ó  proceso  que  de  suyo  trae  cierta 
publicidad  ,  mediante  la  cual  pueden  intervenir  ó  declarar 
en  él  lodos  cuantos  quieran.  Tales  son  las  causas  que  en  al- 
gunas ocasiones  suelen  formarse  contra  los  partidarios  de 
un  gobierno  intruso,  invitándose  por  la  autoridad  á  todos  y 


cualesquiera  vecinos  á  que  se  presenten  en  el  tribunal  como 
acusadores  ó  testigos  dentro  de  un  término  prefijado. 

APELLIDO.  Antiguamente  la  seña  que  se  daba  á  los 
soldados  para  aprestarse  á  tomar  las  armas;  y  con  especia- 
lidad el  llamamiento  que  se  hacían  los  habitantes  de  algún 
pais  por  voces,  ó  toque  de  campanas ,  trompas ,  bocinas  ó 
tambores  ,  ó  bien  por  señales  que  pudieran  verse  de  lejos, 
para  juntarse  y  defender  sus  personas  y  haciendas  cuando 
se  veían  amenazados  de  daño  ó  fuerza  en  tiempos  de  par- 
cialidades y  anarquía.  A  los  apellidos  debían  luego  salir  to- 
dos, á  pié  ó  á caballo,  detras  de  los  forzadores,  y  perseguir- 
los hasta  quitarles  las  alhajas  que  se  llevaban.  Si  alcanzados 
porfiaban  en  guardarlas  y  defenderlas  ,  alegando  derecho  á 
ellas,  debíanlos  dueños  manifestarles  que  tenían  justa  razón 
para  exigirlas,  dando  fiadores  ó  prendas  de  estar  á  derecho 
ó  á  lo  que  el  rey  mandare  ;  y  si  aun  así  persistían  en  no  de- 
jarlas, podian  entonces  los  otros  hacer  uso  de  las  armas  para 
arrebatárselas ,  sin  responsabilidad  alguna  por  el  mal  que 
les  hicieren;  pero  si  les  lomaban  alguna  cosa  de  mas,  debían 
conservarla  para  restituírseles  cuando  viniesen  á  enmienda 
del  daño;  ley  24,  lit.  26,  Part.  2. 

También  en  tiempo  de  guerra  habia  apellido,  y  todos  igual- 
mente debían  salir  á  rechazar  á  los  enemigos  ,  y  quitarles 
no  solamente  las  riquezas  que  les  habian  tomado  ,  sino  todo 
cuanto  pudieran.  Si  los  que  iban  en  el  apellido  recuperaban 
la  presa  en  el  mismo  dia  en  que  se  habia  hecho,  tenian  que 
restituirla  á  sus  dueños  ,  pagándoles  estos  el  daño  que  hu- 
biesen recibido  ;  pero  si  la  recobraban  despues  que  el  ene- 
migó la  habia  conservado  un  dia  ó  una  noche  en  fortaleza  ó 
en  campamento,  la  hacían  entonces  enteramente  suya,  á  no 
ser  que  hubiesen  procedido  con  engaño  dejándola  llevar  y 
poner  en  seguro  ,  pues  en  tal  caso  lejos  de  hacerla  suya  y 
recibir  enmienda  del  daño,  debian  pagar  á  los  dueños  lo  que 
pudieron  y  no  quisieron  recobrar.  Las  cosas  que  se  cogían 
á  los  enemigos  ademas  de  la  presa,  se  repartían  entre  todos 
con  igualdad ,  deduciendo  antes  lo  necesario  para  pagar  los 
daños,  y  los  derechos  que  correspondían  al  rey. — Leyes  25, 
26  y  27,  lit.  26,  Parí.  2. 

APELLIDO.  El  sobrenombre  con  que  los  individuos  de 
una  casa,  familia  ó  linaje,  se  distinguen  de  los  de  las  otras, 
como  Diaz,  Gonzalez ,  Pérez,  Guzman. 

Nuestros  primeros  padres  no  tenian  apellidos  :  cada  uno 
de  ellos  era  conocido  con  su  nombre  propio,  y  no  se  confun- 
día con  los  demás,  como  Adán,  Eva,Noé,  Abraham.  Tam- 
bién entre  los  antiguos  pueblos  del  Asia  se  usaba  solo  un 
nombre ,  como  Ciro ,  Xérxes  ,  Alejandro  ,  Príamo ,  Héctor, 
Agamenón,  Ulíses,  Menelao,  Casandra,  ele.  Lo  mismo  su- 
cedía entre  los  pueblos  de  la  Germania,  que  saliendo  del  seno 
de  sus  ciénagas  y  pantanos  en  los  primeros  tiempos  de  la 
era  cristiana, inundaron  la  Europa  y  derribaron  el  coloso  del 
imperio  romano.  Efectivamente,  nuestros  antiguos  reyes  no 
tenian  mas  que  su  nombre  propio  é  individual,  Ataulfo,Wa- 
lia ,  Turismundo,  Alarico,  Tulga ,  Wamba ,  Witiza.  Los  Ro- 
manos por  el  contrario,  ademas  del  nombre  propio  ,  usaban 
de  dos  apellidos,  uno  que  se  aplicaba  al  tronco  y  pasaba  á 
todas  sus  ramas,  y  otro  con  que  se  designaba  cada  rama. 

Los  Españoles  ,  imitando  en  parte  á  los  Romanos ,  esta- 
blecieron apellidos  para  distinguirse  y  los  hicieron  heredi- 
tarios. Su  origen  fué  muy  diverso  :  unos  los  tomaron  del 
nombre  de  los  lugares  ó  pueblos  que  habian  ganado  á  fuerza 
de  armas ,  ó  en  que  poseían  haciendas  ,  ó  donde  nacieron  ó 
habitaron  ,  como  los  Toledo  ,  Córdoba,  Aviles ,  Salamanca, 
Zaragoza,  Teruel,  Daroca  :  —  otros  ,  del  de  las  provincias 
ó  reinos  en  que  habían  ejercido  grandes  cargos  ,  ó  en  que 
habian  ceñido  la  corona  sus  progenitores,  como  los  Castilla, 
León  ,  Aragon  y  otros  :  —  algunos,  del  de  las  tierras,  sitios 
ó  cosas  notables,  de  que  eran  dueños  ó  señores  :  —  muchos, 
del  nombre  propio  de  sus  padres  ó  abuelos  con  alguna  mo- 
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dificacion  ó  añadidura,  especialmente  con  la  terminación  ez 
que  significa  de,  como  López  de  Lope  ,  Díaz  de  Diego  ,  Lai- 
nez  de  Lain  ,  Pérez  de  Pedro,  Martínez  de  Martin  ,  Fernan- 
dez de  Fernando  :  —  varios ,  de  la  profesión  ú  oficio  à  que 
se  dedicaban,  como  Escribano,  Barbero,  Molinero,  Zapa- 
tero ,  Herrero,  Lavandero  ,  Carnicer,  Carpintero,  Armero, 
Tejedor  :  —  no  pocos,  del  color  de  la  cara ,  del  pelo  ó  de  los 
ojos  ,  como  Blanco ,  Negro ,  Rubio ,  Rojo ,  Bermejo ,  Cano  , 
Moreno,  Prieto  ,  Colorado ,  Pardo,  Zarco,  Dorado  :  —  estos, 
de  algún  nombre  propio  que  era  ordinario  en  la  familia , 
como  Vicente ,  Martin  ,  Manuel ,  Domingo ,  y  tal  vez  de 
algún  mote  ó  apodo  que  pasaba  de  padres  á  hijos ,  como 
Piernas,  Barriga,  Molinillo,  Raposo,  Guisado,  Lanceta, 
Navaja,  Puñal ,  Grasa  ,  Manteca,  Majagranzas  :  —  aquellos, 
de  la  edad ,  de  los  defectos  corporales ,  de  las  buenas  ó  ma- 
las cualidades  y  de  otras  circunstancias  ,  como  Joven , 
Mozo,  Ligero,  Calvo,  Romo,  Gafo,  Mármol,  Cabezudo, 
Bueno  ,  Malo  ,  Zorrilla,  Valiente,  Brioso,  Vergonzoso,  Cor- 
tés ,  Bonifaz ,  Rico  :  —  muchísimos  ,  de  la  vida  agrícola  y 
pastoril ,  como  Labrador,  Pastor,  Cabrero  ,  Boyero ,  Vaque- 
ro ,  Cabañero  ,  Colmenero ,  Abejero  ;  ó  de  las  flores ,  árbo- 
les, frutas  y  plantas,  como  Flor,  Rosa,  Clavel ,  Moral , 
Manzano  ,  Peral ,  Granado ,  Álamo ,  Encina,  Robles,  Pino  , 
Espino,  Acebo,  Acebedo,  Ciruelo  ,  Nogueras,  Olmo,  Mo- 
rera, Parra,  Sarmiento,  Viñas,  Olivares,  Mata,  Romero, 
Aliaga,  Melon,  Trigo,  Col,  Berza,  Nuez,  Limon,  Tomate, 
Espárrago ,  Cebolla  ;  ó  bien  de  los  animales  ,  como  Caballo , 
Buey,  Vaca,  Toro,  Becerra,  Becerril ,  Cabra ,  Cordero, 
Borrego ,  Lobo ,  Oso ,  Conejo ,  Gallo ,  Águila ,  Cuervo  ,  Ave- 
cilla ,  Pardillo  ,  Sardina  y  Salmón  ;  ó  bien  de  las  partes  de 
un  edificio  y  muebles  del  menaje,  como  Casa,  Tapia, Pare-, 
des,  Muro,  Puerta  ,  Llave,  Portal ,  Escalera,  Sala  ,  Cortina, 
Mesa,  Espejo,  Parrilla,  Botella,  Perol,  Bodega,  Cubas, 
Pozo,  Cuadra,  Corral,  Caño  y  Palomar  ;  ó  bien  del  reino 
mineral ,  como  Hierro ,  Acero  ,  Plata  ,  Oro ,  Mina  ;  y  de  una 
infinidad  de  objetos  que  hacen  parte  de  la  tierra ,  como 
Sierra ,  Montes ,  Valle  ,  Risco  ,  Cumbres  Altas ,  Peña ,  Pie- 
dra ,  etc.  Los  cargos  de  la  magistratura  ,  los  empleos ,  las 
dignidades  y  los  títulos  que  tuvo  alguno  de  los  antepasados, 
fueron  también  una  fuente  en  que  diversas  familias  busca- 
ron su  apellido  ,  como  Alcalde  ,  Juez ,  Merino  ,  Alcaide  , 
Coronel,  Abad,  Prior,  Conde,  Marqués,  Baron. — No  faltaron 
tampoco  personas  á  quienes  se  dio  apellido  por  alguna  acción 
ilustre  ó  algún  grande  servicio  hecho  al  Estado,  como  Maza, 
Cabeza  de  Vaca  ,  Machuca  ,  Ladrón  de  Guevara  :  —  final- 
mente ,  los  judíos  y  moros  convertidos  adoptaron  los  de  sus 
padrinos,  ó  de  las  personas  que  los  bautizaban ,  ó  de  las  que 
los  acogían  bajo  su  protección,  ó  tal  vez  los  nombres  de  les 
pueblos  ó  provincias  en  que  nacían  á  la  fe  cristiana. 

El  apellido  se  trasmite  de  padres  á  hijos,  ora  sean  estos 
legítimos  ó  legitimados,  y  aun  naturales  reconocidos,  ora 
sean  varones  ó  hembras  :  con  la  diferencia  de  que  los  varo- 
nes y  no  las  hembras  continúan  pasándole  sucesivamente  á 
sus  descendientes,  porque  los  hijos  siguen  la  familia  de  su 
padre  y  no  la  de  su  madre. 

Las  hembras  que  se  casan  dejan  en  algunos  paises  el  ape- 
llido de  su  padre  para  tomar  el  de  su  marido  ;  y  en  otros  sue- 
len conservarle ,  usándole  antes  ó  despues  de  este. 

El  apellido  de  cada  familia  pertenece  esclusiva  y  privati- 
vamente á  ella ,  y  no  puede  adquirirse  sino  por  los  que  de 
varón  en  varón  traen  su  origen  de  la  misma  ;  pues  que  no 
es  mas  que  una  señal  del  hecho  de  la  descendencia.  Así  que, 
cada  uno  de  los  individuos  de  la  familia  tiene  derecho  á  él, 
y  ninguno  puede  enajenarle  ni  comunicarle  á  otra  familia 
estraña,  como  que  es  un  bien  común  á  todos  ellos;  y  aun  si 
llevase  consigo  privilegios  perjudiciales  á  la  sociedad ,  no 
seria  bastante  para  su  comunicación  el  consentimiento  de 
toda  la  familia. 


¿  Puede  cualquiera  mudarse  el  apellido  impunemente ,  ó 
tomar  el  de  otro  ? 

Según  el  derecho  romano ,  era  absolutamente  libre  la  mu- 
danza de  nombre  y  apellido ,  y  solo  se  tenia  por  reprensible 
cuando  se  hacia  con  intención  fraudulenta.  Sicnt  in  inilio  no- 
minis,  cognominis ,  prœnominis  recognoscendi  singulos  im— 
posilio  libera  est  privai is,  ila  eorum  mulatio  innocentibus 
periculosa  non  est.  Mutare  itaque  nomen,  vel  prcenomen, 
sive  cognomeñ,  sine  aliqua  fraude  ,  licito  jure,  si  liber  es, 
secundüm  ca  quœ  sœpe  staluta  sunt ,  minime  prohiberis, 
nullo  ex  hoc  prœjudicio  futuro.  Tales  son  los  términos  de  un 
rescripto  de  los  emperadores  Diocleciano  y  Maximiano,  que 
forma  la  ley  1,  C.  De  mutatione  nominis. 

Nuestras  leyes  están  escritas  en  el  mismo  sentido.  «  Otrosí, 
dice  la  ley  2 ,  tít.  7,  Part.  7,  face  falsedad  aquel  que  camia 
maliciosamente  el  nombre  que  ha ,  tomando  el  nombre  de 
otro ,  ó  diciendo  que  es  fijo  de  algún  rey  ó  de  otra  persona 
honrada ,  sabiendo  que  lo  non  era.  »  El  que  comete  esta  es- 
pecie de  falsedad  puede  ser  acusado  por  cualquiera  del  pue- 
blo en  el  término  de  veinte  años,  é  incurre  en  las  penas  de 
destierro  perpetuo  á  alguna  isla  y  de  confiscación  de  bienes 
en  defecto  de  ascendientes  ó  descendientes  que  los  hereden, 
según  las  leyes  5  y  6,  lit.  7,  Part.  7.  Solo  pues  está  prohi- 
bida por  nuestras  leyes  ,  del  mismo  modo  que  por  las  ro- 
manas ,  la  mudanza  de  apellido ,  cuando  se  hace  maliciosa- 
mente ,  esto  es ,  cuando  cede  en  perjuicio  de  tercero  ;  y  no 
cuando  tiene  un  objeto  inocente  ó  un  motivo  justo ,  como 
por  ejemplo  si  se  hace  por  diversion  ó  por  salvarse  de  algún 
peligro.  La  pena  que  prescribe  la  ley  para  el  caso  de  malicia 
es  demasiado  dura,  y  en  la  práctica  se  mitigaría  mucho  por 
los  tribunales ,  como  suelen  mitigarse  otras  varias  de  las 
impuestas  por  las  Partidas. 

Mas  una  cosa  es  la  mudanza  temporal  y  transitoria  de  ape- 
llido ,  cuando  se  funda  en  la  necesidad  ó  utilidad  del  mo- 
mento ;  y  otra  cosa  es  la  mudanza  que  ha  de  surtir  efectos 
estables  y  perpetuos.  Aquella  puede  hacerse  sin  inconve- 
nientes ;  pero  la  última  es  sumamente  peligrosa  y  capaz  de 
introducir  confusion  en  padrones  ,  censos ,  derechos  y  suce- 
siones testamentarias  y  legítimas.  Por  eso  no  debiera  nacerse 
sino  con  ciertas  solemnidades  prevenidas  por  la  ley.  En 
Francia  antiguamente  nadie  podia  cambiar  el  apellido  sin 
real  licencia  :  la  revolución,  que  hizo  gala  de  trastornar  en 
todo  las  leyes  y  prácticas  de  los  tiempos  anteriores ,  dio 
facultad  á  todo  ciudadano  para  adoptar  el  nombre  y  ape- 
llido que  le  dictase  su  capricho  ;  pero  bien  pronto  el  abuso 
de  esta  libertad  produjo  tal  confusion  y  desorden,  que  ad- 
mirados los  mismos  que  la  habian  promovido  se  vieron  en 
la  precisión  de  mandar,  que  ningún  ciudadano  pudiese  lle- 
var otro  nombre  ni  apellido  que  los  espresados  en  su  partida 
de  nacimiento,  que  el  que  los  hubiera  dejado  volviese  inme- 
diatamente á  tomarlos,  bajo  la  pena  de  seis  meses  de  prisión 
y  de  una  multa  igual  á  la  cuarta  parte  de  sus  rentas ,  y 
que  si  alguno  se  creía  con  razones  para  mudar  de  apelli- 
do, se  dirigiese  al  gobierno  con  la  correspondiente  soli- 
citud. 

Algunos  apellidos  llevan  antepuesto  el  artículo  de  ó  del , 
como  de  Haro,  de  Albornoz,  del  Castellar.  Esto  significa 
que  las  personas  que  tienen  apellidos  de  esta  clase,  descien- 
den de  casa  solariega,  esto  es,  de  casa  antigua  y  noble  ó  de, 
familia  que  posee  ó  poseia  algún  señorío ,  suponiendo  que  ¡ 
antes  del  de  ó  del  se  sobrentiende  la  palabra  señor.  De  aquí 
es  que  muchos ,  queriendo  darse  cierta  importancia  y  enno- 
blecer sus  apellidos ,  les  anteponen  estos  artículos  ó  partí- 
culas ,  tomándolas  por  sí  y  ante  sí  sin  permiso  ni  autoriza- 
ción alguna  ;  pero  como  esto  no  es  un  delito ,  pues  que  á 
nadie  perjudica ,  sino  un  mero  acto  de  vanidad ,  basta  re- 
cordarles con  Cicerón  en  sus  oficios  que  non  domo  dominus, 
sed  domino  dom.us  hMumimida  est ,  que  es  lo  mismo  que  de-« 
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éir  que  nô  en  nuestro  linaje,  sino  en  nuestras  acciones  es 
donde  debemos  buscar  el  lustre  de  nuestros  apellidos. 

APELLIDO.  En  Aragon  es  el  primer  pedimento  ó  es- 
crito que  se  presenta  al  juez  en  cualquiera  de  los  cuatro 
procesos  forales. 

APELLIDO  de  tolifortiam.  En  Aragon  era  antigua- 
mente un  escrito  en  que  el  interesado  que  habia  sido  puesto 
en  posesión  de  algunos  bienes  por  autoridad  de  justicia  y  se 
veia  turbado  en  ella  por  algún  tercero  ,  se  querellaba  al  juez 
y  le  pedia  se  sirviese  impedir  la  violencia  y  quitar  la  fuerza 
que  se  le  hacia  ,  tollere  forliam ,  castigando  al  perturbador. 

APEO.  El  deslinde  y  demarcación  de  algunas  tierras  ó 
heredades ,  y  el  instrumento  jurídico  de  este  acto.  Cuando 
hay  algún  pleito  sobre  apeo,  suele  ser  necesaria  para  su  de- 
cisión la  inspección  ocular  del  juez,  quien  debe  trasladarse 
por  tanto  á  las  tierras  de  cuyos  límites  se  litiga.  Los  juicios 
de  apeos  deben  ceñirse  á  la  acción  fmium  regundorum ;  y 
los  despojos  y  otros  cualesquiera  actos  propios  de  otro  juicio 
se  miran  como  atentado,  y  dan  lugar  á  su  reposición  ;  ley  17, 
lit.  17,  lib.  1 ,  Nov.  Rec.  Véase  Amojonamiento ,  Inspección 
ocular  y  Mojones. 

APERCIBIMIENTO.  El  requerimiento  que  el  juez  hace 
á  alguno  para  que  ejecute  lo  que  le  manda  ó  tiene  mandado, 
ó  para  que  proceda  como  debe,  conminándole  con  multa, 
pena  ó  castigo  si  no  lo  hiciere  ; — y  la  amonestación  ó  repren- 
sión que  da  el  juez  al  acusado ,  previniéndole  que  sea  mas 
cauto  en  adelante  y  cuide  de  no  volver  á  caer  en  la  misma 
falta  ó  de  no  dar  motivos  para  que  se  conciban  sospechas 
de  su  conducta,  bajo  la  pena  de  ser  castigado  con  mas  se- 
veridad. 

El  apercibimiento  es  pues  á  veces  nada  mas  que  una  osci- 
tación para  hacer  alguna  cosa  ;  otras  es  la  pena  que  se  impone 
por  una  culpa  leve  ;  y  otras  el  medio  de  purgar  las  sospe- 
chas é  indicios  que  en  una  causa  grave  resultan  contra  al- 
guno,  sin  habérsele  podido  probar  claramente  el  crimen  ó 
delito.  En  este  último  caso  tiene  el  apercibimiento  cierta  ca- 
lidad que  degrada  al  sugeto  á  quien  se  hace  ,  y  puede  en- 
tonces considerarse  como  una  pena  de  cierta  gravedad  que 
se  acerca  á  la  de  "infamia  ,  aunque  realmente  no  lo  es. 

No  debe  por  tanto  decretarse  la  pena  de  apercibimiento, 
sino  con  mucha  economía  y  cuando  haya  justa  razón  para 
imponerla.  Cuando  según  la  práctica  trata  el  juez  de  cortar 
las  causas  leves  después  de  concluido  el  sumario  con  la  con- 
fesión ,  haciendo  al  reo  un  apercibimiento ,  tiene  este  la 
libertad  de  conformarse  ó  no  con  dicha  pena ,  porque  puede 
creerla  muy  grave  para  su  honor;  y  en  este  caso  tiene  de- 
recho á  pedir  que  se  siga  la  causa  para  oponer  sus  escep- 
ciones. 

El  nuevo  reglamento  de  26  de  setiembre  de  1835  parece 
á  primera  vista  que  destruye  este  derecho  de  reclamación 
contra  el  apercibimiento  ,  pues  previniendo  en  la  cuarta 
disposición  del  art.  SI  que  si  terminado  el  sumario ,  viere  el 
juez  que  no  hay  mérito  para  pasar  mas  adelante,  ó  que  el 
procesado  no  resulta  acreedor  sino  á  alguna  pena  leve  que 
no  pase  de  reprensión,  arresto  ó  multa,  debe  sobreseer, 
aplicar  desde  luego  la  pena  y  consultar  á  la  audiencia  terri- 
torial el  auto  del  sobreseimiento  ;  añade  después  en  el  arti- 
culo 71  que  «en  las  causas  criminales  que  conforme  á  la 
regla  4a.  de  dicho  artículo  SI  vengan  á  las  audiencias  en 
consulta  de  sobreseimiento  acordado  en  sumario  ,  se  oirá  al 
fiscal  cuando  corresponda  in  voce  ó  por  escrito ,  y  sin  mas 
trámites  ni  necesidad  de  vista  formal ,  se  dará  desde  luego 
la  determinación  que  sea  del  caso  ,  de  la  cual  no  habrá  lu- 
gor  á  súplica.  »  Véase  Sobreseimiento. 

Cada  audiencia  puede  con  justo  motivo  censurar,  repren- 
der y  apercibir  á  los  jueces  inferiores  ordinarios  de  su  ter- 
ritorio ;  pero  deberá  oírlos  en  justicia  siempre  que  reclamen 
contra  cualquiera  corrección  que  se  les  imponga  sin  for- 


marles causa  ;  art.  S9,  reglamento  de  26  de  setiembre  de  1838* 
Por  leves  y  escusables  faltas,  ó  por  errores  de  opinion  en 
casos  dudosos,  no  deben  los  tribunales  molestar  ni  desauto- 
rizar á  los  jueces  inferiores  con  apercibimientos ,  reprensio- 
nes ni  otras  condenas;  art.  20  de  d.  reglam.  (1). 

APEROS.  El  conjunto  de  los  instrumentos  y  demos  co- 
sas necesarias  para  la  labranza;  y  también  se  estiende  ;'i 
significar  las  herramientas  de  otro  cualquier  oficio.  Están 
esentos  de  embargo  y  ejecución  por  deudas  ;  leyes  13  y  lo , 
til.  31,  lib.  H,  Nov.  Rec. 

APERSONARSE.  Presentarse  como  parte  en  algún  ne- 
gocio el  que  por  sí  ó  por  otro  tiene  interés  en  él. 

APERTURA  de  testamento.  Véase  Abertura. 

APOCA.  En  algunas  partes  se  llama  así  la  carta  de  pago 
ó  recibo  que  el  acreedor  da  á  su  deudor  para  acreditar  lo 
que  este  le  pagó.  Es  voz  griega. 

APODERADO.  El  que  tiene  poder  ó  facultad  de  otro 
para  proceder  en  su  nombre.  —  Constituir  apoderado  es 
nombrar  uno  á  otro  con  las  formalidades  establecidas  por  las 
leyes  para  que  pueda  representar  legítimamente  su  persona 
en  juicio  y  fuera  de  él  (2).  Véase  Mandatario,  Procurador 
y  Poder. 

APODERAMIENTO.  La  acción  de  poner  en  poder  de 
alguno  una  cosa  ó  darle  la  posesión  de  ella  ;  y  también  la 
acción  de  hacerse  uno  dueño  de  alguna  cosa ,  ocupándola 
y  poniéndola  bajo  su  poder.  Véase  Entrega  ó  tradición  y 
Ocupación. 

APODERAR.  Dar  á  uno  la  posesión  de  alguna  cosa. 

APODERARSE.  Ocupar  y  poner  una  cosa  bajo  su  po- 
der, con  intención  de  ganar  el  dominio  de  ella. 

APORTELLADO.  En  lo  antiguo  era  un  magistrado  mu- 
nicipal que  administraba  la  justicia  en  las  puertas  de  los 
pueblos.  Nombrábale  el  concejo  ó  ayuntamiento ,  y  entendia 
en  los  negocios  de  los  vecinos  que  venían  de  las  aldeas  ó 
lugares  inmediatos. 

APOSENTO  (  regalía  de  ).  Un  impuesto  que  pagan  las 
casas  de  Madrid ,  y  que  se  estableció  como  indemnización 
del  alojamiento  que  debían  dar  ala  servidumbre  y  tropas  de 
la  casa  real.  Cuando  Felipe  II  trasladó  la  corte  á  Madrid , 
impuso  á  sus  vecinos  -  la  obligación  de  aposentar  la  corte  ; 
cuya  carga  se  reguló  en  la  mitad  de  los  alquileres  ;  y  des- 
pués en  tiempo  de  Felipe  IV  se  allanó  la  villa,  en  reconoci- 
miento de  haberse  establecido  en  ella  la  silla  del  imperio 
español,  á  dar  como  contribución  perpetúala  regalía  de  apo- 
sento, entregando  ademas  por  servicio  la  sesta  parte  de  los 
alquileres  en  diez  años.  Varios  poseedores  de  casas  han  lo- 
grado esencion  de  este  gravamen;  y  otros  lo  han  redimido 
entregando  en  tesorería  el  valor  estimativo  del  capital  de  la 
contribución.  De  la  regalía  de  aposento  se  trata  en  dos  largas 
leyes  que  contiene  el  tít.  15,  lib.  5,  Nov.  Rec,  y  en  la  ley  7, 
lit.  19  del  mismo  lib.  3. 

j-  La  redención  de  esta  carga  puede  hacerse  pagando  el 
capital  en  cuatro  años  ó  sea  por  cuartas  partes  al  fin  de  cada 
uno ,  en  títulos  del  cuatro  ó  cinco  por  ciento ,  ó  su  equiva- 
lente en  metálico  ,  con  arreglo  á  los  precios  que  dicho  papel 
tenga  en  la  Bolsa  de  Madrid  el  dia  en  que  deba  verificarse  el 
pago.  Art.  12  de  la  ley  de  presup.  de  23  de  mayo  de  1815. 

APOSTASíA.  Palabra  griega  que  significa  deserción ,  y 
se  usa  con  especialidad  para  designar  la  deserción  ó  aban- 
dono de  la  fe  de  Jesucristo  recibida  y  profesada  en  el  bau- 
tismo. De  esta  definición  se  infiere  que  para  que  haya  apoe- 
tasía basta  desamparar  la  religion  cristiana,  sin  ser  necesario 
pasarse  á  otra.  La  apostasía  se  distingue  de  la  herejía  en 


(1)  Sobre  el  apercibimiento  puede  verse  el  Febrera  mej.,  bm.  7, 
pag.  50,  S  30;  y  Don,  lib.  3,  §  10,  tom.  5,  n.  S. 

(2)  Téngase  presente  sobre  apoderados  el  cap.  12  del  reglamento 
de  la  Corte  Suprema  de  justicia. 
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que  aquella  es  una  deserción  total  de  la  religion,  y  esta  no 
es  mas  que  una  separación  de  ella  en  uno  ó  mas  puntos  de 
fe.  La  apostasia  se  ha  tenido  siempre  en  la  Iglesia  por  un 
gran  crimen  ;  pero  en  el  imperio  no  se  contó  entre  los  delitos 
públicos  hasta  el  tiempo  de  Teodosio.  Constantino,  que  de- 
cretó penas  contra  los  herejes  ,  no  se  atrevió  á  perseguir  á 
los  apóstatas,  temeroso  de  que  los  paganos,  que  eran  muchos, 
se  ofendiesen  y  aborreciesen  mas  y  mas  el  imperio  de  los 
cristianos. 

En  sentido  mas  lato  se  llama  también  apostasia  la  deser- 
ción ó  abandono  que  hace  un  clérigo  ó  religioso  profeso  del 
orden  sagrado  ó  de  la  vida  monástica  que  habia  abrazado. 
—  Véase  Apóstata. 

APÓSTATA.  Según  los  canonistas,  es  apóstata  el  que 
desampara  ó  niega  la  fe  cristiana  que  recibió  en  el  bautismo, 
hágase  ó  no  judío,  moro  ó  pagano;  pero  según  la  ley  5, 
tít.  2b ,  de  la  Partida  7 ,  no  se  entiende  por  apóstata  sino  el 
cristiano  que  se  hizo  moro  ó  judío ,  aunque  arrepentido  des- 
pués torne  á  la  fe. 

La  ley  7,  tít.  2'i ,  y  la  h ,  tít.  2b ,  Part.  7 ,  imponen  al  cris- 
tiano que  se  haga  judío  ó  moro  ,  la  pena  de  muerte  y  la  de 
confiscación  de  bienes ,  no  teniendo  hijos  ó  parientes  hasta 
el  décim^grado  que  los  hereden.  Mas  si  arrepentido  vuelve 
á  la  fe  ,  aunque  se  liberta  de  dichas  penas,  quiere  la  ley  b, 
tít.  2o  ,  Part.  7  ,  que  quedando  infamado  para  siempre  no 
pueda  ser  testigo,  ni  haber  oficio  y  lugar  honrado,  ni  otor- 
gar testamento ,  ni  ser  heredero ,  ni  hacer  venta  ó  compra , 
ni  dar  ó  recibir  por  donación  :  bien  que  si  los  jueces  ecle- 
siásticos admitiéndole  á  reconciliación  le  tornan  al  gremio 
de  la  Iglesia ,  entiende  Gregorio  López  que  recobra  la  capa- 
cidad para  todas  estas  cosas. 

La  ley  6  ¿e  dicho  tít.  2b ,  dispone  que  si  la  cristiana  ca- 
sada se  tornare  judía,  mora  ó  hereje,  y  en  la  nueva  secta 
se  casare  ó  cometiere  adulterio,  debe  perder  la  dote,  arras 
y  bienes  gananciales  á  favor  del  marido,  el  cual  ha  de  re- 
servarlos para  que  por  su  muerte  pasen  à  los  hijos  que  le 
quedaren  de  ella  ;  y  que  lo  mismo  ha  de  decirse  en  el  caso 
de  que  el  marido  sea  el  delincuente. 

La  ley  5 ,  tít.  5,  lib  12 ,  Nov.  Rec,  ordena  que  los  recon- 
ciliados por  el  delito  de  herejía  ó  apostasia ,  como  también 
los  hijos  y  nietos  de  condenados  y  quemados  por  él  hasta  la 
segunda  generación  por  línea  masculina ,  y  hasta  la  primera 
por  la  femenina ,  no  puedan  tener  ningún  oficio  público  ni 
real. 

Todas  estas  disposiciones  han  caducado  ya,  y  no  son  mas 
que  históricas.  No  hay  en  estos  tiempos  quienes  quieran  ha- 
cerse moros  ni  judíos;  ni  cuando  se  han  de  dar  los  oficios 
públicos  ó  reales  se  va  á  buscar  el  origen  de  los  candidatos. 
APOSTILLA.  En  general  es  la  glosa  ó  nota  breve  pues- 
ta al  margen  de  lo  impreso  ó  manuscrito  ;  y  con  especialidad 
se  llama  así  la  nota  que  los  administradores ,  contadores  y 
demás  dependientes  de  hacienda  deben  poner  al  margen  de 
las  ordenanzas  y  reglamentos  ,  espresando  en  ellas  las  alte- 
raciones que  sufren  conlas  órdenes  posteriores  que  se  les  co- 
munican. De  esta  manera,  llevando  con  exactitud  la  alta  y 
baja  de  las  resoluciones  superiores  que  se  espiden  frecuen- 
temente para  ampliar  ,  limitar  ,  corregir  ó  alterar  los  artí- 
culos de  las  leyes  del  ramo ,  pueden  los  empleados  estar 
siempre  al  corriente  de  las  disposiciones  á  que  deben  arre- 
glarse, y  desempeñar  sus  cargos  con  acierto. 

Lo  mismo  suelen  hacer  los  jueces  y  los  abogados  con  las 
leyes  ,  decretos ,  órdenes  y  circulares  que  se  publican  dia- 
riamente para  modificar  las  anteriores. 

APOSTÓLOS.  Antiguamente  se  llamaban  así  las  letras 
auténticas  que  á  pedimento  de  partes  se  concedían  por  los 
jueces  apostólicos  y  eclesiásticos ,  de  cuyas  sentencias  se 
apelaba;  y  todavía  en  algunas  partes  se  conoce  con  este 
nombre  el  testimonio  que  en  el  tribunal  inferior  se  da  al 


apelantt  para  que  se  presente  con  él  á  introducir  la  apela- 
ción ante  el  superior. 

APRECIO  ó  apreciamiento.  El  precio  ó  tasa  que  se 
pone  á  las  cosas  vendibles  :  —  el  valor  ó  precio  en  que 
el  juez  estima  el  daño  causado  en  los  bienes  ó  alhajas  de  al- 
guno para  condenar  á  su  prestación  al  que  lo  causó  por  sí  ó 
por  animal  suyo  :  —  y  la  valuación  ó  estimación  que  por 
mandato  de  juez  hacen  los  peritos  nombrados  judicialmente 
de  las  alhajas  ó  bienes  ejecutados  que  se  sacan  á  venta  pú- 
blica para  que  con  su  importe  se  haga  pa¿o  al  acreedor  do 
lo  que  se  le  debe.  ; 

APREHENDER  la  posesión.  Tomar  posesión  de  alguna 
cosa.  Véase  Entrega  ó  Tradición. 

APREHENDER  los  bienes.  En  Aragon  secuestrar  los 
bienes  ,  poniéndolos  bajo  la  jurisdicción  judicial  hasta  que 
se  justifique  quién  es  el  verdadero  dueño. 

APREHENSIÓN.  Uno  de  los  cuatro  procesos  ferales  ó 
juicios  privilegiados  de  Aragon  ,  que  consiste  en  poner  bajo 
la  jurisdicción  real  la  cosa  litigiosa ,  mientras  se  justifica  á 
quien  pertenece  ;  y  se  define  por  los  autores  de  aquella  pro- 
vincia, diciendo  ser  :  Una  ocupación  ó  secuestro  de  bienes 
sitios  que  se  manda  hacer  por  el  juez  ordinario  secular  del 
pueblo  en  que  existen  ó  por  la  Audiencia  del  territorio  ; 
mediante  la  cual ,  á  querella  del  que  la  insta,  los  toma  á  su 
mano  la  jurisdicción  real ,  para  mantener  con  conocimiento 
sumario  de  causa,  libre  de  violencias  al  que  está  en  la  po- 
sesión ó  cuasi  posesión  de  dichos  bienes  ó  de  algunos  dere- 
chos reales  que  tenga  sobre  ellos ,  y  para  amparar  después 
con  conocimiento  plenario  al  verdadero  poseedor,  y  última- 
mente para  adjudicarlos  al  que  le  pertenezcan  con  mejor 
título. 

La  aprehensión  tiene  cuatro  partes  :  Ia.  la  Provisa  y  eje- 
cución del  secuestro  :  2a.  el  artículo  de  Lite  pendente,  que 
es  el  sumarísimoen  que  brevemente  se  informa  el  juez  sobre 
quién  es  el  poseedor  de  la  cosa  ,  para  depositarla  :  5a.  el 
artículo  de  Firmas,  en  que  se  disputa  latamente  y  en  jui- 
cio plenario  la  posesión  ;  y  4a.  el  artículo  de  Propiedad  ,  en 
que  se  conoce  del  título,  para  adjudicar  la  cosa  que  se  litiga 
á  aquel  á  quien  pertenezca  con  mejor  derecho. 

Trata  estensamente  de  este  juicio  como  de  los  demás  pri- 
vilegiados el  Dr.  D.  Juan  Francisco  La  Ripa  en  su  Ilustra- 
ción á  los  cuatro  procesos  forales  de  Aragon. 

APREMIAR.  Compeler  ú  obligar  á  uno  con  manda- 
miento de  juez  á  que  haga  alguna  cosa  ;  —  y  poner  al  proce- 
sado en  mas  estrecha  prisión  para  que  confiese.  Nace  del 
verbo  latino  previere ,  que  significa  oprimir,  apretar.  Véase 
Apremio. 

APREMIO.  El  mandamiento  que  dan  los  intendentes  y 
Subdelegados  contra  los  pueblos  ,  asentistas  y  arrendadores, 
para  obligarlos  al  pago  de  las  contribuciones ,  ó  al  cumpli- 
miento exacto  de  sus  contratos.  Suele  ir  acompañado  de 
tropa ,  ó  de  alguaciles  y  dependientes  del  resguardo;  á  quie- 
nes debe  pagar  el  apremiado  la  cuota  diaria  que  el  mismo 
apremio  indica. 

APREMIO.  Cualquiera  determinación  ó  medida  que 
toma  el  juez  contra  el  que  se' muestra  inobediente  á  sus  dis- 
posiciones judiciales,  estrechándole  por  via  de  justicia  á  que 
cumpla  lo  mandado.  A  este  efecto  le  hace  llevar  á  la  cárcel, 
ó  le  pone  uno  ó  dos  alguaciles  de  guardia  ,  ó  le  exige  una 
multa ,  ó  se  vale  de  alguna  otra  especie  de  coacción  que  no 
sea  contraria  al  espíritu  de  las  leyes. 

APREMIO.  El  auto  ó  mandamiento  que  da  el  juez  para 
que  un  litigante  devuelva  los  autos  que  se  le  entregaron. 
Cuando  una  de  las  partes  tiene  tomados  los  autos,  bien  para 
alegar,  bien  para  algún  otro  objeto,  y  dilata  su  devolución 
con  perjuicio  de  la  contraria  ,  acude  esta  con  pedimento 
ante  el  juez  solicitando  se  la  obligue  á  su  vuelta  para  tomar- 
los ella  y  dar  curso  al  negocio  :  en  cuya  vista  provee  el  juez 
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íiri  auto  mandando  en  él  que  los  restituya  dentro  del  día  con 
apercibimiento  de  cárcel  ó  cualquiera  otra  pena.  Este  auto 
suele  concebirse  en  la  forma  siguiente  :  Hoy  ó  cárcel  ;  con 
lo  que  se  da  á  entender  que  si  el  litigante  no  devuelve  los 
autos  en  el  mismo  dia  al  oficio  del  escribano,  debe  el  algua- 
cil ponerle  preso. 

El  reglamento  de  26  de  setiembre  de  185b,  después  de 
disponer  en  la  segunda  regla  del  artículo  48 ,  cpae  sean  pre- 
cisos y  perentorios  los  términos  que  las  leyes  recopiladas 
señalan  para  el  emplazamiento  del  demandado  en  los  juicios 
ordinarios,  parala  contestación  á  la  demanda,  oposición  y 
prueba  de  las  escepciones  y  reconvenciones  y  escritos  de 
réplica  y  duplica ,  añade  que  baste  siempre  el  que  se  acuse 
una  sola  rebeldía ,  cumplido  que  sea  el  término  respectivo, 
para  que  sin  necesidad  de  especial  providencia  se  despache 
el  apremio  y  se  recojan  los  autos  á  fin  de  darles  su  debido 
curso. 

En  el  artículo  15  del  mismo  reglamento  se  previene,  que 
los  fiscales  y  los  promotores  fiscales  podrán  ser  apremiados 
á  instancia  de  las  partes  como  cualquiera  de  ellas.  No  deja 
de  ser  justa  esta  disposición ,  para  evitar  los  tristes  efectos 
de  la  apatía  en  que  pudieran  caer  estos  funcionarios  ;  pero 
quizá  hubiera  sido  mas  decoroso  disponer,  que  los  apremios 
se  entendiesen  con  los  agentes  fiscales. 

APREMIO.  Los  medios  rigurosos  de  que  solían  servirse 
los  jueces  para  arrancar  á  los  acusados  la  confesión  que  no 
querían  hacer  espontáneamente.  Los  grillos ,  el  peal  ó  cadena 
al  pié  del  reo,  las  esposas  á  brazos  vueltos,  y  la  prensa 
aplicada  á  los  pulgares ,  eran  apremios  que  usaban  varios 
jueces  para  obligar  á  los  reos  por  medio  del  dolor  á  hacer 
sus  confesiones,  hasta  que  en  5  de  febrero  de  1805  mandó 
el  supremo  Consejo  que  se  suprimiesen,  fuera  del  doble  de 
grillos  y  peal  que  solo  podrían  decretarse  por  el  mismo  tri- 
bunal. En  las  provincias  se  usaban  otros  apremios  mas  ó 
menos  rigurosos ,  de  que  resultaba  la  confesión  de  crímenes 
que  no  hubo.  Por  ello  Fernando  YII  mandó  en  25  de  julio 
de  1814,  que  no  puedan  los  jueces  inferiores  ni  los  superio- 
res usar  de  apremios  ni  de  género  alguno  de  tormento  per- 
sonal para  las  declaraciones  y  confesiones  de  los  reos  ni  de 
los  testigos,  quedando  abolida  la  práctica  que  habia. 

El  reglamento  de  26  de  setiembre  de  1 855  reprueba  tam- 
bién los  apremios  ,  diciendo  en  su  artículo  7o.  lo  siguiente  : 
«  A  ninguna  persona  tratada  como  reo  se  la  podrá  mortificar 
con  hierros,  ataduras  ni  otras  vejaciones  que  no  sean  nece- 
sarias para  su  seguridad  ;  ni  tampoco  tenerla  en  incomuni- 
cación, como  no  sea  con  especial  orden  del  juez  respectivo, 
el  cual  no  lo  podrá  mandar  sino  cuando  lo  exija  la  natura- 
leza de  las  averiguaciones  sumarias ,  y  por  solo  aquel  tiempo 
eme  sea  realmente  necesario.  » 

Igualmente ,  en  el  artículo  8o.  del  propio  reglamento , 
después  de  prevenirse  que  ni  á  los  procesados  ni  á  los  testigos 
han  de  hacerse  nunca  por  los  jueces  sino  preguntas  directas, 
y  de  ningún  modo  capciosas  ni  sugestivas ,  se  dispone  que 
estos  serán  estrechamente  responsables,  si  para  hacerlos 
declarar  á  su  gusto ,  emplearen  alguna  coacción  física  ó  mo- 
ral .  ó  alguna  promesa ,  dádiva  ,  engaño  ó  impropio  artificio. 
Véase  Confesión ,  Prisiones  y  Tormento. 

APREMIO.  En  el  comercio ,  cierto  procedimiento  judi- 
cial ,  que  todavía  es  mas  breve  que  el  ejecutivo ,  y  tiene 
lugar  contra  ciertos  deudores.  Trata  de  él  la  ley  de  enjui- 
ciamiento de  24  de  julio  de  1 850  en  su  título  8 ,  que  contiene 
los  artículos  que  á  la  letra  siguen  : 

«  Art.  550.  La  via  de  apremio  tiene  lugar  en  los  tribunales 
de  comercio  contra  los  deudores  de  las  clases  siguientes  : 
—  Io.  Los  consignatarios  á  quienes  sean  entregadas  las  mer- 
caderías que  les  viniesen  consignadas,  ó  cualquiera  otra 
persona  que  las  hubiere  recibido  con  título  legítimo ,  por  los 
fletes  en  los  trasportes  marítimos  y  los  portes  en  las  con- 


ducciones terrestres,  con  tal  que  no  haya  trascurrido  un  mes 
desde  el  dia  de  la  entrega  :  —  2o.  Los  aseguradores  en  los 
seguros  marítimos  ,  por  el  importe  de  las  pérdidas  ó  daños 
que  hubieren  sobrevenido  á  las  cosas  aseguradas  en  los  ries- 
gos que  corriesen  á  su  cargo  :  —  5o.  Los  asegurados ,  por  los 
premios  de  los  seguros  marítimos  :  —  h°.  Los  cargadores  y 
capitanes  de  las  naves,  por  las  vituallas  suministradas  para 
el  aprovisionamiento  de  estas,  y  los  consignatarios  de  las  mis- 
mas cuando  se  haya  hecho  de  su  orden  este  suministro  :  — 
5o.  Los  mismos  cargadores ,  por  el  pago  de  los  salarios 
vencidos  déla  tripulación  de  la  nave,  ajustados  por  mesadas 
ó  viajes,  y  los  capitanes  cuando  aquellos  no  se  hallaren  en 
el  lugar  adonde  deba  hacerse  el  pago  :  —  6o.  Los  que  hayan 
contratado  con  intervención  de  corredor  ,  por  los  corretajes 
devengados  en  la  negociación. 

Art.  55 1 .  El  apremio  no  podrá  decretarse  si  los  acreedo- 
res que  lo  pidieren  no  justifican  su  derecho  en  la  forma 
siguiente  :  —  Los  créditos  por  fletes  ó  portes  ,  con  el  cono- 
cimiento ó  la  carta  de  porte  original  firmada  del  cargador, 
y  el  recibo  de  las  mercaderías  contenidas  en  este  documento  : 
—  Los  que  procedan  de  los  contratos  de  seguros,  sea  en  favor 
de  los  aseguradores  ,  ó  bien  en  el  de  los  asegurados  ,  por  la 
escritura  pública,  póliza  ó  contrata  privada,  seguir  la  forma 
en  que  se  hubiere  celebrado  el  seguro  :  —  Los  suministros 
hechos  para  el  aprovisionamiento  de  la  nave,  por  las  facturas 
valoradas  de  los  efectos  suministrados ,  aprobadas  por  el 
cargador,  capitán  ó  consignatario  de  cuya  orden  las  haya 
entregado  el  acreedor  :  —  Los  salarios  de  la  tripulación , 
por  las  copias  de  las  contratas  estendidas  en  el  libro  de 
cuenta  y  razón  de  la  nave  conforme  al  articulo  699  del  Có- 
digo ,  de  que  el  capitán  debe  facilitar  copia  á  cada  intere- 
sado con  la  nota  de  los  alcances  que  le  resulten.  En  el  caso 
que  aquel  rehusare  dar  este  documento ,  se  le  obligará  á 
exhibir  el  libro ,  y  se  estraerá  testimonio  á  su  presencia  do 
lo  que  resulte  de  sus  asientos  con  respecto  al  crédito  recla- 
mado, equivaliendo  este  á  la  certificación  que  el  capitán 
hubiera  debido  dar  :  —  Los  corretajes,  por  las  facturas  de 
los  contratos  ó  negociaciones  de  que  procedan  ,  firmadas  del 
deudor,  ó  por  las  pólizas  de  que  deben  conservar  un  ejem- 
plar, y  en  defecto  de  uno  y  otro  documento,  por  las  copias 
de  los  asientos  hechos  en  el  registro  en  conformidad  de  los 
artículos  91,  92,  95,  94  y  95  del  Código  de  comercio.  — 
Véase  Corredor. 

Art.  552.  En  la  ejecución  de  las  sentencias  de  los  tribu- 
nales de  comercio,  ó  de  las  arbitrales  que  hayan  pasado  en 
autoridad  de  cosa  juzgada ,  y  en  la  de  los  laudos  de  los  ami- 
gables componedores  que  hayan  sido  consentidos  por  las 
partes ,  ó  no  se  hubiesen  reclamado  dentro  del  término  de  la 
ley,  se  procederá  también  por  la  via  de  apremio ,  intentán- 
dose esta  en  los  tres  meses  siguientes  al  dia  en  que  hubiere 
adquirido  dicha  sentencia  ó  laudo  fuerza  ejecutiva.  Después 
de  este  plazo  tendrá  solamente  lugar  el  procedimiento  de 
ejecución  por  los  trámites  señalados  en  el  titulo  7o.  de  esta 
ley.  —  Véase  Procedimiento  ejecutivo. 

Art.  555.  El  crédito  sobre  que  se  pida  el  apremio  ha  do 
resultar  líquido  del  título  que  se  presente.  De  lo  contrario 
no  tendrá  lugar  hasta  que  se  haga  la  liquidación  por  acuerdo 
común  de  las  partes  ,  por  sentencia  judicial ,  ó  por  arbitros. 

Art.  554.  No  siendo  el  titulo  del  acreedor  escritura  pública 
ó  póliza  intervenida  por  corredor,  sino  contrata  privada  ú 
otro  documento  que  sin  previo  reconocimiento  de  los  deu- 
dores no  tenga  fuerza  ejecutiva ,  deberá  este  preceder  al  auto 
de  apremio.  Si  el  deudor  negare  la  legitimidad  del  docu- 
mento, usará  el  acreedor  de  su  derecho  en  el  juicio  com- 
petente. 

Art.  555.  En  las  demandas  sobre  corretajes  habrá  de  re- 
conocer el  deudor  la  firma  de  la  lacinia  ó  contrata  que  justi- 
fique la  negociación  ,  y  si  solo  so  hubiere  presentado  nota, 
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del  asiento  del  corredor,  se  comprobará  la  exactitud  de  esta 
por  la  confesión  judicial  del  mismo  deudor,  ó  por  sus  libros 
de  comercio. 

Art.  556.  Con  presentación  del  título  ejecutivo  de  su  cré- 
dito pedirá  el  acreedor  el  apremio  por  medio  de  escrito , 
cuya  forma  se  arreglará  en  los  mismos  términos  que  lars  de- 
mandas ejecutivas  ;  y  hallando  el  tribunal  que  procede  de 
derecho  ,  se  despachará  mandamiento  cometido  á  los  algua- 
ciles para  que  con  asistencia  de  escribano  requieran  al 
deudor  al  pago  de  ¡a  deuda;  y  no  haciéndolo  en  el  acto  , 
procedan  al  embargo  de  sus  bienes.  En  el  requerimiento  y 
ejecución  se  observarán  las  disposiciones  de  los  artículos  317 
y  518  de  esta  ley.  —  Véase  Procedimiento  ejecutivo. 

Art.  557.  Hecho  el  embargo  se  citará  al  deudor  para  la 
venta  de  los  bienes  embargados ,  si  dentro  de  tercero  dia 
no  propusiere  escepcion  legítima  contra  el  apremio. 

Art.  558.  En  este  procedimiento  se  admitirán  solamente 
las  escepciones  siguientes  :  —  Falsedad  del  título  :  —  Falta 
de  personalidad  en  el  portador  :  —  Pago  :  —  Transacción  ó 
compromiso.  —  Cualquiera  de  ellas  que  compela  al  deudor 
la  ha  de  proponer  por  escrito  y  probarla  en  los  tres  dias 
prefijados  en  la  citación. 

Art.  359.  La  prueba  de  la  escepcion  ha  de  ser  con  docu- 
mentos, ó  por  confesión  judicial  del  acreedor,  y  no  por 
ningún  otro  medio  probatorio  de  los  que  tienen  lugar  en  otros 
juicios. 

Art.  560.  Si  el  deudor  presentare  su  oposición ,  la  unirá 
el  escribano  á  los  autos  con  los  documentos  que  la  acom- 
pañaren. —  En  el  caso  de  que  con  ella  pida  la  confesión 
judicial  del  acreedor  sobre  los  hechos  en  que  funde  la  es- 
cepcion ,  el  tribunal  si  fuere  dia  de  audiencia ,  ó  el  prior  en 
su  defecto ,  deferirá  á  la  declaración ,  y  se  recibirá  esta  en 
seguida  por  uno  de  los  cónsules.  —  No  presentándose  oposi- 
ción por  el  deudor  dentro  del  término  de  la  citación ,  pondrá 
nota  el  escribano  que  lo  acredite ,  y  después  no  se  le  recibirá 
escrito  alguno. 

Art.  561.  En  la  primera  audiencia»se  dará  cuenta  de  los 
autos,  y  según  sus  méritos  y  lo  que  las  partes  ó  sus  defen- 
sores aleguen  al  tiempo  de  la  vista ,  el  tribunal  mandará 
proceder  á  la  venta  de  los  bienes  ejecutados  ,  si  el  deudor 
no  hubiere  hecho  oposición  á  la  demanda ,  ó  no  hubiere.pro- 
bado  su  escepcion ,  y  en  el  caso  de  haberlo  hecho  bien  y 
cumplidamente  revocará  el  auto  de  apremio  condenando  en 
las  costas  al  actor. 

En  este  juicio  no  se  impedirán  las  partes  que  al  tiempo 
de  la  vista  presenten  cualquiera  documento  que  convenga  á 
su  defensa ,  y  haciéndolo  se  hará  relación  por  el  escribano 
de  lo  que  de  él  resulte ,  y  el  tribunal  lo  tendrá  presente  para 
dar  su  fallo. 

Art.  5u2.  De  la  decisión  del  tribunal  de  comercio  en  el 
procedimiento  de  apremio  no  se  dará  recurso  de  apelación  , 
quedando  á  salvo  el  derecho  à  las  partes  para  que  en  juicio 
ordinario  usen  del  que  respectivamente  les  competa. 

Art.  565.  En  el  caso  de  que  por  la  sentencia  se  mande 
llevar  á  efecto  el  apremio  ,  estará  obligado  el  acreedor  antes 
de  hacérsele  pago  de  su  crédito ,  si  el  deudor  lo  exigiese ,  á 
asegurar  con  fianza  idónea  las  resultas  del  juicio  que  este 
puede  intentar  contra  el  título  del  acreedor.  —  Esta  fianza 
caducará  de  derecho  si  en  el  término  de  seis  meses  no  se 
promoviere  esta  repetición.  » 

APREMIO  (testigo  de).  Llámase  testigo  de  apremio  el 
que  siendo  llamado  por  el  juez  para  que  deponga  en  alguna 
causa ,  y  resistiéndose  á  comparecer ,  es  compelido  á  ello 
con  multas  ó  cárcel.  «  El  alcalde ,  dice  la  ley  i  ,  tít.  1 1 , 
lib.  11 ,  Nov.  Rec,  sea  tenido  de  compeler  y  apremiar  los 
testigos ,  de  que  la  parle  se  entiende  aprovechar,  para  que 
vayan  ante  él  á  decir  sus  dichos  sobre  cualquier  pleito  civil 
ó  criminal,  al  plazo  que  el  alcalde  pusiere,  y  hágalos  parescer 
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ante  sí ,  maguer  que  no  quieran  ,  así  por  los  bienes  como 
por  los  cuerpos  ;  y  juren  que  digan  la  verdad  de  lo  que  saben 
sobre  aquel  pleito.  »  Véase  Teslkjos. 

APRENDIZ.  El  que  aprende  algún  arte  ú  oficio.  No  hace 
mucho  tiempo  que  cada  gremio  de  artesanos  ú  oficiales  tenia 
sus  reglas  particulares  para  el  aprendizaje  ;  y  nadie  podia 
ejercer  ningún  arte  ni  oficio ,  aun  de  los  mas  sencillos ,  sin 
haber  estado  de  aprendiz  con  un  maestro  por  espacio  de  seis 
ó  siete  años  ,  y  sin  sujetarse  después  á  examen  é  incorpora- 
ción en  el  gremio.  Todavía  se  establecieron  mayores  trabas 
en  algunas  ordenanzas ,  que  llegaron  al  estremo  de  fijar  tam- 
bién el  número  de  aprendices  para  evitar  la  concurrencia, 
y  aun  de  negar  la  entrada  en  el  aprendizaje  y  en  los  gremio? 
á  los  que  se  encontraban  en  la  clase  de  hijos  ilegítimos.       ' 

Posteriormente ,  á  pesar  de  las  ordenanzas  de  los  gremios, 
se  tomaron  las  disposiciones  siguientes  :  —  Ia.  que  la  ilegiti- 
midad no  sirva  de  impedimento  para  ejercer  las  artes  y  ofi- 
cios ;  céd.  de  2  de  setiembre  de  1784  :  —  2a.  que  no  se  impida 
á  las  mujeres  y  niñas  el  aprender  las  labores  y  artefactos 
propios  de  su  sexo  ,  ni  el  vender  libremente  sus  manufac- 
turas; céd.  de  2  de  enero  de  1779  :  —  3a.  que  todas  las  mu- 
jeres tengan  facultad  general  para  trabajar  en  todas  las  artes 
y  manufacturas  compatibles  con  el  decoro  y  fuerzas  de  su 
sexo  ;  céd.  de  2  de  setiembre  de  1784  :  —  4a.  que  las  viudas 
de  los  artesanos  puedan  conservar  sus  tiendas  y  talleres , 
aunque  casen  con  segundos  maridos  que  no  sean  del  oficio 
de  los  primeros;  céd.  de  19  de  mayo  de  1790  :  —  5a.  que 
todos  y  cualesquiera  artesanos  puedan  trabajar  en  sus  oficios, 
sin  obligación  de  examiuarse  en  ellos  ,  y  sean  mantenidos 
por  la  justicia  en  el  libre  ejercicio  de  sus  profesiones  ,  no 
obstante  las  oposiciones  de  los  gremios ,  con  tal  que  sean  de 
conocida  habilidad  ó  la  justiciase  cerciore  de  ella;  real  orden 
de  26  de  mayo  de  1790  :  —  6a.  que  deben  ser  admitidos  á 
examen  de  un  oficio  todos  los  que  le  pretendan,  sin  que  les 
obste  la  falta  de  los  requisitos  de  aprendizaje,  oficialía,  do- 
micilio, ni  otro  alguno  que  prescriban  sus  ordenanzas  ;  cir- 
cular de  1  de  marzo  de  1798.  —  Leyes  9,  14  ,  Ib,  13,  11 ,  y 
nota  3,  tít.  23  ,  lib.  8,  Nov.  Rec. 

Hé  aquí  pues  destruido  ya  indirectamente  en  el  siglo  pa- 
sado el  aprendizaje  forzoso  que  se  hallaba  establecido  por 
las  ordenanzas  de  los  gremios.  Mas  no  por  eso  dejará  de  ha- 
ber aprendices ,  porque  nadie  se  pondrá  á  ejercer  un  arte  sin 
haberlo  aprendido.  La  única  diferencia  está  en  que  el  tiempo', 
el  precio  y  las  condiciones  del  aprendizaje  deben  arreglarse 
ahora  por  un  contrato  libre  entre  el  maestro  y  el  padre  ó  el 
tutor  del  aprendiz.  Efectivamente ,  como  hay  oficios  que 
pueden  aprenderse  en  siete  dias,  y  otros  en  que  acaso  se 
necesitan  siete  años ,  debe  dejarse  en  libertad  á  los  inte- 
resados para  que  arreglen  el  tiempo  y  el  precio  de  la  ense- 
ñanza ,  sin  mezclarse  en  ello  los  gobiernos ,  como  lo  han 
hecho ,  con  ridículos  y  perniciosos  reglamentos ,  bajo  el  pre- 
testo  vulgar  de  impedir  que  haya  malos  artesanos  y  de  per- 
feccionar las  artes,  siendo  así  que  el  medio  mas  sencillo  y 
natural  para  lograr  este  objeto ,  es  escitar  la  emulación  da 
los  artistas  por  la  libertad  de  la  concurrencia ,  pues  hay 
quien  es  maestro  sin  haber  sido  aprendiz ,  y  quien  no  será 
mas  que  aprendiz  toda  su  vida. 

Las  obligaciones  respectivas  del  maestro  y  del  aprendiz 
son  las  que  se  hayan  establecido  en  el  contrato  de  aprendi- 
zaje celebrado  entre  ambos ,  ó  entre  el  maestro  y  los  padres 
ó  tutores  del  aprendiz  que  fuere  menor,  como  igualmente  las 
que  resultan  de  las  leyes. 

El  maestro  debe  enseñar  su  oficio  lealmente  al  aprendiz 
dentro  del  tiempo  convenido  ;  á  cuyo  efecto  puede  y  aun  debe 
corregirle  y  castigarle  con  moderación  en  caso  necesario; 
ley  11,  lit.  8,  Part.  5. 

Si  el  maestro  se  escediere  en  él  castigo  del  aprendiz,  de- 
jándole lisiado  ,  queda  obligado  á  satisfacerle  los  daños  y 


AP 


—  200  — 


AP 


perjuicios  ;  y  si  le  hiriere  con  palo  ,  piedra  ú  otra  cosa  dura , 
de  manera  que  llega  á  morir  de  las  heridas  ó  golpes  ,  será 
desterrado  por  cinco  años  á  alguna  isla  ,  á  no  ser  que  hubiese 
tenido  intención  de  matarle,  pues  en  tal  caso  habria  la  pena 
de  homicida  ;  ley  11,  lit.  8,  Part.  5,  y  ley  9,  lit.  8,  Part.  7. 

No  puede  el  maestro  despedir  al  aprendiz  ,  ni  sacarle  el 
padre  ó  tutor,  antes  de  cumplirla  contrata,  sin  justa  causa, 
examinada  y  aprobada  por  la  justicia;  ley  16,  lit.  23,  lib.  8, 
Nov.  Rec. 

Puede  estimarse  justa  causa  para  que  el  maestro  despida 
al  aprendiz  :  Io.  la  absoluta  ineptitud  de  este  :  2o.  su.  mala 
conducta  :  5o.  su  desaplicación  :  h°.  la  falta  de  cumplimiento 
de  la  contrata  por  parte  del  padre  ó  tutor. 

Puede  estimarse  justa  causa  para  que  el  padre  ó  tutor  sa- 
que el  aprendiz  :  Io.  la  ineptitud,  desaplicación  ó  mala  con- 
ducta de  este:  2o.  la  escesiva  rigidez  ó  malos  tratamientos 
de  parte  del  maestro  :  3o.  la  falta  de  cumplimiento  de  la  con- 
trata por  parte  del  mismo. 

El  que  diere  motivo  à  la  despedida  ó  estraccion  del  apren- 
diz ,  debe  indemnizar  á  la  otra  parte  de  los  perjuicios  que 
por  esta  razón  se  le  siguieren. 

El  real  decreto  de  20  de  enero  de  185'i  sobre  asociaciones 
gremiales  ,  dispone  en  su  base  ó  regla  6a.  lo  que  sigue  : 
«  Las  ordenanzas  particulares  de  los  gremios  determinarán 
la  policía  de  los  aprendizajes,  y  fijarán  las  reglas  que  hagan 
compatibles  la  instrucción  y  los  progresos  del  aprendiz  con 
los  derechos  del  maestro  y  con  las  garantías  de  orden  público 
que  este  debe  dar  á  la  autoridad  local  sobre  la  conducta  de 
los  empleados  en  sus  talleres  :  bien  entendido  que  el  indivi- 
duo á  quien  circunstancias  particulares  hayan  obligado  á 
hacer  fuera  del  reino ,  ó  privadamente  en  su  casa ,  el  apren- 
dizaje de  un  oficio ,  no  perderá  por  eso  la  facultad  de  pre- 
sentarse á  examen  de  oficial  ó  maestro ,  ni  de  ejercer  su  pro- 
fesión con  sujeción  á  estas  bases.  » 

i  Debe  responder  el  maestro  de  las  acciones  del  aprendiz? 
El  código  civil  de  Francia  en  su  artículo  1384  manda  que  los 
artesanos  resarzan  el  daño  causado  por  los  aprendices  que 
tienen  bajo  su  vigilancia,  á  no  ser  que  prueben  que  no  han 
podido  impedir  el  hecho  que  da  lugar  á  esta  responsabilidad. 
Igualmente  el  código  penal  de  las  Cortes,  sancionado  en  9 
de  julio  de  1822,  entre  las  personas  que  debian  responder 
de  las  acciones  de  otros  contaba  en  su  art.  27  á  los  tutores 
y  curadores  ,  á  los  jefes  de  colegios1  ú  otras  casas  de  ense- 
ñanza á  pupilaje  ,  a  los  ayos  ,  amos  y  maestros,  respecto  de 
los  menores  de  diez  y  siete  años  que  tuviesen  en  su  com- 
pañía y  á  su  inmediato  cargo ,  en  cuanto  no  alcanzasen  los 
bienes  de  estos.  Más  no  tenemos  noticia  de  que  haya  ley  al- 
guna vigente  que  imponga  tal  responsabilidad  á  los  maestros 
respecto  de  sus  aprendices.  Sin  embargo,  no  puede  negarse 
que  el  maestro  está  obligado  á  reparar,  á  lo  menos  subsidia- 
riamente, los  daños  causados  por  su  aprendiz,  cuando  pudo 
haberlos  evitado  y  no  los  evitó  por  indolencia  ó  malicia.  — 
Véase  Gremio. 

APRESAMIENTO.  La  toma  ú  ocupación  de  una  nave 
por  los  enemigos  ó  piratas.  Véase  Abandono,  Aseguración , 
Averia,  Presa. 

APROBACIÓN.  El  acto  de  dar  por  bueno  ó  haber  por 
firme  lo  que  otro  ha  hecho  en  nuestro  nombre. 

La  aprobación  equivale  al  mandato,  según  la  regla  10 do 
la  ley  13,  tít.  33,  Part.  7,  que  dice  «  que  el  que  ha  por  firme 
la  cosa  que  es  fecha  en  su  nombre,  que  vale  tanto  como  si- 
él  la  hobiese  mandado  facer  de  primero.  » 

Este  principio  puede  tener  lugar  en  los  contratos;  pero  no 
en  los  delitos,  aunque  no  deja  do  haber  autores  que  le  es- 
tienden  á  estos.  Don  Manuel  de  Lardizabal  en  su  Discurso 
sobro  las  penas,  cap.  h,  $  2,  n.  10,  se  esplica  sobro  este 
asunto  en  los  términos  siguientes  :  «  También  quieren  al- 
gunos intérpretes  que  la  ratihabición  ó  aprobación  tenga  el 


mismo  efecto  que  el  mandato  ,  no  solo  en  los  contratos ,  sino 
también  en  los  delitos.  Uno  ,  por  ejemplo  ,  mata  à  otro  en 
mi  nombre,  pero  sin  noticia  mia  ,  y  después  de  hecha  la 
muerte  me  lo  dice ,  y  yo  la  apruebo  :  deberé  ser  castigado, 
según  esta  doctrina  ,  á  lo  menos  con  pena  estraordinaria. 
Pero  no  hallo  razón  alguna  en  que  pueda  fundarse  esta  opi- 
nion ,  pues  el  que  solo  aprueba  un  delito  después  de  hecho , 
ni  es  causa  física  ni  moral  de  él.  Es  cierto  que  se  ejecutó  en 
su  nombre ,  pero  sin  su  noticia  ni  participación.  También  es 
verdad  que  aprueba  una  acción  mala  :  pero  esto  será  un  pe- 
cado ,  mas  no  un  delito  ,  y  por  consiguiente  no  debe  casti- 
garse por  las  leyes.  »  —  Véase  Confirmación. 

APROBANTES.  Los  sugetos  comisionados  por  algún 
cuerpo  ó  colegio  para  hacer  las  pruebas  de  limpieza  ó  no- 
bleza de  sangre  del  que  pretende  hacerse  individuo  del 
mismo.  Véase  Limpieza  de  sangre. 

APUESTA.  La  convención  ó  pacto  en  que  dos  personas, 
disputando  sobre  una  cosa  dudosa,  estipulan  entre  sí  que  la 
que  resultare  no  tener  razón  pagará  á  la  otra  cierta  cantidad 
ó  alhaja  determinada.  Llámase  también  apuesta  la  alhaja  ó 
cantidad  que  se  arriesgapara  que  sea  premio  del  que  ganare. 

La  apuesta  es  una  promesa  recíproca  ,  pues  cada  una  do 
las  partes  promete  á  la  otra  darle  la  cosa  que  pone  en  caso 
de  que  venza  :  es  un  contrato  aleatorio  ,  pues  que  sus  efectos 
dependen  del  azar  ó  de  un  acontecimiento  incierto  ;  y  per- 
tenece á  laclase  de  contratos  bilaterales  y  conmutativos, 
porque  cada  una  de  las  partes  se  obliga  para  con  la  pitra,  y 
el  vencedor  recibe  la  cosa  ganada ,  no  como  un  don  gratuito, 
sino  como  precio  del  riesgo  que  ha  corrido  de  dar  otra  igual 
á  su  adversario. 

La  apuesta  puede  recaer  sobre  cosas  cuya  ejecución  de- 
penda de  los  mismos  interesados,  ó  bien  sobre  cosas  pasa- 
das ,  presentes  ó  venideras  que  sean  inciertas  para  ellos.  Si 
el  uno  sabe  con  certeza  el  hecho  sobre  que  se  disputa  ,  y  no 
lo  avisa  al  otro,  no  gana  la  cosa  que  se  arriesga. 

La  apuesta  puede  hacerse  de  tres  maneras  :  1*.  poniendo 
la  cosa  que  se  arriesga  en  poder  de  un  tercero  :  2a.  ponién- 
dola en  poder  de  uno  de  los  mismos  interesados  :  5a.  prome- 
tiendo pagar  lo  apostado  ,  sin  depositarlo  previamente. 

La  apuesta  produce  acción  y  obligación  :  acción  de  parlo 
del  vencedor,  y  obligación  de  parte  del  vencido  ;  de  manera 
que  aquel  puede  compeler  á  este  judicialmente  al  cumpli- 
miento délo  estipulado.  Así  lo  prescribía  el  derecho  romano; 
y  así  lo  sientan  Antonio  Gómez,  2  lom.  Fur.  cap.  M,,n.  h; 
CovarrubiciS ,  inReg.  peccat.,  2  p.,  %  h,  n.  2  ;  Acevedo,  in 
I.  12,  n.  15,  Ut.  7,  lib.  8,  Reg.;  y  la  Curia  Filípica  ,  lib.  3, 
cap.  15,  n.  1 ,  aunque  no  hay  ley  española  que  así  io  dis- 
ponga. 

Mas  para  que  la  apuesta  sea  válida  y  obligatoria  ,  es  ne- 
cesario que  no  sea  contraria  á  las  leyes  ni  á  las  buenas  cos- 
tumbres. 

La  ley  15,  tít.  25,  lib.  12,  Nov.  Rec,  prohibe  las  traviesas 
ó  apuestas  en  los  juegos,  aun  en  los  que  están  permitidos, 
bajo  las  penas  que  la  misma  declara  para  los  juegos  prohi- 
bidos, según  las  diferentes  clases  de  personas.  Véase  Juego. 

No  deben  sostenerse  las  apuestas  en  que  se  arriesgan  can- 
tidades cscesivas  y  desproporcionadas  á  la  fortuna  de  los  que 
las  hacen  ,  porque  seria  un  mal  para  las  familias  y  para  15 
sociedad  permitir  á  los  particulares  esponer  de  esle  modo  á 
la  suerte  toda  su  fortuna  ó  una  gran  parte  de  ella.  Tal  ps  el 
espíritu  de  la  citada  ley  15  ,  tít.  23  ,  lib.  12,  Nov.  Rec, 
cuando  prohibe  los  juegos  de  envite,  suerte  y  azar,  con  los 
cuales  tiene  mucha  analogía  la  apuesta,  y  cuando  limita  las 
cantidades  que  pueden  arriesgarse  en  los  permitidos. 

En  Inglaterra  son  muy  frecuentes  las  apuestas,  y  todos 
indistintamente  producen  acción  en  justicia  ;  de  suerte  que 
se  han  visto  á  veces  autorizadas  por'los  tribunales  las  apues- 
tas mas  estravaganles  y  menos  dignas  do  un  pueblo  delicado. 
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En  Francia  por  el  contrario  la  ley  no  concede  acción  al- 
guna para  el  pago  de  las  apuestas;  ni  tampoco  se  la  concede 
al  que  perdió ,  para  repetir  ó  recobrar  lo  que  pagó  volunta- 
riamente, á  no  ser  que  de  parte  del  vencedor  hubiese  ha- 
bido engaño,  superchería  ó  estafa;  arts.  1965  y  1967, 
Cad.  civ. 

La  ley  francesa  parece  la  mas  acertada  en  este  punto.  La 
apuesta  es  un  contrato  que  suele  hacerse  al  aire,  sin  re- 
flexión ,  en  el  calor  de  las  disputas ,  tal  vez  por  vanidad ,  tal 
vez  por  sostener  un  absurdo  que  temerariamente  se  ha  sen- 
tado. Es  por  otra  parte  un  contrato  muy  peligroso,  que,  según 
la  aplicación  que  se  haga  de  él ,  puede  encerrar  en  sí  toda  la 
fuerza  de  una  ley,  como  dice  Bentham ,  y  de  una  ley  que 
obraría  con  una  doble  sanción  la  de  las  penas  y  la  de  las 
recompensas.  Este  contrato  puede  emplearse  como  medio  de 
soborno  para  todos  los  delitos  imaginables ,  para  las  preva- 
ricaciones ,  para  las  injusticias.  Conviene  pues  que  la  ley 
le  abandone ,  que  le  niegue  su  sanción ,  y  que  ya  que  no  le 
prohiba  como  á  todo  juego  de  suerte  y  azar,  le  deje  alo  mas 
en  la  clase  de  las  obligaciones  meramente  naturales.  Si  el 
vencido  en  la  apuéstase  resiste  á  pagar  la  cantidad  ó  alhaja 
convenida ,  que  no  pueda  ser  apremiado  á  ello  por  via  de 
justicia;  y  si  la  pagó  voluntariamente,  que  no  tenga  acción 
alguna  para  recobrarla ,  salvo  el  caso  de  superchería  ó  en- 
gaño. La  ley  debe  limitarse  en  ambos  casos  à  proteger  al  que 
posee ,  por  la  regla  de  que  In  pari  causa  mclior  est  condilio 
possidenlis. 

APUNTAMIENTO.  El  resumen  ó  estracto  que  de  los 
autos  forma  el  relator  ó  escribano  para  dar  cuenta  á  algún 
tribunal  ó  juez.  Véase  Relator. 

APUNTE  (1).  El  asiento  que  hace  el  escribano  al  pié  de 
una  letra  de  cambio  poniendo  de  su  propia  mano  la  espre- 
sion  de  protestada  hoy  tantos  de  tal  mes  y  a  Tío  ,  cuando  acu- 
diendo el  tenedor  al  aceptante  en  el  dia  del  vencimiento  á 
solicitar  el  pago,  condesciende  en  aguardarle  por  mera  con- 
fianza hasta  el"  dia  de  correo  en  el  caso  de  que  no  lo  sea  el 
del  vencimiento.  Si  en  el  intermedio  no  se  paga  el  importe 
de  la  letra  ,  el  escribano  da  el  protesto  coa  la  fecha  del  dia 
apuntado  ,  para  que  no  se  entienda  que  por  aquella  breve 
espera  confidencial  toma  el  tenedor  á  su  cargo  el  riesgo  de 
laletra. 

aR 

ABAS  (acogerse  k  las).  Refugiarse  en  la  iglesia ,  tomar 
asilo.  Véase  Asilo. 

ARANCEL.  El  reglamento  hecho  con  autoridad  pública, 
en  que  se  señalan  los  precios  á  que  se  han  de  vender  las 
cosas,  ó  los  derechos  que  deben  pagarse,  ya  por  ciertos  tra- 
bajos, ya  por  la  entrada,  salida  ó  pasaje  de  cada  especie 
de  mercaderías  (u2). 

ARANCEL.  El  reglamento  en  que  se  fijan  los  derechos 
que  deben  percibir  los  jueces  y  sus  oficiales. 

En  todos  los  juzgados  y  tribunales  debe  estar  espuesta  al 
público  la  tabla  de  los  derechos  que  correspondan  al  juez  , 
escribanos,  alguaciles,  ministros  y  demás  oficiales,  para  que 
cada  uno  sepa  lo  que  ha  de  llevar  y  las  partes  lo  que  han  de 
pagar;  ley  U,  til.  17,  lib.  h,  y  ley  1,  tit.  55,  lib.  H,  JVop.  Rec. 

Para  impedir  que  los  agentes  perjudiquen  alas  partes, 
exigiéndoles  mayores  cantidades  que  las  que  ellos  realmente 
han  pagado  ,  debe  hacerse  espresion  de  los  derechos  que 

— : i 

(1)  Es  práctica  en  el  comercio,  que  se  esplica  en  el  Feb.  mej., 
t.  U,  pág.  15b. 

(2)  El  Arancel  para  aduanas  marítimas  y  (le  frontera  de  la  re- 
pública Je  Méjico,  es  el  decreto  (ie  16  de  noviembre  de  1827  : 
y  de  este  son  aclaraciones  los  decretos  de  21  de  febrero  y  12  de 
marzo  de  1828. 


cada  uno  llevare  al  pié  del  titulo ,  cédula ,  despacho  ,  auto , 
proceso  ó  escritura:  ley  h,  lit.  17,  lib.  U,  y  leyes  8,  9  y  10, 
tit.  35,  lib.  11 ,  Nov.  Rec. 

El  que  llevare  mas  derechos  que  los  señalados  en  el  aran- 
cel, ú  omitiere  la  anotación  de  ellos  en  el  mismo  instrumento 
que  los  causa,  será  condenado  por  la  primera  vez  en  el  cua- 
tro tanto  de  lo  que  hubiere  llevado  y  veinte  mil  maravedís 
para  el  fisco  ;  por  la  segunda  en  pena  doblada  y  suspension 
de  oficio  por  un  año  ;  y  por  la  tercera  en  privación  de  oficio 
y  cien  mil  maravedís  ,  y  otras  penas  arbitrarias  conforme  á 
la  calidad  déla  culpa;  ley  U,  lit.  17,  lib.  h,  Nov.  Rec. 

ARANCEL  de  aduanas.  El  prontuario  dispuesto  por 
orden  alfabético ,  de  los  géneros  y  frutos  que  entran  y  salen 
en  las  aduanas  ,  con  espresion  de  los  derechos  que  cada  uno 
debe  pagar.  La  formación  de  los  aranceles  de  aduanas  es 
una  de  las  obras  mas  difíciles  de  la  ciencia  económico-polí- 
tica de  los  gobiernos;  y  su  objeto  es  favorecer  los  intereses 
de  la  agricultura ,  industria  y  comercio  ,  promoviendo  el 
consumo  de  sus  productos  con  su  libre  circulación ,  con  la 
estraccion  de  los  sobrantes ,  y  con  la  abolición  de  las  con- 
tribuciones que  la  entorpezcan. 

Antiguamente  los  aranceles  de  España  no  eran  mas  que 
unas  tarifas ,  formadas  en  los  diferentes  ramos  según  la 
urgencia  y  circunstancias  del  momento  ,  y  sin  coherencia 
alguna  entre  sí.  Recopiláronse  en  uno  el  año  de  1783  para 
)a  entrada  de  los  frutos ,  géneros  y  efectos  estranjeros,  y  en 
1802  para  la  salida  de  los  del  reino,  suprimiéndose  al  mismo 
tiempo  la  infinita  variedad  de  derechos  que  se  cobraban.  Mas 
como  desde  aquella  época  esperimentaron  continuas  mudan- 
zas el  comercio  y  las  artes  y  nuestras  relaciones  políticas  y 
mercantiles  ,  se  creó  una  junta  en  1816  con  el  esclusivo  ob- 
jeto de  formar  nuevos  aranceles ,  que  efectivamente  se  con- 
cluyeron y  publicaron  ,  después  de  perfeccionados  por  las 
Cortes  en  los  años  de  1820  y  1821.  Con  las  mudanzas  acae- 
cidas en  1823  variáronse  también  los  aranceles,  restable- 
ciéndoselos anteriores;  pero  conociéndose  luego  la  necesi- 
dad de  volver  á  redactar  otros  ,  se  mandó  formar  de  nuevo 
la  junta  por  real  orden  de  16  de  febrero  do  1824  para  que 
se  ocupase  de  los  trabajos  siguientes  : 

Io.  Formar  los  aranceles  mercantiles  para  las  aduanas  de 
Españay  para  las  de  Indias,  calculando  sus  derechos  de  modo 
que  se  concillase  el  consumo  de  géneros  estranjeros  con  el 
fomento  de  la  industria  y  artes  españolas,  y  cuidando  tam- 
bién de  establecer  la  unidad  de  derechos  compuesta  de  los 
muchos  y  distintos  que  con  varios  nombres  y  aplicaciones 
se  exigían  en  los  adeudos  de  los  géneros  á  su  introducción  y 
estraccion  por  ellas. 

2o.  Arreglar  los  derechos  de  toneladas  y  demás  de  nave- 
gación, teniendo  presente  para  ello  los  que  se  hacen  pagar 
á  nuestros  buques  en  los  puertos  estranjeros,  y  lo  que  exige 
el  fomento  de  la  marina  mercante  del  reino;  cuidando  de 
que  tales  derechos  fuesen  uniformes  en  su  cuota  en  los  puer- 
tos de  España  de  ambos  hemisferios  ;  esto  es,  que  los  que  se 
fijasen  para  los  de  la  península  ,  fuesen  iguales  en  todos  sus 
puertos ,  y  que  lo  fuesen  en  los  de  ultramar  los  señalados 
para  ellos. 

3o.  Formar  el  código  ó  reglamento  administrativo  de  las 
aduanas  de  España  y  de  Indias. 

U°.  Formar  las  ordenanzas  para  los  consulados  de  España 
en  puertos  estranjeros. 

5o.  Rectificar  el  reglamento  de  los  depósitos  de  comercio 
en  los  puertos  de  la  península  ;  examinar  si  los  debia  haber, 
y  el  modo  de  establecerlos  en  los  de  ultramar  ;  y  proponer 
lo  que  conviniese  acerca  de  suprimir  ó  ampliar  el  número 
de  las  aduanas  de  primera  entrada  en  una  y  otra  parle. 

6o.  Estender  una  memoria  sobre  algunas  convenciones  de 
comercio  con  las  potencias  estranjeras,  particularmente 
desde  el  tratado  Utreck  de  1715. 
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7o.  Indicar  los  medios  de  facilitar  á  los  frutos  y  géneros 
del  reino  algunos  mercados  esteriores  donde  hallen  despa- 
cho ventajoso. 

8o.  Proponer  una  ley  para  el  comercio  de  granos. 

La  junta  de  aranceles ,  entre  otros  resultados  de  sus  ta- 
reas ',  presentó  el  arancel  de  entrada  y  su  suplemento  ,  que 
fueron  aprobados  en  reales  órdenes  de  8  de  marzo  de  1826 
y  28  de  agosto  de  1827.  Posteriormente  se  han  hecho,  y  van 
naciendo  varias  declaraciones  y  adiciones.  Mas  por  real  de- 
creto de  9  de  enero  de  1855  quedó  suprimida  la  junta  de 
aranceles ,  y  encargada  de  sus  trabajos  que  no  dependan  do 
otros  ministerios  la  dirección  general  de  aduanas.  Véase 
Aduana. 

f  ARANCELES  de  aduanas.  Son  cuatro  :  Io.  De  im- 
portación del  estranjero.  2o.  De  importación  de  América. 
5o.  De  importación  de  Asia.  4o.  De  importación  del  reino. 
Todos  ellos  son  comunes  á  la  Península  é  islas  adyacentes. 
Ley  de  9  de  julio  de  1841. 

Arancel  de  importación  del  estranjero.  —  Contiene 
1326  partidas  con  el  nombre,  por  orden  alfabético,  de  las 
mercaderías,  el  número,  peso  ó  medida,  el  valor  considerado 
en  reales  vellón ,  el  tanto  por  ciento  que  debe  pagar  en  ban- 
dera nacional ,  el  aumento  en  la  estranjera  y  la  cuota  en 
razón  de  consumo.  —  A  este  arancel  acompaña  el  catálogo  , 
también  por  orden  alfabético,  de  los  objetos  prohibidos.  — 
Desde  que  empezó  á  regir  en  Io.  de  noviembre  de  1841  se 
han  hecho  muchas  aclaraciones  y  adiciones  sucesivamente  y 
en  diferentes  reales  órdenes.  —  Véase  el  Suplemento  al  Dic- 
cionario de  Escriche  publicado  en  1847. 

Arancel  de  importación  de  América.  Bajo  igual  método 
que  el  del  estranjero  abraza  este  arancel  Impartidas. 

Arancel  de  importación  de  Asia.  Con  el  título  Frutos  y 
géneros  de  las  islas  Filipinas  contiene  44  partidas  ;  y  con  el 
de  Frutos  y  géneros  de  China  ,  56. 

Arancel  de  esportacion  del  reino.  Comprende  en  14 
partidas  los  artículos  que  pagan  derecho  á  su  salida ,  y  sin 
numeración  los  prohibidos  para  la  esportacion.  —  El  aceite 
nacional  en  su  estraccion  para  dentro  ó  fuera  del  reino  no 
está  sujeto,  con  arreglo  al  arancel  de  esportacion  vigente,  á 
ningún  derecho,  arbitrio  ,  obvención  ó  emolumento  en  cual- 
quiera bandera.  Rl.  órd.  de  31  de  enero  de  1842.  —  No  se 
permita  la  esportacion  de  sales  al  estranjero  en  buques  me- 
nores de  cincuenta  toneladas;  y  los  atestados  ó  tornaguías 
continúen  facilitándolos  los  cónsules  del  Gobierno.  Rl.  órd. 
de  22  de  agosto  de  1842.  — Se  prohibe  la  salida  al  estranjero 
del  corcho  en  panes  que  se  produce  en  la  provincia  de  Ge- 
rona. Rl.  órd.  de  5  de  abril  de  1845.—  El  plomo  de  las  minas 
del  reino  pagará  al  tiempo  de  su  esportacion  el  único  dere- 
cho de  un  real  por  quintal  en  cualquiera  bandera,  quedando 
suprimidos  los  que  señala  el  arancel  vigente.  Ley  de  9  de 
junio  de  184a. 

ínterin  se  publique  la  reforma  de  los  aranceles,  continúo 
la  prohibición  decretada  para  la  provincia  de  Gerona ,  y  se 
observen  en  cuanto  á  las  demás  las  disposiciones  vigentes. 
Rl.  órd.  de  6  de  ayosto  de  1845. 

f  ARANCELES  judiciales.  Rigen  actualmente  los  pu- 
blicados en  1857  con  las  modificaciones  hechas  en  22  de 
mayo  de  1846.  Para  la  regulación  de  los  honorarios,  y  dere- 
chos procesales  se  divide  el  territorio  de  la  Península  é  islas 
adyacentes  en  primera  y  segunda  clase.  Los  territorios  de 
primera  clase  son  los  de  Madrid,  Barcelona,  Granada,  Se- 
villa, Valencia;  y  los  de  segunda  Albacete,  Burgos,  Cáce- 
res,  Canarias,  Coruña,  Mallorca,  Oviedo,  Pamplona,  Valla- 
dolid  y  Zaragoza. 

ARAPENDE.  Medida  antigua  española  de  espacios,  que 
tenia ,  según  S.  Isidoro ,  ciento  veinte  pies  cuadrados  como 
el  acto  de  los  Romanos. 

ARBITRABLE.  Lo  que  pendo  del  arbitrio  ;  y  lo  que 


puede  ponerse  en  manos  de  arbitros ,  esto  es ,  todo  asunto 
dudoso  sobre  que  hay  ó  puede  haber  litigio  entre  partes, 
escepto  las  causas  matrimoniales  y  las  criminales  como  tales. 
Véase  Arbitro. 

ARBÎTRACÏON.  La  sentencia  arbitral,  esto  es,  la  que 
dan  los  jueces  arbitros  ó  arbitradores  ;  y  también  la  acción 
y  facultad  para  dar  sentencia  arbitraria.  Véase  Arbitro. 

ARBITRADOR  ó  amigable  componedor.  El  hombre 
bueno  en  quien  las  partes  se  comprometen  para  que  por  via 
de  equidad  ajuste  y  transija  sus  controversias. 

Los  arbitradores,  así  que  aceptan  su  nombramiento,  pue- 
den oir  las  razones  de  ambas  partes  y  avenirlas  y  librar  sus 
contiendas  en  cualquier  modo  que  tengan  á  bien  ;  y  sed 
válido  lo  que  determinen ,  aunque  no  hagan  comenzar  e« 
pleito  por  demanda  y  contestación ,  ni  observen  las  demás 
formalidades  que  deben  guardar  los  demás  jueces ,  con  tal 
que  obren  de  buena  fe  y  sin  engaño  ;  pues  si  dieren  mali- 
ciosamente la  sentencia,  se  ha  de  reformar  esta  según  albe- 
drío  de  hombres  buenos  ,  elegidos  por  el  juez  ordinario;  ley 
23,  til.  4,  Part.  3. 

Los  arbitradores  no  pueden  decidir  la  contienda  ñrmedia- 
tamente  después  de  aceptar  el  compromiso  sin  oir  antes  á 
las  dos  partes;  Greg.  López  ,  glos.  11  de  la  ley  25,  til.  4  ,  y 
glos.  1  de  la  ley  107,  tít.  18,  Part.  5. 

Los  arbitradores  en  el  lenguaje  de  las  leyes,  suelen  com- 
prenderse bajo  la  denominación  general  de  arbitros ,  como 
que  según  la  ley  25,  tít.  4,  Part.  3,  son  una  especie  de  es- 
tos; y  así  lo  que  en  ellas  se  establece  indistintamente  sobre 
los  arbitros,  debe  aplicarse  también  á  los  arbitradores,  pues 
cuando  hay  alguna  diferencia  entre  unos  y  otros,  se  espresa 
claramente  en  las  mismas;  Greg.  López,  en  la  glos.  5  efe  la 
ley  29,  lit.  h,  Part.  3. 

Trataremos  por  tanto  á  un  mismo  tiempo  de  los  arbitros  y 
arbitradores  en  el  artículo  Arbitro ,  que  puede  verse  mas 
adelante ,  notando  allí  las  diferencias  que  hay  entre  estos  y 
aquellos. 

ARBITRAJE.  La  acción  ó  facultad  de  arbitrar;  y  el 
juicio  arbitral. 

ARBITRAL.  Lo  que  depende  del  arbitrio;  y  loque 
pertenece  á  los  arbitros  y  arbitradores  ,  ó  a  sus  juicios  y 
sentencias. 

.ARBITRAMENTO.  El  juicio  y  la  sentencia  de  los  ar- 
bitradores ;  y  también  la  acción  y  facultad  para  dar  senten- 
cia arbitratoria.  Suele  asimismo  llamarse  así,  aunque  me- 
nos propiamente,  la  facultad,  juicio  y  sentencia  de  los 
arbitros.  El  arbitramento  es  mas  conocido  en  el  foro  con  el 
nombre  de  laudo. 

ARBITRAR.  Juzgar,  fallar,  determinar  como  arbitro  ó 
arbitrador;  y  proceder  el  juez  según  su  arbitrio ,  según  las 
reglas  de  la  equidad ,  según  su  leal  saber  y  entender,  en 
defecto  de  ley  en  que  apoyarse. 

ARBITRARIEDAD.  El  proceder  ó  dictamen  según  el 
propio  capricho  y  contra  las  reglas  de  la  razón.  Véase  Juez 
superior,  y  Pena  arbitraria. 

ARBITRARIO  ó  arbitrativo.  Lo  que  depende  del  ar- 
bitrio; y  lo  que  pertenece  á  los  arbitros  y  arbitradores,  ó  á 
sus  juicios  y  sentencias.  La  sentencia  de  los  arbitros  suele 
llamarse  sentencia  arbitraria  ,  por  oposición  á  la  de  los 
arbitradores  que  suele  llamarse  sentencia  arbitratoria  ; 
pero  generalmente  se  aplica  la  voz  arbitraria  ó  arbitral , 
así  á  la  sentencia  de  los  arbitradores  como  á  la  de  los  arbi- 
tros. 

ARBITRATORIO.  Lo  que  pertenece  á  los  arbitradores 
ó  dependo  de  ellos.  La  sentencia  de  los  arbitradores  suele 
llamarse  sentencia  arbitratoria  para  distinguirse  de  la  de  ios 
arbitros  que  se  dice  arbitraria ,  aunque  en  el  uso  común  se 
aplica  esta  última  voz  á  las  dos. 

ARBITRIO.  El  juicio  ó  sentencia  del  juez  arbitro,  por 
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oposición  al  juicio  ó  sentencia  del  arbitrador,  que  se  llama 
arbitramento . 

ARBITMO  de  juez.  La  facultad  que  tiene  el  juez  para 
decidir  los  casos  omitidos  ó  no  claramente  contenidos  en  las 
leyes.  Quai  a  lene  non  simt  determínala,  dice  Greg.  López , 
glos.  7  de  la  ley  7,  lit.  9,  Part.  2,  judiéis  discrclioni  commit- 
tuntitr  :  Las  cosas  que  no  están  determinadas  por  la  ley, 
quedan  cometidas  á  la  discreción  ó  arbitrio  del  juez. 

La  ley  10  ,  tít.  27,  Part.  %,  dice  en  general  que  arbitrio  ó 
«  alvedrío  quier  tanto  decir  como  asmamiento  que  deben 
los  homes  haber  sobre  las  cosas  que  son  dubdosas  et  non 
ciertas  ,  porque  cada  una  venga  á  su  derecho  así  como  con- 
viene. »  Gregorio  López  en  su  glosa  1  de  esta  ley  nos  pre- 
senta la  definición  de  Baldo  concebida  en  los  términos  sí-< 
guientes  :  Arbilrium  non  est  aliud  nisi  aquilas  animi  decla- 
ran, habito  respecta,  tam  adceqiiitatem  naluralem,  quamad 
Icgumprœcepla. 

Por  mas  completo  que  sea  un  código ,  por  mas  perfectas 
que  sean  sus  leyes ,  por  mas  eme  se  haya  procurado  estable- 
cer principios  de  que  como  de  teoremas  de  geometría  pueda 
deducirse  la  resolución  de  todas  las  cuestiones,  siempre 
quedarán  vacíos ,  siempre  habrá  tropiezos ,  incertidumbre  y 
dificultad  en  la  aplicación  de  la  regla  general  á  los  casos  es- 
peciales, y  siempre  por  tanto  el  arbitrio  del  juez  habrá  de 
tener  mucha  parte  en  la  justicia  de  las  decisiones ,  porque 
no  es  posible  que  las  leyes  humanas  prevean  y  comprendan 
todas  las  circunstancias  de  personas ,  tiempos ,  lugares  y 
motivos  que  pueden  concurrir  en  los  hechos  y  modificarlos  : 
Angustia  prudentice  humana,  decia  Bacon,  casus  omnes, 
quos  tempus  reperil,  non  polesl  capere.  Non  raro  ilaque  se 
oslendunt  casus  omissi  el  non  ;  afor.  10.  Dígase  lo  que  se 
quiera  sobre  los  vicios  y  abusos  del  arbitrio  de  los  jueces  , 
lo  cierto  es  que  este  arbitrio  existe  y  existirá  mas  ó  menos , 
aunque  haya  buenas  leyes.  La  perfección  absoluta  de  estas 
no  está  al  alcance  del  espíritu  humano ,  es  solo  ideal  é  ima- 
ginaria ,  es  una  quimera  concebida  por  hombres  que  han 
consultado  mas  bien  su  corazón  que  su  razón.  Por  eso  Aris- 
tóteles no  se  atrevió  á  pretender  que  las  leyes  nada  dejasen 
al  arbitrio  del  juez,  sino  que  se  contentaba  con  que  le  deja- 
sen poco ,  como  si  esta  fuese  la  suma  perfección  á  que  podia 
aspirarse.  Leges  illa  óptima,  decia,  qaœ  arbitrio  judiéis  pática 
relinquuhl. 

Efectivamente ,  en  eso  consiste  la  perfección ,  el  optimis- 
mo de  las  leyes  ,  en  dejar  poco  al  arbitrio  del  juez.  Si  no 
hay  remedio  para  evitar  del  todo  este  arbitrio  peligroso,  se 
le  puede  reducir  á  ciertos  límites,  se  le  puede  encerrar 
dentro  de  un  círculo  estrecho,  se  pueden  tomar  precaucio- 
nes para  dirigir  su  ejercicio,  fijándole  un  mínimo  y  un 
máximo  para  que  proceda  libremente  del  uno  al  otro  y  no 
mas  arriba  ni  mas  abajo ,  presentándole  reglas  de  interpre- 
tación á  que  haya  de  ceñirse  ,  estableciendo  principios  cla- 
ros ,  seguros ,  precisos  y  coherentes  que  le  guien  ,  y  corri- 
giendo severamente  los  estravíos  que  le  hicieren  degenerar 
en  arbitrariedad  ó  capricho. 

No ,  el  arbitrio  del  juez  no  es  ni  puede  ser  su  capricho  ó 
arbitrariedad,  no  es  un  arbitrio  libre  y  absoluto,  es  un  arbi- 
trio regulado  por  la  ciencia  del  derecho  :  Nullum  enim ,  nec 
in  arbilrariis, arbilrium  judex  habet, quod  non  juris pra/ini- 
lionibus,  et  causa:  accidenlibus  sil  alligatum ,  como  dice  Ve- 
lasco  De  judice  perfecto. 

Si  la  ley  falta  absolutamente,  si  tampoco  hay  costumbre 
que  tenga  fuerza  de  ley  ,  no  por  eso  el  juez  es  dueño  de  ar- 
bitrar como  mas  le  acomode ,  sino  que  ha  de  recurrir  para 
hacerlo  á  la  analogía ,  á  la  equidad  natural ,  y  tal  vez  á  los 
ejemplos  ó  precedentes  de  tribunales  conocidos  por  su  cien- 
cia y  rectitud. 


Analogía. 

Debe  acudir  primero  á  la  analogía,  esto  es,  debe  exami- 
nar si  existe  alguna  ley  dada  sobre  objetos  que  aunque  dife- 
rentes presenten  cierta  analogía,  ó  semejanza  con  el  que  le 
está  sometido  ,  de  modo  que  pueda  arbitrar  por  via  de  argu- 
mento ó  inducción.  Este  modo  de  juzgar  se  halla  autorizado 
por  el  derecho  romano  y  por  el  nuestro.  Non  possunl  omnes 
artkuli,  dice  la  ley  12,  íf.  de  legibus  ,  singillalim  uullcgi- 
bus  aut  sciialusconsultis  comprchendi  :  sed  càm  in  aüqna 
causa  senlcnlia  eorum  manifesta  est,  is  qui  juritdicliivii 
praest,  ad  simitia  procederé,  dique  ita  jus  dicere  débet.  La 
ley  15,  regla  56  ,  tít.  55,  Part.  7,  admite  y  quiere  que  se 
observe  la  doctrina  de  los  sabios  que  «  dixieron  que  non  se 
deben  facer  las  leyes  sinon  sobre  las  cosas  que  suelen  acacs- 
ccr  á  menudo  ;  et  por  ende  non  hobieron  cuidado  délas  fa- 
cer sobre  las  cosas  que  avinieron  pocas  veces  ,  porque  (o- 
vieron  que  se  podrien  judgar  por  otro  caso  de  ley  semejante 
que  se  fallase  en  escripto.  » 

Pero  es  de  advertir  que  no  se  puede  usar  del  remedio  de 
la  analogía  sino  con  alguna  cautela  y  desconfianza,  pues  que 
solo  produce  presunción  y  no  certeza  :  In  casibus  omissis  da- 
ducenda  est  norma  legis  ¿i  similibus,  sed  caillé  et  cum  judicio, 
como  dice  Bacon ,  aforismo  11. 

Así  es  que  las  leyes  que  se  han  establecido  contra  la  ra- 
zón del  derecho  ,  ó  por  una  necesidad  de  circunstancias,  ó 
por  el  error  y  no  por  la  razón,  no  deben  ser  trascendentales 
ni  servir  de  ejemplo  ni  producir  inducciones  :  Quod  contra 
ralionem  juris  rcceplum  est,  non  est  producendum  ad  conse- 
quenlias;  leg.  141 ,  ff.  de  reg.  jur.:  —  Quce  propler  necessi- 
talem  recepta  sunl ,  non  d'ebent  in  argumenlum  trahi  ;  leg. 
162,  ff.  cod.  :  —  Quod  non  ralione  inlroduclum,  sed  errare 
primiim ,  deinde  consueludine  oblentum  esl ,  in  aliis  simili— 
bus  non  oblinet;leg.  59  ,  ff.  de  legibus.  Sin  embargo,  las 
leyes  que  se  han  establecido  por  una  necesidad  de  circuns- 
tancias ,  pueden  aplicarse  á  circunstancias  y  casos  semejan- 
tes, si  concurriere  la  misma  utilidad  y  la  misma  razón  :  Ad 
similia  leges  trahunlur,  si  eadem  sit  ulüilas  vel  interpretar- 
lio;  leg.  15,  ff.  de  legibus. 

Las  leyes  duras  &  rigurosas  deben  limitarse  á  los  casos 
para  que  se  han  dado,  y  las  favorables  estenderse  fácilmen- 
te á  los  casos  análogos  :  Odia  sunl  reslringenda,  favores  am- 
pliandi.  Este  principio  se  halla  consagrado  en  las  leyes  1 7 , 
18  y  19,  ff.  de  legibus;  y  nuestra  legislación  no  lo  ha  repu- 
diado. 

Por  eso  en  materias  criminales  no  deben  aplicarse  las 
penas  por  analogía ,  ni  se  ha  de  fallar  contra  el  reo  sino  en 
virtud  de  una  ley  conocida  y  cierta,  ni  se  ha  de 'quitar  la 
vida  sino  al  que  sabia  de  antemano  que  con  su  conducta  se 
esponia  á  perderla.  La  ley  debe  hacer  sentir  el  amago  antes 
que  el  golpe ,  así  como  Dios  amenazó  primero  con  la  muerte, 
y  después  la  impuso.  Tales  son  las  consecuencias  del  citado 
principio  ;  tal  es  la  práctica  que  generalmente  se  observa  ; 
tales  son  las  máximas  de  Bacon  :  Rubricœ  sanguinis  ne 
sunlo  ,  decia  este  ;  nec  de  capilalibus  nisi  ex  lege  nota  et 
certa  pronuncíalo  ;....  nec  vita  cripienda  nisi  ei ,  quise  in 
suain  vilain  peccare  prius  nosset ,  afor.  59  :  Oportet  ut  lex 
moneat  priusquam  feriat ,  afor.  8  :  Indixit  enim  mortem 
Dcus  ipse  prius ,  poslea  inflixit,  afor.  59.  El  juez  no  debe 
castigar  lo  que  la  ley  no  castiga.  Si  es  necesaria  una  nueva 
ley  para  nuevos  casos  que  ocurren,  reclámese,  hágase, 
promulgúese;  pero  entretanto,  donde  no  hay  ley,  no  hay 
delito,  como  dice  san  Pablo  :  Ubi  non  est  lex  ,  nec  jyravari*- 
calio  ;  eyisl.  ad  Rom.  cap.  h  ,v.  15.  No  estiremos  ni  quera- 
mos hacer  elásticas  las  leyes  para  tener  el  gusto  de  ator- 
mentar á  los  hombres  :  Durum  est  torquere  leges  ad  hoc  ut 
torqucanl  hommes. 
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Las  leyes  de  escepcion ,  las  que  se  apartan  de  las  reglas 
del  derecho  común,  no  pueden  eslenderse  por  analogía  á  los 
casos  omilidos ,  aunque  hubiere  la  misma  y  aun  mayor  ra- 
zón para  estos  que  para  los  espresados;  porque  es  regla  ge- 
neral que  las  escepciones  deben  ceñirse  precisamente  á  los 
casos  para  los  cuales  se  han  hecho  :  In  shituüs  quœ  jus  com- 
mune plané  abro  gant ,  dice  Bacon,  afor.  Ml,  non  placel 
procedí  per  simililudinem  ad  casus  omissos  :  —  In  materia  à 
jure  civili  exorbitante ,  dice  Argentreo ,  non  est  facienda  ex- 
tenúo ex  partíate  ,  ac  ne  ex  majoritale  quidem  ralionis ,  sed 
in  suis  terminis  servari  debel  lex. 

Las  leyes  concisas  suelen  ser  muy  susceptibles  de  inter- 
pretación estensiva  ;  pero  no  la  admiten  sino  con  dificultad 
las  que  espresan  y  enumeran  los  casos  particulares  á  que 
han  de  aplicarse  ;  porque  así  como  la  escepcion  confirma  la 
fuerza  de  la  ley  euros  casos  no  esceptuados,  del  mismo  modo 
la  enumeración  la  debilita  en  los  casos  no  enumerados.  In 
legibus  et  stahelis  brevioris  shjli  exlensio  facienda  est  libe- 
rius  :  al  in  illis,  quœ  sunt  enumerativa  casuum  partícula— 
rium,  caulius;  nam  ut  exceplio  firmal  vim  legis  in  casibus 
non  exceplis,  ila  enumerado  infirmât  cam  in  casibus  non 
enumcralis.  Así  lo  dice  Bacon  en  su  aforismo  17;  debiendo 
aquí  tenerse  presentes  las  reglas  :  Qui  dicit  de  uno  ,  negat 
do  altero  :  —  Inclusio  unius  est  exelusio  allcrius  :  —  Exclusa 
censcnlur  omnia  quœ  lex  enumerando  non  inclusit. 

Las  leyes  interpretativas  ó  declaratorias  ,  como  que  tienen 
por  objeto  señalar  los  límites  á  que  deben  llegar  las  disposi- 
ciones de  aquellas  sobre  que  recae  la  interpretación  ó  decla- 
ración ,  cierran  la  puerta  á  la  estension  de  estas,  y  aun  a  la 
de  ellas  mismas  ;  pues  una  vez  que  la  ley  tomó  á  su  cargo 
hacer  ó  fijar  la  estension  ,  no  queda  ya  al  arbitrio  del  juez 
el  continuarla  ó  aumentarla  :  Ñeque  cnim  facienda  est  super- 
exlensio  àjudice, abi  semel  cœpit  fieri  exlensio  à  lege  ;  Ba- 
con, aforismo  18. 

La  solemnidad  de  las  palabras  y  de  los  actos  no  se  estien- 
de á  otros  actos  ó  palabras  semejantes  :  Solemnitas  verborum 
el  actorum  non  recipit  exlensionem  ad  similia  ;  Bacon  ,  afor. 
19.  Así  es  que  cuando  la  ley  prescribe  una  fórmula  ,  no  ha 
de  usarse  de  otra  fórmula  distinta ,  aunque  sea  equivalente, 
porque  en  tal  caso  simile  non  est  idem. 

Es  natural  la  estension  de  la  ley  á  los  casos  que  no  exis- 
tiendo al  tiempo  en  que  esta  fué  dada,  tuvieron  después  su 
origen  ;  porque  los  casos  que  no  podian  espresarse  por  igno- 
rarse ó  no  preverse  la  posibilidad  de  su  futura  existencia, 
se  tienen  por  espresados,  ó  al  menos  por  no  escluidos ,  si 
hubiere  la  misma  razón  para  ellos  que  para  los  otros  que  fue- 
ron comprendidos  :  Proclivis  est  exlensio  legis  ad  casus  post 
natos  qui  in  rerum  natura  non  fuerunt  iempore  legis  latee. 
Ubi  enim  casus  exprimí  non  poterat,  quia  lunc  nullus  eral, 
casus  omissus  habolur  pro  expresso,  si  similis  fuerit  ratio  ; 
Bacon  ,  afor.  20.  Mas  esta  doctrina  debe  sola  entenderse  en 
materias  civiles ,  pues  en  las  criminales  no  hay  lugar  ala 
ley,  como  se  ha  dicho  mas  arriba  :  Peccalum  non  cognovi 
nisiper  legem,  decia  san  Pablo,  Yéase  Interpretación. 

Equidad. 

No  habiendo  ley,  ni  costumbre  legítima ,  y  faltando  igual- 
mente el  recurso  de  la  analogía,  fuerza  será  que  el  juez, 
para  lijar  su  determinación ,  busque  el  ausilio  de  la  razón  y 
de  la  equidad  natural. 

Yo  no  entiendo  aquí  por  equidad  la  virtud  que  suaviza  y 
templa  el  rigor  de  la  ley  ,  sino  la  virtud  que  para  suplir  la 
falla  de  ley  escrita  ó  consuetudinaria  ,  consulta  las  máxi- 
mas del  buen  sentido  y  de  la  razón ,  ó  sea  de  la  loy  natural. 
—  Naturalis  ratio,  decia  Baldo,  óptimas  est  legis  clipeus, 
judexqïi'è  non  minus  mover  i  débet  natural  i  elido ,  scu  dicta- 
mine raùènîi,  quàm  lege  scripta,  quia  quœrere  legem  ubi 
habemm  wtionem  naturalem  est  infirmitas  inlellcclus. 


Faltando  ley  y  costumbre,  dice  Antonio  Gómez,  se  ha  de 
recurrir  á  la  razón  natural  :  Deficiente  lege  et  consueludíne , 
recurrendum  est  ad  ralionem  naturalem;  cornent,  de  la  ley 
1  de  Toro,  núm.  9. 

Mas  si  los  grandes  principios  de  la  razón  natural  hablan 
el  mismo  lenguaje  á  todos  los  hombres  que  no  tienen  perver- 
tido su  corazón  ó  alterada  su  inteligencia,  no  sucede  otro 
tanto  con  las  reglas  de  un  orden  secundario  ,  pues  no  todos 
indistintamente  las  entienden  de  un  mismo  modo.  Vemos 
efectivamente  con  mucha  frecuencia,  que  uno  tiene  por 
justa  la  pretensión  que  otro  califica  de  poco  razonable,  que 
lo  que  á  uno  parece  blanco  otro  lo  reputa  por  negro  :  In  ar- 
bitraras, áice  el  cardenal  de  Luca,  ingeniorumxariclas  fré- 
quenter causal ,  ni  quod  uní  vid elur  album,  altcri  cequalis 
doctrina}  ac  inlegritalls  videalur  nigrum,  ideoque  temera- 
rium  est  positive  dicere  ,  quèd  resolulio  sil  justa  vel  injusta. 
La  equidad ,  sin  embargo  ,  así  como  la  verdad ,  no  es  mas 
que  una.  Debe  pues  el  juez,  para  encontrarla  ,  dedicarse  al 
estudio  profundo  del  derecho ,  procurando  penetrar  el  espí- 
ritu de  las  leyes  patrias,  examinando  la  doctrina  de  nues- 
tros autores  que  con  larga  esperiencia  las  esplicaron ,- inter- 
pretaron y  glosaron,  fecundando  su  espíritu  con  la  lectura  de 
las  obras  clásicas  de  legislación  universal  ó  derecho  natural, 
y  buscando  á  veces  los  ejemplos  ó  precedentes  de  sentencias 
dadas  por  tribunales  sabios  sobre  los  puntos  en  que  recaen 
sus  dudas.  Véase  la  nota  2,  tít.  2,  lib.  5,  Nov.  Bec.  Véase 
Eqitidad,  Autor  y  Autoridad. 

Ejemplos  ó  precedentes. 

No  hablamos  aquí  de  los  ejemplos  ó  precedentes  que  por 
su  frecuente  uso  forman  una  jurisprudencia  consuetudinaria 
que  apoyada  en  el  asentimiento  unánime  de  tribunales  y 
jurisconsultos  se  levanta  al  lado  de  las  leyes  para  comple- 
tarlas y  llenar  sus  vacíos.  Esta  jurisprudencia,  si  llegó  por 
fina  revestirse  de  los  requisitos  de  costumbre  legítima, 
tiene  fuerza  de  ley;  y  el  juez  no  puede  prescindir  de  acatarla 
y  tomarla  por  norma  de  sus  decisiones,  como  se  verá  en  el 
artículo  costumbre.  Aquí  solo  se  trata  de  los  ejemplos  ó  pre- 
cedentes que  han  tenido  lugar  una  ú  otra  vez,  y  que  todavía 
no  han  adquirido  fuerza  de  ley  tácita  ó  consuetudinaria. 

El  juez  pues,  en  defecto  de  otra  luz  mejor  que  le  guie, 
puede  servirse  de  estos  ejemplos,  y  adoptarlos  si  vienen  al 
caso  ,  no  ciegamente  sino  hallándolos  fundados  en  razón  ; 
porque  los  ejemplos  enseñan  ,  pero  no  mandan  ;  y  mas  bien 
se  ha  de  juzgar  por  razones  que  por  ejemplos  :  Exempta  do- 
cent  ,  non  jubcnl  :  Exempta  in  consilium  adkibenlur,  non 
vilque  jubent  aul  imperant  :  Ralionibus,  non  exemplis  est 
judicandum. 

Los  ejemplos  en  su  caso  deben  tomarse  de  los  tiempos  en 
que  reinaba  el  orden  ,  la  moderación  y  la  justicia  ,  no  de  los 
tiempos  de  despotismo  ,  de  facción  ó  de  anarquía.  Así  lo  ob- 
serva Bacon  :  Exempla,  dice  en  su  aforismo  2'ü ,  à  lempói'ibus 
bonis  et  moderulis pelenda sunt;  non  tijrannicis,  aul  fucHo- 
sis,  auldissolulis.  Hujusmodi  exempla lemporis partas  spurii 
sunl  ?  el  magis  nocent  quàm  docent. 

Si  queremos  conocer  con  exactitud  los  ejemplos,  no  de- 
bemos buscarlos  en  las  historias,  sino  en  documentos  autén- 
ticos ;  pues  los  mejores  historiadores  no  suelen  detenerse 
bastante  en  la  investigación  de  las  leyes  y  de  los  actos  judi- 
ciales. 

Preséntanse  á  veces  ejemplos  contrarios ,  ejemplos  que 
acaso  deben  su  existencia  á  la  fuerza  ,  á  la  intriga  ó  al  azar, 
ejemplos  que  solo  se  apoyaron  en  intereses  momentáneos,  ó 
en  circunstancias  especiales  y  transitorias.  Por  eso  es  nece- 
sario no  tomarlos  sino  de  buenas  fuentes,  y  no  aplicarlos  en 
su  caso  sino  con  cautela  y  discernimiento,  teniéndose  pre- 
sente que  solo  al  texto  de  la  ley  y  á  la  costumbre  legítima  es 
debido  siempre  acatamiento  y  obediencia. 
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Hemos  hablado  hasla  ahora  en  este  artículo  del  arbitrio 
judicial  en  los  casos  omitidos  ó  no  claramente  contenidos 
en  las  leyes.  ¿  Qué  será  cuando  se  encuentran  leyes  que 
habiendo  perdido  insensiblemente  su  vigor,  han  llegado  á 
quedar  enteramente  anticuadas  y  no  han  sido  sustituidas  por 
otras  ?  ¿  Habráse  de  juzgar  según  ellas ,  ó  se  habrán  de  dejar 
las  causas  sin  sentencia  ?  Es  cierto  que  dice  Felipe  V  (  ley  11, 
til.  2,  lib.  5,  Nov.  Rcc.  )  que  «-  todas  las  leyes  del  reino  , 
que  espresamenle  no  se  hallan  derogadas  por  otras  poste- 
riores ,  se  deben  observar  literalmente ,  sin  que  pueda  ad- 
mitirse la  escusa  de  decir  que  no  están  en  uso  ,  pues  así  lo 
ordenaron  los  señores  reyes  católicos  y  sus  sucesores  en  re- 
petidas leyes.  »  Pero  esta  ley  de  Felipe  V  y  las  que  cita  de 
los  reyes  católicos  y  sucesores  ,  están  ellas  mismas  sin  uso , 
y  no  tuvieron  virtud  suficiente  para  hacer  que  volviesen  á 
la  vida  las  leyes  muertas;  porque,  como  observa  Lardizabal 
en  su  discurso  sobre  las  Penas,  cap.  2,  n.  52  ,  no  está  en  la 
potestad  de  las  leyes  el  mudar  la  opinion  común  de  los  hom- 
bres ,  las  costumbres  generales  y  las  diversas  circunstancias 
de  los  tiempos.  Las  leyes  que  son  contrarias  á  estas  circuns- 
tancias ,  á  las  costumbres  y  á  la  opinion  común ,  por  mas  que 
fuesen  útiles  en  la  época  en  que  se  dieron ,  no  pueden  ni  de- 
ben ejecutarse.  Esta  es  nna  verdad  que  la  esperiencia  nos  ha 
demostrado ,  y  que  conoció  y  sentó  el  rígido  Felipe  II  cuando 
en  la  pragmática  declaratoria  de  las  leyes  de  la  Recopilación, 
hablando  de  las  anteriores  á  ella,  se  esplicó  en  estos  términos  : 
«  Asimismo  algunas  de  las  dichas  leyes ,  como  quiera  que 
sean  y  fuesen  claras  ,  y  que  según  el  tiempo  en  que  fueron 
hechas  y  publicadas  parecieron  justas  y  convenientes,  la 
esperiencia  ha  mostrado  que  no  pueden  ni  deben  ser  ejecu- 
tadas. »  No  debe  pues  ni  puede  el  juez  juzgar  según  ellas; 
y  en  vano  juzgaría,  porque  el  tribunal  superior  se  veria  en 
la  necesidad  de  revocar  sus  fallos.  Ni  tampoco  puede  ni  debe 
abstenerse  de  fallar,  ni  pedir  y  esperar  las  decisiones  del 
soberano ,  porque  en  un  estado  donde  son  muchas  las  leyes 
anticuadas  ,  equivaldría  este  proceder  à  negar  al  pueblo  la 
administración  de  justicia  y  á  dar  lugar  á  la  impunidad  délos 
delitos  ,  ademas  de  que  no  puede  juzgarse  por  una  ley  que 
sea  posterior  á  los  hechos,  según  el  principio  general  de  que 
las  leyes  no  tienen  efecto  retroactivo.  Fuerza  será  por  consi- 
guiente que  el  juez  en  tal  caso  sentencie  según  su  arbitrio  , 
no  libre  y  caprichosamente ,  sino  con  arreglo  á  lo  que  dicta 
la  ciencia  del  derecho  ,  consultando  el  espíritu  de  la  legis- 
lación, la  jurisprudencia,  el  uso  y  la  equidad  natural.  Este 
arbitrio  es  seguramente  un  mal ,  y  un  mal  muy  grave  ;  pero 
no  hay  otro  medio  de  ocurrir  á  él ,  que  el  de  subrogar  opor- 
tunamente nuevas  leyes  á  las  que  el  trascurso  del  tiempo  ha 
enervado  y  dejado  sin  uso.  Véase  Aulor  y  Autoridad. 

ARBITRIOS.  Los  derechos  que  muchos  pueblos  imponen 
ó  tienen  impuestos ,  con  la  facultad  competente,  sobre  ciertos 
géneros  ó  ramos  para  satisfacer  sus  cargasó  cubrir  sus  gastos. 

La  ley  10,  tít.  16,  lib.  7,  Nov.  Rec,  declara  que  la  con- 
cesión de  arbitrios  es  inseparable  de  la  regalía  de  S.  M.;  pero 
que  en  cuanto  al  repartimiento  que  pretendan  hacer  cuales- 
quiera pueblos ,  conviniendo  en  él  todos  los  vecinos ,  y 
siendo  de  sus  propios  frutos,  no  necesitan  de  licencia  para 
ejecutarlo  entre  los  que  convinieren  ;  con  la  advertencia  de 
que  á  los  que  no  conviniesen  en  el  arbitrio  no  se  les  pueda 
obligar  por  los  que  lo  consintieron,  pues  solo  se  puede  hacer 
iuler  mientes,  porque  para  obligar  á  todos,  aunque  no  con- 
sientan ,  es  preciso  preceda  la  facultad  real. 

En  la  real  instrucción  de  15  de  octubre  de  1828 ,  para  el 
arreglo  de  la  administración  y  de  la  cuenta  y  razón  general 
de  los  propios  y  arbitrios  del  reino ,  se  prescribe  en  el  capí- 
tulo nono ,  art.  G ,  que  los  ayuntamientos  «  en  ningún  tiempo, 
y  bajo  ningún  pretesto,  podrán  establecer  por  sí  arbitrios, 
ni  exigir  adehalas  que  graven  al  vecindario  de  los  pueblos , 
arrendadores  y  personas  transeúntes;  pues  los  que  necesiten 


para  cubrir  sus  atenciones  municipales  han  de  solicitarlos 
por  conducto  del  subdelegado  (  el  intendente  ),  con  justifica- 
ción de  la  necesidad.  » 

El  real  decreto  de  23  de  julio  de  183o  para  el  arreglo  pro- 
visional de  ayuntamientos ,  dice  en  su  artículo  Ü8  que  una  de 
las  facultades  de  estos  cuerpos  es  proponer  al  gobernador 
civil  de  la  provincia  (hoy  jefe  político  )  lo  que  estimen  con- 
veniente sobre  la  supresión,  reforma,  sustitución  ó  creación 
de  arbitrios  ,  repartimientos  ó  derechos  municipales. 

Finalmente ,  según  el  decreto  de  las  Cortes  de  5  de  febrero 
de  1823,  restablecido  por  real  decreto  de  lo  de  octubre  de 
1836 ,  deben  los  ayuntamientos  en  el  mes  de  octubre  de  cada 
año  formar  y  remitir  á  la  diputación  provincial  el  presu- 
puesto de  los  gastos  públicos  ordinarios  que  hayan  de  hacerse 
en  todo  el  año  siguiente  á  costa'de  los  fondos  de  propios  y 
arbitrios ,  como  asimismo  otro  presupuesto  del  valor  de  estos 
fondos ,  y  si  no  alcanzase  para  cubrir  el  presupuesto  de  gas- 
tos ,  propondrán  á  la  diputación  los  nuevos  arbitrios  que  es- 
timen convenientes  para  cubrirlos  ,  manifestando  el  cálculo 
prudencial  de  sus  productos  ;  art.  50.  =  Véase  Propios  y 
Arbitrios. 

-j-  ARBITRIOS  de  aduanas.  El  seis  por  ciento  que  sobre 
el  importe  de  los  derechos  del  arancel  se  exige  en  ellas. 
Arl.  11  de,  la  ley  de  9  de  julio  de  18Ú1.  En  el  despacho  de 
los  géneros  manufacturados  con  mezcla  de  algodón,  que 
estén  admitidos  á  comercio  por  los  aranceles  y  órdenes  vi- 
gentes ,  se  cobre  por  arbitrios  el  seis  por  ciento  que  la  ley 
previene,  en  reemplazo  de  los  antiguos.  Rl,  órd.  da  7  de 
setiembre  de  1846. 

-j-  ARBITRIOS  de  amortización.  Llámanse  así  los  apli- 
cados á  la  estincion  de  la  deuda  del  Estado. 

ARBITRO.  El  sugeto  elegido  y  nombrado  por  las  partes 
para  que  ajuste  y  decida  sus  respectivas  pretensiones;  ó 
según  espresion  déla  ley  23,  tít.  U,  Part.  3^  «  el  juez  aveni- 
dor que  es  escogido  et  puesto  de  las  partes  para  librar  la 
contienda  que  es  entre  ellos.  » 

El  arbitro  se  llama  juez  avenidor  ó  de  avenencia,  porque 
las  partes  se  avienen  en  que  lo  sea;  compromisario  ,  porque 
es  nombrado  por  compromiso  ó  convención  ;  y  ¿irbilro,  por- 
que es  elegido  por  voluntad  ó  arbitrio  de  las  partes,  ó  bien 
porque 'en  sü  mano  y  albedrío  se  pone  la  decisión  del  negocio 
sobre  que  estas  disputan  (I). 

Hay  dos  especies  de  arbitros,  según  d.  ley  25  ,  tít.  tí, 
Part.  3;  pues  unos  son  arbitros  de  derecho,  ó  simplemente 
arbitros ,  y  otros  se  llaman  arbitros  de  hecho  ó  mas  bien  ar- 
bilradores.  Aquellos  deben  proceder  y  determinar  con  ar- 
reglo á  las  leyes  ,  en  la  misma  forma  que  los  jueces  ordina- 
rios ;  y  estos  no  son  mas  que  unos  amigables  componedores 
que  pueden  proceder  y  determinar  según  su  leal  saber  y  en- 
tender, sin  arreglarse  á  derecho  ni  sujetarse  á  las  formas  le- 
gales ;  d.  ley  25,  tít.  ti,. Part.  3. 

Cómo  se  hace  el  nombramiento  de  arbitros 
y  arbitradores.  " 

El  nombramiento  de  arbitros  y  arbitradores  debe  hacerse 
por  compromiso,  que  es  el  convenio  de  las  partes  en  que  dan 
facultad  á  una  ó  mas  personas  para  que  decidan  sus  contro- 
versias. 

El  compromiso  debe  convenirse  y  celebrarse  en  escritura 
pública  hecha  por  escribano  .  ó  en  escrito  privado  firmado 
por  las  partes  ;  ley  23 ,  til.  U,  Part.  3. 

En  el  compromiso  deben  espresarse  : 

Io.  Los  nombres,  apellidos  y  vecindad  de  los  interesados. 

2o.  El  negocio  sobre  que  versa  la  contienda  que  se  sujeta 
al  juicio  arbitral. 

(1)  Sobre  toda  esta  materia  véase  la  Cur.  Filíp.  lib.  2,  com. 
ter.  cap.  14. 
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o°.  Los  nombres,  apellidos  y  vecindad  de  las  personas 
que  se  nombran  por  arbitros  ó  arbitradores. 

h°.  Las  facultades  que  se  dan  á  los  nombrados  sobre  la 
forma ,  lugar  y  tiempo  en  que  han  de  proceder  y  determinar. 

5o.  El  nombramiento  de  tercero  para  el  caso  de  discordia, 
ó  bien  la  designación  de  la  persona  á  quien  se  dé  facultad 
para  hacerlo. 

6o.  La  mutua  promesa  de  estar  á  la  decisión  arbitral. 

7o.  La  pena  en  que  haya  de  incurrir  á  favor  de  su  adver- 
sario el  qiie  no  se  conforme  con  la, sentencia  que  se  diere. 

8o.  La  fecha  del  acta. 

Estas  son  las  circunstancias  que  se  han  de  comprender 
en  el  compromiso  según  las  leyes  23  y  26 ,  tít.  k ,  y  la  ley 
10o,  tít.  18,  Part.  3.  Mas  sobre  ellas  hay  que  hacer  algunas 
observaciones.  • 

La  omisión  de  las  tres  primeras  circunstancias  causaría 
la  nulidad  del  compromiso ,  como  es  fácil  conocer. 

No  resultando  del  compromiso  si  se  han  nombrado  arbi- 
tros ó  arbitradores,  se  presume  haberse  nombrado  arbitra- 
dores; Cur.  Filip.,  lib.  2,  cap.  Oí,  n.  13. 

En  defecto  de  asignación  de  lugar  para  decidir  el  pleito, 
debe  decidirse  en  el  del  otorgamiento  del  compromiso;  fei/27, 
lit.  U  ,  Part.  3. 

Si  no  se  hubiere  señalado  plazo  para  dar  sentencia ,  será 
este  el  de  tres  años  contados  desde  el  dia  de  la  aceptación 
del  nombramiento;  d.  ley  27,  lit.  h,  Part.  3. 

Puede  hacerse  el  compromiso  en  un  solo  arbitro  ó  arbi- 
trador,  en  dos ,  tres  ó  mas;  leyes  106  y  107,  tít.  18 ,  Part.  o. 
Mas  haciéndolo  en  muchos,  es  mejor  hacerlo  en  número  im- 
par, á  fin  de  evitar  el  empate. 

Si  no  se  hubiese  nombrado  tercero  para  dirimir  la  discor- 
dia de  los  arbitros,  recaerá  la  facultad  de  nombrarle  en  los 
mismos  arbitros  ó  arbitradores  ,  como  se  verá  mas  abajo  ; 
ley  26,  tît.U,  Part.  3. 

Aunque  las  partes  no  se  impongan  pena  pecuniaria  ,  no 
por  eso  dejan  de  quedar  obligadas  á  estar  á  la  sentencia  que 
se  diere,  salvos  los  recursos  de  derecho ,  como  luego  diremos. 

Si  el  compromiso  no  tuviere  fecha ,  se  supondrá  celebrado 
en  el  dia  de  su  presentación  á  los  arbitros  ó  arbitradores. 

Qué  causas  pueden  ponerse  en  manos  de  arbitros 
ó  arbitradores. 

Toda  contienda  sobre  negocios  civiles,  y  aun  sobre  los 
criminales  en  cuanto  al  daño  é  interés  del  agraviado ,  puede 
comprometerse  ó  ponerse  en  manos  de  arbitros  ó  arbitrado- 
res,  aunque  haya  pleito  pendiente  sobre  ella  en  tribunal  in- 
ferior ó  superior,  y  aunque  se  haya  dado  ya  y  pasado  en 
autoridad  de  cosa  juzgada  la  sentencia  ,  con  tal  que  lo  sepa 
la  parte  vencedora;  ley'bh,  lit.  k,  Part.  3,  ley  U,  til.  17, 
lib.  11,  Nov.  Rec. ,  Cur.  Filip.  lib.  2,  cap.  ilt ,  ns.  3  y  h. 

Esceptúanse  de  esta  disposición  las  causas  que  no  admiten 
transacción,  por  depender  enteramente  de  la  jurisdicción  de 
que  carecen  los  arbitros  ,  ó  por  pertenecer  al  derecho  pú- 
blico. Tales  son,  según  la  ley  2'l,  tit.  U,  Part.  3,  las  siguientes: 

Io.  Las  causas  criminales  en  cuanto  á  la  pena  que  se  im- 
pone por  el  delito  para  satisfacer  á  la  vindicta  pública. 

2o.  Las  causas  relativas  al  estado  de  las  personas  ,  esto 
es,  las  de  libertad  ó  servidumbre. 

5o.  Las  causas  matrimoniales ,  pero  no  las  concernientes  á 
esponsales  ;  pues  si  no  puede  ser  disuelto  ni  anulado  el  ma- 
trimonio por  el  mutuo  consentimiento  de  los  interesados, 
pueden  serlo  los  esponsales. 

Quiénes  pueden  comprometer  sus  negocios  al  juicio 
arbitral. 

Pueden  comprometer  sus  negocios  en  manos  de  arbitros 
ó  arbitradores  todos  los  que  tienen  capacidad  para  contratar 
y  parecer  enjuicio;  ley  25,  tít.  U,  Parí,  3. 


El  menor  de  veinte  y  cinco  años  que  teniendo  curador  ce- 
lebre compromiso  sin  su  mandato  ni  otorgamiento,  no  queda 
obligado  á  estar  ala  decisión  arbitral  ni  á  pagar  la  pena  que 
hubiere  sido  impuesta  ,  aun  cuando  hubiese  dado  fiadores; 
pero  deberán  estos  satisfacerla  si  el  menor  no  quisiere  hacerlo 
ni  estar  por  la  sentencia,  y  al  tiempo  del  compromiso  era  ya 
mayor  de  catorce  años.  Mas  si  no  tuviere  curador,  queda 
obligado  como  el  mayor  de  veinte  y  cinco  ,  á  la  sentencia  ó 
decisión  que  dieren  los  arbitros  ó  arbitradores,  salvo  el  re- 
curso de  restitución  en  caso  de  probar  que  hubo  dolo  en  el 
pleito,  ó  que  esperimentó  perjuicio  por  defecto  suyo  ó  de  su 
abogado  ,  ó  que  la  sentencia  arbitral  le  causa  grave  daño. 
Así  lo  dispone  la  ley  25,  tít.  h  ,  Part.  3,  de  que  infiere  Gre- 
gorio López ,  que  el  menor  de  catorce  años  no  puede  cele- 
brar compromiso  por  sí  mismo  ni  aun  obligar  en  él  á  sus 
fiadores;  que  el  mayor  ó  menor  de  dicha  edad  puede  cele- 
brarlo válidamente  con  autoridad  de  su  tutor  ó  curador, 
salvo  el  recurso  de  restitución;  y  que  el  mayor  de  la  propia 
edad  puede  celebrarlo  por  sí  válidamente  ,  no  teniendo  cu- 
rador, salvo  dicho  recurso. 

Como  según  las  leyes  55 ,  56 ,  57,  58  y  59  de  Toro ,  no 
puede  la  mujer  casada  ,  sin  autorización  de  su  marido  ó  del 
juez  ,  hacer  contrato  ni  cuasi  contrato  ,  ni  apartarse,  ni  dar 
por  quito  á  nadie  de  él ,  ni  parecer  en  juicio  en  calidad  de 
demandante  ó  demandada,  es  claro  que  tampoco  podrá  com- 
prometer sus  negocios  sin  dicha  autorización  ó  licencia. 

Los  procuradores  ó  apoderados  no  pueden  comprometer 
los  negocios  ó  derechos  de  sus  comitentes  ó  poderdantes  ,  si 
en  el  poder  no  les  estuviere  conferida  espresamente  esta 
facultad,  como  se  deduce  de  la  ley  19,  tít.  5  ,  Part.  3.  Mas  si 
se  les  hubiese  dado  facultad  para  transigir,  podrán  también 
celebrar  compromiso  ,  porque  la  facultad  de  comprometer 
está  comprendida  en  la  de  transigir,  como  en  su  género  la 
especie  ,  á  no  ser  que  se  les  hubiese  designado  el  modo  y 
forma  de  hacer  la  transacción;  Cur.  Filip.,  lib.  2,  cap.  \h, 
ns.  i  y  2. 

Quiénes  pueden  ser  arbitros  y  arbitradores. 

Pueden  ser  arbitros  y  arbitradores  cualesquiera  que  las 
partes  quisieren  nombrar,  inclusos  los  siguientes  : 

Io.  Los  menores  de  veinte  y  cinco  años  siendo  mayores 
de  catorce  ;  ley  3,  lit.  1,  lib.  H,  Nov.  Rec. 

2o.  Los  clérigos;  ley  Ü8,  tit.  6,  Part.  1. 

3o.  Las  mujeres  que  siendo  señoras  de  vasallos  tuvieren 
jurisdicción  ;  ley  h,  tít.  1  ,  lib.  11,  Nov.  Rec,  y  Cur.  Filip., 
lib.  2,  cap.  \k,  n.  5. 

h°.  Los  infames.  Así  lo  decidía  espresamente  el  derecho 
romano,  ley  7,  D.  de  receptis  qui  arbitrium,  etc.  :  Pañi  re- 
ferí, decia  esta  ley,  intégrée  famœ  quis  sit  arbiter,  an  igno- 
miniosus.  Así  lo  dispone  también  el  derecho  canónico,  can. 
Infames,  caus.  3,  quœst.  7.  Así  lo  sienta  igualmente  la  Curia 
Filípica  lib.  2,  cap.  ik,  n.  6.  Es  cierto  que  los  infames  están 
escluidos  de  toda  dignidad,  de  toda  función  pública,  de  toda 
profesión  judicial  :  mas  el  ser  arbitro  ó  arbitrador  no  es  una 
dignidad,  ni  una  función  pública  ,  ni  una  profesión  judicial , 
sino  mas  bien  un  ministerio  puramente  privado  que  un  in- 
fame puede  prestar,  como  cualquiera  otro  ,  á  las  personas 
que  se  lo  pidan  y  que  á  nadie  sino  á  sí  mismas  pueden  im- 
putar su  elección  :  Of/icium  arbilri,  dice  Cuyas,  est  minus 
civile  quam  privalum.  El  compromiso  es  realmente  un  man-, 
dato  por  el  cual  dos  partes  dan  á  un  tercero  el  encargo  de 
pronunciar  sobre  sus  diferencias;  y  nadie  negará  al  infame 
la  facultad  de  ser  mandatario. 

5o.  Los  estranjeros.  Aunque  no  hay  ley  que  así  lo  esta- 
blezca, puede  tenerse  por  indudable  que  los  estranjeros  pue- 
den ser  arbitros  y  arbitradores  ,  por  la  razón  ya  insinuada 
de  que  el  compromiso  con  respecto  á  los  arbitros  no  es  mas 
que  un  mandato  ,  que  el  mandato  es  un  contrato  de  derecho 
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de  gentes ,  y  que  los  estranjeros  por  lo  que  hace  á  los  actos 
y  convenciones  de  esta  especie  se  hallan  en  la  misma  linea 
que  los  naturales. 

Pueden  ser  arbitradores,  pero  no  arbitros,  los  siguientes  : 

Io.  Las  mujeres,  Cur.  Filip.,  lib.  2,  cap.  14,  n.  b.  Si  son 
casadas  necesitan  licencia  de  su  marido  para  aceptar  el  en- 
cargo ,  pues  el  compromiso  es  un  mandato  con  respecto  á  los 
arbitros  y  arbitradores,  y  la  mujer  casada  no  puede  celebrar 
este  ni  otros  contratos  sin  dicho  consentimiento.  Hay  no 
obstante  algunos  autores  que  afirman  que  la  mujer  casada 
puede  ser  arbitradora  sin  permiso  de  su  marido. 

2o.  Los  religiosos  con  licencia  de  sus  prelados;  Cur.  Fi- 
lip., lib.1,  cap.  14,  n.  6,  y  Bibliolh.  de  Ferrar,  verbo  Ar- 
biter,  n.  51. 

5o.  Los  jueces  ordinarios  (1) ,  en  los  pleitos  de  que  cono- 
cieren ó  hubieren  de  conocer  como  ordinarios;  ley  24,  til.  4, 
Part.  5.  Mas  como  la  ley  4,  tit.  3b,  lib.  ll,Nov.  Rec,  ha- 
blando del  asistente,  gobernador  y  corregidor,  dice  «  que  no 
reciban  él  ni  sus  oficiales  compromisos  de  ningunos  pleitos 
que  ante  ellos  estuvieren  pendientes  ,  ni  del  que  él  pudiere 
conoscer,  »  no  falta  quien  opine  que  los  jueces  ordinarios  no 
pueden  ser  ya  ni  aun  arbitradores  en  los  pleitos  que  pen- 
dieren ó  pudieren  pender  ante  ellos,  pues  que  la  ley  les  pro- 
hibe absolutamente  recibir  compromisos  en  dichos  pleitos. 

4o.  El  adversario  en  la  causa.  No  puede  una  de  las  partes 
comprometer  en  la  otra  la  causa  de  la  contienda  para  que  la 
decida  como  arbitro,  porque  nadie  puede  ser  juez  en  su  pro- 
pia causa  ;  pero  puede  comprometérsela  para  que  la  deter- 
mine como  arbitrador  :  bien  que  si  la  parte  compromisaria 
no  procediere  con  moderación  y  equidad,  no  estará  obligada 
la  parte  compromitente  á  pasar  por  su  decisión  ó  sentencia , 
aunque  hubiese  jurado  pasar  por  ella,  sino  que  deberá  ser 
reformada  por  albedrío  de  hombres  buenos;  ley  24 ,  tít.  4, 
Part.  5,  y  Greg.  López,  glos.  8,  9  y  10. 

No  pueden  ser  arbitros  ni  arbitradores  : 

Io.  Los  menores  de  catorce  años  ;  por  inducción  de  la  ley 

3,  tit.  i,lib.  ll,Nov.Rec. 

2o.  Los  locos  ,  furiosos  ó  mentecatos  ,  porque  les  falta  la 
razón  y  la  inteligencia  necesaria  para  dar  su  parecer. 

3o.  Los  mudos,  porque  no  podrían  preguntar  á  las  partes 
cuando  fuere  menester,  ni  responder,  ni  dar  juicio  por  pa- 
labra. 

4o.  Los  sordos,  porque  no  oirían  lo  que  fuere  razonado  y 
alegado. 

S°.  Los  ciegos  ,  porque  no  verían  á  los  litigantes ,  ni  los 
sabrían  conocer. 

Así  lo  sientan  algunos  autores  con  respecto  á  los  mudos 3 
sordos  y  ciegos  ,  fundados  en  el  derecho  romano  y  en  la  ley 

4,  tit.  1,  lib.  11  de  laNov.  Recopilación;  pero  esta  ley  reco- 
pilada habla  solo  de  las  personas  que  no  pueden  ser  jueces, 
y  no  de  las  que  no  pueden  ser  arbitros  ni  arbitradores.— Los 
mudos  pueden  oir  á  las  partes,  leer  sus  defensas  y  docu- 

(1  )  El  art.  59  de  la  5  ley  const.  de  Méjico  dice  que  :  «  Todos  los 
litigantes  tienen  derecho  para  terminar  en  cualquier  tiempo  sus 
pleitos  civiles  ó  criminales,  sobre  injurias  puramente  personales, 
por  medio  de  jueces  arbitros ,  cuya  sentencia  será  ejecutada  con- 
forme á  las  leyes.  »  —  El  24  hablando  de  los  tribunales  superiores 
de  los  departamentos ,  establece  que  :  «  Ninguno  de  los  ministros 
y  fiscales  de  estos  tribunales  podrá  ser  abogado  ó  apoderado  en  los 
pleitos,  asesor  ó  arbitro  de  derecho  ó  arbitrador,  ni  tener  comi- 
sión alguna  del  gobierno  en  su  respectivo  territorio.  »  —  El  5  dice 
también  que  :  «  Los  ministros  y  fiscales  de  la  Corte  Suprema  no 
podrán  ser  abogados,  ni  apoderados  en  los  pleitos,  asesores  ni 
arbitros.  »  —  El  art.  27  dice  :  «  los  jueces  de  primera  instancia 
no  podrán  ser  abogados  ni  apoderados  en  los  pleitos,  ni  arbitros 
de  derecho  ó  arbitradores;  »  y  esta  prohibición  ya  la  contenia  el 
art.  47  de  la  ley  de  14  de  febrero  de  1826. 


mentos,  y  escribir  sus  decisiones.  No  hay  pues  dificultad  en 
que  las  partes  comprometan  en  ellos  sus  controversias  para 
que  las  decidan  á  lo  menos  como  arbitradores.  —  Lo  mismo 
debe  entenderse  de  los  sordos  ,  los  cuales  pueden  ser  auto- 
rizados en  el  compromiso  para  juzgar  ó  arbitrar  según  los 
escritos  y  documentos  que  se  les  presentaren.  —  ¿Qué  dire- 
mos de  los  que  sean  á  un  tiempo  sordos  y  mudos?  Si  saben 
leer  y  escribir,  podrán  igualmente  ser  arbitradores ,  con  tal 
que  las  partes  se  convengan  en  que  determinen  con  arreglo 
á  los  instrumentos  y  demás  escritos  que  pusieren  en  sus 
manos.  —  En  cuanto  á  los  ciegos,  no  se  ofrece  tampoco  in- 
conveniente en  que  hagan  de  amigables  componedores ,  si 
los  interesados  no  los  obligan  á  juzgar  sino  solo  en  razón  de 
sus  alegaciones  verbales.  —  Entre  los  Romanos  ,  no  podian 
ser  arbitros  ni  arbitradores  los  ciegos  mudos  y  sordos ,  por- 
que según  aquel  derecho  debían  los  arbitros  ó  arbitradores 
oir  verbalmente  á  las  partes  y  leerles  después  por  sí  mis- 
mos,- bajo  nulidad ,  sus  sentencias  ó  decisiones. 

6o.  Los  jueces  ordinarios  y  sus  oficiales ,  en  los  pleitos 
pendientes  ó  que  pudieren  pender  en  sus  mismos  juzgados; 
ley  4,  tít.  3b,  lib.  11,  Nov.  Rec.  Véase  lo  dicho  mas  arriba  en 
el  núm°.  3o.  de  los  que  pueden  ser  arbitradores ,  pero  no 
arbitros. 

7o.  Los  oidores  y  alcaldes,  en  los  pleitos  ó  causas  qui, 
pendieren  ante  las  Audiencias  de  que  son  individuos  ,  á  no 
ser  con  real  otorgamiento  ;  pero  bien  puede  comprometerse 
el  pleito  en  todos  los  oidores  de  un  tribunal;  ley  b,  lit.  11 , 
lib.  b,  Nov.  Rec. 

Obligación  que  tienen  los  arbitros  y  arbitradores 
de  cumplir  el  compromiso  aceptado. 

Los  arbitros  y  arbitradores  son  libres  en  aceptar  ó  renun- 
ciar el  compromiso  ;  pero  una  vez  aceptado  ,  sea  espresa- 
mente  ,  prometiendo  conocer  y  pronunciar  sobre  la  contien- 
da, sea  tácitamente,  haciendo  alguna  gestion  de  su  encargo, 
no  podrán  dejar  de  cumplirlo  ,  y  el  juez  ordinario  deberá 
apremiarlos' á ello  ,  á  instancia  de  cualquiera  délas  parles, 
si  no  lo  hicieren;  ley  29,  lit.  4,  Part  3,  y  Âcevedo  in  l.k,n. 
10b  y  106,  tit.  21 ,  lib.  4,  Nov.  Rec. 

Sin  embargo ,  pueden  los  arbitros  y  arbitradores  dejar  ó 
repudiar  el  encargo,  aunque  lo  hayan  aceptado,  en  los  casos 
siguientes  : 

Io.  Si  las  partes,  con  menosprecio  de  la  autoridad  que  les 
han  conferido  ,  acudieren  luego  al  juez  ordinario  ó  bien  á 
otros  arbitros  ó  arbitradores  ,  y  después  quisieren  volver  á 
ellos;  ley  50,  til.  4,  Part.  3. 

2o.  Si  alguna  de  las  partes  los  injuriare  ó  maltratare,  aun- 
que después  se  arrepienta  y  quiera  darles  satisfacción  ;  d. 
ley  30. 

3o.  Si  tuvieren  que  ausentarse  por  causa  de  alguna  co- 
misión del  rey  ó  de  su  gobierno  ,  ó  por  necesidad  indispen- 
sable de  ver  su  hacienda  ,  ó  si  les  sobreviniese  enfermedad 
ú  otro  impedimento  grave  que  no  les  permitiese  entender 
en  el  pleito;  d.  ley  30. 

Recusación  de  los  arbitros  y  arbitradores. 

No  pueden  ser  recusados  los  arbitros  ni  los  arbitradores 
nombrados  por  las  partes,  sino  por  causa  justa  sobrevenida 
ó  sabida  después  del  compromiso;  ley  31,  tít.  4,  Parí.  3. 

Son  causas  justas  para  la  recusación  de  los  arbitros  y  ar- 
bitradores : 

Io.  Su  enemistad  con  alguna  de  las  partes. 

2o.  El  soborno,  estoes,  las  dádivas  ó  promesas  que  alguna 
de  las  partes  les  hubiere  hecho. 

Estas  son  las  causas  que  designa  la  ley  31 ,  tít.  4  de  la 
Part.  3.  Pero  ¿las  designa  como  únicas  que  puedan  propo- 
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nerse  y  admitirse,  ó  las  presenta  solo  como  ejemplos ,  sin 
perjuicio  de  las  otras  que  bastan  para  recusar  á  los  demás 
jueces  ?  Yo  creo  que  deben  tomarse  solo  como  ejemplos ,  y 
que  siempre  que  una  de  las  partes  descubra  después  del 
compromiso  que  los  arbitros  ó  arbitradores  tienen  interés 
particular  en  juzgar  á  favor  de  la  otra ,  podrá  justamente 
recusarlos.  Este  modo  de  pensar  es  muy  conforme  á  la  doc- 
trina de  Pufendorf  en  su  Derecho  natural  y  de  gentes,  lib.  5, 
cap.  13,  §  4. 

El  interesado  que  quiere  recusar  al  arbitró  ó  arbitrador 
que  le  es  sospechoso ,  debe  requerirle  ante  testigos  para  que 
se  abstenga  del  conocimiento  del  negocio  ,  manifestándole  la 
causa  que  tiene  para  recusarle  ;  y  el  recusado  puede  abste- 
nerse por  sí  mismo  sin  necesidad  de  esperar  mandamiento 
del  juez  ordinario  :  mas  si  se  obstinare  en  seguir  adelante  en 
el  pleito ,  debe  el  interesado  proponer  y  probar  la  recusación 
ante  el  juez  ordinario,  quien  encontrando  justa  la  causa  ale- 
gada debe  mandar  al  recusado  que  desista  de  su  encargo,  y 
será  nulo  cuanto  este  hiciere  después;  d.  leySi,  lit.  h, Part.  3. 

Poder  de  los  arbitros  y  arbitradores. 

Como  los  arbitros  y  arbitradores  no  tienen  mas  autoridad 
que  la  que  las  partes  les  confieren  ,  se  sigue  de  aquí  : 

Io.  Que  solo  pueden  conocer  de  las  cosas  espresadas  en  el 
compromiso  ,  y  de  los  frutos  y  rentas  de  ellas  ,  como  cosas 
accesorias;  leyes  23  y  32,  lit.  4,  Pari.  3.  Mas  no  pueden 
hacerlo  de  reconvención  ni  de  compensación  ,  no  habiéndo- 
seles dado  facultad  para  ello ,  según  opinion  de  varios  au- 
tores. 

2o.  Que  no  pueden  conocer  ni  proceder  sino  en  la  forma 
que  las  partes  les  hubieren  prefijado  en  el  compromiso  ;  d. 
ley  23  y  32,  lit.  tí,  Part.  3. 

3o.  Que  no  pueden  ejercer  ningún  acto  de  jurisdicción 
pública,  porque  los  particulares  no  pueden  conferir  esta 
potestad  á  otro  particular.  De  aquí  es  que  ni  pueden  com- 
peler á  los  testigos  para  que  se  presenten  ante  ellos ,  ni  cas- 
garlos  si  delinquieren ,  ni  aun  imponer  multas  ni  otras  pe- 
nas á  los  compromitentes  sino  en  cuanto  estos  se  hubieren 
espontáneamente  obligado ,  ni  llevar  á  efecto  por  sí  mismos 
sus  sentencias. 

4o.  Que  no  pueden  delegar  sus  facultades  á  otras  perso- 
nas, si  no  se  les  otorgó  este  poder  en  el  compromiso  ;  porque 
se  supone  haber  sido  nombrados  para  el  desempeño  de  su 
encargo  por  la  especial  confianza  que  las  partes  tenían  en 
su  probidad  y  en  sus  luces. 

Como  acaba  el  poder  de  los  arbitros  y  arbitradores. 

Estínguese  el  poder  de  los  arbitros  y  arbitradores ,  y  ce- 
rsan  los  efectos  del  compromiso  : 

Io.  Por  la  voluntad  unánime  de  las  partes,  según  la  regla 
'de  que  omnis  res  per  quascumquc  cansas  nascilur,  per  eas- 
idem  dissolvilur. 

2o.  Por  la  transacción  que  hicieren  los  interesados  sobre 
ña  cosa  litigiosa. 

5o.  Por  acudir  las  partes  á  otros  arbitros  ó  arbitradores 
>ó  bien  al  juez  ordinario  para  que  decidan  la  contienda  ;  ley 
30,  lit.  4,  Part.  3. 

■4°.  Por  recusación  que  se  admita  con  arreglo  á  derecho 
de  todos  ó  de  alguno  de  los  arbitros  ó  arbitradores;  ley  51 , 
lit.  4,  Parí.  3. 

b°.  Por  muerte  de  los  compromitentes  ó  de  alguno  de 
ellos  ,  á  no  ser  que  en  el  compromiso  se  hubiese  prevenido 
lo  contrario,  en  cuyo  caso  habrá  de  emplazarse  à  los  here- 
deros; ley  28,  lit.  4,  Part.  3. 

6o.  Por  muerte ,  ingreso  en  religion ,  servidumbre ,  des- 
tierro perpetuo  ó  escusa  legítima  de  los  arbitros  ó  arbitra- 


dores ó  de  alguno  de  ellos ,  á  no  haberse  estipulado  que 
faltando  alguno  puedan  los  otros  proceder  en  el  pleito;  leyes 
28  y  50,  til.  Il,  Pari.  5. 

7o.  Por  el  trascurso  del  término  convencional  ó  legal  del 
compromiso  ,  á  no  ser  que  se  prorogare  de  consentimiento' 
unánime  de  las  partes  y  de  los  arbitros  ó  arbitradores,  ó  que 
habiéndose  conferido  á  estos  en  el  compromiso  la  facultad  de 
prorogarle  para  el  caso  de  no  poder  sentenciar  dentro  de  él 
por  algún  impedimento,  quisieren  hacer  uso  de  ella  y  las 
parles  no  lo  contradijeren;  ley  27,  til.  4,  Parí.  3. 

.  8o.  Por  muerte  ó  pérdida  de  la  cosa  litigiosa;  ley  28,  til. 
4,  Part.  5. 

9o.  Por  renuncia  ó  cesión  que  una  de  las  partes  hiciere  á 
favor  de  la  otra  de  la  cosa  litigiosa  con  promesa  ó  pacto  de 
no  demandársela;  ley  28,  til.  4,  Part.  3. 

10.  Por  la  pronunciación  de  la  sentencia  definitiva  ,  pues 
por  ella  queda  cumplido  el  encargo  de  los  arbitros  y  arbi- 
tradores. 

Modo  de  proceder  en  el  juicio  arbitral. 

Aunque  el  autor  de  la  Curia  Filípica ,  fundándose  en  la 
opinion  de  Parladorio ,  Escobar  y  Covarrubias,  dice  que  no 
es  necesario  que  los  arbitros  ó  arbitradores  presten  jura- 
mento de  cumplir  bien  y  fielmente  con  su  encargo,  mani- 
fiesta Febrero  haberse  introducido  en  la  práctica  el  que  ju- 
ren que  ni  por  odio ,  enemistad,  amor,  temor,  dádivas,  pro- 
mesas -ni  otra  causa  dejarán  de  hacer  fielmente  su  oficio 
según  su  inteligencia. 

En  el  modo  de  proceder  hay  mucha  diferencia  entre  arbi- 
tros y  arbitradores. 

Los  arbitros  deben  proceder  en  el  pleito  según  el  orden 
establecido  por  derecho  ,  como  los  jueces  ordinarios,  ha- 
ciendo que  se  comience  ante  ellos  por  demanda  y  contesta- 
ción ,  oyendo  y  recibiendo  las  pruebas ,  alegatos  y  escep- 
ciones  de  las  partes ,  y  dando  sobre  todo  la  sentencia  defini- 
tiva con  arreglo  á  las  leyes  ;  ley  23,  lit.  4,  Part.  3  (1). 

Los  arbitradores  no  tienen  que  sujetarse  á  las  formas 
legales  ,  ni  hacer  que  el  pleito  se  comience  por  demanda  y 
respuesta,  ni  ceñirse  en  su  decisión  al  rigor  del  derecho.  Su 
poder  es  efectivamente  mas  amplio  que  el  de  los  arbitros, 
pues  tienen  facultad  para  avenir  á  los  interesados  y  arreglar 
sus  diferencias ,  despues  de  oir  sus  razones,  en  cualquier 
manera  que  á  bien  tuvieren,  según  su  leal  saber  y  entender, 
mas  bien  como  amigos  que  como  jueces;  d.  ley  23,  lit.  4, 
Part.  3  ;  de  modo  que  según  la  glosa  de  Gregorio  López 
pueden  quitar  del  derecho  de  la  una  parte  y  darle  á  la  otra 
por  conservar  ó  restablecer  la  paz  entre  ellas. 

Si  en  el  compromiso  se  revistió  á  los  compromisarios  de 
las  dos  calidades  de  arbitros  y  arbitradores ,  podrán  proce- 
der como  mejor  les  pareciere ,  y  aun  hacerlo  en  parte  guar- 
dando el  orden  del  derecho  como  arbitros ,  y  en  parle  sin 
guardarle  como  arbitradores;  Cur.  Filip.,  lib.  2,  cap.  14, 
núm.  14. 

Pueden  los  arbitradores  proceder  y  decidir  en  los  dias  fe- 
riados ;  pero  no  pueden  hacerlo  los  arbitros  sino  por  las  mis- 
mas causas  que  los  jueces  ordinarios ,  ley  32,  lit.  U,  Part.  3. 
Véase  Dia  feriado. 

(1)  Esta  ley  dice  :  el  oyendo  et  rescibiendo  las  pruebas ,  etc. 
Por  lo  cual  es  de  admirar  que  el  autor  de  la  Cur.  Filíp.,  lib.  2, 
cap.  14 ,  n.  i6,  diga  que  si  en  la  causa  se  hubiere  de  hacer  pro- 
banza, no  la  pueden  los  arbitros  ni  arbitradores  recibir  por  sí, 
sino  que  han  de  recurrir  al  juez  ordinario.  Lo  mas  que  podrá  de- 
cirse será  que  el  arbitro  no  tiene  jurisdicción  sobre  quien  no  se 
le  sujetó ,  y  que  si  se  ofrece  prueba-en  que  v.  gr.  un  tercero  re- 
siste declarar  ó  manifestar  un  documento ,  tenga  que  implorar  el 
ausilio  del  juez  ordinario  para  que  lo  compela  y  estreche  :  pero 
la  doctrina  de  otra  suerte  es  contraria  á  la  ley. 
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Aunque  la  ley  23 ,  tít.  U,  Part.  3,  dice  que  los  arbitros 
«  deben  andar  adelante  en  el  pleito ,  también  como  si  fuesen 
juezes  ordinarios,....  oyendo  et  rescibiendo  las  pruebas  et 
las  razones  et  las  defensiones  que  ponen  cada  una  de  las 
partes,  »  se  sienta  no  obstante  en  la  Curia  Filípica,  lib.  2, 
cap.  lk,  n.  16,  que  si  en  la  causa  del  compromiso  se  hubie- 
re de  hacer  probanza ,  no  la  pueden  los  arbitros  ni  arbitra- 

•  dores  hacer  por- sí,  por  no  tener  jurisdicción ,  sino  que  se 
ha  de  recurrir  a'  iuez  ordinario  para  que  ante  él  se  haga. 
Así  que,  habrá  de  decirse  que  la  ley  solo  quiere  que  los  ar- 
bitros y  arbitradores  reciban  las  pruebas  hechas  y  no  que 
se  bagan  ante  ellos.  < 

Sin  embargo, no  parece  debe  haber  inconveniente  en  que 
los  arbitros  examinen  á  los  testigos  presentados  por  las  par- 
tes, y  aun  les  reciban  juramento  ;  pero  no  podrán  compeler 
á  los  testigos  para  que  vengan  á  rendir  sus  declaraciones , 
ni  aun  citarlos  para  que  comparezcan  en  su  presencia  ,  pues 
que  no  tienen  poder  público  ni  jurisdicción  alguna  sobre  ellos. 

Mas  bien  podrán  citar  á  las  partes  ,  señalarles  plazo  para 
las  probanzas  ,  y  condenarlas  en  las  costas  causadas  por  ra- 
zón de  rebeldía  ó  contumacia;  Grey.  López  en  las  glos.  5 
y  6  déla  ley  23,  tít.  6,  Part.  5.  También  podrán  mandarles 
jurar  posiciones  sobre  los  hechos  no  probados. 

Si  una  de  las  partes  redarguyese  de  falso  algún  documen- 
to presentado  por  la  otra ,  y  esta  insistiere  en  servirse  de  él 
para  sus  pruebas ,  deben  los  arbitros  ó  arbitradores  orde- 
narles que  acudan  á  ventilar  este  incidente  ante  el  juez  ordi- 
nario ,  suspendiendo  entretanto  el  curso  del  juicio  arbitral. 

Si  los  arbitros  ó  arbitradores  dilataren  el  pleito  volunta- 
riamente, debe  el  juez  ordinario  ,  á  instancia  de  alguna  de 
las  partes ,  asignarles  término  para  que  lo  decidan  ;  y  si 
todavía  persistieren  en  su  morosidad  ,  débelos   apremiar 

#  teniéndolos  encerrados  en  alguna  casa  hasta  que  cumplan 
con  su  oficio;  ley  29,  tít.  h,  Part.  3.  Gregorio  López  añade 
que  también  puede  negarles  los  alimentos  ;  pero  este  modo 
de  apremio  ,  ademas  de  no  hallarse  autorizado  por  la  ley  , 
podría  dar  lugar  á  varios  abusos. 

Los  arbitros  ó  arbitradores  que  dejan  pasar  dolosameate 
el  término  convencional  ó  legal  sin  decidir  el  negocio,  de- 
ben responder  al  litigante  agraviado  del  perjuicio  que  le 
causaren;  Cur.  Filíp.,  lib.  2,  cap.  lk  ,  n.  26. 

Los  arbitros  y  arbitradores  deben  proceder  en  el  pleito 
emplazadaslaspartespara  que  estén  presentes,  salvo  si  estas 
les  hubieren  otorgado  que  puedan  librarlo  sin  emplazarlas; 
ley  27,  lit.  U,  Part.  3,  y  Cur.  Filíp.,  lib.  2,  cap.  Ut,  n.  14; 
Gregorio  López,  glos.  1,  ley  107,  tít.  18,  Part.  3,  dice,  si- 
guiendo áBaldo,  que  los  arbitradores  pueden  dar  su  sentencia 
ó  decisión  en  ausencia  de  las  partes  ;  pero  la  citada  ley  27, 
que  exige  el  emplazamiento ,  parece  debe  entenderse  así  de 
los  arbitradores  como  de  los  arbitros,  pues  usa  de  la  voz 
general  avenidores  que  los  comprende  á  todos. 

Siendo  muchos  los  pleitos  ó  puntos  comprometidos  ,  pue- 
den y  deben  los  arbitros  y  arbitradores  dar  su  sentencia  por 
separado  sobre  cada  uno  de  ellos  ,  á  no  ser  que  en  el  com- 
promiso se  hubiese  dispuesto  que  los  determinen  todos  en  un 
mismo  juicio;  ley  32 ,  tít.  U,  Part.  3. 

La  sentencia  de  los  arbitros  ha  de  ser  conforme  á  derecho 
según  lo  alegado  y  probado  en  autos  ;  mas  la  de  los  arbitra- 
dores ha  de  darse  según  ellos  creyeren  mas  conveniente  para 
conservar  ó  restablecer  la  paz  entre  las  partes  ;  ley  23,  tít. 
U,Part.  3. 

Siendo  muchos  los  arbitros  ó  arbitradores ,  y  no  habién- 
dose puesto  la  cláusula  de  que  si  algunos  faltan  puedan  pro- 
ceder los  presentes ,  todos  deben  concurrir  á  la  determina- 
ción de  la  causa  ;  de  modo  que  será  nula  la  sentencia  en  que 
faltare  alguno  de  ellos ,  aunque  estuviesen  acordes  todos  los 
presentes;  porque  quizá  el  que  faltó  hubiera  podido  atraer  à 
¿ti  modo  de  pensar  á  todos  los  otros;  ley  32,  lit.  h,  Part.  3. 


Estando  discordes  los  arbitros  ó  arbitradores ,  hará  sen- 
tencia la  decisión  del  mayor  número  ;  ley  32,  tít.  h,  Part.  3. 
Habiendo  empate  ó  igualdad ,  ola  una  mitad  de  los  voto3 
condena  al  demandado  en  mas  y  la  otra  mitad  en  menos,  ó 
bien  la  únale  absuelve  absolutamente  y  la  otra  le  condena. 
En  el  primer  caso  vale  la  condenación  en  menos,  porque  en 
ella  todos  convienen  y  porque  siempre  debe  prevalecer  el 
partido  mas  benigno  :  mas  en  el  segundo  deben  los  arbitros 
ó  arbitradores  tomar  por  tercero  al  que  las  partes  hubieren 
designado  en  el  compromiso,  y  en  su  defecto  nombrarle 
ellos  mismos  ,  á  lo  que  podrá  compelerlos  el  juez  ordinario 
á  pedimento  de  alguna  de  las  partes;  leyes  26  y  29,  tít.  U, 
y  ley  17  ,  lit.  22,  Part.  3.  Si  los  arbitros  ó  arbitradores  no 
se  convinieren  en  la  elección  del  tercero  en  discordia ,  debe 
hacerla  el  juez  ordinario ,  y  aun  es  costumbre  que  la  haga  él 
y  no  aquellos  luego  que  resulta  el  empate  ó  la  igualdad  de 
votos;  Cur.  Filíp.,  lib.  2,  cap.  IÜ,  n.  23. 

El  nombramiento  del  tercero  debe  hacerse  saber  á  las 
partes ,  para  que  manifiesten  su  conformidad ,  ó  bien  le  re- 
cusen si  tuvieren  para  ello  causa  justa  ,  que  habrán  de  ale- 
gar y  probar  en  su  caso  ante  el  juez  ordinario;  Cur.  Filíp., 
Ub.  2,  cap.  \U,ns.  12  y  2b. 

El  tercero  en  discordia  debe  prestar  el  mismo  juramento 
que  los  arbitros  y  arbitradores ,  según  se  ha  introducido  en 
la  práctica ,  aunque  la  Curia  Filípica  dice  que  no  es  nece- 
saria esta  solemnidad. 

Reunido  el  tercero  con  los  arbitros  ó  arbitradores,  pro- 
cederán todos  á  la  determinación  de  la  causa  ;  y  la  decisión 
de  la  mayoría  causará  sentencia  ;  ley  29,  lit.  U,  Part.  3. 

El  tercero  en  discordia  no  está  obligado  á  conformarse 
precisamente  con  el  dictamen  de  alguno  de  los  arbitros  ó 
arbitradores ,  sino  que  puede  disentir  en  todo  ó  en  parte  de 
ellos  y  hacer  voto  diferente;  Ciír.  Filíp.,  lib.  2,  cap.  14, 
n.  2b. 

Pueden  los  arbitros  y  arbitradores  señalar  plazo  á  las 
partes  para  dar  ó  hacer  lo  que  en  la  sentencia  les  ordena- 
ren ,  aunque  en  el  compromiso  no  se  les  hubiese  conferido 
facultad  para  ello  ;  y  si  aquellos  no  le  señalaren ,  tienen  las 
partes  el  de  cuatro  meses  para  llevar  á  efecto  lo  mandado 
en  la  sentencia;  ley  33,  lit.  k,  Part.  3. 

Como  las  facultades  de  los  arbitros  y  arbitradores  acaban 
con  la  pronunciación  de  la  sentencia  ó  decisión  definitiva, 
es  claro  que  una  vez  dada  no  pueden  mudarla  ni  reformarla  ; 
ni  tampoco  podrán  declararla  ó  interpretarla,  sino  à  petición 
de  fas  dos  partes ,  ó  en  el  caso  de  que  se  les  hubiese  dado 
esta  facultad  en  el  compromiso. 

Como  los  arbitros  y  arbitradores  carecen  de  jurisdicción , 
no  pueden  hacer  ejecutar  su  sentencia  ;  y  así  la  parte  inte- 
resada habrá  de  acudir  para  ello  al  juez  ordinario  del  pue- 
blo, quien  debe  hacerla  cumplir  como  si  fuese  dada  por  otro 
juez  ordinario;  ley  3b,  til  U,  Part.  5. 

Los  arbitros  ó  arbitradores  que  maliciosamente  dieren 
sentencia  injusta,  incurren  en  pena  arbitraria  y  deben  satis- 
facer á  la  parte  agraviada  el  daño  que  le  causaren  si  esta 
no  pudiere  cobrarlo  de  la  otra.  Así  lo  sienta  la  Curia  Filípica, 
lib.  2 ,  cap.  \h ,  n.  26 ,  fundándose  en  la  ley  8,  tít.  7,  Part.  7, 
que  impone  estas  penas  al  agrimensor  y  contador  injustos, 
con  quienes  sin  duda  quiere  comparar  á  los  arbitros  y  arbt- 
tradores  mas  bien  que  con  los  jueces. 

Fuerza  de  la  sentencia  arbitral. 

La  sentencia  de  los  arbitros  suele  llamarse  sentencia  arbi- 
traria ,  y  la  de  los  arbitradores  sentencia  arbitratoria  ,  bien 
que  algunos  usan  indistintamente  de  cualquiera  de  estas 
denominaciones  y  especialmente  de  la  voz  arbitraria  para 
designar  generalmente  la  sentencia  de  unos  y  otros.  La 
palabra  arbitral  se  aplica  igualmente  á  la  primera  y  á  la 
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segunda.  También  acostumbran  los  doctores  dar  el  nombre 
de  arbitrio  á  la  sentencia  de  los  arbitros,  y  el  de  arbitra- 
mento ó  laudo  á  la  de  los  arbitradores ,  bien  que  algunos 
dan  asimismo  el  de  laudo  á  la  de  los  arbitros.  Laudo  significa 
según  unos  convenio,  y  según  otros  juicio  ó  sentencia,  deri- 
vando esta  voz  del  verbo  laudare  que  en  la  baja  latinidad 
era  lo  mismo  que  juzgar. 

Cualquiera  de  las  partes  puede  dejar  sin  efecto  la  sentencia 
de  los  arbitros  ó  arbitradores  ,  y  aun  impedir  en  cualquier 
estado  la  prosecución  del  juicio  arbitral ,  pagando  á  la  otra 
la  pena  pactada  en  el  compromiso;  leyes  23,  26,  27,  30,  53, 
54  y  35,  lit.  k,  Part.  3. 

Esta  facultad ,  sin  embargo ,  no  tiene  lugar  en  los  casos 
siguientes  :  —  Io.  cuando  en  el  compromiso  se  puso  la  cláu- 
sula de  que  no  obstante  la  satisfacción  de  la  pena  haya  de 
permanecer  firme  y  valedera,  la  sentencia  :.  —  2o.  cuando 
en  el  compromiso ,  ademas  de  la  pena  asignada  contra  el 
inobediente,  se  añadió  el  juramento  de  pasar  por  la  decisión 
arbitral.  En  ambos  casos  ,  la  parte  que  rehusare  someterse 
á  lo  determinado  por  los  arbitros  ó  arbitradores ,  podrá  ser 
competida  judicialmente  no  solo  á  pagar  la  pena  sino  tam- 
bién á  seguir  el  juicio  y  cumplir  la  sentencia,  según  sientan 
comunmente  los  autores. 

Si  en  el  compromiso  no  se  hubiese  asignado  pena, se  decía-: 
raba  en  las  leyes  23,  26  y  35 ,  tit.  4,  Part.  3,  que  no  estaba 
obligada  á  cumplir  la  sentencia  la  parte  que  no  se  confor- 
maba con  ella  ,  con  tal  que  hiciese  saber  á  la  otra  su  falta 
de  conformidad  en  el  término  de  diez  dias  contados  desde 
la  notificación  ;  bien  que  según  los  intérpretes  debia  resar- 
cirle los  perjuicios  que  se  le  hubiesen  ocasionado.  Pero  como 
la  ley  1 ,  tít.  1 ,  lib.  10  de  la  Novís.  Recop.  establece  por 
regla  general  que  «  paresciendo  que  alguno  se  quiso  obligar 
á  otro  por  promisión  ó  por  algún  contrato  ó  en  otra  manera, 
sea  tenudo  de  cumplir  aquello  que  se  obligó  ,  »  es  consi- 
guiente que  no  habiéndose  pactado  pena  en  el  compromiso 
no  podrá  la  parte  vencida  sustraerse  del  cumplimiento  de  la 
sentencia  arbitral,  pues  que  se  impuso  la  obligación  de  pasar 
por  ella  ,  salvos  los  recursos  de  reducción ,  nulidad  ó  ape- 
lación. 

La  sentencia  arbitral  que  ha  sido-  consentida  espresa  ó 
tácitamente  por  los  litigantes,  espresamente  firmándola  ó  ma- 
nifestando de  viva  voz  que  se  conformaban  con  ella ,  y  táci- 
tamente callando  por  espacio  de  diez  dias  sin  contradecirla, 
queda  firme  y  valedera  ,  sin  que  ya  puedan  tener  lugar  los 
remedios  de  apelación  y  reducción;  leyes  23  y  35,  Ut.  4, 
Part.  3.  La  sentencia  que  ha  sido  aprobada  por  el  silencio 
de  los  diez  dias  se  dice  sentencia  omologada. 

La  sentencia  arbitral,  sea  ó  no  sea  consentida  ú  omologada 
por  las  partes  ,  y  hayase  ó  no  reclamado  contra  ella  por  via 
de  apelación ,  reducción  ó  nulidad  ,  trae  aparejada  ejecución 
así  que  hubiere  sido  dada  ;  de  modo  que  presentándose  con 
el  compromiso  signada  de  escribano  público ,  y  resultando 
que  fué  dada  dentro  del  término  prefijado  y  sobre  el  negocio 
comprometido,  debe  hacer  el  juez  ordinario  del  demandado 
que  desde  luego  se  lleve  á  efecto ,  con  tal  que  la  parte  ven- 
cedora preste  fianzas  llanas  y  abonadas  de  volver  lo  que  por 
razón  de  ella  recibiere  con  los  frutos  y  rentas  en  caso  de  que 
la  tal  sentencia  fuere  revocada  á  reclamación  de  la  otra 
parte  ;leyll,  lit.  17,  lib.  11 ,  Nov.  Rec. 

Las  fianzas  han  de  darse  ante  el  juez  ó  tribunal  de  la 
ejecución  en  la  cantidad  que  al  mismo  pareciere  ser  bas- 
tante ;  y  de  su  declaración  sobre  este  punto  no  puede  ape- 
larse ni  suplicarse  ;  d.  ley  4,  lit.  17,  lib.  11,  Nov.  Rec. 

La  ejecución  de  la  sentencia  arbitral  tiene  lugar,  así  en  el 
caso  de  que  se  hubiese  asignado  pena  en  el  compromiso  , 
como  en  el  de  que  no  se  hubiese  asignado ,  pues  la  ley  no 
hace  distinciones.  Pero  en  el  primer  caso  puede  el  litigante 
vencido  libertarse  de  la  ejecución  y  del  cumplimiento  de  la 


sentencia  pagando  la  pena  pactada ,  aun  cuando  la  sentencia 
esté  ya  ejecutada  y  confirmada  en  grado  de  apelación  ó  re- 
ducción interpuesta  por  él  mismo ,  á  no  ser  que  en  el  com- 
promiso se  hubiese  privado  de  la  facultad  de  eximirse  de  la 
sentencia  con  el  pago  de  la  pena  por  razón  de  la  cláusula  ó 
juramento  de  que  mas  arriba  hemos  hablado.  Así  se  sienta 
en  la  Curia  Filípica ,  lib.  2  ,  cap.  14,  n.  29  :  mas  Gregorio 
López,  glosa  2  de  la  ley  55,  til.  4,  Parí.  3,  aunque  juzga 
equitativa  la  opinion  de  que  el  litigante  vencido  puede  con 
el  pago  de  la  pena  librarse  de  la  sentencia  arbitral  ya  ejecu- 
tada y  confirmada  en  el  grado  de  apelación  ó  reducción,  no 
se  atreve  sin  embargo  á  abrazarla  sin  recelo,  porque  le 
parece  que  de  algún  modo  se  oponen  á  ella  las  palabras  de 
la  ley  de  Madrid,  esto  es ,  de  la  citada  ley  4,  tít.  17,  lib.  II, 
Nov.  Rec.  La  facultad  de  pagar  la  pena  pactada  para  eximirse 
de  la  sentencia,  parece  natural  que  se  considere  renunciada 
por  el  hecho  de  apelar,  ó  por  dejar  que  se  lleve  á  cabo  la 
ejecución  sin  usar  de  ella  ;  y  aun  al  contrario  puede  decirse 
que  el  que  reclama  contra  la  sentencia  arbitral ,  no  siendo 
por  nulidad  ó  por  notable  injusticia  ó  esceso  en  la  condena- 
ción ,  incurre  en  la  pena  del  compromiso,  como  es  de  colegir 
de  la  ley  34  ,  tít.  4  ,  Part.  3  ,  pues  que  no  se  conforma  con 
ella  ,  y  debe  estar  ademas  á  las  resultas  del  nuevo  juicio. 

Remedios  de  derecho  contra  la  sentencia  arbitral. 

Tres  son  los  remedios  ó  recursos  que  la  ley  concede  á  la 
parte  que  se  sintiere  agraviada  de  la  sentencia  arbitral  : 
Io.  el  de  nulidad  :  2o.  el  de  reducción  según  albedrío  de 
hombres  buenos  :  3o.  el  de  apelación. 

Io.  El  recurso  de  nulidad  tiene  lugar  cuando  la  sentencia 
arbitral  ha  sido  dada  por  quien  no  podia  ser  arbitro  ó  arbi-- 
trador,  ó  sobre  negocio  no  sujeto  al  compromiso ,  ó  en  virtud 
de  compromiso  celebrado  por  quien  no  tenia  capacidad  ni 
legitimación  para  ello ,  ó  sin  concurrir  todos  los  arbitros  ó 
arbitradores,  ó  con  asistencia  de  los  legítimamente  recusa- 
dos ,  ó  después  de  haber  acabado  su  poder,  ó  sin  sujeción 
á  la  forma  y  facultades  prescritas  en  el  compromiso,  ó  contra 
ley,  naturaleza  ó  buenas  costumbres,  ó  por  engaño,  falsas 
pruebas  ó  soborno  ;  ley  54,  til.  4,  Part.  5,  y  otras  varias 
citadas  en  diferentes  partes  de  este  articulo. 

El  recurso  de  nulidad  se  ha  de  instruir  y  seguir  ante  el 
juez  de  primera  instancia  del  territorio  en  que  se  haya  cele- 
brado el  juicio  arbitral ,  pues  que  ante  el  mismo  se  debe 
intentar  el  de  reducción  según  la  ley  23 ,  tít.  4 ,  Part.  3. 
Gregorio  López  y  otros  creen  que  este  juez  del  lugar  del 
juicio,  de  que  habla  la  ley,  es  el  juez  de  los  arbitros  ó  arbi- 
tradores :  pero  parece  mas  natural  que  deba  entenderse  el 
juez  competente  á  quien  hubiese  correspondido  el  conoci- 
miento del  negocio  ,  si  no  hubiera  intervenido  compromiso  ; 
porque  de  otra  manera,  nombrando  las  partes  arbitros  ó 
arbitradores  de  otro  territorio  judicial ,  podrían  fácilmente 
por  su  propia  autoridad  privar  del  derecho  de  entender  en  los 
pleitos  á  los  jueces  competentes,  y  darle  á  jueces  estraños. 

El  recurso  de  nulidad  debe  interponerse  dentro  de  sesenta 
dias  contados  desde  la  notificación  de  la  sentencia ,  como 
está  prevenido  por  regla  general  en  la  ley  1 ,  tít.  18 ,  lib.  11, 
Nov.  Rec.  con  respecto  á  las  sentencias  de  cualesquiera 
jueces.  Las  leyes  5,  4 -y  5,  tít.  26,  Part.  5,  permiten  intro- 
ducir en  cualquier  tiempo  el  recurso  de  nulidad  cuando  esta 
es  tan  notoria  que  consta  evidentemente  de  los  autos;  pero 
el  señor  Covarrubias  las  supone  derogadas  en  esta  parte 
por  la  citada  ley  1  de  la  Recopilación  ,  la  cual  manda  indis- 
tinta y  absolutamente  que  después  de  pasados  los  sesenta 
dias  ,  no  sea  oido  el  litigante  que  quisiere  alegar  la  nulidad 
de  la  sentencia,  «  y  esto  porque  los  pleitos  hayan  fin.  » 
Véase  Sentencia  nula. 
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2°.  El  recui'so  de  reducción  solo  tiene  lugar  contra  la  sen- 
tencia ó  laudo  de  los  arbitradores,  y  no  contra  la  de  los  arbi- 
tros; ley  5î5  ,  til.  4,  Pari.  3. 

Puede  usar  de  este  remedio  la  parte  que  se  sintiere  per- 
judicada en  la  sentencia  por  malicia  ó  engaño  de  los  arbi- 
tradores ;  dicha  ley  25. 

El  perjuicio  ,  para  que  haya  lugar  al  recurso  ,  ha  de  ser 
de  gravedad ,  debiendo  consistir  á  lo  menos  en  la  sesta  parte 
de  la  cosa  litigiosa ,  según  la  opinion  mas  común  de  los  au- 
tores; pues  los  arbitradores,  como  se  ha  dicho  mas  arriba, 
pueden  por  el  bien  de  la  paz  quitar  algo  del  derecho  de  una 
parte  y  darle  á  la  otra. 

El  recurso  de  reducción  debe  interponerse  ante  el  juez 
ordinario  del  lugar  en  que  se  haya  dado  la  sentencia,  esto 
es,  ante  el  juez  que  habría  juzgado  el  pleito  si  no  se  hubiese 
puesto  en  manos  de  arbitradores ,  como  se  ha  indicado  mas 
arriba  hablando  de  la  nulidad  ;  y  si  el  mismo  juez  ordinario 
fuese  el  arbitrador,  se  interpondrá  el  recurso  ante  el  tribu- 
nal superior  en  cuyo  territorio  se  halle  el  juzgado. 

El  término  para  interponerlo  es  el  de  diez  dias  contados 
desde  que  las  partes  quedasen  enteradas  de  la  sentencia , 
pues  que  este  es  el  tiempo  señado  para  contradecirla  ;  ley  35, 
til.  4,  Part.  3. 

En  el  recurso  se  espone  el  perjuicio  sufrido ,  y  se  pide  al 
juez  que  oyendo  el  dictamen  de  hombres  buenos  nombrados 
por  él  mismo,  reduzca  á  lo  justo  ,  y  enmiende  la  sentencia 
arbitratoria»/?»/  23,  lit.  4,  Part.  5.  Gregorio  López  dice  que 
no  se  observa  en  la  práctica  el  nombramiento  de  hombres 
buenos ,  sino  que  sin  él  conoce  del  negocio  y  lo  decide  el 
juez  ordinario. 

De  la  sentencia  del  juez  ordinario  sobre  el  recurso  de  re- 
ducción ,  puede  apelarse  para  ante  la  audiencia  del  terri- 
torio ;  ley  4,  lit.  17,  lib.  11  ,  Nov.  Rec. 

3o.  El  recurso  de  apelación  de  la  sentencia  arbitral  no  tenia 
lugar  por  las  leyes  de  Partida.  La  parte  que  se  sentia  agra- 
viada ,  podia  eximirse  del  cumplimiento  de  la  sentencia  pa- 
gando á  la  otra  la  pena  que  se  habia  pactado  en  el  compro- 
miso, y  si  no  se  habia  pactado  pena,  haciéndole  saber  su 
falta  de  conformidad  dentro  del  término  de  diez  dias ,  como 
se  ha  indicado  mas  arriba;  ley  35,  til.  k'Part.  3:  bien  que 
en  este  último  caso  quedaba  obligada  la  parte  inobediente  á 
satisfacer  á  la  otra  las  costas  y  perjuicios  que  se  le  hubiesen 
ocasionado,  según  dicen  los  intérpretes.  Mas  según  la  ley  4, 
lit.  17,  lib.  11,  Nov.  Rec,  puede  apelarse  ahora  de  la  sen- 
tencia de  los  arbitros  ó  arbitradores. 

La  apelación  ha  de  introducirse  ante  el  juez  ordinario , 
quien  debe  conocer  de  ella  ,  así  como  de  la  reducción ,  ó 
nulidad;  ley  4,  lit.  17,  lib.  11,  Nov.  Rec, y  Cur.Filip.,  lib.  2, 
cap.  14,  ns.  28  y  50. 

Como  pasados  diez  dias  después  de  la  notificación  queda 
firme  y  valedera  la  sentencia  arbitral  según  la  ley  35,  tít.  4, 
Part.  5,  es  consiguiente  que  la  apelación  deba  interponerse 
antes  de  la  conclusion  de  dicho  término.  No  obstante ,  algu- 
nos autores  quieren  que  no  pueda  apelarse  sino  en  el  de 
cinco  dias,  porque  la  ley  1,  tít.  20,  lib.  11,  Nov.  Rec.  limitó 
á  cinco  los  diez  que  la  ley  22 ,  tit.  23 ,  Part.  5 ,  concedía  en 
general  para  las  apelaciones  de  las  sentencias  de  los  jueces. 
Véase  A polución. 

Si  la  sentencia  arbitral,  de  que  se  hubiese  interpuesto  re- 
curso ante  la  aodiencia  del  territorio,  fuere  confirmada  por 
este  tribunal ,  no  hay  ya  lugar  á  suplicación ,  nulidad  ni  á 
otro  remedio  alguno:  mas  si  fuere  confirmada  por  el  juez 
inferior,  que  conocía  de  ella  por  vía  de  reducción ,  nulidad 
ó  apelación  ,  puede  apelarse  para  ante  la  audiencia  ;  y  si 
esta  la  confirma ,  ya  no  hay  mas  grado ,  pero  si  la  revoca , 
se  puede  suplicar  de  là  revocación  ante  el  mismo  superior 
tribunal ,  quedando  en  su  fuerza  la  ejecución  hasta  la  sen- 
tencia de  revista:.  k-j¿  4 .  tit,  17,  lib.  11,  Nov.  Rec.  Esta  dis- 


posición ,  por  ser  general ,  se  entiende  así  en  interloculoria 
como  en  definitiva  ;  Cur.  Fillp.,  lib.  2,  cap.  14,  n.  30. 

Los  recursos  de  nulidad ,  reducción ,  y  apelación  tienen 
lugar,  aunque  en  el  compromiso  hubiesen  hecho  las  partes 
renuncia  jurada  de  ellos ,  si  la  sentencia  arbitral  contiene  in- 
justicia manifiesta;  pues  se  supone  que  la  renuncia  se  hizo 
en  la  confianza  de  que  los  arbitros  ó  arbitradores  fallarían  el 
pleito  con  equidad  y  moderación ,  y  no  con  visible  iniquidad 
ó  notable  esceso;  Cur.  Filip.,  lib.  2,  cap.  14,  n.  27. 

La  apelación  ,  nulidad  y  reducción  no  causan  efecto  sus- 
pensivo sino  solo  devolutivo ,  y  así  la  sentencia  arbitral  debe 
siempre  llevarse  á  ejecución  ,  no  obstante  la  interposición  de 
cualquiera  recurso,  previa  fianza  de  la  parte  vencedora  que 
asegure  las  resultas  del  nuevo  juicio,  como  ya  se  ha  indi- 
cado ;  ley  4 ,  lit.  17,  lib.  il,  Nov.  Rèc. 

-j-  Los  arbitros  deben  percibir  los  mismos  derechos  que  los 
señalados  á  los  jueces  de  primera  instancia.  Art.  528  de  los 
arañe,  judie,  de  22  de  mayo  de  1846. 

[  *  En  la.  república  de  Méjico ,  esta  facultad  de  terminar 
sus  diferencias  encomendándolas  al  fallo  de  jueces  arbitros , 
puede  ejercerse  en  cualquier  tiempo  y  estado  del  pleito ,  no 
solo  en  los  negocios  civiles ,  sino  también  en  las  causas  cri- 
minales sobre  injurias  :  art.  185,  Bases  de  organiz.  polít. 
de  12  de  junio  de  1843. 

**  La  facultad  de  terminar  sus  diferencias  encomendando 
el  fallo  á  jueces  arbitros,  es  otro  délos  derechos  garantidos 
por  la  Constitución  à  todo  venezolano  ;  y  esta  facultad  puede 
ejercerla  aun  después  de  haber  tomado  conocimiento  del 
negocio  la  jurisdicción  civil  ordinaria  ,  de  manera  que ,  sea 
cual  fuere  el  estado  de  un  pleito ,  luego  que  las  partes  mani- 
fiesten haberse  sometido  al  juicio  de  arbitros  ,  debe  suspen- 
derse su  continuación ,  entregando  los  autos  á  los  litigantes, 
para  que  los  pasen  á  manos  de  los  nuevos  jueces.  Estos  se 
dividen,  como  dice  el  autor,  en  arbitros  de  derecho  y  arbi- 
tradores ó  amigables  componedores.  No  pueden  ser  arbitros 
de  derecho  los  que  no  son  personas  aptas  para  comparecer 
en  juicio  ,  ni  los  jueces  que  según  la  naturaleza  de  la  causa 
debieran  conocer  de  ella  en  cualquiera  instancia  ;  pero  arbi- 
tradores pueden  serlo  los  mismos  jueces,  los  menores  de  21 
años,  siendo  mayores  de  16,  y  las  mujeres,  con  tal  que 
siendo  casadas  ,  impetren  la  licencia  de  sus  maridos. 

El  nombramiento  de  estos  jueces,  'la  sumisión  de  los  liti- 
gantes á  su  jurisdicción ,  y  las  condiciones  bajo  las  cuales  les 
fian  el  fallo  de  su  negocio ,  deben  constar  en  una  escritura 
de  compromiso ,  registrada  en  alguna  de  las  oficinas  princi- 
pales ó  subalternas  de  registro.  En  ella  debe  espresarse  : 
Io.  La  causa  ó  negocio  que  se  somete  á  la  jurisdicción  de  los 
arbitros  :  2o.  Los  nombres  de  estos  jueces  :  3o.  Si  se  les 
otorga  el  carácter  de  arbitros  de  derecho  ó  de  arbitradores  : 
4o.  El  término  dentro  del  cual  deben  fallar  el  pleito  ,  y  si  se 
les  concede  ó  no  facultad  para  prorogarlo  :  5o.  Quién  deberá 
ser  el  tercero  ,  en  caso  de  discordia;  si  se  reservan  su  nom- 
bramiento ,  ú  otorgan  arbitrio  para  hacerlo  á  dichos  jueces  : 
6o.  La  pena  á  que  se  sujetan  en  caso  de  no  dar  cumplimiento 
á  su  fallo  ,  y  si  este  debe  tener  ó  no  efecto ,  aun  cuando  se 
satisfaga  dicha  pena  :  7o.  Si  renuncian  todo,  recurso,  se  re- 
servan alguno  (  siendo  arbitros  y  no  arbitradores  los  nom- 
brados), ó  prefieren  un  nuevo  juicio  de  arbitros,  en  caso  de 
que  ambas  partes  no  se  conformen  con  la  sentencia.  Deben 
espresarse  ademas  todas  las  condiciones  que  los  litigantes 
juzguen  oportunas'V'bajo  el  supuesto  de  que  esta  escritura  es 
la  primera  regla  á  que  deben  sujetarse  los  arbitros ,  y  la 
pauta  á  que  se  acomodará  el  juez  ordinario  encargado  ,  se- 
<yin  veremos  después,  de  dar  cumplimiento  á  su  sentencia; 
y  estendida  en  esta  forma  ,  debe  presentarse  á  los  nombra- 
dos ,  para  que  si  aceptan  ,  lo  espresen  à  continuación  ,  no- 
tando señaladamente  la  fecha. 

Los  arbitros  de  derecho  deben  guardar  en  la  suslanciacioo. 
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los  trámites  establecidos  por  el  Código  de  procedimientos  de 
la  república,  á  menos  que  los  compromisarios  les  hayan  re- 
levado de  ello  en  el  todo  ó  en  alguna  parte;  pero  en  la  sen- 
tencia deben  sujetarse  siempre  á  las  leyes.  Los  arbitradores 
por  el  contrario  no  están  tenidos,  ni  á  guardar  el  orden  del 
procedimiento  en  la  sustanciacion ,  ni  á  seguir  el  rigor  del 
derecho  en  la  sentencia;  sino  que  deben  obrar  según  les  pa- 
rezca mas  conveniente  al  interés  de  las  partes  ,  atendiendo 
principalmente  ala  equidad.  Cuando  los  litigantes  no  hayan 
determinado  en  la  escritura  cuál  de  estos  dos  caracteres  es  el 
que  han  querido  conferirles  al  hacer  su  nombramiento  ,  de- 
ben los  arbitros  exigir  de  entrambas  partes ,  que  lo  declaren 
espresamente  antes  de  tomar  ellos  ninguna  determinación 
sobre  el  pleito. 

Los  arbitros  deben  dar  su  fallo  dentro  del  plazo  que  se  les 
haya  fijado  en  la  escritura ,  ó  dentro  del  que  las  partes  les 
concedan  de  nuevo ,  si  se  lo  prorogan ,  ó  bien  en  el  que  ellos 
mismos  señalen,  si  en  la  escritura  se  les  concedió  alargar  el 
prefijado;  y  en  el  caso  de  que  no  se  hubiese  tenido  presente 
este  señalamiento  de  término ,  los  arbitros  de  derecho  tienen 
el  que  fija  el  Código  de  procedimientos  para  la  sustanciacion , 
y  quince  dias  mas  los  arbitradores.  Fuera  de  este  plazo ,  ó 
del  prorogado  ,  ó  del  convenido  en  la  escritura ,  no  pueden 
los  arbitros  desempeñar  legalmente  su  encargo  ,  sin  que  las 
partes  les  otorguen  espresamente  un  nuevo  término.  La  sen- 
tencia debe  ser  notificada  por  el  juez  de  primera  instancia 
del  domicilio  de  cualquiera  de  los  litigantes  ;  y  contra  ella 
no  tendrán  estos  mas  recursos  que  los  que  se  reservaron  en 
el  compromiso,  si  los  nombrados  fueron  arbitros  de  derecho, 
ó  el  de  apelación ,  que  deberán  interponer  dentro  de  los  cinco 
dias  siguientes  al  de  la  notificación ,  si  nada  acordaron  sobre 
este  punto.  Contra  el  fallo  de  los  arbitradores  no  pueden  re- 
servarse las  partes  esta  facultad  de  apelar,  ni  cabe  conce- 
derles ningún  recurso.  La  apelación  en  el  primer  caso  debe 
ilevarse  á  la  Corte  superior  del  distrito  en  que  tenga  su  domi- 
cilio el  demandado  :  art.  190,  Conslit.  de  24  de  setiembre  de 
1830,  y  ley  9,  tit.  7,  Cód.  de  proced.  jud.  de  19  de  mayo 
de  1836. 

***  Para  la  república  de  Chile ,  es  de  notar,  con  referencia 
al  punto  «  Quiénes  pueden  ser  arbitros  y  arbitradores ,  » 
pag.  206,  que  por  decreto  de  4  de  febrero  de  1826  fueron 
autorizados  los  jueces  inferiores  y  los  ministros  de  los  tribu- 
nales superiores  para  aceptar  el  nombramiento  de  arbitros 
en  solo  dos  litigios  á  un  tiempo ,  siempre  que  las  partes  re- 
nunciasen espresamente  la  apelación  en  la  escritura  de  com- 
promiso ;  pero  esta  autorización  solo  debia  durar  por  el  es- 
pacio de  tiempo  en  que  continuasen  las  circunstancias  que 
obligaron  á  levantar  dicha  prohibición  de  la  ley  de  Partida. 

El  §  1 ,  art.  2  del  decr.  de  8  de  febrero  de  1837,  confirma 
la  disposición  de  la  ley  4,  til.  17,  lib.  11  de  la  Novísima, 
citada  por  el  autor  en  la  pág.  210,  en  cuanto  á  dar  fuerza 
ejecutiva  á  los  laudos  ó  sentencias  de  los  arbitros  ;  pero  solo 
á  los  omologados  pasados  en  autoridad  de  cosa  juzgada. 

Respecto  á  la  fuerza  del  fallo  de  los  arbitradores ,  repe- 
timos lo  que  acabamos  de  decir  en  el  aparte  anterior,  por- 
que también  están  comprendidos  en  el  §  1 ,  arl.  2  del  decr. 
de  8  de  febrero  de  1837.  ] 

ARBITROS  de  comercio.  Los  sugetos  nombrados  por 
comerciantes  para  que  ajusten  y  decidan  sus  diferencias  so- 
bre algún  negocio  mercantil. 

Las  reglas  de  los  juicios  arbitrales  sobre  asuntos  de  co- 
mercio ,  están  prescritas  en  el  título  seslo  de  la  ley  de  enjui- 
ciamiento de  24  de  julio  de  18?0,  y  son  como  siguen  : 

«  Arl.  252.  Toda  contienda  sobre  negocios  mercantiles 
puede  ser  comprometida  al  juicio  de  arbitros  de  comercio  , 
haya  ó  no  pleito  comenzado  sobre  ella  y  en  cualquiera  estado 
que  este  tenga  hasta  su  conclusion. 

Arl.  253.  Las  personas  que  celebren  el  compromiso  han 


de  tener  capacidad  para  parecer  en  juicio  sobre  asuntos 
mercantiles. 

Arl.  254.  Los  factores  y  apoderados  no  pueden  compro- 
meter los  derechos  de  sus  comitentes,  si  en  el  poder  no  les 
estuviere  conferida  espresamente  esta  facultad. 

Art.  25b.  El  compromiso  es  forzado  para  dirimir  las  dife- 
rencias entre  socios  según  las  disposiciones  de  los  artículos 
323  y  345  del  Código  de  comercio. 

El  arl.  323  dice  :  «  Toda  diferencia  entre  los  socios  se  de- 
cidirá por  jueces  arbitros  ,  hayase  ó  no  estipulado  así  en  el 
contrato  de  sociedad.  » 

El  art.  345,  siguiendo  este  principio,  dice  que  las  recia 
maciones  que  hagan  los  socios  sobre  los  agravios  que  espe  > 
rimenten  en  la  division  del  haber  social,  «  se  decidirán  po. 
jueces  arbitros  que  nombrarán  las  partes  en  los  ocho  dias 
siguientes  á  su  presentación,  y  en' defecto  de  hacer  este  nom- 
bramiento lo  hará  de  oficio  el  tribunal  competente.  » 

Art.  256.  Puede  convenirse  y  celebrarse  el  compromiso  : 

—  En  escritura  pública  :  —  Por  escrito  presentado  de  con- 
formidad en  los  autos ,  si  hubiere  ya  pleito  comenzado  :  — 
Por  convenio  ante  los  jueces  avenidores  :  —  Por  contrata 
privada  entre  las  partes,  que  conste  por  escrito,  y  se  firme 
por  estas. 

Art.  257.  Los  que  no  sepan  leer  ni  escribir,  no  podrán 
celebrar  compromisos  en  contratas  privadas.— Si  lo  hicieren 
en  pedimento  ,  que  á  su  nombre  se  presente  ante  la  autori- 
dad judicial,  se  ratificarán  en  su  contenido  ,  Mites  de  ha- 
berse por  celebrado  el  compromiso ,  y  de  procederse  al 
juicio. 

Art.  258.  Los  compromisos  celebrados  por  contrata  pri- 
vada deben  estenderse  y  firmarse  en  igual  número  de  ejem- 
plares cuantas  sean  las  partes  contratantes,  y  uno  mas  para 
entregar  á  los  arbitros.  —  Todos  los  ejemplares  serán  de  un 
tenor,  espresándose  en  ellos  el  número  de  los  que  se  hayan 
estendido. 

Arl.  259.  En  cualquiera  manera  de  las  sobredichas  en  el 
art.  256  en  que  se  celebre  el  compromiso,  se  ha  de  hacer  es- 
presion  délas  circunstancias  siguientes: —  Ia.  Los  nombres, 
apellidos  y  vecindad  de  los  interesados  :  —  2a.  El  negocio 
sobrequeversalactmtiendaquese sujeta  al  juicio  arbitral  :  — 
3a.  Los  nombres  ,  apellidos  y  vecindad  de  las  personas  que 
se  nombran  por  arbitros,  diciéndose  si  el  nombramiento  se 
ha  hecho  de  común  acuerdo ,  ó  si  cada  interesado  ha  nom- 
brado el  suyo  :  —  4a.  El  nombramiento  de  tercero  para  el 
caso  de  discordia ,  ó  bien  la  designación  de  la  persona  á 
quien  se  le  dé  facultad  para  hacerlo  :  —  5a.  El  plazo  dentro 
del  cual  estarán  obligados  los  arbitros  á  dar  sentencia,  y  en 
el  que  deberá  el  tercero  dirimir  la  discordia  si  la  hubiere  : 

—  6a.  Si  esta  ha  de  causar  ejecutoria  ,  ó  si  les  quedan  á 
salvo  á  los  interesados  los  recursos  de  derecho,  bien  pagando 
alguna  mulla  por  via  de  indemnización  en  favor  de  la  parte 
vencedora  cuya  cuota  se  fijará,  ó  bien  sin  este  gravamen  : 

—  7a.  La  multa  en  que  haya  de  incurrir  el  que  dejare  de 
cumplir  con  los  actos  necesarios  para  que  el  compromiso 
tenga  efecto  :  —  8a.  La  fecha  del  acta  :  —  La  espresion  de 
las  tres  primeras  circunstancias  es  esencial ,  bajo  pena  de 
nulidad  del  compromiso. 

Art.  260.  Si  no  se  hubiere  nombrado  tercero  para  dirimir 
la  discordia  de  los  arbitros,  ni  persona  que  hubiere  de  hacer 
el  nombramiento,  recaerá  la  facultad  de  dirimirla  en  el  juez 
avenidor  del  partido. 

Art.  261 .  Cuando  se  hubiere  omitido  señalar  el  plazo  para 
dar  sentencia  ,  será  este  el  de  cien  dias,  y  de  treinta  el  que 
tendrá  el  tercero  para  dirimir  la  discordia. 

Art.  262.  Se  entienden  reservados  los  remedios  de  dere- 
cho contra  las  sentencias  arbitrales,  cuando  en  el  compro- 
miso no  se  hizo  pacto  espreso  en  contrario. 

Art.  263.  Los  compromisos  que  no  tengan  fecha  se  ten- 
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drán  por  celebrados  en  el  dia  en  que  se  haga  sn  presentación 
á  los  arbitros  ó  á  la  autoridad  judicial. 

Art.  265 .  Los  efectos  del  compromiso  no  se  estienden  á 
mas  personas  que  á  las  que  lo  celebraron  ,  aunque  haya  en 
el  negocio  otros  interesados. 

Art.  26b.  Los  herederos  de  los  que  otorgaron  ó  contrata- 
ron el  compromiso,  quedan  obligados  á  sus  resultas,  aunque 
sean  menores. 

Art.  266.  El  nombramiento  de  arbitros  puede  recaer  en 
toda  persona  varón  mayor  de  veinte  y  cinco  años,  sea  ó  no 
comerciante ,  que  esté  en  pleno  ejercicio  de  los  derechos  ci- 
viles, y  sepa  leer  y  escribir. 

Art.  267.  La  incapacidad  legal  del  nombrado  para  arbi- 
tro, conocida  de  las  partes  después  de  celebrado"  el  compro- 
miso, no  anulará  el  contrato.  La  parte  que  lo  hubiere  nom- 
brado estará  obligada  á  nombrar  otro  ,  y  en  su  defecto  se 
nombrará  por  el  tribunal  de  comercio.  —  Lo  mismo  sucederá 
cuando  el  que  hizo  el  nombramiento  fuere  sabedor  de  la 
tacha,  si  el  otro  interesado  la  ignoraba. 

Art.  268.  Los  arbitros  aceptarán  ó  renunciarán  el  com- 
promiso dentro  délos  ocho  dias  siguientes  à  habérseles  hecho 
saber  el  nombramiento ,  ó  que  se  les  hubiere  entregado  el 
acta  á  instancia  de  cualquiera  de  las  partes.  Pasado  este 
término  sin  haber  hecho  la  renuncia, se  tendrá  poraceptado. 

Art.  269.  También  se  presumirá  la  aceptación  tácita  de 
los  arbitros  desde  que  hagan  cualquiera  gestion  de  su  en- 
cargo. 

:  Art.  270.  Si  el  arbitro  que  haya  rehusado  la  aceptación 
estuviere  nombrado  por  una  de  las  partes  ,  y  no  por  unani- 
midad entre  todas ,  subsistirá  el  compromiso ,  y  estará  obli- 
gada la  que  le  nombró  á  sustituir  en  su  lugar  otra  persona  , 
ó  de  no  hacerlo  incurrirá  en  la  multa  señalada  en  el  con- 
trato á  los  que  dejaren  de  prestarse  á  los  actos  necesarios 
para  la  preparación  y  complemento  del  juicio  arbitral. 

Art.  271.  Aceptado  el  encargo  tácita  ó  espresamente ,  no 
podrán  los  arbitros  dejar  de  cumplirlo  ,  y  el  tribunal  les 
apremiará  á  ello  si  no  lo  hicieren. 

Art.  272.  El  término  del  compromiso  convencional  ó  le- 
gal comenzará  á  correr  desde  el  dia  de  su  aceptación  tácita 
ó  espresa . 

Art:  275.  De  consentimiento  unánime  de  las  partes  ,  po- 
drá prorogarse  el  término  del  compromiso ,  aun  después 
que  este  haya  espirado. 

Art.  27Ü.  No  podrán  ser  revocados  los  arbitros  nombra- 
dos sino  por  convenio  de  todos  los  interesados  que  los  nom- 
braron ,  ó  por  recusación  que  se  admita  con  arreglo  á  de- 
recho. 

Art.  27b.  La  recusación  de  los  arbitros  se  ha  de  apoyar 
en  causa  legal  sobrevenida  después  del  compromiso ,  y  no 
antes. 

Art.  276.  Son  causas  legales  para  la  recusación  de  los 
arbitros  de  comercio  las  mismas  que  se  prefijan  en  el  art.  97 
de  esta  ley  para  recusar  á  los  individuos  del  tribunal  de 
comercio.  —  Véase  Recusación. 

Art.  277.  La  recusación  se  propondrá  y  probará  en  el 
término  preciso  de  ocho  dias  ante  el  tribunal  de  comercio,  y 
su  providencia  causará  ejecutoria.  — Los  arbitros  suspende- 
rán sus  gestiones  desde  que  se  les  presente  certificación  de 
haberse  propuesto  la  recusación  hasta  que  les  conste  la  re- 
solución del  tribunal.— Entretanto  no  correrá  el  término  del 
compromiso. 

Art.  278.  Cesarán  los  efectos  del  compromiso  independien- 
temente de  la  voluntad  de  los  interesados  :  —  Por  la  muerte 
ó  recusación  de  alguno  de  los  arbitros ,  si  estuvieren  nom- 
brados de  común  acuerdo  de  las  partes  :  —  Por  el  trascurso 
del  término  convencional  ó  legal  del  compromiso. 

Art.  279.  Los  arbitros  no  procederán  á  acto  alguno  de  su 
encargo  después  de  la  revocación  del  compromiso  ó  de  la 
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cesación  de  sus  efectos  por  causa  legal,  bajo  pena  de  nulidad 
de  lo  que  actuaren,  y  de  responsabilidad  á  los  perjuicios  que 
ocasionen  con  sus  procedimientos. 

Art.  280.  También  podrán  los  interesados  sustituir  al 
arbitro  muerto  ó  separado  por  la  recusación  otro  que  nom- 
bren igualmente  de  común  acuerdo. 

Art.  281.  En  los  casos  de  muerte  ó  recusación  admitida 
de  algún  arbitro  nombrado  por  una  sola  parte,  será  también 
aplicable  la  disposición  del  artículo  270. 

Art.  282.  Aceptando  los  arbitros  el  compromiso  tácita  ó 
espresamente,  mandarán  hacer  saber  á  los  interesados  que 
deduzcan  sus  respectivas  pretensiones,  acompañando  los 
documentos  en  que  apoyen  su  derecho  con  señalamiento  de 
un  término,  que  se  graduará  con  relación  al  plazo  del  com- 
promiso ,  sin  que  pueda  en  ningún  caso  esceder  de  quince 
dias.  —  La  parte  que  no  lo  verifique  s-erá  habida  por  contu- 
maz, parándole  el  perjuicio  que  haya  lugar  en  la  sentencia  , 
y  se  la  declarará  desde  luego  incursa  en  la  pena  del  com- 
promiso. 

Art.  285.  De  la  pretensión  y  documentos  que  presente 
una  parte  se  dará  comunicación  á  la  contraria  por  término 
de  seis  dias  precisos,  y  se  le  admitirán  el  escrito  y  documen- 
tos que  presente  en  su  impugnación. 

Art.  28'l.  Con  vista  de  las  pretensiones  de  las  partes  y 
sin  mas  escritos,  recibirán  los  arbitros  el  espediente  á  prueba 
por  el  término  que  estimen  arreglado,  según  las  circunstan- 
cias del  negocio  y  el  plazo  del  compromiso. 

Art.  28o.  En  el  juicio  arbitral  tendrán  lugar  todos  los  me- 
dios de  prueba  que  las  leyes  permiten  para  los  juicios  ordi- 
narios, observándose  en  su  práctica  las  formalidades  pres- 
critas en  el  titulo  U°.  de  esta  ley. 

Art.  286.  Concluso  el  término  de  prueba  ,  examinarán  los 
arbitros  las  probanzas  hechas;  y  si  hallasen  que  alguna  de 
las  partes  hubiere  reservado  documentos  conducentes  para 
la  aclaración  del  derecho  deducido  por  cada  una  ,  ordenarán 
de  oficio  su  presentación,  ó  procederán  á  su  reconocimiento 
si  por  su  calidad  no  se  pudiere  exigir  aquella.  —Con  el  mis- 
mo objeto  podrán  mandar  á  los  litigantes  que  juren  posicio- 
nes sobre  los  hechos  no  probados  que  sean  concernientes  á 
la  cuestión  del  compromiso. 

Art.  287.  Hechas  las  diligencias  que  previene  el  artículo 
anterior  si  fueren  necesarias ,  ó  solo  con  las  que  se  hayan 
practicado  en  el  término  de  prueba,  se  tendrá  el  juicio  por 
concluso,  haciéndose  así  saber  á  las  partes  y  citándolas  para 
su  determinación  final. 

Art.  288.  La  sentencia  arbitral  hade  ser  conforme  á  de- 
recho según  lo  alegado  y  probado  en  autos,  y  se  dará  y  fir- 
mará por  todos  los  arbitros  en  el  lugar  donde  se  haya  seguido 
el  juicio ,  haciéndose  saber  á  las  partes  antes  de  espirar  el 
término  del  compromiso. 

Art.  289.  Estando  los  arbitros  discordes,  hará  sentencíala 
decisión  del  mayor  número  ;  y  si  los  votos  estuviesen  á  nú- 
mero igual  ó  no  se  reuniesen  dos  votos  conformes  que  hagan 
mayoría,  estenderá  cada  arbitro  su  decisión  en  los  mismos 
autos,  y  se  remitirán  estos  al  tercero  en  discordia  nombrado, 
ó  al  juez  avenidor  en  su  caso  para  que  la  dirima. 

Art.  290.  La  decisión  del  tercero  ó  del  juez  avenidor  que 
haga  mayoría,  causará  sentencia. 

Art.  291.  Si  el  tercero  ó  el  juez  avenidor  no  se  conformare 
con  la  decisión  de  ninguno  de  los  arbitros  é  hiciere  voto  di- 
ferente ,  se  remitirán  los  autos  al  tribunal  de  comercio  para 
que  dirima  la  discordia,  según  los  méritos  del  proceso,  sin 
nuevas  actuaciones.  —  En  el  caso  que  el  tribunal  no  estu- 
viere acorde  en  su  decisión ,  entrarán  en  computación  los 
votos  singulares  de  cada  uno  de  sus  individuos  con  los  de 
los  de  jueces  arbitros  y  el  tercero,  y  hará  sentencia  la  deci- 
sión del  mayor  número. 

Art.  292.  Si  con  arreglo  á  los  pactos  del  compromiso  cau- 
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sarc  ejecutoria  la  sentencia  arbitral,  se  procederá á  su  eje- 
cución sin  admitirse  contra  ella  el  recurso  de  apelación; 
pero  tendrá  lugar  el  de  nulidad,  siempre  que  los  arbitros  se 
hayan  escedido  en  lo  juzgado  de  las  facultades  contenidas 
en  el  compromiso. 

;  Art.  293.  El  recurso  de  nulidad  contra  la  sentencia  arbi- 
tral se  instruirá  y  seguirá  ante  el  tribunal  de  comercio  del 
,  territorio  donde  se  haya  pronunciado ,  llevándose  á  efecto 
aquella ,  no  obstante  la  interposición  del  recurso ,  previa 
.  fianza  de  la  parte  vencedora  que  asegure  las  resultas  del 
nuevo  juicio. 

Art.  294.  Teniendo  lugar  la  apelación  de  la  sentencia 
arbitral,  se  admitirá  para  ante  el  tribunal  superior  que  cor- 
responda, procediéndose  en  todo  como  en  las  apelaciones  de 
las  sentencias  de  los  tribunales  de  comercio. 

Art.  29b.  Si  el  compromiso  se  hubiere  hecho  pendiente 
la  instancia  de  apelación  de  la  sentencia  del  tribunal  de  co- 
mercio ,  los  jueces  arbitros  continuarán  esta  por  los  trámites 
de  derecho  ;  y  su  decisión,  confirmando  ó  reformando  aque- 
lla, causará  ejecutoria,  salvo  el  recurso  de  injusticia  notoria 
en  los  casos  que  este  proceda. 

Art.  296.  Los  comerciantes  podrán  también  comprometer 
la  decisión  de  sus  contiendas  en  amigables  componedores 
que  decidan  sobre  ellas  sin  sujeción  á  las  formas  legales,  se- 
gún su  leal  saber  y  entender. 

Art.  297.  En  el  nombramiento  de  los  amigables  compone- 
dores y  la  forma  en  que  se.  ha  de  celebrar  el  compromiso , 
regirán  las  mismas  disposiciones  prescritas  con  respecto  á 
los  arbitros,  á  escepcion  de  las  circunstancias  6a.  y  7a.  del 
artículo  259  que  no  le  son  aplicables.  —  En  su  lugar  conten- 
drá necesariamente,  el  compromiso  en  amigables  compone- 
dores ,  bajo  pena  de  nulidad  ,  el  pacto  de  la  multa  en  que 
habrá  de  incurrir  el  interesado  que  no  se  conforme  á  la  de- 
cisión de  aquellos. 

Art.  298.  El  procedimiento  de  los  amigables  componedo- 
res se  reducirá  á  recibir  de  las  partes  y  examinar  los  docu- 
mentos que  les  entreguen ,  relativos  á  sus  diferencias  ,  y  dar 
su  decisión  ó  laudo ,  que  firmarán  entregando  una  copia  an- 
torizada  á  cada  interesado. 

Arl.  299.  Si  estuvieren  discordes  los  amigables  compone- 
dores, se  reunirá  con  eilos  el  tercero  nombrado  y  se  estará  á 
lo  que  resuelva  el  mayor  número  de  votos.  —  No  habiendo 
mayoría  quedará  sin  efecto  el  compromiso. 

Art.  300.  Las  facultades  de  los  amigables  componedores 
cesarán  :  —  Por  la  muerte  de  cualquiera  de  ellos  :  —  Por 
la  revocación  voluntaria  y  unánime  de  los  interesados  antes 
de  pronunciarse  el  laudo  :  —  Por  el  trascurso  del  término 
prefijado  para  darlo  :  —  Por  la  discordancia  de  sus  decisio- 
nes, cuando  no  haya  tercero  nombrado  que  se  les  una  para 
hacer  mayoría  en  los  votos. 

Art.  301.  Los  amigables  componedores  no  pueden  ser 
recusados. 

Art.  302.  Enteradas  las  partes  del  laudo  délos  amigables 
componedores,  queda  á  su  arbitrio  dejarlo  ineficaz,  pagando 
la  multa  pactada  en  el  compromiso  ,  ó  conformarse  en  su 
ejecución. 

Art.  303.  Si  no  usaren  de  esta  facultad  en  el  término  de 
tres  dias ,  consignando  la  multa  en  manos  de  los  mismos 
amigables  componedores  ó  en  las  del  escribano  del  tribunal 
de  comercio  ,  se  entenderá  sin  otra  declaración  que  consien- 
ten el  laudo,  y  este  será  ejecutivo  como  la  sentencia  arbitral 
ejecutoriada. 

Arl.  304.  Las  facultades  de  los  arbitros  acabarán  con  la 
pronunciación  de  la  sentencia,  y  las  de  los  amigables  compo- 
nedores con  la  del  laudo.  —  De  la  ejecución  de  lo  decidido 
por  unos  y  otros  toca  conocer  y  proveer  en  justicia  á  los  tri- 
bunales de  comercio  ,  ó  jueces  ordinarios  que  entiendan  en 
los  negocios  mercantiles.  » 


ÁRBOL.  Planta  leñosa  que  se  distingue  de  las  demás  por 
su  mayor  corpulencia  y  altura. 

En  cuanto  á  los  árboles  hay  que  considerar  su  propiedad 
ó  pertenencia,  el  daño  que  pueden  causar,  y  el  que  se  puede 
hacer  en  ellos. 

Propiedad  à  pertenencia  de  los  árboles. 

•i 

Los  árboles  que  nacen  ó  se  crian  en  las  orillas  de  los  rios 
son  de  los  dueños  de  las  heredades  inmediatas,  quienes  pue- 
den cortarlos  y  aprovecharse  de  ellos  como  quisieren  ,  con 
tal  que  no  lo  hagan  á  tiempo  que  estuviere  atada  ó  fuere  á 
atarse  á  ellos  alguna  nave;  ley  7,  tít.  28,  Part.  3. 

Los  árboles,  por  regla  general,  hacen  parte  de  la  heredad 
en  que  están  plantados  ,  desde  que  echan  raicea  en  ella;  y 
así  es  que  pertenecen  al  dueño  de  la  misma  ,  ora  los  haya 
plantado  este ,  aunque  fuesen  ajenos ,  ora  los  haya  plantado 
un  tercero  con  buena  ó  mala  fe  ,  porque  los  árboles  ceden 
al  terreno  ,  como  lo  accesorio  á  lo  principal  :  bien  que  han 
de  tenerse  presentes  las  modificaciones  que  siguen  ,  por  la 
razón  de  que  nadie  debe  hacerse  mas  rico  á  costa  de  otro. 

El  dueño  de  un  terreno  que  plantó  en  él  árboles  ó  majue- 
los ajenos,  sabiendo  ó  ignorando  que  no  eran  suyos  debe 
pagar  su  valor  á  la  persona  á  quien  pertenecían,  ley  43,  tít. 
28,  Part.  3;  y  aun  puede  ser  condenado  á  satisfacerle  tam- 
bién los  daños  y  perjuicios,  si  hubiere  lugar  á  ellos. 

El  que  poseyendo  heredad  ajena  con  buena  fe,  plantó  en 
ella-árboles  ó  majuelos  suyos  y  después  es  vencido  en  juicio 
por  el  verdadero  propietario ,  tiene  derecho  á  retener  la  he- 
redad hasta  que  este  le  pague  el  coste  de  los  árboles  ó  majue- 
los y  los  gastos  de  su  plantación  ;  y  si  el  dueño  de  la  heredad 
se  viere  en  la  imposibilidad  de  hacerle  este  pago  por  causa 
de  pobreza  ,  podrá  entonces  el  poseedor  de  buena  fe  arran- 
car y  llevarse  los  árboles  ó  majuelos  que  habia  plantado , 
sin  deteriorar  empero  el  primitivo  estado  de  la  heredad,  á 
no  ser  que  el  dueño  quisiere  darle  el  tanto  de  lo  que  podrían 
valerle  llevándoselos;  ley  41,  tít.  28,  Part.  3,  y  Greg. López 
en  las  glosas.  Si  el  poseedor  tenia  buena  fe  cuando  adquirió 
la  heredad  ,  y  después  la  tuvo  mala  cuando  hizo  la  planta- 
ción, no  tendrá  derecho  á  que  el  dueño  le  abone  el  coste  de 
los  árboles  ó  majuelos  y  los  gastos  que  le  causó  el  plantar- 
los; pero  podrá  arrancarlos  y  llevárselos  en  la  misma  forma 
que  se  ha  dicho,  según  previene  la  citada  ley  41. 

El  que  plantare  árboles  ó  majuelos  en  heredad  ajena  con 
malafe,  pierde  el  dominio  de  ellos  luego  que  arraiguen,  crez- 
can ó  se  crien.  Así  lo  establece  la  ley  43 ,  tit.  28,  Part.  3.  la 
cual  no  da  derecho  al  plantador  para  reclamar  del  dueño 
de  la  heredad  el  valor  de  los  árboles  ó  majuelos,  ni  tampoco 
para  llevárselos  en  caso  de  que  este  no  quiera  hacerle  su 
pago.  Esta  disposición  no  deja  de  parecer  algo  dura.  Si  el 
dueño  de  la  heredad  conserva  los  árboles  ó  majuelos,  es 
prueba  que  le  convienen  y  que  los  hubiera  plantado  él  mis- 
mo; en  cuyo  caso  debia  pagar  al  plantador  el  importe  de 
unos  gastos  que  él  habría  hecho  igualmente.  Si  por  el  con- 
trario el  dueño  de  la  heredad  recibe  un  perjuicio  en  la  plan- 
tación ,  porque  tal  vez  quiere  construir  una  casa  donde  el 
tercero  puso  los  árboles  ,  debería  entonces  tener  la  facultad 
de  obligar  al  tercero  á  sacarlos  á  sus  espensas  y  dejarle  el 
terreno  como  estaba. 

También  es  duro  que  el  dueño  de  la  heredad  haya  de  pa- 
gar al  plantador  de  buena  fe  el  coste  de  los  árboles  ó  majuelos 
y  los  gastos  de  su  plantación,  como  se  ha  dicho  mas  arriba, 
con  arreglo  á  la  ley  41 ,  tít.  28,  Part.  5.  Puede  suceder  que 
los  árboles  ó  majuelos  tuviesen  por  su  rareza  un  precio  exor- 
bitante al  tiempo  en  que  se  plantaron ,  y  que  después  por 
haberse  hecho  mas  comunes  ha\  an  bajado  mucho  de  valor. 
Por  ello  seria  mas  razonable  que  el  dueño  de  la  heredad  tu- 
viese la  elección  de  satisfacer  al  plantador  de  buena  fe 
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ó  bien  el  coste  que  tuvieron  los  árboles  y  su  plantación  ,  ó 
bien  una  cantidad  igual  al  aumento  del  valor  que  ha  tenido 
la  heredad  por  razón  de  esta  mejora. 

El  árbol  plantado  en  el  lindero  ó  cerca  del  lindero  de  dos 
heredades  pertenece  al  dueño  de  aquella  en  que  están  sus 
principales  raices,  aunque  el  tronco  y  las  ramas  caigan  sobre 
la  otra;  y  si  las  raices  se  estienden  á  las  dos  heredades,  en- 
tonces será  el  árbol  común  de  los  dueños  de  ambas  ;  ley  43  , 
til.  28,  Part.  3.  No  saliendo  las  raices  fuera  de  la  heredad 
en  que  está  plantado  el  árbol ,  aunque  cuelguen  las  ramas 
sobre  la  inmediata,  no  tiene  el  dueño  de  esta  derecho  alguno 
á  la  fruta ,  antes  al  contrario  debe  permitir  la  entrada  en  su 
fundo  por  el  término  de  tres  dias  á  recoger  la  que  en  él  hu- 
biese caido  ;  leyes  Ib,  tít.  4 ,  lib.  5  ,  Fuero  Real,  y  18,  lit. 
28,  Pari.  3.  En  Aragon,  el  que  tiene  en  su  heredad  un  ár- 
bol frutal  que  estiende  sus  ramas  sobre  fundo  ajeno ,  no 
puede  privar  al  vecino  del  derecho  de  tomar  la  mitad  de  los 
frutos  de  dichas  ramas  ,  ó  bien  del  de  cortarlas. 

Los  árboles  que  en  heredad  de  dote  inestimada  fueren  cor- 
tados por  el  marido  ó  por  un  estraño  ,  ó  arrancados  por  el 
viento  ,  pertenecen  á  la  mujer  y  no  al  marido,  porque  no  se 
reputan  fruto  de  la  dote ,  á  no  ser  de  los  que  se  acostumbra 
cortar  para  su  aprovechamiento;  ley  27,  tít.  11,  Part.  4. 
Mas  si  el  marido  plantase  otros  árboles  en  lugar  de  los  cor- 
tados ó  arrancados,  de  modo  que  la  heredad  no  desmere- 
ciese ,  le  pertenecerían  entonces  estos  y  se  considerarían 
como  fruto  de  los  bienes  dotales  ,  de  que  se  reputa  usufruc- 
tuario, 

Los  árboles  frutales  que  mueren  ó  se  secan  y  aun  los  ar- 
rancados ó  quebrados  por  el  ímpetu  de  los  vientos  ú  otro 
accidente ,  corresponden  al  usufructuario  de  la  heredad  como 
indemnización  de  la  pérdida  de  frutos  que  esperimenta ,  pero 
con  la  obligación  de  plantar  otros  en  su  lugar;  ley  22 ,  lit. 
31 ,  Part.  3. 

Sobre  el  daño  que  pueden  hcBer  los  árboles. 

Los  árboles  pueden  hacer  daño  á  las  casas  ó  heredades 
vecinas  con  su  sombra  ,  con  sus  raices  y  con  su  caida. 

El  dueño  de  una  casa  sobre  que  cuelguen  ,  con  perjuicio 
de  ella,  las  ramas  de  algún  árbol  arraigado  en  tierra  de  otro, 
puede  obligar  judicialmente  al  dueño  del  árbol  á  que  lo  corte 
de  raiz  ;  y  si  este  no  lo  hiciere  después  de  habérselo  manda- 
do el  juez ,  podrá  cortarlo  el  mismo  dueño  de  la  casa,  según 
previene  la  ley  28,  tít.  Ib,  Part.  7,  y  aun  apropiarse  la  leña 
por  el  trabajo  y  gastos  del  corte ,  según  añade  Greg.  López 
y  establecía  el  derecho  romano.  Esta  disposición  supone  el 
mismo  López  que  se  estiende  al  caso  en  que  las  raices  del 
árbol  perjudican  á  los  cimientos  ó  paredes  del  edificio. 

Si  las  ramas  del  árbol  pendieren  sobre  la  heredad  del  ve- 
cino ,  y  no  sobre  su  casa ,  puede  entonces  este  hacer  cortar 
ó  cortar  por  sí  mismo  ,  en  la  misma  forma  que  en  el  caso 
antecedente ,  no  ya  el  árbol  de  raiz ,  sino  solamente  las  ra- 
mas que  le  perjudicaren;  d.  ley  28,  tít.  Ib,  Part.  7.  Nada 
dice  esta  ley  sobre  las  raices  que  se  introducen  en  la  here- 
dad del  vecino.  La  ley  romana  (l.  6,  D.  Arborum  fur  Uni 
cœsarum  )  no  daba  permiso  á  este  para  cortarlas  por  su  pro- 
pia autoridad  ,  sino  que  le  obligaba  á  recurrir  al  juez  :  mas 
la  francesa  por  el  contrario  {art.  672,  Cocí.  civ.  )  le  autoriza 
para  cortarlas  por  si  mismo.  Esta  disposición  parece  mas 
natural  y  equitativa.  El  dueño  de  una  heredad  es  arbitro  de 
darle  el  cultivo  que  mas  le  acomode ,  y  si  encuentra  en  ella 
las  raices  de  algún  árbol  de  su  vecino  que  le  perjudican  , 
puede  estirparlas  por  sí  mismo  sin  licencia  de  nadie ,  por- 
que nadie  tiene  derecho  para  criar  árboles  que  reciban  su 
alimento  de  la  heredad  ajena.  Se  dirá ,  que  el  dueño  de  la 
heredad ,  así  como  no  puede  cortar  las  ramas  que  le  hacen 
sombra  sino  cuando  no  las  cortare  el  dueño  del  árbol  des- 


pués de  habérselo  mandado  el  juez ,  tampoco  podrá  estirpar 
las  raices  que  se  introducen  en  su  terreno  sino  con  autoriza- 
ción judicial;  pero  es  necesario  atender  á  que  los  casos  son 
muy  diversos ,  porque  el  modo  de  cortar  las  raices  es  indi- 
ferente para  el  árbol ,  mientras  que  no  lo  es  el  tiempo  y  el 
modo  de  hacer  la  escamonda. 

Cualquiera  puede  cortar  impunemente  las  ramas  de  árbol 
que  cuelguen  sobre  camino  público  é  impidan  el  libre  paso 
de  los  hombres  ;  d.  ley  28,  lit.  Ib,  Part.  7. 

Habiendo  algunos  árboles  grandes  mal  arraigados,  pueden 
denunciarlos  los  poseedores  de  las  heredades  ó  casas  inme- 
diatas ,  en  cuyo  caso  el  juez  debe  tomar  peritos  que  los  re- 
conozcan ,  y  resultando  que  pueden  caerse  y  hacer  daño  , 
los  mandará  cortar  para  evitarlo;  ley  12,  lit.  32,  Part.  3. 

Sobre  el  daño  que  se  hace  en  los  árboles. 

El  que  causare  daño  en  árboles  fructíferos,- cortándolos, 
arrancándolos  ó  destruyéndolos  en  CHalquier  manera, 'debe 
pagarlo  doble ,  precedido  su  aprecio  por  peritos  ;  y  siendo 
en  vides  ó  parras ,  puede  ser  acusado  y  castigado  como  la- 
drón. Si  el  perjudicado  eligiere  en  este  caso  la  acusación  de 
hurto,  y  el  daño  fuese  grande,  ha  de  imponerse  al  delin- 
cuente la  pena  de  muerte,  y  no  siendo  tan  grave  que  me- 
rezca esta  pena,  le  impondrá  el  juez  la  corporal  que  arbitre 
con  respecto  al  daño,  lugar  y  tiempo;  ley  28,  tít.  Ib,  Part. 
7.  En  el  dia  no  es  fácil  que  los  jueces  vean  un  caso  en  que 
crean  digno  de  muerte  al  dañador  de  vides  ó  parras. 

La  citada  ley  de  Partida  solo  habla  de  los  árboles  que  dan 
fruto.  Sin  embargo ,  Gregorio  López  entiende  que  su  dispo- 
sición debe  estenderse  á  todos  los  árboles ,  sean  ó  no  fructí- 
feros ,  añadiendo  que  puede  decirse  que  todos  los  árboles 
dan  fruto  según  su  género.  La  ley  2  ,  tít.  Il  x  lib.  4  del  Fue- 
ro Real ,  distingue  entre  los  árboles  que  llevan  fruto  y  los 
que  no  le  llevan  ,  imponiendo  al  que  corte  alguno  de  los 
primeros  sin  voluntad  de  su  dueño  la  obligación  de  pagarle 
por  pena  tres  maravedís ,  y  solo  dos  si  el  árbol  fuere  de  los 
segundos. 

El  daño  que  hiciere  un  tercero  en  árboles  de  heredad 
arrendada  por  odio  al  arrendataria,  debe  ser  satisfecho  por 
este  al  arrendador  ó  dueño  de  la  heredad  ;  ley  7,  tít.  8,  Part. 
3.  —  Véase  Monte  y  Plantío. 

ÁRBOL  de  costados.  El  árbol  genealógico. 

ÁRBOL  genealógico.  La  descripción  figurada  en  forma 
de  árbol ,  en  que  se  demuestra  la  ascendencia  ó  descendencia 
de  una  familia  ,  con  el  objeto  de  manifestar  y  poner  á  la 
vista  las  relaciones  de  origen  y  parentesco  de  ciertas  perso- 
nas para  el  arreglo  de  las  sucesiones  y  de  los  matrimonios. 
Véase  Computación  civil ,  Computación  canónica  y  Linea. 

ÁRBOL  de  fuego.  Armazón  de  madera  vestida  de  varios 
fuegos  artificiales  que  por  su  figura  se  parece  algo  á  un  ár- 
bol. Véase  Fuegos  artificiales. 

ARCABUCEAR.  Pasar  por  las  armas  :  género  de  pena 
capital  que  se  usa  en  la  milicia  ,  reducido  á  quitar  á  alguno 
la  vida  disparándole  tiros  de  fusil.  No  está  tenida  por  infa- 
mante esta  pena ,  á  pesar  de  que  en  su  ejecución  se  observa 
la  ceremonia  de  arcabucear  por  la  espalda  á  los  reos  de  de- 
litos infames. 

ARCONTE .  Título  de  los  principales  magistrados  de  las 
repúblicas  griegas. 

ARCHIVO.  El  lugar  ó  paraje  en  que  se  conservan  con 
separación  y  seguridad  papeles  ó  documentos  de  impor- 
tancia, 

Archivos  de  los  pueblos. 

En  cada  pueblo  debe  haber  un  archivo  donde  se  custodien 
los  libros  de  actas  del  ayuntamiento ,  los  espedientes ,  pape- 
les y  documentos  pertenecientes  al  mismo,  las  ordenanzas. 
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privilegios,  escrituras  y  derechos  del  común  ó  concejo,  el 
cuerpo  de  las  leyes  del  reino  ,  las  cédulas  .  circulares ,  de- 
cretos ,  órdenes  y  despachos  que  se  espidieren  por  el  go- 
bierno y  por  las  autoridades  políticas,  económicas  y  judi- 
ciales ,  y  que  miren  á  la  posteridad  ;  leyes  2  y  5,  y  notas  1 , 
2  y  3,  lit.  2  ,  lib.  7 ,  Nov.  Rec.  ;  Real  decr.  para  el  arreglo 
l>rov.  de  ayuntamientos  de  23  de  julio  de  1835  ,  art.  66  y  67. 

No  se  puede  sacar  del  archivo  ningún  papel  ó  documento 
sino  por  causa  justa  y  mediante  orden  del  ayuntamiento, 
debiendo  el  secretario  ó  escribano  del  concejo  recoger  reci- 
bo de  la  persona  á  quien  se  entregare  y  cuidar  de  que  se 
devuelva  puntualmente  á  su  tiempo;  ley  2,  til.  2,  lib.  7, 
Nov.  Rec. 

Todos  los  escribanos  están  obligados  á  poner  en  los  ar- 
chivos de  cada  pueblo  un  traslado  auténtico  de  las  escrituras 
que  ante  ellos  se  otorgaren ,  pidiéndolo  cualquiera  de  las 
partes  interesadas;  ley  9,  til.  23,  lib.  10,  Nov.  Rec. 

No  se  pueden  sacar  de  los  archivos  de  las  ciudades ,  villas 
y  lugares ,  ni  de  los  de  otras  comunidades ,  para  pruebas  ni 
otros  objetos  los  padrones ,  escrituras  y  demás  papeles  ori- 
ginales ;  los  cuales  solo  se  han  de  manifestar  á  los  recepto- 
res, informantes  ó  comisionados  ,  para  que  en  presencia  de 
las  personas  á  cuyo  cargo  esté  su  custodia,  puedan  sacar  las 
copias  que  necesitaren;  ley  ib,  lit.  10,  lib.  11,  Nov.  Rec. 

-f-  Corresponde  al  secretario  del  ayuntamiento  tener  á  su 
cargo  y  bajo  su  responsabilidad  el  archivo ,  custodiando  en 
él  los  libros  y  documentos  pertenecientes  al  ayuntamiento 
cuando  no  hubiere  otra  persona  destinada  al  efecto.  Art.  9?t 
dclreglam.  de  16  de  setiembre  de  lSfrb. 

Archivos  de  escribanos. 

Cada  escribano  debe  conservar  en  su  poder  con  mucho 
cuidado  los  registros ,  protocolos  y  procesos  que  ante  él  pi- 
saren; ley  4,  lit.  23,  lib.  10,  Nov.  Rec,  instrucción  de  cor- 
regidores de  15  de  mayo  de  1788. 

En  caso  de  muerte,  privación  ó  renuncia  de  algún  escri- 
bano de  concejo  ó  público  de  ciudad  ,  villa  ó  lugar,  debe  la 
justicia  pasar  luego  á  su  casa,  y  por  ante  el  escribano  del 
concejo  y  testigos  poner  en  recaudo  y  seguridad  todas  las 
notas ,  registros  y  escrituras ,  y  entregarlas  después  al  suce- 
sor en  el  oficio,  quien.hará  juramento  de  guardarlas  bien  y 
fielmente;  ley  10,  til.  23,  lib.  10,  Nov.  Rec. 

Por  muerte,  privación,  suspension  ó  ausencia  de  escri- 
bano que  no  fuere  del  número  ni  concejo ,  sino  simplemente 
real ,  y  que  no  dejó  sucesor  en  otro  oficio  que  hubiere  tenido 
de  papeles ,  deben  entregarse  todas  sus  notas  y  registros  de 
escrituras  por  inventario  á  la  persona  que  nombrare  el  pre- 
sidente del  supremo  consejo  ó  audiencia  territorial  ,  si  el 
escribano  residiere  en  la  corte  ó  pueblos  de  la  audiencia  y 
cinco  leguas  :  mas  habiendo  tenido  su  residencia  en  otro 
pueblo  fuera  de  las  cinco  leguas,  han  de  entregarse  al  escri- 
bano del  concejo,  por  falta  de  este  al  del  número  que  allí 
hubiere ,  y  en  su  defecto  á  la  justicia  ;  quienes  deben  recibir- 
las y  custodiarlas  ,  cada  uno  en  su  caso ,  para  que  los  inte- 
resados en  las  escrituras  las  hallen  cuando  las  necesiten , 
quedando  su  derecho  à  salvo  al  escribano  depuesto  ó  sus-  '. 
pensó ,  ó  á  los  herederos  del  muerto,  para  que  por  razón  del 
interés  y  aprovechamientos  de  dichos  registros  y  notas  pue- 
dan pedir  lo  que  les  convenga  y  fuere  justo  ;  ley  1 1,  til.  23, 
lib,  10,  Nov.  Rec. 

Habiéndose  mandado  establecer  un  archivo  general  de  los 
protocolos  y  demás  papeles  de  escribanos,  se  ordenó  por 
bando  de  27  de  setiembre  de  1705,  publicado  en  Madrid 
de  orden  del  Consejo  ,  que  todos  los  escribanos  reales ,  per- 
sonas particulares,  cofradías  y  otros  cualesquicr  que  tuvie- 
sen en  su  poder  protocolos  de  escrituras  y  demás  papeles  de 
otros  escribanos ,  los  pusieran  en  el  citado  archivo  general 


en  el  término  de  un  mes  perentorio,  y  bajo  la  multa  de  cien 
ducados  :  que  todos  los  escribanos  reales  en  el  mes  de  ene- 
ro de  1766  pasasen  al  mismo  archivo  relaciones  juradas  ge- 
nerales ó  testimonios  de  cuantos  instrumentos  ante  ellos  se 
hubiesen  otorgado  respectivamente  hasta  fin  de  1765,  con 
distinción  de  todos,  y  espresion  suficiente  de  las  partes,  dia, 
mes  ,  año  y  calidad  del  instrumento;  jurando  y  dando  fe  al 
final  de  las  tales  relaciones  ,  si  tienen  ó  les  habían  quedado 
protocolos  de  otros  escribanos ,  y  si  los  tenian  al  tiempo  del 
archivo  ó  después ,  sin  haberlos  puesto  en  él  :  que  no  cum- 
pliéndolo así ,  quedasen  suspensos  en  el  ejercicio  de  sus  ofi- 
cios hasta  que  lo  practicasen  ;  y  que  continuasen  anualmente 
en  pasar  al  propio  archivo  igual  relación  ó  testimonio  en  el 
mes  de  enero  de  cada  año  de  los  demás  instrumentos  que  ante 
ellos  se  fuesen  otorgando  ,  respecto  de  haberlos  de  retener 
en  sí  hasta  su  fallecimiento  ,  ausencia ,  privación  ó  suspen- 
sion, por  cuyas  causas  habían  de  recaer  en  el  archivo; 
nota  2,  lit.  23,  lib.  10,  Nov.  Rec.  Véase  Archivos  de  las  Au- 
diencias. 

No  se  pueden  sacar  de  los  archivos  ni  de  los  oficios  de 
escribanos  instrumentos  ó  papeles  originales ,  sino  que  solo 
se  han  de  exhibir  ó  manifestar  á  quien  corresponda  por  los 
encargados  de  su  custodia  para  que  en  su  presencia  se  sa- 
quen las  copias  ó  traslados  que  se  necesitaren;  ley  15,  lit. 
10,  lib.  11,  Nov.  Rec. 

A  fin  de  facilitar  á  los  interesados  el  modo  de  encontrar 
las  escrituras  ó  documentos  que  les  conviniesen,  y  de  pre- 
caver el  peligro  de  la  intercalación  de  contratos  y  disposi- 
ciones falsas  ó  simuladas ,  seria  muy  conveniente  que  en 
cada  partido  judicial  se  erigiese  un  archivo ,  adonde  lodos 
los  escribanos  del  distrito  tuviesen  la  obligación  de  dirigir 
una  nota  especial  de  cada  escritura  luego  después  de  su  otor- 
gamiento, y  de  entregar  al  fin  de  cada  año  cosidos,  foliados 
y  signados  los  protocolos  correspondientes  á  él.  El  archi- 
vero debería  cotejar  los  protocolos,  así  que  los  recibiese, 
con  las  notas  que  se  ^hubiesen  remitido  durante  el  año;  y 
él  solo  habría  de  ser  el  encargado  de.  espedir  copias  ó  testi- 
monios de  las  escrituras  y  demás  documentos  que  obrasen 
en  su  poder. 

Archivos  de  las  Audiencias. 

En  cada  Audiencia  debe  haber  un  archivo  en  que  se  cus- 
todien los  privilegios  ,  pragmáticas  y  demás  escrituras  con- 
cernientes á  su  estado  y  preeminencias,  y  en  que  se  guarden 
los  procesos  que  han  de  presentar  en  él  los  respectivos  es- 
cribanos en  el  término  de  cinco  dias  después  de  sacada  la 
ejecutoria,  sopeña  de  dos  mil  maravedís ,  con  carpetas  que 
espresen  el  asunto,  el  tiempo,  los  nombres  de  los  interesa- 
dos y  el  juzgado;  leyU,  lit.  1 ,  lib.  5,  Nov.  Rec. 

Las  ordenanzas  aprobadas  en  19  de  diciembre  de  183b 
para  el  gobierno  interior  de  las  Audiencias,  previenen  en 
su  artículo  lila  que  los  escribanos  de  cámara  «  pasarán  den- 
tro de  ocho  xlias  al  archivo  de  la  Audiencia  los  pleitos  en 
que  so  hubiere  despachado  ejecutoria,  quedando  anotados 
en  las  matrículas  de  pleitos  de  esta  clase  ;  pero  los  ya  deter- 
minados definitivamente,  en  que  no  se  haya  librado  ejecu- 
cutoria  ,  los  conservarán  en  su  escribanía  de  cámara,  ha.-la 
que  so  hubiere  despachado  :  »  —  y  que  «  en  igual  forma  y 
término  pasarán  al  archivo  las  causas  criminales  en  que  se 
hubiere  ejecutado  el  fallo  definitivo  de  la  Audiencia,  y  que 
no  sean  délas  que  deban  devolverse  á  los  juzgados  "inte- 
riores. » 

En  el  articulo  121  disponen  las  mismas  ordenanzas  que  los 
secretarios  de  las  Audiencias  «  como  encargados  del  archivo 
de  la  Audiencia  respectiva,  el  cual  estará  eti  un  departa- 
mento del  edificio  de  la  misma ,'  cerrado'  y  guardado  ron 
toda  seguridad ,  cuidarán  de  custodiar ,  en  'ef  debido  órdeu 
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é  integridad,  y  con  todo  aseo  ,  los  procesos  y  demás  pape- 
les que  deban  existir  en  él  ;  de  los  cuales  no  podrán  dar  cer- 
tificación ninguna  sin  orden  de  la  Audiencia  ó  de  alguna  de 
sus  salas,  y  de  todos  deberán  formar  los  correspondientes 
índices.  » 

Por  el  ministerio  de  gracia  y  justicia  se  comunicó  en  21 
de  octubre  de  1836  á  los  regentes  de  las  audiencias  ,  y  espe- 
cialmente al  de  la  de  Madrid  la  real  orden  siguiente  : 

«Illmo.  Sr.:  Siendo  conveniente  para  el  interesante  objeto 
de  conservar  la  propiedad  y  poder  deslindarla  cuando  ocur- 
ran litigios  sobre  ella,  no  solóla  seguridad  y  custodia  de 
los  protocolos  de  escrituras  en  que  se  haya  tratado  de  su 
trasmisión,  sino  también  el  poder  averiguar  Tácilmente  el 
paradero  de  estos  mismos  protocolos  ó  registros  porque  el 
largo  trascurso  de  tiempo  ú  otras  causas  hayan  hecho  ol- 
vidar el  escribano  ante  quien  fueron  otorgados  ;  ha  tenido  á 
bien  mandar  S.  M.  la  reina  gobernadora  ,  conforme  con  lo 
propuesto  por  el  supremo  tribunal  de  justicia ,  que  á  fin  de 
que  exista  un  punto  seguro  donde  acudir  en  busca  de  noti- 
cias que  pueden  ser  tan  necesarias  á  la  suerte  de  los  parti- 
culares como  al  bien  público  ,  interesado  en  que  se  conser- 
ven ilesas  las  propiedades  y  la  paz  y  tranquilidad  de  las 
familias,  todos  los  escribanos  del  distrito  de  esa  audiencia 
remitan  á  la  misma  dentro  de  los  ocho  primeros  dias  del 
mes  de  enero  de  cada  año ,  testimonio  literal  del  indice  de 
los  protocolos  que  hubieren  otorgado  en  el  año  anterior,  con 
fe  negativa  de  no  quedar  otros  en  su  poder,  para  que  archi- 
vados en  el  del  tribunal  puedan  suministrarse  á los  interesados 
las  noticias  que  necesiten  del  paradero  de  los  protocolos  ,  y 
se  eviten  al  mismo  tiempo  los  fraudes  que  la  esperiencia  ha 
hecho  ver  se  cometian  algunas  veces  en  punto  tan  intere- 
sante ,  por  no  haberse  adoptado  una  disposición  capaz  de 
evitarlos;  y  que  ese  tribunal  quede  responsable  del  cumpli- 
miento de  la  presente.  Lo  que  comunico  á  V.  I.  de  real  or- 
den para  su  inteligencia ,  la  del  tribunal  y  efectos  consi- 
guientes, advirtiéndole  ser  la  voluntad  de  S.  M.  que  la 
determinación  que  antecede  no  debe  entenderse  con  los  es- 
cribanos de  esta  capital ,  los  cuales  deberán  pasar  los  testi- 
monios que  se  dejan  prevenidos  dentro  del  mismo  plazo  de 
los  ocho  primeros  dias  de  cada  año  al  encargado  del  archivo 
general  de  escrituras  públicas,  conforme  á  lo  prevenido  en 
la  real  cédula  de  erección  del  insinuado  archivo  de  7  de  ju- 
nio de  1799  mandado  llevar  á  efecto  por  real  orden  de  esta 
misma  fecha.  » 

Archivo  de  Simancas. 

Por  disposición  de  Felipe  II  se  depositaron  en  la  fortaleza 
de  Simancas ,  villa  de  Castilla  la  Vieja  ,  el  año  de  1366  to- 
das las  escrituras  y  documentos  públicos ,  asi  sagrados  como 
profanos  ,  pertenecientes  á  los  reinos  de  España,  que  antes 
se  hallaban  dispersos  en  muchas  partes ,  y  se  dotó  para  su 
arreglo  y  custodia  una  plaza  de  archivero  que  tiene  por  su- 
cesión la  casa  de  Ayala. 

El  mismo  Felipe  II ,  en  la  instrucción  espedida  á  la  cá- 
mara en  6  de  enero  de  1388  {ley  11,  lit.  17,  lib.  1 ,  Nov. 
Rec.)  sobre  la  provision  de  prelacias  ,  dignidades  y  preben- 
das del  real  patronato,  mandó  en  su  art.  12,  que  se  formase 
y  llevase  al  archivo  de  Simancas,  para  que  allí  estuviese  guar- 
dado, un  libro  encuadernado  y  bien  ordenado  en  que  se  es- 
presasen los  arzobispados  y  obispados  de  real  presentación 
en  la  corona  de  Castilla,  reino  de  Navarra  é  islas  de  Cana- 
ria ,  con  declaración  de  su  valor  y  demás  circunstancias  im- 
portantes; las  abadías,  prioratos  y  otras  dignidades  y  bene- 
ficios de  real  provision ,  con  sus  calidades  y  valor  ;  y  las 
capellanías  y  otros  oficios  de  las  capillas  ,  monasterios,  hos- 
pitales reales  de  estos  reinos  ,  dignidades,  canonjías,  racio- 
nes y  otras  prebendas  y  beneficios  de  las  iglesias  catedrales 
y  colegiales  y  demás  del  real  patronato  ;  de  manera  que  se 


tuviese  particular  noticia  de  todas  las  cosas  eclesiásticas 
cuya  presentación  y  provision  pertenece  al  rey. 

Finalmente,  Felipe  V  en  decreto  de  20  de  enero  de  1717 
(ley  1,  lit.  2,  lib.  k,  Nov.  Rec),  después  de  disponer  la 
reunion  de  todos  los  consejos  en  una  casa  ,  y  el  orden  que 
debia  observarse  para  el  despacho  de  negocios  ,  y  arreglo  y 
custodia  de  papeles,  concluyó  mandando  que  á  fin  de  evitar 
las  pérdidas  y  estravios  que  se  habían  esperimentado ,  se 
llevasen,  como  estaba  ordenado,  al  archivo  de  Simancas, 
que  con  tanto  acuerdo  se  fundó  ,  los  papeles  de  las  secreta- 
rías y  escribanías  de  camarade  los  consejos, como  igualmente 
los  de  las  secretarías  de  Italia  y  Flándes,y  que  en  lo  sucesivo 
se  tuviese  cuidado  de  hacer  puntualmente  la  traslación  todos 
los  años,  previos  inventarios  que  en  todos  tiempos  manifies- 
ten los  papeles  que  al  archivo  se  han  remitido. 

Archivo  de  la  corona  de  Aragon. 

Este  archivo  contiene  mas  de  veinte  mil  escrituras  sueltas 
en  pergamino ,  unos  ocho  mil  tomos  en  folio  de  registros  de 
escrituras  diplomáticas,  mas  de  novecientas  bulas  pontificias 
originales,  y  otra  multitud  de  papeles  auténticos  y  curiosos  ; 
todo  perteneciente  á  los  condados  de  Barcelona ,  Urgel ,  Rose- 
lion,  Provenza  y  Cerdaña ,  reinos  de  Aragon ,  Valencia,  Ma- 
llorca, Ñapóles ,  Sicilia,  Cerdeña,  Córcega,  señorío  de  Mont- 
peller  y  demás  estados  que  formaban  la  corona  de  Aragon; 
y  se  estiende  d¡esde  la  época  y  gobierno  de  los  primitivos 
condes  de  Barcelona  en  el  siglo  ix  inclusive,  en  que  empezó 
su  monarquía  por  la  remisión  del  feudo  del  emperador  Carlos 
el  Calvo  á  don  Wifredo  I  el  Velloso ,  hasta  los  tiempos  pre- 
sentes. Están  en  él  por  reinados  y  orden  cronológico,  con 
índices  mas  ó  menos  estensos  y  metódicos ,  las  colecciones 
de  gracias,  privilegios,  ventas  ,  feudos  ,  negocios  comunes 
y  diversas  sentencias  ,  procesos  de  cortes  y  demás  docu- 
mentos, siendo  mas  completas  y  generales  las  colecciones 
de  la  época  en  que  los  monarcas  de  Aragon  residieron  en  la 
ciudad  de  Barcelona  después  de  su  enlace  con  los  condes 
hasta  la  union  de  los  reyes  católicos.  Este  establecimiento 
se  halla  actualmente  en  el  palacio  de  la  antigua  diputación 
de  Cataluña  ,  donde  hoy  dia  reside  la  audiencia  territorial. 

AEtEQPAGO.  Tribunal  superior  en  Atenas,  célebre  en  la 
antigüedad  por  su  reputación  de  sabiduría. 

ARGOLLA.  Castigo  público  que  en  algunas  partes  se 
ejecutaba  con  algunos  delincuentes  ,  poniéndolos  á  la  ver- 
güenza metido  el  cuello  en  una  argolla  de  hierro. 

ARISTOCRACIA,  una  especie  de  gobierno  en  que  el  po- 
der soberano  reside  solo  en  las  manos  de  cierto  número  de 
nobles  ó  privilegiados ,  como  sucedía  en  el  de  Venecia  ,  Ge- 
nova ,  etc.  Estos  son  los  que  dan  las  leyes  y  las  hacen  ejecu- 
tar; y  el  resto  del  pueblo  no  es  con  respecto  á  los  mismos, 
sino  lo  queson  los  subditos  en  una  monarquía  con  respecto 
al  monarca  (1). 

ASMADA.  El  conjunto  de  fuerzas  marítimas  de  alguna 
potencia  ;  y  en  lo  antiguo  lo  mismo  que  escuadra. 

Los  reyes  de  Castilla  no  tenian  antiguamente  armada  pro- 
pia. Cuando  se  veian  en  la  necesidad  de  combinar  sus  pla- 
nes guerreros  por  la  mar,  solían  tomar  en  arriendo  buques 
armados  á  losGenoveses,  ó  pedían  ausilios  á  otros  soberanos, 
ó  hacian  levas  de  naves  en  los  puertos  ,  ó  se  convenían  con 
particulares  que  se  obligaban  á  tener  prontas  para  el  servi- 
cio cierto  número  de  naves.  Convencidos  por  fin  de  los  gra- 
ves inconvenientes  de  este  sistema  ,  comenzaron  desde  el 
año  de  1278  á  aprestar  y  mantener  la  armada  á  expensas  del 
erario.  Véase  Marina. 

(1)  Sobre  aristocracia  y  las  otras  especies  de  gobierno,  véase  á 
Reyneval,  cap.  2.  g  14  y  15  ;  Dou,tom.  l,prelim.,  cap.  2,  n,  G 
y  7  ;  T.  Murill.,  lib.  1  ,  n.  550. 
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ARMADOR.  El  negociante  que  arma  ó  avia  alguna  em- 
barcación para  el  comercio.  El  dueño  de  una  nave  es  el  que 
ordinariamente  la  arma,  la  equipa  ,  la  tripula,  y  la  emplea 
así  para  su  servicio  ó  el  de  terceras  personas  á  quienes  la 
Hela  ó  alquila;  y  en  tal  caso  el  mismo  naviero  es  el  arma- 
dor. Blas  otras  veces  el  naviero  alquila  su  nave  desarmada , 
de  manera  que  el  que  la  toma  ó  fleta  tiene  que  equiparla  y 
armarla  por  su  cuenta  ;  y  entonces  solo  al  fletador  conviene 
el  nombre  de  armador.  Véase  ^Naviero  y  Flelamento. 

ARMADOR.  El  particular  que  arma  ó  avia  en  corso  al- 
guna embarcación  contra  los  enemigos  del  Estado  ;  y  el  mis- 
mo corsario  ó  comandante  del  buque  armado  en  corso.  Na- 
die puede  armar  en  corso  sin  obtener  primero  patente  formal 
que  le  habilite  á  este  fin ,  y  presentar  fianzas  abonadas  para 
seguridad  de  su  conducta.  Véase  Corso. 

ARMAMENTO.  El  aparato  y  prevención  de  todo  lo 
necesario  para  la  guerra  ;  y  especialmente  la  provision  de 
tcdo  cuanto  se  necesita  para  la  subsistencia ,  maniobra  y  se- 
guridad de  una  nave. 

ARMAR  caballero.  Vestir  á  uno  las  armas  otro  caba- 
llero ó  el  rey,  ciñéndole  la  espada  con  ciertas  ceremonias. 

Cuando  alguno  se  distinguía  en  la  guerra  por  acciones 
heroicas,  se  le  premiaba  antiguamente  armándole  caballero, 
para  estimularle  á  nuevas  empresas  de  valor  y  escitarle 
imitadores.  El  agraciado  velaba  una  noche  las  armas  en  la 
iglesia  ú  otro  lugar  señalado ,  después  de  bañarse  y  lavarse 
la  cabeza  ;  oia  misa  por  la  mañana  ;  y  luego  el  rey  ú  otro 
caballero  en  su  representación  le  calzaba  ó  mandaba  calzar 
las  espuelas  doradas,  le  ceñía  una  espada,  le  hacia  jurar 
que  moriría  en  caso  necesario  por  su  ley,  su  rey  y  su  patria, 
y  le  daba  una  pescozada  para  que  se  acordase,  diciéndole  : 
«  Dios  y  el  bienaventurado  apóstol  Santiago  os  hagan  buen 
caballero;  »  leyes  11  y  lo,  lit.  21,  Part.  2;  Mor.  de  Vargas, 
dise.  8,  n.  3;  y  ley  6 ,  lit.  1,  lib.  6 ,  Ree. 

ARMAS.  El  servicio  militar;  y  así  condenar,  sentenciar, 
aplicar  ó  destinar  algún  reo  á  las  armas ,  es  lo  mismo  que 
condenarle  á  servir  en  algún  cuerpo  del  ejército. 

Por  real  orden  de  28  de  febrero  de  1761  se  mandó  que 
para  castigar  los  delitos  que  no  causen  infamia  se  apliquen 
á  las  armas  los  que  sean  aptos  pafa  ellas  ,  y  que  los  jueces 
antes  de  pronunciar  las  sentencias  esploren  los  ánimos  de 
tales  delincuentes  para  saber  si  libremente  se  conforman  en 
servir  voluntarios  á  S.  M.,  en  cuyo  caso  se  pondrá  el  con- 
sentimiento, y  se  les  admitirá  por  gracia  la  oferta,  y  no  se 
dirá  en  la  filiación  que  es  por  pena. 

Por  decretos  y  cédulas  de  7  de  mayo  de  1778,  11  de  mayo 
de  1779,  21  de  julio  de  1780 ,  2  de  agosto  de  1781 ,  y  1 1  de 
enero  de  178/1 (leyes  7,  8,  9,  11  y  12,  lit.  51 ,  lib.  12,  Nov. 
Rcc.)sh  dispone  que  los  vagos,  aunque  sean  casados,  se 
destinen  á  las  armas  por  ocho  años ,  teniendo  de  diez  y  siete 
á  cuarenta  de  edad,  y  la  talla  y  robustez  necesaria,  y  que 
si  fueren  nobles  sirvan  en  calidad  de  soldados  distinguidos. 
Véase  Vanos. 

En  cédulas  de  4  de  noviembre  de  1787  y  29  de  mayo  de 
1788 ,  y  real  orden  de  8  de  enero  de  1790  (  leyes  13  y  14  y 
ñola  5  ,  til.  40,  lib.  12,  iVbu.  Rec.),  se  previene  que  para 
mantener  completo  el  regimiento  fijo  de  la  plaza  de  Manila  y 
cuerpos  veteranos  de  las  islas  Filipinas  ,  se  remitan  de  Es- 
paña los  desertores  del  ejército  y  otros  reos  que  no  siendo  de 
delitos  feos  se  destinan  á  Puerto-Rico  y  presidios  de  África, 
esceptuando  los  que  hayan  desertado  de  los  presidios  de 
África  ó  apostatado  de  nuestra  santa  fe. 

Por  real  orden  de  29  ele  mayo  de  1791  (nota  12,  ííí.  50, 
lib.  12,  Nov.  Rec.  ),  con  motivo  de  hallarse  incompletos  los 
regimientos  de  Indias ,  se  resolvió  que  por  ahora  y  hasta 
nueva  orden  se  destinasen  al  servicio  de  las  armas  en  ellos, 
por  el  tiempo  que  corresponda,  todos  los  reos  que  no  fuesen 
de  la  mayor  gravedad ,  ñi  tuviesen  delitos  de  robos ,  y  que 


por  vagos,  mal  entretenidos,  defraudadores  y  otras  causas 
se  suelen  condenar  á  presidio. 

Por  real  orden  de  20  de  abril  de  1798  (  ley  22  ,  lit.  40 , 
lib.  12,  Nov.  Rec.  )  se  manda  que  no  se  destinen  á  los  ba- 
tallones de  marina  ,  y  sí  á  los  presidios  de  arsenales  ,  los 
reos  de  delitos  de  robos  ó  de  causas  de  díscolos. 

En  real  orden  de  20  de  noviembre  de  1800  (ñola  16, 
lit.  40,  lib.  12 ,  Nov.  Rec.  )  se  establece  que  ningún  tribunal 
condene  al  ejército  ó  marina  reo  alguno ,  sin  prevenir  la  pena 
que  deberá  sufrir,  siendo  inútil  para  el  servicio. 

No  deben  ser  admitidos  en  los  regimientos  peninsulares 
los  que  llevan  la  nota  de  sentenciados  á  las  armas  ,  ni  debe 
espresarse  en  sus  condenas  el  cuerpo  en  que  deben  servir, 
sino  solo  el  señalamiento  de.  tiempo  que  hayan  de  estinguir, 
según  se  previene  en  circular  dirigida  á  las  Audiencias  por 
el  ministerio  de  gracia  y  justicia  con  fecha  de  23  de  abril  de 
1836,  cuyo  tenor  es  como  sigue: 

«  Ministerio  de  gracia  y  justicia.  =  El  señor  secretario  del 
despacho  de  la  guerra  con  fecha  16  del  actual  me  dice  lo 
que  sigue  :  =  Excmo  Señor:  —  Enterada  S.  M.  la  reina 
gobernadora  de  lo  espuesto  por  el  tribunal  supremo  de 
guerra  y  marina  en  acordada  de  14  de  diciembre  último  so- 
bre la  consulta  del  inspector  general  de  infantería ,  solici- 
tando que  se  prevenga  á  los  corregidores,  juzgados  y  au- 
diencias que  limiten  el  relato  de  las  condenas  de  los  que  son 
sentenciados  á  las  armas  al  señalamiento  de  tiempo  que  de- 
ban estinguir,  pero  sin  espresar  cuerpo,  para  no  incurrir  en 
el  inconveniente  de  contrariar  las  reales  órdenes  que  prohi- 
ben la  admisión  en  los  regimientos  peninsulares  á  todos  los 
que  traen  consigo  al  servicio  la  nota  de  sentenciados ,  ni  en 
la  alteración  de  los  fallos ,  que  causando  estado ,  no  son  sus- 
ceptibles de  revocación,  y  deben  llevarse  á  efecto  en  los  tér- 
minos que  se  dieron  ;  tuvo  á  bien  mandar  que  el  consejo 
real  de  España  é  Indias,  oyendo  á  las  secciones  de  guerra  y 
gracia  y  justicia ,  manifestase  su  parecer  sobre  el  particular; 
y  conforme  con  el  dictamen  espuesto  en  pleno  por  dicho 
consejo,  se  ha  dignado  resol  rer,  que  para  evitar  los  graves 
inconvenientes  que  quedan  referidos ,  se  haga  á  los  tribu- 
nales ordinarios ,  así  superiores  como  subalternos  del  reino , 
la  declaración  y  comunicación  que  solicita  el  inspector  ge- 
neral de  infantería  ya  citado  y  en  los  términos  que  se  indica. 
Lo  que  de  real  orden  traslado  á  V.  E.  para  inteligencia  de  ese 
tribunal  y  efectos  consiguientes  á  su  cumplimiento.  Dios 
guarde  á  V.  %  muhos  años.  Madrid  2b  de  abril  de  1856.  » 

ARMAS.  Todo  género  de  instrumento  destinado  para 
ofender  al  contrario  y  para  defensa  propia.  «  Por'esta  pala- 
bra armas,  dice  la  ley  7,  tít.  53,  Part.  7,  non  tan  solamente 
se  entienden  los  escudos  et  las  lorigas  ,  et  las  lanzas  ,  et  las 
espadas,  et  todas  las  otras  armas  con  que  los  homes  lidian  , 
mas  aun  los  palos  et  las  piedras.  » 

Las  armas  se  distinguen  en  ofensivas  y  defensivas;  y  se  sub- 
dividen  en  arrojadizas ,  que  son  las  que  se  despiden  :  blan- 
cas, las  de  filo  ,  punta  y  corle  :  de  fuego,  las  que  por  medio 
del  fuego  disparan  :  de  ley,  aquellas  cuyo  uso  es  permitido  : 
prohibidas ,  las  que  la  ley  y  bandos  prohiben. 

ARMAS  pnoniBinAS.  Las  armas  cortas  de  fuego  y  blancas, 
como  son  pistolas,  trabucos  y  carabinas  que  no  lleguen  á  la 
marca  de  cuatro  palmos  de  cañón ,  puñales ,  jiferos ,  alma- 
radas, navajas  de  muelle  con  golpe  ó  virola,  daga  sola  ,  cu- 
chillo de  punta  chico  ó  grande,  aunque  sea  de  cocina  y  de 
moda  de  faltriquera  ;  cuyo  uso  está  prohibido  bajo  las  penas 
de  seis  años  de  presidio  á  los  nobles ,  y  seis  de  minas  á  los 
plebeyos ,  sin  que  sirva  de  escusa  la  licencia  de  cualquier 
tribunal ,  comandante,  gobernador  ó  justicia,  quienes  care- 
cen de  autoridad  para  concederla  ;  ley  19,  til.  19,  lib.  12, 
Nov.  Rec. 

Los  arcabuceros,  cuchilleros,  armeros,  tenderos,  merca- 
ucres ,  prend.;  s  y  demás  personas  que  las  vendan  ó  tengan 
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en  su  casa  ó  tienda,  incurren  siendo  nobles  en  cuatro  r.~ios 
de  presidio  por  la  primera  vez,  y  seis  por  la  segunda;  y 
siendo  plebeyos,  en  los  mismos  años  de  minas  ;  d.  ley  19. 
•  Los  cocheros  y  lacayos  no  pueden  traer  á  la  cinta  espada, 
sable  ni  otra  alguna  arma  blanca,  bajo  las  penas  impuestas 
á  los  que  usen  de  armas  blancas  prohibidas  ;  d.  ley  19. 
También  incurren  en  estas  mismas  penas  los  cocineros  y  sus 
ayudantes  ,  á  quienes  no  estando  en  actual  ejercicio  de  sus 
oficios,  se  les  aprehenda  en  las  calles  ú  otras  partes  con  los 
cuchillos  que  por  razón  de  aquellos  se  les  permiten  ;  ley  17, 
d.  tít.  19,  lib.  12,  Nov.  Ree.  Algunos  autores  cuentan  entre 
las  armas  prohibidas  los  instrumentos  cortantes  ó  punzantes 
de  que  usan  los  artesanos  en  sus  oficios  ,  y  con  los  que  se 
puede  herir  ó  matar  ;  de  suerte  que  estos  no  deberán  llevar- 
los fuera  de  sus  obradores  ó  talleres. 

Los  cutóes ,  como  armas  cortas  blancas ,  están  prohibidos 
por  real  orden  de  13  de  marzo  de  1733;  pero  según  reales 
órd.  de  10  de  setiembre  y  2  de  noviembre  de  1787,  se  pueden 
estraer  para  América  de  fábricas  nacionales  ó  estranjeras. 

No  solo  está  prohibido  el  uso  de  las  armas  cortas,  sino 
también  el  de  las  espadas  mayores  de  cinco  cuartas ,  espadas 
de  vaina  abierta  y  verdugos  buidos  de  marca  ó  mayores  de 
ella  ,  aunque  bajo  penas  mas  suaves  ;  y  aun  el  de  las  per- 
mitidas lo  está  igualmente  á  ciertas  horas  de  la  noche,  como 
es  después  de  tocar  á  la  queda  ;  leyes  3  y  7,  til  19,  lib.  12, 
Nov.  Rec. 

La  prohibición  de  llevar  armas  cortas  tiene  las  limitaciones 
siguientes  :  —  Ia.  Todos  los  caballeros ,  nobles  é  hijosdalgo 
pueden  usar  délas  pistolas  de  arzón  cuando  vayan  montados, 
no  en  muías  ni  machos  ni  en  carruaje  alguno ,  sino  en  ca- 
ballo, ya  sea  de  paseo  ó  de  camino,  y  con  traje  decente 
interior,  aunque  lleven  sobre  él  capa,  capote  ó  redingot,  ó 
con  sombrero  de  picos  ;  pero  no  pueden  llevarlas  sin  las  es- 
presadas circunstancias ,  ni  en  caso  alguno  las  de  cinta , 
charpa  y  faltriquera  ;  ley  19,  lit.  19,  lib.  12,  Nov.  Rec:  — 
2a.  Los  marineros  y  demás  gente  de  mar  pueden  usar  es- 
tando á  bordo  los  cuchillos  flamencos,  porque  los  necesitan 
para  sus  maniobras  y  faenas,  pero  los  deben  dejar  cuando 
salten  á  tierra;  real  orden  de  i  de  setiembre  de  1760  :  —  3a. 
Los  visitadores ,  ministros  y  guardas  de  las  rentas  reales 
pueden  usar  de  todas  las  armas  de  fuego  prohibidas  durante 
el  tiempo  que  sirvan  sus  oficios;  ley  12,  lit.  19,  lib.  12,  No?. 
Rec.  :  —  4a.  Los  empleados  en  diligencias  concernientes  al 
real  servicio  pueden  llevar  cuchillos  ,  si  los  necesitan ,  con 
licencia  por  escrito  de  los  jefes  de  la  tropa  destinada  á  per- 
seguir contrabandistas  y  malhechores;  ley  20,  d.  tít.  19, 
lib.  i 2,  Nov.  Rec.;  y  lo  mismo  ha  de  decirse  de  los  militares 
que  van  disfrazados  en  busca  de  desertores  ó  con  otro  en- 
cargo del  real  servicio  ,  llevando  para  ello  los  correspon- 
dientes despachos  por  tiempo  limitado;  Orel,  delejérc,  trat.  8, 
tít.  2,  art.  2:  —  5a.  Los  generales  y  oficiales  hasta  el  grado 
de  coronel  inclusive,  que  se  hallen  en  actual  ejercicio,  pue- 
den llevar  en  viaje  y  tener  en  su  casa  carabinas  y  pistolas 
de  arzón  de  las  medidas  regulares  ;  pero  no  estando  en  viaje, 
en  ejercicio  ó  en  alguna  funciov  militar,  no  podrán  hacer 
uso  de  dichas  pistolas  ,  especialmente  en  los  pueblos  donde 
se  hallen  alojados ,  á  no  ser  que  vayan  á  caballo  :  los  demás 
oficiales  de  coronel  abajo  tampoco  pueden  llevarlas  en  viaje, 
á  no  ser  que  vayan  con  su  regimiento ,  compañía  ó  algún 
destacamento  de  tropa ,  ó  con  licencia  de  sus  superiores  ó 
del  rey;  ley  13,  lit.  19,  lib.  12,  Nov.  Rec:  la  bayoneta  en 
el  soldado  de  infantería  no  se  tiene  por  arma  prohibida,  aun- 
que es  corta  ;  y  el  abuso  que  haga  de  ella  debe  ser  castigado 
por  sus  jefes  como  una  falta  puramente  militar  y  contraria 
á  la  buena  disciplina;  real  órd.  de  26  de  julio  de  1754,  y  Ord. 
del  ejérc,  trat.  8,  til.  2,  art.  2. 

Por  el  uso  de  armas  prohibidas  se  pierde  todo  fuero  privi- 
legiado ,  de  suerte  que  el  conocimiento  de  estas  causas  cor- 


responde esclusivamente  á  las  justicias  ordinarias  (1),  las 
cuales  pueden  llamar,  examinar  y  apremiar  para  la  prueba 
ó  justificación  á  cualesquiera  testigos  de  otro  fuero ,  como  si 
estuviesen  sujetos  á  su  jurisdicción,  sin  pedir  permiso  á  sus 
jefes  ó  superiores  ;  pero  es  de  advertir  que  para  el  desafuero 
ha  de  intervenir  precisamente  ademas  del  uso  la  aprensión 
real  de  las  armas  por  el  juez  ordinario,  sin  que  baste  la  jus- 
tificación del  uso  de  ellas;  leyes  6,  14  y  16,  lit.  19,  lib.  12, 
Nov.  Rec  No  obstante  en  las  plazas  marítimas  tienen  facultad 
privativa  los  gobernadores  con  inhibición  de  las  cnancillerías 
y  audiencias  para  conocer  de  las  causas  en  que  se  verifique 
haber  intervenido  arma  prohibida  ;  ley  21 ,  tít.  19,  lib.  12, 
Nov.  Rec,  y  real  órd.  de  30  de  setiembre  de  1814  (2). 

Las  armas  aprendidas  deben  reconocerse  por  dos  maestros 
armeros  para  que  declaren  si  son  de  las  prohibidas  ,  y  han 
de  existir  durante  el  curso  de  la  causa  en  poder  del  escri- 
bano ,  quien  acredita  en  autos  su  aprensión  circunstanciada 
y  la  identidad  de  ellas  por  la  figura,  tamaño  ,  calibre  y  de- 
mas  señas ,  y  aun  siendo  susceptibles  de  estamparse  en  autos 
diseña  su  perfil  con  tinta,  á  fin  de  precaver  toda  equivo- 
cación y  calificar  su  certeza. 

La  prohibición  de  las  armas  cortas,  sean  blancas  ó  de 
fuego  ,  se  funda  en  la  razón  de  que  siendo  puramente  ofen- 
sivas y  fáciles  de  ocultar,  suelen  dar  ocasión  á  muertes  ale- 
vosas ;  de  suerte  que  el  uso  de  estas  armas  no  se  ha  erigido 
en  delito  ,  porque  sea  en  sí  mismo  un  acto  dañoso  .  sino  por 
prevenir  otros  que  lcson.  Mas  por  desgracia  no  se  observa 
la  ley  prohibitiva  con  la  exactitud  que  seria  de  desear.  Los 
salteadores  encuentran  fácilmente  donde  surtirse  de  estafe 
instrumentos  de  sus  crímenes  :  hay  pueblos  en  que  se  fabri- 
can á  ciencia  y  paciencia  de  todo  el  mundo,  y  en  que  los 
vendedores  salen  á  ofrecerlos  á  todo  pasajero;  de  modo  que 
no  hay  en  el  reino  facineroso  ni  maton  que  no  vaya  provisto 

(1)  Para  que  los  militares  perdieran  su  fuero  en  las  causas  de 
armas  prohibidas,  se  requería  la  aprehensión  real  de  ellas  por  la 
justicia  ordinaria,  pues  fallando  esta  precisa  circunstancia, cono- 
cía la  jurisdicción  militar,  como  se  disponía  en  real  orden  de  5 
de  marzo  de  1774, y  en  la  ley  14,  tít.  19,  lib.  12,  Nov.  Rec.  Pero 
hoy  véase  en  esta  obra  el  artículo  Jurisdicción  militar,  y  la 
pág.  22  del  tom.  2o.  de  las  Pandectas  mejicanas. 

(2)  La  mayor  parte  de  estas  disposiciones  están  comprendidas 
en  el  tít.  19,  lib.  12  de  la  Nov.,  y  han  sido  reiteradas  muchas  de 
ellas  por  varios  bandos  del  gobierno  de  Méjico.  El  de  23  de  no- 
viembre de  1 855,  declarando  sin  valor  todas  las  licencias  de  portar 
armas  concedidas  hasta  esa  fecha  en  el  distrito ,  manda  que  en  lo 
sucesivo  quien  la  solicite  deberá  presentar  un  papel  de  fianza  fir- 
mado por  dos  ó  mas  personas  conocidas  y  arraigadas  en  la  capital, 
que  se  obliguen  á  quedar  responsables  del  uso  que  podrá  hacer 
de  las  armas  el  que  .pretenda  la  licencia  ;  que  no  se  admita  fianza 
ni  responsabilidad  de  persona  que  disfrute  de  fuero  privilegiado 
de  cualquiera  especie  que  sea  ;  que  en  las  licencias  se  espresarán 
terminantemente  las  armas  que  se  permiten  ,  y  en  caso  que  la  per- 
sona qué  la  obtenga  haga  mal  uso  de  las  armas,  cada  uno  de  los 
que  firmaron  la  fianza  ,  pagarán  cien  pesos  de  multa  por  la  pri- 
mera vez,  doble  cantidad  por  la  segunda,  y  no  volver  á  admi- 
tírseles su  responsabilidad ,  no  obstante  las  demás  penas  á  que  por 
las  leyes  puedan  haberse  hecho  acreedores.  La  persona  que  usare 
armas  sin  licencia  ,  ó  diferentes  de  tas  permitidas  y  espresadas  en 
ella,  será  aprendida  inmediatamente  y  juzgada  como  sospechosa  ; 
y  si  no  resultare  contra  ella  otro  cargo  que  la  portación  ilícita  de 
armas,  perderá  estas,  y  pagará  ademas  una  multa  de  veinticinco 
pesos ,  ó  sufrirá  un  mes  de  cárcel  en  caso  de  no  poder  pagarla. 
Estas  mismas  penas  se  impondrán  á  los  que  porten  lazo,  prohibido 
absolutamente  dentro  de  la  capital.  —  La  circular  de  14  de  febrero 
de  1853  previene,  entre  otras  cosas,  que  los  militares  llevarán 
consigo  en  todos  los  actos  del  servicio  y  asistencias  de  ley,  las  ar- 
mas que  les  están  concedidas ,  no  pudiendo  en  ningún  caso  usar 
de  las  prohibidas. 
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de  su  puñal.  Ya  que  así  se  mira  con  tanta  connivencia  este 
abuso ,  mejor  seria  tal  vel  alzar  absolutamente  la  prohibición, 
á  fin  de  que  los  hombres  de  probidad  y  de  paz  pudieran  sin 
violación  de  las  leyes  tener  las  mismas  ventajas  para  su  de- 
fensa que  los  otros  tienen  para  el  ataque.  Pero  siempre  pa- 
rece mas  útil  proscribir  con  rigor  estas  armas  que  tolerarlas , 
porque  la  libertad  de  su  uso  produciría  mas  mal  que  bien 
en  razón  de  la  mayor  facilidad  que  tendrían  los  hombres  para 
ofenderse,  y  del  peligro  que  habría  de  que  aun  los  mas  pa- 
cíficos se  precipitasen  en  accesos  de  cólera  ó  de  dolor  á  de- 
masías que  después  les  costasen  crueles  remordimientos.  Si 
es  que  la  consideración  de  la  gravedad  de  las  penas  influye 
en  la  connivencia  que  se  observa ,  seria  quizá  un  castigo 
suficiente  y  mas  eficaz  la  confiscación  de  las  armas  y  una 
multa  proporcionada  á  las  circunstancias ,  ó  bien  en  lugar  de 
multa  la  detención  en  la  cárcel  por  mas  ó  menos  tiempo  ;  en 
inteligencia  de  que  al  que  se  sirviese  de  una  arma  prohibida 
para  cometer  un  delito  ,  se  le  debería  imponer  otra  pena 
mayor  que  estas ,  ademas  de  la  correspondiente  al  delito 
principal. 

-J-  Teniendo  á  la  vista  las  leyes  19  y  20  del  titulo  9,  libro  12 
de  la  Novísima  Recopilación ,  y  las  Reales  órdenes  de  29  de 
noviembre  de  1828  y  16  de  setiembre  de  1851 ,  espedidas 
por  el  ministerio  de  Hacienda,  ha  tenido  á  bien  resolver  y 
declarar  S.  M.  que  los  dependientes  de  protección  y  segu- 
ridad pública  y  los  de  justicia  ,  los  conductores  de  caudales 
de  la  Hacienda  nacional ,  los  tesoreros ,  depositarios  ,  estan- 
queros ,  peones-camineros ,  y  en  fin  todos  los  empleados 
que  por  razón  de  sus  destinos  tengan  que  perseguir  malhe- 
chores, velar  por  el  orden  y  tranquilidad  pública,  custodiar 
ó  conducir  caudales,  pueden  ser  autorizados  por  los  jefes 
políticos  para  usar  las  armas  prohibidas  en  la  referida  ley  19  ; 
siendo  al  mismo  tiempo  su  Real  voluntad ,  que  en  la  conce- 
sión de  estos  permisos  se  observe  la  mayor  circunspección 
y  parsimonia ,  dándolos  únicamente  cuando  sea  necesario , 
y  no  en  otros  casos ,  y  en  todos  expresando  en  las  licencias 
el  nombre  ,  apellido,  vecindad,  empleo  y  señas  particulares 
del  individuo  y  el  número  y  calidad  de  las  armas  cuyo  uso 
se  le  permite,  llevándose  en  las  secretarías  de  los  gobiernos 
políticos  un  registro  exacto  de  las  licencias  que  se  concedan. 
Rl.  órd.  de  25  de  enero  de  18Ü5. 

ARMAS  permitidas.  Aquellas  cuyo  uso  no  está  prohi- 
bido por  las  leyes.  Mas  no  se  crea  que  porque  una  arma  per- 
lerdea  á  la  clase  de  las  permitidas  ó  no  prohibidas  ,  puede 
ya  usarse  indistintamente  por  todas  y  cualesquiera  personas. 
Nadie  puede  usar  de  armas  de  fuego  no  prohibidas,  dice  el 
reglamento  de  policía  de  20  de  febrero  de  182?!-,  sin  estar 
autorizado  para  ello  por  las  leyes  ó  por  una  licencia  de  la 
policía  ,  bajo  la  multa  de  cien  ducados  y  treinta  dias  de  pri- 
sión; arts,  115  y  150.  Las  licencias  para  usar  armas  no  pro- 
hibidas no  se  conceden  á  los  individuos  siguientes  :  Io  á  los 
pobres  de  solemnidad  ni  á  los  simples  jornaleros  ;  arls.  7ft  y 
116  :  —  2o.  á  los  que  hayan  sido  condenados  á  presidios,  cami- 
nos ó  arsenales,  sino  después  de  seis  años  de  cumplida  su  con- 
dena, y  esto  siempre  que  durante  dicho  espacio  de  liempoha- 
yan  tenido  una  conducta  arreglada,  y  no  hayan  sido  procesa- 
dos, encarcelados  ó  perseguidos  por  otros  escesos  ;  art.  117: 
— 3o.  á  los  que  no  tengan  medios  de  existencia  conocidos,  ni  á 
los  titiriteros  ,  saltimbanquis  y  demás  que  ejercen  profesio- 
nes ambulantes;  art.  H8.  Todo  el  que  solicite  licencia  para 
usar  de  armas  no  prohibidas,  como  el  particular  que  para 
usarlas  no  necesite  licencia  ,  deben  declarar  el  número  y  la 
calidad  de  lus  que  deseen  usar  ó  posean  ,  de  manera  que  si 
tuvieren  alguna  mas  de  las  que  hubiesen  declarado,  pagarán 
cincuenta  ducados  de  multa ,  y  perderán  el  derecho  de  usar 
armas  por  un  año;  arls.  119,  151  y  154.  Las  licencias  para 
usar  armas  espiran  de  derecho  el  último  dia  del  año,  y  los 
que  quieran  continuar  usando  de  estas  deben  renovar  aque- 
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lias  antes  que  espiren  ,  art.  125;  bajo  el  concepto  de  que  si 
continuaren  usándolas  sin  este  requisito,  pagarán  una  multa 
de  cien  ducados,  y  no  podrán  obtener  nueva  licencia  hasta 
pasado  un  año  ,  arl.  153.  Por  las  licencias  para  usar  armas 
y  por  sus  renovaciones  se  paga  la  retribución  de  treinta  rea- 
les ,  esceptuando  á  los  habitantes  de  los  caseríos  aislados  ú 
otras  posesiones  rurales  que  las  necesiten  para  defensa  de 
sus  propiedades  ;  arts.  116  y  123,  y  arts.  102  y  10?*  del  re- 
glamento de  prov.  Los  armeros  deben  llevar  un  registro  dia- 
rio délas  armas  de  fuego  que  vendan,  con  esprcsion  del 
nombre  y  domicilio  del  comprador  ;  y  si  vendieren  armas 
sin  hacer  esta  anotación  ,  incurren  en  la  multa  de  cincuenta 
ducados,  arts.  121  y  152.  —  Todas  las  penas  señaladas,  es- 
cepto  las  del  art.  1 50,  son  dobles  á  la  segunda  contraven- 
ción ,  arl.  160.  Todas  estas  disposiciones  son  comunes  á 
Madrid  y  alas  provincias;  arls.  101 ,  102,  110  y  113  del 
reglamento  de  policía  para  las  prov  hielas.  Véase  Armas  pro- 
hibidas, Caza  y  Escopeta. 

El  uso  de  armas  largas  es  seguramente  menos  peligroso 
que  el  de  las  cortas,  porque  aquellas  no  pueden  llevarse 
ocultas  como  estas  ,  y  porque  es  mas  fácil  evitar  ó  eludir  la 
acción  y  el  golpe  de  las  primeras  que  el  de  las  segundas; 
pero  no  por  eso  debe  tolerarse  el  uso  de  las  armas  largas 
sino  con  ciertas  limitaciones.  La  ley  que  las  prohibiese  abso- 
lutamente seria  peligrosa  ,  porque  no  siendo  obedecida  sino 
por  los  hombres  pacíficos ,  las  dejaría  en  manos  de  los  faci- 
nerosos y  malhechores  acostumbrados  á  violar  las  convencio- 
nes mas  sagradas  ,  y  multiplicaría  los  asesinatos,  poniendo 
al  ciudadano  indefenso  á  merced  delsalteadory  del  perverso 
armado  :  mas  la  que  las  permitiese  indistintamente  á  todos 
los  hombres  y  en  todos  los  tiempos  y  lugares  ,  traeria  entre 
otros  inconvenientes  el  de  fomentar  y  dar  ocasión  á  riñas  y 
desafíos.  Será  pues  mas  del  caso  tomar  un  justo  medio,  y 
no  permitir  el  uso  de  las  armas  sino  al  que  las  necesite  para 
defender  su  persona  y  sus  bienes  en  los  viajes  y  en  los  ca- 
seríos aislados ,  porque  allí  es  donde  la  seguridad  está  es- 
puesta á  riesgos ,  prohibiéndolo  à  todos  en  el  seno  de  las  po- 
blaciones donde  las  autoridades  velan  en  defensa  de  todos 

ARMAS  ó  blasón.  Las  insignias  que  usan  las  familias 
nobles  en  sus  escudos  para  distinguirse  unas  de  otras  y  de 
las  del  estado  general ,  como  también  los  mismos  escudos  y 
los  que  usan  los  príncipes,  reinos ,  provincias  y  ciudades. 

Hay  quienes  hacen  las  armas  tan  antiguas  como  el  mundo, 
diciendo  que  los  hijos  de  Seth  ,  para  distinguirse  de  los  de 
Cain  ,  tomaron  por  armas  diferentes  figuras  de  cosas  natu- 
rales ,  como  frutos  ,  plantas  y  animales  ;  y  que  los  de  Cain 
usaron  de  las  figuras  de  los  instrumentos  de  las  arles  me- 
cánicas que  profesaban  :  mas  estos  son  sueños  de  Rabinos, 
que  no  tienen  apoyo  alguno  en  la  sagrada  Escritura.  Algunos 
atribuyen  la  invención  de  las  armas  á  los  hijos  de  Noé  des- 
pués del  diluvio;  y  otros  á  los  Egipcios,  refiriéndose  á  la 
autoridad  de  Diodoro  de  Sicilia.  Varios  han  creído  que  las 
armas  estaban  en  uso  cuando  los  Hebreos  salieron  de  Egipto, 
porque  en  el  libro  de  los  Números  se  arregla  el  campamento 
de  aquel  pueblo  por  tribus  ó  familias  distinguiéndolas  por 
sus  enseñas  y  banderas  ;  y  prevaliéndose  de  las  espresiones 
metafóricas  de  que  se  sirvió  Jacob  al  predecirá  sus  hijos  lo 
que  les  habia  de  suceder  después  de  su  muerte  ,  como  tam- 
bién de  las  bendiciones  do  Moisés  á  las  tribus,  han  dado  un 
león  á  la  tribu  de  Judá,  una  ancla  á  la  de  Zabulón, un  jumento 
á  la  de  Isacar,  una  serpiente  á  Dan ,  un  hombre  armado  á 
Gad,  una  espada  á  Simeón,  tonillos  ó  róeles  á  Aser,  un 
ciervo  á  Neftalí,  un  lobo  á  Benjamín,  un  sol  y  una  luna  con 
manzanas  de  oro  á  José ,  una  cabeza  de  toro  y  cuernos  de 
rinoceronte  á  Efrain  y  Manases  ,  y  mandragoras  á  Rubén. 
El  P.  Petra-Santa  refiere  el  origen  de  las  armas  á  los  tiem- 
pos heroicos,  que  empezaron  en  el  imperio  de  jos,  Asirios,  á 
quienes  se  da  por  distintivo  una  paloma  de  plata  en  memoria 
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de  Semirámis,  cuyo  nombre  significa  paloma  ;  y  á  estos  mis- 
mos tiempos  corresponde  lo  que  Eurípides  escribe  sobre  las 
divisas  que  llevaban  en  sus  broqueles  ¡os  que  combatieron 
bajolosmuros  de  Tébas,  como  igualmente  lo  que  dice  Valerio 
Flaco  délos  símbolos  de  los  argonautas.  Algunos  historiado- 
res no  dan  esta  invención  sino  á  los  griegos  que  fueron  al 
sitio  de  Troya.  Filóstrato  ,  Xenofonte  y  Quicio  Curcio  la 
atribuyen  á  los  Medos  y  á  los  Persas  desde  el  establecimiento 
de  su  monarquía.  El  P.  Monet  pretende  r  que  en  tiempo  de 
Augusto  fué  cuando  se  arregló  el  uso  de  las  armas,  fundán- 
dose en  las  obras  en  que  se  hallan  descritos  con  todas  sus 
figuras  los  escudos  de  las  legiones  romanas.  Otros  sostienen 
que  Cario  Magno  fué  el  verdadero  autor  de  este  estableci- 
miento cuando  instituyó  los  doce  Pares.  Pero  la  opinion  mas 
común  encuentra  el  origen  de  las  armas  en  las  cruzadas ,  en 
las  guerras  contra  los  Sarracenos,  y  en  los  viajes  de  ultra- 
mar contra  los  infieles,  diciendo  que  los  principales  guerre- 
ros introdujeron  entonces  el  uso  de  distinguirse  con  estas 
insignias,  y  que  de  allí  vienen  la  mayor  parte  de  las  armas  de 
los  príncipes,  como  las  de  los  reyes  de  Aragon  y  de  Portu- 
gal, las  de  los  condes  deFlándes  y  duques  de  Brabante. 

Lo  que  se  deduce  de  tan  diversas  opiniones  es  que  en  to- 
dos tiempos  ha  habido  en  los  ejércitos  distintivos  simbólicos, 
conque  se  adornaban  los  escudos,  las  cotas  de  armas,  los 
cascos ,  los  estandartes  y  banderas  militares  ;  pero  no  eran 
todavía  insignias  de  nobleza,  ni  pasaban  por  via  de  sucesión 
á  las  familias  para  distinguirse  unas  de  otras. 

El  P.  Menetrier,  que  trae  todas  estas  noticias,  añade  que 
los  antiguos  torneos  son  los  que  dieron  motivo  al  estableci- 
miento del  blason  ,  por  razón  de  las  armas  y  de  los  trajes 
que  servían  para  estos  ejercicios  militares.  Los  esmaltes  que 
entran  en  las  armas  son  los  de  los  antiguos  juegos  del  circo  , 
que  pasaron  á  los  torneos.  Los  bandos  y  las  cuadrillas  se 
distinguian  en  ellos  por  los  colores  blanco,  encarnado,  azul 
y  verde,  que  son  el  plata,  él  gules,  el  azur  y  el  sinople  de 
nuestras  armas.  Domiciano  aumentó  dos  cuadrillas,  una 
vestida  de  oro  y  otra  de  púrpura.  El  sable  ó  negro  se  intro- 
dujo en  los  torneos  por  los  caballeros  que  llevaban  luto  ó 
tenían  algún  gran  sentimiento.  El  arminio  y  el  verde  se  usa- 
ban también  en  los  trajes  de  torneo.  Las  particiones  del  es- 
cudo vienen  de  los  trajes  de  torneo,  que  muchas  veces  eran 
de  dos  colores  divididos  á  lo  largo,  á  lo  ancho,  al  sesgo,  ó  en 
cuarteles.  La  mayor  parte  de  las  piezas  del  escudo  ,  como 
los  palos  ó  barras,  los  cabríos,  los  sotueres  ó  aspas,  etc.  son 
piezas  ó  figuras  de  las  antiguas  lizas  y  banderas  en  que  se 
hacían  los  torneos.  Las  rocas  y  armellas  proceden  de  las 
justas  y  juegos  de  sortija;  y  las  bandas  y  fajas ,  de  las  que 
en  dichas  fiestas  llevaban  los  caballeros.  Estos  tomaban  tam- 
bién por  divisas  varias  figuras  de  animales  y  otros  símbolos, 
y  se  ponían  la  denominación  de  caballeros  del  cisne,  del 
león,  del  águila,  del  sol,  de  la  estrella. 

Como  en  Alemania  fué  donde  primero  empezaron  los  tor- 
neos en  el  siglo  décimo,  es  probable  que  los  Alemanes  serian 
los  primeros  que  tuvieron  armas  ó  blasones,  cuyo  uso  pasó 
luego  con  el  de  aquellas  fiestas  á  Francia  ,  España  é  Italia. 
La  nobleza  de  Inglaterra  no  las  conoció  hasta  el  reinado  de 
Guillermo  el  Conquistador  en  el  siglo  undécimo,  y  la  de  los 
Países  Bajos  hasta  los  años  de  1160. 

Las  principales  causas  ú  ocasiones  que  han  dado  lugar  á 
la  elección  de  las  figuras  que  se  ven  en  las  armas  ,  son  el 
nombre,  algún  hecho  ilustre,  las  dignidades  ó  cargos  públi- 
cos, las  cruzadas,  las  divisas,  las  relaciones  ó  semejanzas 
simbólicas  ,  y  las  singularidades  del  pais. 

Hay  efectivamente  muchas  familias  que  han  puesto  en 
sus  escudos  algunos  signos  que  representan  sus  nombres  ó 
apellidos.  La  de  los  Coroneles  lleva  cinco  cornejas  sables  ó 
negras  en  campo  de  oro  :  la  de  los  Lunas  una  media  luna  de 
plata  en  campo  de  purpura  :  la  de  los  Romeos  una  mala  de 


romero  sinople  en  un  vaso  gules  :  la  de  los  Fozes  cinco  ho- 
zes  de. podar  de  plata  :  la  de  los  Castros  un  astro  ó  estrella 
de  plata  con  la  punta  inferior  de  rayo  :  la  de  los  Rebolledos 
tres  rebollos  sinoples  en  campo  de  oro  :  la  de  los  Abarcas 
dos  abarcas  de  oro  en  campo  azul  :  la  de  los  Pinos  tres  pi- 
nas de  oro  en  triángulo  :  la  de  los  Torrellas  tres  torres  de 
plata  :  la  de  los  Zapatas  de  Valtorres  tres  zapatos  :  la  de  los 
Buedas  una  rueda  de  oro.  Lo  que  han  hecho  las  familias, 
lo  han  ejecutado  también  algunos  reinos ,  provincias  y  ciu- 
dades ,  como  es  de  ver  en  las  armas  de  León  ,  de  Castilla, 
de  Granada,  y  en  las  de  Barbastroy  Teruel  ó  Toroel  :  todas 
las  cuales  por  la  relación  que  tienen  con  los  nombres  se 
llaman  en  lenguaje  heiáldico  armas  paríanles. 

Con  respecto  á  los  acontecimientos  y  acciones  ilustres,  te- 
nemos entre  otras  muchas  ,  las  armas  de  los  Guzmanes  que 
con  el  castillo  superado  de  un  brazo  en  ademan  de  arrojar 
una  espada  nos  recuerda  el  heroísmo  de  Guzman  el  Bueno 
en  la  defensa  de  Tarifa  :  la  de  los  Mazas,  que  con  sus  tres 
mazas  de  oro  puestas  en  palo  perpetúan  la  memoria  de  lo 
mucho  que  se  distinguió  en  la  famosa  batalla  de  Alcoraz 
junto  á  Huesca  el  caballero  Fortuno  ,  que  con  trescientos 
peones  armados  de  mazas  habia  venido  en  ausilio  del  rey 
don  Pedro  de  Aragon,  y  que  con  este  motivo  tomó  y  traspasó 
á  sus  descendientes  el  apellido  de  Maza  ;  y  últimamente  de 
los  Lanuzas,  que  llevan  un  león  ,  una  ala  y  las  cuatro  bar- 
ras ó  bastones  de  Aragon ,  concedidas  por  Juan  II  á  Martín 
López  de  Lanuza  por  su  valor,  asistencia  á  su  real  persona  y 
hazañas  militares  en  las  guerras  de  Cataluña. 

Para  conocer  que  las  dignidades  ó  cargos  han  dado  figuras 
á  las  armas ,  basta  observar  que  algunas  familias  que  han 
tenido  el  empleo  de  mayordomo,  repostero,  dapífero  ó  conde 
palatino  de  la  copa  en  la  casa  real,  llevan  en  sus  escudos 
bezantes  y  copas  de  oro  y  de  gules  en  señal  de  dichos  car- 
gos ;  y  que  otras  llevan  asimismo  las  insignias  ,  símbolos  ó 
adornos  de  la  autoridad  que  han  ejercido. 

Es  cierto  también  que  las  cruzadas  y  los  viajes  de  ultra- 
mar han  contribuido  mucho  al  origen  de  los  blasones.  Los 
que  fueron  á  combatir  en  las  cruzadas  contra  los  infieles  to- 
maron por  armas  la  cruz  en  diferentes  formas  y  colores , 
añadiendo  después  las  figuras  de  ciertas  aves  que  pasan  el 
mar  todos  los  años  ,  y  representándolas  mutiladas  de  pies  y 
pico  para  denotar  las  heridas  que  en  sus  espediciones  ha- 
bían recibido. 

Como  las  divisas  ó  empresas  servían  en  otro  tiempo  para 
conocerse  y  distinguirse  unos  de  otros  en  las  guerras  y  en 
los  torneos  los  caudillos  y  caballeros,  no  es  estraño  que 
hayan  llegado  á  ser  señales  ó  insignias  de  la  nobleza  de  las 
familias.  Así  se  ve  en  algunas  armas  la  divisa  de  un  camello 
echado  con  el  lerna  Qui  se  liumiliat,  exallábilur ;  y  en  otras 
un  unicornio  alzado  hacia  un  sol  radiante  con  el  mole  Exal- 
iabitur  siçut  unicornis. 

Lo  mismo  ha  sucedido  con  los  símbolos.  Se  han  dado  leo- 
nes á  los  valientes  :  águilas  á  los  hombres  de  mucha  perspi- 
cacia y  de  pensamientos  elevados  :  perros  á  los  leales  :  ga- 
llos á  los  vigilantes  :  cigüeñas  álos  piadosos  :  serpientes  á  los 
que  han  dado  pruebas  de  consumada  prudencia  en  los  nego- 
cios del  Estado. 

Finalmente ,  las  singularidades  ,  rarezas  ó  cosas  notables 
del  pais  han  dado  también  la  materia  de  las  armas ,  ó  las 
piezas  que  las  componen.  La  Islandia  lleva  en  su  escudo  un 
pez  coronado  ,  por  la  abundancia  de  pesca  que  allí  se  coge. 
La  ciudad  de  París  trae  un  navio ,  porque  la  isla  del  Sena  en 
que  fué  fundada,  tiene  esta  forma.  El  árbol  de  las  armas  de 
Vizcaya  representa  el  árbol  de  Garnica,  bajo  el  cual  se  cele- 
braban las  corles  ó  juntas  generales  de  la  provincia. 

Como  las  armas  tienen  por  objeto  distinguir  el  linaje  do 
las  personas  y  familias  nobles ,  no  pueden  las  del  estado  ge- 
neral llevar  la»  armas  de  aquellas ,  ni  las  nobles  pueden 
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tampoco  usurpárselas  mutuamente ,  ni  escogerlas  á  su  arbi- 
trio sino  en  el  caso  de  hacerlo  sin  perjuicio  de  tercero  y 
guardando  las  leyes  de  armería  :  bien  que  la  costumbre  es 
que  las  armas  sean  aprobadas  ó  dadas  por  el  rey.  Ninguna 
persona,  cualquiera  que  sea  su  título  ó  dignidad,  puede  po- 
ner corona  sobre  el  escudo  de  sus  armas,  ni  usar  de  las  ar- 
mas reales  derechas  ni  por  orlas  ni  por  otra  manera  diferen- 
ciadas, salvo  en  aquella  forma  y  manera  que  las  trajeren 
sus  ascendientes  á  quienes  fueron  primeramente  dadas ,  y 
solamente  pueden  poner  coroneles  en  los  escudos  de  armas 
los  duques,  marqueses  y  condes;  leyes  Ib  y  16,  lit.  1, 
lib.  6,  Nov.  Rec. 

El  uso  de  escudo  de  armas  es  prueba  de  nobleza  ;  y  el  que 
quiere  probar  que  es  noble  ,  debe  acreditar  que  tiene  escudo 
de  armas,  según  dice  Gutiérrez,  Practic.  qiicesl.,  lib.  3  et 
h,  q.  16,ii.  42,  y  Tiraqueau,  de Nobilil.,cap.  6,  n.  12.  Por 
eso  en  la  orden  de  San  Juan  de  Jerusalen  no  es  nadie  admi- 
tido á  tomar  el  hábito  sin  que  primero  justifique  que  las  fa- 
milias de  su  padre ,  abuelo ,  madre  y  abuela  tuvieron  y 
usaron  armas  por  espacio  de  cien  años.  Si  el  rey  concede 
armas  á  una  persona  del  estado  general,  se  entiende  que  por 
el  mismo  hecho  le  concede  la  nobleza». 

Puede  ser  cavado  el  heredero  con  la  obligación  de  llevar 
las  armas  y  el  apellido  del  testador,  quien  se  entiende  que 
impone  esta  carga  con  el  fin  de  conservar  la  agnación,  según 
sienta  Molina,  de  Primog.,  lib.  2,  cap.  14. 

Suelen  los  nobles  poner  sus  armas  en  portadas  de  casas  y 
otros  edificios ,  en  reposteros  ,  cuadros  ,  sellos  y  otras  cosas, 
para  demostrar  el  derecho  que  en  ellas  tienen.  De  aquí  es 
que  la  cosa  en  que  están  las  armas  de  alguno,  se  presume 
que  pertenece  al  dueño  de  las  armas  ;  y  si  se  hallan  en  las 
paredes,  puertas,  torres  ó  fuente  bautismal  de  un  templo ,  ó 
en  alguna  capilla  ó  altar,  y  aun  en  los  ornamentos  eclesiás- 
ticos, inducen  presunción  del  derecho  de  patronato.  El  que 
quitare  las  armas  puestas  en  alguna  cosa  para  perpetua  me- 
moria ó  para  señal  de  algún  derecho ,  debe  reponerlas  á  su 
costa  y  ser  castigado  con  pena  arbitraria ,  como  dice  Gó- 
mez ,  |  Pœnales,  n.  b,  Institut,  de  action. 

=  Véase  Moreri ,  Ferraris  ,  Teodoro  Opingio ,  don  Ber- 
nardino  de  Mendoza  ,  Moreno  de  Vargas ,  el  padre  Guar- 
diola  ,  Tiraqueau  y  don  Juan  Francisco  de  Montemayor. 

f  ARMAS  reales.  No  se  estampen  en  los  naipes  y  cu- 
biertas de  las  barajas,  ni  en  ninguna  otra  manufactura  de 
establecimientos  particulares,  cuyo  dueño  no  obtenga  en 
adelante  Real  permiso  para  ello,  pagando  ademas  el  servi- 
cio de  cuatro  mil  cuatrocientos  reales  ,  señalado  en  favor  de 
la  Real  Caja  de  Amortización  por  Real  orden  de  51  de  julio 
de  1827.  Rl.  órd.  de  9  de  enero  de  1828. 

ARQUEO.  El  reconocimiento  de  los  caudales  y  papeles 
que  existen  en  las  arcas  del  tesoro  público  ó  de  algún  cuer- 
po ó  casa;  y  también  la  medida  de  la  capacidad  ó  buque  de 
alguna  embarcación. 

ARQUITECTO.  El  que  está  instruido  en  el  arte  de  cons- 
truir y  hacer  edificios,  y  la  ejerce  con  título  de  tal. 

Los  directores  ,  tenientes  y  académicos  de  mérito  de  la 
facultad  de  arquitectura  de  la  real  academia  de  las  tres  no- 
bles artes  de  San  Fernando  están  declarados  hábiles  para 
idear  ó  dirigir  toda  suerte  de  fábricas,  y  para  tasarlas  y 
medirlas  sin  necesidad  de  título  ó  licencia  de  tribunal  alguno, 
de  modo  que  pueden  emplearse  libremente  en  estos  ministe- 
rios; ley  1 ,  til.  22  ,  lib.  8,  Nov.  Rec. 

Ningún  tribunal ,  juez  ó  magistrado  de  la  corte  puede  con- 
ceder á  persona  alguna  título  ó  facultad  para  medir,  tasar  ó 
dirigir  fábricas,  sin  que  preceda'  el  examen  y  aprobación 
que  le  dé  la  academia  de  San  Fernando  de  ser  hábil  y  á 
propósito  para  estos  ministerios;  y  el  que  sin  estas  circuns- 
tancias obtuviere  dicho  título  ó  facultad ,  ademas  de  las  pe- 
pas en  que  han  de  incurrir  lodos  los  que  practiquen  las  lasas 
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y  medidas  sin  título  legítimo  ,  quedará  inhábil  aun  para  ser 
admitido  á  examen  por  tiempo  de  dos  años;  cid.  de  50  de 
mayo  de  1757,  cap.  53. 

Nadie  puede  ejercer  la  profesión  de  arquitecto  sino  con 
título  de  la  academia  de  San  Fernando;  y  él  que  sin  él  in- 
tentare tasar,  medir  ó  dirigir  fábricas ,  incurre  por  la  prime- 
ra vez  en  cien  ducados  de  multa,  por  la  segunda  en  doscien- 
tos ,  y  en  trescientos  por  la  tercera,  con  aplicación  á  los 
usos  de  la  academia;  d.  cid.  de  50  de  mayo  de  1737,  cap.  53 
(ley  2,  til.  22,  lib.  8,  Nov.  Rec.). 

Ningún  tribunal ,  ciudad  ,  villa ,  ni  cuerpo  alguno  ecle- 
siástico ó  secular  puede  conceder  título  de  arquitecto  ni  de 
maestro  de  obras  ó  de  albañilería  ni  nombrar  para  dirigirlas 
al  que  no  se  haya  sujetado  al  riguroso  examen  de  la  acade- 
mia de  San  Fernando,  quedando  abolidos  los  privilegios 
que  conservaban  algunos  pueblos  de  poder  dar  títulos  de 
arquitectos  y  de  maestros  de  obras  arbitrariamente  ;  leyes  7 
y  8,  til.  22,  lib.  8,  Nov.  Rec,  céd.  de  2  de  octubre  de  1814,  y 
de  21  de  abril  de  1828. 

Los  arquitectos  y  maestros  mayores  de  las  capitales  y  ca- 
bildos eclesiásticos  principales  del  reino  han  de  ser  precisa- 
mente académicos  de  mérito  de  San  Fernando  ó  arquitectos 
de  la  academia;  para  lo  cual  siempre  que  haya  vacante  de 
este  empleo  ,  debe  avisarse  á  la  academia  con  espresion  del 
sueldo  asignado  y  de  los  sugetos  dignos  de  desempeñarlo 
que  hayan  determinado  elegir,  antes  de  darles  posesión,  para 
verificar  que  son  tales  académicos  y  que  en  ellos  no  hay  re- 
paro alguno  que  deba  impedir  su  nombramiento  ;  d.  ley  7  , 
til.  22  ,  lib.  8  ,  Nov.  Rec,  y  céd.  de  2  de  octubre  de  1814 ,  y 
21  de  abril  de  1828. 

Siempre  que  en  los  pueblos  se  proyecte  alguna  obra  pú- 
blica ,  ó  en  los  templos  alguna  obra  de  consecuencia ,  debe 
consultarse  á  la  academia  de  San  Fernando ,  entregando  á 
su  secretario  con  la  conveniente  esplicacion  por  escrito  los 
dibujos  de  los  planes ,  alzadas  y  cortes  de  las  fábricas  que  se 
ideen  ,  para  que  examinados  atenta  ,  breve  y  gratuitamente 
por  los  profesores  de  arquitectura  ,  advierta  la  misma_  aca- 
demia el  mérito  ó  errores  que  contengan  los  diseños ,  ó  indi- 
que el  medio  mas  proporcionado  para  el  acierto  ;  leyes  4  y 
b,  lit.  2,  lib.  1,  leyes  5,  4,  b,  6  y  7,  til.  54,  lib.  7,  ley  7,  lit. 
22,  lib.  8 ,  Nov.  Rec;  reales  órd.  de  11  de  enero  de  1808  ,  2 
de  octubre  de  1814  ,  12  de  febrero  de  1817  ,  y  21  de  abril 
de  1828. 

Habiéndose  creado  despues  de  la  de  San  Fernando  la  aca- 
demia de  San  Carlos  en  Valencia,  la  de  San  Luis  en  Zara- 
goza, y  la  de  la  Concepción  en  Valladolid,  pueden  también 
presentarse  en  ellas  á  examen  y  recibir  sus  títulos  los  pro- 
fesores de  arquitectura.  Véase  Academia  de  nobles  arles  de 
San  Fernando. 

Contrato  de  obra. 

El  contrato  que  hace  un  arquitecto ,  alarife  ó  maestro  de 
obras  obligándose  á  la  construcción  de  una  casa  ú  otro  cual- 
quiera edificio  ,  es  un  verdadero  contrato  de  venta  ,  si  pone 
también  el  terreno  :  es  un  simple  contrato  de  alquiler  ó  ar- 
rendamiento de  industria  personal,  si  solo  pone  sus  servi- 
cios ó  su  trabajo;  y  es  por  fin  un  doble  contrato  de  arrenda- 
miento y  de  venta,  si  pone  su  industria  y  los  materiales,  pero 
no  el  terreno. 

En  el  primer  caso,  esto  es,  cuando  el  arquitecto  pone  el 
terreno ,  si  la  casa  se  arruina  ó  destruye  por  efecto  de  fuer- 
za mayor  ó  caso  fortuito  ,  como  por  incendio,  terremoto, 
avenida  ú  otro  accidente  antes  de  estar  acabada  y  aprobada 
por  la  persona  con  quien  se  habia  celebrado  el  contrato, 
será  la  pérdida  para  el  arquitecto;  porque  en  las  ventas 
condicionales  y  de  cosas  futuras,  cual  es  la  de  una  casa  que 
está  por  hacer,  no  pasa  el  peligro  de  pérdida  al  comprador 
hasta  la  existencia  de  la  cosa  y  cumplimiento  de  la  condición, 
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según  se  halla  prescrito  en  las  leyes  H  y  26,  tít.  S,  Part  S. 
Mas  si  concluida  ya  la  obra ,  lo  avisare  el  arquitecto  al  com- 
prador para  que  dándose  por  satisfecho  de  ella  la  reciba ,  y 
este  no  quisiere  comparecer ,  no  será  ya  del  arquitecto  sino 
del  comprador  la  pérdida  que  desde  su  tardanza  ocurriere 
por  caso  fortuito  ó  fuerza  mayor  sin  culpa  del  arquitecto; 
leyes  24  y  27,  lit.  5,  y  ley  17,  lit.  8,  Part.  b. 

En  el  segundo  caso,  esto  es,  cuando  el  arquitecto  solo 
pone  su  industria  personal ,  si  el  edificio  cae  ó  se  deteriora 
por  algún  accidente  ó  acaso  sin  culpa  suya  ni  de  las  perso- 
nas que  emplea ,  sea  antes  ó  después  de  acabada  la  obra , 
debe  soportar  la  pérdida  ó  daño  el  propietario ,  sin  que  por 
eso  pueda  escusarse  de  pagar  al  arquitecto  lo  que  le  corres- 
ponda según  el  tanto  en  que  hubiere  sido  ajustada  la  cons- 
trucción; ley  16,  til.  8,  Parí.  5.  La  razón  que  se  alega  para 
cargar  en  este  caso  al  propietario  con  la  pérdida  ó  deterioro 
de  la  obra  y  el  pago  del  precio  de  la  construcción ,  es  que  el 
edificio,  á  medida  que  se  va  levantando  ,  pertenece  con  todo 
su  valor  al  que  lo  mandó  hacer,  y  que  las  cosas  perecen  para 
su  dueño.  La  legislación  francesa  por  el  contrario,  suponiendo 
que  el  obrero  conserva  la  propiedad  de  su  trabajo  hasta  que 
entrega  la  obra,  quiere  que  si  esta  llega  á  destruirse  ó  pere- 
cer sin  culpa  de  aquel  y  sin  que  el  mandante  sea  moroso  en 
aprobarla  y  recibirla ,  soporte  el  dueño  la  pérdida  de  sus 
materiales  y  el  artífice  la  de  su  trabajo  ó  industria. 

En  el  tercer  caso ,  esto  es ,  cuando  el  arquitecto  ó  maestro 
de  obras  pone  su  industria  y  los  materiales,  debe  igualmente 
soportar  el  dueño  del  terreno ,  como  en  el  segundo  caso  ,  la 
pérdida  del  edificio  acaecida  antes  ó  después  de  concluida  la 
obra  por  algún  accidente  extraordinario  que  no  pudiere  im- 
putarse de  modo  alguno  al  arquitecto,  de  suerte  que  tendrá 
que  pagar  á  este  el  valor  de  los  materiales  y  el  de  la  in- 
dustria ó  trabajo.  Así  parece  que  debe  establecerse  por  las 
razones  siguientes:  primero,  porque  la  citada  ley  16,  tít.  8, 
Part.  S ,  impone  generalmente  al  dueño  del  terreno ,  sin  dis- 
tinción de  casos,  el  gravamen  de  soportar  la  pérdida  del  edifi- 
cio que  sucede  sin  culpa  del  arquitecto  :  segundo,  porque  se- 
gún el  principio  de  derecho  romano  de  que  el  edificio  cede  al 
suelo,  quod  solo  inœdificalum  est,  solo  cedit,  admitido  por 
nuestras  leyes  ,  el  propietario  del  terreno  adquiere  la  propie- 
dad de  los  materiales  á  medida  que  se  emplean  en  el  edifi- 
cio ;  y  tercero  ,  porque  las  leyes  romanas  en  virtud  de  este 
principio  prescribieron  efectivamente  la  enunciada  disposi- 
ción. Sin  embargo ,  la  referida  ley  de  las  Partidas  no  está 
tan  clara  y  espresa  que  no  pueda  entenderse  solo  del  caso 
en  que  el  arquitecto  ponga  su  industria  y  no  los  materiales. 
Ademas,  si  el  arquitecto  pone  ambas  cosas,  tomando  á  des- 
tajo la  obra ,  hay  realmente  dos  contratos,  como  ya  hemos 
dicho  mas  arriba ,  uno  de  arrendamiento  con  respecto  á  la 
industria,  y  otro  de  venta  con  respecto  á  los  materiales. 
Esta  venta  es  una  venta  imperfecta ,  pues  que  no  recae  so- 
bre materiales  determinados,  sino  sobre  los  que  sean  nece- 
sarios para  la  obra ,  de  modo  que  hasta  la  conclusion  y 
aprobación  de  esta  no  se  sabe  cuáles  son  los  materiales  que 
el  arquitecto  ó  alarife  quiso  vender,  nondum  apparet  quid 
venierü;  ni  puede  pensarse  que  el  dueño  del  terreno  quiso 
i  obligarse  á  pagarlos  proporcionalmente  á  medida  que  se 
\  fuesen  colocando  en  la  obra,  sino  en  el  todo  cuando  ya  for- 
:  masen  una  obra  completa  y  acabada.  Parece  pues  que  en  el 
caso  de  que  hablamos,  no  el  dueño  del  terreno ,  sino  el  ar- 
quitecto debería  soportar  la  pérdida  del  edificio ,  de  cual- 
!  quier  manera  que  sucediese ,  á  no  ser  que  el  dueño  fuese 
moroso  en  su  reconocimiento  y  aprobación ,  como  se  verifica 
en  las  cosas  que  se  venden  al  gusto,  peso  ó  medida,  según 
la  ley  24 ,  tít.  5,  Part.  S ,  y  como  está  prescrito  en  los  códi- 
gos de  naciones  que  no  se  ciñen  con  tanto  rigor  como  nos- 
otros á  los  principios  sutiles  del  derecho  romano. 


Obligaciones  del  arquitecto. 

El  arquitecto  ,  alarife  ó  maestro  de  obras  está  obligado  : 
Io.  á  hacer  la  obra  que  ha  tomado  á  su  cargo;  2o.  á  hacerla 
dentro  del  tiempo  que  se  hubiere  prefijado  ;  5o.  á  hacerla  bien 
con  arreglo  al  convenio;  k°.  á  emplear  bien  y  guardar  con  el 
debido  cuidado  los  materiales  que  se  le  entregaren  para  la 
fabricación  ;  5o.  á  proceder  de  buena  fe  y  cumplir  fielmente 
las  cláusulas  particulares  del  contrato. 

I.  El  arquitecto  ó  alarife  tiene  que  hacer  ó  dirigir  la  obra 
por  sí  mismo ,  en  caso  de  que  haya  sido  elegido  por  su  talento 
ó  habilidad  personal ,  como  sucede  con  frecuencia.  En  caso 
contrario  puede  hacerla  ó  dirigirla  por  otro^  con  quien  se 
conviniere  por  mayor  ó  menor  precio.  Si  encuentra  quien 
se  la  haga  por  menor  precio ,  no  por  eso  perderá  su  derecho 
á  exigir  todo  el  precio  que  estipuló  con  la  persona  que  le 
encargó  la  obra  ;  y  si  la  ajustare  con  otro  por  una  cantidad 
mas  crecida,  tendrá  que  sufrir  la  pérdida  que  le  resultare, 
sin  poder  pedir  por  su  parte  mas  que  lo  estipulado. 

Si  fuese  moroso  en  emprender  la  obra  contratada  ,  puede 
compelérsele  judicialmente  á  empezarla  y  acabarla  dentro 
de  cierto  tiempo,  ó  á  pagar  los  daños  y  perjuicios  que  por  su 
falta  de  cumplimiento  se  siguieren  á  la  parte  contraria  ;  y  aun 
puede  pedir  esta  la  competente  autorización  para  contratar 
la  obra  con  otro  arquitecto  ó  alarife ,  y  obligar  al  primero  á 
pagar  por  via  de  daños  y  perjuicios  lo  que  tal  vez  el  segundo 
se  llevare  de  mas. 

II.  El  arquitecto  ó  alarife,  para  llenar  completamente  su  obli- 
gación, no  solo  debe  hacer  la  obra  de  que  se  ha  encargado, 
sino  que  debe  hacerla  y  acabarla  dentro  del  tiempo  prefijado 
en  el  contrato.  Si  asi  no  lo  verificare,  tendrá  que  satisfacer 
al  que  se  la  encargó  los  daños  y  perjuicios  que  se  le  siguie- 
ren por  la  tardanza.  Si  un  arquitecto  se  obliga ,  por  ejemplo, 
á  construirte  una  casa  y  ponerla  en  estado  de  ser  habitada 
para  el  mes  de  enero  próximo  ,  y  llega  esta  época  sin  que 
haya  cumplido  su  promesa ,  tendrás  derecho  á  exigirle  la 
indemnización  del  alquiler  que  hubieras  podido  sacar  y  que 
por  su  falta  no  has  sacado  de  la  casa  ;  y  si  la  hubieses  arren- 
dado para  el  citado  mes  en  la  confianza  de  que  para  entonces 
estaría  ya  concluida ,  y  por  no  poderla  entregar  al  arren- 
datario fueses  condenado  en  los  daños  y  perjuicios  á  su  favor, 
debería  resarcírtelos  ademas  el  arquitecto  moroso. 

III.  El  arquitecto  ó  alarife  está  obligado  á  hacer  la  obra 
con  solidez  y  perfección  según  las  reglas  del  arte,  y  conforme 
al  plano  aprobado  por  el  que  se  la  encargó. 

Se  presume  no  estar  hecha  la  obra  con  solidez  y  perfec- 
ción si  se  hunde  ó  falsea  durante  el  tiempo  en  que  se  cons- 
truye ó  en  el  espacio  de  quince  años  después  de  concluida  : 
en  cuyo  caso  el  arquitecto  ó  su  heredero  está  obligado  á  re- 
pararla ó  levantarla  de  nuevo  á  sus  espensas,  ó  bien  á  de- 
volver el  precio,  ademas  de  resarcir  los  daños  y  perjuicios, 
á  no  ser  que  la  ruina  ó  falseamiento  no  provenga  de  culpa 
suya  sino  de  rayo,  terremoto,  avenida  ú  otro  caso  fortuito; 
ley  21 ,  tít.  32,  Part.  Z,yley  16,  til.  8,  Part.  S  ,  con  la 
glosa  b  de  Greg.  López. 

Puede  atribuirse  la  ruina  ó  falseamiento  de  la  obra  á  culpa 
del  arquitecto  ó  alarife  :  Io.  cuando  trae  su  origen  de  algún 
vicio  de  construcción ,  sea  por  impericia  ó  descuido  de  parte 
de  él  ó  de  sus  operarios ,  porque  no  solamente  es  respon- 
sable de  sus  faltas,  sino  también  de  las  de  las  personas  que 
emplea  :  2o.  cuando  procede  de  vicio  ó  poca  solidez  del  suelo, 
porque  de  la  inspección  del  arquitecto  era  examinar  la  natu- 
raleza del  terreno  y  la  mayor  ó  menor  resistencia  que  pre- 
sentaba para  sostener  la  carga  que  se  le  iba  á  imponer  : 
5o.  cuando  viene  de  la  mala  calidad  ó  del  mal  estado  de  las 
maderas  ú  otros  materiales  empleados,  sea  que  los  haya 
de  su  cuenta  el  mismo  arquitecto  ,  sea  que  los  haya 
-ado  el  que  mandó  hacer  la  obraa  á  no  ser  que  en  esta 
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último  caso  hubiere  conocido  el  dueño  de  la  obra  dichos  de- 
fectos ó  se  los  hubiese  advertido  el  arquitecto. 

Si  acabada  la  obra  ,  entendiere  la  persona  para  quien  se 
ha  ejecutado ,  que  no  está  hecha  con  la  debida  solidez ,  tiene 
derecho  á  que  sea  reconocida  y  examinada  por  peritos  nom- 
brados por  ambas  partes  y  tercero  en  discordia  por  el  juez  ; 
y  si  de  esta  visura  resultare  que  con  efecto  está  falsamente 
construida ,  se  debe  demoler  y  volver  á  edificar  á  costa  del 
arquitecto  ó  alarife,  quien  ademas  es  responsable  de  los  daños 
y  perjuicios;  ley  16,  lit.  8,  Part.  5,  y  glos.  de  Gregorio 
López. 

IV.  Debe  el  arquitecto  ó  alarife  emplear  bien  los  materiales 
que  se  le  dan  para  la  obra;  de  manera  que  si  por  impericia 
ó  descuido  de  *parte  suya  ó  de  la  de  sus  obreros  los  echa  á 
perder  y  los  hace  inútiles  para  el  objeto  á  que  estaban  des- 
tinados ,  debe  quedarse  con  ellos  ,  y  suministrar  otros  de 
igual  calidad  ó  pagar  su  valor. 

También  tiene  obligación  de"  guardarlos  con  el  cuidado 
propio  de  un  diligente  padre  de  familias;  de  modo  que  desde 
el  momento  en  que  le  fueren  entregados ,  queda  responsable 
de  las  sustracciones  que  se  cometieren  y  que  pudiera  haber 
precavido ,  debiendo  prestar  la  culpa  leve ,  por  ser  este  con- 
trato en  utilidad  de  las  dos  partes. 

V.  Como  en  este  contrato,  igualmente  que  en  los  otros, 
debe  reinar  la  buena  fe  ,  no  puede  el  arquitecto  ó  alarife  , 
abusando  de  la  ignorancia  del  que  le  manda  hacer  la  obra , 
servirse  de  mentiras  ó  artificios  para  aparentársela  mas 
costosa  de  lo  que  es  y  exigirle  mayor  precio  ;  de  manera 
que  si  le  engañare  en  mas  de  la  mitad  del  verdadero  valor 
de  la  obra,  llevándole  v.  gr.  mas  de  quince  por  lo  que  solo 
valia  diez,  tendrá  que  restituirle  el  esceso,  esto  es  ,  lo  que 
en  el  ejemplo  propuesto  le  hubiere  exigido  sobre  los  diez  : 
en  inteligencia  de  que  el  dueño  de  la  obra  goza  del  término 
de  cuatro  años  para  hacer  la  reclamación.  Véase  Lesión. 

Obligaciones  del  que  manda  hacer  la  obra. 

Las  obligaciones  del  que  manda  hacer  la  obra  son  :  Io.  pagar 
el  p-ecio  estipulado  :  2o.  hacer  lo  que  de  él  dependa  para 
que  el  arquitecto  ó  alarife  pueda  llevar  á  cabo  la  construc- 
ción :  5o.  proceder  de  buena  fe  y  cumplir  por  su  parte  las 
cláusulas  del  contrato. 

I.  La  principal  obligación  del  dueño  de  la  obra  es  pagar 
al  arquitecto  ó  alarife  el  precio  convenido  por  su  construc- 
ción, en  los  plazos  y  forma  que  se  hubieren  prefijado. 

No  habiéndose  tratado  de  precio ,  debe  pagarse  el  que 
fuere  justo  á  juicio  de  peritos. 

Si  el  que  mandó  hacer  la  obra  no  pagare  el  precio  en  el 
tiempo  estipulado ,  está  obligado  al  abono  del  interés  del  seis 
por  ciento  ,  que  empezará  á  correr  desde  la  interpelación 
judicial;  ley  12,  lit.  11,  lib.  10,  Nov.  Rec. 

No  tiene  derecho  el  arquitecto  ó  alarife  á  pedir  el  precio , 
no  habiendo  convención  en  contrario ,  sea  espresa  ó  pre- 
sunta ,  sino  después  que  la  obra  esté  concluida  y  entregada, 
ó  que  el  dueño  sea  moroso  en  su  aprobación  y  recibo. 

Estando  hecha  la  obra  con  la  debida  solidez  y  perfección, 
no  puede  el  dueño  retener  el  precio  ni  negarse  á  su  pago 
bajo  el  pretesto  de  que  la  obra  no  es  de  su  gusto ,  aunque 
se  hubiese  estipulado  que  no  la  pagaria  sino  dándose  por 
satisfecho  de  ella;  pues  el  pacto  de  hacer  la  obra  á  gusto  y 
satisfacción  del  dueño ,  no  deja  absolutamente  al  arbitrio  de 
este  el  aprobarla  ó  desecharla ,  ni  cierra  la  puerta  al  juicio 
de  peritos  ;  ley  17,  til.  8,  Pari.  b. 

El  arquitecto  ó  alarife  que  tomó  á  destajo  la  obra  con  arre- 
glo á  cierto  plano  ó  presupuesto,  no  puede  pedir  aumento 
alguno  del  precio  convenido,  ni  bajo  el  pretesto  de  lesión  ó 
engaño  en  mas  ó  menos  de  la  mitad  del  justo  precio  ,  ni  bajo 
.el  de  encarecimiento  de  los  materiales  ó  de  la  mano  de  obra, 


ni  bajo  el  de  mudanzas  ,  adiciones  ó  mejoras  hechas  sin  au- 
torización del  dueño  ,  como  se  infiere  de  la  ley  h ,  tít.  i  , 
lib.  10  ,  Nov.  Rec. 

El  arquitecto  ó  alarife  tiene  privilegio  sobre  la  obra  para 
ser  preferido  por  su  crédito  á  otros  acreedores ,  aunque  sean 
hipotecarios.  Véase  Acreedor  hipotecario  privilegiado ,  y 
Acreedor  propiciarlo. 

II.  El  que  mandó  construir  la  obra  debe  hacer  lo  que  de 
él  dependa  para  que  el  arquitecto  ó  alarife  pueda  llevar  á 
cabo  la  construcción.  Si  has  contratado  ,  por  ejemplo ,  la 
fabricación  de  una  casa  en  cierto  lugar,  debes  facilitar  el 
paso  al  arquitecto  y  sus  obreros  para  ir  y  venir  y  conducir 
á  él  los  materiales  necesarios  ;  y  habiéndote  tú  obligado  á 
suministrarlos,  debes  hacerlos  llevar  á  tiempo  para  que  la 
construcción  no  se  retarde  ni  se  suspenda.  Si  fueres  moroso 
en  el  cumplimiento  de  tus  deberes,  tendrá  derecho  el  arqui- 
tecto para  exigirte  el  resarcimiento  de  los  daños  y  perjuicios 
que  por  tu  causa  se  le  siguieren;  y  aun  podrá  pedir  la  res- 
cision del  contrato  én  el  caso  de  que  no  cumplas  dentro  del 
término  que  el  juez  te  señalare. 

III.  Aunque  el  arquitecto  ó  alarife  no  puede  alegar  lesión 
ó  engaño  en  mas  de  la  mitad  del  justo  precio,  como  se  ha 
dicho  mas  arriba ,  porque  se  le  debe  considerar  esperto  en 
su  oficio  ;  no  obstante  ,  si  el  que  le  mandó  hacer  la  obra  le 
hubiese  ocultado  ó  disimulado  maliciosamente  la  estension 
de  ella  por  sacar  mejor  partido  en  el  precio  ,  y  el  arquitecto 
ó  alarife  no  la  hubiese  podido  conocer  á  pesar  de  su  pericia, 
deberá  dar  aquel  á  este  lo  que  le  habría  exigido  de  mas  en 
el  caso  de  haber  conocido  todas  las  circunstancias  de  la  obra 
que  tomaba  á  su  cargo  ,  porque  es  principio  general  que  el 
dolo  se  presta  en  todos  los  contratos. 

Debe  asimismo  el  dueño  de  la  obra  llevar  á  efecto  el  con- 
tenido de  las  clásulas  particulares  del  contrato  ;  y  en  caso 
de  inejecución.,  puede  el  arquitecto  ó  alarife  pedir  los  daños 
y  perjuicios  ,  y  aun  alguna  vez  según  las  circunstancias  la 
rescision. 

Modos  de  acabarse  ó  estinguirse  el  contrato  de  obra. 

El  contrato  que  se  celebra  con  un  arquitecto  ó  alarife  para 
la  fabricación  de  un  edificio  ú  otra  obra  se  acaba  ó  estingue: 
Io.  por  el  mutuo  consentimiento  de  las  partes;  2o.  por  la 
voluntad  del  dueño  de  la  obra  ;  3o.  por  la  muerte  del  arqui- 
tecto ó  alarife;  k°.  por  uñ  acontecimiento  de  fuerza  mayor. 

I.  El  contrato  de  obra  puede  estinguirse  por  el  mutuo 
consentimiento  de  las  partes  ,  no  solo  antes  de  comenzarse 
la  obra ,  sino  también  después  de  haberse  dado  principio  á 
ella.  En  el  primer  caso  no  da  lugar  la  estincion  á  resarci- 
miento de  daños  y  perjuicios,  á  no  ser  que  entre  los  intere- 
sados hubiese  habido  otro  convenio  sobre  este  punto.  En  el 
segundo  debe  el  dueño  de  la  obra  pagar  al  arquitecto  ó  alarife 
el  precio  de  lo  que  se  hubiese  fabricado ,  á  no  haber  con- 
vención en  contrario. 

II.  El  contrato  de  obra  no  puede  estinguirse  por  la  vo- 
luntad del  arquitecto  ó  alarife,  pues  este  no  tiene  facultad 
para  dispensarse  de  su  ejecución  por  solo  su  capricho,  antes 
bien  puede  ser  compelido  judicialmente  á  ella,  y  aun  al  pago 
de  los  daños  y  perjuicios  que  su  morosidad  ocasionare,  como 
se  ha  dicho  arriba  con  mas  estension  al  tratar  de  las  obliga- 
ciones del  arquitecto. 

Mas  el  dueño  de  la  obra  puede  rescindir  el  contrato  siempre 
que  quiera  ,  aunque  la  obra  esté  ya  comenzada  ,  indemni- 
zando al  arquitecto  de  todos  sus  gastos,  de  todos  sus  tra- 
bajos y  de  las  ganancias  que  hubiera  podido  tener  en  la 
empresa ,  con  la  deducción  que  se  estime  por  la  libertad  en 
que  queda  de  poderse  emplear  en  otra.  No  estaría  efectiva- 
mente puesto  en  razón  el  que  se  obligase  á  un  propietario  á 
continuar  una  obra  que  tal  vez  le  es  ya  inútil,  ó  que  jjuiza 
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no  pnede  pagar  por  algún  descalabro  que  despues  de  contra- 
tada le  ha  sobrevenido  en  sus  intereses.  El  arquitecto  por 
otra  parte  ,  viéndose  con  la  correspondiente  indemnización 
no  tiene  interés  en  oponerse  á  la  voluntad  del  propietario. 
El  mismo  derecho  asiste  ,  como  es  claro  ,  á  sus  herederos. 

III.  El  contrato  de  obra  se  disuelve  por  la  muerte  del  ar- 
quitecto ó  alarife,  porque  el  objeto  de  este  contrato  es  un 
hecho  personal  que  estos  se  imponen.  Al  hacer  este  contrato 
se  toma  siempre  mas  ó  menos  en  consideración  la  industria, 
el  celo  ,  la  habilidad  de  la  persona  á  quien  se  encarga  la 
obra  ;  y  ni  el  arquitecto  entiende  dejar  á  sus  herederos  una 
obligación  que  las  mas  veces  no  podrían  cumplir  por  falta 
de  idoneidad,  ni  á  la  otra  parte  ocurre  tampoco  que  estos 
mismos  herederos  habrían  de  hacer  la  obra  en  caso  de  muerte 
del  arquitecto.  Por  eso  sienta  muy  bien  Gregorio  López , 
glosa  3  de  la  ley  2,  lit.  8,  Parí.  5,  que  esta  obligación  no  pasa 
al  heredero  ,  añadiendo  en  seguida  como  principio  general 
que  :  officia  industriatia  ad  hceredem  non  sunl  transitoria. 

Mas  como  el  dueño  de  la  obra  no  debe  sacar  ventaja  al- 
guna de  la  muerte  del  arquitecto ,  es  claro  que  no  puede  es- 
cusarse  de  pagar  proporcionalmente  á  su  heredero  el  valor 
de  los  trabajos  hechos,  y  aun  el  de  los  materiales  preparados 
que  puedan  todavía  serle  útiles. 

La  muerte  del  dueño  de  la  obra  no  disuelve  el  contrato  , 
porque  es  indiferente  al  arquitecto  ó  alarife  el  trabajar  para 
una  persona  ó  para  otra. 

IV.  Disuélvese  por  fin  el  contrato  de  obra  cuando  sobre- 
viene una  fuerza  mayor  que  impide  su  ejecución  ;  y  no  tiene 
derecho  el  arquitecto  en  este  caso  á  resarcimiento  de  daños 
y  perjuicios. 

Si  habiendo  contratado,  por  ejemplo ,  la  fabricación  de 
una  casa  en  cierto  terreno  ,  te  ves  luego  forzado  á  vender  el 
terreno  ai  Estado  para  una  plaza  ú  otro  objeto  de  utilidad 
común ,  es  evidente  que  no  pudiendo  ya  ejecutarse  el  con- 
trato que  habías  celebrado  con  el  arquitecto,  queda  disuelto 
y  anulado  ,  y  que  este  no  puede  reclamar  contra  tí  los  daños 
y  perjuicios ,  pues  que  no  eres  responsable  de  este  aconteci- 
miento de  fuerza  mayor.  Pero  si  el  arquitecto  habia  hecho 
ya  algunos  gastos  para  la  conducción  de  los  materiales ,  justo 
sera  que  se  los  abones,  y  que  el  Estado  te  los  reembolse. 

•j-  El  estudio  de  la  arquitectura  forma  hoy  una  verdadera 
tarrera  científica ,  necesitándose  para  su  ejercicio  el  corres- 
pondiente título  espedido  por  el  ministerio  déla  Gobernación 
de  la  Península  en  virtud  de  certificación  dada  por  la  aca- 
demia de  San  Fernando.  —  Corresponde  à  los  profesores  de 
arquitectura  proyectar  y  dirigir  las  obras  de  nueva  planta 
de  toda  clase  de  edificios ,  tanto  públicos  como  particulares; 
las  de  fontanería ,  la  medida ,  tasación  y  reparación ,  así 
interior  como  exterior  de  las  mismas  obras ,  y  las  vistas  y 
reconocimientos  que  en  ellas  se  ejecuten ,  ya  sea  por  man- 
dato judicial,  ya  gubernativo,  ó  ya  por  convenio  de  las  par- 
tes. —  De  igual  modo  podrán  los  arquitectos  proyectar  y 
dirigir  los  caminos,  puentes  ,  canales  y  demás  obras  de  ser- 
vicio particular  y  utilidad  privada,  sujetándose  en  su  ejecu- 
ción á  las  disposiciones  generales  que  rigen  respecto  á  las 
espresadas  obras.  Arts.  2o.  y  3'.  fíe  la  Rl.  órd.  de  25  de  no- 
viembrede  1846.  Véase  Escuela  de  nobles  arles  de  la  academia 
de  San  Fernando. 

ARRAIGADO.  El  que  tiene  posesiones  ó  bienes  raices. 

Al  arraigado  que  denuncie  ó  acuse  criminalmente  algún 
atentado  que  se  haya  cometido  contra  su  persona  ,  honra  ó 
propiedad ,  se  le  debe  administrar  eficazmente  toda  la  justicia 
que  el  caso  requiera ,  sin  exigírsele  por  de  pronto  derechos 
algunos  ni  por  los  jueces  inferiores,  ni  por  los  curiales  :  y 
sin  obligarle  á  asegurar  con  fianzas  las  resultas  del  juicio; 
pero  si  apareciere  haberse  quejado  sin  fundamento,  tendrá 
que  pagar  después  del  juicio  todos  los  derechos  que  se  hu- 
biesen devengado,  y  las  demás  costas.  Así  se  infiere  del 


art.  5o.  delreglam.  provis.  parala  administ.  dejust.  de  26 
de  setiembre  de  183b.  Véase  Acusador  y  Costas. 

El  arraigado  que  fuere  demandado  por  deuda  ó  por  delito 
que  no  sea  digno  de  pena  corporal,  no  está  obligado  á  dar 
fiador  que  responda  de  las  resultas  del  juicio  ,  ni  debe  ser 
puesto  en  la  cárcel  ;  leu  2 ,  til.  3 ,  ley  i ,  lit.  5 ,  ley  o ,  lit.  8 , 
ley  4,  til.  5,  lib.  2  del  Fuero  Real ,  ley  66  del  Estilo ,  y  ley  41, 
tit.  2,  Part.  5.  Véase,  sin  embargo ,  lo  que  se  dice  en  los  ar- 
tículos Fianza  de  arraigo  y  Fianza  de  la  haz.  — El  artículo  i  i  • 
del  reglamento  provisional  para  la  administración  de  justicia 
de  26  de  setiembre  de  1853  previene  que  en  cualquier  estado 
de  la  causa  en  que  ,  aunque  no  resulte  la  inocencia  del  ar- 
restado ó  preso  ,  aparezca  que  no  es  reo  de  pena  corporal , 
se  le  debe  poner  en  libertad ,  pero  con  costas  y  bajo  fianza 
ó  caución  suficiente.  Véase  Arraigar,  Arrestado  y  Soltura. 
ARRAIGAR.  Asegurar  la  responsabilidad  ó  las  resultas 
del  juicio.  Arraigase  el  juicio,  como  suele  decirse  ,  hipote- 
cando ú  obligando-  el  demandado  bienes  equivalentes  á  la 
cantidad  que  se  le  pide ,  ó  presentando  prendas  por  igual 
suma  ,  ó  dando  fiador  lego ,  llano  y  abonado  que  se  obligue 
á  pagar  lo  que  contra  él  fuere  juzgado  y  sentenciado. 

No  siempre  ha  de  mandarse  que  se  arraigue  el  juicio,  sino 
solo  cuando  hay  peligro  de  que  quede  ilusorio  con  perjuicio 
del  actor  ó  demandante.  Hay  este  peligro  en  las  causas 
civiles  ,  cuando  el  reo  ó  demandado  es  fallido  ó  poco  abo- 
nado, ó  enajena  sus  bienes  ó  intenta  mudar  de  domicilio  ;  y 
en  las  criminales ,  cuando  por  no  podérsele  imponer  pena 
corporal  sino  pecuniaria  en  razón  de  la  poca  gravedad  del 
delito  ,  se  le  deja  ó  pone  en  libertad. 

Mas  para  que  pueda  darse  en  su  caso  el  mandato  de  ar- 
raigar el  juicio  contra  un  deudor,  es  indispensable  que  el 
acreedor  haga  constar  previamente  la  deuda  por  confesión 
de  aquel,  por  información  á  lo  menos  sumaria  de  testigos, 
ó  por  escritura  auténtica  ;  ley  66  de  Toro ,  que  es  la  o,  tit.  11, 
lib.  10,  Nov.  Rec. 

Si  el  reo  ó  demandado  no  arraiga  el  juicio  por  no  tener 
bienes  ni  encontrar  fiador,  puede  ser  puesto  en  la  cárcel; 
ley  2,  lit.  3,  lib.  2  del  Fuero  Real ,  y  Ant.  Gómez  en  el  cornent.  # 
de  la  ley  66  de  Toro,  pues  no  está  en  práctica  la  ley  41,  tit.  2, 
Part.  5,  que.  se  contentaba  en  este  caso  con  la  caución  jura- 
toria,  como  ya  indicó  Greg.  Lop.  en  las  glosas  de  dicha  ley: 
bien  que  en  el  día  son  muy  pocas  las  personas  que  pueden 
ser  presas  por  deudas,  como  se  dirá  en  el  articulo  Prisión, 
y  tanto  unas  como  otras  no  deben  serlo  sino  en  el  caso  de 
que  el  delito  sea  grave  ó  se  tema  la  fuga ,  y  nunca  por  deu- 
das de  poca  entidad. 

ARRAIGARSE.  Establecerse  de  asiento  en  algún  lugar, 
adquiriendo  en  él  bienes  raices  con  que  vivir  :  irse  estable- 
ciendo y  afirmando  algún  uso  ó  costumbre;  y  lo  mismo  que 
arraigar  el  juicio ,  como  es  de  ver  en  la  ley  66  de  Toro. 

ARRAIGO.  Bienes  raices;  pero  solo  se  usa  en  estas  es- 
presiones  :  es  hombre  de  arraigo ,  tiene  arraigo  y  fianza  de 
arraigo.  Véase  Fianza. 

ARRAS.  La  prenda  ó  señal  que  se  da  en  fe  y  seguridad 
del  cumplimiento  de  alguna  cosa.  —  Úsase  de  esta  palabra 
en  los  contratos ,  y  especialmente  en  los  matrimoniales.  En 
estos  últimos  se  aplica  para  denotar  :  —  Lo  que  se  da  en 
señal  de  los  esponsales  contraidos ,  y  en  prenda  del  futuro 
matrimonio  :  —  La  donación  que  hace  el  varón  á  la  mujer 
para  seguridad  de  la  dote  :  —  Las  dádivas  ,  presentes  ó  re- 
galos que  se  hacen  los  esposos  :  —  La  dotación  que  ofrece  ó 
designa  el  esposo  á  la  esposa  ,  y  aun  el  marido  á  la  mujer, 
en  consideración  á  su  dote  ó  á  sus  prendas  personales  :  — 
Lo  que  se  da  en  señal  del  matrimonio  contraído.  Para  no 
coufundir  las  disposiciones  legales  que  hacen  relación  á  cada 
una  de  estas  especies  de  arras,  hablaremos  de  ellas  con  se- 
paración en  los  artículos  siguientes. 
AERAS.  Lo  que  se  da  por  prenda  ó  señal  de  algún  con- 
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trato  ,  especialmente  de  la  compra  y  venta.  Pueden  darse 
las  arras  antes  ó  despues  que  el  contrato  esté  perfeccionado. 
En  este  último  caso,  ninguno  de  los  contrayentes  puede 
apartarse  de  la  convención  contra  la  voluntad  del  otro ,  y  las 
arras  no  se  consideran  sino  como  parte  del  precio  ó  como 
prenda  para  asegurar  el  cumplimiento  de  la  obligación.  Mas 
en  el  primero  el  que  dio  las  arras  puede  negarse  á  la  con- 
clusion del  contrato  perdiéndolas  á  favor  del  otro  ,  y  el  que 
las  recibió  puede  usar  del  mismo  derecho  restituyéndolas 
dobladas.  Así  lo  dispone  ,  hablando  de  la  compra  y  venta  , 
la  ley  7,  tít.  5,  Part.  5  (1). 

Danse  pues  las  arras,  ó  bien  con  el  objeto  de  comprome- 
terse los  contrayentes  á  la  conclusion  y  ejecución  de  un  con- 
trato proyectado  por  el  temor  de  perderlas  el  que  las  ha  dado 
y  de  restituirlas  dobladas  el  que  las  ha  recibido,  ó  bien  con 
el  fin  de  tener  una  señal  ó  prueba  de  la  conclusion  y  perfec- 
ción del  contrato ,  in  signum  et  argumentum  contractes  facti, 
para  no  dejar  lugar  al  arrepentimiento  de  ninguna  de  las 
partes.  La  dificultad  está  en  conocer  si  las  arras  se  han  dado 
con  el  primer  objeto  ó  con  el  segundo  ,  cuando  no  consta  si 
el  contrato  en  que  han  intervenido  es  un  contrato  concluido 
y  perfecto  ,  ó  solamente  propuesto  y  proyectado.  La  citada 
ley  7,  tít.  8 ,  Part.  5 ,  parece  quiere  dar  á  entender  que 
mientras  el  dador  de  las  arras  no  diga  espresamente  al  tiempo 
de  darlas  que  las  da  por  señal  y  por  parte  del  precio  ó  en 
prueba  de  quedar  cerrado  el  contrato,  debe  suponerse  que 
las  da  solo  como  arras  simples  y  como  pena  del  que  se  ar- 
repienta. «  Señal  dan  los  homes  unos  á  otros  en  las  compras, 
dice  la  ley,  et  acaesce  despues  que  se  arrepiente  alguno.  Et 
por  ende  decimos  que  si  el  comprador  se  arrepiente  después 
que  da  la  señal ,  que  la  debe  perder.  Mas  si  el  vendedor  se 
arrepiente  después,  debe  tornar  la  señal  doblada  al  compra- 
dor, et  non  valdrá  después  la  vendida.  Pero  si  quando  el 
comprador  dio  la  señal ,  dijo  así,  que  la  daba  por  señal ,  et 
por  parte  del  precio  ó  por  otorgamiento ,  estonce  non  se 
puede  arrepentir  ninguno  dellos  nin  desfacer  la  vendida  que 
non  vala.  »  Sin  embargo  ,  aunque  no  diga  el  dador  de  las 
arras  que  las  da  por  señal  y  por  parte  del  precio  ó  por  otor- 
gamiento ,  hay  casos  en  que  se  suponen  y  entienden  dadas 
en  prueba  de  la  perfección  del  contrato  y  no  como  pena  de 
la  retractación.  Tales  son  los  casos  en  que  las  arras  son  sim- 
plemente simbólicas  ó  de  ninguna  importancia ,  como  un 
sello,  una  sortija,  una  llave,  una  moneda  de  corto  valor, 
pues  entonces  no  puede  verse  en  semejantes  arras  sino  la 
señal  del  consentimiento  pleno  y  de  la  palabra  dada  irrevo- 
cablemente ,  siynum  fidei  dalce  irrevocabiliter. 

Si  las  arras  que  se  dan  antes  de  la  conclusion  del  gontrato, 
no  consisten  en  dinero  sino  en  alguna  otra  cosa .  debe  el  que 
las  recibió,  en  caso  de  arrepentirse,  devolverlas  en  especie 
y  dar  ademas  el  valor  en  que  sean  estimadas  por  peritos  ,  y 
si  se  dan  igualmente  después  de  perfeccionado  el  contrato 
en  cosa  que  no  sea  dinero  ,  puede  el  que  las  recibió  rete- 
nerlas en  su  poder  como  una  especie  de  prenda  hasta  que 
el  dador  cumpla  por  su  parte  la  obligación  que  contrajo. 

El  que  ha  recibido  alguna  cosa  por  arras  ,  debe  poner  el 
correspondiente  cuidado  en  su  conservación,  y  queda  obli- 

(1)  Lo  mismo  dispone  la  ley  2,  tít.  10,  lib.  3  del  Fuero  Real, 
bien  que  parezca  convenir  en  que  se  disuelva  el  contrato  aun  estan- 
do perfecto,  perdiendo  las  arras.  Pero  se  puede  responder  que  la 
citada  ley  habla  del  caso  en  que  no  está  perfecta  la  compra,  á  lo 
cual  da  margen  la  glosa  de  Montalvo  en  la  letra  C  ;  ó  que  si  se 
quiere  entender  de  un  contrato  perfecto  ,  las  arras  serian  dadas 
para  que  sirviesen  de  pena,  y  no  como  señal  de  perfección  de  la 
compra,  ó  parte  del  precio.  Véase  á  HeimosMIa  cu  las  adiciones 
á  las  glosas  1  y  5  sobre  la  ley  7,  tít.  5,  Part.  5,  fol.  55,  y  la  glosa 
de  Alonso  Diaz  de  Montalvo  en  la  citada  ley  2,  tít.  10  del  Fuero 
Real ,  principalmente  en  las  palabras  pierda  la  señal  que  dio. 


gado  á  prestar  la  culpa  leve  ,  esto  es ,  á  responder  de  cual- 
quiera pérdida  ó  deterioro  que  la  cosa  sufriere  por  no  haber 
puesto  en  su  custodia  el  esmero  propio  de  un  diligente  padre 
de  familias  ,  porque  las  arras  ceden  en  beneficio  de  ambos 
contrayentes. 

Si  los  contrayentes  anulan  ó  rescinden  de  común  acuerdo 
el  contrato ,  ó  si  su  falta  de  ejecución  no  puede  imputarse  al 
uno  ni  al  otro ,  deben  restituirse  al  dador  las  arras  que  en- 
tregó y  nada  mas. 

Cuando  las  arras  se  dieron  después  de  concluida  y  per- 
feccionada la  convención,  ninguna  de  las  partes  puede  exi- 
mirse de  la  obligación  que  contrajo  ofreciendo  perder  las 
arras  ó  restituirlas  dobles ,  como  se  ha  dicho  mas  arriba  , 
sino  que  cada  una  de  ellas  puede  ser  competida  por  la  otra 
á  llevar  à  cabo  lo  estipulado  ó  á  satisfacer  los  daños  y  per- 
juicios, porque  seria  un  absurdo  que  las  arras  que  no  se 
dieron  y  recibieron  sino  para  confirmar  y  hacer  mas  cierto 
el  contrato,  viniesen  à  ser  causa  de  su  rescision. 

El  que  habiendo  dado  arras  en  prueba  de  la  conclusion 
del  contrato ,  se  niega  después  al  cumplimiento  de  la  obli- 
gación contraída  y  es  compelido  judicialmente  á  su  ejecu- 
ción, no  incurre  en  la  pérdida  de  las  arras,  porque  esta  pér- 
dida se  aplica  precisamente  á  la  inejecución  del  contralo  y 
no  á  la  negativa  de  ejecutarlo.  De  la  misma  manera,  cuando 
el  que  recibió  las  arras  es  condenado  en  los  daños  y  perjui- 
cios por  no  haber  ejecutado  la  convención,  no  puede  el  que 
las  dio  repetirlas  dobladas ,  porque  esta  pena  en  su  caso 
hace  las  veces  de  resarcimiento  de  daños  y  perjuicios ,  y  si 
el  dador  de  las  arras  tuviese  derecho  á  exigir  esta  pena  en  ei 
caso  propuesto  ,  seria  dos  veces  pagado  de  una  misma  cosa. 

ÁREAS.  Lo  que  se  da  en  señal  de  los  esponsales  con- 
traidos y  en  prenda  del  futuro  matrimonio  ;  ó  como  dice  la 
ley  1  ,  tít.  11  ,  Part,  il,  «  peño  que  es  dado  entre  algunos, 
porque  se  cumpla  el  matrimonio  que  prometieron  de  fazer.  > 

Entre  los  Romanos  era  costumbre  que  el  esposo  diese 
arras  á  la  esposa,  ó  al  padre  de  la  esposa  si  esta  se  hallaba 
bajo  la  patria  potestad.  Si  el  esposo  faltaba  á  la  palabra  de 
casamiento,  perdía  las  arras  que  habia  dado  ;  y  si  faltaba  la 
persona  que  las  habia  recibido,  tenia  que  restituirlas  dobla- 
das al  esposo.  Cuando  sin  culpa  de  ninguna  de  las  parles 
dejaba  de  verificarse  el  matrimonio  por  alguna  causa  legíti- 
ma ó  por  fuerza  mayor,  como  v.  gr.  por  muerte  de  uno  de 
los  interesados  ,  debían  devolverse  las  arras  pura  y  simple- 
mente sin  aumento  alguno. 

Entre  nosotros  puede  igualmente  el  esposo  dr.r  arras  á  la 
esposa,  y  también  la  esposa  al  esposo,  ó  bien  sus  padres, 
para  seguridad  del  proyectado  matrimonio ,  como  se  echa 
de  ver  por  la  ley  84,  tít.  18,  Part.  5,  y  la  ley  1 ,  tít.  11 , 
Part.  II. 

Las  arras  pueden  consistir  en  dinero  ó  en  bienes  muebles 
ó  raices;  dicha  ley  84,  lit.  18,  Part.  ô. 

Las  arras  deben  entregarse  real  y  efectivamente,  porque 
son  una  especie  de  contrato  de  prenda,  contó  jwño  que  es 
dado ,  etc.,  según  dice  la  ley  1,  tit.  11,  Part.  ti. 

Pueden  darse  arras  por  una  sola  de  las  partes  ,  ó  mutua- 
mente por  ambas;  d.  ley  84,  lit.  18  ,  Part.  3  ,  y  Grey.  Ló- 
pez, glos.  6. 

Si  una  sola  de  las  partes  dio  arras ,  y  después  se  aparta 
sin  causa  justa  de  la  promesa  de  casamiento,  las  pierde  á 
favor  de  la  otra  ;  y  si  se  apartare  la  que  los  recibió  ,  debe 
restituirlas  dobladas  ;  Greg.  Lop.,  d.  glos.  6«  la  ley  84,  tít. 
18,  Part.  o. 

Consistiendo  en  cosa  que  no  sea  dinero,  deben  restituirse 
en  especie  y  ademas  el  valor  en  que  fueron  estimarlas. 

Si.sc  hubiesen  dado  arras  mutuamente  los  dos  contrayen- 
tes, debe  el  que  se  arrepiente  perder  las  que  dio  3  devot- 
ver  las  que  recibió;  d.  ley  84  ,  tit.  18,  Part,  o  ,  con  la  glos. 
k  de  Greg.  López,  y  ley  1 ,  til.  11,  Parí.  4. 
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Si  el  contrato  de  arras  Se  hubiese  celebrado  con  el  padre 
es  la  esposa  ó  prometida,  no  puede  este  librarse  de  sus  efec- 
¡<:  .  aunque  en  caso  de  no  querer  casarse  la  hija  haya  hecho 
él  cuanlo  podía  para  obtener  su  consentimiento  ;  Greg.  Lop., 
gios.  5  efe  la  ley  8'i,  lit.  18,  Parí.  5. 

Guando  el  matrimonio  deja  de  verificarse  sin  que  intervenga 
culpa  de  ninguna  de  las  partes  ,  no  hay  lugar  á  la  pérdida 
de  las  arras. 

Las  arras  no  deben  considerarse  propiamente  como  pena 
que  se  impónganlos  esposos  para  obligarse  al  enlace  matri- 
monial ,  pues  los  matrimonios  deben  ser  perfectamente  li- 
bres, sino  solamente  como  mero  resarcimiento  de  los  daños 
y  perjuicios  que  pueda  esperimentar  una  de  las  partes  por 
el  arrepentimiento  de  la  otra  :  «  Ca  como  quier  que  pena 
fuese  puesta  sobre  pleyto  de  matrimonio ,  dice  la  ley  i ,  tít. 
1  i ,  Part,  h ,  non  'debe  valer  :  pero  peño ,  ó  arra ,  ó  postura , 
que  fuese  fecha  en  tal  razón  ,  debe  valer.  »  Así  que-,  si  las 
arras  fuesen  demasiado  escesivas  con*  respecto  á  la  calidad 
y  facultades  de  los  interesados  ,  podria  el  que  las  dio  repetir 
lo  que  escediesen  del  valor  de  los  daños  y  perjuicios  que  por 
la  inejecución  del  matrimonio  resultasen  á  la  parte  contraria. 
Véase  Esponsales. 

ABRAS.  La  donación  que  hace  el  varón  á  la  mujer  para 
seguridad  de  la  dote  ;  leyes  1  y  2 ,  tít.  11,  Parí.  h,  y  Antonio 
Gome:  en  la  ley  aO  de  Toro,  n.  9.  «  Lo  que  el  varón  da  á  la  mu- 
jer por  razón  de  casamiento,  dice  la  citada  ley  1,  es  llamado 
en  latin  donaüo propler  nuptias,  quequiere  tanto  decir  como 
donación  que  da  el  varón  á  la  mujer  por  razón  que  casa  con 
ella,  et  tal  donación  como  esta  dicen  en  España  propiamente 
arras.  »  La  ley  2  la  define  «  lo  que  da  el  marido  á  la  mujer 
por  razón  de  la  dote  que  recibió  della.  »  Hablando  de  esta 
donación  Antonio  Gómez  en  el  lugar  citado  :  Donaüo  propler 
nupüas,  dice,  ea  est  quam  paler,  marilus  vel  alius  uxort 
propler  matrimonium  fácil  in  dolis  securilatem.  Llámase 
arras  esta  donación  porque  en  los  bienes  que  la  componen 
queda  asegurada  la  restitución  de  la  dote. 

Estás  arras  pueden  constituirse  y  aumentarse,  del  mismo 
modo  que  la  dote,  antes  y  después  de  celebrado  el  matrimo- 
nio; y  como  se  dan  ó  constituyen  para  seguridad  de  la  dote, 
es  consiguiente  que  haya  de  haber  entre  esta  y  aquellas  la 
correspondiente  igualdad;  leyes  l,  7  y  23,  til.  11 ,  Part.  h. 

El  dominio  de  estas  arras  pasa  y  pertenece  á  la  mujer 
durante  el  matrimonio  ,  y  disuelto  este  vuelve  al  marido  , 
así  como  el  deminio  de  la  dote  pasa  al  marido  para  volver  á 
la  mujer.  Así  que  ,  no  puede  el  marido  enajenar  ni  empeñar 
las  anas  ,  ni  la  dote  inestimada;  pero  debe  administrarlas 
como  dueño  y  percibir  sus  frutos  para  sostener  las  cargas 
del  matrimonio;  ley  7,  tít.  11,  Part.  U. 

Aunque  disuelto  el  matrimonio  deben  restituirse  estas  ar- 
ras al  marido  ó  sus  herederos,  así  como  la  dote  se  restituye 
á  la  mujer  ó  los  suyos,  hay  sin  embargo  algunos  casos  en 
que  la  mujer  no  debe  restituir  las  arras  ni  el  marido  la  dote. 
Estos  son  :  Io.  cuando  ambos  pactaron  que  muerto  el  uno 
sin  hijos  haya  el  otro  la  dote  ó  las  arras  en  todo  ó  en  parte; 
en  el  concepto  de  que  el  pacto  que  tal  vez  se  hubiese  hecho 
sobre  la  adquisición  de  la  dote  á  favor  del  marido ,  se  eniien- 
de  también  sobre  la  de  las  arras  á  favor  de  la  mujer  :  — 
2o.  cuando  hay  costumbre  usada  por  largo  tiempo  en  el  lu- 
gar de  que  el  uno  gane  la  dote  ó  las  arras  por  muerte  del 
otro  ó  por  su  entrada  en  religion  ;  bien  que  Gregorio  López 
dice  que  no  hay  tal  costumbre  en  España  :  5o.  cuando  la  mu- 
jer comete  adulterio ,  pierde  la  dote  á  favor  del  marido,  se- 
gún la  ley;  y  cuando  lo  comete  el  marido  debe  perder  las 
arras  á  favor  de  la  mujer,  según  Gregorio  López  ,  glos.  1, 
te»  25,  tit.  Il,  Part.  h. 

Estas  son  las  disposiciones  de  las  leyes  de  las  Partidas  so- 
bre las  donaciones  propler  nuptias,  que  según  ellas  se  dicen 
propiamente  cirrus  en  España.  Pero  ya  observaron.  Gregorio 


López,  glos.  2  de  la  ley  23  ,  lit.  11  ,  Part,  h,  f  Antonio  Gó- 
mez, en  la  ley  SO  de  Toro  ,  ns.  11  y  12,  que  no  están  en  uso 
estas  arras  ó  donaciones  propler  nuptias,  que  en  su  lugar 
para  la  seguridad  de  la  dote  están  obligados  todos  los  biene 
del  mando ,  y  que  se  diferencia  mucho  de  ellas  lo  que  ahora 
llamamos  arras,  como  luego  veremos  en  otro  artículo.  Tam- 
bién se  da  en  el  dia,  según  las  leyes  de  Toro,  otra  significa- 
ción muy  diversa  á  la  donación  propler  nuptias ,  como  se 
verá  en  la  palabra  Donación. 

ARRAS.  «  Don  que  da  el  esposo  á  la  esposa  ,  ó  ella  á  él, 
francamente  sin  condición ,  antes  que  el  matrimonio  sea 
cumplido  por  palabras  de  presente;  »  ley  3,  tit.  11,  P.arl.h. 
Consiste  por  lo  regular  en  joyas  y  vestidos  preciosos  ú  otras 
cosas  semejantes.  Llamábase  entre  los  Romanos  sponsalitia 
lar  (¡Has,  y  entre  nosotros  donación  esponsalicia,  donadío, 
dádivas  de  esposos,  y  vulgarmente  vistasó  de  otro  cualquier 
modo  arbitrario.  Desígnanse  estas  dádivas  como  especie  de 
arras  en  la  ley  2,  tít.  11,  Part.  U-,  sin  duda  porque  son  señal 
y  prueba  del  ánimo  que  se  tiene  de  contraer  matrimonio; 
pero  no  son  conocidas  con  este  nombre.  Véase  Donación  es- 
ponsalicia. 

ARRAS.  La  donación  que  ofrece  ó  designa  el  esposo  á  la 
esposa,  y  aun  el  marido  á  la  mujer,  en  consideración  á  su 
dote  ó  à  sus  prendas  personales. 

Las  causas  que  suelen  impeler  al  esposo  á  dar  estas  arras 
á  la  esposa  ,  son  la  virginidad  ó  nobleza  de  esta,  la  diferen- 
cia notable  de  edad,  el  ser  él  viudo  y  acaso  con  hijos  y  ella 
soltera  y  joven ,  y  cualquiera  otra  desigualdad  de  circuns- 
cias. 

Llámanse  también  estas  arras  donación  propter  nupüas, 
porque  efectivamente  se  dan  ú  ofrecen  con  motivo  del  ma- 
trimonio ;  pero  se  diferencian  mucho  de  lo  que  en  el  dia  es 
entiende  bajo  este  nombre,  y  propiamente  son  una  dote  que. 
ofrece  el  esposo  á  la  esposa. 

Entre  los  Cántabros  y  pueblos  septentrionales  de  España 
era  antiguamente  costumbre  dotar  el  marido  á  la  mujer,  y 
no  la  mujer  al  marido  :  Apud  Cántabros  vir  mu'ñeri  dotem 
offert,  decia  Estrabon,  lib.  5,  pág.  114.  El  mismo  uso  ha- 
bía en  los  pueblos  germánicos,  como  asegura  Tácito,  De 
Morib.  Germán,  n.  18  :  Dotem  non  uxor  marito,  sed  nxori 
marilus  offert.  De  allí  nos  le  trajeron  los  Godos  ,  y  en  su 
código  se  estableció  por  ley  que  para  la  solemnidad  y  valor 
de  los  esponsales  se  otorgasen  tablas  dotales ,  esto  es,  escri- 
tura hecha  ante  testigos  de  la  dote  que  ofrecia  el  esposo  á  la 
esposa.  Esta  dote  se  espresó  al  principio  con  el  nombre  de 
precio  de  la  doncella  desposada  con  que  el  varón  la  compra- 
ba de  sus  padres  ó  parientes  ;  pero  luego  se  ordenó  á  obje- 
tos mas  altos ,  á  fines  mas  nobles  y  dignos  de  un  gobierno 
sabio,  como  dice  Marina ,  Ensayo  histórico-crítico,  n.  249; 
esto  es,  á  premiar  la  integridad  virginal,  dar  valor  y  estima 
al  mérito  y  honestidad  del  sexo ,  hacer  respetable  el  casa- 
miento y  conciliarle  lustre  y  esplendor,  proporcionar  á  las 
casadas  subsistencia  segura  después  de  la  muerte  de  sus  ma- 
ridos, y  medios  de  poder  continuar  en  este  caso  los  oficios 
del  gobierno  doméstico ,  y  precaver  que  jamas  tuviesen 
parte  en  la  celebración  del  matrimonio  los  ruinosos  y  funes- 
tos vicios  del  interés  y  de  la  avaricia,  y  que  solamente  in-. 
terviniesen  los  motivos  y  afectos  que  inspiran  la.  naturaleza 
y  la  religion,  el  mérito  personal,  amor  puro  y  sencillo  y  de- 
seo de  multiplicarse. 

En  los  reinos  de  León  y  Castilla,  prosigue  Marina,  así 
como  en  Cataluña,  Aragon  y  Navarra ,  se  siguió  la  ley  gó- 
tica en  todas  sus  parles  hasta  la  publicación  de  las  Partidas, 
y  aun  hasta  el  siglo  XV  en  aquellos- pueblos  donde  conserva 
su  autoridad  el  Fuero  Juzgo,  y  no  se  conocía  el  uso  adoptada 
en  los  gobiernos  modernos  de  Europa  de  que  la  mujer  do- 
tase el  varón.  Es  verdad  que  en  Castilla  ,  tai  ana 
consecuencia  de  la  ley  gótica,  se  permitía  que  marido  y 
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mujer,  pasado  el  primer  año  despues  que  habían  casado , 
pudiesen  hacerle  mutuamente  algún  donadío  en  testimo- 
nio de  su  recíproco  amor  y  en  obsequio  del  matrimonio 
contraído,  y  que  la  esposa  llevase  al  casamiento  algu- 
nos bienes  :  pero  todo  esto  era  de  muy  poca  consideración 
y  consistía  regularmente  en  bienes  muebles ,  alhajas , 
vestidos ,  lechos  y  otros  de  la  misma  naturaleza  ,  los  cuales 
jamas  se  conocieron  con  el  nombre  de  dote  sino  con  el  de 
ajovar,  assuvar  ó  ajuar.  Así  que,  la  dote  de  los  Godos  pro- 
piamente consistía  en  la  porción  de  bienes  muebles  y  raices 
que  los  padres  ó  parientes  del  esposo  adjudicaban  por  es- 
critura solemne  á  la  esposa  :  porción  que  no  debia  esceder 
de  la  décima  parte  del  caudal  del  varón  :  y  respecto  de  las 
personas  de  la  mas  alta  jerarquía  se  permitió  ademas  que  se 
pudiese  añadir  en  la  carta  dotal  un  donadío  de  alhajas , 
muebles  y  animales,  estimable  en  la  cantidad  de  mil  sueldes. 

Los  fueros  municipales  autorizaron  las  leyes  góticas;  y 
por  los  instrumentos  públicos  y  cartas  dotales  otorgadas  en 
esta  razón  se  convence  haberse  seguido  generalmente  sobre 
este  punto  aquella  jurisprudencia,  solamente  que  en  las 
leyes  y  escrituras  se  sustituyó  algunas  veces  al  nombre  dote 
el  de  arras,  sin  duda  porque  la  dote  era  como  arra  y  prenda 
segura  del  futuro  matrimonio  ,  y  porque  á  continuación  del 
otorgamiento  de  las  tablas  dotales  entregaba  el  esposo  á  la 
esposa  el  anillo  ó  arra  con  que  se  indicaba  la  próxima  union 
y  L/o  matrimonial.  También  se  varió  en  la  cuota  y  natura- 
leza de  la  dote  que  muchos  fueros  redujeron  á  una  suma 
pecuniaria,  y  otros  dejaron  á  arbitrio  de  las  partes  contra- 
tantes ó  que  intervenían  en  la  celebración  de  las  bodas. 

Las  leyes  del  Fuero  Real  y  las  de  Toro  adoptaron  el  espí- 
ritu de  las  del  Fuero  Juzgo,  y  fijaron  la  jurisprudencia  sobre 
la  dote  ofrecida  por  ei  varón  á  la  mujer,  dándole  constante- 
mente el  nombre  de  arras ,  de  suerte  que  ya  en  materias 
matrimoniales  no  se  entiende  por  arras  sino  esta  dotación. 
Sus  disposiciones  son  las  que  rigen  en  el  día. 

Según  ellas ,  puede  el  esposo  ,  aunque  no  está  obligado  á 
ello ,  dar  ó  prometer  arras  á  la  esposa ,  sea  doncella  ó  viuda  ; 
ley  1,  lit.  2,  Ub.  3  del  Fuero  Real. 

Esta  donación  ó  promesa  puede  hacerse  antes  ó  después 
de  celebrado  el  matrimonio,  pues  que  no  es  donación  simple 
sino  propler  nuptias ,  como  sientan  Antonio  Gómez  en  la 
ley  50  de  Toro ,  n.  12,  y  el  Sr.  Covarrubias ,  part.  2  de  ma- 
Irim.,  cap.  3,  §  7,  n.  14,  y  así  se  observa  en  la  práctica. 

El  importe  de  las  arras  no  puede  esceder  de  la  décima 
parte  de  los  bienes  libres  ,  presentes  ó  futuros  ,  del  marido 
ó  esposo  que  las  da  ó  promete  ;  leyes  i  y%  ptíh  2,  Ub.  3  del 
Fuero  Real,  y  ley  SO  de  Toro,  que  es  la  l ,  tít.  3,  lib.  10, 
Nov.  Rec.  El  esceso  puede  reclamarse  por  el  donador  ó  sus 
herederos  ,  según  la  citada  ley  1 ,  tit.  2 ,  lib.  3  del  Fuero 
Real. 

Es  nula  la  renuncia  que  se  hiciere  de  la  ley  que  prohibe 
dar  en  arras  mas  de  la  décima  parte  de  los  bienes  ;  y  el  es- 
cribano que  interviniere  en  ella ,  incurre  en  la  pena  de  pri- 
vación de  oficio;  ley  SO  de  Toro  ,  que  es  la  1,  lit.  3,  Ub.  10, 
Nov.  Rec.  Esta  ley  tuvo  presentes  ciertas  miras  de  ínteres 
público  ,  y  no  debe  estar  al  arbitrio  de  cualquiera  el  renun- 
ciar á  ellas.  Quiere,  no  obstante,  Antonio  Gómez  quesea 
válida,  aun  en  cuanto  al  esceso  de  la  décima  ,  la  promesa 
de  arras  que  se  hiciere  con  juramento ,  por  el  principio  de 
que  el  juramento  confirma  los  contratos;  pero  prescindiendo 
ahora  de  la  fuerza  de  este  principio,  es  necesario  decir  aquí 
francamente  que  es  un  error  el  presumir  que  con  un  jura- 
mento podemos  hacer  ilusoria  una  ley  prohibitiva  y  penal. 
¿Qué  seria  de  las  leyes  si  jurando  no  cumplirlas  perdiesen  su 
fuerza  obligatoria? 

Muchos  opinan  que  puede  el  varón  dar  ú  ofrecer  á  la  mu- 
jer mas  de  lo  que  importa  la  décima  parte  de  sus  bienes ,  no 
por  vía  de  arras  sino  por  remuneración  de  las  prendas  que 


la  distinguen ,  cómo  cuando  se  enlaza  un  viejo  ó  enfern.izo 
con  una  joven  de  mérito  ,  fundándose  en  que  esta  es  una 
donación  remuneratoria  que  no  está  prohibida  entre  marido 
y  mujer;  bien  que  añaden  que  si  tiene  descendientes  legíti- 
mos no  puede  darle  ni  ofrecerle  mas  del  quinto,  ni  si  tiene 
ascendientes  mas  del  tercio,  en  que  respectivamente  les 
puede  perjudicar.  Véase  Donación  enlrc  cónyuges. 

No  teniendo  el  esposo  bienes  libres  sino  vinculados  ó  su- 
jetos á  restitución  ,  ó  bien  alguna  encomienda ,  pension  vita- 
licia ú  otra  renta ,  puede  ofrecer  en  arras  hasta  la  décima 
parte  de  los  frutos,  réditos  ó  productos  líquidos  que  perci- 
biere durante  su  vida;  Ayora,  de  Partit.,  part.  1  ,  cap.  7, 
n.  2G  ;  Molina  ,  de  Primogen.,  lib.  I  ,  cap.  19,  n.  41  ;  Gu- 
tiérrez, lib.  2,  Pract.  queest.  17;  Soler zano ,  de  Jure  Indiar., 
tit.  2,  lib.  2,  cap.  2,  n.  SI  ;  Escobar,  de  Raliociniis,  comput. 
2,  ns.  S  y  6. 

Si  el  esposo  carece  de  bienes  al  tiempo  de  casarse  ,  puede 
prometer  arras  de  los  que  en  lo  sucesivo  adquiera  ;  y  tendrá 
derecho  á  ellas  la  mujer  mientras  quepan  en  la  décima  par- 
te líquida  de  los  adquiridos  al  tiempo  de  la  demanda  ;  ley 
2  ,  tit.  2,  lib.  3  del  Fuero  Real,  y  Gómez  en  la  ley  80  de 
Toro,  n.  13. 

Si  el  esposo  es  menor  de  veinte  y  cinco  años,  no  puede 
dar  ni  prometer  arras  sino  con  autoridad  de  su  curador ,  si 
es  que  le  tiene:  si  no  tiene  curador,  solo  podrá  darlas  cuan- 
do consistan  en  dinero  ó  en  cosas  que  guardándolas  no  pue- 
den conservarse  :  consistiendo  las  arras  en  bienes  raices ,  es 
indispensable  la  licencia  del  juez ,  sin  que  baste  la  concur- 
rencia del  curador.  Si  hubiese  hecho  donación  ó  promesa  de 
arras  sin  concurso  del  curador  ó  sin  decreto  del  juez  en  los 
casos  en  que  eran  necesarios ,  puede  reclamarlas  durante 
su  menor  edad  y  el  cuadrienio  legal ,  y  si  callare  en  este  es- 
pacio de  tiempo,  se  confirma  y  queda  eficaz  la  donación  ó 
promesa.  Así  lo  sienta  Antonio  Gómez  en  la  ley  SO  de  Toro, 
n.  14.  Es  también  opinion  común  que  en  este  asunto  no  goza 
el  menor  del  beneficio  de  restitución  in  integrum. 

Efectuado  el  matrimonio,  es  absolutamente  de  la  mujer 
el  dominio  de  las  arras ,  y  de  consiguiente  muerta  ella ,  tes- 
tada ó  intestada,  pertenece  á  sus  herederos  testamentarios  ó 
legítimos  y  no  al  marido,  aunque  le  sobreviva  ,  ley  SI  de 
Toro ,  que  es  la  2,  tít.  3 ,  lib.  10,  Nov.  Rec,  por  la  cual  que- 
da corregida  la  ley  1,  tít.  2,  lib.  3  del  Fuero  Real,  en  que  se 
disponía  que  muriendo  la  mujer  sin  hijos  del  matrimonio  y 
sin  haber  dispuesto  de  las  arras  en  vida  ó  muerte ,  volviesen 
estas  al  marido  que  las  dio  ó  á  su  heredero.  Puede ,  no  obs- 
tante ,  el  marido  al  tiempo  de  hacer  la  donación  de  las  arras 
poner  pactos  de  reversion  que  impidan  la  trasmisión  de  ellas 
á  otros  herederos  de  la  mujer  que  no  sean  los  hijos  que  tu- 
vieren en  el  matrimonio  que  contraen  ,  pues  cualquiera  es 
arbitro  de  imponer  en  sus  donaciones  las  condiciones  que  le 
acomoden ,  con  tal  que  no  estén  prohibidas  por  derecho. 

No  puede  el  marido  enajenar  las  arras ,  aunque  medie 
permiso  de  la  mujer;  ley  S,  lit.  2,  lib.  5  del  Fuero  Real.  Esta 
tiene  para  recobrarlas  privilegio  de  hipoteca  tácita  en  los 
bienes  del  marido,  pero  no  de  prelacion  como  para  la  dote, 
porque  en  el  recobro  de  la  dote  se  trata  de  evitar  un  daño, 
de  damno  vitando ,  y  en  el  de  las  arras  de  adquirir  un  lucro, 
de  lucro  captando,  según  dice  Gómez  en  la  ley  SO  de  Toro  , 
ns.  41  y  78  :  bien  que  si  las  arras  se  dan  como  aumento  de 
dote,  formarán  con  ella  un  cuerpo  y  tendrán  la  misma  pre- 
lacion, según  se  sienta  en  la  Curia  Filípica ,  cap  12  ,  n.  52. 

Para  hacer  á  la  mujer  el  abono  de  las  arras  ofrecidas  y 
fijar  su  cantidad,  debe  atenderse  á  lo  capitulado  en  las  escri- 
turas nupciales.  Si  el  varón  le  ofreció  cantidad  determinada, 
manifestando  que  si  no  cabia  en  la  décima  parte  liquida  de 
los  bienes  que  entonces  tenia,  se  tomase  de  los  que  tuviese 
al  tiempo  de  la  disolución  del  matrimonio,  no  hay  duda  al- 
guna de  que  se  le  debe  abonar  toda  la  cantidad  ó  la  parto 
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que  de  ella  quepa  en  la  décima  de  cualquiera  de  las  dos  épo- 
cas que  le  sea  mas  ventajosa.  Pero  si  le  ofreció  simple- 
mente la  cantidad  determinada  sin  consignarla  de  modo  al- 
guno en  los  bienes  presentes  ni  en  los  futuros,  quieren 
comunmente  los  autores  que  haya  de  atenderse  para  su  abo- 
no precisamente  á  los  bienes  del  tiempo  de  la  promesa ,  de 
suerte  que  si  no  cabe  en  la  décima  de  ellos  toda  la  suma 
prometida ,  debe  reducirse  esta  y  abonarse  solo  en  cuanto 
cupiere ,  y  si  entonces  carecia  absolutamente  de  bienes  el 
esposo  ,  quedan  del  todo  nulas  las  arras  como  si  no  se  hu- 
biesen constituido ,  aunque  después  haya  adquirido  aquel 
muchas  riquezas.  La  razón  en  que  se  apoyan  los  autores 
para  esta  decisión  es,  que  en  los  contratos  siempre  se  presu- 
me que  cada  uno  quiere  gi'avarse  en  lo  menos  que  pueda,  y 
que  las  obligaciones  no  se  deben  ampliar  fuera  de  la  volun- 
tad de  los  contrayentes,  ni  interpretarse  en  su  detrimento 
con  ampliación  sino  con  restricción.  Yo  no  comprendo  bien 
cuál  es  la  exactitud  que  pueda  haber  en  la  aplicación  de  es- 
tos principios  á  la  presente  cuestión.  Es  cierto  que  siempre 
debe  presumirse  que  el  que  contrae  no  quiere  gravarse  sino 
en  lo  menos  que  pueda  ,  y  por  consiguiente  toda  obligación 
debe  mas  bien  entenderse  restrictiva  que  estensivamente.  Estos 
axiomas  de  derecho  son  unas  reglas  de  buena  interpretación 
que  se  aplican  á  los  casos  en  que  se  duda  cuál  fué  la  volun- 
tad de  los  contrayentes  al  tiempo  de  celebrar  el  contrato , 
cuál  era  entonces  la  idea  que  el  uno  se  formaba  de  la  obli- 
gación que  se  imponía ,  y  cuál  la  del  otro  sobre  el  derecho 
que  ganaba.  Mas  cuando  un  esposo  prometió  en  arras  á  la 
esposa  diez  ,  veinte ,  treinta ,  cien  mil  reales  ú  otra  canti- 
dad cierta  y  determinada,  ¿puede  caber  duda  sobre  la  estén- 
sion  de  su  voluntad  acerca  de  la  oferta?  Si  entonces  no  tenia 
bienes  ,  ó  la  décima  de  los  que  tenia  no  era  suficiente  para 
cubrir  el  importe  de  las  arras ,  ¿  se  dirá  que  se  celebraba  un 
contrato  ilusorio ,  que  el  esposo  se  burlaba  seriamente  de  la 
esposa  ,  y  que  esta ,  que  tal  vez  no  condescendió  en  casarse 
sino  en  vista  de  la  promesa  ,  ha  de  ser  víctima  de  un  enga- 
ño? No  son  estas  por  cierto  las  consecuencias  de  los  indica- 
dos principios ,  y  mucho  menos  de  otros  que  tienen  mas  co- 
nexión con  el  caso  que  nos  ocupa.  El  que  hace  una  promesa 
debe  cumplirla  :  «  Paresciendo,  dicela  ley  1,  tít.  1,  lib.  10, 
Nov.  Rec,  que  alguno  se  quiso  obligar  á  otro  por  promisión 
ó  por  algún  contrato  ó  en  otra  manera,  sea  tenudo  de  cum- 
plir aquello  que  se  obligó.  »  El  esposo  que  ofrece  á  la  esposa 
en  arras  una  cantidad  determinada  sin  consignarla  en  bienes 
presentes  ó  futuros,  debe  á  su  tiempo  satisfacerla  en  cuanto 
no  esceda  de  la  cuota  fijada  por  la  ley.  No  importa  que  al 
hacer  la  oferta  careciese  de  bienes  ó  no  tuviese  los  suficien- 
tes. Pues  que  no  se  obligó  á  pagarla  entonces  sino  al  tiem- 
po de  la  disolución  del  matrimonio ,  bastará  que  en  esta  úl- 
tima época  los  tenga  ,  y  las  arras  se  considerarán  como  una 
deuda  á  que  estos  se  hallan  afectos,  porque  no  en  vano  de- 
bieron ser  prometidas.  La  designación  de  los  bienes  presen- 
tes y  de  los  futuros  no  debe  tenerse  por  necesaria  sino  por 
indiferente  y  redundante  ,  pues  ya  se  sabe  que  cada  uno 
responde  de  sus  deudas  con  sus  bienes  habidos  y  por  haber, 
aunque  no  los  obligue  espresamente  á  su  pago.  ¿Qué  será 
si  lo  que  ofreció  el  esposo  no  fué  precisamente  una  cantidad 
determinada,  sino  la  décima  de  sus  bienes?  Si  designó  los 
bienes  presentes  y  los  futuros  á  elección  de  la  esposa,  es  claro 
que  esta  ó  su  heredero  puede  exigir  la  décima  de  la  época 
que  mas  le  convenga.  Si  se  limitó  á  los  bienes  presentes, 
esto  es  ,  á  los  que  tenia  al  tiempo  de  la  oferta,  es  también 
indudable  que  solo  de  ellos  y  no  de  los  posteriormente  ad- 
quiridos ha  de  hacerse  el  abono  de  la  décima  ,  asi  como  solo 
se  hará  de  la  de  estos  últimos  en  el  caso  de  que  solo  sobre 
ellos  hubiese  recaído  la  designación.  Pero  si  no  espresó  bie- 
nes presentes  ni  futuros  ,  se  entiende  que  soio  quiso  dar  la 
décima  de  los  bienes  que  poseía  al  tiempo  de  otorgar  la 


-  Al! 

promesa  :  bien  que  si  sabia  que  entonces  no  tenia  bienes  al- 
gunos ,  parece  debe  decirse  que  su  intención  fué  prometer 
la  décima  de  los  que  adquiriese  en  lo  sucesivo  y  poseyese  al 
tiempo  de  la  disolución  del  matrimonio ,  porque  no  puede 
suponerse  que  él  hiciese  y  la  esposa  aceptase  una  oferta  que 
sainan  habia  de  quedar  sin  efecto. 

Si  el  esposo  prometió  á  la  esposa  la  décima  de  sus  bienes 
presentes  en  el  concepto  de  que  todos  eran  suyos  porque 
como  tales  los  poseía  de  buena  fe  ,  y  después  de  casado  se 
le  quitó  parte  de  ellos  en  juicio  por  sus  verdaderos  dueños, 
parece  que  la  décima  ofrecida  debe  reducirse  á  la  de  loa 
que  le  quedaron ,  porque  el  esposo  no  puede  ofrecer  dé- 
cima sino  de  los  bienes  en  que  tenia  verdadero  dominio.  No 
obstante ,  la  mayor  parte  de  los  jurisconsultos  han  adoptado 
la  contraria  opinion ,  fundándose  en  que  según  la  ley  9  ,  til. 
33  ,  Part.  7  ,  se  cuentan  en  nuestros  bienes  no  solamente  las 
cosas  que  pertenecen  á  nuestro  dominio ,  sino  también  las 
que  poseemos  de  buena  fe  por  justa  causa,  y  en  que  no  es 
justo  sea  defraudada  la  esposa  que  tal  vez  por  la  oferta  con- 
descendió en  casarse. 

Habiendo  ofrecido  el  esposo  y  su  padre  cantidad  determi- 
nada en  arras  ,  si  después  de  casado  muere  antes  que  su  pa- 
dre y  la  cantidad  prometida  no  cabe  en  la  décima  de  los 
bienes  del  difunto ,  podrá  la  viuda  sacar  de  ellos  lo  que  que- 
pa en  la  décima  y  repetir  el  resto  de  su  suegro,  porque  se 
supone  que  este  se  obligó  en  el  todo  igualmente  que  su  hijo, 
á  no  ser  que  de  la  escritura  nupcial  apareciere  lo  contrario. 

El  que  se  casa  dos  ó  mas  veces  puede  ofrecer  en  arras  á 
cada  una  de  sus  mujeres  la  décima  parte  de  sus  bienes,  con 
tal  que  no  grave  las  legítimas  de  los  herederos  forzosos  :  en 
el  concepto  de  que  para  calcular  la  décima  que  corresponde 
á  la  segunda  mujer  se  ha  de  rebajar  antes  la  que  se  ofreció 
á  la  primera  ,  y  para  calcular  la  que  pertenece  á  la  tercera 
se  han  de  deducir  igualmente  las  que  se  prometieron  á  la 
primera  y  á  la  segunda.  Si  por  no  haberse  hecho  la  parti- 
ción de  bienes  al  tiempo  de  la  muerte  de  cada  mujer,  no 
puede  averiguarse  á  cuanto  ascendían  en  cada  época  los  que 
pertenecían  al  marido ,  los  hijos  de  la  primera  sacarán  la 
décima  de  todos  los  que  este  dejare  ,  los  de  la  segunda  la 
décima  del  residuo ,  y  por  este  orden  los  demás,  porque  co- 
mo todas  las  arras  son  créditos  de  una  misma  naturaleza  y 
privilegio,  las  que  sean  primeras  en  tiempo  deben  serlo  tam- 
bién en  el  derecho.  Supongamos,  por  ejemplo,  que  el  ma- 
rido deja  cien  mil' reales  líquidos  :  los  hijos  de  la  primera 
mujer  llevarán  diez  mil ,  que  son  la  décima  de  ellos  ;  los  de 
la  segunda  nueve  mil ,  y  los  de  la  tercera  ocho  mil  y  ciento. 
Si  las  arras  consistiesen  en  cantidad  determinada  y  no  en  la 
décima  ,  se  ha  de  examinar  si  caben  en  las  décimas  respec- 
tivas, y  si  están  consignadas  en  los  bienes  presentes  ó  en  los 
futuros  ó  en  unos  y  otros.  —  Si  la  mujer  tuviere  hijos  de  dos 
ó  mas  maridos ,  no  han  de  percibir  los  del  uno  parte  alguna 
de  las  arras  que  el  otro  le  ofreció  ,  sino  que  cada  uno  debe 
llevar  las  donadas  ó  prometidas  por  su  respectivo  padre  ;  ley 
1 ,  til.  2,  lib.  3  del  Fuero  Real. 

Si  el  varón ,  ademas  de  las  arras ,  hubiese  hecho  á  la  mu- 
jer donación  esponsalicia  que  consiste  en  joyas ,  preseas  ó 
vestidos,  no  puede  llevarse  ambas  cosas  la  mujer  al  tiempo 
de  la  disolución  del  matrimonio,  pues  solo  tiene  derecho  ella 
ó  su  heredero  á  escoger  una  de  las  dos  cosas ,  las  arras  ó  la 
donación ,  dentro  de  veinte  dias  contados  desde  el  requeri- 
miento que  se  le  haga  al  efecto  ;  y  pasado  este  término  sin 
haber  hecho  la  elección,  compete  el  derecho  de  hacerla  al 
marido  ó  sus  herederos;  ley  52  de  Toro,  que  es  la  5,  lit.  5, 
lib.  10,  Nov.  Rec.  Febrero  advierte  que  esta  necesidad  de 
escoger  las  arras  ó  la  donación  esponsalicia  solo  tiene  lugar 
cuando  la  mujer  hubiese  incluido  en  su  caria  dotal  la  refe- 
rida donación  ;  pues  en  otro  caso  debiendo  considerarse  las 
joyas,  preseas  y  vestidos  como  donados  después  del  matri- 
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monio  en  cumplimiento  ele  la  obligación  que  cl  marido  tiene 
de  aumentar  y  vestir  á  la  mujer,  han  do  inventariarse  y 
aplicarse  à  esta  en  parte  de  su  haber  en  el  cual  se  hará  el 
\  abono  de  las  arras.  Véase  Donación  esponsalicia  y  Partición 
cíe  herencia,., 

La  mujer  que  cometiere  adulterio  y  se  le  probare,  perderá 
las  arras ,  con  tal  que  el  marido  así  lo  quiera  ;  y  si  se  fuere 
de  casa  para  cometerlo  ,  las  perderá  igualmente,  aunque  no 
se  le  pruebe  ni  pueda  ejecutarlo  por  algún  impedimento  in- 
dependiente de  su  voluntad;  ley  6  ,  tít.  2,  lib.  3  del  Fuero 
Real.  También  perderá  las  arras  y  cualquiera  donación 
que  haya  recibido  del  marido,  si  después  de  muerto  él  vive 
ella  lujuriosamente  ;  ley  9,  tít.  12,  lib.  5  del  Fuero  Real. 

La  mujer  que  pasa  á  segundas  nupcias  debe  reservar  para 
los  hijos  del  primer  matrimonio  las  arras  que  hubiese  reci- 
bido del  primer  marido  :  bien  que  tendrá  toda  su  vida  el 
usufructo,  pues  durante  ella  solo  la  propiedad  es  la  que  per- 
tenece á  los  hijos.  Véase  Bienes  reservables. 

En  Aragon  tiene  el  marido  la  obligación  de  dar  arras  ,  ó 
sea  dotar  á  la  mujer  ;  pero  esta  puede  eximirle  de  tal  obli- 
gación en  el  todo  ó  en  parte ,  espresa  ó  tácitamente  ,  no  ha- 
ciendo uso  de  su  derecho. 

Esta  dotación  se  llama  dote,  excrex  ,  ajobar,  aumento  de 
dote  y  firma  de  dote,  y  se  constituye  en  el  dia  señalando  ó 
aumentando  el  marido  á  la  mujer  alguna  cantidad  sobre  la 
que  ella  trae  en  dote;  cantidad  que  suele  ser  la  tercera  parte 
del  tanto  à  que  asciende  la  dote  de  la  mujer. 

La  dote  ó  firma  de  dote  que  consiste  en  dinero  se  reputa  , 
para  el  efecto'  de  suceder,  como  caudal  libre  y  propio  de  la 
mujer.  Mas  en  la  que  consiste  en  heredades  ú  otros  bienes  no 
tiene  la  mujer ,  después  de  la  muerte  del  marido,  otro  dere- 
cho que  el  de  viudedad ,  de  que  se  hablará  en  su  lugar;  y 
si  se  casa  segunda  vez,  pasa  á  los  hijos  del  primer  marido , 
y  en  falta  de  hijos  á  los  parientes  de  este.  No  obstante,  podrá 
obligarla  la  viuda  si  no  tuviere  medios  de  subsistir,  y  sus 
hijos  no  le  suministraren  alimentos. 

Los  hijos  no  pueden  pedir  la  dote  ó  firma  de  dote  que  el 
padre  señaló  á  la  madre  en  bienes  que  no  sean  dinero,  hasta 
que  mueran  ambos;  y  si  los  hijos  muriesen  antes  sin  testar, 
el  derecho  de  estos  se  refunde  en  el  padre ,  y  faltando  este , 
en  sus  parientes  mas  cercanos.  Véanse  las  instituciones  del 
derecho  por  Asso  y  Manuel  con  las  notas  del  Dr.  Palacios, 
lib.  1,  tít.  7. 

AERAS.  Lo  que  se  da  en  señal  del  matrimonio  contraido; 
y  son  las  trece  monedas  que  en  la  velación  ó  bendición  nup- 
cial pone  el  desposado  en  manos  de  la  desposada  como 
señal  de  matrimonio  en  presencia  del  párroco  y  los  testigos. 

ARRÉALA.  Un  derecho  que  se  pagaba  en  algunas  par- 
tes por  las  yerbas  que  pacian  los  ganados. 

ARRENDABLE.  Lo  que  se  puede  arrendar  ó  alquilar, 
esto  es,  lo  que  se  puede  dar  y  tomar  en  arriendo  ó  alquiler. 

I.  Son  arrendables  todas  las  cosas  que  están  en  el  comer- 
cio humano  ,  sean  raices  ,  muebles  ó  semovientes;  leyes  i  y 
2,  lit.  8,  Part.  S. 

Sin  embargo  ,  las  cosas  fungibles  ó  que  se  consumen  por 
el  uso,  como  el  trigo ,  el  vino,  el  aceite  ,  no  pueden  ser  ob- 
jeto de  un  contrato  de  arriendo  ,  á  no  ser  que  solo  sea  para 
ostentación,  como  sucede  á  veces  entre  los  boticarios  que  se 
prestan  sus  drogas  para  los  actos  de  la  visita;  porque  en  el 
arriendo  es  indispensable  que  pueda  devolverse  al  dueño  la 
misma  cosa  que  dio,  y  no  otra  que  la  represente. 

II.  Son  también  arrendables  los  derechos ,  como  el  usu- 
fructo, la  facultad  do  cazar  y  pescar,  los  portazgos,  pontaz- 
gos, diezmos  y  otros  semejantes  ;  d.  leyes  1  y  3,  til.  8,  Pa>  l.  5. 

Mas  no  lo  es  el  uso  que  uno  tiene  de  casa  ó  heredad  ajena, 
aunque  lo  es  el  usufructo  y  la  habitación',  leyes  20,  21  y  27, 
til.  31,  Parí,  o,  con  la  ñola  1  cíe  Greg.  Lop.  à  esta  üllima 
ley.  Véase  Uso  y  UabilacioH, 


Ni  lo  es  tampoco  el  derecho  de  servidumbre,  sin  el  pre- 
dio  á  que  va  unido,  porque  no  puede  separarse  del  disfrute 
duLpredio  dominante. 

Ni  lo  son  los  oficios  de  jueces,  alguaciles,  almotacenes,  al- 
caides, mayordomos,  escribanos,  procuradores,  receptores, 
ni  otros  algunos  de  los  tribunales ,  juzgados  y  pueblos  del 
reino;  leyes  4,  ti,  6,  7,  8  y  9,  lit.  6,  y  ley  19,  tít.  15  ,  lib.  7, 
Nov.  Rec.  :  bien  que  en  cuanto  á  los  escribanos  está  en  con- 
trario la  costumbre.  Véase  Oficios  públicos. 

III.  Son  arrendables  los  servicios,  obras,  trabajo  ó  indus- 
tria de  una  persona;  leyes  1  y  3,  lit.  8  ,  Pari.  S.  Véase  Ar- 
quitecto, Artesano,  Amo,  Obrero. 

IV.  No  es  indispensable  que  al  tiempo  del  arrendamiento 
ó  alquiler  se  designe  de  un  modo  especial  la  cosa  sobre 
que  recae  el -contrato.  Puedes,  por  ejemplo  ,  ajustaren  al- 
quiler un  caballo  para  hacer  un  viaje  ,  sin  determinar  cuál 
haya  de  ser  el  que  se  te  haya  de  dar;  y  con  tal  que  el  al- 
quilador te  facilite  uno  que  se  halle  en  estado  de  hacer  el 
servicio,  habrá -cumplido  su  obligación  :  mas  si  habéis  de- 
signado el  caballo  ,  no  puede  el  alquilador  darte  otro  contra 
tu  voluntad  ,  ni  tú  tampoco  puedes  exigirle  uno  diferente 
contra  la  suya. 

V.  Generalmente  hablando,  nadie  puede  tomar  en  arren- 
damiento las  cosas  que  son  de  su  propiedad,  así  como  tam- 
poco puede  comprarlas.  De  aquí  es,  que  si  tú  has  tomarlo 
en  arriendo  una  heredad  tuya  ,  ignorando  que  te  pertenecía 
por  haberla  heredado  v.  ge.  de  un  pariente  cuya  muerte  no 
babia  llegado  á  tu  noticia  ,  no  hay  verdadero  contrato  de 
arrendamiento;  y  si  el  arrendador  era  de  mala  fe,  podrías 
repetir  los  plazos  indebidamente  pagados  :  mas  si  lo  era  de 
buena ,  como  el  poseedor  de  buena  fe  adquiere  los  frutos 
hasta  que  la  pierde,  según  se  dirá  en  el  artículo  Poseedor  de 
buena  fe,  y  el  precio  del  arriendo  representa  los  frutos  dé  la 
heredad  j  no  podrias  repetir  los  plazos  que  le  hubieres  sa- 
tisfecho. 

Sigúese  también  de  este  principio  ,  que  si  después  de  ha- 
berte yo  dado  en  arriendo  mi  casa  por  nueve  años  y  precio 
de  cuatro  mil  reales  anuales  ,  convenimos  por  ejemplo  al 
cabo  de  seis  años  en  que  tú  me  la  subarriendes  mediante  el 
precio  de  seis  mil  reales  por  cada  uno  de  los  tres  años  que 
faltan  ,  no  será  este  un  contrato  de  arrendamiento,  á  pesar 
de  las  espresiones  que  en  él  se  encuentran  ,  sirio  mas  bien 
una  rescision  del  arrendamiento  primitivo  mediante  la  in- 
demnización de  dos  mil  reales  anuales,  y  por  esta  indemni- 
zación no  tendrás  contra  mí  el  privilegio  que  tienen  los 
arrendadores  sobre  los  muebles  de  los  ¡aquilinos,  sino  so- 
lamente el  derecho  de  un  crédito  ordinario. 

Mas  no  deja  de  haber  algún  caso  en  que  uno  puede  tomar 
en  arriendo  sus  propias  cosas.  Esto  se  verifica  cuando  uno 
tiene  la  propiedad  y  otro  el  usufructo  :  el  propietario  enton- 
ces puede  tomarlas  en  arriendo  del  usufructuario ,  quien 
tiene  el  derecho  de  arrendarlas  como  el  dueño. 

ARRENDACÏON.  El  acto  de  dar  ó  tomar  alguna  cosa 
en  arrendamiento.  Véase  Arrendamiento. 

ARRENDAMIENTO.  Un  contrato  por  el  cual  una  de 
las  partes  se  obliga  á  dar  á  la  otra  para  cierto  tiempo  y  por 
cierto  precio  el  uso  ó  disfrute  de  una  cosa  ó  de  su  trabajo. 

Este  contrato  es  tan  necesario  y  universal  como  el  de 
compra  y  venta  ,  y  pertenece  esencialmente  como  él  al  de- 
recho de  gentes,  porque  en  todos  los  lugares  el  hombre  que 
carece  de  ciertas  cosas  se  ve  precisado  á  procurarse  su  goce 
cuando  no  puede  ó  no  quiere  comprarlas. 

Hay  dos  especies  de  arrendamiento  ,  según  resulla  de  la 
definición  :  el  de  cosas  y  el  de  trabajo  personal. 

El  arrendamiento  de  cosas  es  un  contrato  por  el  cual  se 
obliga  una  de  las  partes  á  dar  ó  ceder  á  la  otea  el  uso  da 
alguna  cosa  para  cierto  tiempo  y  mediante  cierto  precio  que 
esta  se  obliga  á  pagarlo. 
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Así  que,  es  un  contrato  perfectamente  sinalagmático  ó  bi- 
lateral y  conmutativo,  cuya  utilidad  es  recíproca  y  que  pro- 
duce por  consiguiente  dos  acciones  :  la  del  que  da  en  ar- 
riendo para  cobrar  el  precio  ;  y  la  del  que  toma  en  arriendo 
para  pedir  el  uso  de  la  cosa  convenida. 

Esle  arrendamiento  se  dice  mas  comunmente  alquiler 
cuande  recae  sobre  casas  ,  muebles  y  semovientes  ;  fleta- 
mento  cuando  versa  sobre  naves;  y  asiento  cuando  tiene  por 
cbjeío  las  contribuciones  ó  rentas  del  Estado. 

El  que  da  en  arriendo  se  llama  arrendador  ó  locador  (1)  : 
si  se  trata  de  muebles  y  particularmente  de  coches  y  caba- 
llos, se  llama  especialmente  alquilador;  si-  de  casas,  ca- 
sero; si  de  naves  ,  ¡leíanle. 

El  que  loma  en  arriendo  se  denomina  generalmente  arren- 
datario, conductor  y  también  arrendador  como  el  que  da  : 
si  se  trata  de  alguna  heredad  y  vive  en  ella,  se  llama  espe- 
cialmente colono ,  quintero  ,  torrero ,  masogucro ,  según  los 
paises  :  si  de  casas,  inquilino  ;  si  de  naves  ,  fletador  ;  si  de 
rentas  públicas,  asentista. 

Cuando  en  el  arrendamiento  de  tierras  se  estipula  que  el 
que  las  toma  para  cultivarlas  haya  de  percibir  una  parte  de 
los  frutos  y  otra  el  dueño,  se  suele  llamar  el  cultivador  co- 
lono aparcero  ó  mediero.  Pero  este  conlrato  mas  bien  es 
contrato  de  sociedad  ó  compañía  que  de  arrendamiento,  por- 
que el  uno  de  los  contrayentes  pone  su  cosa  y  el  otro  su  tra- 
bajo ,  para  partirse  los  frutos  en  las  proporciones  conve- 
nidas. 

El  arrendamiento  de  trabajo  personal  es  un  contrato  por 
el  cual  se  obliga  una  de  las  partes  á  hacer  alguua  cosa  para 
la  otra  medíanle  cierto  precio. 

También  este  arrendamiento  es  un  contrato  perfectamente 
sinalagmático;  y  no  debe  confundirse  con  el  mándalo,  ea  el 
cual  puede  igualmente  estipularse  un  precio  para  qué  una 
de  las  partes  haga  alguna  cosa  en  favor  de  la  otra.  El  arren- 
damiento de  trabajo  personal  tiene  generalmente  por  objeto 
una  obra  manual,  una  industria  mecánica,  un  servicio  ilibe- 
ral ;  mas  el  mandato  se  refiere  al  trabajo  de  la  inteligencia, 
al  cuidado  que  debe  ponerse  en  un  negocio  que  requiere 
pericia  ,  al  ejercicio  de  alguna  de  las  nobles  artes  ó  profesio- 
nes liberales. 

Esle  arrendamiento  de  trabajo  personal  no  es  conocido 
vulgarmente  con  este  nombre  ,  sino  mas  bien  con  los  de 
alquiler,  locación,  logamienlo  ó  alogamienlo  ,  ajuste  ,  cotí— 
cierto  ;  y  asi  es  que  del  que  se  obliga  á  prestar  à  otro  su  tra- 
bajo ,  su  industria ,  sus  servicios  ,  las  obras  de  sus  brazos  , 
no  se  dice  que  se  arrienda ,  sino  que  se  alquila ,  que  se  loga, 
que  se  ajusta,  que  se  concierta,  que  asienta. 

En  el  arrendamiento ,  así  como  en  la  venta  ,  hay  tres  cosas 
esenciales  al  contrato ,  que  son  :  el  uso  temporal  de  una  cosa 
mueble  ó  raiz,  ó  cierta  obra  ó  trabajo  que  ha  de  hacerse; 
el  precio  ,  salario ,  jornal  ó  estipendio  por  dicho  uso ,  trabajo 
ú  obra  ;  y  el  consentimiento  de  los  contrayentes  sobre  lo  uno 
y  lo  otro. 

Mas  en  la  venta  se  traslada  al  comprador  la  propiedad  de 
la  cosa  vendida ,  y  en  el  arrendamiento  de  cosas  solo  se  con- 
fiere al  arrendatario  el  uso  temporal  de  la  cosa  arrendada  ; 
ley  b,  til.  30,  Parí.  5  :  de  que  se  sigue,  que  en  la  venta , 
después  de  perfeccionado  el  contrato ,  la  pérdida  puramente 
casual  de  la  cosa  es  para  el  comprador,  á  no  haber  conven- 
ción en  contrario  ;  mientras  que  en  el  arrendamiento  es  para 
el  dueño  arrendador  y  no  para  el  arrendatario  ,  quien  tam- 
poco está  ya  obligado  desde  el  momento  de  la  pérdida  á  con- 
tinuar el  pago  del  precio,  porque  deja  de  subsistir  el  con- 
lrato. 

¡  precio  en  el  arrendamiento ,  así  como  en  la  venta ,  debe 
consistir  en  dinero  efectivo  ,  pues  si  consistiese  en  otra  cosa 

(1)  Véase  la  ñola  puesta  en  el  artículo  Alquilador, 


mudaría  el  contrato  de  naturaleza  pasando  á  ser.contrato  in- 
nominado; ley  1  ,  tít.  8 ,  Part.  5  :  bien  que  á  veces  suele 
estipularse  en  cierta  cantidad  de  frutos ,  y  no  por  eso  deja 
de  producir  el  contrato  las  mismas  obligaciones.  Si  el  precio 
se  estipulare ,  no  en  cierta  parte  alicuanta  de  los  frutos  oe 
la  heredad,  como  en  diez,  veinte,  treinta  fanegas  de  gra- 
nos, sino  en  cierta  parte  alícuota ,  como  en  la  mitad  ó  en  la 
tercera  ó  cuarta  parle  de  los  frutos  que  se  cogieren ,  el  con- 
trato entonces  será  mas  bien,  según  ya  se  ha  insinuado  ar- 
riba, contrato  de  sociedad  que  de  arrendamiento. 

Ha  de  ser  igualmente  real  y  verdadero  el  precio,  como  en 
la  venta;  y  no  lo  seria  si  una  cosa  de  mucha  importancia 
se  arrendase  por  un  precio  escesivamente  bajo,  v.  gr.  por 
cuatro  reales  vellón,  ó  si  aunque  se  estipulase  un  precio 
considerable  era  solo  simulado  y  no  había  intención  de  exi- 
girlo. Blas  aunque  en  estos  casos  no  sea  el  contrato  un  arren- 
damiento ,  sino  un  comodato  ó  una  donación,  producirá  sin 
embargo  los  efectos  que  se  propusieron  las  partes,  si  la  una 
era  capaz  de  conferir  sus  ventajas  y  la  otra  de  recibirlas. 

Debe  también  ser  cierto  y  determinado  el  precio  como  en 
la  venta  :  por  lo  cual  no  puede  dejarse  al  arbitrio  de  uno  de 
los  contrayentes ,  pero  bien  puede  ponerse  en  el  de  un  ter- 
cero; y  si  este  no  lo  fijare,  ó  hiciere  una  valuación  injusta, 
se  habrá  de  regular  por  peritos  ó  por  el  juez. 

lia  de  ser  justo  asimismo  el  precio,  como  en  la  venta  :  de 
manera  que  habiendo  lesión  enorme  ,  ya  la  sufra  el  arrenda-, 
dor  ,  ya  el  arrendatario  de  cosas  ó  de  trabajo ,  tiene  acción 
el  perjudicado  para  pedir  dentro  del  término  de  cuatro  años 
el  suplemento  ó  reintegro  que  corresponda  ó  la  rescision  del 
contrato  :  mas  si  la  lesión  no  fuese  enorme,  es  decir  ,  si  no 
llegase  á  ser  de  mas  de  la  mitad  del  justo  precio,  no  habria 
lugar  á  la  rescision  ;  siendo  por  último  de  advertir  que  los 
espertos  en  sus  oficios  que  toman  obras  á  destajo  ó  en  almo- 
neda, no  pueden  alegar  lesión  ó  engaño  en  mas  de  la  mitad 
del  ¡usto  precio  ;  leyes  2,  3  y  h,  lit.  1,  lib.  10,  Nov.  Rec. 

Aunque  el  dueño  y  el  arrendatario  pueden  usar  del  reme- 
dio de  la  lesión  y  engaño  con  arreglo  á  las  leyes,  no  pueden 
empero  pretender  en  otro  caso  que  el  precio  estipulado  se 
reduzca  á  tasación;  decr.  de  Cortes  de  8  de  junio  de  1813. 

El  arrendamiento  puede  anularse ,  como  los  demás  con- 
tratos ,  por  causa  de  dolo ,  violencia  ó  error. 

Habiendo  error  sobre  el  precio,  si  el  dueño  ó  arrendador 
entendió  dar  el  arriendo  por  un  precio  mayor,  v.  gr.  por 
cien  reales,  y  el  arrendatario  tomarlo  por  un  precio  menor, 
v.  gr.  por  cincuenta  solamente  ,  no  hay  arrendamiento,  por 
no  haber  consentimiento  de  ambos  contrayentes  sobre  el 
precio.  Mas  si  por  el  contrario,  el  dueño  ó  arrendador  enten- 
dió arrendar  por  el  precio  menor,  esto  es,  por  el  de  cin- 
cuenta reales ,  y  el  arrendatario  por  el  mayor  ,  esto  es ,  por 
el  de  ciento,  habrá  entonces  arrendamiento  ,  y  solo  por  el 
precio  menor  ,  es  decir  ,  por  el  de  cincuenta  reales;  porque 
estando  comprendida  la  cantidad  menor  en  la  mayor  ,  hay 
por  ella  concurso  de  voluntades. 

No  ha  de  confundirse  el  arrendamiento,  por  larga  que  sea 
su  duración ,  con  la  constitución  de  usufructo.  Es  cierto  que 
así  el  arrendatario  como  el  usufructuario  se  hacen  dueños  de 
los  frutos  mediante  su  percepción.  Mas  el  arrendamiento  se 
celebra  por  un  precio  pagadero  á  plazos  periódicos  mas  ó 
menos  largos  ;  al  paso  que  el  usufructo  puede  constituirse  á 
título  gratuito  ,  y  cuando  se  constituye  á  título  oneroso  ,  su 
precio  es  uno ,  y  no  á  tanto  por  año ,  aunque  tal  vez  se  esta- 
blezca que  haya  de  pagarse  en  muchos  plazos.  Si  perece  la 
cosa  arrendada  ,  cesa  la  obligación  de  pagar  el  precio  desde 
el  momento  de  la  pérdida ,  de  manera  que  debe  restituirse 
el  que  se  hubiese  pagado  con  anticipación;  mientras  que  en 
el  usufructo  constituido  á  título  oneroso  debe  siempre  pa-> 
garse  el  precio ,  aunque  perezca  la  cosa  fructuaria.  El  arren- 
datario no  está  obligado ,  como  el  usufructuario ,  á  hacer 
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ciertas  obras  llamadas  de  conservación ,  ni  á  pagar  los  im- 
puestos. El  usufructo  se  estingue  por  muerte  del  usufruc- 
tuario ,  y  el  arrendamiento ,  al  menos  el  de  cosas ,  pasa  á  los 
herederos.  Finalmente,  prescindiendo  de  otras  muchas  di- 
ferencias ,  el  usufructo  es  un  derecho  real  ;  y  no  es  mas  que 
personal  el  derecho  que  resulta  del  arrendamiento. 

Cuando  uno  cede  ó  traspasa  á  otro  el  uso,  goce  ó  disfrute 
de  alguna  heredad  para  cierto  tiempo  y  por  cierto  precio, 
i  será  este  contrato  constitución  de  usufructo ,  venta  ó  arren- 
damiento.? Si  el  precio  ha  de  pagarse  anualmente  ó  á  plazos 
periódicos  mas  cortos,  es  contrato  de  arrendamiento;  y 
si  el  precio  es  una  sola  cantidad,  aunque  pagadera  en  mu- 
chas veces  ,  será  contrato  de  venta,  y  generalmente  consti- 
tución de  usufructo,  temporal.  Mas  los  términos  en  que  esté 
concebido  el  contrato  y  la  naturaleza  de  las  cargas  impues- 
tas al  cesionario  servirán  ordinariamente  para  resolver  la 
cuestión. 

Cuando  la  espresada  cesión  ó  traspaso  se  hace  por  toda  la 
vida  del  cesionario ,  y  este  se  obliga  á  pagar  cierta  cantidad 
anual  al  cedente ,  hay  también  razón  para  dudar  si  hay  aquí 
constitución  de  usufructo  ó  simple  arrendamiento  ;  porque 
así  como  se  puede  hacer  un  arrendamiento  por  la  vida  del 
arrendatario  mediante  un  precio  único  pagado  de  una  vez  , 
puede  igualmente  constituirse  un  usufructo  por  la  vida  del 
usufructuario  mediante  un  precio  pagadero  cada  año.  Lo 
mas  natural  es  que  si  por  las  cláusulas  ó  palabras  del  con- 
trato no  se  pudiere  fijar  la  naturaleza  del  derecho  que  las 
partes  han  querido  establecer,  deba  mas  bien  verse  en  él  un 
simple  arrendamiento  que  una  constitución  de  usufructo ,  ya 
por  ser  mas  propio  de  aquel  contrato  el  que  el  precio  se  pa- 
gue anualmente  ó  á  plazos  periódicos  mas  cortos ,  ya  porque 
las  partes  pueden  hacer  libremente  sus  arriendos  por  el 
tiempo  que  mas  les  acomode  y  por  la  vida  de  cualquiera 
de  ellas. 

Se  ha  tratado  en  este  artículo  de  las  reglas  generales  del 
arrendamiento  y  de  su  division  en  dos  especies  ;  y  de  estas 
se  hablará  con  separación  en  los  artículos  que  siguen.  Véase 
Arrendamiento  de  cosas  y  Arrendamiento  de  trabajo  ¡per- 
sonal. 

ARRENDAMIENTO  de  cosas.  Un  contrato  por  el  cual 
se  obliga  uno  á  dar  á  otro  el  uso  de  una  cosa  durante  cierlo 
tiempo  y  por  cierto  precio. 

I.  Qué  cosas  pueden  arrendarse. 

Pueden  arrendarse  las  cosas  inmuebles  ,  las  muebles  que 
no  sean"  fungibles,  las  semovientes ,  los  derechos  y  las  ren- 
tas, como  se  ha  dicho  con  mas  estension  en  la  palabra  Ar- 
rendable. Pero  téngase  presente  que  solo  el  arrendamiento 
de  las  cosas  inmuebles ,  de  los  derechos  y  de  las  rentas  con- 
serva el  nombre  de  arrendamiento;  que  el  de  los  muebles  y 
semovientes  y  aun  el  de  las  casas  se  llama  comunmente  «í— 
qxiiler  ;  y  el  de  naves  flétame nto. 

II.  Quiénes  pueden  arrendar. 

Puede  dar  y  tomar  en  arriendo  el  que  puede  comprar  y 
vender,  esto  es,  el  que  puede  obligarse  á  otro  ;  ley  2 ,  til  8  , 
y  ley  2,  til.  b,  Part.  S.  Sin  embargo,  los  soldados  y  oficia- 
les de  la  corte  no  pueden  tomar  en  arriendo  heredades  aje- 
nas ,  à  fin  de  que  no  se  distraigan  del  servicio  del  rey.  Así 
lo  dice  la  ley  2,  tít.  8,  Part.  5,  habiendo  tomado  esta  dispo- 
sición del  derecho  romano  ;  pero  como  la  severidad  de  nues- 
tra disciplina  militar  y  administrativa  basta  para  impedir 
que  los  soldados  se  ausenten  de  sus  cuerpos  y  los  empleados 
de  sus  destinos  ,  sin  que  sea  necesario  prohibirles  el  arren- 
damiento pasivo  de  bienes  rurales,  parece  consiguiente 
en  el  caso  de  que  lo  celebren  deba  tenerse  por  válido,  siendo 


así  que  pueden  cultivar  los  bienes  por  medio  de  otras  per- 
sonas. 

Mas  no  es  preciso  tener  capacidad  de  disponer  de  la  cosa 
para  poderla  dar  en  arrendamiento ,  pues  basta  tener  su  ad- 
ministración. Así  es  que  el  menor  habilitado  con  dispensa 
de  edad  para  administrar  sus  bienes ,  puede  arrendarlos  por 
sí ,  aunque  no  pueda  enajenarlos  ni  empeñarlos. 

Por  lo  regular  es  necesario  tener  el  dominio,  ó  el  goce  ó 
la  administración  de  los  bienes  para  poderlos  dar  en  arren- 
damiento. Así  pues,  si  Pedro  ha  arrendado  sin  mandato  mió 
una  heredad  que  me  pertenece  ,  aunque  él  estuviese  enton- 
ces en  posesión  de  ella  por  haberla  comprado  de  un  tercero, 
no  estoy  yo  obligado  á  mantener  en  el  contrato  al  arrenda- 
tario ,  quien  no  tendrá  otro  derecho  que  el  de  recurrir  contra 
Pedro. 

Cuando  una  cosa  pertenece  á  muchos ,  no  puede  arren- 
darla ninguno  de  ellos  sin  consentimiento  de  los  otros,  á  no 
ser  que  esté  encargado  particularmente  de  su  administra- 
ción. Habiendo  discordia  éntrelos  condueños,  puede  cual- 
quiera de  ellos  pedir  la  division  de  la  cosa  común  ó  del  tiem- 
po de  su  disfrute. 

El  usufructuario  puede  arrendar  los  bienes  fructuarios , 
así  como  el  poseedor  de  mayorazgo  los  vinculados  ;  pero 
cesa  con  su  muerte  el  arrendamiento. 

Por  razón  de  la  administración  puede  el  padre  dar  en  ar- 
riendo los  bienes  del  hijo  que  está  bajo  su  potestad ,  el  tutor 
los  del  pupilo,  el  marido  los  de  la  mujer  ,  etc.,  sin  que  por 
su  muerte  cesen  los  efectos  del  contrato. 

III.  Naturaleza  del  arrendamiento  de  cosas. 

El  arrendamiento  es  contrato  consensual  como  la  compra  y 
venta;  y  por  consiguiente  se  perfecciona  por  solo  el  consen- 
timiento de  los  contrayentes  en  la  cosa  y  en  el  precio ,  y 
puede  hacerse  de  palabra  ó  por  escrito  ;  ley  2,  tít.  8,  Part.  b. 

Sin  embargo,  si  se  hubiese  pactado  que  el  arrendamiento 
se  haga  por  escritura ,  no  quedará  perfeccionado  ,  aunque 
ha  va  conformidad  en  la  cosa  y  en  el  precio,  hasta  que  la 
escritura  se  halle  estendida  y  firmada,  habiendo  entreíanio 
lugaral  arrepentimiento ,  como  en  la  compra  y  venta;  d.  ley 
2,  tít.  8,  Part.  5. 

Pueden  darse  arras  en  este  contrato  como  en  el  de  compra 
y  venta,  así  antes  como  después  de  estar  perfeccionado.  Si 
se  dan  después  no  puede  arrepentirse  ninguno  de  los  con- 
trayentes, aunque  ofrezca  perderlas  ó  restituirlas  dobladas. 
Si  se  dieren  antes,  puede  cualquiera  de  ellos  apartarse  de 
la  convención  :  el  que  las  ha  dado,  perdiéndolas  ;  y  el  que 
las  ha  recibido  ,  devolviéndolas  con  otro  tanto.  Véase  A,rras. 

El  arrendamiento  puede  hacerse  para  tiempo  determinado 
ó  indeterminado,  y  para  toda  la  vida  del  arrendador  ó  del 
arrendatario,  con  cualesquiera  pactos  y  condiciones  que  no 
sean  contrarios  á  las  leyes  ni  alas  buenas  costumbres;  ley  2, 
lit.  8,  Part.  o. 

IV.    Obligaciones  y  derechos  del  arrendador 
y  del  arrendatario. 

Las  obligaciones  y  derechos  del  arrendador  y  del  arrenda- 
tario son  las  que  se  espresan  en  las  palabras  Arrendador  y 

Arreiií'aíario,  que  pueden  verse  en  su  lugar. 

V.  Modos  de  acabarse  el  arrendamiento  de  cosas. 

El  arrendamiento  fenece  ó  se  acaba  : 

Io.  Por  la  conclusion  del  término  señalado  en  el  contrato , 
cuando  se  hizo  por  tiempo  determinado,  sin  que  haya  neco- 
síd&d  de  despedida  ó  mutuo  desahucio,  y  sin  que  el  arren- 
datario pueda  alegar  posesión  •  ara  continuar  contra  la  vo- 
luntad del  dueño,  cualquiera  que  haya  sido  la  duración  del 
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contrato;  ley  18,  Ut.  8,  Part.  S;  ley  3,  ííí.  10,  lib.  10,  iVoi». 
i?ee.;  y  art.  5  de?  decr.  de  Cortes  de  8  de  jioiio  de  1813,  ra- 
tablecido  por  real  decreto  de  8  de  setiembre  de  1836. 

Según  real  cédula  de  26  de  mayo' de  1770  (ley  ?,  iíí.  10, 
t/ô.  10,  Nov.  Rec.  )  en  el  arrendamiento  de  tierras  debian 
avisarse  el  dueño  y  el  colono  al  principio  del  último  año  esti- 
pulado para  su  continuación  ó  despedida,  como  mutuo  desa- 
hucio ;  y  faltando  el  aviso  del  úlLimo  año  ,  si  solo  se  hiciese 
en  el  fin  de  este ,  se  entendia  deber  seguir  el  año  inmediato, 
como  término  para  prevenirse  cualquiera  de  las  partes.  Pos- 
teriormente, en  reales  cédulas  de  6  de  diciembre  de  178o  y 
8  de  setiembre  de  179i  (  ley  II  y  su  nota,  lit.  10,  ¡ib.  10, 
Nov.  Rec.  )  se  previno  que  los  dueños  ó  propietarios  de 
tierras,  acabados  los  contratos  ó  arrendamientos  pendientes, 
no  pudiesen  despojar  á  los  arrendatarios  con  pretesto  de 
cultivar  la  tierra  por  sí  mismos,  si  no  concurría  en  ellos  la 
circunstancia  de  ser  antes  labradores  con  el  correspondiente 
ganado  de  labor,  y  al  mismo  tiempo  residentes  en  los  pueblos 
en  cuyo  distrito  estaban  las  tierras.  Pero  el  decreto  citado 
de  8  de  junio  de  1813  abolió  estas  disposiciones;  de  manera 
que  en  toda  especie  de  arrendamientos  á  tiempo  cierto, 
queda  el  propietario  después  de  concluido  el  término  con 
entera  libertad  de  disponer  de  la  finca  como  mas  le  acomode, 
sin  necesidad  de  despedida  y  sin  derecho  del  arrendatario  á 
preferencia  ó  tanteo,  según  se  ha  sentado. 

Si  después  de  concluido  el  término ,  permaneciese  el  ar- 
rendatario tres  chas  ó  mas  en  la  finca  con  aquiescencia  del 
dueño  ,  se  entenderá  que  continúa  el  arrendamiento  en  las 
heredades  por  otro  año  con  las  mismas  condiciones,  pero 
no  en  las  casas  sino  solo  por  el  tiempo  de  la  permanencia  : 
porque  las  casas  pueden  arrendarse  en  cualquiera  estación 
del  año  ,  al  paso  que  las  heredades  no  suelen  tomarse  sino 
en  las  épocas  oportunas  para  su  cultivo  ;  ley  8,  lit.  17,  lib.  5, 
Fuero  Real;  ley  20,  lit.  8,  Part,  o;  y  decr.  de  Corles  de  8 de 
junio  de  1815.  Sin  embargo,  si  fuese  costumbre  en  el  pueblo 
tomar  en  arriendo  las  casas  en  épocas  determinadas ,  como 
v.  gr.  por  Navidad  ó  san  Juan  ,  y  no  fuese  fácil  que  el  dueño 
encontrase  otro  arrendatario  en  el  intermedio ,  parece  na- 
tural que  también  en  las  casas  se  entienda  renovado  el  ar- 
rendamiento por  razón  de  la  permanencia  de  tres  ó  mas  dias, 
si  no  para  todo  el  año ,  á  lo  menos  hasta  la  primera  época 
de  los  arriendos. 

Aunque  en  el  espresado  caso  de  la  prolongación  del  ar- 
rendamiento subsisten  las  condiciones  que  en  él  se  estipu- 
laron ,  no  sigue  empero  la  fianza  si  no  se  renueva,  porque 
ésta  depende  de  la  voluntad  de  un  tercero  que  solo  se  obligó 
para  tiempo  determinado.  —  Véase  Reconducción. 

Cuando  el  arrendamiento  se  hubiese  hecho  sin  tiempo  de- 
terminado ,  esto  es ,  sin  fijar  el  tiempo  de  su  duración  ,  puede 
disolverlo  á  su  arbitrio  cualquiera  de  las  partes  ,  avisando  á 
la  otra  con  la  debida  anticipación;  ley  3  ,  lit.  10  ,  lib.  10  , 
Nov.  Rec.;  decr.  de  Cortes  de  8  de  junio  de  1813. 

El  término  anticipado  para  darse  la  despedida  mutuamente 
el  arrendador  y  arrendatario  ,  es  de  un  año  en  los  arrenda- 
mientos de  heredades;  d.  ley  3,  lit.  10,  lib.  10,  Nov.  Rec;  y 
d.  decr.  de  Corles  de  8  de  junio  de  18  i  5.  En  los  de  casas  y 
demás  edificios  debe  seguirse  la  costumbre  de  cada  pueblo. 

El  arrendatario,  una  vez  despedido  ó  desahuciado  por  el 
dueño,  no  tendrá  derecho  alguno  de  posesión  para  ser  man- 
tenido en  ella  ni  preferido  à  otro  ;  d.  ley  5,  til.  10,  lib.  10, 
Nov.  Rec;  y  d.  decr.  de  Corles  de  8  deju:iio  de  ici 1 3.. Aun- 
que estas  dos  leyes  hablan  solo  de  los  arrendamientos  de 
heredades,  debe  estenderse  esta  disposición  á  los  de  edi- 
ficios. 

El  derecho  que  por  la  ley  h  ,  lit.  10,  lib.  10,  Nov.  Rec, 
tenían  los  apréndatenos  de  heredades  para  no  ser  despojados 
por  los  dueños,  m  aun  con  pretesto  do  cultivar  estos  l  fe 
tierras  por  sí  mismos,  sino  en  el  caso  de  que  se  lia  hecho 


mención  mas  arriba  ,   quedó  abolido  implícitamente  por  el 
citado  decreto  de  Cortes  de  8  de  junio  de  1813. 

Sin  embargo,  la  libertad  de  cV'solver  á  voluntad  el  arren- 
damiento y  la  abolición  del  derecho  de  posesión  para  la  pre- 
ferencia no  tienen  lugar  en  los  foros  de  Asturias  y  Galicia  y 
demás  provincias  que  estén  en  igual  caso  ,  según  espresa  el 
mismo  decreto  de  Cortes. 

Las  condiciones  y  la  fianza  del  arrendamiento  sin  tiempo 
determinado  no  se  entienden  solamente  para  el  primer  tér- 
mino sino  para  todo  el  tiempo  en  que  el  arrendatario  gozare 
déla  cosa  arrendada  en  virtud  de  este  mismo  arrendamiento; 
pues  en  cada  nuevo  plazo  no  hay  mas  que  una  continuación 
del  contrato  y  no  una  tácita  reconducción. 

2o.  En  segundo  lugar,  se  acaba  el  arrendamiento  por  la 
realización  del  acontecimiento  futuro  é  incierto  hasta  el  cual 
se  habia  hecho.  Mas  el  arrendatario  debe  continuaren  el  ar- 
riendo hasta  que  espire  el  término  ó  plazo  en  cuyo  discurso 
tuvo  lugar  el  acontecimiento ,  y  hasta  el  fin  del  año  sí  se  trata 
de  una  heredad  que  produce  en  un  año  sus  frutos. 

5o.  Por  la  pérdida  de  la  cosa  arrendada,  ya  sea  efecto  de 
caso  fortuito,  ya  de  culpa  del  arrendador  ó  arrendatario  ; 
porque  no  puede  concebirse  un  arrendamiento  de  cosas  sin 
la  existencia  de  una  cosa  que  le  sirva  de  materia  ú  objeto. 
Si  la  cosa  no  ha  perecido  sino  en  parte  ,  puede  pedir  el  ar- 
rendatario según  las  circunstancias  ó  una  disminución  pro- 
porcionada del  precio  ó  la  rescision  del  contrato.  En  uno  y 
otro  caso  ,  no  hay  lugar  á  indemnización  alguna  si  la  pér- 
dida total  ó  parcial  sucedió  por  caso  fortuito  ;  pero  si  fué 
por  culpa  del  arrendador  ó  del  arrendatario,  debe  el  cul- 
pable satisfacer  al  otro  los  daños  y  perjuicios. 

'i°.  Por  faltar  el  arrendador  ó  el  arrendatario  al  cumpli- 
miento de  sus  respectivas  obligaciones ,  como  por  ejemplo  si 
el  arrendador  no  entrega  al  arrendatario  la  cosa  arrendada 
en  la  época  convenida  ó  no  le  mantiene  en  el  uso  y  goce  do 
ella,  y  si  el  arrendatario  deja  de  pagar  la  renta ,  ó  trata  mal 
la  finca. 

Pero  esta  es  mas  bien  causa  de  rescision  que  de  eslíncion 
por  pleno  derecho.  El  que  por  su  parte  ejecuta  ó  está  pronto 
á  ejecutar  el  contrato  ,  tiene  opción  ó  á  compeler  al  otro  á 
su  ejecución  cuando  es  posible,  ó  á  pedir  la  rescision  con 
daños  y  perjuicios. 

b°.  Por  la  consolidación  ,  es  decir,  cuando  el  arrendatario 
llega  á  ser  dueño  de  la  cosa  arrendada  por  compra,  herencia, 
donación  ,  legado  ú  otro  cualquiera  título  ,  ó  cuando  el  ar- 
rendador hereda  al  arrendatario. 

6o.  Por  el  mutuo  consentimiento  de  los  contrayentes. 

7o.  Por  la  cesación  ó  estincion  del  derecho  del  locador  ó 
arrendador  sobre  la  cosa  arrendada  :  Resoluto  jure  demtis, 
resolvilur  jus  accipicntis. 

De  aquí  es  que  si  el  arrendador  vendiere  la  cosa  arrendada, 
puede  el  comprador  espeler  ó  despedir  al  arrendatario,  el 
cual  como  no  tiene  derecho  real  en  la  cosa  ,  ni  tampoco  de- 
recho personal  contra  el  comprador,  pues  que  no  contrajo 
con  él ,  no  podrá  obligarle  á  que  le  mantenga  en  el  arriendo; 
pero  tiene  derecho  á  reclamar  del  dueño  ó  arrendador  la  de- 
volución del  precio  por  el  tiempo  que  falte,  ley  19,  til.  8, 
Part.  3,  y  también  el  resarcimiento  de  daños  y  perjuicios, 
á  que  aquel  está  obligado  por  no  haber  preservado  en  la 
venta ,  como  podia,  los  derechos  del  colono  ó  inquilino, 
según  sientan  generalmente  los  autores  con  arreglo  á  las 
leyes  romanas,  y  entre  ellos  Gregorio  López  en  la  glosa  h 
de  dicha  ley  19. 

Sin  embargo  ,  no  podrá  el  comprador  espeler  al  arrenda- 
tario hasta  que  se  cumpla  el  tiempo  del  arrendamiento  .en 
los  casos  siguientes  :  —  Io.  si  se  pactó  entre  el  vendedor  y 
comprador  que  la  venta  no  habia  de  perjudicar  al  arrenda- 
miento :  —  S*.  si  el  arrendamiento  se  hizo  por  toda  la  vida 
dei  arrendatario,  ó  por  siempre  para  él  y  sus  herederos; 
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ley  19,  tít.  8,  Part  S.  :  —  3°.  si  en  el  contrato  de  arrenda- 
miento hipotecó  el  dueño  para  seguridad  de  su  observancia 
la  cosa  arrendada  y  se  obligó  á  no  enajenarla  dentro  del 
tiempo  de  su  duración,  porque  mediante  la  hipoteca  ad- 
quiere el  arrendatario  cierto  derecho  real  en  la  cosa  arren- 
dada para  no  ser  despojado  de  ella  hasta  que  espire  el  tiempo 
del  contrato ,  y  en  virtud  del  pacto  de  no  enajenar  seria  nula 
la  enajenación  que  contra  su  tenor  se  hiciese ,  al  menos  para 
el  efecto  del  despojo  ;  Greg.  Lop.  en  la  glosa  k  de  la  ley  6, 
yen  la  8  de  la  ley  19,  lit.  8,  Part.  5,  cuya  decisión  ha  sido 
adoplada  por  Gómez ,  Covarrubias  y  oíros  autores. 

Lo  que  se  ha  dicho  del  comprador  debe  aplicarse  igual- 
mente á  cualquiera  otro  sucesor  singular  del  arrendador,  es 
decir,  á  cualquiera  otro  que  adquiere  del  arrendador  la 
plena  propiedad  ó  solo  el  usufructo  de  la  cosa  arrendada  por 
donación,  legado  ú  otro  título  particular,  porque  es  regla 
general  que  el  sucesor  singular  no  está  obligado  á  los  con- 
tratos de  su  autor  ó  causante.  Pueden  por  consiguiente  el 
donatario,  el  legatario  y  el  usufructuario  espeler  ó  despedir, 
del  mismo  modo  que  el  comprador,  al  arrendatario  de  la 
cosa  donada ,  legada  ó  dada  en  usufructo;  Greg.  López, 
gl.  i  de  la  ley  19,  tít.  8,  Part.  5;  Gómez,  lib.  2,  Var.,  cap.  3, 
n.  9;  Gutiérrez,  Can.  qucest.,  cap.  8,  ns.  4,8,  10  y  19;  y 
Ferraris,  en  la  palabra  Locatio,  n.  16.  El  arrendatario  tiene 
derecho  en  estos  casos ,  como  en  el  de  venta ,  á  reclamar  del 
arrendador  ó  su  heredero  la  restitución  del  precio  adelan- 
tado y  el  resarcimiento  de  daños  y  perjuicios. 

Sigúese  también  del  principio  arriba  sentado ,  que  el  pro- 
pietario ó  su  heredero  á  quien  se  devuelve  el  usufructo  que 
habia  enajenado  no  está  obligado  á  pasar  por  el  arrenda- 
miento que  hizo  el  usufructuario  ;  ley  3,  tít.  8,  Part.  S;  ni 
el  sucesor  en  el  mayorazgo  por  el  que  hizo  el  poseedor  ante- 
rior, Greg.  López ,  glos.  k  de  la  ley  2 ,  tít.  8  ,  Part.  5;  ni  el 
heredero  fideicomisario  por  el  que  hizo  el  heredero  fiduciario, 
Gómez,  lib.  2,  Var.,  cap.  3,  n.  3  ;  ni  el  heredero  sustituto 
por  el  que  hizo  el  instituido  ;  ni  el  beneficiado  por  el  que 
hizo  de  los  bienes  del  beneficio  su  antecesor;  Molina,  Dejust. 
etjur.,  irai.  2,  disp.  492,  n.  6;  Covarrubias,  lib.  2,  Variar., 
cap.  15,  n.  6;  Reiffenstud ,  lib.  3,  Decretal.,  tít.  18,  n.  85;  y 
ley  9,  lit.  17,  Part.  1.  En  estos  casos  ,  siempre  que  el  de- 
recho del  arrendador  sobre  la  cosa  que  dio  en  arriendo  se 
resuelve  ó  estingue  por  un  hecho  independiente  de  su  volun- 
tad ,  como  regularmente  acaece ,  no  está  obligado  él  ni  su 
heredero  á  resarcir  al  arrendatario  los  daños  y  perjuicios 
que  se  le  siguieren  por  la  espulsion ,  sino  solo  á  devolverle  el 
precio  adelantado,  á  no  ser  que  hubiese  hecho  el  arriendo 
como  si  fuese  propietario  absoluto  de  los  bienes  y  no  con  su 
calidad  de  usufructuario  ,  mayorazgo ,  fiduciario ,  gravado 
de  sustitución  ó  beneficiado;  pero  si  se  resuelve  ó  estingue 
su  derecho  por  un  hecho  pro'pio  ejecutado  libremente ,  como 
por  ejemplo  si  resigna  el  beneficio  á  favor  de  otro  ,  ó  hace 
dimisión  voluntaria  del  usufructo  á  favor  del  propietario  , 
deberá  entonces  satisfacer  también  al  arrendatario  los  daños 
y  perjuicios;  inducción  de  la  ley  21 ,  lit.  8 ,  Part.  5. 

Es  de  advertir  aquí ,  que  los  arrendamientos  hechos  por  el 
marido  de  los  bienes  propios  de  la  mujer  no  cesan  por  la 
disolución  del  matrimonio  ;  ni  los  hechos  por  el  tutor  ó  cura- 
dor de  los  bienes  del  pupilo  ó  menor  se  estinguen  por  la 
terminación  de  la  tutela  ó  curaduría  ;  ni  los  hechos  por  el 
prelado  de  los  bienes  pertenecientes  á  la  iglesia  se  acaban 
por  la  traslación  ,  dimisión  ó  muerte  del  mismo  prelado  ; 
ni  los  hechos  por  las  autoridades  municipales  de  los  bienes 
de  propios  ó  del  concejo  fenecen  tampoco  por  la  cesación  de 
los  individuos  de  ayuntamiento  en  sus  cargos,  etc.;  porque 
ni  unos  ni  otros  otorgan  dichos  arrendamientos  en  su  nombre 
propio,  sino  como  administradores,  esto  es,  el  marido  en 
nombre  de  la  mujer,  los  tutores  y  curadores  en  el"  de  sus 
pupilos  ó  menores,  el  prelado  en  el  de  la  jglesia  ,  y  la  auto- 


ridad municipal  en  el  del  pueblo  ;  de  suerte  que  el  pueblo , 
la  iglesia,  los  pupilos  ó  menores  y  la  mujer  tienen  que  pasar 
por  dichos  arrendamientos  como  si  ellos  mismos  los  hubiesen 
otorgado;  Covarrubias,  lib.  2,  Variar.,  cap.  la,  n.  5;  Gómez, 
tom.  2,  Variar.,  cap.  5,  n.  8;  Molina,  Dejust.  etjur.,  Irai.  2» 
cuest.  492;  Rota,  Recent.,  part.  11,  decis.  7o,  ns.  h,  S  y  8; 
y  Ferraris ,  Riblioth.  en  la  palabra  Locatio ,  ns.  9,  10  y  i  i. 

Aunque  según  lo  que  llevamos  dicho,  el  que  adquiere  la 
cosa  arrendada  por  título  singular,  como  compra  ,  donación 
ó  legado,  ó  bien  por  devolución  de  usufructo,  ó  sucesión  en 
mayorazgo,  fideicomiso  ó  beneficio  eclesiástico  ó  por  susti- 
tución ,  puede  espeler  al  arrendatario  que  encuentra  en  ella 
y  que  habia  tratado  con  su  antecesor  en  el  disfrute,  exige  no 
^obstante  la  equidad  que  no  le  despida  desde  luego ,  sino  que 
en  el  arriendo  de  heredades  le  deje  recoger  todos  los  frutos 
del  año  comenzado ,  y  en  el  de  casa  continuar  en  ella  por  el 
término  corriente  y  otro  mas ,  según  la  costumbre  del  pue- 
blo ,  á  menos  que  sea  fácil  procurarse  antes  otra.  Seria  efec- 
tivamente muy  duro  que  el  nuevo  dueño  ó  poseedor  de  una 
casa  espeliese  á  principio  ó  á  mitad  de  un  término  y  pusiese 
en  la  calle  las  familias  que  la  habitaban  ;  y  que  el  de  una 
heredad  ó  hacienda  despojase  á  mitad  de  año  al  arrenda- 
tario ó  colono  que  habia  hecho  ya  la  mayor  parte  de  los 
trabajos  ó  labores  para  obtener  sus  productos. 

Si  el  nuevo  dueño  ó  poseedor,  por  los  títulos  espresados, 
de  la  cosa  arrendada  no  está  obligado  á  manlener  el  arren- 
damiento ,  tampoco  puede  obligar  al  arrendatario  á  conti- 
nuarlo ;  porque  el  que  no  sucede  en  las  obligaciones  que  re- 
sultan de  un  contrato,  no  debe  suceder  tampoco  en  los  dere- 
chos. Pero  si  se  obligó  con  el  dueño  anterior  á  llevar  á  cabo  el 
arrendamiento  ó  este  le  cedió  sus  acciones  contra  el  arrenda- 
tario, tendrá  entonces  derecho  para  obligar  á  dicho  arrenda- 
tario á  su  continuación;  porque  el  derecho  y  la  obligación  son 
correlativos  y  recíprocos  y  deben  acompañarse  con  respecto 
á  la  una  y  á  la  otra  de  las  partes.  De  esta  opinion  es  Gregorio 
López  en  la  glosa  2  de  la  ley  19,  tít.  8,  Part.  h". 

El  nuevo  dueño  ó  poseedor  de  que  hablamos,  puede  obli- 
garse ,  como  es  claro,  á  llevar  á  cabo  el  arrendamiento  por 
medio  de  una  convención  con  el  arrendatario.  Mas  si  guar- 
dando silencio  deja  que  el  arrendatario  siga  gozando  de  la 
cosa  arrendada,  y  percibe  á  su  tiempo  sin  protesta  el  precio 
de  los  plazos,  ¿se  entenderá  que  aprueba  el  arrendamiento 
y  que  queda  obligado  á  su  observancia  por  todo  el.  tiempo 
que  restare?  Para  decidir  esta  cuestión  debe  atenderse  en 
cada  caso  á  las  circunstancias  particulares  que  intervinie- 
ren :  mas  puede  decirse  en  general  que  no  por  eso  pierde  el 
derecho  de  espeler  al  arrendatario;  pero  si  quiere  usar  de 
esta  facultad ,  ha  de  avisarle  un  año  antes  en  las  heredades, 
y  un  término  ó  plazo  antes  en  las  casas  según  la  costumbre 
del  pueblo ,  como  en  los  arrendamientos  hechos  sin  tiempo 
determinado. 

Cuando  el  arrendatario  es  espelido  por  el  nuevo  poseedor 
ó  dueño  de  la  cosa  arrendada ,  está  obligado  el  que  se  la  dio 
en  arriendo ,  como  ya  se  ha  dicho,  á  resarcirle  los  daños  y 
perjuicios  que  por  la  inejecución  del  contratóse  lesiguieren. 
La  ley  no  fija  las  bases  de  este  resarcimiento ,  el  cual  por 
consiguiente  habrá  de  arreglarse  prudencialmente  por  el 
juez,  previo  cálculo  de  peritos.  El  código  francés  dispone  : 
que  si  se  trata  de  casa  ó  tienda ,  debe  pagar  el  arrendador 
al  inquilino  por  daños  y  perjuicios  una  cantidad  igual  al  al- 
quiler del  término  que  según  el  uso  del  pueblo  ha  de  mediar 
entre  la  despedida  ó  desahucio  y  la  salida  :  —  que  si  se  trata 
de  bienes  rurales,  se  ha  de  reducir  la  indemnización  á  la 
tercera  parte  del  precio  del  arriendo  por  todo  el  tiempo  que 
faltare.;  — y  que  si  se  trata  de  manufacturas,  ingenios  ú 
otros  establecimientos  que  exigen  grandes  anticipación! 
ha  de  arreglar  la  indemnización  por  prácticos  ó  peritos.  Se- 
gún estas  re  '       ¡ue  en  algún  caso  podrían  servir  de  go- 
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bierno,  si  fuese  necesario  por  ejemplo  en  virtud  de  la  Cos- 
tumbre del  pueblo  dar  al  inquilino  la  despedida  con  seis 
meses  de  anticipación  habría  de  pagarle  el  dueño  por'daños 
y  perjuicios  tanto  como  importase  el  alquiler  de  seis  meses; 
y  si  en  el  arrendamiento  de  tierras  faltasen  todavía  tres  años 
para  concluir  el  tiempo  estipulado,  habría  de  dar  por  indem- 
nización el  dueño  al  arrendatario  el  importe  de  la  renta  de 
un  año.  Esta  indemnización  debe  entenderse  sin  perjuicio 
de  lo  que  se  ha  dicho  mas  arriba  sobre  la  necesidad  de  dar 
tiempo  al  arrendatario  despedido  para  que  se  procure  otra 
casa  ú  otras  tierras. 

El  arrendatario  despedido  antes  de  la  conclusion  del  ar- 
rendamiento no  está  obligado  á  dejar  la  cosa  arrendada, 
mientras  no  se  le  haga  por  el  arrendador  ó  por  el  nuevo 
dueño'el  resarcimiento  de  daños  y  perjuicios ,  así  como  tam- 
poco está  obligado  á  dejarla  mientras  no  se  le  paguen  las 
mejoras  que  en  ella  hubiese  hecho ,  según  se  verá  en  su 
lugar.  Se  dirá  tal  vez  que  la  facultad  de  retener  la  cosa  ar- 
rendada por  razón  de  las  mejoras  no  puede  servir  de  argu- 
mento para  la  retención  de  la  misma  por  razón  de  los  daños 
y  perjuicios  ;  porque  el  arrendatario  tiene  cierta  especie  de 
derecho  real  en  las  mejoras  para  el  cobro  de  su  coste ,  al 
paso  que  por  los  daños  y  perjuicios  que  se  le  siguen  de  la 
inejecución  del  contrato  no  tiene  sino  acción  ó  derecho  per- 
sonal contra  el  arrendador.  Pero  es  regla  general  con  pocas 
escepciones,  que  el  acreedor  puede  retener  y  conservar  en 
su  poder  una  cosa  que  pertenece  y  debia  entregar  á  su  deu- 
dor, hasta  que  este  le  pague  la  deuda.  Véase  Retención. 

8o.  No  fenece  el  arrendamiento  por  la  muerte  del  arren- 
dador ni  por  la  del  arrendatario ,  antes  bien  obliga  del 
mismo  modo  á  los  herederos  de  ambas  partes ,  á  no  ser  que 
haya  convención  en  contrario;  ley  7,  lit.  17,  lib.  5,  Fuero 
Rea!;  ley  2,  lit.  S,  Part.  5;  décret,  de  Cortes  de  8  de  junio 
de  1813.  La  razon  es  que  todo  home  que  facepleyto  ó  postura 
con  olri,  lo  face  también  por  sus  herederos  como  por  sí,  se- 
gún espresion  de  la  ley  11,  tít.  14,  Part.  3;  pues  que  se 
repulan  estos  por  una  persona  con  su  causante ,  y  así  le 
suceden  en  los  derechos  y  en  las  obligaciones  que  no  sean 
puramente  propias  de  su  persona  :  Qui  paciscitur,  sibi  hce— 
radique  sito  pacisci  intelligilur  :  —  Omnis  stipulalio,  swe  in 
dando,  s/Ve  in  accipiendo  invenialur,  el  ad  hœredes,  et  con- 
tra hœrcdes  transmiltilur. 

Esceptúase  de  esta  regla  general  el  arrendamiento  que 
uno  hizo  con  la  calidad  que  en  los  bienes  tenia  de  usufruc- 
tuario, mayorazgo,  heredero  fiduciario,  gravado  de  resti- 
tución ,  ó  beneficiado  ;  pues  cesa  y  se  estingue  por  la  muerte 
del  arrendador,  por  no  recaer  sobre  bienes-pertenecientes  á 
su  patrimonio  y  trasmisibles  á  sus  herederos ,  como  hemos 
visto  mas  arriba. 

Esceptúase  también  el  arrendamiento  que  no  se  hubiese 
hecho  para  tiempo  determinado ,  sino  para  mientras  quisiere 
el  arrendador  ;  pues  se  acabaría  por  la  muerte  de  este  :  Lo- 
calio  precathe  Ha  facta,  quoad  is  qui  locasscl  vellct,  morte 
ejus  qui  locañt  lollilur;  1.  k,  ff.  Locali.  Por  la  misma  razón, 
si  el  arrendamiento  se  hiciese  por  todo  el  tiempo  que  al 
arrendatario  acomodase ,  fenecería  por  la  muerte  del  arren- 
datario. 

Mas  en  uno  y  otro  caso  es  muy  justo  que  el  arrendatario 
ó  su  heredero  acaben  el  año  ó  el  plazo  comenzado.  —  Véase 
Arrendador  y  Arrendatario. 

ARïlENDAEÏIEMT©  de  casas  en  Madrid.  Con  res- 
pecto á  los  arrendamientos  de  casas  en  Madrid  se  observa- 
ban antiguamente  reglas  diferentes  de  las  comunes,  que 
atacaban  y  disminuían  notablemente  los  derechos  de  los  pro- 
pietarios, habiendo  tenido  su  origen  en  las  exigencias  de  los 
cortesanos  con  motivo  del  establecimiento  de  la  corte  en  di- 
cha villa.  El  célebre  auto  acordado  del  supremo  consejo  de 
31  de  julio  de  1792  (ley  8,  tít,  10,  lib.  10,  Nov.  Rec.J  des- 


truyó muchos  de  los  abusos  que  existían;  pero  todavía  dejó 
algunas  trabas  al  derecho  de  propiedad.  Su  tenor  es  el  si- 
guiente : 

«  Siendo  frecuentes  los  recursos  sobre  preferencia  en  los 
arrendamientos  de  casas  de  Madrid,  con  que  se  complican 
los  tribunales ,  y  de  que  resulta  á  los  dueños  el  impedimento 
de  la  facultad  que  su  dominio  les  da  de  arrendarlas,  y  con- 
venirse en  el  precio  con  los  inquilinos  que  entran  de  nuevo  ; 
y  habiéndose  hecho  también  común  el  abuso  ó  esceso  de 
traspasarlas  los  inquilinos  en  otras  personas ,  sin  noticia  ni 
consentimiento  de  sus  dueños ,  haciendo  negociaciones  do 
la  hacienda  ajena,  y  privándoles  por  este  medio  de  ar- 
rendar las  casas  vacantes  á  su  justo  arbitrio  :  para  atajar 
semejantes  desórdenes  y  perjuicios,  y  reducir  las  casas 
á  las  disposiciones  de  derecho ,  en  adelante  y  desde  la  pu- 
blicación do  este  auto  acordado  se  guarden  y  observen , 
por  lo  tocante  á  Madrid,  en  los  arriendos  de  casas  ,  pago 
de  alquileres  y  tasa  de  estos  las  declaraciones  y  reglas  si- 
guientes : 

i .  Los  dueños  y  administradores  puedan  libremente  ar- 
rendar las  casas  á  las  personas  con  quienes  se  conviniesen , 
sin  que  ninguna,  por  privilegiada  quesea,  pueda  pretender 
ni  alegar  preferencia  con  motivo  alguno  ;  salvo  los  alcnldcs 
de  casa  y  corte ,  que  debiendo  vivir  dentro  de  sus  respecti- 
vo* cuarteles,  podrán,  en  conformidad  de  lo  que  dispone  la 
real  cédula  de  6  de  octubre  de  1768,  usar  del  derecho  de 
preferencia  en  las  casas  vacantes  ó  desocupadas  dentro  de 
sus  cuartele's.  . 

2.  Muerto  el  inquilino  ,  pueda  continuar  en  la  misma  ha- 
bitación su  viuda  :  y  si  no  la  tuviese  ó  no  quisiese,  uno  de 
sus  hijos  en  quien  se  conviniesen  los  demás  ;  y  no  confor- 
mándose ,  el  mayor  en  edad. 

5.  Para  precaver  los  daños  y  perjuicios  que  la  continua- 
ción de  estos  inquilinatos  podría  causar  á  los  dueños  de 
casas,  se  declara,  que  asi  como  por  la  ley  precedente 
(ley  "2k  ,  lit.  ih,  lib.  3,  Nov.  Rcc.)  pueden  los  inquilinos  usar 
del  derecho  de  la  tasa ,  le  tendrán  en  los  mismos  términos 
sus  dueños  ,  pasados  diez  años  de  la  habitación  ;  y  de  la 
misma  facultad  podrán  usar,  si  continuasen  habitándola  por 
otros  diez,  y  empezándose  á  contar  desde  la  publicación  de 
este  auto ,  porque  en  este  largo  tiempo  puede  haber  variado 
el  valor  del  precio  de  dichas  habitaciones. 

U.  Se  prohibe  todo  subarriendo  y  traspaso  del  todo  ó  parte 
de  las  habitaciones,  á  no  ser  con  espreso  consentimiento  de 
los  dueños'ó  administradores,  y  se  anulan  también  los  que 
estuviesen  hechos  sin  esta  circunstancia  ;  pero  deberán  ser 
preferidos  los  inquilinos  en  los  arrendamientos,  entendién- 
dose derechamente  y  sin  litigio  con  los  dueños ,  con  tal  que 
al  inquilino  principal  que  subarrendó,  se  le  rebaje  la  canti- 
dad del  subarriendo  que  hizo  ,  y  ha  de  percibir  el  dueño  de 
la  casa. 

5.  Mediante  que  en  conformidad  de  la  costumbre  obser- 
vada en  Madrid  ,  el  inquilino  que  ha  de  habitar  la  casa ,  an- 
ticipa el  importe  de  medio  año;  si  se  verificase  que  antes  de 
cumplirlo  la  dejase ,  el  dueño  ó  administrador  le  devolverá  á 
prorata  la  cantidad  que  corresponda  al  tiempo  que  fallare 
para  cumplir  el  medio  año;  y  lo  mismo  se  entienda  con  los 
alquileres  que  se  anticipan  en  las  habitaciones  que  se  pagan 
por  meses. 

6.  No  puedan  los  dueños  y  administradores  tener  sin  uso  y 
cerradas  las  casas;  y  los  jueces  los  obliguen  á  que  las  arrien- 
den á  precios  justos  convencionales  ó  por  tasación  de  peritos 
que  nombren  las  partes ,  y  tercero  de  oficio  en  caso  de  dis- 
cordia ,  aunque  se  diga  y  alegue  no  poder  arrendarlas  por 
estarles  prohibido  por  fundaciones  ó  por  otro  motivo  ,  pues 
semejantes  disposiciones  no  pueden  producir  efecto  en  per- 
juicio del  bien  público. 

7.  Las  personas  que.sahesen  de  la  corte  con  destino  ó  por 
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largo  tiempo,  no  pueden  retener  sus  habitaciones  ni  con  pre- 
testo  de  dejaren  ellas  parte  de  su  familia;  pero  esta  prohi- 
bición no  deberá  entenderse  con  los  que  se  ausenten  por 
falla  de  salud  ,  comisión  ú  otra  causa  temporal  de  corta  du- 
ración. 

8.  Habiendo  acreditado  la  esperiencia  ,  que  se  ocupan  las 
casas  largo  tiempo  con  los  bienes  muebles  y  alhajas  de  los 
que  mueren  ,  para  venderlos  en  almoneda,  y  que  se  usa  del 
fraude  de  entrar  y  subrogar  otros,  haciéndose  por  este  medio 
interminables  las  almonedas  ;  se  declara  y  manda  ,  que  se 
acaben  durante  los  seis  meses  primeros  ,  y  pasados  quede 
desocupada  la  casa,  aunque  no  se  haya  concluido. 

9.  Ningún  vecino  pueda  ocupar  ni  tener  dos  habitaciones, 
como  no  sean  tiendas  ó  talleres  necesarios  á  su  oficio  ó  co- 
mercio. 

10.  Cuando  los  dueños  intentasen  vivir  y  ocupar  sus  pro- 
pias casas,  los  inquilinos  las  dejen  y  desocupen  sin  pleito  en 
el  preciso  y  perentorio  término  de  cuarenta  dias ,  prestando 
caución  de  habitarlas  por  sí  mismos,  y  no  arrendarlas  hasta 
pasados  cuatro  años. 

\  I .  Las  cesiones  ó  traspasos  que  se  hicieren  de  las  tiendas 
de  cualquiera  especie  ,  casas  de  trato  ó  negociación ,  sean 
puramente  por  el  precio  en  que  se  regulasen  ó  conviniesen 
por  los  efectos,  enseres,  anaqueles  y  demás  de  que  se  com- 
pongan, sin  llevar  por  via  de  adehala  ni  otro  pretesto  canti- 
dad alguna  ;  y  la  casa  ó  habitación  en  que  estuviese  situada, 
vaya  con  el  precio  que  pagaba  el  inquilino. 

12.  Sobre  el  contenido  de  estas  reglas,  mediante  ser  cla- 
ras, los  jueces  no  admitan  demandas  ni  contestaciones;  y 
las  que  admitieren  ,  las  determinen  de  plano  y  sin  figura  de 
juicio.  » 

Es  ademas  una  costumbre  que  no  está  derogada  por  esta 
ley,  antes  bien  parece  confirmada  implícitamente  por  los 
arts.  2,  3 y  10,  el  que  el  inquilino  en  los  arrendamientos  sin 
tiempo  determinado  no  pueda  ser  espelido  por  el  dueño  sino 
en  virtud  de  alguna  causa  legal,  y  que  solo  el  inquilino 
tenga  la  facultad  de  hacer  cesar  el  contrato  ;  mudándose  á 
otra  parta  cuando  quiere.  —  Véase  Arrendamiento. 

ARRENDAMIENTO  de  trabajo  personal,  ün  con- 
trato por  el  cual  se  obliga  una  de  las  partes  á  hacer  una  cosa 
para  la  otra  mediante  cierto  precio. 

Este  contrato  no  es  conocido  vulgarmente  con  el  nombre 
de  arrendamienlo ,  sino  mas  bien  con  los  de  alquiler,  loca- 
ción ,  logamienlo,  ajuste,  concierto,  asiento;  y  así  es  que 
cuando  uno  se  obliga  á  prestar  á  otro  su  trabajo,  su  indus- 
tria ,  sus  servicios  ,  las  obras  de  sus  brazos,  no  se  dice  que 
se  arrienda,  sino  que  se  alquila  ,  que  se  loga,  que  se  ajusta, 
que  se  concierta,  que  asienta.  La  ley  misma  usa  con  prefe- 
rencia de  las  voces  aloguero  y  logar  con  respecto  à  la  pres- 
tación de  obras  ó  servicios,  y  de  las  de  arrendamiento  v  ar- 
rendar en  la  prestación  de  heredades  y  demás  cosas  que  se 
clan  á  renta,  aunque  á  veces  se  sirve  indistintamente  de  unas 
y  olías  hablando  de  los  servicios  y  do  las  obras  :  «  Obras 
que  home  faga  con  sus  manos  ó  bestias  ó  navios  para  traer 
mercadurías  ó  para  aprovecharse  del  uso  de  ellas,  et  todas 
las  otras  cosas  que  home  suele  alogar,  pueden  ser  alogadas 
ó  arrendadas  ;  »  leyes  I  yo,  til.  8,  Parí.  a. 

El  arrendamiento  ,  alquiler  ó  locación  de  trabajo  ó  indus- 
tria no  recae  sobre  una  obra  ó  servicio  ya  hecho,  sino  sobre 
\\n  servicio  ú  obra  que  todavía  esté  por  hacer  :  «  Obras  que 
hu  de  facer,  »  dice  la  ley  i,  til.  8,  Part.  b. 

Si  la  cosa  que  se  ha  de  hacer  fuese  contraria  á  las  leyes  ó 
á  las  buenas  costumbres,  es  nulo  el  contrato  ;  ley  2,  til.  8, 
Parí.  !i. 

También  será  nulo  el  contrato  si  la  cosa  que  se  ha  de  ha- 
cer es  imposible  por  su  naturaleza.  Mas  la  imposibilidad 
personal  del  que  se  encarga  de  la  obra  ó  servicio  ,  cuando 
;>or  otra  parte  no  es  imposible  la  cosa  por  su  naturaleza ,  no 


impide  la  validez  del  contrato  ;  y  así  es  que  el  que  tomó  á 
su  cargo  una  cosa  superior  á  sus  fuerzas  ó  á  sus  medios, 
tiene  que  pagar  los  daños  y  perjuicios  que  se  siguieren  por 
su  falta  de  cumplimiento. 

En  este  arrendamienlo  ó  alquiler,  as!  como  en  el  de  cosas, 
debe  haber  igualmente  un  precio  ,  que  aquí  suele  llamarse 
salario,  jornal  ó  estipendio.  No  habiendo  precio,  ó  siendo 
este  escesivamente  bajo  ó  simulado,  no  seria  el  contrato  ar- 
rendamiento ó  alquiler,  sino  mandato. 

El  precio  debe  consistir  en  dinero;  pues  si  consistiese  en 
otra  cosa,  no  seria  contrato  de  alquiler  ó  locación,  sino  con- 
trato innominado;  ley  1 ,  til.  8,  Part.  ti. 

Cuando  el  precio  no  se  ha  establecido  espresamente  ,  se 
entiende  que  las  parles  se  han  convenido  tácitamente  en  el 
precio  común  del  trabajo,  servicio  ú  obra  que  es  objeto  del 
contrato  ;  y  no  habiendo  precio  común,  se  supone  que  se  ha 
dejado  su  estimación  al  juicio  de  peritos  ,  en  caso  de  que  los 
interesados  no  se  pongan  luego  de  acuerdo  entre  sí. 

Los  contratos  de  arrendamiento  ,  alquiler  ó  locación  de 
trabajo  ó  industria  personal  pueden  dividirse  en  tres  clases: 

—  Io.  el  de  los  criados  y  obreros  que  asientan  con  un  amo  ó 
propietario  para  cierto  tiempo  ó  para  empresa  determinada  : 

—  2°.  el  de  los  porteadores  que  conducen. ó  llevan  personas 
ó  géneros  de  un  pueblo  á  otro  :  —  5o.  el  de  los  maestros 
obreros  que  toman  á  su  cargo  por  un  tanto  la  construcción 
de  obras. 

I.  Alquiler  ô  locación  de  criados  y  obreros. 

Aunque  según  la  ley  2 ,  tít.  8 ,  Part.  5,  el  loguero  ó  el  ar- 
rendamiento puede  hacerse  por  cierto  tiempo  ó  por  toda  la 
vida ,  no  debe  aplicarse  tal  disposición  al  alquiler  ó  locación 
de  los  criados  y  obreros;  pues  siendo  contraria  á  nuestras 
costumbres  la  esclavitud  ó  servidumbre  perpetua,  é  inapre- 
ciable la  libertad  natural  de  las  personas ,  no  podria  soste- 
nerse la  obligación  que  uno  contrajese  de  servir  á  otro  por 
toda  su  vida  ó  por  un  tiempo  tan  largo  que  hubiera  de  abra- 
zar el  resto  de  su  existencia. 

Los  contratos  mas  frecuentes  de  arrendamiento  ó  alquiler 
de  trabajo  personal  son  los  que  se  hacen  con  personas  que 
en  calidad  de  criados  t  domésticos  ó  dependientes  se  obligan 
á  prestar  sus  servicios  á  tanto  por  año,  por  mes  ó  por  cual- 
quiera otro  tiempo  determinado;  como  asimismo  los  que  se 
hacen  con  obreros  ú  operarios  que  se  obligan  á  trabajar  á 
jornal,  esto  es,  á  tanto  por  dia,  y  que  por  eso  se  llaman  jor- 
naleros; cuales  son  los  segadores,  vendimiadores ,  peones 
de  albañil ,  cavadores  ,  etc.  Mas  si  los  obreros  no  se  ajustan 
á  jornal  sino  por  obra  ó  á  destajo,  esto  es,  mediante  una  can- 
tidad por  toda  la  obra,  como  cuando  uno  se  conviene  en  ha- 
cerle la  siega,  la  vendimia,  el  descuaje  de  un  terreno  ú  otra 
cualquiera  obra  por  un  tanto,  no  es  ya  propiamente  alquiler 
ó  locación  de  servicios  ,  sino  mas  bien  un  contrato  innomi- 
nado comprendido  en  la  clase  hago  para  que  des. 

El  salario,  jornal  ó  estipendio  se  supone  estipulado  en  ra- 
zón del  tiempo,  durante  el  cual  han  de  prestarse  los  servi- 
cios. De  aquí  es  que  si  el  jornalero  se  retira  dei  trabajo  antes 
de  finar  el  dia  por  su  propia  voluntad  ó  por  alguna  indispo- 
sición que  le  sobreviene,  ó  por  algún  acontecimiento  de  fuer- 
za mayor,  como  v.  gr.  por  lluvia  ó  temor  de  enemigos,  no  es 
acreedor  sino  á  la  parte  de  jornal  que  correspondiere  al 
tiempo  en  que  ha  trabajado.  Pero  si  el  dueño  tomó  mas 
jornaleros  de  los  necesarios  ,  de  suerte  que  la  obra  se  con- 
cluye antes  que  el  dia,  no  por  eso  puede  dispensarse  de  pa- 
gar el  jornal  por  entero  ,  pues  que  no  es  sino  culpa  suya  el 
haber  alquilado  un  número  escesivo  de  brazos  :  bien  que 
podrá  emplearlos  lo  restante  del  dia  en  otro  trabajo  para  el 
cual  sean  igualmente  idóneos. 

La  ley  1,  tít.  25,  lib.  8,Nov.  Bec.  dispone  que  los  carpin- 
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teros,  lbañiles,  obreros,  jornaleros  y  menestrales  que  se 
logan  ó  alquilan  para  trabajar  fuera  del  pueblo,  «  salgan  del 
lugar  en  saliendo  el  sol  para  bacer  las  labores  en  que  fueron 
alquilados,  y  labren  todo  el  dia  en  tal  manera  que  salgan  de 
las  dichas  labores  en  tiempo  que  lleguen  á  la 'villa  ó  lugar 
donde  fueron  alquilados,  en  poniéndose  el  sol ,  y  los  que  la- 
braren dentro  en  la  villa  ó  lugar  donde  fueron  alquilados  , 
que  labren  dende  dicho  tiempo  que  sale  el  sol,  y  dejen  la 
labor  cuando  se  pusiere  el  sol ,  so  pena  que  le  no  sea  pagado 
el  cuarto  del  jornal  que  ganare.  »  Es  decir,  que  todos  los 
que  trabajan  á  jornal  deben  estar  á  disposición  del  dueño  de 
sol  á  sol.  Sin  embargo  ,  en  algunos  paises  es  costumbre  que 
los  jornaleros  trabajen  ocho  horas,  que  suelen  ser  continuas 
ó  distribuirse  del  modo  que  mas  les  conviene  ,  según  las 
estaciones  y  la  clase  de  .trabajo. 

Al  obrero  debe  pagarse  su  jornal  en  la  noche  del  mismo 
dia  en  que  trabajare  ,  si  así  lo  quisiere';  ley  2,  tít.  26, 
lib.  S,Nov.  Ihc. 

Según  la  ley  Us  tít.  26 ,  lib.  8,  Nov.  Rec,  tenian  facultad 
los  ayuntamientos  para  tasar  los  jornales  de  los  menestrales 
y  demás  obreros;  pero  por  real  provision  de  29  de  noviembre 
de  1767  se  dio  libertad  á  los  jornaleros  para  concertar  sus 
salarios  con  los  dueños  de  las  tierras;  ñola  1  ,  lit.  26, 
m  8 ,  Nov.  ffcc. 

Los  que  sirven  por  salario  y  los  oficiales  mecánicos  no 
pueden  pedir  el  precio  de  sus  servicios  ó  de  su  trabajo ,  pa- 
sados 1res  años  desde  que  se  despidieron  de  sus  amos  ó  de- 
jaron de  prestarles  sus  servicios,  á  no  acreditar  habérseles 
pedido  infructuosamente  dentro  de  ellos;  ley  10,  lit.  11,  lib. 
10,  Nov.  Rec. 

Los  artesanos  ,  menestrales  ,  jornaleros  y  criados  pueden 
cobrar  sus  créditos  ejecutivamente  ante  los  jueces  ordina- 
rios, sin  que  se  admita  inhibición  ni  declinatoria  de  fuero; 
y  tienen  derecho  ademas  los  artesanos  y  menestrales  al  abono 
de  los  intereses  mercantiles  del  seis  por  ciento,  y  los  criados 
al  del  tres  ,  desde  el  dia  de  la  interpelación  judicial ,  para 
resarcirse  del  menoscabo  que  reciben  en  la  demora  del  pago; 
leyes  12,  13,  Ui,  Ib  y  16,  lit.  H,  lib.  10,  Nov.  Rec. 

Todos  los  que  alquilan  ó  logan  su  trabajo  ,  su  industria  ó 
sus  servicios ,  deben  emplear  el  tiempo  y  sus  facultades 
lealmente  según  el  tenor  del  contrato;  y  resarcir  á  las  per- 
sonas que  se  valen  de  ellos  los  daños  y  perjuicios  que  les 
causaren  por  su  negligencia  o  impericia ,  leyes  10 ,  12  y  1S , 
til.  8,  Parí.  5,  á  no  ser  que  aquellas  los  tomasen  con  cono- 
cimiento de  su  poca  habilidad. 

Así  es,  por  ejemplo,  que  todo  pastor  asalariado  debe  poner 
la  mayor  solicitud  en  la  custodia  y  conservación  del  ganado 
que  se  le  encarga  ,  precaviéndolo  de  todo  riesgo  de  pérdida 
ó  deterioro,  y  llevándolo  sucesiva  y  oportunamente  á  los  pas- 
tos de  invierno  y  de  verano.  Si  el  ganado  esperimenlase 
alguna  pérdida  ó  daño ,  no  se  exime  el  pastor  de  su  respon- 
sabilidad sino  probando  de  algún  modo  y  jurando  que  la 
pérdida  ó  deterioro  acaeció  sin  culpa  suya  ;  pero  si  el  dueño 
probare  la  culpa  del  pastor,  no  se  admitirá  tal  juramento; 
leyiS,  tít.  8,  Part.  5. 

De  esta  disposición  de  la  ley  con  respecto  ó  los  pastores , 
se  deduce  naturalmente  la  regla  general  de  que  todo  el  que 
alquila  su  industria  ó  trabajo  está  obligado  á  resarcir  los  daños 
ó  pérdidas  de  las  cosasque  se  le  hubiesen  entregado,  mien- 
tras no  pruebe  que  las  pérdidas  ó  daños  acaecieron  sin  culpa 
suya,  esto  es,  sin  que  de  su  parte  hubiese  negligencia  ó  im- 
pericia. Infiérese  igualmente  esta  regla  de  la  ley  10  del  mis- 
mo titulo,  en  que  se  previene  que  si  el  platero  quebrantare 
la  piedra  preciosa  que  se  le  entregó  para  engastarla  en  una 
sortija,  debe  pagar  su  estimación  ajuicio  de  peritos,  ano 
ger  que  pruebe  que  sabe  bien  su  oficio,  y  que  el  daño  ocur- 
rió £in  culpa  suya  por  tacha,  pelo  ú  otro  defecto  de  la  piedra. 

Los  que  logan  su  industria  ó  trabajo ,  no  solamente  son 


responsables  de  su  impericia  ó  negligencia,  sino  también  de 
la  de  sus  obreros  ó  personas  que  llevan  para  que  les  ayuden  ; 
ley  2,  til.  23,  lib.  8,  Nov.  Rec. 

La  obligación  de  los  que  logan  su  industria  ó  sus  servicios 
espira  con  su  muerte ,  sin  que  sus  herederos  tengan  derecho 
ni  obligación  de  continuar  el  cumplimiento  del  contrato  ; 
pues  que  se  considera  meramente  personal.  No  es  aplicable 
aquí  la  disposición  de  la  ley  9  ,  tít.  8,  Part.  S  ,  porque  esta 
solo  habla  del  menestral  que  se  ajusta  por  obra  ó  á  destajo 
y  no  á  jornal. 

Generalmente  hablando,  las  obligaciones  y  derechos  de  los 
que  trabajan  á  jornal  son  las  mismas  que  las  de  los  criados , 
si  solo  miramos  á  los  efectos  del  empeño  ó  contrato  de  pres- 
tación de  servicios.  Véase  pues  lo  que  se  dice  bajo  este  punto 
de  vista  en  el  artículo  Amo. 

II.  Alquiler  ó  locación  de  -porteadores. 

Son  porteadores  todos  los  que  conducen  ó  llevan  de  una 
parte  á  otra  personas  ó  cosas  por  el  porte  ó  precio  en  que  se 
han  ajustado  y  convenido,  y  se  comprenden  por  consiguiente 
bajo  este  nombre  los  arrieros  ,  carruajeros  ,  cosarios ,  ordi- 
narios, empresarios  ó  directores  de  diligencias  y  mensaje- 
rías ,  y  cualesquiera  otros  que  se  encargan  del  trasporte 
por  tierra  ó  por  rios  y  canales  navegables. 

Los  porteadores  por  tierra  ó  por  agua  son  responsables 
de  las  cosas  que  se  les  confian  ;  y  así  es  que  deben  indem- 
nizar ásus  dueños  de  las  pérdidas,  estravíos,  hurtos,  daños 
y  menoscabos  que  les  sobrevinieren  ,  á  no  ser  que  probaren 
que  estos  accidentes  ocurrieron  sin  culpa  suya  por  caso  for- 
tuito que  no  pudieron  evitar,  ó  por  violencia  insuperable  , 
ó  por  la  naturaleza  y  vicio  propio  de  las  mismas  cosas  ; 
leyes  8  y  26,  til.  8,  Part.  5. 

Las  compañías  ó  empresas  de  diligencias,  para  no  espo- 
norse  al  peligro  de  tener  que  pagar  grandes  cantidades  por 
las  pérdidas  ó  estravíos  de  equipajes  ,  y  al  de  seguir  pleitos 
costosos  para  averiguar  el  importe  verdadero  de  los  que  se 
les  reclamen ,  suelen  fijar  en  los  billetes  que  dan  á  los  via- 
jeros el  tanto  que  han  de  abonar  por  cada  bulto,  como  v.  gr. 
por  un  baúl  lleno,  por  una  maleta,  por  un  saco  de  noche  , 
y  por  una  caja  con  su  sombrero  ;  pero  dejan  libertad  al  via- 
jero para  que  si  no  se  conforma  con  el  valor  que  da  la  com- 
pañía á  dichos  cabos,  esprese  y  fije  él  mismo  el  valor  que  le 
parezca ,  en  cuyo  caso  se  lo  asegura  la  compañía  mediante 
el  premio  de  cierto  tanto  por  ciento  que  se  designa. 

Las  compañías  de  diligencias  no  son  responsables  de  la 
pérdida  de  las  cosas  que  se  entregan  directamente  á  los  con- 
ductores ó  mayorales ,  sin  anotarse  en  el  registro ,  por  no 
ser  justo  que  paguen  aquellos  objetos  cuyo  porte  puede  sus- 
traérseles fácilmente.  Véase  Porteador. 

III.  Alquiler  ó  locación  de  los  maestros  obreros  que 
toman  á  su  cargo  por  un  tanto  la  construcción  de 
obras. 

Suelen  algunos  tomar  á  destajo  la  construcción  de  ciertas 
obras  en  cierto  precio  ,  como  los  arquitectos ,  alarifes  y 
maestros  de  obras. 

Aunque  esta  especie  de  alquiler  ó  locación  de  industria  , 
que  algunos  llaman  contrato  de  obra ,  se  confunde  en  el 
mismo  género  con  el  alquiler  de  los  domésticos  y  jornaleros, 
hay  sin  embargo  entre  uno  y  otro  la  importante  diferencia 
de  que  los  que  se  obligan  para  tiempo  ó  empresa  determi- 
nada ,  logando  simplemente  su  trabajo  para  la  duración  de 
esta  ó  aquel,  tienen  derecho  à  ser  pagados  del  precio  ó  sala- 
rio convenido ,  cualquiera  que  sea  después  la  suerte  de  la 
obra  que  han  hecho ,  con  tal  que  hayan  trabajado  lealmente  ; 
al  paso  que  en  el  contrato  ó  ajuste  de  obra  por  un  tanto  , 
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no  se  estipula  el  precio  en  razón  del  tiempo  que  ha  de  durar 
su  construcción  ,  sino  por  la  construcción  misma  de  la  obra , 
la  cua! ,  mientras  no  sea  aprobada  y  recibida ,  corre  gene- 
ralmente á  riesgo  del  obrero.  Véase  Arquitecto. 

ABSiSNDAMÎENTO  de  propios  y  arbitrios.  En  la 
real  instrucción  de  15  de  octubre  de  1828  para  el  arreglo 
de  la  administración  y  de  la  cuenta  y  razón  general  de  los 
propios  y  arbitrios  del  reino  ,  se  dispone  ,  que  á  escepcion 
de  las  fincas  destinadas  á  usos  públicos  ,  todas  las  demás  se 
pondrán  en  arrendamiento  ,  y  solamente  podrán  ponerse  en 
administración  cuando  no  se  presentare  arrendador  que 
ofrezca  su  justo  precio  ;  cap.  9  ,  art.  9. 

Los  ramos  arrendables  de  propios  y  arbitrios  deben  sacarse 
á  pública  subasta ,  y  rematarse  en  el  mayor  postor;  ley  13, 
til.  16,  lib.  7,  Nov.  Rec. 

No  pueden  ser  postores  ni  tener  parte  directa  ni  indirecta- 
mente en  estos  arrendamientos  los  alcaldes,  capitulares  y 
dependientes  de  concejo  ;  so  pena  de  nulidad  del  arriendo , 
y  de  pérdida  de  sus  oficios  y  de  la  cuarta  parte  de  sus  bienes 
con  aplicación  al  fisco ,  al  denunciador  y  al  juez  por  iguales 
partes;  ley  7,  til.  9,  leyes  U,  15/27,  lit.  16,  lib.  7,  Nov.  Rec. 

Las  subastas  han  de  ejecutarse  en  tiempos  oportunos , 
llamando  previamente  postores  por  medio  de  edictos  ,  que 
han  de  despacharse  también  á  los  pueblos  circunvecinos , 
con  señalamiento  de  dia  para  el  remate,  y  con  el  término 
de  treinta ,  para  que  en  ellos  puedan  acudir  á  hacer  sus  pro- 
puestas ;  leyes  U,  8,  24,  26  y  27,  lit.  16,  lib.  7,  Nov.  Rec. 

La  celebración  de  las  subastas  ha  de  hacerse  con  las  so- 
lemnidades correspondientes  ,  y  han  de  admitirse  posturas 
y  mejoras  de  cualesquiera  personas  conocidas  y  abonadas  , 
debiendo  lomarse  las  medidas  oportunas  para  que  todos 
tengan  libertad  entera  de  pujar  sin  temor  alguno  ;  leyes  7, 
8,  24  y  27,  lit.  16,  Nov.  Rec. 

No  pueden  hacerse  estos  arrendamientos  por- mas  tiempo 
que  el  de  un  año;  pero  se  estenderán  al  de  dos,  cuatro  ó 
seis,  según  convenga  y  lo  determine  la  superioridad  á  soli- 
citud del  ayuntamiento;  ley  27,  tít.  16,  lib.  7,  Nov.  Rec;  y 
art.  10,  cap.  9,  instr.  de  13  de  octubre  de  1828. 

Concluido  y  cerrado  el  remate  á  favor  del  postor  que  hu- 
biese hecho  mas  beneficio,  no  se  admitirá  otra  puja  que  la 
del  cuarto,  esto  es,  de  la  cuarta  parle  del  precio  en  que 
quedó  el  remate ,  con  tal  que  se  haga  dentro  del  término  de 
noventa  dias ,  en  cuyo  caso  se  sacará  nuevamente  bajo  de 
ella  á  pública  subasta  el  ramo  que  se  arrienda  por  el  término 
de  nueve  dias  para  su  remate  en  el  mayor  postor,  en  el  cual 
se  ha  de  verificar  precisamente  el  arriendo,  sin  acción  á 
nueva  puja;  leyes  2o  y  26,  lit.  16,  lib.  7,  Nov.  Rec.  (i). 

Los  arrendatarios  han  de  afianzar  á  satisfacción  de  los 
ayuntamientos;  en  el  concepto  de  que  estos  han  de  responder 
de  las  faltas  de  aquellos;  ley  27,  lit.  16,  lib.  7,  Nov.  Rec,  y 
art.  12,  cap.  9,  instrucción  de  15  de  octubre  de  1828. 

(1  )  En  América  se  halla  dispuesto  por  real  cédula  de  5  de  agosto 
de  1754 ,  que  las  pujas  sort  válidas  y  pueden  admitirse  hasta  el 
momento  en  que  apruebe  el  arrendamiento ,  no  la  comisión  ó  au- 
toridad que  lo  celebra ,  sino  el  jefe  ó  cuerpo  superior  á  cuyo  cono- 
cimiento debe  someterse;  y  la  cuarta  puja,  que  según  la  misma 
cédula,  es  la  única  mejora  admisible  despues  de  esta  aprobación 
suprema ,  debe  percibirla  íntegra  la  Hacienda  pública ,  sin  dar  la 
cuarta  parte  al  que  por  ella  queda  privado  del  arrendamiento, 
como  debia  hacerse  en  España  ,  según  dice  Sala  al  fin  del  tít.  de 
los  arrendamientos.  Es  de  notar  que  las  pujas,  tanto  en  América 
como  en  España ,  no  solo  tienen  lugar  en  el  arrendamiento  de 
propios  y  arbitrios  de  los  pueblos  ,  sino  también  en  el  de  rentas 
reales  ó  nacionales  ,  y  en  el  de  las  fincas  de  los  hospitales  y  demás 
establecimientos  públicos.  — Véase  la  Ilustración  del  Derecho  Real 
de  Sala  en  dicho  lugar,  y  también  puede  verse  la  Ordenanza  de 
intendentes,  n.  57,  con  las  leyes  25  y  26,  tít.  16,  lib.  7  de  la 
piovís.  l\ec.  que  cita  el  autor. 


No  pueden  ser  fiadores  ni  abonadores  de  los  arrendatarios 
los  alcaldes  ,  capitulares  y  dependientes  del  concejo;  ley  7, 
tít.  9,  lib.  7,  Nov.  Rec. 

Estos  arrendamientos  deben  hacerse  á  todo  riesgo;  art. 
10,  cap.  9,  real  instr.  de  13  de  octubre  de  1828.  Así  es  que 
el  arrendatario  no  podrá  pedir  rebaja  ó  descuento  del  precio 
por  razón  de  esterilidad  ó  pérdida  de  frutos  causada  por 
acontecimientos  fortuitos  ó  de  fuerza  mayor. 

Deben  procurar  los  ayuntamientos  que  en  las  subastas  y 
remates  se  proceda  con  celo,  exactitud  y  desinterés,  á  fin 
de  que  lejos  de  decaer  vayan  en  aumento  los  productos  de 
propios  y  arbitrios  ;  y  si  se  justificare  colusión  en  la  subasta, 
ocultación,  desmembración  de  alguna  parte  de  los  rendi- 
mientos ,  ó  diminución  del  legítimo  producto  de  los  ramos 
por  adehalas  ó  sobreprecios,  para  invertirse  arbitrariamente 
en  usos  y  destinos  no  permitidos  ó  ajenos  de  sus  obligacio- 
nes, responderán  de  su  importe  y  sufrirán  ademas  la  pena 
del  cuatro  tanto  que  establecen  las  leyes  para  semejantes 
casos;  ley  27,  y  art.  8,  lit.  16,  lib.  7,  Nov.  Rec.  Véase  Pro- 
pios y  Arbitrios. 

ABRENDAMÍENTO  real.  El  convenio  ó  ajuste  por 
el  cual  confiere  el  gobierno  á  una  persona  particular  ó  com- 
pañía el  derecho  de  recaudar  y  disfrutar  por  cierto  tiempo 
los  tributos  y  rentas  públicas  mediante  el  pago  de  la  canti- 
dad ó  precio  que  se  estipula.  El  arrendatario  tiene  á  su  favor 
en  este  contrato ,  por  premio  de  sus  cuidados  y  de  los  riesgos 
á  que  se  espone ,  la  diferencia  que  debe  resultar  entre  las 
cantidades  que  recoge  de  mano  de  los  contribuyentes  y  las 
que  entrega  en  el  erario. 

Este  sistema  de  recaudación  de  las  rentas  de  la  corona 
estuvo  en  boga  desde  los  tiempos  mas  antiguos  de  la  monar- 
quía española  hasta  el  siglo  XVIII ,  en  que  Fernando  VI  lo 
abolió  sustituyendo  el  método  de  administración.  Las  leyes 
relativas  á  estos  arriendos  se  hallan  en  los  títulos  desde  el  7 
al  16  del  libro  9  de  la  Recopilación ,  y  no  han  sido  trasla- 
dadas á  la  Novísima. 

Se  ha  hablado  y  escrito  mucho  sobre  los  males  causados 
á  la  nación  por  los  arrendatarios,  ó  sea  arrendadores  de 
rentas ,  como  se  les  llamaba.  Estos  fueron  en  cierta  época 
varios  aventureros  que  saliendo  de  Flándes,  de  Genova  y  de 
Alemania,  se  presentaban  aquí  con  el  carácter  de  arbitris- 
tas ,  y  dando  en  la  real  hacienda  como  en  real  de  enemigo 
hacian  su  fortuna  con  sus  tristes  despojos ,  aniquilando  á  los 
pueblos ,  y  destruyendo  la  agricultura ,  el  comercio  y  la  in- 
dustria. Apremiaban  con  bagajes  á  los  pueblos  para  la  con- 
ducción de  los  frutos  que  recogían:  se  vahan  de  las  pesquisas 
mas  rigurosas  para  asegurar  la  exactitud  de  los  pagos  :  en 
vez  de  hacer  las  cobranzas  al  tiempo  de  la  cosecha ,  las  di- 
ferian para  girar  la  cuenta  según  los  mayores  valores  que 
los  frutos  tuvieran  en  el  año  :  con  emplazamientos  continuos 
y  molestos  sacaban  de  su  domicilio  al  labrador,  y  le  sujeta- 
ban á  sufrir  el  pago  de  costosas  gratificaciones ,  si  habia  de 
libertarse  de  su  mano  :  como  dueños  de  las  rentas  durante 
el  plazo  del  asiento ,  y  subrogados  sin  trabas  en  los  dere- 
chos del  soberano ,  eximían  del  pago  de  las  contribuciones  á 
sus  paniaguados ,  amigos  y  parientes  ;  y  para  no  perder  lo 
que  de  ellos  dejaban  de  cobrar,  lo  repartían  á  los  vecinos  : 
defraudaban  al  erario  en  el  pago  de  los  arriendos  à  preteslo 
de  la  miseria  délos  contribuyentes,  siendo  así  que  les  habían  ' 
exigido  mayores  sumas  que  las  que  legalmente  estaban  obli- 
gados á  satisfacer  :  arruinaban  nuestras  fábricas  y  nuestro 
comercio  con  la  rebaja  de  derechos  en  los  géneros  estran- 
jeros  :  convertían  en  cobradores  y  ejecutores  á  nuestros  ar- 
tesanos y  menestrales  que  con  el  aliciente  de  estos  encargos 
abandonaban  sus  talleres  :  combalachados  con  las  justicias' 
de  los  pueblos,  repartían  dos  y  1res  veces  mas  de  lo  que 
montaban  los  tributos;  y  cuando  estos  se  los  comían  los  al- 
caldes, se  repartía  por  quiebras  el  alcance  á  los  vecinos, 
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siguiendo  luego  las  ejecuciones  que  para  cobrar  ciento  cau- 
saban mil  de  costas;  de  manera  que  con  tantas  vejaciones 
las  gentes  se  empobrecían  y  los  lugares  iban  quedando  de- 
siertos. 

Grandes  y  amargas  fueron  como  debían  ser  las  quejas  y 
reclamaciones  de  parte  de  los  pueblos  y  de  los  hombres 
amantes  del  bien  de  la  patria  desde  el  siglo  XII  al  XVIII  : 
repetidas  las  peticiones  de  Cortes  para  el  remedio  de  tales 
abusos.  Pero  por  una  parte  los  apuros  de  la  corona  y  el  ali- 
ciente de  las  anticipaciones  de  dinero  que  con  los  asientos 
se  lograban,  y  por  otra  el  grande  influjo  de  los  mismos 
arrendadores,  que  solían  llegar  á  los  primeros  grados  de  la 
nobleza  y  ascender  á  consejeros  y  ministros  del  tribunal  de 
la  contaduría  mayor,  hubieron  de  sostener  todavía  el  sistema 
de  los  arriendos  y  sus  males  por  mas  tiempo  del  que  que- 
rían los  monarcas. 

Mas  no  porque  hayan  sido  tan  fatales  los  resultados  délos 
arriendos  de  las  rentas ,  se  deben  proscribir  absolutamente. 
Los  daños  sufridos  en  las  épocas  pasadas  fueron  efecto  del 
poco  discernimiento  con  que  se  sujetaban  todas  las  contribu- 
ciones á  la  pública  subasta ,  y  del  modo  con  que  se  otorgaban 
las  escrituras ,  sin  conciliar  los  intereses  délos  asentistas 
con  los  del  erario  y  los  del  pueblo. 

Los  arriendos  hacen  efectiva  la  cobranza  de  los  tributos  : 
aseguran  los  ingresos  en  tesorería  con  mayor  exactitud  que 
confiada  á  la  eficacia  de  las  manos  de  los  empleados  :  ponen 
en  circulación  los  capitales  de  los  hombres  de  negocios  :  li- 
gan sus  utilidades  á  las  del  tesoro  ;  y  hacen  marchar  unidos 
los  cálculos  fiscales  con  los  de  los  acaudalados. 

La  opinion  pública ,  dice  Davenant,  no  está  acorde  acerca 
de  la  conveniencia  de  los  arriendos  de  las  rentas.  Según  él, 
hay  un  medio  de  conciliar  los  dictámenes  ;  y  se  reduce  á 
separar  las  rentas  y  derechos  antiguos  de  los  de  moderna 
invención  ;  los  que  dan  valores  fijos  de  los  que  los  produ- 
cen eventuales  ó  inciertos  ;  y  los  arriendos  absolutos  de  los 
limitado*.  Cuando  los  productos  de  una  renta  ó  contribución 
crecieren  progresivamente  hallándose  en  administración  no 
deben  arrendarse,  y  basta  para  decidirse  á  abrazar  el  arrien- 
do que  se  adviertan  bajas  en  algún  ramo,  como  si  dijéramos 
en  el  de  aduanas  ;  porque  pueden  dimanar  de  causas  obvias 
é  irremediables,  á  las  cuales  pertenece  la  guerra.  Se  podrá  y 
convendrá  arrendar  los  derechos  sobre  los  consumos  ,  sobre 
la  sal ,  sobre  las  pieles,  etc.  Véase  el  Diccionario  de  Hacien- 
da del  señor  Canga  Arguelles ,  de  donde  se  ha  estractado 
este  artículo. 

ARRENDADOR  de  cosas.  Según  el  diccionario  de  la 
lengua  castellana  es  el  que  da  ó  toma  en  arrendamiento  al- 
guna cosa.  La  doble  significación  de  esta  voz,  que  tan  pronto 
denota  al  que  concede  el  arrendamiento  como  al  que  lo  re- 
cibe ,  produce  mucha  confusion  y  embarazo  en  la  esplica- 
cion  de  las  obligaciones  de  ambos  contrayentes.  Ya  hay  au- 
tores que  se  han  atrevido  á  designar  constantemente  con  el 
nombre  de  arrendador  al  que  concede  el  arriendo ,  y  con  el 
de  arrendatario  al  que  lo  toma;  pero  otros ,  aunque  no  nie- 
gan ser  mas  propio  y  espedilo  este  modo  de  distinguir  á 
cada  una  de  las  dos  partes  ,  no  se  resuelven  á  adoptarlo  por 
observar  que  nuestras  leyes  dicen  casi  siempre  arrendador 
al  que  recibe  el  arrendamiento  ,  viéndose  precisados  á  lla- 
mar locador  ó  dueño  al  que  lo  concede  ó  á  usar  de  circun- 
loquios para  evitar  el  embrollo  y  la  confusion.  No  obstante, 
en  beneficio  de  la  claridad  y  concision ,  seguiremos  el  ejem- 
plo de  los  que  por  arrendador  no  entienden  sino  al  que  da 
una  cosa  en  arrendamiento. 

Es  pues  arrendador  el  que  da  ó  cede  á  otro  el  uso  de  algu- 
na cosa  para  cierto  tiempo  determinado  ó  indeterminado  y 
mediante  cierto  precio. 

El  dueño  ó  administrador  de  una  cosa  puede  arrendarla 
libremente  á  quien  mejor  le  parezca ,  por  la  regla  general 


de  que  cada  uno  es  arbitro  de  tratar  con  la  persona  que  mas 
le  acomode. 

Sin  embargo,  los  empleados  en  rentas,  aunque  no  pue- 
den impedir  á  los  dueños  de  casas  el  libre  uso  de  ellas,  ni 
hacer  que  sean  espelidos  los  inquilinos  que  las  ocupan ,  go- 
zan de  preferencia  por  el  tanto  en  los  nuevos  arriendos  de 
las  que  sean  precisas  para  la  custodia  y  despacho  de  los  gé- 
neros y  efectos  de  la  real  hacienda  ,  por  no  haber  otras  pro- 
porcionadas en  el  pueblo  ;  real  orden  de  26  de  agosto  de  1785, 
que  es  la  ley  6,  lit.  10,  lib.  10,  Nnv.  Rec. 

Por  real  orden  de  22  de  mayo  de  1793  se  declaró  que  no 
se  pueda  espeler  à  nadie  de  la  casa  que  ocupa ,  para  alojar 
un  dependiente  de  rentas  ;  pero  que  si  se  tratare  de  nuevo 
arrendamiento  ,  sea  este  preferido,  usándose  el  medio  legal 
de  la  tasa  ,  en  caso  de  que  sin  razón  y  con  esceso  y  fraude 
se  quiera  aumentar  el  precio  del  alquiler;  nota  5  ,  lit.  10  , 
lib.  iO,  Nov.  Rcc- 

Los  oficiales  militares  no  pueden  tampoco  hacer  desocu- 
par las  casas  alquiladas;  pero  tienen  preferencia  en  el  ar- 
rendamiento délas  que  encuentren  desocupadas  y  sin  arren- 
dar ,  con  facultad  de  pagar  por  meses  su  alquiler;  ley  7  ,  y 
notas  h  y  5,  til.  10,  lib.  10,  Nov.  Rec. 

Los  catedráticos  de  la  universidad  de  Salamanca  se  deben 
preferir  en  el  arrendamiento  de  las  casas  propias  de  la  uni- 
versidad á  los  meros  doctores ,  maestros  y  licenciados  :  en 
concurrencia  de  muchos  se  prefieren  los  de  teología  y  dere- 
cho á  los  de  medicina  y  artes  por  el  orden  de  su  antigüedad  : 
después  de  los  catedráticos  son  preferidos  los  doctores  y 
maestros  de  teología  y  derecho  á  los  de  medicina  y  artes;  y 
entre  unos  y  otros,  concurriendo  solos,  se  observa  la  pre- 
ferencia por  antigüedad  del  grado ,  del  mismo  modo  estable- 
cido entre  los  catedráticos  por  antigüedad  de  cátedras;  nota 
6,  lit.  10,  lib.  10,  Nov.  Rec. 

Con  respecto  á  la  villa  de  Madrid  se  halla  establecido  en 
auto  acordado  del  Consejo  de  31  de  julio  de  1792,  que  n  los 
dueños  y  administradores  puedan  libremente  arrendar  las 
casas  á  las  personas  con  quienes  se  convinieren,  sin  quo 
ninguna ,  por  privilegiada  que  sea  ,  pueda  pretender  ni  ale- 
gar preferencia  con  motivo  alguno;  salvo  los  alcaldes  de  casa 
y  corte,  que  debiendo  vivir  dentro  de  sus  respectivos  cuar- 
teles, podrán  ,  en  conformidad  de  lo  que  dispone  la  real  cé- 
dula de  6  de  octubre  de  1768,  usar  del  derecho  de  prefe- 
rencia en  las  casas  vacantes  ó  desocupadas  dentro  de  sus 
cuarteles;  »  ley  8,  art.  1,  lit.  10,  lib.  10,  Nov.  Rec. 

En  las  nuevas  poblaciones  de  Sierra  Morena  el  vecino  ha 
de  ser  preferido  al  forastero  en  cualquier  arrendamiento  ;  y 
el  que  una  vez  entrare  en  el  de  tierra  concejil ,  no  ha  de  po- 
der ser  echado  de  ella  ,  siempre  que  no  se  atrasare  por  dos 
años  en  el  pago  de  la  renta,  ni  abandonare  por  el  mismo 
tiempo  su  cultivo;  ley  3  ,  arts.  68/69,  lit.  22 ,  lib.  7,  Nov. 
Rec. 

En  el  decreto  de  Cortes  de  8  de  junio  de  1813  ,  relativo  al 
fomento  de  la  agricultura  y  ganadería,  se  previene  que  en 
los  nuevos  arrendamientos  de  cualesquiera  fincas,  ninguna 
persona  ni  corporación  podrá,  bajo  pretesto  alguno  ,  alegar 
preferencia  con  respecto  á  otra  que  se  haya  convenido  con 
el  dueño. 

Declaróse  acemas  en  real  orden  de  3  de  junio  de  1805  , 
que  el  mihoar  que  concurra  con  otro  particular  á  arrendar 
una  casa  desocupada,  no  queriéndola  el  dueño  para  sí  ó  su 
familia,  sea  preferido  á  cualquiera  otro,  por  privilegiado 
que  fuere,  sin  perjuicio  de  pagar  los  alquileres  por  meses, 
y  dejándole  salvo  el  beneficio  de*  la  tasa. 

El  arrendador  está  obligado  por  la  naturaleza  del  contrato 
y  sin  necesidad  de  estipulaciones  particulares  : 

Io.  A  entregar  al  arrendatario  la  cosa  arrendada. 

2o.  A  conservarla  en  estado  de  servir  al  uso  para  que  se 
arrienda. 
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5°.  A  mantener  y  defender  al  arrendatario  en  su  goce  pa- 
cífico por  todo  el  tiempo  d»l  arrendamiento. 

La  primera  de  estas  obligaciones  es  de  esencia  del  con- 
trato; y  las  otras  dos  pueden  modificarse  á  voluntad  de  las 
partes.  Puede  pactarse  efectivamente  que  el  arrendador  no 
estará  obligado  á  hacer  las  obras  ó  reparos  que  fueren  me- 
nester para  -la  conservación  de  la  cosa ,  y  eme  el  arrendata- 
rio podrá  ó  deberá  hacerlos  á  sus  espensas.  También  puede 
estipularse  que  el  arrendador  no  estará  obligado  á  defender 
al  arrendatario  contra  tal  acción  que  pudiera  intentarse  por 
un  tercero ,  y  que  en  caso  de  eviccion  no  tendrá  derecho  el 
arrendatario  al  resarcimiento  de  daños  y  perjuicios. 

El  arrendador  debe  entregar  toda  la  cosa  arrendada  según 
la  estension  ó  medida  que  se  hubiese  espresado  en  el  con- 
trato: de  manera  que  si  el  arrendamiento  de  una  heredad 
se  hubiese  hecho  con  indicación  de  su  medida,  á  tanto  por 
yugada  ,  tiene  que  suplir  las  yugadas  que  falten  ó  disminuir 
el  precio  ;  pero  si  la  heredad  se  arrendó  simplemente  como 
cuerpo  cierto  por  un  solo  precio  ,  no  espresando  las  yugadas 
sino  por  via  de  demostración  ,  no  está  obligado^l  arrenda- 
dor al  suplemento  de  las  yugadas,  ni  á  la  rebaja  del  precio. 
Sin  embargo  ,  en  los  casos  que  ocurran  debe  atenderse  á  las 
circunstancias. 

El  arrendador  debe  entregar  al  arrendatario  la  cosa  ar- 
rendada en  el  modo  y  tiempo  convenido  ó  acostumbrado  ,  ó 
en  que  le  sea  pedida  ,  y  no  puede  eximirse  de  esta  obliga- 
ción ofreciéndole  el  pago  de  los  daños  y  perjuicios. 

Si  la  misma  cosa  se  hubiese  arrendado  sucesivamente  á 
dos  personas  ,  debe  ser  preferido  el  que  hubiese  sido  puesto 
en  posesión  de  ella ,  aunque  sea  el  arrendatario  posterior  , 
por  la  regla  de  que  en  igual  caso  es  mejor  la  condición  del 
que  posee  :  In  pari  casu  melior  est  condilio  possidenlis;  y 
porque  el  primer  arrendatario,  como  solo  tiene  acción  per- 
sonal contra  el  arrendador  ,  no  puede  espeler  al  segundo. 
Pero  si  ninguno  de  los  dos  hubiese  entrado  al  goce  de  la  cosa 
arrendada  en  el  momento  de  la  contestación ,  ha  de  prefe- 
rirse entonces  al  que  trató  -primero  ,  por  la  regla  de  que  el 
primero  en  tiempo  tiene  mejor  derecho  :  Qui  prior  est  tem- 
pore,  polior  est  jure.  En  uno  y  otro  caso  ,  el  arrendatario 
con  quien  no  se  cumple  el  contrato  tiene  derecho  á  pedir  al 
arrendador  el  resarcimiento  de  daños  y  perjuicios.  Así  se 
infiere,  por  identidad  de  razón,  de  la  ley  SO,  tít.  5,  Part.  5, 
que  establece  todas  estas  disposiciones  en  las  ventas  hechas 
por  separado  á  dos  personas. 

El  arrendador  debe  también  enl  regar  la  cosa  en  estado  de 
servir  para  el  objeto  á  que  se  la  deslina ,  á  no  haber  conven- 
ción en  contrario  ;  pues  de  otro  modo  seria  ilusoria  la  entre- 
ga. Así  que  ,  si  se  trata  de  una  casa ,  por  ejemplo ,  debe  el 
arrendador  hacer  en  los  techos  ó  tejados  y  en  las  puertas  ó 
ventanas  los  reparos  necesarios  para  que  no  caiga  dentro  el 
agua  de  las  lluvias,  y  para  que  el  inquilino  y  sus  efectos 
puedan  estar  en  ella  con  seguridad  ;  sin  que  pueda  escusár- 
se  de  esta  obligación  con  decir  que  él  entendía  hacer  el 
arrendamiento  en  el  estado  en  que  la  casa  se  encontraba  al 
tiempo  del  contrato. 

Como  el  arrendador,  según  se  ha  dicho  ,  debe  entregarla 
cosa  en  estado  de  servir  para  el  objeto  á  que  se  la  destina, 
es  claro  que  queda  responsable  de  todos  los  vicios  ó  defectos 
de  la  cosa  arrendada  que  impidan  su  uso;  de  manera  que  si 
los  sabia  ó  debia  saberlos  y  no  los  manifestó  claramente, 
tiene  que  pagar  al  arrendatario  los  daños  y  perjuicios  que 
por  su  causa  esperimentare  ;  y  si  no  los  sabia  ni  debia 
saberlos,  solo  debe  perder  el  precio  del  arriendo  en  cuanto 
no  sea  superipr  al  importe  de  la  pérdida  ó  deterioro.  Así  es 
que  si  un  alquilador  de  toneles  ú  otros  vasos,  por  ejemplo, 
me  los  dio  tan  quebrantados  ó  mal  acondicionados  ,  que  el 
vino  ó  el  aceite  puesto  en  ellos  se  pierde  ó  deteriora  por  su 
causa ,  deberá  pagarme  los  daños  y  perjuicios  ,  aunque  igno- 


rase los  vicios  ê  defectos  de  los  vasos  ó  toneles,  porque  efec- 
tivamente debia  saberlos  ;  ley  \h,  lit.  8,  Part.  5.  Mas  si  en 
un  monte  ó  prado  que  he  tomado  en  arriendo  para  pasto 
nacen  malas  yerbas  que  causan  la  muerte  á  mi  garado  ,  el 
arrendador  que  no  sabia  osle  defecto  por  haber  sobrevenido 
de  nuevo  estas  yerbas  ó  por  otra  cualquiera  justa  causa  de 
ignorancia  ,  no  estará  obligado  á  indemnizarme  de  la  pérdi- 
da que  he  sufrido  ,  pero  tampoco  tendrá  derecho  al  precio 
del  arriendo:  ley  lh,  tít.  8,  Parí.  5  :  bien  que  si  el  precio 
fuere  mayor  que  la  pérdida  ,  podrá  reclamar  la  diferencia. 

No  solo  está  obligado  el  arrendador  á  entregar  la  cosa  en 
estado  de  servir  para  el  objeto  á  que  se  la  destina  ,  sino  que 
debe  conservarla  siempre  en  el  mismo  estado  durante  el 
arrendamiento,  haciendo  en  ella  las  obras  y  reparaciones  que 
fueren  necesarias.  Si  por  no  hacerlas  el  arrendador,  las  hi- 
ciere el  arrendatario,  sin  haberse  obligado  á  ello,  debe 
aquel  abonar  á  este  los  gastos  ,  según  se  dice  con  mas  es- 
tension en  la  palabra  Arrendatario. 

Si  durante  el  arrendamiento  se  hundiere  el  edificio  arren- 
dado, ¿deberá  responder  el  arrendador  del  daño  que  este 
incidente  causare  en  las  cosas  del  arrendatario?  Si  el  hundi- 
miento hubiese  sido  efecto  de  una  ocurrencia  casual ,  como 
de  rayo,  terremoto  ó  inundación,  cada  uno  tiene  que  sopor- 
tar la  pérdida  délas  cosas  de  su  pertenencia;  pero  si  hubiese 
sucedido  por  vicio  de  construcción  ó  por  falta  de  reparos, 
parece  que  el  dueño  del  edificio  debe  resarcir  al  arrendata- 
rio los  daños  que  se  le  hubieren  ocasionado ,  porque  en  vir- 
tud del  contrato  de  arrendamiento  estaba  obligado  á  entregar 
el  edificio  en  esíado  de  servir  para  su  objeto,  y  á  hacer  du- 
rante el  tiempo  del  arriendo  las  obras  y  reparaciones  nece- 
sarias para  su  conservación.  Ademas  ,  siempre  que  hay  una 
pérdida,  vale  mas  que  recaiga  sobre  la  persona  que  ha  dado 
lugar  á  ella  por  su  negligencia  ,  que  no  sobre  la  que  no  ha 
podido  tener  culpa  alguna  directa  ni  indirectamente;  y  por 
cierto  en  el  caso  propuesto  debe  imputarse  á  sí  mismo  el 
dueño  de  la  casa  el  no  haberla  reparado  cuando  era  necesa- 
rio ó  el  no  haber  cuidado  de  que  estuviese  bien  construida. 

Destruida  totalmente  por  caso  fortuito  la  cosa  arrendada , 
fenece  el  arrendamiento  ;  y  si  solo  ha  quedado  destruida  en 
parte  ,  puede  el  arrendatario  según  las  circunstancias  pedir 
que  se  le  rebaje  el  precio  ó  que  se  rescinda  el  contrato  :  mas 
ni  en  uno  ni  en  otro  caso  tendrá  derecho  á  indemnización, 
pues  que  nadie  es  responsable  de  las  ocurrencias  casuales. 

Durante  el  arrendamiento  ,  no  puede  el  arrendador  sin 
consentimiento  del  arrendatario  mudar  la  forma  ó  el  estado 
de  la  cosa  arrendada  ;  pero  el  arrendatario  puede  hacer  las 
mudanzas  que  le  convengan  ,  con  tal  que  no  causen  perjui- 
cio al  dueño  y  con  la  obligación  de  reponerlo  todo  al  fin  del 
arriendo  en  el  estado  en  que  se  hallaba. 

Mas  no  han  de  confundirse  con  la  variación  de  forma  las 
obras  que  sea  preciso  hacer  en  el  discurso  del  arrendamien- 
to. Si  la  conservación  misma  de  la  cosa  arrendada  exigiere 
reparos  tan  urgentes  que  no  puedan  diferirse  hasta  la  conclu- 
sion del  tiempo  del  contrato,  el  arrendador  debe  hacerlos  y 
el  arrendatario  tolerarlos.  Cualquiera  que  sea  la  incomodi- 
dad que  sufra  el  arrendatario  por  esta  cansa,  no  tiene  dere- 
cho á  pedir  resarcimiento  de  daños  y  perjuicios  ,  sino  solo  á 
la  rebaja  del  precio  por  el  tiempo  que  no  hubiere  podido 
hacer  uso  de  la  cosa  arrendada;  y  aun  si  el  trabajo  de  las 
reparaciones  dura  pocos  días  ó  no  le  causa  sino  alguna  lijera 
incomodidad,  no  deberá  pedir  rebaja  alguna.  Sin  embargo, 
si  durante  la  reparación  no  pudiere  permanecer  con  su  fa- 
milia en  la  casa  ,  es  arbitro  de  demandar  la  rescision  del 
contrato. 

Aunque  el  arrendador  está  obligado  á  mantener  y  defen- 
der al  arrendatario  en  el  goce  pacífico  de  la  cosa  arrendada, 
no  por  eso  es  responsable  del  embarazo  que  un  tercero  le 
oponga  per  vías  de  hecho  ,  sin  pretender  por  otra  parle  de- 
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recho  alguno  sobre  ella.  Así  es  que  si  le  roban  los  frutos ,  si 
los  vecinos  pasan  por  la  heredad  sin  alegar  derecho  de  ser- 
vidumbre ,  si  un  tercero  le  corta  ó  estravia  furtivamente  las 
aguas  de  riego  ,  no  tiene  recurso  el  arrendatario  contra  el 
arrendador  para  que  le  preserve  ó  indemnice  de  estos  males, 
sino  que  él  mismo  debe  tomar  las  medidas  ó  precauciones 
que  le  convengan  ;  pues  siendo  él  y  no  el  propietario  el  ata- 
cado ,  á  él  le  toca  defenderse.  Sin  embargo,  si  estos  atenta- 
dos ú  otros  semejantes  se  cometen  por  odio  al  dueño  ó  arren- 
dador, justo  será  que  este  indemnice  al  arrendatario ,  así 
como  el  arrendatario,  según  dispone  la  ley  7,  tít.  8,  Part.  5, 
tiene  que  pagar  el  daño  que  sus  enemigos  hicieren  en  la 
cosa  arrendada. 

Mas  si  el  arrendatario  se  viere  privado  ó  impedido  del  uso 
de  la  cosa  arrendada  por  la  acción  de  un  tercero  ,  que  alega 
tener  en  ella  derecho  de  dominio  ,  prenda ,  usufructo ,  uso , 
habitación  ú  otro  semejante,  puede  reclamar  la  total  devolu- 
ción ó  la  rebaja  ó  diminución  proporcional  del  precio ,  se- 
gún los  efectos  del  impedimento;  y  aun  si  el  arrendador 
hubiese  procedido  de  mala  fe  al  tiempo  del  contrato  sabiendo 
y  callando  la  acción  del  tercero,  tiene  ademas  derecho  á  de- 
mandarle el  pago  de  los  daños  y  perjuicios  que  se  le  causen 
y  de  las  ganancias  que  podría  sacar  de  su  arrendamiento , 
como  en  el  caso  de  que  el  mismo  arrendador  fuese  de  algnn 
modo  autor  ó  causa  del  impedimento  ó  embarazo;  ley  21  , 
tít.  8,  Part.  3.  Véase  Eviction. 

El  arrendador  es,  y  no  el  arrendatario ,  quien  debe  pagar 
las  contribuciones,  tributos  y  cargas  impuestas  y  que  se  im- 
pusieren sobre  la  cosa  arrendada,  á  no  haber  convención  en 
contrario.  Si  el  arrendatario  las  pagare  sin  estar  obligado  á 
ello,  por  evitar  el  embargo  de  frutos  ó  alguna  otra  vejación, 
puede  repetirlas  desde  luego  del  arrendador,  sin  tener  que 
esperar  al  vencimiento  del  plazo  para  compensarlas  con  la 
pension  ó  precio  del  arriendo. 

Cuando  se  ha  pactado  en  el  contrato  que  el  arrendatario 
ha  de  pagar  los  impuestos  ademas  del  precio  ;  si  después 
sobreviene  aumento  ó  diminución  de  ellos  durante  el  arren- 
damiento, ¿quedará  el  aumento  á  su  cargo,  y  la  diminución 
enlíeneficio  suyo? 

Si  el  contrato  espresa  que  el  arrendatario  ha  de  pagar 
todos  los  impuestos  establecidos  ó  que  en  adelante  se  esta- 
blecieren ,  no  hay  duda  de  que  le  corresponde  su  aumento  ó 
diminución;  porque  tal  pacto  es  una  ley  que  se  hicieron  las 
partes  y  que  de  consiguiente  debe  observarse  por  ellas,  á  no 
ser  que  la  ley  que  establece  el  aumento  lo  ponga  especial- 
mente á  cargo  del  dueño,  no  obstante  cualquiera  convención 
en  contrario.  Pero  si  el  contrato  solo  dice  en  general  que 
el  arrendatario  pagará  los  impuestos,  sin  mas  esplicaciones , 
no  es  ya  tan  fácil  decidir  la  cuestión,  aunque  parece  natu- 
ral que  el  arrendatario  por  el  hecho  de  tomar  á  su  cargo  los 
impuestos  de  un  modo  general,  sin  decir  los  impuestos  exis- 
tentes, quiso  tomarlos  tales  como  fuesen  al  tiempo  de  su 
exacción. 

Sin  embargo,  los  impuestos  estraordinarios  que  se  exigen 
por  razón  de  la  propiedad ,  como  por  ejemplo  un  empréstito 
forzoso ,  una  contribución  estraordinaria  de  guerra ,  no  de- 
Den  soportarse  por  el  arrendatario ,  aunque  se  haya  obli- 
gado en  general  á  pagar  los  impuestos  sin  designarlos ,  y 
aun  cuando  haya  tomado  á  su  cargo  los  impuestos  actual- 
mente establecidos  y  los  que  pudieran  establecerse  en  ade- 
lante; porque  nunca  se  presume  que  las  partes  quisieron 
hablar  de  otros  impuestos  que  de  los  ordinarios  ,  y  porque 
cuando  se  trata  de  una  obligación  debemos  estar  mas  pron- 
tos para  restringirla  que  para  ampliarla  ,  mas  para  negarla 
que  para  suponerla  :  Ubi  de  obligando  agilur,  propensiores 
sumus  ad  negandum ,  si  habeamus  occasionem  ;  ubi  de  libe- 
rando, ex  diverso,  faciliores  sumus  ad  liberandum  ;  1.  47,  ff. 
de  verb,  oblig. 


Concluido  el  tiempo  del  arrendamiento,  puede  el  arrenda- 
dor espeler  al  arrendatario  y  arrendar  libremente  á  otro  la 
finca,  sin  que  el  arrendatario  cesante  pueda  embarazar  la  li- 
bertad del  arrendador  alegando  preferencia  para  continuar, 
aunque  ofrezca  el  mismo  ó  mayor  precio.  Véase  Arrenda- 
miento en  el  primero  de  los  modos  de  acabarse. 

Mas  durante  el  tiempo  del  arrendamiento  no  puede  el 
arrendador  quitar  al  arrendatario  la  cosa  arrendada  o  espe.' 
lerle  de  ella  ,  sino  habiendo  alguna  de  las  causas  que  el  de- 
recho señala.  Estas  causas  son  las  siguientes  : 

Ia.  Cuando  siendo  el  arriendo  por  cuatro,  cinco  ó  mas 
años,  deja  pasar  dos  el  arrendatario  sin  hacer  el  pago  del 
precio;  y  cuando  siendo  por  menor  tiempo,  deja  de  pagar  al 
plazo  convenido  ó  acostumbrado  ó  al  fin  de  cada  año;  leyes 
5  y  6,  tít.  8,  Part.  S;  Antonio  Gómez,  lib.  2,  Var.,  cap.  3, 
n.  6;  y  Aylloii,  n.  7.  Véase  Arrendatario  en  la  primera  de 
sus  obligaciones. 

2a.  Cuando  siendo  casa  ó  tienda  la  cosa  arrendada,  nece- 
sitare de  ella  el  arrendador  para  su  propio  uso,  con  tal  que 
esta  necesidad  sea  imprevista  y  sobrevenga  después  de  ce- 
lebrado el  arrendamiento;  como  por  ejemplo  si  se  ve  for- 
zado después  del  contrato  á  dejar  la  casa  en  que  habita  por 
temor  fundado  de  que  se  hunda  ó  de  que  le  acometan  allí 
sus  enemigos  y  no  tiene  otra  ,  ó  si  alguno  de  sus  hijos  con- 
trae matrimonio  ó  recibe  alguna  dignidad ,  de  suerte  que  no 
puedan  acomodarse  todos  en  la  casa  que  ocupaban;  ley  6, 
tít.  8,  Part.  5;  Greg.  López  en  sus  gl.  2,  3,  4  y  l>;Ant. 
Gómez,  lib.  2,  Var.,  cap.  3,  núm.  6. 

Añaden  varios  autores  ,  que  podrá  el  dueño  despedir  al 
arrendatario  ,  no  solo  cuando  necesite  la  casa  para  sí  ó  al- 
guno de  sus  hijos ,  sino  también  cuando  la  necesite  para  sus 
padres,  abuelos  ó  hermanos;  Ayllon,  n.  7 ;  Ferraris,  Bi- 
bliolh.  en  la  palabra  Locatio ,  núm.  50. 

Si  después  de  haber  despedido  el  dueño  al  arrendatario , 
no  ocupare  la  casa,  ó  aunque  la  ocupase  se  saliere  luego  de 
ella,  se  presume  que  obró  fraudulentamente  ,  y  queda  obli- 
gado á  reponer  al  inquilino  ó  á  pagarle  los  daños  y  perjui- 
cios; Ayllon,  n.  7. 

El  dueño  que  saca  al  inquilino  de  la  casa  arrendada  para 
ocuparla  él,  debe  proporcionarle  otra  que  le  acomode,  ó  de- 
volverle el  precio  que  hubiese  recibido  por  el  tiempo  que 
faltase  hasta  cumplir  el  arrendamiento  ;  ley  6,  tít.  8,  Part.  S. 

Esta  facultad  que  se  concede  al  dueño  arrendador  de  es- 
pulsar al  inquilino  cuando  necesita  de  la  casa  para  su  pro- 
pio uso ,  es  contraria  á  los  principios  que  rigen  en  materia 
de  contratos ,  pues  hace  depender  el  arrendamiento  de  la 
voluntad  de  una  sola  de  las  partes.  Por  ello  debe  restringirse 
mas  bien  que  amplürse  en  los  casos  que  presenten  alguna 
duda. 

Cuando  el  dueño  quiera  y  pueda  hacer  uso  de  esta  facul- 
tad, debe  avisar  con  la  correspondiente  anticipación  al  in- 
quilino, para  que  pueda  buscarse  otra  casa. 

Como  la  ley ,  al  conceder  al  dueño  la  facultad  de  la  espui- 
sion  ,  habla  solo  de  casas  y  tiendas  ,  infieren  comunmente 
los  autores  que  su  disposición  no  debe  estenderse  á  los  pre- 
dios rústicos,  aunque  no  deja  de  haber  alguno  que  quiere 
aplicarla  tanto  á  los  rústicos  como  á  los  urbanos.  El  decreto 
de  Cortes  de  8  de  junio  de  1813,  restablecido  por  decreto 
real  de  8  de  setiembre  de  1836,  sancionó  la  opinion  común, 
previniendo  que  el  dueño  de  predios  rústicos  ,  aun  con  el 
pretesto  de  necesitar  la  finca  para  sí  mismo,  no  pueda  des- 
pedir al  arrendatario  sino  en  los  casos  de  no  pagar  la  renta, 
tratar  mal  la  finca,  ó  faltar  á  las  condiciones  estipuladas. 

3a.  Cuando  después  de  hecho  el  arrendamiento  se  des- 
cubre que  es  indispensable  hacer  alguna  obra  ó  reparaciun 
en  la  casa  para  evitar  su  ruina;  ley  6 ,  tít.  8  ,  Part  o.  Invito 
inquilino  domum  reficere  poteris,  si  nécessitas ,  quœ  lamen 
non  imminebat  localionis  lempore,  id  exposcat.  Si  la  repára- 
lo 
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cîon  pudiere  hacerse  sin  que  salga  el  inquilino,  es  claro  que 
no  tendrá  derecho  el  dueño  para  espulsarle;  y  hecha  la  re- 
paración ,  podrá  el  inquilino  volver,  si  quiere ,  á  la  casa 
hasta  concluir  el  tiempo  del  arrendamiento ,  como  sostienen 
comunmente  los  autores,  y  entre  ellos  Gregorio  López  en  la 
glosa  6  de  dicha  ley  6,  tít.  8 ,  Part.  5. 

Saliendo  el  inquilino  de  la  casa  por  causa  de  reparación, 
debe  el  dueño  proporcionarle  otra  que  le  acomode,  ó  devol- 
verle el  precio  que  hubiese  recibido  por  el  tiempo  que  fal- 
tare hasta  cumplir  el  arrendamiento,  como  en  el  caso  ante- 
rior; d.  ley  6,  til.  8,  Part.  5. 

4".  Guando  el  arrendatario  usa  mal  de  la  cosa  arrendada , 
deteriorándola ,  ó  teniendo  en  ella  malas  mujeres  ó  malos 
hombres,  de  que  se  siguiese  mal  á  la  vecindad;  d.  ley  6, 
til.  8,  Part.  5. 

El  arrendatario  que  es  despedido  de  la  casa  arrendada 
porque  el  dueño  la  necesita  para  sí  mismo  ó  por  causa  de 
urgente  reparación,  no  tiene  derecho  á  pedir  resarcimiento 
de  daños  y  perjuicios  ,  sino  solo  á  la  rebaja  ó  remisión  del 
precio  por  el  tiempo  que  no  usare  de  ella.  Pero  si  fuere 
despedido  por  culpa  suya,  esto  es,  por  no  pagar  la  renta, 
por  usar  mal  de  la  finca  ó  faltar  á  las  condiciones  estipula- 
das ,  ademas  de  tener  que  responder  de  los  daños  y  perjui- 
cios que  por  su  abuso  se  siguieren  al  dueño,  quedará  obligado 
á  continuar  pagando  el  precio  del  arriendo  durante  el  tiempo 
que  se  necesite  para  encontrar  otro  arrendatario;  porque 
no  es  justo  que  el  dueño  que  se  ha  visto  en  la  precisión  de 
espelerle  ,  pierda  la  renta  ó  pension  mientras  tenga  la  finca 
sin  arrendar;  Greg.  López  en  la  glosa  7  de  la  ley  6 ,  tít.  8, 
Part.  S. 

Si  habiéndose  estipulado  que  en  caso  de  que  el  arrenda- 
tario no  cultivare  en  debida  forma  la  heredad  arrendada  ó 
faltare  á  las  condiciones  ó  cláusulas  del  arriendo,  pueda 
el  dueño  arrendarla  libremente  á  otro  ,  se  verifica  efectiva- 
mente el  caso  previsto  y  el  dueño  arrienda  la  heredad  á  un 
tercero  por  menos  precio  que  al  primer  colono,  debe  pagar 
este  la  diferencia  ;  pero  si  la  arrienda  por  un  precio  mayor, 
no  debe  ceder  el  esceso  en  beneficio  del  primer  colono  sino 
en  el  del  arrendador  ó  propietario ,  porque  no  pasa  este  á 
celebrar  el  segundo  arriendo  como  mandatario  del  primer 
colono  sino  en  su  nombre  propio ,  y  porque  el  colono ,  aun- 
que es  responsable  de  los  daños  y  perjuicios  que  por  su  falta 
se  sigan  al  dueño,  no  tiene  derecho  á  participar  de  las  ven- 
tajas que  tal  vez  por  la  misma  razón  se  ocasionaron  á  este 
último  :  bien  que  siempre  habrá  de  examinarse  el  espíritu  ó 
intención  con  que  fué  dictada  dicha  cláusula  ó  estipulación 
en  el  primer  contrato  para  ver  si  hay  lugar  á  que  el  es- 
ceso aproveche  al  colono.  Estas  decisioxies  son  conformes  al 
derecho  romano  ;  ley  51,  §  1,  ff.  Locati. 

Si  en  el  contrato  se  puso  cláusula  penal  á  título  de  daños  y 
perjuicios  para  el  caso  de  que  se  rescindiese  por  culpa  del 
arrendatario,  no  puede  el  juez  al  pronunciar  la  rescision 
aumentar  ni  disminuir  la  pena ,  porque  el  contrato  es  ley 
para  los  que  le  han  celebrado ,  y  porque  los  interesados 
mismos  son  los  mejores  apreciadores  de  los  daños  y  perjui- 
cios que  pueden  seguírseles  de  la  inejecución  de  sus  conve- 
nios ,  salvo  empero  el  derecho  del  arrendador  respecto  de 
los  daños  y  perjuicios  por  las  pérdidas  y  deterioros  que  el 
arrendatario  hubiese  causado.  Mas  es  de  advertir  que  la 
cláusula  penal  no  da  facultad  implícitamente  al  arrendatario 
para  dejar  la  cosa  arrendada  mediante  el  pago  de  la  pena 
convenida ,  pues  dicha  cláusula  no  destruye  ni  embaraza  los 
efectos  de  la  obligación  principal,  antes  bien  el  arrendador 
puede  despreciar  la  exacción  de  la  pena  y  demandar  el  cum- 
plimiento de  la  convención.  Para  que  el  arrendatario  pudiese 
rescindir  por  sí  mismo  el  arrendamiento  mediante  el  pago 
de  la  pena ,  seria  necesario  que  la  cláusula  penal  estuviese 
concebida  en  términos  que  indicasen  claramente  que  se  ha- 


bía estipulado  también  en  favor  suyo  ;  como  si  en  ella  se  di- 
jese, por  ejemplo,  que  en  caso  de  rescision  por  culpa  ó  volun- 
tad del  arrendatario  pagará  en  pena  tal  cantidad  :  en  seme- 
jante caso  es  claro  que  podría  rescindir  el  contrato  pagando 
la  pena;  y  también  el  arrendador  podría  pedir  la  rescision 
el  arrendatario  daba  lugar  á  ella  por  su  culpa.  Véase  Oblig 
clon  con  cltiusula  penal. 

=  Véase  Arrendamiento  de  cosas  y  Arrendatario. 

AFáSíENDAR.  Según  el  diccionario  de  la  lengua  castella- 
na ,  es  dar  ó  tomar  en  arrendamiento  alguna  renta ,  heredad 
ó  posesión.  Según  la  ley  i,  tít.  8,  Part.  5,  parece  que  es  dar 
alguna  heredad ,  almojarifazgo  ú  otra  cosa  por  renta  cierta; 
esto  es,  como  dice  Greg.  López,  ad  redi  lum  daré ,  dará 
renta.  De  aquí  podría  deducirse  que  la  voz  arrendar  solo 
denota  legalmente  dar  y  no  recibir.  Sin  embargo ,  vemos 
que  se  toma  en  otras  leyes  activa  y  pasivamente,  esto  es, 
que  tan  pronto  se  usa  en  el  sentido  de  dar  como  en  el  de  re- 
cibir en  arrendamiento.  De  aquí  nace  á  veces  cierta  confu- 
sion ,  difícil  de  evitar.  También  es  de  advertir  que  esta  pa- 
labra se  aplica  mas  propiamente  á  las  cosas  y  álos  derechos, 
que  á  la  prestación  de  servicios  ó  trabajo  personal  ;  de  manera 
que  arrendar  es  lo  mismo  que  entregar  á  otro  una  cosa  ó  de- 
recho que  produce  renta.  Véase  Arrendador  y  Arrenda- 
miento de  trabajo  personal. 

ARRENDAR  Á  diente.  Arrendar  á  uno  los  pastos  con 
condición  de  que  ha  de  permitir  entrar  á  pacer  en  ellos  los 
ganados  del  común. 

ARRENDATARIO.  El  que  toma  alguna  cosa  en  arren- 
damiento, esto  es,  el  que  medíante  cierto  precio  que  se 
obliga  á  pagar  adquiere  para  cierto  tiempo  determinado  ó 
indeterminado  el  goce  ó  uso  de  alguna  cosa  que  el  dueño  de 
esta  le  concede.  El  arrendatario  se  llama  comunmente  arren- 
dador así  en  el  lenguaje  vulgar  como  en  la  mayor  parte  de 
nuestras  leyes;  pero  para  evitar  confusion  se  han  visto 
nuestros  autores  en  la  necesidad  de  distinguir  con  el  nombre 
de  arrendador  al  que  da  la  cosa  en  arriendo,  y  con  el  de 
arrendatario  al  que  la  recibe. 

El  arrendatario  no  posee  la  cosa  arrendada  por  sí  mismo 
sino  por  el  arrendador  cuya  persona  representa  ;  y  así  no 
puede  prescribirla  por  largo  que  sea  el  tiempo  que  la  tenga 
en  su  poder  ;  ley  o,  tít.  50,  Part.  5. 

Derechos  del  arrendatario. 

El  arrendatario  tiene  derecho  á  usar  de  la  cosa  según  el 
objeto  á  que  está  destinada  ;  y  de  consiguiente,  no  habiendo 
cláusula  en  contrario,  tiene  derecho  á  todos  los  frutos,  así 
naturales  como  industriales  ó  civiles  que  ella  puede  produ- 
cir. Sin  embargo,  en  los  arriendos  de  tierras,  haciendas  ó 
quintas  se  consideran  esceptuados  los  edificios,  jardines  y 
bosques  destinados  para  la  habitación  ó  recreo  del  propie- 
tario. 

También  tiene  derecho  el  arrendatario  al  uso  del  terreno 
que  durante  el  tiempo  del  arrendamiento  se  aumentare  por 
aluvión  à  la  heredad  arrendada ,  sin  que  por  eso  se  le  haya 
de  aumentar  el  precio;  porque  como  el  aluvión  es  un  acre- 
cimiento que  no  se  hace  sino  insensible  y  sucesivamente , 
daria  lugar  á  muchas  dificultades  y  procesos  la  pretensión 
del  dueño  que  quisiese  gozar  de  él  con  esclusíon  del  arren- 
datario, ademas  de  que  el  aluvión  no  suele  ser  sino  de  tierras 
arenosas  y  de  mala  calidad.  Solo  en  el  caso  de  que  la  here- 
dad se  hubiese  arrendado  á  tanto  la  medida ,  debería  el  ar- 
rendatario pagar  por  las  nuevas  medidas  que  acreciesen  un 
aumento  de  precio  convenido  con  el  dueño  en  razón  de  la 
cantidad  y  calidad  del  terreno  aumentado. 

En  orden  á  la  caza  tendrá  el  arrendatario  las  facultades 
que  estipulo  con  el  dueño;  articulo  o,  decr.  de  5  de  mayo  de 
i 85¿».  Pero  si  no  hubiese  mediado  estipulación  alguna, 
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¿tendrá  el  arrendatario  la  facultad  de  cazar  en  la  heredad 
arrendada?  Parece  que  por  el  hecho  de  decir  el  decreto  ci- 
tado que  el  arrendatario  tendrá  en  orden  á  la  caza  las  facul- 
tades que  estipule  con  el  dueño ,  quiere  dar  á  entender  que 
si  no  las  ha  estipulado  no  las  tendrá.  Sin  embargo,  no  es- 
tando enteramente  cercada  la  heredad,  podrá  cazar  en  ella 
el  arrendatario ,  pues  que  puede  hacerlo  un  tercero ,  sin  que 
deba  limitarse  como  este  á  las  épocas  en  que  la  heredad  no 
esté  labrada  ó  esté  de  rastrojo,  porque  la  prohibición  de 
cazas  en  las  tierras  que  están  labradas  ó  con  el  fruto  pen- 
diente ,  como  no  se  funda  sino  en  la  prohibición  de  entrar  en 
ellas  por  el  daño  que  se  les  causaría,  no  puede  alcanzar  á  los 
arrendatarios.  — La  caza  que  cayere  del  aire  en  la  heredad 
arrendada  ó  entrase  en  ella  después  de  herida ,  pertenece  al 
arrendatario  y  no  al  cazador,  con  tal  que  la  heredad  esté 
del  todo  cercada,  ó  que  siendo  abierta  se  halle  labrada  ó  con 
el  fruto  ;  arts.  U ,  7  y  56 ,  combin.  del  decr.  de  5  de  mayo  de 
185í».  Véase  Caza. 

En  orden  á  la  pesca  de  estanques ,  lagunas  ó  charcas  que 
se  hallen  en  tierras  cercadas,  tendrá  el  arrendatario  igual- 
mente las  facultades  que  el  dueño  le  comunicare  ;  arts.  56  y 
37  del  decr.  de  5  de  mayo  de  1854.  Véase  Pesca. 

El  arrendatario  puede  subarrendar  á  un  tercero  en  todo 
ó  en  parte  Ui  cosa  que  tiene  arrendada,  como  no  se  le  haya 
prohibido  por  pacto.  Así  lo  disponía  el  derecho  romano  : 
Nano  prohibelur  rem  quam  conduxit  fruendam ,  alii  locare, 
si  nihil  aliud  convenu ',;  l.  6,  Cod.  de  locat.  Así  lo  sientan  co- 
munmente nuestros  juristas ,  y  especialmente  Gómez  y  Ay- 
llon,  lib.  1,Var.,  cap.  5,  n.  Il;  y  así  lo  dicta  igualmente  la 
razón ,  pues  que  la  facultad  de  subarrendar  es  útil  al  arren- 
datario y  no  es  perjudicial  al  arrendador  :  es  útil  al  arren- 
datario ,  porque  después  del  acto  del  contrato  puede  verse 
en  el  caso  de  no  poder  ó  de  no  convenirle  usar  por  sí  mismo 
de  la  cosa  arrendada  y  de  tener  no  obstante  eme  pagar  el 
precio  :  no  es  perjudicial  al  arrendador,  porque  siempre 
conserva  sus  derechos  contra  el  arrendatario ,  quien  nunca 
podrá  hacer  el  subarriendo  por  mas  tiempo  ni  para  otro  uso 
que  el  estipulado  por  él  mismo. 

Esta  facultad  de  subarrendar  no  debe  entenderse  del  co- 
lono aparcero,  porque  como  este  mas  bien  que  arrendatario 
es  un  socio  cuya  industria  y  habilidad  para  el  cultivo  de  las 
tierras  tomó  en  consideración  el  propietario ,  no  puede  gozar 
del  derecho  de  poner  en  su  lugar  otra  persona  en  quien  tal 
vez  el  dueño  no  tenga  la  misma  confianza. 

Como  todo  propietario  es  arbitro  de  no  dejar  que  se  intro- 
duzcan en  Jas  cosas  de  su  pertenencia  otros  arrendatarios 
que  los  que  él  mismo  ha  elegido ,  puede  prohibir  á  estos  en 
el  contrato  de  arrendamiento  la  facultad  de  subarrendar  en 
el  lodo  ó  en  parte. 

La  cláusula  de  la  prohibición  debiera  ejecutarse  con  todo 
rigor,  atendidos  los  principios  del  derecho,  porque  todo 
hombre  debe  cumplir  estrictamente  aquello  á  que  se  ha  obli- 
gado ,  siendo  como  es  todo  contrato  una  ley  de  cuya  obser- 
vancia no  pueden  dispensarse  los  contrayentes  sino  por  su 
mutuo  consentimiento  ó  por  las  causas  que  el  derecho  auto- 
riza :  de  manera  que  el  arrendatario  habría  de  pagar  por  en- 
tero el  precio  del  arriendo  en  los  plazos  convenidos,  sin 
poder  poner  subarrendatarios ,  aunque  tuviese  razones  jus- 
tas para  no  usar  por  sí  mismo  de  la  cosa  arrendada.  Sin  em- 
bargo, cuando  el  arrendatario  se  ve  en  la  necesidad  de 
dejar  el  arriendo  y  presenta  un  subarrendatario  igualmente 
idóneo,  de  modo  que  es  indiferente  para  el  dueño  el  que 
cualquiera  de  ellos  sea  quien  haya  de  llevar  á  cabo  el  con- 
trato, exige  el  gran  principio  de  la  utilidad  que  el  dueño  se 
allane  á  consentir  en  el  subarriendo  ó  bien  en  la  rescision 
del  arriendo  si  así  lo  prefiere,  porque  es  un  bien  para  el 
arrendatario  y  no  es  un  mal  para  el  dueño  la  adopción  de 
cualquiera  de  estos  dos  partidos,  al  paso  que  seria  un  mal 


para  el  arrendataria  y  no  seria  un  bien  para  el  dueño  la  in- 
sistencia simultánea  de  este  en  la  ejecución  del  arriendo  y 
en  la  inejecución  del  subarriendo.  Este  principio  es  muy 
conforme  en  este  punto  al  derecho  romano  que  dice  ser  de 
la  naturaleza  de  las  convenciones,  al  ex  pació  consequamur 
id  quod  noslra  interest,  non  ui  sine  ullo  noslro  commodo 
allcri  tantùm  noceàmus. 

La  regla  general  que  hemos  sentado  sobre  la  facultad  de 
subarrendar  está  destruida  en  cuanto  à  las  tierras  por  una 
real  orden  de  21  de  junio  de  1768,  y  recientemente  por  el 
real  decreto  de  8  de  setiembre  de  1856  que  restablece  el  de 
las  Cortes  de  8  de  junio  de  1813,  relativo  al  fomento  de  la 
agricultura  y  ganadería ,  cuyo  artículo  7o.  dice  así  :  «  El 
arrendatario  no  podrá  subarrendar  ni  traspasar  el  todo  ni 
parte  de  it  finca  sin  aprobación  del  dueño  ;  pero  podrá  sin 
ella  vender  ó  ceder,  al  precio  que  le  parezca,  alguna  parte 
de  los  pastos  ó  frutos ,  á  no  ser  que  en  el  contrato  se  estipule 
Oka  cosa.  »  (i)  Véase  Subarriendo. 

> 

Obligaciones  del  arrendatario. 

Las  obligaciones  que  tiene  el  arrendatario  por  la  natura- 
leza misma  del  contrato  son  las  siguientes  :  Ia.  Pagar  el 
precio  del  arriendo  :  —  2a.  No  emplear  la  cosa  arrendada 
fuera  del  objeto  para  que  se  le  dio  :  —  3a.  Usar  y  cuidar  de 
la  cosa  arrendada  como  buen  padre  de  familias  :  —  4a.  Vol- 
verla en  buen  estado  al  arrendador,  concluido  el  tiempo  del 
arriendo. 

I.  De  la  obligación  de  pagar  el  precio. 

La  principal  obligación  del  arrendatario  es  la  de  pagar  al 
arrendador  el  precio  convenido  por  el  uso  de  la  cosa  arren- 
dada; ley  1,  lit.  8,  Part.  5. 

Este  pago  debe  hacerse  al  plazo  que  se  hubiese  prefijado  : 
no  habiéndose  establecido  plazo ,  al  que  fuere  de  costumbre 
en  el  lugar  del  contrato  ;  y  á  falta  de  costumbre ,  al  fin  de 
cada  año  ;  ley  U,  lit.  8,  Part.  S. 

Cuando  se  estipula  una  sola  cantidad  por  todo  el  tiempo 
del  arrendamiento,  debe  pagarse  á  la  espiración  de  este 
tiempo.  Si  tomas,  por  ejemplo,  un  caballo  alquilado  para  la 
siega  por  cien  reales ,  debes  pagar  esta  suma  de  una  vez 
luego  que  se  concluya  la  siega. 

Cuando  se  hace  el  arriendo  por  un  tanto  al  año,  al  semes- 
tre, al  trimestre  ,  al  mes ,  á  la  semana  ó  al  dia,  es  claro  que 
ha  de  pagarse  al  fin  de  cada  dia ,  semana ,  mes  ,  trimestre , 
semestre  ó  año,  á  no  ser  otra  la  costumbre. 

Cuando  se  arrienda  una  cosa  fructífera  por  cierta  cantidad 
al  año ,  aunque  esta  se  debe  luego  después  de  la  cosecha , 
no  ha  de  exigirse  hasta  que  el  arrendatario  haya  tenido 
tiempo  de  vender  la  parte  de  frutos  necesaria  para  hacer  el 
pago. 

Si  en  un  arrendamiento  de  tierras  se  hubiese  estipulado 
pagar  en  granos ,  tiene  opción  el  colono  para  hacer  el  pago 
en  especie  ó  en  dinero  á  la  tasa;  ñola  1 .  lit.  i  1 ,  lib.  10, 
Nov.  Rec. 

El  pago  debe  hacerse  en  el  lugar  convenido  por  las  par- 
tes ;  y  no  habiendo  convención  sobre  este  punto  ,  en  el  do- 
micilio del  arrendatario  por  ser  el  deudor,  principalmente  si 
consiste  en  granos  ú  otros  frutos  que  es  preciso  portear. 

(1)  Al  fin  de  este  artículo,  en  la  adición  para  la  república  de 
Méjico ,  se  dice  estar  vigente  en  eüa  el  decrelo  de  Cortes  que  aquí 
se  cita  ;  pero  Rodríguez  en  sus  notas  al  Diccionario  de  Escrlchè 
asegura  que  la  prohibición  de  subarrendar  noto  subsiste  en  ¡tíaúrtrt, 
y  añade  que  aunque  el  decreto  hable  de  ¡incas  en  go:;cral ,  y  ¡  ói 
esto  algunos  le  estienden  á  Ins  casas  ,  otros  con  fuiidameiiiû  no  la 
entienden  sino  de  fincas  rústicas. 
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,  Si  habiéndose  estipulado  que  el  arrendatario  llevaría  y 
entregaría  los  granos  ú  otros  frutos  en  casa  del  arrendador, 
mudase  este  su  residencia  á  otro  lugar  mucho  mas  distante 
que  el  que  habitaba  al  tiempo  del  contrato ,  no  estaría  obli- 
gado aquel  à  verificar  la  conducción  al  nuevo  domicilio , 
porque  al  contratar  no  debió  contar  con  este  aumento  de 
gastos ,  y  no  ha  de  empeorar  su  condición  por  el  hecho  del 
arrendador,  según  la  regla  de  que  Nemo  alieno  fado  prce- 
gravari  débet. 

Siendo  muchos  los  arrendatarios  de  una  cosa ,  cada  uno 
ha  de  ser  reconvenido  solo  por  su  parte ,  à  no  ser  que  medie 
obligación  solidaria ,  en  cuyo  caso  puede  cualquiera  de  ellos 
ser  demandado  por  el  todo. 

La  falta  de  pago  del  precio  ó  renta  es  causa  suficiente  para 
la  rescision  del  contrato.  El  arrendador  puede  espeler  al 
arrendatrrio ,  si  este  no  le  pagase  al  plazo  convenido  ó  acos- 
tumbrado ó  al  fin  del  año  ,  ó  si  siendo  el  arriendo  por  cua- 
tro años  ó  mas  dejase  pasar  dos  sin  hacer  el  pago  ;ley!i, 
lit.  17 ,  lib.  3  del  Fuero  Real ,  leyes  5  y  6  ,  tít.  8 ,  Part .  8  ; 
art.  S  del  decr.  de  Cortes  de  8  de  junio  de  1813.  Mas  es  de 
notar  que  para  proceder  á  la  espulsion  debe  hacerse  el  desa- 
hucio con  la  correspondiente  anticipación ,  y  que  el  arren- 
datario puede  purgar  su  morosidad  haciendo  el  pago  antes 
de  salir  de  la  finca. 

El  arrendador  tiene  obligadas  á  su  favor  para  el  pago  del 
precio  ó  renta  y  de  los  deterioros  todas  las  cosas  que  encon- 
trare en  la  cosa  arrendada  y  fueren  propias  del  arrendatario, 
con  tal  que  las  que  encontrare  en  la  heredad  se  hayan  pues- 
to allí  con  su  noticia  ;  y  puede  retenerlas  como  prenda  hasta 
reintegrarse ,  haciendo  previamente  inventario  de  ellas  ante 
los  vecinos;  ley  9,  lit.  17,  lib.  3  del  Fuero  Real;  yleyb,  tít. 
8,  Part.  5.  Tiene  ademas  preferencia  por  su  renta  á  cual- 
quiera otro  acreedor  en  los  frutos  de  las  tierras  ;  ley  6,  tít. 
H,  lib.  10,  Nov.  Rec. 

Aunque  la  ley  comprende  en  esta  obligación  ó  hipoteca 
tácita  todas  las  cosas  que  se  encontraren  propias  del  deudor 
ó  arrendatario  en  la  casa  ó  finca  arrendada  ,  escluyen  sin 
embargo  los  intérpretes  las  que  no  se  pusieron  en  ella  para 
permanecer  perpetuamente ,  sino  solo  por  algún  tiempo , 
como  las  mercaderías  de  un  comerciante  :  de  manera  que 
según  esta  opinion  puede  decirse  que  solo  están  afectos  á 
dicha  hipoteca  ó  privilegio  los  muebles  destinados  para  el 
servicio  y  adorno  de  la  casa. 

Como  la  ley  no  incluye  en  la  hipoteca  sino  las  cosas  pro- 
pias del  arrendatario  ,  es  claro  que  el  arrendador  ó  dueño 
de  la  cosa  arrendada  no  puede  tomar  ni  retener  en  prenda 
los  muebles  que  el  arrendatario  tiene  en  su  poder  por  razón 
de  depósito ,  comodato,  alquiler,  confianza  ,  compra  al  con- 
tado sin  haber  pagado  todavía  el  precio ,  ú  otro  título  que  no 
sea  traslativo  de  dominio.  Véase  Acreedor  propietario. 

El  juez  competente  ante  quien  pueden  acudir  los  propie- 
tarios ó  sus  administradores  en  razón  del  cobro  de  alqui- 
leres ,  es  el  juez  ordinario  con  derogación  de  todo  fuero  ;  es- 
ceptuándose  solo  de  esta  derogación  á  los  militares  incorpo- 
rados en  sus  respectivos  cuerpos  y  residentes  en  los  destinos 
de  estos  ,  y  los  que  también  estuvieren  empleados ,  mientras 
se  hallaren  en  los  lugares  de  sus  empleados;  leyes  12,  14, 
1S  y  16,  lit.  11,  lib.  10,  Nov.  Rec. 

El  arrendatario  moroso  en  el  pago  del  arriendo  ó  alquiler, 
parece  debe  abonar  desde  el  día  de  la  interpelación  judicial 
el  interés  de  la  cantidad  adeudada  ,  principalmente  si  el  ar- 
rendador sufre  algún  daño ,  ó  pierde  alguna  ganancia  por 
causa  de  la  demora  ;  pues  si  el  que  alquila  ó  loga  sus  obras  , 
trabajos  ó  servicios  tiene  derecho  á  este  abono  según  las  leyes 
12  y  13,  tít.  II,  lib.  10,  Nov.  Rec,  no  se  ofrece  razón  para 
negarlo  al  que  alquila  ó  arrienda  sus  cosas.  Así  lo  establecía 
el  derecho  romano,  l.  17,  Cod.  de  Lócalo,  diciendo  :  Prœses 
provinciœ  eu,  quœ  ex  locations  debentur}  exsolvi  sine  mora 


curabit,  non  ignarus  ex  lócalo  et  conducto  actionem,  cùm  sit 
bonœfidei,  posl  moram  usuras  legitimas  admitiere.  Asilo 
sienta  Ferraris  ,  añadiendo  ser  opinion  común  de  los  docto- 
res ,  en  la  palabra  Locatio  de  su  Biblioteca  ;  y  así  lo  sostiene 
Pothier,  aunque  es  el  enemigo  mas  célebre  de  la  usura. 

Cuando  el  arrendatario  no  hace  uso  de  la  cosa  arrendada 
por  negligencia  ó  por  algún  impedimento  que  proviene  de 
culpa  ó  de  hecho  suyo ,  está  obligado  sin  embargo  á  pa- 
gar el  precio  por  entero ,  á  menos  que  el  arrendador,  viendo 
la  cosa  desamparada ,  la  arriende  luego  á  otro  por  igual 
precio  y  no  suha  de  consiguiente  ningún  perjuicio  ;  Gómez , 
lib.  2,  Var.,  cap.  3;  Ferraris  ,  art.  Localio,  ns.  7%y  73. 

Mas  cuando  no  puede  usar  de  la  cosa  arrendada  por  im- 
•pedimento  que  no  proviene  de  culpa  ó  hecho  suyo  sino  de 
culpa  ó  hecho  del  arrendador  ó  de  otra  causa  estraña,  no 
está  obligado  á  pagar  el  precio  por  el  tiempo  ó  la  parte  en 
que  ha  estado  privado  de  su  goce. 

Cuando  el  arrendatario ,  sin  verse  absolutamente  privado 
del  uso  de  la  cosa  arrendada ,  ha  sufrido  no  obstante  por  un 
accidente  imprevisto  ó  no  muy  frecuente  una  diminución 
muy  considerable  de  las  utilidades  que  debia  sacar  del  ar- 
riendo ,  tiene  derecho  á  pedir  una  diminución  ó  rebaja  pro- 
porcional del  precio;  inducción  de  la  ley  22  ,  lit.  8,  Part.  5. 
La  razón  es  que  el  contrato  de  arrendamiento  se  asemeja  a 
una  especie  de  venta  de  los  productos  futuros  de  la  cosa 
arrendada  ;  y  como  el  arrendatario  no  paga  el  precio  sino 
por  lograr  estos  productos,  es  consiguiente  que  si  pierde  sin 
culpa  suya  la  mayor  parte  de  ellos,  tenga  el  remedio  de  le- 
sión enorme  ó  enormísima  para  pedir  la  remisión  total  ó  par- 
cial del  pecio  según  los  casos. 

De  aquí  es  que  si  por  algún  acontecimiento  de  los  no  muy 
acostumbrados,  como  avenidas  de  ríos,  lluvias  escesivas,  gra- 
nizo, agostamiento,  fuego,  asonadas,  irrupción  de  enemigos, 
de  aves ,  de  langosta  ó  de  gusanos ,  se  pierden  ó  destruyen 
todos  los  frutos  de  la  cosa  arrendada,  no  está  obligado  el  ar- 
rendatario á  pagar  el  precio  del  arriendo ,  pues  es  muy  justo 
que  perdiendo  él  la  simiente  y  los  gastos  del  cultivo ,  pierda 
el  dueño  la  renta  que  esperaba  ;  ley  22^  lit.  8,  Part.  5. 

Pero  si  la  pérdida  de  los  frutos  no  fuere  total  sino  parcial, 
tiene  el  arrendatario  la  elección  de  pagar  la  renta  estipu- 
lada ,  ó  de  entregar  al  arrendador  los  frutos  que  hubiese 
cogido  con  deducción  de  todos  los  gastos  causados  en  el  cul- 
tivo y  recolección.  Asi  lo  dispone  dicha  ley  22,  tít.  8,  Part. 
5  ;  mas  como  en  la  práctica  no  es  fácil  hacer  constar  la  can- 
tidad de  los  frutos  ni  el  importe  de  los  gastos,  lo  que  se 
acostumbra  en  el  caso  de  pérdida  parcial  de  frutos  es  bajar- 
la tercera,  cuarta  ú  otra  parte  del  precio  del  arriendo,  se- 
gún el  arbitrio  de  los  jueces;  Covar.,  Practicar,  quœsl., 
cap.  30. 

Sigúese  igualmente  del  mismo  principio ,  que  si  arrenda- 
do v.  gr.  un  molino  ú  otro  establecimiento  sobre  un  río,  ó 
bien  un  parador  ó  posada  sita  en  un  camino  real ,  abandona 
después  el  rio  inesperadamente  su  cauce  ó  el  gobierno  de- 
signa el  camino  real  por  otra  parte,  de  modo  que  el  molino 
queda  parado  y  la  posada  desierta  ,  podrá  el  arrendatario 
pedir  la  remisión  total  ó  parcial  del  precio  según  la  pérdida 
que  esperimentare. 

No  hay  lugar  á  la  remisión  total  ni  parcial  de  la  renta  ó 
precio  del  arriendo  en  los  casos  siguientes  : 

Io.  Cuando  la  pérdida  es  efecto  de  casos  fortuitos  que 
ocurren  con  mucha  frecuencia  en  el  país;  pues  se  supone 
que  los  contrayentes  los  tomaron  en  consideración  para  fijar 
el  precio;  Gregorio  López ,  gl.  3  de  la  ley  22,  tít.  8,  Parí.  '.i. 
_2°.  Cuando  la  pérdida  de  los  frutos  proviene  de  culpa  del 
mismo  arrendatario,  por  no  haber  puesto  los  medios  que  de 
él  dependían  para  evitarla;  ley  22,  lit.  8,  Part.  S.  Damuum 
quod  quis  sua  culpa  sentit ,  sibi  débet,  non  alus  imputare. 

3o.  Cuando  al  tiempo  de  hacer  el  contrato  de  arrea- 
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damiento  tomó  á  su  cargo  el  arrendatario  los  casos  fortuitos , 
obligándose  á  pagar  el  precio  del  arriendo ,  aunque  los  fru- 
tos se  perdiesen  por  cualquiera  ocurrencia  ó  aventura  ;  ley 
23,  tít.  8,  Part.  S  :  que  es  lo  que  se  llama  arrendamiento  á 
fruto  sano.  Pero  convienen  los  juristas  en  que  el  arrendata- 
rio que  toma  sobre  sí  los  casos  fortuitos  en  general ,  no  por 
eso  queda  obligado  á  los  casos  estraordinarios  que  natural- 
mente no  podian  preverse  por  no  estar  espueslo  á  ellos  el 
pais ,  á  no  ser  que  se  haya  gravado  con  todos  los  casos  for- 
tuitos previstos  é  imprevistos. 

U°.  Cuando  hecho  el  arrendamiento  por  dos  ó  mas  años  , 
se  compensare  la  pérdida  ó  esterilidad  de  un  año  con  la 
abundancia  de  otro ,  anterior  ó  posterior,  que  alcance  para 
cubrir  las  rentas  y  los  gastos  de  los  dos  ;  ley  23,  til.  8,  Part. 
b.  Aunque  el  dueño  hubiese  hecho  ya  la  remisión  del  precio 
del  año  de  la  pérdida,  podrá  reclamarlo  en  el  de  la  abun- 
dancia que  sobrevenga  despues  ;  d.  1.  25. 

b°.  Cuando  el  colono  es  aparcero,  esto  es,  cuando  da  al 
dueño  en  lugar  de  pago  la  mitad  v.  gr.  ó  la  tercera  parte  de 
los  frutos;  pues  entonces  se  divide  á  prorata  el  daño  entre 
el  arrendador  y  el  arrendatario ,  según  doctrina  común  de 
los  doctores ,  conforme  con  el  derecho  romano  :  Parliarius 
colonus,  dice  la  ley  25,  ff.  Locaü,  quasi  socielalis  jure  dam- 
num et  lucrum  cuín  domino  fundí  partilur. 

6°.  Cuando  la  costumbre  del  pais  está  en  contrario, porque 
las  prácticas  y  costumbres  obligan  como  los  pactos  :  Scmper 
enim  in  contraclibus  id  sequimur  quod  aclum  est;  aut  si  non 
pateat  quod  aclum  est,  crit  consequens  ut  id  sequamur , 
quod  in  régime,  in  qua  aclum  est  0  frcquenlatur. 

7°.  Cuando  la  causa  de  la  pérdida ,  escasez  ó  esterilidad 
existia  ya  y  era  notoria  al  tiempo  de  la  celebración  del  con- 
trato ;  porque  se  supone  que  el  arrendatario  quiso  someterse 
á  los  peligros  que  presentaba  esta  causa ,  y  que  se  tomaron 
en  cuenta  para  el  arreglo  del  precio.  Así  que,  si  uno  toma 
en  arriendo  una  viña  muy  vieja,  un  campo  sito  cerca  de  un 
rio  que  á  menudo  sale  de  madre  i  ó  una  heredad  amenazada 
de  las  incursiones  de  los  enemigos  ,  no  podrá  pretender  re- 
misión ó  rebaja  del  precio  por  la  escasez  ó  pérdida  de  fru-' 
tos  que  dimanare  de  la  calidad  del  predio,  de  la  inundación 
ó  de  la  devastación  hostil;  Gregorio  López,  en  la  glos.  b  de 
la  ley  22,  lit.  8,  Part.  b. 

8o.  Cuando  la  pérdida  de  los  frutos  acaece  despues  que 
han  sido  cortados  ó  separados  de  la  tierra,  aunque  todavía  se 
hallen  sin  recoger  en  la  heredad  ó  campo  que  los  produjo; 
porque  desde  la  corta  ó  separación  adquieren  la  calidad  de 
muebles,  caen  bajo  el  dominio  del  arrendatario,  y  deben 
correr  de  consiguiente  por  su  cuenta  y  riesgo;  de  manera 
que  si  perecen ,  perecen  para  él,  por  la  regla  de  que  res  pé- 
rit suo  domino.  Sin  embargo,  es  necesario  convenir  que  la 
opinion  que  concede  remisión  ó  rebaja  de  precio  al  arrenda- 
tario cuando  los  frutos  se  pierden  sin  culpa  suya  en  el  cam- 
po ,  aunque  ya  cortados  ,  si  bien  es  contraria  al  rigor  de  los 
principios  del  derecho  ,  no  deja  de  ser  bastante  equitativa, 
pues  se  ha  visto  muchas  veces  perecer  las  mieses  en  el  cam- 
po después  de  la  siega  por  no  haber  podido  recogerse  á  cau- 
sa de  las  lluvias. 

Si  el  arrendatario  es  colono  aparcero,  como  entonces  los 
frutos  son  comunes,  debe  soportarse  su  pérdida,  aunque 
suceda  despues  que  han  sido  cortados  ó  separados  de  la 
tierra  ,  por  el  arrendador  y  el  colono ,  en  proporción  de  la 
parte  que  cada  uno  tenia  en  ellos,  á  no  ser  que  el  colono 
hubiese  sido  moroso  en  entregar  al  arrendador  la  parte  que 
le  correspondía,  en  cuyo  caso  tendría  que  pagarle  su  valor 
á  título  de  daños  y  perjuicios. 

9a.  Cuando  el  daño  que  proviene  de  la  esterilidad  ó  del 
caso  fortuito  es  de  poca  consideración  ;  porque  el  arrenda- 
tario debe  soportar  la  pérdida  que  no  es  muy  grande  ,  ya 
que  se  le  deja  toda  la  ganancia  ,  aunque  sea  mayor  que  la 


ordinaria  :  Modicum  damnum  œquo  animo  debel  ferre  colo- 
nus ,  cui  immodicum  lucrum  non  au  fer  tur;  quia  qui  sentit 
commodum,  sentiré  debel  et  damnum  ;1.  2b,  ff.  Locati.  Mas 
l  cuál  es  el  daño  ó  la  pérdida  que  debe  reputarse  de  poca 
consideración  ,  y  correr  por  consiguiente  á  cargo  del  arren- 
datario? Según  Gregorio  López,  es  aquella  que  no  llega  á  la 
mitad  de  los  frutos  que  suelen  cogerse  en  un  año  común; 
glos.  8  y  9  de  la  ley  22 ,  Ut.  8 ,  Part.  b. 

Hemos  visto  los  casos  en  que  el  arrendatario  tiene  ó  deja 
de  tener  derecho  á  la  remisión  total  ó  parcial  del  precio  del 
arriendo.  ¿Habrá  por  el  contrario  algunos  en  que  tenga  obli- 
gación de  aumentar  dicho  precio?  La  ley  23,  tít.  8,  Part.  b, 
dice  ,  que  si  por  aventura  acaeciere  que  la  cosa  arrendada 
produzca  en  un  año  tantos  frutos  que  importen  mas  del  doblo 
de  lo  que  solia  rendir  comunmente  un  año  con  otro ,  deberá 
el  arrendatario  pagar  doblado  el  precio  ó  renta  del  arriendo, 
con  tal  que  esta  abundancia  provenga  del  acaso  y  no  de  su 
industria  ó  de  mejoras  hechas  por  él  en  la  cosa  arrendada  ; 
por  ser  muy  justo  ,  que  perteneciendo  al  dueño  la  pérdida 
que  sucede  por  caso  fortuito  ,  le  toque  también  la  ganancia 
que  viene  del  mismo  origen.  Sin  embargo,  esta  disposición 
de  la  ley  no  se  observa  en  la  práctica  ;  pues  no  se  ve  que  los 
dueños  de  las  heredades  arrendadas  exijan  paga  doble  en  los 
años  de  abundancia.  Efectivamente ,  el  dueño  de  la  finca  ar- 
rendada cede  por  el  contrato  de  arrendamiento,  sin  reserva 
alguna  ,  todo  el  derecho  que  tenia  á  los  frutos  ;  y  de  consi- 
guiente no  parece  natural  que  en  caso  de  que  estos  sean 
abundantes  pretenda  todavía  participar  de  ellos  ,  ó  lo  que 
es  lo  mismo ,  obtener  un  sobreprecio  :  basta  que  pueda  com- 
pensar la  pérdida  del  arrendatario  en  los  años  de  esterilidad 
ó  de  calamidades  con  la  ganancia  de  los  años  de  fertilidad  y 
de  ventura.  Nuestra  disposición  legal  no  está  sacada  por 
cierto  del  derecho  romano  ,  el  cual  no  rebajaba  al  arrenda- 
tario en  favor  del  arrendador  parte  alguna  de  las  ganancias 
estraordinarias  que  tenia  :  Immodicum  lucrum  ei  (  colono  ) 
non  auferlur,  dice  la  ley  2b  ,  §  6,  ff.  Locati. 

II.  De  la  obligación  de  no  emplear  la  cosa  arrendada 
fuera  del  objeto  para  que  se  dio. 

El  arrendatario  está  obligado  á  no  usar  de  la  cosa  arren- 
dadasino  para  el  fin  que  se  señaló  en  el  contrato  de  arriendo, 
ó  para  el  objeto  á  que  está  destinada  ,  ó  para  el  que  debia 
presumirse  según  las  circunstancias,  bajo  la  pena  de  pagar 
los  daños  y  perjuicios  que  al  dueño  se  siguieren  ;  leyes  1  y  6, 
tít.  17,  lib.  3  del  Fuero  Real. 

Así  que  ,  si  tomaste  en  alquiler  un  caballo  para  ir  de  Ma- 
drid á  Zaragoza,  no  puedes  ir  con  él  á  Sevilla  ;  y  si  así  lo 
hicieres  á  pesar  del  contrato ,  debes  responder  de  su  pérdida 
ó  deterioro ,  aunque  suceda  por  fuerza  mayor  ó  caso  fortuito. 
Del  mismo  modo ,  si  habiendo  tomado  el  caballo  hasta  Zara- 
goza le  llevas  mas  allá,  v.  gr.  hasta  Huesca,  te  haces  res- 
ponsable del  daño  que  esperimentare  por  cualquiera  causa  en 
la  prolongación  del  viaje. 

Como  el  que  toma  una  cosa  en  arriendo  ó  alquiler  está 
obligado  á  usar  de  ella  según  su  destino ,  á  no  haber  conven- 
ción en  contrario ,  es  claro  que  no  puede  servirse  de  un  ca- 
ballo de  silla  para  tirar  de  un  carruaje ,  ni  emplear  un  coche 
en  el  transporte  de  fardos  ó  cajas  de  mercaderías ,  ni  hacer 
cuadra  de  una  tienda  ,  ni  convertir  una  posada  pública  en 
casa  particular  ó  al  revé*-,  ni  establecer  una  fragua ,  un 
horno ,  una  taberna  en  edificio  que  servia  de  habitación ,  ni 
arrancar  las  cepas  ó  el  arbolado  de  una  heredad  para  dejarla 
en  tierra  labrantía  ó  plantarla  de  azafrán. 

Si  por  la  profesión  del  arrendatario  debió  conocer  el  ar- 
rendador al  tiempo  del  contrato  que  la  intención  de  aquel 
era  aplicar  la  cosa  arrendada  à  un  objeto  diferente  del  que 
habia  tenido  hasta  entonces  3  podrá  efectivamente  el  arren- 
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datarlo  emplearla  en  los  usos  de  su  oficio,  con  la  obligación 
de  devolverla  como  la  recibió.  Si  tú  alquilas,  por  ejemplo, 
á  un  cerrajero  ,  carpintero  ó  comerciante,  una  casa  que  ser- 
via de  posada ,  consientes  tácitamente  por  el  mismo  hecho 
en  que  pueda  mudar  el  uso  de  la'casa ,  á  no  ser  que  estipules 
lo  contrario;  porque  su  profesión  te  debe  hacer  presumir 
que  la  toma  precisamente  para  poner  en  ella  su  estable- 
cimiento. 

Mas  aunque  el  arrendatario  deba  usar  'de  la  cosa  arren- 
dada según  el  destino  que  se  le  ha  dado  en  el  contrato  ó  que 
se  sobrentiende  ó  presume  con  arreglo  á  las  circunstancias  , 
puede  sin  embargo ,  á  no  habérsele  prohibido  formalmente , 
hacer  en  ella  algunas  lijeras  variaciones  ,  como  derribar  ó 
alzar  tabiques,  abrir  ó  cerrar  puertas  interiores,  quitar  al- 
cobas en  un  aposento  y  formarlas  en  otro ,  con  tal  que  no 
cause  daño  ó  deterioro  en  el  edificio ,  y  con  lá  obligación 
de  reponerlo  todo  en  su  primer  estado  al  fin  del  arriendo ,  si 
el  arrendador  lo  exigiere. 

Puede  asimismo  mejorar  la  cosa  arrendada,  como  des- 
montar una  tierra  inculta ,  secar  una  laguna ,  plantar  viña 
ó  arbolado  ,  hacer  en  fin  cuanto  conduzca  para  aumentar  la 
renta  del  fundo ,  y  tendrá  derecho  en  su  caso  á  repetir  del 
dueño  los  gastos ,  á  no  haberse  convenido  en  hacerlos  por 
su  cuenta  ,  según  se  dirá  luego  con  mas  estension. 

III.  De  la  obligación  que  tiene  el  arrendatario  de  usar 
y  cuidar  de  la  cosa  arrendada  como  buen  padre  de 
familias. 

El  arrendatario  debe  usar  y  cuidar  de  la  cosa  arrendada , 
como  un  buen  padre  de  familias  suele  usar  y  cuidar  de  la 
suya  propia  ;  ley  1,  tit.  17,  lib.  3,  Fuero  Real;  ley  7,  til.  8, 
Part.  5  :  de  modo  que  tiene  que  prestar  la  culpa  leve. 

Si  te  alquilo  pues  un  caballo  para  un  viaje ,  no  debes  ha- 
cerle correr  con  esceso ,  ni  hacer  jorn'adas  demasiado  largas9 
ni  escasearle  el  pienso  ,  ni  maltratarle  de  otro  modo. 

Si  te  arriendo  tierras  labrantías,  debes  labrarlas ,  esterco- 
larlas, cultivarlas  y  empanarlas  en  las  épocas  y  sazones  con- 
venientes ,  sin  invertir  el  orden  de  las  labores  ,  esto*  es  ,  sin 
poder  sembrarlas  cuando  deben  quedar  de  barbecho.  Si  se 
trata  de  viñas ,  debes  ararlas  ó  cavarlas ,  limpiarlas ,  ester- 
colarlas ,  amugronarlas ,  podarlas,  y  en  fin  cultivarlas  en  la 
forma  y  sazón  que  lo  haria  un  cuidadoso  propietario;  ley  7, 
tit.  8,  Part.  5. 

De  la  obligación  que  tiene  el  arrendatario  de  cuidar  de  la 
cosa  arrendada ,  se  deriva  la  de  impedir  que  se  usurpe  por 
un  tercero  parte  alguna  de  ella ,  ó  que  por  el  vecino  ú  otro 
se  haga  obra  que  le  perjudique ,  debiendo  dar  aviso  en  su 
caso  bajo  su  responsabilidad  al  propietario  ó  arrendador  para 
que  provea  ;  Ant.  Gómez ,  loin.  2 ,  cap.  3 ,  h.  20. 

El  arrendatario  es  responsable  de  las  desmejoras ,  dete- 
rioros y  pérdidas  que  por  abuso  ó  descuido  del  mismo  y  de 
las  personas  que  de  él  dependen  tuviere  la  cosa  arrendada 
durante  el  arrendamiento  ;  leyes  7,  8  y  18,  lit.  8,  Part.  S. 

También  lo  es  del  daño  que  por  enemistad  ú  odio  hacia 
su  persona  causare  un  tercero  en  la  cosa  arrendada  ;  ley  7, 
lit.  8 ,  Part.  5  ;  sea  ó  no  la  enemistad  efecto  de  culpa  suya  , 
como  dice  Gregorio  López ,  quien  añade  que  si  el  arrenda- 
tario ,  no  habiendo  dado  motivo  justo  á  la  enemistad ,  pusiere 
mayor  cuidado  en  la  custodia  de  la  cosa  arrendada  ,  no  es- 
tará obligado  al  resarcimiento  del  daño  que  á  pesar  de  esta 
circunstancia  lograre  hacer  su  enemigo. 

El  arrendatario  que  pagare  el  daño  causado  por  hecho  ó 
descuido  de  alguna  persona  de  quien  es  responsable ,  tiene 
salvo  su  recurso  contra  ella. 

No  está  obligado  al  arrendatario  á  responder  de  las  des- 
mejoras ó  pérdidas  acaecidas  en  la  cosa  arrendada  por  algún 
acaso ,  como  v.  gr.  por  muerte  natural ,  naufragio ,  incendio, 


inundación ,  á  no  ser  que  hubiese  tomado  sobre  sí  los  casos 
fortuitos ,  ó  que  el  acaso  que  produjo  la  pérdida  ó  desmejora 
procediese  de  culpa  suya ,  ó  se  verificase  después  del  tiempo 
en  que  debió  hacer  y  no  hizo  la  restitución  de  la  cosa  arren- 
dada á  su  dueño  ;  ley  8,  lit.  8 ,  Part.  5.  • 

Así  es  que  el  dueño  ,  y  no  el  inquilino ,  debe  soportar  el 
daño  causado  en  las  vidrieras  de  las  ventanas  por  una  tem- 
pestad de  granizo  ;  nota  8,  lit.  10,  lib.  10,  Nov.  Rec.  Pero  si 
habiendo  contraventanas  ó  persianas  no  cuidase  el  inquilino 
de  cerrarlas  pudiéndolo  hacer  fácilmente ,  él .  seria  y  no  el 
dueño  quien  debiese  sufrir  el  daño. 

Tampoco  es  responsable  el  arrendatario  délas  desmejoras 
ó  pérdidas  que  sin  culpa  suya  tuviere  la  cosa  arrendada  por 
vejez  ó  mala  calidad  ó  por  razón  de  la  clase  ó  naturaleza 
del  uso. 

La  prueba  del  caso  fortuito ,  de  la  fuerza  mayor,  de  la  vejez 
ó  mala  calidad  de  la  cosa  arrendada ,  que  hubiere  dado  lugar  ' 
á  la  pérdida  ó  desmejora ,  corresponde  al  arrendatario  ;  ind. 
de  la  ley  20,  tit.  13,  Part.  5.  La  razón  es  que  el  arrendatario, 
como  deudor  de  la  cosa  arrendada  con  respecto  á  la  persona 
que  se  la  confió  ,  debe  restituírsela  á  su  tiempo  en  el  estado 
en  que  la  habia  recibido:  y  si  alega  escepcion  para  no  ha- 
cerlo ,  tiene  que  justificarla  según  la  regla  de  que  reus  exci- 
piendo  fit  ador.  Mas  la  prueba  de  que  la  fuerza  mayor  ó  el 
caso  fortuito  avino  por  culpa  del  arrendatario  ,  es  de  cargo 
del  dueño  ó  arrendador;  ley  20,  lit.  13,  Part.  S. 

Como  la  prueba  del  caso  fortuito  y  demás  escepciones  cor- 
responde por  la  ley  al  arrendatario,  es  consiguiente  que  la 
ley  le  supone  obligado  á  indemnizar  al  propietario  de  la  pér- 
dida ó  desmejora  de  la  cosa  arrendada,  mientras  no  justifique 
que  esta  pérdida  ó  desmejora  tuvo  lugar  sin  culpa  suya. 

Así  es  que  el  inquilino  tiene  que  responder  del  incendio 
de  la  casa,  á  no  ser  que  pruebe  que  este  accidente  provino 
de  caso  fortuito  ó  fuerza  mayor,  ó  de  vicio  de  construcción  , 
ó  de  haberse  comunicado  el  fuego  de  una  casa  vecina.  Pre- 
súmese efectivamente  que  el  incendio  de  una  casa  no  se  ve- 
rifica sino  por  culpa  de  las  personas  que  la  habitan,  quia, 
como  dicela  ley  romana,  plerumque  incendia  fhuit  culpa 
inhabitanlium ,  1.  3,  g  1,  ff.  de  officio  prcefecti  vigilum;  y 
se  interesa  ademas  la  causa  pública  en  que  se  cargue  á  los 
inquilinos  esta  responsabilidad ,  para  obligarlos  á  mayor  vi- 
gilancia ,  ya  que  no  puede  tenerla  por  sí  mismo  el  pro- 
pietario. 

No  solamente  al  dueño  de  la  casa ,  sino  también  á  los  ve- 
cinos ,  debe  resarcir  el  inquilino  los  daños  que  hubiesen 
esperimentado  por  causa  del  incendio  ;  porque  es  regla  ge- 
neral que  todo  hombre  está  obligado  á  reparar  el  daño  que 
hubiere  causado  por  su  hecho  ó  por  su  negligencia  ó  impru- 
dencia; ley  3,  lit.  15,  Pari,  7.  Pero  los  vecinos  que  pidieren 
la  indemnización,  deben  probar  que  el  incendio  acaeció  por 
culpa  del  inquilino  contra  quien  se  dirigen,  según  el  prin- 
cipio de  derecho  natural  de  que  al  demandante  toca  la 
prueba  :  omis  probandi  incumbit  aclori;  pues  pudo  acaecer 
por  algún  accidente  secreto  cuya  justificación  no  esté  al  al- 
cance del  inquilino.  Si  con  respecto  al  dueño  de  la  casa  ar- 
rendada tiene  que  probar  el  inquilino  que  el  incendio  suce- 
dió sin  culpa  suya  ,  es  porque  habiéndose  constituido  en  la 
obligación  de  devolverle  la  casa  en  el  estado  en  que  la  reci- 
bió ,  se  reviste  de  la  calidad  de  actor  cuando  alega  una  es- 
cepcion para  no  hacerlo  ;  al  paso  que  no  habiendo  contratado 
con  los  vecinos,  no  tiene  igual  deber  para  con  ellos. 

¿Es  responsable  el  inquilino  del  incendio  acaecido  por 
culpa  de  sus  domésticos  y  demás  personas  que  ha  admitido 
en  la  casa  arrendada?  El  derecho  romano  no  le  cargaba  esta 
responsabilidad  sino  en  el  caso  de  que  los  domésticos  y  de- 
mas  personas  fuesen  de  tal  carácter  que  con  razón  pudieran 
temerse  de  ellos  accidentes  de  esta  especie,  porque  de  este 
modo  quería  castigarle  la  ley  por  la  falta  que  cometía  en  con- 
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servar  tales  sugetos  en  su  compañía  ó  en  no  vigilarlos  con 
el  mayor  cuidado  ;  al  paso  que  si  eran  reputados  por  cui- 
dadosos y  de  buenas  costumbres  ,  no  tenia  que  responder 
el  inquilino  de  sus  actos  ó  descuidos.  Esta  distinción  era  muy  . 
embarazosa  en  la  práctica  ;  y  por  eso  en  los  códigos  de  al- 
gunas naciones  se  hace  responsable  al  inquilino  indistinta- 
mente de  las  faltas  de  sus  domésticos  y  de  todas  las  personas 
que  tiene  en  su  casa.  No  deja  de  ser  dura  semejante  dispo- 
sición ,  pues  puede  suceder  que  por  mas  vigilante  que  sea 
un  padre  de  familias,  no  haya  podido  prever  ni  impedir 
la  falta  de  un  criado  que  ha  causado  el  daño;  pero  la  creen 
necesaria  los  que  la  han  adoptado  para  la  conservación  de  la 
seguridad  pública ,  cuya  consideración  debe  ser  superior  á 
la  de  dicho  inconveniente,  y  aun  parece  conforme  á  la  ley 
2o ,  tít.  15  ,  Part.  7,  de  que  luego  hablaremos.  Sin  embargo, 
si  se  prendiese  fuego  en  una  posada  ó  mesón  por  malicia  ó 
negligencia  de  un  viajante ,  no  seria  responsable  del  incendio 
el  posadero-inquilino  que  por  su  parte  no  fuese  culpable  de 
negligencia  ó  imprudencia,  pues  que  por  razón  de  su  estado 
tenia  obligación  de  recibir  al  viajante  ;  qui  enim  utilur  re 
ad  itsum  destinatum,  non  est  in  culpa,  et  sic  non  teñe  tur  : 
bien  que  podria  ser  responsable  si  las  circunstancias  de  la 
causa  manifestaban  que  no  debió  admitirle  ó  que  â  lo  ménos 
debió  vigilarle  con  mayor  cuidado. 

Si  en  la  casa  hubiere  muchos  inquilinos  principales ,  es 
solo  responsable  del  incendio  el  inquilino  del  cuarto  ó  habi- 
tación en  que  comenzó  el  fuego.  Mas  si  se  ignora' dónde  co- 
menzó el  fuego  ,  ¿  serán  responsables  todos  los  inquilinos  ó 
ninguno  ?  Parece  que  ninguno  debe  serlo  ,  porque  como  no 
se  sabe  quién  cometió  la  falta  que  dio  lugar  al  incendio ,  no 
puede  haber  contra  ninguno  de  ellos  presunción  alguna  que 
pueda  servir  de  fundamento  á  la  demanda  del  arrendador  ó 
propietario ,  quien  por  consiguiente  no  puede  dirigir  su  ac- 
ción contra  un  inquilino  determinado  ;  ni  tampoco  puede 
dirigirla  contra  todos ,  porque  envolvería  con  el  culpable  á 
los  inocentes,  los  cuales  no  pueden  ser  condenados  porque 
el  culpable  no  quede  impune ,  siendo  regla  general  que  debe 
preferirse  la  impunidad  de  un  culpable  á  la  condenación  del 
que  no  lo  es.  Sin  embargo,  algunos  legisladores,  guiados 
del  interés  general ,  han  dispuesto  que  en  el  propuesto  caso 
todos  los  inquilinos  respondan  solidariamente  del  incendio, 
á  no  ser  que  alguno  pruebe  que  el  fuego  no  pudo  comenzar 
en  su  habitación ,  en  cuyo  caso  se  eximiría  por  su  parle  de 
la  responsabilidad.  Esta  disposición  tiene  por  objeto  el  obli- 
gar á  los  inquilinos  á  vigilarse  mutuamente  en  un  asunto 
que  tanto  interesa  al  bien  común.  Ademas,  en  la  sentada 
hipótesis  hay  dos  hechos  ciertos  :  Io.  que  el  propietario  á 
quien  se  le  ha  quemado  la  casa  esperimenta  un  daño ,  y  de 
consiguiente  tiene  derecho  á  ser  indemnizado  :  2o.  que  el  daño 
proviene  de  culpa  ó  falla  de  los  inquilinos  ;  y  pues  que  no  es 
conocido  el  culpable,  la-pena,  dicen,  debe  recaer  sobre 
todos.  ¿Cuál  de  estas  dos  opiniones  es  la  mas  conforme  á 
nuestra  legislación?  Tal  vez  lo  es  la  segunda.  La  ley  28, 
lit.  lo,  Part.  7,  previene  que  si  de  una  casa  se  echare  á  la 
calle  alguna  cosa  que  hiciese  daño  á  los  transeúntes,  quede 
obligado  á  pagarlo  el  morador,  sea  inquilino  ó  el  mismo 
dueño  ;  y  que  siendo  muchos  los  moradores ,  todos  deban  de 
mancomún  la  indemnización ,  si  no  supiesen  de  cierto  quién 
era  el  autor  del  daño  ,  escepto  el  que  estuviese  de  huésped, 
quien  solo  habrá  de  pagar  en  caso  de  haberlo  causado  él 
mismo.  De  aquí  puede  efectivamente  deducirse  por  analogía 
que  todos  los  inquilinos  son  responsables  del  incendio  cuando 
no  puede  averiguarse  la  habitación  ó  cuarto  en  que  tuvo 
principio  el  fuego  ;  que  cada  inquilino  lo  es  del  incendio  que 
tuvo  origen  en  su  habitación ,  aunque  haya  sido  causado 
por  hecho  ó  culpa  de  las  personas  de  su  familia;  y  que  los 
huéspedes  no  lo  son  sino  cuando  se  les  pruebe  que  ellos  mis-  . 
mos  fueron  los  autores. 


Si  el  propietario  viviere  en  la  casa,  no  tendría  acción 
contra  todos  los  inquilinos ,  aunque  probase  que  el  fuego 
no  había  podido  comenzar  en  la  habitación  que  él  ocupaba, 
porque  viviendo  allí  debia  tener  una  vigilancia  mas  especial  ; 
pero  si  probaba  que  el  incendio  no  pudo  tener  principio  sino 
en  la  habitación  de  cierto  inquilino  determinado,  tendría 
acción  contra  este  inquilino ,  mas  no  contra  los  otros. 

El  inquilino  que  se  eximiere  de  la  responsabilidad  del  in- 
cendio por  haber  probado  que  el  fuego  no  tuvo  principio  en 
su  habitación ,  no  puede  reclamar  de  los  otros  la  indemni- 
zación de  las  pérdidas  que  por  este  acontecimiento  hubiese 
sufrido,  sino  probando  que  el  fuego  prendió  por  culpa  de  ellos 
ó  de  las  personas  de  su  familia  ;  porque  ,  como  ya  se  ha 
manifestado,  no  tienen  los  inquilinos  entre  sí  las  mismas 
obligaciones  que  con  respecto  al  propietario. 

Cuando  el  fuego  prendió  por  vicio  de  construcción  ,  es 
responsable  del  daño  el  arquitecto ,  alarife  ó  maestro  de 
obras.  «  Todos  los  fogones  ,  hornos  y  chimeneas ,  dice  una 
orden  de  8  de  noviembre  de  1790  {art.  1,  ley  11,  tit.  19, 
lib.  5,  Nov.  Rec.  ) ,  se  construyan  en  lo  sucesivo  con  solidez 
sin  madera  alguna  ,  quedando  los  maestros  responsables  á 
cualquiera  desgracia  que  suceda  por  su  impericia  ó  descuido; 
y  las  que  se  hiciesen  de  nuevo  y  no  estuviesen  según  arte  , 
se  demolerán  y  volverán  à  construir  en  el  término  de  seis 
meses  precisos.  »  La  prueba  de  que  el  fuego  prendió  por  tal 
causa  toca  respectivamente  al  dueño  ó  al  inquilino  que  re- 
clama la  indemnización. 

Cuando  por  atajar  los  progresos  del  incendio  se  hizo  derri- 
bar una  de  las  casas  inmediatas  á  la  que  ardia  ,  ¿  tiene  dere- 
cho su  dueño  para  pedir  una  indemnización  á  los  que  por  este 
medio  conservaron  sus  edificios  ?  Ulpiano ,  en  la  ley  3 ,  §  7, 
ff.  de  incendio ,  ruina ,  naufragio  ,  etc.,  siguiendo  la  opinion 
de  Celso  y  desechando  la  de  Labeon ,  decide  que  no  le  tiene  ; 
y  lo  mismo  resuelve  la  ley  49  ,  §  1 ,  ff.  ad  legem  Aquiliam, 
aun  para  el  caso  de  apagarse  el  fuego  antes  de  llegar  á  la 
casa  derribada.  Sin  embargo,  la  ley  7,  $U,  ff.  quod  vi  aut 
clam ,  quiere  que  no  le  tenga  si  el  derribo  se  ordenó  por  el 
magistrado  municipal ,  y  que  le  tenga  si  se  hizo  por  los  mis- 
mos que  así  salvaron  sus  edificios  sin  estar  autorizados  por 
el  magistrado ,  á  no  ser  que  igualmente  hubiese  debido  pere- 
cer la  casa  por  el  incendio.  La  ley  12,  tít.  Ib,  Part.  7, 
dispone  espresamente  que  si  alguno  derribare  la  casa  de  su 
vecino  para  impedir  que  el  fuego  prendido  en  otra  se  comu- 
nique á  la  suya ,  no  incurre  por  eso  en  pena  ni  en  la  obliga- 
ción de  repararle  el  daño;  porque  con  tal  derribo  no  solo  se 
hace  bien  á  sí  mismo, sino  á  toda  la  ciudad.  Es  decir  pues, 
que  según  esta  ley  el  dueño  de  la  casa  derribada  no  tiene 
derecho  à  ser  indemnizado  por  los  que  de  este  modo  con- 
servaron las  suyas.  Mas  Gregorio  López  es  de  parecer  que 
esta  ley  no  debe  tener  la  eslension  que  su  letra  indica,  y  así 
pretende  que  su  disposición  se  ha  de  limitar  al  caso  de  que 
el  fuego  llegue  ala  casa  destruida  ,  dando  en  otro  caso  dere- 
cho al  propietario  para  reclamar  la  competente  indemniza- 
ción. Lo  mas  natural  y  equitativo  parece  ser  que  se  apliquen 
al  derribo  por  causa  de  incendio  los  principios  del  derecho 
marítimo  sobre  echazón  por  causa  de  tempestad  ,  de  que  se 
habla  en  el  artículo  Avería  gruesa.  Cuando  en  caso  de  tem- 
pestad ó  de  riesgo  de  enemigos  se  arrojan  al  mar  algunos 
efectos  del  cargamento  para  alijerar  la  nave ,  contribuyen 
después  á  la  reparación  de  esta  pérdida  todos  los  interesados 
en  la  nave  y  su  cargamento  :  ¿  porqué  pues  en  el  caso  de 
que  me  hayan  derribado  la  casa  por  orden  ó  sin  orden  del 
magistrado  para  detener  ó  cortar  el  incendio  inmediato ,  no 
han  de  contribuir  á  la  indemnización  de  mi  pérdida  todos 
los  que  por  este  medio  lograron  preservar  sus  casas  ó  edifi- 
cios? ¿Se  dirá  que  mi  casa  se  habría  quemado,  y  que  así 
no  se  me  causó  daño  con  su  derribo  ?  También  en  el  caso 
áe  echazón  podria  decirse  al  dueño  de  las  mercaderías  arro- 
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jadas  al  mar,  que  estas  se  habrían  perdido  igualmente  con 
el  buque,  si  no  se  hubiese  conservado  la  nave  por  este  medio; 
y  sin  embargo  está  establecido  que  le  den  una  indemnización 
los  dueños  de  las  mercaderías  conservadas. 

Aunque  por  regla  general  debe  el  arrendatario  cuidar  de 
la  cosa  arrendada,  según  se  ha  dicho ,  hay  casos  en  que  no 
tiene  esta  obligación;  y  es  cuando  el  arrendador  pone  una 
persona  encargada  de  este  cuidado  durante  el  tiempo  del 
arrendamiento  ,  como  sucede  cuando  uno  toma  un  coche  de 
alquiler  cOn  caballos  y  cochero  para  hacer  un  viaje ,  pues  el 
cochero  es  entonces  y  no  el  viajante  quien  debe  cuidar  del 
coche  y  de  los  caballos. 

IV.  De  la  obligación  de  restituir  la  cosa  arrendada  en 
buen  estado,  cumplido  el  tiempo  del  arrendamiento. 

Al  fin  del  arrendamiento  debe  el  arrendatario  devolver  al 
arrendador  la  cosa  arrendada;  y  si  fuere  rebelde  en  su  devo- 
lución dando  lugar  á  que  se  dé  sentencia  contra  él ,  tendrá 
que  restituirla  doblada;  ley  18,  lit.  8,  Part.  8  :  bien  que  no 
parece  estar  ahora  en  uso  la  restitución  ó  paga  doble. 

Si  no  pudiere  devolverla  por  haberla  perdido  por  culpa 
suya  ,  debe  pagar  su  estimación.  Si  antes  de  hacer  el  pago 
apareciere  ó  se  recobrare  la  cosa ,  queda  con  su  entrega 
dispensado  de  hacerlo ,  aunque  ya  esté  condenado  á  ello. 
Mas ' si  después  de  pagado  su  importe  la  encontrare  el  dueño, 
tiene  opción  para  quedarse  con  ella  y  restituir  el  precio  re- 
cibido ,  ó  bien  quedarse  con  el  precio  y  entregar  la  cosa  al 
arrendatario,  como  si  se  la  hubiese  vendido  :  y  si  la  encon- 
trare otro  cualquiera  que  no  sea  el  dueño ,  puede  deman- 
darla el  que  la  perdió  como  si  fuese-  suya,  pues  que  la  ha 
pagado;  ind.  de  la  ley  8,  til.  2,  Part.  S. 

Como  en  estos  casos  se  supone  un  contrato  de  venta  entre 
el  arrendador  y  el  arrendatario  ,  es  claro  que  el  arrendador 
está  obligado  á  la  eviccion  y  saneamiento  de  la  cosa  con 
respecto  al  arrendatario,  del  mismo  modo  que  lo  está  el 
vendedor  con  respecto  al  comprador.  Así  es  que  si  un  tercero 
moviese  pleito  sobre  la  propiedad  de  dicha  cosa  ,  debería  el 
arrendador  defender  á  shs  espensas  al  arrendatario  hasta 
dejarle  en  pacífica  posesión  de  ella ,  ó  bien  devolverle  el 
precio  que  de  élhabia  recibido. 

Si  la  cosa  arrendada  se  hubiese  perdido  sin  culpa  del 
arrendatario,  quedará  este  libre  de  su  restitución  y  del  pago 
de  su  importe  ;  mas  para  ello  será  necesario  que  justifique 
cómo  sucedió  la  pérdida ,  pues  de  otra  manera  se  presumiría 
croe  habia  sucedido  por  su  culpa,  y  §e  le  obligaría  á  satis- 
facer su  valor,  según  los  principios  sentados  mas  arriba.  Si 
te  di ,  por  ejemplo ,  en  alquiler  un  caballo  para  hacer  un 
viaje ,  no  será  bastante  para  eximirte  de  su  devolución  el  que 
me  digas  que  murió  de  una  enfermedad  en  el  camino ,  sino 
que  habrás  de  hacer  constar  este  accidente ,  ya  con  certi- 
ficación delalbéitar  que  le  visitó ,  ya  con  testigos  que  lo 
vieron  morir. 

No  solo  debe  devolver  el  arrendatario  á  su  tiempo  la  cosa 
arrendada,  sino  que  la  debe  devolver  en  buen  estado  ,  esto 
es  ,:  sin  deterioro  ni  desmejora  ;  debiendo  aplicarse  á  la  des- 
mejora y  deterioro  lo  que  acabamos  de  decir  sobre  la  pér- 
dida. 

Si  el  arrendatario  es  responsable  de  las  pérdidas  y  des- 
mejoras que  por  su  culpa  esperimentare  la  cosa  arrendada  , 
también  tiene  derecho  en  cambio  á  que  el  dueño  le  abone 
los  gastos  de  las  mejoras  necesarias  ó  útiles  que  hubiere 
hecho  en  ella,  sea  dándole  su  importe,  sea  descontándolo 
del  precio  del  arrendamiento,  á  no  ser  que  hubiese  pactado 
hacerlas  él  mismo  á  su  costa  ;  ley  2Í»,  lil.  8,  Part.  5. 

Si  tomaste  pues  en  alquiler  un  caballo  para  hacer  un 
viaje,  y  en  el  camino  le  sobrevino  una  enfermedad  sin  culpa 
tuya ,  debe  el  alquilador  reintegrarte  de  los  gastos  hechos 


en  su  curación,  sea  que  el  caballo  se  haya  repuesto ,  sea  que 
haya  fallecido  del  mal,  pues  hiciste  un  gasto  que  hubiera 
debido  hacer  él  mismo;  y  aun  debe  también  abonarte  el  im- 
porte de  la  manutención  del  caballo  correspondiente  al  tiem- 
po en  que  por  razón  de  su  enfermedad  no  pudiste  servirte 
de  él. 

Del  mismo  modo ,  si  habiendo  tomado  en  arriendo  un  edi- 
ficio hicieres  en  él  alguna  obra  ó  trabajo  indispensable  para 
poderlo  habitar,  como  v.  gr.  si  reparaste  el  techo  que  ame- 
nazaba ruina,  ó  limpiaste  el  pozo  ó  la  letrina  ,  puedes  pedir 
al  dueño  el  abono  de  estos  gastos,  pues  que  son  de  su  cuenta. 

Igualmente,  si  en  la  heredad  que  tenias  arrendada  hiciste 
plantación  de  árboles  ó  de  viña,  de  suerte  que  vale  mas  en 
renta  que  cuando  la  tomaste ,  tienes  derecho  al  reembolso 
de  los  gastos  que  la  plantación  te  hubiese  ocasionado. 

Si  el  dueño  no  quisiere  satisfacerte  el  importe  de  las  me- 
joras ,  y  tú  le  hubieses  pagado  ya  el  precio  del  arriendo ,  de 
suerte  que  ya  no  hay  tiempo  para  deducirlas  de  él ,  podrás 
retener  la  cosa  arrendada  y  continuar  en  su  uso  hasta  que 
te  reintegres  ,  como  sostienen  algunos  autores  fundados  en 
el  espíritu  de  dicha  ley  2?l,  tít.  8,  Part.  5,  y  en  la  ley  HU,  tít. 
2-8  ,  Part.  5 ,  que  lo  dispone  así  con  respecto  al  que  mejora 
una  coas  ajena  que  cree  suya. 

Mas  para  que  el  arrendatario  tenga  derecho  al  abono  de 
las  mejoras,  ¿deberá  pedir  previamente  al  dueño  su  consen- 
timiento para  hacerlas?  Gregorio  López  quiere  en  la  glosa  1 
de  la  ley  24,  tít.  8  ,  Part.  S  ,  que  las  mejoras  necesarias, 
esto  es  ,  las  que  fueron  indispensables  para  la  conservación 
ó  el  uso  de  la  cosa  arrendada ,  puedan  repetirse  indistinta- 
mente por  el  arrendatario  ;  y  las  útiles ,  esto  es,  las  que  au- 
mentan la  renta  de  la  finca  ,  solo  cuando  se  hubiesen  hecho 
con  el  consentimiento  tácito  ó  espreso  del  arrendador  ó  no  le 
fuesen  gravosas. 

En  la  práctica,  para  poder  el  arrendatario  cobrar  del 
dueño  los  gastos  de  las  mejoras  necesarias  ó  útiles,  á  lo  me- 
nos íntegramente ,  suele  exigirse  que  antes  de  hacerlos  haya 
de  dar  parte  el  arrendatario  al  dueño.  Puede  suceder  efec- 
tivamente que  este  quiera  hacerlos  por  sí;  ya  porque  tenga 
proporción  de  hacerlos  con  mas  economía  ,  ya  porque  pue- 
de creer  que  lodos  los  que  se  le  piden  no  son  necesarios  ó 
no  le  convienen  ;  y  no  es  justo  que  se  le  prive  de  la  interven- 
ción en  unos  gastos  que  se  hacen  en  una  cosa  suya  y  que  so 
quiere  que  él  pague. 

Sin  embargo,  es  preciso  distinguir  entre  gastos  necesarios 
y  gastos  útiles.  En  cuanto  á  los  necesarios  hechos  por  el  ar- 
rendatario, cuando  un  edificio,  por  ejemplo,  amenazaba 
ruina,  ó  una  heredad  estaba  en  peligro  de  ser  desfruida  ó 
devastada  por  la  avenida  de  un  rio,  debe  el  propietario, 
aunque  no  se  le  hubiese  avisado  la  necesidad  de  la  repara- 
ción, abonar  al  arrendatario  lo  que  la  obra  costó  y  debió 
costar;  porque  de  otro  modo  se  enriquecería  á  cos'a  de  este 
último ,  pues  que  habría  tenido  que  hacer  los  gastos  si  el  ar- 
rendatario no  los  hubiera  hecho  :  mas  por  urgente  que  sea  la 
reparación  .  siempre  obrará  con  mas  prudencia  el  colono  ó 
inrjuilino  dando  al  dueño,  como  sea  posible  ,  parte  anticipa- 
do de  ella. 

En  cuanto  á  los  gastos  útiles  que  se  han  hecho  sin  con- 
sentimiento espreso  ó  tácito  del  dueño ,  no  parece  que  puedo 
obligarse  á  este  á  que  los  abone  ,  porque  esto  equivalurin  á 
privar  á  un  propietario  de  la  libertad  que  tiene  de  destinar 
sus  heredades  al  uso  que  mas  le  acomode,  y  de  dar  á  sus  ca- 
pitales el  empleo  que  mas  crea  convenirle,  y  produciría  ade- 
mas el  inconveniente  de  esponer  la  duración  del  arrenda- 
miento al  capricho  del  arrendatario.  Si  dice  pues  el  dueño 
que  no  le  convienen  estas  mejoras,  y  que  prefiere  que  la 
finca  quede  como  estaba  antes  ,  con  dificultad  se  podrá  ron--, 
ceder  al  arrendatario  mas  derecho  que  el  de  llevárselas  de- 
jando las  cosas  en  su  estado  primitivo.  Si  el  dueño  quisiere 
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pagar  las  mejoras ,  es  justo  que  tenga  la  elección  de  abonar 
óbien  lo  que  costaron  ó  bien  lo  que  valen  en  su  actual  estado. 

Hemos  dicho  que  el  arrendatario  debe  devolver  la  cosa 
arrendada,  cumplido  el  tiempo  del  arrendamiento.  ¿Podrá  de- 
volverla igualmente  antes  de  la  conclusion  del  tiempo,  y  que- 
dar así  exonerado  de  las  obligaciones  del  contrato?  ¿Podrá 
asimismo  el  arrendador  obligar  al  arrendatario  á  la  devolu- 
ción durante  dicho  tiempo,  y  librarse  por  su  parte  de  las  obli- 
gaciones que  había  contraído  ?    , 

Es  regla  general ,  nacida  de  la  naturaleza  del  contrato , 
que  durante  el  tiempo  del  arrendamiento  ni  el  arrendador 
puede  espeler  al  arrendatario ,  ni  el  arrendatario  puede  de- 
jar la  cosa  arrendada  sino  pagando  el  precio  de  todo  el  tiem- 
po convenido.  Qui  contra  legem  conductionis  fundum  ante 
tcmpus  sine  jusla  et  probabili  causa  dcseruerit ,  ad  solvendas 
lotius  lemporis  pensiones  ex  conducto  conveniri  potest ;  l.  55, 
ff.  Locali. 

Pero  así  como  el  arrendador  puede  espeler  al  arrendatario 
cuando  tiene  para  ello  alguna  de  las  causas  justas  que  de- 
signa el  derecho,  del  mismo  modo  el  arrendatario  puede 
dejar  y  restituir  la  cosa  arrendada,  sin  quedar  obligado  á 
pagar  las  pensiones  ó  rentas  sucesivas  ,  cuando  le  asiste  al- 
guna causa  justa  y  razonable ,  como  insinúa  la  ley  romana 
que  se  acaba  de  citar.  Son  causas  justas  para  este  efecto  el 
no  poder  usar  de  la  cosa  arrendada  por  temor  fundado  de 
que  se  arruine ,  ó  por  peligro  de  contagio  ó  de  incursion  de 
enemigos  ú  otra  razón  semejante,  y  el  que  la  cosa  deje  de 
ser  aparente  al  objeto  para  que  se  habia  tomado,  como  si 
levantando  un  vecino  su  casa  quita  la  luz  de  que  necesitaba 
el  inquilino  para  el  ejercicio  de  su  profesión  ;  l.  27,  §  1,  y 
l.  25, 1 2,  ff.  Locali  ;  Ant.  Gómez,  Var.,  tom.  2,  cap.  3,  n.  3. 

Si  concluido. el  tiempo  del  arrendamiento  no  restituye  el 
arrendatario  la  cosa  arrendada,  sino  que  permanece  en  ella 
por  tres  ó  mas  días  con  aquiescencia  ó  consentimiento  táci- 
to del  dueño ,  resulta  entonces  un  nuevo  arrendamiento  que 
se  llama  tácita  reconducción.  Véase  Reconducción. 

=  Véase  Arrendamiento  de  cosas  y  Arrendador. 

[*  El  art.  21  del  decreto  de  Corles  de  8  de  junio  ge  1813  , 
de  que  habla  el  autor  enlapág.  235,  y  está  vigente  en  la  re- 
pública de  Méjico ,  dispone  que  los  arrendamientos  de  cua- 
lesquiera fincas  deben  ser  libres  á  gusto  de  los  contratantes, 
y  por  el  precio  ó  cuota  en  que  se  convengan,  sin  que  el  dueño 
ni  el  arrendatario  de  cualquiera  clase  puedan  pretender  que 
el  precio  estipulado  se  reduzca  á  tasación ,  si  bien  pueden 
usar  en  su  caso  del  remedio  de  la  lesión  y  engaño ,  con  ar- 
reglo á  las  leyes. 

Con  referencia  á  los  «  Modos  de  acabarse  el  arrenda- 
miento de  cosas,  »  pág.  232,  diremos  que  en  la  república  los 
arrendamientos  de  tierras  ó  dehesas  ,  ó  cualesquiera  otros 
predios  rústicos,  por  tiempo  determinado,  fenecen  con  este 
sin  necesidad  de  mutuo  desahucio,  y  sin  que  el  arrenda- 
tario de  cualquiera  clase  pueda  ale-gar  posesión  para  conti- 
nuar contra  la  voluntad  del  dueño ,  cualquiera  que  haya  sido 
la  duración  del  contrato  :  pero  si  tres  dias  ó  mas  después  do- 
concluido  el  término  permanece  el  arrendatario  en  la  finca 
con  aquiescencia  del  dueño ,  se  entiende  esta  arrendada  por 
otro  año  con  las  mismas  condiciones.  Los  arrendamientos 
sin  tiempo  determinado  duran  á  voluntad  de  las  partes  ;  pero 
cualquiera  de  ellas  que  quiera  disolverlos,  puede  hacerlo 
así  avisando  á  la  otra  un  año  antes;  y  tampoco  tiene  el  ar- 
rendatario, aunque  lo  Uaya  sido  muchos  años,  derecho  al- 
guno de  posesión ,  una  vez  desahuciado  por  el  dueño,  art. 
5  y  6  de  d.  decreto  de  Cortes. 

En  los  nuevos  arrendamientos  de  cualesquiera  fincas , 
ninguna  persona  ni  corporación  podrá  bajo  pretesto  alguno 
alegar  preferencia  sobre  otra  que  se  haya  convenido  con  el 
dueño,  como  dice  el  art.  4  del  citado  decreto  de  Corles. 

Durante  el  tiempo  estipulado  deben  guardarse  religio- 


samente los  arrendamientos,  sin  que  el  dueño,  ni  aun  con,/ 
el  pretesto  de  necesitar  la  finca  para  sí  mismo ,  pueda  despe- 
dir al  arrendatario,  sino  en  los  casos  de  no  pagar  la  renta, 
tratar  mal  la  finca ,  ó  faltar  á  las  condiciones  estipuladas.  El 
arrendatario  no  puede  subarrendar  ni  traspasar  el  lodo  ni 
parte  de  la  finca  sin  aprobación  del  dueño,  pero  sí  que  pue- 
de vender  ó  ceder  sin  ella  al  precio  que  le  parezca  alguna 
parte  de  los  pastos  ó  frutos,  á  no  ser  que  se  haya  estipulado 
otra  cosa  en  el  contrato,  art.  5  y  7  de  d.  decr.  de  Corles. 

A  mayor  abundamiento  declara  el  art.  5  del  citado  de- 
creto de  Cortes,  que  los  arrendamienlos  obligan  del  mismo 
modo  á  los  herederos  de  ambas  partes,  conforme  alo  que  dice 
el  autor  en  la  pág.  235  citando  las  varias  leyes  y  testos  que 
allí  son  de  ver. 

En  la  nota  puesta  en  la  pág.  238  ya  hemos  hablado  de 
lo  mandado  por  real  cédula  de  o  de  agosto  de  1754  con  res- 
pecto á  América  en  general  para  los  arrendamientos  de  pro- 
pios y  arbitrios,  rentas  reales  ó  nacionales,  fincas  délos 
hospitales  y  demás  establecimientos  públicos.  En  dicha  real 
cédula  se  dispuso  que  puesto  que  la  autoridad  suprema  gu- 
bernativa era  la  única  competente  para  aprobar  estos  arren- 
damientos ,  podian  hacerse  mejoras  de  cualquier  cuantía  à 
la  postura  con  que  se  hubiese  cerrado  el  remate  ante  la  co- 
misión, hasta  que  dicha  autoridad  lo  declarase  arreglado  ;  y 
si  bien  despues  de  esta  aprobación  no  podia  admitirse  mas 
que  la  cuarta  puja ,  no  debia  darse  la  cuarta  parte  de  esta 
mejora  al  que  por  ella  quedaba  privado  de  la  adjudicación 
para  indemnizarle  en  cierto  modo  ,  sino  que  correspondía 
toda  entera  á  los  fondos  públicos,  Beleña,  tom.  2  ,  pág.  6  , 
n.  2.  —  Véase  la  Ihistracion  del  Derecho  Real  de  Sala  al  -fin 
del  título  de  los  arrendamientos  ,  y  también  puede  verse  la 
Ordenanza  de  intendentes,  n.  37,  con  las  leyes  25  y  26,  tít. 
16,  lib.  7  de  la  Novís.  Rec.  que  cita  el  autor  al  hablar  de  los 
arrendamientos  de  propios  y  arbitrios.  ] 

ARREPENTIMIENTO.  El  pesar  de  haber  hecho  algu- 
na cosa  :  el  deseo  de  anular  ,  rescindir  ,  revocar  ó  remediar 
lo  que' se  siente  haber  hecho;  y  el  desistimiento  voluntario 
de  alguna  empresa,  proyecto  ú  otro  cualquier  acto  que  uno  se 
habia  propuesto.  Puede  considerarse  en  los  contratos,  en  las 
últimas  voluntades ,  en  los  juicios  y  en  los  delitos. 

En  los  contratos. 

No  cabe  arrepentimiento  de  una  sola  de  las  partes  en  los 
contratos,  después  de  perfeccionados,  pues  ambas  quedan 
obligadas  á  su  cumplimiento.  Cualquiera  de  ellas  puede 
compeler  judicialmente  á  la  otra  á  la  ejecución  de  lo  pactado 
ó  al  pago  de  los  daños  y  perjuicios  que  por  su  falta  se  le  si- 
guieren. Véase  Arras  y  Contratos. 

lSin  embargo,  cualquiera  de  los  individuos  deuna  sociedad 
puede  arrepentirse  y  apartarse  de  ella,  aun  antes  de  que  se 
concluya  el  negocio  ó  tiempo  para  que  hubiere  sido  institui- 
da ,  con  tal  que  pague  á  los  otros  los  daños  y  perjuicios  que 
por  su  separación  les  ocasionare;  y  aun  si  tuviere  para  reti- 
rarse alguna  de  las  justas  causas  que  el  derecho  señala ,  no 
estará  sujeto  á  dicha  indemnización.  Véase  Sociedad. 
.  Puede  asimismo  el  donador  arrepentirse  de  la  donación 
que  hubiese  hecho  y  revocarla  por  causr.  de  ingratitud  del 
donatario.  Véase  Donación  entre  vivos.  Los  cónyuges  pueden 
arrepentirse  y  revocar  espresa  ó  virtualmente  sin  causa  al- 
guna las  donaciones  que  se  hubiesen  hecho  entre  sí  durante 
el  matrimonio.  Véase  Donación  entre  cónyuges. 

En  las  últimas  voluntades. 

El  testador  puede  arrepentirse  y  revocar  durante  su  vida 
en  todo  ó  en  parte  los  testamentos  que  hubiese  otorgado, 
por  mas  cláusulas  de  firmeza  é  irrevocabilidad  que  hubiese 
insertado  en  ellos.  Véase  Testamento. 
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El  legatario  á  quien  se  hubiese  dado  el  derecho  de  elegir 
de  dos  ó, mas  cosas  la  que  mejor  le  parecire ,  hecha  una  vez 
la  elección,  no  puede  arrepentirse  y  cambiar  la  cosa  que  to- 
mó por  la  que  dejó.  Véase  Legado. 

En  los  juicios. 

El  actor  no  puede  arrepentirse  y  desistir  de  la  demanda 
después  de  contestada ,  sino  con  el  consentimiento  del  de- 
mandado. Véase  Demanda  y  Rebeldía.  Tampoco  el  acusador 
puede  arrepentirse  de  la  acusación  y  abandonarla  por  sola 
su  voluntad  ó  capricho.  Véase  acusador. 

El  demandado  que  en  la  contestación  del  pleito  confiesa 
falsamente  tener  en  su  poder  la  cosa  que  se  le  pide,  puede 
arrepentirse  y  revocar  su  confesión  antes  de  la  sentencia ,  si 
el  actor  hubiese  procedido  con  conocimiento  de  que  no  la  te- 
nia ni  la  tiene  :  pero  si  creyendo  este  la  confesión ,  sigue  el 
pleito  de  buena  fe  y  prueba  su  demanda ,  no  puede  arrepen- 
tirse el  demandado,  antes  bien  habrá  de  pagarle  el  valor 
que  con  previo  apreciamiento  del  juez  jure  el  adversario  que 
tenia  la  cosa.  Véase  Confesión. 

Puede  el  reo  arrepentirse  de  su  confesión  y  revocarla 
cuando  la  hizo  sin  las  formalidades  que  prescribe  el  derecho 
ó  por  efecto  de  violencia ,  temor,  engaño ,  ignorancia  ó  error. 
Véase  Confesión. 

Cuando  las  partes  se  avienen  en  que  el  pleito  se  termine 
por  juramento  ,  así  la  que  lo  defiere  ú  ofrece  como  la  que  se 
escusa  de  hacerlo  pidiéndolo  á  la  deferente,  solo  puede  arre- 
pentirse ó  retractarse  antes  que  la  contraria  declare  que  se 
halla  pronta  á  prestarlo ,  pues  desde  el  momento  de  la  acep- 
tación queda  formado  entre  ambas  un  empeño  ó  contrato 
que  no  puede  revocarse  por  la  voluntad  de  una  sola.  Véase 
Juramento  decisorio. 

Una  vez  dada  y  publicada  la  sentencia  definitiva ,  no  pue- 
de el  juez  arrepentirse  de  ella  y  rewcarla  sino  en  ciertos 
casos  prescritos  por  la  ley.  Véase  Sentencia. 

En  los  delitos. 

Puede  suceder  que  un  delincuente  se  arrepienta  antes  de 
consumar  el  delito  que  habia  proyectado  y  empezado  á  po- 
ner por  obra,  ó  despues  que  ya  lo  ha  consumado  ,  ó  cuando 
ya  está  sufriendo  la  pena  que  se  le  ha  impuesto. 

El  que  habiendo  resuelto  cometer  un  delito,  se  arrepiente 
de  su  proyecto  antes  de  empezar  á  ponerlo  por  obra ,  no  me- 
rece pena  alguna ,  porque  los  hechos  son  y  no  los  pensa- 
mientos los  que  están  bajo  el  imperio  de  la  ley  :  Cogilalionis 
paénam  nemo  meretur.  «Pensamientos  malos,  dice  la  ley  2, 
tít.  51 ,  Part.  1,  vienen  muchas  vegadas  en  los  corazones  de 
los  homes,  de  manera  que  se,  afirman  en  aquello  que  pien- 
san para  complirlo  por  fecho  :  et  despues  deso  asman  que  si 
lo  compliesen,  que  farien  mal ,  et  repiéntense.  Et  por  ende 
decimos  que  qualquier  home  que  se  resintiese  del  mal  pen- 
samiento ante  que  comenzase  á  obrar  por  él ,  que  non  me- 
resce  por  ende  pena  ninguna,  porque  los  primeros  movi- 
mientos de  las  voluntades  non  son  en  poder  de  los  homes.  » 

El  que  habiendo  empezado  á  poner  por  obra  el  proyecto 
de  delinquir,  se  arrepiente  y  desiste  de  él  antes  de  su  com- 
pleta ejecución ,  merece  en  el  caso  de  ser  el  delito  intentado 
de  los  muy  graves  ó  atroces,  como  la  traición  de  primer  or- 
den, el  homicidio  alevoso  y  el  rapto  ó  fuerza  de  mujer  vir- 
gen ó  casada,  no  precisamente  la  pena  que  le  corresponde 
cuando  ya  ha  sido  consumado ,  sino  solamente  la  que  estu- 
viere señalada  por  la  ley  á  los  actos  precedentes  ó  prepara- 
torios que  hubiese  cometido  ,  ó  en  su  defecto  alguna  estraor- 
dinaria  según  las  circunstancias  que  concurrieren  :  mas  en 
los  delitos  de  menos  trascendencia  no  debe  ser  castigado  con 
pena  alguna..  «  Mas  si  despues  que  lo  oviese  pensado  ,  pro- 


sigue dicha  ley,  hablando  de  casos  graves ,  se  trabajase  de 
lo  complir  ,  comenzándolo  á  meter  en  obra,  maguer  no  lo 
compliese  del  todo,  entonce  serie  en  culpa  et  merescerie  pena 
de  escarmiento  segunt  el  yerro  que  fizo,  porque  erró  en 
aquello  que  era  en  su  poder  de  se  guardar  de  lo  facer  si  qui- 
siera. »  Estas  palabras  y  los  ejemplos  que  á  continuación 
pone  la  ley  de  la  traición  contra  la  persona  del  rey,  del  ho- 
micidio alevoso  y  del  rapto  ó  fuerza  de  mujer  virgen  ó  ca- 
sada ,  diciendo  que  el  que  intentare  alguno  de  estos  delitos 
merece  ser  escarmentado  como  si  lo  hubiese  cumplido,  han 
dado  lugar  al  error  de  creer  que  el  conato  de  delinquir  debe 
castigarse  con  la  misma  pena  que  el  delito  consumado  ,  sin 
que  de  nada  aproveche  el  arrepentimiento.  Pero  la  ley  en 
las  palabras  citadas  no  dice  que  el  que  pone  por  obra  su  mal 
pensamiento  haya  de  ser  escarmentado ,  aunque  lo  suspenda, 
según  el  yerro  que  intentaba  facer ,  sino  según  el  yerro  que 
fizo ,  esto  es ,  con  proporción  á  los  actos  cometidos  para  lle- 
gar á  la  ejecución  completa  del  delito;  y  si  en  los  ejemplos 
que  presenta  impone  la  misma  pena  por  la  tentativa  ó  conato 
que  por  la  consumación  del  crimen ,  es  porque  supone  que 
el  delincuente  desistió  de  su  proyecto ,  no  por  arrepenti- 
miento ,  sino  porque  no  pudo  llevarle  á  cabo  ,  porque  non 
fincó  por  él  de  lo  cumplir  si  pudiera.  Después  de  espresar 
la  ley  que  en  los  casos  propuestos  tan  solamente  ha  lugar  el 
escarmiento  de  los  que  pensaron  de  facer  el  yerro,  pues  que 
comienzan  à  obrar  del,  maguer  non  lo  cumplan,  concluye 
diciendo  que  en  todos  los  oíros  yerros  que  son  menores  que 
estos,  maguer  los  pensasen  los  homes  de  facer  el  comenzasen 
à  obrar,  si  se  repintieren  ante  que  el  pensamiento  malo  se 
cumpla  por  fecho ,  non  merescen  pena  ninguna.  Véase  Ten- 
tativa de  delito.  ■ 

El  arrepentimiento  del  delincuente  después  de  cometido 
el  delito ,  es  una  circunstancia  que  disminuye  el  grado  de 
su  criminalidad,  y  que  debe  influir  por  consiguiente  en  la 
diminución  de  la  pena.  Pero  para  que  cause  estos  efectos  , 
ha  de  ser  voluntario  y  oportuno  y  ha  de  manifestarse  por 
actos  estemos.  Si  luego  después  de  la  perpetración  del  de- 
lito, ó  antes  de  comenzarse  la  instrucción  del  proceso ,  ó 
cuando  ya  no  teme  ser  descubierto  ,  procura  espontánea- 
mente su  autor  impedir  ó  evitar  el  daño  que  debia  provenir 
de  su  acción ,  ó  remediar  completamente  el  mal  ya  causado, 
ó  socorrer  y  desagraviar  al  ofendido  ,  no  debe  dudarse  en- 
tonces de  la  sinceridad  de  su  arrepentimiento,  ni  dejarse  de 
tomar  en  consideración  su  conducta  para  graduar  la  pena. 

El  delincuente  que  hallándose  en  presidio  sufriendo  la 
pena  que  se  le  ha  impuesto ,  acreditare  arrepentimiento  y 
enmienda  con  su  conducta,  debe  ser  atendido  y  premiado 
con  alguna  rebaja,  que  puede  llegar  hasta  la  tercera  parte 
del  tiempo  de  la  condena  ;  y  si  hubiere  sido  sentenciado  con 
cláusula  de  retención ,  se  hace  acreedor  al  alzamiento,  cum- 
plidos que  sean  los  diez  años;  ordenanza  general  de  presi- 
dios de  Ht  de  abril  de  1834 ,  parte  h,  lit.  1,  secciones  5*.  y 
5a.  Véase  Presidio. 

AKRESTAB.  Prender  ó  quitar  á  una  persona  el  uso  de 
su  libertad  para  que  esté  y  se  mantenga  á  disposición  del 
tribunal.  El  arresto  da  lugar  avarias  cuestiones  importantes. 

I.  Quién  puede  arrestar. 

Generalmente  hablando  ,  solo  el  rey  ó  los  jueces  que  le 
representan  pueden  mandar  el  arresto  ó  prisión  de  los  de- 
lincuentes; ley  2,  til.  29,  Part.  7. 

Sin  embargo  ,  cualquiera  puede  arrestar  ó  prender,«sin 
mandato  previo  de  juez,  al  falsificador  de  moneda,  al  deser- 
tor de  la  milicia  ,  al  ladrón  público  ,  al  incendiario  nocturno 
de  alguna  casa,  al  que  corte  viñas  ó  arboles  ó  pegue  fuego 
á  las  mieses,  al  raptor  de  alguna  doncella  ó  religiosa,  y  al 
blasfemo;  de';:.. .do  presentarlos  inmediatamente  al  juez 
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para  que  proceda  contra  ellos  según  las  leyes;  ley  2,  lit. 
29,  Part.  7,  y  ley  3  ,  Ut.  S,  lib.  12,  Nov.  Rec. 

Fuera  de  estos  casos  ningún  particular  está  autorizado 
para  arrestar  á  persona  alguna  ;  y  aun  los  mismos  alguaciles 
necesitan  para  ello  de  mandamiento  por  escrito  del  juez ,  á 
no  ser  que  hallen  á  los  reos  en  fragante  delito.  Véase  Al- 
guacil. 

También  el  juez  inferior  puede  en  fragante  delito  mandar 
prender  al  delincuente  sobre  quien  no  tiene  jurisdicción ,  y 
remitirlo  á  su  juez;  Ant.  Gómez,  lib.  3  ,  Var.,  cap.  9,  ».  3; 
y  Grog.  López  ,  gl.  %  de  la  ley  2,  tít.  9,  Part.  S. 

Ademas,  sabiendo  algún  juez  que  en  su  territorio  andan 
reos  contumaces  que  tienen  causa  pendiente enotro juzgado, 
puede  arrestarlos,  aun  sin  preceder  ningún  despacho,  y  en- 
viarlos al  juez  que  entiende  en  ella;  ley  18,  til..  1,  Parí.  7. 

Finalmente  son  de  dictamen  varios  jurisconsultos  que  los 
jueces  deben  arrestar  á  todas  las  personas  que  se  hayan  re- 
fugiado en  sus  distritos  después  de  haber  delinquido  en 
otros. 

Está  prohibido  á  los  jueces  eclesiásticos,  bajo  la  pena  de 
estrañamiento  del  reino  ,  arrestar  á  legos  sin  implorar  el 
ausilio  de  los  jueces  seculares  ,  quienes  si  se  resistieren  á 
darle  sin  justa  causa,  serán  compelidos  á  ello  por  sus  supe- 
riores, á  los  cuales  deberán  en  tal  caso  recurrir  los  jueces 
eclesiásticos,  no  de  otro  modo  que  los  jueces  reales  deben 
acudir  á  los  superiores  de  estos  cuando  se  niegan  indebida- 
mente á  prestar  el  ausilio  que  con  razón  les  piden  para  la 
prisión  de  personas  eclesiásticas;  leyes  k y  12,  tít.  1,  lib.  2, 
Nov.  Rec. 

Nadie  puede  arrestar  á  magistrados ,  ni  á  jefes  ó  cabezas 
de  provincia ,  partido  ó  juzgado  ,  sin  noticia  y  aprobación 
del  rey;  real  céd.  de  8  de  diciembre  de  1772. 

En  el  título  quinto  de  la  Constitución  de  i  812,  declarado 
en  vigor  por  ley  de  Cortes  de  7  de  setiembre  de  1857  en 
cuanto  no  esté  modificado  por  la  nueva  Constitución  del 
mismo  año  de  57,  se  previene  :  Que  ningún  español  puede 
ser  preso  sin  mandamiento  del  juez  por  escrito;  y  que  en 
fraganli  todo  delincuente  puede  ser  arrestado,  y  todos  pue- 
den arrestarle  y  conducirle  á  la  presencia  del  juez;  art.  287 
y  292. 

En  el  decreto  de  Cortes  de  17  de  abril  de  1821,  restablecido 
por  otro  de  50  de  agosto  de  1856 ,  se  declara  :  Que  se  atenta 
contra  la  libertad  individual  cuando  el  que  no  es  juez  ar- 
resta á  una  persona  sin  ser  en  fraganli ,  ó  sin  que  preceda 
mandamiento  del  juez  por  escrito  ,  que  se  notifique  en  el 
acto  al  tratado  •  como  reo  :  que  cualquiera  que  incurra  en 
alguno  de  estos  dos  casos  sufrirá  quince  dias  de  prisión  ,  y 
resarcirá  al  arrestado  todos  los  perjuicios;  y  si  hubiese  pro- 
cedido como  empleado  público,  perderá  ademas  su  empleo  : 
pero  que  esta  disposición  no  comprende  á  los  ministros  de 
justicia  ni  á  las  partidas  de  persecución  de  malhechores 
cuando  detengan  á  alguna  persona  sospechosa  para  el  solo 
efecto  de  presentarla  á  los  jueces  ;  art.  29. 

II.  Cuál  es  motivo  suficiente  para  arrestar  ó  prender 
à  una  persona. 

En  materias  civiles,  el  deudor  que  por  no  haber  pagado  á 
sus  acreedores,  da  lugar  á  la  ejecución  y  no  présenla  fianza 
de  saneamiento ,  debe  ser  arrestado  y  llevado  á  la  cárcel; 
ley  12,  til.  28  ,  lib.  11  ,  Nov.  Rec.  Esta  es  la  regla  general; 
pero  son  tantas  las  escepciones  establecidas  en  otras  leyes, 
y  les  ha  dado  por  otra  parte  tanta  estension  la  jurispruden- 
cia, que  la  regla  ha  quedado  reducida  precisamente  á  los 
que  no  tienen  ninguna  profesión  ni  industria  ,  de  modo  que 
solamente  pueden  ser  detenidos  por  deudas  los  notoriamente 
vagos.  Todavía  la  práctica  ha  pasado  mas  adelante,  pues  ya 
ni  aun  se  pregunta  á  un  ejecutado  1$  profesión  ó  industria 


que  ejerce ,  ni  se  trata  de  inquirir  si  está  en  ei  caso  Oe  ser 
llevado  á  la  cárcel.  La  prisión  pues  subsiste  en  la  ley  como 
principio,  aunque  muy  raras  veces  aplicable;  mas  en  la 
práctica  se  halla  abandonada  y  proscrita  de  hecho.  Véase 
Ejecución. 

Con  respecto  à  lo  criminal,  dice  el  proemio  del  título  29 
de  la  Partida  7,  que  los  acusados  de  crimen  que  merezcan 
pena  de  muerte  ó  perdimiento  de  miembro ,  deben  ser  pre- 
sos y  no  afianzados ,  para  que  no  huyan  ni  se  oculten  ;  y  la 
ley  1  de  dicho  título  previene  :  «  Que  enfamado  ó  acusado 
seyendo  algún  home  de  yerro  que  oviesse  fecho...  puédelo 
luego  mandar  recabdar  el  juez  ordinario  ante  quien  fuessa 
fecho  el  acusamiento.  » 

De  aquí  se  deduce  al  parecer  que  para  arrestar  ó  prender 
á  un  hombre  basta  que  tenga  contra  sí  la  fama  ó  una  acusa- 
ción puesta  en  el  tribunal  :  mas  Gregorio  López  advierte  en 
la  glosa  que  no  precisamente  por  la  acusación  ó  la  fama  se 
ha  de  pasar  á  la  captura  ,  sino  que  debe  preceder  informa- 
ción sumaria  del  delito. 

Lo  cierto  es  que  con  esta  ley  se  dio  lugar  á  la  mayor  ar- 
bitrariedad en  los  arrestos  :  la  libertad  individual  quedó 
abandonada  al  capricho ,  á  la  ignorancia  y  á  la  precipita- 
ción :  se  introdujeron  en  el  foro  máximas  detestables  que 
destruyeron  la  seguridad  de  los  ciudadanos.  Presunciones 
quiméricas  ,  débiles  indicios,  sospechas  lijeras  se  han  tenido 
por  motivos  bastante  fuertes  para  llevar  á  un  hombre  al  en- 
cierro, resultando  de  aquí  que  por  delitos  de  un  solo  autor 
han  sido  aprisionadas  frecuentemente  muchas  personas. 
Por  un  celo  exagerado  de  la  vindicta  pública  se  ha  hecho 
padecer  siglos  enteros  á  la  inocencia  ,  y  gemir  á  la  humani- 
dad. El  mismo  poder  absoluto  hubo  de  abrir  su  corazón  á 
la  sensibilidad  y  al  enternecimiento  ,  y  llegó  por  fin  á  dictar 
disposiciones  mas  filantrópicas  para  contener  la  facilidad  do 
los  arrestos.  «  La  estancia  en  la  cárcel  ,  dice  la  célebre  Ins- 
trucción de  corregidores  de  1788  ,  trae  consigo  indispensa- 
blemente incomodidades  y  molestias,  y  causa  también  nota 
á  los  que  están  detenidos  en  ella.  Por  esta  razón  los  corregi- 
dores y  demás  justicias  procederán  con  toda  prudencia,  no 
debiendo  ser  demasiadamente  fáciles  en  decretar  autos  do 
prisión  en  causas  ó  delitos  que  no  sean  graves,  ni  se  tema 
la  fuga  ú  ocultación  del  reo;  lo  que  principalmente  deberá 
entenderse  respecto  á  las  mujeres ,  por  ser  esto  muy  con- 
forme al  espíritu  de  las  leyes  del  reino,  y  también  respecto 
á  los  que  ganan  la  vida  con  su  jornal  y  trabajo  ,  pues  no 
pueden  ejercerle  en  la  cárcel ,  lo  que  suele  ser  causa  del 
atraso  de  sus  familias  ,  y  muchas  veces  de  su  perdición.  » 

Si  todavía  no  se  logró  cortar  enteramente  con  esta  dispo- 
sición la  arbitrariedad  judicial ,  pues  que  no  se  prescribió 
con  especificación  la  naturaleza  ni  la  estension  de  las  prue- 
bas de  criminalidad  que  debían  resultar  contra  una  persona 
para  proceder  á  su  captura  ,  se  vio  á  lo  menos  ir  prevale- 
ciendo ,  aunque  lentamente ,  las  doctrinas  mas  sanas,  que 
para  dicho  fin  quieren  que  se  reúnan  las  circunstancias  si- 
guientes :  Io.  que  conste  haberse  cometido  el  delito  :  2o.  que 
el  delito  sea  de  alguna  gravedad  :  5o.  que  haya  datos  sufi- 
cientes para  creer  quién  es  su  autor,  esto  es,  que  haya  lo 
que  se  llama  prueba  semiplena  ,  la  declaración  de  un  tes- 
tigo fidedigno ,  un  indicio  vehemente.  Todavía  mas  :  por 
delitos  que  no  son  dignos  de  pena  corporal  ó  aflictiva  ,  aun- 
que lo  sean  de  destierro,  no  se  recurre  ya  á  la  prisión, 
siempre  que  el  reo  diere  fiador  lego  ,  llano  y  abonado  que 
se  obligue  á  presentarle,  estar  á  juicio,  y  pagar  lo  que  se 
determine  en  la  sentencia. 

Recientemente  ,  el  reglamento  provisional  para  la  admi- 
nistración de  justicia  ,  de  28  de  setiembre  de  1855  ,  dispone 
en  su  art.  5  :  Que  «  por  ahora  y  hasta  que  alguna  ley  esta- 
blezca oportunamente  todas  las  garantías  que  debe  tener  la 
libertad  civil  de  los  españoles ,  á  ninguno  de  ellos  podrán 
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ponerle  ni  retenerle  en  prisión  ó  arresto  los  tribunales  ó 
jueces  sino  por  algún  motivo  racional  bastante  ,  en  que  no 
haya  arbitrariedad.  »  Este  artículo  es  demasiadamente  vago 
y  no  cierra  la  puerta  á  la  arbitrariedad  contra  que  se  dirige; 
pues  dejando  á  la  prudencia  del  juez  la  calificación  de  los 
motivos  para  la  prisión  ó  arresto  ,  no  le  designa  el  rumbo 
que  deba  seguir,  y  es  claro  que  cada  juez  seguirá  el  que  le 
parezca  ,  porque  cada  juez  tiene  su  razón  ,  su  modo  de  ver 
las  cosas,  sus  pasiones,  sus  simpatías  y  antipatías.  Loque 
importa  es  determinar  con  la  posible  exactitud  los  motivos 
en  que  deba  fundarse  el  juez  para  proceder  á  una  prisión. 

Estos  motivos  están  ya  determinados  en  el  título  quinto 
déla  Constitución  del  año  12,  declarado  en  vigor  por  abora, 
como  ya  se  ha  insinuado,  y  en  el  decreto  de  Cortes  de  11 
de  setiembre  de  1820,  renovado  por  otro  de  30  de  agosto 
de  1837. 

La  Constitución  dice  en  su  art.  287  que  «  ningún  español 
podrá  ser  preso  sin  que  preceda  información  sumaria  del 
hecho,  y  por  el  que  merezca  según  la  ley  ser  castigado  con 
pena  corporal ,  y  asimismo  un  mandamiento  del  juez  por 
escrito,  que  se  notificará  en  el  acto  mismo  de  la  prisión.  » 

Este  artículo  está  esplicado  en  el  citado  decreto ,  que  es 
como  sigue.  —  «  Las  Cortes  después  de  baber  observado 
todas  las  formalidades  prescritas  por  la  Constitución ,  han 
decretado  lo  siguiente  :  =  Artículo  1°.  Para  proceder  á  la 
prisión  de  cualquier  español ,  previa  siempre  la  información 
sumaria  del  hecho ,  no  se  necesita  que  esta  produzca  una 
prueba  plena  ni  semiplena  del  delito  ,  ni  de  quien  sea  el  ver- 
dadero delincuente.  =  2o.  Solo  se  requiere  que  por  cual- 
quier medio  resulte  de  dicha  información  sumaria  :  primero, 
el  haber  acaecido  un  hecho  que  merezca  según  la  ley  ser 
castigado  con  pena  corporal;  y  segundo,  que  resulte  igual- 
mente algún  motivo  ó  indicio  suficiente,  según  las  leyes, 
para  creer  que  tal  ó  tal  persona  ha  cometido  aquel  hecho. 
=  3o.  Si  la  urgencia  ó  la  complicación  de  circunstancias  im- 
pidieren que  se  pueda  verificar  la  información  sumaria  del 
hecho,  que  debe  siempre  preceder,  ó  el  mandamiento  del 
juez  por  escrito ,  que  debe  notificarse  en  el  acto  mismo  de  la 
prisión,  no  podrá  el  juez  proceder  á  ella;  pero  esto  no  im- 
pide que  pueda  mandar  detener,  y  custodiar  en  calidad  de 
detenida,  á  cualquier  persona  que  le  parezca  sospechosa, 
mientras  hace  con  la  mayor  brevedad  posible  la  precisa  in- 
formación sumaria.  =  i°.  Esta  detención  no  es  prisión,  ni 
podrá  pasar  á  lo  mas  del  término  de  veinte  y  cuatro  horas  , 
ni  la  persona  así  detenida  deberá  ser  puesta  en  la  cárcel 
hasta  que  se  cumplan  los  requisitos  que  exige  el  artículo  287 
de  la  Constitución.  Madrid  1 1  de  setiembre  de  1820  »  (1). 

(1)  En  la  república  de  Méjico,  sobre  esta  materia  regían  pri- 
mero los  arliculov'290  ,  295  y  299  de  la  Constitución  española, 
y  decreto  de  1  i  de.  setiembre  de  1  820  :  después  los  1 50  y  151  de  la 
federal  ;  y  últimamente  el  2o.  de  la  1».  ley  constitucional  puso 
por  primero  de  los  derechos  del  Código  mejicano  :  «  No  poder  ser 
preso  sino  por  mandamiento  de  juez  competente  dado  por  escrito 
y  firmado,  ni  aprendido  sino  por  disposición  de  las  autoridades 
á  quienes  conesponda  según  ley.  Esceptúase  el  caso  de  delito 
in  fraganti ,  en  el  que  cualquiera  puede  ser  aprendido  y  cual- 
quiera aprenderle,  presentándolo  desde  luego  á  su  juez  ó  á  otra 
autoridad  pública.  2o.  No  poder  ser  detenido  mas  de  tres  dias  por 
autoridad  i.«inguna  política,  sin  ser  entregado  al  fin  de  ellos  con 
los  datos  para  su  detención  á  la  autoridad  judicial,  ni  por  esta 
mas  de  diez  d¡ss  sin  proveer  el  auto  motivado  de  prisión.  Ambas 
autoridades  serán  responsables  del  abuso  que  bagan  de  los  refe- 
ridos términos.  »  —  El  art.  4  1  de  la  5n.  ley  const.  dice  :  «  El  man- 
camiento escrito  y  firmado  del  juez  que  debe  preceder  á  la  pri- 
sión ,  segiin  el  párrafo  primero ,  art.  segundo  de  la  Ia.  ley  consti- 
tucional,  se  hará  saber  en  el  acto  al  interesado;  este  y  todos 
deberán  obedecer,  cumplir  y  ausiliar  estos  mandamientos,  y  cual- 
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III.  Cómo  ha  de  hacerse  la  prisión  ó  arresto. 


Como  fuera  del  caso  de  fragante  delito,  y  del  de  los  deli- 
tos esceptuados ,  debe  preceder  mandato  por  escrito  de  juez 
para  la  prisión  ó  arresto ,  es  claro  que  lo  primero  que  debe 
hacer  el  encargado  de  esta  comisión  es  notificar  el  manda- 
miento al  individuo  á  quien  arresta;  en  el  concepto  de  que 
en  caso  contrario  no  podrá  calificarse  como  fuerza  la  resis- 
tencia que  este  opusiere.  Debe  también  usar  de  buenas  ma- 
neras ,  tratarle  sin  dureza ,  y  abstenerse  de  todo  insulto  ; 
ha  de  permitirle  que  vea  y  hable  á  su  familia ,  si  lo  pidiere, 
á  no  ser  hombre  de  mala  fama,  como  ladrón  ó  robador 
conocido ,  ley  ti ,  lit.  29 ,  Part.  7  ;  ha  de  escusarle ,  en  cuanto 
sea  posible  ,  la  especie  de  nota  que  causa  el  acto  de  la  cap- 
tura y  conducción  á  la  cárcel ,  haciéndolo  todo  de  modo  que 
no  se  llame  la  atención  del  pueblo  ;  y  ha  de  presentarle  al 
juez  ó  en  la  cárcel ,  según  la  orden  que  hubiese  recibido. 
Véase  Alguacil  y  Alcaide. 

La  Constitución  del  año  12  previene,  que  el  mandamiento 
del  juez  se  ha  de  notificar  en  el  acto  mismo  de  la  prisión  : 
que  toda  persona  deberá  obedecer  estos  mandamientos ,  y 
que  cualquiera  resistencia  será  reputada  delito  grave  :  que 
cuando  hubiere  resistencia  ó  se  temiere  la  fuga  se  podrá 
usar  de  la  fuerza  para  asegurar  la  persona  :  que  el  arrestado , 
antes  de  ser  puesto  en  prisión ,  será  presentado  al  juez  , 
siempre  que  no  haya  cosa  que  lo  estorbe  ,  para  que  le  reciba 
declaración  ;  y  que  si  esto  no  pudiere  verificarse ,  se  le  con- 
ducirá á  la  cárcel  en  calidad  de  detenido ,  y  el  juez  le  reci- 
birá la  declaración  dentro  de  veinte  y  cuatro  horas  :  que  si 
se  resolviere  que  el  arrestado  sea  puesto  en  la  cárcel ,  ó  que 
permanezca  en  ella  en  calidad  de  preso  ,  se  proveerá  auto 
motivado ,  y  de  él  se  entregará  copia  al  alcaide ,  para  que  la 
inserte  en  el  libro  de  presos  ,  sin  cuyo  requisito  no  admitirá 
el  alcaide  á  ningún- preso  en  calidad  de  tal ,  bajo  la  mas 
estrecha  responsabilidad  :  que  no  será  llevado  á  la  cárcel 
el  que  dé  fiador  en  los  casos  en  que  la  ley  no  prohiba  espre- 
samente  que  se  admita  la  fianza  :  y  que  el  juez  y  el  alcaide 
que  faltaren  alo  dispuesto  en  los  artículos  precedentes,  se- 
rán castigados  como  reos  de  detención  arbitraria  :  arts.  287, 
288,  289,  290,  293,  295  y  299. 

Si  un  individuo  á  quien  se  va  á  prender,  se  defiende  con 
armas  ó  trata  de  sustraerse  con  la  fuga ,  ¿podrá  el  juez  ó  su 
ministro  matarle  ó  herirle  ?  La  opinion  común  es  que  solo 
podrá  hacerlo  cuando  el  que  no  quiere  dejarse  prender  sea 
digno  de  pena  capital  y  no  haya  otro  medio  de  apoderarse 
de  su  persona.  Mas  parece  que  debe  hacerse  diferencia  entre 
la  resistencia  y  la  fuga.  La  resistencia  se  reputa  delito  grave  ; 

quiera  resistencia  ó  arbitrio  para  embarazarlos  ó  eludirlos,  son 
delitos  graves  que  deberán  castigarse  según  las  circunstancias.  » 
—  El  45  :  «  Para  proceder  á  la  prisión  se  requiere  :  Io.  Que  pre- 
ceda información  sumaria  de  que  resulte  haber  sucedido  un  hecho 
que  merezca,  según  las  leyes,  ser  castigado  con  pena  corporal. 
2o.  Que  resulte  también  algún  motivo  ó  indicio  suficiente  para 
creer  que  tal  persona  ha  cometido  el  hecho  criminal.  »  —  El  44  : 
«  Para  proceder  á  la  simple  detención ,  basta  alguna  presunción 
legal  ó  sospecha  fundada  que  incline  al  jnez  contra  persona  y  por 
delito  determinado.  Una  ley  fijará  las  penas  necesarias  para  re- 
primir la  arbitrariedad  de  los  jueces  en  esta  materia.  »  —  El  47: 
«  Dentro  de  los  1res  dias  en  que  se  verificare  la  prisión  ó  deten- 
ción ,  se  (ornará  al  presunto  reo  su  declaración  preparatoria  ;  en 
este  acto  se  le  manifestará  la  causa  de  este  procedimiento,  y  el 
nombre  del  acusador,  si  lo  hubiere,  y  tanto  esta  primera  decla- 
ración como  las  demás  que  se  ofrezcan  en  la  causa  ,  serán  reci- 
bidas sin  juramento  del  procesado,  por  lo  que  respecta  á  sus  hecho» 
propios.  » 

Sobre  quién  puede  arrestar,  Téase  también  la  adición  puesta 
al  fin  de  este  artículo. 
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y  no  está  bien  que  la  justicia  quede  vencida  y  desairada  : 
al  paso  que  la  fuga  no  se  tiene  por  tal ,  y  no  puede  suceder 
sino  muy  raras  veces  que  el  reo  logre  por  fin  evadirse 
cuando  se  le  persigue  tan  de  cerca.  Véase  Resistencia  á  la 
justicia  y  Fuga. 

El  que  se  niegue  á  prestar  el  ausilio  ó  ayuda  que  la  jus- 
ticia pidiere  para  hacer  una  prisión ,  á  no  estar  enfermo  ó 
imposibilitado,  ó  ser  menor  de  edad  ó  mayor  de  setenta  años, 
ó  tener  otro  impedimento  legítimo  ,  incurre  en  pena  arbi- 
traria ,  que  será  mas  ó  menos  grave  según  las  circunstancias. 
El  decreto  de  Cortes  de  1 1  de  setiembre  de  1820  sobre  sus- 
tanciacion  de  causas  criminales,  restablecido  por  otro  de  30 
de  agosto  de  1837,  dice  en  su  artículo  l0.,  que  «  todos  sin 
distinción  alguna  están  obligados ,  en  cuanto  la  ley  no  les 
exima,  á  ayudar  alas  autoridades  cuando  sean  interpelados 
por  ellas  para  el  descubrimiento ,  persecución  y  arresto  de 
los  delincuentes.  » 

Si  huyendo  el  reo  se  mete  en  otro  territorio,  ¿podrá 
cogerle  en  él  personalmente  el  juez  ó  su  ministro  que  le  per- 
sigue? Aunque  no  faltan  autores  que  sostienen  la  afirmativa, 
dice  Antonio  Gómez,  lib.  3,  Var.,  cap.  9,  n.  S,  que  la  prác- 
tica está  en  contrario.  Mas  parece  no  debe  haber  inconve- 
niente en  que  le  coja  el  que  le  persigue  y  le  deje  en  poder 
del  juez  del  lugar,  para  reclamar  luego  su  entrega  por  medio 
de  requisitoria;  y  aun  si  hay  peligro  en  la  tardanza,  debe 
hacerse  la  captura  y  dar  luego  aviso  al  juez  del  territorio. 

¿  Cómo  se  hará  la  prisión  ó  arresto  del  reo  que  se  refugia 
en  una  iglesia  ó  en  casa  de  un  ministro  estranjero  ?  Véase 


Asilo  y  Embajador. 


¿Puede  el  juez  ofrecer  premio  al  que  le  presente  un  reo 
vivo  ó  muerto  ?  Véase  Proscripción. 

¿Qué  pena  tiene  el  alguacil  que  por  malicia  ó  interés  avi- 
sare al  reo  mandado  prender,  ó  llevándole  á  la  cárcel  le  per- 
mitiere huir  ?  Véase  Alguacil. 

IV.   Cuál  es  la  pena  de  los  arrestos  ilegales. 

La  contestación  á  esta  pregunta  se  encuentra  en  los  artí- 
culos 27,  28,  29,  50,  31  y  33  del  decreto  de  Cortes  de  17  de 
abril  de  1821 ,  renovado  por  otro  de  30  de  agosto  de  1836, 
y  son  como  siguen  : 

«  Art.  27.  No  pudiendo  el  Rey  privar  à  ningún  individuo 
de  su  libertad ,  ni  imponerle  por  sí  pena  alguna  ,  el  secreta- 
rio del  despacho  que  firme  la  orden  ,  y  el  juez  que  la  eje- 
cute ,  serán  respoasables  á  la  nación ,  y  uno  y  otro  perderán 
el  empleo  ;  quedarán  inhabilitados  perpetuamente  para  ob- 
tener oficio  ó  cargo  alguno,  y  resarcirán  á  la  parte  agravia- 
da todos  los  perjuicios. 

Art.  28.  Es  reo  también  del  propio  atentado  ,  y  sufrirá 
las  mismas  penas ,  el  juez  ó  magistrado  que  prende  ó  manda 
prender  á  cualquiera  español  sin  hallarle  delinquiendo  en 
fraganli ,  ó  sin  observar  lo  prevenido  en  el  artículo  287  de 
la  Constitución.  (Véase  este  artículo  mas  arriba.) 

Art.  29.  Atentase  también  contra  la  libertad  individual 
cuando  el  que  no  es  juez  arresta  auna  persona  sin  ser  en  fra- 
ganli,ó  sin  que  preceda  mandamiento  del  juez  por  escrito,  que 
se  notifique  en  el  acto  al  tratado  come  reo.  Cualquiera  que 
incurra  en  alguno  de  estos  dos  casos  sufrirá  quince  dias  de 
prisión,  y  resarcirá  al  arrestado  todos  los  perjuicios;  y  si 
hubiese  procedido  como  empleado  público  ,  perderá  ademas 
su  empleo.  Esta  disposición  no  comprende  álos  ministros  de 
justicia ,  ni  á  las  partidas  de  persecución  de  malhechores 
cuando  detengan  á  alguna  persona  sospechosa  para  el  solo 
efecto  de  presentarla  álos  jueces. 

Art.  30.  Cométese  el  crimen  de  detención  arbitraria  : 
Primero  :  Cuando  el  juez ,  arrestado  un  individuo  ,  no  le 
recibe  su  declaración  dentro  de  las  veinte  y  cuatro  horas. 
Segando:  Cuando  le  manda  poner  ó  permanecer  en  la  cárcel 


en  calidad  de  preso ,  sin  proveer  sobre  ello  auto  motivado  * 
de  que  se  entregue  copia  al  alcaide.  Tercero  :  Cuando  el  al- 
caide sin  recibir  esta  copia  é  insertarla  en  el  libro  de  presos, 
admite  alguno  en  calidad  de  tal.  Cuarto  :  Cuando  el  juez 
manda  poner  en  la  cárcel  á  una  persona  que  dé  fiador  en 
los  casos  en  que  la  ley  no  prohibe  espresamonle  que  se  ad- 
mita la  fianza.  Quinto  :  Cuando  no  pone  al  preso  en  liber- 
tad bajo  fianza  ,  luego  que  en  cualquiera  estado  de  la  causa 
aparece  que  no  puede  imponérsele  pena  corporal. -Sesío  ; 
Cuando  no  hace  las  visitas  de  cárceles  prescritas  por  las 
leyes,  ó  no  visita  todos  los  presos,  ó  cuando  subiéndolo,  to- 
lera que  el  alcaide  los  tenga  privados  de  comunicación  sin 
orden  judicial  ó  en  calabozos  subterráneos  ó  mal  sanos. 
Séptimo  :  Cuando  el  alcaide  incurre  en  estos  dos  últimos  ca- 
sos ,  ú  oculta  algún  preso  en  las  visitas  de  cárcel  para  que 
no  se  presente  en  ellas. 

Art.  51.  El  magistrado  ó  juez  que  cometa  este  delito  por 
ignorancia  ó  descuido  será  suspenso  de  empleo  y  sueldo  por 
dos  años,  y  pagará  al  preso  todos  los  perjuicios.  Si  proce- 
diese á  sabiendas,  sufrirá  como  prevaricador  la  pena  de  pri- 
vación de  empleos ,  sueldos  y  honores ,  é  inhabilitación  per- 
petua para  obtener  oficio  ni  cargo  alguno ,  ademas  de  pasar 
los  perjuicios. 

Art.  52.  El  alcaide  ú  otro  empleado  que  por  su  parte  in- 
curra en  el  mismo  crimen  perderá  también  el  empleo ,  pa- 
gará al  preso  todos  los  perjuicios ,  y  será  encerrado  en  la 
cárcel  por  otro  tanto  tiempo  y  con  iguales  prisiones  que  las 
que  sufrió  el  injustamente  detenido.  » 

Es  de  advertir  aquí,  que  el  injustamente  arrestado  puede 
apelar  en  todo  tiempo  del  auto  de  prisión  y  arresto  ,  aun 
después  de  pasado  el  término  legal  de  la  apelación;  porque 
el  gravamen  que  sufre  es  continuo  y  sucesivo. 

=  V  ease  Arresto. 

[*  En  la  república  de  Méjico,  los  casos  de  escepcion, 
de  que  habla  el  autor  en  la  pág.  250.  en  los  cuales  permitía 
la  ley  á  cualquiera  el  poder  verificar  la  prisión  ,  han  quedado 
reducidos  al  único  y  esclusivo  de  sorprender  in  fraganli  al 
delincuente  ,  en  el  cual  en  efecto  pueden  todos  prender  y  ser 
aprehendidos  ,  poniendo  al  preso  inmediatamente  en  custo- 
dia á  disposición  de  su  juez.  Fuera  de  este  caso  ,  ningún  ha- 
bitante de  la  república  puede  ser  preso  sino  por  mandato 
de  algún  empleado  público  á  quien  la  ley  dé  facultad  para 
ello ,  ni  detenido  sino  por  mandamiento  de  autoridad  com- 
petente dado  por  escrito  y  firmado  :  §§  5  y  6,  art.  9,  Bases 
de  organiz.  poli!,  de  12  de  junio  de  18'¡5. 

**  La  legislación  de  la  república  de  Venezuela  tahibièx 
ha  reformado  lo  correspondiente  á  la  facultad  y  modo  de  pro- 
ceder al  arresto,  derogando  implícitamente  las  escepciones 
de  que  trata  el  autor  en  la  citada  pág.  250.  Según  ella  eu 
efecto,  en  el  caso  de  delito  in  fraganli  cualquiera  puede 
prender  y  ser  aprehendido,  debiendo  en  el  acto  ser  con- 
ducido el  reo  á  la  presencia  de  un  juez  Ordinario  ;  pero  fuera 
de  él ,  nadie  puede  ser  detenido  ó  preso  sino  por  ■autoridar1 
competente  ,  y  en  negocios  criminales ,  previa  información 
sumaria ,  de  la  cual  resulte  haber  acaecido  un  hecho  que 
merezca  pena  corporal,  y  fundados  indicios  de  haberlo  co- 
metido la  persona  que  se  prenda;  debiendo  en  ambos  casos 
cstenderse  por  escrito  y  firmarse  por  la  autoridad  compe- 
tente la  orden  de  prisión  ó  arresto,  espresando  en  ella  el 
motivo,  y  entregarse  una  copia  al  preso  ô  detenido  :  arts.  198, 
199,  200  y  %0k,  Consul,  de  1850. 

***  En  la  república  de  Chile ,  para  arrestar  á  una  persor.a, 
cualquiera  tiene  la'autorídad  competente  en  el  caso  de  delito 
in  fraganli;  pero  solo  para  conducirla  ante  el  juez  compe- 
tente. Fuera  de  este  caso,  son  necesarios  los  requisitos  si- 
guientes :  Io.  Que  se  estienda  una  orden  formal  de  arresto; 
2o.  que  esta  orden  provenga  de  persona  revestida  de  la  auto- 
ridad necesaria  para  este  efecto ,  la  cual  ordinariamente  ei 
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la  judicial;  3°.  que  se  dé  copia  de  dicha  orden  al  arrestado , 
intimándosela  al  tiempo  de  prenderle.  La  detención  ó  prisión 
no  puede  realizarse  mas  que  en  la  morada  del  detenido ,  ó  en 
los  lugares  públicos  destinados  á  este  objeto.  En  este  último 
caso ,  el  encargado  de  la  prisión  no  puede  recibir  al  que  se 
le  presente,  sin  que  se  le  exhiba  la  orden  firmada  por  la  au- 
toridad que  corresponde,  la  cual  ha  de  copiar  en  su  regis- 
tro: formalidades  de  que  no  puede  prescindir,  sino  en  el  caso 
de  que  se  le  cometa  la  custodia  de  una  persona  con  el  objeto 
inmediato  de  presentarla  al  juez  competente;  y  aun  en  él  debe 
dar  cuenta  á  este  dentro  de  24  horas.  En  las  circunstancias 
escepcionales ,  en  que  es  lícito  á  las  autoridades  gubernativas 
decretar  el  arresto ,  deben  dar  aviso  y  poner  el  preso  á  dis- 
posición del  juez  competente  dentro  de  48  horas.  La  falta 
de  cumplimiento  de  estos  requisitos  por  parte  del  juez  ó  del 
encargado  de  la  prisión ,  hace  á  ambos  reos  del  delito  de 
detención  arbitraria,  el  cual  se  castiga  con  prisión  de  quince 
dias  hasta  seis  meses,  y  una  multa  desde  cincuenta  hasta 
quinientos  pesos  :  arts.  140  á  143,  Reglam.  de  adm.  dejust. 
de  2  de  junio  de  1824,  arls.  135  á  139,  Gonstit.  de  1835, 
y  art.  2,  decr.  de  1  de  agosto  de  1857.  ] 

ARBUSTO.  Según  el  diccionario  de  la  lengua  castellana, 
arresto  es  lo  mismo  que  prisión;  y  por  consiguiente  signi- 
fica no  solo  el  acto  de  prender,  asir  ó  coger  á  una  persona , 
sino  también  el  sitio  donde  se  la  encierra  ó  asegura;  sin 
otra  diferencia  que  la  de  usarse  mas  comunmente  en  la  mi- 
licia. Con  efecto ,  vemos  que  las  voces  arresto  y  prisión  , 
arrestado  y  preso ,  arrestar  y  prender  se  toman  muchas 
veces  indistintamente  ;  pero  no  siempre  se  les  da  la  misma 
aplicación.  La  voz  prender  es  asir  y  apoderarse  material- 
mente de  una  persona  :  la  voz  arrestar  no  es  mas  que  dete- 
nerla sin  asirla.  Todo  preso  está  arrestado  ;  pero  no  todo 
arrestado  está  preso.  Se  dice  que  va  ó  está  preso  el  que  es 
conducido  á  un  encierro  ó  se  encuentra  ya  metido  en  la  cár- 
cel pública.  Se  dice  que  está  arrestado  y  no  preso  el  que 
tiene  su  casa  por  cárcel,  ó  que  si  bien  está  en  la  cárcel  pú- 
blica ,  lo  está  solo  como  en  depósito  y  custodia.  Se  suele 
decretar  el  arresto  de  una  persona  en  su  propia  casa,  cuan- 
do es  distinguida  por  su  nobleza  ,  su  ciencia  ó  sus  riquezas, 
y  no  es  de  los  mas  graves  el  delito  de  que  se  la  acusa,  ó  que 
aunque  lo  sea  no  aparecen  indicios  muy  fuertes  contra  ella. 
Se  suele  mandar  llevar  á  la  cárcel  en  calidad  de  arrestado  , 
y  no  de  preso,  al  que  no  ofreciendo  por  una  parte  bastantes 
garantías  de  responsabilidad  por  su  posición  social ,  tiene 
por  otra  contra  sí  en  materia  grave  algunos  indicios  de  cul- 
pabilidad ó  delincuencia  que  puede  quizá  desvanecer  en  el 
interrogatorio  que  se  le  haga.  Povéese  por  fin  auto  de  prisión 
cuando  el  reo  acusado  de  crimen  ó  delito  digno  de  pena  cor- 
poral no  disipa  ó  esplica  de  un  modo  satisfactorio  en  su  de- 
claración los  cargos  que  le  resultan.  Prisión  pues  es  mas 
que  arresto  ;  y  no  es  estraño  por  lo  tanto  que  sea  palabra 
mas  odiosa ,  y  que  se  haya  adoptado  la  de  arresto  con  pre- 
ferencia en  la  milicia  aun  para  muchos  casos  en  que  seria 
mas  propia  la  primera. 

El  arresto ,  lo  mismo  que  la  prisión ,  puede  también  ser 
considerado  como  pena  correccional  ;  y  en  este  sentido  es 
todavía  de  un  uso  mas  especial  en  la  milicia.  ' 

ARRIBADA.  La  entrada  ó  arribo  de  una  embarcación  á 
algún  puerto  adonde  no  iba  destinada ,  con  objeto  de  refu- 
giarse en  él  por  mal  temporal  ú  otro  cualquier  riesgo.  Como 
la  entrada  en  los  puertos  suele  ser  peligrosa  ,  y  por  otra 
parte ,  no  siendo  en  el  del  deslino,  alargaría  inútilmente  el 
viaje ,  se  halla  mandado  por  el  art.  685  del  código  de  co- 
mercio que  ningún  capitán  pueda  entrar  voluntariamente 
en  puerto  distinto  del  de  su  destino,  sino  en  los  casos  y  bajo 
las  formalidades  que  se  previenen  en  los  arts.  968  y  969;  de 
modo  que  si  contraviniere  á  estos  artículos,  ó  si  la  arribada 
procediere  de  culpa ,  negligencia  ó  impericia  del  capitán , 


será  responsable  de  los  gastos  y  perjuicios  que  en  ella  se 
causen  al  naviero  y  à  los  cargadores.  Los  artículos  citados  y 
demás  en  que  se  contienen  las  disposiciones  sobre  arribadas 
forzosas  ,  son  los  siguientes. 

«  Art.  968.  Serán  justas  causas  de  arribada  á  distinto 
punto  del  prefijado  para  el  viaje  de  la  nave  :  Ia.  la  falta  de 
víveres  :  2a.  el  temor  fundado  de  enemigos  y  piratas  :  5a. 
cualquiera  accidente  en  el  buque  que  lo  inhabilite  para  con- 
tinuar la  navegación.  »  =  Estas  tres  causas  que  señala  el 
artículo  ¿serán  solo  causas  justas  de  arribada,  de  modo  que 
el  capitán  viéndose  constituido  en  cualquiera  de  los  tres 
casos  pueda  arribar  ó  dejar  de  arribar,  según  le  parezca  , 
sin  incurrir  en  responsabilidad  alguna ,  cualquiera  que  sea 
el  partido  que  abrace  ;  ó  serán  por  el  contrario  causas  for- 
zosas, de  manera  que  el  capitán  no  pueda  en  su  caso  pres- 
cindir de  hacer  la  arribada  ,  bajo  la  pena  de  incurrir  en  la 
responsabilidad  de  los  perjuicios  que  se  siguieren  por  no 
hacerla?  Parece  á  primera  vista  que  este  artículo,  por  el 
hecho  de  servirse  de  la  palabra  justas,  no  quiere  imponer  al 
capitán  la  obligación  de  arribar  cuando  se  verifique  alguna 
de  las  causas  designadas,  sino  que  solo  trata  de  escusarle  en 
estos  casos  y  eximirle  de  la  responsabilidad  á  que  le  con- 
dena el  citado  artículo  683  por  la  arribada  voluntaria  ;  pero 
si  atendemos  al  anuncio  de  la  materia  de  esta  sección  del 
código  que  dice  De  las  arribadas  forzosas ,  y  á  las  primeras 
palabras  del  siguiente  artículo  969 ,  que  supone  que  cual- 
quiera de  los  motivos  espresados  en  el  anterior  obliga  á  la 
arribada  ,  no  podremos  dudar  de  que  la  falta  de  víveres  ,  el 
temor  fundado  de  enemigos  y  piratas,  y  el  accidente  que  in- 
habilite al  buque  para  continuar  el  viaje  ,  son  causas  for- 
zosas que  ponen  al  capitán  en  la  necesidad  de  entrar  en  un 
puerto  para  evitar  el  riesgo  que  le  amenaza  ó  reparar  el  mal 
que  le  ha  sobrevenido,  pueda  ó  no  pueda  imputarse  al 
mismo  capitán  el  origen  de  estasxausas  ;  de  suerte  que  si  á 
pesar  de  ellas  sigue  adelante  sin  oir  á  la  junta  de  oficiales 
con  arreglo  al  artículo  siguiente  ,  y  luego  la  gente  que  va  á 
bordo  perece  de  hambre  ,  ó  la  nave  ó  su  cargamento  cae  en 
poder  de  enemigos  ó  piratas  ó  se  pierde  en  un  naufragio, 
tendrá  que  responder  de  todos  estos  daños ,  y  aun  podrá  ser 
-  procesado  criminalmente  si  hubiese  obrado  con  dolo. 

Las  tres  causas  que  el  artículo  designa  ¿son  limitativas  de 
modo  que  por  ninguna  otra  pueda  hacerse  arribada  ,  ó  se 
ponen  solo  como  ejemplo  ?  El  artículo  presente  señala  como 
justas  estas  tres  causas ,  y  no  escluye  las  démas  que  puedan 
ofrecerse  ;  pero  el  espíritu  de  los  artículos  que  siguen ,  in- 
dica al  parecer  que  la  ley  no  tiene  intención  de  admitir  otras 
causas  que  las  que  espresa,  pues  sigue  hablando  solamente 
de  ellas  sin  suponer  que  pueda  haber  otras. 

«  Art.  969.  Ocurriendo  cualquiera  de  estos  motivos  que 
obligue  á  la  arribada  ,  se  examinará  y  calificará  en  junta  de 
los  oficiales  de  la  nave ,  ejecutándose  lo  que  se  resuelva  por 
la  pluralidad  de  votos  de  que  se  hará  espresa  é  individual 
mención  en  el  acta  que  se  estenderá  en  el  registro  corres- 
pondiente ,  firmándola  todos  los  que  sepan  hacerlo.  —  El 
capitán  tendrá  voto  de  calidad  ;  y  los  interesados  en  el  car- 
gamento ,  que  se  hallen  presentes  ,  asistirán  también  á  la 
junta  sin  voto  en  ella  ,  y  solo  para  instruirse  de  la  discusión 
y  hacer  las  reclamaciones  y  protestas  convenientes  á  sus  in- 
tereses, que  se  insertarán  también  literalmente  en  la  misma 
'  acta.  »  =  La  ley  no  ha  querido  dejar  al  arbitrio  del  capitán 
la  resolución  de  un  negocio  en  que  interesan  el  naviero ,  los 
cargadores  y  aun  los  individuos  del  equipaje  ;  y  asi  es  que 
cuando  cree  este  jefe  de  la  nave  que  se  está  en  el  caso  de 
hacer  arribada ,  tiene  que  formar  junta  de  oficiales  para  que 
todos  vean  si  concurre  justa  causa  que  haga  indispensable  la 
medida.  La  resolución  se  toma  á  pluralidad  de  votos;  y  en 
caso  de  empate  decide  el  capitán  la  cuestión  con  su  voto  do 
•alidaé  *  adhiriéndose  á  la  parte  que  le  parece.  Los  carga- 
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dores  asisten  sin  voto ,  porque  si  le  tuvieran ,  como  carecen 
de  los  conocimientos  que  poseen  los  oficiales  por  su  profe- 
sión ,  tal  vez  movidos  por  un  interés  mal  entendido  desecha- 
rían ciegamente  el  partido  mas  acertado  ;  pero  pueden  hacer 
reclamaciones  y  protestas  para  deducirlas  después  en  el  tri- 
bunal competente.  No  estando  presentes  los  cargadores,  toca 
el  derecho  de  asistir  á  los  sobrecargos  que  son  sus  represen- 
tantes. El  acta  debe  estenderse  en  el  diario  de  navegación. 

Verificada  la  arribada ,  debe  presentarse  el  capitán  al 
cónsul  español  en  puerto  estranjero ,  y  al  capitán  del  puerto 
en  territorio  español ,  y  hacer  declaración  de  las  causas  que 
le  han  impelido  á  ella,  recogiendo  certificación  para  guarda 
de  su  derecho  ,  con  arreglo  á  los  artículos  630  y  65 1  que 
pueden  verse  en  la  palabra  Capitán. 

«  Art.  970.  Los  gastos  de  la  arribada  forzosa  serán  siempre 
de  cuenta  del  naviero  ó  fletante.  »  =  Los  gastos  de  la  ar- 
ribada forzosa  son  de  cuenta  del  naviero  ó  fletante  siempre 
quesean  averías  simples  ó  particulares,  las  cuales  deben 
sobrellevarse  por  el  dueño  de  la  cosa  que  ocasionó  el  gasto 
ó  recibió  el  daño.  Esto  es  claro  y  está  espresamente  decidido 
con  respecto  á  los  gastos  procedentes  de  toda  arribada  que 
hiciere  la  nave  por  falla  de  víveres  y  por  accidente  que  la 
inhabilite  para  continuar  la  navegación,  pues  el  art.  93b  dice 
bajo  el  número  fi ,  que  «  pertenecen  á  la  clase  de  averías 
simples  los  gastos  que  hiciere  la  nave  para  arribar  á  un 
puerto  con  el  fin  de  reparar  su  casco  ó  arreos ,  ó  para  apro- 
visionarse. »  Por  lo  que  hace  á  los  gastos  de  la  arribada  oca- 
sionada por  temor  fundado  de  enemigos  ó  piratas,  no  deja 
de  presentarse  alguna  dificultad  para  poder  contarlos  por 
avería  simple.  La  arribada  se  hace  en  este  casn  voluntaria- 
mente por  salvar  la  nave  y  el  cargamento  del  riesgo.de  caer 
en  manos  de  piratas  ó  enemigos  :  los  gastos  pues  que  pro- 
cedan de  esta  arribada  son  gastos  extraordinarios  que  se  ha- 
cen deliberadamente  por  el  interés  general  del  naviero  y  los 
cargadores  ,  y  de  consiguiente  deben  soportarse  por  contri- 
bución como  averías  gruesas  ó  comunes.  Tal  es  la  opinion 
de  Pothier,  Traite  des  avaries ,  núm.  151  ;  de  Vallin ,  art.  8 
de  l'ordonn.  de  Franc; de  Targa,  Pond,  marit.,  cap.  60;  de 
Casareg. ,  rfe  co  m  m.,  die.  19,  nt'tro.  42,  y  die.  h6,núm.  58. 
Tal  es  la  décision  de  las  ordenanzas  de  Bilbao  ,  cap.  20 , 
núm.  20  ;  y  en  fin  nuestro  mismo  código  en  el  art.  936  de- 
clara especialmente  correspondientes  á  la  clase  de  averías 
gruesas  ó  comunes  los  cables  que  se  corten  y  las  áncoras 
que  se  abandonen  para  salvar  el  buque  de  riesgo  de  ene- 
migos ,  como  igualmente  los  gastos  de  alijo  ó  trasbordo  de 
una  parte  del  cargamento  para  alijerar  el  buque  y  ponerlo 
en  estado  de  tomar  puerto  ó  rada  con  el  fin  de  salvarlo  de 
riesgo  de  enemigos,  y  el  perjuicio  que  de  ello  resulte  á  los 
efectos  alijados  ó  trasbordados,  como  puede  verse  en  lapa- 
labra  Avería  gruesa.  ¿  Cuáles  serán  pues  los  gastos  que  el 
presente  artículo  quiere  sean  de  cuenta  del  fletante  ó  na- 
viero, en  caso  de  arribada  por  temor  de  enemigos  ó  piratas, 
ya  que  con  la  palabra  siempre  comprende  los  tres  casos 
espresados  en  el  art.  968  ?  ¿  Serán  acaso  los  sueldos  y  ali- 
mentos de  la  tripulación  durante  la  detención  de  la  nave  en 
el  puerto  hasta  que  se  desvanezca  el  peligro ,  sea  que  el  fle- 
tamento  se  hubiere  ajustado  por  meses  ó  por  un  tanto  el 
viaje?  Véase  la  esplicacion  del  número  5o.  del  artículo  935 
en  la  palabra  Averia  simple ,  y  la  del  número  11  del  artículo 
936  en  la  palabra  Avería  gruesa. 

Habiendo  pasajeros  en  la  nave ,  que  hayan  ajustado  su 
pasaje  y  manutención  mediante  un  tanto  por  todo  el  viaje  , 
l  serán  de  su  cuenta  en  caso  de  arribada  los  gastos  de  su 
manutención  durante  la  permanencia  en  el  puerto?  No  son 
de  su  cuenta ,  sino  que  deben  continuar  tales  gastos  por 
cuenta  del  naviero  ó  capitán ,  pues  por  el  hecho  de  haberse 
arreglado  el  ajuste  por  una  cantidad  alzada ,  celebraron  estos 
un  contrato  aleatorio  y  tomaron  á  su  pérdida  ó  beneficio  la 
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mayor  ó  menor  duración  del  viaje  con  los  casos  fortuitos  y 
de  fuerza  mayor  que  pudieran  retardarlo  ó  abreviarlo.  El 
código  mismo  nos  presenta  algunos  ejemplos  de  esta  doc- 
trina que  tiene  sancionada  en  sus  decisiones.  Por  el  art.  935, 
núm.  3,  carga  únicamente  al  naviero  y  no  al  fletador  los  sa- 
larios y  alimentos  de  la  tripulación  de  la  nave  que  fuere  de- 
tenida ó  embargada  por  orden  legítima  ó  fuerza  insuperable, 
si  el  fletamento  estuviere  contratado  por  un  tanto  el  viaje;  y 
en  el  art.  713  dispone  que  en  caso  de  detención  ó  embargo 
de  la  nave  por  orden  del  gobierno  ,  ú  otra  causa  indepen- 
diente'de  la  voluntad  del  naviero,  los  marineros  ajustados _ 
por  el  viaje  cumplan  sus  contratas  en  los  términos  conveni- 
dos hasta  la  conclusion  de  este ,  sin  poder  pedir  aumento 
de  precio  por  causa  de  la  detención.  La  razón  es  que  el  na- 
viero en  el  primer  caso  y  los  marineros  en  el  segundo.,  esti- 
pulando un  precio  fijo  por  todo  el  viaje,  cualquiera  que 
fuese  su  duración,  tomaron  á  su  cargo  los  acaecimientos 
que  podrían  retardarlo.  No  podrá  pues  tampoco  el  naviero  ó 
capitán  pedir  á  los  pasajeros  aumento  de  precio  por  los  ali- 
mentos que  les  suministre  en  el  puerto  de  arribada.  ¿Qué 
será  si  los  pasajeros  sallan  á  tierra  ?  El  capitán  no  está  obli- 
gado á  mantenerlos  sino  á  bordo ,  á  no  ser  que  por  causa  de 
reparaciones  ú  otra  razón  cualquiera  no  puedan  permanecer 
en  la  nave,  pues  entonces  les  deberá  dar  una  indemnización. 

«  Art.  971.  No  tendrán  el  naviero  ni  el  capitán  responsa- 
bilidad alguna  de  los  perjuicios  que  puedan  seguirse  á  los 
cargadores  de  resultas  de  la  arribada  ,  como  esta  sea  legí- 
tima ;  pero  sí  la  tendrán  mancom uñadamente  siempre  que  no 
lo  sea.  »  =  Siendo  legítima  la  arribada  forzosa,  esto  es ,  no 
procediendo  de  dolo ,  negligencia  ó  imprevisión  culpable  del 
naviero  ó  del  capitán ,  no  se  pueden  imputar  á  estos  los  per- 
juicios que  esperimenten  los  cargadores  ,  pues  no  serán  sino 
efecto  de  caso  fortuito  ó  de  fuerza  mayor  de  que  ninguna  de 
las  partes  es  responsable  á  la  otra  ;  pero  no  siendo  legítima 
la  arribada,  aunque  sea  forzosa,  por  traer  su  origen  de  dolo, 
negligencia  ó  imprevisión,  tendrán  acción  los  cargadores 
para  el  resarcimiento  de  sus  perjuicios  contra  el  capitán  y 
el  naviero,  sin  que  el  naviero  pueda  escusarse  con  el  capitán 
ni  el  capitán  con  el  naviero ,  pues  el  naviero  tiene  que  res- 
ponder civilmente  de  las  indemnizaciones  en  favor  de  ter- 
cero á  que  haya  dado  lugar  la  conducta  del  capitán  en  el 
ejercicio  de  sus  funciones ,  art.  622  del  código ,  y  el  capitán 
como  jefe  y  director  de  la  nave  tiene  á  su  cargo  así  el  go- 
bierno y  la  inspección  inmediata  del  estado  del  buque  como 
la  custodia  y  cuidado  del  cargamento.  Mas  es  preciso  adver- 
tir que  el  naviero  puede  librarse  de  la  responsabilidad  civil 
que  tiene  de  los  hechos  del  capitán  ,  haciendo  abandono  de 
la  nave  con  todas  sus  pertenencias,  y  los  fletes  que  haya  de- 
vengado en  el  viaje;  art.  622.  Véanse  los  arts.  776,777, 
778  y  779  con  sus  respectivas  esplicaciones  en  la  palabra 
Fletamento ,  donde  se  habla  de  las  consecuencias  de  la  ar- 
ribada por  causa  de  accidente  que  inhabilite  al  buque  para 
continuar  la  navegación. 

«  Art.  972.  Tendráse  por  legítima  toda  arribada  forzosa 
que  no  proceda  de  dolo  ,  negligencia  é  imprevisión  culpable 
del  naviero  ó  del  capitán.  »  =  La  arribada  que  no  proceda 
de  dolo  ,  negligencia,  impericia,  imprevisión  ú  otra  especie 
de  culpa  ,  será  efecto  de  caso  fortuito  que  no  pudo  evitarse 
ó  de  fuerza  mayor  insuperable,  y  por  consiguiente  debe  re- 
putarse legítima ,  esto  es ,  hecha  con  arreglo  á  lo  que  pre- 
viene la  ley  en  beneficio  de  los  intereses  del  naviero  y  de  los 
cargadores. 

«  Art.  973.  No  se  considerará  legítima  la  arribada  en 
los  casos  siguientes  :  —  Io.  procediendo  la  falta  de  víveres 
de  no  haberse  hecho  el  aprovisionamiento  necesario  para  el 
viaje ,  según  uso  y  costumbre  de  la  navegación  ,  ó  de  que 
se  hubiesen  perdido  y  corrompido  por  mala  colocación  ó 
descuido  en  su  buena  custodia  y  conservación  ;  —  2o.  si  «1 
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riesgo  de  enemigos  ó  piratas  no  hubiese  sido  bien  conocido , 
manifiesto  y  fundado  en  hechos  positivos  y  justificables  : 
—  5o.  cuando  el  descalabro  que  la  nave  hubiere  padecido 
tenga  origen  de  no  haberla  reparado,  pertrechado,  equipado 
y  dispuesto  competentemente  para  el  viaje  que  iba  á  em- 
prender :  —  h°.  siempre  que  el  descalabro  provenga  de  al- 
guna disposición  desacertada  del  capitán,  ó  de  no  haber 
tomado  las  que  convenían  para  evitarlo.  »  =  En  el  primer 
caso  hay  cierta  especie  de  dolo*y  negligencia  :  hay  cierta 
especie  de  dolo  cuando  no  se  hizo  el  aprovisionamiento  ne- 
cesario para  el  viaje,  pues  comete  dolo  el  que  sabe  que  está 
obligado  á  una  cosa ,  y  pudiendo  no  quiere  hacerla  :  Dolas 
est  in  en  qui  scit  se  ad  quidpiam  faciendum  tener  i ,  facereque 
polest  et  non  vult  :  hay  negligencia  cuando  los  víveres  están 
colocados  de  manera  que  pueden  corromperse  ó  perderse 
fácilmente  por  causa  de  las  olas  ó  de  los  vientos.  En  el  se- 
gundo caso  hay  cuando  menos  un  temor  infundado  con  el 
cual  no  puede  justificarse  la  arribada:  Vani  limoris  justa 
non  esl  excusalio.  En  el  tercer  caso  hay  también  dolo  como 
en  el  primero,  pues  efectivamente  engaña  á  los  cargadores  el 
que  no  puso  su  nave  en  estado  de  sostener  la  navegación  á 
que  se  la  destinaba,  sin  que  pueda  cubrirse  esta  falta  con  la 
visita  ó  fondeo  que  se  hubiere  hecho  según  lo  prevenido  en 
los  arts.  388  y  6¿8  del  código  de  comercio.  En  el  cuarto  caso 
hay  impericia  é  imprevisión  :  impericia  inescusahle,  porque 
cada  cual  debe  tener  la  pericia  necesaria  en  el  arte  que  pro- 
fesa :  Unusquisquc  peritiam  in  arte  sua prœstare  débet:  im- 
previsión culpable,  porque  el  que  no  prevé  lo  que  debe  prever 
cae  en  culpa  :  Ule  qui  non  prcevidet  quod  prcevidere  debuit, 
in  culpa  est.  Es  claro  pues  que  en  lodos  estos  casos  no  puede 
considerarse  legítima  la  arribada ,  y  que  por  consiguiente 
los  perjuicios  que  ocasione  á  los  cargadores  recaen  sobre  el 
capitán  y  el  naviero,  con  arreglo  alo  dicho  en  el  artículo  971 
y  su  esplicacion.  Véase  también  el  artículo  779,  en  la  pala- 
bra Fletamiento. 

"«  Art.  97'í.  Solo  se  procederá  á  la  descarga  en  el  puerto 
de  arribada  cuando  sea  de  indispensable  necesidad  hacerla 
para  practicar  las  reparaciones  que  el  buque  necesite ,  ó 
para  evitar  daño  y  avería  en  el  cargamento.  —  En  ambos 
casos  debe  preceder  á  la  descarga  la  autorización  del  tribu- 
nal ó  autoridad  que  conozca  de  los  asuntos  mercantiles.  — 
En  puerto  estranjero ,  donde  haya  cónsul  español,  será  de 
su  cargo  dar  esta  autorización.  »  =  ¿Quién  deberá  soportar 
los  gastos  que  se  ocasionen  en  descargar  y  volver  á  cargar 
las  mercaderías  en  los  casos  de  este  artículo?  Si  la  descarga 
se  hace  por  disposición  de  los  cargadores  ó  con  autorización 
del  tribunal  que  estima  conveniente  esta  medida  para  evitar 
daño  y  avería  en  la  conservación  de  los  efectos,  serán  dichos 
gastos  de  cuenta  de  los  mismos  cargadores  ,  puesto  que  no 
ceden  sino  en  beneficio  suyo_,  art.  773  en  la  palabra  Flela- 
mentó;  pero  si  se  hace  la  descarga  sin  intervención  de  los 
«cargadores  ni  del  tribunal ,  ó  aunque  se  haga  con  ella  no 
tiene  por  objeto  sino  facilitar  las  reparaciones  del  buque  , 
habrán  de  sobrellevarse  entonces  los  gastos  por  el  naviero  ó 
su  mandatario  el  capitán.  Es  claro  que  se  habla  en  la  supo- 
sición de  que  la  arribada  sea  legítima;  pues  si  procediere  de 
culpa  del  capitán  ó  del  naviero,  estos  serán  siempre  respon- 
sables de  todos  los  gastos  y  perjuicios. 

Nunca  ha  de  hacerse  la  descarga  sin  que  acceda  la  auto- 
ridad competente  ,  la  cual  debe  mirar  por  los  intereses  del 
naviero ,  de  los  dueños  de  las  mercaderías  ,  de  los  asegura- 
dores y  prestadores  á  la  gruesa.  Esta  autoridad  es  en  terri- 
torio español  el  tribunal  de  comercio  del  puerto  de  la  arri- 
bada ,  y  en  su  defecto  el  juez  ordinario  :  en  pais  estranjero 
es  el  cónsul  español,  y  no  habiéndolo  la  autoridad  judicial 
que  conozca  de  los  negocios  mercantiles.  " 

«  Aut.  978.  El  capitán  tiene  á  su  cargo  la  custodia  del 
cargamento  que  se  desembarque ,  y  responde  de  su  conser- 
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vacion  ,  fuera  de  los  accidentes  de  fuerza  insuperable.  »  = 
El  capitán  es  responsable  del  cargamento  desde  que  se  le 
hace  la  entrega  de  él  en  la  orilla  del  agua  ,  ó  en  el  muelle 
del  puerto  donde  se  carga,  hasta  que  lo  pone  en  la  orilla  ó 
muelle  del  puerto  de  la  descarga  ó  destino ,  si  otra  cosa  no  se 
hubiese  pactado,  art.  08 1  ;  y  por  consiguiente  no  puede  que- 
dar esento  de  su  responsabilidad  hacia  los  cargadores-  du- 
rante este  desembarque  y  depósito  accidental,  que  suele  ha- 
cerse en  algún  almacén  ,  a  no  ser  que  sobreviniese  algua 
acaecimiento  de  fuerza  insuperable,  en  cuyo  caso  no  se  lo 
podria  hacer  cargo,  porque  nunca  se  imputan  al  capitán  los 
daños  que  se  ocasionan  al  buque  ó  su  cargamento  por  fuerza 
mayor  insuperable  ó  caso  fortuito  que  no  pudo  evitarse , 
art.  682,  por  la  regla  general  de  que  Nemini  polest  impu- 
tari  quod  humana  providenlia  régi  nonpotest.  Y  ¿quién  pa- 
gará los  gastos  de  almacenaje?  El  mismo  á  quien  toque 
pagar  los  de  descarga  y  recarga,  conforme  á  lo  dicho  en  las 
observaciones  al  artículo  antecedente. 

«  Art.  976.  Reconociéndose  en  el  puerto  de  la  arribada 
que  alguna  parte  del  cargamento  ha  padecido  avería ,  hará 
el  capitán  su  declaración  á  la  autoridad  que  conozca  de  los 
negocios  de  comercio,  dentro  de  las  veinte  y  cuatro  horas,  y 
se  conformará  á  las  disposiciones  que  dé  sobre  los  géneros 
averiados  el  cargador  ó  cualquiera  representante  de.esle 
que  se  halle  presente.  »  =  Hállese  ó  no  presente  el  carga- 
dor, debe  siempre  el  capitán  hacer  á  la  autoridad  su  decla- 
ración de  avería  ,  pues  no  suele  ser  el  cargador  el  único  in- 
teresado en  la  conservación  del  cargamento.  Por  el  artículo 
670  que  puede  verse  en  la  palabra  Capitán  ,  está  prevenido 
generalmente  que  el  capitán  que  corriere  temporal,  ó  consi- 
dere que  hay  daño  ó  averia  en  la  carga  ,  formalice  su  pro- 
testa en  el  primer  puerto  adonde  arribe  dentro  de  las  veinte 
y  cuatro  horas  siguientes  á  su  arribo,  y  la  ratifique  dentro 
del  mismo  término  luego  que  llegue  al  de  su  destino,  proce- 
diendo en  seguida  á  la  justificación  de  los  hechos,  sin  que 
hasta  quedar  evacuada  pueda  abrirlas  escotillas. 

«  Art.  977.  No  hallándose  en  el  puerto  el  cargador,  ni 
persona  que  lo  represente,  se  reconocerán  los  géneros  por 
peritos  nombrados  por  los  jueces  de  comercio,  ó  el  agente 
consular  en  su  caso,  los  cuales  declararán  la  especie  de  daño 
que  hubieren  encontrado  en  los  efectos  reconocidos,  los  me- 
dios de  repararlo  ó  evitar  al  menos  su  aumento  ó  propagación, 
y  si  podrá  ser  ó  no  conveniente  su  reembarque  y  conducción 
al  puerto  donde  estuvieren  consignados.  — .En  vista  de  la 
declaración  de  los  peritos,  proveerá  el  tribunal  lo  que  estime 
mas  útil  á  los  intereses  del  cargador,  y  el  capitán  pondrá  en 
ejecución  lo  decretado,  quedando  responsable  de  cualquiera 
infracción  ó  abuso  que  se  cometa.  »  =  La  intervención  de 
la  autoridad  tiene  por  objeto  mirar  por  el  bien  de  los  intere- 
sados en  el  cargamento,  y  prevenir  los  abusos  y  arbitrarie- 
dades que  podria  cometer  el  capitán ,  si  tuviese  la  facultad 
de  obrar  por  sí  solo. 

«  Aíit.  978.  Se  podrá  vender  con  intervención  judicial  y 
en  pública  subasta  la  parte  de  los  efectos  averiados  que  sea 
necesaria  para  cubrir  los  gastos  que  exíjala  conservación  de 
los  restantes ,  en  caso  que  el  capitán  no  pudiere  suplirlos  de 
la  caja  del  buque  ,  ni  hallare  quien  los  prestase  á  la  gruesa. 
—  Tanto  el  capitán  como  cualquiera  otro  que  haga  la  anti- 
cipación, tendrá  derecho  al  rédito  legal  de  la  cantidad  que 
anticipe,  y  á  su  reintegro  sobre  el  producto  de  los  mismos 
géneros  con  preferencia  á  los  demás  acreedores  de  cualquier 
clase  que  sean  sus  créditos.  »  =La  venta  en  pública  subasta 
suele  ser  ruinosa  para  los  propietarios ,  pues  casi  nunca  se 
hace  sino  à  un  precio  muy  inferior  "al  verdadero  valor  de  las 
cosas.  Por  eso  aquí  tomando  en  consideración  el  interés  de 
los  cargadores,  no  se  confiere  al  capitán  la  facultad  de  pro- 
ceder á  ella  sino  después  de  haber  tentado  inútilmente  los 
medios  que  se  designan  ;  y  por  eso  al  que  haga  la  anticipa- 
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cîon  del  dinero  se  concede  el  rédito  legal ,  que  es  de  un  seis 
por  ciento  al  año  ,  y  la  ventaja  de  reintegrarse  del  préstamo 
sobre  el  producto  de  los  géneros  con  preferencia  á  todos  los 
demás  acreedores.  —  Qué  es  lo  que  deba  practicar  el  capi- 
tán que  se  halle  sin  fondos  para  reparar  y  aprovisionar  la 
nave,  si  se  necesitare,  en  caso  de  arribada,  puede  verse  en 
el  art.  6W  bajo  la  palabra  Capitán. 

«  Art.  979.  No  pudiendo  conservarse  los  géneros  averia- 
dos sin  riesgo  de  perderse  ,  ni  permitiendo  sa  estado  que  se 
dé  lugar  à  que  el  cargador  ó  su  consignatario  den  por  sí  las 
disposiciones  que  mas  le  conviniesen  ,  se  procederá  á  ven- 
derlos con  las  mismas  solemnidades  prescritas  en  el  articulo 
anterior,  depositándose  su  importe ,  deducidos  los  gastos  y 
fletes,  á  disposición  de  los  cargadores.  »=¿  Cuáles  sonlos  fle- 
tes que  han  de  deducirse?  ¿los  contratados  por  todo  el  viaje, 
ó  solamente  los  que  correspondan  hasta  el  puerto  de  la  ar- 
ribada? Como  la  necesidad  de  vender  los  géneros  averiados 
procede  de  un  acaecimiento  de  fuerza  mayor,  y  como  por 
otra  parte  ya  no  se  verifica  su  transporte  al  puerto  de  su 
destino,  parece  natural  que  así  como  el  cargador  pierde  sus 
mercancías  ó  al  menos  la  mayor  parte  de  su  valor,  pierda 
también  el  capitán  los  fletes  que  corresponderían  desde  el 
puerto  de  la  arribada  hasta  el  de  la  consignación  y  perciba 
solamente  los 'devengados  desde  el  puerto  de  la  carga  hasta 
el  de  la  arribada.  Así  creo  se  infiere  por  inducción  de  los 
arts.  787,  788  y  790,  que  pueden  verse  en  la  palabra  Fleta- 
mentó.  Es  verdad  que  según  el  art.  789  devengan  flete  ínte- 
gro las  mercaderías  que  sufran  deterioro  por  caso  fortui- 
to, etc.  ;  pero  aquel  artículo  supone  que  las  mercaderías 
deterioradas  se  han  transportado  al  paraje  convenido,  loque 
no  sucede  en  el  presente  caso. 

«  Art.  980.  Cesando  el  motivo  que  obligó  á  la  arribada 
forzosa ,  no  podrá  el  capitán  diferir  la  continuación  de  su 
viaje,  y  será  responsable  de  los  perjuicios  que  ocasione  por 
dilación  voluntaria.  »  =  Véase  el  art.  756  y  su  esplicacion 
en  la  palabra  Fletamenlo. 

«  Art.  98 i.  Si  la  arribada  se  hubiere  hecho  por  temor 
de  enemigos  ó  piratas  ,  se  deliberará  la  salida  de  la  nave  en 
junta  de  oficiales,  con  asistencia  de  los  interesados  en  el  car- 
gamento que  se  hallen  presentes,  en  los  mismos  términos  que 
para  acordar  las  arribadas  previene  el  art.  969.  »  =  Esta 
junta  tiene  por  objeto  examinar  los  fundamentos  que  haya 
para  creer  que  se  ha  desvanecido  ya  el  peligro  que  habia  de 
caer  en  manos  de  enemigos  ó  piratas.  Si  el  capitán  se  hi- 
ciere á  la  vela  sin  el  acuerdo  de  la  junta,  se  haria  responsa- 
ble de  los  perjuicios  que  sobreviniesen  por  causa  de  los  pi- 
ratas ó  enemigos  (1). 

-J-  ARRIBADAS ,  recaladas  y  naufragios.  La  instruc- 
ción de  aduanas  de  5  de  abril  de  1845  en  su  capítulo  10 
contiene  lo  que  se  inserta. 

Art.  188.  No  se  permitirá  arribar  á  ningún  puerto,  playa 
ó  fondeadero  no  habilitados  buque  alguno  que  proceda  del 
estranjero.  —  El  cuerpo  de  carabineros  v  demás  empleados 
de  Hacienda  cuidarán  del  exacto  cumplimiento  de  este  ar- 
tículo. 

Art.  189.  Los  empleados  de  aduanas  que  autoricen  ó 
consientan  la  descarga  de  alguna  parte  de  las  mercaderías 
que  lleven  los  buques  ,  en  puerto  no  habilitado  para  la  clase 
de  comercio  que  hagan,  fuera  da  los  casos  y  con  las  formali- 
dades prescritas  en  los  dos  artículos  siguientes  ,  ademas 
de  ser  sepasados  inmediatamente  de  sus  empleos,  quedaran 
sujetos  á  responder  en  juicio  de  su  delito  de  infidelidad. 

(1  )  Sobre  esta  materia  téngase  presente  el  tít.  5 ,  lib.  9  de  la 
Bec.  de  Ind.,  cuyas  leyes  están  tomadas  de  la  Ord.  de  arribadas; 
y  el  cap.  1 S  de  las  Ord.  de  Bilbao,  n.  21  ,  y  la  providencian.  12, 
tom.  2  de  Beleña ,  para  evitar  abusos  de  los  buques  esiranjeros  á 
pretesto  de  arribadas. 


Art.  190.  Si  por  arribada  forzosa  entrase  algtm  buque  en 
los  puntos  indicados  ,  el  capitán  deberá  presentar  el  mani- 
fiesto prescrito  en  el  art.  23  ,  y  no  se  admitirá  en  él  rectifi- 
cación alguna. —  Los  carabineros  impedirán  la  entrada  y 
salida  de  cualquier  objeto  en  la  embarcación.  —  Si  para  re- 
parar averías  ó  reponer  el  rancho  pidiese  el  capitán  que  se 
le  permita  la  descarga  ó  venta  de  algunos  efectos,  precisa- 
mente de  lícito  comercio,  se  lo  concederá  el  administrador 
de  la  aduana ,  después  de  presentada  la  correspondiente 
declaración  del  consignatario  ,  observando  todas  las  reglas 
establecidas  para  el  despacho  de  los  artículos  lícitos  y  con 
el  debido  adeudo  de  derechos.  Véase  Aranceles  de  aduanas. 

Art.  191.  Cuando  naufrague  algún  buque  en  el  puerto 
ó  en  las  costas  ,  los  administradores  contribuirán  con  sus 
ausilios  á  salvar  el  cargamento.  En  esta  operación  deben 
entender  los  comandantes  de  marina;  pero  recogerán  aque- 
llos una  llave  de  los  almacenes  en  que  se  hiciesen  los  depó- 
sitos por  cuenta  de  los  interesados. — Si  los  buques  náufragos 
se  habilitaren  ,  recogerán  su  cargamento  sin  gravamen  al- 
guno. —  Si  se  inutilizaren  y  los  propietarios  tratasen  de 
reembarcar  sus  efectos  en  buques  de  cualquiera  bandera,  se 
concederá  libremente  con  la  debida  cuenta  y  razón.  —  Si 
les  acomodase  despachar  de  entrada  parte  del  cargamento 
de  géneros  ó  efectos  lícitos  salvados ,  se  trasladarán  á  los 
almacenes  de  la  aduana  para  el  adeudo  de  derechos  y  se  les 
obligará  al  reembarco  de  los  ilícitos  ,  supliéndose  en  estos 
casos  la  formación  del  manifiesto  del  modo  que  permitan  las 
circunstancias.  —  Si  para  atender  á  los  gastos  de  naufragio 
fuese  preciso  vender  alguna  parte  de  los  géneros  prohibidos, 
se  dará  cuenta  al  intendente ,  para  que  justificada  la  necesi- 
dad, consulte  á  la  dirección  general  de  Aduanas  y  aguarde 
su  resolución ,  á  no  ser  que  el  comprador  los  destine  para 
el  estranjero  ó  para  América  ,  en  cuyo  caso  se  almacenarán 
en  la  aduana ,  hasta  que  se  verifique  su  embarque  con  las 
precauciones  prevenidas. 

Art.  192.  Si  en  casos  estraordinarios  de  temporal  ó  ave- 
rías fondease  en  puertos  ó  calas  algún  buque  con  cargamento 
de  géneros  estranjeros,  se  les  facilitarán  los  ausilios  de  hos- 
pitalidad, sin  perjuicio  de  tomar  las  precauciones  necesarias 
para  asegurar  los  intereses  nacionales.  —  Se  adoptarán  asi- 
mismo las  medidas  convenientes  á  fin  de  que  ,  después  de 
haber  recibido  los  socorros  necesarios ,  sigan  su  viaje  y  no 
permanezcan  anclados,  valiéndose  de  todos  los  medios  que 
estén  al  alcance  de  los  empleados  de  la  Hacienda ,  hasta  el 
de  servirse  de  la  fuerza  armada. 

ARRIENDO.  El  contrato  de  arrendamiento  ,  y  también 
el  precio  ó  renta  que  en  él  se  estipula.  Véase  Arrendamiento. 

ARRIERO.  El  que  conduce  bestias  de  carga,  y  trajina 
con  ellas  de  un  lugar  á  otro.  Véase  Arrendamiento  de  tra- 
bajo personal ,  §  II. 

ARROGACIÓN.  El  acto  de  prohijar  ó  recibir  bajo  nues- 
tro poder  como  hijo  propio  con  real  autorización  al  hijo 
ajeno  que  no  está  bajo  la  patria  potestad  por  haber  salido 
de  ella  ó  por  no  tener  padre  :  «  Porfijamiento  de  home  que 
es  por  sí  et  non  ha  padre  carnal ,  ó  si  lo  ha ,  es  salido  de  su 
poder  et  cae  nuevamiente  en  poder  de  aquel  que  le  porfija  »  ; 
ley  7,  lit.  7,  Part.  U. 

Puede  arrogar  el  que  puede  adoptar,  con  arreglo  á  lo  di- 
B  eho  en  el  artículo  Adopción.  Sin  embargo  el  tutor,  que  es  el 
que  tiene  en  guarda  la  persona  y  bienes  de  un  menor  de  ca- 
torce años ,  no  puede  arrogar  ó  prohijar  á  su  pupilo  ,  sino 
despues  que  este  haya  cumplido  la  edad  de  veinte  y  cinco 
años,  y  aun  entonces  necesita  para  hacerlo  de  real  otorga- 
miento, por  la  sospecha  que  hay  de  que  el  tutor  arrogando 
á  su  menor  podria  fácilmente  perjudicarle  en  sus  intereses, 
ora  no  dándole  cuentas  de  la  administración  de  sus  bienes, 
ora  no  dándoselas  con  la  debida  exactitud;  ley  6 ,  tit.  16, 
Parí.  lt. 
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Puede  ser  arrogado  cualquiera  que  se  halla  fuera  de  la 
patria  potestad ,  ora  tenga  ó  no  tenga  padre  ,  ora  sea  hijo  de 
padres  conocidos  ó  ignorados ,  ora  sea  legitimo  ó  ilegítimo  , 
ora  esté  ó  no  esté  en  tutela  ó  curaduría.  Mas  ¿puede  el  hijo 
natural  ser  arrogado  por  su  padre  ó  madre?  Entre  los  Ro- 
manos podia  serlo  antiguamente,  y  aun  era  muy  frecuente 
esta  arrogación  de  los  hijos  naturales  por  sus  padres,  sin  que 
sirviese  de  obstáculo  la  consideración  de  que  siendo  la  adop- 
ción ó  arrogación  una  imagen  de  la  paternidad  real  parece 
que  no  puede  acomodarse  al  caso  en  que  el  adoptante  es 
padre  carnal  del  adoptado ,  pues  en  este  principio  veian  una 
ficción  y  nada  mas  ;  pero  Justino  y  después  Jústimano  pro- 
hibieron la  arrogación  de  los  hijos  naturales  por  sus  padres, 
ordenando  que  aquellos  no  pudieran  en  lo  sucesivo  adquirir 
por  adopción  los  derechos  de  hijos  legítimos.  Entre  nosotros, 
dispone  el  Fuero  Real  en  la  ley  7  del  tít.  22 ,  que  el  que 
quiera  recibir  por  su  hijo  al  natural  habido  en  mujer  no  legí- 
tima ,  debe  acudir  con  el  mismo  ante  el  rey  ú  hombres  bue- 
nos, diciendo  que  aquel  es  su  hijo,  nombrando  la  mujer  en 
quien  le  hubo,  y  espresando  que  le  recibe  por  hijo;  pero 
este  acto  mas  bien  parece  un  acto  de  reconocimiento  de  hijo 
natural ,  que  no  un  acto  de  adopción  ó  arrogación.  El  código 
de  las  Partidas  no  parece  que  se  manifiesta  contrario  á  la 
arrogación  de  los  hijos  naturales  por  sus  padres,  antes  bien 
por  el  hecho  de  decir  en  el  preámbulo  y  en  la  ley  1  del  tít. 
16 ,  Part,  h ,  que  los  hombres  pueden  ser  hijos  de  otros  por 
prohijamiento,  aunque  no  lo  sean  por  naturaleza  ,  maguer 
non  lo  sean  naturalmiente,  supone  que  los  que  lo  son  por  na- 
turaleza pueden  serlo  también  por  prohijamiento.  Como 
quiera  que  sea ,  mientras  no  haya  ley  que  prohiba  la  arro- 
gación de  los  hijos  naturales  por  sus  padres ,  no  aparece  ra- 
zón bastante  fuerte  para  no  admitirla  en  los  casos  que  ocur- 
ran. Se  dirá  que  con  esta  arrogación  quedarían  eludidas  las 
leyes  que  fijan  la  suerte  de  los  hijos  naturales ,  y  se  les  da- 
rían derechos  que  no  tienen;  pero  ¿qué  inconveniente  hay 
en  que  tengan  como  adoptivos  ó  arrogados  derechos  de  que 
carecían  como  naturales  ?  Un  nuevo  título  produce  nuevos 
derechos.  El  mayor  argumento  que  puede  hacerse  contra  la 
facultad  de  arrogar  uno  sus  propios  hijos,  es  el  de  la  inmo- 
ralidad que  algunos  creen  descubrir  en  el  ejercicio  de  ella; 
dero  ademas  de  que  igual  objeción  milita  contra  la  facultad 
del  reconocimiento ,  no  puede  considerarse  contrario  á  la 
moral  lo  que  los  Romanos  admitían  sin  dificultad  aun  en 
tiempo  de  sus  censores  ;  y  nadie  dirá  por  cierto  que  es  me- 
jor para  la  sociedad  dejar  á  un  hijo  en  el  abandono ,  que 
hacer  uso  de  un  medio  que  se  presenta  para  mejorar  su 
estado. 

Como  la  arrogación  es  un  contrato  entre  el  que  arroga  y 
el  que  es  arrogado  ,  según  supone  el  preámbulo  del  tít.  16 
de  la  Partida  h ,  es  claro  que  se  necesita  el  consentimiento 
espreso  de  ambos ,  sin  que  baste  el  consentimiento  tácito 
del  que  va  á  ser  prohijado  :  aunque  basta  en  la  adopción 
-.■«spécial,  ley  1 ,  d.  lit.  16,  Part,  h  ;  y  como  el  infante  ó  me- 
I  ñor  de  siete  años  carece  de  la  competente  capacidad  para 
consentir  ,  de  ahí  es  que  no  puede  ser  arrogado  ,  ley  h ,  d. 
:pit.  16  (1),  sin  que  la  autoridad  del  tutor  sea  suficiente  para 
"  darle  á  otro  en  arrogación ,  porque  carece  de  la  patria  po- 
testad. 

Como  la  arrogación  es  un  contrato  que  en  cierta  manera 
puede  decirse  irrevocable ,  y  que  produce  cambios  impor- 
tantes ,  no  solo  en  los  bienes  sino  también  en  el  estado  de  la 

m  i 

(1)  Hay  ademas  otra  razón  ;  y  es  que  como  en  la  arrogación  el 
home  que  es  por  sí,  cae  nuevamente  en  poder  de  aquel  que  lo 
porfija,  según  dice  la  ley,  y  como  á  nadie  se  puede  privar  de  sus 
derechos  contra  su  voluntad ,  por  esto  se  exige  el  consentimiento 
espreso  del  arrogado,  y  consiguientemente  no  lo  puede  ser  el  in- 
fante ,  como  incapaz  de  consentir. 


persona ,  parece  que  no  debia  tener  lugar  hasta  que  el  que 
quiere  ser  arrogado  llegase  á  la  edad  de  veinte  y  cinco  años, 
como  entre  los  Franceses  ,  ó  á  lo  menos  á  la  de  la  pubertad, 
como  antiguamente  entre  los  Romanos.  Sin  embargo ,  el  có- 
digo de  las  Partidas ,  considerando  al  mayor  de  siete  años 
con  alguna  capacidad  para  entender  y  consentir,  y  no  que- 
riendo privarle  de  las  ventajas  que  puede  producirle  la  ar- 
rogación ,  le  concede  el  beneficio  de  que  pueda  ser  arroga- 
do ,  bien  que  con  las  oportunas  precauciones  para  evitarle 
perjuicios  ,  como  vamos  á  ver,  ley  h,  lit.  16  ,  Part.  4. 

La  arrogación  no  puede  hacerse  privadamente  entre  los 
interesados ,  así  como  tampoco  la  adopción  especial  ;  pues 
siendo  el  que  desea  ser  arrogado  mayor  de  siete  años  y  me- 
nor de  catorce ,  debe  intervenir  otorgamiento  del  rey,  dado 
con  conocimiento  de  causa  ;  ley  U,  tít.  16,  Part.  U.  El  que 
quiere  arrogar  y  el  que  desea  ser  arrogado  han  de  manifes- 
tar á  la  real  persona  su  voluntad  y  determinación  de  recibir 
el  primero  al  segundo  por  hijo,  y  el  segundo  al  primero  por 
\>adre  :  el  rey  examina  si  el  arrogador  reúne  las  calidades  ó 
circunstancias  que  exige  la  ley  para  poder  arrogar,  si  es  rico 
ó  pobre,  si  es  pariente  ó  no  del  que  ha  de  ser  arrogado,  si 
tiene  hijos  que  le  hereden  ó  si  por  razón  de  su  edad  puede 
todavía  tenerlos ,  si  goza  de  buena  reputación ,  si  se  mueve 
por  afección  ó  quizá  por  miras  de  interés  ;  y  entendiendo  en 
vista  de  todo  que  la  arrogación  ha  de  ser  útil  al  que  desea 
someterse  á  ella ,  concede  su  licencia  ó  rescripto  para  que 
se  lleve  á  efecto  ;  en  cuya  virtud  se  hace  la  arrogación  me- 
diante escritura  ante  escribano  público  ,  dando  caución  el 
arrogador  de  que  si  el  arrogado  muriere  antes  de  la  puber- 
tad ,  entregará  todos  los  bienes  de  este  á  las  personas  que 
tengan  derecho  á  heredarlos  ,  bien  que  de  todos  modos  de- 
berá entregarlos  ,  aunque  no  hubiese  dado  la  caución;  ley 
U,  tít.  16,  Part.  U,  y  ley  92,  tít.  18,  Part.  3. 

La  ley  ,  como  hemos  visto ,  exige  el  otorgamiento  del  rey 
solamente  en  la  arrogación  del  que  es  mayor  de  siete  años  y. 
menor  de  catorce.  ¿Qué  será  si  el  que  quiere  ser  arrogado 
pasa  de  la  edad  de  catorce  años?  ¿Será  necesaria  también 
entonces  la  real  licencia,  ó  bastará  la  judicial  ?  Entre  los 
Romanos  siempre  se  requería  la  licencia  del  príncipe;  pero 
entre  nosotros  es  suficiente  la  del  juez ,  pues  que  la  ley ,  por 
el  hecho  de  establecer  la  necesidad  de  la  autorización  real 
para  la  arrogación  del  menor  de  catorce  años  ,  la  escluye 
claramente  en  la  arrogación  del  que  pasa  de  dicha  edad  , 
considerando  sin  duda  que  el  que  ha  llegado  á  la  pubertad 
no  es  ya  tan  menguado  de  entendimiento  que  no  pueda  co- 
nocer sus  intereses  en  asunto  tan  importante  ;-  bien  que  el 
juez  habrá  de  practicar  las  mismas  diligencias  que  el  rey 
antes  de  prestar  su  otorgamiento. 

Los  efectos  especiales  de  la  arrogación  son  los  siguientes. 

Io.  El  arrogado  pasa  á  la  patria  potestad  del  arrogador 
como  si  fuese  su  hijo  legítimo ,  no  solo  con  su  persona  sino 
también  con  sus  bienes  ;  pues  pasando  la  persona  que  es  lo 
principal ,  deben  pasar  los  bienes  como  accesorios,  de  ma- 
nera que  el  arrogador  goza  en  ellos  el  derecho  de  usufructo, 
mientras  tiene  al  arrogado  en  su  poder;  leyes  7  y  8,  tít.  16, 
Part.  U. 

2o.  El  arrogado  es  heredero  forzoso  del  arrogador,  no  solo 
ab  inlestato  sino  también  por  testamento ,  cuando  este  no 
tiene  ascendientes  ni  descendientes  legítimos  ó  naturales  (2)  ; 

(2)  Como  dice  el  Dr.  Alvarez  tratando  de  la  sucesión  de  los  des- 
cendientes ab  inlestato  :  «  El  hijo  arrogado,  según  nuestro  dere- 
cho ,  heredará  del  arrogante  la  cuarta  parte  de  sus  bienes,  ley  8, 
tít.  16  ,  Part. .4,  y  el  adoptivo  sucederá  á  su  padre  adoptante  en 
todos  (  leyes  9  y  i 0 ,  tít.  1 6 ,  Part.  4  )  siempre  que  ni  uno  ni  otro 
tengan  hijos  legítimos,  pues  si  los  tuvieren,  en  nada  les  sucederán; 
leyes  S  ,  tít.  6  ,  lib.  5 ,  y  1  y  S  ,  tít.  22 ,  lib.  4  del  Fuero  Real.  » 
O  como  mas  claro  se  lee  en  el  g  9,  cap.  6,  tít.  2,  lib.  2  del  Febrero 
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pues  habienio  descendientes ,  no  podrá  percibir  el  arrogado 
sino  el  quinto  de  los  bienes  del  arrogador  ,  y  habiendo  solo 
ascendientes  el  tercio  ,  porque  todos  los  bienes  de  los  pa- 
dres son  légitima  de  los  hijos  menos  la  quinta  parte,  de  que 
aquellos  pueden  disponer  libremente ,  y  lodos  los  bienes  de 
los  hijos  que  no  tienen  descendientes  son  legítima  de  los  pa- 
dres ,  escepto  la  tercera  parte ,  de  que  pueden  igualmente 
disponer  aquellos  á  favor  de  quien  les  parezca  ;  ley  8,  lit.  16, 
Part.  U;  ley  b,  tit.  6,  lib.  3,  Fuero  Real;  ley  1,  til.  22,  lib. 
h,  Fuero  Real;  leyes  1  y  7,  tit.  20,  lib.  10,  Nov.  Rec. 

5o.  El  arrogador  no  puede  sacar  de  su  poder  al  arrogado, 
sino  por  justa  causa  que  pueda  probar  ante  el  juez ,  esto  es, 
por  bacer  el  arrogado  tal  tuerto  ó  tal  cosa  por  que  se  ha  de 
mover  ó  muy  yranl  saña  el  arrogador ,  ó  por  haber  institui- 
do un  tercero  por  su  heredero  al  arrogado  bajo  la  condición 
de  que  el  arrogador  le  saque  de  su  poder  :  en  cuyos  dos 
casos  puede  efectivamente  sacarle  de  su  potestad,  devolvién- 
dole lodos  los  bienes  con  que  entró  en  ella;  ley  7,  tit.  16, 
Part.  h. 

U°.  Así  como  no  puede  el  arrogador  sacar  de  su  poder  al 
arrogado,  no  debe  tampoco  desheredarle  sin  justa  causa  ; 
pero  si  le  despidiere  ó  desheredare  sin  ella ,  no  solo  está 
obligado  á  restituirle  todos  los  bienes  que  trajo  con  todas 
las  ganancias  que  después  hizo  ,  menos  el  usufructo  relativo- 
al  tiempo  de  la  duración  de  la  patria  potestad ,  sino  que  debe 
también  darle  la  cuarta  parte  de  sus  bienes  propios  ;  ley  8  , 
lit.  16,  Part,  h  :  bien  que  si  tuviere  descendientes  legítimos, 
no  ha  de  darle  la  cuarta  sino  solo  la  quinta  parte  de  sus  bie- 
nes por  via  de  alimentos.  Véase  Adopción. 

ARROGADO.  El  que  estando  fuera  de  la  patria  potestad 
por  haber  salido  de  ella  ó  por  no  tener  padre ,  ha  sido  pro- 
hijado ó  admitido  como  hijo  por  alguna  persona  con  real 
autorización.  Arroyado  es  lo  misino  que  adoptado  en  un  sen- 
tido, y  es  diferente  en  otro  :  es  lo  mismo,  en  cuanto  adoptado 
significa  lata  y  generalmente  cualquiera  que  ha  sido  pro- 
hijado; y  es  diferente,  en  cuanto  adoptado  denota  especial 

mejicano  :  «  Los  arrogados  ó  prohijados  por  via  de  arrogación 
sucederán  al  prohijante  por  testamento  y  ah  intestato  si  careciere 
de  legítimos  ;  ley  8 ,  tit.  16  ,  Part.  4  ,  y  gl.  de  la  siguiente ,  y  gl. 
fin.  de  la  ley  últ.,  tit.  15 ,  á  menos  que  en  la  arrogación  se  espresc 
que  sucedan  con  estos,  pues  entonces  le  sucederán.  Y  si  el  arro- 
gador echa  de  su  poder  al  arrogado ,  está  obligado  á  dejarle  la 
cuarta  parte  de  sus  bienes ,  ley  8  ,  lit.  1 6  ,  Part.  4 ,  escepto  que 
tenga  descendientes  legítimos,  pues  en  este  caso  se  limitará  al 
quinto  por  via  de  alimentos,  porque  en  el  esceso  uo  puede  per- 
judicar á  los  legítimos,  aun  cuando  tiene  obligación  de  alimentar 
á  los  que  no  lo  son  :  leyes  10  y  28  de  Toro  ;  Greg.  Lop.  en  dicha 
ley  8  ,  gl.  2  y  5.  »  En  el  Sala  reformado ,  hablando  de  sucesiones 
intestadas  también  con  suma  claridad ,  se  esplica  esta  materia  así  : 
«  Los  hijos  adoptivos,  si  lo  son  propiamente,  suceden  en  todos 
los  bienes  del  adoptante ,  y  siendo  adrogados  en  la  cuarta  parte 
de  los  del  adrogador  ;  mas  esto  debe  entenderse  según  los  intér- 
pretes (Greg.  Lop.  y  Pichardo)  y  atendidas  varias  leyes  (11.  5  , 
tit.  6,  lib.  5,  y  d  ,  lit.  22,lib.  4,  Fuero  Real., y  1  y  10,  tit.  8, 
lib.  5,  Recop.  de  Cast.  )  cuando  no  hay  hijos  legítimos  ;  pues  ha- 
biéndolos en  nada  suceden.  Acevedo  sobre  ia  ley  1 ,  tit.  8,  lib.  5, 
Rec,  n.  66,  es  de  opinion  que  lo  mismo  3ebe  suceder  cuando  solo 
hay  ascendientes  legítimos  y  naturales. 

Es  de  notar,  como  ya  lo  dijo  el  autor  en  el  artículo  Adopción, 
que  este  derecho  de  sucesión  no  es  recíproco;  y  así  el  arrogador 
no  es  heredero  ab  intestato  del  arrogado.  La  ley  5 ,  tit.  22 ,  lib.  4 
del  Fuero  Real,  establece  que  si  el  recibido  muriese  antes  que 
el  recibidor,  este  no  le  hereda,  sino  los  parientes  naturales  del 
muerto  ;  pero  si  el  recibidor  muriese  antes ,  debe  dejar  la  quinta 
parte,  por  testamento  ó  ah  intestato,  al  prohijado,  y  cuando 
este  muere  después,  le  heredarán  sus  parientes  naturales.  —  El 
Dr.  Alvarez  hablando  de  la  sucesión  intestada  de  ascendientes , 
esceptúa  de  la  regla  de  reciprocidad  á  los  adoptivos. 


y  estrictamente  al  que  ha  sido  tomado  en  prohijamiento  de 
mano  de  su  padre.  Véase  Adoptado  y  Arrogación. 

ARROGADOR  ó  arrogante.  El  que  con  real  otorga-  ' 
miento  prohija  ó  recibe  por  hijo  á  oiro  que  no  está  sujeto  á 
la  patria  potestad,  sea  por  haber  salido  de  ella,  sea  por  no 
tsaer  padre  ó  por  no  ser  legítimo.  Las  calidades  ó  circuns- 
tancias que  debe  reunir,  y  las  obligaciones  que  contrae ,  se 
espMcan  en  los  artículos  Arrogación  y  Adopción.  Véase  tam- 
bién Adoptador  ó  Adoptante. 

ARROGAR.  Prohijar  ó  recibir  por  hijo  mediante  auto-j 
nzacion  real  á  uno  que  no  tiene  padre,  ó  que  teniéndole  no 
se  halla  bajo  su  potestad  :  —  y  también,  atribuir  ó  apropiar 
lo  que  es  ajeno.  —  Véase  Arrogación. 

[  *  En  la  república  de  Méjico  ,  la  intervención  y  autori- 
dad que  las  leyes  de  Partida  daban  al  monarca  en  esta  ma- 
teria, según  la  doctrina  de  este  artículo,  la  ejercen  hoy  los 
gobernadores  de  los  departamentos  ,  porque  en  concepto  de 
los  jurisperitos  mejicanos  no  encierra  esta  arrogación  acto 
alguno  judicial  ni  legislativo ,  y  corresponde  por  lo  tanto  al 
poder  ejecutivo.  Nuestra  opinion  es  diversa;  pero  nonos 
permite  la  índole  de  la  obra  esponer  sus  fundamentos. 

**  En  las  repúblicas  de  Venezuela  y  Chile  ,  dicha  inter- 
vención y  autoridad  debe  ejercerse  por  los  juzgados  de  pri- 
mera instancia;  porque  el  acto  por  su  naturaleza  es  judicial, 
ya  porque  este  es  el  carácter  de  todas  las  diligencias  previas, 
como  también  por  ser  él  en  sí  un  simple  contrato.] 

ARROGARSE.  Atribuirse  ó  apropiarse  lo  que  es  ajeno. 
Dícese  de  cosas  inmateriales ,  como  jurisdicción  ,  dignidad  , 
oficio  ,  facultades,  etc.,  y  mas  comunmente  se  dice  délos 
jueces  que  usurpan  la  jurisdicción  de  otros;  de  modo  que  ar- 
rogarse viene  á  ser  lo  mismo  que  usurpar. 

ARSENALES.  Lugares  cerca  del  mar  ,  donde  se  fabri- 
can ,  reparan  y  conservan  las  embarcaciones ,  y  se  guardan 
los  pertrechos  y  géneros  necesarios  para  equiparlas. 

Pertenece  à  la  jurisdicción  de  marina  el  conocimiento  de 
todos  los  delitos  que  tienen  forzosa  conexión  con  el  régimen, 
seguridad  y  gobierno  de  los  navios  y  arsenales  ,  ya  se  co- 
metan por  empleados  en  ellos,  ya  por  cualesquiera  otras 
personas  de  fuera  ;  pero  el  de  los  delitos  que  se  cometieren 
por  dichos  empleados  fuera  de  los  arsenales ,  y  aun  el  de  los 
que  se  cometieren  dentro  por  los  mismos  sin  conexión  con 
sus  destinos  y  trabajo  en  sus  respectivos  talleres ,  como  asi- 
mismo el  de  los  cometidos  por  cualesquiera  personas  sin 
conexión  con  el  régimen ,  seguridad  y  gobierno  del  estable- 
cimiento ,  corresponde  á  la  jurisdicción  real  ordinaria  ó  á  la 
privilegiada  á  que  estuviese  sujeto  el  delincuente  ;  real  céd. 
de  27  de  agosto  de  1786 ,  y  circ.  de  21  de  noviembre  de  179b. 

Por  la  pragmática  de  12  de  marzo  de  1771  se  establece  : 
que  los  reos  á  quienes  según  las  leyes  del  reino  se  aplicaba 
la  pena  de  galeras  ,  por  la  naturaleza  de  sus  delitos  y  por  la 
poca  probabilidad  de  su  enmienda,  sean  destinados  á  los 
arsenales  del  Ferrol,  Cádiz  y  Cartagena,  donde  se  les  apli- 
que por  los  años  de  sus  condenas  á  los  trabajos  penosos  de 
bombas  y  demás  maniobras  ínfimas,  atados  siempre  á  la  ca- 
dena de  dos  endos  : — que  para  la  proporcionada  distribución 
y  dotación  de  los  mismos  arsenales  deban  dirigirse  á  los  del 
Ferrol  los  reos  condenados  á  esta  pena  por  la  cnancillería  de 
Valladolid,  consejo  real  de  Navarra,  audiencias  de  Galicia  y 
Asturias,  y  por  todos  los  jueces,  aunque  sean  de  fuero  privi- 
legiado ,  del  territorio  de  estos  tribunales  ;  á  los  arsenales  de 
Cádiz  los  de  los  reinos  de  Andalucía,  provincia  de  Estrema- 
dura  é  Islas  de  Canarias;  y  á  Cartagena  los  de  Castilla  la 
Nueva,  reino  de  Murcia  y  corona  de  Aragón  :  —  que  atendida 
la  penalidad  y  afán  de  estos  trabajos  ,  y  para  evitar  la  des- 
esperación de  los  que  se  vieren  sujetos  á  ellos ,  no  puedan  los 
tribunales  destinar  á  reclusión  perpetua  ni  por  mas  tiempo 
que  el  de  diez  años  en  dichos  arsenales  á  reo  alguno;  sino 
que  á  los  mas  agravados ,  y  de  cuya  salida  al  tiempo  de  la 
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sentencia  se  recele  algún  grave  inconveniente ,  se  les  pueda 
añadir  la  calidad  de  que  no  salgan  sin  licencia;  y  según  fue- 
ren los  informes  de  su  conducta  en  los  mismos  arsenales  por 
el  tiempo  espreso  de  su  condena ,  el  tribunal  superior  por 
quien  fuere  dada  ó  consultada  la  sentencia  ,  pueda  después 
con  audiencia  fiscal  proveer  su  soltura.  Véase  Presidios. 

ARTES.  El  conjunto  de  preceptos  y  reglas  para  hacer 
bien  alguna  cosa.  La  industria  del  hombre  aplicada  á  las  pro- 
ducciones de  la  naturaleza  para  satisfacer  á  sus  necesida- 
des, á  su  propension  al  lujo  y  al  recreo ,  ó  á  su  curiosidad, 
ha  dado  origen  à  las  ciencias ,  á  las  artes  y  á  los  oficios. 

Al  examinar  las  producciones  de  las  artes,  se  observó  que 
unas  eran  mas  bien  obra  del  ingenio  que  de  la  mano ,  y 
otras  por  el  contrario  mas  bien  obra  de  la  mano  que  del  in- 
genio. De  aquí  nació  la  preeminencia  que  se  dio  á  las  pri- 
meras sobre  las  segundas,  y  su  division  en  artes  liberales  y 
artes  mecánicas  (1).  Artes  liberales  son,  por  ejemplo,  la  pin- 
tura ,  la  escultura,  la  arquitectura ,  el  dibujo ,  el  grabado ,  la 
música;  y  aun  las  tres  primeras  suelen  denominarse  las  1res 
nobles  artes.  Artes  mecánicas  son  v.  gr.  los  oficios  de  zapa- 
tero, sastre,  curtidor,  pedrero,  herrero,  y  otros  de  esta 
especie.  Si  las  primeras  eran  honradas  con  los  hermosos 
epítetos  de  buenas  ó  bellas  artes ,  nobles  artes ,  artes  inyc- 
nuas;  las  segundas,  por  natural  contraposición  ,  debian  ser 
despreciables,  ruines,  mezquinas,  bajas,  viles,  indecorosas.  En 
este  concepto  se  las  tenia  efectivamente  ;  y  hubo  quien  las 
llamó  hijas  bastardas  de  las  ciencias.  Mas  ya  se  han  corre- 
gido estas  falsas  ideas  ,  y  no  se  tienen  ahora  las  artes  mecá- 
nicas por  indecorosas ,  aunque  el  diccionario  de  la  lengua  , 
en  mengua  de  la  ilustración  española,  conserva  todavía,  sin 
duda  por  descuido ,  á  la  voz  mecánica  esta  acepción  tan 
ajena  de  la  verdad,  tan  impolítica  y  tan  humillante.  Véase 
Artesanos  y  Academia  de  nobles  artes. 

Los  que  se  dedican  á  las  artes  liberales  suelen  llamarse 
artistas  ;  y  los  que  ejercen  las  artes  mecánicas  se  denominan 
artesanos. 

Se  ha  creido  que  se  podría  dar  fomento  á  las  artes  con  los 
gremios,  las  leyes  prohibitivas,  las  tasas,  los  privilegios  es- 
clusivos ,  las  fábricas  sostenidas  por  el  gobierno  ;  pero  los 
economistas  han  demostrado  que  este  objeto  solo  está  reser- 
vado al  consumo  y  al  impulso  libre  del  ínteres  individual. 
Véase  Gremios. 

ARTESANOS.  Los  que  ejercitan  algún  arte  mecánico. 

Hubo  un  tiempo  en  que  se  tenia  por  cierta  especie  de 
deshonra  ejercer  las  artes  mecánicas ,  y  en  que  los  artesanos 
y  menestrales  eran  considerados  como  gente  vil  y  baja. Una 
ley  de  las  Partidas  los  llamó  gente  menuda  ;  y  el  Ordena- 
miento real,  publicado  dos  siglos  después,  condenaba  ala 
pérdida  de  sus  fueros  á  los  hidalgos  que  vivan  de  ser  sastres, 
pellejeros,  carpinteros,  pedreros,  herreros  ,  fundidores ,  bar- 
beros, especiei'os,  zapateros  û  otros  oficios  viles  y  bajos;  dis- 
posición que  como  ley  vigente  se  insertó  ala  letra  enlaNueva 
Recopilación.  De  aquí  es  que  contraído  á  aquella  época  no 
carece  de  fundamento  la  reflexion  de  cierto  autor  francés  : 
«  En  España,  dice  ,  se  castiga  la  aplicación  con  la  pena  de 
infamia,  y  se  premia  el  oció  y  la  holgazanería  con  el  honor.  » 

Este  error  de  la  opinion  no  fué  sensible  mientras  hubo  en 

(1)  Se  llaman  mecánicas,  según  varios  autores,  las  artes  que 
no  se  ejercitan  puramente  con  el  entendimiento  como  las  liberales, 
que  dicen  ser  siete  y  suelen  espresarlas  así  :  Lingua,  tropus,  ratio 
nnmerus,  tonus,  angulus,  astra.  Mecánicas  :  Rus,  nemus,  arma, 
rates,  vulnera,  lana,  faber.  —  Bob.  en  su  Polit,  lib.  i  ,  cap.  6, 
manifiesta  lo  mucho  que  conviene  á  los  jueces  y  gobernantes  la 
instrucción  en  las  artes  liberales,  para  no  ponerse  muchas  veces 
en  ridículo.  La  ley  57,  tít.  5,  Part,  1,  numera  también  siete  arles 
liberales  recomendando  á  los  obispos  que  sepan  cuatro  de  ellas, 
pues  las  otras  tres  no  tiene  por  conveniente  que  las  sepan, 


España  judíos,  moros  y  moriscos,  que  eran -los  que  ejercían 
casi  esclusivamente  las  arles  y  los  oficios  ;  pero  una  vez  es- 
pulsados ,  ¿qué  castellano  habia  de  ocupar  el  vacío  que 
dejaban  los  enemigos  de  la  fe?  Húbose  de  llamar  á  los  es- 
tranjeros;  y  vinieron  efectivamente  franceses,  ingleses, 
italianos  y  alemanes  á  sustituir  á  los  espulsos,  porque  los 
Españoles  querían  mas  holgar  y  vagar  y  morirse  de  hambre 
que  acomodarse  al  ejercicio  deunas  profesiones  vilipendiadas. 

De  esta  preocupación  contra  las  artes  y  oficios  ,  y  de  sus 
funestas  consecuencias,  nos  libró  el  señor  don  Carlos  III  por 
su  cédula  de  18  de  marzo  de  1783  (ley  8  ,  tít.  23  ,  lib.  8, 
Nov.  Rcc.)  en  que  se  sirvió  declarar  :  Que  los  oficios  de  cur- 
tidor, herrero ,  sastre ,  zapatero ,  carpintero  y  otros  á  este 
modo  son  honestos  y  honrados  :  que  no  envilecen  la  familia 
ni  la  persona  del  que  los  ejerce,  ni  la  inhabilitan  para  obte- 
ner empleos  municipales  :  que  tampoco  perjudican  para  el 
goce  y  prerogativas  de  la  hidalguía  ;  y  que  quedaban  deroga- 
das y  anuladas  en  cuanto  se  opusiesen  á  esta  declaración , 
las  leyes,  opiniones,  sentencias,  estatutos,  usos  y  costumbres 
relativas  á  esta  materia. 

Con  motivo  de  esta  declaración  se  creyó  por  algunos  que 
ya  no  servia  de  impedimento  el  ejercicio  de  las  artes  mecá- 
nicas para  condecorarse  con  cualquier  hábito  militar  ;  y  para 
deshacer  esta  equivocación,  se  previno  en  real  orden  de  U  de 
setiembre  de  1803  :  Que  la  verdadera  inteligencia  de  dicha 
cédula  de  18  de  marzo  de  1783  es,  que  solo  la  ociosidad,  la 
vagancia  y  el  delito  causan  la  vileza;  y  que  ningún  oficio 
deja  de  ser  bueno  ,  como  que  no  ofende  á  las  costumbres  ni 
al  Estado,  antes  bien  fomenta  uno  y  otro  ;  sin  que  por  esto  se 
les  hubiese  querido  elevar  al  último  grado  de  honor,  ó  igua- 
larlos á  las  ocupaciones  ó  empleos  superiores ,  ni  constituir, 
aun  entre  los  mismos  oficios  mecánicos ,  una  igualdad  que 
seria  quimérica  por  la  diversidad  de  objetos  y  utilidades  :  y 
que  mucho  menos  se  debian  entender  derogadas  por  dicha 
cédula  las  constituciones  y  definiciones  de  las  órdenes  mili- 
tares tan  justamente  establecidas  ,  y  fundadas  en  los  princi- 
pios sólidos  de  la  necesidad  de  conservar  el  lustre  de  la  no- 
bleza. 

Por  último  la  reina  gobernadora  se  sirvió  espedir  en  2o  de 
febrero  de  1834  el  decreto  siguiente  : 

«  Informada  de  que  algunas  profesiones  industriales  se 
hallan  aun  degradadas  en  España  ,  no  obstante  lo  que  pre- 
vino el  señor  rey  don  Carlos  III  por  la  ley  8a.,  título  23,  li- 
bro 8o.  de  la  Novísima  Recopilación;  visto  lo  que  me  ha 
espuesto  la  comisión  hombrada  al  efectc  por  real  orden  de 
3  de  diciembre  último,  y  oído  el  dicíáswen  del  consejo  de 
gobierno  y  del  de  ministros ,  he  re?58lto  seguir  el  ejemplo 
de  mi  augusto  abuelo ,  y  decretar,  en  nombre  de  mi  amada 
hija  la  reina  doña  Isabel  II ,  lo  que  sigue  : 

Art.  Io.  Todos  los  que  ejercen  artes  ú  oficios  mecánicos 
por  sí  ó  por  medio  de  otras  personas  son  dignos  de  honra  y 
estimación,  puesto  que  sirven  útilmente  al  Estado. 

Art.  2o.  En  consecuenaia  podrán  obtener  todos  y  cuales- 
quiera cargos  municipales  y  del  Estado,  teniendo  las  demás 
cualidades  requeridas  por  las  leyes. 

Art.  5o.  Podrán  asimismo  entrar  en  el  goce  de  nobleza  ó 
hidalguía,  si  la  tuvieren,  aspirar  á  las  gracias  y  distinciones 
honoríficas,  y  ser  incorporados  en  juntas,  congregaciones, 
cofradías  ,  colegios  ,  cabildos  y  otras  corporaciones  de  cual- 
quiera especie,  siempre  que  tengan  los  demás  requisitos 
prevenidos  por  las  leyes  ó  reglamentos. 

Art.  k°.  Quedan  derogadas  y  anuladas  las  leyes ,  estatu- 
tos, constituciones,  reglamentos,  usos  y  costumbres  contra- 
rias á  lo  dispuesto  en  este  decreto.  » 

En  los  lugares  donde  habia  gremios  no  podian  ejercer  sus 
oficios  los  artesanos  sin  haberse  incorporado  en  ellos  ;  pero 
ya  se  han  abolido  las  asociaciones  gremiales,  y  ha  quedado 
la  industria  en  libertad.  Véase  Aprendiz,  Gremios  y  O/kics, 
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Con  el  objeto  de  evitar  la  disipación  de  los  artesanos ,  les 
ha  prohibido  la  ley  el  jugar,  aun  á  juegos  permitidos  ,  en 
dias  y  horas  de  trabajo,  entendiéndose  por  tales  horas  desde 
las  seis  de  la  mañana  hasta  las  doce  del  dia,  y  desde  las  dos 
de  la  tarde  hasta  las  ocho  de  la  noche  ;  de  suerte  que  si 
juegan,  incurren  por  la  primera  vez  en  seiscientos  marave- 
dís de  multa,  por  la  segunda  en*  mil  doscientos,  por  la  ter- 
cera en  mil  ochocientos,  y  de  ahí  en  adelante  en  tres  mil 
por  cada  vez;  y  en  defecto  de  bienes  tienen  que  sufrir  la 
pena  de  diez  dias  de  cárcel  por  la  primera  contravención,  de 
veinte  por  la  segunda,  de  treinta  por  la  tercera,  y  de  ahí  eí 
adelante  otros  treinta  por  cada  una  ;  ley  15 „  iít.  23,  ¿¿6.  127 
Nov.  Rec.  (1). 

Gozan  los  artesanos  del  privilegio  d®  ne  poder  ser  encar«. 
celados  por  deudas  que  procedan  de  causa  civil ,  aunque  io 
pueden  ser  por  las  que  procedan  de  delita  ó  cuasi  delito; 
leu  19,  til.  31,  lib.  II,  Nov.  Rec.  (2).  Véase  Ejecución. 

Tienen  asimismo  el  privilegio  de  que  no  se  les  puedan  em- 
bargar los  instrumentos  destinados  á  sus  labores  ,  oficios  y 
manufacturas;  d.  ley  19,  lit.  31,  lib.  11,  Nov.  Rec.  Véase 
Ejecución.  > 

Los  artesanos  suelen  trabajar  á  jornal,  á  tarea  ó  por  pie- 
zas. Trabajar  á  jornal  es  trabajar  por  cierto  precio  y  á  cier- 
tas condiciones  desde  la  mañana  hasta  la  noche  ,  ó  durante 
ciertas  horas ,  sin  obligación  de  dar  al  fin  del  dia  la  obra 
acabada  y  perfecta.  Trabajar  á  tarea  ó  por  piezas  es  obli- 
garse á  hacer  una  obra  por  cierto  precio  ,  prescindiendo  del 
tiempo  que  haya  de  emplearse  en  su  confección. 

También  hay  diferencia  entre  trabajar  á  jornal  y  trabajar 
al  año.  Los  que  trabajan  al  año  no  pueden  dejar  á  los  amos 
sin  su  permiso ,  mientras  no  se  concluya  el  tiempo  para  que 
se  han  ajustado  ;  y  los  que  van  simplemente  á  jornal  pueden 
retirarse  al  fin  de  cada  dia  y  no  volver  mas. 

Los  que  trabajan  á  tarea  no  pueden  abandonar  su  trabajo 
mientras  no  esté  concluida  y  entregada  la  obra  que  era  ob- 
jeto de\  contrato  .Véase  Arrendamiento  de  trabajo  personal. 

Los  artesanos  ,  como  espertasen  sus  oficios,  cuando  to- 
men obras  por  piezas  no  pueden  alegar  engaño  en  mas  de 
la  mitad  del  justo  precio;  ley  4,  til.  1 ,  lib.  10,  Nov.  Rec. 

Los  artesanos  deben  pagar  el  daño  que  sobreviniere  por 
negligencia  ó  impericia  en  las  obras  de  su  cargo  ,  aunque  lo 
hubiesen  causado  sus  obreros,  salvo  su  recurso  contra  estos; 
ley  2,  lit.  23,  lib.  8,  Nov.  Rec. 

Si  el  artesano  que  ajustó  alguna  obra  por  cierto  precio  , 
muriere  antes  de  acabarla ,  tendrán  sus  herederos  la  parte 
merecida  de  dicho  precio ,  y  aun  podrán  demandarlo  todo, 
dando  otro  artesano  que  la  concluya  ,  y  sea  tan  hábil  como 
el  difunto;  ley  9,  lit.  8,  Part.  S. 

La  acción  que  tienen  los  artesanos  para  pedir  el  precio  ó 
estipendio  de  su  trabajo  ,  se  prescribe  ó  estingue  por  tres 
años  :  mas  si  antes  de  concluirse  este  tiempo  demandaren  el 
pago  de  su  crédito ,  gozan  del  interés  mercantil  de  un  seis 
por  ciento  desde  el  dia  de  la  interpelación  judicial  por  el 
menoscabo  y  perjuicio  que  les  causa  la  demora  ;  leyes  10  y 
12,  Ht.  M,  lib.  10,  Nov.  Rec.  (5). 

(1)  "Véase  la  nota  que  se  pone  en  el  artículo  Juego,  en  que  con 
distinción  de  los  prohibidos  y  de  los  permitidos  se  habla  de  la  pena 
de  los  artesanos,  jornaleros,  maestros  y  aprendices. 

(2)  Así  lo  disponía  la  ley  de  la  Novís.  Rec.  que  aquí  se  cita  ; 
pero  hoy  no  es  privilegio ,  sino  ley  general  que  nadie  sea  preso 
por  deuda  puramente  civil,  y  no  sea  detenido  sin  semiplena  prueba 
de  que  es  delincuente,  ni  pase  su  detención  de  tres  dias.  Y  el 
cap.  8,  Inst.  de  Corregid,  les  prevenía  suma  circunspección  en 
decretar  prisiones  de  gente  que  gana  diariamente  su  sustenta,  si 
el  delito  no  es  grave. 

(3)  La  ley  12  que  se  cita  deroga  todo  fuero  ó  privilegio,  menos 
el  militar,  para  el  cobro  de  estos  créditos,  estando  incorporados 
en  los  cuerpos  y  residentes  en  los  lugares  del  destino  de  estos. 


f  Los  artes  son  ya  menestrales  de  todas  clases  que  fuesen 
llamados  como  peritos  para  reconocimientos  y  otras  opera- 
ciones propias  de  sus  respectivas  profesiones,  percibirán  un 
jornal  igual  al  que  por  regla  general  llevan  los  de  su  clase  , 
aunque  su  ocupación  no  llegue  á  un  dia  :  si  pasare  de  este 
tiempo,  otro  jornal,  y  así  progresivamente. 

Sintiéndose  agraviada  alguna  de  las  partes  de  la  regula- 
ción del  valor  de  los  jornales  hecha  por  los  peritos  de  artes 
ú  oficios  ,  decidirá  el  tribunal  ó  juez  sus  reclamaciones, 
oyendo  verbalmente  al  veedor  ó  veedores  del  gremio ,  y  á 
falta  de  estos  ,  á  dos  artesanos  de  probidad  y  asperiencia. 
Arts.  610  y  611  de  los  arañe,  jud.  de  22  de  mayo  de  1846. 

ARTICULAR.  Formar  el  interrogatorio  en  el  término 
de  prueba ,  proponiendo  en  él  los  hechos  por  artículos  ó 
preguntas,  para  que  á  su  tenor  sean  examinados  los  testigos 
que  la  parte  ofrece  presentar ,  con  el  objeto  de  hacer  sus 
probanzas. 

ARTICULO.  Cualquiera  de  las  preguntas  de  que  se 
compone  un  interrogatorio  :  —  la  escepcion  previa  ó  dilato- 
ria que  opone  alguna  de  las  partes  para  estorbar  el  curso  de 
la  causa  principal  :  —  cada  una  de  las  disposiciones  ó  pun- 
tos convenidos  en  los  tratados  de  paz  ó  capitulaciones  de 
plazas  :  —  cada  una  de  las  partes  ó  puntos  en  que  se  divide 
una  ley,  un  decreto ,  un  libro  ;  —  y  últimamente  en  los  dic- 
cionarios cualquiera  voz  ó  acepción  que  se  define  separada- 
mente. —  Formar  artículo  es  introducir  alguna  cuestión  in- 
cidente, como  una  escepcion  dilatoria  por  incompetencia  del 
juez  ó  por  falta  de  legitimidad  en  la  persona  del  actor  ,  pi- 
diendo se  pronuncie  sobre  ella  antes  de  pasar  adelante  en  el 
asunto  principal  :  lo  que  suele  espresarse  diciendo  la  parte , 
después  de  esponer  la  cuestión  ó  escepcion, ,  que  sobre  ella 
forma  articulo  con  previo  y  especial  pronunciamiento. 

ARTÍCULO  DE  ADMINISTRACIÓN  DE  MAYORAZGO.  Cuando 

se  halla  vacante  un  mayorazgo  ,  el  que  cree  tener  derecho  á 
él  suele  acudir  al  tribunal  pidiendo  que  en  atención  á  cor- 
responderle  la  sucesión  del  tal  mayorazgo  en  virtud  de  los 
instrumentos  y  fundación  que  presenta  y  llamamientos  que 
esta  contiene  ,  se  sirva  mandar  que  se  le  encargue  la  admi- 
nistración de  sus  bienes  sin  fianza  alguna,  sobre  lo  cual- for- 
ma artículo  con  previo  y  especial  pronunciamiento.  Véase 
Tenuta. 

ARTÍCULO  inhibitorio.  El  escrito  ó  pedimento  presen- 
tado por  la  parte  demandada  en  respuesta  de  la  demanda  del 
actor,  por  el  cual  sin  atribuir  al  juez  mas  jurisdicción  que  la 
que  le  compete  por  derecho ,  y  declinando  esta  en  forma ,  le 
hace  presente  que  debe  tenerse  por  inhibido  del  conoci- 
miento de  aquella  causa  por  tal  ó  tal  razón  que  alega ,  y 
mandar  que  si  el  actor  tuviese  que  pedir  contra  él ,  lo  haga 
ante  juez  competente  :  sobre  lo  cual  forma  artículo  de  previo 
y  especial  pronunciamiento.  En  cuya  vista  el  juez,  antes  de 
proceder  ad  ulteriora ,  debe  examinar,  dando  primero  tras- 
lado ,  y  oido  el  actor,  las  razones  en  que  se  funda  la  decli- 
natoria ,  y  declararse  ó  no  juez  en  la  causa. 

ARTÍCULO  de  incontestacion.  El  que  forma  ó  intro- 
duce el  demandado  pidiendo  al  juez  por  tal  ó  tal  razón  se 
sirva  declarar  que  no'  está  obligado  á  responder  al  actor 
sobre  la  acción  que  intenta  contra  él.  El  juez,  oidas  las  par- 
tes ,  decide  lo  que  estima  en  justicia. 

ARTÍCULO  de  previo  y  especial  pronunciamiento. 
Toda  cuestión  incidente  que  se  introduce  en  un  pleito  y  debe 
decidirse  por  el  juez  antes  de  pasar  adelante  en  el  asunto 
principal. 

El  reglamento  provis'ùnal  para  la  administración  de  jus- 
ticia, de  26  de  setiembre  de  185o,  previene  en  la  regla  ter- 
cera del  artículo  48  :  «  Que  no  se  admitan  otros  artículos  de 
previo  y  especial  pronunciamiento  que  los  que  las  leyes  au- 
torizan ,  y  solo  en  el  tiempo  y  en  la  forma  que  ellas  pres- 
criben. » 
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Como  no  está  determinado  por  las  leyes  con  bastante  cla- 
ridad cuándo  y  sobre  qué  punios  deben  admitirse  y  de  quá 
manera  sustanciarse  los  artículos  de  previo  y  especial  pro- 
nunciamiento ,  es  necesario  establecer  en  obsequio  de  la 
observancia  de  esta  regla ,  que  para  que  se  entiendan  auto- 
rizados por  las  leyes  los  artículos  que  se  formen  de  previo  y 
especial  pronunciamiento ,  basta  que  de  su  doctrina  general 
se  deduzca  que  el  punto  que  da  motivo  al  artículo  exige  una 
sustanciacion  previa  y  separada  del  asunto  principal ,  como 
por  ejemplo  la  restitución  in  integrum ,  la  nulidad  de  ciertas 
actuaciones ,  la  reposición  de  sentencias  interlocutorias  ,  y 
otros  puntos  semejantes ,  y  que  los  demás  deben  sustan- 
ciarse al  mismo  tiempo  que  el  asunto  principal .  tratando  de 
lo  principal  en  el  cuerpo  de  los  escritos ,  y  del  incidente  por 
medio  de  otrosíes. 

ARTÍFICE.  El  que  bace  según  arte  alguna  obra  mecá- 
nica. Véase  Arrendamiento  de  trabajo  personal,  Artes  y 
Artesanos. 

ARTILLERÍA.  El  cuerpo  militar  destinado  á  la  cons- 
trucción ,  conservación  y  uso  de  todas  las  armas ,  máquinas 
y  municiones  de  guerra. 

El  cuerpo  de  artillería  tiene  privativa  jurisdicción  sobre 
todos  sus  individuos  y  dependientes.  Para  ejercerla  bay  en 
la  corte  un  juzgado  compuesto  del  director  coronel  general 
del  cuerpo ,  del  asesor  general ,  de  un  abogado  fiscal  y  un 
escribano  ;  y  en  cada  capital  de  departamento  un  juzgado 
subalterno,  compuesto  del  comandante  del  cuerpo  ,  de  un 
asesor,  un  abogado  fiscal  y  un  escribano. 

Así  el  juzgado  de  la  corte  como  los  de  los  departamentos 
tienen  jurisdicción  privativa ,  con  inhibición  de  todo  otro 
tribunal ,  para  conocer  en  sus  respectivos  distritos  de  todas 
las  causas  civiles  y  criminales  en  que  sean  reos  demandados 
los  individuos  empleados  y  dependientes ,  así  del  ramo  mi- 
litar como  los  del  de  cuenta  y  razón  que  comprende  el  cuerpo, 
inclusos  los  milicianos  artilleros  de  Indias  ,  las  mujeres  de 
unos  y  otros ,  hijos  y  criados  asalariados  en  actual  servicio. 

Conocen  asimismo  de  los  inventarios ,  testamentarías  y 
abintestatos  de  todos  los  individuos  que  quedan  espresados, 
entendiéndose  en  cuanto  á  las  mujeres  si  falleciesen  durante 
el  matrimonio  ;  pues  si  fuesen  viudas ,  fú  conocimiento  de 
todas  sus  causas  corresponde  á  la  jurisdicción  militar  ordi- 
naria. 

El  conocimiento  de  todas  las  causas  sobre  robo ,  incendio 
ó  insulto  hecho  en  los  almacenes ,  maestranzas ,  parques , 
fábricas  ,  guardias  y  salvaguardias  de  artillería ,  y  el  de  las 
que  resultaren  por  incidentes  ó  descuidos  que  hayan  dado 
ocasión  á  estos  delitos ,  corresponde  esclusivamente  á  los 
juzgados  de  este  cuerpo,  aun  cuando  los  reos  sean  de  distinta 
jurisdicción,  así  en  Indias  como  en  España. 

Siempre  que  hubiere  complicidad  de  reos  y  fuere  alguno 
individuo  ó  dependiente  del  cuerpo  de  artillería ,  deben  ser 
reclamados  en  el  juzgado  ó  consejo  ordinario  de  este  según 
la  calidad  de  delitos  ;  pues  han  de  ser  juzgados  todos  por 
dicho  cuerpo ,  sin  que  sobre  ello  pueda  formarse  compe- 
tencia ,  porque  como  privilegiado  tiene' acción  atractiva. 

No  se  entiende  dicha  atracción  cuando  alguno  de  los  reos 
sea  individuo  de  las  tropas  de  casa  real  ó  del  cuerpo  de  in- 
genieros ;  pues  en  el  primer  caso  corresponde  el  conoci- 
miento de  todos  aljuzgado  de  tropas  de  la  real  casa,  y  en 
el  segundo  al  del  cuerpo  cuyo  jefe  dé  las  primeras  disposi- 
ciones para  la  averiguación  del  delito. 

Cuando  se  hallan  algunas  tropas  del  ejército  agregadas  al 
servicio  de  la  artillería  ,  están  sujetas  al  juzgado  de  esta  y  á 
sus  consejos  de  guerra  ordinarios  en  todo  aquello  que  tenga 
conexión  con  dicho  servicio  ;  pero  en  los  demás  delitos  lo 
están  á  los  cuerpos  respectivos  del  ejército  de  que  sean  indi- 
viduos los  reos  por  los  cuales  han  de  ser  juzgados. 

Se  esceptúan  del  juzgado  de  artillería  en  lo  civil  solo  las 


demandas  sobre  mayorazgos ,  tanto  en  posesión  como  en 
propiedad ,  y  las  de  particiones  de  herencias  ,  como  estas  no 
provengan  de  disposiciones  testamentarias  de  los  mismos 
militares  ;  los  juicios  sobre  la  racionalidad  ó  irracionalidad 
del  disenso  del  matrimonio  ;  los  que  ¿e  ventilen  con  motivo 
de  la  exacción  de  arbitrios  destinados  á  la  consolidación  do 
vales  reales  ;  los  que  se  sigan  sobre  causas  de  montes  que 
no  sean  propios  de  las  fábricas  de  artillería  ;  sobre  la  exac- 
ción da  todo  lo  que  corresponda  á  contribución  de  la  ha- 
cienaa  pública  ,  y  todos  aquellos  que  sean  relativos  al  ramo 
de  caballería  :  y  en  lo  criminal  los  delitos  cometidos  antes 
del  alistamiento  en  la  milicia  ;  el  de  sedición  popular  contra 
magistrados  y  gobierno  ;  las  causas  de  contrabando  ó  fraude 
déla  hacienda  pública  ,  con  las  modificaciones  que  se  es- 
presan en  real  decreto  de  29  de  abril  de  1793  ;  los  de  robo 
en  cuadrilla,  entendiéndose  por  tal  la  reunion  de  cuatro  su- 
getos  ;  y  los  crímenes  procedidos  de  algún  empleo  político 
estraño  de  la  jurisdicción  del  "cuerpo. 

=  Véase  la  ordenanza  del  cuerpo  de  artillería  de  22  de 
julio  de  1802  ,  donde  se  indica  el  modo  de  proceder  de  este 
juzgado  en  las  causas  criminales. 

ARTISTA.  El  que  se  dedica  á  las  artes  liberales ,  esto 
es,  el  que  ejerce  algún  arte  en  que  deben  concurrir  la 
mano  y  el  ingenio,  como  el  pintor,  escultor,  arquitecto, 
grabador,  etc.  Véase  Academia  de  nobles  artes  ,  Arquitecto, 
Arrendamiento  de  trabajo  personal ,  Arles,  Artesano. 
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AS.  Una  moneda  de  cobre  de  los  Romanos  que  pesaba 
una  libra  ó  doce  onzas  ;  y  como  entre  ellos  estuvo  en  vigor 
por  algún  tiempo  el  modo  de  hacer  testamento  per  œs  et 
libram ,  esto  es ,  vendiendo  el  testador  al  futuro  heredero 
toda  la  herencia  por  un  as ,  de  ahí  vino  la  costumbre  do 
llamarse  también  as  el  total  de  la  herencia,  y  de  dividirse 
igualmente  en  doce  onzas  ó  partes  como  la  libra.  Nuestras 
leyes  adoptaron  esta  nomenclatura  de  las  romanas;  y  así  es 
que  entre  nosotros  as  significa  el  todo  de  la  herencia ,  y  esta 
se  divide  en  doce  onzas  ó  partes ,  porque  este  número  es  el 
mas  proporcionado  para  subdividirse,  completarse  ó  multi- 
plicarse ,  respecto  de  que  se  puede  partir  en  mas  porciones 
iguales  que  ningún  otro.  El  as  doble  se  llama  dupondio,  y  el 
triple  tripondio  :  el  dupondio  tiene  veinte  y  cuatro  onzas  ó 
partes  ,  y  el  tripondio  treinta  y  seis. 

Estas  noticias  pueden  ser  útiles  (1)  en  las  divisiones  de 
herencias  para  el  caso  en  que  el  testador,  llenando  ó  esce- 
diendo el  as,  esto  es  ,  dejando  á  varios  herederos  las  doce  ó 
mas  partes  de  la  herencia ,  nombrase  á  otro  sin  espresion  de 
partes.  Si  nombrase  varios  herederos  sin  señalarles  partes, 
es  claro  que  todos  deberían  tenerlas  iguales;  y  si  á  todos  las 
señalase,  cada  uno  sacaría  la  suya  ,  pasando  el  resto,  si  lo 
hubiere ,  á  los  herederos  ab  inféstalo.  Mas  si  á  unos  señalase 
partes,  y  á  otros  no ,  tendrían  aquellos  las  señaladas ,  y  estos 
lo  que  falta  hasta  llenar  el  as,  y  llenado  ó  escedido  el  as, 
lo  que  faltare  hasta  el  dupondio ,  y  llenado  ó  escedido  el  du- 
pondio ,  lo  que  faltare  hasta  el  tripondio.  Si  por  ejemplo 
dijese  el  testador  :  Juan  sea  heredero  de  cuatro  parles,  Pedro 
de  tres,  Diego  sea  heredero,  tendría  este  cinco  que  faltan 
hasta  completar  el  as  ;  y  si  al  primero  señalaba  ocho,  al  se- 
gundo siete ,  y  el  tercero  estaba  nombrado  sin  partes ,  sacaría 

(t)  Mas  no  son  necesarias ,  según  que  por  nuestro  derecho  todo 
testador  divide  sus  bienes  como  quiere  si  no  tiene  herederos  for- 
zosos, y  si  los  tiene,  está  obligado  á  instituirlos  en  el  todo,  sin 
disponer  libremente  mas  que  del  remanente  del  quinto,  siendo 
padre,  ó  del  tercio  si  fuere  hijo  ;  á  mas  de  que  no  hay  repugnancia 
en  que  alguno  muera  parte  testado  y  parte  intestado ,  según  la 
ley  i,  tit.  18,lib.  10,  Noy.  Reo, 
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nueve  que  faltan  hasta  el  dupondio  ,  y  por  la  misma  razón 
sacaría  doce  si  entre  los  otros  dos  tuviesen  asignadas  otras 
doce  ,  porque  en  estos  dos  últimos  casos  la  herencia  se  ha- 
bría de  dividir  en  veinte  y  cuatro  partes  de  que  se  compone 
el  dupondio.  Últimamente ,  si  el  testador  decia  :  Juan  sea 
heredero  de  doce  parles,  Pedro  de  doce  o  de  quince ,  y  Diego 
sea  heredero;  tendría  entonces  Diego  doce  ó  nueve  partes 
que  faltan  hasta  completar  el  tripondio,  esto  es,  las  treinta 
y  seis  onzas  en  que  habría  de  distribuirse  la  herencia  en 
semejante  caso. 

Pero  es  menester  advertir,  que  esta  necesidad  de  dividir 
la  herencia  respectivamente  en  veinte  y  cuatro  ó  en  treinta 
y  seis  partes ,  solo  existe  cuando  el  testador  quiere  absolu- 
tamente que  el  heredero  nombrado  sin  partes  tenga  parte 
efectiva  en  la  herencia ,  como  se  ve  por  los  ejemplos  que  se 
han  deducido  ;  mas  si  después  de  señalar  á  Juan  y  á  Pedro 
las  partes  que  les  dejaba,  dijese  que  Diego  heredase  el  resto 
de  la  hacienda  ,  este  solo  tendría  derecho  á  lo  que  sobrase 
hasta  llenar  el  as ,  y  si  nada  sobraba ,  nada  percibiría ,  porque 
se  supone  que  el  nombramiento  de  Diego  para  heredero  no 
era  sino  condicional  para  el  caso  en  que  hubiese  algún  so- 
brante. Leyes  16,  17,  18  y  19,  lit.  5,  Pari.  6. 

ASADURA  ó  asaduría.  Una  especie  de  tributo  que  co- 
bran algunos  señores  sobre  el  ganado  lanar  que  pasa  por  los 
montes  de  su  propiedad  en  razón  de  una  cabeza  por  cada 
hato.  Llámase  asadura,  tomando  la  parte  por  el  todo,  ó  bien 
porque  en  algunos  lugares  no  se  paga  sino  el  valor  de  una 
asadura  ,  esto  es,  de  las  entrañas  del  animal ,  á  las  cuales 
se  dio  este  nombre,  porque  antiguamente  y  con  especialidad 
en  los  sacrificios ,  recien  muerto  el  animal  se  echaban  en  las 
brasas  y  se  asaban  sus  partes  internas.  Algunos  creen  que 
la  verdadera  denominación  de  este  derecho  era  pasadura,  y 
que  se  fué  corrompiendo  y  quedó  en  asadura.  Llámase  tam- 
bién montazgo. 

ASAMBLEA.  La  junta  ó  congreso  de  muchos  en  un 
mismo  lugar  ;  —  y  en  la  orden  de  San  Juan  se  llama  así  un 
tribunal  peculiar  de  la  misma,  compuesto  de  caballeros  pro- 
fesos y  capellanes  de  justicia. 

ASCENDENCIA.  La  serie  de  padres ,  abuelos  y  demás 
progenitores  de  quienes  desciende  cualquiera  persona. 

ASCENDIENTES.  Los  padres ,  abuelos  y  demás  pro- 
genitores de  quienes  alguno  desciende. 

Los  ascendientes  tienen  obligación  natural  de  dar  alimentos 
á  sus  descendientes  en  línea  recta  por  su  orden  y  grado, 
cuando  aquellos  son  ricos  y  pobres  estos  :  cuya  obligación 
pasa  al  ascendiente  remoto  cuando«l  mas  inmediato  no  tiene 
facultades  ;  y  no  solo  comprende  á  los  ascendientes  legítimos, 
sino  también  á  los  ilegítimos  de  cualquiera  clase  que  sean , 
pues  si  son  inciertos  los  paternos  ,  recae  entonces  sobre  los 
maternos.  Mas  en  recompensa  de  esla  obligación  ,  tienen  los 
ascendientes  el  derecho  de  reclamar  el  mismo  beneficio  de 
sus  descendientes  en  iguales  circunstancias  y  en  la  propia 
forma  ,  porque  la  obligación  de  darse  alimentos  es  recíproca 
en  la  línea  recta  de  los  ascendientes  y  descendientes.  Leyes  % 
5,  h  y  5,  til.  19,  Part.  i.  Véase  Alimentos.  1 

Los  ascendientes  gozan  del  derecho  de  suceder  á  sus  des- 
cendientes que  mueren  intestados  y  sin  dejar  hijos  ,  nietos 
ú  otros  que  se  deriven  de  ellos  en  línea  recta ,  con  esclusion 
de  los  colaterales  del  difunto  ;  leyes  1  y  2,  lit.  20,  lib.  10  , 
Nov.  Rec.  En  tal  caso  el  ascendiente  mas  cercano  escluye 
siempre  al  mas  remoto  ;  y  si  hay  ascendientes  de  ambas 
líneas  en  igual  grado  ,  la  mitad  de  la  herencia  va  á  la  línea 
paterna  ,  y  la  otra  mitad  á  la  materna  :  por  lo  cual  el  padre 
y  la  madre  dividen  entre  sí  la  herencia  con  igualdad  ;  si  el 
uno  solo  sobrevive ,  se  la  lleva  toda  con  esclusion  de  los 
abuelos  ;  y  si  solo  existen  la  abuela  paterna  v.  gr.  por  un 
lado ,  y  el  abuelo  y  abuela  maternos  por  el  otro ,  aquella 
tomará  la  mitad  y  estos  dos  la  otra  mitad  ;  en  el  concepto 


de  que  en  ningún  caso  se  hace  distinción  de  bienes  paternos 
y  maternos ,  salvo  en  los  pueblos  donde  es  costumbre  ó  de 
fuero  el  volver  los  bienes  al  tronco  ó  raiz  de  donde  proceden  ; 
ley  k,  lit.  13,  Part.  6,  y  leyes  1  y  2,  til.  20,  lib.  10,  Nov.  Rec. 
Es  de  notar  por  último,  que  á  falta  de  ascendientes  legítimos 
suceden  los  naturales  en  los  mismos  términos  que  los  hijos 
naturales  suceden  á  sus  padres  ,~pues  ordinariamente  son 
recíprocos  los  derechos  de  sucesión  ;  ley  8,  til.  13 ,  Part.  6. 
j  Tienen  también  derecho  por  testamento  los  ascendientes 
los"bienes  de  los  hijos  que  mueren  sin  descendientes,  de 
^suerte  que  son  herederos  forzosos  de  estos  ,  los  cuales  en  el 
caso  de  carecer  de  descendencia  tienen  que  dejar  á  sus  as- 
cendientes toda  su  hacienda  ,  escepto  la  tercera  parte ,  que 
es  la  única  de  que  pueden  disponer  del  modo  que  les  parezca; 
á  no  ser  que  los  deshereden  por  alguna  de  las  justas  causas 
que  se  hallan  prescritas  por  las  leyes;  'eues  1  y  2,  tít.  20  r 
lib.  10,  Nov.  Rec.  Véase  Herederos.     , 

En  cambio  de  estos  derechos  de  suceder  por  testamento 
y  ab  intestato  á  sus  descendientes  que  no  dejan  descenden- 
cia, tienen  obligación  los  ascendientes  de  nombrar  á  sus 
descendientes  herederos  de  todos  sus  bienes ,  escepto  la 
quinta  parte ,  que  es  la  única  de  que  pueden  disponer  libre- 
mente á  favor  de  su  alma  y  de  quien  les  parezca ,  sino  es 
que  mediase  alguna  causa  justa  para  desheredarlos  ;  y  por 
el  hecho  de  no  testar,  les  traspasan  también  toda  la  heren- 
cia ,  como  se  verá  en  el  artículo  de  los  descendientes.  Leyes  1 
y  8,  tít.  20,  lib.  10,  Nov.  Rec,  y  ley  3,  lit.  13,  Part.  6. 

Recapitulando  pues  todo  lo  dicho ,  resulta  que  las  obliga- 
ciones de  los  ascendientes  son  en  general  de  dar  alimentos 
y  dejar  sus  bienes  por  testamento  ó  ab  intestato  á  los  des- 
cendientes ;  y  que  sus  derechos  se  reducen  á  ser  alimentados 
por  estos ,  y  á  sucederles  también  por  testamento  ó  ab  intes- 
tato :  todo  en  la  forma  y  con  las  limitaciones  que  se  han  in- 
dicado. Véase  Herederos,  Hijos  y  Línea. 

ASEGURACIÓN  de  la  persona.  En  Aragon  era  lo 
mismo  que  entre  los  Romanos  la  caución  de  non  offendendo. 
Cuando  uno  temía  con  fundamento  que  otro  le  hiciese  daño, 
acudía  al  juez  pidiendo  se  sirviese  mandar  á  su  enemigo  que 
prestase  la  competente  seguridad,  de  que  no  le  ofendería. 
Prestada  la  seguridad ,  debia  sufrir  el  infractor  una  pena 
grande  por  considerarse  como  traidor  y  violador  de  la  fe 
con  que  se  habia  obligado  al  otro. 

ASEGURACIÓN  ó  seguro.  Un  contrato  en  que  una  de 
las  partes  se  obliga ,  mediante  cierto  precio ,  á  responder  ó 
indemnizar  á  la  otra  del  daño  que  podrían  causarle  ciertos 
casos  fortuitos  á  que  está  espuesta. 

Un  contrato  de  esta  especie  puede  eslenderse  á  todas  las 
hipótesis  en  que  hay  riesgos  que  correr;  y  así  es  que  se  ven 
seguros  contra  el  incendio ,  contra  el  granizo ,  contra  los 
peligros  de  los  trasportes  hechos  por  tierra  ,  contra  los  ries- 
gos del  mar,  etc.;  pero  el  mas  usado  es  el  seguro  marítimo, 
que  es  el  que  tiene  por  objeto  los  riesgos  de  la  navegación. 

Llámase  asegurador  el  que  se  obliga  á  responder  de  los 

riesgos  :  asegurado ,  aquel  á  quien  se  responde  ;  prima  ó 

premio  de  seguro  ,  el  precio  que  exige  el  asegurador  por  su 

'  responsabilidad  ;  y  póliza  de  seguro ,  la  escritura  que  se 

estiende  para  hacer  constar  el  contrato. 

El  seguro  viene  á  ser  una  especie  de  venta  ;  el  asegurador 
es  el  vendedor,  y  el  asegurado  el  comprador  :  la  seguridad 
ó  la  exoneración  de  los  riesgos ,  que  sin  duda  puede  ven- 
derse no  menos  que  la  esperanza ,  es  la  cosa  vendida  ;  y  la 
prima  que  paga  el  asegurado  es  el  precio  de  esta  venta. 

El  seguro  es  un  contrato  esencialmente  aleatorio ,  pues  la 
pérdida  ó  ganancia  de  los  interesados  pende  de  un  aconte- 
cimiento incierto  á  que  se  someten.  El  asegurador  habrá 
ganado  la  prima  si  no  hubiere  daños  que  reparar;  pero  si 
los  hubiere  ,  tendrá  que  satisfacerlos  ,  reteniendo  la  prima. 
El  asegurado  por  su  parte,  si  no  sucede  ninguna  pérdida , 
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habrá  pagado  inútilmente  la  prima  ;  pero  si  sucediere ,  será 
indemnizado  del  importe  de  la  pérdida  por  el  asegurador. 

Este  contrato  pues  exige  tres  cosas  para  su  esencia  :  — 
Io.  una  cosa  sobre  que  recaiga  el  seguro  :  —  2o.  riesgos  á 
que  esta  cosa  se  baile  espuesta  ;  —  3o.  un  precio  estipulado 
por  el  asegurador  para  garantizar  estos  riesgos.  Véase  el  art.  _. 
siguiente,  y  Seguro. 

ASEGURACIÓN  ó  seguro  marítimo.  Un  contrato  por 
el  cual  una  parte  toma  á  su  cargo,  mediante  cierto  precio 
ó  premio  convenido ,  las  pérdidas  y  daños  que  pueden  cau- 
sar á  la  otra  los  accidentes  y  contratiempos  del  mar  en  cosas 
espuestas  á  los  riesgos  de  la  navegación.  : 

;  El  seguro  marítimo  debe  su  origen  á  los  Italianos ,  quienes 
después  de  la  caida  del  imperio  romano  en  el  occidente  fue- 
ron los  primeros  que  cultivaron  todos  los  ramos  del  comercio 
conocidos  antes  del  descubrimiento  de  la  América  y  del  cabo 
de  Buena  Esperanza  ;  luego  fué  adoptado  por  los  Españoles 
y  Holandeses ,  y  por  fin  se  ha  admitido  generalmente  por 
todos  los  pueblos  comerciantes.  Su  introducción  ha  evitado 
ia  ruina  de  muchas  familias,  y  ha  dado  un  impulso  estraor- 
dinario  al  comercio.  «  Los  riesgos  de  la  navegación,  decia 
el  orador  del  consejo  de  estado  al  cuerpo  legislativo  de 
Francia  en  la  sesión  del  8  de  setiembre  de  1807,  los  riesgos 
de  la  navegación  ponían  trabas  al  comercio  marítimo.  Apa- 
reció el  sistema  de  los  seguros  ;  consultó  las  estaciones  ;  puso 
la  vista  en  el  mar  ;  interrogó  á  este  terrible  elemento  ;  juzgó 
su  inconstancia  ;  sondeó  sus  tormentas  ;  espió  la  política  ; 
reconoció  los  puertos  y  costas  de  ambos  mundos  ;  lo  sometió 
todo  á  cálculos  sabios  y  á  teorías  aprosimativas  ;  y  dijo  al 
comerciante  esperto  y  al  intrépido  navegante  :  Ciertamente, 
hay  desastres  sobre  que  no  puede  menos  de  gemir  la  huma- 
nidad ;  pero  en  cuanto  á  vuestra  fortuna ,  id,  atravesad  los 
mares ,  desplegad  vuestra  actividad  y  vuestra  industria  : 
yo  me  encargo  de  vuestros  riesgos.  Entonces,  señores,  si  es 
lícito  decirlo  así ,  se  aproximaron  las  cuatro  partes  del 
mundo.  » 

Tal  es  el  contrato  de  seguro  marítimo.  Las  disposiciones 
legales  que  le  conciernen  ,  se  hallan  divididas  por  el  código 
de  comercio  en  cinco  párrafos,  de  los  cuales  el  Io.  trata  de 
la  forma  de  este  contrato  ;  el  2o.  de  las  cosas  que  pueden  ser 
aseguradas  ,  y  de  su  evaloracioa  ;  el  5o.  de  las  obligaciones 
entre  el  asegurador  y  el  asegurado;  el  4o.  de  los  casos  en  que 
se  anula,  rescinde  ó  modifica  el  contrato;  y  el  5o.  del  aban- 
dono de  las  cosas  aseguradas  ,  para  cobrar  su  importe  del 
asegurador.  Vamos  á  esplicarlos  por  su  orden. 

§  I.  Forma  de  este  contrato. 

- 

«  Art.  840.  El  contrato  de  seguro  ha  de  constar  de  escri- 
tura pública  ó  privada  para  que  sea  eficaz  en  juicio.  —  Las 
'  formas  diferentes  de  su  celebración ,  y  los  efectos  respectivos 
de  cada  una  ,  son  las  mismas  que  con  respecto  al  contrato 
á  la  gruesa  se  han  prescrito  en  el  artículo  812.  » 

=  Haciendo  aquí  la  aplicación  del  artículo  que  se  cita , 
pueden  celebrarse  los  seguros  :  Io.  por  instrumento  público 
con  las  solemnidades  de  derecho;  —  2o.  por  póliza  firmada 
por  las  partes  con  intervención  de  corredor;  —  5o.  por  do- 
cumento privado  entre  los  contrayentes. 

Los  seguros  que  consten  por  instrumento  público,  esto  es, 
por  escritura  otorgada  ante  escribano  ,  traen  aparejada 
ejecución  ,  es  decir  ,  que  producen  el  efecto  de  que  en  su 
virtud  se  pueda  proceder  sumariamente  contra  la  persona  y 
bienes  del  asegurador  moroso  para  satisfacer  al  asegurado 
el  importe  de  sus  pérdidas ,  sin  los  dispendios  y  dilaciones 
del  juicio  ordinario. 

El  mismo  efecto  producirán  cuando  habiéndose  celebrado 
ron  intervención  de  corredor  se  compruebe  la  polka  del 


demandante  por  el  registro  del  corredor  que  intervino  en  el 
contrato ,  siempre  que  este  se  encuentre  con  todas  las  for- 
malidades que  previene  el  art.  95  ,  esto  es,  siempre  que  el 
registro  (  que  debe  ser  un  libro  encuadernado  ,  forrado  y 
foliado ,  con  todas  sus  hojas  rubricadas  por  uno  de  los  indi- 
.  viduos  y  el  escribano  del  tribunal  de  comercio ,  y  con  una 
flota  puesta  en  la  primera ,  fechada  y  firmada  por  ambos , 
del  número  de  hojas  que  tiene  el  libro)  contenga  copiado 
literalmente  del  manual  el  contrato  del  seguro ,  sin  enmien- 
das, abreviaturas  ni  interposiciones,  guardando  la  misma 
numeración  que  lleve  en  el  manual. 

Celebrándose  privadamente  entre  los  contratantes  no  será 
ejecutivo  el  contrato ,  sin  que  conste  de  la  autenticidad  de 
las  firmas  por  reconocimiento  judicial  de  los  mismos  que  las 
^asieron  ,  ó  en  otra  forma  suficiente. 

Los  seguros  contraidos  de  palabra  son  ineficaces  en  juicio, 
y  no  se  admitirá  en  su  razón  demanda  ni  prueba  alguna. 

Esto  es  lo  que  resulta  de  la  aplicación  del  artículo  812. 
Es  claro  pues  que  la  redacción  del  contrato  por  escrito  se 
exige  como  solemnidad  indispensable  y  no  como  medio  de 
prueba,  y  que  serian  absolutamente  inútiles  la  confesión 
misma  del  demandado ,  el  juramento  decisorio  y  la  depo- 
sición de  testigos,  aun  cuando  hubiese  algún  principio  ó 
adminículo  de  prueba  por  escrito. 

Para  la  mas  pronta  espedicion  de  estos  contratos  suelen 
tener  las  compañías  de  seguros  modelos  de  pólizas  impresas, 
en  que  se  hallan  las  cláusulas  mas  usadas  ,  y  el  suficiente 
hueco  para  insertar  las  cláusulas  estraordinarias ,  de  suerte 
que  en  cada  caso  no  hay  que  hacer  otra  cosa  sino  añadir  los 
nombres  de  los  interesados,  buques,  etc.,  y  los  pactos  par- 
ticulares. Véase  el  art.  842 ,  en  que  se  da  facultad  á  los 
cónsules  para  autorizar  los  seguros  ,  asimilándolos  á  los 
corredores. 

«  Art.  841.  De  cualquiera  manera  que  se  estienda  el 
contrato  de  seguro  debe  contener  todas  las  circunstancias 
siguientes  :  —  Ia.  la  fecha,  con  espresion  de  la  hora  en  que 
se  firma;  — 2a.  los  nombres,  apellidos  y  domicilios  del  ase- 
gurador y  asegurado;  — 5a.  si  el  asegurado  hace  asegurar 
efectos  propios,  ó  si  obra  en  comisión  por  cuenta  de  otro; 

—  4a.  el  nombre  y  domicilio  del  propietario  de  las  cosas  que 
se  aseguran ,  en  el  caso  de  hacerse  el  seguro  por  comisión  ; 

—  5a.  el  nombre,  porte,  pabellón,  matricula,  armamento 
y  tripulación  de  la  nave  en  que  se  hace  el  trasporte  de  las 
cosas  aseguradas  ;  —  6a.  el  nombre ,  apellido  y  domicilio  del 
capitán;  —  7a.  el  puerto  ó  rada  en  que  las  mercaderías  han 
sido  ó  deben  ser  cargadas*  —  8a.  el  puerto  de  donde  el  navio 
ha  debido  ó  debe  partir  ;  —  9a.  los  puertos  ó  radas  en  que 
debe  cargar  ó  descargar,  ó  por  cualquier  otro  motivo  hacer 
escalas  ;  —  10a.  la  naturaleza ,  calidad  y  valor  de  los  objetos 
asegurados;  —  11a.  las  marcas  y  números  de  los  fardos, 
si  las  tuviesen  ;  —  12a.  los  tiempos  en  que  deben  empezar  y 
concluir  los  riesgos;  —  13a.  la  cantidad  asegurada;  —  14a.  el 
premio  convenido  por  el  seguro ,  y  el  lugar,  tiempo  y  modo 
de  su  pago  ;  —  15a.  la  cantidad  del  premio  que  corresponda 
al  viaje  de  ida  y  al  de  vuelta ,  si  el  seguro  se  hubiere  hecho 
por  viaje  redondo;  —  16a.  la  obligación  del  asegurador  á 
pagar  el  daño  que  sobrevenga  en  los  efectos  asegurados;  — 
17a.  el  plazo ,  lugar  y  forma  en  que  haya  de  hacerse  su  pago; 

—  18a.  la  sumisión  de  los  contratantes  al  juicio  de  arbitros 
en  caso  de  contestación ,  si  hubieren  convenido  en  ella ,  y 
cualquiera  otra  condición  lícita  que  hubieren  pactado  en  el 
contrato.  » 

=  Todas  estas  18  circunstancias  que  enumera  el  artículo, 
¿son  absolutamente  indispensables  para  la  validez  del  con- 
trato ,  de  manera  que  la  omisión  de  alguna  de  ellas  lo  haga 
enteramente  nulo?  No  todas  son  igualmente  necesarias,  ni  la 
falta  de  cualquiera  de  ellas  produce  indistintamente  las  mis- 
mas consecuencias.  Vamos  á  recorrerlas  toda?  con  indivi- 
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dualidad ,  para  conocer  su  mayor  ó  menor  necesidad  respec- 
tiva por  el  examen  de  las  razones  en  que  se  apoyan. 

Io.  Se  ha  de  especificar  en  la  póliza  ó  escritura,  sea  pú- 
blica ó  privada,  según  exige  el  artículo,  «la  fecha,  con 
espresion  de  la  hora  en  que  se  firma.  »  Según  el  derecho 
común ,  la  fecha  ,  reducida  á  la  designación  del  dia ,  mes  y 
año,  es  de  tanta  importancia  en  los  instrumentos  públicos, 
que  sin  ella  no  hacen  fe  semejantes  documentos.  «  Non 
vale  otrosí,  dice  la  ley  111 ,  tít.  18  ,  Part.  3,  carta  pública 
en  que  non  sea  escripto  el  dia ,  et  el  mes,  et  la  era  en  que 
fué  fecha.  »  Nada  se  dice  de  la  fecha  de  los  instrumentos 
privados,  pues  en  estos  es  indiferente  tal  circunstancia, res- 
pecto de  que  no  adquieren  su  fuerza  sino  del  reconocimiento 
ó  confesión  de  la  parte  que  los  formó ,  ó  de  la  deposición  de 
dos  testigos  idóneos  que  declaren  en  juicio  contradictorio  y 
bajo  juramento  haberlos  visto  firmar.  Si  esta  doctrina  es 
aplicable  al  presente  caso  ,  habremos  de  decir  que  la  omi- 
sión de  la  fecha,  esto  es,  del  dia,  mes  y  año,  hace  nula  la 
póliza  otorgada  ante  escribano  público ,  como  igualmente  la 
formada  por  corredor,  pues  este  ejerce  en  estas  materias  las 
funciones  de  escribano ,  pero  no  la  estendida  particularmen- 
te por  los  interesados.  Mas  si  por  falta  de  fecha  es  nula  la 
póliza  estendida  por  corredor  ó  escribano  ,  lo  es  solo  como 
escritura  púhlica  ,  que  es  lo  mismo  que  decir  que  no  tiene 
ninguna  autenticidad  ;  pero  debe  considerarse  como  escri- 
tura privada ,  estando  firmada  por  los  contratantes ,  y  enton- 
ces tendrá  fuerza  ejecutiva  luego  que  sea  reconocida  judi- 
cialmente por  estos  ó  por  testigos  que  la  hubieren  visto 
hacer.  No  se  deduzca  de  aquí  que  la  omisión  de  la  fecha  no 
trae  otro  inconveniente  que  el  de  reducir  à  instrumento  pri- 
vado la  póliza  que  se  hizo  con  intervención  de  escribano  ó  de 
corredor.  La  fecha  es  necesaria  para  conocer  la  prioridad 
entre  dos  seguros  hechos  sobre  un  mismo  cargamento ,  de 
los  cuales  el  primero  anula  el  segundo  cuando  cubre  todo  el 
valor  de  los  efectos  ;  para  determinar  los  casos  en  que  po- 
dría haber  presunción  de  la  noticia  del  arribo  feliz  ó  de  la 
pérdida  de  la  nave  al  tiempo  de  la  celebración  del  contrato; 
y  para  arreglar  los  derechos  de  todos  los  acreedores  que 
podrian  tener  interés  en  el  buque  ó  la  cosa  asegurada.  Aun- 
que subsista  pues  la  póliza  sin  fecha  con  respecto  á  las  per- 
sonas que  la  han  suscrito,  no  puede  sin  embargo  oponerse  á 
ningún  tercero ,  sea  para  anular  seguros  que  las  partes  pre- 
tendan ser  posteriores ,  sea  para  mantener  el  privilegio  que 
crea  tener  el  asegurador  en  concurso  de  acreedores  ;  y  ade- 
mas en  la  especie  del  art.  893  ,  daría  lugar  á  que  se  corro- 
borase la  presunción  de  que  la  parte  interesada,  al  celebrar 
el  contrato ,  sabia  Ya  la  pérdida  ó  el  asribo  de  las  cosas  ase- 
guradas. 

El  artículo  presente  no  solo  exige  la  indicación  del  dia , 
mes  y  año  ,  sino  también  la  espresion  de  la  hora ,  como  ya 
la  exigían  igualmente  con  mucha  razón  las  ordenanzas  de 
Bilbao ,  por  la  necesidad  que  hay  en  muchos  casos  de  saber 
el  tiempo  preciso  en  que  se  firmó  el  seguro  ;  de  suerte  que 
lo  que  acabamos  de  decir  sobre  la  falta  de  fecha ,  puede 
aplicarse  asimismo  á  la  omisión  déla  hora.  Por  ejemplo,  si 
de  dos  pólizas  de  seguros  hechas  en  el  mismo  dia ,  la  una  in- 
dica la  hora  y  la  otra  no ,  los  aseguradores  que  han  firmado 
aquella  merecen  el  favor  de  la  ley  con  la  cual  se  han  confor- 
mado, y  deben  por  consiguiente  ser  preferidos  á  los  otros. 
El  código  francés  se  contenta  con  mandar  que  se  esprese  si 
el  contrato  se  firmó  antes  ó  después  de  mediodía  ;  pero  sus 
redactores  no  dejaron  de  manifestar  la  necesidad  de  fijar  la 
hora  ,  habiéndose  abstenido  de  imponer  esta  obligación  solo 
por  acomodarse  á  los  estilos  rápidos  y  sencillos  del  comer- 
cio ,  y  porque  creyeron  que  no  se  podia  exigir  tal  precisión 
sin  muchos  inconvenientes. 

2o.  La  póliza  debe  designar  «los  nombres,  apellidos  y 
domicilios  del  asegurador  y  el  asegurado.  »  Ne  hay  instru- 
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mentó  que  pueda  surtir  su  efecto  si  se  ignora  quiénes  son  las 
personas  interesadas,  pues  en  tal  caso  á  nadie  impondría 
obligación  ni  daria  derechos.  Así  que,  no  parece  posible  se 
presente  una  póliza  en  que  falten  los  nombres  de  los  dos 
contrayentes;  pero  tal  vez  puede  suceder  que  deje  de  es- 
presarse el  nombre  y  domicilio  del  asegurado ,  y  entonces 
no  debería  perjudicar  esta  omisión  si  por  efecto  de  otras 
circunstancias  no  hubiese  incertidumbre  ,  así  como  no  daña 
gn  un  testamento  la  falta  ni  aun  el  error  del  nombre  del  he- 
redero instituido  cuando  là  persona  de  este  se  halla  suficien- 
temente demostrada.  —  La  calidad  ó  circunstancias  de  las 
personas  pueden  causar  la  nulidad  de  este  contrato.  El  se- 
guro puede  considerarse  de  parte  del  asegurado  y  de  parte 
del  asegurador  :  considerado  de  parte  del  asegurado,  se 
llama  seguro  pasivo  ;  y  considerado  de  parte  del  asegurador, 
seguro  activo.  El  seguro  pasivo  no  constituye  un  comercio , 
pues  el  asegurado  no  es  mas  que  un  propietario  que  provee 
á  la  conservación  de  sus  cosas ,  ya  sea  que  haga  asegurar 
efectos  con  que  no  trafica ,  como  cuando  siendo  dueño  de 
una  hacienda  en  las  colonias  hace  asegurar  los  productos  que 
se  le  envían  todos  los  años,  ya  sea  que  haga  asegurar  efec- 
tos con  que  comercia ,  porque  con  respecto  á  él  no  es  el 
seguro  sino  un  contrato  accesorio  á  su  tráfico ,  el  cual  con- 
siste en  la  compra  que  hizo  de  las  mercancías  aseguradas 
con  iníencion  de  revenderlas ,  y  en  la  reventa  de  estas  mer- 
cancías. El  seguro  activo  por  el  contrario  es  esencialmente 
un  comercio;  porque  el  asegurador  se  entrega  á  una  especu- 
lación con  la  mira  de  hacer  una  ganancia.  De  aquí  es  que  el 
seguro  pasivo  se  permite  á  toda  persona  que  según  las  leyes 
comunes  tiene  capacidad  para  contratar  y  administrar  su 
patrimonio  ;  y  el  seguro  activo  no  se  permite  sino  á  aquellos 
que  pueden  ejercer  el  comercio ,  con  arreglo  á  las  disposi- 
ciones del  código  de  este  ramo.  El  ejercicio  de  la  profesión 
mercantil,  y  por  consiguiente  el  seguro  activo,  se  prohibe, 
según  el  art.  8o.  del  código,  por  incompatibilidad  de  estado  : 
—  Io.  á  las  corporaciones  eclesiásticas;  —  2o.  á  los  clérigos, 
aunque  no  tengan  mas  que  la  tonsura ,  mientras  vistan  el 
traje  clerical  y  gocen  de  fuero  eclesiástico  ;  —  5o.  á  los  ma- 
gistrados civiles  y  jueces  en  el  territorio  donde  ejercen  su 
autoridad  ó  jurisdicción;  —  U°.  á  los  empleados  en  la  recau- 
dación y  administración  de  las  rentas  reales  en  los  pueblos, 
partidos  ó  provincias  adonde  se  estiende  el  ejercicio  de  sus 
funciones,  á  menos  que  no  obtengan  una  autorización  parti- 
cular del  rey.  Tampoco  pueden  ejercer  la  profesión  mercan- 
til, ni  por  tanto  ser  aseguradores,  según  el  art.  9°.,  por  ta- 
cha legal  :  —  Io.  los  infames  que  estén  declarados  tales  por 
la  ley,  ó  por  sentencia  judicial  ejecutoria;  —  2o.  los  quebra- 
dos que  no  hayan  obtenido  rehabilitación.  Por  inducción  del 
art.  10 ,  los  seguros  celebrados  por  aseguradores  inhábiles  , 
cuya  incapacidad  fuese  notoria  por  razón  de  la  calidad  ó 
empleo,  serán  nulos  para  todos  los  contrayentes.  Pero  si  el 
asegurador  inhábil  ocultare  su  incapacidad  al  otro  contra- 
yente ,  y  esta  no  fuese  notoria ,  quedará  obligado  en  favor 
del  asegurado  ,  sin  adquirir  derecho  para  compelerle  en  jui- 
cio al  cumplimiento  de  las  obligaciones  que  este  contrajere. 
Los  corredores  no  pueden  ser  aseguradores,  según  el  artículo 
103;  pero  la  ley  no  declara  nulo  el  seguro  que  celebraron  , 
sino  que  les  impone  la  pena  de  perder  su  oficio.  Puede 
celebrarse  el  contrato  de  seguro  con  los  estranjeros ,  ya  para 
hacerse  asegura^  i^or  ellos ,  ya  para  asegurar  sus  efectos  , 
porque  según  eS  derecho  de  gentes  pueden  los  individuos  de 
¡as  diferentes  naciones  establecer  entre  sí  relaciones  de  co- 
mercio, y  aun  hacer  convenciones  de  toda  especie;  pero  la 
facultad  de  asegurar  cesaría  en  los  Españoles  con  respecto  á 
la  nación  con  quien  llegase  á  haber  interdicción  de  comer- 
cio. Se  ha  visto  no  obstante  subsistir  el  comercio  de  seguros 
durante  el  curso  de  la  guerra  entre  los  individuos  de  dos 
naciones  enemigas ,  y  remitir  religiosamente  los  asegura- 
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dores  de  la  una  á  los  aseguradores  de  la  otra  el  valor  ele  las 
presas  que  hacían  sus  corsarios.  Véase  el  artículo  888. 

5o.  y  U°.  Se  ha  de  espresar  en  la  póliza  «  si  el  asegurado 
hace  asegurar  efectos  propios  ó  si  obra  en  comisión  por  cuen- 
ta de  otro ,  »  —  como  igualmente  «  el  nombre  y  domicilio 
del  propietario  de  las  cosas  que  se  aseguran ,  en  el  caso  de 
hacerse  el  seguro  por  comisión.  »  Por  regla  general ,  esta- 
blecida en  el  art.  118,  puede  obrar  en  nombre  propio  elco»  ■ 
misionista ,  aunque  trate  por  cuenta  ajena  ;  y  de  consiguiente 
no  tiene  obligación  de  manifestar  quién  sea  la  persona  por 
cuya  cuenta  contrata;  pero  queda  obligado  directamente 
hacia  las  personas  con  quienes  contrate  ,  como  si  el  nego- 
cio fuese  propio.  Mas  aquí  en  materia  de  seguros  sufre  es- 
cepcion  esta  regla,  de  modo  que  el  asegurado  tiene  que  ma- 
nifestar en  la  póliza  si  hace  el  seguro  por  su  cuenta  ó  por 
comisión ,  en  cuyo  segundo  caso  no  puede  callar  el  nombre 
y  domicilio  del  comitente.  Este  rigor  tiene  por  objeto  preve- 
nir las  contestaciones  que  podria  haber  entre  el  comisio- 
nista y  el  comitente  ;  pero  no  deja  de  ocasionar  á  este  último 
grandes  desventajas  en  tiempo  de  guerra,  pues  impide  que 
se  oculte  el  origen  del  cargamento  y  se  le  dé  en  caso  de  ne- 
cesidad la  calidad  de  propiedad  de  neutros  ó  aliados  del  ene- 
migo. Mas  si  el  asegurado  ha  omitido  su  calidad  de  comisio- 
nista ó  propietario,  ¿podrá  contestarse  la  validez  del  seguro? 
Si  así  fuese  ,  tendría  siempre  uno  de  los  contrayentes  abierto 
el  recurso  de  negarse  al  cumplimiento  de  sus  deberes  con 
motivo  de  una  omisión  que  á  veces  puede  padecerse  con 
mucha  facilidad.  El  comitente  podria  rehusar  el  pago  de  la 
prima  en  caso  de  feliz  arribo  de  sus  efectos  ;  y  el  asegura- 
dor el  de  las  pérdidas  en  caso  de  averías.  Pero  el  asegurador 
¿  no  aprobó  el  contrato  á  pesar  de  la  citada  omisión,  por  el 
hecho  de  firmarlo?  Y  con  respecto  al  comitente,  ¿no podrá 
-  juzgarse  por  las  circunstancias  si  el  seguro  se  hizo  por  su 
cuenta  ó  bien  por  la  del  comisionista  ?  Parece  pues  que  ni 
al  uno  ni  al  otro  debe  admitirse  á  contestar  por  dicha  razón 
la  validez  del  contrato ,  y  que  solo  en  caso  de  duda  sobre 
quién  es  el  verdadero  asegurado  deberá  juzgarse  á  favor  de 
las  pretensiones  del  comitente  contra  el  comisionista,  por  el 
descuido  que  este  tuvo. — El  comisionista  contrae  con  el 
comitenle  las  relaciones  de  un  mandatario  con  el  mandante; 
debe  por  consiguipnte  conformarse  con  las  instrucciones  que 
haya  recibido  ,  y  si  concede  mayor  prima  que  la  que  le  hu- 
biere sido  prescrita ,  puede  ser  obligado  al  pago  del  esceso. 
También  debe  elegir  aseguradores  abonados,  porque  de  otra 
suerte  podria  hacerse  responsable  de  la  pérdida  de  los  efec- 
tos asegurados;  pero  si  al  tiempo  de  celebrar  el  seguro  se 
tenían  por  solventes  los  aseguradores  con.  quienes  contrajo , 
no  deberá  responder  de  los  acontecimientos  que  los  consti- 
tuyan insolventes  después  de  firmada  la  póliza,  y  bastará 
para  su  descargo  que  lo  avise  á  su  comitente,  y  haga  rescin- 
dir el  contrato  de  seguro  ,  si  aun  duran  los  riesgos.  ¿Queda 
el  comisionista  directamente  obligado  hacia  el  asegurador? 
Mientras  no  manifiesta  el  nombre  de  su  comitente,  no  hay 
duda  que  es  el  único  obligado  hacia  la  persona  con  quien 
contrató;  y  luego  que  lo  manifiesta,  parece  debe  quedar 
obligado  solidariamente;  porque  muchas  veces  el  asegura- 
dor no  tiene  noticias  del  comitente,  no  conoce  sino  al  comi 
sionista ,  no  contrata  sino  por  la  confianza  que  este  le  inspira, 
y  no  contrataría  si  este  no  quedase  obligado. 

B°,  Es  necesario  declarar  en  la  póliza  «  el  nombre,porte, 
pabellón ,  matrícula,  armamento  y  tripulación  de  la  nave  en 
que  se  hace  el  trasporte  de  las  cosas  aseguradas.  »  Esta  de- 
signación circunstanciada  de  la  nave  tiene  por  objeto  preve- 
nir toda  duda  sobre  la  cosa  asegurada  ,  y  enterar  al  asegu- 
rador de  los  riesgos  que  tome  á  su  cargo.  El  interés  del 
asegurado ,  así  como  el  del  asegurador,  exige  igualmente 
que  se  indique  con  toda  exactitud  la  nave  sobre  que  recae 
el  segure  ;  porque  si  en  fuerza  de  algún  equívoco  se  pudiese 


aplicar  la  eonvencion  á  otra  nave  perteneciente  al  propie- 
tario con  quien  se  pasa  la  póliza,  y  esta  nave  llegase  á  pere- 
cer, se  hallaría  el  asegurador  espuesto  á  pagar  esta  pérdida, 
cuando  el  feliz  arribo  de  la  nave  que  había  asegurado  real- 
mente, le  libertaba  de  toda  responsabilidad  ;  y  el  asegurado 
por  su  parte  podria  perder  su  garantía  si  se  perdía  la  nave 
asegurada  y  la  otra  llegaba  á  buen  puerto.  En  tanto  que  la 
''designación  tiene  por  objeto  precaver  estos  inconvenientes, 
parece  puede  omitirse  sin  perjudicar  á  la  validez  del  contrato, 
cuando  por  otra  parte  ?stá  suficientemente  indicada  la  nave 
de  modo  que  no  quepa  equivocación  alguna.  Pero  en  cuanto 
sirve  para  enterar  al  asegurador  de  los  riesgos  que  toma  á 
su  cargo,  tiene  mayor  importancia.  El  asegurador,  para  de- 
terminarse á  hacer  el  seguro  y  calcular  su  prima,  necesita 
saber  el  porte,  el  pabellón,  el  armamento  y  la  tripulación  de 
la  nave  ;  porque  de  estas  circunstancias  dependen  en  gran 
parte  los  mayores  ó  menores  riesgos  que  tienen  que  correrse. 
Veamos  ahora  cuáles  son  los  efectos  de  la  disposición  de 
este  artículo  en  los  diferentes  casos  á  que  puede  aplicarse. 
En  la  designación  puede  haber  ú  omisión  ,  ó  error  ó  fraude. 
Si  no  hay  mas  que  una  mera  omisión  ,  no  parece  puede  ha- 
ber lugar  ala  nulidad  del  contrato,  porque  se  cree  que  el 
asegurador  renunció  este  recurso  por  el  hecho  de  firmar  la 
póliza  sin  exigir  la  designación ,  y  que  quiso  dejar  al  asegu- 
rado la  facultad  de  cargar  sus  efectos  en  la  nave  que  mas  le 
acomodase,  puesto  que  las  parles  pueden,  si  quisieren  ,  in- 
sertar espresamente  semejante  cláusula  en  la  póliza  del  se- 
guro. Si  hay  error,  es  necesario  ver  cuáles  son  sus  conse- 
cuencias, para  juzgar  si  el  asegurador  puede  hacer  anular 
la  póliza.  Cuando  el  error  es  de  tal  naturaleza  que  disminuye 
la  idea  de  los  riesgos,  no  hay  duda  de  que  vicia  el  contraio; 
pero  cuando  no  produce  tal  diminución,  viene  à  ser  indife- 
rente. Así  que,  cuando  el  seguro  recae  sobre  un  buque  mas 
fuerte  que  el  designado  en  la  póliza,  no  daña  este  error  al 
contrato,  puesto  que  no  hiere  los  intereses  del  asegurador  ; 
y  por  la  razón  inversa,  puede  el  contrato  anularse,  cuando 
el  buque  es  de  una  calidad  mas  débil  que  la  que  se  le  atribuye 
por  la  póliza,  suponiendo  empero  que  no  se  pruebe  que  el 
asegurador  conocía  la  fuerza  ó  resistencia  del  buque,  á  pe- 
sar de  la  designación  viciosa  que  se  le  habia  dado  en  el  ins- 
trumento, porque  entonces  ya  no  puede  decirse  que  hay  er- 
ror. En  todos  los  casos,  debería  despreciarse  el  error  que 
fuese  de  poca  trascendencia  y  no  aumentase  sino  muy  poco 
los  riesgos.  Estas  especies  de  contestaciones ,  como  todas  las 
que  conciernen  al  comercio ,  deden  juzgarse  siempre  ex 
œquo  el  bono  ,  tomando  en  consideración  la  buena  fe  del 
asegurado.  Finalmente ,  si  hay  fraude ,  esto  es,  falsa  desig- 
nación que  no  es  efecto  del  error,  sino  de  la  intención  de 
sorprender  al  asegurador,  inspirándole  mas  confianza,  la 
convención  es  entonces  nula  en  su  esencia.  Pero  la  diferencia 
entre  la  designación  y  la  realidad  solo  se  reputará  error, 
mientras  no  se  demuestre  el  fraude,  porque  el  dolo  no  se  pre- 
sume sino  que  debe  ser  probado  ;  y  para  probarlo  no  solo  se 
ha  de  establecer  que  el  asegurado  no  ignoraba  la  diferencia, 
sino  también  que  ha  ocultado  la  verdad  para  engañar  al 
asegurador  disminuyendo  la  idea  del  riesgo,  de  suerte  que 
tanto  aquí  como  en  el  caso  de  error,  cuando  la  falsa  designa- 
ción no  aumenta  los  peligros,  no  acarrea  tampoco  la  nulidad 
del  contrato,  porque  entonces  no  puede  ser  fraudulenta.  Mas 
¿  cuáles  son  las  consecuencias  de  la  anulación  de  la  póliza 
por  causa  de  fraude?  Parece  que  la  falsa  designación  de  la 
nave ,  que  tiene  por  objeto  inspirar  mas  confianza ,  debería 
anular  la  obligación  del  asegurador,  y  dejar  subsistir  la  del 
asegurado  para  el  pago  de  la  prima  en  caso  de  feliz  arribo. 
Efectivamente  la  obligación  del  asegurador  queda  estínguida, 
pues  que  no  se  le  concede  la  anulación  sino  para  libertarlo 
del  vínculo  que  habia  contraído;  y  el  asegurado  sin  embargo 
no  habría  de  escusarse  de  pagar  el  premio  ,  aunque  solo  en 
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el  caso  de  íeiiz  arribo ,  pues  que  no  debe  aprovecharse  de 
su  falta.  Se  dirá  que  siendo  el  contrato  nulo,  no  debe  produ- 
cir efecto  alguno  ni  con  respecto  al  asegurador  ni  con  res- 
pecto al  asegurado  ;  pero  es  de  observar  que  no  se  haria 
pagar  la  prima  en  ejecución  del  contrato,  sino  á  titulo  de 
daños  y  perjuicios,  por  la  razón  general  de  que  quien  causa 
á  otro  alguna  pérdida  queda  obligado  á  repararla.  El  asegu^- 
rador,  por  la  anulación  del  contrato,  pierde  ó  deja  de  ganar, 
la  prima  si  la  nave  llega  á  buen  puerto  :  preciso  era  pues 
que  se  la  pagase  el  asegurado  para  indemnizarle.  Por  el 
contrario,  cuando  perece  la  nave,  la  validez  de  la  póliza  hu- 
biera obligado  al  asegurador  á  pagar  la  pérdida  ,  lo  que 
ciertamente  haria  mas  que  absorber  la  prima.  Sin  embargo, 
cl  art.  890,  suponiendo  nulo  el  seguro  con  respecto  á  las  dos 
partes,  solo  concede  al  asegurador  el  medio  por  ciento  sobre 
la  cantidad  asegurada.  —Véase  el  artículo  846. 

6o.  Se  ha  de  enunciar  en  la  póliza  «  el  nombre,  apellido  y 
domicilio  del  capitán.»  El  asegurador  contrata  ó  no  contrata, 
ó  bien  pide  una  prima  mas  ó  menos  fuerte  ,  según  la  esten- 
sion  de  los  riesgos  que  van  á  correrse  ;  y  como  estos  riesgos 
se  disminuyen  ó  aumentan  en  razón  de  la  mayor  ó  menor 
habilidad  del  capitán  ,  no  puede  el  asegurador  ser  indife- 
rente á  la  elección  del  que  ha  de  mandar  la  nave.  Cuando 
no  exige  que  se  le  diga  quién  es;  esto  es,  cuando  el  nombre 
del  capitán  no  se  espresa  en  el  contrato ,  se  supone  que  el 
asegurador  se  refiere  á  la  elección  que  baga  el  asegurado, 
en  lo  cual  nada  hay  de  contrario  á  los  principios ,  puesto 
que  el  asegurador  puede  encargarse  de  los  riesgos  que  hay 
que  correr  en  una  nave  ,  cualquiera  que  sea  el  capitán  que 
la  mande.  Pero  cuando  el  nombre  del  capitán  se  halla  es- 
presado en  la  póliza ,  se  presume  que  el  asegurador  no  ha 
contratado  sino  bajo  la  condición  de  que  este  capitán  será  el 
que  ha  de  tener  el  mando  ,  de  manera  que  quedará  exone- 
rado de  toda  obligación  por  el  hecho  de  mudarse  el  capitán 
sin  su  consentimiento.  Puede  sin  embargo  mudarse  el  capi- 
tán siu  consecuencia  alguna  contra  el  asegurado ,  cuando 
después  de  su  nombre  se  añaden  en  la  póliza ,  como  suele 
hacerse  ordinariamente  ,  las  palabras  ú  otro  en  su  lugar,  y 
cuando  durante  el  curso  del  viaje  sobreviene  por  casos  for- 
tuitos y  de  fuerza  mayor  la  necesidad  de  hacer  esta  mudan- 
za, sin  que  sea  posible  consultar  al  asegurador.  Fuera  de 
estos  casos  es  necesario  para  la  mudanza  el  consentimiento 
djl  asegurador  ,  bastando  que  sea  tácito  ,  como  cuando  es- 
tando instruido  del  hecho  no  hace  gestion  alguna  para  im- 
pedirlo. 

7°.,  8o.  y  9o.  La  póliz*a  de  seguro  debe  mencionar  «el 
puerto  ó  rada  en  que  las  mercaderías  lian  sido  ó  deben  ser 
cargadas;  —  el  puerto  de  donde  el  navio  ha  debido  ó  debe 
partir;  —  y  los  puertos  ó  radas  en  que  debe  cargar  ó  descar- 
gar, ó  por  cualquiera  otro  motivo  hacer  escalas.  »  Prescrí- 
bense  todas  estas  circunstancias ,  porque  el  asegurador  debe 
conocer  la  estension  de  los  riesgos  que  toma  á  su  cargo ,  y 
porque  queda  exonerado  de  los  riesgos  en  caso  de  cambio 
voluntario  de  ruta  ó  de  viaje.  Si  se  omite  la  designación  de 
estas  circunstancias,  se  supone  que  el  asegurador  quiso  re- 
ferirse al  derecho  común  y  á  la  voluntad  del  asegurado  :  si 
es  errónea,  no  vicia  el  contrato  sino  en  cuanto  hubiere  im- 
pedido que  el  asegurador  conociese  la  estension  de  los  ries- 
gos :  si  es  fraudulenta ,  lo  anula  indistintamente.  En  estos 
dos  últimos  casos  la  nulidad  tiene  las  consecuencias  que  se 
han  indicado  en  la  esposicion  del  número  5o.  del  presente 
artículo. 

10.  En  la  póliza  deben  designarse  «  la  naturaleza ,  cali- 
dad y  valor  de  los  objetos  asegurados.  »  Es  preciso  mani- 
festar cuáles  son  los  efectos  sobre  que  recae  el  seguro ,  pues 
que  son  la  materia  del  contrato,  á  fin  de  que  el  asegurador 
no  quede  espaesto  á  pagar  la  perdida  de  cosas  que  no  ha  en- 
tendido tomar  á  su  cargo ,  ni  el  asegurado  á  no  ser  indem- 


nizado de  la  de  los  objetos  que  realmente  se  han  compren- 
dido en  la  convención.  Es  necesario  también  indicar  su 
naturaleza  ,  porque  hay  cosas  mas  espuestas  que  otras  á 
deteriorarse  ó  perderse  por  los  accidentes  de  mar,  de  que  el 
asegurador  es  responsable.  Las  telas ,  por  ejemplo  ,  podrán 
echarse  á  perder  por  el  agua  que  una  tempestad  habrá  in- 
troducido en  el  buque ,  mientras  que  los  mármoles  nada  pa- 
decerán por  semejante  acontecimiento.  Se  ha  de  espresar  por 
último  su  valor,  porque  según  él  será  mas  ó  menos  conside- 
rable la  prima  del  seguro  -.bien  que  el  artículo  839,  es- 
tableciendo que  no  habiéndose  fijado  el  valor  al  tiempo  del 
contrato,  se  arreglará  después  de  otra  manera,  prueba 
que  su  omisión  en  la  póliza  no  disminuye  en  nada  la  fuerza 
de  este  instrumento.  Véase  el  art.  8ft6  y  el  83S. 

1 1 .  Han  de  indicarse  también  «  las  marcas  y  números  de 
los  fardos ,  si  las  tuviesen.  Esta  circunstancia  sirve  para  co- 
nocer mas  y  mas  las  cosas  aseguradas  ,  y  distinguirlas  de 
otras  si  se  salvaren  en  caso  de  echazón  ó  naufragio  ;  pero 
no  parece  que  su  omisión  deba  ser  de  mucha  trascendencia. 

12.  La  póliza  debe  determinar  «  los  tiempos  en  que  han  de 
empezar  y  concluirlos  riesgos.  «Esta  designación  es  impor- 
tante, pues  que  fija  la  duración  de  las  obligaciones  del  ase- 
gurador ;  pero  su  omisión  no  vicia  el  Contrato,  pues  que  está 
suplida  por  el  artículo  871,  el  cual  refiriéndose  á  lo  dispuesto 
en  el  art.  83b  para  con  los  prestadores  á  riesgo  marítimo  es- 
tablece una  regla  general  á  que  en  caso  de  silencio  quedan 
sujetos  los  contratantes. 

13.  La  póliza  debe  espresar  «  la  cantidad  asegurada.  »  Es 
de  esencia  del  contrato  de  seguro  el  que  haya  una  cantidad 
que  el  asegurador  se  obligue  à  pagar  en  caso  de  pérdida  de 
las  cosas  aseguradas.  Esta  cantidad  se  fija  ordinariamente 
en  la  póliza;  pero  esta  fijación  no  es  de  esencia  del  contrato, 
y  el  asegurador  podria  obligarse  á  pagar,  en  caso  de  pérdida 
de  las  cosas  aseguradas ,  el  precio  que  ellas  valiesen ,  según 
la  estimación  que  se  hiciese  de  las  mismas.  Si  se  omitiese 
pues  en  la  póliza  la  indicación  de  la  cantidad  asegurada,  no 
seria  nulo  el  contrato  ,  sino  que  el  asegurador  estaría  obli- 
gado á  pagar  el  valor  de  los  efectos  asegurados  ,  según  la 
estimación  de  que  se  acaba  de  hablar. 

ik.  Ha  de  contener  la  póliza  «  el  premio  convenido  por  el 
seguro,  y  el  lugar,  tiempo  y  modo  de  su  pago.  »  El  premio, 
que  mas  comunmente  se  llama  prima  ,  no  es  otra  cosa  que 
el  coste  ó  precio  del  seguro  ,  esto  es  ,  la  cantidad  que  da  el 
asegurado  al  asegurador  por  el  precio  de  los  riesgos  á  que 
se  hace  responsable.  —  El  premio  consiste  por  lo  común  en 
una  cantidad  de  dinero  que  estipulan  los  contrayentes  á  ra- 
zón de  tanto  por  ciento  de  la  suma  asegurada;  mas  también 
podria  consistir  en  cualquiera  otra  cosa,  y  aun  en  una  obli- 
gación de  hacer  algo  que  contrajese  el  asegurado.  A  veces  se 
pacta  una  cantidad  por  cada  mes  que  dure  el  viaje,  y  otras 
una  sola  cantidad  por  lodo  el  tiempo  de  este.  —  El  premio, 
para  ser  equitativo,  debe  ser  el*justo  precio  de  los  riesgos 
que  el  asegurador  toma  á  su  cargo  ;  pero  como  es  difícil  de- 
terminar este  justo  precio  ,  debe  dársele  mucha  estension  y 
reputar  por  tal  el  que  estipulen  los  interesados  ,  sin  que  so- 
bre esto  pueda  ninguno  de  ellos  alegar  lesión.  Siendo  el 
premio  la  recompensa  ó  precio  de  los  riesgos  que  toma  sobre 
sí  el  asegurador,  es  claro  que  debe  ser  mas  ó  menos  consi- 
derable según  los  mas  ó  menos  riesgos  que  hubiere  que  cor- 
rer, y  el  mas  ó  menos  tiempo  que  hayan  de  durar.  Por  esta 
razón  el  premio  que  se  pacta  en  tiempo  de  guerra  es  mucho 
mas  fuerte  que  el  que  se  estipula  en  tiempo  de  paz.  —  El 
premio  que  da  el  asegurado,  y  el  riesgo  de  que  se  hace  res- 
ponsable el  asegurador,  son  dos  cosas  correlativas  insepa- 
rables la  una  de  la  otra,  de  modo  que  su  reunion  constituye 
la  esencia  del  contrato.  Es  pues  imposible  que  deje  de  ha- 
ber premio  ;  ó  bien  el  contrato ,  dejando  de  ser  contrato  de 
seguro  ,  pasaría  á  la  clase  de  contratos  de  beneficencia,  y 
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quedaría  sujeto  á  las  prohibiciones  que  los  de  esta  especie 
llevan  consigo:  por  lo  cual  no  podría  v.  gr.  suscribirse  vá- 
lidamente por  una  mujer  casada  que  no  estuviese  autorizada 
para  ello,  aunque  fuera  mercadera  pública ,  porque  la  inca- 
pacidad de  esta  mujer  no  cesa  sino  con  respecto  á  su  co- 
mercio.  Mas  suponiéndole  válido,  las  obligaciones  del  ase-'® 
gurador  serian  las  que  se  le  imponen  por  el  código,  porque 
se  juzgaría  haberse  sometido  á  ellas.  Sin  embargo  la  póliza 
no  tomaría  el  carácter  de  contrato  gratuito  por  sola  la  razón 
de  que  los  contrayentes  no  hablaban  en  ella  de  premio,  si 
por  otra  parte  era  evidente  la  intención  de  estipularlo.  No 
puede  dudarse  de  esta  intención  cuando  se  ha  pagado  el 
premio ,  ni  cuando  se  hace  mención  de  él  en  el  registro  del 
corredor,  ni  cuando  se  ha  dado  un  vale  ó  billete  de  prima. 
En  todos  estos  casos  se  halla  igualmente  fijado  el  tanto  del 
premio. 

Mas  i  cómo  se  fijará,  si  no  habiéndose  pagado  al  principio, 
se  limitan  la  póliza  y  el  libro  del  corredor  á  decir  que  se  pa- 
gará un  premio  sin  determinar  la  cuota?  El  artículo  879  nos 
da  para  un  caso  semejante  una  regla  que  no  conviene  menos 
al  presente  ;  y  según  ella  se  habria  de  hacer  la  regulación 
del  premio  por  peritos  nombrados  por  las  partes,  habida 
consideración  á  los  riesgos  ocurridos  y  á  los  pactos  de  la 
póliza. —  Los  contrayentes  pueden  estipular,  como  mas  les 
convenga ,  el  lugar,  tiempo  y  modo  del  pago  del  premio  ; 
pero  si  nada  hubieren  establecido  sobre  este  punto ,  puede 
el  asegurador  exigir  dicho  pago  al  tiempo  de  firmar  el  con- 
trato ,  pues  por  derecho  común ,  cuando  no  se  ha  fijado  un 
plazo,  la  deuda  es  exigible  desde  luego.  En  todos  los 
casos  hace  suyo  el  premio  el  asegurador,  sea  que  las  cosas 
aseguradas  lleguen  á  buen  puerto,  sea  que  se  pierdan  en  el 
viaje.  En  esta  última  hipótesis  está  obligado  á  reparar  la 
pérdida ,  pero  guarda  siempre  el  premio  ;  y  si  todavía  no  lo 
ha  cobrado,  lo  deduce  de  la  indemnización  que  tiene  que  dar. 

18.  Ha  de  especificarse  en  la  póliza  «  la  cantidad  del  pre- 
mio que  corresponda  al  viaje  de  ida  y  al  de  vuelta,  si  el  se- 
guro se  hubiere  hecho  por  viaje  redondo.  »  El  seguro  por 
viaje  redondo  puede  hacerse  de  dos  modos ,  ó  bien  estipu- 
lando un  premio  por  la  ida  y  otro  distinto  por  la  vuelta ,  ó 
bien  estableciendo  un  solo  premio  por  la  ida  y  la  vuelta.  En 
este  segundo  caso  el  premio  se  llama  premio  ligado,  porque 
el  premio  de  la  ida  está  ligado  y  reunido  con  el  de  la  vuelta. 
El  código  quiere  aquí  la  separación,  esto  es,  que  se  fije  un 
premio  para  la  ida  y  otro  para  la  vuelta,  sin  duda  para  po- 
der calcular  mejor  la  parte  de  premio  que  ha  de  darse  al 
asegurador  en  caso  de  que  la  nave  no  traiga  retorno  ó  traiga 
solo  por  una  cantidad  menor  que  la  asegurada  ;  pero  no 
parece  que  por  eso  pueda  decirse  que  queda  reprobada  la 
estipulación  del  premio  ligado,  pues  entonces  se  supone  que 
la  mitad  del  premio  corresponde  á  la  ida  y  la  otra  mitad 
à  la  vuelta.  Véase  el  art.  866. 

16.  Debe  contenerse  en  la  póliza  «  la  obligación  del  ase- 
gurador á  pagar  el  daño  que  sobrevenga  en  los  efectos  ase- 
gurados. »  El  asegurador  contrae  para  con  el  asegurado  dos 
especies  de  obligaciones.  La  primera  es  de  pagarle  la  can- 
tidad estipulada  en  la  póliza  en  caso  de  pérdida  total,  real  ó 
presunta ,  ó  de  deterioración  casi  total  de  las  cosas  asegu- 
radas ,  por  efecto  de  algún  accidente  de  fuerza  mayor,  bajo 
la  condición  de  que  el  asegurado  le  hará  cesión  y  abandono 
de  lo  que  quedare  ó  pudiere  salvarse  de  las  cosas  asegura- 
das ,  y  de  todos  sus  derechos  con  respecto  á  ellas.  La  se< 
gunda  es  de  indemnizarle  de  las  averías  ocurridas  por  algún 
accidente  de  fuerza  mayor  á  las  cosas  aseguradas ,  en  cuyo 
caso  siendo  las  averías  comunes  ,  esto  es  ,  causadas  por  el 
bien  común ,  queda  subrogado  en  los  derechos  del  asegu- 
rado á  la  contribución  que  debe  hacerse.  Algunas  veces  se 
inserta  en  la  póliza  la  cláusula  libre  de  averías,  lo  que  quiere 
decir  que  el  asegurador  no  toma  á  su  cargo  sino  las  averías 
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que  den  lugar  al  abandono,  en  cuyo  caso  tendrá  el  asegu- 
rado la  opción  entre  el  abandono  y  el  uso  de  la  acción  de 
averías.  Efectivamente ,  el  asegurador  puede  obligarse  á  ga- 
rantizar los  accidentes  que  dan  lugar  al  abandono,  y  no  las 
averías  menos  considerables  ;  pero  una  vez  que  las  averías 
sean  bastante  fuertes  para  dar  lugar  al  abandono,  tiene  de- 
recho el  asegurado  para  reclamar  toda  la  cantidad  asegurada 
haciendo  el  abandono  de  los  efectos  salvados ,  ó  bien  para 
pedir  solamente  la  reparación  del  daño  reteniendo  los  restos 
según  convenga  mas  á  sus  intereses.  Si  el  asegurador  no  hu- 
biese estipulado  escepciones  ó  limitaciones  en  la  póliza, 
queda  obligado  á  pagar  todas  las  averías  particulares  ó  co- 
munes que  sobrevengan  en  los  efectos  asegurados  por  cual- 
quier accidente  ó  riesgo  de  mar,  den  ó  no  den  lugar  al 
abandono.  Yéase  Abandono  y  Averías. 

17.  Ha  de  espresarse  en  la  póliza  «  el  plazo,  lugar  y  for- 
ma en  que  haya  de  hacerse  su  pago;  »  esto  es,  el  pago  del 
daño  que  sobrevenga  en  los  efectos  asegurados.  La  omisión 
de  esta  circunstancia  no  produce  nulidad  ;  pues  según  dice 
el  artículo  881,  cuando  en  la  póliza  no  se  haya  prefijado  la 
época  en  que  el  asegurador  deba  verificar  el  pago  de  las 
cosas  aseguradas ,  ó  los  daños  que  sean  de  su  cuenta,  estará 
obligado  á  verificarlo  en  los  diez  dias  siguientes  á  la  recla- 
mación legitima  del  asegurado. 

18.  Debe  por  último  contener  la  póliza  «  la  sumisión  de 
los  contratantes  ai  juicio  de  arbitros  en  caso  de  contesta- 
ción ,  si  hubieren  convenido  en  ella  ,  y  cualquiera  otra  con- 
dición lícita  que  hubieren  pactado  en  el  contrato.  »  No  es 
pues  forzosa ,  sino  libre  y  facultativa ,  la  sumisión  á  los  ar- 
bitros; de  suerte  que  los  interesados  pueden  hacer  ó  no  ha- 
cer la  convención  de  poner  en  manos  de  arbitros  las  dificul- 
tades que  pudieren  suscitarse  entre  ellos  con  motivo  del 
seguro.  Pueden  por  fin  los  contrayentes  poner  todas  las  con- 
diciones que  les  convengan ,  con  tal  que  no  sean  contrarias 
á  las  leyes  ni  á  las  buenas  costumbres  ;  pero  todas  deben 
insertarse  en  la  póliza,  bajo  el  concepto  de  que  ni  al  asegu- 
rador ni  al  asegurado  se  admite  á  probar  supuestas  condi- 
ciones que  en  ella  no  están  espresadas. 

Antes  de  dejar  este  artículo,  no  será  inoportuno  advertir, 
que  según  los  arts.  259  y  2'40  del  código,  las  pólizas  de  los 
seguros  celebrados  en  territorio  español  que  no  estén  esten- 
didas en  el  idioma  vulgar  del  reino,  no  tendrán  curso  en 
juicio,  y  que  tampoco  serán  eficaces  las  que  tengan  algún 
blanco,  raspadura  ó  enmienda  que  no  estén  salvados  por  los 
contratantes  bajo  su  firma. 

«  Art.  8'»2.  Los  agentes  consulares  españoles  podrán  au- 
torizar los  contratos  de  seguros  que  se  celebren  en  las  plazas 
de  comercio  de  su  respectiva  residencia  siempre  que  alguno 
de  los  contratantes  sea  español  ;  y  las  pólizas  que  autoricen 
tendrán  igual  fuerza  que  si  se  hubieran  hecho  con  interven- 
ción de  corredor  en  España.  »  —  Véase  el  art.  8'i0. 

«  Art.  843.  Cuando  sean  muchos  los  aseguradores  ,  y  no 
suscriban  todos  la  póliza  en  acto  continuo,  espresará  cada 
uno  antes  de  su  firma  la  fecha  en  que  la  pone.  » 

==  Esta  es  una  precaución  para  conocer  si  alguno  de  ellos 
podia  tener  noticia  del  feliz  arribo  de  la  nave  al  tiempo  de 
firmar  la  póliza  :  en  cuyo  caso  seria  nulo  el  seguro  con  res- 
pecto á  él;  y  si  se  le  probaba  efectivamente  que  en  realidad 
tenia  tal  noticia,  deberia  pagar  los  premios  á  los  demás  ase- 
guradores sus  compañeros  que  hubiesen  firmado  de  buena 
fe,  con  arreglo  al  art.  897.  —  Véase  la  esplicacion  del  nú- 
mero Io.  del  art.  8M,  en  que  se  indican  las  consecuencias 
de  la  omisión  de  la  fecha. 

«  Art.  8M.  Una  misma  póliza  puede  comprender  dife- 
rentes seguros  y  premios.  » 

==  Puede  un  mismo  cargador  hacer  asegurar  en  una 
misma  póliza  diversas  mercancías  ,  á  premios  diferentes,  de 
modo  que  formen  muchos  seguros  distintos  ;  por  ejemplo. 
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doce  toneles  de  vino  á  razón  de  1S  por  ciento ,  y  por  otra 
seguro  contenido  en  la  misma  póliza ,  seis  barricas  de  azú- 
car á  razón  de  10  por  ciento.  Puede  también  hacer  asegurar 
por  diversas  personas  :  el  vino  v.  gr.  por  tal  asegurador,  y  el 
azúcar  por  tal  otro.  Mas  aquí  se  presenta  una  cuestión  muy 
importante.  Cuando  la  póliza  contiene  diversas  mercaderías, 
l  se  debe  suponer  que  forma  un  solo  seguro  para  todas,  ó 
que  encierra  un  seguro  separado  para  cada  especie  de  ob- 
jetos ?  Por  ejemplo ,  si  en  la  misma  póliza  se  ha  asegurado 
vino,  aceite  y  azúcar,  ¿  se  juzgará  haberse  hecho  un  solo  se- 
guro para  el  vino ,  el  aceite  y  el  azúcar,  ó  bien  un  seguro 
para  el  vino,  otro  para  el  aceite  y  otro  para  el  azúcar,  de 
modo  que  estos  seguros  sean  distintos  é  independientes  uno 
de  otro?  Esta  dificultad  merece  examinarse,  porque  en  mu- 
chas ocasiones  depende  precisamente  de  su  solución  la 
suerte  ó  efecto  de  las  convenciones.  Supongamos ,  por  ejem- 
plo, que  habiéndose-asegurado  en  la  misma  póliza  una  par- 
tida de  azúcar  y  otra  de  vino ,  se  echa  á  perder  la  de  azú- 
car por  accidente  de  mar  durante  la  travesía,  y  la  de  vino 
no esperimenta ningún  daño;  si  los  seguros  son  indivisibles, 
no  podrá  el  asegurado  hacer  el  abandono  sino  en  el  caso  de 
que  combinando  el  valor  del  vino  y  del  azúcar,  suba  la  de- 
terioración á  las  tres  cuartas  partes  á  lo  menos  de  la  totali- 
dad del  precio  de  las  dos  mercaderías,  según  el  artí- 
culo 901  ;  pero  si  se  consideran  dos  seguros  distintos ,  podrá 
hacer  el  abandono  del  azúcar^  reteniendo  el  vino.  Este  y 
otros  muchos  ejemplos  que  pudieran  añadirse  prueban  el 
interés  de  la  cuestión  ;  mas  no  puede  darse  una  regla  gene- 
ral para  decidirla.  Solo  puede  sentarse  que  ni  la  reunion  de 
muchos  objetos  en  una  misma  póliza  es  una  circunstancia 
de  que  deba  deducirse  necesariamente  que  la  intención  de 
los  contratantes  fué  constituir  un  solo  seguro,  ni  tampoco  la 
diferencia  ó  multiplicidad  de  los  objetos  es  siempre  una 
prueba  de  que  se  hizo  un  seguro  separado  para  cada  uno 
de  ellos.  Estas  palabras ,  una  misma  póliza  puede  compren- 
der, anuncian  que  el  legislador  ha  querido  precaver  una 
falsa  inducción  y  no  establecer  la  inducción  contraria.  Pre- 
ciso será  pues  recurrir  á  las  circunstancias  particulares  y  á 
los  términos  en  que  se  halle  concebida  la  póliza,  para  juzgar 
si  hay  un  solo  seguro  ó  si  las  partes  quisieron  hacer  mu- 
chos.—  No  es  necesario  hablar  del  caso  en  que  por  una 
misma  póliza  asegura  una  persona  los  efectos  de  varios 
dueños,  porque  entonces  hay  ciertamente  tantos  seguros 
como  son  los  asegurados,  siempre  que  estos  últimos  no  ten- 
gan un  interés  solidario  y  común ,  pues  cada  cual  en  esta 
especie  no  ha  podido  tratar  sino  por  sí  mismo.  Véase  la  es- 
plicacion  del  art.  903  en  la  palabra  Abandono. 

«Art.  8'i5.  Pueden  asegurarse  en  una  misma  póliza  la 
nave  y  el  cargamento;  pero  se  han  de  distinguir  las  canti- 
dades aseguradas  sobre  cada  uno  de  ambos  objetos,  sin  lo 
cual  será  ineficaz  el  seguro.  » 

=  La  primera  parte  de  este  artículo  es  una  consecuencia 
del  precedente,  en  el  cual  se  establece  la  facultad  de  hacer 
diferentes  seguros  en  una  misma  póliza;  y  la  segunda  es 
una  limitación  de  la  libertad  concedida  en  el  art.  849  para 
asegurar  diferentes  cosas  junta  ó  separadamente,  esto  es, 
por  una  sola  cantidad  ó  por  cantidades  separadas.  No  me 
ocurre  ahora  la  razón  que  ha  podido  tener  el  legislador  para 
declarar  ineficaz  el  seguro  por  el  que  los  interesados  se  con- 
vengan en  no  fijar  sino  una  suma  en  globo  sobre  la  nave  y 
su  carga.  En  otras  naciones,  el  seguro  que  se  hiciere  de  ia 
nave  y  su  carga  sin  distinción,  recaería  por  mitad  sobre 
cada  uno  de  ambos  objetos  ;  bien  que  la  costumbre  general 
es  de  fijar,  en  caso  de  seguro  de  las  dos  cosas ,  una  suma  por 
el  buque  y  otra  por  los  efectos  cargados. 

«  Art.  846.  En  los  seguros  de  las  mercaderías  puede  omi- 
tirse la  designación  específica  de  ellas  y  del  buque  donde  se 
hayan  de  trasportar,  cuando  no  consten  estas  circunstancias; 


pero  en  caso  de  desgracia  se  ha  de  probar  por  el  asegurado, 
ademas  déla  pérdida  del  buque  y  su  salida  del  puerto  de  la 
carga  ,  el  embarque  por  cuenta  del  mismo  asegurado  de  los 
efectos  perdidos  y  su  verdadero  valor.  » 

=3  Este  artículo  contiene  una  escepcion  de  lo  dispuesto  en 
los  números  b°.  y  10  del  articulo  841  sobre  designación  de 
la  nave  y  de  las  mercancías.  Un  comerciante  que  espera 
retornos  de  un  pais  lejano,  suele  ignorar  á  veces  tanto  la 
especie  de  efectos  que  ha  de  recibir  como  el  nombre  y  cir- 
cunstancias del  buque  en  que  se  le  han  de  enviar;  y  seria 
cruel  que  por  no  poder  hacer  su  designación  hubiese  de 
quedar  privado  de  la  ventaja  del  seguro. 

«  Art.  847.  Estendiéndose  la  obligación  del  asegurador 
no  solo  en  favor  de  la  persona  á  cuyo  nombre  se  hace  el  se- 
guro ,  sino  también  á  su  orden ,  será  endosable  la  póliza.  » 

=  Si  la  póliza  no  se  ha  estendido  á  la  orden ,  viene  á 
constituir  un  crédito  ordinario  que  no  puede  traspasarse  sino 
en  la  forma  de  la  cesión ,  la  cual  según  los  artículos  582  y 
384  del  código  no  tiene  efecto  en  cuanto  al  deudor  hasta  que 
le  sea  notificada  en  forma  ó  este  la  consienta  estrajudicial- 
mente  ,  y  no  somete  al  cedente  á  responder  de  la  solvabi- 
lidad  del  deudor  sino  solo  de  la  legitimidad  del  crédito  ; 
pero  si  es  á  la  orden,  se  hace  un  papel  ó  crédito  de  comercio 
que  puede  negociarse  y  ponerse  en  circulación  como  los 
vales  ó  pagarés  á  la  orden.  El  asegurador  se  obliga  á  pagar 
la  cantidad  estipulada  en  caso  de  pérdida  de  los  efectos  al 
asegurado  óá  su  orden;  y  este  puede  entonces  negociar  la 
póliza  y  trasmitir  su  propiedad  por  medio  de  un  simple  en- 
doso á  un  tercero  que  puede  á  su  vez  negociarla  del  mismo 
modo. 

II.  Cosas  que  pueden  ser  aseguradas,  y  evaloración 
de  ellas. 

«  Art.  848.  Pueden  ser  objeto  del  seguro  marítimo  :  —  el 
casco  y  quilla  de  la  nave  ;  —  las  velas  y  aparejos  ;  —  el  ar- 
mamento ;  —  las  vituallas  ó  víveres  ; —  las  cantidades  dadas 
ala  gruesa;  —  la  libertad  de  los  navegantes  ó  pasajeros; 
—  y  todos  los  efectos  comerciales  sujetos  al  riesgo  de  la  na- 
vegación, cuyo  valor  pueda  reducirse  á  una  cantidad  deter 
minada.  » 

==  Aunque  parece  bastaba  decir  por  regla  general  qué 
pueden  ser  objeto  del  seguro  todas  las  cosas  comerciales  que 
están  espuestas  á  los  riesgos  del  mar,  desciende  sin  embargo 
el  artículo  presente  á  hacer  la  enumeración  de  varias  cosas 
que  tal  vez  pudieran  ofrecer  dudas,  puesto  que  el  seguro  de 
algunas  de  ellas,  como  del  buque  vacío  ,  del  armamento  y 
vituallas ,  se  halla  prohibido,  bien  que  por  razones  poco  só- 
lidas, en  varios  reglamentos  estranjeros.  — Puede  asegu- 
rarse pues  el  casco  y  quilla  de  la  nave ,  esto  es ,  la  nave  por 
sí  sola,  esté  vacía  ó  cargada  ,  armada  ó  desarmada ,  y  haga 
el  viaje  sola  ó  acompañada,  debiendo  ser  el  premio  mas  ó 
menos  fuerte  según  los  mayores  ó  menores  riesgos  que  corra 
el  buque;  á  cuyo  fin  será  muy  conveniente  manifieste  el  ase- 
gurado las  indicadas  circunstancias,  pues  la  nave  está  mas 
espuesta  si  va  vacía  que  si  lleva  su  cargamento  ordinario , 
mas  si  carece  de  armamento  que  si  se  halla  pertrechada  de 
lo  necesario  para  defenderse  en  caso  de  ataque ,  mas  si  hace 
el  viaje  sola  que  si  va  de  conserva  con  otras  naves  que  en 
caso  de  riesgo  se  presten  mutuo  ausilio.  La  palabra  casco 
en  sentido  riguroso  significa  el  buque  ó  cuerpo  de  la  nave 
por  sí  solo  sin  palos  ni  jarcias;  y  la  palabra  quilla  no  denota 
sino  aquel  madero  largo  que  corre  de  popa  á  proa  de  la  em- 
barcación en  la  parte  ínfima  de  ella  y  sirve  de  base  ó  funda- 
mento á  toda  su  fábrica.  Las  dos  palabras  reunidas  son  una 
especie  de  pleonasmo  ,  pues  que  la  segunda  está  compren- 
dida en  la  primera  ;  pero  suele  usarse  con  frecuencia  de  la 
espresion  casco  y  quilla  para  designar  la  nave  con  todas  sus 
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pertenencias  cuando  se  opone  á  cargamento,  y  solo  el  buque 
sin  sus  pertenencias  ó  accesorios  cuando  se  emplea  por 
oposición  á  palos  y  jarcias,  ó  velas  y  aparejos.  —  Pueden 
asegurarse  las  cantidades  dadas  á  la  gruesa;  esto  es,  las 
cantidades  que  una  persona  presta  á  otra  sobre  objetos  es- 
puestos á  riesgos  marítimos ,  con  la  condición  de  que  pere- 
ciendo estos  objetos  pierda  el  dador  la  suma  prestada,  y 
llegando  á  buen  puerto  los  objetos  se  le  devuelva  la  suma 
con  un  premio  convenido.  Mas  es  de  observar  que  el  artículo 
dice  las  cantidades  dadas  y  no  las  cantidades  tomadas,  que 
es  lo  mismo  que  decir  que  el  dador  y  no  el  tomador  es  el 
que  puede  hacerlas  asegurar,  porque  el  dador  y  no  el  to- 
mador es  el  que  corre  el  riesgo  de  perderlas.  Si  yo  te  he 
prestado  à  la  gruesa  seis  mil  pesos  v.  gr.  sobre  un  navio  que 
se  hace  á  la  vela  para  la  Habana ,  perderé  los  seis  mil  pesos 
si  llega  á  perecer  el  buque  durante  la  travesía  ,  y  por  consi- 
guiente puedo  proveer  á  su  conservación  mediante  el  se- 
guro; pero  no  podré  hacer  asegurarla  utilidad  ó  premio  que 
estipulé  á  mi  favor,  por  ser  ésta  una  ganancia  que  dejaría 
de  hacer  y  no  una  pérdida  que  habría  de  sufrir.  Véase  el 
artículo  88b.  —  Puede  asegurarse  la  libertad  de  los  nave- 
gantes ó  pasajeros;  es  decir,  si  vas  á  embarcarte  ,  podrás 
estipular  con  el  asegurador,  mediante  cierto  premio ,  que  si 
fueres  cogido  por  enemigos  ó  corsarios,  ha  de  estar  obligado 
á  rescatarte.  Véase  mas  abajo  el  art.  851.  —La  última  parte 
del  presente  artículo  contiene  la  regla  ó  disposición  general , 
en  que  se  hallan  comprendidas  implícitamente  aun  las  cosas 
que  acaban  de  espresarse ,  inclusa ia  libertad;  pues  aunque 
esta  no  es  un  efecto  comercial  que  pueda  reducirse  á  una 
cantidad  determinada  ,  libertas  inœslimabilis  res  est ,  puede 
fijarse  la  cantidad  necesaria  para  su  rescate,  y  esta  cantidad 
es  propiamente  el  objeto  del  contrato.  En  el  mismo  sentido 
parece  podría  permitirse  el  seguro  de  la  vida  ;  pero  este  se 
halla  prohibido  bajo  nulidad  en  el  citado  artículo  885. 

«  Art.  849.  El  seguro  puede  hacerse  sobre  el  todo  ó  parte 
de  los  espresados  objetos  junta  ó  separadamente;  en  tiempo 
de  paz  ó  de  guerra  ;  antes  de  empezar  el  viaje  ó  pendiente 
este;  por  el  viaje  de  ida  y  vuelta,  ó  bien  por  uno  de  ambos; 
y  por  todo  el  tiempo  del  viaje ,  ó  por  un  plazo  limitado.  » 

=  Puede  uno  pues  hacer  asegurar  toda  la  nave  con  sus 
accesorios,  ó  solo  el  casco  y  quilla  sin  los  palos  y  jarcias,  ó 
solo  los  aparejos  sm  el  casco ,  ó  solo  el  armamento ,  ó  bien 
la  mitad,  el  tercio  ú  otra  parte  alícuota  que  tenga  en  la  pro- 
piedad de  la  nave  ,  como  igualmente  todos  los  efectos  que 
haya  cargado  en  ella  ,  ó  solo  una  parte  de  ellos,  v.  gr.  la 
mitad,  la  cuarta  ,  la  sesta,  ó  tales  mercaderías  designadas  ; 
teniendo  empero  presentes  las  modificaciones  establecidas  en 
los  arts.  853  y  85Ü.  Pueden  hacerse  asegurar  todos  estos 
objetos  juntamente ,  mediante  un  contrato  que  los  abrace 
todos ,  de  manera  que  solo  haya  un  solo  seguro,  estipulando 
una  sola  cantidad  por  todos  ellos ,  con  la  escepcion  estable- 
cida errel  artículo  845 ;  ó  bien  separadamente  ,  haciendo  de 
cada  objeto  de  diferente  naturaleza  la  materia  de  un  seguro 
diverso  ,  como  cuando  uno  hace  asegurar  en  primer  lugar 
la  nave  mediante  cierta  prima,  en  segundo  lugar  quince  to- 
nebs  de  vino  que  cargó  en  ella  por  otra  prima  ,  y  en  tercer 
lugar  veinte  botas  de  aceite  por  otro  contrato ,  ya  sea  en  va- 
rias pólizas,  ya  sea  en  una  sola,  pues  que  una  misma  póliza 
puede  contener  diferentes  seguros. 

Puede  hacerse  el  seguro  en  tiempo  de  paz  ó  de  guerra. 
Siendo  mayores  los  riesgos  en  tiempo  de  guerra  que  en  el 
de  paz ,  exigen  entonces  los.  aseguradores  un  premio  mas 
elevado  ;  pero  es  de  observar  que  si  se  hace  el  seguro  en 
tiempo  de  paz  ,  y  después  sobreviene  la  guerra ,  no  podrán 
los  aseguradores  pedir  aumento  de  premio  ;  y  recíproca- 
mente los  asegurados  no  podrán  tampoco  exigir  diminución 
si  habiéndose  hecho  el  seguro  en  tiempo  de  guerra  viene 
Juego  la  pa«  á,  disminuir  1°5  riesgos ,  porque  en  todos  los 


contratos  se  toma  solo  en  consideración  el  precio  que  tienen 
las  cosas  que  son  su  objeto  al  tiempo  de  su  celebración  y  no 
el  que  tengan  después.  Por  eso  los  aseguradores,  cuando 
preven  una  guerra ,  tienen  cuidado  de  estipular  que  el  pre- 
mio ha  de  aumentarse  en  tal  ó  tal  proporción  si  llega  á  veri- 
ficarse dicho  acontecimiento;  y  los  asegurados  por  su  parte, 
que  tendrían  que  pagar  el  premio  sin  diminución  á  pesar 
del  restablecimiento  de  la  paz ,  tienen  también  cuidado  de 
estipular  que  en  llegando  este  suceso  quedará  reducido  el 
premio  á  menor  tasa.  Sin  embargo  de  estos  principios  gene- 
ralmente admitidos,  y  en  defecto  de  haberse  tomado  por  los 
interesados  la  indicada  precaución,  se  han  visto  en  Francia 
algunos  casos  en  que  los  tribunales  han  reducido  los  premios 
de  seguros  que  se  habían  estipulado  poco  antes  de  la  paz , 
por  haber  sido  esta  tan  repentina  que  no  habia  sido  posible 
preverla.  Sin  este  temperamento  de  equidad  se  hubieran 
arruinado  los  cargadores  ,  porque  el  premio  de  seguro  y  el 
flete  hubiesen  sobrepujado  el  precio  á  que  por  el  retorno  de 
la  paz  habían  bajado  sus  mercancías.  También  se  han  con- 
cedido en  la  misma  nación  aumentos  de  premios  á  algunos 
aseguradores  que  habiendo  contratado  à  precios  muy  mode- 
rados en  un  tiempo  en  que  ninguna  señal  anunciaba  que  se 
turbaría  la  paz ,  habían  visto  aumentarse  de  repente  los  ries- 
gos por  la  aparición  inesperada  de  la  guerra.  Mas  estos , 
según  dicen  los  autores  franceses ,  eran  actos  del  poder  so- 
berano ó  de  la  equidad  de  los  tribunales,  que  fueron  moti- 
vados por  circunstancias  particulares,  por  la  necesidad,  por 
el  interés  del  comercio  marítimo ,  y  que  no  debiendo  ser 
trascendentales  ni  servir  de  ejemplo  ,  dejan  siempre  vigente 
la  regla  general.  —  El  aumento  de  premio  estipulado  para 
el  caso  de  guerra,  ó  aun  para  el  caso  de  declaración  de  guerra, 
debe  tener  su  efecto  desde  el  momento  en  que  una  potencia 
se  pone  en  estado  de  hostilidad  contra  la  España  y  hace  dar 
caza  á  sus  naves  antes  de  haber  declarado  la  guerra  ;  pues 
aunque  la  solemne  declaración  de  guerra  sea  indispensable 
para  hacer  legítimas  las  hostilidades  según  el  derecho  de 
gentes ,  no  debemos  atender  sino  al  hecho  con  respecto  al 
derecho  privado ,  y  de  consiguiente  debe  decirse  que  hay 
guerra  en  el  instante  que  hay  hostilidad.  ¿  Qué  será  si  la 
póliza  que. contiene  una  clausulado  aumento  de  premio  en 
caso  de  declaración  de  guerra,  no  se  ha  hecho  sino  después 
del  rompimiento  de  las  hostilidades?  ¿  Podrá  decirse  que 
debiendo  ser  futuro  el  caso  de  una  condición ,  no  ha  de  en- 
tenderse esta  cláusula  sino  del  caso  de  una  solemne  decla- 
ración de  guerra,  y  no  del  simple  hecho  de  las  hostilidades, 
pues  que  habiéndose  empezado  desde  antes  de  la  fecha  de 
la  póliza  no  eran  ya  un  caso  futuro ,  ni  por  consiguiente  el 
caso  de  la  condición  espresada  ?  Parece  que  aun  entonces  la 
cláusula  de  aumento  de  premio  en  caso  de  declaración  de 
guerra  no  debe  entenderse  del  caso  de  una  solemne  decla- 
ración ,  que  por  cierCb  es  una  cosa  indiferente  para  los  con- 
tratantes, sino  del  caso  de  la  continuación  de  las  hostilidades, 
porque  siempre  se  tiene  la  esperanza  de  verlas  cesar  mien- 
tras que  no  hay  declaración  de  guerra,  pudiendo  suceder 
que  las  potencias  beligerantes  vengan  antes  á  un  acomoda- 
miento. Cualquiera  echará  de  ver  que  lo  que  da  lugar  á  estas 
cuestiones  es  la  conducta  de  la  Inglaterra  y  de  la  Francia, 
quienes  violando  el  derecho  de  gentes  se  han  permitido  en 
estos  últimos  tiempos ,  sin  preceder  declaración  de  guerra , 
cometer  pérfidamente  contra  nosotros  todo  género  de  vio- 
lencias y  saqueos  así  por  mar  como  por  tierra.  Véase  el 
art.  879. 

El  seguro  puede  hacerse  antes  de  empezar  el  viaje  ó  pen- 
diente este.  Mientras  que  dura  el  viaje ,  están  todavía  espues- 
tos á  los  accidentes  del  mar  así  el  navio  como  su  cargamento, 
y  por  consiguiente  pueden  asegurarse.  Mas  es  de  observar 
aquí  que  el  seguro  hecho  durante  el  viaje  sube  ó  se  retro- 
trae con  respecto  al  buque  hasta  el  rnosëato  en  que  se  bizo 
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á  la  vela ,  y  con  respecto  á  las  mercaderías  hasta  el  instante 
de  su  carga  ;  de  modo  que  el  asegurador  queda  obligado  á 
reparar  las  pérdidas  que  tal  vez  hubieren  acaecido  aun  antes 
de  la  fecha  del  seguro  ,  con  tal  que  el  asegurado  no  tuviese 
noticia  de  ellas  al  tiempo  de  celebrar  el  contrato ,  salvas  em- 
pero las  convenciones  contrarias.  Véase,  el  art.  893. 

Puede  hacerse  el  seguro  por  el  viaje  de  ida  y  vuelta,  ó  bien 
por  uno  de  ambos.  El  seguro  por  el  viaje  de  ida  y  vueK" 
puede  verificarse  de  dos  modos ,  ó  bien  haciendo  un  solo 
seguro  por  el  viaje  redondo ,  ó  bien  haciendo  un  seguro  por 
la  ida  y  otro  seguro  distinto  por  la  vuelta.  Los  términos  en 
que  esté  concebida  la  convención  darán  siempre  á  conocer 
la  intención  de  los  interesados;  y  si  estos  no  se  han  esplica- 
do  bastante ,  sino  que  se  han  contentado  con  hacer  simple- 
mente el  seguro  por  el  viaje ,  se  entiende  que  lo  han  hecho 
solo  por  la  ida ,  porque  en  materia  de  seguros  la  ida  se  cuen- 
ta por  un  viaje  y  la  venida  por  otro,  y  cada  uno  de  ellos 
lleva  diferente  premio.  Véase  el  núm.  lo  del  articulo  841 ,  y 
el  art.  866.  —  Puede  hacerse  por  fin  el  seguro  por  lodo  el 
tiempo  del  viaje,  cualquiera  que  sea  su  duración,  ó  por  un 
plazo  limitado,  v.  gr.  por  los  cuarenta  primeros  dias  de  na- 
vegación, por  los  treinta  últimos,  etc.  También  puede  ha- 
cerse por  todo  el  viaje  ó  por  una  parte  del  viaje;  y  asi 
habiendo  de  partir  mi  nave  á  Yeracruz ,  puedo  hacerla  ase- 
gurar hasta  dicho  puerto  ó  solo  hasta  el  estrecho  de  Gibraltar, 
ó  bien  desde  el  estrecho  en  adelante.  A  veces  se  hace  ase- 
gurar la  nave  por  meses,  pagando  una  prima  ó  premio  de 
tanta  cantidad  por  cada  mes. 

«  Art.  830.  Espresándose  genéricamente  que  se  asegura 
la  nave  ,  se  entienden  comprendidas  en  el  seguro  todas  las 
pertenencias  anejas  á  ella,  pero  no  su  cargamento,  aun 
cuando  pertenezca  al  mismo  naviero,  como  no  se  haga  es- 
presa mención  de  la  carga  en  el  contrato.  » 

=  El  nombre  de  nave  denota  toda  embarcación  capaz 
de  navegar  en  alta  mar,  y  comprende  por  consiguiente  no 
solo  el  casco  y  la  quilla,  como  suele  decirse  el  buque  ó  cuer- 
po de  ella ,  sino  también  los  palos  ,  velas,  cabos,  áncoras  y 
demás  jarcias  ó  aparejos.  Si  se  asegura  pues  la  nave  simple- 
mente sin  aditamento  ni  modificación  ,  es  claro  que  el  se- 
guro abraza  todas  estas  cosas,  y  aun  el  armamento ,  esto 
es,  los  cañones,  armas,  pólvora  y  demás  municiones  de 
guerra  ,  pues  que  todos  estos  efectos  se  cuentan  en  la  clase 
de  pertenencias  anejas  á  la  nave  ;  pero  para  que  quede  ase- 
gurado el  cargamento  del  naviero ,  no  solo  se  ha  de  hacer 
espresa  mención  de  él  en  el  contrato,  sino  que  se  han  de 
distinguir  las  cantidades  aseguradas  sobre  la  nave  y  su  car- 
ga. Véase  el  art.  843. 

«  Art.  851.  En  los  seguros  de  la  libertad  de  los  navegan- 
tes se  espresará  :  —  Io.  el  nombre  ,  naturaleza,  domicilio, 
edad  y  señas  de  la  persona  asegurada;  —  2o.  el  nombre  y 
matrícula  del  navio  en  que  se  embarca;  —  5o.  el  nombre  de 
su  capitán  ;  —  k°.  el  puerto  de  su  salida  ;  —  3o.  el  de  su  des- 
tino;—6o.  la  cantidad  convenida  para  el  rescate,  y  los 
gastos  del  regreso  á  España  ;  —  7o.  el  nombre  y  domicilio 
de  la  persona  que  se  ha  de  encargar  de  negociar  el  rescate; 
—  8o.  el  término  en  que  este  ha  de  hacerse,  y  la  indemni- 
zación que  deba  retribuirse  en  caso  de  no  verificarse.  » 

=  El  seguro  de  libertad  es  un  contrato  en  que  el  asegu- 
rador, por  cierto  premio  que  le  da  ú  ofrece  dar  el  asegura- 
do, se  obliga  á  que  si  durante  el  curso  del  viaje  que  este  va 
á  emprender  por  mar  se  le  hace  cautivo  ó  prisionero ,  le 
suministrará  cierta  cantidad  para  su  rescate  y  vuelta.  El  ar- 
tículo presente  determina  las  cosas  ó  circunstancias  que  se 
han  de  espresar  en  el  contrato  para  evitar  toda  duda  y  difi- 
cultad en  su  cumplimiento;  pero  no  se  hace  nula  la  póliza 
por  la  omisión  de  cualquiera  de  ellas;  y  así,  cuando  consta 
que  una  persona  se  ha  hecho  asegurar ,  el  error  que  haya 
podido  cometerse  sobre  su  nombre,  domicilio  q  edad,  no 


merece  tomarse  en  consideración.  —La  presa  d6  la  nave  y 
la  cautividad  consiguiente  del  asegurado  producen  la  acción 
que  compete  á  este  para  pedir  la  cantidad  que  el  asegu- 
rador debe  dar  para  el  rescate  y  gastos  del  regreso  ;  en  cuyo 
caso  se  han  de  presentar  con  la  reclamación  los  documentos 
que  acrediten  el  viaje  de  la  nave ,  el  embarque  del  asegu- 
rado ,  su  cautiverio  y  el  seguro.  —  Si  en  la  póliza  no  se  ha 
apresado  el  tiempo  en  que  el  asegurador  debe  entregar  la 
cantidad  estipulada ,  es  claro  que  ha  de  verificarlo  en  los 
diez  dias  siguientes  á  la  reclamación  legítima  del  interesado, 
como  se  establece  por  regla  general  en  el  art.  881.  —  Si  en 
la  póliza  no  se  ha  indicado  la  persona  á  quien  el  asegurador 
ha  de  satisfacer  la  cantidad  convenida,  debe  entregarse  al 
procurador  del  cautivo  ó  á  quien  tenga  alguna  calidad  para 
poder  recibir  por  él ,  como  lo  seria  su  padre ,  hijo  ó  herma- 
no. —  Si  no  se  ha  fijado  la  indemnización  que  ha  de  retri- 
buirse al  asegurado  en  caso  de  falta  ó  morosidad  de  parte 
del  asegurador  en  el  cumplimiento  de  sus  deberes ,  no  estará 
este  menos  obligado  á  la  satisfacción  de  los  daños  y  perjui- 
cios que  por  su  culpa  se  siguieren  á  aquel ,  los  cuales  ha- 
brán de  estimarse  según  la  clase  de  cautividad  y  la  calidad 
de  la  persona ,  sin  que  por  eso  cese  la  obligación  principal 
del  rescate. 

Cuando  la  persona  que  ha  hecho  asegurar  su  libertad, 
muere  en  el  cautiverio  ó  logra  salvarse  de  él  por  la  fuga  ú 
otro  medio,  antes  que  los  aseguradores  hayan  sido  morosos 
en  el  pago  de  su  rescate,  ¿quedan  estos  exonerados  de  pa- 
gar la  cantidad  estipulada?  Una  vez  que  el  asegurado  ha  sido 
cogido  cautivo  ó  prisionero,  tiene  ya  derecho  á  la  exacción 
de  la  cantidad  convenida  para  su  rescate ,  y  los  asegurado- 
res deben  pagarla  sin  escusa  á  los  herederos  del  asegurado 
si  este  ha  mu  erto  en  el  cautiverio  ;  y  al  mismo  asegurado  ó 
su  procurador  si  es  que  permanece  en  su  estado  de  cautivo  ó 
ha  logrado  escaparse.  La  razón  es  que  la  libertad  ó  reden- 
ción del  asegurado  no  es  propiamente  la  que  constituye  el 
objeto  de  la  obligación  de  los  aseguradores ,  pues  la  libertad 
no  es  uñ  efecto  comercial  que  pueda  valorarse  en  dinero  :  la 
libertad  no  es  sino  la  causa  final  y  el  motivo  del  contrato. 
El  objeto  de  la  obligación  de  los  aseguradores  es  la  cantidad 
espresada  en  la  póliza  que  se  comprometieron  á  pagar  veri- 
ficándose la  condición  bajo  que  fué  estipulada  ;  y  es  regla 
general  que  el  derecho  que  dimana  de  una  obligación  condi- 
cional de  dar  una  cantidad  de  dinero ,  surte  su  efecto  luego 
que  se  cumple  la  condición  ,  y  pasa  naturalmente  á  los  he- 
rederos de  la  persona  que  lo  habia  adquirido.  Otra  cosa  se- 
ria, silos  aseguradores  no  se  hubiesen  obligado  al  pago  de 
cierta  cantidad  sino  tan  solo  á  libertar  al  asegurado  en  el 
caso  de  ser  aprehendido  :  el  hecho  mismo  de  la  redención 
del  cautivo  seria  entonces  el  objeto  directo  de  la  obligación 
de  los  aseguradores  ;  y  como  este  hecho  es  por  una  parte 
respectivo  solo  à  la  persona  en  cuyo  favor  se  hizo  el  contrato, 
y  por  otra  parte  llega  á  ser  imposible  por  la  muerte  ó  eva- 
sión del  asegurado ,  es  claro  que  si  este  muere  en  el  cauti- 
verio ,  ó  encuentra  medio  de  escaparse  antes  que  sus  ase- 
guradores hayan  sido  morosos  en  rescatarle ,  quedan  estos 
exonerados  de  toda  obligación  ,  de  modo  que  ni  el  escapado 
puede  pedir  que  se  le  redima,  pues  que  ya  no  está  cautivo, 
ni  los  herederos  del  muerto  usar  de  una  acción  que  no  les  es 
trasmisible.  Mas  si  los  aseguradores  han  sido  morosos  en  el 
cumplimiento  de  su  obligación  no  libertando  al  cautivo  den- 
tro del  tiempo  debido  antes  de  su  muerte  ó  evasión,  su  obli- 
gación se  convierte  por  la  morosidad  en  una  obligación  de 
daños  y  perjuicios  ,  esto  es ,  en  una  obligación  de  dar  una 
cantidad  ¿e  dinero ,  y  por  consiguiente  la  acción  que  nace 
de  ella  subsiste  siempre  no  obstante  la  fuga  ó  muerte.  Esta 
doctrina  no  se  acomoda  con  las  disposiciones  de  las  ordenan- 
zas de  Bilbao ,  las  cuales  querían  que  la  cantidad  asegurada 
que  los  aseguradores  habían  remitido  ya  para  la  redención 
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del  cautivo ,  se  devolviese  á  los  mismos  si  este  fallecía  antes 
del  rescate  ;  bien  que  los  gastos  y  riesgos  del  recobro  debían 
ser  de  cuenta  de  ellos  :  «  Si  sucediere,  dice  el  art.  14  del  ca- 
pítulo 22 ,  que  cumpliendo  una  vez  el  asegurador  con  la  re- 
misión del  dinero  asegurado  para  la  redención  del  cautivo  ó 
preso ,  este  falleciere  antes  del  rescate  ó  libertad ,  ha  de  ser 
visto  quedar  de  cuenta  y  riesgo  del  tal  asegurador  el  reco- 
bro del  dinero  que  hubiere  desembolsado  y  remitido  para 
dicho  rescate  ó  libertad ,  porque  en  el  caso  referido  pertene- 
cerá á  él.  »  Las  ordenanzas  de  Bilbao  se  desviaban  en  esta 
parte  de  los  principios  de  jurisprudencia  ;  y  puesto  que  ya 
no  rigen ,  no  hay  razón  para  seguir  sus  decisiones ,  sino 
cuando  se  apoyan  en  la  equidad  y  recaen  sobre  casos  que 
no  están  declarados  en  el  nuevo  código  de  comercio.  Solo 
podría  tener  lugar  lo  dispuesto  en  el  citado  artículo  de  las 
ordenanzas ,  cuando  habiéndose  asegurado  no  una  cantidad 
determinada  sino  el  rescate  directo ,  enviasen  los  asegura- 
dores el  dinero  dentro  del  plazo  convenido  ó  legal  á  tiempo 
que  ya  hubiese  muerto  el  cautivo  ó  prisionero. 

Todavía  hay  que  ventilar  una  cuestión  sobre  esta  mate- 
ria. Si  los  que  tienen  cautivo  ó  prisionero  al  asegurado  pi- 
diesen una  suma  exorbitante  por  su  rescate ,  ¿  estarían  obli- 
gados á  darla  los  aseguradores  que  no  habían  fijado  una 
cantidad  limitada  en  la  póliza  de  seguro  ?  Polhier ,  que  se 
hace  esta  cuestión  ,  opina  que  los  aseguradores  no  estarían 
obligados  en  este  caso  á  dar  al  cautivo  para  libertarse  sino 
la  cantidad  á  que  pudieron  prever  que  podría  subir  su  res- 
cate según  su  calidad  ;  porque  no  es  de  suponer  que  quisie- 
ron obligarse  in  infiniliim ,  sino  solo  á  pagar  el  mas  alto 
precio  à  que  podria  montar  ordinariamente  la  libertad  del 
asegurado  según  sus  circunstancias  ,  y  es  principio  general 
que  las  obligaciones  que  nacen  de  las  convenciones  se  fun- 
dan en  la  voluntad  que  ha  tenido  de  obligarse  la  persona 
que  ha  contraído  la  obligación,  de  modo  que  no  pueden  es- 
tenderse fuera  de  los  límites  que  parece  ha  querido  fijarles 
el  contrayente.  Este  caso  es  semejante  á  la  especie  en  que 
alguno  se  hubiese  obligado  á  comprarme  á  sus  espensas  una 
cosa  ajena  :  si  el  dueño  no  quería  venderla  sino  á  un  precio 
exorbitante ,  cumpliría  el  obligado  con  entregarme  el  justo 
precio  de  ella  á  juicio  de  peritos. 

«  Art.  832.  El  asegurador  puede  hacer  reasegurar  por 
otros  los  efectos  que  él  hubiere  asegurado  por  mas  ó  menos 
premio  que  el  que  hubiere  pactado ,  y  el  asegurado  puede 
también  hacer  asegurar  el  costo  del  seguro  y  el  riesgo 
que  pueda  haber  en  la  cobranza  de  los  primeros  asegura- 
dores. » 

=  El  asegurador  puede  hacer  que  otros  le  aseguren  los 
efectos  que  él  ha  asegurado ,  por  el  principio  general  de  que 
cada  cual  puede  hacer  asegurar  las  cosas  que  corren  á  su 
riesgo.  Yo  he  asegurado,  por  ejemplo,  mediante  un  premio 
de  5,000  pesos  un  cargamento  estimado  en  30,000  ps.  :  des- 
de este  instante  son  de  mi  cuenta  los  riesgos  de  este  carga- 
mento ;  si  llegan  á  perderse  los  efectos  que  lo  componen ,  me 
veré  en  la  precisión  de  pagar  al  asegurado  los  30,000  pesos 
de  su  valor.  Puedo  de  consiguiente ,  para  sustraerme  á  este 
peligro  ,  hacer  reasegurar  por  otros  el  mismo  cargamento, 
mediante  un  premio  cualquiera;  de  suerte  que  si  el  carga-* 
mentó  viniere  á  perecer  ,  estará  obligado  el  reasegurador  á 
pagarme  su  valor,  que  yo  tendré  que  entregar  en  seguida  á 
!a  persona  á  quien  yo  había  asegurado.  Así  que,  por  medio 
del  reseguro  me  habré  puesto  á  cubierto  de  cualquier  acon- 
tecimiento desgraciado;  pero  también  en  caso  de  feliz  arrib( 
tendré  de  menos  el  premio  que  me  habrá  costado  el  rese- 
guro. Este  premio  puede  ser  mas  ó  menos  fuerte,  ó  bien  á 
la  misma  tasa  que  el  primero  ;  pues  esto  depende  de  los  mas 
ó  menos  riesgos  que  se  prevean  al  tiempo  del  segundo  con- 
trato. Nótese  que  el  artículo  dice  hacer  reasegurar  por  otros: 
«fectivamente ,  yo  no  podria  hacer  reasegurar  el  carga- 
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mentó  por  aquel  mismo  á  quien  yo  lo  había  asegurado ,  pues 
esto  no  seria  sino  deshacer  lo  que  habíamos  hecho  ;  y  si  así 
lo  entendemos ,  es  mas  sencillo  exonerarnos  mutuamente  de 
nuestras  obligaciones.  Es  también  de  advertir  que  el  rese- 
guro que  yo  hago  hacer  no  muda  en  nada  la  posición  del 
primer  asegurado,  pues  es  para  él  res  ínter  alios  acta;  y  así 
yo  soy  siempre  su  asegurador,  y  á  mí  es  á  quien  debe  siem- 
pre dirigirse  para  ser  indemnizado  encaso  de  pérdida  de  sus 
mercaderías,  sin  que  en  la  hipótesis  de  verme  yo  reducido 
al  estado  de  insolvencia  ,  tenga  él  acción  directa  ni  privile- 
gio sobre  el  reseguro ,  á  no  ser  que  este  contrato  se  haya  ce- 
lebrado por  via  de  novación  ó  de  fianza. 

El  asegurado  puede  hacer  asegurar  el  costo  del  seguro , 
esto  es,  la  prima  ó  premio,  por  la  razón  de  que  corre  riesgos 
con  respecto  á  su  importe,  pues  en  caso  de  pérdida  de  sus 
"mercancías  solo  recobra  el  valor  de  ellas  y  no  es  indemni- 
zado del  premio  que  retiene  el  asegurador.  Por  ejemplo,  yo 
hago  asegurar  Zi5,000  ps.  de  mercaderías  al  premio  de  10 
por  ciento  ,  lo  que  hace 4,000   ps. 

Hago  asegurar  este  premio  de  4,000  ps.  á  la 
misma  tasa,  lo  que  produce  un  segundo  premio, 
que  se  llama  premio  de  premio ,  y  que  en  este 

•'"2    i  u      i  tnn 

ejemplo  sube  á 400 

Podria  continuar  todavía  ,  y  hacer  asegurar 
este  segundo  premio  á  la  misma  tasa ,  lo  que 
me  daria  por  el  tercer  premio 40 

Haciendo  asegurar  también  este  tercer  premio 
siempre  á  la  misma  tasa  ,  tendremos  que  será 
asegurado  por 4 

El  resultado  de  estos  seguros  es  que  si  la  nave  llega  á 
buen  puerto ,  habré  yo  pagado  por  los  diferentes  premios  la 
suma  de  4,Ü44  pesos,  quedando  disminuido  en  otro  tanto  el 
beneficio  de  mis  mercancías;  pero  si  estas  perecen,  yo  no 
perderé  sino  4  ps.  En  efecto  ,  el  primer  asegurador  me  pa- 
gará el  valor  de  mis  mercancías ,  menos  el  premio  de  4,000 
pesos;  mas  como  este  premio  está  asegurado  por  el  segundo 
asegurador,  me  será  satisfecho  por  él  menos  su  premio  de 
400  ps.  ;  este  me  será  cubierto  á  su  vez  por  el  tercer  asegu- 
rador, que  retendrá  su  premio  de  íiO  pesos,  el  cual  se  me 
reintegrará  por  el  cuarto  asegurador,  sin  mas  reserva  que  la 
de  su  premio  de  4  ps.  ;  de  suerte  que  yo  no  vendré  á  perder 
sino  solo  esta  última  cantidad.— Estos  diversos  seguros  pue- 
den hacerse  también  con  el  primer  asegurador,  quien  puede 
asegurarte  primeramente  el  cargamento  ,  luego  el  premio , 
después  el  premio  del  premio,  y  aun  el  premio  de  los  pre- 
mios hasta  el  infinito;  de  modo  que  en  este  último  caso  si 
perecen  las  mercancías,  debe  el  asegurador  satisfacerte 
todo  su  valor  sin  retribución  alguna  ;  pero  si  llegan  á  buen 
puerto,  debes  darle  á  título  de  premio  de  premios  al  infinito 
una  cantidad  que  es  fácil  determinar  por  una  forma  alge- 
braica ,  ó  por  un  cálculo  semejante  al  que  hemos  hecho  mas 
arriba,  aunque  llevado  mas  lejos. 

Puede  por  fin  el  asegurado  hacer  asegurar  el  riesgo  que 
pueda  haber  en  la  cobranza  de  los  primeros  aseguradores.  Si 
puede  el  asegurado  pedir  una  caución  á  sus  aseguradores , 
¿cómo  se  le  habia  de  negar  que  se  buscase  por  sí  mismo  una 
garantía  de  otra  especie  ?  La  insolvencia  de  los  aseguradores 
es  un  riesgo  que  corre  el  asegurado,  y  por  consiguiente 
puede  este  precaverse  contra  ella  mediante  otro  seguro.  El 
asegurado  pues  que  se  hace  asegurar  por  un  segundo  asegura 
dor  la  solvencia  del  primero,  tiene  dos  aseguradores  en  lugar 
de  uno  ;  y  podrá  acudir  indistintamente  al  que  mejor  le  pa- 
rezca, si  los  dos  se  obligaron  solidariamente  en  el  seguro  da 
solvencia;  pero  si  no  medió  tal  obligación,  tendrá  que  hacer 
excusión  contra  el  primero  antes  de  poder  atacar  al  se- 
gundo ,  porque  el  segundo  no  puede  considerarse  sino  en 
cierto  modo  como  fiador  del  primero,  puesto  que  no  se  obligó 
sino  bajo  la  condición  de  que  el  primero  viniese  á  ser  in- 
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solvente  ,  y  es  regla  general  que  lorio  fiado: goza  del  benefi- 
cio do  excusión  cuando  no  lo  ha  renunciado.Véase  el  art  886. 
«  AtiT.  833.  En  las  cosas  que  hagan  asegurar  el  capitán  ó 
el  cargador  que  se  embarque  con  sus  propios  efectos,  se  ha- 
brá de  dejar  siempre  un  diez  por  ciento  á  su  riesgo;  y  solo 
podrá  tener  lugar  el  seguro  por  los  nueve  décimos  de  su 
justo  valor.  » 

—  Esta  disposición  tiene  por  objeto  empeñar  las  mencio- 
nadas personas  á  tomar  por  la  conservación  del  buque  y  su 
cargamento  un  cuidado  que  tal  vez  despreciarían  si  no  cor- 
riesen con  ningún  riesgo.  La  misma  decisión  se  encuentra 
en  las  ordenanzas  de  Bilbao  y  en  la  antigua  ordenanza  de 
marina  de  Francia,  de  donde  aquellas  la  tomaron  ;  pero  en 
dicha  nación  habia  sido  abolida  por  un  uso  contrario,  y  aun- 
que después  la  insertó  en  su  primer  proyecto  la  comisión 
encargada  de  la  formación  del  nuevo  código,  la  suprimió  por 
fin  en  vista  de  las  observaciones  de  varios  tribunales  que 
tuvieron  por  muy  duro  el  que  v.  gr.  á  un  habitante  de  las 
colonias  que  volvía  á  Europa  con  toda  su  fortuna  se  le  for- 
zase á  arriesgar  la  décima  parte  de  ella ,  sin  dejarle  medio 
alguno  de  conservarla  en  su  totalidad  ;  y  en  su  consecuencia 
el  nuevo  código  francés  deja  esla  cláusula  al  arbitrio  de  los 
interesados.  Todavía  pasaban  mas  adelante  las  ordenanzas 
de  Bilbao ,  siempre  conformes  á  la  francesa ,  pues  querían 
que  todo  asegurado  debiese  correr  en  todo  caso  con  el  riesgo 
del  diez  por  ciento ,  mientras  que  la  póliza  no  contuviese 
declaración  espresa  en  contrario;  pero  parece  que  nuestro 
nuevo  código  no  es  tan  riguroso  en  esta  parte.  —  Mas  si, 
contra  lo  dispuesto  en  este  artículo ,  hace  asegurar  por  en- 
tero el  valor  de  sus  efectos  el  capitán  ó  cargador  que  se  em- 
barca con  ellos,  ¿será  por  eso  nulo  el  contrato  del  seguro? 
El  contrato  no  quedará  nulo ,  pero  deberá  reducirse  á  la 
cantidad  que  podia  asegurarse,  haciendo  deducción  del  dé- 
cimo del  valor  de  las  mercancías.  —  ¿Cómo  se  regula  el 
décimo  que  debe  dejarse  á  cuenta  y  riesgo  del  asegurarlo? 
Se  añade  al  precio  de  compra  de  las  mercancías  y  á  los  gas- 
tos de  carga  el  importe  de  la  prima  ó  premio  que  se  paga 
por  el  seguro,  y  del  total  se  deduce  la  décima  parte  por 
cuenta  del  asegurado. 

«  Ap.t.  834.  No  podrán  asegurarse  sobre  las  naves  mas 
de  las  cuatro  quintas  partes  de  su  valor,  descontados  los 
préstamos  tomados  á  la  gruesa  sobre  ellas.  » 

==  Vaya  ó  no  vaya  embarcado  el  naviero ,  nunca  podrá 
hacer  asegurar  sino  las  cuatro  quintas  partes  del  valor  de  la 
nave ,  dejando  á  su  riesgo  la  quinta  por  ser  de  temer  que  el 
capitán  nombrado  por  él  no  tendría  en  otro  caso  el  mismo 
cuidado  por  la  conservación  del  buque ,  sabiendo  que  su 
comitente  ya  no  tenia  interés  en  ella.  Esta  disposición  está 
tomada  de  las  ordenanzas  de  Bilbao ,  las  cuales  aumentaron 
el  rigor  de  la  ordenanza  francesa  que  se  contentaba  con  de- 
jar á  cargo  del  naviero  el  riesgo  del  décimo.  El  nuevo  código 
francés  permite  asegurar  todo  el  valor  de  la  nave  sin  res- 
tricción ;  pero  el  nuestro  sigue  un  rumbo  mas  favorable  á  los 
aseguradores.  —  Para  la  regulación  del  quinto  se  procede 
también  según  el  sistema  de  la  det  décimo,  esto  es ,  aumen- 
tando al  valor  de  la  nave  la  prima  ó  costo  del  seguro.  Si 
hubiere  préstamo  á  la  gruesa  sobre  la  nave,  es  claro  que 
debe  deducirse  del  valor  de  esta,  porque  el  tomador  no 
puede  hacerlo  asegurar,  según  veremos  en  el  artículo  883.— 
Véase  el  artículo  antecedente. 

«  AnT.  833.  El  valor  de  las  mercaderías  aseguradas  debe  * 
fijarse  según  el  que  tengan  en  la  plaza  donde  se  cargan.  » 

=  Nadie  puede  hacer  asegurar  sino  lo  que  corre  riesgo  de 
perder;  y  lo  que  un  cargador  corre  riesgo  de  perder  es  el 
valor  que  tienen  sus  efectos  en  el  lugar  donde  se  cargan,  mas 
no  el  que  tendrán  en  el  lugar  de  su  destino.  Si  un  naufragio 
ti  otro  accidente  marítimo  impide  que  los  efectos  embarca- 
dos lleguen  al  puerto  adonde  se  remitían,  el  cargador  dejará 


AS 

de  hacer  la  ganancia  que  se  habia  prometido  ,  mas  no  se 
puede  decir  que  la  pierde ,  pues  solo  perdemos  lo  que  ya 
poseemos.  Lo  que  el  cargador  pierde  realmente  en  dicho 
caso,  es  el  precio  corriente  de  sus  mercancías  en  el  punto 
de  la  carga  ,  ya  sea  que  las  haya  comprado,  ya  sea  que  las 
haya  fabricado  él  mismo  ;  y  esta  pérdida,  y  no  la  ganancia 
esperada ,  es  la  que  debe  resarcirse  por  el  asegurador, 
pues  el  seguro  no  es  un  medio  de  lucro  sino  de  indemniza- 
ción ;  detrimenti,  non  lucri prœstaiio  fil.  Véase  el  art.  839. 
♦  «  Ap.t.  836.  La  suscricion  de  la  póliza  induce  presunción 
legal  de  que  los  aseguradores  reconocieron  justa  la  evalua- 
ción hecha  en  ella.  Pero  si  hubiere  habido  fraude  por  parle 
del  asegurado  en  la  evaluación  de  los  efectos  del  seguro,  se- 
rán admitidos  los  aseguradores  á  probarlo  por  el  reconoci- 
miento y  justiprecio  de  estos ,  ó  por  las  facturas  ú  otros  me- 
dios legales  de  prueba  ;  y  resultando  acreditado  el  fraude,  se 
reducirá  la  responsabilidad  al  legítimo  valor  que  tengan  los 
efectos.  » 

=  Hemos  visto  en  el  artículo  841  que  la  póliza  de  seguro 
debe  espresar  la  naturaleza ,  calidad  y  valor  de  los  objetos 
asegurados.  Estas  indicaciones  se  hacen  por  el  asegurado,  y 
el  asegurador  las  admite  y  supone  conformes  por  el  hecho 
de  firmar  la  póliza  ;  pero  no  debe  inducirse  por  eso  que 
pierde  el  derecho  de  contestarlas.  El  asegurador  se  fia  en 
las  declaraciones  del  asegurado,  y  pasa  por  ellas  al  tiempo 
de  poner  su  firma;  pero  no  es  su  intención  certificar  que 
son  verdaderas  ,  ni  obligarse  sino  en  caso  de  que  lo  sean. 
Sin  embargo ,  disponiendo  el  citado  artículo  841  que  se  in- 
serte en  la  póliza  la  estimación  de  los  efectos  del  seguro , 
supone  que  el  asegurador  la  habrá  verificado  antes  de  sus- 
cribir dicho  instrumento ,  ó  que  se  ha  referido  al  asegurado 
sobre  su  exactitud  ;  y  como  en  ambos  casos  puede  decirse 
que  ha  intervenido  en  ella,  es  consiguiente  presumir  que  la 
ha  reconocido  justa,  y  no  admitirle  á  hacer  otra  nueva  sino 
solo  en  el  caso  de  que  hubiere  habido  fraude.  —  Y  ¿cuándo 
se  dirá  que  hubo  fraude  ?  Cuando  con  intención  de  engañar 
al  asegurador  se  dio  á  las  mercancías  un.  valor  superior  al 
que  tenían  realmente  en  el  lugar  de  la  carga.  ¿Y  cuál  será 
el  esceso  de  precio  que  baste  á  graduar  de  injusta  la  evalua- 
ción? Si  no  basta  cualquiera  diferencia  que  se  observe  entre 
la  cantidad  asegurada  y  el  valor  de  los  efectos,  tampoco  hay 
necesidad  de  una  diferencia  tan  considerable  como  la  que 
exige  para  la  rescision  del  contrato  de  venta  ;  pues  si  la  na- 
turaleza de  la  venta  permite  que  el  comprador  y  el  vende- 
dor mejoren  recíprocamente  su  condición  en  cuanto  puedan, 
con  tal  que  no  se  causen  lesión  en  mas  de  la  mitad  del  justo 
precio,  la  naturaleza  del  seguro  por  el  contrario  rechaza 
toda  desigualdad  entre  la  garantía  que  da  el  asegurador  y 
el  valor  de  las  cosas  garantidas.  Como  el  seguró  no  es  un 
medio  de  ganancia  ,  no  responde  el  asegurador  sino  de  las 
pérdidas  que  realmente  se  han  hecho,  y  no  debe  por  consi- 
guiente pagar  un  seguro  de  diez  mil  pesos  cuando  el  carga- 
mento no  es  sino  de  cinco  mil.  —  La  diferencia  entre  el  car- 
gamento y  la  cantidad  asegurada  no  suscita  por  sí  sola  contra 
el  asegurado  una  presunción  que  le  obligue  á  justificar  su 
buena  fe.  La  presunción  por  el  contrario  está  en  su  favor;  y 
su  buena  fe  se  tiene  por  cierta,  mientras  no  vengan  circuns- 
tancias particulares  á establecer  que  hubo  dolo  por  su  parte. 
Al  asegurador  toca  pues  probar  el  dolo  que  alega,  y  des- 
truir la  presunción  que  cubre  al  asegurado.  Las  pruebas  del 
fraude  deben  ser  muy  claras  :  Dolían  ex  indiciis  perspicuis 
probar  i  convenu,  l.  6  ,  ff.  de  dolo;  y  han  de  justificar  que  el 
asegurado  tuvo  intención  de  engañar.  Así  que,  no  podría 
condenarse  como  culpable  al  que  habiendo  hecho  asegurar 
sus  mercancías  antes  de  completar  el  cargamento ,  se  hu- 
biera lisonjeado  falsamente  de  aumentarlo  hasta  igualar  su 
importe  con  la  cantidad  asegurada.  —  El  artículo  indica  los 
medios  de  que  puede  valerse  el  asegurador  para  probar  el 
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fraude  ;  y  luego  añade ,  que  resultando  este  acreditado ,  se 
reducirá,  la  responsabilidad  al  legítimo  valor  que  tengan  los 
efectos  del  seguro.  Estas  espresiones  parece  quieren  decir 
que  el  asegurador,  en  el  caso  de  que  llegue  á  probar  el  frau- 
de ,  responderá  todavía  del  valor  real  y  verdadero  de  las 
cosas  aseguradas  ,  y  que  por  consiguiente  tendrá  que  pagar 
su  importe  al  asegurado  si  se  perdieren.  Mas  yo  no  sé  si 
este  artículo  así  entendido  puede  dejar  de  hallarse  en  con- 
tradicción con  el  art.  887,  por  el  cual  se  establece  en  gene- 
ral que  siempre  que  por  el  conocimiento  de  las  cosas  ase- 
guradas se  hallare  que  el  asegurado  cometió  falsedad  á 
sabiendas  en  cualquiera  de  las  cláusulas  de  la  póliza ,  se 
tendrá  por  nulo  el  seguro ,  observándose  en  cuanto  á  la  in- 
exactitud de  la  evaluación  de  las  mercaderías  lo  prescrito  en 
el  art.  856 ,  que  es  el  que  ahora  nos  ocupa.  Si  la  responsa- 
bilidad del  asegurador  ha  de  tener  todavía  su  efecto  sobre 
las  cosas  aseguradas ,  aunque  solo  por  el  valor  que  se  les 
reconozca  en  el  justiprecio  ,  ya  no  es  cierto  que  la  falsedad 
que  se  comete  á  sabiendas  en  la  estimación  hace  nulo  el 
contrato ,  pues  la  nulidad  exonera  al  asegurador  de  toda 
obligación  hacia  el  asegurado.  Tal  vez  se  dirá  que  la  nulidad 
recae  solo  sobre  el  esceso  de  valor  que  se  ha  dado  á  las  mer- 
caderías; pero  entonces  ya  no  habría  diferencia  entre  el 
caso  de  evaluación  fraudulenta  y  el  de  estimación  exagerada 
por  error.  "Véanse  los  arts.  887  y  890. 

«  Art.  857.  Cuando  por  error,  y  no  por  dolo  del  asegu- 
rado ,  se  hubiere  dado  una  estimación  exagerada  á  los  efectos 
delseguro ,  se  reducirá  este  á  la  cantidad  de  su  legítimo  valor 
por  convenio  de  las  partes  ó  juicio  arbitral  en  su  defecto  ;  y 
con  arreglo  á  la  que  resulte  se  fijarán  las  prestaciones  del 
asegurado  y  de  los  aseguradores ,  abonándose  ademas  á  estos 
medio  por  ciento  sobre  la  cantidad  que  resultare  de  esceso. 
—  Esta  reclamación  no  podrá  tener  lugar  ni  por  parte  de  los 
aseguradores ,  ni  por  la  de  los  asegurados ,  despues  que  se 
hubiere  tenido  noticia  del  paradero  y  suerte  de  la  nave.  » 

=  El  error  debe  hacer  reducir  el  seguro  á  su  justo  valor 
con  respecto  á  las,  dos  partes ,  porque  en  ningún  caso  deben 
las  obligaciones  que  nacen  de  uri  contrato  esceder  la  materia 
que  es  su  objeto.  El  presente  artículo  pronuncia  esta  reduc- 
ción ,  así  como  el  modo  de  hacerla ,  que  debe  ser  por  con- 
venio ó  juicio  arbitral,  y  fija  sus  consecuencias  en  cuanto  al 
asegurador  y  al  asegurado.  El  asegurador  no  debe  la  pér- 
dida sino  de  lo  que  valga  efectivamente  lo  que  se  haya  car- 
gado ;  y  si  hay  muchos  aseguradores ,  la  reducción  de  la 
responsabilidad  les  aprovecha  igualmente  á  todos.  El  asegu- 
rado no  debe  tampoco  sino  el  premio  correspondiente  á  la 
cantidad  reducida;  pero  en  razón  de  su  falta  tiene  que  dar 
como  indemnización  al  asegurador  medio  por  ciento  sobre 
la  cantidad  que  se  habia  asegurado  de  mas.  ¿  Será  lo  mismo 
cuando  el  cargamento  se  haya  hecho  por  un  corresponsal , 
sin  que  el  asegurado  haya  podido  comprobarlo  ?  El  artículo 
no  hace  distinción,  y  no  debia  hacerla.  El  asegurado  contrae 
la  obligación  de  cargar  hasta  la  concurrencia  de  la  cantidad 
que  hace  asegurar  ;  y  él  es  quien  debia  tomar  las  medidas 
mas  seguras  para  satisfacer  á  su  comprometimiento  :  bien  - 
que  si  no  ha  dejado  de  llevarlo  á  efecto  sino  por  culpa  de  su 
mandatario ,  podrá  repetir  de  este  último  el  medio  por  ciento, 
respecto  de  que  el  mandatario  no  habría  cumplido  con  su 
mandato,  y  en  tal  caso  tendría  que  responder  de  sus  faltas. 
Suponiendo  pues  que  has  hecho  asegurar  de  buena  fe  por 
20,000  pesos,  mediante  el  premio  de  1,000  ps.  al  5  por  • 
ciento  ,  un  cargamento  que  no  valia  realmente  sino  15,000 
pesos,  y  que  efectivamente  queda  estimado  en  esta  cantidad 
por  convenio  vuestro  ó  por  juicio  de  arbitros ,  el  asegurador 
do  deberá  pagarte  en  caso  de  pérdida  sino  los  13,000  ps., 
que  importaban  las  mercancías,  y  tuno  le  debes  dar  sino 
750  ps.  que  es  el  premio  correspondiente  á  dicho  importe  , 
abonándole  ademas  25  ps.,  que  es  el  medio  por  ciento  de  los 


5,000  ps.  rebajados  del  seguro.  Si  los  aseguradores  son  mu- 
chos, tres  v..  gr.,  de  los  cuales  el  uno  se  obligó  por  la  milad 
y  cada  uno  de  los  otros  por  la  cuarta  parte  ,  reducirán  pro- 
porcionalmente  sus  intereses  respectivos  en  el  seguro  ;  y  así 
en  el  ejemplo  propuesto,  el  primero  satisfará  7,500  pesos,. el 
segundo  5,750  y  el  tercero  otros  5,750,  y  en  la  misma  pro- 
porción percibirán  tanto  el  premio  como  la  indemnización 
del  medio  por  ciento.  Mas  suponemos  que  estas  tres  personas 
han  asegurado  en  una  misma  póliza  y  por  un  contrato  co- 
mún; pues  si  hubieran  hecho  seguros  separados,  se  les  ha- 
bría de  aplicar  el  art.  891.  —  ¿  Cuál  es  la  estimación  que  se 
gradúa  exagerada,  para  dar  motivo  á  la  reducción  dispuesta 
en  este  artículo  ?  Véanse  las  reflexiones  que  se  hacen  en  la 
esplicacion  del  articulo  antecedente  sobre  la  diferencia  entre 
la  cantidad  asegurada  y  el  valor  de  los  efectos;  pues  son 
igualmente  aplicables  al  presente  caso.  —  Resta  por  último 
hablar  del  tiempo  en  que  podrá  reclamarse  la  reducción  del 
seguro.  «  Esta  reclamación ,  dice  el  artículo  ,  no  podrá  tener 
lugar  ni  por  parte  de  los  aseguradores  ,  ni  por  la  de  los  ase- 
gurados despues  que  se  hubiere  tenido  noticia  del  paradero 
y  suerte  de  la  nave.  »  Sabido  pues  el  feliz  arribo  de  la  nave 
al  puerto  de  su  destino ,  ya  no  pueden  los  asegurados  alegar 
el  error  que  se  padeció  en  la  evaluación  de  las  mercancías  , 
para  escusarse  de  pagar  el  premio  correspondiente  al  esceso; 
lo  que  así  está  dispuesto  en  pena  de  su  negligencia  y  para 
evitar  los  abusos  que  podrían  cometerse.  Pero ,  sabida  la 
pérdida  de  la  nave,  ¿quedarán  también  los  aseguradores  en 
la  imposibilidad  de  probar  que  hubo  error  y  pedir  la  reduc- 
ción del  seguro  ,  para  escusarse  de  pagar  lo  que  realmente 
no  se  ha  perdido  ?  Así  parece  colegirse  de  los  términos  en 
que  está  concebido  el  artículo ,  pues  la  prohibición  que  en- 
vuelve á  los  aseguradores  lo  mismo  que  á  los  asegurados;  no 
puede  referirse  con  respecto  á  los  primeros  sino  al  caso  e'.i 
que  sepan  la  desgracia  de  la  nave,* así  como  no  se  refiere 
con  respecto  á  los  segundos  sino  al  caso  en  que  sepan  su 
feliz  arribo.  Si  esto  os  así,  solo  podrá  reclamarse  la  reduc- 
ción por  los  aseguradores ,  del  mismo  modo  que  por  los  ase- 
gurados ,  mientras  se  carece  de  noticias  sobre  la  suerte  de 
la  nave.  Sin  embargo,  la  práctica  del  comercio  ha  sido 
siempre  diferente  en  esta  parte.  Los  aseguradores  han  po- 
dido pedir  la  reducción  del  seguro,   en  caso  de  error,  no 
solo  antes  sino  también  al  tiempo  de  exigirles  la  reparación 
de  la  pérdida,  y  aun  las  contestaciones  sobre  tal  punto  no 
se  suelen  suscitar  sino  cuando  hay  abandono  ,  porque  no  se 
tiene  interés  en  reclamar  hasta  que  se  hace  la  demanda  de 
los  riesgos. 

«  Art.  858.  Las  valuaciones  hechas  en  moneda  estranjera 
se  convertirán  en  el  equivalente  de  moneda  del  reino  ,  con- 
forme al  curso  que  tuviere  en  el  dia  en  que  se  firmó  la 
póliza.  » 

=  La  moneda  estranjera  debe  reducirse  à  moneda  espa- 
ñola según  el  curso  ,  esto  es,  según  el  valor  que  la  misma 
tenia  en  España  cuando  se  firmó  la  póliza.  Este  curso  se 
justifica  por  el  registro  que  llevan  el  síndico  y  adjuntos  de 
corredores  de  las  notas  de  precios  de  los  cambios  y  merca- 
derías con  arreglo  al  artículo  115. 

«  Art.  839.  No  fijándose  el  valor  de  las  cosas  aseguradas 
al  tiempo  de  celebrarse  el  contrato,  se  arreglará  este  por 
las  facturas  de  consignación ,  ó  en  su  defecto  por  el  juicio 
de  los  corredores ,  quienes  tomarán  por  base  para  esta  regu- 
lación el  precio  que  valiesen  en  el  puerto  donde  fueron  car- 
gadas, agregando  los  derechos  y  gastos  causados  hasta  po- 
nerlas á  bordo.  » 

=  Si  el  asegurado  no  espresó  en  la  póliza  de  seguro  cuál 
era  el  valor  de  sus  efectos,  y  llegando  estos  á  perderse  trata 
de  pedir  su  indemnización  á  los  aseguradores,  debe  justi- 
ficar el  valor  que  tenian  ;  á  cuyo  fin  debe  presentar  las  fac- 
turas de  consignación ,  esto  es ,  las  facturas  que  enviaba  coc 
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ios  géneros  á  su  corresponsal  ó  consignatario.  Faltando  este 
medio  de  prueba,  tiene  que  recurrirse  al  ministerio  de  los 
corredores,  quienes  harán  la  estimación  según  el  precio 
común  y  corriente  que  las  mercancías  de  la  misma  especie 
tenian  en  el  lugar  y  en  la  época  de  la  carga ,  aumentando  á 
dicho  precio  los  derechos  de  aduana  ,  gastos  de  trasporte  y 
demás  que  hubieren  ocurrido  por  razón  del  embarque ,  por- 
que los  aseguradores  deben  reembolsar  todas  e-las  cantida- 
des reunidas ,  respecto  de  que  aseguraron  el  cargamento  con 
el  valor  que  tenia  ,  puesto  en  el  buque.  Estas  disposiciones 
no  impiden  que  las  partes  puedan  hacer  la  regulación  amis- 
tosamente entre  sí  ó  bien  con  la  intervención  de  peritos  que 
ellas  elijan. 

«  Art.  860.  Recayendo  el  seguro  sobre  los  retornos  de  un 
pais  donde  no  se  haga  el  comercio  sino  por  permutas,  y  no 
habiéndose  fijado  en  la  póliza  el  valor  de  las  cosas  asegura- 
das ,  se  arreglará  por  el  que  tenían  los  efectos  permutados 
en  el  puerto  de  su  espedicion ,  añadiendo  todos  los  gastos 
posteriores.  » 

=  Son  sin  duda  muy  pocos  los  países  en  que  sea  desco- 
nocida toda  especie  de  moneda,  y  en  que  no  se  haga  el 
comercio  sino  por  trueques  ó  permutas.  Pueden  sin  embargo 
citarse  como  ejemplo  ciertas  costas  del  África ,  donde  se  hace 
solo  por  cambios  con  los  naturales  el  tráfico  de  las  peleterías. 
Supongamos  pues  que  yo  haya  hecho  llevar  á  aquellas  costas 
un  cargamento  de  licores ,  y  que  lo  he  permutado  por  otro 
de  pieles.  Hago  asegurar  en  España  estas  pieles  que  creo  ya 
embarcadas,  sin  designar  su  valor,  y  luego  se  pierden  en  la 
travesía.  ¿  Cuál  es  la  cantidad  que  los  aseguradores  deben 
pagarme,  como  representante  del  valor  délas  peleterías 
aseguradas  ?  Es  necesario  calcularla  sobre  el  precio  de  los 
licores  que  yo  habia  dado  en  cambio ,  comprendiendo  los 
gastos  de  trasporte  de  estos  licores  hasta  las  costas  de  África, 
porque  los  licores  puestos  en  dichas  costas  son  lo  que  yo 
había  dado  para  adquirir  las  peleterías;  que  es  lo  mismo 
que  decir,  que  los  aseguradores  no  deben  darme  sino  el  valor 
que  tenian  los  licores  en  el  puerto  y  en  la  época  en  que  los 
cargué,  con  mas  los  gastos  del  trasporte  hasta  el  lugar  del 
cambio.  El  artículo  aplica  esta  disposición  solamente  al  caso 
en  que  no  se  haya  fijado  en  la  póliza  el  valor  de  las  cosas 
aseguradas,  y  por  consiguiente  deja  á  los  interesados  la  fa- 
cultad de  hacer  libremente  la  estimación  de  las  mercaderías 
de  retorno  ;  de  manera  que  yo  pude  haber  dado  á  mis  pele- 
terías, de  acuerdo  con  los  aseguradores,  un  valor  superior 
al  de  los  licores.  %    «  ' 

S  III.  Obligaciones  entre  el  asegurador  y  el  asegurado. 
Véase  Asegurador  y  asegurado. 

§  IV.  De  los  casos  en  que  se  anula ,  rescinde  ô  modifica 
el  contrato  de  seguro. 

o.  Art.  885.  Será  nulo  el  seguro  que  se  contraiga  :  — 
sobre  el  flete  del  cargamento  existente  á  bordo  ;  —  las  ga- 
nancias calculadas  y  no  realizadas  sobre  el  mismo  carga- 
mento ;  —  los  sueldos  de  la  tripulación  ;  —  las  cantidades 
tomadas  á  la  gruesa;  —  los  premios  de  los  préstamos  hechos 
á  la  gruesa  ;  —  la  vida  de  los  pasajeros  ó  de  los  individuos 
del  equipaje  ;  —  los  géneros  de  ilícito  comercio.  » 

==  Hemos  visto  en  el  art.  848  cuáles  son  las  cosas  que 
pueden  ser  objeto  del  seguro  ;  y  ahora  vemos  en  este  cuáles 
son  las  que  no  pueden  serlo.  Los  Ingleses  dan  mucha  mas 
estension  á  la  libertad  de  los  seguros.  Ellos  aseguran  los  fle- 
tes, las  ganancias  calculadas  y  no  realizadas  sobre  el  carga- 
mento ,  los  premios  de  los  préstamos  á  la  gruesa  ,  y  la  vida 
de  los  navegantes.  Aun  mas,  te  aseguran  la  cantidad  que  les 
presentes  para  cargarla  en  las  mercancías  que  quieras ,  sobre 


una  ó  muchas  naves  ,  con  designación  ó  sin  ella;  basta  la 
declaración  de  que  las  mercancías  se  han  cargado  en  tal 
puerto  ó  en  tal  época  para  que  el  seguro  sea  válido;  el  ase- 
gurado tiene  que  comunicar  á  los  aseguradores  les  avisos 
que  va  recibiendo  :  cuando  se  hacen  los  retornos  ,  si  su  va- 
lor es  inferior  á  la  cantidad  asegurada ,  se  reduce  la  dife- 
rencia :  se  admiten  todas  las  evaluaciones  que  se  proponen  ; 
y  en  caso  de  desgracia,  basta  probar  que  se  cargaron  las 
mercancías  en  la  cantidad  y  calidad  designadas.  Nuestra  le- 
gislación se  apoya  en  otros  principios,  que  deben  tenerse 
aquí  presentes  para  conocer  los  motivos  de  las  prohibiciones 
que  nos  ocupan.  El  riesgo  es  de  esencia  del  seguro  ,  y  forma 
el  principal  fundamento  de  este  contrato.  La  definición  del 
seguro  supone  que  la  cosa  que  es  su  objeto  está  ó  estará  es- 
puesta á  algunos  riesgos.  Por  la  naturaleza  de  este  contrato , 
como  dice  Valin  ,  todo  depende  de  los  riesgos,  así  activa 
como  pasivamente  ;  y  no  se  puede  ganar  ó  perder  sino  en 
razón  de  los  riesgos.  No  se  puede  hacer  asegurar,  dice  Po- 
thier,  sino  lo  que  se  corre  riesgo  de  perder,  y  de  ninguna 
manera  la  ganancia  que  se  deja  de  hacer.  El  Guión  del  mar 
establece  la  máxima  de  que  el  asegurado  no  puede  sacar 
beneficio  del  daño  ajeno.  El  seguro  ,  sienta  Emerigon ,  no  es 
un  medio  de  adquirir;  basta  que  el  asegurado  sea  indemni- 
zado del  daño  real  que  ha  sufrido  ,  sin  poder  pretender  ja- 
mas beneficio  alguno  á  espensas  de  los  aseguradores.  Delri- 
mcnli,  non  lucri  prœstalio  fit,  se  habia  dicho  antes  con 
arreglo  á  las  leyes  de  Rodas.  Tales  son  los  principios  en  que 
se  fundan  las  prohibiciones  del  artículo  presente ,  el  cual  ha 
querido  que  el  seguro  fuese  una  garantía  para  una  cosa  es- 
puesta á  los  accidentes  de  la  navegación  ó  para  una  pérdida 
real  y  no  un  juego  de  azar  y  de  fortuna. 

No  puede  pues  el  naviero  hacer  asegurar  el  flete  de  las 
mercancías  cargadas  en  su  nave.  'El  flete  es  una  ganancia 
que  espera  el  naviero ,  una  ganancia  que  no  se  adquiere  sino 
cuando  habiendo  llegado  la  nave  á  buen  puerto ,  no  corra 
ya  mas  riesgos.  El  flete,  dice  Emerigon  ,  es  una  utilidad  in- 
cierta ;  será  precio  de  la  navegación  feliz  ,  y  fruto  civil  de  la 
nave,  pero  no  lo  es  todavía;  y  no  puede  por  consiguiente 
ser  materia  de  seguro.  El  flete  ,  dice  Clairac ,  ya  bastante 
privilegiado  por  otra  parte  ,  no  puede  asegurarse,  quia  duce 
specialilates  non  possunt  concurrere  circa  idem;  y  ademas 
mediante  este  seguro  no  estaría  ya  el  capitán  tan  interesado 
en  la  conservación  de  la  nave  y  su  cargamento.  Pero  es  ne- 
cesario distinguir  entre  el  flete  cumplido  y  el  flete  por  cum- 
plir, esto  es  ,  entre  el  flete  adquirido  ó  ganado  y  el  flete  por 
adquirir  ó  ganar.  Si  el  flete  por  cumplir  no  es  capaz  de  ser 
objeto  del  seguro ,  por  considerarse  todavía  como  una  ga- 
nancia incierta,  no  puede  dudarse  que  lo  es  el  flete  cumplido, 
pues  que  ya  es  una  ganancia  adquirida  y  por  consiguiente 
una  propiedad  del  naviero.  Puede  con  efecto  asegurarse  el 
flete  adquirido  si  aun  se  halla  espuesto  á  peligros  ó  acci- 
dentes; mas  es  difícil  encontrar  un  caso  en  que  el  flete  sea 
ya  una  ganancia  adquirida  por  el  naviero  ,  y  esté  sin  em- 
bargo todavía  espuesto  á  los  riesgos  del  mar.  Véase  uno  que 
puede  ponerse  por  ejemplo  :  Parte  un  buque  de  la  Habana 
con  un  cargamento  de  géneros  coloniales  que  debe  traspor- 
tar á  Cádiz,  á  razón  de  seis  pesos  por  quintal ,  habiéndose 
hecho  el  convenio  de  que  si  en  lugar  de  descargar  en  Cádiz 
se  llevan  los  géneros  hasta  Barcelona  se  aumentará  dicho 
flete  hasta  nueve  pesos.  Llega  la  nave  á  Cádiz  :  el  flete  de 
seis  pesos  por  quintal  pasa  entonces  á  ser  una  ganancia  ad- 
quirida y  por  tanto  una  propiedad  del  naviero,  que  poârîa 
descargar  los  géneros  coloniales  y  hacerse  pagar  el  flete; 
pero  con  la  esperanza  de  aumentar  esta  ganancia  que  ya  lo 
pertenece ,  la  espone  voluntariamente  á  nuevos  riesgos  y  con- 
tinúa el  viaje  hasta  Barcelona  :  podrá  pues  hacoi  ¡i  & 
el  flete  de  los  seis  pesos,  respecto  de  que  bs  una  eosa  q¡:o 
ya  podia  contarse  entre  sus  bienes  y  q_ae  QSPQi^  Ú  wesgôâ, 
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No  puede  un  cargador  hacer  asegurar  la  ganancia  que  es- 
pera hacer  con  sus  mercancías ,  porque  como  esta  ganancia 
depende  de  un  acontecimiento  incierto  y  de  una  negociación 
futura,  no  es  mas  que  un  ser  moral  que  no  se  encuentra  en 
la  nave  ,  como  dice  Emerigon.  Si  yo  hago  pues  un  carga- 
mento de  vino  para  las  colonias,  con  la  esperanza  de  que 
llegando  á  buen  puerto  lograré  en^u  venta  un  beneficio  de 
cuatro  mil  pesos ,  no  puedo  hacer  asegurar  este  beneficio  que 
calculo ,  porque  no  es  sino  una  cosa  eventual  que  no  me 
pertenece  todavía.  Pero  pueden  asegurarse  las  ganancias  ya 
,  realizadas  ;  y  así  ,  en  el  ejemplo  que  se  acaba  de  poner,  si 
>:  el  vino,  llega  á  su  destino ,  y  la  venta  me  produce  tres  mil 
pesos  de  utilidad  ,  puedo  disponer  que  se  compre  con  ella 
un  cargamento  de  azúcar,  y  hacerlo  asegurar.  Del  mismo 
modo,  si  en  tiempo  de  guerra  consigo  la  competente  autori- 
zación para  salir  á  corso ,  no  puedo  hacer  asegurar  las  presas 
que  espero  hacer;  pero  una  vez  hechas ,  puedo  hacerlas  ase- 
gurar, de  manera  que  si  perecen  ó  son  represabas  durante 
su  conducción  al  puerto  ,  me  deberán  pagar  su  estimación 
los  aseguradores.  Las  ordenanzas  de  Bilbao  prohibían  en 
general  el  seguro  de  ganancias  imaginarias  ;  pero  en  el  co- 
mercio de  Indias  y  otras  partes  remotas  lo  permitían  hasta 
en  la  cantidad  de  veinte  y  cinco  por  ciento  :  «  En  los  nego- 
cios y  comercio  de  Indias  y  otras  partes  remotas  que  por  los 
grandes  riesgos  y  otras  razones  se  pueden  prometer  ganan- 
cias mayores  que  ías  regulares  de  la  Europa,  dice  el  art.  8 
del  cap.  22,  se  podrán  hacer  asegurar  para  la  vuelta  ,  ade- 
mas del  interés  principal  que  tuviere  el  asegurado ,  hasta 
veinte  y  cinco  por  ciento  por  via  de. ganancias,  etc.  » 

Los  individuos  de  la  tripulación  no  pueden  hacer  asegurar 
sus  sueldos,  por  la  razón  ya  insinuada  de  que  estos  sueldos 
no  son  para  ellos  sino  utilidades  eventuales  que  no  les  perte- 
necen todavía,  pues  no  pueden  exigirlos  sino  en  caso  de 
feliz  arribo;  y  también  por  el  temor  de  que  si  los  hiciesen 
asegurar  tendrían  menos  cuidado  por  la  conservación  de  la 
nave ,  respecto  de  que  en  cualquier  evento  habían  de  perci- 
birlos. 

Vimos  en  el  artículo  848  que  el  prestador  puede  hacer 
asegurar  la  cantidad  que  ha  dado  á  la  gruesa ,  porque  como 
para  él  está  espuesta  a  los  contratiempos  del  mar,  corre 
riesgo  de  perderla.  Mas  el  tomador  no. puede  hacer  asegurar 
la  cantidad  que  se  le  ha  prestado  á  la  gruesa ,  como  establece 
este  artículo,  por  la  razón  contraria  de  que  no  corre  ningún 
riesgo  con  respecto  á  ella ,  pues  no  estará  obligado  á  resti- 
tuirla si  se  pierden  los  objetos  sobre  que  se  hizo  el  préstamo. 
Hay  también  otrarazon  muy  poderosa  para  esta  prohibición, 
y  es  que  si  el  tomador  de  dinero  á  la  gruesa  lo  hiciese  ase- 
gurar, tendría  interés  en  que  naufragase  ó  fuese  apresada  la 
nave,  pues  que  de  esta  manera  quedaría  por  una  parle  exo- 
nerado para  con  el  prestamista  ,  y  por  otra  el  asegurador 
habría  de  entregarle  dicho  dinero ,  sin  mas  deducción  que  la 
de  su  prima;  de  suerte  que  semejante  consideración  podría 
determinarle  á  tomar  medidas  para  lograr  aquel  objeto.  — 
Aunque  el  prestador  á  la  gruesa  puede  hacer  asegurar  su 
capital ,  esto  es ,  la  cantidad  prestada,  como  hemos  visto, 
no  puede  hacer  asegurar  el  premio  marítimo  estipulado  en 
caso  de  feliz  arribo  de  la  nave;  porque  este  premio  es  para 
él  una  utilidad  esperada  y  nó  una  utilidad  adquirida ,  de 
modo  que  pereciendo  el  buque  será  mas  bien  una  ganancia 
que  el  prestador  habrá  dejado  de  hacer,  que  no  una  pérdida 
de  que  habrá  corrido  riesgo.  Por  lo  demás,  como  la  nulidad 
pronunciada  por  este  artículo  no  recae  sino  sobre  el  premio 
del  préstamo  á  la  gruesa ,  subsistiría  la  convención  con  res- 
pecto al  capital  si  se  asegurase  en  la  misma  póliza  ,  porque 
la  nulidad  del  seguro  solo  debe  tener  lugar  por  lo  que  hace 
al  objeto  que  la  ley  declara  incapaz  de  ser  asegurado. 

Prohíbese  el  seguro  sobre  la  vida  de  los  pasajeros  ó  de  los 
individuos  del  équipait ,  porque  la  vida  de  los  hombres  es 


inestimable  y  no  puede  reducirse  á  precio,  y  porque  seme- 
jante convención  es  contraria  á  las  buenas  costumbres  y 
podría  dar  lugar  á  muchos  abusos.  Seria  pues  nulo  y  de 
ningún  efecto  el  contrato  en  que,  mediante  cierto  premio  , 
estipulase  yo  con  los  aseguradores ,  que  si  mi  hijo  que  se 
embarca  para  lá  Habana  pereciese  en  el  viaje  por  algún  ac- 
cidente marítimo ,  como  v.  gr.  en  un  combate  ó  naufragio, 
me  habían  de  dar  dos  mil  pesos  para  indemnizarme  de  su 
pérdida.  Le  ^Ingleses  ,  sin  embargo  ,  han  mirado  bajo  otro 
punto  de  vista  los  seguros  de  la  vida;  pues  están  autorizadas 
entre  ellos  las  convenciones  de  esta  especie.  Lo  mismo  su- 
cede en  Francia  ,  donde  todos  los  días  se  ven  ejemplos  de 
personas  que  estando  para  embarcarse  convienen  con  la. 
compañía  de  seguros  que  si  perecen  en  la  travesía  por  algún 
accidente  ó  riesgo  de  mar,  pagará  á  sus  herederos  cierta 
cantidad  que  se  estipula.  De  este  modo  un  sugelo  que  se  ve 
forzado  á  pasar  alas  colonias,  encuentra  el  medio  de  proveer 
á  la  suerte  de  un  padre  anciano  ,  de  una  esposa  querida  y 
de  unos  tiernos  hijuelos  que  por  su  muerte  quedarían  aban- 
donados á  la  indigencia.  Tal  vez  se  podrá  abusar  de  la  fa- 
cultad de  hacer  esta  especie  de  seguros  ;  pero  ¿cuál  es  la 
institución  humana  que  no  esté  sujeta  al  riesgo  de  los  abu- 
sos? Se  dice  que  la  vida  no  puede  valorarse  en  dinero  , 
liberum  corpus  œsiimalionem  non  recipit.  Tampoco  puede 
valorarse  la  libertad ,  y  sin  embargo  se  permite  asegurarla. 
Mas  so  debería  observar  que  el  objeto  del  seguro  no  es  la 
vida  misma,  sino  la  cantidad  convenida  en  caso  de  muerte. 
Se  declara  finalmente  nulo  el  seguro  que  se  contraiga  so- 
bre géneros  de  ilícito  comercio,  porque  prohibiéndose  lo 
principal  debe  prohibirse  lo  accesorio ,  y  porque  seria  una 
inconsecuencia  impedir  con  una  mano  el  tráfico  de  ciertas 
cosas  y  sostener  con  la  otra  los  contratos  que  se  dirigiesen 
á  promoverlo.  Es  claro  que  el  artículo  debe  entenderse'sola- 
mente  de  los  seguros  hechos  sobre  géneros  que  son  de  ilícito 
comercio  entre  nosotros  ,  ya  por  ser  géneros  estranjeros  que 
nuestras  leyes  no  permitan  importar  ó  introducir  en  el  reino, 
ya  por  ser  géneros  nacionales  cuya  esportacion  esté  igual- 
mente prohibida,  ya  por  ser  géneros  cuya  fabricación  y 
despacho  se  haya  reservado  el  gobierno.  Si  tú  haces  ase- 
gurar, por  ejemplo,  una  partida  de  libros  españoles  impresos 
en  el  estranjero  para  introducirlos  en  España,  ó  una  cantidad 
de  plata  y  oro  que  quieres  estraer  fuera  del  reino,  ó  una 
remesa  de  tabacos  que  intentas  hacer  venir  de  la  Habana 
para  despacharla  por  tu  cuenta  ,  el  seguro  será  inútil  y  de 
ningún  efecto,  de  manera  que  si  las  cosas  aseguradas  son 
cogidas  de  comiso  ,  no  podrás  obligarjudícialmcnte  á  los 
aseguradores  á  que  te  paguen  su  importe,  ni  tú  tampoco 
podrás  ser  compelido  á  satisfacerles  el  premio.  Mas  ¿  qué 
diremos  de  los  seguros  hechos  sobre  géneros  que  no  son  do 
ilícito  comercio  sino  en  el  estranjero?  Supongamos  que  un 
comerciante  español  hace  embarcar  en  Francia  clandestina- 
mente ciertas  mercaderías  contra  la  ley  francesa  que  pro- 
hibe su  esportacion  :  si  las  hace  asegurar  en  España  ,  y  luego 
los  Franceses  apoderándose  de  la  nave  las  confiscan  ,  ¿  de- 
berán soportar  esta  pérdida  los  aseguradores,  de  manera 
que  en  caso  de  resistencia  se  les  pueda  compeler  judicial- 
mente á  su  resarcimiento?  Esta  cuestión  no  puede  resolverse 
por  inducciones  sacadas  del  artículo  que  nos  ocupa;  y  así 
es  necesario  acudir  á  otros  principios.  Según  los  que  sienta 
Valin  ,  puede  sostenerse  que  son  responsables  á  esta  pérdida 
los  aseguradores,  con  tal  que  supiesen  que  eran  de  contra- 
bando las  mercaderías  aseguradas  ;  porque  si  bien  un  espa- 
ñol no  puede  hacer  en  España  el  comercio  de  contrabando 
ni  por  consiguiente  celebrar  un  seguro  que  lo  favorezca  ,  no 
hay  empero  una  ley  nacional  que  le  impida  hacer  en  el  es- 
tranjero un  comercio  que  no  está  prohibido  sino  por  las  leyes 
de  aquel  país,  á  las  cuales  el  español  no  está  sujeto,  y  no 

siendo  ilícito  para  él  semejante  comercio  no  puede  tampoco 

- 


m  — 


AS 


serle  ilícito  el  contrato  que  haga  para  asegurado.  Según  los 
principios  de  Pothier,  los  aseguradores  no  estarian  obligados 
á  la  referida  indemnización  ;  porque  debiendo  todo  comer- 
ciante por  derecho  natural  y  de  gentes  conformarse  con  las 
leyes  del  pais  en  que  hace  su  comercio,  no  puede  un  español 
s'acar  lícitamente  de  Francia  unas  mercancías  que  su  gobierno 
quiere  retener  ;  y  aun  cuando  por  sí  mismo  no  estuviese 
sometido  á  las  leyes  francesas  con  respecto  al  comercio  que 
hace  en  aquel  reino  ,  como  no  puede  ejercer  allí  el  contra- 
bando sin  servirse  de  franceses ,  se  hace  cómplice  del  delito 
que  estos  cometen  violando  sus  leyes  patrias ,  de  manera 
que  puede  decirse  que  de  todos  modos  hace  un  comercio 
ilícito,  y  que  por  tanto  no  ha  de  darse  en  España  fuerza  al- 
guna al  contrato  que  celebre  para  echar  sobre  los  asegura- 
dores el  riesgo  de  la  confiscación.  ¿Cuál  es  la  doctrina  mas 
acertada  en  la  práctica?  La  de  Pothjer.es  mas  conforme  á  la 
buena  fe  ;  pues  todas  las  naciones  deben  respetar  mutua- 
mente sus  leyes ,  y  abstenerse  de  autorizar  contratos  que 
promuevan  su  violación.  Pero  ¿la  siguen  los  Franceses  con 
respecto  á  la  España  ?  Yo  no  sé  cuál  será  la  conducta  que 
habrán  adoptado  en  el  día ,  si  es  que  ha  ocurrido  algún  caso 
de  esta  especie  ;  mas  el  mismo  Valin  cita  dos  sentencias  dadas 
con  arreglo  à  su  opinion  por  dos  tribunales  diferentes.  Si  tal 
jurisprudencia  rige  en  Francia,  no  hay  razón  para  que  nos- 
otros sigamos  la  opuesta ,  ames  bien  debemos  valemos  de  la 
retorsión  de  derecho ,  portándonos  con  los  Franceses  del 
mismo  modo  que  ellos  se  porten  con  nosotros  :  Quis  enim 
aspernabititr  idem  jus  sibi  clici ,  quod  alus  dixil ,  vcl  dici 
effecit?  Parece  en  efecto  que  la  opinion  de  Pothier  no  ha  sido 
adoptada  en  la  práctica ,  y  que  el  uso  general  de  la  Europa 
autoriza  los  seguros  del  contrabando  en  pais  estranjero. 
Véase  el  artículo  861  bajo  la  palabra  Asegurador. 

«  Art.  886.  Si  el  asegurador  fuere  declarado  en  quiebra, 
pendiente  el  riesgo  de  las  cosas  aseguradas,  podrá  el  ase- 
gurado exigirle  fianzas  ;  y  no  dándosele,  bien  por  el  mismo 
quebrado  ó  por  los  administradores  de  su  quiebra  en  el  tér- 
mino de  los  tres  dias  siguientes  al  requerimiento  que  se  les 
haga  para  darlas,  se  rescindirá  el  contrato.  —  El  asegurador 
tiene  el  mismo  derecho  sobre  el  asegurado  cuando  no  haya 
recibido  el  premio  del  seguro.  » 

=  El  simple  temor  de  insolvencia,  sea  del  asegurador 
para  responder  de  la  cantidad  asegurada ,  sea  del  asegurado 
para  pagar  el  premio ,  no  es  bastante  para  hacer  rescindir 
ó  revocar  el  seguro,  y  no  queda  en  tal  caso  á  ninguno  de  los 
dos  mas  medio  que  el  de  hacerse  reasegurar  por  otro.  Pero 
si  quiebra  el  asegurador  cuando  todavía  no  se  han  acabado 
los  riesgos ,  ó  bien  el  asegurado  cuando  todavía  no  ha  pagado 
el  premio ,  es  ya  evidente  que  el  quebrado  no  se  halla  en 
estado  de  ejecutar  las  condiciones  á  que  se  ha  obligado  ,  y 
por  consiguiente  no  puede  negarse  á  la  otra  parte  la  facultad 
de  exigir  fianzas  ó  la  rescision  del  seguro.  No  es  probable 
que  el  quebrado  encuentre  fiadores  ;  mas  tal  vez  sus  acree- 
dores tendrán  interés  en  que  se  mantenga  el  contrato  en  toda 
su  firmeza,  y  entonces  se  decidirán  naturalmente  á  dar  la 
fianza  por  sí  mismos.  Si  los  riesgos  han  acabado  ya,  por 
haber  perecido  la  nave  ó  por  haber  llegado  á  buen  puerto, 
no  hay  lugar  á  rescindir  el  seguro  que  ha  tenido  su  com- 
plemento ,  pues  solo  debe  tratarse  de  su  ejecución. 

,«  Art.  887.  Siempre  que  por  el  conocimiento  de  las  cosas 
aseguradas  se  hallare  que  el  asegurado  cometió  falsedad 
á  sabiendas  en  cualquiera  de  las  cláusulas  de  la  póliza,  se 
tendrá  por  nulo  el  seguro,  observándose  en  cuanto  á  la 
inexactitud  de  la  evaluación  de  las  mercaderías  lo  prescrito 
en  el  artículo  856.  » 

==  El  seguro  suele  hacerse  prestando  á  los  aseguradores 
el  conocimiento  ó  resguardo  dado  por  el  capitán  de  las  mer- 
caderías cargadas  á  bordo  de  la  nave  ;  mas  también  puede 
hacerse ,  como  efectivamente  se  hace  algunas  veces ,  por  sola 


la  declaración  del  asegurado ,  que  quizá  no  tiene  todav'a  en 
su  poder  el  referido  documento.  Si  habiéndose  hecho  el  se- 
guro en  esta  última  forma ,  se  observare  después  entre  el 
conocimiento  y  la  póliza  una  falta  de  uniformidad  ó  una  dife- 
rencia que  disminuya  la  opinion  del  riesgo  ó  mude  el  ob- 
jeto ,  como  si  se  declaró  en  la  póliza  que  las  mercancías  se 
cargaban  en  un  buque  de  tres  palos  y  se  ve  luego  por  el 
conocimiento  que  el  buque  es  mucho  mas  débil ,  ó  si  se  hizo 
asegurar  una  cantidad  de  cuatro  mil  pesos  sobre  géneros 
que  se  dijo  ser  barras  de  hierro  ,  mientras  que  del  conoci- 
miento resulta  no  consistir  sino  en  líquidos  ,  es  claro  que  el 
seguro  debe  ser  nulo ,  porque  se  ha  inducido  á  los  asegura- 
dores en  un  error  que  recae  sobre  una  cosa  que  forma  la 
sustancia  del  contrato  ,  esto  es,  sobre  los  riesgos  ,  cuya  es- 
tension  se  les  debió  haber  manifestado  con  franqueza  para 
que  sé  tuviese  por  válido  su  consentimiento.  El  presente  ar- 
tículo hace  solo  mención  de  la  falsedad  que  aparezca  por  el 
conocimiento  ,  es  decir,  por  la  comparación  de  este  instru- 
mento con  la  póliza  del  seguro.  ¿Es  que  quiere  escluir  de  su 
disposición  toda  falsedad  que  se  descubra  de  otro  modo , 
por  la  razón  de  que  inclusio  unius  est  exclusio  alterius?  No  lo 

-  creo  ;  porque  ,  en  principio  general,  toda  falsa  declaración 
del  asegurado ,  que  tenga  por  objeto  sorprender  al  asegura- 
dor, inspirándole  mas  confianza,  hace  soportar  á  este  último 

•  riesgos  que  tal  vez  no  querría  tomar  á  su  cargo ,  ó  que  no 
tomaría  sino  bajo  otras  condiciones  ;  y  de  consiguiente  le 
hace  caer  en  un  error  que  vicia  la  esencia  del  contrato , 
por  la  razón  de  que  no  consiente  el  que  yerra  :  Non  viden- 
tur  consentiré  qui  errant.  Parece  pues  que  siempre  que  se 
descubra  una  falsedad ,  sea  por  la  comparación  del  conoci- 
miento con  la  póliza,  sea  por  otro  medio  cualquiera,  ha  de 
quedar  sin  efecto  el  seguro  ;  porque  nunca  puede  formarse 
una  convención  sino  por  la  reunion  de  las  voluntades  do 
ambos  contrayentes  que  se  pongan  de  acuerdo  sobre  un. 
mismo  punto ,  y  aquí  es  visto  que  las  voluntades  del  asegu- 
rado y  del  asegurador  no  caminan  sino  en  sentido  divergente. 
Véase. la  esplicacion  del  número  5o.  del  articulo  8'ti.  — 
Declarado  nulo  el  seguro ,  no  puede  el  asegurado  reclamar 
la  reparación  de  las  pérdidas  que  sufriere,  ni  el  asegurador 
percibir  el  premio;  pero  este  último  tendrá  derecho,  según 
el  artículo  890 ,  al  abono  del  medio  por  ciento  sobre  la  can- 
tidad asegurada. 

«  Art.  888.  Igualmente  es  nulo  el  seguro  cuando  se  justi- 
fique que  el  dueño  de  las  cosas  aseguradas  pertenece  á  nación 
enemiga,  ó  que  recae  sobre  nave  ocupada  habitualmente 
en  el  contrabando ,  y  que  el  daño  que  le  sobrevino  fué  efecto 

.  de  haberlo  hecho.  » 

=  En  la  esplicacion  del  número  2o.  del  artículo  8'tl  hemos 
dividido  el  seguro  en  activo  y  pasivo ,  según  que  se  le  con- 
sidera de  parte  del  asegurador  ó  de  parte  del  asegurado.  El 
artículo  presente  reprueba  el  seguro  activo  que  se  celebrare 
con  algún  individuo  de  una  nación  que  esté  en  guerra  con 
nosotros,  esto  es,  el  seguro  en  que  el  español  se  constituya 
asegurador,  y  asegurado  el  enemigo  ;  pero  no  prohibe  el  se- 
guro pasivo,  es  decir,  el  seguro  en  que  el  enemigo  sea  el 
asegurador,  y  el  español  el  asegurado.  Parece  efectivamente 
que  el  seguro  pasivo  trae  ventajas  al  comercio  nacional  du- 
rante el  curso  de  la  guerra  ,  pues  su  resultado  es  que  en  caso 
de  apresamiento  nos  devuelve  el  enemigo  con  una  mano  lo 
que  nos  habia  quitado  con  la  otra,  al  paso  que  el  seguro 
activo  produce  el  inconveniente  de  que  las  presas  que  hace 
nuestra  marina  al  enemigo  recaen  mas  bien  sobre  nuestro 
comercio,  y  puede  por  consiguiente  dar  lugar  á  inteligencias 
y  maniobras  que  sean  perjudiciales  á  la  causa  pública.  Sia 
embargo  ,  los  aseguradores  ingleses  suelen  asegurar  s¡h 
oposición  de  su  gobierno  los  efectos  pertenecientes  á  indi  • 
viduos  de  las  naciones  con  quienes  eslán  en  guerra,  y  tiener. 
cuidado  de  satisfacerles  el  valor  de  las  presas  que  hacen  sus 
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^ursinos.  —  En  el  art.  8aS  s-}  ha  condenado  ya  el  seguro 
sobre  géneros  de  ilícito  comercio;  y  ahora  se  condena  del 
snismo  modo  el  que  recaiga  sobre  el  daño  que  una  nave 
•dcu'pada  habitualmente  en  el  contrabando  reciba  efectiva- 
mente por  haberlo  hecho  ,  á  fin  de  quitar  así  á  los  contra- 
bandistas los  medios  de  sustraerse  á  los  peligros  que  lleva 
.consigo  la  calidad  de  su  tráfico.  Si  aseguras  pues  una  nave 
'que  tenga  tal  ocupación  ,  no  estarás  obligado  á  pagar  al 
asegurado  las  pérdidas  que  sufriere  por  la  confiscación  ó  por 
razón  de  algún  combate  coíi  los  guardacostas ,  ni  podrás 
tampoco  reclamar  la  prima  ,  aun  cuando  espresamente  hu- 
bieses tomado  á  tu  cargo  semejantes  riesgos.Véase  el  art.  88b, 
como  también  el  artículo  800,  que  da  derecho  á  los  asegura- 
dores en  estos  dos  casos  al  abono  del  medio  por  ciento  sobre 
la  cantidad  asegurada. 

«  Art.  889.  Dejando  de  verificarse  el  viaje  antes  de  ha- 
cerse la  nave  á  la  vela ,  ó  vanándose  para  distinto  punto , 
será  nulo  el  seguro  ,  aun  cuando  esto  suceda  por  culpa  ó 
arbitrariedad  del  asegurado.  » 

=  Una  vez  firmada  la  póliza  de  seguro ,  queda  perfeccio- 
nado el  contrato  ,  de  modo  que  ni  el  asegurado  ni  el  asegu- 
rador pueden  ya  sustraerse  á  sus  respectivas  obligaciones 
sino  de  común  acuerdo.  La  ley,  sin  embargo ,  permite  al 
asegurado ,  por  el  interés  del  comercio  ,  hacer  de  un  modo 
indirecto  lo  que  no  podria  hacer  directamente.  Puede  con 
efecto  el  asegurado  renunciar  libremente  al  proyecto  del 
viaje  ó  variarlo  para  otro  punto ,  y  esta  renuncia  ó  mudanza 
debe  acarrear  necesariamente  la  abolición  del  seguro  y  librar 
del  premio  al  asegurado,  pues  que  este  contrato  no  puede 
subsistir  sino  en  cuanto  haya  riesgos  que  correr.  ¿Quién 
seria  el  comerciante  que  se  atreviese  á  hacer  asegurar  una 
espedicion  marítima  ,  si  luego  se  habia  de  encontrar  en  la 
alternativa  ó  de  perder  el  premio  ó  de  llevar  á  cabo  su  em- 
presa ,  aunque  por  un  cambio  de  circunstancias  la  mirase 
ya  bajo  otro  aspecto,  ó  aunque  mediante  ün  examen  mas 
profundo  descubriese  inconvenientes  que  se  le  habian  esca- 
pado al  principio,  ó  bien  formase  combinaciones  mas  ven- 
tajosas? Por  otra  parte  ,  la  obligación  del  asegurado  es  una 
obligación  de  hacer;  y  es  de  esencia  de  las  obligaciones  de 
esta  clase  el  que  el  deudor  no  pueda  ser  forzado  á  ejecutarlas, 
bien  que  tendrá  que  indemnizar  á  la  otra  parte. 

La  indemnización  que  el  asegurado  debe  al  asegurador, 
cuando  deja  de  hacer  ó  varía  el  viaje  antes  de  hacerse  la 
nave  á  la  vela,  sea  por  capricho  ,  sea  por  culpa,  sea  por 
fuerza  mayor,  no  es  de  una  cantidad  igual  á  la  prima  ,  sino 
solo  de  medio  por  ciento  sobre  la  cantidad  asegurada  ;  de 
modo  que  si  esta  cantidad  es  de  dos  mil  pesos ,  la  indemni- 
zación será  de  diez ,  según  lo  dispuesto  en  el  art.  890.  Mas 
¿porqué  se  ha  de  obligar  al  asegurado  á  pagar  una  indem- 
nización cuando  el  viaje  no  se  desbarata  por  su  causa,  siendo 
así  que  por  regla  general  nadie  responde  de  la  inejecución 
de  sus  empeños  cuando  la  fuerza  mayor  ó  un  caso  fortuito 
le  impide  cumplirlos?  No  deja  de  parecer  dura  al  primer 
aspecto  semejante  disposición  ;  pero  si  bien  se  reflexiona  , 
se  ve  que  no  es  injusta.  Los  accidentes  que  ponen  al  asegu- 
rado en  la  necesidad  de  abandonar  el  proyecto  del  viaje ,  ó 
provienen  de  alguna  falta  suya,  y  entonces  responde  de 
ellos,  porque  no  se  liberta  de  la  responsabilidad  sino  cuando 
no  se  le  puede  imputar  el  acontecimiento  ;  ó  le  dan  á  su  vez 
una  indemnización  que  le  cubre  anchamente  la  que  él  paga 
al  asegurador.  En  efecto,  el  seguro  recae  ó  sobre  la  nave  ó 
sobre  el  cargamento.  En  el  primer  caso,  no  es  natural  que 
se  haga  asegurar  el  naviero  sino  después  de  haber  comple- 
tado su  carga  ,  y  entonces  no  podria  dejar  de  verificarse  el 
viaje  sino  por  una  de  estas  dos  causas  ,  ó  porque  la  nave 
no  ser  halla  en  estado  de  navegar,  ó  porque  los  cargadores 
faltan  á  la  convención.  Si  es  porque  la  nave  no  puede  na- 
vegar, la  culpa  se  encuentra  de  parte  del  asegurado.  Si  es 


porque  los  aseguradores  faltan  á  la  convención,  el  asegurado 
recibe  el  flete  como  si  se  hubiese  completado  la  carga.  En  el 
segundo  caso,  casi  no  deja  su  viaje  el  asegurado  sino  porque 
el  vendedor  de  las  mercancías  no  se  las  entrega  ,  ó  porque 
la  nave  no  se  halla  en  estado  de  hacerse  á  la  vela,  y  siempre* 
es  indemnizado,  sea  por  su  vendedor,  sea  por  el  capitán. 
Hay  no  obstante  algún  acontecimiento  que  impide  el  viaje, 
y  no  proviene  de  falta  del  asegurado  ,  ni  le  procura  indem- 
nización alguna  con  que  pueda  satisfacer  la  que  él  debe  al 
asegurador.  Tal  es  la  interdicción  ó  prohibición  de  comercio 
con  el  pais  adonde  se  hacia  el  viaje ,  y  el  embargo  de  la  nave 
por  orden  del  gobierno  para  un  servicio  público.  ¿Deberá 
todavía  el  asegurado  en  semejante  caso  dar  al  asegurador 
la  indemnización  del  medio  por  ciento  ?  No  lo  creo  ;  porque 
nadie  debe  responder  de  los  hechos  del  gobierno ,  al  cual 
todos  debemos  obediencia  ;  y  si  el  asegurado  tuviese  que  in- 
demnizar al  asegurador,  se  veria  castigado  por  haber  cum- 
plido aquel  deber  :  lo  que  seria  tanto  mas  estraño  cuanto 
que  si  los  riesgos  hubieran  comenzado  ya ,  lejos  de  recibir 
el  asegurador  indemnización  alguna,  tendría  por  el  contrario 
que  responder  del  acontecimiento.  Esta  doctrina  no  deja  de 
ser  conforme  al  art.  768 ,  en  que  declarando  el  legislador 
*»ue  por  el  hecho  de  declaración  de  guerra  ó  cesación  de 
comercio  con  el  pais  designado  para  el  viaje  de  la  nave , 
quedan  rescindidos  los  fletamentos  y  estinguidas  todas  las 
acciones  á  que  pudieran  dar  lugar,  manifiesta  claramente  las 
consecuencias  que  quiere  dar  á  tales  sucesos ,  y  establece 
un  principio  que  debe  aplicarse  á  especies  semejantes. 

El  artículo  dice  que  será  nulo  el  seguro  si  deja  de  verifi- 
carse el  viaje,  ó  si  se  varía  para  otro  punto  antes  de  hacerse 
la  nave  á  la  vela.  Mas  es  de  advertir  aquí,  que  lo  mismo  su- 
cederá aunque  la  nave  se  haya  hecho  á  la  vela,  si  con  arre- 
glo á  los  pactos  de  la  convención  no  ha  empezado  todavía  el 
asegurador  á  correr  los  riesgos  ;  porque  en  tal  caso  las  cosas 
permanecen  en  el  mismo  estado  sin  haberse  dado  principio 
al  negocio.  Despachas,  por  ejemplo,  un  buque  de  Barcelona 
para  la  Habana  ,  y  lo  haces  asegurar  conviniendo  que  el 
asegurador  no  responderá  de  los  riesgos  sino  desde  el  estre- 
cho de  Gibraltar  :  se  hace  la  nave  á  la  vela  ;  pero  antes  de 
que  llegue  al  estrecho  ,  mudas  de  proyecto  y  abandonas  el 
viaje  ó  lo  varías  para  otra  parte  :  es  nulo  el  seguro  ,  y  no 
debes  al  asegurador  sino  la  indemnización  del  medio  por 
ciento,  porque  el  asegurador  no  gana  el  premio  sino  cuando 
hubiere  empezado  á  correr  el  riesgo  de  los  objetos  asegu- 
rados. 

«  Art.  890.  También  se  anula  el  seguro  hecho  sobre  un 
buque  que  después  de  firmada  la  póliza  permanezca  un  año 
sin  emprender  el  viaje.  —  En  el  caso  de  esta  disposición  y 
de  los  tres  artículos  anteriores  tendrá  derecho  el  asegurador 
al  abono  del  medio  por  ciento  sobre  la  cantidad  asegurada.  » 

=  Esta  nulidad  se  ha  dispuesto  en  favor  del  asegurador 
para  no  tenerle  suspenso  por  mas  tiempo,  dándose  por  aban- 
donado el  viaje  que  no  se  ha  emprendido  dentro  del  año  ;  de 
suerte  que  si  el  asegurado  quiere  todavía  despues  de  este 
plazo  llevar  á  efecto  su  espedicion  y  gozar  de  las  ventajas  de 
la  institución  del  seguro ,  tendrá  que  celebrar  nuevo  con- 
trato con  el  mismo  asegurador  ó  con  otro.  —  Este  artículo 
establece  que  el  asegurador  tendrá  derecho  al  abono  -del 
medio  por  ciento  sobre  la  cantidad  asegurada  en  el  caso  de 
esta  disposición  y  de  los  tres  artículos  anteriores  ,  es  decir , 
siempre  que  el  seguro  se  anule  por  haber  cometido  falsedad 
á  sabiendas  el  asegurado  en  cualquiera  de  las  cláusulas  de 
la  póliza,  ó  por  pertenecer  á  nación  enemiga  el  dueño  de  las 
cosas  aseguradas ,  ó  por  recaer  el  contrato  sobre  nave  ocu- 
pada habitualmente  en  el  contrabando ,  ó  por  el  abandono  ó 
variación  del  viaje  antes  ele  la  partida  de  la  nave,  ó  en  fin 
por  permanecer  el  buque  un  año  sin  emprender  el  viaje  des- 
pués de  firmada  la  póliza.  Como  en  todos  estos  casos  queda 
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sin  efecto  el  seguro  con  respecto  á  las  dos  partes ,  no  puede 
el  asegurador  exigir  la  prima,  y  si  ya  la  hubiere  percibido 
tiene  que  restituirla;  porque  la  prima  es  el  precio  de  los 
riesgos,  y  él  no  ha  corrido  ninguno;  pero  como  sufre  per- 
juicios por  la  inejecución  del  contrato,  pues  deja  de  ga- 
nar el  premio  que  le  correspondería  si  el  seguro  se  llevase  á  ; 
efecto,  debe  el  asegurado  indemnizarle  de  ellos  ,  y  la  ley  ha 
fijado  esta  indemnización  al  medio  por  ciento  de  la  cantidad 
asegarada.  Mas  ¿porqué  se  concede  al  asegurador  este  abo- 
no en  los  casos  referidos ,  y  no  cuando  es  nulo  el  seguro  por 
recaer  sobre  el  flete  del  cargamento ,  sobre  las  ganancias 
esperadas,  sueldos  de  la  tripulación,  cantidades  tomadas  á 
la  gruesa,  premios  de  los  préstamos  hechos  á  la  gruesa, 
vida  de  los  navegantes ,  y  géneros  de  ilícito  comercio?  Por- 
que en  estos  casos  es  tan  culpable  el  asegurador  como  el 
asegurado  ,  pues  asegura  una  cosa  que  ambos  saben  no  ser 
susceptible  de  este  contrato.  Así  que,  si  asegurare  á  sabien- 
das cosas  pertenecientes  al  enemigo ,  ó  alguna  nave  ocupada 
habitualmente  en  el  contrabando,  parece  que  tampoco  debe 
tener  derecho  al  mencionado  abono,  pues  de  otro  modo  en- 
contraria  siempre  un  beneficio  en  la  transgresión  de  la  ley. 
—  ¿Deberá  el  asegurado  pagar  siempre  el  medio  por  ciento, 
sea  que  el  seguro  deje  de  ejecutarse  por  causa  suya  ó  por  un 
acontecimiento  de  fuerza  mayor  ?  Así  parece  se  deduce  de  los 
términos  en  que  están  concebidos  el  art.  889  y  el  presente, 
pues  las  palabras  aun  cuando  eslo  suceda  por  culpa  ó  arbi- 
trariedad del  asegurado  dan  claramente  á  entender  que  la 
disposición  debe  tener  sus  efectos  aun  fuera  de  la  hipótesis 
en  que  está  el  asegurado  que  abandona  el  viaje  espontánea- 
mente; y  fuera  de  tal  hipótesis  no  puede  haber  sino  casos 
fortuitos  ó  acontecimientos  de  fuerza  mayor.  Del  mismo 
modo  se  esplican  la  antigua  ordenanza  de  marina  y  el  nuevo 
código  de  Francia;  mas  á  pesar  de  todo,  sostiene  Polhier  que 
no  se  debe  la  indemnización  del  medio  por  ciento  cuando  la 
inejecución  del  contrato  de  seguro  proviene  de  un  aconteci- 
miento de  fuerza  mayor,  como  por  ejemplo,  de  un  incendio 
de  la  nave  causado  por  un  rayo ,  de  que  nunca  "puede  ha- 
cerse responsable  al  asegurado  ,  según  el  principio  :  Nono 
prœstat  casas  fortuitos  ;  y  el  baron  Locré  en  su  Espíritu  del 
código  de  comercio  exonera  al  asegurado  del  pago  del  medio 
por  ciento  en  los  casos  de  interdicción  de  comercio  y  em- 
bargo de  la  nave  por  orden  del  gobierno.  Véase  la  esplica- 
cion  del  artículo  antecedente. 

«Art.  891.  Si  se  hubieren  hecho  sin  fraude  diferentes 
contratos  de  seguros  sobre  un  mismo  cargamento,  subsistirá 
únicamente  el  primero,  con  tal  que  cubra  todo  su  valor. 
Los  aseguradores  délos  contratos  posteriores  quedarán  qui- 
tos de  sus  obligaciones,  y  percibirán  un  medio  por  ciento  de 
la  cantidad  asegurada. — No  cubriéndose  por  el  primer  con- 
trato el  valor  íntegro  de  la  carga ,  recaerá  la  responsabilidad 
del  escedente  sobre  los  aseguradores  que  contrataron  poste- 
riormente, siguiéndose  el  orden  de  sus  fechas.  » 

=  Si  hay  muchas  pólizas  sobre  un  mismo  cargamento ,  y 
el  primer  seguro  cubre  todo  su  valor ,  son  absolutamente 
nulos  los  seguros  posteriores,  pues  que  recaen  sobre  cosas 
cuyos  riesgos  están  ya  garantidos.  No  es  difícil  conocer  cuál 
es  la  póliza  que  debe  subsistir  ,  cuando  todas  llevan  la  fecha 
de  dias  diferentes,  ó  aunque  la  lleven  de  un  mismo  dia  con- 
tienen también  la  designación  de  la  hora.  Mas  ¿qué  se  hará 
cuando  se  observa  en  todas  una  exacta  conformidad  de  fe- 
chas? El  baron  Locré  opina  que  se  debe  distinguir.  Si  las  dos 
pólizas  que  se  presentan  se  hallan  firmadas  por  el  asegurado 
mismo,  le  parece  que  las  dos  deben  tenerse  por  nulas  ó  re- 
ducirse en  proporción  igual  al  valor  de  las  cosas  cargadas , 
porque  no  habiendo  medio  para  conocer  cuál  de  los  dos 
contratos  es  escesivo ,  no  puede  menos  de  verse  esceso  en  el 
uno  y  en  el  otro.  Si  la  una  póliza  se  ha  firmado  por  el  carga- 
dor y  la  otra  pc«  su  eamiüionisia ,  cree  que  debe  preferirse 


la  firmada  por  el  comitente,  atendiendo  á  que  entre  los  dos 
asegurados  que  hay  entonces  el  comitente  es  el  único  que 
ge  halle  en  estado  de  llevar  á  debido  efecto  el  cargamento. 

Los  aseguradores  posteriores  quedarán  quitos  de  sus  obli- 
gaciones ,  esto  es  ,  no  tendrán  que  responder  de  la  pérdida 
ó  daño  que  tal  vez  esperimentaren  los  efectos  asegurados , 
porque  siendo  nulo  el  seguro  no  corren  con  los  riesgos  ,  y 
por  la.propia  razón  no  tendrán  derecho  á  la  prima,  que  es 
el  precio  de  estos  ;  pero  percibirán  un  medio  por  ciento  de 
la  cantidad  asegurada,  como  indemnización  de  daños  y  per- 
juicios por  la  inejecución  del  contrato.  ¿Quién  será  el  que 
deba  pagar  este  medio  por  ciento  en  caso  de  que  la  póliza 
firmada  por  el  comisionista  sea  la  que  se  anule?  El  comisio- 
nista será  siempre  responsable  del  pago ,  pues  quedó  obli- 
gado directamente  para  con  el  asegurador  ;  pero  podrá  re- 
clamarlo del  comitente  que  pasando  á  hacer  el  seguro  por 
sí  mismo  no  hubiese  cuidado  de  revocar  á  tiempo  la  orden 
que  le  habia  dado. 

Son  válidos  los  segundos  seguros  que  juntos  con  los  pri- 
meros no  sobrepujan  el  valor  de  los  efectos  cargados  ,  por- 
que recaen  sobre  cosas  cuyos  riesgos  no  están  todavía  garan- 
tidos. Pero  si  los  seguros  posteriores  esceden  el  valor  de  la 
parte  que  los  primeros  dejan  libre  en  el  importe  del  carga- 
mento ,  deben  sufrir  la  competente  reducción ,  y  los  últimos 
aseguradores  no  quedarán  obligados  sino  en  proporción  de 
lo  que  realmente  faltaba  que  asegurar.  Supongamos,  por 
ejemplo,  que  habiendo  tú  embarcado  por  10,000  pesos  de 
mercaderías ,  haces  asegurar  6,000  pesos  por  una  parte , 
3,000  por  otra,  y  ü,000  por  un  tercer  asegurador  ;  este  úl- 
timo no  recibirá  el  premio  ni  responderá  de  la  pérdida  sino 
en  la  proporción  de  1,000  ps.,  y  el  seguro  será  nulo  por  los 
3,000  restantes  que  esceden  el  valor  del  cargamento  ,  bien 
que  habrás  de  abonar  à  este  asegurador  15  ps.  por  el  medio 
por  ciento  del  escedente. 

Las  disposiciones  de  este  artículo  no  son  aplicables  sino 
á  los  seguros  hechos  sin  fraude  ;  pues  si  los  seguros  que  es- 
ceden el  valor  de  los  efectos  cargados  se  hiciesen  con  fraude 
ó  dolo  de  parte  del  asegurado  ,  se  tendrían  por  enteramente 
nulos,  con  arreglo  al  art.  887.  El  fraude  nunca  se  presume; 
y  así  el  asegurador  que  lo  alega,  debe  probarlo. 

«  Art.  892.  El  asegurado  no  se  exonerará  de  pagar  todos 
los  premios  de  los  diferentes  seguros  que  hubiere  contratado, 
si  no  intimare  á  los  aseguradores  postergados  la  invalidación 
de  sus  contratos  antes  que  la  nave  y  el  cargamento  hayan 
llegado  al  puerto  de  su  destino.  » 

=  El  asegurado ,  luego  que  se  aperciba  de  que  por  error, 
ignorancia  ó  inadvertencia  se  han  hecho  diferentes  seguros 
sobre  una  misma  cosa ,  debe  apresurarse  en  avisarlo  á  los 
aseguradores  posteriores ,  á  fin  de  que,  quedando  nulos  sus 
contratos  ,  se  contenten  con  el  medio  por  ciento  de  las  can- 
tidades que  aseguraron  ,  pues  si  no  da  este  paso  hasta  saber 
que  los  efectos  asegurados  han  llegado  al  puerto  de  su  des- 
tino ,  ya  no  puede  quitarles  el  derecho  à  los  premios  que 
han  ganado  por  entero  por  haber  tenido  el  contrato  todo  su 
complemento. 

«  Art.  893.  Será  nulo  todo  seguro  que  se  haga  en  fecha 
posterior  al  arribo  de  las  cosas  aseguradas  al  puerto  de  su 
consignación ,  igualmente  que  al  dia  en  que  se  hubieren  per- 
dido ,  siempre  que  pueda  presumirse  legalmenle  que  la  par- 
te interesada  e*»  el  acaecimiento  tenia  noticia  de  él  antes  de 
celebrar  el  contrato.  » 

=  Este  articulados  presenta  dos  disposiciones,  una  esptt- 
cita  y  otra  implícita  :  por  una  parte,  anula  esplícitamente 
los  seguros  que  se  hubiesen  hecho  despues  que  los  interesa- 
dos sabían  ó  podían  saber  la  pérdida  ó  arribo  de  las  cosas 
aseguradas;  y  por  otra  ,  como  no  anula  sino  estos  seguros, 
admite  implícitamente  la  validez  de  los  que  se  hacen  de 
bueoa  fe  por  ignorancia  del  acontecimiento.  Si  la  ley  se  hu- 
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biese  atenido  à  los  principios  del  derecho  común  ,  habría 
declarado  nulos  estos  últimos  seguros  no  meaos  que  los  otros, 
porque  siendo  los  riesgos  de  esencia  del  contrato ,  no  hay- 
seguro  donde  no  hay  riesgo;  pero  aquí  se  aparta  de  estos 
principios  y  mantiene  la  póliza ,  aunque  ya  no  haya  riesgos 
que  correr,  no  precisamente  en  obsequio  de  la  buena  fe  de 
los  contratantes ,  sino  mas  especialmente  con  la  mira  de  faci- 
litar los  seguros  ,  que  por  otra  parle  son  por  su  naturaleza 
contratos  aleatorios.  Estos  no  podrían  celebrarse  sino  sola- 
mente antes  de  hacerse  la  nave  á  la  vela  para  partir  ó  vol- 
ver, y  Casi  nunca  durante  el  viaje ,  si  hubiesen  de  anularse 
Siempre  que  fuesen  posteriores  al  acontecimiento  de  pérdida 
ó  arribo  ;  y  ciertamente  un  tal  sistema  disminuiría  mucho  el 
uso  y  utilidad  de  tan  ventajosa  institución,  é  impediría  el 
desarrollo  del  comercio  marítimo.  Se  permite  pues  hacer 
asegurar  un  buque  después  de  su  partida,  y  este  seguro  será 
válido ,  aunque  al  momento  en  que  se  hizo  hubiese  ya  pere- 
cido ó  llegado  á  buen  puerto  la  nave  ;  con  tal  que  en  el  pri- 
mer caso  ignorase  la  pérdida  el  asegurado,  y  en  el  segundo 
ignorase  la  llegada  el  asegurador,  pues  de  otro  modo  habría 
fraude  por  su  parte.  La  ley  ha  tenido  cuidado  de  establecer 
una  regla  de  que  resulta  que  en  ciertos  casos  se  presume 
legalmente  que  el  uno  de  los  interesados  tenia  noticia  del 
acaecimiento,  de  suerte  que  el  seguro  celebrado  después  de 
la  partida  puede  anularse:  Io.  si  hay  presunción  legal  de  que 
una  de  las  partes  tenia  tal  noticia  en  el  momento  del  contra- 
to; 2o.  si  hay  prueba  positiva  de  este  hecho. 

«  Art.  89í|  .  Tiene  lugar  aquella  presunción,  sin  perjuicio 
de  otras  pruebas,  cuando  hayan  trascurrido,  desde  que  acon- 
teciere el  arribo  ó  pérdida  hasta  la  fecha  del  contrato,  tantas 
horas  cuantas  leguas  legales  de  medida  española  haya  por 
el  camino  mas  corto  desde  el  sitio  en  que  se  verificó  el  ar- 
ribo ó  la  pérdida  hasta  el  lugar  donde  se  contrató  el  se- 
guro. »  ' 

¿=  De  dos  modos  puede  justificarse  que  los  interesados 
sabían  la  pérdida  ó  el  arribo  de  la  nave  ;  a  saber,  por  la 
presunción  legal,  y  por  pruebas  positivas.  La  presunción 
legal  consiste  en  suponer  que' las  parles  sabían  el  acaeci- 
miento cúándoentre  el  mismo  y  el  contrato  de  seguro  pasó 
tiempo  bastante  para  que  hubiese  podido  llegarles  la  noticia. 
El  artículo  arregla  este  tiempo  á  razón  de  legua  por  hora, 
suponiendo  que  en  cada  hora  puede  andarse  una  legua  para 
llevar  dicha  noticia.  La1  legua  debe  ser  legua  legal  de  medida 
española,  esto  es ,  legua  de  veinte  mil  pies  y  de  las  que  en- 
tran veinte  en  el  grado.  Así  que,  si  la  nave  perece  el  día 
cíos  del  mes  á  las  cuatro  de  la  mañana  á  treinta  y  seis  le- 
guas de  distancia  del  paraje  en  que  s£  hizo  el  seguro ,  será 
válida  la  póliza  firmada  el  día  tres  antes  de  las  cuatro  de  la 
tarde,  y  nula  la  que  se  hubiese  firmado  :  despues  de  esta 
hora.  —  Es  pues  muy  importante  saber  :  Io,  la  hora  en  que 
se  hizo  el  seguro;  Sí0,  la  hora  en  que  la  nave  pereció  ó  llegó 
á  su  destino.  La  hora  del  seguro  se  prueba  por, la  póliza,  en  ; 
que  los  interesados  debieron  tener  cuidado  de  espresarla  con 
exactitud ,  como  está  mandado;  pero  si  no  se  hubiese  espre- 
sado, parece  justo  que  no  se  cuenten  las  horas  del  dia  en 
que  se  hizo  el  contrato  sino  hasta  la  hora  en  que  los  asegu- 
radores tienen  costumbre  de  abrir  su  despacho ,  pues  pudo 
haberse  celebrado  el  seguro  inmediatamente  después  de  di- 
cha abertura,  bien  que  quizá  se  podrá  admitir  á  los  asegu- 
radores á  probar  con  testigos  que  no  se  celebró  sino  por  la 
tarde.  Véase  la  esplicacion  del  núm°.  Io.  del  artículo  841. 
La  hora  de  la  llegada  de  la  nave  al  puerto  de  su  destino  es 
bien  fácil  de  justificar  por  la  declaraciorrque  el  capitón  de- 
bió hacer  luego  después  de  su  arribo.  La  hora  de  la  pérdida 
puede  fijarse  por  la  relación  jurada  del  suceso  que  debió 
hacer  el  capitán  ante  la  autoridad  mas  inmediata,  por  las 
declaraciones-de  los. individuos  de  la  tripulación  y  pasajeros 
que  se  hubieren  salvado ,  y  por  las  demás  pruebas  testimo- 


niales. Si  por  no  haberse  salvado  ninguno  de  los  que  iban 
embarcados  en  la  nave,  solo  se  puede  averiguar  el  (lia  y  no 
la  hora,  parece  no  debe  comenzarse  à  contar  el  tiempo  sino 
desde  el  dia  siguienle,  por  haber  podido  suceder  el  naufra- 
gio en  la  última  hora  del  dia;  y  no  pudiéndose  averiguar  ni 
el  dia  ni  la  hora,  no  creo  haya  de  contarse  sino  desde  el  mo- 
mento en  que  se  s  ipo  el  naufragio  en  el  paraje  mas  cer- 
cano. 

•  Veamos  ahora,  cuáles  son  los  efectos  de  la  presunción  le- 
gal en  cuanto  á  la  justificación  de  los  hechos  y  eri  cuanto 
á  la  suerte  del  seguro.  Por  lo  que  hace  al  primer  punto, 
esta  presunción  dispensa  de  toda  prueba  al  interesado  á 
quien  aprovecha  ,  y  no  puede  destruirse  por  la  prueba 
contraria ,  porque  es  presunción  juris  ct  de  jure,  de  de- 
recho y  por  derecho,  contra  la  cual  no  se  admite  prueba. 
Así  que,  el  asegurador  que  se  Vale  de  la  presunción  legal, 
no  tiene  que  acreditar  que  la  otra  parte  sabia  el  acaeci- 
miento, sino  solo  que  en  el  momento  en  que  se  firmaba  la 
póliza  había  naufragado  la  nave,  y  que  esta  noticia  podía 
haber  llegado  á  sus  oídos  en  razón  de  la  distancia ,  con  ar- 
reglo al  presente  art.  894.  Del  mismo  modo,  el  asegurado 
solo  está,  obligado  á  justificar  que  la  nave  habia  arribado  al 
término  de  su  viaje ,  y  que  desde  la  hora  de  su  arribo  hasta 
la  hora  en  que  se  firmó  el  contrato,  trascurrió  el  tiempo 
señalado  en  el  art.  894:  Ni  el  uno  ni  el  otro  podrá  ser  admi- 
tido á  probar  que  ignoraba  la  pérdida  ó  el  arribo,  aunque 
realmente  se  hallase  en  tal  ignorancia.  Por  lo  que  mira  al 
segundo  punto ,  la  ley  se  contenta  con  declarar  nulo  el  con- 
trato, sin  que  la  parte  contra  quien  se  decide  la  nulidad 
tenga  que  indemnizar  á  la  otra ,  según  resulta  claramente 
así  del  silencio  que  guarda  sobre  este  particular  el  art.  893, 
como  de  que  el  art.  896,  que  fija  los  casos  en  que  se  debe 
una  indemnización ,  no  la  concede  sino  cuando  la  póliza  se 
anula  en  virtud  de  pruebas  positivas,  y  no  cuando  solo  se 
anula  en  virtud  déla  presunción.  El  sistema  contrario  seria 
injusto ,  porque  una  presunción  nunca  puede  dar  lugar  á 
la  aplicación  de  una  pena,  y  porque  ya  se  hace  bastante 
favor  al  reclamante  concediéndole  sobre  una  presunción  la 
nulidad  del  contrato.  Si  cree  que  su  adversario  le  ha  en- 
gañado, la  ley  le  permite  perseguirle  y  probar  el  fraude. 

Con  efecto,  en  todas  las  circunstancias  es  admitido  el  ase- 
gurador á  probar  que  el  asegurado  sabia  la  pérdida  en  el  mo- 
mento de  firmar  la  póliza ,  y  el  asegurado  que  el  asegurador 
sabia  el  feliz  arribo;  de  modo  que  el  uno  y  el  otro  pueden 
abandonar  la  presunción  legal ,  tanto  después  como  antes  de 
haberla  ganado,  para  convencer  defraude  á  la  parte  contra- 
ria, como  es  de  ver  por  el  presente  artículo,  que  al  esplicar 
cuándo  tiene  lugar  la  presunción,  añade  las  palabras  :  sin  per- 
juicio de  otras  pruebas.  Esta  disposición  se  funda  en  quesería 
contra  razón  que  la  mala  fe  pudiera  cubrirse  precisamente 
al  abrigo  de  una  presunción  establecida  contra  ella  ,  y  que 
la  parte  engañada  se  encontrase  ligada  por  esta  misma  pre- 
sunción que  no  existe  sino  en  beneficio  suyo.  Los  efectos  do 
la  prueba  positiva  no  se  reducen  á  la  nulidad  del  contrato, 
como  los  de  la  presunción  legal,  sino  que  se  estienden. á 
otras  condenaciones  que  se  verán  en  cl  art.  896. 

«  Art.  895.  Conteniendo  la  póliza  del  seguro  la  cláusula 
de  que  se  hace  sobre  buenas  ó  malas  noticias,  no  se  admi- 
tirá la  presunción  de  que  habla  el  articulo  anterior,  y  sub- 
sistirá el  seguro,  como  no  se  pruebe  plenamente  que  el  ase- 
gurado sabia  la  pérdida  de  la  nave,  ó  el  asegurador  su  arribo 
antes  de  firmar  el  contrato.  » 

:=  Pueden  los  contratantes  renunciar  la  presunción  lega! 
declarando  en  una  cláusula  particular  de  la  póliza  que  el  se- 
guro se  hace  sobre  buenas  ó  malas  noticias,  esto  es.  sobre 
noticias  que  hacen  presumir  el  feliz  arribo  de  la  nave,  y 
disminuyendo  la  opinion  do  los  riesgos  deben  disminuir  el 
premio  ,  ó  sobre  noticias  que  hacen  temer  la  pérdida  de  !a 
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nave,  y  aumentando  t.-sí  la  opinion  de  los  riesgos  deben  au- 
mentar el  premio.  El  efecto  de  esta  cláusula  es  impedir  que 
el  lapso  ó  trascurso  del  tiempo  á  razón  de  legua  por  hora  , 
desde  el  instante  de  la  pérdida  ó  arribo  de  la  nave  hasta  el 
del  contrato ,  sea  suficiente  por  sí  solo  para  hacer  presumir 
que  se  sabia  el  acaecimiento  por  el  uno  de  los  interesados 
al  tiempo  de  la  firma,  y  anular  la  póliza  en  su  consecuencia. 
Es  preciso  confesar  que  semejante  cláusula  no  es'  exacta- 
mente conforme  á  los  principios  en  que  se  apoya  el  contrato 
de  seguro,  y  que  no  se  ha  admitido  sino  para  promover  esta 
especie  de  contratos ,  y  por  consiguiente  el  comercio  marí- 
timo. Mas  no  puede  tenerse  por  contraria  á  los  principios 
del  derecho  comun,  pues  se  reduce  á  esejuir  la  presunción 
legal,  y  cada  cual  puede  renunciar  el  derecho  que  no  se  ha 
introducido  sino  en  su  favor  :  Quilibcl  votest  juri  in  favorem 
suum  introducto  renunliare;  y  aun  aquí,  cuando  la  cláu- 
sula no  se  pone  por  simple  fórmula,  suele  hallar  el  asegura- 
dor el  precio  de  su  renuncia  en  un  premio  mas  alto,  y  el 
asegurado  en  una  diminución  de  premio.  Tampoco  es  con- 
traria á  las  buenas  costumbres,  pues  las  parles  no  estipulan 
la  impunidad  del  fraude,  respecto  de  cpie  es  necesario  que 
la  incertidumbre  de  la  pérdida  ó  salvamento  sea  real  para 
las  dos;  y  así  no  impediría  que  el  seguro  fuese  nulo,  si  la 
una  de  las  partes  hubiese  tenido  noticia  cierta  del  suceso,  y 
la  otra  pudiese  presentar,  no  presunciones ,  sino  pruebas 
positivas. 

«  Art.  896.  El  asegurador  que  haga  el  seguro  con  cono- 
cimiento del  salvamento  de  las  cosas  aseguradas  perderá  el 
derecho  al  premio  del  seguro,  y  será  multado  en  la  quinta 
parte  de  la  cantidad  que  hubiere  asegurado.  —  Estando  el 
fraude  de  parte  del  asegurado  no  le  aprovechará  el  seguro, 
y  ademas  pagará  al  asegurador  el  premio  convenido  en  el 
cont'ato,  y  se  le  multará  en  la  quinta  parte  de  lo  que  ase- 
guró. —  El  uno  como  el  otro  estarán  también  sujetos  à  las 
penas  á  que  haya  lugar,  según  las  disposiciones  de  las  leyes 
criminales  sobre  las  estafas.  » 

=  En  todos  los  casos ,  sea  que  li3ya  ó  no  haya  presun- 
ción legal,  y  aun  cuando  el  seguro  se  hizo  sobre  buenas  ó 
malas  noticias,  puede  siempre  admitirse  la  una  de  las  partes 
á  justificar  que  la  otra  sabia  de  cierto  la  pérdida  ó  salva- 
mento de  las  cosas  aseguradas,  y  que  por  consiguiente  no 
contrató  sino  con  fraude  ;  mas  la  prueba  debe  ser  completa, 
de  modo  que  no  deje  lugar  à  la  duda  :  Dolus  non  nisi  ex  pers- 
picuas indicüs  probar  i  débet;  y  puede  hacerse  tanto  con  tes- 
tigos como  con  títulos  ó  documentos.  Si  el  asegurador  es  el 
culpable,  pierde  el  derecho  al  premio,  de  suerte  que  si  ya 
lo  ha  percibido,  tiene  que  restituirlo;  y  si  lo  es  el  asegu- 
rado ,  tiene  que  pagar  el  premio  al  asegurador,  sin  poder 
reclamar  el  resarcimiento  de  la  pérdida ,  que  deberá  de- 
volver en  caso  de  haberlo  recibido  :  ambos  incurren  ademas 
en  la  multa  déla  quinta  parle  de  la  cantidad  asegurada, 
y  en  la  pena  prescrita  conlra  las  estafas.  Parece  que  el  ar- 
tículo mira  con  mas  consideración  al  asegurador  que  al 
asegurado ,  pues  á  este  se  le  impone  la  pena  de  pagar  el 
premio  convenido  en  el  contrato,  y  aquel  no  es  condenado 
á  su  vez  á  dar  á  este  indemnización  alguna;  bien  que  tal  vez 
so  dirá  que  el  dolo  del  asegurado  que  se  dirige  á  estafar  el 
capital  que  le  han  hecho  perder  los  accidentes  marítimos, 
es  mas  grave  que  el  que  comete  el  asegurador  que  trata 
de  apropiarse  indebidamente  la  cantidad,  mucho  menos 
l¡  considerable  que  constituye  el  premio.  Según  el  código 
francés,  en  el  caso  de  prueba  contra  el  asegurado,  este 
paga  al  asegurador  un  doble  premio  ;  y  en  el  caso  de  prueba 
conlra  el  asegurador,  este  paga  al  asegurado  una  cantidad 
doblo  del  premio,  sin  que  ni  al  uno  ni  al  otro  se  imponga 
mulla. 

«  Art.  S97.  Siendo  muchos  los  aseguradores  en  un  se- 
guro que  se  hubiere  hecho  con  fraude,  y  hallándose  entre 


ellos  algunos  que  lo  hayan  contratado  de  buena  fe,  percibi- 
rán sus  premios  por  entero  del  asegurador  fraudalenlo  ,  sin 
que  nada  tenga  que  satisfacerles  el  asegurado.  » 

=  Si  prueba  el  asegurado  que  algunos  de  los  asegurado- 
res sabian  el  salvamento  de  las  cosas  aseguradas  al  tiempo 
de  firmar  la  póliza ,  el  contrato  es  nulo  con  respecto  á  ellos , 
y  válido  en  rigor  con  respecto  álos  que  carecían  de  tal  no- 
ticia; de  manera  que  aquellos  pierden  el  derecho. al  premio, 
y  estos  lo  conservan.  Pero  es  mas  justo  que  los  aseguradores 
fraudulentos,  y  no  el  asegurado,  respondan  del  premio  á  los 
aseguradores  inocentes,  ya  porque  debieron  prevenirles  de' 
conocimiento  que  tenian  ,  ya  porque  el  seguro  queda  viciado 
por  el  fraude.  Esta  disposición  debe  tener  lugar  en  todos  los 
casos,  esto  es,  ya  sea  que  los  aseguradores  inocentes  fir- 
masen la  póliza  antes  que  los  fraudulentos  supieran  el  feliz 
arribo  de  la  nave,  ya  sea  que  la  firmasen  después,  respecto 
de  que-el  artículo  no  hace  distinciones.  Es  claro  que  aquí  se 
habla  solo  del  caso  en  que  sea  uno  solo  el  seguro ,  aunque 
sean  muchos  los  aseguradores  ;  pues  si  los  seguros  fuesen 
distintos,  aunque  estuviesen  comprendidos  en  una  misma 
póliza ,  cada  uno  de  ellos  correría  su  suerte  por  separado ,  y 
los  aseguradores  del  uno  nada  tendrían  que  ver  con  los  del 
otro.  Véase  el  artículo  8M. 

«  Art.  898.  El  comisionado  que  hiciere  asegurar  por 
cuenta  de  otro  con  conocimiento  de  que  las  cosas  aseguradas 
estaban  perdidas,  tendrá  igual  responsabilidad  que  si  hubiera 
hecho  el  seguro  por  cuenta  propia.  » 

=  E1  comisionado  se  halla  entonces  en  el  caso  del  artí- 
culo 896,  comete  fraude  por  su  parte  ,  y  por  consiguiente, 
sin  poder  reclamar  la  satisfacción  de  la  pérdida ,  tiene  que 
pagar  al  asegurador  el  premio  del  contrato,  é  incurre  en  la 
multa  y  pena  designadas  en  dicho  artículo.  Lo  mismo  debe 
decirse  del  tutor  que  hace  asegurar  los  efectos  de  su  menor 
ó  pupilo  sabiendo  que  han  perecido.  El  comitente  y  el  me- 
nor no  pueden  aprovecharse  del  dolo  del  comisionado  ó 
del  tutor;  y  así  el  uno  y  el.otro,  aun  cuando  tuviesen  buena 
fe,  están  obligados  ala  restitución  de  lo  que  hubieren  reci- 
bido de  los  aseguradores.  Véase  la  esplicacion  de  los  núme- 
ros 5o.  y  k°.  del  artículo  8!f  I . 

«  Art.  899.  Si  el  comisionado  estuviere  inocente  del  fraude 
del  propietario,  recaerán  sobre  este  las  penas,  quedando 
siempre  á  su  cargo  abonar  á  los  aseguradores  el  premio 
convenido.  » 

=  Sabia  el  propietario  la  pérdida  de  sus  cosas,  dio  sin 
embargo  la  orden  al  comisionado  para  hacerlas  asegurar,  y 
este  procedió  debuena  fe  á  cumplir  con  el  mandato  :  el  dolo 
del  comitente  hace  nulo  el  seguro ,  y  le  sujeta  á  la  multa  y 
á  la  pena  del  artículo  896  ,  como  si  hubiese  contratado  por 
sí  mismo  sin  la  intervención  del  comisionado,  porque  el  que 
manda  hacer  una  cosa ,  parece  que  la  hace  por  sí ,  is  qui 
mandat,  ipse  faceré  videiar,  y  porque  el  castigo  de  la  culpa 
no  debe  recaer  sino  sobre  el  que  la  ha  cometido  ;  pero  el  co- 
misionado tiene  que  responder  del  pago  del  premio  á  los 
aseguradores,  porque  quedó  directamente  obligado  para  con 
ellos,  bien  que  podrá  repetirlo  del  comitente.  ¿Qué  será  si 
el  propietario  ignoraba  el  naufragio  cuando  dio  la  orden, 
y  habiéndolo  sabido  posteriormente  escribe  sin  dilación 
para  revocarla,  pero  la  carta  llega  despues  que  el  seguro  se 
ha  hecho  de  buena  fe  por  el  comisionado  ?  Este  seguro  es 
válido,  y  los  aseguradores  no  podrán  rehusar  el  resarcimiento 
de  la  pérdida  de  las  cosas  aseguradas  ,  porque  no  ha  habido 
fraude  por  parte  del  comisionado  ni  por  la  del  comitente.  Do 
la  misma  manera,  si  el  comisionado  hace  asegurar  de  buena 
fe  los  efectos  de  su  comitente  sin  su  orden  especial,  sin  su 
noticia,  y  solo  en  virtud  del  poder  general  que  tiene  para 
administrar  sus  negocios  ,  será  válido  el  seguro  ,  aunque  el 
comitente  supiese  al  tiempo  del  contrato  que  se  habían 
perdido  dichos  efectos,  porque  tampoco  on  este  caso  hay 
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dolo  de  parte  del  comitente  ni  del  comisionado  para  producir 
la  nulidad.  Véase  Asegurador. 

§  V.  Abandono  de  las  cosas  aseguradas, 

=  Véase  Abandono. 

ASEGURADOR  y  asegurado.  Asegurador  es  el  que 
mediante  un  interés  ó  premio  se  obliga  á  responder  á  otra 
persona  del  daño  que  pueden  causarle  en  sus  cosas  ciertos 
casos  fortuitos  á  que  está  espuesta  ;  y  asegurado  por  el  con- 
trario es  el  que  da  el  premio  para  que  el  otro  le  responda  de 
dichos  riesgos.  Esta  definición  abraza  en  general  los  asegu- 
radores y  asegurados  de  todas  clases;  mas  aquí  hablaremos 
particularmente  de  los  que  aseguran  y  hacen  asegurar  las 
naves  y  sus  cargamentos  contra  los  accidentes  de  la  navega- 
ción, esplicando  sus  respectivas  obligaciones  según  el  orden 
del  código  de  comercio  en  el  párrafo  3o.  de  los  seguros  ma- 
rítimos. 

§  III.  Obligaciones  entre  el  asegurador  y  el  asegurado. 

«  Art.  861 .  Corren  por  cuenta  y  riesgo  del  asegurador 
todas  las  pérdidas  y  daños  que  sobrevengan  á  las  cosas  ase- 
guradas por  varamiento  ó  empeño  de  la  nave  con  rotura  ó 
sin  ella  ,  por  tempestad,  naufragio,  abordaje  casual ,  cambio 
forzado  de  rula,  de  viaje ,  ó  de  buque ,  por  echazón ,  fuego , 
apresamiento,  saqueo ,  declaración  de  guerra ,  embargo  por 
orden  del  gobierno,  retención  por  orden  de  potencia  estran- 
jera,  represalias,  y  generalmente  por  todos  los  accidentes  y 
riesgos  de  mar.  —  Los  contratantes  podrán  estipular  las  es- 
cepcionesque  tengan  por  conveniente,  haciendo  necesaria- 
mente mención  de  ellas  en  la  póliza,  sin  cuyo  requisito  no 
surtirán  efecto.  » 

=  El  asegurador  debe  reparar,  por  regla  general ,  no  solo 
la  pérdida  absoluta  de  todo  ó  parte  de  las  cosas  aseguradas, 
sino  también  los  daños  parciales  ó  averías  que  estas  cosas 
pueden  haber  esperimentado  por  efecto  de  cualesquiera 
acontecimientos  que  procedan  de  caso  fortuito  ó  de  fuerza 
mayor  y  que  se  llaman  accidentes  ó  riesgos  de  mar.  Esta 
responsabilidad  es'de,  derecho,  de  manera  que  existe  en  vir- 
tud de  la  ley,  sin  que  sea  necesario  estipularla  en  la  póliza  ; 
pero  pueden  los  contratantes  modificarla  ó  restringirla,  me- 
diante alguna  cláusula  en  que  se  esceptúen  espresamente 
algunos  riesgos  ó  los  daños  y  averías  que  no  causen  la  pér- 
dida total  ó  casi  total  de  los  objetos.  El  articulo  presente 
hace  la  enumeración  de  diferentes  acaecimientos  marítimos 
que  deben  recaer  sobre  el  asegurador;  mas  el  artículo  no 
es  limitativo,  y  los  accidentes  se  citan  solo  como  ejemplos. 
Vamos  á  recorrerlos. 

-^-  Varamiento ,  tempestad,  naufragio.  Es  fácil  entender 
cuál  es  la  naturaleza  de  los  daños  ocasionados  por  cualquiera 
de  estos  tres  accidentes.  Si  la  embarcación  vara  ó  encalla  , 
es  decir,  si  da  en  la  arena  y  se  queda  en  ella  por  no  haber 
bastante  aguapara  sostenerla,  si  tropieza  en  algún  escollo  y 
se  hace  pedazos ,  si  sufre  averías  por  la  violencia  de  los 
vientos  y  de  las  olas,  si  se  va  á  piqueó  perece  por  cualquier 
otro  caso;  todas  las  pérdidas  acaecidas  por  estas  causas  en 
el  buque  ó  en  su  cargamento  ,  como  igualmente  los  gastos 
que  se  hicieren  ,  sea  para  poner  flotante  la  nave ,  sea  para 
sacar  las  mercancías  en  caso  de  tener  que  abandonarla  ,  son 
de  cargo  de  los  aseguradores.  Véase  la  esplicacion  de  los 
artículos  92'i  y  cuatro  siguientes  en  la  palabra  Abandono. 

—  Abordaje  casual.  Hay  abordaje  siempre  que  dos  naves 
chocan  ó  tropiezan  una  con  otra.  Todos  los  daños  ocasiona- 
dos por  este  choque  son  de  cuenta  de  los  aseguradores  ,  con 
tal  que  el  abordaje  provenga  de  un  caso  fortuito,  como  por 
ejemplo  de  una  tempestad  ó  ráfaga  de  viento;  mas  si  pro- 
viene de  culpa  ó  falta  del  capitán  ,  no  son  responsables  los 
aseguradores ,  á  no  ser  que  en  la  póliza  hubiesen  tomado  á 
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'  su  cargo  las  baraterías  del  capitán  ó  del  equipaje.  Véase  el 
art.  95o  en  la  palabra  Avería  simple. 

—  Cambio  forzado  de  ruta  ,  de  viaje  ó  de  buque.  Si  por  la 
violencia  de  los  vientos  contrarios  ó  por  el  justo  temor  de 
caer  en  manos  de  piratas  ó  enemigos  ,  se  ve  forzado  el  ca- 
pitán á  mudar  de  ruta  ó  de  viaje  ;  ó  si  observando  que  á  re- 
sultas de  una  tormenta  quedó  su  buque  reducido  á  la  imposi- 
bilidad de  continuar  la  navegación,  y  se  halla  en  la  necesidad 
de  lomar  otro ,  tienen  que  responder  los  aseguradores  de  los 
perjuicios  ocasionados  por  estos  acaecimientos.  Mas  cuando 
estas  mudanzas  son  voluntarias  por  parte  del  asegurado  ó 
del  dueño  de  la  nave  sin  consentimiento  de  los  asegurado- 
res, quedan  estos  enteramente  exonerados  de  los  riesgos,  á 
no  ser  que  las  hubiesen  garantido  formalmente.  Véase  la 
esplicacion  de  los  arts.  92't  y  siguientes  en  la  palabra  Aban- 
dono. 

—  Echazón.  Si  por  salvar  la  nave  se  tuvo  que  echar  al 
mar  las  mercaderías  aseguradas ,  no  puede  dudarse  que  los 
aseguradores  están  obligados  á  pagar  su  importe  al  asegu- 
rado, bien  que  podrán  usar  de  las  acciones  de  este  contra  los 
que  están  sujetos  á  reparar  por  contribución  esta  avería 
gruesa.  Deben  igualmente  indemnizar  al  asegurado  de  la 
cuota  de  contribución  que  le  tocare  pagar  en  razón  de  sus 
mercaderías  que  hubiere  conservado  por  la  echazón  de  las 
otras  :  lo  cual  es  tanto  mas  justo  cuanto  que  los  asegurado- 
res son  los  que  se  aprovechan  de  la  echazón,  pues  que  por 
este  medio  se  logró  la  conservación  de  los  efectos  que  ase- 
guraron. Véase  Avería  gruesa. 

—  Fuego.  Aunque  el  artículo  se-esplica  en  términos  abso- 
lutos sin  hacer  distinciones  ,  no  por  eso  se  crea  que  los  ase- 
guradores son  siempre  responsables  del  fuego,  de  cualquiera 
modo  que  haya  prendido  en  la  nave  ó  las  mercancías,  pues 
estando  exonerados  por  el  artículo  siguiente  de  los  daños  que 
provengan  de  baraterías  del  capitán  ó  del  equipaje,  no  puede 
tratarse  aquí  sino  de  la  hipótesis  en  que  el  fuego  prenda  por 
caso  fortuito  ó  acontecimiento  de  fuerza  mayor.  Esta  limita- 
ción es  por  otra  parte  una  consecuencia  de  la  regla  general 
establecida  al  fin  del  articulo  ,  según  la  cual  no  responde  el 
asegurador  sino  de  los  accidentes  y  riesgos  de  mar.  Mas 
¿cuándo  se.dirá  que  el  fuego  sobreviene  por  caso  fortuito  ó 
por  fuerza  mayor  ?  Cuando  los  objetos  asegurados  son  presa 
de  un  incendio  que  resulta,  por  ejemplo,  de  un  rayo  ó  de  un 
combate  ;  cuando  la  autoridad  pública  hace  quemar  el  buque 
ó  las  mercancías  por  causa  de  peste  ;  y  cuando  el  capitán 
pone  fuego  á  la  embarcación  para  impedir  que  caiga  en  po- 
der del  enemigo.  No  puede  haber  duda  en  cuanto  á  los  tres 
primeros  casos,  y  no  seria  razonable  tenerla  con  respecto  al 
cuarto  ;  pues  por  una  parte  no  es  creíble  que  el  capitán  tome 
un  partido  tan  violento,  que  ademas  le  hace  perder  su  sala- 
rio, sino  viéndose  forzado  por  las  circunstancias ,  y  por  otra 
parte  no  deben  quejarse  los  aseguradores  que  tendrian  que 
soportar  el  apresamiento  si  la  nave  no  hubiera  sido  incen- 
diada. De  todos  modos,  los  aseguradores  responden  siempre 
del  fuego,  aunque  sobrevenga  por  culpa  de  los  individuos 
del  equipaje,  si  enla  póliza  tomaronásu  cargo  las  baraterías. 

—  Apresamiento.  Los  aseguradores  son  garantes  de  todas 
las  presas  justas  é  injustas  que  se  hicieren  por  enemigos, 
aliados  ,  neutros  ó  piratas,  pues  que  el  artículo  pone  á  su 
cargo  el  apresamiento  sin  ninguna  distinción.  Mas  ¿queda- 
rán exonerados  por  la  falta  del  capitán,  cuando  no  han  to- 
mado á  su  cargo  la  baratería;  por  ejemplo,  si  el  capitán 
pudo  evitar  el  encuentro  del  enemigo  ó  el  combate ,  ó  no  se 
defendió  lo  bastante  hallándose  armado?  Pothicr  dice  que 
los  tribunales  franceses  no  admitían  á  los  aseguradores  esta 
prueba  ,  y  que  el  capitán  que  se  rendía  tenia  á  su  favor  la 
presunción  de  que  no  habia  podido  obrar  de  otro  modo. 
Véase  la  esplicacion  de  los  artíceos  917  y  siguientes  hasta 
el  921  en  la  p'nl  bra  Abandono. 
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—  Saqueo.  La  pérdida  de  los  efectos  asegurados  causada 
por  pillaje  ó  saqueo  de  los  piratas ,  ó  por  el  de  los  moradores 
de  la  ribera  adonde  las  olas  los  han  llevado  en  caso  de  nau- 
fragio, es  un  accidente  de  mar  á  cargo  dé  los  aseguradores. 

—  Declaración  de  guerra.  Los  riesgos  á  que  quedan  es- 
puestos la  nave  y  el  cargamento  con  motivo  de  una  decla- 
ración de  guerra  ,  son  siempre  de  cuenta  de  los  asegurado- 
res ,  aunque'  el  contrato  de  seguro  se  hubiese  celebrado  en 
tiempo  de  paz,  cuando  no  habia  ni  aun  indicios  de  rompi- 
miento. Véase  la  esplicacion  de  las  palabras  en  tiempo  de 
paz  ó  de  guerra  del  artículo  8'l9. 

—  Embargo  por  orden  del  gobierno.  Este  embargo  no  es 
otra  cosa  que  la  disposición  tomada  por  el  gobierno  prohi- 
biendo la  salida  de  todas  ó  de  algunas  de  las  naves  que  se 
hallan  en  sus  puertos.  El  embargo  se  pone  por  utilidad  pú- 
blica ,  como  v.  gr.  porque  el  gobierno  trata  de  emplear  las 
naves  en  su  servicio ,  porque  se  propone  impedirles  la  comu- 
nicación con  los  enemigos,  porque  en  tiempo  de  guerra  ó 
en  vísperas  de  ella  quiere  que  no  partan  hasta  que  puedan  ir 
en  flota  con  escolta  de  buques  armados  para  evitar  las  pre- 
sas ,  ó  porque  tiene  necesidad  de  la  gente  que  las  tripula,  ó 
de  los  efectos  del  cargamento.  La  duración  del  embargo  es 
unas  veces  momentánea  ,  otras  determinada  y  fija ,  y  otras 
incierta.  De  todos  modos ,  si  los  riesgos  han  empezado  ya  por 
cuenta  de  los  aseguradores  con  arreglo  al  artículo  871 ,  todas 
las  pérdidas  y  perjuicios  que  se  ocasionen  con  motivo  del 
embargo  deben  repararse  por  ellos  ;  de  manera  que  el  asegu- 
rado podrá  usar  de  la  acción  de  abandono  ó  de  la  de  avería, 
conforme  al  artículo  929  que  puede  verse  en  la  palabra  Aban- 
dono. Si  el  gobierno  paga  el  valor  de  la  nave  ó  de  los  efectos 
embargados ,  es  claro  que  el  asegurado  nada  podrá  recla- 
mar de  los  aseguradores ,  sino  es  un  suplemento  de  precio 
en  caso  de  que  la  indemnización  del  gobierno  fuese  inferior 
al  justo  valor  de  los  objetos. 

— Retención  por  orden  de  potencia  estranjera.  Lo  que  se  ha 
dicho  del  embargo  por  orden  del  gobierno ,  fes  también  apli- 
cable á  la  retención  por  orden  de  potencia  estranjera.  Véase 
el  artículo  929.  Solo  hay  que  añadir  aquí  que  ya  no  es  du- 
doso que  si  el  embargo  se  hace  por  causa  de  contrabando  y 
se  confiscan  las  cosas  aseguradas  ,  debe  soportarse  la  pér- 
dida por  los  aseguradores  ;  pues  parece  que  por  la  práctica 
general  de  la  Europa  se  hallan  autorizados  los  seguros  del 
contrabando  que  se  hace  en  pais  estranjero.  Emerigon  en  su 
Tratado  de  los  seguros ,  tom.  1 ,  pág.  21b,  después  de  sentar 
que  el  contrabando  es  un  vicio  común  á  todas  las  naciones 
comerciantes;  que  los  Españoles  y  los  Ingleses  lo  practican 
en  Francia  en  tiempo  de  paz ,  y  que  por  consiguiente  los 
Franceses  pueden  hacerlo  también  por  una  especie  de  repre- 
salias en  Inglaterra  y  España,  se  pregunta  ¿si  es  lícito  ha- 
cer asegurar  las  mercancías  cuya  importación  ó  esportacion 
eslán  prohibidas  en  un  pais  amigo  ?  y  se  responde  que  aun- 
que según  ciertos  principios  parece  que  semejante  seguro 
debería  declararse  nulo ,  á  pesar  del  conocimiento  que  los 
aseguradores  tuviesen  del  contrabando  ,  se  observa  no  obs- 
tante la-práctica  contraria  ,  citando  en  su  apoyo  un  estatuto 
de  Jorge  II,  rey  de  Inglaterra,  de  que  habla  Blackstone , 
cap.  30,  tom.  3,  pág.  550  ,  y  dos  sentencias  de  dos  tribuna- 
les franceses.  Merlin  en  su  Repertorio  de  jurisprudencia , 
palabra  Arrêt  de  prince  ,  dice  que  los  redactores  del  nuevo 
código  de  comercio  de  Francia  consagraron  implícitamente 
el  uso  que  se  hallaba  establecido  de  mirar  como  susceptible 
de  seguro  el  caso  en  que  un  buque  se  encuentre  confiscado 
con  su  cargamento  en  pais  estranjero  por  causa  de  contra- 
bando. Véase  el  artículo  88o  bajo  la  palabra  Aseguración. 

—  Represalias.  El  caso  de  represalias  es  semejante  al  de 
declaración  de  guerra,  pues  se  reduce  al  permiso  que  una 
potencia  concede  á  sus  subditos  para  que  den  caza  á  nuestros 
bajeles  hasta  reintegrarse  de  lo  que  se  les  ha  tomado ,  pre- 


tendiendo que  no  hemos  querido  hacerles  la  justicia  que  les 
era  debida. 

—  Accidentes  y  riesgos  de  mar.  Estas  palabras  encierran 
el  principio  general;  y  todo  lo  que  precede  en  el  artículo 
solo  tiene  por  objeto  fijar  su  aplicación  con  ejemplos.  Este 
principio  establece  dos  reglas  :  la  una  es  que  el  asegurador 
es  responsable  de  todos  los  acaecimientos  que  se  llaman  ac- 
cidentes de  mar,  y  de  que  el  artículo  mismo  presenta  los 
ejemplos  mas  comunes;  y  la  otra  es  que  no  está  obligado  á 
ningún  otro  accidente ,  sino  lo  ha  tomado  espresamente  á 
su  cargo.  Llámanse  accidentes  de  mar  todos  los  aconteci- 
mientos que  sobrevienen  en  el  mar  por  caso  fortuito  ó  por 
fuerza  mayor  :  por  caso  fortuito  ,  cuando  tienen  por  causa 
los  elementos  ;  por  fuerza  mayor  ,  cuando  proceden  de  la 
autoridad  pública  ó  de  la  violencia  de  los  hombres. 

«  Aiit.  862.  No  son  de  cuenta  de  los  aseguradores  los  da- 
ños que  sobrevengan  por  alguna  de  las  causas  siguientes  : 

—  cambio  voluntario  de  ruta  ,  de  viaje ,  ó  de  buque  sin  con- 
sentimiento de  los  aseguradores  :  —  separación  espontánea 
de  un  convoy  ,  habiendo  estipulación  de  ir  en  conserva  con 
él: — prolongación  de  viaje  á  un  puerto  mas  remoto  del 
que  se  designó  en  el  seguro  :  —  disposiciones  arbitrarias  y 
contrarias  á  la  póliza  del  íletamento ,  ó  al  conocimiento  de 
los  navieros,  cargadores  y  fletadores,  y  baraterías  del  capi- 
tán ó  del  equipaje  ,  no  habiendo  pacto  espreso  en  contrario  : 

—  mermas,  desperdicios  y  pérdidas  que  procedieren  del 
vicio  propio  de  las  cosas  aseguradas ,  como  no  se  hubieren 
comprendido  en  la  póliza  por  cláusula  especial.  » 

—  Las  mudanzas  de  ruta ,  de  viaje  ó  de  buque ,  cuando 
son  voluntarias ,  exoneran  de  toda  responsabilidad  á  los 
aseguradores ,  porque  no  se  obligaron  estos  á  responder  de 
las  cosas  aseguradas  sino  en  tal  ruta ,  en  tal  viaje  y  en  tal 
buque  ,  y  no  debe  estar  en  el  arbitrio  de  la  otra  parte  cam- 
biar sus  obligaciones.  Sin  embargo  ,  si  antes  que  empiece  el 
tiempo  de  los  riesgos  advierte  el  asegurado  á  los  asegurado- 
res que  se  propone  hacer  otro  viaje  ó  llevar  otra  ruta,  y  es- 
tos no  consienten  en  mudar  el  contrato  aplicándolo  á  la  nueva 
ruta  ó  al  nuevo  viaje,  es  entonces  nulo  el  seguro  con  arreglo 
al  art.  8^9  ,  y  los  aseguradores  no  perciben  el  premio  sino 
solo  medio  por  ciento  sobre  la  cantidad  asegurada.  Mas  si  el 
tiempo  de  los  riesgos  habia  empezado  ya  en  el  momento  de 
esta  declaración  ;  si  las  mercaderías  aseguradas ,  por  ejem- 
plo, se  habían  cargado  ya  en  el  buque  ó  en  las  gabarras 
que  debían  llevarlas  á  bordo,  los  aseguradores  han  ganado  el 
premio  ,  puesto  que  el  asegurado  mismo  es  el  que  renuncia 
á  su  garantía,  separándose  de  la  condición  de  su  existencia. 

—  La  ley  no  distingue  entre  el  caso  en  que  la  ruta ,  el  viaje 
ó  el  buque  que  se  sustituyen  á  los  convenidos  ,  son  mas  se- 
guros ó  menos  arriesgados ,  y  el  caso  en  que  hacen  la  nave- 
gación mas  peligrosa  ;  de  suerte  que  basta  que  el  asegurado 
haya  salido  de  los  términos  del  contrato  para  que  se  juzgue 
haber  puesto  fin  á  los  riesgos,  y  se  puede  aplicar  aquí  lo  que 
se  ha  dicho  en  la  esplicacion  del  artículo  8'M  sobre  el  efecto 
de  la  falsa  designación  que  no  perjudica  á  los  aseguradores. 

—  Mas  hay  otras  distinciones  que  influyen  sobre  la  aplica- 
ción de  todas  estas  reglas.  En  primer  lugar  ,  cuando  no  se 
han  espresado  en  la  póliza  la  ruta  ni  el  buque,  se  supone  que 
los  aseguradores  se  refirieron  sobre  uno  y  otro  al  asegurado, 
y  por  consiguiente  el  cambio  cpie  se  hiciere  de  buque  ó  ruta, 
en  cualquiera  época  que  sea  ,  no  hace  cesar  la  responsabi- 
lidad de  aquellos.  En  segundo  lugar  ,  para  que  la  mudanza 
hecha  después  de  haber  empezado  los  riesgos  produzca  la 
exoneración  de  los  aseguradores,  es  necesario  que  provenga 
de  la  mera  voluntad  del  asegurado  ;  pues  si  hubiera  sido 
causada  por  algún  acontecimiento  de  fuerza  mayor,  lejos  de 
hacer  cesar  la  responsabilidad  ,  le  daria  por  el  contrario  sus 
efectos. 

Habiéndose  estipulado  que  la  nave  asegurada  ha  de  ir  en 
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conserva  con  un  convoy,  esto  es,  acompañada  de  otras  naves 
que  l'even  una  misma  n.Ua  y  se  preslen  muluo  ausilio  en 
caso  do  riesgo.,si  después  se  separa  voluntariamente  y  ca- 
mina sola  ,  no  están  obligados  los  aseguradores  á  reparar  las 
pérdidas  que  le  acaecieren  por  esta  causa  ,  pues  las  esclu- 
yeron  ó  entendieron  escluirlas  en  el  contrato;  pero  si  la  se- 
paración hubiera  sido  efecto  de  fuerza  mayor,  por  ejemplo, 
de  una  tempestad  que  dispersó  las  naves,  no  pueden  escu- 
sarse  los  aseguradores  al  pago  de  los  daños  que  el  asegurado 
esperimenlare  en  este  estado. 

Si  el  asegurado  envia  la  embarcación  á  un  luç/ar  mas  re- 
molo que  el  designado  en  la  póliza,  los  aseguradores  que- 
dan exonerados  de  los  riesgos  luego  que  la  nave  llega  á  la 
altura  del  lugar  espresado  en  la' póliza  ,  y  ganan  el  premio 
del  seguro.  Sale,  por  ejemplo,  una  nave  de  Barcelona  para 
Gibraltar  con  un  cargamento  asegurado  ;  llega  á  la  altura 
de  Gibraltar,  y  en  lugar  de  detenerse ,  continúa  el  viaje  hasta 
Cádiz  :  los  aseguradores ,  desde  la  altura  ó  el  puerto  de  Gi- 
braltar, quedan  descargados  de  todos  los  riesgos,  yadquie- 
ren  la  prima,  porque  no  han  podido  aumentarse  sus  obliga- 
ciones sin  su  consentimiento. 

No  responden  los  aseguradores  de  los  daños  ocurridos  por 
disposiciones  ai-bitrarias  délos  navieros,  cargadores  y  fleta- 
dores, siendo  contrarias  á  la  póliza  del  flctamento  ó  al  cono- 
cimiento, ni  de  los  causados  por  baratería  del  capitán  ó  del 
equipaje  ,  porque  solo  se  entiende  haber  tomado  á  su  cargo 
los  riesgos  marítimos  y  no  las  acciones  y  faltas  de  las  indi- 
cadas personas,  á  no  ser  que  por  pacto  espreso  se  hubieran 
constituido  garantes  de  semejantes  faltas  y  acciones.  La  pa- 
labra baratería  es  una  antigua  voz  española  que  en  su  acep- 
ción natural  significa  fraude  ó  engaño  en  compras,  ventas 
ó  trueques  ,  y  se  ha  adoptado  generalmente  en  el  comercio 
marítimo  para  denotar  no  solamente  los  fraudes ,  dolos  ó 
prevaricaciones  del  capitán  y  marineros,  sino  también  sus  fal- 
tas ,  su  impericia;  su  negligencia  :  de  suerte  que  si  el  capitán 
sustrae  ,  por  ejemplo,  una  parte  de  las  mercancías  descar- 
gadas ,  y  pretende  falsamente  que  han  perecido  por  acci- 
dente marítimo,  comete  un  fraude  ó  una  baratería;  y  si  por 
su  impericia  no  sabe  evitar  el  abordaje  do  un  navio  que  con 
el  choque  causa  daño  en  el  suyo,  se  hace  reo  de  una  falta 
que  también  se  comprende  en  la  voz  baratería.  El  artículo 
exime  á  los  aseguradores  de  la  responsabilidad  de  las  bara- 
terías, porque  como  el  capitán  es  el  mandatario  del  naviero, 
y  aun  en  cierto  modo  también  de  los  cargadores,  tiene  siís 
intereses  tan  ligados  con  los  de  estos  que  podria  temerse  una 
colusión  entre  ellos  para  engañar  á  los  aseguradores  ,  si  por 
derecho  y  en  todos  los  casos  tuviesen  que  responder  estos 
últimos  de  los  fraudes  ó  faltas  del  capitán.  Pero  se  concede 
á  las  partes  la  facultad  de  estipular  la  garantía  de  estas  es- 
pecies de  riesgos;  y  los  aseguradores  tendrán  que  examinar 
por  su  interés  si  el  capitán  es  un  hombre  de  inteligencia  y 
probidad  ,  y  si  pueden  sin  peligro  constituirse  garantes  de 
sus  acciones.  En  este  caso  ,  si  el  capitán  causa  algún  perjui- 
cio por  dolo  ó  por  negligencia ,  estarán  obligados  los  asegu- 
radores ó  repararlo;  pero  tendrán  sü  recurso  contra  el  capi- 
tán culpable  de  baratería.  Obsérvese  que  si  el  capitán  hubiese 
embarcado  á  su  bordo  mercaderías  por  su  cuenta  ó  bien 
tuviese  parte  en  la  nave ,  y  las  hiciese  asegurar,  no  se  le  po- 
dria responder  de  su  propia  baratería,  porque  esta  seria 
una  cláusula  contraria  á  la  equidad  y  por  consiguiente  nula, 
respecto  ele  que  no  se  puede  pactar  ne  dotas  prœstetur;  pero 
bien  se  le  podria  responder  de  la  baratería  de  los  individuos 
del  equipaje  ,  en  la  cual  él  no  hubiese  participado  ,  pues 
aquí  no  hay  hecho  propio  sino  ajeno. — En  Inglaterra  y 
demás  paises  del  norte  los  aseguradores  quedan  encargados 
por  derecho  de  las  baraterías,  y  se  ponen  completamente  en 
el  lugar  del  asegurado,  quien  por  medio  del  premio  conve- 
nido está  enteramente  cubierto  de  todos  lo*  riesgos.  En  efecto, 


aunque  Yalin  y  Pothier  niegan  á  la  baratería  la  calidad  de 
riesgo  marítimo  ,  otros  autores  no  ménós  profundos  se  la 
atribuyen.  Es  verdad  ,  dice  Emerigon,  que  la  baratería  no 
es  un  daño  que  proceda  ex  mariümce  tempestotis  discrimine; 
pero  no  por  eso  deja  de  ser  un  riesgo  y  muy  grande  riesgo 
marítimo,  pues  que  nos  vemos  precisarlos  á  confiar  nuestros 
bienes  á  gentes  de  mar  que  alguna  vez  pr.eden  olvidar  los 
deberes  de  su  estado  ú  ocasionar  perjuicios  por  impruden- 
cia. Las  ordenanzas  de  Bilbao  cargaban  á  los  aseguradores 
las  baraterías  de  patron  y  marineros. 

Las  mermas,  desperdicios  y  pérdidas  que  proceden  del  ijí- 
cio  propio  de  las  cosas  aseguradas,  no  recaen  sóbrelos 
aseguradores,  porque  no  son  accidentes  estraordinarios, 
sino  acaecimientos  naturales.  Así  que,  si  las  barricas  de 
aguardiente  ó  aceite  se  rezuman  ó  recalan,  si  el  vino  se 
vuelve  agrio,  sí  el  trigo  se  pica,  si  se  apolilla  la  sedería  ,  si 
la  nave  asegurada  río  puede  hacer  el  viaje  de  retorno  por 
vejez  ó  pudrimiento  ,  si  las  velas  ó  cables  se  inutilizan  por 
demasiado  gastadas  con  el  uso  ,  si  los  animales  mueren  na- 
turalmente, nada  tienen  que  ver  los  aseguradores  con  estos 
daños ,  á  no  ser  que  los  hubiesen  asegurado  por  pacto  es- 
preso.  Mas  si  las  mermas,  desperdicios  y  pérdidas  provinie- 
ren de  accidentes  marítimos,  como  v.  gr.  si  el  agua  intro- 
ducida en  la  nave  á  resultas  de  una  borrasca  echa  á  perder 
ó  destruye  el  cargamento  compuesto  de  sal  ó  de  trigo ,  si  el 
derrame  délos  líquidos  es  efecto  precisamente  de  la  tempes- 
tad, si  la  nave  hubiese  quedado  inservible  por  las  mareja- 
das,  si  las  velas  ó  cables  se  hubiesen  roto  por  la  violencia 
del  viento,  si  los  animales  se  ahogaron  en  una  tormenta  ó 
fueron  muertos  en  un  combate ,  no  hay  duda  que  tales  per- 
juicios habrán  de  soportarse  por  los  aseguradores,  cuya 
responsabilidad  no  es  menos  grande  con  respecto  á  las  cosas 
capaces  de  dañarse  ó  perderse  fácilmente  .que  con  respecto 
á  las  que  por  su  naturaleza  se  hallan  menos  es-puestas. 

«  Art.  863.  En  cualquiera  de  los  casos  de  que  traía  el 
articulo  precedente  ganarán  los  aseguradores  el  premio , 
siempre  que  los  objetos  asegurados  hubieren  empezado  á 
correr  el  riesgo.  » 

=  En  empezando  á  correr  los  riesgos  ganan  el  premio 
los  aseguradores,  porque  el  contrato  ha  tenido  ya  un  princi- 
pio de  ejecución  ;  de  suerte  que  si  habiéndose  hecho  la  nave 
á  la  vela,  vuelve  á  entrar  en:  el  puerto  poco  tiempo  después, 
ya  no  tendrá  derecho  el  asegurado  á  la'anulacion-  del  seguro 
ni  á  la  repetición  ele  la  prima  que  hubiere  dado  á  los  asegu- 
radores. Mas  ¿cuándo  empiezan  los  riesgos  á  correr?  Este 
punto  se  halla  decidido  en  el  artículo  871. 

«  Art.  86Ï!  No  responden  los  aseguradores  de  los  daños 
que  sobrevengan  á  la  nave  por  no  llevar  en  regla  los  docu- 
mentos que  prescriben  las  ordenanzas  marítimas;  pero  sí  de 
la  trascendencia  que  pueda  tener  esta  falta  en  el  cargamento 
que  vaya  asegurado.  » 

=  La  primera  parte  de  este  artículo  es  una  consecuencia 
do  lo  dispuesto  en  el  articulo  S6"2  sobre  baraterías  del  capi- 
tán; y  la  segunda  es  una  escepcion. 

«  Art.  8fií).  Los  aseguradores  no  están  obligados  á  sufra- 
gar los  gastos  de  pilotaje  y  remolque,  ni  los  derechos  im- 
puestos sobre  la  nave  ó  su  cargamento.  » 

=  Este  artículo  es  una  consecuencia  del  principio  que  es- 
tablece que  el  asegurador  no  está  obligado  sino  á  los  daños 
causados  por  accidentes  de  mar.  Estando  asi  limitada  su 
responsabilidad  ,  no  puede  estenderse  á  los  gastos  y  dere- 
chos de  que  aquí  se  hace  mención  ,  los  cuales  ni  aun  deben 
considerarse  como  daños,  sino  como  espensas  ordinarias  del 
viaje.  Esto  sin  embargo  no  es  cierto  sino  cuando  estos  dere- 
chos no  se  pagan  estraordinariamenle  y  á  résultas  de  aigun 
accidente  marítimo.  Si  un  buque  por  ejemplo  so  encuentra 
forzado  por  la  tempestad  ó  por  la  caza  de  corsarios  á  refu- 
giarse en  un  puerto  adonde  ^¡ento  no  hubiese 


AS 


—  283  — 


AS 


arribado ,  los  gastos  de  pilotaje,  remolque  y  demás  que  pa- 
gare vienen  á  ser  entonces  pérdidas  causadas  por  accidente 
de  mar,  y  entran  así  eu  la  clase,  de  los  que  el  artículo  801 
pone  á  cargo  de  los  aseguradores.  Véase  la  esplicacion  del 
artículo  935  en  la  palabra  Averia  ordinaria. 

«Art.  866.  Asegurándose  la  carga  de  ida  y  vuelta  ,  y  no 
trayendo  la  nave  retorno  ,  ó  trayendo  menos  de  las  dos  ter- 
ceras partes  de  su  carga,  recibirán  solamente  los  asegura- 
dores las  dos  terceras  partes  del  premio  correspondiente  á 
la  vuelta,  á  no  ser  que  se  haya  estipulado  lo  contrario.  » 

=  Vimos  en  el  número  ib  del  artículo  841.  que  haciéndose 
el  seguro  por  viaje  redondo  se  ha  do  espresar  en  la  póliza  la 
cantidad  del  premio  que  corresponda  al  viaje  de  ida  y  al  de 
vuelta;  y  ahora  vamos  áver  los  efectos  de  aquella  disposi- 
ción. Llegando  el  buque  al  puerto  de  su  destino  ,  los  asegu- 
radores han  ganado  el  premio  del  viaje  de  ida,  pues  que  han 
corrido  sus  riesgos.  Volviendo  la:  nave  sin  retorno  ó  con  me- 
nos de  las  dos  terceras  partes  de  su  carga,  se  dan  á  los  ase- 
guradores los  dos  tercios  del  premio  de  la  vuelta  ,  con  la 
calidad  de  indemnización  en  el  primer  caso  por  los  perjuicios 
que  les  resultan  de  la  inejecución  del  contrato ,  y  en  el  se- 
gundo con  la  calidad  de  premio  y  de  indemnización ,  pues 
que  son  superiores  á  lo  que  corresponde  por  la  carga.  Si  la 
nave  regresa  con  dos  tercios  de  su  carga  ó  mas  ,  es  claro 
que  á  los  aseguradores  se  deberá  el  total  del  premio.  Pue- 
den no  obstante  establecer  los  interesados  que  en  caso  de 
regreso  sin  cargamento  ó  con  cargamento  incompleto  se  ha 
de  pagar  mas  ó  menos  parte  del  premio  que  los  dos  tercios , 
y  aun  pueden  estipular  que  se  pague  el  todo,  pues  se  supone, 
entonces  que  en  consideración  á  esta  cláusula  se  contentan 
los  aseguradores  con  un  premio  mas  bajo  que  el  que  exigi- 
rían si  solo  hubiesen  de  percibir  los  dos  tercios  en  caso  de 
falta  de  retorno.  Las  ordenanzas  de  Bilbao  no  concedían  á 
los  aseguradores  mas  indemnización  que  el  medio  por  ciento, 
cuando  la  nave  volvía  sin  carga. 

«  Aut.  867.  Habiéndose  asegurado  el  cargamento  del  bu- 
que por  partidas  separadas  y  distintos  aseguradores  ,  sin 
expresarse  determinadamente  los  objetos  correspondientes  á 
cada  seguro,  se  satisfarán  por  todos  los  aseguradores  a  pro- 
rala las  pérdidas  que  ocurran, en  el  cargamento,  ó  cualquiera, 
porción  de  él.  » 

=  Supongamos  por  ejemplo  que  un  negociante  embarca 
en  un  buque  por  50,000  pesos  de  algodón  ,  azúcar  y  cacao, 
y  que  se  hace  asegurar  por  un  primer  asegurador  la  mi- 
tad-      13,000  ps. 

por  un  segundo  el  tercio. .    .  ...     10,000  ps. 

por  uníercero  el  sesto 5,000  ps. 

Si  se  pierde  todo  el  cargamento  ,  cada  asegurador  estará 
obligado  á  pagar  la  cantidad  que  aseguró  ;  ,pero  si  la  pérdida 
es  parcial,  será  preciso  dividirla  proporcionalmente  entre 
ellos.  Poniendo  pues  el  caso  de  que  la  pérdida  sea  de 
12,000  ps.,  el  primer  asegurador  que  se  hizo  responsable  de 
la  mitad  de  la  carga  ,  debe  soportar  la  mitad  de  la  pérdi- 
da     6,000  ps. 

El  segundo  que  respondía  del  tercio  de  la  carga  , 

soportará  el  tercio  déla  pérdida.     .....    4,000  ps. 

Y  el  tercero  que  aseguró  el  sesto  de  la  carga , 
contribuirá  por  el  sesto  de  la  pérdida.     .     .     .     2,000  ps. 

La  razón  de  esta  disposición  es  que  como  los  seguros  se 
han  hecho  por  una  parte  alícuota  del  valor  del  cargamento 
sin  aplicarlos  á  las  diversas  especies  de  mercaderías  de  que 
se  compone,  y  sin  que  la  póliza  confiera  mas  al  uno  que  al 
otro  de  los  aseguradores  la  calidad  de  asegurador  del  cacao, 
del  algodón  ó  del  azúcar  ;  no  vienen  á  formar  entre  los  tres 
seguros  sino  un  solo  contrato,  y  cada  uno  de  los  que  los  han 
firmado  se  hace  responsable  en  proporción  de  su  interés  á  la 
pérdida  que  sobrevenga ,  cualquiera  que  sea  la  parte  del 
■ç-5gamento  sobre  que  recaiga.  Otra  cosa  será  pues ,  si  el 


cargador  hace  asegurar  separadamente  cada  una  de  estas 
especies  de  mercancías  :  cada  seguro  surtirá  entonces  su 
efecto  relativamente  á  las  cosas  que  forman  su  objeto ,  el 
asegurador  del  azúcar  no  responderá  de  las  pérdidas  del 
algodón  ó  del  cacao ,  ni  el  asegurador  del  cacao  de  las  del 
algodón  ó  del  azúcar,  etc. 

«  Art.  868.  Designándose  en  el  seguro  diferentes  embar- 
caciones para  cargar  las  cosas  aseguradas  ,  será  arbitro  el 
asegurado  de  distribuirlas  entre  estas  según  le  acomode,  ó 
reducirlas  á  una  sola  ,  sin  que  por  esta  causa  haya  altera- 
ción en  la  responsabilidad  de  los  aseguradores.  » 

=  Se  asegura  por  ejemplo  un  cargamento  de  20,000  ps. 
en  las  naves  la  Fe.loz-SIejicana  ,  la  Casilda  ,  el  San  Jorge  y 
el  Diclioso.  Si  la  póliza  dice, en  general  que  los  aseguradores 
se  hacen  responsables  de  los  20,000  ps.,  ele  mercaderías  que 
se  carguen  en  estos  cuatro  buques  ,  queda,  dueño  el  asegu- 
rado de  repartirlas  como  quiera  ,  y  de  cargar  v.  gr.  por 
6,000  ps.  en  el  Dicltoso  ,  por  4,000  ps.  en  la  Casilda ,  por 
8,000  ps.  en  el  San  Jorge,  y  por  2,000  ps.  en  la  Vcloz-Me^ 
jicana,  pues  se  supone  que  los  aseguradores  le  han  dejado 
esta  libertad  por  el  hecho  de  no  estipular  la  cantidad  que 
entendían  asegurar  en  cada  buque.  Del  mismo  modo,  puede 
el  asegurado  cargar  todas  las  mercaderías  en  tres  ,  en  dos  y 
aun  en  uno  solo  de  los  buques  designados,  sin  que  pueda 
decirse  que  contraviene  ala  póliza  ,  pues  no  muda  de  em- 
barcación ,  y  carga  en  las  aceptadas,  por  los  aseguradores  , 
los  cuales  por  consiguiente  tendrán  que  pagar  siempre  las 
pérdidas  que  hubiere  hasta  los  20,000  ps.  del  seguro. 

«  Art.  869.  Contratado  el  seguro  de  un  cargamento  -con 
designación  de  buques  y  espresion  particular  de  la  cantidad 
asegurada  sobre  cada  uno  de  ellos,  si  el  cargamento  se  redu- 
jere á  menos  número  de  buques  que  los  designados,  se  redu- 
cirá la  responsabilidad  de  los  aseguradores  á  las  cantidades 
aseguradas  sobre  los  buques  que  reunieron  la  carga  ,  y  no 
serán  de  su  cargo  las  pérdidas  que  ocurran  en  los  demás; 
pero  tampoco  tendrán  derecho  en  este  caso  á  los  premios 
délas  cantidades  aseguradas  sobre  los  demás  buques,  cuyos 
contratos  se  tendrán  por  nulos ,  abonándose  á  los  asegurado- 
res un  medio. por  ciento  sobre  su  importe.  » 
.  ;=  Se  estipula  por  ejemplo  en  la  póliza  que  las  mercancías 
que  se  aseguran,  por  valor  de  20.000  ps.  se  han  de  cargar 
por  partes  iguales  en  la  Mejicana,  en  la,  Casilda,  en  el  San 
Jorge  y  en  el  Dichoso .,  es,  decir^  por  5,000  pesos  en  cada 
uno  de  estos  buques;  pero  luego  el  asegurado  carga  por 
12,000  ps.  en  el  Dichoso,  por  8,000  ps.  en  el  San  Jorge ,  y 
nada  en  la  Casilda  ni  en  la  Mejicana.  En  c<iso  de  pérdida  del 
San  Jorge,  ó  del  Dichoso  ^  no  tendrán  que  pagar  los  asegu- 
radores sino  solo  5,000  ps.  que  es  la  cantidad  que  asegura- 
ron en  cada  uno  de  ellos,  aun  cuando  perezcan  también  la 
Mejicana  y  la  Casilda  ;  pues  los  seguros  hechos  sobre  estas 
dos  últimas  naves  quedan  enteramente  nulos  por  mudanza 
voluntariado  buque  ,  de  modo- que  ni  el  asegurado, puede 
reclamar  la  pérdida  de  la  cantidad  asegurada  en  ellas,  ni 
los  aseguradores  pueden  pedir  el  premio,  sino  solo  un  medio 
por  ciento  sobre  el  importe  del  seguro  como  indemnización 
de  perjuicios  por  la  inejecución  del  contrato. 

La  justicia  do  estas  disposiciones  es  evidente  cuando  lle- 
gan á  buen  puerto  las  naves  que  no  han  recibido  los  5,000  ps. 
de  cargamento,  esto  es:,  la  Casilda  y  la  Mejicana,  y  perecea 
las  que  han  recibido  el  cscedenie,  esto  es,  el  Dichoso  yol 
San  Jorge  ;  porque  efectivamente  podrán  decir  los  asegura- 
dores,  que  si  el  asegurado  se  hubiese  conformaba  con  la 
póliza  ,  no  habría  estas  pérdidas  que  reparar.  Mas  ¿  porqué 
se  exonera  á  los  aseguradores,  aun  cuando  se  pierden  estas 
otras  naves  que  no  han  recibido  su  cargamento?  ¿No  parece 
que  en  este  caso  seria  injusta  su  queja,  pues  que  la  ejecu- 
ción exacta  de  la  póliza  no  los  hubiera  librado  de  la  pérdida? 
Ea  materia  de  seguros  son  de  tal  rigor  las  estipulaciones  ro^ 
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lativas  á  los  riesgos,  que  la  infracción  de  una  sola  de  ellas 
acarrea  la  nulidad  del  contrato;  y  así  siendo  nulo  el  seguro 
por  el  hecho  de  contravenir  el  asegurado  al  pacto  de  cargar 
en  la  nave  designada ,  el  acaecimiento  posterior  de  pérdida 
ó  feliz,  arribo  viene  á  ser  una  circunstancia  indiferente. 

«  Art.  870.  Trasladándose  el  cargamento  á  otra  nave  des- 
pués de  comenzado  el  viaje  por  haberse  inutilizado  la  desig- 
nada en  la  póliza,  correrán  los  riesgos  por  cuenta  de  los 
aseguradores  ,  aun  cuando  sea  de  distinto  porte  y  pabellón 
la  nave  en  que  se  trasbordó  el  cargamento.  —  Si  la  inhabili- 
tación de  la  nave  ocurriere  antes  de  salir  del  puerto  de  la 
espedicion,  tendrán  los  aseguradores  la  opción  de  continuar 
ó  no  en  el  seguro,  abonando  las  averías  que  hayan  ocur- 
rido. » 

==  Siempre  que  por  una  tempestad ,  varamiento  ú  otro 
accidente  queda  inhabilitada  para  navegar  la  nave  en  que 
se  cargaron  las  mercancías  aseguradas ,  tiene  derecho  el 
asegurado  para  trasladarlas  á  otra  nave  á  fin  de  llevar  á 
cabo  su  empresa  ;  y  no  pueden  los  aseguradores  escusarse 
de  continuar  la  responsabilidad  de  que  se  encargaron,  pues 
que  no  hay  en  este  caso  sino  cambio  forzado  de  baque,  que 
es  uno  de  los  acaecimientos  marítimos  que  el  artículo  861 
pone  por  su  cuenta.  Sin  embargo,  el  presente  artículo  hace 
una  escepcion  á  la  regla  general,  y  concede  á  los  asegura- 
dores la  opción  de  continuar  ó  no  en  el  seguro  cuando  la 
inhabilitación  de  la  nave  ocurre  antes  de  hacerse  á  la  vela. 
Mas  si  en  uso  de  esta  gracia  se  retiran  del  contrato  los  ase- 
guradores, ¿percibirán  el  premio?  Parece  á  primera  vista 
que  tal  es  la  intención  de  la  ley,  pues  que  haciéndolos , 
como  los  hace  ,  responsables  de  las  averías  que  los  efectos 
asegurados  hayan  tenido,  es  natural  que  no  quiera  sujetarlos 
gratuitamente  á  semejante  resarcimiento;  pero  como  por 
otra  parle  el  asegurado  tendria  que  pagar  dos  premios  en 
tal  hipótesis,  uno  á  los  antiguos  aseguradores  por  el  prin- 
cipio del  viaje ,  y  otro  á  los  nuevos  por  la  continuación ,  es 
mas  equitativo  que  aquellos  queden  privados  del  premio,  y 
estén  no  obstante  obligados  á  satisfacer  las  averías  ya  cau- 
sadas, por  razón  de  los  perjuicios  resultantes  al  asegurado 
de  la  inejecución  del  contrato.  Véanse  los  artículos  861 
y  862. 

«  Art.  871.  No  fijándose  en  la  póliza  el  tiempo  en  que 
hayan  de  correr  los  riesgos  por  cuenta  de  los  aseguradores, 
se  observará  lo  dispuesto  en  el  artículo  855  para  con  los 
prestadores  á  riesgo  marítimo.  » 

=  El  tiempo  de  los  riesgos  corre  en  cuanto  al  buque  y 
sus  agregados  desde  el  momento  en  que  se  hace  á  la  vela 
hasta  que  ancle  y  quede  fondeado  en  el  puerto  de  su  des- 
tino ;  y  en  cuanto  á  las  mercaderías,  desde  que  se  cargan 
en  la  playa  del  puerto  donde  se  hace  la  espedicion  hasta  que 
se  descarguen  en  el  puerto  de  la  consignación.  («Artículo 
835.  )  Los  interesados  pueden  fijar  en  la  póliza  el  momento 
en  quejos  riesgos  han  de  empezar  á  correr  por  cuenta  de 
los  aseguradores  ;  y  en  este  caso  la  convención  será  su  ley. 
Tero  si  no  lo  han  fijado,  ¿  qué  regla  se  habrá  de  seguir  so- 
bre este  punto?  El  código  la  establece  en  este  artículo,  y 
era  por  cierto  cosa  bien  importante  el  hacerlo  ;  porque  pu- 
diendo  suceder  que  después  de  cargadas  las  mercaderías 
permanezca  la  nave  anclada  mas  ó  menos  tiempo,  y  que  so- 
brevenga entretanto  un  accidente  marítimo  que  haga  pere- 
cer el  buque  ó  el  cargamento,  habría  motivo  para  dudar 
quién  debe  soportar  esta  pérdida,,  el  asegurador  ó  el  asegu- 
rado. El  artículo  hace  una  diferencia  muy  notable  entre  la 
nave  y  las  mercancías  :  la  nave  no  comienza  su  viaje  mien- 
tras no  se  hace  á  la  vela,  y  por  consiguiente  no  deben  co- 
menzar hasta  este  momento  los  riesgos  de  los  aseguradores: 
las  mercancías  por  el  contrario,  desde  que  se  cargan  en  la 
playa ,  esto  es,  desde  que  se  ponen  en  el  buque  ó  en  las  ga- 
barras para  conducirlas  á  él ,  comienzan  su  viaje  y  corren 


ya  riesgos  á  causa  de  este  viaje,  deben  pues  responder  de 
ellos  los  aseguradores. 

«  Art.  872.  Cuando  se  prefije  en  la  póliza  un  tiempo  li- 
mitado para  el  seguro,  concluirá  la  responsabilidad  de  los 
aseguradores,  trascurrido  que  sea  el  plazo,  aun  cuando  estén 
pendientes  los  riesgos  de  las  cosas  aseguradas ,  sobre  cuyas 
resultas  podrá  el  asegurado  celebrar  nuevos  contratos.  » 

=  Si  tú,  por  ejemplo,  haces  asegurar  una  nave  por  los 
treinta  primeros  dias  de  navegación,  como  puedes  hacerlo 
según  el  artículo  849,  una  vez  espirado  este  plazo  de  treinta 
dias  ya  no  te  responderán  de  tu  nave  los  aseguradores  ;  y 
podrás  por  tanto  hacerla  asegurar  de  los  riesgos  que  todavía 
tendrá  que  correr  hasta  la  conclusion  del  viaje. 

«  Art.  873.  La  demora  involuntaria  de  la  nave  en  el 
puerto  de  su  salida  no  cede  en  perjuicio  del  asegurado,  y  so 
entenderá  prorogado  el  plazo  designado  en  la  póliza  para  los 
efectos  del  seguro  por  todo  el  tiempo  que  se  prolongue 
aquella.  » 

=  Hiciste  asegurar  tu  nave  en  principio  de  agosto  hasta 
fin  de  diciembre,  y  luego  permanece  en  el  puerto  sin  culpa 
tuya  por  todo  este  espacio  de  tiempo.  Es  claro  que  los  cinco 
meses  á  que  tuviste  intención  de  aplicar  el  seguro  no  deben 
tenerse  por  concluidos  en  fin  de  diciembre ,  pues  que  no 
deben  empezarse  á  contar  sino  desde  que  superados  los 
obstáculos  se  haga  el  buque  á  la  vela.  Lo  mismo  deberá  de- 
cirse con  respecto  á  las  mercaderías ,  pues  la  ley  no  hace 
distinciones. 

«  Art.  874.  No  se  puede  exigir  reducción  del  premio  del 
seguro,  aun  cuando  la  nave  termine  su  viaje  ó  se  alije  el 
cargamento  en  puerto  mas  inmediato  del  designado  en  el 
contrato.  » 

=  El  asegurado  que  acorta  el  viaje,  pone  por  sí  mismo 
fin  á  los  riesgos ,  declarando  implícitamente  que  ya  no  tiene 
necesidad  de  garantias  ;  y  como  su  mudanza  de  resolución  no 
debe  cambiar  la  condición  de  los  aseguradores,  resulta  que 
no  puede  exonerarse  del  pago  del  total  de  la  prima.  Si  des- 
pachas pues  una  nave  desde  Barcelona  con  mercaderías  ase- 
guradas para  Cádiz ,  y  luego  las  haces  desembarcar  en  Al- 
mería ,  no  por  eso  podrás  escusarte  de  satisfacer  á  los  ase- 
guradores el  premio  por  entero. 

«  Art.  875.  La  variación  que  se  haga  en  el  rumbo  ó  viaje 
de  la  nave  por  accidente  de  fuerza  insuperable  para  salvar 
la  misma  nave  ó  su  cargamento,  no  exonera  á  los  asegura- 
dores de  su  responsabilidad.  » 

—  La  disposición  de  este  artículo  es  una  consecuencia  del 
artículo  861 ,  que  pone  á  cargo  de  los  aseguradores  los  daños 
que  sobrevengan  por  cambio  forzado  de  ruta  ó  de  viaje.  Así 
que,  si  en  la  póliza  se  designa  el  rumbo  y  el  viaje  que  ha  de 
llevar  la  nave,  y  luego  el  capitán  varia  el  uno  ó  el  otro  por 
no  caer  en  poder  de  piratas  ó  enemigos ,  tendrán  que  res- 
ponder los  aseguradores  de  las  pérdidas  que  en  el  nuevo 
viaje  ó  rumbo  esperimentaren  las  cosas  aseguradas. 

«  Art.  876.  Las  escalas  flue  se  hagan  por  necesidad  para 
la  conservación  de  la  nave  y  su  cargamento,  se  entienden 
comprendidas  en  el  seguro,  aunque  no  se  hayan  espresado 
en  el  contrato,  si  espresamente  no  se  escluyeron.  » 

=  Cuando  el  capitán  toca  en  algunos  puertos  por  falta  de 
víveres  que  no  provenga  de  su  imprevisión  ó  negligencia, 
por  temor  fundado  de  enemigos  ó  piratas,  por  cualquier  ac- 
cidente en  el  buque  que  lo  inhabilite  para  continuar  la  na- 
vegación, ó  por  otro  motivo  justo  que  tenga  por  objeto  lu 
conservación  de  la  nave  y  su  cargamento,  no  hace  mas  que 
cumplir  con  sus  deberes  y  mirar  por  los  intereses  de  \u¡  ase- 
gurados y  aseguradores  :  no  hay  pues  razor  para  que  eslos 
últimos  se  escusen  de  responder  de  los  riesgos  de  estasescalas. 

«  Art.  877.  El  asegurado  tiene  obligación  de  comunicará 
los  aseguradores  todas  las  noticias  que  reciba  sobre  los 
daños  ó  pérdidas  que  ocurran  en  las  cosas  aseguradas.  » 
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—  La  obligación  que  impone  este  artículo  al  asegurado  se 
funda  en  el  interés  que  tienen  los  aseguradores  de  saber  el 
estado  de  las  cosas,  porque  pueden  tener  medios  de  evitar 
ó  á  lo  menos  de  disminuir  sus  menoscabos.  La  ley  no  dice 
cuáles  serán  las  consecuencias  de  la  omisión  ó  tardanza  del 
asegurado  en  la  comunicación  de  dichas  noticias;  mas  como 
la  inejecución  de  cualquiera  obligación,  sea  legal  ó  conven- 
cional ,  da  lugar  al  resarcimiento  de  daños  y  perjuicios ,  pa- 
rece no  puede  dudarse  que  los  aseguradores  tendrán  dere- 
cho de  repetirlo  contra  el  asegurado ,  si  prueban  que  la 
negligencia  de  este  último  les  ha  perjudicado. 

«  Art.  878.  El  capitán  que  hiciere  asegurar  los  efectos 
cargados  de  su  cuenta  ó  en  comisión  ,  justificará  en  caso  de 
desgracia  á  los  aseguradores  la  compra  de  aquellos  por  las 
facturas  de  los  vendedores  ,  y  su  embarque  y  conducción  en 
la  nave  por  certificación  del  cónsul  español'ó  autoridad  ci- 
vil, donde  no  lo  hubiere  ,  del  puerto  donde  cargó,  y  por  los 
documentos  de  espedicion  y  habilitación  de  su  aduana.  — 
Esta  obligación  será  estensiva  á  todo  asegurado  que  navegue 
con  sus  propias  mercaderías.  » 

==  La  prueba  del  embarque  ó  cargo  de  las  cosas  asegu- 
radas se  hace  por  el  conocimiento  ó  resguardo  que  da  el 
capitán  al  cargador.  Pero  cuando  el  mismo  capitán  carga 
mercaderías  por  su  cuenta  ó  en  comisión  y  las  hace  asegu- 
rar, no  puede  darse  á  sí  mismo  un  conocimiento  que  le  sirva 
de  título  de  prueba  contra  los  aseguradores,  pues  podria 
entonces  cometer  fraudes.  Así  que,  en  el  caso  de  desgracia 
tiene  que  presentar  las  facturas  de  compra  de  los  géneros, 
una  certificación  del  cónsul  ó  autoridad  civil  y  los  documen- 
tos de  espedicion  y  habilitación  de  la  aduana  del  puerto 
donde  se  hizo  el  cargamento  ;  y  mientras  no  los  presente,  no 
puede  compeler  á  los  aseguradores  á  que  le  paguen  los  efec- 
tos que  pretendiere  haberse  perdido.  Después  de  haber  pro- 
visto de  este  modo  á  los  fraudes  que  puede  cometer  el  ca- 
pitán cargador,  provee  la  ley  á  los  fraudes  que  pueden  co- 
meterse por  colusión  entre  el  capitán  y  el  cargador,  cuando 
este  último  se  halla  à  bordo,  imponiéndole  la  obligación  de 
presentar  iguales  títulos  para  reclamar  las  pérdidas  que  tu- 
viese. Efectivamente,  hallándose  reunidas  en  el  buque  las 
dos  personas  que  hacen  y  firman  el  conocimiento,  podrían 
entenderse  fácilmente  en  caso  de  pérdida  para  engañar  á  los 
aseguradores,  presentando  en  un  conocimiento  concertado 
un  cargamento  mucho  mas  considerable  que  el  que  real- 
mente se  habia  hecho. 

«  Art.  879.  Si  se  hubiere  estipulado  que  el  premio  del 
seguro  se  aumentaría  en  caso  de  sobrevenir  guerra,  y  no  se 
hubiere  fijado  la  cuota  de  este  aumento  ,  se  hará  su  regu- 
lación por  peritos  nombrados  por  las  partes ,  habida  con- 
sideración á  los  riesgos  ocurridos ,  y  á  los  pactos  de  la  póliza 
del  seguro.  » 

=  Vimos  en  la  esplicacion  del  artículo  849  que  cuando 
se  estipula  un  premio  en  tiempo  de  paz,  no  pueden  los  ase- 
guradores exigir  aumento ,  si  sobreviene  la  guerra  ;  y  que 
tampoco  el  asegurado  podrá  exigir  diminución  ,  si  habién- 
dose fijado  el  premio  en  tiempo  de  guerra ,  sobreviene  la  paz. 
Esta  regla,  sin  embargo,  cede  á  la  convención  contraria  de 
los  interesados,  los  cuales  pudieron  prever  estos  casos  y  de- 
terminar un  aumento  ó  una  rebaja.  Si  hubiesen  convenido 
en  esta  rebaja  ó  aumento  ,  pero  sin  fijar  su  cuota ,  debe  re- 
gularse por  peritos  nombrados  por  las  partes ,  bajo  las  bases 
que  el  artículo  indica.  Obsérvese  que  por  el  hecho  de  per- 
mitir este  artículo  la  regulación  de  la  cuota  por  arbitros  solo 
en  el  caso  de  que  las  partes  hubiesen  estipulado  aumento 
de  premio,  prohibe  implícitamente  hacer  un  aumento  cuando 
no  se  hubiese  estipulado. 

«  Art.  880.  La  restitución  gratuita  de  la  nave  ó  su  carga- 
mento hecha  por  los  apresadores  al  capitán  de  ella ,  cede 
en  beneficio  de  los  propietarios  respectivos ,  sin  obligación 


de  parte  de  los  aseguradores  á  pagar  las  cantidades  que 
aseguraron.  » 

=  En  el  caso  de  este  artículo  no  sufren  daño  ni  pérdida 
los  asegurados,  y  por  consiguiente  nada  tienen  que  reparar 
los  aseguradores. 

«  Art.  881.  Cuando  en  la  póliza  no  se  haya  prefijado  la 
época  en  que  el  asegurador  deba  verificar  el  pago  de  las 
cosas  aseguradas ,  ó  los  daños  que  sean  de  su  cuenta  ,  estará 
obligado  á  verificarlo  en  los  diez  dias  siguientes  á  la  recla- 
mación legítima  del  asegurado.  » 

=  El  asegurado  puede  usar  de  la  acción  de  averías,  ó  de 
la  acción  de  abandono.  Usa  de  la  acción  de  averías,  cuando 
reclama  el  resarcimiento  de  los  daños  parciales  que  han 
esperimentado  sus  cosas;  y  usa  de  la  acción  de  abandono 
cuando  exige  todo  el  valor  de  las  cosas  aseguradas  que  se 
han  perdido  ,  cediendo  á  los  aseguradores  los  derechos  que 
tiene  sobre  ellas.  En  uno  y  otro  caso  deben  los  aseguradores 
hacer  el  pagó  del  importe  de  los  daños  ó  de  toda  la  cantidad 
asegurada  luego  que  se  les  presenta  la  reclamación  con  los 
documentos  que  la  justifican  ,  si  así  está  estipulado  en  la 
póliza ,  ó  bien  dentro  del  plazo  que  en  esta  última  se  hubiese 
prefijado.  A  falta  de  convención  sobre  este  punto,  la  ley  les 
concede  el  término  de  diez  dias  sin  contar  el  de  la  recia-  * 
macion,  considerándole  suficiente  para  reunir  las  cantidades 
necesarias  al  pago.  Las  ordenanzas  de  Bilbao  les  daban 
treinta  dias  ;  y  el  código  francés  alarga  el  plazo  á  tres  meses. 

«  Art.  882.  Toda  reclamación  procedente  del  contrato 
del  seguro  debe  ir  acompañada  de  los  documentos  que  justi- 
fiquen: —  el  viaje  de  la  nave;  —  el  embarque  de  los  efectos 
asegurados;  —  el  contrato  del  seguro  ;  —  la  pérdida  de  las 
cosas  aseguradas.  Estos  documentos  se  comunicarán  en  caso 
de  controversia  judicial  á  los  aseguradores ,  para  que  en  su 
vista  resuelvan  hacer  el  pago  del  seguro  ,  ó  hagan  su  opo- 
sición. » 

==  El  asegurado  no  puede  exigir  el  pago  de  las  cosas 
aseguradas  ó  de  sus  averías  sino  probando  que  realmente 
se  cargaron  á  bordo,  y  que  padecieron  la  pérdida  ó  daño 
que  indica.  Es  necesario  pues  que  acompañe  á  la  reclama- 
ción los  documentos  justificativos  ,  cuales  son  la  póliza  del 
seguro,  el  conocimiento  del  capitán  ,  los  despachos  ó  expe- 
diciones de  la  aduana ,  la  carta  de  aviso  del  cargador,  el 
estracto  del  diario  de  navegación,  la  copia  autorizada  de  la 
relación  del  capitán  y  declaraciones  de  los  individuos  del 
equipaje  y  pasajeros  en  caso  de  naufragio,  ó  las  atestaciones 
de  los  que  han  visto  el  suceso ,  las  cartas  del  capitán  ó  de  las 
principales  personas  de  la  tripulación,  y  otros  semejantes. 
Véase  el  art.  878. 

«  Art.  883.  Los  aseguradores  podrán  contradecir  los  he- 
chos en  que  apoye  su  demanda  el  asegurado,  y  se  les  admi- 
tirá prueba  en  contrario,  sin  perjuicio  del  pago  de  la  cantidad 
asegurada  ,  el  que  deberá  verificarse  sin  demora  ,  siempre 
que  sea  ejecutiva  la  póliza  del  seguro ,  y  se  presten  por  el 
demandante  fianzas  suficientes  que  respondan  en  su  caso  de 
la  restitución  de  la  cantidad  percibida.  » 

=  Los  aseguradores  pueden  tratar  de  probar  que  no  se 
hizo  el  cargamento  ,  ó  que  no  se  hizo  sino  en  parte,  ó  que 
se  le  dio  un  valor  superior  al  que  tenia  realmente ,  ó  que 
la  pérdida  no  sucedió  por  un  accidente  de  fuerza  mayor,  y 
que  las  pruebas  alegadas  son  falsas ,  principalmente  si  estas 
pruebas  no  consisten  en  documentos  ó  piezas  á  que  deba 
darse  fe.  El  tribunal  debe  examinar  las  reclamaciones  de  los 
aseguradores,  pero  no  puede  suspender  el  pago  del  seguro, 
siempre  que  sea  ejecutiva  la  póliza  con  arreglo  al  artículo  8M>, 
y  preste  fianzas  el  asegurado  para  la  restitución  de  la  can- 
tidad en  caso  de  que  sea  vencido  en  juicio.  Esta  disposición 
que  obliga  á  los  aseguradores  á  pagar  desde  luego  las  cosas 
aseguradas  ,  á  pesar  de  las  escepciones  que  alegan ,  tiene 
por  objeto  evitar  que  difieran  la  ejecución  de  sus  empeños 
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prolongando  inútilmente  el  proceso  con  diferentes  prelestos 
y  cavilosidades. 

«  Àïvr.  88'i.  Pagando  el  asegurador  la  cantidad  asegurada, 
se  subroga  en  el  lugar  del  asegurado  para  todos  los  derechos 
y  acciones  que  le  competan  sobre  los  que  por  dolo  ó  culpa 
causaron  la  pérdida  de  los  efectos  que  aseguró.  » 

=  Esta  disposición  tiene  lugar  principalmente  cuando  el 
asegurador  tomó  á  su  cargo  las  baraterías  del  capitán  y  de 
la  tripulación. 

Nota.  Es  de  observar  aquí,  que  con  arreglo  al  art.  997, 
título  de  la  prescripción,  prescribe  por  cinco  años  contados 
desde  la  fecha  del  contrato  la  acción  que  provenga  de  la 
póliza  de^seguros  ;  es  decir,  que  pasados  cinco  años  desde 
la  fecha  de  la  póliza  no  se  puede  ya  pedir  el  pago  de  la 
prima ,  la  indemnización  por  desbaratarse  el  viaje  ,  la  nuli- 
dad ,  la  reducción,  etc.  Asimismo,  según  el  artículo  998,  se 
estingue  la  acción  contra  los  aseguradores  poç  el  daño  que 
hubiesen  recibido  las  mercaderías  aseguradas ,  si  en  las 
veinte  y  cuatro  horas  siguientes  á  su  entrega  no  se  hiciere  la 
debida  protesta  en  forma  auténtica.  Finalmente  ,  según  el 
artículo  1000,  se  tendrá  por  no  hecha  la  protesta  ,  si  no  se 
intentare  la  competente  demanda  judicial  contra  los  asegu- 
radores antes  de  cumplir  los  dos  meses  siguientes  á  su  fe- 
cha (1). 

ASEGURAMIENTO.  La  acción  de  asegurar;  y  el  se- 
guro ó  salvoconducto. 

ASEGURANZA.  Un  convenio  hecho  entre  enemigos 
para  suspender  ó  cortar  los  efectos  de  la  discordia  ó  con- 
tienda nacida  entre  ellos. 

Dividíase  por  la  ley  entres  especies.  La  primera  es  la  tre- 
gua que  mutuamente  se  dan  los  príncipes  pactando  por 
algún  tiempo  la  cesación  de  la  guerra.  La  segunda  era  la 
caución  ó  seguridad  que  se  daban  en  tiempos  de  anarquía 
dos  bandos  opuestos.  La  tercera  era  la  que  se  daban  los 
particulares,  especialmente  los  hijosdalgo ,  después  de  ha- 
berse retado,  de  que  no  se  ofenderían  ni  se  harian  daño  al- 
guno, obligándose  por  carta  ó  escritura  ó  ante  testigos  :  á  lo 
cual  podían  ser  apremiados  por  las  justicias  á  fin  de  lograr  la 
quietud  y  buena  armonía  de  los  pueblos;  ley  1,  lit.  9,  lib.  8, 
Nov.  Rec. 

ASEGURAR.  Responder  del  riesgo  que  pueden  tener 
los  géneros  con  que  se  comercia  ,  los  buques  en  que  se  con- 
ducen, los  edificios  ,  almacenes  y  los  efectos  contenidos  en 
■ellos,  etc.,  obligándose  á  pagar  al  propietario  ,  en  cambio 
del  premio  que  se  recibe ,  los  daños  y  pérdidas  que  esperi- 
menten  los  insinuados  objetos:  —  poner  en  lugar  seguro, 
v.  gr.  á  una  persona  en  prisión  :  —  preservar  ó  resguardar 
de  daño  las  personas  y  las  cosas,  defenderlas  y  estorbar  que 
pasen  á  poder  de  otro  ,  v.  gr.  asegurar  el  reino  de  las  inva- 
siones enemigas  :  —  dar  firmeza  ó  seguridad  con  hipoteca  ó 
prenda  que  haga  cierto  el  cumplimiento  de  lo  que  se  con- 
trata :  —  y  finalmente  dar  firmeza  ó  seguridad  á  alguna  cosa 
anatérial  para  preservarla  de  ruina,  ó  hacer  quese  mantenga 
3n  el  lugar  donde  se  pone,  v.  gr.  asegurar  el  edificio,  ase- 
gurar el  clavo  en  la  pared ,  asegurar  ó  amarrar  la  embar- 
cación. 

ASENTAMIENTO.  La  tenencia  ó  posesión  que  da  el 
juez  al  demandante,  de  la  cosa  que  pide  ó  de  algunos  bienes 
del  demandado,  por  la  rebeldía  de  este  en  no  comparecer  ó 
Jio  responder  á  la  demanda;  ley  1,  til.  8,  Part.  3  (2). 

Cuando  la  demanda  es  sobre  acción  real ,  se  entrega  al 

(1)  El  Dr.  Beleña  en  las  instituciones  del  Dr.  Magro,  lib.  5, 
tít.  15,  después  de  fundar  la  licitud  del  depósito  irregular,  liabla 
■de  la  del  contrato  de  Aseguración  ;  y  asimismo  el  autor  de  la  Curia 
Filíp,,  lib.  o  ,  Com.  nav.,  n.  4  del  cap.  14  que  trata  del  Seguro. 

(2)  Véase  al  conde  de  la  Cañada,  Juicio  ordinario,  part,  i  , 
«ap.  'i ,  ns.  33  á  39. 


actor  la  cosa  demandada  en  el  referido  caso  de  rebeldía  del 
reo;  y  cuando  es  sobre  acción  personal,  se  le  dan  bienes 
muebles,  ó  en  su  defecto  raices  del  reo,  hasta  en  la  cantidad 
á  que  ascienda  la  deuda.  Si  el  reo  compareciere  á  alegar 
sus  razones  dentro  de  dos  meses,  siendo  la  acción  real ,  y  de 
uno  si  fuese  personal,  purga  la  rebeldía ,  y  se  le  devuelven 
los  bienes,  siguiéndose  la  causa  en  juicio  ordinario  ;  leyes  i 
y  2,  lit.  5,  lib.  H  ,  Nov.  Rec.,  y  ley  2  ,  lit.  8,  Part.  3. 

No  compareciendo  el  iso  !lentro  de  dicho  término,  el  ac- 
tor se  considera  verdadero  poseedor  de  los  bienes  que  se  le 
han  entregado ,  y  no  tiene  que  responder  al  reo  sobre  su 
posesión  sino  sobre  su  propiedad  ;ley  1,  íít.5,  lib.  li,  Nov.  Rec. 

Siendo  hecho  el  asentamiento  por  acción  personal,  si 
pasado  el  mes  de  su  término  el  actor  quisiere  mas  bien  ser 
pagado  de  la  deuda  que  tener  la  posesión  de  los  bienes ,  han 
de  ser  vendidos  por  mandado  del  juez  en  pública  subasta  , 
previos  los  correspondientes  pregones ,  y  con  su  precio  ha 
de  satisfacerse  el  importe  de  la  deuda  y  de  las  costas;  mas 
si  no  alcanzare  para  cubrirlo  todo ,  se  echará  mano  de  otros 
bienes  ,  que  se  venderán  en  la  misma  forma  en -cuanto  sean 
bastantes;  ley  1 ,  Ht.  S,  lib.  11 ,  Nov.  Rec. 

El  actor  puede  elegir  la  via  de  asentamiento  ó  la  de  prue- 
ba, según  mas  le  convenga  ;  y  aun  elegida  la  via  de  prueba , 
aunque  sea  contra  el  menor  contumaz ,  puede  dejarla  y  to- 
mar la  de  asentamiento  en  cualquier  estado  del  pleito;  leyes 
2  y  3,  lit.  5,  lib.  11,  Nov.  Rec. 

En  causas  de  seiscientos  maravedís  abajo  no  se  puede 
hacer  asentamiento,  sino  que  se  han  de  sacar  prendas  y  ven- 
derse para  la  paga  ;  ley  H ,  iít.  5 ,  lib.  1 1 ,  Nov.  Rec. 

Pero  es  menester  advertir  que  este  medio  del  asentamiento 
no  parece  estar  muy  en  uso  ;  y  lo  que  se  acostumbra  en  caso 
que  el  reo  no  comparezca  en  juicio  siendo  citado,  ó  no  con- 
teste á  la  demanda ,  es  acusarle  la  rebeldía  (3) ,  y  hecho 
esto,  se  sigue  la  causa  por  los  trámites  ordinarios  hasta  la 
sentencia  definitiva  inclusive  ,  para  lo  cual  señala  el  juez  los 
estrados  del  tribunal  por  procurador,  y  en  ellos  se  leen  sus 
providencias,  causando  al  reo  el  mismo  perjuicio  que  si  se 
le  notificasen  en  persona  (h).  Véase  Rebeldía. 

ASENTAR.  Poner  al  demandante  en  posesión  de  algu- 
nos bienes  que  posee  el  demandado ,  por  la  rebeldía  de  esto 
en  no  comparecer  ó  no  responder  à  la  demanda  :  —  poner  á 
uno  en  alguna  silla,  banco  ú  otro  asiento;  como  sucede 
cuando  se  da  á  uno  la  posesión  de  alguna  cosa,  v.  gr.  de  un 
oficio  ó  dignidad  :  —  ajustar  ó  hacer  algún  convenio  ó  tra- 
tado :  —  poner  ó  colocar  á  alguno  en  servicio  de  otro  :  — 
imponer  ó  situar  alguna  renta  sobre  bienes  raices  ó  fincas  : 
— y  finalmente  fijar  habitación  ó  establecerse  en  algún  pueblo. 

ASENTISTA.  El  que  hace  asiento  ó  contrato  con  el  go- 
bierno ó  con  el  público  para  la  provision  ó  suministro  de 
víveres  ú  otros  efectos  á  un  ejército ,  armada,  presidio ,  plaza, 
ciudad ,  etc. 

Los  asentistas  de  víveres  y  provisiones  del  ejército  y  todos 
los  empleados  en  este  servicio  gozan  del  fuero  militar  durante 
su  empleo  ,  del  mismo  modo  que  los  oficiales  que  sirven  á 
S.  M.  con  sueldo  en  el  ejército  y  plazas. 

Conocen  de  sus  causas  en  primera  instancia  los  intendentes 
de  ejército ,  con  apelación  en  las  criminales  al  supremo  con- 
sejo de  guerra,  y  en  las  civiles  á  la  sala  de  justicia  del  con- 
sejo de  hacienda. 

Hallándose  los  asentistas  y  empleados  fuera  de  las  capitales 
donde  residen  los  intendentes  de  ejército ,  deben  estos  sub- 
delegar sus  facultades  en  los  de  provincia,  y  donde  no  los 
haya ,  en  cualquier  otro  ministro  ó  abogado  de  ciencia  y  pro- 
bidad que  se  halle  establecido  en  el  pueblo  de  la  factoría  ó 


(3)  Bastando  una  sola  para  ¡r  adelante ,  como  está  mandado 
por  muchísimas  leyes. 

(4)  Ley  1 ,  tít.  8 ,  Part.  3,  y  lug.  cit.  dd  conde  de  la  Cañada, 
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residencia  del  dependiente  de  la  provision ,  para  que  conozca 
de  sus  causas  en  primera  instancia  ;  y  la  parte  que  se  sintiere 
agraviada  de  sus  providencias,  podrá  apelar  al  intendente  de 
ejército  respectivo  ,  y  de  este  al  consejo  de  guerra  ó  al  de 
hacienda ,  según  la  calidad  de  los  casos. 

El  goce  del  fuero  militar  estipulado  á  favor  de  los  asen- 
tistas debe  ceñirse  únicamente  à  los  casos  relativos  á  la  pro- 
vision ;  pues  en  sus  demás  negocios  ,  propiedades  ó  efectos 
civiles  han  de  quedar  sometidos  á  los  tribunales  ordinarios. 
También  se  limita  el  goce  del  fuero  militar  á  las  personas 
de  los  asentistas  y  empleados  en  la  provision ,  y  no  se  es- 
liende  á  sus  familias  y  criados. 

El  que  se  sintiere  agraviado  de  la  calidad  ó  peso  del  pan 
y  cebada ,  ó  del  modo  y  circunstancias  que  concurran  en  la 
compra  y  conducciones  de  granos,  debe  dirigir  sus  repre- 
sentaciones al  intendente  de  ejército  ó  sus  subdelegados , 
para  que  oyendo  previamente  á  los  directores  ó  sus  factores, 
pueda  determinar  con  conocimiento  de  causa  lo  que  juzgare 
.  mas  justo  y  conveniente ,  sin  que  se  permita  á  los  jefes  de  la 
tropa  formar  por  sí  autos ,  ni  proceder  á  otras  averigua- 
ciones ;  y  si  se  comprobase  no  ser  justa  la  queja ,  se  impon- 
drán á  los  delatores  las  penas  ,  multas  ó  apercibimientos 
correspondientes  ,  obligándolos  ademas  al  reintegro  de  los 
perjuicios  que  hubiesen  causado  á  los  provisionistas. 

Los  asentistas  y  empleados  en  la  provision  de  víveres  de 
los  presidios  gozan  del  mismo  fuero  que  los  de  la  del  ejército. 
Los  asentistas  y  empleados  en  la  provision  de  víveres  de 
la  real  armada  gozan  del  fuero  político  de  guerra  de  marina 
durante  el  tiempo  de  ella ,  en  los  mismos  términos  que  los 
que  se  hallan  empleados  en  las  provisiones  del  ejército,  con 
sujeción  únicamente  á  los  intendentes  de  marina  y  demás 
ministros  de  ella  en  sus  causas  civiles  y  criminales  ,  respec- 
tivas á  los  asientos  ó  comisiones. 

=  Véanse  los  reglamentos  de  provisiones  de  2b  de  julio 
de  1800. 

Sin  embargo  de  las  disposiciones  que  quedan  espresadas, 
será  preciso  en  los  casos  que  ocurran  atender  á  los  términos 
y  condiciones  con  que  estén  estendidas  las  contratas. 
=  Véase  Abastecedores. 

ASEQUI.  Cierto  derecho  que  se  pagaba  en  algunas  partes 
de  todo  ganado  menor  en  llegando  á  cuarenta  cabezas. 

ASERTOR  de  la  paz.  Cierto  juez  nombrado  por  el  prín- 
cipe para  que  reconciliase  á  los  enemistados,  y  especial- 
mente á  los  que  se  desafiaban  ó  retaban.  Ejercía  jurisdicción 
delegada ,  y  procedía  arbitrariamente ,  sin  ceñirse  á  las  for- 
malidades del  juicio. 

ASERTORIO.  Se  dice  del  juramento  con  que  se  afirma 
la  verdad  de  alguna  cosa  presente  ó  pasada.  Véase  Jura- 
mento. 

ASESINATO.  El  homicidio  cometido  por  dinero  ú  otra 
paga  ,  y  en  general  el  acto  de  dar  á  otro  la  muerte  alevosa- 
mente, esto  es  ,  sin  pelea  ó  riña,  ó  con  arcabuz,  pistolete, 
puñal  ú  otra  arma  corta.  Véase  Homicidio  voluntario  y  Ase- 
sino. 

ASESINO.  El  que  mata  por  dinero  ú  otra  paga  ;  y  en 
general  todo  homicida  alevoso.  La  voz  asesino  viene  de  cier- 
tos pueblos  llamados  asasinos  que  habitaban  en  los  montes 
de  Fenicia ,  y  de  los  cuales  se  valían  los  Sarracenos  para  que 
matasen  alevosamente  á  los  príncipes  cristianos,  á  fin  de 
libertarse  con  su  muerte  del  azote  de  la  guerra.  Desde  en- 
tonces se  trasladó  esta  denominación  á  los  sicarios ,  homi- 
cidas, salteadores,  y  con  especialidad  á  los  que  para  matar 
alquilan  sus  obras  ó  pagan  las  ajenas.  La  ley  3,  tít.  27, 
Part.  7,  da  el  nombre  de  asesinos  á  los  hombres  desesperados 
y  malos  que  á  traición  matan  á  otros  que  no  pueden  guar- 
darse de  ellos ,  encubriéndose  de  varios  modos  para  efectuar 
su  premeditada  maldad  ;  y  luego  concluye  diciendo  que  los 
asesinos  et  los  otros  homes  desesperados  que  matan  los  homes 


por  algo  que  les  dan ,  que  deben  morir  por  ende ,  también 
ellos  como  los  otros  por  cuyo  mandado  lo  ficieron.  La  Novís. 
Recop.  no  hace  uso  de  la  palabra  asesino  en  el  lit.  21,  lib.  12. 
que  habla  de  los  homicidios  y  heridas  ;  pero  la  ley  2  de 
dichos  lit.  y  lib.  dice,  que  el  que  mate  á  otro  á  traición  ó 
aleve,  sea  por  ello  arrastrado  y  ahorcado;  y  el  rey  haya  to- 
dos los  bienes  del  traidor  y  la  mitad  de  los  del  alevoso  (1), 
advirtiendo  que  todo  hombre  que  hiciere  muerte  segura  in- 
curre en  caso  de  alevosía  y  pierde  la  mitad  de  sus  bienes 
para  la  cámara ,  y  que  se  dice  segura  toda  muerte  que  no  es 
hecha  en  pelea,  guerra  ó  riña.  La  ley  3  dispone,  que  el  que 
hiriere  á  otro  por  asechanzas  ó  sobre  consejo  ó  habla  hecha , 
muera  por  ello,  aunque  el  herido  no  muera  de  la  herida.  La 
ley  10  ordena,  que  el  que  matare  á  otro  á  traición ,  dada  y 
otorgada  tregua  y  seguro,  ó  por  asechanzas,  ó  en  otro  cual- 
quier caso  por  que  deba  ser  condenado  á  muerte ,  si  después 
que  fuere  condenado  entrare  en  la  corte  y  cinco  leguas  en 
contorno  ,  ademas  de  la  pena  corporal  pierda  la  mitad  de 
sus  bienes  parala  cámara.  Finalmente  la  ley  12  manda  que 
el  que  matare  ó  hiriere  á  otro  con  arcabuz  ó  pistolete ,  por 
el  mismo  caso  sea  habido  por  alevoso,  y  pierda  todos  sus 
bienes,  la  mitad  para  la  cámara  y  fisco  ,  y  la  otra  mitad 
para  el  herido  ó  herederos  del  muerto.  Véase  Alevosía. 

Si  todo  homicida  voluntario  es  digno  del  mayor  castigo, 
porque  priva  á  otro  del  mayor  bien  que  posee,  cual  es  la 
vida,  merece  todavía  el  asesino  que  la  ley  redoble  contra  él 
su  rigor  por  las  precauciones  insidiosas  que  toma  para  im- 
pedir la  defensa  y  aun  la  fuga  del  atacado.  Mas  el  asesino 
que  se  alquila  por  dinero  para  cometer  el  delito  ,  manifiesta 
el  carácter  mas  vil  y  depravado,  porque  el  motivo  del  interés 
pecuniario  tiene  mas  fuerza  en  su  conducta  que  los  senti- 
mientos impresos  por  la  naturaleza  en  el  corazón  humano  ; 
y  solamente  el  miedo  de  un  grado  estraordinario  de  pena 
puede  contener  á  un  ente  tan  atroz.  Ademas  la  circunstancia 
de  la  paga  ó  salario  aumenta  la  alarma  y  el  peligfo  ;  pues  si 
un  hombre  se  empeña  por  dinero  en  satisfacerla  venganza  ó 
la  rivalidad  ó  la  codicia  de  otro  ,  todos  los  que  crean  tener 
motivo  para  recelarse  de  un  enemigo  encarnizado  ó  de  un 
heredero  presuntivo  que  desee  anticipar  la  época  de  la  suce- 
sión, deben  temer  á  este  asesino  de  profesión.  Muchas  per- 
sonas que  se  considerarian  muy  seguras  por  ser  flojos  ó 
tímidos  sus  adversarios.,  vivirían  en  continuo  sobresalto, 
sabiendo  que  hay  hombres  que  venden  su  fuerza  y  su  valor 
á  los  que  lo  necesitan,  y  que  sus  enemigos  pueden  aprove- 
charse de  esto  para  ejecutar  por  medio  de  estas  personas  es- 
trañas  lo  que  no  pueden  hacer  por  sí  mismos.  El  peligro 
parecerá  mayor  á  proporción  que  sus  enemigos  sean  mas 
opulentos  y  puedan  tentar  con  mayores  recompensas. 

Las  leyes  ,  como  vemos ,  imponen  la  pena  de  muerte  á 
todos  los  asesinos;  y  nunca  por  cierto  es  mas  justificable 
esta  pena  que  cuando  recae  sobre  un  delito  tan  odioso  y 
alarmante.  Mas  \  será  indispensable  que  despues  que  el  de- 
lito ha  privado  á  la  sociedad  de  -uno  de  sus  miembros ,  la 
justicíala  prive  de  otro  con  el  castigo?  ¿No  habría  acaso 
otra  pena  ,  que  al  paso  que  fuese  mas  útil  al  cuerpo  social , 
reprimiese  mas  eficazmente  el  asesinato?  Las  causas  ordi- 
narias de  este  horroroso  crimen  son  la  enemistad  ó  el  odio, 
y  la  codicia  ó  rapacidad;  pero  estas  pasiones  temen  sobre 
tocio  por  su  propia  naturaleza  la  humillación ,  las  privacio- 
nes ,  el  trabajo  forzado  y  la  prolongada  cautividad.  La  muerte 
es  solo  un  mal  de  un  momento ,  un  mal  que  tal  vez  se  arros- 


(1  )  Aunque  la  ley  2  que  se  cita  supone  diferente  la  muerte  he- 
cha á  traición  de  la  ejecutada  con  alevosía,  Gutierre/,  Práct.  crim., 
tom.  5,  pág.  50,  nota  5,  dice,  y  en  concepto  de  Tapia  muy  bien, 
que  en  el  dia  es  lo  mismo  una  que  otra,  á  no  snr  que  llamemoí 
traidor  al  que  hiere  ó  acomete  por  la  espalda  ,  y  alevoso  al  que  íf 
hace  cara  á  cara ,  aunque  insidiosamente. 
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tra  con  firmeza  ,  porque  es  fácil  ser  firme  y  valiente  algunas 
horas,  un  mal  que  muchos  miran  como  fin  de  sus  padeci- 
mientos ;  pero  la  vida  en  la  mansión  del  oprobio  ,  de  la 
austeridad  y  del  rigor,  saturada  de  la  hiél  del  menosprecio, 
sumida  en  un  silencio  jamas  interrumpido  y  en  un  trabajo 
penoso,  simpre  sintiendo  el  peso  de  la  ley  sin  esperanza  de 
sacudirlo  y  sin  goces  de  ninguna  especie  ,  seria  um  tormento 
continuado,  un  mal  intensísimo ,  que  abatiría  al  asesino  mas 
frenético  y  desnaturalizado  ,  y  le  baria  envidiar  mas  de  una 
vez  el  cadalso. 

Mas  no  es  frecuente  ver  asesinatos  cometidos  por  motivos 
de  venganza  personal,  porque  el  hombre  no  derrama  sino 
con  cierla  repugnancia  natural  la  sangre  del  hombre ,  mayor- 
mente si  los  tribunales  están  prontos  á  recibir  las  querellas 
y  vengar  todas  las  injurias.  La  indigencia  desesperada  es  la 
que-  forma  tantos  asesinos  ;  y  nunca  se  logrará  estirparlos 
sino  haciendo  felices  á  todos  los  hombres ,  y  previniendo  mas 
bien  que  castigando  los  crímenes  por  medio  de  la  educación, 
de  la  religion  ,  de  la  industria  ,  del  trabajo ,  y  de  una  sabia 
graduación  de  las  penas.  La  ley  que  impone  pena  capital  al 
que  roba  y  mata  en  un  camino  y  al  que  se  contenta  solo  con 
robar,  convierte  al  ladrón  en  asesino ,  y  espone  la  vida  del 
hombre  por  conservarle  sus  bienes. 

ASESOR.  El  letrado  que  asiste  al  juez  lego  para  darle 
consejo  en  lo  perteneciente  á  la  administración  de  justicia. 
Es  nombrado  por  el  rey  ó  por  el  mismo  juez.  El  juez  que 
tiene  asesor  nombrado  por  el  rey  debe  seguir  su  parecer  en 
las  providencias  y  sentencias  que  diere,  sin  que  pueda  va- 
'  lerse  de  otro  distinto ,  bien  que  el  asesor  y  no  el  juez  es  el 
responsable  de  las  resullas  ;  pero  si  en  algún  caso  creyese  el 
juez  tener  razones  para  no  conformarse  con  el  dictamen  del 
asesor,  puede  suspender  el  acuerdo  ó  sentencia  y  consultar 
á  la  superioridad  con  espresion  de  los  fundamentos  y  remi- 
sión del  espediente.  El  juez  que  nombra  su  asesor,  tampoco 
es  responsable  de  los  autos  que  diere  sino  solo  el  asesor,  á 
no  probarse  que  en  el  nombramiento  ó  acuerdo  hubo  colusión 
ó  fraude.  Ley  9,  tít.  16,  lib.  1 1,  Nov,  Recop.  El  asesor  que  se 
nombra  el  juez  lego  á  su  voluntad  y  arbitrio  se  suele  llamar 
asesor  voluntario,  y  es  por  lo  regular  alguno  délos  abogados 
del  pueblo  :  mas  el  nombrado  por  el  rey  se  llama  asesor  ne- 
cesario. Véase  Recusación. 

f  Cuando  los  alcaldes  de  los  pueblos  cabezas  de  partido 
desempeñen  las  funciones  de  los  jueces  de  primera  instancia, 
si  fueren  letrados  percibirán  los  derechos  que  para  los  jueces 
se  señalan  en  su  respectivo  arancel  ;  pero  si  fueren  legos ,  ó 
si  en  el  caso  de  ser  letrados  no  quisieran  despachar  por  sí 
sino  valiéndose  de  asesor,  cobrarán  dos  reales  tan  solo  por 
las  firmas  enteras  ,  y  uno  por  las  medias  firmas,  todos  los 
comprendidos  en  las  demarcaciones  de  las  audiencias  de 
Madrid,  Barcelona,  Granada,  Sevilla  y  Valencia,  y  una 
cuarta  parte  menos  de  estas  cantidades  los  que  se  hallen  en 
las  demás  audiencias:  teniendo  los  asesores  y  actuarios  sumo 
cuidado  en  hacer  que  las  firmas  enteras  se  pongan  única- 
mente cuando  sea  consiguiente  al  estado  del  asunto  ó  docu- 
mento en  que  hayan  de  recaer,  porque  de  lo  contrario  se  les 
exigirá  á  ellos  y  no  á  los  alcaldes  la  responsabilidad  en  que 
estos  hubieren  de  incurrir  por  esceso  en  sus  derechos.  — 
Los  asesores  de  los  alcaldes,  nombrados  por  estos  ,  perci- 
birán íntegramente  los  mismos  derechos  que  á  los  jueces  de 
primera  instancia  se  han  señalado  según  sus  territorios. 
Arts,  frlfi  y  3  "27  de  los  arañe,  jud.  de  v22  de  mayo  de  18'iG. 

ASESORADO.  Dicese  del  juez  que  provee  con  asesor,  y 
de  lo  así  proveído;  como  juez  asrsorado  ,  auto  asesorado. 

ASESORARSE.  Tomar  asesor  el  juez  lego  para  proveer 
ó  sentenciar  con  su  acuerdo;  —  y  también  lomar  cljuezlego 
el  dictamen  ó  consejo  del  asesor. 

ASESOR  A.  El  empleo  ó  encargo  de  asesor;  —  y  el  esti- 
pendio ó  derechos  que  se  le  pagan. 


ASIENTO.  El  lugar  que  tiene  alguno  en  cualquiera  tri- 
bunal ó  junta:  —  el  sitio  en  que  está  ó  estuvo  fundado  algún 
pueblo  ó  edificio  :  —  el  tratado  ó  ajuste  de  paces  entre  dos 
naciones  :  —  el  contrato  ú  obligación  que  se  hace  para  pro- 
veer de  dinero ,  víveres  ó  géneros  á  algún  ejército ,  plaza , 
provincia  ó  ciudad ,  ó  para  elaborar  los  géneros  estancados 
y  conducirlos  á  los  lugares  de  despacho ,  etc.  :  —  la  anota- 
ción ó  apuntamiento  de  alguna  cosa  por  escrito  para  que  no 
se  olvide  ;  —  y  el  territorio  y  población  de  las  minas  en  las 
Indias.  —  Véase  Asentista. 

ASIGNATURA.  En  algunas  universidades  la  materia  ó 
tratado  que  debe  leer  ó  esplicar  cada  año  el  catedrático  á 
sus  discípulos  ;  lo  que  se  llama  asignatura  de  cátedra. 

ASILO.  Palabra  griega  con  que  se  denota  el  lugar  sagra- 
do de  donde  no  es  lícito  sacar  á  los  que  se  han  acogido  á  él. 
Es  pues  el  asilo  según  su  etimología  un  lugar  de  refugio  para 
los  delincuentes;  y  por  él  se  entiende  en  el  dia  el  derecho 
que  tienen  ciertos  delincuentes  que  se  refugian  en  la  iglesia 
para  estar  bajo  el  amparo  de  ella  y  no  ser  castigados  sino 
con  una  pena  mas  moderada  que  la  correspondiente  á  sus 
delitos.  Este  derecho  se  funda  en  la  inmunidad  ó  privilegio 
local  que  el  respeto  ha  concedido  en  todos  tiempos  á  las  ca» 
sas  consagradas  al  culto  del  Ser  supremo,  creyendo  que  la 
divinidad  cubre  con  su  manto  al  que  allí  se  refugia  implo- 
rando su  protección.  Véase  Inmunidad. 

El  asilo  libra  á  los  reos  refugiados  de  la  pena  corporal  en 
que  tal  vez  hubieren  incurrido.  Mas  no  todas  las  iglesias 
pueden  servir  de  asilo,  pues  por  bula  del  papa  Clemen- 
te XIV  (I)  quedó  reducido  este  privilegio  á  una  ó  dos 
cuando  mas  en  cada  ciudad  según  su  población  y  á  la  elec- 
ción de  los  ordinarios  (2)  ;  bien  que  no  poF  eso  puede  sacarso 
de  las  otras  iglesias  á  los  que  se  acogieren  á  ellas,  sin  per- 
miso del  juez  eclesiástico  ,  á  quien  debe  dirigirse  sin  nece- 
sidad de  escrito  el  secular  para  que  lo  conceda  ;  ley  5,  tit.  h, 
lib.  1,  Nov.  Rec.  y  sus  notas. 

No  todos  los  delincuentes  gozan  del  beneficio  del  asilo, 
pues  se  esceptúan  los  que  han  cometido  alguno  de  aquellos 
delitos  que  por  su  atrocidad  merecen  todo  el  rigor  de  las 
leyes,  cuales  son  :  —  Io.  los  incendiarios  y  sus  ausiliadores 
y  aconsejadores,  siempre  que  maliciosamente  incendiaren 
cosa  sagrada,  religiosa,  profana,  campos,  edificios  ó  gana- 
dos :  —  2o.  los  plagiarios,  esto  es,  los  que  por  fuerza  ó  en- 
gaño se  llevan  hombres  y  los  retienen  en  su  poder  para  que 
se  rediman  con  dinero;  como  igualmente  los  que  por  cartas 
ó  mensajeros  sacan  dinero  ú  otra  cosa  amenazando  con  la 
muerte  ó  con  el  incendio  :  —5o.  los  envenenadores  ,  que  á 
sabiendas  y  con  ánimo  de  matar  componen ,  venden  ó  dan 
veneno,  aunque  no  se  siga  el  efecto  :  —  4o.  los  asesinos,  esto 
es ,  el  que  da  y  el  que  recibe  el  encargo  de  cometer  un  ho- 
micidio ,  como  también  los  que  concurren  á  su  perpetración 
con  hechos  ó  consejos ,  aunque  no  se  verique  la  muerte  ,  con 
tal  que  se  llegue  al  acto  próximo ,  v.  gr  á  herir  :  —  S°.  los 
salteadores  de  caminos  públicos  ó  vecinales ,  aunque  no  hie- 
dan ó  dañen  á  persona  alguna  :  —  9o.  los  ladrones  nocturnos 
que  introduciéndose  por  medio  de  algún  instrumento  ó  ardid 
en  casa  ,  tienda,  almacén  ú  otro  lugar  semejante,  sustraje- 
ren cosa  ó  cantidad  por  la  cual  merezcan  pena  de  muerte  : 
—  7o.  los  que  fingiéndose  ministros  de  justicia  entran  do 
noche  en  las  casas,  y  hurtan  en  ellas  ó  violentan  las  muje- 
res honestas  :  —  8o.  los  que  adulteran  las  escrituras,  cédu- 


(!)  Rula  de  12  de  setiembre  de  1772,  que  se  mandó  observar 
por  la  cédula  que  se  ve  en  la  Rec.  de  Beleñn  ,  n.  296. 

(2)  En  Méjico  por  bando  de  29  de  mayo  de  1774,  se  designaron 
para  asilos  las  parroquias  de  San  Miguel  y  Sta.  Catalina  Mártir. 
Mas  se  previno  que  á  las  demás  iglesias  se  guardase  (oda  conside- 
ración y  respeto,  y  se  usase  el  oficio  de  ruego  para  eslraer  al  reo 
aue  se  acogiese  á  ellas. 
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las  ,  cartas,  libros  ú  otros  escritos  de  los  bancos  públicos;  y 
los  que  hacen  falsas  libranzas,  órdenes  ó  mandatos  para  sacar 
el  dinero  puesto  allí  en  fondo  :  —  9o.  los  comerciantes  que 
quiebran  fraudulentamente:  —  10°.  los  peculatarios ,  esto 
es,  los  recaudadores ,  tesoreros,  depositarios  y  ministros 
del  fisco ,  de  los  concejos  y  de  los  montes  públicos  ó  de  pie~ 
dad,  que  cometen  hurtos  ó  fraudes  en  los  fondos,  alhajas, 
prendas  ó  efectos  que  tienen  á  su  cargo ,  cuando  el  hecho 
merece  pena  ordinaria  :  i  Io.  los  reos  de  lesa  majestad ,  y  los 
que  hacen  injuria  personal  á  los  ministros  que  tienen  juris- 
dicción del  rey  :  —  12°.  los  que  eslraen  ó  mandan  estraer 
por  fuerza  los  reos  del  asilo  :  —  15°.  los  que  en  lugares  de 
asilo  cometan  homicidios,  mutilaciones  de  miembros  ú  otros 
delilos  que  se  castigan  con  pena  de  sangre  ó  galeras  ;  y  los 
que  saliendo  del  asilo  cometen  los  mismos  delitos.— lh°.  los 
que  abusan  del  asilo  cuando  trasladados  á  otra  iglesia  por 
autoridad  del  obispo  delinquen  de  nuevo:  —  15°.  finalmente 
son  escluidos  del  asilo  los  taladores  de  campos ,  los  herejes , 
los  falsificadores  de  letras  apostólicas,  los  homicidas  (1)  de 
caso  pensado  y  premeditado,  y  los  reos  de  moneda  falsa. 
Leyes  Uy  5,  tít.  il,  Part.  1;  leyes  i  yli,  tít.U,lib.l,  Nov.  Rec. 
y  sus  notas;  Bula  de  Greg.  XIV  de  2b  de  junio  de  1591  ;  de 
Bened.  XIII  de  8  de  junio  de  172b;  rie  Clem.  XII  de  i  de 
enero  de  173'1  ;  Concordato  de  1757  ;  Encíclica  de  Bened.  XIV 
de  20  de  febrero  de  1751  ;  Breve  de  Clem.  XIV  de  12  rie  se- 
tiembre  de  1772;  Socueba  ,  de  asilos,  cap.  2  (2). 
Para  que  haya  lugar  al  beneficio  del  asilo  en  los  delitos 

(1)  Los  homicidas  alevosos  y  asesinos  fueron  tratados  por  el 
legislador  hebreo  con  sapientísimo  rigor,  y  el  homicida  involun- 
tario mereciólas  consideraciones  mas  prudentes,  como  lo  observa 
el  abate  Guené.  La  mayor  parte,  dice,  de  los  antiguos  pueblos 
Tuvieron  asiles  religiosos  de  donde  no  se  podían  estraer  los  delin- 
cuentes mas  grandes;  y  estos  asilos,  dice  el  célebre  autor  del 
Espíritu  de  las  leyes,  se  multiplicaron  tanto,  principalmente  en 
Grecia ,  que  los  magistrados  tenían  trabajos  para  establecer  la 
policía  :  Moisés  no  concedió  ninguno  al  homicidio  voluntario. 
Mas  si  alguno,  dice,  teniendo  odíti  à  su  prójimo,  pusiese  asechan- 
zas a  su  vida,  y  levantándose  le  hiriere,  y  muriere,  y  se  refugiare 
á  una  de  las  sobredichas  ciudades ,  enviarán  los  ancianos  de  la 
ciudad  de  él,  y  lo  sacarán  del  lugar  del  asilo,  y  lo  pondrán  en 
mano  del  pariente  de  aquel  cuya  sangre  fué  derramada,  y  morirá. 
No  tendrás  piedad  de  él,  y  quitareis  de  Israel  la  sangre  inocente 
para  que  te  vaya  bien.  Deut.  XIX,  di,  12,  15.  El  mismo  taber- 
náculo, á  pesar  de  la  santidad  del  lugar,  no  hubiera  podido  ser 
un  asilo  seguro  para  el  homicida.  Si  alguno  adrede,  dice  el  Señor, 
y  por  asechanzas  matare  à  su  prójimo,  lo  arrancareis  de  mi  altar 
para  que  muera.  Exod.  XXI ,  14.  No  creía  el  legislador  judío  que 
era  honrar  á  Dios  el  hacer  que  sus  templos  sirvieran  para  salvar 
á  los  criminales  que  él  condenaba.  —  De  cuarenta  y  ocho  ciudades 
levíticas,  se  escogerán  seis ,  tres  de  la  parte  de  allá  del  Jordan  y 
tres  de  la  de  acá ,  para  que  sirvan  de  refugio  al  homicidio  invo- 
luntario. Estas  ciudades  estarán  situadas  à  distancias  conve- 
nientes, los  caminos  allanados  con  cuidado  para  que  el  vengador 
no  lo  alcance  y  quite  la  vida  al  que  no  es  reo  de  muerte.  Las  leyes 
de  Moisés  sobre  el  asilo,  dice  Montesquieu,  eran  muy  sabias,  por- 
que aunque  los  homicidas  involuntarios  eran  inocentes ,  no  debían 
estar  á  la  vista  de  los  parientes  del  muerto,  y  así  estableció  para 
ellos  un  asilo.  Los  verdaderos  reos  no  merecían  este,  y  así  no  lo 
hubo  para  ellos.  Los  judíos  no  tenían  mas  que  un  tabernáculo 
y  un  templo,  y  los  homicidas  que  de  todas  partes  se  hubieran 
acogido  á  él ,  habrían  perturbado  el  servicio  divino.  Y  si  se  les 
hubiera  desterrado  del  pais,  era  de  temer  que  hubiesen  adorado 
á  los  dioses  estranjeros. 

(2)  Toda  esta  legislación  sobre  el  asilo,  con  las  demás  disposi- 
ciones que  va  esplicando  el  aulor  en  orden  á  la  extracción  de  los 
refugiados  en  las  iglesias  etc.,  fué  mandada  guardar  on  América 
por  nal  cédula  de  9  de  noviembre  de  1775,  Delena,  5a.  fol.,  pág. 
179 ,  n.  296. 


no  esceptuados ,  sientan  los  canonistas  ser  necesario  que  los 
reos  huyan  espontáneamente  á  la  iglesia  con  el  fin  de  implo- 
rar su  patrocinio  ,  y  que  por  consiguiente  no  gozan  de  dicho 
beneficio  los  que  van  al  templo  por  otra  razón  que  no  sea 
la  de  refugiarse  ,  ni  los  que  pasan  presos  por  los  lugares  in- 
munes ,  aunque  viéndose  en  ellos  imploren  el  ausilio  de  la 
iglesia,  pues  que  en  tal  estado  no  pueden  huir  ni  retraerse. 
Estas  razones,  sin  embargo,  parecen  menos  sólidas  que  su- 
tiles. ¿Qué  diferencia  esencial  se  encuentra  para  la  adquisi- 
ción del  derecho  de  asilo  entre  el  reo  que  huye  á  la  iglesia 
con  este  objeto,  y  el  que  hallándose  ya  dentro  por  otra  causa 
declara  que  se  acoge  á  su  amparo?  ¿Es  que  la  fuga  es  un 
acto  meritorio  ,  sin  el  cual  el  reo  no  se  hace  digno  de  la  com- 
pasión de  la  iglesia?  ¿Es  que  no  huye  déla  justicia  quien 
viéndose  en  lugar  sagrado  no  quiere  salir  fuera  por  librarse 
así  de  sus  manos  ó  no  caer  en  ellas? 

Nada  importa  que  el  reo  para  retraerse  á  sagrado  se  haya 
escapado  con  violencia  ó  sin  ella  de  la  cárcel  donde  estaba 
preso  ó  de  manos  de  los  ministros  que  le  llevaban  á  la  cárcel 
ó  al  suplicio  :  en  todos  estos  casos ,  del  mismo  modo  que 
cuando  se  retrae  al  saber  que  se  trata  ó  puede  tratarse  de 
su  captura ,  debe  gozar  del  beneficio  del  asilo ,  pues  si  los 
esfuerzos  que  hace  un  delincuente  por  salvar  su  vida  se 
quiere  que  se  consideren  como  un  delito ,  no  son  ciertamente 
de  la  clase  de  aquellos  crímenes  que  merecen  todo  el  rigor 
de  las  leyes;  y  de  todos  modos  no  hay  disposición  legal  que 
los  tenga  por  obstáculo  á  dicho  goce. 

Tampoco  parece  ha  de  negarse  el  asilo  al  delincuente 
preso  que  obteniendo  permiso ,  bajo  caución  juratoria,  para 
ir  á  la  iglesia  á  misa  ó  á  otro  acto  religioso ,  se  aprovecha 
de  la  ocasión  y  se  acoge  á  su  amparo  ;  pero  quieren  los  au- 
tores que  p;da  relajación  del  juramento. 

Si  el  delincuente  so  hubiese  retraído  á  sagrado  por  dos 
delitos,  uno  de  los  cuales  goza  de  asilo  y  el  otro  no,  se  le 
estrae  y  castiga  por  el  uno  ,  y  se  le  deja  inmune  por  el  otro. 

El  reo  refugiado  que  libre  y  espontáneamente  deja  el  lu- 
gar de  asilo  ,  pierde  su  privilegio  y  puede  ser  aprisionado. 

Luego  que  el  juez  tenga  noticia  de  que  se  ha  cometido  al- 
gún delito  y  de  que  su  perpetrador  se  ha  refugiado  en  la 
iglesia,  debe  hacer  según  la  práctica  las  diligencias  siguien- 
tes  :  —  Ia.  certificarse  de  uno  y  otro  por  ante  el  escribano; 
—  2a.  poner  guardas  disimuladas  que  observop  las  salidas 
de  la  iglesia  para  que  el  reo  no  pueda  fugarse,  pero  sin  que 
impidan  el  que  le  lleven  comida  y  vestido  ;  —  5a.  otorgar 
ante  el  escribano  y  testigos  la  competente  caución  jurada  en 
que  prometa  que  mantendrá  en  la  cárcel  al  refugiado  en  ca- 
lidad de  detenido  y  depositado  á  nombre  de  la  iglesia  sin  mas 
prisiones  que  las  precisas  para  su  seguridad,  que  no  le  im- 
pondrá pena  alguna  hasta  que  esté  decidido  el  artículo  de  si 
debo  gozar  ó  no  del  beneficio  de  la  inmunidad,  y  que  le  res- 
tituirá á  la  iglesia  libre  de  prisiones  en  caso  de  serle  favora- 
ble la  decisión ,  bajo  las  penas  de  escomunion  contenidas  en 
las  constituciones  apostólicas;  —  h3.  pasar  oficio  al  rector, 
párroco  ó  prelado  eclesiástico ,  dándole  noticia  de  la  estrac- 
cion  que  va  á  hacerse  y  acompañándole  la  caución;  — 
5a.  proceder  á  la  estraccion  y  á  lo  demás  que  dispone  la  ley 
6,  tít.  h,  lib.  \,  Nov.  Rec,  que  dice  así  : 

«  Art.  Io.  Cualquiera  persona  de  ambos  sexos,  sea  del 
estado  y  condición  que  fuese  ,  que  se  refugiase  á  sagrado , 
se  estraerá  inmediatamente  con  noticia  del  rector,  párroco  ó 
prelado  eclesiástico  por  el  juez  real  bajo  la  compelente  cau- 
ción (por  escrito  ó  de  palabra  á  arbitrio  del  retraído)  de  no 
ofenderle  en  su  vida  y  miembros  :  se  le  pondrá  en  cárcel 
segura ,  y  se  le  mantendrá  á  su  costa ,  si  tuviese  bienes ,  y 
en  caso  de  no  tenerlos ,  de  los  caudales  del  público  ó  de  mi 
real  hacienda  á  falta  de  unos  y  otros  ;  de  modo  que  no  le  falte 
el  alimento  preciso. 

2o.  Sin  dilación  se  procederá  á  la  competente  averigua- 
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cion  del  motivo  ó  causa  del  retraimiento  ;  y  si  resultare  que 
es  leve  ó  acaso  voluntaria ,  se  le  corregirá  arbitraria  y  pru- 
dentemente, y  se  le  pondrá  en  libertad,  con  el  apercibi- 
miento que  gradúe  oportuno  el  juez  respectivo. 

5o.  Si  resultase  delito  ó  esceso  que  constituya  al  refugiado 
acreedor  á  sufrir  pena  formal ,  se  le  hará  el  correspondiente 
sumario  ;  y  evacuada  su  confesión,  con  las  citas  que  resul- 
ten, en  el  término  preciso  de  1res  dias  (  cuando  no  haya  mo- 
tivo urgente  que  lo  dilate  )  se  remitirán  los  autos  á  la  real 
audiencia  ó  chancillería  del  territorio  (1). 

U°.  En  las  audiencias  se  pasará  el  sumario  al  dictamen 
fiscal  ;  y  con  lo  que  opine  y  resulte  de  lo  actuado ,  se  provi- 
denciará sin  demora  según  la  calidad  de  los  casos. 

5o.  Si  del  sumario  resulta  que  el  delito  cometido  no  es  de 
los  esceptuados ,  ó  que  la  prueba  no  puede  bastar  para  que 
el  reo  pierda  la  inmunidad,  se  le  destinará  por  providencia, 
y  cierto  tiempo. que  nunca  pase  de  diez  años ,  á  presidio, 
arsenales,  (sin  aplicación  al  trabajo  délas  bombas)  baje- 
les ,  trabajos  públicos ,  servicio  de  las  armas  ó  destierro  ;  ó 
se  le  multará  ó  corregirá  arbitrariamente  según  las  circuns- 
tancias del  delincuente  y  calidad  del  esceso  cometido;  y 
reteniendo  los  autos  se  darán  las  órdenes  correspondientes 
para  la  ejecución,  que  no  se  suspenderá  por  motivo  alguno; 
y  hecha  saber  la  condenación  á  los  reos,  si  suplicaren  de 
ella  ,  se  les  oirá  conforme  á  derecho. 

6o.  Cuando  el  delito  sea  atroz,  y  de  los  que  por  derecho 
no  deben  los  reos  gozar  de  la  inmunidad  local ,  habiendo 
pruebas  suficientes ,  se  devolverán  los  autos  por  el  tribunal 
al  juez  inferior  ,  para  que  con  copia  autorizada  de  la  culpa 
que  resulta,  y  oficio  en  papel  simple,  pida  sin  perjuicio  de  la 
prosecución  de  la  causa  .al  juez  eclesiástico  de  su  distrito  la 
consignación  formal  y  llana  entrega,  sin  caución,  de  la  per- 
sona del  reo  ó  reos  ;  pasando  al  mismo  tiempo  acordada  al 
prelado  territorial  para  que  faeilite  el  pronto  despacho. 

7o.  El  juez  eclesiástico ,  en  vista  solo  de  la  referida  copia 
de  culpa  que  le  remita  el  juez  secular ,  proveerá  si  ha  ó  no 
lugar  la  consignación  y  entrega  del  reo;  y  le  avisará  inme- 
diatamente de  su  determinación  con  oficio  en  papel  simple. 

8o.  Provista  la  consignación  del  delincuente  ,  se  efectuará 
la  entrega  formal  dentro  de  veinte  y  cuatro  horas  ;  y  siempre 
que  en  el  discurso  del  juicio  desvanezca  las  pruebas  ó  indi- 
cios que  resulten  contra  él ,  ó  se  disminuya  la  gravedad  del 
delito ,  se  procederá  á  la  absolución  ó  al  destino  que  corres- 
ponda, según  el  art.  b°. 

9o.  Verificada  la  consignación  del  reo  ,  procederá  el  juez 
secular  çn  los  autos ,  como  si  el  reo  hubiera  sido  aprehen- 
dido fuera  del  sagrado;  y  sustanciada  y  determinada-la  causa 
según  justicia ,  se  ejecutará  la  sentencia  con  arreglo  á  las 
leyes. 

10.  Si  el  juez  eclesiástico  en  vista  de  lo  actuado  por  el  se- 
cular denegase  la  consignación  y  entrega  del  reo ,  ó  proce- 
diese á  formación  de  instancia  ú  otra  operación  irregular,  se 
dará  cuenta  por  el  inferior  al  tribunal  respectivo  con  remi- 
sión de  los  autos  y  demás  documentos  correspondientes 
para  la  introducción  del  recurso  de  fuerza,  de  que  se  harán 
cargo  mis  fiscales  en  todas  las  causas  ;  para  lo  que  el  juez 
pasará  los  autos  á  la  audiencia  ó  chancillería  del  territorio  , 
y  esta  se  los  devolverá  finalizado  el  recurso  ;  y  en  tai  caso  el 

(1)  En  el  ord.  de  las  Cortes  de  28  de  octubre  de  1815  ,  se  de- 
claró por  punto  general  que  á  los  jueces  de  primera  instancia  toca 
acordar,  por  via  de  providencia,  el  deslino  ó  corrección  de  los  reos, 
dando  cuenta  con  el  proceso  antes  de  su  ejecución  á  la  Audiencia 
territorial  con  arreglo  al  art.  20,  cap.  2  de  la  ley  de  9  de  octubre 
de  1812  :  y  el  art.  22,  §  6 ,  de  la  5a.  ley  const.  dice  ser  atribución 
de  los  tribunales  superiores  de  los  departamentos  :  «  declarar  en 
las  causas  de  reos  inmunes  los  casos  en  que  deba  pedirse  á  la  ju- 
risdicción eclesiástica  su  consignación.  »  Esto  en  orden  á  Méjico.. 


tribunal ,  en  donde  se  ha  de  ventilar  la  fuerza ,  librará  la 
ordinaria  acostumbrada  para  que  el  juez  eclesiástico  remita 
igualmente  los  autos ,  citadas  las  partes ,  ó  que  pase  el  nota- 
rio á  hacer  relación  de  ellos,  según  el  estilo  que  en  su  razón 
se  halla  introducido  en  los  demás  recursos  de  aquella  clase, 
á  fin  de  que  con  inteligencia  de  todo  se  pueda  determinar 
lo  mas  arreglado ,  sin  que  deba  escusarse  á  ello  el  eclesiás- 
tico con  pretesto  alguno. 

11.  Decidido  sin  demora  el  recurso  de  fuerza ,  y  hacién- 
dola el  eclesiástico ,  se  devolverán  los  autos  al  juez  inferior  ; 
y  este  procederá  con  arreglo  al  art.  9  :  pero  no  haciéndola 
en  lo  sustancial ,  providenciará  desde  luego  el  tribunal  el 
destino  competente  del  reo  ó  reos  conforme  á  lo  prevenido 
en  el  art.  5o. 

12.  Cuando  el  reo  refugiado  sea  eclesiástico  y  conserve  su 
fuero,  se  hará  la  estraccion  y  encarcelamiento  por  su  juez 
competente ,  y  procederá  en  la  causa  con  arreglo  á  justicia, 
ausiliándose  por  el  brazo  seglar  en  todo  lo  que  necesite  y 
pida. 

15.  En  los  casos  dudosos  estarán  siempre  los  tribunales 
por  la  corrección  y  pronto  destino  de  los  reos  ,  sin  embara- 
zarse, ni  empeñarse  en  sostener  sus  conceptos;  antes  bien 
deberán  prestarse  todos  á  los  medios  y  arbitrios  que  faciliten 
el  justo  fin  que  me  he  propuesto  en  esta  determinación,  á  que 
principalmente  me  induce  la  debida  atención  á  la  humani- 
dad, quietud  pública,  y  remedio  de  tantos  males  como  se 
han  esperimentado  hasta  ahora  con  irreverencia  del  san- 
tuario. 

14.  Por  lo  que  respeta  á  los  reinos  de  Aragon ,  Valencia  y 
principado  de  Cataluña  se  observará  por  ahora  la  práctica 
que  rige  respecto  á  los  militares,  dejando  para  otro  tiempo 
tratar  de  uniformarla  con  la  de  Castilla ,  si  se  creyere  con- 


veniente. 


Tales  son  las  disposiciones  de  la  ley,  siendo  de  advertir 
sobre  el  art.  10 ,  que  si  el  juez  eclesiástico  ,  de  quien  se  in- 
terpone el  recurso  de  fuerza  ,  tiene  el  juzgado  en  el  mismo 
pueblo  donde  está  el  tribunal  real  superior  del  distrito  ,  se 
manda  por  este  al  notario  que  vaya  á  hacer  relación  de  los 
autos  ;  y  si  lo  tiene  fuera,  se  Ife  ordena  la  remisión  de  estos. 
Los  autos  se  pasan  al  fiscal  de  dicho  tribunal  superior,  quien 
en  caso  de  fuerza  defiende  la  jurisdicción  real ,  sin  perjuicio 
de  que  la  parte  agraviada  defienda  su  derecho ,  y  de  que  el 
juez  eclesiástico  nombre  abogado  que  esponga  en  el  tribunal 
el  motivo  de  su  proceder.  Si  el  fiscal  cree  queno  hay  fuerza, 
pone  su  respuesta  diciendo  :  el  fiscal  lo  ha  visto.  Luego  se 
pasan  los  autos  al  relator,  quien  hace  relación  de  ellos,  y 
el  tribunal  decide  si  hace  ó  no  hace  fuerza  el  eclesiástico , 
con  lo  que  se  termina  este  espediente  que  no  admite  apela- 
ción ni  súplica. 

Si  el  derecho  de  la  inmunidad  fuese  violado  por  el  juez 
seglar,  no  debe  el  eclesiástico  publicar  censuras  ni  proceder 
contra  él  en  manera  alguna,  sino  hacerlo  presente  al  supre- 
mo consejo,  y  en  caso  necesario  al  mismo  soberano  por  la 
via  reservada  del  despacho  de  Gracia  y  Justicia,  para  que 
se  provea  de  remedio  ;  real  céd.  de  19  de  noviembre  de  1771  ; 
Elizond.,  Prûct.  unw.  for.,  tom.  U,  pág.  457,  n.  51  (2). 

En  Aragon  no  se  pide  permiso  al  eclesiástico  para  estraer 
á  los  refugiados  de  los  lugares  inmunes  :  los  ministros  secu- 
lares hacen  por  sí  la  estraccion,  sin  perjuicio  de  la  inmuni- 


(2)  Véase  también  sobre  esta  importante  materia  á  Covar.,  Re- 
curso de  fuerza,  t.íl,  sobre  inmunidad;  Bob.,  Polit.,  lib.  2,  cap. 
\U,  que  en  el  n.  5  trata  de  si  la  inmunidad  eclesiástica  es  de 
derecho  divino,  y  en  el  101  presenta  varios  ejemplos  é  historias 
de  sucesos  infelices  de  principes  y  personas  por  desacato  á  los 
templos  ó  á  nuestras  santas  iglesias;  VilanoYa,  Materia  crim., 
obscr.  9,  cap.  5;  Conc.  Trid.  ses.  25  ,  de  ref.  cap.  20  ;  Cur.Filíp., 
§  12,  p.  3,  Juicio  crim.  sobre  Retraídos, 
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dad,  y  con  el  debido  respeto  á  la  casa  de  Dios;  nota  12, 
tit.  h,  lib.  1 ,  Nov.  Rec. 

Con  respecto  á  los  militares  se  encuentra  dispuesto  en  di- 
cho tít.  i-,  lib.  1 ,  Nov.  Rec,  por  orden  cronológico  lo  si- 
guiente :  —  Io.  que  los  soldados  desertores  refugiados  á  la 
iglesia  hayan  de  ser  sacados  de  ella  por  via  económica, 
consienta  ó  no  el  eclesiástico,  solo  para  el  fin  de  que  vuelvan 
á  servir  en  sus  respectivos  cuerpos ,  haciendo  caución  jura- 
loria  los  ministros  ó  cabos  que  los  sacaren,  de  que  no  los  cas- 
tigarán ni  harán  otra  vejación  ;  ley  3  : — 2o.  que  en  cualquiera 
controversia  de  inmunidad,  en  que  no  debe  gozar  de  ella  el 
reo  militar,  se  remitan  luego  al  capitán  ó  comandante  gene- 
ral de  la  provincia  las  informaciones  hechas  sobre  el  caso , 
para  que  dé  orden  al  auditor  ó  asesor  militar  á  fin  de  que 
tome  en  sí  la  defensa  de  la  jurisdicción,  debiendo  el  intendente 
con  relación  jurada  del  auditor  y  visto  bueno  del  coman- 
dante general  pagar  sin  dilación  el  importe  de  los  gastos  que 
se  causaren  en  la  prosecución  de  tal  instancia;  nol.  2  de  d. 
ley  3  :  —  3o.  que  no  valga  el  asilo  á  los  que  se  refugiaren 
con  objeto  de  escusarse  del  real  servicio  en  el  ejército  ó 
marina  á  que  estuvieren  aplicados  ,  y  que  se  estraigan  por 
los  cabos  militares,  ministros  ó  justicias  con  noticia  del  ecle- 
siástico secular  ó  regular  que  pudiere  ser  habido  de  pronto 
en  el  lugar  sagrado  ,  entregándose  caución  juratoria  en  el 
real  nombre  de  que  no  se  les  impondrá  pena  alguna;  nota  3 
de  d.  ley  3  :  — k°.  que  los  soldados  que  contra  las  reglas  de 
buena  disciplina  se  retirasen  á  la  iglesia  á  deducir  desde 
ella  sus  quejas  ó  pretensiones,  ademas  de  ser  estraidos  y 
aplicados  por  via  de  corrección  á  las  obras  ó  trabajos  de  las 
plazas  por  el  tiempo  que  les  falte  á  cumplir,  pierdan  por  el" 
hecho  de  haberse  refugiado  todo  el  derecho  ó  acción  que 
pudiesen  tener  á  las  mismas  pretensiones,  aunque  en  su  na- 
turaleza sean  fundadas  y  justas;  y  que  el  soldado  que  pro- 
moviere especies  que  puedan  alterar  la  obediencia  y  disci- 
plina, si  hubiere  tomado  iglesia  será  estraido  bajo  caución,  y 
como  genio  perjudicial  en  el  regimiento  se  le  aplicará  por 
via  de  corrección  à  las  citadas  obras  ó  trabajos  de  la  plaza 
por  el  tiempo  que  le  fallare  á  cumplir;  ley!  :  —  S°.  que 
todos  los  reos  militares  refugiados  á  la  iglesia,  que  según  la 
ordenanza  deban  ser  procesados  ,  se  estraigan  inmediata- 
mente con  la  caución  de  no  ofender,que  se  les  ponga  en  prisión 
segura,  y  forme  el  correspondiente  sumario  ;  y  que  tomada 
su  confesión ,  con  las  citas  que  de  ella  resulten  en  el  preciso 
término  de  tres  dias  ,  cuando  no  haya  motivo  urgente  que 
exija  alguna  dilación  se  remitan  los  autos  al  consejo  de 
guerra ,  y  en  Indias  al  virey  ó  gobernador  respectivo ,  para 
que  según  las  calidades  del  delito  providencie  el  destino  del 
reo  ,  ó  que  se  pida  la  consignación  formal  de  su  persona,  ó 
que  se  forme  la  competencia  con  la  jurisdicción  eclesiástica 
sobre  el  goce  de  inmunidad  ;  encargándose  en  este  caso  por 
el  consejo  á  los  respectivos  jueces  y  prelados  eclesiásticos  el 
pronto  despacho;  nota  lo  y  ili  à  la  ley  6  :  —  6o.  que  los  de- 
lincuentes refugiados  se  destinen  en  ciase  de  desterrados , 
como  en  depósito,  por  tiempo  de  ocho  ó  nueve  años  cuando 
mas;  nota  16  à  la  ley  7  :  — 7o.  que  los  reos  refugiados  sean 
procesados  y  sentenciados  por  los  consejos  ordinarios  de 
oficiales  del  ejército  y  de  la  armada  en  los  casos  que ,  no 
obstante  el  goce  de  inmunidad,  se  hallare  que  el  delito  tiene 
pena  espresa  en  las  reales  ordenanzas  ó  resoluciones ,  con 
prevención  de  que  si  fuere  la  de  presidio ,  se  destine  á  él  al 
refugiado  bajo  la  calidad  de  desterrado  en  depósito  por  ocho 
ó  nueve  años  cuando  mas,  conforme  á  lo  dispuesto  en  la 
anterior  resolución  ;  nota  17  «  la  ley  7  :  —  8o.  que  á  los  reos 
militares  con  inmunidad  se  óigala  escepcion  de  embriaguez, 
no  obstante  lo  prevenido  en  el  art.  121,  lit.  10,  trat.  8  de  las 
ordenanzas  del  ejército;  ley  8  :  =  9o.  que  al  reo  militar 
aprehendido  ó  presentado  fuera  del  asilo  con  solo  papel  del 
cura,  si-n  la  caución  y  resguardo  correspondiente,  se  imponga 


la  pena  de  su  delito  ,  como  si  no  se  hubiese  refugiado  ;  ley 
9  :  —  10  que  las  costas  de  oficio  causadas  en  los  artículos 
de  competencia  de  inmunidad  ante  los  jueces  eclesiásticos  ó 
en  los  recursos  de  fuerza  ante  las  cnancillerías  y  audiencias, 
se  paguen  puntualmente  por  las  tesorerías  de  ejército,  cuan- 
do los  reos  no  tengan  bienes  á  mano  con  que  pagarlas;  y 
que  en  los  espresados  recursos  de  fuerza ,  que  con  frecuen- 
cia se  introducen  y  siguen  en  los  tribunales  reales  de  las 
sentencias  de  los  eclesiásticos  ,  sea  precisa  obligación  de  los 
fiscales  de  las  chanciilerías  y  audiencias  todo  lo  pertene- 
ciente á  la  defensa ,  bastando  para  escitar  su  ministerio  un 
oficio  del  auditor  de  guerra  de  la  provincia  sin  necesidad  de 
mas  poder;  leyes  10  y  1  1 . 

Después  de  haber  visto  lo  que  disponen  nuestras  leyes 
acerca  del  asilo  ,  resta  examinar  su  conveniencia.  El  objeto 
del  asilo  es  sustraer  un  delincuente  á  la  espada  de  la  ley.  Y 
¿habrá  delincuentes  que  no  merezcan  la  pena  en  que  han 
incurrido  ?  ¿y  podrán  consentirse  lugares  que  los  salven? 
Esto  es  lo  mismo  que  confesar  la  injusticia  de  las  leyes,  ó  caer 
en  una  monstruosa  inconsecuencia.  En  principio  general , 
no  debe  haber  lugar  alguno  que  esté  fuera  de  la  dependencia 
de  las  leyes,  cuya  autoridad  debe  eslenderse  á  todas  partes 
y  seguir  donde  quiera  al  ciudadano  ,  como  la  sombra  sigue 
al  cuerpo.  Hay  poca  diferencia  entre  la  impunidad  y  el  asilo; 
y  pues  que  el  mejor  medio  de  reprimir  el  crimen  es  la  pers- 
pectiva de  un  castigo  cierto  é  inevitable  ,  el  asilo  que  pre- 
senta un  abrigo  contra  la  acción  de  las  leyes  p'uede  conside- 
rarse como  un  incitativo  á  los  delitos.  Debe  pues  proscribirse 
en  toda  nación  bien  gobernada,  como  absurdo  en  su  origen 
y  funesto  en  sus  consecuencias.  Sin  embargo  ,  mientras 
subsistan  las  penas  demasiado  severas  que  se  establecieron 
en  épocas  de  costumbres  mas  duras ,  mientras  las  cárceles 
continúen  siendo  la  horrible  mansión  de  la  desesperación 
y  del  hambre,  mientras  la  inocencia  misma  tenga  que  tem- 
blar á  la  vista  de  una  acusación ,  no  dejaría  de  ser  triste 
para  la  humanidad,  según  dicen  algunos  autores,  la  absoluta 
abolición  del  asilo ,  el  cual  puede  continuar  con  las  escep- 
ciones  y  modificaciones  prescritas  en  las  leyes  hasta  que  se 
ponga  remedio  á  dichos  males. 

ASILO  territorial  ó  de  hospitalidad.  La  protección  y 
seguridad  personal  que  encuentra  en  el  territorio  de  una 
nación  el  estranjero  que  se  refugia  en  él,  sustrayéndose  á  la 
persecución  de  sus  acreedores  ó  á  la  acción  de  los  tribuna- 
les, por  deudas  contraidas  ó  crímenes  cometidos  en  pais  es- 
tranjero y  contra  personas  estranjeras. 

Algunos  han  pretendido  que  la  infracción  de  las  leyes  de 
un  pais  debia  castigarse  en  cualquiera  punto  del  globo 
donde  se  hallare  el  infractor,  de  modo  que  un  delito  cometido 
en  Constantinopla  se  podría  castigar  en  Lisboa,  por  la  razón 
de  que  el  que  ofende  á  una  sociedad  humana  merece  tener 
á  todos  los  hombres  por  enemigos.  Pero  como  las  legislacio- 
nes de  los  diversos  países  de  la  tierra  son  tan  diferentes  y 
aun  contradictorias;  como  las  leyes  de  cada  territorio  no  se 
han  hecho  sino  para  castigar  las  infracciones  de  las  mismas, 
y  no  las  violaciones  de  las  de  otro  ;  y  como  los  jueces  no 
tienen  á  su  cargo  el  vengar  al  género  humano  en  general, 
sino  solo  defender  las  convenciones  particulares  que  ligan 
recíprocamente  á  cierto  número  de  hombres;  ha  prevalecido 
la  doctrina  de  que  un  tribunal  no  puede  tomar  conocimiento 
de  los  hechos  acaecidos  y  obligaciones  contraidas  entre  es- 
Iranjeros  y  en  pais  estranjero.  Los  Romanos  mismos,  aunque 
poco  acostumbrados  á  poner  límite  á  su  poder,  y  aunque 
con  la  conquista  llevaron  su  derecho  á  todo  el  mundo,  con- 
sagraron sin  embargo  en  su  código  este  principio.  Los  deli- 
tos ,  dice  el  emperador  Teodosio ,  no  pueden  ser  castigados 
sino  donde  se  cometieron.  Oporlet  cnim  illie  criminum  judí- 
ela agitari,  ubi  facinus  dicilnradmissum.  El  inmortal  Locke, 
que  en  su  Gobierno  civil  profundizó  ios  principios  de  las 
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leyes ,  sienta  que  la  autoridad  legislativa ,  por  la  cual  las 
leyes  tienen  fuerza  de  tales  con  respecto  á  los  subditos  de 
una  república  ó  de  un  estado ,  no  tiene  poder  ni  derecho  al- 
guno con  respecto  á  un  estranjero  ,  y  que  los  que  tienen  la 
potestad  soberana  de  hacer  leyes  en  Inglaterra,  en  Francia 
y  en  Holanda,  son  hombres  sin  autoridad  alguna  con  res- 
pecto á  un  indio  y  á  todo  el  resto  del  mundo. 

Supongamos  pues  que  un  inglés  v.  gr.  contrajo  una  deuda 
en  Londres  á  favor  de  otro  inglés  ;  que  no  pudiendo  ó  no 
queriendo  pagarla  y  viéndose  en  peligro  de  ser  apremiado 
por  la  justicia,  huye  y  se  refugia  en  España;  y  que  su  ad- 
versario le  persigue  y  le  pone  una  demanda  en  nuestros 
tribunales.  ¿Podrán  nuestros  tribunales  acogerla  y  entender 
en  este  negocio?  Según  los  principios  sentados,  no  tienen  tal 
facultad.  Ellos  se  habrian  de  arreglar  en  su  decisión  á  las 
leyes  españolas ,  ó  á  las  inglesas.  El  arreglarse  á  las  leyes 
españolas  seria  injusto  y  aun  absurdo ,  pues  el  contrato  se 
hizo  en  Inglaterra  entre  dos  ingleses,  bajo  el  imperio,  en 
la  forma  y  según  el  espíritu  de  las  leyes  inglesas.  ¿Se  tra- 
tará de  juzgarlos  según  las  leyes  de  la  Gran  Bretaña?  Mas 
nuestros  magistrados ,  que  han  tenido  que  emplear  toda  su 
vida  en  aprender  las  nuestras,  ignorarán  absolutamente  las 
ajenas  ;  y  si  se  empeñan  en  tomar  rápidamente  algún  cono- 
cimiento de  ellas ,  no  es  fácil  comprendan  bien  su  espíritu 
que  siempre  interpretarán  á  pesar  suyo  con  el  espíritu  de 
la  legislación  española,  siendo  el  resultado  que  las  mas  veces 
perderá  su  causa  el  que  debia  ganarla,  porque  se  le  juzgará 
según  leyes  opuestas  á  las  que  tenia  presentes  cuando  con- 
trajo. Bien  es  verdad  que  la  ley  lb,tít.  Ik,  Part.  3,  dice  que 
«si  contienda  fuese  éntrelos  homes  de  otra  tierra  sobre  pley- 
to  ó  postura  que  hobiesen  fecho  en  ella,  ó  en  razón  de  alguna 

cosa  mueble  ó  raiz  daquel  logar, entonce ,  maguer  estos 

extraños  contendiesen  sobre  aquellas  cosas  ante  el  juez  de 
nuestro  señorío,  bien  pueden  rescebir  por  prueba  la  ley  ó  el 
fuero  de  aquella  tierra  que  alegaren  antél ,  et  débese  por 
ella  averiguar  et  delibrar  el  pleyto.  »  Pero  esta  ley  no  puede 
aplicarse  á  estranjeros  transeúntes,  á  no  ser  que  consientan 
ambos  litigantes  en  ser  juzgados  por  los  tribunales  españo- 
les ,  los  cuales  en  tal  caso  conocerían  del  pleito  mas  bien 
como  arbitros  que  como  jueces ,  pues  no  tienen  verdadera 
jurisdicción  sobre  estos  estranjeros.  ¿Se  dirá  que  por  el  he- 
cho de  establecer  un  estranjero  transitoria  y  temporalmente 
su  domicilio  en  una  nación  que  no  es  su  patria  ,  se  somete 
tácitamente  á  la  autoridad  de  nuestros  tribunales  por  todo 
el  tiempo  que  permanezca  en  el  pais?  Se  somete  efectiva- 
mente; mas  no  por  los  hechos  anteriores  á  su  entrada  en  el 
reino  ,  sino  por  los  posteriores ,  porque  ni  el  poder  legal  ni 
la  ley  pueden  tener  efecto  retroactivo. 

Lo  que  acabamos  de  decir  sobre  el  inglés  que  abandonó 
su  patria  por  sustraerse  á  sus  acreedores,  milita  igualmente 
á  favor  del  inglés  que  la  dejó  y  se  refugia  entre  nosotros 
por  librarse  de  la  pena  de  un  delito  allí  cometido.  Ni  el  agra- 
viado que  viene  en  su  seguimiento,  ni  nuestro  fiscal  ó  pú- 
blico acusador,  pueden  perseguirle  ante  nuestros  tribunales  : 
no  el  agraviado ,  porque  no  tiene  derecho  de  hacerlo  sino 
ante  los  tribunales  competentes,  que  son  los  de  su  pais  :  no 
el  fiscal  ó  público  acusador  ,  porque  no  puede  querellarse 
sino  de  los  delitos  que  ofenden  á  la  sociedad  á  quien  repre- 
senta. Nuestros  tribunales  no  tienen  los  mismos  medios  que 
los  tribunales  ingleses  para  reconocer  ia  inocencia  ó  culpa- 
bilidad de  un  inglés  que  delinquió  en  Inglaterra  ,  ni  pueden 
desplegar  la  misma  autoridad  sobre  un  individuo  que  en  el 
momento  de  su  aceion  criminal  no  les  estaba  subordinado , 
ni  pueden  juzgarle  con  arreglo  á  unas  leyes  que  el  refugiado 
no  conocía  ni  ha  quebrantado;  ni  con  arreglo  á  otras  que 
ellos  no  conocen  ni  están  obligados  à  defender.  El  pueblo 
español ,  por  otra  parte ,  que  ignora  el  nombre  y  el  crimen 
del  refugiado ,  ni  pide  venganza  contra  un  hombre  que  no  le 


ha  hecho  ningún  mal ,  ni  tiene  necesidad  de  un  ejemplar 
que  le  amedrente,  pues  que  no  precedió  un  ejemplo  que 
pudiese  corromperle. 

Mas  ya  que  los  tribunales  de  una  nación  no  pueden  juzgar 
á  un  estranjero  que  se  refugia  en  ella,  ¿deberán  remitirle 
y  entregarle  á  los  del  país  de  donde  huyó  y  cuyo  gobierno 
tal»  vez  le  reclama?  Todas  las  naciones  están  interesadas, 
dicen  algunos  autores,  en  entregarse  mutuamente  los  crimi- 
nales fugitivos,  porque  la  persuasion  de  no  encontrar  sobre 
la  tierra  un  lugar  en  que  los  crímenes  puedan  quedar  impu- 
nes seria  un  medio  eficaz  para  prevenirlos ,  y  porque  un 
enemigo  del  orden  es  una  adquisición  mas  peligrosa  que  útil 
á  la  nación  en  que  se  refugia,  y  su  castigo  es  necesario  á  la 
nación  ofendida.  Becaría,  sin  embargo,  manifiesta  que  no 
se  atreve  á  decidir  esta  cuestión ,  hasta  que  llegue  el  caso 
de  que  las  leyes  de  las  diversas  regiones  del  orbe  se  con- 
formen mas  con  los  sentimientos  naturales  del  hombre  , 
se  establezcan  penas  menos  bárbaras ,  se  comprima  la 
arbitrariedad  de  los  jueces  y  de  la  opinion,  se  destierre 
la  tiranía  al  Oriente,  dejando  la  Europa  bajo  el  suave  im- 
perio de  la  razón  ,  y  quede  por  consiguiente  mas  asegurada 
la  inocencia  y  mas  protegida  la  virtud  contra  las  persecu- 
ciones de  la  envidia.  Y  efectivamente,  prescindiendo  de  los 
tratados  especiales  que  median  entre  algunas  potencias,  se 
mira  en  el  dia  como  inviolable  en  casi  todos  los  Estados  el 
derecho  de  hospitalidad  á  favor  de  los  estranjeros  fugitivos 
que  van  á  buscar  un  asilo;  de  modo  que  aunque'estos  sean 
reclamados  por  los  gobiernos  de  los  países  en  que  delin- 
quieron ,  no  les  son  entregados  sino  en  los  casos  y  por  los 
crímenes  específicamente  contenidos  en  las  convenciones  di- 
plomáticas que  tal  vez  se  hubiesen  hecho  con  ellos.  Un  flo- 
rentino que  cometió  un  asesinato  en  Inglaterra  y  se  refugió 
en  Boma,  fué  reclamado  en  vano  por  el  rey  de  la  Gran  Bre- 
taña; y  con  este  motivo  sienta  Olnado  la  tesis  general  de 
que  el  que  delinquió  en  Inglaterra  y  se  halla  en  los  estados 
pontificios  no  debe  ser  enviado  al  rey  de  aquel  pais ,  aun- 
que lo  reclame:  Delinqitens  in  regno  Angliœ,  existais  in 
curia  romana ,  ad  regem  Angliœ  per  suas  Hileras  non  débet 
remitti.  ¿Habrá  pues  de  consentir  una  nación  que  en  su 
suelo  se  abrigue  un  delincuente  estranjero  con  perjuicio  de 
la  seguridad  de  sus  individuos?  Tal  vez  el  refugiado  viene  á 
merecer  con  el  ejercicio  de  virtudes  estraordin  arias  el  per- 
don  del  cielo  y  de  la  tierra;  pero  si  es  un  malvado  que  ins- 
pire temores ,  puede  ser  espelido  del  territorio  y  obligado  á 
buscar  otro  asilo.  Véase  Extradición  y  Extranjero. 

ASISIA.  Antiguamente  se  llamaba  así  en  Aragon  la  cláu- 
sula de  proceso  ,  que  contenia  deposición  de  testigos;  —  y 
también  el  pedimento  que  se  daba  sobre  algún  incidente  que 
sobrevenía  empezado  ya  el  proceso. 

ASISTENCIA.  La  acción  de  asistir  ó  la  presencia  ac- 
tual :  —  la  recompensa  ó  emolumento  que  se  gana  con  la 
asistencia  personal  al  cumplimiento  de  algún  cargo  ú  oficio  : 
—  el  favor  ó  ayuda  que  se  da  á  alguna  persona;  —  y  en  al- 
gunas partes  un  empleo  que  correspondía  al  de  corregidor. 

ASISTENCIAS.  Los  medios  que  se  dan  á  alguno  para 
que  se  mantenga.  Véase  Alimentos. 

ASISTENTE.  En  algunas  parles  se  llamaba  así  el  cor- 
regidor ,  como  en  Sevilla  :  —  entre  los  militares  el  soldado 
que  está  destinado  á  servir  á  algún  oficial  :  —  entre  los  ecle- 
siásticos cualquiera  de  los  dos  obispos  que  ayuda  al  consa- 
grante en  la  consagración  de  otro  :  —  entre  los  frailes  el  re- 
ligioso nombrado  para  asistir  al  general  en  el  gobierno 
universal  de  la  orden  y  en  el  particular  de  sus  respectivas 
provincias. 

ASM  AMIENTO.  Voz  antigua ,  usada  en  el  foro  par,-, 
denotar  la  regulación,  juicio  ó  cómputo  que  se  hace  del  va- 
lor de  alguna  cosa.  Es  lo  mismo  que  asmadura,  y  ambas  se 
derivan  de  asmar,  que  significa  discurrir,  considerar,  juz- 
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gar,  apreciar  alguna  cosa,  regular  su  cantidad  ó  valor ,  y 
comparar. 

ASOCIACIÓN.  La  acción  y  efecto  de  asociar  y  asociar- 
se :  —  y  la  compañía  ó  sociedad.  Véase  Sociedad. 

ASOCIACIÓN  general  de  ganaderos.  En  real  orden 
de  31  de  enero  de  1856  se  mandó  que  el  honrado  concejo  de 
la  Mesta  se  llamase  Asociación  general  de  ganaderos ,  y  que 
quedasen  separadas  de  la  presidencia  las  funciones  judicia- 
les. El  presidente  en  su  vista  dirigió  á  S.  M.  una,£sposicion 
sobre  la  reforma  del  régimen  y  legislación  de  la  ganadería; 
y  recayó  sobre  ella  por  el  ministerio  de  la  gobernación  del 
reino  la  real  orden  que  sigue  : 

«  He  dado  cuenta  á  S.  M.  la  reina  gobernadora  de  la  es- 
posicion  de  V.  S.  de  22  de  marzo  último,  en  que  acusando 
el  recibo  de  la  real  orden  de  51  de  enero  último,  por  la  cual 
se  previno  que  el  honrado  concejo  de  la  Mesta  se  denomi- 
nase en  adelante  asociación  general  de  ganaderos,  manifiesta 
que  la  comisión  permanente  de  la  misma  está  persuadida  de 
que  la  mente  del  gobierno  no  puede  ser  que  continúe  el  an- 
tiguo régimen  y  legislación  de  la  ganadería  sin  mas  novedad 
que  la  espresada  mudanza  de  nombre  y  la  segregación  de  las 
funciones  judiciales  de  la  presidencia,  y  pide  que  S.  M.  se. 
digne  declarar  sus  intenciones  para  presentar  con  arreglo  á 
ellas  las  bases  en  que  se  ha  de  fundar  la  reforma  que  este 
ramo  exige.  Enterada  S.  M.,  y  conformándose  con  lo  infor- 
mado anteriormente  por  el  consejo  real ,  ha  tenido  á  bien 
resolver  diga  á  V.  S.  como  de  su  real  orden  lo  ejecuto  ,  que 
la  idea  de  agremiar  toda  la  ganadería  seria  tan  anti-econó- 
mica  como  la  de  agremiar  cualquier  otro  ramo  de  industria  : 
que  ademas  fuera  tan  injusto  el  sujetar  á  todos  los  ganade- 
ros á  las  reglas  que  pudiesen  establecer  los  directores  ó 
juntas  gubernativas  de  una  universal  asociación  ,  como 
lo  fuera  el  sujetar  á  semejantes  reglas  á  todos  los  agricul- 
tores, á  todos  los  comerciantes,  ó  particularmente  á  tales  ó 
cuales  fabricaciones  ó  tráficos  especiales  :  que  los  medios 
mas  directos  de  hacer  progresar  los  diferentes  ramos  de  in- 
dustria son  el  saber  y  aplicación  constante  de  los  que  á  ellas 
se  dedican,  y  la  libertad  plena  de  hacer  sus  artefactos  y 
granjerias  tal  cual  alcancen  con  su  propia  instrucción  y  es- 
periencia  :  que  la  verdadera  protección  que  puede  prestar- 
les el  gobierno,  es  amparar  esta  libertad  y  defender  sus 
personas  y  los  productos  de  su  trabajo  contra  todo  ataque , 
aunque  se  encubra  con  el  insidioso  pretesto  de  quererles 
enseñar  y  dirigir  para  que  obtengan  mayores  ganancias;  y 
finalmente,  que  si  algunos  pocos  ó  muchos  quieren  reunirse, 
sea  para  instruirse  recíprocamente ,  sea  para  hacer  especu- 
laciones en  grande,  pueden  hacerlo  sin  otra  dependencia 
del  gobierno  que  la  que  toda  asociación  debe  tener  de  la  ins- 
pección de  la  autoridad,  y  sujetándose  á  las  formalidades 
que  en  el  caso  de  manejar  fondos  ajenos  prescribe  el  código 
de  comercio.  Dios  guarde  á  V.  S.  muchos  años.  Madrid  ik 
de  mayo  de  1836.  =  Heros.  ==  Señor  presidente  de  la  aso- 
ciación general  de  ganaderos.  » 

Con  motivo  de  esta  real  orden  volvió  á  representar  la  co- 
misión permanente  de  la  asociación;  y  con  fecha  de  15  de 
julio  del  mismo  año  de  1856  se  espidió  por  el  propio  minis- 
terio la  circular  siguiente  : 

«  He  dado  cuenta  á  S.  M.  la  reina  gobernadora  de  una 
esposicion  de  la  comisión  permanente  de  la  asociación  gene- 
ral de  "ganaderos  ,  manifestando  que  muchos  particulares  , 
y  aun  autoridades  subalternas,  podrían  concebir  dudas  con 
motivo  de  la'publicacion  de  la  real  orden  de  IU  de  mayo  an- 
terior, y  promover  consultas  y  entorpecimientos  en  la  mar- 
cha de  los  negocios  pendientes  en  el  ramo  de  ganadería;  y 
enterada  S.  M.  ha  tenido  á  bien  mandar  que  para  eviíar 
sobre  este  particular  toda  especie  de  duda ,  se  observe  por 
punto  general  : 

Io.  Que  hasta  la  formación  de  las  leyes  que  deroguen  ó 


reformen  las  que  actualmente  rigen  en  el  espresado  ramo  , 
sigan  estas  en  observancia. 

2o.  Que  la  presidencia  de  la  asociación  general  de  gana- 
deros continúe  ejerciendo  las  atribuciones  gubernativas  y 
administrativas  que  las  mismas  leyes  señalan  al  presidente 
del  antiguo  concejo  de  la  Mesta,  como  lo  ha  verificado  hasta 
ahora. 

Y  5o.  Que  igualmente  sigan  desempeñando  los  demás 
funcionarios  del  ramo  sus  respectivos  encargos,  y  que  los 
gobernadores  civiles  y  demás  autoridades  cooperen  al  cum- 
plimiento de  estas  disposiciones.  » 

Por  fin  en  3  de  octubre  de  1856  se  comunicó  al  presidente 
de  la  asociación  general  de  ganaderos  ,  y  en  S  del  siguiente 
noviembre  á  los  jefes  políticos  ,  la  real  orden  que  sigue  : 

«  Conformándose  S.  M.  la  reina  gobernadora  con  lo  pro- 
puesto por  V.  S.  en  oficio  de  13  de  setiembre  próximo  pa- 
sado, ha  tenido  á  bien  resolver  que  los  alcaldes  ordinarios  y 
ayuntamientos  constitucionales  seencarguen  délas  funciones 
que  estaban  cometidas  á  los  alcaldes  de  Mesta  ,  y  las  des- 
empeñen con  arreglo  á  la  Constitución  y  á  las  leyes  y  regla- 
mentos vigentes  del  ramo  de  ganadería.  » 

=  Véase  Alcaides  de  la  Mesla  y  Concejo  de  la  Mr-sta. 

ASOCIACIÓN  gremial.  La  reunion  de  mercaderes,  ar- 
tesanos ,  trabajadores  y  otras  personas  que  tienen  un  mismo 
ejercicio,  y  están  sujetos  en  él  á  cierta  ordenanza.  Véase 
Gremio. 

ASOCIADO.  El  que  acompaña  á  otro  con  igual  autoridad 
en  algún  empleo ,  oficio  ,  encargo  ó  comisión  ;  como  el  juez 
que  se  asocia  al  recusado  por  alguna  de  las  partes  para 
acompañarle  en  el  conocimiento  y  determinación  de  los  au- 
tos. Véase  Acompañado. 

ASOCIAR.  Tomar  por  compañero  á  otro,  para  que  ayu- 
de en  algún  ministerio  ó  empleo;  y  a«í  de  varios  emperado- 
res romanos  se  dice  que  asociaron  al  imperio  algunos  su- 
getos. 

ASOCIARSE.  Juntarse  ó  acompañarse  con  otro  para  al- 
gún efecto  ;  como  los  comerciantes  para  sus  tratos ,  los  jue- 
ces de  un  tribunal  con  los  de  otro  para  determinar  algún 
pleito  (1) ,  y  el  juez  recusado  con  algún  adjunto  para  la  me- 
jor resolución  déla  causa.  Véase  Acompañarse. 

ASONADA.  La  junta  ó  reunion  tumultuaria  de  gente 
para  hacer  hostilidades  ó  perturbar  el  orden  público.  Llámase 
también  alboroto ,  bullicio  ,  sedición,  motin,  rebelión ,  con- 
moción popular  y  tumulto;  y  es  mas  ó  menos  grave  según 
el  origen  de  que  dimana,  el  objeto  á  que  se  dirige,  y  los 
efectos  que  produce.  La  miseria,  los  impuestos  escesivos  , 
los  vicios  de  la  administración  pública ,  los  abusos  del  poder, 
las  vejaciones ,  las  maniobras  de  un  partido  que  aspira  á 
empuñar,  retener  ó  recobrar  el  cetro  ,  el  fanatismo  de  una 
religion  mal  entendida  ;  hé  aquí  las  causas  mas  frecuentes 
de  ese  fermento  pernicioso  que  agitando  sordamente  los 
espíritus,  lo  pone  todo  en  efervescencia  y  hace  estallar  por 
fin  la  tempestad.  El  objeto  de  la  asonada  es  análogo  á  la  na- 
turaleza de  la  causa  :  ya  se  reduce  á  pedir  pan  ó  trabajo, 
diminución  en  los  precios  de  los  abastos,  abolición  de  tal  ó 
tal  impuesto;  ya  se  escede  á  exigir  la  destitución  y  castigo 
de  tal  ó  tal  magistrado,  á  despreciar  los  mandatos  de  la  jus- 
ticia ,  á  impedir  á  las  autoridades  el  ejercicio  de  sus  funcio- 
nes, á  estraer  violentamente  los  reos  de  las  cárceles;  ya  se 
estiende  á  mudar  la  forma  de  gobierno,  á  deponer  las  auto- 
ridades y  establecer  otras  nuevas,  á  derribar  quizá  del  trono 

(1)  Los  que  se  suscitan  sobre  negocios  mercantiles  previene  el 
decreto  de  1G  de  octubre  de  iSíll  que  se  terminarán  por  los  alcal- 
des ó  jueces  de  letras  en  sus  respectivos  casos  ,  asociándose  con 
dos  colegas  que  escogerán  entre  cuatro,  propuestos  por  los  conten- 
dientes, dos  por  cada  parle,  y  arreglándose  á  las  leyes  vigentes 
sobre  la  materia. 
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al  jefe  del  Estado  y  elevar  á  un  intruso;  ya  por  fin  tiendo  á 
esterminar  un  partido  y  encender  la  guerra  civil.  Los  efectos 
de  la  asonada  serán  mas  ó  menos  desastrosos ,  según  el  mo- 
tivo ,  el  objeto ,  el  estado  de  los  ánimos ,  y  la  resistencia.  La 
destrucción,  el  incendio  ,  el  saqueo,  los  asesinatos,  los  es- 
cesos  de  toda  especie,  son  á  veces  el  triste  fruto  de  semejante 
acontecimiento. 

Por  esta  indicación  se  ve  que  puede  ser  muy  grande  la 
diferencia  entre  una  asonada  y  otra  asonada,  y  que  cada 
ana  deberá  castigarse  con  diferentes  penas ,  según  su  impor- 
tancia y  trascendencia.  ¿  Cuáles  son  las  penas  que  nuestra 
legislación  impone  en  cada  caso?  La  asonada  que  se  dirige 
contra  el  rey  ó  el  reino ,  como  si  alguno  ficiese  bollicio  ó 
levantamiento  en  el  reino ,  faciendo  juras  ó  cofradías  de  ca- 
balleros ó  de  villas  contra  el  rey,  de  que  nasciese  daño  á  él  ó  à 
la  tierra ,  se  castiga  con  las  penas  del  crimen  de  perduelioa 
ó  de  alta  traición  ,  que  consisten  en  la  muerte  ,  infamia  y 
confiscación  de  bienes  del  reo ,  y  en  la  infamia  de  los  hijos 
varones,  que  quedan  privados  de  los  honores  y  dignidades  y 
no  pueden  recibir  herencias  ni  mandas  de  parientes  ni  es- 
traños;  leyes  I, 2  y  5,  lit.  %  Part.  7,  y  ley  3,  til.  Í9,  Part.  2(1). 
Véase  Lesa  majestad  y  Rebelión. 

La  que  atenta  contra  los  ministros  de  justicia  se  castiga 
con  diez  años  de  galeras  ó  presidio  y  confiscación  de  la  mitad 
de  los  bienes  en  los  autores  del  delito  ,  y  con  la  mitad  de 
estas  penas  en  los  que  acompañaren  ;  ley  3,  tít.  10,  lib,  12, 
Nov.  Rec.  (2).  Véase  Resistencia  ci  la  justicia. 

La  que  tiene  por  objeto  hacer  daño  á  particulares  se  cas- 
tiga con  pena  arbitraria ,  ademas  del  pago  del  duplo  al  que 
recibió  el  daño  y  del  cuadruplo  al  fisco  ;  leyes  1,  2  y  5,  Ut.  1S, 
lib.  8,  Recopilación  (3). 

El  que  repicare  las  campanas  con  intención  de  fomentar 
el  tumulto,  incurre  en  pena  de  muerte  y  confiscación  de 
bienes  ;  ley  2,  tít,  11 ,  lib.  12,  Nov.  Rec. 

Para  que  pueda  decirse  asonada  ,  sientan  algunos  intér- 
pretes que  es  preciso  se  levanten  y  reúnan  diez  hombres 
cuando  menos  (h). 

La  ley  16 ,  tít.  26 ,  Part.  2 ,  despues  de  sentar  que  la  aso- 
nada es  aytinlamienlo  que  facen  las  gentes  unas  contra  otras 
para  facerse  mal ,  condena  â  los  tumultuados  à  perder  la 
gracia  del  rey,  á  ser  echados  del  reino  ,  y  á  pagar  septupli- 
cado el  daño  que  hicieren,  añadiendo  que  si  el  rey  ú  otro 
por  su  orden,  les  intimase  que  deien  la  asonada  y  no  obe- 
decieren, puedan  ser  presos  ó  muertos ,  y  privados  de  cuanto 
tengan.  La  ley  2,  tít.  10,  Partida  7,  dice  que  aun  cuando  de 
la  asonada  no  se  siga  daño  alguno  ,  sin  embargo  el  autor  de 
ella  reciba  la  misma  pena  que  el  que  hiciere  fuerza  con  armas, 
estoes,  destierro  perpetuo  á  una  isla,  y  confiscación  de  todos 
los  bienes,  no  teniendo  ascendientes  ni  descendientes  hasta 
el  tercer  grado.  Hay  ademas  sobre  este  asunto  algunas  otras 
— 1 

(1)  Por  la  legislación  mejicana  y  la  de  otras  repúblicas  de  Amé- 
rica, la  pena  de  infamia  no  pasa  del  delincuente,  y  está  abolida 
la  de  confiscación  debienes:  en  Méjico  lo  está  también  la  de  azotes, 
decr.  ae  Cortes  de  8  de  setiembre  de  1813  ,  y  art.  179  de  las  Bases 
de  12  de  junio  de  1845. 

(2)  Esla  ley,  que  babla  délos  que  hacen  ayuntamientos ,  debia 
estaren  el  tít.  12,  que  trata  de  los  ayuntamientos,  bandos  y  ligas; 
pero  el  que  busca  orden  en  este  código  venatur  in  silvis  delphinos, 
in  fluctibus  apros. 

(5)  En  cuanto  á  los  daños  causados  en  caso  de  pronunciamiento 
en  cualquier  punió  de  la  república  de  Méjico,  y  en  orden  â  sus 
penas,  véase  el  decreto  de  22  de  febrero  de  1852. 

(4)  Greg.  Lop.,  glos.  á  la  ley  16  .  tít.  26,  Part.  2,  y  Acevedo 
á  la  ley  1  ,  tít.  1 5 ,  lib.  8 ,  n.  59  ;  y  el  art.  7  de  la  ley  5 ,  tít.  1 1 , 
lib.  1 2  de  la  Nov.  Rec.  dice  que  serán  considerados  como  reos  del 
bullicio ,  todos  los  que  se  encuentren  reunidos  en  número  de  diez 
personas.  / 


leyes  recopiladas,  que  son  pee  jliares  de  los  tiempos  en  que 
se  dieron  ,  pues  suponen  parcialidades  y  bandos  que  ahora 
no  se  conocen. 

Es  por  último  de  advertir,  que  según  la  ordenanza  del 
ejército,  trat.  8,  til,  10,  art.  26,  tienen  pena  de  horca  los 
soldados  que  emprendieren  sedición  ó  motin  ó  indujeren  á 
cometerle  en  perjuicio  del  real  servicio  y  seguridad  de  cual- 
quier plaza  ó  pais ,  ó  contra  la  tropa  ,  su  comandante  ú  ofi- 
ciales ;  y.  en  la  misma  pena  incurren  los  que  teniendo  noticia 
de  intentarse  la  sedición ,  no  la  delaten  luego  que  puedan. 

El  conocimiento  de  las  causas  de  asonada  corresponde  á 
los  que  ejercen  la  jurisdicción  ordinaria,  sin  que  valga  fuero 
alguno  para  eximirse  de  ella;  leyes  4  y  S,  tít.  11 ,  lib.  12, 
Nov.  Rec.  (S). 

El  modo  de  proceder  en  los  casos  de  asonada  está  preve- 
nido en  la  ley  S,  tít.  H,  lib.  12,  Novísima  Recopilación,  cuyo 
estracto  es  el  siguiente  : 

«  Luego  que  se  advierta  bullicio  ó  resistencia  popular  de 
muchos  que  falten  á  la  obediencia  debida  á  los  magistrados, 
ó  impidan  la  ejecución  de  las  órdenes  y  providencias  gene- 
rales ,  el  que  tuviere  la  jurisdicción  ordinaria  hará  publicar 
bando  para  que  inmediatamente  se  separen  las  gentes  del 
bullicio  ,  apercibiéndolas  de  que  en  otro  caso  serán  casti- 
gadas con  las  penas  prescritas  por  las  leyes ,  y  declarando 
que  serán  tratados  como  reos  y  autores  del  bullicio  todos  los 
que  se  encuentren  reunidos  en  número  de  diez  personas.  Se 
mandará  que  se  retiren  á  sus  casas  cuantos  por  curiosidad  ó 
casualidad  se  hallaren  en  las  calles,  bajo  la  pena  de  ser  tra- 
tados como  inobedientes  al  bando  que  ha  de  fijarse  en  todos 
los  sitios  públicos;  que  se  cierren  todas  las  tabernas ,  casas 
de  juego  y  demás  oficinas  públicas;  que  se  guarden  con  se- 
guridad los  campanarios  ;  que  se  cierren  los  templos  y  los 
conventos  ;  y  que  se  aseguren  las  cárceles  y  casas  de  reclu- 
sión. La  tropa  se  retirará  á  sus  cuarteles,  donde  se  manten- 
drá sobre  las  armas,  para  prestar  el  ausilio  que  la  autoridad 
pública  pidiere  á  su  comandante. 

Todos  los  bulliciosos  que  obedecieren ,  retirándose  pacífi- 
camente al  punto  que  se  publique  el  bando,  quedarán  indul- 
tados ,  escepto  los  que  resultaren  autores  del  bullicio  ó  con- 
moción popular  ;  pues  en  cuanto  á  estos  no  ha  de  tener  lugar 
indulto  alguno. 

La  justicia,  con  el  ausilio  de  la  tropa  y  vecinos,  proce- 
derá sin  pérdida  de  tiempo  á  prender  los  bulliciosos  inobe- 
dientes que  permanezcan  inquietando  en  la  calle,  sin  haberse 
retirado,  aunque  no  tengan  mas  delito  que  el  de  su  inobe- 
diencia al  bando  ;  y  usará  de  la  fuerza  contra  los  que  hicie- 
ren resistencia  ,  ó  impidan  las  prisiones,  ó  intenten  la  liber- 
tad de  los  que  se  hubieren  aprehendido. 

Los  bulliciosos  no  deben  ser  oidos  mientras  se  mantengan 
inobedientes  á  los  mandatos  de  la  justicia  ;  pero  luego  que  se 
separen  y  obedezcan,  pueden  esponer  sus  quejas  á  la  auto- 
ridad, la  cual  pondrá  pronto  remedio  en  cuanto  sea  justo. 

Estas  causas  deben  instruirse  por  las  justicias  ordinarias 
según  las  reglas  de  derecho,  admitiendo  á  los  reos  sus  prue- 

(5)  En  un  artículo  de  estas  leyes  se  declara  no  deber  tenerefecto 
alguno  las  concesiones  hechas  por  via  de  asonada;  y  en  otro  se 
prohibe  á  los  jueces  usar  de  arbitrio  alguno  en  la  sentencia  ,  sino 
que  se  arreglen  precisamente  á  las  leyes. 

En  la  república  de  Méjico,  por  el  citado  decreto  de  22  de  febrero 
de  1 852,  los  que  se  levanten  contra  el  Gobierno  pierden  sus  empleos 
y  honores,  y  son  responsables  de  mancomún  con  sus  bienes  pro- 
pios de  las  cantidades  que  tomen  violentamente  por  sí  ó  por  medio 
de  sus  jefes,  bien  pertenezcan  á  particulares  ,  á  corporaciones  ó 
á  la  Hacienda  pública.  Conviene  tener  presente  que  según  el  ob- 
jeto de  la  asonada  ó  levantamiento,  puede  este  delito  pasar  á  ser 
crimen  de  traición ,  como  puede  verse  por  lo  que  se  dirá  al  íiu  dd 
artículo  Traición  al  hablar  de  la  república  de  Venezuela. 
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bas  y  legítimas  defensas,  y  consultando  las  sentencias  con 
las  salas  del  crimen  ó  de  corte  de  sus  respectivos  distritos, 
ó  con  el  consejo  real  si  la  gravedad  lo  exigiese.  »  Ley  5, 
til.  H  .  lib.  12,  Nov.  Rec. 

Como  en  todo  delito  debe  probarse  su  cuerpo  ó  existencia, 
se  probará  el  de  asonada  justificando  que  los  amotinados  se 
congregaron  en  cierto  lugar,  que  eran  tantos  en  número  , 
que  iban  con  armas  ó  sin  ellas ,  que  clamaban  y  voceaban 
para  que  se  hiciese  tal  cosa,  con  lo  demás  que  hubiese  ocur- 
rido. Se  tratará  de  averiguar  quiénes  eran  los  que  hacianlo 
referido,  quiénes  fueron  los  autores  y  concitadores;  y  si 
para  ello  hubo  juntas  ó  conciliábulos ,  dónde  se  tuvieron  y 
quiénes  concurrieron  á  ellas.  Si  se  hubiesen  ocasionado 
muertes,  heridas,  robos  ú  otros  escesos,  se  justificará  tam- 
bién el  cuerpo  de  ellos;  y  se  averiguará  quién  fué  el  que  los 
causó,  y  contra  todos  se  procederá ,  procurando  aclarar  bien 
lo  que  hubiese  contra  cada  uno.  Véase  Pasquín. 

A  pesar  de  las  disposiciones  legales  que  acabamos  de  enu- 
merar, no  dejarán  de  hallarse  embarazados  muchas  veces 
los  tribunales  para  la  aplicación  de  ellas  en  los  casos  que  les 
ocurran ,  y  vemos  con  efecto  que  en  la  práctica  se  atemperan 
á  los  tiempos  y  á  las  circunstancias.  La  pena  debe  ser  pro- 
porcionada á  la  criminalidad,  y  la  graduación  de  la  crimi- 
nalidad en  las  asonadas  depende  de  la  causa  que  las  motiva , 
de  su  objeto  ,  de  sus  consecuencias ,  del  número  de  los  cul- 
pables y  de  la  calidad  de  estos.  Hemos  de  tomar  pues  en 
consideración,  para  medir  el  grado  de  penaque-ha  de  im- 
ponerse á  los  amotinados ,  las  circunstancias  siguientes  : 

Ia.  La  causa  de  la  asonada.  Los  gritos  de  un  pueblo  ham- 
briento ,  de  un  pueblo  agobiado  con  la  carga  de  impuestos 
mal  establecidos  que  le  roban  todo  el  producto  de  su  trabajo 
y  le  ocasionan  privaciones  físicas,  enfermedades  y  la  muerte 
misma,  no  merecen  tanto  castigo  como  los  de  un  partido 
frenético  que  en  su  furor  exige  demasías  ;  y  es  mas  justo  pre- 
venirlos con  el  remedio  de  estos  males  que  ahogarlos  después 
en  sangre. 

2a.  El  objeto.  La  asonada  que  se  propone  impedir  el  uso 
de  una  máquina  en  una  fábrica  ó  manufactura,  no  están 
grave  como  la  que  intenta  estorbar  el  cobro  de  las  contribu- 
ciones públicas.  La  que  se  dirige  á  la  destrucción  de  un  em- 
pleado que  con  su  conducta  ha  escitado  el  descontento  ge- 
neral ,  no  es  digna  de  tanta  pena  como  la  que  atentando  á 
la  seguridad  personal  de  un  embajador  espone  la  nación  á 
los  ataques  de  un  enemigo  estranjero.  La  que  tiende  á  der- 
ribar del  trono  á  un  monarca  merece  sin  duda  mayor  castigo 
que  la  que  solo  aspira  á  disminuir  sus  facultades. 

3a.  Los  efectos.  Estos  son  la  principal  medida  de  la  crimi- 
nalidad y  de  la  pena.  Las  acciones  malas  no  son  malas  sino 
en  cuanto  producen  malos  efectos,  es  decir, en  cuanto  cau- 
san mas  mal  que  bien  á  la  sociedad  ó  á  sus  individuos.  Las 
asonadas  pues  serán  tanto  mas  criminales  y  punibles ,  cuanto 
mayor  sea  el  daño  que  de  ellas  resultare.  Así  que,  las  que 
vayan  acompañadas  de  saqueo  y  asesinatos,  las  que  lleven 
en  pos  de  sí  la  guerra  civil  ó  la  estranjera,  deben  mirarse 
con  una  severidad  incomparablemente  mayor  que  las  que 
solo  consisten  en  vociferaciones  sin  tan  grave  trascendencia. 

4a.  El  número  délos  amotinados.  Cuanto  mayor  sea  este 
número  ,  tanto  mas  deben  disminuirse  las  penas,  porque  la 
aplicación  de  estas  en  toda  su  estension  y  á  todos  los  delin- 
cuentes causaría  mas  mal  que  bien  al  cuerpo  social. 

ba.  La  calidad  de  los  culpables.  Los  seductores  y  los  jefes 
han  de  castigarse  con  mas  rigor  que  los  seducidos  y  los  su- 
balternos ;  y  debe  evitarse  el  estravío  en  que  alguna  vez  se 
incurre  de  echar  al  fuego  el  instrumento  y  salvar  la  mano 
que  con  él  hacia  el  mai.  Si  fuese  una  ciudad  ó  una  provincia 
entera  la  que  se  aíborota,  se  alza  y  se  rebela  ,  se  la  suele 
privar  de  sus  honores  y  privilegios. 

Réstanos  hacer  alguna  reflexión  sobre  el  modo  de  proce- 


der la  autoridad  á  calmar  la  asonada  ó  conmoción  luego  que 
estalla.  Dice  la  ley,  como  hemos  visto ,  que  el  que  presida  la 
jurisdicción  ordinaria  ó  el  que  hiciere  sus  veces  haga  publi- 
car bando  para  que  inmediatamente  se  separen  las  gentes 
tumultuadas ,  bajo  apercibimiento  de  que  en  otro  caso  incur- 
rirán en  las  penas  establecidas  contra  los  reos  y  autores  de 
bullicios.  Mas  i  cómo  se  ejecutará  la  publicación  de  este 
bando  ?  ¿  Irá  indefenso  un  escribano  con  alguaciles  y  pre- 
gonero á  meterse  en  medio  de  una  muchedumbre  desenfre- 
nada? Es  probable  que  los  primeros  amotinados  que  encuen- 
tre le  hagan  retroceder  sin  cumplir  su  comisión ,  ó  que  los 
gritos  y  clamores  ahoguen  la  voz  del  ministro  de  justicia,  i  Se 
irán  recorriendo  las  calles  con  todo  el  aparato  que  es  de  cos- 
tumbre en  la  publicación  de  una  ley?  En  un  famoso  motín 
que  la  historia  ha  consignado  en  sus  páginas  ,  se  vio  á  los 
revoltosos  saltar  á  grupa,  echar  de  los  caballos  á  los  ginetes, 
apoderarse  de  los  timbales  y  clarines,  y  anunciar  la  asonada 
y  concitar  al  pueblo.  Será  pues  mas  oportuno  que  el  magis- 
trado acompañado  de  fuerza  armada  ,  si  el  caso  lo  exigiere, 
se  presente  en  medio  del  atropamiento  sedicioso ,  anunciando 
su  presencia  por  alguna  señal  estraordinaria,  por  algún  sím- 
bolo respetable  que  hable  à  los  ojos,  que  haga  efecto  en  la 
imaginación,  que  todo  lo  diga  de  un  golpe,  como  la  bandera 
encarnada,  tan  famosa  en  la  revolución  francesa;  y  si  es 
necesario  juntar  la  palabra  á  los  signos  ,  puede  hacerse  uso 
de  una  trompa  ó  bocina,  como  se  practica  en  la  marina, 
para  hacerse  oir  de  lejos.  Este  modo  de  publicar  el  bando 
dará  mas  brillo  y  dignidad  á  las  órdenes  de  la  justicia ,  inti- 
midará tanto  mas  cuanto  no  se  creerá  que  se  oye  á  un  hombre 
sino  al  heraldo  de  la  ley,  no  podrá  hacerse  ilusorio  por  el 
estrépito  y  la  gritería ,  surtirá  su  efecto  á  largas  distancias  , 
y  salvará  cuando  menos  á  los  inocentes ,  evitándose  el  peligro 
que  se  esperimenta  en  Francia,  donde  un  comisario  se  pre- 
senta en  medio  de  los  grupos  ,  pronuncia  una  fórmula  que 
no  se  oye  á  veinte  pasos,  y  luego  se  ven  envueltos  por  la 
fuerza  en  todas  direcciones  los  inocentes  y  los  culpados.  No 
podemos  menos  de  observar  con  este  motivo  que  nuestra 
ley  de  asonadas,  que  es  la  S,  tít.  11,  lib.  12,  Nov.  Rec, 
estractada  mas  arriba ,  lleva  el  sello  de  la  prudencia  y  de  la 
humanidad  ,  y  que  la  francesa  es  un  compuesto  de  flaqueza 
y  de  violencia. 

Últimamente ,  con  motivo  de  ciertos  alentados  gravísimos 
que  se  cometieron  tumultuariamente  en  Madrid ,  se  espidió 
en  18  de  julio  de  1854  el  real  decreto  que  sigue  : 

«  Habiendo  llegado  á  mi  noticia  que  en  el  dia  de  hoy  han 
intentado  los  malvados  repetir  en  el  convento  de  Atocha  los 
abominables  escesos  que  se  perpetraron  en  la  tarde  y  noche 
de  ayer  en  el  Colegio  imperial  y  otras  casas  religiosas  :  te- 
niendo en  consideración  que  tales  crímenes  atacan  abierta- 
mente la  seguridad  individual ,  y  disolverían  la  sociedad 
misma  si  no  se  reprimiesen  con  firmeza  y  sin  la  menor  dila- 
ción :  en  nombre  de  mi  excelsa  Hija  doña  Isabel  II ,  oido  el 
consejo  de  gobierno  y  el  de  ministros  ,  he  venido  en  decre- 
tar lo  siguiente  : 

Art.  Io.  Toda  reunion  de  diez  ó  mas  personas  que  se  di- 
rija con  armas  de  cualquier  clase  á  allanar  algún  convento, 
colegio  ó  casa  particular,  ó  á  perturbar  de  hecho  el  orden 
público ,  deberá  deshacerse  en  virtud  de  la  intimación  que 
hará  la  competente  autoridad  por  tres  veces  ,  con  el  corto 
intervalo  necesario  para  que  no  pueda  alegarse  ignorancia. 

Art.  2o.  Los  que  después  de  dichas  tres  intimaciones 
persistieren  en  su  criminal  actitud,  serán  dispersados  á  viva 
fuerza. 

Art.  3o.  Si  alguno  ó  algunos  de  los  que  hayan  permane- 
cido en  grupos  sediciosos ,  después  de  hechas  las  tres  inti- 
maciones fueren  aprehendidos  en  el  acto ,  serán  destinados 
por  ocho  años  á  los  presidios  de  Ultramar;  si  llevasen  ar- 
mas; y  por  cuatro  si  no  las  llevaren. 
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Art.  4°.  Los  meros  espectadores  que  con  su  imprudente 
curiosidad  alientan  á  los  perversos,  dando  lugar  á  suponer- 
les mas  fuerza  numérica  de  la  que  tienen  en  realidad ,  se 
retirarán  á  virtud  de  la  primera  intimación  ;  y  si  no  obede- 
cieren, serán  conducidos  ala  cárcel  para  ser  destinados  in- 
mediatamente á  las  obras  públicas  por  término  de  un  año. 

Art.  S°,  Las  penas  referidas  en  los  artículos  anteriores  se 
aplicarán  á  todos  los  comprendidos  en  ellos  ,  sin  distinción 
de  clases ,  fueros  ni  personas. 

Art.  6o.  Las  penas  de  que  tratan  los  anteriores  artículos 
se  entenderán  sin  perjuicio  de  las  que  deban  imponerse , 
previa  la  competente  formación  de  causa  ,  á  los  que  con  la 
asonada  ó  tumulto  hayan  cometido  asesinatos ,  incendios , 
robos  ú  otros  delitos. 

Art.  7o.  _Todo  empleado  de  cualquiera  clase  que  sea 
aprehendido  en  un  grupo  sedicioso,  después  de  las  intima- 
ciones de  la  autoridad,  sin  mas  que  justificarle  aquel  hecho, 
quedará  privado  de  su  empleo,  sueldos  y  distinciones,  ade- 
mas de  las  penas  que  merezca  con  arreglo  á  los  artículos 
anteriores.  » 

ASONADÍA.  Antiguamente  se  llamaba  así  la  escursion 
ú  hostilidad  cometida  por  los  que  iban  en  asonadas ,  esto 
es,  en  bandas  para  hacerse  mal  unos  á  otros. 

ASPA,  te  san  andiies.  La  cruz  de  paño  ó  bayeta  colorada 
en  figura  de  aspa ,  que  se  ponia  en  el  capotillo  amarillo  que 
llevaban  los  penitenciados  por  la  Inquisición. 

ASPADO.  El  que  por  penitencia  ó  mortificación  llevaba 
los  brazos  estendidos  en  forma  de  cruz  ,  atados  por  las  es- 
paldas á  una  barra  de  hierro,  espada ,  madero  ú  otra  cosa  ; 
como  se  usaba  comunmente  por  la  semana  santa. 

ASPAR.  Crucificar  á  alguno  en  una  cruz  enformade  aspa. 

ASUETO.  La  fiesta  de  corte  en  que  no  se  abren  los  tri- 
bunales. 

ASUMIR.  Elevar  ó  ascender  á  alguno  por  elección  ó 
aclamación  á  ciertas  dignidades,  como  al  imperio ,  al  ponti- 
ficado. 

ASUNCIÓN.  Hablando  de  algunas  dignidades ,  como  el 
imperio,  el  reino,  el  pontificado,  el  acto  de  subir  á  ellas  por 
elección  ó  aclamación. 

ASUNTO.  El  sngeto  que  es  elevado  á  alguna  dignidad 
por  elección  ó  aclamación. 

ÁT 

ATAJADOR  de  ganado.  Antiguamente  se  llamaba  así 
el  que  hurta  ganado  con  engaño  ó  fuerza. 

ATENCIÓN.  Entre  ganaderos  el  contrato  de  compra  ó 
venta  de  lanas,  sin  determinación  de  precio,  sino  remitién- 
dose al  que  otros  hicieren  en  sus  contratos  respectivos. 

ATENTACIÓN.  Procedimiento  contra  el  orden  y  forma 
que  prescriben  las  leyes. 

ATENTADAMENTE.  Contra  el  orden  y  forma  que 
previene  el  derecho. 

ATENTADO,  El  procedimiento  de  juez  sin  bastante 
jurisdicción ,  ó  contra  el  orden  y  forma  que  previene  el  de- 
recho. 

Comete  pues  alentado  el  juez,  cuando  conoce  de  causa  que 
no  le  compete,  y  cuando  en  el  modo  de  enjuiciar  no  guarda 
el  orden  y  la  forma  que  las  leyes  han  establecido.  Véase 
Competencia  ,  Incompetencia ,  Juez  incompetente  y  Juez  su- 
perior. 

Pero  se  dice  mas  especialmente  alentado  todo  lo  que  hi- 
ciere en  la  causa  el  juez  de  primera  instancia  después  de 
haberse  interpuesto  y  admitido  en  los  efectos  devolutivo  y 
suspensivo  la  apelación  y  durante  el  curso  de  ella  ,  pues 
carece  ya  de  jurisdicción  y  facultad  para  proseguir  la  causa 
y  ejecutarla.  Este  atentado  se  equipara  al  despojo  violento  ; 
y  debe  revocarlo  ante  todas  cosas  el  mismo  juez  que  lo  ha 


cometido  (1),  reponiéndolo  todo  en  su  anterior  estado,  aun- 
que el  interesada  no  lo  pida,  ó  bien  el  juez  ó  tribunal  superior 
á  quien  puede  pedirlo  la  parte  en  el  libelo  de  agravios  ó 
en  cualquiera  estado  del  pleito.  Véase  Apelación. 

ATENTADO.  Cualquier  delito  ó  esceso  grande  ;  y  así 
decimos  :  atentado  contraía  seguridad  del  Estado  :  atentado 
contra  la  libertad  individual  :  atentado  contra  el  pudor. 
Véase  Lesa  majestad,  Arrestar,  Violación. 

ATENTAR.  Emprender  ó  ejecutar  alguna  cosa  contra 
la  disposición  de  las  leyes;  y  cometer  ó  intentar  algún  delito 
grave.  Así  cuando  decimos  que  uno  atenta  á  la  vida  ó  con- 
tra la  vida  de  otro  ,  queremos  decir  que  intenta  quitarle  la 
vida  ó  que  maquina  contra  ella.  Véase  Arrepentimiento  y 
Tentativa. 

ATENTATORIO.  Dícese  del  acto  que  produce  el  efecto 
de  quebrantar,  violar,  ofenderé  atrepellar  alguna  ley,  fuero, 
costumbre  ó  propiedad. 

ATENUACIÓN.  La  circunstancia  que  disminuye  la 
malicia  ó  el  grado  de  un  delito ,  como  por  ejemplo  la  provo- 
cación, y  que  por  consiguiente  debe  influir  en  la  minoración 
de  la  pena.  Véase  Circunstancias  atenuantes. 

ATESTACIÓN.  La  deposición  de  testigo  ó  persona  que 
testifica  ó  afirma  alguna  cosa.  Véase  Deposición. 

ATESTADOS.  Las  testimoniales  ó  el  instrumento  au- 
téntico que  asegura  y  hace  fe  de  lo  contenido  en  él.  Véase 
Testimoniales. 

ATESTIGUAR.  Deponer,  declarar  ó  afirmar  como  tes- 
tigo alguna  cosa. 

ATOAJE.  La  maniobra  de  llevar  á  remolque  alguna 
nave  por  medio  de  un  cabo  qu-e  se  echa  por  la  proa  para 
que  tiren  de  él  una  ó  mas  lanchas.  El  gasto  que  cuesta  esta 
operación  se  cuenta  en  la  averia  ordinaria,  y  se  paga  de  los 
fletes,  y  no  de  la  carga  ;  art.  952  y  9?3  del  cód.  de  com. 

ATRASADOS.  Las  rentas  que  dejaron  de  pagarse  al 
tiempo  señalado  ;  y  así  se  dice:  los  atrasados  de  la  casa, 
del  censo,  etc.  Véase  Censo. 

ATRASADOS.  Los  comerciantes  que  no  pagan  á  su  de- 
bido tiempo  lo  que  deben  ,  por  imposibilidad  en  que  los  ha 
puesto  algún  accidente  inesperado,  pero  que  tienen  bastantes 
bienes  para  satisfacer  enteramente  á  sus  acreedores,  de  quie- 
nes solicitan  algún  respiro  ó  espera  de  breve  tiempo  para 
poder  cubrir  los  créditos  sin  detrimento  de  sus  negocios ,  ya 
sea  con  iutereses,  ya  sin  ellos,  según  se  convinieren.  Los 
comerciantes  que  así  quedan  atrasados,  conservan  el  honor 
de  su  crédito ,  buena  opinion  y  fama.  Véase  Espera. 

ATRAVESAR.  En  el  juego  es  echar  traviesas  ó  apos- 
tar alguna  cosa  fuera  de  lo  que  se  juega.  Está  prohibido  el 
atravesar  aun  en  los  juegos  permitidos.  Véase  Juego. 

ATRIBUIR  jurisdicción.  Estender  la  competencia  de 
un  juez,  dándole  un  poder  que  no  tiene  por  el  título  de  su 
institución.  Véase  Competencia ,  Incompetencia  y  Jurisdic- 
ción proroaada. 

ATRIBUTAR.  Imponer  ó  cargar  tributo  sobre  alguna 
hacienda,  casa  ó  heredad. 
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AUBANA,  albana  ó  albinagio.  El  derechoque  en  algu- 
nas naciones  tiene  el  soberano  á  la  sucesión  y  herencia  de 
un  estranjero  que  muere  en  sus  estados  sin  haberse  natura- 
lizado en  ellos  ;  ó  de  un  estranjero  naturalizado  que  no  ha 
dispuesto  de  sus  bienes  ni  deja  heredero  regnícola  ó  natura- 
lizado; ó  del  regnícola  que  ha  salido  del  reino  y  renunciado 
á  su  patria,  estableciéndose  en  pais  estranjero. 

(1)  De  la  revocación  de  lo  hecho  por  el  juez  cu  osle  caso,  trata 
el  conde  de  la  Cañada  en  sus  Juicios,  cap.  2,  De  las  apelaciones 
y  sus  efectos. 
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En  España  no  se  ha  impedido  ni  se  impide  á  los  estranje- 
ros naturalizados  ó  no  naturalizados  ,  el  disponer  libremente 
de  sus  bienes  por  contrato  entre  vivos  ó  por  última  volun- 
tad.ni  tampoco  se  han  confiscado  ni  se  confiscan  los  bienes 
de  los  intestados. 

En  Francia  se  hallaba  establecido  el  derecho  de  au- 
bana  hasta  que  lo  abolió  la  asamblea  constituyente,  ad- 
mitiendo á  los  estranjeros  á  las  herencias  y  sucesiones  de 
eslranjeros  y  aun  de  naturales.  El  código  civil  restringió 
iuego  esta  disposición  en  sus  arts.  11,  726  y  912  á  los  es- 
tranjeros de  los  paises  en  que  en  virtud  de  tratados  diplo- 
máticos no  se  ejerciese  el  derecho  de  aubana  contra  los 
Franceses;  pero  una  nueva  ley  de  ltt  de  julio  de  1819  ha 
derogado  dichos  artículos  ,  estableciendo  que  los  estranjeros 
tendrán  derecho  de  heredar,  disponer  y  recibir  de  la  misma 
manera  que  los  Franceses  en  toda  la  estension  de  aquel 
reino;  y  que  en  caso  de  partición  de  una  herencia  entre  co- 
herederos estranjeros  y  franceses,  sacarán  estos  de  los  bie- 
nes situados  en  Francia  una  porción  igual  al  valor  de  los 
bienes  situados  en  pais  estranjero ,  de  que  por  cualquiera 
título  quedasen  escluidos  en  virtud  de  leyes  ó  costumbres 
locales. 

La  voz  aubana  viene  á  ser  lo  mismo  que  estranjería,  y 
dicen  se  deriva  de  auban,  que  por  corrupción  procede  de  las 
palabras  latinas  alibi  nalus ,  nacido  en  otra  parte,  esto  es , 
estranjero. 

Este  derecho  era  tan  contrario  á  la  justicia  como  á  los  in- 
tereses verdaderos  de  las  naciones.  Montesquieu  le  llamaba 
derecho  insensato. 

AUDIENCIA.  El  tribunal  superior  de  una  ó  mas  pro- 
vincias, compuesto  de  ministros  togados,  que  representa  la 
persona  del  rey  en  la  administración  de  justicia:  —  El  lugar 
destinado  para  dar  audiencia ,  esto  es  ,  el  sitio  ó  edificio  en 
que  se  reúnen  los  jueces  para  oir  y  decidir  los  pleitos  y  cau- 
sas :  —  Cada  una  de  las  sesiones  del  tribunal ,  esto  es,  todo 
el  tiempo  que  aquel  está  formado  y  reunido:  — El  territorio 
á  que  se  estiende  la  jurisdicción  de  cada  audiencia  ó  tribunal: 
—  Los  ministros  nombrados  por  un  juez  superior  para  la 
averiguación  de  alguna  cosa  :  —  y  el  acto  de  oir  los  sobera- 
nos ,  superiores  y  ministros  á  las  personas  que  tienen  nego- 
cios pendientes  ó  pretensiones,  y  enterarse  de  las  razones 
en  que  las  apoyan. 

Según  las  leyes  de  la  Novísima  Recopilación  ,  conocía  la 
audiencia  ó  tribunal  superior  en  segunda  y  tercera  instancia, 
por  apelación  y  súplica ,  de  los  pleitos  decididos  en  primera 
por  los  juzgados  inferiores  de  su  territorio,  leyes  8,  10  y  15, 
til.  20,  lib.  II  ,ley  10,  lit.  i,  lib.  oryley  1  ,  lit.  1,  lib.  4, 
Nov.  Rrc;  y  aun  en  primera  y  segunda  por  vista  y  revista, 
de  todos  aqu  líos  en  que  intervenían  personas  que  gozaban 
del  privilegio  llamado  caso  de  corle,  leyes  9 y  13,  til.  1,  lib. 
5,  ley  9 ,  lit.  U-,  lib.  \l,y  ley  2,  lit.  2¡,  lib.  U,  Nov.  Rec; 
como  igualmente  de  las  causas  criminales  sobre  delitos  muy 
graves,  dignos  de  pena  corporal  ó  destino  á  presidio  ó  alas 
armas,  ley  o,  til.  5,  Part.  5,  y  ley  9  ,  lit.  k,  lib.  11 ,  Nov. 
Rcc;  y  asimismo  de  los  recursos  de  fuerza,  leyes  1  y  2,  lit. 
2,  lib.  2,  Nov.  Rec.  Decidía  también  gubernativamente  reu- 
nida en  acuerdo  con  intervención  fiscal  todo  lo  relativo  á 
propuestas ,  nombramientos  y  elecciones  de  alcaldes ,  regi- 
dores, diputados  y  síndicos  del  común,  y  las  instancias  de 
estos  sobre  abastos,  consultando  las  dudas  al  consejo  su- 
premo de  Castilla,  etc.  (1).  Véase  Apelación,  Caso  de  corte, 
Suplica,  Juez  superior,  Recurso  de  fuerza. 

(i)  Sobre  esta  materia  es  de  notar  que  entre  los  Mejicanos  no 
hay  casos  de  corte  :  que  por  el  art.  14  de  la  ley  de  9  de  octubre 
de  -1812,  no  pueden  las  audiencias  tomar  conocimiento  alguno 
de  los  asuntos  gubernativos  ó  económicos  :  que'  por  la  ley  de  12 
de  mayo  de  1826  se  habilitó  á  la  Corte  Suprema  para  conocer  de 
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Para  conocer  ahora  las  atribuciones  y  facultades  de  las 
audiencias  y  el  modo  de  ejercerlas,  es  necesario  tener  pre- 
sentes las  disposiciones  contenidas  en  el  título  quinto  de  la 
Constitución  de  1812,  restablecidas  como  leyes  por  decreto 
de  Cortes  de  7  de  setiembre  de  1837 ,  el  reglamento  provi- 
sional de  26  de  setiembre  de  185b  para  la  administración  de 
justicia,  las  ordenanzas  de  las  audiencias  de  20  de  diciembre 
del  mismo  año  1835,  y  demás  órdenes  y  decretos  posteriores. 

Las  audiencias  son  en  todo  el  reino  los  tribunales  supe- 
riores de  su  respectivo  territorio  :  cada  una  reside  en  la  ca- 
pital del  suyo;  y  todas  llevan  el  nombre  de  la  capital  respec- 
tiva ,  escepto  las  de  Mallorca  y  Canarias  y  el  consejo  de 
Navarra  ,  cuya  residencia  continúa  sin  embargo  en  Palma 
de  Mallorca,  la  ciudad  de  la  Palma  y  Pamplona.  El  territorio 
de  cada  una  de  las  audiencias  de  la  península  é  islas  adya- 
centes es  el  siguiente  : 

De  la  de  Madrid  :  las  provincias  de  Avila,  Guadalajara, 
Madrid ,  Segovia  y  Toledo.  ==  De  la  de  Albacete  :  las  pro- 
vincias de  Albacete,  Ciudad  Real ,  Cuenca  y  Murcia  =  De 
la  de  Barcelona  :  las  provincias  de  Barcelona ,  Gerona ,  Lé- 
rida y  Tarragona. =De  la  deBúrgos  :  las  provincias  de  Álava, 
Burgos  ,  Guipúzcoa,  Logroño,  Santander  ,  Soria  y  Vizcaya. 
=Dela  de  Cáceres  :  las  provincias  de  Badajoz  y  de  Cáceres. 
=  De  la  de  Cananas  :  las  islas  de  su  nombre.  =  De  la  de 
la  Coruña  :  las  provincias  de  la  Coruña,  Lugo  ,  Orense  y 
Pontevedra.  =  De  la  de  Granada  :  las  provincias  de  Alme- 
ría ,  Granada,  Jaén  y  Málaga.  ==  De  la  de  Mallorca  :  las  de 
las  islas  Baleares.  =  Del  consejo  real  de  Navarra  :  la  pro- 
vincia de  su  nombre.  =  De  la  de  Oviedo  :  la  provincia  de  su 
nombre.  =  De  la  de  Sevilla  :  las  de  Cádiz ,  Córdoba ,  Huelva 
y  Sevilla.  =  De  la  de  Valencia  :  las  de  Alicante ,  Castellón 
de  la  Plana  y  Valencia.  =  De  la  de  Valladolid  :  las  de  León, 
Palencfa,  Salamanca,  Valladolid  y  Zamora.  =  Y  de  la  de 
Zaragoza  :  las  de  Huesca  ,  Teruel  y  Zaragoza;  articulo  1  y 
2  de  las  ordenanzas. 

Todas  las  audiencias  son  iguales  en  facultades  é  indepen- 
dientes unas  de  otras;  y  todas  tienen  en  aquellas  instancias 
que  les  correspondan  igual  conocimiento  respecto  á  las  cau- 
sas civiles^y  criminales  de  su  territorio  pertenecientes  al 
fuero  ordinario;  art.  57  del  reglamento. 

Todas  las  audiencias  y  cada  una  de  sus  salas  en  cuerpo 
tienen  el  tratamiento  de  Excelencia;  y  los  regentes,  minis- 
tros y  fiscales  en  particular  el  de  Señoría;  art.  5  de  las  or- 
denanzas. 

Ninguna  audiencia  es  ya  presidida  sino  por  su  regente 
respectivo  ;  art,.  37  del  reglamento. 

Las  audiencias  deben  espedir  sus  provisiones  y  despachos 
en  nombre  de  S.  M. ,  art.  57  del  regí.;  porque  «  La  justicia 
se  administra  en  nombre  del  rey;  »  Conslilucion  de  1857. 

las  segundas  y  terceras  instancias;  y  por  la  de  25  del  mismo  se 
!a  habilitó  para  que  ejerciera  en  el  distrito  y  territorios  las  atri- 
buciones de  audiencia  de  Ultramar,  conforme  á  la  ley  de  9  de 
octubre  de  1812,  en  lo  que  no  se  opusiera  á  la  Constitución  y  leyes 
de  Union.  El  art.  12  déla  ley  de  bases  para  la  nueva  Constitución, 
dice  :  «  El  poder  judicial  se  ejercerá  en  los  departamentos  b;ista 
la  última  instancia,  por  tribunales  y  jueces  residentes  en  ellos, 
nombrados  ó  confirmados  por  la  alta  corte  de  justicia  de  la  nación, 
con  intervención  del  supremo  poder  ejecutivo,  de  las  juntas  de- 
partamentales y  de  los  tribunales  superiores ,  en  los  términos  y 
con  las  responsabilidades  que  especificará  la  ley  constitucional.  » 
Esta  ley  constitucional  es  la  quinta,  que  traía  del  poder  judicial, 
el  que  según  el  art.  Io.  se  ejercerá  por  una  corte  suprema  de 
justicia,  por  los  tribunales  superiores  de  los  departamentos,  pol- 
los de  bacienda  que  establecerá  la  ley  de  la  materia  ,  y  por  los  juz- 
gados de  primera  instancia. 

En  el  articulo  Caso  de  corte  volveremos  á  hablar  de  esta  mate- 
ria ,  indicando  lo  prevenido  tanto  por  la  legislación  mejicana 
como  por  la  de  las  repúblicas  de  Venezuela  y  Chile. 
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Todas  las  causas  civiles  y  criminales  han  de  fenecerse 
dentro  del  territorio  de  cada  audiencia ,  art.  262  de  la  Cons- 
titución de  1812;  salvos  los  recursos  estraordinarios ,'  y  los 
demás  negocios  reservados  al  supremo  tribunal  de  España  é 
Indias  ,  ó  sea  de  justicia  ,  art.  57  del  regí. 

El  reglamento  provisional  designa  las  facultades  de  las 
audiencias  y  el  modo  de  ejercerlas  en  los  artículos  si- 
guientes : 

58.  Las  facultades  de  las  audiencias  respecto  á  los  ne- 
gocios que  ocurran  en  lo  sucesivo  ,  y  salvas  las  atribucio- 
nes especiales  de  la  cámara  de  Comptos  en  Navarra ,  serán 
solamente  : 

Primera.  Conocer  en  segunda  instancia,  y  también  en 
tercera  cuando  la  admita  la  ley,  de  las  causas  civiles  y  cri- 
minales que  los  jueces  de  primera  instancia  de  su  distrito  les 
remitan  en  apelación  ó  en  consulta  con  arreglo  á  las  disposi- 
ciones 4a.  y  14a.  del  artículo  51.  Véase  Juez  letrado  dépri- 
mera instancia. 

Segunda.  Conocer  en  primera  y  segunda  instancia  de  las 
causas  que  se  formen  contra  jueces  inferiores  de  su  territo- 
rio por  culpas  ó  delitos  relativos  al  ejercicio  del  ministerio 
judicial  :  comprendiéndose  en  esta  disposición  los  provisores, 
vicarios  generales  y  demás  jueces  inferiores  eclesiásticos  , 
cuando  por  tales  delitos  hubiere  de  juzgarlos  la  jurisdicción 
real. 

Tercera.  Conocer  de  los  recursos  de  nulidad  que  con  arre- 
glo á  los  artículos  fti  y  42  se  interpongan  dé  sentencias  da- 
das por  los  jueces  de  primera  instancia  del  territorio  en  los 
casos  á  que  se  refieren  aquellas  disposiciones.  Véase  Juez 
letrado  de  primera  instancia. 

Cuarta.  Conocer  de  los  recursos  de  fuerza  y  de  protección 
que  se  introduzcan  de  los  tribunales ,  prelados  ú  otras  cuales- 
quier  autoridades  eclesiásticas  de  su  territorio.  Fuera  de  la 
corte  podrán  también  conocer  de  estos  recursos ,  aun  con 
respecto  á  regulares  existentes  en  el  territorio  de  la  audien- 
cia ,  cuando  se  recurra  en  queja  de  superior  residente  en  el 
mismo;  pero  si  el  superior  residiere  fuera  del  territorio  de 
la  audiencia,  se  limitará  esta  al  mero  objeto  de  proteger  la 
persona  del  recurrente  siempre  que  haya  opresión ,  y  reser- 
vará al  supremo  tribunal  de  España  é  Indias  el  conocimiento 
del  recurso  en  su  fondo. 

Quinta.  Dirimir  las  competencias  de  jurisdicción  que  se 
susciten  entre  jueces  inferiores  ordinarios  de  su  territorio. 
En  Ultramar  se  dirimirán  también  por  cada  audiencia  las  que 
en  su  territorio  ocurran  entre  jueces  inferiores  ordinarios  y 
juzgados  ó  tribunales  privativos  ó  privilegiados. 

Scsla.  Hacer  en  su  territorio  el  recibimiento  de  abogados, 
previas  las  formalidades  prescritas  por  las  leyes.  Y  los  abo- 
gados que  así  se  reciban,  ó  que  estén  recibidos  hasta  el 
dia,  podrán  ejercer  su  profesión  en  cualquier  pueblo  de  la 
monarquía  ,  presentando  el  título ,  con  calidad  de  que  donde 
hubiere  colegio  se  incorporen  en  él.  Véase  Abogado. 

Séptima.  Examinar,  con  orden  del  gobierno,  á  los  que  en 
su  distrito  pretendan  ser  escribanos  públicos ,  previos  los 
requisitos  establecidos  ó  que  se  establezcan  por  las  leyes  : 
debiendo  los  examinados  acudir  á  S.  M.  con  el  documento 
de  la  aprobación  para  obtener  el  correspondiente  título. 

Octava.  Ejercer  en  su  caso  la  facultad  espresada  al  final 
del  artículo  58.  Véase  Juez  letrado  de  primera  instancia. 

Novena.  Promover  cada  una  en  su  territorio  la  adminis- 
tración de  justicia  ,  y  velar  muy  cuidadosamente  sobre  ella  : 
para  lo  cual  ejercerán  sobre  los  respectivos  jueces  inferiores 
la  superior  inspección  que  es  consiguiente. 

Décima.  Ejercer  en  Ultramar  las  demás  atribuciones  y  fa- 
cultades que  les  estén  asignadas  por  las  leyes  vigentes  en 
aquellos  dominios. 

Respecto  á  los  negocios  de  que  en  la  actualidad  estuvie- 
ren conociendo  las  audiencias  comprendidos  en  las  prece- 


dentes facultades ,  se  estará  á  lo  prescrito  en  el  art.  57. 
Véase  Juez  letrado  de  primera  instancia. 

59.  En  virtud  de  la  novena  facultad  contenida  en  el  artí- 
culo precedente,  podrá  cada  audiencia  pedir  y  exigir  á  los 
jueces  inferiores  ordinarios  de  su  territorio  las  listas,  infor- 
mes y  noticias  que  estime  respecto  á  las  causas  civiles  ó  cri- 
minales fenecidas,  y  al  estado  de  las  pendientes;  prevenirles 
lo  que  convenga  para  su  mejor  y  mas  pronta  espedicion  ,  y 
cuando  haya  justo  motivo,  censurarlos,  reprenderlos,  aper- 
cibirlos, multarlos,  y  aun  formarles  causa,  de  oficio  ó  á 
instancia  de  parte,  por  los  retrasos,  descuidos  y  abusos 
graves  que  notare. 

Pero  deberá  oírlos  en  justicia  siempre  que  reclamen  con- 
tra cualquiera  corrección  que  se  les  imponga  sin  formarles 
causa  ;  y  fuera  de  aquellas  facultades  legítimas  que  las  au- 
diencias tienen  en  los  casos  de  apelación  ,  competencia  y 
recurso  de  fuerza ,  de  protección  ó  de  nulidad ,  no  podrán 
de  manera  alguna  avocar  causa  pendiente  ante  juez  inferior 
en  primera  instancia,  ni  entremeterse  en  el  fondo  de  ellas 
cuando  promuevan  su  curso  ,  ó  se  informen  de  su  estado, 
ni  pedírsela  aun  ad  ejfectum  videndi ,  ni  retener  su  conoci- 
miento en  dicha  instancia  cuando  haya  apelación  de  auto 
interlocutorio ,  ni  embarazar  de  ptro  modo  á  dichos  jueces 
en  el  ejercicio  de  la  jurisdicción  que  les  compete  de  lleno  en 
la  instancia  espresada. 

60.  Las  audiencias  no  podrán  tampoco  tomar  conocimiento 
alguno  sobre  los  negocios  gubernativos  ó  económicos  de  sus 
provincias. 

61.  Las  audiencias  de  Madrid,  Aragon  ,  Cataluña,  Gali- 
cia ,  Granada ,  Sevilla ,  Valencia  y  Valladolid  ,  que  son  las 
que  tienen  mayor  número  de  ministros ,  se  distribuirán  cada 
una  en  tres  salas  ordinarias ,  las  dos  para  lo  civil  y  la  otra 
paralo  criminal. 

Las  audiencias  de  Albacete,  Asturias,  Burgos ,  Canarias, 
Extremadura,  Filipinas  y  Mallorca,  y  el  consejo  real  de  Na- 
varra ,  se  distribuirán  en  dos  salas  ordinarias,  una  civil  y 
otra  criminal,  á  cuyo  fin  se  aumentará  por  ahora  un  minis- 
tro en  la  audiencia  de  Asturias,  rebajándolo  de  los  cuatro 
que  las  Cortes  han  permitido  añadir  á  la  de  Canarias. 

Las  audiencias  de  Cuba  y  Puerto  Rico  continuarán  con 
una  sola  sala  bajólas  mismas  reglas  que  en  el  dia,  hasta  nueva 
providencia. 

Las  respectivas  salas  ordinarias  de  las  audiencias  se  for- 
marán cada  año  alternando  los  ministros  por  el  orden  de  su 
antigüedad,  de  manera  que  los  mas  antiguos  sean  los  deca- 
nos de  cada  sala  :  y  los  ministros  que  en  un  año  han  com- 
puesto una  de  ellas,  pasarán  en  el  otro  ala  siguiente  en  orden. 

62.  Sin  embargo ,  en  las  audiencias  de  1res  y  de  dos  salas 
ordinarias  se  formarán  eventualmente  otra  ú  otras  dos  cs- 
traordinarias ,  según  lo  que  permita  el  número  de  ministros, 
para  ausiliar  á  las  ordinarias  en  el  despacho  de  su  respectiva 
asignación  cuando  estas  se  hallaren  recargadas. 

Los  regentes  harán  que  se  se  formen  dichas  salas  estraor- 
dinarias  siempre  que  convenga  ,  destinando  á  ellas  los  mi- 
nistros mas  modernos  de  las  ordinarias  en  el  número  que 
basten. 

65.  Las  audiencias ,  concurriendo  el  regente  lo  mismo  que 
los  ministros ,  deberán  reunirse  todos  los  dias  no  feriados, 
al  tiempo  que  se  acostumbra  y  por  espacio  de  tres  hora?  á 
lo  menos  ;  pero  las  salas  que  tengan  negocios  criminales  que 
despachar  ,  se  reunirán  ademas  á  horas  estraordinarias  ,  y 
aun  en  dias  feriados ,  para  el  despacho  de  todo  lo  que  la  ur- 
gencia requiera. 

Primero.,  en  tribunal  pleno  se  dará  cuenta  de  las  órdenes 
y  oficios  que  se  le  comuniquen  en  cuerpo ,  y  se  tratará  de  los 
negocios  que  exijan  el  acuerdo  de  todos  los  ministros ,  y  asi 
hecho ,  se  separarán  las  salas. 

64.  El  regente  podrá  asistir  á  la,  sala  que  le  parezca,  sea 
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ordinaria  ó  eslraordit.aria ,  y  en  aquellas  á  que  él  no  asista, 
presidirá  el  ministro  mas  antiguo.  El  que  presida  cada  sala , 
liará  guardar  en  ella  el  orden  debido,  y  será  el  único  que 
/leve  la  palabra  en  estrados  ;  y  si  algun  ministro  dudare  de 
aigun  hecho  ,  podrá  por  medio  del  presidente  preguntar  lo 
que  se  le  ofrezca. 

65.  En  la  sustanciacion  de  las  segundas  y  terceras  instan- 
cias respecto  á  negocios  civiles,  las  audiencias  guardarán  y 
harán  guardar  con  toda  exactitud  los  trámites,  términos  y 
demás  disposiciones  de  las  leyes ,  cualesquiera  que  sean  las 
prácticas  introducidas  en  contrario  ;  cuidando  de  que  las 
partes  reduzcan  sus  alegatos  y  escritos  á  lo  que  deben  ser 
estos  en  número  y  calidad,  y  cerrando  la  puerta  á  nuevas 
probanzas  cuando  sean  inútiles  ó  improcedentes  ,  y  á  toda 
dilación  maliciosa  ó  indebida. 

66.  En  los  juicios  sumarísimos  de  posesión ,  en  los  cuales 
debe  ser  siempre  ejecutiva  la  sentencia  de  primera  instancia, 
sin  embargo  de  apelación ,  no  habrá  lugar  á  súplica  de  la 
sentencia  de  vista,  confirme  ó  revoque  la  del  juez  inferior. 
En  los  plenarios  se  podrá  suplicar  en  el  solo  caso  de  que  la 
sentencia  de  vista  no  sea  enteramente  conforme  á  la  de  pri- 
mera instancia ,  y  la  entidad  del  negocio  esceda  de  bOO  duros 
en  la  península  é  islas  adyacentes ,  y  de  1000  en  ultramar. 

67.  En  los  pleitos  sobre  propiedad ,  cuya  cuantía  no  pase 
de  230  duros  en  la  península  é  islas  adyacentes ,  y  de  500 
en  ultramar,  no  habrá  tampoco  lugar  á  la  súplica  de  la  sen- 
tencia de  vista,  la  cual  causará  ejecutoria,  sea  que  confirme 
ó  que  revoque  la  primera. 

También  se  causará  ejecutoria,  y  no  habrá  lugar  á  súplica, 
cuando  la  sentencia  de  vista  sea  enteramente  conforme  á  la 
de  primera  instancia  en  pleito  sobre  propiedad,  cuya  cuantía 
no  esceda  de  1000  duros  en  la  península  é  islas  adyacentes, 
y  de  2000  en  ultramar. 

Pero  en  todos  los  casos  de  este  artículo  deberá  admitirse 
la  súplica  cuando  el  que  la  interponga  presente  nuevos  do- 
cumentos ,  jurando  que  los  encontró  nuevamente ,  y  que 
antes  no  los  tuvo  ni  supo  de  ellos ,  aunque  hizo  las  diligen- 
cias oportunas. 

68.  Lo  que  en  los  dos  precedentes  artículos  se  dispone 
acerca  de  que  causen  ejecutoria  las  sentencias  á  que  se  re- 
fieren ,  es  y  debe  entenderse  sin  perjuicio  de  lo  que  la  ley 
establezca  en  cuanto  á  los  recursos  de  nulidad  indicados 
por  el  real  decreto  de  24  de  marzo  de  1834;  y  sin  perjuicio 
también  de  los  recursos  de  injusticia  notoria  y  grado  de  se- 
gunda suplicación ,  los  cuales  continuarán  teniendo  lugar 
en  sus  respectivos  casos  con  arreglo  á  lo  que  está  prescrito 
por  las  leyes ,  hasta  que  ellas  ordenen  otra  cosa.  Véase 
Nulidad,  Injusticia  notoria  y  Suplicación  segunda. 

G9.  La  sustanciacion  de  los  recursos  de  nulidad  que  de 
sentencia  de  juez  de  primera  instancia  se  hubieren  inter- 
puesto conforme  á  los  artículos  41  y  42  (Véase  Juez  letrado), 
deberá  reducirse  á  la  entrega  de  los  autos  á  las  partes  por  su 
orden,  y  á  cada  una  por  un  término  que  no  pase  de  nueve 
(lias,  para  solo  el  objeto  de  que  se  instruyan  los  defensores 
á  fin  de  hablar  en  estrados  ;  y  pasado  el  último  término , 
sin  necesidad  de  otra  cosa,  se  llamará  el  negocio  con  cita- 
ción de  los  interesados  para  fallar  lo  que  corresponda.  De  lo 
que  se  fallare,  no  habrá  lugar  á  súplica. 

70.  En  negocios  civiles  no  se  oirá  al  fiscal  sino  cuando 
interesen  á  la  causa  pública  ó  á  la  defensa  de  la  real  juris- 
dicción ordinaria  ;  y  respecto  á  los  criminales ,  se  estará  á  lo 
prescrito  en  la  regla  15a.  del  art.  51.  Véase  Juez  letrado  de 
primera  instancia. 

71.  En  las  causas  criminales  que  conforme  á  la  regla  4a. 
de  dicho  art.  51  vengan  á  las  audiencias  en  consulta  de 
sobreseimiento  acordado  en  sumario  ,  se  oirá  al  fiscal 
cuando  corresponda  in  voce  ó  por  escrito  ,  y  sin  mas  trá- 
mites ni  necesidad  de  vista  formal,  se  dará  desde  luego  la 


determinación  que  sea  del  caso,  de  la  cual  no  habrá  lugar  á 
súplica. 

72.  En  las  demás  causas  criminales  que  vengan  en  apela- 
ción de  juzgado  inferior,  ó  en  consulla  de  sentencia  definitiva 
pronunciada  por  él  sobre  delito  de  pena  corporal,  la  audien- 
cia para  determinar  en  vista  ó  en  revista  oirá  al  fiscal  en  su 
caso ,  y  también  á  las  demás  partes,  si  se  presentaren,  con- 
cediéndoles un  término  que  no  pase  de  nueve  dias  á  cada 
uno,  con  las  circunstancias  que  añade  la  regla  5a.  del  citado 
art.  51. 

Si  pasado  el  término  del  emplazamiento  hecho  en  el  juz- 
gado inferior  no  se  hubiere  presentado  alguna  de  las  partes, 
cuando  el  fiscal  dé  su  dictamen ,  se  le  conferirá  traslado  de 
este ,  mandando  emplazarla  de  nuevo  por  el  término  abso- 
lutamente necesario,  según  la  distancia;  y  si  tampoco  así 
se  presentare  personalmente ,  ó  por  medio  de  apoderado , 
se  habrá  por  conclusa  la  causa ,  trascurrido  que  sea  dicho 
término,  é  inmediatamente  se  procederá  ala  vista,  hacién- 
dose en  estrados  las  citaciones  y  notificaciones  por  lo  res- 
pectivo á  aquella  parte. 

En  estas  causas  no  habrá  lugar  á  súplica  sino  cuando  la 
sentencia  de  vista  no  sea  conforme  de  toda  conformidad  á  la 
de  primera  instancia. 

73.  En  aquellas  causas  criminales  de  que  las  audiencias 
pueden  conocer  en  primera  instancia,  á  saber,  las  que  ocurran 
contra  jueces  inferiores  de  su  territorio  ,  con  relación  al 
ejercicio  del  ministerio  judicial ,  están  autorizados  dichos 
tribunales  para  proceder,  no  solo  á  instancia  de  parte  ó  por 
interpelación  fiscal,  sino  también  de  oficio,  cuando  de  cual- 
quier modo  vieren  algun  justo  motivo  para  ellos  ;  y  en  el  pro- 
cedimiento y  determinación  deberán  observar  respectiva- 
mente lo  que  á  los  jueces  de  primera  instancia  prescribe  el 
art.  51 ,  y  ademas  las  disposiciones  siguientes  : 

Primera  :  Que  si  la  causa  empezare  por  acusación  ó  por 
querella  de  persona  particular,  no  se  deberá  nunca  admitir 
la  querella  ó  la  acusación  sin  que  la  acompañe  la  correspon- 
diente fianza  de  calumnia,  y  de  que  el  acusador  ó  querellante 
no  desamparará  su  acción  hasta  que  recaiga  sentencia  que 
cause  ejecutoria.  La  cantidad  de  dicha  fianza  será  determi- 
nada por  el  tribunal  según  la  mayor  ó  menor  entidad  y  con- 
secuencia del  asunto. 

Segunda  :  Que  aunque  comience  la  causa  de  la  manera 
sobredicha ,  siempre  deberá  ser  parte  en  ella  el  fiscal  de  la 
audiencia. 

Tercera  :  Que  esta  no  podrá  suspender  al  juez  procesado 
sino  cuando  procediéndose  sobre  delito  á  que  por  la  ley  esté 
señalada  pena  de  privación  de  empleo  ú  otra  mayor,  estime 
necesario  suspenderle  después  de  formalmente  admitida  la 
acusación  ó  la  querella,  ó  de  resultar  méritos  bastantes,  si 
el  procedimiento  fuere  de  oficio.  Pero  podrá  hacerle  com- 
parecer personalmente  ante  sí  siempre  que  considere  reque- 
rirlo el  caso,  y  aun  ponerle  en  arresto  cuando  lo  exija  la 
gravedad  del  delito  sobre  que  se  proceda. 

Cuarta  :  Que  las  actuaciones  de  instrucción  en  el  sumario , 
y  las  que  requiera  el  plenario  deberán  encargarse  al  ministro- 
mas  antiguo  de  la  sala  respectiva  después  del  que  la  pre- 
sidiere :  y  las  diligencias  que  hubiere  que  practicar  fuera 
de  la  residencia  del  tribunal ,  y  que  no  pudiere  evacuar  por 
sí  dicho  ministro ,  se  cometerán  siempre  á  la  primera  auto- 
ridad ordinaria  del  pueblo  ó  del  partido  respectivo.  Durante 
el  procedimiento,  no  podrá  el  acusado  ó  procesado  estar  en 
el  pueblo  donde  se  practiquen  actuaciones  de  su  causa ,  ni 
en  seis  leguas  en  contorno. 

Quinta  :  Que  en  esta  clase  de  causas  siempre  debe  haber 
lugar  á  súplica  de  la  sentencia  de  vista  ;  pero  la  de  revista 
causará  siempre  ejecutoria,  sea  ó  no  conforme  á  la  primera. 

74.  Para  el  despacho  de  sustanciacion ,  así  en  lo  civil  come- 
en lo  criminal ,  no  siendo  denegación  de  soltura,  determi- 


AU 


—  302  - 


AU 


nación  de  formal  artículo ,  admisión  ó  denegación  de  súplica , 
de  prueba  ó  de  recurso  superior,  ó  alguna  otra  providencia 
que  pueda  causar  perjuicio  irreparable ,  dos  ministros  serán 
suficientes  para  formar  sala  ,  y  sus  votos  harán  resolución 
en  todo  aquello  en  que  estuvieren  conformes  de  toda  con- 
formidad. 

Mas  para  cualquiera  de  las  providencias  aquí  esceptuadas, 
y  para  todos  los  demás  actos  que  no  sean  de  mera  sustan- 
ciacion  ,  no  podrá  haber  sala  con  menos  de  tres  ministros  , 
ni  tampoco  sentencia  ni  resolución  sino  en  lo  que  reúna  sus 
tres  votos  absolutamente  conformes. 

7o.  Sin  embargo,  serán  necesarios  cinco  ministros  á  lo 
menos  para  ver  y  fallar  en  segunda  ó  tercera  instancia  alguna 
causa  criminal  en  que  pueda  recaer  pena  corporal  ;  pero 
bastarán  para  formar  sentencia  tres  votos  absolutamente 
conformes. 

Igual  número  de  ministros  se  necesitará  también  para  ver 
y  fallar  en  primera  instancia  cualquiera  de  las  causas  de  que 
trata  el  art.  73;  y  para  verla  y  fallarla. en  revista,  deberán 
concurrir  siete  ministros  donde  los  haya ,  y  donde  no  todo 
el  tribunal  pleno  compuesto  de  cinco  magistrados  á  lo  menos, 
siendo  siempre  indispensable  para  constituir  sentencia  la 
entera  conformidad  de  la  mayoría  absoluta  de  todos  los  con- 
currentes. Véase  Foto. 

76.  En  aquellas  audiencias  donde  por  su  corta  dotación 
no  puedan  reunirse  con  inclusion  del  regente  los  cinco  ma- 
gistrados necesarios  para  ver  y  fallar  las  causas  de  que  trata 
el  precedente  artículo ,  se  completará  este  número  con  el  juez 
ó  jueces  letrados  de  primera  instancia  que  haya  en  la  capi- 
tal ,  si  no  tuvieren  impedimento ,  y  á  falta  de  ellos  elegirá 
la  sala  á  pluralidad  de  votos  otro  ú  otros  letrados  ,  según  lo 
que  se  necesite. 

77.  Cuando  en  cualquiera  caso  asistieren  á  la  sala  mas 
ministros  de  los  absolutamente  necesarios ,  no  habrá  nunca 
resolución  sino  en  lo  que  con  entera  conformidad  vote  la 
absoluta  mayoría  de  los  que  concurran. 

78.  Los  fiscales  podrán  votar  como  jueces  en  los  negocios 
en  que  no  sean  parte ,  cuando  para  determinarlos  no  hubiere 
suficiente  número  de  ministros. 

79.  El  ministro  impedido  de  ser  juez  en  alguna  causa,  lo 
manifestará  oportunamente  al  que  presidiere  la  sala  para 
que  le  sustituya  el  mas  moderno  de  la  siguiente  en  orden, 
á  la  cual  pasará  el  impedido. 

80.  Empezado  el  despacho ,  ó  la  vista  ó  revista  de  un  ne- 
gocio, no  se  le  dejará  pendiente  si  para  su  conclusion  bastare 
alguna  hora  mas  de  las  de  ordinaria  asistencia  ;  y  si  el  ne- 
gocio fuere  criminal ,  particularmente  si  hubiere  reos  presos, 
se  prolongará  esta  todo  el  tiempo  posible  al  prudente  juicio 
del  que  presida. 

Una  vez  dada  cuenta  del  negocio ,  ó  acabada  la  vista  ó  la 
revista,  no  se  disolverá  la  sala  hasta  dar  providencia  ;  pero 
si  algún  ministro  antes  de  comenzarse  la  votación  espusiere 
que  necesita  ver  los  autos  ó  examinar  el  memorial  ajustado , 
podrá  suspenderse  ,  y  deberá  darse  la  sentencia  dentro  de 
los  mismos  términos  respectivamente  señalados  para  ello  á 
los  jueces  de  primera  instancia ,  según  que  el  negocio  fuere 
civil  ó  criminal ,  é  interlocutoria  ó  definitiva  la  providencia. 

En  las  causas  en  que  los  jueces  declaren  conforme  á  la 
ley  del  reino  ser  necesaria  información  en  derecho  ,  deberá 
darse  la  sentencia  dentro  de  60  dias  improrogables  contados 
desde  el  de  la  vista  ,  preséntense  ó  no  las  informaciones  de 
las  partes. 

81 .  Si  empezado  á  ver  un  negocio ,  ó  visto  ya  y  no  votado , 
enfermare  ,  ó  de  otro  modo  se  inhabilitare  alguno  de  los  mi- 
nistros concurrentes,  en  términos  de  no  poder  continuar  ó 
dar  su  voto  en  voz  ni  por  escrito ,  no  por  eso  se  suspenderá 
la  vista  ó  la  determinación,  si  los  demás  jueces  fueren  en 
suficiente  número.  Si  no  lo  fueren ,  ni  hubiere  probabilidad 


de  que  el  impedimento  cese  dentro  de  pocos  dias ,  se  proce- 
derá á  nuevo  señalamiento  y  vista  en  el  caso  de  no  haberse 
acabado  la  primera  ;  ó  si  se  hubiere  acabado  verá  la  causa 
otro  ministro  de  la  misma  sala  ,  caso  de  haberle  vacante  ,  y 
á  falta  de  él  el  mas  moderno  de  la  siguiente  en  orden,  y 
vista  ,  la  determinará  con  los  demás  que  antes  la  vieron. 

82.  La  votación  una  vez  comenzada  ,  no  podrá  nunca  in- 
terrumpirse sino  por  algún  impedimento  insuperable.  En 
ella  se  arreglarán  los  ministros  á  lo  dispuesto  por  las  leyes  ; 
y  ninguno  podrá  negarse  á  firmar,  euando  le  corresponda, 
lo  que  resultare  acordado  por  la  mayoría  ,  aunque  él  haya 
sido  de  opinion  contraria.  Pero  si  en  este  caso  quisiere  sal- 
var su  voto,  podrá  hacerlo  con  tal  que  dentro  de  las  2'i  ho- 
ras de  haberle  dado  ,  lo  escriba  de  su  letra  ,  sin  fundarlo,  y 
firmándolo  en  el  libro  reservado  que  cada  sala  debe  tener 
para  este  fin  bajo  llave  de  su  presidente. 

83.  Si  no  resultare  absoluta  conformidad  de  los  votos  ne- 
cesarios para  hacersentencia,  se  remitirá  la  causa  en  dis- 
cordia ,  la  cual  será  dirimida  conforme  á  la  práctica  actual  ; 
pero  si  dichos  votos  se  conformaren  absolutamente  en  algún 
punto  principal,  aunque  discuerden  en  otro  subalterno,  ac- 
cesorio ó  diferente  que  no  tenga  esencial  conexión  con  aquel, 
y  que  por  tanto  pueda  bien  separarse,  habrá  sentencia 
legal  y  valedera  respecto  á  aquello  en  que  estuvieron  ente- 
ramente conformes  los  votos  necesarios ,  y  solo  se  remitirá 
en  discordia  lo  demás  en  que  efectivamente  la  hubo. 

84.  Los  ministros  cesantes  ó  jubilados  ,  y  los  que  hayan 
sido  trasladados  ó  promovidos  á  otro  empleo,  deberán  votar, 
siempre  que  se  hallen  en  disposición  de  ello,  las  causas  que 
hayan  visto  antes  de  su  salida  ;  pero  no  podrán  votarlas  los 
que  se  hallaren  separados  ó  suspensos  de  la  magistratura. 

85.  Todas  las  audiencias  tendrán  respecto  al  supremo  tri- 
bunal de  España  é  Indias  la  misma  obligación  que  por  el 
artículo  53  se  impone  á  los  jueces  de  primera  instancia,  y 
ademas  deberán  remitirle  al  principio  de  cada  año  una  lista 
de  las  causas  civiles  y  criminales  fenecidas  en  el  precedente 
con  distinción  de  sus  clases  ,  comprendiendo  las  que  por 
conciliación,  compromiso,  juicio  verbal ,  ó  de  cualquier  otro 
modo  se  hubieren  terminado  en  los  juzgados  inferiores;  y 
cada  cuatro  meses  otra  bastantemente  espresiva  del  estado 
de  las  criminales  pendientes ,  así  en  la  audiencia  como  en 
los  juzgados  de  primera  instancia  de  su  territorio. 

86.  Cuando  les  ocurriere  alguna  duda  de  ley,  ó  alguna 
otra  cosa  que  esponer  relativa  á  la  legislación  ,  acordarán 
sobre  ello  en  tribunal  pleno  después  de  oir  á  su  fiscal  ó  fis- 
cales, y  con  inserción  del  dictamen  de  estos  consultarán  á 
S.  M.  por  medio  de  dicho  .supremo  tribunal  de  España  é 
Indias.  En  las  consultas  se  insertarán  también  los  votos  par- 
ticulares si  los  hubiere  ;  pero  sin  refutarlos. 

87.  Todas  las  audiencias  cuidarán  de  que  cada  año,  por 
medio  de  un  ministro  que  al  efecto  elijan,  se  haga  visita  de 
los  subalternos  del  tribunal  para  ver  si  cumplen  bien  con 
las  obligaciones  de  sus  oficios. 

88.  Mientras  que  se  arreglan  y  uniforman  en  cuanto  sea 
posible  las  ordenanzas  de  las  audiencias,  y  se  rectifican  los 
aranceles  de  derechos ,  se  gobernarán  estas  por  el  presente 
reglamento ,  y  por  las  ordenanzas  y  prácticas  que  actual- 
mente las  rigen  en  cuanto  sean  conciliables  con  él;  y  cui- 
darán de  que  se  observen  los  aranceles,  vigentes  en  el  dia  , 
reprimiendo  todo  abuso  que  contra  ellos  advirtieren. 

89.  Los  regentes  de  las  audiencias,  si  notaren  en  las  suyas 
graves  abusos  é  irregularidades  que  ellos  no  alcancen  á  re- 
mediar ni  á  obtener  que  se  remedien  ,  deberán  bajo  su  mas 
estrecha  responsabilidad  ponerlo  en  conocimiento  del  tribu- 
nal supremo  de  España  é  Indias,  ó  directamente  del  gobier- 
no, cuando  lo  requiera  el  caso ,  para  que  se  puedan  lomar 
las  providencias  oportunas. 

Hasta  aquí  el  reglamento  de  26  de  setiembre  de  1835. 
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Mas  con  respecto  al  artículo  Cl  se  ha  de  tener  presente  que 
por  las  ordenanzas  se  ha  variado  la  denominación  de  las  au- 
diencias ,  y  se  ha  dispuesto  ademas  en  su  artículo  k°.  lo  si- 
guiente : 

«  La  audiencia  de  Madrid  se  compone  de  un  regente , 
trece  ministros  y  dos  fiscales,  y  formará  dos  salas  ordinarias 
para  lo  civil  con  cuatro  ministros  cada  una  ,  y  otra  para  lo 
criminal  con  cinco. 

Las  audiencias  de  Barcelona  ,  Coruña,  Granada  ,  Sevilla, 
Valencia ,  Valladolid  y  Zaragoza  se  componen  cada  una  de 
un  regente,  doce  ministros  y  dos  fiscales;  y  deberán  formar 
una  sala  ordinaria  para  lo  criminal  con  cinco  ministros,  y 
dos  para  lo  civil;  la  una  con  cuatro,  y  la  otra  con  tres. 

Las  audiencias  de  Albacete,  Burgos,  y  Cáceres  ,  y  el  con- 
sejo real  de  Navarra,  se  componen  cada  una  de  un  regente, 
y  nueve  ministros  con  dos  fiscales  las  dos  primeras,  y  uno 
las  otras  dos;  y  todas  ellas  deben  formar  una  sala  ordinaria 
para  lo  civil  con  cuatro  ministros ,  y  otra  para  lo  criminal 
con  cinco. 

Las  audiencias  de  Canarias  ,  Mallorca  y  Oviedo  se  com- 
ponen de  un  regente,  seis  ministros  y  un  fiscal  cada  una  ;  y 
formarán  dos  salas  ordinarias  de  á  tres  ministros  ,  una  para 
lo  civil  y  otra  para  lo  criminal.  » 

Con  fecha  de  12  de  marzo  de  1836  ,  á  fin  de  que  sea  mas 
pronto  y  activo  el  curso  de  las  causas  criminales ,  se  dieron 
por  real  decreto  las  disposiciones  que  siguen  : 

«  Art.  Io.  Los  negocios  civiles  y  criminales  pendientes  en 
la  actualidad,  y  que  se  empiecen  en  adelante  ,  se  repartirán 
para  su  sustanciacion  y  fallo  en  las  dos  ó  tres  salas  de  que 
se  componen  respectivamente  las  audiencias  del  reino. 

Art.  2o.  Los  pleitos  y  causas  que  correspondan  á  cada 
sala,  se  repartirán  entre  los  relatores  y  escribanos  de  cámara 
asignados  á  ella,  arreglándose  al  efecto  los  turnos  corres- 
pondientes. 

Art.  5o.  Mientras  se  señalan  las  dotaciones  que  deben  go- 
zar los  relatores  y  escribanos  de  cámara  ,  se  distribuirán 
entre  todos  los  de  cada  clase  los  sueldos  que  disfrutan  al- 
gunos actualmente. 

Art.  h°.  En  las  audiencias  de  doce  ministros  se  designarán 
cuatro  para  cada  sala  :  en  las  de  nueve  ministros  se  forma- 
rán las  dos  salas ,  una  con  cinco  y  otra  con  cuatro  ;  y  en  las 
de  seis  ministros  ,  cada  sala  tendrá  tres.  La  designación  se 
hará  según  la  precedencia  de  los  ministros  entre  sí,  y  guar- 
dando la  alternativa  indicada  en  las  ordenanzas  y  en  el  re- 
glamento provisional  para  la  administración  de  justicia. 

Art.  5o.  La  falta  de  ministros  en  alguna  sala ,  porque  no 
asistan  iodos  los  que  la  componen,  ó  porque  sea  necesario 
mayor  número  que  el  de  su  dotación  ordinaria ,  se  suplirá 
por  los  mas  modernos  que  no  sean  precisos  en  su  respectiva 
sala. 

Art.  6o.  En  todas  las  salas  se  despacharán  los  negocios 
criminales  con  preferencia  á  los  civiles ,  y  cada  una  de  ellas 
ejercerá  la  inspección  superior  mas  atenta  y  vigilante  con 
respecto  á  las  causas  que  le  hayan  correspondido  y  que  se 
hallen  pendientes  en  los  juzgados  inferiores ,  para  que  no 
haya  entorpecimientos  ni  retrasos  indebidos. 

Art.  7o.  Quedan  derogados  los  artículos  del  reglamento 
provisional  para  la  administración  de  justicia  y  los  de  las 
ordenanzas  de  las  audiencias  que  sean  contrarios  á  lo  esta- 
blecido en  este  dereto.  » 

Aunque  se  dispone  en  este  decreto  que  los  negocios  civiles 
y  criminales  se  repartan  en  las  dos  ó  tres  salas  de  que  se 
compóngala  audiencia,  que  en  las  audiencias  de  doce  mi- 
nistros se  designen  cuatro  para  cada  sala ,  que  en  las  de 
nueve  se  formen  dos  salas,  una  con  cinco  y  otra  con  cuatro, 
y  en  las  de  seis  cada  una  de  las  salas  tenga  tres,  y  luego  se 
derogan  los  artículos  del  reglamento  provisional  que  sean 
contrarios  á  estas  disposiciones;  no  por  eso  se  ha  de  enten- 


der también  derogado  el  artículo  78  de  dicho  reglamento , 
que  exige  la  concurrencia  de  cinco  ministros  á  lo  menos  para 
ver  y  fallar  en  segunda  ó  tercera  instancia  las  causas  crimi- 
nales en  que  pueda  recaer  pena  corporal,  como  igualmente- 
para  ver  y  fallar  en  primera  instancia  las  causas  que  se  for- 
men contra  los  jueces  inferiores  por  delitos  relativos  al  ejer- 
cicio de  su  ministerio,  y  aun  mayor  número,  si  lo  hay  en  c-1 
tribunal ,  para  determinar  estas  últimas  en  revista.  En  estos 
casos  la  falta  de  ministros  de  una  sala  hasta  completar  el 
número  exigido  por  el  citado  artículo  75  ,  ha  de  suplirse  por 
los  mas  modernos  de  otra  que  no  sean  precisos  en  la  suya  , 
con  arreglo  al  artículo  5o.  del  preinserto  decreto. 

El  citado  título  quinto  de  la  Constitución  de  1812  ,  resta- 
blecido como  ley  por  decreto  de  Cortes  de  7  de  setiembre 
de  1837,  contiene  relativamente  á  las  audiencias  los  artícu- 
los que  siguen  : 

«  Art.  262.  Todas  las  causas  civiles  y  criminales  se  fene- 
cerán dentro  del  territorio  de  cada  audiencia. 

Art.  263.  Pertenecerá  á  las  audiencias  conocer  de  todas 
las  causas  civiles  de  los  juzgados  inferiores  de  su  demarca- 
ción en  segunda  y  tercera  instancia ,  y  lo  mismo  de  las  cri- 
minales ,  según  lo  determinen  las  leyes  ;  y  también  de  las 
causas  de  suspension  y  separación  de  los  jueces  inferiores 
de  su  territorio,  en  el  modo  que  prevengan  las  leyes ,  dando 
cuenta  al  rey. 

Art.  264.  Los  magistrados  que  hubieren  fallado  en  la  se- 
gunda instancia,  no  podrán  asistir  á  la  vista  del  mismo  pleito 
en  la  tercera. 

Art.  265.  Pertenecerá  también  á  las  audiencias  conocer 
de  las  competencias  entre  todos  los  jueces  subalternos  de  su 
territorio. 

Art.  266.  Les  pertenecerá  asimismo  conocer  de  los  recur- 
sos de  fuerza  que  se  introduzcan  de  los  tribunales  y  autori- 
dades eclesiásticas  de  su  territorio. 

Art.  267.  Les  corresponderá  también  recibir  de  todos  los 
jueces  subalternos  de  su  territorio  avisos  puntuales  de  las 
causas  que  se  formen  por  delitos  ,  y  listas  de  las  causas  ci- 
viles y  criminales  pendientes  en  su  juzgado ,  con  espresion 
del  estado  de  unas  y  otras,  á  fin  de  promover  la  mas  pronta 
administración  de  justicia. 

Art.  268.  Alas  audiencias  de  ultramar  les  corresponderá 
ademas  el  conocer  de  los  recursos  de  nulidad,  debiendo 
estos  interponerse,  en  aquellas  audiencias  que  tengan  sufi- 
ciente número  para  la  formación  de  tres  salas,  en  la  que  no 
haya  conocido  de  la  causa  en  ninguna  instancia.  En  las  au- 
diencias que  no  consten  de  este  número  de  ministros,  se  in- 
terpondrán estos  recursos  de  una  á  otra  de  las  comprendidas 
en  el  distrito  de  una  misma  gobernación  superior;  y  en  el 
caso  de  que  en  este  no  hubiere  mas  que  una  audiencia,  irán 
ala  mas  inmediata  de  otro  distrito. 

Art.  269.  Declarada  la  nulidad,  la  audiencia  que  ha  cono- 
cido de  ella  dará  cuenta ,  con  testimonio  que  contenga  los 
insertos  convenientes,  al  supremo  tribunal  de  justicia  para 
hacer  efectiva  la  responsabilidad  de  que  trata  el  art.  25't. 

(Este  artículo  dice  :  «  Toda  falta  de  observancia  de  las  leyes 
que  arreglan  el  proceso  en  lo  civil  y  en  lo  criminal,  hace  res- 
ponsables personalmente  á  los  jueces  que  la  cometieren.  ») 

Art.  270.  Las  audiencias  remitirán  cada  año  al  supremo 
tribunal  de  justicia  listas  exactas  de  las  causas  civiles  ,  y 
cada  seis  meses  de  las  criminales ,  así  fenecidas  como  pen- 
dientes, con  espresion  del  estado  que  esias  tengan  ,  in- 
cluyendo las  que  hayan  recibido  de  los  juzgados  inferiores. 

Art.  271.  Se  determinará  por  leyes  y  reglamentos  espe- 
ciales el  número  de  los  magistrados  de  las  audiencias,  que 
no  podrán  ser  menos  de  siete,  la  forma  de  estos  tribunales 
y  el  lugar  de  su  residencia.  » 

=£  Véase  Fiscales  ,  Magistrados  .  Relatores,  Escribanos  de 
cámara ,  Discordia ,  Visitas  de  cárceles ,  Votación,  etc. 
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AUDIENCIA  plena.  El  cuerpo  de  los  magistrados  que 
componen  una  audiencia  territorial  cuando  se  reúnen  para 
tratar  de  los  negocios  que  exigen  el  acuerdo  de  todos. 

À  la  hora  precisa  en  que  cada  dia  no  feriado  debe  abrirse 
la  audiencia,  se  juntan  todos  los  ministros  con  el  regente  en 
tribunal  pleno ,  en  alguna  de  sus  salas ,  para  oir  las  órdenes 
superiores  y  los  oficios  que  se  hayan  comunicado  á  la  au- 
diencia en  cuerpo,  ó  tratar  de  los  negocios  que  requieran  el 
acuerdo  de  todos  sus  ministros  ;  y  concluido  este  despacho , 
se  separan  las  salas. 

De  todos  los  asuntos  de  tribunal  pleno  da  cuenta  el  secre- 
tario de  este ,  ó  el  relator  nías  antiguo  de  lo  civil  en  su  caso  ; 
y  dicho  secretario  instruye  los  espedientes  de  ellos,  cuando 
se  forman.  Pero  si  ocurriere  algún  negocio  que  exija  mucha 
reserva ,  debe  dar  cuenta  é  instruirlo  el  ministro  mas  mo- 
derno haciendo  de  secretario. 

Las  recusaciones  de  los  ministros  se  hacen  ante  la  sala 
que  conoce  del  pleito  ó  causa  respectiva  ;  pero  la  sala,  con 
suspension  de  la  vista  sobre  lo  principal  hasta  la  determina- 
ción de  aquellas  ,  las  pasa  al  tribunal  pleno  para  que  en  él  se 
instruyan  y  resuelvan  con  arreglo  á  las  leyes. 

Todos  los  ministros ,  por  turno  riguroso ,  despachan  la 
semanería  de  audiencia  plena ,  y  lo  mismo  hacen  los  de 
cada  sala  respectivamente.  El  ministro  semanero  debe  reco- 
nocer y  rubricar  todas  las  providencias  que  el  tribunal 
acuerde ,  así  por  ante  relator  como  por  ante  escribano  de 
cámara ,  cuando  no  sean  de  los  que  requieran  la  rúbrica  ó 
la  firma  de  todos  los  jueces. 

Así  para  los  negocios  de  audiencia  plena,  como  en  cada 
una  de  las  salas  para  los  suyos ,  hay  dos  libros  reservados 
que  se  custodian  bajo  la  llave  del  respectivo  presidente  :  el 
uno  para  que  el  ministro  mas  moderno  escriba  las  acordadas 
que  se  hicieren  para  los  jueces  inferiores  y  que  convenga 
reservar  ;  y  el  otro  para  que  los  ministros  que  quieran  sal- 
var sus  votos  particulares,  puedan  hacerlo  en  él,  con  tal 
que  dentro  de  veinte  y  cuatro  horas  de  haberlos  dado  ,  los 
escriban  de  su  letra,  sin  fundarlos  y  firmándolos;  pero  no 
por  esto  puede  ninguno  negarse  á  firmar  cuando  le  corres- 
ponda lo  que  resultare  acordado  por  la  mayoría,  aunque  él 
haya  sido  de  opinion  contraria. 

.  En  las  consultas  ó  informes  que  evacúa  la  audiencia  ple- 
na, ó  alguna  de  las  salas,  se  insertan  ,  sin  refutarlos,  los 
votos  particulares  de  los  ministros  que  disienten  ,  los  cuales 
para  este  fin  deben  presentarlos  estendidos  con  los  funda- 
mentos en  que  los  apoyen.  —  También  se  insertan  á  la  letra 
los  dictámenes  fiscales ,  ó  se  acompaña  copia  de  ellos  cuando 
los  hubiere. 

Los  reales  despachos  ,  ejecutorias  ó  provisiones ,  que  de 
cualquier  modo  espida  cada  audiencia ,  deben  estenderse 
con  arreglo  á  las  leyes  y  á  la  práctica  observada  ,  é  ir  siem- 
pre firmados  por  el  regente ,  por  el  semanero  y  por  otros 
dos  ministros.  =  Véase  el  capítulo  III,  título  primero  de  las 
ordenanzas  de  las  audiencias  de  20  de  diciembre  de  1835. 

Llamábase  antes  Acuerdo  lo  que  ahora  es  Audiencia  plena. 
Había  Acuerdo  ordinario  y  Acuerdo  general  :  aquel  se  com- 
ponía solo  de  los  oidores  ;  y  este  de  los  oidores  y  de  los  al- 
caldes del  crimen.  Mas  ahora  no  hay  diferencia  entre  oidores 
y  alcaldes  ,  pues  lodos  los  ministros  del  tribunal  son  iguales 
y  entienden  indistintamente  en  lo  civil  y  criminal ,  y  todos 
se  reúnen  en  la  audiencia  plena.  Pueden  también  asistir  á 
ella  los  fiscales  ,  y  aun  deben  hacerlo  cuando  son  llamados. 

f  Con  el  establecimiento  de  las  juntas  gubernativas  ,  las 
facultades  de  la  Audiencia  plena  han  quedado  reducidas  á 
las  que  señalan  el  artículo  48  del  reglamento  del  tribunal 
supremo  (sobre  el  nombramiento  de  relatores),  los  capítu- 
los 9o.  y  10  del  titulo  1°.,  y  el  artículo  16  del  capítulo  5o.  de 
las  ordenanzas  de  las  audiencias  (que  tratan  de  las  visitas 
generales  y  semanales  de  cárceles ,  de  la  admisión  y  jura- 


mento de  los  magistrados  y  subalternos  de  las  audiencias  , 
así  como  del  que  deben  prestar  en  ellas  los  jueces  letrados 
de  primera  instancia,  y  de  las  recusaciones  de  los  mi- 
nistros ). 

AUDIENCIA  de  los  grados.  Llamábase  así  la  audiencia 
de  Sevilla  por  haberse  refundido  en  ella  la  jurisdicción  de 
diferentes  jueces ,  ante  quienes  de  grado  en  grado  se  repe- 
tían muchas  veces  las  apelaciones. 

AUDIENCIA  pretorial.  En  las  Indias  tenia  este  nom- 
bre la  audiencia  que  no  estaba  subordinada  al  virey  para 
algunos  efectos. 

AUDIENCIA  verbal.  Véase  Juicio  verbal. 

-j-  AUDIENCIAS  de  ultramar.  Se  cuentan  cuatro  :  la 
de  la  Habana,  Puerto  Príncipe,  Puerto  Rico  y  Manila,  cuyas 
atribuciones  se  señalan  en  el  tít.  15,  lib.  2  de  la  Recopilación 
de  Indias.  La  sala  de  gobierno  de  estos  tribunales  se  llama 
Real  acuerdo ,  en  el  cual  se  ventila  todo  lo  concerniente  al 
régimen  interior  y  parte  económica  ,  debiendo  reunirse  al 
efecto  ciertos  dias  determinados.  Se  resuelve  también  en  los 
acuerdos  lo  conveniente  sobre  el  mejor  desempeño  de  las 
funciones  de  los  jueces  inferiores  y  ministros  subalternos;  se 
reciben  y  se  abren  los  pliegos  y  despachos  del  rey  y  la  cor- 
respondencia con  las  demás  autoridades.  Debe  igualmente  el 
Real  acuerdo  ser  consultado  por  los  capitanes  generales  en 
todas  las  materias  de  gravedad  é  importancia.  Estos  tribu- 
nales de  Ultramar  tienen  el  tratamiento  de  Alteza. 

Nunca  podrá  usar  simultáneamente  de  licencias  mas  de  la 
cuarta  parte  de  los  magistrados  que  componen  las  audiencias, 
tanto  de  Filipinas  como  de  las  Antillas  españolas,  inclusos  los 
fiscales  ;  y  si  las  licencias  fueren  para  venir  á  la  Península  , 
se  entenderán ,  en  el  caso  de  ser  para  atender  á  negocios 
particulares ,  sin  sueldo  ;  y  siendo  para  restablecer  la  salud , 
ó  por  razón  de  pública  conveniencia  ,  con  la  dotación  cor- 
respondiente á  iguales  plazas  de  la  Península.  Rl.  órd.  de 
23  de  junio  de  1839. 

Está  prohibido  en  los  tribunales  ordinarios,  civiles  y  ecle- 
siásticos de  Ultramar  exigir  derechos  dobles  ó  mayores  á  cor- 
poración ni  persona  litigante  ,  cualquiera  que  sea  su  clase  y 
categoría,  considerándolos  como  comunidad  ;  pues  solo  de- 
ben ser  tenidos  por  una  parte  en  la  tasación  de  costas  y 
derechos  procesales.  Rl.  órd.  de  5  de  julio  de  1815. 

En  real  decreto  de  5  de  noviembre  de  18'ío  se  dispuso  : 
Io.  En  la  isla  de  Cuba  la  audiencia  pretorial  de  la  Habana,  y 
en  las  de  Puerto  Rico  y  Filipinas  las  territoriales  respectivas, 
conocerán  en  segunda  y  tercera  instancia  de  los  negocios 
contenciosos  de  correos  por  los  trámites  establecidos  en  las 
leyes.  2o.  En  adelante  los  subdelegados  de  correos  en  Ultra- 
mar otorgarán  para  ante  estos  tribunales  las  apelaciones  en 
derecho  procedentes,  y  con  los  mismos  consultarán  los  autos 
y  sentencias  en  las  causas  criminales  ,  atendiéndose  á  las 
leyes  y  disposiciones  que  en  el  territorio  de  estas  audiencias 
rigen  para  su  sustanciacion  en  los  juzgados  ordinarios. 

Audiencia  de  la  Habana.  Se  erigió  en  virtud  del  real  de- 
creto de  16  de  junio  de  1858  con  las  mismas  facultades  y 
categoría  que  por  las  leyes  de  Indias  pertenecen  alas  audien- 
cias pretoriales,  y  por  lo  tanto  se  considerará  de  ascenso  para 
los  magistrados  y  jueces  quehayan  dado  pruebas  de  entereza, 
saber  y  virtud  en  otros  tribunales  ,  ó  para  los  abogados  dis- 
tinguidos de  los  tribunales  superiores  ,  con  tal  que  unos  y 
otros  hayan  desempeñado  por  diez  años,  á  lo  menos,  las 
funciones  judiciales  ó  la  profesión  de  abogados.  —  Se  com- 
pone de  un  regente  ,  ocho  oidores,  divididos  en  dos  salas, 
y  dos  fiscales  :  el  sueldo  del  regente  es  de  siete  mil  quinientos 
pesos  fuertes ,  si  el  Estado  continúa  dándole  casa  para  su 
morada  y  para  la  celebracionde  los  juicios  de  menor  cuantía, 
ó  de  nueve  mil  en  caso  contrario  :  los  oidores  y  fiscales  gozan 
de  seis  mil  pesos  fuertes  cada  uno.  Rl.  dec.  de  21  de  junio 
de  1845. 
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La  regla  de  prioridad  de  fechas  de  los  reales  nombra- 
mientos ó  promociones,  prescrita  en  las  leyes  de  Indias  para 
las  antiguas  audiencias  de  ascenso  ,  y  para  la  de  la  Habana 
en  real  orden  de  19  de  setiembre  de  1838,  debe  entenderse 
cuando  sea  una  misma  la  anterior  categoría  judicial  de  los 
que  susciten  la  duda,  á  fin  de  que  nunca  suceda  el  caso  de 
obtener  mayor  antigüedad  que  un  oidor  procedente  de  au- 
diencia de  entrada ,  el  que  solo  ha  servido  en  juzgados  de 
primera  instancia ,  ni  el  de  preceder  á  estos  el  promovido 
desde  la  clase  de  abogados.  Rl.  ord.  de  16  de  enero  de  1846. 

Audiencia  de  Puerto  Príncipe.  Su  territorio  está  limitado 
á  las  dos  provincias  ó  departamentos  denominados  Oriental 
y  Central  de  la  isla  de  Cuba,  en  el  último  de  los  cuales  están 
comprendidos  los  gobiernos  de  Trinidad  y  nueva  colonia 
Fernandina  de  Jagua.  —  Se  compone  de  un  regente  ,  cuatro 
ministros  y  un  fiscal  :  el  sueldo  del  regente  es  de  seis  mil 
pesos  fuertes ,  y  el  de  los  oidores  y  fiscal  de  cuatro  mil 
quinientos.  Rl.  dec.  cit. 

Audiencia  de  Puerto  Rico.  Se  creó  por  real  cédula  de  19 
de  junio  de  1831,  y  se  compone  de  un  presidente  que  lo  es 
el  capitán  general  de  la  isla ,  de  un  regente ,  de  tres  oidores 
y  un  fiscal  :  el  sueldo  del  regente  es  de  seis  mil  quinientos 
pesos  fuertes  ,  y  el  de  los  oidores  y  fiscal  de  cuatro  mil  qui- 
nientos. RI.  dec.  cit. 

Audiencia-chancillcria  de  Manila.  Se  mandó  erigir  por  la 
ley  H,  tit.  15,  lib.  2  de  la  Recopilación  de  Indias,  la  cual 
dispuso  que  constara  de  un  presidente ,  cuatro  oidores  que 
fuesen  también  alcaldes  del  crimen  ,  un  fiscal,  un  alguacil 
mayor,  un  teniente  de  gran  canciller  y  los  demás  ministros 
y  oficiales  necesarios,  y  que  su  distrito  fuera  la  isla  de  Luzon 
y  todas  las  demás  de  las  Filipinas,  Archipiélago  de  la  China 
y  la  Tierrafirme  de  ellas  descubierta  ó  que  en  adelante  se 
descubriere  ;  previniéndose  al  presidente  gobernador  que  en 
los  asuntos  de  gobierno  que  fueren  de  alguna  importancia 
consulte  con  la  audiencia ,  y  oido  su  parecer,  provea  lo  mas 
conveniente.  —  El  regente  percibe  el  sueldo  de  siete  mil 
quinientos  pesos  fuertes,  los  oidores  y  fiscales  seis  mil.  Rl. 
dec.  de  21  de  junio  de  1845. 

El  aumento  de  sueldos  contenido  en  este  decreto  no  se  en- 
tiende respecto  de  jubilaciones,  cesantías  y  viudedades ,  las 
cuales  se  concederán  sobre  la  base  de  sueldos  establecidos 
en  decretos  precedentes. 

AUDIENCÎERO.  El  encargado  de  guardar  las  puertas 
de  la  audiencia,  mantener  orden  y  silencio  entre  los  concur- 
rentes, y  recibir  y  ejecutar  las  órdenes  del  tribunal. 

AUDITOR.  El  juez  letrado  que  con  dependencia  del  ca- 
pitán ó  comandante  general  de  un  ejército  ó  provincia  co- 
noce de  las  causas  del  fuero  militar  en  primera  instancia. 

El  auditor  no  tiene  jurisdicción  propia,  sino  que  ejerce  la 
de  las  autoridades  militares  en  quienes  reside. 

Hay  auditores  generales  de  ejército  en  campaña ,  y  audi- 
tores de  guerra  de  provincia  ó  asesores  militares.  De  unos 
y  otros  habla  con  distinción  la  ordenanza  general  del  ejér- 
cito. 

I.  Auditor  general  de  un  ejército. 

El  auditor  general  de  un  ejército  conoce  de  todos  los  ne- 
gocios y  casos  de  justicia  que  corresponden  á  la  jurisdicción 
del  general  en  jefe ,  en  cuyo  nombre  y  no  en  el  suyo  ha  de 
encabezar  las  sentencias. 

Estendida  una  sentencia ,  la  firmará ,  y  enterará  de  su 
contenido  y  del  resultado  de  la  causa  al  general  en  jefe, 
quien  la  firmará  también  en  lugar  preeminente  :  hecho  lo 
cual  se  notificará  por  el  escribano  á  las  partes  si  fuere  civil , 
y  á  los  reos  si  fuere  criminal. 

El  escribano  de  este  juzgado  ha  de  ser  nombrado  por  el 
general  en  jefe  de  acuerdo  con  el  auditor,  y  no  podrá  llevar 


derechos  de  las  causas  criminales  ni  de  las  testamentarías  y 
abin^atatos,  sino  solamente  los  que  le  pertenezcan  por  aran- 
celeHI  las  causas  civiles,  poderes  y  testamentos  que  otpr- 
gue,  siendo  de  su  cargo  protocolar  lo  que  actúe,  y  conclui- 
da la  guerra  remitir  los  instrumentos  al  archivo  del  supremo 
consejo  de  la  guerra  para  que  no  se  estravíen. 

Si  ocurriere  algún  caso  en  que  sea  preciso  promotor  fis- 
cal ,  tendrá  el  auditor  la  facultad  de  nombrarle ,  previa  Ir 
aprobación  del  general  en  jefe,  á  quien  debe  dar  cuenta  de  U 
necesidad  de  elegirle  y  participarle  el  que  nombre. 

Librará  el  auditor  los  despachos  y  comisiones  necesarias 
para  la  justificación  y  actuación  de  lo  que  ocurra  en  los  pa- 
rajes distantes  del  cuartel  general ,  nombrando  en  los  casos 
que  lo  pidan  letrado  que  lo  ejecute;  y  si  no  le  hubiere ,  dará 
comisión  (con  instrucción  de  lo  que  se  haya  de  practicar)  á 
sugeto  del  ejército,  quien  deberá  cumplirla  puntualmente. 

Dividiéndose  el  ejército  en  dos  ó  mas  parles  á  mucha  dis- 
tancia ,  tratará  el  auditor  con  el  general  en  jefe  para  la  elec- 
ción de  persona  que  les  administre  justicia ,  dando  cuenta 
de  todo  al  auditor  y  este  al  general  para  aprobar,  revocar  ó 
moderar  lo  que  hubiere  obrado. 

Como  los  bandos  del  general  en  jefe  tienen  fuerza  de  ley 
y  comprenden  para  su  observancia  á  cuantas  personas  sigan 
al  ejército ,  sin  escepcion  de  clase ,  estado ,  condición  ni 
sexo,  se  atendrá  el  auditor  á  la  literal  estension  de  ellos  para 
el  juicio  de  los  reos  contraventores  ;  para  el  de  las  demás 
causas ,  á  las  reglas  y  penas  que  prescriben  las  ordenanzas  ; 
y  en  lo  que  ellas  no  espresen  ,  á  lo  que  previenen  las  leyes 
generales. 

De  las  sentencias  del  auditor  general  del  ejército  no  se 
puede  apelar  á  consejo  ni  tribunal  alguno,  y  solo  se  permite 
al  agraviado  hacerlo  presente  al  rey  por  la  via  reservada  de 
guerra  en  forma  de  recurso  para  que  lo  mande  examinar. 

El  auditor  no  ha  de  llevar  derechos  de  sentencia,  dietas 
ni  adehalas  algunas  por  ningún  pretesto;  pues  para  su  ma- 
nutención se  le  señala  sueldo! 

En  la  toma  de  las  plazas  cuando  se  trate  de  inventariar 
los  pertrechos  de  guerra,  caudales  y  víveres  que  se  hallen 
por  los  oficiales  de  artillería,  ingenieros  y  ministros  de  ha- 
cienda comisionados  á  este  fin ,  asistirá  también  el  auditor 
general ,  para  que  se  cumplan  exactamente  las  órdenes  que 
el  general  en  jefe  diere  en  cuanto  á  los  bienes  y  efectos  de 
los  particulares.  Arts.  1,  2,  3,  4,5,  6,  7,  8  y  9,  trat.  8, 
ordenanza  del  ejército. 

II.  Auditores  de.  guerra  de  provincia  ó  asesores 
militares. 

Los  auditores  de  guerra  de  provincia  ó  asesores  militares 
dependen  de  los  capitanes  generales  de  provincia  ó  coman- 
dantes de  los  cuerpos  militares;  art.  10,  lit.  8,  trat.  8  de  la 
ord.  del  ejército. 

El  juzgado  del  auditor  de  guerra  es  propiamente  el  del 
capitán  general  de  la  provincia  ;  no  reconoce  por  superior 
sino  al  supremo  consejo  de  guerra  ;  goza  de  las  mismas  pree- 
minencias que  las  audiencias  territoriales;  y  el  auditor  se 
considera  igual  en  todo  á  los  ministros  de  ellas  ;  reales  ord. 
de  10  rie  enero  de  1745,  y  15  de  abril  de  1760. 

El  auditor  puede  ser  recusado  sin  espresion  de  causa  ;  pero 
no  debe  separarse  del  conocimiento  del  negocio ,  sino  solo 
tomar  acompañado. Mas  no  puede  ser  recusado  cuando  da  su 
dictamen  al  general  con  respecto  á  las  sentencias  de  los  con- 
sejos ordinarios.  Real  cid.  de  21  de  enero  de  17x6,  y  circular 
de  23  de  junio  de  1803  {nota  7  y  8,  lit.  2,  lib.  11,  ATov.  Rec.) 

El  juzgado  del  auditor  de  guerra  tiene  jurisdicción  para 
conocer  ,  sustanciar  y  determinar  todas  las  causas  civiles  y 
criminales  de  los  individuos  del  fuero  de  guerra  compren- 
didos en  el  distrito  de  su  provincia,  esceplo  las  que  según 
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ordenanza  deben  juzgarse  en  consejo  de  guerra  de  oficiales; 
y  ha  de  otorgar  las  apelaciones  para  ante  el  supremo  con- 
sejo de  guerra  en  los  casos  y  cosas  que  por  derccb^fcprres- 
ponde. 

El  auditor  debe  arreglarse  en  las  sentencias  á  las  leyes 
generales  del  reino,  escepto  en  las  causas  criminales,  que 
juzgará  conforme  á  las  ordenanzas  y  resoluciones  posterio- 
res espedidas  para  el  régimen  y  gobierno  de  los  cuerpos  del 
ejército,  siendo  los  reos  individuos  de  alguno  de  ellos;  pues 
con  los  demás  que  tengan  el  fuero  de  guerra  ,  seguirá  hasta 
en  lo  criminal  las  leyes  del  reino. 

Como  la  jurisdicción  militar  no  reside  precisamente  en 
los  auditores  sino  en  los  capitanes  ó  comandantes  generales 
y  jefes  militares  que  la  tienen  declarada,  no  podrá  el  audi- 
tor empezar  ninguna  causa  civil  sin  decreto  del  general  ó 
jefe  que  ejerciere  la  jurisdicción;  y  tampoco  podrá  empezar 
las  criminales  sin  dicho  decreto,  á  no  ser  que  importe  tanto  la 
brevedad  que  no  haya  lugar  para  obtenerlo;  pero  lo  habrá 
de  solicitar  dentro  de  las  veinte  y  cuatro  horas. 

Empezada  la  causa ,  podrá  el  auditor  decretar  por  sí  todo 
lo  que  sea  de  pura  sustanciacion  ;  pero  todos  los  autos  in- 
terlocutorios  y  definitivos  se  han  de  encabezar  en  nombre 
del  jefe  ,  y  firmar  por  este  en  lugar  preeminente  al  auditor, 
quien  irá  á  la  casa  de  aquel  á  acordar  las  providencias. 

Solo  el  auditor  será  responsable  de  las  providencias  que 
se  dieren ,  á  no  ser  que  el  jefe  militar  se  separe  de  ellas  , 
como  puede,  en  cuyo  caso  responderá  este  de  su  resultado. 

Siempre  que  el  jefe  militar  crea  justo  separarse  del  dic- 
tamen de  su  auditor ,  deberá  remitir  los  autos  al  consejo 
supremo  de  la  guerra  con  los  fundamentos  que  para  ello  tu- 
viere ,  á  fin  de  que  este  tribunal  decida  en  su  vista  lo  que 
corresponda  en  justicia. 

Todos  los  despachos ,  órdenes  y  oficios ,  aunque  estén 
acordados  con  el  auditor,  han  de  ir  firmados  por  el  jefe 
militar. 

El  jefe  militar  podrá  mandar  suspender  los  procedimien- 
tos del  auditor  en  los  casos  graves  en  que  considere  habrian 
de  resultar  consecuencias  perjudiciales  al  real  servicio  ó  á  la 
causa  pública  en  el  distrito  de  su  jurisdicción,  dando  cuenta 
inmediatamente  al  supremo  consejo  de  guerra,  y  represen- 
tando también  al  mismo  tiempo  el  auditor  á  este  tribunal  lo 
que  tuviere  por  conveniente. 

El  auditor  ha  de  actuar  precisamente  con  el  escribano  de 
guerra ,  donde  le  hubiere ,  aun  en  testamentarías,  abintesta- 
tos  y  particiones  "de  bienes  de  los  militares  que  fallecieren  ; 
til.  8,  Irai.  8  de  la  ordenanza,  y  real  orden  de  29  de  enero 
de  1804. 

No  debe  llevar  el  auditor  ni  el  escribano  de  guerra  dere- 
cbo  alguno  de  las  causas  criminales ,  ni  de  los  testamentos , 
abintestatos  y  particiones  de  bienes  ;  pero  podrá  exigirlos 
de  las  demás  causas  con  arreglo  á  los  aranceles  formados 
para  los  juzgados  civiles  ;  art.  11,  til.  &,  trat.  8  de  la  orde- 
nanza. 

Esta  esencion  de  derechos  en  las  testamentarías  y  causas 
criminales  no  se  estiende  á  las  personas  que  no  gozando  del 
fuero  militar  litigan  civil  ó  criminalmente  en  el  juzgado  de 
la  auditoría;  pues  estas  deben  satisfacer  en  tal  caso  los  de- 
rechos que  por  su  parte  les  correspondan  ;  real  orden  de  20 
de  abril  de  1769. 

Cuando  por  el  rey  ó  algún  tribunal  supremo  se  pida  in- 
forme del  estado  de  algún  pleito  pendiente  en  el  juzgado  de 
la  auditoría,  lo  evacuará  el  auditor  sin  suspender  el  curso 
del  pleito ,  á  no  ser  que  S.  M.  mande  espresamente  la  sus- 
pension ;  real  orden  de  10  de  enero  de  1770. 

En  el  juzgado  de  la  auditoría  debe  usarse  del  papel  se- 
llado como  en  los  de  la  jurisdicción  ordinaria ,  escepto  en 
donde  haya  privilegio  para  no  usarle  ,  en  Ceuta  y  demás 
presidios  menores ,  y  en  los  procesos  que  se  formen  en  los 


regimientos  contra  sus  delincuentes,  en  que  se  usará  del 
papel  común  sin  corlar. 

Debe  tener  presente  el  auditor  que  en  los  juzgados  mili- 
tares no  se  pueden  formar  procesos  sobre  intereses  pecunia- 
rios que  no  pasen  de  quinientos  reales  en  España  y  de  cien 
pesos  en  Indias ,  ni  en  lo  criminal  sobre  palabras  y  hechos 
livianos  y  demás  puntos  que  por  su  naturaleza  y  circunstan- 
cias no  merezcan  otra  pena  que  una  lijera  advertencia  ó 
corrección  económica  ;  pues  que  han  de  evacuarse  unos  y 
otros  puntos  precisamente  en  juicios  verbales ,  de  cuyas  de- 
terminaciones no  ha  de  haber  restitución,  recurso  ni  otro 
remedio;  nota  2,  lit.  3,  lib.  11,  Nov.  Rec. 

El  auditor  no  interviene  en  la  formación  de  los  propesos 
de  los  individuos  del  ejército  que  han  de  juzgarse  en  el  con- 
sejo de  guerra  ordinario  de  oficiales;  pero  ha  de  dar  preci- 
samente su  dictamen  para  la  aprobación  de  la  sentencia 
luego  que  el  general  se  los  pase. 

En  los  consejos  de  guerra  de  oficiales  generales  hade  asistir 
indispensablemente,  sentándose  á  la  izquierda  del  presidente, 
para  aclarar  con  su  dictamen  cualquiera  duda  que  tengan  los 
vocales.. 

Ha  de  formar  y  seguir  todas  las  competencias  que  se  pro- 
muevan con  la  jurisdicción  eclesiástica  sobre  el  goce  de  in- 
munidad de  los  reos  militares  que  en  su  provincia  se  refu- 
gien á  sagrado.  Véase  Asilo. 

Suscitándose  competencias  de  jurisdicción  entre  la  audien- 
cia territorial  y  el  juzgado  de  la  auditoría  de  guerra,  deben 
resolverla  el  auditor  y  un  ministro  de  la  audiencia;  yen 
caso  de  discordia,  consultará  cada  tribunal  respectivamente 
á  los  supremos  de  guerra  y  de  justicia;  real  orden  de  10  de 
enero  de  174S. 

Cuando  el  auditor  haya  sido,  antes  de  obtener  este  empleo, 
fiscal  del  mismo  juzgado,  no  puede  entender  en  clase  de  juez 
ni  asesor  en  las  mismas  causas  en  que  hubiere  intervenido 
como  fiscal;  ley  3,  tít.  5,  lib.  6,  del  suplemento  de  la 
Nov.  Rec. 

Aunque  el  auditor  depende,  como  se  ha  dicho,  del  capi- 
tán ó  comandante  general  de  la  provincia,  no  obstante,  si 
recibiere  alguna  comisión  del  supremo  consejo  de  guerra  ú 
otro  tribunal  superior,  la  desempeñará  sin  dependencia  al- 
guna de  aquel  jefe ,  teniéndola  solo  del  tribunal  ó  ministro 
delegante. 

En  la  vacante  ó  ausencia  del  auditor  puede  el  capitán  ge- 
neral nombrar  el  letrado  que  le  parezca ,  para  que  no  se  de- 
tengan los  asuntos  de  justicia  ,  hasta  que  S.  M.  provea  el 
empleo  ó  el  auditor  regrese;  real  orden  de  17  rie  enero 
de  1742. 

El  auditor  de  guerra  goza  de  fuero  militar,  real  orden  de 
25  de  setiembre  de  1763  ;  pero  cuando  delinque  como  abo- 
gado en  causas  pertenecientes  á  la  jurisdicción  ordinaria, 
está  sujeto  á  ella;  real  arden  de  7  de  marzo  de  1796  (I). 

Los  auditores  generales  establecidos  en  las  capitales  de  las 
provincias  tienen  subdelegados  en  las  plazas  subalternas 
para  el  conocimiento  de  los  negocios  militares  que  allí  ocur- 
ran ;  y  estos  durante  su  comisión  gozan  también  del  fuero 
militar  como  dependientes  de  la  capitanía  general.  Colon  , 
lom.  i,  n.  23.  —  Véase  Juez  militar. 

-j-  El  auditor  de  guerra  interino  debe  gozarla  mitad  de  la 
asignación  del  destino  desde  el  dia  que  principie  á  desempe- 
ñarlo ,  y  los  propietarios  el  sueldo  entero  desde  que  por 
real  nombramiento  tomen  posesión  y  ejerzan  la  efectividad. 
Rl.  brd.  de  24  de  mayo  de  1834. 

Deseando  la  Reina  que  la  consideración  y  prestigio  de  la 
magistratura  militar,  y  con  especialidad  la  del  supremo  tri- 
bunal de  la  Milicia  española  de  mar  y  tierra  se  sostenga  tan 

(i)  Véase  el  trat.  8 ,  tít.  8  de  las  Ordenanzas  milit.  y  la  ley  de 
23  de  julio  de  1856. 
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digna  y  elevada  como  siempre  lo  estuvo ,  sin  que  quede  ni 
aun  el  "mas  leve  peligro  de  que  pueda  menoscabarse  en  nin- 
gún tiempo  con  sola  la  concesión  de  sus  honores,  ha  venido 
en  suprimir,  como  para  lo  sucesivo  suprime,  los  de  auditor 
de  guerra  y  los  de  ministro  del  tribunal  supremo  de  Guerra 
y  Marina  ,  á  cuyo  efecto  es  la  voluntad  de  S.  M.  que  no  so 
admita  ni  dé  curso  en  este  ministerio  á  solicitud  ni  escrito 
de  ninguna  especie  ,  cuyo  objeto  sea  la  obtención  de  los  es- 
presados honores.  Rl  arel,  de  26  de  diciembre  de  18'iG. 

AUDITOR  de  marina.  El  juez  de  letras  que  conoce  de 
las  causas  del  fuero  de  mar  en  primera  instancia.  Véase 
Marina. 

AUDITOR  de  la  nunciatura.  El  ministro  eclesiástico 
n^brado  por  el  papa,  con  anuencia  del  rey,  para  asesor 
del  nuncio  en  España. 

En  otro  tiempo  el  auditor  de  la  nunciatura  estaba  en  po- 
sesión de  conocer  y  decidir  en  primera  instancia  como  juez 
ordinario  los  pleitos  y  causas  así  civiles  como  criminales  de 
los  regulares  y  demás  esentos  sujetos  inmediatamente  á  la 
silla  apostólica,  y  de  confirmar  ó  revocar  como  juez  de  ape- 
lación las  sentencias  que  habian  pronunciado  en  las  causas 
los  arzobispos  y  obispos.  Mas  Clemente  XIV,  por  su  breve 
de  25  de  marzo  de  1771,  tuvo  á  bien  privar  al  auditor  del 
nuncio  de  todo  conocimiento  en  dichas  causas  así  en  pri- 
mera instancia  como  en  grado  de  apelación ,  y  sustituyó  y 
subrogó  perpetuamente  en  su  lugar  un  tribunal  llamado 
la  Rota  de  la  nunciatura  apostólica,  mandando  que  el  nuncio 
que  lo  fuere  en  España  le  cometiese  las  mencionadas  causas, 
del  mismo  modo  y  forma  que  el  tribunal  llamado  la  Signa- 
tura de  justicia  en  la  ciudad  de  Roma  acostumbraba  siem- 
pre cometer  las  causas  á  los  auditores  de  la  Rota  romana. 

Aunque  por  el  citado  breve  quedó  suprimida  enteramente, 
con  respecto  á  las  mencionadas  causas,  toda  la  jurisdicción 
del  auditor  del  nuncio,  no  por  eso  quedó  abolido  su  em- 
pico ;  pues  en  el  mismo  breve  se  dispone  que  se  elija  en 
lo  sucesivo  por  asesor  ó  auditor  del  nuncio  un  varón  ecle- 
siástico dotado  de  prudencia  ,  ciencia  y  virtud ,  que  ha  de 
ser  español ,  y  también  del  agrado  y  aceptación  del  rey  de 
España ,  á  fin  de  que  con  su  intervención  y  examen  se  li- 
bren por  el  nuncio  los  despachos  de  gracia  y  justicia.  Ley  1, 
tít.  3,  lib.  2 ,  Nov.  Rec.  —  Véase  Rota. 

AUDITOR  de  rota.  Cada  uno  de  los  jueces  eclesiásticos 
que  componen  el  tribunal  llamado  la  Rota  de  la  nunciatura 
apostólica  en  España  ;  y  cada  uno  de  los  doce  prelados  que 
componen  el  tribunal  romano  llamado  de  la  Rota,  el  cual, 
ademas  de  otros  negocios ,  conoce  en  apelación  de  las  causas 
eclesiásticas  de  todas  las  provincias  y  reinos  católicos.  Véase 
Rola. 

AUDITORÍA.  El  empleo  de  auditor,  y  también  el  juz- 
gado. 

AUDITORÍA  de  guerra.  El  tribunal  ó  juzgado  militar 
en  que  se  conoce  de  las  causas  del  fuero  de  guerra  en  pri- 
mera instancia.  Véase  Auditor. 

Por  real  orden  de  2b  de  setiembre  de  1763  está  declarado 
que  gozan  del  fuero  militar  el  auditor  ó  asesor  de  guerra,  el 
abogado  fiscal,  el  escribano  principal,  un  procurador  agente 
de  pobres  ,  el  alguacil  mayor,  y  un  escribiente  de  la  escri- 
banía en  todos  los  tribunales  de  las  auditorías  de  guerra. 

En  real  orden  de  24  de  junio  de  1768  se  mandó  que  se 
recogiesen  todos  los  títulos  de  alguaciles  mayores  de  guerra, 
y  que  solo  subsistiesen  los  que  ejerzan  este  oficio  en  las 
plazas  de  tribunales  ó  capital  de  la  provincia,  en  que  solo 
debe  haber  uno,  á  fin  de  evitar  los  perjuicios  que  se  seguían 
á  los  pueblos  de  la  multitud  de  sugetos  que  con  aquellos  tí- 
tulos pretendían  el  goce  del  fuero  y  esenciones  militares. 

AUDITORIO.  Antiguamente  se  llamaba  así  el  lugar  ó 
sitio  destinado  á  los  jueces  para  oir  los  pleitos  y  causas  y 
pronunciar  sus  decisiones  :  mas  hoy  se  llama  audiencia. 


AUSENTE.  Dícese  ausente  en  el  Diccionario  de  la  len- 
gua castellana  el  que  está  separado  de  alguna  persona  ó  lu- 
gar ^mas  en  el  lenguaje  de  las  leyes  tiene  esta  voz  diferentes 
acepciones  que  es  preciso  no  confundir.  De  cada  una  de 
ellas  se  hablará  por  separado  en  los  artículos  que  siguen. 

AUSENTE.  El  que  no  está  donde*su  presencia  es  nece- 
saria para  hacer  por  sí  mismo  alguna  cosa ,  ó  para  que  pueda 
hacerse  contra  él. 

En  este  sentido  se  dice  ausente  el  que  no  concurre  á  un 
negocio ,  á  un  acto ,  á  un  acontecimiento  á  que  debia  estar 
presente,  como  por  ejemplo  á  la  apertura  de  un  testamento, 
á  la  formación  de  un  inventario  ó  á  una  division  de  heren- 
cia ;  y  también  el  que  siendo  citado  no  comparece  en  el  tri- 
bunal de  justicia  ;  bien'  que  este  suele  llamarse  mas  bien 
contumaz  ó  rebelde. 

AUSENTE.  El  que  no  está  en  el  lugar  de  su  domicilio 
ó  residencia  ordinaria,  tenga  ó  no  tenga  obligación  de  estar 
en  él,  y  aunque  se  sepa  donde  se  halla.  Así,  por  ejemplo, 
un  magistrado  está  ausente  del  lugar  en  que  ejerce  sus  fun- 
ciones, cuando  no  reside  en  él  actualmente  ;  y  un  español 
está  ausente  del  reino ,  cuando  viaja  ó  se  establece  en  pais 
estranjero. 

Los  regentes  no  pueden  ausentarse  del  pueblo  donde  reside 
la  audiencia  respectiva ,  sino  con  justa  y  bastante  causa  y  por 
un  término  que  no  pase  de  quince  dias,  dando  cuenta  al  go- 
bierno si  escediese  de  ocho ,  y  avisándolo  previamente  á 
aquella  en  cualquier  caso  :  para  ausencia  de  mayor  duración 
necesitan  pedir  y  obtener  real  permiso. —  Los  ministros  y  los 
fiscales,  y  lo  mismo  los  subalternos,  no  pueden  tampoco  au- 
sentarse de  dicho  pueblo  sin  real  licencia,  esceptuando  el 
caso  de  que  luego  se  hablará.  Pero  ni  aun  con  real  licencia, 
ni  por  promoción ,  ni  por  ningún  otro  motivo  pueden  nunca 
ausentarse  los  magistrados,  incluso  el  regente ,  sin  dejar  vo- 
tados los  pleitos  que  tuvieren  vistos ,  escepto  el  caso  de  ha- 
berse concedido  licencia  para  escribir  en  derecho.  —  El  re- 
gente tiene  facultad  de  conceder  á  los  ministros  y  subalternos 
licencia  para  ausentarse,  mediando  justa  y  bastante  causa 
para  ello  ;  á  los  primeros  y  á  los  fiscales  hasta  quince  dias, 
y  á  los  segundos  hasta  un  mes ,  poniéndolo  en  noticia  del 
gobierno  cuando  la  licencia  pasare  de  ocho  dias.  En  igual 
forma  puede  también  conceder  licencia  á  los  jueces  de  pri- 
mera instancia  del  territorio  para  ausentarse  hasta  un  me3><¡ 
Arls.  8  y  76  de  las  ordenanzas  de  las  audiencias  de  20  de  di- 
ciembre de  1835. 

Según  la  ley  8,  tít.  26,  lib.  7,'Nov.  Rec,  ningún  español, 
de  cualquiera  estado,  calidad  ó  condición  que  fuere,  podia 
ausentarse  y  salir  del  reino  à  pais  estranjero  con  su  casa  y 
familia  sin  real  licencia ,  bajo  la  pena  de  confiscación  de  los 
bienes  que  dejare  ;  pero  esta  ley  no  se  halla  ya  en  observan- 
cia. Véase  Emigración. 

Puédense  celebrar  contratos  entre  ausentes ,  esto  es,  entre 
personas  que  se  han  ausentado  del  pueblo  y  las  que  se  han 
quedado  en  él  ó  que  residen  en  otra  parte,  no  solamente  por 
medio  de  procurador  sino  también  por  correspondencia 
epistolar.  Los  contratos  que  se  hacen  por  cartas  surten  su 
efecto  obligatorio  desde  que  ambos  contrayentes  están  de 
acuerdo.  Véase  Aceptación. 

Los  espansales  y  el  matrimonio  pueden  celebrarse  tam- 
bién er.tre  ausentes  por  procurador  con  poder  especial ,  pero 
no  por  cartas;  siendo  de  notar  que  si  se  revocase  el  poder 
antes  de  la  celebración  del  acto,  aunque  ni  el  procurador  ni 
la  otra  parte  tuviesen  ni  pudiesen  tener  noticia  de  la  revo- 
cación, seria  nulo  el  matrimonio  ó  desposorio;  ley  i,  tít.  1, 
Part.  II.  Véase  Matrimonio. 

Si  alguno  tuviese  acción  ó  derecho  que  intentar  contra 
otro  que  se  halla  ausente  en  países  remotos  y  que  no  dejó 
apoderado  en  el  pueblo,  sin  que  por  otra  parte  se  espere  su 
pronto  regreso,  puede  pedir  que  se  nombre  defensor  ó  cura- 
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dor  á  sus  bienes  para  que  represente  la  persona  del  au- 
sente, y  seguir  el  pleito  con  el  defensor  en  la  misma  forma 
que  lo  habria  seguido  con  el  demandado  si  estuviese»  pre- 
sente; ley  12,  til.  2,  Part.  5.  No  hallándose  el  demandado 
en  paises  remotos ,  se  le  debe  emplazar  para  que  compa- 
rezca á  estar  á  derecflo  por  sí  ó  por  procurador,  en  la  forma 
que  se  espresa  en  la  palabra  Citación. 

El  ausente  por  causa  justa  ó  necesaria  goza  en  varios 
casos  el  beneficio  de  la  restitución  in  integrum,  como  por 
ejemplo  en  las  apelaciones.  Véase  apelación  y  Restitución. 

En  las  causas  criminales  se  cita  al  reo  ausente  por  requi- 
sitoria ó  por  edictos;  y  se  procede  contra  él  en  la  forma  que 
se  indica  en  el  artículo  Juicio  criminal  contra  reos  ausentes, 
y  en  la  palabra  Rebeldía. 

El  ausente  que  tiene  derecho  á  pension ,  sueldo,  salario  ó 
renta  vitalicia ,  debe  remitir  para  su  cobro  documento  que 
acredite  su  existencia. 

En  las  audiencias  de  Indias  se  nombra  cada  año  un  ma- 
gistrado encargado  de  reconocer  y  remitir  los  bienes  de  di- 
funtos, cuyos  herederos  se  hallan  ausentes,  en  el  modo, 
tiempo  y  forma  que  dispusieron  los  testadores;  Elizondo, 
tom.  3,  p.  36?t,  n.  3. 

AUSENTE.  En  materia  de  prescripciones  el  que  tiene 
su  residencia  ó  domicilio  fuera  de  la  provincia  en  que  está 
situada  la  cosa  que  se  prescribe  ;  ley  19,  til.  29,  Part.  3. 

Mas  g  qué  es  lo  que  aquí  se  entiende  por  provincia?  No 
precisamente  cualquiera  de  las  provincias  políticas  ó  civiles 
en  que  está  dividida  la  monarquía,  como  la  de  Zaragoza, 
Huesca  ,  Teruel,  Madrid,  Avila,  Guadalajara,  etc.,  sino  el 
territorio  comprendido  en  la  jurisdicción  de  cada  audiencia; 
de  manera  que  las  provincias  de  Zaragoza,  Huesca  y  Teruel 
no  forman  ahora  mas  que  una  provincia  en  el  sentido  de  di- 
cha ley  19,  tít.  29,  Part.  3,  ni  tampoco  ha  de  verse  mas 
que  una  sola  en  las  de  Madrid,  Avila,  Guadalajara,  Segovia 
y  Toledo;  porque  todas  ellas  reunidas  están  sujetas  respec- 
tivamente á  una  audiencia,  esto  es,  aquellas  á  la  de  Zara- 
goza y  estas  á  la  de  Madrid,  según  las  ordenanzas  de  20  de 
diciembre  de  1835. 

Tal  es  efectivamente  la  inteligencia  que  da  Gregorio  Ló- 
pez á  la  citada  ley  en  sus  glosas  ;  suponiendo  que  el  que 
gana  y  el  que  pierde  una  cosa  por  prescripción  se  dicen  mo- 
radores de  una  misma  provincia  cuando  ambos  están  subor- 
dinados á  un  mismo  presidente  ó  adelantado  ,  sub  uno  prœ- 
side ,  y  que  se  consideran  de  provincias  dinlintas  cuando 
cada  uno  de  ellos  vive  en  el  distrito  de  diverso  presidente, 
sub  diversis  prœsidibus  :  de  modo  que  si  los  dos  dependen  de 
un  mismo  presidente,  corre  la  prescripción  entre  presentes; 
y  si  cada  uno  depende  del  suyo  ,  procede  la  prescripción 
entre  ausentes.  La  jurisdicción  délos  presidentes  de  provin- 
cia, que  se  llamaron  adelantados  en  nuestras  leyes,  era  igual 
á  la  de  las  audiencias  que  después  se  establecieron ,  según 
se  ve  por  la  ley  22,  tít.  9,  Part.  2. 

En  el  derecho  romano,  de  donde  está  tomada  nuestra  ci- 
tada ley  19,  se  entendía  también  por  provincia  el  distriio  en 
que  mandaba  un  presidente;  y  siguiendo  su  espíritu  el  có- 
digo francés  ,  en  su  artículo  226")  y  2250  tiene  asimismo  por 
ausente  en  materia  de  prescripciones  al  que  está  domiciliado 
fuera  del  territorio  de  la  real  audiencia  (cour  royale)  en  que 
está  situada  la  cosa  raiz  que  es  objeto  de  la  prescripción.  — 
Véase  Prescripción. 

AUSENTE.  El  que  se  halla  fuera  del  lugar  de  su  domi- 
cilio, sin  que  conste  de  su  paradero,  ni  se  sepa  si  vive  ó  ha 
muerto. 

Un  hombre  ausente  cuyo  paradero  se  ignora,  se  reputa 
vivo  mientras  no  se  pruebe  lo  contrario  ;  y  es  tenido  por 
muerto  cuando  se  calcula  que  su  edad  pasaría  ya  do  cien 
años,  porque  á  este  término  se  presume  que  puede  el  hom- 
bre estender  sus  dias  según  el  estado  de  la  condición  huma- 


na ;  legislación  fin.  Cod.  de  sacrosanct.  eccles.  Es  cierto  que 
la  vida  del  hombre  no  pasa  por  lo  regular  de  setenta  años , 
y  que  apenas  en  los  robustos  sube  á  ochenta ,  como  dice  el 
salmo  89:  Dies  annorum  noslrorum  in  ipsis,  sepluaginta 
anni;  si  autemin  polenlatibus ,  octoginta  anni;cl  ampiáis 
eorum,  labor  ct  dolor;  pero  no  dejamos  de  tener  varios 
ejemplos  de  personas  que  han  llegado  y  aun  pasado  de  un 
siglo.  Es  de  observar  no  obstante,  que  la  regla  general  quiere 
que  las  presunciones  se  apoyen  en  lo  qire  comunmente  su- 
cede y  no  en  los  casos  estraordinarios. 

Entre  los  Romanos  podia  pasar  á  otras  nupcias  la  mujer 
de  un  militar  que  en  el  término  de  cuatro  años  carecía  de 
todo  indicio  sobre  la  existencia  de  su  marido  ;  pero  ealro 
nosotros  no  se  permite  á  la  mujer  de  un  ausente  contraeWe- 
gundo  matrimonio  ,  si  no  presenta  pruebas  seguras  de  su 
muerte;  Rasil.,  can.  31  et  36;  cap,  19,  ext.  de  sponsal.  (1). 
La  mujer  que  por  ausencia  dilatada  de  su  marido,  yereyendo 
su  muerte  por  noticias  fidedignas  que  hubiese  recibido  se 
casare  con  otro  en  vida  de  aquel ,  no  puede  ser  acusada  de 
adulterio  ni  castigada  con  pena  alguna;  salvo  si  después  de 
saber  ciertamente  la  existencia  del  primero,  continuase  co- 
habitando con  el  segundo  ;  ley  8,  tít.  9,  Part,  k,  y  ley  5,  lit. 
17,  Part.  7. 

El  que  viendo  en  abandono  los  bienes  de  un  ausente  ,  los 
toma  espontáneamente  á  su  cuidado  por  piedad,  amistado 
parentesco ,  queda  obligado  á  cultivarlos  y  administrarlos 
con  lealtad  y  dar  cuentas  al  dueño,  con  quien  se  supone  que 
celebra  tácitamente  un  cuasicontrato  que  entre  los  Romanos 
se  llamaba  negoliorum  gestio.  Véase  Administrador  volun- 
tario. 

Hallándose  abandonados  los  bienes  de  un  ausente,  debe 
el  juez,  de  oficio  ó  á  pedimento  de  parte  ,  nombrar  por  cu- 
rador que  los  cuide  y  administre  al  pariente  mas  inmediato 
de  aquel,  siendo  idóneo  para  ello  y  no  teniendo  escusa  legí- 
tima, con  fianzas  de  responder  de  ellos  y  de  sus  frutos; 
Gregorio  López  en  la  glos.  2  de  la  ley  lit ,  tít.  ÍU ,  Parí.  5  ; 
y  Elizondo,  tom.  2,  ed.  Q.pág.  197. 

Si  hubieren  pasado  diez  años  sin  tener  noticias  del  au- 
sente, y  fuere  fama  pública  en  el  pueblo  que  habia  muerto 
en  tierra  estraña  y  remota  con  la  que  no  hay  fácil  comuni- 
cación, pueden  los  herederos  ab  intestato  ,  acreditando  estos 
estremos,  pedir  al  juez  que  se  les  ponga  en  posesión  de  sus 
bienes;  ley  Ul,  lit.  l'í-,  Part.  3.  Mas  es  opinion  común  que 
no  se  han  de  entregar  los  bienes  á  los  herederos  absoluta  y 
definitivamente  y  como  suyos  propios,  sino  con  inventario 
formal  para  que  los  tengan  y  administren  como  curadores, 
dando  fianzas  seguras  y  saneadas  de  restituirlos  con  los  fru-' 
los  que  produzcan  al  ausente  ó  al  heredero  que  haya  insti- 
tuido siempre  que  comparezca. 

Lo  que  dice  la  ley  con  respecto  á  los  herederos  ab  intesta- 
to ,  se  aplica  también  por  algunos  autores  á  los  herederos 
testamentarios  y  á  los  sucesores  de  mayorazgos  ;  de  suerte 
que,  según  su  opinion ,  en  el  caso  propuesto  de  falta  de  no- 
ticias del  ausente  por  espacio  de  mas  de  diez  años,  y  de  fama 
pública  de  su  fallecimiento  acaecido  en  paises  remotos  con 
los  cuales  no  hay  correspondencia  ,  puede  el  sucesor  ene 
mayorazgo  pedir  la  posesión  de  él  con  la  competente  fianza 
y  el  heredero  testamentario  solicitar  la  apertura ,  publica 
cion  y  ejecución   del  testamento  que  el  ausente  hubiese 
dejado,  dando  la  misma  fianza  que  el  heredero  ab  inlestaloj 
Rojas,  de  Incompat.,  p.  6,  cap.  3;  Águila  ad  Rojas,  ibi;  D, 
Valenz.  Vclazquez,  tom.  1 ,  cons.  17;  Escobar,  de  Ralioci»  ■• 
cap.  6,  n.  hl. 

El  que  tuviese  derechos  contra  el  ausente  puede  dirigirse 

(1)  Sobre  este  punto  véase  Greg.  López  en  la  ley  8,  tít.  9, 
Part.  4;  Diego  Pérez  en  la  7,  tít.  15,  lib.  8ord.;  P.  Murillo,  lib. 
4,  n.  195  ,  que  todos  hablan  estensamente  y  por  menor  de  él. 
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contra  su  administrador  ó  curador;  y  si  no  le  hubiese, 
puede  solicitar  que  se  nombre  para  que  se  entiendan  con  él 
sus  reclamaciones ,  en  la  forma  que  se  ha  dicho  en  uno  de 
los  artículos  anteriores  con  respecto  á  los  que  se  hallan  au- 
sentes en  tierras  lejanas. 

También  puede  actuarse  un  proceso  criminal  contra  un 
ausente,  en  la  forma  que  se  indica  en  el  artículo  Juicio  cri- 
minal contra  reos  ausentes. 

Las  disposiciones  de  nuestras  leyes  sobre  los  ausentes  son 
pocas ,  diminutas  y  vagas ,  y  los  autores  no  han  procurado 
llenar  este  vacío.  Tampoco  podemos  ir  á  buscar  su  suple- 
mento en  la  legislación  de  los  Romanos ,  pues  que  á  pesar 
de  ser  tan  completa  sobre  todo  lo  que  puede  interesar  á  los 
hombres  en  sus  relaciones  recíprocas,  no  contiene  reglas 
fijas  sobre  esta  materia  tan  importante.  Es  necesaria  por 
tanto  una  nueva  ley  que  vele  por  la  conservación  del  patri- 
monio abandonado  de  los  ausentes,  que  proteja  las  esperan- 
zas legítimas  de  sus  familias ,  que  asegure  los  intereses  de 
sus  acreedores  y  los  derechos  dependientes  del  caso  de  su 
fallecimiento. 

AUSENCIA.  El  estado  de  una  persona  que  no  se  en- 
cuentra donde  su  presencia  seria  necesaria;  oque  está  en 
otro  lugar  diferente  del  de  su  residencia  ó  domicilio;  ó  que 
se  halla  fuera  de  la  provincia  en  que  están  las  cosas  que  le 
pertenecen  ;  ó  que  ha  desaparecido  de  su  domicilio,  sin  que 
haya  noticias  de  su  paradero  ni  de  su  existencia.  Véase 
Ausente. 

AUSENCIAS  y  enfermedades.  El  cargo  de  sustituir  a 
otro  en  su  empleo  mientras  está  ausente  ó  enfermo. 

AUTÉNTICA.  La  certificación  ó  despacho  con  que  se 
testifica  la  identidad  y  verdad  de  alguna  cosa,  y  especial- 
mente de  alguna  reliquia  ó  milagro;  y  en  lo  antiguo  la  copia 
autorizada  de  alguna  orden,  carta  ó  instrumento. 

AUTÉNTICA.  Cualquiera  de  las  constituciones  recopi- 
ladas de  orden  de  Justiniano  al  fin  del  Código.  Llámanse  tam- 
bién auténticas  los  estrados  ó  compendios  que  hizo  de  las 
Novelas  el  jurisconsulto  alemán  Irnerio ,  y  puso  en  forma  de 
notas  al  margen  de  las  leyes  del  Código  que  aquellas  varia- 
ban ó  modificaban.  Mas  estas  notas  ó  estrados  no  reprodu- 
cen fielmente  en  algunos  lugares  el  sentido  del  texto ,  y  así 
no  merecen  fe  sino  en  cuanto  estuvieren  conformes  con  sus 
originales. 

AUTÉNTICA  (pena  de  la).  Denominación  de  una  pena 
impuesta  por  la  auténtica  Sed  hodie,  C.  ad  legem  Juliam  de 
adulteras,  sacada  de  la  novela  134,  contra  las  mujeres  adúl- 
teras. Esta  pena  consistía  en  azotar  á  la  adúltera  y  encerrarla 
luego  en  un  monasterio,  con  la  calidad  de  haber  de  quedarse 
en  él  toda  su  vida  como  religiosa  si  su  marido  no  la  sacaba 
en  el  término  de  dos  años. 

Este  género  de  castigo  fué  adoptado  por  la  ley  15,  tít.  17, 
Part.  7  ,  y  quedó  abolido  implícitamente  por  leyes  posterio- 
res que  prescribieron  otras  penas.  Pero  habiendo  caducado 
á  su  vez  estas  últimas,  la  jurisprudencia  de  algunos  tribuna- 
les ha  restablecido  en  parte  la  pena  de  la  auténtica  y  de  las 
Partidas  ,  condenando  á  las  mujeres  adúlteras  à  encierro  en 
un  convento  ó  monasterio  de  monjas,  con  facultad  en  sus 
maridos  para  sacarlas  pasado  cierto  tiempo  ,  ó  dejarlas  allí 
toda  su  vida.  Véase  Adulterio. 

AUTÉNTICAMENTE.  Con  autenticidad  ó  en  forma 
que  haga  fe. 

AUTENTICAR.  Autorizar  ó  legalizar  jurídicamente 
alguna  cosa ,  ó  poner  á  un  instrumento  la  atestación  de  los 
magistrados  y  el  sello  público  para  su  mayor  firmeza. 

AUTENTICIDAD.  La  circunstancia  ó  requisito  que 
hace  auténtica  alguna  cosa. 

AUTÉNTICO.  Lo  que  se  halla  autorizado  ó  legalizado 
de  modo  que  hace  fe  pública  ;  — y  antiguamente  se  aplicaba 
ü  los  bienes  ó  heredades  sujetas  ú  obligadas  á  alguna  carga. 


ó  gravamen.  Decíase  también  auténtico  el  sugeto  honrado  ó 
constituido  en  dignidad,  como  conde,  duque  ó  marques,  que 
merece  ser  creído;  ley  1,  til.  18,  Part.  3,  y  Greg.  López  , 
glos.  %  de  d.  ley.  Denominábase  por  fin  auténtico  el  autor  ó 
escritor  clásico  de  jurisprudencia  que  por  su  juicio  y  la  so- 
lidez de  sus  doctrinas  goza  de  cierta  autoridad  en  el  foro. 
Véase  Autor  é  Instrumento  auténtico. 

AUTÉNTICO.  El  volumen  que  contiene  las  últimas 
constituciones  del  emperador  Justiniano.  Llámase  auténtico 
por  razón  de  su  autoridad.  Esta  colección  se  hizo  por  un 
autor  anónimo.  Véase  Novelas. 

AUTILLO.  El  auto  particular  del  tribunal  de  la  Inqui- 
sición á  distinción  del  general.  Véase  Auto  de  fe. 

AUTO.  El  decreto  judicial  dado  en  alguna  causa  civil  ó 
criminal.  El  juez  dirige  el  orden  del  proceso  con  sus  autos 
interlocutorios  ó  providencias,  y  decide  la  cuestión  principal 
por  medio  de  su  sentencia  ó  auto  definitivo. 

AUTO  acordado.  La  determinación  que  toma  por  punto 
general  algún  consejo  ó  tribunal  supremo  con  asistencia  de 
todas  las  salas. 

Son  célebres  los  autos  acordados  del  consejo  real  reunidos 
en  el  tomo  tercero  de  la  Recopilación,  y  esparcidos  después 
en  los  libros  de  la  Novísima.  Como  desde  la  cesación  de  las 
antiguas  Cortes  se  habia  ido  apoderando  este  consejo  de  las 
funciones  legislativas,  administrativas  y  judiciales,  espedía 
de  orden  del  rey  y  alguna  vez  sin  ella  pragmáticas,  cédulas, 
decretos ,  resoluciones ,  reglamentos  y  circulares  á  los  tri- 
bunales y  autoridades  del  reino ,  ya  sobre  materias  de  po- 
licía y  gobierno,  ya  sobre  casos  de  justicia ,  ya  sobre  dudas 
y  dificultades  que  se  le  proponían  acerca  de  la  inteligencia 
de  las  leyes  ,  y  ya  prescribiendo  por  sí  reglas  y  preceptos 
que  habían  de  observarse  bajo  las  penas  que  señalaba.  Estas 
disposiciones  son  las  que  se  conocen  con  el  título  de  autos 
acordados  del  consejo. 

AUTO  de  estar  Á  derecho.  El  decreto  en  que  ordena 
el  juez  al  demandado  que  esté  y  pase  por  lo  que  se  determine 
en  la  causa  ó  negocio  pendiente  ,  y-  que  comparezca  siem- 
pre que  se  le  mande  ante  el  tribunal  ó  juzgado  por  sí  ó  por 
procurador  para  pagar  ó  cumplir  aquello  á  que  fuere  con- 
denado en  la  sentencia. 

AUTO  de  fe.  El  juicio  de  la  Inquisición  que  se  ejecutaba 
en  público,  sacando  á  un  cadalso  los  reos,  á  quienes  se  leian 
públicamente  sus  causas  después  de  sentenciadas. 

AUTO  definitivo. El  decreto  judicial  que  tiene  fuerza  de 
sentencia,  decidiendo  la  causa  ó  el  pleito.  Véase  Senlencia 
definitiva. 

AUTO  de  oficio.  El  que  provee  el  juez  sin  pedimento  de 
parte.  Dícese  de  oficio ,  porque  el  juez  en  uso  de  su  autori- 
dad y  en  virtud  del  ministerio  que  ejerce ,  procede  por  sí 
mismo  á  principiar  ó  continuar  una  causa,  decretando  la  pro- 
videncia que  estima  conveniente  en  justicia ,  sin  que  á  ello 
se  vea  escitado  por  instancia  ó  queja  de  parte  interesada. 

AUTO  de  pascuas.  El  que  en  las  visitas  generales  de 
cárceles  celebradas  en  las  vísperrs  de  las  tres  pascuas  del 
año  por  el  consejo  supremo  de  Castilla,  se  solia  dar  al  fin 
del  acto  en  los  términos  siguientes  : 

«  Todos  los  que  se  hallen  presos  en  esta  real  cárcel  por 
deudas  que  no  desciendan  de  delitos  vel  quasi ,  pueden  salir 
por  término  de  cuarenta  dias ,  dando  fianza  de  la  haz  ante 
escribano  de  provincia  ó  número  que  sea  dueño  de  su  oficio, 
y  tenga  desembarazada  la  tercera  parte  :  los  que  estén  pre- 
sos en  sus  casas  y  los  que  tengan  villa  y  arrabales  por  cár- 
cel, pueden  salir  libremente,  uaos  y  otros  por  el  mismo  tér- 
mino, todo  en  honor  de  estas  santas  pascuas.  » 

AUTO  de  providencia.  El  auto  intermedt  que  da  el 
juez,  mandando  lo  que  debe  ejecutarse  en  algún  caso  sin 
perjuicio  del  derecho  de  las  partes;  cuya,  disposición  solo 
dura  hasta  Ja  definitiva. 
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AUTO  de  tunda.  En  los  juzgados  ordinarios  de  algunos 
pueblos  se  llama  así  el  que  provee  el  juez  á  instancia  del 
actor,  mandando  de  una  vez  diferentes  cosas  ,  como  que  al- 
guno reconozca  el  vale ,  y  reconocido  se  le  notifique  que  lo 
pague ,  y  que  no  haciéndolo  se  le  requiera  dé  fianza  de  sa- 
neamiento ,  y  que  no  dándola  se  le  ponga  preso. 

AUTO  gallego.  Véase  Julo  ordinario. 

AUTO  interlocutor»).  El  que  no  decide  definitivamente 
la  causa ,  sino  que  solo  recae  sobre  algún  incidente  ó  artí- 
culo del  pleito,  ó  dirige  la  serie  ú  orden  del  juicio.  Véase 
Sentencia  interlocutor  ia. 

AUTO  interlocutor ío  apelable.  El  que  tiene  fuerza  de 
definitivo  ,  ó  trae  daño  irreparable  en  la  última  sentencia  ; 
como  cuando  el  juez  ,  sin  tocar  en  la  cuestión  principal , 
determina  algnn  caso  ó  artículo  intermedio  sustancial ,  or- 
dena hacer  ó  dar  alguna  cosa,  admite  ó  desecha  escepcion 
perentoria  ,  se  da  ó  no  por  recusado,  impone  alguna  multa, 
niega  el  proceso  á  las  partes ,  manda  dar  á  una  ó  le  niega 
la  posesión ,  ó  loma  otras  providencias  de  esta  especie  que 
en  adelante  no  serian  ya  capaces  de  reforma  ni  tendrían  fá- 
cil remedio.  Auto  inapelable  es  el  que  solo  tiene  por  objeto 
dirigir  el  orden  del  proceso ,  practicar  alguna  diligencia 
para  su  mejor  instrucción  ,  aclarar  mas  el  derecho  de  las 
partes  para  decidir  con  mas  conocimiento  y  seguridad ,  y  en 
fin  el  que  no  cierra  la  puerta  á  otro  auto  definitivo  sobre  el 
mismo  objeto,  y  el  que  se  puede  enmendar  después  sin  daño 
ni  perjuicio  del  agraviado.  Véase  Apelable. 

AUTO  notificable.  El  que  se  debe  hacer  saber  á  las 
partes,  por  razón  del  interés  que  en  ello  tienen;  como  cuan- 
do se  concede  nuevo  término  para  probar  común  á  las  par- 
tes, ó  cuando  resultando  contra  el  reo  algún  nuevo  cargo  se 
recibe  la  causa  á  prueba  por  dos  ó  mas  dias  con  todos  car- 
gos de  publicación ,  conclusion  y  citación  para  sentencia. 
Véase  Notificación. 

AUTO  ordinario  de  galicia.  El  decreto  y  el  juicio  de 
posesión  por  el  cual  la  audiencia  de  Galicia  conocía  en  pri- 
mera instancia  de  tode  recurso  de  fuerza  ó  despojo  contra 
cualesquiera  personas  sin  distinción  de  fueros. 

Cuando  alguno  acudía  querellándose  de  que  otro  le  había 
turbado  ó  intentaba  turbarle  en  la  posesión  de  cierta  cosa 
raiz,  mandaba  el  tribunal  al  demandado  que  sin  perjuicio 
de  su  derecho  así  en  posesión  como  en  propiedad ,  se  abstu- 
viese de  perturbar  al  querellante  en  la  que  tenia  ,  que  de- 
volviese lo  que  habia  usurpado  y  pagase  los  daños  causa- 
dos ,  ó  en  su  defecto  se  presentase  en  la  audiencia  dentro  del 
término  de  seis  dias.  Este  mandamiento  y  aun  el  juicio  de 
posesión  que  le  subseguía, se  conocía  con  la  denominación  de 
auto  ordinario  ó  auto  gallego  ,  y  era  semejante  ó  equivalía 
al  juicio  sumarísimo  de  posesión  de  Castilla.  Mas  ha  sido  ya 
suprimido  por  el  art.  kU  del  reglamento  provisional  de  %  de 
setiembre  de  183b  para  la  administración  de  justicia ,  que 
dice  así  : 

«  No  correspondiendo  ya  á  las  audiencias  en  primera  ins- 
tancia los  recursos  de  que  algunas  han  conocido  hasta  ahora 
con  el  nombre  de  auto  ordinario  y  firmas,  toda  persona  que 
en  cualquier  provincia  de  la  monarquía  fuere  despojada  ó 
perturbada  en  la  posesión  de  alguna  cosa  profana  ó  espiri- 
tual, sea  lego  ,  eclesiástico  ó  militar  el  despojante  ó  pertur- 
bador, podrá  acudir  al  juez  letrado  de  primera  instancia  del 
partido  ó  distrito  para  que  la  restituya  y  ampare  :  y  dicho 
juez  conocerá  de  estos  recursos  por  medio  del  juicio  sumarí- 
simo que  corresponda,  y  aun  por  el  plenario  de  posesión  si 
las  pates  lo  promovieren  con  las  apelaciones  á  la  audiencia 
respectiva  ;  reservándose  el  juicio  de  propiedad  á  los  jueces 
competentes ,  siempre  que  se  trate  de  cosa  ó  de  persona  quo 
goce  de  fuero  privilegiado.  » 

AUTO  para  mejor  proveer.  El  que  da  el  juez  espontá- 
neamente en  los  casos  dudosos  mandando  practicar  alguna 


diligencia ,  ó  tomar  alguna  nueva  declaración ,  ó  presentar 
cierto  instrumento,  para  poder  sentenciar  con  mayor  acierto. 

Aunque  cada  litigante  espone  en  su  favor  todos  los  funda- 
mentos de  su  acción  y  defensa  y  presenta  los  documentos  y 
pruebas  con  que  intenta  apoyarla ,  sucede  á  veces  que  el 
juez  al  examinar  la  causa  para  sentenciarla  encuentra  du- 
das y  dificultades  que  cree  podria  vencer  ó  disipar  con  tales 
ó  tales  nuevas  diligencias ,  declaraciones  ó  documentos.  En 
semejantes  casos  ,  dicen  los  prácticos  que  debe  el  juez  dar 
un  auto  para  mejor  proveer  mandando  hacer  lo  que  estime 
mas  conveniente  y  oportuno ,  á  fin  de  adquirir  mayor  ilus- 
tración en  la  materia  y  determinar  con  mas  tino.  Pero  como 
este  modo  de  proceder  puede  causar  perjuicios  á  las  pattes, 
según  se  echa  de  ver  á  primera  vista  sin  necesidad  de  de- 
mostración ,  parece  mas  conforme  á  los  principios  del  dere- 
cho que  el  juez  se  atenga  á  lo  que  resultare  de  los  autos  y 
pronuncie  su  sentencia  según  lo  alegado  y  probado,  dejando 
la  puerta  abierta  á  la  parte  que  se  sintiere  agraviada  para 
que  acuda  al  tribunal  superior  y  allí  subsane  sus  omisiones. 

AUTO  ó  carta  de  legos.  La  providencia  ó  despacho  que 
se  espide  por  los  tribunales  superiores  para  que  algún  juez 
eclesiástico ,  que  conoce  de  una  causa  puramente  civil  y 
entre  personas  legas  ,  se  inhiba  de  ella  por  no  ser  de  su  ju- 
risdicción y  la  remita  al  juez  competente  (1).  Véase  Recurso 
de  fuerza. 

AUTOS.  El  proceso  de  alguna  causa  ó  pleito,  ó  el  con- 
junto de  las  diferentes  piezas  de  que  la  causa  ó  pleito  se 
compone,  estoes,  la  reunion  ó  conjunto  de  la  demanda, 
emplazamiento  ,  traslado  ,  contestación  ,  alegaciones  ,  ins- 
trumentos, pruebas,  artículos  interpuestos  ,  sentencia,  eje- 
cución, y  demás  trámites  judiciales  que  forman  todo  el  juicio. 
Los  autos  pueden  estar  completos  ó  pendientes  :  (¡ícense 
completos  cuando  nada  hay  ya  que  hacer  en  ellos  por  ha- 
berse concluido  el  juicio  ;  y  se  llaman  pendientes  ,  cuando 
todavía  faltan  trámites  que  recorrer  hasta  la  terminación 
de  la  causa. 

Está  prohibido  á  los  escribanos  entregar  los  autos  á  los 
litigantes,  so  pena  de  quinientos  maravedís  por  cada  vez; 
pero  bien  pueden  entregarlos  á  los  letrados  de  las  parles  , 
siendo  conocidos  y  de  confianza  ,  y  tomando  de  ellos  cono- 
cimiento ó  recibo  en  que  se  espresen  las  escrituras  quo  haya 
en  el  proceso  y  que  deben  ir  rubricadas  y  la  cuenta  del  nú- 
mero de  las  hojas  ó  folios  :  bajo  el  concepto  de  que  tampoco 
los  letrados  han  de  poder  fiarlos  á  las  partes;  ley  18,  til.  15, 
tib.  7,  Nov.  Rec. 

Los  escribanos  de  cámara  de  las  audiencias  no  deben  con- 
fiar los  procesos  y  escrituras  á  las  partes  ni  á  sus  agentes , 
so  pena  de  diez  mil  maravedís  para  el  fisco  y  de  los  daños  é 
intereses  á  las  partes  ;  pero  bien  pueden  confiarlos  á  los 
procuradores  y  letrados  ,  tomando  de  ellos  conocimiento  ó 
resguardo  ,  con  obligación  de  devolverlos  dentro  de  treinta 
dias  bajo  la  pena  de  dos  mil  maravedís  y  de  daños  y  perjui- 
cios: mas  ni  aun  á  estos  deben  dar  los  rollos  y  escrituras  ori- 
ginales de  los  pleitos  importantes ,  salvo  el  traslado ,  so  pena 
de  suspension  de  sus  oficios  por  un  año,  á  no  ser  que  el  tribu- 
nal mandare  lo  contrario;  ley  9,  lit.  Ih,  lib.  3,  Vor.  Roe. 

Los  procuradores  no  deben  entregar  los  autos  á  los  letra- 
dos sino  mediante  resguardo  ó  recibo,  y  están  obligados  á 
devolverlos  á  los  escríbanos  bajo  la  pena  de  dos  mil  mara- 
vedís y  de  daños  y  perjuicios  ;  y  el  procurador  que  perdiera 
algún  proceso  ó  escritura,  ademas  de  los  daños  y  perjuicios 
de  las  partes,  ha  de  pagar  un  ducado  de  multa  para  los  po- 

(i  )  Ley  i  7,  tít.  2 ,  lib.  2 ,  Nov.  Ilec. ,  que  esplica  los  autos  de 
que  hacen  uso  los  tribunales  seculares.  Véase  sobre  este  auto  al 
conde  de  la  Cañada  ,  Recursos  de  fuerza  ,  p.  i ,  r.ap.  2 ,  n.  1 ,  2  , 
3  y  4,  quien  impugna  los  principios  de  Salg.  De  Rujia,  p.  1 , 
cap.  1 5  ii.  5;  y  á  Bobadilla,  lib.  2,  cap,  17  y  18. 
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bres  ,  y  estar  en  la  cárcel  pública  por  el  tiempo  que  el  tri- 
bunal eslime  ;  ley  6,  til.  31 ,  Ub.  5,  Nov.  Rec. 

En  la  ley  de  enjuiciamiento  sobre  los  negocios  y  causas 
de  comercio  se  dispone,  que  los  autos  originales  no  se  en- 
tregarán á  las  partes  litigantes  ni  á  sus  apoderados  que  no 
tengan  la  calidad  de  procuradores  de  causas ,  sino  bajo  el 
recibo  de  uno  de  estos  :  y  que  en  defecto  de  esta  garantía  se 
entregarán  directamente  los  procesos  por  los  escribanos  á 
los  letrados  defensores  que  designen  las  partes  ;  y  no  tenién- 
dolos, se  les  pondrán  à  estas  de  manifiesto  en  el  oficio  del  ac- 
tuario para  que  los  examinen  y  saquen  las  notas  que  les  con- 
vengan; art.  39. 

La  razón  que  hay  para  tomar  estas  precauciones  en  la 
entrega  de  los  autos, es  la  necesidad  de  evitar  los  abusos  que 
podrían  cometerse  con  ellos,  pues  no  faltarían  litigantes  que 
los  hiciesen  desaparecer  en  todo  ó  en  parte  ó  que  desmen- 
brasen  ó  inutilizasen  algún  documento  que  no  les  fuera  fa- 
vorable. 

Algunas  veces  los  autos  que  penden  en  diversos  tribuna- 
les ó  en  difentes  escribanías  se  mandan  reunir  y  acumular 
para  que  se  continúen  y  decidan  'en  un  solo  juicio ,  á  fin  de 
que  no  se  divida  la  continencia  de  la  causa.  Véase  Acumu- 
lación de  autos. 

Hay  en  materia  de  autos  algunas  frases  cuya  significación 
es  preciso  no  ignorar.  Arrastrar  los  autos  es  avocar  un  tri- 
bunal el  conocimiento  de  alguna  causa  que  pendia  en  otro. 
Constar  de  autos  es  hallarse  probada  en  ellos  alguna  cosa. 
Ponerse  en  los  autos  es  imponerse  ó  enterarse  alguno  de  lo 
que  resulta  en  el  proceso.  Estar  en  los  autos  es  hallarse  uno 
enterado  de  lo  que  se  contiene  en  el  proceso.  Pender  de  autos 
es  estar  todavía  una  cosa  sin  decidir  y  sujeta  á  lo  que  resulte 
de  la  causa. 

AUTOCRACIA.  El  gobierno  absoluto  de  un  déspota ,  y 
especialmente  el  de  Rusia ,  cuyo  emperador  toma  el  dictado 
de  autócrata ,  que  es  lo  mismo  que  soberano  absoluto. 

AUTÓGRAFO.  Lo  que  está  escrito  de  mano  propia  del 
autor.  Autógrafo  es  sinónimo  de  ológrafo  ;  pero  ológrafo  se 
aplica  mas  particularmente  á  una  disposición  testamentaria 
escrita  por  el  mismo  testador  ,  y  autógrafo  á  cualquier  otro 
papel  ó  documento  privado  hecho  enteramente  por  mano  de 
su  autor. 

AUTÓGRAFO.  El  original ,  hablando  de  instrumentos  y 
manuscritos. 

AUTONOMÍA.  La  libertad  de  gobernarse  por  sus  pro- 
pias leyes  ó  fueros. 

AUT0NOMEO.  El  que  se  gobierna  por  sus  propias  leyes; 
como  algunas  provincias  que  siendo  parte  integrante  de  una 
nación  ,  tienen  sin  embargo  sus  leyes  y  fueros  particulares. 
La  Navarra ,  por  ejemplo,  y  las  provincias  Vascongadas  son 
autónomas,  porque  se  gobiernan  por  leyes  distintas  de  las  que 
rigen  á  las  demás  provincias  de  España. 

AUTOR.  El  que  ha  compuesto  alguna  obra  literaria  (1). 

Ningún  autor  podia  imprimir  antes  sus  obras  sin  previa 
censura  y  licencia  de  la  autoridad  constituida  á  este  efecto 
por  el  gobierno.  Trátase  estensamente  sobre  esta  materia  en 
lasftl  leyes  con  sus  notas  que  contiene  el  título  16,  libro  8 
de  la  Novísima  Recopilación.  Mas  ahora  ,  según  el  regla- 
mento sobre  libertad  de  imprenta  de  22  de  octubre  de  1820, 
restablecido  por  decreto  de  17  de  agosto  de  1856  ,  todo  es- 

(l)tníre  los  Mejicanos,  para  conservar  á  los  escritores  la  pro- 
piedad de  sus  obras ,  se  observan  las  reglas  del  decreto  de  10  de 
junio  de  1815  délas  Cortes  españolas,  por  el  que  solamente  el 
autor  ó  quien  tiene  su  permiso,  puede  imprimir  los  escritos  du- 
rante la  vida  de  aquel.  Muerto  el  mismo,  pasa  á  sus  herederos  el 
derecho  en  los  términos  y  por  el  tiempo  que  allí  se  espresa ,  pues 
también  trata  esta  ley  de  que  la  ilustración  no  se  perjudique, 
quedando  las  producciones  intelectuales  en  el  olvido. 


pañol  tiene  derecho  de  imprimir  y  publicar  sus  pensamientos 
sin  necesidad  de  previa  censura  ,  esceptuándose  solamente 
de  esta  disposición  general  los  escritos  que  versen  sobre  la 
sagrada  Escritura  y  sóbrelos  dogmas  de  nuestra  santa  reli- 
gion ,  los  cuales  no  podrán  imprimirse  sin  licencia  del  ordi- 
nario. Ademas  el  artículo  2  de  la  Constitución  de  la  monar- 
quía de  8  de  junio  de  1857  dice  :  «  Todos  los  Españoles 
pueden  imprimir  y  publicar  libremente  sus  ideas  sin  previa 
censura,  con  sujeción  á  las  leyes.  »  Véase  Libertad  de  im- 
prenta. 

Como  la  remoción  de  las  trabas  de  la  imprenta  podia  dar 
lugar  á  la  publicación  de  escritos  que  trastornasen  el  orden 
social,  la  ley  ha  especificado  los  abusos  de  esta  libertad  ,  ha 
fijado  sus  calificaciones ,  ha  prescrito  las  penas  que  les  cor- 
responden ,  ha  declarado  quiénes  son  las  personas  responsa- 
bles y  quiénes  pueden  denunciar  los  impresos  ,  y  ha  esta- 
blecido el  modo  de  proceder  en  estos  juicios.  Véase  Libertad 
de  imprenta. 

Antes  debia  el  autor  poner  su  nombre  en  las  obras  que 
daba  á  luz  ;  pero  ahora  basta  que  firme  el  original  que  debe 
quedar  en  poder  del  impresor,  para  responder,  en  caso  de 
denuncia ,  de  los  abusos  que  tal  vez  hubiese  cometido.  Véase 
Anónimo  é  Impresor. 

En  vista  de  los  inconvenientes  muy  considerables  que  re- 
sultaban por  haberse  llevado  ó  enviado  á  imprimir  á  otros 
reinos  las  obras  y  libros,  compuestos  y  escritos  por  algunos 
naturales  de  estos,  sin  licencia  del  rey  y  aprobación  del  con- 
sejo supremo ,  y  sin  preceder  y  guardar  las  demás  diligen- 
cias prescritas  por  las  leyes  y  pragmáticas  ;  se  mandó  por 
Felipe  III  el  año  1610  {ley  7,  tít.  16,  Ub.  8,  Nov.  Rrc.)  que 
ninguno  de  sus  subditos  naturales  y  vasallos  de  estos  reinos , 
de  cualquier  estado ,  calidad  y  condición ,  pudiese  sin  espe- 
cial licencia  suya  llevar  ni  enviar  á  imprimir,  ni  imprimiese 
en  otros  reinos  las  obras  y  libros  que  compusiere  ó  escribiere 
de  nuevo ,  de  cualquiera  facultad ,  arte  y  ciencia  que  fuesen , 
y  en  cualquier  idioma  y  lengua  que  estuviesen  escritos  ;  so 
pena  que  por  el  mismo  hecho  el  autor  de  los  tales  libros,  y 
las  personas  por  cuyo  medio  los  llevare  ó  enTiare  á  imprimir, 
incurriesen  en  perdimiento  de  la  naturaleza  ,  honras  y  digni- 
dades que  tuvieren  en  estos  reinos ,  y  de  la  mitad  de  sus 
bienes ,  aplicados  por  tercias  partes  á  la  cámara ,  juez  y  de- 
nunciador, y  de  todos  los  libros  que  así  impresos  se  metieren 
en  ellos  :  que  en  las  mismas  penas  incurriesen  y  fuesen  con- 
denados cualesquiera  personas  que  se  atreviesen  á  venderlos 
ó  meterlos  en  estos  reinos  sin  su  licencia  :  y  que  quedasen 
siempre  en  su  fuerza  y  vigor  las  prohibiciones  y  penas ,  que 
por  leyes  y  pragmáticas  suyas  estaban  puestas  contra  los 
introductores  en  estos  reinos  de  libros  de  romance  impresos 
fuera  de  ellos. 

El  objeto  de  esta  disposición  de  Felipe  III ,  como  se  infiere 
de  su  preámbulo  y  de  su  contexto  ,  no  era  precisamente  el 
impedir  de  un  modo  absoluto  que  los  castellanos  imprimiesen 
sus  obras  fuera  del  reino,  sino  el  impedir  que  las  impri- 
miesen fuera  por  la  primera  vez  para  introducirlas  luego  en 
Castilla.  Las  diligencias  y  formalidades  prevenidas  por  las 
leyes  para  las  impresiones  eran  tan  embarazosas,  y  tan 
riguroso  y  largo  el  examen  que  debia  recaer  previamente 
sobre  el  contenido  de  los  escritos ,  que  apenas  había  quien 
al  cabo  de  mucho  tiempo  y  de  bien  ejercitada  la  paciencia 
llegase  á  obtener  el  competente  permiso  del  Consejo  para 
dar  á  luz  el  fruto  de  sus  vigilia^jy  así  los  autores  tomaban 
el  arbitrio  de  enviar  y  hacer  impnmir  sus  obras  en  el  estran- 
jero  para  traerlas  como  efectivamente  las  traían  por  mil 
medios  al  reino,  donde  lograban  sin  mucha  dificultad  su  cir- 
culación y  despacho.  Quedaban  de  esta  manera  eludidas  las 
leyes,  corrían  por  los  pueblos  libros  que  no  habían  sufrido 
la  disquisición  rígida  y  suspicaz  de  la  censura,  y  se  pro- 
pagaban ideas  que  el  gobierno  y  la,  Inquisición  se  habían 
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propuesto  reprimir.  No  es  estraño  pues  que  para  cortar  estos 
medios  con  que  se  contrariaban  las  miras  de  la  autoridad , 
se  fulminasen  penas  especiales  contra  los  castellanos  que 
imprimiesen  sus  nuevas  obras  en  el  estranjero  y  contra  los 
que  las  introdujesen  en  el  reino.  Mas  estas  penas  especiales 
no  se  imponían  en  general  por  la  impresión  de  cualesquiera 
obras ,  estuviesen  ó  no  estuviesen  ya  impresas  en  Castilla , 
sino  por  la  de  las  obras  que  el  autor  compusiere  ó  escribiere 
de  nuevo ,  como  dice  la  ley,  esto  es  ,  por  la  de  las  obras  que 
no  estuviesen  ya  publicadas  en  el  reino.  Así  es  que  el  Con- 
sejo no  ponia  dificultad  en  conceder  licencias  para  hacer  en 
el  estranjero  segundas  y  terceras  impresiones ,  al  paso  que 
las  negaba  y  aun  declaraba  nulas  las  que  concediese  para 
hacer  las  primeras  ,  como  es  de  ver  por  la  combinación  del 
art.  1  de  la  ley  3,  y  de  la  nota  i  ,  tít.  16,  lib.  8,  Nov.  Rec. 
La  licencia  que  se  concedía  para  reimprimir  fuera  del  reino 
una  obra  ya  impresa  dentro ,  envolvía  la  suposición  del  per- 
miso para  traerla  y  espenderla  en  España ,  según  se  colige 
de  dichas  ley  3  y  nota  i  :  y  por  el  contrario  la  prohibición 
de  imprimir  en  el  estranjero  una  obra  que  todavía  estaba 
sin  dar  á  luz ,  no  tenia  otra  idea  que  la  de  prevenir  la  intro- 
ducción y  circulación  de  un  libro  que  no  estaba  examinado 
por  el  Consejo  ,  pues  que  por  el  hecho  de  no  alegar  la  ley 
otra  razón  que  la  falta  de  este  examen ,  suponía  que  el  autor 
no  hacia  la  impresión  en  otro  pais  sino  con  el  único  fin  de 
importar  clandestinamente  los  ejemplares.  Dedúcese  de  aquí 
que  si  un  autor  nacional  imprimia  sus  obras  fuera  de  Es- 
paña ,  no  para  traerlas  á  su  patria  ,  sino  para  espenderlas 
en  otra  parte ,  no  incurría  en  las  penas  especiales  pres- 
critas por  Felipe  IHen  la  citada  ley,  pues  que  para  dicha 
espendicion  no  necesitaba  de  la  aprobación  del  consejo  de 
Castilla . 

Como  quiera  que  sea ,  la  ley  de  Felipe  III  caducó  entera- 
mente ,  y  si  bien  se  han  renovado  en  diferentes  épocas ,  y 
con  especialidad  por  circular  de  junio  de  1817,  las  penas 
establecidas  por  las  leyes  antiguas  contra  los  introductores 
de  libros  de  romance  compuestos  por  españoles  é  impresos 
fuera  de  estos  reinos,  no  sabemos  que  se  hayan  sacado  nunca 
del  olvido  en  que  yacían  las  penas  de  la  ley  Filípica  contra 
los  autores  de  tales  libros ,  á  pesar  de  haber  habido  en  estos 
últimos  tiempos  hartas  ocasiones  para  ello  :  antes  por  el  con- 
trario ,  lejos  de  privar  de  la  naturaleza  y  de  la  mitad  de  sus 
bienes  á  los  españoles  que  han  dado  á  luz  en  el  estranjero 
el  fruto  de  sus  tareas  literarias  ,  se  han  tenido  considera- 
ciones con  algunos  de  ellos  aun  por  el  gobierno  absoluto  , 
que  no  quiso  desconocer  el  honor  que  hacían  á  su  patria 
con  sus  escritos ,  y  vemos  à  no  pocos  de  los  mismos  sentados 
en  los  escaños  de  los  representantes  de  la  nación  ,  sin  que  á 
nadie  haya  ocurrido  ponerles  la  tacha  de  haber  perdido  el 
carácter  de  españoles. 

Los  autores  tienen  reconocido  y  asegurado,  así  por  las 
antiguas  leyes  como  por  las  nuevas ,  el  derecho  de  propiedad 
en  sus  obras.  Según  las  leyes  24  y  25,  tít.  Ifi,  lib.  8 ,  Nov. 
Rec,  solo  se  podia  conceder  privilegio  esclusivo  para  im- 
primir las  obras  literarias  al  mismo  autor  que  las  hubiese 
compuesto  y  á  sus  herederos.  Son  muy  notables  las  palabras 
con  que  está  concebida  dicha  ley  25  :  «  He  venido  en  decla- 
rar, dice,  que  los  privilegios  concedidos  á  los  autores  no  se 
eslingan  por  su  muerte  ,  sino  que  pasen  á  sus  herederos, 
como  no  sean  comunidades  ó  manos  muertas  :  y  que  á  estos 
herederos  se  les  continúa^!  privilegio  mientras  le  solicitan , 
por  la  atención  que  mere^m  aquellos  literatos,  que  después 
de  haber  ilustrado  su  patria ,  no  dejan  mas  patrimonio  á  sus 
familias  que  el  honrado  caudal  de  sus  propias  obras  y  el  estí- 
mulo de  imitar  su  buen  ejemplo.  »  Se  dirá  tal  vez  que  la  ne- 
cesidad de  pedir  el  privilegio ,  según  estas  leyes ,  suponía 
que  sin  él  no  tenian  los  autores  el  derecho  de  propiedad  en 
^us  obras  ;  pero  en  las  leyes  nías  bien  debe  atenderse  á  su 


espíritu  que  á  sus  palabras  ,  y  pues  que  mandan  que  á  nadie 
se  conceda  privilegio  esclusivo  sino  á  los  autores  y  sus  here- 
deros, es  claro  que  le  han  considerado  como  verdadero 
derecho  y  no  como  gracia.  En  prueba  de  esta  verdad  puede 
citarse  la  circular  de  junio  de  1817,  en  que  mandó  S.  M.  re- 
novar la  publicación  de  las  leyes  penales  acerca  de  los  delitos 
de  la  prensa  en  cuanto  se  refieren  á  la  propiedad  de  los  au- 
tores sobre  sus  obras. 

Por  real  cédula  de  9  de  julio  de  1778  (ley  26,  lit.  16,  lib.  8, 
Nov.  Rec.  )  se  confirmaron  y  revalidaron  las  disposiciones 
de  las  dos  citadas  leyes  24  y  25  ,  y  se  ordenó  ademas  :  — 
Que  la  real  biblioteca,  las  universidades,  academias  y  socie- 
dades reales  gozasen  privilegio  para  las  obras  escritas  por 
sus  propios  individuos  en  común  ó  en  particular  y  publi- 
cadas por  ellas  mismas ,  por  el  tiempo  que  se  concedía  á  los 
demás  autores  ;  pero  sin  que  en  este  punto  gozasen  prero- 
gativa  que  perjudicase  á  la  libertad  pública ,  ó  fuese  aun  in- 
directamente contra  el  fin  principal  de  sus  propios  institutos, 
y  sin  que  se  entendiese  que  el  privilegio  que  tuviesen  para 
reimprimir  obras  de  autores  ya  difuntos  ó  eslraños  era  siem- 
pre privativo  y  prohibitivo ,  pues  solamente  lo  habia  de  ser 
cuando  las  reimprimiesen  cotejadas  con  manuscritos ,  adicio- 
nadas ó  adornadas  con  notas  ó  nuevas  observaciones ,  en 
cuyo  caso  se  las  debia  reputar  no  como  meros  editores  sino 
como  co-autores  de  las  obras  que  habían  ilustrado,  y  aun  en 
estas  circunstancias  habia  de  permitirse  á  cualquier  literato 
particular  ilustrar  y  publicar  las  mismas  obras  con  cotejos , 
notas  y  adiciones  diferentes  ,  como  también  hacer  de  ellas 
ediciones  correctas  con  el  texto  solo  :  —  Que  los  referidos 
establecimientos  y  cuerpos  literarios  gozasen  también  privi- 
legio cuando  publicasen  obras  manuscritas  de  autor  ya  di- 
funto ó  colección  de  ellas,  aunque  se  incluyesen  cosas  que 
ya  estaban  publicadas,  porque  en  este  caso  hacían  veces  del 
autor  ó  autores ,  los  ilustraban ,  y  eximían  del  olvido  obras 
que  podían  dar  crédito  á  la  literatura  nacional  ;  muchas  de  • 
las  cuales  quedaron  sin  que  sus  autores  pudiesen  publicarlas 
por  falta  de  medios  ó  de  proporción  :  —  Que  si  hubiese  espi- 
rado el  privilegio  concedido  á  algún  autor,  y  él  ó  sus  herede- 
ros no  acudiesen  dentro  de  un  año  siguiente  pidiendo  próro- 
ga ,  se  concediese  licencia  para  reimprimir  el  libro  á  quien  se 
presentase  á  solicitarla  :  y  lo  mismo  se  ejecutase,  si  después 
de  concedida  la  próroga,  no  usase  de  ella  dentro  de  un  tér- 
mino proporcionado  que  debia  señalar  el  Consejo  ;  pues  me- 
diante aquella  morosidad,  que  indicaba  abandono  de  su 
pertenencia ,  quedaba  la  obra  á  disposición  del  gobierno , 
que  no  debia  permitir  hiciese  falta  ó  se  encareciese  si  era 
útil  :  —  Que  en  las  Ucencias  que  se  concediesen  para  reim- 
primir por  una  vez  alguna  obra ,  cuando  no  fuese  el  mismo 
autor,  que  podia  tener  motivos  para  diferir  su  uso  ,  pusiese 
el  Consejo  término  limitado  dentro  del  cual  se  hiciese  la 
reimpresión;  y  si  le  dejase  pasar  sin  haberla  hecho,  se  con- 
cediese nueva  licencia  á  otro  cualquiera  que  la  solicitase  : — 
Que  sin  embargo  de  que  se  hubiese  concedido  licencia  para 
reimprimir  un  libro  en  tamaño  y  forma  determinada,  si  la 
pidiese  otro  para  hacer  nueva  edición  mas  ó  monos  magní- 
fica y  costosa,  y  en  tamaño  y  letra  diferente,  se  le  conce- 
diese también;  pues  lo  contrario  seria  poner  impedimentos 
á  la  perfección  de  esta  especie  de  manufactura,  siendo  así 
que  la  misma  solicitud  indicaría  el  buen  despacho  de  la  obra, 
y  que  le  tendría  cualquiera  edición  que  se  hiciese  según  la 
posibilidad  ó  el  gusto  de  los  compradores. 

Por  real  resolución  de  2  de  octubre  de  1785  (nota  25, 
lit.  16,  lib.  8  ,  Nov.  Rec.)  se  mandó  ,  que  sin  embargo  de 
estarse  imprimiendo  de  orden  y  á  espensas  de  S.  M.  la  tra- 
ducción de  la  Medicina  doméstica ,  escrita  en  inglés  por  el 
Dr.  Buchan ,  no  se  impidiese  á  otros  cualesquiera  particu- 
lares el  imprimir  y  publicar  las  traducciones  que  hiciesen 
del  misino  libro  ?  así  porque  los  estudiosos  no  se  reTrajesea, 
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temiendo  impedimentos  y  dificultades  que  les  hiciesen  per- 
der el  fruto  de  su  trabajo,  como  porque  habiendo  varias 
traducciones  tuviese  el  público  en  que  escoger. 

Con  fecha  de  h  de  enero  de  1834  se  espidió  un  real  decreto 
sobre  la  impresión ,  publicación  y  circulación  de  libros  ,  que 
contiene  acerca  de  la  propiedad  y  privilegios  de  los  autores 
y  traductores  las  disposiciones  siguientes  : 

«  Art.  30.  Los  autores  de  obras  originales  gozarán  de  la 
propiedad  de  sus  obras  por  toda  su  vida;  y  será  transmisible 
á  sus  herederos  por  espacio  de  diez  años.  Nadie  de  consi- 
guiente podrá  reimprimirlas  á  preteslo  de  anotarlas,  adicio- 
narlas, comentarlas  ni  compendiarlas. 

Art.  51.  Los  meros  traductores  de  cualesquiera  obras  y 
papeles  gozarán  también  de  la  propiedad  de  sus  traducciones 
por  toda  su  vida;  pero  no  podrá  impedirse  otra  distinta  tra- 
ducción de  la  misma  obra.  Si  las  traducciones  son  en  verso , 
será  transmisible  á  sus  herederos  como  la  de  los  autores  de 
obras  originales.  De  igual  derecho  gozarán  los  traductores  , 
aunque  seau  de  obras  en  prosa ,  con  tal  que  estén  escritas 
en  lenguas  muertas. 

Art.  52.  Serán  considerados  como  propletant)s  los  cuer- 
pos, comunidades  ó  particulares  que  impriman  documentos 
inéditos ,  y  nadie  podrá  reimprimirlos  por  espacio  de  quince 
años  sin  el  consentimiento  de  los  que  por  primera  vez  los 
publicaron.  Si  ademas  de  promover  la  impresión  y  publica- 
ción de  tales  documentos  ,  los  anotasen  y  adicionasen  con 
comentarios  y  observaciones  interesantes ,  de  manera  que 
puedan  llamarse  co-autoresde  dichos  escritos;  gozarán  de  la 
propiedad  completa  de  su  impresión ,  si  fueren  particulares 
por  toda  su  vida ,  y  si  fueren  cuerpos  ó  comunidades  por  el 
espacio  de  medio  siglo.  » 

Estos  artículos  se  observan  actualmente  en  los  tribunales 
de  Madrid  para  la  decisión  de  los  negocios  que  ocurren  sobre 
propiedad  literaria  ;  pero  si  se  quiere  que  el  decreto  que  los 
contiene  haya  quedado  enteramente  abolido  por  la  rehabili- 
tación del  de  22  do  octubre  de  1820 ,  á  pesar  de  que  en  este 
último  nada  se  dice  sobre  la  propiedad  de  los  autores  ,  ha- 
bremos de  atenernos  en  tal  caso  con  respecto  á  este  punto 
al  espíritu  de  las  leyes  recopiladas,  reconociendo  á  los  au- 
tores y  á  sus  herederos  el  derecho  de  propiedad  en  sus  obras 
sin  limitación  de  tiempo. 

En  real  orden  de  b  de  mayo  de  1837  se  declaró  que  las 
obras  dramáticas  están  igualmente ,  como  toda  propiedad , 
bajo  la  inmediata  protección  de  las  autoridades  ,  y  que  no 
pueden  representarse  en  ningún  teatro,  sin  que  preceda  el 
permiso  de  su  autor  ó  propietario.  Mas  no  deja  de  ser  muy 
estraño  que  el  redactor  de  esta  real  orden  fuese  á  buscar  el 
derecho  de  la  propiedad  literaria  en  las  leyes  %'í  y  2o,  tít.  16, 
lib.  8,  Nov.  Rec,  cuando  tan  cerca  le  tenia  en  el  citado  de- 
creto de  h  de  enero  de  185&  ,  de  que  ni  aun  hace  mención 
alguna.  ¿  Podría  esta  omisión  dar  lugar  á  creer  que  se  con- 
sidera insub-istente  aun  en  esta  parte  el  decreto  del  U  ¿e 
enero,  y  que  van  descaminados  los  tribunales  que  todavía 
lo  aplican  ,  sin  embarazarse  por  la  rehabilitación  del  de  22 
de  octubre  de  1820?  Los  términos  en  que  está  concebida  la 
real  orden  son  los  siguientes  : 

«  Las  quejas  que  en  esposicion  de  tt  de  febrero  último  ele- 
varon á  la  augusta  reina  gobernadora  varios  literatos  de  esta 
corte  sobre  la  violación  del  derecho  de  propiedad  literaria  , 
en  lo  relativo  á  obras  dramáticas,  han  llamado  muy  parti- 
cularmente la  atención  de  S.  M.  Las  leyes  24  y  23,  lib.  8, 
tít.  16  de  la  Novísima  Recopilación  aseguran  y  protegen  esta 
propiedad  en  general  ;  pero  el  espíritu  de  ignorancia  y  preo- 
cupación que ,  ansioso  de  ahogar  todo  germen  de  ilustración 
y  vida  para  los  pueblos  ,  no  consideraba  el  teatro  sino  como 
una  condescendencia  necesaria  que  le  era  repugnante,  des- 
deñó y  aun  contradijo  constantemente  la  aplicación  de  las 
mencionadas  leyes  en  provecho  del  arte  dramática,  elemento 


de  civilización ,  al  cual  está  enlazada  la  prosperidad  de  mu- 
chas industrias. 

»  De  aquí  ha  nacido  que  el  derecho  de  propiedad  de  los 
escritores  dramáticos  se  halle  todavía  desatendido.  Las  obras 
que  se  representan  en  algún  teatro,  se  ven  frecuentemente 
reproducidas  en  los  demás  de  la  península;  aconteciendo  á 
veces  aparecer  también  en  la  escena  las  que  solo  se  impri- 
men ,  y  aun  las  que  carecen  de  ambas  circunstancias ,  sin 
preceder  permiso  ni  aun  noticia  de  su  autor,  y  acaso  contra 
su  voluntad.  Este  abuso  se  estiende  no  solo  á  privar  á  los 
literatos  de  su  propiedad ,  disminuyéadoles  el  justo  producto 
de  su  trabajo  ,  sino  también  á  que  sus  obras  se  representen 
desfiguradas  y  contrahechas  por  la  infidelidad  de  las  copias 
que  furtivamente  se  proporcionan. 

»  Penetrada  S.  M.  de  la  necesidad  de  dboíerrar  este  abuso, 
se  ha  servido  resolver  que  por  el  ministerio  de  mi  cargo  se 
forme  un  proyecto  de  ley  que  declare,  deslinde  y  afiance  los 
derechos  respectivos  de  la  propiedad  literaria  en  todos  sus 
accidentes,  para  presentarlo  á  la  deliberación  de  las  Cortes. 

»  Pero  S.  M.  complaciéndose  con  el  estraordinario  vuelo 
que  la  dramática  española  ha  tomado  en  esta  era  de  libertad, 
que  parece  prometer  para  el  reinado  de  su  augusta  Hija  un 
nuevo  siglo  de  oro  de  la  poesía  nacional ,  conoce  que  por  lo 
mismo  los  perjuicios  irrogados  á  los  escritores  reclaman  mas 
perentorio  remedio  ;  y  á  fin  de  proveerlo  ,  se  ha  servido  re- 
solver ademas  provisionalmente ,  mientras  el  citado  proyecto 
de  ley  no  se  discute,  aprueba  y  sanciona,  que  las  obras 
dramáticas,  como  toda  propiedad  ,  están  bajo  la  inmediata 
protección  de  las  autoridades  ;  y  que  teniendo  estas  produc- 
ciones por  su  especial  naturaleza  dos  existencias  distintas  , 
una  por  el  teatro  y  otra  por  la  imprenta ,  en  ningún  teatro  se 
podrá  en  adelante  representar  una  obra  dramática ,  aun 
cuando  estuviere  impresa  ó  se  hubiere  representado  en  otro 
ú  otros,  sin  que  preceda  el  permiso  de  su  autor  ó  dueño  pro- 
pietario. De  real  orden,  etc.  Madrid  o  de  mayo  de  1837.  » 

Esta  disposición  es  muy  justa  por  la  aplicación  que  hace  á 
las  obras  dramáticas  de  las  leyes  relativas  á  la  propiedad 
literaria;  y  lo  es  todavía  mas  por  el  nuevo  valor  que  da  á 
estas  mismas  leyes ,  y  por  el  principio  que  supone  y  sanciona 
de  que  el  derecho  de  propiedad  recae  no  solamente  sobre  las 
obras  impresas  sino  también  sobre  las  manuscritas. 

El  derecho  de  propiedad  nace  con  la  obra,  crece  con  ella 
y  la  acompaña  siempre  desde  que  el  autor  empezó  á  for- 
marla ,  porque  cada  uno  es  dueño  de  los  productos  de  su  in- 
dustria. Si  alguno  pues  se  apoderase  de  un  manuscrito  ajeno, 
no  podrá  imprimirlo  ni  hacer  uso  alguno  de  él ,  sino  que 
deberá  restituir  á  su  dueño  el  original  y  la  copia  que  tal  vez 
hubiere  sacado ,  porque  nadie  puede  legítimamente  enrique- 
cerse usurpando  el  trabajo  de  otro.  Las  leyes  que  protegen 
y  afianzan  lapropiedadliteraria  en  general,  son  tan  aplicables 
á  las  obras  manuscritas  como  á  las  obras  impresas  y  puestas 
en  venta  ;  de  modo  que  el  que  sin  haber  obtenido  permiso 
del  autor  ó  dueño  diere  á  la  prensa  un  manuscrito  c,ue  lo  ha 
venido  á  las  manos,  cometerá  un  atentado  contra  la  propie- 
dad literaria  ,  é  incurrirá  en  las  penas *en  que  incurre  el  que 
reimprime  una  obra  ya  publicada. 

I  Qué  será  si  lo  hace  imprimir  en  el  estranjero  y  luego  in- 
troduce ejemplares  en  España?  Entonces  comete  dos  delitos, 
como  en  el  caso  de  que  hiciese  otro  tanto  con  un  ejemphir 
impreso  en  España  :  uno  el  déla  introducción ,  que  se  castiga 
con  las  penas  de  cuatro  años  de  presidio  y  de  perdimiento  de 
bienes  ;  y  otro  el  de  violación  de  propiedad  literaria,  que 
podrá  castigarse  como  tal  violación  ó  como  sustracción  frau- 
dulenta según  los  casos.  Si  la  impresión  y  venta  se  hiciese 
en  alguno  de  los  paises  donde  las  leyes  conceden  á  los  es- 
tranjeros  los  mismos  derechos  que  á  los  nacionales  con  res- 
pecto á  las  obras  que  no  se  han  publicado  antes  en  otra 
parte ,  como  sucede  5  por  ejemplo  ,  en  Francia  ;  podría  en- 
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tónces  el  autor  proceder  allí  contra  el  que  hubiese  mandado 
hacer  la  impresión ,  con  tal  que  tuviese  medios  de  probar  la 
pertenencia  ó  propiedad  del  manuscrito. 

Las  cartas  que  uno  dirige  á  otro  ,  ¿  son  propiedad  del  que 
las  escribe  ó  del  que  las  recibe?  Si  versan  sobre  asuntos  de 
literatura,  ciencias  ó  artes,  no  pueden  considerarse  sino 
como  simples  lecciones  :  el  que  las  escribe  solo  se  propone 
instruir  ó  divertir  al  sugeto  á  quien  las  dirige  ;  y  este  solo 
cree  recibir  lo  que  verdaderamente  se  le  ha  dado.  No  hay 
pues  transmisión  de  propiedad  literaria,  sino  solo  enajena- 
ción de  una  copia.  —  Las  cartas  motivadas  por  relaciones 
de  amistad  ó  de  negocios  particulares  ,  no  pueden  mirarse 
como  piezas  literarias  :  los  que  las  escriben  no  se  proponen 
publicarlas  ni  venderlas,  ni  menos  pueden  pensar  que  los 
que  las  reciben  especularán  con  ellas.  Si  sucediese  pues  que 
un  particular  publicase  por  medio  de  la  prensa  las  cartas 
confidenciales  que  se  le  habian  dirigido  personalmente  ó  que 
habian  venido  á  parar  á  sus  manos  ,  tendría  derecho  el  que 
las  había  escrito  para  pedir  que  se  retuviesen  ó  recogiesen. 
Una  publicación  de  esta  especie  no  se  consideraría  como  de- 
lito contra  la  propiedad  literaria ,  sino  como  abuso  de  con- 
fianza ó  como  infracción  del  contrato  tácito  que  supone  toda 
correspondencia  privada.  Mas  no  por  eso  puede  negarse  á 
una  persona  la  facultad  de  publicar  como  pruebas  ó  medios 
de  justificación  las  cartas  que  ha  recibido. 

Lo  que  se  ha  dicho  de  las  cartas  sobre  literatura ,  ciencias 
y  artes,  debe  aplicarse  á  las  lecciones  verbales  que  da  un 
profesor  en  un  lugar  público  ó  privado.  Los  que  las  oyen  no 
pueden  hacerlas  imprimir  y  vender  sin  su  permiso.  Enseñar 
una  ciencia  á  los  que  la  quieren  aprender,  y  enajenar  un  es- 
crito á  un  comerciante  de  libros,  son  dos  cosas  muy  dife- 
rentes. El  que  recibe  una  lección  que  le  cuesta  su  dinero  , 
puede  sacar  de  ella  toda  la  instrucción  que  contiene ,  asi 
como  el  que  paga  su  plaza  en  un  teatro  puede  sacar  de  la 
representación  á  que  asiste  ,  todo  el  placer  que  la  misma  es 
capaz  de  dar.  Mas  ni  este  último  tiene  derecho  para  hacer 
imprimir  y  vender  la  tragedia  ó  composición  música  que  ha 
oido,  ni  aquel  el  discurso  del  profesor  que  ha  tomado  de 
memoria  ó  por  escrito.  —  Los  mismos  derechos  que  tiene 
un  profesor  en  sus  lecciones  orales ,  los  tiene  un  orador  en 
sus  discursos,  un  abogado  en  sus  informes  ó  defensas,  y  un 
predicador  en  sus  sermoues  :  cualquiera  puede  ir  á  oírlos  y 
aprovecharse  de  sus  ideas  y  doctrinas;  pero  ninguno  sin 
consentimiento  del  autor  podrá  hacer  con  ellos  una  especu- 
lación de  comercio. 

El  autor  que  ha  escrito  sobre  una  materia,  no  quita  por 
eso  á  otro  la  facultad  de  escribir  también  sobre  la  misma. 
Cien  autores  pueden  ejercitar  sus  plumas  sucesiva  ó  simul- 
táneamente sobre  la  historia  ,  sobre  la  legislación  ,  sobre  la 
moral  ó  sobre  la  física  ;  y  aunque  todos  trabajen  sobre  los 
mismos  documentos  ó  las  mismas  leyes  y  cuenten  los  mismos 
hechos  ó  describan  los  mismos  fenómenos ,  ninguno  podrá 
quejarse  de  que  los  otros  atenían  contra  su  propiedad,  á  no 
ser  que  el  uno  se  limite  á  copiar  la  obra  del  otro.  Hay  sin 
embargo  asuntos  que  es  imposible  esponer  de  dos  maneras 
diferentes  ,  como  libros  de  cálculo,  tablas  de  intereses,  de 
logaritmos  ó  cronología ,  almanaques ,  diccionarios ,  y  ciertas 
compilaciones.  El  primero  que  compone  y  publica  una  obra 
de  esta  clase,  ¿  priva  por  el  mismo  hecho  á  todos  los  demos 
del  derecho  de  hacer  otra  igual?  Y  si  cualquiera  puede  hacer 
otra  exactamente  semejante,  j  no  resultará  que  ninguno  ten- 
drá bastante  asegurada  la  propiedad  de  la  suya  ,  ó  que  á  lo 
menos  casi  nunca  será  posible  demostrar  las  usurpaciones? 
Una  vez  compuesta  y  publicada  una  obra  ele  esta  clase,  si 
no  fuere  posible  hacer  sobre  el  mismo  asunlo  otra  que  sea 
diferente  sin  ser  inexacta  ,  parece  que  la  propiedad  de  la 
obra  debo  arrastrar  consigo  la  propiedad  del  asunto.  Es 
cierto  que  el  reconocimienti .  do  esta  especie  de  propiedad 


formaría  una  especie  de  monopolio  ;  pero  no  pondría  obstá- 
culo á  los  progresos  del  espíritu  humado.  La  apropiación  que 
uno  hiciese  á  su  favor,  mediante  su  trabajo,  de  una  materia 
que  no  puede  tratarse  de  dos  modos  distintos  ,  seria  igual  ó 
semejante  á  la  apropiación  de  una  cosa  corporal  que  no  per- 
teneciendo á  persona  alguna  viniese  al  poder  y  dominio  del 
primero  que  la  ocupase.  No  podría  decirse  que  hay  mono- 
polio en  el  primer  caso  ,  sin  reconocer  que  lo  hay  también 
en  el  segundo ,  porque  la  ocupación  es  tan  esclusiva  en  este 
como  podría  serlo  en  aquel.  Sin  embargo ,  los  jurisconsultos 
que  admiten  el  principio  de  la  ocupación  cuando  se  trata  de 
cosas  materiales,  lo  desechan  cuando  se  trata  de  cosas  que 
son  del  dominio  de  la  inteligencia  ,  creyendo  sin  duda  que 
si  la  propiedad  del  asunto  iba  inherente  á  la  propiedad  de  la 
obra  ,  podría  el  autor  poner  á  sus  escritos  un  precio  que  no 
estuviese  en  proporción  con  su  trabajo.  Podrá  pues  un  cal- 
culista componer  y  publicar  una  tabla  de  logaritmos  ó  inte- 
reses ,  aunque  haya  otras  perfectamente  semejantes;  pero 
para  que  pueda  llamaría  suya  propia ,  es  necesario  que  él 
mismo  haya  hecho  los  cálculos  y  no  los  haya  copiado  de  las 
otras. 

Puede  un  escritor ,  como  ya  hemos  visto ,  componer  una 
obra  sobre  el  mismo  asunto  y  con  el  mismo  título  que  otro  , 
sin  que  por  eso  atente  á  la  propiedad  del  primero;  pero 
¿podrá  igualmente  darse  á  un  periódico  el  título  que  lleva 
otro  periódico  que  ya  existe  ?  En  los  periódicos  hay  que  to- 
mar en  consideración  dos  cosas  que  son  muy  distintas  :  los 
escritos  ya  publicados  ,  y  la  reputación  y  clientela  que  van 
inherentes  al  título.  Los  escritos  ya  publicados  son  una  pro- 
piedad de  la  misma  naturaleza  que  todas  las  demás  compo- 
siciones literarias;  y  nadie  por  consiguiente  puede  reimpri- 
mirlos y  venderlos  sin  permiso  de  sus  dueños.  La  reputación 
y  la  clientela  que  siguen  al  título,  son  mas  bien  propiedad 
comercial  que  literaria.  El  título  es  para  los  propietarios  del 
periódico  lo  mismo  que  para  un  fabricante  la  marca  con  que 
se  distinguen  sus  artefactos  de  los  que  proceden  de  otras  fá- 
bricas. La  usurpación  pues  de  este  título  no  es  propiamente 
un  plagio ,  sino  la  usurpación  de  una  reputación  y  clientela 
que  casi  siempre  se  adquieren  á  fuerza  de  trabajo  y  do 
gastos. 

Si  siendo  limitado  el  tiempo  concedido  á  los  autores  ó  sus 
herederos  para  imprimir  y  vender  esclusivamente  sus  obras, 
se  promulga  una  nueva  ley  que  lo  prolonga,  no  debe  apli- 
carse solo  á  los  escritos  que  todavía  no  han  salido  á  luz  cu 
el  momento  de  su  promulgación,  sino  también  á  todos  aque- 
llos que  estando  ya  impresos  no  han  caido  aun  en  el  domi- 
nio del  público.  En  caso  de  que  el  autor  ó  su  heredero  hu- 
biese enajenado  el  derecho  de  propiedad,  no  parece  que 
debe  aprovechar  al  comprador  ó  cesionario  el  aumento  de 
tiempo  concedido  por  la  ley,  sino  al  autor  ó  heredero  enaje- 
nante; porque  cuando  se  hizo  la  enajenación,  ni  el  uno 
pensaba  dar  ni  el  otro  recibir  el  derecho  de  propiedad  por 
un  tiempo  mas  largo  que  el  que  entonces  se  hallaba  olor- 
gado  por  la  ley  ,  de  suerte  que  el  contrato  no  recaia  según 
la  intención  de  las  partes  sino  sobre  un  número  fijo  de  años, 
y  el  precio  por  consiguiente  se  arreglaría  en  proporción  á 
ellos.  No  importa  que  el  contrato  estuviese  concebido  en  tér- 
minos generales  ,  pues  es  regla  de  derecho  que  en  las  con- 
venciones no  queda  comprendido  aquello  en  que  los  contra- 
yentes no  pensaron  :  Iniquion  est  perimi  pacto  id  de  quo 
cogitation  non  est. 

Si  por  el  contrario,  siendo  indefinido  el  tiempo  concedido 
por  la  ley  á  los  autores  ó  sus  herederos  para  la  impresión 
y  venta  esclusiva  de  sus  obras,  viene  otra  ley  que  lo  abre- 
via y  lo  restringe  á  cierto  número  de  años ,  comprende  tam- 
bién las  obras  publicadas  y  las  que  todavía  no  lo  estuvie- 
ren; pero  en  cuanto  á  las  primeras  no  debe  empezar  á  correr 
el  término  designado  sino  desde  la  promulgación  de  la  ley, 
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porque  de  otro  modo  se  daria  á  esta  efecto  retroactivo  con- 
tra la  regla  general  que  lo  deniega.  Así  que,  el  realdecreto 
de  h  de  enero  de  185Ï,  que  limitó  á  diez  años  el  derecho  de 
propiedad  que  por  lá  sabia  disposición  del  ilustrado  Car- 
los III  gozaban  indefinidamente  los  herederos  de  autores  de 
obras  originales ,  no  debe  aplicarse  á  los  herederos  que  ya 
estaban  disfrutando  este  derecho,  y  que  quizá  lo  habían  dis- 
frutado ya  por  mas  de  diez  años ,  sino  desde  la  publicación 
del  citado  decreto  y  no  desde  la  muerte  de  los  autores  sus 
causantes.  La  aplicación  que  se  le  quisiere  dar  desde  la  época 
déla  muerte,  seria  bárbara  y  absurda  :  seria  absurda, 
porque  era  lo  mismo  que  declarar  que  en  virtud  de  una  ley 
reciente  habia  cesado  cinco  ,  diez  ó  quince  años  antes  un 
derecho  que  exislia  en  virtud  de  otra  ley  anterior  ,  como  si 
la  ley  derogante  pudiese  hacer  que  la  derogada  no  haya  es- 
tado en  vigor  ni  producido  sus  efectos  hasta  el  acto  de  la 
derogación  :  seria  bárbara  ,  porque  podria  causar  improvi- 
samente la  ruina  de  los  herederos  que  confiados  en  la  ley 
hubiesen  hecho  ediciones  que  se  quedasen  sin  despacho 
por  la  libre  concurrencia  de  los  libreros  que  harían  otras 
mas  económicas.  Los  diez  años  pues  deben  contarse  desde 
la  muerte  de  los  autores  en  los  casos  que  ocurrieren  des- 
pués del  nuevo  decreto ,  mas  no  en  los  ocurridos  antes  bajo 
el  imperio  de  otras  leyes  :  Leges  et  conslitutiones  fuluris  ccr- 
tum  est  daré  formam  negoliis,  non  ad  fada  prx levita  rao- 
cqri. 

El  que  por  sucesión  ú  otro  título  justo  es  dueño  de  una 
obra  postuma ,  esto  es ,  de  una  obra  que  el  autor  dejó  ma- 
nuscrita sin  haberla  dado  á  la  prensa,  debe  tener  los  mis- 
mos derechos  que  el  autor  difunto  y  gozar  de  la  propiedad 
de  ella  por  toda  su  vida  ;  porque  por  el  hecho  de  publicarla  y 
sacarla  del  olvido  en  que  yaciera  ,  se  pone  en  lugar  del  au- 
tor y  hace  sus  veces  con  beneficio  quizá  no  pequeño  de  la 
literatura  nacional.  Tal  es  el  espíritu  de  la  ley  26  ,  art.  2  , 
lit.  16 ,  lib.  8,  Nov.  Rec.  No  faltará  quien  opine  que  el  pro- 
pietario de  una  obra  postuma  no  debe  gozar  del  derecho 
esclusivo  en  ella  sino  solo  por  el  espacio  de  quince  años 
contados  desde  su  primera  publicación,  fundándose  en  el  ar- 
tículo 32  del  decreto  de  4  de  enero  de  1834,  el  cual  dice 
«  que  serán  considerados  'Como  propietarios  los  cuerpos  , 
comunidades  ó  particulares  que  impriman  documentos  iné- 
ditos, y  nadie  podrá  reimprimirlos  por  espacio  de  quince 
años  sin  el  consentimiento  de  los  que  por  primera  vez  los 
publicaron.  »  Mas  este  artículo  habla  solo  de  documentos 
inéditos,  y  no  de  obras  literarias  que  no  pueden  compren- 
derse bajo  la  denominación  de  documentos.  Hay  ademas 
mucha  diferencia  entre  obras  de  propiedad  particular,  y  do- 
cumentos que  ha  podido  traer  la  casualidad  á  manos  del  que 
los  posee.  Se  dirá  también  que  el  artículo  50  del  mismo  de- 
creto se  opone  á  la  doctrina  que  hemos  sentado,  pues  que 
hace  trasmisible  á  los  herederos  solo  por  diez  años ,  y  no 
por  toda  su  vida ,  la  propiedad  de  las  obras  de  sus  causan- 
tes; pero  es  de  observar  que  este  artículo  supone,  como  cla- 
ramente se  echa  de  ver  por  su  contesto ,  que  las  obras  cuya 
trasmisión  por  tan  reducido  término  establece,  se  hallan  ya 
impresas  y  publicadas  por  los  autores. 

No  solamente  los  autores  nacionales ,  sino  también  los 
estranjeros  que  imprimen  sus  obras  en  España  ,  gozan  del 
derecho  de  propiedad  en  ellas  ,  pues  que  la  ley  no  los  es- 
cluye  ni  les  limita  en  esta  parte  el  derecho  que  tienen  todos 
en  general  de  hacer  suyo  el  fruto  de  su  trabajo.  Mas  si  el 
autor  estranjero  publica  primeramente  sus  obras  en  otro 
pais ,  no  puede  ya  impedir  su  reimpresión  en  España  ;  por- 
que como  las  leyes  que  en  cada  nación  aseguran  á  los  auto- 
res la  propiedad  de  sus  obras  no  tienen  fuerza  sino  dentro 
de  su  territorio  ,  hay  de  hecho  libertad  recíproca  entre  las 
naciones  de  reimprimir  en  unas  los  libros  estranjeros  que  se 
publican  en  las  otras.  Ya  se  ha  dado  en  la  cuenta  de  que 


esta  libertad ,  que  á  primera  vista  parece  tan  favorable  à  los 
progresos  de  la  ilustración  y  de  la  cultura,  es  en  el  fondo  su 
verdadera  enemiga,  pues  ataca  y  destruye  en  su  raiz  la 
causa  principal  que  mueve  á  los  hombres  à  consagrarse  á 
este  género  de  trabajo ,  y  especialmente  en  las  naciones  que 
no  son  de  primer  orden  ó  en  que  apenas  da  indicios  de  vida 
el  deseo  de  instruirse  y  de  saber,  quila  la  pluma  de  la  mano 
á  los  que  consideran  que  en  el  único  pais  donde  seria  protegida 
su  propiedad  ,  no  encontrarían  la  competente  indemnización 
de  los  sacrificios  que  hiciesen.  Por  eso  se  trata  en  el  dia  en- 
tre algunas  potencias  europeas  y  aun  americanas  de  promo- 
ver por  medio  de  convenios  diplomáticos  la  adopción  de  una 
ley  internacional  que  asegure  á  todos  los  autores  la  propie- 
dad ó  á  lo  menos  el  goce  temporal  de  sus  obras,  cualquiera 
que  sea  la  nación  en  que  las  dieren  á  la  prensa. 

Preséntase  aquí  naturalmente  la  ocasión  de  examinar  si  el 
natural  de  un  pais  que  imprime  fuera  sus  escritos  por  la 
primera  vez  ,  pierde  por  este  solo  hecho  la  propiedad  en  su 
patria.  Para  decidir  esta  cuestión,  que  en  el  dia  ofrece  un 
interés  particular  por  razón  de  las  muchas  obras  que  res- 
pectivamente han  publicado  fuera  desús  paises  las  personas 
emigradas  á  resulta  de  las  revueltas  políticas  que  han  con- 
movido al  mundo,  deben  tenerse  presentes  las  diversas 
leyes  que  en  cada  nación  se  han  espedido  acerca  de  la  pro- 
piedad literaria.  Por  lo  que  hace  à  España,  la  combinación 
de  sus  leyes  da  lugar  á  inducciones  en  favor  de  los  autores; 
de  suerte  que  puede  sentarse  desde  luego  que  el  español 
que  publica  sus  manuscritos  en  el  estranjero ,  no  por  eso 
pierde  en  su  patria  el  derecho  esclusivo  de  reimprimirlos. 

Efectivamente,  la  ley  24,  tít.  16'.  lib.  8  ,  Nov.  Rec,  que 
según  real  orden  de  5  de  mayo  de  2857  ha  estado  y  está  vi- 
gente en  el  dia  con  respecto  á  la  propiedad ,  manda  en  su 
auticulo  2o.  «  que no  se  conceda  á  nadie  privilegio  es- 
clusivo para  imprimir  ningún  libro,  sino  al  mismo  autor 
que  lo  haya  compuesto.  »  Ya  se  ha  demostrado  mas  arriba 
que  la  palabra  privilegio  no  lleva  consigo  en  este  lugar  la 
idea  de  una  gracia,  sino  la  declaración  ó  reconocimiento  de 
un  derecho.  Resalta  con  mas  brillo  esta  verdad  en  la  si- 
guiente ley  2b  del  mismo  título,  la  cual  llama  fialrtmotiíó  de 
los  autores  y  sus  familias  el  honrado  caudal  de  sus  propias 
obras,  y  quiere  por  consiguiente  que  no  se  estinga  con  la 
muerte  de  los  que  le  formaron,  sino  que  pase  á  los  herederos, 
y  le  disfruten  estos  mientras  no  le  abandonen.  Si  la  ley  se 
sirve  de  ia  palabra  privilegio  es  porque  nadie  podia  usar 
entonces  de  esta  especie  de  propiedad  sin  obtener  primero 
licencia  del  supremo  consejo ,  no  siendo  libre  como  ahora  el 
medio  de  trasmitir  cada  uno  sus  pensamientos  por  la  im- 
prenta. Tenemos  pues  con  toda  claridad,  que  las  obras  lite- 
rarias, así  manuscritas  como  impresas,  se  cuentan  por  núes- 
trasleyes  en  el  número  de  los  bienes  particulares  de  que  nadie 
puede  disponer  sino  sus  dueños,  sujetándose  á  las  modifica- 
ciones especiales  que  la  diferente  naturaleza  de  estos  bienes 
hiciere  necesarias.  Sentado  este  principio,  es  natural  é  incon- 
trastable la  ilación  de  que  mientras  no  haya  disposiciones  le- 
gales que  modifiquen  el  uso  de  la  propiedad  literaria  ,  debe 
correr  esta  la  misma  suerte  y  tener  las  mismas  garantías 
que  las  demás  propiedades.  Así  con  efecto  está  declarado 
en  la  citada  real  orden  de  S  de  mayo  de  1857  ,  por  la  que 
se  establece  que  las  obras  literarias ,  como  toda  propiedad, 
están  bajo  la  inmediata  protección  de  las  autoridades.  Sien- 
do esto  así,  como  realmente  lo  es ,  si  la  propiedad  de  los  de- 
mas  bienes  no  se  pierde  sino  por  voluntad  del  dueño,  ó  por 
incurrir  el  mismo  en  alguno  de  los  casos  marcados  por  la 
ley,  tampoco  podrá  perderse  sino  por  los  propios  medios  el 
patrimonio  de  los  autores. 

Ahora  bien  :  si  un  español  imprime  sus  obras  en  el  estran- 
jero. sea  por  ponerlas  allí  al  abrigo  ele  la  ley  para  evitar  una 
reimpresión  que  podria  hacerse  si  primero  se  diesen  á  la? 
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en  España ,  sea  para  espenderlas  en  otro  pais  con  quien  la 
España  tiene  cortadas  sus  relaciones  de  comercio  ,  ¿se  dirá 
que  por  este  hecho  quiere  perder  ó  abandona  voluntaria- 
mente la  propiedad  que  sobre  ellas  tiene  en  su  patria?  Y  si 
su  intención  no  es  hacer  tal  abandono,  ¿podrá  decirse  que  la 
ley  le  condena  á  esta  pérdida?  Abramos  el  libro  de  las  le- 
yes ,  y  no  encontraremos  otra  que  tenga  relación  con  este 
asunto  sino  la  ley  7,  lit.  16,  lib  8,  Nov.  Rec,  dada  por  Fe- 
lipe III  en  Lerma  ,  año  de  1610,  por  la  que  se  manda  que 
no  se  impriman  fuera  de  estos  reinos  sin  real  licencia  las 
obras  y  libros  compuestos  ó  escritos  de  nuevo  por  naturales 
de  ellos.  Mas  esta  ley  no  impone  á  los  autores  que  la  infrin- 
jan ,  la  pérdida  del  derecho  de  propiedad  ,  sino  la  de  todos 
los  ejemplares  que  introduzcan  en  el  reino ,  la  de  la  natura- 
leza ,  honras  y  dignidades  que  tuvieren  y  la  de  la  mitad  de 
sus  bienes,  cuyas  penas  con  otras  mas  graves  estiende  luego 
á  los  introductores  y  espendedores  ;  y  como  quiera  que  sea, 
hemos  demostrado  ya  mas  arriba  :  Io.  que  la  prohibición  or- 
denada por  esta  ley  no  recae  precisamente  sobre  el  hecho 
aislado  de  la  impresión,  sino  sobre  la  impresión  considerada 
juntamente  con  la  importación  :  2o.  que  cuando  menos  por 
lo  que  hace  á  las  penas  impuestas  á  los  autores  por  razón  de 
la  impresión  ha  caducado  esta  ley  completamente ,  y  aun  se 
halla  destruida  por  prácticas  que  están  en  oposición  con 
ella.  Si  pues  los  autores  españoles  que  imprimen  sus  obras 
manuscritas  en  el  estranjero ,  no  pierden  la  propiedad  de 
ellas  ni  por  su  voluntad  ni  por  disposición  de  la  ley,  es  evi- 
dente que  la  conservan ,  y  que  deben  ser  protegidos  contra 
los  que  intentan  despojarlos  de  su  patrimonio.  Si  por  el  he- 
cho de  imprimir  fuera  las  manuscritas  perdiesen  su  propie- 
dad ,  perderían  igualmente  por  el  mismo  hecho  la  de  las 
impresas  en  el  reino ,  porque  el  derecho  que  tienen  sobre 
estas  no  es  mas  sagrado  que  el  que  la  ley  española  les  ase- 
gura sobre  aquellas;  y  sin  embargo  nadie  ha  puesto  en  duda 
la  conservación  del  derecho  sobre  las  impresas ,  como  si  el 
derecho  de  los  autores  naciese  de  la  impresión  y  no  de  la 
composición  de  sus  obras. 

Estas  verdades,  que  se  aplican  á  todos  los  autores  es- 
pañoles y  á  todos  los  tiempos ,  adquieren  todavía  un  nuevo 
grado  de  fuerza  y  llevan  en  su  ausilio  el  interés  de  la  huma- 
nidad y  el  grito  de  la  moral  y  de  la  conciencia  pública, 
cuando  se  trata  de  autores  emigrados.  Lanzados  estos  de  su 
patria  por  causas  políticas  ,  privados  de  su  industria  y  des- 
pojados de  sus  bienes  por  efecto  de  las  desgracias  de  la 
guerra  intestina  ó  por  el  de  los  embargos,  secuestros  y 
confiscaciones ,  aislados  en  tierra  estraña  sin  familias ,  sin 
parientes,  sin  amigos,  sin  relaciones,  hubieron  de  apelará 
las  obras  literarias  que  en  sus  ocios  habían  compuesto  ó  de- 
dicarse á  escribir  otras  nuevas ,  no  con  objeto  de  introdu- 
cirlas en  España,  cuyas  puertas  les  estaban  cerradas,  sino 
con  el  de  espenderlas  en  América,  y  procurarse  así  la  sub- 
sistencia. Lograron  algunos  formarse  de  este  modo  un  hon- 
rado patrimonio,  volvieron  por  fin  al  seno  de  la  patria ,  que 
les  abriera  la  mano  compasiva  de  una  mujer  ilustrada  y  na- 
cida para  el  trono  ;  y  donde  no  esperaban  hallar  sino  pro- 
tección y  respeto  á  sus  pasados  infortunios ,  han  visto  con 
sorpresa  salirles  al  encuentro  manos  audaces  é  impías  que 
les  han  arrebatado  la  única  riqueza  que  como  Simónides  ha- 
bían salvado  del  naufragio.  No  pensaban  por  cierto  aquellos, 
que  cuando  agotaban  en  continuas  vigilias  las  fuerzas  de  su 
espíritu  y  de  su  cuerpo,  no  trabajaban  para  si  mismos  ni 
para  sus  familias ,  sino  para  libreros  rapaces  que  estaban 
•cechando  su  presa,  y  que  se  creen  con  derecho  de  recoger 
lo  que  no  esparcieron  y  vendimiar  la  viña  que  no  plantaron. 
¿Y  la  mano  de  Témis  consagrará  tan  odiosos  despojos?  /m- 
pius  hœc  lam  culta  novalia  miles  habcbil?  Barbants  has  sé- 
celes ?  No  tendrían  tales  pensamientos  ni  cometerían  tales 
abusos  en  tiempo  de  censura  estos  piratas  :  la  necesidad  do 


demandar  el  privilegio,  que  no  se  concedía  sino  à  I03  auto- 
res ,  habría  detenido  sus  pasos  ó  dejado  sin  fruto  sus  tenta- 
tivas. ¿  Será  pues ,  que  la  libertad  absoluta  de  la  imprenta 
ha  roto  las  barreras  que  cercaban  la  propiedad  literaria  ? 
¿  Será  que  en  el  imperio  de  las  leyes ,  cuando  tantas  dispo- 
siciones se  dictan  para  proteger  las  propiedades  de  toda  es- 
pecie, para  asegurar  á  cada  uno  el  goce  de  su  industria  se 
hacen  por  el  contrario  comunes  las  producciones  del  espíritu 
y  del  ingenio ,  y  el  honrado  caudal  de  los  autores  queda  á 
merced  del  primer  ocupante? 

Mas  si  es  que  merecen  algún  respeto  leyes  que  lejos  de 
haberse  derogado  acaban  de  recibir  nueva  sanción  por  ór- 
denes ó  decretos  que  las  suponen  vigentes ,  no  puede  un  li- 
brero sin  infringirlas  reimprimir  una  obra  escrita  en  caste- 
llano, sobre  un  ejemplar  impreso  fuera  del  reino.  Por  varias 
leyes  del  tít.  16,  lib.  8,  Nov.  Rec,  y  especialmente  por  la  3 
y  la  22,  se  halla  dispuesto  :  Que  «  ningún  librero  ó  tratante 
en  libros  ni  otra  alguna  persona  puede  vender  ó  meter  en 
estos  reinos  libros  ni  obras  de  romance  compuestas  por  los 
naturales  de  estos  reinos ,  impresos  fuera  de  ellos ,  sin  espe- 
cial real  licencia ,  so  pena  de  muerte  y  de  perdimiento  de 
bienes  ;  y  que  esta  pena  de  muerte  que  impone  la  ley  se 
conmute  en  cuatro  años  de  presidio ,  y  se  aumente  con- 
forme á  la  contumacia.  »  Renovóse  esta  disposición  por  el 
consejo  real,  en  virtud  de  orden  de  S.  M.,  mediante  cir- 
cular espedida  en  junio  de  1817  ;  y  en  el  arancel  general  de 
aduanas  de  13  de  marzo  de  1826  ,  que  actualmente  rige ,  «e 
hallan  colocados  entre  los  géneros  cuya  introducción  está 
prohibida,  los  libros  en  castellano  impresos  en  el  estranjero. 
El  real  decreto  de  k  de  enero  de  1854  dice  en  su  art.  37, 
«  que  incurrirán  en  las  penas  vigentes  los  que  introdujeren 
libros ,  papeles  ó  cualesquiera  folletos  impresos  en  castellano 
fuera  del  reino ,  cualquiera  que  sea  la  materia  de  que  tra- 
ten. »  Finalmente ,  por  real  orden  de  28  de  agosto  de  1854 , 
con  motivo  del  regreso  de  las  muchas  personas  que  había 
en  el  estranjero,  se  mandó  que  no  se  les  permitiese  la  en- 
trada de  obras  impresas  en  idioma  español ,  sino  solo  de  un 
ejemplar  y  para  uso  particular,  dejando  en  pié  las  leyes 
que  rigen  en  la  materia.  No  pudiendo  pues  los  libreros  in- 
troducir ejemplares  de  obras  impresas  en  castellano  fuera 
de  España ,  á  lo  menos  para  hacer  un  uso  público  de  ellos  , 
es  evidente  que  no  pueden  reimprimirlos,  y  que  en  caso 
de  hacerlo  incurren  en  las  penas  prescritas  por  de. 'echo 
contra  los  introductores ,  sin  perjuicio  de  las  demás  á  que 
se  hicieren  acreedores  por  los  perjuicios  causados  á  ter- 
cero. Y  siejido  esto  así ,  ¿  habrá  todavía  librero  que  por  ha- 
ber quebrantado  las  leyes,  introduciendo  y  reimprimiendo 
una  obra  española  impresa  fuera  del  reino,  piense  haber 
adquirido  un  derecho  que  no  tenia,  y  privado  del  suyo  al 
autor  propietario?  ¿Habrá  por  ventura  quien  crea  que  un 
mismo  hecho  es  capaz  de  producir  simultáneamente  dere- 
chos y  penas  á  favor  y  en  contra  de  una  misma  persona  ? 
¿  las  penas  de  cuatro  años  de  presidio  y  perdimiento  de 
bienes  ;  los  derechos  de  hacer  suyos  los  productos  de  la  in- 
dustria de  otro,  y  de  continuar  haciéndolos  también  en  lo 
sucesivo?  Nadie  puede  mejorar  su  condición  con  un  delito  ; 
nemo  ex  suo  delicio  meliorem  snam  condUionem  faceré  po~ 
test  :  Nadie  adquiere  derechos  ni  acciones  con  su  malicia  ; 
nenio  de  improbitale  sita  consequilur  aclionem  :  Nadie  debe 
enriquecerse  con  agravio  y  daño  de  otro  ;  nemo  cum  allc- 
rius  detrimento  el  injuria  /ieri  débet  locuplelior  :  El  que  tuvo 
el  trabajo,  ese  es  quien  debe  llevarse  la  ganancia;  ubi  peri- 
eulum ,  ibi  ct  hicrum  collocetur.  Estos  principios  de  dere- 
cho, estos  axiomas  de  eterna  justicia,  ¿se  habrán  escrito 
para  todos  ,  menos  para  los  libreros? 

Pero  es  necesario,  dicen  algunos  con  mucha  seriedad  y 
aun  con  cierto  aire  de  filosofía,  pero  es  necesario  proteger  á 
los  libreros  quç  imprimen  y  reimprimen  libros  con  licencia 


ATJ 


—  317 


AU 


ó  sin  licencia  de  los  autores ,  y  en  la  lucha  entre  unos  y  otros 
inclinar  la  balanza  en  favor  de  los  primeros  :  ellos  con  sus 
reimpresiones  legítimas  ó  furtivas  multiplican  los  ejemplares 
de  las  obras  mas  útiles,  los  venden  á  precios  bajos,  los  po- 
nen al  alcance  de  todas  las  fortunas,  y  promueven  así  po- 
derosamente los  progresos  de  las  ciencias  y  de  las  artes ,  y 
facilitan  la  ilustración  y  cultura  del  mundo.  Pero  es  necesa- 
rio, diré  yo,  proteger  á  los  contrabandistas  :  ellos  nos  dan  á 
precios  ínfimos  el  tabaco,  facilitan  el  uso  de  este  artículo,  y 
multiplican  el  número  de  los  consumidores.  Pero  es  necesa- 
rio proteger  á  los  piratas  :  ellos  hacen  ricas  presas  por  esos 
mares,  vienen  á  nuestros  puertos,  y  nos  venden  por  cinco 
3o  que  nuestros  comerciantes  no  pueden  dar  sino  por  treinta, 
facilitando  así  á  todos  el  mas  cómodo  surtimiento.  Pero  es 
necesario  proteger  á  los  usurpadores  de  las  casas  y  de  los 
campos  :  ellos  nos  darán  por  menor  precio  las  habitaciones, 
■el  pan ,  el  vino  y  todos  los  comestibles ,  de  que  todavía  te- 
nemos mas  necesidad  que  de  los  libros.  Parece  una  para- 
doja ;  mas  ello  es  que  de  este  modo  han  discurrido  con  res- 
pecto á  las  producciones  del  espíritu  y  del  ingenio  muchas 
personas  que  parecían  dotadas  de  sentido  común  y  se  halla- 
ban colocadas  en  altos  puestos,  impidiendo  á  no  pocos  go- 
biernos el  aplicar  absolutamente  y  sin  ninguna  limitación  á 
la  propiedad  literaria  las  mismas  reglas  que  se  siguen  con 
respecto  à  todas  las  demás  especies  de  propiedades. 

Por  fortuna  el  nuestro  no  se  ha  separado  sino  muy  poco 
•de  estas  reglas.  El  sabio  Carlos  III,  cuyo  nombre  será  pro- 
nunciado siempre  con  respeto  y  gratitud  entre  los^spañoles, 
declaró,  como  hemos  visto,  que  las  obras  literarias  son  pa- 
trimonio de  los  autores  y  de  sus  herederos,  y  aseguró  á  los 
unos  y  á  los  otros  el  esclusivo  goce  de  ellas  sin  limitación 
alguna  de  tiempo.  Siguiendo  los  mismos  pasos  la  reina  go- 
bernadora ,  ha  dado  nuevo  vigor  á  las  disposiciones  de  su 
augusto  abuelo  por  la  real  orden  de  S  de  mayo  de  1837,  y 
las  ha  declarado  estensivas  á  los  escritores  dramáticos ,  cuyo 
derecho  se  hallaba  todavía  desatendido.  Las  obras  pues  que 
compone  un  autor  son  sin  duda  unos  bienes  que  le  perte- 
necen y  de  que  solo  él  tiene  derecho  de  disponer,  como  todos 
los  demás  ciudadanos  disponen  de  las  cosas  de  que  son  pro- 
pietarios. Dedúcese  de  este  principio  que  cuando  se  impri- 
men ó  reimprimen  las  producciones  de  un  autor  sin  su  con- 
sentimiento, se  comete  contra  él  el  delito  de  robo,  pues  que 
se  le  quila  el  fruto  de  sus  vigilias  y  trabajos.  Este  delito  es 
todavía  mas  calificado  que  el  de  un  hombre  que  se  introdu- 
jese en  casa  de  su  vecino  y  le  robase  sus  caudales  ;  porque 
.en  este  último  caso  puede  inculparse  de  negligencia  ó  des- 
cuido al  que  deja  entrar  un  ladrón  en  su  casa ,  al  paso  que 
«n  el  primero  no  es  posible  al  autor  tomar  precauciones  para 
editar  el  robo  de  una  cosa  que  está  confiada  á  la  fe  pública. 
Nuestra  legislación  con  efecto ,  así  como  las  estranjeras , 
cuenta  entre  los  delitos  la  violación  de  la  propiedad  litera- 
ria ,  -según  es  de  ver.  en  la  circular  espedida  por  el  consejo 
de  Castilla  en  junio  de  1817,  la  cual  manifiesta  que  con  mo- 
tivo de  haber  acudido  al  rey  la  sociedad  económica  matri- 
tense ,  quejándose  de  unas  impresiones  fraudulentas  que  se 
habían  hecho  en  Mallorca  y  Valencia  del  informe  de  la  so- 
ciedad sobre  la  ley  agraria,  mandó  S.  M.  renovar  la  publi- 
cación de  las  leyes  penales  que  rigen  acerca  de  los  delitos  de 
la  prensa ,  en  cuanto  se  refieren  á  la  propiedad  de  los  auto- 
res sobre  sus  obras.  También  el  código  penal  de  1822  cali- 
ficaba de  delito  la  referida  violación ,  y  establecía  penas- 
contra  los  que  la  cometiesen. 

Y  ¿  cuáles  son  las  penas  en  que  incurren  los  que  hacen 
una  edición  furtiva  ó  fraudulenta  de  una  obra  que  no  les 
pertenece?  No  se  espresan  en  la  citada  circular  del  Consejo 
ni  en  las  leyes  del  tít.  16,  lib.  8,  Nov.  Rec,  donde  se  trata 
estensamenle  de  las  impresiones  de  libros:  v  así  se  cree  aue 
deben  ser  las  mismas  que  las  impuestas  contra  los  IHe  im- 


primían ó  reimprimían  sin  licencia  ó  fraudulentamente,  esta 
es ,  las  de  perdimiento  de  bienes  y  destierro  perpetuo  da 
estos  reinos.  Pero  la  práctica  es  condenar  al  editor  en  la  pér- 
dida de  los  ejemplares  impresos  y  en  el  resarcimiento  de 
daños  y  perjuicios  à  favor  del  propietario  de  la  obra  ,  car- 
gándole ademas  las  costas.  Según  el  código  penal  de  1822, 
cualquiera  que  turbase  en  el  uso  esclusivo  de  la  propiedad 
concedida  por  las  leyes  al  autor  de  escritos ,  composiciones 
de  música,  dibujos,  pinturas,  ó  cualquiera  otra  producción 
impresa  ó  grabada ,  incurría  en  la  multa  de  cuatro  tantos 
del  perjuicio  causado;  y  si  estas  obras  fuesen  contrahechas 
fuera  del  reino ,  debían  sufrir  dicha  pena  los  que  à  sabiendas 
las  hubiesen  introducido  ó  las  espendiesen,  arls.  782  y  785. 
Los  perjuicios  ordinarios  del  autor  se  calculan  en  razón  del 
número  de  ejemplares  de  su  edición  que  se  supone  dejará  de 
vender  por  causa  de  la  edición  fraudulenta.  Así  que,  si  los 
ejemplares  de  la  edición  del  autor  valen  á  doce  reales,  y  los 
de  la  furtiva  solo  á  cuatro,  debe  el  que  mandó  hacer  esta 
pagar  al  autor  doce  reales  por  cada  ejemplar  que  no  le  pre- 
sente. 

Las  leyes  francesas  aseguran  el  derecho  de  propiedad  de 
las  obras  al  autor  y  su  viuda  por  toda  su  vida  y  á  sus  hijos 
por  espacio  de  veinte  años ,  y  ordenan  la  confiscación  á  su 
favor  de  las  ediciones  fraudulentas  y  el  resarcimiento  de 
daños  y  perjuicios. 

■f-  Para  asegurar  el  derecho  de  propiedad  literaria  se  esta- 
blecieron en  real  orden  de  8  de  abril  de  i  859  las  disposi- 
ciones siguientes  :  Ia.  Los  jefes  políticos  y  alcaldes  consti- 
tucionales de  los  pueblos  donde  hubiere  teatro ,  vigilarán 
muy  particularmente  sobre  la  observancia  de  la  real  orden 
de  5  de  mayo  de  1857,  siendo  responsables  de  su  exacto 
cumplimiento.  —  2a.  A  este  efecto  mandarán  á  los  censores 
nombrados  para  examinar  las  obras  dramáticas ,  no  den 
pase  á  ninguna  que  no  vaya  acompañada  de  un  documento 
que  acredite  que  el  autor,  ó  sea  apoderado ,  ha  concedido  el 
correspondiente  permiso  para  ser  puesta  en  escena  por  el 
empresario  ó  compañía  que  lo  solicita  ,  debiéndose  espresar 
esta  circunstancia  en  la  censura.  —  5a.  Los  jefes  políticos  y 
alcaldes  mandarán  suspender  inmediatamente  la  representa- 
ción anunciada  de  toda  obra  dramática ,  siempre  que  el  autor 
de  ella  ó  su  apoderado  se  les  presente  oportunamente  en 
queja  por  no  haberse  obtenido  el  indicado  permiso  ;  y  aun 
sin  necesidad  de  queja,  ejecutarán  lo  mismo  si  les  constare 
que  semejante  permiso  no  existe.  —  4a.  Las  mismas  autori- 
dades procederán  con  arreglo  á  las  leyes  contra  los  empre- 
sarios y  directores  de  compañías  cómicas  que  falten  á  lo  pre- 
venido en  la  mencionada  real  orden  de  5  de  mayo ,  ó  que 
para  eludirla ,  igualmente  que  las  disposiciones  contenidas 
en  la  presente  circular,  alteren  en  los  anuncios  los  títulos  de 
las  obras  dramáticas. 

Todas  las  disposiciones  \1gentes  con  respecto  á  la  impre- 
sión de  los  escritos,  son  extensivas  al  grabado  de  las  com- 
posiciones de  música.  Rl.  órd.  de  9  de  mayo  de  1859. 

La  real  orden  de  b  de  mayo  de  1837,  por  la  cual  se  mandó 
que  no  se  representase  ninguna  obra  dramática  sin  permiso 
de  su  autor  ó  dueño  propietario ,  y  las  demás  relativas  al 
mismo  asunto  ,  comprenden  no  solo  á  los  teatros  públicos  , 
sino  también  á  toda  sociedad  formada  por  acciones,  suscri- 
ciones  ó  cualquiera  otra  contribución  pecuniaria ,  sea  cual 
fuere  su  denominación.  Rl.  órd.  de  4  de  marzo  de  1844. 
Véase  Propiedad  literaria. 

Réstanos  decir  algo  de  la  autoridad  que  puedan  tener  los 
escritores  de  derecho.  Por  fortuna  se  abrogó  la  ley  que  au- 
torizaba las  doctrinas  de  Bartolo  ,  Baldo  ,  Juan  Andrés  y  el 
Abad  Panormitano;  y  ya  no  tenemos  autores  auténticos  ó 
irrefragables  á  quienes  debamos  seguir  en  caso  de  obscuri- 
dad ó  vacío  de  las  leves.  Somos  libres  en  adoptar  las  opi- 
niones que  tnas  nos  acomoden,  y  para  su  elección  debemos 
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atenemos  no  tanto  al  número,  gravedad  y  calidad  de  los  au- 
tores que  las  sostengan  ,  como  á  las  razones  y  fundamentos 
en  que  las  apoyen. 

Nada  interesa  tanto  á  la  integridad  y  certeza  de  las  leyes, 
decia  Bacon ,  como  el  que  se  contenga  dentro  de  sus  justos 
limites  la  autoridad  de  los  escritos  sobre  ellas,  y  se  destierre 
la  multitud  enorme  de  autores  y  maestros  de  derecho ,  que 
tanto  contribuyen  á  que  se  destroce  el  sentido  de  las  leyes  y 
se  eternicen  los  procesos,  y  que  aturden  á  los  jueces  y  abo- 
gados ,  que  no  pudiendo  revolver  y  dominar  tantos  volú- 
menes, se  fastidian  y  se  contentan  con  el  estudio  de  compen- 
dios. Tal  vez  hay  alguna  glosa  que  sea  buena;  y  entre  los 
autores  clásicos  se  encuentra  uno  ú  otro  que  nos  presenta 
ideas  irrefragables  y  dignas  de  adoptarse.  Deben,  sin  em- 
bargo ,  los  jueces  y  abogados  tener  en  sus  bibliotecas  las 
demás  obras,  para  consultarlas  cuando  fuere  necesario; 
pero  no  se  tomen  la  libertad  de  citarlas  y  darles  autoridad 
en  el  foro  al  defender  ó  discutir  las  causas.  Nihil  tam  inte- 
rest  certitudinis  legum ,  quam  ut  scripta  authenlica  intra 
fines  moderatos  coerceaníur,  et  facessat  mullüudo  enormis 
auctorum,  et  doclorum  in  jure;  unde  laceratur  sententia 
legum,  judex  fit  atlonitus,  processus  immortales ,  atque  ad- 
vocalus  ipse  ,  cum  tot  libros  perlegere  et  vincere  non  possil, 
compendia  sectalur.  Glossa  fortasse  aliqua  bona  ;  et  ex 
scriploribus  classicis  pauci,  vel  potius  scriptorum  paucorum 
pauculce  portiones ,  recipi  possunt  pro  authenticis.  Reliquo- 
rum  nihilominus  maneat  usus  nonnullus  in  bibliolhecis,  ut 
eorum  tractalus  inspicíant  judices ,  aut  advocan ,  cum  opus 
fuerit  :  sed  in  causis  agendis,  in  foro  alare  eos  non  permitti- 
tor,  nec  in  auctoritatem  transeunto;  aphor.  78.  Véase  Au- 
toridad. 

AUTOR.  La  persona  de  quien  se  deriva  á  alguno  el 
derecho  que  tiene  en  alguna  cosa  ;  ó  bien  :  la  persona  de 
quien  adquirimos  alguna  heredad ,  renta  ú  otra  cualquier 
cosa,  sucediéndole  en  sus  derechos,  sea  á  título  universal , 
como  por  herencia,  sea  á  título  particular,  como  por  legado, 
compra  ó  donación.  El  autor  se  dice  mas  comunmente  cau- 
sante; y  así  el  que  posee  un  mayorazgo  llama  su  autor  ó  su 
causante  al  que  le  fundó. 

Es  regla  general  que  el  sucesor  no  puede  ser  de  mejor 
condición  que  su  autor  ó  causante  :  Non  debeo  melioris  con- 
ditioyiis  esse  quàm  auctor  meus,  à  quo  jus  in  me  transit  ;  por- 
que nadie  puede  dar  á  otro  en  una  cosa  mas  derecho  que  el 
que  él  tiene  en  ella,  según  dice  la  regla  12,  tít.  54 ,  Part.  7  : 
Nemo  plus  juris  in  alium  transferre  polest  quàm  ipse  habel. 

AUTOR.  Antiguamente  se  llamaba  así  el  actor  en  los 
pleitos. 

AUTORIDAD.  El  texto  ó  las  palabras  que  se  citan  de 
alguna  ley,  intérprete  ó  autor  para  apoyo  de  lo  que  se  dice 
ó  alega. 

La  autoridad  de  la  ley  debe  hacer  callar  á la  razón,  porque 
la  razón  sin  el  freno  de  la  ley  seria  el  tirano  mas  cruel  d.e  la 
sociedad.  La  ley  es  la  única  antorcha  que  debe  guiarnos  : 
toda  otra  luz  estraña  puede  ofuscarnos  y.  apartar  nuestros 
pasos  del  camino  que  debemos  seguir. 

Mas  ¿es  firme  y  duradera  la  autoridad  de  la  ley?  Cuando 
la  establece  el  legislador,  su  intención  es  seguramente  po- 
nerle el  sello  de  la  perpetuidad;  y  existe  con  efecto  infinito 
número  de  leyes  que  nacieron  para  no  morir,  que  vivirán 
hasta  la  consumación  de  los  siglos,  que  aunque  varíen  en  la 
forma,  siempre  en  el  fondo  serán  las  mismas.  Sin  embargo, 
¿cuántas  leyes  no  tenemos  que  sin  haber  sido  revocadas  se 
hallan  ahora  destituidas  do  fuerza  y  de  vigor?  Parece  que  la 
edad  ,  en  lugar  de  haberlas  respetables,  las  vuelve  por  el 
contrario  ridiculas,  de  modo  que  nadie  se  atreve  á  citarlas  y 
menos  á  presentarlas.  Es  que  las  leyes  se  han  hecho  para  los 
hombres ,  y  no  los  hombres  para  las  leyes;  y  por  eso  las 
leyes  no  pueden  durar  sino  mientras  convienen  y  agradan  á 


los  hombres  y  se  acomodan  á  sus  costumbres  ;  y  como  las 
costumbres  padecen  tales  alteraciones  y  mudanzas  que  jamas 
las  costumbres  de  un  siglo  son  las  mismas  que  las  de  otro 
siglo,  las  leyes  que  eran  conformes  á  las  costumbres  del 
siglo  en  que  nacieron  no  pueden  menos  que  chocar  con  las 
del  siglo  que  subsigue;  y  desde  que  se  verifica  este  choque, 
todos  se  conjuran  contra  las  leyes,  y  el  soberano  mismo 
tiene  que  abandonarlas.  No  sin  razón  pues  hubo  quien  dijo 
que  la  ley  escomo  una  beldad,  que  con  el  tiempo  se  mar- 
chita y  envejece;  y  que  por  lo  regular  una  ley  que  vive  mas 
de  cien  años ,  se  ve  acometida  de  achaques  y  enfermedades 
que  la  conducen  al  sepulcro. 

Como  quiera  que  sea  ,  lo  cierto  es  que  tenemos  leyes  que 
sin  haber  sido  espresamente  derogadas,  han  perdido  entera- 
mente su  antigua  autoridad  ;  y  estas  leyes  ni  pueden  ni  de- 
ben observarse,  ni  tampoco  lograrían  su  objeto  los  esfuerzos 
que  el  soberano  hiciese  para  volverlas  á  la  vida,  porque  no 
está  en  su  potestad  el  mudar  la  opinion  común  de  los  hom- 
bres, las  costumbres  generales  y  las  circunstancias  de  los 
tiempos,  como.yalo  reconoció  Felipe  II  en  la  pragmática  de- 
claratoria de  la  autoridad  délas  leyes  de  la  Recopilación  que 
está  al  principio  de  ella.  Mas  no  basta  decir  ó  creer  que  tal 
ó  tal  ley  no  está  vigente  :  preciso  es  que  su  desuso  sea  noto- 
rio ,  y  que  su  uso  hubiera  de  ser  contrario  á  las  costumbres; 
sin  cuya  circunstancia  debe  la  ley  conservar  su  autoridad  y 
ejercer  todavía  su  imperio. 

Como  solamente  por  las  leyes  patrias  y  no  por  otras  han 
de  sustanciarse  y  fallarse  los  pleitos ,  no  tienen  autoridad  ni 
deben  citarse  en  los  tribunales  reales  las  leyes  romanas  ni 
las  canónicas  ,  pues  las  romanas  non  son  ni  deben  llamarse 
leyes  en  España ,  sino  sentencias  de  sabios  que  solo  pueden 
seguirse  en  defecto  de  ley  y  en  cuanto  se  ayudan  del  derecho 
natural  y  confirman  el  real  ;  ley  5  y  nota  2  ,  tít.  2  ,  lib.  5, 
Nov.  Rcc. 

Hay  casos  en  que  una  ley  suspendida  ó  revocada  puedo 
recobrar  su  autoridad  sin  que  el  legislador  la  restablezca. 
Cuando  sobreviene  alguna  duda  que  no  puede  resolverse 
por  las  leyes  vigentes  ,  pero  que  pudiera  serlo  por  una  ley 
que  se  halla  revocada  ó  suspendida,  deben  los  tribunales 
arreglarse  en  su  decisión  á  esta  ley,  que  para  semejante  caso 
vuelve  á  la  vida  tornando  luego  á  su  anterior  estado;  aula 
acordado  de  U  de  diciembre  de  1715 ,  que  es  la  nota  2  ,  iít. 
2,  lib.  3,  Nov.  Rec.  Los  jueces,  sin  embargo,  en  el  uso 
de  este  auto  acordado  habrán  de  tomar  en  consideración  las 
circunstancias,  y  examinar  detenidamente  si  los  motivos  de 
la  revocación  ó  suspension  de  la  ley  son  de  tal  naturaleza 
que  no  les  dejen  arbitrio  para  juzgar  el  caso  con  arreglo  á 
una  disposición  que  está  sin  fuerza. 

Hay  asimismo  casos  en  que  pueden  citarse  en  nuestros 
tribunales  leyes  estranjeras,  y  fallarse  los  pleitos  con  arreglo 
á  sus  disposiciones  :  lo  cual  sucede  cuando  los  litigantes  son 
estranjeros  y  disputan  sobre  contrato  celebrado  en  su  tierra 
ó  sobre  cosas  muebles  ó  raices  de  la  misma;  ley  i$ ,  Ut.  14, 
Part.  3. 

Despues  de  la  autoridad  de  la  ley  viene  la  de  la  costum- 
bre, luego  la  de  la  jurisprudencia  ,  y  por  fin  se  recurro  á  la 
opinion  de  los  jurisconsultos  que  han  ventilado  detenida- 
mente las  cuestiones  que  se  trata  de  resolver.  Véase  Cos- 
tumbre, Arbitrio  del  juez  y  Jurisprudencia. 

Cansado  el  rey  Juan  I  de  los  abusos  introducidos  en  el 
foro  por  nuestros  letrados,  que  habiéndose  entregado  esclu- 
sivamente  al  estudio  del  Código,  Digesto  y  Decretales,  y  al 
de  sus  diversos  intérpretes  y  comentadores  ,  hacian  pasar 
por  oráculos  sus  dictámenes  y  decisiones,  que  servían  do 
norma  en  los  juicios  muchas  veces  con  preferencia  á  las 
leyes  patrias ,  resultando  la  mayor  confusion  y  desorden  en 
los  tribunales  por  la  variedad  de  opiniones ,  promulgó  en 
1586  una  ley  en  que  prohibía  enteramente  en  el  foio  el  uso 
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de  las  doctrinas  de  los  doctores  ó  intérpretes  del  derecho  ,  á 
escepcion  de  las  de  Bartolo  y  Juan  Andrés.  Permitida  la 
alegación  de  estos  dos  insignes  escritores ,  era  natural  que 
los  letrados  citasen  también  la  autoridad  de  los  anteriores  en 
quienes  Bartolo  y  Juan  Andrés  se  apoyaban  ;  y  sin  duda  se 
propasaron  á  citar  igualmente  ,  como  antes  ,  á  los  posterio- 
res. Para  atajar  el  mal  espidió  Juan  II  en  1417  una  prag- 
mática mandando  que  los  litigantes  y  sus  letrados  no  pudie- 
sen alegar  en  causas  civiles  ni  criminales,  por  escrito  ni  de 
palabra ,  en  juicio  ni  fuera  de  juicio  por  via  de  disputa  ó 
información,  opinion  ni  determinación,  ni  doctrina  ,  ni  au- 
toridad ,  ni  glosa  de  doctor  canonista  ni  legista  de  los  que 
fueron  después  de  Bartolo  y  Juan  Andrés ,  ni  de  los  que 
fuesen  en  adelante,  bajo  la  pena  de  perdimiento  de  la  causa 
y  de  privación  perpetua  del  oficio ,  en  que  iticurrian  respec- 
tivamente la  parte  y  el  abogado  que  hiciesen  la  cita  y  el 
juez  que  juzgase  por  ella. 

Creyendo  don  Fernando  y  doña  -Isabel  que  las  obras  de 
Bartolo  y  Juan  Andrés,  cuya  doctrina  estaba  autorizada 
por  las- indicadas  leyes,  no  podian  ser  suficientes  parala 
decisión  de  tantos  y  tan  complicados  casos  como  son  los  que 
producen  los  pleitos,  les  añadieron  por  ordenanza  hecha  en 
Madrid  el  año  de  1499  las  de  Baldo  y  del  Abad  Panormita- 
no ,  mandando  que  en  derecho  civil  después  de  Bartolo  se 
siguiese  á  Baldo,  y  en  derecho  canónico  después  de  Juan 
Andrés  al  Abad  Panormitano. 

Los  mismos  reyes  católicos  llegaron  á  conocer  que  lo  que 
se  habia  hecho  para  estorbar  la  prolijidad  y  muchedumbre 
de  las  opiniones  de  los  doctores  traia  mayores  daños  é  incon- 
venientes; y  así  es  que  por  una  nueva  ley,  que  es  la  primera 
de  Toro,  revocaron  la  citada  ordenanza  de  Madrid  y  resta- 
blecieron y  confirmaron  la  del  rey  don  Alfonso  de  1348  en 
que  se  mandaba  que  se  juzgase  por  las  leyes  de  los  Ordena- 
mientos, Pragmáticas,  Fueros  y  Partidas,  y  que  en  caso  de 
contradicción,  obscuridad  ó  falta  de  estas  leyes  se  recurriese 
á  la  autoridad  real  para  que  hiciese  la  interpretación,  decla- 
ración, enmienda  ó  nueva  ley  que  fuere  necesaria,  sin  per- 
juicio de  que  se  estudiasen  los  escritos  de  los  sabios  sobre  el 
derecho. 

De  este  modo  quedaron  iguales  en  autoridad  todos  los  in- 
térpretes ,  y  los  jueces  y  abogados  son  libres  en  adoptar  las 
opiniones  y  doctrinas  que  les  parezcan  mas  conformes  á  la 
verdad  ,  debiendo  preferir  las  de  nuestros  propios  autores 
que  con  larga  esperiencia  esplicaron,  interpretaron  y  glosa- 
ron las  leyes,  ordenanzas,  fueros,  usos  y  costumbres  de  estos 
reinos,  como  dice  la  nota  2  del  tít.  2,  lib.  3,  Nov.  Rec. 

Los  escritores  que  sin  mas  objeto  que  el  de  conocer  lo 
verdadero  y  lo  justo  se  han  dedicado  á  esplicar  las  leyes , 
consignar  los  usos  y  costumbres,  llenar  sus  vacíos,  previ- 
niendo y  resolviendo  nuestras  dificultades  ,  han  hecho  un 
servicio  á  la  ciencia  ,  han  adquirido  derecho  á  nuestra  esti- 
mación y  gratitud,  y  merecen  mas  órnenos  nuestra  con- 
fianza según  el  esmero  de  sus  indagaciones  y  trabajos  y  se- 
gun  la  mayor  ó  menor  solidez  de  sus  razonamientos.  Los 
jueces  sobre  todo  deben  atenerse  á  las  opiniones  de  un  autor 
acreditado  que  trata  el  asunto  á  fondo,  mas  bien  que  á  los 
discursos  de  un  abogado  prevenido  por  el  interés  de  su 
cliente. 

Cuando  los  autores  están  en  contrariedad  y  oposición  unos 
con  otros  ,  no  siempre  conviene  adoptar  la  opinion  del  ma- 
yor número ,  porque  á  veces  no  hacen  mas  que  seguirse 
unos  á  otros  á  manera  de  aves,  como  dice  Molina  :  Ul  pluri- 
mum  namque  jura  el  rallones,  nec  discurrentes ,  nec  consi- 
derantes, more  avium  sequunlur  volaium  anlerioris.  Las 
opiniones  en  tal  caso  se  pesan  y  no  se  cuentan.  ¿No  puede 
suceder  que  uno  solo  haya  acertado  y  que  diez  hayan  caido 
en  el  error?  Mas  cuando  las'opiniones  son  unánimes,  for- 
man todas  reunidas  tal  peso  de  autoridad  que  no  puede  me- 


nos de  declararse  á  favor  suyo  la  presunción,  y  seria  cierta 
especie  de  temeridad  el  tratar  de  combatirlas ,  á  no  ser  que 
hubiese  faltado  la  base  en  que  se  apoyaban.  Véase  Autor  y 
Arbitrio  del  juez. 

La  ley  de  enjuiciamiento  sobre  los  negocios  y  causas  de 
comercio  dispone  en  sus  artículos  44  y  4  S  :  Que  «  en  los  es- 
critos y  alegatos  será  lícito ,  tanto  á  las  partes  como  á  sus 
letrados ,  citar  las  leyes  del  reino  en  que  apoyeD  sus  defen- 
sas ,  por  su  número ,  título ,  libro  y  cuerpo  legal  en  donde 
obren,  y  esponer  las  disposiciones  de  las  leyes  citadas,  pero 
no  podrán  insertarlas  ó  copiarlas  á  la  letra  :  Que  en  los  in- 
formes verbales  les  será  permitido  no  solo  citarlas,  sino  tam- 
bién leer  su  testo  para  hacer  aplicación  de  este  á  la  cuestión 
que  se  controvierta  :  Que  no  será  permitido  abultar  y  pro- 
longar los  escritos  y  alegatos  con  citas  doctrinales  de  los 
autores  que  han  escrito  sobre  jurisprudencia,  ni  de  las  leyes 
del  derecho  romano  ó  de  países  estranjeros,  devolviéndose 
á  las  partes  los  que  presenten  en  contravención  de  esta  ley, 
ó  desglosándose  del  proceso  en  cualquiera  estado  en  que  este 
se  advierta;  y  que  si  estuviere  suscrito  de  letrado ,  será  este 
condenado  á  la  restitución  de  los  honorarios  que  haya  de- 
vengado por  la  formación  del  escrito  ó  alegato.  » 

AUTORIDAD.  La  potestad  ó  facultad  que  uno  tiene 
para  hacer  alguna  cosa ,  como  por  ejemplo  la  que  tienen  los 
jueces  para  formar  y  fallar  causas.  Llámase  también  autori- 
dad el  crédito  y  fe  que  se  da  á  alguna  cosa  :  —  el  carácter  ó 
representación  que  tiene  alguna  persona  por  su  empleo , 
mérito  ó  nacimiento  ;  —  y  el  poder  que  tiene  una  persona 
sobre  otra  que  le  está  subordinada ,  como  el  del  padre  sobre 
los  hijos,  el  del  tutor  sobre  el  pupilo,  el  del  superior  sobre 
los  subditos. 

AUTORIDAD  de  cosa  juzgada.  La  fuerza  de  la  sen- 
tencia válida,  que  queda  irrevocable  por  haberse  dado  en 
último  recurso  ,  ó  por  no  haberse  apelado  de  ella  en  el  tér- 
mino legal ,  ó  por  haberse  declarado  desierta  la  apelación 
que  se  habia  interpuesto.  Esta  fuerza  es  tal ,  que  están  obli- 
gados á  cumplir  lo  sentenciado  los  que  pleitearon  y  sus  he- 
rederos ,  dentro  de  tercero  dia  si  se  tratare  sobre  cosa  raiz  ó 
mueble  que  no  sea  dinero,  y  dentro  de  diez  días  si  se  tratare 
de  dinero  :  mas  si  el  condenado  no  pudiere  entregar  la  cosa 
en  dicho  plazo ,  debe  obligarse  con  fianza  á  entregarla  en  el 
término  que  el  juez  le  señale  ,  ó  bien  á  dar  su  estimación 
si  no  la  pudiere  haber. Véase  Sentencia  pasada  en  autoridad 
de  cosa  juzgada. 

AUTORIDADES  constituidas.  Los  poderes  que  la 
constitución  de  cada  pueblo  ha  establecido  para  gobernarle, 
hacer  respetar  sus  derechos,  y  mantener  los  de  cada  uno  de 
los  individuos  que  le  componen.  Dícense  constituidas  por 
contraposición  á  la  autoridad  constituyente  que  las  ha  esta- 
blecido y  organizado,  ó  ha  delegado  en  otra  autoridad  creada 
por  ella  misma  el  derecho  de  erigirlas  y  arreglar  sus  fun- 
ciones. 

AUTORIZACIÓN.  El  consentimiento  tácito  ó  espreso 
que  damos  á  una  persona  que  se  halla  bajo  nuestra  depen- 
dencia ó  que  no  puede  obrar  á  su  nombre  ó  al  nuestro  sin 
nuestra  participación ,  para  que  haga  alguna  cosa  que  no 
podia  hacer  sin  este  requisito.  En  este  sentido  se  dice  que  es 
necesario  que  una  mujer  esté  autorizada  por  su  marido ,  un 
hijo  de  familia  por  su  padre  ,  un  menor  por  su  tutor  ó  cura- 
dor, un  procurador  ó  mandatario  por  su  mandante  ó  comi- 
tente. Véase  Mujer  casada,  Hijo  de  familia,  Menor  y  Procu-> 
rador. 

El  consentimiento  que  se  da  después  del  acto  para  el  cual 
se  necesitaba,  se  entiende  dado  en  el  mismo  acto  y  surte  los 
'  mismos  efectos  que  si  se  hubiese  dado  antes  ;  pero  en  tal  caso 
no  se  llama  propiamente  autorización  sino  aprobación  ó  rati- 
habición :  Aucloritas  adhibita  post  actum  censelur  in  ipso 
aclu  adhibita.  «  Quien  ha  por  firme  la  cosa  que  es  fecha  en 
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su  nome ,  dice  la  regla  10  del  tít.  34  ,  Part  7,  que  vale  tanto 
como  si  él  la  hobiese  mandado  facer  de  primero.  » 

Llámase  también  autorización  la  legalización  que  pone  el 
escribano  ó  notario  en  alguna  escritura  ó  instrumento  de 
forma  que  haga  fe  pública  :  —  la  confirmación  ó  comproba- 
ción de  alguna  proposición  ó  doctrina  con  autoridad,  sen- 
tencia ó  texto  de  alguna  ley  ó  autor  :  —  la  aprobación  ó 
calificación  de  alguna  cosa  ;  —  y  el  el  instrumento  en  que 
se  da  potestad  ó  facultad  á  uno  para  algún  acto. 

AUTORIZADO.  Dícese  del  que  tiene  la  facultad  nece- 
saria para  algún  fin  :  —  del  que  se  halla  revestido  de  los  po- 
deres suficientes  para  representar  la  persona  de  otro  en 
algún  negocio  judicial  ó  estrajudicial  ;  —  y  del  instrumento 
que  está  legalizado  en  debida  forma ,  ó  que  ha  pasado  ante 
notario  ó  escribano  público. 

AUXILIADOR.  En  lo  criminal  se  llama  así  el  que  vo- 
luntariamente y  á  sabiendas  ayuda  ó  favorece  á  otro  para  la 
ejecución  de  algún  delito. 

Puede  suceder  que  se  preste  el  auxilio  ó  ayuda  antes  del 
delito ,  en  el  mismo  delito  y  después  de  su  perpetración. 

Dícese  que  presta  auxilio  antes  del  delito  el  que  suministra 
ó  proporciona  á  otro  escalas ,  llaves,  ganzúas  ú  otros  instru- 
mentos para  hacer  un  robo ,  armas  para  cometer  un  homi- 
cidio, dinero  para  buscar  y  pagar  un  asesino,  casa  para 
fabricar  moneda  ú  otros  cualesquiera  medios  para  la  ejecu- 
ción de  un  proyecto  criminal  ;  el  que  leda  instrucciones  para 
servirse  de  estos  medios  á  fin  de  que  el  delito  se  cometa  con 
acierto  y  seguridad  ;  y  el  que  le  ofrece  que  receptará  su 
persona ,  que  hará  desaparecer  los  instrumentos  que  hubie- 
ren servido  para  la  ejecución ,  que  ocultará  los  efectos  ó 
productos  del  delito ,  ó  que  los  comprará  ó  espenderá  en 
todo  ó  en  parte. 

Presta  auxilio  en  el  mismo  delito  el  que  asiste  en  el  acto 
al  delincuente  para  que  con  mas  facilidad  pueda  llevar  á 
cabo  su  designio,  ya  teniéndole  la  escalera  para  el  asalto  de 
un  edificio,  ya  guardándole  las  espaldas  ó  sirviéndole  de 
centinela  ó  espía  ,  ya  recogiendo  ó  llevando  á  paraje  seguro 
los  efectos  en  que  consiste  el  delito. 

Es  auxiliador  después  del  delito  el  que  consumado  ya  el 
acto  recepta  ó  encubre  al  malhechor,  ó  le  protege  ó  defiende, 
ó  le  facilita  medios  para  la  fuga ,  ú  oculta  sus  armas  ó  los 
instrumentos  con  que  se  cometió  el  delito  ó  los  efectos  en 
que  este  consista. 

El  que  presta  auxilio  á  otro  para  delinquir,  sea  antes  del 
delito,  sea  en  el  mismo  acto  de  la  ejecución ,  incurre  en  la 
misma  pena  que  el  reo  principal ,  con  tal  que  Obre  volunta- 
riamente y  á  sabiendas  ;  pero  el  que  no  le  ayude  sino  después 
del  delito,  con  solo  el  objeto  de  salvarle ,  no  debe  ser  casti- 
gado con  la  misma  pena,  sino  con  otra  mas  suave.  Así  lo 
establecen  por  regla  general  los  autores  ;  pero  ellos  mismos 
inculcan  la  necesidad  que  hay  de  que  los  jueces  se  atempe- 
ren en  cada  caso  á  las  circunstancias  de  las  personas  ,  á  las 
relaciones  que  hubiere  entre  delincuentes  y  auxiliadores,  y 
ala  mayor  ó  menor  influencia  que  el  auxilio  pudo  tener  en  la 
perpetración  del  crimen.  Ant.  Gómez,  lib.  5,  Variar.,  cap. 
3,  núni.  48,  49  y  SO.  Véase  Cómplice  y  Receptador. 

AUXILIATORIA.  La  provision  ó  despacho  que  se  da 
por  los  tribunales  superiores,  para  que  se  obedezcan  y  cum- 
plan los  mandatos  y  providencias  de  los  inferiores  ,  y  de 
otros  tribunales  y  jueces. 

AUXILIO.  En  lo  criminal  es  la  asistencia  ó  ayuda  que 
ano  presta  á  otro  para  delinquir,  ó  para  que  se  escape  des- 
pués de  haber  delinquido.  Véase  Auxiliador. 

AUXILIO  contra  el  injusto  agresor.  El  favor  ó  ayuda 
que  debe  darse  á  la  persona  acometida  por  un  agresor  injus- 
to, ó  reducida  por  este  à  estado  que  requiera  pronto  socorro. 

El  que  viendo  que  una  persona  sobre  quien  tiene  auto- 
ridad acomete  ó  hace  daño  á  otro  >  no  acude  á  prestar  so- 


corro á  este  y  estorbar  el  delito ,  pudiendo  hacerlo .  se  hace 
cómplice  y  debe  ser  castigado  como  tal;  regla  7  tít.  54, 
Parí.  7. 

El  que  no  socorre  á  las  personas  que  están  enlazadas  con 
él  por  los  vínculos  del  parentesco  ó  afinidad ,  cuando  se  ven 
atacadas  por  un  injusto  agresor,  debe  sufrir  una  pena  mas 
ó  menos  rigurosa  según  las  circunstancias  y  el  grado  de  la 
culpa  ;  Farinac.  In  prax.,  qucest.  120,  n.  1 13  y  sig. 

El  criado  ó  dependiente  que  viendo  á  sus  amos  ó  supe- 
riores en  peligro  de  ser  heridos  ó  asesinados  no  sale  á  su 
defensa,  empleando  en  ella  todos  los  esfuerzos  posibles  ,  in- 
curre también  en  pena ,  aunque  no  en  la  de  muerte  como  los 
siervos;  ley  16,  lit.  8,  Part.  7,  y  Greg.  López  en  su  glosa. 

Es  asimismo  culpable  el  que  viendo  herir  ó  maltratar  á 
algún  juez,  especialmente  estando  en  el  tribunal,  ó  pi- 
diendo favor  á  nombre  del  rey,  no  le  defiende  pudiendo,  se- 
gún sientan  generalmente  los  escritores  de  derecho. 

Aunque  dice  Antonio  Gómez  ser  común  opinion  que  no 
incurre  en  responsabilidad  alguna  el  que  ve  cometer  un 
delito  y  no  lo  impide,  aunque  pueda  (lib.  3  ,  Variar.,  cap. 
3,  nüm.  46) ,  está  sin  embargo  mas  puesto  en  el  orden  que 
deba  ser  castigado  el  que  no  impide  un  delito  que  ve  come- 
ter ó  que  sabe  que  se  va  á  cometer,  y  el  que  no  socorre  á 
una  persona  acometida  por  un  agresor  injusto  siempre  que 
pueda  hacerlo  sin  perjuicio  ni  riesgo  suyo. 

El  que  no  pudiere  auxiliar  personalmente  sin  perjuicio  ni 
riesgo  suyo  á  la  persona  ofendida ,  está  obligado  á  dar  voces 
para  que  acuda  gente,  ó  á  dar  aviso  inmediatamente  á  la 
autoridad, ministro  de  justicia  ó  fuerza  armada  mas  cercana. 

Aunque  por  regla  general  no  puede  darse  auxilio  militar  á 
particulares  sin  la  intervención  de  algún  magistrado ,  se 
esceptúan  los  casos  ejecutivos  é  inopinados  en  que  haya  pre- 
cisión de  atajar  desórdenes  ó  contener  algún  insulto;  real 
orden  de  26  de  marzo  de  1784. 

Quedan  escusados  de  responsabilidad  los  que  carecen  do 
libertad  ó  de  edad  competente  ó  de  medios  oportunos  para 
auxiliar  á  las  personas  que  se  hallan  en  el  enunciado  peligro; 
ley  16,  lit.  8,  Part.  7. 

AUXILIO  a  la  justicia.  El  favor  y  ayuda  que  debe 
darse  é  los  jueces  y  ministros  de  justicia  cuando  lo  piden  en 
el  ejercicio  de  sus  funciones. 

Todos  sin  distinción  alguna  están  obligados,  en  cuanto 
la  ley  no  les  exima ,  á  ayudar  á  las  autoridades  cuando  sean 
interpelados  por  ellas  para  el  descubrimiento ,  persecución 
y  arresto  de  los  delincuentes  ;  decr.  de  Cortes  de  il  de  se- 
tiembre  de  1820,  restablecido  en  30  de  agosto  de  1857. 
Véase  Arrestar. 

Todo  comandante  de  tropa  tiene  obligación  de  dar  mano 
fuerte  y  auxilio  á  la  justicia  ordinaria  siempre  que  lo  picía, 
sin  necesidad  de  esperar  la  orden  de  su  jefe ,  siendo  el  caso 
urgente  y  ejecutivo  :  y  esta  urgencia  debe  graduarla  el  juez: 
ó  ministro  que  pide  el  auxilio,  y  no  el  oficial  que  ha  de  pres- 
tarle; orden  de  16  de  marzo  de  i  753,  y  de  29  de  enero  de  17aií. 

f  AUXILIO  ó  abrigo  en  cualquier  delito.  El  que  fuera 
convencido  de  haber  abrigado  ó  favorecido  con  auxilio  coo- 
perativo al  efecto  la  ejecución  de  un  delito,  será  castigado 
con  la  pena  que  á  la  calidad  del  crimen  corresponda;  y  el 
que  viéndole  cometer,  y  pudiendo  ,  no  le  procurare  emba- 
razar con  la  fuerza  ó  con  la  voz  ,  sufrirá  la  mortificación  de 
que  (  según  las  circunstancias  del  caso  )  sea  digno.  Orden, 
del  ejerce,  art.  66,  tít.  10,  trat.  8o. 

f  AUXILIO  a  desertores.  Toda  persona,  de  cualquier 
especie ,  sexo  ó  calidad  que  sea ,  que  contribuyese  á  la  deser- 
ción de  tropa  del  ejército,  aconsejando  ó  favoreciendo  este 
delito,  bien  sea  ocultando  al  desertor,  comprándole  su  ropa 
ó  armamento,  ó  dándole  otra  de  disfraz,  será  juzgada  por 
la  jurisdicción  militar  de  que  dependa  el  desertor  favorecido; 
y  siempre  que  esta  reclame  á  los  reos  de  semejante  crimen, 
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cslará  obligada  á  entregarlos  la  justicia  natural  de  que  de- 
pendan. Orden,  del  ejérc.,art.  i0.,  lit.  3°.,  trat.  8o.       • 

-j- AUXILIO  de  reo  prófugo.  El  que  dejare.se  escape 
un  soldado  que  hubiere  hecho  algún  esceso ,  ó  le  ocultare 
pidiéndolo  el  comandante  ,  será  castigado  en  lugar  del  fugi- 
tivo. Si  una  patrulla  tuviere  orden  de  prender  á  algunos  ,  y 
no  lo  cumpliese  exactamente ,  ó  aprehendidos  dejasen  que 
huyan  ,  ó  se  les  quiten ,  se  pondrá  á  toda  la  tropa  en  consejo 
de  guerra ,  y  si  resultasen  culpados ,  sufrirán  Las  penas  que 
por  ordenanza  correspondan  aireo  libertado ,  y  si  consistiese 
por  falta  del  oficial  comandante,  se  le  suspenderá  del  em- 
pleo. Orden,  del  ejérc,  arls.  45  y  44,  tít.  10,  trat.  8o. 
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AVAL.  En  el  comercio  es  el  afianzamiento  de  una  letra 
de  cambio  dado  por  un  tercero.  Esta  palabra  viene  por  alte- 
ración de  las  voces  à  valer,  porque  el  portador  puede  hacer 
valer  sus  derechos  contra  el  dador  del  aval.  El  código  de 
comercio  contiene  los  artículos  siguientes  sobre  el  aval  y 
sus  efectos. 

«  Art .  47a.  El  pago  de  una  letra  puede  afianzarse  por  una 
obligación  particular  independiente  de  la  que  contraen  el 
aceptante  y  endosante ,  que  se  reconoce  con  el  título  de 
aval.  » 

=  El  dador  del  aval  ha  de  ser  pues  un  tercero ,  esto  es, 
un  sugeto  que  no  sea  librador,  ni  endosante  ni  aceptante; 
porque  como  estos  son  ya  obligados  principales,  no  pueden 
ser  fiadores. 

«  Art.  476.  El  aval  ha  de  constar  por  escrito,  poniéndolo 
en  la  misma  letra,  ó  en  un  documento  reparado.  » 

=  Si  se  pone  en  la  letra,  suele  ir  precedida  la  firma  del 
tercero  de  la  espresion  por  acal  ;  y  aun  serta  suficiente  la 
firma  sola.  Pero  para  no  inspirar  desconfianza  sobre  la  sol- 
vencia de  los  que  firman  la  letra,  conviene  mas  ponerlo  en 
documento  separado. 

«  Art.  477.  Podrá  ser  limitado  el  aval ,  y  reducirse  la 
garantía  del  que  lo  presta  á  tiempo,  caso,  cantidad  ó  persona 
determinada.  Dado  en  estos  términos  no  producirá  mas  res- 
ponsabilidad que  la  que  el  contrayente  se  impuso.  » 

=  Este  artículo  no  es  mas  que  la  aplicación  del  principio 
general  del  derecho  común  que  establece  que  el  fiador  pue- 
de obligarse  à  menos  y  no  á  masque  el  deudor,  porque 
nada  impide  que  en  la  obligación  accesoria,  cual  es  la  fianza, 
haya  menos  que  en  la  obligación  principal. 

«  Art.  478.  Si  el  aval  estuviere  concebido  en  términos 
generales  y  sin  restricción ,  responde  el  que  lo  presta  del 
pago  de  la  letra  en  los  mismos  casos  y  formas  que  la  per- 
sona por  quien  salió  garante.  » 

=  El  dador  del  aval  absoluto  ¿está  obligado  á  pagar  la 
letra  solo  en  caso  de  no  hacerlo  aquel  por  quien  salió  garan- 
te, ó  queda  por  ventura  sujeto  á  una  obligación  solidaria  con 
la  persona  afianzada ,  de  suerte  que  viéndose  apremiado  el 
primero  tenga  que  pagar  antes  que  esta,  sin  poder  oponer  el 
beneficio  de  excusión?  Ni  en  el  artículo  actual  ni  en  otro  alguno 
se  impone  espresamente  al  dador  del  aval  la  responsabili- 
dad solidaria  con  la  persona  por  quien  lo  presta,  así  como 
se  impone  en  los  artículos  S34  y  b3a  al  librador,  endosantes 
y  aceptantes;  y  supuesto  que  según  el  art.  416  las  reglas 
de  derecho  común  sobre  afianzamientos  ordinarios  son  apli- 
cables à  los  mercantiles  en  cuanto  no  han  sido  modificadas 
por  las  disposiciones  del  código  de  comercio ,  es  natural  que 
el  dador  del  aval  absoluto  solo  deba  pagar  en  defecto  del 
deudor  principal ,  esto  es,  del  endosante  ó'aceptante  por 
quien  salió  fiador,  á  no  ser  que  hubiese  renunciado  el  bene- 
ficio de  excusión  ó  que  se  hubiese  obligado  solidariamente. 
El  código  francés  declara  eu  su  art.  142  que  el  dador  de  aval 
responde  solidariamente  y  por  las  mismas  vias  que  el  libra- 


dor y  endosantes,  salvas  las  estipulaciones  contrarias  do 
los  interesados.  # 

AVANCE  ó  avanzo.  En  el  comercio  es  la  diferencia  ó 
esceso  que  hay  entre  la  cantidad  remitida  por  un  comer- 
ciante y  la  entregada  ó  pagada  por  su  corresponsal  en  virtud 
de  letras  ó  libranzas  giradas  por  aquel  : — la  cuenta  de  crédió 
tos  y  débitos  que  hacenlos  comerciantes  y  hombres  de  negocios 
para  saber  el  estado  de  su  caudal  ;  —  y  en  general  la  sobra  ó 
alcance  en  cualesquiera  cuentas.  La  cuenta  de  créditos  y  dé- 
bitos se  llama  hoy  mas  comunmente  balance  ó  bilance. 

AVECINDARSE.  Hacerse  vecino  de  algún  pueblo,  es- 
tableciendo su  domicilio  y  habitación  con  ánimo  de  permane- 
cer en  él.  Este  ánimo  se  reputa  probado  por  el  trascurso  de 
diez  años  (1),  ó  si  uno  vende  las  posesiones  que  tenia  en  el 
lugar  A,  y  compra  otras  en  el  pueblo  B,  adonde  trasfiere  su 
habitación  (2) ,  ó  si  da  fiadores  de  que  permanecerá  en  él 
diez  años ,  y  se  sujeta  á  las  cargas  y  tributos  vecinales  (3). 
Véase  Domicilio  y  Vecino. 

AVENENCIA.  El  convenio,  concierto ,  conformidad  y 
union  que  reina  entre  varios  sobre  alguna  cosa  ;  y  especial- 
mente el  mutuo  consentimiento  de  las  partes  cuando  por 
evitar  pleitos  se  conforman  en  seguir  el  dictamen  de  uno  ó 
mas  arbitros  ó  amigables  componedores ,  como  asimismo 
cuando  transigen  por  sí  mismas  sobre  algún  punto  litigioso 
por  la  mutua  cesión  ó  dación  de  alguna  cosa.  Vése  Arbi- 
trador ,  Arbitro ,  Concordia ,  Juez  avenidor ,  Juez  de  paz 
ó  conciliador. 

AVENIDA.  La  creciente  impetuosa  de  algún  rio  ó  ar- 
royo. Es  uno  de  los  modos  de  adquirir  por  accesión  natural; 
pues  si  un  rio  ó  arroyo  en  su  creciente  rápida  arranca  del 
campo  de  mi  vecino  algún  árbol  ó  pedazo  de  terreno,  y  lo 
agrega  á  mi  campo  dejando  el  propietario  que  eche  raices  el 
árbol  ó  se  consolide  la  union  de  dicho  terreno,  los  adquiero 
y  hago  mios ,  con  la  obligación  empero  de  dar  al  dueño  la 
estimación;  ley  26,  tít.  28,  Parti  3.  Véase  Avulsion. 

AVENIDOS.  El  que  media  entre  dos  ó  mas  sugetos  para 
componer  sus  diferencias  ó  discordias;  —  y  el  juez  arbitro 
escogido  y  puesto  por  las  partes  interesadas ,  para  decidir 
la  cuestión  ó  litigio  pendiente  entre  ellas.  Véase  Arbitrador, 
Arbitro  y  Juez  avenidor. 

AVENTAJA.  En  algunas  partes  la  porción  que  el  ma- 
rido ó  la  mujer  que  sobrevive  puede  sacar  ,  según  fuero  ,  á 
beneficio  suyo  antes  de  hacer  partición  de  los  bienes  mue- 
bles. Véase  Adventaja. 

AVENTURA.  El  acaecimiento  ó  suceso  estraño:  —  la 
casualidad  ó  contingencia  : — el  riesgo  ó  peligro  ;  —  y  cierta 
prerogativa  que  antiguamente  gozaban  personas  de  alta 
clase  en  sus  territorios ,  y  consistía  al  parecer  en  la  presi- 
dencia de  los  torneos  y  otros  hechos  de  armas,  ó  en  percibir 
ciertos  derechos  por  los  que  se  celebraban  dentro  de  los  tér- 
minos de  su  señorío.  Véase  Caso  fortuito. 

AVERÍA.  Se  ignora  el  origen  de  esta  palabra;  pero 
basta  saber  que  es  sinónima  de  daño ,  y  se  aplica  principal- 
mente en  el  comercio  marítimo  á  toda  especie  de  pérdida  ó 
deterioro  que  se  esperimenta  en  la  navegación. 

(1)  Leyes  2,  tít.  24,  Part.  4,  y  6,  tít.  4,lib.  7,  Nov.  Rec. ,  y 
arg.  de  la  52 ,  tít.  2 ,  Part.  5. 

(2)  Grcg.  López,  glos.  12  de  la  ley  52,  tít.  2,  Part.  5,  vers. 
La  setena. 

(5)  Acevedo  en  la  ley  l ,  tit.  5,  lib.  7  de  la  Rec.  En  la  república 
de  Méjico,  según  la  primera  ley  constitucional,  la  vecindad  se  gana, 
por  residencia  continuada  de  dos  años  en  cualquier  departamento, 
manifestando  durante  ellos  á  la  autoridad  municipal  la  resolución 
de  lijarse,  y  estableciendo  casa,  trato  ó  industria  provechosa; 
art.  14.  Pero  se  pierde  por  trasladarse  á  otro  punto,  levantando 
la  casa ,  trato  ó  giro ,  y  fijándose  allí  con  él  ;  art.  iS. 

En  el  artículo  Vecino  se  hablará  con  mas  estension  de  la  inate* 
ría  con  respecto  á  América, 
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«  Son  averías  en  acepción  legal ,  dice  el  artículo  930  del 
código  de  comercio:  Io.  Todo  gasto  estraordinario  y  eventual 
que  sobreviene  durante  el  viaje  de  la  nave  para  la  conservación 
de  esta,  de  su  cargamento,  ó  de  ambas  cosas  juntamente; — 
2o.  los  daños  que  sufriere  la  embarcación  desde  que  se  haga 
ala  vela  en  el  puerto  de  su  espedicion , hasta  que  quede  an- 
clada en  el  de  su  destino  ;— -y  los  que  reciba  su  cargamento 
desde  que  se  cargue  hasta  que  se  descargue  en  el  puerto 
adonde  fuere  consignado.  » 

=  El  dueño  de  la  nave  ó  de  las  mercancías  puede  con 
efecto  recibir  daño  de  dos  modos ,  ó  por  la  deterioración  de 
dichas  cosas ,  ó  por  los  gastos  estraordin arios  que  en  razón 
de  ellas  tenga  que  hacer;  y  por  eso  se  decide  en  este  artí- 
culo que  hay  avería  en  uno  y  otro  caso. 

No  se  ponen  aquí  en  la  clase  de  averías  sino  los  gastos 
estraordinarios ,  es  decir,  los  que  se  ocasionan  por  acciden- 
tes fortuitos  ó  procedentes  de  culpa  ó  hecho  de  los  propie- 
tarios ó  sus  agentes ,  porque  estos  gastos  son  unas  pérdidas 
que  disminuyen  la  utilidad  con  que  se  habia  contado.  Los 
gastos  que  se  previeron  ó  pudieron  preverse  al  tiempo  de  la 
partida  y  que  son  gastos  ordinarios  de  la  navegación ,  no 
pueden  considerarse  como  averías,  pues  son  tan  indispen- 
sables como  los  salarios  de  los  marineros,  y  por  consiguiente 
no  corren  por  cuenta  de  los  aseguradores. 

En  canto  al  daño  que  reciben  las  cosas,  no  se  tiene  por 
avería  sino  cuando  acaece  por  efecto  de  la  navegación  ,  y 
por  consiguiente  durante  el  viaje ,  el  cual  con  respecto  á  la 
nave  y  sus  accesorios  se  cuenta  desde  que  el  buque  se  hace 
á  la  vela  hasta  que  ancla  y  queda  fondeado  en  el  puerto  de 
su  destino  ,  y  con  respecto  à  las  mercaderías  desde  su  carga 
hasta  su  descarga,  esto  es ,  desde  que  se  cargan  en  las  bar- 
cas ó  lanchas  para  ser  llevadas  á  la  nave,  hasta  el  dia  en 
que  se  ponen  en  tierra. 

«  Art:~951.  La  responsabilidad  de  dichos  gastos  y  daños 
se  decide  por  reglas  distintas  según  el  carácter  que  tengan 
las  averías ,  de  ordinarias ,  simples  ó  particulares ,  y  grue- 
sas ó  comunes.  » 

=  Este  artículo  supone  tres  clases  de  averías ,  á  saber  : 
averías  ordinarias ,  averías  simples  ó  particulares ,  y  averías 
gruesas  ó  comunes  ;  pero  las  ordinarias  no  son  propiamente 
averías,  sino  gastos  del  viaje,  y  efectivamente  no  están 
comprendidas  bajo  la  definición  general  dada  por  el  artículo 
precedente,  el  cual  tiene  solo  por  avería  los  daños  y  los  gas- 
tos estraordinarios.  Así  que,  no  hay  en  rigor  mas  que  dos 
especies  de  averías  ;  averías  gruesas  ó  comunes ,  y  averías 
simples  ó  particulares.  Las  gruesas  ó  comunes  tienen  por 
causa  el  beneficio* común  de  la  nave  y  del  cargamento;  y  las 
simples  ó  particulares  son  efecto  de  un  accidente  particular 
ó  del  vicio  propio  de  la  cosa.  Las  primeras  se  soportan  por 
todos  los  interesados  en  la  nave  y  cargamento ,  y  las  segun- 
das solo  por  el  propietario  de  la  cosa  que  ocasionó  el  gasto  ó 
recibió  el  daño. 

Es  de  observar  aquí  que  los  prestadores  á  la  gruesa  y  los 
aseguradores  responden  de  las  averías  que  son  de  cuenta  de 
aquellos  á  quienes  han  prestado  ó  asegurado  :  si  el  seguro , 
por  ejemplo ,  recae  sobre  la  nave ,  el  asegurador  tiene  que 
pagar  las  averías  que  pesan  sobre  la  nave;  y  si  sobre  una 
parte  de  la  carga ,  las  que  pesan  sobre  esta  parte.  Véanse 
los  artículos  siguientes,  en  que  se  espresan  y  esplican  las  dis- 
posiciones del  código  de  comercio  sobre  todas  las  especies 
de  averías. 

AVERÍA  ordinaria.  Todo  gasto  común  á  la  navegación 
que  no  sea  de  les  estraordinarios  y  eventuales.  El  código  de 
comercio  contiene  sobre  la  avería  ordinaria  los  artículos  quo 
subsiguen  con  las  esplicaciones  que  hemos  creído  oportunas. 

«  Art.  932.  Los  gastos  que  ocurren  en  la  navegación,  co- 
nocidos con  el  nombre  de  menudos ,  pertenecen  á  la  clase  de 
averías  ordinarias,  las  cuales  son  de  cuenta  del  naviero  fle- 
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ta^te  ,  y  deben  satisfacerse  por  el  capitán,  abonándosele  la 
indemnización  que  se  hubiere  pactado  en  la  póliza  de  fleta- 
mento  ó  en  los  conocimientos.  Si  no  se  hubiere  pactado  in- 
demnización especial  y  determinada  por  estas  averías,  se  en- 
tienden comprendidas  en  el  precio  de  los  fletes,  y  no  tendrá 
derecho  el  naviero  á  reclamar  cantidad  alguna  por  ellas.  » 

«  Art.  953.  Se  consideran  gastos  menudos  ó  de  avería 
ordinaria  comprendidos  en  la  disposición  del  artículo  ante- 
rior :  —  i°.  los  pilotajes  de  costas  y  puertos  ;  —  2°.  los  gas- 
tos de  lanchas  y  remolques;  —  3o.  el  derecho  de  bolisa,  de 
piloto  mayor,  anclaje  ,  visita  y  demás  llamados  de  puerto  ; 
—  4°.  los  fletes  de  gabarras  y  descarga  hasta  poner  las 
mercaderías  en  el  muelle ,  y  cualquiera  otro  gasto  común 
á  la  navegación  que  no  sea  de  los  estraordinarios  y  even- 
tuales. » 

==  La  ley  cuenta  entre  las  averias  ordinarias  los  pilotajes 
de  costas  y  puertos ,  esto  es ,  la  retribución  que  se  debe  á 
los  pilotos  prácticos  que  se  hallan  en  las  costas  ó  á  la  entrada 
y  salida  de  los  puertos  ó  rios  para  servir  de  guia  á  las  naves 
y  hacerles  evitar  los  lugares  peligrosos  en  que  pudieran 
caer;  —  los  gastos  de  lanchas  y  remolques,  esto  es,  lo  que 
se  tiene  que  pagar  por  el  servicio  de  los  marineros  que  salen 
con  lanchas  á  tirar  de  la  nave  y  hacerla  entrar  en  algún 
punto  ; — el  derecho  de  bolisa,  esto  es,  lo  que  perciben  las  au- 
toridades por  las  señales  que  ponen  con  palos,  mástiles,  tone- 
les, boyas  ú  otra  cualquiera  cosa  en  los  parajes  peligrosos  para 
indicar  á  las  naves  el  rumbo  que  deben  llevar; — el  derecho 
de  anclaje,  esto  es,  el  tributo  que  se  paga  en  los  puertos 
por  el  permiso  de  anclar  ó  dar  fondo  la  nave  ;  —  el  derecho 
de  visita ,  esto  es ,  lo  que  cobran  por  su  trabajo  los  oficiales 
encargados  de  visitar  ó  reconocer  la  nave  y  ver  si  se  halla 
en  estado  de  navigabilidad  ;  —  los  fletes  de  gabarras  y  des- 
carga en  el  muelle  ,  esto  es  ,  todo  lo  que  se  gasta  en  el  tras- 
porte de  las  mercancías  desde  la  nave  hasta  tierra ,  etc. 

Todos  estos  gastos  son  de  cuenta  del  navio  y  se  pagan  de 
los  fletes ,  si  otra  cosa  no  se  hubiese  estipulado  ;  porque  son 
gastos  ordinarios  del  viaje  que  pudieron  preverse  y  calcu- 
larse de  antemano,  como  los  sueldos  y  alimentos  de  la  tri- 
pulación ;  de  modo  que  no  pueden  llamarse  averías  sino  im- 
propiamente ,  puesto  que  no  son  causados  por  riesgos  de 
mar,  ni  por  consiguiente  corren  à  cargo  de  los  aseguradores. 
Mas  es  preciso  advertir  que  estos  gastos  se  hacen  estraor- 
dinarios por  efecto  de  las  circunstancias  y  entran  por  tanto 
en  la  clase  de  averías,  cuando  provienen  de  algún  accidente 
marítimo.  Si  un  navio ,  por  ejemplo,  viéndose  atacado  de  la 
tempestad  ó  de  los  corsarios ,  tiene  que  arribar  necesaria- 
mente á  un  puerto  que  no  es  el  de  su  destino ,  los  gastos  de 
pilotaje ,  remolque ,  bolisa  y  demás  que  pagare ,  son  pérdi- 
das ocasionadas  por  riesgo  de  mar ,  y  pertenecen  á  la  clase 
de  averías  comunes ,  de  que  los  aseguradores  son  respon- 
sables. 

AVERÍA  simple  ó  particular.  Todo  gasto  y  perjuicio 
causado  en  la  nave  ó  en  su  cargamento ,  que  no  haya  re- 
dundado en  beneficio  y  utilidad  común  de  todos  los  intere- 
sados en  el  mismo  buque  y  su  carga.  Llámase  simple  en 
contraposición  á  gruesa,  y  particular  en  oposición  á  común , 
aunque  ambas  palabras  son  aquí  sinónimas ,  porque  no  re- 
cae sino  sobre  la  cosa  que  recibe  el  perjuicio.  El  código  de 
comercio  contiene  los  artículos  que  subsiguen  y  que  á  con- 
tinuación se  esplican. 

«  Art.  954.  Los  gastos  y  daños  que  se  comprenden  bajo 
el  nombre  de  averías  simples  ó  particulares  se  soportarán 
por  el  propietario  de  la  cosa  que  ocasionó  el  gasto  ó  recibió 
el  daño.  » 

=  Esta  disposición  se  funda  en  el  principio  general  de  que 
las  cosas  corren  por  cuenta  y  riesgo  de  aquellos  á  quienes 
pertenecen ,  y  se  pierden  ó  deterioran  para  sus  dueños  :  lies 
perit  domino;  y  en  que  no  cediendo  estas  averías  en  utilidad 
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de  lodos ,  seria  una  injusticia  el  que  todos  tuviesen  que  so- 
portarlas. Si  están  aseguradas ,  es  claro  que  los  aseguradores 
deben  responder  de  ellas  pagando  su  importe  al  que  las  ha 
sufrido. 

«  Art.  935.  Pertenecen  á  la  clase  de  averías  simples  ó  par- 
ticulares :  —  Io.  los  daños  que  sobrevienen  al  cargamento 
desde  su  embarque  hasta  su  descarga  por  vicio  propio  de  las 
cosas ,  por  accidente  de  mar,  ó  por  efecto  de  fuerza  insupe- 
rable ,  y  los  gastos  hechos  para  evitarlos  y  repararlos  :  — 
2o.  el  daño  que  sobrevenga  en  el  casco  del  buque  ,  sus  apa- 
rejos ,  arreos  y  pertrechos  por  cualquiera  de  las  mismas  tres 
causas  indicadas,  y  los  gastos  que  se  causaren  para  salvar 
estos  efectos  ó  reponerlos  :  —  3o.  los  sueldos  y  alimentos  de 
la  tripulación  de  la  nave  que  fuere  detenida  ó  embargada 
por  orden  legítima  ó  fuerza  insuperable  ,  si  el  fletamento  es- 
tuviere contratado  por  un  tanto  el  viaje  :  —  ft0.  los  gastos 
que  hiciere  la  nave  para  arribar  á  un  puerto  con  el  fin  de 
reparar  su  casco  ó  arreos ,  ó  para  aprovisionarse  :  —  S°.  el 
menos  valor  que  hayan  producido  los  géneros  vendidos  por 
el  capitán  en  una  arribada  forzada  para  pago  de  alimentos  y 
salvarse  la  tripulación ,  ó  para  cubrir  cualquiera  otra  de  las 
necesidades  que  ocurran  en  el  buque  :  —  6o.  el  sustento  y 
salarios  déla  tripulación  mientras  la  nave  está  en  cuarentena  : 
—  7o.  el  daño  que  reciban  el  buque  ó  el  cargamento  por  el 
choque  ó  amarramiento  con  otro ,  siendo  este  casual  é  inevi- 
table :  cuando  alguno  de  los  capitanes  sea  culpable  de  este 
accidente ,  será  de  su  cargo  satisfacer  todo  el  daño  que  hu- 
biere ocasionado  :  —  8o.  cualquiera  perjuicio  que  resulte  al 
cargamento  por  descuido  ,  faltas  ó  baraterías  del  capitán  ó 
de  la  tripulación ,  sin  perjuicio  del  derecho  del  propietario 
á  la  indemnización  competente  contra  el  capitán ,  la  nave  y 
el  flete.  —  Se  clasificarán  ademas  como  averías  simples  ó 
particulares  todos  los  gastos  y  perjuicios  causados  en  la  nave 
ó  en  su  cargamento ,  que  no  hayan  redundado  en  beneficio 
y  utilidad  común  de  todos  los  interesados  en  el  mismo  buque 
y  su  carga.  » 

==  Según  el  número  i°. ,  si  una  mercancía  se  pierde  ó  de- 
teriora por  corrupción ,  merma ,  derrame ,  tempestad ,  apre- 
samiento ,  naufragio ,  encalle ,  saqueo ,  incendio  ú  otro 
accidente  semejante ,  tiene  que  sufrir  la  pérdida  solo  el  pro- 
pietario ,  como  igualmente  los  gastos  que  hiciere  para  reparar 
sus  barricas ,  salvar  lo  llevado  por  el  mar,  y  rescatar  lo 
apresado  ,  puesto  que  nada  de  esto  resulte  en  beneficio  co- 
mún ;  y  del  mismo  modo  el  dueño  de  la  nave  debe  soportar 
por  sí  solo ,  con  arreglo  al  número  2o. ,  las  pérdidas ,  daños 
y  gastos  que  por  iguales  causas  recayeren  sobre  el  buque  y 
sus  accesorios. 

El  número  3o.  carga  únicamente  al  naviero  los  salarios  y 
alimentos  que  devengaren  los  marineros  durante  la  detención 
de  la  nave  que  se  viere  detenida  ó  embargada  por  orden  le- 
gítima ó  fuerza  insuperable ,  si  el  fletamento  estuviere  con- 
tratado por  un  tanto  el  viaje;  y  luego  el  n°.  11  del  art.  936 
considera  estos  mismos  gastas  como  avería  común ,  que  pesa 
sobre  el  naviero  y  los  cargadores  ,  si  el  fletamento  estuviere 
ajustado  por  meses  ;  ¿cuál  es  la  razón  de  esta  diferencia  ?  La 
razón  es  que  en  el  primer  caso  por  el  hecho  de  ajustar  el 
fletamento  por  una  cantidad  alzada  tomó  el  capitán  ó  naviero 
la  mayor  ó  menor  duración  del  viaje  á  su  pérdida  ó  bene- 
ficio, y  debe  por  tanto  mantener  y  pagar  de  su  cuenta  á  los 
marineros  durante  las  detenciones  que  ocurran  ;  mas  en  el 
segundo  caso ,  en  que  el  ajuste  del  fletamento  se  hizo  por 
meses ,  como  el  naviero  no  recibe  flete  durante  el  tiempo  de 
la  detención  de  la  nave ,  no  debe  al  cargador  el  servicio  de 
sus  marineros ,  y  de  consiguiente  es  muy  justo  que  este 
contribuya  al  mantenimiento  y  salario  de  los  mismos  mari- 
neros por  el  servicio  que  le  prestan  en  la  custodia  y  conser- 
vación de  las  mercancías. 

Son  de  cargo  de  naviero,  conforme  al  número  k0.,  los 


gastos  procedentes  de  toda  arribada  que  hiciere  ía  nave  con 
el  fin  de  reparar  su  casco  ó  arreos  ó  de  reponer  sus  vituallas , 
porque  cada  cual  debe  soportar  el  daño  que  por  caso  fortuito 
esperimenla  en  sus  cosas. 

El  número  5o.  señala  también  como  avería  simple,  que 
debe  ser  de  cuenta  del  naviero ,  el  menoscabo  que  resultare 
en  el  valor  de  los  géneros  vendidos  por  el  capitán  en  una  ar- 
ribada forzada  para  cubrir  cualquiera  de  las  necesidades  del 
buque  ó  su  tripulación.  Mas  ¿cuál  es  el  justo  valor  de  estas 
mercancías?  El  que  las  démasque  queden  ú  otras  de  lamisma 
calidad  tengan  en  el  lugar  de  la  descarga ,  si  la  nave  llega  á 
buen  puerto.  Así  que  ,  si  'un  capitán  que  en  él  discurso  del 
viaje  necesita  reparar  el  buque  ó  comprar  provisiones  por 
efecto  de  acontecimientos  imprevistos ,  vende  á  este  fin  ocho 
toneles  de  vino  de  veinte  que  cargué  á  bordo  de  su  nave ,  y 
después  llegando  al  lugar  de  su  destino  se  venden  á  razón  de 
cien  pesos  por  tonel  los  doce  que  le  quedaron ,  deberá  abo- 
narme ochocientos  pesos  por  los  ocho  toneles  que  empleó  en 
las  urgencias  de  la  nave,  aunque  no  hubiere  sacado  de  su 
venta  sino  un  precio  inferior,  como  v.  gr.  el  de  quinientos 
pesos,  bien  que  tendrá  derecho  á  retener  el  flete  por  entero. 
i  Qué  será  si  después  de  la  venta  de  las  mercancías  perece 
la  nave  por  cualquier  accidente ,  sin  llegar  al  puerto  de  su 
destino  ?  Parece  que  entonces  debe  el  capitán  dar  cuenta  de 
los  géneros  por  el  precio  á  que  los  haya  vendido ,  reteniendo 
igualmente  el  flete  espresado  en  los  conocimientos.  Supo- 
niendo pues  que  en  el  ejemplo  precedente  sacó  solo  quinien- 
tos pesos  de  los  ocho  toneles  de  vino  que  vendió  para  las 
necesidades  de  la  nave,  no  podrá  ser  compelido  á  abonarme 
sino  esta  cantidad ,  con  deducción  del  flete  de  los  ocho  to- 
neles, si  la  nave  se  perdió  antes  de  llegar  á  su  destino.  Ni 
los  cargadores  ni  el  capitán  podrían  quejarse  de  semejante 
decisión  :  no  los  cargadores ,  porque  si  sus  mercancías  hu- 
biesen continuado  á  bordo  sin  venderse ,  habrían  perecido 
con  el  buque ,  y  así  deben  tenerse  por  dichosos  de  recibir  el 
producto  de  la  venta ,  cualquiera  que  sea  :  no  el  capitán  ó 
naviero ,  porque  vendiendo  los  géneros  de  los  cargadores 
para  reparar  ó  abastecer  la  nave ,  ha  contraído  á  favor  de 
ellos  una  deuda ,  y  no  puede  dispensarse  de  pagarla  bajo  el 
pretesto  de  haberse  perdido  el  buque  con  sus  reparaciones  y 
abastos  ,  pues  cada  cual  tiene  que  soportar  por  sí  solo  la 
pérdida  de  sus  cosas.  Véase  la  esplicacion  del  artículo  785  en 
la  palabra  Fletamento. 

Según  el  número  6°.,  corren  á  cargo  del  naviero  como  ave- 
ría simple  el  sustento  y  salarios  de  la  tripulación  mientras  la 
nave  está  en  cuarentena.  La  ley  habla  en  términos  absolutos, 
sin  hacer  distinciones  ;  y  de  consiguiente  debe  regir  su  dis- 
posición ,  así  en  el  caso  de  que  el  fletamento  se  hubiere  ajus- 
tado por  meses ,  como  en  el  de  que  se  hubiere  contratado 
por  un  tanto  el  viaje ,  principalmente  si  se  atiende  á  que  los 
gastos  de  cuarentena  pueden  considerarse  como  gastos  ordi- 
narios que  se  preven  de  antemano  y  se  embeben  en  los 
fletes. 

En  virtud  del  número  7o. ,  el  daño  causado  por  abordaje 
casual  é  inevitable  se  soporta ,  sin  repetición ,  por  el  dueño 
de  la  nave  ó  del  cargamento  que  le  han  esperimentado ,  por- 
que cada  uno  tiene  que  sufrir  los  perjuicios  que  recaen  sobre 
sus  cosas  por  accidentes  fortuitos  ;  pero  si  el  abordaje  su- 
cedió por  culpa  de  alguno  de  los  capitanes ,  este  será  el 
responsable  de  todos  los  daños  consiguientes.  Si  ambos 
capitanes  fuesen  culpables ,  se  dice  que  cada  uno  debería 
satisfacer  el  daño  sufrido  á  bordo  de  su  nave,  ya  por  el 
casco  del  buque ,  ya  por  las  mercancías  :  véase  no  obstante 
lo  dicho  en  la  palabra  Abordaje.  El  abordaje  se  presumo 
siempre  casual  é  inevitable  ;  y  por  tanto  al  que  pretende  lo 
contrario  toca  probar  que  proviene  de  falta  de  alguno  de  los 
capitanes  ó  de  ambos.  Cuando  no  se  sabe  cuál  de  los  dos  es 
el  culpable,  se  deben  tomar  en  consideración  ciertas  circuns- 
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tandas  que  pueden  servir  para  quitarlas  dudas  :  si  dos  naves, 
por  ejemplo ,  van  á  entrar  en  un  mismo  puerto ,  la  mas  re- 
mota debe  esperar  á  que  la  otra  haya  entrado;  en  caso  de 
concurrencia  de  dos  buques,  el  mas  pequeño  debe  ceder  al 
mas  grande  ;  el  que  sale  del  puerto  debe  hacer  lugar  al  que 
entra  ;  de  modo  que  en  estos  diferentes  casos ,  si  hay  abor- 
daje ,  la  presunción  milita  contra  la  nave  que  no  se  ha  con- 
formado con  la  regla.  Lo  mismo  debe  decirse  de  la  nave  que 
se  hace  á  la  vela  por  la  noche ,  que  está  mal  amarrada  ó  que 
no  lo  está  en  el  paraje  destinado  á  este  uso ,  etc. 

Por  el  núm.  8o. ,  los  daños  sucedidos  al  cargamento  por 
falta  ó  baratería  del  capitán  ó  de  la  tripulación ,  como  v.  gr. 
por  no  haber  cerrado  bien  las  escotillas ,  amarrado  el  buque , 
proveído  de  buenos  guindastes,  etc.,  son  averías  simples 
que  recaen  sobre  el  propietario  de  los  efectos  averiados ,  el 
cual  por  consiguiente  nada  puede  repetir  de  los  demás  car- 
gadores ,  pero  tiene  su  recurso  contra  el  capitán ,  la  nave  y 
el  flete,  no  para  hacerles  contribuir  á  la  indemnización  del 
daño ,  sino ,  lo  que  es  mas ,  para  hacérselo  pagar  por  entero. 
La  responsabilidad  del  capitán ,  de  la  nave  y  del  flete  es  so- 
lidaria ,  de  suerte  que  el  cargador  puede  dirigirse  á  su  arbi- 
trio, sea  sucesivamente ,  sea  á  un  mismo  tiempo ,  al  capitán , 
ax  dueño  de  la  nave  ó  á  los  cargadores  que  deban  todavía  su 
flete,  y  puede  por  fin  pagarse  del  flete  que  deba  él  mismo. 

No  se  fija  por  el  código  de  comercio  cuál  deba  ser  el  mi- 
nimum del  importe  de  las  averías  simples  para  que  haya  lu- 
gar á  su  demanda  ;  pero  puesto  que  en  el  art.  96b,  hablando 
délas  averías  gruesas,  establece  que  para  que  se  admita  la 
demanda  de  ellas  es  necesario  que  su  importe  sea  superior 
á  la  centésima  parte  del  valor  común  de  la  nave  y  su  carga- 
mento ,  parece  consiguiente  que  para  que  sea  admisible  la 
demanda  de  averías  simples  ó  particulares  debe  esceder  el 
importe  de  estas  uno  por  ciento  del  valor  de  la  cosa  averiada, 
salva  la  voluntad  de  los  interesados,  que  pueden  poner  en  sus 
convenciones  las  tasas  que  mas  les  acomoden.  Así  que,  no 
podrás  pedir  á  tus  aseguradores  la  reparación  de  una  avería 
particular  de  200  reales  sobre  un  cargamento  de  20,000  rea- 
les. Mas  cuando  la  avería  escede  el  uno  por  ciento ,  ¿  puede 
el  asegurado  exigir  su  reparación  por  entero ,  ó  solo  tiene 
derecho  al  pago  del  escedente?  Puede  sin  duda  pedir  el  pago 
total  de  la  avería ,  sin  que  los  aseguradores  puedan  preten- 
der deducción  alguna ,  pues  deben  responder  de  lodo  el  daño 
que  aseguraron. 

AVEBÍA  gruesa  ó  común.  Su  definición  se  encuentra  en 
el  artículo  936  del  código  de  comercio  ,  que  dice  así  : 

«  Art.  936.  Averías  gruesas  ó  comunes  son  generalmente 
todos  los  daños  y  gastos  que  se  causan  deliberadamente  para 
salvar  el  buque ,  su  cargamento  ó  algunos  efectos  de  este  de 
un  riesgo  conocido  y  efectivo.  » 

==  Llámase  gruesa  esta  avería ,  porque  se  soporta  por  el 
grueso ,  por  el  conjunto,  por  la  universalidad  de  la  nave  y 
del  cargamento  ;  y  común ,  porque  se  reparte  proporcional- 
mente ,  tanto  entre  los  interesados  de  las  cosas  que  han  reci- 
bido el  daño  como  entre  los  de  aquellas  que  á  causa  de  este 
daño  se  han  salvado  de  un  riesgo.  Dicese  en  la  definición 
lodos  los  daños  y  gastos  que  se  causan  deliberadamente  , 
porque  los  causados  independientemente  de  la  voluntad  por 
casos  fortuitos  ó  sucesos  de  fuerza  mayor  no  son  sino  acci- 
dentes que,  como  cualesquiera  otros ,  deben  recaer  sobre  el 
propietario  de  la  cosa ,  res  perit  domino  :  dícese  para  salvar 
el  buque,  su  cargamento  ó  algunos  efectos  de  este,  porque  los 
daños  y  gastos  que  no  tienen  por  objeto  el  bien  y  utilidad 
común  de  la  nave  y  de  la  carga  no  son  sino  averías  particu- 
lares :  añádese  de  un  riesgo  conocido  y  efectivo ,  porque  no 
basta  que  el  riesgo  sea  imaginario  ;  y  así  en  el  caso  de  que 
un  cargador  ó  capitán ,  cediendo  demasiado  pronto  al  temor, 
hiciese  arrojar  al  mar  algunas  mercancías  sin  necesidad  real, 
se  considerarla  el  une-  como  un  propietario  que  habia  hecho 


uso  del  derecho  de  abusar,  y  el  otro  como  un  agente  que 
habia  faltado  á  sus  deberes. 

Sigue  el  art.  936.  «  Salva  la  aplicación  de  esta  regla  gene- 
ral en  los  casos  que  ocurran ,  se  declaran  especialmente 
correspondientes  á  esta  clase  de  averías  : 

Io.  Los  efectos  ó  dinero  que  se  entreguen  por  via  de  com- 
posición para  rescatar  la  nave  y  su  cargamento  que  hubieren 
caido  en  poder  de  enemigos  ó  de  piratas. 

2o.  Las  cosas  que  se  arrojen  al  mar  para  alijerar  la  nave , 
ya  pertenezcan  al  cargamento  ó  al  buque  y  su  tripulación , 
y  el  daño  que  de  esta  operación  resulte  á  las  que  se  conserven 
en  la  nave. 

3o.  Los  mástiles  que  de  propósito  se  rompan  é  inutilicen. 

4o.  Los  cables  que  se  corten  y  las  áncoras  que  se  aban- 
donen para  salvar  el  buque  en  caso  de  tempestad  ó  de  riesgo 
de  enemigos. 

5o.  Los  gastos  de  alijo  ó  trasbordo  de  una  parte  del  carga- 
mento para  alijerar  el  buque  y  ponerlo  en  estado  de  tomar 
puerto  ó  rada  con  el  fin  de  salvarlo  de  riesgo  de  mar  ó  de 
enemigos ,  y  el  perjuicio  que  de  ello  resulte  á  los  efectos 
alijados  ó  trasbordados. 

6o.  El  daño  que  se  cause  á  algunos  efectos  del  cargamento 
de  resultas  de  haber  hecho  de  propósito  alguna  abertura  en 
el  buque  para  desaguarlo  y  preservarlo  de  zozobrar. 

7o.  Los  gastos  que  se  hagan  para  poner  á  flote  una  nave 
que  de  propósito  se  hubiere  hecho  encallar  con  objeto  de 
salvarla  de  los  mismos  riesgos. 

8o.  El  daño  causado  á  la  nave  que  fuere  necesario  abrir, 
romper  ó  agujerear  de  propósito  para  estraer  y  salvar  los 
efectos  de  su  cargamento. 

9o.  La  curación  de  los  individuos  de  la  tripulación  que 
hayan  sido  heridos  ó  estropeados  defendiendo  la  nave ,  y  los 
alimentos  de  estos  mientras  estén  dolientes  por  estas  causas. 

10°.  Los  salarios  que  devengue  cualquiera  individuo  de  la 
tripulación  que  estuviere  detenido  en  rehenes  por  enemigos 
ó  piratas,  y  los  gastos  necesarios  que  cause  en  su  prisión 
hasta  restituirse  al  buque  ó  á  su  domicilio ,  si  no  pudiere  in- 
corporarse en  este. 

i  1°.  El  salario  y  sustento  de  la  tripulación  del  buque ,  cuyo 
fletamento  estuviere  ajustado  por  meses ,  durante  el  tiempo 
que  permaneciere  embargado  ó  detenido  por  orden  ó  fuerza 
insuperable ,  ó  para  reparar  los  daños  á  que  deliberadamente 
se  hubiere  espuesto  para  provecho  común  de  todos  los  inte- 
resados. 

12°.  El  menoscabo  que  resultare  en  el  valor  de  los  géneros 
que  en  una  arribada  forzosa  haya  sido  necesario  vender  á 
precios  bajos  para  reparar  el  buque  del  daño  recibido  por 
cualquier  accidente  que  pertenezca  á  la  clase  de  averías 
gruesas.  » 

=  Estas  doce  especies  de  averías  gruesas  que  se  enumeran 
en  este  artículo  son  las  que*  ocurren  con  mas  frecuencia ,  y 
por  ello  vamos  á  esplicarlas  por  su  orden. 

Primera  especie  :  Las  cosas  dadas  por  composición  á  los 
enemigos  ó  piratas  para  rescatar  la  nave  y  su  cargamento. 
—  Es  evidente  que  esta  pérdida  de  las  cosas  que  se  dan  al 
apresador  para  impedir  que  se  lleve  la  nave  con  su  carga , 
es  una  avería  común ,  de  que  debe  indemnizarse  á  los  dueños 
de  dichas  cosas  por  todos  los  demás  interesados  en  el  rescato 
del  buque  y  las  mercancías.  Mas  para  que  sea  común  esta 
avería,  se  requiere,  según  el  espíritu  de  la  ley  :  —  Io.  quo 
haya  composición  á  título  de  rescate  ;  —  2o.  que  esta  com- 
posición tenga  por  objeto  la  salvación  de  la  nave  y  del  car- 
gamento ;  —  3o.  que  esta  salvación  del  buque  y  la  carga  so 
realice  efectivamente.  Se  requiere  en  primer  lugar  que  haya 
composición ,  es  decir,  que  se  ofrezcan  ciertos  efectos  ó  cierta 
cantidad  de  dinero  al  apresador  para  que  deje  libre  la  nave, 
y  que  este  convenga  en  ello  aceptando  la  oferta  y  recibiendo 
las  cosas  ofrecidas.  De  aqui  es  que  si  el  apresador,  después 
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de  haberse  apoderado  de  la  nave ,  toma  ó  se  hace  dar  los 
efectos  mas  preciosos  ó  que  mas  le  acomodan ,  sin  que  medie 
composición  alguna ,  y  luego  deja  ir  la  nave  con  el  resto , 
la  pérdida  de  las  cosas  que  ha  ocupado  no  será  sino  una 
avería  simple  que  deberá  soportarse  enteramente  por  el 
dueño  de  las  mismas,  porque  como  el  apresador  las  tomó 
á  la  fuerza  sin  mas  razón  que  la  de  creerlas  mas  conve- 
nientes á  sus  necesidades  ó  á  su  capricho ,  no  puede  decirse 
que  se  le  dieron  por  el  bien  común ,  ni  que  esta  sea  una  pér- 
dida que  se  haya  hecho  con  la  mira  de  salvar  la  nave  y  el 
resto  de  las  mercancías.  Si  navis  à  piralis  redefnpta  sit ,  dice 
la  ley  2 ,  §  5 ,  ff.  de  lecje  Rhodia ,  Servms ,  Ofúius ,  Labeo , 
omnes  conferre  deberé  ajunl;  quod  vero  prœdones  abslulerint, 
cum  perderé,  cujus  fueril.  Se  requiere  en  segundo  lugar 
que  la  composición  tenga  por  objeto  la  salvación  de  la  nave 
y  del  cargamento.  Así  pues,  lo  que  alguno  prometa  no  por 
el  bien  común ,  sino  por  el  rescate  particular  de  sus  merca- 
derías,  y  lo  que  luego  se  viere  forzado  á  dar ,  v.  gr.  por 
librar  las  personas  que  hubiese  dejado  en  calidad  de  rehenes 
á  bordo  del  corsario  ,  es  solamente  una  avería  simple  que  no 
da  lugar  á  la  contribución  ;  y  por  eso  añade  la  ley  citada  : 
nec  conferendum  ei,  qui  merces  suas  redemerit.  Se  requiere 
en  tercero  y  último  lugar  que  tenga  efecto  la  salvación  del 
buque  y  su  cargamento.  Por  lo  cual ,  si  después  de  la  com- 
posición y  á  pesar  de  ella ,  faltando  el  apresador  á  lo  con- 
tratado ,  se  apodera  de  la  nave  y  la  saquea ,  no  habrá  lugar 
á  la  contribución  ,  y  los  dueños  de  las  cosas  dadas  por  la 
composición  que  no  ha  tenido  efecto  no  pueden  pedir  nada 
á  los  que  han  salvado  del  saqueo  sus  mercancías  ;  así  como 
en  el  caso  de  echazón ,  cuando  no  obstante  ella  se  pierde  el 
buque  en  la  tempestad  que  le  dio  motivo ,  no  hay  derecho 
de  hacer  demanda  alguna  de  indemnización  contra  los  que 
hubieren  salvado  sus  efectos  del  naufragio  ,  según  dispone 
el  art.  945  del  código  ;  pues  para  que  una  pérdida ,  aunque 
hecha  con  la  mira  del  bien  común ,  produzca  contra  todos 
la  obligación  de  contribuir  á  repararla ,  es  preciso  que  por 
entonces  haya  procurado  la  conservación  de  la  nave. 

Segunda  especie  :  Las  cosas  arrojadas  al  mar  para  alijerar  . 
la  nave,  y  el  daño  ocasionado  por  la  echazón  á  las  que 
quedan  en  el  buque.  —  Sucede  á  veces  en  el  curso  de  la 
navegación  que  el  único  medio  de  salvar  la  nave  consiste  en 
arrojar  al  mar  una  parte  de  su  cargamento ,  para  que  alije- 
rada  de  este  modo  pueda  resistir  mas  fácilmente  al  furor  de 
la  tormenta  que  la  embiste ,  ó  escaparse  huyendo  con  mas 
velocidad  del  pirata  ó  corsario  que  la  persigue  ;  y  es  cierta- 
mente bien  justo  en  estos  casos  que  los  dueños  del  buque  y 
de  los  géneros  conservados  contribuyan  á  la  reparación  de 
la  pérdida  de  los  arrojados  por  el  bien  común,  como  ya  lo 
reconocieron  las  leyes  marítimas  de  Rodas,  que  son  las  mas 
antiguas  que  se  conocen  y  que  los  Romanos  adoptaron  por  la 
sabiduría  de  sus  disposiciones  :  Lege  Rhodia  cavetur,  ut  si  le- 
vando; navis  graliajaelus  mercium  factus  est,  omnium  contri" 
bulione  sarcialur  quodpro  omnibus  datum  est;  l.  \,  ff.  de  lege 
Rhod.  Mas  para  que  la  echazón ,  que  así  se  llama  la  opera- 
ción de  arrojar  efectos  al  mar,  dé  lugar  á  la  contribución,  es 
necesario  que  no  sea  motivada  por  una  falsa  alarma  sino  por 
una  justa  causa ,  á  fin  de  impedir  el  pillaje  ó  naufragio  de  la 
nave ,  y  que  efectivamente  evite  por  entonces  tal  desgracia, 
pues  en  caso  contrario  no  habría  mas  que  avería  simple  á 
cargo  de  los  dueños  de  los  géneros  echados  ó  de  quien  corres- 
pondiese ,  como  luego  se  dirá  con  mas  estension.  —  No  solo 
debe  repararse  por  la  contribución  la  pérdida  de  las  cosas 
que  se  han  arrojado  al  mar,  sino  también  el  daño  que  cause 
esta  operación  á  las  que  se  conserven  en  la  nave  :  Quid  enim 
inlerest  jaclatas  res  meas  amiserim ,  an  nudatas  (  alias  inún- 
dalas) deteriores  habere  coeperim  ?  Nam  sicut  ei ,  quiperdi- 
derit,  subvenilur,  ita  et  ei  subveniri  oportet,  qui  deteriores 
pr opter  jactum  res  habere  cœperit;  l.  ti,  %  2 ,  in  fine',  ff.  de 


lege  Rhod.  La  disposición  de  la  ley  se  limita  al  daño  que 
esperimenten  las  cosas  que  se  conserven  en  la  nave ,  como 
se  ve  por  sus  palabras ,  y  no  se  estiende  al  perjuicio  que  por 
la  propia  razón  sufra  la  nave  misma,  sin  duda  porque  se 
considera  que  el  naviero  queda  con  el  flete  bastante  pagado 
délas  averías  que  le  ocasione  la  echazón.  Sin  embargo, 
parece  que  esto  solo  debe  entenderse  del  daño  que  no  es  mas 
que  accesorio ,  y  no  del  daño  que  se  hace  de  propósito  à  la 
nave  por  facilitar  la  echazón ,  como  v.  gr.  cuando  en  la  im- 
posibilidad de  sacar  los  géneros  metidos  en  el  buque  se  tiene 
que  hacer  alguna  abertura  ó  rompimiento  para  estraerlos  y 
arrojarlos ,  pues  no  cabe  duda  de  que  semejante  perjuicio , 
como  comprendido  en  la  regla  general ,  debe  considerarse 
avería  gruesa  y  repararse  de  consiguiente  por  contribución. 

Tercera  especie  :  Los  mástiles  que  de  propósito  se  rompan 
é  inutilicen.  —  Si  un  mástil  ó  palo  se  rompe  por  su  misma 
debilidad,  por  algún  vicio  ó  defecto  que  le  es  propio,  ó  bien 
por  la  furia  de  los  vientos ,  no  hay  mas  que  una  avería  simple 
que  según  los  principios  establecidos  debe  soportarse  entera- 
mente por  el  naviero ,  sin  que  los  cargadores  estén  obligados 
á  contribuir  para  su  reparación  ;  así  como  no  se  debe  in- 
demnización al  cerrajero  que  trabajando  una  obra  que  se  le 
ha  encargado,  rompe  el  yunque  ó  martillo.  Pero  si  llegando 
á  ser  peligroso  algún  mástil  á  resultas  de  una  tormenta  ú  otro 
accidente ,  le  rompe  ó  corta  el  capitán  voluntariamente  para 
salvar  el  buque  y  la  carga  ,  que  efectivamente  se  logra  con- 
servar entonces  por  medio  de  este  sacrificio ,  todos  deben 
cubrir  por  contribución  el  valor  que  realmente  tuviere  en- 
tonces. ¿Qué  será  si  un  mástil  viene  á  romperse  sin  la  acción 
del  hombre ,  pero  á  consecuencia  de  operaciones  necesarias 
al  bien  común ,  como  por  ejemplo  cuando  las  circunstancias 
fuerzan  á  cortar  las  jarcias  y  los  obenques ,  y  el  mástil  cae 
por  sí  mismo  ,  ó  cuando  viéndose  el  capitán  perseguido  por 
un  corsario  despliega  todas  las  velas  para  escaparse  y  se 
parte  luego  algún  palo  en  virtud  de  esta  maniobra  y  del 
ímpetu  del  viento?  Parece  seria  injusto  negar  en  estos  casos 
á  la  rotura  del  mástil  la  calidad  de  avería  gruesa  ;  leyes  2 
y%,ff.de  lege  Rhod.;  Ordonn.  de  France,  art.  1  y  S,  Ut. 
du  jet  ;  Guid.  de  la  mer,  cap.  S,  ari.21  ;  Targa,Pond.  marit.% 
cap.  76. 

Cuarta  especie  :  Los  cables  que  se  corten  y  las  áncoras 
que  se  abandonen  para  salvar  el  buque  en  caso  de  tempestad 
ó  de  riesgo  de  enemigos.  —  Estos  casos  que  la  ley  señala , 
de  tempestad  y  riesgo  de  enemigos ,  son  los  únicos  en  que 
el  corte  de  los  cables  y  el  abandono  de  las  áncoras  deben  ser 
avería  gruesa  ;  porque  solo  es  justo  dar  esta  calidad  á  seme- 
jantes pérdidas  cuando  son  efecto  de  dichos  acontecimientos, 
y  no  cuando  se  hacen  necesarias  por  alguna  falta  ó  descuido 
de  que  el  capitán  es  responsable.  Pero  es  de  observar  que 
la  palabra  tempestad  se  toma  aquí  en  un  sentido  mas  estenso 
que  el  que  suele  tener  en  el  lenguaje  ordinario  ,  pues  com- 
prende todos  los  efectos  del  viento  y  del  mar  que  ponen  la 
nave  en  riesgo.  Por  lo  demás  ,  ha  de  tenerse  aquí  presente 
lo  que  se  ha  dicho  sobre  la  echazón  en  la  segunda  especie. 

Quinta  especie  :  Los  gastos  de  alijo  ó  trasbordo  de  una 
parte  del  cargamento  para  alijerar  el  buque  y  ponerlo  en 
estado  de  tomar  puerto  ó  rada  con  el  fin  de  salvarlo  de  riesgo 
de  mar  ó  de  enemigos ,  y  el  perjuicio  que  de  ello  resulte  á 
los  efectos  alijados  ó  trasbordados.  —  Hállase  á  veces  una 
nave  en  el  grave  apuro  de  no  poder  evitar  el  naufragio  ó 
apresamiento  sino  refugiándose  en  un  puerto  ,  rada  ó  ense- 
nada de  poco  fondo  ,  donde  no  puede  entrar  ni  sostenerse 
boyante  con  toda  su  carga  ;  y  lo  que  entonces  se  practica  es 
quitarle  una  parte  de  las  cosas  mas  pesadas  que  tiene  á  bordo 
y  ponerlas  en  barcas  ó  gabarras ,  para  que  ya  mas  lijera  y 
flotante  pueda  introducirse  en  el  lugar  de  asilo  y  escapar  deí 
riesgo.  Es  claro  que  los  gastos  causados  en  esta  operación  y 
en  la  de  reponer  luego  en  el  buque  las  cosas  de  que  se  le 
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había  aliviado,  para  que  pasado  ya  el  peligro  continúe  el 
rumbo  con  toda  su  carga ,  como  asimismo  las  pérdidas  ó 
daños  que  los  efectos  alijados  ó  trasbordados  esperimenten , 
por  irí-e  á  pique  v.  gr.  las  gabarras  ó  barcos  en  que  interi- 
namente sehabian  colocado  ó  por  otro  accidente  que  sobre- 
venga ,  son  gastos  y  perjuicios  estraordinarios  que  tienen 
por  causa  ú  objeto  el  interés  general  de  la  nave  y  las  mer- 
cancías ,  y  que  por  consiguiente  deben  soportarse  por  una 
contribución  como  averías  comunes. 

Sesla  especie  :  El  daño  que  se  cause  á  algunos  efectos  del 
cargamento  de  resultas  de  haber  hecho  de  propósito  alguna 
abertura  en  el  buque  para  desaguarlo  y  preservarlo  de  zozo- 
brar. —  Esto  puede  suceder  cuando  á  causa  de  las  grandes 
marejadas  se  llena  de  agua  la  cubierta ,  y  es  preciso  darle 
salida  abriendo  agujeros.  El  perjuicio  que  entonces  reciban 
algunas  mercancías  es  efecto  de  una  operación  ejecutada 
para  que  el  buque  no  se  pierda  con  su  cargamento,  y  debe 
ser  reparado  por  el  naviero  y  los  cargadores.  «  Asimismo, 
dice  el  art.  12,  cap.  20  de  las  ordenanzas  de  Bilbao,  es  ave- 
ría gruesa  el  daño  que  padecieren  las  mercaderías ,  cuando 
á  fuerza  de  grandes  mares  se  hallase  la  embarcación  tan 
cargada  de  agua  en  la  cubierta ,  que  por  no  bastar  los 
invernales  para  el  desahogo  de  ella ,  le  fuere  preciso  al 
capitán  hacer  algunos  agujeros ,  y  de  ellos  resultare  el  tal 
daño.  » 

Séptima  especie  :  Los  gastos  que  se  hagan  para  poner  á 
flote  una  nave  que  de  propósito  se  hubiere  hecho  encallar 
con  objeto  de  salvarla  de  los  mismos  riesgos. — Viéndose 
un  capitán  en  peligro  próximo  de  ser  cogido  por  un  pirata 
ó  corsario  que  le  da  caza,  ó  en  el  de  ser  estrellado  por  la  tor- 
menta contra  alguna  de  las  rocas  ó  escollos  que  le  rodean , 
toma  á  veces  el  partido  de  hacer  varar  ó  encallar  la  nave  en 
la  arena  de  la  costa  por  evitar  la  pérdida  total  ó  el- apresa- 
miento. Los  gastos  que  luego  sean  indispensables  para  le- 
vantar y  poner  á  flote  la  nave,  deben  repartirse  por  contri- 
bución entre  todos  los  interesados,  puesto  que  el  encalle  ha 
tenido  por  objeto  la  utilidad  de  todos. 

Octava  especie  :  El  daño  causado  á  la  nave  que  fuere  ne- 
cesario abrir,  romper  ó  agujerear  de  propósito  para  estraer 
y  salvar  los  efectos  de  su  cargamento.  —  En  caso  de  nau- 
fragio ó  varamiento  causado  por  accidente  marítimo ,  cada 
cual  soporta  su  pérdida  como  avería  particular,  y  salva  lo 
que  puede  de  las  cosas  que  le  pertenecen  :  mas  en  tal  ocur- 
rencia sucede  alguna  vez  que  para  sacar  las  mercancías  es 
necesario  hacer  aberturas  ó  rompimientos  en  el  buque; 
y  estos  perjuicios  que  se  le  causan  espresamente  deben 
considerarse  como  averías  comunes  y  sujetarse  á  contri- 
bución. 

Nona  especie  :  La  curación  de  los  individuos  de  la  tripu- 
lación que  hayan  sido  heridos  ó  estropeados  defendiendo  la 
nave ,  y  los  alimentos  de  estos  mientras  estén  dolientes  por 
estas  causas.  —  Si  el  individuo  de  la  tripulación  es  herido 
en  el  servicio  ordinario  que  tiene  á  su  cargo  ,  debe  ser  cu- 
rado y  asistido  á  espensas  de  la  nave  ;  pero  si  es  herido  en 
un  combate  sostenido  para  impedir  el  apresamiento  de  la 
nave  atacada  por  un  pirata  ó  corsario,  sea  peleando  con  las 
armas  en  la  mano ,  sea  haciendo  la  maniobra  durante  la  re- 
friega, su  asistencia  y  curación  deben  correr  entonces  como 
avería  común  por  cuenta  de  la  nave  y  del  cargamento,  por- 
que espuso  su  persona  por  el  ínteres  de  los  dueños  de  ambas 
cosas.  Parece  que  bajo  el  nombre  de  tripulación  deben  com- 
prenderse el  capitán  y  los  oficiales  ,  los  cuales  en  su  caso 
si  reciben  alguna  herida  combatiendo  ó" mandando  son 
acreedores  á  los  mismos  beneficios.  ¿Porqué  no  habria  de 
eslenderse  igualmente  esta  disposición  á  los  pasajeros  que 
defendiesen  la  nave  ?  Se  dirá  que  defendiendo  la  nave  se 
defienden  á  sí  mismos,  y  que  este  motivo  basta  para  animar- 
los; pero  lo  cierto  es  que  en  el  hecho  esponen  sus  Yidas  por 


el  buque  y  las  mercancías ,  y  que  así  el  naviero  como  I03 
cargadores  tienen  interés  en  ofrecerles  esta  indemnización 
como  un  nuevo  medio  de  alentarlos  átomar  las  armas. 

Décima  especie  :  Los  salarios  que  devengue  cualquiera  in- 
dividuo de  la  tripulación  que  estuviere  detenido  en  rehenes 
por  enemigos  ó  piratas,  y  los  gastos  necesarios  que  cause  en 
su  prisión  hasta  restituirse  al  buque  ó  á  su  domicilio  ,  si  no 
pudiere  incorporarse  en  este.  —  Tal  vez  esta  especie  estaría 
mejor  colocada  junto  á  la  primera ,  con  tanta  mas  razón 
cuanto  puede  decirse  que  forma  parte  ó  es  una  consecuen- 
cia de  ella,  pues  no  concibo  pueda  haber  otro  caso  en  que 
se  den  rehenes  á  enemigos  ó  piratas  sino  cuando  estos  tra- 
tan de  asegurarse  con  esta  garantía  el  cumplimiento  de  las 
condiciones  ó  promesas  con  que  se  ha  verificado  el  rescate 
de  la  nave  que  habia  caido  en  su  poder.  Nada  hay  que  decir 
en  cuanto  al  fondo ,  siendo  evidente  que  como  los  rehenes 
se  dan  por  la  utilidad  de  los  propietarios  del  buque  y  de  la 
carga,  deben  ser  comunes  los  gastos  que  ocasionaren. 

Undécima  especie  :  El  salario  y  sustento  de  la  tripulación 
del  buque,  cuyo  fletamento  estuviere  ajustado  por  meses, 
durante  el  tiempo  que  permaneciere  embargado  ó  detenido 
por  orden  ó  fuerza  insuperable ,  ó  para  reparar  los  daños  á 
que  deliberadamente  se  hubiere  espuesto  para  provecho 
común  de  todos  los  interesados.— Cuando  la  nave  estuviere 
embargada  por  una  potencia,  ó  se  viere  detenida  por  fuerza 
mayor  ó  para  reparar  los  daños  voluntariamente  recibidos 
por  el  bien  común,  ¿quién  debe  pagar,  durante  el  tiempo  del 
embargo  ó  detención,  el  salario  y  sustento  de  los  marineros? 
Es  necesario  distinguir,  si  la  nave  se  fletó  al  viaje  ó  al  mes. 
Si  se  fletó  al  viaje,  habiendo  tomado  á  su  cargo  el  naviero 
todo  lo  que  podia  retardar  el  viaje,  debe  soportar  por  sí  solo 
estos  gastos  que  son  entonces  averías  simples  ;  pero  si  se 
fletó  al  mes,  el, naviero  y  los  cargadores  tienen  que  soportar 
por  contribución  los  daños  ocasionados  por  el  retardo ,  pues 
son  en  tal  caso  averías  comunes.  Véase  lo  que  se  ha  dicho 
sobre  esta  materia  en  la  esplicacion  del  tercer  número  ó  es- 
pecie de  las  averías  particulares. 

Duodécima  especie  :  El  menoscabo  que  resultare  en  el  va- 
lor de  los  géneros  que  en  una  arribada  forzosa  haya  sido 
necesario  vender  á  precios  bajos  para  reparar  el  buque  del 
daño  recibido  por  cualquier  accidente  que  pertenezca  á  la 
clase  de  averías  gruesas.  —  El  capitán  que  ha  tenido  que 
hacer  arribada ,  y  se  halla  sin  fondos  para  costear  las  repa- 
raciones y  aprovisionamiento  que  se  necesitan,  debe  acudir 
á  los  corresponsales  del  naviero  que  se  encuentren  en  el 
mismo  puerto,  y  en  su  defecto  á  los  interesados  en  la  carga: 
si  ni  estos  ni  aquellos  se  los  facilitan,  está  autorizado  para 
tomarlos  á  la  gruesa  sobre  el  buque  :  y  á  falta  de  este  arbi- 
trio puede  vender  la  parte  del  cargamento  que  baste  para 
cubrir  las  necesidades  de  absoluta  urgencia,  bajo  las  forma- 
lidades prescritas  en  el  art.  644  del  código.  Mas  esta  venta, 
en  razón  de  sus  circunstancias  ,  se  hará  sin  duda  por  menos 
del  justo  valor;  y  no  es  equitativo  que  esta  pérdida  ó  me- 
noscabo recaiga  sobre  el  propietario  de  las  mercancías  ven- 
didas. ¿Quién  pues  deberá  soportarla?  Todos  los  interesados 
en  la  nave  y  en  la  carga,  cuando  el  producto  de  la  venta  se 
emplea  en  la  reparación  del  daño  que  el  buque  ha  recibido 
por  cualquiera  de  aquellos  accidentes  que  pertenecen  á  la 
clase  de  averias  gruesas  ;  y  solo  el  naviero,  en  los  demás  ca- 
sos. Y  ¿  cuál  es  el  justo  valor  que  debe  considerarse  á  estas 
mercancías  ,  para  conocer  la  diferencia  que  hay  entre  e¿ 
verdadero  precio  y  el  que  han  producido?  El  que  tendrían 
en  el  paraje  de  su  destino ,  si  allá  hubiesen  llegado,  con  de- 
ducción do  los  gastos  de  transporte.  Véase  lo  que  se  ha  dicho 
sobre  este  punto  en  las  observaciones  al  núm.  b°.  de  las 
Averías  particulares. 

«  Art.  957.  Al  importe  de  las  averías  gruesas  ó  comunes 
contribuyen  todos  los  interesados  en  la  naye  y  cargamento 
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existente  en  ella ,  al  tiempo  de  correrse  el  riesgo  de  que 
proceda  la  avería.  » 

=  Esta  disposición  se  funda  en  el  principio  de  que  todos 
los  que  se  aprovechan  del  sacrificio  deben  soportar  su  in- 
demnización ,  porque  no  es  justo  que  unos  sufran  todo  el 
mal  y  otros  gocen  de  todas  las  ventajas  que  del  mismo  re- 
sultan. Puesto  que  las  pérdidas  y  gastos  que  se  llaman  ave- 
rías gruesas  han  tenido  por  objeto  el  benefieio  común  de  la 
nave  y  del  cargamento,  es  evidente  que  la  repartición  de  su 
importe  debe  hacerse  con  proporción  entre  el  naviero  y  los 
cargadores.  0 

Contribuyen  pues  á  la  avería  :  Io.  ei  propietario  de  la  nave, 
dominits  etiam  ftqvis  pro  porlione  obligalus  est,  no  solo  por 
el  buque  y  sus  aparejos,  sino  también  por  el  flete,  con  la 
deducción  que  luego  se  dirá,  como  igualmente  por  las  mer- 
cancías que  tal  vez  hubiere  cargado ,  porque  todas  estas 
cosas  que  hubiese  perdido  en  caso  de  naufragio  ó  apresa- 
miento ,  se  le  han  conservado  en  virtud  del  sacrificio  hecho 
para  evitar  tales  desgracias  ;  pero  no  por  las  municiones  de 
guerra  y  de  boca  de  la  nave  ,  como  veremos  mas  adelante  : 
—  2o.  los  dueños  de  las  mercancías  existentes  en  la  nave  al 
tiempo  de  correrse  el  riesgo  ,  no  solo  por  las  que  se  conser- 
van en  ella  sino  también  por  las  que  se  arrojan  en  caso  de 
echazón  ó  se  dan  por  el  rescate  común  al  pirata  ó  corsario 
en  caso  de  apresamiento ,  pues  como  reciben  la  indemniza- 
ción de  este  sacrificio,  serian  de  mejor  condición  que  los 
dueños  de  los  géneros  conservados  si  no  contribuyesen  por 
los  perdidos  :  —  5o.  las  ropas  y  vestidos  del  capitán ,  oficia- 
les y  equipaje  que  no  hubieren  servido,  como  igualmente 
las  de  los  cargadores ,  sobrecargos  y  pasajeros  en  cuanto 
cscedan  por  cada  uno  del  valor  de  las  que  el-capitan  sabe 
de  la  contribución  ,  según  se  infiere  de  los  arts.  9b8  y  9b9 
del  código  que  luego  vamos  á  ver. 

¿  Deben  contribuir  por  sus  salarios  el  capitán  y  la  tripu- 
lación? Aunque  el  código  no  los  incluye  ni  escluye  espresa- 
mente  de  esta  obligación,  parece  no  obstante  que  los  salarios 
deben  quedar  esceptuados  de  ella ,  por  razón  de  los  servi- 
cios estraordinarios  que  prestan  dichos  empleados  en  los 
acontecimientos  que  dan  lugar  á  la  avería.  Las  ordenanzas 
de  Bilbao  los  incluían  en  la  obligación  de  contribuir,  cuando 
resultaba  la  avería  gruesa  por  rescate  de  apresamiento, 
respecto  de  que  si  el  capitán  y  marineros  hubiesen  sido  lle- 
vados con  el  navio  y  carga  en  dicho  apresamiento ,  cesarían 
sin  el  remedio  delrescale  dichos  sueldos,  y  padecerían  mayo- 
res daños  con  la  pérdida  del  todo;  pero  parece  que  supre- 
rogativa  debe  estenderse  ahora  á  todos  los  casos  ,  «ya  que  el 
nuevo  código  no  les  impone  nunca  esta  carga. 

¿Deben  contribuir  los  pasajeros  por  sus  personas?  Las 
ordenanzas  de  Bilbao  querían  que  contribuyesen,  sin  fijarles 
tasa;  pero  según  el  nuevo  código  no  parece  que  deben  con- 
tribuir, puesto  que  no  se  hace  mención  de  ellos  ,  y  mas  si 
se  atiende  á  que  las  personas  son  inapreciables  ,  como  decia 
la  ley  de  Rodas  :  Corporum  liberorum  ceslimalionem  nullam 
fier  i  posse;  i.  2,  §  2,  ff.  de  lege  Rhod.  «  Si  ovíese  hi  homes 
libres  que  non  troxiesen  en  el  navio  al  sinon  sus  cuerpos, 
dice  también  la  ley  5,  tít.  9,  Part.  5,  quantos  quier  que 
sean  non  deben  pagar  ninguna  cosa  en  la  pérdida  del  echa- 
miento ,  por  razón  de  sus  personas  ;  porque  el  home  libre 
non  puede  nin  debe  ser  apreciado  como  las  otras  cosas.  » 
Pero  la  ley  12 ,  hablando  del  rescate  por  composición  en 
caso  de  apresamiento  ,  dice  :  «  Si  alguno  non  troxiese  al 
sinon  su  cuerpo,  debe  pagar  por  eso  alguna  cosa,  segunt 
fuere  guisado,  ca  non  face  poca  ganancia  quien  estuerce  con 
el  cuerpo  de  poder  de  los  enemigos.  » 

«  Art.  938.  El  capitán  no  puede  resolver  por  sí  solo  los 
daños  y  gastos  que  pertenecen  á  la  clase  de  averías  comu- 
nes, sin  consultar  los  oficiales  de  la  nave  y  los  cargadores 
que  se  hallen  presentes  ó  sus  sobrecargos.  Si  estos  se  opu- 


sieren á  las  medidas  que  el  capitán  con  su  segundo,  si  lo  tu- 
viese ,  y  el  piloto  hallaren  necesarias  para  salvar  la  nave , 
podrá  el  capitán  proceder  á  ejecutarlas  bajo  su  responsabi- 
lidad ,  no  obstante  la  contradicción  ,  quedando  á  salvo  el 
derecho  de  los  perjudicados  para  deducirlo  á  su  tiempo  en 
el  tribunal  competente  contra  el  capitán  que  en  estos  casos 
hubiese  procedido  con  dolo,  ignorancia  ó  descuido.  » 

=  La  ley  no  podia  dejar  al  arbitrio  del  capitán  la  deter- 
minacion_de  unos  sacrificios  que  han  de  hacerse  por  el  bien 
de  todos  y  á  que  todos  deben  contribuir  ;  y  así  es  que  cuan- 
do cree  este  jefe  de  la  nave  que  se  está  en  el  caso  de  echar 
al  mar  una  parte  del  cargamento ,  de  cortar  los  mástiles ,  de 
abandonar  las  áncoras ,  ó  de  hacer  algún  otro  de  los  daños 
ó  gastos  estraordinarios  que  se  cuentan  entre  las  averías 
gruesas ,  tiene  que  consultar  primero  á  los  oficiales  y  á  lo^ 
interesados,  para  que  lodos  vean  si  concurren  las  circuns- 
tancias que  hacen  indispensable  la  medida  que  les  indica. 
Pero  como  puede  suceder  que  los  interesados  ,  cegados  por 
el  deseo  de  conservar  sus  mercancías  ó  por  un  interés  mal 
entendido,  no  quieran  accederá  la  propuesta,  aunque  en 
ella  esté  cifrado  el  único  medio  de  salud  ,  la  ley  considera 
entonces  mejores  jueces  al  capitán ,  á  su  segundo  y  al  piloto 
por  causa  de  los  conocimientos  de  su  profesión  ;  de  modo 
que  si  los  tres  ,  ó  los  dos  no  habiendo  segundo,  reconocen 
la  necesidad  de  la  providencia  proyectada ,  puede  el  prime- 
ro llevarla  á  efecto ,  salvo  el  derecho  de  los  que  se  crean 
perjudicados. 

«  Art.  959.  Cuando  hallándose  presentes  los  cargadores 
no  sean  consultados  para  la  resolución  que  previene  el  artí- 
culo precedente,  quedarán  exonerados  de  contribuir  á  la 
avería  común ,  recayendo  sobre  el  capitán  la  parte  que  á 
estos  corresponderia  satisfacer,  á  menos  que  por  la  urgencia 
del  caso  hubiere  faltado  al  capitán  tiempo  y  ocasión  para 
esplorar  la  voluntad  de  los  cargadores  antes  .de  tomar  por 
sí  disposición  alguna.  »  ) 

=  El  capitán  que  omite  la  consulta  de  los  cargadores  loma 
sobre  sí  la  parte  de  avería  que  á  estos  tocare ,  porque  así  lo 
exige  la  falta  de  respeto  á  los  derechos  de  propiedad.  Pero 
¿hay  siempre  tiempo  para  acomodarse  á  la  lentitud  de  una 
consulta?  Cuando  la  nave  va  á  encallar,  cuando  se  echa  de 
costado  por  el  embate  de  las  olas  ó  la  fuerza  del  viento , 
cuando  va  á  dar  contra  un  escollo  ,  cuando  va  á  ser  víctima 
de  la  tempestad,' cu  ando  el  oje  y  el  pensamiento  no  son  to- 
davía bastante  rápidos  para  ver  y  determinar  la  maniobra 
capaz  de  salvar  el  buque  y  el  cargamento,  ¿se  verá  entonces 
el  capitán  reducido  á  abandonar  toda  operación  y  á  consti- 
tuirse, en  cuerpo  deliberante  con  los  oficiales  y  cargadores 
para  resolver  en  juicio  contradictorio  si  se  ha  de  proceder  á 
la  echazón  ,  si  se  ha  de  romper  un  mástil ,  si  se  ha  de  cortar 
una  cuerda?  Es  claro  que  en  estos  casos  no  debe  el  capitán 
perder  momento  ni  tomar  consejo  sino  de  las  circunstancias, 
pues  se  presume  la  concurrencia  de  la  voluntad  de  todos  los 
interesados  en  las  disposiciones  que  por  sí  solo  tomare.  » 

«  Art.  940.  L3  resolución  adoptada  para  sufragar  los  da- 
ños ó  gastos  de  las  averías  comunes  se  estenderá  en  el  libro 
de  la  nave ,  con  espresion  de  las  razones  que  la  motivaron , 
délos  votos  que  se  hubieren  dado  en  contrario,  y  los  funda- 
mentos que  hubieren  espuesto  los  votantes.  Esta  acta  se  fir- 
mará por  todos  los  concurrentes  que  sepan  hacerlo ,  y  se 
estenderá  antes  de  procederse  á  la  ejecución  de  lo  resuelto, 
si  hubiere  tiempo  para  ello  ,  y  en  el  caso  de  no  haberlo  en 
el  primer  momento  en  que  pueda  verificarse.  < — El  capitán 
entregará  copia  de  la  deliberación  á  la  autoridad  judicial 
en  negocios  de  comercio  del  primer  puerto  donde  arribe , 
afirmando  bajo  juramento  que  los  hechos  contenidos  en  ella 
son  ciertos.  » 

=  Este  artículo  fija  la  época  en  que  ha  de  redactarse  la 
deliberación  sobre  la  necesidad  de  los  daños  ó  gastos  de  las 
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averias  comunes,  queriendo  que  se  estienda  el  acia  sin  di- 
lación antes  de  procederse  á  la  ejecución  de  lo  resucito,  si 
hubierse  tiempo  para  ello,  y  en  el  caso  contrario  luego  que 
se  pueda.  Pero  la  deliberación  ¿será  siempre  indispensable  ? 
El  artículo  anterior  supone  que  no ,  puesto  que  exime  al  ca- 
pitán de  cierta  responsabilidad  hacia  los  cargadores  cuando 
no  haya  tenido  tiempo  para  consultarlos;  y  el  artículo  pre- 
sente supone  al  parecer  que  sí ,  puesto  que  no  dice  lo  que 
debe  hacerse  cuando  no  haya  precedido  tal  requisito ,  como 
si  nunca  pudiese  faltar  el  tiempo  para  deliberar  sino  solo 
para  escribir.  ¿Se  dirá  que  por  este  silencio  de  la  ley  queda 
el  capitán  dispensado  de  estender  acta  alguna  cuando  tuvo 
que  obrar  sin  consulta?  La  trascendencia  del  negocio  no  per- 
mite hacer  semejante  presunción;  y  así  en  el  caso  de  que 
acosado  el  capitán  por  un  peligro  inminente  se  hubiese  visto 
forzado  á  proceder  por  sí  solo  á  la  echazón  v.  gr.  ó  á  otra 
medida  de  avería  gruesa ,  debe  después  del  acontecimiento 
suplir  en  cuanto  sea  posible  las  formalidades  prescritas  por 
la  ley,  haciendo  estender  el  acta  competente  para  acreditar 
la  posición  en  que  se  hallaba  y  la  necesidad  que  tuvo  de 
obrar  sin  previa  deliberación  de  los  interesados.— La  dispo- 
sición de  este  artículo  por  la  que  se  manda  al  capitán  entre- 
gar copia  del  acta  ó  deliberación  al  juez  comercial  del  pri- 
mer puerto  donde  arribe ,  tiene  por  objeto  precaver  los 
fraudes ,  con  especialidad  el  que  podría  cometerse  poniendo 
en  tierra  secretamente  ciertas  mercancías  para  suponerlas 
luego  éntrelas  echadas, al  mar. 

«  Art.  911 .  Cuando  se  haya  de  arrojar  al  mar  alguna  par- 
le del  cargamento,  se  comenzará  por  las  qosas  mas  pesadas 
y  de  menos  valor;  y  en  las  de  igual  clase  serán  arrojadas 
primero  las  que  se  hallen  en  el  primer  puente ,  siguiendo  el 
orden  que  determine  el  capitán  con  acuerdo  de  los  oficiales 
de  la  nave.  —  Existiendo  alguna  parte  del  cargamento  sobre 
el  combes  de  la  nave,  será  esta  lo  primero  que  se  arroje  al 
mar. 

=¡  Las  ordenanzas  de  Bilbao  ponían  la  artillería  entre  las 
primeras  cosas  que  habían  de  arrojarse;  y  la  antigua  orde- 
nanza de  Francia  designaba  los  utensilios  de  cocina.  Las 
mercancías  que  se  hallan  en  el  primer  puente ,  esto  es ,  en 
el  puente  superior,  que  es  el  que  se  encuentra  inmediata- 
mente debajo  del  combes ,  deben  arrojarse  de  preferencia , 
porque  son  las  que  mas  embarazan  la  maniobra,  y  porque 
si  el  buque  quedase  mas  cargado  en  el  puente  superior  que 
en  el  inferior,  no  podría  sostenerse  derecho  sobre  las  aguas. 
El  capitán  no  ha  de  hacer  por  sí  solo  la  elección  de  las  mer- 
cancías que  se  destinen  á  la  echazón,  sino  que  lia  de  oir  á 
los  oficiales  ;  pero  es  de  notar  que  no  está  obligado  á  con- 
sultar á  los  cargadores ,  por  la  razón  sencilla  de  que  cada 
uno  de  ellos,  guiado  por  su  interés  personal ,  seria  siempre 
de  parecer  de  echar  los  efectos  que  no  le  perteneciesen.  Si 
hubiere  carga  en  el  combes  ó  cubierta  ,  debe  siempre  arro- 
jarse la  primera,  porque  pone  todavía  mas  obstáculo  á  la 
maniobra  y  á  la  marcha  de  la  nave  que  la  que  existe  en  el 
primer  puente. 

«  Art.  942.  A.  continuación  del  acta  que  contenga  la  de- 
liberación de  arrojar  al  mar  la  parte  del  cargamento  que  se 
haya  graduado  necesaria,  se  anotarán  cuáles  han  sido  los 
efectos  arrojados;  y  si  algunos  de  los  conservados  hubieren 
recibido  daño  por  consecuencia  directa  de  la  echazón ,  se 
hará  también  mención  de  ellos.  » 

«  Art.  9ho.  Si  la  nave  se  perdiere,  no  obstante  la  echa- 
zón de  una  parle  de  su  cargamento  ,  cesa  la  obligación  de 
contribuir  al  importe  de  la  avería  gruesa;  y  los  daños  y 
pérdidas  ocurridas  se  estimarán  como  averías  simples  ó  par- 
ticulares á  cargo  de  los  interesados  en  los  efectos  que  las 
hubieren  sufrido.  » 

=  Si  la  echazón  no  ha  procurado  ventaja  alguna  y  no  ha 
podido  impedir  la  pérdida  de  la  nave  y  del  cargamento,  ya 


desde  entonces  la  posición  de  los  efectos  dejados  en  el  buque 
no  es  mas  favorable  que  la  de  los  arrojados.  Todos  por  fin 
han  llegado  á  perderse.  Si  después  se  logra  sacar  algunos  de 
las  ondas,  es  por  alguna  circunstancia  feliz  y  particular  que 
tanto  podia  sobrevenir  á  los  que  se  arrojaron  como  á  los  que 
se  conservaron.  Así  que  ,  los  géneros  salvados  del  naufra- 
gio ,  ya  sean  de  los  que  primitivamente  se  echaron  al  mar  ó 
de  los  que  se  dejaron  á  bordo  ,  no  deben  contribuir  al  pago 
de  los  perdidos.  Esta  disposición  es  conforme  á  la  máxima 
sacada  de  la  ley  li ,  §  1 ,  ff.  de  lege  Rhod.:  Merces  non  pos- 
suntvideri  levando;  navis  causa  jadee  esse,  quee  per'út.  No 
puede  decirse  que  se  arrojaron  las  mercancías  por  alijerar 
la  nave  que  pereció. 

Has  es  de  observar  que  aquí  se  trata  del  caso  en  que  e3 
uno  mismo  el  acontecimiento  que  ha  ocasionado  la  echazón 
y  la  pérdida  del  buque.;  y  así  importa  mucho  saber  si  estas 
dos  cosas ,  la  echazón  y  la  pérdida ,  se  han  verificado  en  una 
misma  tormenta  ó  en  dos  tormentas  diferentes.  Si  después 
de  la  echazón  hay  alguna  interrupción  en  la  tempestad  ,  y 
luego  vuelve  esta  con  mas  violencia  y  hace  hundirse  la 
nave ,  parece  debe  reputarse  la  misma  tempestad  v  decla- 
rarse que  no  haylugar  á  la  contribución. 

Lo  que  se  ha  dicho  del  caso  de  naufragio  puede  decirse 
del  caso  de  apresamiento.  Si  la  echazón  que  se  hace  para 
alijerar  la  nave  perseguida,  no  impide  que  esta  sea  cogida 
por  el  pirata  ó  corsario  que  le  da  caza  ,  no  habrá  tampoco 
lugar  á  la  obligación  de  contribuir  al  resarcimiento  do  las 
cosas  arrojadas,  aunque  después  del  apresamiento  hava  en- 
contrado la  tripulación  ,  sea  por  valentía  ó  por  industria ,  el 
medio  de  libertar  la  nave  y  las  mercancías  que  habían  que- 
dado en  ella  ;  porque  no  es  la  echazón  la  que  ha  procurado 
su  conservación  ó  salvamento.  Véase  lo  que  se  lia  dicho 
mas  arriba  en  las  observaciones  sobre  la  primera,  segunda, 
tercera  y  cuarta  especie  de  averías  gruesas. 

«  Art.  9S4.  Cuando  después  de  haberse  salvado  la  nave 
del  riesgo  que  dio  lugar  á  la  avería  gruesa,  pereciere  por 
otro  accidente  ocurrido  en  el  progreso  de  su  viaje,  subsis- 
tirá la  obligación  de  contribuir  á  la  avería  común  ios  efec- 
tos salvados  del  primer  riesgo  que  se  hubieren  conser- 
vado después  de  perdida  la  nave,  según  el  valor  que  les 
corresponda  atendido  su  estado  ,  y  con  deducción  de  ios 
gastos  hechos  para  salvarlos.  » 

=  La  especie  de  este  artículo  es  muy  diferente  de  la  del 
artículo  anterior.  Aquí  la  echazón  salvó  las  mercancías,  y 
desde  entonces  adquirió  derecho  á  la  indemnización  el  pro- 
pietario dg  los  efectos  arrojados.  Los  nuevos  accidentes  que 
luego  sobrevienen  no  pueden  destruir  este  derecho,  res- 
pecto de  que  son  independientes  del  primero  y  de  que  el  de- 
recho adquirido  nada  tiene  de  condicional. 

Pero  esto  supone  que  la  pérdida  déla  nave  será  efecto  do 
un  nuevo  acontecimiento  y  no  consecuencia  del  primero, 
aunque  medie  algún  intervalo  de  tiempo,  como  ya  se  ha  in- 
dicado en  la  esplicacion  del  artículo  antecedente  ;  de  modo 
que  si  después  de  la  echazón  fuese  tirando  todavía  algunas 
horas  el  buque,  y  por  fin  llegase  á  perecer,  no  podría  de- 
cirse que  la  echazón  lo  había  salvado  desde  luego ,  y  quo 
después  no  sucumbió  sino  por  un  suceso  diferente  del  pri- 
mero. 

Es  justo  ,  sin  embargo ,  no  hacer  contribuir  las  mercan- 
cías escapadas  del  nuevo  desastre  sino  en  el  estado  en  que 
se  encuentran  y  hecha  deducción  de  los  gastos  de  salva- 
mento ;  ya  porque  la  diminución  de  su  valor  es  efecto  de  un 
caso  fortuito  de  que  nadie  debe  responder,  y  que  recae  in- 
distintamente sobre  todas  las  partes  interesadas,  ya  porque 
los  gastos  de  salvamento  son  el  precio  de  una  operación  sin 
la  cual  no  se  hubieran  conservado  para  nadie  las  mercancías. 

Esta  decisión  es  conforme  á  la  de  la  ley  ít,  §  i,  ff.  de  lege 
Rltod.  Si  navis,  quœ  in  lempeslale  jactu  merciuia  unius  mcr- 
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coloris  lévala  est,  in  alio  loco  submersaest,  et  aliquorum 
mercalorum  mercesper  urinatores  exlractœ  sunt  dala  mer— 
cede,  ralionem  haberi  deberé  ejus  cujus  merccs  in  navigalione 
levandœ  navis  causa  jaclœ  sunt ,  ab  lus  qui  postea  suas  per 
urinatores  servaverunt,  Sabinus  œquè  respondit. 

No  parece  necesario  advertir  que  las  mercancías  que  no 
se  salvaren  del  naufragio  no  están  sujetas  á  contribución. 

«  Art.  9'iS.  La  justificación  de  las  pérdidas  y  gastos  que 
constituyan  la  avería  común ,  se  hará  en  el  puerto  de  la  des- 
carga á  solicitud  del  capitán ,  y  con  citación  y  audiencia 
instructiva  de  todos  los  interesados  presentes  ó  de  sus  con- 
signatarios. » 

=  El  puerto  de  la  descarga  puede  ser,  ó  bien  el  puerto 
del  deslino  de  la  nave,  cuando  esta  llegó  felizmente  á  él  ;  ó 
bien  el  puerto- á  que  tuvo  que  arribar  y  en  que  luego  se  vio 
forzada  á  descargar,  cuando  quedó  tan  maltratada  de  las 
averías  que  ya  no  pudo  pasar  mas  adelante. 

«  Art.  9íiG.  El  reconocimiento  y  liquidación  de  la  avería 
y  su  importe  se  verificará  por  peritos ,  que  á  propuesta  de 
los  interesados  ó  sus  representantes ,  ó  bien  de  oficio,  si  es- 
tos no  lo  hiciesen,  nombrará  el  tribunal  de  comercio  del 
•puerto  de  la  descarga,  haciéndose  esta  en  territorio  español. 
—  Si  se  hiciere  en  pais  estranjero  competerá  este  nombra- 
miento al  cónsul  español ,  y  en  defecto  de  haberlo  á  la  auto- 
ridad judicial  que  conozca  de  los  negocios  mercantiles.  » 

=  Cuando  la  ley  decide  aquí  que  el  reconocimiento  y  li- 
quidación de  la  avería  y  su  importe  se  verificará  por  peritos, 
es  en  la  suposición  de  que  no  Se  hallarán  presentes  todos 
los  interesados  ,  ó  de  que  no  llegarán  á  componerse  amiga- 
blemente; pues  si  estos  se  encontrasen  allí,  podrían  arre- 
glar sus  cuentas  por  sí  mismos  sin  intervención  de  peritos 
ni  de  la  autoridad.  El  recurso  á  la  justicia  está  abierto  para 
todos,  pero  no  es  forzoso  para  nadie.  Cualquiera  que  tiene 
capacidad  para  contratar,  la  tiene  también  para  transigir. 
No  debe  regir  pues  el  presente  artículo  sino  en  los  casos  en 
que  no  haya  acomodamiento  amistoso. 

«  Art.  947.  Los  peritos  aceptarán  el  nombramiento,  y 
prestarán  juramento  de  desempeñar  fiel  y  legalmente  su  en- 
cargo. » 

«  Art.  948.  Las  mercaderías  perdidas  se  estimarán  según 
el  precio  que  tendrían  corrientemente  en  el  lugar  de  la  des- 
carga ,  con  tal  que  consten  de  los  conocimientos  sus  especies 
y  calidad  respectiva.  No  siendo  así,  se  estará  á  lo  que  re- 
sulte de  la  factura  de  compra  librada  en  el  puerto  de  la  es- 
pedícion,  agregando  al  importe  de  esta  los  gastos  y  fletes 
causados  posteriormente.  Los  palos  cortados,  velas,  cables 
y  demás  aparejos  que  se  inutilizaron  para  salvar  la  nave,  se 
apreciarán  por  el  valor  que  tuviesen  al  tiempo  de  la  avería, 
según  su  estado  de  servicio.  » 

=  Para  proceder  á  la  repartición  de  la  avería  gruesa ,  es 
necesario  hacer  dos  masas  :  una  del  importe  de  las  pérdidas 
sufridas  por  el  bien  común ,  de  que  ha  de  indemnizarse  á  los 
perjudicados;  y  otra  del  importe  de  las  cosas  que  deben 
contribuir  en  proporción  de  su  valor  al  pago  de  la  indemni- 
zación. Para  formar  la  masa  del  importe  de  las  pérdidas,  que 
es  el  objeto  de  este  artículo,  se  han  de  estimar  los  efectos 
perdidos,  dañados  ó  inutilizados.  Estos  efectos  pueden  ser, 
ó  mercancías  ó  aparejos  de  la  nave.  La  estimación  de  las 
mercancías  debe  hacerse  al  precio  corriente  del  lugar  de  la 
descarga,  esto  es,  al  precio  á  que  suelan  venderse  otras 
mercancías  de  la  misma  especie  y  calidad  en  el  puerto  don- 
de el  buque  ponga  su  carga  en  tierra ,  sea  por  ser  el  de  su 
destino ,  sea  por  no  poder  continuar  el  viaje  á  causa  de  ave- 
rías. Es  preciso  pues  para  la  estimación  de  las  mercancías 
fijar  primero  su  especie  y  calidad ,  y  estas  circunstancias 
han  de  probarse  indispensablemente  por  los  conocimientos. 
Si  de  ellos  no  aparecen,  no  se  hace  la  estimación  al  precio 
corriente  del  lugar  de  la  descarga ,  sino  que  se  está  entonces 


al  precio  de  factura  con  aumento  de  los  gastos  y  fletes  quo 
después  de  la  compra  se  hubieren  causado. 

El  derecho  romano  se  contentaba  con  reembolsar  á  los 
dueños  de  las  mercancías  perdidas  lo  que  estas  les  habían 
costado ,  aunque  hubiesen  podido  valer  mas  si  hubieran  lle- 
gado al  lugar  de  su  destino  :  Nec  ad  rem  perlinebit ,  dice  la 
ley  2,  §  U,  ff.  de  lecje  Rhod.,  si  hce  quœ  amissœ  sunt,  plu- 
ris  venire  polerant,  quoniam  detrimenli,  non  lucri,  fit 
prcestalio.  Pero  parece  mas  justa  la  disposición  de  nuestro 
código ,  porque  la  condición  de  los  propietarios  de  las  mer- 
cancías perdidas  por  el  interés  común ,  debe  ser  igual  á  la 
de  los  propietarios  de  las  mercancías  conservadas;  y  pues 
que  estos  tienen  la  ganancia  que  hay  que  hacer  sobre  sus 
mercancías  en  el  lugar  de  la  descarga  del  buque ,  es  consi- 
guiente que  aquellos  deban  ser  indemnizados  también  de  la 
ganancia  que  habrían  hecho  sobre  sus  mercancías  si  hubie- 
sen llegado  del  mismo  modo. 

La  estimación  de  los  aparejos  de  la  nave ,  como  por  ejem- 
plo de  los  palos  cortados  ,  velas ,  cables  y  demás  cosas  inu- 
tilizadas por  el  bien  común,  se  hace  por  el  valor  que  tuvie- 
sen al  tiempo  de  la  avería ,  según  su  estado  de  servicio , 
porque  este  valor  es  el  que  se  ha  perdido  para  los  propietarios 
de  la  nave;  de  modo  que  la  indemnización  que  ha  de  ha- 
cerse al  capitán  no  es  de  la  cantidad  que  le  cueste  en  el  lugar 
de  la  descarga  la  reposición  ó  reemplazo  de  los  mástiles , 
cables,  etc.,  sino  délo  que  estos  efectos  valían  realmente 
cuando  se  perdieron. 

«  Art.  949.  Para  que  los  efectos  del  cargamento  perdidos 
ó  deteriorados  tengan  lugar  en  el  cómputo  de  la  avería  co- 
mún ,  es  indispensable  circunstancia  que  se  trasporten  con 
los  debidos  conocimientos-  :  de  lo  contrario  será  su  pérdida 
ó  desmejora  de  cuenta  de  los  interesados ,  sin  que  por  esta 
razón  dejen  de  contribuir  en  el  caso  de  salvarse  ,  como  todo 
lo  demás  del  cargamento.  » 

=  Las  mercancías  de  que  el  capitán  no  ha  espedido  el 
competente  conocimiento ,  no  se  pagan  si  se  pierden  ó  dete- 
rioran ,  porque  se  suponen  introducidas  clandestinamente 
en  el  buque,  y  pueden  ponerlo  en  peligro  de  perecer  por 
sobrecargarlo  demasiado  ;  pero  si  se  salvan  ,  es  muy  justo 
que  contribuyan  á  la  indemnización  de  las  perdidas  ó  dele- 
rioradas  por  el  bien  común  ,  porque  su  dueño  se  aprovecha 
del  sacrificio  y  no  debe  sacar  ventaja  de  su  fraude. 

«  Art.  950.  Tampoco  se  computarán  en  la  avería  común 
los  efectos  cargados  sobre  el  combes  de  la  nave  que  se 
arrojen  ó  dañen ,  no  obstante  que  estarán  también  sujetos  á 
la  contribución  de  la  avería  si  se  salvasen.  —  El  fletante  y  el 
capitán  responderán  délos  perjuicios  de  la  echazón  á  los  car- 
gadores de  los  efectos  arrojarlos,  si  su  colocación  en  el  com- 
bes se  hubiere  hecho  arbitrariamente  y  sin  consentimiento 
de  estos.  » 

=  Generalmente  hablando ,  no  deben  colocarse  mercan- 
cías sobre  el  combes  ó  cubierta  ,  porque  embarazan  la  ma- 
niobra y  la  marcha  de  la  nave ,  la  cual  se  encuentra  ó  dema- 
siado cargada  si  el  interior  y  el  combes  están  llenos ,  ó  mal 
cargada  si  el  combes  está  lleno  y  el  interior  vacío.  Cuando 
se  viola  pues  esta  regla  general ,  si  los  efectos  cargados  en 
el  combes  se  arrojan  al  mar,  se  debe  suponer  que  es  porque 
su  peso  ponia  en  riesgo  un  buque  que  por  otra  parte  no  ne- 
cesitaba hacer  la  echazón;  y  si  por  esta  operación  se  dañan 
ó  deterioran,  se  debe  presumir  que  es  porque  supresencia  ha- 
cia difícil  la  maniobra.  Es  cierto  que  en  ambos  casos  el  dañe 
tiene  por  causa  ú  objeto  el  interés  común  ;  pero  el  interés 
común  no  habría  exigido  quizá  la  medida  que  ha  producido 
el  daño ,  si  la  existencia  de  dichos  efectos  no  hubiese  atraí- 
do los  riesgos  sobre  la  nave  ó  contribuido  cuando  menos  á 
aumentarlos.  Seria  por  tanto  mas  justo  dar  acción  á  los  de- 
más cargadores  contra  los  que  les  habían  puesto  en  peligro 
sus  efectos  ,  que  hacerlos  contribuir  á  la  reparación  de  la 
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pérdida  merecida  que  los  últimos  esperimentan.  El  perjuicio 
recaerá ,  según  el  artículo ,  ó  bien  sobre  el  cargador  si  con- 
sintió que  sus  efectos  se  pusiesen  sobre  la  cubierta ,  ó  bien 
sobre  el  capitán  y  el  fletante  si  la  colocación  se  bizo  sin  el 
consentimiento  del  cargador.  Mas  aunque  los  efectos  de  que 
se  trata  no  deban  aprovecharse  de  la  contribución ,  no  por 
eso  se  sigue  que  deben  dejar  de  soportarla  cuando  la  echa- 
zón los  ha  salvado,  pues  hay  paridad  de  razones  entre  este 
caso  y  el  del  artículo  anterior  en  que  la  echazón  impide  la 
pérdida  de  las  mercancías  no  comprendidas  en  los  conoci- 
mientos. 

«  Art.  931.  Las  mercaderías  arrojadas' al  mar  que  fuesen 
recobradas  después ,  no  entran  tampoco  en  el  cómputo  de  la 
avería  común ,  sino  en  la  parte  que  se  regule  haber  desme- 
recido ,  y  lo  que  importen  los  gastos  hechos  para  recobrar- 
las ;  y  si  antes  de  hacerse  el  recobro  se  hubieren  incluido  en 
la  masa  común  de  la  avería,  dándose  su  importe  á  los  pro- 
pietarios ,} deberán  estos  devolver  lo  percibido,  reteniendo 
solamente  Ío  que  les  corresponda  por  razón  de  la  desmejora 
y  gastos.  » 

=  La  echazón  no  es  un  abandono  de  la  propiedad ,  pues 
no  se  arrojan  las  mercancías  con  ánimo  de  abdicar  su  domi- 
nio, sino  con  el  de  salvar  el  resto  y  la  nave  :  Non  polest 
videri  id  pro  der elido  habitum ,  quod  salulis  causa  intérim 
dimissum  est;l.  21,  §  2,/f.  de  adquir.  possess.  De  consi- 
guiente ,  si  se  logra  sacarlas  de  las  ondas  ,  vuelven  al  patri- 
monio de  su  dueño,  quien  tiene  derecho  de  reclamarlas, 
pagando  los  gastos  de  salvamento  ;  y  si  ya  hubiere  recibido 
la  competente  indemnización  ,  debe  restituirla  al  capitán  y 
á  los  demás  interesados ,  porque  no  seria  justo  que  poseyese 
á  un  mismo  tiempo  las  cosas  y  su  valor  ;  bien  que  puede  re- 
tener ó  pedir  la  cantidad  necesaria  para  cubrir  los  gastos 
del  recobro  y  el  daño  que  las  mercancías  hubieren  recibido 
á  resultas  de  la  echazón,  porque  estas  son  las  únicas  pérdidas 
que  ha  tenido  realmente  y  de  que  debe  ser  reembolsado. 

«  Art.  9S2.  En  caso  de  perderse  los  efectos  del  carga- 
mento, que  para  alijerar  el  buque  por  causa  de  tempestad,  ó 
para  facilitar  su  entrada  en  un  puerto  ó  rada,  se  trasborda- 
sen á  barcas  ó  lanchas  ,  se  comprenderá  su  valor  en  la  masa 
que  ha  de  contribuir  á  la  avería  común  con  arreglo  á  lo  dis- 
puesto en  el  art.  939.  » 

=  Sin  duda  se  padeció  alguna  equivocación  al  tiempo  de 
redactar  ó  imprimir  este  artículo  poniendo  masa  que  ha  de 
contribuir  à  la  avería  común  en  lugar  de  masa  que  ha  de 
componer  ó  formar  la  averia  común ,  pues  ademas  de  que 
no  se  entra  á  tratar  de  la  contribución  á  la  avería  hasta  el 
artículo  siguiente ,  seria  inútil  hacer  de  propósito  un  artículo 
especial  para  sujetar  á  contribución  los  efectos  que  aquí  se 
mencionan  cuando  están  comprendidos  en  la  regla  general 
del  art.  9SS.  También  parece  equivocada  la  cita  del  artículo 
939,  que  ninguna  conexión  tiene  con  el  presente ,  y  tal  vez 
se  habrá  querido  hacer  referencia  al  art.  936  que  habla  en 
el  número  5o.  del  alijo  y  trasbordo. 

Como  quiera  que  sea ,  las  mercancías  que  se  trasbordan  á 
barcas  ó  lanchas  para  alijerar  el  buque  por  causa  de  tem- 
pestad ó  para  facilitar  su  entrada  en  un  puerto  ó  rada ,  se 
esponen  sobre  frágiles  esquifes  por  el  bien  común  á  riesgos 
i  que  no  corrían  en  la  nave ,  y  deben  asimilarse  en  algún  modo 
¡A  las  mercancías  que  se  arrojan:  por  lo  cual  si  llegan  á  per- 
f  derse  á  consecuencia  del  trasbordo,  debe  soportarse  esta 
pérdida  por  todos  los  que  de  esta  manera  conservan  sus 
cosas. 

¿  Qué  será  si  después  del  trasbordo  perece  la  nave  con  el 
resto  de  su  cargamento,  y  se  salvan  las  mercancías  que  se 
habían  trasladado  á  las  barcas?  g  Deberán  estas  contribuir 
en  tal  caso  á  la  reparación  de  esta  pérdida ,  puesto  que  no 
han  dejado  de  hacer  parte  del  cargamento  de  la  nave  ?  Las 
mercancías  puestas  en  lanchas  no  deben  contribuir  á  la  in- 
demnización de  la  pérdida  de  la  naye  y  de  los  efectos  que 


quedaron  á  bordo ,  porque  esta  pérdida  no  puede  estimarse 
sino  como  avería  simple,  puesto  que  no  se  sufrió  por  la  con- 
servación de  las  lanchas.  Esta  decisión  es  muy  conforme  á 
los  principios  establecidos  en  los  artículos  anteriores,  y  prin- 
cipalmente á  la  ley  8 ,  tít.  9,  Part.  8 ,  que  dice  así  :  «  Pero  si 
después  deso  (  del  alijo  ó  trasbordo  )  se  quebrantase  la  nave 
et  se  perdiesen  las  cosas  que  veniesen  en  ella,  et  fincasen  en 
salvo  las  otras  cosas  que  fuesen  metidas  en  el  barco  con  en- 
tencíon  de  aliviar  la  nave  ,  así  como  sobredicho  es  ;  aquellos 
cuyas  fuesen  las  cosas  que  fincasen  en  salvo ,  non  son  tenu- 
dos  de  dar  ninguna  cosa  délias  á  los  otros  á  quien  se  per- 
dieron sus  cosas  en  la  nave  :  porque  la  pérdida  les  avino  por 
ocasión  ,  et  non  por  otra  razón  ninguna  que  fuese  por  pro 
de  todos  comunalmiente.  »  Lo  propio  estaba  declarado  en  el 
art.  14,  cap.  20  de  las  ordenanzas  de  Bilbao ,  donde  se  añade 
con  justa  razón  que  perdiéndose  la  nave  alijada  y  las  lan- 
chas, y  recuperándose  después  algunas  de  las  mercancias 
que  habían  quedado  en  la  nave ,  no  deben  estas  contribuir  á 
resarcir  el  daño  de  las  que  en  dichas  lanchas  perecieron  , 
porque  el  evento  ó  causa  porque  fué  hecha  la  traslación  no 
se  consiguió  :  lo  cual  es  conforme  al  artículo  943 ,  que  queda 
esplicado  mas  arriba. 

Finalmente ,  así  la  disposición  del  presente  artículo  como 
la  doctrina  que  se  ha  sentado ,  están  sacadas  déla  ley  i, 
fF.  de  lege  Rhod.  :  Navis  onustos  levandœ  causa ,  quia  intrare 
flumen  velporlicm  nonpoteral  cum  onere ,  si  quasdam  merces 
in  scapham  trajectee  sunt....  eaque  scapha submersa  est,  ratio 
haberi  débet  inter  eos ,  qu¿  in  nave  merces  salvas  habent ,  cum 
his  qui  in  scapha  perdiderunt,  tanquam  si  jactura  facía essel  : 
contra ,  si  scapha  cum  parle  mercium  salva  est ,  et  navis  pe- 
riit,  ratio  haberi  non  débet  eorum  qui  in  nave  perdiderunt , 
quia  jactas  in  Iribulum  salva  nave  venit;  id  est,  quia  is  de- 
mum  jadas ,  ea  demum  jactura  venit  in  tributum,  quœ  ad 
salvandum  navem  acta  est,  et  per  quam  navis  salva  fada  est. 

«  Art.  953.  La  cantidad  á  que ,  según  la  regulación  de  los 
peritos ,  ascienda  la  avería  gruesa .  se  repartirá  proporcio- 
nalmente  entre  todos  los  contribuyentes  por  la  persona  que 
nombre  al  intento  el  tribunal  que  conozca  de  la  liquidación 
de  la  avería.  » 

=  Se  ha  tratado  en  los  artículos  anteriores  de  las  cosas 
que  deben  entrar  en  la  avería  gruesa  ,  y  del  modo  de  hacer 
su  estimación ,  para  formar  la  masa  del  importe  de  las  pér- 
didas sufridas  por  el  bien  común.  Este  importe  se  ha  de  cu-, 
brir  proporción  almente  por  todos  los  que  mediante  estos  sa- 
crificios han  logrado  conservar  sus  cosas  ;  y  por  ello  va  á 
tratarse  en  los  artículos  siguientes  de  las  cosas  que  deben 
contribuir  á  la  avería  gruesa  y  del  modo  de  hacer  su  esti- 
mación ,  á  fin  de  formar  la  segunda  masa  sobre  la  cual  ha  de 
repartirse  la  primera.  La  repartición  se  hace  por  la  persona 
que  nombre  el  tribunal ,  en  caso  de  que  no  procedan  amiga- 
blemente los  interesados. 

«  Art.  934.  Para  fijar  la  proporción  en  que  se  debe  hacer 
el  repartimiento ,  se  graduará  el  valor  de  la  parte  del  carga- 
mento salvada  del  riesgo ,  y  el  que  corresponda  á  la  nave.  » 

=  No  solo  se  hace  el  repartimiento  sobre  las  cosas  salva- 
das y  sobre  la  nave ,  sino  también  sobre  las  cosas  perdidas 
y  sobre  los  fletes  ;  pero  el  artículo  se  contenta  con  ordenar 
aquí  la  estimación  de  las  cosas  salvadas  y  de  la  nave ,  por- 
que supone  ya  estimadas  las  perdidas  y  luego  considera  los 
fletes  como  accesorios  del  buque.  Véase  la  esplicacion  del 
artículo  937. 

«  Art.  935.  Los  efectos  del  cargamento  se  estimarán  por 
el  precio  que  tengan  en  el  puerto  de  la  descarga.  Las  merca- 
derías perdidas  entrarán  á  contribuir  por  el  mismo  valor  que 
se  les  haya  considerado  en  la  regulación  de  la  averia.  El 
buque  con  sus  aparejos  se  apreciará  igualmente  según  el 
oslado  en  que  se  hallen.  Tanto  el  justiprecio  de  la  nave  como 
el  de  los  efectos  de  su  cargamento,  se  ejecutará  por  peritos 
nombrados  en  la  forma  que  previene  el  artículo  946.  » 
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=  Los  efectos  del  cargamento  que  se  han  salvado  contri- 
buyen ala  avería  por  el  valor  que  tienen  en  el  puerto  de  la 
descarga ,  porque  este  valor  es  el  que  se  les  ha  conservado 
mediante  el  sacrificio  que  se  hizo,  los  efectosque  se' perdieron 
entran  también  á  contribuir,  porque  como  su  dueño  recibe 
el  competente  reembolso,  seriado  mejor  condición  que  los 
propietarios  de  los  efectos  salvados  si  recibiese  por  entero 
el  precio  de  los  perdidos;  y  contribuyen ,  del  mismo  modo 
que  los  salvados ,  por  el  valor  que  hubieran  tenido  en  el 
puerto  de  la  descarga ,  con  la  modificación  espresada  en  el 
art.  948.  El  buque  y  sus  aparejos  contribuye  igualmente 
por  el  valor  que  tenga  en  el  puerto  de  la  descarga ,  y  no  por 
el  que  resulte  de  la  póliza  de  seguro  ,  ni  por  el  que  tenia  al 
tiempo  de  la  partida  ;  porque  no  debe  contribuir  sino  en 
razón  del  valor  que  ha  conservado ,  y  es  claro  que  no  puede 
tener  el  mismo  valor  después  de  las  fatigas  del  viaje  que 
antes  de  emprenderlo. 

«  Art.  956.  Se  tendrá  por  valor  accesorio  de  la  nave  para 
la  contribución  de  la  avería  el  importe  de  los  fletes  deven- 
gados en  el  viaje ,  con  descuento  de  los  salarios  del  capitán 
y  la  tripulación.  » 

=  Los  fletes  contribuyen  á  la  avería  ,  porque  se  han  sal- 
vado mediante  la  echazón  ó  el  otro  sacrificio  que  se  ha  he- 
cho ,  puesto  que  no  habría  habido  derecho  á  cobrarlos  si  se 
hubieran  perdido  los  efectos  del  cargamento;  pero  se  dedu- 
cen justamente  los  sueldos  del  capitán  y  la  tripulación,  por- 
que son  una  carga  de  los  fletes. 

Las  antiguas  leyes  marítimas  eran  menos  rigurosas  en 
esta  parle  con  los  navieros.  Las  leyes  de  Rodas  les  hacian 
contribuir  por  los  dos  tercios  del  valor  de  la  nave  :  el  célebre 
código  délas  costumbres  marítimas  de  Barcelona,  por  la 
mitad  del  valor  del  buque ,  y  por  el  flete  líquido  con  deduc- 
ción de  salarios  y  gastos  :  las  leyes  de  Layron ,  ó  sean  jui- 
cios de  Oieron ,  por  sola  la  nave  ó  por  solo  el  flete  ,  á  su 
elección  :  las  ordenanzas  de  Wisbuy,  por  sola  la  nave  ó  por 
solo  el  flete ,  á  elección  de  los  cargadores  :  los  capítulos  del 
rey  don  Pedro  IV  de  Aragon  ,  por  la  mitad  del  valor  del 
buque  y  por  todo  el  flete  con  deducción  de  los  sueldos  de  la 
tripulación  :  las  ordenanzas  de  la  marina  de  Francia ,  por  la 
mitad  del  buque  y  por  la  mitad  del  flete  :  las  ordenanzas  de 
Bilbao,  por  el  valor  del  buque  y  mitad  de  fletes  ;  y  por  fin 
el  nuevo  código  francés ,  por  la  mitad  del  buque  y  del  flete. 

«  Art.  957.  Para  el  justiprecio  de  las  mercaderías  salvadas 
se  estará  á  la  inspección  material  de  ellas  ,  y  no  á  lo  que  re- 
sulte de  los  conocimientos,  á  menos  que  las  partes^e  con- 
formen en  referirse  á  estos.  » 

=  Las  mercancías  perdidas  tienen  que  justipreciarse  por 
la  calidad  que  aparezca  de  los  conocimientos ,  porque  como 
ya  no  existen  no  se  las  puede  sujetar  á  examen  ;  pero  con 
respecto  á  las  mercancías  salvadas ,  el  medio  mas  seguro  de 
estimarlas  es  el  de  reconocer  su  calidad  por  la  inspección 
material  de  ellas ,  sin  hacer  caso  de  los  conocimientos ,  en 
los  cuales  ha  podido  suponérseles  una  calidad  inferior  ó  su- 
perior á  la  verdadera. 

«  Art.  958.  No  contribuyen  á  la  avería  gruesa  las  muni- 
ciones de  guerra  y  de  boca  de  la  nave ,  ni  las  ropas  y  ves- 
tidos de  uso  del  capitán ,  oficiales  y  equipaje  que  hubieren 
ya  servido.  » 

=  Como  las  municiones  de  guerra  y  de  boca  están  desti- 
nadas para  la  defensa  de  la  nave  y  la  subsistencia  de  la  tri- 
pulación y  de  los  pasajeros,  deben  considerarse  por  sí  mis- 
mas como  medios  de  salvación  ;  y  es  por  consiguiente  muy 
natural  eximirlas  de  la  obligación  de  contribuir  á  la  indem- 
nización de  los  sacrificios  hechos  para  salvar  la  nave,  las 
personas  y  el  cargamento. 

Mas  de  aquí  mismo  resulta  que  la  escepcion  no  se  estiende 
á  las  municiones  de  boca  y  guerra  que  se  han  puesto  en  el 
buque  para  ser  trasportadas ,  pues  estas  hacen  parte  de  la 
carga  y  deben  contribuir  como  las  demás  mercaderías. 


Entre  las  municiones  de  boca  esceptuadas  de  contribución 
se  han  de  comprender  los  víveres  que  los  pasajeros  han  em- 
barcado para  consumirlos  durante  la  travesía;  ya  porque 
efectivamente  forman  parte  de  la  masa  de  las  vituallas,  pues 
que  disminuyen  de  otro  tanto  el  consumo  de  las  compradas 
por  el  capitán ,  ya  porque  en  caso  de  necesidad  se  ponen  en 
común  para  el  uso  de  todos.  Así  estaba  declarado  en  la  ley  2, 
§  2,  ff.  de  lege  Rliod.,  que  eximia  de.  contribución  las  provi- 
siones particulares  :  Nisi  si  qua  consumendi  causa  imposila 
forent  :  quo  in  numero  essent  cibaria;  eo  magis,  quocl  si 
quando  ea  deficerent  in  navigatione ,  quod  quisque  haberet  in 
commune  conferret. 

Las  ropas  y  vestidos  usuales  de  la  tripulación  no  deben 
estar  menos  esentos  de  contribuir  que  las  vituallas,  porque 
los  que  han  de  trabajar  en  la  maniobra  tienen  casi  tanta  ne- 
cesidad de  estar  vestidos  como  alimentados.  Mas  pues  que 
Ja  ley  escluye  de  la  contribución  tan  solamente  las  ropas  y 
vestidos  que  han  servido  ya ,  se  deduce  ser  su  intención  que 
queden  sujetos  á  ella  los  que  todavía  no  hubieren  entrado  en 
uso.  La  antigua  ordenanza  y  el  nuevo  código  de  Francia  con- 
ceden la  prerogaliva  de  esencion  á  los  individuos  del  equi- 
paje por  todo  su  ajuar  sin  limitación  alguna. 

«  Art.  959.  Se  esceptúan  también  de  la  contribución  á  la 
averia  común  las  ropas  y  vestidos  del  mismo  género  perte- 
necientes á  los  cargadores ,  sobrecargos  y  pasajeros  que  se 
hallen  á  bordo  de  la  nave ,  en  cuanto  no  esceda  el  valor  de 
los  efectos  de  esta  especie  que  á  cada  uno  corresponda  del 
que  se  dé  á  los  de  igual  clase  que  el  capitán  salve  de  la  con- 
tribución. » 

=  Cada  cargador,  sobrecargo  y  pasajero  que  se  halle  á 
bordo ,  libra  de  la  contribución  tanto  valor  como  el  capitán 
en  ropas  y  vestidos  de  uso,  y  tiene  que  contribuir  por  el  es- 
ceso de  los  de  esta  clase ,  como  igualmente  por  los  vestidos 
y  ropas  que  todavía  no  hubiese  estrenado. 

¿  Se  comprenden  entre  los  vestidos  los  anillos ,  aderezos  y 
demás  adornos?  ¿deben  concurrir  estos  á  la  contribución  en 
la  misma  forma  que  aquellos?  Así  lo  quería  la  ley  2,  §  2, 
ff.  de  lege  Rhod.  :  An  eliàm  vestimentorum  cujusque ,  et  an- 
nulorum  cestimationem  fieri  oporteal?  et  omnium  visum  est. 
La  ley  5 ,  tít.  9,  Part.  5  ,  dice  :  «  Et  maguer  alguno  troxiese 
hi  piedras  preciosas ,  ó  oro ,  ó  otro  haber  amonedado  ó  otra 
cosa  qualquier,  debe  pagar  por  ello  segunt  que  montare  ó 
valiere ,  et  non  se  puede  excusar  que  lo  non  faga  por  decir 
que  era  cosa  que  pesaba  poco  ;  ca  en  tal  razón  como  esta 
non  deben  las  cosas  seer  asmadas  nin  apresciadas  segunt  la 
pesadumbre  ó  la  liviandat  délias,  mas  segunt  la  contia  que 
valieren.  »  En  el  mismo  sentido  se  esplica  el  núm.  1 ,  cap.  21 
de  las  ordenanzas  de  Bilbao  ;  de  modo  que  según  estas  y  la 
citada  ley  de  Partida  parece  que  deben  sujetarse  á  contri- 
bución todos  los  adornos  de  oro  y  piedras  preciosas  :  bien 
que  puede  decirse  que  la  Partida  y  las  ordenanzas  hablan  de 
las  piedras  y  del  oro  que  se  llevan  como  carga  ó  mercade- 
rías, y  no  de  las  que  los  individuos  de  la  tripulación  ó  los 
pasajeros  llevan  solo  por  adorno  sobre  sí  mismos. 

El  código  francés  no  hace  mención  del  ajuar  de  los  pasa- 
jeros para  incluirlo  ni  escluirlo  de  la  contribución ,  al  paso 
que  escluye  absolutamente  el  de  los  empleados  en  la  nave  ; 
_  pero  sus  comentadores  ,  fundados  en  el  principio  general 
de  que  solo  se  debe  hacer  contribuir  las  cosas  que  se 
trasportan ,  y  no  aquellas  que  sirven  durante  la  travesía , 
exoneran  también  los  vestidos  y  alhajas  que  llevan  sobre 
sí  los  pasajeros ,  como  igualmente  las  ropas  de  muda  ó  re- 
puesto. 

«  Art.  960.  Los  efectos  arrojados  no  contribuyen  al  pago 
de  las  averías  comunes  que  ocurran  á  las  mercaderías  sal- 
vadas en  riesgo  diferente  y  posterior.  » 

=Es  decir,  que  silos  efectos  arrojados  llegan  á  salvarse,  y 
el  resto  de  la  carga  esperimentó  después  de  la  echazón  daños 
proporcionalmente  mas  considerables  que  los  esperimentados 
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por  las  mercancías  arrojadas ,  no  deberán  contribuir  estas  á 
la  reparación  de  tales  pérdidas;'  al  paso  que  según  lo  dis- 
puesto en  el  art.  944  ,  si  la  pérdida  esperimentada  por  las 
mercaderías  arrojadas  fuese  de  mayor  importancia ,  debe- 
rían contribuir  las  otras.  La  razón  es  fácil  de  concebir.  Los 
efectos  arrojados  al  mar  no  hacen  ya  parte  del  cargamento  , 
y  por  consiguiente  según  el  artículo  937  deben  estar  libres 
de  los  riesgos  que  todavía  tienen  que  correr  los  que  queda- 
ron á  bordo  ;  pero  es  de  observar  que  si  no  participan  di- 
rectamente de  estos  riesgos ,  tienen  no  obstante  en  ellos  una 
parte  indirecta,  en  razón  de  que  el  resarcimiento  será  tanto 
mas  corto  cuanto  mas  fuerte  sea  la  avería  ocurrida  á  las 
mercancías,  pues  que  nunca  se  reparte  la  contribución  sino 
sobre  el  valor  que  tengan  los  efectos  en  el  lugar  de  la  des- 
carga. 

La  decisión  de  este  artículo  es  conforme  á  la  ley  4,  %  i,  ff. 
de  lerje  Rhod.,  y  á  la  6  ,  tít.  9 ,  de  la  Part,  b  ,  que  dice  así  : 
«  Tempestad  habiendo  algunos  que  andodiesen  sobre  mar, 
de  guisa  que  temiéndose  de  peligro  hobiesen  á  echar  en  la 
mar  algunas  cosas  de  las  que  troxiesen  en  la  nave  para  ali- 
viarla ,  si  despues  deso  acaesciese  que  se  quebrantase  la 
nave  por  ocasión  feriendo  en  peñaóen  tierra  óde  otra  guisa, 
de  manera  que  cayesen  las  cosas  que  fincaron  en  ella  en  la 
mar,  si  de  las  cosas  que  en  aquel  logar  cayesen  podiesen 
algunas  tirar  ó  cobrar  los  señores  délias ,  tenudos  son  de 
ayudar  á  cobrar  á  los  otros  la  pérdida  que  ficieron  por  razón 
del  echamiento  que  fué  hecho  á  pro  de  todos  comunalmiente, 
apresciando  las  cosas  que  sacaron  et  las  de  los  otros  que 
fueron  echadas  :  et  contando  lo  uno  et  lo  otro ,  deben  com- 
partir entre  sí  la  pérdida  de  so  uno.  Pero  si  aquellos  que 
echaron  sus  cosas  en  la  mar  por  aliviar  la  nave  así  como 
desuso  es  dicho  ,  cobrasen  después  deso  algunas  cosas  de 
aquellas  que  hobiesen  echadas  ,  non  serien  tenudos  de  dar 
parte  délias  á  los  otros  sobredichos  que  perdiesen  las  sus 
cosas  por  razón  del  peligro  que  avino  por  ocasión.  » 

«  Art.  961.  El  repartimiento  de  la  avería  gruesa  no  será 
ejecutivo  hasta  que  lo  apruebe  el  tribunal  que  conozca  de 
su  liquidai  ion ,  y  este  procederá  para  darla  con  audiencia 
instructiva  de  los  interesados  presentes  ó  sus  legítimos  re- 
presentantes. » 

=  El  tribunal  que  conoce  de  la  liquidación  es  el  tribunal 
de  comercio  del  puerto  de  la  descarga ,  haciéndose  esta  en 
territorio  español  ;  y  si  se  hiciere  en  pais  estranjero,  el  cón- 
sul español  y  en  defecto  de  haberlo  la  autoridad  judicial  que 
conozca  de  los  negocios  mercantiles. 

«  Aut.  962.  El  capitán  debe  hacer  efectivo  el  reparti- 
miento, y  es  responsable  á  los  dueños  de  las  cosas  averiadas 
de  la  morosidad  ó  negligencia  que  tenga  en  ello.  » 

«  Art.  963.  Silos  contribuyentes  no  satisfacieren  las  cuo- 
tas respectivas  dentro  de  tercero  dia  después  de  aprobado 
el  repartimiento  ,  se  procederá  á  solicitud  del  capitán  con- 
tra los  efectos  salvados  hasta  hacerlas  efectivas  sobre  sus 
productos.  » 

«  Art.  964.  El  capitán  podrá  diferir  la  entrega  de  los 
efectos  salvados  hasta  haberse  pagado  la  contribución ,  si  el 
interesado  en  recibirlos  no  diere  fianza  de  su  valor.  » 

=  Hecho  ya  y  aprobado  el  repartimiento  ,  debe  hacerse 
efectivo  por  el  capitán  en  la  forma  que  se  espresa  en  estos 
tres  artículos.  Todos  los  que  han  sufrido  averías  comunes, 
tienen  acción  directa  contra  el  capitán  para  reclamar  de  él  la 
indemnización  que  se  les  debe,  porque  el  capitán  como  man- 
datario responsable  es  quien  tiene  la  obligación  de  hacer  que 
se  proceda  alas  operaciones  de  la  contribución  y  que  cada  in- 
teresado pague  la  cantidad  que  le  corresponda.  Por  eso  se  le 
concede  privilegio  sobre  las  mercancías  salvadas ,  autori- 
zándolo para  diferir  su  entrega  en  defecto  de  fianza,  y  para 
pedir  ai  tribunal  la  venta  de  la  parte  que  baste  á  cubrir  el 
contingente  del  deudor  moroso.  No  cabe  duda  de  la  justicia 
de  este  privilegio  ;  porque  ¿  qué  cosa  mas  sagrada  que  la 


reparación  de  unos  sacrificios  sin  los  cuales  las  mercancías 
salvadas  se  hubiesen  perdido  para  todos  los  acreedores  del 
propietario  ? 

La  dispo'sicion  de  este  artículo  es  semejante  á  la  de  la  ley  2, 
ff.  de  lecje  Rliod.  :  Si,  laborante  nave,  jactus  factus  est,  amissa- 
rum  mercium  domini ,  si  merces  vehendas  locaverint ,  ex  ló- 
calo cum  magislro  navisagere  debenl;  is  deinde  cum  reliquis 
quorum  merces  salvos  sunt,  ex  conduelo,  ut  detrimevlum  pro 
portione  communicelur,  agere  polest.  Adviértase  aquí  que  el 
artículo  995  ,  tít.  de  la  prescripción ,  dice  que  la  acción  del 
cobro  de  fletes  y  de  la  contribución  de  averías  comunes 
prescribe  cumplidos  seis  meses  después  de  entregados  los 
efectos  que  los  adeudaron. 

«  Art.  96S.  Para  que  sea  admisible  la  demanda  de  averías, 
es  necesario  que  el  importe  de  estas  sea  superior  á  la  centé- 
sima parte  del  valor  común  de  la  nave  y  su  cargamento.  » 

=  Así  que  ,  no  pueden  los  perjudicados  reclamar  la  repa- 
ración de  una  avería  común  de  3,000  reales  sobre  un  buque 
y  un  cargamento  que  valgan  juntos  300,000  reales.  La  ley 
considera  que  las  personas  responsables  no  deben  serlo  de 
un  modo  ilimitado  ,  de  manera  que  puedan  ser  atacadas  por 
los  mas  leves  deterioros  ,  cuando  tal  vez  los  gastos  que  so 
habrían  de  hacer  para  gozar  de  los  efectos  de  la  demanda 
serian  mayores  que  los  daños  resarcibles  ;  y  así  ha  querido 
fijar  un  límite  ,  que  sin  embargo  pueden  los  interesados  res- 
tringir ó  eslender  libremente  en  sus  convenciones. 

Mas  cuando  la  avería  común  escede  el  uno  por  ciento ,  ó 
sea  la  centésima  parte  del  valor  reunido  de  la  nave  y  su  car- 
gamento ,  ¿se  tiene  derecho  á  exigir  su  reparación  por  en- 
tero, ó  solo  se  puede  pretender  el  pago  del  escedente?  No 
hay  duda  de  que  se  puede  pedir  el  pago  total  de  la  avería , 
sin  que  las  personas  responsables  tengan  derecho  á  hacer 
deducción  alguna ,  pues  luego  que  aquella  pasa  del  uno  por 
ciento  es  ya  bastante  considerable  según  los  términos  de  la 
ley  y  da  ya  lugar  á  la  demanda. 

«  Art.  966.  Las  disposiciones  de  este  título  no  obstarán 
para  que  las  partes  hagan  los  convenios  especiales  que  ten- 
gan á  bien  sobre  la  responsabilidad ,  liquidación  y  pago  do 
las  averías ,  en  cuyo  caso  se  observarán  estos  puntualmente, 
aun  cuando  se  aparten  de  las  reglas  que  van  establecidas.  » 

=  Es  decir  que  todos 'los  artículos  relativos  á  las  averías 
no  sirven  sino  para  los  casos  en  que  el  silencio  de  los  intere- 
sados no  haya  hecho  conocer  su  voluntad. 

«  Art.  967.  Si  para  cortar  un  incendio  en  algún  puerto  ó 
rada  se  mandase  echar  á  pique  algún  buque  como  medida 
necesaria  para  salvar  los  demás,  se  considerará  esta  pérdida 
como  avería  común  ,  á  que  contribuirán  los  demás  buques 
salvados.  »    - 

=  No  solamente  deben  contribuir  los  buques  ,  sino  tam- 
bién los  cargamentos,  puesto  que  así  estos  como  aquellos  se 
salvan  del  incendio  mediante  la  pérdida  del  que  se  echa  á 
pique;  pero  los  que  estuviesen  tan  apartados  que  no  pudiese 
llegarles  el  fuego,  deberán  estar  esentos  de  contribución. 
Esta  doctrina  es  conforme  á  lo  dispuesto  por  las  ordenanzas 
de  Bilbao  en  el  núm.  2 i  del  capítulo  20  :  «  Pudiendo  suce- 
der, dicen  ,  en  ria  ó  puerto  incendio,  en  un  navio  á  que  es- 
tén muy  cercanos  y  pegantes  otros  con  el  mismo  peligro ,  y 
ser  preciso  para  evitarle,  como  único  medio,  destruir  ó  echar 
á  pique  á  tiempo  el  que  estuviere  mas  inmediato ,  se  podrá 
hacer  ;  y  en  este  caso  se  ordena  que  los  demás  navios  y  sus 
cargazones  deberán  contribuir  en  la  paga  del  que  así  se 
hubiere  destruido ,  y  resarcir  el  daño  de  él  y  su  carga  ,  á 
prorata  entre  ellos  y  él ,  mediante  la  conservación  que  reci- 
bieron de  destruirle.  »  Blases  preciso  advertir  que  si  hubiere 
persona  responsable  del  incendio,  puede  obligársele  á  repa- 
rar los  perjuicios  que  su  delito  ó  culpa  hubiese  ocasionado. 

Antes  de  dejar  este  asunto ,  no  será  inoportuno  presentar 
á  nuestros  lectores  un  modo  práctico  de  hacer  el  reparti- 
miento de  averías  en  el  siguiente 


BE  UNA  CUENTA  DE  AVERÍAS  GRUESAS  Y  DE- CONTRIBUCIÓN  A  SU  IMPORTE. 

Primera  operación  :  masa  de  averias. 

í°.  Daños  can-  (  Por  la  estraccion  de  las  mercaderías  arrojadas 12,000  rs.)  .j.». 

sados  á  la  nave.  ^Por  la  pérdida  de  áncoras  para  salvar  el  buque  y  la  carga.      6,000      j  ' 

2o.  Daño  causado  á  las  mercaderías  de  E. ,  al  tiempo  y  con  motivo  de  la  echazón.     .     .  120,000 

J 3o.  Daño  causado  á  los  efectos  de  F.,  al  tiempo  y  con  motivo  déla  echazón 78,000 

Pérdidas  y  averías  !  lí°-  Echazón  de  40  balones  de  lienzo,  pertenecientes  á  G.,  los  cuales,  aunque  según  el 
sujetas  á  contribu-/  precio  corriente  valen  120,000  rs.,  solo  se  ponen  aquí  según  la  factura  de  compara 
cion  \         con  aumento  de  gastos  y  fletes  ,  á  causa  de  no  constar  del  conocimiento  su  especie 

y  calidad,  por .    .    .    . 100,000 

'k°.  Echazón  de  30  barricas  de  azúcar,  pertenecientes  á  H.,  estimadas  en    .....  60,000 

6o.  Echazón  délos  efectos  pertenecientes  á  J.,  estimados  en 216,000 

7o.  La  echazón  de  una  coracha  de  tabaco ,  parte  de  un  cargamento  de  6  corachas  perte- 
necientes á.K.,  que  se  cargaron  sobre  el  combes ,  entra  aquí  por  cero » 

Pérdidas  y  averías  í  8°-  Pérdida  de  ropas  y  vestidos  de  uso  de  la  tripulación  ,  hecha  por  la  echazón   .   .     .  9,000 

no  sujetas  á  contri-  ]  9°-  Pérdida  de  municiones  de  guerra  y  de  boca ,  hecha  por  la  echazón 59,000 

bocion I                       Total  de  la  masa  de' averías  sujetas  y  no  sujetas  á  contribución.     .    .    .  640,000  rs. 

Segunda  operación  :  masa  de  cosas  sujetas  à,  contribución. 

Suponiendo  la  masa  de  los  efectos  sujetos  á  contribución  así  como  sigue  : 

Io.  Mercaderías  de  A.,  estimadas  en 360,000  rs. 

2o.  Pacotilla  de  B.,  pasajero. 24,000 

5o.  Mercancías  de  C,  estimadas  en    ..... 158,000 

h°.  Mercancías  de  D.,  estimadas  en 76,000 

5o.  Cinco  corachas  de  tabaco  salvadas  del  cargamento  perteneciente  á  K.,  y  cargadas  sobre  el  combes, 

estimadasen 6,000 

6o.  Estimación  del  buque 60,000  ]     Qr  0„0  ] 

Flete  ,  con  descuento  de  los  salarios  del  capitán  y  la  tripulación.      ...    56,000  j         '         I 


Daños  causados  al  buque  por  la  echazón 12,000  ) 

i      18,000 


1M,000 


Por  la  pérdida  de  áncoras  en  beneficio  común 6,000 

7o.  Mercancías  de  E 180,000 

Averías  comunes  esperimentadas  por  estas  mercancías 120,000 

8o.  Mercancías  de  F. 108,000 

Averías  comunes  esperimentadas  por  estas  mercancías.  .    . 78,000 

9o.  Echazón  de  los  cuarenta  balones  de  lienzo,  pertenecientes  á  G .     100,000 

10°.  Echazón  de  las  treinta  barricas  de  azúcar,  pertenecientes  á  H 60,000 

11°.  Echazón  de  las  mercaderías  de  J. 216,000 


300,000 
186,000 


Total  de  la  masa  de  las  cosas  sujetas  á  contribución 1,600,000  rs. 

Tercera  operación  :  repartimiento  de  la  masa  de  averías  sobre  tas  cosas  sujetas  á  contribución. 

Cada  una  de  las  cosas  sujetas  al  pago  de  las  pérdidas  y  averías  comunes  contribuye  pues  á  ellas  con  los  2/b  del  valor 
que  se  le  da  en  el  estado  que  precede. 

Por  tanto  el  repartimiento  para  el  pago  de  las  pérdidas  y  averías  comunes  se  hace  del  modo  que  sigue  : 

Io.  Las  mercancías  de  A.  contribuyen  con  a/s  de  su  valor  de  360,000 rs. esto  es,  con.    ......  144,000  rs. 

2o.  La  pacotilla  de  B.,  con  2/5  de  24,000  rs 9,600 

3o.  Las  mercancías  de  C.,  con  2/5  de  158,000  rs. 63,200 

ftc.  Las  mercancías  de  D.,  con  V5  de  76,000  rs. 30,400 

5o.  Las  cinco  corachas  de  tabaco  pertenecientes  á  K„  salvadas  de  la  echazón,  con  2/5  de  6,000  rs.    .    .  2,400 

6o.  La  nave  con  2/5  de  114,000  rs 45,600 

7o.  Las  mercancías  de  E.,  con  2/5  de  500,000  rs 120,000 

8o.  Las  mercancías  de  F.,  con  */5  de  186,000  rs 74,400 

9o.  Los  cuarenta  balones  de  lienzo  arrojados,  pertenecientes  á  G.,  con  2/3  de  100,000  rs 40,000 

i0°.  Las  treinta  barricas  de  azúcar  arrojadas,  pertenecientes  á  H.,  con  %  de  60,000  rs. 24,000 

11°.  Las  mercancías  arrojadas,  pertenecientes  á  J.j  con  2/c  de  216,000  rs 86,400 

Suma,     ....  640,000  rs. 

— 
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Cuarta  operación  :  contribuciones  efectivas  y  reembolsos  efectivos. 

Los  contribuyentes  que  no  han  tenido  ninguna  pérdida  ni  avería  común ,  ó  que  no  deben  haber  resarcimiento  de  ella 
en  el  caso  de  echazón  ,  pagan  su  cuota  de  contribución  sin  deducción  alguna  ;  y  así , 

A-paga  144,000  rs.,  B-9,600  rs.,  C— 63,200  rs.,  D— 30,400  rs.,  y  K— 2,400  rs. 

Los  contribuyentes  que  han  sufrido  pérdidas  y  averías  comunes  harán  confusion  ó  compensación  hasta  la  concurrente 
cantidad  de  su  cuota  de  contribución  sobre  la  suma  que  se  les  abona  en  la  masa  de  averías,  y  pagarán  ó  cobrarán  el  sobrante 
que  resulte ,  sea  de  la  cuota  de  contribución,  sea  del  valor,  de  las  pérdidas  y  averías  comunes. 

Así  que ,  la  nave  que  tiene  abonados  en  la  masa  de  averías  18,000  rs.,  hará  confusion  ó  compensación  de  ellos  sobre  los 
'ib, 600  rs.  que  debe  por  su  cuota  de  contribución  ,  y  pagará  el  sobrante,  es  á  saber,  27,600  rs. 

Siendo  de  120,600  rs.  la  cuota  de  contribución  de  E.,  y  de  otros  120,000  rs.  el  valor  de  las  averías  de  sus  efectos ,  se  hará 
una  confusion  ó  compensación  exacta  de  ambas  oantidades,  y  E.  no  pagará  ni  tomará  nada  en  la  masa  de  las  contribu- 
ciones. 

F.  que  debe  74,fi00  rs.  por  su  cuota  de  contribución,  hace  confusion  de  ellos  sobre  los  78,000  rs.  que  se  le  deben  por 
averías  comunes,  y  cobra  el  esceso  de  3,600  rs.  sobre  las  contribuciones  efectivas  de  los  demás. 

G.  que  debe  40,000  rs.  por  su  cuota,  hace  confusion  de  ellos  sobre  los  100,000  rs.  que  se  le  deben  por  sus  pérdidas  ,  y 
toma  el  surplus  de  60,000  rs.  sobre  las  contribuciones  efectivas-  de  los  demás. 

H.  que  debe  24,000  rs.  por  su  cuota,  hace  confusion  de  ellos  sobre  los  60,000  rs.  que  se  le  deben  por  sus  pérdidas,  y  toma 
el  escedente  de  36,000  rs.  sobre  las  contribuciones  efectivas  de  los  demás. 

J.  que  debe  86,400  rs.  por  su  cuota,  hace  igualmente  confusion  de  ellos  sobre  los  216,000  rs.  que  se  le  deben  por  sus 
pérdidas,  y  saca  el  surplus  de  129,600  rs.  sobre  las  contribuciones  efectivas  de  los  otros. 

El  valor  de  las  pérdidas  y  averías  de  los  efectos  que  no  están  sujetos  á  contribución ,  se  cobra  por  entero  sobre  la  masa 
'  de  las  contribuciones  ;  y  así  se  tomarán  sobre  esta  masa  9,000  rs.  por  la  pérdida  de  las  ropas  y  vestidos  de  uso  de  la  tri- 
pulación, y  59,000  rs.  por  la  pérdida  de  las  municiones  de  guerra  y  de  boca. 
Son  pues  las  contribuciones  efectivas,  á  saber  : 

A.  contribuye  á  la  masa  de  contribuciones. 144,000  rs. 

B 9,600 

G 63,200 

D _5 50,400 

K ' 2,400 

La  nave. 27,600 

Total.    .    .    277,200  rs. 

Los  reintegros  son ,  á  saber  : 

F.  saca  de  la  masa  de  contribuciones 3,600  rs. 

G 60,000 

H 36,000 

J 129,600 

La  tripulación  por  sus  ropas  y  vestidos  de  uso .  9,000 

Los  dueños  de  la  nave  por  las  municiones  de  guerra  y  de  boca 59,000 

ToTAt.    .    .    277,200  rs. 


Nota.  Siendo  igual  la  suma  de  las  contribuciones  efectivas  á  la  suma  de  los  reembolsos  ó  reintegros  efectivos,  resulta 

ser  exacto  el  cálculo  de  toda  la  operación  que  precede. 

AVERÍA  (debecho  de  ).  Cierto  impuesto  que  se  cobra         Las  aves  fieras  ó  salvajes ,  que  son  las  que  por  su  natura- 

en  los  puertos  sobre  el  valor  de  los  géneros  estranjeros  que  leza  tienen  la  inclinación  de  vagar  libremente  sin  apetecer  la 

entran  en  las  aduanas,  y  el  de  muchos  de  los  que  se  estraen,  compañía  del  hombre,  mientras  se  hallan  en  su  estado  do 

para  atender  á  los  gastos  de  los  consulados  ó  tribunales  de  libertad  natural  no  pertenecen  á  nadie  ,  y  cada  cual  tiene 

comercio,  y  á  los  de  la  defensa  y  seguridad  del  comercio  derecho  para  apoderarse  de  ellas  y  adquirir  su  propiedad 

marítimo.  mediante  la  ocupación  :  Volucres  capienlium  fiunt.  Hace  pues 

Llámase  también  averia  el  ramo  de  renta  que  se  compone  suyas  estas  aves  el  primero  que  las  coge  ,  ya  las  coja  en 

de  este  derecho  ó  impuesto.  su  propia  heredad,  ya  las  coja  en  heredad  ajena  :  Nec  in- 

AVERÍ A  vieja.  En  la  casa  de  la  contratación  de  Indias  terest  ulrùm  in  suo  fundo  quisque  cupial  an  in  alieno.  Pero 
el  derecho  y  repartimiento  que  se  hacia  para  satisfacer  el  si  el  dueño  de  la  heredad  ajena  ,  hallándose  presente ,  im- 
descubierto en  que  estaban  las  arcas  de  la  avería ,  esto  es  ,  pidiese  entrar  ó  cazar  en  ella ,  todas  las  aves  que  el  cazador 
de  los  productos  del  impuesto  sobre  las  mercaderías  para  cogiese  después  de  la  prohibición  serian  del  dueño  de  la 
atender  á  los  gastos  de  la  defensa  y  seguridad  del  comercio  heredad  y  no  suyas  ;  «  ca ,  como  dice  la  ley  ,  ningunt  home 
ultramarino.                                               -  non  debe  entrar  en  heredat  ajena  para  cazar  en  ella  nin  en 

AVERIARSE.  Maltratarse  ó  echarse  á  perder  los  gene-  otra  manera  contra  defendimiento  de  su  señor  :  »  véase,  no 

ros  y  mercaderías  que  se  llevan  en  los  navios.  obstante,  lo  que  se  dice  en  el  artículo  Animales  peros.  Píerdi; 

AVES.  Hay  tres  especies  de  aves ,  á  saber  :  aves  fieras  el  primer  ocupante  la  propiedad  de_  estas  aves  ,  luego  que 

6  salvajes ,  aves  amansadas  ó  domesticadas ,  y  aves  mansas  salen  de  su  poder  y  vuelven  al  primitivo  estado  en  que  se 

ç  domésticas.  hallaban  antes  de  sercogidas  ,  ó  cuando  huyen  y  se  alejan 
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tanto  que  ya  no  las  puede  ver ,  ó  aunque  las  vea  no  las  po- 
dría coger  sino  á  duras  penas  :  en  cuyos  casos  gana  su  do- 
minio cualquiera  que  las  ocupe. 

Las  aves  amansadas  ó  domesticadas,  que  son  las  que 
siendo  bravas  ó  salvajes  por  naturaleza  se  reducen  y  acos- 
tumbran á  la  vista  y  compañía  del  hombre ,  ó  adquieren  la 
costumbre  de  ir  y  volver  á  los  abrigos  que  se  les  han  pre- 
parado ,  como  los  pavones  ,  faisanes  ,  gallinas  de  India ,  pa- 
lomas ,  grullas,  ánsares  y  otras  semejantes,  pertenecen  al 
que  las  ha  amansado  y  criado  en  su  casa ,  aunque  anden 
fuera  de  ella ,  mientras  conservan  la  costumbre  de  ir  y  vol- 
ver :  mas  luego  que  ellas  por  sí  se  dejan  de  esta  costumbre, 
pierde  su  dominio  el  que  lo  tenia  y  gánalo  cualquiera  que 
las  coge. 

Cuando  alguna  de  estas  aves  domesticadas,  como  por 
ejemplo  un  papagayo,  un  canario,  una  urraca,  vuela  y  se  es- 
capa de  la  casa  en  que  se  cria ,  el  vecino  que  la  cogiere  está 
obligado  á  devolverla  á  su  dueño ,  quien  no  pierde  su:  pro- 
piedad ,  mientras  conserva  la  esperanza  de  recobrarla  ;  y 
aun  los  deberes  de  buena  vecindad  ponen  á  aquel  en  la  ne- 
cesidad de  averiguar  en  el  barrio  quién  es  el  que  la  ha  per- 
dido, para  restituírsela. 

Las  aves  mansas  ó  domésticas,  que  son  las  que  nacen  y 
se  crian  en  nuestras  casas  ó  bajo  nuestro  poder,  como  las  ga- 
llinas ,  capones ,  patos ,  pavos  y  otras  semejantes  ,  perma- 
necen siempre  en  el  dominio  de  su  dueño ,  aunque  se  vayan 
y  no  vuelvan  ;  de  modo  que  puede  el  dueño  reclamarlas  de 
cualquiera  que  las  hubiese  cogido. 

=  Véase  Abejas ,  Animales ,  Caza  y  Palomas. 

AVIADO.  En  Méjico  elsugelo  á  quien  se  ha  suplido  dinero 
ó  efectos  para  la  labor  de  las  minas  y  beneficio  de  la  plata. 

AVIADOR.  En  Méjico  la  persona  con  cuyo  dinero  ó  cau- 
dal se  hace  y  fomenta  la  labor  de  las  minas  y  el  beneficio  de 
la  plata;  y  el  que  da  dinero  para  el  fomento  de  las  haciendas 
de  labor  ó  de  ganados  (l). 

AVÍO.  En  Méjico  el  dinero  ó  efectos  que  se  dan  á  alguno 
para  el  fomento  de  las  minas  ó  de  otras  haciendas  de  labor 
ó  ganados. 

AVOCAR.  Atraer  ó  llamar  á  sí  algún  juez  ó  tribunal  su- 
perior, sin  provocación  ó  apelación ,  la  causa  que  se  está 
litigando  ó  debe  litigarse  ante  otro  inferior. 

La  avocación  puede  ser  tácita  ó  espresa  :  es  tácita ,  cuan- 
do el  tribunal  superior  principia  á  tomar  conocimiento  de 
alguna  causa  pendiente  ante  un  inferior  ó  la  delega  á  otra 
persona;  y  es  espresa,  cuando  llama  por  medio  de  un  res- 
cripto avocatorio  la  causa  que  pende  en  el  inferior. 

El  derecho  de  avocar  se  considera  odioso ,  porque  cede 
en  menosprecio  de  los  jueces  inferiores  y  causa  dispendios  á 
los  litigantes  :  por  lo  cual  no  ha  debido  usarse  sino  con  mu- 
cha economía  y  circunspección. 

El  supremo  consejo  no  solia  avocar  las  causas  que  pendían 
ante  las  audiencias  y  juzgados  inferiores  sino  en  muy  raros 
casos  y  solo  por  razones  de  mucha  gravedad ,  á  cuyo  fin 
libraba  las  cédulas  correspondientes  que  presentadas  en  los 
acuerdos  de  las  audiencias  se  llevaban  á  las  salas  origina- 
rias de  los  pleitos  para  su  cumplimiento  (2). 

(1)  El  tít.  15  de  las  Orden,  de  minería  trata  de  los  aviadores, 
y  el  16  del  fondo  y  bancos  de  avíos  de  minas.  —  En  los  Comen- 
tarios de  Gamboa  á  las  ordenanzas  de  minas,  pág.  143,  se  da 
razón  de  un  gran  proyecto  de  compañía  general  de  aviadores  para 
el  fomento  de  minas  :  se  da  razón  del  espediente,  informes  y  junta 
sobre  el  asunto.  En  el  §  4  se  trata  de  la  conveniencia  y  utilidades 
de  la  compañía  refaccionaria  de  minas,  pág.  139  ;  y  en  el  S , 
pág.  166,  de  las  causas  que  impiden  el  efecto  de  esta  compañía. 

(2)  Sobre  la  regalía  de  avocarse  el  soberano  algunas  causas, 
trata  Dou  en  el  tom.  1 ,  pág.  271  y  272;  y  sobre  la  avocación  de 
audiencias  y  chancillerías,  en  el  tom.  2,  pág.  Ibk,  n.  H  y  si- 
guiente, 


«  Mando,  dice  la  ley  h,tit.  6,  lib.  U ,  Nov.  Rec. ,  que  en  el 
avocar  y  retener  con  facilidad  los  pleitos  de  los  juzgados  or- 
dinarios, chancillerías  y  audiencias,  se  abstenga  el  consejo, 
porque  solo  debe  hacerlo  cuando  le  parezca  convenir  á  mi 
real  servicio  y  bien  de  las  partes;  á  lo  que  es  consiguiente, 
que  no  se  saquen  de  las  referidas  chancillerías  y  audiencias 
autos  ó  procesos  originales  ,  no  siendo  en  virtud  de  real  cé- 
dula, la  que  se  despache  indistintamente  para  salas  civiles 
y  criminales ,  y  no  en  otra  forma.  » 

Las  chancillerías  y  audiencias  no  decretaban  tampoco  las 
avocaciones  sino  con  mucha  dificultad  y  solo  cuando  cons- 
taba la  injusticia ,  omisión,  negligencia  ó  injuria  de  los  jue- 
ces ordinarios,  precediendo  los  pasos  y  diligencias  de  que  se 
habla  en  el  artículo  Juez  superior  (3). 

Por  disposiciones  mas  recientes  está  prohibida  absoluta- 
mente la  avocación. 

En  decreto  de  21  de  marzo  de  1834  se  previene  que  no  se 
admitan  las  instancias  que  tengan  por  objeto  separar  de  los 
tribunales  y  juzgados  competentes ,  según  las  leyes ,  el  co- 
nocimiento de  negocios  por  incoar  ó  ya  radicados  en  ellos. 

El  reglamento  de  26  de  setiembre  de  1 835  para  la  adminis- 
tración de  justicia  dispone  en  el  art.  59  que  las  Audiencias , 
fuera  de  aquellas  facultades  legítimas  que  tienen  en  los  casos 
de  apelación,  competencia  y  recursos  de  fuerza,  de  protección 
ó  de  nulidad ,  no  podrán  de  manera  alguna  avocar  causa 
pendiente  ante  juez  inferior  en  primera  instancia,  ni  entre- 
meterse en  el  fondo  de  ella  cuando  promuevan  su  curso ,  ó 
se  informen  de  su  estado,  ni  pedírsela  aun  ad  effectum  vi- 
detidi,  ni  retener  su  conocimiento  en  dicha  instancia  cuando 
haya  apelación  de  auto  interlocutorio ,  ni  embarazar  de  otro 
modo  á  dichos  jueces  en  el  ejercicio  de  la  jurisdicción  que 
les  compete  de  lleno  en  la  instancia  espresada. 

Por  fin  el  artículo  2?i5  de  la  Constitución  del  año  12,  res- 
tablecido como  ley  por  decreto  de  Cortes  de  7  de  setiembre 
de  1837,  dice  así  :  «  Ni  las  Cortes  ni  el  rey  podrán  ejercer 
en  ningún  caso  las  funciones  judiciales ,  avocar  causas  pen- 
dientes, ni  mandar  abrir  los  juicios  fenecidos.  » 

AVULSION.  Lo  que  la"  fuerza  del  rio  arranca  de  un 
campo  en  una  avenida  repentina ,  y  lo  lleva  á  otro  campo 
inferior  ó  á  la  ribera  opuesta  ,  siendo  de  tanta  consideración 
que  pueda  conocerse  y  distinguirse ,  ya  consista  en  árboles, 
ya  en  alguna  porción  de  terreno. 

En  semejante  caso  puede  el  dueño  de  la  cosa  arrebatada 
por  el  agua  reclamar  su  propiedad  ,  pues  no  es  justo  que 
por  tal  accidente  la  pierda  ;  pero  debe  hacer  uso  de  su  .ac- 
ción antes  que  la  tierra  quede  perfectamente  incorporada 
con  la  heredad  á  que  se  agregó  y  los  árboles  que  consigo 
trajo  echen  raices,  porque  en  verificándose  esta  circunstan- 
cia ya  no  tiene  mas  derecho  que  al  importe  del  menoscabo 
que  sufriere  ajuicio  de  peritos,  y  el  dueño  de  la  heredad 
gana  el  dominio  de  la  parte  agregada. 

Mas  si  en  lugar  de  agregación ,  juxtapositio,  resultase  so- 
breposicion  ,  es  decir,  si  la  tierra  arrebatada  del  campo  su- 
perior no  se  juntase  por  algún  lado  al  campo  inferior  sino 

(3)  El  art.  15,  cap.  1  de  la  ley  de  9  de  octubre  de  1812  quitó 
à  los  tribunales  de  apelación  la  facultad  de  pedir  y  llamar  los  au- 
tos pendientes  en  primera  instancia  ,  ni  aun  ad  effectum  videndi; 
y  por  inconvenientes  de  mala  inteligencia  de  ese  artículo,  declaró 
la  ley  de  4  de  setiembre  de  1824,  que  ni  esa  ni  otra  ley  prohibía 
á  los  tribunales  superiores  pedir  y  llamar  los  autos  en  los  casos 
de  apelación  de  sentencia  definitiva  ó  interlocutoria  ,  lo  mismo 
que  en  el  de  denegarse  el  recurso.  Denegado  el  de  suplicación, 
también  por  la  ley  de  16  de  maye  de  1831 ,  está  cualquiera  délas 
salas  del  tribunal  superior  autorizada ,  si  se  le  interpone  la  queja, 
para  exigir  los  autos  á  la  otra  sala  que  denegare  el  recurso,  y 
esla,  calificado  el  grado,  los  debe  remitir  sin  demora  alguna. 
Véase  lo  que  sobre  la  sabiduría  y  justicia  de  esta  ley  se  dice  en  el 
artículo  Suplicación ,  al  tratar  de  la  república  de  Méjico, 
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que  cayese  ó  se  estendiese  sobre  su  superficie ,  parece  que 
entonces  tendria  lugar  el  derecho  de  aluvión  como  en  el  caso 
de  acrecimiento  insensible  y  paulatino ,  quedando  empero 
salva  al  propietario  la  facultad  de  llevarse  su  tierra  si  lo  po- 
día ejecutar  sin  daño.  No  seria  efectivamente  muy  justo  que 
el  dueño  del  campo  cubierto  por  la  parte  arrancada  del  ve- 
cino quedase  despojado  de  él  por  este  acontecimiento ,  como 
sucedería  realmente  en  el  sistema  contrario.  Si  alguno  de  los 
dos  propietarios  ha  de  sufrir  una  pérdida,  es  mas  conforme 
á  los  principios  que  la  sufra  el  del  campo  en  que  el  rio  hizo 
sus  estragos;  y  pues  que  la  propiedad  del  suelo  atrae  el  do- 
minio de  lo  que  hay  encima,  superficies  solo  cedit,  no  puedo 
negarse  al  dueño  de  este  suelo  el  derecho  al  acrecimiento 
de  la  tierra  sobrepuesta.  Véase  Aluvión. 

AY 

f  AYUDANTE.  Se  demarcan  sus  funciones  en  el  título 
20,  tratado  2o.  de  las  ordenanzas  del  ejército. 

■f  AYUDANTE  de  derrota.  Estinguido  el  cuerpo  de 
pilotos  de  la  armada  nacional ,  ha  sido  preciso  aumentar  la 
dotación  de  los  buques  de  guerra  con  un  oficial  aventajado 
para  llevar  la  derrota  de  los  mismos  y  encargarse  de  los 
guardias  marinas  embarcados.  Este  oficial  se  denomina  ayu- 
dante de  derrota. 

Las  obligaciones  y  responsabilidad  son  cuantas  las  orde- 
nanzas vigentes  imponen  en  la  parte  facultativa  á  los  pilo- 
tos. A  cargo  del  mismo  están  igualmente  las  operaciones 
precisas  para  la  mejor  colocación  de  las  bitácoras,  medición 
de  correderas  y  sondalesas,  arreglo  de  ampolletas,  relojes 
y  cronómetros  ,  marcaciones  con  agujas  ordinarias  y  acimu- 
tales ,  observaciones  de  astros ,  buena  disposición  de  los 
guardines  del  timon  y  faroles  de  señales,  en  todo  lo  cual 
instruirá  á  los  guardias  marinas,  y  ejercitará  al  contramaes- 
tre de  este  cargo ,  timoneles  y  guardabanderas  cuanto  les 
sea  necesario  para  el  mejor  desempeño  de  sus  obligaciones. 
Véasela  Inslruc.  de  25  de  octubre  de  1816. 

f  AYUDANTE  de  distrito.  En  la  marina  el  que  en  su 
demarcación  ejerce  la  jurisdicción  militar,  y  tiene  el  mando, 
gobierno  y  dirección  de  toda  la  gente  de  mar  bajo  las  órde- 
nes de  sus  respectivos  comandantes.  Una  de  sus  principales 
obligaciones  es  la  de  examinar  con  particular  esmero ,  si  á 
los  matriculados  se  les  guardan  y  cumplen  exactamente  to- 
dos los  fueros  y  privilegios  concedidos ,  así  con  respecto  á 
sus  personas  en  calidad  de  dependientes  de  la  jurisdicción 
militar  de  marina ,  como  con  referencia  á  su  profesión  en 
las  franquicias  á  beneficio  de  la  navegación  y  pesca  nacio- 
nal. Orden,  de  12  de  agosto  de  1802. 

A  los  ayudantes  de  distrito  debe  espedírseles  real  nom- 
bramiento. Rl.  órd.  de  18  de  mayo  de  1842. 

f  AYUDANTE  de  presidio.  Las  obligaciones  de  este 
empleado  están  prescritas  en  el  art .  98  de  la  orden,  de  près, 
de  14  de  abril  de  1834. 

AYUNTAMIENTO.  La  liga  ó  confederación  de  varias 
personas  para  defenderse  de  sus  adversarios  ú  ofenderlos. 
Véase  Liga. 

AYUNTAMIENTO.  El  congreso  ó  junta  compuesta  de 
la  justicia  ó  alcalde  ,  regidores  y  demás  individuos  encarga- 
dos de  la  administración  ó  gobierno  económico-político  de 
cada  pueblo.  Suele  llamarse  también  regimiento ,  cabildo , 
concejo,  municipalidad  y  cuerpo  municipal. 

Hubo  una  época  funesta  en  que  los  grandes  del  reino , 
poseidos  de  la  ambición  mas  desmedida  por  efecto  de  las  in- 
mensas riquezas  y  del  señorío  de  justicia  que  en  premio  de 
sus  hechos  se  les  habían  concedido ,  se  convirtieron  en  tira- 
nos de  los  pueblos ,  que  sin  apoyo  ni  protección  estaban  es- 
puestos á  todas  sus  vejaciones  ;  y  abusando  do  la  confianza 
y  liberalidad  de  los  monarcas ,  osaron  aspirar  à  la  indepen- 


dencia y  usurpar  el  ejercicio  de  los  derechos  propios  del 
soberano.  La  fiereza  de  costumbres  por  otra  parte,  y  la  igno- 
rancia general ,  fruto  de  aquellos  tiempos  de  guerra.,  contri- 
buyeron de  un  modo  espantoso  al  desorden ,  confusion  y 
anarquía.  Las  leyes  eran  impotentes  :  la  suerte  de  las  perso- 
nas pendia  únicamente  del  antojo ,  y  el  derecho  de  propie- 
dad se  adjudicaba  al  que  mas  podia  :  los  ladrones  y  facine- 
rosos interceptaban  la  comunicación  de  los  pueblos  :  los 
caminos  se  hallaban  sembrados  do  peligros ,  y  á  cada  paso 
se  encontraban  escollos  y  precipicios. 

Para  poner  un  dique  al  torrente  de  tantos  males,  tuvieron 
y  llevaron  á  cabo  los  monarcas  en  los  siglos  XI  y  XII  la  idea 
feliz  del  establecimiento  y  organización  de  los  comunes  ó 
concejos  de  los  pueblos ,  depositando  en  ellos  la  jurisdicción 
civil  y  criminal  igualmente  que  el  gobierno  económico,  sin 
reservarse  mas  que  el  conocimiento  de  los  casos  de  corte , 
el  de  las  apelaciones  y  el  derecho  esclusivo  de  oir  las  quejas 
que  les  dirigiesen  en  materias  de  consideración  las  personas 
que  no  pudiesen  obtener  justicia  en  sus  pueblos.  En  algunos 
de  estos  que  debian  considerarse  como  de  cierto  orden  esta- 
blecieron gobernadores  políticos  y  militares,  cuyo  oficio  era 
velar  sobre  la  observancia  de  las  leyes ,  recaudar  los  tributos 
y  derechos  reales,  y  cuidar  de  la  conservación  de  las  forta- 
lezas ,  castillos  y  muros  de  las  ciudades.  Reunidos  en  con- 
cejo los  habitantes  ó  jefes  de  familia  de  cada  pueblo,  como 
depositarios  de  la  autoridad  pública  discutían  los  asuntos 
comunes ,  nombraban  anualmente  alcaldes  ordinarios,  jura- 
dos y  otros  ministros  de  justicia  para  que  ejerciesen  el  poder 
judicial  en  lo  civil  y  criminal,  como  igualmente  oficiales  que 
desempeñasen  el  gobierno  económico  del  común  y  el  mando 
de  la  fuerza  armada;  porque  cada  concejo  habia  organizado 
una  fuerza  mililar  para  proveer  á  la  tranquilidad  de  sus 
sesiones ,  mantener  sus  relaciones  con  el  monarca ,  asegurar 
el  ejercicio  de  la  justicia ,  perseguir  á  los  malhechores ,  sos- 
tener los  derechos  de  la  comunidad ,  y  salir  à  servicio  del 
príncipe  en  los  casos  estipulados  por  las  cartas  y  fueros. 

Tal  fué  la  organización  de  los  comunes  hasta  mediados 
del  siglo  XIV,  en  que  empezó  á  sufrir  alteraciones  impor- 
tantes. Gomo  cada  pueblo  era  una  pequeña  república ,  y  la 
concurrencia  y  reunion  de  todos  los  vecinos ,  especialmente 
en  las  grandes  poblaciones,  daba  lugar  á  disensiones  de  no 
pequeña  trascendencia  y  producía  disturbios  y  parcialidades 
entre  las  familias ,  hubo  de  reducirse  por  fin  el  concejo  á  un 
número  determinado  de  personas,  que  presididas  por  la 
justicia  ejerciesen  el  gobierno  municipal  y  deliberasen  sobre 
los  intereses  del  común  ;  y  este  fué  el  primer  origen  de 
nuestros  ayuntamientos.  Largo  seria  recorrer  la  historia  de 
las  diversas  fases  de  estos  cuerpos.  Basta  decir  aquí  que  sus 
individuos  en  muchos  pueblos  adquirieron  la  perpetuidad  de 
sus  oficios .  que  en  otras  parles  eran  nombrados  anualmente 
por  insaculación ,  en  otras  todavía  por  elección  de  los  veci- 
nos, y  en  otras  por  las  Audiencias  á  propuesta  de  los  ayun- 
tamientos que  cesaban ,  hasta  que  por  decreto  de  17  de  abril 
de  1824  se  adoptó  por  regla  general  este  último  método, 
mandándose  que  los  ayuntamienlos  mismos  propusiesen  to- 
dos los  años  1res  sugetos  idóneos  para  cada  uno  de  los  oficios 
de  alcaldes ,  regidores ,  diputados  del  común ,  procuradores, 
síndico  general  y  personcro ,  y  demás  de  república  ;  y  que 
su  nombramiento  se  hiciese  por  la  audiencia  ó  cnancillería 
del  territorio,  sin  perjuicio  de  que  continuase  la  costumbre 
que  habia  en  algunos  pueblos  de  dividir  estos  oficios  entre 
el  estado  noble  y  el  general,  y  sin  perjuicio  igualmente  do 
que  los  dueños  de  oficios  perpetuos  enajenados  por  la  corona 
siguiesen  sirviéndolos  hasta  su  incorporación  á  ella. 

La  facultad  que  tenían  los  concejos  do  hacerse  justicia ,  ó 
sea  de  nombrar  personas  de  su  seno  que  ejerciesen  la  juris- 
dicción civil  y  crimina1. ,  tuvo  también  mudanzas  y  fué  soca- 
vada en  varios  pueblos.  Ya  en  el  siglo  XV  comenzó  la  co- 
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roña  á  enviar  à  las  ciudades,  villas  y  comunes,  jueces 
asalariados  que  después  fueron  conocidos  coq  el  nombre  de 
corregidores  y  alcaldes  mayores ,  para  que  administrasen 
la  justicia  en  su  nombre.  Grandes  fueron  las  reclamaciones 
que  contra  esta  novedad  se  suscitaron  de  parte  de  los  con- 
cejos y  de  las  Cortes  :  la  corona,  escitada  por  la  energía  de 
las  quejas,  solia  con6rmar  á  los  pueblos  sus  antiguos  privi- 
legios ;  pero  las  circunstancias  le  presentaban  á  veces  la 
ocasión  de  volver  á  desestimarlos.  Los  pueblos  mismos  se 
creian  frecuentemente  en  la  necesidad  de  pedir  al  monarca 
jueces  imparciales  que  les  administrasen  justicia  sin  acep- 
ción de  personas ,  y  por  fin  quedó  establecido  que  los  co- 
munes gozarían  de  sus  franquezas  y  derechos,  y  que  no 
se  les  darían  corregidores  ó  alcaldes  mayores  sino  cuando 
lo  pidiesen  todos  ó  la  mayor  parte  de  los  habitantes  y  con- 
viniese al  bien  del  servicio.  Así  se  ha  practicado  hasta  nues- 
tros dias  ;  de  manera  que  unos  pueblos  tenían  sus  alcaldes 
ordinarios  nombrados  por  ellos  mismos,  y  otros  tenían  cor- 
regidores ó  alcaldes  mayores  nombrados  por  el  rey,  para 
la  administración  de  justicia  en  primera  instancia.  Mas  con 
motivo  de  la  nueva  division  del  territorio  en  partidos  judi- 
ciales ,  y  del  establecimiento  de  jueces  letrados  de  primera 
instancia  en  cada  cabeza  de  partido  para  conocer  de  las 
causas  civiles  y  criminales  que  ocurran  en  los  pueblos  que 
le  están  asignados,  ha  quedado  muy  disminuida  la  jurisdic- 
ción de  los  alcaldes  de  los  pueblos,  considerados  como  jueces 
ordinarios ,  según  es  de  ver  por  el  capítulo  segundo  del  re- 
glamento de  26  de  setiembre  de  1855.  Véase  Alcaldes  mayo- 
res y  Alcaldes  ordinarios. 

Es  de  notar  aquí  que  por  el  citado  reglamento  de  26  de 
setiembre  de  185b  se  dan  á  los  ayuntamientos  de  las  cabezas 
de  partido  atribuciones  judiciales  ;  pues  su  artículo  41,  resu- 
citando la  ley  11,  tít.  20,  lib.  11  de  la  Novísima  Recopila- 
ción ,  que  no  se  observaba  sino  en  muy  pocos  lugares ,  dis- 
pone entre  otras  cosas ,  que  de  las  demandas  civiles  que 
pasando  de  2b  duros  en  la  península  é  islas  adyacentes  y 
de  100  en  Ultramar  no  escedan  de  400  mrs.  (1176  rs. 
16  mrs.  )  en  el  primer  punto,  y  del  cuadruplo  (470b  rs. 
50  mrs.)  en  el  segundo,  conozcan  los  jueces  de  primera  ins- 
tancia por  juicio  escrito,  y  que  de  la  sentencia  que  dieren 
pueda  introducirse  apelación  para  ante  el  ayuntamiento  de 
la  capital  del  partido  judicial  respectivo.  Véase  Apelación 
al  ayuntamiento. 

.  El  libro  7  de  la  Novísima  Recopilación,  que  trata  del  go- 
bierno civil,  económico  y  político  de  los  pueblos,  contiene 
varias  disposiciones  sobre  la  organización ,  facultades  y  obli- 
gaciones de  los  ayuntamientos.  Mas  por  real  decreto  de  23 
de  julio  de  183b  se  dio  nueva  forma  á  estos  "cuerpos  ;  se  fijó 
la  naturaleza,  duración  y  prerogativas  de  los  oficios  de  re- 
pública ;  se  determinaron  las  calidades  de  los  electores  y  de 
los  elegibles  para  estos  oficios,  y  la  manera  de  hacer  las 
elecciones  ;  y  se  especificaron  las  facultades  y  obligaciones 
de  los  alcaldes ,  tenientes  de  alcalde ,  ayuntamientos  y  pro- 
curador del  común.  Este  decreto  solo  estuvo  en  observancia 
hasta  el  Ib  de  octubre  de  1856  ,  en  que  se  espidió  otro  res- 
tableciendo en  su  fuerza  y  vigor  la  ley  de  las  Cortes  de  5  de 
febrero  de  1825,  relativa  al  gobierno  económico-político  de 
las  provincias  ;  y  esta  ley  se  halla  igualmente  á  punto  de 
espirar,  pues  en  el  momento  que  va  á  darse  á  la  prensa  este 
artículo,  se  está  discutiendo  en  las  Cortes  un  nuevo  proyecto 
sobre  arreglo  de  ayuntamientos.  Se  discutió  efectivamente 
y  aprobó  el  nuevo  arreglo  y  otros ,  de  suerte  que  nunca 
acabamos;  y  actualmente  rige  uno  del  dia  8  de  enero 
de  184b  (1). 

(1)  El  nuevo  arreglo  que  se  cita  puede  verse  en  el  Suplemento 
al  Diccionario  de  Escriche,  en  el  artículo  Ayuntamientos  ;  no  lo 
insertamos  aquí  por  ser  muy  largo. 


Disposiciones  generales  sobre  Ayuntamientos ,  transcritas 
de  la  Ia.  edición  del  Diccionario  de  Escriche. 

El  ayuntamiento  (2)  se  compone  del  alcalde  ó  justicia  y 
de  los  regidores ,  cuyo  nombramiento  se  hace  en  unas  partes 
por  insaculación,  en  otras  por  elección  de  los  vecinos  (3),  y 
en  otras  por  designación  de  la  autoridad  superior  política  de 
la  provincia  á  propuesta  del  ayuntamiento  que  precede.  Es 
pues  temporal  y  no  suele  durar  mas  de  un  año  en  sus  fun- 
ciones (H)  ;  pero  en  algunos  pueblos  de  mucho  vecindario  es 
perpetuo,  y  sus  individuos  son  nombrados  por  el  supremo 
gobierno.  El  número  de  los  individuos  de  que  se  compone 
cada  ayuntamiento  no  es  el  mismo  en  todas  partes,  sino  que 
varía  según  el  mayor  ó  menor  vecindario  de  cada  pueblo  (b). 

En  los  pueblos  donde  hay  corregidor,  tiene  este  derecho 
de  asistir  al  ayuntamiento  para  autorizar  y  ejecutar  los 
acuerdos .  pero  no  tiene  voto  sino  en  caso  de  igualdad ,  y 
entonces  lo  ha  de  dar  á  favor  de  una  ú  otra  parle  (6).  Tam- 
bién asiste  el  escribano  ó  secretario  de  ayuntamientos  (7) 
para  redactar  sus  actas  y  estender  las  resoluciones  que  se 
tomaren,  como  igualmente  el  síndico  procurador  general 
para  defender  los  derechos  del  público,  y  los  diputados 
para  vigilar  el  manejo  y  administración  de  los  regidores  ó 
concejales.  Ninguna  otra  persona  puede  asistir  á  las  delibe- 
raciones de  este  cuerpo  (8)  ;  y  cuando  se  trata  en  él  de  un 

(2)  Por  lo  tocante  á  la  república  de  Méjico,  véase  el  artículo 
Departamento ,  donde  se  habla  de  los  ayuntamientos  en  la  ley 
de  su  gobierno  interior.  —  Quien  quisiere  instruirse  por  menor 
en  las  ordenanzas  del  ayuntamiento  de  Méjico ,  su  reglamento  de 
propios  y  arbitrios,  division  de  la  ciudad  en  cuarteles  y  manza- 
nas, bandos,  providencias  y  reglamentos  de  policía,  etc.,  lea  la 
obrita  que  publicó  D.  Juan  Rodríguez  de  San  Miguel  en  1834  , 
titulada  Manual  de  providencias  económico -políticas. 

(3)  El  art.  25  de  la  6a.  ley  constit.  dice  que  los  ayuntamientos 
se  elegirán  popularmente  en  los  términos  que  arreglará  una  ley. 
La  que  en  esto  ha  regido  es  la  de  1  2  de  julio  de  1830.  Otro  art. 
de  la  misma  ley  constit.  dice  :  «  Habrá  ayuntamientos  en  las  capi- 
tales de  departamento,  en  los  lugares  en  que  los  había  el  año 
de  1808  ,  en  los  puertos  cuya  población  llegue  á  4000  almas,  y  en. 
los  pueblos  que  tengan  8000.  En  los  que  no  haya  esa  población 
habrá  jueces  de  paz  ,  encargados  también  de  la  policía ,  en  el  nú- 
mero que  designen  las  juntas  departamentales  de  acuerdo  con  los 
gobernadores  respectivos. 

(4)  El  art.  427  de  la  ley  de  20  de  marzo  de  1827,  dice  así  : 
«  Los  alcaldes  se  renovarán  todos  los  años  :  los  regidores  única- 
mente en  su  mitad,  y  lo  mismo  los  síndicos  donde  haya  dos,  saliendo 
los  mas  antiguos.  Si  solo  hubiere  uno,  se  renovará  cada  año.  » 

(5)  El  ayuntamiento  de  Méjico  se  componía  de  seis  alcaldes, 
diez  y  seis  regidores ,  y  dos  síndicos  con  la  denominación  de  Io.  y 
2o.  ;  pero  el  artículo  23  de  la  6».  ley  constit.  dice  :  «  El  número 
de  alcaldes,  regidores  y  síndicos  se  fijará  por  las  juntas  departa- 
mentales respectivas,  de  acuerdo  con  el  gobernador,  sin  que 
puedan  esceder  los  primeros  de  seis  ,  los  segundos  de  doce  y  los 
últimos  de  dos.  » 

(6)  El  art.  93  de  la  ley  sobre  gobierno  interior  de  los  departa- 
mentos, dice  hablando  de  los  prefectos  :  «  Podrán  presidir,  sin 
voto,  el  ayuntamiento  de  la  cabecera  y  cualquiera  otro  de  las 
poblaciones  del  distrito  ;  pero  lo  tendrán  para  decidir  en  caso  de 
empate.  »  Y  el  14  hablando  de  los  gobernadores,  dice  que  :  «  Si 
por  cualquiera  motivo  se  hallaren  en  alguna  población  del  depar- 
tamento, podrán  presidir  sin  voto  las  sesiones  del  ayuntamiento.  » 

(7)  Véase  sobre  el  secretario  la  ley  84,  tít.  15,  lib.  2,  Rec.  de 
Indias. 

(8)  Ley  4, tít.  2,  lib.  7,  Nov.  Rec,  y  §  l,  Orel,  para  los  cabildos 
de  esta  capital  ;  teniéndose  presente  que  en  orden  de  50  de  marzo 
de  1822  se  previno  que  las  diputaciones  provinciales  y  ayunta- 
mientos celebren  sus  sesiones  públicamente,  á  menos  que  el  asunto 
á  juicio  de  las  mismas  corporaciones  exija  reserva. 
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negocio  en  que  tiene  inleres  alguno  de  los  individuos  men- 
cionados ó  por  sí  mismo  ó  por  otra  persona  con  quien  está 
ligado  por  parentesco  ó  amistad  ,  debe  salirse  durante  là  dis- 
cusión y  decisión  de  la  materia  ('). 

Pertenece  al  ayuntamiento  :  Io.  el  cuidado  de  la  abun- 
dancia y  buena  calidad  de  los  comestibles  :  -Io.  la  inspección 
sobre  la  legitimidad  de  los  pesos  y  medidas,  con  facultad  de 
enmendarlos  y  castigar  á  los  contraventores  :  5o.  la  policía 
de  sanidad  y  limpieza  :  'í°.  el  cuidado  de  los  pósitos  :  S°.  la 
administración  de  los  propios  y  arbitrios  :  G°.  la  distribu- 
ción y  exacción  délas  contribuciones  y  rentas  públicas;  1° .  y 
en  fin,  generalmente  hablando  ,  todo  lo  que  es  relativo  al 
gobierno  económico-político  del  pueblo  ("2),  sin  que  las  au- 
toridades superiores  puedan  meterse  eu  ello  sino  por  via  de 
apelación  y  agravio  (5). 

No  pueden  ser  individuos  de  ayuntamiento  [h)  los  estran- 
jeros  (o),  ni  los  infames,  ni  los  deudores  del  común,  ni  los 

(1)  Tnst.  fie  correg.;  Ord.  del  ayuntamiento  de  Méjico,  ait.  7; 
y  ley  14,  tít.  9,  lib.  4,  Rec  de  Ind. 

(2)  Cap.  1  ,  dee.  de  25  de  junio  de  1813,  art.  \  y  10,  y  la  6a. 
ley  constit.,  que  en  su  art.  25  dice  :  «  Estará  á  cargo  de  los  ayun- 
tamientos la  policía  de  salubridad  y  comodidad  :  cuidar  de  las 
cárceles,  de  los  hospitales  y  casas  de  beneficencia  que  no  sean  de 
fundación  particular,  de  las  escuelas  de  primera  enseñanza  que 
se  paguen  de  los  fondos  del  común  ,  de  la  construcción  y  repara- 
ción de  puentes,  calzadas  y  caminos,  y  de  la  recaudación  é  inver- 
sion de  los  propios  y  arbitrios  :  promover  el  adelantamiento  de  la 
agricultura,  industria  y  comercio;  y  ausiliar  á  los  alcaldes  en  la 
conservación  de  la  tranquilidad  y  el  orden  público  en  su  vecin- 
dario, todo  con  absoluta  sujeción  á  las  leyes  y  reglamentos.  »  — 
El  22  dice  que  :  «  Habrá  ayuntamientos  en  las  capitales  de  depar- 
tamentos, en  los  lugares  en  que  los  había  el  año  de  1808,  en  los 
puertos  cuya  población  llegue  á  4000  almas,  y  en  los  pueblos  que 
tengan  8000;  en  los  que  no  haya  esa  población  habrá  jueces  de 
paz,  encargados  también  de  la  policía  en  el  número  que  designen 
las  juntas  departamentales  de  acuerdo  cou  los  Gobernadores  res- 
pectivos. » 

(5)  El  art.  18,  cap.  1  del  dec.  de  23  de  junio  de  1815  ,  dice  : 
«  Si  algún  vecino  se  sintiere  agraviado  por  providencias  econó- 
micas ó  gubernativas  dadas  por  el  ayuntamiento^  por  el  alcalde, 
sobre  cualquiera  de  los  objetos  indicados,  deberá  acudir  al  jefe 
político,  quien  por  sí,  oyendo  á  la  diputación  provincial  cuando 
lo  tuviere  por  conveniente,  resolverá  gubernativamente  toda  duda, 
sin  que  por  estos  recursos  se  exija  derecho  alguno.  »  Igualmente 
por  el  art.  14,  cap.  1  de  la  ley  de  9  de  octubre  de  1812,  se  prohibe 
á  las  audiencias  tomar  conocimiento  alguno  sobre  los  asuntos  gu- 
bernativos ó  económicos  de  sus  provincias  :  y  la  ley  C  constitu- 
cional ,en  su  art.  16, dice  que  la  Suprema  Corte  «  'no  podrá  tomar 
conocimiento  alguno  sobre  asuntos  gubernativos  ó  económicos  de 
Ja  nación.  »  En  el  25  se  pune  igual  restricción  á  los  tribunales 
superiores  de  los  departamentos  ^""^  **Üal¿íá  asuntos  de  los 
mismos. 

(4;  El  art.  24  de  la  ley  6a.  constit.  establece  que  :  «  Para  ser 
individuo  del  ayuntamiento  se  necesita  :  Io.  Ser  ciudadano  me- 
jicano en  el  ejercicio  de  sus  derechos.  2o.  Vecino  del  mismo  pue- 
blo. 5o.  Mayor  de  25  años.  4o.  Tener  un  capital  físico  ó  iuor">Vv 
que  le  produzca  por  lo  menos  500  pesos  anuales.  » 

(5)  Ley  2,  tít.  5,  lib.  7,  y  1 ,  tít.  11  ,  lib.  6,  Nov.  Rec;  debién- 
dose tener  presente  que  después  del  decreto  de  16  de  mayo  de  1825, 
dice  el  art.  1  ,  §  6  de  la  ley  constitucional,  que  son  mejicanos  s 
«  los  nacidos  en  territorio  estraujero ,  que  introducidos  legalüente 
después  de  la  independencia  ha) an  obtenido  carta  de  naturaliza- 
ción con  los  requisitos  que  prescriben  las  leyes.  »  Mas  esa  ley  1 , 
tít.  1 1  ,  lib.  6  de  la  Nov.  Rec  aun  á  los  naturalizados  escluyó  do  • 
los  oh'cios  de  justicia  y  golneruo. 

Sobre  quiénes  sean  mejicanos,  y  cuáles  los  derechos  de  que 
gozan  los  estranjeros  residentes  en  la  república,  véase  también 
el  artículo  ¡'etino. 


escribanos  del  juzgado  ó  los  que  tengan  otro  empleo  en  el 
concejo  si  no  lo  renuncian,  ni  los  parientes  hasta  el  cuarto 
grado  de  los  que  salen  ó  de  los  otros  que  entran  (f>),  ni  los 
que  han  obtenido  ya  la  misma  plaza  ú  otra  diferente  en  el 
mismo  cuerpo,  si  no  han  pasado  tres  años  en  el  pr.mercaso 
y  dos  en  el  segundo  (7). 

[  *  En  la  república  de  Méjico  no  han  estado  nunca  en 
uso  las  leyes  de  Indias  y  de  Castilla  que  concedían  jurisdic- 
ción á  los  Ayuntamientos,  ni  se  la  otorgó  tampoco  la  de 
20  de  marzo  de  1857,  que  organizó  de  nuevo  estos  cuerpos 
derogando  todas  \as  anteriores.  Es  de  suponer  también  que, 
al  hacer  uso  de  la  facultad  que  les  concede  el  §  10,  art.  154 
de  las  Bases  de  organización  política  de  12  de  junio  de  18Ü3, 
las  Asambleas  departamentales  seguirán  el  espíritu  de  la 
última  legislación,  la  cual  ponia  tan  solo  á  su  cargo  la  poli- 
cía de  salubridad ,  de  comodidad  y  ornato,  de  orden  y  segu- 
ridad en  los  términos  de  su  comarca  ;  el  cuidado  de  las  cár- 
celes ,  de  los  hospitales  y  casas  de  beneficencia  que  no  eran 
de  fundación  particular;  de  las  escuelas  primarías  que  so 
pagaban  de  los  fondos  del  común  ;  de  la  construcción  y  re- 
paración de  puentes,  calzadas  y  caminos;  de  la  recaudación 
é  inversion  de  los  propios  y  arbitrios  ;  de  promover  el  ade- 
lantamiento de  la  agricultura,  industria  y  comercio;  todo 
con  absoluta  sujeción  á  las  leyes  y  reglamentos,  y  á  las  au- 
toridades administrativas  superiores  p  or  el  orden  de  su  je- 
rarquía. 

**  En  la  república  de  Venezuela  los  ayuntamientos  han 
sido  reemplazados  por  los  concejos  municipales ,  los  que 
tampoco  ejercen  en  ningún  caso  atribuciones  judiciales. 
Creemos  oportuno  advertir,  que  uno  de  los  oficiales  de  este 
concejo,  el  procurador  municipal,  es  el  encargado  de  repre- 
sentarle en  juicio,  cuando  sea  parte  en  algún  negocio,  de  pro- 
mover el  nombramiento  de  tutor  y  curador  de  los  menores, 
haciendo  las  veces  de  estos  guardadores  hasta  que  sean 
nombrados,  y  de  representará  los  siervos  dentro  de  sus 
cantones  en  las  causas  sobre  libertad  ó  maltrato  :  ley  de  24 
de  abril  de  1858,  y  en  particular  su  art.  86. 

***  En  la  república  de  Chile,  el  reglamento  de  adminis- 
tración de  justicia  de  2  de  junio  de  1824  no  ha  reservado 
la  menor  parte  en  el  ejercicio  de  la  jurisdicción  á  las  muni- 
cipalidades (que  así  se  llaman  los  antiguos  ayuntamientos); 
y  solo  compete  en  determinados  casos  alguna  autoridad  de 
esta  naturaleza  á  los  alcaldes,  no  como  miembros  de  dicho 
cuerpo,  sino  como  empleados  especiales ,  según  puede  verse 
en  el  tít.  b°.  del  cit.  Reglam.  Este  mismo  carácter  han  con- 
firmado los  arts.  110  y  128  de  la  Constit.  de  1853.  ] 


(6)  Ord.  de  19  de  mayo  de  1813. 

(7)  El  art.  315  de  la  Constitución  española  decia:  El  que  hubiere 
ejercido  cualquiera  de  estos  cargos,  no  podrá  volver  á  ser  elegido 
para  ninguno  de  ellos  sin  que  pasen  por  lo  menos  dos  años  donde 
el  vecindario  lo  permita;  pero  últimamente  la  ley  de  9  de  mayo 
de  1835  declaró  que  no  hay  ley  vigente  que  prohiba  en  el  distrito 
y  territorios  de  Méjico  la  reelección,)'  que  queda  á  voluntad  de  los 
nombrados  admitir  ó  no  el  encargo.  —  En  cuanto  á  los  militares 
retirados, que  antes  no  podían  ser  obligados  á  los  cargos  concejiles 
en  los  términos  que  se  dice  en  el  art.  Carga  concejil,  hoy  dice  el 
art.  165  déla  ley  de  Departamentos,  que  no  les  comprende  la 
escepcion  «  siempre  que  tengan  su  radicación  en  la  ciudad,  villa 
ó  pueblo  del  ayuntamiento,  si  no  viven  del  retiro  ,  ó  de  solo  él, 
sino  de  otros  bienes,  industria  ó  comercio.  »  Y  en  cnanto  á  que 
los  oficiales  militares  con  empleo  político  en  ayuntamientos  y  tri- 
bunales sean  admitidos  á  los  actos  y  funciones  con  el  uniforme 
de  su  clase,  véase  la  ley  11,  tít.  2,  lib.  7,  ISov.  Rec  —  En  cuanto 
á  que  á  los  boticarios  no  solo  no  se  les  obligue ,  sino  que  ni  se  les 
permita  aceptar  oficio  ó  cargo  concejil  para  no  distraerlos  de  la 
asistencia  ú  las  boticas,  véase  la  ley  5  ,  tít.  15 ,  lib.  8,  iSov.  Rec. 
y  sus  notas. 
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AZAR.  Llámase  juego  de  azar  el  que  depende  solo  de  la 
suerte  y  no  de  la  habilidad  y  destreza  del  jugador;  y  está 
prohibido  (1)  todo  juego  de  esta  especie  con  penas  bastante 
severas  que  pueden  verse  en  la  palabra  Juego. 

AZOTES.  Pena  corporal  con  que  la  justicia  suele  casti- 
gar á  ciertos  criminales. 

La  pena  de  azotes  era  tenida  por  lijera  entre  los  Roma- 
nos, y  no  hacia  infames  a  los  que  la  sufrían  aun  cuando 
fuesen  libres  é  ingenuos.  Mas  entre  nosotros  produce  siem- 
pre la  infamia;  de  manera  que  el  que  ha  sido  azotado  por 
justicia  no  puede  ser  testigo  ni  tener  oficio  público  ;  ley  o, 
Ht.  6,  Part.  7  ;  ley  64,  Ht.  S,  Pari,  1  ;  ley  8,  til.  16,  Part,  o; 
leyes  9  y  10,  líl.  1,  Part.  6;  leyes  3  ¡y-  7,  Ht.  5,  Part.  7. 

La  pena  de  azotes,  á  la  cual  suele  ir  junta  la  de  presidio 
ó  arsenales ,  no  se  impone  á  los  nobles  sino  á  personas  de 
baja  condición ,  especialmente  en  el  caso  de  robo  ó  de  esca- 
lamiento de  cárcel. 

Esta  pena  se  ejecuta  paseando  al  delincuente  montado  en 
un  burro  por  las  calles  públicas,  y  dándole  en  cada  esquina 
cierto  número  de  golpes  con  un  instrumento  de  cuero  en  las 
espaldas  descubiertas ,  hasta  completar  el  total  de  azotes  á 
que  ha  sido  condenado,  y  que  es  ordinariamente  de  dos- 
cientos. Mas  no  debe  aplicarse  la  pena  de  manera  que  el  reo 
quede  muerto  ó  lisiado  ;  ley  25,  til.  14,  Part.  7. 

Don  Lorenzo  Matheu  en  su  tratado  De  re  criminan  hace  la 
apología  de  esta  pena  por  ser  mas  temida  de  la  gente  popu- 
lar de  España  que  la  misma  pena  capital  ;  y  se  queja  de  que 
ya  en  su  tiempo  habia  decaído  mucho  el  uso  dé  ella  con  no- 
table perjuicio  de  la  república.  Del  mismo  sentir  era  la  Au- 
diencia de  Mallorca,  que  en  representación  hecha  á  Felipe  V 
le  pedia,  como  el  mejor  medio  para  contener  los  delitos,  la 
abolición  del  privilegio  que  gozaban  los  mallorquines  de  no 
podérseles  imponer  la  pena  de  azotes ,  á  la  cual  tenían  mas 
horror  que  á  la  de  galeras ,  presidios  y  otras. 

Don  Manuel  deLardizabal  y  Uribe  en  su  discurso  sobre  las 
penas  no  pensaba  como  Matheu  ni  como  la  Audiencia  de  Ma- 
llorca. «  La  pena  de  azotes,  dice,  si  no  hay  mucha  prudencia 
y  discernimiento  para  imponerla ,  lejos  de  ser  útil  puede  ser 
muy  perniciosa  y  perder  á  los  que  son  castigados  con  ella 
en  lugar  de  corregirlos.  Ella  es  ignominiosa  y  causa  infamia, 
por  lo  que  solo  debería  imponerse  por  delitos  que  en  sí  son 
viles  y  denigrativos,  pues  de  lo  contrario  la  pena  misma 
causará  un  daño  mayor  acaso  que  el  que  causó  el  delito,  que 
es  hacer  perder  la  vergüenza  al  que  la  sufre,  y  ponerle  por 
consiguiente  en  estado  de  que  se  haga  peor  en  vez  de  enmen- 
darse. Pero  impuesta  con  prudencia  y  discreción  podrá  ser 
útil  y  contener  con  su  temor.  Por  regla  general,  en  una  na- 
ción honrada  y  pundonorosa ,  cual  es  la  española,  toda  pena 
de  vergüenza  usada  con  prudencia ,  y  haciendo  distinción 
en  el  modo  de  imponerla ,  según  la  distinción  de  clases  y  de 
personas,  puede  producir  muy  saludables  efectos.  Pero 
debe  siempre  observarse  la  máxima  de  no  imponer  jamas 
pena  que  pueda  ofender  el  pudor  y  la  decencia ,  pues  esto 
seria  destruir  las  costumbres  por  las  mismas  leyes  que  deben 
introducirlas  y  conservarlas.  » 

Mas  decidido  Bentham  contra  los  azotes  :  Esta  pena,  dice, 
tiene  el  inconveniente  de  no  ser  igual  á  ella  misma  en  su 

(i)  En  Méjico,  decreto  de  23  de  febrero  de  1830  que  declaró 
rigentes  las  leyes  prohibitivas  de  juegos  de  suerte  y  azar.  Véase 
la  prohibición  de  estos  en  el  toin.  2  de  la  Colección  de  Montemayor 
y  Beteña,  n.  48.  —  Las  leyes  prohibitivas  de  los  juegos  de  suerte 
y  azar  están  declaradas  vivtiialmente  ostensivas  en  América,  con 
la  circunstancia  de  que  las  penas  pecuniarias  deben  entenderse 
cuadruplicadas;  ley  l  y  restantes  del  tít.  23  lib.  7,  Rec.  de  Ind. 


aplicación  ordinaria ,  porque  puede  variar  desde  ei  doloV' 
mas  lijero  hasta  el  mas  atroz,  y  aun  llegar  hasta  la  muerte. 
Todo  depende  de  la  naturaleza  del  instrumento,  de  la  fuerza 
de  la  aplicación  y  del  temperamento  del  individuo.  El  legis- 
lador que  la  ordena  no  sabe  lo  que  hace  ;  el  juez  está  poco 
mas  ó  menos  en  la  misma  ignorancia,  y  siempre  habrá  la 
mayor  arbitrariedad  en  la  ejecución.  Esta  es  una  renta  para 
el  verdugo;  y  si  el  delincuente  sufre,  es  por  no  haber  po- 
dido componerse  con  él.  =  La  pena  de  azotes  no  puede 
aplicarse  en  un  grado  lijero  á  las  personas  que  no  pertenecen 
absolutamente  á  la  última  clase  de  la  sociedad  :  ella  causará 
la  muerte  á  un  hombre  débil  y  pundonoroso;  y  será  casi  de 
ningún  efecto  para  el  que  haya  perdido  la  vergüenza  y  sé 
halle  endurecido  al  dolor  y  al  trabajo. 

No  es  estraño  pues  que  haya  sido  abolida  esta  pena  en  mu- 
chas naciones  (2),  y  que  entre  nosotros  haya  caducado  por  el 
desuso.  Apenas  hay  ya  memoria  de  tan  vergonzoso  y  degra- 
dante castigo,  que  lejos  de  producir  la  enmienda  del  criminal 
le  despojaba  por  el  contrario  de  todo  resto  de  pundonor. 

Hasta  de  las  escuelas,  donde  se  parodiaban  las  penas  ci- 
viles, se  ha  hecho  desaparecer  por  real  orden  de  25  de 
agosto  de  1834  el  castigo  de  azotes  que  solia  darse  á  los 
niños.  «  Siendo  este  modo  de  corregir,  dice  la  real  orden  , 
contrario  al  pudor  y  á  la  decencia ,  y  envileciendo  tanto  al 
que  lo  impone  como  al  que  lo  sufre ,  se  ha  servido  mandar 
S.  M.  quede  abolido  en  todos  los  colegios  y  casas  de  educa- 
ción de  la  monarquía  semejante  castigo,  y  cualquiera  otro 
que  pueda  causar  lesión  en  los  miembros,  procurando  los 
directores  y  maestros  corregir  los  defectos  de  los  alumnos  por 
los  medios  de  la  emulación  y  del  ejemplo,  y  con  privaciones 
que  no  puedan  producir  funestas  consecuencias  en  lo  físico 
ni  en  lo  moral  de  aquellos.  » 

Estrañamos  que  no  se  haya  suprimido  al  mismo  tiempo, 
mediante  otra  real  orden,  la  pena  de  a-zotes  en  todo  el  reino, 
restableciendo  el  decreto  de  Cortes  de  8  de  setiembre  de 
1813;  pues  aunque  no  está  ya  en  uso ,  se  encuentra  todavía 
en  las  leyes.  El  tenor  del  citado  decreto  es  como  sigue  : 

«  Las  Cortes  generales  y  estraordinarias,  convencidas  de  la 
utilidad  de  abolir  aquellas  leyes  por  las  cuales  se  imponen 
álos  Españoles  castigos  degradantes,  que  siempre  han  sida 
símbolo  de  la  antigua  barbarie,  y  vergonzoso  resto  del  gen- 
tilismo, han  venido  en  decretar  y  decretan  :  =  Io.  Se  declara 
abolida  la  pena  de  azotes  en  todo  el  territorio  de  la  monar- 
quía española.  —  2o.  Que  en  lugar  de  la  pena  de  azotes  sé 
agrave  la  correspondiente  al  delito  por  que  el  reo  hubiere 
sido  condenado  ;  y  si  esta  fuere  la  de  presidio  ú  obras  públi- 
cas, se  verifique  en  el  distrito  del  tribunal ,  cuando  esto  sea 
posible.  —  3o.  La  prohibición  de  azotes  se  estiende  á  las  ca- 
sas ó  establecimientos  públicos  de  corrección,  seminarios  de 
educación  y  escuelas.  —  4o.  Estando  prohibida  la  pena  de 
azotes  en  toda  la  manarquía,  los  párrocos  de  las  provincias 
de  ultramar  no  podrán  valerse  de  ella ,  ni  por  modo  de  cas-*? 
tigo  para  con  los  Indios  ,  ni  por  el  de  corrección  ,  ni  en  otra 
conformidad  cualquiera  que  sea.  —  5o.  Los  M.  RR.  arzobis-» 
pos,  RR.  obispos  y  demás  prelados  ejercitarán  con  toda  ac« 
tividad  el  lleno  de  su  celo  pastoral  para  arrancar  de  su  dió- 
cesis cualquiera  abuso  que  en  esta  materia  advirtieren  en 
sus  párrocos  ,  y  procederán  al  castigo  de  los  contraventores 
con  arreglo  á  sus  facultades.  —  6o.  Del  mismo  modo  proce- 
derán los  prelados  eclesiásticos  contra  aquellos  párrocos, 

(2)  Por  decreto  de  las  Cortes  de  España  de  17  de  agosto  de  1815, 
está  prohibida  la  corrección  de  azotes  en  todas  las  enseñanzas, 
colegios  y  casas  de  corrección.  Asimismo  el  de  8  de  setiembre  del 
mismo  año,  que  inserta  el  autor  al  fin  del  presente  artículo,  repitió 
la  prohibición. 

El  citado  decreto  de  8  de  setiembre  está  vigente  en  la  república 
de  Méjico. 
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que  traspasando  los  límites  de  sus  facultades ,  se  atrevieren 
à  encarcelar  ó  tratar  mal  á  los  Indies.  » 

El  reglamento  provisional  de  26  de  setiembre  de  183!)  para 
la  administración  de  justicia,  al  clasificar  las  penas  corpo- 
rales ,  hace  mención  de  la  de  azotes  en  su  artículo  11  ;  mas 
no  debe  deducirse  de  aquí  que  la  considera  vigente ,  pues 
su  objeto  no  es  otro  que  el  de  enumerar  todas  las  que  per- 


tenecen á  dicha  clase  ,  prescindiendo  del  uso  ó  desuso  de 
ellas,  como  se  ve  en  otras,  v.  gr.  en  la  de  galeras. 

-)- AZUFRE.  Por  el  artículo  13  de  la  ley  de  presupuestos 
de  23  de  mayo  de  1843  quedó  en  libertad  la  esplotacion  y 
venta  de  esta  sustancia.  Sin  embargo  continúa  prohibida  la 
introducción  de  los  azufres  estranjeros.  Rl.  orden  de  26  de 
junio  de  1845. 


B. 


BA 


BA 


f  BACHILLER.  Véase  Estudios  de  facultad  mayor  y 
Grados  académicos. 

BAGAJES.  Las  caballerías  y  carros  con  que  los  vecinos 
de  los  pueblos  tienen  que  acudir  á  las  tropas  transeúntes 
para  la  conducción  de  los  utensilios ,  equipajes  y  enfermos. 

Para  que  no  se  cometan  abusos  en  la  exacción  de  baga- 
jes está  mandado  que  los  generales  en  jefe  de  los  ejércitos, 
los  capitanes  generales  de  provincia  y  los  comandantes  mili- 
tares de  distrito  espresen  en  los  pasaportes  que  concedan  á 
la  tropa  ó  sus  individuos  el  número  y  calidad  de  los  bagajes 
y  trasportes  que  absolutamente  les  fuere  indispensable;  real 
orden  de  24  de  moyo  de  1815. 

El  militar  que  pidiere  á  los  pueblos  mayor  número  de  baga- 
jes que  el  que  le  corresponde,  incurre  en  la  pena  de  suspen- 
sion de  empleo  y  en  otras  á  arbitrio  de  S.  M.  ;  y  el  que  de 
propia  autoridad  sin  intervención  de  la  justicia  sacare  de  las 
casas  de  los  vecinos  caballerías  para  bagajes,  debe  ser  gra- 
vemente castigado. 

El  bagaje  mayor,  así  de  montar  como  de  carga  ,  ha  de 
pagarse  á  razón  de  real  y  medio  por  legua  y  el  menor  á 
real,  debiendo  cargar  el  mayor  diez  arrobas  castellanas  y  el 
menor  un  tercio  menos.  Las  galeras  de  seis  muías  se  regu- 
lan en  cuanto  á  la  carga  al  respecto  de  ocho  bagajes  mayo- 
res, las  de  cuatro  al  de  seis,  y  el  carro  ó  carromato  de  dos 
muías  al  de  tres  :  y  por  cada  arroba  de  peso  que  en  esta 
forma  se  condujere,  se  pagarán  cuatro  maravedís  y  medio  de 
vellón  por  legua. 

Si  las  justicias  ó  regidores  de  algún  lugar  del  tránsito  hi- 
cieren ocultar  los  bagajes  que  hubiere  y  debieren  dar  para 
la  tropa,  sufrirán  de  sus  propios  bienes  la  multa  de  cuarenta 
y  cinco  reales  vellón  por  cada  bagaje  ocultado ,  con  aplica- 
ción por  terceras  partes  al  juez,  á  las  obras  públicas  del  lu- 
gar del  fraude ,  y  á  los  bagajeros  del  tránsito  anterior  que 
por  esta  causa  hubiesen  tenido  que  seguir. 

El  bagajero  que  huyere  con  su  bagaje  queda  obligado  á 
satisfacer  el  daño  que  con  su  fuga  hubiese  ocasionado  á  otro, 
y  debe  ser  castigado  arbitrariamente  en  proporción  de  su 
culpa. 

Las  diferencias  que  ocurrieren  en  los  pueblos  sobre  ba- 
gajes se  determinarán  por  el  comandante  de  la  tropa  con  la 
justicia  del  lugar.  % 

=  Véase  la  real  cédula  de  10  de  marzo  de  17'íO  {ley  lo, 
tit.  19,  lib.  6,  Nov.  Rec.)  que  contiene  las  disposiciones  an- 
teriores y  otras  que  son  puramente  reglamentarias  y  propias 
de  las  autoridades  militares. 

En  cédula  de  18  de  diciembre  de  1816  se  fijaron  las  esen- 
ciones  del. servicio  de  bagajes  y  alojamientos;  pero  como 
por  órdenes  posteriores  se  han  ido  aboliendo  las  de  aloja- 
mientos, puede  decirse  que  han  quedado  también  Suprimi- 
das indirectamente  y  aun  de  hecho  las  de  bagajes.  Véase 
Alojamiento. 

Por  real  decreto  de  17  de  febrero  de  1834  se  declaran  li- 
bres del  servicio  de  bagajes  los  caballos  españoles  que  pasea 
de  diez  dedos  sobre  la  marca,  como  igualmente,  cualquiera 


que  sea  su  alzada ,  los  caballos  padres  y  las  yeguas  cerriles 
en  todo  tiempo,  y  los  potros  recien  atados  en  los  meses  de  la 
doma. 

El  servicio  de  bagajes ,  en  la  forma  en  que  se  halla  esta- 
blecido ,  es  un  gravamen  desigual ,  porque  pesa  principal- 
mente sobre  los  pueblos  de  tránsito;  y  es  injusto  y  ruinoso  á 
la  agricultura  y  al  comercio,  porque  casi  no  recae  sino  sobre 
los  colonos,  los  pequeños  labradores  y  los  trajineros,  quienes 
frecuentemente  pierden  en  él  sus  caballerías  ó  ganados  y 
quedan  reducidos  à  la  indigencia. 

f  Corresponde  á  los  jefes  de  la  administración  militar  la 
facultad  de  fijar  los  casos  en  que  haya  de  prestarse  el  servi- 
cio de  bagajes ,  fijando  su  número  en  general ,  y  el  particu- 
lar que  toque  á  cada  pueblo ,  así  como  el  dia ,  hora  y  punto 
de  su  reunion  ,  por  el  íntimo  enlace  que  tienen  estas  cosas 
con  la  prontitud  y  aun  el  secreto  que  exigen  los  movimientos 
militares  en  muchos  casos;  quedando  á  cargo,  y  bajo  la  au- 
toridad délos  gobernadores  civiles,  hoy  jefes  políticos,  todo 
lo  concerniente  al  modo  de  prestarse  dicha  contribución ,  las 
reglas  á  que  debe  sujetarse ,  y  la  solución  de  las  dudas  y  re- 
clamaciones que  puedan  suscitarse  por  privilegios  ,  exone- 
ración ó  cualquiera  otra  causa.  Rl.órd.  de  25  de  junio  de  1855. 

Todos  los  "aforados  de  guerra  están  libres  de  bagajes, 
escepto  cuando  sobrevienen  casos  estraordinarios  y  las  acé- 
milas y  carros  de  los  demás  vecinos  no  son  suficientes, 
estando  obligados  á  contribuir  con  el  contingente  que  quepa 
á  su  caudal  por  compensación  ó  equivalencia  de  tal  servicio 
donde  este  método  se  halle  establecido.  Rl.  órd.  de  28  de 
febrero  de  1845. 

He  dado  cuenta  al  Gobierno  provisional  de  una  esposiciou 
de  17  del  corriente,  en  que  la  compañía  de  diligencias  gene- 
rales de  España  se  queja  de  la  intimación  hecha  por  el  apos- 
tamiento de  Madridejos  al  maestro  de  postas  de  aquella  villa 
y  de  Cañada  de  la  Higuera,  declarando  quedar  sujetas  á 
embargo  las  muías  y  caballos  que  tiran  de  los  coches  de  las 
diligencias;  y  en  atención  á  los  perjuicios  que  seoriginarian 
al  servicio  público  de  ser  llevada  á  cabo  esta  determinación, 
ha  acordado  el  Gobierno  provisional  prevenga  V.  S.  al 
ayuntamiento  constitucional  de  Madridejos  que  se  abstenga 
en  adelante  de  embargar  las  caballerías  destinadas  al  ser- 
vicio de  las  diligencias.  Rl.  órd.  de  50  de  mayo  de  1846. 

En  la  descomposición,  desarreglo  ó  atasque  de  alguna  acé- 
mila ó  carro  se  ayudarán  reciprocamente  los  criados  y 
arrieros  que  estén  mas  inmediatos  ,  obedeciendo  sin  réplica 
cuanto  el  conductor  general  ó  particular  les  ordenare  ;  y  si 
no  pudiese  lograrse  la  habilitación  del  bagaje  ó  carro  dete- 
nido, se  distribuirá  la  carga.  Orden  del  ejérc,  art.  22 ,  ííí. 
9,  trat.  7. 

A  pena  arbitraria  ,  según  las  circunstancias ,  estará  tam- 
bién sujeto  el  criado  de  cualquiera  clase  que  fuere  .  que 
saliendo  del  campo  encargado  del  bagaje  ,  adelantare  ó  de- 
tuviere en  la  marcha  dejando  su  preciso  puesto,  que  debo 
ser  el  inmediato  al  equipaje  que  conduce,  do>  «uya  exacia 
observancia  cuidará  el  conductor  genera!.  Art.  24. 
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Conformándose  S.  M.  (Q.D.  G.)  con  lo  espuesto  por  el 
tribunal  supremo  de  Guerra  y  Marina  al  informar  la  consulta 
que  V.  E.  dirigió  á  este  ministerio  en  20  de  julio  último  re- 
ducida á  averiguar  si  el  pago  de  bagajes  hade  considerarse 
por  leguas  de  8,000  varas  ó  de  6,066  y  dos  tercias  de  vara 
en  que  en  la  actualidad  se  dividen ,  se  ha  servido  resolver 
que  hallándose  adoptada  en  las  vias  públicas  por  disposición 
del  Gobierno  una  nueva  division  longitudinal,  no  existiendo 
hoy  leguas  mas  que  de  6,666  dos  tercios  varas  y  arreglán- 
dose á  este  tipo  el  pago  de  las  postas  ,  rija  el  mismo  para  el 
abono  de  bagajes  de  aquí  en  adelante.  Ri.  ôrd.  de  il  de  se- 
tiembre de  18^6.  à/ 

BASLE.  En  la  corona  de  Aragon  era  el  juez  ordinario 
en  ciertos  pueblos  de  señorío.  Baile  viene  ,  según  algunos, 
del  nombre  latino  bajulus ,  que  por  corrupción  se  pronunció 
luego  ballius,  después  baylius ,  y  por  fin  llegó  á  parar  en 
baile.  Bajulus  es  en  latin  el  porteador  de  cargas  ;  y  sin  duda 
se  aplicó  esta  denominación  metafóricamente  al  magistrado 
ó  funcionario  por  razón  de  la  carga  ó  peso  de  su  minis- 
terio: 

BAILE  general.  En  Valencia,  Cataluña  y  Mallorca  con- 
serva este  nombre  el  magistrado  superior  que  cuida  de  la 
buena  administración  de  los  derechos  del  real  patrimonio. 
Conoce  y  decide  todos  los  pleitos  que  se  suscitan  sobre  su 
cobro ,  y  es  juez  conservador  de  ellos ,  con  jurisdicción  pri- 
vativa y  atractiva.  Al  tiempo  de  la  abolición  de  los  antiguos 
fueros  en  principio  del-  siglo  XVIII  se  refundieron  las  fun- 
ciones del  baile  general  en  las  de  los  intendentes  de  Valencia 
y  Cataluña ,  hasta  que  en  18ib  las  restableció  Fernando  VII 
nombrando  bailes  generales  enteramente  dependientes  del 
mayordomo  mayor  de  S.  M. 

BAILE  local.  El  teniente  del  baile  general  establecido 
en  algún  punto  de  la  bailía  para  el  mas  pronto  despacho  de 
los  negocios  del  real  patrimonio  ;  y  en  algunos  territorios  el 
juez  que  entendía  en  primera  instancia  de  los  asuntos  con- 
tenciosos relativos  á  rentas  reales. 

BAILÍA  ó  bailiazgo.  El  territorio  á  que  se  esliende  la 
jurisdicción  ó  administración  de  un  baile;  y  el  territorio  de 
alguna  encomienda  de  las  órdenes  militares. 

BAILIAJE.  Especie  de  encomienda  ó  dignidad  en  la  or- 
den de  San  Juan  que  los  caballeros  profesos  obtienen  por  su 
antigüedad,  y  tal  vez  por  gracia  particular  del  gran  maestre. 

BAILÍO.  El  caballero  profeso  de  la  orden  de  San  Juan 
que  tiene  bailiaje. 

BAJARSE  de  la  querella.  Desistir  de  la  querella  ó 
acusación  que  se  había  intentado.  Véase  Acusación. 

BALANCE.  El  libro  en  que  los  comerciantes  y  banqueros 
asientan  sus  deudas  activas  y  pasivas;  y  también  el  avance, 
avanzo  ó  tanteo  entre  los  mismos ,  esto  es ,  la  cuenta  final 
por  mayor  de  entrada  y  salida ,  para  saber  el  estado  de  sus 
caudales. 

Todo  comerciante  debe  formar  anualmente  y  estender  en 
el  libro  de  inventarios  el  balance  general  de  su  giro  ,  com- 
prendiendo en  él  todos  sus  bienes,  créditos  y  acciones,  así 
como  también  todas  sus  deudas  y  obligaciones  pendientes  en 
la  fecha  del  balance ,  sin  reserva  ni  omisión  alguna ,  bajo  la 
responsabilidad  que  se  establece  en  el  libro  de  quiebras. 

Los  balances  generales  han  de  firmarse  por  todos  los  inte- 
resados en  el  establecimiento  mercantil  á  que  correspondan 
que  se  hallen  presentes  á  su  formación. 

En  los  balances  generales  de  las  sociedades  mercantiles, 
es  suficiente  que  se  haga  espresion  de  las  pertenencias  y 
obligaciones  comunes  de  la  masa  social,sin  estenderse  á  las 
peculiares  de  cada  socio  en  particularí 

Los  mercaderes  ó  comerciantes  por  menor,  que  se  consi- 
deran ser  aquellos  que  en  las  cosas  que  se  miden  ,  venden 
por  varas,  en  las  que  se  pesan  por  menos  de  arroba,  y  en 
las  que  se  cuentan  por  bultos  sueltos,  no  tienen  obligación 


%ñe  hacer  el  balance  general  sino  cada  tres  años.  Arts.  36, 
37  y  58  del  cód.  de  com.  Véase  Quiebra. 

BALANZA.  Cada  uno  de  los  dos  platos  cóncavos  que 
penden  de  los  estremos  de  los  brazos  del  peso  con  cordones 
ó  cadenillas,  para  poner  en  el  uno  lo  que  se  ha  de  pesar  y 
en  el  otro  las  pesas  con  que  se  ha  de  nivelar  ;  —  y  también 
el  instrumento  compuesto  del  fiel,  brazos  y  balanzas,  que 
sirve  para  conocer  el  peso  de  las  cosas  que  se  compran  y 
venden.. 

Todos  los  que  compran  y  venden  están  obligados  á  ser- 
virse de  balanzas  bien  afinadas;  y  las  justicias  deben  poner 
un  cuidado  muy  especial  para  impedir  que  se  cometan 
fraudes  en  el  peso ,  sobre  todo  en  las  abacerías  y  demás 
puestos  públicos  donde  se  venden  artículos  de  consumo  or- 
dinario. 

Se  han  dado  reglas  para  la  afirmación  y  exactitud  de  las 
balanzas  ;  pero  la  mas  fácil  y  sencilla  que  hay  para  conocer 
esta  exactitud  es  mudar  las  pesas  de  un  plato  á  otro.  Si  re- 
sulta siempre  el  mismo  efecto,  es  prueba  de  que  la  balanza 
está  bien  afinada;  mas  si  se  observa  alguna  diferencia, 
puede  asegurarse  que  el  instrumento  no  está  conforme  á  las 
reglas.  Aréase  Pesos  y  Medidas,  y  Falsario. 

BALANCÍN.  En  las  casas  de  moneda  el  volante  pequeño, 
que  es  la  máquina  con  que  se  sella  la  moneda. 

El  sugeto  á  quien  se  encuentre  un  balancín  se  hace  sospe- 
choso de  monedero  falso,  y  debe  dar  razón  del  uso  que  hace 
de  él,  ó  del  modo  con  que  vino  à  sus  manos,  y  del  objeto 
para  que  le  conserva. 

BALDÍO.  El  terreno  que  no  siendo  de  dominio  particular 
ni  se  cultiva  ni  está  adehesado.  Baldío  viene  de  la  voz  anti- 
cuada balda,  que  á  su  vez  procede  de  la  arábiga  bail,  y 
significa  cosa  de  poquísimo  precio  y  de  ningún  provecho. 
Los  baldíos  con  efecto  son  de  poco  valor,  pues  que  nada  ó 
casi  nada  producen. 

España  es  quizá  la  nación  que  mas  abunda  en  baldíos, 
como  que  habiendo  en  su  suelo  156  millones  de  fanegas  do 
24  estadales  en  cuadro  cada  una  ,  y  rebajando  Oí  millones 
por  lo  que  ocupan  los  montes,  los  rios,  los  pueblos  y  los  ca- 
minos ,  solo  se  cultivan  53  millones  y  quedan  baldías  ó  in- 
cultas 89  millones.  No  es  estraño  pues  que  España  sea  una 
de  las  naciones  mas  despobladas  y  que  se  halle  tan  atrasada 
en  la  agricultura.  Mas  ¿cuál  ha  podido  ser  la  causa  de  la 
existencia  de  tantos  baldíos? 

«  Su  origen  viene,  dice  el  Sr.  Jovellános,  no  menos  que 
del  tiempo  de  los  Wisigodos,  los  cuales  ocupando  y  repar- 
tiendo entre  sí  dos  tercios  de  las  tierras  conquistadas,  y 
dejando  uno  solo  á  los  vencidos,  hubieron  de  abandonar  y 
dejar  sin  dueño  todas  aquellas  áque  no  alcanzaba  la  pobla- 
ción, estraordinariamente  menguada  por  la  guerra.  A  estas 
tierras  se  dio  el  nombre  de  campos  vacantes,  y  estos  son  por 
la  mayor  parte  nuestros  baldíos. 

»  La  guerra  que  había  menguado  primero  la  población , 
se  opuso  después  á  su  natural  aumento ,  el  cual  halló  otro 
estorbo  mas  fuerte  todavía  en  la  aversion  de  los  conquista- 
dores al  cultivo  y  á  toda  buena  industria.  No  sabiendo  estos 
bárbaros  mas  que  lidiar  y  dormir,  y  siendo  incapaces  de 
abrazar  el  trabajo  y  la  diligencia  que  exigía  la  agricultura  , 
prefirieron  la  ganadería  á  las  cosechas  y  el  pasto  al  cultivo. 
Fué  pues  consiguiente  que  respetasen  los  campos  vacantes , 
como  reservados  al  pasto  común  y  aumento  del  ganado  ,  y 
de  esta  policía  rústica  hay  repetidos  testimonios  en  nuestro 
Fuero  Juzgo. 

»  Esta  legislación  restaurada  por  los  reyes  de  Asturias 
desde  Alonso  el  Casto ,  adoptada  para  la  corona  de  León  por 
Alfonso  el  V,  trasladada  después  á  Castilla  y  obedecida  hasta 
san  Fernando,  difundió  por  todas  parles  el  mismo  sistema 
rural ,  tanto  mas  respetado  en  la  edad  media ,  cuanto  su 
carácter  se  había  desviado  menos  del  de  los  Godos,  y  cuanto 
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hallándose  el  enemigo  en  el  corazón  del  imperio  y  casi  siem- 
pre á  la  vista ,  era  preciso  librar  sobre  los  ganados  gran 
parie  de  las  subsistencias ,  y  multiplicar  la  riqueza  pública 
con  una  granjeria  menos  espuesta  à  la  suerte  de  las  armas. 
Aun  después  de  conquistada  Toledo ,  los  territorios  fronte- 
rizos ,  que  se  estendian  por  la  Extremadura  ,  la  Mancha  y 
Castilla  la  Nueva ,  fueron  mas  ganaderos  que  cultivadores , 
y  susganados  se  apacentaban  mas  bien  en  terrenos  comu- 
nales y  abiertos ,  que  en  prados  y  dehesas  particulares  que 
solo  se  pueden  cuidar  á  la  par  del  cultivo. 

»  Espelidos  los  Moros  de  nuestro  continente,  los  baldíos 
debieron  reducirse  inmediatamente  á  labor.  La  política  y  la 
piedad  clamaban  á  una  por  el  aumento  de  subsistencias ,  que 
el  aumento  de  población  hacia  mas  y  mas  necesarias ,  pero 
entrambas  tomaron  el  rumbo  mas  contrario.  La  política ,  ha- 
llando arraigado  el  funesto  sistema  de  la  legislación  pecuaria , 
le  favoreció  tan  exorbitantemente  ,  que  hizo  de  los  baldíos 
una  propiedad  esclusiva  de  los  ganados  ;  y  la  piedad ,  mirán- 
dolos como  el  patrimonio  de  los  pobres ,  se  empeñó  en  con- 
servárselos ,  sin  que  una  ni  otra  advirtiesen ,  que  haciendo 
común  el  aprovechamiento  de  los  baldíos ,  era  mas  natural 
que  los  disfrutasen  los  ricos  que  los  pobres ,  ni  que  seria 
mejor  política  y  mayor  piedad  fundar  sobre  ellos  un  tesoro 
de  subsistencias  para  sacar  de  la  miseria  gran  número  de 
familias  pobres  que  dejar  en  su  libre  aprovechamiento  un 
cebo  á  la  codicia  de  los  ricos  ganaderos  y  un  inútil  recurso 
á  los  miserables.  » 

Bien  hubo  en  todos  tiempos  quien  conociendo  que  la  feli- 
cidad de  España  consistía  en  el  cultivo  general  de  las  tierras 
incultas ,  clamó  constantemente  por  la  enajenación  de  los 
baldíos;  y  se  enviaron  con  efecto  á  los  pueblos  comisionados 
que  la  verificasen.  Pero  Felipe  II  en  las  Cortes  de  Madrid  de 
1581)  y  1595,  en  reconocimiento 'de  la  concesión  de  millones 
para  reparar  la  famosa  pérdida  de  la  armada  invencible , 
dispuso  que  se  tuviese  la  mano  en  adelante  en  no  proveer 
jueces  que  vendiesen  las  tierras  concejiles  y  términos  públi- 
cos y  baldíos  que  las  ciudades  ,  villas  y  lugares  habian  te- 
nido por  propios ,  que  no  se  enviasen  jueces  á  vender  ni 
remedir  tierras  públicas  y  baldías ,  y  que  si  por  alguna 
causa  algunas  de  las  vendidas  se  hubieren  de  remedir,  las 
demasías  que  se  hallasen  quedasen  por  públicas  y  concejiles  ; 
ley  i ,  til.  23,  lib.  7,  Nov.  Rec. 

Todavía  pasaron  mas  adelante  Felipe  III  y  Felipe  IV  en 
1609  y  1652,  pues  conforme  á  lo  pactado  en  la  concesión  de 
otro  servicio  de  millones  ,  no  solo  confirmaron  la  prohibición 
de  Felipe  II,  sino  que  prometieron  por  sí  y  sus  sucesores 
entonces  y  para  siempre  jamas,  que  no  venderían  ni  enaje- 
narían tierras  baldías,  ni  árboles  ni  el  fruto  de  ellos,  sino 
que  quedaría  siempre  lo  uno  y  lo  otro  para  que  sus  subditos  y 
naturales  tuviesen  el  uso  y  aprovechamiento  que  délas  dichas 
tierras  baldías  y  árboles  y  fruto  de  ellos  habian  tenido  y  te- 
nían conforme  á  las  leyes  de  estos  reinos  y  á  las  ordenanzas 
que  tuviesen  ó  hiciesen  confirmadas  por  S.  M.;  ley  2,  til.  23, 
lib.  7,  Nov.  Rec. 

No  pensó  del  mismo  modo  ni  se  creyó  ligado  por  la  pro- 
mesade  sus  antecesoresFelipeV,  quien  conociendo  los  graves 
perjuicios  que  ocasionaba  la  falla  de  cultivo  de  tantas  tierras, 
dispuso  en  1738  la  formación  de  una  junta  suprema,  com- 
puesta de  magistrados  superiores  ,  para  que  entendiese  pri- 
vativamente del  negocio  de  baldíos  y  promoviese  sus  adjudi- 
caciones y  ventas  ,  con  absoluta  inhibición  de  los  consejos, 
tribunales  y  justicias,  y  sin  recurso  de  apelación  ni  suplica- 
ción ;  nota  1 ,  lit.  25,  lib.  7,  Nov.  Rec.  Mas  apenas  comenzó 
á  ponerse  en  ejecución  esta  medida ,  la  combatió  con  todas 
sus  fuerzas  la  diputación  del  reino ,  como  contraria  á  lo  pac- 
tado en  la  concesión  de  los  servicios  de  millones ,  y  al  dere- 
cho que  creia  tenian  los  pueblos  de  aprovecharse  de  las 
tierras  incultas  para  poder  sobrellevar  la  carga  que  se  les 


impuso  ;  y  aunque  por  el  pronto  no  surtió  efecto  esta  recla- 
mación ,  repetida  en  1746  y  apoyada  por  el  consejo  real  me- 
reció por  fin  la  atención  de  Fernando  VI ,  que  suprimió  la 
junta  de  baldíos  ;  declaró  nulas  todas  las  enajenaciones  y 
adjudicaciones  hechas  á  la  corona  ó  á  particulares;  mandó 
que  los  pueblos  fuesen  reintegrados  en  la  posesión  y  libre 
uso  de  los  baldíos  que  gozaban  en  1757;  y  finalmente  quiso 
que  se  praclicase  lo  mismo  con  los  baldíos  reales  y  concejiles 
pertenecientes  á  los  lugares  despoblados  que  en  dicho  año 
disfrutaban  los  pueblos  circunvecinos,  declarando  solamente 
subsistentes  :1o.  las  compras  y  transacciones  que  pueblos  ó 
particulares  habian  hecho  de  aquellos  baldíos  que  en  el  es- 
presado año  y  siguientes  se  hallaron  ó  supusieron  estar  usur- 
pados á  los  comunes  por  particulares ,  reservando  su  derecho 
á  estos  y  á  los  que  se  reputaron  despojados  ;  y  2o.  las  ventas, 
adjudicaciones  ó  transacciones  que  desde  la  misma  época  se 
hubiesen  hecho  de  tierras  incultas  y  montuosas  hasta  enton- 
ces inútiles  ,  y  de  que  no  tenian  algún  uso  ni  aprovecha- 
miento los  pueblos  ;  ley  3  y  nota  2,  lit.  23,  lib.  7,  Nov.  Rec. 

Varias  fueron  posteriormente  las  providencias  que  se  to- 
maron en  tiempo  de  Carlos  III  y  Carlos  IV  para  promover 
la  enajenación  y  repartimiento  de  baldíos  ;  pero  sea  por 
razón  de  las  precauciones  y  trabas  que  contenían ,  sea  por 
causa  de  los  muchos  trámites  y  diligencias  que  habian  de 
correrse  ,  sea  por  la  desidia  natural  de  unos  y  el  entorpeci- 
miento calculado  de  otros,  apenas  puede  decirse  que  hayan 
tenido  resultado  notable. 

Don  Fernando  VII  resolvió  en  5  de  agosto  de  18181a  venta 
de  los  baldíos  y  realengos  para  el  pago  de  réditos  y  amorti- 
zación de  la  deuda  pública  ;  y  después  de  haberse  formado 
por  el  consejo  real  un  espediente  en  que  se  oyó  al  procurador 
general  del  reino  y  al  del  honrado  concejo  de  la  Mesta ,  se 
espidió  en  22  de  julio  de  1819  una  real  cédula  en  que  se 
fijaban  las  reglas  y  se  daba  la  competente  instrucción  para 
llevarla  á  efecto. 

Esceptuábanse  en  ella  de  la  venta  :  Io.  los  terrenos  que 
hubiesen  sido  arbitrados  y  apropiados  con  autoridad  real  ó 
del  consejo  :  2o.  los  baldíos  de  aprovechamiento  común  do 
los  pueblos  que  estos  necesitasen  para  sus  ganados  propios, 
para  sembrar  conservando  la  alternativa  de  año  y  vez,  y 
para  cortar  maderas  ó  leñas  para  sus  usos  y  no  para  nego- 
ciarlas :  5o.  los  pastos  que  necesitasen  los  ganados  trashu- 
mantes cerca  de  las  cañadas,  abrevaderos  y  descansaderos. 
Se  entendían  comprendidos  en  la  venta  los  despoblados;  y 
para  fomento  de  la  población  y  agricultura  se  concedía  titulo 
de  baron  al  que  comprase  tantas  suertes  que  estableciese 
población  con  quince  colonos,  pero  sin  jurisdicción  ni  otro 
derecho  esclusivo  que  procediese  de  arrendamiento  ú  otro 
libre  contrato. 

En  la  instrucción  se  mandó  :  Que  los  intendentes  formasen 
por  medio  de  los  corregidores  ó  alcaldes  mayores  de  los  par- 
tidos un  espediente  instructivo  para  cada  pueblo,  designán- 
dose en  él  los  terrenos  que  hubiesen  de  enajenarse  y  repar- 
tiéndolos en  suertes  mayores  y  menores  para  los  braceros  y 
labradores  del  pueblo  con  yunta  sin  bienes  raices  suficientes: 
—  que  para  la  instrucción  de  este  espediente,  en  que  debe- 
rían ser  oidos  el  ayuntamiento  y  procuradores  sindicó  y  per- 
sonen), se  nombrasen  dos  peritos,  uno  por  el  comisionado 
del  intendente  y  otro  por  el  ayuntamiento,  quienes  con  cono- 
cimiento de  los  terrenos  enajenables  hiciesen  tasación  espe- 
cífica de  su  cabida  y  precio,  nombrando  el  intendente  en 
caso  de  discordia  un  tercero  :  —  que  formalizados  así  los 
espedientes  se  remitiesen  por  los  intendentes  al  consejo  real 
para  su  aprobación  ;  y  verificada  se  devolviesen  á  los  mismos 
para  su  ejecución:  —  que  á  este  fin  se  anunciase  la  tasación 
por  el  preciso  y  perentorio  término  de  treinta  dias;  y  cum- 
plidos, se  pasase  al  remate  entre  las  clases  referidas,  que- 
dando en  el  mejor  postor;  en  defecto  délos  cuales  se  adiui- 
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tiesen  los  vecinos  de  mayores  facultades ,  y  si  aun  estes  no 
bastasen  los  comuneros ,  y  en  último  lugar  los  forasteros  : 

—  que  el  remate  hubiese  de  llenar  forzosamente  todo  el  pre- 
cio déla  tasación ,  sin  que  bastasen  las  dos  terceras  partes; 

—  y  que  verificada  de  esta  suerte  la  subasta  por  término  de 
noventa  dias  ,  se  admitiesen  las  mejoras  que  no  bajasen  del 
cuarlo,  debiéndose  proceder  al  remate  en  los  nueve  dias 
próximos,  sin  mas  dilación. 

No  es  menester  advertir  que  estas  disposiciones  quedaron 
sin  ejecución.  Los  ganaderos,  que  han  combatido  en  lodos 
tiempos  el  cerramiento  de  heredades  para  que  no  se  les  dis- 
minuyesen los  pastos ,  se  han  opuesto  siempre  por  la  misma 
razón  à  la  enajenación  y  cultivo  de  los  baldíos  ;  y  el  influjo 
de  los  ganaderos  ha  sido  mas  fuerte  que  el  de  los  labradores, 
sin  que  hayan  servido  de  mucho  las  demostraciones  que  han 
hecho  los  economistas  de  que  el  rompimiento  de  baldíos, 
ademas  de  otras  ventajas  incalculables ,  produciría  la  de 
aumentar,  en  vez  de  disminuir  los  ganados ,  y  la  de  unir  la 
labranza  á  la  ganadería. 

Los  economistas  quieren  que  el  método  que  se  adopte  para 
la  enajenación  de  baldíos  no  sea  uniforme  para  todas  las  pro- 
vincias, sino  que  haya  de  acomodarse  á  las  costumbres, 
fueros,  abundancia  ó  escasez  de  capitales,  y  demás  circuns- 
tancias de  cada  una  de  ellas.  En  unas  convendría  hacer  las 
ventas  á  dinero  contante  ó  á  plazo  cierto;  en  otras  á  censo 
reservativo ,  bajo  de  un  rédito  moderado ,  y  con  facultad  de 
redimir  el  capital  por  partes  ,  para  adquirir  el  dominio  ab- 
soluto :  en  algunas  podría  ser  útil  hacerlas  en  grandes  por- 
ciones; yen  muchas  en  pequeñas  suertes.  Véase  el  informe 
de  Jovellános  en  el  espediente  de  ley  agraria. 

f  BALDÍOS.  Habiéndose  suscitado  en  diversas  épocas 
dudas,  reclamaciones  y  litigios  acerca  de  la  autoridad  con 
que  la  dirección  general  de  Caminos  ha  cedido  ,  bajo  deter- 
minado canon,  ciertas  tierras  baldías  á  la  esplolacion  parti- 
cular, llegando  las  controversias  al  punto  de  que  alguna  mu- 
nicipalidad lanzase  violentamente  de  ellas  á  los  poseedores 
de  terrenos  que  à  título  oneroso  y  legítimo  disfrutaban  ,  el 
Gobierno  provisional  del  reino ,  conforme  con  el  espíritu  de 
la  legislación  que  en  la  materia  rige ,  y  especialmente  con  el 
de  las  reales  órdenes  de  0  de  mayo  de  1786  y  17  de  marzo 
de  1800,  y  deseando  asegurarlas  ventajas  que  deriva  el 
Estado  de  las  mencionadas  enajenaciones,  y  evitar  al  mismo 
tiempo  los  inconvenientes  á  que  en  su  actual  forma  se  hallan 
sujetas,  ha  tenido  á  bien  resolver  que  la  cesión  de  tierras 
baldías,-  bajo  el  canon  correspondiente,  quede  reservada  en 
lo  sucesivo  al  supremo  Gobierno,  precediendo  propuesta  de 
la  dirección  general  de  Caminos,  en  cuyas  oficinas  se  ins- 
truirán como  hasta  aquí  los  espedientes  de  costumbre,  y  se 
recaudarán  los  fondos  que  este  ramo  particular  produzca. 
Ri.  ùrtl.  de  5  de  octubre  de  18'l3. 

BALDUFABEQ.  Un  libro  de  papel  común  en  que  los 
escribanos  tienen  estendida  la  lista  ó  catálogo  de  las  personas 
que  han  otorgado  escrituras  ante  ellos  ,  con  espresion  de  la 
especie  de  estas ,  de  su  fecha  ó  data ,  y  del  folio  del  protocolo 
en  que  se  encuentran.  Es  de  mucha  utilidad  para  buscar  y 
hallar  sin  pérdida  de  tiempo  y  con  ahorro  de  gastos  cual- 
quiera instrumento  que  se  pidiere.  Se  facilita  sin  exacción 
de  derechos  al  interesado  que  quisiere  verlo  :  mas  si  hubiere 
de  examinarlo  el  escribano  por  sí  mismo  ó  por  medio  de  su 
amanuense ,  hay  costumbre  de  cobrar  un  real  de  vellón  por 
cada  año  que  se  recorriere;  y  si  fueren  muchos  años,  se  regula 
el  estipendio  con  proporción  y  prudencia,  según  la  entidad 
de  la  escritura  que  se  busca  y  las  facultades  del  interesado. 
Cartilla  Real  ó  Manual  de  Escribanos ,  cap.  U,  ns.  h  y  o.  ' 

BALIZA  (I).  La  señal  que  se  pone  con  palo,  mástil , 

(1  )  En  el  Diccionario  de  la  Real  Academia  se  halla  valiza ,  y  no 
baliza;  algunos  diccionarios  traen  balisa. 


tonel ,  bandera  ú  otra  cualquiera  cosa  en  los  parajes  peli- 
grosos del  mar  ó  de  los  grandes  rios,  para  que  no  se  acer- 
quen á  ellos  las  embarcaciones. 

Los  que  quitan  ,  rompenó  destruyen  alguna  baliza  se  hacen 
responsables  de  los  daños  y  perjuicios  ,  y  deben  ser  castiga- 
dos según  las  circunstancias,  á  no  ser  que  prueben  que  la 
rotura  ó  destrucción  se  verificó  sin  culpa  suya  por  algún  ac- 
cidente de  fuerza  mayor. 

Regularmente  suele  exigirse  un  lijero  derecho  en  los  puer- 
tos á  las  embarcaciones  que  tienen  que  pasar  cerca  de  al- 
guna baliza  para  entrar  en  ellos ,  á  fin  de  atender  á  los  gastos 
de  la  conservación  de  esta  señal. 

BALLESTEE©.  Antiguamente  se  llamaba  así  el  macero 
ó  portero  de  un  tribunal ,  consejo  ó  ayuntamiento.  Los  ba- 
llesteros tenían  que  hacer  el  oficio  de  alguaciles  en  caso  de 
negligencia  de  estos,  y  podían  hacer  ejecución  por  los  pechos 
reales  en  los  bienes  del  arrendador  en  caso  de  negligencia 
del  alcalde. 

BANCA.  Cierto  juego  que  consiste  en  poner  el  que  lleva 
el  naipe  una  cantidad  de  dinero,  que  también  se  llama  banca, 
y  los  que  juegan  contra  este  ponen  sobre  las  cartas  que  eligen 
la  cantidad  que  quieren.  El  banquero  las  va  echando  una  á 
una  por  la  parle  superior  á  la  mano  derecha  y  á  la  izquierda. 
Las  cartas  que  caen  á  la  derecha  las  gana  el  banquero ,  y  las 
que  caen  á  la  izquierda  los  que  apuntan. 

Como  es  juego  de  suerte  y  azar,  está  severamente  prohi- 
bido por  las  leyes.  Véase  Juego. 

BANCARIA.  Dícese  de  la  pension  que  se  cargaba  en 
Roma  sobre  piezas  eclesiásticas,  y  se  aseguraba  en  el  banco; 
y  también  de  la  fianza  que  se  daba  por  el  banco  para  ase- 
gurar dichas  pensiones. 

BANCABKOTA.  Considerada.en  general  la  bancarrota, 
es  la  quiebra  de  un  comerciante  ú  hombre  de  negocios,  esto 
es  ,  la  cesación  ó  suspension  que  hace  un  comerciante  de  su 
giro  ó  tráfico,  sin  pagar  sus  deudas.  La  misma  significación 
tiene  propiamente  la  palabra  quiebra;  de  suerte  que  quiebra 
y  bancarrota  son  sinónimas,  y  ambas  denotan  la  situación 
de  un  comerciante  ó  banquero  que  por  el  mal  estado  en  que 
se  hallan  sus  negocios  rompe  ó  quiebra  el  curso  de  ellos. 
Pero  la  palabra  bancarrota  es  mas  odiosa  que  la  pala  lira 
quiebra  ,  porque  aquella  lleva  consigo  la  idea  de  fraude  ó  á 
lo  menos  de  faltas  graves,  y  esta  se  acompaña  mas  bien  de 
la  idea  de  la  desgracia.  Así  es  que  el. Diccionario  de  la  Aca- 
demia, aunque  en  las  definiciones  respectivas  no  hace  dis- 
tinción entre  una  y  otra,  sin  embargo  en  las  traducciones 
latinas  que  pone  á  continuación  llama  á  la  bancarrota  cré- 
dilorum  fraudalio,  y  á  la  quiebra  commcrcü  ob  inophim 
dissolulin. 

Conforme  á  esta  ideas  se  ha  dado  en  el  uso  común  el  nom- 
bre de  quiebra  á  la  insolvencia  en  que  cae  un  comerciante 
por  causa  de  pérdidas,  ó  desgracias  que  no  ha  podido  evitar, 
y  el  de  bancarrota  á  la  insolvencia  que  proviene  de  culpa 
ó  de  mala  fe.  Todavía  la  bancarrota  se  ha  dividirlo  en  simuTs 
y  fraudulenta ,  llamamándose  simple  cuando  no  ha  tenido 
otra-causa  que  la  culpa  ó  algunas  faltas  graves  del  quebrado, 
y  fraudulenta  cuando  hay  fraude  ó  dolo  de  parte  de  este  (-2). 

La  palabra  bancarrota  y  juntamente  su  odiosidad  traen 
su  origen  de  la  antigua  y  famosa  feria  de  Medina  del  Campo, 
villa  situada  en  el  corazón  de  Castilla  ,  y  en  otro  tiempo  ;:na 
de  las  principales  plazas  de  comercio  de  Europa.  Los  Geno- 

(2)  El  cap.  17,  n.  4  de  las  Ordenanzas  de  Bilbao  dice  que  los 
quebrados  fraudulentos  deben  ser  castigados  con  todo  el  rigor  que 
permile  el  derecho,  á  proporción  de  sus  delitos.  —  En  Méjico, 
según  el  art.  1 1  de  la  Ia.  ley  conslilucional  ,  por  la  quiebra  frau- 
dulenta calificada  se  pierden  total  mente  los  derechos  de  ciuda- 
dano. Por  consiguiente  la  ley  de  elecciones  prohibe  dar  boleta  á 
dichos  quebrados. 
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veses ,  que  eran  los  que  allí  ejercían  el  giro  de  letras  y  el 
cambio  de  monedas,  se  colocaban  en  la  plaza  principal  con 
sus  mesas  ó  mostradores  y  un  banquillo  de  madera  para  sen- 
tarse ;  y  cuando  alguno  de  ellos  faltaba  maliciosamente  á  la 
buena  fe ,  los  cónsules  ó  magistrados  de  la  feria  le  imponian 
entre  otras  penas  la  de  hacer  quebrar  solemnemente  ante  el 
gentío  inmenso  el  citado  banquillo  ,  declarándole  al  mismo 
tiempo  indigno  de  alternar  con  los  hombres  de  bien  ,  y  es- 
cluyéndole  para  siempre  de  la  feria  de  Medina.  Este  rompi- 
miento de  la  banca  ó  banquillo  dio  lugar  á  la  formación  de 
la  palabra  banca-rola,  que  luego  se  generalizó  en  Europa, 
para  designar  el  estado  tde  insolvencia  culpable  ó  fraudu- 
lenta. 

Mas  nuestro  código  de  comercio  de  1829  no  se  sirve  de  la 
palabra  bancarrota ,  sino  solo  de  la  de  quiebra ,  diciendo  que 
se  considera  en  estado  de  quiebra  á  todo  comerciante  que 
sobresee  en  el  pago  corriente  de  sus  obligaciones,  y  distin- 
guiendo para  los  efectos  legales  cinco  clases  de  quiebras  :  — 
Ia.  suspension  de  pagos  :  —  2a.  insolvencia  fortuita  :  —  5a. 
insolvencia  culpable  :  —  4a.  insolvencia  fraudulenta  :  —  5a. 
alzamiento.  Véase  Alzado ,  Quebrado  y  Quiebra. 

BANGO.  El  tráfico  ó  comercio  de  dinero  que  se  hace  de 
una  plaza  ó  ciudad  á  otra  por  medio  de  una  correspondencia 
quelos  banqueros  establecen  entre  sí  con  las  letras  de  cambio. 

La  aplicación  de  la  palabra  banco  á  esta  especie  de  tráfico 
trae  su  origen  de  Italia,  donde  empezó  á  usarse  en  este  sen- 
tido por  el  banco  ó  mesa  de  despacho  á  que  se  sienta  el  ban- 
quero ó  cambista  para  dar  ó  recibir  el  dinero  y  recoger  ó 
entregar  la  letra.  Véase  Banquero. 

BANCO.  El  banquero  ó  cambista.  Véase  Banquero. 

BANCO.  El  establecimiento  creado  con  autoridad  pública 
para  facilitar  las  operaciones  de  comercio,  como  caja  de  des- 
cuentos ,  de  depósitos ,  de  prestamos,  etc. ,  cual  era  el  de  San 
Carlos,  y  lo  es  actualmente  el  de  San  Fernando  (1). 

BANCO  de  san  cárlos.  Un  banco  nacional  erigido  en 
Madrid  en  el  año  de  1782  bajo  la  protección  de  Carlos  III 
con  los  siguientes  objetos  :  —  Io.  satisfacer,  anticipar  y  re- 
ducir á  dinero  efectivo  todas  las  letras  de  cambio ,  vales 
reales  y  pagarés  que  voluntariamente  se  llevaren  á  él,  sin 
que  por  eso  los  interesados  quedasen  privados  de  la  libertad 
de  negociar  sus  letras,  vales  ó  pagarés  con  cualesquiera  cam- 
bistas ó  comerciantes:  —  2o.  administrar  ó  tomar  á  su  cargo 
los  asientos  del  ejército  y  marina  dentro  y  fuera  del  reino  : 
—  3o.  pagar  las  obligaciones  del  real  giro  en  los  paises  es- 
tranjeros.  Posteriormente  se  mandó  en  real  orden  de  10  de 
noviembre  de  1826  que  entrasen  en  su  caja  todas  las  canti- 
dades de  dinero  metálico,  créditos  en  papel,  alhajas  y  pie- 
dras preciosas  pertenecientes  á  depósitos  judiciales  que  se 
constituyesen  en  todo  el  reino ,  con  la  obligación  de  conser- 
varlos el  Banco  religiosamente  y  devolverlos  á  los  legítimos 
interesados  en  el  momento  que  se  presentasen  á  percibirlos 
con  la  competente  autorización. 

Para  llevar  á  efecto  la  empresa  se  reunió  un  fondo  en  me- 
tálico de  300  millones  de  reales  divididos  en  acciones  de  á 
2,000  rs.,  en  las  cuales  se  interesaron  el  rey,  los  propios  , 
los  pósitos,  las  temporalidades  de  los  jesuitas  ,  los  tesoreros 
de  las  órdenes  militares,  varias  parcialidades  de  indios,  y 
un  gran  número  de  particulares.  El  capital  se  redujo  des- 
pués á  210  milliones  ,  habiéndose  devuelto  en  dinero  el  im- 
porte de  las  acciones  á  los  que  quisieron  recogerlo. 

(i)  Llámase  también  banco  el  sitio,  paraje  ó  casa  donde  por 
autoridad  pública  se  pone  el  dinero  con  seguridad,  y  se  reciben 
poi-  él  los  intereses  que  se  capitulan  ,  como  son  los  de  Genova, 
Vciiecia  y  otras  partes.  —  Por  la  ley  de  16  de  octubre  de  1850  se 
estableció  en  Méjico  un  banco  de  avío  para  fomento  de  la  indus- 
tria ,  y  en  S  de  octubre  de  1 8,"  j  se  dio  reglamento  para  el  régimen 
y  gobierno  interior  de  su  dirección. 


Las  acciones  se  adquirían  y  trasmitían,  como  las  letras  de 
cambio,  por  medio  de  un  sencillo  endoso. 

Debia  sujetarse  el  Banco  en  sus  pleitos  al  sistema  general 
de  justicia  ,  de  modo  que  tenia  que  acudir  álos  consulados 
donde  los  hubiese ,  y  en  su  defecto  á  las  justicias,  con  las 
apelaciones  en  la  forma  prevenida  por  las  leyes;  pero  era 
considerado  como  las  personas  mas  privilegiadas  ,  y  gozaba 
de  la  acción  real  hipotecaria  contra  los  bienes  de  lodo  acep- 
tante, endosante  ó  girante,  inclusos  los  de  mayorazgos.  Ley 
6,  lit.  3,  lib.  9,  Nov.  Rec. 

Habiendo  quedado  reducido  á  la  nulidad  el  Banco  de  San 
Carlos  con  motivo  de  las  calamidades  públicas  que  por  tan- 
tos años  han  afligido  á  la  nación ,  y  siendo  incontestables  las 
ventajas  que  debian  reportarse  de  su  restablecimiento  y  me- 
jora ,  se  mandó  refundir  y  darle  nueva  forma  bajo  el  título 
de  San  Fernando  sobre  una  sociedad  anónima  de  accionis- 
tas, haciéndosele  por  la  Haciéndala  asignación  efectiva  de 
hO  millones  de  reales.  Véase  Banco  español  de  San  Fer- 
nando. 

BANCO  español  de  san  Fernando.  Establecimiento  eri- 
gido en  Madrid  mediante  real  cédula  de  9  de  julio  de  1829 
sobre  una  sociedad  anónima  de  accionistas.  Debe  subsistir  por 
el  término  de  treinta  años  ;  y  pasados  podrá  prorogarse  por  de- 
creto especial.  Puede  tener  cajas  subalternas  de  comisión  en 
las  capitales  de  provincia  y  puestos  habilitados;  arts.  1  y  2. 

El  fondo  capital  del  Banco  consiste  en  sesenta  millones  de 
reales ,  constituido  sobre  treinta  mil  acciones  de  á  dos  mil 
reales  cada  una ,  las  cuales  están  representadas  por  inscrip- 
ciones á  nombre  de  persona  determinada  en  el  registro  del 
Banco  ,  de  las  que  se  espiden  á  sus  dueños  títulos  nominales 
y  no  á  la  orden.  Véase  Acción  del  Banco  español. 

Las  operaciones  del  Banco  se  reducen  á  :  Io.  descontar 
letras  y  pagarés  de  comercio  ,  sean  ó  no  comerciantes  sus 
portadores ,  no  escediendo  su  plazo  de  cien  di  as,  y  teniendo 
las  garantías  que  se  prescriben  en  el  art.  22,  que  mas  abajo 
se  verá  :  —  2o.  ejecutar  las  cobranzas  que  se  pongan  á  su 
cuidado  de  obligaciones  corrientes  y  efectivas  :  —  3o.  reci- 
bir en  cuenta  corriente  las  cantidades  que  se  entreguen  en 
su  caja ,  y  pagar  por  cuenta  de  sus  dueños  hasta  la  concur- 
rencia de  su  importe  las  aceptaciones  á  domicilio ,  letras  de 
cambio  ú  otros  efectos  á  cargo  del  Banco:  —  ll°.  hacerse 
cargo  de  los  depósitos  voluntarios  ó  judiciales  que  se  hagan 
en  el  Banco  en  dinero ,  barras  ó  alhajas  de  oro  y  plata  :  — 
b°.  hacer  préstamos  á  particulares  sobre  garantías  de  alha- 
jas de  oro  y  plata  justipreciadas ,  que  no  escedan  las  tres 
cuartas  partes  de  su  valor,  ni  tengan  mayor  plazo  que  el  de 
seis  meses  :  —  6o.  hacer  con  el  real  tesoro ,  real  giro  y  real 
caja  de  amortización  las  negociaciones  en  que  convengan 
sus  agentes  y  la  administración  del  Banco;  orí.  3. 

Toda  otra  operación  que  haga  la  administración  es  inefi- 
caz con  respecto  al  Banco.  Los  que  la  hayan  hecho  deben 
quedar  separados  de  sus  destinos  en  la  administración  y  res- 
ponder de  las  resultas  que  tenga  en  daño  del  establecimien- 
to, sin  perjuicio  del  derecho  que  contra  ellos  competa  á  las 
personas  con  quienes  hubieren  contratado.;  art.  h. 

Tiene  el  Banco  facultad  privativa  de  emitir  billetes  paga- 
deros á  la  vista  al  portador  ,  cuya  cuota  no  pase  de  cuatro 
mil  reales  ni  baje  de  quinientos.  La  falsificación  de  estos  bi- 
lletes y  la  espendicion  á  sabiendas  de  billetes  falsos  ó  falsi- 
ficados es  castigada  con  la  pena  prescrita  contra  los  monederos 
falsos  en  igualdad  de  circunstancias  ;  arts.  5  y  6.  Véase  Bi- 
lletes de  Banco. 

La  responsabilidad  de  los  accionistas  en  las  operaciones 
del  Banco  se  reduce  al  importe  de  las  acciones  que  tengan  en 
él,  como  sucede  en  todas  las  sociedades  anónimas,  art,  7. 

Con  respecto  á  los  fondos  puestos  en  el  Banco  on  cuenta 
corriente  no  se  puede  hacer  por  tribunal  ni  autoridad  algu- 
na pesquisa  ni  investigación ,  ni  decretarse  sobre  ellos  em- 
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bargo ,  ejecución  ,  ú  otra  especie  de  procedimiento  que  im- 
pida á  sus  dueños  disponer  libremente  de  ellos;  art.  9. 

Los  fondos  existentes  en  el  Banco  que  pertenezcan  á 
particulares  estranjeros  están  libres  de  represalias  en  caso 
de  guerra  con  sus  respectivas  potencias;  art.  11. 

El  Banco  es  juzgado  por  las  leyes  del  reino- sin  preferencia 
ni  privilegio  en  las  contiendas  judiciales  que  le  ocurren  de 
resultas  de  sus  operaciones  con  cualquiera  individuo  ó  cor- 
poración: art.  12. 

Las  dudas  y  controversias  sobre  materias  concernientes 
ai  gobierno  interior  del  Banco ,  ó  al  cumplimiento  de  sus  es- 
tatuios y  reglamentos ,  deben  resolverse  gubernativamente 
por  las  autoridades  encargadas  de  su  gobierno  y  adminis- 
tración ;  y  cuando  por  haberse  perjudicado  el  derecho  de 
tercero  se  empeñe  alguna  discusión  judicial  en  que  haga 
parte  el  Banco ,  ha  de  conocerse  de  ella  en  todas  instancias 
por  el  consejo  supremo  de  hacienda  en  sala  de  justicia  ; 
art.  13. 

Las  letras  ó  pagarés  de  comercio  que  el  Baneo  descuente 
deben  contener  tres  firmas  de  personas  conocidas  y  de  no- 
toria solvabilidad ,  de  las  cuales  una  á  lo  menos  tenga  su 
domicilio  en  Madrid  ó  en  el  pueblo  donde  se  haga  el  des- 
cuento ,  si  este  se  verificare  en  alguna  caja  subalterna.  El 
defecto  de  una  de  las  tres  firmas  puede  suplirse  por  el  de- 
pósito que  haga  el  portador  en  el  Banco  del  número  de  ac- 
ciones del  mismo  establecimiento ,  inscritas  ó  pasadas  á  su 
favor  ,  cuyo  importe  equivalga  cuando  menos  al  de  la  letra 
ó  pagaré  que  se  presente  al  descuento;  art.  22. 

No  se  puede  admitir  á  descuento  ninguna  letra  de  cambio 
ó  pagaré  que  no  se  halle  estendido  coa  todas  las  formalida- 
des prescritas  en  el  código  de  comercio,  ni  tampoco  cuando 
por  antecedentes  positivos  presuma  la  administración  del 
Banco  que  son  valores  de  colusión,  creados  sin  que  mediara 
una  causa  de  deber  ó  valor  efectivo  entre  el  librador  y  el 
tenedor  con  el  fin  de  proporcionarse  fondos  con  su  circula- 
ción ;  art.  25. 

Las  garantías  que  se  den  por  un  tercero  á  título  de  aval 
en  las  letras  ó  pagarés  de  comercio ,  se  consideran  como  fir- 
mas de  endosantes  para  el  cómputo  de  las  tres  firmas  que 
se  exigen  para  el  descuento  ;  art.  2tt. 

El  premio  de  los  descuentos  en  las  provincias  puede  ser 
distinto  del  de  la  corte,  pero  siempre  ha  de  fijarse  por  la 
junta  de  gobierno  del  Banco.  No  se  puede  rehusar  el  des- 
cuento, siempre  que  los  efectos  de  comercio  tengan  los  re- 
quisitos necesarios,  aunque  solo  sea  de  un  dia  el  término 
que  falte  para  su  vencimiento  ;  art.  25. 

El  Banco  no  hace  anticipaciones  algunas  sobre  los  valores 
que  se  le  remiten  ó  entregan  para  su  cobranza ,  á  menos  que 
estos  no  tengan  los  mismos  requisitos  que  se  exigen  para  el 
descuento  ;  art.  26. 

La  comisión  que  el  Banco  y  sus  cajas  subalternas  deben 
percibir  por  las  cobranzas  y  pagos  que  hagan  de  cuenta 
ajena,  ha  de  arreglarse  según  el  uso  recibido  en  cada 
plaza  de  comercio  donde  se  verifiquen  aquellas  operaciones; 
art.  27. 

Toda  persona  á  quien  el  Banco  abra  cuenta  corriente, 
tiene  que  abonarle  anualmente  la  comisión  que  corresponda 
al  giro  de  veinte  mil  reales ,  aun  cuando  no  llegue  á  esta 
suma  el  importe  de  las  operaciones  encargadas  al  estableci- 
miento; art.  28. 

De  los  depósitos  que  se  hagan  en  el  Banco  debe  dar  su 

administración  recibo  en  que  se  esprese  :  —  Io.  el  importe 

del  depósito,  si  fuere  dinero,  y  las  especies  de  monedas  en 

que  se  hace  la  entrega  :  si  fuesen  barras  ó  alhajas  de  oro  y 

plata,  su  peso  y  calidades  específicas:  —  2o.  el  nombre, 

apellido  y  domicilio  del  que  hace  el  depósito ,  ó  la  autoridad 

de  cuya  orden  se  hace ,  y  por  cuenta  de  qué  persona  :  — 

3o.  el  dia  en  que  se  hace  el  depósito  :  —  k°.  el  número  del 
-  - 


registro  correspondiente  á  la  partida  ó  asiento  del  depósito  ; 
art.  29. 

Los  depósitos  voluntarios  pueden  retirarse  al  arbitrio  de 
las  personas  á  quienes  pertenecieren  los  efectos  depositados, 
y  los  judiciales  en  virtud  de  providencia  de  juez  compe- 
tente ;  art.  50. 

Tanto  los  depósitos  voluntarios  como  los  judiciales  deven- 
gan á  favor  del  Banco  un  dos  al  millar  del  valor  del  depó- 
sito ,  siempre  que  la  duración  de  este  no  esceda  de  seis 
meses  ;  y  si  continuare  después  de  cumplidos  estos ,  tiene  el 
Banco  derecho  á  la  misma  retribución  por  cada  semestre  que 
empiece,  aunque  trascurra-  un  solo  dia  ;  art.  31. 

Debe  asimismo  dar  recibo  el  Banco  de  las  alhajas  de  oro 
y  plata  que  reciba  en  garantía  de  préstamos.  Estos  conten- 
drán todas  las  circunstancias  que  previene  el  artículo  29,  y 
ademas  las  siguientes  :  la  cantidad  prestada  sobre  las  alha- 
jas :  el  premio  que  ha  de  satisfacer  el  prestamista  :  el  dia  fijo 
en  que  se  ha  de  hacer  el  reintegro  del  préstamo;  art.  32. 

La  cuota  del  premio  de  los  préstamos  del  Banco  ha  de  ser 
la  misma  que  se  arregle  para  los  descuentos,  siendo  del  cargo 
del  prestamista  los  gastos  del  justiprecio  de  las  alhajas  que 
entregue  al  Banco  en  garantía;  art.  53. 

A  consecuencia  de  estas  disposiciones  de  la  cédula  de  erec- 
ción del  Banco  ,  previene  en  cuanto  á  los  préstamos  el  re- 
glamento de  6  de  agosto  de  1832:  —  que  pueda  el  Banco 
hacer  préstamos  sobre  las  cuatro  quintas  partes  del  valor  de 
los  metales  preciosos  en  moneda  ;  sobre  las  dos  terceras 
del  valor  que  los  efectos  públicos  tengan  en  la  Bolsa  el  dia 
en  que  se  celebre  el  contrato ,  debiendo  hacerse  el  reintegro 
á  los  90  dias  ,  con  sola  la  próroga  de  otros  90 ,  y  con  el  pre- 
mio fijado  para  los  descuentos  de  letras;  y  bajo  las  mismas  con- 
diciones sobre  las  tres  cuartas  partes  del  valor  que  las  acciones 
del  Banco  tengan  en  la  Bolsa  :  —  que  el  término  de  los  prés- 
tamos con  garantía  sobre  alhajas  no  pueda  ser  menos  de  quin- 
ce dias  ni  esceder  de  seis  meses,  con  próroga  por  otros  seis  : 
—  que  ningún  préstamo  se  haga  por  menos  cantidad  de  dos 
mil  reales  :  —  y  que  al  entregarse  la  cantidad  del  préstamo 
se  descuente  el  premio  que  le  corresponda. 

f  BANCO  de  cádiz.  Para  su  creación  se  espidió  en  25 
de  diciembre  de  1846  un  real  decreto  que  puede  verse  en  el 
Suplemento  al  Diccionario  de  Escriche. 

-J-  BANCO  de  isabel  ii.  Se  ha  refundido  en  el  Banco  es- 
pañol de  San  Fernando  ;  y  este  se  ha  reorganizado  por  me- 
dio del  real  decreto  de  25  de  febrero  de  1847 ,  que  puede 
verse  en  el  Suplemento  al  Diccionario  de  Escriche. 

BANDERÍA.  El  bando,  parcialidad  ó  número  de  gente 
que  favorece  y  sigue  el  partido  de  alguno.  Véase  Liga. 

BANDIDO.  El  bandolero  ó  salteador  de  caminos  :  —  en 
lo  antiguo  el  fugitivo  de  la  justicia  llamado  por  bando  para 
que  se  presente  en  juicio,  y  el  reo  ausente  contra  quien  se 
publica  bando  de  proscripción  ó  de  sentencia  de  muerte  en 
su  rebeldía. 

La  ley  i,  lit.  17,  lib.  12,  Nov.  Rec.  previene  :  —  que  los 
salteadores  que  anden  en  cuadrillas  robando  por  caminos  ó 
poblados ,  y  siendo  llamados  por  edictos  y  pregones  de  tres 
en  tres  dias  no  parecieren  á  compurgarse  de  los  delitos  de 
que  son  acusados  ante  los  jueces  de  sus  causas,  y  dieren 
lugar  á  que  estas  se  sustancien  en  su  rebeldía ,  sean  declara- 
dos, tenidos  y  reputados  por  rebeldes  contumaces  y  bandi- 
dos públicos  :  —  que  cualquiera  pueda  libremente  ofender- 
los ,  matarlos  y  prenderlos,  sin  incurrir  en  pena  alguna, 
trayéndolos  vivos  ó  muertos  á  los  jueces  de  los  distritos  en 
que  ocurra  su  prisión  ó  muerte  :  —  que  pudiendo  ser  habi- 
dos ,  sean  arrastrados ,  ahorcados ,  hechos  cuartos  y  puestos 
por  los  caminos  y  lugares  donde  hubieren  delinquido,  y  sus 
bienes  sean  confiscados  :  —  que  en  caso  de  ser  presos ,  so 
ejecuten  luego  las  penas  corporales  de  su  condenación  en 
rebeldía,  sin  oírlos  ni  formar  nuevo  proceso;  pero  que  en  el 
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de  presentarse  voluntariamente  sean  oidos  con  arreglo  á  la 
ley  1  del  título  37  :  —  que  al  bandido  que  prenda  ó  mate  y 
entregue  á  la  justicia  otro  bandido  que  merezca  pena  de 
muerte ,  se  le  perdonen  sus  delitos  y  alce  el  bando  :  —  que 
si  el  que  mate  ó  prenda  al  bandido  y  lo  entregue  á  la  justi- 
cia no  fuere  bandido  sino  reo  de  otros  delitos,  se  le  remitan 
igualmente  las  penas  de  ellos ,  salvo  el  de  herejía ,  lesa  ma- 
jestad y  moneda  falsa  :—  que  si  el  que  entregare  algún  ban- 
dido vivo  ó  muerto  no  tuviere  delito,  y  el  entregado  fuere 
cabeza  de  cuadrilla  ,  se  le  conceda  indulto  para  dos  reos  que 
elija  presos  ó  ausentes ,  y  para  uno  si  el  entregado  no  fuere 
cabeza  ,  con  tal  que  los  elegidos  no  sean  de  los  salteado- 
res bandidos  ni  de  los  tres  crímenes  esceptuados  :  —  y  en 
fin  que  las  justicias  hagan  publicar  por  bandidos  á  los  que 
hubieren  declarado  tales ,  espresando  sus  nombres  y  po- 
niéndolos en  las  plazas  y  parajes  públicos  de  los  lugares  , 
para  que  á  todos  sea  notoria  la  calidad  y  pena  del  bando  y 
la  permisión  de  prenderlos  ó  matarlos  ;  y  según  fuere  la 
atrocidad  y  calidad  de  sus  delitos,  puedan  señalar  premio 
y  talla  para  los  que  los  entregaren  vivos  ó  muertos.  Véase 
Proscripción. 

BANBI3R.  Antiguamente  publicar  bando  contra  algún  reo 
ausente  con  sentencia  de  muerte  en  su  rebeldía. 

BAKBO.  La  facción  ,  parcialidad  ó  partido  de  gente  que 
separándose  del  común  ó  masa  general  de  los  demás  ciuda- 
danos forma  cuerpo  aparte.  Véase  Lii;a. 

BAKÍBQ.  El  anuncio  público  de  una  cosa,  v.  gr.  de  un 
edicto,  de  una  ley  ,  de- un  mandato  superior  ,  de  una  sen- 
tencia ,  hecho  por  persona  autorizada ,  ó  por  voz  de  prego- 
nero ,  ó  por  fijación  de  carteles  en  los  parajes  mas  concur- 
ridos del  pueblo  ;  —  y  también  se  llama  así  el  mismo  edicto, 
mandato  ó  ley  que  se  publica  ó  anuncia  solemnemente. 

La  palabra  bando  viene ,  según  unos  ,  de  la  voz  alemana 
bann  ,  que  significa  territorio  ó  la  facultad  de  establecerse 
en  él  ;  y  según  otros ,  es  una  de  las  que  nos  dejaron  los  ván- 
dalos ,  y  se  deriva  de  baner,  hoy  bandera,  con  cuya  presen- 
tación se  declaraba  y  publicaba  la  guerra,  dando  á  la  orden 
que  precedía  á  este  acto  el  nombre  de  bando. 

BAIÏBQ3  militares.  El  general  en  jefe  de  un  ejército  en 
campaña-tiene  autoridad  para  hacer  promulgar  los  bandos 
que  para  la  disciplina  de  las  tropas  creyere  convenientes;  y 
estos  bandos  obligan  á  cuantas  personas  sigan  al  ejército  sin 
escepcion  de  clase,  estado,  condición  ni  sexo,  debiendo 
atenerse  á  ellos  así  el  auditor  general  como  los  vocales  de 
los  consejos  de  guerra  ordinarios  de  los  regimientos  para  el 
juicio  de  las  contravenciones;  orden.,  (ral.  8,  líl.  8,  art  íj. 

Mas  no  conoce  el  juzgado  del  general  en  jefe  sino  de  las 
contravenciones  de  aquellos  bandos  cuyo  privativo  conoci- 
miento se  reserva  ,  y  de  los  que  hace  publicar  sobre  delitos 
que  no  espresa  la  ordenanza;  pues  los  señalados  en  esta  bajo 
alguna  pena  corres'ponden  siempre  al  consejo  de  guerra  or- 
dinario de  oficiales  de  cada  cuerpo;  orden,  de  26  de  junio 
de  17N5. 

BANDOLERO.  El  ladrón  ó  salteador  de  caminos.  — El 
que  está  de  propósito  en  los  caminos  para  robar  incurre  en 
la  pena  de  muerte,  no  goza  del  beneficio  del  asilo  si  se  refu- 
giare en  iglesia,  y  queda  escluido  de  les  indultos  generales. 
Véase  Bandido,  Asilo,  Hurlo,  Indulto. 

BAIIIBO.  En  lo  antiguo  era  ,  según  el  diccionario  de  la 
lengua  castellana  ,  el  pregonado  por  delitos  ó  llamado  por 
ellos  con  público  pregón  ,  esto  es  ,  el  reo  que  habiendo  co- 
metido algún  crimen  y  ausentádose  del  lugar,  es  citado  por 
edictos  para  que  comparezca  en  el  tribunal  á  dar  sus  des- 
cargos; de  suerte  que  en  este  sentido  banido  viene  á  ser 
lo  mismo  que  bandido.  Mas  según  el  lenguaje  de  las  Par- 
tidas no  es  precisamente  banido  el  delincuenle  llamado  por 
bandos  ó  pregones  para  que  venga  ante  el  juez,  sino  el  que 
babiendo  sido  llamado  y  no  queriendo  comparecer  es  con- 


denado en  rebeldía  por  el  juez  á  la  pena  de  no  poder  entrar 
en  el  pueblo  de  su  morada  ó  en  la  tierra  de  su  naturaleza , 
que  es  lo  mismo  que  deeir,  á  la  pena  de  destierro. 

«  Bannili  son  llamados  en  latin,  dice  la  ley  h  ,  tít.  18, 
Part.  U,  homes  queson  pregonados  et  encartados  por  algunfc 
yerro  que  hayan  fecho  :  et  esto  es  como  cuando  emplazan  á 
algunos  que  vengan  á  fazer  derecho  á  aquellos  que  se  que- 
rellan dellos  por  razón  de  algunt  mal  fecho  ó  yerro  de  que 
los  acusan ,  et  non  quieren  venir  á  los  plazos  que  les  po- 
nen, ó  non  quieren  fazer  emienda  del  mal  que  ficieron: 
et  por  esta  razón  los  jueces  mándanlos  pregonar  que  non 
entren  en  la  cibdat  ó  en  la  villa  do  eran  moradores  ó  en  la 
tierra  onde  son  ;  et  aun  á  las  vegadas  pénenles  mayor  pena, 
ca  mándanles  tomar  todo  cuanto  han  ó  alguna  partida  dello, 
segunt  cual  es  el  yerro  que  fizieron.  Estos  átales  que  son 
llamados  banidos ,  et  segunt  lenguaje  de  España  son  dichos 
encartados,  á  las  vegadas  son  contados  entre  los  deportados, 
et  á  las  vegadas  entre  los  relegados;  ca  si  son  echados  pan* 
siempre  et  les  toman  lo  que  han  son  contados  entre  los  de- 
portados ,  et  si  son  echados  á  tiempo  et  non  para  siempre  et 
non  les  toman  lo  que  han  son  contados  entre  los  relegados.  » 

Son  pues  propiamente  banidos  los  condenados  á  destierro, 
ó  sea  á  deportación  ó  relegación  ;  y  se  llamaban  encartados, 
porque  su  condenación  se  publicaba  en  una  carta  ó  edicto. 
Con  efecto,  banido  viene  del  verbo  latino  bannire  que  signi- 
fica desternar,  echar  fuera ,  proscribir.  Por  eso  los  Franceses 
han  sacado  de  este  mismo  verbo  el  nombre  bannissement 
para  designar  la  pena  que  se  impone  á  uno  mandándole  salir 
para  siempre  ó  para  cierto  tiempo  de  una  ciudad ,  de  una 
provincia  ó  de  todo  el  reino. 

BANQUERO.  Et  que  tiene  por  oficio  tomar  dinero  en 
«na  parte  y  darlo  en  otra  ,  girando  para  ello  la  letra  corres- 
pondiente por  cierto  interés. 

Entre  los  Romanos  habia  banqueros ,  cuyas  funciones  te- 
nían mas  estension  que  las  de  los  nuestros  ;  pues  eran  á  un 
mismo  tiempo  oficiales  públicos  ,  agentes  de  cambio,  corre- 
dores ,  comisionistas  y  notarios ,  de  modo  que  no  solo  inter- 
venían en  las  compras  y  ventas,  sino  que  estendian  todos 
los  instrumentos  necesarios  cara  todas  estas  clases  de  ne- 
gocios. 

Según  las  leyes  recopiladas,  aunque  el  cambi»  era  libre 
en  todas  partes,  nadie  podia  poner  banco  ó  cambio  público 
en  la  corte  sin  ser  persona  llana ,  abonada ,  cuantiosa  y  do 
buena  reputación,  y  sin  presentar  antes  fianzas  y  pedir  per- 
miso al  supremo  consejo  para  que  este  proveyese  lo  conve- 
niente á  la  seguridad  de  los  caudales  que  se  le  entregasen. 
El  que  quería  poner  banco  en  algún  otro  pueblo,  habia  de 
pedir  licencia  á  la  justicia  y  ayuntamiento  dando  fianzas,  y 
admitidas  estas  debían  enviarse  todos  los  autos  al  supremo 
consejo,  para  que  examinados  y  concurriendo  las  calidades 
necesarias  concediese  el  permiso.  Si  alguno  ponia  banco 
público  sin  esta  autorización,  incurría  en  la  pena  de  destierro 
por  diez  años  y  perdimiento  de  la  mitad  de  sus  bienes  para 
el  fisco;  y  los  individuos  de  ayuntamiento  que  lo  consentían 
eran  castigados  -con  la  privación  perpetua  de  sus  oficios. 
Leyes  \  y  S,  til.  5,  lib.  9,  Nov.  llec. 

El  banquero  público  no  podia  entender  por  sí  ni  por  otra 
persona  en  tratos  ó  negocios  que  no  fuesen  relativos  al  ban- 
co; ley  o,  lit.  3,  lib.  9,  ¡Vov.  Rrc. 

Él  estranjero  no  podia  ser  banquero  público  ,  aunque  tu- 
viese carta  de  naturaleza  ,  bajo  la  pena  de  perdimiento  de 
toda  la  moneda  que  tuviese  en  el  cambio  y  de  la  mitad  de 
sus  bienes;  leyes  "i  y  S,  lit.  5,  lib.  9,  Nov.  Rec. 

Ahora  deben  atenerse  los  banqueros  á  lo  dispuesto  en  el 
código  de  comercio  con  respecto  á  los  comerciantes  en  ge- 
neral. VéaSe  Comerciantes. 

BAÑOS  y  aguas  minerales.  La  dirección  é  inspección 
general  de  las  aguas  minerales  del  reino  y  la  propuesta  do 
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director  para  cada  establecimiento,  están  á  cargo  de  la  junta 
superior  gubernativa  de  medicina  y  cirugía. 

El  director  ó  profesor  destinado  á  cada  establecimiento  de 
baños  ó  aguas  minerales  es  el  jefe  inmediato  y  privativo  de 
él  en  cuanto  á  su  buen  orden  y  gobierno,  y  en  cuanto  al  uso 
que  hayan  de  hacer  de  las  aguas  los  enfermos  que  con- 
curran. 

Los  dueños  dé  estos  establecimientos  tienen  el  goce  de 
todas  las  prerogativas  que  les  corresponden  sobre  ellos  por 
el  derecho  de  propiedad  ,  pero  no  pueden  abusar  de  la  ad- 
ministración ó  uso  de  las  aguas  consideradas  como  remedio, 
ni  disponer  de  ellas  en  perjuicio  del  público,  antes  bien  por 
su  propio  interés  y  el  de  la  humanidad  deben  conservar 
los  establecimientos  en  buen  estado,  haciendo  en  ellos  todas 
las  mejoras  posibles,  y  teniéndolos  siempre  corrientes  y  pro- 
vistos de  todos  los  utensilios  necesarios  para  el  uso  do  las 
aguas  como  remedio  y  para  comodidad  de  los  enfermos;  á 
cuyo  fin  pueden  los  directores  obligarles  por  medio  de  la 
justicia  á  que  inviertan  todos  los  años  á  lo  menos  una  déci- 
ma parle  del  producto  total  de  los  rendimientos,  hasta  que 
se  hayan  realizado  todas  las  obras  ó  mejoras  necesarias. 

Los  administradores  ó  arrendatarios  de  los  baños  y  aguas 
minerales  tienen  en  estos  establecimientos  la  intervención  y 
facultades  que  sus  dueños  les  concedieron  para  cuidar  de  su 
conservación  y  cobrar  délos  concurrentes  los  derechos  que 
estén  señalados  por  cada  baño  ,  estufa  ó  chorro  que  toma- 
ren y  los  que  les  correspondan  por  razón  de  hospedaje,  ali- 
mentos, camas  y  demás  utensilios,  todo  con  arreglo  á  los 
precios  de  un  arancel ,  que  la  justicia  ó  autoridad  del  terri- 
torio (si  no  fuere  la  propietaria  del  establecimiento)  debe 
formar  cada  año  al  comenzar  la  temporada,  señalando  con 
acuerdo  del  director  los  derechos  que  correspondan  á  los 
bañeros  por  sus  servicios. 

Para  que  bajo  pretesto  de  ir  à  tomar  los  baños  ó  agua», 
no  se  introduzcan  y  hallen  guarida  en  los  establecimientos  ó 
en  sus  alrededores  personas  sospechosas  que  puedan  com- 
prometer la  seguridad  de  los  verdaderos  enfermos  ,  ninguno 
debe  ser  hospedado  en  las  quintas,  alquerías  ó  rasas  parti- 
culares de  las  poblaciones  inmediatas  á  los  manantiales,  sin 
que  en  el  primero  ó  segundo  dia  de  su  llegada  se  haya  pre- 
sentado á  la  justicia  ó  autoridad  del  territorio  y  obtenido  su 
permiso  para  la  permanencia,  exhibiendo  la  papeleta  del  di- 
rector en  el  caso  de  que  fuese  á  hacer  uso  del  agua  mine- 
ral :  en  el  concepto  de  que  si  los  dueños  de  estas  casas  ó  los 
de  los  establecimientos  de  aguas  minerales  en  que  haya  hos- 
pedería admitiesen  á  alguna  persona  sin  el  permiso  de  la 
justicia  y  la  papeleta  del  director,  incurren  en  la  multa  de 
diez  ducados  que  habrá  de  exigirles  aquella  irremisiblemente, 
sin  perjuicio  de  tomar  contra  los  infractores  otras  providen- 
cias mas  serias  en  caso  de  reincidencia,  y  de  hacerlos  res- 
ponsables siempre  de  todos  los  daños  y  perjuicios  que  pu- 
dieran resultar  de  la  falta  de  su  cuplimiento. 

Yéase  el  reglamento  para  la  dirección  y  gobierno  de  los 
baños  y  aguas  minerales  del  reino,  aprobado  por  S.  M.  y 
espedido  en  5  de  febrero  de  185ít. 

f  La  inspección  y  dirección  de  los  establecimientos  de  ba- 
ños y  aguas  minerales  se  hallan  hoy  bajo  la  vigilancia  de  la 
junta  suprema  de  Sanidad  del  reino,  y  las  dotaciones  de  los 
médicos  directores  se  pagan  por  las  respectivas  provincias. 
Rl.  órd.  de  26  de  noviembre  de  1 85*5. 

Durante  la  temporada  de  baños  deben  residir  los  directo- 
res en  los  establecimientos.  Rl.  órd.  de  2't  de  mayo  de  1 859. 
Para  que  á  estos  profesores  se  les  satisfagan  puntualmente, 
sus  haberes,  está  mandado  que  sean  abonados  sus  sueldos  al 
mismo  tiempo  que  á  los  demás  empleados  de  las  diputacio- 
nes provinciales  ,  en  cuya  nómina  deben  ser  incluidos.  Rl. 
órd.  de  28  de  febrero  de  18M. 
BAQUETAS.  Castigo  que  por  ciertos  delitos  se  da  en  la 


milicia;  y  se  nace  precisando  al  delincuente  desnudo  de 
medio  cuerpo  arriba  á  correr  una  ó  muchas  veces  por  medio 
de  la  calle  que  forman  los  soldados,  los  cuales  al  pasar  el 
reo  le  dan  en  la  espalda  con  las  correas  de  baqueta ,  varas  ó 
portafusiles. 

Todo  cabo  ó  soldado  del  ejército  y  de  la  real  armada  que 
sufra  la  pena  de  baquetas  ,  ha  de  quedar  separado  del  ser- 
vicio por  la  infamia  que  le  irroga  este  castigo  en  concepto 
de  los  demás,  y  debe  cumplir  el  tiempo  que  le  falta  ó  de  su 
empeño,  si  lo  tuviese  ,  y  sino  el  de  seis  años  ,  en  uno  de  los 
presidios  de  África  en  calidad  de  presidario  ;  reales  órdenes 
de  24  de  noviembre  de  1776  y  lo  de  junio  de  1799. 

3ABATESI A.  El  fraude  ó  engaño  que  se  comete  en 
compras,  ventas,  trueques  úotroscontratos.  Asila  ley  llama 
baratadores  á  los  que  meten  en  arcas  ó  sacos  arena,  piedras 
ú  otra  cosa  semejante,  y  fingiendo  ser  oro,  plata  ó  moneda, 
las  encomiendan  á  alguno  para  su  guarda,  y  toman  prestado 
sobre  ellas,  ó  bien  cuando  las  piden  al  depositario  las  abren 
en  su  presencia  y  le  atribuyen  el  engaño  que  ellos  han  co- 
metido ;  ley  9 ,  lit.  16 ,  Part.  7.  Véase  Engaño. 

BARATERÍA.  El  delito  del  juez  que  no  hace  justicia 
sino  por  precio. 

Es  preciso  no  confundir  la  baratería  con  el  cohecho. 
Aquella  consiste  en  admitir  dádivas  ó  regalos ,  no  precisa- 
mente por  cometer  una  injusticia  ,  sino  por  hacer  lo  que  sin 
las  dádivas  debia  hacerse,  v.  gr.  por  abreviar  la  decisión 
de  un  pleito,  ó  por  sentenciar  con  arreglo  á  derecho;  y  este 
consiste  en  admitir  regalos  ó  dádivas  ,  no  por  hacer  lo  que 
sin  ellos  debia  hacerse,  sino  por  hacer  lo  que  no  puede  ha- 
cerse con  ellos  ni  sin  ellos,  por  dar  un  fallo  injusto,  por 
atribuir  á  uno  la  cosa  que  pertenece  à  otro.  La  baratería 
es  la  venta  de  la  justicia  ;  y  el  cohecho  por  el  contrario  es  la 
venta  de  la  injusticia  :  por  la  baratería  compra  el  litigante 
la  declaración  de  un  derecho  que  le  pertenece,  y  tal  vez  re- 
dime una  vejación  ;  y  por  el  cohecho  compra  la  adjudicación 
de  un  derecho  que  no  le  corresponde ,  la  absolución  de  un 
culpado,  ó  la  condenación  de  un  inocente.  Es  claro  pues  que 
el  colieclio  es  un  delito  mucho  mas  grave  que  lu  baratería. 

Dicen  sin  embargo  los  autores  que  la  ley  castiga  con  igual 
pena  la  baratería  y  el  cohecho,  fundándose  en  la  ley  9 ,  tít. 
1,  lib.  1 1  ,  Nov.  Rec,  la  cual  establece  que  el  juez  que  por 
sí  ó  por  las  personas  que  de  él  dependen  ,  recibiere  dádivas 
ó  regalos,  de  cualquiera  naturaleza  que  sean,  de  los  que  tu- 
vieren pleito  ante  él,  ó  probablemente  pudieren  tenerle, 
aunque  en  la  actualidad  no  le  tengan,  incurre  en  las  penas 
de  privación  de  oficio,  inhabilitación  perpetua  de  obtener 
otro,  y  devolución  del  cuatro  tanto  de  lo  recibido.  Pero  es 
necesario  advertir  que  la  ley  considera  aquí  en  general  como 
un  delito  el  hecho  de  un  juez  que  admite  regalos ,  por  el  pe- 
ligro en  que  se  pone  de  faltar  á  sus  deberes,  prescindiendo 
de  la  injusticia  que  luego  cometa  efectivamente,  la  cual  sera 
otro  delito  que  tenga  por  separado  sus  penas.  Así  es  que  no 
puede  decirse  con  exactitud  ,  como  se  dice  comunmente, 
que  la  baratería  y  el  cohecho  se  castigan  del  mismo  modo. 
Lo  que  se  castiga  siempre  con  la  misma  pena  es  la  admisión 
de  dádivas  ó  regalos  ,  sin  tomar  en  cuenta  el  fin  con  que  se 
reciben.  Mas  el  juez  que  por  interés  obra  contra  justicia  es 
castigado  con  mus  severidad  que  el  que  también  por  interés 
obra  con  arreglo  á  ella  ;  y  asimismo  el  litigante  que  diere 
algo  al  juez  para  que  juzgue  según  derecho,  no  incurre  en  las 
penas  del  que  le  soborna  para  que  juzgue  mal  en  favor  suyo. 
Con  efecto ,  el  juez  que  en  lo  civil  sentenció  injusta- 
mente por  cohecho  ó  soborno,  ademas  de  las  penas  en  que 
incurre  por  la  admisión  de  dádivas  ó  regalos,  debe  pagar  á 
la  parte  perjudicada  lo  que  le  hizo  perder,  con  los  daños 
perjuicios  y  costas  que  jure  habérsele  ocasionado ,  y  queda 
infamado  perpetuamente  como  violador  del  juramento  he- 
cho en  el  ingreso  de  su*  oficio  :  en  el  concepto  de  que  la  sen- 
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tencia  es  nula ,  aunque  no  se  apele  de  ella.  Si  en  lo  cri- 
minal hubiese  dado  por  precio  sentencia  injusta  cuyo  daño 
sea  irreparable ,  debe  ser  condenado  á  destierro  perpetuo 
y  confiscación  de  todos  sus  bienes  ,  á  no  ser  que  tenga  des- 
cendientes ó  ascendientes  hasta  el  cuarto  grado  ,  los  cuales 
para  heredarlos  tendrán  que  pagar  á  los  herederos  del  ajus- 
ticiado el  cuatro  tanto  de  la  cantidad  recibida  por  el  juez ,  y 
el  tres  tanto  al  fisco ,  y  de  la  prometida  y  no  entregada  el 
duplo  al  fisco  y  otro  duplo  à  dichos  herederos.  Leyes  24  y 
2b,  tít.  22,  Part.  5. 

El  juez  que  en  lo  civil  ó  criminal  diere  fallo  justo ,  aunque 
por  precio  ,  no  parece  debe  sufrir  otras  penas  que  las  im- 
puestas por  la  admisión  de  las  dádivas  ó  regalos. 

El  acusador  que  hiciere  al  juez  alguna  dádiva  ó  promesa 
para  que  condene  injustamente  al  acusado,  pierde  su  acción 
é  incurre  en  las  mismas  penas  que  se  imponen  al  juez  cohe^ 
chado ,  debiendo  el  acusado  ser  absuelto  ;  y  si  el  acusado  la 
hiciere  para  que  se  le  absuelva  ,  habrá  la  misma  pena  que 
si  confesare  ó  le  fuere  probado  el  delito  de  que  se  le  acusa , 
salvo  si  consta  que  no  lo  ha  cometido  y  que  ha  procurado  el 
soborno  por  efecto  de  miedo  y  flaqueza  de  corazón.  En  los 
pleitos  civiles,  cualquiera  de  los  litigantes  que  hiciere  tal 
dádiva  ó  promesa  para  empeñar  al  juez  á  que  juzgue  injusta- 
mente en  favor  suyo,  pierde  su  derecho  en  el  pleito,  y  debe 
pechar  al  fisco  el  tres  tanto  de  lo  dado  y  el  dos  de  lo  prome- 
tido. Ley  26,  tít.  22,  Part.  3. 

El  sobornador  que  se  delatare  y  probare  el  soborno ,  se 
libra  de  la  pena  en  que  habia  incurrido ,  la  cual  recae  en- 
tonces sobre  el  juez:  mas  no  probándolo,  debe  pagar  al 
fisco  en  pleito  civil  la  estimación  de  la  cosa  litigiosa  ,  y  en 
eausa  criminal  pierde  todos  sus  bienes  á  favor  del  fisco ,  pur- 
gándose el  juez  por  su  juramento  ;  d.  ley  26,  tít.  22  ,  Part. 
3,  y  ley  8,  lit.  1,  lib.  11,  Nov.  Rec. 

El  litigante  que  diere  algo  al  juez  porque  no  le  haga  in- 
justicia, puede  reclamar  su  restitución ,  ley  27,  tít.  22,  Part. 
3;  y  según  añade  Gregorio  López 3  no  incurre  por  eso  en  la 
pérdida  del  pleito  ni  en  ninguna  otra  pena ,  pues  que  no  hizo 
la  dádiva  ó  regalo  por  corromper  al  juez,  sino  por  redimir 
su  vejación. 

Resulta  pues  que  ^baratería,  ya  se  considere  activamen- 
te, esto  es,  de  parte  del  que  ofrece  el  interés  ó  precio  ,  ya 
se  mire  pasivamente,  esto  es,  de  parte  del  juez  que  lo  ad- 
mite ,  se  castiga  con  diferentes  penas  que  el  cohecho,  consi- 
derado también  como  activo  y  pasivo. 

BARATERÍA  de  patron  ó  de  capitán.  En  el  comercio 
marítimo  es  la  prevaricación  ó  culpa  del  patron,  capitán  ó 
marineros  de  una  nave  ,  que  causan  algún  perjuicio  al  na- 
viero ó  á  los  cargadores;  ó  bien:  todo  daño  que  puede 
provenir  de  un  hecho  ú  omisión  del  capitán  ó  tripulación  de 
un  buque,  sea  por  malicia  ó  dolo,  sea  por  imprudencia,  im- 
pericia ó  negligencia. 

La  baratería  pues,  según  la  definición ,  puede  ser  fraudu- 
lenta ó  simple.  Será  fraudulenta,  cuando  proviene  de  ma- 
licia ó  dolo;  y  simple,  cuando  es  efecto  de  descuido, impericia 
ó  imprudencia. 

Si  el  capitán ,  por  ejemplo ,  saca  el  licor  de  algunos  tone- 
les para  sustituir  otro  de  inferior  calidad ,  si  cambia  el  cacao 
bueno  por  otro  de  menos  valor,  si  sustrae  una  parte  de  las 
mercancías  descargadas  ,  diciendo  falsamente  que  perecie- 
ron por  accideuíe  marítimo  ,  comete  baratería  fraudulenta. 
Mas  si  ha  colocado  mal  en  el  buque  las  mercaderías  ,  po- 
niendo las  secas  ó  preciosas  debajo  de  otras  que  están 
espuestas  á  rezumarse  ;  si  las  deja  en  el  combes;  si  no  cuida 
de  tener  cerradas  las  escotillas  y  portas  de  la  nave;  si  no 
sabe  evitar  el  abordaje  de  un  navio,  que  con  el  choque  cau- 
sa daño  en  el  suyo  ;  si  da  lugar  à  que  el  capitán  de  un  bajel 
del  Estado  le  tire  algún  cañonazo  por  negarse  á  ir  á  bordo  á 
manifestarle  sus  papeles,  y  el  cargamento  recibe  algún  daño  ; 


si  por  no  haberse  provisto  de  los  despachos  necesarios  ,  d 
por  no  haber  hecho  las  declaraciones  que  se  exigen  en  la 
aduana ,  se  le  confiscan  las  mercaderías  ;  en  todos  estos  ca- 
sos y  otros  semejantes  comete  baratería  simple,  pues  que 
no  son  efecto  sino  de  su  impericia ,  descuido ,  atolondra- 
miento ó  imprudencia. 

El  capitán  es  responsable  civilmente  de  toda  baratería 
simple  ó  que  dimane  de  falta  suya,  esto  es ,  de  todos  los  da- 
ños que  sobrevengan  á  la  nave  y  su  cargamento  por  impe- 
ricia ó  descuido  de  su  parte  ;  art.  676 ,  cód.  de  com. 

También  es  responsable  civilmente  el  capitán  como  de  ba- 
ratería simple  con  respecto  á  él,  de  las  sustracciones  y  latro- 
cinios que  se  cometieren  por  la  tripulación  de  la  nave,  salva 
su  repetición  contra  los  culpados  ;  art.  679,  cód.  de  com. 

Asimismo  lo  es  por  la  propia  razón  de  las  pérdidas ,  mul- 
tas y  confiscaciones  que  ocurran  por  contravenciones  á  las 
leyes  y  reglamentos  de  aduanas  ó  de  policía  de  los  puertos, 
y  de  las  que  se  causen  por  las  discordias  que  se  susciten  ea 
el  buque,  ó  por  las  fallas  que  cometa  la  tripulación  en  el  ser< 
vicio  y  defensa  del  mismo,  si  no  probare  que  usó  con  tiempi 
de  toda  la  estension  de  su  autoridad  para  prevenirlas,  impe« 
dirías  y  corregirlas  ;  art.  679,  cód.  de  com. 

Lo  es  igualmente ,  como  de  baratería  simple ,  de  los  per- 
juicios que  resulten  por  no  tener  la  nave  pertrechada ,  pro- 
vista y  municionada  ;  por  no  haber  hecho  en  la  forma  pres- 
crita el  reconocimiento  del  estado  de  la  nave  antes  de 
ponerla  á  la  carga;  por  no  estar  á  bordo  en  la  entrada  y 
salida  de  los  puertos  y  rios  ,  ó  por  pernoctar  fuera  de  ella, 
estando  erí  viaje,  á  no  mediar  ocupación  grave  que  proceda 
de  su  oficio  ;  por  recibir  carga  de  otra  persona  que  no  sea  el 
fletador,  cuando  la  nave  estuviere  fletada  por  entero  ;  por 
permitir  que  se  ponga  carga  sobre  la  cubierta  del  buque  sin 
consentimiento  de  todos  los  cargadores  ,  del  naviero  y  de 
los  oficiales  de  la  nave  ;  por  no  mantenerse  en  la  nave  con 
toda  su  tripulación  mientras  se  esté  cargando  ;  y  por  entrar 
ó  hacer  arribada  sin  causa  legítima  en  puerto  distinto  del  de 
su  desfino  ;  arts.  642,  648  ,  649,  664,  665,  667,  680  y  683, 
cód.  de  com. 

Si  el  capitán  hubiere  cometido  baratería  fraudulenta,  esto 
es ,  si  los  daños  sobrevenidos  á  la  nave  y  su  cargamento 
procedieren  de  dolo  ó  malicia  de  parte  suya ,  ademas  de  la 
obligación  de  responder  civilmente  de  ellos  debe  ser  proce- 
sado criminalmente  y  castigado  con  las  penas  prescritas  en 
las  leyes  criminales;  art.  676,  cód.  de  com. 

El  capitán  que  ha  sido  condenado  por  haber  obrado  con 
dolo  en  sus  funciones,  queda  inhabilitado  para  obtener  cargo 
alguno  en  las  naves  ;  art.  677,  cocí,  de  com. 

No  son  de  cuenta  de  los  aseguradores  los  daños  que  so- 
brevengan por  baratería  del  capitán  ó  del  equipaje  ,  no  ha- 
biendo pacto  espreso  en  contrario  ;  art.  862 ,  cód.  de  com. 
Véase  Asegurado  y  asegurador,  art.  862. 

BARATERO.  El  hombre  fraudulento  ó  engañoso;  —  y 
el  que  de  grado  ó  por  fuerza  cobra  el  barato  de  los  que  jue- 
gan. Véase  Juego. 

BARATILLERO.  El  prendero  ó  ropavejero  que  tiene 
por  oficio  comprar  y  vender  ropas  y  vestidos  viejos.  Le  e?lá 
prohibido  por  ley  el  vender  cosa  alguna  ,  sin  tenerla  antes 
colgada  á  la  puerta  de  su  tienda  por  espacio  de  diez  dias, 
de  modo  que  todos  puedan  verla;  ley  5,  lit.  12,  lib.  10, 
Nov.  Rec.  Véase  Ropavejero. 

BARATO.  Lo  que  se  vende  ó  compra  á  poco  precio  :  — 
la  porción  de  dinero  que  da  voluntariamente  el  que  gana  en 
el  juego  á  las  personas  que  quiere  de  las  que  le  rodean  con 
este  objeto;  — y  antiguamente  el  fraude  ó  engaño,  como 
también  la  abundancia ,  sobra  ó  baratura  de  algún  género. 
Véase  Juego. 

BARBECHO.  La  haza  ó  porción  de  tierra  que  se  halla 
arada  para  sembrarla  despues.  Los  barbechos  de  los  labra- 
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dores  están  esentos  de  ejecución  y  embargo ,  cuando  se  pro- 
cede ejecutivamente  contra  sus  dueños  por  razón  de  deu- 
das ,  aunque  estos  no  tengan  otros  bienes ,  escepto  por 
derechos  debidos  al  rey  ,  rentas  del  señor  de  la  tierra,  ó 
préstamos  hechos  por  este  para  su  labor;  ley  15,  tít.  31, 
lib.  ¡{,Nov.  Rec. 

BARCA.  La  embarcación  pequeña  que  sirve  para  pescar, 
atravesar  los  ríos  .  traficar  en  las  costas,  de  mar,  y  traspor- 
tar las  cargas  desde  el  muelle  á  los  navios  y  desde  los  navios 
al  muelle  en  los  puertos  ó  parajes  donde  los  buques  de  ma- 
yor porte  no  pueden  llegar  á  tierra  para  tomar  ó  dejar  las 
mercaderías. 

Las  barcas  que  se  ocupan  en  este  último  destino  deben 
estar  bien  dispuestas  y  reparadas  ,  de  modo  que  no  hagan 
agua  por  las  costuras  para  no  causar  daño  á  las  mercade- 
rías; pues  las  averías  que  por  tal  razón  ú  otro  defecto  reci- 
bieren estas ,  se  pagarán  con  las  mismas  barcas  hasta  lo  que 
alcanzaren,  y  por  lo  que  faltare  tendrán  los  dueños  de  la 
carga  averiada  recurso  contra  los  demás  bienes  del  barquero 
y  del  propietario  de  la  barca.  También  será  de  cargo  del 
barquero  el  pagar  de  sus  bienes  los  daños  que  por  su  culpa 
ó  negligencia  se  causaren  á  la  carga  que  trasporta  :  no  po- 
drá fumar  ni  tener  fuego  en  la  barca  cuando  llevare  pólvora, 
aguardiente ,  grasas  y  demás  géneros  espuestos  á  incen- 
diarse ;  y  deberá  entregar  toda  la  carga  al  capitán ,  piloto  ó 
persona  destinada  á  recibirla,  recogiendo  el  correspondiente 
recibo ,  bajo  pena  de  perder  el  flete  y  de  responder  de  lo 
que  faltare.  Orden,  de  Bilbao,  cap.  29. 

BARCAJE.  El  precio  ó  derecho  que  se  paga  por  pasar 
de  una  á  otra  parte  del  rio  en  la  barca.  Corresponde  ala 
renta  de  correos ,  á  los  pueblos  ó  á  particulares.  Véase  Pon- 
tazgo. 

BARON.  Título  de  dignidad  entre  la  nobleza,  de  mas  ó 
menos  preeminencias  según  los  diferentes  países. 

Conocióse  primero  en  Francia  este  título,  y  se  daba  á  los 
grandes  del  reino  y  aun  à  los  santos.  Le  baron  Saint-Jacques, 
se  decia  allí ,  como  nosotros  solemos  decir  el  señor  Santiago. 

Dúdase  del  origen  y  primera  significación  de  esta  palabra  : 
unos  la  traen  del  nombre  latino  vir  :  otros  de  la  voz  griega 
baris ,  que  significa  cosa  grave ,  deduciendo  de  aquí  que 
baron  debe  significar  hombre  fuerte  y  valeroso;  y  algunos 
del  hebreo  bara  que  significa  crear ,  por  haber  sido  esta  una 
dignidad  creada  y  establecida  después  de  otras  diferentes. 

Como  quiera  que  sea,  baron  se  llama  ,  según  Baldo  ,  el 
noble  que  posee  feudos  del  príncipe;  según  el  diccionario 
teutónico  de  Khelian,  el  hombre  insigne  y  valeroso  que  so- 
brepujando á  los  demás  nobles  en  riquezas  y  en  poder , 
tiene  mero  y  mixto  imperio  con  permiso  del  príncipe  en  al- 
guna castellanía  ó  población  ;  y  según  Gregorio  López  ,  el 
que  tiene  señorío  ó  patronato  de  algún  lugar  ó  castillo,  y  es 
inferior  al  conde. 

La  ley  10 ,  tít.  25  ,  Part.  U ,  dice  que  en  España  se  llaman 
ricoshombres  los  que  en  otras  tierras  se  dicen  condes  ó  ba- 
rones.  En  Aragon,  durante  la  guerra  contra  los  Moros,  se 
solían  repartir  y  dar  en  feudo  las  tierras  conquistadas  á  los 
ricoshombres  que  seguían  á  los  reyes  :  el  conjunto  de  las 
tierras  que  se  asignaban  á  cada  uno  se  llamaba  baronía;  y 
de  aquí  tomaron  los  poseedores  la  denominación  de  barones, 
que  en  muchas  partes  de  los  fueros  equivalen  á  ricoshombres, 
aunque  Blancas  da  la  preferencia  al  nombre  de  ricoshom- 
bres sobre  el  de  barones,  porque  aquellos  tuvieron  principio 
al  mismo  tiempo  que  los  reyes  y  el  reino,  y  estos  fueron 
introducidos  despues  que  habia  reyes  :  Majus  quiddam  so- 
nuisse  videtur  ricorum  hominum  nomen  quam  baronum  : 
sicquc  staluo ,  ut  natura  finxerit  ricos  homines  ,  barones 
postea  à  regibus  facli  sinl  :  ricos  homines  enim  uncí  cum  rcg— 
no  el  regibus  ortos  esse ,  non  dubilo.  Véase  Señorío. 

BARRAGANA.  Antiguamente  la  amiga  ó  concubina  que 


se  conservaba  en  la  casa  del  que  estaba  amancebado  con 
ella;  —  y  también  la  mujer  legítima,  aunque  desigual  y  sin 
el  goce  de  los  derechos  civiles. 

Esta  palabra  se  compone  de  la  voz  arábiga  barra  que 
significa  fuera  y  de  la  castellana  gana  ,  de  modo  que  las  dos 
palabras  juntas  quieren  decir  ganancia  hecha  fuera  de  legí- 
timo matrimonio  ;  y  así  los  hijos  de  una  barragana  se  lla- 
maban hijos  de  ganancia  ;  ley  1,  til.  14,  Part.  4. 

Según  fuero  y  costumbre  antigua  de  España,  se  distin- 
guían tres  clases  de  enlaces  de  varón  y  mujer  autorizados  <*> 
tolerados  por  la  ley  :  primero  ,  el  matrimonio  celebrado  con 
todas  las  solemnidades  de  derecho  y  consagrado  por  la  re- 
ligion :  segundo,  el  matrimonio  que  llaman  á  yuras,  esto 
es,  matrimonio  juramentado,  y  era  un  casamiento  legítimo, 
pero  oculto  ,  clandestino  ,  y  por  decirlo  así ,  un  matrimonio 
de  conciencia  ,  que  inducía  perpetuidad  y  las  mismas  obli- 
gaciones que  el  solemne  ,  del  cual  no  se  distinguía  sino  en  la 
falta  de  solemnidad  y  publicidad  :  tercero  ,  la  barraganía  , 
que  era  la  union  ó  enlace  de  soltero ,  ora  fuese  clérigo  ó 
lego,  con  soltera  ,  á  quien  llamaban  barragana  para  distin- 
guirla de  la  mujer  de  bendiciones  ó  mujer  velada,  y  de  la 
mujer  à  yuras. 

La  barraganía  no  era  un  enlace  vago  ,  indeterminado  y 
arbitrario;  se  fundaba  en  un  contrato  de  amistad  y  compa- 
ñía ,  cuyas  principales  condiciones  eran  la  permanencia  y 
fidelidad.  La  generalidad  con  que  los  fueros  hablan  de  las 
barraganas,  así  de  los  clérigos  como  de  los  legos,  y  aun  de 
los  casados,  y  sus  disposiciones  políticas  y  leyes  civiles 
acerca  de  la  conservación  ,  subsistencia  y  derechos  de  hijos 
y  madres,  prueba  cuan  universal  era  la  costumbre  de  tener- 
las; y  si  bien  por  algunos  fueros  estaba  prohibido  á  los  le- 
gítimamente casados  tener  barraganas  en  público,  esta  pro- 
hibición no  se  estendia  á  los  solteros ,  á  los  cuales  no  era 
indecoroso  contraer  y  conservar  descubiertamente  semejante 
género  de  amistades-.  Los  legisladores  dejaron  de  castigar  el 
desorden  por  precaver  mayores  males  ,  y  toleraron  esa  li- 
cencia consultando  al  bien  público,  y  teniendo  presentes  las 
ventajas  de  la  población.  Los  fueros  consideraban  las  barra- 
ganas de  los  legos  como  unas  mujeres  de  segundo  orden  ,  y 
les  otorgaban  casi  los  mismos  favores  que  á  las  legítimas. 

En  el  siglo  XIII,  señaladamente  desde  el  año  1228  en  que 
se  celebró  el  famoso  concilio  de  Valladolid  por  el  legado  car- 
denal de  Sabina,  con  asistencia  de  los  prelados  de  Castilla  y 
León ,  se  armaron  los  legisladores  contra  el  cómun  desorden, 
é  hicieron  los  mayores  esfuerzos  para  esterminar  el  concubi- 
nato y  barraganías,  particularmente  del  clero,  que  era  en  quien 
mas  se  afeaba  :  fulminaron  contra  los  delincuentes ,  y  tam- 
bién contra  sus  hijos  las  mas  terribles  penas,  escomuniones, 
infamia  ,  desheredamiento  é  incapacidad  de  aspirar  á  los 
oficios  públicos.  Mas  no  fueron  muy  felices  las  consecuen- 
cias de  tan  loables  disposiciones  ,  ni  respondió  de  pronto  el' 
efecto  deseado  á  los  conatos  y  esfuerzos  de  los  legisladores, 
pues  continuó  el  desorden  casi  con  la  misma  publicidad  y 
generalidad  que  antes  ,  según  parece  de  las  providencias 
tomadas  á  este  propósito  en  varios  ordenamientos  de  Cortes 
de  los  siglos  XIII ,  XIV  y  XV. 

Según  las  leyes  de  las  Partidas  ,  para  llamarse  barragana 
una  mujer  se  requeria  que  fuese  una  sola  y  tal' que  pudiera 
casarse  con  ella  el  que  la  tuviese;  ley  2,  lit.  14,  Part.  II. 

El  preámbulo  del  título  14,  Part.  4,  dice  que  aunque  la 
Iglesia  ha  prohibido  siempre  á  todos  los  cristianos  el  tener 
barraganas,  sin  embargo  los  antiguos  legisladores  permitie- 
ron á  algunos  que  las  pudiesen  tener  sin  pena  temporal , 
porque  estimaron  menos  malo  el  uso  de  una  que  el  de  mu- 
chas ,  y  porque  fuesen  mas  ciertos  los  hijos  de  ellas. 

Se  podia  recibir  por  barragana,  según  la  ley  1 ,  d.  tít.  y 
Part.,  la  mujer  ingenua ,  esto  es,  la  que  habia  nacido  y  con- 
tinuado libre ,  como  igualmente  la  liberta  y  la  sierva.  Podia 
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tomarla  el  que  no  se  hallase  impedido  por  orden  sacro  ó  ca- 
samiento, con  lal  que  no  la  tomase  virgen  ,  menor  de  doce 
años,  ni  parienta  en  cuarto  grado  de  consanguinidad  ó  afi- 
nidad. El  que  elegiau.ia  viuda  honesta  ú  otra  mujer  libre 
de  buena  fama,  debía  tomarla  ante  testigos,  espresando  que 
la  recibía  por  tal  barragana,  pues  de  otro  modo  resultaría 
contra  él  la  presunción  de  ser  su  mujer  legítima,  porque  en- 
tonces eran  válidos  los  matrimonios  clandestinos  ;  pero  siendo 
viuda  de  otra  clase  ,  como  de  muy  vil  linaje,  ó  de  mala  fa- 
ma, ó-mujer  juzgada  de  adulterio  con  hombre  casado  ,  no 
era  necesario  recibirla  ante  testigos  ;  cf.  ley  2 ,  lit.  14 , 
Pari.  II. 

Ninguno  podia  tener  muchas  barraganas;  y  el  presidente 
ó  adelantado  de  la  provincia  podia  tomar  en  ella  barragana, 
mas  no  mujer  legítima  ,  durante  su  oficio,  por  evitar  que 
abusase  de  su  poder  para  casarse  con  alguna  contra  la  vo- 
luntad de  sus  padres  ó  parientes;  d.  ley  %  lit.  14,  Part.  4. 

Las  personas  ilustres  ,  esto  es  ,  las  de  superior  clase  y 
constituidas  en  dignidad,  como  los  reyes,  condes,  sus  des- 
cendientes, y  otros  tales,  no  podían  recibir  por  barraganas 
á  las  siervas,  libertas,  juglares,  taberneras,  regatonas,  al- 
cahuetas, ni  á  sus  hijas  ,  ni  á  otras  de  las  que  se  llamaban 
viles  por  sí  mismas  ó  por  razón  de  su  ascendencia;  de  suerte 
que  los  hijos  que  en  su  caso  tuviesen  de  tales  mujeres ,  eran 
reputados  espurios  y  no  naturales;  ley  3,  lit.  14,  Part.  4. 
Véase  Concubina  y  Amancebado. 

En  el  dia  no  hay  barraganas  permitidas  por  la  ley.  La 
constancia  y  celo  de  los  prelados  eclesiásticos  y  de  los  ma- 
gistrados civiles  logró  al  cabo  variar  la  opinion  pública  y 
desterrar  el  concubinato;  pero  á  este  mal  sucedió  el  de  la 
prostitución.  Véase  el  Ensayo  histórico-crítico  sobre  la  an- 
tigua legislación  por  el  doctor  Marina,  n.  219  y  sig. 

BARRIO.  Una  de  las  partes  en  que  se  dividen  los  pue- 
blos grandes,  y  en  que  hay  una  especie  de  juez  pedáneo, 
llamado  alcalde  de  barrio.  Véase  Alcalde  de  barrio. 

BASÍLICAS.  Llámase  así  una  colección  de  las  leyes 
romanas  traducidas  en  griego  por  orden  del  emperador 
Basilio. 

El  cuerpo  del  derecho  promulgado  por  Jusliniano  fué  re- 
cibido en  oriente,  no  solo  en  los  tribunales ,  sino  también  en 
las  escuelas  de  jurisprudencia  ;  y  como  apenas  habia  quien 
conociese  con  toda  perfección  la  lengua  latina  en  que  estaba 
escrito ,  se  sintió  luego  la  necesidad  de  traducirlo  al  griego. 
Teófilo  hizo  una  paráfrasis  griega  de  la  Instituía,  y  Taleleo 
una  version  de  las  Pandectas.  Estas  traducciones  estuvie- 
ron rigiendo  hasta  el  siglo  IX ,  en  cuya  época  los  emperado- 
res de  Constantinopla  ordenaron  compendiarlas.  Baslio  Ma- 
cedón fué  el  primero  que  publicó  en  el  año  858  una  pequeña 
colección  que  después  reformó  y  dio  á  luz  con  mas  orden  su 
hijo  León  en  886;  y  por  último,  Constantino  Porfirogeneta, 
hermano  de  León  ,  puso  la  obra  en  diferente  estado ,  publi- 
cándola á  principios  del  siglo  X  con  el  título  de  Basílicas. 

Este  código  se  componía  de  la  version  griega  de  la  Insti- 
luta  ,  de  las  Pandectas  ,  del  Código  ,  de  las  Novelas  ,  de  los 
edictos  de  Jusliniano  ,  y  de  las  paratitlas  y  comentarios  de 
los  jurisconsultos  del  imperio  de  oriente  ,  y  aun  de  varios 
pasajes  de  los  padres  y  de  los  concilios.  La  traducción  no  es 
literal,  y  á  veces  se  aparta  también  del  texto  :  se  omitieron 
en  ella  unas  leyes,  se  añadieron  otras,  y  en  fin  todas  están  ó 
truncadas  ó  compendiadas,  habiendo  resultado  una  obra  tan 
obscura  que,  según  Psello,  no  podían  comprenderla  bien  los 
Griegos. 

Las  Basílicas  se  observaron  en  todo  el  oriente,  como  acre- 
dita la  multitud  de  obras  de  jurisprudencia  escritas  en  griego 
desde  el  siglo  XI  hasta  el  XIV,  en  las  cuales  esto  código 
está  citado  y  comentado;  y  no  cesó  su  autoridad  hasta  1455, 
en  que  la  loma  de  Constantinopla  por  los  Turcos  acabó  con 
el  imperio  de  oriente. 


Carlos  Aníbal  Fabrot,  abogado  francés,  hizo  y  publicó  en 
1647  una  traducción  latina  de  las  Basílicas  en  siete  volú- 
menes en  folio. 

BASTANTEABO.  Dícese  del  poder  que  está  ya  exa- 
minado y  reconocido  por  bastante  para  el  objeto  con  que  se 
presenta. 

BAST ANTEAR.  Reconocer  el  abogado  ú  otra  persona 
encargada  los  poderes  del  procurador,  y  firmarlos  diciendo 
ser  bastantes  ,  á  fin  de  que  sea  este  admitido  al  juicio  como 
legítimo  mandatario  del  litigante  á  quien  representa. 

BASTANTERO.  En  algunos  tribunales  es  un  oficio  que 
se  halla  establecido  para  examinar  y  reconocer  si  los  pode- 
res que  se  presentan  por  los  procuradores  son  legítimos  y 
bastantes  ó  suficientes  para  el  objeto  á  que  se  dirigen. 

BASTÁRDELO.  El  cuaderno  que  sirve  al  escribano  ó 
notario  para  poner  en  estrado  ó  borrador  los  autos  y  escri- 
turas, anotando  las  cláusulas  ó  partes  esenciales  á  fin  de 
estenderlas  después  con  todas  las  formalidades  necesarias  á 
su  perfección. 

Compareciendo  ante  el  escribano  las  partes  que  quieren 
otorgar  escritura  de  algún  contrato  que  han  celebrado  entre 
sí ,  le  manifiestan  los  términos  y  condiciones  en  que  se  han 
convenido;  y  él  lo  pone  todo  por  escrito  sucintamente  en  un 
cuadernillo  de  papel  común  que  llaman  bastárdelo  ó  minu- 
tario, donde  firman  las  partes  y  los  testigos  con  el  mismo 
escribano ,  quien  después  estiende  la  escritura  con  las  for- 
malidades de  estilo  en  el  protocolo ,  que  es  el  registro  en 
que  se  escriben  por  estenso  y  guardan  por  su  orden  todos 
los  instrumentos  que  pasan  ante  el  escribano  para  que  cons- 
ten en  todo  tiempo.  El  protocolo  pues  es  el  que  hace  fe ,  y 
las  copias  ó  traslados  de  las  escrituras  que  en  él  se  contie- 
nen son  las  que  se  deducen  para  prueba. 

Pero  sucede  á  veces  que  el  escribano  no  lleva  corriente  el 
protocolo,  y  muere  sin  haber  alargado  y  registrado  en  él  las 
escrituras  que  ha  recibido  en  el  bastárdelo  ó  minutario.  En 
caso  de  semejante  descuido ,  podrá  el  interesado  pedir  al 
juez  que  dé  por  legítimo  el  acto  contenido  en  el  bastárdelo , 
acreditando  su  contesto  en  la  forma  que  baste,  y  que  lo 
mande  protocolizar,  como  se  suele  hacer  frecuentemente  con 
los  testamentos  que  se  otorgan  sin  escribano  (1). 

Puede  decirse  en  efecto  que  el  bastárdelo  es  el  verdadero 
original ,  y  que  allí  es  donde  se  espresa  la  verdadera  volun- 
tad de  los  contrayentes  ,  cuando  por  el  contrario  en  el  pro- 
tocolo se  suelen  poner  cláusulas  y  condiciones  en  que  aque- 
llos no  han  pensado  jamas,  y  que  aun  cuando  se  les  hubieran 
leido  se  habrían  escapado  tal  vez  á  su  inteligencia.  ¿Qué 
razón  hay  pues  para  dar  mayor  fe  al  protocolo  que  al  bas- 
tárdelo? No  hay  otra  sino  que  el  protocolo  se  halla  con  mas 
limpieza  y  se  conserva  con  mayor  cuidado,  al  paso  que  el 
bastárdelo  tiene  muchas  enmiendas  y  testaduras  y  no  se 
custodia  como  corresponde ,  de  suerte  que  un  mal  intencio- 
nado puede  hacer  en  él  las  alteraciones  mas  trascendenta- 
les. Mas  si  algunas  de  las  minutas  del  bastárdelo  se  presen- 
taren enteras  y  perfectas  ,  sin  que  se  ofreciese  razón  sólida 
para  impugnarlas  ,  parece  que  deberían  preferirse  al  proto- 
colo, si  se  observase  alguna  discordancia  entre  uno  y  otro, 
mientras  no  conste  que  antes  de  firmarse  las  escrituras 
estendidas  en  este  se  habían  leido  á  las  partes  ,  y  que  estas 
habian  dado  su  consentimiento  y  aprobación.  Véase  Instru- 
mento público. 

BASTARDO.  Llámase  bastardo  en  general  cualquiera 
que  ha  nacido  de  una  union  ilícita  ,  pero  mas  particular- 
mente lo  es  el  hijo  nacido  fuera  de  matrimonio  y  de  padres 
que  no  podían  casarse  al  tiempo  de  la  concepción  ni  al  del 
nacimiento.  Si  los  padres  no  podían  casarse  por  estar  ya 

(i)  Así  lo  dice  D.  Juan  Sala  en  su  Ilustración  del  derecho, 
II».  5,  til,  6,  n.  17  de  la  edic.  mej.  nov. 
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casado  alguno  de  ellos  ó  los  dos  con  otras  personas,  el  hijo 
bastardo  se  llama  dáullerino  :  si  por  profesión  religiosa  ó 
voto  solemne  de  castidad  ,  sacrilego;  y  si  por  parentesco 
dentro  de  los  grados  prohibidos,  incestuoso. 

El  hijo  bastardo,  que  también  suele  decirse  espurio,  no 
puede  heredar  por  testamento  ni  ab  intestato  al  padre ,  ley  4, 
til.  3,  y  ley  10,  til.  13,  l'art.  6  ;  pero  puede  este  dejarle  el 
quinto  de  sus  bienes  ó  parle  de  él  por  via  de  alimentos, 
escepto  si  dicho  hijo  lo  fuere  de  clérigo  ordenado  in  sacris, 
ó  de  fraile,  freile  ó  monja  que  hayan  profesado,  pues  este  no 
puede  recibir  de  su  padre  ni  de  los  parientes  del  padre  parte 
alguna  de  la  herencia ,  manda  ni  donación ,  leyes  li  ,  5  y  6, 
íc'í.  20,  lib.  10,  Nov.  ¡lee. 

Por  lo  que  hace  á  la  madre ,  el  hijo  bastardo  ó  espurio  le 
sucede  por  testamento  y  ab  intestato  á  falla  de  descendientes 
legítimos  y  naturales,  aun  cuando  haya  ascendientes,  salvo 
si  fuere  hijo  de  dañado  y  punible  ayuntamiento,  es  decir,  de 
adulterio  cometido  voluntariamente  y  á  sabiendas  por  mujer 
casada  ;  pues  entonces  no  podría  heredar  á  su  madre  por 
testamento  ó  ab  intestato ,  bien  que  esta  podría  dejarle  el 
quinto  aun  cuando  tuviese  hijos  ó  descendientes  legítimos  ; 
ley  5,  til.  20,  lib.  10,  Nov.  Rec.  (t).  Se  ve  pues  que  el  hijo 
bastardo,  que  no  sea  de  dañado  y  punible  ayuntamiento,  es 
heredero  forzoso  de  su  madre,  faltando  hijos  legítimos  ó  le- 
gitimados ;  de  suerte  que  si  la  madre  le  desheredare  injus- 
tamente, ó  le  omitiere  en  su  testamento,  podrá  usar  de  los 
mismos  remedios  legales  que  los  legítimos  para  reclamar  la 
herencia. 

De  todos  modos  el  hijo  bastardo  tiene  derecho  á  ser  ali- 
mentado por  sus  padres ,  cualquiera  que  sea  su  clase  y  pro- 
cedencia, pues  no  tiene  él  la  culpa  de  haber  sido  fruto  de 
una  union  ilegítima  (2)  ;  y  vice  versa  estará  obligado  por  su 
parte  á  dar  alimentos  á  sus  padres  si  se  hallan  en  necesidad, 
porque  esle  deber  es  recíproco  en  la  línea  de  ascendientes 
y  descendientes  sin  distinción  de  clases  ni  condiciones  (3). 
Véase  Hijos  y  Alimentos. 

En  el  orden  de  la  naturaleza  es  una  misma  la  condición 
de  los  bastardos  y  de  los  hijos  legítimos ,  porque  todos  pro- 
ceden de  la  misma  sangre  :  pero  es  desigual  en  el  derecho 
civil ,  que  niega  á  aquellos  muebas  de  las  ventajas  que  con- 
cede á  estos ,  no  precisamente  por  castigar  en  ellos  las  faltas 
de  sus  padres,  sino  por  honor  al  matrimonio  y  respeto  á  las 
costumbres.  En  la  revolución  francesa  se  confirieron  á  algu- 
nas especies  de  bastardos  los  mismos  derechos  que  á  los  le- 
gítimos; mas  bien  pronto  hubieron  de  modificarse  por  las 
disposiciones  del  código  civil. 

BASTIBÏENTO.  La  provision  para  sustento  de  una 
ciudad,  ejército,  embarcación,  etc.:  —  el  buque  ó  embar- 
cación :  —  en  lo  antiguo  el  edificio  :  —  en  la  orden  de  San- 
tiago el  derecho  de  cobrar  ó  pagar  las  primicias  ó  efectos 
que  constituyen  las  encomiendas  de  este  nombre,  y  usada 
en  plural  son  las  mismas  primicias  de  q.ue  en  algunos  terri- 
torios se  constituye  encomienda ,  y  así  se  dice  :  encomienda 
de  bastimentos  y  comendador  de  bastimentos. 

BATUDA.  Véase  Jobas. 

(t  )  La  misma  ley,  que  es  la  9  de  Toro ,  esplica  qué  sea  dañado 
y  punible  ayuntamiento. 

(2)  Ley  2,  tít.  i  9,  Part,  4,  y  la  glosa  primera,  en  la  que  Greg. 
López  dice  :  Et  adverle,  quia  cùm  hœc  lex  loquatur  generaliter, 
\trocedet  eliam  si  filius  sil  incestuosus,  vel  ulitis  natus  ex  alio 
damnnto  coitu ,  maxime  attenta  cequitate  canónica,  de  qua  in 
cap.  Chin  haberct ,  (fe  eo  qui  duxit  in  matr.  quum  pol.  per  adult., 
ad  quod  forte  ista  lex  liabuit  rcspcclum.  Aun  en  la  glosa  de  la  ley  5 
recuerda  la  equidad  canónica  que  so  funda  en  el  derecho  natural , 
cjmo  puede  verse  en  cl  cap.  Jus  naturale,  dist.  i. 

(5)  Ley  4  ,  lit.  1  9  ,  Part.  4  al  lin  ,  y  glosa  6  de  Greg.  López  á 
la  ley  5  del  uiUmo  lit.  y  Partida. 


BAUTISMO.  El  primero  de  los  sacramentos  de  la  Iglesia, 
con  c!  cual  se  nos  da  la  gracia  y  el  caráclcr  de  cristianos  ('¡). 
Antes  producia  tres  especies  de  parentesco  espiritual,  ;'i  sa- 
ber, paternidad ,  compaternidad  y  fraternidad  (■->).  La  pater- 
nidad mediaba  entre  el  bautizante  y  el  bautizado,  y  enlre 
el  bautizado  y  el  padrino  ó  madrina  :  la  compaternidad  entre 
los  padres  carnales  del  bautizado  y  los  padres  espirituales, 
que  son  el  bautizante  y  el  padrino  ó  madrina;  y  la  fraterni- 
dad enlre  los  hijos  naturales  del  bautizante  ó  de  los  padrinos 
y  el  bautizado.  Todas  estas  especies  de  parentesco  impedían 
y  anulaban  el  matrimonio  antiguamente  ;  pero  por  decreto 
del  concilio  de  Trento  solo  se  contrae  parentesco  espiritual 
por  el  bautizante  y  el  padrino  ó  madrina  con  el  bautizado  y 
sus  padres ,  quedando  por  consiguiente  los  demás  libres  de 
impedimento  para  casarse;  sess.  2íí,íIc  reform.  matr.,  cap.  2. 

No  solo  el  que  administra  solemnemente  el  bautismo, 
sino  también  el  que  lo  administra  privadamente,  aunque  sea 
lego  y  lo  haga  en  caso  de  necesidad ,  contrae  el  referido  pa- 
rentesco; de  modo  que  si  uno  bautiza  al  hijo  de  su  concu- 
bina por  verle  en  peligro  de  muerte,  no  puede  casarse  des- 
pués con  ella  sin  dispensa ,  cap.  Pervenil  1,  caus.  50,  q.  1. 
Mas  no  lo  contrae  el  padrino  ó  madrina  que  lo  es  solamente 
mientras  se  suplen  en  la  iglesia  las  ceremonias  solemnes  que 
se  omitieron  en  el  bautismo  privadamente  administrado, 
como  así  lo  declaró  la  sagrada  congregación  del  concilio  en 
13  de  julio  de  1624.  Tampoco  el  padre  contrae  parentesco 
espiritual  con  su  consorte  cuando  por  necesidad  bautiza  á  su 
hijo. 

El  nombramiento  de  padrinos  pertenece  á  los  padres  y  no 
al  párroco,  de  modo  que  si  los  hay  nombrados  por  el  pár- 
roco y  por  los  padres,  solo  estos  últimos  contraen  el  paren- 
tesco, aunque  todos  tengan  al  bautizado  en  la  pila  :  mas  si 
los  padres  ú  otros  interesados  no  hubiesen  designado  pa- 
drino alguno,  será  entonces  verdadero  padrino  quien  el  pár- 
roco nombrare;  y  si  no  habiendo  elegido  á  persona  alguna 
para  este  cargo  ni  los  padres  ni  el  párroco  por  negligencia  ú 
olvido,  se  acercaren  una  ó  mas  personas,  y  tuvieren  en  la 
pila  al  bautizado,  estas  serán  las  que  contraigan  el  paren- 
tesco espiritual.  Si  habiendo  dos  padrinos  (  esto  es,  padrino 
y  madrina  ,  pues  no  se  admiten  dos  personas  de  un  mismo 
sexo),  el  uno  tuviere  al  bautizado  en  la  pila  y  el  otro  no 
hiciere  mas  que  asistir  sin  tenerle  ni  tocarle ,  solo  aquel  con- 
trae el  parentesco  :  mas  no  lo  contrae  el  que  tiene  al  bau- 
tizado como  procurador  de  otro,  sino  su  mandante  ó  comi- 
tente. Véase  la  biblioteca  de  Ferraris  en  la  palabra  Baplismus. 

Atendidos  los  perjuicios  que  resultan  del  uso  del  agua  fria 
para  el  bautismo,  acordaron  las  Cortes  constituyentes  en 
junio  de  1857  que  se  generalice  la  saludable  práctica  de 
bautizar  con  agua  templada,  con  arreglo  á  lo  que  previene 
el  ritual  romano. 

Conforme  á  lo  dispuesto  en  el  concilio  de  Trento  deben 
llevarse  en  cada  parroquia  libros  ó  registros  en  que  los  cu- 
ras párrocos  asienten  los  nombres  de  los  bautizados  y  de  sus 
padres  y  padrinos  con  espresion  del  día ,  mes  y  año,  fir- 
mando de  su  nombre  cada  una  de  las  partidas.  Mas  care- 
ciendo de  autenticidad  estas  partidas ,  no  hacen  en  lo  tem- 
poral prueba  plena,  sino  semiplena  ó  adminiculativa,  en 
caso  de  que  los  libros  no  sean  defectuosos  ó  sospechosos 
atendidas  las  circunstancias;  Castillo,  lib.  5,  cap.  10'i,  n.  10, 
y  Elizondo,  tom.  h,  pan.  2ÍI4',  ed.  6,  con  IVan-Spen  y  Luca. 

De  los  bautizados  hijos  de  matrimonios  ocultos  debe  el 

-  cura  formar  la  partida,  y  remitirla  por  persona  eclesiástica 

de  su  confianza  ó  entregarla  por  sí  mismo  al  ministro  ecle- 

(4)  Conc.  Trident.,  ses.  7  de  Saer.,  can.  i  ;  Proemio  de  la  ley  1 
y  2,  til.  4,  Part.  i. 

(o)  Ley  1,  lit.  7,  Part.  4;  y  P.  Murillo,  n.  102,  tít.  11  ,  lib.  4, 
que  esplica  el  triplo  parentesco  antiguo. 
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siástico  diputado  por  el  obispo  para  que  la  ponga  en  el  libro 
secreto  de  bautizados  del  archivo  episcopal ,  según  lo  man- 
dado en  encíclica  de  Benedicto  XIV,  cuyo  libro  no  debe  ma- 
nifestarse sino  en  caso  de  que  así  sea  indispensable;  Eliz., 
tom.  7,  cap.  10,  n.  15. 

Para  formar  con  exactitud  las  partidas  de  bautismo,  debe 
asegurarse  el  párroco  de  la  identidad  y  procedencia  del  bau- 
tizado por  el  mismo  padre,  y  en  su  defecto  por  las  personas 
que  asistieron  al  parto,  ó  por  el  dueño  de  la  casa  en  que  pa- 
rió la  madre,  si  no  se  hallaba  en  su  domicilio. 

Siendo  el  bautizado  hijo  ilegítimo,  no  se  espresará  en  la 
partida  el  nombre  del  padre  sin  que  él  mismo  concurra  por 
sí  personalmente  ó  por  escrito  ó  por  persona  fidedigna  y  de 
satisfacción  á  declararlo  ;  y  no  compareciendo  de  ningún 
modo,  se  pondrá  en  la  partida  que  se  bautizó  un  niño  ó  niña 
cuyo  padre  se  ignora. 

Por  real  orden  de  Io.  de  diciembre  de  1857  se  halla  man- 
dado que  en  las  partidas  de  bautismos  se  espresen  las  cir- 
cunstancias siguientes  : 

«  El  nombre  del  bautizado,  el  dia  y  hora  en  que  nació. 

»  Si  es  hijo  de  legítimo  matrimonio  ó  natural ,  de  padres 
conocidos  ó  desconocidos. 

»  Si  es  hijo  de  legítimo  matrimonio  se  pondrán  los  nom- 
bres y  apellidos  de  los  padres  y  los  de  los  abuelos  paternos 
y  maternos ,  la  naturaleza  y  vecindad  de  cada  una  de  estas 
personas ,  y  el  ejercicio  ó  empleo  que  tenga  el  padre  del 
bautizado. 

»  Si  fuere  hijo  natural  y  de  padres  conocidos ,  se  espresa- 
rán las  mismas  circunstancias  ;  y  no  siéndolo,  se  anotarán 
las  que  los  interesados  dijesen. 

»  Se  pondrá  también  el  nombre  y  apellido  del  padrino  ó 
madrina,  la  naturaleza  y  vecindad  que  tengan ,  el  estado  de 
soltero,  casado  ó  viudo,  y  el  empleo  ú  ocupación  que  ejerzan  ; 
entendiéndose  que  si  fuere  madrina ,  se  pondrá ,  siendo  sol- 
tera ,  el  empleo  ú  ocupación  de  su  padre,  y  si  casada  ó  viuda, 
el  de  su  marido. 

»  Asistirán  á  este  acto  sacramental  dos  testigos  que  nom- 
brarán los  padres  del  bautizado,  y  en  su  defecto  el  párroco, 
cuyos  nombres ,  naturaleza ,  vecindad  y  ejercicio  ó  empleo 
han  de  espresarse. 

»  Si  por  delegación  del  párroco  confiriere  este  sacramento 
otro  ministro,  se  espresará  su  nombre,  su  naturaleza ,  ve- 
cindad y  destino  que  tenga. 

»  Las  partidas  de  los  bautizados  las  firmarán  los  encarga- 
dos de  llevar  los  libros ,  poniendo  las  fechas  por  letra  y  no 
por  número.  » 

=  Véase  Libros  parroquiales. 
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BECERRO.  El  libro  en  que  las  iglesias  y  monasterios 
antiguos  copiaban  sus  privilegios  y  pertenencias  para  el  uso 
manual  y  corriente.  También  se  llaman  así  los  libros  en  que 
algunas  comunidades  tienen  sentadas  sus  pertenencias  ;  —  el 
libro  en  que  están  sentadas  las  iglesias  y  piezas  del  real  pa- 
tronato ;  —  y  el  libro  en  que  de  orden  del  rey  don  Alonso  XI 
y  de  su  hijo  el  rey  don  Pedro  se  escribieron  las  behetrías  de 
las  merindades  de  Castilla  y  los  derechos  que  pertenecían  en 
ellas  á  la  corona,  á  los  diviseros  y  á  los  naturales.  Decíanse 
asi  estos  libros  porque  las  hojas  eran  de  piel  de  becerro. 

-|-  BEDEL.  El  empleado  en  las  universidades ,  cuyo  cargo 
es  vigilar  sobre  la  conservación  del  orden  y  disciplina  esco- 
lástica dentro  del  edificio  y  de  las  cátedras,  para  lo  que  obe- 
decerá las  órdenes  que  le  comuniquen  los  decanos ,  y  es- 
tará durante  las  lecciones  á  disposición  de  los  catedráticos.' 
Desempeñará  asimismo  en  los  diferentes  actos  públicos  las 
funciones  que  los  reglamentos  le  señalem  ó  le  encarguen  los 
jefes  de  los  establee  imientos  ;  pero  no  percibirá  por  estos 
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servicios  propina  ni  gratificación  alguna.  —  Sobre  el  traje 
de  los  bedeles,  su  nombramiento  etc.,  puede  verse  el  regla- 
mento de  22  de  octubre  de  1845. 

BEGUER.  Antiguamente  el  magistrado  que  en  Cataluña 
y  Mallorca  ejercía  con  poca  diferencia  la  misma  jurisdicción 
que  el  corregidor  en  Castilla. 

BEHETRÍA.  En  lo  antiguo  era  la  población  cuyos  ve- 
cinos ,  como  dueños  absolutos  de  ella ,  podian  recibir  por 
señor  á  quien  quisiesen  y  mas  bien  les  hiciese. 

La  voz  behetría,  según  unos,  es  arábiga,  y  significa  sin 
nobleza  ó  hidalguía,  porque  todos  los  vecinos  del  lugar  de 
behetría  debían  ser  de  igual  condición  ;  pero  según  otros 
se  tomó  de  la  palabra  latina  benefactoría  que  luego  se  pro- 
nunció benefactría ,  y  por  fin  vino  á  parar  en  behetría ,  apli- 
cándose á  la  población  que  era  dueña  de  sí  misma,  por  razón 
del  beneficio  de  la  libertad  que  gozaba  ó  por  la  facultad  que 
tenia  de  elegir  á  quien  mayores  beneficios  le  hiciese.  Esta 
segunda  significación  es  mas  probable  que  la  primera ,  la 
cual  por  otra  parte  no  se  acuerda  bien  con  el  orden  de  la 
historia. 

Parece  que  en  la  reconquista  de  España  contra  los  Moros, 
algunos  pueblos  de  Castilla  se  ponían  de  grado  ó  por  fuerza 
bajo  la  protección  de  los  caudillos  mas  distinguidos ,  y  los 
reconocían  por  señores,  obligándose  á  contribuirles  con 
ciertas  prestaciones ,  para  que  los  defendiesen  de  los  ene- 
migos. Estos  señores  trasferian  por  su  muerte  el  señorío  á 
sus  hijos  ;  y  no  teniéndolos ,  dejaban  á  sus  pueblos  en  liber- 
tad de  elegirse  los  señores  que  mas  les  acomodasen ,  con  la 
condición  unas  vece!  de  tomarlos  entre  los  parientes  del 
difunto,  y  otras  sin  condición  ni  limitación  alguna.  Los  pue- 
blos que  adquirían  la  libertad  de  nombrar  señores ,  eran  los 
que  se  llamaban  behetrías  ó  belfelrias,  denominándose  behe- 
trías de  entre  parientes  cuando  quedaban  obligados  á  desig- 
nar por  sus  señores  á  individuos  del  linaje  del  señor  difunto, 
y  behetrías  de  mar  à  mar  cuando  podian  elegirá  quien  mas 
íes  acomodase ,  sin  sujeción  á  determinado  linaje  ni  familia. 
También  quedaban  los  pueblos  en  libertad  absoluta  y  se 
llamaban  igualmente  behetrías  de  mar  á  mar  cuando  se 
estinguia  toda  la  familia  y  descendencia  del  primer  señor, 
y  cuando  siendo  estranjeros  los  señores  se  retiraban  á  sus 
paises. 

Los  derechos  y  servicios  con  que  contribuían  las  behetrías 
á  sus  señores  eran  diversos  y  dependían  de  los  pactos  que 
habían  celebrado.  Conocíanse  los  principales  con  los  nom- 
bres de  yantar,  conducho,  martiniega,  marzadga ■ ,  infur- 
cion,  mincion,  devisa,  naturaleza,  etc. 

Yantar  era  lo  que  se  pagaba  para  el  mantenimiento  del 
señor  :  conducho ,  lo  que  se  satisfacía  en  viandas  con  el  mis- 
mo objeto  :  marliniega ,  cierto  tributo  que  se  satisfacía  unas 
veces  en  dinero,  y  otras  en  pan  y  vino,  por  San  Martin  de 
noviembre  :  marzadga ,  otro  derecho  que  se  pagaba  en 
marzo  :  infurcion,  por  el  hogar,  humo  ó  casa ,  y  las  mas  ve- 
ces por  el  ganado  :  mincion ,  micion  ó  mundo,  exacción  que 
se  hacia  por  el  fallecimiento  de  los  vasallos,  y  consistía  en 
una  cabeza  de  los  ganados  que  dejaban  :  devisa,  tributo 
anual  que  se  pagaba  en  dinero  regularmenle  por  San  Juan; 
y  los  que  la  percibian  se  llamaban  deviseros,  por  haber  re- 
caído este  derecho  en  ellos  por  partición  de  herencia  que  les 
correspondió  con  otros  :  naturaleza ,  derecho  que  se  satisfa- 
cía en  reconocimiento  de  la  que  los  señores  tenian  en  los 
pueblos  :  y  el  personal  ó  servicio  en  tiempo  de  guerra  ,  que 
en  algunos  pueblos  era  lo  único  á  que  estaban  obligados. 

Ademas  de  los  derechos  que  pagaban  á  los  señores ,  de- 
bían satisfacer  al  rey  todos  los  pueblos  de  behetría  los  de 
moneda  y  servicios  personales;  y  los  señores  contribuían  á 
la  real  hacienda  con  la  mitad  de  los  pechos  que  cobraban. 

Los  de  behetría  tenian  derecho  para  poder  ser  elegidos 
señores  del  pueblo  de  su  naturaleza;  y  adquirían  esta  por 
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linaje  originario  de  la  misma ,  por  herencia,  por  casamiento 
cuando  correspondía  á  la  mujer,  por  compra  cuando  enaje- 
naban por  este  título  los  señores  á  otros  su  derecho,  y  por 
consentimiento  de  los  hijosdalgo  que  podían  hacer  naturales 
de  la  behetría  á  los  que  no  lo  eran. 

Los  escesos  de  los  señores  en  la  exacción  de  sus  pechos  y 
las  repetidas  quejas  de  los  vasallos  dieron  lugar  á  que  los 
reyes  espidiesen  varios  reglamentos  en  que  señalaron  y  ta- 
saron las  prestaciones  y  el  modo  de  cobrarlas ,  imponiendo 
penas  á  los  contraventores. 

También  quisieron  los  reyes  coartar  las  libertades  y  fran- 
quezas de  las  behetrías;  y  por  fin  don  Juan  II  alteró  su 
constitución,  mandando  que  los  hijosdalgo  no  viviesen  ni 
tuviesen  casa  ni  heredad  en  ellas ,  ó  que  de  lo  contrario  pe- 
chasen como  los  demás  vecinos  del  estado  llano  :  con  cuyo 
motivo  no  se  entendió  ya  desde  entonces  por  lugar  de  behe- 
tría sino  pueblo  de  pecheros  ó  pueblo  en  que  no  se  reco- 
nocen hidalgos. 

Tratan  de  las  behetrías  el  Fuero  viejo  de  Castilla ,  lib.  I , 
til.  8;  las  Partidas,  lit.  25,  Pari,  4;  y  el  ordenamiento  de 
Alcalá  en  varias  leyes  del  título  52 ,  que  se  hallan  en  el  tí- 
tulo i  ,  libro  6  de  la  Nov.  Rec. 

BEHETRÍA  de  entre  parientes.  La  población  que 
podia  elegir  por  señor  á  quien  quisiese ,  con  tal  que  fuese  de 
determinados  linajes  que  tuviesen  naturaleza  en  aquel  lugar. 
Véase  Behetría. 

BEHETRÍA  de  mar  a  mar.  La  población  que  libremen- 
te podia  elegir  señor  sin  sujeción  á  linaje  determinado,  por 
haberse  estinguido  la  familia  ó  descendencia  del  primero 
que  había  nombrado,  ó  por  haber  sido  estranjeros  y  ausen- 
tádose  sus  primeros  conquistadores.  Véase  Behetría. 

BENDICIÓN  nupcial.  Las  ceremonias  religiosas  con  que 
se  celebra  el  sacramento  del  matrimonio. 

No  debe  confundirse  la  bendición  nupcial  con  la  asistencia 
del  párroco.  Esta  es  absolutamente  necesaria  para  la  validez 
del  matrimonio ,  despues  que  el  concilio  de  Trento  declaró 
nulos  los  que  se  intentasen  celebrar  sin  la  presencia  del  pár- 
roco y  dos  testigos.  Mas  aquella  no  influye  en  la  esencia  del 
contrato,  y  puede  acompañar  ó  seguir  á  este  y  aun  omitirse 
absolutamente ,  sin  que  por  eso  sea  menos  válido  y  verda- 
dero el  matrimonio.  Acompaña  por  lo  regular  cuando  se  ce- 
lebra el  matrimonio  en  tiempo  en  que  su  solemnidad  no  está 
prohibida  por  la  Iglesia  :  subsigue  ó  se  da  después  cuando  el 
matrimonio  se  efectúa  en  aquellas  épocas  del  año  en  que  no 
se  permite  su  solemnidad  ,  como  se  dirá  en  la  palabra  Fela- 
cion;y  se  omite  absolutamente  en  las  segundas  nupcias, 
■cuando  los  dos  contrayentes  ó  al  menos  la  mujer  la  recibie- 
ron ya  en  las  primeras. 

El  concilio  de  Trento  exhorta  á  los  recien  casados  á  no 
habitar  juntos  en  la  misma  casa  antes  de  haber  recibido  la 
bendición  sacerdotal  en  la  iglesia;  y  establece  que  esta  ben- 
dición haya  de  darse  por  el  cura  propio ,  y  que  nadie  sino 
él  ó  el  ordinario  pueda  conceder  á  otro  presbítero  licencia 
para  darla  ,  no  obstante  cualquiera  costumbre  ó  privilegio , 
aunque  sea  inmemorial;  añadiendo,  que  si  algún  párroco  ú 
otro  sacerdote ,  regular  ó  secular ,  se  atreviere  á  casar  ó 
bendecir  á  esposos  de  otra  parroquia  sin  permiso  del  cura 
de  la  misma  ,  quede  suspenso  por  derecho  hasta  que  sea  ab- 
suelto  por  el  ordinario  del  párroco  que  debia  intervenir  en 
el  matrimonio  ó  dar  la  bendición  ;  sess.  2ií,  de  reform.  r.ia- 
trhn..  cap.  1. 

Mas  aunque  la  bendición  nupcial  no  pertenezca  á  la  esen- 
cia del  matrimonio  ,  se  considera  necesaria  para  que  el  ma- 
trimonio produzca  la  emancipación ,  de  suerte  que  sin  ella 
continuaría  el  hijo,  aunque  casado,  en  la  patria  potestad, 
si  no  se  eximia  de  esta  por  otras  causas.  «  El  hijo  ó  hija  ca- 
sado y  vélenlo ,  dice  la  ley  47  de  Toro,  sea  habido  por  eman- 
cipado en  todas  las  cosas  para  siempre.  »  Bien  hay  algunos 


autores  que  no  creen  indispensable  la  bendición  nupcial,  ó 
sea  la  velación  ,  para  que  el  hijo  quede  emancipado  por  el 
matrimonio;  pero  el  modo  de  espresarse  la  ley  y  la  opinion 
común  de  los  intérpretes  la  hacen  esencial  para  dicho  efecto. 
Véase  Velación. 

f  BENEFICENCIA.  Este  importante  ramo  de  la  admi- 
nistración se  gobierna  por  el  reglamanto  de  6  de  febrero  de 
1822 ,  restablecido  en  8  de  setiembre  de  1836.  Puede  verse- 
en el  Suplemento  al  Diccionario  de  Escriche. 

BENEFICIAR.  Hacer  bien  :  —  cultivar  ó  mejorar  una 
cosa  procurando  que  fructifique  ,  como  beneficiar  las  tierras 
ó  las  minas  :  —  conseguir  algún  empleo  por  servicio  pecu- 
niario :  —  administrar  las  rentas  que  procedían  del  servicio 
de  millones  por  cuenta  de  la  hacienda  pública  ;  —  y  hablan- 
do de  efectos ,  libranzas  y  otros  créditos,  cederlos  ó  vender- 
los por  menos  de  lo  que  importan. 

BENEFICIARIO.  El  que  goza  algún  territorio,  predio 
ó  usufructo  que  recibió  graciosamente  de  otro  superior  á 
quien  reconoce;— y  se  aplica  también  al  heredero  que  acep- 
ta la  herencia  con  beneficio  de  inventario. 

BENEFICIO.  El  bien  que  se  hace  ó  se  recibe  :  —  la  la- 
bor y  cultivo  que  se  da  á  los  campos,  árboles  y  minas,  etc.  : 
—  la  utilidad  ó  provecho  que  se  saca  de  alguna  cosa  :  —  la 
acción  de  beneficiar  empleos  por  dinero ,  ó  la  de  dar  los 
créditos  por  menos  de  lo  que  importan  ;  — y  el  derecho  que 
compete  á  uno  por  ley  ó  privilegio,  como  los  beneficios  de 
cesión  de  acciones,  cesión  de  bienes,  competencia,  delibera- 
ción, division,  inventario  y  orden. Véase  también  Liberalidad. 

BENEFICIO.  En  el  lenguaje  feudal  es  una  acción  bené- 
vola ó  una  gracia  que  causa  gozo  á  los  que  la  reciben  :  be- 
névola actio  tribuens  gaudium  capienlibus;  lib.  2,  de  Feudis, 
tít.  23. 

El  beneficio  así  definido  se  divide  en  beneficio  propiamente 
tal ,  en  privilegio  y  en  rescripto.  El  beneficio  propiamente 
tal  es  una  liberalidad  hecha  á  uno  sin  perjuicio  de  otro  fuera 
del  derecho  común.  El  privilegio  es  una  concesión  hecha  en 
favor  de  alguno  contra  el  derecho  común.  El  rescripto  por 
fin  es  una  gracia  concedida  según  el  derecho  común  ,  pues 
que  se  da  para  que  se  observe  la  ley  ó  para  que  se  haga  jus- 
ticia al  impetrante. 

Bajo  la  denominación  de  beneficio  en  el  primer  sentido  se 
entendía  la  donación  de  territorios  ó  predios  hecha  á  los  quo 
habían  ejecutado  acciones  de  valor  en  la  guerra,  como  igual- 
mente el  mismo  territorio  ó  predio  así  donado;  y  los  dona- 
tarios ó  poseedores  se  llamaban  beneficiarios. 

Trasladóse  después  este  nombre  de  beneficio  á  los  predios 
concedidos  á  los  eclesiásticos  para  su  sustento  ;  y  de  aquí  to- 
maron estos  el  de  beneficiados.  Véase  Beneficio  eclesiástico 
y  Liberalidad. 

f  BENEFICIO  de  bandera.  Para  que  un  buque  español, 
legítimamente  matriculado ,  pueda  disfrutar  de  los  beneficios 
concedidos  á  la  bandera  nacional  en  el  comercio  de  impor- 
tación del  estranjero  ,  de  América  y  de  Asia  ,  deberán  ser 
precisamente  españoles  el  propietario  ,  capitán  ,  piloto  , 
contramaestre  y  dos  terceras  partes  de  la  tripulación.  Art.  14 
de  la  ley  de  9  ríe  julio  de  184Î . 

No  disfrutarán  del  beneficio  de  bandera  los  buques  quo 
con  frutos  ,  géneros  y  efectos  procedan  de  Gibraltar  ;  de  los 
puertos  situados  entre  los  rios  Gironda  inclusive  y  Bidasoa , 
Miño  y  Guadiana;  de  los  comprendidos  desde  el  límite  divi- 
sorio entre  España  y  Francia  hasta  Marsella  inclusive;  y  do 
los  puertos  pertenecientes  á  potencias  europeas  en  la  costa 
de  África  en  el  Mediterráneo.  Art.  15. 

Pienuncia  al  beneficio  de  bandera  todo  buque  español,  quo 
sin  necesidad  urgente ,  calificada  ante  el  cónsul  de  S.  M., 
recibiese  carena  en  puerto  estranjero  ,  ó  hiciese  mas  obras 
de  reparación  y  recorrida  que  las  puramente  indispensables 
para  regresar  sin  riesgo  á  un  puerto  del  reino.  Art.  16. 
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BENEFICIO  de  cesión  de  acciones.  Este  beneficio, 
que  se  suele  llamar  también  carta  de  laslo ,  es  el  derecho 
que  tiene  el  fiador  que  paga  toda  la  deuda  del  deudor  prin- 
cipal ,  para  pedir  al  acreedor  le  ceda  sus  acciones  contra 
los  demás  compañeros  en  la  fianza ,  á  fin  de  poder  recla- 
mar de  ellos  la  satisfacción  y  reembolso  de  la  parte  que  les 
corresponda  ,  ley  H  ,  lit.  12,  Part.  5  ;  pues  no  es  justo  que 
estando  obligadas  dos  ó  mas  personas  al  cumplimiento  del 
contrato  ajeno  para  el  caso  de  que  no  lo  verifique  el  que  lo 
celebró,  recaiga  todo  el  peso  sobre  la  una  y  queden  las 
otras  libres  de  toda  responsabilidad. 

Esla  cesión  de  acciones  es  necesaria  al  fiador  que  pagó  la 
deuda  por  entero  contra  sus  confiadores,  porque  como  entre 
ellos  no  hay  obligación  recíproca ,  nada  podrá  exigir  de  ellos 
sino  poniéndose  en  lugar  del  acreedor ,  que  le  pasa  sus  de- 
rechos mediante  la  carta  de  laslo. 

Mas  la  cesión  de  acciones  solo  tiene  lugar  cuando  los  ña- 
dores  son  solidarios,  es  decir,  cuando  cada  uno  de  ellos  está 
obligado  al  todo  en  defecto  del  deudor  principal  ;  pues  si  son 
fiadores  simples,  no  estarán  obligados  sino  cada  uno  por  su 
parte,  y  así  el  que  cubrió  la  deuda  por  entero  no  puede  pre- 
tender la  cesión  de  acciones  para  recobrar  la  mitad  que 
'  pagó  por  el  otro ,  porque  si  la  pagó  ignorando  que  solo  es- 
taba obligado  á  su  parte,  la  podrá  repetir  del  acreedor  como 
pagada  indebidamente  ,  y  si  lo  hizo  sabiéndolo  ,  se  juzgará 
que  la  quiso  dar  (1). 

Tampoco  tiene  lugar  la  cesión  de  acciones  cuando  el  fia- 
dor pagó  la  deuda'en  nombre  del  deudor  principal  y  no  en 
el  suyo  propio,  porque  con  este  pago  quedó  estinguido  el 
derecho  del  acreedor  contra  los  fiadores  ;  d.  ley  11,  lit.  12, 
Part.  5. 

Se  entiende  que  el  fiador  hace  el  pago  en  nombre  propio , 
cuando  así  lo  espresa  al  tiempo  de  hacerlo,  y  cuando  sin  es- 
presarlo pide  en  el  acto  la  cesión  de  acciones  ;  d.  ley  1 1 ,  lit. 
12,  Part.  5. 

El  fiador  que  pagó  la  deuda  ,  sea  en  nombre  del  deudor  , 
sea  en  el  suyo  propio,  no  necesita  de  la  cesión  de  acciones  ó 
carta  de  lasto  para  pedir  su  reintegro  al  deudor;  d.  ley  11. 
Véase  Co- fiador  y  Obligación  solidaria. 

BENEFICIO  de  cesión  de  bienes.  Véase  Cesión  de 
bienes. 

BENEFICIO  de  competencia.  El  derecho  que  tienen  al- 
gunos deudores  por  razón  de  parentesco  ,  relaciones  ,  esta- 
do, liberalidad  ó  desgracia,  para  no  ser  reconvenidos  ú 
obligados  a  mas  de  lo  que  pudieren  hacer  ó  pagar  después 
de  atender  á  su  precisa  subsistencia. 

Disfrutan  de  dicho  beneficio  por  razón  de  parentesco  y  re- 
laciones :  Io.  los  ascendientes  respecto  de  sus  descendientes, 
y  al  contrario  :  2o.  los  hermanos  :  5o.  los  socios  mutuamen- 
te :  k°.  los  cónyuges  :  5o.  los  suegros  :  6o.  los  patronos 
respecto  de  los  esclavos  á  quienes  dieron  libertad;  ley  32, 
til.  Il,  Part,  tí,  ley  k,  til.  k,  ley  15,  til.  10,  ley  1,  til.  15, 
Parí.  5.  Por  razón  de  su  estado  los  títulos,  los  militares, 
los  demás  empleados  públicos  y  los  clérigos  (2),  á  quienes 
suele  dejarse  una  parte  de  sus  rentas  ó  sueldos  para  su  ma- 
nutención, destinándose  el  resto  á  la  satisfacción  de  la  deu- 
da hasta  que  queda  enteramente  cubierta;  ley  23,  lit:  6, 
Part,  i,  y  la  costumbre  (3).  Por  razón  de  liberalidad ,  el 

(1)  Véanselas  leyes  di  ,  tít.  12,  y  43,  tít.  15,  Part.  5,  y  los 
beneficios  que  competen  á  los  fiadores,  de  los  que  habla  el  Dr.  Al- 
varez ,  toin.  5,  t.  21. 

(i)  En  cuanto  i\  los  clérigos,  véase  el  cap.  Odoardus,  tít.  de 
sohdionib.,  y  la  ley  23,  tít.  tí,  Part,  d,  y  su  glosa.  Cone.  raej.  5, 
lib.  2,  t.  1  ,  §  5. 

(o)  En  la  práctica  se  observa  dejarles  las  dos  terceras  parles 
del  sueldo ,  embargando  una  hasta  cubrir  la  deuda.  Febrero  mej. 
toni.  5,  lit,  5 ,  cap.  5 ,  núm.  47. 


donador  respecto  del  donatario  ,  y  generalmente  cualquiera 
que  se  vea  reconvenido  á  consecuencia  de  un  acto  de  pura 
generosidad  ;  ley  U,  tít.  U,  y  ley  1  ,  til.  15 ,  Part.  5.  Final- 
mente por  calamidad  ó  desgracia ,  los  que  no  pudiendo  sa- 
tisfacer sus  débitos  por  infortunios  ó  contratiempos  inevita- 
bles, se  ven  constituidos  en  la  necesidad  de  hacer  cesión  do 
bienes  ;  pues  si  llegan  después  á  mejor  fortuna  no  quedan 
obligados  á  cubrir  el  resto  de  sus  deudas  con  el  absoluto 
abandono  de  cuanto  adquieren ,  sino  solo  con  la  parte  que 
no  necesitan  para  vivir  según  su  estado;  ley  3,  tít.  15, 
Part.  5. 

BENEFICIO  de  deliberación.  El  derecho  que  tiene  el 
heredero ,  sea  testamentario ,  ó  abintestato ,  para  examinar 
y  reconocer  con  detención  si  le  conviene  admitir  ó  desechar 
la  hereda  ;  proem.  del  til.  6,  Part.  6. 

La  razón  de  este  beneficio  es  que  aceptada  llanamente  la 
sucesión ,  entra  el  heredero  en  todas  las  obligaciones  del 
difunto,  debiendo  porconsiguiente  pagar  todas  las  deudas 
que  resulten  ,  aun  cuando  importen  mucho  mas  que  los 
bienes;  y  como  no  sea  justo  esponerle  á  tomar  sobre  sí  mas 
bien  una  carga  que  un  provecho ,  por  eso  se  le  concede 
tiempo  para  que  con  vista  de  los  papeles  y  noticias  concer- 
nientes á  la  herencia  delibere  y  resuelva  lo  que  le  parezca 
mas  ventajoso  sobre  la  utilidad  ó  perjuicio  de  su  aceptación. 

A  este  efecto  ,  antes  de  otorgarse  por  heredero  de  palabra 
ó  de  hecho  ,  debe  pedir  plazo  al  rey  ó  al  juez  del  lugar  en 
que  se. halle  la  mayor  parle  de  la  herencia  ,  y  exhibición  de 
los  instrumentos  relativos  á  olla.  El  rey  puede  concederle  el 
tiempo  de  un  año ,  y  el  juez  del  lugar  donde  están  los  bienes 
hereditarios  nueve  meses  (h),  cuyo  término  puede  coartar 
hasta  ciendias,  silos  creyese  suficientes;  leyes  ly2,  til. 6, 
Part.  6. 

Si  el  heredero  muriese  antes  de  cumplido  el  término  que 
se  le  hubiere  acordado,  tendrá  su  sucesor  el  que  restare; 
pero  si  falleciere  después  de  concluido  el  plazo  sin  haber  ad- 
mitido la  herencia,  solo  tendrá  derecho  à  entrar  en  ella  su 
sucesor  en  caso  de  que  él  sea  descendiente  del  testador  y  no 
en  el  de  ser  estraño  \ley%,  til.  6,  Part.  6. 

Durante  el  tiempo  de  la  deliberación  ,  no  puede  el  here- 
dero enajenar  cosa  alguna  de  los  bienes  de  la  herencia ,  sino 
mediante  decreto  del  juez  dado  por  justa  causa  ;  y  si  hubiere 
ocupado  alguna  cosa ,  resolviéndose  por  otra  parie  á  la  repu- 
diación de  la  herencia,  deberá  restituirla  á  la  persona  que 
en  su  defecto  haya  de  suceder,  bajo  la  pena  de  tener  que 
pagar  á  la  misma  cuanto  ella  jurare  importar. lo  sustraído, 
precedida  la  estimación  prudencial  del  juez;  leyes  5  y  U, 
til.  6 ,  Part.  6.  Véase  Aceptación  de  herencia. 

BENEFICIO  de  division.  El  derecho  que  tiene  el  fiador, 
reconvenido  por  toda  la  deuda,  para  obligar  al  acreedor 
á  dividir  su  acción  entre  los  demás  fiadores  que  son  solventes 
al  tiempo  de  la  contestación  del  pleito,  dirigiéndola  contra 
el  mismo  solamente  á  prorata. 

Este  beneficio  de  division  que  sostienen  muchos  de  nues- 
tros autores,  no  está  fundado  sino  en  el  derecho  romano,  y 
puede  decirse  que  nunca  tiene  lugar  según  nuestras  leyes  ; 
porque  ó  los  fiadores  se  obligaron  simplemente,  y  entonces 
solo  pueden  ser  reconvenidos  á  prorata  ,  ó  se  obligaron  in 
solidum ,  esto  es ,  por  entero  ,  y  entonces  cada  uno  de  ellos 
puede  ser  reconvenido  por  el  todo ,  debiendo  tenerse  por 
inútil  en  el  primer  caso  la  escepcion  de  la  division,  y  por 

(4)  Como  en  las  repúblicas  de  América  no  hay  mas  que  una  au- 
toridad que  pueda  conceder  el  plazo  que  dan  las  lev  es  al  heredero 
para  que  pueda  usar  del  beneficio  de  deliberar,  y  esa  autoridad 
es  la  judicial ,  nunca  tendrá  dicho  heredero  el  término  de  un  año 
que  puede  conceder  el  rey,  sino  solo  el  segundo  término  de  nuevo 
meses  :  así  lo  dice  con  respecto  á  la  república  de  Chile  el  art.  118 
.de  la  Consiit.  de  1833. 
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renunciada  tácitamente  en  el  segundo:  ley  8,  ííf.  12,  P«»-í.  5, 
y  /cy  10,  til.  1 ,  fi"6.  10,  Nov.  Rcc. 

BENEFICIO  de  inventario.  El  derecho  que  tiene  el 
heredero  de  no  quedar  obligado  á  pagar  á  los  acreedores  del 
difunto  mas  de  lo  que  importe  la  herencia  ,  con  tal  que  haga 
inventario  formal  de  los  bienes  en  que  consiste. 

Origen  y  naturaleza  del  beneficio  de  inventario. 

El  beneficio  de  inventario  fué  introducido  primeramente 
por  el  emperador  Gordiano  en  favor  de  los  soldados  que  se 
encontrasen  con  una  herencia  onerosa ,  y  estendido  después 
por  Justiniano  á  todos  los  herederos  testamentarios  y  legí- 
timos. Habia  observado  este  emperador  que  á  pesar  del 
tiempo  concedido  á  los  herederos  para  deliberar,  de  que  se 
ha  hablado  en  el  articulo  Beneficio  de  deliberación,  sucedia 
con  frecuencia  que  ora  por  el  temor  de  deudas  ocultas,  ora 
por  la  dificultad  de  apreciar  siempre  con  exactitud  el  valor 
de  los  bienes  de  una  herencia,  no  aceptaban  muchos  sino 
con  inquietud  y  zozobra,  y  aun  á  veces  preferían  renunciar 
una  sucesión  ventajosa ,  mas  bien  que  esponerse  á  los  riesgos 
de  una  aceptación  que  los  habría  obligado  á  pagar  todas  las 
deudas  del  difunto,  aunque  su  importe  fuese  superior  al  de 
los  bienes  hereditarios.  Para  evitar  estos  inconvenientes  de- 
cidió que  los  herederos  en  adelante ,  con  solo  hacer  un  in- 
ventario ó  catálogo  fiel  y  exacto  de  los  bienes  de  la  herencia 
en  la  forma  que  prescribía  ,  podrían  quedar  á  cubierto  de 
lodo  cuidado  y  de  todo  peligro ,  libertar  sus  bienes  propios 
de  toda  responsabilidad  con  respecto  á  las  deudas  del  difunto, 
mantener  su  patrimonio  sin  confundirlo  con  el  de  su  autor 
ó  causante ,  y  reclamar  por  consiguiente  como  los  demás 
acreedores  el  pago  de  los  créditos  que  tal  vez  tuviesen  contra 
los  bienes  de  la  herencia. 

Mas  aunque  escitó  vivamente  á  los  herederos  á  formar  el 
inventario ,  no  se  atrevió  á  prescribirlo ,  ni  mucho  menos 
quiso  abolir  el  derecho  de  deliberación,  jus  deliberandi,  sino 
que  le  conservó  formalmente  para  los  que ,  en  vez  de  usar 
del  derecho  sencillo  y  tutelar  que  les  ofrecía,  quisiesen  mas 
esponerse  á  las  consecuencias  de  una  aceptación  temeraria. 

Este  beneficio  pasó  á  nuestra  legislación,  así  como  el  de- 
recho de  deliberar,  viéndose  consignados  ambos  en  el  título  6 
de  la  Partida  6. 

Pueden  pues  los  herederos  entre  nosotros,  así  como  po- 
dían entre  los  Romanos ,  usar  de  cualquiera  de  estos  dos  be- 
neficios; pero  como  el  de  inventario  es  mas  seguro  y  venta- 
joso, apenas  se  ejerce  ya  el  derecho  de  deliberación. 

Hay  algún  caso  en  que  el  beneficio  de  inventario  es 
inseparable  de  la  aceptación ,  es  decir,  en  que  no  se  puede 
aceptar  una  herencia  sino  á  beneficio  de  inventario,  como 
v.  gr.  cuando  la  mujer  casada  quiere  aceptar  una  herencia 
que  le  ha  caido,  sin  estar  autorizada  para  ello  por  su  con- 
sorte. Pero  el  beneficio  de  inventario,  hablando  en  general, 
es  una  pura  facultad  de  que  puede  hacerse,  ó  no  hacerse  uso, 
y  no  tiene  lugar  de  derecho  ,  ipso  jure  ;  antes  por  el  contrario 
el  derecho  común  es  que  el  heredero  ,  como  representante 
del  difunto  y  sucesor  de  su  persona  y  sus  derechos ,  está  obli- 
gado à  todas  las  deudas  y  cargas  que  este  ha  dejado. 

Puede  el  testador  prohibir  directa  ó  indirectamente  á  sus 
herederos-Instituidos  el  uso  del  beneficio  deinventario  cuando 
son  estraños,  porque  cada  uno  es  arbitro  de  poner  á  su  libe- 
ralidad las  condiciones  que  quisiere  ;  pero  no  puede  prohibír- 
meles cuando  son  herederos  forzosos,  porque  ningún  testador 
puede  imponer  á  los  de  esta  clase  gravámenes  ó  condiciones 
que  les  sean  perjudiciales  sino  en  cuanto  á  la  parte  dispo- 
nible de  sus  bienes. 

Cuando  los  herederos  son  dos  ó  mas ,  el  inventario  hecho 
por  uno  de  ellos  aprovecha  á  los  demás  que  no  intervinieron 
en  él;  y  aun  el  hecho  por  la  viuda  ó  de  oficio  por  la  justicia 


debe  aprovechar  también  á  cualesquiera  herederos  ausentes 
ó  presentes,  mayores  ó  menores,  conocidos  ó  desconocidos, 
de  modo  que  los  acreedores  no  podrán  pedirles  el  pago  de 
sus  créditos  sino  en  cuanto  importen  los  bienes  de  la  heren- 
cia ,  porque  con  estos  inventarios  queda  prevenido  todo  pe- 
ligro de  ocultación  ó  sustracción  que  de  otro  modo  pudiera 
cometerse  en  perjuicio  de  los  acreedores  y  legatarios. 

La  aceptación  de  la  herencia  puede  hacerse  antes  ó  des- 
pués del  inventario  ;  de  suerte  que  por  la  mera  formación  del 
inventario  no  se  considera  aceptada  la  herencia,  porque 
puede  suceder  que  el  heredero  haga  el  inventario  no  por 
haber  aceptado  la  herencia,  sino  con  el  fin  de  cerciorarse 
del  valor  de  ella  y  deliberar  si  le  conviene  aceptarla  ó  repu- 
diarla :  mas  si  él  mismo  se  titula  heredero,  ó  consiente  que 
le  denomine  así  el  escribano  ,  ó  hace  actos  que  no  puede 
hacer  sino  con  esta  calidad,  se  presume  entonces  la  acep- 
tación. 

Formalidades  que  se  exigen  para  que  el  heredero 
pueda  usar  del  beneficio  de  inventario. 

El  inventario  debe  ser  solemne,  para  que  el  heredero 
pueda  gozar  de  su  beneficio,  es  decir,  debe  hacerse  con  las 
formalidades  prescritas  por  el  derecho.  Estas  formalidades 
son  las  que  siguen  : 

Io.  Que  el  heredero  empiece  el  inventario  dentro  de  treinta 
dias  desde  que  supiere  la  apertura  de  la  sucesión ,  y  lo  acabe 
dentro  de  tres  meses  con  inclusion  de  los  treinta  dias,  si  los 
bienes  existen  en  el  distrito  de  un  solo  pueblo;  pues  hallán- 
dose en  diversos  lugares,  puede.eljuez  concederle  un  año 
ademas  de  los  tres  meses  ;  ley  5,  til.  6,  Part.  6.  Este  término 
es  continuo  y  perentorio  :  bien  que  habiendo  causa  grave  y 
legítimo  impedimento,  está  en  práctica  el  prorogarlo.  Es 
opinion  común  que  no  se  vicia  ni  anula  el  inventario  porque 
no  se  empiece  dentro  de  los  treinta  dias ,  con  tal  que  se 
empiece  y  concluya  dentro  de  los  tres  meses  ó  del  término 
concedido. 

2o.  Que  intervenga  escribano  público,  previo  auto  de  juez 
que  le  comisione  al  efecto:  en  inteligencia  que  el  escribano 
no  ha  de  proceder  en  la  formación  del  inventario  por  pes- 
quisa y  apremio,  como  en  causa  ejecutiva  ó  criminal,  sino 
por  voluntaria  manifestación  del  heredero  ó  inventaríante; 
pues  si  hubiese  ocultación  de  bienes,  pueden  los  interesados 
usar  de  su  derecho;  ley  100,  lit.  18,  Part.  3 ,  y  ley  5 ,  lit.  6, 
Part.  6.  Solo  debe  asistir  el  juez  cuando  hubiere  que  recon- 
tar dinero  ó  alhajas  preciosas  ;  cap.  b  del  arancel  de  los 
tenientes  de  corregidor  de  Madrid  de  11  de  abril  de  1768; 
cuando  algún  acreedor  del  difunto  lo  pidiere  ;  y  cuando  uno 
fallece  ab  intestato  dejando  herederos  menores ,  ausentes  ó 
desconocidos. 

3o.  Que  se  cite  á  todos  aquellos  á  quienes  el  testador  hu- 
biese dejado  alguna  cosa  en  el  testamento ,  y  por  su  falta  ó 
ausencia  se  llame  para  que  presencien  el  inventario  á  tres 
testigos  del  pueblo  que  sean  de  buena  fama  y  conozcan  al 
heredero  ó  inventariante  ;  ley  100,  til.  18,  Part.  "5 ,  y  ley  3, 
til.  6.  Part.  6.  Los  autores  dicenque  debe  citarse  ala  viuda, 
si  la  hay,  á  los  coherederos ,  legatarios  y  acreedores  ciertos, 
y  á  cada  uno  singularmente  en  sus  personas,  pudiendo  ser 
habidos  ,  por  si  quieren  presenciar  la  formación  del  inven- 
tario; y  estando  ausentes  en  paraje  de  donde  puedan  venir, 
por  requisitoria;  pero  si  se  ignora  su  paradero  ,  por  edictos 
ó  proclamas  ;  y  que  en  la  citación  ha  de  ponerse  el  d¡a ,  m  s , 
año  y  hora.  Mas  parece  que  la  práctica  es  citar  solo  á  la  viuda 
y  herederos,  y  no  á  los  legatarios  ni  á  los  acreedores  ;  por- 
que los  acreedores  y  legatarios  pueden  reclamar  en  juicio 
las  omisiones  de  bienes  que  hubiese  habido«en  el  inventbrio; 
y  porque  deduciéndose  del  caudal  inventariado  los  créditos 
resultantes  contra  la  herencia  antes  de  hacerse  la  partición, 


BE 


—  356  — 


BE 


ningún  perjuicio  puede  irrogarse  á  los  acreedores.  Sin  em- 
bargo debería  citárseles  por  el  grande  interés  que  tienen  en 
la  exactitud  del  inventario  ;  y  no  concurriendo  por  no  querer 
ó  no  poder,  es  imprescindible  la  asistencia  de  los  tres  testi- 
gos que  exige  la  ley. 

k°.  Que  se  espresen  en  el  inventario  con  distinción  y  cla- 
ridad todos  los  bienes ,  créditos  y  acciones  del  difunto ,  igual- 
mente que  sus  deudas;  ley  100,  lit.  18,  Part.  3,  y  ley  5  , 
tit.  6,  Part.  6.  Así  que ,  deben  ponerse  por  clases  y  por  me- 
nor todos  los  bienes  libres ,  muebles ,  raices  y  semovientes 
que  el  difunto  haya  dejado,  no  solo  en  el  pueblo  de  su  do- 
micilio y  fallecimiento ,  sino  en  cualquiera  otro  del  reino  y 
fuera  de  él,  con  espresion  de  su  especie,  cantidad  y  calida- 
des específicas,  como  hechura,  color,  peso,  medida,  lin- 
deros, etc.:  —  los  instrumentos,  libros  y  papeles  concer- 
nientes á  la  herencia ,  y  los  censos ,  efectos  ,  juros ,  derechos , 
acciones  y  cualesquiera  deudas  que  el  difunto  tuviese  contra 
sí  ó  á  su  favor,  inclusos  los  créditos  del  mismo  heredero  con- 
tra él  :  —  las  cosas  litigiosas ,  pero  no  para  dividirse  hasta 
que  se  declare  si  pertenecen  á  la  herencia  :  —  las  cosas 
ajenas  que  se  hallaren  entre  las  del  difunto  por  razón  de 
depósito,  comodato  ,  prenda  ú  otro  motivo,  para  que  no  se 
estravien;  bien  que  si  los  dueños  las  reclaman  y  los  herede- 
ros no  les  niegan  su  pertenencia  ,  bastará  que  la  justifiquen 
sumariamente  para  que  les  sean  entregadas  ;  pero  si  alguno 
de  los  interesados  en  la  herencia  les  disputase  la  propiedad, 
tendrán  que  acreditarla  en  juicio  ordinario  :  —  los  frutos 
vencidos  hasta  el  dia  de  la  muerte  del  finado  ,  y  los  pen- 
dientes, ya' sean  naturales,  como  trigo,  vino,  aceite,  ya 
civiles  ,  como  réditos  ó  pensiones ,  procedentes  todos  de 
bienes  libres  ó  vinculados,  é  igualmente  las  mejoras  que 
hayan  tenido  los  bienes  libres ,  porque  aumentan  la  herencia, 
pero  no  las  de  los  vinculados ,  por  no  pertenecer  parte  al- 
guna de  ellas  á  la  viuda  ni  á  los  herederos  del  difunto  :  — 
los  bienes  dotales  ,  estradotales  y  hereditarios  de  la  mujer 
que  existen  entre  los  de  su  difunto  marido ,  pues  aunque  se 
le  han  de  entregar  á  su  debido  tiempo ,  se  presumen  legal- 
mente  del  testador  todos  los  bienes  que  deja ,  mientras  no 
conste  lo  contrario  :  —  los  vestidos  y  adornos  de  la  mujer 
é  hijos  del  difunto,  escepto  los  cotidianos,  graduándose 
estos  por  la  jerarquía  de  las  personas  y  costumbre  del  pue- 
blo :  —  el  lecho  cotidiano ,  con  especificación  de  las  cosas 
de  que  se  compone,  pues  aunque  es  cierto  que  si  no  hay 
acreedores  no  se  ha  de  dividir,  porque  toca  al  cónyuge , 
sirve  su  descripción  para  su  restitución  específica  en  el  es- 
tado en  que  se  halle  ,  si  se  vuelve  á  casar;  y  en  caso  de 
haberlos ,  para  que  no  se  dude  si  es  el  cotidiano ,  ó  si  lo  ha 
de  llevar  ó  no  el  consorte  sobreviviente  en  perjuicio  do  ellos  : 
—  los  bienes  específicamente  legados ,  los  cuales  deben  tam- 
bién tasarse,  aunque  el  legatario  lo  resista,  para  ver  si  caben 
ó  no  en  el  tercio  ó  quinto  de  la  herencia  en  caso  de  ser  ascen- 
diente ó  descendiente  el  heredero,  ó  para  que  si  este  fuere 
estraño  saque  la  cuarta  falcidia  en  los  casos  prevenidos  por 
las  leyes  :  —  las  cosas  tomadas  ó  sustraídas  por  el  heredero 
después  de  la  muerte  del  testador,  justificándose  sumaria- 
mente la  sustracción  ;  como  asimismo  el  importe  del  daño 
causado  por  alguno  de  los  herederos  á  los  bienes  heredita- 
rios, para  adjudicárselo  á  cuenta  de  la  parte  de  herencia  que 
le  correspondiere. 

b°.  Que  se  esprese  en  el  inventario  el  dia,  mes, año  y  lugar 
en  que  se  empieza  y  concluye,  pues  de  lo  contrario  será 
nulo,  por  la  necesidad  que  tiene  el  heredero  de  probar  de 
este  modo  que  lo  empezó  y  concluyó  dentro  del  término  legal, 
para  gozar  de  su  beneficio  (1). 

(1)  Febrero  dice  que  la  espresion  de  din  ,  mes  y  año,  lugar  cu 
que  se  comienza  y  concluye  el  inventario,  es  para  su  validación 
por  forma  sustancial  como  en  cualquiera  instrumento  público, 


6°.  Que  el  heredero  firme  el  inventario;  y  sí  no  sabe,  lo 
haga  por  él  un  escribano,  con  arreglo  á  la  ley  100,  tí t.  18, 
Part.  3 ,  .y  á  la  ley  5,  tít.  6,  Part.  6  ;  pero  la  práctica  es  firmar 
el  heredero  ó  inventariante  todos  los  días  lo  inventariado  ; 
y  si  no  sabe  escribir,  firma  por  él  un  testigo  á  su  ruego , 
autorizando  el  acto  el  escribano  de  la  comisión. 

7o.  Que  el  heredero  jure  haber  ejecutado  bien  y  fielmente 
el  inventario,  protestando  añadir  cualesquiera  otros  bienes 
y  efectos  que  en  lo  sucesivo  se  descubran  pertenecientes  á 
la  herencia  ;  pero  por  falta  de  este  juramento  no  se  anulará 
el  inventario ,  pues  solo  se  exige  para  escluir  la  presunción 
de  haberse  ocultado  bienes,  y  para  que  si  alguno  alega  esta 
ocultación  tenga  el  cargo  de  probarla ,  ademas  de  que  las 
citadas  leyes  100 ,  tít.  18,  Part.  3,  y  5,  tit.  6,  Part.  6 ,  no 
exigen  precisamente  el  juramento ,  sino  solo  que  el  heredero 
esprese  al  fin  que  el  inventario  está  hecho  bien  y  fielmente 
sin  engaño. 

Inventariados  los  bienes ,  se  procede  á  la  tasación  de  ellos, 
aunque  también  puede  hacerse  al  mismo  tiempo  que  el  in- 
ventario. Véase  Tasación. 

El  inventario  debe  hacerse  en  el  pueblo  en  que  el  difunto 
tuvo  su  domicijio ,  aunque  los  bienes  hereditarios  se  hallen 
en  diversos  lugares  ;  pues  en  tal  caso  debe  espedir  el  juez , 
á  instancia  del  heredero,  requisitorias  alas  justicias  del  terri- 
torio en  que  existan  algunos  bienes ,  para  que  los  inven- 
taríen y  tasen ,  y  remitan  las  diligencias  practicadas  para 
agregarlas  á  las  demás  (2). 

El  conocimiento  de  los  testamentos  ,  inventarios  y  parti- 
ciones de  bienes  de  los  militares  difuntos  pertenece  á  sus 
propios  jueces,  real  orden  de  19  de  junio  de  1764;  pero 
cuando  los  militares  heredan  á  persona  que  no  goza  del  fuero 
militar,  corresponde  el  conocimiento  á  la  justicia  ordinaria, 
como  también  el  de  los  testamentos  de  sus  criados  que  mue- 
ren fuera  de  campaña;  art.  iU,  trat.  8,  tít.  11 ,  orden,  del 
ejérc.  Véase  Juez  militar  ó  Jurisdicción  militar. 

Cuando  el  clérigo  sucede  al  lego  ,  ó  el  lego  al  clérigo ,  y 
aun  cuando  sucediendo  el  lego  al  clérigo  haya  coherederos 
ó  legatarios  eclesiásticos ,  pertenece  el  conocimiento  del 
inventario  y  sus  accesorios  al  juez  secular  ;  porque  en  el 
primer  caso  los  bienes  hereditarios  están  sujetos  á  la  juris- 
dicción ordinaria,  en  el  segundo  se  hace  la  herencia  patri- 
monio laical  por  ser  personal  y  cesar  conJa  muerte  la  calidad 
de  eclesiástico ,  y  en  el  tercero  lo  da  á  entender  así  la  ley  16, 
tít.  20,  lib.  10,  Nov.  Rec.  (5)  ;  de  suerte  que  solo  habrá  de 
conocer  de  inventarios  la  autoridad  eclesiástica  cuando  el 
clérigo  sucede  al  clérigo  sin  concurrencia  de  legos.  Véase 
Juez  eclesiástico. 

El  heredero  que  maliciosamente  y  á  sabiendas  sustrae  ó 
deja  de  poner  en  el  inventario  alguna  cosa  de  la  herencia  , 
debe  restituir  el  duplo  de  lo  ocultado  en  beneficio  de  los 
acreedores  y  legatarios  ,  y  perder  la  cuarta  falcidia  cuando 
por  derecho  le  corresponde  (h)  ;  ley  9,  tit.  6,  Part.  6,  y  Greg. 

porque  la  intención  del  heredero  se  funda  en  el  tiempo,  y  debe 
probarlo  para  gozar  el  beneficio  que  la  ley  le  concede. 

(2)  Febrero  mej.,  t.  6 ,  pág.  5 ,  §  5  al  7. 

(3)  Por  cédula  de  15  de  junio  de  1775,  están  los  tribunales 
eclesiásticos  inhibidos  de  mezclarse  en  ningún  caso  en  la  nulidad 
de  testamentos ,  inventarios ,  administración  de  bienes  ni  secues- 
tros, aun  cuando  el  testador,  albacea  ó  heredero  sean  eclesiásticos; 
y  por  el  art.  4  de  la  ley  de  13  de  setiembre  de  1825,  quedaron 
desaforadas  las  testamentarías  de  los  militares  ;  de  manera ,  qus 
el  conocimiento  de  inventarios  corresponde  al  juez  secular  ord¡< 
nnrip.  Véase  también  el  art.  14,  c.  2,  ley  de  9  de  octubre  de  1812. 

(4)  La  ley  9,  tít.  C,  Part.  6  no  habla  de  perder  la  falcidia,  pues 
tal  pérdida  solo  se  agrega  en  la  glosa  de  dicha  ley  por  Gregorio 
López,  aunque  Febrero  citando  esa  ley  diga  (cap.  4,  tom.  6, 
g  1  )  :  que  pierde  la  falcidia  y  que  incurre  en  la  pena  del  duplo. 
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Lop.  en  su  glosa.  Ademas  de  esta  pena,  quieren  algunos 
autores  que  por  el  hecho  de  la  omisión  ó  sustracción  frau- 
dulenta sea  nulo  el  inventario  y  quede  obligado  el  heredero 
á  satisfacer  la  totalidad  de  las  deudas „y  legados  ;  pero  esta 
opinion  ha  sido  combatida  por  muchos  que  no  la  creen  con- 
ciliable con  ta  ley,  la  cual  se  contenta  con  castigar  al  oculta- 
dor sin  anular  el  acto.  Sin  embargo,  prescindiendo  ahora 
del  espíritu  de  esta  ley,  la  pena  mas  natural  que  puede  im- 
ponerse al  heredero  que  á  sabiendas  y  de  mala  fe  deja  de 
manifestar  algunos  bienes  de  la  herencia ,  es  la  de  hacerle 
perder  el  beneficio  de  inventario  y  condenarle  á  pagar  pura 
y  simplemente  las  deudas  y  legados,  pues  que  por  el  hecho 
de  tomar  para  sí  parte  de  las  cosas  hereditarias  ha  ejercido 
un  acto  de  heredero  puro  y  simple.  En  apoyo  de  este  modo 
de  pensar  viene  la  ley  12  del  mismo  título  6,  y  Partida  6  , 
la  cual  establece  que  el  descendiente  legítimo  que  no  ha- 
biendo querido  aceptar  la  herencia  de  su  ascendiente  por 
considerarla  muy  cargada  de  deudas  ,  traspusiere  después 
ó  hurtare  alguna  cosa  de  ella  ,  se  entienda  por  esto  que  la 
acepta  con  obligación  á  responder  de  sus  cargas  y  sin  poder 
renunciarla. 

Cualquiera  de  los  interesados  en  la  pureza  y  exactitud  del 
inventario  puede  entablar  el  juicio  de  ocultación  de  bienes  , 
especificando  individualmente  los  ocultados,  probando  ha- 
berlos ocultado  el  inventariante  á  sabiendas  y  con  dolo,  y 
acreditando  ademas  que  existian  en  poder  del  difunto  al 
tiempo  de  su  muerte ,  sin  que  baste  probar  que  lo  estaban 
poco  antes. 

La  acción  penal  de  ocultación  de  bienes  tiene  lugar  contra 
el  heredero  del  ocultante  solamente  en  el  caso  de  que  este 
hubiese  contestado  á  la  demanda  ;  pero  si  falleció  antes  de  la 
contestación ,  no  compete  contra  el  heredero  sino  acción  real 
para  reivindicar  la  cosa  ocultada.  Véase  Acción  penal. 

El  juicio  de  ocultación  debe  entablarse  ante  el  juez  que 
conoce  de  la  testamentaría ,  no  habiéndose  hecho  todavía 
la  partición  de  bienes  ;  pero  hecha  y  aprobada  esta  ,  puede 
promoverse  ante  el  mismo  juez  ,  ó  ante  otro  que  sea  del  fuero 
del  ocultante. 

Los  pleitos  sobre  inventarios  deben  sentenciarse  á  mas 
tardar  dentro  de  un  año  ;  ley  9  ,  lit.  6,  Part.  6. 

Si  hubiere  duda  sobre  la  validación  del  inventario  por 
desmentirlo  ó  impugnarlo  los  testigos  ,  dicen  los  autores  que 
deben  observarse  las  reglas  siguientes  :  Ia.  Cuando  todos 
los  testigos  lo  impugnan ,  no  hace  fe.  2a.  Si  uno  ó  dos  lo 
impugnan,  y  tres  ó  mas  lo  sostienen,  se  reputa  válido. 
5a.  Cuando  es  igual  el  número  de  los  que  lo  combaten  y  el 
de  los  que  lo  defienden,  ha  de  estarse  por  estos.  íta.  Si  el  que 
impugna  es  un  testigo  puesto  sin  necesidad  ó  sin  requerirlo 
la  ley,  basta  él  solo  para  destruir  la  fe  del  inventario ,  si  los 
demás  testigos  no  deponen  á  favor  de  este.  5a.  Cuando  algu- 
nos de  los  testigos  dicen  que  no  se  acuerdan  si  presenciaron 
ó  no  su  formación ,  no  debilitan  la  fe  del  inventario ,  porque 
nada  deponen  contra  él  (1).  Estas  reglas,  sin  embargo  ,  son 
demasiado  falibles,  para  que  el  juez  haya  de  atenerse  escru- 
pulosamente á  su  letra.  La  fuerza  de  ellas  estará  siempre 
sujeta  no  menos  á  las  circunstancias  de  las  personas  que  á 
las  de  los  hechos. 

Obligaciones  del  heredero  beneficiario  como  adminis- 
trador de  la  herencia. 

Los  bienes  inventariados  suelen  quedar  en  poder  del  mismo 
heredero  inventariante  ,  quien  tiene  el  carácter  de  deposi- 
tario y  administrador  con  respecto  á  los  acreedores  ,  lega- 
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tarios  y  demás  interesados  en  la  herencia  ,  mientras  quiera 
conservar  el  beneficio  de  inventario.  Así  es  que  no  puede 
vender  ni  enajenar  de  otro  modo  cosa  alguna  de  la  herencia 
sino  con  mandato  del  juez  y  legítima  causa ,  como  para  el 
entierro  del  difunto,  para  alimentos  de  su  familia  ,  para  re- 
paro de  edificios,  para  labor  necesaria  de  heredad,  para  pago 
de  deuda  con  día  cierto  y  pena  asignada  ,  ó  para  hacer  cosa 
cuya  falta  podia  causar  perjuicio  en  la  herencia;  ley  3,  til.  6, 
Part.  6.  Tamposo  puede  vender  sino  con  autorización  judi- 
cial los  bienes  que  están  espuestos  á  perecer  ó  que  no  pue- 
den conservarse  sino  con  mucho  dispendio. 

Como  responsable  que  es  á  los  acreedores  y  legatarios,  debe 
tomar  medidas  para  evitar  la  pérdida  ó  deterioro  de  los  bienes 
hereditarios;  hacerlas  reparaciones  que  sean  necesarias  y 
no  admitan  dilación  ;  impedir  que  se  vayan  los  inquilinos 
sin  pagar  los  alquileres  ;  hacer  ó  renovar  los  arrendamientos 
que  por  razón  de  las  épocas  no  puedan  diferirse  sin  per- 
juicio; recoger  los  frutos;  cultivar  las  heredades;  intentar 
las  acciones  competentes  contra  los  deudores  de  la  herencia 
y  los  detentadores  de  bienes  pertenecientes  á  ella  ;  interrum- 
pir las  prescripciones  que  corrieren  contra  la  misma;  ejercer 
las  acciones  posesorias  ;  y  en  fin  practicar  todos  aquellos 
actos  de  conservación  yr  administración  cuya  omisión  habria 
de  perjudicar  á  los  acreedores, legatarios  y  cualesquiera  otros 
interesados  en  la  herencia  :  bajo  la  inteligencia  empero  de 
que  no  está  obligado  á  prestar  la  culpa  levísima  ni  la  leve 
ó  lijera,  sino  solo  á  responder  de  las  faltas  graves  que  so 
asimilan  al  dolo;  y  bajo  el  concepto  asimismo  de  que  se  le 
deben  abonar  todos  los  gastos  legítimos,  aun  los  de  los  pleitos 
en  que  hubiere  sucumbido,  á  no  haber  sido  litigante  teme- 
rario.   * 

Aunque  pasados  nueve  dias  después  del  entierro  del  di- 
funto pueden  ya  sus  acreedores  pedir  al  heredero  el  pago  de 
sus  créditos,  ley  15,  tïi.IS,  Part,  1  ;  sin  embargo,  el  here- 
dero que  hace  uso  del  beneficio  de  inventario  no  está  obli- 
gado á  pagar  las  deudas  ni  las  mandas  durante  el  tiempo 
que  le  está  concedido  para  la  formación  de  dicho  instru- 
mento ;  ley  7,  lit.  6,  Part.  6.  Mas  habiendo  temor  de  que 
ocultará  ó  disipará  los  bienes  ó  se  alzará  con  ellos ,  se  le  po- 
drá compeler  á  dar  fianzas  ante  el  juez;  ley  15,  til.  13, 
Part.  1. 

El  heredero  debe  pagar  las  deudas  antes  que  las  mandas; 
y  si  creyendo  que  habria  bienes  suficientes  para  cubrir  to- 
das las  cargas  de  la  herencia,  pagare  antes  las  mandas  que 
las  deudas  en  perjuicio  de  los  acreedores ,  podrán  estos  hacer 
revocar  el  pago  de  aquellas ,  y  aun  dirigirse  contra  los  lega- 
tarios ,  quienes  habrán  de  restituir  lo  percibido  en  cuanto 
fuere  necesario  para  satisfacer  las  deudas;  ley  7,  lit.  6, 
Part.  6.  El  heredero  estraño  tiene  derecho  á  la  cuarta  fal- 
cidia  y  el  descendiente  ó  ascendiente  á  su  legítima,  en  per- 
juicio de  los  legatarios,  mas  no  de  los  acreedores  ;  d.  ley  7, 
lit.  6,  Parí.  6.  Véase  Cuarta  falcidia. 

El  heredero  beneficiario  puede  pagar  á  los  acreedores  y 
legatarios  á  medida  que  se  presentan  ;  pero  si  los  bienes  he- 
reditarios no  fuesen  suficientes  para  cubrir  todas  las  deudas, 
no  podrá  pagarlas  sino  por  el  orden  y  en  la  forma  que  dis- 
ponga el  juez  con  arreglo  á  derecho,  á  no  ser  que  hicieren 
entre  sí  algún  convenio  sobre  este  punto  los  mismos  inte- 
resados. 

Los  créditos  á  plazo  no  vencido  deben  también  pagarse 
como  los  otros  ;  pero  seria  muy  justo  descontarles  á  favor 
de  la  herencia  e\  interés  legal  que  correspondiese  hasta  la 
época  de  su  vencimiento.  Tampoco  deben  dejar  de  admitirse 
los  créditos  condicionales  :  mas  no  han  de  pagarse  hasta  el 
cumplimiento  de  la  condición  ;  y  si  se  pagan  antes ,  debo 
dar  fianza  el  acreedor  condicional  de  restituir  el  capital  y 
los  ingreses  en  caso  de  que  la  condición  no  llegue  á  reali- 
zarse. 
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Por  razón  del  beneficio  de  inventario  goza  el  heredero  las 
Ventajas  siguientes  : 

Io.  Durante  el  tiempo  concedido  para  hacer  inventario, 
no  puede  ser  reconvenido  al  pago  de  las  deudas  ni  de  las 
mandas,  como  ya  se  ha  dicho  mas  arriba  ;  pero  es  de  adver- 
tir que  durante  dicho  tiempo  no  corre  la  prescripción  contra 
los  acreedores  ni  contra  los  legatarios  ;  ley  7,  lit.  6,  Part.  6. 

2o.  No  está  obligado  á  pagar  las  deudas  y  cargas  de  la 
herencia  sino  en  cuanto  importen  los  bienes  inventariados; 
ü.  ley  7,  til.  6,  Part.  6. 

Z°.  Puede  eximirse  del  pago  de  las  cargas  y  de  la  admi- 
nistración de  la  herencia  ,  haciendo  cesión  ó  abandono  de 
los  bienes  en  que  consiste  á  los  acreedores  y  legatarios.  Mas 
esta  cesión  no  les  transfiere  la  propiedad  de  los  bienes ,  sino 
que  solo  les  da  derecho  para  hacerlos  vender  judicialmente , 
como  en  el  caso  de  cesión  hecha  por  un  deudor  insolvente; 
de  suerte  que  el  heredero  podrá  siempre  recobrarlos  mien- 
tras no  estén  vendidos,  pagando  las  deudas,  y  si  habiendo 
sido  vendidos  sobrepujase  el  producto  de  su  precio  al  im- 
porte de  las  deudas  y  mandas ,  tendrá  derecho  al  sobrante  : 
bien  que  si  la  cesión  no  fuere  pura  y  simple,  sino  resultado 
de  una  transacción  hecha  entre  el  heredero  y  los  acreedores 
y  legatarios  ,  tendría  entonces  los  efectos  que  hubiesen  que- 
rido darle  los  contrayentes. 

h°.  Evita  la  confusion  de  sus  bienes  propios  con  los  de  la 
herencia;  de  suerte  que  no  podrá  trabarse  ejecución  en 
aquellos  por  las  deudas  que  pesen  sobre  estos ,  ni  aun  en 
cuanto  á  la  cantidad  que  según  el  inventario  ó  estado  de  la 
sucesión  haya  de  pagar  el  heredero  beneficiario. 

5o.  Conserva  sus  créditos  ,  acciones  y  derechos  contra  el 
difunto,  y  puede  ejercerlos  contra  la  herencia,  como  cual- 
quier otro  acreedor;  ley  8,  tít.  6,  Part:  6. 

Sin  el  beneficio  de  inventario,  todos  los  créditos,  acciones 
y  derechos  del  heredero  habrian  quedado  eslinguidos  por 
la  aceptación,  porque  nadie  puede  hacer  reclamaciones  con- 
tra sí  mismo ,  pero  bajo  este  aspecto  el  beneficio  de  inven- 
tario hace  del  heredero  una  persona  estraña  á  la  herencia. 

De  aquí  es  que  si  tiene  derecho  de  hipoteca  ó  privilegio 
contra  el  difunto,  puede  ejercerlo  como  lo  ejercería  cualquier 
otro;  y  si  no  es  mas  que  acreedor  simple  ó  común,  vendrá 
con  esta  calidad  como  los  demás  de  su  clase.  Si  paga  con 
su  dinero  á  alguno  de  los  acreedores  ó  legatarios ,  queda 
subrogado  en  su  lugar,  y  adquiérelos  privilegios  é  hipotecas 
que  ellos  hubieran  podido  ejercer  por  sí  mismos.  Puede 
igualmente  reivindicar  sus  cosas  propias  que  poseía  el  di- 
funto, intentar  las  acciones  rescisorias  que  le  competan  en 
razón  de  contratos  celebrados  con  aquel ,  y  hacer  uso  en  fin 
de  cualesquiera  derechos  que  contra  él  tuviese. 

Si  fuese  á  un  mismo  tiempo  acreedor  y  deudor  del  di- 
funto ,  y  se  reuniesen  las  circunstancias  necesarias  para  la 
compensación ,  el  mayor  de  los  dos  débitos  quedaría  eslin- 
guido  hasta  la  cantidad  concurrente  del  menor.  Si  no  se  ve- 
rificaba la  reunion  de  dichas  circunstancias,  continuaría 
siendo  deudor  de  la  herencia  y  acreedor  por  lo  que  se  le 
debiese  ,  y  habría  de  concurrir  á  su  cobranza  como  los  otros 
según  la  calidad  de  su  crédito;  pero  si  el  obstáculo  á  la  com- 
pensación no  provenia  sino  de  no  haber  vencido  todavía  su 
débito,  podria  entonces  hacer  que  la  compensación  se  veri-  ' 
ficase  renunciando  el  beneficio  del  plazo.  Véase  Aceptación 
de  herencia  é  Inventario. 

[**  En  la  república  de  Venezuela,  la  ley  2,  til.  8,  Cód. 
deproecd.  jud.  de  19  de  mayo  de  i  836,  ha  reformado  el  modo 
de  proceder  en  la  formación  de  estos  inventarios  en  los  tér- 
minos siguientes  :  La  solicitud  puede  hacerse  verbalmente 
ante  el  alcalde  ó  juez  de  paz  de  uno  de  los  puntos  que  va- 


mos á-poner  separadamente  por  su  orden  :  Io.  El  lugar  del 
domicilio  :  2o.  En  caso  de  duda  acerca  de  cuál  era  este ,  el 
lugar  en  donde  falleció  el  testador  ó  pariente  ,  si  acostum- 
braba á  pasar  allí  alguna  parte  del  año  :  3o.  Cualquiera  de 
los  lugares  en  dónele  residía  de  costumbre ,  si  murió  fuera 
de  aquel  -en  que  permanecía  por  largo  tiempo.  Oida  la  de- 
manda, el  juez  señala  día  para  comenzar  el  inventario,  man- 
dando citar  con  tres  de  anticipación  á  todos  los  herederos 
que  se  hallen  en  la  parroquia  ;  y  llegada  la  hora,  el  heredero 
ó  herederos  hacen  una  descripción  exacta  de  los  bienes  de 
la  herencia  en  el  lugar  mismo  en  donde  se  halla  el  tribunal, 
si  es  posible  ,  y  si  no  ,  trasladándose  el  juzgado  á  aquel  en 
que  pueda  verificarse.  A  este  acto  deben  hallarse  presentes, 
no  solo  el  juez  y  su  secretario  ,  á  mas  de  los  interesados  ,  si 
que  también  dos  testigos  ,  los  cuales  han  de  v^  'os  bienes  y 
efectos  que  se  comprendan  en  el  inventario ,  y  enterarse 
ademas  de  cada  partida  que  en  él  haya  escrita.  Siempre  que 
firmen  el  juez  y  el  escribano,  deben  hacerlo  también  estos 
testigos  ;  y  el  heredero  ó  herederos  que  hacen  el  inventario, 
deben  firmarlo  igualmente,  notándose,  si  no  supieren  escri- 
bir, que  la  omisión  es  hija  de  esta  circunstancia. 

Si  la  herencia  estuviere  yacente  á  pesar  de  haber  here- 
deros testamentarios  ó  legítimos,  por  hallarse  estos  gozando 
del  beneficio  de  deliberar,  el  legatario  ,  el  acreedor  ó  cual- 
quiera otro  interesado  en  ella  pueden  requerir  al  juez,  para 
que  se  proceda  á  formar  el  inventario;  y  este  citará  en  efecto 
á  los  herederos  ,  les  ofrecerá  el  cargo  de  curadores  de  la 
herencia  y  el  nombramiento  de  peritos  para  el  justiprecio,  y 
en  caso  de  que  lo  rehusen  ,  lo  hará  él  de  oficio ,  sin  que  en 
uno  ni  en  otro  supuesto  les  perjudique  su  intervención  ó  no 
intervención  en  estas  diligencias,  y  aprovechándoles  siempre 
este  paso  para  el  fin  ordinario  de  no  estar  obligados  á  res- 
ponder por  mas  cantidad  que  la  del  valor  de  los  bienes , 
siempre  que  lo  adopten  antes  ó  al  tiempo  de  aceptar  la  he- 
rencia. Cuando  no  hay  herederos  de  una  de  estas  yacentes,  el 
juez  ó  el  alcalde  proceden  de  oficio,  ó  á  instancia  de  parte, 
á  llamar  dos  testigos ,  formar  en  su  presencia  el  inventario  , 
nombrar  los  peritos  necesarios  y  anotar  al  propio  tiempo  el 
justiprecio  ;  y  cuando  dicho  juez  es  alguno  de  los  de  paz  ó 
un  alcalde  ,  nombra'  un  depositario  de  los  bienes  ,  y  remite 
las  diligencias  firmadas  por  los  dos  testigos,  siempre  que  lo 
hubieren  hecho  él  y  su  secretario ,  al  juez  de  primera  ins- 
tancia del  circuito.  El  que  lo  fuere  del  lugar  en  donde  se 
hallen  todos  ó  la  mayor  parte  de  los  bienes,  nombra  curador 
de  la  herencia  a  un  vecino  de  responsabilidad ,  y  manda  en- 
tregarle todos  los  inventariados;  nombramiento  que  debe 
preceder  á  la  descripción  y  justiprecio  de  los  bienes  ,  para 
que  dicho  curador  intervenga  en  ambas  operaciones,  cuando 
es  dicho  juez  el  que  procede  á  formar  el  inventario.  El  cu- 
rador tiene  derecho  para  reclamar  las  enmiendas  que  creyere 
justas  en  el  justiprecio,  y  para  apelar  de  la  providencia  que 
el  juez  debe  dar  en  la  misma  audiencia.  —  Si  la  herencia  es 
de  algún  estranjero  ,  y  en  el  lugar  en  donde  se  hallan  los 
bienes  reside  algún  agente  público  y  reconocido  de  su  pa- 
tria, debe  citársele  para  que  asista,  si  gusta  ,  à  la  formación 
del  inventario  y  al  justiprecio,  y  aun  nombrársele  á  él  mismo 
curador,  si  quiere  tomar  á  su  cargo  la  defensa  y  adminis- 
tración de  dicha  herencia  ;  salvo  siempre  lo  dispuesto  en  los 
tratados  públicos,  que  deberá  guardarse  sin  hacer  mérito  de 
lo  que  llevamos  dicho  :  ley  5,  lit.  8,  Cód.  de  proced.  jud.  de 
19  de  mayo  de  1836.  j 

BENEFICIO  de  orden  ó  excusión.  El  derecho  que 
tiene  el  fiador  para  obligar  al  acreedor  á  que  reconvenga  pri- 
mero al  deudor  principal  y  haga  excusión  de  los  biene  de  este. 

Como  el  fiador  no  se  obliga  sino  en  defecto  del  deudoi 
principal ,  es  claro  que  no  puede  el  acreedor  intentar  su  ac- 
ción contra  el  fiador  ó  sus  herederos  ,  hasta  después  de  ha- 
ber solicitado  inútilmente  del  deudor  el  cumplimiento  de  so 
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obligación  ,  V  haber  visto  que  ó  no  tiene  bienes ,  ó  no  son 
suficientes  para  el  pa^o;  ley  9,  tít.  12,  Parí.  5. 

Pero  deja  de  tener  lugar  este  beneficio  de  orden  ó  excu- 
sión, cuando  el  fiador  lo  renunció  ,  y  cuando  el  deudor  se 
halla  en  estado  de  insolvencia  notoria ,  según  sientan  gene- 
ralmente los  autores. 

Si  el  deudor  se  halla  ausente  ú  oculto  ,  puede  el  fiador 
pedir  plazo  al  juez  para  presentarlo;  y  si  pasa  el  término 
sin  que  lo  presente,  podrá  ser  precisado  á  la  paga  ;  ley  0, 
til.  12,  Part.ü. 

BENEFICIO  de  restitución.  Véase  Restitución  in  in- 
tegrum. 

BENEFICIO  eclesiástico.  Segunlos  teólogos  es  el  cargo 
ú  oficio  en  la  Iglesia ,  constituido  con  autoridad  del  obispo  y 
dotado  de  renta  perpetua  :  mas  según  los  canonistas  es  una 
porción  de  los  bienes  de  la  Iglesia  ,  señalada  á  un  eclesiás- 
tico para  que  goce  de  ella  durante  su  vida  por  retribución 
del  servicio  que  hace  ó  debe  hacer  á  ia  Iglesia  en  el  ministerio 
á  que  es  llamado  ;  ó  sea  el  derecho  de  usar  de  ciertas  cosas 
de  la  Iglesia,  concedido  al  clérigo  para  durante  su  vida  por 
el  cargo  ú  oficio  que  desempeña.  Dícese  derecho  de  usar, 
porque  los  cánones  no  conceden  á  los  clérigos  sino  la  facul- 
tad de  tomar  de  la  renta  eclesiástica  lo  absolutamente  pre- 
ciso para  su  manutención ,  debiendo  repartir  el  resto  entre 
los  pobres. 

Para  que  un  beneficio  sea  verdaderamente  eclesiástico  so 
requieren  según  los  canonistas  seis  cosas  :  —  Io.  que  se 
haya  erigido  con  autoridad  del  obispo;  de  suerte  que  la  fun- 
dación perpetua  que  uno  hiciere  en  alguna  iglesia  de  cierto 
número  de  misas,  aniversario  y  aun  capellanía,  sin  que  in- 
tervenga la  aprobación  del  ordinario,  no  será  beneficio  ecle- 
siástico, sino  pió  legado  :  —  2o.  que  lleve  aneja  cosa  espiri- 
tual, esto  es ,  que  se  dé  por  razón  de  oficio  divino,  v.  gr. 
para  decir  misas  ,  rezar  las  horas ,  y  servir  á  una  iglesia  en 
ministerios  espirituales  y  no  meramente  temporales  :  —  3o. 
que  se  confiera  por  persona  eclesiástica,  esto  es, por  el  papa 
ó  el  ordinario  ,  y  no  por  un  lego  ,  sin  perjuicio  empero  del 
derecho  de  patronato  que  puede  competer  áeste  para  la  pre- 
sentación de  sugeto  idóneo  :  —  lí°.  que  haya  de  conferirse 
á  clérigo  ,  esto  es ,  á  persona  que  cuando  menos  tenga  la 
primera,  tonsura  :  —  b°.  que  sea  perpetuo  :  —  6o.  que  no 
pueda  persona  alguna  retenerlo  para  sí,  sino  que  necesaria- 
mente se  haya  de  conferir  á  otra,  cüm  inter  donanlem  et 
accipientem  debeat  esse  dislinctio  personalis. 

Los  beneficios  eclesiásticos  son  de  varias  especies.  En 
primer  lugar,  por  razón  del  diverso  estado  de  las  personas 
á  quienes  han  de  conferirse,  se  dividen  en  beneficios  regu- 
lares y  beneficios  seculares.  Beneficios  regulares  son  los  que 
por  su  fundación  ó  costumbre  legítimamente  prescrita  com- 
peten solo  á  clérigos  regulares  ;  y  beneficios  seculares  por  el 
contrario  son  aquellos  que  por  su  fundación  ó  por  costumbre 
legítimamente  prescrita  competen  solo  á  clérigos  seculares. 

En  segundo  lugar,  por  razón  de  la  cura  de  almas,  admi- 
nistración y  otros  derechos ,  se  dividen  en  beneficios  cura- 
dos y  no  curados.  Beneficios  curados  son  los  que  tienen 
aneja  cura  de  almas;  y  no  curados  los  que  no  la  tienen.  Los 
beneficios  curados  son  de  dos  maneras  :  unos  que  tienen 
cura  de  almas  en  el  fuero  esterno  ó  contencioso  ,  en  cuanto 
llevan  consigo  jurisdicción  espiritual  para  visitar,  corregir, 
cscomulgar  y  hacer  otras  cosas  semejantes  ,  bien  que  estos 
solo  impropia  y  latamente  se  dicen  curados;  y  otros  que 
tienen  cura  de  almas  en  el  fuero  interno,  en  cuanto  llevan 
consigo  la  potestad  de  ligar  y  absolver  en  el  tribunal  de  la 
penitencia ,  y  de  administrar  á  sus  subditos  los  sacramentos 
en  el  fuero  interno  y  esterno  ,  cuales  son  los  de  todos  los 
párrocos ,  cualquiera  que  sea  el  nombre  con  que  se  deno- 
minen ,  y  tales  son  los  que  estricta  y  propiamente  se  llaman 
beneficios  curados. 


En  tercer  lugar,  unos  son  dúplices  y  otros  simples.  Bene- 
ficios dúpHces  ó  dobles  son  aquellos  que  ó  tienen  aneja  cura 
de  almas,  ó  llevan  inherente  cierta  jurisdicción  ,  preceden- 
cia ó  administración,  cuales  son  las  dignidades,  como  la 
abadía,  arcedianato  y  deanato;  los  personados, esto  es,  cier- 
tas especies  de  dignidades  que  preceden  en  la  iglesia  y  eo 
el  cabildo  á  los  canónigos  ;  y  los  oficios,  como  el  de  tesorero, 
sacristán  y  otros  semejantes.  Beneficios  simples  son  los  que 
no  tienen  aneja  cura  de  almas,  ni  dignidad,  ni  perdonado, 
ni  oficio,  sino  que  solo  se  han  instituido  para  el  rezo  de  las 
horas  canónicas  y  la  celebración  de  otros  oficios  divinos. 

En  cuarto  lugar,  se  dividen  en  electivos,  patronados  y 
colativos.  Beneficios  electivos  son  los  que  se  confieren  por 
elección  legítimamente  celebrada  y  confirmada  por  el  supe- 
rior. Patronados  son  los  que  se  confieren  por  previa  presen- 
tación del  patrono  y  subsiguiente  institución  del  prelado. 
Colativos  son  los  que  sin  previa  elección  de  cabildo  ni 
presentación  de  patrono  se  confieren  libremente  por  el  or- 
dinario. 

En  quinto  lugar,  se  dividen  en  nuluales  y  titulares.  Bene- 
ficios nuluales  ,  que  también  se  dicen  manuales  y  amovibles 
ad  nulum ,  soa  los  que  pueden  quitarse  ó  dejarse  á  vo- 
luntad de  otro,  y  estos  en  rigor  no  son  propiamente  benefi- 
cios, pues  que  es  de  la  naturaleza  de  los  verdaderos  benefi- 
cios el  ser  perpetuos.  Titulares  ó  inamovibles  son  los  que  se 
confieren  para  siempre  y  no  pueden  revocarse. 

Hay  beneficios  conocidos  con  el  nombre  de  encomiendas , 
y  otros  con  el  de  preslameras.  Encomienda  no  es  otra  cosa 
que  la  custodia  ó  administración  que  se  comete  á  uno  de  una 
iglesia  vacante  ,  y  no  se  considera  verdadero  beneficio  sino 
cuando  se  le  confiere  para  siempre.  Prestamera  ó  préslamo 
es  un  estipendio  desmembrado  de  las  rentas  eclesiásticas  que 
suele  darse  á  los  canónigos  ú  otros  clérigos  como  ayuda  de 
costa ,  y  tampoco  tiene  el  carácter  de  verdadero  beneficio 
sino  cuando  es  perpetuo. 

Conócense  también  entre  nosotros  los  beneficios  que  se 
llaman  patrimoniales ,  que  son  los  que  deben  conferirse  á 
hijos  de  la  diócesis  en  que  están  situados  ;  y  asimismo  los 
que  se  dicen  pilongos  ,  que  son  los  destinados  á  personas 
bautizadas  en  ciertas  y  determinadas  pilas  ó  parroquias. 

Llámanse  por  fin  beneficios  rurales  los  que  han  quedado 
inservibles  por  haberse  despoblado  los  lugares  y  arruinádose 
las  iglesias  en  que  se  establecieron. 

En  las  órdenes  militares  tenia  la  denominación  de  benefi- 
cio compulso  el  que  por  su  cortísimo  valor  se  llegó  á  unir  é 
incorporar;  y  se  decia  compulso,  porque  para  su  servicio  se 
compelía  á  los  religiosos. 

En  el  principio  del  cristianismo  todos  los  bienes  y  rentas 
que  adquiría  la  Iglesia  entraban  en  su  erario  común;  y  de 
él  percibían  sus  ministros  por  dias ,  semanas  ó  meses  lo  que 
necesitaban  para  su  subsistencia.  Introdújose  después  la 
costumbre  de  conceder  á  los  mas  beneméritos  algunos  predios 
para  que  los  disfrutasen  por  cierto  tiempo  ó  por  toda  su  vida 
con  prohibición  de  enajenarlos  y  con  la  calidad  de  rever- 
sion á  la  Iglesia;  y  por  fin  se  hizo  gradualmente  la  division 
de  bienes  eclesiásticos ,  asignando  á  cada  título  ó  ministerio 
determinados  predios  y  rentas  fijas  que  ya  no  volvían  al  era- 
rio común  sino  que  pasaban  al  sucesor  en  el  oficio.  Esta 
porción  de  bienes  que  se  concedía  primero  á  los  beneméritos 
y  por  último  se  asignó  á  cada  ministerio,  se  empezó  á  cono- 
cer desde  luego  con  el  nombe  de  beneficio  .  tomándose  esta 
voz  del  derecho  feudal, en  que  se  llamaban  beneficios,  y  en 
alemán  feudos,  los  predios  que  se  daban  á  los  soldados,  ora 
por  via  de  estipendio  ,  ora  por  recompensa  de  sus  servicios. 
Este  nombre  con  su  aplicación  se  estendió  y  quedó  confir- 
mado en  oriente  y  occidente  con  motivo  de  las  iglesias  que 
los  particulares  erigían  en  sus  fundos,  dotándolas  con  rentas 
destinadas  al  uso  de  losclérisos  que  las  servian. 
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Cualquiera  podia,  y  ha  podido  hasta  los  últimos  tiempos, 
fundar  beneficios  eclesiásticos ,  con  tal  que  los  dotase  sufi- 
cientemente de  sus  bienes  libres  y  obtuviese  la  aprobación 
del  ordinario.  Mas  para  ocurrir  á  los  males  de  la  amortiza- 
ción, abolió  y  prohibió  Felipe  V  en  decreto  de  28  de  febrero 
de  \7ltl  los  beneficios  temporales,  con  arreglo  al  concordato 
de  1737  ;  y  Carlos  IV  declaró  en  circular  de  20  de  setiembre 
de  1799  que  las  capellanías  y  demás  fundaciones  perpetuas 
estaban  comprendidas  en  el  real  decreto  de  28  de  abril  de 
1789  sobre  mayorazgos,  de  modo  que  no  podían  hacerse  sin 
real  licencia  ni  con  otros  bienes  que  los  espresados  para  los 
mismos  mayorazgos  en  dicho  decreto;  leyes  5j6,  lit.  12, 
lib.  1,  Nov.  Rec. 

En  el  dia  debe  tenerse  presente  la  ley  de  27  de  setiembre 
de  1820,  en  que  se  manda  que  nadie  pueda  fundar  patronato, 
capellanía ,  obra  pia  ni  vinculación  alguna  sobre  ninguna 
clase  de  bienes  ó  derechos  ;  que  las  manos  muertas  no  pue- 
dan adquirir  bienes  algunos  raices  ó  inmuebles  por  ningún 
título  lucrativo  ú  oneroso  :  y  que  tampoco  puedan  las  mis- 
mr  s  imponer  ni  adquirir  por  título  alguno  capitales  de  censo 
de  cualquiera  clase  impuestos  sobre  bienes  raices ,  ni  im- 
pongan ni  adquieran  tributos  ni  otra  especie  de  gravamen 
sobre  los  mismos  bienes ,  ya  consista  en  la  prestación  de 
alguna  cantidad  de  diaero  ó  de  cierta  parte  de  frutos  ,  ó  de 
algún  servicio  á  favor  de  la  mano  muerta,  y  ya  en  otras 
responsiones  anuales.  Véase  Amortización  eclesiástica,  Bie- 
nes vinculados  y  Manos  muertas. 

Se  han  dado  varias  providencias  para  la  traslación ,  su- 
presión, reducción,  reunion  ó  agregación  de  los  beneficios 
sin  perjuicio  de  los  derechos  de  los  patronos,  ya  por  haberse 
hecho  incongruos  algunos  de  ellos  y  no  producir  lo  suficien- 
te para  el  sustento  de  sus  ministros  ,  ya  por  causa  de  la  di- 
minución del  vecindario  de  algunos  pueblos,  ya  por  ser  mas 
útil  que  dos  iglesias  inmediatas  fuesen  regidas  por  un  solo 
pastor  que  por  dos  ;  Zet/es  rfc¿  tít.  16,  lib.  i,  Nov.  Rec.  (1). 

=  Véase  Patronato. 

BEODEZ.  Véase  Embriaguez. 

BESO  esponsalicio.  El  beso  que  da  el  esposo  á  la  esposa 
en  confirmación  de  los  esponsales  contraidos. 

El  uso  del  ósculo  en  los  esponsales  se  tomó  de  los  gentiles 
por  los  cristianos  ;  y  si  bien  dura  todavía  entre  los  Griegos , 
ha  caducado  ya  entre  nosotros  ,  al  menos  considerado  como 
solemne. 

Sin  embargo,  si  el  esposo  besare  á  la  esposa  y  después 
no  se  verificare  el  matrimonio ,  adquiere  la  esposa  y  hace 
suya  la  mitad  de  la  donación  esponsalicia  ó  sea  de  los  rega- 
los que  el  esposo  le  hubiese  hecho  ;  ley  5,  tít.  1 1 ,  Part,  ti , 
y  ley  W  de  Toro,  que  es  la  3,  lit.  5,  lib.  10,  Nov.  Rec.  Véase 
Donación  esponsalicia. 

BESO  forzado.  El  beso  que  da  un  hombre  á  una  mujer 
contra  su  voluntad. 

La  pena  de  este  delito  es  arbitraria  según  la  mayor  ó  me- 
nor gravedad  de  las  circunslancias  y  la  condición  de  las  per- 
ponas.  Algunos  autores  dicen  que  si  el  beso  se  diere  en  lugar 
público  y  con  ánimo  de  injuriar  á  la  mujer  ó  á  su  ilustre 
■familia,  puede  la  pena  estenderse  hasta  el  último  suplicio  : 
que  al  que  besare  públicamente  á  una  joven  por  enamora- 
miento, se  le  debe  imponer  la  pena  de  destierro ,  ademas 
de  una  multa  proporcionada  ;  y  que  al  que  la  besare  por  ca- 


(1)  Sobre  est?  materia  importantísima  y  delicada,  véase  el  Conc. 
Trid.  ses.  7,  (le  ref.  cap.  o  al  7  ;  Ses.  âl  ,  cap.  5  y  7  ;  Ses.  24, 
cap.  17,  dec.  2;  Ses.  25,  dec.  2,  cap.  5,  8,  y  16.  —  Part,  i  , 
tít.  16  ,  suponiéndose  las  alteraciones  por  el  concilio  Tridentino  ; 
tít.  14 ,  lib.  1  ,  Nov.  Rec.';  Ord.  circular  de  H  de  noviembre  de 
1769.  —Décret,  lib.  5,  tít.  i2:  Vt  ecclesiast.  beneficia  sinc  dimi- 
nulioneconferantur.  —  Véase  también  el  P.  Murillo,lib.  5,  u.  55 
al  185,  y  la  obra  de  Nicolas  Garcia,  Traclutus  de  beneficiis. 


sarse  con  ella  en  contemplación  de  su  dote  y  estorbar  asi  el 
matrimonio  con  otro,  se  le  debe  destinar  á  caleras  ó  á  pre- 
sidio. 

■ 

No  pensaba  tan  severamente  Pisístralo,  tirano  de  Atenas, 
quien  instado  por  su  mujer  para  que  mandase  quitar  la  vida 
á  un  joven  atrevido  que  habia  dado  en  público  un  beso  á  su 
hija  :  Si  matamos  ,  le  respondió ,  á  los  que  nos  aman,  ¿qué 
haremos  á  los  que  nos  aborrecen? 

BESO  de  paz.  El  beso  que  antiguamente  se  daban  en  se- 
ñal de  perdón ,  de  reconciliación  y  de  paz  los  que  habian 
estado  enemistados  por  razón  de  homicidio  ,  daño  ó  injuria. 
El  que  sin  nueva  causa  violaba  la  paz  así  establecida  ,  debia 
sufrir  la  pena  impuesta  á  los  quebrantadores  de  la  tregua  , 
esto  es,  si  era  hidalgo  podia  ser  desafiado,  y  no  acudiendo  al 
duelo  se  le  proscribía  como  alevoso  ;  y  si  era  de  inferior 
clase,  incurría  en  la  pena  de  muerte  por  herir ,  malar  ó 
prender  á  su  adversario  ,  en  la  de  pagarle  con  el  cuatro 
tanto  el  daño  que  le  hiciere  en  sus  cosas  ,  y  en  la  de  darle 
por  la  deshónrala  satisfacción  que  el  rey  estimase  justa; 
leyes  Z  y  4,  til.  12,  Parí.  tí 

BESTIALIDAD.  El  acceso  de  un  hombre  ó  de  una 
mujer  con  una  bestia. 

Las  leyes  del  Éxodo  y  del  Levítico  quieren  que  se  mate  al 
culpable  y  al  animal  (2).  La  ley  1  ,  tít.  30,  lib.  12,  Nov. 
Rec.  impone  por  este  delito  nefando  la  pena  de  ser  quemado 
y  la  confiscación  de  todos  los  bienes  :  mas  la  práctica  ha  sido 
ahorcar  ó  dar  garrote  al  reo  y  luego  quemarle ,  echando  el 
verdugo  sus  cenizas  al  viento ,  y  malar  igualmente  al  ani- 
mal para  que  no  quedase  memoria  del  crimen  ni  de  sus  re- 
sultas. 

La  ley  admite  para  la  acusación  de  este  delito  á  cual- 
quiera del  pueblo  ,  y  para  su  prueba  las  deposiciones  de  tres 
testigos  singulares  mayores  de  toda  escepçion,  ó  la  de  cua- 
tro menos  idóneos  con  el  adminículo  de  otros  indicios  ó 
presunciones;  dispone  ademas  que  conozca  de  él  la  justicia 
ordinaria,  aunque  el  reo  tenga  fuero  militar  ;  y  manda  tam- 
bién que  se  castigue  la  tentativa  ó  conato  con  la  misma  pena 
que  el  delito  consumado ,  siempre  que  la  consumación  de- 
jare de  verificarse  por  sucesos  independientes  de  la  volun- 
tad del  culpable  y  no  por  su  arrepentimiento;  leyes  1,  2 
y  3,  tít.  30,  lib.  12,  Nov.  Rec. 

Los  nuevos  códigos  penales  de  las  naciones  civilizadas  no 
hacen  mención  de  este  delito  raro  y  degradante  de  la  especie 
humana,  que  mas  bien  es  un  pecado  cuya  existencia  debia 
quedar  sepultada  en  el  silencio. 

BESTIAS.  En  general  son  todos  los  animales  cuadrúpe- 
dos ;  pero  mas  particularmente  se  designan  con  este  nombre 
los  animales  domésticos ,  como  los  caballos,  machos ,  muías, 
jumentos,  bueyes  y  vacas.  Véase  Animales. 

BESTIAS  de  guia.  Los  animales  que  para  llevar  alguna 
carga  ó  persona  dan  las  justicias  en  virtud  de  guia  ó  pasa- 
porte que  para  ello  se  concede.  Véase  Bagajes. 

BI 

BIBLIA.  La  sagrada  Escritura  ,  ó  sea  los  libros  canóni- 
cos del  viejo  y  nuevo  Testamento.  La  palabra  Biblia  viene 
de  la  voz  griega  Biblion  que  significa  libro  ;  de  suerte  que  la 
sagrada  Escritura  se  llama  por  antonomasia  el  Libro  por  ser 
el  libro  de  los  libros ,  así  en  razón  de  su  origen  como  de  su 
santidad. 

La  Biblia  se  compone  de  setenta  y  dos  libros  particulares, 
esto  es,  de  cuarenta  y  cinco  del  viejo  Testamento  y  veinte 
y  siete  del  nuevo ,  los  cuales  fueron  recibidos  y  adoptados 

(2)  La  ley  2  ,  tít.  21  ,  Part.  7,  impone  la  pena  de  muerta  al 
culpable,  y  en  cuanto  al  animal  dice  :  «  El  deuias  deben  matar 
la  bestia  para  amortiguar  la  remembranza  del  fecho.  » 
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cunio  canónicos  en  el  concilio  Cartaginense  de  397  ,  en  el 
Romano  de  494 ,  y  principalmente  en  el  Florentino,  llamán- 
dose canónicos  ,  porque  contienen  la  norma  y  regla  que  de- 
bemos seguir  en  "la  fe  y  en  las  costumbres ,  y  porque  están 
puestos  por  la  Iglesia  en  el  catálogo  de  los  jibros  divinos. 

La  reunion  de  todos  estos  Jibros  se  llama  Testamento  viejo 
y  nuevo,  porque  en  ellos  se  contiene  la  última  voluntad  de 
•Dios  y  se  nos  defiere  la  herencia  de  los  bienes  celestiales , 
así  como  en  el  testamento  se  contiene  la  última  voluntad  del 
hombre  y  se  defiere  la  herencia  de  los  bienes  terrenos.  El 
uno  de  estos  dos  testamentos  se  llama  viejo,  porque  caducó  y 
dejó  de  obligar  con  la  venida  delmtepo  ,  llamado  así  por  el 
nuevo  espíritu  de  la  ley  cristiana  que  en  él  está  contenida. 
Mas  tanto  los  libros  del  viejo  Testamento  como  los  del  nue- 
vo, según  se  leen  en  la  Iglesia  católica  y  en  la  antigua  edi- 
ción llamada  vuhjala ,  deben  ser  tenidos  por  sagrados  y 
canónicos  ó  inspirados  por  Dios  ;  y  el  que  no  los  recibe  todos 
como  tales  ó  niega  pertinazmente  alguna  de  las  verdades  que 
contienen ,  se  considera  hereje  por  el  concilio  de  Trento. 

Es  común  opinion  que  la  primera  edición  del  viejo  Tes- 
tamento se  hizo  en  hebreo,  escepto  los  libros  deEsdras, 
Daniel ,  Tobías  y  Judith  que  se  cree  haber  sido  escritos  en 
caldeo  ,  y  los  de  la  Sabiduría  y  segundo  de  los  Macabeos  que 
según  san  Jerónimo  se  escribieron  en  griego. 

Por  lo  que  toca  al  nuevo  Testamento  ,  su  primera  edición 
se  hizo  en  griego  ,  porque  en  tiempo  de  los  apóstoles  era 
muy  familiar  este  idioma  entre  los  judíos.  Esceptúanse  el 
Evangelio  de  san  Mateo,  que  se  escribió  en  hebreo  ;  el  de  san 
Marcos  ,  escrito  primero  en  latin  para  los  Romanos  y  luego 
en  griego  para  los  Alejandrinos;  y  la  epístola  de  san  Pablo 
á  los  Hebreos,  escrita  en  hebreo. 

La  segunda  edición  de  todo  el  viejo  Testamento  fué  la  pa- 
ráfrasis caldaica ,  hecha  del  hebreo  al  caldeo  por  Onxelo, 
Jonatas  hijo  de  Uriel ,  y  José  el  Ciego  ;  y  esta  es  la  que  los 
Hebreos  llaman  Targum. 

La  tercera  edición  del  viejo  Testamento  fué  la  que  hicie- 
ron del  hebreo  al  griego  en  tiempo  de  Ptolomeo  Filadelfo  el 
año  272  antes  de  Cristo  los  setenta  intérpretes ,  quienes  en- 
cerrados en  celdas  separadas  tradujeron  en  el  espacio  de  se- 
tenta y  dos  dias  todo  el  viejo  Testamento  del  hebreo  al  grie- 
go, con  la  admirable  particularidad  de  que  trabajando  cada 
uno  de  ellos  aisladamente  sin  verse  ni  hablarse  unos  á  otros, 
coincidieron  todos  en  el  mismo  sentido  ,  en  las  mismas  fra- 
ses ,  en  las  mismas  palabras,  en  la  misma  colocación  de 
ellas,  y  hasta  en  los  mismos  ápices  :  bien  que  san  Jerónimo 
('epist.  1Q4,  prœfat.  in  Penlaleuehum)  niega  espresamente 
y  se  rie  de  la  historia  de  las  celdas  separadas,  sosteniendo 
que  los  setenta  intérpretes  trabajaron  juntos  y  conferenciando 
entre  sí  la  traducción  de  la  sagrada  Escritura. 

Después  de  estas  versiones  griegas  vinieron  las  latinas,  que 
tomaron  el  viejo  Testamento  del  hebreo  y  el  nuevo  del  grie- 
go. Mas  entre  todas  ellas,  que  son  innumerables,  solo  ha 
sido  reconocida  y  adoptada  como  auténtica  por  la  Iglesia  la 
edición  antigua  y  vulgata,  que  aunque  se  debe  en  parte  á 
san  Jerónimo  ,  en  parte  á  Luciano,  en  parte  á  Teodocion  y 
en  parte  á  cierto  intérprete  desconocido ,  se  atribuye  sin 
embargo  á  san  Jerónimo ,  porque  corrigió  lo  que  él  no  habia 
traducido. 

La  Biblia  tiene  dos  sentidos ,  uno  literal  y  otro  espiritual 
ó  místico.  Sentido  literal  es  el  significado  que  nos  presentan 
inmediatamente  las  palabras  mismas;  y  místico  ó  espiritual 
es  el  que  nos  presentan  las  palabras,  no  inmediatamente  por 
sí  sino  solo  mediatamente,  esto  es,  por  medio  de  las  cosas» 
significadas  inmediatamente  por  las  mismas  palabras  :  de 
manera  que  ei  sentido  literal  es  el  sentido  preciso  de  la  letra 
ó  de  las  palabras  ,  y  el  espiritual  es  el  sentido  misterioso  de 
!as  cosas.  Así  es  que  un  mismo  pasaje  ó  texto  tiene  á  veces 
significación,  literal  y  significación  espiritual ,  como  se  ve  por 


ejemplo  en  la  epístola  de  san  Pablo  á  los  Gálatas,  cap.  U, 
donde  las  mismas  palabras  que  literalmente  indican  que 
Abraham  tuvo  dos  hijos,  uno  de  sierva  y  otro  de  mujer  libre 
ó  ingenua,  designan  místicamente  el  viejo  y  el  nuevo  Testa- 
mento, come  dice  á  continuación  el  Apóstol  :  Hœc  cnim  sunt 
duo  testamenta. 

El  sentido  literal  se  subdivide  en  propio  y  en  impropio. 
Sentido  propio  es  el  que  tienen  inmediatamente  las  palabras 
tomadas  en  su  acepción  recta  y  primaria.  Impropio  es  el  que 
tienen  las  palabras  tomadas  en  una  acepción  figurada  :  por 
lo  cual  se  dice  también  figurado  y  traslaticio.  Así  Jesucristo 
se  llama  impropia  ó  figuradamente  león ,  piedra ,  vid  y  otras 
cosas  semejantes.    ' 

También  se  subdivide  el  sentido  espiritual  ó  místico  en 
alegórico  que  corresponde  á  la  fe ,  anagógico  que  corres- 
ponde á  la  esperanza ,  y  en  tropológlco  ó  moral  que  corres- 
ponde á  la  caridad.  Es  sentido  alegórico  ,  cuando  las  pala- 
bras de  la  Biblia,  ademas  del  sentido  literal ,  indican  alguna 
cosa  que  debemos  creer.  Es  anagógico,  cuando  ademas  del 
sentido  literal ,  denotan  las  palabras  alguna  cosa  que  debe- 
mos esperar  en  la  eterna  bienaventuranza.  Y  es  moral  ó  tro- 
pológlco, cuando  sobre  el  sentido  literal  nos  manifiestan  las 
palabras  alguna  cosa  que  moralmente  debemos  hacer  ó  al- 
guna obra  de  caridad  que  ha  de  ejercerse. 

Infiérese  pues  que  en  resumen  son  cuatro  los  sentidos  de 
la  Biblia,  es  á  saber,  literal,  alegórico,  tropológlco  y  ana- 
gógico ,  comprendidos  todos  en  estos  dos  versos  : 

Liltera  gesta  docet,  quid  credas  allegoria, 
Moralis  quid  agas,  quidsperes  anagogia. 

Todos  estos  cuatro  sentidos  pueden  encontrarse  en  iki 
solo  pasaje  de  la  Biblia,  como  se  ve  en  la  carta  de  san  Pablo  à 
los  de  Galacia,  cap.  4,  donde  todos  se  espresan  claramente  en 
los  hijos  de  Abraham;  y  aun  todos  se  encuentran  á  la  vez  en 
la  palabra  Jerusalen ,  que  literalmente  significa  la  capital  de 
la  Palestina,  alegóricamente  la  Iglesia  militante  que  debemos 
creer,  tropológlca  ó  moralmente  nuestra  alma  que  debemos 
adornar  con  las  virtudes  y  buenas  costumbres,  y  anagógica- 
mentc  la  Iglesia  triunfante ,  es  decir,  la,  patria  celestial  que 
debe  ser  objeto  de  nuestra  esperanza. 

Mas  no  en  cualquiera  pasaje  de  la  Biblia  pueden  hallarse 
todos  estos  sentidos  ;  pues  se  aducen  muchos  textos  en  que 
no  hay  sentido  místico  sino  solo  literal,  y  por  el  contrario  so 
ven  algunos  en  que  no  hay  sentido  literal  sino  solo  místico. 

Aunque  la  interpretación  doctrinal  y  magistral  de  la  Bi- 
blia ,  según  el  sentir  de  los  santos  Padres  ,  puede  hacerse 
por  los  varones  doctos  é  idóneos ,  como  se  ha  hecho  efecti- 
vamente por  tantos  espositores  sagrados  ;  sin  embargo  la 
interpretación  canónica  pertenece  solo  á  la  Iglesia,  como 
está  decidido  espresamente  por  el  concilio  de  Trento  ,  sess. 
4,  in  decreto  de  edilione  el  usu  sacrorum  librorun. 

No  puede  leerse  la  Biblia  en  lengua  vulgar  sino  por  los 
que  tengan  licencia  para  ello ,  por  haber  acreditado  la  espe- 
riencia  que  los  hombres  por  su  temeridad  han  sacado  de  tal 
lectura  mas  daño  que  provecho,  como  dice  la  regla  cuarta 
del  índice  de  los  libros  prohibidos  :  por  cuya  razón  Clemen- 
te XI  en  su  constitución  de  8  de  setiembre  de  1715  que  co- 
mienza Unigenilus  Dei  filius,  condenó  las  proposiciones  de 
Pascasio  Quesnell  reducidas  á  sentar  que  la  Biblia  en  lengua 
vulgar  debe  estar  siempre  abierta  para  todos  los  fieles ,  aun 
para  los  legos  y  las  mujeres. 

f  Las  bibliotecas  públicas  pueden  adquirir  y  conservar 
en  la  parte  reservada  dos  ejemplares  de  cada  una  de  las 
traducciones  del  Evangelio  al  vascuence  y  al  gitano  ó  roma- 
ni ,  para  que  no  se  pierdan  enteramente  estas  publicaciones, 
que  no  carecen  de  mérito  como  trabajos  filológicos.  Rl.  órd. 
dei  de  agosto  de  1838. 
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BIBLIOTECA.  El  sitio  en  que  se  tiene  un  gran  número 
de  libros  colocados  por  orden  en  armarios  ó  estantes;  y 
también  el  conjunto  de  los  mismos  libros. 
.  Antes  de  la  invención  de  la  imprenta ,  solamente  los  ricos 
se  hallaban  en  estado  de  poder  tener  bibliotecas  formadas  de 
muchos  libros  diferentes,  porque  entonces  no  habia  masque 
manuscritos  ,  cuya  adquisición  era  muy  costosa.  Los  libros 
pues  no  andaban  como  ahora  en  manos  de  todo  el  mundo,, 
sino  que  los  príncipes  eran  íos  que  solían  conservarlos  en 
sus  bibliotecas  á  cargo  de  sugetos  de  literatura  y  probidad, 
y  era  necesario  recurrir  á  ellos  para  sacar  estrados. 

En  Roma  existe  la  célebre  biblioteca  del  Vaticano,  donde 
se  guardan  los  libros  sagrados  ,  de  que  nos  ha  dado  la  im- 
prenta tantas  ediciones,  las  cuales  no  hacen  fe  sino  en  cuanto 
se  hallen  conformes  con  los  manuscritos  que  allí  se  encierran. 

Por  decreto  de  Felipe  V  de  2  de  enero  de  1716  se  estable- 
ció en  Madrid  bajo  la  protección  de  S.  M.'  una  biblioteca 
pública ,  que  es  ahora  de  las  mas  bellas  é  importantes  de 
Europa,  y  ha  estado  y  está  á  cargo  de  literatos  distinguidos, 
quienes  gozan  del  fuero  y  preeminencias  de  empleados  del 
real  palacio.  Tiene  asignados  algunos  fondos  para  su  conser- 
vación y  aumento;  y  todas  sus  dependencias  y  negocios  de- 
ben correr  privativamente  por  la  secretaría  del  despacho 
universal  que  tuviere  á  su  cargo  las  casas  reales  ;  leyes  i  y 
2,  til.  l<¡,lib.$,Nov.Rec. 

Esta  biblioteca  pública,  llamada  real  y  ahora  nacional, 
goza  el  derecho  de  preferencia  en  la  compra  de  librerías 
que  quedaren  de  venta  por  muerte  desús  dueños  ó  por  otros 
motivos  ,  debiendo  los  tasadores  dar  aviso  al  bibliotecario 
mayor  con  relación  de  los  libros  impresos  y  manuscritos  y 
su  precio  ,  y  prevenir  á  los  sugetos  encargados  de  ellas  no 
pasen  á  efectuar  su  venta  en  el  término  de  los  quince  dias 
siguientes  por  sí  el  dicho  bibliotecario  mayor  quiere  adqui- 
rirlas para  el  establecimiento  ;  ley  h,  lit.  lB,  y  ley  %  til.  19, 
lib.  8 ,  Nov.  Reo. 

También  tiene  privilegio  esta  biblioteca  para  que  se  le 
entregue  por  los  impresores  un  ejemplar  encuadernado  en 
pasta  de  todas  las  obras,  libros,  papeles,  mapas,  estampas, 
ordenanzas,  reglamentos,  pragmáticas,  cédulas  ,  decretos 
y  demás  que  por  cuenta  de  particulares,  corporaciones  ó 
autoridades  impriman  ó  reimpriman  ,  no  pudiendo  darse 
curso  á  obra  alguna  sin  que  preceda  este  requisito  ;  leyes 
56,  57  y  58,  tít.  16,  ley'ü,  tit.  .10,  lib.  8,  Nov.  Rec.  ;  real 
orden  décode  febrero  de  1819; y  orden  de  las  Corles  de  17 
de  marzo  de  1857. 

•f  Para  evitar  los  perjuicios  que  á  la  biblioteca  nacional 
se  irrogan  por  la  completa  inobservancia  de  las  leyes  que 
imponen  á  los  autores  y  libreros  la  obligación  de  entregar 
á  la  espresada  biblioteca  un  ejemplar  de  cuantas  obras  se 
publiquen  en  España,  está  dispuesto  que  los  jefes  políticos 
procuren  hacer  cumplir  con  toda  exactitud  lo  dispuesto  en 
el  particular  por  las  leyes  y  órdenes  vigentes.  Rl.  órd.  de 
b  de  agosto  de  Wii.  —  En  otra  real  orden  de  50  de  setiem- 
bre de  18Ü5  se  mandó  á  los  jefes  políticos  que  cuiden  de  que 
se  lleve  á  puro  y  debido  efecto  el  decreto  de  las  Cortes  de 
22  de  marzo  de  1837ylasleyes  á  queso  refiere,  previniendo 
que  se  entregue  el  ejemplar  correspondiente  á  la  biblioteca 
nacional  de  cada  obra  que  se  diere  á  luz,  para  lo  cual  ha- 
brá un  oficial  de  la  espresada  biblioteca  en  Madrid  ,  y  un 
comisionado  de  la  misma  en  las  provincias  ,  encargados  de 
coger  los  ejemplares  en  el  gobierno  político  cada  quince 
dias  cuanto  mas  tarde. 

¿Fuede  ser  embargada  para  pago  de  deudas  la  biblioteca 
de  un  magistrado,  de  un  jurisconsulto,  de  un  médico ,  ó  de 
cualquiera  otro  hombre  público  que  la  necesita  para  el  ejer- 
cicio de  su  profesión?  Esta  cuestión  ha  sido  agitada  en  mu- 
chas parles  de  Europa  y  en  diversas  épocas,  y  se  ha  decidido 
en  diferentes  sentidos  según  la  jurisprudencia  respectiva  de 


los  tribunales ,  escepto  en  una  ú  otra  nación  donde  la  ley  ha 
concedido  ó  negado  espresamente  á  dichas  clases  la  esencion 
de  traba  sobre  suslibros.  Entre  nosotros  opinan  generalmente 
los  intérpretes  que  deben  estar  libres  de  embargo  y  ejecución 
los  libros  de  los  abogados  y  demás  profesores  ,  así  como  lo 
están  las  armas  de  los  soldados  y  de  los  nobles  ,  los  animales 
y  aperos  de  labranza  ,  y  los  instrumentos  de  las  artes  y  ofi- 
cios ,  porque  sin  ellos  no  podrían  los  profesores  procurarse 
la  subsistencia  ni  cultivar  y  hacer  progresar  las  ciencias  y 
las  artes.  —  En  Francia  el  código  de  enjuiciamiento  civil  da 
derecho  á  todo  deudor  para  que  libre  del  embargo  los  libros 
de  su  profesión  qtie  mas  le  acomoden  hasta  en  valor  de  tres- 
cientos francos  ;  art.  Si92. 

BIEN.  La  utilidad ,  provecho  ó  beneficio  ,  como  bien  de 
la  república,  bien  de  la  patria;  —  y  antiguamente  el  caudal 
ó  hacienda. 

BIENES.  Todas  las  cosas  que  no  siendo  personas  pueden 
ser  de  utilidad  al  hombre;  —  y  mas  especialmente  las  cosas 
que  componen  nuestra  hacienda,  caudal  ó  riqueza ,— ó  como 
dice  el  proemio  del  tít.  17,  Part.  2,  aquellas  cosas  de  que 
los  homes  se  sirven  et  se  ayudan  (1). 

Llámanse  bienes  del  verbo  latino  beare ,  hacer  feliz ,  por- 
que ellos  hacen  dichosos  á  los  que  los  poseen  :  Bono,  dicun- 
tur  ex  eoquod  beant  homines,  hoc  est,  beatos  faciunt.  De 
donde  se  sigue  que  las  cosas  que  no  están  en  el  comercio  no 
pueden  propiamente  decirse  bienes.  Bajo  la  palabra  bienes  se 
comprenden  también  las  acciones,  de  cualquiera  especie  que 
sean  :  Mau'e  bonis  adnumeralur  quod  est  in  octionibns ,  pa- 
tilionibus,  persecutionibus.  —  Bienes  se  entienden  los  que 
quedan  después  de  pagadas  las  deudas  :  Bona  inlelligunlur 
quœ,  deducto  œre  alieno,  supersunt. 

No  se  cuentan  por  bienes  los  que  causan  mas  daño  quo 
provecho  ;  regla  3,  tít.  5'í,  Part.  7. 

BIENES  abintestatos.  Hablando  en  general  son  los 
bienes  que  deja  el  propietario  que  muer-e  sin  testamento  , 
tenga  ó  no  tenga  herederos  legítimos;  pero  se  llaman  así 
mas  especialmente  los  bienes  dejados  por  el  propietario 
que  muere  sin  testamento  y  no  tiene  herederos  legítimos  que 
le  sucedan. 

En  este  último  sentido  pertenecen  estos  bienes  al  rey, 
quien  por  decreto  de  27  de  noviembre  de  1785  é  instrucción 
de  26  de  agosto  de  1786  los  destinó  como  los  mostrencos  y 
vacantes  á  la  construcción  y  conservación  de  caminos  ú 
otras  obras  públicas  de  regadío  y  policía  ó  fomento  de  indus- 
tria, creando  una  jurisdicción  ó  subdelegacion  especial  á 
cargo  del  asesor  general  de  correos  y  caminos  para  la  re- 
caudación y  gobierno  de  tales  bienes  y  para  conocer  de  las 
causas  que  sobre  ellos  ocurrieren ,  con  facultad  de  nombrar 
subdelegados  subalternos  donde  se  creyeren  necesarios. 

En  su  consecuencia ,  según  los  artículos  7,  8  y  9  de  la 
citada  instrucción,  cuando  alguno  muriere  sin  testamento  ni 
parientes  conocidos  dentro  del  cuarto  grado ,  debe  el  juez 
subdelegado,  por  denuncia  del  alguacil  del  juzgado  ó  de 
cualquiera  otra  persona  ,  recibir,  información  que  acredite 
ambos  estreñios,  esto  es,  la  muerte  sin  testamento  y  la  falta 
de  parientes;  llamar  luego  por  medio  de  tres  edictos  á  los 
que  se  consideren  con  derecho  á  la  sucesión  por  testamento 
ó  ab  intestato,  señalándoles  para  comparecer  el  término 
competente,  que  no  ha  de  bajar  de  treinta  dias  ;  oir  á  los  que 
parecieren  dentro  del  término,  y  entregarles  los  bienes  si 
acreditaren  su  derecho  á  ellos  :  mas  sí  dentro  del  término  no 
se  presentasen  herederos  ,  debe  entonces  el  juez  recibir  la 
.causa  á  pruena ,  notificándose  los  autos  en  los  estrados, 
hacer  que  se  ratifiquen  los  testigos  de  la  sumaria  informa- 
ción, concluir  la  causa,  y  conclusa  declarar  por  sentencia 

(1)  Bienes  no  son  dichos  aquellos  por  los  cuales  viene  á  los  hom- 
bres mas  daño  que  provecho  :  regla  5,  lit.  54,  Part.  7. 
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que  los  bienes  pertenecen  al  objeto  de  construcción  y  con- 
servación de  caminos  ,  aplicando  las  dos  terceras  partes  á 
este  destino,  y  la  otra  tercera  al  denunciador  y  gastos  del 
pleito,  á  cuyo  efecto  se  han  de  vender  los  bienes  en  pública 
almoneda  co#  arreglo  á  derecho. 

Si  el  difunto  es  forastero,  debe  el  subdelegado  enviar 
requisitoria  al  subdelegado  del  lugar  de  su  naturaleza, 
y  si  no  le  hubiere  al  mas  inmediato,  para  que  reciba  infor- 
mación de  oficio  sóbrela  existencia  de  parientes  ,  publique 
los  edictos,  oiga  las  justificaciones  de  los  que  se  presentaren, 
y  le  remita  las  diligencias  practicadas  para  decidir  la  causa. 

Los  bienes  abintestatos  de  las  personas  que  gozan  del 
monte  pió  militar  se  aplican  á  dicho  monte  y  no  á  la  cons- 
trucción de  caminos;  cap.  2,  art.  11  ,  reglam.  de  20  ds 
abril  de  1761,  y  real  arden  de  51  de  marzo  de  1783. 

Mas  por  ley  de  9  de  mayo  de  183a  ha  quedado  abolida 
la  citada  subdelegacion  llamada  de  mostrencos ,  y  se  esta- 
blece el  modo  de  proceder  en  los  negocios  de  esta  clase. 
Véase  Bienes  mostrencos  y  Estado. 

BIENES  acensuados.  Los  que  se  hallan  gravados  con 
algún  censo.  Deben  ser  inmuebles  ó  raices  y  fructíferos.  Se 
consideran  aquí  como  raices  no  solo  los  predios  rústicos  y 
urbanos,  sino  también  los  derechos  incorporales  que  van 
adhérentes  á  la  tierra  ,  como  los  de  pacer,  pescar,  diez- 
mar, etc.,  y  otros  que  se  reputan  perpetuos,  aunque  no 
vayan  adhérentes  á  la  tierra  ,  como  los  propios  y  arbitrios 
de  los  pueblos,  y  los  derechos  comunes  de  los  oficios  de  los 
artesanos.  Deben  ser  fructíferos  natural  ó  civilmente,  de 
suerte  que  si  dejan  de  serlo  absolutamente  y  en  el  todo,  de- 
jan también  de  ser  acensuados ,  pues  por  este  hecho  queda 
estinguido  el  censo  ;  pero  si  se  hiciesen  infructíferos  solo  en 
parte  (i),  continuaría  la  carga,  con  tal  que  produjesen  los 
frutos  suficientes  para  pagarla,  según  la  opinion  mas  proba- 
ble; y  :i  viniesen  á  hacerse  tales  por  culpa  ó  dolo  del  cen- 
satario ,  podría  el  acreedor  del  censo  repetir  el  precio  que 
había  dado  y  los  perjuicios  (2). 

Los  bienes  acensuados  llevan  consigo  la  carga  riel  pago  do 
la  pension  ,  de  modo  que  si  pasan  de  mano  y  el  anterior  po- 
seedor dejó  de  pagar  algunas  de  las  anualidades  vencidas 
mientras  los  tuvo  en  su  poder,  tiene  que  pagarlas  el  posee- 
dor que  lo  sea  en  la  actualidad  si  se  le  piden  por  el  acree- 
dor, bien  que  con  el  recurso  de  poderlas  recobrar  del  que 
dejó  de  satisfacerlas.  Por  eso  algunos  autores  son  de  opinion 
que  los  bienes  acensuados  tienen  la  calidad  de  servidum- 
bre (5) ,  viendo  que  los  predios  y  no  las  personas  son  los 
obligados  ,  y  combaten  el  parecer  de  los  que  les  dan  el  ca- 
rácter de  hipoteca,  porque  para  ello  seria  preciso  que  la  ac- 
ción de  pedir  las  pensiones  atrasadas  no  pudiera  intentarse 
contra  ei  poseedor  actual  sin  hacer  antes  excusión  de  los 
bienes  del  anterior  que  las  adeudaba.  Sin  embargo  en  el  uso 
general  se  llama  hipoteca  y  no  servidumbre  el  derecho  que 
se  tiene  sobre  los  bienes  acensuados;  y  no  hay  inconveniente 
en  que  así  se  denomine,  con  tal  que  se  entienda  ser  hipoteca 
anómala  ó  irregular.  Véase  Censo. 

BIENES  de  abolengo.  Los  bienes  que  formaban  el  pa- 
trimonio de  nuestros  mayores  ó  abuelos  y  nos  han  venido 
de  ellos  por  herencia ,  legado  ó  donación. 

BIENES  adventicios.  Los  que  el  hijo  de  familia  estando 
bajo  la  patria  potestad  adquiere  por  su  trabajo  en  algún  ofi- 
cio, arte  ó  industria,  ó  bien  por  fortuna  ,  ó  por  donación  , 
legado  ó  herencia  de  propios  y  estraños  ,  con  tal  que  no  le 
vengan  por  razón  ó  causa  de  padre. 

La  propiedad  de  estos  bienes  üertenece  al  hijo,  y  el  usu- 

(1)  Quedando  salva  al  menos  la  octava,  según  la  ley  28,  tít.  8, 
Part.  5. 

Véanse  las  citas  en  Censo. 
(3)  Véase  Accvcdo  ,  núm.  i  ,  ley  2 ,  tít.  13  ,  lib.  3 ,  Rec. 


fructo  al  padre  mientras  tiene  al  hijo  bajo  su  potestad;  ley  5, 
til.  17,  Part,  U  ,  y  leyes  47  y  US  de  Toro. 

El  padre  que  emancipa  al  hijo  conserva  en  premio  la  mi- 
tad del  usufructo  de  estos  bienes  si  no  la  remite  ,  y  la  otra 
mitad  pasa  al  hijo;  ley  Ib,  til.  18,  Part.  U  (U). 

El  padre  puede  enajenar  los  bienes  del  peculio  adventicio 
del  hijo  mientras  tiene  su  administración  si  para  ello  hubiere 
justa  causa ,  sin  que  sea  necesaria  al  intento  la  intervención 
del  juez  (b),  Grey.  Lop.  en  la  gl.  5,  ley  %U,  lit.  lô,  Parí.  b. 

Mas  si  los  enajenare  sin  justa  causa,  tiene  derecho  el  hijo 
á  sacar  su  importe  de  los  bienes  propios  del  padre  en  caso 
de  sobrevivirle,  como  que  le  están  tácitamente  hipotecados; 
y  no  siendo  estos  bastantes  para  el  pago  ,  puede  repetirlos 
de  cualquiera  que  los  tenga  si  renunciare  la  herencia  paterna, 
pues  aceptándola  no  podrá  demandarlos,  porque  como  he- 
redero estará  obligado  al  cumplimiento  de  todos  los  contratos 
legítimos  del  difunto;  ley  24,  tít.  13  ,  Part.  b.  Véase  Padre 
y  Patria  potestad. 

BIENES  alodiales.  Los  que  se  hallan  libres  y  esentos 
de  toda  carga  ó  derecho  señorial. 

BIENES  antifernales.  Los  que  el  marido  señala  á  la 
mujer  en  compensación  de  la  dote.  Antifernales  es  lo  mismo 
que  contradotales.  Estos  bienes  son  las  donaciones  que  según 
las  leyes  1  y  2 ,  tít.  11 ,  Part.  U,  se  hacían  por  el  varón  á  la 
mujer  por  razón  de  casamiento  ó  para  seguridad  de  la  dote, 
y  que  ya  no  están  en  uso.  Véase  Arras  en  el  artículo  cuarto. 

BIENES  castrenses.  Los  que  adquiere  el  hijo  de  fami- 
lias por  razón  de  la  milicia  ó  sea  con  ocasión  del  servicio 
militar,  ley  b,  tít.  17,  Parl.U  ;  esto  es ,  lo  que  el  padre  mismo 
le  da  al  partir  para  la  milicia ,  lo  que  le  dona  ó  deja  en  tes- 
tamento algún  compañero  de  armas  ,  lo  que  coge  por  via  de 
botin  legítimo  en  el  campo  ó  pais  enemigo,  lo  que  gana  por 
sueldos  ó  ventajas  ,  y  lo  que  compra  con  el  dinero  adquirido 
por  estos  medios. 

Estos  bienes  son  enteramente  del  hijo,  tanto  por  lo  que 
mira  á  la  propiedad ,  como  por  lo  que  hace  al  usufructo ,  de 
modo  que  puede  disponer  libremente  de  ellos  durante  su 
vida ,  sin  que  el  padre  ni  otro  pariente  pueda  alegar  derecho 
alguno  sobre  los  mismos;  ley  6,  lit.  17,  Part,  k  ;  pero  por 
última  voluntad  debe  arreglarse  á  la  ley  6  de  Toro  ,  en  que 
se  ordena  que  los  ascendientes  sean  herederos  forzosos  por 
testamento  y  ab  intestato  de  sus  descendientes  que  mueran 
sin  hijos  en  todos  sus  bienes  de  cualquier  calidad  que  sean, 
escepto  en  el  tercio  que  podrá  dejarse  á  cualesquiera  per- 
sonas ((V).  Véase  Ascendientes.' 

BIENES  cuasi  castrenses.  Los  que  adquiere  el  hijo  de 
familias  en  el  ejercicio  de  las  ciencias  y  en  el  uso  de  oficios 
públicos  ,  ó  por  donación  que  le  haga  el  rey  ú  otro  señor  ; 
ley  7,  tít.  17,  Part.  U.  Tales  son  los  sueldos,  honorarios  y 
ganancias  por  el  desempeño  de  los  empleos  y  profesiones  de 
juez,  abogado  ,  catedrático  ,  escribano  y  otros  semejantes, 
como  también  por  el  ejercicio  de  las  artes  liberales.  Tales 
pueden  reputarse  igualmente  los  gastos  hechos  por  el  padre 
en  la  carrera  literaria  del  hijo ,  con  tal  que  este  aproveche 
y  no  desampare  después  los  estudios,  y  no  se  oponga  á 
este  concepto  por  otra  parte  la  voluntad  espresa  ó  tácita  del 

('i)  Para  la  perfecta  inteligencia  de  esa  ley  5  de  Partida  véase 
á  Gómez  ,  núm.  6 ,  á  la  ley  48  de  Toro. 

(5)  Sobreestá  doctrina  véase  el  Febr.  mej.,  t.  d,  pág.  101 ,  §  o 
que  cita  los  autores  en  que  se  funda. 

(6)  En  efecto,  si  no  es  en  cuanto  al  tercio ,  no  pueden  hacer  lo 
que  quisieren  en  última  disposición  contra  la  ley  6  de  Toro  ,  que 
constituye  á  los  ascendientes  sucesores  en  todos  sus  bienes  de  cual- 
quier calidad  que  sean ,  si  faltan  descendientes  legítimos  ó  que 
hayan  derecho  de  heredar.  Véase  á  Gómez,  que  en  el  comentario 
de  esa  ley  se  encarga  de  si  el  padre  sucede  jure  hereditario  ó  jure 
peculii ,  y  la  glos.  de  Greg.  Lop.  al  fin  de  la  ley  6  citada. 
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padre.  Entre  estos  gastos  se  cuentan  los  libros  que  el  padre 
da  al  hijo  para  aprender  alguna  ciencia,  los  cuales  se  consi- 
derarán por  tanto  como  bienes  cuasi  castrenses  en  la  misma 
forma  y  con  las  propias  limitaciones  que  los  demás  gastos  (I). 
Algunos  autores  son  también  de  opinion  ,  citando  en  su  apoyo 
á  Papiniano ,  que  corresponde  á  la  misma  clase  de  bienes  lo 
dado  y  espendidopor  el  padre  en  la  consecución  de  grados 
de  universidades ,  y  otros  oficios  ó  condecoraciones  que  no 
tienen  salario  ni  emolumentos,  en  atención  á  que  no  son  mas 
que  premio  y  testimonio  de  idoneidad  en  las  ciencias. 

Los  bienes  cuasi  castrenses  se  llaman  así  á  ejemplo  de  los 
castrenses,  y  siguen  la  naturaleza  de  estos,  de  modo  que 
pertenecen  también  esclusivamente  al  hijo  en  cuanto  á  la 
propiedad  y  al  usufructo;  ley  1,  til.  17,  Parí.  li. 

BIENES  comunes.  Los  que  no  siendo  privativamente  de 
ninguno  en  cuanto  á  la  propiedad,  pertenecen  á  todos  en 
cuanto  al  uso  ,  como  el  aire,  el  agua  de  la  lluvia,  el  mar  y 
sus  playas,  entendiéndose  por  playa  lo  que  cubre  el  agua 
del  mar  cuando  mas  crece;  ley  3,  til.  28,  Part.  3.  Véase 
Agua,  Mar  y  Playa. 

En  un  sentido  mas  estrecho  se  entienden  por  bienes  co- 
munes los  que  corresponden  á  muchas  personas  por  derecho 
de  dominio  y  se  hallen  sin  dividirse.  Estos  bienes  comunes, 
en  que  el  todo  pertenece  ácada  uno  de  los  comuneros  ó  con- 
dueños y  á  todos  juntos ,  deben  repartirse  entre  estos  siempre 
que  alguno  lo  pida  y  no  obste  alguna  razón  particular,  en 
atención  á  que  semejante  comunidad  es  mas  perjudicial  que 
provechosa ,  ya  porque  es  una  fuente  perenne  de  discordias , 
ya  porque  los  bienes  se  desmejoran  mas  de  cada  dia  y  van 
perdiendo  su  valor,  pues  todos  los  comuneros  tratan  mas 
bien  de  aprovecharse  de  ellos  que  de  hacer  gastos  en  su  cul- 
tivo ,  ya  porque  bajo  una  igualdad  aparente  hay  una  desi- 
gualdad real ,  pues  el  mas  fuerte  se  enriquece  mas  á  costa 
del  mas  débil. 

Esto  no  puede  aplicarse  á  la  comunidad  de  bienes  entre 
marido  y  mujer,  pues  no  militan  contra  ella  las  mismas  ra- 
zones ;  ni  á  la  comunidad  que  se  establece  entre  socios  de 
comercio  ,  porque  su  objeto  es  la  adquisición  y  no  el  goce. 

BIENES  concejiles.  Los  que  en  cuanto  á  la  propiedad 
pertenecen  al  común  ó  concejo  de  una  ciudad ,  villa  ó  lugar, 
y  en  cuanto  al  uso  á  todos  y  cada  uno  de  sus  vecinos;  como 
las  fuentes,  montes,  dehesas,  pastos,  etc.;  ley  9,  lit.  28, 
Pari.  3. 

Algunos  de  estos  bienes  se  hallan  destinados  al  patrimonio 
del  pueblo  ,  y  no  puede  disfrutarlos  cada  vecino  en  parti- 
cular, sino  que  sus  productos  sirven  para  objetos  de  utilidad 
común ,  v.  gr.  para  reparar  puentes ,  caminos  ,  calzadas  ó 
fuentes ,  pagar  sueldos  ú  honorarios  de  empleados  y  facul- 
tativos, ú  otros  fines  semejantes;  ley  10,  d.  lit.  28.  Estos 
bienes  patrimoniales  del  pueblo  se  llaman  Propios ,  y  se 
administran  por  el  ayuntamiento  ó  una  junta  especial  esta- 
blecida al  intento.  Véase  Propios  y  Arbitrios. 

[  *  En  la  república  de  Méjico  la  administración  de  estos 
bienes  está  encomendada  á  los  cuerpos  municipales ,  con 
arreglo  á  lo  dispuesto  en  sus  Ordenanzas  particulares,  y  en 
general  con  sujeción  á  lo  mandado  en  las  Ordenanzas  de  In- 
tendentes, en  el  til.  i3,  lib.  lí  de  la  liecop.  de  Tnd. ,  y  en  el 
lit.  16,  lib.  7,  Nov.  Rec.  —  Véase  el  art.  11 ,  dec.  de  23  de 
junio  de  1813,  que  pone  á  cargo  de  los  ayuntamientos  la 
administración  é  inversion  de  los  caudales  de  propios  y  ar- 
bitrios. El  de  Méjico  tiene  una  junta  de  hacienda  que  con- 
sulta y  prepara  el  despacho  de  los  negocios  que  locan  i  estos 
caudales. 
. ! ! : 

(1)  Leyes  5,  tit.  U ,  Part.  5,  y  5,  til.  15,  Part.  6,  de  cuyo  tenor 
se  ve  que  los  libros  y  gastos  hechos  en  aprender  alguna  ciencia  ó 
arte  no  se  reputan  sino  que  son  peculio  casi  castrense,  y  que  no 
hay  la  condición  de  que  el  hijo  aproveche  efectivamente. 


**  En  la  república  de  Venezuela ,  estos  bienes  forman 
parte  de  lo  que  llaman  allí  ventas  municipales;  y  á  las  dipu- 
taciones provinciales  corresponde  establecer  el  sistema  de  la 
recaudación  é  inversion  de  sus  productos:  §11,  art.  161, 
Constit.  de  24  de  setiembre  de 1 1830;  y  ley  de  27  de  abril  de  1859. 

***  En  la  república  de  Chile ,  la  administración  de  los 
bienes  de  que  se  trata ,  corresponde  también  á  las  munici- 
palidades, según  el  art.  128  de  la  Constit.  de  1853.] 

■  De  los  bienes  concejiles  puede  decirse  en  general  lo  mismo 
que  se  ha  dicho  de  los  comunes  en  el  artículo  precedente 
con  respecto  á  la  utilidad  de  su  division ,  siempre  que  no 
obste  la  naturaleza  particular  de  los  mismos  ó  alguna  consi- 
deración de  mucha  trascendencia.  La  distribución  de  los 
terrenos  comunales  ha  producido  en  algunos  paises  donde  se  - 
ha  ejecutado  ,  como  en  Inglaterra,  ventajas  de  la  mayor  im- 
portancia; pues  donde  antes  no  reinaba  sino  la  esterilidad, 
la  maleza,  la  tristeza  y  la  soledad  de  los  desiertos,  queda 
ahora  encantada  la»  vista  con  la  perspectiva  lisonjera  de  la 
abundancia  de  las  mieses,  árboles,  rebaños  y  habitaciones 
agradables.  En  efecto  la  division  y  apropiación  de  tales  ter- 
renos (2)  aumenta  el  número  de  los  propietarios,  disminuye 
el  de  los  jornaleros  y  proletarios  que  es  demasiado  escesivo, 
y  multiplica  el  producto  de  aquellas  tierras  que  disfrutadas 
en  común  nada  ó  casi  nada  producen  porque  todos  procuran 
aprovecharse  de  ellas  cuanto  pueden  sin  tomarse  el  trabajo 
de  guardarlas,  al  paso  que  si  se  reducen  á  propiedad  parti- 
cular, cada  uno  guarda  y  cultiva  su  porción ,  como  sin-orde- 
nanzas  ni  reglamentos  guarda  sus  viñas,  y  se  evitan  ademas 
la  destrucción,  las  talas, las  multas  y  las  vejaciones  de  toda 
especie.  Véase  Baldío  y  Monte. 

BIENES  corporales  É  incorporales.  Bienes  corporales 
son  los  que  se  hallan  en  la  esfera  de  los  sentidos,  como  la 
casa  ,  el  campo-,  el  vestido ,  etc.;  é  incorporales  los  que  no 
existen  sino  intelectualmente  ó  no  pueden  tocarse ,  como  las 
servidumbres,  herencias,  y  en  general  todos  los  derechos. 

BIENES  dotales.  Los  que  la  mujer  ú  otro  por  ella  da  al 
marido  en  razón  del  casamiento ,  con  el  fin  de  ayudar  á  sos- 
tener las  cargas  matrimoniales;  y  se  reputan  patrimonio 
propio  de  la  mujer.  Véase  Dole. 

BIENES  eclesiásticos.  Los  que  están  destinados  con 
las  formalidades  legitimas  para  atender  al  sustento  de  los 
ministros  y  al  pago  de  los  demás  gastos  del  culto  religioso. 

Antiguamente  estaban  esentos  de  pechos  y  tributos  los 
bienes  eclesiásticos ,  hasta  que  por  el  concordato  entre  la 
santa  sede  y  la  corte  de  España,  ajustado  el  año  de  1757, 
se  estableció  que  todos  los  bienes  que  desde  el  referido  año 
adquieran  las  iglesias,  lugares  pios  ó  comunidades  eclesiás- 
ticas ,  y  que  por  esto  cayeran  en  mano  muerta  ,  quedasen 
sujetos  al  pago  de  todos  los  impuestos  y  tributos  reales  que 
satisfacieran  los  legos ,  esceptuando  los  bienes  de  primera 
fundación;  de  suerte  que  todavía  conservaron  su  esencion 
los  bienes  que  tenian  adquiridos  las  iglesias  hasta  el  año  de 
1757  y  los  que  posteriormente  fuesen  adquiriendo  con  des- 
tino á  primeras  fundaciones.  Mas  por  breve  de  15  de  abril 
de  1817  se  sirvió  acceder  el  santo  padre  á  que  se  compren- 
diesen en  el  pago  de  las  contribuciones  del  reino  con  los 
bienes  de  los  seglares  todos  y  cada  uno  de  los  bienes  terri- 
toriales del  estado  eclesiástico  secular  y  regular,  en  cualquier 
tiempo  habidos ,  ó  adquiridos  y  poseídos. 

Está  prohibida  por  el  derecho  canónico  y  aun  por  varias 
leyes  de  nuestros  códigos  la  enajenación  de  los  bienes  ecle- 
siásticos; y  por  enajenación  se  entiende  toda  donación,  venta, 
permuta,  contrato  enfitéutico  perpetuo,  imposición  de  hipo- 
teca especial,  dación  á  censo,  y  aun  la  locación  ó  arrenda- 
miento por  mas  de  tres  años. 

(2)  En  decreto  de  4  de  enero  de  1815,  se  mandaron  reducir 
los  baldíos  y  otros  terrenos  comunes  á  propiedad  particular. 
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Sin  embargo ,  se  permite  la  enajenación  de  los  bienes 
eclesiásticos,  ya  sean  raices  ,  ya  muebles  preciosos,  y  aun 
de  los  consagrados  y  benditos ,  por  causa  de  necesidad,  uti- 
lidad y  piedad.  Así  que,  pueden  enajenarse  dichos  bienes: 
4o.  para  pagar  las  deudas  que  la  iglesia  hubiere  contraido 
y  no  pudiese  satisfacer  de  otro  modo  :  2o.  para  redimir  de 
cautiverio  á  los  parroquianos  que  no  tuviesen  otros  medios 
do  conseguir  su  libertad  :  5o.  para  dar  de  comer  á  los  pobres 
en  tiempo  de  hambre  :  4o.  para  hacer,  reparar  ó  mejorar  al- 
gún templo  :  5o.  para  comprar  terreno  con  objeto  de  hacer 
ó  aumentar  el  cementerio  (1)  :  6o.  para  comprar  ó  adquirir 
otros  bienes  que  sean  mas  útiles  á  la  iglesia;  ley  i,  til.  14, 
Part.  i. 

Mas  aun  en  estos  casos,  para  que  sea  válida  la  enajena- 
ción, es  indispensable  que  preceda  la  deliberación  del  ca- 
pítulo ,  cabildo  ó  comunidad  con  su  prelado  ;  —  que  con- 
curra el  consentimiento  espreso  de  todo  él,  ó  de  su  mayor 
y  mas  sana  parte;  —  que  firmen  el  instrumento  todos  sus 
individuos;  —  y  que  intervenga  la  licencia  del  superior  de 
la  iglesji  que  hace  la  enajenación,  v.  gr.  del  obispo  dioce- 
sano, no  estando  admitidas  las  bulas  que  para  toda  enaje- 
nación de  bienes  eclesiásticos  exigen  la  licencia  del  papa.  Si 
la  iglesia  está  sujeta  al  derecho  de  patronato,  debe  inter- 
venir también  el  consentimiento  del  patrono,  segunlaley65, 
tit.  18 ,  Part.  3,  aunque  algunos  no  lo  creen  necesario  en  el 
caso  de  mediar  el  beneplácito  de  la  santa  sede.  Fuero  Juzgo, 
lib.  5,  tít.  1  ;  Fuero  Real,  lib.  1,  tít.  5;  Part.  I,  tít.  14; 
Nov.  Rec.,iib.  1  ,  tít.  5  (2). 

Los  bienes  déla  iglesia  gozan  del  mismo  privilegio  que  los 
menores  de  veinte  y  cinco  años  :  y  así ,  cuando  se  menos- 
caben por  tiempo  ó  por  engaño  ó  por  negligencia  de  alguno, 
puede  hacerse  uso  del  beneficio  de  restitución  in  integrüm 
en  el  término  de  cuatro  años  desde  el  dia  en  que  se  verificó 
el  perjuicio  ;  pero  siendo  este  en  mas  de  la  mitad  del  valor 
de  la  cosa  enajenada  ,  dura  el  derecho  de  la  restitución  por 
espacio  de  treinta  años;  ley  10,  til.  19  ,  Parí.  6. 

Los  bienes  muebles  de  las  iglesias  se  prescriben  por  tres 
años,  y  los  raices  por  cuarenta;  pero  los  raices  de  la  iglesia 
romana  no  se  prescriben  sino  por  el  espacio  de  cien  años; 
Zey26,  tít.  $9,  Parí.  3. 

La  plata  y  bienes  de  las  iglesias  pueden  tomarse  por  el  rey 
en  caso  de  necesidad  para  atender  á  las  urgencias  del  Es- 
tado; ley  8,  lit.  5,  lib.  I ,  Nov.  Rec. 

Aunque  la  propiedad  es  sagrada,  con  todo  eso  en  ciertos 
casos  debe  sacrificarse  al  bien  común  y  á  la  salud  pública, 
que  es  la  ley  primitiva  y  general  del  Estado.  El  oro,  plata  y 
piedras  preciosas  de  las  iglesias  y  monasterios  no  están  es- 
ceptuadas  de  esta  ley,  antes  bien  el  orden  de  justicia  exige 
que  no  siendo  estos  bienes  tan  necesarios  para  la  conserva- 
ción de  la  religión,  como  las  propiedades  particulares  para 
la  subsistencia  de  las  familias,  de  que  pende  la  del  Estado,  se 
eche  mano  primero  de  aquellas  que  de  estas  para  precaver 
mayores  males. 

=  Véase  Amortización  eclesiástica,  Bienes  del  clero  secu- 
lar, Bienes  nacionales  y  Bienes  vinculados. 

f  BIENES  del  clero  secular.  Se  declararon  en  venta 
por  la  ley  de  2  de  setiembre  de  1841  ;  mas  por  otra  de  3  de 
abril  de  1845  se  mandó  devolver  los  no  enajenados,  circulán- 
dose en  28  de  agosto  siguiente  Ta  instrucción  para  su  cum- 
plimiento. 

No  habiendo  pertenecido  al  clero  secular  los  bienes  pro- 
cedentes de  ermitas,  santuarios  y  cofradías,  no  deben  in- 

(1)  Leyes  S  y  6 ,  tit.  5 ,  lib.  I  ,  Fuero  Real ,  y  cap.  Aurum  70, 
deS.  Ambros.,  c.  12,  q.  2. 

(2)  El  que  quisiere  mas  estension,  vea  al  V.  Murillo,  tít.  De 
relus  eccles.  alien,  vel  non.;  y  Barbosa,  de  Potest.  epísc^alleg.OS, 

en  la  3a.  parte. 
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cluirse  en  la  devolución  acordada  por  la  ley  de  5  de  abril  , 
de  18'Jo.  Rl.  ord.  de  24  de  setiembre  de  1843. 

Enterada  S.  M.  la  Reina  de  la  consulta  que  hace  esa  ad- 
ministración general  con  fecha  16  de  agosto  último  sobre  el 
curso  que  deben  tener  los  muchos  espedientes  que  la  tienen 
remitido  las  juntas  inspectoras  del  reino,  con  motivo  de  ha- 
berse reclamado  la  escepcion  de  varios  bienes  como  no  com- 
prendidos en  la  aplicación  al  Estado  de  los  del  clero  secular, 
ha  tenido  á  bien  resolver  que  deben  promoverse  hasta  su 
última  resolución  todos  los  espedientes  en  que  se  reclamen 
las  escepciones  determinadas  en  la  ley  de  2  de  setiembre  de 
184 1  y  demás  relativas  al  asunto ,  por  cuanto  la  ley  de  3  de 
abril  último  é  instrucción  de  su  referencia  se  concretan  á  la 
devolución  al  clero  secular  de  sus  bienes  no  enajenados  ; 
siendo  al  propio  tiempo  la  voluntad  de  S.  M.  que  por  esa 
administración  se  remitan  á  este  ministerio  de  mi  cargo, 
para  la  conveniente  resolución,  cuantos  espedientes  se  ha- 
llen instruidos  completamente  y  versen  sobre  el  espresado 
particular,  no  incluyéndose  por  tanto  en  la  devolución  y  re- 
laciones prevenidas  los  bienes  que  se  hallen  reclamados 
como  de  distinta  pertenencia.  jRí.  órd.  de  24  de  setiembre 
de  1845. 

Enterada  esta  administración  general  de  la  comunicación 
de  V.  S.  de  25  de  diciembre  último,  en  que  consulta  si  de- 
ben satisfacerse  las  contribuciones  correspondientes  á  los 
bienes  procedentes  del  clero  secular  á  pesar  de  haberse  de- 
vuelto estos  al  mismo ,  ha  acordado  decir  á  V.  S.  que  des- 
pués de  la  devolución  de  dichos  bienes  y  entrega  de  la  rela- 
ción de  débitos  para  que  las  comisiones  de  dotación  de  culto 
y  clero  realice  su  cobranza ,  no  deben  satisfacerse  las  con- 
tribuciones y  cargas  afectas  á  los  mismos,  cuyo  pago  debe 
ser  de  cuenta  de  las  citadas  comisiones,  dire,  de  8  de  enero 
de  1846. 

BIENES  espiritualizados.  Los  reducidos  por  la  autori- 
dad legítima  á  la  condición  de  bienes  eclesiásticos,  de  suerte 
que  el  que  los  posee  pueda  ordenarse  á  título  de  ellos ,  sir- 
viéndole de  congrua  sustentación.  Véase  Beneficio  cclcsiíis- 
tico  y  Patrimonio  eclcsitistico. 

BIENES  estradotales.  Todos  los  bienes  de  la  mujer 
casada  ,  fuera  de  los  dotales;  esto  es,  todos  los  bienes  que 
ademas  de  la  dote  lleva  la  mujer  al  matrimonio  como 
suyos  propios,  y  los  que  adquiere  durante  él  por  herencia  ' 
donación,  legado  ü  otro  título  lucrativo;  ley  17,  tit.  11, 
Parí.  4. 

Estos  bienes  se  llaman  también  parafernales  de  las  dos 
voces  griegas  para  que  significa  fuera  ó  ademas  y  phernq 
que  significa  dote ,  de  modo  que  parafernales  es  lo  mismo 
que  estradotales  ó  fuera  de  la  dote. 

La  mujer  puede  conservar  la  administración  de  estos  bie- 
nes ,  ó  encargarla  al  marido. 

Si  la  mujer  se  los  reserva  y  administra  por  sí  sola ,  es  de 
su  cuenta  y  riesgo  el  aumento,  diminución  ó  pérdida  que  tu- 
vieren ;  y  ni  ella  ni  sus  herederos  tendrán  acción  alguna 
contra  el  marido. 

Mas  no  puede  la  mujer  enajenarlos  ni  parecer  en  juicio 
por  razón  de  ellos  sin  licencia  del  marido  ,  porque  sin  este 
requisito  no 'puede  celebrar  contratos  ni  cuasi  contratos  du- 
rante el  matrimonio  ;  ley  55  de  Toro.  Véase  Mujer  casada. 

Si  los  bienes  estradotales  no  entregados  al  marido  se  con- 
sumen 6  deterioran  por  -el  uso  que  ambos  cónyuges  hacen 
de  ellos  con  el  consentimiento  tácito  ó  espreso  de  la  mujer  , 
no  tendrá  obligación  el  marido  de  abonarle  ó  pagarle  su  valor 
ó  estimación  con  sus  bienes  propios;  á  no  ser  que  con  dicho 
uso  se  hubiese  hecho  mas  rico ,  ahorrándose  así  la  inversion 
de  otros  fondos  en  los  gastos  necesarios  de  la  familia ,  pues 
en  tal  caso  habrá  de  abonar  aquella  cantidad  en  que  se  hu- 
biese utilizado.  Mas  si  el  marido  los  consumiere  sin  consen- 
timiento de  la  mujer ,  queda  obligado  al  reintegro  con  sus 
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tienes  propios  (i).  En  ambos  casos  se  supone  que  no  hay- 
bienes  gananciales  :  pues  si  los  hubiere ,  de  ellos  es  de  donde 
ha  de  sacarse  siempre  el  reintegro  de  los  bienes  estjradotales 
consumidos  con  la  voluntad  de  la  mujer  ó  sin  ella;  Gómez, 
en  la  ley  SO  de  Toro ,  n.  liU. 

Si  la  mujer  entregare  al  marido  sus  bienes  estradotales 
para  que  los  cuide  y  administre  como  los  dotales,  tiene  en- 
tonces la  mujer  para  su  recobro  hipoteca  tácita  en  los  bienes 
del  marido,  ley  17,  lit.  11 ,  Pari,  h;  pero  no  tendrá  el  pri- 
vilegio de  preferencia  como  por  los  dotales  (2) ,  porque  los 
privilegios  no  admiten  estension  à  las  cosas  para  las  cuales 
no  se  han  concedido  espresamente.  La  mujer  pues  será  pre- 
ferida en  tal  caso  á  los  acreedores  anteriores  y  quirografa- 
rios del  marido,  como  también  á  los  posteriores  que  tengan 
hipoteca  tácita  ó  general  espresa.  Véase  Acreedor  hipote- 
cario. 

El  marido  es  responsable  de  los  bienes  estradotales  que 
se  le  hubiesen  entregado ,  como  administrador  que  es  de 
ellos. 

Cuando  durante  el  matrimonio  se  hubiesen  vendido  los 
bienes  estradotales  con  acuerdo  de  ambos  consortes ,  no  ten- 
drá derecho  la  mujer  á  pedir  el  reintegro  de  ellos  si  se  hu- 
biere servido  del  precio  de  la  venta  en  beneficio  propio 
para  cosas  que  el  marido  no  estaba  obligado  á  darle  ;  pero 
en  caso  contrario  tendrá  derecho  al  abono  íntegro  de  su  va- 
lor, que  deberá  sacarse  de  los  gananciales  si  los  hay,  y  si  no 
de  los  bienes  del  maridó. 

Si  el  marido  hubiere  enajenado  dichos  bienes  por  su  justo 
precio  sin  consentimiento  de  la  mujer,  podrá  esta  repetirlos 
del  comprador,  porque  no  se  transfiere  á  otro  la  propiedad 
de  una  cosa  sin  la  voluntad  de  su  dueño  ,  ó  bien  sacar  su 
valor  del  cuerpo  de  la  hacienda  que  se  formare  á  la  disolu- 
ción del  matrimonio,  como  fondo  puesto  en  la  sociedad  :  mas 
si  la  mujer  no  considerare  justo  el  precio,  puede  repetir  con- 
tra los  bienes  del  marido ,  no  habiendo  gananciales  ó  ha- 
biéndolos renunciado;  y  en  caso  de  haberlos,  se  sacará  del 
cuerpo  de  bienes  (3)  el  precio  de  la  venta ,  y  luego  se  dedu- 
cirá del  privativo  haber  del  marido  lo  que  falte  hasta  com- 
pletar el  valor  justo  y  legítimo  que  tenian  los  bienes  vendi- 
dos. También  tendrá  derecho  la  mujer  á  reclamar  la  mitad 
de  los  frutos  que  desde  la  venta  hecha  sin  su  consentimiento 
pudieron  haber  producido  los  mismos  bienes  ,  á  no  ser  que 
con  el  precio  de  estos  hubiese  lucrado  tanto  como  pudiera 
haber  importado  el  producto  de  los  frutos. 

Los  bienes  estradotales  siguen  la  naturaleza  de  los  dotales 
y  gozan  de  los  mismos  privilegios  que  estos  últimos  ,  si  en 
las  capitulaciones  matrimoniales  ó  en  la  escritura  de  recibo 
de  la  dote  se  hubiese  obligado  el  marido  á  tenerlos  por  au- 
mento de  dote  ó  á  considerarlos  como  dotales. 

Ya  sea  que  la  mujer  se  reserve  la  administración  de  los 
bienes  estradotales ,  ya  sea  que  la  encargue  al  marido ,  se 
reputan  gananciales  sus  frutos,  y  han  de  repartirse  por  con- 
siguiente entre  ambos  consortes,  según  las  leyes  5,  tí  y  S, 
tit.  ü,  lib.  10,Nov.  Rec. 

(i)  La  equidad  natural  se  resiente  de  esta  doctrina,  que  solo 
puede  haber  lugar  cuando  e]  deterioro  es  causado  por  haber  to- 
mado esa  parte  el  marido;  mas  ese  caso  no  es  el  supuesto  de  no 
haberse  entregado  de  los  parafernales,  pues  en  el  hecho  de  tomar- 
los se  da  por  entregado,  y  entonces  implica  ese  «o  entregados. 

(2)  La  ley  17  que  se  cita  les  da  igual  privilegio  :  Et  todas  c.<tas 
cosas  que  son  dichas  paraferna  ,  han  tal  priviUejo  como  la  dolé  : 
es  así  que  el  privilegio  de  la  dote  como  el  del  fisco  consiste,  según 
la  ley  53,  lit.  15,  Part.  5,  en  ser  primeramente  entregados  en 
los  bienes  de  su  debdor  que  otro  ninguno  ;  luego.... 

(5)  Sobre  la  deducción  de  los  parafernales  véase  Sala  riov., 
tom.  2 ,  pág.  50,  g  2 ;  Febr.  mej.,  tom.  6 ,  pág.  95  :  pues  yo  en- 
tiendo de  otro  modo  las  palabras  de  la  ley  17  cit.  estas  cosas  que 
son  dichas  paraferna,  han  tal  pri\illejo  como  la  dote. 


BIENES  fiscales.  Los  bienes  del  fisco.  Véase  Fisco  y 
Estado. 

BIENES  forales  (U).  Los  que  concede  el  dueño  á  otro , 
reservándose  el  dominio  útil  por  algún  tiempo  determinado, 
mediante  el  pago  de  un  corto  reconocimiento  ó  pension 
anual. 

BIENES  fungibles  y  no  fungibles  (5).  Bienes  fungibles 
son  los  que  se  consumen  por  el  primer  uso  que  se  hace  de 
ellos,  como  el  trigo,  el  vino,  etc.;  y  se  llaman  fungibles, 
porque  el  uno  hace ,  digámoslo  así ,  las  funciones  ó  veces 
del  otro,  y  lo  representa  en  su  género.  Una  cantidad  de  tri- 
go que  me  has  prestado,  queda  consumida  por  el  primer 
uso  que  hago  de  ella  ;  pero  la  cantidad  igual  que  te  devuelvo 
al  tiempo  convenido ,  se  reemplaza  en  lugar  de  la  prestada  y 
hace  sus  funciones. 

Bienes  no  fungibles  son  los  que  no  se  consumen  con  el  pri- 
mer uso  que  se  hace  de  ellos ,  aunque  perezcan  con  el  tiem- 
po por  la  naturaleza  de  las  cosas ,  como  un  caballo  ,  un  ves- 
tido ,  etc. 

Algunos  llaman  bienes  consumibles  á  los  fungues,  di- 
ciendo ser  los  que  no  pueden  servir  á  su  destino  principal 
sino  en  cuanto  se  destruyen;  y  dan  el  nombre  de  usuales  á 
los  no  fungibles,  diciendo  ser  aquellos  que  pueden  servir  á 
su  destino  principal  sin  mudar  de  forma.  Véase  Muebles. 
.  BIENES  gananciales.  Los  que  adquieren  por  un  título 
común ,  lucrativo  ú  oneroso  ,  el  marido  y  la  mujer  durante 
el  matrimonio  y  mientras  viven  juntos  :  ó  los  que  el  marido 
y  la  mujer,  ó  cualquiera  de  ellos,  durante  el  matrimonio  y 
viviendo  en  uno ,  adquieren  por  compra  ó  mediante  su  tra- 
bajo é  industria  ;  como  también  los  frutos  de  los  bienes  pro- 
pios que  cada  uno  lleva  al  matrimonio,  y  de  los  que  adquie- 
re para  sí  por  algún  título  lucrativo  mientras  subsiste  la 
sociedad  conyugal  (6). 

Todo  cuanto  ganaren  el  marido  y  l^mujer,  es  común  de 
los  dos.  «  Toda  cosa  que  el  marido  y  mujer  ganaren  ó  com- 
praren, estando  de  consuno»  dice  la  ley  1,  lit.  3,  lib.  3  del 
Fuero  Real,  háyanlo  ambos  por  medio.  » 

«  Maguer  que  el  marido  haya  mas  que  la  mujer,  ó  la  mu- 
jer mas  que  el  marido ,  quier  en  heredad  quier  en  mueble  , 
dice  la  ley  3,d.  tit.  y  lib.,  los  frutos  sean  comunes  de  ambos 
á  dos.  »  Leyes  1  y  'ó,. lit.  h,  lib.  10,  Nov.  Rec. 

Como  en  algunos  casos  pueden  suscitarse  dudas  sobre  si 
ciertos  bienes  son  ó  no  de  esta  clase,  es  necesario  tener  pre- 
sente ,  para  mayor  aclaración  de  algunos  puntos  que  ocur- 
ran ,  que  se  reputan  gananciales  :  —  Los  bienes  propios  del 
marido  ó  de  la  mujer  que  se  encuentran  de  tal  suerte  mez- 
clados ó  confundidos  que  no  se  sabe  á  cuál  de  ellos  pertene- 
cen ,  y  ninguno  de  ellos  puede  acreditar  su  derecho  de  pro- 
piedad, ley  U,  tit.  U,lib.  10,  Nov.  Rec.  (7)  ;  por  cuya  razón  al 
contraer  el  matrimonio  suele  otorgarse  escritura  pública  en 
que  conste  los  que  tenia  cada  consorte  (8)  :  —  Los  frutos  de 
algún  usufructo  que  tuviere  cualquiera  de  los  consortes , 
Grey.  Lop.  gl.  2  de  la  ley  18,  Ut.  11,  Part,  k,  y  Gómez  en  la 
ley  SO  de  Toro,  n.  78  (9)  :  —  Los  frutos  de  la  manda  que  se 
hubiese  dejado  á  uno  de  los  consortes ,  aunque  por  haberse 
movido  pleito  sobre  la  validez  de  ella  se  hubiese  dilatado 
la  entrega  hasta  después  del  fallecimiento  del  mismo.  Febr. 
Nov.,  lib.  \  ,  tit.  2  ,  cap.  $,n.  11.  —  El  precio  de  la  finca 

(4)  De  estos  habla  el  real  decr.  de  11  de  mayo  de  1764. 

(5)  De  unos  y  otros  habla  la  ley  1 ,  tit.  1,  Part.  5  ;  y  el  Dr.  Al- 
varez en  el  tit.  de  usufructo. 

(6)  Febr.  en  el  tom.  1 ,  cap.  10,  y  tit.  4,  lib.  10  de  la  Nov.  Rec. 

(7)  Contra  lo  que  establecía  el  derecho  antiguo,  como  puede 
verse  en  la  ley  2  ,  tit.  14,  Paît.  5  ,  cerca  del  fin  ,  que  presumía 
ser  del  marido. 

(8)  Lo  aconseja  Gómez,  ley  53  de  Toro,  n.  70. 

(9)  Véase  también  á  Feb.  en  dicho  lugar,  §8,  con  varios  autores 
que  cila. 
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patrimonial  que  durante  el  matrimonio  se  compra  ó  rescata 
por  derecho  de  retracto  ó  en  virtud  del  pacto  de  relro- 
vcndendo ,  por  cuanto  dicho  precio  salió  del  fondo  común, 
Gómez  en  la  ley  70  de  Toro ,  n.  28  (1)  :  —  El  valor  de  los  ofi- 
cios de  regidor,  escribano  ú  otros  que  se  compraren  durante 
ti  matrimonio  ;  debiendo  adjudicarse  en  caso  de  partición 
por  el  precio  que  tuvieren  al  tiempo  de  ella  y  no  por  el  que 
íostaron,  Gómez  en  la  ley  29  de  Toro,  «.21, y  Malicnzo  en  la 
b.  lit.  9,  lib.  5,  al.  U  (2)  :  —  Lo  que  el  marido  adquiere  por 
medio -de  servicios  militares  ó  castrenses ,  y  las  recompensas 
rjuo  el  gobierno  le  diere  en  virtud  de  ellos,  con  tal  que  sirva 
sin  sueldo  y  se  mantenga  á  espensas  del  caudal  de  entram- 
bos, ley  2,  til.  U,  lib.  10 ,  Nov.  Rec.  :  —  Lo  que  gana  el  ma- 
rido ejerciendo  los  oficios  de  juez ,  abogado  y  otros  que  se 
consideran  como  cuasi  castrenses,  ley  5,  lit.  h,  lib.  10,  Nov. 
Rec.  :  —  El  costo  de  las  mejoras  que  se  hicieren  en  los  bie- 
nes libres  de  cualquiera  de  los  cónyuges,  leyes  3  y  9,  lit.  H, 
lib.  5,  Fuero  Real  (3)  :  —  Las  vueltas  que  tal  vez  hubiere 
dado  el  cónyuge  que  permutó  alguna  de  sus  fincas,  porque 
en  razón  de  aquellas  hubo  adquisición. 

No  se  cuentan  entre  los  bienes  gananciales  :  —  Los  que 
tenian  los  cónyuges  antes  de  contraer  el  matrimonio ,  ley  3, 
til.  h,  lib.  10  ,  Nov.  Rec.  :—  Los  que  adquieren  durante  él 
por  herencia,  donación  ó  legado  que  se  hiciere  á  uno  de 
ellos  ,  leyes  2  y  5,  lit.  U ,  lib.  10,  Nov.  Rec.  :  —  Los  compra- 
dos con  dinero  de  alguna  finca  vendida  propia  del  marido  ó 
de  la  mujer,  ley  11,  lit.  h  ,  lib.  5,  Fuero  Real  :  —  Los  per- 
mutados por  fincas  de  la  pertenencia  del  uno  solo  de  los  dos, 
d.  ley  11  :  —  Los  comprados  con  dinero  dotal  y  beneplácito 
de  la  mujer,  ley  49,  lit.  S,  Part.  S  :  —  El  derecho  de  usu- 
fructo ,  y  cualquiera  otro  derecho  personal  que  tuviere  á  su 
favor  cualquiera  de  los  consortes,  Gómez  en  la  ley  SO  de 
Toro  ,  n.  78  :  —  Las  fincas  patrimoniales  que  se  compraren 
per  derecho  de  retracto ,  Gómez ,  en  la  ley  70  de  Toro,  ».  28  : 
—  Las  que  alguno  de  ellos  hubiere  vendido  antes  del  matri- 
monio con  el  pacto  de  relrovendendo ,  y  recuperare  después 
de  casado  en  virtud  de  este  pacto ,  Gómez ,  d.  n.  28  :  —  Las 
donaciones  remuneratorias  que  se  hacen  á  uno  de  los  con- 
sortes por  sus  méritos  peculiares,  leyes  1  yo,  tít.  k,  lib.  10, 
Nov.  Rec.  :  —  Lo  que  adquiere  el  marido  por  medio  de  ser- 
vicios militares  ó  castrenses ,  ó  lo  que  se  le  da  por  el  gobier- 
no en  recompensa  de  ellos ,  cuando  goza  sueldo  y  subsiste 
á  costa  de  él,  leyes  2  y  5  ,  lit.  k,  lib.  10,  Nov.  Rec.  :  —  El 
costo  de  las  mejoras  hechas  en  bienes  de  mayorazgo ,  ley  46 
de  Toro  :  —  Las  mejoras  ó  aumentos  que  los  bienes  de  la 
propiedad  de  cada  uno  recibieren  por  solo  beneficio  de  lo. 
naturaleza  ó  del  tiempo,  sin  industria  ni  trabajo;  Covar., 
Gómez  y  Malicnzo  (4). 

El  marido  y  la  mujer  tienen  el  dominio  de  los  bienes  ga- 
nanciales, leyes  1  y  4,  til.  k,  lib.  10,  Nov.  Rec,  con  la  dife- 
rencia de  que  el  marido  lo  tiene  en  hábito  y  en  acto ,  como  ■ 
se  esplican  los  autores,  y  la  mujer  sola  en  hábito  ,  pasando 
al  acto  cuando  se  disuelve  el  matrimonio.  Por  eso  la  mujer 
no  puede  dar  ni  enajenar  dichos  bienes  durante  el  matrimo- 
nio, mas  el  marido  puede  sin  el  consentimiento  de  la  mu- 
jer hacer  entre  vivos  enajenaciones  moderadas  por  justas 
causas;  pero  serán  nulas  las  donaciones  escesivas  ó  capri- 
chosas, y  las  enajenaciones  hechas  con  ánimo  de  defraudar 
á  la  mujer  ,  la  cual  tendrá  acción  en  estos  casos  contra  los 
bienes  del  marido  y  contra  el  poseedor  de  las  cosas  enaje- 
nadas ;  ley  5,  tít.  U ,  lib.  10,  Nov.  Rec;  Molina ,  de  primoy. 

(1  )  Greg.  Lop.,  que  en  la  ley  18  ,  tít.  H,  Part.  U,  refiere  una 
consulta  en  que  erró  llevado  de  opiniones  de  doctores  alucinados. 

(2)  Febr.  en  el  lug.  cit.,  §  15. 

(S)  Lo  contrario  era  en  los  mayorazgos,  pues  se  consolidaban 
con  la  propiedad ,  por  la  ley  6  ,  tit.  17,  lib.  10 ,  Nov.  Rec, 

(4)  Sobre  el  modo  de  dividir  las  mejoras  gananciales ,  véase 
Febr.  mej.,  tom.  6,  pág.  128,n.  7  y  8. 


lib.  2,  cap.  10;y  Guticr.,  lib.  2,  Pract.,  queest.  121.  Son  car- 
gas de  los  bienes  gananciales  :  Io.  Las  deudas  que  se  con- 
trajeren durante  el  matrimonio  por  razón  de  la  sociedad 
conyugal,  mas  no  las  que  tenia  cada  consorte  antes  de  ca- 
sarse ,  pues  estas  deberán  pagarse  de  sus  propios  bienes  ; 
ley  Mi ,  til.  20  ,  lib.  3  del  Fuero  Real,  y  ley  207  del  Estilo  : 
2o.  Las  dotes  de  las  hijas  y  las  donaciones  propter  nuplias 
de  los  hijos ,  bien  las  prometieren  los  dos ,  bien  el  marido 
solo.  Si  los  bienes  gananciales  no  fueren  suficientes  para  cu- 
brir las  dotes  ó  donaciones  prometidas,  pagará  cada  cón- 
yuge por  mitad  de  los  suyos  propios  lo  que  faltare ,  en  caso 
de  haber  hecho  ambos  la  promesa  ;  mas  en  caso  de  haberla 
hecho  solamente  el  marido  ,  él  solo  deberá  satisfacer  el  dé- 
ficit que  resulte;  ley  55  de  Toro,  ó  ley  4,  tit.  3,  lib.  10, 
Nov.  Rec. 

Los  bienes  gananciales  son  comunes  del  marido  y  de  la 
mujer,  y  pertenecen  á  cada  uno  de  ellos  por  mitad ,  aunque 
el  marido  tenga  mas  bienes  propios  que  la  mujer,  ó  la  mujer 
mas  que  el  marido,  aunque  el  uno  gane  después  mas  que  el 
otro ,  y  en  fin  aunque  sea  uno  solo  el  que  los  adquiera  co- 
merciando ó  trabajando;  pues  en  virtud  del  matrimonio  se 
establece  entre  los  dos  consortes  una  sociedad  legal ,  dife- 
rente de  las  otras  ,  por  la  que  se  comunican  reciprocamente 
sus  adquisiciones  ;  leyes  1,  2,  3,  4  y  S,  lit.  4,  lib.  10, 
Nov.  Rec 

Mas  esta  comunicación  ó  comunión  de  bienes  cesa  en  los 
casos  siguientes  :  —  Io.  Cuando  se  confiscan  los  bienes  á 
uno  de  los  cónyuges  (5)  ;  pero  ninguno  pierde  su  parte  de 
gananciales  por  el  delito  del  otro,  leyes  10  y  U,  tít.  h  , 
lib.  10,  Nov.  Rec:  —  2o.  Cuando  la  mujer  renunciare  los  ga- 
nanciales (6),  en  cuyo  caso  no  es  responsable  al  pago  de  las 
deudas  del  matrimonio,  ley  9,  tít.  4,  lib.  10,  Nov.  Rec;  te- 
niendo entendido  que  puede  hacer  esta  renuncia  antes  de 
contraer  el  enlace  ,  después  de  contraído,  y  aun  después  de 
disuelto  (7)  :  —  5o.  Cuando  la  mujer  se  queda  en  su  casa, 
sin  ir  á  cohabitar  con  el  marido  (8),  á  no  ser  que  haya  dado 
á  este  la  dote ,  según  opinion  de  algunos  autores  :  — 
tí0.  Cuando  los  consortes  se  separan  con  legítima  dispensa , 
pues  entonces  cada  uno  hace  suyo  privativamente  lo  que 
adquiere  después  de  la  separación  ;  pero  si  el  marido  echare 
de  casa  á  la  mujer  sin  causa  legítima,  ó  la  tratare  cruel- 
mente de'  modo  que  se  vea  obligada  á  separarse  de  él ,  ad- 
quirirá esta  no  obstante  su  mitad  de  gananciales  durante  la 
separación  ,  del  mismo  modo  que  antes ,  según  la  opinion 
común  de  los  autores  (9)  :  —  5o.  Cuando  la  mujer  comete 
adulterio,  pues  por  este  delito  pierde  los  gananciales  á  favor 
del  marido,  ley%,  lit.  17,  Part.  7.  (10).  —  Cuando  muere 

(5)  Hoy  está  abolida  entre  los  Mejicanos  la  pena  de  confiscación 
de  bienes,  por  el  art.  SO  de  la  5a.  ley  co:istit.  ;  y  lo  está  igual- 
mente en  otras  repúblicas  de  América. 

(6)  La  renuncia  de  gananciales  ya  adquiridos  en  opinion  de  al- 
gunos, como  Ayora  de  Part.,  no  es  válida  cuando  hay  herederos 
forzosos  á  quienes  perjudique. 

(7)  Ley  9,  tít.  4,  lib.  10,  Nov.  Rec,  y  Gómez  á  la  60  de  Toro; 
mas  si  la  renuncia  puede  hacerse  durante  el  matrimonio ,  es  punto 
disputado,  aunque  D.  José  Febrero  resuelve  por  la  afirmativa  , 
respondiendo  á  las  objeciones;  y  D.  Juan  Sala  dice  que,  á  pesar 
de  las  respuestas,  ambas  opiniones  son  igualmente  probables. 

(8)  Algunos  han  sostenido  que  no  existe  la  compañía  sino  por 
la  cohabitación  de  los  cónyuges ,  fundados  en  las  palabras  estando 
de  consuno  que  usa  la  ley  \ ,  tít.  4 ,  lib.  10,  Nov.  Rec,  y  estando 
en  uno  con  su  mujer,  que  usa  la  205  del  Estilo  ;  pero  otros,  como 
Acevedo,  opinan  lo  contrario,  fundados  en  que  la  ley  5  de  dicho 
tít.  4  ,  lib.  10  ,  usa  de  la  frase  durante  el  matrimonio. 

(9)  Gómez  á  la  ley  50  de  Toro,  n.  72  ;  y  Febrero  mejic,  pág. 
255  ,  tom.  i. 

(10)  Ley  15,  tít.  17,  Part.  7,  y  ley  11,  tít.  4,  lib.  10,  Nov.  Rec 
Mas  yo  advierto  que  el  Dr.  Alvarez,  hablando  de  adulterio,  fuá- 
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alguno  de  los  consortes,  como  es  claro;  pues  aunque  los 
bienes  comunes  de  la  herencia  queden  en  poder  del  otro 
pro  indiviso,  no  puede  entenderse  continuada  con  los  here- 
deros del  difunto  esta  sociedad  especial,  sino  contraída  táci- 
tamente otra  nueva  según  las  reglas  generales  (1).  Es  de 
advertir  por  último  que  la  mujer  que  en  el  estado  de  su  viu- 
dez vive  escandalosamente ,  pierde  los  gananciales  á  bene- 
ficio de  los  herederos  de  su  marido;  ley  5,  tít.  U,  lib.  10, 
Nov.  Rec. 

Los  bienes  gananciales  se  hacen  comunes  desde  que  se 
contrae  hasta  que  se  disuelve  la  sociedad,  y  por  consiguiente 
deben  contarse  entre  ellos  no  solamente  los  frutos  naturales 
y  civiles  que  se  cogieren  ó  percibieren  en  dicho  tiempo,  sino 
también  los  naturales  que  hubieren  aparecido  y  se  hallaren 
pendientes.  Mas  si  los  frutos  no  se  hubieren  manifestado  to- 
davía ni  estuvieren  pendientes  cuando  se  disuelve  ia  socie- 
dad ,  siendo  de  árboles  ó  plantas  que  no  se  siembran  ,  per- 
tenecen al  dueño  de  la  tierra  en  que  se  hallen ,  y  solo  se 
abonará  al  otro  consorte  la  mitad  del  importe  de  las  labores 
ó  gastos  que  se  hayan  hecho  para  la  producción ,  v.  gr.  los 
de  cava,  poda,  etc.;  pero  si  fueren  de  tierra  sembrada,  se 
partirán  por  mitad.  Si  la  heredad  estuviere  barbechada  y  no 
sembrada ,  se  abonará  al  consorte  sobreviviente  la  mitad  de 
los  gastos  que  se  hayan  hecho  en  ella;  ley  10,  lit.  h,  lib.  3 
del  Fuero  Real;  y  Anl.  Gómez  en  la  ley  53  de  Toro,  n.  71. 
Siendo  los  frutos  crias  de  rebaños  ó  de  cualesquiera  otros 
animales  productivos ,  se  comunicarán  como  industriales  á 
entrambos  cónyuges ,  aunque  no  estén  nacidos,  siempre  que 
existan  en  el  vientre  de  las  madres  ;  y  por  lo  que  hace  á  la 
lana  del  rebaño,  si  está  crecida ,  se  esperará  al  esquileo,  y 
rebajando  los  gastos  que  se  hagan  en  este  y  en  la  manu- 
tención del  ganado,  se  repartirá  el  líquido  entre  los  consor- 

dado  en  el  fin  de  esa  ley  de  Partida  ,  enseña  que  solo  pierde  los 
gananciales  por  el  adulterio  ,  cuando  se  verifica  con  huida  de  su 
casa  ;  sus  palabras  son  :  y  siendo  el  adulterio  con  huida  de  su  casa, 
pierde  también  los  gananciales.  Yo  no  lo  entiendo  así  ;  pues  si  en 
este  caso  de  huida  se  pierden  los  gananciales,  porque  la  ley  15 
dice  que  debe  perder  la  dote,  las  arras ,  et  los  otros  bienes  que 
ganaron  de  so  uno,  también  en  el  caso  de  no  haber  fuga  de  la  casa 
del  marido  á  la  de  un  hombre  sospechoso,  tanto  supone  la  misma 
ley  que  perdió  los  ganancialesla  mujer,  que  habla  de  su  restitución 
si  el  marido  quiere  perdonarla:  decimos  que  la  dote, et  las  arras, 
et  las  otras  cosas  que  habien  de  consuno  deben  ser  tornadas... 
Y  ¿cómo  tornarse  á  uno  lo  que  no  ha  perdido?  El  Dr.  Palacios  en 
la  Inst.  de  Asso,  tom.  2,  pág.  166 ,  para  probar  que  siendo  el 
adulterio  con  buida  ,  debe  la  mujer  perder  los  gananciales,  cita 
la  ley  S  ,  tít.  20,  lib.  8  ,  Rec,  que  es  la  5 .  tit.  28,  lib.  12  de  la 
Novís.;  pero  semejante  cita  á  nada  conduce.  Así  pues,  no  ero  que 
se  tiene  la  ida  á  casa  de  un  sospechoso  como  circunstancia  que 
precisamente  se  ha  de  agregar  al  adulterio,  sino  que  la  tal  ida  se 
tiene  por  adulterio,  aunque  no  sea  probado  que  se  verificó  este. 
Me  confirma  esta  inteligencia  la  ley  6,  tít.  2,  lib.  5  del  Fuero  Real, 
de  donde  está  tomada  la  13  de  Partida  :  «  Como  la  mujer  que 
i>  finiere  adulterio  ó  se  fuere  del  marido  pierde  las  arras.  »  «  Si 
alguna  mujer  íiziere  adulterio  é  probado  le  fuere,  pierda  las  arras 
si  el  marido  quisiere  :  é  otrosí,  sí  Ja  mujer  se  fuere  de  casa  de  su 
marido  é  se  partiere  por  razón  de  hacer  adulterio,  pierde  las 
arras,  maguer  non  le  sea  probado  que  cumplió  la  voluntad.  En 
la  glosa  del  primer  caso  en  que  no  hay  huida  ,  dice  Alfonso  Diaz: 
«  Perdit  etiam  quod  insimul  acquisierunt  matrimonio  durante...» 
Hodie  tamen  perdit  uxor  adultera  omnia  bona  sua. 

(1)  Así  lo  dice  Maticnzo,  cuya  opinion,  que  aprueba  D.  Juan 
Sala,  se  funda  en  que  disuelto  el  matrimonio,  cesó  la  razón  que 
introdujo  la  compañía  :  y  que  siendo  esta  especial  y  distinta  de  las 
comunes,  es  de  rigurosa  interpretación  y  no  debe  ampliarse  ; 
ademas  de  que  no  proviniendo  de  la  convención  de  las  partes  sino 
de  la  ley,  es  arriesgado  estenderla  á  pretcsto  de  tácito  conseil" 
timiento. 


tes  ;  Anl.  Gómez  en  la  ley  53  de  Toro,n.  71  (2),  y  la  práctica. 

Si  la  mujer  llevare  en  dote  bienes  raices  con  frutos  ya 
manifestados  (5),  y  muriere  antes  que  se  recojan,  serán 
estos  del  marido  en  caso  de  que  los  bienes  se  le  hubiesen 
entregado  apreciados  con  estimación  que  causó  venta;  y  solo 
serán  del  mismo  en  cuanto  á  la  mitad,  deducidos  gastos,  en 
caso  de  haber  recibido  los  bienes  sin  apreciar.  Mas  si  la 
mujer  habia  renunciado  los  gananciales,  ya  no  han  de  par- 
tirse por  mitad  dichos  frutos,  sino  que  se  dividirán  en  tantas 
partes  cuantos  meses,  semanas  ó  dias  hubieren  mediado 
desde  el  de  la  boda  hasta  el  déla  cosecha,  y  deduciendo  los 
gastos  de  recolección  y  demás ,  percibirá  el  marido  los  que 
le  quepan  en  los  meses  ó  dias  que  subsistió  la  sociedad  con- 
yugal ,  sea  mas  ó  menos  de  la  mitad ,  y  el  resto  pertenecerá 
a  los  herederos  de  la  mujer  ;  ley  26,  tít.  1 1  ,>  Part.  U ,  y  va- 
rios autores  (íi). 

Si  una  finca  del  marido  ó  de  la  mujer  estuviere  en  ar- 
riendo ,  se  dividirá  por  mitad  entre  el  sobreviviente  y  los 
herederos  del  difunto  la  parte  de  renta  anual  correspondiente 
al  tiempo  en  que  subsistió  el  matrimonio,  quedando  la  parte 
posterior  á  este  para  el  dueño  de  la  finca  ó  sus  herederos  (5). 

Siendo  de  bienes  de  mayorazgo  los  frutos  pendientes  que 
han  de  repartirse,  se  procederá  del  modo  siguiente.  Si. 
hallándose  casados  recayere  en  cualquiera  de  los  cónyuges 
un  mayorazgo  con  los  frutos  en  disposición  de  cogerse,  serán 
del  mismo  esclusivamente  los  que  le  toquen  en  la  partición 
con  los  herederos  del  último  poseedor  difunto  ;  pero  si  no 
estuvieren  en  tal  disposición ,  llevará  el  otro  consorte  la  mi- 
tad de-los  asignados  al  del  mayorazgo.  Si  fuere  poseedor  do 
mayorazgo  el  marido  y  muriese  dejando  frutos  pendientes 
en  los  bienes  vinculados ,  tocará  á  su  viuda  la  mitad  de  lo 
que  resulte  líquido  de  ellos  correspondiente  al  tiempo  que 
vivió  su  marido  ;  pues  lo  demás  hasta  su  recolección  perte- 
nece al  sucesor  del  mayorazgo  :  mas  si  la  mujer  fuere  la 
fallecida ,  corresponde  á  sus  herederos  la  mitad  de  dichos 
frutos  pendientes  y  de  los  gastos  hechos  en  las  labores  de  las 
fincas  barbechadas.  Lo  mismo  se  observará  respecto  del 
marido,  si  el  mayorazgo  fuere  de  la  mujer.  Si  los  bienes 
fructíferos  del  mayorazgo  estuvieren  arrendados,  se  dividi- 
rán los  réditos  ó  pensiones  á  prorata  del  tiempo  que  vivió  el 
difunto  (6). 

La  mujer,  muerto  el  marido,  adquiere  la  propiedad  plena 
y  la  administración  de  la  mitad  de  las  ganancias  hechas  en 
el  matrimonio,  y  puede  disponer  libremente  de  ellas,  tanto 
por  contrato  entre  vivos  como  por  testamento ,  sin  obliga- 
ción de  reservarlas  para  los  hijos  de  aquel  matrimonio, 
ley  14  de  Toro  ;  con  tal  empero  que  en  las  disposiciones  tes- 
tamentarias no  perjudique  á  estos  en  la  legitima.  En  la  misma 
forma  puede  también  disponer  el  marido  de  su  mitad  de 
bienes  gananciales ,  sin  obligación  de  reservarla  para  dichos 
hijos  ;  d.  ley  Ik  de  Toro. 

SIENES  hereditarios.  Los  que  se  adquieren  por  muerte 
de  su  poseedor  en  virtud  de  disposición  testamentaria  ó  le- 
gal. Véase  Herencia. 

BIENES  heridos.  En  algunas  partes  los  que  están  ya 
gravados  con  alguna  carga. 

(2)  Véase  la  glosa  de  esa  ley  por  Alfonso  Diaz  de  Monlalvo. 
(5)  Véase  á  Gom.  á  la  ley  53  de  Toro,  n.  71. 

(4)  Véase  lo  que  dice  Alfonso  Diaz  de  Montalvo  de  la  concor- 
dancia en  parte  de  esa  ley  20  con  la  10,  tít.  4,  lib.  3,  Fuero  Real , 
pues  la  26  distingue  el  caso  de  haberse  apreciado  la  dote  del  caso 
en  que  no  se  apreció. 

(5)  Febrero  en  el  tom.  6 ,  pág.  157,  de  la  edición  mejic,  dice 
que  así  lo  practican  partidores  inteligentes. 

(6)  Véase  á  Febrero  en  el  lugar  citado,  núm.  12  hasta  el  15, 
que  dice  que  ningún  autor  habia  tratado  la  materia  con  distinción 
y  prolijidad. 
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BIENES  individuos.  Los  que  no  son  susceptibles  de  di- 
vision ,  porque  quedarían  destruidos  ó  deteriorados.  Si  una 
cosa  pues  de  esta  clase  perteneciere  á  muchos  dueños  entre 
quienes  ha  de  repartirse ,  se  adjudicará  á  uno  de  ellos  por 
entero,  y  este  pagará  en  dinero. á  los  demás  las  porciones  que 
les  correspondan,  precedida  su  justa  tasación.  Si  ninguno 
la  quisiere  en  estos  términos ,  deberá  sortearse ,  y  aquel  á 
quien  toque  no  podrá  resistirse  á  lomarla ,  bajo  la  condición 
de  indemnizar  á  los  otros.  Si  los  interesados  no  se  convinie- 
ren en  echar  suertes ,  podrá  venderse  entre  ellos  ,  aplicán- 
dola al  que  dé  mayor  precio  ;  y  deducida  su  parte,  entregará 
el  residuo  en  dinero,  que  se  repartirá  entre  los  demás.  Si 
ninguno  de  los  interesados  quisiere  comprarla ,  ó  no  diere  su 
justo  precio ,  ó  aunque  alguno  lo  ofrezca  no  pudiere  apron- 
tarlo, se  venderá  á  un  estraño  ;  y  lo  que  se  saque  se  distri- 
buirá entre  todos  según  sus  partes  respectivas.  Si  uno  de 
los  condueños  ó  comuneros  pretendiere  que  se  subaste  la 
cosa  indivisible,  y  otro  aprontare  en  dinero  la  parte  líquida 
que  á  aquel  corresponde,  no  debe  accederse  á  que  se  haga 
la  subasta  ;  pues  no  puede  obligarse  al  uno  de  los  socios  sino 
á  entregar  al  otro  el  importe  de  su  porción  según  tasa  justa. 
Ley  10,  til.  Ib,  Part.  6,  y  varias  leyes  romanas  (1). 

Los  instrumentos  que  pertenecen  á  muchas  personas  para 
acreditar  sus  derechos ,  y  que  son  también  indivisibles  como 
es  patente,  se  han  de  entregar  en  depósito  al  socio  que  tu- 
viere mayor  parto  en  la  cosa  dividida  ó  sin  dividir  á  que 
hacen  relación ,  con  obligación  de  dar  traslados  á  los  demás 
y  mostrarles  el  original  en  caso  necesario  ;  ó  bien  al  mas 
anciano  y  honrado  si  las  partes  fueren  iguales,  salvo  si  estu- 
viere la  competencia  entre  mujer  y  varón  ,  pues  entonces  los 
deberá  tener  este  aunque  sea  inferior  en  dignidad  ó  rango  á 
la  mujer;  ó  bien  al  que  le  toque  por  .suerte  si  las  partes  y 
demás  circunstancias  fueren  en  todo  iguales  :  mas  si  los  in- 
teresados estuvieren  discordes,  se  depositarán  los  docu- 
mentos en  algún  paraje  seguro,  hasta  que  se  avengan  ;  ley  7, 
lit.  15,  Part.  6. 

BIENES  inmuebles.  Los  que  no  se  pueden  mover  y  lle- 
var de  una  parte  á  otra  sin  su  destrucción  ó  deterioro,  á  dis- 
tinción de  los  que  se  llaman  bienes  muebles. 

Pueden  ser  inmuebles  ó  por  su  naturaleza,  ó  por  su  des- 
tino, ó  por  el  objeto  á  que  se  aplican. 

Son  inmuebles  por  su  naturaleza  los  campos  y  los  edifi- 
cios, como  igualmente  los  molinos  de  agua  ó  viento,  fijos 
sobre  columna  ó  cimiento,  y  que  hacen  Darte  del  edificio. 
Son  tammen  inmuebles  las  cosechas  que  todavía  no  se  han 
separado  de  sus  raices,  y  los  frutos  pendientes  de  los  árbo- 
les; pero  pasan  á  ser  muebles  luego  que  se  les  ha  segado, 
cortado  ó  cogido,  aunque  no  se  les  saque  del  campo  ;  y  si 
solo  se  ha  cortado  una  parte  de  la  cosecha  ó  frutos ,  solo  esta 
parte  será  mueble ,  quedando  la  otra  con  la  calidad  de  in- 
mueble mientras  no  se  la  separe  de  la  raiz  ó  árbol  á  que 
está  unida;  Gómez  en  la  ley  70  de  Toro,  ».  29;  Covar., 
lib.  1,  Variar.,  cap.  5  y  la,  ».  1  ;  y  Parlad.,  lib.  2 ,  parí,  o, 
cap.  últ.,  nüm.  15. 

Los  animales  que  el  propietario  de  un  fundo  entrega  al 
arrendatario  ó  colono  para  el  cultivo ,  sean  ó  no  estimados , 
se  reputan  inmuebles  mientras  permanecen  anejos  al  predio 
en  fuerza  de  la  convención ,  como  igualmente  el  halo  de  ga- 
nado destinado  á  un  predio  para  su  beneficio  ;  Hermosilla  en 
la  ley  15,  til.  ¡i,  Part.  5,  (¡los.  1. 

Los  caños  ó  canales  que  sirven  para  la  conducción  de  las 
aguas  en  un  fundo  rústico  ó  urbano,  son  inmuebles  y  hacen 
parte  del  predio  de  que  dependen  ;  ley  28 ,  lit.  5  ,  Pari.  5. 

Los  objetos  que  el  propietario  de  un  fundo  ha  puesto  en 
él  para  su  servicio,  esplotacion  ó  laboreo  son  inmuebles  por 
razón  de  su  destino,  leyes  28,  29,  30  y  31,  til.  5,  Part.  5  : 


(i)  Febrero,  caí).  5,  tom.  6, 


tales  pueden  ser,  —  los  animales  anejos  al  cultivo,  —  los 
instrumentos  y  aperos  de  la  labranza,  —  las  simientes  dadas 
á  los  arrendatarios  ó  aparceros ,  —  las  palomas  de  ios  palo- 
mares ,  —  los  conejos  de  los  vivares ,  —  las  colmenas  en  que 
crian  las  abejas,  —  los  peces  délos  estanques,  —  las  prensas, 
lagares ,  calderas ,  alambiques,  cubas  y  tinas,  —  los  utensi- 
lios necesarios  para  las  fábricas  de  hierro,  papel  ú otras,  — 
los  estiércoles  y  abonos. 

Son  también  inmuebles  por  su  destino  las  cosas  muebles 
que  el  propietario  ha  unido  à  la  casa  con  ánimo  de  que  hagan 
parle  de  ella,  asegurándolas  con  yeso,  cal  ó  cimiento,  ó  po- 
niéndolas de  modo  que  no  puedan  quitarse  sin  rompimiento 
ó  deterioro  de  ellas  ó  de  la  parte  del  fundo  á  que  están  uni- 
das, ley  29,  lit.  5,  Part.  S.  —  Los  espejos  puestos  en  una 
habitación  se  consideran  unidos  á  ella  para  siempre,  cuando 
sus  marcos  hacen  cuerpo  con  el  enmaderamiento  de  ensam- 
bladura con  que  se  cubren  y  adornan  las  paredes  ;  y  lo 
mismo  puede  decirse  de  los  cuadros ,  pinturas  y  otros  ador- 
nos. —  En  cuanto  á  las  estatuas,  parece  deben  considerarse 
inmuebles,  cuando  están  colocadas  en  nichos  abiertos  es- 
presamente  al  intento,  aunque  puedan  quitarse  sin  fractura 
ni  deterioro  (2). 

Se  tienen  por  inmuebles  en  razón  del  objeto  :  —  el  usu- 
fructo ó  uso  de  las  cosas  inmuebles,  —  el  derecho  de  habita- 
ción,—  las  servidumbres  reales ,  —  las  acciones  que  se  diri- 
gen á  la  reivindicación  de  un  inmueble ,  —  los  censos  y  los 
oficios  públicos ,  aunque  sean  vitalicios ,  y  los  derechos 
perpetuos  que  pueden  constituir  hipoteca  ó  admitir  grava- 
men; Felic.,de  cens.,  ñb.  2,  cap.  3,  n.  55;  Rodrig.,  de  red., 
lib.  1 ,  q.  5,  ».  8,  10  y  11.  Véase  Bienes  muebles. 

BIENES  libres.  Aquellos  de  que  el  poseedor  puede 
disponer  según  crea  convenirle,  á  distinción  délos  vincula- 
dos que  no  pueden  enajenarse. 

BIENES  mostrencos.  Los  muebles  ó  semovientes  que  so 
encuentran  perdidos  ó  abandonados  sin  saberse  su  dueño. 
Llámanse  mostrencos  porque  se  deben  mostrar  ó  poner  de 
manifiesto  y  pregonar  para  que  pueda  su  dueño  saber  el 
hallazgo  y  reclamarlos. 

No  han  de  confundirse  los  mostrencos  con  los  bienes  va- 
cantes ni  con  los  abintestatos.  Bienes  vacantes  son  los  inmue- 
bles ó  raices  que  no  tienen  dueño  conocido;  y  bienes  abin- 
testatos se  dicen  los  que  quedan  sin  dueño  por  la  muerte  de 
uno  que  no  ha  hecho  testamento  y  no  tiene  descendientes, 
ascendientes  ni  colaterales  que  le  sucedan.  Los  bienes  de 
estas  tres  clases  se  asemejan  en  que  todos  ellos  carecen  de 
dueño,  á  lo  menos  conocido;  y  se  diferencian  en  que  los 
mostrencos  son  muebles,  los  vacantes  raices,  y  los  abintes- 
tatos pueden  ser  muebles  y  raices.  Ademas ,  los  mostrencos 
suelen  hallarse  en  tal  estado  por  pérdida  ó  estravío  ,  los 
vacantes  por  causa  tal  vez  ignorada ,  y  los  abintestatos  por 
muerte  de  su  dueño.  Sin  embargo ,  todos  estos  bienes  sue- 
len entenderse  vulgarmente  con  el  nombre  general  de  mos- 
trencos. 

Los  bienes  mostrencos,  vacantes  y  abintestatos  debian 
pertenecer  por  derecho  de  gentes  al  primero  que  los  ocu- 
pase, por  ser  verdaderamente  nullius ,  esto  es ,  bienes  da 
ninguno;  pero  por  las  leyes  positivas  se  los  han  apropiado 
los  príncipes  ,  reservándose  el  derecho  de  ocupación,  y  han 
destinado,  no  sin  razón,  para  beneficio  de  todos  lo  que  á 
nadie  pertenecía.  Nuestra  legislación  ha  seguido  este  cami- 
no, dando  alEstado  los  citados  bienes  en  la  forma  que  vamos 
á  ver. 

Por  decreto  de  27  de  noviembre  de  178b  se  mandó  :  qnc  el 

(2)  Leyes  29  y  31  ,  tít.  S  ,  Part.  5.  Estas  cosas  son  civilmente 
inmuebles,  pues  aunque  por  su  naturaleza  pueden  moverse. ¡  el 
derecho  sin  embargo  las  reputa  inmuebles  por  estar  desligadas 
para  la  perpetua  utilidad  ú  ornato  de  alguna  cosa  raiz. 
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primer  secretario  de  Estado  ,  como  superintendente  general 
de  correos  y  caminos,  lo  fuese  también  de  bienes  mostrencos, 
vacantes  y  abintestatospertenecientes  al  fisco  :  que  como  tal 
pudiese  nombrar  un  subdelegado  general  y  los  demás  parti- 
culares que  creyese  convenientes,  siempre  que  no  fuesen  de 
su  satisfacción  las  justicias  ordinarias  para  que  privativa- 
mente conociesen  en  primera  instancia  ,  y  en  segunda  el 
subdelegado  general,  de  todas  lascausas  de  tales  bienes  :  que 
el  superintendente  general  y  subdelegado  pudiesen  concor- 
dar y  transigir  cualesquiera  derechos  dudosos  en  estos  pun- 
tos ,  ya  por  cantidades  determinadas  y  por  una  vez ,  ó  ya 
por  algún  rédito ,  como  asimismo  vender  y  enajenar  dichos 
bienes,  y  también  conceder  títulos  de  pertenencia  á  los 
que  no  los  tuviesen  legítimos  para  la  adquisición  y  detenta- 
ción de  bienes  vacantes  ó  de  incierto  dueño,  bajo  los  precios, 
pactos ,  condiciones  y  cláusulas  que  bien  les  pareciesen, 
dando  cuenta  á  S.  M.  para  su  aprobación;  y  que  todo  se 
aplicase  ala  construcción  y  conservación  de  caminos,  ú  otras 
obras  públicas  de  regadíos  y  policía  ó  fomento  de  industria , 
con  inhibición  absoluta  de  todos  los 'tribunales  ;  ley  6  ,  tít.  < 
22,  lib.  10,  Nov.  Rea. 

Posteriormente  por  cédula  de  8  de  junio  de  1791  se  orde- 
nó :  que  el  subdelegado  general  del  ramo  de  mostrencos, 
vacantes  y  abintestatos ,  lo  fuese  el  asesor  general  de  la 
renta  de  correos,  y  fiscal  igualmente  el  de  esta  renta  :  que 
de  sus  sentencias  y  demás  determinaciones  de  que  las  partes 
se  juzgasen  agraviadas,  se  admitiesen  recursos  de  súplica, 
no  de  apelación,  en  la  suprema  junta  de  correos,  donde  de- 
bia  asistir  con  voto  el  sudelegado  general ,  escepto  los  casos 
en  que  no  eslimase  necesario  asistir  por  las  circunstancias  del 
asunto  ;  y  que  las  sentencias  de  la  suprema  junta  se  consul- 
tasen en  los  casos  graves  antes  de  su  publicación  á  la  real 
persona;  leyes  7,  8  y  9,  ül.  22,  lib.  10,  Nov.  Rec. 

Este  juzgado  especial  de  mostrencos,  vacantes  y  abintes- 
tatos se  hallaba  establecido  en  Castilla  y  Aragon  :  mas  en 
Valencia ,  Cataluña  y  Mallorca  pertenecía  al  real  patrimonio 
la  recaudación  y  gobierno  de  estos  ramos. 

El  orden  mandado  observar,  así  para  lo  económico  y  gu- 
bernativo como  para  lo  contencioso  y  judicial  del  ramo  de 
mostrencos,  se  contiene  en  la  instrucción  de  26  de  agosto  de 
1786,  puesta  á  continuación  del  citado  decreto  de  27  de  no- 
viembre de  1785 ,  y  sus  disposiciones  principales  son  en  es- 
tracto  las  que  siguen. 

Los  subdelegados  de  mostrencos  deben  conocer  de  todas 
las  cosas  que  el  mar  arrojare  á  la  orilla ,  y  por  consiguiente 
de  toda  embarcación  náufraga  que  no  tuviere  dueño ,  con  la 
prevención  de  que  el  casco  de  la  embarcación  con  la  artille- 
ría y  demás  pertrechos  de  guerra  pertenecen  á  S.  M.  y  en 
su  nombre  á  los  ministros  que  deban  poner  cobro  en  ello, 
y  á  la  subdelegacion  solo  el  cargamento  y  demás  cosas  que 
se  encontraren  ;  pero  si  la  embarcación  fuese  de  enemigos, 
toca  entonces  su  conocimiento  al  consejo  de  guerra  ó  junte,  i_ 
de  represalias  :  art.  2. 

Mas  por  ia  ordenanza  de  las  matrículas  de  mar  de  12  de 
agosto  de  1802  se  previene  :  que  los  jefes  militares  de  ma- 
rina entiendan  de  las  arribadas  ,  pérdidas  y  naufragios  de 
las  embarcaciones  en  las  costas  ó  puertos  :  que  si  la  embar- 
cación naufragada  estuviere  sin  gente ,  se  apodere  el  jefe  de 
marina  de  todos  los  papeles  y  libros  ,  y  hecho  inventario  de 
todo  cuanto  en  ella  se  encontrare ,  publique  el  naufragio 
por  edictos,  para  que  pueda  llegar  á  conocimiento  de  los  in- 
teresados ;  y  si  en  el  primer  mes  después  de  la  publicación 
no  pareciere  quien  haga  constar  su  derecho  al  todo  ó  parte 
de  los  efectos  reconocidos  ,  podrán  venderse  en  almoneda 
los  mas  espuestos  á  deteriorarse  :  que  cumplidos  tres  meses 
de  hecha  la  publicación  y  no  presentándose  dueño,  pase  el 
comandante  de  marina  de  la  provincia  al  subdelegado  mas 
inmediato  de  mostrencos  copia  testimoniada  de  las  diligenciéis 


practicadas  y  del  inventario  de  todos  los  efectos  salvados  , 
poniéndolos  desde  luego  á  su  disposición ,  con  deducción  de 
los  gastos  :  que  del  mismo  modo  que  en  los  naufragios  entien- 
dan los  comandantes  de  marina  en  la  custodia  y  adjudicación 
de  todo  lo  que  el  mar  arrojase  á  las  playas,  bien  sea  producto 
del  mismo  mar,  ó  de  otra  cualquiera  especie,  que  nc  te- 
niendo dueño,  corresponderá  á  quien  lo  hubiere  encontrado, 
lo  mismo  que  al  que  estrajere  conchas ,  ámbar,  coral ,  ele.  : 
que  cuando  los  pescadores  sacaren  del  fondo  del  mar  anclas 
perdidas  ó  pertrechos  de  bajeles  naufragados  de  mucho 
tiempo ,  sabiéndose  el  dueño  á  quien  pertenezcan ,  se  le  en- 
tregarán pagando  de  hallazgo  la  tercera  parte  del  valor,  ly 
mismo  que  en  el  primer  caso;  pero  ignorándose  la  propie- 
dad de  los  efectos  ,  y  hecha  la  publicación  como  en  el  caso 
de  naufragio,  si  en  el  discurso  de  un  mes  no  pareciere  quien 
justifique  ser  el  dueño ,  se  apropiarán  á  los  que  los  estra- 
garon. 

El  que  hallare  cosas  perdidas  sin  saber  quién  es  su  dueño, 
debe  manifestarlas  ante  el  subdelegado  mas  inmediato,  quien 
Jas  pondrá  en  depósito  y  las  hará  pregonar  por  espacio  de 
catorce  meses;  y  si  pasado  este  tiempo  no  pareciere  su  due- 
ño ,  las  mandará  vender  y  aplicar  su  producto  á  la  construc- 
ción y  conservación  de  caminos  :  mas  si  el  dueño  se  presen- 
tare dentro  del  término,  se  las  entregará  sin  otros  gastos 
que  los  causados  en  su  conservación.  Siendo  de  tal  calidad 
las  cosas  halladas  que  no  puedan  guardarse ,  se  venderán  en 
pública  almoneda  según  derecho  para  evitar  su  deterioro  ; 
y  siendo  semovientes  ,  se  venderán  igualmente  en  la  misma 
forma,  cumplidos  los  dos  meses  primeros  desde  su  hallazgo , 
para  escusar  los  gastos  de  su  manutención,  debiendo  depo- 
sitarse el  producto  en  uno  y  otro  caso  con  auto  judicial,  para 
entregarlo  después  á  quien  lo  hubiere  de  haber  :  y  lo  mismo 
se  observará  en  los  bienes  que  hubiere  de  semejante  cali- 
dad en  los  abintestatos. — El  que  no  manifieste  las  cosas 
halladas  ante  el  subdelegado ,  y  si  no  le  hubiere  ante  el  es- 
cribano del  lugar,  puede  ser  perseguido  como  si  hubiese 
cometido  hurto;  art.%,  S  y  6. 

La  forma  de  enjuiciar  en  estas  causas  es  que  si  de  las  in- 
formaciones sumarias  ,  que  precisamente  han  de  preceder  á 
toda  diligencia,  constase  la  calidad  mostrenca  de  los  bienes 
denunciados ,  por  deposición  á  lo  menos  de  dos  testigos ,  se 
fijen  edictos  por  el  indispensable  término  de  catorce  me- 
ses ,  repitiéndolos  durante  él  por  tres  veces  :  que  si  en  este 
tiempo  no  comparecen  los  interesados  ,  se  declaren  los  cita- 
dos bienes  por  mostrencos  sin  practicar  mas  diligencia , 
aplicando  el  importe  de  las  dos  terceras  partes  á  los  referi- 
dos objetos  de  construcción  y  conservación  de  caminos,  y  la 
otra  parte  para  el  denunciador  y  gastos  ;  y  que  si  se  mostra- 
sen pretendiendo  derecho  á  los  espresados  efectos,  se  les 
oiga  por  los  trámites  de  la  via  ordinaria  ,  que  siempre  ha 
de  abreviarse  en  cnanto  lo  permita  el  derecho  y  las  circuns- 
tancias; art.  16.  Véase  Bienes  abinlestalos. 

El  artículo  ik  de  la  citada  instrucción  encarga  á  lossub- 
'  dalegados  el  averiguar  qué  señores  ó  personas  particulares 
ó  comunidades  llevan  y  perciben  los  bienes  mostrencos  ,  so 
color  de  que  les  pertenecen  por  título,  privilegio  ó  prescrip- 
ción ;  y  si  no  tuvieren  título  ó  privilegio ,  sino  solamente  se 
fundaren  en  costumbre  inmemorial ,  qué  fundamento  tenga 
esta  costumbre.  Pero  en  la  práctica  se  ha  desnaturalizado 
esta  disposición,  y  se  le  ha  dado  un  sentido  muy  diferente 
del  que  tiene  en  realidad,  pues  se  ha  querido  deducir  de  ella 
que  los  particulares  ó  corporaciones  que  no  tienen  título 
para  acreditar  la  propiedad  de  los  bienes  denunciados  como 
mostrencos,  no  pueden  ampararse  de  la  posesión  inmemo- 
rial ,  á  no  ser  la  de  cien  años ,  como  si  todos  los  bienes  de- 
bieran presumirse  propios  del  fisco  mientras  no  se  probase 
'o  contrario.  Tan  estraña  interpretación  ha  escitado  en  di- 
ferentes épocas  y  provincias  la  codicia  de  una  multitud  de 
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vagos  y  mal  entretenidos  que  ya  por  el  cebo  de  percibir  el 
tnvio  señalado  á  los  delatores,  ya  por  la  esperanza  harto 
fundada  de  hacerse  pagar  bien  caro  su  silencio  ,  se  han  de- 
dicado como  por  oficio  á  denunciar  las  fincas  de  personas  de 
quienes  sabían  ó  creían  saber  que  no  tenían  corrientes  sus 
títulos  de  pertenencia.  Con  tales  principios  y  tales  agentes 
no  es  difícil  concebir  las  extorsiones  é  iniquidades  que  se 
habrán  cometido  contra  los  propietarios  dentro  y  fuera  de 
los  juzgados  de  mostrencos. 

Mas  afortunadamente  ha  venido  á  cortarlas  la  nueva  ley 
de  9  de  mayo  (je  i 83o,  en  que  se  determina  la  calidad  de  los 
bienes  mostrencos,  abintestatos  y  vacantes,  se  fija  su  des- 
tino ,  se  establece  el  modo  de  proceder  en  los  negocios  de 
esta  clase,  y  se  suprime  la  jurisdicción  especial  de  mostren- 
cos con  la  subdelegacion  general  de  este  ramo  y  sus  depen- 
dencias. Véase  Enlacio. 

[  *En  la  república  de  Méjico,  sobre  los  bienes  mostrencos 
fué  mandada  guardar  la  ley  6,  lit.  12,  lib.  8  de  la  Rec.  de 
Ind.,  según  la  cual  se  deben  pregonar  por  espacio  de  14  me- 
ses para  que  la  noticia  pueda  llegar  á  su  dueño,  sin  que  pa- 
rezca á  nuestro  entender  que  quiso  corregirla  en  parte  la 
circular  de  21  de  octubre  de  1782 ,  de  que  habla  Beleña  en  la 
5a.  fol.,pág.  117,  n.  133.,  la  cual  reduce  á  un  año  el  término 
de  los  pregones.  Así  opinan  algunos.  Pero  en  el  Sala  noví- 
simo, pág.  434*  tom.  3  ,  se  lee  :«  Debe  tenerse  presente 
que  ,  según  parece ,  la  práctica  en  este  pais  era  conforme  á 
la  circular  del  que  se  llamaba  Superior  Gobierno,  de  21  de 
octubre  de  1782,  en  que  se  manda  que  las  justicias  publi- 
quen por  bando,  que  quien  hallase  bienes  sin  dueño  cono- 
cido, los  manifestase ,  apercibido  de  incurrir  en  las  penas  de 
la  ley  18,  tít.  20,  lib. 1  de  la  Recopilación  delndias.  Que  los 
bienes  mostrencos  se  depositen  y  pregonen  para  que  parezca 
su  dueño;  y  no  pareciendo  dentro  de  un  año,  se  rematen 
públicamente  en  el  mayor  y  mejor  pastor,  entrando  su  pro- 
ducto en  las  cajas  reales  inmediatas ,  á  donde  pasarán  testi- 
monio cada  año  para  que  sus  oficiales  reales  se  formen  el 
correspondiente  cargo.  Beleña  trae  esta  disposición  bajo  el 
número  153 ,  tom.  1,  pág.  117  del  tercer  foliaje  de  su  Reco- 
pilación de  autos,  etc.,  y  no  menciona  las  disposiciones  cita- 
das en  nuestro  número  18  referido,  de  loque  puede  inferirse 
que  no  se  habían  comunicado  á  este  pais.  El  mismo  Beleña 
en  una  nota  sobre  el  lugar  citado ,  dice  :  Que  por  el  artículo 
83  de  la  Ordenanza  é  instrucción  de  intendentes  (cuya  fecha 
es  de  4  de  diciembre  de  1786),  está  prevenido  que  estos  co- 
nozcan de  los  bienes  vacantes ,  en  cualquier  manera  que 
estén,  así  para  la  averiguación,  como  para  ponerlos  en  cobro 
y  aplicarlos  á  la  real  hacienda  ,  precediendo  las  diligencias 
necesarias  por  derecho,  y  dando  cuenta  por  la  via  reservada 
de  Indias.  » 

En  orden  de  H  de  marzo  de  1807,  comunicada  por  D. 
Manuel  del  Castillo  Negrete ,  como  delegado  del  virey,  al 
intendente  de  Méjico  ,  se  dice  :  Que  sin  embargo  de  estar 
prevenido  por  las  leyes  de  Indias  y  órdenes  espedidas  por 
el  virey  para  su  observancia  ,  que  se  aplique  á  la  real  cá- 
mara el  valor  íntegro  de  los  bienes  mostrencos  ,  había  de- 
terminado el  virey  en  junta  superior  de  real  hacienda  ,  cele- 
brada en  16  de  octubre  de  1806,  que  entretanto  resolvía  el 
rey,  se  compensase  á  las  personas  que  manifestasen  dichos 
bienes,  en  los  que  se  comprenden  las  alhajas  de  oro  y  plata, 
y  cualquier  otra  cosa  vacante  y  sin  dueño  ,  con  la  cuarta 
parte  de  su  valor,  si  este  no  escediese  de  cien  pesos  ,  y 
con  la  asignación  que  hiciera  la  junta  ,  si  el  valor  cscediese 
de  esta  cantidad.  Pero,  no  sabemos  cuál  seria  la  resolución 
del  rey. 

En  la  república  ademas  deben  incluirse  en  los  bienes  mos- 
trencos los  que  habiendo  sido  vinculados,  y  no  estando  legíti- 
mamente enajenados,  se  averiguo  por  cualquier  medio  que 
lio  se  han  poseído  con  título  jn&te,  à  no  hav  quien  suceda  le- 


galícente en  ellos  por  testamento  ó  ab  intestato.  Para  decla- 
rarlos mostrencos,  debe  instruirse  un  espediente,  de  oficio  ó 
por  denuncia,  con  audiencia  del  ministerio  fiscal,  en  el  cual 
ha  de  constar  por  medio  de  sumaria  de  testigos  ,  que  por 
muerte  del  último  poseedor  se  hallan  vacantes  dichos  bienes; 
y  ha  de  resultar  también  que  habiendo  fijado  edictos  por  es- 
pacio de  dos  años,  de  ocho  en  ocho  meses  ,  tanto  en  el  pue- 
blo en  donde  residió  el  último  poseedor,  como  en  los  lugares 
en  que  se  hallan  radicados  los  bienes  y  en  sus  capitales  res- 
pectivas, dándoles  publicidad  ademas  en  el  periódico  oficial 
y  otros  particulares,  en  Iqs  cuales  se  citaba  para  que  com- 
pareciesen dentro  de  dicho  plazo  los  que  se  considerasen  con 
derecho ,  bajo  apercibimiento  de  declararlos  vacantes  tras- 
currido este  término;  ó  no  se  ha  presentado  nadie,  ó  si  al- 
guien ha  deducido  sus  pretensiones,  no  ha  podido  justificar 
el  derecho  necesario:  art.  2,  ley  de  22  de  mayo  de  1855. 

**  En  la  república  de  Venezuela,  sobre  bienes  mostrencos 
también  está  mandado  guardar  la  ley  6 ,  lit.  12,  lib.  8  de  ¡a 
Rec.  de  Ind.  Se  reputan  de  la  misma  clase  en  esta  repú- 
blica todos  los  bienes  de  mayorazgo  ,  vinculaciones  y  sus- 
tituciones que  no  tengan  ó  hayan  tenido  legítimo  poseedor 
desde  el  11  de  julio  de  1824  :  art.  lp,,  ley  de  10  de  julio 
de  1824. 

***  La  misma  ley  6 ,  ht.  12 ,  lib.  8  cá  la  Rec.  de  Ind.  está 
vigente  en  la  república  de  Chile.  Están  inclusos  ademas  en 
la  clase  de  bienes  mostrencos  los  del  estranjero  difunto  intes- 
tado ,  cuyo  heredero  no  se  presente  á  recogerlos  dentro  do 
los  diez  años  inmediatos  al  dia  de  su  fallecimiento ,  pero  sin 
necesidad  de  guardar  las  formalidades  que  se  espresan  por 
el  autor  para  hacer  la  adjudicación  al  fisco  :  art.  10,  ley  de 
25  de  julio  de  1834,  y  ley  de  26  de  julio  de  1842.  } 

BIENES  de  ninguno.  Los  que  á  nadie  pertenecen ,  ó 
porque  nunca  han  estado  en  el  dominio  de  persona  alguna , 
ó  porque  su  dueño  los  ha  desamparado  libremente  con  áni- 
mo de  no  tenerlos  ya  mas  en  su  poder.  Tales  son  las  fieras, 
aves  y  peces  que  vagan  respectivamente  con  entera  libertad 
por  los  montes,  aires  y  aguas,  sin  estar  sujetos á  dominio 
alguno  :  tales  son  las  piedras  preciosas  que  se  encuentran 
en  las  playas  :  tales  las  monedas  que  se  arrojan  en  algunas 
funciones  con  motivo  de  algún  regocijo  :  tales  en  fin  las  cosas 
muebles  ó  raices  que  su  dueño  abandona  voluntariamente  y 
á  sabiendas. 

Todos  estos  bienes  se  hacen  propios  del  primero  que  los 
ocupa,  según  las  leyes  5,  17,  48,  49  y  50,  til.  28,  Parí.  5, 
Mas  esta  disposición  de  las  leyes  de  las  Partidas  ha  sufrido 
modificaciones  importantes  por  otras  posteriores ,  como  es 
de  ver  en  los  artículos  Bienes  mostrencos ,  Caza  y  Estado. 

Como  para  decir  que  una  cosa  no  pertenece  á  nadie ,  es 
preciso  que  nunca  haya  estado  en  poder  de  persona  alguna, 
ó  que  su  dueño  la  haya  abandonado  con  intención  de  que  ya 
no  se  cuente  entre  sus  bienes ,  es  consiguiente  que  no  pue^ 
den  comprenderse  entre  los  bienes  de  ninguno,  y  que  por 
tanto  no  se  hacen  propias  del  primer  ocupante ,  las  cosa¡ 
que  se  pierden ,  como  v.  gr.  las  que  se  caen  de  una  venta- 
na ,  de  un  terrado  ,  ó  de  un  coche  que  va  corriendo ,  —  n 
las  que  nos  arrebatan  las  fieras  ,  como  v.  gr.  las  ovejas  que 
se  llevan  los  lobos  ,  —  ni  las  que  en  medio  de  una  horro- 
rosa tempestad  se  arrojan  al  mar  con  objeto  de  alijar  la 
nave,  —  ni  en  fin  las  de  los  náufragos.  Es  pues  muy  odioso 
y  contrario  á  todo  principio  de  equidad  el  derecho  bárbaro 
que  se  han  arrogado  algunos  príncipes  de  recoger  y  hacer 
suyos  los  efectos  que  han  aparecido  en  sus  costas,  perte- 
necientes á  los  que  han  padecido  naufragio ,  despojando  im- 
píamente del  triste  resto  de  sus  recursos  á  unos  desgracia- 
dos que  debían  ser  por  el  contrario  el  objeto  de  su  conmise- 
ración y  generosidad.  Véase  Bienes  mostrencos. 

BlEtWES  muebles.  Los  que  sin  alteración  ninguna  pue- 
den moverse  y  llevarse  de  una  parte  á  otra ,  ya  se  muevan 
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por  sí  mismos,  como  los  animales,  ya  no  puedan  mudar  de 
sitio  sino  por  una  fuerza  estraña  ,  como  las  cosas  inanima- 
das; ley  1,  tit.  17,  Part.  2. 

Hay  algunas  cosas  que  pasan  del  estado  de  inmuebles  al 
de  muebles,  como  las  que  se  separan  de  la  tierra  á  que  es- 
taban unidas  naturalmente,  v.  gr.  los  árboles  caídos  ó  cor- 
tados ,  los  frutos  cogidos ,  las  piedras  arrancadas  de  las  can- 
teras, y  los  metales  sacados  de  las  minas:  Gómez  en  la  ley 
70  de  Toro,  n.  29;  Govarr.,  lib.  i,  Variar.,  cap.  3  y  15;  y 
Parlad.,  lib.  'i, part.  5,  cap.  últ.  • 
.  Los  materiales,  como  ladrillos,  piedra  ,  toja  y  madera, 
que  se  reúnen  en  un  edificio  con  objeto  de  ponerlos  en  él ,  se 
consideran  muebles  mientras  no  se  emplean  en  la  construc- 
ción; y  por  consiguiente  no  quedan  comprendidos  en  la 
venta  que  tal  vez  se  hiciere  del  edificio  en  semejante  estado. 
Pero  los  materiales  que  habiendo  formado  ya  parte  del  edi- 
ficio se  hallan  separados  para  volverlos  á  poner  ,  siguen  la 
naturaleza  y  suerte  del  mismo  por  no  considerarse  haber 
pasado  todavía  al  estado  de  muebles.  Lo  mismo  debe  decirse 
de  las  pértigas  ó  palos  para  levantar  ó  sostener  las  vides, 
pues  solo  son  muebles  los  que  no  se  hallan  aun  metidos  en 
tierra  ,'  aunque  estén  destinados  y  preparados  al  efecto ,  mas 
no  los  que  ya  estuvieren  metidos ,  ni  los  que  habiéndolo  es- 
tado se  encuentran  separados  para  volverlos  á  poner;  leyes 
28 y  31,  lit.  ü,  Part.  5. 

Las  mesas,  armarios,  cubas,  tinajas,  etc.,  que  no  están 
empotradas ,  soterradas  ó  unidas  de  otro  modo  á  la  pared  ó 
suelo  de  la  casa  ,  se  cuentan  entre  los  muebles;  y  si  lo  están, 
entre  los  inmuebles  ;  ley  29,  lit.  5,  Part.  5. 

La  venia  ó  donación  de  una  casa  amueblada  no  comprende 
sino  los  muebles  destinados  al  uso  y  adorno  de  las  habita- 
ciones, como  tapicerías,  camas,  sillas,  espejos,  péndolas  ,  me- 
sas ,  vajilla  y  otros  efectos  de  esta  naturaleza  ;  y  también  los 
cuadros,  pinturas  y  estatuas  que  hacen  parte  del  mueble  de 
una  habitación ,  pero  no  las  colecciones  de  pinturas  ú  otros 
objetos  que  pudiere  haber  en  las  galerías  ó  piezas  particu- 
lares (1).  Véase  Muebles. 

BIENES  nacionales.  Los  que  tiene  adquiridos  el  Estado, 
sea  por  su  calidad  de  mostrencos  ,  vacantes  ó  abintestatos  , 
sea  por  confiscación ,  sea  por  haberlos  sacado  del  poder  de 
las  manos  muertas ,  ó  por  cualquiera  otra  razón. 

Por  real  decreto  de  8  de  marzo  de  1836  y  por  otro  de 
Corles  de  22  de  julio  de  1857,  después  de  estinguirse  todos 
los  monasterios,  conventos  ,  colegios,  congregaciones* y  de- 
mas  casas  de  religiosos  de  ambos  sexos,  con  algunas  pocas 
escepciones,  se  aplicaron  todos  sus  bienes  raices,  rentas, 
derechos  y  acciones  á  la  caja  de  amorlizacion  para  la  estin- 
cion  de  la  deuda  pública  ,  dejándolos  empero  sujetos  á  las 
cargas  de  justicia  que  sobre  sí  tuvieren. 

Por  real  decreto  de  19  de  febrero  de  1K56  se  dispuso  la 
enajenación  de  los  bienes  raices  pertenecientes  á  los  comu- 
nidades y  corporaciones  religiosas  ya  estinguidas,  y  do  los 
demás  adjudicados  ala  nación  por  cualquier  título  ó  motivo, 
como  también  de  todos  los  que  en  adelante  se  le  adjudica- 
ren ;  y  se  prescribió  al  mismo  tiempo  el  modo  de  proceder 
á  la  venta  en  pública  subasta ,  y  el  de  hacer  el  pago  del  pre- 
cio en  que  quedasen  rematados.  Véase  Estado. 

-¡-Los  espedientes  sobre  la  subasta  y  venía  de  bienes  na- 
cionales son  puramente  gubernativos,  mientras  que  los  com- 
pradores no  estén  en  plena  y  efectiva  posesión,  y  terminadas 
las  mismas  subastas  y  venia  con  todas  sus  incidencias.  Hasta 
entonces  no  están  los  compradores  en  el  ejercicio  del  pleno 
dominio  ,  ni  entran  los  bienes  en  la  clase  de  particulares. 
Hasta  entonces  de  consiguiente  no  admitirán  los  jueces  ordi- 
narios de  primera  instancia  recursos,  ni  demandas  relativas 
á  dichos  bienes,  y  á  las  obligaciones,  servidumbres  ó  dere- 

(1)  Febrero,  toin.  5,  püg.  10  ,  n,  12, 


chos  á  que  puedan  estar  sujetos.  Rl.  órd.  de  2o  de  noñeni- 
brede  1839. 

Se  persiga  legalmente  ante  los  tribunales  á  todo  licitador 
de  bienes  nacionales  que  se  declare  en  quiebra  que  pueda 
calificarse  de  fraudulenta ,  ó  á  quien  se  pruebe  haber  em- 
pleado sin  tener  medios  de  fortuna  ó  encargo  de  quien  los 
posea  la  amenaza  ó  el  acto  de  pujar  inmoderadamente  en  las 
subastas  para  estafar  á  los  licitadores  de  buena  fe,  invitán- 
dose á  estos  á  que  denuncien  tales  abusos  ,  y  escitándose  e! 
celo  de  los  funcionarios  fiscales ,  intendentes  y  jueces  da 
primera  instancia  para  que  con  el  justo  fin  de  corregirlos 
interpongan  su  respectivo  oficio  hasta  donde  sea  lícito  con 
arreglo  à  las  leyes.  Rl.  órd.  de  13  de  mayo  de  1842. 

No  se  admita  postura  alguna  á  cualquiera  deudor  al  Es- 
tado que  lo  sea  por  razón  de  compra  de  bienes  nacionales, 
mientras  no  acredite  hallarse  solvente.  Rl.  órd.  de  11  de  oc- 
tubre de  1842. 

Se  admitan  posturas  á  cuantas  personas  se  presenten  en 
los  remates  ;  pero  tan  luego  como  la  voz  pública  dé  por  con- 
cluido el  acto  ,  se  exija  al  rematante  que  no  fuese  de  cono- 
cido arraigo  y  responsabilidad  ,  que  afiance  allí  mismo  con 
persona  abonada  á  satisfacción  del  juez  y  comisionado  de 
ventas  el  pago  de  los  derechos  del  espediente,  tasación  y 
subasta ,  con  mas  el  importe  del  primer  plazo  ó  entrega  que 
debe  hacer  si  la  finca  le  fuere  adjudicada,  y  que  en  el  caso 
de  que  no  presentase  dichas  garantías ,  quede  nula  y  sin 
efecto  la  postura,  y  se  tenga  por  buena  y  valedera  la  inme- 
diata anterior  si  el  que  la  hubiese  hecho  la  rectificare ,  ó  de 
lo  contrario  se  principie  de  nuevo  el  remate.  Rl.  órd.  de  2 
de  octubre  de  1843. 

A  fin  de  evitar  las  continuas  reclamaciones  que  indebida- 
mente se  están  haciendo  por  compradores  de  fincas  naciona- 
les ,  solicitando  abono  de  desperfectos  ó  rescision  del  con- 
trato, no  solo  después  de  consumada  la  venta  con  el  pago 
de  la  quinta  parte  y  toma  de  posesión ,  sino  después  de  estar 
disfrutando  las  fincas  algunos  años  ;  ha  acordado  la  junta 
por  punto  general,  que  se  observen  respecto  del  particular 
las  reglas  siguientes:  Ia.  Adjudicadas  que  sean  las  fincas  na- 
cionales ,  y  hecho  saber  á  los  compradores  que  realicen  el 
primer  pago  en  el  término  de  quince  dias,  con  arreglo  al 
artículo  '¿6  de  la  instrucción  de  Io.  de  marzo  de  1836  ,  cuyo 
trámite,  cuidarán  las  intendencias  y  jueces  de  las  subastas 
que  no  se  demore  ;  las  desmejoras  que  ocurrieren  en  las 
fincas  serán  ya  de  cuenta  de  los  compradores,  sin  derecho 
á  reclamarlas.  2a.  Recibida  por  los  compradores  la  adjudi- 
cación de  las  fincas  y  verificado  el  primer  pago,  se  enten- 
derá que  desde  entonces  entran  en  posesión  de  las  mismas, 
y  no  se  admitirá  reclamación  alguna  posterior  sobre  abono 
de  desmejoras  ó  desperfectos,  ni  rescision  del  contrato,  se- 
gún está  prevenido  por  el  artículo  53  de  la  citada  instruc- 
ción. Gire,  de  13  de  enero  de  I8'l4. 

Por  real  ór'clen  de  12  de  setiembre  de  18'ift  se  ha  dignado 
S.  BL  resolver  á  propuesta  de  la  junta  superior  de  Venta  de 
bienes  nacionales  y  después  de  oido  el  dictamen  del  asesor 
de  la  superintendencia  general  de  Hacienda,  que  á  los  com- 
pradores de  bienes  nacionales  que  hubiesen  hecho  por  com- 
pleto el  pago  de  las  fincas  compradas  por  los  mismos ,  se  les 
entreguen  los  títulos  primordiales  de  pertenencia  de  las  es- 
presadas fincas.  —  A  consecuencia  de  esta  real  órden-la  Ad- 
ministración general  hizo  varias  prevenciones  á  las  oficinas 
correspondientes  sobre  la  entrega  de  las  escrituras  ó  títulos 
de  pertenencia  á  los  compradores  de  bienes  nacionales. 

BÏENES  parafernales.  Los  que  lleva  la  mujer  al  ma- 
trimonio fuera  de  la  dote;  y  los  que  adquiere  durante  él  por 
título  lucrativo,  como  herencia  ó  donación.  Parafernales  es 
palabra  griega  que  equivale  á  estradotales.  Véase  Bienes  es- 
ti  adátales. 

BIENES  particulares.  Los  que  se  hallan  bajo  el  do- 
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minio  de  cualesquiera  individuos  ,  á  diferencia  délos  comu- 
nes ,  públicos  y  concejiles. 

Las  leyes  consideran  tan  sagrado  el  derecho  de  propiedad, 
que  ni  aun  al  rey  mismo  permiten  tomar  los  bienes  particu- 
lares sin  consentimiento  de  sus  dueños,  á  no  ser  en  caso  de 
necesidad  para  bien  del  reino  y  previa  indemnización  ;  ley 
%  til.  1,  Parí.  %yley  31,  tít.  18,  Part.  5. 

«  Non  puede  él  (el  rey) ,  dice  la  ley  2  ,  tít.  1  ,  Part.  2  , 
tomar  á  ninguno  lo  suyo  sin  su  placer....  Et  si  por  aventura 
gelo  hobiese  á  tomar  por  razón  que  hobiese  menester  de  fa- 
cer alguna  cosa  en  ello  que  se  tornase  á  pro  comunal  de  la 
tierra,  tonudo  es  por  derecho  dele  dar  ante  buen  cambio 
que  vala  tanto  ó  mas ,  de  guisa  que  él  finque  pagado  á  bien 
vista  de  homes  buenos.  » 

La  ley  3)  ,  tít.  18,  Part.  5,  después  de  sentar  que  seria 
contra  derecho  natural  el  dar  las  cosas  de  un  hombre  á  otro, 
prosigue  diciendo  :  «  Fueras  ende  si  el  rey  las  hobiese  me- 
nester por  facer  délias  ó  en  ellas  alguna  labor  ó  alguna  cosa 
que  fuese  á  pro  comunal  del  reino  ;  así  como  si  fuesse  algu- 
na heredad  en  que  hobiessen  á  facer  castillo  ó  torre  ó  puente, 
ó  alguna  otra  cosa  semejante  destas ,  que  tornase  á  pro  ó  á 
amparamiento  de  todos  ó  de  algún  lugar  señaladamente  : 
pero  esto  deben  facer  en  una  destas  dos  maneras,  dándole 
cambio  por  ello  primeramente ,  ó  comprándogelo  segunt  que 
valiere.  » 

Por  decreto  de  Cortes  sancionado  en  Ik  de  julio  de  1856 
se  prescribe,  que  siendo  inviolable  el  derecho  de  propiedad, 
no  se  puede  obligar  á  ningún  particular,  corporación  ó  esta- 
blecimiento de  cualquiera  especie,  á  que  ceda  ó  enajene  lo 
que  sea  de  su  propiedad  para  obras  de  interés  público,  sin  que 
precedan  los  requisitos  siguientes: — Io.  Declaración  solemne 
de  que  la  obra.proyectada  es  de  utilidad  pública,  y  permiso 
competente  para  ejecutarla  : — 2o.  Declaración  de  que  es  in- 
dispensable que  se  ceda  ó  enajene  el  todo  ó  parte  de  una 
propiedad  para  ejecutar  la  obra  de  utilidad  pública  :  — 
3o.  Justiprecio  de  lo  que  haya  de  cederse  ó  enajenarse  :  — 
4°.  Pago  del  precio  de  la  indemnización.  Véase  Enajenación 
forzosa. 

BIENES  patrimoniales.  Los  que  el  hijo  tiene  heredados 
de  su  padre  ó  abuelo ,  ó  sea  los  que  proceden  de  la  familia 
ascendiente  :  —  los  bienes  profanos  que  los  clérigos  adquie- 
ren por  cualquier  título  ;  —  y  los  bienes  propios  espiritualiza- 
dos para  que  alguno  pueda  ordenarse  á  título  de  ellos.  Véase 
Patrimonio. 

BIENES  peculiares.  Los  que  componen  el  peculio  de  un 
hijo  de  familias  ó  esclavo  ;  y  también  los  que  son  propios  y 
privativos  de  una  persona,  á  distinción  de  los  que  la  misma 
tiene  en  común  con  otra  solo  en  usufructo.  Véase  Peculio. 

BIENES  profecticios.  Los  que  í-dquiere  el  hijo  que 
vive  bajo  la  patria  potestad  por  razón  del  padre  ó  con  los 
bienes  del  padre.  Son  en  todo  del  mismo  padre ,  tanto  por 
lo  que  hace  á  la  propiedad ,  como  al  usufructo ,  ley  8  ,  tít . 
17,  Part,  ti  ;  y  así  es  que  sola  la  administración  es  la  que 
se  deja  al  hijo ,  quien  sin  embargo  los  goza  y  retiene  en  el 
caso  de  confiscarse  los  bienes  á  su  padre  (1) ,  y  en  el  de  ser 
emancipado  (2)  si  el  padre  no  se  los  quitare;  pero  estará 
obligado  á  traerlos  á  colación  (5).  Véase  Colación. 

BIENES  públicos.  Los  que  en  cuanto  á  la  propiedad 
por.tenecen  á  un  pueblo  ó  nación ,  y  en  cuanto  al  uso  á  todos 
los  individuos  de  su  distrito.  Tales  son  los  ríos,  riberas, 
puertos  y  caminos  públicos  ;  y  por  eso  no  puede  ningún 

(1)  Esta  pena  de  confiscación  está  abolida  entre  los  Americanos. 

(2)  En  el  caso  de  emancipación,  la  ley  15,  til.  48,  Part.  4, 
dice  que  el  padre  pueda  retener  la  mitad  del  usufructo  de  los 
adventicios. 

(5)  Ley.29  de  Toro  ,  y  en  ella  Antonio  Gómez,  núm.  40  y  44  , 
y  Acevedo  eu  la  ley  5 ,  tít.  8 ,  lia.  5 ,  Rec, 


particular  hacer  en  los  ríos  ni  en  sus  riberas  molino  ,  casa  ú 
otro  edificio  que  embarace  la  navegación,  de  modo  que  si 
alguno  hiciere  de  nuevo  una  obra  de  esta  especie ,  ó  la  tu- 
viere hecha  de  antiguo  ,  debe  ser  derribada;  porque  la  uti- 
lidad do  todos  los  hombres  no  se  ha  de  impedir  por  la  de  uno 
solo.  Por  la  misma  razón  de  ser  públicas  las  riberas,  puede 
cualquiera  atar  sus  naves  ó  barcos  á  los  árboles  que  haya  en 
ellas ,  hacer  allí  las  reparaciones  necesarias  de  los  buques 
y  de  las  jarcias  ,  poner  mercaderías  y  pescado  ,  venderlas, 
enjugar  sus  redes,  y  ejecutar  otras  cosas  semejantes;  de 
manera  que  los  dueños  de  los  árboles  de  dichas  riberas,  que 
suelen  pertenecer  á  las  heredades  contiguas,  no  pueden 
cortarlos  cuando  estuviese  atada  ó  se  fuese  á  atar  á  ellos  al- 
guna embarcación,  pues  entonces  se  consideraria  que  impe- 
dían el  uso  público  de  la  ribera.  Leyes  6  ,  7  y  8,  tít.  28  « 
Part.  3. 

BIENES  raices.  Los  que  consisten  en  haciendas  de 
campo,  como  viñas,  tierras,  olivares,  etc.,  ó  en  casas  y 
otras  cosas  que  no  se  pueden  trasportar  ele  un  lugar  á  otro  (U). 
Véase  Bienes  inmuebles. 

BIENES  realengos.  Los  que  pertenecen  al  rey.  Hay 
tres  clases  de  bienes  realengos  :  la  primera  comprende  to- 
das las  propiedades  ,  rentas  y  derechos  con  que  está  dotado 
el  tesoro  real  para  subvenir  á  la  administración ,  orden  y  de- 
fensa del  reino  :  la  segunda  contiene  las  propiedades ,  rentas 
y  derechos  con  que  está  dotada  la  casa  real  para  sus  gastos; 
y  la  tercera  no  abraza  sino  los  bienes  que  el  rey  posee  como 
persona  privada  por  herencia ,  donación  ,  legado ,  compra  ú 
otro  cualquier  título  que  le  sea  propio  y  personal.  Esta  es  la 
division  que  hace  Gregorio  López,  aunque  de  un  modo  mas 
diminuto  ,  en  la  glosa  4  de  la  ley  1 ,  título  17,  Partida  2. 

Los  bienes  de  la  primera  clase  componen  el  patrimonio 
del  Estado ,  que  también  se  ha  designado  con  el  nombre  de 
patrimonio  de  la  corona ,  y  hoy  se  conoce  con  el  de  hacienda 
pública  ó  nacional  :  los  de  la  segunda  forman  lo  que  se  llama 
real  patrimonio;  y  los  de  la  tercera  son  patrimonio  privado 
del  rey. 

El  rey  no  puede  -tos  bienes  del  patrimonio  del 

Estado ,  porque  son  inalienables  por  su  naturaleza  y  objeto , 
ni  disponer  de  sus  productos  sino  en  utilidad  del  reino  y 
con  arreglo  á  las  leyes.  Tampoco  puede  enajenar  los  bienes 
del  real  patrimonio ,  pues  que  solo  tiene  el  usufructo  y  ple- 
no goce  de  sus  rentas ,  habiendo  de  conservar  ilesa  la  pro- 
piedad para  sus  sucesores  en  la  corona.  Pero  puede  disponer 
libremente,  así  por  contrato  entre  vivos  como  por  última 
voluntad ,  de  los  de  su  patrimonio  ó  peculio  privado ,  pues 
que  tiene  sobre  ellos  la  plenitud  de  los  derechos  dominicales. 
Véase  Patrimonio. 

La  ley  1 ,  tít.  17,  Part.  2,  despues  de  distinguir  las  cosas» 
del  rey  de  las  del  reino ,  dice  :  que  el  que  á  sabiendas  to- 
mare por  fuerza  ó  hurtare  alguna  de  ellas  que  sea  mue- 
ble ,  siendo  hombre  honrado  debe  morir  por  ello  si  fué  co- 
gido en  el  hecho,  pero  si  no  lo  fué ,  pagará  diez  tantos  como 
lo  tomado,  ó  á  falta  de  pago  será  echado  del  reino  por  toda 
su  vida;  y  no  siendo  hombre  honrado,  debe  servir  al  rey 
en  prisión  durante  el  tiempo  necesario  para  reintegrarle; 
pudiendo  suceder  qu!*el  robo  ó  hurto  sea  tal  por  razón  de 
sus  circunstancias,  que  el  que  lo  hiciere  incurra  en  traición 
conocida  y  deba  haber  la  pena  arbitraria  que  el  rey  le.im- 
pusiere.  Sigue  diciendo  la  misma  ley  que  el  que  encubra  ó 
enajene  cosa  raíz,  tomándola  para  si  ó  para  otro  sin  mandato 
del  rey,  ó  consintiendo  que  alguno  la  tome,  si  fuese  hombre 
honrado  debe  perder  el  honor  que  del  rey  tenga  y  tanta 
parte  de  lo  suyo  como  la  cosa  tomada,  ó  á  falta  de  pago  ser 
echado  del  reino  por  el  tiempo  que  el  rey  asigne  ;  y  no  siendo 
hombre  honrado ,  deberá  pagar  otro  tanto  y  estar  en  prisión 

(4)  Ley  4,  tít.  29,  Part.  5  ,  y  1  ,  tít.  17,  Part.  2. 
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por  tiempo  arbitrario  ,  y  si  no  tuviere  con  que  paga.,  L  Jo 
morir  por  ello.  Concluye  por  fin  la  ley  sentando  la  regla 
general  de  que  las  cosas  que  pertenecen  al  rey  ó  al  reino  no 
pueden  prescribirse  ni  ganarse  por  tiempo. 

BIENES  realengos  ó  de  realengo.  Los  bienes  de  los 
pecheros ,  esto  es ,  los  bienes  afectos  á  los  tributos  y  derechos 
reales  ,  á  diferencia  de  los  bienes  de  los  hidalgos  y  manos 
muertas ,  que  estaban  esentos  de  pechos.  Así  que  ,  cuando 
en  las  leyes  se  manda  que  ningún  realengo  non  pase  á 
abadengo,  se  quiere  dar  á  entender  que  se  prohibe  á  los 
seglares  pecheros  ó  contribuyentes  enajenar  sus  bienes  á  las 
manos  muertas. 

«  Mandamos,  decia  Fernando  IV  (ordenamiento  de  las 
Corles  de  Valladolid  de  1298  ),  entrar  los  heredamientos  que 
pasaron  del  realengo  al  abadengo....  et  que  heredamiento 
daqui  adelante  non  pase  de  realengo  á  abadengo.  »  «  Tengo 
por  bien  et  mando ,  decia  el  mismo  en  otra  parte  (  ordenam. 
de  las  Corles  de  Burgos  de  1501  ),  que  las  heredades  realengas 
et  pecheras  que  non  pasen  á  abadengo ,  nin  las  compren  los 
fijosdalgo ,  nin,  clérigos ,  nin  los  pueblos ,  nin  comunes  :  et  lo 
pasado  desde  el  ordenamiento  de  Faro  acá ,  que  pechen  por 
ello  aquellos  que  lo  compraron ,  ó  en  cualquier  "otra  manera 
que  gelo  ganaron  :  et  daqui  adelante»  non  lo  puedan  haber 
por  compra ,  nin  por  donación ,  sinon  que  lo  pierdan ,  et  que 
lo  entren  los  alcaldes  et  la  justicia  del  logar.  »' 

BIENES  reservables  ó  reservaticios.  Los  que  el  viudo 
ó  viuda  que  se  vuelve  á  casar  está  obligado  á  reservar  ó 
guardar  para  los  hijos  que  tuvo  en  el  primer  matrimonio. 
Tales  son  todos  los  bienes  que  hubiere  adquirido  del  con- 
sorte difunto  por  cualquier  título  lucrativo ,  ya  universal, 
como  sucesión  por  testamento  ó  ab  intestato  ,  ya  singular, 
como  arras ,  donación ,  legado  ó  fideicomiso  ;  y  asimismo  los 
que  hubiere  heredado  ab  intestato  de  alguno  de  dichos  hijos 
del  primer  matrimonio ,  con  tal  que  este  los  hubiese  heredado 
antes  del  difunto  padre  ó  madre,  como  también  los  dos  ter- 
cios de  la  herencia  testamentaria  que  como  heredero  forzoso 
hubiere  recibido  de  algún  hijo  ,  mas  no  el  otro  tercio  que 
este  le  hubiese  dejado  por  propia  voluntad  ;  ni  menos  su 
mitad  de  bienes  gananciales  adquiridos  durante  dicho  primer 
matrimonio  ;  ley  6 ,  lit.  1 ,  lib.  3 ,  y  ley  2 ,  tít.  k ,  lib.  lí  del 
Fuero  Juzgo;  ley  1 ,  tít.  2,  lib.  3  del  Fuero  Real  ;  ley  26, 
tít.  13,  Part,  S;  leyes  6,  14  y  15  de  Toro,  y  glosas  de 
Gómez  (1), 

Las  razones  en  que  está  fundada  la  obligación  de  reservar 
los  indicados  bienes,  son  primeramente  la  utilidad  délos 
hijos ,  y  luego  cierta  especie  de  ofensa  que  se  supone  hace 
el  cónyuge  sobreviviente  al  difunto  por  el  hecho  de  contraer 
otro  matrimonio. 

Cesa  la  obligación  de  reservar  dichos  bienes  :  —  Io.  si  el 
cónyuge  difunto  hubiere  concedido  al  sobreviviente  licencia 
para  volverse  á  casar,  pues  en  tal  caso  no  habría  injuria  :  — 
2o.  si  los  hijos  (2)  á  quienes  habia  de  aprovechar  la  reser- 
vación ,  dieren  su  consentimiento  para  el  segundo  enlace  (3), 
pues  se  supone  que  por  este  hecho  renuncian  al  derecho  que 
tenían  á  los  bienes  :  —  5o.  si  al  tiempo  de  la  muerto  del 
cónyuge  sobreviviente  no  existiesen^  sus  dichos  hijos  del 
primer  matrimonio  ni  descendientes  ae  los  mismos.  En  estos 
casos  gana  la  propiedad  de  los  bienes  reservables  el  cónyuge 
viudo  ,  que  fuera  de  ellos  solo  tendría  el  usufructo  en  caso 
de  casarse. 

El  consorte  sobreviviente  conserva  toda  su  vicia  el  usu- 
fructo de  los  bienes  reservados  ,  y  la  propiedad  solo  mie'n- 

(1)  Véase  también  á  Febrero,  que  cita  á  Castillo,  pág.  250, 
tom.  2  ,  g  50  ;  y  á  Sala ,  tom.  2 ,  g  60. 

(2)  Siendo  mayores  y  con  las  condiciones  de  que  habla  Febrero. 

(3)  Gómez ,  á  la  ley  14  de  Toro ,  u.  6 ,  y  Febrero ,  tom.  2 ,  pág. 
226,g'18, 


tras  se  ffiuntiene  en  gestado  de  viudez ,  pasando  esta  á  los 
hijos  desde  el  momento  en  que  contrae  segundas  nupcias  (4). 
No  puede  por  tanto  disponer  de  dichos  bienes  desde  que  se 
vuelve  à  casar,  de  modo  que  será  nula  cualquiera  enajena- 
ción que  hiciere  de  ellos;  pero  no  lo  será  si  la  hubiese  veri- 
ficado antes,  pues  aun  no  habia  incurrido  en  la  pena  de  la 
reservación.  Sin  embargo ,  aunque  sea  nula  la  enajenación 
que  hizo  el  cónyuge  sobreviviente  después  de  pasar  á  se- 
gundo matrimonio,  se  sostiene  durante  su  vida  y  no  se  revoca 
hasta  después  de  su  muerte,  en  Cuya  época  podrán  los  hijos 
repetir  contra  el  poseedor  de  los  bienes  para  su  restitución 
como  dueños  y  propietarios;  y  por  el  contrario  ,  aunque  sea 
válida  la  enajenación  hecha  durante  el  estado  de  viudez ,  no 
por  eso  quedan  los  hijos  sin  derecho  alguno  con  respecto  á 
los  bienes  enajenados  en  caso  de  que  el  enajenante  contraiga 
después  segundo  enlace ,  pues  podrán  sacar  su  importe  de 
los  bienes  propios  del  enajenante  si  le  sobreviven ,  como 
hipotecados  en  su  favor  por  la  ley  26,  tit.  15,  Part.  5,  para 
seguridad  de  los  bienes  sujetos  à  reserva. 

Los  bienes  reservados  deben  dividirse  con  igualdad  entre 
los  hijos  del  primer  matrimonio ,  sin  que  el  padre  ó  la  madre 
pueda  dar  por  este  concepto  mas  á  uno  que  à  otro  (5). 

Como  la  madre  que  pasa  á  segundas  nupcias  pierde  la 
tutela  y  por  consiguiente  la  administración  de  los  bienes  do 
sus  hijos  ,  quieren  los  autores  que  deba  afianzar  para  segu- 
ridad délos  bienes  sujetos  á  reservación  (6).  Mas  el  padre, 
que  no  pierde  la  administración  de  los  bienes  de  sus  hijos 
mientras  están  bajo  su  potestad ,  aunque  se  case  diferentes 
veces ,  no  está  obligado  á  afianzar,  cumpliendo  con  hacer 
ante  escribano  una  descripción  ó  nómina  de  los  bienes  que 
administra  pertenecientes  á  sus  hijos ,  quienes  deberán  pre- 
senciar su  formación  (7). 

BIENES  sedientes,  sitios  ó  sitos.  Los  bienes  inmuebles 
ó  raices.  Véase  Bienes  inmuebles. 

BIENES  semovientes.  Las  cosas  que  se  muevo n  por  sí 
mismas,  como  los  animales  (8).  Son  pues  bienes  de 
cíaselos  animales  fieros  ó  salvajes,  terrestres,  acuátiles  o 
voladores,  que  adquirimos  por  la  caza  ó  pesca;  los  que 
siendo  fieros  por  naturaleza,  se  amansan  y  domestican;  y 
los  que  nacen  y  se  crian  en  nuestras  casas  ó  bajo  nuestro 
dominio.  Véase  Animales  fieros ,  amansados ,  y  mansos  ó 
domésticos. 

BIENES  troncales.  Los  que  en  las  sucesiones  no  pasan 
al  heredero  regular,  sino  que  buscan  y  requieren  persona 
de  la  línea  ó  familia  de  que  proceden  (9);  ó  sea  los  bienes  de 
abolengo  que  por  morir  su  poseedor  sin  posteridad  deben 
volver  á  la  línea  de  donde  vinieron ,  según  la  costumbre  de 
algunos  países. 

Era  ley  antigua  en  Castilla  que  muerta  una  persona  sin 
hijos,  debian  volver  sus  bienes  raices  al  tronco  de  donde 
procedían,  esto  es,  á  la  línea  ascendiente  de  la  cual  habían 
bajado  al  poseedor  difunto.  Así  lo  estableció  el  Fuero  ïuzgr 
(  ley  6,  lit.  2,  lib.  k),  que  después  de  distribuir  por  iguales 
partes  entre  los  abuelos  paternos  y  maternos  los  bienes  que 
el  difunto  adquirió  por  su  industria ,  manda  que  los  que  re- 
cibió do  sus  abuelos  ó  sus  padres  vuelvan  por  línea  recta  á 
los  abuelos  :  De  illis  verá  rebus,  quas  ab  avis  ve!  parentibus 
íuihuil,  ad  avos  directa  linea  revocabunt.  Asilo  prescribí 
igualmente  los  fueros  mas  considerables  de  León  y  Casi 

('i)  Véase  á  Cornez,  ley  ik  de  Toro  cit.,  n.  5,  $  5. 
(o)  Véase  á  Gom.,  ley  15  de  Toro,  n.  5,  §  5. 

(6)  Ley  5,  lit.  16,  Part.  6,  y  Acev.  á  la  ti,  tít.  i,  lib.  5,n.  Itd. 

(7)  Así  lo  dice  Febrero  citando  á  Castillo. 

(8)  La  ley  i ,  tít.  17,  Part.  2,  coloca  primeramente  ¡>or  mue-  . 
bles  aquellas  que  viven  ct  se  mueven  jior  si  nutuvalmvntc. 

(9)  Ley  10  .  til.  6,  lib.  5,  Fuero  Real,  donde  se  prueba  que 
está  eu  costumbre. 
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como  por  ejemplo  los  de  Zamora,  Molina,  Alcalá,  Cáceres, 
Baeza,  Sepúlveda  ,  Cuenca  ,  Plasencia,  Guadalajara  y  Bur- 
gos ,  y  principalmente  el  Fuero  viejo  y  el  Fuero  de  las  leyes. 
Este  último  dispone  en  la  ley  10,  tít.  6,  lib.  3,  que  si  alguno 
muere  intestado ,  partan  igualmente  los  hijos  así  la  heredad 
del  padre  como  de  la  madre  ;  y  no  dejando  hijos  ni  nietos, 
pero  sí  abuelos  ,  el  abuelo  paterno  herede  lo  que  fué  del 
padre,  y  el  materno  lo  de  la  madre,  y  ambos  igualmente  lo 
que  el  difunto  hubiese  por  sí  ganado. 

Este  derecho  de  troncalidad  ó  reversion  era  tan  sagrado 
respecto  de  los  bienes  patrimoniales  y  de  abolengo,  que  en 
algunas  partes  se  estableció  que  si  el  marido  hubiese  adqui- 
rido por  compra  durante  el  matrimonio  alguna  heredad  de 
aquella  naturaleza ,  por  su  muerte  debia  volver  íntegra  al 
tronco,  y  compensarse  á  la  mujer  en  dinero  la  parle  media 
que  el  fuero  le  otorgaba  por  razón  de  gananciales. 

La  ley  i  ,  tít.  13,  Part.  6,  derogo  estas  disposiciones  y 
costumbres ,  mandando  que  en  caso  de  morir  uno  sin  testa- 
mento y  sin  descendientes  ni  hermanos,  heredasen  todos  sus 
bienes  por  iguales  partes  el  padre  y  la  madre  :  pero  muchos 
pueblos  ,  sin  hacer  caso  de  la  resolución  de  las  Partidas  , 
continuaron  observando  la  ley  de  la  troncalidad  ó  reversion; 
y  posteriormente  la  ley  6  de  Toro  (  ley  1 ,  til.  20,  lib.  10, 
Ñor.  Rec.  ),  aunque  dispuso  por  regla  general  que  los  ascen- 
dientes sucedan  por  testamento  y  ab  intestato  á  sus  descen- 
dientes que  no  tengan  hijos ,  como  los  descendientes  les 
suceden  á  ellos  en  lodos  sus  bienes  de  cualquier  calidad  que 
sean ,  respetó  sin  embargo  la  antigua  costumbre  de  la  tron- 
calidad ,  esceptuando  de  la  regla  que  establecía  las  ciudades , 
villas  y  lugares  do  según  el  fuero  de  la  tierra  se  acostumbran 
tornar  sus  bienes  al  tronco ,  ó  la  raíz  á  la  raiz. 

La  ley  pues  ó  costumbre  de  la  troncalidad  ó  reversion  solo 
debe  observarse  donde  se  halle  introducida  :  no  comprende 
los  muebles  sino  los  raices  ,  y  no  todos  los  raices  que  el 
difunto  dejare  de  sus  padres  ó  abuelos ,  cualquiera  que  sea 
el  lugar  en  que  estén  sitos ,  sino  solo  los  existentes  dentro  del 
territorio  en  que  existe  la  costumbre  :  no  tiene  lugar  sino  en 
las  sucesiones  ab  intestato,  como  dice  Gómez,  á  no  ser  que 
el  uso  la  estienda  también  á  las  testamentarias;  y  no  exime 
al  heredero  troncal  del  pago  de  las  deudas  ,  á  que  deberá 
contribuir  con  los  demás  herederos. 

BIENES  vacantes.  Los  inmuebles  ó  raices  que  no  tienen 
dueño  cierto  ó  conocido ,  ó  que  han  sido  abandonados  por  el 
que  lo  era  ,  y  que  por  consiguiente  se  presume  que  no  per- 
tenecen á  nadie.  Véase  Bienes  mostrencos. 

BIENES  vinculados.  Los  que  están  sujetos  al  dominio 
perpetuo  en  alguna  familia  con  prohibición  de  enajenación. 
Antiguamente  podia  cualquiera  vincular  á  su  arbitrio  sin 
licencia  alguna  los  bienes  que  poseía  ;  pero  por  cédula  de 
líí  de  mayo  de  1789  se  prohibió,  aun  á  las  personas  que  no 
tuviesen  herederos  forzosos  ,  el  hacer  vinculación  alguna  ó 
dejar  sus  bienes  con  la  condición  de  haber  de  conservarse 
perpetuamente  en  la  familia,  sin  que  para  ello  precediese 
real  permiso  (1).  Véase  Amortización  civil  y  Mayorazgo  (2). 
Por  fin  se  han  reducido  á  la  clase  de  absolutamente  libres 
todos  los  bienes  vinculados,  y  se  ha  prohibido  el  hacer  en 
adelante  nuevas  vinculaciones ,  por  el  real  decreto  de  50  de 
agosto  de  1836,  que  es  como  sigue  : 

«  Deseando  proporcionar  desde  luego  á  la  nación  las 

(l)En  Méjico,  el  decreto  de  7  de  agosto  de  1825  declaró  que  las 
vinculaciones  habían  cesado  á  virtud  de  la  ley  de  las  Cortes  espa- 
ñolas de  27  de  setiembre  de  1820  ,  que  inserta  el  autor  á  conti- 
nuación ,  y  prohibió  que  se  pudiesen  hacer  en  lo  sucesivo;  pero 
en  el  art.  1 4  derogó  aquella  en  cuanto  á  la  prohibición  de  fundar 
capellanías ,  obras  pias  y  adquisición  por  manos  muertas. 

(2)  Lo  establecido  en  las  repúblicas  de  América  acerca  de  los 
licúes  Yiucttlados  se  hallará  en  el  artículo  Wayoratyo. 


grandes  ventajas  que  deben  resultarle  de  la  desamortización 
de  toda  clase  de  vinculaciones,  he  venido,  á  nombre  de  mi 
augusta  hija  la  reina  doña  Isabel  II ,  en  decretar  lo  que 
sigue  : 

Io.  Se  restablece  en  toda  su  fuerza  y  vigor  el  decreto  de 
las  Cortes  de  27  de  setiembre  de  1820,  publicado  en  las 
mismas  como  ley  en  11  de  octubre  del  mismo  año,  por  el 
que  quedaron  suprimidas  las  vinculaciones  de  toda  especie, 
y  restituidos  à  la  clase  de  absolutamente  libres  los  bienes  de 
cualquiera  naturaleza  que  las  compongan. 

2o.  Quedan  asimismo  restablecidas  las  aclaraciones  rela- 
tivas á  la  desvinculacion ,  hechas  por  las  Cortes  en  15  y  19 
de  mayo  de  1821  y  en  19  de  junio  del  mismo  año. 

3o.  La  ley  restablecida  por  esto  decreto  principiará  á  re'" 
gir  desde  la  fecha  del  mismo. 

4o.  Se  reserva  á  las  próximas  Cortes  determinar  lo  con- 
veniente sobre  las  desmembraciones  que  tuvieron  los  mayo- 
razgos mientras  estuvo  vigente  la  ley  de  27  de  setiembre  de 
1820  por  donaciones  graciosas  ó  remuneratorias,  ó  por  cual- 
quiera otro  título  traslativo  de  dominio  legítimamente  ad- 
quirido. 

5o.  Los  convenios  y  transacciones  celebrados  entre  los 
interesados  á  consecuencia  de  lo  dispuesto  en  la  ley  de  9  de 
junio  de  1835  ,  tendrán  cumplido  efecto.  » 

Las  leyes  y  aclaraciones  que  en  este  decreto  se  citan  son 
las  siguientes  : 

Ley  de  27  de  setiembre  de  1820  sobre  supresión 
de  vinculaciones. 

«  Las  Cortes ,  después  de  haber  observado  todas  las  for- 
malidades prescritas  por  la  Constitución,  han  decretado  lo 
siguiente  : 

Art.  Io.  Quedan  suprimidos  todos  los  mayorazgos ,  fidei- 
comisos ,  patronatos  y  cualquiera  otra  especie  de  vincula- 
ciones de  bienes  raices  ,  muebles ,  semovientes  ,  censos  , 
juros,  foros  ó  de  cualquiera  otra  naturaleza,  los  cuales  se 
restituyen  desde  ahora  á  la  clase  de  absolutamente  libres. 

2o.  Los  poseedores  actuales  de  las  vinculaciones  supri- 
midas en  el  articulo  anterior  podrán  desde  luego  disponer 
libremente  como  propios  de  la  mitad  de  los  bienes  en  que 
aquellas  consistieren  ;  y  después  de  su  muerte  pasará  la  otra 
mitad  al  que'debia  suceder  inmediatamenteen  el  mayorazgo, 
si  subsistiese,  para  que  pueda  también  disponer  de  ella  libre- 
mente como  dueño.  Esta  mitad  que  se  reserva  al  sucesor 
inmediato  no  será  nunca  responsable  á  las  deudas  contraidas 
ó  que  se  contraigan  por  el  poseedor  actual. 

5o.  Para  que  pueda  tener  efecto  lo  dispuesto  en  el  artículo 
precedente ,  siempre  que  el  poseedor  actual  quiera  enajenar 
el  todo  ó  parte  de  su  mitad  de  bienes  vinculados  hasta  ahora, 
se  hará  formal  tasación  y  division  de  todos  ellos  con  rigurosa 
igualdad ,  y  con  intervención  del  sucesor  inmediato;  y  si  este 
fuere  desconocido ,  ó  se  hallare  bajo  la  patria  potestad  del 
•poseedor  actual ,  intervendrá  en  su  nombre  el  procurador 
síndico  del  pueblo  donde  resida  el  poseedor,  sin  exigir  por 
esto  derechos  ni  emolumento  alguno.  Si  faltasen  los  requi- 
sitos espresados,  será  nulo  el  contrato  de  enajenación  que 
se  celebre. 

ft°.  En  los  fideicomisos  familiares  ,  cuyas  rentas  se  distri- 
buyen entre  los  parientes  del  fundador,  aunque  sean  de 
líneas  diferentes ,  se  hará  desde  luego  la  tasación  y  reparti- 
miento de  los  bienes  del  fideicomiso  entre  los  actuales  per- 
ceptores de  las  rentas  á  proporción  de  lo  que  perciban  ,  y 
con  intervención  de  todos  ellos;  y  cada  uno  en  la  parte  de 
bienes  que  le  toque  podrá  disponer  libremente  de  la  mitad , 
reservando  la  otra  al  sucesor  inmediato  para  que  haga  lo 
mismo  con  entero  arreglo  á  lo  prescrito  en  el  artículo  5o. 

5o.  En  los  mayorazgos,  fideicomisos  ó  patronatos  electivos, 
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cuando  la  elección  es  absolutamente  libre ,  podrán  îos  po- 
seedores actuales  disponer  desde  luego  como  dueños  del  todo 
de  los  bienes  ;  pero  si  la  elección  debiese  recaer  precisa- 
mente entre  personas  de  una  familia  ó  comunidad ,  dispon- 
drán los  poseedores  de  sola  la  mitad  ,  y  reservarán  la  otra 
para  que  haga  lo  propio  el  sucesor  que  sea  elegido ,  hacién- 
dose con  intervención  del  procurador  síndico  la  tasación  y 
division  prescrita  en  el  artículo  3o. 

6o.  Así  en  el  caso  de  los  dos  precedentes  artículos  como 
en  el  del  2o.  se  declara  que  en  las  provincias  ó  pueblos  en 
que  por  fueros  particulares  se  halla  establecida  la  comuni- 
cación en  plena  propiedad  de  los  bienes  libres  entre  los  cón- 
yuges, quedan  sujetos  à  ella  le  la  propia  forma  los  bienes 
hasta  ahora  vinculados,  de  que  como  libres  puedan  dispo- 
nerlos poseedores  actuales,  y  que  existan  bajo  su  dominio 
cuando  fallezcan. 

7o.  Las  cargas,  así  temporales  como  perpetuas ,  a  que  es- 
tén obligados  en  general  todos  los  bienes  de  la  vinculación 
sin  hipoteca  especial ,  se  asignarán  con  igualdad  proporcio- 
nada sóbrelas  fincas  que  se  repartan  y  dividan,  conforme  á 
lo  que  queda  prevenido ,  si  los  interesados ,  de  común  acuer- 
do, no  prefiriesen  otro  medio. 

8o.  Lo  dispuesto  en  los  artículos  2°.,  3°.,  &°.  y  5o.  no  se 
entiende  con  respecto  á  los  bienes  hasta  ahora  vinculados , 
acerca  de  los  cuales  pendan  en  la  actualidad  juicios  de  incor- 
poración ó  reversion  á  la  nación ,  tenuta ,  administración , 
posesión  ,  propiedad  ,  incompatibilidad , ,  incapacidad  de 
poseer,  nulidad  de  la  fundación  ó  cualquiera  otro  que  ponga 
en  duda  el  derecho  de  los  poseedores  actuales.  Estos  eñ 
tales  casos  ni  los  que  les  sucedan  no  podrán  disponer  de  los 
bienes  hasta  que  en  última  instancia  se  determinen  á  su  fa- 
vor en  propiedad  los  juicios  pendientes ,  los  cuales  deben 
arreglarse  á  las  leyes  dadas  hasta  este  dia  ó  que  se  dieren 
en  adelante.  Pero  se  declara ,  para  evitar  dilaciones  malicio- 
sas ,  que  si  el  que  perdiese  el  pleito  de  posesión  ó  tenuta  no 
entablase  el  de  propiedad  dentro  de  cuatro  meses  precisos , 
contados  desde  el  dia  en  que  se  le  notificó  la  sentencia ,  no 
tendrá  después  derecho  para  reclamar,  y  aquel  en  cuyo  favor 
se  hubiere  declarado  la  tenuta  ó  posesión  será  considerado 
como  poseedor  en  propiedad,  y  podrá  usar  de  las  facultades 
concedidas  por  el  art.  2o. 

9o  También  se  declara  oue  las  disposiciones  precedentes 
no  perjudican  a  las  demandas  ó*e  incorporación  y  reversion 
que  en  lo  sucesivo  deban  instaurarse ,  aunque  los  bienes 
vinculados  hasta  ahora  hayan  pasado  como  libres  á  otros 
dueños. 

10.  Entiéndase  del  mismo  modo  que  lo  que  queda  dis- 
puesto es  sin  perjuicio  de  los  alimentos  ó  pensiones  que  los 
poseedores  actuales  deban  pagar  ásus  madres  viudas,  her- 
manos ,  sucesor  inmediato  ú  otras  personas ,  con  arreglo  á 
las  fundaciones,  óá  convenios  particulares,  ó  á  determina- 
ciones en  justicia.  Los  bienes  hasta  ahora  vinculados  ,  aun- 
que pasen  como  libres  á  otros  dueños,  quedan  sujetos  al 
pago  de  estos  alimentos  y  pensiones  mientras  vivan  los  qu% 
en  el  dia  los  perciben,  ó  mientras  conserven  el  derecho  de 
percibirlos,  escepto  si  los  alimentistas  son  sucesores  inme- 
diatos, en  cuyo  caso  dejarán  de  disfrutarlos  luego  que 
mueran  los  poseedores  actuales.  Después  cesarán  las  obliga- 
ciones que  existan  ahora  de  pagar  tales  pensiones  y  alimen- 
tos ;  pero  se  declara  que  si  los  poseedores  actuales  no  invier- 
ten en  los  espresados  alimentos  y  pensiones  la  sexta  parte 
líquida  de  las  rentas  del  mayorazgo ,  están  obligados  á  con- 
tribuir con  lo  que  quepa  en  ella  para  dotar  á  sus  hermanas, 
y  ausiliará  sus  hermanos  ,  con  proporción  á  su  número  y 
necesidades;  é  igual  obligación  tendrán  los  sucesores  inme- 
diatos por  lo  respectivo  á  la  mitad  de  bienes  que  se  les  re- 
servan. 

li.  La  parte  de  renta  de  las  vinculaciones  que  los  posee- 


dores actuales  tengan  consignada  legítimamente  à  sus  muje- 
res para  cuando  queden  viudas,  se  pagará  á  estas  mientras 
deban  percibirla ,  según  la  estipulación  ,  satisfaciéndose  la. 
mitad  á  costa  de  los  bienes  libres  que  deje  su  marido ,  y  la 
otra  mitad  por  la  que  se  reserva  al  sucesor  inmediato. 

12.  También  se  debe  entender  que  las  disposiciones  pre- 
cedentes no  obstan  para  que  en  las  provincias  ó  pueblos  en 
que  por  fuero  particular  se  suceden  los  cónyuges  uno  á  otro 
en  el-  usufructo  de  las  vinculaciones  por  via  de  viudedad ,  lo 
ejecuten  así  los  que  en  el  dia  se  hallan  casados  por  lo  rela- 
tivo á  los  bienes  de  la  vinculación  que  no  hayan  sido  ena- 
jenados cuando  muera  el  cónyuge  poseedor,  pasando  después 
al  sucesor  inmediato  la  mitad  íntegra  que  le  corresponde , 
según  queda  prevenido. 

15.  Los  títulos,  prerogativas  de  honor,  y  cualesquiera 
otras  preeminencias  de  esta  clase  que  los  poseedores  actua- 
les de  vinculaciones  disfrutan  como  anejas  á  ellas,  subsisti- 
rán en  el  mismo  pié  y  seguirán  el  orden  de  sucesión  pres- 
crito en  las  concesiones ,  escrituras  de  fundación,  ú  otros 
documentos  de  su  procedencia.  Lo  propio  se  entenderá  por 
ahora  con  respecto  á  los  derechos  de  presentar  para  piezas 
eclesiásticas  ó  para  otros  deslinos ,  hasta  que  se  determine 
otra  cosa.  Pero  si  los  poseedores  actuales  disfrutasen  dos  ó 
mas  grandezas  de  España  ó  títulos  de  Castilla ,  y  tuviesen 
mas  de  un  hijo ,  podrán  distribuir  entre  estos  las  espresadas 
dignidades ,  reservando  la  principal  para  el  sucesor  inme- 
diato. 

14.  Nadie  podrá  en  lo  sucesivo ,  aunque  sea  por  via  do 
mejora,  ni  por  otro  título  ni  pretesto,  fundar  mayorazgo , 
fideicomiso ,  patronato ,  capellanía ,  obra  pia  ,  ni  vinculación 
alguna  sobre  ninguna  clase  de  bienes  ó  derechos,  ni jsrohí- 
bir  directa  ó  indirectamente  su  enajenación.  Tampoco  podrá 
nadie  vincular  acciones  sobre  bancos  ú  otros  fondos  eslran- 
jeros. 

15.  Las  iglesias,  monasterios ,  conventos  y  cualesquiera 
comunidades  eclesiásticas,  así  seculares  como  regulares,  los 
hospitales ,  hospicios ,  casas  de  misericordia  y  de  enseñanza, 
las  cofradías,  hermandades,  encomiendas  y  cualesquiera 
otros  establecimientos  permanentes,  sean  eclesiásticos  ó  lai- 
cales, conocidos  con  el  nombre  de  manos  muertas,  no  puedan 
desde  ahora  en  adelante  adquirir  bienes  algunos  raices  ó  in- 
muebles .  en  Drovincia  alguna  de  la  monarouía,  ni  por  testa- 
mento, m  por  donación,  compra,  permuta,  decomiso  en  ios 
censos  confiteúticos ,  adjudicación  en  prenda  pretoria  ó  en 
pago  de  réditos  vencidos,  ni  por  otro  título  alguno,  sea  lu- 
crativo ú  oneroso. 

16.  Tampoco  puedan  en  adelante  las  manos  muertas  im- 
poner ni  adquirir  por  título  alguno  capitales  de  censo  de 
cualquiera  clase  impuestos  sobre  bienes  raices ,  ni  impongan 
ni  adquieran  tributos  ni  otra  especie  de  gravamen  sobre  los 
mismos  bienes,  ya  consista  en  la  prestación  de  alguna  can- 
tidad de  dinero  ó  de  cierta  parte  de  frutos ,  ó  de  algún  ser- 
vicio á  favor  de  la  mano  muerta ,  y  ya  en  otras  responsiones 
anuales.  Lo  cual  presentan  las  Cortes  á  S.  M.  para  que  ten- 
ga á  bien  dar  su  sanción.  Madrid  27  de  setiembre  de  1820.  » 

Orden  de  ]  5  de  mayo  de  1 821 ,  aclaratoria  de  la  ley 
anterior. 

«  Excmo.  Sr.  :  El  capitán  de  navio  retirado  don  Andrés 
Fernandez  de  Viedma,  vecino  de  Jaén,  ocurrió  á  las  Corles 
pidiendo  permiso  para  disponer  del  total  de  la  vinculación 
que  posee,  mediante  á  no  tener  sucesor  conocido  dentro  del 
cuarto  ni  quinto  grado,  y  en  atención  á  que  si  llegase  á  ve- 
rificarse su  fallecimiento  antes  de  averiguarse  quién  hubiese 
de  serlo  en  cada  una  de  dichas  vinculaciones ,  resultarían 
tantos  pleitos ,  cuanto  es  el  número  de  estas  :  y  en  vista  de 
dicha  esposicion  se  han  seryido  conceder  al  citado  don  An- 
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dres  Fernandez  de  Viedma  el  permiso  que  solicita,  con  la 
calidad  de  suplir  la  dificultad  que  presenta  la  prueba  nega- 
tiva de  no  tener  sucesores  legítimos  por  medio  de  una  infor- 
mación de  testigos  que  aseguren  quedar  por  muerte  de  dicho 
Viedma  reducidos  sus  bienes  á  la  clase  de  mostrencos;  fiján- 
dose edictos  por  término  de  dos  años ,  de  ocho  en  ocho 
meses ,  tanto  en  el  pueblo  de  dicho  poseedor  como  en  los 
lugares  donde  se  hallen  sitos  los  bienes  amayorazgados,  y 
en  la  capital  del  reino ,  con  el  fin  de  que  se  publiquen  en  la 
Gaceta  ministerial  y  otros  papeles  públicos  que  el  juez  de 
primera  instancia,  ante  quien  deba  seguirse  esta  causa, 
gradúe  por  convenientes;  y  citándose  y  emplazándose  á  los 
que  se  juzguen  con  derecho  á  suceder  para  que  compa- 
rezcan por  sí  ó  por  sus  apoderados  dentro  del  citado  tér- 
mino, con  apercibimiento  deque  pasado  este,  se  proce- 
derá á  la  declaración  de  ser  libres  los  referidos  bienes ,  y 
que  el  actual  poseedor  podrá  disponer  de  ellos  como  mejor 
fuese  su  voluntad ,  según  se  ha  practicado  y  practica  en  las 
causas  de  mostrencos,  vacantes  y  abintestatos.  Cuya  resolu- 
ción quieren  las  Cortes  sea  general  para  todos  los  poseedores 
de  vinculaciones  que  se  hallen  en  iguales  circunstancias.  Y 
de  acuerdo  de  las  mismas  lo  comunicamos  á  V.  E.  para  no- 
ticia de  S.  M.  y  los  efectos  ulteriores.  Dios  guarde  á  V.  E. 
muchos  años.  Madrid  ib  de  mayo  de  1821.  =  Estanislao  de 
Peñafiel,  Diputado  secretario.  =  Juan  de  Valle,  Diputado 
secretario.  =  Señor  secretario  de  Estado  y  del  despacho  de 
Gracia  y  Justicia.  » 

Orden  de]  9  de  mayo  de  1 821 ,  aclaratoria  de  dicha  ley. 

«  Excmo.  Sr.  :  Habiendo  acudido  á  las  Cortes  el  duque  de 
San  Lorenzo  en  solicitud  de  que  en  atención  á  lo  prolija  y 
costosa  que  le  seria  la  tasación  y  division  de  todos  sus  bie- 
nes vinculados  para  separar  la  mitad  vendible  con  interven- 
ción del  inmediato  sucesor,  conforme  al  artículo  3o.  de  la  ley 
de  12  de  octubre  del  año  próximo  pasado ,  se  le  autorice  por 
medio  de  una  declaración  general,  ó  de  una  dispensa  parti- 
cular, para  vender  algunas  fincas,  conocidamente  inferiores 
en  su  valor  al  de  la  mitad  disponible  ;  las  Cortes  se  han  ser- 
vido declarar,  que  el  duque  de  San  Lorenzo,  conforme  el  es- 
píritu de  la  ley  de  12  de  octubre  citada,  está  habilitado  para 
enajenar  una  parte  de  sus  mayorazgos  que  sea  notoriamente 
inferior  á  la  mitad  del  valor  de  ellos  ;  haciéndose  designa- 
ción de  las  fincas  y  la  tasación  de  las  que  se  proponga  ven- 
der, con  intervención  del  sucesor  inmediato ,  para  que  á  su 
tiempo  pueda  lo  vendido  imputarse  en  la  mitad  que  queda 
disponible  al  poseedor.  De  acuerdo  de  las  Cortes  lo  comuni- 
camos á  V.  E.  para  noticia  de  S.  M.  y  los  efectos  convenien- 
tes. Dios  guarde  á  V.  E.  muchos  años.  Madrid  19  de  mayo 
de  1821.» 

Decreto  de  1  9  de  junio  de  1 821 ,  aclarando  la  misma  ley. 

«  Las  Cortes  después  de  haber  observado  todas  las  for- 
malidades prescritas  por  la  Constitución  han  decretado  lo 
siguiente  para  facilitar  la  ejecución  y  cumplimiento  de  la 
ley  de  27  de  setiembre  del  año  próximo  pasado. 

Art.  Io.  El  poseedor  actual  de  bienes  que  estuvieron  vin- 
culados, podrá  enajenar  los  que  equivalgan  á  la  mitad  ó  me- 
nos de  su  valor  sin  previa  tasación  de  todos  ellos,  obteniendo 
el  consentimiento  del  siguiente  llamado  en  orden.  Prestado 
el  consentimiento  por  el  inmediato  ,  no  tendrá  acción  alguna 
cualquiera  otro  que  pueda  sucederle  legalmenle,  para  recla- 
mar lo  hecho  y  ejecutado  por  virtud  del  convenio  de  su 
predecesor. 

Art.  2o.  Si  el  inmediato  fuere  desconocido ,  ó  se  bailare 
bajo  la  patria  potestad  del  poseedor  actual,  deberá  prestar 
el  consentimiento  el  síndico  procurador  del  lugar  donde  re- 
gida el  poseedor  con  arreglo  al  art,  3o.  del  decreto  de  27  de 


setiembre  ,  cuyo  consentimiento  prestarán  igualmente  por 
sus  pupilos  y  menores  los  tutores  y  curadores,  quienes  por 
el  valor  de  este  acto  y  salvar  su  responsabilidad  ,  cumplirán 
con  las  formalidades  prescritas  por  las  leyes  generales  del 
reino  cuando  se  trata  de  un  negocio  de  huérfanos  y  menores. 
Art.  o°.  En  el  caso  de  que  se  opongan  al  consentimiento 
para  la  venta  el  siguiente  llamado  en  orden ,  y  los  tutores  ó 
síndicos  ,  tratándose  de  la  enajenación  íntegra  de  la  mitad 
de  los  bienes  ,  se  cumplirá  con  la  tasación  general  que  pres- 
cribe la  ley  de  27  de  setiembre  ;  pero  si  solo  se  pretendiere 
vender  una  ó  mas  fincas,  cuyo  valor  no  alcance  á  la  mitad,  y 
hubiere  igualmente  oposición,  podrá  el  poseedor  ocurrir  á  la 
autoridad  local ,  y  comprobando  que  en  el  valor  de  otra  ú 
otras  queda  mas  de  la  mitad  que  le  es  permitido  enajenar,  se 
autorice  la  venta  por  el  juez,  y  se  proceda  desde  luego  á 
ella.  Lo  cual  presentan  las  Cortes  á  S.  M.  para  que  tenga  á 
bien  dar  su  sanción.  Madrid  19  de  junio  de  1821.  » 

Ley  de  9  de  junio  de  1 835,  que  se  cita  en  el  articulo  5o. 
del  decreto  de  30  de  agosto  de  1 836 ,  y  es  relativa 
al  reintegro  de  los  compradores  de  bienes  vinculados 
que  se  enajenaron  á  virtud  del  decreto  de  las  Cortes 
de  1820. 

«  Art.  Io.  Los  compradores  de  bienes  vinculados  que  se 
enajenaron  en  virtud  del  decreto  de  las  Cortes  de  27  de  se- 
tiembre de  1820,  si  no  hubiesen  sido  ya  reintegrados,  lo 
serán  en  el  modo  que  espresan  los  artículos  siguientes. 

Art.  2o.  Los  compradores  de  bienes  vinculados  que  no  han 
llegado  á  desprenderse  de  ellos  quedan  asegurados  en  su 
pleno  dominio. 

Art.  3o.  Los  compradores  de  dichos  bienes  que  los  bubie- 
sen  devuelto  á  virtud  de  la  real  cédula  de  11  de  marzo  de 
Í824 ,  tienen  derecho  á  percibir  íntegro  el  precio  por  el  que 
los  habían  adquirido  con  el  rédito  de  un  tres  por  ciento  á 
contar  del  dia  de  la  devolución. 

Art.  4o.  Están  en  el  caso  de  los  artículos  anteriores  los 
compradores  de  bienes  que  habiendo  pertenecido  á  vincula- 
ciones ,  pasaron  por  testamento  ú  otro  título  lucrativo  á  ma- 
nos de  los  vendedores. 

Art.  5o.  El  poseedor  actual  del  vínculo  al  que  fueron 
devueltos  los  bienes  puede  conservarlos  entregando  al  com- 
prador el  precio  de  la,  venta  y  los  réditos  que  le  correspon- 
dan dentro  del  término  de  un  año,  contado  desde  la  promul- 
gación de  la  presente  ley,  agregando  los  intereses  del  período 
que  trascurra  hasta  que  la  entrega  sea  efectiva.  Pero  dentro 
de  sesenta  dias  de  como  sea  requerido  el  poseedor  por  el 
comprador  ó  sus  herederos  á  que  elija  entre  quedarse  con  la 
finca  ó  reintegrar  su  importe,  deberá  hacer  esta  elección  ;  y 
no  haciéndola  en  dicho  tiempo  ,  podrán  ejercer  aquellos  los 
derechos  que  les  concede  el  art.  3o.  Si  el  poseedor  de  la 
finca  eligiese  entregarla  ,  pasará  desde  luego  á  manos  del 
comprador  para  que  la  disfrute  como  dueño;  abonando 
empero  los  adelantos  que  aquel  hubiese  becho  por  razón 
del  cultivo. 

Art.  C°.  Los  réditos  de  que  hablan  los  artículos  anteriores 
se  reclamarán  del  poseedor  actual  de  la  finca  por  el  tiempo 
que  la  hubiese  disfrutado ,  quedando  á  salvo  el  derecho  del 
comprador  para  repetir  el  completo  de  aquellos  contra  los 
que  la  hubiesen  poseído  ó  sus  herederos. 

Art.  7o.  El  poseedor  actual ,  ya  sea  el  vendedor  ó  el  in- 
mediato sucesor,  ya  sea  un  tercero  que  en  uso  del  art.  S0, 
reintegrase  al  comprador  con  fondos  propios  el  precio  de  los 
bienes  ,  como  igualmente  aquel  que  no  siendo  vendedor  ni 
sucesor  inmediato  que  intervino  en  la  venta  lo  hubiese  ya 
verificado,  quedan  autorizados  para  considerar  como  libres 
dichos  bienes. 


BI 


378  — 


BI 


Art.  8°.  No  entregando  dentro  del  término  de  un  año  el 
peseedor  del  vínculo  las  cantidades  que  corresponden  al 
comprador,  se  trasmite  á  este  el  pleno  dominio  de  los  bienes, 
y  ademas  podrá  entablar  contra  las  personas  que  espresa  el 
art.  0°.  las  reclamaciones  relativas  á  réditos  hasta  el  percibo 
de  los  que  le  correspondan. 

Art.  9o.  En  las  permutas  de  bienes  vinculados  en  que  hubo 
sobreprecio  de  parte  de  aquellos  que  lo  recibieron  ,  tendrán 
los  contratantes  los  mismos  derechos  que  se  conceden  por 
esta  ley  á  los  compradores. 

Art.  10.  Las  mejoras  y  los  deterioros  deben  abonarse  re- 
cíprocamente por  compradores  y  vendederas  con  arreglo  á 
derecho. 

Art.  "11.  Si  el  comprador  de  los  bienes  hubiese  celebrado 
alguna  avenencia  con  el  vendedor,  ó  con  el  sucesor  inme- 
diato que  intervino  en  la  venta  sobre  el  reintegro  del  capi- 
tal ,  no  tendrá  mas  derecho  que  el  de  exigir  su  cumpli- 
miento, á  no  ser  que  .justifique  haber  intervenido  lesión  en 
mas  déla  mitad,  lo  cual  podrá  reclamar,  como  también  los 
réditos  que  le  hayan  correspondido,  y  de  que  no  estuviere 
reintegrado  al  tiempo  de  tener  cumplido  efecto  la  ave- 
nencia. 

Art.  12.  Para  el  cobro  de  los  intereses  de  que  habla  el 
artículo  anterior,  servirá  siempre  de  base  la  cantidad  en  que 
consistió  el  precio  de  la  venta. 

Art.  13.  Quedan  en  su  fuerza  y  vigor  las  ejecutorias  sobre 
abono  de  mejoras  y  de  deterioros. 

Art.  Ui.  Quedan  asimismo  vigentes  las  sentencias  ó  fallos 
indicíales  en  que  se  haya  declarado  que  el  comprador  reco- 
bró su  capital  por  medio  de  la  retención. 

Art.  lo.  Sin  embargo,  tendrá  derecho  el  dicho  comprador 
á  reclamar  de  los  respectivos  poseedores  de  los  bienes  los  in- 
tereses devengados  hasta  el  dia  de  la  devolución,  rebatiendo 
el  importe  de  los  prorateos  de  cada  uno. 

Art.  16.  El  comprador  que  hubiere  devuelto  los  bienes, 
en  concepto  de  haberse  reintegrado  ya  del  precio  de  la  venta 
por  medio  de  la  retención  de  ellos ,  y  aprovechamiento  de 
sus  productos  ,  tiene  derecho  á  reclamar  los  intereses  de  su 
capital  por  los  años  trascurridos  para  su  total  realización, 
hecha  en  cada  uno  la  deducción  correspondiente  por  la  parte 
de  capital  ya  percibida.  Son  responsables  á  este  abono- el 
poseedor  ó  poseedores  que  han  disfrutado  los  bienes  después 
de  la  devolución ,  y  también  sus  herederos. 

Art.  17.  Si  los  bienes  hubiesen  pasado  á  terceros  posee- 
dores en  concepto  delibres  con  la  competente  real  facultad, 
la  reclamación  del  comprador  se  dirigirá  contra  la  finca  ó 
bienes  subrogados,  si  los  hubiese,  ó  contra  los  del  vínculo 
que  fueron  reparados  ó  mejorados  con  el  producto  de  los  que 
se  enajenaron  :  en  defecto  de  uno  y  otro,  contra  los  bienes 
libres  del  que  los  desmembró  y  sus  herederos ,  ó  contra  los 
restantes  bienes  de  la  vinculación  ,  que  se  considerarán  li- 
bres para  este  efecto. 

Art.  18.  En  el  caso  de  que  la  finca  ó  bienes  hayan  reco- 
brado su  libertad  por  caducidad  del  vínculo  ,  la  reclamación 
del  comprador  quedará  espedita,  no  solo  contra  los  bienes 
libres  del  último  poseedor  ó  sus  herederos ,  sino  también 
contra  les  demás  bienes  que  eran  del  vínculo,  aun  cuando 
hubiesen  pasado  al  fondo  de  mostrencos. 

Art.  19.  A  los  actuales  poseedores  de  fincas  ó  de  bienes 
de  los  vínculos,  contra  quienes  se  dirijan  las  reclamaciones 
á  que  dieren  lugar  los  artículos  anteriores ,  les  queda  á  salvo 
su  derecho  para  repetir  contra  los  bienes  libres  del  posee- 
dor que  vendió ,  si  este  consumió  el  precio  ,  ó  lo  invirtió  en 
eu  provecho,  y  no  en  beneficio  de  la  vinculación. 

Art.  20.  Las  disposiciones  do  esta  ley  serán  aplicables  á 
los  que  en  la  misma  época  redimieron  censos  cuyos  capita- 
les pertenecían  á  vinculaciones,  para  que  sean  reintegrados, 
si  ya  no  lo  hubiesen  sido,  del  capital  con  que  redimieron,  y 


de  los  réditos  desde  que  por  haberse  reputado  insubsistentes 
las  redenciones,  se  les  volvieron  á  exigir  los  de  los  censos. 

Art.  21.  En  las  obligaciones  con  hipoteca  especial  y  en  las 
demás  enajenaciones  hechas  en  la  citada  época  por  título 
oneroso  ,  se  observarán  para  el  resarcimiento  las  mismas 
reglas  que  con  respecto  á  los  compradores  quedan  estableci- 
das en  los  precedentes  artículos.  » 

En  decreto  de  Cortes  de  3  de  mayo  de  1857,  sancionado 
en  3  del  mismo  mes,  se  establecen  las  disposiciones  siguientes  : 

«  Art.  Io.  No  se  exigirá  el  25  por  100  de  amortización  de 
los  capitales  que  por  testamento  ó  de  otra  manera  compe- 
tente se  destinen  para  la  dotación  de  escuelas  ó  de  cual- 
quiera ramo  de  instrucción  pública. 

Art.  2o.  Para  evitar  la  amortización  ,  siempre  perjudicial, 
de  fincas  rústicas  y  urbanas ,  estos  capitales  se  situarán 
necesariamente  sobre  censos  ú  otra  cualquier  clase  de  efec- 
tos que  devengan  rédito  fijo.  » 

BIENHECHOR.  El  que  ha  hecho  á  otro  algún  beneficio. 
Las  leyes  no  imponen  á  los  hombres  la  obligación  de  ser 
reconocidos  á  los  beneficios  que  reciben  ;  pero  castigan  la  in- 
gratitud cuando  va  acompañada  del  ultraje,  considerándola 
como  circunstancia  agravante  ,  y  aun  á  veces  la  califican 
de  causa  suficiente  para  revocar  el  beneficio.  Véase  Ingra- 
titud y  Donación. 

BIGAMIA.  El  estado  de  un  hombre  casado  con  dos 
mujeres  á  un  mismo  tiempo,  ó  el  de  la  mujer  casada  con  dos 
hombres;  —  y  también  el  segundo  matrimonio  que  se  con- 
trae por  el  que  sobrevive  de  los  dos  consortes.  —  Bigamia 
viene  de  bis  que  significa  dos  veces  y  de  gamos  que  signi- 
fica matrimonio,  de  suerte  que  equivale  á  matrimonio  doble. 

BIGAMO.  El  que  se  casa  segunda  vez  viviendo  su  pri- 
mera consorte  ;  —  y  también  el  casado  dos  veces  y  el  que 
se  casa  con  viuda. 

El  que  contrae  segundo  matrimonio  durante  el  primero, 
incurria  antiguamente  en  las  penas  de  destierro  por  cinco 
años  á  alguna  isla,  y  de  pérdida  de  lo  que  tuviere  en  el  lu- 
gar del  segundo  casamiento  con  destino  á  sus  hijos  ó  nietos, 
en  defecto  de  los  cuales  iba  la  mitad  al  fisco  y  la  otra  mitad 
al  engañado.  Si  los  dos  contrayentes  eran  sabedores  del  pri- 
mer enlace  ,  ambos  eran  desterrados  á  islas  separadas,  y 
los  bienes  del  que  no  tenia  hijos  ó  nietos  se  aplicaban  al  fis- 
co; ley  16,  tit.  17,  Part.  7. 

Posteriormente  se  impuso  á  los  bigamos  de  esta  especie  la 
pena  de  aleve,  la  de  marca  en  la  frente  con  un  hierro  ar- 
diendo que  dejaba  impresa  la  letra  Q  (I),  la  de  pérdida  de  la 
mitad  de  sus  bienes,  y  la  de  cinco  años  de  destierro  auna  isla  ; 
leyes  6,  7  y  8,  tít.  28,  íi&.  12,iVoi>.  llec.  La  marca,  que  por  fin 
quedó  abolida,  se  reemplazó  por  la  pena  de  vergüenza  pública; 
y  el  destierro  de  cinco  años  se  conmutó  después  en  diez  años 
de  galeras  ,  que  en  el  dia  corresponden  sin  duda  á  trabajos 
forzados  en  algún  presidio;  ley  9,  tít.  28,  lib.  12,  Nov.  Rcc. 

El  conocimiento  de  las  causas  de  bigamia  corresponde  á 
la  jurisdicción  ordinaria;  y  siendo  militar  el  reo,  al  juzgado 
de  la  auditoría  de  guerra  :  mas  sobre  la  nulidad  ó  valida- 
ción de  los  matrimonios  entiende  la  jurisdicción  eclesiástica  ; 
ley  10  y  su  nota,  lit,  28  ,  lib.  12,  Nov.  Rec. 

El  cónyuge  que  disuelto  el  primer  enlace  pasa  á  segundas 
nupcias  ,  y  que  según  hemos  visto  se  llama  también  bigamo, 
queda  privado  de  la  propiedad  de  ciertos  bienes  que  debe 
reservar  para  los  hijos  del  primer  matrimonio.  —  Véase 
Bienes  reservables ,  Matrimonio  putativo ,  y  Poligamia. 


(1)  Gómez,  sobre  la  ley  80  de  Toro,  n.  27,  dice  :  que  algunos 
literatos  creen  alterada  la  ley  por  descuido  del  escribiente,  po- 
niendo Q  en  lugar  de  B,  que  significa  Bigamo  :  que  olios  dicen 
que  la  señal  debia  ser  esta  f ,  para  indicar  que  el  delincuente  era 
sospechoso en  la  fe;  y  según  otros  esta  11,  para  dar  á  entender 
que  aquel  había  coutraido  dos  matrimonios.  (A'ofn  de  Gutierre»,) 
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Los  hijos  nacidos  del  segundo  aiatrimonío  contraído  eu 
vida  del  primer  marido  ó  de  la  primera  mujer,  son  adulte- 
rinos ;  pero  si  alguno  de  los  contrayentes  tuviere  buena  fe  , 
se  tendrán  por  legítimos  y  sucederán  á  sus  padres  ;  nota  1 , 
iit.  28,  lib.  12,  Nov.  Rec. 

BÎLAÏJCE.  El  libro  en  que  los  banqueros  y  demás  nego- 
ciantes asientan  todo  lo  que  deben  y  se  les  debe.  Llámase 
mas  comunmente  balance.  Véase  Balance. 

BILLETE.  Antiguamente  se  llamaba  así  la  orden  del  rey, 
comunicada  por  papel  de  alguno  de  sus  ministros  :  mas  hoy 
tiene  este  nombre  el  papel  en  que  se  reconoce  una  deuda 
con  promesa  de  pagarla  ,  bien  que  se  suele  denominar  mas 
comunmente  pagaré  ó  vale.  Véase  Pagaré  y  Vale. 

BILLETES  de  banco.  Las  cédulas  ó  vales  de  ciertas 
cantidades  pagaderas  á  la  vista  al  portador,  que  ponen  en 
circulación  los  bancos  autorizados  al  efecto  por  la  ley. 

El  Banco  español  de  San  Fernando  tiene  la  facultad  priva- 
tiva de  emitir  billetes  pagaderos  á  la  vista  al  portador.  La 
cuota  de  cada  uno  de  estos  billetes  no  puede  esceder  de 
cuatro  mil  reales  vellón ,  ni  reducirse  á  menos  de  quinientos. 
Esta  facultad  ha  de  ejercerse  precisamente  por  la  adminis- 
tración del  Banco  en  la  corte  ,  y  no  puede  trasmitirse  ni  de- 
legarse á  las  cajas  subalternas  de"  las  provincias. 

La  falsificación  de  los  billetes  del  Banco  y  la  espendicion 
à  sabiendas  de  billetes  falsos  ó  falsificados  es  castigada  con 
la  pena  prescrita  contra  los  monederos  falsos  en  igualdad  de 
circunstancias. 

Al  portador  de  todo  billete  del  Banco  que  le  presente  en 
la  caja  debe  pagarse  íntegramente  su  valor  sin  la  mas  levo 
diminución  ni  demora. 

A  ningún  individuo  puede  negarse  el  número  de  billetes 
que  pidiere ,  habiéndolos  en  caja ,  y  satisfaciendo  su  importe 
en  moneda  metálica  usual  y  corriente. 

Todo  billete  desgastado  que  se  presentare  al  cajero 
debe  ser  canjeado  por  otro  igual  de  buen  uso  sin  demora  ni 
contradicción. 

Tales  son  las  disposiciones  de  la  cédula  de  erección  del 
Banco  de  9  de  julio  de  1829  en  sus  artículos  S  y  6 ,  y  de  su 
reglamento  de  6  de  agosto  de  1852  en  sus  artículos  559, 
5ííü  y  5-'¡  I . 

Los  billetes  de  Banco  no  son  mas  que  una  moneda  de  con- 
fianza ;  y  por  consiguiente  á  nadie  puede  obligarse  á  reci- 
birlos en  pago. 

Los  billetes  hacen  veces  de  numerario ,  siendo  preciso 
para  ello  que  haya  en  caja  fondos  pecuniarios  siempre  pron- 
tos para  pagar  en  el  acto  los  billetes  que  se  presentaren. 
Algunos  economistas  quieren  que  haya  siempre  en  la  caja 
del  Banco  una  cantidad  igual  á  la  suma  de  todos  los  billetes 
circulantes;  pero  otros  opinan  que  una  vez  asegurado  el 
crédito  del  Banco  ,  con  la  tercera,  la  cuarta  ó  la  quinta  parte 
en  metálico  de  la  suma  total  de  los  billetes  hay  lo  bastante 
para  sostener  el  valor  de  estos  y  hacerlos  correr  con  aprecio. 
Como  quiera  que  sea ,  es  indispensable  la  mayor  exactitud 
y  puntualidad  en  el  cambio  á  metálico;  pues  en  el  momento 
que  llegase  á  retrasarse  el  pago  de  un  solo  billete  ,  se  aca- 
baría la  confianza,  vacilaría  el  crédito,  se  agolparían  los 
tenedores  del  papel  pidiendo  su  reembolso,  y  perecería  el 
establecimiento  entre  las  convulsiones  de  la  bancarrota. 

BISTRECHA.  La  anticipación  ó  adelanto  con  que  se  da 
alguna  cosa  ;  y  así  se  dice  que  se  dan  de  bistrecha  los  ali- 
mentos, réditos  ó  pensiones  cuando  se  pagan  adelantados 
por  meses,  trimestres  ó  tercios,  como  suele  practicarse. 
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BLAKCO.  El  espacio  que  se  deja  sin  llenar  enlos  escritos. 
Está  prohibido  dejarlos  en  los  instrumentos  públicos  y  en  los 
libros  de  comercio ,  á  fin  de  evitar  las  inserciones  é  inter- 


polaciones que  podría  hacer  en  ellos  la  mala  fe(l).  Tampoco 
será  eficaz  ,  dice  el  art.  2'i0  del  cód.  ríe  comercio,  ningún 
documento  de  contrato  de  comercio  en  que  haya  blanco  al- 
guno ,  raspadura  ó  enmienda  que  no  estén  salvados  por  los 
contratantes  bajo  su  firma.  Véase  Instrumento  y  Libros  de 
comercio. 

BLASFEMIA.  Palabra  sacada  del  griego ,  que  significa 
ataque  á  la  reputación ,  y  se  emplea  ordin ariamente  para 
designar  los  denuestos  ,  ofensas  ó  injurias  contra  Dios  ó  sus 
santos.  Se  divide  en  enunciativa  é  imprecativa.  La  primera 
es  aquella  por  la  que  se  niega  al  Ser  supremo  la  calidad  que 
no  puede  menos  de  convenirle,  como  la  eternidad,  la  jus- 
ticia ,  la  omnipotencia  ;  ó  se  le  imputa  la  que  es  muy  ajena 
de  sus  perfecciones ,  como  la  crueldad ,  la  injusticia ,  la  igno- 
rancia (2).  La  segunda  es  aquella  por  la  que  se  desea  á  Dios 
algún  mal ,  como  que  deje  de  existir. 

BLASFEMO.  El  que  dice  denuestos  contra  Dios  ó  sus 
santos.  El  blasfemo  contra  Dios  ó  la  Virgen -perdía  antigua- 
mente por  la  primera  vez  la  cuarta  parte  de  sus  bienes ,  por 
la  segunda  la  tercera ,  por  la  tercera  la  mitad ,  y  por  la 
cuarta  incurría  en  pena  de  destierro  :  mas  si  era  hombre 
bajo  que  nada  tenia ,  era  castigado  con  cincuenta  azotes  por 
la  primera  vez ,  marca  con  hierro  ardiente  en  los  labios  por 
la  segunda,  y  corte  de  lengua  por  la  tercera;  ley  U,  lit.  28, 
Pari.  7. 

La  pena  del  corte  de  lengua  se  convertía  algunas  veces 
en  la  de  mordaza,  que  consistía  en  llevar  públicamente  al 
reo  por  el  pueblo  con  la  lengua  atada  á  un  palo  ó  hierro  ;  y 
otras  veces  se  le  horadaba  en  lugar  de  cortársela. 

Después  se  estableció  la  pena  de  un  mes  de  cárcel  por  la 
primera  vez ,  la  de  seis  meses  de  destierro  del  lugar  del 
domicilio  con  mil  maravedís  de  multa  por  la  segunda,  y  la 
de  horadamienlo  de  la  lengua  con  un  clavo  por  la  tercera; 
bien  que  las  personas  de  calidad  en  lugar  del  horadaRÜanto 
sufrían  duplicadas  las  penas  de  destierro  y  multa;  ley  h, 
lit.  5  ,  lib.  12  ,  Nov.  Rec.  El  horadamiento  dejó  de  estar  en 
uso ,  y  se  sustituyó  por  la  mordaza,  que  se  redujo  á  una  plan- 
cheta de  hierro  qucjeubria  la  boca  del  reo  introduciéndole 
en  ella  un  clavo  á  manera  de  freno  que  le  impedia  el  hablar. 

Estas  penas  se  aumentaron  posteriormente  por  Felipe  II 
con  la  de  galeras  ;  ley  7,  tit.  b  ,  lib.  12  ,  Nov.  Rec.  —  El  blas- 
femo contra  los  santos  no  sufría  sino  la  mitad  déla  pena.  —El 
que  ultrajaba  de  obra  á  Dios  ó  á  la  Virgen,  escupiendo  en 
la  imagen  ó  en  la  cruz,  ó  hiriendo  en  ella  con  piedra,  cu- 
chillo ú  otra  cosa,  tenia  por  la  primera  vez  la  pena  en  que 
incurría  el  blasfemo  por  la  tercera  ;  y  si  carecía  de  bienes  , 
se  le  cortaba  la  mano  ;  ley  S,  lit.  28,  Part.  7  (5). 

Las  penas  prescritas  por  las  leyes  contra  los  blasfemos  son 
demasiado  severas;  y  los  tribunales  habrían  de  modificarlas 
en  el  di  a.  El  código  penal  de  1822  imponía  una  reclusión  ó 
prisión  de  quince  dias  á  tres  meses  á  los  que  públicamente 
blasfemaren  ó  prorumpieren  en  imprecaciones  contra  Dios, 
la  Virgen  ó  los  santos,  y  un  arresto  de  ocho  á  cuarenta  dias 
á  los  que  cometieren  estos  escesos  privadamente,  art.  25ft(4). 

Las  penas  délos  blasfemos  no  tienen  por  objeto  vengar  al 
Ser  supremo,  á  quien  debe  reservarse  el  castigar  ó  el  pér- 
il) Ord.  de  Bilbao,  cap.  9,  n.  2. 

(2)  P.  Murillo ,  lib.  5,  n.  264. 

(5)  Por  lo  que  toca  á  los  soldados  que  cometen  este  delito, 
señala  su  pena  el  art.  4 ,  t.  10,  trat.  8  de  la  ordenanza. 

(4)  Respecto  al  delito  de  blasfemia,  la  ley  2,  tít.  8,  lib.  7  de  la 
Rec.  de  Ind.  manda  guardar  en  América  la  legislación  de  Castilla. 
La  pena  de  confiscación  de  bienes  está  abolida  en  la  república  de 
Venezuela  por  el  art.  206  de  la  Conslit.  de  1830,  y  en  la  de  Chile 
por  el  art.  145  de  lu  Constit.  de  1833  ;  y  en  la  de  Méjico  lo  esta 
la  de  confiscación  de  bienes  y  también  la  de  azotes  por  los  arts.  17i 
y  180  de  las  Bases  de  12  de  junio  de  1845. 
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donar,  sino  impedir  los  males  que  á  la  sociedad  pueden  re- 
sultar de  la  impiedad  ó  del  escándalo,  y  contener  con  el 
escarmiento  estas  especies  de  delitos  por  lo  mucho  que  ofen- 
den á  las  costumbres  públicas. 

BO 

BOALAJE.  En  algunas  partes  la  dehesa  del  ganado  va- 
cuno ;  —  y  en  otras  cierto  tributo  sobre  los  bueyes  por  pacer 
en  prados  y  dehesas  ajenas,  ó  por  pasar  por  ciertos  parajes. 
BOALAR.  Dehesa  boyal ,  ó  terreno  destinado  para  el 
pasto  de  ganado  vacuno. 

BOSAJE.  Un  tributo  que  se  concedió  al  rey  en  Cataluña 
el  año  de  1217,  y  consistía  en  doce  dineros  sobre  cada  yunta 
de  bueyes.  Llamábase  también  boalaje  y  bobático. 

BODA.  El  casamiento  y  la  fiesta  con  que  se  solemniza. 
Un  dia  de  boda  era  antiguamente  en  los  pueblos  como  dia 
feriado  y  de  alegría  general,  en  que  cesaban  ó  se  interrum- 
pían cualesquiera  negocios ,  oficios  y  obligaciones.  La  mas 
rigurosa  que  por  ley  militar  debían  desempeñar  los  caballeros 
de  acudir  á  la  frontera  para  hacer  la  descubierta,  las  vigilias 
y  dar  cuenta  de  los  movimientos  del  enemigo,  se  les  dispen- 
saba por  fuero  en  el  caso  de  tener  que  celebrar  boda  de 
hijos  ó  hermanos.  Lasleyes  fulminaban  terribles  penas  contra 
los  que  se  atrevían  á  turbar  el  público  regocijo ,  y  á  injuriar 
ó  denostar  á  los  novios  :  «  Si  algún  home ,  dice  el  Fuero 
Real  (  ley  12,  lit.  5 ,  lib.  lí  ) ,  deshonrare  novio  ó  novia  el 
dia  de  su  boda  ,  peche  quinientos  sueldos  :  é  si  los  non  hu- 
biere ,  peche  lo  que  hobiere ,  é  por  lo  al  yaga  un  año  en  el 
cepo.  » 

Los  novios  no  deben  ser  emplazados  el  dia  de  la  boda, 
ley  2,  til.  7,  Parí.  3;  y  aun  algunos  estienden  este  privilegio 
á  todos  los  dias  que  durare  la  .fiesta. 

Los  regalos  que  hace  el  esposo  á  la  esposa  con  motivo  de 
la  boda,  no  pueden  esceder  de  la  octava  parte  de  la  dote. 
Véase  Donación  esponsalicia. 

Para  remediar  los  escesivos  gastos  que  suelen  hacerse 
con  motivo  de  las  bodas ,  está  mandado  que  ningún  mer- 
cader, platero,  lonjista  ni  otra  persona  pueda  en  tiempo  al- 
guno pedir  judicialmente  el  pago  de  mercaderías  y  géneros 
que  hubiere  dado  al  fiado  para  bodas  á  cualesquiera  per- 
sonas, de  cualquier  estado,  calidad  y  condición  que  sean; 
ley  2 ,  til.  8 ,  lib.  10 ,  Nov.  Rcc. 

BOFETÓN.  El  dar  á  otro  un  bofetón  se  tiene  por  injuria 
grave  ,  y  se  castiga  con  pena  arbitraria ,  según  las  circuns- 
tancias del  hecho  ,  del  lugar  y  de  las  personas.  Según  la 
ordenanza  del  ejército  (  tral.  8,  lit.  10,  art.  119)  el  oficial 
que  diere  á  otro  palo  ó  bofetón ,  debe  ser  despedido  del  ser- 
vicio y  destinado  á  encierro  por  toda  su  vida  en  un  castillo. 
BOLETÍN  oficial.  Cierto  papel  periódico  establecido 
en  cada  capital  de  provincia  para  comunicar  á  los  pueblos  , 
sin  el  gasto  de  veredas ,  todas  las  órdenes  del  gobierno  y  de 
las  autoridades. 

Las  autoridades  provinciales  pueden  hacer  efectiva  la  res- 
ponsabilidad de  las  justicias  y  ayuntamientos  por  la  falta  de 
cumplimiento  de  las  órdenes  ó  disposiciones  insertas  en  el 
boletín ,  al  cual  deben  estar  suscritos  los  pueblos  por  trimes- 
tres ,  semestres  ó  por  todo  el  año  pagando  su  importe  del 
fondo  de  propios  ;  reales  órd.  de  20  de  abril  de  1853  y  24  de 
febrero  de  1854. 

-j-  Son  francos  de  porte  en  su  conducción  por  el  correo  los 
Boletines  oficiales  dirigidos  á  los  pueblos  que  pagan  suscri- 
cion  obligatoria ,  pero  no  gozarán  de  franquicia  los  suscritores 
voluntarios.  Rl.  órd.  de  19  de  mayo  de  1854. 

Los  regentes  de  las  audiencias  dejen  al  cuidado  de  los  jefes 
políticos  la  publicación  de  las  leyes  y  órdenes  generales  en 
los  Boletines  oficiales.  Rl.  órd.  de  12  de  abril  de  1837. 
Los  jefes  políticos  prevengan  á  los  editores  de  los  Boletines 


oficiales ,  que  su  única  misión  es  la  de  insertar  las  órdenes 
del  Gobierno,  y  les  hagan  responsables  de  cualquiera  omi- 
sión ó  retraso  que  padezca  su  publicación  :  limitándose  á  la 
de  otros  asuntos  ajenos  de  este  objeto  ,  solo  en  el  caso  de 
dejar  lo  oficial  la  cabida  suficiente.  Rl.  órd.  de  S  de  junio 
de  1837. 

Las  noticias  y  discusiones  políticas  no  deben  tener  lugar 
en  ellos,  puesto  que  los  editores  de  estos  periódicos  no  están 
sujetos  al  depósito  y  demás  requisitos  de  la  ley  de  libertad 
de  imprenta.  Rl.  órd.  de  13  de  julio  de  1838. 

Debe  usarse  en  ellos  el  escudo  de  las  armas  nacionales. 
Rl.  órd.  de  9  de  octubre  de  1858. 

Solo  á  los  jefes  políticos  corresponde  continuar  enten- 
diendo esclusivamente  en  todos  los  incidentes  relativos  á  los 
Boletines  oficiales.  Rl.  órd.  de  S  de  abril  de  1839. 

En  el  Suplemento  al  Diccionario  deEscriche  pueden  verse 
otras  reales  órdenes  sobre  Boletines  oficiales  ,  con  las  dispo- 
siciones oportunas  para  regularizar  el  servicio  de  estos  pe- 
riódicos. 

f  BOLETÍN  oficial  de  caminos  ,  canales  y  puertos. 
Periódico  esclusivamente  destinado  á  dar  á  conocer  en  su 
estado  actual  y  en  su  progresivo  desenvolvimiento  la  parte 
legislativa,  administrativa  y  económica  de  este  importante 
ramo  ,  y  á  presentar  en  ordenado  enlace  los  hechos  ,  des- 
cubrimientos, invenciones  y  mejoras  que  de  cualquier  modo 
puedan  contribuir  á  perfeccionar  la  ciencia  del  ingeniero.  — 
Se  publica  bajo  la  inspección  de  la  dirección  del  ramo,  y 
están  obligados  á  suscribirse  á  este  periódico  todos  los  go- 
biernos políticos.  Igualmente  se  halla  recomendada  su  adqui- 
sición á  las  diputaciones  provinciales  y  ayuntamientos  del 
reino.  Rl.  órd.  de  14  de  marzo  de  1843. 

f  BOLETÍN  oficial  de  instrucción  pública.  Periódico 
dedicado  á  promover  eficazmente  los  adelantamientos  de  la 
instrucción  pública  y  á  llamar  hacia  este  importante  ramo  la 
atención  y  los  esfuerzos  del  pais.  Rl.  órd.  de  Io. -de  enero 
de  1844. 

Empezó  á  publicarse  en  el  mes  de  febrero  de  1841 ,  es- 
tando obligados  á  suscribirse  al  Boletín  todas  las  comisiones 
provinciales  y  locales  de  instrucción  primaria  ,  los  rectores 
y  directores  de  establecimientos  de  enseñanza,  y  los  pro- 
fesores ,  catedráticos  y  maestros  públicos .  Rl.  órd.  de  18  de 
abril  de  1844. 

BOLINA.  El  castigo  de  azotes  que  se  da  á  los  marineros 
á  bordo  de  los  navios ,  corriendo  el  reo  al  lado  de  una  cuerda 
que  pasa  por  una  argolla  asegurada  á  su  cuerpo. 

BOLSA  de  comercio.  La  reunion  de  los  comerciantes 
para  sus  tratos  y  negocios  ;  y  el  lugar  ó  sitio  público  donde 
se  tiene  esta  reunion. 

Por  real  decreto  de  10  de  setiembre  de  1851  se  erigió  en 
Madrid  una  Bolsa  ó  lonja  de  negociación  pública,  para  que 
facilitándose  con  la  reunion  periódica  de  las  personas  que 
ejercen  el  tráfico  la  comunicación  de  las  especulaciones 
que  combine  el  interés  individual  de  cada  uno,  puedan  estas 
ejecutarse  con  suma  facilidad  ,  así  como  también  con  la  re- 
gularidad perfecta  que  no  puede  faltar  en  las  operaciones 
que  se  hacen  bajo  la  garantía  de  la  publicidad  y  de  agentes 
intermediarios  que  tienen  una  responsabilidad  directa  en 
que  se  guarden  y  observen  fielmente  las  formalidades  le- 
gales. 

El  art.  58  del  citado  decreto,  ó  llámese  ley,  autorizaba 
la  negociación  de  toda  clase  de  efectos,  valores  y  mej 
preciosos,  no  solo  al  contado  ,  sino  también  á  plazo,  fijando 
en  los  artículos  42  al  52,  ambos  inclusive,  las  reglas  q>: 
habían  de  guardar  en  esta  segunda  clase  de  operaciones. 
La  esperiencia  fué  dando  á  conocer  que  eran  propensas  á 
desquiciar  à  cada  momento  el  curso  natural  de  los  valores 
negociables  ,  y  hubieron  de  espedirse  las  reales  órdenes  do 
2  y  30  do  setiembre  de  1841 ,  el  real  decreto  de  20  de  junio 
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de  I8'i"  y  el  reglamento  de  23  del  mismo  mes  para  la  Boisa 
de  Madrid.  Todas  eslas  disposiciones  se  encaminaban á afian- 
zar el  cumplimiento  de  los  contratos  aplazados  impidiendo 
que  se  arrojasen  á  ellos  especuladores  sin  garantías  de  sol- 
vencia, y  poco  escrupulosos  por  consiguiente  en  prometer  lo 
que  en  ningún  evento  les  habia  de  perjudicar.  Siguió  á  pesar 
de  todo  el  abuso  en  términos  de  hacerse  ya  indispensable 
el  real  decreto  de  5  de  abril  de  1846  ,  mandando  que  inte- 
rinamente y  hasta  la  resolución  de  las  Cortes  se  observe  en 
la  Bolsa  de  comercio  de  Madrid  un  proyecto  de  ley  orgánico 
provisional  que  dividido  en  cuatro  títulos  y  113  artículos  si- 
gue al  decreto  y  rige  con  derogación  espresa  de  lo  publicado 
en  esta  materia. 

La  notable  estension  de  este  proyecto  de  ley  y  su  obser- 
vancia provisional  hasta  la  resolución  de  las  Cortes  nos  es- 
cusan de  trasladar  todas  sus  disposiciones  ,  limitándonos  á 
las  que  hablan  de  operaciones-aplazo,  que  son  las  que  según 
el  preámbulo  del  mismo  proyecto  motivaron  su  espedicion. 

«  Art.  20.  Todas  las  negociaciones  en  efectos  públicos  se 
harán  precisamente  al  contado ,  y  con  intervención  de  los 
agentes  de  cambios. 

Art.  21.  Ningún  agente  de  cambios  podrá  encargarse  de 
la  venta  de  efectos  públicos  sin  que  se  le  haga  previa  en- 
trega por  el  vendedor  de  los  mismos  efectos ,  de  que  dará  el 
correspondiente  recibo. 

Art.  22.  Los  agentes  contratarán  á  nombre  de  sus  clien- 
tes, á  quienes,  en  el  acio  de  concluirse  la  negociación ,  en- 
tregarán una  nota  firmada  en  que  se  esprese  la  cantidad  , 
clase  y  numeración  de  los  efectos  negociados  ,  su  precio  é 
importe ,  con  los  nombres  y  domicilio  del  comprador  y  ven- 
dedor. Igual  nota  pasarán  en  el  mismo  acto  ala  junta  sin- 
dical. 

Art.  23.  Concertada  que  sea  cada  negociación  de  efectos 
públicos,  se  publicará  en  seguida  por  voz  del  anunciador  de 
la  Bolsa,  dándosele  para  el  efecto  una  nota  por  la  junta  sin- 
dical que  comprenda  la  cantidad  y  calidad  de  los  efectos 
negociados  y  el  precio  de  la  negociación. 

Art.  36.  Se  prohiben  todas  las  operaciones  en  efectos 
públicos  aplazo  ,  á  prima  ó  que  bajo  cualquiera  otra  deno- 
minación no  se  contraten  y  realicen  en  la  forma  prescrita  en 
los  artículos  20,  21  ,  22  y  23. 

Art.  37.  Los  que  contrataren  cualquiera  de  las  operacio- 
nes que  por  el  artículo  anterior  se  declaran  ilícitas,  incurri- 
rán en  la  multa  de  la  quinta  parte  del  valor  nominal  de  los 
efectos  contratados  :  en  caso  de  reincidencia  ,  será  doble 
esta  multa  ,  y  quedarán  sujetos  á  las  disposiciones  del  código 
penal  sobre  los  que  cometen  engaños  y  fraudes  en  cualquiera 
género-de  contrato. 

Art.  58.  Los  agentes  de  cambios  que  intervinieren  en 
operaciones  prohibidas  incurrirán  en  iguales  multas  que  los 
interesados  principales, imponiéndoseles  ademas  de  las  mul- 
tas la  pena  de  privación  de  oficio  si  por  segunda  vez  contra- 
viniesen á  la  prohibición  del  artículo  56. 

Art.  59.  No  se  admitirá  en  juicio  á  título  de  indemniza- 
ción ni  por  otro  motivo  acción  alguna  que  proceda  de 
operaciones  en  efectos  públicos  prohibidas  entre  los  que  las 
hayan  celebrado,  sea  como  principales  interesados,  sea 
como  agentes. 

Art.  40.  Los  contratos  en  que  se  encubriere  alguna  ope- 
ración en  efectos  públicos  ilícita  serán  nulos,  y  los  que  bajo 
cualquiera  concepto  hubieren  lomado  parte  en  su  celebra- 
ción, ola  hubieren  ausiliado,  incurrirán  en  las  multas  esta- 
blecidas para  los  que  hicieren  operaciones  prohibidas. 

Art.  h\.  Contra  toda  acción  que  se  intente  judicialmente, 
fundada  en  un  título  de  crédito  ,  se  admitirá  al  demandado 
la  prueba  que  propusiere  sobre  su  procedencia  de  operacio- 
nes ilícitas ,  sea  que  no  se  esprese  causa  de  deber,  sea  que  se 
esprese  una  causa  lícita  ;  y  dada  suficiente,  quedará  absuelto 


de  la  demanda  y  sujeto  el  actor  à  la  pena  prescrita  en  el 
art.  57. 

Art.  42.  El  comerciante  quebrado ,  en  cuyos  libros  def 
contabilidad  resultaren  operaciones  en  efectos  públicos,  ili-ji 
citas  ,  hechas  con  posterioridad  á  la  promulgación  de  esta" 
ley,  será  considerado  y  juzgado  como  responsable  de  insol-' 
vencia  fraudulenta.  | 

Art.  43.  Los  empleados  en  el  servicio  del  Estado  ,  cual-' 
quiera  que  seasu  carrera  y  categoría,  que  en  nombre  propio 
ó  ajenó  se  interesaren  en  operaciones  de  efectos  públicos  , 
ilícitas,  serán  destituidos  del  cargo  ó  empleo  que  ejercieren.» 

fEn  la  ley  orgánica  provisional  de  5  de  abril  de  1846  se 
hallan  bajo  el  título  Del  régimen  de  la  Bolsa,  que  comprende 
45  artículos,  otras  tantas  disposiciones,  las  cuales  pueden 
verse  en  el  Suplemento  al  Diccionario  de  Escriche. 

BOLLA.  Cierto  derecho  que  se  pagaba  en  Cataluña  al 
tiempo  de  vender  por  menor  los  tejidos  de  lana  y  seda  que 
se  consumían  dentro  de  la  provincia.  Llamóse  así  por  un 
sello  que  se  ponia  en  la  aduana  á  dichas  ropas. 

f  BOLLA  de  naipes.  El  derecho  de  diez  y  seis  maravedís 
para  la  Hacienda,  y  dos  mas  para  los  hospitales  de  Madrid 
que  debe  pagar  cada  baraja,  sea  ordinaria,  fina  ó  superfina, 
ó  de  cualquier  otra  clase  de  nombre. 

Hallándose  prohibida  la?  introducción  de  naipes  estranje- 
ros ,  los  que  los  introduzcan  fraudulentamente  y  los  que  los 
espendan  están  sujetos  á  las  leyes  fiscales  de  aduanas  ;  repu- 
tándose también  como  estranjeras  las  barajas  que  no  tengan 
el  nombre  del  fabricante,- las  armas  de  la  fábrica  y  el  año  de 
su  elaboración  con  arreglo  á  la  instrucción  de  2  de  febrero 
de  181o.  Las  barajas  fabricadas  en  las  provincias  esentas 
solo  pueden  circular  dentro  de  las  mismas  ,  mas  no  en  las 
restantes  del  reino  ,  en  las  cuales  serán  consideradas  como 
estranjeras  ,  á  menos  que  aquellos  fabricantes  se  sometan  á 
satisfacer  el  derecho  de  bolla.  Rl.  órd.  de  24  de  febrero 
de  184b. 

BORDS.  El  hijo  nacido  fuera  de  matrimonio.  Véase  Hijo 
ilegítimo. 

BORRA.  Un  tributo  ó  imposición  sobre  el  ganado  lanar, 
que  consistía  en  pagar  de  cierto  número  de  cabezas  una. 
Se  opina  que  se  }e  dio  el  nombre  de  borra  porque  se  pagaba 
de  los  borregos. 

BORRACHO.  El  que  comete  un  delito  estando  en  la 
embriaguez,  tiene  una  circunstancia  de  atenuación  de  que 
puede  hacer  uso  en  su  defensa.  Pero  para  tener  considera- 
ción al  reo  por  esta  causa ,  es  necesario  examinar  si  antes 
de  embriagarse  habia  formado  ya  la  intención  de  cometer  . 
el  delito  ,  ó  si  se  embriagó  con  designio  de  tener  mas  valor 
para  ejecutarlo,  ó  si  sabia  por  esperiencia  que  el  vino  le  es- 
ponia  á  delinquir,  ó  si  la  embriaguez  era  solo  fingida  y  apa- 
rente; pues  en  tales  casos  lejos  de  ser  una  escusa  semejante 
circunstancia,  podría  ser  un  medio  de  agravación  (1).  Véase 
Embriaguez. 

BOBEO.  Cierto  derecho  que  en  algunas  partes  se  pagaba 
del  ganado  lanar,  semejante  al  tributo  de  borra. 

BOTICARIO.  El  que  ejerce  aquella  parte  déla  medicina 
que  consiste  en  la  preparación  de  los  remedios  ó  medica- 
mentos para  la  curación  de  los  enfermos. 

Ninguno  es  admitido  á  examen  para  el  ejercicio  de  esta 


(1  )  Cuándo  y  con  que  circunstancias  es  la  embriaguez  escepcion 
atenuante  de  los  delitos ,  véase  Febrero  mejicano,  tom.  7,  pág.  8, 
nota  2  :  y  su  castigo  ,  pág.  106.  —Véase  también  á  Don  ,  tom.  7, 
pág.  52  á  56,  desde  el  n.  19,  tratado  cíe  lo  intrínseco  del  delito. 
— "peroen  cuanto  á  los  militares,  según  el  art.  121,  t.  10,  trat.  8 
de  la  ordenanza  :  «  Para  ningún  delito  de  los  esplicados  en  esta 
título,  podrá  servir  de  escusa  la  embriaguez ,...  haciendo  entender 
á  la  tropa  de  su  cargo  que  el  alegato  de  estar  privado  no  le  rele- 
vará del  castrgo  que  merece  por  el  delito  que  cometa.  » 
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facultad  de  farmacia ,  sin  hacer  constar  que  sabe  la  lengua 
latina,  que  ha  practicado  cuatro  años  con  boticarios  aproba- 
dos ,  y  que  tiene  veinte  y  cinco  años  de  edad;  ley  1,  til.  13, 
lib.  8  ",  Nov.  Rec. 

El  que  sin  título  legítimo  ejerciere  esta  facultad ,  incurre 
en  la  multa  de  seis  mil  maravedís;  y  si  después  de  amones- 
tado continúa  ejerciéndola  en  público  ó  en  secreto ,  debe 
sufrir  la  pena  de  quinientos  ducados;  ley  10,  art.  6,  lit.  13, 
lib.  8,  Nov.  Rec. 

No  puede  uno  ejercer  á  un  mismo  tiempo  la  medicina  ó 
cirugía  y  la  farmacia;  art.  10,  d.  ley  10  y  lit.  13. 

Si  en  un  pueblo  donde  solo  hubiere  una  botica,  el  médico 
ó  cirujano  fuese  padre ,  hijo  ó  hermano  del  boticario ,  debe 
cualquiera  de  ellos  salir  de  él  ó  abstenerse  absolutamente 
de  ejercer  su  facultad;  art.  11,  d.  ley  10  y  tít.  13. 

Puede  la  viuda  ó  pupilo  de  un  boticario  mantener  su  bo- 
tica abierta ,  con  tal  que  tenga  por  regente  un  farmacéutico 
aprobado;  art.  9,  d.  ley  10 y  tít.  13. 

Corresponde  á  los  boticarios  la  venta  de  medicinas  sim- 
ples en  cantidad  inferior  á  la  de  cuatro  onzas  castellanas,  y 
la  venta «esclusiva  de  las  medicinas  compuestas;  art.  12, 
ley  8,  lit.  13,  lib.  8,  Nov.  Rec,  y  real  orden  de  22  de  agosto 
de  1833. 

Los  drogueros  y  especieros  no  pueden  despachar  ni  ven- 
der al  público  medicinas  compuestas  en  pequeñas  ni  en 
grandes  cantidades  ;  pues  solo  podrán  vender  á  los  botica- 
rios ó  sus  corresponsales  las  que  estos  les  pidieren ,  con  las 
debidas  precauciones.  Mas  bien  pueden  vender  por  mayor 
los  medicamentos  simples  sin  artificio  ni  preparación  algu- 
na, y  de  ningún  modo  por  menor  de  cuarterón  ó  cuatro  on- 
zas abajo;  art.  12  y  13,  ley  8,  Ut.  13,  lib. 8,  Nov.  Rec. 

Los  fabricantes  de  todos  los  productos  químicos  conside- 
rados en  la  clase  de  medicinas  simples  pueden  elaborarlos 
y  venderlos  libremente  por  mayor  :  en  el  supuesto  de  que 
la  cantidad  menor  hasta  que  podrá  llegar  la  venta  para  ser 
considerada  como  hecha  por  mayor  es  la  de  cuatro  onzas 
castellanas,  ó  sea  cuarterón,  según  dice  la  ley  recopilada; 
real  orden  de  22  de  agosto  de  1833. 

Ninguna  persona  ,  de  cualquier  calidad  ó  profesión  que 
sea,  puede  elaborar  ni  vender  medicina  alguna  simple  ni 
compuesta  ,  ni  aun  con  el  pretesto  de  específico  ó  secreto  ; 
pues  uno  y  otro  es  privativo  de  los  boticarios  :  ni  tampoco 
puede  nadie  vender  yerbas  secas  ó  frescas  ,  sin  tener  licen- 
cia para  ello;  art.  15  y  16,  d.  ley  8,  tít.  13,  lib.  8,  Nov.  Rec. 

Los  que  contravinieren  á  estas  disposiciones  deben  ser 
castigados  con  multas  arbitrarias,  y  tienen  ademas  que  res- 
ponder de  los  perjuicios  que  su  contravención  hubiese  oca- 
sionado; arts.  13,  14,  15  y  16,  d.  ley  8,  tít.  15  ,  lib.  8, 
Nov.  Rec. 

Los  boticarios  no  pueden  despachar  medicina  alguna,  sin 
que  les  sea  pedida  espresamente  por  receta  de  médico  ó  ci- 
rujano según  sus  respectivas  facultades,  bajo  multa  arbi- 
traria en  caso  de  contravención;  art.  15,  d.  ley  8  ,  lit.  10, 
lib.  8  ,  Nov.  Rec.  •      v 

Sin  embargo  de  la  alteración  que  sufrieron  los  pesos  y 
medidas  para  el  comercio  por  real  orden  de  26  de  enero  de 
1801 ,  deben  continuar  los  boticarios  usando  déla  libra  me- 
dicinal de  doce  onzas  iguales  á  las  onzas  del  marco  español , 
para  evitar  los  daños  que  de  alterarla  podrian  resultar  á  la 
salud  pública;  ley  5,  lit.  9 ,  lib.  9,  Nov.  Rec. 

El  boticario  que  sin  orden  del  médico  suministra  ó  facilita 
medicamento  que  puede  causar  y  con  efecto  causa  la  muerte 
al  que  le  tomó ,  debe  ser  tratado  y  condenado  como  homi- 
cida; ley  6,  til.  8,  Part.  7. 

La  acción  que  tiene  un  boticario  para  pedir  el  pago  de 
las  drogas  ó  medicinas  que  hubiere  suministrado,  se  pres- 
cribe ó  eslingue  por  el  trascurso  de  tres  años ,  de  modo  que 
pasado  este  tiempo  no  puede  ya  demandarlo  judicialmente, 
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á  no  ser  que  pruebe  haberlo  pedido  dentro  de  dicho  tiempo; 
ley  iO,  lit.  \[,Iib,  10,  Nov.  Rec. 

El  boticario  está  en  la  clase  de  los  acreedores  singular- 
mente privilegiados  con  respecto  al  importe  de  las  medicinas 
que  hubiere  suministrado  á  una  persona  en  su  última  enfer-- 
medad  de  que  falleció.  Véase  Acreedor  singularmente  pri- 
vilegiado. 

f  Los  farmacéuticos  no  pueden  espender ,  aunque  sea  en 
pequeña  dosis  ,  medicamento  alguno  cuyo  abuso  pueda  ser 
perjudicial ,  sino  con  receta  firmada  por  profesor  conocido , 
archivándola  luego  en  su  botica  para  evitar  una  repetición 
intempestiva  y  poder  responder  con  ella  en  cualquier  evento 
desgraciado.  Art.  5o.  de  la  circ.  de  17  de  junio  de  18Ü6. 

Sobre  los  cursos  académicos  necesarios  para  obtener  el 
título  de  licenciado  de  farmacia  véase  Estudios  de  facultad 
mayor. 

BOTÍN.  El  despojo  que  logran  los  soldados  en  el  campo 
ó  pais  enemigo  en  los  asaltos  y  batallas.  Por  el  estado  de 
guerra  queda  interrumpido  el  derecho  de  dominio  y  propie- 
dad, de  suerte  que  los  bienes  se  hallan  vacantes  con  respecto 
al  enemigo  ,  quien  por  consiguiente  puede  ocuparlos  y  ha- 
cerlos suyos ,  según  sientan  algunos  escritores  de  derecho 
de  gentes  (1). 

BOTA.  Un  trozo  de  corcho  que  atado  á  un  cabo  y  na- 
dando sobre  el  agua  indica  la  situación  del  áncora  de  cual- 
quier navio  que  se  halla  anclado  en  un  puerto  ó  rada.  El 
que  se  descuida  de  ponerla  es  responsable  de  los  daños  que 
pudiera  ocasionar  esta  falta  por  tropezar  en  el  áncora  alguna 
embarcación  (2).  Véase  Avería  simple. 
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El  peón  que  se  alquila  para  cavar  ó  hacer 
alguna  otra  obra  de  labranza.  Véase  Alquilarse  y  Jornalero. 

©RAZO  de  la  nobleza.  El  estado  ó  cuerpo  de  la  nobleza 
representado  por  sus  diputados  en  las  antiguas  Cortes. 

BKAZO  del  reino.  Cada  una  de  las  distintas  clases  que 
representaban  el  reino  junto  en  Cortes,  como  eran  los  pre- 
lados, grandes  y  ciudades. 

BRAZO  eclesiástico.  El  cuerpo  de  los  diputados  que 
representaban  la  voz  del  clero  en  las  Cortes. 

B2&AZO  real  secular  ó  seglar.  La  autoridad  temporal 
que  se  ejerce  por  los  tribunales  y  magistrados  civiles ,  á  di- 
ferencia de  la  espiritual  que  se  ejerce  por  los  eclesiásticos. 

BB&TE.  El  cepo  ó  prisión  estrecha  de  hierro  que  se  pone 
á  los  reos  en  los  pies  para  que  no  se  puedan  huir. 

BREVE.  Ciertas  letras  del  papa  estendidas  con  breve- 
dad sin  las  largas  cláusulas  y  formalidades  que  contienen  las 
Bulas. 

El  Breve  no  tiene  preámbulo  ni  prefacio  :  lleva  á  la  cabeza 
el  nombre  del  papa ,  separado  de  la  primera  línea ,  que  co- 
mienza por  estas  palabras  :  Dilecto  filio  salulem  et  aposloli- 
cam  benediclionem  ;  y  luego  trae  simplemente  en  letra  me- 
nuda lo  que  el  papa  concede  ú  otorga.  Antiguamente  se 
escribían  los  Breves  en  papel,  y  todavía  se  escriben  en  ái 
algunas  veces  ;  pero  ordinariamente  se  estienden  ahora  en 
pergamino,  para  que  puedan  conservarse  mejor,  escribién- 

(I  )  Véase'  la  ley  d ,  20  y  26 ,  tít.  26 ,  Part.  2.  —  Rayneva!,  en 
sus  Instit.  de  derecho  natural  y  de  gentes  ,  reprueba  y  tiene  pot 
errónea  tal  ocupación  bélica  ó  lucro,  concluyendo  con  que  sui 
principios  no  son  respetados  en  la  práctica,  y  que  no  es  de  admirai 
porque  son  freno  para  la  ambición.  Pero  Vattel,  Derecho  de  gentes, 
cap.  5,  lib.  5,  no  toma  por  fundamento  la  ficción  de  los  Romanos, 
y  funda  su  justicia  distinguiendo  los  casos  de  guerras  civiles  y 
públicas,  como  también  se  distingue  la  guerra  justa  de  la  que 
no  lo  es. 

(2)  Ord.  de  Bilb.,  cap.  20,  n.  56. 
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dose  sobre  la  parte  áspera,  como  las  Bulas  sobre  la  suave  : 
lo  que  no  ban  observado  algunos  falsarios.  Llevan  los  Brees 
un  sello  de  cera  encarnada,  en  que  eslá  impresa  la  imagen 
de  san  Pedro  en  actitud  de  pescar  desde  su  nave,  de  donde 
viene  el  decirse  dados  bajo  el  anillo  del  pescador,  sub  an- 
nule piscaloris ;  y  van  solo  firmados  del  secretario  del  papa 
y  no  del  papa  mismo. 

El  Breve  espedido  en  debida  forma  tiene  tanta  fuerza  como 
las  demás  letras  apostólicas,  y  aun  puede  derogar  las  dispo- 
siciones de  una  Bula  anterior,  con  tal  que  la  derogación  sea 
espresa.  Sin  embargo,  suele  darse  mas  crédito  á  las  Bulas 
que  á  los  Breves,  porque  las  Bulas  no  se  dan  sino  abiertas, 
y  los  Breves  van  casi  siempre  cerrados. 

Es  dfícil  determinar  con  precisión  cuáles  son  los  casos  en 
que  se  espiden  Breves  mas  bien  que  Bulas  :  antiguamente 
no  se  despachaban  Breves  sino  en  los  negocios  de  pura  jus- 
ticia, para  evitar  las  discusiones  y  los  gastos.  Alejandro  VI 
es  el  papa  que  mas  ha  eslendido  su  materia  y  su  uso  :  hoy 
se  estilan  principalmente  en  las  concesiones  de  gracias ,  y 
con  especialidad  en  las  de  privilegios  ;  pero  no  puede  darse 
regla  fija  sobre  este  punto. 

Hay  una  especie  de  Breve  que  se  espide  por  la  peniten- 
ciaría relativamente  á  culpas  ó  faltas  ocultas ,  ya  para  la 
absolución  de  casos  reservados  al  papa ,  ya  para  las  cen- 
suras, ya  para  quitar  ó  remitir  algún  impedimento  de  un 
matrimonio  contraído  sin  dispensa.  Los  Breves  de  esta  clase 
no  surten  efecto  sino  para  el  fuero  de  la  conciencia  ,  y  no 
pueden  servir  en  el  fuero  esterno.  Despáchalos  en  su  nom- 
bre el  penitenciario  mayor  de  Roma ,  y  los  dirige  á  un  doctor 
en  teología  que  tenga  licencias  de  confesar,  sin  designar  á 
ninguno  por  su  nombre  ni  por  su  empleo ,  mandándole  que 
absuelva  del  caso  espresado  al  que  ha  obtenido  el  Breve  des- 
pués de  oir  su  confesión  sacramental ,  con  tal  que  sea  se- 
creto el  crimen  ó  el  impedimento  del  matrimonio,  y  sola- 
mente para  el  fuero  de  la  conciencia ,  y  ordenándole  que 
luego  después  de  la  confesión  rompa  el  Breve  sin  entregarlo 
á  la  parte,  bajo  pena  de  escomunion.  Véase  Bula. 

BRUJA.  La  mujer  eme  según  la  opinion  vulgar  tiene 
pacto  con  el  diablo,  y  hace  cosas  estraordinarias  pof  su  me- 
dio. El  monstruo  de  la  superstición  ha  llevado  á  la  hoguera 
innumerables  inocentes  por  este  delito  imaginario. 
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BUEGA.  La  linde  ó  señal  puesta  en  los  términos  para 
dividir  unas  heredades  de  otras.  El  diccionario  de  la  lengua 
dice  que  esta  palabra  puede  derivarse  del  verbo  bajar,  ro- 
dear ó  medir  el  circuito  de  un  lugar,  porque  las  buegas  se 
ponen  de  trecho  en  trecho  para  señalar  el  distrito  que  tienen 
las  tierras.  Véase  Mojón, 

BUENA  fe.  La  creencia  ó  persuasion  en  que  uno  está 
de  que  aquel  de  quien  recibe  una  cosa  por  título  lucrativo 
ú  oneroso,  es  dueño  legítimo  de  ella  y  puede  trasferirle  su 
dominio  ;  —  y  el  modo  sincero  y  justo  con  que  uno  procede 
on  sus  contratos ,  sin  tratar  de  engañar  á  la  persona  con  ' 
quien  los  celebra.  Véase  Poseedor  de  buna  fe ,  Engaño,  y 
Prescripción. 

BULA.  La  carta  ó  epístola  pontificia  que  contiene  alguna 
decisión  del  papa  sobre  algún  asunto  de  gravedad  tratado 
con  larga  discusión  y  maduro  examen ,  y  está  estendida  en 
pergamino  con  un  sello  de  plomo  £n  que  se  hallan  impresas 
las  imágenes  de  san  Pedro  y  san  Pablo. 

Llámase  Bula  por  traer  pendiente  el  sello  de  plomo  en  fi- 
gura de  la  bula ,  insignia  romana.  Es  el  rescripto  pontificio 
que  está  mas  en  uso  para  los  negocios  de  gracia  y  los  de 
justicia.  Las  Bulas  que  se  despachan  en  materia  de  gracia  , 
llevan  pendiente  el  plomo  de  un  cordon  de  seda;  y  las  de 


justicia  ó  que  se  dan  en  materia  contenciosa ,  lo  traen  pen- 
diente de  una  cuerda  de  cánamo. 

Las  Bulas  se  diferencian  de  los  Breves  :  —  Io.  porque,  los 
Breves  se  despachan  en  la  curia  romana  por  la  secretaría 
apostólica  con  el  anillo  del  pescador  ;  y  las  Bulas  por  la  can- 
celaría apostólica  con  el  sello  de  plomo  que  tiene  impresas 
por  una  parte  las  imágenes  de  san  Pedro  y  san  Pablo,  y  por 
la  otra  el  nombre  del  pontífice  reinante  :  —  2o.  porque  ios 
Breves  se  estienden  en  membranas  delgadas  y  blancas,  aun- 
que por  la  parte  áspera  ;  y  las  Bulas  en  membranas  mas 
gruesas  y  obscuras,  aunque  por  la  parte  suave  :  —  5o.  por- 
que los  Breves  se  escriben  en  caracteres  usuales,  tersos  é 
inteligibles  á  todos  ;  y  las  Bulas  en  antiguos  caracteres  gá- 
licos desde  que  la  silla  apostólica  residió  en  la  ciudad  de 
Aviñon  :  —  k°.  porque  en  los  Breves  se  pone  1*  fecha  co- 
menzando el  año  desde  el  dia  de  Natividad  ;  y  en  las  Bulas 
desde  el  dia  de  la  Encarnación  :  —  b°.  porque  los  Breves 
llevan  á  la  cabeza  el  nombre  del  papa  en  forma  de  título  , 
como  v.  gr.  :  Clemens  papa  XII  ;  y  las  Bulas  no  le  traen  en 
medio  en  forma  de  título,  sino  al  principio  del  versículo,  y 
añadiéndole  la  calidad  de  siervo  de  los  siervos  de  Dios , 
como  :  Clemens  episcopus,  servas  servorum  Dei  :  —  6o.  porque 
los  Breves  son  mas  concisos  que  la  Bulas  :  —  7o.  porque  los 
Breves  se  espiden  aun  antes  de  la  coronación  del  papa  ;  y 
las  Bulas  no  suelen  despacharse  sino  después  de  la  corona- 
ción. 

Sin  embargo  de  estas  diferencias ,  convienen  y  se  aseme- 
jan en  el  efecto  las  Bulas  y  los  Breves ,  pues  estos  y  aquellas 
tienen  la  misma  fuerza  obligatoria,  y  el  que  falsifica  un 
Breve  se  reputa  por  tan  criminal  como  el  que  falsifica  una 
Bula. 

Pretenden  los  ultramontanos  que  las  Bulas  y  los  Breves, 
luego  que  se  fijan  en  el  campo  de  Flora ,  quedan  suficiente- 
mente promulgadas  y  obligan  á  todos  los  fieles  del  orbe 
cristiano,  aun  fuera  de  Italia  ;  pero  entre  nosotros  no  ha  sido 
admitida  una  máxima  tan  contraria  á  los  verdaderos  princi- 
pios, al  dictamen  de  los  teólogos  y  canonistas,  y  aun  á  la 
práctica  de  los  mismos  papas.  En  España ,  tan  lejos  está  de 
obligar  una  Bula  ó  Breve  desde  su  publicación  en  Roma,  que 
ni  aun  puede  dársele  curso,  sin  que  primero  se  obtenga  del 
rey  la  facultad  de  promulgarla  y  cumplirla ,  que  nuestras 
leyes  llaman  pase. 

Por  real  pragmática  de  16  de  junio  de  1768  (  ley  9,  lit.  3, 
lib.  2,  Nov.  Rec.)  se  mandó  : 

Io.  Que  se  presenten  en  el  consejo  real,  antes  de  su  pu- 
blicación y  uso,  todas  las  bulas,  breves,  rescriptos  y  despa- 
chos de  la  curia  romana,  que  contuvieren  ley,  regla  ú  ob- 
servancia general ,  para  su  reconocimiento  ;  dándoseles  el 
pase  para  su  ejecución,  en  cuanto  no  se  opongan  á  las  re- 
galías,  concordatos ,  costumbres,  leyes  y  derechos  de  la 
nación,  ó  no  induzcan  en  ella  novedades  perjudiciales,  gra- 
vamen público  ó  de  tercero* 

2U.  Que  también  se  presenten  cualesquiera  bulas,  breves 
ó  rescriptos,  aunque  sean  de  particulares,  que  contuvieren 
derogación  directa  ó  indirecta  del  santo  concilio  de  Trento, 
disciplina  recibida  en  el  reino,  y  concordatos  de  la  corte  de 
España  con  la  de  Roma;  y  los  notariatos,  grados,  títulos  de 
honor,  ó  los  que  pudieren  oponerse  á  los  privilegios,  ó  rega- 
lías de  la  corona,  patronatos  de  legos ,  y  demás  puntos  con- 
tenidos en  la  ley  1,  tít.  15,  lib.  1. 

o°.  Que  se  presenten  asimismo  todos  los  rescriptos  de  ju- 
risdicción contenciosa ,  mutación  de  jueces ,  delegaciones  ó 
avocaciones  para  conocer  en  cualquiera  instancia  de  las 
causas  apeladas  ó  pendientes  en  los  tribunales  eclesiásticos 
de  estos  reinos ,  y  generalmente  cualesquiera  monitorios  y 
publicaciones  de  censuras,  con  el  fin  de  reconocer  si  se 
ofende  la  potestad  temporal  del  rey,  ó  de  sus  tribunales, 
leyes  y  costumbres  recibidas ,  ó  se  perjudica   la  pública 
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tranquilidad ,  ó  usa  de  las  censuras  in  cœna  Domini,  supli- 
cadas y  retenidas  en  todo  lo  perjudicial  á  la  regalía. 

'i°.  Que  del  mismo  modo  han  de  presentarse  todos  los 
breves  y  rescriptos  que  alteren ,  muden  ó  dispensen  los  ins- 
titutos y  constituciones  de  los  regulares,  aunque  sea  á  be- 
neficio ó  graduación  de  algún  particular,  por  evitar  el  per- 
juicio de  que  se  relaje  la  disciplina  monástica,  ó  contravenga 
á  los  fines  y  pactos  con  que  se  han  establecido  en  el  reino 
las  órdenes  religiosas  bajo  del  real  permiso. 

5o.  Que  igual  presentación  previa  deberá  hacerse  de  los 
breves  ó  despachos  que  para  la  esencion  de  la  jurisdicción 
ordinaria  eclesiástica  intente  obtener  cualquiera  cuerpo, 
comunidad  ó  persona. 

6o.  Que  en  cuanto  á  los  breves  ó  bulas  de  indulgencias 
se  guarde  la  ley  5  de  este  título,  para  que  sean  reconocidas 
y  presentadas  ante  todas  cosas  á  los  ordinarios  y  al  comisa- 
rio general  de  Cruzada,  conforme  á  la  bula  de  Alejandro  VI, 
mientras  S.  M.  no  nombrare  otras  personas,  según  lo  pre- 
venido en  la  misma  ley. 

7o.  Que  los  Breves  de  dispensas  matrimoniales ,  los  de 
edad ,  extra-témporas ,  de  oratorio,  y  otros  de  semejante  na- 
turaleza quedan  esceptuados  de  la  presentación  en  el  Con- 
sejo ;  pero  se  han  de  presentar  precisamente  á  los  ordinarios 
diocesanos,  á  fin  de  que  en  uso  de  su  autoridad,  y  también 
como  delegados  regios ,  procedan  con  toda  vigilancia  á  re- 
conocer si  se  turba  ó  altera  con  ellos  la  disciplina  ó  se  con- 
traviene á  lo  dispuesto  en  el  concilio  de  Trento;  dando 
cuenta  al  Consejo  por  mano  del  fiscal  de  cualquiera  caso  en 
que  observen  contravenóion ,  inconveniente  ó  derogación  de 
sus  facultades  ordinarias  ;  y  remitiendo  ademas  al  mismo 
Consejo  de  seis  en  seis  meses  lista  de  todas  las  espediciones 
que  se  les  hubieren  presentado,  para  que  cuide  de  que  no 
se  falte  á  lo  dispuesto  por  los  sagrados  cánones,  cuya  pro- 
tección pertenece  al  rey. 

8o.  Que  cuando  las  diócesis  se  hallen  en  sede  vacante  se 
presenten  al  Consejo  los  rescriptos,  dispensas  ó  letras  facul- 
tativas ú  otras  cualesquiera  que  no  pertenezcan  á  peniten- 
ciaría ;  sin  embargo  de  lo  dispuesto  para  sede  plena  en  el 
artículo  antecedente. 

9o.  Que  los  breves  de  penitenciaria,  como  dirigidos  al 
fuero  interno ,  quedan  esentos  de  toda  presentación. 

10.  Que  los  transgresores  de  esta  ley  sean  comprendidos 
en  la  disposición  de  la  ley  quinta  de  este  título;  esto  es, 
incurran  siendo  legos  en  las  penas  de  confiscación  de  la  mi- 
tad de  sus  bienes ,  y  destierro  perpetuo  del  reino,  y  siendo 
eclesiásticos  proceda  contra  ellos  el  ordinario  condenándolos 
en  las  penas  que  conforme  á  la  calidad  y  esceso  del  delito 
merecieren. 

Para  impedir  todavía  con  mas  seguridad  la  introducción 
de  bulas  perjudiciales  al  bien  público,  ó  falsificadas  por  la 
codicia  de  agentes  particulares  y  desconocidos  ,  como  tam- 
bién para  ahorrar  gastos  y  dilaciones  à  los  interesados,  se 
dispuso  en  real  orden  de  11  de  setiembre  de  1778  (  ley  12, 
tít.  3,  lib.  2,  Nov.  Rec.)  que  cualquiera  que  trate  de  solici- 
tar dispensas ,  indulto  ú  otra  gracia  pontificia ,  acuda  con  sus 
preces  al  ordinario  eclesiástico  de  su  diócesis  ó  á  la  persona 
diputada  por  este,  quien  las  enviará  con  su  dictamen  á  S.  M. 
por  la  primera  secretaría  de  estado  y  del  despacho  para 
darles  la  mas  segura  y  menos  costosa  dirección  ;  y  obtenida 
la  gracia  ,  se  remitirá  al  mismo  diocesano  á  fin  de  que  por 
medio  de  su  encargado  se  entregue  al  interesado  para  su 
uso  :  en  el  supuesto  de  que  sin  estas  previas  circunstancias 
no  ha  de  concederse  el  pase  á  las  espediciones  que  se  solici- 
ten ,  á  escepcion  de  las  que  vengan  para  los  arctados ,  y  las 
que  se  despachen  por  penitenciaría. 

Por  real  orden  de  50  de  noviembre  de  1778  (ñola  19,  tít. 
5,  lib.  2,  Nov.  Rec.)  se  estableció  en  Madrid  un  agente  gene- 
ral para  dar  curso  á  las  preces  ó  solicitudes  de  los  preten- 


dientes, y  dirigir  luego  los  breves  ó  rescriptos  de  la  curia 
romana  que  vengan  por  la  secretaría  de  Estado ,  después  de 
haber  pedido  en  el  Consejo  el  pase  de  los  que  lo  necesiten , 
á  las  personas  nombradas  por  los  prelados  en  cada  diócesis 
para  entregarlos  á  los  interesados ,  quienes  previamente  han 
de  haber  satisfecho  su  importe.  Mas  por  decreto  de  7  de 
junio  de  1837  se  ha  suprimido  esta  agencia  general,  y  sus 
funciones  han  quedado  á  cargo  de  la  pagaduría  del  ministe- 
rio de  Estado.  Véase  Agente  general  de  preces  á  Roma. 

Suprimido. igualmente  el  consejo  real ,  pertenecen  ahora 
sus  atribuciones  en  materia  de  bulas  y  breves  al  supremo 
tribunal  de  España  é  Indias ,  ó  por  mejor  decir,  al  supremo 
tribunal  de  justicia,  que  es  como  en  el  dia  se  denomina  , 
conforme  al  art.  90  del  reglamento  de  26  de  setiembre  de  1 833, 
el  cual  cuenta  entre  las  facultades  de  dicho  tribunal  :— cono- 
cer en  primera  y  segunda  instancia  de  las  demandas  sobre 
retención  de  bulas,  breves  y  rescriptos  apostólicos  :  —  hacer 
que  se  le  presenten  las  bulas,  breves  y  rescriptos  apostólicos 
para  examinarlos  y  concederles  el  pase,  ó  retenerlos  con  arre- 
glo á  las  leyes  : — examinar  también,  y  dar  ó  negar  el  pase  á 
las  preces  que  se  dirijan  á  Roma  en  aquellos  casos  en  que 
para  tal  efecto  deben  presentarse  al  tribunal  supremo  con 
arreglo  á  las  reales  disposiciones  vigentes  en  la  actualidad. 

Aunque  era  privativo  del  Consejo ,  y  ahora  lo  es  del  su- 
premo tribunal ,  el  conocer  de  las  demandas  sobre  retención 
de  gracias  pontificias,  y  hacer  que  estas  se  le  presenten 
para  darles  el  pase  ó  retenerlas,  están  obligadas  sin  embar- 
go todas  las  justicias  del  reino  por  punto  general  á  cuidar 
de  que  no  se  haga  uso  de  bula ,  breve  ,  rescripto ,  monitorio 
y  cualquier  otro  despacho  que  viniere  de  la  curia  romana  , 
sin  que  haya  precedido  su  presentación  y  pase  en  el  Consejo 
(hoy  en  el  supremo  tribunal)  á  donde  deben  remitir  con  las 
diligencias  originales  todas  las  de  aquella  clase  que  se  hallen 
sin  dicho  requisito ,  no  siendo  de  las  esceptuadas  en  la  prag- 
mática de  16  de  junio  de  1768  que  mas  arriba  se  ha  trans- 
crito; ley  14,  lit.  3,  lib.  2,  Nov.  Rec.  Así  que,  no  solo  en  el 
supremo  tribunal,  sino  ante  cualquiera  juez  de  primera  ins- 
tancia puede  instruirse  recurso  para  que  se  recojan  y  remi- 
tan al  mismo  tribunal  con  las  diligencias  las  gracias  que  no 
se  hayan  presentado  y  obtenido  el  pase. 

No  solo  puede  intentarse  el  recurso  de  retención  contra 
las  bulas  ó  rescriptos  pontificios  que  no  hayan  obtenido  el 
pase ,  sino  también  contra  las  que  lo  hayan  obtenido ,  por- 
que este  no  se  concede  sino  en  la  inteligencia  de  que  en  las 
bulas  no  se  ofende  la  regalía  ni  la  causa  pública  y  con  la 
tácita  condición  de  que  no  haya  perjuicio  de  tercero  ;  y  la 
acción  para  intentarlo  no  se  prescribe  por  mas  años  que 
trascurran  ,  especialmente  por  lo  que  hace  á  las  regalías  de 
la  corona,  según  asienta  el  señor  Covarrubias. 

Según  algunos  autores ,  no  debe  introducirse  el  recurso  de 
retención  sino  por  el  fiscal  del  tribunal  supremo,  aunque 
después  de  introducido  y  admitido  puede  la  parte  agraviada 
por  la  bula  adherirse  á  él  en  calidad  de  tercero  coadyuvante; 
pero  según  otros ,  todo  interesado  ó  perjudicado  puede  in- 
troducirlo-directamente  por  sí.  Seguu  la  práctica,  el  intere- 
sado da  noticia  al  fiscal  de  la  parte  que  ha  obtenido  la  bula , 
del  asunto  que  contiene,  y  del  daño  que  produciría  su 
ejecución  ;  y  otorgando  poder  á  su  favor ,  bajo  caución  y 
obligación  de  responder  de  la  certeza  de  cuanto  espone , 
concluye  suplicando  que  pida  la  retención.  El  fiscal ,  en  su 
vista,  si  entendiere  que  la  causa  pública  tiene  interesen 
ello  ,  introduce  el  recurso ,  y  á  su  instancia  se  libra  la  pro- 
vision ordinaria  para  que  se  recoja  la  bula  y  se  traiga  al 
tribunal  con  los  autos  y  diligencias  que  en  su  virtud  se  ha- 
yan hecho  por  el  ejecutor.  A  la  espalda  de  la  provision  pone 
el  fiscal  la  persona  ó  procurador  á  quien  da  su  poder,  para 
que  pida  y  practique  á  su  nombre  las  diligencias  conducen- 
tes á  fin  de  que  tenga  cumplido  efecto  lo  mandado  por  el 
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tribunal  ;  pero  antes  do  la  entrega  de  la  provision  debe  el  Las  Cortes ,  habiendo  examinado  la  propuesta  de  S.  M. 

recurrente  prestar  afianzamiento  de  que  pagará  á  la  otra  sobre  la  tasa  hecha  por  el  comisario  general  de  Cruzada  da 

parte  todas  las  costas  y  daños  que  se  le  irrogaren  en  caso  la  limosna  con  que  han  de  contribuir  los  fieles  de  todas  las 

de  no  ser  cierta  su  relación,  y  dejar  al  mismo  tiempo  pro-  provincias  de  la  monarquía  española  por  las  bulas  del  año 

curador  con  poder  bastante  para  que  se  siga  la  causa  con  su  próximo  de  1822 ,  han  aprobado  : 

citación.  —  Recogida  la  bula  y  venidos  los  autos  en  cumplí-  n$.  vn.  Mrs. 

miento  de  la  provision  ,  se  sigue  en  el  tribunal  supremo  un  (  

juicio  ordinario  ;  y  de  la  sentencia  que  en  él  recae  se  admite  Por  cada  sumario  común  de  vivos  se  pagaran  tres  reales 

súplica,  masía  decisión  de  esta  produce  ejecutoria.  — Acor-         de  vellón.    . 3 

dada  la  retención  ,  se  da  noticia  estrajudicial  de  ella  al  papa      De  difuntos,  id.  de  id 3 

con  indicación  de  las  causas  ó  motivos  por  medio  del  emba-  De  ilustres ,  diez  y  ocho  reales  vellón.     .    .    .    .         18 

jador  ó  agente  del  rey  en  Roma ,  y  se  le  pide  la  revocación  »c  composición,  cuatro  reales,  diez  y  ocho  maravedís  ul.      4    18 

j    i    i.  i    /.\  De  lacticinios  de  primera  clase,  cincuenta  y  cuatro  reales 

de  la  bula  (t).  n               F 

BULA  recomposición.  La  que  da  el  comisario  general  Besesuñéa\  aíez'y  ocV^lesid'.     \    \    \    \    \    \    18 

de  Cruzada    en  virtud  de  la  facultad  que  tiene  del  sumo  De  t(¡rcera    (rece  rea,      d¡ez     Qcho  mmedfg  yellon>    d3    |8 

pontífice  a  los  que  poseen  bienes  mal  habidos,  licitamente      De  cuarta,  nueve  reales  vellón 9 

retenidos  ó  usurpados ,  cuando  no  les  consta  del  dueño  de  De  quinta  ^  cuatro  reales  ?  diez  y  ocho  mara,edis  vellon#      4 

ellos.  Llámase  de  composición  porque  se  compone  y  ajusta  De  ¡ndulto  deprimera  clase,  treinta  y  seis  reales  vellón.    56 

con  dicho  comisario  por  cierta  cantidad  de  dinero  ;  pero  esta      De  id  de  segunda  j  doce  reaies  vellón 12 

bula  es  válida  solamente  en  el  fuero  interno ,  y  no  en  el  es-  jje  ¡d>  de  (ercera   dos  reales  mellón.   .                             2 
terno ;  de  suerte  que  si  aparece  el  dueño  ó  acreedor,  podrá 

obligar  judicialmente  al  deudor  ó  poseedor  de  los  bienes  á  Como  es  posible  que  en  algunas  de  las  provincias  de  Ara- 

que  se  los  restituya ,  sin  que  este  pueda  oponerle  como  es-  gon  ,  Cataluña ,  Mallorca ,  Navarra  ,  Valencia ,  Orihuela  y 

cepcion  la  obtención  de  la  bula,  porque  ni  el  papa  ni  el  co-  Canarias ,  en  cuyos  sumarios  se  estampaba  la  limosna  en 

misario  de  Cruzada  pueden  conceder  una  gracia  en  perjuicio  moneda  peculiar  á  ellas  ,  no  tengan  conocimiento  exacto  de 

de  los  derechos  de  un  tercero.  la  de  vellón ,  se  añadirá  á  los  sumarios  destinados  para  las 

BULA  de  la  cruzada.  La  bula  apostólica  en  que  los  mismas  la  cláusula ,  después  de  la  limosna ,  ó  su  equivalente 

pontífices  romanos  concedian  diferentes  indulgencias  á  los  en  moneda  del  pais. 

que  iban  à  la  conquista  de  Jerusalen  ;  y  actualmente  se  con-  En  5  de  julio  de  1828  circuló  la  comisaria  general  de  Cru- 

cede  à  los  Españoles  que  contribuyen  con  cierta  limosna  para  zada  una  instrucción  relativa  á  esta  materia ,  la  cual  puedo 

ayudar  á  la  guerra  contra  los  Africanos.  Llámase  de  la  cruza-  verse  en  el  Suplemento  al  Diccionario  de  Escriche. 

da,  porque  los  soldados  de  dicha  espedicion  llevaban  encima  BULA  de  oro.  La  ordenanza  hecha  por  el  emperador 

del  vestido  por  distintivo  y  adorno  una  cruz  roja.  Carlos  IV  ,  el  año  de  1336 ,  la  cual  servia  de  ley  fundamen- 

-J-  Sobre  la  tasa  de  su  limosna  rige  el  decreto  de  las  Cor-  tal  en  el  imperio  ,  y  arreglaba  la  forma  y  ceremonias  de  la 

tes  de  21  de  marzo  de  1821 ,  restablecido  por  otro  de  15  de  elección  de  emperador. 

febrero  de  1837.  Su  contexto  es  como  sigue  :  BULADO.  Antiguamente  el  reo  ó  esclavo  marcado  con 
— — ■  un  hierro  encendido. 

(1)  Con  respecto  á  Méjico ,  en  la  4*.  ley  constitucional,  art.  17,  BULAB.  Sellar  ó  marcar  con  hierro  encendido  al  reo  ó 

«e  dice.,  que  son  atribuciones  del  presidente  de  la  república  :  „i  esciavo  Véase  Marca 

«  24.  Conceder  el  pase  ó  retener  los  decretos  conciliares,  bulas  BULABIO.  Llámase  así  una  colección  de  bulas. 

pontificias,  breves  y  rescriptos  con  consentimiento  del  senado  BULET0.  El  breve  de  su  Santidad  ó  del  nuncio.  Véase 

6i  contienen  disposiciones  generales,  oyendo  a  la  Suprema  Corte  R 

de  Justicia  si  se  versan  sobre  asuntos  contenciosos ,  y  al  Consejo  r£JfQDB>  Todo     énero  de  embarcación ,  considerado  el 

si  fueren  relativos  a  negocios  particulares ,  o  puramente  guber-  ^       ,     .      ^r,        ..  • 

..       „         ,     .             ,       .           j  i     -  j-  •  •     i  %  casco  por  si  solo.  Véase  Nave. 
nativos.  En  cualquier  caso  de  retención  deberá  dirigir  al  ¡sumo  «..™«^„«     T                  »,_,■        i       '  ■                  i 
Pontífice,  dentro  de  dos  meses  á  lo  mas,  esposicion  de  los  motivos,  BUBBEL.  La  casa  publica  de  mujeres  mundanas  que 
para  que  instruido  su  Santidad  ,  resuelva  lo  que  tuviere  á  bien.  »  antiguamente  había  en  muchas  ciudades.  Burde   viene  de 
El  art.  33  de  la  5-.  ley  dice,  que  toca  esclavamente  á  la  Cámara  la  Palabra  francesa  bordel ,  que  antiguamente  se  decía  bor- 
de Senadores  :  «  1".  Prestar  su  consentimiento  para  dar  el  pase ,  deau  >  Y  significa  a  flor  de  agua  ,  o  en  la  ribera  del  mar,  por 
ó  retener  los  decretos  conciliares,  bulas  y  rescriptos  pontificios  alusión  al  epíteto  de  Venus  llamada  aphrodites,  esto  es,  na- 
que contengan  disposiciones  generales  ó  trascendentales  á  la  na-  «da  de  la  espuma  del  mar.  En  el  día  están  severamente 
cion.  »  EH 2  de  la  5a.,  que  es  atribución  de  la  Suprema  Corte  :  prohibidas  las  casas  de  esta  especie  ;  de  modo  que  las  justi- 
«  21.  Consultar  sobre  el  pase  ó  retención  de  bulas  pontificias,  cías  que  las  consintieren  incurren  en  la  pena  de  privación 
breves  y  rescriptos  espedidos  en  negocios  litigiosos.  »  —  Sobre  esta  de  oficio ,  y  de  cincuenta  mil  maravedís  para  el  fisco ,  jue2 
materia  véase  la  obra  de  Salgado,  Tractalus  de  supplicatione  ad  y  denunciador;  ley  7,  lit.  26,  lib.  12  ,  Nov.  Rec.  El  que  al-    , 
Sanclissimum  à  litleris  et  bullís  apostolicis  in  pemiciem  Reipu-  quilare  á  sabiendas  su  casa  con  este  objeto,  la  pierde  á  favor    ; 
blkœ,  Regni,  aul  Regís ,  aut  juris  tertii  prœjudicium  impetratis.  del  fisco  con  diez  libras  de  oro  ademas  por  vía  de  multa  ;  y 
En  uso  de  esta  regalía  (sobre  la  que  puede  verse  el  tít.  9,  lib.  1,  las  mujeres  públicas ,  como  igualmente  las  que  las  guardan  , 
Rec.  de  Ind.,  y  3,  lib.  2,  Nov.  Kec.  )  están  retenidas  entre  otras  deben  ser  echadas  del  pueblo,  sin  perjuicio  de  las  otras  pe- 
la bula  Piaña  sobre  censes ,  la  Gregoriana  sobre  inmunidad ,  ñas  que  les  están  impuestas  por  derecho;  leyes  1  y  2  ,  tít. 
espedida  para  quitar  algunas  escepciones  que  restringían  el  dere-  22,  Parí.  7  (2).  Véase  Alcahuete  ,  Lenocinio,  Mujer  pu- 
cho del  asilo ,  como  dice  el  autor  de  la  Cur.  Fil.  y  Cortiada  en  la  blica  y  Prostitución. 

Decisión  119  ,  y  Caldero  en  la  134,  n.  25  :  y  también  la  famosa      — — — — ~ 

bula  in  Coenn  Domini,  cuya  publicación  que  se  hacia  anual  se  (2)  Sobre  las  penas  deesa  ley  de  Partida  hizo  novedad  el  tít.  27, 
entendía  de  los  capítulos  no  suplicados  por  ser  ofensiva  de  la  sobe-  lib.  12  ,  Nov.  llec,  sin  distinción  de  alcahuetes  ni  rufianes  :  pero 
ranía  y  jurisdicción  real.  Sobre  esta  bula  véase  la  obra  de  Don  Juan  ni  estas  penas  están  en  uso,  como  lo  dicen  Gutiérrez  y  Sala  ,  y  se 
Luis  López  con  el  titulo  de  «  Historia  legal  de  la  bula  llamada  ve  en  el  Febrero  por  Tapia,  tom.  7,  palabra  Alcahuetería  ó  ra- 
in Ccena  Domini  dividida  en  tres  partes,  en  que  se  refieren  su  fianería.  Sobre  el  arrendamiento  de  estas  casas  en  conciencia  véase 
origen,  su  aumento  y  su  estado,  y  las  defensas  que  los  reyes  caló-  á  Ayllon  addit.  al  fin  del  cap.  De  loe.  cond.  de  Gómez  ,  n.  7, 
Jicos  han  hecho  á  sus  capítulos  en  particular,  »  an  pecect  íocuns  domurn  mercirici,  vel  usurario,  vel  lenoni. 
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BUREO.  Un  juzgado  en  que  se.  conoce  de  las  causas  to- 
cantes á  las  personas  de  la  real  servidumbre.  Esta  palabra 
viene  de  la  francesa  bureau,  que  entre  otras  muchas  signifi- 


CA 

caciones  se  toma  por  la  jurisdicción  de  ciertos  jueces  estable- 
cidos para  conocer  de  algunos  asuntos  particulares.  Véase 
Fuero  de  la  casa  real. 


c. 
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CABALA.  En  su  sentido  recto  significa  tradición  ó  doc- 
trina recibida;  pero  hoy  solo  se  usa  esta  voz  para  denotar  el 
arte  vano  y  ridículo  que  profesan  los  judíos ,  valiéndose  de 
anagramas ,  trasposiciones  y  combinaciones  de  las  palabras 
y  letras  de  la  sagrada  Escritura ,  para  averiguar  sus  senti- 
dos y  misterios,  y  muchas  veces  añaden  adivinaciones  su- 
persticiosas. —  En  estilo  familiar  significa  negociación  se- 
creta y  artificiosa. 

CABALGADA.  Un  servicio  que  debian  hacer  los 
vasallos  al  rey  saliendo  á  caballo  por  su  orden  á  hacer  cor- 
rerías en  las  tierras  del  enemigo  :  —  y  también  el  despojo 
ó  presa  que  se  hacia  en  ellas;  ley  28,  lit.  23,  Pari.  2. 

CABALLERATO.  El  privilegio  ó  gracia  de  caballero 
que  concede  el  rey  á  los  naturales  de  Cataluña ,  que  es  un 
medio  entre  noble  y  ciudadano  :  —  y  el  derecho  ó  título  que 
goza  el  secular  por  dispensación  pontificia  para  percibir  pen- 
siones eclesiásticas  pasando  al  estado  de  matrimonio  ;  como 
también  la  misma  pension. 

CABALLERÍA.  La  bestia  en  que  se  anda  á  caballo  :  si 
es  muía  ó  caballo  se  llama  mayor  ,  y  si  es  borrico  se  llama 
menor.  Véase  Hurto  de  caballerías. 

CABALLERÍA.  La  compañía  de  los  nobles  que  antigua- 
mente tenian  el  cargo  de  defender  la  tierra  : — la  preeminen- 
cia y  esenciones  de  que  goza  el  caballero  :  —  el  cuerpo  de 
nobleza  de  alguna  provincia  ó  lugar  :  —  la  porción  de  tierra 
que  después  de  la  conquista  de  un  pais  se  repartía  á  los  sol- 
dados de  à  caballo  que  habían  servido  en  la  guerra  :  —  la 
porción  que  en  los  despojos  tocaba  antiguamente  á  cada  ca- 
ballero en  la  guerra  ;  y  á  proporción  habia  media  caballería, 
y  aun  doble,  como  sucedía  al  general  que  ganaba  algún  des- 
pojo ,  al  que  se  le  duplicaba  la  recompensa  :  —  el  servicio 
militar  que  antiguamente  se  hacia  á  caballo  ;  — y  en  Aragon 
las  rentas  que  señalaban  los  ricoshombres  á  los  caballeros 
que  acaudillaban  para  la  guerra.  Véase  Nobleza. 

CABALLERIZO  mayor  del  rey.  Uno  de  los  jefes  de 
palacio  á  cuyo  cargo  está  el  cuidado  y  gobierno  de  la  caba- 
lleriza de  S.  M.,  de  la  ballestería,  armería  y  casa  de  los  ca- 
balleros pajes. 

La  ley  8 ,  tít.  12 ,  lib.  3 ,  Nov.  Rec.  dispone  :  que  el  caba- 
llerizo mayor  tenga  un  asesor  nombrado  por  el  rey  á  pro- 
puesta suya  entre  tres  ministros  del  consejo  real  que  le 
parezcan  mas  á  propósito  :  que  castigue  gubernativamente 
por  sí  mismo  las  faltas  que  sus  dependientes  cometieren 
contra  la  servidumbre;  y  que  si  fueren  tan  graves  que  re- 
quieran orden  judicial,  remita  las  causas  con  su  aviso  al 
asesor,  de  cuya  sentencia  solo  se  ha  de  apelar  con  permiso 
del  mismo  jefe  á  los  asesores  de  la  casa  y  cámara,  que  se 
convocarán  donde  señalare  el  mas  antiguo ,  para  que  se  sen- 
tencie en  revista  sin  epelacion  ni  consulta;  debiendo  hacer 
de  abogado  fiscal  en  esta  junta  el  que  lo  fuere  de  la  real 
casa. 

En  el  dia  no  existe  ya  este  juzgado  ;  y  de  las  causas  de  los 
dependientes  de  las  reales  caballerizas  conoce  el  juez  letrado 
de  primera  instancia  del  distrito,  como  de  las  de  cuales- 
quiera otros  particulares ,  con  apelación  á  la  audiencia  ter- 
ritorial. Véase  Fuero  de.  la  casa  real, 

CABALLERO.  El  hidalgo  de  calificada  nobleza  :  -  el 
que  está  armado  caballero  y  profesa  alguna  de  las  órdenes 


de  caballería,  á  saber,  de  Santiago ,  Calatrava ,  Alcántara  ó 
Montera  ;  —  y  antiguamente  el  soldado  de  á  caballo. 

Conocíanse  en  lo  antiguo  varias  especies  de  caballeros , 
como  :  —  Caballero  cuantioso  ó  de  cuantía,  que  era  el  hacen- 
dado que  en  las  costas  de  Andalucía  y  otras  parles  tenia 
obligación  de  mantener  armas  y  caballos  para  salir  á  la  de- 
fensa déla  costa  cuando  la  acometían  los  Moros  :— Caballero 
de  alarde ,  el  que  tenia  obligación  de  pasar  muestra  ó  revis- 
ta á  caballo: — Caballero  de  conquista,  el  conquistador  á 
quien  se  repartían  las  tierras  que  ganaba  :  —  Caballero  de 
espuela  dorada,  el  que  siendo  hidalgo  era  solemnemente 
armado  caballero  :  —  Caballero  de  premia ,  el  que  estaba 
obligado  á  mantener  armas  y  caballo  para  ir  á  la  guerra: — 
Caballero  mcsnadero,  el  descendiente  de  los  jefes  de  lames- 
nada,  esto  es,  de  cualquiera  de  las  compañías  de  gente  de 
armas  que  en  lo  antiguo  servian  bajo  el  mando  del  rey ,  de 
algún  ricohombre  ó  caballero  principal  :  —  Caballero  novel, 
el  caballero  que  llevaba  el  escudo  en  blanco  y  aun  no  tenia 
divisa  por  no  haberla  ganado  con  las  armas  :  —  Caballero 
pardo,  el  que  no  siendo  noble  alcanzaba  privilegios  del  rey 
para  no  pechar  y  gozar  las  preeminencias  de  hidalgo.  Véase 
Armar  caballero. 

Todos  los  caballeros ,- de  cualquiera  clase  que  sean ,  in- 
clusos los  de  las  órdenes  militares ,  están  sujetos  á  la  juris- 
dicción ordinaria  en  sus  causas  civiles  y  criminales,  es- 
ceptuándose  los  delitos  relativos  á  la  caballería;  pero  gozan 
de  las  esenciones  y  privilegios  que  se  indican  en  el  artículo 
Noble.  Véase  Fuero. 

CABALLOS.  Con  el  objeto  de  promover  la  cria  de  caba- 
llos ,  que  tanta  utilidad  prestan  en  la  guerra ,  se  han  dado 
desde  el  tiempo  de  los  reyes  católicos  diferentes  reglas ,  or- 
denanzas y  declaraciones  que  con  sus  privilegios,  sus  pro- 
hibiciones y  sus  penas',  en  vez  de  llevarla  al  grado  de  pros- 
peridad que  se  deseaba ,  no  han  obtenido  otro  resultado  que 
el  infundir  aversion  á  tan  importante  granjeria.  El  título  29, 
libro  7,  Nov.  Rec.  presenta  sobre  este  asunto  Ik leyes,  casi 
todas  muy  largas,  y  64  notas  que  contienen  otras  tantas  re- 
soluciones. 

En  real  cédula  de  10  de  setiembre  de  1817,  para  dar  fo- 
mento á  la  cria  caballar  y  evitar  la  mular,  se  halla  resuelto  : 
—  Io.  Que  las  sociedades  económicas  den  parte  de  sus 
observaciones  sobre  este  punto  :  —  2o.  Que  las  mismas  pro- 
muevan el  que  en  sus  respectivas  provincias  se  escriba  sobre 
este  importante  objeto  :  —  3o.  Que  se  manifieste  á  la  cor- 
poración de  la  grandeza  el  agrado  con  que  S.  M.  verá  desti- 
nar sus  ricas  propiedades  al  fomento  de  la  cria  caballar  :  — 
U°.  Que  se  imponga  á  cada  garañón  destinado  á  la  cria  mular 
la  contribución  de  un  peso  fuerte  mensual  :  —  8o.  Que  á 
cada  yegua  de  vientre ,  destinada  al  garañón,  se  le  imponga 
sesenta  reales  al  año  :  —  6o.  Que  cada  muía,  ya  sea  de  tiro 
ó  de  paso ,  pague  veinte  reales  mensuales  :  —  7o.  Que  si  el 
dueño  tiene  tres  muías  pague  á  razón  de  treinta  reales  men- 
suales por  cada  una ,  y  si  tuviere  mayor  número  á  razón  de 
cuarenta  :  —  8o.  Que  igual  contribución  se  imponga  ,  on  los 
mismos  términos,  á  todo  el  que  use  caballo  castrado  ó  ye- 
gua que  no  sea  de  vientre ,  do  paiíos  estranjeros  :  —  (.'°.  Quo 
queden  escutas  de  esta  contribución  las  caballerías  que  no 
tengan  deslino  á  la  mera  comodidad  y  lujo  :  —  lü.  Que  el 
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producto  de  estas  imposiciones  pase  á  disposición  del  con- 
sejo de  guerra  :  —  il.  Que  se  prohiba  todo  caballo  ó  yegua 
estranjeras  en  el  ejército  :  —  12.  Que  tengan  preferencia  los 
coches  tirados  por  caballos  para  hacer  estancia  en  las  calles  : 
—  i  5.  Que  el  Consejo  mande  practicar  reconocimientos  para 
averiguar  si  los  criadores  reservan  la  tercera  parte  de  sus 
yeguas  para  el  natural. 

Mas  con  fecha  de  i 7  de  febrero  de  i 834  se  ha  espedido 
por  la  reina  gobernadora  el  real  decreto  que  sigue ,  -dirigido 
al  ministro  de  fomento. 

«  Queriendo  dar  á  la  cria  caballar  el  mas  poderoso  de  to- 
dos los  estímulos  en  la  remoción  de  las  trabas  que  hasta 
ahora  la  abrumaron ,. visto  lo  que  me  ha  propuesto  la  comi- 
sión nombrada  por  mi  real  decreto  de  Io.  de  noviembre  úl- 
timo, y  oido  el  parecer  del  consejo  de  gobierno  y  del  de 
ministros  ,  he  venido  en  decretar,  en  nombre  de  mi  amada 
hija  la  reina  doña  Isabel  II ,  lo  siguiente  : 

Art.  Io.  Toda  persona  ó  corporación  que  en  cualquier 
punió  del  reino  esté  dedicada  ó  se  dedique  en  adelante  á  la 
cria  de  caballos,  podrá  dirigirla  con  una  libertad  igual  á  la 
que  disfrutan  los  criadores  de  toda  otra  especie  de  ganados. 
No  ;-erán  por  tanto  necesarias  guias,  tornaguías,  despachos 
ni  ninguna  otra  formalidad  para  la  venta  de  potros ,  caba- 
llos y  yeguas  de  cualquier  edad  que  sean,  ni  para  su  trasla- 
ción de  una  provincia  á  otra. 

2o.  Los  caballos ,  yeguas  y  potros  españoles  gozarán  de 
esencion  de  alcabalas ,  cientos ,  derechos  de  puertas  y  cua- 
lesquiera otros  en  sus  ventas  y  cambios  ,  entendiéndose  esta 
esencion  sin  perjuicio  de  tercero ,  es  decir ,  respetando  la 
propiedad  de  los  particulares  que  posean  con  justo  título  al- 
guno de  los  indicados  derechos ,  y  respetando  asimismo  la 
de  los  arrendatarios  de  los  pertenecientes  á  la  corona ,  mien- 
tras duren  sus  actuales  asientos. 

5o.  Los  caballos  españoles  que  pasen  de  diez  dedos  sobre 
la  marca  serán  libres  de  portazgos  y  de  servicio  de  bagajes. 
Lo  serán  asimismo  de  este  último ,  cualquiera  que  sea  su 
alzada,  los  caballos  padres  y  las  yeguas  cerriles  en  todo 
tiempo,  y  los  potros  recien  atados  en  los  meses  de  la  doma. 

4o.  No  se  podrá,  sino  en  el  caso  de  que  el  ejecutado  no 
tenga  absolutamente  otros  bienes,  trabar  ejecución  en  los  ca- 
ballos padres  ,  en  las  yeguas  cerriles ,  ni  en  los  potros  recien 
atados  en  los  meses  de  su  doma. 

5o.  Los  criadores  podrán  vender  y  cambiar  sus  potros 
desde  el  momento  de  su  llegada  á  las  ferias  y  mercados ,  se- 
gún les  acomodare  ,  y  ajusfarlos  de  cualquier  modo  con  el 
comprador  con  quien  se  avengan ,  sin  que  gocen  los  re- 
montistas de  espera  ni  preferencia. 

6o.  Será  permitida  libremente  la  esportacion  fuera  del  rei- 
no de  los  caballos,  potros  y  yeguas,  reservándome  suspender 
esta  facultad  cuando  circunstancias  políticas  lo  requieran. 

7o.  Se  permite  en  todas  las  provincias  del  reino  el  uso  de 
los  asnos  garañones  con  destino  á  la  cria  de  muías  ,  aunque 
se  mirará  como  un  servicio  al  Estado  el  de  dar  á  esta  indus- 
tria la  dirección  conveniente  al  aumento  y  mejora  de  las 
castas  de  caballos  de  alzada  y  fortaleza. 

8o.  Queda  abolido  todo  impuesto  temporal  ó  estraordina- 
rio  que  se  haya  exigido  hasta  ahora  en  las  provincias  de  Es- 
paña con  aplicación  ala  cria  caballar,  y  señaladamente  los 
impuestos  á  los  asnos  garañones  y  á  las  yeguas  que  se  les 
lian  aplicado. 

9o.  En  lugar  de  los  arbitrios  ó  impuestos  obolidos  por  el 
artículo  anterior  se  exigirá  en  lo  sucesivo  el  de  40  rs.  vn. 
mensuales  para  aplicarse  á  la  mejora  de  las  castas  españo- 
las ,  á  todo  caballo  de  lujo  estranjero,  ya  sea  entero,  cas- 
trado ó  yegua  ,  que  no  estén  precisamente  destinados  á  la 
reproducción.  Las  muías  lochuzas  ó  muletas  estranjeras  sa- 
tisfarán en  las  aduanas  de  la  frontera  á  beneficio  de  la  cria 
caballar  el  arbitrio  estraordinarío  de  4Q  rs.  vn.  por  cabeza. 


Estos  impuestos  se  recaudarán  con  los  otros  fondos  del  Es- 
tado; pero  se  tendrán  sus  productos  con  separación  para 
destinarlos ,  con  los  demás  medios  que  se  estimen  necesa- 
rios ,  tomados  del  fondo  de  gastos  imprevistos  del  ministerio 
de  Fomento,  á  la  mejora  de  la  cria  caballar,  á  la  cual  se 
aplicarán  por  el  mismo  ministerio. 

10.  Los  criadores  de  yeguas  y  los  dueños  de  paradas  que 
al  introducir  caballos  de  fuera  acrediten  que  los  traen  con 
destino  á  la  reproducción,  no  solo  no  pagarán  la  cuota  esta- 
blecida en  el  artículo  anterior,  sino  que  en  su  introducción 
gozarán  entera  libertad  de  derechos.  De  igual  franquicia 
disfrutarán  las  yeguas  de  vientre  estranjeras  á  su  introduc- 
ción ,  cualquiera  que  sea  el  destino  á  que  se  apliquen ,  coa 
tal  que  tengan  diez  dedos  sobre  la  marca. 

11.  Subsistirá  la  preferencia  que  sucesivamente  conce- 
dieron á  los  criadores  de  todas  las  provincias  los  señores 
reyes  D.  Carlos  IV  y  D.  Fernando  VII  en  las  compras  de 
los  desechos  de  los  caballos  padres  de  la  casa  de  monta  del 
real  sitio  de  Aranjuez  y  de  las  reales  caballerizas. 

12.  Queda  estinguida  la  junta  suprema  de  caballería  y 
todas  sus  dependencias  ,  las  subdelegaciones  anejas  á  los 
corregidores  y  alcaldes  mayores,  las  visitadurías,  diputacio- 
nes de  yeguas  y  demás  empleos  y  comisiones  de  cualquiera 
clase  emanados  de  los  ayuntamientos  que  tengan  relación 
con  la  ganadería  caballar. 

13.  Los  subdelegados  de  fomento  en  las  respectivas  pro- 
vincias me  propondrán  por  vuestro  conducto  los  estímulos 
que  mas  convengan  al  fomento  de  la  cria  de  caballos  ;  si 
convendrá  cometer  á  las  maestranzas  la  formación  de  juntas 
ó  comisiones  de  estímulo  y  emulación  para  la  cria  de  caba- 
llos de  alzada  y  fortaleza  ;  qué  premios  podrán  señalarse  en 
las  ferias  concurridas  á  los  que  presenten  mejores  caballos 
y  de  mas  alzada  y  fuerza ,  y  cuáles  serán  los  puntos  mas  á 
propósito  para  establecer  casas  de  monta  de  caballos  nacio- 
nales y  estranjeros  á  fin  de  proporcionarlos  con  el  menor 
gravamen  posible  de  los  criadores.  Los  potros  que  resulten 
de  estas  montas  quedarán  á  libre  disposición  de  los  dueños 
de  las  madres. 

14.  Fijaréis  por  medio  de  instrucciones  escritas  al  intento 
el  modo  de  distribuir  los  premios  que  me  propongo  adjudi- 
car á  los  criadores  que  mas  se  esmeren  en  la  cria  de  caba- 
llos, y  el  sistema  mas  conveniente  para  sacar  todo  el  partido 
posible  de  los  elementos  de  protección  que  les  otorgo. 

18.  Quedan  derogadas  todas  las  leyes,  ordenanzas,  prag- 
máticas ,  órdenes ,  circulares  y  demás  resoluciones  y  regla- 
mentos espedidos  hasta  el  dia  con  el  fin  de  fomentar  y  me- 
jorar en  España  las  razas  de  los  caballos.  » 

El  que  tomare  alquilado  un  caballo ,  debe  darle  de  comer 
y  cuidarle  mientras  le  tuviere  en  su  poder;  pero  si  enfer- 
mare sin  culpa  suya,  puede  exigir  del  dueño  los  gastos  de  su 
curación;  ley  7,  tít.  2,  Part.  5. 

Si  habiéndole  alquilado  para  cierto  lugar  ó  para  un  nú- 
mero determinado  de  jornadas  le  llevare  á  otra  parte  ó  á 
mayor  distancia ,  se  hace  responsable  del  daño  y  aun  de  la 
pérdida  que  por  esta  razón  le  sobreviniere;  ley  3,  lit.  2, 
Part.  b.  Véase  Arrendatario. 

Cuando  se  vende  un  caballo ,  está  obligado  el  vendedor  á 
manifestar  las  tachas  que  tiene;  y  no  haciéndolo,  podrá  el 
comprador  durante  el  espacio  de  seis  meses  restituir  el  ca- 
ballo y  recobrar  el  precio  :  mas  si  dejare  pasar  este  término 
sin  usar  de  su  acción ,  no  podrá  ya  deshacer  la  venta,  pero 
tendrá  otros  seis  meses  para  pedir  la  devolucio:i  de  lo  que 
el  caballo  valiere  de  menos  por  razón  de  la  lacha;  leyJ55, 
tít.  5  ,  Part.  S.  —  Véase  Animales. 

-J-  Para  fomento  de  la  ganadería  caballar  se  espidió  en 
28  de  marzo  de  1841  la  orden  que  puede  verse  en  el  Suple- 
mento al  Diccionario  de  Escriche.  —Véase  Dirección  de  la 
cria  caballar  españala. 
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CABANA  realce  carreteros.  La  hermandad  ó  cuerpo 
de  carreteros  que  se  emplean  en  el  trajino  y  conducción  de 
efectos  para  el  servicio  público  y  particular. 

Según  las  leyes  recopiladas,  pueden  los  carreteros:  —  an- 
dar por  todos  los  términos  de  los  pueblos,  á  cuyo  efecto  de- 
ben las  justicias  tener  compuestos  los  carriles  y  caminos  :  — 
soltar  en  cualquiera  parte  sus  bueyes  ó  muías  para  pacer 
las  yerbas  y  beber  las  aguas  libremente  sin  pena  alguna  en 
todos  y  cualesquiera  términos  del  reino ,  con  tal  que  guar- 
den los  panes,  viñas,  huertas,  olivares  ,  prados  de  guadaña 
y  las  dehesas  adehesadas  que  los  concejos  guardan  y  vedan 
por  costumbre  antigua  para  sus  ganados  domados ,  en  tanto 
que  ellos  los  guardan-;  no  debiendo  pagar  pena  por  la  en- 
trada en  las  cosas  vedadas ,  sino  solo  el  daño  apreciado  por 
dos  peritos ,  uno  por  cada  parte  :  —  pastar  igualmente  en 
todas  las  dehesas  y  términos  en  que  pasten  los  ganados  des- 
tinados por  los  labradores  para  sus  labranzas,  en  los  baldíos 
comunes  y  realengos ,  aunque  estén  vendidos  á  nombre  de 
S.  M.  para  valimiento,  en  las  rastrojeras,  hoja  y  pámpana  de 
las  viñas,  alzado  el  fruto,  aun  cuando  estén  concedidas  como 
arbitrio  :  — cortar  madera  y  leña  de  los  montes  públicos  y 
concejiles  para  componer  sus  carros  ó  carretas  y  guisar  de 
comer,  sin  pagar  cosa  ni  pena  alguna  y  sin  que  se  les  pueda 
prendar  ni  molestar  por  razón  de  la  madera  que  llevaren 
cortada  á  prevención  :  —  llevar  armas  ofensivas  y  defensi- 
vas :  —  tomar  en  cualquiera  parte  y  traer  provisiones  para 
su  sustento ,  sin  que  al  introducirlas  en  otros  pueblos  se  les 
pueda  vejar  por  ello  ;  leyes  y  notas  del  lit.  28,  Ubi  7,  Nov.  Rec. 

Por  la  ley  5,  tít.  28,  lib.  7,  Nov.  Rec.  se  creó  un  juez  con- 
servador de  los  carreteros  de  la  real  cabana ,  para  conocer 
de  las  causas  y  negocios  que  como  tales  carreteros  tuvie- 
sen, con  apelación  al  consejo  real ,  y  con  facultad  de  comi- 
sionar en  las  provincias  y  partidos  ministros  ó  abogados 
que  entendiesen  en. dichos  asuntos  con  inhibición  de  todos 
y  cualesquiera  tribunales  y  justicias. 

Mas  este  juzgado  no  subsiste  en  el  dia ,  porque  ya  no  hay 
mas  fueros  privilegiados  que  el  eclesiástico  y  el  militar  ;  y 
así  es  que  de  los  negocios  civiles  ó  criminales  de  los  carre- 
teros no  puede  conocer  sino  la  justicia  ordinaria. 

Ademas,  por  real  decreto  de  20  de  octubre  de  1836  se  ha 
restablecido  el  de  las  Cortes  de  17  de  junio  de  1821 ,  en  que 
se  declararon  abolidos  los  derechos  esclusivos  de  la  cabana 
de  carreteros,  por  considerarlos  gravosos  al  derecho  de  pro- 
piedad y  contrarios  á  la  facultad  esclusiva  que  cada  uno 
debe  tener  para  disfrutar  de  los  pastos  de  sus  heredades. 

El  citado  decreto  de  Cortes  dice  :  «  Que  quedan  abolidos 
todos  los  derechos  esclusivos  concedidos  à  la  cabana  de  car- 
reteros, sus  derramas ,  cabañiles  y  trajineros  del  reino ,  que 
se  considerarán  comprendidos  para  todo  lo  relativo  á  sus 
marchas,  uso  de  aguas  y  pastos  en  lo  prevenido  por  las  Cor- 
tes en  los  los  tres  primeros  artículos  de  la  ley  de  25  de  se- 
tiembre de  1820,  sancionada  en  \h  de  octubre  siguiente,  y 
que  no  se  entenderán  por  pastos  comunes  de  los  pueblos  los 
prados  llamados*  boyales ,  cuyo  uso  y  aprovechamiento 
queda  á  libre  disposición  de  los  mismos  á  que  pertenezcan.  » 

Los  tres  artículos  primeros  de  la  ley  de  25  de  setiembre 
de  1820,  que  se  estienden  por  el  decreto  de  Cortes  de  17  de 
junio  de  1821  á.  la  cabana  de  carreteros  ,  son  como  siguen  : 
—  «  Io.  No  se  impedirá  á  los  ganados  de  todas  especies 
trashumantes ,  estantes  ó  riberiegos  ,  el  paso  por  sus  caña- 
;  das,  cordales ,  caminos  y  servidumbres  :  —  2o.  Tampoco  se 
les  impedirá  pacer  en  los  pastos  comunes  de  los  pueblos  del 
tránsito  en  que  se  les  ha  permitido  hasta  ahora  ,  mientras 
conserven  esta  cualidad,  no  entendiéndose  por  pastos  comu- 
nes los  propios  de  los  pueblos  ni  los  baldíos  arbitrados ,  y 
salvo  el  derecho  de  propiedad,  sancionado  por  el  decreto  de 
8  de  junio  de  1813  :  —  5o.  No  se  exigirán  á  los  ganados  tras- 
humantes ,  estantes  y  riberiegos,  los  impuestos  que  con  va- 


rios títulos  se  cobraban  por  particulares  y  corporaciones; 
pero  sí  los  de  los  barcos  y  pontones  ;  quedando  libres  dichas 
corporaciones  y  particulares  de  darles  los  ausilios  que  les 
franqueaban  por  efecto  de  aquellas  prestaciones.  » 

f  La  cabana  real  de  carreteros  se  halla  comprendida 
en  el  artículo  Io.  de  la  real  orden  de  23  de  setiembre  de  1836, 
y  en  tal  concepto  no  se  impedirá  á  sus  ganados  el  paso  por 
las  cañadas,  cordeles,  caminos  ó  servidumbres  de  los  pue- 
blos. Rl.-órd.  de  13  de  octubre  de  1837. 

Los  jefes  políticos  deben  procurar  que  no  se  causen  á  los 
individuos  de  la  cabana  de  carrereros  del  reino  vejaciones 
contrarias  á  las  leyes  vigentes,  ni  se  les  ponga  obstáculo  en 
el  paso  por  sus  cañadas ,  caminos  ó  servidumbres ,  así  como 
en  el  uso  de  pastos ,  abrevaderos  y  demás  que  les  corres- 
ponda. Rl.  órd.  delí  de  junio  de  1859. 

S.  M.  ha  tenido  á  bien  mandar  que  recuerde  áV.S.,  como 
lo  verifico,  el  mas  exacto  cumplimiento  de  lo  resuelto  por  la 
real  orden  anterior,  encargándole  procure  que  en  todas 
partes  se  ampare  y  mantenga  á  los  carreteros  de  la  cabana 
en  la  posesión  de  los  derechos  que  con  tanta  justicia  disfru- 
tan hace  siglos ,  de  manera  que  no  se  les  cause  vejación 
alguna  en  su  paso  por  los  caminos  ,  cañadas  y  servidum- 
bres ,  ni  se  les  impida  el  uso  de  los  pastos  ,  abrevaderos  y 
sueltas  que  son  comunes  á  los  pueblos ,  sin  que  por  este  uso 
se  les  exija  tampoco  mas  derechos  ni  otras  cantidades  que  el 
establecido  por  los  mismos  para  los  ganados  de  sus  vecinos 
en  los  terrenos  comunes  y  baldíos  ;  lodo  en  los  mismos  tér- 
minos que  ya  están  repetidas  veces  prevenidos  en  las  dispo- 
siciones vigentes  acerca  de  este  particular.  Rl.  órd.  de  29  de 
enero  de  i%hk. 

CABANA  real  de  ganados.  El  conjunto  de  ganado  tras- 
humante que  tienen  los  ganaderos  que  componen  el  concejo 
de  la  Mesta.  Llámase  cabana  real  por  la  protección  que  le 
han  dispensado  los  reyes  con  los  muchos  y  grandes  privile- 
gios que  le  han  concedido  para  su  fomento.  Véase  Mesta. 

CABANA  serviciada.  El  conjunto  de  ganados  que  paga 
algún  derecho  ó  tributo  á  su  paso  por  algún  monte.  Dices? 
serviciada  por  el  servicio  que  presta  ó  contribución  con  que 
sirve  cada  ganadero. Véase  Montazgo. 

CABECEADOR  ó  cabezalero.  Antiguamente  el  testa- 
mentario nombrado  para  ejecutar  y  cumplir  la  voluntad  del 
testador.  Véase  Jlbacea. 

CABECERA.  Antiguamente  el  albacea  ó  testamentario; 
—  el  cargo  de  albacea  ;  —  el  capitán  ó  cabeza  de  alguna 
provincia  ,  pueblo  ó  ejército;  —  la  capital  de  algún  reino  ó 
provincia  ;  —  y  la  cabeza  ó  principio  de  algún  escrito.  Hoy 
tiene  varias  significaciones  que  no  son  de  nuestro  instituto. 

CABECERO.  Antiguamente  el  albacea  ;  —  y  también  el 
que  era  cabeza  de  casa  ó  linaje.  Hoy  se  llama  así  en  algunas 
partes  el  que  toma  en  arriendo  ó  alquiler  toda  una  casa, y 
luego  la  subarrienda  en  parte  á  otras  personas.  Véase  In~ 
quilino  y  Subarriendo. 

CABEZA.  El  superior  que  gobierna  ó  preside  en  cual- 
quiera cuerpo  ó  comunidad  :  —  el  principio  de  alguna  cosa, 
como  la  cabeza  del  proceso  :  —  la  persona ,  como  cuando  se 
dice  suceder  por  cabezas  ;  —  y  antiguamente  el  encabeza- 
miento. —  Suceder  por  cabezas  es  suceder  por  su  propia 
persona  y  no  por  representación  de  otra,  al  paso  que  suceder 
por  troncos  es  suceder  en  lugar  de  sus  padres. 

CABEZA  de  casa  ó  linaje.  El  que  por  legítima  descen- 
dencia del  fundador  tiene  la  primogenitura  y  hereda  todos 
sus  derechos. 

CABEZA  de  partido.  La  ciudad  ó  villa  principal  de  al- 
gún territorio,  que  comprende  distintos  pueblos  dependien- 
tes de  ella  en  lo  judicial  y  gubernativo  (1);  y  también  el 

(1)  El  art.  i  do  la  6a.  ley  constitucional  de  Méjico  dice  :  «  La 
república  se  dividirá  ea  departamentos  conforme  á  la  octava  de  las 
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que  mueve,  dirige  y  acaudilla  algún  partido  ó  bando.  Véase 
Asonada. 

CABEZA  de  proceso.  El  auto  de  oficio  que  provee  el 
juez  mandando  averiguar  el  delito  en  causas  criminales 
Llámase  cabeza  de  proceso  ,  porque  es  la  primera  diligencia 
con  que  se  empieza  el  juicio  informativo  ;  y  en  él  se  dice 
que  babiéndose  dado  noticia  al  juez  en  aquella  hora  que  son 
las  tantas  de  la  mañana  ó  tarde ,  de  que  en  tal  paraje  se  ha 
cometido  tal  delito  ,  para  averiguar  la  verdad  del  hecho  y 
castigar  al  delincuente  manda  formar  dicho  auto  cabeza  de 
proceso,  á  cuyo  tenor  y  demás  circunstancias  que  resultaren 
sean  examinados  los  testigos  que  puedan  ser  sabedores  del 
suceso,  á  cuyo  fin  y  para  practicar  las  demás  diligencias 
oportunas  pasará  personalmente  el  mismo  juez  (1).  Si  este 
se  hallare  ocupado  en  otros  asuntos  de  importancia  ,  y  el 
delito  no  fuere  de  mucha  gravedad  ,  podrá  comisionar  para 
la  averiguación  al  escribano,  con  tal  que  seaidóneo  y  de  pro- 
bidad conocida  (2). 

CABEZA  de  sentencia.  Es.  el  principio  de  ella,  en  el 
cual  se  mencionan  los  nombres  de  los  litigantes  si  es  pleito 
civil ,  y  de  las  partes  si  es  causa  Criminal ,  y  el  objeto  ó 
asunto  sobre  que  se  litiga  ó  controvierte. 

CABEZA  de  testamento.  El  preámbulo  ó  principio  de 
él,  en  que  suele  espresarse  el  estado  de  cordura  y  libertad, 
y  la  profesión  de  fe  del  testador  antes  de  pasar  á  la  disposi- 
ción de  los  bienes. 

CABEZA  mansa.  Antiguamente  se  llamaba  así  en  algu- 
nas partes  el  derecho  de  primogenitura,  la  misma  primoge- 
nifcura  ó  mayorazgo,  el  todo  de  una  herencia  ,  la  porción  de 
tierra  suficiente  para  el  pasto  de  un  par  de  bueyes  de  labor, 
y  la  que  basta  á  un  labrador  para  que  le  suministre  lo  ne- 
cesario á  su  subsistencia. 

CABEZAJE.  Voz  anticuada  que  significa  el  ajuste  ó  de- 
recho que  se  paga  de  un  tanto  por  cabeza. 

CABEZAJE  de  moro.  Cierto  tributo  que  pagaban  los 
Moros  por  sus  personas  en  señal  y  reconocimiento  de  su 
vasallaje  y  sumisión  á  nuestros  reyes.  Era  una  especie  de 
capitación  ;  y  su  producto  se  dividia  entre  el  erario  pú- 
blico y  la  Iglesia. 

CABEZALSRÍA.  Antiguamente  el  albaceazgo  ó  cargo 
de  albacea. 

CABEZÓN.  El  padrón  ó  lista  de  los  contribuyentes  y 
contribuciones  ;  —  y  la  escritura  de  obligación  de  la  can- 
tidad que  se  ha  de  pagar  de  alcabala  y  otros  derechos  ó  tri- 
butos. 

CABIDO.  En  la  orden  de  San  Juan  el  caballero  ó  freile 
que  por  opción  ó  derecho  ha  entrado  en  alguna  encomienda 
ó  beneficio  de  ella. 

CABILDO.  En  algunos  pueblos  el  ayuntamiento  que  se 
compone  de  la  justicia  y  regidores  :  —  y  el  cuerpo  ó  comu- 
nidad de  eclesiásticos  capitulares  de  alguna  iglesia  catedral 
ó  colegial.  Véase  Ayuntamiento. 

CABIMIENTO.  En  la  religion  de  San  Juan  la  opción  ó 

bases  orgánicas.  Los  departamentos  se  dividirán  en  distritos,  y 
ctfos  en  partidos.  »  Después  el  decreto  de  50  de  diciembre  de  1856, 
en  su  art.  6,  encargó  á  las  juntas  departamentales  la  division  pro- 
visional de  los  departamentos  en  distritos,  y  de  estos  en  partidos. 

(1)  Febr.  mej.,  tom.  7,  pág.  256,  n.  7;  Cur.  Filíp.  parte  3, 
g  10 ,  u.  7  y  8  ;  Sala  adición.,  tom.  5  ,  pág.  145  ,  n.  S  ,  al  fin. 

(2)  Elart.  17,  cap.  2  del  decreto  de  9  de  octubre  de  1812,  dice: 
«  Todos  los  testigos  que  bayan  de  declarar  en  cualquiera  causa 
civil  ó  criminal ,  serán  examinados  precisamente  por  el  juez  de  la 
índsma  ;  y  si  existiesen  en  otro  pueblo ,  lo  serán  por  el  juez  ó  al- 
calde del  de  su  residencia.  »  Pero  sí  se  pueden  valer  para  las  dili- 
gencias en  las  causas  civiles  ó  criminales  de  los  alcaldes,  habili- 
tados para  practicarlas  por  los  artículos  8  y  10 ,  cap,  5  del  mismo 
decreto. 


derecho  que  por  antigüedad  tienen  los  caballeros  y  freiles 
para  obtener  las  encomiendas  ó  beneficios  de  ella.  —  Tvncr 
cabimiento  significa,  hablando  de  juros ,  caber  ó  tener  lugar 
en  el  valor  de  la  renta  sobre  que  están  consignados. 

CABLÎKVA.  Voz  anticuada  que  significa  la  fianza  de 
saneamiento ,  esto  es ,  la  fianza  ó  caución  que  se  da  para 
asegurar  el  reparo  ó  satisfacción  del  daño  que  puede  sobre- 
venir. 

f  CABO.  Deberá  saber  las  obligaciones  que  marca  la  or- 
denanza del  ejército  en  el  título  2o. ,  tratado  2o. 

-f-.CABO  de  caballería.  Para  el  desempeño  de  su  cargo, 
ademas  de  estar  instruido  en  las  obligaciones  del  de  la  misma 
arma,  debe  tener  conocimiento  de  las  que  se  espresan  en  la 
orden,  del  ejérc,  tit.  U0.,  trat.  2o. 

-j-  CABO  de  vara.  Un  empleado  en  los  presidios,  cuyas 
obligaciones  pueden  verse  en  el  art.  116  de  la  orden,  da 
près,  de  l?l  de  abril  de  1854,  transcrito  en  el  Suplemento  al 
Diccionario  de  Escriche  ;  también  se  hallará  en  dicho  Suple- 
mento lo  relativo  á  los  arts.  Cabo  y  Cabo  de  caballería. 

CABOTAJE.  La  navegación  ó  el  tráfico  que  se  hace  por 
las  inmediaciones  y  á  vista  de  la  costa  del  mar,  de  cabo  en 
cabo  y  de  puerto  en  puerto  (3).  El  comercio  dS  un  puerto 
español  á  otro  puerto  del  mismo  reino  ,  dice  el  artículo  S9i 
del  código  de  comercio ,  se  hará  esclusivamente  en  buques 
de  la  matrícula  española,  salvas  las  escepciones  hechas  ó 
que  se  hicieren  en  los  tratados  de  comercio  con  las  potencias 
estranjeras.  Véase  Acia  de  navegación. 

CABREO.  En  algunas  parles  el  padrón  ó  libro  en  que 
están  escritas  y  asentadas  las  utilidades  ó  ganancias  que  se 
consideran  á  cada  vecino  por  su  oficio,  tráfico,  industria  ó 
profesión ,  para  cargarle  la  parte  proporcional  que  le  cor- 
responda de  las  contribuciones  ó  tributos  asignados  al  pueblo. 

CABREVACION  ó  cabreve.  La  descripción  ó  apeo  que 
en  las  bailías  ó  territorios  realengos  de  Valencia  y  Mallorca  se 
hace  de  todas  las  fincas  sujetas  al  pago  de  derechos  á  favor 
del  real  patrimonio ,  con  espresion  del  dueño  á  quien  perte- 
necen el  dominio  directo  y  el  útil,  las  lindes  de  cada  una  ,  y 
el  canon  anual  que  deben  satisfacer.  Por  pragmática  de  15 
de  mayo  de  1660  se  mandaron  formar  los  cabreves  cada 
cinco  años ,  y  por  órdenes  posteriores  cada  diez.  —  Los  ca- 
breves sirven  para  exigir  las  pensiones  anuales  de  los  posee- 
dores de  las  fincas  y  cobrar  los  luismos  en  los  traspasos, 
como  igualmente  para  comprobar  la  exactitud  de  las  cuentas 
de  los  bailes  ó  administradores ,  y  evitar  que  se  oscurezcan 
ó  pierdan  las  fincas  ,  derechos  y  regalías  de  la  corona. 

CABRÓN.  Llámase  así  vulgarmente  el  marido  que  con- 
siente el  adulterio  de  su  mujer.  Véase  Lenocinio,  Cornudo  é 
Injuria  verbal. 

CADALSO.  El  tablado  que  se  levanta  en  la  plaza  ó  lugar 
público  para  ejecutar  la  pena  de  muerte  en  los  delincuentes 
á  quienes  se  ha  impuesto.  Mientras  los  cadáveres  perma- 
necen espuestoí*  al  público  en  el  cadalso,  no  pueden  ponerse 
en  él  bayetas,  blandones  ni  otro  aparato  fúnebre,  sin  que 
preceda  licencia  del  tribunal.  Véase  Garrote. 

CADÁVER.  Kl  cuerpo  de  una  persona  muerta. 

I.  Antes  de  proceder  al  entierro  de  un  cadáver  es  nece- 
sario asegurarse  bien  de  que  la  persona  está  realmente 
muerta  ,  porque  en  muchos  casos  la  muerte  aparente  no  se 
diferencia  de  la  muer¡,e  real  sino  por  señales  poco  numerosas 
y  poco  sensibles.  Los  observadores  mas  espertos  que  han 

(5)  Sobre  que  los  buques  esiranjeros  no  bagan  el  comercio  de 
cabotaje,  véase  la  circ.  del  min.  Je  guerra  de  26  de  enero  de  1825. 
—  Sobre  habilitación  de  la  barra  de  S.  Francisco  Teliuantepec 
para  este  comercio  ,  véase  el  derr.  de  5  de  junio  de  1826.  —  Sobre 
prevenciones  para  el  arreglo  y  legitimidad  del  comercio  marítimo 
nacional ,  véase  la  circ.  de  guerra  de  16  de  agosto  de  1850.  Está 
en  esa  fecha  en  la  Rec.  del  Sr.  He.  Arrillaga. 
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dedicado  toda  su  vida  al  estudio  del  gran  misterio  de  la 
existencia ,  quedan  suspensos  alguna  vez  á  la  vista  de  un 
cuerpo  privado  de  calor  y  movimiento;  y  aun  cuando  co- 
mienza la  putrefacción ,  se  preguntan  si  el  cuerpo  helado  que 
tienen  delante  no  es  ya  mas  que  un  cadáver  ó  si  todavía  es 
un  hombre.  Médicos  filantrópicos  han  llamado  la  atención 
de  la  autoridad  sobre  esta  fatal  incertidumbre ,  recogiendo 
y  publicando  casos  de  personas  que  han  sido  enterradas  en 
estado  de  vida ,  y  acreditando  con  observaciones  hechas  en 
la  destrucción  y  reconocimiento  de  algunos  cementerios  que 
se  han  encontrado  en  ellos  muchos  esqueletos  en  posiciones 
que  probaban  que  los  individuos  se  habian  movido  después 
de  su  entierro. 

Permítese  entre  nosotros  sepultar  los  muertos  á  las  veinte 
y  cuatro  horas  después  de  su  fallecimiento.  Mas  ¿  no  es  de- 
masiado corto  este  intervalo ,  cuando  se  ve  que  los  letargos 
se  prolongan  a  veces  por  muchos  dias  y  engañan  á  los  mé- 
dicos? En  Inglaterra  se  guardan  los  cuerpos  durante  cuarenta 
y  ocho  horas  ;  y  á  este  espacio  de  tiempo  han  debido  su  vida 
muchas  personas.  Con  el  medio  tan  sencillo  ,  tan  pronto  y 
tan  seguro  de  desinfectar  los  cadáveres  y  purificar  el  aire 
con  el  cloriíro  de  cal ,  ¿  porqué  privar  á  las  familias  del  con- 
suelo de  conservar  por  algunos  dias  los  cuerpos  de  sus  di- 
funtos? ¿  Porqué  no  dejarles  durante  cierto  tiempo  la  cara 
descubierta  y  las  manos  libres  ,  y  apresurarse  tanto  en  echar- 
les la  tierra  encima?  ¿Porqué  no  poner  junto  á  la  tumba  una 
campanilla  ,  cuyo  cordon  atado  á  las  manos  serviría  para 
hacerla  sonar  y  pedir  ausilio  cuando  la  voz  de  la  persona 
sepultada  no  podría  hacerse  oír?  ¿Quién  sin  estremecerse  de 
horror  puede  contemplar  en  su  imaginación  el  espectáculo 
de  un  desgraciado  que  recobrando  sus  sentidos  y  su  razón 
dentro  de  la  estrecha  caja  en  que  está  metido ,  reconoce  la 
imposibilidad  de  subir  sobre  aquella  tierra  cuyo  peso  no 
puede  levantar,  y  que  sin  embargo  no  pesa  bastante  sobre 
su  pecho  para  acabar  de  una  vez  con  su  vida  ? 

II.  Muerto  el  deudor,  no  pueden  los  acreedores  detener  el 
cadáver  é  impedir  que  se  le  sepulte ,  ni  hacerle  otra  deshonra 
por  razón  de  la  deuda ,  bajo  la  pena  que  el  juez  estime  según 
la  calidad  de  la  injuria  ,  ley  Ib ,  lit.  13 ,  Part.  I,  y  ley  13, 
tít.  9,  Part:  7.  Hay  sin  embargo  algunos  autores  que  escep- 
lúan  de  esta  disposición  legal  el  caso  en  que  el  deudor  estu- 
viese obligado  por  instrumento  ejecutivo;  porque  entonces, 
dicen ,  as!  como  en  vida  podia  hacerse  ejecución  en  sus 
bienes,  del  mismo  modo  después  de  la  muerte  puede  hacerse 
en  su  cuerpo  teniéndolo  embargado  hasta  que  los  herederos 
paguen  la  deuda.  Pero  tan  estraña  opinion  no  merece  que 
nos  detengamos  en  refutarla. 

III.  El  desenterramiento  de  un  cadáver,  sea  por  deshon- 
rarle ,  sea  por  despojarle  de  sus  vestidos  ó  adornos ,  sea  por 
tomar  y  llevarse  las  piedras  ó  ladrillos  del  sepulcro ,  se  tiene 
por  injuria  grave  contra  el  difunto  y  sus  parientes.  Cual- 
quiera pues  que  sacare  las  piedras  ó  ladrillos ,  pierde  á  favor 
del  fisco  la  obra  hecha  con  ellos  y  el  lugar  en  que  la  hiciere, 
y  ademas  tiene  que  pagarle  diez  libras  de  oro  ó  sufrir  en  su 
defecto  la  pena  de  destierro  perpetuo.  El  que  hurtare  los  ves- 
tidos del  difunto,  yendo  con  armas,  incurre  en  la  pena  de 
muerte  ;  y  yendo  sin  ellas ,  ha  de  ser  condenado  para  siempre 
á  las  obras  públicas.  En  la  misma  pena  incurre  el  hombre 
vil  que  le  desentierra  y  le  deshonra  esparciendo  ó'  arras- 
trando sus  huesos  ó  tratándolos  de  otro  modo  ignominioso  ; 
y  el  hidalgo  que  esto  hiciere  debe  ser  desterrado  para  siem- 
pre. Si  los  parientes  del  muerto  no  quisieren  hacer  uso  de  la 
acción  criminal  sino  solo  de  la  civil ,  debe  el  juez  condenar 
á  los  autores  de  la  deshonra  en  cien  maravedís  de  oro;  y 
podrá  acusarlos  cualquiera  del  pueblo,  por  no  querer  aque- 
llos. Tales  son  las  disposiciones  de  la  ley  12,  tít.  9,  Part.  7, 
que  si  ahora  son  susceptibles  de  alguna  modificación  en  la 
práctica ,  prueban  siempre  el  respeto  que  se  ha  tenido  y 


debe  tenerse  á  los  difuntos  y  la  religiosidad  con  que  ha  de 
mirarse  el  lugar  de  su  reposo. 

IV.  El  hallazgo  de  un  cadáver  en  alguna  casa  se  tiene  por 
un  indicio  de  los  mas  vehementes  contra  el  morador  de  ella, 
cuando  no  se  sabe  quién  fué  el  que  cometió  el  homicidio  ;  y 
la  ley  le  hace  responsable  de  la  muerte,  dejándole  salvo  su 
derecho  para  defenderse;  ley  3,  lit.  17,  l'tb.  k,  Fuero  Real,  ó 
ley  16 ,  lit.  21 ,  lib.  12,  Nov.  Ree. 

V.  Muerto  el  delincuente ,  no  ha  de  imponerse  pena  alguna 
á  su  cadáver,  ni  aun  por  razón  de  aquellos  delitos  en  que 
puede  precederse  contra  sus  autores  después  de  muertos, 
pues  solo  hay  lugar  de  proceder  en  estos  casos  contra  su 
memoria  y  sus  bienes,  y  no  contra  sus  cuerpos,  como  es  de 
inferir  de  las  leyes  7  y  8  ,  tít.  1,  Part.  7.  Véase  Muerte.  No 
se  opone  á  esta  disposición  la  práctica  legal  de  colgar  por 
los  caminos  públicos  los  cuartos  de  ciertos  facinerosos ,  ni  la 
de  echar  al  mar  ó  rio  los  cuerpos  de  los  parricidas,  pues 
tales  penas  son  solo  penas  continuadas  y  no  impuestas  de 
nuevo.  Se  ha  visto ,  no  obstante ,  alguna  vez  llevar  al  patí- 
bulo el  cadáver  de  algún  grande  malhechor  que  habia  muerto 
ó  se  habia  suicidado. 

VI.  El  cadáver  del  ajusticiado  no  puede  ser  quitado  del 
patíbulo  sin  orden  del  juez,  pues  debe  permanecer  en  él 
durante  cierto  tiempo ,  que  es  por  lo  regular  hasta  cerca  del 
anochecer,  y  aun  á  veces  se  ordena  que  permanezca  por  mas 
tiempo  que  el  acostumbrado,  para  terror  y  escarmiento  de 
los  vivos.  Después  se  entrega  á  los  parientes,  á  alguna  co- 
fradía ó  á  quien  lo  pidiere  para  su  entiero ,  ley  1 1 ,  lit.  51 , 
Part.  7. 

VIL  Cuando  el  juez  tenga  noticia  de  alguna  muerte  vio- 
lenta ,  debe  pasar  inmediatamente  con  el  escribano  y  un 
facultativo  al  paraje'donde  se  halle  el  cadáver,  y  después  do 
hacerlo  reconocer  por  el  facultativo  y  enterarse  de  la  muerte, 
prevendrá  al  escribano  estíenda  diligencia  que  esprese  el 
hallazgo  del  cadáver,  la  situación  y  postura  en  que  se  le  ha 
encontrado,  las  heridas  ó  contusiones  que  tiene,  en  qué 
parte  del  cuerpo ,  la  ropa  ó  vestido  que  le  cubre ,  las  señas, 
como  igualmente  el  nombre  ,  apellido  y  vecindad  si  fuere 
persona  conocida,  lo  que  se  le  halle  en  los  bolsillos ,  las  cosas 
que  hubiere  al  rededor  y  puedan  conducir  á  la  averiguación 
délos  hechos,  y  principalmente  las  armas  ó  instrumentos, 
que  deben  reseñarse  y  aun  dibujarse  al  margen.  Firmada 
esta  primera  diligencia  por  el  juez,  facultativo  y  escribano, 
y  recogidas  por  este  las  prendas,  alhajas,  instrumentos  y 
armas  encontradas,  ha  de  llevarse  el  cadáver  á  su  casa  si  la 
tuviese,  ó  en  caso  contrario  depositarse  en  el  paraje  acos- 
tumbrado ó  donde  el  juez  estime  conveniente. 

En  seguida  se  hará  el  reconocimiento  del  cadáver  por  dos 
facultativos  médicos  ó  cirujanos  ,  ó  un  médico  y  un  cirujano, 
quienes  manifestarán  con  toda  individualidad  si  la  muerte 
ha  sido  efecto  de  heridas,  golpes,  contusiones,  fracturas, 
envenenamiento,  ahorcamiento,  ahogamiento,  sofocación  ú 
otra  causa ,  á  cuyo  efecto  abrirán  en  caso  necesario  el  ca- 
dáver, previo  siempro  el  auto  del  juez ,  y  practicarán  las 
diligencias  indicadas  en  los  artículos  Herida,  Herido,  Alto- 
gado,  Ahorcado  ,  Envenenamiento  y  otros. 

Se  averiguará  quién  era  el  difunto,  cómo  se  llamaba  ,  dfe 
dónde  era  vecino  ,  ya  por  los  papeles  que  se  le  encuentren , 
los  cuales  deberán  rubricarse  y  guardarse  por  el  escribano, 
ya  por  las  deposiciones  de  los  testigos  que  puedan  dar  razón 
de  ello  ;  y  no  lográndose  el  objeto  por  estos  medios  ,  se  es- 
pondrá  el  cadáver  en  sitio  donde  todos  puedan  verle  por  si 
hay  alguno  qne  le  conozca.  Guando  no  pueda  conservarse  el 
cadáver  por  mas  tiempo  .  so  le  dará  sepultura  eclesiástica  , 
debiendo  el  escribano  poner  fe  del  siüo  en  que  fuere  sepul- 
tado y  de  la  mortaja  que  llevaba,  por  si  fuere  necesaria  la 
exhumación. 

Hay  casos  efectivamente  en  que  conviene  y  aun  es  pre- 
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ciso  desenterrar  un  cadáver  paraasegurarse  de  la  certeza 
del  delito  ;  como  cuando  despues  de  haberle  sepultado  se 
supo  que  la  muerte  fué  violenta  y  no  natural;  cuando  consta 
que  se  le  enterró  con  cautela  para  evitar  que  fuese  recono- 
cido; cuando  después  del  primer  reconocimiento  que  se  hizo 
sobreviene  alguna  causa  ó  circunstancia  que  obliga  á  ejecu- 
tarle de  nuevo,  y  cuando  en  el  primer  reconocimiento  se 
procedió  con  precipitación  ó  se  omitieron  algunas  diligencias 
indispensables. 

Para  hacer  la  exhumación  quieren  comunmente  los  autores 
que  se  pida  licencia  al  juez  eclesiástico  ,  pasándole  un  oficio 
atento ,  y  si  este  no  bastare ,  librándole  exhorto  con  inserción 
de  los  documentos  que  demuestren  la  necesidad  de  la  opera- 
ción ;  y  que  si  el  eclesiástico  se  obstinase  en  negar  el  per- 
miso, se  recurra  al  superior  para  que  le  otorgue.  Mas  otros 
creen  que  puede  el  juez  ordenar  y  hacer  ejecutar  por  sí  la 
exhumación  sin  necesidad  de  ocurrir  al  obispo  ni  á  su  vi- 
cario. Como  la  exhumación ,  en  caso  de  considerarse  nece- 
saria ,  debe  ejecutarse  con  toda  la  posible  prontitud ,  porque 
-cualquiera  dilación  podria  hacer  ilusorios  sus  efectos,  y 
como  por  otra  parte  no  es  el  juez  eclesiástico  quien  debe  ca- 
lificar la  necesidad  de  esta  diligencia ,  parece  se  está  en  el 
caso  de  no  perder  un  tiempo  precioso  en  pedir  y  esperar 
permisos  que  pueden  retardarse  demasiado  con  perjuicio  de 
la  administración  de  justicia;  y  así  basta  que  el  juez  pase  un 
simple  aviso  al  eclesiástico  do  la  exhumación  que  debe  hacer, 
solo  para  que  le  conste  y  no  para  que  le  conceda  su  venia. 

Con  licencia  ó  sin  ella  pasará  el  juez  á  la  iglesia  ó  cemen- 
terio con  el  escribano ,  dos  profesores  de  medicina  ó  cirugía 
según  el  caso,  el  sacristán  y  algunos  de  los  que  asistieron  al 
entierro  ;  mandará  al  sacristán  ó  á  quien  corresponda  que 
designe  la  sepultura  ;  hará  que  se  saque  de  ella  el  cadáver 
con  las  debidas  precauciones  para  que  no  sufra  alteración, 
y  que  se  le  ponga  en  un  sitio  profano ,  donde  mediante  de- 
claración de  los  concurrentes  se  averiguará  su  identidad,  y 
se  procederá  por  los  profesores  á  su  inspección ,  examen  y 
reconocimiento ,  después  de  lo  cual  se  le  volverá  otra  vez  á 
Ja  sepultura.  Los  profesores  harán  luego  su  declaración  ju- 
rada del  resultado  de  sus  observaciones  con  toda  individua- 
lidad y  especificación ,  y  se  unirá  á  los  autos  para  los  efectos 
que  corresponda. 

Como  la  exhumación  é  inspección  de  un  cadáver  suele  ser 
•peligrosa  por  el  grado  de  putrefacción  en  que  este  puede 
hallarse,  aconsejan  los  escritores  de  medicina  legal  que  con- 
curra el  número  suficiente  de  operarios  para  que  todo  se 
haga  con  prontitud ,  que  se  rodeen  la  boca  y  la  nariz  con  un 
pañuelo  mojado  en  vinagre  ,  que  se  riegue  la  superficie  del 
cuerpo  y  aun  la  tierra  con  una  disolución  de  cloruro  de  cal , 
y  que  se  tenga  espuesto  aquel  por  algunos  minutos  al  aire 
libre  para  que  desaparezca  la  fetidez. 

VIII.  Alguna  vez  se  procede  á  la  abertura  y  autopsia  de 
un  cadáver  luego  después  del  último  suspiro.  Esta  práctica 
cruel  ha  llevado  al  sepulcro  muchas  personas  que  no  habían 
muerto  sino  en  apariencia  ;  y  es  todavía  mas  peligrosa  que 
lo  seria  la  de  enterrarlas  antes  de  las  veinte  y  cuatro  horas, 
f  Las  frecuentes  instancias  dirigidas  al  Gobierno  en  soli- 
citud de  permiso  para  la  exhumación  y  traslación  de  cadá- 
veres le  han  convencido  de  la  necesidad  de  establecer  reglas 
prudentes  y  seguras,  que  concilien  á  la  vez  las  precauciones 
que  exige  el  servicio  público  sanitario  con  los  deseos  piado- 
•  sos  de  las  familias  interesadas.  En  su  consecuencia  y  con  el 
dictamen  de  la  junta  suprema  de  Sanidad  del  reino  se  espidió 
la  real  órd.  de  27  de  marzo  de  1S&S  ,  que  previene  lo  con- 
veniente á  la  exhumación  y  traslación  de  los  cadáveres. 
Véase  el  Suplemento  al  Diccionario  de  Escriche. 

CABEHA.  El  conjunto  de  galeotes  ó  presidiarios  que  van 
à  cumplir  la  pena  á  que  han  sido  sentenciados,  atados  con 
grillos  y  con  una  Cadena  que  rodea  doce  ó  catorce.  —  Estar 


en  la  cadena,  es  estar  en  la  cárcel  asegurado  á  una  cadena 
fija  por  los  dos  estremos  ;  —  y  hallarse  cumpliendo  la  pena 
de  trabajos  forzados  á  que  uno  ha  sido  condenado.  —  Renvn~ 
ciar  la  cadena ,  era  antiguamente  hacer  cesión  de  bienes 
el  deudor  preso  por  deudas  con  el  fin  de  salir  de  la  cárcel, 
sujetándose  ademas  á  llevar  una  argolla  de  hierro  en  el  cue- 
llo y  á  vivir  en  poder  de  sus  acreedores  hasta  satisfacerles 
todos  los  créditos;  mas  en  el  dia  ya  no  está  en  uso  tan  rigu- 
rosa pena.  Véase  Apremio. 

CA3DUCAB.  Acabarse ,  estinguirse  ó  perderse  alguna 
cosa  ;  y  así  decimos  :  que  caduca  la  herencia ,  cuando  falta 
heredero  :  que  caduca  el  derecho  que  tenemos  á  una  propia  • 
dad ,  cuando  dejamos  que  un  poseedor  estraño  la  haga  suy.i 
por  medio  de  la  prescripción  :  que  caduca  una  ley,  cuando 
va  perdiendo  su  vigor  y  cayendo  en  desuso  con  el  trascurso 
de  los  tiempos  y  mutación  cíe  las  circunstancias  :  que  caduca 
una  costumbre ,  cuando  deja  de  observarse  poco  á  poco ,  ó 
se  introduce  otra  que  la  destruye. 

CADUCO.  Lo  que  pierde  su  vigor  ó  cae  en  desuso,  ó  se 
estingue  y  acaba ,  ó  queda  sin  efecto  por  muerte  de  alguna 
persona  ó  por  otro  acontecimiento  ;  como  ley  caduca ,  dis- 
posición caduca,  derecho  caduco,  legado  caduco. 

CAÍDOS.  Los  réditos  ya  devengados  de  alguna  renta. 
Cuando  se  condena  enjuicio  al  reo  demandado  á  restituir  al 
actor  los  bienes  litigiosos  y  los  frutos  caídos ,  se  entienden 
por  caídos  los  frutos  que  las  fincas  hayan  ido  produciendo  y 
produzcan  desde  la  contestación  de  la  demanda  hasta  la  sen- 
tencia y  su  ejecución ,  porque  durante  el  litigio  van  cayendo 
y  devengándose  á  beneficio  del  que  al  fin  obtenga  la  victo- 
ria ,  y  no  precisamente  del  poseedor ,  quien  en  caso  de  ser 
vencido  se  considera  haber  sido  en  aquel  intervalo  posee- 
dor de  mala  fe  y  haber  carecido  de  justo  título  para  rete- 
nerlos. 

CAJA  de  amortización.  Establecimiento  público  que 
tiene  á  su  cargo  liquidar  y  clasificar  las  deudas  del  Estado, 
pagar  los  réditos  y  estinguir  los  capitales ,  administrar  y  re- 
caudar los  fondos  aplicados  al  objeto. 

CAJA  de  consulta.  La  narración  de  hechos  del  espe- 
diente ó  negocio  sobre  que  se  consulta ,  que  precede  al  dic- 
tamen del  tribunal  ó  cuerpo  que  hace  la  consulta. 

f  CAJA  de  ahorros.  Contribuyendo  en  gran  manera 
esta  institución  á  propagar  el  espíritu  de  economía,  y  con  él 
la  propension  al  trabajo  :  á  desterrar  los  vicios ,  y  con  ellos 
las  enfermedades  y  delitos  de  que  son  gérmenes  :  á  unir  al 
hombre  à  su  profesión  ,  puesto  que  ella  le  proporciona ,  no 
solo  su  presente  subsistencia ,  sino  esperanzas  lisonjeras  para 
lo  futuro;  y  por  último  á  inspirarle  amor  al  orden  público  , 
porque  de  él  depende  el  goce  estable  del  fruto  de  sus  tareas, 
deben  los  jefes  políticos  escitar  á  los  pudientes  á  proponer 
los  medios  que  según  las  circunstancias  de  cada  provincia 
sean  adecuados  para  establecer  en  ella  caja  ó  cajas  de  ahor- 
ros, teniendo  siempre  á  la  vista  que  la  seguridad  de  los  fon- 
dos depositados  es  entre  las  condiciones  que  este  género 
de  establecimientos  requiere  la  mas  esencial  para  su  feliz 
éxito.  Rl.  ór4-  de  3  de  abril  de  185b. 

En  real  orden  de  17  de  abril  de  1859  se  volvió  á  esci- 
tar el  celo  de  los  jefes  políticos  á  fin  de  que  establecieran  al 
menos  una  caja  de  ahorros,  asociándola  á  un  monte  do 
piedad. 

CAJÓN.  Dícese  de  cajón  lo  que  es  corriente  y  de  estilo; 
y  así  se  llaman  pedimentos  de  cajón  los  que  acostumbran 
presentar  los  procuradores  á  nombre  suyo  y  sin  firma  do 
abogado ,  para  acusar  rebeldías ,  pedir  prórogas ,  dar  rela- 
ciones por  concertadas ,  y  otras  cosas  de  mera  sustancia- 
cion. 

CALABOZO.  El  lugar  fuerte  y  las  mas  veces  subterrá- 
neo donde  se  encierran  los  presos  por  delitos  graves.  Véase 
Prisiones ,  Apremio  y  Alcaide. 
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CALCETAS.  Un  género  de  tormento  que  se  daba  a  los 
reos,  apretándoles  fuertemente  las  piernas  entre  dos  tablas 
sembradas  de  puntas.  Yéase  Apremio  y  Tormento. 

CALENDAR.  Poner  en  las  escrituras,  cartas  ú  otros  ins- 
trumentos la  fecha  ó  data  del  dia,  mes  y  año. 

CALENDARIO.  La  distribución  del  año  por  meses  y 
dias,  con  noticia  délas  fiestas,  vigilias,  lunaciones  y  otras 
cosas  para  el  gobierno  eclesiástico  y  civil  ;  y  también  el  pa- 
pel en  que  se  contiene  esta  distribución.  Gregorio  XIII  re- 
formó en  1582  el  antiguo  calendario,  mandando  quitar  diez 
dias  al  mes  de  octubre  por  haberse  adelantado  otros  tantos 
■]  el  equinoccio  vernal,  para  restituirle  al  dia  21  de  marzo, 
;  como  se  ordenó  en  el  concilio  Niceno.  Véase  Año  y  Ca- 
lendas. 

Felipe  II  por  pragmática  de  19  de  setiembre  del  mismo 
año  de  1582  (ley  14,  lit.  1 ,  lib.  1  ,  Nov.  Rec.  )  se  apresuró 
en  adoptar  el  nuevo  calendario  reformado ,  llamado  Grego- 
riano por  el  nombre  de  su  reformador ,  y  mandó  que  se 
observe  en  todo  el  reino  y  se  pongan  con  arreglo  á  él  las  fe- 
chas de  todas  las  cartas  y  provisiones,  contratos,  obliga- 
ciones, actos  judiciales  y  estrajudiciales ,  y  cualesquiera 
oltas  escrituras  que  se  hicieren;  y  efectivamente  asi  se  prac- 
tica ,  de  suerte  que  el  calendario  Gregoriano  es  el  calendario 
civil  de  España. 

El  código  de  comercio  dice  en  su  artículo  256  que  :  «  En 
todos  los  cómputos  de  dias,  meses  y  años  se  entenderán ,  el 
dia  de  veinte  y  cuatro  horas ,  los  meses  según  están  designa- 
dos en  el  calendario  Gregoriano ,  y  el  año  de  trescientos  se- 
senta y  cinco  dias.  » 

La  formación ,  impresión  y  venta  del  calendario  corre  á 
cargo  y  beneficio  del  observatorio  astronómico  de  Madrid  , 
al  cual  se  concedió  privilegio  esclusivo  en  18  de  noviembre 
de  1796,  mandándose  que  nadie  pueda  imprimirlo  ni  Ven- 
derlo en  ninguna  parte  del  reino  sino  por  cuenta  del  obser- 
vatorio ó  de  los  arrendatarios  del  privilegio  ;  que  no  se  reim- 
prima en  ninguna  obra  ó  papel  público ,  á  no  ser  en  la  Guia 
de  forasteros  ;  que  á  los  contraventores  se  les  iráponga  la 
pena  de  perdimiento  de  la  impresión  por  la  primera  vez , 
por  la  segunda  el  mismo  perdimiento  y  quinientos  ducados 
de  mulla  ,  y  por  la  tercera  las  mismas  penas  con  la  priva- 
ción de  oficio  ,  y  que  los  jueces  y  justicias  celen  y  cuiden 
de  que  así  se  cumpla,  sin  permitir  el  paso  ni  embarque  del 
calendario  á  ninguna  persona  que  no  acredite  antes  la  licen- 
cia del  observatorio  astronómico  ó  de  los  arrendatarios; 
Zcí/2,  til.  17,  lib.  8,  Nov.  Rec.  Este  privilegio  está  confirmado 
por  el  real  decreto  de  4  de  enero  de  1854  sobre  libertad  de 
imprenta,  y  por  otro  de  27  de  mayo  de  1846. 

f  Es  propia  y  esclusiva  del  observatorio  astronómico  de 
San  Fernando  la  facultad  de  imprimir  el  almanaque.  Ley  de 
presup.  de  23  de  mayo  de  1845. 

Para  que  tenga  cumplido  efecto  lo  tocante  á  la  impresión, 
publicación  y  circulación  de  almanaques,  se  han  circulado 
varias  determinaciones  á  consecuencia  de  reales  órdenes 
sobre  el  particular;  en  ellas  se  prescriben  también  las  re- 
glas para  la  remesa  ,  subasta  y  remate  de  la  impresión  y 
venta  de  los  almanaques  civiles  de  la  Península  é  islas  adya- 
centes. Véase  el  Suplemento  al  Diccionario  de  Escriche. 

CALENDAS.  En  el  antiguo  cómputo  romano  y  en  el 
eclesiástico  el  primer  dia  de  cada  mes,  y  se  empiezan  á  con- 
tar desde  el  dia  que  sigue  á  los  idus  del  mes  antecedente. 

«  Calendas ,  dice  la  ley  15 ,  tít.  11 ,  Partida  5,  son  llama- 
das el  primer  dia  de  cada  mes  :  et  porque  acaescc  á  las  ve- 
gadas que  algunt  home  promete  á  otro  de  dar  ó  de  facer  al- 
guna cosa  en  calendas,  non  señalando  cuáles,  en  tal  caso 
como  este  decimos  que  se  debe  complir  la  promisión  en  las 
primeras  calendas  que  vinieren  después  de  aquel  dia  que 
fizo  el  obligamicnlo.  » 

Llamábanse  calendas  los  primeros  dias  de  los  meses  del 


verbo  kaleo  ó  kalo  que  significa  convocar,  porque  llamado  y 
congregado  el  pueblo  en  el  Capitolio  el  primer  dia  de  cada 
mes  ,  se  hacia  un  sacrificio  por  el  rey  y  el  pontífice ,  y  se 
anunciaba  el  número  de  dias  que  mediaban  hasta  las  nonas. 
Otros  dicen  que  calendas  era  lo  mismo  que  calendas ,  llama- 
das así  de  eolendo  ,  porque  los  antiguos  Romanos  dedicaban 
el  dia  primero  de  cada  mes  al  culto  de  la  diosa  Juno.  De 
calendas  viene  calendario  ,  que  algunos  han  llamado  tam- 
bién calendario,  dándole  la  significación 'de  coordinación  ó 
arreglo  de  las  fiestas. 

CALENDATA.  En  algunas  partes  la  fecha  ó  data  del 
dia,  mes  y  año  que  se  pone  en  las  escrituras ,  cartas  ú  otros 
instrumentos.  Véase  Dala. 

CALIDAD.  La  nobleza  y  lustre  de  sangre,  y  la  condi- 
ción ó  requisito  que  se  pone  en  algún  contrato.  —  Pedir  6 
dar  calidades,  es  en  el  arriendo  de  las  rentas  públicas  pedir 
á  los  arrendatarios  ,  ó  dar  estos  relación  jurada  del  estado 
actual  de  las  rentas,  así  en  su  cobranza  como  en  los  pagos. 
CALIFICAR.  Dar  por  buena  ó  mala  una  cosa  según  sus 
calidades  y  circunstancias;  y  autorizar  ó  comprobar  la  ver- 
dad de  una  cosa.  Así ,  calificar  los  créditos  es  declarar  la 
validez,  orden  y  preferencia  de  los  que  se  presentan  en  un 
concurso  de  acreedores.  A  veces  calificar  se  loma  como  si- 
nónimo de  adjudicar ,  tratándose  de  sentencia  que  no  es 
ejecutiva. 

CALIFICARSE.  Probar  alguno  su  nobleza  por  los  me- 
dios que  disponen  las  leyes.  Véase  Actos  positivos. 

CALOÑA.  Antiguamente  la  calumnia  ;  —  y  la  pena  pe- 
cuniaria que  se  imponía  por  este  delito  ó  por  otra  injuria  ó 
agravio.  En  algunas  partes  es  la  pena  de  cuatro  dineros  por 
cabeza  de  ganado  menudo  y  doce  por  la  de  mayor  en  el 
caso  de  entrar  en  pastos  prohibidos  ;  y  nunca  se  exige  mas 
que  de  cien  reses,  aunque  tenga  mayor  número  el  ganado. 
De  caloña  viene  caloñar,  acaloñar  y  caloniar,  que  signi- 
fica calumniar,  acusar,  imputar  algún  delito ,  castigar  é  im- 
poner pena  pecuniaria. 

CALUMNIA.  El  delito  que  uno  comete  atacando  é  hi- 
riendo maliciosamente  el  honor  y  la  reputación  de  otro  con 
mentiras  ó  imputaciones  falsas. 

Es  necesario  distinguir  la  calumnia  de  la  impostura.  La 
impostura  representa  indeterminadamente  la  idea  común  á 
estas  dos  voces ,  que  es  la  de  imputar  con  malicia.  La  calum- 
nia la  representa  determinadamente,  contrayéndola  á  la  im- 
putación que  tiene  por  objeto  el  daño  del  honor  ó  de  la  re- 
putación. La  impostura,  como  que  abraza  toda  la  idea  de 
una  atribución  falsa  ,  puede  recaer  sobre  los  defectos  aje- 
nos, graves  ó  leves,  y  aun  sobre  las  perfecciones  ó  ventajas 
propias  :  mas  la  calumnia  no  recae  nunca  sobre  defectos 
lijeros  ó  sobre  imperfecciones  que  solo  hieren  al  amor  pro- 
pio, sino  sobre  hechos  que  causan  deshonra  ,  odiosidad  ó 
desprecio  en  la  opinion  común  de  los  hombres,  ó  algún  otro 
perjuicio  de  trascendencia,  ó  que  tienen  pena  señalada  por 
las  leyes.  Asegurar  maliciosamente  que  es  ladrón  un  hom- 
bre honrado,  es  una  impostura,  porque  se  le  atribuye  una 
cosa  falsa,  y  es  al  mismo  tiempo  una  calumnia,  porque  en 
ello  se  quiere  perjudicar  su  honor  y  su  reputación.  Atri- 
buir falsamente  á  una  mujer  el  descuido  de  su  aliño ,  ó  algún 
defecto  en  su  hermosura,  y  ostentar  virtudes,  riquezas  ó 
calidades  que  no  se  tienen,  son  imposturas  no  calumnias,  . 
Infiérese  pues  que  la  impostura  es  el  género  ,  y  la  calumnia 
es  la  especie. 

El  célebre  Apeles,  que  casi  fué  víctima  de  una  falsa 
acusación  ,  imaginó  en  Efeso  y  dio  al  pincel  una  alegoría 
ingeniosa  y  demasiado  verdadera  de  la  calumnia.  A  la  de- 
recha del  cuadro  habia  colocado  á  la  Credulidad  con  largas 
orejas,  (endiendo  las  manos  á  la  Calumnia  que  se  iba  acor- 
cando  :  la  Ignorancia  en  figura  de  una  mujer  ciega  estaba  al 
lado  de  la  Credulidad,  como  igualmente  la  Sospecha  repte- 
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sentada  por  una  persona  agitada  de  una  secreta  inquietud  y 
que  tácitamente  se  aplaudía  de  algún  descubrimiento  :  la 
Calumnia  en  forma  de  mujer  hermosa ,  pero  de  un  mirar 
terrible  y  amenazador  ocupaba  el  fondo  del  cuadro,  sacu- 
diendo con  la  mano  izquierda  una  antorcha  encendida,  y 
arrastrando  de  los  cabellos  con  la  derecha  á  la  Inocencia  re- 
presentada por  una  niña  que  alzaba  las  manos  al  cielo  y  pa- 
recía tomar  á  los  dioses  por  testigos.  Delante  de  la  Calumnia 
iba  la  Envidia  con  ojos  penetrantes  y  semblante  pálido  y 
descarnado,  y  detras  la  Asechanza  y  la  Adulación.  A  lo  lejos 
se  descubría  la  Verdad  que  seguia  lentamente  los  pasos  de 
la  Calumnia ,  y  conducía  al  Arrepentimiento  en  traje  lúgu- 
bre ,  con  los  ojos  bañados  en  lágrimas  y  el  semblante  cu- 
bierto de  vergüenza. 

Entre  los  Romanos  ,  la  ley  de  las  XII  Tablas  pronunciaba 
la  pena  del  talion  contra  todo  calumniador  que  imputaba  un 
crimen  á  un  inocente  ;  y  la  ley  Remmia  quiso  despues  que 
se  le  imprimiese  en  la  frente  con  un  hierro  encendido  la  letra 
K.  Mas  estas  penas  fueron  abolidas  por  el  emperador  Cons- 
tantino; y  las  que  desde  entonces  se  impusieron  á  los  ca- 
lumniadores eran  arbitrarias  y  proporcionadas  á  la  calidad 
de  los  hechos  y  á  las  circunstancias. 

Entre  nosotros,  la  ley  26,  tít.  1 ,  Part.  7,  impone  al  ca- 
lumniador, como  la  de  las  XII  Tablas,  la  pena  del  talion  , 
esto  es,  la  misma  que  merecerla  el  calumniado  si  se  le  pro- 
base el  delito  que  se  le  atribuye.  Mas  la  calumnia  puede  ser 
manifiesta  ó  presunta  :  es  manifiesta  cuando  se  prueba  que 
la  acusación  ó  imputación  ha  sido  maliciosa  ;  y  presunta , 
cuando  el  acusador  no  ha  probado  la  acusación,  sin  que  por 
su  parte  el  acusado  haya  demostrado  la  malicia  ó  el  dolo  de 
aquel.  En  la  calumnia  manifiesta  ,  todo  acusador,  de  cual- 
quiera clase  ó  especie  que  sea ,  incurre  en  la  pena  señalada 
por  la  ley  ;  pero  en  la  calumnia  presunta,  están  esentos  de 
pena  los  siguientes  :  —  Io.  el  fiscal  y  el  promotor  fiscal  ;  — 
2o.  el  tutor  que  acusa  á  nombre  del  huérfano  por  injuria 
hecha  á  este  ó  á  sus  parientes,  por  quienes  él  podría  acusar 
siendo  mayor  de  edad  ;  —  3o.  el  heredero  que  acusare  á 
una  persona  de  quien  el  testador  hubiese  dicho  en  el  testa- 
mento ó  delante  de  testigos  que  le  habia  causado  el  mal  de 
quemoria;  —k°.  el  que  acusare  al  monedero  falso;  — b°.  el 
que  acusa  sobre  agravio  hecho  á  él  mismo  ó  sobre  muerte 
de  sus  deudos  dentro  del  cuarto  grado  ;  —  6o.  el  casado  que 
acusa  por  la  muerte  de  su  consorte  :  leyes  S,  6,  20 ,  21  y  26, 
til.  1 ,  Part.  7.  Véase  Absolución  y  Acusador. 

La  pena  del  talion  establecida  por  la  ley  de  las  Partidas 
ha  tenido  entre  nosotros  la  misma  suerte  que  tuvo  entre  los 
Itomanos;  y  le  han  sucedido  igualmente  las  penas  arbitra- 
rias que  en  cada  caso  deben  imponer  los  jueces ,  acomodán- 
dolas á  la  calidad  de  la  imputación  y  á  las  circunstancias  del 
calumniador  y  calumniado ,  cargando  ademas  al  calumnia- 
dor el  pago  de  costas,  daños  y  perjuicios,  y  haciendo  á  favor 
del  calumniado  declaraciones  honoríficas  que  borren  la  idea 
de  la  nota  que  se  le  quiso  echar  en  su  reputación  (1). 

(1)  Véase  á  Grog.  Lop.,  gtos.  5  á  ln  ley  15  ,  tít.  9,  Part.  4  :  y 
Yüanova  en  la  obs.  6 ,  n.  77,  dice  que  la  costumbre  ha  mitigado 
la  pena,  arbitrándola  por  la  calumnia,  malicia,  gravedad  del  de- 
lito y  calidad  del  calumniante  y  acusado.  Debe  tenerse  presente 
la  ley  6,  lit.  6,  lib.  12,  Nov.  Rec,  que  previene  se  ejecuten 
rigurosamente  las  leyes  sobre  testigos  y  delatores  falsos  en  toda 
causa  civil  ó  criminal  sin  ninguna  moderación.  Y  quizá  por  eso 
el  mismo  Vilanova  en  el  fin  del  §  10,  obs.  tu,  cap.  7,  hablando  de 
las  alteraciones  que  ha  sufrido  la  pena  del  talion,  dice  que  hoy 
solo  tiene  lugar  en  el  homicidio  voluntario ,  y  en  la  falsa  y  calum- 
niosa acusación.  Al  menos  debe  entenderse  que  no  queda  al  arbi- 
trio del  juez  castigar  ó  no  este  delito,  pues  como  dice  Vizcaíno 
en  su  Código  criminal,  tom.  1 ,  pág.  262  ,  justamente  se  imponen 
al  falso  calumniador  las  mismas  penas  que  las  leyes  de  Recop. 
establecen  contra  Los  testigos  falsos,  porque  el  acusador  calum- 


Quieren  algunos  que  se  impongan  al  calumniador  las  mis- 
mas penas  que  las  leyes  recopiladas  establecen  contra  los 
testigos  falsos  y  los  que  los  indujeron  á  la  falsedad  ;  y  ron 
efecto  el  calumniador  no  es  menos  criminal  que  el  que  dice 
falso  testimonio.  Pero  ¿  están  en  uso  estas  penas?  Ellas  son 
nada  menos  que  la  de  muerte,  cuando  el  acusado  seria  digno 
de  ella  si  se  le  probase  el  delito  que  se  le  imputa  ;  y  las  de 
vergüenza  pública  y  galeras  perpetuas  en  las  demás  cau- 
sas criminales  que  no  sean  caso  de  muerte;  ley  5  ,  lit.  6, 
lib.  12,  Nov.  Rec.  Es  decir  pues,  que  se  busca  la  pena  del 
talion  en  las  calumnias  capitales  ,  y  se  desprecia  en  la.^  que 
son  de  menos  trascendencia ,  buscando  para  todas  estas  una 
especie  fija  de  pena  que  las  mas  veces  será  desigual  y  mu- 
cho mayor  que  la  correspondiente  al  delito  imputado.  ¿Se 
habrá  de  castigar  con  la  misma  pena  al  acusador  malicioso 
de  un  delito  digno  de  1res  ó  seis  meses  de  reclusior.  que  al 
de  un  crimen  digno  de  ocho  ó  diez  años  de  presidio?  No  pa- 
rece regular  que  semejante  jurisprudencia  haya  sido  adop- 
tada por  tribunal  alguno.  Mas  justa  seria  la  aplicación  rigu- 
rosa de  la  ley  del  talion  en  todos  los  casos  de  calumnia,  pues 
que  tiene  una.  escala  mayor  y  admite  mas  proporción  entro 
el  delito  y  la  pena. 

La  pena  del  talion  efectivamente,  con  el  aditamento  del 
pagode  costas,  daños  y  perjuicios ,  nunca  será  demasiado 
grave  en  la  calumnia  manifiesta;  pero  en  la  presunta  podrá 
ser  escesiva,  y  á  veces  bastará  el  resarcimiento  de  costas  , 
daños  y  perjuicios.  Véase  Absolución  y  Acusador. 

Las  leyes  que  hemos  citado  hablan  solo  de  la  calumnia 
judicial ,  es  decir,  del  delito  de  calumnia  que  uno  comete 
acusando  á  otro  maliciosamente  de  algún  delito  ante  el  tri- 
bunal de  justicia.  Mas  también  se  hace  reo  de  calumnia  el 
que  atribuye  á  otro  estrajudicialmente  un  delito  que  no  ha 
cometido  ,  é  incurre  asimismo  en  la  pena  del  talion  ;  y  aun 
si  hubiese  hecho  la  imputación  por  escrito ,  queda  privado 
déla  facultad  de  probar  en  juicio  la  certeza  de  su  contenido; 
ley  8,  tít.  6,  y  ley  3,  tít.  9,  Part.  7.  Véase  Injuria  y  Li- 
bela infamatorio. 

La  calumnia  judicial  es  mas  grave  que  la  cstrajudicial 
por  el  peligro  que  en  aquella  corre  el  acusado  y  por  la  ma- 
yor malignidad  que  supone  en  el  acusador.  Así  que  ,  si  la 
pena  del  talion  debe  sufrir  alguna  diminución  con  respecto 
á  la  primera ,  la  debe  sufrir  todavía  mayor  por  lo  que  hace 
á  la  segunda. 

CALUMNIADOR.  El  que  judicial  ó  estrajudicialmente 
imputa  á  otro  con  malicia  un  delito  que  no  ha  cometido. 
Véase  Calumnia. 

CALZA  de  arena.  Un  talego  lleno  de  arena  con  que  se 
dan  golpes  á  alguno  para  maltratarle  ó  matarle  y  de  que  á 
veces  se  sirven  los  asesinos. 

CALLAB.  Guardar  silencio;  no  espresar  alguno  con 
palabras  sus  pensamientos;  disimular,  no  dándose  por  en- 
tendido de  lo  que  oye  ó  sabe;  omitir  ó  pasar  en  silencio  al- 
guna cosa.  «El  que  calla  no  se  entiende  que  siempre  otorga 
lo  quel  dicen  ,  maguer  non  responda;,  mas  esto  es  verdad 
que  no  niega  lo  que  oye  ;  »  regla  25 ,  tít.  3'í ,  Part.  7.  Esla 
regla  está  sacada  del  derecho  romano  :  Qui  lacet,  non  utique 
falelur;  sed  lamen  verum  est  eum  non  negare;  l.  H2,  ff.  de 
reg.  jur.  :  que  es  lo  mismo  que  decir  que  el  que  calla  ni 
otorga  ni  niega. 

Mas  la  aplicación  de  esta  regla  depende  absolutamente  de 
la  naturaleza  de  los  casos  y  de  las  circunstancias.  El  que 
calla  cuando  debe  hablar,  el  que  no  contradice  en  ocasión 
conveniente  ,  da  á  entender  que  consiente  y  aprueba  ;  y  en 
tal  caso  puede  decirse  que  quien  calla  Otorga ::  Si  Iticiilt, 

nioso  es  tan  delincuente  como  el  testigo  falso.  (La  pena  de  los 
testigos  falsos  se  señala  en  las  leyes  4  y  ü ,  tít.  0,  lib.  lá,  Nov. 
Rec)  Véase  cl  art,  Delator,  y  la  ley  3,  tít.  55,  lib.  12,  Nov.  Rec. 
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decia  Paulo ,  palam  est  eum  voluisse ;  patienliœ  consensus 
incst  :  qui  lacet,  videlur  consentiré-. 

Así  es  que  en  los  pleitos  civiles ,  la  parte  que  se  obstina 
en  callar  y  no  responder  á  las  posiciones  de  la  contraria ,  se 
entiende  que  confiesa  la  pregunta ,  de  modo  que  su  silencio 
tiene  la  misma  fuerza,  que  tendria  su  confesión  ;  ley  5,  Ut. 
13,  Part.  3,  y  leyes  1/2,  Ut.  9,  lib.  Il ,  Nov.  Rec. 

¿Diremos  otro  tanto  en  las  causas  criminales?  Se  tendrá 
también  por  confeso  al  acusado  que  calla  cuando  el  juez  le 
pregunta?  En  Inglaterra  antiguamente,  cuando  un  acusado 
no  quería  responder,  se  le  tendia  en  tierra  con  la  cabeza 
sobre  un  hoyo  que  se  abria  debajo  de  ella,  se  le  ponía  sobre 
el  vientre  un  peso  enorme  de  piedras  ó  de  hierro,  y  no  se 
le  daba  por  alimento  sino  un  dia  pan  y  otro  agua,  teniéndole 
en  esta  situación  hasta  que  respondía  ó  espiraba  :  mas  se 
abolió  por  fin  tan  rigurosa  ley,  y  se  determinó  que  el  silen- 
ci-o  del  acusado  hiciese  prueba  contra  él.  Entre  nosotros  se 
ha  observado  la  práctica  de  apremiar  al  reo  taciturno  con 
cárcel  mas  estrecha,  grillos,  cadenas  ,  esposas  ú  otras  mor- 
tificaciones semejantes,  y  de  declararle  por  confeso  si  á  pe- 
sar de  los  apremios  se  mantenía  en  su  silencio.  Pero  habién- 
dose prohibido  por  decreto  de  25  de  julio  de  1814  y  por  los 
artículos  7  y  8  del  reglamento  de  26  de  setiembre  de  183b  el 
uso  de  todo  apremio  y  de  cualquiera  coacción  física  ó  mo- 
ral para  las  confesiones  de  los  reos  ,  es  consiguiente  que  ya 
no  se  puede-forzar  al  acusado  á  romper  el  silencio  en  que  se 
obstina  y  responder  á  las  preguntas  del  magistrado.  Véase 
¿apremio. 

Se  ha  creído  que  el  silencio  del  reo  es  una  especie  de  re- 
belión á  la  ley,  un  desacato  al  tribunal,  y  un  desprecio  de  su 
poder  ;  pero  en  realidad  no  suele  ser  efecto  sino  de  un  temor 
profundo  de  comprometerse  con  sus  respuestas.  ¿Deberá 
pues  tenerse  por  confesión  este  silencio?  Escipion  acusado  y 
preguntado  judicialmente  no  respondia,  y  en  medio  de  eso 
no  era  culpable.  ¿Quién  puede  penetrar  las  razones  que  á 
veces  tendrá  un  reo  para  callar?  Quizá  podría  salvarse  con 
una  palabra,  y  prefiere  su  sacrificio  al  de  otra  persona  por 
amor,  por  amistad  ó  por  fanatismo  político  ó  religioso.  Sin 
embargo ,  si  el  silencio  no  condena  absolutamente  al  acu- 
sado, tampoco  le  favorece  ;  es  un  indicio  vehemente  contra 
él.  Mas  si  la  confesión  esplícita  y  verdadera  no  tiene  fuerza 
contra  el  reo  sino  en  cuanto  va  apoyada  de  otras  pruebas, 
no  puede  su  silencio  surtir  efectos  de  mayor  trascendencia  ; 
y  aun  la  justicia  exige  que  antes  de  sacar  inducciones  del 
silencio  de  un  acusado ,  le  haga  el  juez  las  prevenciones 
oportunas  para  que  conozca  los  riesgos  á  que  le  espone  su 
conducta,  teniendo  empero  presente  que  nadie  está  obligado 
á  acusarse  á  sí  mismo  ,  y  que  no  es  el  reo  confeso  sino  el 
convicto  el  que  debe  ser  condenado. 

CALLE.  El  espacio  que  queda  entre  las  dos  aceras  que 
forman  las  casas,  ó  bien  el  camino  abierto  en  un  pueblo  en- 
tre las  casas. 

Las  calles  se  cuentan  entre  las  cosas  públicas,  cuya  pro- 
piedad pertenece,  al  pueblo  y  el  uso  á  todos  y  cada  uno  de 
sus  moradores;  ley  9,  Ut.  28  ,  Parí.  3. 

Las  calles  no  pueden  ganarse  por  prescripción  ;  ley  7, 
Ut.  29,  Part.  3. 

Nadie  puede  hacer  obra  nueva  en  las  calles  sin  otorga- 
miento del  rey  ó  del  concejo  ;  y  cualquiera  del  pueblo  tiene 
derecho  à  denunciarla  ,  menos  la  mujer  y  el  menor  de  ca- 
torce años,  á  no  ser  que  les  perjudique;  ley  3,  Ut.  52, 
Part.  3. 

El  que  hiciere  casa,  edificio  ú  otra  labor  en  calle,  plaza  ó 
ejido  del  común ,  debe  derribarla ,  salvo  si  el  concejo  qui- 
siere retenerla  y  disfrutar  su  renta  como  las  demás  cosas 
comunes;  ley  23,  til,.  52,  Part.  3. 

El  que  hiciere  algún  edificio  en  las  calles  inmediatas  á  los 
muros  del  pueblo ,  debe  dejar  el  espacio  de  quince  pies  por 


calle  entre  el  edificio  y  el  muro ,  así  para  que  este  pueda  ser 
socorrido  y  guardado  libremente  en  tiempo  de  guerra,  como 
porque  del  arrimo  de  las  casas  no  pueda  venirle  daño  ni 
traición ,  ley  22 ,  Ut.  52,  Part.  3. 

El  que  cercare  ó  cerrare  la  calle  impidiendo  el  libre  paso 
por  ella  ,  incurre  ,  según  la  ley  1  ,  tít.  6  ,  lib.  k  del  Fuero 
Real,  en  la  multa  de  treinta  sueldos ,  que  ahora  debe  ser 
proporcionada  á  la  diferencia  de  los  tiempos  ;  y  cualquiera 
puede  deshacer  el  cerramiento  á costa  del  que  lo  puso;  ley  2, 
d.  Ut.  6.  Según  la  ley  49,  tít.  52  del  ordenamiento  de  Alcalá 
(ley  1 ,  tít.  35,  lib.  7,  Nov.  Rec.),  el  que  cierra  ó  embaraza 
las  calles  de  paso  y  abasto  público  ,  debe  pagar  cien  mara- 
vedís para  el  fisco,  y  quitar  el  cerramiento  ó  embarazo  á  su 
costa  dentro  de  treinta  dias. 

À  fin  de  que  las  calles  estén  alegres,  limpias  y  claras ,  so 
halla  mandado  que  en  los  edificios  que  dieren  à  ellas  ,  nadie 
haga,  labre  ni  fabrique  pasadizos,  saledizos,  corredores, 
balcones  ni  otras  obras  que  salgan  fuera  de  la  pared;  que 
cuando  los  hechos  se  arruinaren  en  todo  ó  en  parte,  no  se 
feparen  ni  rehagan  sino  que  todo  quede  raso  é  igual  con 
las  paredes  principales  ;  y  que  á  los  contraventores  les  sean 
derribadas  las  obras  y  se  les  exija  ademas  la  multa  de  diez 
mil  maravedís  para  el  fisco  y  denunciador;  cid.,  de  28  de 
junio  de  1830,  ó  ley  1 ,  Ut.  52 ,  lib.  7,  Nov.  Rcc. 

Las  justicias  de  los  pueblos  deben  esmerarse  en  la  lim- 
pieza, ornato,  igualdad  y  empedrado  de  las  calles  ;  no  per- 
mitir desproporción  ni  desigualdad  en  las  fábricas  ó  edificios 
que  se  hicieren  de  nuevo;  atender  á  que  no  se  deforme  el 
aspecto  público  de  la  ciudad  ó  villa  ;  obligar  á  los  dueños  de 
casas  ruinosas  á  que  las  reparen  dentro  del  término  que 
les  señalaren ,  y  en  su  defecto  mandarlo  hacer  à  su  costa  ; 
procurar  que  en  ocasión  de  obras  y  casas  nuevas  ó  derribos 
de  las  antiguas,  queden  mas  anchas  y  derechas  las  calles,  y 
con  la  posible  capacidad  las  plazuelas;  disponer  igualmente, 
que  no  queriendo  los  dueños  reedificar  las  arruinadas  en  sus 
solares ,  se  les  obligue  á  su  venta  á  tasación ,  para  que  el 
comprador  lo  ejecute  ;  y  cuidar  de  que  las  entradas  y  salidas 
de  los  pueblos  estén  bien  compuestas  ;  ordenanza  de  inlend. 
de  1749,  é  instr.  de  corregid,  de  1788  (  ley  2,  Ut.  32,  lib.  7, 
Nov.  Rec. 

Está  prohibido  bajo  severas  penas  el  correr,  galopar  ó 
trotar  apresuradamente  por  las  calles  de  la  corte  con  co- 
ches ,  calesines  ú  otros  carruajes ,  ó  en  muías  ó  caballos , 
como  igualmente  el  llevar  perros  de  presa  sin  bozal ,  ó  freno 
seguro  que  les  impida  hacer  daño.  Véase  Animales. 

El  que  de  alguna  casa  echare  á  la  calle  agua  ú  otra  cosa 
que  haga  daño,  debe  pagarlo  doblado;  y  no  constando  el 
causante,  lo  satisfarán  todos  los  moradores,  escepto  el  hués- 
ped :  mas  si  el  daño  fuese  muerte  de  alguna  persona  ,  dará 
cincuenta  maravedís  de  oro  para  sus  herederos  y  el  fisco 
por  mitad  ;  ley  25,  lit,  15,  Part.  7. 

El  que  en  su  casa  tuviere  colgada  ó  pendiente  alguna  cosa 
que  puede  caer  á  la  calle  y  hacer  daño  á  los  transeúntes, 
incurre  en  la  multa  de  diez  maravedís  de  oro  para  el  de- 
nunciador y  el  fisco  por  mitad  ;  y  si  efectivamente  cayese  é 
hiciese  daño,  habrá  de  pagar  las  penas  contenidas  en  la  ley  25 
que  se  ha  citado  en  el  párrafo  anterior;  ley  26,  Ut.  15, 
Part.  7. 

CALLE  hita.  Modo  adverbial  de  que  se  usa  cuando  se 
visitan  todas  las  casas  de  una  calle,  para  empadronar  los  ve- 
cinos ó  para  otros  fines;  y  significa  casa  por  casa,  sin  dejar 
alguna. 

GAMA.  El  lecho  que  sirve  para  dormir  y  descansar  en 
él  las  personas.  Las  camas  que  necesita  el  deudor  y  su  fa- 
milia no  pueden  embargarse  en  los  juicios  ejecutivos  por 
ninguna  clase  de  deudas.  Véase  Ejecución  y  Lecho. 

C  AMAD  A.  Todos  los  hijuelos  que  pare  de  una  vez  la 
hembra  de  un  animal  y  se  hallan  juntos  en  uaa  misma 
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parle.  La  ley  ofrece  cierto  premio  al  que  coja  una  carnada 
de  animales  dañinos,  á  fin  de  fomentar  el  esterminio  de  es- 
tos. Véase  Animales  nocivos. 

CÁMARA.  En  el  palacio  real  es  la  pieza  donde-  solo 
tienen  entrada  los  gentiles  hombres  y  ayudas  de  cámara,  los 
embajadores  y  algunas  otras  personas  de  distinción.  An- 
tiguamente se  llamaba  así  la  residencia  ó  corte  del  rey  ó  del 
poseedor  de  algún  estado;  y  de  aquí  viene  el  decirse  de  la 
ciudad  de  Burgos  que  es  cabeza  de  Castilla  y  cámara  de  S.  M. 
También  se  denominaba  cámara  en  lo  antiguo  el  consejo  ó 
ayuntamiento  de  cualquiera  ciudad,  villa  ó  lugar. 

CÁMARA  de  castilla.  Consejo  supremo  que  se  com- 
ponía del  presidente  ó  gobernador  del  de  Castilla  y  de  algu- 
nos ministros  de  él  sin  número  fijo.  Proponía  al  rey  personas 
para  las  plazas  de  los  consejos,  chancillerías  y  audiencias, 
corregimientos  y  otros  oficios  de  justicia,  como  también  para 
jos  arzobispados ,  obispados  y  otras  dignidades  y  prebendas 
de  presentación  real,  y  conocía  privativamente  de  todas  las 
causas  y  negocios  del  real  patronato.  Por  este  consejo  corría 
el  despacho  de  las  gracias  que  el  rey  hacia  de  grandes  de 
España,  duques,  marqueses  y  condes,  y  de  otras  dignida- 
des y  empleos  ;  la  convocación  á  Cortes  del  reino  para  el 
juramento  de  los  reyes  y  príncipes  herederos  ;  la  concesión 
de  licencias  para  fundar  mayorazgos,  de  dispensas  de  ley  y 
de  privilegios;  los  indultos  de  penas  impuestas  á  varios  de- 
litos, y  otros  asuntos  de  gran  consideración.  Llamóse  cá- 
mara porque  en  su  principio  asistían  al  despacho  en  la  cá- 
mara ó  cuarto  del  rey  algunos  ministros  del  consejo  de 
Castilla  que  elegía  S.  M.  para  que  le  aconsejasen  en  la  reso- 
lución de  los  negocios,  á  cuyo  fin  seguian  la  corte,  hasta  que 
en  el  año  de  1588  erigió  Felipe  II  la  cámara  en  consejo  ó 
tribunal,  denominándole  déla  cámara  ,  designándole  nego- 
cios determinados,  y  dándole  instrucciones  para  su  gobierno. 
Tratan  de  la  cámara  y  sus  atribuciones  las  leyes  del  título  k, 
libro  h  de  la  Novísima  Recopilación. 

CÁMARA  de  comptos.  Tribunal  de  Navarra  que  cono- 
cía de  los  negocios  de  hacienda. 

CÁMARA  de  indias.  Tribunal  compuesto  de  ministros 
del  consejo  de  Indias  que  ejercía  respecto  de  los  dominios  de 
ultramar  las  mismas  funciones  que  la  cámara  de  Castilla  res- 
pecto de  la  península.  Fué  erigida  la  cámara  de  Indias  por 
Felipe  II  en  el  año  de  1600,  suprimida  por  Felipe  III  en  1609, 
y  restablecida  por  Felipe  IV  en  16M. 

CÁMARA  de  guerra.  Consejo  supremo  que  se  compo- 
nía del  decano  y  cuatro  ministros  del  de  guerra  con  los  mis- 
mos honores  que  los  de  la  cámara  de  Castilla,  y  tenia  el  en- 
cargo de  proponer  personas  para  ciertos  empleos  militares 
y  conocer  de  varios  negocios  radicados  antes  y  ahora  en  la 
secretaría  del  despacho  universal  de  este  ramo. 

CÁMARA  real  ó  de  casa  real.  Es  en  palacio  el  cuarto 
en  que  habita  el  rey.  Los  individuos  empleados  en  la  servi- 
dumbre de  la  real  cámara,  cuales  son  el  sumiller  de  corps, 
los  gentiles  hombres ,  los  ayudas  de  cámara ,  el  secretario, 
oficiales  y  porteros,  el  jefe  del  oficio  de  guardaropa  con  sus 
ayundantes,  mozos ,  sastres  y  oficiales,  los  médicos,  ciruja- 
nos, sangradores,  boticario  mayor  y  sus  dependientes,  pelu- 
queros, zapateros,  lavanderas  y  almidonadoras  ,  gozaban  de 
iuero  privilegiado  en  sus  causas  civiles  y  criminales,  con 
arreglo  alas  leyes  del  tít..l2,  lib.  3,  Nov.  Rec.  Pero  por 
real  orden  de  29  de  setiembre  de  1856  se  declaró  que  el 
juzgado  de  la  casa  real  habia  quedado  suprimido  de  pleno 
derecho  por  la  publicación  de  la  Constitución  política  de  la 
monarquía.  Yéase  Fuero  de  casa  real. 

CARIARA  del  rey.  El  fisco  real.  Fisco  y  cámara  _del 
rey,  dice  Hugo  Celso  en  su  Reportorio,  son  una  misma  cosa 
en  sustancia.  Ñola  cameram  regiam  idem  esse  quod  fiscum  , 
dice  Gregorio  López  en  la  glosa  1  de  la  ley  55,  tít.  15,  Part.  S. 
Asi  es  que  los  privilegios,  derechos  y  penas  pecuniarias  que 


se  conceden  ó  aplican  por  las  leyes  á  la  cámara  del  rey  ó  á 
la  real  cámara  ,  se  entiende  que  se  aplican  ó  conceden  al 
fisco.  Véase  Fisco. 

[  *  CÁMARA  DE  diputados  (de  la  república  de  Méjico). 
La  5a.  ley  constitucional  después  de  decjr  en  su  artículo  Io. 
que  :  El  ejercicio  del  Poder  Legislativo  se  deposita  en  el 
Congreso  general  de  la  Nación ,  el  cual  se  compondrá  de  dos 
Cámaras,  continúa  así  : 

■  Art.  2.  La  base  para  la  elección  de  Diputados  es  la  po- 
blación. Se  elegirá  un  Diputado  por  cada  ciento  cincuenta 
mil  habitantes,  y  por  cada  fracción  de  ochenta  mil.  Los  De- 
partamentos que  no  tengan  este  número,  elegirán  sin  "em- 
bargo un  Diputado.  Se  elegirá  un  número  de  suplentes  igual 
al  de  propietarios. 

Art.  3.  Esta  Cámara  se  renovará  por  mitad  cada  dos  años  : 
el  número  total  de  Departamentos  se  dividirá  en  dos  seccio- 
nes proporcionalmente  iguales  en  población  :  el  primer  bie- 
nio nombrará  sus  Diputados  una  sección,  y  el  siguiente  la 
otra,  y  así  alternativamente. 

Art.  h.  Las  elecciones  de  Diputados  se  harán  en  los  De- 
partamentos el  primer  domingo  de  octubre  del  año  anterior 
á  la  renovación ,  y  los  nuevos  electos  comenzarán  á  funcio- 
nar en  enero  del  siguiente  año. 

Una  ley  particular  establecerá  los  dias,  modo  y  forma  de 
estas  elecciones,  el  número  y  las  cualidades  de  los  elec- 
tores (1). 

Art.  S.  Las  elecciones  de  los  Diputados  serán  calificadas 
por  el  Senado,  reduciendo  esta  Cámara  su  calificación  á  si 
en  el  individuo  concurren  las  cualidades  que  exige  esta  ley, 
y  si  en  las  juntas  electorales  hubo  nulidad  que  vicie  esen- 
cialmente la  elección. 

En  caso  de  nulidad  en  el  cuerpo  electoral,  se  mandará 
subsanar  el  defecto  :  en  el  de  nulidad  de  los  electos,  se  re- 
petirá la  elección,  y  en  el  de  nulidad  en  el  propietario  y  no 
en  el  suplente,  vendrá  este  por  aquel. 

En  todo  caso  de  falta  perpetua  del  propietario  se  llamará 
al  suplente. 

Art.  6.  Para  ser  Diputado  se  requiere. 

I.  Ser  mejicano  por  nacimiento  ó  natural  de  cualquiera 
parte  de  la  América  que  en  1810  dependía  de  la  España,  y 
sea  independiente,  si  se  hallaba  en  la  República  al  tiempo 
de  su  emancipación. 

II.  Ser  ciudadano  mejicano  en  actual  ejercicio  de  sus  de- 
rechos, natural  ó  vecino  del  Departamento  que  lo  elige. 

III.  Tener  treinta  años  cumplidos  de  edad  el  dia  de  la 
elección. 

IV.  Tener  un  capital  (físico  ó  moral)  que  le  produzca  al 
individuo  lo  menos  mil  quinientos  pesos  anuales. 

Art.  7.  No  pueden  ser  electos  Diputados  :  el  Presidente 
de  la  República  y  los  miembros  del  Supremo  Poder  Conser- 
vador mientras  lo  sean  y  un  año  después  :  los  individuos  de 
la  Suprema  Corte  de  Justicia  y  de  la  Marcial  :  los  Secreta- 
rios del  Despacho  y  oficiales  de  su  secretaría  :  los  empleados 
generales  de  Hacienda  :  los  Gobernadores  de  los  Departa- 
mentos mientras  lo  sean  y  seis  meses  después  :  los  muy  re- 
verendos Arzobispos  y  Obispos ,  Gobernadores  de  mitras , 
Provisores  y  Vicarios  generales ,  los  Jueces ,  Comisarios  y 
Comandantes  generales  por  los  Departamentos  á  que  se  es- 
tienda su  jurisdicción ,  encargo  ó  ministerio. 

CÁMARA  de  senadores.  Art.  8.  Esta  se  compondrá  de 
veinte  y  cuatro  Senadores  nombrados  en  la  manera  si- 
guiente. 

En  cada  caso -de  elección,  la  Cámara  de  Diputados,  el 
Gobierno  enjunladeMinístros  y  la  Suprema  Corte  de  Justicia 
elegirán  cada  uno  á  pluralidad  absoluta  de  votos  un  número 
de  individuos  igual  al  que  debe  ser  de  nuevos  Senadores. 

(1  )  Esta  ley  es  la  de  50  de  noviembre  de  1856. 
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Las  tres  lisias  que  resultarán  serán  autorizadas  por  los 
respectivos  Secretarios,  y  remitidas  á  las  Juntas  departa- 
mentales. 

Cada  una  de  estas  elegirá  precisamente  de  los  compren- 
didos en  las  listas  el  número  que  so  debe  nombrar  de  Sena- 
dores, y  remitirá  la  lista  especificativa  de  su  elección  al 
Supremo  Poder  Conservador. 

Este  las  examinará  ,  calificará  las  elecciones,  ciñéndose  â 
lo  que  prescribe  el  art.  5 ,  y  declarará  Senadores  á  los  que 
hayan  reunido  la  mayoría  de  votos  de  las  Juntas,  por  el  or- 
den de  esa  mayoría ,  y  decidiendo  la  suerte  entre  los  de  nú- 
meros iguales. 

Art.  9.  El  Senado  se  renovará  por  terceras  partes  cada  dos 
años,  saliendo  al  fin  del  primer  bienio  los  ocho  últimos  déla 
lista  :  al  fin  del  segundo  los  ocho  de  en  medio ,  y  desde  fin 
del  tercero  en  adelante  los  ocho  mas  antiguos. 

Art.  10.  Las  elecciones  que  deben  verificar  la  Cámara  de 
Diputados,  el  Gobierno  y  la  Suprema  Corte  de  Justicia ,  con 
arreglo  al  art.  8,  se  harán  precisamente  en  3  de  junio  del 
año  próximo  anterior  á  la  renovación  parcial.  En  15  del  in- 
mediato agosto  verificarán  la  suya  las  Juntas  departamenta- 
les; y  la  calificación  y  declaración  del  Supremo  Poder  Con- 
servador se  verificarán  en  Io.  de  octubre  del  mismo  año  ,  é 
inmediatamente  participará  el  Ejecutivo  el  nombramiento  á 
los  electos. 

Art.  11.  La  vacante  de  un  Senador  se  reemplazará  por 
elección  hecha  en  el  método  que  prescribe  el  art.  8;  el  elec- 
to entrará  á  ocupar  el  lugar  vaco,  y  durará  el  tiempo  que 
debia  durar  el  que  faltó. 

Art.  12.  Para  ser  Senador  se  requiere: 

L  Ser  ciudadano  en  actual  ejercicio  de  sus  derechos. 

II.  Ser  mejicano  por  nacimiento. 

III.  Tener  de  edad  el  dia  de  la -elección  treinta  y  cinco 
años  cumplidos. 

IV.  Tener  un  capital  (físico  ó  moral)  que  produzca  al  in- 
dividuo, lo  menos  dos  mil  quinientos  pesos  anuales. 

Art.  13.  No  pueden  ser  Senadores  el  Presidente  de  la  Re- 
pública, mientras  lo  sea,  y  un  año  después  :  los  miembros 
del  Supremo  Poder  Conservador  :  los  de  la  Suprema  Corte 
de  Justicia  y  de  la  Marcial  :  los  Secretarios  del  Despacho  ,  y 
oficiales  de  sus  Secretarías  :  los  empleados  generales  de  Ha- 
cienda :  ni  los  Gobernad  >res  de  los  Departamentos  mientras 
lo  sean  ,  y  seis  meses  después.  ] 

CAMARERÍA.  El  empleo  ú  oficio  de  camarero  ;  y  el 
descuento  de  cuarenta  maravedís  por  millar  que  llevaba  el 
camarero  de  las  libranzas  estraordinarias  que  el  rey  man- 
daba dar.  En  tiempo  del  rey  D.  Pedro  se  estendió  este  des- 
cuento á  los  sueldos  durante  la  guerra  de  los  Moros. 

CAMARERO.  En  la  casa  real  de  Castilla  se  llamaba  ca- 
marero ó  camarero  mayor  el  jefe  de  la  cámara  del  rey,  hasta 
juc  se  introdujo  el  estilo  y  los  nombres  de  la  casa  de  Bor- 
goña,  y  se  llama  sumiller  de  corps.  Véase  Fuero  de  casa 
real. 

En  algunos  lugares  se  da  el  nombre  de  camarero  al  que 
tiene  á  su  cargo  el  trigo  del  pósito  ó  de  los  diezmos  y  ter- 
cias. 

CAMARISTA.  Cualquiera  de  los  ministros  del  consejo 
de  la  cámara. 

CAMARLENGO.  En  la  casa  real  de  Aragon  se  llamaba 
así  el  jefe  de  la  cámara  del  rey.  Era  dignidad  de  grandes 
preeminencias,  y  correspondía  en  partea  la  que  hubo  de 
camarero  en  la  casa  real  de  Castilla. 

CAMBIADOR  ó  cambiante.  El  que  cambia  ó  trueca  una 
cosa  por  otra  ;  el  cambista  ;  y  el  que  reduce  las  monedas  de 
una  especie  á  otra  por  cierto  interés.  Véase  Cambio  y  Cam- 
bista. 

CAMBIAR.  Trocar  ó  permutar  una  cosa  por  otra;  y  dar 
ó  tomar  dinero  á  cambio,  Esta  palabra  según  unos  es  goda  ó 


lombarda ,  y  según  otros  latina ,  tomada  del  verbo  cambira. 
En  nuestro  antiguo  idioma  se  pronunciaba  cumiar,  camio. 

CAMBIATARIO.  Aquel  en  cuyo  favor  hace  el  cambia- 
dor ó  cambista  la  permnla  de  dinero  ;  de  suerte  que  el  que 
da  á  cambio  para  obtener  algún  lucro  se  llama  cambista ,  y 
el  que  toma  á  cambio  y  da  el  lucro  se  dice  cambialario. 

CAMBIO.  Esta  palabra  tiene  en  las  leyes  y  en  el  uso 
común  diferentes  acepciones,  pues  significa  :  —  Io.  el  true- 
que ó  permuta  dé  una  cosa  por  otra  :  —  2o.  entre  negocian- 
tes el  acto  de  tomar  dinero,  obligándose  por  cierto  premio  á 
ponerlo  en  la  parte  que  se  ajusta  :  —  5o.  el  aumento  ó  di- 
minución de  valor  que  se  da  á  la  moneda  de  plata  ú  oro  al 
tiempo  de  la  paga  en  las  provincias  adonde  se  deslina  : 
h°.  el  interés  que  se  lleva  por  pagar  las  letras  :  —  b°.  el 
lugar,  casa  ú  oficina  donde  se  hacen  los  cambios  :  —  0o.  el 
cambista ,  que  es  el  que  tiene  por  oficio  tomar  el  dinero  en 
una  parte  y  darlo  en  otra. 

Cambio  pues  en  primer  lugar  es  el  trueque  ó  permuta  de 
una  cosa  por  otra  (1),  esto  es,  un  contrato  por  el  cual  se  dan 
ó  prometen  darse  recíprocamente  los  contrayentes  una  cosa 
por  otra.  En  este  sentido  habla  del  cambio  el  título  G  de  la 
Partida  5  ;  pero  el  cambio  tomado  así  en  general  se  conoce 
ahora  mas  comunmente  con  el  nombre  de  permuta,  y  así  se 
tratará  de  él  en  el  artículo  Permuta. 

Lá  palabra  cambio  se  aplica  en  el  dia  especialmente  al 
trueque  ó  permuta  de  dinero  por  dinero.  En  esta  acepción 
se  diferencia  el  cambio  :  —  1°.  de  la  simple  permuta  ,  por- 
que en  esta  se  entrega  una  cosa  por  otra,  de  cualquiera  es- 
pecie que  sean ,  y  en  aquel  no  se  entrega  sino  precisamente 
dinero  por  dinero  :  —  2o.  de  la  compra  y  venta,  porque  en 
ella  no  se  entrega  dinero  por  dinero,  sino  dinero  por  otra 
cosa  mueble  ó  raiz  :  —  5°.  del  mutuo  ó  préstamo,  porque  en 
el  cambio  puede  hacerse  la  entrega  del  dinero  á  un  mismo 
tiempo  por  ambas  partes,  y  en  el  mutuo  se  entrega  dinero 
ú  otra  cosa  por  una  de  las  parles  para  que  la  otra  lo  restituya 
en  otro  tiempo  ;  porque  el  cambio  consiste  solo  en  dinero,  y 
el  mutuo  suele  hacerse  también  en  otras  cosas  ;  y  porque  en 
el  cambio  media  siempre  alguna  diversidad  en  cuanto  á  la 
moneda  ó  en  cuanto  al  lugar,  y  en  el  mutuo  puede  resti- 
tuirse la  misma  cosa  y  en  el  mismo  lugar  :  —  k°.  del  depó- 
sito, porque  en  el  cambio  se  trasfiere  el  dominio  del  dinero 
del  cambiatario  en  el  cambista  y  al  revés,  pero  en  el  depó- 
sito no  pasa  al  depositario  el  dominio  de  la  cosa  depositada. 

El  cambio  es  de  dos  maneras,  real  y  seco.  Cambio  real  es 
aquel  en  que  real  y  verdaderamente  se  trueca  un  dinero  por 
otro  ;  y  se  subdivide  en  minuto  y  local. 

Cambio  minuto,  que  también  se  dice  manual,  es  el  true- 
que de  un  dinero  presente  por  otro  dinero  también  pre- 
sente, ó  el  trueque  actual  que  se  hace  de  unas  monedas  por 
otras  pagando  cierto  interés,  como  cuando  se  cambian  mo- 
nedas de  cobre  por  monedas  de  plata,  monedas  de  piala  por 
monedas  de  oro,  monedas  nacionales  por  estranjeras,  nuevas 
por  viejas,  defectuosas  por  legítimas  ó  al  conlrario.  Llámase 
minuto  este  cambio,  porque  en  él  se  truecan  frecuentemente 
las  monedas  mayores  por  las  menores  para  el  gasto  diario, 
ó  las  menores  por  las  mayores  para  guardarlas  ó  traspor- 
tarlas ;  y  se  dice  manual,  porque  se  hace  entregando  real- 
mente las  monedas  de  mano  en  mano  y  no  por  letras. 

Convienen  hasta  los  teólogos  en  que  es  lícito  en  el  cambio 
minuto  llevarse  algún  premio  ó  roteres  moderado  por  razón 
del  trabajo,  incomodidad,  oficio  de  cambiar  y  gastos  que 
tiene  el  cambista,  como  también  por  la  comodidad  y  ventajas 
que  resultan  al  cambiatario,  y  asimismo  por  la  esëéîenda 
del  metal,  rareza  ó  escasez  de  las  monedas,  su  antigüedad  y 
particular  afección  que  á  ellas  se  tuviere.  En  1051  se  pêr- 
niitió  llevar  por  trueque  de  la  moneda  de  vellón  á  plata  ú  oro 

(l)  Véase  al  P.  Murillo,  lib.  5.  u.  257. 


CA 


397  — 


CA 


cincuenta  por  ciento  ;  y  despues  se  prohibió  llevar  cosa  al- 
guna por  el  trueque  de  vellón  á  plata.  En  el  dia  se  arregla  el 
premio  convencionalmente  entre  las  partes  según  la  costum- 
bre del  pais,  y  la  mayor  ó  menor  demanda  que  hay  de  las 
monedas  de  tal  ó  tal  clase, 

Cambio  local ,  que  también  se  llama  mercantil  ó  por  le- 
tras, es  el  trueque  ó  la  permuta  de  un  dinero  que  está  presente 
por  otro  que  está  ausente  en  distinto  lugar,  dando  letras  para 
que  en  él  se  entregue  ;  ó  bien ,  un  contrato  en  cuya  virtud 
recibe  uno  en  un  lugar  cierta  cantidad  de  dinero ,  dando  su 
equivalente  en  una  letra  pagadera  por  su  cuenta  en  otro  lugar; 
ó  como  dicen  algunos  ,  el  comercio  del  dinero  ó  de  las  letras 
de  cambio  que  lo  representan  ;  ó  finalmente,  la  negociación  de 
giro  por  la  cual  una  persona  trasporta  á  otra  los  fondos  que 
tiene  en  algún  punto  ,  por  un  precio  en  que  se  convienen  ó 
que  está  arreglado  en  la  plaza  por  el  comercio.  Llámase 
cambio  local  ó  por  letras,  porque  se  hace  de  un  lugar  á  otro 
mediante  una  letra  en  que  la  persona  que  ha  recibido  la  can- 
tidad manda  á  su  corresponsal  que  la  pague  á  la  que  la  ha 
entregado  ó  á  su  orden;  y  se  dice  mercantil  por  el  uso  que 
diariamente  se  hace  de  este  contrato  en  el  comercio. 

El  que  recibe  la  cantidad  y  da  la  letra  se  llama  librador; 
y  el  que  toma  la  letra  y  da  la  cantidad  se  llama  tomador.  El 
librador,  hablando  en  general ,  tiene  derecho  á  cierto  interés 
ó  premio  por  razón  de  su  trabajo ,  de  su  incomodidad  y  de 
sus  gastos,  y  por  las  ventajas  que  procura  al  tomador  tras- 
ladándole virtualmente  el  dinero  al  lugar  donde  lo  necesita 
y  ahorrándole  los  gastos,  dilaciones  y  peligros  del  trasporte. 
Este  interés  ó  premio  tiene  igualmente  el  nombre  de  cambio, 
como  el  contrato  que  lo  produce  ;  es  proporcionado  á  la 
mayor  ó  menor  distancia  de  los  lugares ,  y  á  la  combinación 
de  ciertas  causas  que  seria  largo  desenvolver,  y  cuyo  cono- 
cimiento forma  la  ciencia  del  cambista  ó  banquero  ;  pero  or- 
dinariamente no  es  superior  á  la  estimación  de  los  gastos  y 
riesgos  del  trasporte  real  del  dinero ,  pues  en  caso  de  serlo 
seria  preferido  al  cambio  este  último  medio.  Véase  Letra 
de  cambio. 

Cambio  seco  es  el  negocio  que  se  hace  dando  dinero  á 
cambio  con  letra  fingida,  que  no  se  ha  de  cobraren  el  lu- 
gar que  dice  ,  sino  en  el  mismo  en  que  se  ha  librado,  y 
sirve  para  ocultar  el  lucro  que  resulta  al  que  da  el  dinero  , 
como  si  mediase  letra  verdadera.  Tomas  tú  ,  por  ejemplo, 
cierta  cantidad  de  dinero  de  un  cambista  de  Madrid  ,  y  le 
das  por  ella  una  letra  de  cambio  sobre  Cádiz  á  cargo  de  un 
sugeto  que  no  'es  corresponsal  ni  deudor  tuyo  :  sabe  el  cam- 
bista que  la  letra  se  le  ha  de  volver  protestada ,  y  que  tú 
eres  quien  ha  de  hacerle  aquí  el  pago  de  su  importe;  pero 
su  objeto  es  percibir  el  derecho  de  cambio  y  tal  vez  el  de 
recambio ,  y  sacar  así  el  interés  de  su  dinero  :  hé  aquí  un 
contrato  de  cambio  seco.  Mas  el  contrato  de  cambio  seco  , 
según  se  echa  de  ver  por  esta  esplicacion,  no  es  propia  y 
realmente  un  contrato  de  cambio,  sino  un  simple  mutuo  ó 
préstamo  de  dinero  ,  disfrazado  con  la  apariencia  de  con- 
trato de  cambio  ;  y  por  consiguiente  la  ganancia  del  cambio 
y  recambio  que  el  que  dio  el  dinero  percibe  de  aquel  á  quien 
lo  entregó  por  una  letra  imaginaria  ,  viene  á  ser  un  verda- 
dero interés  del  dinero  prestado.  Y  como  el  interés  por  el 
préstamo  se  ha  mirado  hasta  nuestros  tiempos  con  cierta 
especie  de  horror,  y  aun  se  han  impuesto  penas  severísimas 
á  los  que  lo  estipulaban ,  era  natural  que  se  condenasen 
también  como  usurarios  los  cambios  secos ,  según  se  conde- 
naron y  proscribieron  por  la  ley  h,  tít.  3,  lib  9,  Nov.  Rec,  y 
por  los  papas  y  los  teólogos,  que  dicen  haberse  dado  la  de- 
nominación de  secos  á  estos  cambios,  porque  carecen  de.  la 
humedad  de  la  justicia,  esto  es,  de  titulo  justo  para  produ- 
cir lucro.  Pero  siendo  como  parece  ser  el  cambio  seco  un 
arbitrio  que  se  escogitó  para  adquirir  dinero  prestado  y  elu- 
dir las  leyes  dadas  contra  la  usura,  es  claro  que  debe  seguir 


la  suerte  del  ínteres  del  dinero,  y  que  en  los  casos  en  que 
este  sea  lícito  lo  será  igualmente  aquel  en  la  misma  forma  : 
bien  que  en  el  estado  actual  de  la  legislación,  de  la  opinion 
y  de  las  costumbres,  apenas  pueden  verse  en  la  necesidad 
de  recurrir  al  medio  del  cambio  seco  los  que  quieran  hacerse 
con  dinero  á  ínteres.  Véase  ínteres  del  dinero. 

CAMBIO  marítimo.  En  el  comercio  marítimo  es  un  con- 
trato por  el  que  una  persona  presta  á  otra  cierta  cantidad 
de  dinero  sobre  objetos  espuestos  á  riesgos  del  mar ,  con  la 
condición  de  que  pereciendo  estos  objetos  pierda  el  dador  la 
suma  prestada,  y  llegando  á  buen  puerto  los  objetos  se  le 
devuelva  la  suma  con  un  premio  convenido.  Este  cambio  es 
conocido  mas  bien  con  los  nombres  de  contrato  á  la  gruesa 
y  préstamo  á  riesgo  marítimo.  Véase  Préstamo  ci  riesgo  ma- 
rítimo. 

f  Para  uniformar  los  cambios  se  promulgó  en  18  de  fe- 
brero de  18^7  un  real  decreto  que  contiene  U  artículos,  sien- 
do el  primero  y  segundo  como  siguen  : 

Artículo  Io.  Los  cambios  de  España  con  el  estranjero  se  ar- 
reglarán al  tipo  de  un  peso  fuerte  de  20  rs.  vn.  por  la 
cantidad  variable  de  tantos  francos  y  céntimos  sobre  Bélgica, 
tantos  bajocos  sobre  los  Estados  pontificios ,  tantas  libras 
nuevas  sobre  los  Estados  sardos  ,  tantos  francos  y  céntimos 
sobre  Francia,  tantos  dineros  de  gros  sobre  Hamburgo, 
tantos  florines  y  céntimos  sobre  Holanda,  tantos  granos  so- 
bre Ñapóles  ,  tantos  reís  sobre  Portugal,  tantos  copeches 
sobre  Rusia  y  tantos  peniques  sobre  Inglaterra.  Si  en  los 
paises  estranjeros  hubiese  alguna  variación  de  monedas,  ó 
se  abriesen  en  España  nuevos  cambios  sobre  alguno  de  aque- 
llos ,  los  colegios  de  agentes  de  cambios  y  corredores  adop- 
tarán el  sistema  provisional  que  pareciese  mas  conveniente 
sobre  el  tipo  constante  del  peso  fuerte  hasta  la  resolución  de 
la  consulta  que  dirigirán  al  Gobierno  por  el  ministerio  com- 
petente. 

Art.  2o.  Las  notas  de  precios  que  se  publican  por  corre- 
dores de  las  plazas  se  arreglarán  á  la  moneda  efectiva  de 
rs.  vn.  por  el  número,  pesos  ó  medidas  españolas,  como  está 
mandado  por  la  ley  de  26  de  enero  de  1801 ,  que  es  la  o  del 
lib.  9°.,  tít.  9o.  de  la  Novísima  Recopilación. 

CAMBISTA.  El  que  tiene  por  oficio  tomar  dinero  en 
una  parte  y  darlo  en  otra,  girando  para  ello  la  letra  corres- 
pondiente por  cierto  ínteres.  Véase  Banquero. 

CAMINO.  La  tierra  hollada  por  donde  transitan  los  pa- 
sajeros de  unos  pueblos  á  otros,  ó  por  donde  se  va  de  un 
punto  á  otro.  Esta  voz  viene,  según  algunos ,  de  una  pala- 
bra hebrea  que  significa  andar  ó  rodear,  y  segun  otros  del 
nombre  arábigo  caymum  que  significa  terreno  destinado 
para  ir  de  una  parte  á  otra. 

Los  caminos  son  públicos  ó  privados.  Caminos  públicos  son 
los  que  van  de  un  pueblo  à  otro  ;  y  privados  los  que  solo 
sirven  para  el  paso  á  las  heredades  de  algún  distrito.  Unos 
y  otros  pueden  ser  carreteros  ó  de  herradura  :  son  carrete- 
ros ó  carriles  aquellos  por  donde  se  puede  andar  en  carrua- , 
íes;  V  de  herradura  aquellos  por  donde  solo  pasan  caba- 
llenas. 

Los  caminos  públicos  son  ó  reales  ó  de  travesía.  Caminos 
reales  son  los  mas  frecuentados  por  donde  se  va  à  las  princi- 
pales ciudades  del  reino;  y  se  dicen  cabdales  ó  caudales, 
que  es  lo  mismo  que  capitales  ó  cabezales ,  porque  son  ca- 
beza y  principio  de  otros  ,  y  porque  conducen  á  los  pueblos 
de  mas  importancia.  Caminos  trasversales  ó  de  travesía  son 
los  que  dentro  de  cada  provincia  sirven  para  (al  comunica- 
ciones entre  los  pueblos  que  la  componen  y  con  los  limítrofes 
de  las  inmediatas. 

El  uso  de  los  caminos  públicos  es  común  á  todos  los  natu- 
rales del  reino,  y  aun  á  los  estranjeros,  rey  0,  ///.  28, 
Part.  5  ;  y  nadie  puede  adquirir  su  dominio  por  prescripción, 
ley  7,  tít.  29,  Part.  3. 
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La  propiedad  de  los  caminos  reales  pertenece  al  rey  ó  sea 
al  Estado  ;  y  la  de  los  de  travesía  á  las  ciudades ,  villas  ó  lu- 
gares por  cuyo  territorio  pasaren;  ley  o,  lit.  16,  lib.  8  del 
orden,  de  Alcalá  ;  ley  18,  til.,  h,  lib.  h  del  Fuero  Real;  leyes  6 
y  9,  til.  28,  y  ley  23,  lit.  32,  Pari.  5. 

El  que  hiciere  casa  ,  edificio  ú  otra  labor  en  camino  pú- 
blico debe  deshacerla  á  sus  espensas ,  salvo  si  el  concejo 
quisiere  retenerla  en  beneficio  común  del  pueblo;  ley  23, 
til.  32,  Parí.  3;  y  hay  acción  popular  para  la  denuncia, 
ley  3,d.  lit.  y  Part. 

El  que  cierra  ó  embaraza  un  camino  público ,  incurre  en 
la  pena  de  cien  maravedís  para  el  fisco,  y  debe  quitar  á  su 
costa  el  cerramiento  ó  embarazo  ;  ley  /|9,  til.  32  del  ord.  de 
Alcalá,  que  es  la  ley  1,  lit.  5b,  lib.  7,  Nov.  llec. 

El  que  encuentre  cerrado  un  camino  usado,  puede  abrirlo 
por  sí  á  costa  del  que  lo  cerró  ;  ley  2  ,  lit.  6  ,  lib.  k  ,  Fuero 
Real. 

El  que  hiciere  silo ,  pozo  ú  otro  hoyo  en  camino ,  plaza  ú 
otro  lugar  público,  queda  responsable  del  daño  que  resulte 
á  persona  ó  bestia  que  en  él  cayere;  ley  19  ,  til.  h  del  Fuero 
Real. 

Cualquiera  puede  cortar  impunemente  las  ramas  de  árbol 
-que  cuelguen  sobre  camino  público  é  impidan  el  libre  paso; 
ley  28,  til.  Ib,  Part.  7. 

Las  justicias  y  concejos  de  los  pueblos  deben  tener  abier- 
tos, reparados  y  corrientes  los  caminos  públicos  en  sus  tér- 
minos respectivos  :  cuidar  de  que  los  labradores  no  los  aren' 
ni  se  introduzcan  en  ellos  y  los  estrechen  ,  poniendo  á  este 
fin  sus  fitas  ó  mojones,  y  procediendo  contra  los  que  ocupa- 
ren alguna  parte  con  las  penas  y  multas  correspondientes  al 
esceso/,  á  mas  de  obligarles  á  la  reposición  á  su  costa  :  hacer 
que  en  todos  los  sitios  donde  se  junten  uno ,  dos  ó  mas  ca- 
minos principales,  se  ponga  y  conserve  un  poste  de  piedra 
levantado  proporcionalmente  con  un  letrero  que  diga  camino 
para  tal  parle ,  advirtiendo  y  distinguiendo  los  que  fueren 
para  carruaje  y  los  de  herradura  :  poner  pilares  en  los  puer- 
tos secos  para  la  distinción  del  camino  en  tiempo  de  nieve  : 
reconocer  por  sí  ó  por  sus  guardas  con  frecuencia  los  cami- 
nos y  despoblados  para  mantenerlos  limpios  de  malhecho- 
res, bajo  la  pena  de  responder  de  cualquier  robo  ó  insulto 
que  por  su  negligencia  se  cometiere  en  su  distrito;  leyes  2, 
k  y  b,  til.  3b,  lib.  7,  Nov.  Rec. 

Madrid  se  considera  como  centro  de  todas  las  líneas  que 
forman  los  caminos  generales  del  reino ,  y  en  ellos  se  dan  á 
cada  legua  ocho  mil  varas  castellanas  de  Burgos.  Las  leguas 
se  empiezan  á  contar  desde  las  puertas  de  Madrid,  y  deben 
estar  señaladas  con  pilares  altos  de  piedra  que  en  letras  ro- 
manas espresen  las  que  hay  hasta  la  corte;  real  orden  de  1G 
de  enero  de  1769;  nota  1  del  lit.  5b ,  lio.  7  ,  Nov.  Rec.  Véase 
Legua. 

Por  real  cédula  de  1  de  noviembre  de  1772  (ley  6,  lit.  5b, 
lib,.  7  ,  Nov.  Rec.)  se  dispone ,  que  para  la  conservación  de 
todos  los  caminos  generales,  construidos  y  que  se  vayan 
construyendo  en  el  reino ,  se  observen  las  reglas  siguientes  : 
—  Io.  que  en  las  márgenes  de  los  citados  caminos  que  se 
componen  de  murallas  ó  paredes  cobijadas  con  losas,  se 
tenga  cuidado  de  reponer  prontamente  cualquiera  piedra 
cobija  que  de  ellas  se  caiga  por  algún  golpe  de  carro  ú 
otro  accidente  :  —  2o.  que  en  estos  caminos  se  use  de  car- 
ros con  ruedas  de  llanta  ancha,  lisas  ó  rasas,  con  tres  pul- 
gadas de  huella  á  lo  menos ,  y  sin  clavos  prominentes ,  em- 
bebiéndose estos  en  la  llanta ,  observándose  lo  mismo  en  las 
galeras,  coches,  calesas  y  otra  cualquiera  especie  de  car- 
ruaje; escluyendo  de  esta  providencia  los  carros  recalzados 
de  madera ,  como  son  los  de  las  carretas  de  cabanas  y  otras, 
que  con  sus  huellas  anchas  aprietan  mas  los  rellenos  del  ca- 
mino y  suavizan  el  tránsito  :  —  5o.  que  si  anduviesen  de  trá- 
fico sobre  estos  caminos  carros  de  llanta  estrecha  y  clavos 
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prominentes ,  paguen  doble  portazgo  que  otros  cualesquiera 
carros  ,  en  resarcimiento  del  daño  que  causan  á  los  mismos 
caminos;  y  donde  no  hubiere  establecido  portazgo  se  im- 
ponga de  nuevo  respecto  á  dichos  carros  ,  convirtiendo  su 
producto  en  los  reparos  del  camino  :  —  k°.  que  de  este  gra- 
vamen deben  ser  esceptuados  tales  carros ,  cuando  son  del 
mismo  pais  y  solo  atraviesan  los  caminos  nuevos  y  reales, 
procediendo  en  todo  esto  de  buena  fe  sin  disimulación  ni 
declinar  en  vejaciones  odiosas  :  —  b°.  que  no  se  permita  ar- 
rastrar maderas  por  caminos  en  que  puedan  andar  ruedas, 
aunque  sea  para  la  construcción  de  bajeles  de  la  real  arma- 
da, respecto  de  que  puede  ejecutarse  la  conducción  sobre 
un  carro  ensobre  cuatro  ruedas  para  evitar  el  perjuicio  que 
ocasiona  el  arrastre  á  los  caminos  :  —  6o.  que  los  reparos 
menores  de  echar  tierra  ó  cerrar  alguna  corta  quiebra  en 
los  caminos  ,  sean  de  cargo  del  pueblo  en  cuyo  término  se 
causen;  pero  si  se  necesitase- obra  de  cantería,  manipostería, 
poner  guardaruedas  ú  otra  cosa  considerable,  se  haya  de 
costear  del  portazgo  donde  lo  hubiere ,  y  donde  no  ,  de  los 
arbitrios  concedidos  para  estas  obras. 

Por  real  orden  de  22  de  abril  de  1786  se  mandó  cumplir 
otra  anterior  para  que  los  pueblos  de  las  carreras  principales 
de  caminos  compongan  sólidamente  la  entrada  y  salida  de 
todos  ellos  en  la  distancia  de  trescientas  veinte  y  cinco  va- 
ras; nota  2,  til.  5b,  lib.  7,  Nov.  Rec. 

Las  obras  de  puentes  y  caminos  públicos  y  sus  operarios 
están  esentos  de  la  paga  de  alcabala  y  demás  derechos  im- 
puestos sobre  los  materiales  y  comestibles;  y  gozan  asimis- 
mo de  la  libertad  de  abrir  canteras,  corlar  leña,  y  aprove- 
charse de  los  pastos  en  los  terrenos  públicos  y  baldíos,  según 
y  como  lo  pueden  hacer  los  vecinos  de  los  pueblos  en  sus  res- 
pectivos domicilios,  guardando  las  leyes  y  ordenanzas  de  la 
materia,  para  que  por  este  medio  consigan  las  obras,  sus  ope- 
rarios y  caballerías  todo  el  ausilio  y  comodidad  posible.  En 
los  parajes  donde  no  se  encuentren  otras  proporciones  para 
abrir  canteras,  y  proveerse  de  leña  y  pastos  con  comodidad 
sino  en  las  propiedades  de  los  particulares ,  exige  la  utilidad 
pública  que  estos  lo  permitan ,  recibiendo  la  compensación 
correspondiente  del  fondo  de  las  carreteras  por  justa  tasa- 
ción ,  y  usando  los  operarios  de  este  permiso  con  la  modera- 
ción y  respeto  que  se  debe  á  la  propiedad.  Reales  órd.  de  4 
y  6  de  junio  de  178b  y  5  de  abril  de  180b;  nolasUyS, 
til.  3b,  lib.  7,  Nov.  Rec. 

En  real  decreto  de  8  de  octubre  de  1778  (ley  7 ,  til.  5b  , 
lib.  7,  Nov.  Rec.  )  se  declaró  :  que  á  la  superintendencia  ge- 
neral de  correos  y  postas  pertenece  la  de  caminos  reales  y 
de  travesía  de  todo  el  reino  ,  con  facultad  de  nombrar  sub- 
delegados ,  y  absoluta  inhibición  de  cualesquiera  jueces  y 
tribunales  :  —  y  que  en  este  concepto  debe  el  superinten- 
dente general  tener  á  su  disposición  todos  los  arbitrios  desti- 
nados á  la  conservación  de  caminos ,  incluso  el  sobrante 
del  uno  por  ciento  de  la  plata  procedente  de  Indias  para  el 
camino  de  Andalucía ,  y  el  producto  del  sobreprecio  do  los 
dos  reales  vellón  que  se  cobra  para  caminos  en  cada  fanega 
de  sal  de  las  que  se  consumen  en  estos  reinos  ;  aplicar  á  este 
objeto  los  sobrantes  de  la  renta  de  correos ,  pagadas  sus  car- 
gas y  obligaciones  ;  proponer  á  S.  M.  los  domas  arbitrios  y 
medios  que  juzgue  oportunos  y  suficientes  para  costear  los 
gastos  del  ramo;  consultar, formar  ó  espedir  las  instrucciones 
que  convengan  sobre  estos  puntos  y  sobre  la  conservación 
ele  los  caminos  y  seguridad  de  los  caminantes  en  sus  trán- 
sitos ;  y  nombrar  y  destinar  facultativos  y  los  demás  depen- 
dientes necesarios,  prescribiéndoles  sus  respectivas  incum- 
bencias. 

Por  cédula  de  8  de  junio  de  1794  (ley  8,  til.  5b,  lib.  7, 
Nov.  Rec.)  se  da  facultad  al  primer  secretario  do  estado, 
como  superintendente  general  de  caminos,  para  nombrar 
ademas  del  director  ó  directores  generales,  que  deben  serlo 
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los  que  eligiere  para  correos  y  postas ,  los  demás  jueces  sub- 
delegados y  directores  ó  aparejadores  facultativos  y  depen- 
dientes necesarios,  según  y  como  está  declarado  en  el  ramo 
de  correos  y  postas ,  tanto  para  su  nombramiento  como  para 
su  remoción  con  causa  ó  sin  ella  ,  y  para  el  goce  de  fuero 
y  demás  esenciones  y  privilegios.  También  se  le  autoriza  en 
la  propia  cédula  para  decidir  las  competencias ,  en  los  mis- 
mos términos  que  las  de  la  renta  de  correos  y  postas ,  como 
igualmente  para  disponer  la  administración  ó  arriendo  de  los 
portazgos  ya  impuestos  ó  que  impusiere,  y  cuidar  del  arreglo 
de  los  aranceles. 

En  la  misma  instrucción  (ley  9 ,  til.  35  ,  lib.  7,  Nov.  Rec.) 
se  dispone  que  las  justicias  ordinarias  deben  ser  en  todo  el 
reino  los  subdelegados  particulares,  cada  una  en  su  término 
y  jurisdicción ,  en  lo  respectivo  á  caminos  y  portazgos  ,  con 
sujeción  inmediata  á  la  dirección  general ,  á  fin  de  precaver 
disgustos,  competencias  y  perjuicios  que  son  inevitables 
cuando  se  confian  estos  cargos  á  otras  personas;  y  que  solo 
en  el  caso  de  que  se  encuentre  alguna  justicia  que  no  quiera 
con  el  ruego,  amenaza  y  aun  castigo,  prestarse  á  las  justas 
miras  de  la  dirección  general  en  el  desempeño  de  esta  comi- 
sión ,  se  podrá  proponer  otro  subdelegado. 

Por  real  orden  de  27  de  mayo  de  180b ,  con  el  fin  de  cortar 
contestaciones  entre  los  empleados  de  caminos  y  de  la  real 
armada,  se  resolvió  que  se  fije  en  la  dirección  de  caminos 
el  conocimiento  de  lo  relativo  al  arbolado  que  á  espensas  de 
la  misma  dirección  y  de  los  pueblos  se  hubiese  planlado  y 
plantare  para  adorno  y  comodidad  de  los  caminos,  puentes 
y  entradas  de  los  pueblos  sin  intervención  de  la  marina. 

En  real  orden  de  12  de  marzo  de  1836  se  mandó  continuar 
interinamente  el  juzgado  privativo  de  correos  y  caminos  y 
sh  junta  de  apelaciones  ,  escepto  para  los  casos  puramente 
personales  de  sus  empleados  y  en  que  se  traten  puntos  de 
fuero  personal  ó  privilegiado  que  debe  cesar  enteramente. 
Véase  Correos.  Mas  según  real  orden  de  22  de  noviembre 
del  propio  año  de  1836,  corresponde  á  los  jefes  políticos 
cuidar  de  la  observancia  de  las  ordenanzas ,  reglamentos  y 
disposiciones  superiores  relativas  á  la  conservación  y  régi- 
men de  obras  públicas ,  como  caminos ,  canales  y  sus  adhé- 
rentes ;  —  á  los  alcaldes  de  los  pueblos ,  exigir  en  el  modo 
y  forma  que  dichos  reglamentos  y  ordenanzas  prevengan  , 
las  multas  señaladas  á  los  contraventores  á  consecuencia  de 
las  denuncias  que  ante  ellos  se  hicieren  ,  quedando  salvo  á 
los  interesados  el  derecho  de  recurrir  al  jefe  político  contra 
las  providencias  ó  comportamiento  de  los  alcaldes  ;  —  y  á 
los  jueces  de  primera  instancia ,  conocer  de  lodos  los  nego- 
cios contenciosos  con  apelación  á  las  audiencias  territoriales, 
mientras  las  Cortes  resuelven  si  ha  de  haber  tribunales  con- 
tencioso-administrativos  para  decidir  los  asuntos  de  esta 
especie. 

Hemos  hablado  de  los  caminos  públicos  :  resta  decir  algo 
de  los  privados ,  que  son  los  que  están  abiertos  en  suelo  de 
dominio  particular  y  sirven  para  pasar  á  las  heredades  ó 
predios,  pudiendo  llamarse  por  esta  razón  caminos  rurales. 

Como  hay  muchas  heredades  que  están  enclavadas  entre 
otras  de  distintos  dueños  sin  entrada  ni  salida  por  el  camino 
público,  es  preciso  darles  paso  por  las  de  los  vecinos,  esta- 
bleciendo en  estas  la  servidumbre  de  camino ,  carrera  ó 
senda  ,  según  las  necesidades  de  aquellas.  Esta  servidumbre 
se  establece ,  como  cualquiera  otra ,  por  convenio  entre  las 
partes  ,  por  prescripción ,  y  aun  por  el  juez,  previa  en  este 
caso  la  competente  indemnización  á  juicio  de  peritos;  y  se 
llama  de  senda,  carrera  ó  camino,  con  respecto  á  la  mayor 
ó  menor  anchura  que  se  le  asigna.  De  la  carrera  y  senda  se 
tratará  en  sus  respectivos  lugares.  La  servidumbre  rústica 
ó  rural  de  camino,  que  en  el  derecho  romano  y  aun  en  las 
Partirlas  se  llama  via,  es  la  mayor  y  mas  importante  de  las 
1res  i  las  comprende  todas,  como  que  el  camino  tiene  ocho 


pies  en  lo  recto  y  diez  y  seis  en  las  vueltas  cuando  los  inte- 
resados no  le  señalaron  otra  anchura  ,  mientras  que  á  la 
carrera  no  se  dan  sino  cuatro,  y  solo  dos  á  la  senda. 

El  que  tiene  derecho  de  camino  sobre  heredad  ajena, 
puede  ir  por  él  á  pié  ó  cabalgando  ,  solo  ó  acompañado  ,  y 
llevar  carretas ,  madera  ó  piedras  arrastrando  ,  y  todas  las 
demás  cosas  que  fueren  necesarias  para  su  predio  ;  ley  5 , 
til.  31 ,  Part.Z;  pero  no  puede  conceder  á  otros  el  derecho 
de  usar  del  mismo  camino  para  el  servicio  de  otras  here- 
dades ,  sin  que  consienta  el  dueño  del  predio  sujefo  á  esta 
servidumbre. 

El  dueño  del  predio  dominante ,  esto  es,  del  predio  en  cuyo 
beneficióse  halla  establecido  este  derecho,  es  quien  debe 
cuidar  de  la  conservación  y  reparación  del  camino  :  mas  si 
el  dueño  del  predio  sirviente  usare  también  de  él ,  como 
puede  hacerlo  ,  pues  que  le  pertenece  el  suelo  en  que  está 
abierto ,  tendrá  que  contribuir  por  su  parte  á  los  gastos,  á  no 
haber  convención  en  contrario.  Véase  Paso  y  Servidumbre. 

-f-  Para  la  conservación  y  policía  de  las  carreteras  gene- 
rales se  publicó  en  \h  de  setiembre  de  1 8ft2  la  ordenanza  que 
puede  verse  en  el  Suplemento  al  Diccionario  de  Escriche. 

CAMPANA.  Instrumento  cóncavo  de  metal  de  la  figura 
de  una  copa  boca  abajo ,  que  tiene  en  medio  una  lengüeta 
con  que  se  le  hace  sonar,  y  sirve  principalmente  en  los  tem- 
plos para  avisar  al  pueblo  á  fin  de  que  acuda  á  los  divinos 
oficios. 

Algunos  creen  que  no  se  conocieron  en  la  Iglesia  las  cam- 
panas hasta  fines  del  siglo  X;  pero  la  opinion  común  es 
que  san  Paulino ,  obispo  de  Ñola ,  fué  el  primero  que  sé 
sirvió  de  ellas  para  congregar  á  los  fieles.  Queriendo  los  ca- 
nonistas espresar  el  uso  que  debe  hacerse  de  este  instru- 
mento, introducen  la  campana  hablando  de  sí  misma  en  estos 
dos  versos  : 

Laudo  Deum  verum ,  plebem  voco ,  congrego  clerum , 
Defunctos  ploro  ,  pesiem  fugo ,  festa  decoro. 

Las  campanas  se  cuentan  en  el  número  de  las  cosas  nece- 
sarias para  la  celebración  de  los  divinos  oficios  ,  y  algunos 
concilios  han  decretado  que  las  consagradas  y  adictas  al 
servicio  de  las  iglesias  no  deben  servir  para  usos  profanos. 
Sin  embargo ,  se  ha  introducido  la  práctica  general  de  tocar 
las  campanas  en  los  casos  de  incendio  ó  de  algún  otro  peligro 
común ,  como  en  los  que  conviene  anunciar  un  grande  acon- 
tecimiento de  público  interés  ,  ó  convocar  á  los  vecinos  de 
un  pueblo  para  que  se  reúnan  en  concejo. 

La  autoridad  civil,  encargada  de  la  conservación  del  orden 
y  sosiego  público,  puede  en  algunos  casos  arreglar  ó  prohibir 
el  toque  de  las  campanas,  como  por  ejemplo  en  tiempos  de 
peste  ó  epidemia  y  de  revueltas  civiles  ,  y  aun  cuando  ame- 
nazan tempestades  ,  pues  la  piadosa  costumbre  de  repicarlas 
en  este  último  caso ,  ut  eorum  sonilu  lerrili  deemones  slalim 
discedant,  et  iil  repellanlur  procul  hostiles  exercilus,  et  ut 
fragor  grandinum,  procellœ  lurbinum,  ímpetus  tempesta— 
lum,  et  falgurum ,  infesta  tonilrua,  et  venlorum  flamina 
suspendantur,  como  decia  el  concilio  II  de  Colonia ,  produce 
por  virtud  de  las  leyes  de  la  atracción  un  efecto  enteramente 
contrario  al  designado  por  el  concilio ,  el  cual  no  es  estraño 
cayese  entonces  en  un  error  de  esta  clase  cuando  las  ciencias 
físicas  se  hallaban  tan  atrasadas.  Puede  Dios  en  verdad  ser- 
virse del  sonido  de  las  campanas  para  ahuyentar  las  tem- 
pestades; pero  no  puede  hacerlo  sin  trastornar  las  leyes 
naturales  que  él  mismo  ha  establecido ,  y  nosotros  no  pode- 
mos tentarle  y  pedirle  milagros  sin  contravenir  á  sus  pre- 
ceptos :  Non  tentabis  Dominum  Deum  tuum. 

El  que  repicare  las  campanas  para  escitar  al  pueblo  y 
causar  ó  fomentar  tumultos ,  incurre  en  la  pena  de  muerte 
y  en  la  de  confiscación  de  todos  sus  bienes;  ley  2,  líl,  11 , 
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Uh.  12 ,  Nov.  Rec.  Para  cortar  las  sediciones  y  aun  para  pre- 
caverlas ,  conviene  á  veces  privar  á  un  pueblo  de  sus  cam- 
panas. 

CAMPANA.  Ademas  de  su  acepción  recta,  de  que  se 
habla  en  el  artículo  anterior,  se  toma  metafóricamente  unas 
veces  por  la  iglesia  ó  parroquia ,  y  otras  por  el  territorio  ó 
distrito  de  ellas  :  en  el  primer  sentido  se  dice  que  tales  diez- 
mos se  deben  á  la  campana  ;  y  en  el  segundo ,  que  tal  tierra 
está  debajo  de  la  campaña  de  tal  parte. 

CAMPAÑA.  Todo  el  tiempo  que  cada  año  están  los 
ejércitos  fuera  de  cuarteles  contra  sus  enemigos  ;  y  en  la 
marina  se  llama  campaña  desde  que  los  navios  salen  arma- 
dos de  un  puerto ,  hasta  que  se  restituyen  á  él  ó  llegan  á  otro 
adonde  van  destinados. 

CAMPÉEOS.  Antiguamente  se  llamaban  así  los  que 
corrían  el  campo  para  guardarle.  Los  camperos  debían  re- 
correr los  campos  ,  'los  montes  y  los  caminos  para  mante- 
nerlos libres  de  malhechores,  gozaban  del  derecho  de  per- 
cibir ciertas  multas  en  premio  de  su  trabajo  y  vigilancia,  y 
se  asemejaban  en  sus  funciones  á  los  cuadrilleros  de  la  her- 
mandad que  después  les  sucedieron,  aunque  no  tenían  una 
autoridad  tan  estensa  como  estos.  «  Quien  dixer  hastas  homes, 
decia  el  fuero  de  Badajoz,  peche  diez  maravedís  á  los  cam- 
peros. »    . 

CAMPO.  La  llanura  de  tierra  ancha  y  dilatada  que  está 
fuera  de  población.  «  Otrosí  decimos ,  dice  la  ley  8 ,  tít.  33, 
Part.  7,  que  ager  en  latin  tanto  quiere  decir  en  romanes 
como  campo  para  sembrar  en  que  non  ha  casa  nin  otro 
edificio  ,  fueras  ende  alguna  cabana  ó  choza  para  coger  los 
frutos.  » 

CANAL.  Cavidad  prolongada  y  descubierta ,  hecha  en 
tierra ,  piedra ,  madera ,  plomo ,  etc.,  para  regadío,  navega- 
ción ,  desagüe  y -otros  fines. 

Por  real  decreto  de  31  de  agosto  de  1819  se  concedieron 
varias  gracias  á  los  ayuntamientos  ,  comunidades ,  com- 
pañías ,  cabildos  ó  personas  particulares  ,  que  previo  el 
correspondiente  permiso  del  gobierno,  construyan  á  sus  es- 
pensas  canales  de  nuevo  riego ,  ya  tomen  las  aguas  de  rios 
caudalosos,  ora  las  reúnan  de  muchos  arroyos  ó  manantiales 
en  un  punto ,  bien  las  estraigan  del  seno  de  las  altas  mon- 
tañas. Véase  Acequia  y  Agua. 

Los  canales  grandes  de  riego  y  navegación ,  como  el  im- 
perial de  Aragon  y  real  de  Tauste  ,  y  el  de  Castilla ,  tenían 
juzgados  privativos  para  conocer  en  lo  civil  y  criminal  de 
iodos  los  asuntos  concernientes  á  las  respectivas  empresas  y 
sus  prerogativas.  Pero  con  fecha  de  22  de  noviembre  de  1836 
se  espidió  por  el  ministerio  de  la  gobernación  -la  real  orden 
que  sigue  : 

«  Enterada  S.  M.  la  reina  gobernadora  de  dos  esposiciones 
¿le  la  empresa  del  canal  de  Castilla  pidiendo  la  conservación 
de  su  juzgado  privativo ,  no  ha  tenido  á  bien  acceder  á  dicha 
solicitud  por  considerarla  opuesta  al  espíritu  de  la  Constitu- 
ción. Mas  deseando  hacer  la  debida  separación  entre  lo  gu- 
bernativo y  lo  puramente  contencioso  ,  tanto  de  esta  como 
de  las  demás  obras  públicas ,  ha  tenido  á  bien  resolver  que 
se  observen  por  ahora  las  disposiciones  siguientes  : 

Ia.  Los  jefes  políticos  en  sus  respectivas  provincias  cuida- 
rán de  la  observancia  de  las  ordenanzas,  reglamentos  y  dis- 
posiciones superiores  relativas  á  la  conservación  de  las 
obras,  policía,  distribución  de  aguas  para  riegos  ,  molinos 
y  otros  artefactos ,  navegación  ,  pesca ,  arbolado  y  demás 
adhérentes  de  los  canales,  caminos,  etc. 

2a.  Los  alcaldes  de  los  pueblos  exigirán  ,.  en  el  modo  y 
forma  que  dichos  reglamentos  y  ordenanzas  prevengan ,  las 
multas  señaladas  á  los  contraventores  á  consecuencia  de  las 
denuncias  que  ante  ellos  se  hicieren. 

3a.  Si  los  alcaldes  se  negaren  á  aplicar  y  exigir  las  multas 
correspondientes,  deberán  los  guardas  dar  parte  á  su  inmo- . 


diato  jefe  para  que  este  lo  ponga  en  conocimiento  del  jefe 
poético,  á  fin  de  que  acuerde  lo  conveniente  según  los  casos. 
A  esta  autoridad  podrán  también  acudir  los  particulares  que 
se  creyeren  agraviados  por  la  cantidad  de  la  multa  ó  por  el 
comportamiento  de  los  alcaldes  y  guardas. 

4a.  Los  jefes  políticos  remitirán  á  todos  los  alcaldes ,  en 
cuya  jurisdicción  haya  obras  públicas  de  las  indicadas,  las 
ordenanzas,  reglamentos  y  demás  disposiciones  vigentes 
para  su  puntual  cumplimiento  ,  debiéndose  fijar  en  los  pa- 
rajes mas  notables  para  que  nadie  pueda  alegar  ignorancia. 

Sa.  Los  jueces  de  primera  instancia  conocerán  de  todos  los 
negocios  contenciosos  con  apelación  á  las  audiencias  territo- 
riales ,  mientras  las  Cortes  resuelven  si  ha  de  haber  tribu- 
nales contencioso-administrativos  para  decidir  los  asuntos 
de  esta  especie  ;  en  el  concepto  de  que  en  donde  haya  dos  ó 
mas  jueces  de  primera  instancia ,  tendrán  prevención  en  el 
conocimiento  de  tales  causas.  » 

-j-  Conviniendo  á  la  mejor  conservación  y  aprovechamiento 
público  de  los  canales  de  navegación  que  los  terrenos  colin- 
dantes necesarios  á  su  uso  y  los  demás  que  les  son  propios 
se  deslinden  y  amojonen  bajo  las  reglas  prescritas  para  las 
carreteras  generales  y  provinciales  en  la  real  orden  de  27  de 
mayo  último  ,  S.  M.  se  ha  servido  resolver  que  se  apliquen 
sus  disposiciones  á  los  canales  del  Estado ,  poniéndose  al 
efecto  V.  S.  de  acuerdo  con  los  respectivos  jefes  políticos. 
Rl.  órcl.  de  2  de  noviembre  de  1846. 

CANCELAR.  Anular,  borrar,  truncar  y  quitar  la  auto- 
ridad á  algún  instrumento  público,  lo  que  se  hace  cortándole 
ó  inutilizando  el  signo. 

CANCELARÍA  ó  cancelería  .  Tribunal  que  hay  en  Roma 
por  donde  se  despachan  las  gracias  apostólicas. 

CANCELARIO.  El  que  en  las  universidades  tiene  la 
autoridad  pontificia  y  regia  para  dar  los  grados. 

CANCELLER  ó  cancellero.  En  lo  antiguo  era  el  que 
en  Castilla  tenia  el  sello  real  y  despachaba  con  el  rey  ;  y 
también  se  llamaba  así  en  algunas  iglesias  el  maestrescuela. 
Véase  Canciller. 

CANCELLERÍA.  El  oficio  de  canceller;  y  la  oficina 
destinada  para  registrar  y  sellar  los  despachos  y  provisiones 
reales. 

CANCILLER.  En  lo  antiguo  era  el  secretario  del  rey,  á 
cuyo  cargo  estaba  la  guarda  del  sello  real ,  desde  que  se 
empezó  á  usar  en  tiempo  del  emperador  don  Alfonso  el  VII, 
y  con  él  autorizaba  los  privilegios  y  cartas  reales.  Llamábase 
canciller  porque  tenia  que  vivir  intra  cancellos  aulœ  princi- 
pis,  ó  porque  debia  conservar  los  sellos,  cartas  y  privilegios 
reales  en  lugar  seguro  y  cerrado  ,  inlra  cancellos ,  ó  porque 
tenia  la  facultad  de  examinar  las  escrituras  que  dimanaban 
de  la  resolución  del  rey,  y  cancelarlas  ó  testarlas  cuando  las 
encontraba  defectuosas  ó  sin  las  formalidades  de  estilo. 

CANCILLER  del  sello  de  la  puridad.  El  que  tenia  en 
lo  antiguo  el  sello  secreto  del  rey,  y  con  él  andaba  siempre 
en  la  casa  real  para  sellar  las  cartas  que  por  sí  daba  el  rey. 
Duró  este  oficio  hasta  el  año  de  iM6  en  que  se  estinguió,  y 
desde  entonces  está  este  sello  en  las  secretarías  del  despacho, 
habiendo  estado  también  en  las  de  la  cámara. 

CANCILLER  de  castilla  y  de  indias.  El  canciller  da 
Castilla  era  antiguamente  un  empleado  de  elevado  carácter, 
que  antes  de  la  plantificación  del  Consejo  en  la  forma  orde- 
nada por  Enrique  III ,  tenia  la  misma  autoridad  que  el  pre- 
sidente de  Castilla.  No  solo  sellaba  todas  las  provisiones  y 
cartas  reales,  sino  que  conocía  judicialmente  de  diferentes 
negocios,  y  recibía  y  aprobábalos  escribanos  ó  notarios  que 
despachaban  con  los  oidores  de  la  chancillería  ,  con  los  al- 
caldes de  provincia  ó  de  apelaciones  y  con  los  de  hijosdalgo. 
El  rey  don  Alonso  IX  concedió  este  título  al  arzobispo  de 
Toledo  don  Rodrigo  Ximenez;  y  desde  entonces  lo  obtuvie- 
ron todos  los  arzobispos  de  Toledo  como  anejo  á  su  dignidad, 


CA 


—  401 


CA 


sirviéndolo  por  sí  mismos  cuando  se  hallaban  en  la  corte,  y 
por  medio  de  tenientes  cuando  estaban  fuera  ,  hasta  que  en 
tiempo  de  don  Gil  Carrillo  de  Albornoz  ,  con  motivo  de  su 
ausencia  y  de  los  grandes  alborotos  nacidos  en  el  reino ,  se 
empezó  á  conferir  á  otros  señores  :  sin  embargo  de  lo  cual 
siguieron  después  los  arzobispos  de  Toledo  apellidándose 
cancilleres  de  Castilla. 

El  canciller  de  Castilla  se  llamó  también  maestro  del  real 
archivo,  porque  tenia  en  su  poder  el  sello  y  privilegios  reales. 

El  canciller  de  Indias,  llamado  gran  canciller  de  las  Lidias, 
era  otro  empleado  de  categoría  igual  al  de  Castilla  :  guar- 
daba los  sellos  reales  para  sellar  por  medio  de  sus  tenientes 
las  cartas  y  provisiones  del  rey  en  los  negocios  pertenecien- 
tes á  las  Indias;  y  tenia  la  preeminencia  de  presidir  el  con- 
sejo de  Indias  á  falta  del  presidente  ó  gobernador  de  él. 

Ambos  títulos  ú  oficios  fueron  enajenados  de  la  corona,  y 
subsisten  actualmente  en  este  estado ,  aunque  no  con  las 
mismas  preeminencias  que.  en  lo  antiguo.  El  reglamento  del 
supremo  tribunal  de  España  é  Indias  de  17  de  octubre 
de  1853,  en  el  §TV  del  capítulo  V,  establece  sobre  el  Canci- 
ller y  Registrador  las  disposiciones  siguientes  : 

«  Art.  79.  Hallándose  enajenados  de  la  corona  los  oficios 
de  Canciller  y  Registrador  de  Castilla  y  de  Indias,  de  los 
cuales  el  primero  pertenece  al  marques  de  Valera,  y  el  otro 
al  duque  de  Alba  ,  continuarán  estos  ó  sus  tenientes  ejer- 
ciendo dichos  cargos  en  el  tribunal  supremo  según  lo  hacian 
hasta  el  real  decreto  de  2'i  de  marzo  de  183fr ,  mientras  no 
lleguen  à  incorporarse  á  la  corona  ambos  oficios,  en  cuyo 
caso  los  proveerá  S.  M. 

80.  Todas  las  provisiones  y  cartas  que  se  manden  despa- 
char se  registrarán  y  sellarán  por  el  registrador,  el  cual 
antes  de  sellarlas  las  hará  copiar  literalmente  de  buena  letra 
en  el  registro  ,  y  las  firmará;  y  ni  él  ni  sus  oficiales  mani- 
festarán á  persona  alguna  el  contenido  de  las  mismas,  espe- 
cialmente de  las  que  fueren  de  oficio. 

81.  En  todas  las  cartas  y  provisiones  deberán  estar  ano- 
tados por  los  escribanos  del  tribunal  que  las  refrenden,  sus 
derechos  y  los  del  registrador,  y  no  se  registrarán  ni  sellarán 
aquellas  en  que  no  se  haya  hecho  esta  anotación. 

82.  El  registrador  conservará  el  registro  con  el  mayor  cui- 
dado, y  no  dará  traslado  alguno  sin  orden  del  tribunal. 

83.  Si  en  la  nota  de  derechos  puesta  por  los  escribanos 
del  tribunal  al  pié  de  los  despachos  ó  provisiones  advirtiere 
el  registrador  alguna  equivocación,  y  aquellos  no  quisieren 
rectificarla  ,  dará  cuenta  al  tribunal.  » 

En  real  orden  de  3  de  octubre  de  1836,  después  de  dis- 
poner que  se  espidan  por  el  ministerio  de  gracia  y  justicia 
los  títulos,  reales  cédulas  y  despachos  que  libraba  la  sección 
de  gracia  y  justicia  del  consejo  real,  añade  que  siempre  que 
deban  ir  autorizados  con  el  sello  real  los  mencionados  docu- 
mentos, ponga  esto  el  respectivo  teniente  de  canciller  de' 
Castilla  é  Indias  sin  otra  retribución  que  los  derechos  de 
arancel. 

CANCÏÏjLEK-REGiSTRADon.  El  oficial  que  hay  en  cada 
Audiencia  para  registrar  y  sellar  las  reales  cartas  ,  provisio- 
nes y  despachos  que  mandare  espedir  la  misma.  Las  orde- 
nanzas de  las  Audiencias  de  20  de  diciembre  de  183a  traen 
con  respecto  á  este  empleado,  en  el  capítulo  VII  del  título 
segundo,  las  siguientes  disposiciones  : 

«  Art.  156.  Habrá  en  cada  Audiencia  un  Canciller-Re- 
gistrador, que  deberá  ser  persona  de  probidad,  idónea  y  de 
toda  confianza  para  registrar  y  sellar  las  reales  cartas ,  "des- 
pachos y  provisiones  que  mande  despachar  la  Audiencia  ó 
cualquiera  de  sus  salas. 

Percibirá  solamente  los  derechos  de  arancel,  y  será  nom- 
brado por  S.  M.  á  propuesta  del  tribunal,  que  la  hará  simple 
por  esta  vez ,  y  en  lo  sucesivo  por  terna. 

ihl.  Se  le  dará  en  el  edificio  de  la  Audiencia  una  oficina 


decente  donde  ejerza  sus  funciones  y  custodie  el  Sello  y  el 
Registro;  los  cuales  no  podrá  teneren  su  casa  ,  ni  en  otra 
parte  alguna  ,  por  ningún  motivo  ni  pretesto. 

148.  Estará  en  su  oficina  todos  los  días  de  audiencia  á  las 
horas  que  el  regente  señale ,  para  sellar  y  registrar  las  pro- 
visiones y  cartas;  y  deberá  reunir  encuadernados  en  uno  ó 
mas  libros  todos  los  registros  de  cada  año. 

IhO.  Todas  las  cartas  y  provisiones  que  se  manden  des- 
pachar se  registrarán  y  sellarán  por  el  canciller-registrador, 
el  cual  antes  de  sellarlas  las  hará  copiar  literalmente  de 
buena  letra  en  el  registro  y  las  firmará  ;  y  ni  él  ni  sus  ofi- 
ciales manifestarán  á  persona  alguna  el  contenido  de  ellas , 
especialmente  de  las  que  fueren  de  oficio. 

loO.  No  registrará  ni  sellará  provision  ni  carta  alguna  que 
no  le  presenten  las  partes  interesadas  ó  sus  procuradores,  ó 
el  respectivo  escribano  de  cámara,  cuando  el  negocio  sea  de 
oficio. 

lbi.  Tampoco  sellará  ni  registrará  ninguna  carta  ni  pro- 
vision en  que  el  escribano  de  cámara  que  la  refrende  no 
haya  anotado  sus  derechos  y  los  del  registrador,  conforme 
al  artículo  137;  y  si  en  estacóla  advirtiere  alguna  equivo- 
cación ,  y  el  escribano  no  quisiere  rectificarla ,  dará  cuenta 
á  la  sala  respectiva. 

152.  Conservará  el  Registro  y  el  Sello  con  el  mayor  cui- 
dado, y  no  dará  traslado  alguno  del  primero  sin  orden  de  la 
Audiencia ,  ó  de  alguna  de  sus  salas. 

153.  En  ausencia,  enfermedad  ó  vacante  del  canciller-re- 
gistrador, nombrará  la  Audiencia  un  interino.  » 

CANCILLER    DE    CONTENCIONES    Ó     DE     COMPETENCIAS. 

En  la  corona  de  Aragon  es  un  eclesiástico  nombrado  por  el 
rey  para  decidir  las  competencias  entre  la  jurisdicción  real 
y  la  eclesiástica. 

Antiguamente  en  Aragon  ,  el  ordinario  eclesiástico  que  so 
entrometía  en  cosas  que  no  eran  de  su  incumbencia,  ó  faltaba 
ala  ritualidad  de  los  juicios,  ó  atacaba  la  libertad  de  las 
personas  ó  sus  propiedades,  tenia  que  comparecer  ante  el 
tribunal  llamado  banco  regio  para  dar  cuenta  de  su  compor- 
tamiento y  deshacer  loqueindebidamentehubiese  practicado. 
Mas  en  tiempo  del  rey  don  Pedro  IV,  con  el  fin  de  cortar  los 
disturbios  que  afligieron  su  reinado,  se  celebró  el  año  de  1572 
entre  la  reina  doña  Leonor  de  Portugal,  mujer  de  don  Pedro, 
y  el  nuncio  cardenal  Bertrand  una  concordia  en  que  se  es- 
tableció que  en  las  competencias  suscitadas  entre  la  juris- 
dicción real  y  la  eclesiástica  se  nombrasen  arbitros  por  una 
y  otra  para  dirimirlas  ,  y  no  habiendo  conformidad  entre 
estos,  se  decidiesen  por  un  canciller  eclesiástico  de  nombra- 
miento real ,  el  que  resolviera  el  punto  dentro  de  treinta. 
dias,  y  no  haciéndolo  en  este  tiempo  se  entendiera  decidido 
á  favor  de  la  jurisdicción  eclesiástica. 

En  su  virtud  ,  el  juez  que  forma  la  competencia  dirige  al 
otro  las  letras  inhibitorias,  en  las  cuales  nombra  por  su  parte 
un  arbitro  para  determinar  la  duda.  El  juez  á  quien  se  pre- 
senten las  letras,  debe  nombrar  otro  arbitro  en  el  término  de 
tres  dias  contados  desde  la  presentación.  Los  dos  arbitros 
deben  decidir  la  competencia  dentro  de  cinco  dias  contados 
desde  la  presentación  de  las  letras  responsivas  del  segundo 
juez  al  primero,  ó  según  la  práctica  desde  el  día  y  hora  en 
que  se  les  notifica  su  nombramiento,  sin  que  de  su  sentencia 
ó  decisión  haya  recurso  alguno;  y  en  caso  de  discordia  se 
remiten  los  autos  al  canciller  de  competencias,  quien  dentro 
del  término  de  treinta  dias  ha  de  pronunciar  á  qué  jurisdic- 
ción pertenece  la  causa ,  sin  que  tampoco  haya  recurso  ni 
apelación  de  su  sentencia  ;  siendo  de  notar  que  si  el  canciller 
deja  pasar  los  treinta  dias  sin  decidir,  se  tiene  por  declarada 
la  competencia  á  favor  de  la  jurisdicción  eclesiástica.  Si  el 
juez  á  quien  se  intiman  las  letras  inhibitorias  no  respondiere 
dentro  de  los  tres  dias  en  los  casos  en  que  debe  responder, 
se  le  despachan  otras  monitorias;  y  no  respondiendo  taca- 


poco  á  estas  dentro  de  otros  1res  días,  se  declara  la  compe- 
tencia contra  él.  —  Estando  ausente  ó  impedido  el  canciller, 
debe  la  justicia  real  nombrar  un  eclesiástico  constituido  en 
dignidad  para  que  desempeñe  sus  funciones  ;  y  no  haciendo 
el  nombramiento  dentro  de  cuatro  dias,  corre  el  término'do 
los  treinta. 

Esta  institución ,  como  desde  luego  se  echa  de  ver,  menos- 
caba las  regalías  de  la  corona ,  pues  que  somete  la  jurisdic- 
ción real  á  la  eclesiástica.  Es  ademas  humillante  para  las 
audiencias  territoriales,  pues  que  disminuye  su  dignidad  y 
la  consideración  que  se  debe  á  los  ministros  que  las  com- 
ponen. Efectivamente,  cuando  ambas  jurisdicciones  se  dis- 
putan el  conocimiento  de  un  negocio,  hacen  de  arbitros  los 
respectivos  fiscales ,  que  nunca  se  conforman ,  ni  es  fácil  que 
puedan  conformarse.  Tienen  pues  que  pasar  siempre  los 
autos  al  canciller  eclesiástico  ,  á  cuya  habitación  se  traslada 
una  sala  completa  de  la  audiencia  territorial  para  asesorarle , 
presidiéndola  el  mismo  canciller,  quien  ordinariamente  re- 
suelve por  sí  juzgando  y  mandando  lo  contrario  de  lo  que 
aquella  opina. 

Mas  ya  se  ha  estinguido  este  juzgado  de  contenciones  por 
real  decreto  de  31  de  octubre  de  185o  ,.que  es  como  sigue  : 

«  Siendo  muy  depresiva  de  las  justas  regalías  de  la  corona, 
y  poco  decorosa  para  la  magistratura ,  la  práctica  que  se 
observa  en  la  antigua  corona  de  Aragon  para  decidir  las 
competencias  entre  la  jurisdicción  real  y  la  eclesiástica;  de- 
seando que  en  toda  la  monarquía  se  siga  en  esta  parte  ,  y 
en  lo  relativo  á  los  recursos  de  fuerza  y  protección  ,  un  mé- 
todo uniforme,  y  teniendo  preséntelo  que  sobre  el  particular 
se  dispuso  por  el  decreto  de  las  Cortes  estraordinarías  de  1 1 
de  noviembre  de  1813,  vengo  en  decretar,  oido  el  consejo 
de  ministros  ,  y  en  nombre  de  mi  augusta  hija  la  reina  doña 
Isabel  II,  lo  que  sigue  : 

Io.  Queda  suprimido  en  la  antigua  corona  de  Aragon  el 
empleo  de  canciller  de  contenciones. 

2o.  Las  competencias  que  ocurran  allí  entre  los  juzgados  y 
tribunales  reales  y  los  eclesiásticos,  se  entablarán  y  decidirán 
conforme  á  lo  que  previenen  las  leyes  de  Castilla  y  disposi- 
ciones vigentes  de  la  materia. 

3o.  Los  recursos  de  fuerza  y  protección  tendrán  lugar  en 
dicho  territorio  de  la  antigua  corona  de  Aragon ,  como  en  las 
demás  provincias  de  la  monarquía  ,  sin  embargo  de  cuales- 
quiera concordias ,  leyes ,  fueros  y  costumbres  en  contrario.  » 

CANCIÓN ,  cantar  ,  cantiga.  Copla  ó  composición  en 
verso  para  cantarse.  —  El  que  cantare  ó  recitare  versos 
para  deshonrar  ó  denostar  à  otro ,  incurre  en  la  pena  de 
infamia  y  debe  ser  castigado  en  su  persona  y  bienes  al  ar- 
bitrio del  juez,  sin  que  se  le  pueda  oir  ni  admitir  prueba 
sobre  la  certeza  del  contenido  de  la  canción  ;  ley  5,  lit.  9, 
Part.  7.  —  El  que  cantare  en  los  parajes  públicos  canciones 
obscenas  ó  deshonestas  ,  incurría  por  la  ley  6,  tít.  2o,  lib.  12, 
Nov.  Rec,  en  la  pena  de  cien  azotes  y  un  año  de  destierro; 
mas  según  el  espíritu  de  la  ley  10  de  d.  tít.  y  lib.,  parece 
que  se  le  debe  destinar  por  la  primera  vez  á  los  trabajos  de 
las  obras  públicas  por  un  mes  ,  siendo  hombre,  y  por  igual 
tiempo  à  San  Fernando  ,  siendo  mujer  ;  doble  pena  por  la 
segunda;  y  agravación  de  ella  por  la  tercera. 

CANDIDATO.  El  que  pretende  alguna  dignidad  ó  em- 
pleo honorífico.  Trae  su  origen  este  nombre  del  tiempo  de 
la  república  romana,  en  que  se  llamaban  así  los  preten- 
dientes de  los  oficios  públicos  ,  porque  se  presentaban  con 
vestiduras  blancas  al  pueblo  congregado  para  la  elección. 

CANON.  La  pension  que  se  paga  en  reconocimiento  del 
dominio  directo  de  algún  terreno  por  la  persona  que  tiene  el 
dominio  útil  de  este.  Como  esta  pension  no  se  paga  sino  en 
reconocimiento  del  dominio  directo  que  se  reservó  el  dueño 
principal  al  desprenderse  del  útil,  no  suele  ser  proporcionada 
á  los  frutos  de  la  finca ,  ni  se  remite  por  causa  de  esterilidad 
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ó  destrucción  accidental  de  los  mismos;  pero  cesa  ó  espira 
cuando  la  finca  padece  tal  quebranto  que  no  queda  de  ella 
sino  menos  de  la  octava  parte  (1).  Véase  Censo  enfilcnlico. 

También  se  llama  canon  la  decisión  ó  regla  establecida  en 
algún  concilio  de  la  Iglesia  sobre  el  dogma  ola  disciplina;  — 
y  el  catálogo  de  los  libros  sagrados  y  auténticos  recibidos 
por  la  Iglesia  católica. 

CANTAR  la  palinodia.  Retractarse  públicamente  el 
injuriante  de  lo  que  liabia  dicho  contra  el  injuriado.  Véase 
Injuria. 

CANTIDAD  concurrente.  En  la  comparación  de  dos 
cantidades  diferentes  la  parte  de  la  mayor  que  concurre  con 
la  menor,  ó  es  igual  á  ella.  Así  es  que  cuando  dos  sugelos  son 
recíprocamente  acreedores ,  decimos  que  la  deuda  mayor 
queda  minorada  por  sí  misma  en  cuanto  á  la  concurrente 
cantidad,  esto  es,  en  cuanto  importa  la  deuda  menor.  Si  Pedro 
por  ejemplo  debe  cuarenta  á  Juan  y  Juan  á  Pedro  treinta, 
la  deuda  de  Pedro  se  rebaja  de  treinta  que  es  la  cantidad 
concurrente  ,  y  queda  reducida  á  diez.  Véase  Compensación. 

CAÑADA.  La  tierra  señalada  para  que  los  ganados  me- 
rinos ó  trashumantes  pasen  de  sierra  á  estremos.  Entre  los 
mesteños  es  él  espacio  de  noventa  varas  de  ancho. 

La  medida  de  estas  cañadas  ha  de  ser  de  seis  segas  de 
marco  acordelado ,  cada  soga  de  cuarenta  y  cinco  palmos  , 
que  hacen  noventa  varas  ;  y  esta  medida  se  ha  de  entender 
entre  panes  y  viñas;  ley  S,  art.  22,  tít.  27 ,  lib.  7,  Nov.  Rec. 

El  que  rompiere  ú  ocupare  las  cañadas,  incurre  en  la 
multa  de  quinientos  maravedís  por  cada  pedazo  de  tierra  de 
media  fanega  abajo  ,  en  la  de  mil  por  una  fanega ,  y  así  pro- 
gresivamente ,  pudiendo  los  ganados  pacer  libremente  lo  que 
en  ellas  estuviere  sembrado  ó  nacido  ;  y  si  después  de  resti- 
tuido á  pasto  lo  que  así  estuviere  rompido  ú  ocupado  ,  se 
volviere  á  romper,  sembrar  ü  ocupar  por  cualesquiera  per- 
sonas ,  concejos  ó  comunidades ,  deben  doblarse  las  penas  , 
con  aplicación  de  las  dos  terceras  partes  al  concejo  de  la 
Mesta  y  de  la  otra  al  juez  que  diere  la  sentencia;  arts.  22  y 
23,  d.  ley  5,  tít.  27,  lib.  1,  Nov.  Rec. 

Como  estas  penas  pecuniarias  se  establecieron  en  los  años 
de  1589,  1603  y  1609,  es  necesario  tener  presente  para  ar- 
reglarlas y  aplicarlas  en  el  dia  la  diferencia  del  valor  de  la 
moneda  entre  aquellos  tiempos  y  los  nuestros. 

Aunque  según  el  decreto  de  8  dejunio  de  1815,  restable- 
cido por  otro  de  6  de  setiembre  de  1836,  se  consideran  cer- 
radas y  acotadas  perpetuamente  todas  las  dehesas,  here- 
dades y  demás  tierras  de  dominio  particular,  y  sus  dueños 
por  consiguiente  pueden  cercarlas ,  deben  sin  embargo  dejar 
libres  y  espeditas  las  cañadas ,  abrevaderos ,  caminos ,  tra- 
vesías y  servidumbres;  y  ademas  está  dispuesto  por  real 
decreto  de  23  de  setiembre  del  mismo  año  de  1856  que  no 
se  impida  á  los  ganados  de  todas  especies,  trashumantes, 
estantes  ó  riberiegos ,  el  paso  por  sus  cañadas,  cordeles, 
caminos  ó  servidumbres. 

CÁÑAMA.  Una  especie  de  contribución  que  se  impone 
unas  veces  á  proporción  del  valor  de  las  haciendas ,  y  otras 
por  cabezas. 

CAPACIDAD.  La  aptitud  ó  idoneidad  que  se  requiere 
para  ejercer  una  profesión ,  oficio  ó  empleo ,  como  v.  gr. 
para  la  profesión  de  la  jurisprudencia,  medicina,  cirugía  y 
farmacia  ,  ó  para  el  oficio  de  escribano  ;  —  y  mas  particu- 
larmente la  habilidad  para  contratar,  disponer  por  acto  entre 
vivos  ó  por  testamento  ,  suceder,  casarse ,  etc. 

j-  CAPATAZ  de  brigada.  En  los  presidios  el  empleado 
cuyas  obligaciones  demarca  la  ordenanza  de  ih  de  abril 
de  185!í  en  los  términos  que  puede  verse  en  el  Suplemento 
al  Diccionario  de  Escriche. 


(1)  Ley  28,  tít.  8,  Part.  5,  y  cap.  3  del  tít.  18,  lib.  5  délas 
Decretales. 
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CAPELO.  Cierto  derecho  que  en  lo  antiguo  percibíanlos 
obispos  del  estado  eclesiástico  :  —  el  sombrero  rojo  que  traen 
por  insignia  los  cardenales  de  la  santa  iglesia  romana;  —  y 
la  misma  dignidad  de  cardenal. 

CAPELLÁN.  El  que  obtiene  alguna  capellanía  :  —  cual- 
quiera eclesiástico,  aunque  no  la  tenga;  —  y  el  sacerdote 
que  dice  misa  en  la  capilla  ú  oratorio  de  algún  señor  ó  par- 
ticular, y  vive  por  lo  común  como  doméstico  dentro  de  su 
casa  con  cierto  estipendio.  Véase  Capellanía. 

CAPELLÁN  mayor  del  rey.  El  prelado  que  tiene  la 
jurisdicción  espiritual  y  eclesiástica  en  palacio  y  en  las  casas 
y  sitios  reales,  como  también  en  los  criados  de  S.  M.  Esta 
Ja  ejerce  hoy  el  patriarca  de  las  Indias,  y  usa  de  aquel  título 
el  arzobispo  de  Santiago. 

CAPELLÁN  mayor  de  los  ejércitos.  El  vicario  general 
de  los  ejércitos  de  mar  y  tierra ,  que  lo  es  el  patriarca  de  las 
Indias,  y  ejerce  la  jurisdicción  eclesiástica  castrense  por  sí 
y  sus  subdelegados.  Véase  Vicario  general  de  los  ejércitos. 

CAPELAN  de  ejército.  Cualquiera  de  los  eclesiásticos 
que  ejercen  la  cura  de  almas  en  los  cuerpos ,  plazas  y  hospi- 
tales militares. 

Los  capellanes  de  todos  los  cuerpos  del  ejército  y  armada , 
inclusos  los  de  casa  real ,  plazas ,  ciudadelas,  castillos ,  for- 
talezas y  hospitales  militares ,  escuadras  y  departamentos  de 
marina,  como  parte  del  juzgado  eclesiástico  castrense  depen- 
den del  patriarca  vicario  general  de  los  ejércitos,  y  sus  sub- 
delegados los  tenientes  vicarios  generales,  que  hay  en  cada 
provincia  :  son  como  tales  los  verdaderos  párrocos  de  los 
militares  y  demás  individuos  del  fuero  de  guerra,  que  sirven 
respectivamente  en  los  cuerpos  ó  fortalezas:  ejercen  el  cargo 
de  cura  de  almas  ;  y  deben  llevar  aquellos  derechos  parro- 
quiales que  están  señalados  por  ordenanzas,  órdenes  poste- 
riores é  instrucciones  del  patriarca." 

Es  obligación  de  estos  capellanes  tener  un  libro  de  registro 
á  manera  y  con  la  misma  formalidad  que  el  que  tienen  los 
párrocos  territoriales ,  y  llaman  cinco  libros  de  su  parroquia, 
en  que  harán  su  asiento  de  las  partidas  de  los  bautizados , 
confirmados,  casados,  difuntos  y  estado  de  almas  de  los  de- 
pendientes del  regimiento,  etc.  sin  que  esto  se  oponga  á  que 
quede  en  la  parroquia  donde  se  haya  celebrado  el  sacra- 
mento el  asiento  respectivo;  arts.  8  y  11,  iít.  23,  (ral.  2  de 
la  ord.  gen.  del  ejérc. 

Las  certificaciones  que  dieren  de  bautismo,  confirmación, 
casamiento  ó  muerte ,  intervenidas  por  el  sargento  mayor, 
y  autorizadas  con  el  Fisto  Bueno  del  coronel  ó  comandante 
del  cuerpo,  tienen  fuerza  de  testimonio  válido  en  cualquiera 
juicio  ;  art.  9 ,  til.  23,  Irai.  2  de  la  ord.  gen. 

No  están  autorizados  los  capellanes  de  ejército  para  dar 
certificaciones  de  libertad  ó  soltería,  á  no  ser  por  delegación 
de  los  tenientes  vicarios  generales  castrenses,  en  cuyo  caso 
deben  darlas  con  las  fórmulas  y  requisitos  prevenidos  en  los 
juzgados  de  estos. 

Cuando  se  contraiga  matrimonio  entre  personas  de  las 
cuales  la  una  sea  militar  ó  pertenezca  á  los  ejércitos ,  y  la 
otra  sea  subdita  del  párroco  territorial  ó  de  la  jurisdicción 
ordinaria ,  no  debe  el  cura  párroco  pasar  á  celebrarlo  sin 
la  intervención  del  capellán  castrense  ó  sacerdote  que  para 
ello  destine  el  vicario  genéralo  su  teniente ,  ni  estos  tampoco 
pueden  ejecutarlo  sin  la  asistencia  del  cura  párroco ,  pues 
han  de  concurrir  precisamente  ambos  juntos  ;  reales  orden, 
de  31  de  octubre  de  1781  y  18  de  diciembre  de  1795 ,  ó  ley  2, 
til.  6,  lib.  2,  Nov.  Jicc.  Los  oficiales  que  contrajeren  matri- 
monio sin  la  concurrencia  de  sus  párrocos  castrenses,  incur- 
ren por  este  solo  hecho  en  la  privación  de  su  empleo ,  aunque 
tengan  real  licencia  para  casarse;  y  los  sargentos,  cabos, 
soldados  y  tambores ,  en  las  mismas  penas  que  hay  estable- 
cidas contra  los  de  su  clase  que  se  casan  sin  el  correspon- 
diente permiso,  esto  es,  en  las  de  ser  depuestos  de  sus  em- 


pleos ,  y  servir  de  soldados  por  seis  años  en  uno  de  los 
regimientos  fijos  de  Oran  ó  Ceuta;  reales  àrd.  de  5L  de 
octubre  de  1781 ,  y  19  de  marzo  de  177b. 

Los  religiosos  que  sirvan  de  capellanes  en  el  ejército  y 
armada,  pueden  disponer  en  vida  ó  muerte  ,  como  los  otros, 
de  los  bienes  que  hayan  adquirido  con  motivo  de  este  em- 
pleo y  durante  él,  pero  con  tal  que  dejen  alguna  manda 
para  destinos  piadosos,  según  breve  de  10  de  febrero  de 
1784;  ley  9,  tít.  27,  lib.  i,  Nov.  Rec. 

f  Acerca  del  nombramiento  de  capellán  de  ejército  rige  la 
real  orden  de  4  de  noviembre  de  1783.  Se  hallará  en  el  Su- 
plemento al  Diccionario  de  Escriche. 

CAPELLÁN  de  marina  ó  de  la  armada.  Cualquiera 
de  los  eclesiásticos  que  ejercen  la  cura  de  almas  á  bordo  de  * 
los  navios  del  Estado. 

Los  capellanes  de  marina  dependen,  como  los  de  ejército, 
del  patriarca  vicario  general  de  los  ejércitos  y  sus  subdele- 
gados los  tenientes  vicarios  de  los  departamentos  :  y  ejercen 
su  jurisdicción  sobre  los  individuos  de  sus  respectivos  bu- 
ques, aun  cuando  bajen  á  tierra  por  temporada ,  subsistiendo 
los  bajeles  armados  ;  bien  que  si  en  el  puerto  adonde  llegare 
la  escuadra  hubiese  cura  párroco  castrense,  pertenece  á  este 
la  administración  de  sacramentos  y  demás  actos  parroquiales 
con  los  individuos  de  ella  que  bajen  á  tierra;  reales  ord. 
de  2o  de  febrero  y  25  de  setiembre  de  1784. 

Deben  también  llevar  libro  y  sentar  en  él  todos  los  naci- 
dos, casados  y  muertos  en  la  navegación,  en  la  misma  forma 
que  los  capellanes  de  tierra:  instr.  de  24  de  marzo  de  1782. 
No  pueden  asistir  á  matrimonio  alguno  de  oficial,  soldado 
ó  marinero,  sin  que  se  les  exhiba  despacho  del  patriarca  vi- 
cario general  ó  de  su  subdelegado  ;  d.  instr.  de  24  de  marzo 
de  1782. 

Mientras  permanecieren  á  bordo  de  los  navios ,  están  su- 
jetos á  las  reglas  de  policía  establecidas  en  ellos  por  los  co- 
mandantes ,  como  lo  están  los  pasajeros  y  cuantos  se  embar- 
can ;  real  orden  de  25  de  febrero  de  1784.  —  Véase  Capellán 
de  ejército. 

f  El  modo  de  hacer  los  nombramientos  de  capellán  de 
marina  ó  de  la  armada  se  determina  en  la  real  orden  de  23 
de  febrero  de  1784.  Véase  el  Suplemento  al  Diccionario  de 
Escriche. 

CAPELLANÍA.  La  fundación  hecha  por  alguna  persona 
con  la  carga  ú  obligación  de  celebrar  anualmente  cierto  nú- 
mero de  misas  en  cierta  iglesia,  capilla  ó  altar  (1).  Hay 
capellanías  mercenarias  ,  colativas  y  gentilicias. 

Capellanías  mercenarias ,  que  también  se  llaman  laicales 
ó  profanas ,  son  las  que  se  instituyen  sin  intervención  de  la 
autoridad  eclesiástica  y  no  sirven  de  título  para  ordenarse  ; 
de  manera  que  vienen  á  ser  propiamente  vinculaciones  ó 
mayorazgos  con  el  gravamen  de  celebrar  ó  mandar  celebrar 
sus  poseedores  en  las  iglesias,  capillas  ó  altares  designados 
por  los  fundadores  cierto  número  de  misas.  Dícense  merce- 
narias ,  porque  el  sacerdote  encargado  de  las  misas  solo 
tiene  derecho  á  la  merced,  premio  ó  estipendio  que  por  estas 
se  asignare  :  laicales,  porque  las  poseen  los  legos;  y  profa-     i 
ñas,  porque  los  bienes  de  que  se  componen,  continúan  en  la 
clase  de  temporales.  También  se  denominan  memorias  de    ï 
misas,  porque  son  fundaciones  de  misas  que  uno  hace  para    \ 
conservar  su  memoria  :  legados  píos,  porque  suelen  insti-     \ 
tuirse  en  testamento  por  via  de  manda  ó  legado  ;  y  patrona- 
tos de  legos,  porque  los  poseedores  son  legos  y  se  consideran 
como  patronos  que  pueden  nombrar  sacerdote  que  celebre 
las  misas  y  removerle  cuando  quisieren,  ó  mandarlas  cele- 
brar á  cualquiera  sin  necesidad  de  nombramiento  (2)  ;  por 


(1)  Lara,  De  capeü.,  lib.  2,  cap.  1 ,  n.  i  ;  Mostaz,  De  causis 
¡ñis,  lib.  5,  cap.  1  ,n.  2. 

(2)  Kavar.  cons.  De  prcebend.;  Mostaz,  De  causis ¡>üs}  n.  7. 
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lo  cual  se  llaman  amovibles  à  voluntad,  y  manuales,  pues  que 
está  en  el  arbitrio  y  en  mano  de  los  patronos  dejarlas  ó  qui- 
tarlas al  sacerdote  que  nombraron.  A  la  clase  de  capellanías 
mercenarias  pertenecen  las  capellanías  cumplideras,  que 
son  las  que  se  confieren  á  presbíteros  ó  legos,  que  no  sean 
"os  patronos  ,  con  la  obligación  de  celebrar  ó  hacer  celebrar 
las  misas  y  cumplir  las  demás  cargas,  y  con  el  derecho  do 
administrar  sus  bienes. y  gozar  de  todo  su, producto.  Véase 
Patronato  de  legos,  y  Patronato  de  capellanía  cumplidera. 

Las  capellanías  mercenarias  no  pueden  hacerse  colativas, 
ni  servir  de  titulo  para  ordenarse,  á  no  ser  que  la  fundación 
permita  que  alguno  se  ordene  con  ellas  por  via  de  patrimo- 
nio. Si  son  instituidas  para  parientes,  ha  de  justificarse  el 
parentesco  ante  el  juez  real,  á  no  ser  que  por  el  fundador  se 
haya  conferido  á  los  patronos  la  facultad  de  elegir  al  pa- 
riente que  mejor  les  parezca ,  sin  atender  á  la  proximidad 
de  grado. 

Capellanías  colativas  ó  eclesiásticas  son  las  que  se  insti- 
tuyen con  autoridad  del  papa  ó  del  obispo  y  sirven  de  título 
para  ordenarse  (1).  Llámanse  colativas,  porque  es  propio 
del  obispo  el  conferirlas.  La  presentación  ó  nombramiento 
de  capellán  puede  tocar  á  persona  lega  ó  eclesiástica ,  según 
la  voluntad. del  fundador;  pero  la  colación,  institución  ca- 
nónica ó  investidura  ,  el  cuidado  de  la  conservación  de  las 
fincas  y  del  cumplimiento  de  las  cargas,  como  asimismo  el 
conocimiento  de  la  legitimidad  de  los  pretendientes  en  las 
capellanías  fundadas  para  consanguíneos,  corresponden  al 
ordinario  diocesano  del  territorio  en  que  están  fundadas ,  de 
suerte  que  el  patrono  tiene  solamente  la  regalía  de  nombrar 
capellán  dentro  del  término  prescrito  por  derecho  canó- 
nico (2).  Estas  capellanías  pueden  conferirse  á  presbíteros,  ó 
á  los  que  todavía  no  lo  sean  para  que  se  ordenen,  según  dis- 
ponga el  fundador;  y  para  su  obtención,  siendo  simples  sin 
cura  de  almas ,  ha  de  tener  el  capellán  catorce  años,  à  no  ser 
que  el  fundador  mande  conferirlas  á  los  de  menor  edad; 
pero  siendo  con  cura  de  almas,  se  requiere  la  edad  de  veinte 
y  cinco  años.  La  posesión  de  estas  capellanías  no  se  adquiere 
por  solo  el  hecho  de  la  presentación  ó  nombramiento,  sino 
que  ademas  es  indispensable  la  colación  ó  institución  canónica . 

No  pueden  ordenarse  á  título  de  las  capellanías  colativas 
los  que  tienen  impedimento  legal  y  canónico  hasta  que  se 
les  remueva  ,  y  son  los  siguientes  :  el  que  no  ha  nacido  de 
legítimo  matrimonio  ;  el  bigamo  ,  ya  esté  viudo  ó  viva  su 
mujer  primera;  el  homicida  voluntario;  el  siervo;  el  que 
hizo  penitencia  pública;  el  que  estando  gravemente  enfermo 
se  bautizó  por  temor  de  la  muerte  ;  el  bautizado  dos  veces 
con  cierta  ciencia  ;  el  sugeto  eslraño  y  desconocido  que  no 
presente  dimisorias  ó  testimoniales  de  su  prelado;,  el  her- 
mafrodita  ;  la  mujer  ;  el  menor  de  siete  años  ;  el  que  por  ra- 
zón de  mayordomía  ó  administración  de  rentas  públicas  está 
obligado  á  dar  cuentas;  leyes  12 y  27,  lit.  6,  Part.  1. 

Capellanías  gentilicias  son  las  capellanías  colativas  en  que 
tiene  derecho  de  patronato  cierta  gente  ó  familia  designada 
por  el  fundador;  dç  manera  que  las  gentilicias  son  de  la 
misma  naturaleza  que  las  colativas ,  á  diferencia  de  que  los 
patronos  son  siempre  legos  (3). 

Todas  las  capellanías  espresadas,  asilas  mercenarias  como 
las  colativas  y  gentilicias  ,  pueden  fundarse  por  contrato  ó 
por  disposición  de  última  voluntad  :  mas  para  ello  es  indis- 
pensable licencia  del  rey,  del  mismo  modo  que  para  la  erec- 
ción de  mayorazgos,  según  se  declaró  por  real  resolución  de 
20  de  febrero  de  1796  y  circular  de  20  de  setiembre  de  1799  ; 
ley  6  ,  lit.  12,  lib.  1 ,  Nov.  Rec. 

(1)  Cap.  Ad  hœc ,  4,  De  rclig.  ilomib.;  y  Mostaz,  De  causis  piis, 
lib.  5 ,  cap.  1  ,  n.  7,  y  cap.  5 ,  n.  1 . 

(2)  Febrero  inej.,  tom.  2,  pág.  546,  n.  V ,  y  pág.  339,  n.  6. 

(3)  Ferrar.,  Biblioth.  verb.  Capellanía, 
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Los  bienes  de  las  capellanías  no  podian. antes  enajenarse  , 
ni  prescribirse  ni  desmembrarse  :  mas  por  real  cédula  ríe 
19  de  setiembre  de  1798  se  dispuso  la  enajenación  de  todos 
los  bienes  .raices  pertenecientes. á  obras  pias,  memorias , 
patronatos  de  legos,  cofradías  y  demás  de  esta  clase  ;  se  dio 
facultad  á  los  administradores  de  los  bienes  de  dichos  esta- 
blecimientos en  que  hubiere  patronato  activo  ó  pasivo  por 
derecho  de  sangre,  para  disponer  la  enajenación  de  ellos;  y 
se  recomendó  á  los  prelados  eclesiásticos  que  activasen  y 
promoviesen  las  ventas  de  los  bienes  propios  de  capellanías 
colativas  y  otras  fundaciones  eclesiásticas ,  sin  perjuicio  do 
los  derechos  de  patronato  activo  y  pasivo,  en  la  forma  que 
se  espresa  en  el  artículo  Amortización  eclesiástica. 

En  la  ley  de  27  de  setiembre  de  1820,  restablecida  por 
real  decreto  de  50  de  agosto  de  1836 ,  se  suprimen  y  resti- 
tuyen á  la  clase  de  libres  lodos  los  mayorazgos,  patronatos 
y  cualquiera  otra  especie  de  vinculaciones  de  bienes  raices, 
muebles,  semovientes,  censos,  juros,  foros  ó  de  cualquiera 
otra  naturaleza;  y  se  dispone  que  nadie  podrá  en  lo  suce- 
sivo ,  aunque  sea  por  via  de  mejora ,  ni  por  otro  título  ni 
pretesto  ,  fundar  mayorazgo  ,  fideicomiso,  patronato,  cape- 
llanía, obrapia,  ni  vinculación  alguna  sobre  ninguna  clase 
de  bienes  ó  derechos,  ni  prohibir  directa  ó  indirectamente 
su  enajenación  (4).  Véase  Amortización  civil  y  eclesiástica, 
Bienes  vinculados  y  Patronato. 

CAPILLA.  Tómase  algunas  veces  por  capellanía  ;  pero 
comunmente  se  entiende  por  capilla  el  oratorio,  lugar  ó  edi- 
ficio pequeño,  que  está  dentro  de  alguna  iglesia  ó  fuera  de 
ella,  con  altar  y  advocación  particular.  Dícese  también  ca- 
pilla el  cuerpo  ó  comunidad  de  capellanes ,  ministros  y  de- 
pendientes de  ella  ;  el  cuerpo  de  músicos  asalariados  en  al- 
guna iglesia  ;  la  iglesia  patronada  ;  el  oratorio  portátil  quo 
llevan  los  regimientos  y  otros  cuerpos  militares  para  decir 


(4)  Sobre  materia  de  capellanías  véase  á  García,  De  benefteiis: 
Murillo,  lib.  3  ,  n.  56  ;  Febrero  mej.,  tom.  2,  pág.  3'i3  hasta  553. 

—  Eo  la  república  de  Méjico,  al  adoptar  la  ley  de  7  de  agosto 
de  1823  el  decreto  de  las  Cortes  españolas  de  27  de  setiembre 
de  1820  que  suprimió  las  vinculaciones,  la  derogó  espresamenlc 
en  el  art.  14  en  cuanto  á  la  prohibición  de  fundar  capellanías , 
obras  pias  y  adquisición  de  manos  muertas ,  dejando  vigentes  las 
antiguas  leyes  sobre  amortización.  (La  que  previene  se  cobre  un 
quince  por  ciento  sobre  todos  los  bienes  con  que  se  funden  capella- 
nías eclesiásticas  ó  laicales,  es  la  18,  tít.  15,  lib.  \  ,  Nov.  IVcc.) 

—  La  bula  de  Inocencio  XII,  Apostolici  minulerii ,  de  mayo  de 
1723,  manda  que  al  que  tenga  capellanía  ó  beneficio  cuya  renta 
anual  no  llegue  á  la  tercera  parte  de  la  congrua,  no  se  confiera 
la  primera  tonsura  con  motivo  de  adquirir  derecho  al  beneficio  ó 
capellanía:  y  que  los  patronos  puedan  hacer  nombramiento  do 
ellos,  no  como  beneficios ,  sino  como  legados  pios ,  y  así  no  posean 
con  obligación  de  cumplir  las  cargas  impuestas  por  los  fundadores. 
Después,  en  circular  de  1769  dirigida  à  los  señores  obispos,  se 
previno  la  supresión  ó  estincion  de  dichos  beneficios  ó  capellanías, 
convirtiéndolas  en  legados  pios.  —  La  cédula  de  22  de  marzo  de 
1789  (  que  se  verá  en  el  tomo  5  de  las  Gacelas  de  Méjico) ,  revo- 
cando la  ley  1 5 ,  tít.  10 ,  lib.  1 ,  Rec.  de  Ind.,  subrogó  la  acordada 
por  la  junta  del  nuevo  Código,  declarando  que  el  conocimiento 
de  las  demandas  de  principales  y  réditos  de  toda  clase  de  capella- 
nías  y  obras  pias  contra  los  legos  y  sus  bienes,  no  toca  à  los  jueces 
eclesiásticos ,  sino  á  las  justicias  reules ,  y  que  el  privilegio  de 
avocarse  las  causas  de  interés  del  fisco ,  procede  aun  cuando  las 
fincas  están  afectas  á  capellanías  y  obras  pias.  Así  pues,  no  tiene 
lugar  la  provid.  n.  137.  último  foliajede  Montemayor  y  Beleña; 
pero  sí  la  138,  que  es  la  cédula  de  18  de  marzo  de  1776  ,  redu- 
cida á  que  en  las  capellanías  colativas  y  laicales  no  hay  momento 
de  vacante,  y  sus  rentas  se  apliquen  al  sucesor  como  en  los  mayo- 
razgos, dejándolas  á  los  parientes  y  consanguíneos  del  fundador, 
ó  personas  en  quienes  recayeren ,  ó  se  proveyeren. 
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misa;  yen  los  colegios  la  junta  ó  cabildo  que  hacen  los  co- 
legiales para  tratar  de  los  negocios  de  su  comunidad. 

El  nombre  de  capilla,  en  cuanto  significa  lugar  dedicado 
al  cullo  divino,  proviene  según  unos  de  la  capa  de  san  Mar- 
tin, quo  los  reyes  de  Francia  llevaban  antiguamente  á  la 
guerra  y  hacian  colocar  en  una  tienda  de  campaña  que  tomó 
('o  anuí  la,' denominación  de  capilla,  y  los  que  la'  guardaban 
la  de  capellanes;  y  según  otros  trae  su  origen  déla  palabra 
launa  capclla  que  significa  cabra  ó  cabrilla,  porque  en  lo 
ínugüb  se  cubrían  con  píeles  de  estos  animales  las  ermitas  y 
pequeñas  iglesias,  y  se  llamaba  capclla  todo  edificio  que  es- 
taba cubierto  con  pieles  de  cabras. 

Como  quiera  quesea,  entendemos  abora vulgarmente  por 
capilla  el  altar  erigido  6  dotado  en  alguna  iglesia  por  una 
persona  que  tenga  en  él  el  derecho  de  patronato;  y  de  ca- 
pilla lomada  en  este  sentido  se  deriva  la  voz  capellanía. 
Véase  Patronato. 

Las  inscripciones,  armas,  insignias  y  blasones  que  se 
hallan  puestas  en  alguna  capilla  ó  altar,  y  aun  en  los  orna- 
mentos eclesiásticos  destinados  para  su  servicio ,  inducen 
presunción  del  derecho  de  patronato  á  favor  de  la  familia  á 
quien  pertenecen;  y  aunque  no  aparezcan  tan  antiguas  que 
pueda  decirse  que  se  pusieron  al  tiempo  de  la  fundación,  no 
dejan  por  eso  de  conducir  para  probar  que  esta  se  hizo  por 
el  dueño  de  ellas,  pues  se  presume  que  las  puso  el  fundador 
y  patrono  para  conservar  su  derecho  ó  para  manifestar  su 
devoción  a.  Dios  y  sus  santos.  Nadie  por  tanto  puede  raerlas, 
borrarlas,  quitarlas  ni  destruirlas ,  con  objeto  de  que  se 
pierda  la  memoria  del  fundador  ó  bienhechor,  ó  de  que  se 
sustituyan  los  nombres  ó  las  armas  de  otras  personas;  y  el 
que  así  lo  hiciere  debe  pagar  los  daños  y  perjuicios ,  y  ser 
castigado  con  pena  arbitraria. 

CAPILLA.  El  oratorio  que  hay  en  las  cárceles  para 
asistir  á  los  reos  de  último  suplicio  con  la  comunión  y  demás 
preparativos.  Mandóse  crear  por  pragmática  de  Felipe  II, 
espedida  en  27  de  marzo  de  1560.  Están  en  ella  los  reos 
desde  que  se  les  notifica  la  sentencia  de  muerte  hasta  que 
salen  al  suplicio. 

CAPILLA  real.  La  iglesia  ó  capilla  que  es  de  patronato 
especial  del  rey  ;  y  mas  comunmente  se  llama  así  la  capilla 
que  tiene  el  rey  en  su  palacio ,  la  cual  según  real  decreto 
de  26  de  junio  de  Í85!i  se  compone  del  procapellan  mayor, 
patriarca  de  las  Indias,  18  capellanes  de  honor,  6  salmistas, 
3  ayudas  de  oratorio ,  3  sacristanes  y  2  furrieres.  —  La  ca- 
pilla real  tiene  su  juzgado  especial,  en  que  desempeñan  los 
cargos  de  juez  y  fiscal  dos  capellanes  de  honor. 

CAPITACIÓN.  El  repartimiento  de  tributos  y  contri- 
buciones que  se  hace  por  cabezas  ;  ó  el  tributo  que  se  paga 
por  individuos  sin  atención  á  los  capitales,  á  las  rentas,  ni 
á  los  productos  de  la  industria. 

La  capitación  fué  conocida  entre  los  Romanos ,  los  cuales 
estaban  sujetos  á  dos  géneros  de  impuestos,  el  uno  pura- 
mente personal  que  se  repartía  por  individuos  ó  cabezas,  per 
cepita  ,  de  donde  le  vino  el  nombre  de  capitación;  y  el  otro 
puramente  real ,  que  se  cargaba  sobre  los  fundos  ó  hereda- 
des, y  se  denominaba  jugera  lio,  repartimiento  poryugadas. 

Carlos  II,  rey  de  Inglaterra-,  hizo  un  reglamento  por  el 
cual  un  duque  debía,  pagar  cien  libras  de  capitación  ,  un 
marques  ochenta,  un  baron  treinta,  un  caballero  veinte, 
un  escudero  diez,  y  todo  pechero  doce  dineros.  También  se 
estableció  en  Francia  esta  contribución  el  año  de  1693  para 
ocurrir  á  los  gastos  estraordinarios  de  la  guerra  que  se  ter- 
minó por  la  paz  de  Riswich  ,  y  hoy  está  reemplazada  por  la 
llamada  contribución  personal. 

En  Castilla  existió  antiguamente  la  capitación  con  el  nom- 
bre de  moneda  forera  ,  la  cual  se  pagaba  por  personas,  sio 
distinción  de  sexo  ni  edad,  á  razón  de  medio  real  por  cada 
una  de  siete  en  siete  años ,  bien  que  después  padeció  alte- 


ración ,  como  se  dirá  en  el  artículo  Moneda  forera.  En  el  año 
de  1712  se  impuso  á  los  pueblos  de  Castilla  y  León,  de  Va- 
lencia, Aragon  y  Cataluña,  á  razón  de  60  rs.  cada  vecino, 
con  título  de  cuartel  y  remonta,  yftO'rs.  para  pagas  de 
oficiales.  Continuó  el  año  de  1713  en  razón  de  ftO  rs.  cada 
vecino  de  Castilla,  y  100  el  dé  Aragon;  y'se  repitió  en  1714 
y  1719  á  razón  de  10  rs.  los  primeros  y  35  los  últimos.  En 
Cataluña  se  cobró  con  el  nombre  de  personal  hasta  el  año 
de  1817;  y  en  su  virtud  los  jornaleros  del  campo ,  peones  de 
albañil,  criados,  mancebos,  y  oficiales  de  artes  mecánicas, 
pagaban  cada  año  23  rs.  :  mas  los  solteros  y  los  nobles  es- 
taban esentos. 

La  capitación  se  considera  por  los  economistas  como  el 
impuesto  mas  fatal  é  injusto,  porque  de  que  un  hombre  ten- 
ga cabeza ,  según  dice  un  célebre  jurisconsulto ,  no  se  sigue 
que  tenga  otra  cosa. 

CAPITAL.  El  caudal  ó  conjunto  de  bienes  que  alguno 
posee  :  —  el  principal  de  una  deuda  que  produce  intereses  : 

—  la  cantidad  de  dinero  que  se  impone  á  censo  ó  rédito  so- 
bre alguna  hacienda ,  posesión  ó  efecto  :  —  el  caudal  ó  bie- 
nes que  lleva  el  marido  al  matrimonio  :  —  la  ciudad  que  es 
cabeza  de  algún  estado  ó  provincia  :  —  lo  que  toca  ó  perte- 
nece á  la  cabeza,  como  pena  capital,  esto  es,  pena  de 
muerte  que  se  ejecuta  en  la  cabeza  ;  delito  capital ,  delito 
que  merece  pena  de  muerte. 

CAPITALISTA.  El  dueño  de  un  capital  productivo  : 

—  el  hombre  acaudalado  :  —  en  el  comercio  se  distingue 
por  éste  nombre  el  sugeto  que  con  preferencia  á  otra  clase 
de  negocios  emplea  su  caudal  en  la  negociación  y  descuen- 
to de  letras  de  cambio  al  ínteres  corriente  de  la  plaza. 

CAPITALIZACIÓN.  La  acción  de  capitalizar  una  ren- 
ta en  términos  convenidos,  y  también  la  agregación  de  ré- 
ditos vencidos  á  ún  capital  para  aumentarlo. 

CAPITALIZAR,  Reducir  á  capital  el  importe  de  la  renta, 
sueldo  ó  pension  anual,  cuyo  pago  queda  redimido  con  la 
entrega  de  dicho  importe.  Para  buscar  y  determinar  este  im- 
porte en  las  rentas  perpetuas  basta  fijar  el  tanto  por  ciento 
del  rédito  anual;  pero  en  las  vitalicias  es  necesario  fijar 
prudencialmente  los  años  de  vida  del  rentista  ó  deducirlo  de 
las  tablas  de  mortalidad  y  probabilidades  de  la  duración  de 
la  vida  (i).  Véase  Vida. 

En  los  censos  redimibles  ó  al  quitar  se  considera  el  capital 
ó  precio  á  razón  de  ciento  por  tres  (2)  :  en  los  vitalicios  á 
ciento  por  diez  si  están  cargados  para  una  sola  vida ,  y  á 
ciento  por  ocho  y  un  tercio  si  están  cargados  para  dos 
vidas;  leyes  6,  8,9,  13,  y  ñola  2 ,  lit.  13,  Ub.  10  ,  Nov. 
Rec.  En  los  censos  irredimibles  no  hay  tasa  puesta  por  las 
leyes;  pero  los  autores  juzgan  que  el  capital  en  ellos  debo 
regularse  á  ciento  por  dos  (5).  En  los  enfiteúticos  tampoco 
la  hay;  mas  los  autores  opinan,  que  pues  el  dueño  directo 
tiene  las  ventajas  de  fadiga,  luismo  y  demás,  debe  ser  el 
capital  doble  que  el  de  los  redimibles,  y  mayor  que  el  de 
los  irredimibles ,  pudiendo  por  tanto  estimarse  á  razón  de 
ciento  por  uno  y  medio.  Véase  Redención. 

CAPITALIZAR.  En  el  comercio,,  agregar  al  capital  el 
importe  de  los  intereses  ya  adquiridos  con  él ,  y  formar  do 
ambas  cantidades  un  nuevo  y  mayor  capital ,  que  irá  ga- 
nando por  consiguiente  mayor  cantidad  de  intereses.  Véaso 
ínteres  compuesto. 

(1)  Fel>r.  mej.,  tom.  5,  pág.  145,  n.  5. 

(2)  Para  los  Mejicanos  el  einco  por  ciento  aun  en  beneficio  del 
fisco,  según  la  cédula  de  do  de  marzo  de  1786,  n.  660,  últ.  fol. 
en  los  Autos  de  Beleña.  —  Con  respecto  á  las  repúblicas  de  Vene- 
zuela y  Chile ,  al  fin  del  art.  Censo  consignativo  se  verá  que  allí 
es  lícito  estipular  cualquier  interés. 

(5)  Véase  á  Covar.,  Far.,  lib.  3 ,  cap.  10,  n.  i  ,  y  Molina ,  de 
jusf.  etjur.,  disp.  383,  vers,  secundum. 
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CAPITÁN  Â  guerra.  En  lo  antiguo  era  el  jefe  de  los 
tercios  de  milicias  distribuidos  en  cada  distrito  para  su  de- 
fensa y  segundad,  con  facultad  de  conocer  en  primera  ins- 
tancia de  las  causas  civiles  y  criminales  de  todos  los  oficia- 
les de  las  compañías  de  dichos  tercios.  Este  empleo  se  unió 
después  en  unos  pueblos  á  los  intendentes,  y  en  otros  á  los 
corregidores  ó  alcaldes  mayores ,  á  quienes  se  espedía  el 
título  competente  por  la  via  reservada  de  guerra  mediante  el 
pago  de  cincuenta  ducados  aplicados  al  monte  pió  de  los 
mismos  ;  pero  su  autoridad  se  hallaba  ya  derogada  en  los 
últimos  tiempos,  y  solo  se  creia  que  podría  ejercerse  en  el 
caso  de  armarse  los  vecinos  de  los  pueblos  por  verse  invadi- 
dos de  enemigos  ú  otro  accidente ,  no  habiendo  comandante 
militar  ni  otro  jefe  designado.  Véase  Colon,  tom.  1,  pág,  190 
de  la  tercera  edición. 

En  el  dia  es  inútil  el  título  de  capitán  á  guerra  ,  pues  los 
jueces  de  primera  instancia ,  que  son  los  que  han  sucedido 
á  los  corregidores  y  alcaldes  mayores ,  deben  limitarse  pre- 
cisamente á  lo  contencioso ,  á  la  persecución  y  castigo  de  los 
delitos  comunes  y  á  la  parte  de  policía  judicial  que  las  leyes 
y  reglamentos  les  atribuyen;  y  nunca  podrán  mezclarse  en 
lo  gubernativo  ó  económico  de  los  pueblos,  según  dispone 
el  art.  59  del  reglamento  de  26  de  setiembre  de  1855  sobre 
administración  de  justicia. 

f  CAPITÁN  de  caballería.  Véase  la  orden,  del  ejérc, 
til.  11,  trat.  2. 

f  CAPITÁN  de  infantería.  Véase  la  orden,  del  ejérc, 
tit.  10,  trat.  2. 

CAPITÁN  general.  El  que  manda  como  superior  de 
todos  los  oficiales  y  cabos  militares  de  un  ejército ,  provincia 
ó  armada  ,  y  se  distingue  con  los  nombres  de  capitán  gene- 
ral de  ejército ,  capitán  general  de  provincia  y  capitán  ge- 
neral de  la  armada. 

CAPITÁN  general  de  un  ejército.  El  caudillo  militar 
que  nombra  el  rey  para  que  tenga  el  cargo  y  mando  supe- 
rior de  un  ejército  en  campaña ,  y  de  las  armas ,  tropas  y 
plazas  que  hubiere  en  la  provincia  en  que  se  hiciese  la 
guerra  ó  que  esté  fronteriza  con  la  estranjera  en  que  ha  de 
obrarse  ;  arls.  2  y  6,  lit.  1 ,  trat.  7,  orden,  del  ejérc. 

El  capitán  ó  comandante  general  de  un  ejército  en  cam- 
paña tiene  plena  autoridad  para  bacer  promulgar  los  bandos 
que  para  la  disciplina  de  las  tropas  tuviere  por  conveniente, 
los  cuales  tienen  fuerza  de  ley,  y  su  observancia  comprende 
á  cuantas  personas  sigan  el  ejército,  sin  escepcion  de  clase, 
condición  ,  estado  ni  sexo ,  ateniéndose  así  el  auditor  gene- 
ral como  los  vocales  de  los  consejos  de  guerra  ordinarios  de 
los  regimientos  á  la  literal  estension  de  ellos  para  el  juicio  de 
los  reos  contraventores;  art.  5,  tit.  8,  trat.  8  ,  orden,  del 
ejérc. 

Sin  embargo  de  esta  facultad  tan  amplia  del  capitán  ge- 
neral para  la  promulgación  de  bandos,  no  conoce  su  juz- 
gado sino  de  la  contravención  de  aquellos  cuyo  privativo 
conocimiento  se  reserva  ,  y  de  los  que  hace  publicar  sobre 
delitos  que  no  espresa  la  ordenanza  ;  pues  los  señalados  en 
esta  bajo  alguna  pena  ha  de  juzgarlos  siempre  el  consejo  de 
guerra  ordinario  de  oficiales  de  cada  cuerpo  ;  real  orden  de 
26  de  junio  de  1785. 

El  juzgado  del  capitán  general  interviene  en  las  primeras 
diligencias  y  formación  de  causas  en  sumario  de  los  reos 
atorados  que  se  refugien  á  la  iglesia  del  cuartel  general, 
hasta  estraerlos  do  la  inmunidad  bajo  la  correspondiente 
caución  juratoria;  y  luego  que  conste  su  fuero,  aunque 
hayan  cometido  delito  cuyo  conocimiento  pertenezca  á  esto 
juzgado,  deben  entregarse  á  su  comandante  particular  para 
que  continúe  la  causa,  respecto  de  que  el  asilo  sagrado  im- 
pide la  aprehensión  de  la  persona;  lo  que  no  se  entiende 
con  los  reos  que  fueren  aprehendidos  fuera  de  los  límilestiel 
ejército  en  lugar  profano ,  pues  estos  quedan  desaforados  y 


sujetos  al  juzgado  del  general;  real  orden  de  26  de  diciembre 
de  1780. 

Conoce  también  osle  juzgado  de  la  contravención  á  las 
leyes  de  policía  y  buen  gobierno  publicadas  para  él  aseo  y 
buen  orden  de  los  campamentos,  sin  que  ningún  cuerpo  , 
aunque  sea  de  los  privilegiados,  pueda  eximirse  de  su  ins- 
pección :  bien  que  los  vivanderos  de  alguno  de  estos  que  se 
limiten  á  vender  víveres  á  solo  su  cuerpo ,  están  solo  suje- 
tos en  sus  escesos  á  su  respectivo  jefe;  reales  órd.  de  7  de 
noviembre  y  3  de  diciembre  de  1780,  y  de  29  de  enero  de  1781. 
Véase  Auditor. 

CAPITÁN  ó  comandante  general  de  provincia.  El 
jefe  superior  á  quien  e,stán  subordinados  cuantos  individuos 
militares  tienen  destino  ó  residencia  accidental  en  una  pro- 
vincia. 

Este  jefe  tiene  jurisdicción  en  su  distrito  para  conocer  do 
todas  las  causas  de  los  oficiales  y  demás  individuos  milita- 
res, á  escepcion  de  los  cuerpos  privilegiados  ,  como  se  pre- 
viene en  los  artículos  siguientes  de  la  ordenanza  general. 

«Los  oficiales  de  todas  las  clases  (á  escepcion  de  los 
cuerpos  privilegiados  que  tienen  juzgado  particular)  han  de 
depender  del  de  los  capitanes  generales  de  las  provincias 
en  que  tuvieren  su  destino ,  así  por  lo  civil  como  por  lo  cri- 
minal, en  delitos  comunes  que  no  tengan  conexión  con  mi 
servicio  ,  con  parecer  del  auditor  ó  asesor  de  guerra,  quien 
sustanciará  las  causas  en  virtud  de  decreto  del  comandante 
general,  con  cuya  circunstancia  estarán  obligados  todos  los 
oficiales  y  demás  dependientes  de  su  jurisdicción  á  declarar 
ante  dicho  ministro,  precediendo  la  orden  del  capitán  ge- 
neral ,  en  consecuencia  de  oficio  que  el  auditor  ó  asesor  les 
pase  ,  señalando  la  hora  en  que  los  citados  hayan  de  compa- 
recer en  el  juzgado  militar,  donde  lia  de  recibirles  con  la 
formalidad  que  corresponda  á  lo  serio  de  aquel  acto  ;  »  ord. 
del  ejérc,  trat.  8,  tit.  h,  art.  1. 

«De  las  sentencias  de  los  capitanes  generales  en  materias 
civiles  y  criminales  podrán  recurrir  los  oficiales  al  supremo 
consejo  de  guerra,  donde  se  determinarán  en  última  instan- 
cia; pero  los  procesos  procedentes  del  consejo  de  guerra  ge- 
neral en  que  haya  duda ,  y  los  de  sentencias  de  oficiales  que 
deben  consultárseme  antes  de  su  ejecución ,  los  pasará  el  ca- 
pitán general  á  mis  manos  por  la  via  reservada  de  mi  secre- 
tario del  despacho  de  la  guerra  con  el  parecer  del  auditor  ó 
asesor;  »  id.  art.  3. 

Los  capitanes  generales  y  demás  jueces  militares  no  son 
responsables  de  las  providencias  que  dieren  con  dictamen  de 
sus  auditores  ó  asesores  ,»á  no  ser  que  se  separen  en  él ,  en 
cuyo  caso  espondrán  el  suyo  ;  real  orden  de  29  de  enero 
de  180k.  Véase  Auditor. 

Tienen  también  jurisdicción  contra  todos  los  que  ocultan 
ó  ausilian  desertores,  ó  cometen  delitos  de  los  que  están  su- 
jetos al  juzgado  militar,  de  cualquier  clase  y  fuero  que  sean 
los  delincuentes.  Véase  Desertor. 

Conoce  también  este  juzgado  de  todos  los  inventarios ,  ab- 
intestatos  y  particiones  de  los  militares,  con  dependencia 
del  supremo  consejo  de  guerra ,  adonde  han  de  remitirse  los 
autos  originales,  y  otorgar  las  apelaciones  con  arreglo  á  or- 
denanza y  reales  órdenes.  Véase  Testamento  militar. 

Las  multas  impuestas  á  todos  los  individuos  del  fuero  dp 
guerra  por  este  juzgado,  deben  depositarse  en  persona  nom- 
brada por  el  auditor  ,  y  aplicarse  al  real  fisco  con  am- 
ia cédula  de  8  de  julio  de  177ft. 

Siempre  que  el  capitán  ó  comandante  general,  al  exami- 
nar los  procesos  que  después  del  consejo  ordinario  le  ¡ 
los  regimientos,  menos  los  privilegiados,  reconociere  ¡ 
ó  por  medio  del  auditor  que  fallan  algunas  diligencias .  como 
v.  gr.  el  juramento,  su  toma  en  debida  forma,  el  nombra- 
miento de  defensores  ,  el  reconocimiento  de  sitios,  la  lectura 
de  las  ordenanzas  à  cada  uno  en  su  propio  idioma ,  ú  otras 
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relativas  al  cuerpo  del  cblilo ,  debe  disponer  que  se  reme- 
dien luego  estos  defectos  y  vuelvan  á  votar  el  proceso  los 
oficiales  que  compusieron  el  consejo  de  guerra ,  y  que  sub- 
sanados se  pongn  en  ejecución  la  sentencia ,  suspendiéndola 
y  consultando  solo  en  los  casos  en  que  los  defectos  no  se 
puedan  remediar  con  facilidad,  ó  en  que  resulte  alguna 
duda  grave  de  derecho  ;  reales  órd.  de  19  de  enero  de  1756 
y  1 1  de  mai/o  de  1758. 

El  capilan  general ,  en  las  causas  juzgadas  por  el  consejo 
de  guerra  ordinario  que  se  le  pasan  para  su  aprobación,  debe 
decidir  con  dictamen  del  auditor,  si  ha  de  suspenderse  la 
senlencia  por  injusta,  ó  ejecutarse  por  bien  pronunciada.  En 
aquel  caso,  devolverá  el  proceso  al  coronel  ó  comandante  del 
cuerpo ,  poniendo  al  pié  su  orden  de  suspension  de  la  sen- 
tencia con  espresion  individual  del  motivo  en  que  la  funda  , 
y  prevención  al  mismo  coronel  ó  comandante  de  que  lo  re- 
mita todo  al  supremo  consejo  de  la  guerra,  y  él  dará  cuenta 
de  esta  novedad  á  la  via  reservada  de  guerra,  con  arreglo 
al  art.  38,  tít.  3,  trat.  8  de  la  ordenanza  y  á  lo  mandado 
por  real  orden  de  26  de  octubre  de  1J69.  Lo  propio  ha  de 
verificarse  en  los  dominios  de  Indias,  en  tiempo  de  paz; 
pero  en  el  de  guerra  ,  cuando  el  capitán  general  no  se  con- 
forme con  la  sentencia  del  consejo  ordinario  por  solo  el  dic- 
tamen del  auditor  ,  debe  disponer  que  se  revea  el  procedo 
por  este ,  acompañándole  un  oidor  de  la  audiencia  del  terri- 
torio, y  tres  si  el  delito  mereciese  la  imposición  de  pena 
aflictiva  ó  capital  ;  reales  órd.  de  28  de  febrero  de  1804,  y  1» 
de  julio  de  1806. 

Los  capitanes  generales  ó  gobernadores  á  quienes  se  pasan 
estos  procesos  para  la  aprobación  de  las  sentencias,  no  pue- 
den ser  recusados  por  los  reos  ó  sus  defensores ,  ni  tampoco 
los  auditores  ó  letrados  con  quienes  aquellos  jefes  las  con- 
sulten ;  porque  en  las  causas  ya  sentenciadas  por  los  consejos 
ordinarios  de  oficiales,  no  proceden  unos  ni  otros  como  jue- 
ces, pues  que  no  pueden  variar  ni  enmendar  las  sentencias, 
sino  mandarlas  ejecutar  si  están  arregladas  á  ordenanza  ,  y 
suspenderlas  en  caso  contrario  hasta  la  decisión  del  supremo 
consejo  de  la  guerra:  real  orden  de  23  de  junio  de  1803. 

Es  privativo  de  los  capitanes  ó  comandantes  generales  se- 
ñalar el  presidio  donde  han  de  cumplir  sus  condenas  los  reos 
militares  sentenciados  à  esta  pena  por  el  consejo  de  guerra 
de  oficiales ,  á  no  ser  que  el  destino  estuviese  ya  prefijado 
por  algunas  reales  órdenes  ;  real  orden  cíe  16  de  febrero  de 
mil,  y  decr.  de  28  de  abril  de  1783. 

En  cualquiera  duda  ó  dispula  que  ocurra  de  ordenanza  , 
tienen  estos  jefes  la  autoridad  de  decidirla  provisionalmente, 
dando  cuenta  al  rey  de  la  disposición  interina  que  hayan 
tomado ,  á  la  que  deben  sujetarse  todos  los  individuos  mili- 
tares; real  orden  de  18  de  febrero  de  1769. 

Los  capitanes  ó  comandantes  generales  tienen  obligación 
de  dar  el  ausilio  de  tropa  que  les  pidieren  los  magistrados  ; 
reales  órdenes  de  50  de  enero  de  1731,  yl  de  marzo  de  1796. 
Los  capitanes  generales  eran  antes  presidentes  de  las  Au- 
diencias territoriales  y  tenian  varias  facultades  en  el  orden 
político  ;  pero  en  el  dia  deben  ceñirse  al  mando  de  las  tro- 
pas y  al  ejercicio  de  su  jurisdicción  en  las  causas  del  fuero 
militar. 

f  Los  mariscales  de  campo  ó  tenientes  generales  que  sean 
capitanes  generales  de  provincia  en  propiedad  tienen  el  tra- 
tamiento de  Excelencia  entera  mientras  obtengan  tal  mando , 
mediante  á  la  alta  dignidad  que  desempeñan  como  primera 
autoridad  en  lo  militar,  responsables  de  la  tranquilidad.  Rl, 
órd.  de  7  fíe  diciembre  de  1827. 

Los  capitanes  generales  de  las  provincias  pueden  conceder 
por  sí  en  lo  sucesivo  á  los  oficiales  retirados,  en  las  suyas 
respectivas,  las  traslaciones  de  retiro  que  soliciten  para 
puntos  comprendidos  en  la  demarcación  de  su  mandg,  dando 
cuenta  á  este  ministerio  cada  tres  meses  en  relaciones  nomi- 


nales de  los  oficiales  retirados  á  quienes  hubiesen  concedido 
traslación  dentro  de  su  provincia,  con  espresion  del  empleo, 
sueldo  do  su  retiro,  pueblo  en  que  se  hallaban  y  el  en  que 
obtuvieron  la  concesión  de  su  última  residencia.  Rl.  órd.  de 
10  rie  agosto  de  1830. 

Se  mantiene  á  los  capitanes  generales  en  la  posesión  da 
los  palcos  de  orden.  Rl.  órd.  de  26  fíe  setiembre  de  1838. 

Pueden  conceder  licencia  á  los  jefes  y  oficiales  encausados 
para  que  trasladen  su  residencia  á  los  puntos  que  lo  soliciten 
y  estén  comprendidos  en  el  distrito  de  sus  respectivas  capi- 
tanías generales ,  siempre  que  conste  que  la  causa  por  que 
están  procesados  haya  sido  fallada  en  primera  instancia,  y 
no  se  les  impono  en  ella  mayor  pena  que  la  de  seis  meses  de 
prisión,  por  la  cual  se  hallen  en  libertad  ó  arresto  ,  y  que 
por  su  corto  sueldo  ó  por  el  atraso  con  que  lo  perciban  no 
pueden  mantenerse  con  decencia  en  el  pueblo  residencia  del 
juzgado.  Rl.  órd.  de  7  de  agosto  de  1842. 

S.  51.  la  Reina  ha  tenido  á  bien  disponer  se  circule  de 
nuevo  la  real  orden  de  27  de  febrero  de  1842,  á  fin  deque, 
en  observancia  de  lo  que  en  ella  se  previene,  usen  los  capi- 
tanes generales  de  la  facultad  para  la  concesión  de  licencias 
temporales  á  los  oficiales  retirados  con  sueldo  y  sin  él  ;  no 
siendo  para  el  estranjero  ni  para  la  corte ,  cuya  gracia  está 
reservada  á  S.  M.,  según  lo  prevenido  en  reales  órdenes 
posteriores.  Rl.  órd.  de  13  de  diciembre  de  1843. 

=  Véase  Auditores  de  guerra  de  provincia. 

CAPITÁN  GENERAL   DE    DEPARTAMENTO  DE  MARINA.  El 

jefe  superior  á  quien  encada  departamento  de  marina  están 
subordinados  los  individuos  que  gozan  del  fuero  militar  de 
este  ramo.  Véase  Fuero  de  marina. 

CAPITÁN ,  maestre  ó  patron  de  NAvío.  Cualquiera 
de  estos  tres  nombres  designa  la  persona  que  tiene  á  su 
cargo  la  dirección  y  gobierno  de  una  nave  ó  embarcación 
destinada  al  comercio  marítimo ,  pero  el  primero  suele  apli- 
carse al  jefe  de  una  nave  destinada  à  viajes  largos,  y  los 
otros  dos  á  los  jefes  de  buques  menores  que  se  emplean  en 
el  cabotaje. 

El  código  de  comercio  contiene  sobre  los  capitanes  las 
disposiciones  siguientes  : 

«  Art.  634.  El  capitán  de  la  nave  ha  de  ser  natural  y  ve- 
cino de  los  reinos  de  España  ,  y  persona  idónea  para  contra- 
tar y  obligarse.  —  Los  estranjeros  no  pueden  serlo  si  no 
tienen  carta  de  naturaleza  ,  debiendo  ademas  prestar  fianza 
equivalente  á  la  mitad ,  cuando  menos  ,  del  valor  de  la  nave 
que  capitaneen.  » 

=  El  autor  de  la  Curia  Filípica  padece  una  equivocación 
al  sentar  [cap.  4,  com.  naval,  n.  4)  que  á  falta  de  natural 
puede  ser  capitán  ó  maestre  un  estranjero.  Lo  que  realmente 
dicen  las  leyes  á  que  se  refiere  es  que  no  habiendo  naves 
españolas  en  un  puerto ,  puede  cualquier  interesado  cargat 
sus  géneros  en  buques  estranjeros  para  el  trasporte. 

«  Art.  653.  En  cuanto  à  la  pericia  que  ha  de  tener  el  ca- 
pilan en  el  arte  de  la  navegación  ,  su  examen,  y  demás  re- 
quisitos necesarios  para  ejercer  este  cargo  ,  se  estará  á  lo 
que  prescriben  las  ordenanzas  de  matrícula  de  gentes  de 
mar.  » 

=  Las  ordenanzas  de  Bilbao  disponían  que  nadie  pudiera 
ejercer  el  cargo  de  capitán ,  maestre  ó  patron,  sin  haber 
navegado  antes  seis  años  ,  los  cuatro  de  marinero  y  los  dos 
de  piloto  ,  y  sin  haber  obtenido ,  previo  examen ,  el  compe- 
tente título  del  prior  y  cónsules  bajo  las  penas  de  esclusion 
y  de  cien  pesos  escudos  de  plata  por  via  de  multa.  Exigían 
ademas  que  supiese  leer,  escribir  y  contar,  para  dar  puntual 
cuenta  y  razón,  así  del  navio  y  sus  aparejos,  como  de  las. 
mercaderías  que  se  cargasen  en  él.  La  ordenanza  de  matrí- 
culas de  mar  de  12  de  agosto  de  1802  prescribe  en  el  art,  19 
del  tít.  2,  que  para  patronear  los  matriculados  en  los  barcos 
de  tráfico  ó  pesca  han  de  haber  hecho  tres  campañas  en  los 


reales  bajeles  ó  arsenales,  habiendo  obtenido  en  ellos  plaza 
de  marineros  sin  deserción  ;  y  en  el  art.  1  del  tit.  10  dispone 
que  ningún  capitán  ó  patron  pueda  navegar  fuera  de  los 
limites  del  departamento  á  que  correspondiere  su  matricula, 
sin  haber  obtenido  el  real  pasaporte  ó  patente  de  navegación, 
bajo  la  pena  de  confiscación  con  toda  su  carga. 

«Art.  656.  El  naviero  que  se  reserve  ejercer  la  capitanía 
de  su  nave,  y  no  tenga  la  patente  de  capitán  con  arreglo  á 
-dichas  ordenanzas,  se  limitará  á  la  administración  económica 
de  ella,  valiéndose  para  cuanto  diga  orden  á  la  navegación  , 
de  un  capitán  aprobado  y  autorizado  en  los  términos  que 
aquellas  previenen.  » 

=  De  la  buena  ó  mala  dirección  de  la  nave  depende  la 
vida  de  las  personas  que  van  en  ella  y  la  fortuna  de  los  car- 
gadores ;  y  así  no  puede  fiarse  á  quien  no  tenga  los  conoci- 
mientos necesarios  para  su  desempeño. 

«  Art.  637.  El  capitán  que  sea  natural  de  España  estará 
ó  no  obligado  á  dar  fianzas,  según  lo  que  sobre  ello  contrate 
con  el  naviero  ;  y  si  este  le  relevase  de  darlas ,  no  se  le  po- 
drán exigir  por  otra  persona.  » 

=  Aunque  el  capitán  no  diere  fianzas  ,  no  por  eso  quedan 
sin  garantía  los  cargadores  ,  pues  tienen  hipotecada  la  nave 
con  todas  sus  pertenencias  y  fletes  devengados  en  el  viaje 
para  las  indemnizaciones  á  que  haya  dado  lugar  la  conducta 
de  aquel  en  la  custodia  de  los  efectos  cargados.  Véase  Na- 
viero. 

«  Art.  638.  El  capitán  es  el  jefe  de  la  nave  á  quien  debe 
obedecer  toda  la  tripulación,  observando  y  cumpliendo 
cuanto  mandare  para  el  servicio  de  ella.  » 

—  El  marinero  que  desobedeciere  al  capitán  en  las  mate- 
rias regulares  de  su  obligación  ó  en  las  de  policía  y  buen  go- 
bierno ,  incurre  en  la  pena  de  una  campaña  sin  ración  de 
vino  en  los  seis  primeros  meses  ;  ord.  de  mairie,  de  mar 
de  12  de  agosto  de  1802. 

«  Art.  659.  Toca  al  capitán  proponer  al  naviero  las  per- 
sonas del  equipaje  de  la  nave;  y  este  tiene  el  derecho  de 
elegir  definitivamente  los  que  hayan  de  tripularla;  pero  no 
podrá  obligar  al  capitán  á  recibir  en  su  equipaje  persona 
alguna  que  no  sea  de  su  contento  y  satisfacción.  » 

=t  El, naviero  es  la  parte  mas  interesada  en  el  buen  éxito 
de  los  viajes  que  haga  la  nave  ;  y  es  por  consiguiente  muy 
justo  que  no  se  le  niegue  la  facultad  de  elegir  los  individuos 
que  hayan  de  componer  la  tripulación.  Pero  como  el  capitán 
es  quien  debe  responder  de  las  sustracciones  y  latrocinios 
que  se  cometieren  por  ella ,  y  de  los  perjuicios  que  se  cau- 
sen por  las  discordias  que  se  susciten  en  el  buque  ó  por  las 
faltas  que  hubiere  en  el  servicio  y  defensa  del  mismo ,  según 
el  art.  679,  seria  comprometerle  demasiado  el  ponerle  per- 
sonas en  quienes  no  tuviese  confianza.  La  mejor  tripulación 
suele  ser  la  que  se  ha  escogido  el  capitán,  porque  nadie  co- 
noce tan  bien  como  él  la  capacidad  de  los  oficiales  y  mari- 
neros que  se  asocia  ,  su  actividad  y  celo  por  el  servicio,  su 
carácter,  y  sus  buenas  ó  malas  cualidades. 

«  Art.  6ft0.  Con  respecto  á  la  facultad  que  compete  al  ca- 
pitán para  imponer  penas  correccionales  contra  los  que  per- 
turben el  orden  en  la  nave,  cometan  faltas  de  disciplina  ,  ó 
dejen  de  hacer  el  servicio  que  les  compete,  se  observará  lo 
que  previenen  los  reglamentos  de  la  marina.  » 

=¡  Cuando  alguno  de  la  tripulación  ó  de  los  pasajeros  co- 
metiere en  la  nave  algún  delito  grave  que  merezca  pena  cor- 
poral ó  pecuniaria  ,  debe  el  capitán  prenderle  ,  aunque  sea 
clérigo  ,  y  presentarle  al  juez  del  puerto  de  la  descarga , 
para  que  le  castigue;  ley  2,  lit.  9,  Part.  S.  Delinquiendo  cl 
capitán  ,  puede. asimismo  prenderle  y  presentarle  al  juez 
cualquiera  de  los  navegantes;  pues  in  fraganti,  no  habiendo 
juez  ,  cualquiera  puede  prender  al  delincuente. 

«  Art,  6ftt .  No  estando  presentes  el  naviero  ni  el  consigna- 
tario de  la  nave ,  está  autorizado  el  capitán  para  contratar 
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por  si  los  fietameníos  bajo  los  instrucciones  que  tenga  reci- 
bidas, y  procurando  con  la  mayor  solicitud  y  esmero  el 
fomento  y  prosperidad  de  los  intereses  del  naviero.  » 

=  El  capiían  es  el  mandatario  del  naviero ,  y  en  los  lugares 
donde  este  ó  su  apoderado  no  se  hallaren  presentes,  no  solo 
puede  fletar  la  nave  ,  sino  que  debe  hacerlo  con  oportunidad 
por  el  interés  del  dueño  según  sus  instrucciones  ,  así  como 
el  encargado  de  casas  está  obligado  á  tenerlas  arrendadas  y 
no  vacantes  ,  habiendo  quien  las  tome.  Pero  oslando  pre- 
sente el  naviero  ó  consignatario,  uo  puede  el  capitán  sin  su 
especial  autorización  contratar  los  fletamentos ,  porque  su 
poder  cesa  entonces  ante  la  autoridad  superior  del  comitente 
ó  se  suspende  ante  el  que  se  ha  dado  especialmente  á  otra 
persona.  Véase ■Flelamenlo,  art.  730. 

«  Art.  6'i2.  El  capitán  tomará  por  sí  las  disposiciones  con- 
venientes para  mantenerla  nave  pertrechada,  provista  y 
municionada ,  comprando  á  este  efecto  lo  que  considere  de 
absoluta  necesidad,  siempre  que  las  circunstancias  no  le 
permitan  .solicitar  previamente  las  instrucciones  del  na- 
viero. » 

«  Art.  645.  En  casos  urgentes,  durante  la  navegación  , 
puede  el  capitán  disponer  las  reparaciones  en  la  nave  y  en 
sus  pertrechos  que  sean  absolutamente  precisas,  para  que 
pueda  continuar  y  acabar  su  viaje  ,  con  tal  que  si  llegare  á 
puerto  donde  haya  consignatario  de  la  misma  nave  ,  obre 
con  acuerdo  de  este.  —  Fuera  de  este  caso  no  tiene  facultad 
para  disponer  por  sí  obras  de  reparación  ,  ni  otro  gasto  al- 
guno para  habilitar  la  nave,  sin  que  el  naviero  consienta  la 
obra  y  apruebe  el  presupuesto  de  su  costo.  » 

«  Art.  Wi.  Cuando  el  capitán  se  halle  sin  fondos  perte- 
necientes á  la  nave  ó  á  sus  propietarios  para  costear  las  re- 
paraciones, rehabilitación  y  aprovisionamiento  que  puedan 
necesitarse ,  en  caso  de  arribada  ,  acudirá  á  los  correspon- 
sales del  naviero ,  si  se  encontraren  en  él  mismo  puerto  ;  y 
en  su  defecto,  á  los  interesados  en  la  carga;  y  si  por  ninguno 
de  estos  medios  pudiese  procurarse  los  fondos  que  nece- 
sitare ,  está  autorizado  para  tomarlos  á  riesgo  marítimo  ú 
obligación  á  la  gruesa  sobre  el  casco ,  quilla  y  aparejos ,  con 
previa  licencia  del  tribunal  de  comercio  del  puerto  donde 
se  halle ,  siendo  territorio  español  ;  y  en  país  eslranjero  del 
cónsul ,  si  lo  hubiere,  ó  no  habiéndolo  de  la  autoridad  que 
conozca  de  los  asuntos  mercantiles.  —  No  surtiendo  efecto 
este  arbitrio  ,  podrá  echar  mano  de  la  parte  del  cargamento 
que  baste  para  cubrir  las  necesidades  que  sean  de  absoluta 
urgencia  y  perentoriedad  ,  vendiéndola  con  la  misma  auto- 
rización judicial  y  en  subasta  pública.  » 

—  Las  disposiciones  de  estos  tres  artículos  no  contienen 
sino  la  aplicacacion  del  principio  de  que  al  naviero  es  á 
quien  corresponde  acordar  los  gastos  que  sean  necesarios 
en  la  nave ,  y  que  el  capitán  solo  puede  hacerlos  por  sí 
cuando  sean  indispensables  para  evitar  mayores  daños  y 
perjuicios,  y  las  circunstancias  ó  la  urgencia  del  caso  no  lo 
permitan  pedir  y  esperar  las  instrucciones  del  naviero. 

El  naviero  pues  debe  cuidar  de  que  la  nave  esté  perno- 
chada ,  provista  y  municionada  ;  y  si  así  no  lo  hiciere ,  queda 
obligado  á  los  daños  y  perjuicios  que  resultaren  de  su  omi- 
sión, porque  el  que  debe  hacer  una  cosa  y  no  la  hace  ,  ifeno 
que  responder  de  los  efectos  de  su  descuido.  Pero  hay  casos 
en  que  toda  la  responsabilidad  recae  sobre  el  capiían  ,  quien 
si  compromete  los  intereses  de  un  tercero  no  puede  cubrirse 
con  la  imprevisión  ó  negligencia  de  su  comitente;  y  así  es 
que  según  el  primero  de  estos  tres  artículos ,  en  el  caso  do 
tjue  no  tenga  oportunidad  ó  tiempo  para  pedir  y  aguardar 
las  órdenes  del  naviero  ,  debe  comprar  por  cuenta  de  este 
lo  que  absolutamente  sea  necesario  para  pertrechar,  proveer 
y  municionar  la  nave ,  bajo  la  pena  de  satisfacer  los  perjui- 
cios que  se  siguieren  por  la  inobservancia  de  esta  obligación, 
como  previene  mas  adelante  el  articulo  680.  Y  no  solo  es 
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responsable  el  capitán  con  respecto  á  los  cargadores,  sino 
que  lo  es  también  para  con  el  naviero  por  razón  de  los  daños 
que  á  consecuencia  de  su  omisión  esperimentare  la  nave, 
pues  el  art.  680  no  hace  distinción  alguna,  y  aun  las  orde- 
nanzas de  Bilbao  lo  prevenían  así  espresamente  en  el  art.  6 
del  cap.  2'(. 

Si  el  capitán  no  puede  pertrechar  ni  proveer  la  nave  sin 
consentimiento  del  naviero  cuando  tiene  tiempo  para  pedirlo, 
menos  podrá  disponer  por  sí  obras  de  reparación  sin  que 
este  las  apruebe.  Pero  si  en  el  curso  de  la  navegación  se 
pierden  algunos  pertrechos,  se  rompen  algunos  palos,  ó  la 
nave  padece  algunas  averias,  de  modo  que  no  es  posible 
continuar  y  acabar  el  viaje  sin  peligro,  fuerza  será  entonces 
que  el  capitán,  no  estando  presente  el  naviero,  haga  las  re- 
paraciones necesarias,  poniéndose  de  acuerdo  con  el  consig- 
natario ,  si  le  hubiere  en  el  punto  adonde  tuvo  que  arribar, 
como  previene  el  art.  643. 

Si  cuando  el  capitán  se  ve  precisado  á  reparar,  rehabilitar 
ó  aprovisionar  la  nave,  se  hallare  sin  fondos  pertenecientes 
á  ella  ó  á  sus  propietarios  para  ocurrir  á  estos  gastos,  de- 
cíala el  art.  644  que  debe  acudir  á  los  corresponsales  del 
naviero  si  se  encontraren  en  el  puerto  de  la  arribada,  y  en 
su  defecto  á  los  interesados  en  la  carga  ;  y  que  si  ni  unos  ni 
otros  le  facilitaren  los  fondos  necesarios  ,  queda  autorizado 
para  tomarlos  á  riesgo  marítimo  sobre  el  casco,  quilla  y 
aparejos ,  cort  previa  licencia  del  tribunal  de  comercio  en 
España,  y  del  cónsul  español  ó  en  su  defecto  de  la  autoridad 
local  en  pais  estranjero.  No  impone  el  artículo  al  capitán  la 
obligación  de  tomar  dinero  á  riesgo  marítimo  ó  á  la  gruesa 
en  caso  de  que  no  pudiere  lograrlo  de  los  corresponsales  del 
naviero  ó  de  los  interesados  en  la  carga,  sino  que  solo  ma- 
nifiesta que  esleí  autorizado,  esto  es,  que  tiene  facultad  para 
tomarlo,  con  tal  que  pida  la  licencia  que  se  espresa.  ¿Podrá 
pues  el  capitán  valerse  de  otro  medio  para  procurarse  fon- 
dos? ¿Podrá  buscar  persona  que  se  los  preste  en  virtud 
de  vale,  letra  ó  libranza  que  le  haga  contra  el  naviero  ó  el 
consignatario?  No  siempre  encontrará  quien  se  los  preste  à 
la  (¡ruesa  ,  ni  siempre  le  convendrá  tomarlos  de  este  modo  : 
lo  primero,  porque  son  pocos  los  que  quieren  esponer  sus 
capitales  á  los  riesgos  marítimos  ;  y  lo  segundo ,  porque  tal 
vez  los  prestamistas  exigirán  beneficios  demasiado  gravosos. 
La  ley  por  otra  parte  autoriza  al  capitán  ,  pero  no  le  obliga 
á  tomar  á  la  gruesa  ;  y  por  este  solo  hecho  y  el  de  permitirle 
empeñar  el  casco,  quilla  y  aparejos  del  buque,  parece  que 
le  deja  en  libertad  de  hacer  contratos  menos  onerosos.  ¿No 
puede  suceder  ademas  que  en  ciertas  circunstancias  sea  una 
letra  de  cambio  el  único  recurso  que  se  presente  al  capitán 
para  salvar  la  propiedad  del  naviero  y  continuar  el  viaje? 
Las  ordenanzas  de  Bilbao  en  su  art.  58  del  cap.  24  querían 
que  el  capitán  solicitase  primero  persona  que  le  socorriese 
en  virtud  de  vale,  letra  ó  libranza  contra  los  armadores  ó 
consignatarios,  y  que  solo  en  defecto  de  este  medio  tomase  á 
interés  de  gruesa  ventura.  Debe  decirse  por  lo  tanto  que  el 
capitán  puede  procurarse  dinero  por  medio  de  letras  de 
cambio  contra  el  naviero  ó  su  apoderado ,  quienes  no  po- 
drían eximirse  de  su  pago  bajo  ningún  protesto  ;  porque, 
como  establece  el  art.  621  (  que  puede  verse  en  la  palabra 
Naviero  ),  «  el  naviero  es  responsable  de  las  deudas  y  obli- 
gaciones que  contrae  el  capitán  de  su  nave  para  repararla, 
habilitarla  y  aprovisionarla  :  y  no  puede  eludir  esta  respon- 
sabilidad alegando  que  el  capitán  se  escedió  de  sus  faculta- 
des ,  ú  obró  contra  sus  órdenes  é  instrucciones,- siempre  que 
el  acreedor  justifique  que  la  cantidad  que  reclama  se  invir- 
tió en  beneficio  de  la  nave.  » 

No  encontrando  el  capitán  quien  le  facilite  dinero,  podrá 
vender  en  pública  subasta  la  parte  del  cargamento  que  baste 
para  cubrir  las  necesidades  de  absoluta  urgencia,  como  sigue 
diciendo  el  artículo  G44  que  nos  ocupa.  Esta  es  una  deroga- 


ción de  los  derechos  de  propiedad,  pero  una  derogación  re- 
clamada por  la  utilidad  común  del  naviero,  de  la  tripulación 
y  de  los  mismos  propietarios  del  cargamento  ;  sin  que  re- 
fluya en  perjuicio  de  estos,  pues  que  el  capitán  tiene  que 
abonarles  los  efectos  de  que  ha  echado  mano,  al  precio  á  que 
se  habrían  vendido  en  el  puerto  de  su  destino  en  caso  de 
llegar  á  él  la  nave,  y  al  precio  á  que  realmente  los  vendió  en 
caso  de  perderse  después  la  nave  con  su  cargamento  sin 
llegar  al  puerto  adonde  iba  consignada  ,  según  se  dice  con 
mas  ostensión  en  la  palabra  Averia  simple  al  esplicar  el  nú- 
mero S°.  del  art.  955,  en  la  palabra  Averia  gruesa  ai  esplicar 
el  n.  12  del  art.  956,  y  en  la  palabra  Flclamento  comentando 
el  art.  785.  —  El  capitán  es  arbitro  de  vender  las  mercade- 
rías que  juzgue  mas  conveniente,  cualquiera  que  sea  su 
dueño,  y  no  está  obligado  á  elegir  mas  bien  unas  que  otras; 
pero  dicta  el  buen  sentido  que  prefiera  para  este  objeto  las 
que  puedan  dejar  mas  utilidad  ,  como  encargan  las  orde- 
nanzas de  Bilbao,  y  aun  las  que  por  la  dilación  del  viaje  es- 
tén mas  espuestas  al  peligro  de  esperimentar  algún  dete- 
rioro. —  Las  ordenanzas  de  Bilbao  prevenían  que  antes  de 
recurrir  á  la  venta  de  los  efectos  del  cargamento  se  echase 
mano  de  las  jarcias  y  aparejos  del  navio  que  no  hiciesen 
grande  falta  para  proseguir  el  viaje  ;  pero  esta  disposición 
era  muy  peligrosa  y  podia  dar  lugar  á  que  el  capitán  abusase 
de  ella  y  comprometiese  la  existencia  ó  salvación  de  la  nave. 

La  ley  exige  que  así  para  tomar  dinero  prestado  á  la 
gruesa  ventura  como  para  vender  las  mercancías  se  obtenga 
previamente  licencia  del  tribunal  dé  comercio  en  España  y 
del  cónsul  español  ó  autoridad  local  en  el  estranjero ,  con 
el  objeto  de  precaver  la  facilidad  con  qq,e  algunos  capitanes 
arribarían  á  cualesquiera  puertos  y  bajo  el  menor  pretesto 
harían  gastos  enormes  que  arruinasen  á  los  armadores,  pues 
no  es  probable  que  la  autoridad  pública  consienta  gastos  que 
no  le  parezcan  urgentes  y  necesarios  para  continuar  el  viaje. 
Véanse  mas  abajo  los  arts.  684  y  686,  y  la  palabra  Préstamo 
à  la  gruesa. 

«  Art.  6'i5.  Estando  ya  la  nave  despachada  para  hacerse 
á  la  vela,  no  puede  ser  detenido  por  deudas  el  capitán  ,  á 
menos  que  estas  no  procedan  de  efectos  suministrados  para 
aquel  mismo  viaje,  en  cuyo  caso  se  le  admitirá  también  la 
fianza  prevenida  en  el  artículo  604.  —  Esta  disposición  ten- 
drá lugar  con  todos  los  demás  individuos  de  la  tripulación.  » 

==  Cuando  la  nave  está  ya  despachada  para  hacerse  á  la 
vela ,  la  detención  del  capitán  ó  cíe  cualquiera  de  los  indivi- 
duos de  la  tripulación  habría  de  retardar  el  viaje  y  perjudi- 
car al  interés  general  del  equipaje,  del  propietario,  de  los 
cargadores  y  de  otras  personas;  y  no  era  justo  que  este  in- 
terés general  fuese  postergado  al  interés  particular  del  acree- 
dor, quien  por  otra  parte  debe  imputarse  á  sí  mismo  el  haber 
dilatado  tanto  tiempo  el  ejercicio  de  sus  derechos.  Por  eso  la 
disposición  de  este  artículo  estaba  ya  establecida  en  el  de- 
recho romano,  de  donde  la  tomaron  los  códigos  extranjeros 
y  las  ordenanzas  de  Bilbao.  Mas  para  que  no  pueda  ser  de- 
tenido el  capitán  ni  otro  individuo  del  equipaje,  ¿es  necesario 
que  ya  estén  á  bordo  y  para  hacerse  al  mar,  como  lo  exigían 
las  citadas  ordenanzas,  ó  que  cuando  menos  vayan  á  bordo 
en  las  lanchas  ó  chalupas ,  como  quiere  el  código  francés ,  ó 
es  bastante  que  se  hallen  esperando  en  el  muelle  para  em- 
barcarse, como  pretendía  Yalin?  Nuestro  artículo  no  se  es- 
plica  con  tanta  precisión  ,  contentándose  con  prohibir  la  de- 
tención en  el  caso  de  que  la  nave  esté  ya  despachada  para 
hacerse  á  la  vela  ;  y  así  parece  debe  decirse  que  pues  el 
objeto  de  esta  medida  no  es  otro  que  el  de  prevenir  ó  evitar 
la  dilación  del  viaje,  no  ha  de  empezar  á  tener  efecto  la  ci- 
tada prohibición  sino  desdó  que  el  reemplazo  del  capitán  ó 
marinero  deudor  sea  capaz  de  producir  alguna  dilación  ó 
retardo,  ora  estén  á  bordo,  ora  se  encuentren  todavía  en 
tierra. 
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La  disposición  del  artículo  se  contrae  á  las  deudas  ;  y  por 
deudas  no  se  entienden  aquí  sino  las  deudas  civiles.  Si  las 
deudas  procediesen  de  delito,  podria  entonces  ser  detenido 
el  deudor  aun  estando  á  bordo  y  en  el  momento  de  ir  á  levar 
anclas ,  porque  el  interés  del  orden  público  y  de  la  sociedad 
es  mas  fuerte  que  el  de  la  pronta  espedicion  de  la  nave. 

El  artículo  esceptúa  de  la  regla  general  que  establece, 
las  deudas  que  procedan  de  efectos  suministrados  para  el 
mismo  viaje,  porque  seria  injusto  que  los  marinos  encon- 
trasen en  este  un  medio  de  sustraerse  á  las  obligaciones  que 
han  contraído  para  ponerse  en  estado  de  emprenderlo.  Se 
aplicará  pues  esta  escepcion  á  las  deudas  causadas  por  la 
compra  hecha  al  contado  de  efectos ,  provisiones  ó  merca- 
derías para  la  misma  nave,  ó  por  la  de  ropas  que  alguno  se 
hubiese  mandado  hacer  con  motivo  del  viaje;  de  suerte  que 
el  que  no  las  pagare  ,  podrá  ser  detenido,  aunque  se  halle 
á  bordo ,  como  ya  lo  disponían  las  ordenanzas  de  Bilbao. 
Podrá  sin  embargo  librarse  el  deudor  déla  detención,  aun- 
que no  lo  disponían  así  las  ordenanzas  de  Bilbao  ,  si  diere 
la  fianza  prevenida  en  el  artículo  604,  de  que  se  hablará 
en  la  palabra  Nave,  esto  es,  si  presentare  persona  abonada 
que  asegure  que  el  deudor  regresará  en  el  tiempo  corres- 
pondienle  ó  que  en  otro  caso  satisfará  la  deuda  demandada 
en  cuanto  sea  legítima.  Mas  el  acreedor  no  pierde  por  razón 
de  esta  fianza  el  derecho  de  hacerse  pagar  con  los  bienes 
de  su  deudor,  aun  antes  de  su  regreso ,  porque  la  deuda  es 
exigible  al  contado,  y  porque  la  fianza  no  tiene  mas  objeto 
que  el  de  impedir  la  detención  del  deudor. 

«  Art.  6Í16.  Los  capitanes  tienen  obligación  de  llevar  asiento 
formal  de  todo  lo  co«cerniente  á  la  administración  de  la  nave 
y  ocurrencias  de  la  navegación  en  tres  libros  encuaderna- 
dos y  foliados,  cuyas  fojas  se  rubricarán  por  el  capitán  del 
puerto  de  la  matrícula  de  su  barco.  —  En  el  primero,  que  se 
titulará  de  cargamentos  ,  se  anotará  la  entrada  y  salida  de 
todas  las  mercaderías  que  se  carguen  en  la  nave,  con  espre- 
sion  de  las  marcas  y  números  de  los  bultos,  nombres  de 
cargadores  y  consignatarios,  puertos  de  carga  y  de  descarga, 
y  fletes  que  devengaren.  En  este  mismo  libro  se  sentarán 
también  los  nombres ,  procedencia  y  destino  de  todos  los 
pasajeros  que  viajen  en  la  nave.  —  En  el  segundo,  con  el 
título  de  cuenta  y  razón ,  se  llevará  la  de  loo  intereses  de  la 
nave,  anotando  artículo' por  artículo  lo  que  reciba  el  capitán 
y  lo  que  espenda  por  reparaciones,  aprestos,  vituallas, 
salarios  y  demás  gastos  que  se  ocasionen  de  cualquiera  clase 
que  sean  ,  sentándose  en  el  mismo  libro  los  nombres,  apelli- 
dos y  domicilios  de  toda  la  tripulación,  sus  sueldos  respec- 
tivos, cantidades  que  perciban  por  razón  de  ellos,  y  las 
consignaciones  que  dejen  hechas  para  sus  familias.  —  En  el 
tercero,  que  se  nombrará  diario  de  navegación  ,  se  anotarán 
dia  por  dia  todos  los  acontecimientos  del  viaje,  y  las  reso- 
luciones sobre  la  nave  ó  el  cargamento  que  exijan  el  acuerdo 
de  los  oficiales  de  ella.  » 

=  La  necesidad  de  estos  tres  libros  es  tan  conocida  que 
seria  superíluo  demostrarla  ;  y  la  rúbrica  del  capitán  del 
puerto  en  cada  foja  tiene  por  objeto  evitar  colusiones  y  fal- 
sías. El  capitán  de  la  nave  tiene  sobre  sí  muchas  obligacio- 
nes ,  ya  como  encargado  de  mandar  á  una  reunion  de  hom- 
bres ,  ya  como  representante  y  mandatario  del  armador  ó 
naviero,  ya  como  porteador  de  los  efectos  que  se  le  entregan; 
y  bajo  cualquiera  de  estas  1res  calidades  ha  de  responder 
de  la  conducta  que  observare  durante  el  viaje  y  de  las  faltas 
que  cometiere.  Para  llenar  esta  responsabilidad,  para  que 
pueda  juzgarse  si  ha  cumplido  fielmente  sus  deberes ,  y  para 
que  no  se  haga  imposible  la  rendición  de  cuentas,  es  indis- 
pensable el  asiento  de  cuanto  el  artículo  menciona.  Aquí  so 
exigen  1res  libros  para  mayor  distinción  y  claridad,  libro 
de  cargamentos,  libro  ele  cuenta  y  razón  ,  y  diario  de  návé- 
gacion  :  las  ordenanzas  de  Bilbao  no  hacen  mención  mas 


que  de  uno,  que  llaman  libro  de  so-bordo,  pero  este  debía 
contener  todos  los  objetos  ó  materias  de  los  tres. 

«  Art.  6'l7.  Si  durante  la  navegación  muriese  algún  pasa- 
jero ó  individuo  del  equipaje,  pondrá  el  capitán  en  buena 
custodia  todos  los  papeles  y  pertenencias  del  difunto,  for- 
mando un  inventario  exacto  de  todo  ello  con  asistencia  de 
dos  testigos,  que  serán  algunos  de  los  pasajeros  si  los  hu- 
biere, ó  en  su  defecto  individuos  de  la  tripulación.  » 

=  Debe  también  anotar  en  el  libro  correspondiente  las 
muertes  y  nacimientos  que  ocurrieren  á  bordo,  estendiencto 
las  partidas  con  toda  la  espresion  que  fuere  posible. 

«  Art.  6í(8.  Antes  de  poner  la  nave  á  la  carga  se  hará  un 
reconocimiento  prolijo  de  su  estado  por  el  capitán  y  oficiales 
de  ella,  y  dos  maestros  de  carpintería  y  calafalería  ;  y  ha- 
llándola segura  para  emprender  la  navegación  á  que  se  la 
destine,  se  estenderá  por  acuerdo  en  el  libro  de  resolucio- 
nes, y  en  el  caso  contrario  se  suspenderá  el  viaje  hasta  que 
se  hagan  las  reparaciones  convenientes.  » 

=  El  libro  de  resoluciones  es  el  diario  de  navegación. 
Los  perjuicios  que  resultaren  por  la  inobservancia  de  este 
artículo  serán  de  cargo  del  capitán  según  previene  el  art. 
680,  que  se  hallará  mas  abajo.  Mas  aunque  en  virtud  de 
este  reconocimiento  se  hubiese  calificado  la  aptitud  de  la 
nave  para  emprender  el  viaje ,  tendrán  derecho  después  los 
cargadores  para  justificar,  en  caso  de  quedar  inservible  du- 
rante la  navegación,  que  no  se  hallaba  en  estado  de  navegar 
cuando  recibió  la  carga  ;  y  si  lo  justificaren ,  no  podrán  exi- 
gírseles  los  fletes,  y  el  fletante  responderá  de  todos  los  daños 
y  perjuicios,  según  está  resuelto  en  el  art.  779  del  código  de 
comercio,  que  puede  verse  en  la  palabra  Flclumenlo. 

«  Art.  649.  En  ningún  caso  desamparará  el  capitán  la  nave 
en  la  entrada  y  salida  de  los  puertos  y  rios.  —  Estando  en 
viaje,  no  pernoctará  fuera  de  ella  sino  por  ocupación  gravo 
que  proceda  de  su  oficio ,  y  no  de  sus  negocios  propios.  » 

=  Las  entradas  y  salidas  de  los  puertos  y  rios  suelen  ser 
peligrosas ,  y  en  ellas  por  consiguiente  es  mas  necesaria  la 
presencia  del  capitán.  Si  contraviniendo  pues  á  este  artículo 
desamparare  la  nave  en  tales  casos ,  y  el  buque  ó  el  carga- 
mento se  perdiese  por  alguna  ráfaga  de  viento  ú  otro  acci- 
dente, tendrá  que  responder  de  todos  los  daños  ocasionados 
al  naviero  y  á  los  cargadores,  según  el  art.  680.  En  la  misma 
responsabilidad  incurre,  con  arreglo  al  propio  artículo,  si 
despu.es  que  la  nave  está  cargada  pasare  la  noche  fuera  de 
ella,  no  mediando  grave  ocupación  que  proceda  de  su  oficio. 

«  Art.  Oh'O.  El  capitán  que  llegue  aun  puerto  estra  njero, 
se  presentará  al  cónsul  español  en  las  veinte  yr  cuatro  horas 
siguientes  á  haberle  dado  plática  ,  y  hará  declaración  ante 
el  mismo  del  nombre,  matrícula,  procedencia  y  destino  de 
su  buque,  de  las  mercaderías  que  componen  su  carga,  y  do 
las  causas  de  su  arribada,  recogiendo  certificación  que  acre- 
dite haberlo  así  verificado,  y  la  época  de  su  arribo  y  ele  su 
partida.  » 

=  Esta  declaración  que  debe  hacer  el  capitán,  es  una 
garantía  para  los  interesados  en  el  buque  y  en  el  carja- 
mento,ysirve  ademas  al  mismo  con  la  certificación  del 
cónsul  para  justificar  su  conducta. 

«  Art.  651.  Cuando  un  capitán  tome  puerto  por  arribada 
en  territorio  español,  se  presentará  inmediatamente  que  salte 
en  tierra  al  capitán  del  puerto  ,  y  declarará  las  causas  de  la 
arribada.  La  misma  autoridad ,  hallándolas  ciertas  y  sufi- 
cientes, le  dará  certificación  para  guarda  de  su  derecho.  » 

=  Para  penetrar  el  objeto  y  espíritu  de  este  articulo,  es 
necesario  tener  aquí  presente  ,  que  como  la  entrada  en  los 
puertos  suele  ser  peligrosa,  y  por  otra  parte,  no  siendo  en 
el  del  destino,  alargaría  inútilmente  el  viaje,  se  halla  man- 
dado por  cl  art.  085,  de  que  luego  hablaremos,  que  ningaa 
capitán  pueda.entrar  voluntariamente  en  puerto  distinto  del 
de  su  destino  ,  sino  cu  los  casos  y  bajo  las  fürüiaUUadeaq* 
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se  previenen  en  los  arts.  968  y  969,  esplicados  en  la  palabra 
Arribada;  y  que  si  contraviniere  á  estos  artículos,  ó  si  la 
arribada  procediere  de  culpa  ,  negligencia  ó  impericia  de 
parle  suya,  será  responsable  de  los  gastos  y  perjuicios,  que 
en  ella  secausen  al  naviero  y  á  los  cargadores.  Cuando  en- 
trare pues  un  capitán  en  algún  puerto  adonde  no  iba  desti- 
nada la  nave,  se  le  obliga  por  este  artículo  á  manifestar  ante 
el  capitán  del  puerto  cuáles  son  las  causas  que  ha  tenido 
para  la  arribada;  porque  si  no  acreditase  alguna  causa  justa, 
incurriria  en  la  citada  responsabilidad,  y  si  la  acreditase  ten- 
dría un  resguardo  en  el  documento  que  le  diese  el  capitán 
del  puerto.  Véase  Arribada. 

«  Art.  652.  El  capitán  que  habiendo  naufragado  su  nave 
se  salvare  solo  ó  con  parte  de  la  tripulación ,  se  presentará  á 
la  autoridad  mas  inmediata  ,  y  hará  relación  jurada  del  su- 
ceso. —  Esta  se  comprobará  por  las  declaraciones  que  me- 
diante juramento  darán  los  individuos  de  la  tripulación  y 
pasajeros  que  se  hubieren  salvado,  y  el  espediente  original 
se  entregará  al  mismo  capitán  para  guarda  de  su  derecho. 
—  Si  las  declaraciones  de  la  tripulación  y  pasajeros  no  se 
conformaren  con  la  del  capitán ,  no  hará  fe  en  juicio  la  de 
este ,  y  en  ambos  casos  queda  reservada  á  los  interesados 
la  prueba  en  contrario.  » 

=  Una  multitud  de  personas,  los  armadores  ,  los  carga- 
dores, los  quo  han  asegurado  la  nave  ó  las  mercancías,  los 
que  han  prestado  á  la  gruesa ,  están  interesados  en  saber 
todas  las  circunstancias  del  naufragio  ,  y  en  conocer  si  el 
capitán  ha  llenado  todos  sus  deberes,  si  ha  salvado  todas 
las  mercaderías  que  ha  podido,  y  si  el  fatal  acontecimiento 
ha  sido  efecto  de  causas  inevitables  ó  de  maniobras  fraudu- 
lentas. El  capitán  mismo  tiene  interés  en  ponerse  á  cubierto 
de  toda  Sospecha,  y  en  hacer  formar  el  espediente  para  jus- 
tificar su  conduela.  Se  ve  pues  que  este  espediente  es  de 
mas  importancia  y  trascendencia  que  cualquiera  otro. 

Si  la  relación  jurada  del  capitán  resultare  comprobada 
por  las  declaraciones  también  juradas  de  la  tripulación  y 
pasajeros ,  hará  fe  en  juicio  á  favor  del  mismo  capitán  ;  y  si 
no  hubiere  conformidad  entre  aquella  y  estas  ,  es  claro  que 
entonces  no  puede  hacer  fe  ;  pero  tendrá  todavía  derecho  el 
capitán  para  apoyarla  con  otras  pruebas.  Mas  nunca  es  tal  la 
fuerza  de  la  conformidad  entre  la  relación  del  capitán  y  las 
declaraciones  de  los  marineros  y  pasajeros  que  cierre  abso- 
lutamente las  puertas  á  toda  prueba  en  contrario.  Los  inte- 
resados tienen  la  facultad  de  atacar  la.  relación  comprobada 
ó  no  comprobada  del  capitán,  ya  con  inducciones  sacadas 
de  los  asientos  del  diario  de  navegación  ,  ya  con  la  relación 
y  diario  del  capitán  de  otra  nave  ,  ya  con  la  deposición  de 
otros  individuos  del  equipaje  ó  de  otros  pasajeros  que  no 
hayan  declarado  en  el  espediente,  ya  con  la  combinación  de 
ciertas  circunstancias  que  demuestren  la  falsedad  de  los  he- 
chos contenidos  en  la  relación. 

El  artículo  no  fija  tiempo  al  capitán  para  presentarse  á  la 
autoridad  y  hacerle  la  relación  del  naufragio.  Debe  pues  el 
capitán  cumplir  con  esta  obligación  tan  pronto  como  le  sea 
posible;  y  si  tardare  mucho  tiempo  á  verificarlo,  habrá  de 
probar  la  imposibilidad  en  que  se  ha  visto  de  llenar  esta  di- 
ligencia ,  si  quiere  librarse  de  la  responsabilidad  de  la  pér- 
dida de  la  nave. 

La  ordenanza  de  las  matriculas  de  mar  de  12  de  agosto 
de  1802  dispone  en  el  art.  19  del  tít.  2  ,  que  :  «  Si  se  justifi- 
care que  el  capitán  ó  patron  de  un  buque  mercante  hubiere 
ocasionado  su  pérdida  maliciosamente  ,  quedará  declarado 
para  siempre  indigno  de  todo  mando,  y  será  condenado  á 
diez  años  de  presidio,  confiscándole  todos  sus  bienes  á  bene- 
ficio del  dueño  y  cargadores ,  para  cuyo  reintegro  podrá  asi- 
mismo multarse  al  fiador  hasta  en  el  valor  total  de  su  fianza.» 
Véase  mas  abaio  el  art.  676,  y  la  palabra  Naufragio. 

«  Art.  6b5.  Cuando  se  hubieren  consumido  Ias^rovisioncs 


comunes  de  la  nave  antes  de  llegar  á  puerto,  podrá  el  capi- 
tán, de  acuerdo  con  los  demás  oficiales  de  esta,  obligar  á  los 
que  tengan  víveres  por  su  cuenta  particular  á  que  los  entre- 
guen para  el  consumo  común  de  todos  los  que  se  hallen  á 
bordo ,  abonando  su  importe  en  el  acto ,  ó  á  lo  mas  tarde  en 
el  primer  puerto  adonde  arribe.  » 

=  La  disposición  de  este  artículo  es  una  derogación  do 
los  derechos  que  tiene  un  propietario  sobre  sus  cosas  ;  pero 
una  derogación  que  se  apoya  en  el  derecho  natural,  pues 
que  seria  intolerable  que  los  que  tienen  víveres  á  bordo  pu- 
dieran guardarlos ,  mientras  los  demás  por  falta  de  ellos 
quedasen  espuestos  á  morir  de  hambre.  » 

«  Art.  65Ï.  No  puede  el  capitán  cargar- en  la  nave  mer- 
cadería alguna  por  su  cuenta  particular  sin  permiso  del  na- 
viero ,  ni  permitirá  que  lo  haga  sin  el  mismo  consentimiento 
individuo  alguno  de  la  tripulación.  » 

El  capitán  y  los  individuos  de  la  tripulación  han  logado  ó 
alquilado  sus  servicios  al  naviero  bajo  condiciones  determi- 
nadas y  un  salario  convenido,  y  nada  mas  pueden  exigir,  ni 
menos  el  derecho  de  valerse  de  la  nave  para  cargar  en  ella 
mercancías  por  su  cuenta  particular  :  solo  pueden  embarcar 
los  efectos  que  les  son  necesarios.  Héseles  permitido  sin 
embargo  el  uso  de  las  pacotillas ,  esto  es ,  el  embarque  por 
su  cuenta  de  una  corta  porción  de  mercaderías:  mas  como 
la  prohibición  establecida  por  este  artículo  es  indefinida  y 
absoluta  ,  puede  el  naviero  conformarse  ó  no  con  el  uso.  El 
capitán  es  responsable  de  los  perjuicios  que  resulten  por  la 
inobservancia  de  esta  disposición ,  según  se  previene  en  el 
artículo  680. 

«  Art.  6ab.  Tampoco  puede  el  capitán  hacer  pacto  alguno 
público  ni  secreto'coñ  los  cargadores  que  ceda  en  beneficio 
particular  suyo,  sino  que  todo  cuanto  produzca  la  nave  bajo 
cualquier  título  que  sea  ha  de  entrar  en  el  acervo  común  de 
los  partícipes  en  los  productos.  » 

=  La  razón  en  que  se  funda  la  disposición  de  este  artículo 
es  la  misma  que  la  de]  anterior.  El  capitán  no  tiene  derecho 
sino  á  su  salario  ó  estipendio  y  à  las  ventajas  ó  beneficios 
que  hubiere  estipulado,  y  no  puede  hacer  contratos  que  per- 
judiquen á  los  intereses  délos  partícipes  en  los  productos  de 
la  nave. 

«  Art.  656.  El  capitán  que  navegue  á  flete  común  ó  al 
tercio  no  puede  hacer  negocio  alguno  separado  de  su  propia 
cuenta;  si  lo  hiciere,  pertenecerá  la  utilidad  que  resulte  á 
los  demás  interesados,  y  las  pérdidas  cederán  en  su  perjui- 
cio particular.  » 

=  Esta  disposición  está  tomada  del  art.  55,  cap.  24  de  las 
ordenanzas  de  Bilbao.  Mas  para  entenderla  bien  es  necesa- 
rio tener  presente  que  el  capitán  puede  navegar  á  la  parte  ó 
á  beneficio  común  sobre  la  carga  ó  solo  sobre  el  flete  :  na- 
vega á  beneficio  común  sobre  la  carga ,  cuando  tiene  una 
parte  de  interés  sobre  las  ganancias  producidas  por  lávenla 
ó  el  tráfico  de  las  mercaderías  del  cargamento  :  navega  á 
beneficio  común  sobre  el  flete,  cuando  tiene  una  parte  de 
interés  en  el  flete  producido  por  el  trasporte  de  pasajeros  y 
mercancías. 

El  capitán  que  navegue  á  beneficio  común  sobre  la  carga, 
no  puede  hacer  negocio  alguno  separado  de  su  propia  cuenta, 
porque  según  las  reglas  del  contrato  de  sociedad  debe  hacer 
solamente  los  negocios  de  la  sociedad  que  ha  contraído  y 
dar  cuenta  á  sus  socios  de  todas  las  ganancias  que  hubiere 
logrado.  Si  contraviniendo  á  la  prohibición  de  la  ley  hiciere 
algún  tráfico  ó  comercio  por  su  cuenta,  perderá  entonces  las 
utilidades  ó  beneficios  que  le  resultaren  á  favor  de  sus  aso- 
ciados, y  hará  suyos  esclusivamente  los  daños  y  perjuicios 
que  esperimeatare  ,  en  conformidad  también  de  las  reglas 
del  contrato  de  sociedad.  La  prohibición  de  este  artículo  pa- 
rece debe  aplicarse  solamente  á  los  negocios  que  el  capitán 
quisiese  hacer  en  la  misma  nave  ó  embarcación ,  y  no  á  los 
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que  hiciese  por  otra  parle  en  tierra  ó  medíanle  oíros  buques 
dirigidos  por  él  mismo  ó  por  otros  asociados. 

Mas  el  capilan  que  navegue  á  beneficio  común  tan  solo  Mre 
el  fíele  ,  bien  puede  cargar  en  la  nave  las  mercaderías  que 
quiera  por  su  cuenta  particular  ,  con  tal  que  pague  el  flete 
de  ellas  como  cualquier  otro  cargador,  porque  la  sociedad 
ño  tiene  en  tal  caso  mas  objeto  que  el  beneficio  de  los  fieles , 
y  no  puedo  perder  sino  ganar  con  el  cargamento  del  eapitan. 

«  Art.  657.  El  capitán  que  habiéndose  concertado  para  un 
viaje  dejare  de  cumplir  su  empeño,  sea  poique  no  em- 
prenda el  viaje,  ó  sea  abandonando  la  nave  durante  él,  ade- 
mas de  indemnizar  al  naviero  y  Cargadores  todos  los  "per- 
juicios que  les  sobrevengan  por  ello,  quedará  inhábil  per- 
petuamente para  volver  á  capitanear  nave  alguna.  —  Solo 
será  escusable,  si  le  sobreviniere  algún  impedimento  físico 
ó  moral  que  le  impida  cumplir  su  empeño.  » 

—Este  artículo  se  aplica ,  tanto  al  capitán  que  se  ha  con- 
certado para  el  viaje  con  el  naviero ,  como  al  que  ha  fletado 
la  nave  á  uno  ó  mas  comerciantes  cargadores.  En  uñó  y  otro 
caso  está  obligado  á  emprender  y  acabar  el  viajé,  bajóla 
pena  de  daños  y  perjuicios  á  favor  del  naviero  y  fletadores, 
y  la  de  privación  perpetua  de  oficio,  á  no  ser  que  sé  pre- 
senté algún  impedimento  que  no  pueda  vencer.  Se  ve  pues 
que  la  obligación  de  hacer  el  viaje  ,  cuando  el  capitán  no 
quiere  cumplirla,  se  resuelve  en  la  satisfacción  de  daños  y 
perjuicios  à  favor  de  los  interesados  en  él,  con  arreglo  al 
principio  del  derecho  romano  y  del  nuestro  dé  las  Partidas 
qué  no  permite  se  fuerce  á  nadie  al  cumplimiento  de  un  he- 
cho prometido,  sino  que  solo  se  le  exija  en  caso  de  inejecución 
voluntaria  el  pago  de  los  perjuicios,  propler  nalvralem  ho- 
minxim  liberlalem ,  quee  non  paíilur  qitemquam  ad  facien- 
dum  prœcisè  compelli.  Bien  opinan  muchos  que  ségun  el 
estado  presente  de  nuestra  legislación ,  él  que  promete  ha- 
cer alguna  cosa  debe  hacerla  en  todo  caso  y  ser  apremiado 
á  ello,  siempre  que  el  hecho  prometido  sea  posible  y  con- 
venga al  acreedor  ó  estipulante  ;  pero  seria  muy  peligrosa 
la  aplicación  de  esta  doctrina  al  capitán  que  ha  concertado 
un  viaje  y  luego  no  quiere  llevarlo  á  cabo. 

«Art.  GS8-.  No  es  permitido  al  capitán  hacerse  sustituir 
por  otra  persona  en  el  desempeño  de  su  encargo  sin  consen- 
timiento del  naviero;  y  si  lo  hiciere ,  queda  responsable  de 
todas  las  gestiones  del  sustituto ,  y  el  naviero  podrá  deponer 
á  este  y  al  que  lé  nombró ,  exigiendo  las  indemnizaciones 
á  que  se  haya  hecho  responsable  con  arreglo  al  artículo 
anterior.  » 

=  El  naviero,  al  nombrar  el  capilan,  lomó  en  considera- 
ción'su  industria  ,  su  celo  y  su  pericia,  y  puso  en  él  una 
confianza  que  tal  vez  no  pondría  en  otro,  de  modo  que  el 
nombramiento  hecho  por  el  naviero  y  la  aceptación  del  ca- 
pitán constituyen  un  contrato  personal  que  no  puede  des- 
empeñarse sino  por  el  mismo  que  se  obligó  á  ello.  El  navie- 
ro ademas  es  responsable  de  las  deudas  y  obligaciones  que 
contrajere  el  capilan  para  reparar  ,  habilitar  y  aprovisionar 
la  nave,  aunque  este  se  hubiese  cscedido  de  sus  facultades, 
como  igualmente  de  las  indemnizaciones  en  favor  de  tercero 
á  que  diese  lugar  su  conducta  en  la  custodia  de  los  efectos 
del  cargamento.  Es  pues  consiguiente  que  solo  el  capitán 
elegido,  de  cuya  moralidad  y  demás  prendas  se  habrá  ase- 
jurado  el  naviero  para  disminuir  los  riesgos  de  su  respon- 
sabilidad, sea  quien  haya  de  llenar  por  sí  mismo  el  encar- 
íj°  î  y  que  si  pone  sustituto ,  quede  garante  de  sus  gestiones, 
y  se  constituya  en  el  caso  del  capitán  que  deja  de  cumplir 
311  empeño. 

«  Art.  6S9.  Desde  todo  puerto  donde  el  capitán  cargue  la 
nave,  debe  remitir  al  naviero  un  estado  exacto  de  los  efectos 
que  ha  cargado ,  nombres  y  domicilios  de  los  cargadores , 
fletes  que  devenguen  y  cantidades  tomadas  á  la  gruesa.  En 
el  caso  de  no  encontrar  medios  de  dar  este  aviso  en  el  puerto 


donde  reciba  la  carga ,  lo  verificará  en  el  primero  adonde 
arribe  si  hubiese  facilidad  para  ello.  » 

=  Esta  medida  tiene  por  objeto  precaver  algunos  fraudes 
que  pudieran  cometerse  en  la  travesía,  y  hacer  saber  los 
efectos  de  que  se  componía  el  cargamento  en  caso  de  per- 
derse la  nave. 

«  Art.  GGO.  También  dará  el  capitán  noticia  puntual  al 
naviero  de  su  arribo  al  puerto  de  su  destino  ,  aprovechando 
el  primer  correo  ú  otra  ocasión  mas  pronta ,  si  la  hubiere.  » 

=  Esta  noticia  es  interesante,  no  solo  para  el  naviero, 
sino  también  para  los  dueños  de  las  mercancías,  y  para  los 
aseguradores  y  prestadores  á  la  gruesa. 

«  Art.  GGI  /Guando  por  cualquier  accidente  de  mar  per- 
diere el  capitán  toda  esperanza  de  poder  salvar  la  nave  ,  y 
se  crea  en  el  caso  de  abandonarla,  oirá  sobre  ello  á  los  de- 
mas  oficiales  de  la  nave  ,  y  se  estará  á  lo  que  decida  la 
mayoría  ,  teniendo  el  capitán  voto  de  calidad.  —Podiendo 
salvarse  en  el  bote,  procurará  llevar  consigo  lo  mas  pre- 
cioso del  cargamento ,  recogiendo  indispensablemente  los 
libros  de  la  nave  siempre  que  haya  posibilidad  de  hacerlo. 
Si  los  efectos  salvados  se  perdieren  antes  de  llegar  á  buen 
puerto ,  nó  se  le  hará  cargo  alguno  por  ellos ,  justificando  en 
el  primero  adonde  arribe  que  la  pérdida  procedió  de  caso 
fortuito  inevitable.  » 

=  Él  capitán  está  ligado,  digámoslo  asi ,  con  sü  nave,  y 
no  puede  abandonarla  sino  en  el  último  estremo,  después 
de  oir  el  dictamen  de  los  demás  oficiales  ;  y  aun  en  este  caso, 
exige  el  honor  que  no  procure  su  salvación  personal  sino 
después  de  haber  provisto  á  la  de  los  individuos  de  la  tri- 
pulación y  de  los  pasajeros,  y  á  la  de  los  objetos  mas  pre- 
ciosos que  se  le  habían  confiado.  La  de  los  libros  de  la  nave 
es  sobre  todo  demasiado  importante  para  que  su  descuido 
dejé  de  producirle  cargos  muy  severos.  Ya  se  ha  dicho  en  el 
artículo  6h*2  lo  que  debe  practicarse  en  caso  de  naufragio. 

«  Art.  G62.  No  puede  el  capitán  tomar  dinero  á  la  gruesa 
ni  hipotecar  la  nave  para  sus  propias  negociaciones.  — 
Siendo  copartícipe  en  el  casco  y  aparejos  ,  puede  empeñar 
su  porción  particular  ,  siempre  que  no  haya  tomado  antes 
gruesa  alguna  sobre  la  totalidad  de  la  nave,  ni  exisla  otro 
género  de  empeño  ó  hipoteca  á  cargo  de  esta.  — En  la  pó- 
liza del  dinero  que  tomare  el  capitán  copropietario  en  la  for- 
ma'sobredicha',  espresará  necesariamente  cuál  es  la  porción 
de  sü  propiedad  sobre  que  funda  la  hipoteca  espresa.  —  En 
caso  de  contravención  á  este  artículo  será  de  cargo  privativo 
del  capilan  el  pago  del  principal  y  costas,  y  podrá  el  na- 
viero deponerlo  de  su  empleo.  » 

=  Si  el  capitán  no  es  dueño  de  la  nave,  no  puede  tomar 
dinero  á  la  gruesa  sobre  ella  para  las  negociaciones  que  hi- 
ciere de  su  cuenta  particular,  porque  nadie  puede  hipotecar 
en  provecho  propio  los  bienes  que  no  son  suyos^  pero  si 
fuese  condueño  ó  copropietario  ,  podrá  tomarlo  sobre  la 
parte  que  le  pertenéza  ,  con  tal  que  la  nave  se  halle  libro 
de  todo  empeño.  Este  artículo  está  tomado  del  57,  cap.  2't 
de  las  ordenanzas  de  Bilbao;  pero  estas  en  lugar  de  priiici- 
paly  cosías  que  debe  pagar  el  contraventor  según  el' código, 
ponen  principal  é  inlerescs. 

«  Art.  GGo.  El  capitán ,  luego  que  se  haya  fletado  la  nave, 
debe  ponerla  franca  de  quilla  y  costados,  apta  para  nave- 
gar y  recibir  la  carga  en  el  término  paclado  con  el  fletador.  » 
'■=  Si  el  capilan  faltare  á  este  deber  ,  se  hace  responsable 
de  los  perjuicios  que  por  la  demora  en  recibir  la  carga  ó  por 
no  estar  la  nave  en  disposición  de  navegar  se  siguieren  al 
fletador.  Véase  mas  arriba  el  art.  648 ,  y  la  palabra  Fíela- 
metilo. 

«  Art.  Wi.  Estando  la  nave  fletada  por  entero ,  no  puedo 
el  capitán  recibir  carga  de  olra  persona  sin  anuencia  esp'r'csà 
del  fletador  ;  y  si  lo  hiciere ,  podrá  este  obligarle  á  desem- 
barcarla, y  exigirle  los  perjuicios  que  se  le  hayan  seguido.  » 


CA 

=  El  que  lia  fletado  la  nave  por  entero  tiene  el  derecho 
esclusivo  de  cargarla,  así  como  el  que  ha, tornado  en  alqui- 
ler toda  :una  casa  es  el  único  que  tiene  el  derecho  de  habi- 
tarla. El  fletador  en  tal  caso  hace  suyo  el  uso  de.  la  nave ,  y 
puede  cargarla  toda  por  si  ó  ceder  su  derecho  á  otro  para 
que  la  cargue  en  todo  ó  en  parte,  sin  que  pueda  impedirlo 
el  capitán ,  quien  ya  no  tiene  ásu  disposición  ni  aun  la  parte 
que  quedare  vacia,  de  modo  que  ni  aun  podrá  colocar  en 
ella  sus  mercaderías  sin  consentimiento  del  fletador.  Véase 
Fletame-nto,  artículo  7oS. 

«Art.  668.  No  permitirá  el  capitán  que  se  ponga  carga 
sobre  la  cubierta  del  buque  sin  que  consientan  en  eljo  todos 
los  cargadores,  el  mismo. naviero  y  los  oficiales  de  la. nave  ; 
y  será  bastante  que  cualquiera  de  estas  partes  lo  resista, 
para  que  no  se  verifique,  aunque  las  demás  lo  consientan., 

=  El  naviero ,  los  oficiales  y  los  cargadores  están  intere- 
sados en  que  no  haya  carga  sobre  la  cubierta  ó  combes  de  la 
nave,  porque  embaraza  las  maniobras,  impide  la  marcha  y 
buena  posición  del  buque,  puede  á  veces  ocasionar  algunos 
riesgos ,  casi  no  puede  dejar  de  averiarse ,  y  en  los  casos  de 
echazón  es  lo  primero  que  debe  arrojarse  al  mar.  Justo  es 
pues  que  para  ponerla  se  requiera  el  consentimiento  de  car- 
gadores ,  oficiales  y  naviero.  El  capitán  que  la  permitiere 
poner  sin  tal  consentimiento  se  constituye  responsable  de  los 
perjuicios  que  resulten;  arl.  680. 

«  Art.  666.  Las  obligaciones  impuestas  á  los  navieros  por 
los  artículos  651  y  632,  son  estensivas  à  los  capitanes  en  las 
contratas  que  hagan  sobre  fletes.  » 

=  Los  artículos  que  en  este  se  citan ,  prohiben  á  los  na- 
vieros contratar  y  admitir  mas  carga  de  la  que  corresponda 
á  la  cavidad  que  esté  detallada  á  sus  naves  en  la  matrícula, 
bajo  la  pena  de  indemnizar  á  los  cargadores  ó  fletadores  los. 
perjuicios  que  respectivamente  se  les  sigan  por  el  esceso  de 
carga  ó  por  falta  de  cumplimiento  de  sus  contratos.  Véase 
Naviero. 

«  Art.  6G7.  Es  obligación  del  capitán  mantenerse  en  su  nave 
con  teda  su  tripulación  mientras  esta  se  esté  cargando.  » 

==  Son  de  cargo  del  capitán  los  perjuicios  que  se  siguieren 
por  la  inobservancia  de  este  artículo;  art.  680. 

»  Art.  668.  Despues  de  haberse  fletado  la  nave  para  puer- 
to determinado,  no  puede  el  capitán  dejar  de  recibir  la. 
carga  y  hacer  el  viaje  convenido,  si  no  sobreviene  peste, 
guerra  ó  estorsion  en  la  misma  nave, que  impidan  legítima- 
mente emprender  la  navegación.  » 

=  Véase  mas  arriba  el  art.  687  y  su  esplicacion. 

«  Art.  669.  Cuando  por  violencia  estrajere  algún  corsario 
efectos  de  la  nave  ó  de  su  carga  ó  el  capitán  se  viese  en  la 
necesidad  de  entregárselos,  formalizará  su  asiento  en  el  li- 
bro, y  justificará  el  hecho  en  el  primer  puerto  adonde  ar- 
ribe. —  Es  de  cargo  del  capitán  resistir  la  entrega  ,  ó  redu- 
cirla á  lo  menos  posible  en  cantidad  y  calidad  délos  efectos 
que  se  le  exijan  por  todos  los  medios  que  permita  la  pru- 
dencia. » 

=  No  dice  la  ley  cómo  se  ha  de  justificar  el  hecho  de  la 
eslraccion  ó  entrega  forzada  de  los  efectos  llevados  por  el 
corsario  ;  pero  parece  natural  se  haya  de  justificar  por  la 
relación  jurada  del  capitán  y  las  declaraciones  de  los  indi- 
viduos de  la  tripulación  y  de  los  pasajeros,  en  la  misma  for- 
ma que  el  naufragio ,  según  el  art.  682.  Importa  mucho  ha- 
cer constar  las  circunstancias  de  este  acaecimiento  para 
poder  calificarlo  de  avería  simple  ó  gruesa.  Véase  Avería 
simple,  art.  938,  y  Averia  gruesa,  art.  936,  n.  i ,  y  su 
esplicacion. 

«  Art.  670.  El  capitán  que  corriere  temporal ,  ó  considere 
que  haya  daño  ó  averia  en  la  carga  ,  hará  su  protesta  en  el 
primer  puerto  adonde  arribe  deatro  de  las  veinte  y  cuatro 
horas  siguientes  á  su  arribo,  y  la  ratificará  dentro  del  mismo 
trémino  luego  que  llegue  al  de  su  destino ,  procer]  :endo  en 
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seguida  á  la  justificación  de  los  hechos  ;  y  hasta  quedar 
evacuada  no  podrá  abrir  las  escotillas.  » 

=  Esta  protesta,  que  suele  llamarse  protesta  contra  el 
mar,  es  una  relación  ó  esposicion  que  ante  la  competente 
autoridad  hace  el  capitán  de  la  nave,  de  las  desgracias  pa- 
decidas por  temporal  ú  otro  accidente  marítimo ,  á  fin  de 
que  no  se  le  imputen  ni  haga  cargo  de  ellas. 
•  «  Art.  671.  No  puede  el  capitán  tomar  dinero  á  la  gruesa 
sobre  el  cargamento  ;  y  en  caso  de  hacerlo,  será  ineficaz  el 
contrato  con  respecto  á  este.  » 

=  El  capitán  puede  tomar  dinero  á  la  gruesa  sobro  el 
casco,  quilla  y  aparejos  de  la  nave,  y  vender  parte  xlel 
cargamento  en  el  caso  y  en  la  forma  que  indica  el  art.  644  ; 
pero  en  ningún  caso  puede  tomar  dinero  sobre  la  carga. 
Véase  Préstamo  á  la  gruesa, 

«  Art.  67-2.  Luego  que  el  capitán  llegue  al  puerto  de  su 
deslino  y  obtenga  los  permisos  necesarios  de  las  oficinas  de 
marina  y  aduana  real,  hará  entrega  de  su  cargamento  á  los 
respectivos  consignatarios  sin  desfalco,  bajo  su  resppnsabili- 
dad  personal  y  la  del  buque ,  sus  aparejos  y  fletes.  » 

==  Debe  tenerse  aquí  presente  por  los  cargadores  y  con- 
signatarios :  que  el  naviero  es  responsable  de  las  indemniza- 
ciones en  favor  de  ellos  á  que  haya  dado  lugar  la  conducta 
del  capitán  en  la  custodia  de  los  efectos  cargados  en  la  nave; 
pero  podrá  salvarse  de  esta  responsabilidad  haciendo  aban- 
dono de  la  nave  con  todas  sus  pertenencias  y  los  fletes  que 
haya  devengado  en  el  viaje  :  —  que  la  acción  sobre  entrega 
del  cargamento  ó  por  daños  causados  en  él  se  prescribe  un 
año  después  del  arribo  de  la  nave  :  —  que  se  estingue  la  ac- 
ción contra  el  capitán  conductor  del  cargamento  y  contra  los 
aseguradores  por  el  daño  que  aquel  hubiese  recibido ,  si  en 
las  veinte  y  cuatro  horas  siguientes  á  su  entrega  no  se  hiciere 
la  debida  protesta  en  forma  auténtica,  notificándose  alca- 
pitan  en  los  tres  dias  siguientes  en  persona  ó  por  cédula  : — 
y  que  cesarán  los  efectos  de  la  protesta ,  teniéndose  por  no 
hecha ,  si  no  se  intentare  la  competente  demanda  judicial 
contra  las  personas  en  cuyo  perjuicio  se  hiciere  aquella  an- 
tes de  cumplir  los  dos  meses  siguientes  á  su  fecha  ;  artícu- 
los. 622  ,  996,  998  y  1000  ,  cód.  de  com.  Véase  Naviero  y 
Prescripción  en  negocios  de  comercio  marítimo. 

«  Art.  675.  Las  creces  y  aumentos  que  tenga  la  carga  du- 
rante su  estancia  en  la  nave,  pertenecen  al  propietario.  » 

=  El  dueño  de  lo  principal  debe  serlo  también  de  lo  acce- 
sorio. Véase  Flclamenlo,  arl.  791. 

«  Arl.  674.  Cuando  por  ausencia  del  consignatario,  ó  por 
no  presentarse  portador  legítimo  de  los  conocimientos  á  la 
orden  ,  ignorare  el  capitán  á  quién  haya  de  hacer  legítima- 
mente la  entrega  del  cargamento ,  lo  pondrá  à  disposición 
del  tribunal  de  comercio,  ó  en  defecto  de  haberlo,  de  la  au- 
toridad judicial  local,  para  que  provea  lo  conveniente  á  su 
depósito ,  conservación  y  seguridad.  » 

=  Puede  suceder  que  las  mercaderías  lleguen  antes  que 
los  conocimientos  á  la  orden  por  retardo  del  correo,  por 
estravío  de  cartas  ó  por  otro  motivo.  También  puede  acaecer 
que  el  consignatario  esté  ausente  ó  haya  fallecido.  En  estol 
casos  y  en  cualesquiera  otros  en  que  no  haya  quien  reciba 
las  mercaderías ,  debe  el  capitán  ponerlas  á  disposición  de  la 
autoridad  que  entienda  en  los  asuntos  de  comercio,  la  cual 
ha  de  proveer  lo  conveniente  á  su  depósito,  conservación  y 
seguridad ,  á  que  se  haga  constar  el  estado  en  que  se  hallen, 
y  á  que  se  practiquen  las  diligencias  necesarias  para  que  no 
queden  perjudicados  los  derechos  del  propietario. 

«  Arl.  673.  El  capitán  llevará  un  asiento  formal  de  los 
géneros  que  entrega  con  sus  marcas  y  números,  y  espresion 
de  la  cantidad ,  si  se  pesaren  ó  midieren ,  y  lo  trasladará  al 
libro  de  cargamentos.  » 

=  Esta  formalidad  es  necesaria  para  la  exactitud  de  la 
cuenta  y  razón ,  y  para  evitar  disensiones. 
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«  Art.  676.  El  capitán  es  responsable  civilmente  de  todos 
los  daños  que  sobrevengan  á  la  nave  y  su  cargamento  por 
impericia  ó  descuido  de  su  parte.  —  Si  estos  daños  proce- 
dieren de  haber  obrado  con  dolo ,  ademas  de  aquella  respon- 
sabilidad será  procesado  criminalmente  y  castigado  con  las 
penas  prescritas  en  las  leyes  criminales.  » 

—  i  Responde  el  capitán  de  los  daños  que  sobrevengan 
por  su  culpa  ,  aunque  esta  no  sea  mas  que  levísima,  ó  solo 
en  el  caso  de  ser  lata  ó  leve?  El  presente  artículo  no  hace 
distinción  alguna,  y  el  682  solo  exime  de  responsabilidad  al 
capitán  por  fuerza  mayor  insuperable  ó  caso  fortuito  que  no 
pudo  evitarse.  Parece  pues  que  el  capitán  debe  prestar  no 
solamente  la  culpa  lata  y  la  leve ,  sino  también  la  levísima. 
De  esta  opinion  son  Stypmano ,  Casarégis  y  Stracha  ;  y  así 
se  infiere  también  de  los  términos  en  que  está  concebida  la 
ley  8,  tít.  8,  Part.  S.  Lamas  pequeña  falta  del  capitán  puede 
tener  la  mayor  trascendencia,  pues  que  es  capaz  de  com- 
prometer no  solamente  la  fortuna  del  naviero  y  de  los  car- 
gadores ,  sino  también  la  vida  de  las  personas  que  vayan  en 
la  nave.  Véase  mas  abajo  el  art.  682 ,  y  la  palabra  Baratería. 

«  Art.  677.  El  capitán  que  haya  sido  condenado  por  haber 
obrado  con  dolo  en  sus  funciones  quedará  inhabilitado  para 
obtener  cargo  alguno  en  las  naves.  » 

=  Es  decir,  que  no  solamente  no  podrá  ser  capitán ,  pero 
ni  piloto,  ni  contramaestre,  ni  oficial  de  cualquiera  otra  de- 
nominación ;  y  que  la  pena  de  la  inhabilitación  será  siempre 
un  efecto  de  la  sentencia,  aunque  en  esta  no  se  esprese. 

«  Art.  678.  No  se  admitirá  escepcion  alguna  en  descargo 
de  su  responsabilidad  al  capitán  que  hubiere  tomado  derrota 
contraria  á  la  que  debia ,  ó  variado  de  rumbo  sin  justa  causa, 
á  juicio  de  la  junta  de  oficiales  de  la  nave,  con  asistencia 
de  los  cargadores  ó  sobrecargos  que  se  hallaren  á  bordo.  » 

=  El  capitán  que  toma  un  rumbo  contrario  al  que  debia 
tomar,  ó  que  lo  varía  sin  justa  causa  calificada  por  la  junta 
indicada  en  este  artículo ,  se  constituye  responsable  de  todas 
las  pérdidas  y  daños  que  por  fuerza  mayor  ó  caso  fortuito 
sobrevengan  á  la  nave  ó  al  cargamento.  Se  consideran  justas 
causas  para  variar  de  rumbo  las  mismas  que  lo  son  para  las 
arribadas  forzosas. 

«  Art.  679.  El  capitán  es  responsable  también  civilmente 
de  las  sustracciones  y  latrocinios  que  se  cometieren  por  la 
tripulación  de  la  nave,  salva  su  repetición  contra  los  culpa- 
dos. —  Asimismo  lo  es  de  las  pérdidas,  multas  y  confisca- 
ciones que  ocurran  por  contravenciones  á  las  leyes  y  regla- 
mentos de  aduanas  ó  de  policía  de  los  puertos ,  y  de  los  que 
se  causen  por  las  discordias  que  se  susciten  en  el  buque ,  ó 
por  las  faltas  que  cometa  la  tripulación  en  el  servicio  y  de- 
fensa del  mismo ,  si  no  probare  que  usó  con  tiempo  de  toda 
la  eslension  de  su  autoridad  para  prevenirlas,  impedirlas  y 
corregirlas.  » 

=r  La  responsabilidad  civil  que  se  impone  al  capitán  de  las 
sustracciones  y  latrocinios  cometidos  en  la  nave ,  le  hace 
velar  mas  de  cerca  la  conducta  de  los  marineros  y  tomar 
precauciones  para  impedir  esta  clase  de  delitos. 

Los  que  hubiesen  cometido  la  sustracción  ó  latrocinio , 
serán  multados  en  el  tres  tanto  del  valor  de  la  cosa  robada , 
y  condenados  á  seis  meses  de  campaña  sin  ración  de  vino , 
cuando  el  valor  del  hurto  no  esceda  de  tres  escudos  de  vellón; 
pero  si  propasase ,  cumplirán  dos  campañas  á  medio  sueldo 
de  sus  plazas ,  pudiendo  aplicarse  á  los  reos  penas  mas  rigu- 
rosas según  la  gravedad  y  circunstancias  particulares  de 
este  delito ,  que  después  de  purgado  exige  siempre  por  su 
naturaleza  la  separación  déla  matricula;  art.  16,  Ut.  14, 
ord.  de  mairie,  de  mar  de  12  de  agosto  de  1802. 

El  capitán  debe  someterse  á  las  leyes  y  reglamentos  de 
aduanas  y  de  policía  de  los  puertos;  y  si  por  contravenir  á 
sus  disposiciones  se  siguen  perjuicios  al  naviero  ó  á  los  car- 
gadores ,  tiene  que  indemnizarles  con  sus  propíos  bienes.. 


Como  el  capitán  es  el  jefe  de  la  nave,  y  ejerce  funciones 
que  en  cierto  modo  pueden  considerarse  públicas ,  es  de  su 
cargo  mantener  el  orden  á  bordo  y  hacer  que  todos  llenen 
sus  respectivas  obligaciones.  Si  se  turbare  pues  el  orden  ó 
padeciere  el  servicio  ,  se  presume  que  el  capitán  no  hizo 
uso  de  la  autoridad  de  que  se  halla  revestido ,  mientras  no 
pruebe  lo  contrario;  y  bajo  este  concepto  se  le  imputan  las 
consecuencias  de  su  debilidad  ó  negligencia. 

«  Art.  680.  Serán  también  de  cargo  del  capitán  los  per- 
juicios que  resulten  por  la  inobservancia  de  los  artículos  64-2, 
64  8,  649,654,663  y  667.  » 

==  Al  pié  de  cada  uno  de  estos  artículos  se  han  hecho  ya 
las  correspondientes  advertencias. 

«  Art.  681 .  La  responsabilidad  del  capitán  sobre  el  carga- 
mento comienza  desde  que  se  le  hace  la  entrega  de  él  en  la 
orilla  del  agua ,  ó  en  el  muelle  del  puerto  donde  se  carga , 
hasta  que  lo  pone  en  la  orilla  ó  muelle  del  puerto  de  la  des- 
carga, si  otra  cosa  no  se  hubiere  pactado  espresamente,  ó  si 
no  hubiere  quedado  de  cuenta  del  cargador  entregar  la  carga 
á  bordo  ,  ó  recibirla  del  mismo  modo.  » 

=  Es  decir,  en  una  palabra,  que  la  responsabilidad  del 
capitán  sobre  el  cargamento  corre  siempre  desde  que  lo 
recibe  hasta  que  lo  entrega. 

«  Art.  682.  No  tiene  responsabilidad  alguna  el  capitán 
de  los  daños  que  sobrevienen  al  buque  ni  su  cargamento 
por  fuerza  mayor  insuperable  ó  caso  fortuito  que  no  pudo 
evitarse.  » 

=  Esta  disposición  se  funda  en  el  principio  de  derecho 
de  que  nadie  presta  el  caso  fortuito  ó  la  fuerza  mayor.  Véase 
atrás  el  art.  678  y  su  esplicacion,  y  la  palabra  Caso  fortuito, 
donde  se  espresan  las  escepciones  de  este  axioma. 

El  art.  676  establece  que  el  capitán  es  responsable  de  todos 
los  daños  que  sobrevengan  por  impericia  ó  descuido  de  su 
parte  ;  y  el  artículo  presente  declara  que  no  lo  es  de  los  que 
sobrevinieren  por  fuerza  mayor  insuperable  ó  caso  fortuito 
que  no  pudo  evitarse.  ¿Se  sigue  de  la  combinación  de  estos 
dos  artículos  que  el  capitán  es  responsable  siempre  que  no 
pruebe  la  existencia  de  fuerza  mayor  ó  de  caso  fortuito?  Hay 
muchos  accidentes  marítimos  que  provienen  de  aquellos  erro- 
res ó  equivocaciones  que  no  son  tan  frecuentes  en  la  navega- 
ción y  á  que  están  sujetos  los  marinos  mas  esperimentados; 
y  no  parece  justo  hacer  al  capitán  responsable  de  ellos.  Hay 
también  otra  multitud  de  circunstancias  que  enseña  la  espe- 
riencia,yque  no  pueden  recaer  sobre  el  capitán.  Habrá 
pues  de  examinarse  por  el  tribunal  en  los  casos  de  esta  especie 
si  el  capitán  fué  culpable  por  haber  caido  en  tal  ó  tal  error 
y  si  debe  responder  de  sus  resultados,  oyéndole  y  admitién- 
dole las  escusas  que  le  justifiquen  ;  pero  sin  que  por  eso  se 
abra  la  puerta  á  la  absolución  de  los  capitanes  inexactos  y 
negligentes. 

«  Art.  685.  Ningún  capitán  puede  entrar  voluntariamente 
en  puerto  distinto  del  de  su  deslino ,  sino  en  los  casos  y  bajo 
las  formalidades  que  se  previenen  en  los  artículos  968  y  969. 
—  Si  contraviniere  á  estos  artículos ,  ó  si  la  arribada  proce- 
diere de  culpa,  negligencia  ó  impericia  del  capitán,  será  res- 
ponsable de  los  gastos  y  perjuicios  que  en  ella  se  causen  al 
naviero  y  á  los  cargadores.  » 

==  La  entrada  en  los  puertos  suele  ser  peligrosa;  y  no 
siendo  en  el  del  destino,  alargaría  inútilmente  el  viaje  y 
causaría  gastos  estraordinarios.  Véase  Arribada. 

«  Art.  684.  El  capitán  que  tome  dinero  sobre  el  casco  y 
aparejos  del  buque  ,  que  empeñe  ó  venda  mercaderías  ó  pro- 
visiones ,  fuera  de  los  casos  y  en  la  forma  que  va  prevenido, 
y  el  que  cometa  fraude  en  sus  cuentas ,  ademas  de  reem- 
bolsar la  cantidad  defraudada ,  será  castigado  como  reo  de 
hurto.  » 

=  El  canitan  que  cae  en  las  faltas  aquí  previstas  comete 
una  infidelidad  y  un  abuso  âe  confianza,  y  es  ciertamente 
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inescusable.  Este  artículo  no  es  mas  que  la  sanción  del 
art.  6'i4,  que  se  ha  esplicado  mas  arriba.  No  se  infiera  pues 
de  su  contenido  que  no  puede  el  capitán  socorrer  con  pro- 
visiones por  venta,  trueque  ó  en  otra  forma,  á  la  nave  que 
encontrare  en  alta  mar  á  peligro  de  perecer  por  falla  de  ellas. 

«  Art.  683.  Los  capitanes  cumplirán  ademas  de  las  obliga- 
riones  prescritas  en  este  código ,  las  que  les  estén  impuestas 
por  los  reglamentos  de  marina  y  aduanas.  » 

=  También  deben  cumplir  los  capitanes  las  obligaciones 
qae  les  impongan  los  reglamentos  de  sanidad. 

Según  la  ordenanza  de  matrículas  de  mar  de  12  de  agosto 
de  1802,  debe  llevar  el  capitán  para  su  salvoconducto,  ademas 
de  la  patente  real,  las  escrituras  de  la  pertenencia  de  la  nave, 
contratos  de  fletamento,  conocimientos  desu  carga,  lista  de  pa- 
sajeros ,  si  fueren  muchos ,  y  el  rol  de  su  tripulación,  con  la 
nota  de  los  que  se  trasportasen  siendo  pocos ,  firmada  una  y 
otra  por  el  comandante  de  la  provincia  de  marina  ó  ayudante 
del  distrito;  art.  9  del  lit.  10: — no  puede  admitir  en  su  bordo 
pasajeros  ni  persona  alguna  sin  permiso  de  los  jefes  de  ma- 
rina, bajo  la  multa  de  cien  escudos ,  y  aun  bajo  mayores 
penas  según  las  circunstancias  del  caso  ;  y  si  se  justificare 
ocultación  maliciosa  ó  ausilio  para  favorecer  la  deserción 
de  ejército  ó  marina  ,  ó  la  fuga  de  malhechores,  será  condu- 
cido ala  capital  del  departamento,  juzgado  en  consejo  de 
guerra  ,  y  condenado  á  cuatro  campañas  estraordinarias  , 
agravando  la  pena  según  se  graduase  de  la  malicia  de  la 
culpa  :  —  si  se  separase  voluntariamente  de  los  buques  de 
la  real  armada  en  cuya  conserva  navegare ,  ó  desobedeciere 
las  órdenes  é  instrucciones  del  comandante  en  jefe,  será 
juzgado  y  sentenciado  por  el  consejo  de  guerra  ordinario 
según  la  entidad  y  consecuencias  de  su  culpa;  pero  en  las 
fallas  de  menor  importancia  podrá  el  mismo  comandante 
imponerle  multas  pecuniarias  para  su  debida  corrección  :  — 
si  en  viajes  de  Indias  navegare  en  convoy  de  espedicion  mi- 
litar ó  de  registros  mercantes  en  conserva  de  bajeles  de 
guerra  ,  y  se  separase  sin  urgente  motivo,  sufrirá  la  multa 
de  tres  mil  escudos  ;  y  de  doblada  cantidad,  si  hiciere  arri- 
bada contraria  á  las  instrucciones,  ademas  de  otras  penas 
condignas  á  las  circunstancias  y  á  sus  resultas —  :  al  llegar  á 
puertos  de  España  ó  delestranjero  en  donde  hubiere  anclado 
bíijel  de  la  armada  española  ,  pasará  inmediatamente  á  su 
bordo  luego  de  haber  fondeado  ,  para  dar  cuenta  á  su  co- 
mandante del  paraje  de  su  procedencia,  con  todas  las  demás 
novedades  y  encuentros  de  su  navegación;  y  al  que  así  no 
lo  hiciere  ,  ó  se  le  justificare  haber  dado  relación  falsa  ,  ú 
ocultado  alguna  circunstancia  interesante,  se  le  castigará 
con  la  pena  de  arresto  ó  multa  según  la  gravedad  de  la  falta, 
y  aun  se  le  privará  de  su  ejercicio,  y  se  le  aplicará  mayor 
pena  corporal ,  si  hubiere  circunstancias  que  agravasen  el 
hecho  :  —  bajo  las  mismas  penas  estará  obligado  á  pedir 
permiso  para  salir  de  los  puertos  á  los  comandantes  de  ba- 
jeles de  la  real  armada  surtos  en  ellos  ,  dándoles  noticia  del 
destino  adonde  se  dirige,  sin  que  por  eso  pueda  prohibírsele 
su  salida ,  ni  sujetarle  á  ninguna  otra  condición  gravosa  ó 
arbitraria  ,  á  no  mediar  para  ello  muy  justos  motivos  :  —  en 
sus  tornaviajes  será  reconvenido  y  castigado  con  multa  ú 
otra  pena  proporcionada  ,  si  hubiere  dado  mal  trato  á  su 
gente  ó  faltado  á  sus  estipulaciones  con  ella ,  y  también  se 
le  admitirán  las  quejas  que  diese  contra  su  gente  :  —  si  se 
le  encontrasen  á  bordo  pertrechos,  municiones  ú otros  géne- 
ros mal  habidos  pertenecientes  á  bajeles  de  la  armada ,  pa- 
gará seiscientos  escudos  de  multa  con  perpetua  privación  de 
bu  ejercicio;  y  ademas  se  le  formará  causa  por  los  jefes  de 
marina  á  quienes  corresponda ,  según  el  paraje  donde  se 
hallare ,  para  aplicar  mayor  pena  si  lo  exigiere  el  delito  :  — 
si  llegando  á  puerto  dejare  saltar  su  gente  en  tierra  antes  de 
recibir  el  permiso  para  ello,  ó  de  cualquiera  otra  suerte  con- 
traviniere á  lo  establecido  por  los  reglamentos  de  sanidad, 


quedará  sujeto  á  lodo  el  rigor  de  sus  penas  :  —  si  con  em- 
barcación menor  sondare  los  canaiesú  otros  parajes  interiores 
donde  hubiere  arsenal  ó  astillero  de  la  armada,  ó  fortifica- 
ción de  defensa,  à  no  tener  permiso  del  capitán  del  puerto  ó 
del  comandante  de  la  provincia,  se  le  pondrá  en  arresto  em- 
bargándole sus  bienes,  y  procediéndose  contra  su  persona  y 
cómplices  para  el  castigo  de  que  fuesen  acreedores  :  —  ha 
de  sujetarse  à  todas  las  reglas  de  policía  establecidas  por  los 
capitanes  de  puerto  adonde  arribare  ;  y  ha  de  fondear  se- 
gún el  modo  mas  conveniente  no  solo  á  su  propia  seguri- 
dad ,  sino  también  á  la  de  los  demás  buques ,  debiendo 
responder  de  los  daños  que  causare  por  su  temeridad  ó 
abandono  ,  y  ser  castigado  ademas  con  mulla  ú  otra  pena 
según  las  circunstancias  :  —  si  por  omisión  ó  mera  volunta- 
riedad dejare  de  concurrir  al  socorro  de  cualquiera  buque 
nacional  ó  estranjero  fondeado  en  el  puerto  con  los  ausilios 
que  necesitare,  y  que  todos  deben  prestarse  mutuamente  en 
beneficio  común,  será  multado  conforme  al  grado  de  su  cul- 
pa :  —  igual  pena  tendrá  si  arrojase  escombros  ú  otros  efectos 
sumergibles  que  puedan  perjudicar  al  fondeadero,  y  si  lastrare 
ó  deslastrare  su  embarcación  sin  observar  lo  prevenido  por 
el  capitán  del  puerto  y  sin  su  licencia,  déla  cual  necesita  tam- 
bién para  dar  de  quilla ,  foguear  su  fondo  ú  otras  maniobras 
esteriores  de  posición  y  movimiento  :  —  no  puede  conducir 
cartas  que  no  vayan  dirigidas  por  los  administradores  de 
correos  en  la  forma  debida,  bajo  las  penas  establecidas  en 
la  ordenanza  de  correos  marítimos  :  —  hallándose  en  calas 
ó  surgideros  despoblados  con  otras  embarcaciones  mercan- 
tes en  riesgo  de  enemigos,  deberá  mancomunarse  con  los 
demás  capitanes  para  oponer  la  defensa  que  permitan  las 
ocurrencias  ,  en  cuyo  caso  elegirán  el  que  de  ellos  haya  de 
ser  cabeza;  y  en  caso  de  discordancia  sortearán  el  mando, 
quedando  los  demás  obligados  á  obedecer  al  que  de  uno  ú 
otro  modo  lo  obtuviere,  bajo  la  responsabilidad  del  cargo 
que  le  resulte  según  las  consecuencias  :  —  si  pudiendo  de- 
fenderse se  rindiere  cobardemente  á  los  enemigos ,  ó  les 
abandonase  su  embarcación  ,  pudiéndola  salvar  en  huida, 
deberá  responder  de  la  pérdida  con  sus  bienes  ,  y  quedará 
privado  para  siempre  de  ejercicio  de  patronía,  á  menos  que 
los  interesados  no  le  absuelvan  de  toda  responsabilidad  por 
medio  de  formal  testimonio  que  lo  acredite,  en  cuyo  caso 
podrá  optar  à  su  anterior  plaza  después  de  hecha  una  cam- 
paña en  los  bajeles  de  la  armada,  por  lo  que  la  vindicta 
pública  interesa  en  la  corrección  de  estos  ejemplares  :  —  si 
perdiese  maliciosamente  su  barco,  quedará  declarado  para 
siempre  indigno  de  todo  mando  ,  y  será  condenado  á  diez 
años  de  presidio  ,  confiscándole  todos  sus  bienes  á  beneficio 
del  dueño  y  cargadores,  para  cuyo  reintegro  podrá  asimismo 
multarse  al  fiador  hasta  en  el  valor  total  de  su  fianza  :  — 
tiene  obligación  por  último  de  instruir  á  su  gente  en  la  parte 
de  la  ordenanza  que  les  corresponda  saber,  etc.  ;  til.  ih, 
ordenanza  de  matr.  de  mar  de  12  de  agoslo  de  1802. 

«  Art.  686.  Las  obligaciones  que  el  capitán  contrae  para 
atender  á  la  reparación ,  habilitación  y  aprovisionamiento  de 
la  nave,  recaen  sobre  el  naviero,  y  no  le  constituyen  per- 
sonalmente responsable  ásu  cumplimiento,  á  menos  que  no 
comprometa  espresamente  su  responsabilidad  personal ,  ó 
suscriba  letra  de  cambio  ó  pagaré  á  su  nombre.  » 

=  Véase  Naviero. 

CAPITÁN  de  puerto.  El  que  tiene  á  su  cargo  la  policía, 
limpieza  y.  aseo  del  puerto,  y  toma  noticia  de  las  embarca- 
ciones que  entran  y  salen  de  él  :  suele  tener  grado  militar. 
Desígnase  también  con  este  nombre  cierta  contribución  que 
se  exige  á  las  embarcaciones  que  entran  y  salen  en  los  puertos. 

f  En  2  de  marzo  de  1841  se  espidió  sobre  el  particular 
una  real  orden,  en  cuyos  dos  primeros  artículos  se  declaran 
amovibles  todos  los  destinos  de  capitanías  de  puertos  de  la 
Península  y  Ultramar,  y  se  clasifican  en  el  modo  y  forma 
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que  manifiesta  el  cuadro  que  acompaña  dicha  real  orden. 
Véase  el  Suplemento  al  Diccionario  de  Escricbe. 

CAPETULACIGSJ.  La  acusación  que  se  pone  contra  un 
corregidor,  gobernador,  alcalde  mayor  ó  justicia  de  algún 
pueblo,  haciéndole  cargos  sobre  el  cumplimiento  de  las  obli- 
gaciones de  su  empleo.  El  acusador  se  llama  capitulante;  y 
el  acusado  capitulado.  No  puede  ser  capitulante  el  que  no 
sea  vecino  de  alguno  de  los  pueblos  en  que  ejércela  magis- 
tratura quien  ha  de  ser  capitulado  ,  ni  el  que  tiene  impe- 
dimento legal  para  acusar.  La  capitulación  ha  de  presen- 
tarse en  la  chancillería  ó  audiencia ,  la  cual  después  de  exa-- 
minados  los  cargos  y  oido  el  fiscal ,  hace  que  el  capitulante 
presente  fianzas  para  pagar  lo  sentenciado  en  caso  de  que 
no  justifique  los  capítulos,  y  libra  provision  secreta  á  algún 
receptor,  abogado  ,  ó  bien  al  juez  mas  cercano  del  pueblo 
del  capitulado ,  para  que  pasando  á  dicho  pueblo  reasuma  la 
jurisdicción  ordinaria  por  un  término  breve  ,  haga  salir  en- 
tretanto al  capitulado  á  cierta  distancia,  oiga  los  testigos  que 
se  le  presenten,  recoja  noticias  fidedignas  ,  estienda  su  in- 
forme en  pieza  separada,  y  remita  ó  traiga  al  tribunal  el 
sumario  cerrado  y  sellado,  debiendo  después  de  estas  dili- 
gencias volver  el  capitulado  al  ejercicio  de  su  jurisdicción. 
Dada  cuenta  del  sumario  en  la  sala,  se  pasa  al  fiscal;  y  solo 
en  casos  graves  ,  precediendo  disposición  del  supremo  con- 
sejo ,  se  puede  suspender,  arrestar  ó  hacer  comparecer  al 
capitulado  en  la  chancillería  ó  audiencia;  en  cuyo  último 
caso  después  de  haber  hecho  su  confesión  se  le  permite  res- 
tituirse á  su  casa.  No  mandándose  al  capitulado  que  compa- 
rezca ,  se  encarga  al  juez  mas  cercano  que  le  reciba  la  con- 
fesión por  el  memorial  de  cargos  que  forma  el  relator  y  se 
le  dirige  áeste  fin  :  se  da  luego  traslado  al  capitulado;  se 
recibe  la  causa  á  prueba  con  todos  cargos ,  y  se  concluye 
con  brevedad ,  aunque  observándose  el  orden  del  juicio 
según  su  materia  (1). 

Tal  es  el  orden  que  se  ha  seguido  en  las  capitulaciones 
hasta  la  publicación  del  reglamento  de  26  de  setiembre 
de  1855  para  la  administración  de  justicia.  Según  el  conte- 
nido de  este  reglamento,  tiene  cada  Audiencia  la  facultad 
de  conocer  en  primera  y  segunda  instancia  de  las  cansas  que 
se  formen  contra  jueces  inferiores  de  su  territorio  por  culpas 
ó  delitos  relativos  al  ejercicio  del  ministerio  judicial  :  com- 
prendiéndose en  esta  disposición  los  provisores,  vicarios 
generales  y  demás  jueces  inferiores  eclesiásticos ,  cuando 
por  tales  delitos  hubiere  de  juzgarlos  la  jurisdicción  real; 
art.  58. 

La  Audiencia  está  autorizada  para  proceder,  no  solo  á 
instancia  de  parte  ó  por  interpelación  fiscal,  sino  también  de 
oficio,  cuando  de  cualquier  modo  viere  algún  justo  motivo 
para  ello  ;  y  en  el  procedimiento  y  determinación  deberá  ob- 
servar respectivamente  lo  que  á  los  jueces  de  primera  ins- 
tancia prescribe  el  art.  51 ,  y  ademas  las  disposiciones  si- 
guientes : 

Primera  :  Que  si  la  causa  empezare  por  acusación  ,  ó  por 

(1)  Sobre  todo  el  contenido  de  esto  artículo,  véase  á  Bobad., 
Polit.,  Mb.  2,  cap.  2;  mas  por  lo  que  hace  boy  al  derecho  mejicano 
sobre  responsabilidad  de  jueces  y  empleados  y  modo  de  hacerla 
efectiva,  véase  el  decreto  de  las  Cortes  españolas  de  24  de  marzo 
de  1815.  Téngase  también  presente  que  la  ley  de  5  de  octubre 
de  1855  dijo  que  :  «  Las  responsabilidades  de  los  funcionarios, 
que  solo  se  podían  exigir  ante  los  congresos,  se  interpondrán  y 
fenecerán  ante  la  Suprema  Corte  de  Justicia  de  la  nación.  »  El 
art.  1 2 ,  part.  7  de  la  5a.  ley  const.  establece  por  atribución  de  la 
Suprema  Corte  de  Justicia  :  «  Conocer  de  las  causas  de  responsa- 
bilidad de  los  magistrados  de  los  tribunales  superiores  de  los  de- 
partamentos. »  Sobre  la  responsabilidad  de  los  jueces  inferiores 
ante  los  tribunales  superiores  de  los  departamentos,  yéase  el  art. 
22  de  la  misma  ley  5 ,  §  2, 


querella  de  persona  particular,  no  se  deberá  nunca  admitir 
la  querella  ola  acusación  sin  que  !a acompañe  la  correspon- 
diente fianza  de  calumnia ,  y  de  que  el  acusador  ó  quere- 
llante no  desamparará  su  acción  hasta  que  recaiga  sentencia 
que  cause  ejecutoria.  La  cantidad  de  dicha  fianza  será  de- 
terminada por  el  tribunal  según  la  mayor  ó  menor  entidad 
y  consecuencia  del  asunto. 

Segunda  :  Que  aunque  comience  la  causa  de  la  manera 
sobredicha,  siempre  deberá  ser  parte  en  ella  el  fiscal  de  la. 
Audiencia. 

Tercera  :  Que  esta  no  podrá  suspender  al  juez  procesado 
sino  cuando  procediéndose  sobre  delito  á  que  por  la  ley  esté 
señalada  pena  de  privación  de  empleo,  ú  otra  mayor,  estime 
necesario  suspenderle  después  de  formalmente  admitida  la 
acusación  ó  la  querella,  ó  de  resultar  méritos  bastantes,  si 
el  procedimiento  fuere  de  oficio.  Pero  podrá  hacerle  com- 
parecer personalmente  ante  sí  siempre  que  considere  reque- 
rirlo el  caso ,  y  aun  ponerle  en  arresto  cuando  lo  exija  la 
gravedad  del  delito  sobre  que  se  proceda. 

Cuarta  :  Que  las  actuaciones  de  instrucción  en  el  sumario, 
y  las  que  requiera  el  plenario  deberán  encargarse  al  minis- 
tro mas  antiguo  de  la  sala  respectiva  después  del  que  la  pre- 
sidiere :  y  las  diligencias  que  hubiere  que  practicar  fuera  de 
la  residencia  del  tribunal  ,  y  que  no  pudiere  evacuar  por  sí 
dicho  ministro  ,  se  cometerán  siempre  á  la  primera  autori- 
dad ordinaria  del  pueblo  ó  del  partido  respectivo.  Durante 
el  procedimiento,  no  podrá  el  acusado  ó  procesado  estar  cu 
el  pueblo  donde  se  practiquen  actuaciones  de  su  causa ,  ni 
en  seis  leguas  en  contorno. 

Quinta  :  Que  en  esta  clase  de  causas  siempre  debe  haber 
lugar  á  súplica  de  la  sentencia  de  vista  ;  pero  la  de  revista 
causará  siempre  ejecutoria,  sea  ó  no  conforme  á  la  primera  ; 
art.  75. 

CAPITULACIÓN.  El  concierto  ó  pacto  hecho  entre  dos 
ó  mas  personas  sobre  algún  negocio  comunmente  grave.  En. 
la  milicia  se  llama  así  el  tratado  que  se  hace  entre  los  sitia- 
dores y  sitiados  para  la  rendición  de  una  plaza,  ó  entre  dos 
ejércitos  en  campo  raso  para  que  el  uno  rinda  las  armas 
bajo  ciertas  condiciones.  Toda  capitulación  debe  ser  invio- 
lable, y  el  que  no  la  cumple  se  cubre  de  ignominia  (2).  No 
faltan  con  todo  grandes  ejemplos  de  mala  fe,  y  estos  últimos 
tiempos  nos  presentan  uno  (5)  que  ha  hecho  la  desgracia  do 
todo  un  pueblo  digno  por  cierto  de  mejor  suerte. 

CAPITULACIONES.  Los  conciertos  que  se  hacen  me- 
diante escritura  pública  entre  las  personas  que  están  tratadas 
de  casar  para  ajustar  el  matrimonio.  En  ellas  suelen  espre- 
sarse los  bienes  que  trae  cada  uno  de  los  contrayentes ,  y  el 
derecho  que  estos  se  traspasan  recíprocamente,  ya  sobre  los 
mismos  bienes  ,  ya  sobre  los  que  puedan  adquirir  después 
durante  el  consorcio  (k).  Llámase  también  capitulaciones  la 
misma  escritura  por  la  que  se  autoriza  este  contrato  (5). 

CAPITULAR.  Pactar,  hacer  algún  ajuste  ó  concierto  : 

—  poner  á  algún  corregidor,  alcalde  mayor  ó  justicia  de  un 

pueblo  capítulos  de  cargos,  escesos  ó  delitos  en  el  ejercicio 

"  de  su  empleo  :  —  sentar  los  artículos  preliminares  para  la 

entrega  ó  rendición  de  una  plaza  ó  ejército. 

(2)  Véase  á  Olmeda  en  su  obra  de  Derecho  público ,  c.ip.  10s 
de  la  buena  fe  con  los  enemigos,  y  cap.  14  de  los  Tratados  en 
tiempo  de  guerra. 

(5)  No  uno  sino  muchos  muy  escandalosos  entre  los  Mejicanos 
desde  que  comenzaron  sus  disensiones  intestinas.  Pides  publica 
etiam  hoslibus  est  servando. 

(4)  Sobre  estos  conciertos  debe  tenerse  presente  la  ley  6 ,  tít.  3 , 
11b.  10,  Nov.  Rcc. 

(5)  De  Capítulos  matrim.  y  sus  formularios,  véase  la  pág.  183 
de  la  Cartilla  de  escViban.  de  D.  Santiago  Alvarado  impresa  en 
1850  ,  y  Fcbr.  mej.,  tom.  1 ,  pág.  158. 
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CAPITULAR.  El  que  es  individuo  de  alguna  comunidad 
eclesiástica  ó  secular,  y  tiene  voto  en  ella,  como  el  canónigo 
en  su  cabildo  y  el  regidor  en  su  ayuntamiento.  Llámase  tam- 
bién así  lo  que  toca  ó  pertenece  de  algún  modo  á  un  capítulo 
ó  cabildo,  su  ministerio  ú  orden. 

CAPÍTULO.  El  ayuntamiento,  cabildo,  concejo  ó  cuerpo 
de  regidores  de  algún  pueblo  :  -r  el  cuerpo  de  eclesiásticos 
de  alguna  iglesia  catedral  ó  colegial  :^ —  en  las  órdenes  mi- 
litares de  Santiago,  Calatrava,  Alcántara,  Montesa  y  otras, 
la  junta  de  los  caballeros  y  demás  vocales  que  se  reúnen 
para  poner  el  hábito  á  algún  caballero  nuevo  ó  para  tratar 
de  algunos  asuntos  de  la  orden  :  —  entre  los  frailes  y  cléri- 
gos reglares,  la  junta  que  estos  tienen  á  determinados  tiem- 
pos para  las  elecciones  de  prelacias  y  otros  asuntos;  llamán- 
dose capitulo  general  cuando  concurren  todos  los  vocales 
de  una  orden,  y  capítulo  provincial  cuando  asisten  solo  los 
de  una  provincia  :  —  el  cargo  que  se  hace  á  algún  funcio- 
nario público  sobre  el  cumplimiento  de  las  obligaciones  de 
su  empleo  :  —  entre  los  religiosos ,  la  reprensión  grave  que 
se  da  á  alguno  en  presencia  de  su  comunidad  por  alguna 
culpa  ó  falta  notable  que  ha  cometido. 

CAPTAR.  Atraer  alguno  la  voluntad,  benevolencia  ó 
atención  de  otro  con  palabras  halagüeñas ,  con  la  dulzura 
del'trato,  con  el  discurso  elocuente  ó  con  otros  medios,  para 
que  le  haga  alguna  donación,  le  nombre  heredero,  ó  le  dé 
su  voto  en  la  elección  de  algún  empleo.  Para  que  la  capta- 
ción haga  nulas  las  disposiciones  en  que  interviene,  es  pre- 
ciso que  medie  dolo  ó  artificio  (l)  Véase  Testamento. 

CAPTATORIA.  Dícese  de  toda  disposición  testamenta- 
ria provocada  ó  sugerida  por  el  artificio  de  un  heredero  ó 
legatario.  Gregorio  López,  en  las  glosas  de  la  ley  11,  tít.  5, 
y  de  la  ley  29,  tít.  9,  Part.  6,  llama  captatoria  la  institución 
que  se  deja  en  el  arbitrio  de  un  tercero  ;  y  las  citadas  leyes 
la  declaran  de  ningún  valor  ni  efecto. 

CAPTURA.  El  acto  de  asir  ó  prender  á  un  delincuente 
ó  acusado  ó  á  un  deudor  para  llevarle  á,  la  oárcel  ;  y  así  se 
dice  :  proceder  á  la  captura,  no  hubo  méritos  para  la  cap- 
tura. Véase  Arrestar  y  Arresto. 

CARA  del  hombre.  La  ley  6,  tít.  51,  Part.  7,, dice  que 
Dios  hizo  á  su  semejanza  la  cara  del  hombre,  y  establece  en 
su  consecuencia  que  por  ningún  delito  se  le  afee  en  ella  que- 
mándole con  hierro  caliente  ,  ni  cortándole  las  narices ,  ni 
sacándole  los  ojos.  Ley  santa  y  justísima,  dice  Marina,  aun- 
que la  razón  en  que  estriba  no  es  muy  filosófica.  Pero  los  co- 
piladores de  las  Partidas  no  fueron  siempre  consiguientes  en 
sus  principios,  pues  mandaron  que  al  que  denostare  á  Dios 
ó  á  santa  María  le  señalasen  por  la  segunda  vez  con  hierro 
encendido  en  los  labios,  y  por  la  tercera  le  cortasen  la  len- 
gua, según  puede  verse  en  el  artículo  Blasfemo.  Sin  em- 
bargo, no  está  en  uso  ninguna  pena  en  la  cara..  Véase  Marca  y 
Mutilación. 

CARBON  de  piedra.  Sustancia  mineral,  bituminosa  y 
terrea,  de  color  oscuro  ó  casi  negro,  que  sirve  para  hacer 
fuego  y  dura  ardiendo  mucho  mas  tiempo  que  el  que  se  hace 
de  leña.  Véase  Minas. 

CÁRCEL.  La  casa  pública  destinada  para  la  custodia  y 
seguridad  de  los  reos.  Solamente  los  tribunales  de  justicia 
pueden  tenerla  :  el  particular  que  por  su  propia  autoridad 
hiciere  cárcel  ó  cepo  ó  cadena  ,  y  aprisionare  hombres  en 
ella ,  comete  un  delito  de  lesa  majestad  ,  y  debe  ser  casti- 
gado con  pena  de  muerte  ,  en  la  que  también  incurren  los 
oficiales  de  justicia  del  lugar  donde  esto  sucediere,  que  sa- 
biéndolo no  lo  castigaren,  ó  no  lo  vedaren  ,  ó  no  lo  hicieren 
saber  al  gobierno  ;  ley  lo,  lit.  29,  Part.  7,  y  ley  3,  tít.  53, 
lib.  o,  Nov.  Rec. 

(1)  Véase  la  ley  11 ,  tít.  3,  Part.  6,  y  en  ella  la  glosado  Greg. 
López  sobre  institución  captatoria. 


La  cárcel  está  establecida  para  guardar  los  presos,  no  para 
castigarlos  (2).  Carcer  ad  continendos  hommes,  non  adpu- 
niendos  haberi  débet,  y  por  consiguiente  los  encarcelados 
conservan  todos  sus  derechos  civiles  :  Ex  eo  qubd  carcer 
custodia  magis  est  quàm  poma,  sequilur  incarceratos  omnia 
súa  jura  intacta  et  illibata  retiñere.  Es  cierto  que  algunas 
veces  se  considérala  cárcel  como  pena;  pero  es  solo  cuando 
se  impone  á  un  reo  en  castigo  de  un  delito  que  se  le  ha  pro- 
bado, como  cuando  se  condena  á  los"  jugadores  á  un  número 
determinado  de  dias  de  prisión  en  la  cárcel. 

Como  la  cárcel  no  está  destinada  sino  para  seguridad  de 
los  reos ,  no  se  les  puede  hacer  mal  en  ella  ;  de  modo  que  el 
carcelero  que  causa  daño  á  un  preso,  por  odio  que  le  tiene, 
ó  por  amor  á  los  que  le  hicieron  coger,  ó  por  ruego  ó  dádiva 
que  recibe  de  otro,  incurre  en  pena  de  muerte  ;  y  el  juez 
que  fuere  negligente  en  escarmentar  al  tal  carcelero,  debe 
ser  privado  del  oficio  como  infame,  y  recibir  otra  pena  arbi- 
traria. A  los  que  corrompiendo  al  carcelero  le  hicieren  co- 
meter las  referidas  maldades ,  se  les  ha  de  condenar  también 
á  pena  arbitraria;  ley  il,  tít.  29,  Part.  7.  (5). 

Sin  embargo  de  lo  establecido  en  esta  ley  contra  los  que 
hacen  daño  á  los  presos,  debe  atenderse  en  cada  caso  á  la 
naturaleza  del  daño  y  á  las  circunstancias  del  hecho  y  de  las 
personas. 

Si  todos  los  presos  de  una  cárcel  se  convinieren  en  que- 
brantarla, y  se  escaparen  todos  ó  la  mayor  parte  sin  saberlo 
los  que  los  guardaban,  y  después  todos  ó  algunos  fueren 
cogidos,  deben  ser  castigados  con  la  pena  correspondiente 
al  delito  por  que  estaban  presos,  pues  con  su  fuga  se  consi- 
dera haberlo  confesado;  pero  si  no  huyeron  todos,  sino  solo 
algunos,  y  se  les  coge  después,  se  les  ha  de  poner  en  mas 
fuertes  prisiones,  y  condenar  ademas  á  pena  arbitraria.  Tal 
es  la  disposición  de  la  ley  13,  tit.  29,  Part.  7,  sobre  la  cual 
debe  observarse,  que  para  considerar  confesos  y  dignos  de 
la  pena  de  los  delitos  de  que  están  acusados ,  á,  los  presos 
que  se  escapan  de  la  cárcel,  se  requieren  las  circunstancias 
siguientes  :  Ia.  la  conspiración  previa  de  todos  los  presos 
que  hay  en  la  cárcel  ó  en  alguna  de  sus  salas  ó  departa- 
mentos :  2a.  la  fractura  ó  quebrantamiento  de  alguna  parte 
del  edificio  :  3a.  la  evasión  real  y  efectiva  de  todos  ó  la 
mayor  parte  :  /1a.  la  ignorancia  de  los  guardadores.  Fal- 
tando cualquiera  de  estas  circunstancias ,  no  se  incurre  en 
la  pena  prescrita  por  esta  ley,  sino  solo  en  pena  arbitraria 
y  en  la  de  mas  rigurosa  prisión  ;  y  aun  concurriendo  todas 
ellas ,  no  puede  negarse  á  los  prófugos  el  derecho  de  pro- 
bar su  inocencia,  por  mas  que  digan  algunos  autores  es- 
traviados ,  que  quieren  dar  á  esta  fingida  ó  supuesta  con- 
fesión mas  fuerza  que  á  la  real  y  verdadera.  Todavía  en  el 
caso  de  concurrir  las  espresadas  circunstancias  es  demasiado 
dura  y  no  puede  sostenerse  la  presunción  de  que  el  prófugo 
ha  cometido  el  delito  que  se  le  imputa  :  no  es  siempre  la 
conciencia  del  crimen  la  que  inspira  el  deseo  de  la  evasión  : 
inspíralo  muchas  veces  la  debilidad  de  carácter,  la  desespe- 
ración causada  por  las  vejaciones  ,  el  temor  á  un  enemigo 
poderoso,  la  poca  confianza  en  el  juzgado,  el  recuerdo  de  los 
casos  en  que  ha  sucumbido  la  inocencia.  Podrá  pues  consi- 
derarse la  evasión  como  un  indicio,  si  se  quiere,  contra  el 
acusado,  y  dar  lugar  á  la  imposición  de  una  pena  arbitraria, 
como  v.  gr.  de  algunos  meses  de  reclusión ,  sin  perjuicio  de 
las  indemnizaciones  ó  castigo  por  la  violencia  cometida  con- 
tra las  personas  ;  pero  tenerla  por  confesión  del  delito  y  por 
digna  de  la  pena  de  este  ,  aunque  sea  la  de  muerte ,  es  una 
atrocidad  que  ya  no  consiente  el  estado  de  la  jurisprudencia. 
La  ley  de  Enrique  III  (ley  17,  tít.  38,  lib.  12,  Nov.  Rec.) 


(2)  Ley  11  ,  tít.  29,  Part.  7,  que  contiene  disposiciones  muy 
humanas  ,  como  el  art.  7  de  la  Instrucción  de  corregidores. 
(5)  Véase  todo  el  tít.  C> ,  lib.  7,  Rec.  de  Ind. 
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que  establece ,  que  todo  hombre  que  huyere  de  la  cadena , 
vaya  por  hechor  de  lo  que  le  fuere  acusado,  é  peche  mas  seis- 
cientos maravedís  para  la  cámara,  es  aun  mas  contraria  á  los 
principios  adoptados  en  la  práctica,  por  ser  tan  absoluta  y 
comprender  todos  los  casos;  de  suerte  que  ya  Gregorio 
López  en  su  tiempo  no  queria  entenderla  sino  con  las  modi- 
ficaciones de  la  citada  ley  13,  tít.  29,  Part.  7.  Ademas  ,  la 
real  orden  de  27  de  enero  de  1787,  que  impone  la  pena  de 
galeras  al  quebranlador  de  cárcel ,  si  el  delito  por  que  estaba 
preso  no  pidiese  mayor  pena  y  fuese  probado,  en  cuyo  caso 
se  le  ha  de  imponer  la  que  merezca  el  delito,  da  bastante  á 
entender  con  este  modo  de  espresarse  que  por  solo  el  que- 
brantamiento no  debe  ser  habido  el  prófugo  por  confeso. 
Hállase  mandado  finalmente  por  resolución  de  Carlos  IV 
de  18  de  setiembre  de  1796  (  ley  II,  tít.  52,  lib.  12,  Nov. 
Rec.),  que  no  procedan  los  tribunales  á  la  imposición  de  pe- 
nas á  los  reos  de  resistencia  á  la  justicia,  escalamiento  de 
cárcel  y  otros  de  pragmática,  sin  que  conste  antes  legalmente 
probado  el  delito  y  los  delincuentes  por  aquellas  pruebas 
que  tiene  establecidas  el  derecho,  y  que  no  se  omita  en  ma- 
nera alguna  la  declaración  de  los  reos  y  la  audiencia  de  sus 
escepciones  y  defensas ,  para  evitar  el  peligro  de  oprimir  la 
inocencia. 

Las  leyes  que  hablan  del  castigo  de  los  que  se  escapan  de 
la  cárcel,  suponen  la  fractura,  el  quebrantamiento,  la  vio- 
lencia. Infiérese  de  aquí,  que  faltando  estas  circunstancias  , 
no  quiere  la  ley  castigar  al  preso  fugitivo  :  el  deseo  de  la 
libertad  es  efectivamente  tan  natural  al  hombre,  que  no 
puede  tenerse  por  culpable  al  que  encontrando  abierta  la 
puerta  ó  la  ventana  de  su  prisión  se  sale  ó  se  descuelga  :  no 
hay  delito  con  respecto  al  preso  sino  cuando  se  sirve  de  me- 
dios criminales,  como  de  la  fractura  ó  de  la  violencia.  Toda- 
vía delinque  menos  el  que  huye  para  presentarse  á  un  tri- 
bunal superior  en  solicitud  de  que  se  le  haga  justicia  ;  y 
vemos  en  efecto  que  los  tribunales  superiores  admiten  todos 
ios  dias  á  los  que  así  se  les  presentan ,  dándoles  provision 
para  que  el  inferior  no  proceda  contra  ellos  ni  sus  bienes  sino 
en  debida  forma.  ¿Qué  diremos  del  que  para  evadirse  em- 
plea con  sus  guardadores  el  artificio  ó  el  soborno  ?  El  cul- 
pable no  es  él  sino  los  guardadores. 

Y  ¿  cuál  es  la  pena  en  que  incurre  el  preso  que  se  escapa 
de  un  modo  criminal?  La  ley  3,  tít.  1,  lib.  8  del  Fuero  Juzgo, 
le  impone  la  de  azotes ,  pero  solo  en  el  caso  de  haber  me- 
diado al  efecto  confederación  y  asonada  :  la  citada  real  orden 
de  27  de  enero  de  1787  le  deslina  á  galeras  ;  y  la  ley  23, 
tít.  19,  lib.  3,  Nov.  Rec,  espedida  en  8  de  agosto  de  1789, 
supone  que  es  la  de  vergüenza  pública.  Por  la  abolición  ó 
«desuso  de  estas  penas ,  parece  debe  decirse  que  no  ha  de 
[imponerse  sino  pena  arbitraria  con  arreglo  á  la  citada  ley  15, 
.tít.  29,  Parí.  7  (1),  y  que  la  mas  análoga  es  la  de  reclusión 
!por  mas  ó  menos  tiempo.  Si  el  prófugo  vuelve  voluntaria- 
mente á  la  cárcel ,  purga  la  culpa  y  se  exime  de  la  pena  de 
la  fuga. 

El  que  usando  de  violencia  sacare  algún  preso  de  la  cár- 
cel, deberá  sufrir  la  misma  pena  que  merecía  este  ;  ley  Ut , 
lit.  29,  Part.  7  (2).  En  la  propia  pena  incurre  el  que  se  sirve 
de  algún  artificio  ó  engaño  para  el  mismo  fin  ;  ley  5,  lit.  k  , 
lib,  7  del  Fuero  Juzgo.  Convienen  sin  embargo  los  autores 

(1)  Véase  también  la  ley  17,  tít.  58  ,  lib.  12,  Nov.  Rec. 

(2)  Véase  el  tít.  58,  lib.  12,  Noy.  Rec,  y  téngase  presente, 
respecto  á  la  república  de  Méjico,  que  todos  los  tribunales  .  así 
civiles  como  militares  y  eclesiásticos,  tienen  que  bacer  visitas 
generales  y  semanarias  de  sus  respectivas  cálceles,  según  lo  pre- 
venido en  los  decretos  de  9  de  octubre  de  181-2,  que  anteceden 
al  llamado  de  arreglo  délos  tribunales  :  en  la  ley  i ,  tit.  7,  lib.  7, 
Rec.  de  Indias;  y  en  los  arts.  2,  3  y  5  ,  cap.  I ,  Reglamento  de  ii 
Suprema  Corte,  que  se  aprobó  en  13  de  mayo  de  1826. 


en  absolver  á  la  mujer  que  con  su  astucia  sabe  dar  libertad 
á  su  marido;  Gómez,  tom.  3,  Variar.,  cap.  9,  n.  12.  La  pena 
corporal  que  mereciese  el  preso,  seria  muchas  veces  de- 
masiado dura  para  el  que  le  facilita  la  evasión  ;  y  así  es  que 
no  siempre  se  le  suele  aplicar  con  rigor  por  los  tribunales  : 
mas  en  todos  casos  se  hace  responsable  el  libertador  de  todas 
las  condenaciones  pecuniarias  à  que  estuviere  ó  debiere 
estar  sujeto  el  fugado. —  Véase  Alguacil,  Alcaide,  Arrestar, 
Arresto  y  Prisión. 

[  *  El  principio  sentado  por  el  autor  de  que  la  cárcel  se  ha 
establecido  para  guardar  á  los  presos  y  no  para  castigarlos, 
indujo  sin  duda  al  legislador  mejicano  á  disponer  por  orden 
de  24  de  abril  de  1823,  que  fuesen  demolidos  los  calabozos 
angostos,  y  se  diese  á  las  piezas  de  estos  encierros  toda  la 
comodidad  y  limpieza  necesarias  para  la  conservación  de  la 
salud  ;  y  últimamente  acaba  de  ser  llevada  su  aplicación 
hasta  el  estremo  de  disponerse  por  la  ley  de  27  de  enero  de 
18'iO  y  el  art.  175  de  las  Bases  de  organización  política  de  12 
de  junio  de  18'45,  que  se  reformen  las  cárceles  de  ma- 
nera que  haya  en  ellas  los  departamentos  necesarios  para 
las  clases  de  detenidos ,  presos,  incomunicados  y  sentencia- 
dos, y  en  general  para  que  todos  se  ocupen  en  algún  arte  ú 
oficio  que  les  produzca  lo  necesario  para  subsistir  y  les  ins- 
pire al  mismo  tiempo  amor  al  trabajo.  Por  lo  demás,  muchas 
de  las  disposiciones  menudas  que  omite  el  autor,  se  hallan 
confirmadas  por  el  tít.  6,  lib.  7  de  la  Rec.  de  Ind.,  y  por 
las  disposiciones  que  refiere  Beleña  en  la  5a.  fol.,  pág.  55, 
ns.  I  y  2,  pág.  99,  n.  90,  y  tom.  2°.,  pág.  151,  n.  52. 

La  pena  de  azotes  que  la  ley  5,  tít.  1,  lib.  8  del  Fuero 
Juago,  citada  por  el  autor,  impone  al  preso  que  se  escapa,  no 
puede  tener  aplicación  en  esta  república  por  hallarse  abolida, 
según  se  ha  dicho  en  otro  lugar,  por  el  decreto  de  Cortes 
de  8  de  setiembre  de  1813. 

***  La  legislación  de  la  república  de  Chile  también  se  in- 
clina á  que  la  cárcel  sirva  solo  para  guardar,  y  no  para  cas- 
tigar á  los  presos;  pero  no  deja  de  tomar  en  cuenta  al  mismo 
tiempo  la  permanencia  en  ella ,  y  por  esa  razón  previene  á 
los  jueces  que  declaren  espresamente  en  sus  sentencias,  si 
se  ha  de  contar  ó  no  dicha  estancia  en  la  cárcel  como  parte 
cumplida  con  anticipación  de  la  pena  que  en  ella  imponen.] 

CARCELAJE.  El  derecho  que  al  salir  de  la  cárcel  pagan 
los  que  han  estado  presos.  Se  halla  establecido  que  los 
presos  que  fueren  despachados  y  mandados  librar  en  sus 
causas ,  no  sean  detenidos  por  derechos  de  carcelaje  ni  otros; 
y  que  no  se  les  tomen  las  capas ,  ropas,  sayos,  sayas,  mantos 
ni  otros  vestidos  que  trajeren,  antes  bien  se  les  vuelvan  si 
los  hubieren  dado  en  prenda  de  los  referidos  derechos  ;  y 
el  carcelero,  alguacil  ó  escribano  que  lo  contrario  hiciere, 
incurra  por  cada  vez  en  la  pena  de  un  ducado  para  los 
pobres  de  la  cárcel  y  ea  suspension  de  oficio  por  un  mes  (5). 
Véase  Alcaide. 

CARCELERÍA.  La  prisión  :  —  la  detención  forzada  en 
cualquier  parte,  aunque  no  sea  la  cárcel  :  —  la  fianza  car- 
celera; —  y  antiguamente  el  conjunto  de  delincuentes  presos 
en  la  cárcel. 

CARCELERO.  El  que  tiene  cuidado  de  la  cárcel.  Véase 
Alcaide. 

CAREAR.  Confrontar  unas  personas  con  otras  para  ave- 
riguar alguna  verdad  {h). 

CAREO.  En  materia  criminal  se  llama  así  la  confronta- 
ción de  los  testigos  ó  acusados  que  se  contradicen  en  sus  de- 
claraciones, ordenada  por  el  juez  para  averiguar  mejor  la 
verdad  oyéndolos  en  sus  debales.  —  Cuando  en  una  causa 

(7>)  Véanse  las  leyes  21  basta  la  23,  tít.  38,  lib.  12,  Nov.  Rec; 

y  las  1G  y  17,  til.  6  ,  lib.  7,  Rec.  do  Iml. 

(4)  Ley  o  ,  líl.  G  ,  lib.  12  ,  Nov.  Rpc,  que  solamente  habla  do 
careo  de  los  testigos  entre  sí ,  y  no  con  el  reo. 
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criminal  dijeren  los  testigos  ó  el  reo  haberse  hallado  presen- 
tes ó  que  pueden  saber  algo  conducente  á  la  averiguación 
del  hecho  ciertas  personas  que  nombran,  procede  el  juez  á 
tomarles  la  correspondiente  declaración  ;  y  si  examinadas 
estas  personas  conforme  á  la  cita  dijeren  otra  cosa  diferente 
de  lo  que  por  ella  resulta,  manda  carear  al  citante  y  al  citado 
para  que  con  sus  mutuas  reconvenciones  puedan  aclararse 
ios  hechos,  tomándoles  previo  juramento,  y  leyendo  á  cada 
ano  la  declaración  del  otro.  — No  solo  está  en  uso  el  careo 
entre  los  testigos ,  sino  también  entre  los  reos  ó  acusados 
cuando  son  muchos  y  se  contradicen  entre  sí  ;  pero  no  lo 
está  tanto  entre  el  reo  y  los  testigos  sino  en  los  tribunales 
militares  (1),  aunque  seria  muy  conveniente  que  esta  prác- 
tica se  adoptase  en  todos  los  juzgados  (2). 

Kny  algunos  autores  que  desaprueban  el  careo,  supo- 
niendo que  este  medio  da  la  victoria  al  mas  sereno  ,  astuto 
ó  descarado  sobre  el  tímido,  inesperto  ó  inadvertido;  pero 
el  juez  con  su  presencia  debe  alentar  al  ingenuo  y  contener 
al  engañoso  ;  y  de  todos  modos  por  las  preguntas,  respues- 
tas y  réplicas  ,  por  el  semblante ,  la  sorpresa  y  la  turbación, 
y  por  clras  circunstancias  que  ocurren  en  este  género  de 
lucha  ,  podrá  venir  mas  bien  en  conocimiento  de  la  verdad. 
Lo  cierto  es  que  en  muchos  casos  no  se  presenta  otro  arbi- 
trio mas  sencillo  para  desvanecer  ó  aclarar  las  contradiccio- 
nes, y  que  por  sus  ventajas  se  halla  admitido  en  casi  todas 
las  naciones  de  Europa. 

CARGA.  El  tributo,  pecho  ó  gravamen  que  se  impone 
al  pueblo  para  cubrir  los  gastos  públicos  :  —  la  obligación 
que  se  contrae  por  razón  del  estado  ,  empleo  ú  oficio  :  —  la 
condición  que  es  natural  en  un  contrato  ,  ó  que  se  estipula 
por  las  partes ,  como  cuando  se  vende  uua  tierra  con  la 
carga  de  tal  servidumbre ,  renta ,  canon ,  censo  ó  pension  : 
—  el  daño,  perjuicio  ó  incomodidad  que  va  inherente  á  la 
utilidad  ó  provecho  que  se  saca  de  alguna  cosa;  de  donde 
viene  la  máxima  :  Par  débet  esse  ratio  commodi  et  incorn- 
moíii ,  que  quiere  decir  que  se  ha  de  tomar  el  beneficio  con 
las  cargas;  porque  es  muy  justo  que  el  que  recibe  algún 
provecho,  sufra  también  el  daño  que  le  está  unido  (5).  Por 
eso  el  usufructuario  que  percibe  todos  los  frutos  de  una 
cesa,  está  obligado  á  pagar  los  reparos  ordinarios  y  los  tri- 
butos ('i)  ;  y  el  heredero  á  satisfacer  las  deudas  y  demás 
cargas  de  la  herencia. 

-IIGA  concejil  ó  de  república.  El  oficio  que  deben 
servir  ó  el  servicio  que  deben  prestar  por  su  turno  todos  los 
vecinos  de  un  pueblo,  menos  los  que  están  esceptuados  por 
privilegio  especial  ó  general ,  ó  por  la  imposibilidad  física  ó 
moral'en  que  se  hallan  para  desempeñarlo  (o). 

(1  )  Trat.  8 ,  tít.  S ,  art.  23  de  la  Ord. 

(2)  Vilanova  ,  Colon,  Elizondo  y  Gutiérrez  ponen  en  duda  la 
utilidad  del  careo  ;  mas  Tapia  en  su  Febrero  pone  un  §  en  el  tom.  7 
en  defensa  de  esta  práctica  ,  pág.  266 ,  n.  5. 

(3)  I\eg.  29  ,  tít.  54  ,  Part.  7. 

(4)  Ley  22,  tít.  31,  Part.  3. 

(5)  Entre  los  Romanos  se  llamaban  muñera,  ley  1  ,D.  Demuner. 
El  art.  9,  §  3, ley  Ia.  constitucional  de  Méjico  dice  :  «  que  es  obli- 
gación particular  del  ciudadano  mejicano,  desempeñarlos  cargos 
concejiles  y  populares  para  que  fuese  nombrado,  si  no  es  que  tenga 
escepcion  ó  impedimento  legal  calificado.  El  art.  51  de  la  C".  ley 
constitucional  dice  así  :  i  Los  cargos  de  sub-prefeclos.  alcaldes, 
jueces  de  paz ,  encargados  de  la  policía ,  regidores  y  síndicos,  son 
concejiles;  no  se  podrán  renunciar  sin  causa  legal  aprobada  por 
!l  gobernador,  ó  en  caso  de  reelección.  »  —  Véase  lo  dicho  de  una 
.  ey  importante  sobre  esta  materia  en  el  artículo  Anciano.  De  car- 
Jas  concejiles  trata  estensamente  Dou  en  la  scc.  l,cap.  7,  tom. 9, 
lib.  2  de  su  obra  de  Derecho'  público  :  y  en  la  sec.  2  allí  trata  por 
menor  De  las  esenciones  de  cargas  concejiles.  En  órdenes  de  27 
de  julio  de  1776  y  16  de  marzo  de  1774,  se  previno  que  no  se  pre- 
cia á  los  militares  á  admitir  o/icios  concejiles  contra  su  voluntad 


CABGA  real.  El  tributo,  censo  ó  gravamen  impuesto 
sobre  las  heredades  ,  tierras  ,  casas  y  haciendas.  La  carga 
roal  sigue  á  la  finca  sobre  que  está  establecida;  y  por  ello  e' 
actual  poseedor  de  la  finca  es  el  que  está  obligado  á  pagar 
no  solamente  los  censos  ó  pensiones  del  tiempo  en  que  ha 
poseído ,  sino  también  los  atrasados  que  se  deban ,  con  el 
recurso  de  poderlos  recobrar  de  los  poseedores  anteriores 
que  dejaron  de  satisfacerlos  (6);  bien  que  el  acreedor  puede 
exigirlos  indiferentemente  del  poseedor  actual  ó  de  los  an- 
teriores que  se  hallan  en  descubierto  (7).  Véase  Censo. 

Una  finca  que  tiene  ya  una  carga ,  puede  ser  gravada  con 
otra  nueva;  pero  el  dueño  tiene  obligación  de  manifestar  la 
primera  á  la  persona  á  cuyo  favor  se  establece  la  segunda , 
so  pena  que  si  así  no  lo  hiciere  ,  le  pague  con  el  dos  tanto  la 
cantidad  que  hubiere  recibido  por  la  nueva  carga  (8).  Véase 
Censo  é  Hipoteca. 

Si  el  dueño  de  una  finca  gravada  la  vende  como  libre  , 
puede  ser  precisado  por  el  comprador  á  libertarla  de  la  car- 
ga (9).  Véase  Venta.  ■ 

Todas  las  cargas  que  se  impusieren  sobre  las  fincas  ,  de- 
ben registrarse  en  el  oficio  de  hipotecas,  para  que  puedan 
llegar  á  noticia  de  todos ,  y  evitarse  los  fraudes  y  ocultacio- 
nes (10).  Véase  Oficio  de  hipotecas. 

CARGAS  del  matrimonio.  La  manutención  de  la  fami- 
lia ,  y  la  educación  de  los  hijos.  Para  ayudar  á  sostener  estas 
necesidades  se  da  la  dote  al  marido  (11). 

CARGAS  de  la  sociedad  conyugal.  Las  que  deben  sa- 
tisfacerse de  los  bienes  gananciales  :  tales  son  las  deudas 
contraidas  durante  la  sociedad  conyugal  (12),  las  dotes  de 
las  hijas,  y  las  donaciones propter  nuplias  délos  hijos  (15). 
Véase  Bienes  gananciales. 

CARGAS  de  un  testamento.  Las  obligaciones  que  el 
testador  impone  al  heredero,  ó  à  cualquiera  otra  persona  á 
quien  deja  alguna  manda  ó  legado;  como  si  los  carga  con 
un  usufructo  ,  servidumbre ,  ó  renta  vitalicia  á  favor  de  un 
tercero. 

CARGADO  y  regalía.  Una  renta  compuesta  de  los  de- 
rechos de  millones  y  de  rentas  generales ,  que  se  cobran  á 
los  vinos  y  aceites  que  de  Andalucía  salen  al  estranjero  y  se 
exigen  en  la  aduana. 

CARGADOR.  En  el  comercio  marítimo  es  el  mercader 
que  embarca  sus  mercancías  para  comerciar  con  ellas  en 
otras  partes.  Véase  Aseguración  y  Averias. 


en  perjuicio  de  las  esenciones  que  les  están  concedidas  por  las 
Ordenanzas  (art.  5,  6  y  7,  tít.  1 ,  trat.  8),  y  posteriores  reales 
declaraciones,  aun  cuando  sean  de  los  mas  distinguidos  y  hono- 
ríficos. Véase  sobre  esto  la  ley  12  y  la  14 ,  tít.  4  ,  lib.  6  ,  Noy. 
Rec.,y  la  nota  H  ,  allí;  siendo  notable  (á  mi  modo  de  entender) 
que  para  tal  preeminencia  se  requiere  el  retiro  con  la  circunstan- 
cia de  haber  servido  quince  años  sin  intermisión  :  a  se  retiraren 
de  mi  servicio  con  licencia,  habiendo  servido  quince  años  sin  in- 
termisión ;  j  pues  aunque  la  real  orden  de  27  de  setiembre  de  1 819 
no  habla  de  esta  circunstancia,  pero  la  supone  ,  y  se  reduce  como 
la  de  8  de  febrero  de  1820  á  encargar  la  observancia  de  lo  que  ya 
estaba  mandado  en  anteriores  disposiciones. 

(6)  En  la  obra  de  Sala,  tom.  2,  pág.  273  ,  se  dice  que  no  hay 
ley  mejicana  que  así  lo  prevenga  ,  sino  razón  de  las  leyes  romanas 
y  la  de  que  al  pago  se  obliga  el  predio  y  no  la  persona. 

(7)  Molina,  de  jusiitia  et  jure,  tract.  2,  disp.  354,  vers.  últ. 

(8)  Ley  2 ,  tít.  15 ,  lib.  10  ,  Nov.  Rec. 

(9)  Véase  la  ley  63,  tít.  3,  Part.  3,  como  la  esplica  Gom., 
Var.,  cap.  2,  n.  43. 

(lO)Prov.n.  53, tom.  2,Rec.  deMontemayoryBeleña,pág.306. 

(11)  Proem.  y  ley  1 ,  tít.  11 ,  Part.  4. 

(12)  Ley  14 ,  tít.  20 ,  lib.  5 ,  Fuero  Real ,  y  la  207  del  Estilo. 
Véase  Febr.  mej.,  tom.  6,  pág.  103. 

(15)  Ley  4,  tít,  5, lib.  10, Nov,  Rec,  que  es  la  53  de  Tojo, 
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CARGAMENTO,  cargazón  y  carguío.  El  conjunto  de 
géneros  ú  otras  cosas  que  carga  una  embarcación  para  el 
trasporte. 

CARGO.  La  dignidad,  empleo  ú  oficio  que  da  á  alguno 
la  facultad  de  ejercer  alguna  función  pública  ,  y  de  percibir 
ciertos  derechos  :  —  la  culpa  ó  falta  de  que  se  acusa  á  al- 
guno en  el  desempeño  de  su  empleo  ;  —  y  en  las  cuentas  el 
conjunto  de  partidas  y  cantidades  que  uno  ha  recibido ,  y  de 
que  debe  dar  salida. 

CARGO.  La  manifestación  judicial  que  se  hace  al  reo  de 
lo  que  resulta  contra  él  por  su  declaración  indagatoria  ,  por 
las  deposiciones  de  los  testigos,  y  por  las  demás  diligencias 
que  se  hubieren  practicado,  para  obligarle  á  que  lo  esplique 
y  desvanezca ,  ó  á  que  confiese  el  delito  que  se  le  imputa. 

«  En  la  confesión  ,  para  hacer  cargos  al  tratado  como  reo , 
se  le  deberán  leer  íntegramente  las  declaraciones  y  docu- 
mentos en  que  se  funden  ,  con  los  nombres  de  los  testigos  ; 
y  si  por  ellos  no  los  conociere ,  deben  dársele  cuantas  señas 
quepan  y  basten  para  que  pueda  venir  en  conocimiento  de 
quienes  son.  —  No  se  podrán  hacer  otros  cargos  que  los  que 
efectivamente  resulten  del  sumario  ,  y  tales  cuales  resulten; 
ni  otras  reconvenciones  que  las  que  racionalmente  se  de- 
duzcan de  lo  que  responda  el  confesante  :  debiendo  siempre 
el  juez  abstenerse  de  agravar  unas  y  otras  con  calificaciones 
arbitrarias  ;  art.  9,  reglam.  de  26  efe  setiembre  de  1835. 

CARICATURA.  El  retrato  ridículo  en  que  se  abultan  y 
pintan  como  deformes  y  desproporcionadas  las  facciones  de 
alguna  persona  ;  ó  la  pintura  ó  dibujo  con  que  bajo  emble- 
mas ó  alusiones  enigmáticas  se  pretende  ridiculizar  á  alguna 
persona  ó  cosa.  Puede  ser  una  especie  de  injuria  digna  de 
castigo  (1).  Véase  Injuria. 

C ARLAN.  En  algunas  partes  de  la  corona  de  Aragon  era 
una  especie  de  juez  que  tenia  cierta  jurisdicción  y  derechos 
en  algún  territorio. 

CARNAVAL.  Tiempo  de  placer  y  disipación  que  co- 
mienza el  primer  domingo  después  de  la  Epifanía  y  dura 
hasta  el  miércoles  de  ceniza.  Está  prohibido  en  Madrid  echar 
agua  ú  otra  cosa  que  pueda  incomodar  à  las  gentes  ó  man- 
char los  vestidos ,  bajo  la  pena  de  veinte  ducados  y  quince 
dias  de  prisión ,  entendiéndose  con  los  amos  la  pena  que 
merecieren  los  criados  ó  criadas  de  servicio;  ley  21,  lit.  19, 
lib.  3  ,  Nov.  Rec.  Es  claro  que  en  Madrid  y  en  cualquiera 
otra  parte  debe  pagarse  ademas  el  daño  que  se  causare. 

CARNERAJE.  Derecho  ó  contribución  que  se  paga 
por  los  carneros. 

CARNEREAMIENTO.  La  pena  que  se  exige  por  el 
daño  que  causan  los  carneros  en  alguna  parte. 

CARRERA.  Una  de  las  servidumbres  rústicas,  llamada 
aclus  en  el  derecho  romano  ;  la  cual  consiste  en  la  facultad  ó 
derecho  de  pasar  con  bestias  ó  carretoncillos  cargados  por 
la  heredad  del  vecino  para  ir  á  la  nuestra  :  jus  agendi  jumen- 
tum  vel  vehiculum.  La  anchura  que  suele  señalarse  á  la 
parte  por  donde  está  concedido  el  paso ,  es  de  cuatro  pies  (2), 
si  los  interesados  no  hubieren  designado  otra.  La  servidum- 
bre de  carrera  comprende ,  como  es  claro,  la  de  senda  que 
es  menor.  Véase  Servidumbre. 

CARRETA  ó  carro.  Máquina  de  madera  que  sirve  para 
llevar  cargas,  y  la  tiran  caballerías  ó  bueyes.  —  El  legado 
de  alguna  carreta  ó  carro  se  entiende  hecho  con  la  bestia 
que  la  trae  ;  pero  si  esta  muriere  y  el  testador  no  pusiere 
otra  en  su  lugar,  queda  estinguido  el  legado;  ley  h%,  til.  9., 
Part.  6.  Véase  Legado. 

(1)  En  Lando  de  22  de  marzo  de  1834  se  prohibe  en  Méjico 
lijar  pasquines  ó  caricaturas  insultantes. 

(2)  Véase  la  ley  5  ,  tít.  31  ,  Part.  3,  que  habla  con  distinción 
de  senda ,  carrera  y  via ,  diciendo  que  si  no  se  señaló  el  ancho  de 
esta,  debe  tener  ocho  pies ,  y  donde  diere  vuelta  diez  y  seis. 


CARRETERA.  El  camino  público  ,  ancho  y  espacioso 
por  donde  pueden  andar  carros  y  coches.  Véase  Camino. 

CARRETERO.  El  que  se  emplea  en  el  trajino  y  conduc- 
ción de  efectos  de  un  lu  gara  otro  con  carros  ó  carretas.  Véase 
Cabana  real  de  carreteros  ,  Arrendamiento  de  trabajo  per- 
sonal, %  II,  y  Porteador. 

CARTA.  El  papel  que  uno  escribe  y  dirige  regularmente 
cerrado  á  otro  manifestándole  sus  pensamientos  sobre  alguna 
cosa.  Suele  llamarse  carta  misiva. 

La  administración  de  correos  tiene  el  derecho  esclusivo  de 
conducir  por  cierto  precio  las  cartas  que  se  remiten  de  un 
lugar  á  otro  :  de  modo  que  ningún  particular  puede  condu- 
cir carta  ni  pliego  fuera  de  balija  ,  no  siendo  con  recado  ó 
de  recomendación  ,  y  entonces  abierta ,  á  menos  que  lo 
haga  de  mandato  de  la  justicia,  ó  con  la  correspondiente 
licencia  por  escrito ,  ó  con  el  sello  del  oficio  de  la  admi- 
nistración. El  contraventor  incurre  en  la  multa  de  un  du- 
cado por  cada  carta  que  se  le  aprehendiere.  En  caso  de 
no  tener  bienes  algunos,  se  le  impondrá  por  primera  vez 
una  semana  de  cárcel ,  ó  de  trabajos  públicos  si  los  hubiere 
en  el  pueblo  ó  en  su  inmediación  ;  por  la  segunda  ,  doble 
tiempo  de  cárcel  ó  trabajos  ;  y  por  la  tercera ,  la  pena  de 
destierro  por  cuatro  años  á  cinco  leguas  del  pueblo  de  su 
domicilio  y  del  dé  la  perpetración  del  delito.  Siendo  noble 
y  sin  bienes  el  defraudador  ,  sufrirá  por  la  primera  vez  la 
pena  de  dos  meses  de  destierro  :  por'  la  segunda  de  cuatro; 
y  por  la  tercera  de  un  año.  Si  fuese  dependiente  de  la  renta 
de  correos ,  por  el  mismo  hecho  y  real  aprehensión  incur- 
rirá en  las  penas  de  privación  de  empleo  ó  destino  y  en  diez 
años  de  presidio ,  en  caso  de  ser  noble  ;  y  no  siéndolo  ,  en 
diez  años  de  galeras.  Ordenanza  gen.  de  correos  de  S 'de  ju- 
nio de  179ÍÍ. 

Las  cartas  confiadas  á  la  administración  de  correos  son 
para  ella,  para  sus  agentes  y  para  todas  y  cualesquiera  per- 
sonas ,  un  depósito  sagrado  que  no  se  puede  abrir  ni  inter- 
ceptar. —  El  que  interceptare  carta  ó  pliego  ,  sea  del  go- 
bierno ó  de  particulares  ,  incurre  siendo  noble  en  la  pena  de 
diez  años  de  presidio,  y  siendo  plebeyo  en  la  de  igual  número 
de  años  de  galeras,  con  las  costas.  Si  la  interceptación  se  ve- 
rificare con  violencia  ó  quebrantamiento  de  balija ,  merece 
el  forzador,  ademas  de  dichas  penas,  la  de  mil  ducados 
siendo  noble,  y  la  de  doscientos  azotes  siendo  plebeyo.  En 
las  mismas  penas  se  entienden  comprendidos  los  que  ausi- 
lian  á  la  ejecución  de  dichos  delitos  en  el  mismo  acto  ó  con 
anterioridad ,  estimulando  á  su  perpetración  con  armas  ó 
dinero  ,  mandato  ó  consejo;  y  todos  quedan  sujetos  al  fuero 
de  la  renta  de  correos;  ley  13 ,  tít.  15  ,  lib.  3 ,  Noe.  Rec. 
Véase  Azotes  y  Galeras. 

La  justicia  ordinaria  ó  cualquier  otro  juez  que  necesitare 
de  alguna  carta  ó  pliego  correspondiente  á  algún  preso  que 
lo  esté  de  su  orden,  debe  pasar  oficio  al  administrador  del 
pueblo,  y  en  la  corte  á  la  dirección  general,  para  que  por 
el  mismo  administrador  ó  por  alguno  de  los  oficiales  que  se 
nombre  ,  se  lleve  y  entregue  la  carta  al  preso  á  presencia 
del  juez;  y  después  de  abierta  por  el  propio  interesado, 
queda  al  arbitrio  del  juez  obrar  conforme  á  justicia.  —  Si 
el  preso  estuviere  incomunicado  y  fuere  preciso  abrir  sus 
cartas,  no  podrá  el  administrador  entregarlas  al  juez  sin  or- 
den del  director  general  ó  subdelegado,  á  no  ser  que  la  ur- 
gencia sea  tal  que  no  permita  espera,  en  cuyo  caso  debe 
asistir  el  administrador  á  la  entrega  y  abertura.  —  En  cual- 
quiera otro  caso  ,  si  sin  consentimiento  del  reo  se  abriesen 
sus  cartas  ó  pliegos  ,  incurrirá  el  contraventor  por  el  mismo 
hecho  en  la  pena  impuesta  al  interceptador,  de  diez  años  de 
presidio  si  es  noble ,  y  diez  de  galeras  si  fuere  plebeyo.  — 
Los  alcaides  de  las  cárceles  tienen  facultad  de  pedir  á  los 
presos  sus  cartas  después  de  abiertas,  cuando  sospechen 
que  contienen  avisos  para  la  fuga ,  en  la  misma  forma  que 
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los  jueces.  —  Todas  las  carias  dirigidas  á  presos  que  hu- 
biesen fallecido ,  se  entregarán  al  defensor  ó  herederos,  pro- 
curando cobrar  sus  portes;  y  las  que  vinieren  á  comer- 
ciantes constituidos  en  quiebra  ó  que  hubiesen  dado  punto 
á  sus  negocios,  se  entregarán  á  los  síndicos  ó  personas  nom- 
bradas por  el  juez.  Leyes  6  y  15,  til.  13,  líb.  5,  Nov.  Rec. 
Según  el  art.  1058  del  código  de  comercio,  la  correspon- 
dencia del  quebrado  se  pondrá  en  poder  del  juez  comisario, 
quien  la  abrirá  á  presencia  de  aquel  ó  de  su  apoderado,  en- 
tregando al  depositario  las  cartas  que  tengan  relación  con  las 
dependencias  de  la  quiebra,,  y  al  quebrado  las  que  sean  de 
otros  asuntos.  Después  de  hecho  el  nombramiento  de  sín- 
dicos serán  estos  los  que  reciban  la  correspondencia,  lla- 
mando siempre  al  quebrado  ó  su  apoderado  para  abrir  las 
cartas  que  vayan  dirigidas  al  mismo,  y  entregarle  las  que 
iío  pertenezcan  á  los  intereses  de  la  masa. 

Está  prohibido  incluir  en  los  pliegos  y  cartas  que  van  por 
el  correo  ,  dinero ,  alhaja  ú  otra  cosa  que  no  sea  papeles , 
bajo  la  pena  de  abrirse  aquellas  á  presencia  del  adminis- 
trador y  oficiales  y  quemarse  desde  luego ,  después  de  es- 
traerse las  cosas  estrañas  con  aplicación  ala  renta  del  ramo  ; 
pero  si  las  cartas  fueren  de  importancia,  se  dirigirán  á  la 
persona  á  quien  correspondieren ,  con  espresion  de  la  pro- 
videncia tomada;  ley  17,  til.  13  ,  lib.  3,  Nov.  Rec. 

Las  cartas  ¿deben  reputarse  propiedad  del  que  las  escribe, 
ó  del  que  las  recibe?  Véase  Autor. 

Las  cartas  son  título  suficiente  para  probar  una  obligación , 
porque  se  pueden  celebrar  contratos  por  medio  de  cartas  , 
según  se  halla  establecido  en  las  leyes.  Los  comerciantes, 
dice  ademas  el  artículo  255  del  código  de  comercio  ,  pueden 
contratar  y  obligarse  por  correspondencia  epistolar.  Y  en  las 
negociaciones  que  se  traten  por  correspondencia  ¿  cuándo  se 
considerarán  concluidos  los  contratos  y  surtirán  efecto  obli- 
gatorio? Desde  que  el  que  recibióla  propuesta,  dice  el 
mismo  código  en  su  artículo  2('l3  ,  espida  la  carta  de  contes- 
tación aceptándola  pura  y  simplemente ,  sin  condición  ni  re- 
serva ,  y  hasta  este  pumo  está  en  libertad  el  proponente  de 
retractar  su  propuesta,  á  menos  que  al  hacerla  no  se  hubiese 
comprometido  á  esperar  contestación  y  á  no  disponer  del 
objeto  del  contrato  sino  después  de  desechada  su  proposi- 
ción, ó  hasta  que  hubiere  transcurrido  un  término  deter- 
minado. Las  aceptaciones  condicionales,  sigue  diciendo  el 
propio  artículo ,  no  son  obligatorias  hasta  que  el  primer  pro- 
ponente dé  aviso  de  haberse  conformado  con  la  condición. 
Esta  resolución  del  código  de  comercio  debe  aplicarse  tam- 
bién á  los  negocios  que  se  tratan  por  cartas  entre  personas 
que  no  son  comerciantes.  Es  regla  general  que  para  que  se 
considere  concluido  un  contrato  ha  de  concurrir  el  consen- 
timiento simultáneo  de  las  dos  partes;  de  suerte  que  si  uno 
hace  verbalmente  una  proposición  á  otro  que  se  halla  pre- 
sente, no  queda  ligado  por  ella  mientras  el  otro  no  la  acepte, 
y  hasta  que  llegue  este  caso  puede  revocarla.  Una  carta  , 
como  dice  Bartolo  (ley  h,  D.  de  donationibus),  es  para  el 
ausente  á  quien  se  escribe  lo  que  son  las  palabras  para  el 
presente  á  quien  se  dirigen  ;  y  el  que  envia  una  carta  á  otro, 
se  entiende  que  le  habla  como  si  le  tuviese  delante  :  epístola 
übsenti  idem  est  quod  sermo  prœsentibus  ;  el  qui  mitlil  alleri 
Hileras,  intclligitur  prœscns  prœsenli  loqui.  Así  pues,  como 
las  palabras  dirigidas  á  una  persona  presente  no  obligan  al 
que  las  ha  pronunciado  sino  en  cuanto  aquella  las  ha  oido  y 
aceptado ,  del  mismo  modo  la  carta  no  puede  obligar  á  su 
autor  sino  cuando  el  ausente  á  quien  va  dirigida,  la  recibe, 
la  lee  y  accede  á  su  contenido.  Si  antes  de  la  aceptación  del 
ausente,  el  autor  de  la  carta  revoca  su  propuesta  ó  muere 
ó  pierde  el  uso  de  la  razón  ó  cae  de  otro  modo  en  incapa- 
cidad de  hacer  contratos ,  r_o  resulta  obligación  de  la  carta 
ni  de  la  adhesión  á  ella,  por  no  haber  concurrido  simultá- 
neamente la  voluntad  de  las  dos  partes  :  mas  si  la  revoca- 


ción ,  la  muerte ,  la  demencia  ó  incapacidad  del  autor  de  la 
carta  sucede  despues  que  el  ausente  ha  manifestado  su  adhe- 
sión á  la  propuesta  dando  principio  á  la  ejecución  de  esta 
ó  espidiendo  la  contestación ,  habrá  contrato  perfecto  y  obli- 
gatorio, porque  ha  habido  concurso  simultáneo  de  volun- 
tades, aunque  el  autor  de  la  carta  no  'supiese  la  aceptación 
en  el  momento  de  su  mudanza  de  intención  ó  de  su  muerto 
ó  demencia  :  quœ  per  rerum  naluram  sunt  certa ,  non  mo- 
rantur  obligalionem  ,  licèl  apud  nos  incerta  sint  ;  %  6 ,  Inst. 
de  verb.  oblig.  Véase  Aceptación. 

Las  cartas  hacen  prueba  enjuicio  contra  el  que  las  ha  es- 
crito ó  mandado  escribir,  así  en  asuntos  civiles  como  en  los 
criminales.  Si  el  sugeto  á  quien  se  atribuye  una  carta  la  ne- 
gare diciendo  que  no  es  suya ,  puede  el  que  la  produce  defe- 
rirle el  juramento, -ó  probarle  con  dos  testigos  oculares,  si 
los  hay,  que  efectivamente  la  hizo  ó  la  mandó  hacer:  mas  el 
cotejo  de  letras  no  merece  crédito  por  sí  solo;  leyes  lili  y 
119,  lit.  18,  Part.  3.  Véase  Instrumento  privado. 

Una  carta  injuriosa  á  la  persona  á  quien  se  ha  escrito, 
constituye  un  hecho  digno  de  castigo ,  y  puede  presentarse 
como  prueba  contra  su  autor.  Véase  Injuria. 

No  debe  la  justicia  tomar  en  consideración  las  cartas  con- 
fidenciales escritas  á  un  tercero  y  presentadas  por  un  inte- 
resado que  las  ha  adquirido  por  medios  ilícitos  y  contra  la 
voluntad  de  dicho  tercero ,  porque  nadie  puede  constituirse 
un  derecho  con  su  delito.  ¿  Qué  diremos  si  el  tercero  mismo 
ha  entregado  espontáneamente  las  cartas  á  la  persona  quo 
las  presenta  en  el  tribunal?  Esta  entrega  es  un  abuso  de  con- 
fianza :  un  abuso  de  confianza  es  un  hecho  ilícito;  y  si  el 
hecho  ilícito  de  otro  no  puede  dañarnos,  tampoco  puede 
darnos  una  ventaja  :  AUerius  circumvenlio  alii  non  prcebet 
aclionem ;  l.  49,  D.  de  reg.  jur.  Parece  pues  que  lascarías 
escritas  á  un  tercero  y  entregadas  por  este  á  la  parte  que 
tiene  interés  en  hacerlas  valer,  no  pueden  presentarse  en 
justicia  contra  el  que  las  ha  escrito,  ano  ser  que  este  las 
haya  dirigido  con  la  intención  de  que  se  divulgue  su  conte- 
nido. Mas  no  por  eso  tiene  cerrado  todo  recurso  la  parte  in- 
teresada para  servirse  de  dichas  cartas  ,  pues  con  la  noticia 
que  tenga  de  su  existencia  puede  pedir  judicialmente  que  se 
estraiga  y  se  le  entregue  una  copia  autorizada  de  ellas  ,  sin 
que  el  tercero  pueda  negarse  á  exhibirlas,  porque  todo  el 
que  puede  ser  compelido  á  deponer  como  testigo  sobre  un 
hecho  de  que  tiene  conocimiento ,  puede  igualmente  ser  apre- 
miado á  exhibir  un  instrumento  que  le  pertenece  y  en  que 
se  contiene  la  prueba  de  este  hecho. 

Según  el  código  de  comercio,  «  los  comerciantes  están 
obligados  á  conservar  en  legajos  y  en  buen  orden  todas  las 
cartas  que  reciben  con  relación  á  sus  negociaciones  y  giro, 
anotando  á  su  dorso  la  fecha  en  que  las  contestaron  ,  ó  si  no 
dieron  contestación,  »  art.  56. 

«  Es  también  obligación  de  los  comerciantes  trasladar  ínte- 
gramente y  á  la  letra  todas  las  cartas  que  ellos  escriban  sobre 
su  tráfico  en  un  libro  denominado  copiador,  que  llevarán  al 
efecto  encuadernado  y  foliado;  »  art.  57. 

«  Las  cartas  se  pondrán  en  el  copiador  por  el  orden  de  sus 
fechas,  y  sin  dejar  huecos  en  blanco  ni  intermedios.  Las  er- 
ratas que  puedan  cometerse  al  copiarlas ,  se  salvarán  preci- 
samente á  continuación  de  la  misma  carta  por  nota  escrita 
dentro  de  las  márgenes  del  libro,  y  no  fuera  de  ellas;  y  las 
posdatas  ó  adiciones  que  se  hagan  despues  que  se  hubieren 
registrado  ,  se  insertarán  á  continuación  de  la  última  carta 
copiada  con  la  conveniente  referencia  ;  »  art.  58. 

«  Se  prohibe  trasladar  las  cartas  al  copiador  por  traduc- 
ción ,  sino  que  se  copiarán  en  el  idioma  en  que  se  hayan  es- 
crito los  originales;  »  art.  59. 

«  La  falta  del  copiador  de  cartas ,  su  informalidad ,  ô  los 
defectos  que  en  ellos  se  adviertan  en  contravención  de  la 
ley,  se  corregirán  cou  las  penas  pecuniarias  que  Tan  près- 
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critas  para  casos  iguales  con  respecto  â  los  libros  de  conta- 
bilidad; »  art.  60.  Véase  Libros  de  comercio. 

«  Los  tribunales  pueden  decretar  de  oficio ,  ó  á  instancia 
de  parte  legítima,  que  se  presenten  en  el  juicio  las  cartas 
que  tengan  relación  con  el  asunto  del  litigio ,  así  como  que  se 
estraigan  del  registro  copias  de  las  de  igual  clase  que  se  hayan 
escrito  por  los  litigantes ,  designándose  determinadamente 
de  antemano  las  que  hayan  de  copiarse  por  la  parte  que  lo 
solicite;  vart.  61. 

-f-  En  el  artículo  Carta  del  Suplemento  al  Diccionario  de 
Escriche  puede  verse  el  real  decreto  de  1845  sobre  tarifas; 
la  ordenanza  de  correos  sobre  las  cartas  y  pliegos  certifi- 
cados; las  circunstancias  especiales  ó  precisas  para  inter- 
ceptar ó  detener  la  correspondencia  de  personas  detenidas, 
arrestadas  ó  presas ,  estén  ó  no  declaradas  reos  ;  y  las 
prevenciones  á  los  oficiales  del  ramo  de  correos  para  esta- 
blecer una  recíproca  confianza  entre  ellos  y  el  pueblo. 

CARTA.  El  diploma  en  que  se  contiene  la  gracia ,  merced 
ó  privilegio  concedido  por  el  rey  á  alguna  persona ,  familia 
ó  cuerpo  :  —  el  despacho  ó  provision  que  se  espide  por  los 
tribunales  superiores;  —  y  en  general  todo  título  ó  instru- 
mento con  que  se  acredita  algún  derecho  ó  se  apoya  alguna 
pretensión ,  el  cual  siendo  fehaciente  se  prefiere  á  la  prueba 
de  testigos  ;  de  donde  viene  el  refrán  latino  :  Slandum  est 
chartœ;  esto  es,  como  se  dice  vulgarmente ,  hablen  cartas  y 
callen  barbas.  Véase  Instrumento  y  Privilegio. 

CARTA  abierta.  Todo  despacho  ó  provision  real  que  se 
dirige  indefinida  y  generalmente  á  todos  aquellos  á  quienes 
el  interesado  la  presente  para  que  le  den  debido  cumpli- 
miento. Tales  son  las  cédulas  ó  despachos  en  que  se  concede 
á  uno  la  esencion  de  cierto  pecho ,  portazgo  ú  otro  gravamen , 
porque  las  justicias ,  repartidores  ó  recaudadores  de  estas 
rentas  á  quienes  se  presentaren  ó  exhibieren ,  deben  abste- 
nerse de  exigirle  el  derecho  de  que  se  le  ha  libertado.  Véase 
Privilegio. 

CARTA  de  apelación.  La  que  concede  el  juez  à  la 
parte  vencida  en  juicio  para  que  se  pueda  presentar  á  seguir 
su  apelación  ante  el  juez  superior.  Véase  Apelación. 

CARTA  acordada.  Aquella  con  que  un  tribunal  superior 
reprende  ó  advierte  reservadamente  alguna  cosa  á  un  cuerpo 
ó  persona  de  carácter. 

CARTA  de  amparo.  La  que  daba  el  príncipe  á  alguna 
persona  para  que  nadie  la  ofendiese  ,  bajo  ciertas  penas; 
ley  18,  tít.  18,  Part.  3. 

CARTA  blanca.  El  título  ó  despacho  de  un  empleo  en 
que  se  deja  en  blanco  el  nombre  del  agraciado  para  poderle 
llenar  después  á  favor  de  quien  parezca  ;  —  y  la  facultad 
amplia  que  se  da  á  algún  general  ó  magistrado  para  que 
obre  lo  que  contemple  oportuno  según  las  circunstancias. 

CARTA  de  comisión.  La  provision  que  despacha  el  tri- 
bunal superior,  dando  delegación  á  un  juez  particular  para 
algún  negocio  ó  causa  (1). 

CARTA  de  compañería  ó  mancebía.  La  escritura  que 
se  hacia  para  seguridad  del  contrato  de  mancebía  ó  concu- 
binato. 

CARTA  credencial  (2)  ó  de  creencia.  La  que  se  da  al 
embajador  ó  ministro  de  algún  soberano  para  que  se  le  ad- 
mita y  reconozca  por  tal  en  la  corte  de  otro  á  quien  se  le 
envia;  —  y  la  que  lleva  alguno  en  nombre  de  otro  para  que 
se  le  dé  crédito  en  la  dependencia  ó  negocio  que  va  á  tratar. 

(1)  El  art.  148  de  la  Constitución  federal  prohibió  para  siempre 
todo  juicio  por  comisión. 

(2)  En  la  república  de  Méjico,  la  ley  de  6  de  octubre  de  1825, 
en  su  art.  5  ,  prevenía  que  se  usará  del  sello  Io.  en  las  creden- 
ciales de  los  diputados  al  Congreso  ;  mas  la  ley  nueva  de  25  de 
noviembre,  publicada  en  19  de  de  diciembre  de  1856 ,  no  nace 
esta  prevención  especial  terminante. 


CARTA  de  crédito.  Aquella  en  que  se  previene  á  un 
corresponsal  franquee  al  portador  lo  que  necesitare  por 
cuenta  del  que  la  escribe.  —  Las  cartas  de  crédito  son  míiy 
peligrosas  para  los  dadores,  si  no  conocen  bien  las  personas 
á  quienes  las  entregan  ,  y  si  no  toman  las  precauciones  ne- 
cesarias para  evitar  los  inconvenientes  que  suelen  esperi- 
mentarse.  —  En  primer  lugar,  si  la  carta  de  crédito  manda 
entregar  al  portador  todo  el  dinero  que  pidiere,  y  es  este 
por  desgracia  un  jugador  ó  un  hombre  que  disipa  cuanto 
llega  á  sus  manos ,  podrá  suceder  que  arruine  al  dador  de 
la  carta;  por  lo  cual  está  dispuesto  en  las  ordenanzas  de 
Bilbao,  cap.  14,  que  se  esprese  cantidad  cierta  y  determi- 
nada. —  En  segundo  lugar,  el  portador  puede  ser  robado 
en  el  camino,  y  encontrándole  los  ladrones  la  carta  de  crédito, 
tal  vez  se  dejarán  llevar  de  la  tentación  de  asesinarle ,  para 
ir  en  seguida  á  recibir  dinero  bajo  el  nombre  del  mismo ,  es- 
pecialmente si  la  orden  es  indefinida.  Por  ello  se  halla  man- 
dado ea  el  cap.  14  de  dichas  ordenanzas  ,  que  en  la  carta 
de  crédito  se  pongan  las  señas  del  portador,  y  que  este  firmo 
en  ella  á  una  con  el  dador,  para  que  el  pagador  pueda  ase- 
gurarse de  la  identidad  de  la  persona  cotejando  las  señas  y 
la  firma.  Otras  precauciones  pueden  tomarse  también  con  el 
mismo  objeto  ,  cual  es  la  de  enviar  las  señas  al  corresponsal 
en  la  carta  de  aviso ,  y  la  de  convenirse  en  que  el  portador 
se  dé  à  conocer  por  medio  de  alguna  palabra  que  se  anuncie 
á  aquel  con  anticipación.  —  Cuando  el  pagador  no  conociere 
al  portador,  y  no  se  hubieren  adoptado  las  medidas  opor- 
tunas para  asegurarse  de  su  identidad ,  debe  hacer  según  las 
citadas  ordenanzas  que  le  dé  ó  nombre  persona  del  mismo 
pueblo  de  su  satisfacción  que  le  conozca  y  firme  con  él  el 
recibo ,  á  fin  de  precaver  los  fraudes  y  perjuicios  que  de 
otro  modo  podrían  sobrevenir. 

El  código  de  comercio  en  el  título  11  del  libro  2  trae  las 
disposiciones  siguientes  : 

«  Art.  572.  Para  que  se  reputen  contratos  mercantiles  las 
cartas-órdenes  de  crédito  han  de  ser  dadas  de  comerciante 
á  comerciante  para  atender  á  una  operación  de  comercio. 

Art.  575.  Las  cartas  de  crédito  no  pueden  darse  á  la  orden 
sino  contraidas  á  sugeto  determinado.  Al  hacer  uso  de  ella, 
el  portador  está  obligado  á  probar  la  identidad  de  su  per- 
sona si  el  pagador  no  lo  conociere  personalmente. 

Art.  574.  Toda  carta-órden  de  crédito  ha  de  contraerse  á 
cantidad  fija,  como  maximum  de  la  que  deberá  entregarse 
al  portador;  y  las  que  no  contengan  este  requisito  ,  se  con- 
siderarán simples  cartas  de  recomendación. 

Art.  575.  El  dador  de  una  carta  de  crédito  queda  obligado 
hacia  la  persona  á  cuyo  cargo  la  dio  por  la  cantidad  que 
hubiere  pagado  en  virtud  de  ella ,  no  escediendo  de  la  que 
se  fijó  en  la  misma  carta. 

Art.  576.  No  puede  protestarse  una  carta-órden  de  crédi- 
to ,  ni  por  ella  adquiere  acción  alguna  el  portador  contra  el 
que  la  dio,  aun  cuando  no  sea  pagada.  Pero  si  se  probare 
que  el  dador  habia  revocado  la  carta  de  crédito  intempesti- 
vamente y  con  dolo  para  estorbar  las  operaciones  del  toma- 
dor, será  responsable  á  este  de  los  perjuicios  que  de  ello  se 
le  siguieren. 

Art.  577.  Ocurriendo  causa  fundada  que  atenúe  el  crédito 
del  portador  de  una  carta-órden  de  crédito ,  puede  anularla 
el  dador,  y  dar  contra-órden  al  que  hubiere  de  pagarla  ,  sin 
incurrir  en  responsabilidad  alguna. 

Art.  578.  El  portador  de  una  carta  de  crédito  debe  reem- 
bolsar sin  demora  al  dador  la  cantidad  que  hubiere  percibido 
en  virtud  de  ella,  si  antes  no  la  dejó  en  su  poder  ;  y  en  de- 
fecto de  hacerlo ,  podrá  exigirla  el  mismo  dador  ejeculiva- 
mente  con  el  interés  legal  de  la  deuda  desde  el  día  de  ia 
demanda ,  y  el  cambio  corriente  de  la  plaza  en  que  se  hizo  el 
pago  sobre  el  lugar  donde  se  haga  el  reembolso. 

Art.  579.  Cuando  el  portador  de  una  carta  de  crédito  no 
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hubiere  hecho  uso  de  ella  en  el  término  convenido  con  el 
dador,  ó  en  defecto  de  haberlo  señalado  ,  en  el  que  el  tribu- 
nal de  comercio ,  atendidas  las  circunstancias,  considerase 
suficiente,  debe  devolverla  al  dador,  requerido  que  sea  al 
efecto,  ó  afianzar  su  importe,  hasta  que  conste  su  revoca- 
ción al  que  debia  pagarla.  » 

Las  cartas- órdenes  de  crédito  están  sujetas  al  impuesto 
gradual  del  sello  sóbrelos  documentos  de  giro  de  que  habla 
la  ley  de  26  de  mayo  de  1855.  Véase  Impuesto  gradual  del 
sello. 

CAUTA  desaforada.  El  despacho  en  que  se  deroga  al- 
guna esencion  ,  franqueza  ó  privilegio ,  haciendo  espresion 
de  él. 

Llámase  desaforada  porque  se  ordena  en  ella  lo  contrario 
de  lo  que  se  halla  establecido  por  algún  fuero,  ley  ó  privile- 
gio. Dícese  también  carta  desaforada  la  provision  que  se 
espidiere  contra  justicia  para  prender,  matar,  desterrar, 
desheredar,  privar  de  sus  bienes ,  ó  dar  otra  pena  á  alguna 
persona  :  la  cual  no  se  debe  cumplir  ;  ley  3  ,  lit.  4,  lib.  3 , 
Nov.  Rec. 

CARTA  de  dote.  El  instrumento  público  y  autorizado 
por  escribano  en  que  se  sientan  todas  las  alhajas  y  caudal 
que  lleva  en  dote  la  mujer  al  matrimonio  (1).  Véase  Dole. 

CARTA  ejecutoria.  El  despacho  que  se  libra  por  un 
tribunal  al  que  enjuicio  contradictorio  ha  obtenido  senten- 
cia declaratoria  de  su  nobleza  de  sangre  ;  —  y  el  testimonio 
que  se  da  á  la  parte  vencedora  en  un  pleito ,  haciendo  una 
relación  sumaria  del  litigio,  é  insertando  la  sentencia  y  el 
auto  en  que  esta  se  declaró  por  pasada  en  autoridad  de  cosa 
juzgada  ,  para  que  pueda  trabar  ejecución  en  los  bienes  del 
deudor,  ó  hacerse  poner  en  posesión  de  la  cosa  demandada, 
según  fuere  la  acción. 

CARTA  de  emplazamiento.  El  despacho  ó  papel  con  que 
se  cita  ó  emplaza  á  alguno  para  que  comparezca  en  el  tribu- 
nal de  justicia.  Véase  Citación. 

CARTA  de  encomienda.  Antiguamente  el  despacho  ó 
cédula  del  rey  en  que  declaraba  que  podia  ir  libre  por  el 
reino  alguna  persona  ,  mandando  que  no  se  le  hiciera  per- 
juicio; ley  18,  lit.  18,  Parí.  5.  Es  lo  mismo  que  carta  de 
amparo ,  ó  salvoconducto. 

CARTA  de  espera.  La  moratoria  que  se  concede  al  deu- 
dor por  el  juez  ó  tribunal  á  quien  toca  para  que  el  acreedor 
no  pueda  apremiale  durante  el  tiempo  por  el  cual  se  con- 
cede. Véase  Espera  y  Moratoria. 

CARTA  de  examen.  El  despacho  que  se  da  á  alguno 
aprobándole  y  habilitándole  para  poder  ejercer  el  oficio  que 
ha  aprendido.  Véase  Oficio. 

CARTA  de  fletamento.  La  escritura  hecha  ante  escri- 
bano ,  ó  el  papel  firmado  por  las  partes  con  intervención  de 
corredor  ó  sin  ella ,  para  comprobar  el  contrato  de  fleta- 
mento ó  alquiler  de  la  nave  para  conducir  mercaderías.  Hoy 
se  llama  póliza  de  fletamento.  Véase  Fletamento. 

CARTA  forera.  El  privilegio  ó  despacho  real  que  se 
da  á  alguno  para  que  goce  de  ciertas  esenciones ,  fueros  é 
inmunidades  en  la  república:  —la  provision  ó  despacho  que 
da  un  tribunal  en  favor  de  alguna  persona  ó  cuerpo  con 
arreglo  á  cierto  fuero  ó  ley  ;  —  y  el  despacho  ó  provision  que 
se  obteniapara  poner  demanda  á  algunapersona  sobre  bienes, 
hacienda  ,etc,  y  debia  presentarse  dentro  del  año  de  su  fe- 
cha, porque  pasado  no  tenia  efecto;  leyes  26, 34  y  43,  lit.  18, 
Part.  5.  Véase  Privilegio. 

CAUTA  de  gracia.  La  carta  forera  en  que  se  conceden 
á  uno  ciertas  esenciones  ,  fueros  é  inmunidades  en  la  repú- 

(1)  En  la  Cartilla  nocís,  de  escrib.  de  Alvarado  y  de  la  Peña, 
desde  la  pág.  489  á  la  £05  ,  se  ponen  diferentes  ejemplares  ó  for- 
mularios de  caí-las  dotales  con  diversos  pactos.  También  en  el  Febr, 
suej.,  toin,  1,  pág.  155. 


blica ,  leyes  £9,  50  y  hl ,  til.  18 ,  Part.  3  :  —  y  en  Aragon  el 
pacto  de  retrovendendo  ,  por  el  cual  se  estipula  que  vol- 
viendo el  vendedor  al  comprador  el  precio  recibido ,  haya 
este  de  restituir  á  aquel  la  cosa  vendida  :  llámase  este  pacto 
caria  de  gracia  porque  la  duración  de  los  efectos  de  la  venta 
pende  precisamente  de  la  gracia  que  hace  el  vendedor  en  no 
redimirla  cosa  que  vendió.  Véase  Privilegio  y  Pacto  de  re- 
trovendendo. 

CARTA  de  guia.  El  despacho  que  se  da  para  que  los 
géneros  que  se  trasportan  vayan  seguros. 

CARTA  de  hidalguía.  Véase  Carta  ejecutoria. 

CARTA  de  horro.  La  escritura  de  libertad  que  se  da  al 
esclavo. 

CARTA  de  lasto.  Véase  Carla  de  pago  y  laslo. 

CARTA  de  legos.  La  providencia  ó  despacho  que  se 
espide  por  los  tribunales  superiores  para  que  algún  juez 
eclesiástico  se  inhiba  del  conocimiento  de  una  causa  pura- 
mente civil  y  entre  personas. legas,  remitiéndola  al  juez  se- 
glar competente  para  que  conozca  de  ella  y  la  determine  (2). 
Véase  Recurso  de  fuerza. 

CARTA  de  libre.  En  lo  antiguo  se  llamaba  así  el 
finiquito  ó  liberación  que  los  menores  dan  al  tutor,  concluida 
la  tutela. 

CARTA  de  naturaleza.  La  cédula  ó  despacho  en  que 
el  soberano  concede  á  un  eslranjero  el  privilegio  de  ser  te- 
nido por  natural  del  pais  ,  para  poder  gozar  de  los  derechos 
propios  de  los  naturales  (3).  Véase  Naturaleza. 

CARTA  de  pago.  El  instrumento  público  ó  privado,  en 
que  el  acreedor  confiesa  haber  recibido  del  deudor  la  canti- 
dad que  le  debia. 

CARTA  de  pago  y  lasto.  El  instrumento  ó  recibo  que 
da  el  acreedor  al  que  le  paga  por  el  deudor,  cediéndole  la 
acción  que  tenia  para  que  pueda  recobrar  de  este  ó  de  otros 
obligados  la  cantidad  que  satisface.  La  palabra  lasto  vienó 
según  algunos  autores  del  verbo  latino  lito  que  significa  pa- 
gar. Véase  Beneficio  de  cesión  de  acciones,  y  Obligación  soli- 
daria. 

CARTA  de  personería  ó  de  procuración.  Antigua- 
mente se  llamaba  así  el  poder  para  pleitos  y  otras  dependen- 
cias. Véase  Poder  y  Procurador. 

CARTA  misiva.  Véase  Carla. 

CARTA  partida  por  a.  b.  c.  El  instrumento  que  se 
otorgaba  entre  dos  ó  mas  interesados  en  un  negocio  ó  con- 
trato ,  escribiendo  dos  veces  la  convención  en  un  mismo  pa' 
peí  ó  pergamino,  y  poniendo  en  medio  de  los  dos  escritos  laí 
letras  A.  B.  C.  en  tamaño  grande.  Se.  partía  en  seguida  el 
pergamino  cortando  estas  letFas  ,  de  modo  que  la  mitad  de 
ellas  iban  en  cada  mitad  del  pergamino,  y  en  ambas  quedaba 
de  un  mismo  tenor  escrito  todo  el  contrato  :  los  dos  pedazos 
del  pergamino  ó  papel  así  escrito  eran  originales ,  se  llama- 
ban cartas  partidas  por  A.  B.  C.  (4),  yen  todo  tiempo  ha- 
cían fe,  cotejándose  y  uniéndose  ambos. 

CARTA  plomada.  El  diploma  en  que  de  una  cuerda  ó 
cordon  de  seda  va  pendiente  un  sello  de  plomo  con  las  ar- 
mas reales  impresas  en  él  para  autorizar  la  gracia  ó  merced 
que  en  aquel  se  dispensa.  En  otros  diplomas  se  pone  sello  de 
cera ,  impreso  sobre  pergamino ,  ó  en  papel  ó  sea  en  paño  , 
como  se  decia  antiguamente.  Del  modo  y  forma  en  que  se 
estendian  estas  cartas,  se  habla  muy  por  menor  en  las  leyes  2 
y  siguientes  del  tít.  18,  Part.  5.  Véase  Privilegio. 
CARTA  puebla.  El  diploma  en  que  se  contiene  el  re- 

(2)  Ley  17,  tít.  2,  lib.  2,  Nov.  Rec.  Véase  Cañada,  Recur.  de 
fuerza ,  p.  i  ,  cap.  2 ,  desde  el  n.  2 ,  y  Salg.  de  Regta¡n-ot.,  p.  1 3 
cap.  1 ,  n.  5 ,  Auto  de  legos. 

(5)  Para  Méjico,  véase  el  §  6 ,  art.  1  de  la  Ia.  ley  constitu- 
cional. 

(4)  Ley  16,  tít.  18,  Part.  5» 
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partimiento  de  tierras  que  se  daban  á  los  nuevos  pobladores 
de  algún  sitio  ó  paraje  en  que  se  fundaba  algún  pueblo. 

CABTA  de  quitación  ó  de  QUiTG  La  carta  ó  libelo  de 
repudio,  que  era  el  instrumento  ó  .-  oritura  con  que  el  ma- 
rido antiguamente  repudiaba  á  la  mujer  y  dirimía  el  matri- 
monio. Se  llamaba  carta  de  quitación  ó  de  quilo  que  signi- 
ficaba remisión  ó  liberación  de  una  deuda,  porque  el  marido 
libertaba  á  la  mujer  de  la  obligación  que  habia  contraido. 

CARTA  de  recomendación.  Véase  Recomendación. 

CARTA  receptoría.  El  despacho  que  se  da  al  receptor 
para  que  en  su  virtud  haga  alguna  probanza  ú  otras  dili- 
gencias. 

CAUTA  de  seguro.  La  carta  de  amparo  ó  el  salvocon- 
ducto que  se  da  por  la  autoridad  pública  á  alguna  persona 
para  que  pueda  pasar  de  un  lugar  á  otro  sin  reparo  ó  sin 
peligro. 

CABTA  de  vecindad.  El  despacho  ó  título  que  se  da  á 
alguno  para  que  sea  reconocido  y  tratado  como  vecino  de 
algún  pueblo  ,  y  pueda  gozar  de  los  fueros  y  privilegios  que 
tienen  sus  vecinos  (1).  Véase  Vecino. 

CABTASde  contramarca.  Las  que  daun gobierno  ásus 
subditos  para  que  puedan  corsear  y  apresar  las  naves  y  efec- 
tos de  los  de  otra  potencia,  que  ha  dado  cartas  de  represalia 
ó  de  marca  contra  los  suyos. 

CABTAS  expectativas.  Los  despachos  reales  ó  bulas 
pontificias  que  contienen  la  gracia  déla  futura  de  oficio, 
empleo  ó  dignidad,  prebenda,  canonjía  ó  beneficio,  etc.,  á 
favor  de  algún  sugeto.  Véase  Letras  expectativas. 

CARTEL.  El  papel  que  se  fija  en  algún  paraje  público 
para  hacer  saber  alguna  cosa  (2)  :  —  el  escrito  en  que  se  po- 
nen las  condiciones  con  que  se  ha  de  ejecutar  el  cambio  ó 
rescate  de  los  prisioneros  que  se  hacen  en  la  guerra;  — y 
antiguamente  el  papel  escrito  en  que  uno  desafiaba  á  otro 
para  reñir  con  él ,  y  que  solia  contener  el  motivo,  lugar, 
modo,  dia  y  hora  del  combate.  Véase  Duelo.  En  Cataluña  es 
el  mandamiento  de  ejecución. 

f  Ningún  cartel  manuscrito ,  impreso  ó  litografiado  ó  de 
cualquier  modo  que  sea ,  podrá  fijarse  en  los  parajes  públi- 
cos sin  previo  permiso  de  la  autoridad,  quien  será  respon- 
sable de  las  consecuencias  que  tuviere  esta  publicación.  Se 
esceptúan  los  edictos  ó  anuncios  oficiales.  Art.  96  del  real 
dec.  de  10  de  abril  de  1 844. 

f  CARTERO.  Habla  de  estos  funcionarios  el  título  22 
de  la  ordenanza  de  correos  de  8  de  junio  de  1794.  Véase  el 
Suplemento  al  Diccionario  deEscriche. 

CARTILLA.  El  testimonio  que  se  da  á  los  examinados 
y  aprobados  en  alguna  ciencia  ,  facultad  ,  arle  ú  oficio ,  para 
que  puedan  ejercer  su  profesión.  Véase  Oficio. 

CARTULARIOS.  Entre  los  Romanos  eran  los  que  te- 
nían el  encargo  de  cuidar,  examinar  y  reconocer  las  cartas, 
tablas  ó  instrumentos  públicos  ,  y  equivalían  bajo  cierto  as- 
pecto á  nuestros  archiveros.  Entre  nosotros  se  denominan 
cartularios  los  escribanos ,  porque  actúan  en  las  causas  y 
estienden  las  escrituras  que  antiguamente  se  llamaban  carias. 

CARTULARIOS.  Los  libros  antiguos  de  pergamino  en 
que  las  iglesias  ,  monasterios  y  otras  comunidades  copiaban 
sus  privilegios,  inmunidades ,  esenciones,  escrituras  de  per- 
tenencias ,  y  contratos  de  compras  ,  ventas,  permutas ,  etc. 
Como  los  que  hacían  estas  copias  no  siempre  se  esmeraban 
en  manifestar  mucha  fidelidad ,  suelen  hallarse  en  los  cartu- 
■ 

(1)  Sobre  el  modo  de  perder  y  ganar  la  vecindad  en  cualquier 
departamento  de  la  república  de  Méjico,  véase  la  ley  Ia.  consti- 
tucional en  sus  arts.  14  y  15. 

(2)  En  los  que  se  anuncia  diversion  ó  concurrencia  de  utilidad 
pecuniaria,  se  previene  para  Méjico,  art.  6,  §  6  y  7  de  la  ley  de  23 
de  noviembre  de  185G  ,  que  se  usará  del  sello  4°.,  bastando  uno 
para  cualquier  tamaño,  del  anuncio. 


larios  algunas  piezas  enteramente  falsas,  y  otras  sustancial- 
mente  alteradas,  como  puede  echarse  de  ver  comparando 
los  originales  con  las  copias,  y  aun  cotejando  los  cartularios 
antiguos  con  otros  mas  modernos  en  que  se  encuentran  los 
mismos  actos. 

CASA.  El  edificio  hecho  para  habitar  :  —  el  conjunto  do 
hijos  y  domésticos  que  componen  una  familia  :  —  los  estados 
y  rentas  de  algún  señor  ;  —  y  la  descendencia  ó  linaje  que 
tiene  un  mismo  apellido. 

Cualquiera  puede  labrar  en  terreno  suyo  casa  ú  otro  edi- 
ficio ,  y  levantarla  cuanto  quisiere ,  con  tal  que  no  descubra 
mucho  las  casas  de  sus  vecinos.  Una  vez  fabricada  la  casa 
en  villa  ó  lugar  poblado ,  debe  su  dueño  mantenerla  y  repa- 
rarla de  modo  que  no  se  arruine  por  su  culpa  ;  ley  23  ,  til. 
52,  Part.  3.  Véase  Arquitecto,  Calle,  Denuncia  y  Sp;t¡- 
dumbre. 

CASA  cáñama  ,  dezmera  ó  excusada.  La  del  vecino 
hacendado  que  se  elige  en  cada  una  de  las  parroquias  de  Es- 
paña para  percibir  por  el  rey  los  diezmos  de  todos  los  frutos 
y  ganados  de  ella.  Véase  Gracia  del  excusado. 

CASA  de  contratación  de  las  indias.  Cierto  tribunal 
establecido  en  Sevilla  y  trasladado  despues  à  Cádiz,  compues- 
to de  un  presidente  y  varios  ministros ,  unos  togados  y  otros 
de  capa  y  espada,  y  un  fiscal  togado,  cuyo  instituto  era  cono- 
cer y  determinar  los  negocios  pertenecientes  al  comercio  y 
tráfico  délas  Indias.  Véase  Tribunales  de  comercio. 

CASA  de  cabo  de  armería.  En  Navarra  la  casa  solariega 
de  cualquier  noble,  que  es  pariente  mayor  y  cabeza  de  su 
linaje.  Dícese  tambion  Casa  cabeza  de  armería. 

CASA  de  corrección.  El  establecimiento  público  en  que 
se  encierra  por  algún  tiempo  á  las  mujeres  de  mala  con- 
ducta ó  á  los  hijos  de  familia  que  se  pervierten ,  para  que  so 
corrijan  y  enmienden  sus  costumbres  (3). 

f  Por  real  decreto  de  Io.  de  abril  de  1846  se  encargó  á  la 
dirección  general  de  Presidios  la  administración  de  las  ca- 
sas correccionales  de  mujeres  en  los  mismos  términos  que  lo 
está  la  de  aquellos  establecimientos.  Véase  el  Suplemento  al 
Diccionario  de  Escriche. 

CASA  pública.  La  de  mujeres  de  mal  vivir.VéaseBiírríe/. 

CASA  real.  El  palacio  ;  y  las  personas  reales  y  conjunto 
de  sus  familias.  Véase  Fuero  de  casa  real. 

C  ASACIOH.  La  acción  de  anular  y  declarar  por  de  nin- 
gún valor  ni  efecto  algún  acto  ó  instrumento. 

CASADOS.  En  lo  antiguo  se  llamaban  así  los  colonos 
que  vivian  en  las  caserías;  y  se  les  daba  con  especialidad 
este  nombre  cuando  se  trasferian  ó  pasaban  á  otro  señor  las 
haciendas  de  que  cuidaban. 

CASADOS.  Los  que  han  contraido  matrimonio.  En  los 
cuatro  años  siguientes  al  dia  del  casamiento  están  esentos 
de  todas  las  cargas  y  oficios  concejiles  ,  como  cobranzas, 
alojamientos  y  otros  ;  y  en  los  dos  primeros  de  estos  cuatro 
lo  están  de  todos  los  pechos  y  tributos  reales  y  concejiles  ; 
ley  7,  tít.  2,  lib.  10,  Nov.  Rec.  Los  casados  que  tuvieren  seis 
hijos  varones  vivos  están  libres  por  toda  su  vida  de  las  car- 
gas y  oficios  concejiles,  y  se  les  continúa  el  privilegio ,  aun- 
que falle  alguno  de  los  hijos;  d.  ley  7.  Estas  esenciones  se 
concedieron  para  fomentar  los  matrimonios  ;  pero  creemos 
no  se  hallan  en  observancia  ,  al  menos  en  todas  partes. 

Como  el  casado,  en  entrando  en  los  diez  y  ocho  años  de 
edad,  puede  administrar  su  hacienda  y  la  de  su  mujer  menor, 
según  la  ley  7  ,  tít.  2,  lib.  10,  Nov.  Rec,  han  suscitado  los 
intérpretes  las  cuestiones  siguientes:  Ia.  Si  el  casado  de  diez 
y  ocho  años  conservará  hasta  cumplir  los  veinte  y  cinco  el 
beneficio  de  la  restitución  in  inlegrum:  2a.  Si  hasta  dicho 

(5)  El  establecimiento  de  estas  casas  se  recomienda  por  I-anli- 
zubal  en  su  Discurso  sobre  las  penas ,  cap.  S ,  §  5 ,  il.  12;  y  Dou, 
toin.  7,  pág.  GI. 
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tiempo: gozará  del  privilegio  de  caso  de  corte  (1)  :  3a.  Si  po- 
drá intervenir  en  juicio  por  sí  mismo,  sin  necesidad  de  cu- 
rador ad  litem  :  4a.  Si  podrá  enajenar  sus  bienes  raices  sin 
decreto  del  juez.  Varios  autores  (2)  resuelven  afirmativa- 
mente las  dos  primeras,  y  negativamente  las  otras  dos,  con- 
siderando esta  decisión  mas  favorable  á  los  casados.  También 
son  de  parecer  los  autores,  que  el  casado  que  entra  en  los 
(liez  y  ocho  años  queda  libre  del  curador  si  le  tenia  (3).  Véase 
Marido,  Mujer  y  Matrimonio. 

CASAMIENTO.  Véase  Matrimonio. 

CASAB.  Contraer  matrimonio  :  —  autorizar  con  su  pre- 
sencia el  cura  párroco  ú  otro  sacerdote  con  licencia  suya  la 
celebración  de  este  contrato  ;  —  y  anular ,  abrogar  ó  dero- 
gar algún  acto  ó  instrumento. 

CASO.  Adjetivo  anticuado  que  significa  nulo  y  de  ningún 
valor  ó  efecto  :  como  sustantivo  significa  cualquier  suceso  ó 
acontecimiento. 

CASO  de  corte.  La  causa  civil  ó  criminal  que  por  su 
gravedad ,  ó  porque  llega  á  cierta  cantidad ,  ó  por  la  calidad 
de  las  personas  que  litigan  ,  se  puede  radicar  desde  la  pri- 
mera instancia  en  el  tribunal  superior  de  la  provincia ,  qui- 
tando su  conocimiento  al  juez  inferior  ,  aunque  para  ello  se 
saque  á  los  litigantes  de  su  fuero  ó  domicilio. 

Son  pues  casos  de  corte  los  crímenes  gravísimos,  como 
muerte  alevosa,  mujer  forzada ,  incendio  de  edificios,  trai- 
ción ,  alevosía,  fabricación  de  moneda  falsa  ,  desafío  y  otros 
semejantes  que  merecen  pena  corporal  ó  destino  á  presidio 
ó  á  las  armas  ;  de  los  cuales  solo  conoce  el  tribunal  superior 
de  la  provincia  por  sí  ó  por  sus  comisionados  ,  castigando  á 
los  inferiores  que  no  les  clan  cuenta  de  los  delitos  de  esta 
especie  que  se  han  cometido  en  sus  territorios;  ley  5,  tít.  3, 
Part.  3,  y  ley  95  til.  4,  lib.  11,  Nov.  Rec, 

Son  también  casos  de  corte  los  pleitos  de  los  miserables  , 
como  viudas,  huérfanos  de  padre  que  sean  menores  de 
veinte  y  cinco  años,  y  otras  personas  desvalidas:  todas  las 
cuales  tienen  el  privilegio  de  poder  acudir  desde  luego  al 
tribunal  superior  de  la  provincia ,  sin  que  el  inferior  las 
pueda  sujetar  á  su  jurisdicción  ;  ley  5,  tít.  3,  ley  41,  tít.  18, 
ley  20,  lit.  23,  Part.  5;  y  ley  l,  tít.  1,  lib.  4,  Nov.  Rec. 

Son  asimismo  casos  de  corte  las  demandas  sobre  bienes 
vinculados  ,  ley  S ,  tít.  2  ,  lib.  b,  Nov.  Rec.  ;  y  las  causas  ci- 
viles ó  criminales  que  contra  cualesquiera  personas  ó  con- 
cejos intentaren  los  magistrados  de  los  tribunales  superiores 
ó  supremos,  ley  9,  til.  4,  lib.  11,  Nov.  Rec. 

Son  finalmente  casos  do  corte  los  pleitos  que  se  tuvieren 
con  algún  juez  inferior ,  sea  corregidor  ó  alcalde  ordinario  ; 
como  también  los  de  los  concejos,  monasterios,  hospitales, 
iglesias  ,  ciudades  y  demás  cuerpos  que  gozan  el  privilegio 
de  menores,  y  á  quienes  compete  el  beneficio  de  la  restitu- 
ción m  intcgrnm;  ley  15,  tít.  1,  lib.  5,  ley  9,  tít.  4,  lib,  11 , 
Nov.  Rec;  y  ley  37  del  Estilo. 

Este  privilegio  de  caso  de  corte  no  tiene  lugar, aun  con  res- 
pecto á  las  personas  que  gozan  de  él ,  en  los  casos  siguientes  : 
Io.  cuando  el  valor  de  la  cosa  que  se  litiga  no  pasa  de  diez 
mil  maravedís,  ley  8  ,  tít,  3 ,  lib.  11  ,  Nov.  Rec.  :  2o.  cuando 
el  privilegiado  quiere  litigar  con  otro  que  tiene  el  mismo  pri- 
vilegio, según  aquel  famoso  axioma  :  El  privilegiado  no  goza 
de  su  privilegio  contra  otro  privilegiado  cuando  es  uno  mis- 


(1)  Entre  los  Mejicanos  es  ociosa  la  cuestión  sobre  si  el  mayor 
íc  18  anos  y  menor  de  25  casado  gozarán  ó  no  del  caso  de  corte, 
porque  no  existe  ya  semejante  privilegio:  se  hablará  de  su  aboli- 
ción con  respeelo  á  dicha  república  en  el  artículo  Caso  de  corte. 
Tampoco  existe  en  las  repúblicas  de  Venezuela  y  Chile. 

(2)  Vela,  disert.  5',  n.  2,  y  disert.  G,  n.  43;  Antonio  Gómez, 
Var.  resol.,  cap.  l'i,  n.  12  y  15;  y  Alcaraz,n.  9  ,  p.  1 ,  de  los 
cuatro  juicios. 

(3)  Véase  una  nota  sobre  esta  materia  en  el  articulo  Actor. 
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mo  el  privilegio  :  3o.  cuando  el  privilegiado  se  somete  ñ  la 
jurisdicción  de  otro  juez;  Curia  Filíp.  Ia.  p.,  Juic.  ch\,  §  9. 

El  que  intente  valerse  de  este  privilegio,  deberá  hacer 
una  prueba  sumaria  de  su  calidad,  no  siendo  notoria,  aun- 
que sea  sin  citación  de  la  parte  contraria ,  siempre  que  pre- 
ceda mandato  del  tribunal  superior.  También  puede  presen- 
tarse en  este  con  prueba  sumaria  hecha  ante  el  juez  inferior 
de  su  territorio,  con  tal  que  ante  los  jueces  del  tribunal 
superior  sea  examinado  otro  testigo  diferente  de  los  que 
depusieron  en  la  información  sumaria,  el  cual  se  llama  testigo 
de  ordenanza.  Si  el  contrario  negare  la  calidad  y  probare  su 
intención  ,  se  remite  la  causa  al  juez  inferior.  De  aquí  es , 
que  para  la  firmeza  de  la  declaración  de  la  calidad  ,  se  ha 
recibido  en  la  práctica ,  que  cuando  la  calidad  que  se  alega 
no  es  notoria  ,  se  cite  antes  al  contrario  para  oir  lo  que  ob- 
jetare. 

Los  casos  de  corte  se  llaman  así,  porque  en  lo  antiguo 
pertenecía  su  decisión  á  los  tribunales  que  residían  en  ella  , 
y  luego  se  atribuyó  á  las  chancillerías  y  audiencias  que  re- 
presentan al  rey.  Establecióse  este  privilegio  en  un  tiempo 
en  que  los  jueces  de  primera  instancia  estaban  sujetos  á  a 
influencia  de  los  señores  de  los  pueblos,  y  era  de  temer  quo 
no  administrasen  la  justicia  con  imparcialidad  á  favor  de  los 
desvalidos.  Pero  habiendo  variado  las  circunstancias,  ha  sido 
consiguiente  la  abolición  de  los  casos  de  corte.  Con  efecto,  el 
reglamento  de  26  de  setiembre  de  1855  dispone  en  su  art.  36, 
que  los  jueces  letrados  de  primera  instancia  son  ,  cada  uno 
en  el  distrito  que  le  esté  asignado ,  los  tínicos  á  quienes 
compete  conocer  en  la  instancia  sobredicha  de  todas  las 
causas  civiles  y  criminales  que  en  él  ocurran  correspondien- 
tes á  la  real  jurisdicción  ordinaria ,  inclusas  las  que  hasta 
ahora  han  sido  casos  de  corle  ,  y  con  las  escepciones  conte- 
nidas en  los  artículos  31,  38,  46,  38  y  90,  que  pueden  verse 
en  las  palabras  Alcalde,  Juez  letrado  de  primera  instancia , 
Audiencia  y  Tribunal  supremo.  Véase  también  Fuero. 

[*  La  doctrina  espuesta  en  este  articulo  no  puede  tener 
hoy  cabida  en  la  república  de  Méjico ,  porque  la  escepcion 
para  causas  civiles  ó  criminales  de  que  se  habla  y  el  privi- 
legio del  caso  de  corte  han  sido  derogados  por  el  art.  88  dr. 
la  ley  de  25  de  mayo  de  1857,  según  el  cual  todos  los  pleitos 
y  causas  de  cualquiera  clase  y  naturaleza  que  sean  ,  deben 
entablarse  y  seguirse  ante  el  juez  respectivo  del  territorio 
en  primera  instancia ,  sin  mas  escepcion  que  la  de  los  casos 
en  que  los  eclesiásticos  y  militares  deban  gozar  fuero  con 
arreglo  á  las  leyes. 

**  Tampoco  pueden  tener  cabida  en  la  república  de  Ve- 
nezuela la  escepcion  indicada  ni  el  caso  de  corte,  porque, 
sea  cual  fuere  la  gravedad  del  delito  ,  debe  conocer  de  él  el 
juez  de  primera  instancia,  y  solo  gozan  del  privilegio  de  no 
poder  ser  reconvenidos  sino  ante  tribunales  superiores,  su- 
premo ó  especiales ,  los  altos  empleados,  los  ministros  de 
dichos  tribunales  y  los  jueces  de  primera  instancia.  En 
cuanto  á  los  negocios  civiles ,  toda  demanda  debe  ser  inter- 
puesta ante  el  juzgado  de  primera  instancia;  esceplo  la  que 
verse  sobre  contrato  celebrado  por  el  Gobierno  ó  sus  agen- 
tes, y  la  que  se  dirija  contra  algún  ministro  de  nación  es- 
traña  :  art.  147,  Conslit.  de  1830,  art.  1,  ley  2,  lit.  1,  Cad. 
de proced.  jud.  de  19  de  mayo  de  1856,  art.  1  ,  ley  única, 
tít.  13,  cit.  Cad.,  reformada  en  9  de  mayo  de  1842 ,  y  arts.  2 
y  3,  ley  de  23  de  marzo  de  1841. 

***  Está  abolido  igualmente  en  la  república  de  Chile  el 
privilegio  del  caso  de  corte  ;  y  fuera  de  los  eclesiásticos  y  los 
militares,  ninguna  persona  goza  de  fuero  privilegiado  para 
ser  reconvenida  ante  otro  juzgado  que  el  común  y  ordinario 
de  primera  instancia;  á  escepcion  del  presidente  de  la  re- 
pública ,  ministros  del  despacho,  diputados  y  senadores, 
intendentes  de  provincia,  empleados  diplomáticos  y  cón- 
sules, que  tienen  por  tal  juzgado  de  primera  instancia  la  Corte 
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suprema  de  justicia ,  así  como  los  consejeros  de  eslado  la 
Corte  de  apelaciones  :  arts.  24  y  S4,  %  5  ,  Réglant,  de  adm. 
de  just.  de  2  de  junio  de  1824,  art.  96,  Conslit.  de  1828, 
art.  3,  disposic.  transit,  de  la  de  1833,  y  decr.  de  13  de  no- 
viembre de  1837. 

Por  razón  de  la  cosa ,  ha  de  conocerse  en  primera  instan- 
cia por  la  Corte  suprema  de  los  asuntos  siguientes  :  Io.  Plei- 
tos entre  las  provincias  :  2o.  Causas  de  almirantazgo,  presas 
de  mar  y  tierra ,  y  actos  en"  alta  mar  :  3o.  Infracciones  de 
Constitución  que  no  correspondan  al  Senado  :  4o.  Casos  de 
suspension  ó  pérdida  del  derecho  de  ciudadanía  :  art.  90 , 
Constit.  de  1828,  arts.  104,  §  7,  y  3,  disposic.  transit,  de  la 
de  1833.] 

GASO  fortuito.  El  suceso  inopinado ,  ó  la  fuerza  mayor 
que  no  se  puede  prever  ni  resistir  ;  ley  11 ,  til.  53  ,  Part.  7. 
Tales  son  las  inundaciones ,  torrentes,  naufragios ,  incen- 
dios, rayos,  violencias,  sediciones  populares,  ruinas  de 
edificios  causadas  por  alguna  desgracia  imprevista  ,  y  otros 
acontecimientos  semejantes. 

Nadie  está  obligado  por  la  naturaleza  de  un  contrato  á 
prestar  el  caso  fortuito;  es  decir,  que  no  hay  contrato  en  que 
el  uno  de  los  contrayentes  tenga  que  responder  al  otro  de  las 
pérdidas  y  daños  causados  por  caso  fortuito  ;  pues  la  pérdida 
de  la  cosa  que  perece  ó  esperimenta  algún  menoscabo  de 
este  modo  , 'recae  sobre  el  contrayente  propietario  de  ella. 
La  razón  es  que  res  domino  suo  périt;  et  propterea  nemini 
potest  impulari  quod  humana providenlia  regí  nonpoíest(l). 
Esta  regla  ,  sin  embargo ,  tiene  dos  escepciones. 
La  primera  es ,  cuando  la  cosa  perece  por  culpa  del  que 
la  tiene  en  su  poder,  pues  el  caso  fortuito  es  entonces  la  con- 
secuencia de  un  hecho;  no  pudiendo  dudarse  que  el  que  ha 
dado  lugar  con  su  falta,  omisión  ó  hecho  al  acontecimiento 
inesperado  que  produce  el  daño ,  debe  dar  la  competente 
indemnización.  Lo  mismo  ha  de  decirse,  si  el  caso  fortuito 
es  un  resultado  de  la  tardanza  en  entregar  ó  restituir  la  cosa. 
De  lo  que  hemos  sentado  se  sigue  también ,  que  si  la  per- 
sona S  quien  concedemos  el  uso  de  una  cosa  para  cierto 
objeto  determinado  ,  se  sirve  de  ella  para  otro  distinto ,  se 
hace  responsable  por  su  imprudencia  del  daño  que  sobrevi- 
niere por  casualidad.  Si  habiendo  prestado  yo  mi  caballo  á 
Ticio ,  se  sirve  de  él  para  ir  á  otra  parte  y  el  animal  perece 
por  caso  fortuito  en  el  viaje  ,  Ticio  debe  serme  responsable 
de  esta  pérdida ,  porque  este  caso  fortuito  es  un  efecto  de  su 
falta ,  pues  si  él  no  hubiera  traspasado  la  ley  de  la  conven- 
ción, no  se  hubiese  encontrado  en  el  paraje  en  que  mi  caba- 
llo ha  tenido  la  desgracia. 

La  segunda  escepcion  es  cuando  uno  por  cláusula  espresa 
toma  á  su  cargo  los  casos  fortuitos  ,  haciéndose  responsable 
de  la  pérdida  ó  menoscabo  que  la  cosa  pudiera  sufrir  de  este 
modo  mientras  la  tenga  en  su  poder,  quia  scüicet pacta  dant 
legem  conlraclibiis.Es  cierto  que  no  se  puede  impedir  el  caso 
fortuito  y  que  nadie  puede  obligarse  á  hacer  imposibles , 
impossibilium  milla  est  obligado  ;  mas  el  que  loma  sobre  sí 
los  casos  fortuitos,  no  se  compromete  á  precaverlos,  sino 
solo  á  reparar  el  daño  que  produzcan ,  el  huic  indcmnilatis 
prœslationi  nec  natura  nec  leges  sunl  impedimento  (2).  Véase 
Comodato,  Depósito,  Arrendamiento  y  Obligación  de  dar. 

CASO  incierto.  El  suceso  que  puede  verificarse  ó  dejar 
de  verificarse ,  por  depender  solo  de  la  casualidad  y  no  de 
la  voluntad  humana.  Este  caso  incierto  es  el  que  constituye 
lo  que  llamamos  condiciones  casuales  en  los  contratos  y  dis- 
posiciones testamentarias. 

CASTELLANÎA.  El  territorio  ó  jurisdicción  indepen- 
diente de  otra ,  que  tenia  sus  leyes  particulares  para  el  go- 
bierno de  su  capital  y  lugares  de  su  distrito. 

(1)  Ley  5,  tít.  2,  Part.  5. 

(2)  Ley  5 ,  tít.  2 ,  Part.  5  :  Pero  razones  hi  ha ,  etc. 


CASTELLANO.  Cierta  moneda  de  oro  que  corrió  en 
España  y  ya  no  tiene  uso.  En  el  reinado  de  los  reyes  cató- 
licos valia  490  maravedís  de  plata  que  hacían  14  reales  y  14 
maravedís  de  plata ,  y  en  los  reinados  siguientes  varió  su 
valor.  En  Valencia  corrió  con  el  nombre  de  castellana  en 
tiempo  de  Fernando  II  de  Aragon  una  moneda  que  valia  27 
sueldos  y  4  dineros,  ó  sean  19  reales  y  10  mrs.  vn. ;  y  se 
conservó  hasta  el  año  de  1620.  —  Castellano  es  también  una 
do  las  §0  partes  en  que  se  divide  el  marco  de  oro  ;  —  y  an- 
tiguamente se  llamaba  así  el  alcaide  ó  gobernador  de  algún 
castillo. 

CASTIGO  ejemplar.  Por  castigo  ejemplar  se  entiende 
vulgarmente  el  grave  y  estraordinario  que  sirve  de  mayor 
escarmiento  ;  pero  en  rigor  todo  castigo  puede  llamarse  ejem- 
plar en  cuanto  contiene  con  el  ejemplo  á  los  que  podrían 
tener  la  tentación  de  imitar  al  delincuente  en  susestravíos  (3). 
Este  6s  con  efecto  uno  de  los  principales  objetos  del  castigo; 
y  por  ello  no  debe  ejecutarse  secretamente  sino  en  público. 
Haced  ejemplares  vuestras  penas  ,  dice  un  célebre  escritor 
de  nuestros  dias,  y  dad  á  las  ceremonias  que  las  acompañan 
una  especie  de  pompa  lúgubre  que  se  imprima  tenazmente 
en  la  imaginación.  Hablad  á  los  ojos ,  si  queréis  mover  el 
corazón  :  Segnius  irritant  ánimos  demissa  per  aurem  ,  quhm 
quœ  sunt  oculis  subjecta  fldelibus ,  et  quœ  ipse  sïbi  tradit 
spectalor.  Un  cadalso  cubierto  de  negro  ;  los  oficiales  de  jus- 
ticia vestidos  de  luto;  el  ejecutor  déla  sentencia  con  una 
máscara  que  aumente  el  terror;  ciertos  emblemas  del  de- 
lito colocados  sobre  la  cabeza  del  reo ,  para  que  los  testigos 
de  sus  dolores  se  instruyan  del  motivo  porque  se  le  hacen 
sufrir;  procesión  solemne  en  que  se  muevan  gravemente  to- 
dos los  personajes  de  este  drama  terrible  ;  música  lúgubre 
y  religiosa  que  prepare  los  corazones  de  los  espectadores  á 
la  importante  lección  que  van  á  recibir;  tañido  melancólico 
de  las  campanas  ;  presidencia  del  juez  en  esta  escena  pú- 
blica; asistencia  de  los  ministros  de  la  religion  :  tal  es  el  apa- 
rato que  convendría  en  esta  verdadera  tragedia  que  la  ley 
ofrece  al  pueblo  para  presentar  á  los  malvados  la  idea  del 
peligro,  y  á  los  hombres  de  bien  la  de  la  seguridad. 

GASTILLAJE  ó  castillería.  Cierto  derecho  que  se 
pagaba  en  algunas  partes  al  pasar  por  el  territorio  de  los 
castillos ,  por  la  obligación  que  tenían  sus  dueños  de  atender 
á  la  seguridad  de  los  caminos. 

CASTILLO.  El  lugar  fuerte  cercado  de  murallas  ,  ba- 
luartes ,  fosos,  y  otras  fortificaciones.  Nadie  puede  levantar 
castillos ,  torres  ni  casas  fuertes  sin  real  licencia  ;  leyes  4  y 
6,  lit.  1 ,  lib.  7,  Nov.  Rec. 

CASTRACIÓN  ó  castradtjra.  El  que  castrare  ó  man- 
dare castrar  á  alguno  ,  es  tratado  y  condenado  como  homi- 
cida ,  si  no  es  que  lo  hiciese  per  razón  de  enfermedad  que 
exigiese  esta  operación  ;  ley  13,  lit.  8,  Part.  7.  Véase  Jl/(tí¡- 
lacion  é  Impotencia. 

CASTRENSE.  Lo  que  pertenece  al  ejército ,  ó  al  estado 
y  profesión  militar,  como  vicario  castrense,  peculio  castrense. 
Este  adjetivo  viene  del  nombre  anticuado  castro,  que  signi- 
fica el  real  ó  el  sitio  donde  está  acampado  y  fortificado  un 
ejército.  Véase  Peculio  castrense  y  Bienes  castrenses. 

CASUAL.  En  Aragon  se  llama  casual  la  firma  ó  decreto 
judicial  que  se  espide  á  petición  de  parte ,  para  impedir  algún 
atentado  ó  procedimiento  ilegítimo  contra  los  bienes  ó  dere- 
chos que  le  pertenecen.  En  la  hacienda  pública  es  aquella 
renta  cuyos  valores  penden  de  sucesos  inciertos. 

CATASTRO.  El  registro  público  que  contiene  la  can- 
tidad ,  calidad  y  eslimacion  de  los  bienes  que  posee  cada 
vecino,  para  servir  de  base  en  el  repartimiento  de  contri- 
buciones; —  y  la  misma  contribución  real  que  pagan  nobles 
y  plebeyos,  sobre  todas  las  rentas  fijas  y  posesiones  que 

(3)  Yéasc  la  ley  5 ,  tít.  27,  Part.  5. 


producen  frutos  anuales,  fijos  ó  errantes,  como  censos, 
yerbas,  tierras,  molinos,  casas,  ganados,  etc.  El  catastro 
se  halla  establecido  en  la -corona  de  Aragon;  y  en  Castilla 
han  sido  hasta  ahora  inútiles  los  esfuerzos  que  se  han  hecho 
para  formarlo. 

f  CATEDRÁTICO.  El  que  en  los  establecimientos  pú- 
blicos de  enseñanza  ha  obtenido  la  propiedad  de  alguna  asig- 
natura. El  Suplemento  al  Diccionario  de  Escriche  contiene 
lo  dispuesto  sobre  catedráticos  en  el  plan  de  estudios  de  17 
de  setiembre  de  18'lEi.  En  el  presente  año  de  1850  se  ha  pu- 
blicado otro  plan  de  estudios ,  y  es  el  que  rige. 

CAUCIÓN.  La  seguridad  que  da  una  persona  á  otra  de 
que  cumplirá  lo  pactado,  prometido  ó  mandado.  Esta  segu- 
ridad se  da  presentando  fiadores ,  obligando  bienes ,  ó  pres- 
tando juramento.  Ley  10,  lit.  35,  Part.  7.  Véase  Fiador, 
Fianza,  Hipoteca,  Prenda. 

CAUCIÓN  de  indemnidad.  La  que  da  una  persona  de 
sacar  á  otra  á  paz  y  á  salvo  de  alguna  obligación  (1).  Dos 
sugetos,  por  ejemplo,  se  obligan  solidariamente  ,  simul  et 
in  solidum  ,  á  la  restitución  de  una  cantidad  de  dinero  que 
han  totnado  prestada  ,  y  de  que  solo  el  uno  de  los  dos  se 
aprovecha  in  virtiéndola  en  sus  necesidades  .particulares  :  en 
tal  caso  debe  este  dar  al  otro  un  documento  de  caución  de 
indemnidad,  en  que  declarando  que  él  ha  tomado  para  sí 
toda  la  suma  prestada,  y  que  el  otro  no  se  ha  obligado  soli- 
dariamente con  él  á  la  restitución  sino  por  hacerle  el  bene- 
ficio de  contribuir  á  que  lograse  el  préstamo  que  de  otra 
manera  no  se  hubiese  verificado  ,  promete  indemnizarle  de 
todos  los  gastos  y  perjuicios  que  se  le  originaren  con  motivo 
de  la  obligación  solidaria  (2).  Véase  Indemnidad. 

CAUCIÓN  jüratoria.  La  promesa  que  uno  hace  volun- 
tariamente ó  por  mandato  judicial ,  prestando  juramento  de 
cumplir  lo  que  se  le  ha  ordenado  ;  como  administrar  fielmente 
tales  bienes,  presentarse  siempre  que  se  le  cite,  volver  á  la 
cárcel  cuando  se  le  mande  ,  pagar  lo  que  debe  si  llegare  á 
mejor  fortuna,  etc.  Esta  caución  suele  darse  cuando  la  cosa 
sobre  que  recae  es  de  corta  entidad  ,  ó  cuando  la  parte  no 
tiene  bienes  ni  encuentra  fiadores. 

CAUCIÓN  muciana.  Una  caución  inventada  por  Mucio 
Scévola  ,  que  tiene  lugar  en  las  herencias  y  legados  que  se 
dejan  por  el  testador  bajo  condición  de  no  hacer  algo  ó  para 
cierto  fin  :  en  cuyos  casos  se  entrega  la  herencia  ó  manda  al 
internado,  dando  caución  de  que  restituirá  lo  recibido  si 
no  cumpliere  la  voluntad  del  testador. 

CAUCIONERO.  Antiguamente  se  llamaba  así  el  que  res- 
pondía por  otro ,  constituyéndose  su  fiador. 

CAUSA.  El  título  en  virtud  del  cual  adquirimos  algún 
derecho;  como  la  venta,  cesión  ,  donación,  sucesión,  etc. 
La  causa  puede  ser  lucrativa  ú  onerosa:  es  lucrativa,  cuando 
nos  trasfiere  alguna  cosa ,  sin  que  nada  nos  cueste ,  como  la 
donación  ;  y  onerosa ,  cuando  nos  traslada  una  cosa  mediante 
precio  ó  gravamen  ,  como  la  venta.  Véase  Título. 

CAUSA.  Toda  contienda  judicial  entre  partes ,  ó  todo 
asunto  que  se  ventila  contradictoriamente  y  se  juzga  en  un 
tribunal;  y  aun  el  cuerpo  mismo  de  los  autos.  La  causa 
puede  ser  civil  ó  criminal  :  es  civil,  cuando  se  trata  solo  de 
intereses  pecuniarios;  y  es  criminal,  cuando  se  trata  de  la 
averiguación  y  castigo  de  un  delito.  Aunque  el  nombre  de 
causa  es  común  á  los  asuntos  civiles  y  criminales,  se  aplica 
no  obstante  mas  bien  á  los  criminales  que  á  los  civiles ,  usán- 
dose preferentemente  con  respecto  á  estos  el  de  pleito.  Sin 
embargo,  el  Diccionario  de  la  lengua  castellana  designa  in- 


(1)  Véase  el  Febr.  mej.,  tom.  3,  pág.  235,  sobre  escrituras 
de  sacar  á  paz  y  á  salvo. 

(2)  La  ley  16 ,  lit.  i  ,  lib.  5 ,  Nov.  Rec.  manda  que  ningún  juez 
reciba  caución  de  indemnidad  de  la  parte  por  quien  üa  de  dar 
la  sentencia. 
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distintamente  ,  asi  con  el  nombre  de  causa  como  con  el  de 
pleito ,  las  contiendas  ó  negocios  de  ambas  clases  ,  llamando 
causa  al  pleito  contestado  por  las  partes  ante  el  juez  ,  y  al 
proceso  criminal  que  se  hace  coníra  alguno  por  delito ,  ya 
sea  de  oficio ,  ó  ya  á  instancia  de  parte. 

Según  la  ley  9,  tít.  6 ,  Part.  6,  y  la  ley  7,  tít.  29,  Part.  7, 
las  causas  civiles  habían  de  acabarse  en  el  término  de  tres 
años,  y  las  criminales  en  el  de  dos;  de  modo  que  si  en  este 
tiempo  no  se  averiguaba  la  verdad  ,  debia  ser  absuelto  el  reo, 
y  condenado  el  acusador  :  mas  estas  Teyes  habian  caducado 
ya  cuando  las  comentaba  Gregorio  López. 

Fenecida  cualquiera  causa  civil  ó  criminal ,  si  alguien  pi- 
diere que  á  su  costa  se  le  dé  testimonio  de  ella  ó  del  mem  rial 
ajustado  para  imprimirlo  ó  para  otro  uso,  estará  obligado  á 
mandarlo  así  el  juez  ó  tribunal  respectivo  ;  art.  lll,  réglant, 
de  26  de  setiembre  de  1855.  Aunque  la  regla  es  general, 
parece  sin  embargo  que  en  aquellas  causas  que  se  han  visto 
á  puerta  cerrada  no  debe  darse  el  testimonio  sino  á  los  inte- 
resados ó  á  quien  lo  reclame  para  hacer  uso  de  él  en  otro 
proceso,  como  se  ha  practicado  hasta  el  dia. 

Las  causas,  así  civiles  como  criminales,  deben  seguirse 
ante  los  jueces  á  quienes  correspondan  y  en  la  forma  esta- 
blecida por  las  leyes.  Véase  Caso  de  corle,  Competencia, 
Juez  y  Juicio  en  sus  diferentes  artículos,  y  Pleito. 

Usanse  en  materia  de  causas  algunas  frases  que  es  nece- 
sario saber.  Acriminar  la  causa  ,  es  agravar  ó  hacer  mayor 
el  delito  ó  la  culpa.  Arrastrar  la  causa,  es  avocar  un  tribunal 
la  causa  que  pendía  en  otro.  Conocer  de  una  causa ,  es  ser 
juez  de  ella.  Dar  la  causa  por  conclusa,  es  declarar  que  no 
hay  mas  que  alegar  en  un  pleito ,  dándole  por  fenecido  para 
que  el  juez  sentencie.  Salir  á  la  causa ,  es  mostrarse  parte 
en  algún  pleito ,  oponiéndose  al  que  es  contrario  en  él.  Véase 
Autos. 

CAUSA  final.  El  fin  con  que  se  hace  alguna  cosa;  como 
cuando  dice  un  testador  que  lega  tal  cantidad  á  Ticio  para 
que  le  haga  un  sepulcro  ,  ó  para  que  se  case  con  Lucrecia. 
La  causa  final  suele  llamarse  modo ,  y  se  refiere  siempre  al 
tiempo  venidero  ;  y  así  se  dice  en  materia  de  legados  :  Modus 
est  ratio  legandi  in  fulurum  tempus  collata.  Véase  Legado 
modal. 

CAUSA  impulsiva  ó  motiva.  La  razón  ó  motivo  que  nos 
inclina  á  hacer  alguna  cosa.  La  causa  tomada  en  este  sentido 
se  suele  llamar  simplemente  causa ,  y  se  refiere  siempre  al 
tiempo  pasado;  y  así  en  materia  de  legados  se  dice  :  Causa 
est  ratio  legandi  in prœteritum  tempus  collata.  Véase  Legado 
causal. 

CAUSANTE.  La  persona  de  quien  se  deriva  à  alguno  el 
derecho  que  tiene;  y  así  el  que  posee  un  mayorazgo  llama 
su  causante  al  que  le  fundó.  Véase  Autor. 

CAUSÍDICO.  Lo  que  pertenece  al  seguimiento  de  causas 
y  pleitos;  —  y  antiguamente  el  abogado. 

CAUTIVO.  El  que  ha  sido  cogido  por  los  infieles  y  vivo 
en  su  poder  como  esclavo.  Todo  individuo ,  sea  hijo,  padre, 
pariente  ó  estraño ,  que  por  testamento  ó  ab  intestato  tiene 
derecho  de  heredar  á  uno  que  se  halla  cautivo,  debe  hacer 
todas  las  gestiones  que  están  á  su  alcance  para  redimirle  ; 
de  manera  que  si  por  malicia  ó  negligencia  dejase  de  prac- 
ticarlas siendo  mayor  de  diez  y  ocho  años,  puede  ser  deshe- 
redado por  el  cautivo  que  hiciere  testamento  en  su  cautiverio 
ó  fuera  de  él ,  y  queda  privado  de  la  herencia  testamentaria 
ó  intestada ,  como  asimismo  de  las  mandas  ó  legados ,  del 
cautivo  que  muriese  en  poder  de  los  enemigos.  El.cónyuge 
que  viese  yacer  al  otro  en  tamaña  cuita  et  nol  quisiese  sacar, 
puede  ser  desheredado  de  los  derechos  que  debie  haber  por 
razón  del  casamiento.  Los  bienes  de  los  que  por  mengua  de 
non  haber  quien  los  sacase  murieron  en  el  cautiverio ,  deben 
venderse  para  la  redención  de  otros  cautivos  ,  porque  non 
sean  heredados  daquellos  que  los  dejaron  morir  en  cativo 
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pudiéndolos  sacar  et  non  quisieron.  Ley  3,  lit.  29 ,  Part.  2, 
y  leyes  G  y  i[,  Vit.  7,  Part.  6. 

La  autoridad  pública  debe  cuidar  de  que  los  bienes  del 
cautivo  no  se  pierdan  ni  menoscaben  ;  y  así  lia  de  hacer  que 
si  se  hallaren  abandonados  se  entreguen  mediante  inventario 
á  los  parientes  mas  inmediatos  que  no  sean  sospechosos,  y 
en  su  defecto  á  sugetos  de  probidad ,  para  que  los  guarden  , 
manejen  y  administren  en  beneficio  del  cautivo,  y  aun  los 
vendan  ó  hipotequen  en  caso  necesario  para  la  obtención 
del  rescate.  Los  parientes  administradores  que  cometiesen 
dolo  ó  falsedad  no  queriendo  dar  al  cautivo  su  derecho  ó 
tomando  para  sí  mas  de  lo  justo ,  débenlo  pechar  doblado  y 
ademas  perder  el  derecho  que  tuviesen  á  heredarle:  mas  si 
fuesen  estraños,  débenlo  pechar  sencillo  y  otro  tanto  de  lo 
suyo;  ley  U,  lit.  29,  Part.  2.  No  corre  la  prescripción  contra 
el  cautivo,  quien  por  consiguiente  si  despues  que  sale  del 
cautiverio  hallase  alguna  de  sus  cosas  en  poder  de  otro  que 
dijese  que  la  habia  ganado  por  tiempo,  la  podria  demandar 
durante  el  espacio  de  cuatro  años  contados  desde  el  tercer 
dia  que  hubiere  llegado  á  su  casa  ;  bien  que  si  fuese  menor, 
podria  reclamarla  hasta  cumplir  los  veinte  y  cinco  años  y 
otros  cuatro  después;  ley  b,  lit.  29,  Part.  2. 

El  cautivo  continúa  en  el  goce  de  todos  los  derechos  civi- 
les, siendo  considerado  como  ausente  y  detenido  contra  de- 
recho y  razón  ,  mas  de  ningún  modo  como  esclavo  ;  pues 
aunque  haya  perdido  de  hecho  el  uso  de  la  libertad,  respecto 
de  que  está  sujeto  al  capricho  de  los  que  le  tienen  en  su  po- 
der, permanece  siempre  libre  juris  inlellcclu.  Es  por  tanto 
capaz  de  sucesiones  y  legados,  que  puede  adquirir  y  recoger 
por  medio  de  procurador  ó  mandatario.  Serán  también  váli- 
dos sus  contratos,  como  igualmente  sus  disposiciones  de 
última  voluntad ,  siempre  que  apareciere  no  ser  efecto  de  la 
fuerza  ;  ley  6,  lit.  29,  Part.  2. 

El  que  redime  á  nn  cautivo,  puede  luego  pedirle  el  reem- 
bolso de  lo  que  hubiere  dado  por  el  rescate,  menos  en  los 
cinco  casos  siguientes  :  Io.  —  cuando  hubiese  hecho  esta 
obra  tan  benéfica  por  pura  caridad:  —  2o.  cuando  fuese  as- 
cendiente ó  descendiente,  marido  ó  mujer  :  — 5o.  cuando 
un  hombre  redimiese  á  una  mujer  ó  una  mujer  á  un  hombre, 
y  después  se  casasen  el  uno  con  el  otro  :  —  h°.  cuando  uno 
redimiese  á  una  mujer,  y  después  yoguiese  con  ella  ó  consen- 
tisse a  otro  de  lo  facer  :  —  b°.  cuando  dejase  pasar  un  año 
sin  hacer  demanda  alguna  judicial  ni  estrajudicial,  y  pasado 
este  término  muriese  el  redimido,  pues  se  presumiría  ha- 
berle remitido  la  cantidad  anticipada  y  ya  no  podria  pedirla 
á  los  herederos;  leyes  H  y  12,  lit.  29  ,  'Part'.  2. 

El  que  en  un  viaje  marítimo  se  espone  á  riesgo  de  ser  he- 
cho cautivo,  puede  hacer  asegurar  su  libertad,  conviniéndose 
con  el  asegurador,  mediante  cierta  prima,  en  que  si  fuere 
cogido  por  pueblos  que  reducen  sus  prisioneros  á  esclavi- 
tud, como v.  gr.  por  los  Berberiscos,  quedará  el  asegurador 
obligado  á  rescatarle.  En  los  seguros  de  la  libertad  de  los 
navegantes,  como  dice  el  código  de  comercio,  se  espresará  : 
Io.  —el  nombre,  naturaleza,  domicilio,  edad  y  señas  de  la 
persona  asegurada;  —  2o.  el  nombre  y  matrícula  del  navio 
en  que  se  embarca;  —3o.  el  nombre  de  su  capitán;  —  4°.  el 
puerto  de  su  salida;  —  5o.  el  de  su  destino  ;  —  6o.  la  can- 
tidad convenida  para  el  rescate  ,  y  los  gastos  del  regreso  á 
España;  7o. —  el  nombre  y  domicilio  de  la  persona  que 
se  ha  de  encargar  de  negociar  el  rescate;  —  8o.  el  término 
en  que  este  ha  de  hacerse  ,  y  la  indemnización  que  deba 
retribuirse  en  caso  de  no  verificarse.  El  objeto  del  contrato 
no  es  propiamente  la  libertad  misma  ,  que  es  inapreciable, 
sino  mas  bien  el  dinero  necesario  para  recobrarla.  Véase 
Aseguración ,  art.  8S1. 

CAZA.  El  perseguimiento  y  ocupación  ó  captura  de  las 
aves,  fieras  y  otros  animales;  como  la  de  jabalíes,  venados, 
lobos  ,  cieryos  ,  etc.,  que  se  llama  caza  mayor  ;  y  la  de  lie- 


bres, conejos ,  perdices  ,  palomas  ,  etc.,  que  se  llama  caza 
menor.  Llámanse  también  caza  las  mismas  aves  ó  fieras  que 
se  van  á  cazar,  antes  y  después  de  cogidas. 

La  caza  es  el  modo  mas  antiguo  de  adquirir  el  dominio  ó 
propiedad  de  las  cosas  ,  pues  es  sin  duda  el  primero  que  la 
naturaleza  enseñó  á  los  hombres  para  buscar  el  sustento. 
Hablando  pues  según  lo  que  se  llama  derecho  de  gentes  , 
todos  los  nombres  tienen  facultad  de  cazar;  porque  los 
animales,  que  la  naturaleza  ha  criado  para  todos  los  hom- 
bres, no  pueden  ser  sino  el  precio  de  la  industria  y  destreza 
de  los  que  los  cojan,  sin  que  nadie  pueda  arrogarse  el  dere- 
cho esclusivo  de  hacerlos  suyos.  Pero  si  en  los  países  vastos 
que  no  están  poblados  en  proporción  de  su  estension,  y  donde 
los  terrenos  no  apropiados,  los  yermos  incultos ,  los  bosques 
silvestres  forman  espacios  muy  considerables ,  puede  ejer- 
cerse sin  limitación  el  derecho  de  caza;  no  sucede  lo  mismo 
en  las  sociedades  civilizadas,  en  que  la  agricultura  ha  hecho 
grandes  progresos  ,  y  en  que  las  tierras  no  apropiadas  son 
solamente  una  cortísima  porción  de  las  que  han  recibido  la 
marca  de  la  propiedad.  Aquí  la  libertad  absoluta  en  este 
ramo  tiene  muchos  y  gravísimos  inconvenientes  ,  cuales 
son  :  —  la  entera  aniquilación  de  los  animales,  pues  su  des- 
trucción seria  mas  acelerada  que  su  reproducion  ;  —  el  pe- 
ligro que  hay  de  que  atraidos  del  placer  de  este  ejercicio  se 
dediquen  á  él  un  gran  número  de  hombres,  abandonando 
las  artes,  el  comercio  y  la  agricultura ,  con  notable  perjuicio 
de  la  sociedad,  y  entregándose  á  la  holgazanería,  á  la  indi- 
gencia y  tal  vez  al  delito  ;  —  el  estado  de  guerra  en  que  esta- 
rían continuamente  los  propietarios  con  los  cazadores  ;  —  y 
en  fin  la  multitud  de  leyes  necesarias  para  arreglar  este  de- 
recho y  castigar  las  violaciones. 

Por  eso  el  célebre  Solón,  uno  de  los  mayores  sabios  de  la 
Grecia ,  viendo  que  el  pueblo  de  Atenas  se  abandonaba  al 
ejercicio  de  la  caza  ,  con  sensible  atraso  de  las  artes  y  gravo 
perjuicio  del  Estado  ,  no  tuvo  dificultad  en  prohibirla  ente- 
ramente ;  y  por  fin  la  violación  y  desprecio  de  esta  ley  fue- 
ron causa  de  la  ruina  y  perdición  de  Atenas. 

Entre  nosotros  la  libertad  de  la  caza  ha  tenido  diferentes 
modificaciones.  Está  prohibido  generalmente  el  cazar  desde 
el  dia  primero  de  marzo  hasta  el  primero  de  agosto,  y  de 
puertos  al  mar  Océano  desde  el  mismo  primero  de  marzo 
hasta  primero  de  setiembre  ;  y  en  todo  el  año  en  los  dias  do 
nieve  y  fortuna  ;  esceptuándose  solo  los  dueños  de  los^sítios 
vedados  ó  sus  arrendatarios,  que  podrán  cazar  conejos 
en  ellos  desde  el  dia  de  S.  Juan  Bautista  hasta  primero  do 
marzo.  Está  prohibido  también  el  uso  de  galgcs  en  el  espre- 
sado tiempo  de  veda ,  ampliándose  esta  prohibición  en  los 
parajes  plantados  de  viña  ,  hasta  que  sea  cogido  el  fruto. 
Igualmente  está  prohibido  sin  espresion  de  tiempo  el  cazar 
con  perdices  de  reclamo,  lazos ,  perchas,  orzuelos ,  redes  y 
demás  instrumentos  que  destruyen  la  abundancia  de  la 
caza  ;  pero  se  permite  todo  esto  en  la  caza  de  codornices  y 
otros  pájaros  de  paso  ,  aun  en  el  tiempo  de  veda.  Está  pro- 
hibido últimamente  el  cazar  con  hurones,  los  cuales  se  manda 
que  se  maten,  con  una  leve  escepcion  en  los  sitios  vedados  (1). 
Ahora  rige  el  real  decreto  de  5  de  mayo  de  1854  sobre  caza 
y  pesca,  que  contiene  acerca  de  la  primera  las  disposiciones 
siguientes  • 

TÍTULO  PRIMERO. 

De  ¡a  caza  en  tierras  de  propiedad  particular. 

Io.  Los  dueños  particulares  de  las  tierras  lo  son  también 
de  cazar  en  ellas  libremente  en  cualquier  tiempo  del  año , 
sin  traba  ni  sujeción  á  regla  alguna. 

(1)  El  decr.  de  16  de  abril  de  1811  declaró  la  libertad  del  buceo 
de  perla  ,  pesca  de  ballena  ,  nutria  y  lobo  marino  en  los  dominios 
de  Indias ,  y  hay  otras  providencias  que  pueden  verse  eu  cl  art. 
Pesca. 
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2o.  En  los  mismos  términos,  y  con  la  misma  amplitud  po- 
drán cazar  en  las  tierras  de  particulares  los  que  no  sean  sus 
dueños ,  con  licencia  de  estos  por  escrito. 

5o.  Cuaudo  el  dueño  de  las  tierras  dé  licencia  para  cazar 
en  ellas,  y  la  licencia  para  hacerlo  con  la  espresada  amplitud 
no  conste  por  escrito  ,  el  cazador  estará  sujeto  á  las  restric- 
ciones de  ordenanza  que  se  espresarán  en  adelante  para  los 
baldíos. 

k°.  Se  podrá  cazar  sin  licencia  de  los  dueños ,  pero  con 
sujeción  á  las  indicadas  restricciones  de  ordenanza  ,  en  las 
tierras  abiertas  de  propiedad  particular  que  no  estén  labra- 
das 6  que  estén  de  rastrojo. 

S°.  Los  arrendatarios  de  las  tierras  de  propiedad  particu- 
lar tendrán  en  orden  á  la  caza  las  facultades  que  estipulen 
con  los  dueños. 

6o.  No  se  podrá  cazar  en  tierras  ajenas  de  propiedad  par- 
ticular, sino  en  los  casos  y  en  los  términos  espresados  en  los 
cuatro  artículos  precedentes. 

7o.  La  caza  que  cayere  del  aire  en  tierra  de  propiedad  ó 
entrase  en  ella  después  de  herida  ,  pertenece  al  dueño  ó  ar- 
rendatario de  la  tierra  y  no  al  cazador,  conforme  á  lo  dis- 
puesto en  la  ley  17,  título  28  de  la  3a.  Partida. 

8o.  Los  que  con  el  objeto  de  cazar  violasen  y  saltasen  los 
cercados  de  tierra  de  propiedad  particular,  pagarán  ademas 
de  los  daños  que  causaren,  incluso  el  valor  de  la  caza  que 
matasen  ó  cogiesen,  que  debe  ser  para  el  dueño,  ó  arrenda- 
tario en  su  caso  ,  las  costas  del  procedimiento  si  lo  hay,  y 
ademas  20  rs.  vn.  por  la  primera  vez,  30  por  la  segunda ,  y 
liO  por  la  tercera. 

TÍTULO  II. 

De  la  caza  en  tierras  de  propios  y  baldíos. 

9o.  En  las  tierras  que  no  sean  de  propiedad  particular  se 
prohibe  cazar,  por  lo  tocante  á  las  provincias  de  Álava , 
Avila, Burgos,  Coruña,  Guipúzcoa,  Huesca,  León,  Logroño, 
Lugo,  Navarra,  Orense,  Oviedo,  Palencia,  Pontevedra, 
Salamanca,  Santander,  Segovia,  Soria,  Valladolid,  Vizcaya 
y  Zamora,  desde  Io.  de  abril  hasta  Io.  de  setiembre.  Y  en  lo 
demás  del  reino,  inclusas  las  islas  Baleares  y  Canarias,  desde 
Io.  de  marzo  hasta  Io.  de  agosto. 

10.  Se  prohibe  asimismo  cazar  durante  todo  el  año  en  los 
dias  de  nieve  y  los  llamados  de  fortuna;  á  escepcion  del  caso 
que  se  espresará  en  el  tít.  4o. 

11.  Se  prohibe  cazar  en  todo  tiempo  con  hurones  ,  lazos  , 
perchas,  redes  y  reclamos  machos.  De  esta  regla  general  se 
esceptúan  las  codornices  y  demás  aves  de  paso ,  respecto  de 
las  cuales  se  permite  cazarlas  durante  el  tiempo  de  su  trán- 
sito, aunque  sea  con  redes  y  reclamos.  (Véase  Uron.) 

12.  Los  ayuntamientos  podrán  arrendar,  con  aprobación 
del  subdelegado  de  la  provincia  (hoy  jefe  político) ,  la  caza 
en  las  tierras  de  propios  de  los  pueblos  ;  y  los  arrendatarios 
podrán  dar  licencia  á  los  demás  para  que  cazen  ;  pero  unos 
y  otros  lo  harán  con  sujeción  á  las  restricciones  que  se  es- 
presan  en  este  título. 

13.  Los  que  cazen  en  tierras  de  propios  arrendadas  sin 
tener  licencia  del  arrendatario,  ó  faltando  á  las  restricciones 
de  la  ordenanza ,  pagarán  en  uno  y  otro  caso  al  arrendatario 
el  valor  de  la  caza  que  mataren  ó  cogieren,  y  ademas  20  rs. 
la  primera  vez,  30  la  segunda  y  hO  la  tercera.  La  mitad  de 
esta  multa  será  para  el  arrendatario  ,  y  la  mitad  para  el 
fondo  destinado  al  esterminio  de  animales  dañinos  de  que  se 
hablará  en  el  tít.  lí°. 

14.  En  los  montes  y  baldíos  que  no  pertenezcan  á  propios 
podrán  cazar  los  vecinos  del  pueblo  respectivo,  con  sujeción 
á  las  reglas  y  restricciones  establecidas  en  este  título.  Las 
justicias  podrán  dar  licencia  para  lo  mismo  á  los  forasteros. 

15.  Se  permite  cazar,  con  sujeción  á  las  restricciones  con- 


tenidas en  este  decreto  ,  en  los  montes ,  baldíos  y  tierras  de 
propios  que  no  estén  arrendadas,  á  los  que  obtengan  licencia 
del  subdelegado  de  la  provincia. 

16.  Estas  licencias  se  concederán  por  escrito  ,  previo  el 
informe  de  la  justicia  ú  otro  que  se  estime  conveniente.  Los 
vecinos  pagarán  por  la  licencia  anual  para  cazar  en  el  tér- 
mino jurisdiccional  de  sus  pueblos  respectivos  ,  10  rs.  ;  el 
doble  los  que  la  obtengan  para  cazar  en  toda  la  provincia; 
y  el  cuadruplo  los  cazadores  de  profesión ,  los  cuales  se 
entenderá  que  la  tienen  para  toda  la  provincia. 

17.  Los  productos  de  esta  tarifa  quedan  afectos  especial- 
mente al  pago  de  las  recompensas  por  la  estincion  de  ani- 
males dañinos  ,  de  que  se  hablará  en  el  título  k°. 

18.  No  se  permite  por  regla  general  cazar  hasta  la  distan- 
cia de  bOO  varas,  contadas  desde  las  últimas  casas  de  los 
pueblos,  para  evitar  los  peligros  de  personas  y  de  incendios. 

TITULO  III. 

De  la  caza  de  palomas. 
=  Véase  Palomas. 

TÍTULO  IV. 

De  la  caza  de  animales  dañinos. 

25.  Será  libre  la  caza  de  animales  dañinos,  á  saber;  lo- 
bos, zorras,  garduñas,  gatos  monteses,  tejones  y  turones  en 
las  tierras  abiertas  de  propios  ,  en  las  baldías  y  en  las  ras- 
trojeras no  cerradas  de  propiedad  particular  ,  durante  todo 
el  año,  inclusos  los  dias  de  nieve  y  los  llamados  de  fortuna. 

26.  No  se  permite  en  ninguna  clase  dé  tierras  abiertas, 
aunque  estén  amojonadas,  cazar  don  cepos,  trampas  ni 
ningunos  otros  armadijos  de  que  pueda  resultar  perjuicio  á 
los  pasajeros  ó  á  los  animales  domésticos.  Los  infractores 
pagarán,  ademas  del  daño  y  las  costas  ,  40  rs.  de  multa  por 
la  primera  vez ,  60  por  la  segunda  y  80"  por  la  tercera. 

%1.  En  las  tierras  cercadas,  sean  de  propios  ó  de  particu- 
lares ,  no  se  permite  la  caza  de  animales  dañinos  sin  licencia 
de  los  dueños  ó  arrendatarios. 

28.  Los  dueños  y  arrendatarios  de  tierras  cercadas,  y  no 
otros,  podrán  poner  en  ellas  cepos  ú  otras  cualesquier  espe- 
cies de  trampas  y  armadijos  para  coger  ó  matar  animales 
dañinos.  En  cuyo  caso  estarán  obligados  á  poner  y  mantener 
en  paraje  visible  un  padrón  con  el  aviso  para  que  nadie  pue- 
da alegar  ignorancia. 

29.  Para  fomentar  el  esterminio  de  los  animales  dañinos 
se  pagarán  á  las  personas  que  los  presenten  muertos,  por 
cada  lobo  40  rs.,  60  por  cada  loba ,  y  80  si  está  preñada;  y 
20  rs.  por  cada  lobezno  ;  la  mitad  respectivamente  por  cada 
zorro,  zorra  ó  zorrillo;  y  la  cuarta  parte  también  respecti- 
vamente por  las  garduñas  y  demás  animales  menores  arriba 
espresados,  tanto  machos  como  hembras  y  sus  crias. 

50.  Los  que  tengan  derecho  á  las  precedentes  recompen- 
sas presentarán  á  la  justicia  el  animal  ó  animales  muertos , 
y  la  justicia  les  entregará  la  cantidad  correspondiente  bajo 
recibo. 

51.  Estos  recibos  juntos  con  las  colas  y  orejas  de  los  lobos 
y  zorras,  y  las  pieles  de  las  garduñas  y  demás  animales  arriba 
espresados,  serán  los  documentos  que  han  de  presentar  las 
justicias  en  la  capital  de  provincia  para  justificar  en  suscueD^ 
tas  los  artículos  de  esta  clase,  que  no  se  les  abonarán  sin  am- 
bos requisitos. 

32.  Para  el  pago  de  las  espresadas  recompensas  en  los 
pueblos ,  queda  asignada  la  mitad  de  las  penas  pecuniarias 
impuestas  á  los  infractores  de  todas  las  disposiciones  conte- 
nidas en  los  artículos  anteriores,  inclusas  las  relativas  á  pa- 
lomares ,  como  asimismo  la  mitad  de  las  que  se  espresan  en 
los  siguientes  títulos  sobre  la  pesca. 
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33.  Si  el  importe  de  la  mitad  de  dichas  penas  no  alcan- 
zare á  cubrir  el  de  las  recompensas ,  los  cazadores  podrán 
reclamarlas  en  la  oficina  general  de  propios  de  la  provincia, 
presentando  certificación  de  la  justicia  junto  con  los  despo- 
jos ó  pieles  de  los  animales. 

54.  Si  déla  mitad  de  las  penas  sobrase  para  pagar  las  re- 
compensas, el  resto  se  agregará  á  la  masa  de  arbitrios 
comunales  del  pueblo. 

55.  Se  prohiben  las  batidas  comunales  de  los  pueblos  bajo 
ningún  prelesto,  incluso  el  del  esterminio  de  animales  da- 
ñinos, dejando  este  cuidado  al  interés  particular  de  los  caza- 
dores. »  —  Véase  Pesca  y  Animales  fieros. 

En  decreto  de  Cortes  de  13  de  setiembre  de  1857  se  halla 
establecido  que  :  «  El  disfrute  de  caza  y  pesca  en  los  montes 
y  terrenos  de  que  trata  el  art.  3o.  del  decreto  de  1';  de  enero 
de  1812  sobre  abolición  de  las  ordenanzas  de  montes  y  plan- 
tíos (esto  es,  en  los  terrenos  destinados  á  plantío,  cuyo  sue- 
lo y  arbolado  sean  de  dominio  particular),  ó  en  otros  que 
estuvieren  cerrados  ó  acolados,  corresponde  privativamente 
á  los  dueños ,  y  nadie  podrá  cazar  ni  pescar  en  ellos  sin  su 
previo  permiso ,  ó  de  quien  sus  veces  hiciere.  » 

-j-  Quede  suspensa  por  ahora  la  ejecución  de  los  artí- 
culos 16  y  17  del  real  decreto  de  3  de  mayo  de  1854  :  en  su 
consecuencia  continúe  la  policía  espidiendo  las  licencias  de 
caza  y  pesca  con  la  misma  retribución  establecida  en  sus  re- 
glamentos vigentes ,  aplicando  á  sus  fondos  el  producto  como 
hasta  aquí  ;  y  por  la  presentación  de  animales  dañinos 
muertos  se  hagan  los  abonos  establecidos  antes  del  espre- 
sado real  decreto  en  las  mismas  cantidades  y  por  los  mis- 
mos fondos  sobre  .que  estaban  señalados.  B.I.  órcl.  de  25  de 
mayo  de  1834. 

Previniéndose  literalmente  en  el  artículo  Io.  del  real  de- 
creto de  5  de  mayo  de  1854  que  solo  los  dueños  puedan  ca- 
zar, y  de  ninguna  manera  los  colonos  sin  autorización  del 
propietario  por  escrito,  seguñ  previene  el  art.  2°.,  se  ha  ser- 
vido resolver  S.  M.  que  se  lleve  á  debido  efecto  lo  dispuesto 
por  el  citado  real  decreto ,  sin  permitir  su  trasgresion  en  el 
real  heredamiento  de  Aranjuez,  ni  otro  alguno  de  los  del  pa- 
trimonio de  S.  M.  ó  sus  terrenos  adyacentes.  Rl.  órd.  de  12 
de  junio  de  1834. 

El'  Suplemento  á  este  Diccionario  contiene  en  el  artículo 
Caza  otras  reales  órdenes  y  aclaraciones  sobre  la  materia. 
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CÉDULA.  La  escritura  privada  en  que  uno  confiesa  ha- 
ber recibido  de  otro  cierta  cantidad  que  promete  pagarle 
dentro  de  un  término  señalado  ó  á  voluntad  del  acreedor. 
Para  que  una  cédula  haga  fe  enjuicio  se  requiere  que  sea 
reconocida  por  el  que  la  hizo ,  ó  probada  por  dos  testigos 
que  declaren  enjuicio  contradictorio  haberla  visto  hacer  (l). 
Véase  Libranza,  Vale,  Instrumento  ejecutivo  é Instrumento 
privado. 

CÉDULA.  La  papeleta  de  citación  que  suele  fijarse  á  la 
puerta  de  la  casa  del  reo  ó  demandado  que  se  esconde  ó  no 
parece.  Véase  Citación. 

CÉDULA  ante  diem.  El  papel  firmado  regularmente 
del  secretario  da  algún  cuerpo,  por  el  que  se  cita  á  sus  in- 
dividuos para  juntarse  al  dia  siguiente ,  con  espresion  del 
asunto  que  se  ha  de  tratar  (2). 

(l)Ley  119,  tít.  18,  Part.  5,  y  4,  tít.  28,  lib.  11  ,  Nov.  Rec. 

(2)  Esta  cédula  ante  diem  es  indispensable  para  que  se  celebren 
los  cabildos  por  el  ayuntamiento  de  la  capital  de  Méjico,  de  ma- 
nera que  según  sus  ordenanzas,  los  porteros  ban  de  presentar  la 
cédula  por  el  reverso  firmada  de  todos  los  capitulares,  á  fin  de 
que  no  se  alegue  falta  de  citación  :  y  en  caso  de  ofrecerse  materia 
que  no  admita  esta  dilación,  se  entienda  la  citación  para  junta 


CÉDULA  bancaria.  La  cédula  de  banco  con  que  el  pro- 
visto por  Roma  en  beneficios  ó  prebendas  de  España  y  Por- 
tugal afianzaba  en  la  Dataría  el  pago  de  la  pension  que  le 
imponían  al  tiempo  de  proveerle  en  la  prebenda  ó  beneficio. 

CÉDULA  de  banco.  El  vale  ó  papel  trasmisible  que  re- 
presenta una  de  las  partes  ó  porciones  que  componen  el 
fondo  de  un  banco.  Véase  Billete  de  Banco. 

CÉDULA  de  abono.  La  orden  que  se  da  por  los  tribu- 
nales de  hacienda  cuando  se  perdona  á  un  pueblo  algún  dé- 
bito ,  á  fin  de¡  que  al  recaudador  se  le  admita  en  data  igual 
cantidad. 

CÉDULA  de  diligencias.  El  despacho  que  se  espide 
por  un  tribunal  dando  comisión  á  un  juez  para  hacer  alguna 
averiguación. 

CÉDULA  de  indulto.  La  carta  ó  provision  en  que  el 
rey  se  sirve  condonar  á  un  reo  la  pena  merecida  por  el  de- 
lito. El  reo  que- ha  obtenido  esta  gracia,  debe  presentar  por 
sí  ó  por  procurador  la  cédula  en  el  tribunal  de  la  causa  me- 
diante pedimento ,  del  cual  se  da  traslado  al  fiscal  y  parte 
querellante  si  la  hay,  quien  tiene  el  término  de  tres  dias 
para  responder  :  pasados  sin  hacerlo ,  se  le  acusa  la  rebel- 
día ;  y  trascurridos  otros  tres  sin  oposición ,  se  determina  el 
cumplimiento  del  indulto.  No  habiendo  parte ,  ó  habiendo 
concedido  esta  su  perdón ,  se  sustancia  solo  con  el  fiscal  el 
cumplimiento  de  la  cédula;  Herrera,  Pract.  crim.,  Ub.  2, 
cap.  5. 

CÉDULA  de  preeminencias.  La  orden  ó  despacho  que 
se  da  por  el  gobierno  á  favor  de  algunos  individuos  de  un 
tribunal ,  consejo  ú  otro  cuerpo  ,  que  habiendo  servido  mu- 
chos años  sus  oficios  ,  no  pueden  continuar  por  enfermos , 
ocupados  ú  otras  causas  ,  mandando  que  no  seles  precise  à 
la  asistencia  ,  que  se  les  conserven  los  salarios ,  emolumen- 
tos y  honores ,  y  que  gocen  la  facultad  de  concurrir  siempre 
que  quieran  en  su  lugar  y  grado  ,  y  con  el  uso  de  su  voto. 
—  En  la  milicia  es  el  despacho  con  que  al  oficial  que  se  re- 
tira se  conserva  el  fuero  militar  que  le  corresponde  por  su 
grado. 

CÉDULA  real.  El  despacho  del  rey  espedido  por  algún 
tribunal  superior  ,  en  que  se  concede  alguna  merced  ó  se 
toma  alguna  providencia.  Su  cabeza  es  :  el  rey ,  sin  espre- 
sion de  mas  dictados  :  va  firmado  del  mismo  rey  :  el  secre- 
tario del  tribunal  á  que  pertenece  pone  la  refrendata  menor; 
se  rubrica  por  algunos  ministros  ;  y  por  lo  regular  se  entrega 
á  la  parte. 

CÉDULA  JE.  Cierto  derecho  que  se  paga  por  el  despa- 
cho de  las  cédulas  obtenidas. 

CEDULÓN.  La  cédula  ó  papeleta  de  emplazamiento  en 
que  se  cita  á  un  reo  ó  demandado  ausente  ó  escondido  para 
que  se  presente  en  el  tribunal;  y  suele  fijarse  en  la  puerta 
de  su  casa  ó  entregarse  á  sus  parientes  ó  vecinos  mas  cer- 
canos á  fin  de  que  llegue  á  su  noticia.  También  se  llaman 
así  los  edictos  de  escomunion  que  se  ponen  en  las  puertas 
de  las  iglesias  ;  y  los  pasquines  ó  papeles  satíricos  que  apa- 
recen en  las  esquinas  ó  sitios  públicos  en  descrédito  ó  me- 
nosprecio de  alguna  persona.  Véase  Citación  y  Pasquín. 

CELADA.  La  ocultación  de  alguno  en  un  paraje,  ace- 
chando á  su  enemigo  ó  á  cualquiera  otra  persona  para 
asaltarla  descuidada  ó  desprevenida  con  el  objeto  de  maltra- 
tarla ó  robarla;  —y  también  el  engaño  ó  fraude  dispuesto 
con  artificio  y  disimulo.  Véase  Homicidio. 

f  CELADOR  de  camino.  En  el  Suplemento  á  este  Dic- 
cionario se  halla  la  real  orden  de  2b  de  abril  de  1839,  que 
prescribe  las  condiciones  ó  requisitos  necesarios  para  dicho 
empleo ,  las  obligaciones  y  demás. 

y  no  para  cabildo,  y  no  se  trate  ni  resuelva  en  ella  negocio  de 
gravedad ,  pues  este  necesita  premeditación  que  no  puede  tenerse 
en  el  mismo  dia. 
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f  CELADOR  DE  PROTECCIÓN  Y  SEGURIDAD  PÚBLICA.  Las 

atribuciones  de  estos  empleados,  su  traje,  etc.,  se  espliean 
en  una  real  orden  de  50  de  enero  de  18W  transcrita  en  di- 
cho Suplemento.  —  En  Madrid  los  celadores  han  sido  supri- 
midos y  han  tomado  el  nombre  de  subcomisarios  por  real 
orden  de  28  de  abril  de  1847.  Véase  Comisario  de  protec- 
ción y  seguridad  pública. 

CELIBATO.  El  estado  del  hombre  ó  mujer  que  vive  sin 
casarse.  Esta  voz,  según  pretenden  algunos,  se  compone  de 
las  palabras  latinas  cœli  bealiludo  ,  bienaventuranza  del 
cielo,  como  si  el  celibato  fuese  una  vida  celestial.  Sin  em- 
bargo, ha  habido  naciones  en  que  eran  mirados  con  despre- 
cio los  que  no  salían  de  semejante  estado.  Entre  los  Ate- 
nienses y  Lacedemonios  tenían  que  pagar  los  célibes  cierta 
multa ,  y  entre  los  Romanos  estuvieron  también  sujetos  á 
varias  penas  que  después  fueron  abolidas  (i).  No  se  hallan 
castigados  así  entre  nosotros;  pero  con  el  objeto  de  fomen- 
tar los  matrimonios ,  se  han  hecho  algunas  concesiones  á 
favor  de  los  casados ,  cuales  son  :  —  que  en  los  cuatro  pri- 
meros años  estén  esentos  de  todas  las  cargas  y  oficios  con- 
cejiles ,  y  aun  en  los  dos  primeros  de  todo  género  de  tribu- 
tos. Véase  Casados. 

CEMENTERIO.  El  terreno  descubierto  que  está  consa- 
grado para  enterrar  los  cadáveres  de  los  fieles.  —  Entre 
nosotros  no  basta ,  como  entre  los  Romanos  ,  para  que  un 
lugar  sea  tenido  por  religioso  y  fuera  del  comercio  ,  el  que 
haya  sido  enterrado  en  él  algún  muerto ,  porque  ningún  par- 
ticular puede  por  su  autoridad  privada  imprimir  este  ca- 
rácter á  un  terreno  profano ,  sino  que  es  necesario  que  in- 
tervenga la  autoridad  del  superior  eclesiástico  y  que  el  lugar 
sea  consagrado  con  las  solemnidades  prescritas,  para  que 
pueda  servir  á  la  sepultura  de  los  fieles.  —  Los  cementerios 
han  de  hacerse  fuera  de  las  poblaciones ,  siempre  que  no 
hubiere  dificultad  invencible  ó  grandes  anchuras  dentro  de 
ellas  ,  en  sitios  ventilados  é  inmediatos  á  las  parroquias,  y 
distantes  de  las  casas  de  los  vecinos ,  debiendo  aprovecharse 
para  capillas  de  los  mismos  cementerios  las  ermitas  que 
existan  fuera  de  los  pueblos.  —  La  construcción  ha  de  cos- 
tearse de  los  caudales  de  fábrica  délas  iglesias,  silos  hu- 
biere ;  y  lo  que  faltare  se  prorateará  entre  los  partícipes  en 
diezmos  ,  inclusas  las  reales  tercias  ,  excusado  y  fondo  pío 
de  pobres;  ayudando  tambien'los  caudales  públicos  con  mi- 
tad ó  tercera  parte  del  gasto ,  según  su  estado  ,  y  con  los 
terrenos  en  que  se  haya  de  hacer  la  construcción ,  si  fueren 
concejiles  ó  de  propios.  Ley  1,  lit.  3,  lib.  1,  Nov.  Rec.  En 
reales  órdenes  de  8  de  agosto  de  1850,  20  de  febrero  de 
1851  y  lft  de  noviembre  de  1852  se  relevó  á  los  fondos  de 
propios  de  contribuir  al  coste  de  los  cementerios,  por  ha- 
llarse en  estado  de  no  poder  atender  á  sus  mas  precisas  obli- 
gaciones. —  Cuando  para  la  construcción  de  cementerio 
haya  necesidad  de  ocupar  terreno  de  propiedad  particular, 
y  no  quiera  cederlo  voluntariamente  su  dueño ,  debe  echarse 
mano  de  él,  abonando  su  valor  al  propietario  ajuicio  de  pe- 
ritos y  de  tercero  en  caso  de  discordia,  conforme  á  la  ley; 
real  orden  de  28  de  setiembre  de  1855.  Véase  Enajenación 
forzosa. 

Nadie  debe  ser  sepultado  en  la  iglesia ,  sino  en  el  cemen- 
terio ,  à  escepcion  de  las  personas  reales ,  prelados ,  varones 
de  santidad  eminente,  y  ricoshombres  ó  personas  ilustres  que 
la  hubiesen  edificado  ó  en  ella  tuvieren  sepulcro  propio; 
ley  1  1  ,  lit.  15,  Part.  1 ,  y  ley  1 ,  üt.  3,  lib.  1 ,  Nov.  Rec.  — 
Los  cementerios  son  lugares  sagrados ,  y  nadie  puede  violar- 
los impunemente.  Véase  Cadáver. 

CENA  de  ausencia  y  presencia.  En  el  gobierno  anti- 
guo de  Aragon  era  la  contribución  de  6  sueldos  y  6  dineros 
(5  rs.  y  6  mrs.)  que  pagaba  cada  vecino  para  la  manuten- 


(1)  Ley  i ,  «Je  infirmand.  pxn,  ccelib. 


cion  del  monarca.  La  cena  de  ausencia  la  pagaban  las  more' 
rías ,  y  la  de  presencia  los  demás  vecinos  de  los  pueblos , 
cuando  los  reyes  pasaban  por  ellos. 

CENCERRADA.  El  ruido  desapacible  que  se  hace  en 
algunas  partes  con  cencerros ,  calderos ,  cuernos  y  otros 
instrumentos  para  burlarse  de  los  viudos  la  noche  que  se 
casan.  Parece  exigir  el  buen  orden  que  no  queden  impunes 
semejantes  insultos.  En  la  corle  se  castigan  con  la  pena  de 
cien  ducados  para  los  pobres  de  la  cárcel ,  y  cuatro  años  de 
presidio  por  la  primera  vez  ,  y  por  las  demás  al  arbitrio  del 
tribunal  ;  ley  7,  lit.  25,  lib.  12,  Nov.  Rec. 

CENSATARIO.  El  que  paga  los  réditos  de  algún  censo. 

CENSIDO.  Nombre  adjetivo  que  se  aplica  á  las  cosaaf 
que  están  gravadas  con  algún  censo. 

CENSO.  Esta  palabra  viene  del  verbo  latino  censere ,  que 
significa  valuar  ó  tasar;  y  de  aquí  es  que  censo  era  entre  los 
Romanos  el  padrón  ó  lista  que  los  censores  hacían  de  las 
personas  y  haciendas  (2),  tasando  de  cuando  en  cuando  las 
heredades  ó  fundos  que  estaban  sujetos  á  tríbulo,  para  im- 
ponerles en  seguida  el  contingente  que  debían  pagar  según 
lo  que  solían  producir  un  año  con  otro.  También  se  aplica- 
ba entre  los  mismos  á  la  contribución  ó  tributo  que  se  paga- 
ba por  las  personas  en  reconocimiento  del  vasallaje  y  su- 
jeción; y  así  se  toma  en  el  cap.  22,  vers.  17  del  Evangelio 
de  san  Mateo  ;  donde  dice  :  Licet  censum  daré  Cœsari  an 
non  ?  Entre  nosotros  significaba  antiguamente  la  pension  que 
pagaban  todos  los  años  algunas  iglesias  á  su  prelado  por 
razón  de  superioridad  ú  otras  causas  (5),  y  no  dejaba  de 
ser  también  equivalente  á  tributo.  Pero  en  el  dia  es  princi- 
palmente el  padrón  ó  lista  de  la  población  ó  riqueza  de  una 
nación  ó  pueblo  ;  y  con  mas  especialidad  el  contrato  por  el 
cual  se  adquiere  el  derecho  de  percibir  una  pension  anual , 
mediante  la  entrega  de  alguna  cosa;  ó  bien  el  mismo  dere- 
cho de  percibir  la  pension  ;  en  cuyo  último  sentido  se  divide 
en  consignativo ,  enfiteútico  y  reservativo  (h). 

CENSO  al  quitar  (5).  El  censo  redimible. 

CENSO  consignativo.  El  derecho  que  tenemos  de  exigir 
de  otro  cierta  pension  anual ,  por  haberle  dado  cierta  suma 
de  dinero  sobre  sus  bienes  raices  ,  cuyo  dominio  directo  y 
útil  queda  á  favor  del  mismo.  Llámase  consignativo  porque 
se  consigna  ó  impone  sobre  bienes  del  que  le  debe  ,  y  aun 
sobre  su  industria  personal.  Se  constituye  regularmente  por 
cierto  precio  ,  que  consiste  en  dinero  efectivo ,  resultando 
entonces  una  verdadera  venta ,  pues  el  dueño  de  los  bienes 
vende  el  derecho  de  la  pension;  mas  también  puede  consti- 
tuirse por  otros  títulos,  como  permuta,  donación,  dote,  com- 
pensación de  servicios  ú  obras,  y  por  última  voluntad. 

Se  divide  en  perpetuo  y  temporal;  y  el  perpetuo  se  subdi- 
vide  en  irredimible  ó  muerto;  y  en  redimible  ó  al  quitar;  bien 
que  en  la  ley  5,  tít.  15,  lib.  10,  Nov.  Rec.  se  opone  el  redi- 
mible al  perpetuo.  Algunos  autores  añaden  otra  division  del 
censo  consignativo  en  real,  personal ,  y  mixto  :  mas  otros 
desechan  como  injusto  el  personal ,  creyendo  que  seria  un 
mutuo  con  usuras.  Hay  también  otra  especie  de  censos  con- 
signativos  llamada  juros.  Todas  estas  especies  pueden  verse 
en  sus  artículos  respectivos. 

En  el  censo  consignativo  deben  considerarse  tres  cosas,  á 
saber  :  el  precio  que  se  llama  capital,  la  pension  ó  rédito ,  y 
la  cosa  en  que  se  funda  ó  asegura. 

En  cuanto  al  precio,  se  halla  establecido  por  el  papa  Pió  V 

(2)  Dig.,  lib.  50 ,  tít.  15  :  Cod.,  lib.  H  ,  tlt.  57.  —  Sobre  ma- 
teria de  censos ,  véanse  Feliciano ,  Avcndaüo  ,  Febr.  tom.  5,  y  Sala 
tom.  2. 

(5)  Ley  8  y  9 ,  tít.  22.  Part.  1.     " 

(4)  Murillo ,  lib.  5  ,  n.  544 ,  donde  manifiesta  no  ser  mutuo  este 
Coate .! i .  v,l  tono*  vl;;os  de  usura  ;  y  Covar.,  lib.  3  ,  Var,t  c.  7% 

(5)  t'ebr,  nicj.j  luin.  3,  [ú\¡.  120,  n.  1. 
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on  su  Molu proprio  de  creandis  censibus  (1)  que  haya  de  en- 
tregarse el  dinero  de  presente  al  tiempo  de  la  constitución 
del  censo  ;  pero  como  esta  disposición  de  la  bula  no  está 
admitida  entre  nosotros ,  según  se  declara  por  la  ley  7, 
tít.  15,  lib.  10,  Nov.  Rec.  (2),  es  evidente  que  basta  la  con- 
fesión de  la  entrega.  —  Dispúlase  con  calor  sobre  si  el  censo 
puede  constituirse  por  precio  que  no  sea  dinero.  El  consejo 
real  ha  adoptado  algunas  veces  en  sus  decisiones  la  opinion 
negativa;  y  no  deja  de  serle  favorable  la  ley  hasta  cierto 
punto  cuando  exige  precisamente  dinero  en  los  censos  vita- 
licios :  mas  lo  cierto  es  que  se  constituye  censo  por  dote  y 
en  las  particiones  sin  que  intervenga  dinero.  —  En  lo  que 
no  se  admite  cuestión  es  en  la  proporción  que  debe  tener  el 
precio  con  la  pension  ó  rédito ,  por  estar  muy  espresiva  la 
ley  en  esta  parte.  En  los  censos  redimibles  ó  al  quitar  está 
efectivamente  tasado  el  precio  ó  razón  de  ciento  por  tres  (5), 
bajóla  pena  de  perdimiento  de  oficio  á  los  escribanos  que 
autoricen  escrituras  con  pension  mas  alta;  y  en  los  vitalicios 
á  ciento  por  diez  ,  no  debiendo  constituirse  sino  sobre  una 
sola  cabeza  ;  leyes  6,  8  y  9 ,  y  nota  2 ,  lit.  Ib ,  lib.  10 ,  Nov. 
Rec.  En  los  irredimibles  no  hay  tasa  puesta  por  las  leyes  ; 
pero  los  autores  juzgan  que  el  precio  en  ellos  debe  regularse 
á  ciento  por  dos  ,  teniendo  empero  en  consideración  la  cos- 
tumbre del  pais  y  la  común  estimación  de  los  hombres  que 
suele  definir  el  justo  precio  de  las  cosas.  De  aquí  puede  de- 
ducirse, que  todos  aquellos  pactos  que  disminuyen  el  precio 
se  deben  considerar  no  escritos  en  la  constitución  de  los 
censos  que  tienen  tasa  por  la  ley;  y  también  en  la  de  los  que 
no  tienen  tasa  por  la  ley  sino  por  la  estimación  prudente  de 
los  hombres,  cuando  estos  se  constituyeron  al  precio  ínfi- 
mo y  no  al  medio  ó  supremo.  Se  tendrá  pues  por  nulo  el 
pacto  de  no  poderse  enajenar  la  cosa  censida  bajo  la  pena 
de  que  caiga  en  comiso;  y  el  de  reservarse  el  acreedor  del 
censo  el  derecho  de  tanteo  ó  prelacion  cuando  la  cosa  se 
enajenare  (h). 

Habiendo  hablado  de  la  proporción  que  debe  tener  el  pre- 
cio con  la  pension,  no  hay  mucho  que  advertir  con  respecto 
á  esta  última  ,  pues  de  lo  dicho  se  infiere  que  ha  de  ser  al 
tres  por  ciento  en  los  censos  redimibles,  al  diez  por  ciento  en 
los  vitalicios ,  y  al  dos  por  ciento  ó  según  uso  y  costumbre 
en  los  irredimibles. — Si  al  constituir  el  censo  se  estableciese 
una  pension  mas  alta  que  la  prescrita  por  las  leyes,  no  que- 
daría nulo  el  contrato  ,  sino  que  habria  de  reformarse  con  la 
reducción  ó  rebaja  del  esceso;  de  modo  que  si  al  constituir 
un  censo  consignativo  yo  te  diese  ciento  para  que  cada  año 
me  pagases  cuatro  de  pension  ,  solo  estarías  obligado  á  pa- 
garme tres;  ley  8,  tít.  15,  lib.  10,  Nov.  Rec;  Avendaño,  cap. 
36;  y  Larrea,  alegación  25,  n.  8.  —  La  pension  ó  rédito  ha 
de  pagarse  en  dinero  efectivo ,  y  también  puede  hacerse  en 
frutos  donde  hubiere  esta  costumbre  ;  leyes  o,  tí  y  9,  tít.  15, 

(1)  Se  publicó  en  Roma  en  i  9  de  enero  1569  ,  y  comprende  17 
capítulos. 

(2)  Devoti ,  refiriéndose  á  otros  autores,  dice  :  Narrant  Pium  V, 
rogatu  Philippi  Jl ,  hanc  Hispanis  dédisse  veniam  ut  cjus  consti- 
iulionis  prœscripla  ,  quce  juris  naturalis  aut  divini  non  sunf , 
observare  non  cogerentur.  »  También  en  el  Compendio  moral  Sal- 
maticense  selee  :  i  Por  lo  tocante  á  nuestra  España,  afirman  graves 
autores,  no  sin  sólido  fundamento  ,  que  no  obliga.  Véase  á  Bene- 
dicto XIV,  de  Synod.  diœc.,  lib.  10,  cap.  5,  donde  supone  que  el 
rey  católico  Felipe  II  suplicó  de  ella  á  la  santidad  de  Pió  V,  en 
cuanto  á  las  condiciones  que  no  provenían  del  derecho  natural  ó 
divino ,  y  que  el  sumo  pontífice  accedió  á  sus  reverentes  súplicas.  » 

(5)  Para  América  se  señaló  el  cinco  por  ciento  en  cédula  de  13 
de  marzo  de  1786  ,  n.  660 ,  últ.  fol.  en  la  Rec.  de  Beleña. 

(4)  Si  se  agrega  la  pena  de  comiso  también  se  reprueba  el  tan- 
teo ,  pues  no  está  recibida  la  ley  68  de  Toro  en  la  práctica ,  como 
ge  dice  en  el  Febr.  inej-,  tom,  5,  pág,  HG  ,  n,  15, 


lib.  10 ,  Nov.  Rec.  —  La  pension  por  fin  ha  de  exigirse  de. 
poseedor  de  la  cosa  censida ,  el  cual  está  obligado  á  pagal 
no  solamente  las  pensiones  del  tiempo  en  que  posee,  sino 
también  las  atrasadas  que  se  debieren  por  sus  antecesores, 
con  el  recurso  de  poderlas  recobrar  del  poseedor  anterior 
que  dejó  de  pagarlas  :  bien  que  el  acreedor  puede  exigirlas 
indiferentemente  del  uno  ó  del  otro  ;  Molina  ,  irai.  2 ,  de 
just.  etjur.,  disput.  554,  v.  ult.  Mas  es  de  advertir,  que  si 
el  censo  hubiese  sido  colocado  en  dos ,  tres,  ó  mas  predios  ó 
fundos  que  después  pertenecen  á  tres  poseedores  diferentes, 
quieren  algunos  autores  que  cada  uno  haya  de  ser  reconve- 
nido por  su  parte  y  no  por  el  todo;  pero  la  práctica  está  en 
contrario  (5). 

En  cuanto  á  las  cosas  en  que  han  de  consignarse  los  cen- 
sos, es  de  observar  que  deben  ser  fructíferas  é  inmuebles  ó 
raices  (6)  ;  teniéndose  también  por  inmuebles  los  derechos 
incorporales  que  natural  é  inseparablemente  van  adhérentes 
á  la  tierra  ,  como  los  de  pacer,  pescar,  diezmar  ú  otros  se- 
mejantes ,  y  los  que  se  consideran  perpetuos  ,  aunque  no 
tengan  relación  con  la  tierra,  como  los  propios  y  arbitrios 
de  los  pueblos,  y  los  derechos  comunes  de  los  oficios  de  los 
artesanos  (7).  —  La  cosa  censida  tiene  ,  según  unos  (8)  ,  la 
calidad  de  hipoteca  ;  pero  aunque  así  se  la  suele  llamar  ge- 
neralmente ,  como  no  se  acomodan  á  esta  las  reglas  de  las 
demás  hipotecas,  parece  mas  probable  la  opinion  délos  que 
consideran  la  carga  del  censo  como  una  servidumbre  im- 
puesta en  la  cosa.  Así  es  que  la  acción  para  exigir  las  pen- 
siones puede  dirigirse  contra  el  poseedor,  aunque  sean  atra- 
sadas y  anteriores  al  tiempo  de  su  posesión ,  por  ser  de 
aquellas  que  los  Romanos  llamaban  in  rem  scriptœ,  cuando 
la  acción  hipotecaria  no  puede  intentarse  contra  el  poseedor 
sin  hacer  antes  excusión  de  los  bienes  del  verdadero  deudor. 

—  Una  misma  cosa  puede  ser  gravada  con  muchos  censos , 
con  tal  que  quepan  en  ella  ;  pero  el  dueño  tiene  obligación 
de  declarar  al  nuevo  censualista  los  censos  que  hasta  enton- 
ces tuviere  cargados,  bajo  la  pena  de  que  si  asi  no  lu  hiciere 
deberá  restituir  con  el  dos  tanto  la  cantidad  recibida  por 
dicho  nuevo  censo  á  la  persona  á  quien  lo  vendiere;  ley  2  , 
lit.  15 ,  lib.  10,  Nov.  Rec. — Si  la  cosa  censida  fuere  vendida 
como  libre,  puede  el  comprador  precisar  al  vendedor  á  que 
la  liberte  del  censo. 

Los  censos  se  estinguen  y  acaban  en  los  casos  siguientes  : 

—  Io.  por  perecer  enteramente  la  cosa  censida ,  ó  por  ha- 
cerse infructífera  en  un  todo  y  para  siempre;  pero  si  pere- 
ciese ó  se  hiciese  infructífera  no  en  el  todo  sino  solo  en 
parte,  de  suerte  que  la  que  queda  puede  dar  frutos  bastantes 
parapagar  toda  la  pension,  no  se  estinguiria  elcensoniauná 
prorata,  sino  que  debería  pagarse  por  entero,  según  la  opi- 
nion que  parece  mas  probable  (9);  y  si  la  cosa  se  hiciese 
infructífera  ó  pereciese  por  culpa  del  censatario  ,  podria  el 
acreedor  del  censo  repetir  el  precio  y  los  perjuicios  (10).  Mas 
¿  qué  diremos  si  la  cosa  censida  que  pereció  ó  se  hizo  del 
todo  infructífera,  vuelve  á  restablecerse  de  modo  que  otra 
vez  produce  frutos  naturales,  industriales  ó  civiles? ¿Qué 
sucederá,  por  ejemplo,  si  se  reedifica  de  nuevo  una  casa  que 
se  habia  arruinado  enteramente  ?  ¿  Renacerá  por  ventura  el 

(5)  Véase  toda  esta  doctrina  en  Sala  ,  edic.  de  1832,  tom.  2> 
pág.  273 ,  núms.  19  y  21  ,  con  los  autores  que  cita. 

(6)  Ley  1  y  2 ,  tít.  15  ,  lib.  10 ,  Nov.  Rec. 

(7)  Cens.,  quaest.  29;  Avend.,  cap.  52. 

(8)  Feliciano,  De  censihus,  tom.  2,  lib.  1 ,  cap.  1 ,  n.  5. 

(9)  Por  ella  está  Sala ,  pero  en  contra  Molina  ,  Faria  y  Vela, 
ad  Covar.,  y  la  bula  Piaña ,  §  10,  recibido  como  otros  en  la  prác- 
tica. 

(10)  Avendaño ,  cap.  6 ,  bula  de  S.  Pío  V,  g  10  ;  Leotar.,  de 
uswis,  quœst.  57, 
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censo  que  tenia  cargado  ?  La  opinion  mas  común  asegura 
quo  en  (al  caso  ya  no  revive  el  censo,  porque  quedó  absolu- 
tamente estinguido  ,  así  como  tampoco  renace  el  usufructo; 
pero  otros  (1)  sostienen  con  calor  lo  contrario,  diciendo  que 
el  censo  no  se  considera  estinguido,  sino  solo  suspendido  y 
conservado  in  luibilu  en  el  solar,  sin  que  les  haga  fuerza  el 
ejemplo  del  usufructo  ,  que  es  un  derecho  personal  muy  de- 
licado, y  que  se  pierde  con  mucha  mas  facilidad  que  cuales- 
quiera otros.  — 2o.  Por  la  dimisión  ó  abandono  que  haga  de 
la  cosa  el  censatario  á  favor  del  acreedor  del  censo  (2)  ;  por- 
que como  el  censo  es  una  especie  de  servidumbre  ,  carga 
golo  sobre  la  cosa  ,  y  no  sobre  el  poseedor  sino  en  cuanto  la 
posee,  siéndole  permitido  dejarla  para  librarse  del  censo, 
así  como  el  dueño  del  predio  sirviente  puede  abandonarle 
para  quedar  libre  de  la  servidumbre.  —  5o.  Por  la  prescrip- 
ción de  treinta  años  cuando  alguno  poseyere  la  cosa  como 
libre  de  tal  carga  por  dicho  término  con  buena  fe  y  sin  in- 
terrupción :  bien  que  algunos  sostienen  que  el  capital  del 
censo  jamas  se  prescribe ,  aunque  el  censualista  no  pida  los 
réditos  en  muchos  años.  Véase  Prescripción  de  acción. — 
k°.  Por  la  redención,  cuando  el  deudor  restituye  al  acreedor 
el  precio  ó  capital  que  este  le  habia  dado  al  tiempo  de  la 
constitución  del  censo  :  lo  que  puede  hacer  siempre  que 
quiera,  sin  estar  obligado  á  volver  todo  el  precio  de  una 
vez,  pues  debe  admitírsele  por  el  acreedor  cualquiera  parte 
de  él ,  como  no  baje  de  la  tercera  ú  otra  que  sea  considera- 
ble al  arbitrio  del  juez  según  las  circunstancias  (5)  :  bajo  la 
inteligencia  de  que  en  el  dia  puede  ya  redimirse  todo  censo, 
sol.  perpetuo ,  al  quitar  ó  enfiténtico ,  y  que  el  acreedor  no 
puede  obligar  al  deudor  á  verificar  la  redención  ,  pues  solo 
está  en  el  arbitrio  de  este  último.  Véase  Capitalizar,  Reden- 
ción, y  Oficio  de  hipotecas. 

[*  Ya  se  ha  indicado  en  una  nota  al  presente  artículo,  que 
para  América  se  adoptó  en  general  la  tasa  ó  reducción  del 
cinco  por  ciento  en  virtud  de  real  céd.  de  13  de  marzo 
de  1786;  Beleña,  5a.  fol.,  pàg.  307,  n.  660. 

En  todo  el  territorio  de  la  república  de  Méjico  se  conoce 
ademas  bajo  el  nombre  de  depósito  irregular  un  contrato, 
por  el  cual  se  entrega  cierta  cantidad  en  dinero  por  tiempo 
determinado,  con  la  obligación  de  abonar  durante  él  un  in- 
terés legal,  y  devolver  el  capital  del  préstamo  ,  espirado  el 
plazo.  Para  asegurar  el  cumplimiento  de  estas  obligacio- 
nes ,  suele  hipotecarse  especialmente  alguna  finca  ;  y  como 
los  plazos  que  se  señalan  son  largos,  y  aun  suelen  renovarse 
al  espirar,  reiterando  el  contrato ,  los  autores  equiparan  este 
depósito  al  censo  consignativo  ,  siempre  que  media  dicha 
hipoteca.  Fácil  es  de  conocer  sin  embargo  que  no  solo  está 
lejos  de  haber  igualdad  ,  sino  ni  siquiera  semejanza  entre 
ambos  contratos  ,  porque  el  censo  consignativo  ,  como  todos 
los  demás  censos ,  es  un  derecho  consignado  en  una  cosa ,  y 
no  contra  ninguna  persona  ;  exigible  por  lo  tanto  del  posee- 
dor, y  no  del  sucesor  en  la  obligación  ;  relativo  y  pendiente 
de  la  existencia  y  rendimientos  de  la  finca ,  y  no  absoluto 
contra  la  persona  obligada;  al  paso  que  en  el  citado  depó- 
sito, ó  mas  bien  préstamo,  la  hipoteca  especial  es  una  mera 
garantía  que  produce  una  acción  accesoria,  sin  que  por  ella 
varíe  de  carácter  la  principal,  que  es  personal ,  y  sin  que  ni 
para  el  cobro  de  los  réditos  ,  ni  para  la  subsistencia  ó  estin- 
cion  de  la  obligación  se  tomen  en  cuenta  los  rendimien- 
tos ,  ni  la  conservación  de  la  finca  hipotecada.  El  depósito 
irregular  pues,  medie  ó  no  la  garantía  de  la  hipoteca  es- 
pecial, es  un  préstamo  con  interés  ,  y  debe  gobernarse  por 

(1)  Como  D.  Juan  Sala  ,  tom.  2  ,  pág.  2S4,  n.  27. 

(2)  Sala  y  los  autores  que  cita,  tom.  2,  pág.  278,  n.  22, 
y  pág.  283,  n.  2G. 

(5)  Extrav.  de  Jlartino  Vy  Calixto  Y;  Gutiérrez,  quaest.  174, 
j  Sala ,  pág.  294 ,  tom.  2. 


las  reglas  comunes  del  contrato  de  mutuo  ,  de  que  hablare- 
mos á  su  tiempo. 

**  La  tasa  del  cinco  por  ciento  que  se  fijó  para  América , 
debia  adoptarse  también  en  la  república  de  Venezuela;  pero 
atendido  el  art.  2  de  la  ley  de  10  de  abril  de  1831,  que  en 
todo  contrato  manda  guardar  estrictamente  la  voluntad  de 
los  contrayentes,  y  el  interés  que  en  él  se  estipule,  sea  cual 
fuere  su  cuota  ,  debe  sentarse  por  el  contrario  ,  que  no  está 
sujeta  á  tasa  ninguna  clase  de  censos. 

***  En  la  república  de  Chile  hoy  también  es  lícito ,  según 
la  ley  de  Ik  de  setiembre  de  1852  ,  estipular  cualquier  inte- 
rés, sin  que  pueda  ser  tachado  ni  reprobado  como  usurario  ;• 
y  así  debe  suponerse  implícitamente  derogada  allí  la  tasa 
del  cinco  por  ciento.  ]  . 

CENSO  de  por  vida.  El  que  se  impone  por  una  ó  mas 
vidas.  Véase  Censo  vitalicio. 

CENSO  enfitéutico.  El  derecho  que  tenemos  de  exigir 
de  otro  cierto  canon  ó  pension  anual  en  razón  de  haberle 
trasferido  para  siempre  ó  para  largo  tiempo  el  dominio  útil 
de  alguna  cosa  raiz,  reservándonos  el  directo;  ley  3,  tít.  14, 
Part.  1 ,  y  ley  28,  tít.  8 ,  Part.  5. 

Este  censo  se  llama  también  cnfiléusis ,  como  el  contrato 
en  que  se  establece;  no  puede  constituirse  sino  por  escritura 
pública;  y  se  divide  en  perpetuo  y  temporal,  como  el  con- 
signativo, según  se  deduce  déla  definición;  d.  leyes. 

El  dueño  directo  ó  censualista  ,  que  es  el  que  traspasa  el 
dominio  útil  de  la  cosa  raiz  ,  tiene  las  ventajas  ó  derechos 
que  siguen  :  Io.  se  queda  con  el  dominio  directo  de  la  cosa 
censida  :  2o.  Adquiere  derecho  de  exigir  del  enfiteuta  las 
pensiones  ;  de  modo  que  si  este  deja  de  pagárselas  por  tres 
años  ,  ó  por  dos  si  es  á  iglesia  ,  cae  en  comiso  la  cosa ,  y 
la  puede  tomar  el  dueño  directo  por  sí  mismo  sin  necesidad 
de  acudir  al  juez  :  bien  que  según  la  práctica  debe  valerse 
á  este  efecto  de  la  autoridad  judicial,  á  fin  de  evitar  el  riesgo 
de  turbar  el  sosiego  público.  El  enfiteuta  puede  purgar  su 
tardanza  haciendo  el  pago  dentro  de  diez  dias  contados  desde 
el  vencimiento  del  plazo.  5o.  Tiene  el  derecho  de  fadiga  , 
tanteo  ,  retracto  ó  prelacion  ,  que  consiste  en  ser  preferido 
por  el  tanto  á  cualquiera  otro  comprador  siempre  que  el 
enfiteuta  vendiere  la  cosa  ,  á  cuyo  efecto  debe  este  darle  no- 
ticia de  la  venta  ó  de  la  intención  de  hacerla,  bajo  la  referida 
pena  de  comiso  ;  y  solo  cuando  el  dueño  directo  dice  que  no 
quiere  comprar  el  predio  enfitéutico ,  ó  sabedor  calla  por 
dos  meses  ,  la  podrá  vender  á  otro  de  quien  sea  fácil  cobrar 
el  censo. k°.  Goza  también  el  derecho  de  laudemio  ó  luismo, 
que  es  la  quincuagésima  parte,  estoes,  el  dos  por  ciento 
del  precio  del  fundo ,  siempre  que  se  vende ,  ó  de  la  estima- 
ción siempre  que  se  da  ;  debiendo  pagársela  el  nuevo  po- 
seedor; leyes  28  y  29,  tít.  8,  Part.  S.  Véase  Laudemio. 

A  favor  del  enfiteuta  produce  la  enfitéusis  los  efectos 
siguientes:  Io.  adquiere  el  dominio  útil  de  la  cosa  enfitéu- 
tica,  que  no  se  le  puede  quitar  sino  dejando  de  pagar  la 
pension  por  dos  ó  tres  años  en  los  términos  insinuados. 
2o.  Puede  imponer  servidumbre ,  censo  ,  ú  otro  gravamen 
sobre  la  cosa  ,  como  también  empeñarla  ó  hipotecarla ,  sin 
noticia  del  dueño  directo.  5o.  Puede  igualmente  venderla, 
con  tal  que  lo  avise  al  dueño  directo,  por  si  quiere  usar  del 
derecho  de  fadiga  ó  tanteo  dentro  del  término  de  dos  meses. 
lí°.  Se  liberta  del  pago  de  la  pension,  si  la  cosa  padece  tal 
quebranto  que  no  queda  de  ella  sino  menos  de  la  octava 
parte.  5o.  Tiene  la  facultad  de  redimir  cuando  quiera  la  carga 
del  canon  ó  rédito  anual ,  entregando  al  dueño  directo  el  ca- 
pital ó  precio  regulado  al  respecto  de  ciento  por  uno  y  medio 
del  rédito  ó  según  uso  y  costumbre  del  pais.  Leyes  28  y  29, 
'  tít.  8  ,  Part.  S;  y  leyes  12  y  22,  lit.  Id,  Ub.  10,  Nov.  lice. 
Véase  Capitalizar  y  Redención. 

CENSO  fructuario.  El  que  se  paga  en  frutos ,  como 
trigo,  vino,  aceite  ú  otros. 
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CENSO  irredimible.  El  que  no  puede  redimirse,  do 
modo  que  el  censatario  tiene  que  pagarlo  perpetuamente. 
Pero  ya  en  el  dia  no  hay  ceaso  propiamente  irredimible  (1), 
pues  todos  pueden  redimirse  á  voluntad  del  censatario  en  la 
forma  indicada  en  el  artículo  Redención. 

CENSO  mixto.  El  que  se  funda  inmediatamente  en  la 
cosa  y  en  la  persona ,  de  modo  que  si  perece  la  cosa ,  queda 
obligada  la  persona  á  pagar  el  censo. 

CENSO  muerto.  El  censo  irredimible  :  llámase  muerto  , 
porque  antes  no  podia  redimirse. 

CENSO  pecuniario.  El  que  se  paga  en  dinero. 

CENSO  perpetuo.  EÍ  que  se  ha  constituido  absoluta- 
mente sin  limitación  de  tiempo,  y  no  se  acaba  dentro  de  un 
plazo  determinado,  sino  cuando  el  censatario  lo  redime. 

CENSO  personal.  El  que  solamente  se  coloca  en  la  per- 
sona con  respecto  á  su  industria  ü  obras,  sin  que  haya  cosa 
alguna  obligada.  Tal  seria  el  que  se  constituyese  por  un  ca- 
pitalista que  careciendo  de  industria  diese  su  dinero  á  un 
particular  ó  á  una  compañía  de  comercio  á  razón  v.  gr.  de 
tres  por  ciento.  Pero  muchos  autores  dicen  que  no  puede 
haber  censo  personal ,  y  consideran  el  caso  propuesto  del 
capitalista  no  como  un  contrato  que  constituya  censo,  sino 
como  una  especie  de  compañía  en  que  el  capitalista  que  pone 
su  dinero  se  contenta  con  una  ganancia  muy  corta  pero  se- 
gura ,  dejando  la  probabilidad  del  mayor  lucro  con  los  ries- 
gos de  pérdida  á  los  socios  que  ponen  la  industria  (2). 

CENSO  real.  El  que  se  impone  sobre  una  cosa ,  sin  con- 
sideración á  la  persona.  Llámase  real  por  contraposición  al 
personal.  Tales  son ,  por  ejemplo ,  el  enfi téutico  y  el  reser- 
vativo ,  que  nunca  se  constituyen  sino  sobre  bienes  raices. 

CENSO  redimible.  El  que  se  constituye  con  el  pacto  de 
retrovendiendo  ó  de  poderse  redimir.  Aunque  este  censo  es 
perpetuo  por  su  naturaleza ,  en  razón  de  no  tener  un  término 
señalado  y  de  no  acabarse  con  el  tiempo,  suele  no  obstante 
oponerse  al  perpetuo  asi  en  el  lenguaje  de  nuestras  leyes 
como  en  el  de  los  comentadores  y  tratadistas;  debiendo  te- 
nerse presente  esta  observación  para  evitar  equivocacio- 
nes (o).  El  precio  del  censo  redimible  está  tasado  á  razón  de 
ciento  por  tres  (i).  Véase  Capitalizar. 

CENSO  reservativo  ó  retentivo.  El  derecho  que  te- 
nemos de  exigir  de  otro  cierta  pension  anual  en  frutos  ó  en 
dinero  por  haberle  trasferido  el  dominio  directo  y  útil  de 
alguna  cosa  raiz. 

Llámase  reservativo  este  censo,  porque  trasladándose  todo 
el  dominio  directo  y  útil ,  se  reserva  solo  la  pension  :  —  es 
de  un  origen  muy  antiguo,  pues  ya  se  conocia  en  tiempo  de 
José ,  quien  á  nombre  de  Faraón  concedió  campos  á  los 
Egipcios  con  la  obligación  de  pagar  la  quinta  parte  de  sus 
frutos  (8)  :  —  se  puede  constituir  por  convención ,  como  es 
lo  regular  ,  y  también  por  testamento ,  como  si  el  testador 
legase  à  alguno  una  cosa  fructífera  con  la  reserva  de  pagar 
cierta  porción  de  frutos  á  sus  herederos  :  —  y  se  divide 
igualmente  en  perpetuo  y  temporal ,  como  el  consignativo. 

Se  diferencia  del  enfitéutico  en  que  el  reservativo ,  ade- 
mas de  trasladar  al  censatario  el  dominio  directo  y  útil ,  no 
produce  á  favor  del  censualista  ni  la  fadíga  ó  tanteo ,  ni  el 
luismo ,  ni  tampoco  el  beneficio  de  comiso  aun  cuando  no  se 
le  pague  la  pension  por  muchos  años,  á  no  ser  que  para  este 
caso  se  haya  pactado  lo  contrario  ;  de  suerte  que  el  censata- 


(i)  Ley  5,  tít.  15,  lib.  10,  Nov.  Rcc;  mas  véase  contra  Mel- 
garejo el  Febr.  mej.,  tom.  3,  pág.  luí),  n.  17. 

(2)  Contra  el  censo  llamado  personal ,  véase  lo  que  Devoti  re- 
firiéndose al  papa  Benedicto  XIV  dice  en  el  tom.  4,  tít.  16,  De 
usuris ,  §  21  y  22. 

(3)  Sala  y  autores  <¡ue  cita  ,  Ion;.  2,  pág.  2GS¡  n.  12, 

(4)  Para  los  Mejicanos  él  cinco  por  ciento. 
(5;  Genes.,  cap.  47,  vers  25  y  24. 
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rio  queda  dueño  absoluto  é  independiente  de  la  cosa,  sin 
otra  carga  que  la  del  pago  de  la  pension  (6). 

CENSO  temporal.  El  que  se  constituye  para  número 
cierto  de  años ,  como  veinte ,  treinta ,  cuarenta  ;  ó  para  in- 
cierto ,  como  durante  la  vida  del  censatario ,  censualista ,  ó 
un  tercero,  en  cuyo  caso  se  llama  vitalicio. 

CENSO  vitalicio.  El  que  se  impone  para  durante  la  vida 
del  censatario ,  del  censualista ,  ó  de  un  tercero  ;  esto  es ,  el 
derecho  que  uno  adquiere  de  percibir  de  otro  cierta  renta  ó 
pension  anual  durante  la  vida  de  alguno  de  ellos  ó  de  un 
tercero  ,  mediante  la  entrega  de  alguna  cantidad  ó  finca  que 
le  cede  ó  dona  para  siempre.  Véase  Fondo  muerto  y  Renta 
vitalicia. 

f  CENSOS  del  estado.  Para  su  cobranza  se  determinó" 
en  real  orden  de  13  de  mayo  de  1838  lo  siguiente  :  Io.  Que 
cuando  algún  censatario  resista  satisfacer  lo  que  estuviese 
adeudando  por  réditos  de  censos  pertenecientes  á  la  amor- 
tización á  pretesto  de  no  exhibírseles  la  escritura  de  impo- 
sición ,  se  instruya  inmediatamente  espediente  gubernativo 
según  el  artículo  6o.  de  la  instrucción  de  9  de  mayo  de  183», 
en  el  cual  se  hará  constar  por  medio  de  certificaciones  que 
espedirán  los  contadores  de  arbitrios,  cuanto  aparezca  de 
los  asientos  y  noticias  que  se  encuentren  en  los  libros  de  las 
suprimidas  comunidades  y  corporaciones,  cuentas  visitadas 
y  aprobadas  por  los  prelados  ó  jefes ,  inventarios  antiguos  y 
modernos  y  demás  datos  comprobantes  de  la  existencia  y 
pertenencia  del  censo.  —  2o.  Que  si  resultase  fundada  pre- 
sunción á  favor  de  la  Amortización  como  representante  de 
los  suprimidos  conventos  y  corporaciones ,  se  oficie  por 
quien  corresponda  al  censatario  para  que  reconozca  el  censa 
y  se  allane  al  pago  de  sus  réditos,  y  si  no  contestase  en  el 
término  dado ,  se  le  rapelirá  la  invitación  por  segunda  y  ter- 
cera vez,  y  si  persistiese  en  su  silencio,  ó  se  negase  al  reco- 
nocimiento ,  se  hará  constar  así  por  certificación  que  se  ha- 
habrá  de  unir  al  referido  espediente  á  los  fines  convenientes, 
tomándose  en  su  caso  las  noticias  precisas  de  los  oficios  de 
hipotecas  de. los  partidos  en  donde  radiquen  las  fincas ,  á  fin 
de  averiguar  si  se  halla  en  ellos  tomada  la  razón  de  la  escri- 
tura de  imposición.  —  5o.  Que  si  resultase  la  referida  toma 
de  razón ,  proceda  al  apremio  contra  el  censatario  con  todo 
el  rigor  de  la  ley  por  su  mala  fe ,  bien  demostrada  en  el 
hecho  de  querer  privar  al  Estado  de  los  recursos  con  que 
cuenta  para  cubrir  sus  muchas  y  perentorias  obligaciones; 
pero  si  no  apareciese  aquella  circunstancia  ,  se  le  repetirá 
nuevo  oficio,  manifestándole  los  fundamentos  en  que  se 
apoya  la  reclamación,  y  se  le  exigirá  diga  categóricamente 
si  se  presta  á  reconocer  el  censo ,  en  el  concepto  de  que  si 
lo  hace  negativamente  la  Hacienda  pública  ejercitará  sus 
acciones  judicialmente  hasta  compelerle  al  pago  de  los  red» 
tos  vencidos,  costas  y  demás  gastos  que  se  originen  por  su 
pertinacia ,  cuyas  acciones  de  demanda  se  interpondrán  ante 
el  tribunal  de  la  subdelegacion  de  rentas  sirviendo  de  prin- 
cipal punto  de  apoyo  lo  que  arroje  el  espediente  guberna- 
tivo ,  y  el  tribunal  fallará  en  méritos  de  justicia.  —  k°.  Que 
mediante  á  que  esta  aclaración  ó  ampliación  del  artículo  6o. 
de  la  citada  instrucción  de  9  de  mayo  de  1855  es  promovida 
por  dos  solos  casos,  cuales  son  los  ocurridos  en  las  provincias 
de  Badajoz  y  Valencia ,  se  conteste  por  esa  dirección  gene- 
ral en  el  sentido  de  los  artículos  anteriores  á  aquellos  inten- 
dentes y  lo  mismo  á  cualquiera  otro  que  dé  noticia  de  casos 
iguales  á  los  que  produce  esta  resolución ,  encargándoles  la 
mayor  actividad  en  esta  parte';  así  como  también ,  cuanta 
exactitud  sea  posible  en  los  hechos,  á  fin  de  no  comprome- 
ter á  la  Amortización  á  sostener  litigios,  que  en  último  resul- 
tado podrían  lastimar  la  recaudación  y  el  buen  nombre  de 
sus  empleados. 

(6)  Sala, tom.  2,pág.  360,yFcbr.  nicj.,tom.3,pág.  140,n.2, 
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S.  M.  se  ha  servido  disponer  en  2i  de  febrero  de  184o,  que 
los  intendentes  de  todas  las  provincias  del  reino,  al  verificar 
la  exacción  de  pensiones  por  razón  de  loscensos  en  favor  del 
Estado,  procedentes  de  las  estinguidas  comunidades  reli- 
giosas, procedan  ejecutivamente  y  sin  detenerse  por  cual- 
quiera reclamación  de  los  interesados,  nada  mas  que  res- 
pecto de  aquellas  de  quienes ,  ó  existan  las  escrituras  de 
imposición ,  ó  resulte  su  toma  de  razón  en  la  contaduría  de 
hipotecas  ,  ó  bien  conste  de  que  estaban  en  vigor  á  la  es- 
lincion  de  las  comunidades;  entendiéndose  estas  medidas  no 
obstante  sin  perjuicio  de  las  gestiones  que  los  censatarios  se 
crean  en  el  caso  de  hacer  ulteriormente,  y  persiguiendo  siem- 
pre á  los  poseedores  de  las  hipotecas  afectadas  á  dichas  pen- 
siones; que  relativamente  á  las  otras  en  quienes  no  con- 
curran tales  circunstancias,  ó  que  por  razón  del  tiempo 
trascurrido  desde  que  no  se  recaudan,  haya  algún  fundamento 
para  considerarlas  como  no  subsistentes  ó  tengan  el  carácter 
de  derechos  señoriales  de  los  suprimidos  por  los  decretos 
vigentes  en  este  punto  ,  se  forme  con  suspension  de  los  pro- 
cedimientos ,  el  espediente  gubernativo  que  previene  la  real 
orden  de  15  de  mayo  de  1838,  precediéndose  con  arreglo  á 
las  disposiciones  2a.  y  3a.  de  la,  misma;  y  por  último  que 
todas  las  veces  que  aparezcan  títulos  suficientes  para  consi- 
derar estinguido  ó  amortizado  el  censo,  derecho  ó  prestación, 
cuyo  pago  se  reclama  por  el  Estado  por  cualquiera  de  las 
razones  indicadas  ,  se  consulte  á  la  superioridad  para  la  re- 
solución que  corresponda ,  observándose  ademas  las  órde- 
nes é  instrucciones  vigentes  en  la  materia  y  que  no  contra- 
ríen á  lo  prevenido  por  estas  medidas. 

Con  fecha  21  de  junio  de  1842  se  sancionó  la  siguiente  ley: 

Art.  Io.  Se  declaran  estinguidas  1rs  cargas  y  prestacio- 
nes en  metálico  ó  en  especie  que  por  el  mero  derecho  de 
patronato  se  satisfacían  á  iglesias  ó  conventos  suprimidos, 
en  que  los  patronos  no  pueden  ya  gozar  de  las  regalías  ó 
preeminencias  que  por  tal  concepto  les  eran  debidas. 

Art.  2o.  Del  mismo  modo  queda  estinguida  la  obligación 
de  contribuir  al  Estado  con  las  cantidades  en  especie  ó  en 
metálico  con  que  estaban  gravadas  en  favor  de  los  conven- 
tos algunas  fincas  de  particulares,  que  sin  tener  la  calidad 
de  pairónos  ,  debían  contribuir  con  ellas  para  la  manuten- 
ción de  las  comunidades. 

Para  la  redención  de  los  censos  á  favor  del  Estado  se  han 
espedido  diferentes  disposiciones  con  fecha  de  5  de  marzo  , 
10  de  abril  y  28  de  setiembre  de  1836. 

CENSOR.  El  encargado  de  examinar  los  libros  ú  otras 
obras  literarias  ,  y  dar  sobre  ellas  su  parecer  ;  —  y  antigua- 
mente entre  los  Romanos  el  magistrado  de  la  república  á 
cuyo  cargo  estaba  formar  el  censo  de  là  ciudad  ,  velar  sobre 
las  costumbres  de  los  ciudadanos,  y  castigar  con  la  pena 
correspondiente  á  los  que  se  entregaban  á  los  vicios. 

f  CENSOR  dramático.  En  todas  épocas  se  ha  reconocido 
como  de  absoluta  necesidad  la  existencia  de  censores  dra- 
máticos ,  que  ejerciendo  una  inspección  saludable  sobre  las 
piezas  que  se  destinan  al  teatro  ,  preserven  hasta  de  la  me- 
nor ofensa  á  la  moral  y  la  decencia  públicas.  La  tranquilidad 
misma, cuya  conservación  es  el  primer  deber  del  Gobierno, 
se  veria  amenazada  con  frecuencia  en  las  representación^, 
escénicas ,  si  se  permitiese  una  libertad  absoluta  que  solo  ha 
producido  monstruos  en  este  género  de  literatura ,  y  que 
muy  luego  degeneraría,  como  lo  acredita  una  esperiencia 
constante,  en  la  mas  escandalosa  licencia.  Ni  se  oponen  á  la 
censura  las  leyes  actuales  sobre  la  imprenta ,  porque  las  pie- 
zas dramáticas  adquieren  en  el  teatro  nueva  existencia , 
ejerciendo  una  grande  influencia  en  las  masas  bien  fáciles 
el?  agitar  en  estos  espectáculos.  Movida  S.  M.  la  Reina  Go- 
bernadora por  estas  consideraciones ,  y  deseando  que  se  pro- 
ceda con  entera  uniformidad  en  asuntos  de  tanto  interés  , 
se  ha  servido  mandar ,  conformándose  coa  el  parecer  de  la 


comisic-n  del  ramo  :  Io.  Que  en  todas  las  capitales  y  pueblos 
donde  hubiese  teatros  procedan  los  respectivos  jefes  políti- 
cos ,  como  encargados  del  orden  público  ,  al  nombramiento 
de  censores  dramáticos ,  cuidando  muy  particularmente  que 
la  elección  recaiga  en  sugetos  de  reconocidas  luces  ,  mora- 
lidad y  esperiencia.  Y  2o.  que  debiendo  los  censores  por  ra- 
zón de  su  encargo  asistir  á  las  representaciones  teatrales , 
disfruten  asiento  gratuito  en  eljnismo  local  ó  palco  de  la 
presidencia  ,  tanto  para  que  dichos  funcionarios  aparezcan 
con  el  decoro  y  dignidad  convenientes ,  cuanto  para  ahor- 
rar á  las  empresas  gavámenes  innecesarios.  Rl.  órd.  de  27 
rie  febrero  de  2840. 

CENSUALISTA  ó  censuario.  La  persona  á  cuyo  favor 
se  impone  ó  está  impuesto  algún  censo  ,  ó  la  que  tiene  de- 
recho á  percibir  sus  réditos.  Sin  embargo,  algunos  autores 
llaman  censuario  al  que  paga  los  réditos  del  censo. 

CENSURA.  El  dictamen  ó  juicio  que  se  hace  ó  da  de 
alguna  obra  ó  escrito  después  de  haberla  reconocido  y  exa- 
minado (1)  ;  —  y  la  pena  eclesiástica  del  fuero  esterno ,  que 
contiene  privación  ó  suspension  de  las  cosas  espirituales , 
como  la  escomunion  ,  la  suspension  y  el  entredicho  (2). 

CEPO.  Un  instrumento  hecho  de  dos  maderos  gruesos , 
que  unidos  forman  en  el  medio  unos  agujeros  redondos ,  en 
los  cuales  se  asegura  la  garganta  ó  la  pierna  del  reo  cer- 
rando los  maderos.  Véase  Prisiones. 

f  CEREALES.  Véase  Granos. 

CERIBON  ó  ceribones.  Antiguamente  lo  mismo  que 
cesión  de  bienes. 

CERRAMIENTO.  La  acción  y  efecto  de  cerrar,  amojo- 
nar ó  acotar  un  término  ó  heredamiento  ;  y  en  algunas  par- 
tes el  mismo  cerrado  ó  coto.  Véase  Acotamiento  y  Amojo- 
namiento. 

CERRAMIENTO  de  razones.  Antiguamente  se  llama- 
ba así  la  conclusion ,  esto  es ,  la  terminación  de  los  alegatos 
y  probanzas  hechas  jurídicamente  en  un  pleito ,  después  de 
lo  cual  se  puede  dar  la  sentencia. 

CERTIFICATORIA.  Lo  mismo  que  certificación  ó  ins- 
trumento en  que  se  asegura  alguna  cosa. 

CESACIÓN  a  divinis.  Una  pena  eclesiástica  por  la  cual 
quedaban  suspendidos  los  oficios  divinos  en  algún  lugar  ó 
distrito  (5). 

CESE.  La  nota  que  se  pone  en  las  listas  de  los  que  gozan 
sueldo  del  erario ,  particularmente  en  la  milicia ,  para  que 
desde  aquel  dia  cese  ó  no  se  continúe  el  pago  del  que  tenia 
algún  individuo  ;  —  y  también  la  certificación  que  por  la 
contaduría  ó  tesorería  de  una  provincia  se  espide  á  un  indi- 
viduo que  gozaba  en  ella  su  sueldo ,  para  que  presentándose 
con  este  documento  en  otra  adonde  se  traslada  ,  se  le  pueda 
continuar  el  pago  desde  el  dia  que  le  cesó  en  la  primera. 

CESIÓN.  La  renuncia  que  uno  hace  de  alguna  cosa  á  fa- 
vor de  otra  persona. 

CESIÓN  de  acciones.  El  traspaso  de  un  derecho  á  favor 
de  otro  ;  ó  bien ,  un  contrato  por  el  cual  uno  trasfiere  á  otro 
el  crédito  ,  derecho  ó  acción  que  tiene  contra  un  tercero.  — 

(1)  La  Ia.  ley  constitucional  de  Méjico  coloca  entre  los  dere- 
chos del  mejicano  el  siguiente  :  <¡  Sétimo.  Poder  imprimir  y  cir- 
cular, sin  necesidad  de  previa  censura ,  sus  idea9  políticas.  Por  los 
abusos  de  este  derecho,  se  castigará  á  cualquiera  que  sea  culpable 
en  ellos,  y  así  en  este,  como  en  todo  lo  demás,  quedan  estos 
abusos  en  la  clase  de  delitos  comunes;  pero  con  respecto  á  las 
penas ,  los  jueces  no  podrán  escederse  de  las  que  imponen  las  leyes 
de  imprenta ,  mientras  tanto  no  se  dicten  otras  en  esta  materia.  » 

(2)  Sobre  esta  materia  puede  verse  á  Cavalario  en  el  cap.  De 
pœnis.  De  absohuiont  à  censuris,  véase  el  P.  Murillo,  lib.  bt 
n.  403. 

(5)  Véase  sobro  esta  materia  Murillo,  lib.  5,  n.433;  Cavalario, 
cap.  41  j  3  p.,  |  9  j  De  Cessatiom  à  dirinis. 
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No  debe  confundirse  la  cesión  con  la  renuncia  :  esta  no  lleva 
consigo  sino  el  desprendimiento  de  un  derecho,  bastando  para 
ello  la  voluntad  del  renunciante,  y  aquella,  ademas  del  des- 
prendimiento ,  comprende  la  trasmisión  del  derecho  á  otra 
persona,  debiendo  concurrir  la  voluntad  del  cedente  y  la  del 
cesionario.  Véase  Renuncia.  —  También  se  distingue  la  ce- 
sión de  la  delegación ,  por  la  cual  el  deudor  presenta  á  su 
acreedor  otro  deudor  en  su  lugar  :  la  cesión  puede  hacerse 
entre  el  cedente  y  el  cesionario  sin  noticia  del  deudor,  y  aun 
contra  su  voluntad,  al  paso  que  en  la  delegación  se  requiere 
el  consentimiento  del  deudor ,  del  tercero  y  del  acreedor. 
Véase  Delegación. 

La  cesión  puede  verificarse  por  venta,  por  donación  ó  le- 
gado, por  dación  en  pago ,  por  dote  y  por  otros  títulos. 

Hablando  en  general,  pueden  cederse  las  acciones  reales, 
las  personales,  las  que  proceden  de  hurto  ú  otro  delito ,  y 
aun  los  derechos  de  futuro ,  como  los  condicionales  ó  á  dia 
cierto.  Mas  hay  acciones  y  derechos  que  no  pueden  ejercerse 
sino  por  la  misma  persona  que  los  posee ,  y  que  por  consi- 
guiente no  son  susceptibles  de  cesión.  Tales  son  :  el  derecho 
de  usufructo ,  aunque  bien  pueden  cederse  sus  frutos  ó  emo- 
lumentos; el  privilegio  ó  merced  personal;  el  uso  ó  derecho 
que  los  vecinos  tienen  en  los  pastos  de  las  dehesas  del  pue- 
blo ;  el  de  retracto  de  consanguinidad,  y  aun  el  de  comu- 
nión, á  menos  que  se  ceda  al  socio  ó  compañero  ;  el  de  pre- 
lacion  para  administrar  los  bienes  del  ausente  que  compete 
al  consanguíneo;  los  derechos  que  tiene  el  dueño  del  domi- 
nio directo  ,  á  no  ser  que  se  cedan  juntamente  con  el  domi- 
nio; el  que  compete  al  dueño  de  una  casa  para  espeler  al  ia- 
quilino  á  fin  de  habitarla  por  sí  mismo  ;  el  de  sociedad ,  á  no 
ser  que  intervenga  el  consentimiento  de  los  consocios;  los  de- 
rechos litigiosos  deducidos  enjuicio  ;  el  de  acusar  á  alguno  por 
delito  privado  ;  el  de  revocar  la  donación  por  ingratitud  ;  y 
otros  semejantes  que  indican  Tiraquel.,  de  reír.  Un.,  lib.  1 , 
§  26,  y  Olea,  de  cess.jur.,  tit.  5,  quœst.  13.  Véase  Venta. 
Como  los  créditos  y  acciones  son  derechos  inherentes  á 
la  persona  del  acreedor ,  si  atendemos  al  rigor  del  derecho 
no  pueden  trasferirse  ni  cederse  á  otra  persona.  Es  cierto 
que  pueden  pasar  al  heredero  del  acreedor,  porque  el  here- 
dero es  sucesor  de  la  persona  y  de  todos  los  derechos  per- 
sonales del  difunto  ;  pero  en  rigor  no  pueden  pasar  á  un 
tercero ,  porque  habiéndose  obligado  el  deudor  para  con 
cierta  persona  no  puede  quedar  obligado  para  con  otra  en 
virtud  de  un  traspaso  en  que  él  no  tiene  parte.  Sin  embargo, 
los  jurisconsultos  han  inventado  un  modo  de  trasferir  los 
créditos  sin  intervención  ni  consentimiento  del  deudor. 
Como  el  acreedor  puede  ejercer  su  acción  contra  el  deudor, 
no  solo  por  sí  mismo  sino  también  por  medio  de  un  man- 
datario; cuando  quiere  ceder  su  crédito  á  un  tercero,  le 
nombra  y  constituye  su  mandatario  para  que  lo  exija  y  cobre 
del  deudor,  conviniéndose  en  que  la  acción  se  ejercerá  por 
el  mandatario  á  nombre  del  mandante ,  pero  por  cuenta  y 
riesgo  del  mismo  mandatario ,  quien  retendrá  para  sí  todo 
lo  que  percibiere  del  deudor  en  virtud  del  mandato  y  sin  dar 
cuenta  alguna  al  mandante.  Este  mandatario  se  llama  por 
jos  jurisconsultos  procurador  en  su  misma  causa,  procurator 
in  rem  suam,  porque  desempeña  el  mandato,  no  por  cuenta 
del  mandante ,  sino  por  la  suya  propia.  Un  mandato  de  esta 
especie  es  en  cuanto  á  los  efectos  un  verdadero  traspaso  que 
el  acreedor  hace  de  su  crédito,  y  este  traspaso  pertenecerá  á 
la  clase  de  venta,  donación  ú  otro  contrato,  según  que  se 
haga  gratuitamente  ó  por  dinero  ú  otra  cosa.  De  aquí  di- 
mana la  costumbre  de  que  en  toda  cesión  confiera  el  cedente 
al  cesionario  amplio  poder  para  demandar  judicialmente  la 
deuda  en  via  ejecutiva  ú  ordinaria  y  seguir  en  todas  instan- 
cias y  tribunales  los  recursos  competentes ,  cediéndole  sus 
acciones  útiles  ó  el  ejercicio  de  las  directas,  y  constituyen- 
do/© procurador  actor  en  su  misma  causa  y  negocio. 


Una  vez  hecha  la  cesión ,  no  puede  ya  revocarla  el  ce- 
dente  cuando  es  onerosa  ó  remuneratoria;  pero  siendo  pu- 
ramente gratuita ,  podrá  revocarla  ,  menos  en  los  casos  de 
haberse  obligado  á  no  hacerlo  ,  ó  de  que  el  cesionario  la 
haya  notificado  al  deudor,  ó  de  que  se  haya  entablado  pleito 
entre  estos  últimos,  ó  de  que  se  haya  dado  principio  al  cobro 
de  la  deuda  por  el  cesionario. 

El  cesionario  no  se  considera  dueño  del  crédito  cedido  con 
respecto  á  terceras  personas ,  mientras  no  denuncie  ó  noti- 
fique la  cesión  al  deudor.  Sigúese  de  aquí  :  —  Io.  que  antes 
de  la  notificación  puede  el  deudor  pagar  válidamente  al  ce- 
dente  su  acreedor,  sin  que  en  tal  caso  tenga  acción  el  cesio- 
nario sino  contra  el  cedente  :  2o.  que  los  acreedores  del  ce- 
dente  pueden  antes  de  la  notificación  embargar  la  deuda 
cedida  y  hacerse  pagar  con  ella;  no  quedando  recurso  al 
cesionario  sino  contra  el  que  se  la  cedió  :  —  o°.  que  si  el 
cedente,  después  de  haber  traspasado  su  crédito  á  uno,  tiene 
la  mala  fe  de  traspasarlo  á  otro  que  sea  mas  diligente  que  el 
primero  en  la  notificación ,  será  preferido  el  segundo  cesio- 
nario al  primero,  quien  solo  tendrá  salvo  su  recurso  contra 
el  cedente. 

Esta  doctrina  no  es  aplicable  á  las  letras  de  cambio,  las 
cuales  se  trasmiten  con  respecto  á  todas  y  cualesquiera  per- 
sonas por  un  simple  endoso  :  —  ni  á  las  acciones  de  com- 
pañías de  comercio  ó  industria ,  cuya  propiedad  se  traspasa 
por  endoso  cuando  están  representadas  en  cédulas  nominales, 
y  por  la  simple  entrega  ó  tradición  cuando  están  en  forma 
de  títulos  al  portador  :  —  ni  á  las  acciones  del  Banco  es- 
pañol ,  cuya  propiedad  se  trasfiere  por  declaración  del  ce- 
dente  ó  su  apoderado  hecha  y  firmada  en  el  registro  del 
mismo  banco  :  ni  en  fin  á  los  efectos  públicos  ó  rentas  del 
Estado,  que  se  traspasan  por  medio  de  acta  estendida  y  fir- 
mada en  el  gran  libro  ó  registro  de  las  inscripciones,  ó  por 
endoso,  ó  por  simple  tradición  ó  entrega ,  según  su  respec- 
tiva calidad  de  inscripciones  de  la  deuda ,  ó  de  títulos  en- 
dosables  ó  al  portador.  Véase  Acción  en  su  primer  artículo, 
Acción  del  Banco  español,  Endoso  y  Bolsa. 

Como  el  cesionario,  aun  después  de  haber  notificado  la 
cesión,  no  es  mas  que  procurador  ó  mandatario,  aunque  en 
su  propio  negocio,  del  cedente,  en  cuya  persona  está  radi- 
cado el  crédito,  puede  el  deudor  oponer  al  cesionario  la 
compensación  de  cuanto  le  debia  el  cedente  antes  de  la  no- 
tificación del  traspaso,  sin  que  esto  impida  la  facultad  de 
oponerle  también  la  compensación  de  lo  que  le  debiere  el 
mismo  cesionario,  pues  que  este  se  presenta  igualmente  re- 
vestido de  la  calidad  de  acreedor. 

La  cesión  de  un  crédito  comprende  las  cosas  accesorias 
del  mismo  crédito  ,  cuales  son  la  fianza  ,  la  hipoteca  y  el 
privilegio ,  porque  lo  accesorio  sigue  siempre  á  lo  prin- 
cipal" 

En  las  cesiones  gratuitas  no  está  obligado  el  cedente  á  - 
responder  de  la  realidad,  pertenencia  y  cobro  de  la  deuda, 
pues  no  hace  mas  que  traspasarla  al  cesionario  tal  cual  ella 
es  y  por  cuenta  y  riesgo  de  este  mismo ,  á  no  ser  que  otra 
cosa  se  estipule.  Mas  en  las  cesiones  onerosas  ó  remunera- 
torias queda  obligado  el  cedente  á  responder  de  la  cerlc  \ 
y  pertenencia  del  crédito,  aunque  así  no  se  haya  estipulado; 
pero  no  de  la  solvencia  del  deudor,  sino  en  caso  de  que  lo 
haya  prometido.  Esta  promesa  se  entiende  solo  de  la  sol- 
vencia actual ,  y  no  de  la  del  tiempo  venidero,  á  no  ser  que  so 
haya  asegurado  también  espresamente  para  lo  futuro  ;  por- 
que la  cosa  vendida  debe  quedar  por  cuenta  y  riesgo  del 
comprador  desde  la  perfección  del  contrato.  Aunque  el  ce- 
dente  haya  prometido  la  solvencia  del  deudor  para  todo 
tiempo,  quedará  exonerado  de  su  obligación  si  el  cesionario 
fuese  negligente  en  la  exacción  de  la  deuda. 

Cuando  un  fiador  paga  la  totalidad  de  la  deuda  ,  debe  el 
acreedor  cederle  sus  acciones  y  derechos  contra  los  demás 
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fiadores ,  para  que  pueda  recobrar  de  ellos  la  parte  que  les 
corresponda  (1).  Véase  Beneficio  cíe  cesión  de  acciones. 

CESIÓN  de  arriendo.  El  acto  por  el  cual  un  arrenda- 
tario ó  inquilino  cede  ó  traspasa  á  otro  en  todo  ó  en  parte  el 
arriendo  que  ha  hecho.  Este  subarriendo  puede  hacerse  aun 
sin  previo  consentimiento  del  dueño  arrendador,  á  no  ser 
que  se  haya  pactado  lo  contrario.  Ye-ase  Subarriendo. 

CESIÓN  de  bienes  (2).  La  dejación  ó  abandono  que  un 
deudor  hace  dg  todos  sus  bienes  à  sus  acreedores  ,  cuando 
se  encuentra  en  la  imposibilidad  de  pagar  sus  deudas.—  Es 
voluntaria  ó  judicial.  —  La  cesión  de  bienes  voluntaria  es 
aquella  que  los  acreedores  aceptan  voluntariamente,  y  que 
no  tiene  otros  efectos  que  los  estipulados  en  el  contrato  cele- 
brado entre  ellos  y  el  deudor.  Como  esta  cesión  no  es  mas 
que  un  simple  acomodamiento  entre  los  acreedores  y  el  deu- 
dor, pueden  estipular  lo  que  mas  les  convenga,  como  por 
ejemplo,  que  la  deuda  quedará  estinguida  enteramente  por 
el  abandono,  ó  que  subsistirá  todavia  por  tal  ó  tal  canti- 
dad ,  que  los  bienes  abandonados  pasarán  al  dominio  de  los 
acreedores ,  ó  que  se  venderán  para  hacerles  pago  con  lo 
que  se  saque  de  ellos  ;  pero  para  que  tenga  efecto  este  con- 
trato, es  preciso  que  sea  unánime  el  consentimiento  ó  acep- 
tación de  todos  los  acreedores,  sin  que  haya  uno  solo  que 
disienta,  porque  los  bienes  del  deudor  son  prenda  común  de 
sus  créditos ,  y  á  nadie  puede  obligarse  sino  por  la  via  judi- 
cial y  en  los  casos  prescritos  por  la  ley  á  que  se  avenga  en 
perder  total  ó  parcialmente  sus  derechos. 

La  cesión  judicial  es  un  beneficio  que  la  ley  concede  al 
deudor  desgraciado  y  de  buena  fe ,  á  quien  para  lograr  la 
libertad  de  su  persona  se  permite  hacer  ante  el  juez  el 
abandono  de  todos  sus  bienes  à  sus  acreedores  ;  ley  l,  lit.  i  b, 
Part.  b. 

Antiguamente  era  necesario  que  el  deudor  estuviese  preso 
para  que  se  le  admitiese  la  cesión;  pero  ahora  se  le  admite, 
aunque  se  halle  en  libertad.  Mas  el  deudor  que  no  quiere 
pagar  sus  deudas  ni  desamparar  sus  bienes,  debe  estar 
preso,  si  así  lo  piden  los  acreedores ,  hasta  que  haga  el  pago 
ó  la  cesión;  y  si  no  hiciere  ninguna  de  las  dos  cosas,  se 
tiene  por  hedíala  cesión  ipso  jure  á  los  seis  meses  de  la  pri- 
sión; ley  U,  til.  Ib,  Part.  b,  y  nota  á  la  ley  6,  tit.  32,  lib.  11, 
Nov.  Rec.  Pero  es  necesario  advertir  que  apenas  hay  actual- 
mente quien  no  esté  esento  de  prisión  por  deudas  civiles, 
como  puede  verse  en  la  palabra  Ejecución.' 

No  puede  el  deudor  renunciar  válidamente  en  sus  con- 
tratos, ni  aun  con  juramento,  el  beneficio  de  cesión;  porque 
la  cláusula  de  la  renuncia  y  el  juramento  llegarían  á  ser  de 
estilo  y  harian  inútil  el  beneficio  de  la  ley,  no  solo  en  per- 
juicio del  deudor  sino  también  en  el  de  su  familia. 

La  ley  quiere  que  en  la  cesión  queden  comprendidos  todos 
los  bienes  del  deudor,  y  solo  esceptúa  su  vestido  ordinario  ; 
ley  1,  tit.  Ib,  Parí.  b.  Pero  los  autores  esceptúan  también 
los  instrumentos  de  la  profesión,  arte  ú  oficio  que  el  deudor 
ejerciere,  pues  de  otro  modo  quedaría  privado  de  los  me- 
dios de  procurarse  la  subsistencia  y  de  adquirir  otros  bienes 
para  completar  el  pago  de  sus  deudas;  y  aun  parece  justo 
que  se  estienda  la  escepcion  á  todas  aquellas  cosas  que  las 
leyes  han  declarado  esentas  de  traba.  Véase  Juicio  ejecutivo, 
párrafo  V. 

Sin  embargo,  siendo  el  deudor  ascendiente  ó  descendiente 
del  acreedor,  marido  ó  mujer,  patrono  ó  liberto,  hermano, 
socio,  suegro  ó  yerno,  ó  donador  reconvenido  sobre  la  do- 
nación, se  le  deberá  dejar  la  parte  de  bienes  que  sea  necesa- 
ria para  que  viva  moderadamente  según  su  estado,  y  si 

(1)  Sobre  la  materia  de  este  art.  véase  con  mucha  estension  la 
Cur.  Fi:íp.,  cap.  5,  lib.  2,  Com.  terr. 

(2)  Véase  sobre  esta  materia  la  Cur.  Filíp.,  §  25,  2  part.,  Juic. 
ejec. 


fuere  clérigo,  título,  militar,  ú  otro  empleado  público,  se  le 
suele  dejar  para  sus  alimentos  una  parte  de  los  sueldos  ó 
rentas  que  disfruta.  Véase  Beneficio  de  competencia. 

Es  de  observar  aquí,  que  según  los  artículos  1046  y  1098 
del  código  de  comercio,  tiene  derecho  el  comerciante  que- 
brado á  la  parte  de  ajuar  y  ropas  de  uso  diario  que  le  sea 
necesaria ,  y  á  una  asignación  alimenticia  proporcionada  á 
su  clase,  al  número  de  las  personas  de  su  familia ,  al  haber 
que  resulte  del  balance  general ,  y  á  los  caracteres  que  se 
presenten  para  la  calificación  de  la  quiebra.  Esta  disposición 
de  humanidad  á  favor  de  los  comerciantes  quebrados  debe 
admitirse  igualmente  en  materia  civil,  siendo  muy  equita- 
tivo que  al  deudor  desgraciado  que  desampara  sus  bienes  se 
le  asigne  algún  socorro  en  proporción  del  número  y  necesi- 
dades de  su  familia,  de  su  buena  fe,  y  de  la  mayor  ó  menor 
pérdida  que  ocasione  á  sus  acreedores. 

La  cesión  judicial  no  confiere  á  los  acreedores  la  propie- 
dad de  los  bienes  del  deudor,  sino  solo  el  derecho  de  hacerlos 
vender  y  percibir  los  frutos  hasta  la  venta  para  cubrir  el  im- 
porte de  sus  créditos;  ley  1,  tit.  Ib,  Parí.  b. 

El  deudor  no  queda  libre  de  sus  deudas  por  la  cesión  sino 
hasta  la  cantidad  concurrente  del  valor  de  los  bienes  aban- 
donados ;  de  modo  que  en  caso  de  no  ser  estos  bastantes ,  si 
después  llegare  á  mejor  fortuna  deberá  completar  el  pago  de 
las  deudas ,  aunque  reservándose  lo  necesario  para  su  manu- 
tención; ley  o,  lit.  la,  Part.  b. 

El  fiador  no  queda  libre  de  la  fianza  por  la  cesión  ;  y  así 
podrán  reconvenirle  ó  demandarle  los  acreedores  para  que 
pague  las  deudas,  en  cuanto  no  alcancen  los  bienes  del  prin- 
cipal deudor;  ley  5,  tit.  Ib,  Part.  b. 

No  puede  el  juez  dejar  de  admitir  ni  los  acreedores  opo- 
nerse ó  rehusar  la  cesión  judicial ,  sino  cuando  la  hace  al- 
guno de  aquellos  deudores  á  quienes  la  ley  prohibe  el  ha- 
cerla. Prohíbelo  la  ley  á  los  deudores  siguientes  :  —  Io.  á  los 
arrendadores  de  rentas  reales  y  á  sus  fiadores,  quienes  deben 
permanecer  presos  hasta  que  paguen  ;  pero  no  á  los  demás 
deudores  del  rey  ó  del  fisco;  ley  9,  til.  52,  lib.  11,  Nov.  Rec: 
—  2o.  al  que  en  fraude  de  sus  acreedores  dilapidó,  enajenó 
ú  ocultó  sus  bienes  en  todo  ó  en  parte  ,  á  no  ser  que  diere 
fianzas  de  volverlos  á  su  anterior  estado  ;  ley  k,  lit.  Ib, 
Part,  b,  y  Greg.  López  en  su  glosa  :  —  5o.  á  los  alzados; 
leyes  1  y  2,  lit.  52,  lib.  11,  Nov.  Rec:  —  k°.  á  los  deudores 
por  deudas  que  procedan  de  delito  ó  cuasi  delito  en  cuanto 
á  la  multa  ó  pena  pecuniaria  que  por  él  se  les  imponga, 
pero  no  por  lo  que  perteneciere  al  interés  peculiar  del  agra- 
viado; ley  8,  lit.  52,  lib.  11,  Nov.  Rec:  —  b°.  al  que  ob- 
tuvo espera  de  sus  acreedores  y  gozó  de  ella,  Greg.  López 
en  la  ley  S,  lit.  Ib,  Part.  b.  glos.  4  ;  bien  que  no  estando 
espresa  en  la  ley  esta  prohibición,  no  se  ofrece-  razón  bas- 
tante fuerte  para  imponerla,  y  menos  en  el'caso  de  que  la 
espera  hubiese  sido  inútil  al  deudor  por  razón  de  sus  des- 
gracias. 

La  cesión  judicial  produce  los  efectos  siguientes  :  —  Io.  el 
deudor  que  la  hace  se  libra  de  entrar  en  la  cárcel,  ó  es  puesto 
en  libertad  si  estuviere  pré*so  :  —  2o.  goza  del  beneficio  de 
competencia  si  llegare  á  mejor  fortuna  ;  es  decir,  que  si  des- 
pués de  la  cesión  adquiriese  bienes ,  no  estaría  obligado  á 
desampararlos  ni  á  pagar  con  ellos  á  los  acreedores  citados 
y  no  satisfechos  sino  solo  en  cuanto  le  sobrase  después  de 
atender  á  su  manutención  :  —  5o.  mientras  se  ventila  la 
cesltín ,  no  puede  ser  ejecutado  ni  reconvenido  judicialmente 
por  ninguno  de  sus  acreedores  :  —  li°.  se  forma  en  virtud 
de  la  cesión  un  juicio  universal,  adonde  tienen  que  acudir 
todos  los  acreedores ,  debiendo  acumularse  en  él  todos  los 
autos  principiados  por  cualesquiera  jueces  antes  ó  después 
de  su  formación  para  evitar  que  se  divida  la  continencia  de 
la  causa:  —  b°.  por  este  juicio  no  se  causa  décima,  ni  el 
juez  puede  exigirla  de  los  bienes  del  deudor;  y  es  de  notar 
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que  rematados  los  bienes  y  pasado  el  término,  se  debe  ad- 
mitir la  puja  de  mejor  postor,  lo  cual  es  particular  de  este 
juicio.  Leyes  3  y  h,  til.  15,  Part.  5,  y  los  autores.  I 

Los  trámites  del  juicio  de  cesión  y  concurso  de  acreedo- 
res son  los  siguientes  : 

El  deudor  por  sí  ó  por  procurador  debe  presentar  ante  su 
propio  juez  un  pedimento  acompañado  de  dos  relaciones, 
una  de  todos  sus  bienes  y  otra  de  todas  sus  deudas  con  es- 
presion  de  sus  cantidades  y  calidades  y  de  los  nombres  y 
residencias  de  los  acreedores  ,  jurando  estar  hechas  ambas 
relaciones  fiel  y  legalmente  sin  fraude  alguno,  con  protesta 
de  manifestar  lo  que  se  le  hubiese  olvidado  y  le  viniere  á  la 
memoria ,  acreditando  las  desgracias  que  le  han  puesto  en 
la  imposibilidad  de  pagar  por  entero  sus  deudas ,  y  pidiendo 
que  admita  la  cesión  que  hace  de  todos  sus  bienes  y  los 
mande  depositar  en  persona  lega,  llana  y  abonada,  para 
hacer  pago  á"Ios  acreedores,  con  arreglo  á  derecho,  que  se 
cite  á  estos  para  que  en  el  término  legal  acudan  á  usar  de  la 
acción  que  les  competa,  y  que  pasado  se  declare  por  bien 
hecha  la  cesión  y  formado  el  concurso,  dándole  el  correspon- 
diente mandamiento  de  amparo  (1).  * 

Admite  el  juez  la  cesión  en  cuanto  hs->rgar  en  derecho  : 
manda  citar  á  los  acreedores  que  existen  en  el  pueblo ,  en 
sus  mismas  personas  :  á  los  que  residen  en  otro ,  por  requi- 
sitoria ;  y  á  aquellos  cuyo  paradero  se  ignora ,  por  tres  edic- 
tos de  tres  en  tres  dias  fijados  en  los  parajes  públicos  :  les 
hace  dar  traslado  de  la  demanda ,  notificándoles  que  dentro 
de  tercero  dia  presenten  los  documentos  justificativos  de  sus 
créditos  :  si  no  esponen  cosa  alguna  contra  ella,  se  declara 
por  bien  hecha  la  cesión  y  formado  el  concurso ,  se  pone  en 
libertad  al  deudor  si  estuviere  preso ,  y  se  le  da  el  manda- 
miento y  amparo  para  que  ninguno  le  moleste  por  sus  deudas, 
pues  que  todos  deben  usar  de  su  derecho  en  este  juicio; 
pero  si  se  opusieren  á  dicha  declaración ,  se  controvertirá  la 
instancia  y  se  recibirá  á  prueba  sumariamente ,  decidiéndose 
lo  que  corresponda: 

Declarado  por  bien  formado  el  concurso ,  se  nombra  de- 
fensor de  él,  y  á  su  solicitud  deben  los  acreedores  elegir  por 
su  cuenta  y  riesgo ,  con  aprobación  del  juez ,  sugeto  que  ad- 
ministre y  cuide  los  bienes,  y  si  así  no  lo  hicieren,  ha  de 
nombrarle  el  mismo  juez  á  propuesta  del  defensor.  El  admi- 
nistrador debe  dar  fianzas  suficientes,  y  hacerse  cargo  de 
los  bienes  abandonados.  Pueden  reclamarse  en  este  estado 
los  autos  que  en  cualquier  otro  tribunal  se  hubiesen  princi- 
piado contra  el  deudor  por  alguno  de  sus  acreedores. 

En  seguida  los  acreedores  toman  los  autos ,  que  se  entregan 
al  primero  que  los  pidiere,  y  cada  uno  alega  su  derecho 
produciendo  los  documentos  que  lo  califiquen.  De  lo  que 
respectivamente  pretenda  y  alegue  cada  acreedor,  se  con- 
fiere traslado  á  los  demás  y  al  defensor,  y  se  sigue  sustan- 
ciando el  pleito  como  un  juicio  ordinario ,  para  justificar  cada 
uno  la  legitimidad ,  cantidad  y  calidad  ó  preferencia  de  sus 
créditos ,  hasta  que  por  la  sentencia  definitiva  se  determina 
la  respectiva  graduación  de  ellos,  y  se  manda  hacer  el  pago 
con  el  importe  de  los  bienes  que  deben  venderse  en  pública 
subasta ,  y  de  los  frutos  y  rentas  que  hubiesen  producido 
desde  la  cesión  hasta  la  venta.  El  deudor  puede  arrepentirse 
de  la  cesión  antes  de  haberse  verificado  la  venta  de  sus 
bienes ,  y  deberá  ser  oido  con  suspension  de  esta  si  los 
quiere  recobrar  para  hacer  pago  á  sus  acreedores  ó  defen- 
derse contra  ellos;  ley  2,  tit.  15,  Part.  5. 

La  apelación  que  se  interpusiere  por  alguno  de  los  acree- 
dores ,  debe  admitirse  en  ambos  efectos ,  devolutivo  y  sus- 
pensivo ,  pero  la  sentencia  que  profiera  en  vista  el  tribunal 
superior,  confirmando  ó  revocando  la  de  primera  instancia , 
se  ha  de  ejecutar  sin  embargo  de  súplica ,  y  en  su  virtud 

(1)  Véase  el  Febr  mej.  tom.  5 ,  pág,  352,  n.  10. 


han  de  ser  pagados  los  acreedores  por  el  orden  do  su  gra- 
duación ,  dando  fianza  depositaría  (que  se  llama  de  a.v. 
de  mejor  derecho  )  de  restituir  lo  que  así  cobraren ,  sj  la  í  -:i- 
tencia  se  revocare  en  grado  de  revista;  ley  10,  lit,  32»  Ub,  .  1 , 
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Esta  fianza  debe  darse  en  todos  los  casos  en  que  fueren 
pagados  los  acreedores  del  concurso,  por  sísale  después 
algún  acreedor  que  tenga  mejor  derecho  que  todos  ó  alguno 
de  ellos;  pues  aunque  el  acreedor  que  siendo  citado  no 
acudiese,  pierde  la  preferencia  de  grado  ó  hipoteca,  que- 
dándole salvo  tan  solo  el  derecho  de  cobrar  de  lo  que  so- 
brare, puede  suceder  sin  embargo  que  algún  acreedor  haya 
dejado  de  comparecer  en  el  concurso  por  haber  ignorado  su 
formación ,  en  cuyo  caso  no  le  perjudicaría  la  sentencia  eje- 
cutoriada ,  ni  le  quitaría  el  derecho  que  tuviese  contra  los 
bienes  del  deudor  común ,  ni  el  de  prelacion  á  los  demás 
acreedores.  =  Véase  Acreedor  en  sus  diferentes  artículos, 
Concurso  de,  acreedores,  y  Graduación  de  acreedores. 

Según  el  código  de  comercio ,  las  cesiones  de  bienes  de 
los  comerciantes  se  entienden  siempre  quiebras ,  y  se  regirán 
enteramente  por  las  leyes  del  libro  de  quiebras  del  mismo 
código.  —  Esceptúanse  solo  las  disposiciones  relativas  al 
convenio  y  á  la  rehabilitación ,  que  no  tendrán  lugar  en  los 
comerciantes  que  hagan  cesión  de  bienes;  art.  1176.  —  La 
inmunidad  en  cuanto  á  la  persona  que  por  el  derecho  comim 
se  concede  á  los  que  hacen  cesión  de  bienes ,  no  tiene  lugar, 
siendo  estos  comerciantes,  sino  en  el  caso  de  ser  declarados 
inculpables  en  el  espediente  de  calificación  de  quiebra  ; 
art.  1177. 

[  **  En  í.x  república,  de  Venezuela  la  cesión  de  bienes 
puede  hacerse  por  el  deudor,  ó  bien  por  impulso  suyo  pro- 
pio antes  de  ser  reconvenido  en  juicio  ,  ó  bien  durante  el 
litigio  en  cualquier  tiempo,  y  sea  cual  fuere  su  estado  ;  de- 
biendo en  ambos  casos  presentar  al  juez  déprimera  instancia 
del  domicilio  dos  listas  exactas ,  una  de  sus  bienes  ,  inclusos 
los  derechos  ó  acciones ,  á  escepcion  de  los  que  sean  intras- 
misibles por  su  naturaleza  de  person3lísimos,  y  otra  del 
acreedor  ó  acreedores  y  del  lugar  de  su  residencia,  aña- 
diendo de  palabra  ó  por  escrito ,  que  hace  dicha  cesión  de 
sus  bienes.  En  vista  de  esta  declaración ,  el  juez  decreta  de 
oficio  el  embargo  y  depósito  de  los  comprendidos  en  la  pri- 
mera, disponiendo  de  paso  que  los  efectos  espuestos  á  cor- 
romperse se  vendan  en  pública  subasta ,  ó  directa  y  priva- 
damente por  persona  de  responsabilidad  y  confianza  ,  á  los 
precios  corrientes  y  con  su  cuenta  y  razón  ;  y  manda  citar 
en  la  misma  providencia  á  todos  los  acreedores  compren- 
didos en  la  segunda,  para  que  dentro  de  quince  dias.se 
presenten  ante  el  juzgado  con  los  documentos  justificativos 
de  su  derecho  ;  lo  cual  debe  hacerse  saber  por  medio  de 
edictos ,  y  si  es  posible,  también  por  medio  de  los  periódicos. 
El  efecto  inmediato  de  esta  providencia  es  quedar  alzado  el 
arresto,  si  el  deudor  lo  estuviere  sufriendo,  ó  libre  de  el, 
si  aun  no  hubiese  sido  decretado,  desde  que  se  verifica  el 
depósito  de  los  bienes  cedidos;  y  si  este  paso  se  diere  an- 
dando algún  litigio ,  queda  por  el  mismo  hecho  suspenso  , 
hasta  que  recaiga  ejecutoria  sobre  si  es  ó  no  admisible  la 
cesión  propuesta.  La  citación  de  los  acreedores  se  hace  del 
modo  que  se  espondrá  en  su  lugar  al  hablar  del  emplaza- 
miento del  reconvenido  en  la  demanda  ordinaria  ,  señalán- 
doles el  dia  y  la  hora  en  que  deben  comparecer  provistos  de 
sus  documentos,  y  alargando  el  término  délos  quince  días  , 
cuando  alguno  de  ellos  estuviere  fuera  del  lugar  del  juicio , 
por  todo  el  espacio  necesario  para  andar  la  distancia  del  que 
estuviere  mas  remoto;  y  si  alguno  de  estos  se  halla  ausente 
de  la  república  ,  se  nombran  durante  este  plazo  el  defensor 
ó  defensores  necesarios  para  representarlos ,  designando  uno 
para  todos ,  si  no  tienen  derechos  opuestos ,  y  los  que  sean 
menester  en  el  caso  contrario;  emplazándolos  y  recibién- 
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doles  el  juramento  de  desempeñar  fielmente  su  encargo  du- 
rante el  espresado  términotlelaá  citaciones.  Llegados  el  dia 
y  hora  que  en  estas  se  prefija,  si  no  se  reúne  la  mayor  parte 
délos  acreedores,  quedan  multados  los  que  hayan  dejado 
de  concurrir  sin  causa  justificada,  y  responsables  ademas  de 
los  perjuicios  que  la  demora  pueda  haber  causado  á  los  que 
asistieron,  prorogándose  la  reunion  por  ocho  dias  ;  al  cabo 
de  los  cuales ,  constando  que  todos  han  sido  legalmente  ci- 
tados, forman  número  suficiente  para  deliberar  los  que  com- 
parecen ,  perdiendo  los  que  dejan  de  hacerlo  el  derecho  de 
reclamar  contra  los  acuerdos  tomados  en  su  ausencia,  si 
ejercen  el  que  conservan  de  presentarse  é  intervenir  an- 
dando el  pleito  en  lo  que  reste  del  juicio.  '' . 

Reunidos  por  fin  los  acreedores,  el  secretario  lee  la  cesión 
del  deudor,  y  las  listas  de  bienes  y  deudas ,  é  informa  á  los 
concurrentes  de  las  disposiciones  tomadas  de  oficio  para  el 
secuestro  y  depósito  de  los  bienes  cedidos,  y  venta  en  su 
caso  de  los  efectos  corruptibles  con  sus  resultados.  Los  acree- 
dores luego,  por  el  orden  de  su  lista,  entregan  al  juez  el 
documento  ó  documentos  en  que  se  fundan  sus  créditos  ,  y 
este  manda  al  secretario  que  los  lea  ,  y  que  los  pase  después 
á  todos  los  interesados ,  para  que  cada  uno  los  vea  y  examine. 
Terminada  esta  operación,  el  mismo  juez  invita  al  deudor, 
si  se  halla  presente ,  á  que  apoye  verbaimente  su  solicitud  , 
y  después  de  él  á  los  acreedores  uno  á  uno  y  por  el  citado 
orden  de  lista,  á  que  manifiesten  su  ánimo  respecto  á  la 
cesión  ,  y  espongan  las  tachas  ú  observaciones  que  tengan 
q.!C  hacer  sobre  la  legitimidad  de  los  créditos  de  los  demás 
acreedores  ;  y  el  secretario ,  á  medida  que  va  hablando  cada 
uno,  toma  nota  de  sus  opiniones  sobre  ambos  estreñios,  en 
los  términos  mas  breves  que  le  sea  posible ,  y  lee  después  su 
apunte  antes  que  sea  invitado  á  hablar  el  siguiente ,  para  que 
puedan  hacerse  las  correcciones  que  guste  el  preopinante. 
Luego  que  han  hecho  uso  de  este  derecho  todos  los  presentes, 
el  mismo  secretario  publica  el  número  de  votos  que  admiten 
y  el  de  los  que  desechan  la  cesión ,  cuáles  son  los  créditos 
lachados,  y  cuántos  los  votos  que  tiene  en  contra  cada  uno; 
y  si  la  mayoría  de  los  primeros  es  favorable  á  la  cesión,  si 
el  número  ó  la  cantidad  de  los  créditos  lachados  son  infe- 
riores á  los  admitidos,  y  si  en  la  junta  no  se  lia  acogido  la 
duda  de  si  el  deudor  podía  ó  no  dar  este  paso  ,  queda  admi- 
tida la  cesión,  así  como  en  el  caso  contrario  queda  suspen- 
dida. En  uno  y  otro  estiende  el  secretario  una  acta  de  todo 
lo  acaecido ,  la  cual  firma  después  del  juez,  y  á  continuación 
hacen  lo  propio  todos  los  acreedores. 

Cuando  la  cesión  queda  suspendida,  porque  hay  duda 
sobre  si  puede  ó  no  hacerla  el  deudor,  ó  la  mayoría  de  votos 
la  rehusa,  queda  abierto  el  término  de  prueba  desde  el  dia 
en  que  se  declare  dicha  suspension ,  si  las  partes  lo  solicitan 
para  presentar  sus  justificaciones  ;  y  espirado  este  plazo, 
cuyo  máximum  es  el  ordinario  de  treinta  dias ,  ó  desde  luego 
en  el  caso  contrario,  falla  el  juez,  si  es  legal  ó  no  la 
cesión  dudosa  ó  desechada,  y  sigue  este  artículo  ,  si  así  lo 
quieren  los  interesados ,  por  las  demás  instancias  comunes 
hasta  que  recaiga  ejecutoria.  Si  la  causa  por  la  cual  queda 
en  suspenso  la  cesión ,  es  la  circunstancia  de  ser  superior  el 
número  ó  cantidad  de  los  créditos  tachados  al  de  los  admi- 
-  tidos,  ó  siempre  que  haya  alguno  de  la  primera  clase,  esto 
es  de  los  tachados,  aun  cuando  la  cesión  quede  aceptada; 
los  acreedores  discordes  quedan  emplazados  en  el  acto  de 
publicarse  el  resultado  de  su  primera  junta ,  para  compa- 
recer dentro  de  tercero  dia  ante  el  mismo  juez ,  á  celebrar 
juicio  de  conciliación  sobre  el  punto  en  discordia.  En  él  se 
oye  primero  á  los  que  han  tachado  los  créditos ,  luego  al 
deudor,,  si  hubiere  concurrido ,  y  últimamente  á  los  que  sos- 
tengan su  legitimidad  ;  y  el  juez  en  seguida  procura  avenir 
à  las  parles ,  sin  manifestar  su  opinion  sobre  las  razones  es- 
puestas.  Si  logra  conciliarias,  se  espresa  así  en  el  acta ,  omi- 


tiendo todo  lo  demás  que  haya  ocurrido;  y  la  cesión  suspens 
dida  por  ser  mayor  la  cantidad  ó  número  de  los  créditos 
tachados  ,  y  estos  mismos  créditos  en  todos  los  casos ,  que- 
dan por  el  mismo  hecho  admitidos,  siempre  que  las  condi- 
ciones estipuladas  en  la  conciliación,  sean,  como  deben, 
beneficiosefs  en  general  á  todos  los  acreedores.  Si  no  es 
posible  avenirlas ,  el  secretario  estiende  sucintamente  las 
razones  alegadas  en  pro  y  en  contra ,  y  firma  el  acta  con  el 
juez  y  todos  los  presentes  ;  yen  seguida  queda  abierto  el 
término  de  prueba-,  y  sigue  el  pleito  por  todos  los  trámites 
é  instancias  que  se  espondrán  en  su  lugar  al  hablar  del 
juicio  ordinario. 

Admitida  la  cesión  y  declarados  los  créditos  que  deben  ser 
tenidos  por  legítimos,  en  la  misma  reunion  primera,  sino 
hubiere  habido  divergencia  sobre  ninguno  de  los  dos  estre- 
ñios ,  ó  si  la  hubiere  habido ,  en  otra  que  se  celebrará  luego 
que  estén  terminadas  todas  las  diferencias ,  y  para  la  cual 
debe  citarse  con  tres  dias  de  anticipación;  los  acreedores 
determinan  si  continúa  el  depositario  nombrado  por  el  juez, 
ó  debe  ser  reemplazado  por  persona  de  confianza  de  la 
mayoría  de  los  acreedores ,  sin  necesidad  de  espresar  la 
causa  ;  y  ademas  cuál  es  el  orden  en  que  deben  ser  pagados 
los  créditos;  sobre  cuyo  punto  tercia  el  fallo  del  juez,  dado 
dentro  de  veinte  y  cuatro  horas,  si  no  fuere  unánime  el  pa- 
recer de  los  concurrentes.  Fijados  estos  puntos,  se  justipre- 
cian los  bienes  cedidos  y  se  sacan  á  pública  subasta ,  ven- 
diéndolos del  modo  que  se  dirá  al  hablar  del  juicio  ejecutivo; 
teniendo  los  acreedores  el  derecho  de  quedárselos  por  su 
tasación  antes  del  remate,  y  de  pedir  su  adjudicación  por 
las  dos  terceras  partes ,  si  nadie  ofreciese  mas  en  la  segunda 
subasta.  De  su  producto  se  pagan  los  créditos  por  el  orden 
establecido  ,  el  cual  será,  cuando  lo  determine  el  juez  por 
falta  de  común  acuerdo,  el  que  se  fija  en  los  arls.  21,  22, 
25, 24y23  déla  IcyQ,  iil.  2,  del  Cotí,  de  proced.  jud.  de  1'9  <íe 
mayo  de  1836,  que  confirman  en  su  mayor  parte  las  dispo- 
siciones del  derecho  hispano.  (Véasela  palabra  Acreedor 
en  sus  diferentes  artículos.  ) 

Para  que  puedan  tener  efecto  lefs  resoluciones  délos  acree- 
dores ,  es  necesario  que  sean  adoptadas  por  el  mayor  nú- 
mero de  personas ,  y  á  mas  por  la  mayor  suma  de  créditos , 
sin  contar  con  las  personas  ni  con  los  créditos  de  los  defen- 
sores de  los  ausentes  y  de  los  acreedores  existentes  en  la 
república  que  no  hayan  concurrido  ;  debiendo  tenerse  pre- 
sente que  el  defensor  de  ausentes  que  asista,  tiene  tantos 
votos  cuantos  sean  los  acreedores  que  represente.  Guando 
no  se  reúnen  entrambas  mayorías,  oye  el  juez  las  razones 
que  se  aleguen  en  pro  y  en  contra ,  y  determina  lo  que  debe 
hacerse  sin  apelación  ni  otro  recurso  ,  escepto  el  de  queja 
para  hacer  efectiva  su  responsabilidad. 

No  goza  del  beneficio  de  cesión  de  bienes,  sino  en  el  caso 
de  que  se  lo  concedan  por  acuerdo  unánime  todos  los  acree- 
dores, el  deudor  que  enajena  alguna  parte  de  aquellos  en 
los  seis  meses  anteriores  al  dia  de  la  cesión ,  quedándose  sin 
lo  suficiente  para  pagar  todas  sus  deudas  ;  el  que  en  los 
mismos  seis  meses  inmediatos  á  dicho  dia  paga  á  algún  acree- 
dor que  no  sea  el  primero  y  mas  privilegiado  para  cobrar  su 
crédito ,  no  teniendo  lo  necesario  para  dejarlos  todos  satis- 
fechos ;  el  que  ha  dilapidado  su  fortuna  ,  ó  no  aparece  ino- 
cente del  atraso  en  que  se  halla  ;  y  el  que  obtuvo  de  sus 
acreedores  el  beneficio  de  espera.  Están  absolutamente  pri- 
vados de  este  beneficio  los  que  habiendo  manejado  caudales 
de  la  nación,  de  provincias  ,  pueblos  ó  establecimientos  pú- 
blicos ,  resulten  alcanzados  en  sus  cuentas,  mientras  no  dejen 
satisfecho  este  alcance;  los  que  hayan  ocultado  alguna  parte 
de  sus  bienes,  ó  siendo  comerciantes ,  cambistas,  corredores 
ú  otras  personas  obligadas  á  llevar  cuenta  en  el  ejercicio  de 
su  profesión  .ó  industria ,  se  oculten  ellos  mismos  ,  ó  no 
presenten  los  libros  que  deben  haber  llevado  ;  y  por  fin  el 
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íeudor  que  al  hacer  la  cesión ,  haya  colocado  en  la  lista  uno 
6  mas  acreedores  supuestos ,  ó  por  mayor  cantidad  de  la  que 
realmente  les  debia  ;  ley  6 ,  til.  %  Cad.  de  procedí,  jiid.  de  19 
de  mayo  de  1856. 

***  En  la  república  de  Chile,  hé  aquí  lo  que  se  halla  dis- 
puesto sobre  la  cesión  de  bienes.  Para  hacerla  el  deudor, 
debe  estender  por  escrito  su  voluntario  desprendimiento  , 
espresando  la  causa  que  lo  ha  reducido  á  tal  estado  ;  y  á  esta 
manifestación  debe  acompañar  dos  listas  juradas ,  una  de 
los  nombres  y  domicilio  de  los  acreedores  y  la  suma  que 
debe  á  cada  uno,  y  otra  de  los  bienes  que  cede  y  su  valor 
en  justiprecio  ;  listas  cuya  exactitud  debe  ser  tal ,  que  la 
menor  falsedad  ú  omisión  que  en  ellas  se  note,  se  reputa 
como  indicio  de  manejo  fraudulento  de  los  negocios.  Para 
pasar  estos  escritos  á  manos  del  juez  ,  es  necesario  que  el 
deudor  se  constituya  por  sí  antes  en  la  prisión  y  los  feche 
desde  ella  ;  ó  bien  que  acompañe  una  certificación  del  de 
primera  instancia  de  su  domicilio,  por  la  cual  se  justifique 
que  habiéndose  constituido  voluntariamente  preso  ante  él, 
salió  fiador  de  cárcel  segura  un  vecino  de  arraigo  y  cono- 
cida responsabilidad ,  y  fué  puesto  en  libertad  bajo  esta  ga- 
rantía ;. debiendo  en  este  caso  presentarse  también  copia  de 
la  escritura  de  fianza.  Con  estos  requisitos,  el  juez  admite 
la  demanda  en  cuanto  ha  lugar  en  derecho,  y  procede  á 
dictar  las  disposiciones  oportunas  acerca  de  la  compare- 
cencia de  los  acreedores ,  el  cuidado  de  los  bienes  y  la  sus- 
tanciacion  del  juicio.  Respecto  á  la  comparecencia  de  los 
acreedores,  cita  individualmente  á  los  contenidos  en  la  lista 
del  deudor,  emplazándolos  para  que  concurran  ante  el  tri- 
bunal dentro  de  un  período  determinado  ;  y  á  los  ignora- 
dos y  ausentes  les  anuncia  la  formación  de  concurso,  y  los 
llama,  para  que  dentro  de  tal  tiempo  comparezcan  á  deducir 
su  derecho,  por  medio  de  un  cartel  firmado  de  su  puño  y 
autorizado  por  el  escribano,  el  cual  se  fija  original  ó  por 
medio  de  copias  en  los  lugares  públicos  que  parece  conve- 
niente, debiendo  permanecer  fijado  por  espacio  de  treinta 
dias,  sin  necesidad  de  renovarlos  ni  de  dar  pregones.  En 
cuanto  á  la  guarda  de  los  bienes  cedidos,  si  en  el  lugar  en 
donde  se  halla  de  asiento  el  juzgado,  se  encuentran  la  mitad 
ó  la  mayor  parte  de  los  acreedores ,  que  al  mismo  tiempo 
representen  la  mitad  ó  la  mayor  parte  del  total  de  créditos, 
al  admitir  la  cesión  en  la  forma  dicha,  los  cita  para  la  au- 
diencia siguiente,  á  fin  de  que  nombren  síndico  que  se  encar- 
gue de  los  bienes  y  tasador  que  los  justiprecie  para  proceder 
á  su  remate  ;  pero  si  no  concurrieren  estas  circunstancias  , 
nombra  por  sí  una  persona  abonada  y  responsable,  que  en 
¿alidad  de  administrador  interino  reciba  en  depósito  los 
bienes  cedidos ,  y  se  encargue  de  vender,  con  cuenta  y  razón 
y  á  precios  corrientes ,  aquellos  efectos  sujetos  á  corrupción 
ó  deterioro  por  el  tiempo.  Y  tocante  al  buen  orden  de  la  sus- 
tanciacion  ,  dispone  desde  luego  que  se  formen  dos  ramos  ó 
cuadernos  como  en  el  concurso  de  acreedores  y  en  la  terce- 
ría, de  que  se  hablará  en  el  art.  Juicio  ejecutivo  al  esponer  la 
legislación  de  la  república  de  Chile  ;  uno  titulado  de  embargo, 
en  el  cual  conste  el  nombramiento  de  síndico  y  demás  rela- 
tivo á  la  administración  y  venta  de  los  bienes  cedidos ,  y 
otro  que  bajo  el  nombre  de  cuaderno  de  prelacion ,  com- 
prenda lo  concerniente  á  la  prueba  y  calificación  de  los  cré- 
ditos, y  la  sentencia. 

Concluido  el  término  del  emplazamiento,  aun  cuando  no 
hayan  trascurrido  los  treinta  dias  en  que  deben  estar  fija- 
dos los  edictos,  los  acreedores  comparecen  ante  el  juez  con 
los  documentos  en  que  fundan  sus  créditos.  En  solemne  au- 
diencia se  leen  la  representación  del  deudor  y  sus  dos  listas, 
y  cada  uno  presenta  después  las  pruebas  en  que  estriban 
sus  pretensiones;  pruebas  que  recíprocamente  se  comu- 
nican todos  ellos,  y  que  el  juez  manda  luego  unir  al  cua- 
derno de  prehçion  que  ya  debe  llevar  el  escribano.  Con- 


cluido este  acto ,  los  cita  el  mismo  juez  para  que  á  los  seu 
dias  comparezcan  los  acreedores  y  el  deudor  á  esponer  lo 
que  juzguen  conveniente  acerca  de  la  legitimidad  y  prefe- 
rencia de  los  créditos  ;  durante  cuyo  término  está  de  mani- 
fiesto en  el  oficio  del  escribano  el  cuaderno  de  prelacion , 
para  que  los  interesados  puedan  enterarse  con  detenimiento 
de  los  documentos  presentados  y  mandados  unir  á  él  en  la 
primera  comparecencia. 

Bien  en  esta  primera  comparecencia  ,  bien  en  otra  inme- 
diata para  la  cual  cita  el  juez  al  efecto,  bien  desde  que  ad- 
mite la  cesión  en  el  caso  que  hemos  señalado  al  comenzar, 
de' que  en  el  lugar  de  la  residencia  del  juzgado  se  encuen- 
tren la  mitad  ó  la  mayor  parte  de  los  acreedores ,  interesa- 
dos al  mismo  tiempo  por  la  mitad  ó  la  mayor  parte  del  total 
de  créditos  ;  ha  de  hacerse  el  nombramiento  de  uno  ó  mas 
síndicos.  A  este  fin  debe  proponerse  ante  lodo  cuál  ha  de  ser 
su  número,  atendida  la  naturaleza  y  estension  de  los  nego- 
cios, teniendo  presente  que  nunca  pueden  ser  mas  de  tres 
los  nombrados.  Para  esta  resolución,  como  para  todos  los 
demás  puntos  de  interés  general  que  se  controviertan  en 
estas  reuniones ,  forma  mayoría  la  mitad  mas  uno  del  nú- 
mero de  votantes  que  represente  las  tres  quintas  partes  del 
total  de  créditos  que  correspondan  ,  no  á  la  masa  general , 
sino  á  los  concurrentes.  No  habiéndola  para  determinar  cuál 
ha  de  ser  el  número  de  síndicos,  lo  fija  el  juez  por  sí  solo,  y 
se  procede  luego  á  su  nombramiento,  haciendo  el  de  cada 
uno  por  separado.  Si  en  este  no  pudiere  haber  tampoco 
acuerdo  por  falta  de  mayoría,  el  juez  los  nombra  de  oficio  ; 
pero  deben  servirle  como  de  recomendación  los  votos  que  se 
hubieren  emitido  en  favor  de  alguna  persona.  Lo  mismo 
debe  observarse  en  el  nombramiento  de  peritos  para  el  jus- 
tiprecio de  los  bienes  cedidos.  Las  atribuciones  de  los  sín- 
dicos son  las  siguientes  :  Ia.  Recibir  y  guardar  en  depósito 
bajo  responsabilidad  los  bienes  cedidos  :  2a.  Administrar  los 
bienes  concursados  :  5a.  Cobrar  y  recaudar  los  créditos  de  la 
masa ,  y  abonar  los  gastos  de  administración  que  sean  de 
absoluta  necesidad  para  la  conservación  y  beneficio  de  los 
bienes  :  4a.  Defender  los  derechos  del  concurso,  y  ejercer 
las  acciones  y  escepciones  que  le  competan  :  5a.  Promover 
la  celebración  de  juntas  de  acreedores  en  los  casos  y  para 
los  objetos  que  la  ley  determina,  y  también  la  pronta  termi- 
nación del  juicio  :  6a.  Procurar  la  venta  de  los  bienes  con- 
cursados ,  cuando  esta  deba  celebrarse  con  arreglo  á  dere- 
cho. Durante  el  concurso,  cada  ocho  dias  desde  aquel  en 
que  los  síndicos  acepten  su  nombramiento,  están  obligados 
á  reunir  á  los  acreedores  ,  para  hacerles  saber  el  estado  de 
la  masa  de  los  bienes  concursados,  y  las  diligencias  que  se 
practiquen  en  su  administración ,  recaudación  y  venta  ;  y 
los  fondos  que  reciban  en  efectivo,  deben  depositarlos  sema- 
nalmente  en  la  arca  pública,  ó  en  el  establecimiento  ó  per- 
sonas abonadas  que  el  juez  señala  al  intento,  sin  que  jamas 
puedan  retenerlos  en  su  poder  bajo  ningún  pretesto.  Les  está 
prohibido  igualmente  comprar  para  sí  ni  para  otra  persona 
bienes  del  concurso,  sean  de  la  especie  que  fueren,  so  pena 
de  quedar  estos  á  beneficio  de  la  masa,  y  ellos  obligados 
siempre  á  abonar  su  precio  ;  y  por  fin  son  responsables  de 
los  daños  y  perjuicios  que  irroguen  al  concurso  por  el  mal 
desempeño  de  su  encargo,  bien  sea  por  abusar  de  sus  facul- 
tades ,  ó  ya  por  no  haber  puesto  el  cuidado  y  diligencia  quo 
acostumbra  el  hombre  solícito  en  el  manejo  de  sus  negocios, 
que  es  lo  que  se  llama  en  el  derecho  culpa  leve.  En  justa  re- 
compensa de  este  cargo,  tanto  el  síndico  como  el  depositario 
interino  que  en  su  caso  nombra  el  juez,  según  hemos  dicho 
al  principio,  deben  percibir  medio  por  ciento  sobre  todas 
las  cobranzas  que  hagan  de  créditos  y  derechos  del  con- 
curso, dos  por  ciento  del  producto  de  la  venta  de  bienes 
muebles ,  y  uno  del  valor  de  la  misma  venta  ó  adjudicación 
de  los  raices.  Este  premio  debe  distribuirse,  cuando  fueren 
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mas  de  uno,  tomando  cada  cual  el  correspondiente  á  las 
agencias  que  hubieren  estado  á  S14  cargo  esclusivo ,  ó  por 
partes  iguales,  si  todos  las  hubieren  desempeñado  de  con- 
suno. Los  síndicos  pueden  ser  removidos  por  consentimiento 
de  todos  los  acreedores ,  á  solicitud  fundada  y  justificada  de 
cualquiera  de  ellos  ,  y  de  oficio  por  el  juez,  si  asilo  creyere 
conveniente  por  haber  notado  algunos  abusos  en  el  desem- 
peño de  su  encargo;  pero  en  cualquiera  de  estos  casos  debe 
el  juez  citar  á  junta  de  acreedores,  para  que  procedan  á 
hacer  nuevo  nombramiento. 

No  es  este  nombramiento  el  único  incidente  que  puede 
ocurrir  durante  el  juicio  que  en  la  actualidad  nos  ocupa, 
sino  que  también  puede  pedirse  la  prisión  del  deudor,  como 
culpable  digno  de  castigo.  Esta  medida  preventiva  debe 
acordarla  el  juez  en  los  casos  siguientes  :  Io.  De  oficio,  siem- 
pre que  en  el  escrito  de  cesión  no  aduzca  la  causa  que  lo  ha 
reducido  á  hacerla,  ó  siempre  que  en  el  discurso  y  en  cual- 
quier estado  del  pleito  resulte  que  dicha  causa  es  falsa  ó  in- 
justa, ó  bien  aparezca  algún  manejo  fraudulento  :  2o.  Cuando 
la  cuarta  parte  de*  los  acreedores  ,  sea  cual  fuere  el  importe 
de  sus  créditos ,  pida  llanamente  que  se  le  ponga  preso  : 
5o.  Luego  que  un  acreedor,  después  de  haberle  acusado  de 
que  ha  ocultado  bienes,  ó  de  que  los  ha  dilapidado  por  al- 
guno de  los  modos  que,  según  diremos  en  el  art.  Juicio 
ejecutivo  al  hablar  del  concurso  de  acreedores ,  son  las  únicas 
causas  por  las  que  se  puede  negar  el  beneficio  de  insolvente 
inculpable  al  deudor  preso,  que  habiéndosele  negado  la  pri- 
mera vez  lo  solicita  de  nuevo  ;  luego  que  este  acreedor,  re- 
petimos ,  presenta  la  sumaria  que  ofrece  al  hacer  esta  acusa- 
ción, y  de  ella  resulta  aunque  no  sea  mas  que  una  prueba 
semiplena  del  delito.  En  cualquiera  de  estos  casos  dispone, 
como  hemos  dicho ,  el  juez  que  sea  preso  el  cedente ,  y  al 
mismo  tiempo  que  se  forme  un  tercer  ramo  bajo  el  título  de 
cuaderno  criminal,  en  el  cual  consten  las  diligencias  de  la 
acusación ,  audiencia  ,  prueba  y  castigo  del  reo  ;  siendo  de 
notar  que  el  acreedor  que  en  el  tercero  de  los  casos  pro- 
puestos acusare  al  deudor  ,  no  está  tenido  á  responder  de 
calumnia,  si  no  prueba  su  acusación. 

Desembarazados  ya  de  estos  dos  incidentes  del  nombra- 
miento de  síndicos  y  de  la  acusación  del  deudor,  podemos 
continuar  esplicando  hasta  el  fin  los  trámites  de  la  actuación 
principal,  cuyo  curso  hemos  dejada  en  el  punto  en  que, 
presentados  por  los  acreedores  los  documentos  en  que  fun- 
dan sus  créditos,  los  cita  de  nuevo  -el  juez  para  que  compa- 
rezcan dentro  de  seis  dias  ,  pudiendo  durante  este  término 
examinar  en  el  oficio  del  escribano  los  citados  documentos. 
Cumplido  pues  el  plazo,  aun  cuando  no  hayan  trascurrido 
los  treinta  dias  en  que  deben  permanecer  fijados  los  carteles 
de  anuncio  del  concurso,  se  presentan  los  acreedores  y  el 
deudor  á  discutir  ante -el  juez  la  legitimidad  y  preferencia  de 
los  créditos;  discusión  que  no  se  ha  de  terminar  precisa- 
mente en  la  primera  sesión ,  sino  que  puede  dividirse  en 
varias  al  arbitrio  del  juez ,  según  el  número  de  acreedores  y 
circunstancias  de  los  créditos.  Cerrada  esta,  el  juez  hade 
esperar  á  que  concluya  el  térnino  de  los  edictos  que  acaba- 
mos de  indicar,  caso  que  no  hubiere  espirado  ;  y  si  se  viere 
precisado  por  esta  razón  á  diferir  su  fallo  por  algún  tiempo, 
debe  admitir  y  oir  al  acreedor  que  se  presente  durante  este 
intermedio ,  porque  á  ello  tienen  todos  derecho,  sea  cual 
fuere  el  estado  del  juicio.  Con  estos  requisitos,  el  juez  dicta 
su  sentencia,  la  cual ,  ó  bien  se  limita  á  declarar  cuáles  son 
los  créditos  legítimos  y  á  disponer  su  pago,  ó  bien  deter- 
mina ademas  el  orden  por  que  deben  ser  satisfechos,  en  los 
casos  y  del  modo  que  se  espondrá  al  hablar  del  concurso 
ordinario.  Como  que  las  diligencias  de  embargo  y  remate 
han  corrido  por  separado  en  el  ramo  ó  cuaderno  de  su  nom- 
bre hasta  la  subasta  inclusive,  depositándose  su  producto  ; 
si  esto  hubiere  tenido  ya  lugar  cuando  se  dicta  la  sentencia, 


se  le  da  literal  cumplimiento ,  ya  pagando  á  su  presentación 
los  créditos  declarados  legítimos  ,-ó  bien  satisfaciéndolos  por 
el  grado  de  preferencia  que  se  les  haya  concedido. 

Terminado  de  esta  manera  el  juicio  de  cesión,  el  que  la 
hizo  debe  continuar  preso  y  sujeto  á  las  resultas  del  ramo 
que  se  sigue  bajo  el  título  de  cuaderno  criminal,  si  se  le  hu- 
biere puesto  en  la  cárcel  por  indicios  ó  acusación  formal  de 
manejo  fraudulento ,  dilapidación  ú  ocultación  de  bienes  ; 
pero  fuera  de  estos  casos ,  debe  ser  puesto  en  libertad ,  c 
"cancelarse  la  fianza  de  cárcel  segura,  ámenos  que  haya 
hecho  la  cesión  en  las  circunstancias  siguientes  :  Ia.  Después 
de  haberse  alzado  con  bienes  ajenos  :  2a.  Después  de  estar 
preso  por  deudas  .  5a.  Hallándose  gozando  del  benefició  de 
espera  :  (Ia.  Siendo  responsable  de  delito  ó  cuasi  delito  : 
3a.  siendo  arrendador  de  rentas  fiscales  ó  municipales,  ó 
fiador  reconvenido  de  alguno  de  estos. 

La  doctrina  que  acaba  de  esponerse  está  fundada  en  ios 
decretos  de  8  de  febrero,  16  de  marzo,  26  de  julio  y  22  de 
agosto  de  1857,  y  en  el  art.  1  de  la  ley  de  19  de  noviembre 
de  18?(2.  — Véase  el  art.  Juicio  ejecutivo.] 

CESIONARIO.  La  persona  en  cuyo  favor  se  hace  la  ce- 
sión de  bienes,  ó  el  traspaso  de  un  crédito  o  de  cualesquiera 
otros  derechos. 

CH 

CHANCILLER.  Véase  Canciller. 

CHANCILLER! A.  Cierto  tribunal  superior  de  justicia , 
establecido  antiguamente  en  la  corte,  y  llamado  así  porque 
el  chanciller  ó  canciller  sellaba  sus  providencias  con  las  ar- 
mas y  sellos  del  rey.  Seguia  la  corle  ambulante  de  los  reyes  : 
fijóse  después  seis  meses  cada  año  de  puertos  acá,  y  otros 
seis  de  puertos  allá  :  se  dividió  por  fin  en  dos  partes,  de  las 
cuales  una  se  estableció  en  Valladolid  ,  y  otra  en  Ciudad 
Real  de  donde  se  trasladó  á  Granada,  conservando  ambas 
el  nombre  de  cnancillería.  Conocían,  cada  una  en  el  terri- 
torio que  se  le  asignó,  en  primera  instancia  de  los  pleitos  ó 
causas  que  en  ellas  se  introducian  por  casos  de  corte,  en 
segunda  y  tercera  instancia  de  todas  las  causas  que  iban  en 
apelación  de  los  jueces  inferiores  de  los  pueblos  del  distrito, 
y  privativamente  de  las  de  hidalguía  y  propiedades  de  ma- 
yorazgo. De  sus  ejecutorias  no  había  apelación,  y  solo  se 
admitía  el  recurso  por  agravio  ó  injusticia  notoria,  y  la  supli- 
cación al  rey  en  grado  de  mil  y  quinientas.  La  estension  de 
su  jurisdicción  hubo  de  disminuirse  mucho  con  el  estableci- 
miento de  reales  audiencias  ;  y  últimamente  han  quedado 
suprimidas  con  la  erección  de  audiencias  territoriales  en 
Granada  y  Valladolid  y  otros  puntos  de  la  monarquía ,  igua- 
les todas  en  facultades.  Véase  Audiencia. 

CHAPÍN  de  la  reina.  Un  servicio  ó  tributo  que  se  pa- 
gaba en  Castilla  por  los  vecinos  del  estado  llano  para  los 
gastos  de  las  bodas  de  los  reyes. 

CHARLATAN.  El  que  sin  estudios,  sin  principios  ni 
grados  ejerce  la  medicina  ó  cirugía  con  pretesto  de  secretos 
que  posee  y  aplica  á  todos  los  males.  Véase  Médico  y  Ci- 
rujano. 

CI 

CIBARIO.  Adjetivo  aplicado  á  las  leyes  romanas  que 
arreglaban  las  comidas  y  conviles  del  pueblo. 

CIEGO.  El  que  está  privado  de  la  vista.  No  puede  ser 
juez  (1)  ni  abogado  (2),  ni  testigo  testamentario  (5) ,  ni  ba- 
il) Ley  4,  lit.  4,  Part.  5. 
(2)  Ley  5,  tít.  C,  Part.  5. 

(S)  Ley  9,  tít.  1,  Part.  6;  y  aunque  en  algunas  ediciones  se  lee: 
úlfitn  los  siervos,  nin  los  nítidos ,  nin  los  sordos ,  mas  parece  noto- 
ria equivocación  de  imprenta  en  lugur  de  nin  los  ciegos ,  nii\  los 
mudos¡  nin  los  sordos ,  pues  en  seguida  dice  la  ley  :  Otrosí  non 
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cer  testamento  cerrado  (1).  Cuando  lo  hace  abierto  ó  nun- 
cupativo,  han  de  intervenir  cinco  testigos  y  escribano  (2) , 
debiendo  firmar  uno  de  ellos  por  el  ciego  ;  y  si  no  hubiere 
escribano,  son  necesarios  ocho  testigos,  uno  de  los  cuales 
debe  escribir  el  testamento  (3).  Véase  Testamento  del  ciego. 

GÏSNTOS.  Tributo  que  se  compone  de  cuatro  unos  por 
ciento  de  las  cosas  que  se  venden  y  pagan  alcabala  ;  ó  bien 
una  contribución  que  paga  el  vendedor  al  fisco,  y  consiste 
en  la  vigésima  quinta  parte  del  precio  de  la  venta.  Es  una 
ampliación  de  la  alcabala,  aumentada  con  4  por  100  sobre 
el  10  que  ya  llevaba. 

CIFRA.  Lo  mismo  que  abreviatura. 

GSKCÜHSTANCIAS.  Los  accidentes  y  particularidades 
de  tiempo,  lugar,  modo,  condición,  estado ,  y  demás  que 
acompañan  algún  hecho  ó  dicho.  —  Las  circunstancias  sue- 
len ser  causa  de  que  sean  juzgados  de  diferentes  maneras 
negocios  de  una  misma  naturaleza  :  circitmstantice  magnam 
inducunt  jvris  diversilalem.  Esta  regla  tiene  lugar  en  asun- 
tos civiles  ,  y  sobre  todo  en  los  criminales ,  en  los  que  las 
circunstancias  aumentan  ó  disminuyen  la  gravedad  de  un 
delito ,  y  por  consiguiente  la  pena  con  que  debe  ser  casti- 
gado el  delincuente  Qi). 

I.  No  hay  cosa  mas  común  en  los  litigios  que  el  oir  invocar 
las  circunstancias  para  obtener  un  fallo  conforme  á  las  pre- 
tensiones que  se  deducen  ;  pero  tampoco  suele  haber  cosa 
mas  peligrosa  que  el  adherirse  únicameute  á  las  circuns- 
tancias en  perjuicio  de  la  ley.  Es  cierto  que  la  equidad  es  el 
principal  punto  de  vista  que  deba  considerarse  en  todas  las 
cosas  :  in  omnibus  esquilas  rnaximè  speclanda  est;  pero  bajo 
pretesto  de  no  atender  sino  á  la  equidad  ,  se  puede  abrir  la 
puerta  á  una  infinidad  de  abusos  que  solo  el  rigor  de  la  ley 
es  capaz  de  prevenir.  Antes  de  apreciar  el  mérito  de  las  cir- 
cunstancias, es  necesario  examinar  la  naturaleza  de  la  ley  y 
el  fin  que  se  propuso  en  las  disposiciones  que  contiene. 
Guando  te  ley  es  tal  que  el  legislador  previo  ó  debió  fácil- 
mente prever  todos  los  argumentos  que  contra  su  rigor  po- 
drían sacarse  de  las  diferentes  circunstancias ,  y  quiso  sin 
embargo  que  se  ejecutase  en  todos  los  casos ,  nadie  puede 
sustraerse  bajo  pretesto  alguno  à  sus  disposiciones  ni  elu- 
dir su  rigor  con  el  aparato  de  todos  los  motivos  de  equidad 
que  haya  podido  reunir.  Los  puntos  que  se  han  fijado  para 
que  se  juzguen  de  un  modo  invariable ,  como  son ,  por  ejem- 
plo ,  los  relativos  a  prescripciones,  donaciones,  sucesiones 
y  testamentos,  son  independientes  de  todas  las  circunstan-» 
cias  que  puedan  acompañarlos,  porque  si  se  pudiese  hacer 
que  la  ley  se  doblegase  á  las  circunstancias ,  no  habría  quien 
no  tratase  de  interpretarla  en  su  favor  con  el  ausilio  de  ellas, 
y  nadie  podría  ya  contar  con  lo  que  se  halla  establecido  para 
asegurar  los  derechos  y  la  tranquilidad  de  los  ciudadanos. 

II.  Por  lo  que  hace  à  las  convenciones  entre  particulares, 
es  un  principio  que  ellas  son  otras  tantas  leyes  que  los  inte- 
resados se  forman  entre  sí  mismos  y  que  los  jueces  deben 
aplicar  en  sus  decisiones  :  mas  cuando  se  trata  de  interpre- 
tarlas ,  queda  reservado  á  la  prudencia  de  los  jueces  el  aco- 
modarlas y  reducirlas  á  los  usos  mas  ordinarios  y  á  los 
principios  de  la  equidad  sacados  de  las  circunstancias.  Es 
con  efecto  muy  natural  que  lo  que  las  partes  no  entienden 
de  un  mismo  modo  se  esplique  por  las  circunstancias,  que 
son  las  únicas  que  pueden  dar  luz  para  conocer  el  espíritu  y 
la  intención  con  que  los  interesados  han  celebrado  su  con- 

lo  puede  ser  home  que  es  siervo  de  otro;  y  no  habría  necesidad 
de  osa  repetición  si  ya  hubiera  hablado  de  ellos. 

(1)  Ley  14,  tít.  1,  Part.  G. 

(2)  Ley  2 ,  tít.  18 ,  !ib.  1 0  ,  Nov.  Rec. 

(3)  Ley  14  ,  tít.  1  ,  P.irt.  6. 

(4)  Así  lo  dice  P.  Marcos  Gutier.,  Discurso  sohre  los  delitos  y 
las  penas ,  cap.  2 ,  ns.  12  y  15 ,  donde  pone  yarios  ejemplos. 


trato  ;  y  solo  en  este  caso  puede  decirse  que  la  diversidad 
del  derecho  nace  de  tos  circunstancias  del  hecho.  Pero  es 
necesario  tener  presente,  que  las  circunstancias  solo  son  dig- 
nas de  consideración  en  los -casos  dudosos  ;  y  que  ciando 
media  un  escrito  que  se  esplica  con  claridad,  no  podemos 
prescindir  de  atenernos  á  su  letra,  y  de  desechar  toda  in- 
terpretación que  do  se  avenga  con  su  sentido  natural  :  Slan- 
dumest  cliarlœ, 

III.  En  materias  criminales,  hacen  las  circunstancias  un 
papel  muy  esencial.  La  calidad  del  delito  pende  casi  siem- 
pre de  las  circunstancias  :  las  circunstancias  son  las  que  ha- 
cen decidir  si  la  muerte  de  una  persona  es  un  asesinato  ,  ó 
bien  un  simple  homicidio  ocasionado  por  una  riña  ó  por  la 
necesidad  de  defender  su  vida  atacada  por  un  injusto  agre- 
sor. Una  vez  determinada  la  naturaleza  del  delito,  cuando 
se  trata  de  convencer  al  acusado,  no  se  .debe  deducir  esta 
convicción  únicamente  de  las  circunstancias  :  son  necesarias 
pruebas  ;  pero  estas  pruebas  pueden  á  veces  debilitarse  mu- 
cho por  las  circunstancias  que  resultan  á  su  favor. 

En  los  casos  en  que  las  penas  s&  dejan"hasla  cierto  punto 
al  arbitrio  de  los  jueces  ,  y  en  que  no  se  trata  sino  de  exa- 
minar la  mayor  ó  menor  gravedad  del  delito  ,  solamente  las 
circunstancias  pueden  determinar  la  estension  del  castigo. 
Para  graduar  la  pena  es  necesario  empezar  por  la  gradua- 
ción del  deiíto,y  para  graduar  el  delito  se  hace  indispensa- 
ble pesar  las  circunstancias  que  lo  agravan  ó  disminuyen. 
Las  circunstancias  agravantes  pueden  referirse  á  los  efectos 
del  delito;  al  modo,  medios  y  lugar  de  su  perpetración;  á  la 
calidad  de  la  personaofendida;  y  ala  persona  del  delincuente. 
Las  circunstancias  atenuantes  pueden  referirse  á  las  causas 
impulsivas  del  delito  ;  al  estado  de  capacidad  física  ,  inte- 
lectual ó  moral  del  delincuente;  y  á  la  conducta  posterior  de 
este  con  respecto  al  delito  y  sus  consecuencias. 

El  código  penal  de  9  de  julio  de  1822  fija  las  unas  y  las 
otras  bajo  estas  bases  ;  y  aunque  carece  este  cuerpo  de 
autoridad  legal  en  el  día  ,  pueden  sin  embargo  tomarse 
aquellas  en  consideración  según  están  redactadas  por  ser 
precisamente  las  mismas  que  por  lo  común  designan  los  au- 
tores. 

«  En  todo  delito  ó  culpa,  dice  en  su  artículo  106,  se  tendrán 
por  circunstancias  agravantes,  ademas  de  las  que  esprese 
la  ley  en  los  casos  respectivos ,  las  siguientes  :  Primera  :  el 
mayor  perjuicio,  susto,  riesgo,  desorden  ó  escándalo  que 
cause  el  delito.  Segunda  :  la  mayor  necesidad  que  tenga  la 
sociedad  de  escarmientos,  por  la  mayor  frecuencia  de  los 
delitos.  Tercera  :  la  mayor  malicia,  premeditación  y  sangre 
fria  con  que  se  haya  cometido  la  acción;  la  mayor  osadía, 
impudencia,  crueldad,  violencia  ó  artificio,  ó  ej  mayor  nú- 
mero de  medios  empleados  para  ejecutarla.  Cuarta  :  la  mayor 
instrucción  ó  dignidad  del  delincuente,  y  sus  mayores  obli- 
gaciones para  con  la  sociedad  ,  ó  con  las  personas  contra 
quienes  delinquiere.  Quinta  :  el  mayor  número  de  personas 
que  concurran  al  delito.  Sexta  :  el  cometerle  con  armas  ó  en 
sedición ,  tumulto  ó  conmoción  popular,  ó  en  incendio , 
naufragio  ú  otra  calamidad  ó  conflicto.  Séptima  :  la  mayor 
publicidad  ó  autoridad  del  sitio  del  delito ,  ó  la  mayor  solem- 
nidad del  acto  en  que  se  cometa.  Octava  :  la  superioridad 
del  reo  con  respecto  á  otro  á  quien  dé  órdenes ,  consejos  ó 
instrucciones  para  delinquir,  ó  le  seduzca,  instigue,  solicile 
ó  provoque  para  ello.  Novena  :  en  todos  los  delitos  contra 
las  personas,  serán  circunstancias  agravantes  contra  el  roe 
la  tierna  edad,  el  sexo  femenino,  la  dignidad,  la  debilidad, 
indefensión,  desamparo  ó  conflicto  de  la  personaofendida.  » 

«  Del  mismo  modo  ,  dice  en  su  art.  107,  se  tendrán  por 
circunstancias  que  disminuyan  el  grado  del  delito ,  ademas 
de  las  que  la  ley  declare  en  los  casos  respectivos ,  las  si- 
guientes. Primera  :  la  corta  edad  del  delincuente,  y  su  falta 
de  talento  ó  de  instrucción.  Segunda  :  la  indigencia,  el  amor, 
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îa  amistad ,  la  gratitud,  la  lijereza  ó  cl  arrebato  de  una  pasión 
que  hayan  influido  en  el  delito.  Tercera  :"el  haberse  come- 
tido este  por  amenazas  ó  seducciones,  aunque  no  sean  de 
aquellas  que  bastenpara  disculparle.  Cuarta  :  el  ser  el  primor 
delito,  y  haber  sido  constantemente  buena  la  conducta  an- 
terior del  delincuente,  ó  haber  hecho  este  servicios  impor- 
tantes al  Estado.  Quinta  :  el  arrepentimiento  manifestado 
con  sinceridad  inmediatamente  después  de  cometido  el  de- 
lito, procurando  voluntariamente  su  autor  impedir  ó  reme- 
diar e!  daño  causado  por  él,  ó  socorrer  ó  desagraviar  al 
ofendido.  Sexta  :  el  presentarse  voluntariamente  á  las  auto- 
ridades despues  de  cometido  el  delito ,  ó  confesarlo  con 
sinceridad  en  el  juicio,  no  estando  convencido  el  reo  por  otras 
pruebas.  » 

No  son  estas  las  únicas  circunstancias  que  deben  influir 
en  la  suerte  de  un  acusado  :  hay  otras  varias  que  seria  largo 
enumerar  ;  pero  para  que  la  diversidad  de  circunstancias 
pueda  ocasionar  fallos  diversos,  es  necesario  que  la  diver- 
sidad sea  de  cosas  realmente  esenciales;  pues  si  bajo  pre- 
testo  de  cualesquiera  particularidades ,  por  lijeras  que  sean , 
habían  de  variar  las  máximas  recibidas  en  jurisprudencia  , 
no  habría  cosa  mas  arbitraria  que  las  decisiones  délos  jueces. 
Ademas ,  para  que  las  circunstancias  agravantes  ó  atenuan- 
tes de  la  culpabilidad  produzcan  efecto  legal  en  la  gradua- 
ción de  la  pena,  han  de  probarse  plenamente  como  los  hechos 
principales  que  constituyen  el  delito. 

Cuando  la  ley  impone  una  pena  fija  y  determinada,  sin 
dejar  nada  al  arbitrio  de  los  jueces,  es  preciso  entonces 
preferir  la  equidad  cierta  de  la  ley  á  la  equidad  engañosa 
de  las  circunstancias.  Pero  esta  máxima  solo  es  segura  en  los 
paises  en  que  hay  un  código  penal  acomodado  á  los  tiempos, 
y  no  en  aquellos  donde  todas  ó  casi  todas  las  penas  impuestas 
por  leyes  antiguas  han  llegado  á  caducar  por  la  mudanza  de 
costumbres.  Es  claro  que  en  estos  últimos  la  imposición  de 
las  penas  tiene  que  ser  arbitraria  y  pender  siempre  de  las 
circunstancias.  Véase  Alarma  y  Arbitrio  de  juez. 

CÏRUJAKO.  El  que  profesa  la  cirugía,  la  cual  es  una 
parte  de  la  medicina  práctica,  que  según  la  etimología  griega 
del  nombre  consiste  en  el  arte  de  curar  por  medio  de  opera- 
ciones hechas  con  las  manos,  ó  bien  solas  ,  ó  ya  con  ayuda 
de  instrumento,  las  enfermedades  del  cuerpo  humano. 

Nadie  puede  desempeñar  la  profesión  de  cirujano  en  nin- 
gún pueblo  de  la  monarquía  sin  presentar  primero  ante  la 
justicia  el  titulo  correspondiente  despachado  por  la  junta 
superior  gubernativa  de  medicina  ,  y  cirugía ,  bajo  la  multa 
de  cincuenta  ducados  por  la  primera  vez ,  ciento  por  la  se- 
gunda, y  doscientos  por  la  tercera;  incurriendo  ademas 
por  !a  segunda  vez  en  destierro  del  pueblo  de  su  residencia, 
de  Madrid  y  sitios  reales  diez  leguas  en  contorno  ,  y  por  la 
tercera  en  pena  de  presidio  en  uno  de  los  de  África  ó  Amé- 
rica ;  ley  4,  tít.  12,  lib.  8 ,  Nov.  Rec. 

Los  cirujanos  romancistas,  aunque  estén  autorizados  para 
disponer  y  ejecutar  ea  las  enfermedades  esternas  todas  las 
operaciones,  inclusa  la  sangría,  que  convengan  para  la 
curación  de  los  enfermos,  no  pueden  recetar  por  interno  en 
las  enfermedades  mixtas,  ni  en  las  puramente  internas, 
pues  corresponden  privativamente  las  primeras  á  los  ciru- 
janos latinos,  y  las  segundas  á  los  facultativos  de  medicina; 
debiendo  imponerse  á  los  contraventores  las  penas  en  que 
incurren  los  que  se  introducen  á  ejercer  la  medicina  y  cirugía 
Sin  título;  art.  12,  leu  12,  tít.  12,  lib.  8,  Nov.  Rec. 

Los  curanderos  y  charlatanes,  que  con  trasgresion  de  las 
determinaciones  soberanas  elaboran  ,  venden  y  aplican  di- 
versos remedios ,  bajo  el  colorido  de  específicos  y  secretos 
con  que  alucinan  al  vulgo  ,  incurren  en  las  mismas  penas 
que  se  prescriben  contra  los  que  ejercen  sin  título  el  arte 
de  curar.  Si  alguna  persona  presumiere  tener  algún  especí- 
ficó  ó  secreto  para  la  curación  de  enfermedades  quirúrgicas, 


debe  manifestarlo  con  su  composición  á  la  junta  superior 
gubernativa  ,  para  que  examinándolo  ,  y  comprobada  la 
nulidad  ó  perjuicio  de  su  uso,  lo  adopte  ó  proscriba  ;  de- 
biendo hacerse  la  elaboración  y  la  venta  en  su  caso  por  pro- 
fesor de  farmacia;  arls.  6  y  Wx,  ley  12,  tít.  12,  lib.  8, 
Nov.  Rcc. 

Los  cirujanos  no  pueden  tener  barbería,  por  ser  incom- 
patible este  ejercicio  mecánico  con  las  tareas  literarias  y 
trabajos  mentales  de  su  noble  profesión  ;  arts.  Ui  y  18.  ley  12, 
tít.  12,  tíb.  8,  Nov.  Rec.  :  —  ni  hacer  medicamentos  para 
venderlos,  bajo  la  pena  de  diez  mil  maravedís  por  la  primor^ 
vez,  de  veinte  mil  por  la  segunda ,  y  de  igual  multa  y  do3 
años  de  destierro  de  la  corte  y  cinco  leguas  y  del  pueblo  por 
la  tercera;- ley  6,  til.  11 ,  lib.  8,  Nov.  Rec.  :  —  ni  ejercer  la 
medicina  sino  en  los  casos  mixtos,  y  los  romancistas  ni  aun 
en  estos  ,  bajo  las  penas  señaladas  á  los  que  la  ejercen  sin 
título,  á  no  ser  médico-cirujanos  ;  ley  5  y  su  ñola,  lit.  12, 
lib.  8  ,  Nov.  Rcc.  :  —  ni  ser  á  un  mismo  tiempo  boticarios; 
art.  10,  ley  10,  tít.  15  ,  lib.  8,  Nov.-  Rec. 

Los  cirujanos  ,  después  de  curar,  aplicando  los  remedios 
de  primera  intención,  á  los  heridos  de  mano  viólenla  6  de 
casualidad  que  los  llamaren  ,  deben  avisar  inmediatamente 
á  la  justicia,  bajo  la  pena  de  veinte  ducados  por  primera  vez, 
cuarenta  por  la  segunda  ,  con  cuatro  años  de  destierro  ,  y 
sesenta  por  la  tercera  ,  y  mas  seis  años  de  presidio  ;  nota  2, 
tít.  11,  lib.  8,  Nov.  Rec. 

El  cirujano  que  abandonare  la  curación  que  hubiese 
tomado  á  su  cargo  ,  ó  errare  en  ella  por  su  culpa  ó  falta  de 
instrucción  ,  queda  responsable  del  daño  que  se  siguiere  ;  y 
en  caso  de  muerte  del  enfermo,  incurre  en  pena  arbitraria  ; 
ley  10  ,  tít.  8  ,  Part.  5,  y  ley  9,  lit.  Ib  ,  Part.  7.  —  Véase 
Academia  médico-quirúrgica ,  y  Médico. 

CITA.  La  nota  de  ley,  doctrina,  autoridad  ú  otro  cual- 
quier instrumento  que  se  alega  para  prueba  de  lo  que  se-dice 
ó  refiere  ;  —  y  la  manifestación  que  en  la  sumaria  de  una 
causa  criminal  hacen  los  testigos  ó  el  reo  de  algunas  per- 
sonas que  se  hallaron  presentes  en  el  hecho  de  que  se  trata, 
ó  que  pueden  saber  algo  conducente  á  su  averiguación.  — 
Evacuar  las  citas  (1),  es  tomar  la  declaración  á  las  personas 
que  los  testigos  ó  el  reo  hubieren  citado  en  sus  deposiciones; 
á  cuyro  efecto  se  les  debe  leer  primero  lo  que  dice  el  citante, 
á  fin  de  que  no  oculten  la  verdad.  Si  examinadas  estas  per- 
sonas conforme  á  la  cita  dijeren  otra  cosa  diferente  de  lo  que 
por  ella  resulta ,  se  deberá  carear  al  citante  y  al  citado , 
tomándoles  juramento,  para  que  oyéndolos  el  juez  en  sus 
debates  pueda  averiguar  mejor  la  verdad  del  hecho  (2). 
Véase  Careo. 

El  reglamento  de  26  de  setiembre  de  185o  previene  en  su 
art.  ij  I ,  que  los  jueces  omitan  la  evacuación  de  aquellas  citas 
que  sean  superfinas  ó  inútiles,  y  que  nunca  evacúen  las  que 
se  hagan  en  la  confesión,  las  cuales  deben  quedar  para  que 
el  tratado  como  reo  pruebe  después  lo  que  le  convenga.  La 
primera  parte  de  esta  disposición  es  muy  acertada  ;  pero  la 
segunda  puede  aventurar  á  veces  el  descubrimiento  de  la 
verdad. 

(i)  El  decreto  de  11  de  setiembre  de  1820  en  su  art.  8  dice  : 
«  Siendo  la  evacuación  de  citas  impertinentes  é  inútiles  un  abuso 
introducido  con  grave  perjuicio  de  la  brevedad  de  las  causas,  se 
declara  por  regla  general  que  los  jueces  no  deben  evacuar  mas 
citas  que  aquellas  que  sean  necesarias  ó  convenientes  para  la 
averiguación  de  la  verdad  en  el  asunto  de  que  se  trate,  observán- 
dose lo  mismo  en  cuanto  á  careos,  reconocimientos  y  demás  dili- 
gencias de  instrucción.  »  El  art.  7  dice:  a  Los  despachos,  exbortos 
ú  oficios  que  se  libren  para  evacuación  de  citas  ,  prisiones  ú  otras 
diligencias,  serán  ejecutados  por  los  jueces  á  quienes  se  cometan 
sin  pérdida  de  momento  y  con  preferencia  á  todo.  » 

(2)  Febr.  raej.,  toin.  7,  pág.  265 ,  gg  5  y  4. 
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CITACIÓN.  El  llamamiento  que  de  orden  del  juez  se 
hace  á  una  persona  para  que'comparezca  en  juicio  á  estar  á 
derecho  ;  ley  1 ,  üt.  7,  Part.  5.  Llámase  también  emplaza- 
miento, y  entre  los  Romanos  se  denominaba  in  jus  vocalio. 
Es  de  absoluta  necesidad  en  el  juicio ,  como  que  sin  ella  seria 
nulo  el  proceso  ,  pues  á  nadie  puede  condenarse  sin  citarle 
para  que  alegue  sus  descargos  y  defensas  (1)..E1  mismo  Dios 
nos  quiso  dar  un  ejemplo  de  esta  necesidad  ,  cuando  en  el 
paraíso,  después  de  haber  pecado  Adán,  le  citó  para  que 
diese  razón  de  su  conducta ,  á  pesar  de  que  sabia  que  no 
podia  darla. 

Entre  los  Romanos  se  hacia  la  citación  ó  emplazamiento 
por  el  mismo  actor  ó- demandante,  que  encontrando  á  su 
adversario  le  decia  :  sígneme  al  tribunal;  pero  entre  nos- 
otros no  puede  hacerse  sino  por  el  escribano,  alguacil  ó  por- 
tero del  juzgado,  previo  mandamiento  del  juez,  sin  cuyo 
requisito  es  nula  la  citación,  y  el  que  la  hiciere  incurre  en 
la  pena  de  pagar  las  costas  y  perjuicios  que  se  ocasionaren 
al  citado, y  cincuenta  maravedís  al  fisco  por  cada  vez;  ley  14, 
lít.h,  lib.  11,  Nov.  Rcc. 

La  citación  es  verbal ,  real  y  por  escrito.  La  verbal  es  la 
que  se  hace  de  palabra  :  la  escrita  es  la  que  se  hace  por 
edictos  ,  llamando  y  emplazando  al  reo  ó  demandado ,  cuan- 
do no  se  sabe  su  paradero  ó  es  persona  incierta;  y  la  redi 
no  es  otra  cosa  que  la  captura  del  reo  ,  sobre  la  cual  puede 
verse  el  artículo  Arresto. 

La  citación  debe  hacerse ,  no  solo  á  la  persona  contra 
quien  se  entabla  la  demanda,  sino  también  á  todas  aquellas 
personas  de  cuyo  perjuicio  se  trata  principalmente  en  el 
juicio  ;  y  aun  conviene  hacerla  á  los  que  tienen  un  interés 
secundario  ,  para  que  les  perjudique  la  sentencia  ,  como  lo 
sostienen  los  autores. 

Ha  de  hacerse  la  citación  á  la  parte  misma  en  persona , 
pudiendo  ser  habida  :  mas  si  huyere  ó  se  escondiere,  se  de- 
jará papeleta  ó  cédula  á  las  personas  de  su  familia,  ó  en  su 
defecto  á  los  vecinos  mas  inmediatos  ,  para  que  se  la  hagan 
saber;  y  si  el  reo  no  puede  ser  habido  ni  tiene  casa  en  el 
pueblo ,  ha  de  ser  llamado  por  edictos  ó  pregones  ;  ley  1  , 
lit.  7  ,  Part.  5  ,  y  Greg.  López,  gl.  6.  También  se  usa  del 
medio  de  los  edictos,  cuando  las  personas  á  quienes  debe 
citarse  son  inciertas,  ó  en  tanto  número  que  con  dificultad 
pueden  ser  habidas  ó  conocidas.  Hallándose  el  reo  ó  deman- 
dado fuera  del  territorio  del  juez  de  la  causa,  debe  espe- 
dirse requisitoria  ó  exhorto  al  juez  del  distrito  en  que  reside 
para  que  mande  hacer  la  citación  ;  ley  3,  lit.  4,  lib.  11,  Nov. 
Rcc.  Véase  Requisitoria. 

La  citación  es  acto  de  jurisdicción ,  y  así  cuando  se  trata 
üe  negocios  civiles,  no  puede  hacerse  en  dias  feriados,  ni  de 
noche  ;  pero  si  se  hiciere ,  y  en  su  virtud  compareciere  el 
citado,  se  hará  válido  el  acto  (2). 

Según  la  ley  de  4  de  junio  de  1837  sobre  notificaciones, 
la  citación  habrá  de  practicarse  leyéndose  íntegramente  la 
providencia  á  la  persona  á  quien  se  haga  ,  y  dándole  en  el 
acto  copia  literal  de  ella ,  aun  cuando  no  la  pida ,  y  en  la  di- 
ligencia debe  hacerse  espresion  de  haberse  cumplido  lo  uno 
y  lo  otro.  —  La  diligencia  de  citación  se  firmará  por  la  per- 
sona citada ,  y  no  sabiendo  hacerlo ,  por  un  testigo  á  su 
ruego.  Si  la  persona  citada  no  quisiere  firmar,  ó  en  el  caso 
de  no  saber  no  quisiese  presentar  el  testigo  que  firme  á  su 
ruego,  el  escribano  practicará  la  citación  en  presencia  de 
dos  testigos.  Estos,  en  el  caso  de  hacerse  la  citación  en 
la  casa  del  citado  ,  deberán  ser  vecinos  de  la  misma  casa 
ó  de  las  mas  próximas  á  ella.  Cuando  la  citación  se  practique 
en  otro  lugar,  deberán  ser  los  testigos  vecinos  de  aquel  pue- 

(1)  Ley  5,  tít.  26,  Par!.  5. 

(2)  Rodríguez  no  opina  así ,  como  lo  manifiesta  en  una  nota 
que  pondremos  al  art.  Dia  feriado. 


blo  ;  los  oficiales  y  dependientes  del  escribano  no  podrán  ser 
testigos  de  la  diligencia  en  ningún  caso.  —  Cuando  la  cita- 
ción se  practique  por  cédula,  á causa  de  no  poder  ser  ha- 
bida la  persona  que  debe  ser  citada -,  se  espresará  en  la 
diligencia  el  nombre ,  calidad  y  habitación  de  la  persona  á 
quien  se  entregue  la  cédula  ,  y  esta  firmará  su  recibo.  En 
el  caso  de  que  no  sepa  ó  no  quiera  firmar,  se  observará  lo 
que  para  ambos  casos  queda  prevenido.  —  Omitiéndose  en 
la  citación  estas  formalidades,  se  tendrá  por  no  hecha,  y 
serán  nulos  los  procedimientos  ulteriores  que  no  se  hubieran 
podido  practicar  sin  haberse  hecho  la  citación  legítima- 
mente, á  menos  que  la  persona  citada  por  algún  escrito 
posterior  á  la  citación  ó  en  diligencia  judicial  practicada  por 
ella  ó  á  su  instancia  ,  se  hubiese  manifestado  sabedora  de  la 
providencia  y  no  reclamase  la  citación  formal,  en  cuyo  caso 
se  tendrá  por  hecha  ,  y  por  subsistentes  las  actuaciones 
espresadas.  —  El  escribano  que  hiciere  una  citación  sin 
observar  estas  formalidades  ,  incurrirá  en  la  mulla  de  500 
rs.  vn.  ;•  y  será  ademas  responsable  de  los  perjuicios  que  se 
sigan  á  las  partes  si  se  declara  nula. 

La  citación  produce  los  efectos  siguientes  :  Io.  Previene  el 
juicio;  es  decir,  que  el  citado  por  un  juez  no  puede  serlo 
después  por  otro  que  no  sea  superior,  ley  2,  tít.  7,  Parí.  5: 

—  2o.  interrumpe  la  prescripción,  ley  29,  tít.  29,  Parí.  5.  : 

—  3o.  hace  nula  la  enajenación  de  la  cosa  demandada,  que 
ejecutare  el  reo  maliciosamente  después  de  emplazado, 
leyes  13  y  14,  tít.  7,  Part.  3  :—  4o.  perpetúa  la  jurisdicción 
del  juez  delegado,  aunque  el  delegante  muera  ó  pierda  el 
oficio  antes  de  la  contestación,  ley  21,  til.  4,  y  ley  33, 
lit.  18,  Part.  5,  con  la  gl.  de  Greg.  López  ád.  ley  21  :  — 
5o.  sujeta  al  emplazado  á  comparecer  y  seguir  el  pleito  ante 
el  juez  que  le  emplazó  siendo  competente  ,  aunque  después 
por  cualquier  motivo  se  traslade  al  territorio  de  otro  juz- 
gado ,  ley  12,  tít.  7,  Part.  3  :  —  6o.  pone  al  emplazado  en 
la  necesidad  de  presentarse  al  juez  que  le  citó,  aunque  tenga 
privilegio  para  no  ser  reconvenido  ante  él,  en  cuyo  caso 
deberá  manifestárselo  para  eximirse  de  pleitear  en  su  tribu- 
nal ;  bien  que  si  la  esencion  fuese  notoria ,  no  estaría  obli- 
gado á  la  comparecencia,  ley  2,  til.  7,  Part.  3. 

La  persona  citada  debe  comparecer  por  sí  ó  por  procu- 
rador ante  el  juez  que  la  citó  ,  dentro  del  término  que  se  le 
hubiese  asignado  ;  y  no  compareciendo,  se  le  acusa  una  sola 
rebeldía  ,  segün  el  art.  48  del  reglamento  de  26  de  setiem- 
bre de  1855  :  hecho  lo  cual ,  se  sigue  el  pleito  contra  ella 
como  si  estuviera  presente,  á  cuyo  efecto  le  señala  el  juez 
por  procurador  los  .estrados  del  tribunal ,  y  en  elios  se  leen 
sus  autos  y  providencias,  causando  al  reo  el  mismo  perjuicio 
que  si  se  le  notificasen  en  persona.  El  medio  de  asentamiento, 
que  antiguamente  podia  elegir  el  demandante,  no  está  ya  en 
uso.  Véase  Asentamiento  y  Rebeldía. 

[*  En  la  república  de  Méjico,  toda  falta  de  observancia 
de  los  trámites  esenciales  de  un  juicio  produce  la  responsa- 
bilidad del  juez  ,  y  en  lo  civil  ademas  la  nulidad  de  lo  ac- 
tuado desde  el  punto  en  que  se  cometió  la  falta  ;  y  aunque 
no  se  halla  dictada  todavía  la  ley  en  que  deben  fijarse  los 
trámites  ,  que  como  esenciales  no  pueden  omitirse  en  nin- 
gún género  de  procedimiento  ,  puede  contarse  anticipada- 
mente entre  ellos  la  citación  ó  emplazamiento,  porque  en  ella 
está  cifrado  el  principio  de  eterna  justicia  ,  de  que  nadie 
puede  ser  condenado  sin  haber  sido  oido  :  arl.  182,  Bases 
de  organiz.  polît,  de  12  de  junio  de  18'i3. 

**  En  la  república  de  Venezuela  ,  sobre  el  particular  se 
halla  establecido  lo  siguiente.  Puesta  la  demanda  anle  el 
juez  ,  se  sacan  de  ella  tantas  copias  certificadas  cuantos  son 
los  demandados,  poniendo  al  pié  firmada  por  el  juez  la  or- 
den para  que  comparezan  ante  el  juzgado  en  dia  y  hora 
determinados;  y  se  entregan  á  uno  de  los  oficiales  ,  para 
que  dentro  de  tercero  dia,  si  estuvieren  en  la  parroquia  ae 
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la  residencia,  las  ponga  en  sus  manos ,  en  su  casa,  si  los  ha- 
llare en  ella  ,  y  si  no,  en  cualquier  parte  en  donde  los  en- 
cuentre, ménos  en  el  acto  de  ejercer  alguna  función  pública 
ó  en  el  templo;  exigiendo  siempre  recibo,  el  cual  puede  su- 
plirse en  todo  caso  por  la  declaración  de  dos  testigos  que 
presencien  la  entrega.  Si  no  puede  encontrarlos,  da  cuenta 
de  ello  al  juez ,  y  este  dispone  lo  conveniente  para  la  ave- 
riguación de  su  existencia  y  paradero.  Cuando  el  demandado, 
tiene  su  domicilio  fuera  de  la  parroquia  en  que  el  juez  reside, 
se  remite  á  uno  de  los  de  aquella  en  que  tiene  el  primero  su 
residencia  ,  dicha  copia  certificada  con  un  oficio  ,  para  que 
dentro  de  tres  dias  después  de  recibida,  se  haga  la  citación 
y  dé  cuenta  del  resultado  ;  y  si  está  ausente  de  la  república, 
se  cita  á  su  apoderado  general  ó  especial,  ó  se  le  nombra  un 
defensor,  si  no  dejó  quien  le  representase.  Al  Estado  se  le 
cita  en  la  persona  y  domicilio  del  tesorero  ó  administrador 
respectivo  ;  y  á  los  establecimientos  públicos ,  iglesias ,  mu- 
nicipalidades y  otras  corporaciones  ,  en  la  persona  y  domi- 
cilio de  los  administradores,  curas,  procuradores  munici- 
pales, y  otros  que  legítimamente  las  representen  :  arts.  7  á 
12,  ley  2,  lit.  1,  Cad.  deproccd.jud.  de  19  de  mayo  de  1836. 

***  En  la  república  de  Chile  ,  la  falta  de  citación  es  una 
causa  espresa  de  nulidad ,  hasta  en  los  pleitos  de  menor 
cuantía  :  art.  152,  Reglam.  de  adm.  de  just.  de  2  de  jimio 
de  1824,  y  arts.  2,  §  2,  y  23,  deer.  de  Io.  demarzo  de  1837. J 

CITACIÓN  de  remate.  La  notificación  que  en  el  juicio 
ejecutivo  se  hace  al  deudor  de  que  se  va  á  proceder  á  la 
venta  de  sus  bienes  embargados  para  satisfacer  al  acreedor 
con  su  importe. 

CITATORIA.  El  mandamiento  ó  despacho  del  juez  con 
que  se  cita  ó  emplaza  á  alguno  para  que  comparezca  enjui- 
cio. Úsase  también  como  adjetivo  aplicado  al  mandamiento. 

CIUDADANO.  Cualquiera  individuo  del  estado  gene- 
ral ;  —  el  que  en  el  pueblo  de  su  domicilio  tiene  un  estado 
medio  entre  el  de  caballero  y  el  de  oficial  mecánico;  —  y  el 
vecino  de  alguna  ciudad  ó  de  un  estado  libre,  cuya  consti- 
tución política  le  da  ciertos  derechos. 

[*  La  de  Méjico  en  la  Ia.  ley  dice  así  : 

«  Art.  7.  Son  ciudadanos  de  la  república  mejicana  : 

I.  Todos  los  comprendidos  en  los  cinco  primeros  párra- 
fos (1)  del  art.  Io.  que  tengan  una  renta  anual  lo  ménos  de 
cien  pesos ,  procedentes  de  capital  fijo  ó  mobiliario ,  ó  de 
industria  ó  trabajo  personal,  honesto  y  útil  á  la  sociedad. 

II.  Los  que  hayan  obtenido  carta  especial  de  ciudadanía 
del  Congreso  general,  con  los  requisitos  que  establezca  la  ley. 

Art.  8.  Son  derechos  del  ciudadano  mejicano,  á  mas  de 
los  detallados  en  el  art.  2o.  (2)  é  indicados  en  el  4o.  (3)  : 

I.  Votar  para  todos  los  cargos  de  elección  popular  directa. 

II.  Poder  ser  votado  para  los  mismos,  siempre  que  en  su 
persona  concurran  las  cualidades  quelas  leyes  exijan  en  cada 
caso. 

Art.  9.  Son  obligaciones  particulares  del  ciudadano  meji- 
cano : 

I.  Adscribirse  en  el  padrón  de  su  municipalidad. 

II.  Concurrir  á  las  elecciones  populares  siempre  que  no 
se  lo  impida  causa  física  ó  moral. 

III.  Desempeñar  los  cargos  concejiles  populares  para  que 
fuese  nombrado ,  si  no  es  que  tenga  escepcion  legal  ó  impe- 
dimento suficiente ,  calificado  por  la  autoridad  que  corres- 
ponda según  la  ley. 

Art.  10.  Los  derechos  particulares  del  ciudadano  se  sus- 
penden : 

(1)  Esos  cinco  párrafos  véanse  en  el  art.  i  de  la  palabra  Mejicano. 

(2)  Véanse  las  notas  al  artículo  Arrestar. 

(3¡  Dice  así  :  Art.  4.  Los  mejicanos  gcarán  de  todos  los  otros 
derechos  civiles,  y  tendrán  todas  las  dcuias  obligaciones  del  mismo 
orden  'rue  establezcan  las  leyes, 


I.  Durante  la  minoridad. 

II.  Por  el  estado  de  sirviente  doméstico. 

III.  Por  causa  criminal  desde  la  fecha  del  mandamiento 
de  prisión  ,  hasta  el  pronunciamiento  de  la  sentencia  abso- 
lutoria. Si  esta  lo  fuere  en  la  totalidad  ,  se  considerará  al 
interesado  en  el  goce  de  los  derechos  ,  como  si  no  hubiese 
habido  tal  mandamiento  de  prisión;  de  suerte  que  no  por 
ella  le  pare  ninguna  clase  de  perjuicio. 

IV.  Por  no  saber  leer  ni  escribir  desde  el  año  de  846  en 
adelante. 

Art.  11.  Los  derechos  del  ciudadano  se  pierden  totalmente: 

I.  En  los  casos  en  que  se  pierde  la  cualidad  de  mejicano. 

II.  Por  sentencia  judicial  que  imponga  pena  infamante. 

III.  Por  quiebra  fraudulenta  calificada. 

IV.  Por  ser  deudor  calificado  en  la  administración  y  ma- 
nejo de  cualquiera  de  los  fondos  públicos. 

V.  Por  ser  vago,  mal  entretenido,  ó  no  tener  industria ,  ó 
modo  honesto  de  vivir. 

VI.  Por  imposibilitarse  para  el  desempeño  de  las  obliga- 
ciones de  ciudadano  por  la  profesión  del  estado  religioso.»] 

CIVIL.  Todo  lo  que  pertenece  á  la  justieia  en  orden  á 
intereses,  á  diferencia  de  lo  que  mira  al  castigo  de  los  deli- 
tos, que  se  llama  criminal;  y  así  se  dice  :  acción  ,  pleito,  ó 
demanda  civil.  También  se  aplica  este  adjetivo  al  derecho 
común  á  todos  los  individuos  de  la  sociedad ,  por  contrapo- 
sición al  derecho  militar  y  al  eclesiástico ,  que  solo.abrazan 
ciertas  clases  de  individuos  del  mismo  estado  ;  como  igual- 
mente al  derecho  privado  que  arregla  los  negocios  de  los 
particulares  entre  sí,  por  contraposición  al  derecho  público 
ó  político  que  compréndelas  leyes  fundamentales  del  impe- 
rio, reino  ó  república;  de  suerte  que  este  desgraciado  epíteto 
civil ,  según  dice  un  célebre  jurisconsulto,  opuesto  alterna- 
tivamente á  las  palabras  penal  ó  criminal,  eclesiástico,  poli- 
tico,  militar,  tiene  cuatro  sentidos  distintos  que  se  confun- 
den continuamente. 

CIVILMENTE.  Conforme  ó  con  arreglo  al  derecho 
civil,  en  forma  civil ,  en  materia  civil;  y  así  se  dice  que  se 
redarguyen  algunos  instrumentos  civilmente  de  falsos  por  no 
estar  presentados  en  forma,  aunque  de  hecho  sean  verda- 
deros. 
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CLANDESTINO.  Lo  que  se  hace  en  secreto  y  con  dolo 
ó  fraude.  Véase  Matrimonio  clandestino. 

f  CLAUSTRO.  Es  general  ó  particular.  Dícese  general 
la  reunion  de  los  doctores  de  todas  las  facultades,  residentes 
en  el  pueblo  donde  existe  la  universidad;  y  particular ,  la 
reunion  de  los  catedráticos  de  cada  facultad.  Arls.  142/144 
del  plan  de  estudios  de  17  de  setiembre  de  1845. 

El  claustro  general  se  reunirá ,  previa  convocación  del 
rector  :  Io.  Para  la  apertura  anual  del  curso  académico. 
2o.  Para  la  solemne  distribución  de  premios.  3o.  Cuando  la 
universidad  tenga  que  asistir  en  cuerpo  á  alguna  festividad 
ó  acto  público.  4o.  Cuando.denlro  de  la  misma  universidad 
se  celebre  algún  acto  solemne  que,  á  juicio  del  rector,  me- 
rezca-la presencia  de  lodos  los  doctores.  —  En  todos  estos 
casos  el  orden  de  precedencia  se  arreglará  por  la  antigüe- 
dad respectiva  de  los  mismos  doctores  ,  sin  distinción  de 
facultades. 

Hay  también  claustros  particulares  délas  facultades.  So- 
bre estos,  y  los  claustros  de  los  institutos  superiores ,  unidos 
á  las  universidades,  véase  el  Suplemento  á  este  Diccionario, 
ó  el  reglamento  citado  poco  antes. 

CLÁUSULA.  Una  disposición  particular  que  hace  parte 
de  un  tratado,  edicto,  convención,  testamento,  y  cualquiera 
otro  acto  ó  instrumento  público  ó  privado. — Toda  cláusula 
es  obligatoria  ,  con  tal  que  no  sea  imposible  de  ejecutar,  ni 
contraria  á  las  leyes  ó  buenas  costumbres,  ni  opuesta  direc- 
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lamente  á  lo  sustancial  de  la  convención  ó  del  acto.  —  Las 
cláusulas  que  son  de  estilo ,  se  sobrentienden ,  aunque  no 
se  espresen  :  In  conlraclibus  tacilè  venlunt  ea  quœ  sunt 
maris  et  consuclndinis.  —  Todas  las  cláusulas  deben  espli- 
carse  las  unas  por  las  otras  según  la  relación  que  tienen  en- 
tre sí,  dando  á  cada  una  el  sentido  que  resulta  de  la  totalidad 
del  instrumento.  —En  caso  de  duda,  las  cláusulas  se  inter- 
pretan contra  el  que  se  lia  espresado  de  un  modo  equívoco, 
pues  que  debía  haber  hablado  con  mas  claridad  y  precisión  ; 
ley  2,  lit.  53,  Part.  7.  Véase  Interpretación. 

CL.4U.jUIi A  codicilar.  La  adición  hecha  por  el  testador 
en  su  testamento,  declarando  que  si  su  testamento  no  pudiere 
valer  como  testamento,  valga  como  coclicilo  ,  ó  del  mejor 
modo  que  haya  lugar  en  derecho.  El  origen  de  esta  cláusula 
nos  viene  del  derecho  romano  ,  y  fué  una  consecuencia  na- 
tural de  las  formalidades  embarazosas  que  este  exigía  para 
la  validez  de  un  testamento;  pues  como  ni  aun  los  hombres 
mas  diestros  podían  estar  seguros  de  que  subsistiesen  sus 
últimas  disposiciones,  cuando  podia  anularlas  un  simple  de- 
fecto que  no  siempre  podían  precaver,  se  hizo  indispensable 
la  adopción  de  un  medio  que  las  pusiese  á  cubierto  de  tal 
inconveniente.  En  su  virtud  pues  elteslamento  que  queda- 
ría nulo  por  faltar  alguna  de  las  solemnidades  que  exige  la 
ley,  se  sostiene  como  codicilo,  con  tal  que  no  carezca  de  las 
circunstancias  ó  condiciones  que  se  requieren  en  este;  y  en 
semejante  caso  la  institución  directa  de  heredero  hecha  en 
un  testamento  de  esta  especie  se  convierte  en  fideicomisa- 
ria, como  si  el  testador  nombrase  herederos  á  sus  sucesores 
ab  intestato  ,  y  les  rogase  que  restituyesen  la  herencia  al 
instituido  en  dicho  testamento  ,  con  deducción  empero  de  la 
cuarta  Irebeliánica  ,  y  sin  perjuicio  de  la  legitima  que  pu- 
diera corresponderles.  Así  discurren  los  glosadores,  fundados 
mas  bien  en  el  derecho  romano  que  en  nuestras  leyes  (I). 

CLAUSULA  de  constitüto.  El  reconocimiento  y  decla- 
ración que  hacemos  en  una  escritura  de  que  solo  natural  y 
corporalmente  ,  sin  derecho  alguno  de  propiedad  ó  posesión 
civil,  poseemos  una  cosaá  nombre  de  otro  que  nos  ha  dado 
su  goce  ó  usufructo  bajo  esta  condición. 

Esta  cláusula  suele  ponerse  en  la  donación  ó  venta  de  un 
fundo,  cuyo  usufructo  se  reservad  donador  ó  vendedor  para 
durante  su  vida.  Su  efecto  es  trasferir  la  posesión  civil  al 
donatario  ó  comprador,  en  cuyo  nombre  y  no  ya  en  el  suyo 
propio  declara  el  donador  ó  vendedor  poseer  la  cosa  donada 
ó  vendida.  Aquí  hay  pues  una  ficción ,  por  la  cual  se  supone 
que  el  donador,  por  ejemplo,  entrega  la  cosa  al  donatario,  y 
que  este  la  vuelve  ó  trasfiere  al  donador,  para  que  la  posea , 
no  en  nombre  propio  sino  en  el  del  mismo  donatario. 

La  posesión  civil  que  da  esta  cláusula  al  donatario  ó  com- 
prador, produce  los  mismos  efectos  que  producirá  la  pose- 
sión actual  y  corporal,  sin  embargo  de  que  no  es  mas  que 
fingida;  pues  de  otro  modo  seria  absolutamente  ilusoria; 
ley  9,  tít.  50,  Part.  5(2). 

CLÁUSULA  derogatoria.  La  cláusula  que  deroga  cual- 
quier acto  anterior;  y  especialmente  la  que  pone  un  testador 
en  su  testamento ,  declarando  ser  su  intención  que  no  sea 
válido  ningún  otro  testamento  que  pudiere  hacer  en  lo  su- 
cesivo, á  no  hallarse  inserta  en  él  tal  ó  tal  espresion  ó  sen- 
tencia que  indica. 

Esta  cláusula  suele  estenderse  en  estos  ú  otros  términos 
semejantes  :  quiero  y  es  mi  voluntad  que  este  mi  testamento 
sea  vellido  y  se  ejecute  puntualmente  en  todas  sus  parles ,  sin 
que  se  entienda  revocado  por  cualquier  otro  que  hiciere  en 
adelante  ,  si  en  él  no  se  encuentra  la  cláusula  sigiciente  :  dios 

JÍIO,  TENED  PIEDAD  DE  MÍ.  . 

(i)  Qué  sea  esta  cláusula  y  sus  efectos,  véase  con  estension  en 
el  Febr.  mej.,  tom.  2,  pág.  217  del  g  4  al  7. 
(2)  Febr.  inej.,  tom.  3,  pág.  51 ,  n.  49. 


La  cláusula  derogatoria  se  ha  introducido  como  una 'pre- 
caución para  conservar  á  los  testadores  la  libertad  de  perse- 
verar en  su  primer  testamento,  contraías  importunidades  y 
molestias  de  los  que  tal  vez  pudxran  abusar  de  la  falta  de 
buen  sentido  y  debilidad  de  juicio  que  suele  esperimentar  el 
hombre  en  sus'  últimos  instantes,  cuando  ya  se  halla  privado 
déla  firmeza  necesaria  para  resistir  á  las  sugestiones  que  se 
le  podrían  hacer.  Pero  ¿no  es  probable  que  esta  cláusula 
tenga  á  veces  efectos  enteramente  contrarios  á  los  que  han 
dado  motivo  á  su  introducción  ,  impidiendo  que  los  testado- 
res hagan  valer  los  verdaderos  actos  de  su  postrera  volun- 
tad? ¿No  puede  suceder  que  los  captadores  de  testamenlos 
se  sirvan  de  esta  misma  cláusula  derogatoria ,  haciéndola 
poner  en  el  que  son  nombrados  herederos  por  sugestiones? 
¿  No  es  fácil  que  el  testador  que  puso  tal  cláusula  en  su  pri- 
mer testamento  ,  y  que  quiere  revocar  después  una  institu- 
ción injusta,  deje  de  hacer  mención  de  aquella  en  el  segun- 
do, sea  por  olvido,  sea  por  ignorancia  ,  quedando  de  este 
modo  válida  y  firme  contra  su  voluntad  una  disposición  que 
le  arrancó  la  astucia  ó  la  violencia?  Puede  temerse  pues  que 
la  precaución  de  las  cláusulas  derogatorias  tenga  muchos 
mas  inconvenientes  que  ventajas,  principalmente  si  se  to- 
man en  consideración  los  infinitos  pleitos  que  debe  producir 
sobre  tantos  otros  que  se  originan  igualmente  de  los  testa- 
mentos y  mantienen  la  discordia  de  las  familias. 

De  todos  modos  la  resolución  de  las  cuestionesque  resulten 
de  esta  especie  de  cláusulas  ,  penderá  casi  siempre  de  las 
circunstancias  particulares  que  las  acompañen ,  quedando 
por  consiguiente  al  arbitrio  del  juez  ,  quien  las  mas  veces 
tendrá  que  valerse  de  conjeturas  y  presunciones  para  cono- 
cer la  verdadera  voluntad  del  testador  y  pronunciar  la  nuli- 
dad del  primero  ó  del  último  testamento. 

CLÁUSULA  guarentigu.  Aquella  en  que  los  contra- 
yentes dan  facultad  á  los  jueces  para  que  hagan  ejecución 
en  fuerza  de  la  escritura  contra  el  que  no  la  cumple  ,  como 
si  se  hubiese  así  pactado,  juzgado  ó  transigido  (3).  Pero  esta 
cláusula  es  inútil,  pues  sin  ella  traen  aparejada  ejecución  las 
escrituras  públicas  otorgadas  ante  escribano,  y  los  demás 
documentos  auténticos  y  fehacientes  que  acrediten  la  obli- 
gación de  alguna  deuda  en  cantidad  líquida,  cuyo  plazo  haya 
vencido  (U). 

CLÁUSULA  irritante.  La  que  se  encuentra  en  las  leyes 
concebida  en  estos  términos  :  bajo  pena  de  nulidad;  con  la 
cual  se  anula  é  invalida  todo  lo  que  se  hiciere  contra  el  te- 
nor de  lo  que  se  manda.  Cuando  la  ley  veda  alguna  cosa  , 
sirviéndose  de  términos  prohibitivos  y  negativos  ,  no  hay 
necesidad  de  cláusula  irritante  para  anular  lo  que  se  hace 
en  contrario  ;  pero  la  hay,  cuando  se  ordena  simplemente 
una  cosa  con  palabras  positivas. 

CLÁUSULA  penal.  La  que  ponen  alguna  vez  las  partes 
en  sus  contratos,  estableciendo  que  si  alguna  de  ellas  no 
cumple  tal  cosa  dentro  de  tanto  tiempo,  pagará  el  doble  ó 
sufrirá  tal  pena  á  favor  de  la  otra.  De  esta  cláusula  suelen 
usar  los  que  nombran  arbitros  para  decidir  el  negocio  que 
los  tiene  divididos ,  haciendo  obligación  en  el  compromiso 
de  guardar  y  obedecer  la  sentencia  bajo  cierta  pena  que  ha 
de  pagar  á  su  adversario  el  que  no  se  sometiere  á  ella.  Tam- 
bién hay  cláusula  penal  en  los  testamentos,  cuando  manda 
el  testador  á  su  heredero  hacer  ó  abstenerse  de  hacer  tal  cosa 
bajo  tal  ó  tal  pena;  y  debe  en  efecto  cumplirse  su  voluntad ,' 
con  tal  que  no  sea  una  coea  imposible  ni  contraria  á  las 
buenas  costumbres;  pues  es  muy  justo  que  los  que  acoplan 
los  efectos  de  la  liberalidad  del  difunto ,  se  sometan  á  las  con- 
diciones que  les  impuso. 

CLÁUSULA  de  precario.  La  declaración  hecha  en  una 

(5)  Febr.  mej.,  tora.  5  ,  pág.  139,  n.  S. 

(4)  Paz .  Piáct.,  tom,  1 ,  p.  4 ,  cap,  i ,  u,  9  y  10. 
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escritura  de  que  solo  se  posee  la  cosa  como  en  préstamo  y  á 
voluntad  de  su  dueño,  quien  puede  reclamarla  cuando  quiera. 
Es  semejante  á  la  de  constituto,  y  suelen  ir  juntas  en  algunos 
instrumentos  (1).  Sin  embargo,  las  palabras  de  constituto  y 
de  precario  no  son  sinónimas:  toda  posesión  á  titulo  de  cons- 
tituto es  precaria;  pero  la  simple  posesión  precaria,  como 
por  ejemplo  la  de  uno  á  quien  se  ha  prestado  una  cosa  ,  no 
es  á  título  de  constituto. 

CLÁUSULA  resolutoria.  La  que  espresa  en  un  instru- 
mento la  convención  accesoria  de  que  el  contrato  quedará 
deshecho  en  caso  de  que  alguna  de  las  partes  no  cumpla 
aquello  á  que  se  obliga.  Tal  es,  por  ejemplo,  el  pacto  de  la 
ley  comisoria,  por  el  cual  se  estipula  en  una  venta  que  si  el 
comprador  no  paga  el  precio  hasta  cierto  día  ,  se  deshaga  el 
contrato,  y  se  restituya  la  cosa  al  vendedor  con  los  frutos 
que  hubiere  producido,  deducidos  gastos. 

CLEMENTINAS.  Una  de  las  colecciones  del  derecho 
canónico  publicada  por  el  papa  Juan  XXII  el  año  de  1517. 
Llámase  así  porque  la  hizo  Clemente  V,  reuniendo  en  ella 
los  cánones  del  concilio  de  Viena  ,  y  las.  constituciones  que 
él  mismo  habia  espedido.  —  También  se  ha  dado  alguna  vez 
el  nombre.de  Clemenlinas  auna  colección  de  muchos  supuestos 
cánones  y  constituciones  de  los  apóstoles  y  otros  documentos 
apócrifos  atribuidos  á  san  Clemente,  obispo  de  Roma. 

CLÉKIGO.  El  que  en  virtud  de  las  órdenes  menores  ó 
mayores  que  ha  recibido  está  dedicado  al  servicio  del  altar 
y  culto  divino,  y  también  el  que  tiene  la  primera  tonsura. 

El  clérigo  de  órdenes  mayores,  y  también  el  de  menores 
que  tuviere  beneficio  eclesiástico ,  está  esento  del  derecho 
de  alcabala  en  las  ventas  ó  permutas  de  sus  bienes;  mas  no 
en  las  que  hiciere  por  via  de  mercadería ,  trato  ó  negocia- 
ción ;  ley  8,  lit.  9,  lib.  1 ,  Nov.  Rcc.  (2).  Yéase  Alcabala.  — 
También  está  libre  de  las  cargas  personales,  como  por 
ejemplo,  de  alojamiento,  construcción  ó  reparación  de  muros, 
puentes,  caminos  ,  calzadas,  fuentes,  y  otras;  pero  debe 
contribuir  con  el  tanto  proporcional  que  le  corresponda  en 
dinero  para  subvenir  á  estos  gastos ,  pudiendo  exigirlo  y  co- 
brarlo de  sus  bienes  el  juez  lego;  leyes  SI  y  Wí,  tít.  6,  Part.  1, 
leyes  6  y  7,  tít.  9 ,  lib.  1 ,  Nov.  Rec,  y  Acevedo  en  sus  cornent. 
Véase  Alojamiento.  —  Goza  por  último  el  privilegio  de  no 
pagar  contribución  por  los  bienes  de  la  fundación  del  bene- 
ficio ,  ni  tampoco  por  los  suyos  propios  que  posee  como  pa»- 
ticular,  aunque  estuviesen  sujetos  á  ella  antes  de  pasar  á  sus 
manos  ,  pues  así  se  halla  establecido  en  el  concordato  cele- 
brado con  Roma  en  el  año  1737  (3)  :  bien  que  en  el  dia  debe 
contribuir  como  todo  español  en  proporción  de  sus  haberes 
para  los  gastos  del  Estado.  —  El  clérigo  no  puede  ser  co- 
merciante ,  ni  juez  en  asuntos  que  no  sean  eclesiásticos,  ni 
alcalde ,  ni  regidor,  ni  escribano ,  ni  procurador,  ni  abogado 
sino  en  ciertas  causas,  ni  obtener  otros  oficios  públicos ,  de- 
biendo considerarse  como  obrepticia  la  dispensa  que  tal  vez 
hubiere  obtenido;  leyes  4S,  46 y  48,  til.  6 ,  Part.  {,leyvó, 
tít.  o,  Part.  3,  ley  5,  tít.  9,  lib.  1,  Nov.  Rec,  y  art.  8. 
cocí,  de  com. 

El  clérigo  tiene  fuero  privilegiado ,  de  modo  que  está 
esento  de  la  jurisdicción  ordinaria  ó  secular  en  sus  causas 
civiles  y  criminales  ,  según  se  esplicará  en  el  artículo  Fuero 
eclesiástico.  — No  debe  deponer  como  testigo  ante  el  juez  se- 
cular en  causas  criminales,  pero  sí  en  las  civiles ,  con  tal  que 
preceda  licencia  de  su  obispo,  quien  por  testificar  sin  ella 
podrá  imponerle  pena  arbitraria;  bien  que  valdrá  su  depo- 
sición espontánea:  mas  ahora,  según  decreto  de  Cortes 

(i)  Febr.  mej.,tom.  5,  p.  51 ,  n.  49. 

(2)  Leyes 7  y  8,  tít.  9,  lib.  i,  Nov. Rec;  y  parala  recta  inteli- 
gencia de  la  7,  tít.  10,  lib.  1,  allí, véase  Acevedo  en  la  ley  2, tít.  4, 
luí.  'i  ,  Rec.  cíe  Casi. 

f_:>J  Téngase  pupéate  la  ley  10,  tít,  10 ,  lib.  1 ,  Kov.  Rec. 
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de  11  de  setiembre  de  1820,  restablecido  por  real  decreto  de 
30  de  agosto  de  1836,  está  obligado  á  deponer  como  testigo 
en  causas  criminales  y  comparecer  ante  el  juez  luego  que  . 
fuere  citado ,  sin  necesidad  de  previo  permiso  de  su  jefe  ó 
superior.  —  No  debe  ser  preso  por  deuda  que  no  proceda  do 
delito  ó  cuasi  delito  ,  antes  bien  goza  del  beneficio  de  no  ser 
reconvenido  en  mas  de  su  posibilidad;  de  modo  que  lo  que 
se  practica  es  secuestrarle  sus  rentas  ,  consignarle  parle  de 
ellas  para  alimentos,  y  repartir  el  resto  entre  sus  acreedores; 
y  si  no  las  tiene  ,  solo  se' le  exige  caución  juraloria  de  pagar 
cuando  venga  á  mejor  fortuna  (4). 

Posteriormente  por  decreto  real  de  17  de  octubre  de  185S 
se  ha  dispuesto  lo  siguiente  : 

Io.  Las  causas  contra  eclesiásticos  por  delitos  atroces  ó 
graves  ,  se  formarán  desde  el  principio,  sustanciarán  y  fa- 
llarán en  todo  el  reino,  sin  intervención  alguna  déla  autoridad 
eclesiástica ,  por  los  jueces  y  tribunales  reales,  á  quienes 
competan  con  arreglo  á  las  leyes  y  decretos  vigentes ,  en 
razón  de  la  jerarquía  del  acusado,  ó  de  la  naturaleza  y  ca- 
rácter del  delito  de  que  se  le  acusare,  observándose  los  trá- 
mites é  instancias  prescritas  por  las  leyes  y  decretos  vigentes 
para  la  sustanciacion  de  las  causas  de  la  misma  clase  contra 
los  demás  ciudadanos  ,  y  cuidando  los  respectivos  jueces  y 
tribunales  de  que  los  acusados  sean  colocados  en  el  paraje 
mas  decente  de  las  cárceles,  sin  perjuicio  de  su  seguridad, 
y  de  que  se  les  trate  con  la  distinción  posible,  especial- 
mente si  fuesen  sacerdotes. 

2o.  A  su  consecuencia  cesarán  inmediatamente  en  sus  fun- 
ciones, así  el  tribunal  llamado  del  Breve  en  Cataluña,  como 
todos  los  demás  que  hasta  ahora  han  conocido  y  estaban  des- 
tinados á  conocer  de  dicha  clase  de  causas  en  la  corona  de 
Aragon. 

3o.  Para  el  indicado  efecto,  y  hasta  tanto  que  se  haga  una 
clasificación  mas  conveniente  y  oportuna  de  los  delitos,  se 
reputarán  y  considerarán  atroces  ó  graves  aquellos  que  por 
las  leyes  del  reino  ó  decretos  vigentes  se  castiguen  con  pena 
capital,  extrañamiento  perpetuo ,  minas,  galeras,  bombas 
ó  arsenales. 

4°.  Dada  sentencia  que  merezca  ejecución,  en  la  que  se 
imponga  al  reo  alguna  de  las  penas  referidas ,  pasará  el  juez 
testimonio  literal  de  ella,  con  el  oportuno  oficio,  sin  incluir 
ninguna  otra  cosa,  al  prelado  diocesano  para  que  por  este 
se  proceda  en  su  caso  á  la  degradación  correspondiente  del 
reo  en  el  preciso  término  de  6  días. 

5o.  Si  dentro  de  este  término  no  se  verificase  la  degra- 
dación, se  procederá  «in  mas  dilación  á  la  ejecución  de  la- 
sentencia ,  cualquiera  que  sea  la  pena  impuesta  al  reo  ,  y  si 
fuere  la  capital ,  será  conducido  al  patíbulo  en  hábito  laical 
y  la  cabeza  cubierta  con  un  gorro  negro. 

6o.  Si  de  la  causa  y  de  la  defensa  del  acusado  no  resultaren 
méritos  bastantes  para  imponerle  ninguna  de  las  penas  men- 
cionadas ,  pero  sí  otra  inferior  estraordinaria ,  y  la  condena- 
ción de  costas,  se  le  aplicará  esta  por  el  mismo  juez  ó  tribunal 
que  hubiere  conocido  en  ella. 

[*  En  la  república  de  Méjico ,  la  limitación  del  privilegio 
de  no  pagar  alcabala  concedido  á  los  clérigos,  de  que  habla 
el  autor  del  Diccionario  al  principio  de  este  artículo,  esta 
confirmada  por  la  ley  17,  tít.  13,  lib:  8  de  la  Recojñlacion 
de  Indias  ,  el  auto  en  visita  de  17  de  diciembre  de  1770,  la 
real  cédula  de  \k  de  octubre  de  1783  (Beleña,  5a.  fol.,pág.82, 
n°.  41 ,  pág.  176 ,  n°.  293,  y  tomo  2o.  pág.  152  ),  la  orden 
del  supremo  Gobierno  de  29  de  diciembre  de  1780,  reiterada 
en  circular  de  9  de  enero  de  1782,  y  otras  varias  disposiciones. 

(4)  Cap.  Odoardus ,  de  solulionib.,  y  glos.  6  á  la  ley  23 ,  tít.  6, 
Part.  í  ;  Febr.  niej.,  que  habla  de  la  práctica  de  embargarles  la 
tercera  ;:.¡:  le  de  sus  emolumentos,  en  el  loin.  5 ,  p.'g.  189,  n.  45, 
pág.  5ÍSQ  ,  u.  G. 
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**  En  la  república  de  Venezuela  la  esencion  de  la  alcabala 
no  es  ya  un  privilegio ,  porque  este  impuesto  fué  abolido  por 
la  ley  de  \  3  de  junio  de  1831 .  ] 

CLIENTS.  Entre  los  Romanos  era  el  ciudadano  que  se 
ponia  bajo  la  protección  ó  amparo  de  otro  mas  poderoso,  á 
quien  hacia  ciertos  servicios  ;  —  y  después  en  los  tiempos 
feudales  se  dio  este  nombre  á  los  vasallos  con  respecto  á  sus 
señores.  Entre  nosotros  se  llama  cliente  el  litigante  con  res- 
pecto al  abogado  y  procurador  á  quienes  ha  entregado  su 
causa  para  que  le  defiendan. 
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COACCIÓN.  La  fuerza  ó  violencia  que  se  hace  á  alguna 
persona  para  precisarla  á  que  diga  ó  ejecute  alguna  cosa. 
—  No  puede  el  juez  emplear  ninguna  coacción  física  ó  moral, 
bajo  su  mas  estrecha  responsabilidad,  para  hacer  que  de- 
claren á  su  gusto  los  procesados  ó  los  testigos;  art.  8,  regla- 
mento de  26  efe  setiembre  de  183b. 

COARTACIÓN.  La  precisión  de  ordenarse  dentro  de 
cierto  término  por  obligar  á  ello  el  beneficio  eclesiástico  que 
se  ha  obtenido. 

COARTADA.  La  ausencia  justificada  del  lugar  en  que 
se  ha  cometido  un  crimen  ;  y  así  probar  la  coarlada  significa 
I'acer  constar  el  presumido  reo  haber  estado  ausente  del 
paraje  en  que  se  cometió  el  delito  al  mismo  tiempo  y  hora 
en  que  se  supone  haberse  cometido. 

COARTADO.  Llámase  así  el  esclavo  que  ha  pactado 
con  su  señor  la  cantidad  en  que  se  ha  de  rescatar,  y  que  le 
ha  dado  ya  alguna  parte  de  ella,  en  cuyo  caso  no  puede  el 
amo  venderle  á  nadie. 

f  COBARDÍA.  El  que  por  cobardía  fuere  el  primero  en  " 
volver  la  espalda  sobre  acción  de  guerra ,  bien  sea  empezada 
ya,  ó  á  la  vista  del  enemigo  marchando  á  buscarle,  ó  espe- 
rándole en  la  defensiva ,  podrá  en  el  acto  mismo  ser  muerto 
para  su  castigo  y  ejemplo  de  los  demás.  Todo  militar  que 
estando  en  facción  de  guerra ,  ó  marchando  á  ella  se  escon- 
diese, huyese  ,  retirase  con  pretesto  de  herida  ó  contusion 
que  no  le  imposibilite  hacer  su  deber,  ó  en  algún  modo  se 
escusase  al  combate  en  que  debe  hallarse ,  será  puesto  en 
consejo  de  guerra  y  condenado  en  él  á  la  pena  que  merezca 
su  delito  según  las  circunstancias.  Orden,  del  ejérc,  arls.  117 
y  118,  lit.  10,  tratado  8o. 

f  COBRADOR  de  contribuciones.  Su  nombramiento  , 
cargos  y  atribuciones  se  hallan  demarcados  en  la  instrucción 
de  S  de  setiembre  de  18ftb.  Véase  el  Suplemento  á  este  Dic- 
cionario. 

COBRANZA.  La  exacción  ó  recolección  de  caudal  ú 
otras  cosas  que  se  deben.  JEI  acreedor  puede  hacer  las  dili- 
gencias convenientes  para  cobrar  su  crédito  del  deudor; 
pero  en  caso  que  este  se  resista  al  pago ,  debe  acudir  al  juez, 
y  no  apremiar  ni  tomar  prenda  por  sí  mismo  para  hacerse 
cobro  con  ella ,  si  no  quiere  perder  la  deuda  y  volver  doblada 
la  prenda,  cuyo  vrlor  habría  también  de  pagar  al  fisco,  á 
no  ser  que  otra  cosa  se  hubiese  pactado  entre  las  partes  (1). 
Véase  Acreedor  y  Paga. 

COCHES.  Véase  Animales. 

CODICILO.  Una  disposición  de  última  voluntad  hecha 
antes  ó  después  del  testamento  ,  del  cual  se  diferencia  en 
algunas  cosas;  ley  1,  lit.  12,  Part.  6.  También  puede  haber 
codicilo  sin  que  haya  testamento.  El  codicilo  es  de  dos  clases, 
como  el  testamento ,  á  saber,  nuncupalivo  ó  abierto  y  escrito 
ó  cerrado;  y  así  el  uno  como  el  otro  debe  hacerse  con  las 
mismas  solemnidades  que  el  testamento  abierto  ó  nuncupa- 
livo; ley  1,  tít.  12,  Part.  6  ,  y  ley  2,  til.  18 ,  lib.  10 ,  Nop. 


(J)Lcy  li,  tit.  13,  Part.  5. 


Rec.  (2).  Puede  hacer  codicilo  el  que  puede  hacer  testamento; 
d.  ley  1. 

En  el  codicilo  se  pueden  aumentar,  disminuir  ó  variar  los 
legados ,  y  hacer  cualquiera  otra  modificación;  como  igual- 
mente declarar  el  nombre  del  heredero  instituido  en  el  testa- 
mento ,  las  condiciones  anunciadas  en  él ,  y  los  agravios  ó 
causas  que  dieron  lugar  á  la  desheredación  de  los  herederos 
.forzosos  ;  pero  no  instituir  heredero  directamente,  ni  poner 
condición  al  nombramiento  hecho  en  el  testamento ,  ni  susti- 
tuir, ni  desheredar  :  bien  que  puede  darse  y  quitarse  indi- 
rectamente la  herencia,  encargando  al  heredero  abintestato 
ó  al  nombrado  en  el  testamento  que  entregue  la  herencia  á 
otro ,  en  cuyo  caso  se  reservará  la  cuarta  trebeliánica,  ley  2, 
tít.  12,  Part.  6;  y  aun  según  opinan  muchos  autores  (3), 
tiene  el  heredero  legítimo  ó  testamentario  la  obligation  de 
dar  la  herencia  al  nombrado  en  el  codicilo ,  aunque  no  le  sea 
hecho  este  encargo ,  porque  la  institución  directa  de  heredero 
hecha  en  el  codicilo  se  convierte ,  dicen  ,  en  fideicomisaria , 
con  facultad  empero  de  reservarse  la  cuarta  trebeliánica. 
Mas  no  es  fácil  combinar  esta  opinion  con  la  prohibición  legal 
de  nombrar  heredero  en  el  codicilo. 

El  codicilo  no  se  anula  por  otro  posterior,  como  no  conste 
haber  sido  tal  la  voluntad  del  que  le  hizo  ;  de  modo  que 
pueden  ser  válidos  todos  los  codicilos  de  una  misma  persona, 
aunque  sean  muchos  ;  ley  3,  til.  12,  Part.  6. 

CÓDIGO.  La  colección  de  las  constituciones  de  los  empe- 
radores romanos ,  hecha  de  orden  de  Justiniano  y  dividida 
en  doce  libros  ;  y  también  se  llama  código  el  cuerpo  de  leyes 
de  cualquier  otro  estado.  Nuestros  códigos  principales  son  a 
Fuero  Juzgo ,  el  Fuero  viejo  de  Castilla ,  el  Fuero  Real  y 
leyes  del  Estilo ,  las  siete  Partidas ,  el  Ordenamiento  de  Al- 
calá ,  el  Ordenamiento  Real,  las  leyes  de  Toro,  la  Recopi- 
lación ,  las  Ordenanzas  de  Bilbao  y  el  Código  de  comercio  (4). 
Véanse  en  sus  respectivos  lugares,  como  también  Derecho 
civil  y  Leyes. 

Llámase  código  fundamental  la  Constitución  del  Estado  : 
—  código  civil,  la  colección  de  las  leyes  que  establecen  ó 
fijan  los  derechos  de  que  gozan  los  hombres  entre  sí  mismos- 
y  la  forma  y  efectos  de  sus  convenciones  civiles  :  —  código 
de  comercio,  la  colección  de  las  leyes  relativas  á  los  negocios 
mercantiles  :  —  código  de  procedimientos ,  la  reunion  de  las 
leyes  que  determinan  la  forma  ó  los  trámites  que  deben  se- 
guirse judicialmente  para  obligar  á  los  hombres  á  ejecutar 
sus  contratos  y  á  dar  á  cada  uno  lo  que  es  suyo  ó  se  le  debe  : 

(2)  Las  solemnidades  que  requiere  esta  última  ley  deben  enten- 
derse en  los  codiciloe  abiertos,  pues  para  los  cerrados  son  nece- 
sarios cinco  testigos  que  los  firmen,  como  lo  previno  la  ley  5, 
lit.  12,  Part.  6,  y  prueban  Oreg.  Lop.,  glos.  2  de  dicha  ley,  y 
Antonio  Gómez  en  la  ley  5  de  Toro,  n.  69.  Véase  á  D.  Juan  Sala 
en  su  obra  Ilustrac.  del  derecho ,  reformada  y  añadida ,  tom.  \ , 
pág.  277,  n.  16,  al  Dr.  Alvarez,  lib.  2,  déla  Inst.  de  derecho, 
t.  25  ,  y  Febr.  mej.,  tom.  2,  pág.  216,  n.  4,  quien  aconseja  á 
los  escribanos ,  presencien  el  otorgamiento  los  cinco  testigos;  y  no 
pudiendo  ser  habidos ,  lo  espresará  para  que  conste,  y  no  se  alegue 
nulidad  por  defecto  de  solemnidad. 

(3)  Véase  el  Febrero  mej.,  tom.  2,  pág.  214  ,  que  se  refiere  á 
las  adiciones  de  Ayllon,  á  Gómez.,  lib.  i ,  Var.,  cap.  4 ,  n.  8, 
vers.  Quod  directa,  y  otros  que  cita. 

(4)  Con  respecto  á  Méjico  ,  á  estos  Códigos  deben  agregarse  la 
Recopilación  de  Indias,  la  de  Julos  de  Montcmayor  y  Belcña,  la 
Ordenanza  de  Intendentes ,  la  de  Minería,  la  Ordenanza  militar, 
la  compilación  de  decretos  de  las  Cortes  de  España  y  de  los  con- 
gresos mejicanos.  Hace  poco  tiempo  estaba  formando  otra  el  señor 
lie.  D.  Basilio  Arrillaga ,  la  que  ademas  de  las  providencias  gene- 
rales corrientes  ha  de  contener  las  atrasadas  de  Io.  de  enero  de  1793 
á  51  de  marzo  de  1855.  Hoy  también  rigen  en  la  república  de 
Méjico  las  Ordenanzas  de  Bilbao,  como  sedirú  en  cl  art.  Consulado, 
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—  código  de  instrucción  criminal,  el  conjunto  de  lac  leyes 
en  que  se  espresan  los  trámites  que  deben  seguirse  para  lo- 
grar en  justicia  el  castigo  de  los  delitos;  —  y  código  penal, 
h  colección  de  las  leyes  que  fijan  los  delitos  y  las  penas  que 
deben  aplicarse  á  los  que  los  cometen. 

f  CÓDIGO  de  comercio.  Fué  decretado ,  sancionado  y 
promulgado  en  50  de  mayo  de.  1829. 

Se  divide  en  cinco  libros  :  trata  el  primero  de  los  comer- 
ciantes y  agentes  del  comercio  :  el  segundo,  de  los  contratos 
de  comercio  en  general ,  sus  formas  y  efectos  :  el  tercero , 
del  comercio  marítimo  :  el  cuarto,  de  las  quiebras;  y  el 
quinto,  de  la  administración  de  justicia  en  los  negocios  de 
comercio. 

Estos  cinco  libros  se  hallan  subdivididos  en  títulos,  y 
algunos  de  estos  en  secciones.  Todo  el  código  comprende 
1219  artículos. 

■j-  CÓDIGO  penal.  Su  texto  se  hallará  en  el  Suplemento 
á  este  Diccionario. 

COERCIÓN.  La  acción  de  contener  ó  refrenar  algún 
desorden ,  ó  el  derecho  de  impedir  que  vayan  contra  sus 
deberes  las  personas  que  tenemos  bajo  nuestra  dependencia. 

COERCITIVO.  Se  aplica  al  poder  que  tenemos  de  con- 
tener dentro  de  sus  deberes  á  las  personas  que  están  á 
nuestro  cargo  ó  dependen  de  nosotros. 

CO-FIADOR.  El  que  juntamente  con  otro  ú  otros  se 
hace  responsable  solidariamente  de  la  deuda  del  principal 
obligado.  El  co-fiador  solidario  que  paga  toda  la  deuda  sin 
exigir  del  acreedor  la  cesión  de  acciones  ,  no  tiene  recurso 
alguno  contra  los  demás  co-fiadores ,  cuya  obligación  queda 
estinguida  por  el  hecho  de  haberse  pagado  la  deuda.  Si 
quiere  pues  no  llevar  por  sí  solo  toda  la  carga ,  debe  pedir 
al  acreedor  le  ceda  el  derecho  que  tiene  para  cobrar  de  los 
otros  fiadores,  á  fin  de  reclamar  de  ellos  la  parte  que  les 
corresponda;  pero  ha  de  pedirlo  antes  de  hacer  el  pago, 
pues  una  vez  hecho  ,  ya  no  subsiste  la  acción  del  acreedor, 
quien  por  consiguiente  no  puede  trasferirla  (l).No  obstante, 
parece  demasiado.sutil  este  modo  de  raciocinar,  y  seria  sin 
duda  mucho  mas  justo  que  el  co-fiador  solidario  pudiese  en 
todo  evento  ,  con  cesión  del  acreedor  ó  sin  ella  ,  repetir  de 
cada  uno  de  sus  compañeros  la  parte  proporcional  de  la 
deuda  que  le  tocase ,  pues  que  cada  uno  de  ellos  estaba 
igualmente  obligado  ,  y  que  debe  creerse  haber  sido  la  in- 
tención del  pagador  satisfacer  por  sí  mismo  y  por  los  otros; 
ademas  de  que  es  una  bella  máxima  la  de  repartir  una  pér- 
dida entre  el  mayor  número  de  personas  que  sea  posible,  á 
fin  de  minorar  el  mal  que  produce.  Véase  Beneficio  de  cesión 
de  acciones,  y  Obligación  solidaria. 

COFRADÍA.  La  congregación  ó  hermandad  que  forman 
algunas  personas  con  autoridad  competente  para  ejercitarse 
en  obras  de  piedad.  Para  que  su  establecimiento  sea  legítimo 
ha  de  hacerse  con  licencia  del  rey  y  del  obispo  diocesano; 
sin  cuyos  requisitos  deben  impedirlo  bajo  su  responsabilidad 
las  justicias  de  los  pueblos  ;  ley  6 ,  lit.  2,  lib.  i,  y  ley  12, 
lit.  12,  lib.  12,  Nov.  Rec.  También  se  llama  cofradía  el  gre- 
mio, compañía  ó  union  de  gentes  para  algún  fin  determina- 
do^ Véase  Gremio,  Liga  y  Oficio. 

COFRADÍA.  En  lo  antiguo  el  vecindario  ó  la  union  de 
personas  ó  pueblos  congregados  entre  sí  para  participar  de 
ciertos  privilegios  ó  intereses  comunes. 

COGNACIÓN.  El  parentesco  de  consanguinidad  por  la 
línea  femenina  entre  los  descendientes  de  un  padre  común. 
Véase  Parentesco. 

COGNADO.  El  pariente  por  parte  de  madre;  ó  el  pa- 
riente por  consanguinidad  respecto  de  otro,  cuando  ambos  ó 
alguno  de  ellos  descienden  por  hembras  de  un  padre  común. 

COHABITACIÓN.  Esta  palabra  es  relativa,  y  significa: 

(1)  Ley  H  ,  lit.  12,  Part.  5,  y  véasela  'iS,  tít.  15,  allí. 


—  Io.  el  estado  de  dos  ó  mas  personas  que  viven  juntas  tsn 
una  misma  casa;  y  en  este  sentido  prohiben  las  Decretales 
á  los  clérigos  el  cohabitar  con  personas  del  sexo  feme- 
nino :  —  2o.  la  morada  común  del  marido  y  de  la  mujer;  y 
en  este  sentido  se  exige  la  cohabitación  de  los  casados  para 
ciertos  efectos  civiles  del  matrimonio  :  —  5o.  la  consuma- 
ción del  matrimonio,  la  cual  hace  que  este  contrato  no  pueda 
ya  disolverse  sino  por  la  muerte  :  —  k°.  la  vida  maridable 
que  hacen  los  amancebados. 

COHECHO.  El  soborno,  seducción  ó  corrupción  del  juez 
ú  otra  persona  para  que  haga  lo  que  se  le  pide ,  aunque  sea 
contra  justicia.  Esta  palabra  viene  ,  según  unos,  de  la  voz 
latina  eoemplio  que  significa  compra  en  común  ó  en  mala 
parte  ,  y  según  otros  de  la  voz  castellana  conhecho  ,  como 
acción  simultánea  de  dos  ó  que  uno  ejecuta  con  otro.  Véase 
Baratería,  Soborno ,  Falsedad,  Paga  por  causa  torpe,  y  Juez. 

COHEREDERO.  El  que  es  heredero  ó  viene  á  la  suce- 
sión de  una  herencia  juntamente  con  otro.  Véase  Heredero, 
y  Acrecer  (derecho  de). 

COIíACION.  El  cotejo  ó  comparación  de  una  cosa  con 
otra;  —  el  acto  de  conferir  los  grados  de  universidad;  — el 
acto  de  colar  ó  conferir  canónicamente  los  beneficios  ecle- 
siásticos :  —  y  el  territorio  ó  parte  del  vecindario  que  perte- 
nece á  cada  parroquia  en  particular. 

COLiACION  de  bienes  (2).  La  manifestación  que  en  la 
partición  de  una  herencia  hace  el  hijo  ú  otro  descendiente 
legítimo  que  sea  heredero  ,  de  los  bienes  que  recibió  del 
caudal  paterno  ó  materno  en  vida  de  sus  padres ,  para  que 
acumulándose  á  la  masa  y  contándosele  como  parte  do  su 
legítima  ,  se  haga  la  division  con  la  debida  igualdad  entre 
todos  los  herederos  (3). 

Infiérese  de  la  definición  ,  que  para  que  se  verifique  la 
colación  son  necesarias  las  circunstancias  siguientes  :  Ia.  que 
el  que  la  pide  y  aquel  á  quien  se  pide  sean  hijos  ó  descen- 
dientes legítimos  del  difunto  :2a.  que  vengan  á  suceder  como 
herederos  ,  y  no  como  legatarios  ó  fideicomisarios  :  5a.  que 
los  bienes  cuya  colación  se  pretende  procedan  del  patrimo- 
nio de  la  persona  á  quien  se  hereda  :  íta  que  estos  mismos 
bienes  se  hayan  recibido  por  el  donatario  en  vida  del  di- 
funto, y  no  después  por  vía  de  legado  ó  fideicomiso  :  5a.  que 
á  los  hijos  y  descendientes  entre  quienes  se  ha  de  verificar 
la  colación ,  se  les  deba  la  legítima  :  6a.  que  el  hijo  ó  des- 
cendiente á  quien  se  pide  la  colación ,  quiera  ser  heredero  ; 
pues  si  renunciare  la  herencia ,  no  estará  obligado  á  cola- 
cionar lo  recibido;  bien  que  si  escediere  la  legítima  y  mejora 
de  tercio  y  quinto,  hade  restituir  el  importe  del  esceso  (U). 

La  acción  de  pedir  la  colación  compete  al  interesado  á 
cuyo  favor  deba  esta  hacerse  y  á  su  heredero  contra  el  obli- 
gado á  hacerla  y  su  heredero  (5). 

No  deben  traerse  á  colación,  según  se  deduce  de  lo  dicho: 

—  los  bienes  propios  de  los  hijos,  como  son  los  castrenses, 
cuasi  castrenses  y  adventicios  (6)  ;  —  ni  lo  que  los  hijos  reci- 
bieron para  sus  alimentos  y  educación  ,  porque  esto  se  lo 
debe  el  padre  de  derecho  (7)  ;  ni  lo  que  se  dio  á  los  hijos 
por  via  de  mejora  ;  leyes  li  y  5 ,  lit.  15 ,  Parí.  6.  Mas  ¿  qué 
es  lo  que  se  entiende  dado  á  los  hijos  por  via  de  mejora? 

(2)  Sobre  la  materia ,  véase  á  Acevedó  en  la  ley  5,  tít.  8,  lib.  5, 
Rec,  y  Gómez  en  la  29  de  Toro. 

(3)  Febr.  mej.,  tom.  6  ,  pág.  211 ,  ns.  2  y  3.  —  Alvarez  Pesa- 
dilla en  la  ley  29  de  Toro  define  la  colación  :  rei  propriœ  in 
tbmmune  latió  pro  hœreditariis  portionibus  diçidenda. 

(k)  Ley  5,  Ut.  10,  lib.  3,  Nov.  Rec;  y  Febr.  mej.,  tom.  6, 
pág.  214  ,  n.  8  ,  donde  está  á  la  letra  esta  doctrina:  Sala  novís., 
tom.  1  ,  pág.  558,  n.  10* 

(5)  Alvarez  Posadilla,  en  la  ley  29  de  Toro. 

(6)  Ley  5 ,  Ut.  15 ,  Part.  6 ,  y  su  glosa. 


(7)  Febr.  mej.,  tom.  6,  pág.  226,  ns.  59  y  49. 
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Toda  donación  que  se  les  hace  espresando  la  intención  de 
mejorarlos ,  y  también  toda  donación  simple  ó  voluntaria 
que  provenga  de  mera  liberalidad  del  padre,  sin  que  para 
hacerla  intervenga  causa  ni  obligación  alguna  ,  aun  cuando 
no  se  esprese  la  voluntad  de  mejorarlos  (1).  Véase  Mejora. 

Deben  pues  traerse  á  colación  las  cióles  de  las  hijas  ,  las 
donaciones  propter  miptias  de  los  hijos ,  los  bienes  profecti- 
cios,  lo  que  tal  vez  el  hijo  hubiere  usufructuado  de  sus  bienes 
Mdvenlicios  mientras  estuvo  bajo  la  patrfti  potestad,  y  en  fin 
todas  las  demás  donaciones  que  se  llaman  causales  y  son 
aquellas  que  hace  el  padre  en  fuerza  de  alguna  causa  nece- 
saria ,  ó  por  lo  menos  útil  y  piadosa  que  á  ello  le  impele , 
porque  se  supone  que  no  habiéndolas  hecho  de  espontánea 
liberalidad,  las  anticipó  en  cuenta  de  legítima;  leyes  3,  h  y 
6,  lit.  15,  Part.  6,  y  ley  29  de  Toro,  ó  5,  lit.  5,  lib.  10, 
Nov.  Rec.  (2).  Véase  Donación. 

Si  las  donaciones  causales  que  se  traen  á  colación ,  esce- 
den de  la  legítima  que  corresponde  al  hijo  que  las  colaciona, 
se  le  imputa  el  esceso  en  el  tercio  y  quinto  de  mejora  ,  su- 
poniéndose que  fué  la  intención  del  padre  el  mejorarle  en 
esta  parte  ;  pero  si  todavía  pasaren  de  la  mejora  de  tercio  y 
quinto,  se  llaman  entonces  inoficiosas  ,  y  debe  restituirse 
este  esceso  á  los  demás  herederos  para  que  lo  partan  entre 
sí.  También  ha  de  volverse  á  los  demás  herederos  con  el 
propio  objeto  el  sobrante  que  resultare  de  las  donaciones 
simples  después  de  cubrir  la  mejora  de  tercio  y  quinto  y  la 
legítima  :  mas  la  diferencia  que  hay  entre  las  donaciones 
simples  ó  voluntarias  y  las  causales  ó  necesarias,  consiste 
en  que  con  las  primeras  se  llena  primero  el  tercio ,  después 

(1)  Ley  26  de  Toro.  Véase  el  Febr.  mej.  en  el  lug.  cit.,  pág.  252, 
n.  54. 

(2)  Para  la  inteligencia  de  la  ley  5 ,  tit.  5 ,  lib.  10  de  la  Nov. 
Rec.  que  se  cita,  y  para  conciliaria  con  la  26  de  Toro,  que  algunos 
no  entienden  rectamente,  véase  áFebr.,  tom.  6  cit.,  n.  55,  y 
pág.  242,  n.  2;  y  á  Alvarez  Posadilla,  quien  eu  la  29  de  Toro 
dice  así  : 

«  Supuesto  que  el  padre  puede  mejorar ,  no  escediendo  del 
quinto  y  tercio  en  las  donaciones  que  no  esceda  puede  mandar  ó 
no  que  se  confieran  ;  pero  cuando  nada  dice  es  cuando  bablan  las 
leyes  26  y  esta  29  que  parecen  contrarias  :  esta  dice  que  las  dotes 
y  donaciones  propter  nuptias,  y  las  otras  donaciones  las  traigan 
los  hijos  á  colación  :  la  ley  26  dice  que  en  las  donaciones  que  los 
padres  hagan  á  los  hijos  en  testamento  ó  por  contrato  entre  vivos, 
aunque  los  padres  no  digan  que  les  mejoran  ,  se  entienden  mejo- 
rados, que  es  lo  mismo  que  decir  que  no  se  computen  en  la  legí- 
tima, sino  en  el  tercio  y  quinto  :  entenderse  mejorado  en  ellas, 
como  dice  la  una  ley,  cuando  nada  dijese  el  padre ,  y  que  se  con- 
fieran en  la  legítima,  como  dice  esta  ley  29,  es  contrario  :  los 
legisladores  son  los  mismos,  y  las  leyes  no  fueron  hechas  en  di- 
versos tiempos  :  con  que  sin  duda  que  no  pueden  ser  contrarias, 
y  que  cada  ley  habla  de  donaciones  diversas.  Las  dos  leyes  vienen 
á  decir  que  en  la  dote  y  donaciones  propter  nuptias,  y  demás  de 
esta  clase,  como  dadas  por  causa  y  como  por  obligación  de  los 
padres,  se  entienden  á  cuenta  de  la  legítima,  y  por  lo  mismo  debe 
traerse  á  colación  ,  que  es  el  caso  de  nuestra  ley  29  ;  pero  las  do- 
naciones remuneratorias  ó  gracias  hechas  por  los  padres  en  el 
hecho  solo  (  si  lo  contrario  no  dijesen)  se  entiende,  en  las  remu- 
neratorias ,  que  es  en  paga  y  remuneración ,  y  no  en  cuenta  de  la 
legítima  ;  y  en  las  mere  graciosas  y  sin  causa  obligatoria  de  parte 
del  padre  se  entiende  que  las  da  ,  no  á  cuenta  de  la  legitima ,  sino 
del  tercio  y  quinto  en  que  puede  arbitrar,  y  por  lo  mismo  que  les 
mejora  en  ellas,  lo  mismo  hechas  entre  vivos  que  en  testamento  ; 
y  este  es  el  caso  de  la  ley  26 ,  porque  la  29  ,  señalando  dotes  y 
donaciones  propter  nuptias  y  otras,  supone  de  aquella  naturaleza, 
y  esta  ley  es  como  restricción  de  la  26  ,  no  revocación  :  con  que 
estas  donaciones  de  que  no  habla  la  ley  29  son  mejoras  lo  mismo 
hechas  en  vida  que  en  testamento ,  y  no  se  deben  computar  en  la 
legítima. 


el  quinto,  y  últimamente  la  legítima  ;  al  paso  que  las  segun- 
das se  imputan  primero  á  la  legítima  ,  después  al  tercio  ,  y 
por  fin  al  quinto  (5).  De  esta  regla  se  esceptúan  las  dotes, 
aunque  también  son  donaciones  causales ,  porque  las  hijas 
no  pueden  ser  mejoradas  tácita  ni  espresamente  por  ninguna 
especie  de  contrato  entre  vivos  ,  ni  por  última  voluntad  en 
fraude  de  la  ley  (h)  :  y  así  es  que  las  dotes  solo  pueden  apli- 
carse á  la  legítima,  y  noal  tercio  ni  al  quinto,  de  modo  que  en 
pasando  de  la  legítima  son  inoficiosas  ,  debiendo  entregarse 
el  esceso  à  los  coherederos.  Mas  esta  desventajade  las  hijas 
está  compensada  con  una  ventaja  que  tienen  sobre  los  hijos  ; 
y  es  que  para  calificar  de  inoficiosas  las  dotes ,  se  puede 
atender  al  valor  que  tenían  los  bienes  del  donador  cuando 
dio  ó  prometió  la  dote,  ó  bien  al  que  tenian  al  tiempo  de  su 
muerte,  según  escogiere  la  hija;  pero  para  juzgar  inoficio- 
sas las  donaciones  hechas  á  los  hijos,  se  ha  de  considerar 
precisamente  lo  que  valían  los  bienes  del  donador  al  tiempo 
de  su  muerte;  leyes  5  y  6,  lit.  5,  lib.  10,  Nov.  Rec. 

Resta  examinar  si  los  bienes  han  de  colacionarse  con  las 
mejoras  ó  desmejoras  que  hubieren  tenido.  Si  estas  fuesen 
efecto  del  tiempo  ó  de  otras  circunstancias ,  y  no  obra  del 
que  recibió  los  bienes  ,  deberán  estos  colacionarse  con  todo 
el  valor  que  entonces  tengan ,  siempre  que  sean  raices  ó 
fincas  cuyo  aprecio  no  se  hizo  al  tiempo  de  entregarlas  el 
padre,  pues  si  se  hubieren  apreciado  con  la  estimación  que 
surte  los  efectos  de  venta  han  de  colacionarse  por  el  valor 
que  tenian  cuando  se  entregaron,  no  habiendo  pacto  en  con- 
trario. Siempre  que  la  mejora  ó  aumento  fuese  debido  á  la 
industria  del  que  recibió  la  finca,  no  se  colacionará  esta  sino 
solo  el  precio  que  tenia  cuando  se  le  entregó  apreciada;  pero 
si  la  entrega  se  hubiese  hecho  sin  aprecio ,  se  colacionará  la 
finca  misma  sin  el  valor  de  la  mejora.  Siéndolos  bienes  mue- 
bles ,  semovientes  ,  ó  de  los  que  consisten  en  número ,  peso 
ó  medida;  si  se  hubieren  apreciado  al  tiempo  de  la  entrega, 
se  colacionarán  por  este  mismo  precio ,  aunque  entonces 
valgan  mas  ó  menos  :  mas  no  habiéndose  apreciado  ,  se  co- 
lacionarán por  el  valor  que  tengan  al  tiempo  de  la  partición; 
porque  habiéndose  trasladado  el  dominio  en  el  primer  caso, 
es  de  cuenta  del  que  los  recibió  su  aumento  ó  deterioro  ,  al 
paso  que  en  el  segundo  se  presume  que  son  del  difunto  y 
que  existen  como  tales  en  su  herencia  (5). 

Si  se  hubiesen  perdido  ú  destruido  los  bienes  colaciona- 
bles  por  culpa  ó  dolo  del  que  los  recibió ,  deben  traerse  á 
colación  por  el  valor  que  tenian  al  tiempo  de  la  entrega; 
pero  si  la  pérdida  ó  destrucción  fué  obra  del  acaso,  no  de- 
berán colacionarse  (6)  ;  porque  cada  uno  es  responsable  de 
su  dolo  ó  culpa ,  y  no  de  los  casos  fortuitos. 

¿Y  qué  diremos  de  los  frutos  de  los  bienes  colacionables ? 
¿Deberán  traerse  también  á  colación?  Aqui  debe  dis- 
tinguirse entre  la  donación  hecha  al  hijo,  y  la  dote  dada 
á  la  hija.  Si  la  dote  resultare  inoficiosa,  estoes,  mayor  que 
la  legítima  de  la  hija,  debe  esta  colacionar  los  frutos  que 
hubiere  producido  la  parte  escedente  de  los  bienes  dotales, 
porque  no  pudo  ser  mejorada  en  razón  de  casamiento;  pero 
esta  restitución  ha  de  entenderse  desde  la  muerte  del  padre 
y  no  antes ,  pues  hasta  entonces  se  ignoraba  si  la  dote  era 
inoficiosa ,  y  como  poseedora  de  buena  fe  la  hija  en  vida  del 
padre  hizo  suyos  los  frutos.  No  obstante,  si  el  padre  revocase 
en  vida  el  esceso  de  la  dote ,  haciendo  saber  la  revocación 
á  la  hija  ó  al  yerno ,  desde  entonces  deberán  restituir  los 
frutos  de  la  parle  escedente,  porque  se  constituyen  posee- 
dores de  mala  fe.  En  cuanto  á  la  donación  hecha  al  hijo,  ha 

(5)  Febr.  mej.  en  el  lugar  citado. 

(4)  Ley  6 ,  tít.  3 ,  lib.  10 ,  Nov.  Rec. 

(5)  Febr.  fundado  en  los  autores  que  cita ,  tom.  6 ,  pág.  244 
á246. 

Í6)  Febr. ,  lugar  cit.,  n.  7. 
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de  observarse  la  distinción  siguiente.  Si  lo  donado  escediere 
ásu  legitima  y  mejora,  deberá  restituir  desde  que  fué  inter- 
pelado y  se  le  hizo  saber  que  la  donación  era  inoficiosa,  pues 
desde  entonces  se  hace  poseedor  de  mala  fe;  pero  si  no  hu- 
biere esceso  en  la  donación ,  hará  suyos  los  frutos ,  así  antes 
como  después  de  la  muerte  del  padre,  por  ser  poseedor  le- 
gitimo de  lo  que  su  padre  pudo  darle  según  la  ley  (1). 

COLACIONARLE.  Lo  que  debe  traerse  á  colación  y 
partición  en  la  division  de  una  herencia  por  los  hijos  que  lo 
recibieron  en  vida  de  sus  padres  ,  para  que  aumentada  de 
este  modo  la  masa  de  los  bienes  del  difunto  ,  se  distribuya 
con  igualdad  entre  todos  los  hijos,  y  ninguno  quede  perju- 
dicado. Véase  Colación  de  bienes.  ' 

COLACIONAR.  Cotejar ,  comparar  ó  confrontar  una 
copia  con  su  original  ;  —  y  en  las  divisiones  de  herencias 
traer  á  partición  ó  manifestar  el  importe  de  los  gastos  ó  dá- 
divas que  han  recibido  los  hijos  de  sus  padres,  para  igualar 
las  hijuelas  y  no  quedar  ninguno  perjudicado.  Véase  Cola- 
ción de  bienes. 

COLADA.  En  los  términos  de  los  pueblos  de  pastos  co- 
munes ó  realengos  ,  el  espacio  de  tierra  cultivado  ó  erial , 
que  se  halla  entre  dos  heredades ,  por  donde  cuando  está  sin 
fruto  se  permite  pasar  el  ganado  ;  —  y  la  entrada  ó  camino 
por  terreno  adehesado  realengo  y  libre ,  que  comunica 
unos  con  otros  los  términos  de  los  lugares  que  tienen  pastos 
comunes  para  que  por  ellos  se  puedan  conducir  los  ganados 
sin  perjuicio  de  las  siembras  ó  jurisdicciones. 

COLAR.  Hablando  de  beneficios  ecltsiásticos  conferirlos 
canónicamente  (2). 

COLATERALES.  Se  llaman  colaterales  aquellos  pa- 
rientes que  vienen  de  un  mismo  tronco  sin  descender  el  uno 
del  otro  ;  como  son  los  hermanos  y  primos.  Dicense  colate- 
rales ,  porque  en  vez  de  que  los  ascendientes  y  descendien- 
tes están  en  una  misma  línea  que  los  une  sucesivamente 
unos  á  otros ,  los  hermanos ,  primos  y  demás  se  hallan  entre 
sí  los  unos  al  lado  de  los  otros ,  cada  uno  en  su  línea ,  bajo 
los  ascendientes  que  les  son  comunes. 

Los  colaterales  tienen  el  derecho  de  suceder  ab  inteslato 
ájlos  parientes  que  no  dejan  descendientes  ni  ascendientes  , 
según  la  proximidad  de  grado  del  parentesco  que  tenían  con 
el  difunto  al  tiempo  de  su  muerte;  y  si  hubiere  muchos  en 
un  mismo  grado ,  todos  serán  partícipes  de  la  herencia ,  sin 
distinción  de  varones  y  hembras.  Véase  Heredero  legítimo. 

Los  colaterales  tienen  impedimento  dirimente  para  con- 
traer matrimonio  hasta  cierto  grado,  como  puede  verse  con 
mas  estension  en  el  artículo  Matrimonio. 

COLATIVO.  Dícese  del  beneficio  eclesiástico  que  no  se 
puede  gozar  sin  colación  canónica. 

-j-  COLECCIÓN  de  decretos.  Suele  darse  este  nombre 
á  la  edición  que  desde  el  año  de  1814  publica  la  imprenta 
nacional.  Abraza  por  orden  cronológico  las  leyes,  decretos  y 
declaraciones  de  las  Cortes ,  y  los  reales  decretos  ,  órdenes  , 
resoluciones  y  reglamentos  generales  espedidos  por  los  res- 
pectivos ministerios  ó  secretarías  del  'despacho  universal. 
Desde  dicho  año  de  1814  hasta  fin  de  1845  hay  dados  á  luz 
5b  tomos  en  4o.  y  uno  de  Apéndice  á  los  cuatro  primeros  : 
también  existen  dos  tomos  de  índices  cronológico  y  alfabé- 
tico ,  publicados  el  uno  en  1828  por  D.  José  María  de  Nieva  , 
y  el  otro  por  el  licenciado  D.Manuel  Sánchez  de  Bustamante, 
abogado  del  colegio  de  Jerez  de  la  Frontera  ,  en  1839. 

Seria  de  desear  que  esta  Colección  de  decretos,  redactada 
bajo  los  auspicios  del  Gobierno ,  fuese  mas  completa  ,  por- 
que se  echan  de  menos  á  cada  instante  resoluciones  genera- 
les de  sumo  ínteres  que  han  originado  la  publicación  de  otras 
obras  para  suplir  tan  reparables  faltas. 

(1)  Fcbr.  mej.,tom.  6,  pág.  247,  n.  9  y  10. 

(21  Véase  al  P.  Murillo ,  Curs.  can.,  Nfe¡  5 ,  t.  7,  n.  71 . 


f  COLECCIÓN  legislativa  de  España.  Para  formarla 
se  espidió  en  6  de  marzo  de  1846  el  real  decreto  que  puede 
verse  en  el  Suplemento  á  este  Diccionario. 

COLECTA.  La  recaudación  y  el  ingreso  de  las  contribu- 
ciones ó  repartimientos  que  se  hacen  entre  el  vecindario  de 
algún  pueblo  ;  y  el  mismo  repartimiento  ó  contribución. 

COLECTOR  general  de  espolios.  Un  eclesiástico  cons- 
tituido en  dignidad  ,  nombrado  por  el  rey  para  que  como 
jefe  supremo  y  ausiliado  de  uno  ó  dos  eclesiásticos  en  cada 
diócesis  con  nombre  de  subcoleclores ,  atienda  á  la  cobranza 
de  los  productos  de  los  bienes  muebles  y  semovientes  que 
los  arzobispos  y  obispos  dejan  á  su  muerte,  y  de  las  rentas 
de  las  mitras  mientras  se  hallan  vacantes,  á  fin  de  invertir- 
las en  el  socorro  de  las  necesidades  públicas  ,  en  limosnas  y 
obras  de  piedad.  Este  jefe  tiene  una  contaduría  general  para 
el  desempeño  de  la  parte  económica  del  ramo;  y  un  tribu- 
nal para  la  contenciosa.  Véase  Espolios. 

COLEGATARIQ.  Aquel  á  quien  se  ha  legado  una  cosa 
juntamente  con  otro,  como  cuando  se  deja  una  misma  viña 
á  dos  personas.  Véase  Acrecer  {derecho  de),  y  Legatario. 

COLEGIO.  La  comunidad  de  personas  que  viven  en  una 
casa  destinada  á  la  enseñanza  de  ciencias ,  artes  ú  oficios , 
bajo  el  gobierno  de  ciertos  superiores  y  reglas;  —  y  el  con- 
junto de  personas  de  una  misma  profesión,  que  sin  vivir  en 
comunidad,  observan  ciertas  constituciones  ,  como  el  cole- 
gio de  abogados,  médicos,  etc. 

COLEGIO  de  abogados.  Por  decretos  de  Cortes  de  8  de 
junio  de  1825  y  11  de  julio  de  1857  (que  pueden  veree  al 
fin  del  artículo  Abogado)  se  halla  establecido  que  los  abo- 
gados ,  médicos  y  demás  profesores  aprobados  ,  sean  /le  la 
profesión  científica  que  fueren ,  puedan  ejercerla  en  Iodos 
los  puntos  de  la  monarquía  sinnecesidad  de  adscribirse  á  nin- 
guna corporación  ó  colegio  particular,  y  solo  con  la  ol,liga- 
cion  de  presentar  sus  títulos  á  la  autoridad  local,  debiendo 
el  gobierno  de  S.  M.  tomar  las  disposiciones  convenientes 
para  que  sin  perjudicar  á  la  libertad  que  dichos  decretos 
conceden  se  repartan  como  corresponde  las  cargas  á  que  es- 
taban sujetos  los  individuos  de  los  colegios  en  los  asuntos  de 
oficio  y  en  los  de  pobres  de  solemnidad ,  y  se  arregle  ol  ré- 
gimen de  los -colegios  y  montes  pios  del  modo  mas  favoiable 
á  su  objeto  y  que  sea  compatible  con  la  misma  libertad. 

En  virtud  de  esta  resolución  de  las  Cortes ,  S.  M.  la  i  eina 
gobernadora  espidió  con  fecha  5  de  mayo  de  1838  el  real 
decreto  que  sigue  : 

«  En  conformidad  á  lo  decretado  por  las  Cortes ,  en  11  de 
julio  último,  y  movida  de  las  razones  que  me  habéis  es- 
puesto ,  vengo,  como  reina  gobernadora  á  nombre  de  mi 
escelsa  hija  la  reina  doña  Isabel  II ,  en  decretar  que  se  guar- 
den y  observen  los  siguientes  estatutos  para  el  régimen  de 
los  colegios  de  abogados. 

Disposiciones  generales. 

Art.  lp.  Los  abogados  pueden  ejercer  libremente  su  pro- 
fesión con  tal  que  se  hallen  avecindados  y  tengan  estudio 
abierto  en  la  población  en  que  residan  ,  sufriendo  ademas 
las  contribuciones  que  como  tales  abogados  se  les  impongan. 
En  los  pueblos  en  que  exista  colegio  necesitarán  también  in- 
corporarse en  su  matrícula. 

Art.  2°.  Continuarán  los  colegios  existentes  y  se  estable- 
cerán de  nuevo,  1°.  en  todas  las  ciudades  y  villas  donde 
residan  los  tribunales  supremos  y  audiencias  del  reino  : 
2°.  en  todas  las  capitales  de  provincia  :  5°.  en  todos  los  de- 
mas  pueblos  en  donde  hubiere  20  abogados ,  al  menos ,  de 
residencia  fija  ;  y  4°.  en  todos  los  partidos  judiciales  donde 
hubiese  igual  número  de  20  abogados,  aunque  residan  en 
diferentes  pueblos  de  un  mismo  partido.  Los  abogados 
domiciliados  en  aquellos  en  donde  no  se  junten  en  número 
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de  20  podrán  incorporarse  en  el  colegio  mas  inmediato ,  ó 
asociarse  los  de  dos  ó  mas  partidos  que  se  hallen  en  aquel 
caso  para  formar  un  colegio  que  no  podrá  componerse  de 
menos  de  20  individuos. 

Art.  5o.  Los  abogados  pueden  ser  individuos  de  dos  ó  mas 
colegios  con  tal  que  á  juicio  del  segundo  á  que  intenten  per- 
tenecer puedan  sufrir  las  cargas  que  en  cada  uno  les  corres- 
pondan. 

Art.  U°.  Pueden  los  abogados  defender  en  los  tribunales 
que  no  sean  del  territorio  áesu  colegio  los  pleitos  y  negocios 
siguientes  :  Io.  aquellos  en  que  sean  interesados  :  2o.  los  de 
sus  parientes  hasta  el  cuarto  grado  civil  :  5o.  los  que  hubie- 
sen sido  seguidos  por  ellos  anteriormente  en  los  tribunales 
del  territorio  de  su  colegio.  El  decano  concederá  la  habilita- 
ción en  los  casos  espresados,  y  si  ocurrieren  otros  análogos 
lo  verificará  la  junta  de  gobierno  ,  debiendo  siempre  el  de- 
cano dar  conocimiento  al  respectivo  tribunal  en  la  forma 
conveniente. 

Art.  S°.  Los  colegios  de  abogados  concurrifán  à  la  aper- 
tura del  tribunal  ó  juzgado  en  que  ejerzan  su  profesión , 
evacuarán  los  informes  que  el  gobierno  ó  los  tribunales  les 
pidieren  ,  y  tomarán  en  aquel  acto  público  su  asiento  res- 
pectivamente después  de  los  fiscales  ó  promotores. 

De  la  admisión  en  los  colegios. 


Art.  6o.  Todos  los  abogados  que  quieran  pertenecer  á  un 
colegio  presentarán  á  la  junta  de  gobierno  de  él  un  escrito 
pidiendo  su  admisión ,  al  que  acompañarán  el  título  de  abo- 
gado ó  certificación  de  ser  individuos  de  otro  colegio. 

Art.  7o.  La  junta  de  gobierno  previa  acordada  de  la  au- 
diencia ó  tribunal  donde  se  hubiese  despachado  el  título  ,  ó 
del  colegio  donde  se  hubiese  espedido  el  certificado,  si  de- 
cidiese en  vista  de  todo  la  admisión ,  lo  hará  saber  á  los  de- 
mas  colegiales  y  lo  pondrá  en  conocimiento  del  tribunal  ó 
juzgado  que  corresponda. 

Art.  8o.  Si  la  junta  de  gobierno  hallase  alguna  causa  justa 
suspenderá  la  admisión  ,  haciendo  saber  al  interesado  los 
motivos  en  que  se  funde.  Si  aquel  no  deshiciese  las  sospe- 
chas ó  cargos  que  sirvan  de  fundamento  á  la  junta  ,  y  esta 
persistiese  en  no  admitirle  ,  usará  de  su  derecho  en  el  tri- 
bunal competente  con  arreglo  á  las  leyes. 

Art.  9o.  Son  motivos  suficientes  para  declarar  la  suspen- 
sion :  i°.  dudar  de  la  certeza  ó  legitimidad  del  título  de  abo- 
gado :  2°.  todo  impedimento  legal  para  ejercer  la  abogacía. 

Art.  10.  Si  después  de  admitido  un  individuo  en  el  colegio 
cometiese  faltas  que  le  hiciesen  desmerecer  del  honroso 
cargo  que  desempeña ,  la  junta  de  gobierno  le  amonestará 
hasta  1res  veces;  y  si  esto  no  bastase  dará  cuenta  en  junta 
general  de  abogados  para  que  esta  determine  lo  que  mas 
convenga  al  decoro  de  la  profesión  y  del  colegio.  Si  el  inte- 
resado no  se  conformase  con  la  resolución  de  la  junta  podrá 
acudir  al  tribunal  competente  á  usar  de  su  derecho. 

Juntas  generales. 

S  Art.  11.  En  el  mes  de  diciembre  y  en  el  dia  que  el  decano 
ijeñale  ,  celebrará  cada  colegio  una  junta  general  à  que  con- 
currirán todos  los  individuos  que  le  compongan,  adoptándose 

;3us  acuerdos  por  la  mitad  mas  uno  de  los  concurrentes. 

1  Art.  12.  En  ella  se  tratará  de  los  objetos  siguientes  :  Io.  de 
la  aprobación  de  las  cuentas  que  presente  la  junta  de  go- 
bierno relativas  á  la  inversion  de  los  fondos  recaudados  en 
el  año  último  :  2o.  del  presupuesto  de  gastos  para  el  año  si- 
guiente que  presentará  también  la  misma  junta,  y  se  votará 
por  los  abogados  :  5o.  de  las  providencias  que  la  misma  haya 
adoptado  y  de  las  quejas  que  tenga  contra  algún  individuo 
amonestado  ya  por  tres  veces  :  h°.  del  nombramiento  de  in- 
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dividuos  para  la  junta  del.  año  siguiente  ,  que  se  hará  á  plu- 
ralidad de  votos. 


Junta  de  gobierno. 


Art.  15.  Las  juntas  de  gobierno  de  los  colegios  de  aboga- 
dos se  compondrán  de  un  decano,  dos  diputados,  un  teso- 
rero y  un  contador  secretario.  Para  ser  individuo  de  la  junta 
de  gobierno  se  requiere  llevar  al  menos  seis  años  de  colegio, 
cuando  los  haya  con  este  requisito,  y  no  haber  sufrido  nin- 
guna amonestación  de  las  que  trata  el  artículo  10.  Los  cole- 
gios que  se  compongan  de  los  abogados  de  dos  ó  mas  partidos 
tendrán  un  diputado  en  cada  cabeza  de  partido  donde  tío 
resida  el  decano. 

Art.  14.  Los  empleos  de  la  junta  son  anuales,  pero  cual- 
quiera de  sus  individuos  puede  ser  reelegido  ,  debiendo  ser 
voluntaria  la  aceptación  en  este  último  caso. 

Art.  Ib.  La  junta  se  reunirá  t  por  lo  menos  dos  veces  al 
mes  ,  y  tendrá  las  atribuciones  siguientes  :  primera,  decidir 
sobre  la  admisión  de  los  que  soliciten  entrar  en  el  colegio  : 
segunda  ,  nombrar  las  ternas  de  examinadores  para  cada 
año  entre  los  individuos  que  lleven  á  lo  menos  tres  de  in- 
corporados :  tercera ,  velar  sobre  la  conducta  de  los  aboga- 
dos en  el  desempeño  de  su  noble  profesión  :  cuarta ,  regular 
los  honorarios  de  los  abogados  cuando  los  tribunales  les  re- 
mitan los  espedientes  para  ello  ,  con  sujeción  á  lo  dispuesto 
en  las  leyes  :  quinta  ,  citar  á  junta  general  estraordinaria  ,  si 
creyere  necesaria  esra  medida  en  algún  caso  :  sexta,  distri- 
buir los  fondos  del  colegio  en  conformidad  á  lo  dispuesto 
por  la  junta  general  y  dando  á  esta  cuenta  :  séptima,  nombrar 
los  abogados  de  pobres,  teniendo  cuidado  de  repartir  las 
cargas  de  modo  que  cada  colegial  las  sufra  con  igualdad  se- 
gún el  método  que  se  decida  por  la  junta  general  del  colegio  : 
octava,  nombrar  y  remover  á  los  dependientes  :  nona  ,  pro- 
mover cerca  del  gobierno  y  de  las  autoridades  cuanto  crea 
beneficioso  á  la  corporación  :  décima ,  defender  del  modo 
que  juzgue  conveniente  y  cuando  lo  considere  justo  á  algún, 
individuo  del  colegio  perseguido  por  el  desempeño  de  su 
noble  profesión.  En  la  junta  de  gobierno  se  decidirán  los 
asuntos  á  pluralidad  de  votos. 

Art.  16.  El  decano  del  colegio  presidirá  las  juntas  gene-, 
rales  y  las  particulares  ,  anunciará  y  dirigirá  las  discusiones 
en  unas  y  otras,  y  tendrá  voto  de  cualidad  en  caso  de  empate. 

Art.  17.  Toca  al  decano  fijar  los  dias  y  el  lugar  en  que  se 
ha  de  celebrar  junta  de  gobierno. 

Art.  18.  Espedirá  los  libramientos  parala  recaudación  ó 
inversion  de  los  fondos. 

Art.  19.  Llevará  los  turnos  ó  repartimientos  de  causas  de 
pobres. 

Art.  20.  El  diputado  primero  hará  las  veces  del  decano 
por  ausencia  ,  enfermedad  ú  ocupación  de  este.  Lo  mismo 
hará  el  diputado  de  la  cabeza  del  partido  que  se  halle  incor- 
porado á  otro  en  que  resida  el  decano. 

Art.  21.  El  diputado  segundo  estará  encargado  mas  espe- 
cialmente de  velar  sobre  la  conducta  de  los  abogados  del 
colegio,  dando  cuenta  á  la  junta  de  gobierno  de  cualquiera 
falta  que  advierta  ó  de  cualquiera  queja  que  recibiere  por 
hechos  que  sean  contra  el  honor  de  la  profesión. 

Art.  22.  El  tesorero  recaudará  y  conservará  todos  los  fon- 
dos pertenecientes  al  colegio,  pagando  todos  los  libramientos 
que  espida  el  decano  con  la  toma  de  razón  de  la  contaduría. 

Art.  25.  Para  la  debida  formalidad  llevará  dos  libros ,  uno 
de  entradas  y  otro  de  salidas,  que  deberán  estar  foliados,  y 
rubricados  por  el  presidente  y  secretario. 

Art.  24.  Presentará  sus  cuentas  á  la  junta  de  gobierno  15 
dias  antes  de  la  junta  general  de  diciembre  para  que  aquella 
las  apruebe  y  las  presente  á  la  general. 

Art.  23.  El  secretario  contador  recibirá  todas  las  solici- 
tudes que  se  hagan  á  la  junta,  de  gobierno  ó  á  la  general  del 
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colegio ,  dando  cuenta  de  ellas;  espedirá  con  orden  del  de- 
cano las  certificaciones  que  se  soliciten,  llevará  un  registro 
alfabético  de  los  cargos  que  cada  abogado  desempeñe  y 
amonestaciones  que  sufra,  y  formará  cada  año  la  lista  de  los 
abogados  de  su  colegio  con  espresion  de  su  antigüedad. 

Art.  26.  Será  de  su  obligación  insertar  en  dos  libros  dis- 
tintos las  actas  de  la  junta  general  y  las  de  gobierno. 

Art,  27.  Estarán  á  su  cargo  el  archivo  y  sellos  del  colegio. 

Art,  28.  Como  contador  llevará  dos  libros  iguales  á  los  del 
tesorero,  donde  tomará  razón  en  uno  de  las  entradas  y  en 
otro  de  las  salidas  de  caudales,  registrará  y  sentará  los  libra- 
mientos que  espida  el  decano ,  y  presentará  todos  los  años 
un  resumen  de  las  cuentas  para  hacer  cargo  al  tesorero. 

r 

De  los  dependientes. 

Art.  29.  Habrá  en  cada  colegio  uno  ó  mas  porteros  nom- 
brados por  la  junta  de  gobierno  con  el  sueldo  y  obligaciones 
que  la  general  señale.  Habrá  también  un  escribiente  en 
aquellos  colegios  donde  la  junta  general  crea  que  deba  ha- 
berlo por  ser  muchoslos  asuntos  que  ocurran. 

De  los  fondos  del  colegio. 

Art.  30.  No  habrá  en  el  colegio  mas  fondos  que  las  pres- 
taciones que  sus  mismos  individuos  señalen  para  cubrir  sus 
gastos  en  la  forma  siguiente. 

Art.  51.  En  la  junta  general  de  diciembre,  después  de  pre- 
sentado y  aprobado  el  presupuesto  de  gastos  para  el  año 
siguiente ,  se  determinará  la  cantidad  que  corresponda  satis- 
facer á  cada  colegial  en  aquel  año  para  cubrir  las  atenciones 
del  colegio.  Esta  cantidad  se  calculará ,  repartirá  y  cobrará 
del  modo  que  la  junta  determine. 

Art.  52.  Los  gastos  ordinarios  del  colegio  serán  el  pago 
de  los  salarios  de  los  dependientes,  impresiones  y  otros  gastos 
menudos  para  su  servicio. 

Art.  53.  Si  algún  colegio  por  el  número  considerable  de 
sus  individuos  ó  por  otras  causas  quisiere  hacer  otros  gastos, 
como  el  de  tener  otra  habitación  para  las  reuniones  gene- 
rales y  particulares,  para  el  archivo  y  secretaría,  formar 
biblioteca,  tener  códigos  en  las  salas  destinadas  á  los  abo- 
gados en  los  tribunales  supremos  y  audiencias  etc.,  la  junta 
de  gobierno  propondrá  y  la  junta  general  decidirá  si  se  han 
de  hacer  ó  no  tales  gastos.  Las  audiencias  designarán  á  los 
abogados  un  paraje  decente  dentro  de  sus  edificios  para 
esperar  á  la  vista  de  los  pleitos. 

Art.  54.  El  gobierno  de  S.  M.  escita  el  celo  de  los  colegios 
para  que  se  reúnan  los  abogados  en  academias ,  conferencien 
entre  sí  sobre  las  grandes  cuestiones  de  la  ciencia  de  la  legis- 
lación y  jurisprudencia ,  establezcan  escuelas  gratuitas  de 
jurisprudencia  práctica  formando  sus  reglamentos ,  se  comu- 
niquen mutuamente  sus  observaciones,  se  suscriban  á  obras 
españolas  y  estranjeras  ,  y  sigan  correspondencia  científica 
unos  colegios  con  otros ,  para  cuyo  fin  los  tribunales  del  reino 
les  facilitarán  cuantos  medios  se  hallen  en  sus  atribuciones. 

De  los  montes  pios. 

Art.  55.  Invita  asimismo  el  gobierno  á  todos  los  abogados 
à  que  formen  una  asociación  de  socorros  mutuos  para  sí , 
sus  viudas  é  hijos  ;  pero  se  abstiene  de  fijar  reglas  que  deben 
ser  convencionales,  reservándose  remover  los  obstáculos 
que  se  opongan  á  estas  benéficas  asociaciones,  á  cuyo  fin  y 
para  los  demás  efectos  correspondientes  se  le  remitirán  por 
el  colegio  ó  individuos  que  se  asocien  copia  de  la  acta  y  esta- 
tutos que  se  formen. 

Art.  56.  Habiendo  cesado  de  hecho  los  antiguos  montes 
pios  forzosos ,  en  virtud  del  decreto  de  las  Cortes  de  8  de 
junio  de  1823 ,  restablecido  en  11  de  julio  de  1837,  las  per- 


sonas que  lenian  adquirido  derecho  á  los  fondos  existentes 
se  entenderán  con  los  colegios  respectivos  y  arreglarán  entre 
sí  ó  propondrán  los  medios  que  crean  mas  á  propósito  para 
que  no  se  cause  perjuicio. 

Art.  57.  Cualquiera  duda  que  ocurra  sobre  la  inteligencia 
de  los  presentes  estatutos  la  consultarán  las  juntas  de  go- 
bierno de  los  colegios  respectivos  con  S.  M.  por  la  secretaría 
del  despacho  de  gracia  y  justicia. 

Art.  58.  En  la  Habana,  Puerto-Príncipe,  Puerto-Rico  y 
Manila  se  arreglarán  los  colegios  de  abogados  á  lo  dispuesto 
en  estos  estatutos.  Aquellas  audiencias  procurarán  estender 
su  observancia  conforme  lo  aconsejaren  las  particulares  cir- 
cunstancias de  aquel  pais.  Tendréislo  entendido  y  dispon- 
dréis lo  necesario  para  su  cumplimiento.  Está  rubricado  de 
real  mano.  —  A  Don  Francisco  de  Paula  Castro.  » 

Con  fecha  de  11  de  junio  de  1844  se  sirvió  S.  M.  hacer  á 
este  decreto  las  adiciones  siguientes  : 

«  Teniendo  en  consideración  lo  informado  por  el  tribunal 
supremo  de  justicia  acerca  del  decreto  de  28  de  noviembre 
de  1841,  en  que  se  declaró  innecesaria  para  el  ejercicio  de  la 
abogacía  la  incorporación  en  los  colegios  de  abogados  ;  lo 
manifestado  en  su  razón  por  las  audiencias  de  la  península , 
que  en  general  propenden  por  el  restablecimiento  de  los 
estatutos  de  28  de  mayo  de  1858 ,  y  lo  espueslo  por  los 
colegios  de  abogados  de  Sevilla ,  Valladolid ,  Murcia  y 
Oviedo ,  en  que  solicitan  se  declare  sin  efecto  el  decreto 
citado  ;  y  considerando  indispensable  la  observancia  de  un 
régimen  disciplinai,  dirigido  á  sostener  el  lustre  ,  decoro  y 
consideración  de  esa  misma  clase  ;  he  venido  en  decretar, 
que  hasta  la  publicación  de  la  ley  de  organización  de  tri- 
bunales, en  la  cual  deberán  establecerse  las  reformas  nece- 
sarias sobre  el  ejercicio  de  la  abogacía ,  se  observen,  los 
artículos  siguientes. 

Art.  Io.  Se  restablece  en  toda  su  fuerza  y  vigor  el  artículo 
primero  de  los  estatutos  publicados  en  28  de  mayo  de  1858 
para  el  régimen  de  los  abogados. 

Art.  2o.  Continuarán  los  colegios  existentes  y  se  estable- 
cerán en  todas  las  ciudades  y  villas  donde  no  los  haya  ,  y 
cuentan  veinte  'abogados  al  menos  con  estudio  abierto  y  ve- 
cindad. 

Art.  5o.  En  los  casos  de  que  habla  el  artículo  cuarto  de  loa 
estatutos,  no  podrán  sacarse  los  pleitos  y  negocios  de  la  re- 
sidencia del  juzgado  ó  tribunal  en  que  estuvieren  pendientes, 
bajo  la  responsabilidad  de  los  escribanos  que  actúen  en  ellos. 

Art.  4o.  Ademas  de  los  motivos  que  para  suspender  la 
admisión  en  los  colegios  señala  el  artículo  noveno  como  su- 
ficientes ,  lo  será  también  la  falta  de  cualidades  morales  á 
juicio  de  la  junta  de  gobierno,  quedando  espedito  al  intere- 
sado el  derecho  que  le  declara  el  artículo  octavo. 

Art.  5o.  Las  juntas  de  gobierno  de  los  colegios  de  Madrid, 
Barcelona,  Sevilla,  Valencia,  Granada  ,  Valladolid,  la  Co- 
ruña  y  Zaragoza  se  compondrán  de  nueve  abogados;  de  siete 
las  de  los  colegios  que  cuenten  cincuenta  ;  de  cinco  las  de 
los  que  tengan  treinta;  y  las  de  los  que  bajen  de  este  número 
se  compondrán  de  tres. 

Art.  6o.  Ningún  abogado  podrá  ser  elegido  decano  del 
colegio  á  que  pertenezca ,  si  no  lleva  diez  años  de  incorpo- 
ración en  él  con  estudio  abierto  y  vecindad  ;  ni  miembro  do 
junta  de  gobierno,  si  no  reúne  estas  circunstancias  y  cinco 
años  de  incorporación.  Para  iguales  cargos  en  los  colegios 
que  se  establecieren ,  se  observará  en  cuanto  sea  posible  lo 
que  se  manda  en  este  artículo. 

Art,  7o.  A  la  junta  general  en  que  se  elijan  personas  para 
el  desempeño  de  dichos  cargos  y  á  la  en  que  se  nombren 
abogados  de  pobres,  concurrirá  precisamente  ,  donde  haya, 
tribunal  superior  el  fiscal ,  y  el  promotor  fiscal  en  las  demás 
poblaciones. 

Art.  8o.  La  intervención  de  dichos  funcionarios  en  los  casos 
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del  artículo  precedente  tiene  por  objeto  robustecer  con  la 
fuerza  moral  de  su  ministerio  la  autoridad  del  decano  para 
que  se  celebre  la  elección  con  el  decoro  y  orden  que  corres- 
ponde ;  y  si  fuese  este  interrumpido  en  términos  que  sea 
necesario  suspender  la  elección ,  el  fiscal ,  y  promotor  en  su 
caso  podrán  aplazarla  para  otro  dia  si  no  lo  ejecutase  el 
decano. 
Art.  9o.  Los  fiscales  y  promotores  tendrán  en  dichas  juntas 
■■,    la  presidencia  de  honor  sin  menoscabo  en  las  demás  de  las 
;  prerogativas  y  facultades  de  los  decanos. 
\       Art.  10.  Al  hacerse  el  nombramiento  de  abogados  de  po- 
1   bres ,  los  fiscales  y  promotores  emplearán  el  mejor  celo , 
valiéndose  de  las  razones  que  este  les  sugiera  ,  para  que  el 
gravamen  de  ten  honroso  patronato  se  distribuya  con  equi- 
dad y  del  modo  mas  conveniente  á  la  clase  desvalida  á  que 
Se  dispensa. 

Art.  11.  La  facultad  que  concede  ala  junta  de  gobierno 
de  los  colegios  el  articulo  15  de  los  estatutos ,  de  velar  sobre 
la  conducta  de  los  abogados  en  el  desempeño  de  su  noble 
profesión ,  es  estensiva  á  la  conducta  y  costumbres  de  los 
incorporados  á  los  mismos  colegios. 

Art.  12.  "Para  que  esta  vigilancia  no  sea  ineficaz,  queda 
autorizada  la  junta  de  gobierno  para  amonestarlos  y  repren- 
derlos, y  podrá  también  decretar  la  suspension  temporal 
del  ejercicio  de  la  abogacía  por  un  término  que  no  esceda 
de  seis  meses. 

Art.  15.  La  amonestación  y  reprensión  serán  inapelables; 
pero  de  la  suspension  podrá  el  agraviado  reclamar  ante  el 
juzgado  de  primera  instancia  ,  que  deberá  decidir  guberna- 
tivamente en  el  término  de  quince  dias,  oyendo  al  promotor 
fiscal.  La  resolución  confirmatoria  del  acuerdo  de  suspen- 
sion será  ejecutiva ,  y  se  pasará  certificación  de  ella  á  los 
tribunales  y  juzgados  del  distrito ,  pero  apelable  para  ante 
una  de  las  salas  de  la  audiencia.  La  suspension  ejecutoria 
llevará  consigo  la  pérdida  de  antigüedad  en  el  colegio. 

Art.  lh.  En  junta  general  de  colegio ,  ni-en  la  de  gobierno, 
no  se  podrá  tratar,  acordar  resolución,  ni  estender  acta  bajo 
la  responsabilidad  del  decano  ó  del  que  haga  sus  veces , 
sobre  materias  estrañas  al  interés  privativo  de  la  corporación 
ó  de  sus  individuos  como  miembros  de  ella. 

Art.  15.  Los  abogados  de  pobres  no  podrán  abstenerse  en 
causas  criminales  de  las  defensas  de  oficio  sin  la  aprobación 
del  decano,  que  calificará  los  motivos  de  escusa,  que  no 
dimanen  de  consideraciones  de  delicadeza.  En  los  negocios 
civiles  toca  esclusivamente  á  los  mismos  valuar  el  mérito 
legal  y  la  eficacia  de  los  medios  que  le  proporcionen  sus 
clientes ,  pudiendo  estos  consultar  acerca  de  sus  intereses  á 
tres  de  aquellos. 

Art,  16.  Los  fiscales  de  las  audiencias  y  los  promotores 
fiscales  en  su  caso,  celerán  sobre  el  exacto  cumplimiento  de 
los  estatutos  de  los  colegios  de  abogados  y  de  esta  circular, 
reclamando  ante  el  tribunal  ó  juez  respectivo  ó  represen- 
tando al  gobierno  sobre  cualquier  infracción  que  notaren. 
Madrid  11  de  junio  de  iWi.  » 

fEstámandado  que  las  juntas  de  gobierno  de  los  respecti- 
vos colegios  aumenten  el  número  de  abogados  de  pobres  hasta 
doblarlo  por  lo  menos,  en  términos  que  la  elección  tenga  la 
libertad  apetecible,  y  que  la  facultad  de  los  pobres  para  elegir 
defensor  quede  circunscrita  á  los  abogados  que  anualmente 
compongan  aquel  número.  Rl.  órd.  de  20  de  setiembre  de  1859. 

El  nombramiento  de  individuos  de  las  juntas  de  gobierno 
debe  hacerse  á  pluralidad  absoluta  de  votos.  Rl.  órd.  de  26 
de  enero  de  I8fr0. 

En  el  Suplemento  al  Diccionario  de  Escriche  se  hallarán 
otras  reales  órdenes  relativas  á  los  colegios  de  abogados. 

f  COLEGIO  general  MILITAR.  Establecimiento  desti- 
nado á  educar  los  jóvenes  que  aspiran  á  servir  en  el  ejército 
en  clase  de  oficiales. 


Se  gobierna  por  el  reglamento  aprobado  en  18  de  diciem- 
bre de  184'i,  compuesto  de  66  artículos.  Según  el  <H  el  curso 
de  estudios  dura  tres  años ,  y  las  materias  de  instrucción  y 
adorno  son  :  aritmética  ,  álgebra,  hasta  la  teoría  general  de 
ecuaciones  que  estudiarán  en  los  seis  meses  últimos  sola- 
mente los  que  se  inclinen  á  los  cuerpos  facultativos;  geometría 
elemental ,  trigonometría ,  geometría  práctica  ,  fortificación, 
ataque  y  defensa,  castrametación,  puentes  y  reconocimien- 
tos militares,  táctica  superior,  descriptiva,  dibujo  militar, 
ordenanzas  y  procedimientos  judiciales  militares,  táctica  de 
todas  las  armas  ,  instrucción  especial  de  la  de  caballería , 
geografía  ,  religion  ó  historia,  francés ,  equitación,  esgrima, 
gimnástica ,  natación  y  baile. 

Los  cadetes  que  hayan  ganado  el  curso  general  de  estu- 
dios con  buena  conducta  y  las  censuras  correspondientes, 
obtendrán  el  ascenso  á  subtenientes  ó  aféreces  ,  quedando 
absolutamente  prohibida  la  concesión  de  estas  gracias  mien- 
tras se  están  educando. 

f  COLEGIO  militar  de  aspirantes  de  marina.  Esta- 
blecimiento situado  en  la  nueva  población  de  San  Carlos , 
departamento  de  Cádiz ,  cuya  apertura  tuvo  lugar  el  Io.  de 
enero  de  18ÍI5.  Es  su  autoridad  principal  en  calidad  de  ins- 
pector el  director  general  de  la  armada  ,  y  subinspector  el 
capitán  ó  comandante  general  del  mismo  departamento. 
La  entrada  de  los  aspirantes  es  de  trece  á  quince  años  de 
edad  ;  pero  los  hijos  de  oficiales  del  cuerpo  general ,  desde 
teniente  de  navio  arriba,  los  de  las  clases  análogas  de  los 
cuerpos  ausiliares  y  los  de  oficiales  del  ejército ,  desde  coro- 
nel inclusive,  podrán  entrar  á  los  doce  años  cumplidos.  De- 
ben examinarse  á  su  ingreso  de  doctrina  cristiana,  leer  y 
escribir,  gramática  castellana,  ortografía,  aritmética ,  no- 
ciones de  geografía  de  España  ,  traducir  uno  de  los  idiomas 
inglés  ó  francés  y  principios  de  dibujo.  La  enseñanza  ele- 
mental dura  tres  años,  está  á  cargo  de  los  correspondientes 
profesores  de  matemáticas ,  bajo  la  inmediata  vigilancia  del 
primero  ,  recibiendo  igualmente  los  alumnos  una  adecuada 
instrucción  militar,  y  concluida  son  nombrados  guardias  ma- 
rinas de  segunda  clase,  y  cadetes  de  artillería  los  dedicados 
á  este  ramo ,  embarcándose  desde  luego  en  los  buques  de 
guerra  para  continuar  su  aprendizaje.  Tiene  asimismo  el  co- 
legio curso  de  estudios  mayores  que  dura  otros  1res  años  ; 
con  objeto  de  proporcionar  oficiales  científicos  de  la  arma- 
da ,  astrónomos  al  observatorio  ,  hidrógrafos  al  depósito  de 
hidrografía  y  oficiales  al  estado  mayor  de  artillería  de  ma- 
rina. El  total  de  aspirantes ,  según  real  orden  de  25  de  junio 
de  1845 ,  es  de  ciento  ;  ochenta  de  número  y  veinte  super- 
numerarios; no  estando  aun  determinadas  las  plazas  que  de 
una  y  otra  clase  hayan  de  dedicarse  al  cuerpo  general  de  la 
armada  ,  y  al  de  artillería  de  marina,  así  como  las  que  debe 
costear  el  Estado  para  los  hijos  de  oficiales  de  los  diferentes 
cuerpos  de  la  armada ,  cuyos  padres  hayan  muerto  en  com- 
bate ó  en  naufragio.  Por  real  orden  de  18  de  setiembre  de 
18W  aprobó  S.  M.  el  reglamento  para  el  régimen  y  gobier- 
no de  este  establecimiento. 

f  COLEGIO  nacional  de  huérfanas  de  patriotas.  Su 
objeto  es  la  admisión  y  educación  de  huérfanas  de  patriólas 
muertos  en  defensa  del  trono  legítimo  de  Doña  Isabel  Ii  y  de 
la  causa  de  la  nación.  El  cuidado,  superior  inspección  y 
dirección  del  colegio  se  halla  confiado  al  celo  de  la  junta  de 
damas  de  la  Sociedad  enonómica  matritense. 

Las  huérfanas,  una  vez  admitidas  en  el  colegio,  aunque 
se  concluya  su  educación ,  podrán  permanecer  en  él  hajta  lu 
edad  de  25  años ,  mientras  no  lo  desmerezcan  por  su  apli- 
cación y  conducta  ,  ó  contraigan  algún  mal  incurable.  Rc~ 
glam.  de  28  de  marzo  de  1859. 

COLITIGANTE.  El  que  litiga  juntamente  con  otro  con- 
tra un  tercero. 

COLORÍA.  Cierta  porción  de  gente  que  se  envia  de  ór- 
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den  de  algún  príncipe  ó  república  á  establecerse  en  otro 
pais,  ó  la  reunion  de  gente  que  sale  de  un  pais  para  poblar 
otro;  y  también  el  sitio  ó  lugar  donde  se  establecen. 

COLONO.  El  habitante  de  alguna  colonia;  — y  el  labra- 
dor que  cultiva  alguna  heredad  por  arrendamiento  y  vive  en 
ella.  Véase  Aparcería,  Aparcero  y  Arrendatario. 

COLORADO.  Lo  que  se  funda  en  alguna  apariencia  de 
razón  y  de  justicia,  como  Ululo  colorado. 

COLUSIÓN.  El  convenio  fraudulento  y  secreto  que  se 
hace  entre  dos  ó  mas  personas  sobre  algún  negocio  en  per- 
juicio de  un  tercero  (  1  ).  Habia  colusión,  por  ejemplo,  cuando 
algún  pariente  ó  amigo  de  un  eclesiástico  le  vendia  simula- 
damente sus  bienes  para  eximirlos  de  las  contribuciones 
públicas  ,  en  atención  á  que  se  hallaban  libres  de  ellas  los 
bienes  particulares  de  los  clérigos;  y  por  desgracia  han  sido 
muchos  los  casos  de  semejante  fraude,  según  se  colige  de  los 
varios  espedientes  de  pueblos  que  sehan  quejado  de  no  poder 
pagar  el  cupo  de  sus  contribuciones  ni  aun  con  la  venta  de 
los  bienes  pecheros  ,  en  razón  de  haber  salido  de  esta  clase 
muchos  de  los  fundos  situados  en  su  territorio  por  haber 
pasado  á  poder  de  clérigos  mediante  donaciones  y  ventas 
simuladas.  Hay  también  colusión  cuando  una  persona  acusa 
engañosamente  á  un  verdadero  delincuente  de  acuerdo  con 
el  mismo ,  á  fin  de  que  no  probándosele  el  delito  quede 
absuelto  de  él  y  libre  de  nueva  acusación.  Es  claro  que  todo 
acto  y  contrato  hecho  por  colusión  debe  declararse  nulo , 
indemnizándose  ala  parte  perjudicada  del  daño  que  hubiere 
'sufrido;  y  que  el  reo  absuelto  colusoriamente  puede  ser 
acusado  otra  vez ,  probándose  haberse  procedido  con  dolo 
en  la  primera  (2). 

COLLACIONES.  Antiguamente  los  barrios  ó  parroquias 
en  que  se  dividía  cada  pueblo ,  los  cuales  tenian  su  alcalde 
para  su  gobierno  particular,  como  ahora  tenemos  los  alcal- 
des de  barrio  en  las  ciudades  principales,  con  las  facultades 
que  se  contienen  en  las  cédulas  de  su  creación. 

COLLAZO.  Antiguamente  en  los  tiempos  feudales  la 
persona  dada  en  señorío  juntamente  con  la  tierra  ,  en  cuya 
virtud  pagaba  al  señor  ciertos  tributos;  —  y  el  mozo  que 
reciben  los  labradores  para  que  les  labre  sus  heredades  , 
dándole  en  recompensa  de  su  trabajo  algunas  tierras  que 
cultive  para  sí, 

COMADRE.  La  mujer  que  tiene  alguna  criatura  en  la 
pila  cuando  se  bautiza,  y  que  por  esta  razón  contrae  paren- 
tesco espiritual  con  el  niño  y  con  su  padre ,  de  modo  que  no 
podrá  casarse  con  ninguno  de  los  dos.  Llámase  comadre  con 
relación  á  la  madre  verdadera  (5).  Véase  Bautismo. 

COMANDA.  En  Aragon  es  la  escritura  pública  de  de- 
pósito ó  encomienda.  Se  asegura  frecuentemente  de  este 
modo  un  crédito ,  cualquiera  que  sea  la  causa  de  que  proce- 
da ,  por  la  preferencia  natural  que  le  dan  sobre  la  mayor 
parle  de  los  otros  sus  apariencias  de  mero  depósito.  Tiene 
con  todo  el  inconveniente  de  que  si  la  deuda  que  se  afianza 
en  esta  forma  devenga  en  realidad  algún  interés ,  no  puede 
constar  este  en  la  comanda  por  la  razón  sencilla  de  que  el 
depósito  es  gratuito  ,  y  se  desnaturalizaría  atribuyéndole  ré- 
ditos. Mas  para  evitar  este  inconveniente  se  acostumbra 
fingir  eldepósito  por  un  tiempo  determinado  incorporando  á 
la  cantidad  del  crédito  los  intereses  que  durante  aquel  se 
han  de  devengar. 

COMANDITA.  La  sociedad  contraída  entre  varias  per- 
sonas ,  de  las  cuales  una  ó  mas  ponen  su  dinero  y  las  otras 
su  trabajo  en  lugar  de  fondo.  Véase  Sociedad. 


(i)  E!  P.  Murïïïo  en  el.lib.  3  ,  t,  22  ,  n.  85?. 

(2)  Ley  1 2  ,  tít.  i  ,  Part.  7  ;  y  P.  Murillo ,  lug.  cit. 

(3)  Leyes  1  y  2,  tit.  7,  Part.  4  ;  Cor.c,  Trid.,  sess.  24,  de  reform. 
matrim.;  Decretal.,  lib.  4,  tít.  11 ,  de  cognât,  spirú. 


f  COMANDANTE  general  de  provincia.  La  autori- 
dad militar  que  hay  en  cada  una  de  estas. 

Tanto  en  su  mando  militar,  como  en  sus  atribuciones  de 
justicia ,  están  subordinados  los  comandantes  generales  al 
respectivo  capitán  general ,  siendo  la  mayor  parte  de  las  ve- 
ces solo  el  conducto  de  remisión  de  las  solicitudes  que  en 
sus  provincias  les  dirigen  los  militares  ó  aforados  de  guerra. 

COMBATE  judicial.  Un  modo  de  proceder  que  se  usaba 
antiguamente,  así  en  materias  civiles  como  en  las  criminales, 
y  consistía  en  probar  uno  la  justicia  de  su  causa  venciendo 
en  lucha  singular  à  su  adversario.  Así  se  hacia  depender  de 
la  fuerza  ó  de  la  ventura  la  honra  ó  la  vida  de  los  hombres. 
Véase  Lid. 

COMBUSTION  humana  espontánea.  La  combustion, 
quemazón  ó  incineración  del  cuerpo  humano  ,  acaecida  de 
tal  modo  y  con  tales  circunstancias  que  no  puede  atribuirse 
á  las  causas  ordinarias  de  toda  combustion ,  sino  que  para 
esplicarla  es  preciso  acudir  á  la  suposición  de  un  estado 
particular  de  los  órganos.  Este  fenómeno  estraordinario  y 
terrible  no  se  presenta  por  fortuna  sino  muy  raras  veces  , 
pero  está  puesto  fuera  de  toda  duda  por  ejemplos  auténti- 
cos ;  y  recientemente  se  ha  visto  uno  en  el  pueblo  de  Cadian 
cerca  de  Almería  ,  donde  en  uno  de  los  primeros  dias  de 
noviembre  de  1837  una  joven  de  16  á  18  años  ha  sido 
víctima  de  una  combustion  espontánea  que  la  consumió  en 
tres  horas  hasta  los  huesos  sin  poder  salvarla  de  manera  al- 
guna, en  términos  que  la  madre  ,  que  se  atrevió  á  tocarla, 
se  abrasó  la  mano  y  cayó  desmayada.  La  ignorancia  de  tan 
estraños  accidentes  ha  sido  causa  mas  de  una  vez  de  que  se 
haya  perseguido  en  justicia  y  aun  impuesto  la  pena  capital 
á  algunas  personas  ,  imputándoles  asesinatos  que  no  habían 
cometido  y  tentativas  de  hacer  desaparecer  los  restos  ó  ves- 
tigios de  su  crimen  quemando  el  cadáver  de  su  víctima.  Pre- 
ciso es  pues  que  los  juristas  no  estén  absolutamente  despro- 
vistos de  nociones  sobre  un  fenómeno  tan  importante,  á  fin 
de  que  puedan  conducirse  con  acierto  en  los  casos  que 
ocurrieren. 

No  es  de  nuestro  instituto  referir  las  esplicaciones  y  teo- 
rías ,  que  Jos  médicos  han  propuesto.  Bástanos  saber  que  de 
sus  observaciones  resulta  :  —  Io.  que  las  combustiones  es- 
pontáneas se  han  verificado  por  lo  regular  en  personas  ma- 
yores de  sesenta  años,  mas  especialmente  en  las  mujeres  que 
en  los  hombres ,  mas  en  los  muy  gruesos  ó  muy  flacos  que 
en  los  de  mediana  corpulencia ,  y  mas  en  los  que  han  hecho 
un  uso  escesivo  de  los  licores  fuertes  que  en  los  que  han 
vivido  con  templanza  :  —  2o.  que  son  menos  raras  en  in- 
vierno que  en  verano  ,  y  mas  frecuentes  en  los  países  del 
norte  donde  se  comete  el  mayor  abuso  del  aguardiente  de 
semillas  :  —  3o.  que  aparecen  y  se  desenvuelven  de  pronto 
y  consumen  el  cuerpo  en  pocas  horas,  sin  que  sea  necesario 
el  contacto  ni  aun  la  presencia  de  un  cuerpo  inflamado  para 
determinarlas,  y  sin  que  prenda  el  fuego  en  las  materias 
combustibles  que  se  hallen  en  la  inmediación,  las  cuales  es- 
tando en  contacto  con  el  cuerpo  mas  bien  se  carbonizan  que 
se  queman  :  —  4o.  que  discurre  por  la  superficie  del  cuerpo 
una  llama  azulada  y  lijera ,  la  cual  no  se  estingue  con  él 
agua,  y  después  de  su  desaparición  continúa  verificándose 
la  combustion  interior  con  dolores  insoportables  :  —  S°.  que 
siempre  se  queman  el'  tronco  y  las  entrañas,  mientras  que 
los  pies  ,  las  manos  y  la  parte  superior  de  la  cabeza  sue- 
len quedar  intactos  :  —  6o.  que  el  residuo  de  las  partes 
quemadas  se  compone  de  un  carbón  quebradizo  y  de  una 
corta  cantidad  de  cenizas  ó  un  depósito  grasiento  ,  con  olor 
empireumático  y  desagradable  :  —  7o.  que  esta  combustion 
es  casi  siempre  general,  y  pocas  veces  parcial;  y  que  de 
la  segunda  se  ha  obtenido  curación ,  pero  no  de  la  pri- 
mera. 
Dedúcese  de  ia  esposicion  de  estos  hechos  que  es  impo- 
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siblo  confundir  la  combustion  espontánea  con  la  producida 
por  el  fuego  ,  la  cual  es  tan  difícil  de  ejecutar  como  fácil  de 
probar  por  la  mucha  cantidad  de  leña  que  es  necesaria  para 
reducir  un  cadáver  á  cenizas  y  por  la  concurrencia  de  infini- 
tas circunstancias  que  presentarán  en  cada  caso  mil  medios 
de  descubrir  la  verdad. 

COMENDERO.  La  persona  á  quien  se  daba  en  enco- 
mienda alguna  villa  ó  lugar,  ó  tiene  en  ellos  algún  derecho 
concedido  por  los  reyes,  con  obligación  de  prestar  juramento 
de  homenaje. 

COMENTADOR.  El  que  esplica, glosa  ó  declara  alguna 
obra,  ley  ó  cuerpo  legal  para  que  se  entienda  mas  fácilmente 
su  contenido.  Véase  Autor  al  fin,  y  Autoridad. 

COMERCIANTE.  Según  el  código  de  comercio  en  su 
art.  1°.,  «  se  repulan  en  derecho  comerciantes  los  que  te- 
niendo capacidad  legal  para  ejercer  el  comercio ,  se  han 
inscrito  en  la  matrícula  de  comerciantes,  y  tienen  por  ocu- 
pación habitual  y  ordinaria  el  tráfico  mercantil  fundando  en 
él  su  estado  político.  » 

==  La  palabra  comerciantes  es  genérica  y  comprende  á 
los  negociantes,  mercaderes,  fabricantes,  banqueros,  etc.  Se 
llama  negociantes  ó  comerciantes  por  mayor  á  los  que  hacen 
el  comercio  en  almacenes  y  venden  sus  géneros  por  piezas, 
por  cajas,  por  balones ,  por  gruesas  ,  por  arrobas  ,  sin  tener 
tienda  abierta  ni  muestra  ó  parada  :  —  mercaderes  ,  á  los 
que  venden  por  menor  en  tienda  ó  almacén  las  mercancías 
ó  efectos  de  su  comercio  :  —  fabricantes,  álos  que  con  el 
ausilio  de  máquinas  ó  telares  convierten  por  sí  mismos  ó 
por  medio  de  operarios  las  materias  primeras  en  objetos  de 
otra  forma  ó  calidad  ,  ó  construyen  ,  preparan  y  adornan  al- 
gunas obras,  para  venderlas  ó  permutarlas  ;  — y  banqueros, 
á  los  que  por  medio  de  letras  de  cambio  y  por  cierto  precio 
se  obligan  á  entregar  dinero  en  otro  lugar. 

Para  ser  tenido  legalmente  por  comerciante,  no  basta 
ejercer  el  comercio ,  sino  que  es  preciso  ademas  estar  ins- 
crito en  la  matrícula  de  comerciantes;  ni  tampoco  es  sufi- 
ciente hacer  una  ú  otra  operación  comercial ,  sino  que  se 
requiere  el  estar  ocupado  habilualmente  en  el  tráfico  mer- 
cantil. Así  que,  los  dueños  ó  arrendatarios  de  bienes  rurales 
que  venden  por  mayor  ó  por  menor  los  frutos  que  sacan  de 
sus  fundos,  como  granos,  vino  y  aceite  ,  no  deben  ser  consi- 
derados comerciantes  ,  pues  que  no  hacen  del  comercio  su 
profesión  ordinaria  :  de  modo  que  las  acciones  que  se  inten- 
taren contra  ellos  por  razón  de  la  venta  de  sus  frutos ,  han 
de  deducirse  en  los  tribunales  civiles  y  no  en  los  de  comercio. 

«  Art.  "Io.  Los  que  hagan  accidentalmente  alguna  opera- 
ción de  comercio  terrestre,  no  serán  considerados  comer- 
ciantes para  el  efecto  de  gozar  délas  prerogativas  y  beneficios 
que  á  estos  están  concedidos  por  razón  de  su  profesión ,  sin 
perjuicio  de  auedar  sujetos  en  cuanto  á  las  controversias 
que  ocurran  sobre  dichas  operaciones  á  las  leyes  y  jurisdic- 
ción del  comercio.  » 

=  Puede,  por  ejemplo,  una  persona  que  no  sea  comer- 
ciante de  profesión ,'  comprar  algunas  cosas  muebles  con 
ánimo  de  adquirir  sobre  ellas  algún  lucro ,  revendiéndolas 
en  la  misma  forma  que  se  compraron  ó  en  otra  diferente; 
puede  constituirse  fiador  para  asegurar  el  cumplimiento  de 
un  contrato  mercantil;  puede  hacerse  asegurador  de  los 
efectos  que  se  trasportan  por  tierra  ;  puede  librar  ó  aceptar 
una  letra  de  cambio  por  consecuencia  de  una  operación  co- 
mercial :  en  todos  estos  casos  y  otros  semejantes  ejecuta  un 
acto  de  comercio ,  y  aunque  no  goza  de  las  prerogativas  de 
los  comerciantes  matriculados ,  podrá  ser  citado  y  juzgado 
por  los  tribunales  de  comercio  en  las  contestaciones  que 
ocurrieren. 

«  Art.  5o.  Toda  persona  que  según  las  leyes  comunes  tiene 
capacidad  para  contratar  y  obligarse,  la  tiene  igualmente 
para  ejercer  el  comercio.  Las  que  con  arreglo  á  las  mismas 


leyes  no  quedan  obligadas  en  sus  pactos  y  contratos ,  son 
inhábiles  para  celebrar  actos  comerciales,  salvas  las  modifi- 
caciones que  establecen  los  dos  artículos  siguientes.  » 

—  Véase  Contrato,  y  Obligación  nula.  ¿ 

«  Art.  ¡i°.  Se  permite  ejercer  el  comercio  al  hijo  de  fami- 
lias mayor  de  veinte  años  que  acredite  concurrir  en  él  las 
circunstancias  siguientes  :  —  Ia.  que  haya  sido  emancipado 
legalmente  :,— 2a.  que  tenga  peculio  propio  :  —  3?.  que 
haya  sido  habilitado  para  la  administración  de  sus  bienes 
en  la  forma  prescrita  por  las  leyes  comunes  :  —  k3.  que  haga 
renuncia  solemne  y  formal  del  beneficio  de  la  restitución , 
que  concede  la  ley  civil  á  los  menores,  obligándose  conju- 
ramento á  no  reclamarlo  en  los  negocios  mercantiles  que 
haga.  » 

=  Aunque  el  hombre  no  se  considera  capaz  de  todos  los 
actos  de  la  vida  civil  sino'  á  la  edad  de  veinte  y  cinco  años, 
la  ley  hace  aquí  una  escepcion  á  favor  del  comerciante  que 
pasa  de  veinte,  teniéndole  por  mayor  con  respecto  á  los  actos 
de  comercio  ;  pero  esta  mayoría  anticipada  se  limita  precisa- 
mente á  los  actos  de  esta  clase  y  no  se  estiende  á  ningún 
otro  :  de  suerte  que  por  lo  que  hace  á  los  negocios  que  no 
sean  relativos  á  su  tráfico  conservará  el  comerciante  su  con- 
cepto de  menor  hasta  llegar  á  los  veinte  y  cinco  años  de 
edad,  y  podrá  invocar  el  beneficio  de  la  restitución.  La  ley 
exige  la  emancipación,  la  habilitación  para  el  manejo  de  sus 
bienes  y  la  renuncia  de  la  restitución  in  integrum,  porque 
siendo  los  actos  de  comercio  de  tanta  importancia  y  trascen- 
dencia, no  quiere  que  el  menor  carezca  de  la  idoneidad  qu» 
se  necesita  para  no  comprometer  su  porvenir  y  su  fortuna, 
ni  que  por  causa  de  dicho  privilegio  se  abstengan  de  entrar 
con  él  en  contratos  los  demás  comerciantes.  Véase  Hijo  de 
familias,  Emancipación,  Dispensa  de  edad,  Menor,  Peculio 
y  Restitución  in  integrum. 

«  Art.  S°.  También  puede  ejercer  el  comercio  la  mujer 
casada ,  mayor  de  veinte  años,  que  tenga  para  ello  autoriza- 
ción espresa  de  su  marido,  dada  en  escritura  pública ,  ó  bien 
estando  separada  legítimamente  de  su  cohabitación.  —  En 
el  primer  caso  están  obligados  á  las  resultas  del  tráfico  los 
bienes  dotales  de  la  mercadera,  y  todos  los  derechos  que 
ambos  cónyuges  tengan  en  la  comunidad  social  ;  y  en  el 
segundo  lo  estarán  solamente  los  bienes  de  que  la  mujer  tu- 
viese la  propiedad ,  usufructo  y  administración  cuando  se 
dedicó  al  comercio,  los  dotales  que  se  le  restituyan  por  sen- 
tencia legal,  y  los  que  adquiera  posteriormente.  » 

=  La  mujer  casada  no  puede  contratar  ni  obligarse  sin 
licencia  de  su  marido,  y  así  menos  podrá  sin  ella  ejercer  el 
comercio  que  suele  producir  obligaciones  diarias  :  mas  el 
marido  no  solo  puede  darle  licencia  particular  para  cele- 
brar tal  ó  tal  contrato,  sino  que  puede  también  dársela  ge- 
neral para  que  contraiga  todas  aquellas  obligaciones  que  no 
podría  contraer  sin  ella  ;  y  así  puede  muy  bien  autorizarla 
para  que  ejerza  el  comercio.  Pero  esta  autorización  debe 
darse  espresamente  en  escritura  pública  ;  de  modo  que  aun- 
que la  mujer  se  dedique  á  operaciones  mercantiles  á  vista  y 
paciencia  de  su  marido,  no  por  eso  ha  de  presumirse  que  ha 
logrado  su  permiso  ni  legalmente  ha  de  reputarse  mercadera  ; 
y  mucho  menos  se  la  debe  considerar  bajo  esto  concepio, 
cuando  no  hace  mas  que  vender  por  menor  las  mercaderías 
del  comercio  de  su  marido.  Si  la  mujer  está  separada  legíti- 
mamente de  su  marido  en  cuanto  á  la  cohabitación  ,  no  ne- 
cesita entonces  de  la  licencia  de  este  para  abrazar  la  pro- 
fesión del  comercio,  pues  que  ya  no  está  sujeta  á  su  polest.id 
ni  puede  perjudicarle  en  sus  bienes  ó  derechos.  Véase  Mujer 
casada. 

«  Art.  6o.  Tanto  el  menor  de  veinte  y  cinco  años ,  como 
la  mujer  casada,  comerciantes,  pueden  hipotecar  los  bienes 
inmuebles  de  su  pertenencia  para  seguridad  de  las  obliga- 
ciones que  contraigan  como  comerciantes.  » 
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=  Este  artículo  confiere  al  menor  y  á  la  mujer  casada 
que  ejercen  el  comercio,  la  facultad  de  hipotecar  sus  bienes 
inmuebles  para  seguridad  de  sus  obligaciones  comerciales , 
pero  no  les  da  facultad  para  enajenarlos.  No  podrán  pues  el 
uno  ni  la  oÉb  vender  sus  bienes  raices  para  cubrir  sus  obli- 
gaciones comerciales,  ni  tampoco  hipotecarlos  para  seguri- 
dad de  las  que  no  sean  de  esta  clase,  sino  en  la  forma  esta- 
blecida por  el  derecho  común  ;  de  modo  que  con  respecto  á 
Bstos  actos  ni  el  menor  se  considera  mayor,  ni  autorizada 
la  mujer,  quedando  ambos  por  consiguiente  bajo  el  imperio 
de  las  leyes  civiles  que  les  conciernen.  Véase  Menor  y  Mujer 
casada. 

«  Art.  7o.  La  mujer  casada  que  haya  sido  autorizada  por 
su  marido  para  comerciar,  no  podrá  gravar  ni  hipotecar  los 
bienes  inmuebles  propios  del  marido  ;  ni  los  que  pertenezcan 
en  común  á  ambos  cónyuges ,  si  en  la  escritura  de  autoriza- 
ción no  se  le  dio  espresamente  esta  facultad.  » 

==  Por  el  hecho  de  autorizar  el  marido  á  la  mujer  para 
ejercer  el  comercio,  no  se  entiende  que  le  da  facultad  alguna 
sobre  los  bienes  propios  del  mismo,  ni  sobre  los  que  perte- 
necen en  común  á  ambos  cónyuges  ;  sino  solo  sobre  los 
bienes  de  ella,  sobre  los  dotales,  y  sobre  todos  los  derechos 
que  ambos  cónyuges  tengan  en  la  comunidad  social.  Así 
que  ,  la  mujer  solamente  podrá  gravar  é  hipotecar  los  últi- 
mos y  no  los  primeros,  á  no  ser  que  se  la  hubiese  autorizado 
espresamente  con  respecto  á  estos. 

«  Art.  8o.  Se  prohibe  el  ejercicio  de  la  profesión  mercantil 
por  incompatibilidad  de  estado  :  —  i°.  á  las  corporaciones 
eclesiásticas  :  —  2o.  á  los  clérigos,  aunque  no  tengan  mas  que 
la  tonsura ,  mientras  vistan  el  traje  clerical  y  gocen  de  fuero 
eclesiástico  :  —  5o.  á  los  magistrados  civiles  y  jueces  en  el 
territorio  donde  ejercen  su  autoridad  ó  jurisdicción  :—  k°.  á  los 
empleados  en  la  recaudación  y  administración  délas  rentas 
reales  en  los  pueblos ,  partidos  ó  provincias  adonde-se  es- 
tiende el  ejercicio  de  sus  funciones ,  á  menos  que  no  ob- 
tengan una  autorización  particular  mia  (  del  rey).  » 

==  No  pueden  los  clérigos  comprar  y  vender  con  ánimo 
de  ganar  ;  pero  bien  pueden  ejercer  las  artes  liberales  y  aun 
las  mecánicas  que  no  desdijeren  de  su  estado,  con  intención 
de  atender  á  su  subsistencia  ;  ley  46,  lit.  6,  Part.  1.  —  Los 
magistrados  y  jueces,  mientras  lo  fueren,  no  pueden  usar  de 
trato  de  mercadería  por  sí  ni  por  otra  persona  en  la  tierra 
de  su  jurisdicción  bajo  la  pena  de  perder  los  objetos  de  su 
tráfico  ;  leyü,  lit.  8,  Part.  S,  y  ley  5,  lit.  11,  lib.  1,  Nov.  Rec. 
«  Art.  9°.  Tampoco  pueden  ejercerla  por  tacha  legal  :  — 
Io.  los  infames  que  estén  declarados  tales  por  la  ley,  ó  por 
sentencia  judicial  ejecutoriada  :  —  2o.  los  quebrados  que 
no  hayan  obtenido  rehabilitación.  » 

=  Los  infames  y  los  quebrados  que  no  pueden  obtener  su 
rehabilitación  ,  no  deben'  ser  admitidos  al  ejercicio  de  una 
profesión  que  se  mantiene  del  crédito  y  de  la  buena  fe. 

«  Art.  10.  Los  contratos  mercantiles  celebrados  por  perso- 
nas inhábiles  para  comerciar,  cuya  incapacidad  fuese  noto- 
ria por  razón  de  la  calidad  ó  empleo,  serán  nulos  para  todos 
los  contrayentes.  — Pero  si  el  contrayente  inhábil  ocultare 
su  incapacidad  al  otro  contrayente,  y  esta  no  fuese  notoria, 
quedará  obligado  en  su  favor,  sin  adquirir  derecho  para 
compelerle  en  juicio  al  cumplimiento  de  las  obligaciones  que 
este  contrajere.  » 

==  La  primera  disposición  de  este  artículo  se  funda  en  el 
axioma  de  derecho  que  declara  nulo'  todo  lo  que  se  hace 
contra  la  prohibición  de  la  ley  :  Quod  fit  lege  prohibante, 
nullam  vhn  habere  inditbilati  juris  est.  La  segunda  se  apoya 
en  la  mala  fe  del  uno  de  los  contrayentes  y  en  la  buena  del 
otro  :  el  que  contrae  sabiendo  que  no  puede  contraer,  no 
adquiere  acción  para  sí ,  pero  la  confiere  al  otro  que  lo 
ignora  :  Ncmini  débet  fraus  sua  patrocinan.  Aclionem  dabo 
aftkèrèus  eum  qui  fraudem  fecit, 


Los  artículos  11,  12, 13,  Vi,  18,  16  y  17,  tratan  de  la  ne- 
cesidad y  del  modo  de  inscribirse  en  la  matrícula  de  comer- 
ciantes los  que  quieran  dedicarse  á  esta  profesión.  Yéase 
Matrícula  de  comerciantes. 

«  Art.  18.  Los  estranjeros  que  hayan  obtenido  naturali- 
zación ó  vecindad  en  España  por  los  medios  que  están  pres- 
critos en  el  derecho,  podrán  ejercer  libremente  el  comercio 
con  los  mismos  derechos  y  obligaciones  que  los  naturales  del 
reino.  » 

«  Art.  19.  Los  estranjeros  que  no  hayan  obtenido  la  natu- 
ralización ni  el  domicilio  legal ,  podrán  ejercer  el  comercio 
en  territorio  español  bajo  las  reglas  convenidas  en  los  trata- 
dos vigentes  con  sus  gobiernos  respectivos ,  y  en  el  caso  de 
no  estar  estas  determinadas ,  se  les  concederán  las  mismas 
facultades  y  franquicias  de  que  gocen  los  españoles  comer- 
ciantes en  los  estados  de  que  ellos  proceden.  » 

«  Art.  20.  Todo  estranjero  que  celebra  actos  de  comercio 
en  territorio  español ,  por  el  mismo  hecho  se  sujeta  en  cuanto 
á  ellos  y  sus  resultas  é  incidencias  á  los  tribunales  españoles, 
los  cuales  conocerán  de  las  causas  que  sobrevengan ,  y  las 
decidirán  con  arreglo  al  derecho  común  español  y  á  las  leyes 
de  este  código.  »  =  Véase  Estranjero ,  Naturalización  y 
¡Cecino. 

«  Art.  21.  Todos  los  que  profesan  el  comercio  contraen 
por  el  mismo  hecho  la  obligación  de  someterse  á  los  actos 
establecidos  por  la  ley,  como  garantías  contra  el  abuso  que 
pueda  hacerse  del  crédito  en  las  relaciones  mercantiles.  = 
Estos  actos  sonsisten  :  —  Io.  en  la  inscripción  en  un  registro 
solemne  de  los  documentos ,  cuyo  tenor  y  autenticidad  de- 
ben hacerse  notorios  :  —  2o.  en  un  orden  uniforme  y  rigu- 
roso de  la  cuenta  y  razón  :  —  5*.  en  la  conservación  de  la 
correspondencia  que  tenga  relación  con  el  giro  del  comer- 
ciante. »  —  Véase  Registro  público  de  comercio,  Libros  de 
comercio,  y  Carta  al  fin. 

Los  comerciantes  deben  manifestar  á  los  compradores  los 
defectos  de  los  brocados ,  sedas ,  paños  y  demás  artículos 
que  espusieren  á  la  venta  ;  y  si  no  los  manifestaren ,  tienen 
derecho  los  compradores  para  devolver  lo  comprado  y  res- 
cindir la  venta ,  aun  cuando  ya  hubiesen  hecho  ropas ,  con 
tal  que  no  las  hubiesen  usado  ;  ley  7,  lit.  h,  lib.  9,  Nov.  Rec. 
Deben  los  comerciantes  portarse  en  el  desempeño  de  su 
oficio  con  lealtad  y  buena  fe,  sin  vender  á  sabiendas  una 
cosa  por  otra,  ni  mezclarlas  de  modo  que  se  adulteren  ó  de- 
teriore su  calidad ,  ni  usar  de  pesos  ó  medidas  que  no  sean 
justas ,  bajo  las  penas  impuestas  á  los  falsarios  ;  ley  i,  til.  7, 
Part.  8. 

No  pueden  tampoco  hacer  conciertos,  juramentos  ni  co- 
fradías para  fijar  el  precio  á  Jas  cosas  de  su  tráfico  y  no  ven- 
derlas en  menos,  bajo  las  penas  de  confiscación  y  destierro; 
ley  2,  lit.  7,  Part.  8.  Véase  Mercader. 

SUMERGIÓ.  La  negociación  y  tráfico  que  se  hace  com- 
prando, vendiendo  ó  permutando  unas  cosas  con  otras,  sean 
frutos,  artefactos,  dinero,  letras  de  cambio,  ú  otro  papel  se- 
mejante ;  ó  bien  :  la  negociación  de  las  producciones  de  la 
naturaleza  y  de  la  industria,  con  objeto  de  hacer  alguna  ga- 
nancia. —  Las  leyes  civiles  no  toman  la  palabra  comercio 
en  el  mismo  sentido  que  las  leyes  comerciales.  Aquellas  en- 
tienden por  comercio  el  derecho  de  comprar  y  vender  en 
general,  venden  di  emendique  jus  :  mas  estas  solamente  la 
negociación  de  mercancías.  Así  que,  según  las  primeras ,  el 
comercio  comprende  las  cosas  muebles  y  las  inmuebles  ;  y 
por  eso  se  dice  que  se  pueden  comprar  y  vender  todas  las 
cosas  que  están  en  el  comercio  de  los  hombres  ;  pero  según 
las  segundas ,  no  son  objeto  del  comercio  sino  las  cosas  mue- 
bles ;  de  modo  que  la  adquisición  de  bienes  raices  para  re- 
venderlos no  puede  llamarse  operación  mercantil.  —  El  co- 
mercio se  divide  :  Io.  en  terrestre  y  marítimo.  Comercio 
terrestre  es  el  que  se  hace  p&v  tierra  de  pueblo  á  pueblo,  de 
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provincia  á provincia,  ó  de  nación  á  nación,  sea  por  medio 
de  carruajes  ó  bestias  de  carga ,  sea  en  pequeñas  embarca- 
ciones por  lagos,  rios  ó  canales.  Comercio  marítimo  es  el 
que  se  hace  por  mar  á  todas  y  cualesquiera  regiones  del 
mundo.  —  2o.  En  interior  y  esterior.  Comercio  interior  es 
e."  que  hacen  entre  sí  con  los  productos  de  su  industria  los 
't.-?ieblos  de  una  misma  nación,  sea  por  tierra  ó  por  mar  ; 
en  cuyo  último  caso  se  llama  de  cabotaje.  Comercio  esterior 
es  el  que  los  individuos  de  una  nación  hacen  mas  allá  de  las 
fronteras  de  su  territorio,  por  mar  ó  por  tierra  ;  ó  mejor,  el 
que  hace  una  nación  con  otras.  Subdivídese  el  esterior  en 
comercio  de  importación ,  de  esportacion  y  de  fletes.  El  de 
importación  tiene  por  objeto  traer  á  nuestro  pais  los  géneros 
ó  mercancías  del  estranjero  :  el  de  esportacion  se  emplea 
en  sacar  y  llevar  al  estranjero  los  géneros  de  nuestro  pais  ;  y 
el  de  fletes,  que  también  se  llama  de  tránsito  ó  trasporte  , 
consiste  solo  en  trasportar  ó  conducir  artículos  de  un  pais 
estranjero  á  otro.  —  3o.  En  comercio  por  mayor  y  comercio 
por  menor.  Dícese  comercio  por  mayor  cuando  los  géneros 
se  venden  por  cargas  ;  quintales ,  fanegas ,  pesos  ó  medidas 
mayores  ;  y  comercio  por  menor  cuando  se  hacen  las  ventas 
por  varas ,  libras ,  azumbres  ó  cuartillos ,  según  sean  los  ar- 
tículos en  que  se  comercia.  Por  resolución  á  consulta  de  la 
junta  de  comercio  y  moneda  de  10  de  febrero  de  1735  se 
declaró,  que  las  ventas  por  mayor  se  entiendan  en  todo  gé- 
nero de  tejidos  las  que  se  hagan  por  piezas,  cabeza  ,  pié  ó 
cola  ;  en  las  cosas  que  se  cuentan ,  por  gruesas  ;  en  las  de 
peso,  por  arrobas;  en  los  sombreros  y  cueros  menores ,  por 
docenas ,  pero  en  los  cueros  mayores  la  venta  de  uno  solo 
ha  de  tenerse  por  mayor  ;  en  el  papel ,  una  resma ,  según 
costumbre  ;  y  así  en  los  demás  géneros  no  comprendidos  en 
estas  clases  ;  nota  6,  lit.  12,  lib.  10,  Nov.  Rec—  h°.  En  co- 
mercio de  mercaderías ,  comercio  de  dinero,  y  comercio  en 
papel.  El  primero  es  el  que  consiste  en  el  tráfico  de  frutos  ó 
artefactos  :  el  segundo  es  el  que  ejercen  los  prestamistas  y 
agiotistas  ;  y  el  tercero  es  el  que  hacen  los  banqueros  y  cam- 
bistas librando,  tomando  ó  descontando  letras  ú  otros  papeles 
semejantes.  —  5o.  Hay  ademas  otro  género  de  comercio  lla- 
mado de  neutralidad ,  habilitación  de  bandera  ó  asilo  ;  y  es 
el  que  hacen  los  comerciantes  de  una  nación  con  los  de  otra 
enemiga  por  medio  de  los  de  otra  tercera,  que  es  neutral  y 
consiente  en  que  se  valgan  de  su  suelo,  nombre  ó  pabellón 
para  hacerle.  —  6o.  Distingüese  por  último  el  comercio  se- 
gún los  lugares  en  que  se  hace  ;  y  así  decimos  :  comercio 
de  la  India,  que  es  el  que  se  hace  en  toda  la  India  oriental , 
esto  es,  en  la  península  á  que  da  nombre  el  rio  Indo,  y  en 
varias  islas  de  aquella  parte  deAsia:  comercio  del  norte,  que 
es  el  que  se  hace  en  los  mares  y  naciones  septentrionales, 
como  el  Báltico  ,  la  Suecia,  la  Dinamarca,  etc.  :  comercio  de 
América,  que  es  el  que  se  hace  con  aquella  parle  del  mundo. 

Según  el  derecho  público  de  las  naciones  ,  puede  cada  una 
prohibir  la  esportacion  de  cualesquiera  producciones  ó 
mercaderías  ;  imponer  derechos  á  la  salida  de  sus  fronteras 
sobre  los  artículos  cuya  estraccion  permitiere;  impedir  la 
introducción  de  géneros  estranjeros,  ó  gravarlos  con  impues- 
tos, para  que  su  concurrencia  no  perjudique  á  la  industria 
nacional  ni  al  comercio  interior;  limitar  á  ciertos  puertos  ó 
ciudades  la  entrada  de  las  mercaderías  de  otros  países  ;  y 
prohibir  á  los  estranjeros  el  comercio  con  las  colonias ,  y  á 
las  colonias  con  los  estranjeros.  Véase  Aduana. 

Por  decreto  de  29  de  enero  de  1669  se  estableció  una  cor- 
poración con  el  nombre  de  junta  (¡encrai  de  comercio  y  mo- 
neda para  que  propusiera  los  medios  de  restablecer  y  au- 
mentar el  comercio  general  de  España;  y  se  le  concedió 
jurisdicción  privativa  para  conocer  de  todas  las  causas  y 
materias  tocantes  á  tráfico  y  comercio,  con  independencia  de 
los  demás  consejos  y  tribunales.  Por  decretos  posteriores  se 
ampliaron  sus  facultades,  y  se  le  confiaron  los  asuntos  rela- 


tivos á  minas*,  como  igualmente  ios  de  las  dependencias  do 
estranjeros  :  mas  en  7  de  agosto  de  181"!  se  agregó  al  consejo 
de  hacienda  el  conocimiento  de  todos  los  n^ocios  de  la 
junta  ,  la  cual  quedó  suprimida.  El  conocimiento  délas  cau- 
sas mercantiles  pertenece  actualmente  á  los  tribunales  espe- 
ciales de  comercio ,  los  cuales  las  fallan  con  arreglo  á  las 
disposiciones  contenidas  en  el  código  y  en  la  ley  de  enjuicia- 
■  miento  de  este  ramo. 

f  COMERCIO  de  cabotaje.  Véase  en  el  Suplemento  á 
este  Diccionario  el  capítulo  7o.  de  lá  ley  de  aduanas  de  9  de 
julio  de  1841. 

COMERCIO  de  granos.  Véase  Granos. 

COMESTIBLES.  Véase  Abacerías ,  Abastecedores  y 
Abastos. 

COMICIOS.  Las  juntas  del  pueblo  romano  para  elegir 
sus  magistrados  y  tratar  de  los  negocios  públicos. 

COMISARIO.  El  que  tiene  poder  y  facultad  de  otro  para 
ejecutar  alguna  orden  ô  entender  eri  algún  negocio;  como  , 
por  ejemplo  ,  el  juez  delegado  á  quien  el  ordinario  confia  la 
instrucción  ó  conocimiento  de  alguna  causa  determinada  ; 
el  ministro  sacerdote  que  el  tribunal  de  la  Inquisición  tenia 
en  los  pueblos  principales  para  desempeñar  los  encargos 
que  se  le  hiciesen  relativos  á  las  opiniones  religiosas  de  los 
habitantes  ;  el  nombrado  por  el  gobierno  para  llevar  á  efecto 
en  alguna  provincia  ó  distrito  sus  disposiciones  sobre  segu- 
ridad pública  ;  el  empleado  destinado  en  algún  cuartel  de 
una  ciudad  para  velar  en  lo  concerniente  á  la  policía  y  al 
buen  orden  ;  el  encargado  de  pasar  revista  á  la  tropa  para 
reconocer  si  están  completos  los  regimientos  y  evitar  frau- 
des (1)  ;  y  en  el  comercio,  el  juez  de  una  quiebra,  y  antigua- 
mente la  persona  ó  personas  nombradas  por  los  acreedores 
para  reconocer  el  estado  de  los  negocios  de  un  comerciante 
fallido. 

f  COMISARIO  de  guerra.  En  la  instrucción  de  12  do 
enero  de  1824  para  el  gobierno  de  la  Hacienda  militar  se 
consignan  sus  funciones  del  modo  que  puede  verse  en  el  Su- 
plemento á  este  Diccionario. 

f  COMISARIO  de  montes.  Véase  Empleados  de  monLs 
y  plantíos. 

f  COMISARIO    DE  PROTECCIÓN  Y    SEGURIDAD    PÚBLICA. 

Tienen  á  su  cargo  estos  funcionarios  la  inspección  de  todo  lo 
concerniente  á  este  ramo  en  su  distrito  respectivo  bajo  la 
autoridad  superior  del  jefe  político. 

Para  su  buen  desempeño  deben  llevar  un  padrón  general 
de  todos  los  vecinos  del  distrito,  arreglándose  para  ello  á  los 
padrones  particulares  de  los  celadores.  —  En  igual  forma 
llevarán  un  padrón  especial  de  forasteros  y  otro  de  estran- 
jeros, bien  transeúntes,  bien  residentes  en  la  respectiva  de- 
marcación ,  y  un  registro  de  las  fondas ,  hospederías,  posa- 
das, cafés  y  demás  establecimientos  que  necesitan  licencia 
de  la  autoridad  civil. 

En  el  Suplemento  al  Diccionario  de  Escriche  pueden  verso 
las  facultades  y  las  varias  obligaciones  de  estos  empleados , 
y  las  reales  órdenes  espedidas  Con  referencia  á  ellos. 

COMISARIO  testamentario.  El  sugeto  á  quien  otro 
comete  la  facultad  de  hacer  testamento  en  su  nombre ,  otor- 
gándole al  efecto  el  correspondiente  poder  con  las  mismas 
solemnidades  que  se  requieren  para  el  testamento  nuncupa- 
tivo;  leyes  51  y  39  cíe  Toro,  ó  1  y  8,  ííf.  19,  lib.  10,  Nov. 
j}eC-  —  El  comisario  nombrado  para  testar,  no  puede  insti- 
tuir heredero,  ni  hacer  mejoras  de  tercio  y  quinto,  ni 
desheredar  á  ninguno  de  los  descendientes  del  testador ,  ni 

(1)  Para  la  república  de  Méjico ,  la  reforma  de  comisarias  gene- 
rales es  la  ley  de  26  de  octubre  de  1853,  por  la  que  quedan  sin 
efecto  en  lo  que  se  le  opongan,  la  ley  de  21  de  setiembre  de  '825¿ 
la  de  21  de  mayo  de  1851 ,  y  el  reglamento  de  20  de  julio  del 
mismo  año, 
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sustituirlos  vulgar,  pupilar ,  ejemplarmente ,  ó  de  otra  ma- 
nera, ni  darles  tutor;  á  no  ser  que  se  le  hubiere  dado 
facultad  específica  para  ello  :  mas  nunca  entenderse  á  te- 
nerla para  hacer  heredero ,  si  el  nombre  de  este  no  estuviese 
espresado  en  el  poder ,  al  cual  debe  ceñirse  el  comisario  en 
estos  casos  sin  hacer  otra  cosa  que  la  que  especialmente  se 
le  hubiere  encargado;  ley  51  de  Toro,  ó  i  ,  til.  19,  lib.  10, 
Nov.  Rec. 

Cuando  el  testador  no  espresó  el  nombre  del  heredero , 
ni  dio  facultad  para  hacer  alguna  de  las  cosas  indicadas, 
sino  solo  para  hacer  testamento  por  él,  puede  el  comisario 
pagar  las  deudas  del  testador ,  y  repartir  por  su  alma  el 
quinto  de  sus  bienes  líquidos ,  debiendo  entregar  el  rema- 
nente á  los  herederos  ab  inlestato ,  ó  bien  disponer  de  él  por 
causas  pias  en  caso  de  no  haber  tales  herederos  ,  después 
de  dar  á  la  viuda  lo  que  por  derecho  le  corresponde;  ley  52 
de  Toro ,  ó  2,  til.  19,  lib.  10,  Nov.  Ree. 

El  comisario  debe  usar  del  poder  en  el  término  de  cuatro 
meses  si  estuviere  en  el  lugar  al  tiempo  en  que  se  le  dio  ;  eu 
el  de  seis  meses,  si  estaba  ausente  pero  dentro  de  España; 
y  en  el  de  un  año  ,  si  estuviese  fuera  de  ella  ;  á  menos  que 
el  testador  hubiese  coartado  ó  alargado  el  término.  Pasados 
dichos  términos  perentorios ,  que  corren  también  contra  el 
comisario  que  ignorase  su  nombramiento ,  irán  los  bienes  del 
testador  comitente  á  sus  herederos  ab  inleslalo  ó  al  desig- 
nado en  el  poder  si  le  hubiere,  los  cuales,  no  siendo  des- 
cendientes ó  ascendientes  legítimos,  estarán  obligados  á 
disponer  de  la  quinta  parte  por  el  alma  del  difunto  ,  y  serán 
habidas  por  hechas  todas  las  cosas  que  este  hubiere  encar- 
gado; ley  55  de  Toro,  ó  5,  tít.  19,  lib.  10,  Nov¿  Rec.,  y  Anl. 
Oo.n.  en  ella;  y  ley  56  de  Toro,  ó  15,  tít.  20,  lib.  10, 
2Vbl>.  Rec. 

El  comisario  no  puede  revocar  el  testamento  que  el  testa- 
dor habia  hecho  en  todo  ni  en.  parte ,  á  no  estar  en  el  poder 
esta  facultad ,  ni  tampoco  el  que  él  mismo  hubiese  ya  hecho 
en  uso  de  su  poder;  ni  después  de  haber  hecho  el  testa- 
mento puede  hacer  codicilo  ni  declaración  alguna  por  cual- 
quiera motivo  que  sea,  aunque  se  hubiere  reservado  libertad 
para  ello  ;  leyes  54  y  5o  de  Toro ,  ó  líyo ,  lit.  19  ,  lib.  10, 
Nov.  Rec. 

Si  el  testador,  habiendo  nombrado  heredero  ,  dio  poder  á 
otro  para  que  acabase  por  él  su  testamento ,  no  podrá  el  co- 
misario disponer  mas  que  de  la  quinta  parte  de  los  bienes, 
después  de  satisfacer  las  deudas  y  demás  cargos,  á  no  ser 
que  se  le  hubiese  dado  poder  para  mas;  ley  57  de  Toro  ,  ó  6, 
Mi.  19,  lib.  10,  Nov.  Rec. 

Cuando  hay  muchos  comisarios  nombrados  por  el  testa- 
dor, y  alguno  de  elfos  muere  ó  no  quiere  ó  no  puede  desem- 
peñar el  encargo,  queda  refundido  el  poder  por  entero  en 
los  demás;  y  siempre  se  está  á  lo  que  hiciere  la  mayoría  : 
mas  en  caso  de  no  haberla  por  razón  de  empate ,  deben  to- 
mar por  tercero  al  juez  de  primera  instancia  que  residiere 
en  el  pueblo,  y  en  su  defecto  al  alcalde  ordinario,  para 
proceder  todos  reunidos  á  la  ejecución  de  lo  contenido  en  el 
poder.  Si  hubiese  dos  ó  mas  alcaldes ,  y  los  comisarios  no  se 
convinieren  en  su  elección ,  deberá  entonces  hacerse  esta 
por  suerte  ;  ley  58  de  Toro,  ó  7,  lit.  19,  lib.  10  ,  Nov.  Rec. 

COESISÏON.  La  facultad  que  se  da  á  una  persona  para 
ejercer  por  cierto  tiempo  algún  cargo,  ó  para  juzgar  en  cir- 
cunstancias estraordinarias,  ó  para  instruir  un  proceso,  ó 
para  conocer  y  determinar  una  causa ,  ó  para  ejecutar  una 
sentencia  ú  otra  cosa  que  se  pone  á  su  cuidado  ;  — el  en- 
cargo que  una  persona  hace  áotra  para  que  le  desempeñe 
algún  negocio,  como  cuando  un  comerciante  da  orden  á  al- 
guno para  la  compra  ó  venta  de  algún  género  de  mercade- 
rías;—  y  por  fin  el  número  de  individuos  encargados  de 
algún  asunto  por  un  cuerpo.  Véase  Jurisdicción  delegada  y 
Mándalo 


Las  disposiciones  vigentes  sobre  comisiones  en  materias 
judiciales  son  las  que  siguen  : 

«  En  toda  causa  criminal ,  así  los  procesados  como  los  tes- 
tigos ,  serán  precisamente  juramentados  y  examinados  por 
el  juez  de  la  causa  ,  y  ante  el  escribano  de  ella  ;  y  si  resi- 
dieren en  otro  pueblo  ,  lo  serán  por  la  persona  á  quien  el 
juez  comisione  para  este  fin,  y  también  ante  escribano.  » 

—  «  Todas  las  diligencias  que  en  las  causas,  así  civiles  como 
criminales ,  se  ofrezcan  en  los  pueblos  donde  no  residan 
otros  jueces  ordinarios  que  los  alcaldes,  serán  cometidas  es- 
clusivamenle  á  estos  ó  á  los  tenientes  de  alcalde  :  salvo  si 
por  alguna  particular  circunstancia  el  tribunal  ó  juez  que 
conozca  de  la  causa  principal ,  creyere  mas  conveniente  al 
mejor  servicio  cometerlas  á  otra  persona  de  su  confianza.  » 

—  «  Los  jueces  letrados  de  primera  instancia  son,  cada  uno 
en  el  partido  ó  distrito  que  le  esté  asignado ,  los  únicos  á 
quienes  compete  conocer  en  la  instancia  sobredicha  de  to- 
das las  causas  civiles  y  criminales  que  en  él  ocurran  corres- 
pondientes á  la  real  jurisdicción  ordinaria,  inclusas  las  que 
hasta  ahora  han  sido  casos  de  corte...  Sin  embargo,... 
cuando  ocurra  algún  delito  de  tales  ramificaciones  ó  de  tales 
circunstancias  que  no  permitan  seguir  bien  la  causa  sino  en 
la  capital  de  la  provincia  ó  del  reino,  ó  en  otro  juzgado  di- 
ferente del  fuero  del  delito  ,  S.  M.  cometerá  el  conocimiento 
al  juez  letrado  de  primera  instancia  que  le  parezca  mas  á 
propósito  ;  y  esto  mismo  en  igual  caso  ,  si  no  mediare  real 
disposición ,  podrán  hacer  por  sí  las  audiencias  á  petición  de 
su  fiscal,  cada  una  respecto  á  su  territorio  ;  pero  dando  in- 
mediatamente cuenta  de  ello  al  gobierno.  »  —  «  Los  jueces 
letrados  de  primera  instancia  serán  sustituidos  en  caso  de 
muerte,  enfermedad  ó  ausencia  (no  por  comisionado  que 
nombren  sino)  por  el  alcalde  del  pueblo  en  que  residan  ,  y 
á  falta  de  alcalde  por  el  teniente  de  alcalde  mas  antiguo  ó 
primero  en  orden  ;  y  si  alguno  de  estos  fuere  letrado ,  será 
preferido  á  los  demás ,  y  aun  al  alcalde  lego.  »  —  En  aque- 
llas causas  criminales  de  que  las  audiencias  pueden  conocer 
en  primera  instancia,  á  saber,  las  que  ocurran  contra  jueces 
inferiores  de  su  territorio,  con  relación  al  ejercicio  del  mi- 
nisterio judicial;  las  diligencias  que  hubiere  que  practicar 
fuera  de  la  residencia  del  tribunal ,  y  que  no  pudiere  eva- 
cuar por  sí  el  ministro  mas  antiguo  de  la  sala ,  se  cometerán 
siempre  á  la  primera  autoridad  ordinaria  del  pueblo  ó  del 
partido  respectivo.  Arts.  8,  5!(,  36,  58  ,  M  y  73  del  regla- 
mento de  26  de  setiembre  de  1855. 

«  Ningún  español  podrá  ser  juzgado  en  causas  civi'es  ni 
criminales  por  ninguna  comisión,  sino  por  el  tribunal  com- 
petente, determinado  con  anterioridad  por  la  ley;  »  art.  2'i7, 
Const.  de  1812.  —  «  Ningún  español  puede  ser  procesado  ni 
sentenciado  sino  por  el  juez  ó  tribunal  competente,  en  vir- 
tud de  leyes  anteriores  al  delito  y  en  la  forma  que  estas 
prescriban;  »  art.  9,  Const.  de  1857. 

No  pueden  crearse  pues  comisiones  que  tengan  por  objeto 
sacar  á  los  ciudadanos  de  la  jurisdicción  de  los  juecesy  tribu- 
nales establecidos  por  las  leyes.  Las  comisiones  de  esta  clase 
han  sido  siempre  miradas  con  espanto.  Contemplando  Fran- 
cisco I  el  sepulcro  de  Montagú  ,  decapitado  en  tiempo  de 
Carlos  VI ,  se  lamentaba  de  que  un  hombre  como  aquel  hu- 
biese muerto  á  manos  de  ajusticia.  «  Ah  ¡señor!  contestó 
un  religioso  que  se  hallaba  presente ,  no  fué  condenado  por 
la  justicia  sino  por  una  comisión.  » 

«  El  príncipe  que  sustituye  jueces  forzados  á  los  órganos 
ordinarios  de  la  ley,  dice  M.  Berenger,  anuncia  la  intención 
de  satisfacer  venganzas  ;  y  la  única  diferencia  que  pueda 
descubrirse  entre  los  comisarios  que  nombra  y  los  asesinos , 
consiste  en  que  los  primeros  se  encargan  de  imponer  la 
muerte,  haciéndola  preceder  déla  ceremonia  de  una  sen- 
tencia, y  lv-  últimos  la  dan  por  sí  mismos  y  Sin  prevención. 
Bajo  cualquier  aspecto  que  se  presenten  los  tribunales  de 
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escepcion  ,  cualquiera  que  sea  el  nombre  que  se  les  diere, 
cualquiera  el  pretesto  con  que  se  les  instituya,  siempre  deben 
ser  mirados  como  tribunales  de  sangre.  No  esperéis  deellos 
piedad,  ni  humanidad,  ni  sentimientos  de  justicia  ;  ni  aun 
confiéis  en  el  carácter  de  mansedumbre  y  rectitud  que  hayan 
manifestado  hasta  entonces  los  individuos  que  los  componen. 
Todo  hombre  que  cómete  la  vileza  ó  la, cobardía  de  aceptar 
una  misión  que  le  pondrá  en  el  caso  de  castigar  acciones 
que  no  son  reputadas  criminales  sino  porque  desagradan  á 
un  déspota  ó  á  una  facción,  hace  el  sacrificio  de  su  honor  y 
se  convierte  desde  luego  en  instrumento  de  la  injusticia.  » 
(  M.  Berenger,  De  la  Justice  criminelle  en  France,  tít.  1, 
cap.  2  ). 

f   COMISIÓN    CENTRAL   DE   MONUMENTOS    HISTÓRICOS    Y 

artísticos.  Existe  en  Madrid  presidida  por  el  ministro  de  la 
Gobernación  ,  y  compuesta  de  un  vicepresidente  y  cuatro 
vocales ,  á  lo  menos ,  nombrados  por  S.  M. 

Sus  atribuciones  son  :  t°.  Dar  impulso  á  los  trabajos  de  las 
comisiones  provinciales  y  regularizarlos.  2o.  Proponer  al 
Gobierno  cuanto  crea  conveniente  para  este  fin  y  para  el 
logro  de  los  objetos  encomendados  á  las  provinciales.  5o.  Eva- 
cuar todos  los  informes  que  le  pida  el  Gobierno ,  y  ejecutar 
cuantos  trabajos  le  encargue  correspondientes  á  los  objetos 
de  su  instituto.  h°.  Redactar  anualmente  una  memoria,  que 
se  publicará ,  y  en  que  dé  cuenta  del  resultado  que  hubieren 
tenido  sus  trabajos.  —  La  comisión  central  no  tiene  autoridad 
sóbrelas  provinciales;  pero  puede  corresponder  con  ellas 
para  adquirir  las  noticias  que  necesite.  En  todo  lo  demás  se 
dirigirá  siempre  al  Gobierno.  Rl.  órd.  de  15  de  junio  de  1844. 

Actualmente  depende  esta  comisión  del  ministerio  de 
Comercio,  Instrucción  y  Obras  públicas.  Rl.  dec.  de  5  de 
febrero  dé  1847. 

■f-  COMISIÓN  PROVINCIAL  DE  MONUMENTOS  HISTÓRICOS  Y 

artísticos.  La  que  hay  en  cada  provincia,  compuesta  de 
cinco  personas  inteligentes  y  celosas  por  la  conservación  de 
nuestras  antigüedades,  nombradas  tres  por  el  jefe  político 
y  las  otras  dos  por  la  diputación  provincial,  que  puede  elegir 
una  de  su  propio  seno.  La  presidencia  corresponde  al  jefe 
político,  y  en  su  defecto  al  vocal  que  esta  autoridad  señale. 

Sobre  lo  que  corresponde  á  estas  comisiones  veáse  el 
Suplemento  á  este  Diccionario ,  que  trae  la  real  orden  relativa 
à  las  mismas,  de  13  de  junio  de  1844.  Con  fecha  24  de  julio 
de  1844  se  espidió  el  reglamento  á  que  deben  atenerse  para 
el  desempeño  de  sus  atribuciones. 

f  COMISIÓN  de  códigos.  Se  compone  de  seis  individuos 
distribuidos  en  dos  secciones  :  una  de  código  civil,  y  otra 
de  procedimientos  civiles  y  criminales.  Ninguno  de  los  vo- 
cales de  esta  comisión  percibe  sueldo  ni  gratificación  al- 
guna por  este  concepto  :  aunque  los  méritos  que  contraigan 
en  ella  serán  recompensados  oportunamente.  Rl.  dec.  de  11 
de  setiembre  de  16ft6. 

-J-  COMISIÓN  ESPECIAL  DE  EXAMEN  DE  MAESTROS  DE  PRI- 
MERAS LETRAS.  En  cada  provincia  habrá  una  comisión  espe- 
cial encargada  de  examinar  á  todos  los  que  aspiren  á  obtener 
título  de  maestro  de  escuela  elemental,  ó  de  escuela  superior, 
como  se  previene  en  el  art.  20,  tít.  5o.  de  la  ley  provisional 
de  instrucción  primaria  de  21  de  julio  de  1858.  Véase  sobre 
estas  comisiones  el  Suplemento  citado,  que  contiene  muchas 
véales  órdenes  sobre  el  particular. 

-|-  COMISIÓN  DE  EXAMEN  DE  ESPEDIENTES  DE  MAESTROS. 

Se  compone  de  un  vocal  del  consejo  de  instrucción  pública, 
presidente,  un  individuo  de  la  comisión  superior  de  instruc- 
ción primaria,  un  catedrático  de  la  facultad  de  filosofía, 
un  profesor  de  la  escuela  normal  central,  y  un  maestro  de 
instrucción  primaria  ,  nombrados  por  el  Gobierno.  Este  úl- 
timo hace  de  secretario  con  la  dotación  de  seis  mil  reales 
por  el  trabajo  y  gastos  de  escritorio. 
A  esta  comisión  se  pasan  por  el  ministerio  todos  los  espe- 


dientes de  los  aspirantes  á  maestros ,  remitidos  por  las  comi- 
siones provinciales ,  para  que  los  examine  ,  y  con  presencia 
de  las  muestras  de  escritura  y  de  las  respectivas  de  los  exa- 
minados que  constan  en  el  acta ,  informa  al  Gobierno  lo  que 
se  le  ofrece  y  parece  ;  si  en  virtud  de  este  informe  fuese  el 
espediente  aprobado  por  el  Gobierno,  se  espide  el  título  : 
de  lo  contrario  se  avisa  á  la  respectiva  comisión ,  previnién- 
dole quedar  anulado  el  examen  ,  ó  deberse  repetir  en  la  parle 
qne  no  hubiese  llenado  las  condiciones  debidas.  Rl.  órd.  de. 
21  de  noviembre  de  184S. 

COMISIÓN  superior  de  instrucción  primaria.  Existe 
en  cada  capital  de  provincia  y  se  compone  del  jefe  político , 
presidente ,  de  un  individuo  do  la  diputación  provincial  nom- 
brado por  ella  ,  de  un  eclesiástico  condecorado  elegido  por 
el  diocesano ,  y  de  otras  dos  personas  ilustradas ,  nombradas 
por  el  jefe  político  á  propuesta  de  la  diputación.  Este  cargo 
es  gratuito  ,  honorífico  y  renuuciable. 

Lo  que  corresponde  á  estas  comisiones  se  hallará  en  el 
Suplemento  al  Diccionario  con  todas  las  reales  órdenes  sobre 
la  materia. 

-J-  COMISIÓN  LOCAL  DE  INSTRUCCIÓN  PRIMARIA.  Se  COttl- 

pone  del  alcalde  ,' presidente,  de  un  regidor,  de  un  párroco 
elegido  por  el  ayuntamiento  donde  hubiere  mas  de  uno,  y 
de  otras  dos  personas  celosas  é  instruidas  nombradas  por 
dicha  corporación.  Estos  destinos  son  honoríficos  y  volunta- 
rios. —  Corresponde  á  estas  comisiones  locales  :  Io.  Vigilar  la 
conducta  de  los  maestros  de  las  escuelas  públicas  y  privadas. 
2o.  Proponer  á  la  comisión  de  provincia  los  puntos  donde 
convenga  establecer  nuevas  escuelas ,  y  medios  de  dotarlas. 
5o.  Proporcionar  á  la  misma  comisión  todas  las  noticias  que 
les  pida  sobre  la  instrucción  primaria.  4o.  Cuidar  de  que  no 
se  distraigan  los  fondos  asignados  á  las  escuelas,  y  escitar  al 
alcalde  á  que  exija  las  cuentas  á  los  administradores  de  las 
obras  pias  destinadas  á  sostenerlas. 

Los  gastos  precisos  y  debidamente  autorizados  de  las  comi- 
siones locales  se  incluirán  en  el  presupuesto  municipal.  Ley 
de  21  de  julio  de  1858. 

En  el  Suplemento  al  Diccionario  puede  verse  lo  que  dice 
el  reglamento  de  18  de  abril  de  1839  al  hablar  de  estas 
comisiones. 

COMISIONADO.  El  que  está  encargado  ó  diputado  por 
algún  cuerpo ,  autoridad ,  ó  sugeto  particular  para  entender 
en  algún  negocio.  Véase  Comisión,  Juez  delegado,  Juczpes- 
quisidor,  y  Mandatario. 

COMISIONISTA.  El  que  ejerce  actos  de  comercio  por 
cuenta  ajena ,  sea  en  nombre  propio  ó  bajo  una  razón  y 
nombre  social ,  sea  en  nombre  del  comitente.  Las  ordenanzas 
de  Bilbao  le  llaman  comisionar io.  Algunos  comprenden  bajo 
la  denominación  general  de  comisionistas'á  los  que  se  encar- 
gan ,  sea  de  comprar,  vender  ó  hacer  trasportar  mercaderías, 
sea  de  hacer  aceptar  letras  de  cambio  ,  cobrar  ó  pagar  bi- 
lletes, y  ejecutar  otras  operaciones  semejantes,  siempre  por 
cuenta  de  otro  :  mas  en  el  lenguaje  del  comercio  se  da  el 
simple  título  de  corresponsales  á  los  de  esta  última  clase  ,  y 
se  reserva  el  de  comisionistas  para  los  de  la  primera.  Estos 
no  tienen  otro  nombre  cuando  no  se  encargan  sino  de  com- 
pras :  si  se  encargan  de  trasportes ,  el  código  los  denomina 
porteadores  cuando  los  hacen  por  sí  mismos,  y  comisionistas 
de  trasportes  cuando  los  hacen  por  otros;  y  si  se  encargan 
de  ventas,  se  les  llama  también  consignatarios.  El  nombro 
de  comitente  es  común  al  que  da  encargos  á  todos  eslos  co- 
misionistas ,  cualquiera  que  sea  la  especie  á  que  pertenezcan. 

No  ha  de  confundirse  el  comisionista  con  el  corredor:  esto 
es  un  oficial  público  ,  que  no  puede  hacer  operación  alguna 
mercantil  por  cuenta  propia ,  al  paso  que  aquel  es  un  simple 
negociante  sin  ninguno  de  los  caracteres  de  oficial  público. 
Con  quien  tiene  mas  analogía  el  comisionista  es  con  el  man- 
datario, poraue  lo  que  se  denomina  mandato  en  derecho 
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civil ,  se  llama  comisión  en  el  comercio  ;  de  suerte  que  en  los 
puntos  que  no  están  determinados  por  las  leyes  de  comercio 
sobre  materia  de  comisiones ,  hay  que  acudir  á  las  reglas 
generales  del  derecho  común  sobre  el  mandato. 

El  código  de  comercio ,  en  el  libro  1 ,  til.  5 ,  sección  2 , 
contiene  sobre  los  comisionistas  las  disposiciones  siguientes: 

«  Art.  1 16.  Toda  persona  hábil  para  comerciar  por  su 
cuenta  según  las  leyes  de  este  código ,  puede  también  ejercer 
actos  de  comercio  por  cuenta  ajena.  »  Véase  Comerciante. 

«  Art.  1 17.  Para  desempeñar  por  cuenta  de  otro  actos  co- 
merciales en  calidad  de  comisionista ,  no  se  necesita  poder 
constituido  en  escritura  solemne  ,  sino  que  es  suficiente  re- 
cibir el  encargo  por  escrito  ó  de  palabra  ;  pero  cuando  haya 
sido  verbal,  se  ha  de  ratificar  después  por  escrito,  antes 
•que  el  negocio  haya  llegado  á  su  conclusion.  » 

«Art.  118.  El  comisionista,  aunque  trate  por  cuenta 
ajena,  puede  obrar  en  nombre  propio. — De  consiguiente 
no  tiene  obligación  de  manifestar  quién  sea  la  persona  por 
cuya  cuenta  contrata.  Pero  queda  obligado  directamente 
hacia  las  personas  con  quienes  contrate ,  como  si  el  negocio 
¡fuese  propio.  » 

=  El  mandatario  obra  en  nombre  del  mandante  ;  mas  el 
comisionista  puede  obrar  en  nombre  propio  ó  en  el  de  su 
comitente.  Si  obra  en  nombre  del  comitente  ,  sus  derechos 
y  deberes  con  respecto  al  comitente  y  á  los  que  tratan  con 
el  mismo  son  los  de  un  verdadero  mandatario;  y  si  obra  en 
nombre  propio  ,  será  siempre  mandatario  con  respecto  á  su 
comitente ,  pero  principal  obligado  respecto  de  las  personas 
con  quienes  contrata.  Estas  en  tal  caso  no  tienen  necesidad 
(le  perder  su  tiempo  en  tomar  informes  sobre  los  sugetos  por 
quienes  obra  el  comisionista ,  ni  aun  de  saber  quiénes  sean , 
pues  que  el  comisionista  es  quien  debe  responderles  de  la 
ejecución  de  lo  tratado.  Esta  diferencia  entre  el  mandato  y 
la  comisión  se  ha  introducido  con  el  fin  de  favorecer  la  cele- 
ridad y  el  secreto  que  tan  esenciales  se  consideran  para  el 
desarrollo  y  prosperidad  del  comercio. 

«  Art.  119.  Obrando  el  comisionista  en  nombre  propio, 
no  tiene  acción  el  comitente  contra  las  personas  con  quienes 
aquel  contrató  en  los  negocios  que  puso  á  su  cargo  ,  sin  que 
preceda  una  cesión  hecha  á  su  favor  por  el  mismo  comisio- 
nista. —  Tampoco  adquieren  acción  alguna  contra  el  comi- 
tente los  que  trataren  con  su  comisionista  por  las  obligaciones 
xjue  este  contrajo.  » 

.-=  No  habiendo  negociado  el  comisionista  en  nombre  del 
.comitente  sino  en  el  suyo  propio  ,  es  claro  que  no  hay  obli- 
gación recíproca  entre  el  comitente  y  los  que  trataron  con  el 
^comisionista. 

«  Art.  120.  El  comisionista  es  libre  de  aceptar  ó  no  aceptar 
el  encargo  que  se  le  hace  por  el  comitente;  pero  en  caso  de 
rehusarlo  le  ha  de  dar  aviso  en  el  correo  mas  próximo  al  dia 
en  que  recibió  la  comisión ,  y  de  no  hacerlo  será  responsable 
para  con  el  comitente  de  los  daños  y  perjuicios  que  le  hayan 
sobrevenido  por  efecto  directo  [de  no  haberle  dado  dicho 
jíviso.  » 

=  De  la  falta  de  aviso  pueden  resultar  al  comitente  al- 
gunos daños  y  perjuicios  por  efecto  directo  ,  y  otros  por 
efecto  indirecto.  El  artículo  no  hace  responsable  al  comisio- 
msfta  sino  de  los  primeros.  Véase  Daños  y  perjuicios. 

«  Art.  121.  Aunque  el  comisionista  rehuse  el  encargo  que 
selebace,  no  está  dispensado  de  practicarlas  diligencias 
que  sean  de  indispensable  necesidad  para  la  conservación 
de  los  efectos  que  el  comitente  le  haya  remitido,  hasta  que 
este  provea  de  nuevo  encargado  ,  y  si  no  lo  hiciere  después 
que  hubiese  recibido  el  aviso  del  comisionista  de  haber  rehu- 
sado la  comisión ,  acudirá  este  al  tribunal  de  comercio  en 
cuya  jurisdicción  se  hallen  existentes  los  efectos  recibidos  , 
el  cual  decretará  desde  luego  su  depósito  en  persona  de  su 
confianza,  y  mandará  vender  los  que  sean  suficientes  para 


cubrir  el  importe  de  los  gastos  suplidos  por  el  comisionista 
en  el  recibo  y  conservación  de  los  mismos  efectos.  » 

=r  No  se  señala  término  al  comitente  para  proveer  de 
nuevo  encargado,  como  se  señala  en  el  artículo  anterior  al 
comisionista  para  dar  aviso  de  su  no  aceptación;  y  así  parece 
que  el  comisionista ,  antes  de  acudir  al  tribunal  de  comercio , 
debe  esperar  á  que  el  comitente  haya  tenido  tiempo  de  in- 
formarse sobre  qué  otra  persona  se  hallará  en  el  caso  de 
tomar  el  encargo,  sin  que  la.  falta  de  contestación  á  vuelta 
precisa  de  correo  se  haya  de  considerar  bastante  para  pro- 
ceder en  el  acto  al  depósito  y  venta  de  que  habla  el  artículo. 

«  Art.  122.  Igual  diligencia  debe  practicar  el  comisionista 
cuando  el  valor  presunto  de  los  efectos  que  se  le  han  con- 
signado no  pueda  cubrir  los  gastos  que  tenga  que  desem- 
bolsar por  el  trasporte  y  recibo  de  ellos,  y  el  tribunal  acor- 
dará en  este  caso  desde  luego  el  depósito,  mientras  que  en 
juicio  instructivo ,  y  oyendo  á  los  acreedores'de  dichos  gastos 
y  al  apoderado  del  propietario  de  los  efectos ,  si  se  presen- 
tare alguno ,  se  provee  la  venta.  »  Véase  Porteador. 

«  Art.  123.  El  comisionista  que  practicó  alguna  gestion  en 
desempeño  del  encargo  que  le  hizo  el  comitente  ,  queda  su- 
jeto á  continuar  en  él  hasta  su  conclusion  ,  entendiéndose 
aceptada  tácitamente  la  comisión  que  se  le  dio.  » 

«  Art.  124.  Pero  en  aquellas  comisiones  cuyo  cumplimiento 
exija  provision  de  fondos  ,  no  está  obligado  el  comisionista 
á  ejecutarla  ,  aun  cuando  la  baya  aceptado ,  mientras  el 
comitente  no  se  la  haga  en  cantidad  suficiente,  y  también 
podrá  suspenderla  cuando  se  hayan  consumido  los  que  tenia 
recibidos.  » 

«  Art.  123.  El  comisionista  que  se  hubiere  conformado  en 
anticipar  los  fondos  necesarios  para  el  desempeño  de  la  co- 
misión puesta  á  su  cuidado  bajo  una  forma  determinada  de 
reintegro,  está  obligado  á  observarla  y  á  llenar  la  comisión, 
sin  poder  alegar  el  defecto  de  provision  de  fondos  para  dejar 
de  desempeñarla  ,  á  menos  que  sobrevenga  un  descrédito 
notorio  que  pueda  probarse  por  actos  positivos  de  derrota  en 
el  giro  y  tráfico  del  comitente.  » 

«  Art.  126.  Cuando  sin  causa  legal  dejare  el  comisionista 
de  cumplir  una  comisión  aceptada  ,  ó  empezada  á  evacuar, 
será  responsable  al  comitente  de  todos  los  daños  que  por  ello 
el  sobrevengan.  » 

=  El  comisionista  era  libre  de  aceptar  ó  no  aceptar  la 
comisión  ;  pero  una  vez  aceptada  espresa  ó  tácitamente , 
queda  obligado  á  ejecutarla  ,  porque  nunca  se  debe  faltar  á 
lo  que  se  ha  prometido  :  Grave  est  fidem  fallcre. 

«  Art.  127.  El  comisionista  debe  sujetarse  en  el  desem- 
peño de  su  encargo ,  cualquiera  que  sea  la  naturaleza  de 
este ,  á  las  instrucciones  que  haya  recibido  de  su  comitente  ; 
y  haciéndolo  así ,  queda  esento  de  toda  responsabilidad  en 
los  accidentes  y  resultados  de  toda  especie  que  sobrevengan 
en  la  operación.  » 

«  Art.  128.  Sobre  lo  que  no  haya  sido  previsto  y  prescrito 
espresamente  por  el  comitente  ,  debe  consultarle  el  comisio- 
nista ,  siempre  que  lo  permita  la  naturaleza  del  negocio  y 
su  estado;  y  cuando  no  sea  posible  consultarle,  y  esperar 
nuevas  instrucciones,  ó  en  el  caso  deque  el  comitente  le 
haya  autorizado  para  obrar  á  su  arbitrio,  hará  aquello  que 
dicte  la  prudencia  y  sea  mas  conforme  al  uso  general  del 
tSomercio  ,  procurando  siempre  la  prosperidad  de  los  in- 
tereses del  comitente  con  igual  celo  que  si  fuere  negocio 
propio.  » 

«  Art.  129.  Cuando  por  un  accidente,  que  el  comilenlo 
no  era  probable  que  previese ,  crea  el  comisionista  que  no 
debe  ejecutar  literalmente  las  instrucciones  recibidas,  y  que 
haciéndolo  causaría  un  daño  grave  al  comitente,  podrá  sus- 
pender el  cumplimiento  de  ellas  siempre  que  el  daño  sea. 
evidente ,  y  dando  cuenta  por  el  correo  mas  próximo  al  co- 
mitente de  las  causas  que  le  hayan  determinado  á  suspender 
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sus  órdenes  ;  pero  en  caso  alguno  podrá  obrar  el  comisionista 
contra  la  disposición  espresa  del  comitente.  » 

«  Art.  130.  Todos  los  perjuicios  que  sobrevengan  al  comi- 
tente en  la  negociación  encargada  al  comisionista  por  haber 
este  obrado  contra  disposición  espresa  suya ,  deberán  serle 
resarcidos  por  el  mismo  comisionista.  — Igual  resarcimiento 
debe  este  hacer  siempre  que  proceda  con  dolo,  ó  incurra  en 
alguna  falta  de  que  sobrevenga  daño  en  los  intereses  de  su 
comitente.  » 

=  El  comisionista  es  responsable  no  solamente  del  dolo 
sino  también  de  las  faltas  que  cometiere  en  el  desempeño 
de  su  comisión  ;  pues  por  el  hecho  de  haberla  aceptado  ,  se 
obligó  á  emplear  en  ella  todo  el  cuidado  necesario  ,  todo  su 
celo  y  habilidad ,  spondet  diligenliam  et  industriam ,  é  impi- 
dió al  comitente  dar  su  encargo  á  otro  comisionista  mas 
hábil  ó  mas  activo. 

«  Art.  151.  En  cuanto  á  los  fondos  en  metálico  que  tenga 
el  comisionista  pertenecientes  al  comitente,  será  este  respon- 
sable de  todo  daño  y  estravío  que  en  ellos  sobrevengan , 
aunque  sea  por  caso  fortuito  ó  por  efecto  de  violencia  ,  á 
menos  que  no  preceda  pacto  espreso  en  contrario.  » 

=  E1  comisionista  es  responsable  de  los  fondos  en  metálico 
que  tenga  en  su  poder  pertenecientes  al  comitente  ,  aunque 
perezcan  ó  se  pierdan  por  caso  fortuito  ó  por  efecto  de  vio- 
lencia, porque  los  fondos  que  debe  el  comisionista  no  con- 
sisten precisamente  en  tales  ó  tales  piezas  de  moneda,  sino 
en  tal  ó  tal  cantidad  que  se  supone  que  no  perece. 

«  Art.  132.  El  comisitínista  que  sin  autoridad  espresa  de 
su  comitente  concierte  una  negociación  á  precios  y  condi- 
ciones mas  onerosas  que  las  que  rijan  corrientemente  en  la 
plaza  á  la  época  en  que  la  hizo  ,  queda  responsable  al  co- 
mitente del  perjuicio  que  por  esta  razón  haya  recibido  ,  sin 
que  le  sirva  de  .escusa  que  al  mismo  tiempo  hizo  negociacio- 
nes de  la  misma  especie  por  su  cuenta  propia  á  iguales 
condiciones.  » 

«  Art.  133.  Es  del  cargo  del  comisionista  cumplir  con  las 
obligaciones  prescritas  por  las  leyes  y  reglamentos  del  go- 
bierno, en  razón  de  las  negociaciones  que  se  han  puesto  á  su 
cargo;  y  si  contraviniere  á  ellas ,  ó  fuere  omiso  en  su  cum- 
plimiento ,  será  suya  la  responsabilidad,  y  no  del  comitente , 
como  en  la  contravención  ú  omisión  no  haya  procedido  con 
orden  espresa  de  este.  » 

«  Art.  154.  El  comisionista  debe  comunicar  puntualmente 
á  su  comitente  todas  las  noticias  convenientes  sobre  las  ne- 
gociaciones que  puso  á  su  cuidado,  para  que  este  pueda  con 
el  conocimiento  debido  confirmar,  reformar  ó  modificar  sus 
órdenes,  y  en  el  caso  de  haber  concluido  una  negociación, 
deberá  indefectiblemente  darle  aviso  por  el  correo  mas  in- 
mediato al  dia  en  que  se  cerró  el  convenio;  pues  de  no 
hacerlo  con  esta  puntualidad  ,  serán  de  su  cargo  todos  los 
perjuicios  que  puedan  resultar  de  cualquier  alteración  y 
mudanza  que  el  comitente  pueda  acordar  en  el  entretanto 
sobre  las  instrucciones  que  le  tenia  dadas  para  la  negocia- 
ción. » 

«  Art.  138.  Todas  las  consecuencias  perjudiciales  de  un 
contrato  hecho  por  un  comisionista  contra  las  instrucciones 
de  su  comitente ,  ó  con  abuso  de  sus  facultades,  serán  de 
cuenta  del  mismo  comisionista  ,  sin  perjuicio  de  que  el  con- 
trato surta  los  efectos  correspondientes  con  arreglo  á  dere-« 
cho.  —  En  consecuencia  de  esta  disposición,  el  comisionista 
que  haga  una  enajenación  por  cuenta  ajena  á  inferior  precio 
del  que  le  estaba  marcado  ,  abonará  á  su  comitente  el  per- 
juicio que  se  le  haya  seguido  por  la  diferencia  del  precio, 
subsistiendo  no  obstante  la  venta.  —  En  cuanto  al  comisio- 
nista que  encargado  de  hacer  una  compra  se  hubiere 
escedido  del  precio  que  le  estaba  señalado  por  el  comitente, 
queda  á  arbitrio  de  este  aceptar  el  contrato  tal  como  se  hizo,  ó 
dejarlo  por  cuenta  del  comisionista ,  á  menos  que  esta  no  se 
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conforme  en  percibir  solamente  el  precio  que  le  estaba  de- 
signado ,  en  cuyo  caso  no  podrá  el  comitente  desechar  la 
compra  que  se  hizo  de  su  orden.  —  Si  el  esceso  del  comisio- 
nista estuviere  en  que  la  cosa  comprada  no  fuese  de  la  cali- 
dad que  se  le  habia  encomendado,  no  tiene  obligación  el 
comitente  de  hacerse  cargo  de  ella.  » 

«  Art.  156.  El  comisionista  debe  desempeñar  por  sí  los 
encargos  que  reciba ,  y  no  puede  delegarlos  sin  previa  noti- 
cia y  conocimiento  del  comitente,  ó  si  de  antemano  estuviere 
autorizado  para  esta  delegación  ;  pero  bien  podrá  bajo  su 
responsabilidad  emplear  sus  dependientes  en  aquellas  ope- 
raciones subalternas  que  según  la  costumbre  general  del 
comercio  se  confian  á  estos.  » 

«  Art.  157.  Todo  comisionista  tiene  derecho  á  exigir  de 
su  comitente  una  retribución  pecuniaria  por  el  trabajo  de 
haber  evacuado  su  comisión.  Cuando  no  haya  intervenido 
entre  el  comisionista  y  el  comitente  un  pacto  espreso  que 
determine  la  cuota  de  esta  retribución ,  se  arreglará  por  el 
uso  recibido  generalmente  en  la  plaza  de  comercio  donde  se 
cumplió  la  comisión.  » 

=  Esta  es  una  de  las  diferencias  principales  que  hay  entre 
el  mandato  y  la  comisión  :  el  mandato  es  gratuito  ,  si  no 
hay  pacto  en  contrario  ;  y  la  comisión  supone  siempre  una 
convención  tácita  de  retribución  ,  pues  que  siendo  un  ramo 
de  comercio  no  puede  ser  gratuita  en  ningún  caso. 

«  Art.  158.  Está  obligado  ademas  el  comitente  á  satisfa- 
cer de  contado  al  comisionista,  no  habiendo  precedido  pacto 
espreso  que  le  conceda  un  plazo  determinado,  el  importe  de 
todos  los  gastos  y  desembolsos  que  haya  hecho  el  comisio- 
nisla  para  desempeñar  la  comisión  ,  mediante  cuenta  deta- 
llada y  justificada  ;  y  si  hubiere  mediado  alguna  dilación 
entre  el  desembolso  y  el  reintegro  ,  podrá  el  comisionista 
exigir  que  se  le  abone  el  interés  legal  de  la  cantidad  que 
desembolsó,  con  tal  que  no  haya  sido  moroso  en  rendir  la 
cuenta.  » 

«  Art.  139.  El  comisionista  por  su  parte  está  obligado  á 
rendir  al  comitente  ,  desde  luego  que  haya  evacuado  la  co- 
misión, cuenta  detallada  y  justificada  de  las  cantidades 
que  percibió  para  ella ,  reintegrándole  por  los  medios  -que 
este  le  prescriba  el  sobrante  que  resulte  á  su  favor.  En  el 
caso  de  morosidad,  en  su  pago,  queda  responsable  del  interés 
legal  de  la  cantidad  retenida  desde  la  fecha  en  que  por  la 
cuenta  resulte  deudor  de  ella.  » 

«Art.  140.  Las  cuentas  que  los  comisionistas  rindan  á  sus 
comitentes  han  de  concordar  exactamente  con  los  libros  y 
asientos  de  estos.  Todo  comisionista  á  quien  se  pruebe  que 
una  cuenta  de  comisión  no  está  conforme  con  lo  que  resulte 
de  sus  libros,  será  considerado  reo  de  hurto,  y  juzgado  como 
tal.  —  Lo  mismo  sucederá  al  comisionista  que  no  obre  con 
fidelidad  en  la  rendición  de  su  cuenta  ,  alterando  los  precios 
y  pactos  bajo  que  se  hizo  la  negociación  á  que  esta  se  re- 
fiera, ó  suponiendo  ó  exagerando  cualquiera  especie  de  los 
gastos  comprendidos  en  ella.  » 

«  Art.  141.  El  comisionista  que  habiendo  recibido  fondos 
para  evacuar  un  encargo  los  distrajere  para  emplearlos  en  un 
negocio  propio,  abonará  al  comitente  el  interés  legal  del  di- 
nero desde  el  dia  en  que  entraron  en  su  poder  dichos  fondos, 
y  todos  los  perjuicios  que  le  resulten  por  haber  dejado  de 
cumplir  su  encargo.  » 

«  Art.  142.  Los  riesgos  que  ocurran  en  la  devolución  de  los 
fondos  sobrantes  en  poder  del  comisionista  después  de  ha- 
ber desempeñado  su  encargo,  son  de  cargo  del  comitente,  á 
menos  que  en  el  modo  de  hacerla  se  hubiere  separado  el  co« 
misionista  de  las  órdenes  é  instrucciones  que  recibió  del 
comitente.  » 

«  Art.  145.  El  comitente  tiene  facultad  en  cualquier  es< 
lado  del  negocio  de  revocar,  reformar,  ó  modificar  la  comi- 
sión ;  pero  quedan  á  su  cargo  las  resultas  de  todo  lo  que  se 
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baya  practicado  hasta  entonces  con  arreglo  á  sus  instruc- 
ciones. —También  debe  abonar  en  este  caso  al  comisionista 
la  retribución  proporcional  á  las  cantidades  invertidas  hasta 
aquel  dia  en  la  comisión.  » 

«  Art.  IUU.  En  caso  de  fallecimiento  del  comisionista,  ó 
de  que  por  otra  causa  cualquiera  quede  inhabilitado  para 
desempeñar  la  comisión,  se  entiende  esta  revocada,  y  debe 
darse  aviso  al  interesado  para  que  provea  lo  que  entienda 
mas  conveniente  á  sus  intereses.  » 

«  Art.  145.  Con  respecto  al  comitente  no  se  entiende  re- 
vocada la  comisión  por  su  fallecimiento  mientras  los  legíti- 
mos sucesores  en  sus  bienes  no  hagan  la  revocación ,  sino 
que  se  trasmiten  á  estos  todos  los  derechos  y  obligaciones 
que  produjo  la  comisión  conferida  por  su  cansante.  » 

«  Art.  146.  El  comisionista  que  hubiere  recibido  efectos 
por  cuenta  ajena,  sea  porque  los  hubiese  comprado  para 
su  comitente ,  ó  que  este  se  los  hubiese  consignado  para  que 
los  vendiera  ,  ó  para  que  los  conservara  en  su  poder ,  ó  los 
remitiera  á  otro  punto,  es  responsable  de  la  conservación  de 
los  efectos  en  los  términos  que  los  recibió,  pero  esta  responsa- 
bilidad cesa  cuando  la  destrucción  ó  menoscabo  que  sobre- 
venga en  dichos  efectos  proceda  de  caso  fortuito  inevitable.» 

«  Art.  147.  Tampoco  es  responsable  el  comisionista  de  que 
los  efectos  que  obren  en  su  poder  se  deterioren  por  el  tras- 
curso del  tiempo,  ó  por  vicio  inherente  á  la  naturaleza  misma 
de  los  otros  efectos.  » 

«  Art.  148.  Cualquiera  que  sea  la  causa  que  produzca  al- 
guna alteración  perjudicial  en  los  efectos  que  un  comisio- 
nista tiene  por  cuenta  de  su  comitente,  debe  hacerla  constar 
en  forma  legal  sin  pérdida  de  tiempo  ,  y  ponerla  en  noticia 
del  propietario.  » 

«  Art.  149.  Las  mismas  diligencias  debe  practicar  el  co- 
misionista siempre  que  al  entregarse  de  los  efectos  que  le 
hayan  sido  consignados  notare  que  se  hallan  averiados,  de- 
teriorados y  en  distinto  estado  del  que  conste  en  las  cartas 
de  portes  ó  fletamentos  ,  ó  de  las  instrucciones  que  le  haya 
comunicado  el  propietario  ;  y  no  haciéndolo,  podrá  este  exi- 
gir que  el  comisionista  responda  de  las  mercaderías  que  re- 
cibió en  los  términos  en  que  se  le  anunció  su  remesa ,  y 
resulten  de  las  cartas  de  portes  ó  del  conocimiento.  » 

«  Art.  150.  Si  por  culpa  del  comisionista  perecieren  ó  se 
deterioraren  los  efectos  que  le  estuvieren  encargados ,  abo- 
nará al  propietario  el  perjuicio  que  se  le  hubiese  irrogado, 
graduándose  el  valor  de  los  efectos  por  el  precio  justo  que 
tuvieren  en  la  plaza  en  el  dia  en  que  sobrevino  el  daño.  » 

«Art.  151.  Si  ocurriere  en  los  efectos  encargados  á  un 
comisionista  alguna  alteración  que  hiciere  urgente  su  venta 
para  salvar  la  parte  posible  de  su  valor,  y  fuese  tal  la  pre- 
mura que  no  haya  tiempo  para  dar  aviso  al  propietario ,  y 
aguardar  sus  órdenes,  acudirá  el  comisionista  al  tribunal  de 
comercio  de  la  plaza ,  el  cual  autorizará  la  venta  con  las  so- 
lemnidades y  precauciones  que  estime  mas  prudentes  en 
beneficio  del  propietario.  » 

«  Art.  152.  El  comisionista  no  puede  alterar  las  marcas 
de  los  efectos  que  hubiere  comprado  ó  vendido  por  cuenta 
ajena,  como  el  propietario  no  le  dé  orden  terminante  para 
hacer  lo  contrario.  » 

«  Art.  135.  Todas  las  economías  y  ventajas  que  consiga  un 
comisionista  en  los  contratos  que  haga  por  cuenta  ajena,  re- 
dundarán en  provecho  del  comitente.  » 

«  Art.  154.  El  comisionista  que  sin  autorización  de  su  co- 
mitente haga  préstamos  ,  anticipaciones  ó  ventas  al  fiado, 
toma  á  su  cargo  todos  los  riesgos  de  la  cobranza  y  reintegro 
délas  cantidades  prestadas,  anticipadas  ó  fiadas  ,  cuyo  im- 
porte podrá  el  comitente  exigir  de  contado  ;  dejando  á  favor 
del  comisionista  cualesquiera  intereses,  beneficio  ó  ventaja 
que  redundaren  del  crédito  acordado  por  este,  y  desaprobado 
por  él. 
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«  Art.  15a.  Aun  cuando  el  comisionista  este  autorizado 
para  vender  á  plazos,  no  podrá  efectuarlo  á  personas  de  in- 
solvabilidad  conocida,  ni  esponer  los  intereses  de  su  comi- 
tente á  un  riesgo  manifiesto  y  notorio.  » 

«  Art.  156.  Siempre  que  el  comisionista  venda  á  plazos 
deberá  espresaren  las  cuentas  y  avisos  que  dé  al  comitente 
los  nombres  de  los  compradores,  y  no  haciéndolo  se  entiende 
que  las  ventas  fueron  al  contado.  Igual  manifestación  hará 
el  comisionista  en  toda  clase  de  contratos  que  haga  por 
cuenta  ajena,  siempre  que  los  interesados  lo  exijan.  » 

«  Art.  137.  Lo  dispuesto  en  el  artículo  154  no  se  entiendt 
con  los  plazos  de  uso  general  que  suelen  darse  en  algunai 
plazas  de  comercio  para  pagar  las  ventas  de  todos  ó  ciertos 
géneros,  sino  que  el  comisionista  se  arreglará  á  los  usos  adop- 
tados sobre  la  materia  en  la  plaza  donde,  se  hace  la  venta,  á 
menos  que  no  haya  recibido  de  su  comitente  orden  espresa 
para  lo  contrario,  en  cuyo  caso  se  conformará  á  lo  que  se  le 
haya  prescrito.  » 

«  Art.- 158.  Cuando  el  comisionista  percibe  sobre  una  ven- 
ta ,  ademas  de  la  comisión  ordinaria,  otra  llamada  de  ga- 
rantía, correrán  de  su  cuenta  los  riesgos  de  la  cobranza, 
quedando  en  la  obligación  directa  de  satisfacer  al  comitente 
el  producto  de  la  venta  á  los  mismos  plazos  pactados  con  el 
comprador.  » 

=  Cuando  el  comisionista  no  ha  vendido  al  fiado  sino  con 
autorización  del  comitente  y  á  personas  de  solvabilidad  ,  no 
es  responsable  de  los  riesgos  de  la  cobranza  ;  y  si  algún 
comprador  viene  á  caer  en  estado  de  insolvencia,  el  perjui- 
cio es  solo  para  el  comitente  y  no  para  el  comisionista,  que 
puede  mirar  este  incidente  como  estraño.  Por  eso  á  veces 
los  comitentes,  para  obtener  una  completa  seguridad,  pre- 
tenden la  garantía  del  comisionista  mismo,  y  este  consiente 
en  darla  mediante  una  nueva  comisión  ó  retribución  distinta 
de  la  que  percibe  como  simple  consignatario.  En  este  caso 
el  comisionista,  hasta  la  consumación  de  la  venta  no  es  con 
respecto  al  comitente  sino  simple  mandatario  con  todas  las 
obligaciones  y  derechos  de  tal;  y  luego  que  la  venta  queda 
consumada  ,  sin  dejar  de  ser  mandatario  bajo  ciertos  aspec- 
tos, acumula  la  calidad  de  deudor  directo  y  personal  de  su 
comitente.  — Mas  ¿con  qué  titulóse  reviste  de  esta  calidad 
el  comisionista?  ¿ Es  como  fiador  del  comprador,  como  su 
co-deudor  solidario  ,  ó  como  deudor  único  y  directo  ?  Si 
fuese  simple  fiador,  habria  de  diririgirse  el  comitente  al 
comprador  antes  que  á  él  :  lo  que  no  se  aviene  con  la  dispo- 
sición del  artículo  que  nos  ocupa.  Si  fuese  co-deudor  ó  fia- 
dor solidario,  tendría  el  comitente  indefinidamente  y  en  cua- 
lesquiera casos  acción  directa  contra  el  comprador  :  lo  cual 
no  es  conforme  al  artículo  119,  que  puede  verse  mas  arriba. 
Será  pues  por  consecuencia  necesaria  deudor  único  y  directo 
del  comitente.  Y  ¿  cómo  puede  ser,  se  preguntará ,  que  el 
comisionista,  sin  ser  comprador,  deba  no  obstante  el  precio 
de  la  venta  ?  El  comisionista  ,  se  puede  responder,  es  un 
verdadero  comprador  :  entre  él  y  el  comitente  hay  aquí  una 
primera  venta  condicional,  cuya  condición  se  cumple  en  el 
momento  que  el  comisionista  vende  á  un  tercero.  Con  efecto, 
la  convención  de  que  el  comisionista  venderá  por  su  propia 
cuenta ,  supone  que  la  cosa  será  propiedad  suya  en  el  mo- 
mento en  que  la  vendiere  ;  y  la  de  que  deberá  pagar  su  pre- 
cio al  comitente,  supone  del  mismo  modo  que  en  dicha  época 
será  su  comprador.  Así  que ,  el  comisionista  es  comprador 
condicional  para  el  caso  en  que  venda  :  mientras  no  reven- 
de ,  no  se  cumple  la  condición  ni  el  comitente  deja  de  ser 
propietario  ;  mas  si  llegare  á  revender,  la  condición  surte 
sus  efectos  ,  y  él  trasmite  al  tercero  á  quien  hace  la  venta , 
una  propiedad  que  adquiere  simultáneamente  y  cuyo  pre- 
cio debe  ya  personalmente  desde  entonces.  Como  quiera 
que  sea ,  ora  el  comisionista  se  constituya  deudor  de  esta 
manera,  ora  en  virtud  de  una  estipulación  que  la  libertad  de 
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las  convenciones  permite  ,  siempre  será  cierto  que  se  hace 
deudor  único  y  directo  desde  el  punto  en  que  verifica  la 
venia  ;  y  si  fuere  al  mismo  tiempo  acreedor  de  su  comitente 
por  una  suma  liquida  y  exigible  ,  se  estinguirán  mutuamente 
los  dos  créditos  por  la  compensación  hasta  la  concurrente 
cantidad. 

«  Art.  Ib9.  El  comisionista  que  no  verificare  la  cobranza 
de  los  caudales  de  su  comitente  á  las  épocas  en  que  según 
el  carácter  y  pactos  de  cada  negociación  son  estos  exigibles, 
se  constituye  responsable  de  las  consecuencias  que  en  per- 
juicio de  su  comitente  pueda  producir  su  comisión  ,  si  no 
acredita  que  con  la  debida  puntualidad  usó  de  los  medios 
legales  para  conseguir  el  pago.  » 

«  Art.  100.  En  las  comisiones  de  letras  de  cambio  ó  paga- 
rés endosables  ,  se  entiende  siempre  que  el  comisionista  se 
constituye  garante  de  las  que  adquiere  ó  negocia  por  cuenta 
ajena  como  ponga  en  ellas  su  endoso,  y  solo  puede  escusarse 
fundadamente  á  ponerlo,  cuando  preceda  un  pacto  espreso 
entre  el  comitente  y  el  comisionista  exonerándolo  de  dicha 
responsabilidad ,  en  cuyo  caso  deberá  girarse  la  letra  ó  es- 
tenderse el  endoso  á  favor  del  comitente.  » 

«  Art.  161.  Los  comisionistas  no  pueden  hacer  la  adquisi- 
ción por  sí,  ni  por  medio  de  otra  persona,  de  los  efectos  cuya 
enajenación  les  haya  sido  confiada ,  sin  consentimiento  es- 
preso del  propietario.  » 

«  Art.  162.  También  es  indispensable  el  consentimiento 
del  comitente  para  que  el  comisionista  pueda  ejecutar  una 
adquisición  que  le  está  encargada  con  efectos  que  obren  en 
su  poder,  bien  sea  que  le  pertenezcan  á  él  mismo  ,  ó  que  los 
tenga  por  cuenta  ajena.  » 

==  Ño  puede  el  comisionista  comprar  por  sí  ni  por  otro  los 
efectos  que  se  le  han  confiado  para  la  venta  ,  ni  tampoco 
vender  á  un  comitente  sus  efectos  propios  ó  los  ajenos  que 
tenga  en  su  poder.  La  ley  lo  dispone  así  por  evitar  los  frau- 
des que  podrían  cometerse  ,  siendo  comprador  y  vendedor 
de  una  cosa  el  mismo  comisionista. 

«•  Art.  163.  En  los  casos  que  previenen  los  dos  artículos 
precedentes  ,  no  tendrá  el  comisionista  derecho  á  percibir 
la  comisión  ordinaria  de  su  encargo  sino  que  se  arreglará  á 
la  que  haya  de  percibir  por  un  pacto  espreso,  y  si  no  se  hu- 
biere hecho,  y  las  partes  no  se  aviniesen  sobre  este  punto, 
se  reducirá  la  comisión  á  la  mitad  de  lo  que  importaría  la 
ordinaria.'» 

«  Art.  16&.  Los  comisionistas  no  pueden  tener  efectos  de 
una  misma  especie  pertenecientes  á  distintos  dueños  bajo 
una  misma  marca ,  sin  distinguirlos  por  una  contramarca 
que  evite  confusion  y  designe  la  propiedad  respectiva  de 
cada  comitente.  » 

«  Art.  16b.  Cuando  bajo  una  misma  negociación  se  com- 
prenden efectos  de  distintos  comitentes  ,  ó  del  mismo  comi- 
sionista con  los  de  algún  comitente ,  debe  hacerse  la  debida 
distinción  en  las  facturas  con  indicación  de  las  marcas  y  con- 
tramarcas que  designen  la  procedencia  de  cada  bulto  ,  y 
anotarse  en  los  libros  en  artículo  separado  lo  respectivo  á 
cada  propietario.  » 

«  Art.  166.  El  comisionista  que  tenga  créditos  contra  una 
misma  persona  procedentes  de  operaciones  hechas  por  cuenta 
de  distintos  comitentes,  ó  bien  por  cuenta  propia  y  por  la 
ajena,  anotará  en  todas  las  entregas  que  haga  el  deudor  el 
nombre  del  interesado  por  cuya  cuenta  reciba  cada  una  de 
ellas,  y  lo  espresará  igualmente  en  el  documento  de  descargo 
que  dé  al  mismo  deudor.  » 

«  Art.  167.  Cuando  en  los  recibos  y  en  los  libros  se  omita 
espresar  la  aplicación  de  la  entrega  hecha  por  el  deudor  de 
distintas  operaciones  y  propietarios  ,  según  se  prescribe  en 
el  artículo  precedente  ,  se  hará  la  aplicación  á  prorata  de  lo 
que  importe  cada  crédito.  » 

«  Art.  168.  El  comisionista  encargado  de  una  espedicion 


de  efectos  que  tuviere  orden  para  asegurarlos ,  queda  res- 
ponsable, si  no  lo  verificase,  de  los  daños  que  á  estos  sobre- 
vengan, siempre  que  le  estuviere  hecha  provision  de  fondos 
para  pagar  el  premio  del  seguro  ,  ó  que  dejase  de  dar  aviso 
con  tiempo  al  comitente  de  que  no  había  podido  cumplir  su 
encargo  según  las  instrucciones  que  se  lehabian  comunicado. 
Si  durante  el  nesgo  quebrare  el  asegurador,  queda  consti- 
tuido el  comisionista  en  la  obligación  de  renovar  el  seguro 
si  otra  cosa  no  le  estaba  prevenida.  » 

«  Art.  169.  Los  efectos  que  se  remiten  en  consignación  d 
una  plaza  á  otra,  se  entienden  especialmente  obligados  al  pago 
de  las  anticipaciones  que  el  consignatario  hubiere  hecho  á 
cuenta  de  su  valor  y  producto,  y  asimismo  de  los  gastos  do 
trasporte  ,  recepción ,  conservación  y  demás  espendidos  le- 
gítimamente, y  al  derecho  de  comisión.  Serán  consecuencias 
de  dicha  obligación  :  —  Io.  Que  ningún  comisionista  pueda 
ser  desposeído  de  los  efectos  que  recibió  en  consignación,  sin 
que  previamente  se  le  reembolse  de  sus  anticipaciones,  gas- 
tos y  derecho  de  comisión  :  —  2o.  Que  sobre  el  producto  do 
los  mismos  géneros  sea  pagado  con  preferencia  á  todos  los 
demás  acreedores  del  comitente  de  lo  que  importen  las  pre- 
citadas anticipaciones,  gastos  y  comisión.  » 

«Art.  170.  Para  gozar  de  la  preferencia  que  previene  el 
artículo  anterior  es  menester  que  los  efectos  estén  en  poder 
del  consignatario,  ó  que  se  hallen  á  su  disposición  en  un 
depósito  ó  almacén  público,  ó  que  al  menos  se  haya  verifi- 
cado la  espedicion  á  la  dirección  del  consignatario  ,  y  que 
este  haya  recibido  un  duplicado  auténtico  del  conocimiento 
ó  carta  de  porte  ,  firmado  por  el  conductor  ó  comisionado 
encargado  del  trasporte.  » 

«  Art.  171.  Las  anticipaciones  que  se  hagan  sobre  géneros 
consignados  por  una  persona  residente  en  el  mismo  domici- 
lio del  comisionista  ,  se  considerarán  como  préstamos  con 
prenda,  y  no  van  comprendidos  en  la  disposición  del  artí- 
culo 169.  » 

«  Art.  172.  En  cuanto  no  se  oponga  alas  disposiciones  que 
van  prescritas  desde  el  artículo  116  en  adelante  ,  ó  no  so 
encuentre  determinado  por  ellas,  se  arreglarán  los  comiten- 
tes y  comisionistas  á  las  reglas  generales  del  derecho  co- 
mún sobre  el  mandato.  »  Véase  Marídalo. 

COMISO.  Esta  voz,  en  su  acepción  mas  eslensa,  significa 
toda  especie  de  confiscación  ,  y  viene  de  la  palabra  latina 
commission,  que  se  emplea  en  el  mismo  sentido  en  el  cuerpo 
del  derecho  romano  ,  tít.  De  vecligalibus  commissis.  Usase 
entre  nosotros  para  designar  la  pena  de  perdimiento  de  la 
cosa  en  que  incurre  el  que  comercia  en  géneros  prohibi- 
dos (1);  —  y  la  reversion  del  dominio  útil  de  un  fundo  enfi- 
téutico  al  dueño  directo  ,  en  caso  de  que  el  enfiteuta  deje  do 
pagarle  el  canon  por  tres  años  ,  ó  venda  el  fundo  sin  darle 
aviso  como  corresponde  para  que  pueda  usar  del  derecho 
de  fadiga  ó  tanteo.  Llámanse  también  comiso  los  mismos 
bienes  comisados ,  esto  es ,  los  bienes  que  caen  en  la  pena 
de  comiso.  Véase  Censo  enfilculico. 

COMISORIO.  Se  dice  de  las  cláusulas  que  de  ejecutarlas 
hacen  un  contrato  nulo;  como  cuando  se  estipula  que  si  el 
comprador  no  paga  el  precio  de  la  cosa  hasta  cierto  dia,  se 
deshágala  venta.  Véase  Pació  de  la  ley  comisoria. 

COMITENTE.  El  que  encomienda  á  otro  sus  veces  para, 
algún  asunto  ,  como  por  ejemplo  el  juez  delegante;  —y  en 
el  comercio  el  que  da  encargo  ó  comisión  á  otro  para  hacer 
compras  ó  ventas.  Véase  Mandante  y  Comisionista. 

CÓMITRE.  El  ministro  que  habia  en  las  galeras,  á  cuyo 

(1)  También  en  permitidos;  pero  faltando  á  los  documentos  pre- 
venidos por  las  leyes,  como  las  guias,  ó  faltando  la  fidelidad  cu 
ellos  ó  defraudando  los  derechos.  —  Téngase  presente  el  nuevo 
arancel  dé  aduanas  marítimas,  que  puede  verse  en  el  articulo 
Contrabando. 
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cargo  estaba  el  mando  de  la  maniobra  y  castigó  de  los  re- 
meros y  forzados.  En  lo  antiguo  se  llamaban  cómilres  los 
capitanes  de  navio ,  quienes  tenian  jurisdicción  para  juzgar 
las  contiendas  de  los  individuos  del  equipaje  con  apelación 
al  almirante. 

COMODABLE.  Lo  que  se  puede  prestar  ó  dar  en  co- 
moda'.o.  Pueden  darse  en  comodato  las  cosas  no  fungibles , 
-c'.o  es  ,  las  que  no  se  consumen  con  el  primer  uso  que  se 
hace  de  ellas  :  tales  son,  por  ejemplo,  un  vestido ,  un  caballo, 
una  tapicería,  etc.;  proemio  del  iít.'%  Part.  5. 

COMODANTE.  El  que  presta  á  otro  gratuitamente  una 
cosa  no  fungible,  para  que  se  sirva  de  ella  por  cierto  tiempo 
y  para  cierto  uso ,  y  se  la  restituya  después.  El  comodante 
está  obligado  :  —  Io.  á  dar  la  cosa  sin  vicio ,  de  suerte  que 
si  lo  tiene  y  no  lo  manifiesta  sabiéndolo  ,  ha  de  pagar  al  co- 
modatario todo  el  daño  que  por  esta  razón  le  viniere  ;  como 
por  ejemplo  en  el  caso  de  que  habiéndole  prestado  una  cuba 
ó  tinaja  para  tener  vino  ó  aceite  ,  se  perdieren  estos  efectos 
por  estar  la  vasija  quebrantada  ó  por  cualquier  otro  vicio 
que  sabia  el  dueño  ;  ley  6,  tít.  2,  Parí.  5.  :  —  2o.  á  no  pedir 
la  cosa  prestada  antes  de  concluirse  el  tiempo  estipulado, 
sino  es  por  una  necesidad  imprevista  ,  ley  h,  tit.  18,  lib.  3, 
Fuero  Real  :  —  5°.  á  abonar  al  comodatario  todas  las  espen- 
sas  estraordinarias  que  hubiere  hecho  para  la  conservación, 
de  la  cosa  prestada;  como  por  ejemplo  siendo  un  caballo  , 
las  déla  curación  de  una  enfermedad  contraída  sin  culpa  del 
comodatario,  pero  no  las  relativas  á  su  uso ,  como  la  comida 
en  dicho  ejemplo ,  leyes  7  y  9 ,  tít.  2 ,  Parí.  o. 

COMODATARIO.  El  que  toma  prestada  gratuitamente 
una  cosa  no  fungible  para  servirse  de  ella  hasta  cierto  tiempo 
ó  con  cierto  fin  ,  y  restituirla  despues  al  que  se  la  prestó.  El 
comodatario  está  obligado  :  —  Io.  á  no  emplear  la  cosa  sino 
en  el  uso  ú  objeto  para  que  se  le  prestó  ,  pues  si  la  emplea 
en  otro  y  perece  á  sus  resultas,  aunque  sea  por  caso  for- 
tuito, tendrá  que  pagarla  :  —  2°.  á  usar  de  ella  de  un  modo 
conveniente,  debiendo  responder  en  otro  caso  de  los  perjui- 
cios que  padeciere  por  culpa  suya  :  —  5o.  á  pagar  los  gastos 
ordinarios  y  precisos  mientras  se  sirviese  de  ella  ,  esto  es, 
aquellos  gastos  sin  los  cuales  no  puede  hacerse  uso  alguno 
de  la  cosa  prestada,  como  la  comida  del  caballo:  —  k°.  á 
restituirla  al  comodante  luego  que  pasó  el  tiempo  ó  se  cum- 
plió el  servicio  para  que  la  recibió  ;  de  modo  que  si  fuere 
moroso  en  la  devolución,  tendrá  que  responder  hasta  de  los 
daños  que  la  cosa  padeciere  por  casualidad  ;  teniendo  enten- 
dido que  no  la  puede  retener  ni  bajo  pretesto  de  que  no 
pertenece  al  comodante  ,  ni  á  título  de  deuda  que  este  le 
debiere,  pues  la  compensación  no  tiene  lugar  en  el  comodato, 
á  menos  que  la  deuda  hubiere  sido  contraida  en  beneficio 
de  la  misma  cosa  después  de  prestada  y  no  antes.  Leyes  3  , 
7  y  9  ,  tít.  2,  Part .  3,  ley  5 ,  lit.  14,  Part.  7 ,  y  ley  k,  tít.  16, 
lib.  3,  Fuero  Real. 

Si  en  caso  de  pérdida  de  la  cosa  prestada ,  la  hallare  el 
comodante  después  de  haber  recibido  su  precio,  tendrá  la 
elección  de  conservar  la  cosa  y  volver  el  dinero  ,  ó  de  con- 
servar el  dinero  y  volver  la  cosa  ;  pero  si  la  hallare  un  ter- 
cero, podrá  repetirla  el  comodatario  por  haberla  pagado; 
ley  8,  lit.  2,  Part.  5. 

COMODATO.  El  contrato  por  el  cual  una  de  las  partes 
entrega  á  la  otra  gratuitamente  alguna  de  las  cosas  no  fun- 
gibles, esto  es,  que  pueden  usarse  sin  destruirse,  para  que 
se  sirva  de  ella  por  cierto  tiempo  ó  para  cierto  fin ,  y  se  la 
restituya  después  ;  ley  1,  iít.  2,  Part.  S. 

Este  contrato  es  real;  y  se  diferencia  del  mutuo,  del  al- 
quiler, y  del  precario.  Se  diferencia  del  mutuo  en  la  mate- 
ria y  en  el  efecto  :  en  la  materia ,  pues  el  mutuo  recae  sobre 
las  cosas  fungibles ,  ó  que  perecen  por  el  primer  uso  que  se 
hace  de  ellas ,  como  son  el  vino ,  el  trigo  y  el  aceite  ;  en  lu- 
gar de  que  el  comodato  se  hace  de  cosas  no  fungibles ,  ó  que 


no  se  consumen  por  el  primer  uso ,  como  un  caballo  ó  un 
vestido  :  en  el  efecto,  pues  el  mutuo  hace  dueño  de  la  cosa 
al  que  la  recibe  prestada,  de  modo  que  si  se  pierde,  se 
pierde  para  él  según  el  axioma  res  domino  svo  veril  ;  al  paso 
que  en  el  comodato  siempre  queda  dueño  el  comodante,  de 
suerte  que  si  la  cosa  se  pie.de  por  algún  acaso,  no  puede 
reclamar  su  valor  del  comodatario ,  á  no  haber  habido  culpa 
de  parte  de  este ,  ó  pacto  de  satisfacer  todo  perjuicio  ;  ley  1, 
til.  1,  Part.  S,  y  ley  1,  lit.  16,  lib.  5,  Fuero  Real 

Se  diferencia  del  alquiler  ó  arriendo,  en  que  el  comodato 
es  esencialmente  gratuito,  y  sob  hace  responsable  al  como- 
dante del  daño  causado  al  comodatario  por  vicio  de  la  cosa 
prestada  cuando  sabiendo  el  defecto  no  se  lo  manifiesta;  en 
vez  de  que  el  alquiler  no  se  hace  sino  por  cierto  precio  ,  y 
el  alquilador  ó  dueño  tiene  que  satisfacer  los  perjuicios  ori- 
ginados de  un  vicio  ó  defecto  de  la  cosa  alquilada  aunque  lo 
ignorase;  leyes  1  y  6,  tit.  2,  y  ley  Mi,  lit.  8,  Part.  o. 

Se  diferencia  en  fin  del  precario  ,  pues  el  precario  se 
hace  sin  fijar  el  uso  ni  el  tiempo  para  el  cual  se  presta  la 
cosa ,  de  modo  que  el  que  la  presta  bajo  este  título,  la  pue- 
de pedir  siempre  que  bien  le  parezca  ;  pero  en  el  comodato 
no  se  puede  reclamar  sino  despues  que  haya  espirado  el 
tiempo  para  que  se  concedió;  ley  h,  til.  16,  lib.  3,  Fuero 
Real.  Véase  Precario. 

Es  natural  que  el  comodato  se  haga  por  sola  la  utilidad  del 
que  recibe  la  cosa  prestada;  pero  también  podría  hacerse 
por  utilidad  de  ambos  contrayentes  ,  y  aun  solo  por  la  del 
comodante;  ley  2,  lit.  2,  Part.  S.  Es  menester  pues  tener 
presente  que  en  el  primer  caso  debe  prestar  el  comodatario 
la  culpa  levísima  ,  en  el  segundo  la  leve,  y  en  el  tercero 
solo  la  lata.  Véase  Comodante,  Comodatario,  Culpa  y 
Préstamo. 

COMPADRAZGO  ó  compaternidad.  El  parentesco  es- 
piritual que  contrae  con  los  padres  de  la  persona  bautizada 
ó  confirmada  el  padrino  que  la  saca  de  pila  ó  asiste  á  la  con- 
firmación. Este  parentesco  es  impedimento  dirimente  del 
matrimonio  (1).  Véase  Bautismo. 

COMPADRE.  El  que  saca  de  pila  algún  hijo  ó  hija  de 
otro ,  ó  es  padrino  en  la  confirmación  ,  y  que  por  este  mo- 
tivo contrae  parentesco  espiritual  con  la  hija  y  con  la  madre, 
no  pudiendo  por  tanto  casarse  con  ninguna  de  las  dos  (2). 
Véase  Bautismo . 

COMPAÑÍA  ó  sociedad.  Un  contrato  consensual  que 
celebran  dos  ó  mas  personas  sobre  la  reunion  de  sus  capi- 
tales ó  industria  con  el  fin  de  hacer  alguna  ganancia  en  be- 
neficio común  ;  y  la  junta  de  varias  personas  unidas  para  un 
mismo  fin.  Véase  Sociedad. 

COMPARACIÓN.  Un  medio  de  que  se  echa  mano  para 
descubrir  si  un  escrito  es  ó  no  de  la  persona  á  quien  se  atri- 
buye ,  mediante  el  examen  que  se  hace  del  mismo  por  per- 
sonas espertas  cotejándolo  con  otros  escritos  del  propio  su- 
geto.  Véase  Colejo  é  Instrumento  público  y  privado. 

COMPARECENCIA.  El  acto  de  comparecer  ó  presen- 
tarse alguna  persona  ante  el  juez  en  cumplimiento  de  la 
orden  que  se  le  ha  intimado ,  ó  para  mostrarse  parte  en  al- 
gún negocio.  Véase  Citación  ,  Rebeldía  y  Juez  avenidor. 

COMPARENDO.  El  despacho  en  que  el  juez  cita  á  algún 
reo  ó  demandado,  mandándole  presentarse  en  su  tribunal. 
Úsase  mas  comunmente  en  los  juzgados  eclesiásticos. 

COMPARICIÓN.  La  comparecencia  ;  y  también  el  auto 
del  juez  dado  por  escrito  para  que  alguno  comparezca  en  su 
tribunal. 

COMPARTE.  El  que  es  parte  juntamente  con  otro  en 
algún  negocio  civil  ó  criminal. 

(1)  Leyes  1  y  2,  tít.  7,  Part.  4  ;  Conc.  Trident.,  ses=¡.  24,  de 
reform.  malr.,  cap.  2  ;  Décret.,  lib.  4.  tít.  11 ,  de  cognât,  spirit. 

(2)  Lugares  citados  en  el  ait.  ant. 
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COMPATIBLE.  La  cosa  que  puede  unirse  y  concurrir 
juntamente  con  otra  en  un  mismo  sugeto;  como,  por  ejem- 
plo, un  mayorazgo  ó  beneficio  que  puede  poseerse  junta- 
mente con  otro  por  una  misma  persona. 

COMPELER.  Obligar  á  alguno  con  fuerza  ó  autoridad 
superior  á  que  haga  lo  que  no  quiere  hacer  voluntariamente. 

COMPENSACIÓN.  La  estincion  de  una  deuda  con  otra 
entre  dos  personas  que  se  deben  mutuamente  alguna  cosa; 
ó  el  descuento  de  una  deuda  por  otra  entre  dos  sugetos  recí- 
procamente acreedores;  ley  20,  lit.  \h,  Part.  S.  Si  de- 
biendo v.  gr.  tú  á  Pedro  cien  pesos  por  un  título ,  te  debe  él 
igual  cantidad  por  otro,  quedáis  ambos  por  la  compensación 
libres  y  exonerados  de  vuestra  respectiva  obligación  de  pa- 
gar sin  necesidad  de  sacar  dinero  del  bolsillo ,  ni  de  hacer 
los  rodeos  de  cobrar  Pedro  de  ti  y  tú  de  Pedro.  Este  modo 
de  estinguir  las  obligaciones  está  fundado  en  la  utilidad  co- 
mún de  las  partes ,  pues  cada  una  de  ellas  tiene  mas  interés 
en  compensar  que  en  pagar  lo  que  debe  y  demandar  luego 
el  pago  de  lo  que  le  es  debido.  Cada  una  de  las  deudas  sirve 
de  pago  á  la  otra;  y  desde  que  ambas  coexisten  quedan  es- 
linguidas  del  todo  si  son  iguales,  y  solo  en  parte  ó  hasta  la 
concurrente  cantidad  si  fueren  desiguales  :  de  manera  que 
la  compensación  se  verifica  y  produce  sus  efectos  por -dere- 
cho desde  el  momento  en  que  dos  individuos  llegan  á  ser  á 
un  mismo  tiempo  acreedor  y  deudor  el  uno  del  otro  ,  aun 
antes  de  oponerla  enjuicio,  porque  la  compensación  se  ase- 
meja á  un  verdadero  pago  que  quita  la  acción  del  acreedor 
contra  su  deudor  :  Compensalio  solulioni  œquiparalur,  et 
tollil  ipso  jure  aclionem;  ley  k,  D.  qui  poliores  in  pignore. 
Preciso  será  sin  duda  que  el  deudor  demandado  alegue  la 
compensación,  porque  el  juez  no  puede  adivinarla  :  pero 
esto  no  impide  que  se  haya  realizado  por  derecho  si  se  hu- 
bieren reunido  las  condiciones  requeridas  por  la  ley;  en 
cuyo  caso  el  juez  no  hará  sino  declarar  que  la  deuda  quedó 
estinguida  en  tal  época,  á  lo  menos  hasta  la  concurrencia  de 
su  importe  ,  si  fuese  menor  que  la  del  demandante.  Mas  para 
que  las  deudas  queden  estinguidas  por  este  medio,  es  nece- 
sario que  reúnan  las  condiciones  ó  circunstancias  requeridas 
por  la  ley.  Hablaremos  primero  de  este  punto,  y  luego  de 
los  efectos  de  la  compensación. 

Condiciones  que  se  requieren  para  que  la  compensación 
se  verifique  por  derecho. 

Para  que  las  deudas  se  estingan  en  virtud  de  la  ley  por 
la  compensación ,  es  necesario  que  reúnan  las  cinco  condi- 
ciones siguientes.  —  Ia.  que  las  dos  consistan  en  una  canti- 
dad de  dinero  ó  de  cosas  fungibles  de  la  misma  especie  :  — 
2e.  que  así  la  una  como  la  otra  sean  líquidas  :  —  3a.  que 
ambas  sean  exigibles ,  esto  es ,  que  puedan  pedirse  desde 
luego  :  —  4a.  que  la  una  se  deba  á  la  persona  que  invoca  la 
compensación,  y  la  otra  á  la  persona  á  quien  la  compensa- 
ción se  opone  :  —  5a.  que  ninguna  de  ellas  sea  de  la  clase 
de  las  que  la  ley  declara  esceptuadas  de  la  compensación. 

I.  Primera  condición  :  que  ambas  deudas  consistan  en  una 
cantidad  de  dinero  ó  de  cosas  fungibles  de  la  misma  especie. 
Como  la  Compensación  no  es  una  permuta,  sino  una  manera 
de  pagamiento ,  según  espresion  de  la  ley  20 ,  tít.  Uí ,  Part.  55 
es  necesario  para  que  se  verifique ,  que  el  objeto  ó  cosa  en 
que  consiste  cada  una  de  las  deudas  pueda  servir  al  pago  do 
la  otra  ,  ley  21 ,  d.  tít.  Ik;  ó  lo  que  es  lo  mismo ,  que  las 
cosas  debidas  sean  fungibles  ,  es  decir,  que  cualquiera  de 
ellas  pueda  hacer  la  función  de  estinguir  la  deuda  :  resfun- 
gibilcs  sic  dicunlur,  quia  una  vice  allerius  fungitur.  Así 
que,  no  puede  compensarse  un  buey  con  un  caballo,  ni  una 
arroba  de  garbanzos  con  otra  de  judías;  pues  cada  una  de 
estas  cosas  no  representa  la  otra. 

No  es  obstáculo  para  la  compensación  el  que  las  dos  deu- 


das no  .sean  pagaderas  en  un  mismo  lugar  ;  pero  debe  ha- 
cerse el  abono  de  los  gastos  del  trasporte  por  el  que  la  opu- 
siere. Si  yo,  por  ejemplo,  debo  entregarte  en  Madrid  cien 
fanegas  de  trigo  y  tú  me  las  pides  ,  podré  oponerle  en  com- 
pensación otras  cien  fanegas  de  trigo  que  tú  estás  obligado 
á  entregarme  en  Aranjuez.  Mas  como  esto  es  en  realidad 
forzarte  á  recibir  el  pago  fuera  del  lugar  convenido  ,  es  justo 
que  yo  te  abone  los  gastos  que  causaría  el  trasporte  del  trigo 
desde  Aranjuez  á  Madrid  ;  l.  18.  ff.  de  competís. 

Si  las  cosas  en  que  consisten  las  deudas  han  de  entregarse 
en  distintos  lugares,  se  verificará  la  compensación,  aunque 
el  precio  de  aquellas  varie  mucho  en  razón  de  las  localida- 
des ,  salvo  el  abono  que  los  interesados  deben  hacerse  de  la 
diferencia  que  resultare  ;  porque  el  precio  de  las  cosas  es 
estrínseco  y  no  impide  que  estas  sean  de  la  misma  natura- 
leza y  especie. 

No  solo  deben  ser  las  cosas  de  la  misma  especie  para  que 
puedan  compensarse ,  sino  también  de  la  misma  calidad  y 
bondad;  porque  como  la  compensación  es  un  modo  de  hacer 
un  pago  ,  no  puede  obligarse  al  acreedor  á  recibir  una  cosa 
de  inferior  calidad  por  otra  de  superior,  aunque  sea  de  la 
misma  especie.  Si  tú  me  debes,  por  ejemplo,  cierta  cantidad 
de  vino  generoso,  y  yo  te  debo  otra  de  vino  ordinario  ,  no 
habrá  compensación  por  derecho  en  este  caso ,  sin  perjuicio 
de  que  nos  arreglemos  amigablemente. 

Las  cosas  indeterminadas  no  se  compensan  con  las  deter- 
minadas, aunque  sean  de  la  misma  especie;  ley  21,  iít.  14, 
Part.  S.  Si  yo  te  debo  pues  seis  toneles  de  vino  indetermi- 
nados y  tú  me  debes  à  mí  seis  designados,  no  quedarán 
ambas  deudas  compensadas  por  derecho.  Sin  embargo,  yo 
podria  oponerte  la  compensación ,  porque  si  tú  me  pagabas 
los  seis  toneles  de  vino  que  me  debias  determinadamente  , 
seria  yo  dueño  de  dártelos  luego  á  mi  vez  en  pago,  pues 
que  harían  parte  de  la  clase  de  cosas  en  que  yo  podria  to- 
mar lo  que  te  debia  para  pagártelo,  con  tal  que  no  fuesen  de 
tan  mala  calidad  que  tú  no  estuvieses  obligado  á  recibirlos. 

Tampoco  se  compensan  los  cuerpos  ciertos  con  otros  cuer- 
pos ciertos,  aunque  de  la  misma  especie;  d.  ley  21 ,  tít.  14, 
Parí.  5.  Si  yo  te  debo,  por  ejemplo,  el  caballo  A ,  y  tú  me 
debes  el  caballo  B,  podremos,  si  nos  conviene,  hacer  un 
cambio,  estipulando  que  cada  uno  guarde  el  caballo  que  de- 
bia dar  por  su  parte;  pero  aquí  no  habrá  verdadera  com- 
pensación, sino  permuta,  sin  la  cual  cada  uno  de  nosotros 
estaríamos  obligados  á  entregarnos  mutuamente  el  caballo 
que  mutuamente  nos  debíamos.  —  Mas  si  tú  me  debes  un 
caballo  indeterminado  ,  porque  tu  padre  v.  gr.  me  lo  ha  le- 
gado en  su  testamento ,  y  yo  te  debo  à  ti  otro  también  inde- 
terminadamente, como  carga  de  una  donación  que  se  me  ha 
hecho  ,  tendrá  lugar  aquí  la  compensación  ;  porque  según 
d,  ley  21 ,  til.  Ul,  Parí,  5,  las  cosas  indeterminadas  se  com- 
pensan con  otras  indeterminadas  de  la  misma  especie,  como 
si  se  tratase  de  dos  deudas  de  cantidades  ó  artículos  de  la 
misma  especie  y  calidad.  —  Si  tú  me  debieres  un  caballo 
designado,  y  yo  te  debiese  á  tí  otro  en  general,  se  aplicaría 
entonces  lo  que  se  ha  dicho  sobre  el  caso  de  los  toneles. 

También  puede  tener  lugar  por  derecho  la  compensación 
con  respecto  á  las  cosas  inmuebles.  Si  tú  me  has  vendido , 
por  ejemplo ,  una  parte  indivisa  que  tenias  en  cierta  here- 
dad ,  y  antes  de  su  entrega  ó  tradición  heredo  yo  á  una  per- 
sona que  te  debia  otra  parte  indivisa  en  la  misma  heredad , 
podrás  oponer  contra  la  deuda  de  la  parte  que  estás  obligado 
á  darme,  la  compensación  de  la  que  yo  estoy  obligado  á 
entregarle  à  tí. 

Puede  todavía  oponerse  la  compensación  en  las  obligacio- 
nes de  hacer,  con  tal  que  los  hechos  en  que  consisten  amba9 
deudas  sean  absolutamente  de  la  misma  naturaleza.  Si  yo 
v.  gr.  me  hubiese  obligado  á  fabricarte  cien  toneles,  y  antes 
de  la  ejecución  de  este  convenio  heredases  tú  á  una  persona 
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c;ue  estuviese  igualmente  obligada  para  conmigo  á  fabricarme 
cierto  número  de  toneles  de  la  misma  clase  con  materiales 
mies,  ó  que  en  su  testamento  te  hubiese  dado  el  encargo  de 
hnc .-míelos,  habría  compensación  y  estincion  de  las  dos 
obligaciones  hasta  la  concurrencia  de  la  menos  estensa. 

II.  Segunda  condición  ó  circunstancia  para  la  compensa- 
ción :  que  las  dos  deudas  sean  líquidas.  Llámase  líquida  una 
deuda,  cuando  consta  su  existencia  y  su  cantidad ,  chin  cer- 
mm  est  an  debealur,  et  quantum  debealur.  La  deuda,  pues, 
que  se  halla  contestada  ó  sujeta  á  litigio,  ó  que  consiste  v.  gr. 
en  daños  y  perjuicios  que  todavía  no  se  han  fijado,  no  puede 
oponerse  en  compensación  con  otra  deuda  cierta  y  determi- 
nada, á  no  ser  que  el  que  la  opone  tenga  los  medios  de  pro- 
bar su  existencia  y  cantidad  dentro  del  término  de  diez  dias; 
ley  20,  tit.  Vi,  Part.  5. 

III.  Tercera  condición  :  que  las  dos  deudas  sean  exigibles, 
esto  es,  que  puedan  pedirse  judicialmente  desde  luego.  De 
aquí  se  sigue  : 

Io.  Que  no  puede  compensarse  una  deuda  cuyo  plazo  no 
ha  vencido,  á  no  ser  que  el  plazo  se  haya  concedido  de  gra- 
cia por  el  juez.  Si  en  atención,  por  ejemplo,  á  tu  triste  po- 
sición te  ha  dado  el  juez  seis  meses  de  tiempo  para  pagarme 
seis  mil  reales  que  me  debías,  y  en  el  intervalo  heredo  yo 
de  una  persona  que  te  ha  legado  cuatro  mil  rs.,  no  podrás 
pedirme  la  entrega  de  esta  cantidad ,  y  yo  en  su  caso  te 
opondré  la  compensación.  El  juez  no  te  concedió  el  plazo 
sino  porque  te  era  imposible  pagarme  al  tiempo  del  venci- 
miento de  la  deuda  ;  y  como  esta  imposibilidad  cesa  por  la 
compensación ,  debe  espirar  el  plazo,  porque  cessante  causa, 
cessai  effeelus,  subsistiendo  solo  con  respecto  á  los  dos  mil  rs. 
que  todavía  restan.  ¿Diremos  lo  mismo  de  la  espera  otorgada 
por  los  acreedores  al  deudor  atrasado  en  sus  negocios  ?  No 
deja  de  haber  cierta  semejanza  entre  el  plazo  acordado  por 
los  acreedores  y  el  concedido  por  el  juez,  y  parece  por  con- 
siguiente que  la  espera  no  debe  tampoco  servir  de  obstáculo 
á  la  compensación  en  el  caso  de  que  después  del  otorga- 
miento de  aquella  llegue  el  deudor  á  ser  acreedor  de  alguno 
de  sus  acreedores.  Sin  embargo,  está  muy  puesto  en  el  or- 
den que  el  deudor  se  aproveche  del  beneficio  de  la  espera 
en  toda  su  estension,  y  que  cualquiera  de  los  acreedores  que 
después  de  ella  contrajere  á  su  favor  alguna  deuda,  se  la  sa- 
tisfaga en  seguida  ó  á  los  plazos  estipulados,  sin  poder  com- 
pensarla. Ademas ,  no  se  ha  otorgado  la  espera  precisamente 
por  el  interés  del  deudor,  sino  mas  bien  por  el  de  los  acree- 
dores, á  fin  de  sacar  mejor  partido  de  sus  créditos,  y  si  el 
deudor,  en  vez  de  poder  cobrar  lo  que  uno  ó  mas  de  sus 
acreedores  le  deben  dar  en  el  acto ,  tuviese  que  sufrir  la 
compensación ,  se  veria  en  la  imposibilidad  de  cumplir  sus 
obligaciones  para  con  los  demás  á  los  plazos  convenidos ,  y 
resultaría  entre  unos  y  otros  una  diferencia  injusta  y  con- 
traría al  objeto  de  las  esperas. 

2o.  Que  no  puede  compensarse  una  deuda  condicional , 
cuando  la  condición  es  suspensiva ,  mientras  la  condición  no 
se  cumpla  ;  porque  hasta  que  este  caso  llegue  no  hay  real- 
mente deuda,  de  manera  que  si  se  pagase  por  error,  habria 
lugar  á  la  repetición.  Mas  si  la  condición  fuese  simplemente 
resolutoria,,  como  v.  gr.  en  la  hipótesis  de  una  donación 
hecha  con  el  pacto  de  reversión  en  caso  de  morir  antes  el 
donatario  que  el  donante,  se  verificaría  la  compensación ,  si 
se  reuniesen  los  demás  requisitos ,  porque  la  condición  reso- 
lutoria no  suspende  el  efecto  ni  la  ejecución  de  las  obliga- 
ciones. 

5o.  Que  mucho  menos  puede  compensarse  una  deuda  pro- 
cedente de  pérdidas  en  juegos  prohibidos  ;  pues  la  ley,  lejos 
de  dar  acción  á  los  acreedores  por  estas  especies  de  deudas, 
manda  que  se  les  castigue.  Véase  Juego. 

h°.  Que  tampoco  es  capaz  de  compensación  la  deuda  na- 
tural, aunque  el  pago  de  ella  hecho  voluntariamente  no  esté 


sujeto  á  repetición  ;  pues  que  la  ley  civil  no  confiere  acción 
para  demandarla  en  justicia. 

5o.  Que  si  antes  de  reunir  ambas  deudas  las  condiciones 
requeridas  para  la  compensación  legal ,  llegare  á  trascurrir 
el  tiempo  necesario  para  la  prescripción  de  cualquiera  do 
ellas,  no  podrá  ya  oponerse  la  deuda  prescrita  en  compen- 
sación á  la  otra.  Pero  si  todas  las  condiciones  necesarias 
para  la  compensación  se  hubiesen  encontrado  reunidas  por 
algún  tiempo,  aunque  no  fuese  mas  que  de  un  solo  dia,  con 
respecto  á  las  dos  deudas,  se  habria  verificado  de  derecho 
la  compensación,  y  podría  oponerla  perpetuamente  el  deu- 
dor que  se  viese  demandado. 

6o.  Que  cuando  una  de  las  deudas  es  una  renta  vitalicia, 
no  tiene  lugar  la  compensación,  porque  no  siendo  estimable 
el  derecho  en  tal  ó  tal  cantidad  determinada ,  no  podria  el 
deudor  de' la  renta  compensarla  como  una  deuda  exigible. 
Mas  los  réditos  caídos  se  compensan  de  derecho,  escepto  en 
el  caso  de  que  la  renta  se  hubiese  donado  ó  legado  como 
pension  alimenticia.  Véase  Alimentos ,  %  iv,  y  Renta  vita- 
licia. 

7o.  Que  tampoco  tiene  lugar  la  compensación  en  los  censos, 
pues  que  no  pueden  exigirse  sus  capitales;  pero  á  diferencia 
del  deudor  de  la  renta  vitalicia,  puede  el  censatario  propo- 
ner la  redención  del  censo  mediante  la  cantidad  que  se  le 
debe  por  el  censualista ,  y  desde  este  momento  se  verificará 
la  compensación  y  cesará  el  curso  de  los  intereses  del  cré- 
dito y  de  los  réditos  del  censo.  En  cuanto  á  los  réditos  ó 
pensiones  caídas  de  un  censo,  es  evidente  que  son  capacej 
de  compensación. 

IV.  Cuarta  condición  :  que  una  de  las  deudas  sj  deba  al 
que  opone  la  compensación,  y  la  otra  á  la  persona  contra 
quien  se  opone.  Puede  un  tercero  pagar  mi  deuda,  aun  con- 
tra la  voluntad  de  mi  acreedor  ;  pero  no  puede  sin  su  con- 
sentimiento hacer  valer  el  crédito  que  tiene  contra  ti ,  para 
estinguir  mi  obligación ,  porque  la  compensación  no  tiene 
lugar  sino  entre  dos  individuos  que  son  á  un  mismo  tiempo 
acreedor  y  deudor  el  uno  del  otro  :  bien  que  puede  cederme 
su  acción,  y  oponer  yo  luego  la  compensación  como  cesio- 
nario. 

De  aquí  es  que  no  puede  el  procurador,  administrador  ó 
mandatario  que  se  ve  demandado  por  una  deuda  suya ,  opo- 
ner la  compensación  de  lo  que  se  debe  por  su  acreedor  al 
principal  ó  poderdante,  ley  24,  tít.  Oí,  Part.  5  ;  ni  el  que 
tiene  un  crédito  contra  el  poderdante  ó  principal  puede  opo- 
nerlo en  compensación  de  la  deuda  que  tuviere  á  favor  del 
mandatario,  procurador  ó  administrador. 

Tú  no  puedes  oponer  á  un  tutor,  acreedor  tuyo,  la  com- 
pensación de  lo  que  te  debe  su  pupilo,  no  solamente  porque 
son  dos  personas  distintas ,  sino  también  porque  puede  su- 
ceder que  el  tutor  no  tenga  bienes  algunos  pertenecientes 
al  menor.  Si  por  el  contrario  eres  tú  acreedor  del  tutor  y 
deudor  del  pupilo,  cuando  te  veas  reconvenido  por  aquel 
con  su  calidad  de  tutor  no  podrás  oponerle ,  para  rechazar 
su  demanda,  el  crédito  que  tienes  contra  él,  porque  de  esta 
manera  opondrías  la  compensación  al  menor  que  es  tu  acree- 
dor y  no  tu  deudor  ;  y  cuando  tú  reconvengas  al  tutor  por 
su  deuda ,  no  podrá  tampoco  él  oponerte  la  compensación 
del  crédito  que  el  menor  tiene  contra  tí ,  aunque  él  es  quien 
debe  cobrarlo  :  bien  que  podrá  retener  de  su  deuda,  con  au- 
torización judicial,  la  cantidad  necesaria  para  cubrir  el  cré- 
dito de  su  pupilo. 

Es  claro  también  que  no  puedes  oponer  á  un  administra- 
dor ó  tesorero  de  rentas,  para  escusarte  de  pagar  los  im- 
puestos ó  contribuciones  públicas ,  lo  que  él  le  debiere  por 
su  cuenta  ;  ni  tampoco  podria  el  mismo  alegar  la  estincion 
de  su  deuda  para  contigo  por  la  compensación  de  las  canti- 
dades que  tú  debieses  al  Estado  por  contribuciones  ó  dere- 
chos cuya  percepción  fuese  de  su  cargo  ;  leg.  penult.  C.  de 
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compms.:  y  lo  que  es  todavía  mas,  ni  aun  puedes  hacer 
valer,  para  dispensarte  del  pago  de  los  impuestos  ó  derechos 
públicos  ó  municipales,  el  crédito  que  tuvieses  contra  el  Es- 
tado ó  concejo  mismo:  ley  26,  til.  14,  Part.  5. 

Como  el  heredero  se  supone  una  misma  persona  con  el 
difunto  su  cousante,  es  claro  que  si  yo  soy  deudor  de  Pablo, 
heredero  de  Felipe  que  era  mi  deudor,  podré  oponer  á  Pablo 
la  compensación  de  lo  que  Felipe  me  debia,  porque  es  opo- 
nerla realmente  al  deudor  actual.  Mas  no  podré  oponérsela 
sino  hasta  la  concurrencia  de  su  porción  hereditaria ,  así 
como  en  sentido  inverso  no  podria  él  oponerme  la  del  cré- 
dito del  difunto  para  estinguir  la  deuda  que  hubiese  con- 
traído en  mi  favor  sino  hasta  la  concurrencia  de  la  misma 
parte  de  herencia  que  le  tocase.  L.  ult.  C.  de  contrario  jud. 
tul.  Y  si  Pablo  aceptó  la  herencia  de  Felipe  con  beneficio  de 
inventario,  no  podré  oponerle  la  compensación  del  crédito 
que  tengo  sobre  ella  sino  solo  hasta  concurrencia  de  lo  que 
él  esté  obligado  á  pagar  según  el  estad»  del  inventario  y 
siempre  en  proporción  de  su  parte  hereditaria.  Voët,  ad 
Pandectas ,  lit.  de  competís.,  n.  11.  En  esle  caso,  no  tendría 
siempre  lugar  de  derecho  la  compensación  desde  que  ambas 
deudas  fuesen  exigibles,  pues  que  á  veces  seria  indispen- 
sable hacer  una  valuación  de  lo  que  tocase  al  heredero  se- 
gún el  inventario. 

El  principio  de  que  la  compensación  se  verifica  solo  entre 
individuos  que  son  á  la  vez  acreedor  y  deudor  uno  de  otro, 
no  impide  que  el  fiador  reconvenido  pueda  oponerla  al  acree- 
dor por  lo  que  este  debiere  al  deudor  principal ,  porque  el 
fiador  no  Jstá  obligado  sino  en  cuanto  existe  la  deuda  del 
fiado,  y  esta  quedó  estinguida  de  derecho  por  la  compensa- 
ción ;  ley  24  ,  lit.  14,  Pari.  S.  El  fiador,  con  efecto,  puede 
oponer  ai  acreedor  todas  las  escepciones  que  no  son  pura- 
mente personales  al  deudor,  es  decir,  todas  aquellas  que  no 
resultan  de  la  condición  ó  cualidad  del  principal  obligado, 
sino  q'ae  recaen  precisamente  sobre  la  deuda ,  y  se  llaman 
por  t?nto  escepciones  reales  ;  ley  15,  til.  12,  Part.  5.  Aun 
cuanJo  la  compensación  no  se  haya  verificado  de  derecho 
al  tiempo  de  presentar  la  demanda  el  acreedor  contra  el  fia- 
dor, por  no  reunir  entonces  ambas  deudas  todas  las  condi- 
ciones requeridas,  si  la  que  se  debe  al  deudor  fiado  las  reúne, 
puede  el  fiador  oponer  la  compensación  á  la  demanda  diri- 
gida contra  él ,  y  desde  esta  oposición  debe  cesar  el  curso 
de  los  intereses. 

El  deudor  principal  no  puede  oponer  la  compensación  de 
lo  que  el  acreedor  debe  al  fiador;  porque  el  deudor  principal 
está  obligado  por  sí  mismo,  y  no  puede  disponer  de  un  cré- 
dito que  pertenece  á  su  fiador,  á  no  ser  que  este  se  lo  ceda. 

Si  el  fiador  puede  oponer  la  compensación  de  lo  que  el 
acreedor  debe  al  deudor  principal ,  con  mas  razón  podrá  opo- 
nerla de  lo  que  le  debe  á  él  mismo  ;  y  así  con  efecto  lo  esta- 
blece la  ley  24,  lit.  14,  Part.  5.  Mas  la  compensación  en 
este  caso  no  surtirá  sus  efectos  sino  desde  que  se  la  oponga. 

No  puede  un  fiador  invocar  la  compensación  de  lo  que  el 
acreedor  debe  al  co-fiador  ó  compañero  en  *ia  fianza.  Pero 
si  este  co-fiador,  viéndose  demandado  por  el  acreedor,  le  ha 
opuesto  con  fruto  la  compensación  de  su  crédito,  se  consi- 
dera esta  compensación  como  pago  real  y  efectivo,  y  la  deuda 
queda  estinguida  no  solo  con  respecto  á  él  mismo,  sino  tam- 
bién con  respecto  á  los  co-fiadores  y  al  deudor  principal , 
salvo  el  recurso  del  co-fiador  contra  sus  compañeros  y  el 
deudor. 

Tampoco  el  deudor  solidario  ó  mancomunado  puede  opo- 
ner la  compensación  de  lo  que  el  acreedor  debe  á  su  co- 
deudor, porque  en  realidad  debe  por  sí  mismo  la  cantidad 
que  se  le  pide ,  y  no  puede  oponer  las  escepciones  que  son 
personales  á  sus  co-deudores.  Mas  si  el  acreedor  acudiese  al 
co-deudor  á  quien  él  mismo  debia  ,  y  este  le  opusiese  y  le 
fuese  admitida  la  compensación,  quedaría  estinguida  la 


deuda  con  respecto  á  todos  como  si  hubiera  sido  pagada  ;  y 
si  después  los  otros  se  viesen  reconvenidos  por  el  acreedor, 
podrían  oponer  la  estincion  de  la  deuda ,  verificada  por  la 
compensación  que  opuso  el  que  tenia  derecho  para  ello. 

En  cuanto  á  los  créditos  de  una  sociedad  contra  el  acreedor 
particular  de  uno  de  los  socios ,  ó  á  las  deudas  de  la  sociedad 
á  favor  del  deudor  personal  de  uno  de  sus  individuos,  parece 
claro  que  no  deben  admitirse  en  compensación.  Una  sociedad 
es  una  persona  moral,  diferente  de  la  persona  natural  de 
cada  uno  de  los  socios  individualmente  considerados.  No 
pueden  pues  los  créditos  de  la  sociedad  ser  compensados  con 
las  deudas  que  cada  socio  ha  contraído  por  su  cuenta  parti- 
cular, y  no  por  la  de  la  sociedad ,  y  vice  versa. 

Si  uno  de  los  socios  pidiere  la  satisfacción  del  perjuicio  que 
otro  hubiese  causado  por  su  culpa  ó  descuido  en  las  cosas 
de  la  sociedad,  y  el  demandado  probare  que  el  demandante 
hizo  también  perjuicio  en  ellas  por  igual  causa,  se  compen- 
sará uno  con  otro  hasta  la  concurrente  cantidad;  /ei/22, 
lit.  14  ,  Pari.  S.  También  se  compensará  eldaño  que  hiciere 
un  socio  à  la  compañía  por  una  parte  con  el  beneficio  ó  lucro 
que  le  produjere  por  otra  ,  con  tal  que  el  daño  provenga  de 
culpa  y  no  de  dolo ,  d.  ley  22,  y  ley  lo,  lit.  10,  Part.  S. 
Pueden  asimismo  compensarse  los  socios  mutuamente  el 
perjuicio  causado  por  dolo  del  uno  con  el  perjuicio  causado 
por  dolo  del  otro  ,  como  igualmente  el  perjuicio  causado  por 
culpa  del  uno  en  una  cosa  con  el  perjuicio  causado  por  dolo 
del  otro  en  cosa  diversa  :  mas  si  en  una  misma  cosa  el  uno 
cometió  dolo  y  el  otro  culpa,  no  hay  lugar  á  la  compensa- 
ción, antes  bien  el  primero  tiene  que  pagar  el  perjuicio 
causado  por  su  dolo ,  sin  acción  alguna  para  repetir  el  cau- 
sado por  la  culpa  del  otro  ;  ley  23,  lit.  14,  Pari.  S.  Lo  que 
dicen  estas  dos  leyes  22  y  23  sobre  la  compensación  en  cosas 
de  sociedad,  se  estiende  igualmente  á  las  demás  cosas  que 
son  comunes  á  dos  ó  mas  personas;  d.  ley  23. 

El  deudor  que  aceptó  pura  y  simplemente  la  cesión  que  el 
acreedor  hizo  de  sus  derechos  á  un  tercero ,  no  puede  ya 
oponer  al  cesionario  la  compensación  que  antes  de  la  acep- 
tación pudo  haber  opuesto  al  cedente.  Supongamos ,  por 
ejemplo,  que  yo  te  debia  una  cantidad  de  6000  rs.,  y  que 
por  cualquiera  causa  contrajiste  luego  á  mi  favor  una  deuda 
de  2000  rs.  :  la  mia  quedó  reducida  á  4000,  en  virtud  de  la 
compensación  verificada  por  derecho.  Mas  si  posteriormente 
cedes  á  Pablo  el  crédito  de  los  6000  rs.,  y  yo  consiento  sim- 
plemente esta  cesión,  sin  decir  nada  sobre  la  compensación 
que  ha  tenido  lugar,  ya  no  la  podré  oponer  á  Pablo,  porque 
se  entiende  que  la  he  renunciado  con  mi  silencio,  y  que 
Pablo  ha  adquirido  de  este  modo  contra  mí  la  deuda  de 
6000  rs. 

Si  el  deudor  no  aceptó  la  cesión  que  le  fué  notificada  , 
puede  oponer  al  cesionario  la  compensación  de  cuanto  le 
debía  el  cedente  antes  de  dicha  notificación ,  porque  no 
pudo  ser  despojado ,  mediante  un  acto  en  que  no  tuvo  parte, 
de  las  ventajas  de  la  compensación  que  se  verificó  por  de- 
recho y  á  que  no  renunció  espresa  ni  tácitamente. 

El  deudor  puede  oponer  también  al  cesionario  la  compen- 
sación de  lo  que  este  le  debiere;  y  del  mismo  modo  el 
cesionario  que  fuere  deudor  de  su  deudor  cedido  ,  podré, 
compensar  esta  deuda  con  el  crédito  adquirido  por  virtud 
de  la  cesión. 

La  compensación  no  tiene  lugar  en  perjuicio  de  los  dere- 
chos adquiridos  por  un  tercero.  Así  es  que  el  que  siendo 
deudor  de  una  persona  viene  luego  á  ser  su  acreedor  des- 
pués del  embargo  de  la  deuda  hecho  por  un  tercero  entro 
sus  manos,  no  podrá  oponer  la  compensación  en  perjuicio 
del  que  obtuvo  el  embargo.  Así  es  también  que  el  comprador 
de  un  inmueble  hipotecado  no  puede  oponer  á  lúS  acreedores 
hipotecarios  la  compensación  de  los  créditos  que  tiene  contra 
el  vendedor. 
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Puede  oponer  la  compensación  el  deudor  por  sí  mismo  ó 
por  apoderado.  Mas  si  habiendo  sido  emplazado  para  pagar 
la  deuda  no  pudiese  comparecer,  y  se  presentare  á  responder 
por  él  un  hijo  suyo',  un  pariente,  ó  algún  estraño ,  podrá 
cualquiera  de  estos  oponer  la  compensación  de  lo  que  el  de- 
mandante debiere  al  demandado  ,  dando  fiador  de  que  este 
lo  aprobará  y  dará  por  bien  hecho;  pues  cualquiera  tiene 
facultad  de  responder  por  otro  y  defenderle ,  aun  sin  poderes, 
afianzando  que  el  demandado  ó  reo  dará  por  firme  lo  hecho 
y  pagará  lo  que  fuere  juzgado;  ley  23,  til.  Vi,  Part.  5. 

V.  Quinta  condición  :  que  ninguna  de  las  deudas  sea  de  la 
clase  de  aquellas  que  la  ley  esceptúa  de  la  compensación. 
Por  regla  general ,  tiene  lugar  la  compensación ,  cualesquiera 
que  sean  las  causas  de  las  deudas.  Así  que ,  si  yo  te  debo 
por  préstamo  ó  legado ,  y  tú  me  debes  por  compra  ó  por 
razón  de  daños  y  perjuicios,  hay  compensación,  siempre 
que  concurran  las  condiciones  prevenidas  por  la  ley;  l.  10, 
§|  2  el  3,  ff.  de  compens.,  et  IL  2  et  10 ,  G.  eocl.  lit.  La  cali- 
dad de  las  personas  es  también  indiferente  :  la  compensación 
tiene  lugar  lo  mismo  entre  menores  que  entre  mayores ,  etc.; 
pues  no  es  sino  la  ley  la  que  la  hace.  Mas  la  regla  general 
de  que  la  compensación  tiene  lugar,  cualesquiera  que  sean 
las  causas  de  las  deudas,  sufre  escepcion  en  los  casos  si- 
guientes : 

Io.  Cuando  se  trata  de  la  demanda  de  restitución  de  un 
depósito ,  sea  voluntario  ó  necesario  ;  pues  el  depositario  y 
sus  herederos  están  obligados  á  restituir  al  dueño  y  los  suyos 
las  cosas  depositadas  cuando  les  fueren  pedidas,  y  no  pueden 
retenerlas  por  via  de  prenda  ó  compensación  de  alguna 
deuda  pendiente  á  su  favor,  ni  aun  de  los  gastos  hechos  en 
ellas ,  que  habrán  de  demandar  después  de  restituidas  ; 
leyes  5  y  10,  til.  3 ,  y  ley  27,  lit.  Vi ,  Part.  S. 

2o.  Cuando  se  trata  igualmente  de  la  demanda  de  restitu- 
ción de  una  cosa  prestada  en  comodato;  pues  el  comoda- 
tario y  sus  herederos  deben  restituirla  del  mismo  modo  al 
dueño  y  los  suyos  ,  concluido  que  sea  el  uso  ú  objeto  para 
que  se  prestó,  sin  poder  retenerla  por  via  de  prenda  ó  com- 
pensación de  deuda  ,  á  menos  que  esta  dimane  de  gastos 
hechos  en  beneficio  de  la  misma  cosa  después  del  préstamo 
ó  comodato;  ley  9,  til.  2,  Part.  S.  Es  muy  estraño  que  la 
ley  conceda  al  comodatario  la  facultad  de  retener  la  cosa 
prestada  por  razón  de  los  gastos  hechos  en  ella ,  y  que  niegue 
igual  facultad  al  depositario.  Mas  justa  parecería  una  dispo- 
sición contraria  que  otorgase  dicha  facultad  al  depositario 
y  la  negase  al  comodatario ,  porque  el  primero  hace  un  ser- 
vicio y  el  segundo  lo  recibe. 

3o.  Cuando  se  trata  asimismo  de  la  demanda  de  restitución 
de  una  cosa  de  que  el  dueño  ha  sido  injustamente  despojado. 
El  despojante  no  puede  dispensarse  de  la  restitución  de  la 
cosa  que  ha  tomado  por  su  propia  autoridad ,  oponiendo  que 
el  que  la  reclama  debe  otra  igual  ó  de  la  misma  especie  : 
Posscssionem  aulem  alienam  perperam  oceupanlibus  compen- 
salio  non  dalur;  l.  ik,  %  2 ,  C.  de  compens.  De  aquí  el  adagio 
de  derecho  :  Spoliatus  ante  omnia  restituendus  est.  Véase 
Despojo. 

k°.  Cuando  uno  pide  los  alimentos  que  otro  le  debe,:  De- 
bitilm  ex  causa  vicluali  non  compensalur.  El  demandado  por 
los  alimentos  que  está  obligado  á  dar,  no  puede  oponer  al 
acreedor  alimentista  la  compensación  de  lo  que  este  le  de- 
biere. Mas  bien  pueden  compensarse  los  alimentos  de  tiem- 
pos pasados,  pues  que  su  demanda  no  tiene  ya  por  causa  la 
necesidad  de  la  subsistencia  del  alimentista. 

5o.  Cuando  uno  es  condenado  á  pagar  á  otro  alguna  can- 
tidad por  razón  de  fuerza  ó  agravio  que  le  hubiere  hecho  ; 
ley  27,  lit.  Vi,  Part.  S.  El  ofensor  en  este  caso  tiene  que 
pagar  al  ofendido  la  pena  pecuniarialólos  daños  y  perjuicios, 
salvo  su  derecho  para  repetir  después  el  pago  de  lo  que  este 
le  ctebJWÇi  Sft.çl  derçcho  romano  se  pudo,  siempre,  opçftçj;  K. 


compensación  á  la  acción  de  lo  juzgado,  aetio  judicati ,  cual- 
quiera que  fuese  por  otra  parte  la  causa  de  la  condenación , 
por  la  razón  sencillísima  de  que  pagar  por  via  de  compen- 
sación es  cumplir  efectivamente  la  sentencia  :  Eum  vero  qui 
judicati  convenitur,  compensationem  pecuniœ  sibi  debites 
implorare  posse  nemini  dubium  est  ;  i.  2,  C.  lit.  de  compens. 
Y  la  ley  10,  §  2,  ff.  hoc  lit.,  admite  positivamente  al  recon- 
venido por  la  acción  llamada  condictio  furtiva ,  que  nacía 
del  hurto  y  del  despojo ,  á  proponer  la  compensación  :  Quo- 
tiensex  maleficio  oritur  aetio,  utputa  ex  causa  furtiva,  cce— 
terorumque  maleficiorum  ,  si  de  ea  pecuniaria  agilur,  com- 
pensatio  locum  habet.  Idem  est  et  si  condicatur  ex  causa 
furtiva.  Aunque  parece  que  Justiniano  hizo  alguna  variación 
con  respecto  á  este  último  punto  en  la  ley  última  de  este 
título  del  Código  ,  no  la  hizo  sino  solo  en  el  sentido  de  que 
el  despojante  no  puede  evitar,  sub  prœlextu  debili ,  el  ser 
condenado  á  la  restitución  de  la  cosa  ó  á  los  daños  y  perjui- 
cios :  mas  esta  ley  no  alteró  el  principio  de  que  la  compen- 
sación podia  siempre  oponerse  como  ejecución  ó  cumpli- 
miento de  la  sentencia.  En  efecto,  una  vez  pronunciada  la 
condenación  civil  ó  criminalmente  en  una  cantidad  fija  de 
dinero  por  daños  y  perjuicios  ó  por  via  de  pena  pecuniaria  , 
no  se  presenta  razón  alguna  que  pueda  oponerse  á  que  esta 
sentencia  se  cumpla  y  ejecute ,  como  cualquiera  otra  ,  por 
vía  de  compensación ,  pues  que  según  el  adagio,  el  que 
compensa ,  paga  ,  siendo  indiferente  pagar  en  dinero  ó  en 
recibos  de  lo  que  se  puede  exigir. 

Si  puede  haber  lugar  á  la  compensación  en  los  delitos  por 
lo  que  hace  al  interés  de  los  particulares ,  no  sucede  así  con 
respecto  á  la  pena  en  que  se  incurre  para  satisfacer  á  la 
vindicta  pública  ,  pues  con  perjuicio  de  esta  no  se  admite 
compensación.  Los  que  delinquen  mutuamente  unos  contra 
otros,  deben  ser  igualmente  castigados,  sin  perjuicio  de 
usar  de  mayor  rigor  contra  los  agresores.  Cuando  la  ley  ro- 
mana dijo  paria  delicta  mutua  compensalione  tollunlur,  ha- 
blaba solo  de  los  intereses  pecuniarios  de  marido  y  mujer 
que  ambos  á  dos  hubiesen  cometido  adulterio;  pero  no  quiso 
sentar  el  principio  general  de  que  dos  delitos  semejantes  co- 
metidos por  dos  personas,  una  contra  otra,  quedaban  eslin- 
guidos  por  la  mutua  compensación ,  como  si  cada  uno  sir- 
viese de  castigo  y  satisfacción  al  otro.  Véase  Agresor. 

Si  dos  obraren  con  dolo  en  una  cosa  ó  negocio  en  que 
mutuamente  se  perjudican  ,  no  puede  el  uno  reconvenir  al 
otro,  porque  se  compensa  el  dolo  de  cada  uno  de  ellos  :  Si 
duo  dolo  malo  fecerint ,  invicem  de  dolo  non  agent;  dolus 
ulriusque  compensalur.  También  se  admite  compensación 
de  la  negligencia  ó  culpa  del  uno  con  la  culpa  ó  negligencia 
del  otro  :  Negligenliœ  ad  negligenliam  admütilur  compen- 
salio;  pero  con  tal  que  la  culpa  sea  de  una  misma  especie, 
pues  no  puede  compensarse  la  grave  con  la  leve  ,  ni  la  leve 
con  la  levísima.  Véase  lo  que  se  ha  dicho  mas  arriba  con 
respecto  á  los  individuos  de  sociedad. 

Efectos  de  la  compensación. 

Luego  que  se  reúnen  todas  las  condiciones  ó  circunstancias 
que  se  acaban  de  esponer,  la  compensación  estingue  de  de- 
recho las  deudas,  como  las  estinguiria  el  pago  real  y  efec- 
tivo, pues  que  aquella  según  la  ley  es  una  manera  de  paga- 
miento: Placuit  ínter  omnes,  id  quod  debelur,  ipso  jure  com- 
pensari;l.  31,  ff.  de  compens.  Estingue  también  porla  misma 
razón  los  privilegios  ,  las  hipotecas,  las  prendas  y  el  curso 
de  intereses  de  las  dos  deudas  hasta  la  concurrencia  de  sus 
cantidades  respectivas ,  y  libra  en  igual  proporción  á  los 
fiadores. 

Cuando  una  de  las  partes  tiene  contra  sí  varias  deudas ,  | 
deben  seguirse  para  la  compensación  las  mismas  reglas  que  ' 
paja,  Ja,  ¡aapu,ta14on  del  pago  establece  la  ley  iQ  j  Ut>  i*  » 
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Part.  B  ;  es  decir,  que  la  compensación  debe  suponerse  apli- 
cada á  la  deuda  vencida  que  fuese  onerosa  por  razón  de 
pena,  interés,  hipoteca  ú  otro  gravamen,  y  si  fuesen  iguales, 
á  todas  en  proporción  ó  á  prorata  de  su  importe.  Una  vez 
hecha  y  aplicada  por  derecho  la  compensación,  no  pueden 
ya  las  partes  aplicar  ó  dirigir  sus  efectos  á  otra  deuda  en 
perjuicio  de  los  interesados  en  la  satisfacción  de  la  que 
quedó  eslinguida,  así  como  tampoco  les  es  permitido  variar 
en  perjuicio  de  tercero  una  imputación  de  pago  que  hizo  la 
ley  por  no  haberla  hecho  las  partes  mismas. 

Así  es  también,  que  el  que  paga  una  deuda  que  estaba 
estinguida  de  derecho  por  la  compensación  ,  no  puede  ya 
en  el  cobro  de  su  crédito  prevalerse  en  perjuicio  de  tercero 
de  los  privilegios  ,  hipotecas  y  fianzas  con  que  lo  tenia  ase=- 
gurado;  porque  esto  seria  privar  al  tercero  de  derechos  que 
á  consecuencia  de  la  compensación  habia  legítimamente  ad- 
quirido. Pablo,  por  ejemplo,  me  debia  una  cantidad  de 
4000  rs.  bajo  hipoteca,  y  á  tí  otra  de  8000  sin  ella  :  adquirió 
Pablo  posteriormente  un  crédito  de  6000  rs.  á  mi  cargo,  en 
cuya  virtud  quedó  estinguido  de  derecho  por  la  compen- 
sación el  crédito  que  yo  tenia  contra  él ,  y  cesó  por  consi- 
guiente mi  hipoteca  :  mas  por  negligencia  dejé  de  oponer  á 
Pablo  esta  compensación,  y  le  pagué  mi  deuda  de  6000  rs. 
Cuando  quiera  yo  pues  demandarle  los  4000  rs.  que  me 
debe,  no  podré  ya  ejercer  en  perjuicio  tuyo  el  derecho  de 
hipoteca  que  antes  tenia.  Tal  es  el  rigor  de  los  principios  del 
derecho;  pero  si  el  que  pagó  la  deuda  ignorábala  existencia 
del  crédito  que  debia  compensarla,  por  provenir  este  v.  gr. 
de  un  testamento  de  que  no  tenia  notieia  al  tiempo  del  pago, 
dicta  la  equidad  que  se  consideren  subsistentes  las  hipotecas, 
fianzas  y  privilegios. 

Gomo  la  compensación  destruye  la  acción ,  puede  opo- 
nerse en  cualquier  estado  del  juicio,  y  aun  por  primera  vez 
en  el  de  apelación.  Puede  oponerse  igualmente  después  de 
pasada  la  sentencia  en  autoridad  de  cosa  juzgada  y  como 
medio  de  darle  cumplimiento,  ora  la  deuda  opuesta  fuese 
anterior  á  la  sentencia  ,  ora  fuese  posterior,  y  en  aquel  caso 
tanto  si  se  opuso  como  si  no  se  opuso  á  la  demanda.  Blas  en 
cuanto  á  este  punto  es  necesario  hacer  alguna  distinción. 

Si  el  juez  declaró  que  no  habia  lugar  á  la  compensación, 
fundándose  en  que  el  demandado  no  era  acreedor  por  su 
parte ,  porque  su  crédito  no  provenia  de  causa  legal ,  ó  es- 
taba ya  prescrito  antes  que  pudiera  compensarse ,  ó  tenia 
algún  vicio  ó  defecto  que  lo  destruía,  es  claro  que  la  escep- 
cion  de  cosa  juzgada  se  alzará  en  adelante  contra  este  cré- 
dito é  impedirá  que  pueda  proponerse  en  compensación  ; 
l-  7,  |  1,  ff.  de  compens.  Pero  si  el  juez  no  lo  desechó  sino 
porque  no  estaba  entonces  suficientemente  justificado ,  ó 
porque  no  era  liquido  ,  ó  porque  no  habia  vencido  todavía, 
podrá  la  parte  condenada  pedir  su  pago  cuando  se  hallare 
en  estado  de  hacer  la  conveniente  justificación  ó  cuando 
haya  llegado  el  plazo  ;  y  podrá  por  consiguiente  oponerlo 
en  compensación  á  otras  deudas  que  debiere  á  la  misma 
persona  ,  y  aun  presentarlo  como  pago  de  lo  juzgado  si  to- 
davía no  estuviere  cumplida  la  sentencia  ;  d.  l.7,$i,  ff.  de 
compens. 

COMPETENCIA.  El  beneficio  que  gozan  algunos  deu- 
dores de  no  poder  ser  reconvenidos  sino  en  cuanto  pudie- 
ren pagar,  quedándose  con  lo  necesario  para  su  subsisten- 
cia. Véase  Beneficio  de  competencia. 

COMPETENCIA.  El  derecho  que  tieneun  juez  ó  tribunal 
para  conocer  de  una  causa.  Todo  juez  ordinario  ,  general- 
mente hablando  ,  tiene  derecho  para  entender  en  todas  las 
causas  que  ocurren  entre  las  personas  que  están  domicilia- 
das en  el  territorio  á  que  se  estiende  su  jurisdicción  ;  á  no 
ser  que  la  persona  ó  la  causa  sean  de  las  esceptuadas  por 
ley  ó  privilegio.  Hay  en  efecto  personas  que  en  ciertas  cau- 
sas están  esentas  de  la  jurisdicción  ordinaria  ,  como  son  los 


eclesiásticos  y  militares  (1)  ;  y  hay  también  causas  de  per- 
sonas sujetas  á  la  jurisdicción  común  ,  que  no  pueden  venti- 
larse en  los  tribunales  ordinarios  ,  sino  que  pertenecen  á 
alguna  jurisdicción  privilegiada  ,  como  á  la  militar ,  á  la 
eclesiástica  ó  á  la  de  hacienda.  Esta  diversidad  de  jurisdic- 
ciones suele  causar  confusion ,  entorpecerla  marcha  de  la 
administración  de  justicia,  y  producir  contiendas  entre  los 
jueces  (2).  Y  no  solo  nacen  las  desavenencias  de  la  diversi- 
dad de  tribunales  de  diferente  naturaleza  ,  sino  también  de 
la  incertidumbre  que  hay  algunas  veces  sobre  cuál  es  el 
juez  ordinario  que  debe  conocer  de  tal  negocio  que  ocurre  ; 
pues  aunque  es  regla  general  que  el  actor  debe  seguir  el 
fuero  del  reo  (5),  es  decir,  que  al  juez  del  reo  toca  juzgar  la 
causa  ,  todavía  puede  dudarse  si  este  juez  es  el  del  lugar 
donde  el  reo  está  domiciliado  ,  ó  donde  se  halla  accidental- 
mente, ó  donde  hizo  el  contrato,  ó  donde  cometió  el  delito, 
ó  donde  tiene  sus  bienes,  ó  donde  ha  llevado  la  cosa  que  sé 
le  demanda.  Cuál  deba  ser  pues  el  juez  que  haya  de  enten- 
der en  el  negocio  ,  se  verá  en  los  artículos  Competencia  en 
materia  civil  y  Competencia  en  materia  criminal ';  y  cómo 
haya  de  formarse  la  contienda  de  competencia  cuando  un 
juez  se  entromete  á  juzgar  de  cosas  que  no  están  sujetas  á 
su  jurisdicción  ,  se  dirá  en  el  artículo  que  sigue. 

COMPETENCIA.  La  controversia  ó  disputa  que  se  sus- 
cita entre  dos  ó  mas  jueces  ó  tribunales  sobre  cuál  de  ellos 
es  el  que  debe  conocer  de  cierta  causa  ó  negocio.  De  esta 
definición  y  de  la  del  artículo  antecedente  resulta  que  la 
palabra  competencia  no  solo  se  aplica  al  derecho  de  juzgar 
un  negocio  contencioso  ,  sino  también  á  la  contienda  de  dos 
jueces  sobre  este  derecho. 

El  juez  á  quien  corresponde  el  conocimiento  de  la  causa 
que  es  objeto  de  la  cuestión,  debe  pasar  al  que  le  usurpa  sus 
facultades  un  oficio  atento  en  que  le  haga  ver  que  no  le  com- 
pete conocer  de  aquel  negocio,  á  fin  de  avenirse  los  dos 
amigablemente  y  terminar  así  la  disputa  sin  gastos  ni  dila- 
ciones. Si  no  cede  el  usurpador,  y  ambos  son  independien- 
tes el  uno  del  otro,  pero  de  una  misma  esfera  ó  línea  ,  como 
por  ejemplo  dos  alcaldes  ordinarios  ó  jueces  de  primera 
instancia  ,  se  le  pasará  otro  oficio  autorizado  por  escribano 
requiriéndole  que  se  inhiba  ó  abstenga  de  conocer  en  la 
causa.  Pero  si  los  dos  jueces  son  de  diferente  línea  ó  esfera , 
como  un  intendente  y  un  alcalde  ordinario  ó  juez  de  primera 
instancia,  el  reclamante  ha  de  exhortarle  á  que  se  inhiba  y  le 
remita  el  proceso  original.  Si  aun  así  no  accede  el  requerido 
ó  exhortado  ,  le  propondrá  el  otro  una  conferencia  ,  si  lo 
cree  conveniente,  á  fin  de  procurar  persuadirle;  y  si  aun 
este  paso  fuere  infructuoso  ,  le  dirigirá  otro  oficio ,  manifes- 
tando que  insiste  en  su  opinion  ,  y  que  en  atención  á  estar 
discordes  le  forma  competencia  ,  requiriéndole  y  exhortán- 
dole á  que  no  prosiga  adelante  y  remita  el  proceso  al  juez 
superior  para  que  se  decida  la  contienda,  ofreciendo  él  ha- 
cer lo  mismo  por  su  parte  (4).  En  seguida  remiten  ambos 

(1)  El  art.  50  de  la  5a.  ley  constitucional  de  Méjico  dice  :  <■  No 
habrá  mas  fueros  personales  que  el  eclesiástico  y  militar.  b 

(2)  Sobre  los  inconvenientes  y  perjuicios  de  las  competencias , 
véase  á  Dou  ,  tom.  2,  pág:  512,  sección  44. 

(5)  Ley  13 ,  tít.  \  ,  lib.  S ,  Nov.  Rec;  ley  52  ,  tít.  2,  Parí.  3  , 
y  cap.  1  de  foro  comp. 

(4)  En  real  cédula  de  50  de  marzo  de  1789  (nota  12,  lit.  ¡ , 
lib.  4 ,  Nov.  Rec.  )  se  mandaron  observar  estos  oficios  y  conferen- 
cias ;  pero  el  art.  H  de  la  ley  de  19  de  abril  de  1813,  que  es 
Instrucción  para  dirimir  las  competencias  que  se  susciten  en 
■materias  de  jurisdicción,  dice  :  «  El  juez  ó  juzgado  que  solicite  la 
iiibibicion  de  olro,  pasará  oficio  á  este  manifestando  las  razones 
en  que  se  funde ,  y  anunciando  la  competencia  si  no  cede  :  contes- 
tará el  intimado  dando  las  suyas  y  aceptándola  en  su  oso  :  si  el 
primero  no  se  satisface,  lo  dirá  al  segundo;  y  ambos  remitirán 
por  ol  primer  correo  á  la  autoridad  superior  compelen  le  los  autos 
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jueces  el  proceso  con  sus  respectivas  representaciones  al 
superior  común  si  son  de  una  misma  esfera,  como  dos  jueces 
de  primera  instancia  á  la  audiencia  ó  tribunal  superior  de  la 
provincia,  por  conducto  del  fiscal,  y  oyendo  el  dictamen  de 
este  decide  dicho  tribunal  superior  la  competencia,  y  re- 
mite unos  y  otros  autos  al  juez  en  cuyo  favor  se  declara 
aquella  ;  pero  si  los  jueces  son  de  diferente  esfera  ,  como  un 
juez  de  primera  instancia  y  un  intendente ,  remite  cada  uno 
el  proceso  á  su  respectivo  superior  ,  esto  es ,  á  la  audiencia 
ó  tribunal  de  alzadas  ó  apelaciones  y  al  consejo  de  hacienda. 
Si  la  audiencia  ó  tribunal  de  alzadas  juzga  que  el  juez  de 
primera  instancia  no  tiene  razón  ,  desaprueba  sus  procedi- 
mientos y  remite  los  autos  al  intendente  para  que  siga  cono- 
ciendo de  la  causa;  pero  si  opinase  lo  contrario ,  dirigirá  el 
proceso  al  consejo  de  Castilla  para  que  puesto  de  acuerdo 
con  el  de  hacienda ,  se  forme  sala  ó  junta  de  ministros  de 
ambos  tribunales  que  decida  sobre  la  competencia ,  ó  con- 
sulte en  caso  de  duda  (1). 

Cuando  la  contienda  de  competencia  se  suscita  entre  dos 
jueces  de  una  misma  línea  ó  esfera,  pero  de  los  cuales  uno  es 
superior  y  otro  inferior,  aquel  pedirá  á  este  un  testimonio  de 
tocio  lo  actuado  ó  el  mismo  proceso  original  para  determinar 
en  su  vista.  Al  remitir  dicho  testimonio  ó  proceso  espondrá 
el  juez  inferior  las  razones  que  tiene  para  considerarse  com- 
petente; y  si  estas  no  satisfacen  al  superior,  volverá  este  á 
representar  al  mismo,  ó  se  quejará  á  otro  superior  si  le  tiene 
por  medio  de  su  fiscal ,  y  si  no  le  tiene,  al  rey  por  el  minis- 
terio de  gracia  y  justicia  (2). 

que  cada  uno  haya  formado.  —  Art.  \  2.  Cada  juez  al  remitir  los 
autos ,  espondrá  al  tribunal  las  razones  en  que  se  funde ,  y  este 
decidirá  la  competencia  en  el  preciso  término  de  ocho  días.  » 
El  art.  41  riela  ley  de  14  de  febrero  dice  que  ese  término  comen- 
zará á  correr  desde  el  dia  en  que  reciba  los  autos  el  tribunal  que 
las  haya  de  decidir,  ó  mas  claro,  la  primera  sala  ,  pues  ya  el  art.  29 
y  la  Constitución  habían  dicho  cuál  era  el  tribunal  que  habia  de 
decidir  las  competencias. 

(1)  La  3a.  ley  const.  de  Méjico  dice  en  su  art.  12 ,  que  es  atri- 
bución de  la  Suprema  Corte  de  justicia  «  dirimir  las  competencias 
que  se  susciten  entre  los  tribunales  ó  juzgados  de  diversos  depar- 
tamentos ó  fueros.  »  Ademas,  como  ejerce  las  atribuciones  de 
audiencia,  dirime  también  las  de  los  jueces  inferiores,  de  que 
habla  el  art.  5  del  decreto  de  19  de  abril  1815  ;  y  como  cqrte 
marcial  decidirá  las  de  que  habla  el  art.  8.  —  A  los  tribunales 
superiores  de  los  departamentos  toca  decidir  las  competencias  de 
jurisdicción  que  se  susciten  entre  sus  jueces  subalternos,  como 
dice  el  art.  22 ,  §  4  de  la  5a.  ley  constitucional. 

(2)  Entre  los  Mejicanos  no  se  hace  remisión  de  tal  testimonio, 
pues  se  daria  al  otro  juez  mas  conocimiento  del  que  se  le  debe  ; 
solamente  le  toca  conocimiento  de  los  motivos  en  que  funda  el  otro 
su  jurisdicción.  Téngase  presente  el  art.  29  de  la  ley  de  14  de  fe- 
brero de  1826,  que  establece  que  en  los  juicios  de  competencias 
de  que  bahía  la  Constitución  ,  habrá  solo  una  instancia  de  que 
conocerá  la  primera  sala.  —  Téngase  presente  que  por  las  leyes  8, 
tít.  9,  lib.  5,  y  63,  tít.  2,  lib.  2,  Rec.  de  Ind.,  se  manda  que 
el  tribunal  ó  ministro  que  atentare  ó  innovare  pendiente  la  com- 
petencia, pierda  el  derecho  que  podia  tener  al  conocimiento  del 
pleito  ó  negocio,  y  quede  remitido  á  la  jurisdicción  del  otro  tri- 
bunal ó  juez  con  quien  competía.  —  Téngase  también  presente, 
que  el  juez  que  promueve  ó  sostiene  en  causas  criminales  com- 
petencia contra  ley  espresa ,  tieneja  pena  que  señala  el  art.  6  del 
decreto  de  H  de  setiembre  de  1S20,  con  obligación  el  tribunal 
que  la  dirima  de  hacerla  efectiva.  —  Sobre  darse  al  fiscal  vista  en 
los  juicios  de  competencias,  véase  la  providencia  205  ,  ttec.  de 
Beleña ,  que  es  cédula  de  14  de  diciembre  de  1785  ;  y  sobre  no 
usar  los  eclesiásticos  conminación  de  escouiunion  en  los  casos  de 
competencia  con  los  magistrados  civiles  ,  véase  allí  la  providencia 
n.  203.  —  Sobre  competeocija  entre  todas  clases  de  jueces,  véase 
á  Dou,  tom.  2,  desde  la  pág.  58  ;  y  sobre  competencia  entre  el 


Tal  era  la  prédica  que  se  observaba  en  esta  materia;  pero 
sufrió  alguna  alteración  por  las  leyes  15  y  16,  tít.  1 ,  lib.  k  , 
Nov  Rec,  en  las  cuales  se  estableció,  que  en  las  competen- 
cias suscitadas  entre  las  diversas  jurisdicciones  ,  es  decir, 
entre  la  jurisdicción  ordinaria  y  alguna  délas  privilegiadas, 
ó  bien  entre  estas,  no pudiendo  avenirse,  se  remitiesen  los 
autos  en  derechura  á  las  respectivas  secretarías  del  despa- 
cho ,  para  que  estas  los  pasasen  reunidos  á  informe  del 
ministro  ó  ministros  togados  que  eligiesen  para  el  caso,  y  en 
vista  de  él  se  diese  cuenta  á  S.  M.  para  su  soberana  deter- 
minación. No  parece  que  con  esta  disposición  se  logró  la 
celeridad  ni  el  acierto  que  se  deseaba  ;  y  así  es  que  por  real 
orden  de  2o  de  noviembre  de  1819  se  formó  una  junta  su- 
prema de  competencias ,  presidida  por  el  presidente  del 
consejo  real ,  y  compuesta  de  dos  ministros  de  cada  uno  de 
los  consejos  de  Castilla,  Indias,  guerra,  hacienda  y  órdenes, 
para  que  todas  las  competencias  que  se  formasen  por  cual- 
quiera autoridad  ,  se  remitiesen  á  ella  y  se  decidiesen  por  el 
mayor  número  de  votos,  no  bajando  de  tres  conformes, 
llevándose  á  efecto  su  resolución  como  gubernativa  éinsu- 
plicable.  No  fué  larga  la  duración  de  esta  junta;  pero  renació 
en  virtud  de  real  orden  de  24  de  febrero  de  1824,  y  habiendo 
cesado  segunda  vez  por  la  supresión  de  los  antiguos  consejos 
en  virtud  de  real  decreto  de  2(1  de  marzo  de  1834,  se  volvió 
á  crear  por  otro  de  29  de  mayo  del  mismo  año ,  componién- 
dose del  presidente  del  tribunal  supremo  dé  España  é  In- 
dias, de  dos  ministros  de  cada  uno  de  los  tres  tribunales 
supremos,  y  de  otros  dos  del  consejo  real  délas  órdenes  mili- 
tares. Finalmente  por  real  decreto  de  30  de  agosto  de  1836 
se  restableció  el  decreto  de  las  Cortes  de  19  de  abril  de  1813 
que  contiene  la  siguiente  instrucción  para  dirimir  las  com- 
petencias de  jurisdicción  en  toda  la  monarquía. 

«  Las  Cortes  generales  y  estraordinarias,  deseando  preve- 
nir todos  los  casos  acerca  de  las  competencias  de  jurisdicción 
en  todo  el  territorio  de  la  monarquía,  y  teniendo  presente  lo 
establecido  sobre  esta  materia  en  la  Constitución  y  en  la  ley 
de  9  de  octubre  próximo  pasado  ,  decretan  que  se  guarde  y 
cumpla  la  siguiente  instrucción. 

Art.  Io.  Corresponde  al  supremo  tribunal  de  justicia  di- 
rimir todas  las  competencias  de  las  audiencias  entre  sí  en 
todo  el  territorio  español,  y  las  de  las  audiencias  con  los  tri- 
bunales especiales  que  existan  en  la  península  é  islas  adya- 
centes, según  se  dispone  en  el  artículo  261  de  la  Constitución. 

=  El  art.  citado  dice  :  «  Toca  á  este  supremo  tribunal , 
primero  :  dirimir  todas  las  competencias  de  las  audiencias 
entre  sí  en  todo  el  territorio  español ,  y  las  de  las  audiencias 
con  los  tribunales  especiales  que  existan  en  la  península  ó 
islas  adyacentes.  En  ultramar  se  dirimirán  estas  últimas , 
según  lo  determinaren  las  leyes.  » 

2o.  El  mismo  supremo  tribunal  dirimirá  las  que  se  ofre- 
cieren en  la  península  é  islas  adyacentes  entre  los  jueces 
ordinarios  de  primera  instancia  y  los  tribunales  especiales 
que  no  estén  sujetos  á  la  jurisdicción  de  las  audiencias  ,  con 
arreglo  á  lo  prevenido  en  el  artículo  34  ,.  capítulo  2°..  de  la 
citada  ley  de  9  de  octubre. 

=  El  citado  art.  54  dice  así  :  «  Las  competencias  de  ju- 
risdicción que  ocurran  en  la  península  é  islas  adyacentes 
entre  los  jueces  letrados  de  partido  y  los  juzgados  ó  tribu- 
nales especiales,  se  decidirán  por  el  supremo  tribunal  de 
justicia  ,. al  cual  se  remitirán  los  autos  originales  formados 
sobre  ello.  » 

o°.  Asimismo  decidirá  las  que  se  promovieren  en  la  pe- 
nínsula é  islas  adyacentes  entre  los  tribunales  especiales  de 

arzobispo  de  Méjico  y  el  obispo  de  Puebla,  véase  la  cédala  de  8 
de  diciembre  de  1780,  núm.  202  en  Beleña.  —  Sobre  fuero  militar 
véase  Juez  competente,  y  allí  el  real  decr.  de  9  de  febrero  de  1793, 
y  circular  del  min.  de  guerra  de  27  de  setiembre  de  1823, 
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distintos  territorios,  ó  que  aunque  sean  de  uno  mismo,  ejer- 
zan diversa  especie  de  jurisdicción,  ó  no  tengan  entrambos 
un  mismo  tribunal  superior  que  pueda  decidir. 

4o.  Conocerá  también  dicho  supremo  tribunal  de  las  que 
ocurran  en  la  península  é  islas  adyacentes  entre  una  au- 
diencia y  el  juez  ordinario  de  distinto  territorio,  y  entre  jue- 
ces ordinarios  de  territorios  diferentes. 

5o.  Pertenece  á  las  audiencias  de  ambos  hemisferios  diri- 
mir las  competencias  entre  todos  los  jueces  subalternos  de 
sus  respectivos  territorios  ,  según  lo  prevenido  en  el  artículo 
265  de  la  Constitución. 

=  Dice  el  art.  265  :  «  Pertenecerá  también  á  las  audien- 
cias conocer  de  las  competencias  entre  todos  los  jueces  su- 
balternos de  su  territorio!  » 

6o.  Son  jueces  subalternos  de  las  audiencias,  no  solo  los 
ordinarios,  sino  también  los  de  los  tribunales  especiales 
creados  ó  que  se  crearen  para  conocer  en  primera  instancia 
de  determinados  negocios ,  con  apelaciones  á  las  mismas 
audiencias. 

7o.  Las  competencias  que  se  promuevan  en  la  península  ó 
islas  adyacentes  entre  los  tribunales  de  guerra  y  marina , 
serán  decididas  por  el  superior  especial  de  guerra  y  marina, 
á  escepcion  de  las  que  ocurran  entre  comandantes  de  ma- 
trícula de  un  mismo  departamento  ,  que  dirimirá  su  capitán 
general. 

8o.  En  ultramar  las  que  ocurran  entre  los  jueces  subal- 
ternos de  las  audiencias  y  los  tribunales  y  juzgados  especia- 
les, ó  entre  estos  y  las  audiencias,  se  decidirán  por  lamas 
inmediata,  según  el  artículo  15,  capítulo  Io.  de  la  ley  de  9 
de  octubre. 

=  El  citado  art.  15  dice  :  «  En  ultramar  las  (competen- 
cias) que  ocurran  entre  los  jueces  subalternos  y  los  tribu- 
nales y  juzgados  especiales,  ó  entre  estos  y  las  audiencias, 
se  decidirán  por  la  mas  inmediata.  » 

9o.  La  audiencia  territorial  decidirá  en  ultramar  las  que 
se  promovieren  entre  los  tribunales  especiales  de  su  territo- 
rio, aunque  no  sean  subalternos  de  la  misma,  cuando  en- 
trambos no  tuvieren  un  mismo  superior,  pues  teniéndole, 
deberá  este  decidirlas. 

10.  Las  que  se  ofrecieren  en  ultramar  entre  los  juzgados 
especiales  de  distintos  territorios ,  ó  entre  los  jueces  ordina- 
rios de  territorios  diferentes,  serán  decididas  por  la  audien- 
cia mas  inmediata  á  la  provincia  del  que  las  promoviere. 

1 1 .  El  juez  ó  juzgado  que  solicite  la  inhibición  de  otro  , 
pasará  oficio  á  este  manifestando  las  razones  en  que  se  funde, 
y  anunciando  la  competencia  ,  si  no  cede;  contestará  el 
intimado  dando  las  suyas,  y  aceptándola  en  su  caso;  si  el 
primero  no  se  satisface,  lo  dirá  al  segundo,  y  ambos  remi- 
tirán por  el  primer  correo  á  la  autoridad  superior  compe- 
tente los  autos  que  cada  uno  haya  formado. 

12.  Cada  juez,  al  remitir  los  autos,  espondrá  al  tribunal 
.'as  razones  en  que  se  funde ,  y  este  decidirá  la  competencia 
en  el  preciso  término  de  ocho  dias.  » 

—  En  la  corona  de  Aragon  habia  un  canciller  nombrado 
por  el  rey  para  decidir  las  competencias  entre  la  jurisdic- 
ción real  y  la  eclesiástica;  pero  por  real  decreto  de  51  de 
octubre  de  1835  quedó  suprimido  este  empleo.  Véase  Can- 
ciller de  contenciones. 

COMPETENCIA  en  materia  civil.  El  derecho  que 
tiene  tíri  juez  para  conocer  de  una  causa  que  versa  sobre 
intereses  particulares.  Goza  de  este  derecho  :  Io.  el  juez  del 
lugar  donde  el  reo  está  domiciliado  ó  lo  estaba  cuando  con- 
trajo ia  obligación  :  —  2o.  el  del  lugar  que  se  espresó  en  el 
contrato;  ó  no  habiéndose  espresado,  el  del  lugar,  en  que  se 
celebró ,  con  tal  que  el  reo  se  encuentre  allí  cuando  se  in- 
tenta la  acción  :  —  5o.  el  del  lugar  en  que  se  hallan  situados 
los  bienes ,  cuando  se  demanda  por  acción  real  :  —  k°.  cuan- 
do se  demanda  con,  dçvecho  de,  dominio  una  cosa  mueble,  q\ 


del  lugar  en  que  se  hallare  el  reo  con  ella,  aunque  sea  mo- 
rador ó  habitante  de  otro  pueblo,  á  no  ser  que  diere  fiado- 
res de  estar  á  derecho  :  —  5o.  en  los  negocios  de  cuentas 
que  deben  dar  los  tutores  ó  curadores ,  el  del  lugar  donde  se 
administró  la  tutela  ó  curaduría  :  —  6o.  en  las  causas  pose- 
sorias de  herencias,  el  del  lugar  donde  están  las  cosas  here- 
ditarias :  —  7o.  en  las  causas  de  petición  de  legados ,  si  estos 
son  específicos ,  es  decir,  si  consisten  en  cosa  cierta  y  seña- 
lada, el  del  lugar  donde  more  el  heredero,  ó  donde  esté  la 
mayor  parte  de  los  bienes  del  testador  ,  ó  donde  se  halle  la 
cosa  legada,  á  menos  que  el  testador  hubiese  designado  el 
lugar  donde  habia  de  entregarse  aquella  ;  pero  si  los  legados 
fueren  genéricos  ó  de  cantidad  ,  esto  es,  de  cosa  no  desig- 
nada ,  como  de  un"  caballo  sin  decir  cuál ,  ó  de  cosa  que 
consta  de  número  ,  peso  ó  medida ,  como  cien  fanegas  de 
trigo,  el  del  lugar  donde  morare  el  heredero,  ó  donde  se 
halle  la  mayor  parte  de  los  bienes  del  testador,  ó  donde  aquel 
comenzase  á  pagar  las  mandas;  ley  52  ,  lit.  2,  Part.  3,  ley 
ûll.,  tít.  9,  Part.  6;  Covar.,  cap.  1  ,  Práct.,  q.  10,  n.  5  ; 
l.  2,  C.  dejurisd.;  1.  unie,  C.ubidehœred.  (1).  —  Véase 
Fuero,  Juez,  Jurisdicción. 

COMPETENCIA  en  materia  criminal.  El  derecho  que 
tiene  un  juez  para  conocer  de  un  delito.  Debe  conocer  de 
un  delito  el  juez  del  lugar  donde  el  reo  lo  cometió ,  ó  donde 
está  domiciliado ,  ó  donde  tuviese  la  mayor  parte  de  sus  bie- 
nes si  en  este  fuere  hallado ,  ó  donde  fuere  cogido  siendo 
vagamundo.  Habiendo  contienda  entre  estos  jueces,  y  me- 
reciendo el  delito  pena  corporal,  debe  ser  remitido  el  reo  al 
del  territorio  en  que  delinquió,  á  no  ser  que  la  persona  que 
recibió  el  daño  escogiese  el  del  lugar  del  domicilio;  ley  15, 
tít.  i,  y  ley  l,  lit.  29,  Part.  7;  ley  1 ,  tít.  56,  lib.  12,  Nov. 
Rec.  La  razón  es  que  la  prueba  del  delito  puede  hacerse  con 
mas  facilidad  y  á  menos  gasto  en  el  lugar  en  que  se  cometió, 
que  no  en  los  demás  ;  y  que  el  castigo  del  delincuente  causa 
mas  sensación  en  el  distrito  en  que  delinquió ,  que  no  en 
aquel  en  que  tal  vez  no  se  tiene  noticia  ni  del  delito  ni  del 
reo  hasta  que  se  le  ve  llevar  al  suplicio.  Mas  si  un  hombre, 
hallándose  en  los  límites  de  una  jurisdicción,  dispara  un  fu- 
sil ó  una  piedra,  y  mata  á  otro  que  está  en  la  jurisdicción 
inmediata,  ¿á  cuál  de  los  dos  jueces  corresponderá  el  cono- 
cimiento de  este  delito?  Parece  que  ambos  jueces  son  com- 
petentes ,  y  que  en  este  caso  debe  tener  lugar  la  prevención; 
es*  decir,  que  debe  continuar  la  causa  el  que  se  hubiere 
anticipado  al  otro  empezando  primero  las  diligencias. 
En  los  crímenes  gravísimos ,  como  muerte  segura ,  mujer 
forzada,  incendio  de  edificios,  traición,  alevosía  y  otros  se- 
mejantes, según  la  ley  5,  tít.  5,  Part.  5,  y  la  ley  9,  tít.  U, 
lib.  11 ,  Nov.  Rec,  solo  era  juez  competente  el  tribunal  su- 
perior de  la  provincia  (2) ,  el  cual  solia  conocer  por  sí  ó  por 
sus  comisionados  de  todos  aquellos  que  merecían  pena  cor- 
poral ó  destino  á  presidio  ó  á  las  armas,  castigando  à  los 
inferiores  que  no  les  daban  cuenta  de  ellos.  Mas  ahora  ,  se- 
gún el  reglam.  de  26  de  setiembre  de  1855  ,  art.  56  ,  solo  á 
los  jueces  de  primera  instancia  compete  conocer  en  ella  de 
todas  las  causas  civiles  y  criminales  que  ocurran  en  su  res- 
pectivo distrito,  correspondientes  á  la  real  jurisdicción  or- 
dinaria, inclusas  las  que  antes  eran  casos  de  corte. — Yéaso 
Audiencia,  Caso  de  corte,  Fuero,  Juez,  Jurisdicción,  Be- 
quisiloria. 

COMPETENTE.  Llámase  competente  el  juez  que  tiene 
poder  para  juzgar  un  negocio.  Véase  Competencia  en  histe- 
ria civil  y  Competencia  en  malcría  criminal. 

CÓMPLICE.  El  que  ha  tomado  parte  en  un  delito  conic- 

(i)  Véase  sobre  estos  puntos  la  ley  15,  tít.  I,  Part.  7  ;  la  Cur. 
Filíp.,  |  5,  Ia.  parte  del  juicio  civil.;  febrero  mi}.,  tom.  4, 
pág.  283 ,  §§  k  ,  5  y  6  ;  Murillo ,  lib.  2  ,  desde  él  ¡i.  ol  al  37. 

(2)  Rççuéid.e$e  fluc  en  America  no  hay  ya  caso  de  corte. 
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lido  por  otro  individuo;  y  el  compañero  en  el  delito.  Esta 
palabra  efectivamente  se  suele  aplicar  en  el  uso  común  : 
Io.  á  los  autores  de  un  delito  que  no  puede  cometerse  sin  el 
concurso  de  dos  personas  ;  y  así  al  adúltero  se  le  llama  cóm- 
plice de  la  adúltera  :  —  2o.  á  los  que  contribuyen  principal 
y  directamente  á  la  perpetración  del  delito  ,  y  que  con  mas 
propiedad  podrían  llamarse  co-delincuentes  :— 5o.  á  los  que 
toman  en  la  perpetración  del  delito  una  parte  accesoria  ó 
secundaria,  y  no  principal  ni  directa.  Estos  últimos  son  los 
que  propiamente  se  dicen  cómplices  en  el  sentido  legal.  Los 
autores  principales  deciden  el  delito  y  lo  ejecutan  por  sí  ó 
por  otro ,  ó  bien  sin  haber  concurrido  á  su  resolución  lo  eje- 
cuían  directamente  por  sí  solos  ó  en  union  con  otros  com- 
pañeros. Los  cómplices  acceden  á  la  decisión  criminal  y  fa- 
cilitan su  ejecución,  pero  ni  esta  ni  aquella  son  obra  suya.  Los 
cómplices  pues  no  son  acreedores  á  penas  tan  severas  como 
los  autores  principales;  y  aun  la  ley  debe  dejar  al  juez  cier- 
to poder  discrecional  que  le  permita  proporcionar  la  pena 
á  la  culpabilidad  relative  de  cada  uno  de  los  casos  que 
ocurrieren. 

Hanse  suscitado  sobre  la  teoría  de  la  complicidad  muchas 
cuestiones  delicadas  ;  y  así  en  las  leyes  como  en  los  libros 
de  los  criminalistas  se  han  adoptado  las  mas  encontradas 
resoluciones. 

La  legislación  inglesa  distingue  á  los  delincuentes  en  prin- 
cipales j  accesorios.  Los  primeros  son  aquellos  que  han  to- 
mado parte  en  la  ejecución  del  delito ,  ora  como  autores  in- 
mediatos y  materiales  ,  en  cuyo  caso  se  llaman  delincuentes 
principales  en  primer  grado ,  ora  ayudando  ó  asistiendo  con 
su  presencia  ó  de  otro  modo  á  los  actores  inmediatos ,  en 
cuyo  caso  se  dicen  delincuentes  principales  en  segundo  gra- 
do. Son  culpables  accesoriamente  lodos  aquellos  que  ¿mies  ó 
después  del  hecho  criminal  han  tomado  parte  de  cualquier 
modo  en  él ,  trabajando  para  hacerlo  cometer,  ó  dando  ausi- 
lio  al  delincuente  principal.  En  cuanto  á  la  pena ,  debería 
ser  ,  según  la  ley  ,  siempre  la  misma  para  los  delincuentes 
accesorios  y  para  los  principales;  pero  esta  regla  se  lia  mo- 
dificado en  virtud  de  algunos  estatutos  con  respecto  á  los 
accesorios. 

La  legislación  francesa  confunde  bajo  el  nombre  de  com- 
plicidad las  especies  mas  diferentes  de  participación  en  un 
crimen  ó  delito;  y  fuera  de  una  ú  otra  escepcion ,  impone  á 
todos  los  cómplices  la  misma  pena  que  al  autor  principal  ;  y 
aun  la  jurisprudencia  de  los  tribunales  ha  recargado  el  rigor 
de  la  ley  con  sus  interpretaciones  y  sus  doctrinas. 

El  código  de  Baviera  coloca  en  la  misma  línea  :  Io.  á  los 
autores  físicos  ó  inmediatos,  á  los  ejecutores  materiales  del 
crimen  :  2o.  á  los  que  ayudan  ó  favorecen  su  ejecución,  de 
modo  que  sin  su  ausilio  no  se  verificaría  esta  :  3o.  á  los  que 
á  sabiendas  provocan  ó  incitan  á  cometerlo.  Todos  los  de- 
más cuya  participación  no  es  tan  activa  ni  tan  directa,  tie- 
nen señaladas  penas  mas  lijeras. 

Nuestros  códigos  ni  nuestros  criminalistas  no  trazan  con 
exactitud  y  distinción  las  diferencias  que  hay  entre  los  au- 
tores principales  y  los  cómplices.  Mas  el  título  Ift  de  la  Par- 
tida 7a.,  que  trata  de  los  hurtos ,  después  de  sentar  en  la 
ley  h ,  que  presta  ayuda  al  ladrón  el  que  á  sabiendas  le  au- 
siliare  ó  diere  escalera  para  subir,  ó  le  prestare  herramienta, 
ó  le  mostrare  el  modo  de  descerrajar  puerta ,  abrir  arca , 
horadar  pared,  ú  otra  cosa  semejante  para  cometer  el  de- 
lito; y  que  se  entiende  que  le  da  consejo  el  que  lo  conforta  ó 
lo  esfuerza  et  le  demuestra  alguna  manera  de  como  faga  el 
furto  ;  establece  luego  en  la  ley  18 ,  que  el  que  diere  consejo 
de  esfuerzo  para  el  hurto  incurra  en  la  misma  pena  que  el 
ladrón ,  esto  es  ,  en  el  cuatro  tanto  del  valor  de  la  cosa  hur- 
tada siendo  el  hurto  manifiesto ,  y  en  el  dos  tanto  siendo  en- 
cubierto ,  ademas  de  la  restitución  en  ambos  casos  ;  y  que  el 
que  solo  le  diere  ayuda,  ó  consejo  pague  debje  lo  hurtado  y  \ 


no  mas.  Hablando  en  seguida  la  misma  ley  de  los  salteado- 
res de  caminos  ,  piratas ,  forzadores  de  casas ,  ladrones  sa- 
crilegos y  peculatarios ,  les  impone  la- pena  de  muerte,  y 
comprende  en  ella  á  los  que  les  dieren  ayuda  y  consejo  para 
ejecutar  los  robos  ó  hurtos.  Vense  también  en  otras  leyes 
las  mismas  penas  contra  los  cómplices  y  ausiliadores  que 
contra  los  delincuentes  principales,  como  sucede  en  los  de- 
litos de  traición  y  en  algunos  casos  del  de  homicidio  :  mas 
en  otras  no  se  prescribe  contra  los  cómplices  sino  la  mitad 
de  la  pena  establecida  contra  los  autores  del  crimen  ,  como 
en  las  asonadas  ó  motines;  y  aun  en  estos  se  castiga  con 
mas  severidad  que  á  los  co-delincuentes  á  ciertos  agentes 
secundarios,  como  por  ejemplo  á  los  que  repican  las  cam- 
panas para  fomentar  el  tumulto. 

Por  lo  dicho  se  ve  que  nuestras  leyes  vigentes  no  han  fi- 
jado reglas  para  distinguir  á  los  cómplices  ni  para  propor- 
cionar el  castigo  al  grado  de  su  culpabilidad.  Solo  se  encuen- 
tran estas  en  el  código  penal  de  1822. 

«Son  cómplices,  dice  en  su  art.  \h ,  primero  :  los  que 
libre  y  voluntariamente  y  á  sabiendas  ayudan  ó  cooperan  á 
la  ejecución  de  la  culpa  ó  del  delito  en  el  acto  de  cometerlo,, 
Segundo  :  los  que  aunque  no  ayuden  ó  cooperen  á  la  ejecu^ 
cion  de  la  culpa  ó  del  delito  en  el  acto  de  cometerlo ,  sumi- 
nistran ó  proporcionan  voluntariamente  las  armas ,  instru- 
mentos ó  medios  para  ejecutarlo ,  sabiendo  que  han  de  servir 
para  este  fin.  Tercero  :  los  que  á  sabiendas  y  voluntaria- 
mente por  sus  discursos  ,  sugestiones,  consejos  ó  instruc- 
ciones provocan  ó  incitan  directamente  á  cometer  una  culpa 
ó  delito,  ó  enseñan  ó  facilitan  los  medios  de  ejecutarlo, 
siempre  que  efectivamente  se  cometa  la  culpa  ó  delito  de 
resultas  de  dichos  discursos,  sugestiones,  consejos  ó  ins- 
trucciones. Cuarto  :  el  que  libre  y  voluntariamente  y  á  sa- 
biendas por  soborno  ó  cohecho,  con  dádivas  ó  promesas,  ó 
por  órdenes  ó  amenazas,  ó  por  medio  de  artificios  culpa- 
bles hace  cometer  el  delito  ó  culpa  que  de  otra  manera  no 
se  cometería.  En  las  promesas  que  constituyen  el  soborno  ó 
cohecho  se  comprenden  las  esperanzas  de  mejor  fortunar" 
ofrecidas  por  el  sobornador  al  sobornado.  » 

«  Los  cómplices,  dice  en  su  art.  Ib,  que  voluntariamente 
y  á  sabiendas  ayuden  y  cooperen  á  la  ejecución  de  la  culpa 
ó  delito  en  el  acto  de  cometerlo,  serán  castigados  con  la  mis- 
ma pena  impuesta  por  la  ley  á  los  autores  del  delito  ó  culpa. 
A  los  demás  cómplices  se  les  rebajará  de  la  cuarta  á  la  ter- 
cera parte  de  la  espresada  pena;  salvas  en  ambos  casos  las 
disposiciones  particulares  de  la  ley  cuando  determine  otra 
cosa ,  y  observándose  ademas  en  ellos  lo  prescrito  en  los 
artículos  92,  93  y  100  :  pero  si  la  complicidad  proviene  de 
soborno  ó  cohecho  en  delito  que  un  funcionario  público  co- 
metiere como  tal  en  el  ejercicio  de  sus  funciones  ,  no  se  im- 
pondrá al  sobornador  mas  que  la  pena  que  se  impondría  á 
cualquiera  persona  particular  que  cometiere  el  delito  del 
funcionario  con  dicha  rebaja  de  la  cuarta  á  la  tercera  parte.  » 

Los  arts.  92  ,  93  y  100  que  se  citan  ,  disponen  :  que  ade- 
mas de  la  pena  señalada  por  la  ley,  se  debe  imponer  á  los 
reos,  cómplices  ,  ausiliadores  y  fautores  receptadores  y  en- 
cubridores, la  condenación  de  costas  mancomunadamente  : 
que  también  se  debe  imponer  de  mancomún  á  los  reos  , 
cómplices ,  ausiliadores  y  fautores ,  el  resarcimiento  de 
daños  y  perjuicios,  satisfaciendo  también  los  receptadores  y 
encubridores  lo  que  aquellos  no  pudieren  pagar  :  y  que  por 
regla  general  los  ausiliadores  y  fautores,  y  aun  los  cómplices, 
cuando  no  incurran  en  la  misma  pena  que  los  autores  del  de- 
lito, sufrirán  siempre  la  de  ver  ejecutar  la  sentencia  de  estos 
en  su  caso  ,  y  la  de  infamia  si  estuviere  impuesta  al  delito 
ausiliado  ó  receptado;  esceptuándose  las  personas  compren- 
didas en  los  artículos  18,  19  y  20. —  Según  el  citado  art.  18, 
que  es  el  que  concierne  á  los  cómplices ,  los  que  volun- 
tariamente y  á  sabiendas  ayuden  ó  cooperen  con  sus  padres 
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ú  otro  ascendiente  en  línea  recta  á  la  ejecución  de  un  delito 
en  el  acto  de  cometerlo  alguno  de  estos  ,  ó  les  suministren 
ó  proporcionen  las  armas  ,  instrumentos  ó  medios  para  eje- 
cutarlo ,  no  deben  ser  castigados  como  cómplices  sino  como 
ausiliadores  y  fautores;  observándose  lo  propio  con  la  mujer 
que  en  iguales  casos  ayude  á  su  marido  ó  coopere  con  él. 

Los  cómplices  no  pueden  ser  acusadores  ni  testigos  unos 
contra  otros  en  el  delito  cometido  por  ellos  ;  ley  21 ,  til.  16 , 
Part.  3,  y  ley  2,  til.  i,  Parí.  7  ;  pero  pueden  sus  dichos  ser- 
vir de  luz  para  adquirir  otras  pruebas  (t). 

=  Véase  Auxiliador,  Fautor,  Consejo,  Mándalo,  Perdón. 

CÓMPLICES  de  quebrados.  Véase  Alzado. 

COMPLOT.  La  maquinación  ó  trama  que  se  urde  para 
la  ruina,  pérdida,  ó  muerte  de  alguno  :  —  y  mas  propiamente 
el  trato  que  se  hace  entre  dos  partes,  por  el  cual  una  de  ellas 
recibe  de  la  otra  cierto  precio  obligándose  à  herir,  aporrear, 
ó  injuriar  de  otro  modo  á  un  tercero.  Véase  Conspiración  y 
Asesino. 

COMPONEDOR.  El  sugeto  en  quien  se  comprometen 
dos  ó  mas  que  disputan  ó  litigan  sobre  una  cosa  para  que 
determine  amigablemente  el  litigio,  haciéndole  arbitro  y  su- 
jetándose á  su  decisión.  Véase  Arbilrador. 

COMPONENDA.  La  cantidad  que  se  paga  en  la  Dataría 
romana  por  algunas  bulas  y  licencias  cuyos  derechos  no 
tienen  tasa  fija. 

COMPRA-VENTA.  Un  contrato  por  el  cual  una  de  las 
partes  se  obliga  á  entregar  alguna  cosa,  y  la  otra  á  pagarla. 
Este  contrato  se  designa,  así  con  la  palabra  compra,  como 
con  la  palabra  venta,  de  suerte  que  no  es  necesario  juntar  las 
dos  para  espresarlo  todo  entero;  pero  mas  comunmente  se 
usa  de  la  segunda  en  el  lenguaje  legal.  Consideradas  in- 
telectualmente  una  y  otra  con  separación ,  compra  es  el 
convenio  sobre  la  entrega  de  cierto  precio  por  una  cosa;  y 
venia,  el  convenio  sobre  la  entrega  de  una  cosa  por  cierto 
precio  :  ó  bien ,  compra  es  la  adquisición  de  una  cosa  por 
precio,  eonlraclio  rei  pro  pretio;  y  venia  la  enajenación  de 
*una  cosa  por  precio,  dislraclio  rei  pro  prelio.  Véase  Venta. 

COMPRADOR.  El  que  mediante  cierto  precio  adquiere 
la  propiedad  de  una  cosa  que  otro  le  vende.  Véase  Venta. 

COMPRADOR  de  buena  fe.  El  que  compra  una  cosa  á 
un  sugeto  que  no  es  el  verdadero  propietario  de  ella  ,  pero 
que  él  le  tiene  por  tal.  El  comprador  de  buena  fe  no  ad- 
quiere el  dominio  de  la  cosa  comprada,  porque  como  el  ven- 
dedor no  lo  tenia,  no  se  lo  ha  podido  trasladar  ;  pero  adquiere 
la  posesión  ,  la  cual  le  da  el  derecho  de  prescribir  la  cosa , 
con  tal  que  la  tenga  pacíficamente  todo  el  tiempo  marcado 
por  la  ley,  como  igualmente  la  facultad  de  hacer  suyos  los 
frutos  industriales  que  percibiere  y  consumiere  hasta  el  dia 
de  la  contestación  del  pleito  que  le  pusiere  el  verdadero 
dueño  ,  mas  no  los  existentes  en  dicho  dia  ,  n  tampoco  los 
naturales  que  no  cuestan  trabajo  alguno  ,  cuyo  importe  debe 
restituir  al  dueño  indemnizándose  de  los  gastos;  lodo  sin 
perjuicio  del  recurso  que  tiene  contra  el  vendedor  para  que 
le  salga  á  la  eviccion,  y  le  restituya  el  precio  que  le  hubiere 
dado  con  los  daños  y  menoscabos  que  se  le  siguieren.  Véase 
Accesión  mixta,  Poseedor  de  buena  fe,  Eviccion,  Prescripción 
y  Venta. 

(1)  Véase  á  Febr.  mej.,  toin.  7,  pág.  521 ,  n.  8  y  siguientes. 
Sobre  cómplices  de  ladrones  y  homicidas,  y  modo  de  juzgarlos, 
véase  la  ley  de  29  de  octubre  de  1835.  —  El  art.  15  del  decreto 
de  las  Corles  de  11  de  setiembre  de  1820.  establece  :  que  en  las 
causas  de  cómplices  en  que  convenga  hacer  un  pronto  y  saludable 
escarmiento  ,  deberár.  los  jueces  proseguirlas  y  determinarlas 
rápidamente  con  respecto  al  reo  ó  reos  principales  que  se  hallen 
convencidos,  sin  perjuicio  de  continuar  las  averiguaciones  en  pieza 
separada  para  la  averiguación  y  castigo  de  los  demás  culpados. 
Véase  á  Gutiérrez,  Piáct,  crim.,  discurso  sobre  les  penas ,  n.  7. 


COMPRADOR  de  mala  fe.  El  que  compra  una  cosa  á 
un  sugeto  de  quien  sabe  que  no  cj  su  verdadero  dueño  ,  y 
que  no  tiene  facultad  para  venderla.  El  comprador  de  mala 
fe  no  puede  prescribir  la  cosa  comprada,  no  hace  tampoco 
suyos  los  frutos  de  ninguna  especie,  sino  que  debe  restituir- 
los al  propietario,  deducidos  gastos  ;  y  por  último  en  caso  de 
eviccion  no  tiene  acción  alguna  contra  el  vendedor,  á  no  ser 
que  este  se  le  hubiese  constituido  responsable  espresamente. 
Véase  Accesión  mixta,  Poseedor  de  mala  fe,  Eviccion,  Pres- 
cripción y  Venta. 

COMPROBACIÓN.  El  cotejo  de  una  copia  con  su  origi- 
nal, para  ver  si  está  conforme.  Véase  Instrumento  públi- 
co (2). 

COMPROMETER.  Poner  de  común  acuerdo  en  manos 
de  un  tercero  el  negocio  sobre  que  se  disputa  ó  litiga ,  ha- 
ciéndole arbitro  para  que  lo  determine;  —  y  constituir  á 
alguno  en  una  obligación  ó  hacerle  responsable  de  alguna 
cosa. 

COMPROMISARIO.  La  persona  en  quien  otros  se  com- 
prometen para  que  decida  y  juzgue  sobre  lo  que  contienden 
ó  litigan.  Llámase  compromisario,  porque  las  partes  le  nom- 
bran por  compromiso  ó  convención.  Véase  Arbitro. 

COMPROMISO.  El  convenio  entre  litigantes,  por  el 
cual  comprometen  su  litigio  en  jueces  arbitros  :  — y  también 
la  misma  escritura  ó  instrumento  en  que  se  hace  el  convenio 
y  el  nombramiento  de  tales  arbitros  ó  compromisarios.Véase 
Arbitro. 

COMPROMISO.  Uno  de  los  tres  modos  establecidos  de 
hacer  elección  canónica ,  el  cual  tiene  lugar  cuando  todos 
los  electores  confieren  á  uno  o  mas  sugetos  poder  para  ele- 
gir; y  como  se  comprometen  en  estos,  de  ahí  le  vino  el 
nombre  de. elección  por  compromiso  á  la  que  se  ejecuta  de 
este  modo.  —  Para  hacer  el  compromiso  se  requiere  el  con- 
sentimiento de  todos  los  vocales  ó  electores  ,  de  suerte  que 
el  disenso  de  uno  solo  lo  impide  y  anula.  —  Puede  hacerse 
el  compromiso  en  un  solo  sugeto  ,  aunque  no  sea  individuo 
del  capítulo  ,  colegio  ó  comuninad;  pero  no  puede  hacerse 
en  el  lego.  —  Un  solo  compromisario  no  puede  nombrarse  á 
sí  mismo  ,  porque  el  que  da  y  el  que  recibe  deben  ser  per- 
sonas diferentes  ,  cum  Ínter  danlem  et  accipienlcm  debeat 
esse  dislínclio  personalis  :  mas  si  los  compromisarios  son 
muchos,  pueden  elegir  á  cualquiera  de  ellos  mismos,  siendo 
idóneo  ,  aunque  no  se  haya  espresado  en  el  compromiso, 
con  tal  que  no  se  haya  prohibido.  —  Los  compromitentes 
están  obligados  á  recibir  al  elegido  por  los  compromisarios, 
con  tal  que  estos  se  hayan  arreglado  al  compromiso.  Bi- 
blioth.  deFerraris,  verbo  Eleclio. 

COMPULSA.  La  copia  ,  trasunto  ó  traslado  de  alguna 
escritura  ,  instrumento  ó  autos ,  sacado  judicialmente  y  co- 
tejado con  su  original.  Viviendo  el  escribano  que  autorizó  la 
escritura ,  y  no  estando  inhábil  por  enfermedad  ú  otro  legí- 
timo impedimento ,  él  solo  deberá  sacar  la  compulsa  ó  tras- 
lado que  se  le  pida  de  la  matriz  que  obra  en  su  protocolo 
ó  registro;  mas  si  se  hallare  inhabilitado  ó  hubiese  muerto  , 
deberá  darse  la  copia  por  otro  que  haya  heredado  ó  adqui- 
rido sus  protocolos,  ó  que  esté  autorizado  para  ello  por  el 
juez  competente  y  con  citación  de  las  partes  ;  leyes  54  y  o'ó , 
til.  18 ,  y  leyes  8  y  9 ,  tít.  19,  Part.  5.  La  compulsa  dada  en 
debida  forma  hace  plena  fe  en  juicio  ;  pero  cuando  el  escri- 
bano que  la  da  no  es  conocido  en  el  juzgado  donde  ha  de 
hacerse  uso  de  aquella  ,  es  preciso  que  vaya  legalizada  por 
tres  escribanos  ,  los  cuales  certifiquen  de  la  firma  ,  signo  y 
legitimidad  del  compulsador  (5).  —  El  reglamento  de  86  de 
setiembre  de  1835  previene  en  su  art.  5i ,  hablando  de  las 
causas  criminales  ,  que  todos  los  interesados  podrán  asistir, 

(2)  Véase  el  art.  Legalización. 

(3)  Véase  el  citado  art.  Legalización, 
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por  sí  ó  por  medio  de  persona  que  diputen,  al  cotejo  ó  com- 
pulsa de  documentos.  Véase  Instrumento  público. 

COMPULSAS.  Sacar  alguna  compulsa  ó  traslado  de  al- 
gún instrumento. 

COMPULSIÓN.  El  apremio  y  fuerza  que  se  hace  á  al- 
guno, compeliéndole  á  que  ejecute  alguna  cosa ,  ya  con  ame- 
nazas ó  conminaciones,  ya  con  prisión  ó  embargo  de  bienes. 

COMPULSIVO.  Dicese  del  mandamiento  judicial  que  se 
espide  para  apremiar  ó  compeler  á  alguno  á  que  ejecute  una 
cosa  que  no  quiere  hacer  voluntariamente  ,  sin  embargo  de 
estar  obligado  á  ello. 

COMPULSORIO.  Dícese  del  mandato  ó  provision  que 
da  el  juez  para  compulsar  algún  instrumento  ó  proceso.  — 
Úsase  también  como  sustantivo  en  las  dos  terminaciones 
por  el  mismo  despacho  ó  provision. 

COMPURGACIÓN  ó  purgación.  La  manifestación  que 
hacia  de  su  inocencia  la  persona  acusada  de  algún  delito, 
desvaneciendo  con  juramento  ú  otra  prueba  los  indicios  que 
resultaban  contra  ella.  Era  de  dos  especies  :  compurgación 
canónica  ,  y  compurgación  vulgar  (I).  Véase  Purgación. 

COMPURGABOR.  El  que  en  la  prueba  de  la  compur- 
gación ó  purgación  canónica  hacia  juramento  diciendo  que 
según  la  buena  opinion  y  fama  en  que  tenia  al  acusado, 
creia  que  habría  jurado  con  verdad  no  haber  cometido  el 
delito  que  se  le  imputaba  y  no  se  habia  probado  plenamente. 

COMPURGAR.  Pasar  por  la  prueba  de  la  compurga- 
ción para  acreditar  el  acusado  por  este  medio  su  inocencia. 
Véase  Purgación. 

COMÚN.  Lo  que  no  siendo  privativamente  de  ninguno, 
pertenece  ó  se  estiende  á  muchos  ,  todos  los  cuales  tienen 
igual  derecho  de  servirse  de  ello  ,  como  bienes  comunes  , 
pastos  comunes  :  —  lo  que  en  juicio  es  útil  ó  aprovecha  á 
todos  los  litigantes  ,  como  los  términos  que  se  conceden  por 
el  juez  para  hacer  alguna  diligencia,  y  que  son  comunes  á 
las  dos  partes  ,  aunque  solo  se  otorguen  espresamente  á  la 
una  de  ellas:  —  lo  que  es  corriente  y  está  admitido  de  todos 
ó  de  la  mayor  parte,  como  precio  común,  uso  común,  opinion 
común  :  — y  finalmente-todo  el  pueblo  de  cualquier  provin- 
cia, ciudad,  villa  ó  lugar.  Véase  Bienes  comunes  y  Bienes 
concejiles.  —  Poseer  en  común  es  tener  dos  ó  mas  personas 
el  goce  ó  posesión  de  una  misma  cosa  pro  indiviso ,  esto  es , 
sin  dividirla,  de  modo  que  toda  entera  corresponda  à  todos, 
sin  que  ninguno  pueda  designar  su  parte. 

COMUNERO.  El  que  tiene  alguna  cosa  mueble  ó  raiz  , 
y  especialmente  alguna  heredad  ó  hacienda ,  en  común  con 
otro.  Cualquiera  de  los  comuneros  está  obligado  á  consentir 
que  se  parta  la  cosa  común  si  el  otro  lo  pide  ,  porque  tiene 
derecho  para  demandarlo,  ley  11 ,  lit.  10,  Part.  5  ,  y  leyes 
1  y  2,  lit.  1b,  Part.  6  :  lo  quejustísimamenteseha  estable- 
cido para  cortar  los  grandes  desacuerdos  y  discordias  que 
nacen  con  frecuencia  de  la  comunión  ;  y  porque  teniendo 
cada  uno  lo  suyo  separadamente  ,  lo  aliña  y  aprovecha  me- 
jor :  In  communione  vel  socielale  nono  compellilur  iiwilus 
delineri  ;  l.  5,  C.  de  comm.  divid. 

Puede  cualquiera  de  los  comuneros  vender  su  parte  á 
otro  de  ellos;  y  también  puede  venderla  á  un  eslraño  antes 
de  comenzar  el  pleito  de  partición  ,  pero  no  después  sino 
mediando  asenso  de  los  demás.  En  caso  de  haberla  vendido 
á  un  estraño  ,  tienen  los  consocios  ó  cualqniera  de  ellos  el 
derecho  de  retraerla  por  el  tanto  dentro  del  término  de 
nueve  dias.  Ley  55,  til.  5,  y  ley  75  de  Toro.  Véase  Retraclo 
de  comunión. 

La  conservación  y  reparación  de  la  cosa  común  es  do 
cargo  de  todos  los  comuneros,  y  cada  uno  de  ellos  tiene  ac- 

(1)  Lib.  V,  tít.  54  y  55  de  las  Decretales.  Véase  sobre  la  mate- 
ria á  Murator.,  Antiq.  ital,  dis.  58  "y  sig.;  Cavalario,  Inst.  jvtr. 
can.,  5a.  p.,  cap.  28 ,  De$urg.  canónica  et  vulyari. 


cion  para  compeler  á  los  demás  à  contribuir  à  los  gastos  ne- 
cesarios para  dicho  fin.  El  que  después  de  requerir  á  sus 
compañeros ,  hiciere  por  sí  los  redaros  indispensables,  puede 
exigir  de  los  otros  la  parte  de  gastos  que  respectivamente  les 
corresponda  ;  y  el  que  no  la  pagare  dentro  de  cuatro  meses, 
pierde  la  parte  que  tuviese  en  la  cosa.  Mas  si  alguno  hiciere 
por  sí  los  gastos  con  mala  fe  sin  requerir  á  sus  compañeros , 
no  podrá  reclamarlos,  y  será  común  á  todos  la  nueva  labor. 
Ley  26,  lit.  52,  Part.  5.  Véase  Bienes  comunes  y  Bienes  con- 
cejiles. 

COMUNIDAD.  La  calidad  que  constituye  común  una 
cosa  ,  de  suerte  que  cualquiera  pueda  participar  y  usar  de 
ella  libremente  :  —  el  común  de  algún  pueblo  ,  provincia  ó 
estado  :  —  la  junta  ó  congregación  de  personas  que  viven 
unidas  bajo  ciertas  constituciones  y  reglas,  como  los  con- 
ventos ,  colegios,  y  otros  cuerpos  semejantes:  —  y  cual- 
quiera de  los  establecimientos  que  poseen  bienes  en  común 
para  diferentes  usos  útiles  al  público  ,  como  los  hospicios, 
hospitales ,  y  demás  casas  de  beneficencia.  Véase  Bienes 
comunes ,  Comunero,  Concejo ,  y  Manos  muertas. 

COMUNIDAD  ó  comunión  de  bienes  entre  cónyuges. 
La  sociedad  que  á  veces  contraen  marido  y  mujer,  en  cuya 
virtud  se  hacen  comunes  de  los  dos  los  bienes  muebles  y 
raices  que  cualquiera  de  ellos  adquiera  durante  el  matri- 
monio :  —  y  especialmente  la  sociedad  que  por  disposición 
de  la  ley  queda  establecida  entre  marido  y  mujer  desde  el 
momento  en  que  contraen  matrimonio  hasta  que  se  disuelve  ; 
mediante  la  cual  se  hacen  comunes  de  ambos  por  mitad  los 
bienes  gananciales ,  aunque  el  uno  hubiese  traido  mas  capi- 
tal que  el  otro,  y  aunque  sea  uno  solo  el  que  los  adquiera  (2). 
Véase  Bienes  gananciales. 

COMUNIDAD  ó  cOíMunion  entre  coherederos  ,  cole- 
gatarios  ú  otros  condueños.  Un  cuasi  contrato  ,  en  cuya 
virtud  los  que  poseen  en  común  una  sucesión  ó  una  cosa 
particular,  están  obligados  recíprocamente  á  hacer  su  parti- 
ción cuando  alguno  de  ellos  la  demanda  ,  y  á  darse  cuenta 
mutuamente  de  todos  los  provechos  y  cargas  que  hubieren 
tenido  (5).  La  acción  que  tienen  los  coherederos  para  pedir 
la  division  de  la  herencia,  se  llama  en  el  derecho  romano 
aclio  familiœ  crciscundce  ;  y  la  que  tienen  los  colegatarios  ó 
cualesquiera  otros  condueños  de  una  cosa  particul&r  para 
pedir  que  esta  se  distribuya  entre  ellos,  tiene  el  nombre  de 
aclio  commuai  dividundo.  Véase  Comunero,  Partición  de  ' 
herencia  y,  Bienes  individuos. 

COMUNICACIÓN.  La  manifestación  que  se  hace  á  cada 
una  de  las  partes  de  lo  que  dice  la  otra ,  dando  traslado  al 
reo  de  lo  que  pide  el  actor,  y  al  actor  de  lo  que  contesta  el 
reo  ,  como  igualmente  de  los  instrumentos  y  demás  pruebas 
que  presentan  en  apoyo  de  sus  razones.  Ni  aun  en  las  causas 
criminales  podrá  nunca  reservarse  á  las  partes  desde  la  con- 
fesión en  adelante  ninguna  pieza,  documento  ni  actuación 
en  el  proceso;  regí,  de  26  de  setiembre  de  1855,  art.  10. 
lieus  polcst  exigere  ab  adore  ut  edat  sibi  instrumenta,  si  ea 
sciliccl  in  suapoleslate  habeat ,  quibus conlendit  seposse  cau- 
sanrí  suam  instruere ,  vel  exceplionem  probare.  Altamen  nenio 
contra  se  edere  tenelur.  Véase  Autos. 

COSIUÍÍECAGION.  El  estado  de  un  preso  á  quien  se  per- 
mite ver  y  hablar  á  las  personas  que  fueren  á  visitarle.  Por 
regla  general ,  no  se  puede  tener  á  un  preso  en  incomuni- 
cación, como  no  sea  con  especial  orden  del  juez,  el  cual  no 
lo  podrá  mandar  sino  cuando  lo  exija  la  naturaleza  de  las 
averiguaciones  sumarías  ,  y  por  solo  aquel  tiempo  que  sea 
realmente  necesario;  regí,  de  26  de  setiembre  de  1853,  art.  7. 

COMUNIÓN.  La  participación  que  los  coherederos,  co- 
legatarios ,  ú  otros  condueños  ó  comuneros ,  tienen  y  gozan 

(2)  Todo  el  tít.  4,  lib.  10  de  la.-Nov.  Rec. 

(3)  Primeras  leyes  del  tít.  15 ,  Part.  6. 
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de  los  bienes  que  poseen  en  común  ó  pro  indiviso  hasta  que 
se  verifica  la  partición  de  ellos.  Véase  Comunero. 

COMUÑA.  En  Asturias  se  llama  asi  el  contrato  de  socie- 
dad ,  por  el  cual  una  de  las  partes  da  á  la  otra  un  fondo  de 
ganado  para  que  lo  cuide  y  pastoree  bajo  las  condiciones 
que  establecen  ;  y  es  de  dos  maneras  ,  comuña  à  armun  y 
comtma  ct.  la  ganancia. 

COMUÑA  Á  armun.  El  contrato  de  sociedad  en  que  un 
propietario  entrega  su  ganado  apreciado  á  un  sogeto  para 
que  lo  cuide  y  pastoree  ,  dejándole  disfrutar  por  su  trabajo 
los  esquilmos  de  la  leche,  manteca  y  queso  ;  con  las  condi- 
ciones de  que  cuando  llegue  el  caso  de  venderlo ,  partirán 
entre  los  dos  el  esceso  del  precio  de  la  venta  al  de  la  tasa , 
y  de  que  si  las  cabezas  perecen  ó  padecen  menoscabo ,  el 
daño  será  para  el  propietario  ,  quedando  libre  la  cria  para 
repartirla  entre  los  dos  socios. 

COMUÑA  Á  la  ganancia.  El  contrato  de  sociedad  en 
que  un  propietario  entrega  su  ganado  apreciado  á  un  sugeto 
para  que  lo  cuide  y  pastoree ,  dejándole  disfrutar  por  su  tra- 
bajo los  esquilmos  de  la  leche ,  manteca  y  queso  ;  bajo  la 
condición  de  que  el  propietario  ha  de  sacar  el  capital  antes 
que  se  divida  el  lucro,  de  suerte  que  si  mueren  ó  padecen 
menoscabo  algunas  cabezas  apreciadas,  lo  que  faltare  para 
completar  el  capital  se  ha  de  sacar  de  la  cria  ó  del  aumento 
del  valor  que  hayan  tenido  las  demás  cabezas  apreciadas  que 
se  conservaren  antes  de  partir  las  ganancias. 

CONATO.  El  acto  ó  delito  que  se  empezó  y  no  llegó  á 
consumarse;  y  así  se  llama  conato  de  hurto  cuando  alguno 
empezó  á  romper  una  cerradura  para  robar  sin  haber  podido 
ó  querido  lograr  el  robo.  Véase  Arrepentimiento  y  Tentativa 
de  delito. 

CONCEJAL.  El  individuo  del  ayuntamiento  ó  concejo  de 
alguna  villa  ó  lugar  ;  —  y  antiguamente  lo  mismo  que  con- 
cejil. Véase  Ayuntamiento. 

CONCEJERAMENTE.  Palabra  anticuada  que  significa 
judicialmente,  ante  el  juez;  —  públicamente,  sin  recato. 

CONCEJIL.  Lo  perteneciente  al  concejo  ,  ó  lo  que  es 
común  á  los  vecinos  de  un  pueblo  (1),  como  bienes  con- 
cejiles :  —  en  algunas  partes  se  llama  así  el  niño  echado  á 
la  puerta  ,  que  se  dice  comunmente  espósito  :  —  en  lo  anti- 
guo se  daba  este  nombre  al  individuo  del  ayuntamiento  ó 
concejo  de  alguna  villa  ó  lugar  ;  —  y  se  aplicaba  también  á 
la  gente  enviada  á  la  guerra  por  algún  concejo. 

CONCEJO.  El  ayuntamiento  ó  junta  de  la  justicia  y  regi- 
dores de  un  pueblo ,  como  también  la  casa  en  que  se  reúnen  : 
—  en  Asturias  y  en  las  montañas  de  León  el  distrito  jurisdic- 
cional compuesto  de  varias  feligresías  ó  parroquias  dispersas, 
el  cual  se  gobernaba  por  dos  jueces  electivos  ,  los  regidores 
y  un  procurador  general ,  siendo  siempre  la  capital  una  villa 
de  mayor  vecindario  que  los  demás  lugares  dispersos  que 
forman  el  todo  del  concejo  ;  —  y  en  algunas  partes  se  llama 
también  así  el  niño  espósito.  Véase  Ayuntamiento. 

CONCEJO  abierto.  La  reunion  de  lodos  los  vecinos  de 
un  pueblo  presididos  por  la  justicia  y  convocados  legalmente 
para  tratar  asuntos  de  interés  común.  No  podia  celebrarse 
sin  licencia  del  real  acuerdo,  ni  tratarse  en  él  otro  objeto 
que  el  contenido  en  el  despacho  de  dicha  autoridad.  Véase 
Ayuntamiento. 

CONCEJO  de  la  siesta.  Corporación  de  ganaderos  esta- 
blecida en  la  corte  con  el  objeto  de  atender  á  la  conservación 
y  fomento  de  la  ganadería  de  todas  especies  del  reino.  — 
Este  concejo,  llamado  honrado  concojo  de  la  Mesla,  tuvo 
principio  en  tiempo  de  los  reyes  católicos  don  Fernando  y 
doña  Isabel  el  año  de  1501  :  gozaba  de  privilegios  exorbi- 
tantes relativos  á  la  protección  de  los  ganados  ,  ganaderos 
y  pastores  ;  y  ejercía  jurisdicción  por  medio  de  su  presi- 
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dente  ,  que  era  un  ministro  del  consejo  real,  y  por  medio 
de  sus  juzgados  subalternos  en  las  provincias,  para  hacer 
observar  sus  privilegios,  como  puede  verse  en  el  artículo 
Alcaldes  de  la  Mesla.  Mas  por  real  orden  de  16  de  febrero  de 
1855  se  suprimió  el  tribunal  de  escepcion  de  este  honrado 
concejo  ,  el  cual  quedó  reducido  á  una  mera  corporación  de 
ganaderos  presidida  por  una  persona  que  ella  misma  propu- 
siera para  la  real  aprobación ,  encargándose  á  las  reales  au- 
diencias respectivas  los  negocios  contenciosos  que  estaban 
antes  cometidos  á  la  presidencia  de  la  Mesta.  Por  reales  or- 
denes de  51  de  enero,  15  de  julio  y  3  de  octubre  de  1836  se 
mandó,  que  el  honrado  concejo  de  la  Mesta  se  llame  aso- 
ciación general  de  ganaderos;  que  hasta  la  formación  de  las 
leyes  que  deroguen  ó  reformen  las  que  actualmente  rigen  en 
el  ramo  de  ganadería ,  sigan  estas  en  observancia  ;  y  que  los 
alcaldes  ordinarios  y  ayuntamientos  constitucionales  se  en- 
carguen de  las  funciones  que  estaban  cometidas  á  los  alcal- 
des de  la  Mesta ,  desempeñándolas  con  arreglo  á  la  Consti- 
tución y  á  las  leyes  y  reglamentos  vigentes  del  ramo  de 
ganadería. 

Por  último,  con  fecha  de  4  de  setiembre  de  1838  se  ha 
espedido  el  real  decreto  que  sigue.  «  Teniendo  presente  que 
por  real  resolución  de  16  de  febrero  de  Í855  quedó  suprimido 
el  tribunal  de  escepcion  del  honrado  concejo  de  la  Mesta, 
á  quien  competía  la  especial  protección  de  las  cañadas,  cor- 
deles y  demás  servidumbres  para  el  paso  de  los  ganados,  si 
bien  provisionalmente  ha  continuado  con  este  encargo  la  pre- 
sidencia de  la  asociación  general  de  ganaderos,  como  una 
de  las  atribuciones  gubernativas  que  se  declararon  en  real 
orden  de  lo  de  julio  de  1836;  y  debiendo  quedar  definítiva- 


(i)  Véase  C«r¡/a  conw/if. 


mente  encomendada  esta  parte  de  la  administración  pública 
á  las  dependencias  establecidas  para  los  ramos  generales  de 
la  misma  naturaleza,  be  tenido  á  bien  mandar  que  la  suprema 
inspección  de  las  cañadas  reales  y  demás  caminos  pastoriles 
de  todo  el  reino,  con  sus  descansaderos ,  abrevaderos  y 
demás  servidumbres  públicas  de  los  ganados  corresponde  á 
la  superintendencia  general  de  caminos  unida  al  ministerio 
de  la  gobernación  de  la  península  y  sus  dependencias,  las 
cuales,  como  parte  de  su  instituto,  deberán  cuidar  de  la 
conservación  y  libre  uso  de  las  tales  cañadas  y  servidumbres 
anejas,  del  mismo  modo  que  lo  hacen  de  los  caminos  co- 
munes ,  y  con  arreglo  á  las  ordenanzas  generales  y  regla- 
mentos de  ambos  ramos  y  á  las  leyes  que  rigen  en  la  materia, 
especialmente  los  decretos  de  las  Cortes  de  &  de  agosto  de 
1815  y  25  de  setiembre  de  1820,  en  la  parte  que  están  res- 
tablecidos por  mi  real  decreto  de  25  de  setiembre  de  1830, 
haciéndolas  cumplir  y  ejecutar  por  medio  de  las  autoridad^.- 
provinciales  y  locales  y  de  los  funcionarios  destinados  a! 
efecto.  » 

=  Véase  Alcaldes  de  la  Mesta,  Asociación  general  de  gana- 
deros, Cañada ,  Ganadería  y  Mesla. 

CONCSBTABOB  un  privilegios.  Cada  uno  de  los  tres 
sugetos  que  tienen  á  su  cargo  la  espedicion  de  las  confirma- 
ciones de  los  privilegios  reales.  Deben  asistir  los  tres  al 
examen  de  los  privilegios  que  se  presentaren  para  la  con- 
firmación ,  y  si  hicieren  alguna  confirmación  indebida,  tienen 
que  pagar  la  cuantía  del  privilegio  y  restituir  los  derechos 
con  el  cuatro  tanto.  Les  está  prohibido  recibir  directa  ó  in- 
directamente dones  ó  regalos  de  personas  interesadas  en  las 
confirmaciones,  bajo  la  pena  de  pagarlos  con  diez  tantos  por 
la  primera  vez,  y  de  privación  de  oficio  por  la  segunda; 
ley  17,  til.  5,  lib.  5,  Nov.  Rec. 

CONCESIÓN.  Todo  lo  que  se  otorga  por  gracia  ó  merced, 
como  los  privilegios  concedidos  por  el  principe.  Véase  Pri- 
vilegio. 

CONCESIONARIO.  La  persona  á  quien  se  hace  alguna 
concesión. 

CONCIENCIA  (  descargar  la  ).  Satisfacer  las  obliga- 
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ciones  dé  justicia.  Así  cuando  se  ordena  en  un  testamento 
al  heredero  que  descargue  la  conciencia  del  testador,  se 
quiere  decir  que  pague  las  deudas  que  este  dejare. 

CONCILIACIÓN.  Véase  Juicio  de  conciliación. 

CONCILIO.  La  junta  ó  congreso  para  tratar  alguna  cosa  • 
—  la  colección  de  los  decretos  de  algún  concilio;  —  y  la 
reunion  de  los  obispos  de  la  Iglesia  católica  para  deliberar 
y  decidir  sobre  las  materias  de  dogma  y  de  disciplina.  La 
junta  del  metropolitano  y  sus  sufragáneos  se  llama  concilio 
provincial  (1):  la  de  los  arzobispos  de  una  nación  se  llama 
concilio  nacional;  y  la  de  los  obispos  de  todos  los  estados  y 
reinos  de  la  cristiandad  convocados  legítimamente  se  llama 
concilio  general  ó  ecuménico.  La  junta  de  los  eclesiásticos  de 
una  diócesis  convocados  por  el  obispo  no  se  llama  concilio 
sino  mas  bien  sínodo  diocesano  (2).  Las  decisiones  de  los 
concilios  sobre  materias  de  disciplina  ,  cualesquiera  que 
ellos  sean ,  no  tienen  fuerza  alguna  mientras  no  sean  admi- 
tidas por  las  naciones. 

CONCILIO  de  trento.  Está  admitido  en  España  lo  or- 
denado en  este  concilio;  ley  13,  lit.  1,  lib.  1,  Nov.  Rcc.  Al 
consejo  real  tocaba  el  cuidado  de  la  guarda  de  las  cosas  es- 
tablecidas en  él ,  y  el  conocimiento  privativo  de  sus  negocios, 
especialmente  de  las  bulas  que  contra  sus  disposiciones  se 
trajesen ,  y  de  las  causas  de  fuerza  sobre  su  cumplimiento  ; 
ley  10,  lit.  2,  ÍÍ6..2,  y  leyes  k  y  6,  lit.  5,  lib.  h ,  Nov.  Rec. 
Habiéndose  suprimido  el  consejo  real ,  le  sucedió  en  las  fun- 
ciones judiciales  el  supremo  tribunal  de  España  é  Indias , 
entre  cuyas  facultades  se  halla  la  de  conocer  de  los  recursos 
de  protección  del  santo  concilio  de  Trento  como  entendían 
de  ellos  los  suprimidos  consejos  de  Castilla  y  de  Indias  ; 
regí,  de  26  de  setiembre  de  1833 ,  art.  90  (3). 

(l)Eslos  concilios,  en  conformidad  del  Breve  del  señor  Paulo  V, 
están  mandados  celebrar  entre  los  Mejicanos  al  menos  de  doce  en 
doce  años ,  si  la  Santa  Sede  no  ordenare  otra  cosa,  ó  á  los  Arzo- 
bispos ú  Obispos  no  les  pareciere  que  hay  necesidad  de  celebrarlos 
dentro  de  mas  breve  término  ;  y  que  los  Vireyes,  Presidentes  ó 
Gobernadores  asistiesen  en  nombre  del  Soberano  :  leyes  l  y  2, 
tít.  8,  lib.  i  ,  Recop.  de  Ind.  Véase  el  Couc.  Trid.,  ses.  24  de 
reform.,  decr.  2,  cap.  2.  Acerca  de  los  concilios  celebrados  en 
Méjico,  véase  el  Apéndice  que  va  al  liu  de  este  Diccionario. 

(2)  La  ley  5,  tít.  8  cit.  manda  ,  en  conformidad  del  santo  Con- 
cilio Tridentino,  que  en  los  Arzobispados  y  Obispados  se  celebren 
cada  año  Concilios  sinodales,  y  que  los  Vireyes  y  Gobernadores 
hagan  que  tenga  efecto  :  la  4 ,  que  se  celebren  escusando  convites 
y  demostraciones  suntuosas  :  la  5  ,  que  los  Prelados  traten  bien 
en  los  concilios  á  los  clérigos  y  religiosos ,  y  los  dejen  votar  libre- 
mente :  la  8,  que  los  clérigos  y  religiosos  doctrineros  tengan  los 
concilios  de  sus  diócesis,  y  por  ellos  sean  examinados.  —  Véase 
el  Trid.,  lug.  cit.  antes. 

(5)  Por  la  ley  15,  tít.  i  ,  lib.  1  déla  Nov.  Rec.  y  sus  notas,  se 
previene  la  ejecución  y  cumplimiento,  conservación  y  defensa  de 
lo  ordenado  en  el  sanie  Cona'íi'o  de  Trento.  — Las  leyes  6,  7  y  9, 
tít.  10,  lib.  i  ,  co'mo  debe  entenderse  el  Concilio  acerca  del  pri- 
vilegio del  fuero  en  los  clérigos  de  corona,  y  que  en  el  pechar, 
pagar  alcabala  y  otras  cosas  ,  no  sean  esentos;  y  la  4,  tít.  S,  lib.  4, 
Nov.  Rcc,  habla  sobre  el  privativo  conocimiento  cu  los  negocios 
tocantes  al  Concilio,  y  cuidado  sobre  establecimiento  de  Semi- 
narios conciliares.  —  Sobre  este  Concilio  pueden  verse  entre  otras 
obras  las  siguientes  :  «  August ini  Barbosa  Collectanea  Doctorum, 
qui  suis  in  opcribus  Concilii  Tridcntini  loca  referentes,  illorum 
tnateriam  incidenter  tractarunt ,  et.  varias  quœstiones ,  in  foro 
Ecclesiastico  versantibusmaxir-ic  utiles  et  necessarias  deciderunt.  » 
Ítem.  «  Fera  OEcumenici  Concilii  Tridenlini  contra  exurgenles 
Lutheri  aliorumque  hœreses,  nec  non  varias  universa:  reipublicce 
chrislianœ  revolutiones ,  pro  morum  reformatione,  el  fidei  defen- 
sione ,  summo  Romano  Catholicœ  Ecclesiœ,  emolumento  publicati 
Historia,  contra  falsam  Petri  Suavis  Polani  narralionem  , 
scripta,,,  à  P.  Sfortia  Puilavicino  S.  i.»  —  Véase  también  el  Con- 


CONCLUÏH.  Poner  fin  á  los  alegatos  en  defensa  del  de- 
recho de  una  de  las  parles  después  de  haber  respondido  á 
los  de  la  contraria ,  por  no  tener  mas  que  decir  ni  alegar.— 
Dar  el  pleito  por  concluso  ,  es  declarar  que  ya  no  hay  mas 
que  alegar  en  un  pleito,  y  darle  en  su  consecuencia  por  fe- 
necido para  que  el  juez  sentencie. 

CONCLUSION.  La  terminación  de  los  alegatos  y  defen- 
sas en  una  causa.  Hay  dos  especies  de  conclusion  :  con- 
clusion para  sentencia  interlocutoria  ó  para  prueba  ;  y 
conclusion  para  sentencia  definitiva.  La  ley  1,  tit.  15,  lib.  II, 
Nov.  Rec,  dispone  que  para  evitar  dilación  en  los  pleitos, 
con  dos  escritos  de  cada  parte  se  haya  por  concluso  el  plei- 
to ,  aunque  las  partes  no  concluyan  ,  para  sentencia  inter- 
locutoria ,  recibimienlo  á  prueba,  ó  para  definitiva.  La 
conclusion  se  declara  por  el  juez,  ora  à  pedimento  de  las 
dos  partes  ó  de  una  de  ellas  con  traslado  á  la  otra  ,  ora  de 
oficio  cuando  pasados  los  términos  concedidos  guardan  si- 
lencio aquellas  sin  alegar  ni  responder  ,  debiendo  bastar 
siempre  el  que  se  acuse  una  sola  rebeldía  ;  leyes  2  y  3 ,  lit. 
15,  lib.  11 ,  Nov.  Rec,  y  regí,  de,  26  de  setiembre  de  1855, 
art.  48.  Siendo  la  causa  criminal,  se  tiene  por  conclusa  al 
presentarse  el  último  alegato,  ó  la  renuncia  de  él,  ó  en  su 
defecto  al  espirar  el  último  término  asignado;  d.  reglam., 
art.  51. 

La  conclusion  para  definitiva  produce  dos  efectos,  que 
son  :  Io.  cerrar  la  puerta  á  nuevas  alegaciones  y  pruebas  : 
2o.  dejar  el  proceso  al  arbitrio  del  juez  para  que  lo  examine 
y  pronuncie  su  sentencia. 

Sin  embargo ,  aun  despues  de  la  conclusion  se  admiten 
escrituras ,  con  tal  que  la  parte  que  las  deduce  preste  jura- 
mento de  que  hasta  entonces  no  habia  tenido  noticia  de 
ellas;  en  cuyo  caso  se  da  traslado  à  la  contraria  para  que 
esponga  en  su  vista  lo  que  le  convenga,  si  es  que  pueden 
contribuir  para  la  aclaración  de  la  verdad  ,  pues  en  otro  caso 
se  agregan  á  los  autos  sin  causar  perjuicio  en  su  estado. 
También  se  puede  hacer  prueba  ,  despues  de  la  conclusion, 
por  confesión  ó  posiciones  y  por  juramento  supletorio  á  ins- 
tancia de  parte  ,  como  asimismo  por  inspección  ó  vista 
ocular  del  juez  en  los  pleitos  en  que  puede  tener  lugar. 
Leyes  1 ,  2  y  3,  tít  7 ,  y  ley  1 ,  til.  13  ,  lib.  11,  Nov.  Rec,  y 
ley  2,  tít.  12,  Part.  3,  con  las  glosas  de  Greg.. López. 

El  juez  puede  recibir  de  oficio  cualquiera  prueba  después 
de  la  conclusion,  á  fin  de  fallar  con  mas  justificación  y  co- 
nocimiento, porque  para  él  nunca  concluye  el  pleito  hasta 
la  sentencia;  y  puede  igualmente  á  instancia  de  parte  ó  do 
oficio  examinar  segunda  vez  al  testigo  para  que  esplique  en 
caso  necesario  su  primera  declaración  ,  ó  conteste  á  alguno 
de  los  artículos  del  interrogatorio  sobre  que  se  le  dejó  de 
preguntar  por  inadvertencia  ú  olvido;  ley  2,  tít.  12,  y  le- 
yes 30  y  31 ,  tít.  16  ,  Part.  3.  —  «  Dentro  de  los  tres  dias  de 
conclusa  la  causa  (dice  con  respecto  á  causas  criminales  el 
art.  51  ,  reglam.  de  26  de  setiembre  de  1835),  si  el  juez  ha- 
llare en  ella  defectos  sustanciales  que  subsanar,  ó  faltaren 
algunas  diligencias  precisas  para  el  cabal  conocimiento  de  la 
verdad ,  acordará ,  que  para  determinar  mejor  se  practi- 
quen sin  pérdida  de  momento  todas  las  que  fuesen  indispen- 
sables ,  bajo  su  responsabilidad  en  el  caso  de  dar  con  eslo 
margen  á  innecesarias  dilaciones.  » 

También  es  opinion  común  de  los  autores,  que  un  acusado 
puede  probar  su  inocencia  y  defenderse  después  de  la  con* 
clusion,  porque  la  defensa  en  causas  criminales  es  tan  prk 
vilegiada  que  no  debe  escluirla  el  temor  del  soborno  de  los 
testigos  :  que  no  le  perjudica  al  efecto  en  causas  de  pena  cor- 
cilio  tercero  Mejicano,  celebrado  principalmente  para  recibir  el 
de  Trento  y  conformarse  con  él  :  y  el  cap.  i  del  segundo  también 
mejicano  ,  que  manda  «  que  los  Prelados  guarden  y  manden  guar- 
dar lo  ordenado  y  mandado  por  el  santo  Concilio  Tridentino.  » 
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poral  la  renuncia  que  tal  vez  hubiere  hecho  de  su  defensa  ó 
del  término  de  prueba  ;  y  que  aun  despues  que  la  sentencia 
hubiere  quedado  ejecutoriada  ,  podrá  hacer  constar  su  ino- 
cencia ,  no  ya  con  cualesquiera  pruebas,  sino  con  hechos  ó 
descubrimientos  que  la  manifiesten  de  un  modo  claro  y  evi- 
dente ,  en  cuyo  caso  el  juez  mismo  podrá  revocar  su  senten- 
cia, sin  necesidad  de  consulta,  según  se  deduce  de  la  ley  U, 
tít.  30,  Part.  7,  con  las  glosas  de  Greg.  López. 

En  los  negocios  mercantiles,  despues  que  las  partes  han 
concluido  para  sentencia ,  ó  que  por  haberse  cumplido  todos 
los  trámites  señalados  por  la  ley  para  el  juicio,  se  halle  este 
concluso  de  derecho ,  no  se  admiten  nuevas  alegaciones  ni 
probanzas  de  especie  alguna,  ni  aun  documentos,  cual- 
quiera que  sea  la  causa  que  para  ello  se  esponga;  ley  de 
enjuiciamiento,  arts.  77,  \hi  y  158. 

CONCORDATO.  El  tratado  ó  convenio  que  hace  algún 
príncipe  ó  estado  con  el  papa  sobre  colación  de  beneficios  y 
otros  puntos  de  disciplina  eclesiástica.  Son  célebres  entre 
nosotros  el  concordato  de  1737  sobre  contribución  de  los 
bienes  adquiridos  por  eclesiásticos  y  manos  muertas ,  y  el 
de  1735  sobre  la  real  presentación  de  prelacias  de  las  iglesias 
y  provision  de  piezas  eclesiásticas ,  con  la  reserva  de  cin- 
cuenta y  dos  á  la  santa  sede  (1). 

CONCORDIA.  El  ajuste  ó  convenio  entre  personas  que 
contienden  ó  litigan  sobre  algún  punto  dudoso  ; — y  también  el 
instrumento  jurídico  autorizado  en  debida. forma,  en  el  cual 
se  contiene  lo  tratado  y  concluido  por  las  partes.  —  Con- 
cordia es  lo  mismo  que  transacción  ;  pero  conserva  el  nom- 
bre de  concordia ,  cuando  se  celebra  entre  dos  ó  mas  pue- 
blos sobre  pastos ,  aguas ,  límites  ó  mojones ,  ú  otro  asunto 
semejante  ;  y  toma  el  de  transacción ,  cuando  se  hace  entre 
particulares  sobre  algún  negocio  que  es  objeto  de  sus  con- 
troversias. Véase  Transacción.  * 

CONCUBINA.  La  manceba,  ó  la  mujer  que  vive  y  co- 
habita con  algún  hombre  como  si  fuera  su  marido  ,  siendo 
ambos  libres  ó  solteros  y  pudiendo  contraer  entre  sí  legítimo 
matrimonio  ;  bien  que  en  sentido  mas  lato  y  general  se  llama 
también  concubina  cualquier  mujer  que  hace  vida  maridable 
con  un  hombre  que  no  es  su  marido  ,  cualquiera  que  sea  el 
estado  de  ambos.  —  La  concubina  entre  los  Romanos  casi  no 
se  diferenciaba  de  la  mujer  legítima  sino  en  el  nombre  y  en 
la  dignidad  (2) ,  de  modo  que  por  eso  se  llamaba  mujer  me- 
nos legítima  ;  y  así  como  por  el  derecho  romano  no  era  lícito 
tener  á  un  tiempo  muchas  mujeres ,  tampoco  se  permitia 
tener  juntamente  muchas  concubinas  (5).  —  Un" celibatario 
podía  tomar  por  concubina  á  cualquiera  de  las  mujeres  que 
se  consideraban  de  inferior  condición  y  que  según  las  leyes 
civiles  no  podían  aspirar  al  honor  del  matrimonio  :  tales  eran 
las  que  ganaban  su  vida  mediante  su  trabajo,  las  de  baja 
estraccion  ,  las  esclavas,  las  condenadas  en  juicio  público, 


y  otras  semejantes  (ti).  ■—  Muchas  veces  sucedía  que  un  pa- 
dre de  familias  que  habia  merecido  bien  de  la  patria  dán- 
dole hijos  nacidos  de  legítimo  matrimonio,  prefería  asociarse 
una  concubina  mas  bien  que  casarse  segunda  vez,  por  no 
esponerlos  á  los  caprichos  de  una  madrastra  y  quitarles  la 
esperanza  de  llevarse  ellos  solos  toda  la  sucesión.  Así  es  que 
el  emperador  Vespasiano ,  después  de  la  muerte  de  su  mu- 
jer, restituyó  á  su  primer  estado  á  Cenis ,  liberta  de  Anto- 
nia ,  y  la  tomó  por  su  concubina ,  teniéndole  todos  los  mira- 
mientos debidos  á  una  mujer  legítima.  Este  ejemplo  fué 
imitado  por  los  emperadores  Antonino  Pío ,  y  Marco  Aurelio 
Antonino,  llamado  el  Filósofo  ;  de  los  cuales  el  último,  ha- 
biendo perdido  su  mujer,  eligió  por  concubina  á  la  hija  del 
intendente  de  su  casa ,  ne  lot  liberis  novercam  super ducer et. 
—  Pero  aunque  este  modo  de  vivir  no  se  consideraba  ilícito 
ni  contrario  á  las  costumbres,  sino  solo  como  una  unión  des- 
proporcionada ;  sin  embargo,  las  concubinas  estaban  priva- 
das de  la  dignidad  y  ventajas  que  gozaban  las  mujeres  en- 
lazadas con  los  vínculos  del  matrimonio,  y  sus  hijos  no  eran 
ante  la  ley  sino  hijos  de  la  naturaleza,  llamados  naturales, 
sin  poder  heredar  mas  que  la  sesta  parte  de  los  bienes  del 
padre. 

Aun  después  de  la  introducción  del  cristianismo  se  con- 
tinuó la  costumbre  de  lomar  concubinas  ,  permitiéndola 
los  emperadores  cristianos  (8)  con  tanta  libertad.,  que  no 
dieron  ninguna  ley  di-recta  para  impedirla;  antes  por  el 
contrario  Justiniano  llama  al  concubinato  una  union  lícita  , 
licitam  consuetudinem ,  añadiendo  que  puede  vivirse  en  él 
sin  ofensa  ni  menoscabo  del  pudor,  in  eaque  caste  vivi  posse. 
S.  Agustín,  sin  embargo,  reprueba  las  concubinas,  dist.  24: 
Audite,  carissimi,  compelentibus  dico  fornican  vobisnon  licet: 
sufficiant  vobis  uxores;  et  si  non  habelis  uxores,  lamen  non 
licet  vobis  habere  concubinas.  Y  el  concilio  de  Trento  en  la 
sesión  8a.  (6)  amenaza  á  los  concubinarios  con  el  rayo  de  la 
escomunion  si  no  mudan  de  conducta  inmediatamente. 

En  España  hubo  una  época  en  que  las  leyes  toleraron  á 
los  eclesiásticos  las  barraganas  ó  concubinas  (7),  y  no  les 
permitían  mujeres  legítimas ,  tal  vez  porque  se  creía  que 
estas  los  distraerían  de  sus  funciones  mas  que  las  mancebas, 
con  las  cuales  no  estaban  ligados  de  un  modo  indisoluble  , 
pues  las  podían  dejar  cuando  quisiesen  ó  lo  exigiese  el  bien 
de  la  Iglesia.  Pero  ahora  son  castigadas  las  concubinas  de  los 
clérigos  con  las  penas  insinuadas  en  el  artículo  Amanceba- 
dos ,  donde  también  podrán  verse  las  penas  en  que  incurren 
los  casados  concubinarios ,  y  los  que  viven  de  este  modo  con 
alguna  mujer  casada.  Véase  Barragana. 

GONCURINARIO.  El  que  hace  vida  maridable  con  al- 
guna mujer  sin  estar  casado  con  ella.  Véase  Amancebados  y 
Concubina. 


(i)  La  4a.  ley  constit.  de  Méjico  en  su  art.  17,  §  19,  dice  que  es 
atribución  del  Presidente  de  la  República  Celebrar  concórdalos 
con  la  silla  apostólica ,  arreglado  à  las  bases  que  le  diere  el  con- 
greso. El  concordato  celebrado  en  26  de  setiembre  del  año  de  1757 
entre  el  señor  Clemente  XII  y  el  rey  Felipe  V,  véase  en  el  tom.  8 
del  Teatro  de  legislación.  —  El  de  di  de  enero  de  1735  entre  el 
señor  Benedicto  XIV  y  el  rey  Fernando  VI ,  sobre  varios  puntos 
de  materia  Bénéficiai,  Espolios  y  "Vacantes,  reforma  del  clero 
secular  y  regular  y  otros,  véase  en  la  ley  1  ,  tít.  f8,  lib.  i,  Nov. 
Rec,  y  sus  notas.  —  El  examen  que  sobre  el  primero  y  observa- 
ciones que  sobre  el  segundo  escribió  el  sabio  D.  Gregorio  Mayans, 
y  se  babian  atribuido  al  fiscal  D.  Blas  Jover,  véanse  en  la  Biblio- 
teca Española  de  D.  Juan  Sempeie  y  Guarinos,  en  la  palabra 
Mayans  y  Ciscar  (D.  Gregorio). 

(2)  Ley  49,  g  4,  1T.  de  legalis  5. 

(5)  Ley  últ.,  §  2 ,  íf.  de  divort. 


(4)  Ley  i  ,  g  1  ,  ff.  de  concubinis. 

(5)  Justin.  Nov.  18,  cap.  5,  1.  últ.  Comment,  demanum. 

(6)  No  es  la  sesión  8 ,  sino  la  ses.  23  de  reformat.,  cap.  8. 

(7)  No  lia  habido  jamas  tal  permisión  por  ningún  derecho: 
véase  la  Nov.  125 ,  cap.  12  ;  y  véase  también  el  cap.  Veslra  7, 
Dec.,  lib.  5,  de  cohabitat,  clericor.,  que  como  la  ley  45,  tít.  6, 
Part.  I  ,  dispone  que  los  parroquianos  rio  oigan  de  tales  clérigot 
la  misa  nin  reciban  los  sacramentos  ;  lo  cual  adviértase  que  debe 
entenderse  no  por  defecto  del  sacramento,  sino  para  reprimir  á 
los  clérigos  :  non  quia  in  sacramento  sit  defeelus ,  sed  ud  ipsorum 
fornicalorum  emendalioncm  ;  ó  como  dice  la  glosa  2  de  esa  ley, 
çttia  talis  suspensus  est  ab  officio  ct  beneficio;  mas  esto,  según 
algunos  doctores,  se  enliende  precediendo  la  monición,  aliter 
non  sit  ipso  facto  suspensus ,  sobre  lo  cual  puede  verse  á  Gutiérrez, 
Práct.  criminal,  cap.  9  de  los  delitos  de  incontinencia,  n.  8,  que 
indica  la  necesidad  de  las  moniciones,  según  que  habla  del  caso 
de  no  obedecer  á  la  2% 
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CONCUBINATO.  La  comunicación  ó  trato  de  un  hom- 
bre con  su  concubina.  El  concubinato  es  mirado  como  con- 
trario á  la  pureza  del  cristianismo ,  á  las  buenas  costumbres 
y  al  interés  del  Estado;  pero  la  debilidad  humana  parece 
disminuye  á  los  ojos  de  los  hombres  la  gravedad  de  este  pe- 
cado ;  y  en  las  grandes  ciudades  no  se  hacen  muchas  dili- 
gencias para  estorbar  este  trato  ilícito  ,  ya  por  los  disfraces 
con  que  suele  cubrirse ,  ya  por  evitar  otros  males  mayores, 
cuales  son  los  raptos  y  adulterios,  que  de  este  modo  serán 
menos  frecuentes.  Hablo  del  concubinato  entre  personas  li- 
bres ó  solteras,  pues  el  de  las  otras  es  castigado  con  cierta 
severidad  ,  y  aun  debe  serlo  también  el  de  aquellas  ,  como 
puede  verse  en  la  palabra  amancebados. 

CONCURRENCIA.  La  igualdad  de  derecho ,  hipoteca 
ó  privilegio  entre  dos  ó  mas  personas  sobre  una  misma 
cosa.  Son  pues  concurrentes  dos  acreedores  cuando  sus  cré- 
ditos tienen  la  misma  fecha,  sin  que  pueda  probarse  cuál  de 
ellos  es  mas  antiguo  ;  en  cuyo  caso  tienen  que  pagarse  am- 
bos créditos  á  prorala  ,  sin  que  se  dé  lugar  á  la  regla  :  Qui 
prior  est  lempore ,  polior  est  jure. 

CONCURRENTE.  Véase  Cantidad  concurrente. 

CONCURSAR.  Mandar  el  juez  que  los  bienes  de  alguna 
persona  que  no  paga  sus  deudas  se  pongan  en  concurso  de 
acreedores. 

CONCURSO  de  acreedores.  El  juicio  promovido ,  ó  bien 
por  el  deudor  ó  bien  por  los  acreedores  sobre  pago  de  las 
deudas.  Hay  concurso  voluntario  y  preventivo,  y  concurso 
necesario.  Voluntario  ó  preventivo  es  el  que  promueve  el 
mismo  deudor  ,  ya  haciendo  cesión  de  bienes ,  ya  pidiendo 
espera  para  el  pago  ,  ya  solicitando  quita  ó  remisión  de  al- 
guna parte  de  sus  deudas.  Véase  Cesión  de  bienes,  Espera  y 
Quita. 

Concurso  necesario  es  el  que  promueven  los  acreedores 
contra  el  deudor,  sin  que  este  los  convoque  :  y  suele  verifi- 
carse cuando  reconvenido  el  deudor  por  alguno  de  sus  acree- 
dores, comparecen  y  se  oponen  los  otros  formando  entre  sí 
un  pleito  en  que  litigan  sobre  la  preferencia  de  sus  créditos; 
ó  cuando  por  muerte  del  deudor  presentan  los  acreedores 
sus  respectivos  créditos  en  el  juicio  de  testamentaría,  solici- 
tando cada  uno  la  prelacion  del  suyo  ;  ó  en  fin  cuando  por 
quiebra  ó  fuga  del  deudor  ocurren  los  acreedores  pidiendo 
contra  sus  bienes. 

El  concurso  necesario  se  diferencia  del  voluntario  ó  cesión 
de  bienes  :  Io.  en  que  provienen  de  causa  distinta  ;  pues  el 
voluntario  procede  del  deudor  común ,  por  cuya  razón  se 
llama  universal ,  y  el  necesario  dimana  de  los  acreedores 
solamente ,  y  por  eso  es  particular  entre  ellos  :  —  2o.  en  los 
efectos  ;  pues  en  el  voluntario  todas  las  causas  movidas  antes 
y  las  que  después  se  instauren  se  deben  acumular  precisa- 
mente á  él  en  el  estado  que  tengan  ;  pero  en  el  necesario 
han  de  seguirse  y  determinarse  por  los  jueces  que  en  ellas 
entienden  respectivamente,  y  solo  para  el  reintegro  han  de 
acudir  con  su  mandamiento  de  pago  el  acreedor  ó  acree- 
dores que  las  han  movido  al  juez  del  concurso,  que  es  el 
que  ha  de  graduar  y  satisfacer  sus  respectivos  créditos.  Sin 
embargo,  si  fueren  muchos  los  jueces  ante  quienes  es  recon- 
venido el  deudor  por  sus  acreedores,  aunque  todos  sean 
competentes,  conviene  se  haga  acumulación  de  autos  ,  re- 
mitiendo cada  uno  los  suyos  al  juez  que  empezó  primero  á 
conocer,  para  que  no  se  divida  la  continencia  de  la  causa  (1). 
Véase  Acreedor,  Graduación  de  acreedores,  y  Quiebra. 

CONCUSIÓN  (i).  El  delito  de  un  magistrado  ó  juez  ó  de 
cualquiera  otro  funcionario  público  que  abusando  de  su  po- 
der cobra  derechos  injustos,  ó  vende  la  justicia,  las  gracias 

(1)  Véase  el  Febr.  mej.,  tom.  3 ,  pág.  562 ,  g  2 ,  de  donde  está 
tomada  la  doctrina  casi  á  la  letra. 

(2)  De  este  crimen  trata  Dou ,  §  9 ,  secc.  2 ,  art.  2 ,  lio.  5. 


y  los  favores.  Este  es  el  delito  llamado  por  los  Romanos  cri- 
men repetundarum,  porque  las  cantidades  así  exigidas  ó  to- 
madas estaban,  como  también  ahora  están,  sujetas  á  repe- 
tición. La  persona  que  da  algo  al  magistrado  para  que  no  !'e 
haga  injusticia  ,  tiene  derecho  á  repetirlo ,  porque  se  croo 
que  lo  dio  con  animo  de  redimir  la  vejación  y  no  de  cor- 
romper al  juez  ;  pero  la  que  con  sus  dádivas  trató  de  sobor- 
nar al  funcionario  público  por  arrancarle  una  decisión  ó 
providencia  injusta,  no  tiene  derecho  à  reclamar  lo  que  hu- 
biere dado,  ni  tampoco  el  juez  se  queda  con  ello,  sino  que 
va  al  tesoro  público  (3).  Véase  Baratería  ,  Sorbono  y  Paga 
por  causa  torpe. 

CONCUSIONARIO.  El  juez  ,  magistrado  ú  otro  funcio- 
nario público,  que  exige  derechos  indebidos,  ó  vende  la  jus- 
ticia ó  el  favor.  El  juez  que  toma  presentes  ó  dinero  por 
juzgar  una  causa,  sea  buena  ó  mala,  se  hace  siempre  con- 
cusionario, porque  es  torpeza  recibir  precio,  así  por  hacer 
lo  que  uno  debe  hacer  por  su  cargo  ó  empleo,  como  por  ha- 
cer lo  que  es  contrario  à  su  obligación  ;  debe  restituir  lo 
recibido  al  que  se  lo  dio  en  el  primer  caso,  y  al  fisco  en  el 
segundo  ;  queda  responsable  de  los  daños  y  perjuicios  que 
resulten  de  su  proceder;  incurre  en  varias  penas  según  las 
circunstancias;  y  puede  ser  acusado  y  sentenciado  aun  des- 
pués de  su  muerte  (k).  Véase  Arancel,  Aduana,  Baratería, 
Juez  y  Soborno. 

CONDE.  El  que  está  revestido  de  cierta  dignidad  y  tiene 
derecho  de  llevar  en  sus  armas  una  corona  ó  diadema  guar- 
necida de  diez  y  ocho  perlas  gruesas;  ó  según  dice  la  ley  11, 
tít.  1,  Part.  2,  el  compañero  que  acompaña  cotidianamente 
al  emperador  ó  rey,  faciéndole  servicio  señalado.  Conde,  en 
efecto,  viene  de  la  palabra  latina  comes,  que  significa  com- 
pañero. Entre  los  Romanos  se  usó  de  este  título  para  designar 
á  los  que  estaban  al  lado  del  emperador  y  le  acompañaban 
en  sus  viajes  ;  y  aun  algunos  pretenden  que  era  ya  conocido 
en  tiempo  de  la  república ,  y  que  se  daba  á  los  tribunos , 
prefectos  y  otros  que  acompañaban  á  los  procónsules  y  de- 
mas  oficiales  superiores  en  las  provincias  de  sus  departa- 
mentos :  mas  no  fué  considerado  como  dignidad  hasta  el 
imperio  de  Constantino,  quien  nombró  condes  para  el  servi- 
cio de  tierra  y  de  mar,  para  los  asuntos  de  paz  y  guerra , 
para  los  de  religion  ,  etc.  —  Entre  nosotros  fueron  los  tí- 
tulos de  condes  en  tiempo  de  los  Godos  y  en  los  primeros 
siglos  de  la  monarquía  legionense  títulos  de  oficio  y  no  de 
honor  como  al  presente.  Habia  condes  palatinos  y  condes 
de  provincias.  Los  condes  palatinos  tenían  el  cuidado  y  ma- 
nejo de  los  oficios  que  habia  en  la  corte  y  de  los  concer- 
nientes á  la  servidumbre  del  rey  en  su  palacio.  Conde 
cubiculario  era  el  camarero  mayor  :  conde  de  la  picerna 
el  mayordomo  mayor  :  conde  de  la  copa  el  que  tenia  á  su 
cargo  la  despensa ,  mesa  real  y  lo  anejo  á  ella.  Fuera  de 
palacio  se  conocían  otros,  como  el  conde  de  los  notarios, 
ó  chanciller  mayor ,  y  el  conde  de  los  patrimonios ,  ó  teso- 
rero general  de  rentas  reales.  —  Los  condes  de  provincias 
solian  reunir  la  jurisdicción  civil,  política  y  militar  de  los 
distritos  cuyo  gobierno  se  les  confiaba ,  y  que  tomaban  el 
nombre  de  condados  ;  pero  estos  empleos  no  fueron  vitali- 
cios ni  hereditarios  ,  sino  temporales  y  al  arbitrio  del  mo- 
narca, y  aun  habia  en  ellos  graduación  y  alternativa,  y  como 
cierta  escala  para  pasar  de  unos  á  otros ,  según  los  servicios 
y  méritos  de  estos  magistrados  ó  gobernadores.  Para  elegir 


(3)  Ley  27,  tít.  22,  Part.  3,  que  algunos  concilian  con  la  32, 
tít.  ik,  Part.  3  ,  con  la  razón  de  Greg.  López  en  la  glosa  que  su- 
pone tener  lugar  la  repetición,  porque  se  cree  que  la  dádiva  fué 
por  redimir  la  vejación.  Sobre  esto  es  del  mismo  sentir  Covarr., 
cap.  Peccalum ,  de  reg.  júr.  in  6  ¡  cap.  3  ,  p.  2 ,  n.  i . 

(4)  Leyes  27,  tít.  22,  Part.  3,  y  52,  tít.  i4,  Part.  5.  Mas  sobre 
este  punto  véase  Soborno, 
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ó  trasladar  á  los  condes  consultaban  los  reyes  no  solamente 
el  mérilo  personal,  sino  también  el  de  sus  antepasados,  pre- 
miándolo en  sus  hijos  si  eran  capaces  de  desempeñar  tan 
grave  y  delicado  encargo.  Enorgullecidos  con  su  poder  los 
condes  de  Casulla,  cuya  historia  es  la  mas  rica  en  patra- 
ñas y  fábulas,  fueron  rebeldes  en  varias  ocasiones,  y  faltaron 
al  respeto  y  obediencia  debida  á  sus  reyes  ;  y  si  no  logra- 
ron sacudir  el  yugo  de  sus  legítimos  soberanos,  les  dieron 
mil  disgustos,  y  consiguieron  por  un  tácito  consentimiento 
de  ellos,  hacer  hereditarios  sus  condados:  novedad  política 
que  duró  poco  tiempo,  y  cesó  en  don  Fernando  el  Magno. 

Mas  vino  después  otra  época  en  que  la  denominación  de 
conde  no  designaba  ya  un  oficio  en  palacio  ó  un  empleo  ó 
mando  público  en  las  provincias ,  sino  que  empezó  á  ser  un 
título  de  honor  ó  condecoración  del  señorío  terrritorial.  El 
rey  don  Alonso  el  Sabio  fué  el  primero  que  dio  títulos  per- 
petuos de  condes  con  tierras  ,  cuando  nombró  á  sus  primos 
don  Luis  y  don  Juan  condes  de  Belmonte.  En  1293  confirmó 
don  Sancho  IV  el  señorío  de  Santa  Eufemia  con  título  de 
condado.  Don  Alonso  XI  dio  en  1528  título  de  conde  de 
Trastamar,  Lemos  y  Sarria,  á  don  Alvaro  Nuñez  de  Osorio, 
su  privado  ;  y  desde  aquel  tiempo  se  fué  introduciendo  la 
costumbre  de  dar  títulos  de  condes  con  el  señorío  de  tierras 
y  jurisdicción  civil  y  criminal  sobre  los  vasallos.  Salazar, 
origen  de  las  dignidades  de  Castilla,  cap.  5  y  7;  Padilla  , 
anot.  in.  v.  leg.  For.  Jud.;  Marina ,  Ens.  hist.  crit.  sobre  la 
ant.  legisl.,  n.  60  y  82.  —  Véase  Señorío. 

CONDENA.  El  testimonio  de  la  sentencia,  dado  por  el 
escribano  del  juzgado,  para  que  conste  el  destino  que  lleva 
algún  reo  sentenciado. 

CONDENACIÓN.  La  sentencia  que  impone  al  reo  la 
pena  correspondiente  á  su  delito  ,'  ó  le  manda  hacer  ó  resti- 
tuir lo  que  pide  el  demandante  ;  —  y  también  la  pena  ó  cosa 
en  que  uno  es  condenado.  No  debe  condenarse  al  reo  ó  de- 
mandado, mientras  el  actor  ó  acusador  no  pruebe  cumplida- 
mente su  demanda  ó  acusación;  ley  l,  tít.  14,  Part.  3: 
mas  sobre  todo,  la  condenación  á  muerte  no  debe  pronun- 
ciarse sino  cuando  haya  una  ley  espresa  que  la  imponga  por 
el  crimen  de  que  uno  es  acusado,  y  cuando  las  pruebas  sean 
mas  claras  que  la  luz  del  dia  (1)  :  Satins  est  facinus  nocenlis 
rcmanere  impunilum,  qidim  innocentem  damnari  :  Humance 
ralionis  est  innocentes  diccre  qaos  absoluto  nocentes  pronun- 
iiare  non  possumus  :  Ad  condemnandum  reum  desiderantur 
probationes  luce  meridiana  clariores.  Los  jueces  deben  estar 
siempre  mas  inclinados  á  quitar  la  pena  ó  absolver  al  reo 
que  á  condenarle  ,  cuando  el  delito  no  está  claramente  pro- 
bado ;  porque  es  cosa  mas  santa  y  justa  dejar  absuello  al 
culpado  que  condenar  al  inocente  ;  ley  12,  tít.  14 ,  Part.  3, 
ley  26,  tít.  1,  y  ley  9,  lit.  31,  Part.  7.  —  Nadie  puede  ser 
condenado  sin  haber  sido  oído,  ñeque  enim  inaudita  causa 
qucmquam  damnari  cequitalis  ratio  patilur.  —  Véase  Abso- 
lución, Muerte  y  Sentencia. 

CONDENADO.  Aquel  contra  quien  se  ha  dado  senten- 
cia, en  materia  civil  ó  criminal. 

CONDENATORIO.  Dícese  del  auto  ó  mandamiento 
en  que  se  contiene  la  sentencia  dada  por  el  juez  contra  el 
reo. 

CONBESIJO.  Voz  antigua  castellana  que  significa  depó- 
sito, y  se  deriva  del  verbo  condesar,  que  equivale  á  poner  al- 
guna cosa  en  la  custodia  y  guarda  de  alguno  ;  leyes  1  y  2, 
lit.  3,  Part.  S.  Véase  Depósito. 

CONDESTABLE.  En  lo  antiguo  era  el  que  obtenía  y 
ejercía  la  primera  dignidad  de  la  milicia  con  autoridad  su- 
prema sobre  las  cosas  de  la  guerra ,  y  jurisdicción  para  co- 
nocer de  las  causas  de  los  militares. 

CONDICCION.  La  reclamación  de  una  cosa  robada  ó 
mal  dada.  Véase  Repetición  •>  Paga  indebida,  y  Paga  por 
causa  lorpa. 


CONDICIÓN.  La  calidad  del  nacimiento  ó  estado  de  los 
hombres  como  de  noble,  plebeyo,  libre,  siervo,  etCr,  én  vir- 
tud de  la  cual  tienen  estos  diferentes  derechos  y  obligacio- 
nes. En  este  sentido  se  entiende  la  palabra  condición  en  el 
axioma  de  jurisprudencia  de  que  cada  uno  se  supone  cono- 
cer la  condición  de  la  persona  con  quien  contrata,  esto  es, 
si  es  menor  ó  mayor,  natural  ó  estranjero,  mujer  casada, 
soltera  ó  viuda  :  Qui  cum  alio  contraint,  vel  est  vel  debel 
esse  non  ignarus  condilionis  ejus.  L.  19,  ff.  de  reg.  juris. 

CONDICIÓN.  Cualquiera  de  las  circunstancias,  calida- 
desvó  requisitos  que  están  unidos  á  la  sustancia  de  algún 
hecho,  acto  ó  contrato.  Véase  Condición  esencial. 

CONDICIÓN.  La  calidad  ó  circunstancia  con  que  se  hace 
ó  promete  alguna  cosa;  ó  la  cláusula  particular  que  se  pone 
en  un  acto  ó  contrato  para  estender  ó  modificar  sus  efectos 
ordinarios;  como,  las  cargas,  modos,  gravámenes  y  otros 
pactos  análogos  y  secundarios. 

CONDICIÓN.  La  cláusula  que  se  pone  en  algún  contrato 
ó  disposición  de  última  voluntad ,  haciendo  depender  su  vali- 
dez de  un  acontecimiento  futuro  é  incierto  :  ó  bien  ,  todo 
acontecimiento  futuro  é  incierto  de  que  se  hace  depender 
alguna  obligación  ó  disposición. 

La  condición  suele  espresarse  ordinariamente  con  la  par- 
tícula si.  Digo  ordinariamente,  porque  puede  enunciarse 
también  en  otros  términos,  que  hacen  condicional  la  disposi- 
ción á  que  se  juntan ,  como  se  verá  en  el  artículo  de  la  con- 
dición espresa  (1). 

Sigúese  de  la  definición ,  que  una  condición  que  no  se  re- 
fiere sino  al  tiempo  pasado  ó  al  presente ,  no  es  verdadera 
condición,  y  por  consiguiente  no  suspende  ni  dilata  de  modo 
alguno  la  perfección  del  acto  en  que  se  pone  ;  porque  es  de 
esencia  de  la  condición  el  depender  de  un  acontecimiento 
futuro  :  I  laque  tune  tantum  poleslatem  condilionis  oblinet, 
cum  in  futurum  confertur;  y  en  este  caso  queda  suspendido 
el  efecto  del  acto  ;  en  vez  de  que  cuando  la  condición  de- 
pende de  la  certeza  de  un  hecho  pasado  ó  presente,  el  acto 
tiene  su  efecto  desde  luego.  Así  es  que  la  estipulación  que 
se  hiciera  para  el  caso  de  que  viviese  Sempronio,  tendría  un 
efecto  presente,  aunque  los  contrayentes  ignorasen  si  Sem- 
pronio vivia  ó  no.  Lo  mismo  seria  si  dijese  un  testador  :  Lego 
á  Ticio  mil  escudos,  si  es  que  se  ha  casado  con  Mevia;  porque 
ó  se  ha  casado  con  ella,  y  entonces  vale  el  legado  ;  ó  no  se 
ha  casado,  y  entonces  el  legado  es  nulo.  La  ley  12,  tít.  11, 
Part.  5,  y  la  ley  1,  tít.  4  ,  Part.  6,  admiten  las  condiciones 
de  tiempo  pasado  y  de  presente  ;  pero  la  ley  2  de  dicho  tít.  4 
advierte  que  solo  es  verdadera  condición  la  de  tiempo  fu- 
turo.—  Véase  Obligación  condicional. 

Las  condiciones  unas  son  tácitas  y  otras  espresas.  Las  es- 
presas  se  dividen  en  posibles  é  imposibles  :  las  posibles  se 
subdividen  en  poslestalivas ,  casuales  y  mixtas.  Véanse  los 
artículos  siguientes. 

CONDICIÓN  casual.  La  que  no  pende  del  arbitrio  de 
los  hombres,  sino  de  la  casualidad  ó  aventura;  cual  seria  la 
de  dejar  un  legado  á  uno  ,  si  volviere  al  puerto  dentro  de 
tanto  tiempo  el  navio  que  salió  para  la  América. 

La  condición  casual  suspende  enteramente,  así  los  actos 
entre  vivos  como  las  disposiciones  de  última  voluntad  ;  de 
modo  que  ni  las  promesas  ni  las  instituciones  ni  los  legados 
condicionales  deben  tener  efecto  hasta  el  cumplimiento  de  la 
condición ,  cuya  falta  los  anula  y  reduce  al  mismo  estado 
que  si  no  se  hubieran  hecho  ;  ley  14,  lit.  11  ,  Part.  S  ,  y 
ley  8 ,  tít.  il ,  Part.  6. 

Mientras  está  en  suspenso  la  condición ,  lo  está  también  el 
acto;  y  la  personaácuyo  favorse  ha  hecho  la  disposición, no 
tiene  mas  que  una  esperanza,  la  cual  es  trasmisible  á  sus  he- 


(1)  Ley  i  ,  al  fin  con  su  glosa  tít.  h ,  Part.  6 ,  y  ley  21 ,  tít.  0, 
Paît.  6, 
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rederos  en  los  contratos  y  no  enlos  testamentos  (1)  ;  de  suerte 
que  si  uno  de  los  contrayentes  muere  antes  de  verificarse  la 
condición  de  la  promesa,  quedan  en  sus  herederos  los  efec- 
tos de  la  estipulación  ,  por  la  regla  general  de  que  el  que 
contrae,  contrae  para  sí  y  para  sti  heredero;  pero  si  el  he- 
redero ó  legatario  fallece  pendiente  la  condición  de  la  insti- 
tución ó  del  legado ,  nada  trasmite  á  sus  herederos ,  pues  el 
legado  y  la  institución  quedan  estinguidos  por  este  mismo 
hecho;  ley  26,  lit.  b,  Part,  b,  ley  14,  lit.  11 ,  Part.  b,  leyes 
8  y  9,  lit.  4,  y  ley  34,  til.  J9,  Parí.  6. 

Cuando  llega  á  verificarse  la  condición  casual ,  la  disposi- 
ción en  que  está  puesta  se  considera  pura  y  simple  y  sin 
condición  ;  porque  la  condición  cumplida  tiene  efecto  re- 
troactivo al  dia  de  la  disposición  ó  del  contrato  :  Condilio 
semel  exislens  relrotrahitur  ad  inilium ,  unde  evenit  ut  aclus 
cui  adjecta  fuerat  condilio,  puré  inilus  censeatur.  Véase 
Obligación  condicional. 

CONDICIÓN  convenible.  La  que  conviene  al  acto  que 
se  celebra  y  sobre  que  se  pone. 

CONDICIÓN  desconvenible.  La  que  se  oponeálanatu- 
raleza  del  contrato  ó  á  sus  fines.  Seria,  por  ejemplo,  condición 
desconvenible  la  que  uno  pusiese  al  casarse  diciendo  que  se 
casaba  con  tal  mujer  solo  hasta  cierto  tiempo  ,  ó  hasta  que 
hallase  otra  mas  rica,  ó  con  la  condición  de  emplear  medios 
para  no  tener  hijos  ,  ó  con  la  de  prostituirse  por  dinero , 
porque  estas  condiciones  son  contrarias  á  la  naturaleza  y  al 
fin  ú  objeto  del  matrimonio  ;  el  cual  en  tales  casos  seria  nulo. 
Mas  las  condiciones  que,  aunque  torpes  ,  no  se  opusiesen  á 
la  naturaleza  ó  al  objeto  de  este  contrato,  como  v.  gr.  la  de 
hurtar  tal  cosa  ó  matar  á  tal  hombre ,  y  las  imposibles  de 
hecho ,  como  la  de  dar  un  monte  de  oro  ó  tocar  el  cielo  con 
la  mano.,  se  tendrían  por  no  puestas  y  no  viciarían  el  matri- 
monio. Leyes  b  y  6,  Ut.  4,  Part.  II. 

CONDICIÓN  deshonesta.  La  que  se  opone  á  las  buenas 
costumbres.  En  los  testamentos  se  tiene  por  no  puesta; 
como  igualmente  en  los  matrimonios  ,  á  no  ser  que  sea  con- 
traria á  su  esencia  ,  pues  en  este  caso  los  anularía;  pero  en 
los  contratos  produce  el  efecto  de  hacerlos  nulos ,  pues  se 
supone  que  los  que  así  contraen  no  proceden  sino  de  burlas. 
Véase  Condición  desconvenible  y  Condición  imposible. 

CONDICIÓN  esencial.  El  requisito  indispensable  para 
la  valides-de  un  acto.  Así  los  requisitos  ó  condiciones  esen- 
ciales para  la  validez  de  una  convención  son  el  consenti- 
miento de  los  contrayentes  ,  su  capacidad  de  contraer,  un 
objeto  cierto  que  forme  la  materia  del  contrato,  y  una  causa 
.lícita  en  la  obligación. 

CONDICIÓN  espresa.  La  que  se  manifiesta  ó  formaliza 
claramente  con  palabras,  concibiéndose  ordinariamente  con 
la  panícula  sí.  También  puede  enunciarse  la  condición  con 
el  adverbio  cuando  ;  como  si  el  testador  dijera  :  Lego  á  Pe- 
dro cien  pesos ,  cuando  se  casara  ó  cuando  cumpliere  cin- 
cuenta años  ;  en  cuyo  caso  el  dia  incierto  se  considera  con- 
dición ,  por  dudarse  si  existirá  ó  no  :  dios  incertus  pro 
conditionc  habelur  ;  de  modo  que  hasta  que  Pedro  se  case  ó 
cumpla  cincuenta  años  queda  suspenso  el  legado,  y  no  se 
trasmite  por  consiguiente  á  sus  herederos  el  derecho  de 
percibirlo  ,  si  muere  antes  de  casarse  ó  de  llegar  á  dicha 
edad.  A  veces  seesplicala  condición  mediante  el  modo  ad- 
verbial con  tal  que;  v.  gr.  lego  à  Francisco  una  viña ,  con 
tal  que  pague  treinta  pesos  à  Diego.  También  puede  conce- 
birse la  condición  con  las  palabras  ,  hasta  que,  ó  en  tanto 
que;  como  si  se  dijera  por  ejemplo  :  Lego  el  usufructo  de  tal 
hacienda  à  mi  amigo  Manuel ,  hasta  que  tenga  mil  escudos 
de  renta,  ó  en  tanto  que  cuidare  de  los  negocios  de  mi  hijo. 
No  deja  de  haber  otros  modos  de  espresar  las  condiciones; 
pero  bastan  para  ejemplo  los  que  hemos  deducido. 

(1)  Véase  á  Gómez,  lib.  2,  Tarjar.,  cap.  U  ,  n,  57, 


CONDICIÓN  honesta.  La  que  no  se  opone  á  las  buenas 
costumbres ,  como  si  alguno  dijere  :  me  casaré  contigo  si 
trajeres  al  matrimonio  tanto  caudal. 

CONDICIÓN  imposible.  La  que  no  puede  ejecutarse  por 
haber  algún  obstáculo  irresistible  que  la  impida.  Puede  ser 
imposible  una  condición  :  —  Io.  por  naturaleza,  como  la  de 
tocar  el  cielo  con  la  mano  :  —  2o.  por  derecho ,  como  la  de 
andar  desnudo  por  la  calle,  la  de  no  redimir  ó  alimentar  un 
hijo  á  su  padre ,  la  de  matar  á  un  hombre,  ú  otra  que  sea 
contraria  á  las  buenas  costumbres  ó  á  las  leyes  naturales  ó 
positivas  :  — 3o.  por  repugnancia,  contradicción  ó  perple- 
jidad de  las  palabras  ,  como  si  un  testador  dijese  que  insti- 
tuye á  Juan  por  su  heredero  si  lo  fuese  Pedro  y  que  instituyo 
á  Pedro  si  lo  fuese  Juan  :  —  4o.  de  hecho,  como  la  de  dar 
un  monte  de  oro.  Ley  l,  lit.  4,  Part.  6. 

La  condición  imposible  por  naturaleza  ó  por  derecho  se 
tiene  por  no  puesta  en  los  testamentos  ;  de  modo  que  el  he- 
redero ó  legatario  percibirá  la  herencia  ó  el  legado  como  si 
se  le  hubiese  dejado  pura  y  simplemente  :  mas  por  el  con- 
trario la  condición  imposible  de  hecho  ó  por  la  perplejidad  de 
las  palabras  anula  y  deja  sin  efecto  la  institución  de  heredero 
ó  el  legado;  leyes  5,  h  y  b,  til.  4,  Part.  6.  En  tos  contratos  , 
toda  condición  imposible  por  naturaleza ,  por  derecho  ,  por 
la  perplejidad  de  las  palabras  ó  de  hecho,  los  hace  absoluta- 
mente nulos,  como  se  infiere  de  las  leyes  12  y  17,  lit.  11  , 
Part.  S.  —  La  condición  de  no  hacer  una  cosa  imposible , 
como  v.  gr.  la  de  no  tocar  el  cielo  con  la  mano,  no  hace  nulos 
los  contratos  en  que  se  pone  ;  ley  17,  til.  1 1 ,  Part,  b  :  y  mucho 
menos  anulará  los  legados  y  las  instituciones  de  heredero. 
Véase  Condición  desconvenible ,  y  Obligación  condicional. 

CONDICIÓN  mixta  ó  mezclada.  La  que  en  parte  es 
casual  y  en  parte  potestativa;  ó  bien,  la  que  en  parte  pende 
del  arbitrio  de  la  persona  á  quien  se  impone ,  y  en  parte  del 
acaso  ó  de  la  voluntad  de  otro  ;  como  si  el  testador  instituye 
heredero  á  Pedro  con  condición  de  que  venga  á  España  desde 
la  América  donde  se  halla,  ó  con  la  de  que  se  case  con  Ful- 
gencia  ;  pues  aunque  él  se  embarque ,  puede  no  arribar  por 
los  riesgos  de  la  navegación  ,  y  aunque  él  quiera  casarse, 
puedo  suceder  que  Fulgencia  lo  rehuse. 

La  condición  mixta  ó  mezclada  suspende,  por  regla  gene- 
ral ,  la  ejecución  de  los  actos  entre  vivos  ó  de  las  disposicio- 
nes de  última  voluntad  hasta  su  entero  cumplimiento;  leyes 
12  y  14,  lit.  H,  Part,  b,  y  ley  9,  lit.  4,  Part.  6.  Así  es  que 
en  el  caso  propuesto,  si  Pedro  deja  de  venir  á  España,  cual- 
quiera que  sea  la  causa  que  le  impida  su  llegada ,  será  nula 
su  institución  de  heredero  por  no  haberse  cumplido  la  con- 
dición ;  bien  que  seria  válida ,  si  fuese  descendiente  del  tes- 
tador, ley  9,  lit.  4,  Part.  6.  Así  es  también,  que  si  en  el 
segundo  ejemplo,  no  se  casare  Pedrocon  Fulgencia,  no  podrá 
recoger  él  ni  su  heredero  la  herencia  que  se  le  dejó  con  esta 
condición;  ano  ser  que  tuviesen  impedimento  dirimente,  ó 
que  ella  no  quisiese  acceder  al  matrimonio  ,  pues  en  estos 
dos  últimos  casos  se  daria  por  cumplida  la  condición,  justifi- 
cando Pedro  haber  hecho  por  su  parte  las  diligencias  opor- 
tunas para  cumplirla;  ley  14,  lit.  4,  y  ley  22,  lit.  9,  Part.  6. 

CONDICIÓN  necesaria.  La  que  es  preciso  que  inter- 
venga para  la  validación  de  algún  contrato. Véase  Condición 
esencial.  También  se  dice  condición  necesaria  la  que  indis- 
pensable ó  inevitablemente  ha  de  verificarse ,  como  las  de  si 
mañana  saliere  el  sol ,  ó  si  muriere  el  heredero  ó  legatario, 
sin  señalar  tiempo.  Esta  condición  no  impide  ni  demora  la 
institución  ni  el  legado  ,  porque  no  puede  caber  duda  sobre 
su  cumplimiento  ;  ley  8,  Ut.  4,  Part.  6.  Mas  esta  no  es  pro- 
piamente condición,  porque  para  serlo  es  un  elemento  pre- 
ciso la  incertidumbre. 

CONDICIÓN  posible.  La  que  puede  cumplirse  ó  verifi- 
carse por  no  tener  obstáculo  en  la  naturaleza  ni  en  las  leyes. 
Esta  condición  es  ó  potestativa,  ó  casual,  ó  ;mixta. 
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CONDICIÓN  potestativa.  La  que  pende  únicamente 
del  arbitrio  de  la  persona  á  quien  se  impone  ;  como  si  dijera 
el  testador  que  te  lega  cien  pesos  si  dieres  libertad  á  tal  es- 
clavo. 

La  condición  potestativa  debe  cumplirse  para  que  sea 
válido  el  nombramiento  de  heredero,  el  legado  ó  el  contrato 
en  que  se  ha  puesto;  leyes  12,  14  y  17,  tít.  11  ,  Part.  5  , 
ley  7,  tít.  4 ,  y  ley  22 ,  lit.  9,  Part.  6.  Sin  embargo  ,  si  el 
heredero  ó  legatario  dejare  de  cumplir  la  condición  por  un 
acontecimiento  que  no  pudo  precaver  ni  evitar,  valdrá  la 
institución  ó  el  legado  en  que  hubiere  sido  puesta  ;  ley  Vi , 
Ut.  h,  y  ley  22,  til.  9,  Parí.  6. 

La  condición  potestativa  puede  ser  positiva  ó  negativa. 
Positiva  es  la  que  consiste  en  hacer  alguna  cosa  ,  como  si 
uno  te  instituye  por  su  heredero  si  le  labrares  una  capilla  en 
tal  iglesia ,  y  negativa  es  la  que  consiste  en  no  hacer  alguna 
cosa,  como  por  ejemplo  en  el  caso  de  que  uno  te  legase  cien 
pesos  si  no  fueres  á  Cádiz.  La  positiva  pues  debe  realizarse 
antes  de  percibir  la  herencia  ó  legado  ;  pero  en  caso  de  ser 
negativa,  se  entrega  desde  luego  la  herencia  ó  el  legado  al 
heredero  ó  legatario  bajo  caución  de  que  la  restituirá  si  hi- 
ciere la  cosa  que  se  le  prohibe;  ley  7,  tít.  tí  ,  Part.  6.  Esta 
famosa  caución ,  llamada  Muciana  entre  los  Romanos  por 
haberla  inventado  Quinto  Mucio,  no  tiene  lugar  en  los  con- 
tratos, como  unánimes  lo  resuelven  todos  los  intérpretes,  y 
entre  ellos  Gómez,  2,  Var.,  cap.  11,  n.  57.  Así  es  que  la 
condición  negativa  ó  de  no  hacer  alguna  cosa  suspende  la 
ejecución  del  contrato  durante  la  vida  de  aquel  de  cuyo  ar- 
bitrio pende  la  insinuada  condición  :  por  lo  cual  si  uno  te 
prometiese  cien  pesos  con  tal  que  nunca  fueses  á  Cádiz,  no 
estaña  obligado  á  dártelos  mientras  vivieses ,  aunque  ofre- 
cieses la  caución  Muciana  de  restituirlos  si  se  verificaba  el 
viaje  á dicha  ciudad. 

La  condición  general  de  no  casarse,  impuesta  á  un  célibe, 
y  con  mas  particularidad  si  fuere  mujer,  se  tiene  por  no  es- 
crita; pero  deberá  cumplirse  cuando  se  pone  á  un  viudo. 
Esta  doctrina  ,  que  es  de  las  leyes  romanas  ,  está  apoyada 
por  nuestros  autores  (1)  y  recibida  en  la  práctica,  por  ser 
útil  al  Estado  y  conforme  á  las  buenas  costumbres.  Pero  de 
que  sea  nula  la  condición  de  no  casarse,  no  debemos  inferir 
que  lo  sean  también  las  adjeciones  ó  espresiones  tan  fre- 
cuentes en  los  testamentos  de  los  padres ,  que  teniendo  hijas 
solteras ,  las  mejoran  mientras  se  mantengan  sin  casarse; 
porque  no  tienen  el  objeto  de  impedir  el  matrimonio  con 
perjuicio  del  Estado,  sino  el  de  socorrer  á  las  hijas  mientras 
se  hallen  destituidas  del  ausilio  de  marido  ;  y  no  hacen  la 
mejora  condicional  sino  modal  ;  resultando  de  aquí  que  se 
les  debe  entregar  dicha  mejora  desde  luego  que  fallezca  el 
testador  y  mientras  se  mantengan  en  el  estado  del  celibato , 
sin  necesidad  de  la  caución  Muciana.  Yéase  Obligación  con- 
dicional. 

CONDICIÓN  resolutoria.  La  que  al  cumplirse  produce 
la  revocación  ó  invalidación  del  contrato ,  y  restituye  las 
cosas  al  estado  que  tenian  antes  de  la  celebración  de  este.— 
Esta  condición  no  suspende  la  ejecución  del  contrato  ,  sino 
que  solamente  obliga  al  acreedor  á  restituir  la  cosa  que  ha 
recibido  en  el  caso  de  que  llegue  á  verificarse  el  aconteci- 
miento previsto.  Yo  te  vendo  mi  casa ,  por  ejemplo ,  con  la 
condición  de  que  si  viene  mi  familia  que  está  en  Méjico,  se 
invalidará  la  venta  :  esta  es  una  condición  resolutoria;  y  si 
con  efecto  viene  mi  familia,  tendrás  que  restituirme  la  casa. 
—La condición  resolutoriase  sobrentiende  siempre  en  los  con- 
tratos sinalagmáticos  ó  bilaterales  para  el  caso  de  que  una  de 
las  parles  no  cumpliere  la  obligación  que  ha  contraído;  pues 
la  otra  entonces  tendrá  la  elección  de  compelerla  á  la  ejecu- 


(1)  Gómez  á  la  ley  16  de  Toro,  n.  8,  y  Diego  Terez  glos.  á  la 
ley  l,tít.  2,lib.  5,  Orden. 
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cion  del  convenio,  ó  de  pedir  su  rescision  ó  anulación  con  el 
resarcimiento  de  daños  y  perjuicios. — Véase  Adiccion  ó  dia. 
CONDICIÓN  tácita.  La  que,  aunque  espresamente  no 
se  ponga ,  vlrtualmente  se  entiende  puesta ,  sea  en  razón  de 
la  naturaleza  de  la  disposición  ó  del  contrato ,  .sea  por  exi- 
girlo así  el  derecho.  Así  que,  cuando  uno  lega  ó  promételos 
frutos  de  su  campo  ,  se  sobrentiende  la  condición  si  nacie~ 
ren,  ley  20,  til.  U  ,  Part.  S;  y  cuando  un  testador  que  tiene 
dos  hijos  legítimos  ó  naturales  ,  dispone  que  por  muerte  del 
uno  herede  el  otro  ,  se  sobrentiende  la  condición  si  muriere 
sin  hijos  ;  lo  que  no  sucede  cuando  los  dos  instituidos  son  es- 
traños;  ley  10,  tít.  4,  Part.  6. 

CONDICIÓN  torpe.  La  que  se  opone  á  la  honestidad ,  á 
las  buenas  costumbres  ó  á  alguna  ley.  Véase  Condición  des- 
honesta y  Condición  imposible. 

CONDICIONAL.  Lo  que  incluye  y  lleva  consigo  alguna 
condición,  como  legado  condicional,  promesa  condicional. 
Véase  Obligación  condicional. 

CONDÎGNIDAD.  La  proporción  del  mérito  con  el  pre- 
mio ,  y  del  delito  con  la  pena. 

CONDONACIÓN.  El  perdón  ó  la  remisión  do  alguna 
deuda.  La  condonación  puede  ser  espresa  ó  tácita.  Es 
espresa,  cuando  se  hace  por  palabras  que  la  manifiestan 
claramente  ;  como  si  el  acreedor  pacta  con  el  deudor  que 
nunca  le  pedirá  la  deuda,  lo  que  se  llama  quitamiento  ;  ó  si 
se  da  por  pagado,  á  lo  que  los  Romanos  llamaron  aceptila- 
cion.  Tácita  ó  callada  es ,  cuando  se  indica  por  algún  hecho  ; 
como  si  el  acreedor  diese  al  deudor  la  carta  ó  vale  de  la 
deuda,  ó  la  rompiese  con  intención  de  estinguirla.  Pero  no 
habría  condonación  tácita  si  el  acreedor  probaba  ,  que  solo 
dio  el  vale  al  deudor  en  confianza  y  no  con  ánimo  de  perdo- 
nar la  deuda ,  ó  que  se  lo  hurtaron  ó  le  obligaron  á  romper- 
lo. Véase  Perdón. 

CONDONACIÓN.  El  perdón  ó  remisión  de  la  pena  que 
merece  ua  reo  por  el  delito  que  ha  cometido.  Véase  Indullo 
y  Perdón. 

CONDUCCIÓN.  El  ajuste  ó  concierto  hecho  por  precio 
ó  salario.  Véase  Alquiler  y  Arrendamiento. 

CONDUCÍS.  Ajustar  ó  concertar  por  precio  ó  salario 
las  obras,  el  trabajo  ó  los  servicios  de  alguna  persona.  Véase 
Alquilar. 

CONDUCTA.  El  ajuste  ó  convenio  que  se  hace  con  el 
médico  ó  cirujano  paxa  que  asista  y  cuide  de  la  curación  de 
los  enfermos  en  algún  pueblo  ó  territorio  ,  y  también  el  ho- 
norario que  se  le  da  :  —  la  comisión  de  levantar  gente  de 
guerra ,  y  la  gente  nuevamente  reclutada  que  se  conduce  á 
los  regimientos;  — y  antiguamente  la  capitulación  ó  contrato. 
CONDUCHO.  La  contribución  de  viandas  ó  comestibles 
que  franqueaban  los  vasallos  à  sus  señores ,  especialmente 
cuando  estos  pasaban  por  sus  pueblos. 

f  CONDUCTOR  de  la  correspondencia.  Sobre  su  dis- 
tintivo, obligaciones  ,  modo  de  hacer  el  servicio  y  domas, 
puede  verse  el  Suplemento  al  Diccionario ,  que  contiene  los 
capítulos  del  tít.  18  de  la  ordenanza  de  8  de  junio  do  1794 
que  tratan  del  asunto. 

CONDUTA.  La  instrucción  que  se  daba  por  escrito  á  los 
que  iban  encargados  de  algún  gobierno. 

CONEXIDADES.  Los  derechos  y  cosas  anejas  á  otra 
principal.  Usase  por  fórmula  en  los  instrumentos  junto  con 
la  voz  anexidades.  Véase  Accesorio. 

CONFARREACION.  Entre  los  antiguos  Romanos  se 
llamaba  así  uno  de  los  tres  modos  que  tenian  de  contraer 
matrimonio  según  sus  ritos.  Debia  hacerse  con  ciertas  y  de- 
terminadas palabras  en  presencia  de  diez  testigos  ,  y  cele- 
brándose un  solemne  sacrificio.  Se  esparcía  farro  sobre  las 
víctimas ,  y  los  esposos  comían  de  un  pan  hecho  también  de 
farro,  de  donde  vino  el  nombre  de  confarreacion.  Mediante 
esta  ceremonia  religiosa  pasaba  la  mujer  à  la  potestad  del 
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marido,  era  considerada  como  hija  suya,  tomaba  su  nom- 
bre, contraia  comunidad  de  bienes,  y  era  admitida  á  la 
participación  de  los  sacrificios  ante  los  dioses  penales  de  la 
casa. Por  eso  un  antiguo  jurisconsulto  definió  el  matrimonio  : 
union  del  hombre  y  de  la  mujer,  sociedad  de  toda  la  vida  y 
participación  de  derecho  divino  y  humano  :  Nupliœ  sunt 
conjunclio  maris  cl  fœmince,  consortium  omnis  vilœ,  diyiñi 
el  humani  jaris  communicatio.  Esta  especie  de  lazo  no  podia 
romperse  sino  por  una  ceremonia  contraría,  llamada  difar- 
reacion ,  porque  en  este  sacrificio  se  ofrecía  una  torta  com- 
puesta de  harina  de  farro  ,  de  aceite  y  de  miel.  Como  esta 
ceremonia  no  podia  hacerse  sino  con  la  intervención  de  los 
pontífices,  era  en  estremo  rara,  de  modo  que  hasta  el  año  520 
de  la  fundación  do  Roma  no  se  vio  ninguna  de  estas  sepa- 
raciones. Pero  de  allí  en  adelante,  la  indiferencia  de  los  es- 
posos, la  molestia  del  ceremonial ,  el  apego  de  los  padres  á 
su  autoridad,  de  la  cual  no  dependían  los  que  se  hacían 
sacerdotes  de  Júpiter,  los  escesivos  gastos  ,  y  mas  que  todo 
la  libertad  inherente  al  divorcio ,  contribuyeron  insensible- 
mente á  hacer  caer  en  desuso  este  modo  de  contraer  matri- 
monio ,  hasta  tal  estremo  que  en  tiempo  de  Tiberio  no  pu- 
dieron encontrarse  en  la  clase  de  los  patricios  tres  hijos 
nacidos  de  matrimonio  contraído  por  confarreacion  para 
nombrar  entre  ellos  un  sacerdote  de  Júpiter  en  lugar  de 
Servio  Maluginense,  que  acababa  de  morir  (1). 

CONFEDERACIÓN.  La  alianza,  liga  ó  union  que  ha- 
cen entre  sí  algunas  personas  para  defenderse  de  sus  adver- 
sarios ú  ofenderlos  ó  para  otro  fin.  Véase  Liga. 

CONFESAR  de  plano.  Declarar  un  reo  el  delito  que  ha 
cometido  ,  lisa  y  llanamente  sin  ocultar  nada. 

CONFESIÓN.  La  declaración  ó  reconocimiento  que  hace 
una  persona  contra  sí  misma  de  la  verdad  de  un  hecho  (2)  : 
ó  bien ,  la  declaración  en  que  una  de  las  partes  reconoce  el 
derecho  ó  la  escepcion  de  la  otra ,  ó  algún  hecho  que  se  re- 
fiere al  derecho  ó  á  la  escepcion  :  ó  en  fin  ,  la  declaración 
en  que  el  deudor  reconoce  la  obligación  que  ha  contraído,  ó 
algún  hecho  que  se  refiere  á  esta  obligación.  La  confesión  es 
judicial  ó  estrajudicial  ;  espresa  ó  tácita;  simple  ó  cualifica- 
da ;  dividua  ó  individua. 

CONFESIÓN  judicial.  La  que  se  hace  enjuicio  ante  juez 
competente  ;  como  cuando  el  demandado  ,  á  solicitud  del 
actor,  reconoce  como  suyo  un  instrumento  de  obligación ,  ó 
el  actor  á  solicitud  del  demandado  reconoce  un  instrumento 
de  liberación  ;  ó  como  cuando  uno  ú  otro ,  sin  que  se  exhiba 
instrumento,  otorga  la  verdad  de  la  obligación  ó  de  la  libe- 
ración. 

La  confesión  judicial  puede  hacerse  por  escrito  en  los 
mismos  pedimentos,  ó  verbalmente  respondiendo  á  las  pre- 
guntas que  el  juez  hiciere  de  oficio  ó  en  virtud  de  posiciones 
presentadas  al  efecto  por  la  parte  contraria.  Véase  Posicio- 
nes. Puede  pedirse  la  confesión  por  una  parte  á  la  otra  en 
cualquiera  estado  del  pleito  hasta  la  sentencia ,  como  asimis- 
mo exigirse  de  oficio  por  el  juez  ,  á  fin  de  inquirir  la  ver- 
dad en  caso  de  duda;  ley  2,  üt.  12 ,  Part.  3. 

La  parte  á  quien  se  pide  confesión  está  obligada  á  pres- 
tarla, afirmando  ó  negando  de  un  modo  claro  y  decisivo  con 
las  espiraciones  que  le  convengan,  y  absteniéndose  de  res- 
puestas ambiguas  ó  evasivas.  Si  se  negare  á  prestarla ,  ó  no 
quisiere  responder  ,  ó  respondiere  en  su  caso  de  un  modo 
equivoco  ú  obscuro  resistiéndose  á  esplicarse  con  claridad , 
se  entiende  que  confiesa  la  pregunta  ó  posición  que  se  le 
hace.  Ley  3,  lit.  13,  Part.  3 ,  leyes  i  y  2,  til.  9,  lib.  11  , 
Nov.  Rec.  Véase  Porciones  y  Callar. 

(1)  Véase  Ileinec,  Antiq.  Rom.  lib.  l,tít.  10,  y  Cavalario, 
cap.  de  matrim.,  §  13.  Solemnitas  nuptiarum  apud  gentes. 

(2)  La  ley  I  ,  tít.  15,  Part.  3,  le  llama  conocencia ,  que  es  res- 
puesta de  otorgamiento  que  fazc  la  una  parte  á  la  olra  en  juizio. 


La  confesión  prestada  en  un  acto  y  de  una  vez  por  uno  de 
los  litigantes  á  solicitud  del  adversario  se  reputa  indivisa; 
j  de  modo  que  no  se  puede  admitir  en  una  parte  y  desechar 
en  otra ,  porque  la  confesión  no  se  constituye  sino  de  todas 
sus  partes ,  las  cuales  son  mutuamente  condición  unas  do 
otras  :  Confessio  dividí  non  débet.  Así  que  ,  si  me  pides  cierta 
cantidad  que  dices  haberme  entregado,  y  yo  confieso  que 
efectivamente  la  recibí ,  pero  que  fué  en  pago  de  una  deuda 
que  tenias  á  mi  favor ,  no  podrás  dividir  mi  confesión ,  to- 
mando su  primera  parte  y  desechando  la  segunda.  Si  me 
pides  la  restitución  de  un  depósito  que  pretendes  haberme 
sido  hecho  por  tu  causante,  y  yo  confieso  haberlo  recibido, 
declarando  al  mismo  tiempo  que  lo  devolví  á  la  persona  que 
me  lo  habia  confiado ,  tienes  que  admitir  mi  confesión  por 
entero ,  y  no  puedes  aprovecharte  solo  de  la  parte  que  te 
conviene.  Esta  es  à  lo  menos  la  regla  general  en  materias 
civiles  y  de  comercio;  y  si  es  susceptible  de  alguna  escep- 
cion ,  no  lo  será  sino  cuando  haya  fuertes  presunciones  con- 
tra la  condición  ó  circunstancia  que  modifica  la  confesión. 
Mas  si  la  confesión  no  se  limitó  al  hecho  sobre  que  se  pidió 
y  sus  circunstancias  ó  modificaciones,  sino  que  se  eslendió 
á  hechos  diversos  y  sobre  que  no  fué  interrogada  la  parte , 
no  se  tendrá  entonces  por  individua ,  y  habrá  lupar  por  con- 
siguiente á  su  admisión  parcial. 

He  dicho  en  materias  civiles  y  de  comercio ,  parque  en  las 
criminales  sientan  los  autores  que  la  confesión  que  el  reo 
hace  de  haber  cometido  el  delito  ,  pero  en  su  propia  defensa, 
se  puede  admitir  en  una  parte  y  repudiar  en  otra,  y  que 
admitiéndose  solo  en  cuanto  á  la  perpetración  del  delito  per- 
judica al  que  la  hace  si  no  prueba  la  calidad  de  la  defensa , 
porque  en  los  delitos  siempre  se  presume  dolo  mientras  no 
se  justifica  lo  contrario  :  bien  que  por  esta  confesión  no  quie- 
ren que  se  condene  al  reo  en  la  pena  ordinaria  del  delito 
sino  en  otra  mas  suave  ,  y  por  lo  común  pecuniaria  ;  y  aun 
admiten  en  su  favor,  para  eximirle  de  toda  pena ,  conjetu- 
ras ,  indicios  ,  presunciones ,  y  testimonios  de  parientes  con- 
sanguíneos ó  afines  y  de  domésticos.  Ant.  Gómez,  tom.  5, 
Variar.,  cap.  3,  n.  26 y  27.  Otros,  sin  embargo  ,  sostienen 
que  la  confesión  del  reo  debe  siempre  recibirse  como  se  ha 
prestado  y  tenerse  por  verdadera  en  todo  lo  que  no  se  de- 
muestre que  es  falsa,  reprobando  altamente  la  doctrina  de 
los  que  admiten  la  confesión  del  homicidio  y  desechan  la  de 
haberlo  ejecutado  en  propia  defensa ,  de  los  que  admiten  la 
declaración  del  hecho  y  desechan  la  de  sus  circunstancias  ; 
porque  efectivamente  sin  las  circunstancias  no  puede  califi- 
carse el  hecho  :  ellas  son  las  que  constituyen  su  criminali- 
dad ó  su  justicia  :  el  hecho  de  clavar  un  puñal  en  el  pecho 
de  un  hombre,  hecho  que  considerado  física  y  material- 
mente siempre  es  el  mismo,  es  empero  injusto  y  repro- 
bado ,  ó  permitido  lícito  y  aun  recomendable  ,  según  tenga 
por  objeto  asesinar  á  un  ciudadano  honrado ,  ó  librarse  da 
un  asesino. 

La  confesión  judicial  hace  prueba  completa  contra  el  qua 
la  ha  prestado;  de  suerte  que  si  el  demandado  declara  de- 
ber la  cosa  ó  cantidad  que  se  le  pide,  ó  el  demandante  ma- 
nifiesta haber  hecho  la  remisión  ó  recibido  el  pago ,  queda 
plenamente  justificada  la  demanda  ó  escepcion  ,  y  ya  no  se 
necesita  de  otra  prueba;  ley  2,  tít.  15,  Part.  5.  El  confe- 
sante ,  en  efecto ,  se  ha  juzgado  á  sí  mismo  :  confessus  quo- 
dammodo  sua  sentent ia  damnalitr;  y  por  eso  se  dice,  que  lá 
confesión  se  asimila  á  la  autoridad  de  la  cosa  juzgada  :  con* 
fessus  pro  judicato  habelur. 

Mas  para  que  la  confesión  judicial  sea  válida  en  perjuici? 
del  que  la  hace  y  beneficio  de  su  adversario ,  se  requieren 
las  condiciones  ó  circunstancias  siguientes  : 

Ia.  Que  el  que  la  hace  sea  mayor  de  veinte  y  cinco  años; 
ó  que  si  es  menor  y  entró  ya  en  la  pubertad,  intervenga  la 
autoridad  de  su  curador ,  sin  embargo  de  la  cual  podrá  e.i 
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caso  de  lésion  pedir  la  reslitucion  in  inlerjrum  ;  ley  1 ,  tít.  13, 
y  ley  3,  Ut.  2b,  Part.  3. 

2\  Que  sea  libre,  y  no  arrancada  por  fuerza  ó  miedo  de 
muerte  ó  deshonra ,  ni  por  otra  coacción  física  ó  moral ,  ni 
por  promesa,  dádiva,  engaño  ó  impropio  artificio;  leyes  h 
y  5,  tít.  13,  Part.  5  ;  y  art.  8,  reglam.  de  26  de  setiembre 
de  1835.  Véase  Apremio. 

3a.  Que  se  haga  á  sabiendas  ó  con  cierta  ciencia,  y  no  por 
ignorancia  ó  error  de  hecho.  Así  que ,  si  tú  me  pides  un  le- 
gado quesupones  haberte  dejado  mi  padre  en  su  testamento, 
ó  una  cantidad  que  te  debia  él  mismo  ,  y  yo  de  buena  fe 
confieso  la  deuda  ó  el  legado,  pero  después  se  descubre  que 
el  legado  no  existia  en  el  testamento  ó  que  la  deuda  habia 
sido  pagada,  podré  yo  revocar  mi  confesión  como  errónea; 
ley  S,  tít.  13,  Part.  3.  La  ley  dice  que  el  error  ha  de  pro- 
barse ante  que  sea  dado  juicio  acabado  sobre  aquel  pleito;  y 
como  no  puede  llamarse  acabado  el  juicio  mientras  no  esté 
ejecutoriada  la  sentencia,  entiende  Gregorio  López  que  hay 
todavía  lugar  á  deducir  el  error  y  revocar  la  confesión  en 
el  juicio  apelatorio,  y  aun  añade  que  el  error  en  que  uno 
cae  por  causa  del  adversario  puede  corregirse  después  por 
via  de  restitución.  —  Dije  que  la  confesión  es  nula  ó  puede 
revocarse  cuando  se  presta  por  error  de  hecho;  pues  en  el 
caso  de  haberse  prestado  por  error  de  derecho  quedaría  vá- 
lida y  subsistente ,  porque  se  presume  que  todos  saben  las 
leyes ,  y  que  cuando  uno  confiesa  una  obligación  natural  de 
que  solo  le  dispensa  la  ley  civil ,  ha  querido  hacer  renuncia 
de  este  beneficio.  Así  es  que  si  demandándome  tú  por  una 
deuda  de  6,000  rs.  confieso  yo  que  te  debo  4,000  y  se  me 
condena  á  pagarlos,  no  podré  ya  revocar  mi  confesión, 
diciendo  que  la  deuda  está  ya  prescrita  por  pasar  de  veinte 
años ,  y  que  si  la  he  confesado  ha  sido  porque  ignoraba  que 
el  trascurso  del  tiempo  era  capaz  de  libertarme  de  ella. 

4a.  Que  en  las  cansas  criminales,  no  sea  falsa  la  existen- 
cia del  cuerpo  del  delito ,  pues  si  uno  confiesa  haber  asesi- 
nado á  otro  que  después  aparece  vivo  ó  que  murió  natural  y 
no  violentamente ,  es  claro  que  la  confesión  no  puede  tener 
efecto  alguno;  ley  5,  lit.  13,  Part.  3.  —  Y  no  solo  es  nece- 
sario que  no  sea  falsa  la  existencia  del  cuerpo  del  delito,  sino 
que  ha  de  constar  su  certeza  ;  de  modo  que  la  confesión  sola 
no  basta  para  condenar  al  que  la  hace,  si  no  resulta  primero 
que  efectivamente  se  ha  cometido  el  delito;  Grey.  López  ;  en 
la  cjl.  9  de  d.  ley  5 ,  tít.  13 ,  Part.  3;  y  art.  287  de  la  Const. 
de  1812.  Bien  parece  á  primera  vista  que  la  confesión  de  un 
acusado  justifica  enteramente  al  acusador  y  á  los  jueces  que 
le  condenan ,  pues  el  que  se  reconoce  culpable  del  crimen 
que  se  le  imputa ,  pronuncia  él  mismo  su  condenación  ;  pero 
se  han  visto  no  pocos  casos  en  que  después  de  haber  subido 
al  patíbulo  el  confesante  de  un  homicidio,  se  ha  presentado 
viva  y  sana  la  persona  que  se  suponía  haber  sido  asesinada. 
Mas  supuesta  la  certeza  del  delito ,  constando  que  este  se 
ha  cometido ,  ¿bastará  la  confesión  del  acusado  para  conde- 
narle? ¿hará  prueba  completa  contra  él  su  propia  confesión? 
Esta  es  una  cuestión  gravísima  que  se  ha  debatido  con  acalo- 
ramiento por  losautores;  y  tampoco  se  han  puesto  de  acuerdo 
sobre  este  punto  las  leyes  de  las  naciones  antiguas  y  moder- 
nas. Entre  los  Judíos ,  la  simple  declaración  del  acusado 
bastaba  para  condenarle  al  último  suplicio  ;  y  del  mismo 
modo ,  entre  los  Romanos  ,  podia  ser  condenado  el  acusado 
por  sola  su  confesión,  como  el  deudor  en  materia  civil  :  mas 
la  antigua  legislación  de  Francia  tenia  por  absurda  seme- 
jante jurisprudencia,  presumiendo  que  la  confesión  puede 
ser  efecto  de  la  turbación  ó  del  despecho  ;  y  la  moderna 
deja  á  la  conciencia  de  los  jurados  ó  de  los  jueces  la  gradua- 
ción de  la  fuerza  que  pueda  tener  esta  prueba  en  cada  caso. 
Nuestra  legislación  se  parece  mas  á  la  de  los  Judíos  y  Ro- 
manos :  la  ley  2 ,  tít.  13 ,  Part.  3 ,  concede  á  la  confesión  el 
valor  de  prueba  completa,  así  en  los  negocios  crmwlíi 


como  en  los  civiles.  Todavía  pasa  mas  adelante  la  ley  'o  del 
mismo  título  ,  pues  establece  que  la  confesión  de  uno  que 
dice  haber  muerto  ó  herido  á  otro  que  realmente  se  halla 
herido  ó  muerto  ,  aunque  sea  un  tercero  el  delincuente ,  ie 
perjudica  como  si  él  mismo  lo  fuese,  porque  se  dio  á  sa- 
biendas por  autor  del  mal  que  otro  hizo,  amándole  mas  que 
á  sí  mismo  ;  de  modo  que  si  después  quisiere  probar  que 
otro  cometió  el  delito  ,  no  debe  ser  oido  :  bien  que  Gregorio 
López  en  la  glosa  10  de  esta  ley  asegura  que  esta  disposi- 
ción solo  debe  entenderse  del  caso  en  que  se  trate  civilmente 
del  delito  en  cuanto  al  resarcimiento  de  daños  y  perjuicios, 
y  no  del  caso  en  que  se  trate  criminalmente  en  cuanto  á  la 
pena.  Sin  embargo,  á  pesar  de  la  fuerza  que  la  ley  concede 
á  la  confesión ,  se  buscan  en  la  práctica  otros  indicios  que 
comprueben  lo  confesado  ,  y  se  admite  al  reo  en  el  plenario 
á  contradecirla  ó  impugnaría  y  à  oponerle  escepciones  que 
disminuyan  ó  desvanezcan  la  criminalidad  del  hecho  confe- 
sado. Véase  Prueba  en  materia  criminal. 

5a.  Que  el  confesante  la  haga  contra  sí  mismo  ó  para  obli- 
garse á  otro  ;  mas  no  en  su  favor  ni  contra  un  tercero  ;  \ey  ü, 
tít.  13 ,  Part.  3,  y  ley  2,  lit.  7,  lib.  2,  Fuero  Real.  La  confe- 
sión ,  en  efecto,  no  es  como  el  juramento  decisorio,  una 
prueba  en  favor  del  que  la  hace  ,  ni  se  exige  para  hacer  de- 
pender de  ella  la  decisión  de  la  causa  ,  sino  para  sacar  de 
las  respuestas  del  confesante  la  prueba  que  falta  :  ul  conji- 
tendo  vel  mentiendo  sese  oneret  ;  l,  4 ,  ff.  de  interroy.  injure 
faciendis.Ldi  confesión,  por  otra  parte  ,  no  perjudica  á  ter- 
ceras personas  sin  otras  pruebas  ;  d.  ley  2,  tít.  7,  lib.  2, 
Fuero  Real. 

6a.  Que  se  haga  ante  juez  competente,  ó  de  su  órdeu  anlo 
alguacil  ó  escribano  ;  leyes  h  y  S,  til.  28 ,  lib.  11 ,  Nov.  Rec. 
También  se  considera  con  la  misma  fuerza  que  la  judicial  la 
que  se  hace  ante  el  arbitro  que  procede  observando  el  orden 
legal  ;  pero  no  la  que  se  hace  ante  el  arbitrador,  por  no  ha- 
ber juicio  ante  este. 

7a.  Que  se  haga  estando  presente  la  parte  contraria  ó  su 
apoderado;  leyes  2  y  h,  tít.  13,  Parí.  3:  mas  en  la  práctica 
no  se  observa  esta  formalidad ,  teniéndose  por  bastante  que 
conste  la  confesión  en  los  autos  y  luego  se  comunique  al  ad- 
versario. 

8a.  Que  recaiga  sobre  cosa  ,  cantidad  ó  hecho  determina- 
do; pues  si  demandando  uno  cien  reales,  confiesa  el  otro 
que  debe  una  cantidad  sin  espresarla,  no  le  perjudicará 
la  confesión  :  mas  debe  el  juez  apremiarle  á  que  responda 
categóricamente  fijando  la  cantidad  de  la  deuda;  leyes  ¡i 
y  6,  til.  13,  Part.  3. 

9a.  Que  no  sea  contra  naturaleza  ni  contra. ley.  Será  con- 
tra naturaleza  la  que  uno  hiciere  de  haber  cometido  adulte- 
rio no  teniendo  edad  competente  para  ello  ,  ó  de  ser  padre  ó 
abuelo  de  una  persona  de  mas  edad  que  él  :  sera  contra  ley 
la  que  hiciere  un  casado  de  tener  un  impedimento  dirimente 
con  objeto  de  anular  el  matrimonio,  pues  el  impedimenta 
no  puede  probarse  por  confesión  sino  por  testigos  ó  de  otro 
modo;  leyes  k  y  6,  til.  13,  Part.  5.  También  será  contra 
ley  ó^contra  la  presunción  del  derecho  la  que  hiciere  una 
madre  de  que  no  es  de  su  marido  sino  de  otro  un  hijo  que 
ha  tenido  durante  el  matrimonio;  ley  9,  lit.  {li,  Part.  5(1). 

=  Véase  Instrumento  ejecutivo ,  y  Prueba  en  materia 
criminal. 

CONFESIÓN  estrajudicial.  La  que  se  hace  fuera  de 
juicio,  sea  en  conversación,  sea  en  carta  misiva,  sea  ou 
cualquierdocumento  que  no  tenia  por  objeto  servir  de  prueba 

(i)  La  ley  /i,  tít.  15  ,  Part.  5,  requiere  diez  circunstancias  para 
la  validez  de  la  confesión  ,  que  los  prácticos  han  reunido  en  este 
dístico  : 

Major,  spontc ,  sciens ,  contra  se,  ubi  jus  fit,  et  hoslis. 

Çer{uml  Usque.  (a\or,jus  nec  Mlura  repugnet. 


co 


del  hecho  contestado.  También  se  tiene  por  estrajudicial  la 
confesión  que  se  hiciere  en  juicio  ante  juez  que  no  fuese 
competente  para  recibirla  ó  mandarla  prestar  ;  ley  153  del 
Estilo  en  el  lit.  7,  lib.  2 ,  Fuero  Real. 

La  confesión  estrajudicial  no  produce,  por  regla  general, 
sino  prueba  incompleta;  ley  7,  lit.  13,  Pari.  3.  Sin  embargo, 
la  confesión  que  un  deudor  hiciere  de  la  deuda  ,  en  pre- 
sencia de  dos  testigos  y  de  la  parte  contraria  ó  de  su  procu- 
rador, con  espresion  de  la  cantidad  ó  cosa  debida  y  de  la 
razón  ó  causa  porque  la  debe  ,  tiene  fuerza  de  prueba  plena 
y  produce  contra  el  confesante  la  obligación  de  pagar  la 
deuda  si  no  probare  haberla  pagado  ó  quedado  libre  de 
ella;  d.  ley  7,  lit.  13,  Parl.'ô,  y  ley  i,  lit.  7,  lib.%,  Fuero 
Real.  Algunos  autores  añaden  que  también  hace  prueba 
completa  la  confesión  prestada  en  ausencia  de  la  parte  con- 
traria ,  si  se  repite  en  otra  ocasión  con  intermisión  de  tiem- 
po; Cur.  Filíp.,  part.  1  ,  §  17,  n.  6. 

La  confesión  hecha  en  testamento  ó  á  la  hora  de  la  muerte, 
se  considera  también  prueba  completa  contra  los  herederos 
del  que  se  reconoce  como  deudor  ó  declara  estar  pagado, 
ley  2  ,  til.  7,  lib.  2  ,  Fuero  Real,  y  leyes  19,  20  y  21 ,  lit.  9, 
Pari.  G.  Sin  embargo,  la  confesión  de  deuda  en  favor  de  una 
persona  incapaz  de  recibir  del  confesante,  se  tiene  por  hecha 
en  fraude  de  la  ley,  y  no  hará  prueba  contra  los  herederos, 
á no  ser  que  el  incapaz  pruebe  la  razón  de  la  deuda;  ley  5, 
tít.  {ti,  Parí,  o:  Confessio  facía  in  favorem  incapacis  prcesu- 
mitur  fraudulenta  :  Confessio  facía  inler  personas,  inlcr 
cjuns  prohibila  est  donado,  ut  titulus  lucralims,  prcesumilur 
facía  in  fraudem  legis ,  et  sic  animo  donandi. 

La  confesión  hecha  por  los  padres  en  escrito  ó  asiento  for- 
mal ,  de  cuya  autenticidad  no  se  duda ,  sobre  anticipaciones 
hechas  á  sus  hijos  por  razón  de  colocación  ó  establecimiento, 
se  tiene  asimismo  por  prueba  completa. 

En  materias  criminales  ,  no  hace  jamas  plena  prueba  la 
confesión  estrajudicial,  aunque  induce  grave  sospecha; 
ley  7,  M.  13  ,  Part.  3. 

GQNFESEOIÍ  espresa  y  tácita.  La  confesión  espresa, 
que  también  se  dice  verdudera ,  es  la  que  se  hace  con  pala- 
bras ó  señales  que  clara  y  positivamente  manifiestan  -lo  que 
se  confiesa  sin  ambigüedad  ni  tergiversación  ;  y  confesión 
tácita  ,  que  asimismo  se  llama  ficta ,  es  la  que  se  infiere  de 
algún  hecho,  ó  se  supone  por  la  ley. 

El  pago  que  hace  una  persona,  es  una  confesión  tácita  de 
la  deuda  ;  y  si  despues  prétende  haber  pagado  sin  deber,  ha 
de  probar  que  no  lo  hizo  sino  por  error,  estoes,  que  no 
habia  deuda.  Mas  siendo  militar,  simple  labrador  de  aldea, 
mujer,  ó  menor  de  catorce  años  no  tiene  obligación  de  pro- 
bar su  error  sino  que  el  que  recibió  la  paga  ha  de  justificar 
la  deuda,  ó  en  su  defecto  restituirla;  ley  6,  tít.  ül ,  Part.  3. 

El  que  se  negare  á  prestar  la  confesión  que  jurídicamente 
se  le  exige ,  ó  no  quisiere  responder,  ó  no  respondiere  en  su 
caso  sino  de  un  modo  equívoco  ú  obscuro  ,  ó  después  de 
contestado  el  pleito  lo  abandonare,  y  el  que  estando  acusado 
de  algún  crimen  ,  huyere  de  la  cárcel  ó  transigiere  con  el 
acusador  en  ciertos  casos  y  con  ciertas  circunstancias ,  se 
entiende  que  confiesan  tácitamente  los  hechos  sobre  que  se 
les  pregunta  ó  de  que  se  les  acusa  ;  ley  3 ,  lit.  13,  Part.  3; 
leyes  1  y  %  tít.  9,  lib.  11,  Nov.  Rec.  ;  ley  22 ,  til.  I,  y  ley  13, 
lit.  29,  Part.  7.  Mas  esta  confesión  tácita  ó  fíela  no  priva  al 
supuesto  confesante  del  derecho  de  ser  oido  y  de  probar 
su  razonó  su  inocencia,  en  caso  de  presentarse,  pues  no 
produce  otro  efecto  que  el  de  imponerle  la  obligación  de 
probar  que  antes  correspondía  ala  parle  contraria.  Véase 
Rebeldía,  Posiciones,  Acusado,  Cárcel  y  Callar. 

CONFESIÓN  simple  y  cualificada.  Confesión  simple  es 
la  que  hace  la  parte  á  quien  se  pide,  afirmando  lisa  y  llana- 
mente la  verdad  del  hecho  sobre  que  se  le  pregunta  ;  y 
confesión  cualificada  es  la  que  se  presta  igualmente  reco- 
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nociendo  la  verdad  del  hecho  sobre  que  recae  la  pregunta , 
pero  añadiéndole  circunstancias  ó  modificaciones  que  res- 
tringen ó  destruyen  la  intención  de  la  parte  contraria.  Si 
un- acusado  dice,  que  es  cierto  que  cometió  el  homicidio  que 
se  le  imputa,  hace  una  confesión  simple;  pero  si  añade,  que 
lo  cometió  en  su  propia  defensa ,  hace  una  confesión  cualifi- 
cada. Véase  Confesión  judicial . 

CONFESIÓN  dividua  é  individua.  Esta  es  una  subdi- 
vision de  la  confesión  cualificada.  Cuando  la  circustancia  ó 
modificación  que  se  añade  en  la  confesión  cualificada  puede 
separarse  del  hecho  sobre  que  recae  la  pregunta,  se  llama 
la  confesión  dividua  ó  divisible  y  tiene  toda  la  fuerza  de  una 
confesión  absoluta  ó  simple,  á  menos  que  el  confesante 
pruebe  la  modificación"  ó  circunstancia  :  mas  cuando  la  cir- 
cunstancia ó  modificación  añadida  es  inseparable  del  hecho 
preguntado',  la  confesión  se  llama  individua  ó  indivisible,  y 
no  se  puede  admitir  en  una  parte  y  desechar  en  otra  por 
el  adversario  ,  quien  si  quiere  aprovecharse  de  ella  ,  tiene 
que  probar  ser  falsa  la  circunstancia  ó  modificación.  Véase 
Confesión  judicial. 

CONFESIÓN  sacramental.  La  declaración  que  en  el 
sacramento  de  la  penitencia  hace  uno  al  confesor  de  los  pe- 
cados que  ha  cometido,  para  recibir  su  absolución.  El  sigilo 
do  la  confesión  debe  ser  inviolable  ;  y  cuanto  dice  allí  el  pe- 
nitente debe  quedar  sepultado  en  un  eterno  silencio  :  el  con- 
fesor que  lo  revelare  por  palabra ,  señal  ó  de  otro  modo ,  ha 
de  ser  depuesto  y  encerrado  en  un  monasterio ,  donde  haga 
penitencia  por  toda  su  vida;  ley  5b,  tít.  H,  Part.  1.  Sigúese 
de  aquí  que  no  puede  obligarse  al  confesor  á  revelar  la  con- 
fesión de  un  acusado  (1) ,  ni  á  descubrir  los  cómplices  que 
le  ha  manifestado  un  reo  condenado  al  último  suplicio  ;  y 
aun  seria  inútil  que  los  descubriese  ,  porque  ademas  de  la 
inviolabilidad  del  sigilo  que  le  obliga  á  callar ,  nunca  seria 
el  sacerdote  en  este  caso  mas  que  un  testigo  de  oidas ,  y  su 
testimonio  por  consiguiente  no  haria  prueba.  Ant.  Gómez, 
íom.3,  Variar.,  cap.  13,  n.  9  (2).  En  Valencia  fué  condenado 
á  muerte  un  asesino  á  resultas  de  la  revelación  que  hizo  de  su 
crimen  el  confesor,  que  era  hermano  del  asesinado;  pero  á 
instancia  de  santo  Tomas  de  Villanueva  revocó  el  tribunal 
su  sentencia  como  dada  sin  pruebas,  y  santo  Tomas  como 
arzobispo  castigó,  aunque  lijeramente,  al  confesor. 

Mas  si  los  confesores  están  obligados  á  guardar  el  mas  in- 
violable secreto  á  sus  penitentes ,  no  tienen  los  penitentes 
la  misma  obligación  hacia  sus  confesores,  pues  que  pueden 
denunciarlos  y  deponer  contra  ellos,  cuando  olvidando  estos 
eclesiásticos  la  santidad  de  su  ministerio  se  permiten  el  uso 
de  la  seducción  y  de  la  intriga  para  inducirlos  al  crimen.  Así 
se  halla  establecido,  en  cuanto  á  la  solicitación,  por  bulas 
de  Pío  IV,  Gregorio  XV  ,  Clemente  VIII,  Paulo  V  y  Ale- 
jandro VIL 

CONFESO.  El  reo  que  ha  declarado  su  delito. 

CONFESOR.  El  sacerdote  que  tiene  potestad  para  oir 
sacramentalmente  los  pecados  de  los  fieles  y  concederles  la 
absolución. 

Son  nulas  y  de  ningún  valor  las  mandas  hechas  al  confe- 
sor, sus  deudos,  iglesia  ó  religion,  en  la  enfermedad  dç-- 
que  uno  muere.  Lo  cual  está  dispuesto  por  la  ley  para  evita 
las  persuasiones,  sugestiones  y  fraudes  con  que  algunos  clé- 
rigos y  frailes  han  solido  turbar  la  voluntad  de  los  enfermos 
contra  la  afección  dictada  por  la  naturaleza  en  favor  de  la 
propia  familia.  El  escribano  que  interviniere  en  el  Otórga- 


te Glosas  de  la  ley  55,  tit.  4,  Part.  i.  —  Sobre  el  modo  de 
pedir  consejo  ó  hacer  consulta  el  confesor  para  la  imposición  de 
penitencia ,  véase  la  ley  56  allí  ;  el  cap.  Omnis  ulriusque  sexits, 
y  cap.  Sacerdos  de  pcenitcnt.,  dist.  6. 

(2)  Ley  35  .  tít.  k  ,  Part.  i.  —  Véase á  Murillo ,  lib,  5,  t.  38¿ 
De  pœnitcntiis  et  remis.,  n.  589. 


co 


—  486  — 


CO 


tíllenlo  de  tales  testamentos  ó  disposiciones,  es  casligado 
por  la  primera  vez  con  la  multa  de  doscientos  ducados  y 
suspension  de  oficio  por  dos  años;  y  por  la  segunda  con  do- 
ble multa  y  privación  de  oficio  ;  y  cada  uno  de  los  testigos 
incurre  en  la  multa  de  veinte  ducados.  Ley  15,  tít.  20,  lib. 
iO,Nov.  Rec;  cid:  de  13  de  febrero  de  1787,  y  de  30  cíe 
mayo  de  1830  (1).  Véase  Confesión  sacramental. 

CONFIANZA.  El  pacto  ó  convenio  hecho  oculta  y  re- 
servadamente entre  dos  ó  mas  personas ,  particularmente  si 
son  tratantes  ó  de  comercio  :  —  la  reservación  ó  convenio 
oculto  é  ilícito  ,  por  el  cual  se  da  un  beneficio  eclesiástico 
á  uno  con  la  condición  de  que  deje  los  frutos  á  otro  durante 
la  vida  de  este  ;  —  y  la  entrega  ó  depósito  que  hace  uno 
de  sus  cosas  ó  bienes  en  la  persona  de  otro  para  que  cor- 
ran en  su  cabeza  y  nombre  y  aparezcan  propios  de  aquel  à 
quien  no  pertenecen. 

Para  evitar  ocultaciones  de  bienes  en  perjuicio  de  la  ha- 
cienda pública  y  de  los  particulares ,  se  halla  mandado  que 
nadie  pueda  poner  en  confianza  ni  en  cabeza  de  otro  terce- 
ro ,  ni  recibir  en  la  suya  bienes  algunos  de  ningún  género 
ni  calidad.  Los  contraventores,  siendo  ministros  ú  oficiales 
de  los  tribunales  de  hacienda  ,  pierden  lo  que  así  hubieren 
puesto  en  confianza  con  el  tres  tanto  de  ello,  y  el  que  la 
hubiere  recibido  con  otro  tanto,  todo  aplicado  para  la  ha- 
cienda pública.  Siendo  de  los  demás  ministros ,  tesoreros , 
receptores ,  recaudadores ,  pagadores  y  cualesquiera  otros 
que  manejan  los  fondos  del  Estado ,  lo  deben  pagar  con  el 
dos  tanto,  aplicado  en  la  misma  forma.  Siendo  ministros  de 
los  que  en  cualquiera  manera  sirven  en  la  administración 
de  justicia  ó  gobierno  lo  pierden  con  otro  tanto ,  y  el  que  lo 
recibiere  incurre  en  pena  de  mil  ducados  ,  aplicado  todo  al 
fisco.  Siendo  de  los  que  tienen  oficios  públicos  de  hacienda, 
cuales  son  banqueros ,  depositarios ,  mayordomos  de  conce- 
jos ,  ó  cualesquiera  otros  en  cuyo  poder  por  razón  de  sus 
oficios  ó  nombramiento  de  justicia  entrare  hacienda  de  los 
concejos  ó  particulares ,  pierden  lo  que  así  hubieren  puesto 
en  confianza  con  otro  tanto  ;  y  el  que  lo  hubiere  recibido  lo 
debe  restituir  con  todos  los  daños  é  intereses  que  de  ello  se 
hubieren  causado  á  las  partes  ,  y  mas  quinientos  ducados , 
todo  para  el  fisco.  —  Siendo  persona  particular  la  que  hi- 
ciere la  dicha  confianza ,  si  la  hiciere  ó  conserv-are  en  fraude 
6  perjuicio  de  otro  tercero ,  incurre  en  pena  de  quinientos 
ducados  para  el  fisco  ,  y  la  cantidad  ha  de  servir  para  la 
i_  j  ¡i  — _______ 

(1)  Lo  dispuesto  en  cédula  de  18  de  agosto  de  1771  y  contenido 
en  la  ley  1 5  de  la  Nov.  Rec.  que  se  cita,  fué  comunicado  á  América 
por  otra  cédula  de  18  de  agosto  de  1775  ,  publicada  por  bando 
de  16  de  enero  de  1776 ,  según  lo  refiere  Beleña  5a.  fol.,  pág.  224, 
n.  421. 

Dicha  ley  déla  Novís.  Recop.,  según  su  tenor  literal,  prohibe 
dejar  mandas  á  los  eclesiásticos  que  confesaren  al  testador  en  su 
última  enfermedad ,  á  sus  parientes ,  iglesias  y  monasterios  ;  pero 
no  el  que  se  les  instituya  herederos,  cuya  prohibición  solo  se  puede 
sacar  por  inferencias  atendido  su  espíritu  :  mas  ninguna  ley  se 
aplica  por  inferencias.  En  el  Consejo  de  Castilla  se  entabló  de- 
manda sobre  nulidad  de  un  testamento  ;  y  habiendo  dado  su  dic- 
tamen el  fiscal  en  el  particular ,  pidió  igualmente  que  se  hiciera 
una  aclaración  de  la  citada  ley  13 ,  haciéndola  estensiva  á  la  ins- 
titución de  heredero  del  confesor,  sus  parientes,  etc.  Se  dio  cuenta 
al  rey,  y  mandó  que  el  Consejo  tomara  en  consideración  el  pedi- 
mento del  fiscal  y  le  consultara  :  se  verificó  así,  y  Fernando  VII 
resolvió  se  llevara  á  efecto  lo  prevenido  en  la  ley  15  ,  estendién- 
dose  la  prohibición  para  instituir  heredero  al  confesor,  etc., 
como  se  publicó  el  año  de  1830  por  una  real  cédula.  Seria  de 
desear  que  en  América  se  hiciera  otro  tanto  ,  quitandodudas  en 
materia  tan  importante.  Véase  Murillo  de  testamentos,  y  Tapia 
en  su  Manual  de  particiones,  á  Ferraris  en  su  Biblioteca  en  la 
palabra  Gonfessarii, 


saiisfaccion  de  las  personas  defraudadas;  y  el  que  lo  reci- 
biere tiene  que  pagar  todos  los  daños  é  entereses  que  de 
ello  se  siguieren  y  recrecieren  á  l&í  personas  en  cuyo  fraude 
se  hubiere  hecho  ,  y  cien  mil  maravedís  para  el  fisco.  —  Si 
la  confianza  fuere  tomar  en  su  cabeza  bienes  ó  contratacio- 
nes de  enemigos  del  Estado ,  ó  ponerlas  en  cabeza  de  ellos , 
pierde  el  contraventor  todos  sus  bienes  para  el  fisco  ;  —  y  si 
la  confianza  fuere  de  contrataciones  y  hacienda  de  estran- 
jeros  ,  que  á  ellos  les  estuviere  prohibido  el  tener  en  estos 
reinos ,  ó  poniéndola  en  su  cabeza,  pierde  la  mitad  de  sus 
bienes.  —  El  escribano  que  hiciere  escrituras  de  dichas  con- 
fianzas incurre  en  las  penas  de  privación  de  oficio  y  de  cien 
mil  maravedís  para  el  fisco.  —  Si  los  que  han  dado  ó  reci- 
bido tales  confianzas  las  manifestaren  de  su  voluntad  ó  antes 
que  haya  semiplena  probanza  de  ellas  ,  no  incurren  en  di- 
chas penas;  antes  por  el  contrario  ganan  los  mismos,  ó 
cualesquiera  otros  que  hagan  la  manifestación ,  la  tercera 
parte  de  todo  lo  que  así  se  descubra  y  aplique  al  gobierno. 
—  Bastan  en  este  asunto  las  pruebas  privilegiadas  que  el  de- 
recho admite  en  casos  de  difícil  probanza;  y  pueden  admitir- 
se por  testigos  las  mismas  personas  entre  quienes  se  hubie- 
ren hecho  las  confianzas.  Ley  2 ,  tít.  9  ,  lib.  10,  Nov.  Rec. 

CONFIESA.  Antiguamente  lo  mismo  que  confesión  ;  de 
donde  caer  ó  incurrir  en  conpesa  era  ser  reputado  por  reo 
ó  condenado  en  juicio  el  que  llamado  por  el  juez  no  compa- 
recía dentro  de  cierto  tiempo. 

CONFINACIÓN.  La  pena  de  destierro  que  se  impone  á 
uno  ,  señalándole  un  paraje  determinado  de  donde  no  pueda 
salir  durante  cierto  tiempo.  La  simple  confinación  no  causa 
infamia  ni  pérdida  de  los  derechos  civiles  (2).  Disputábase 
si  la  confinación  ó  confinamiento  era  ó  no  pena  corporal  ; 
pero  pues  que  el  reglamento  de  26  de  setiembre  de  1855  no 
la  incluye  en  la  enumeración  que  hace  (art.  11)  de  las  penas 
corporales,  es  claro  que  no  debe  reputarse  de  esta  clase.  A 
veces  se  usa  en  las  leyes  de  la  palabra  confinación  para  de- 
signar la  condenación  á  presidio  ;  pero  entonces  no  va  esta 
palabra  por  sí  sola  ,  sino  acompañada  de  otras  que  determi- 
nan el  sentido  en  que  se  toma. 

CONFIRMACIÓN.  La  revalidación  de  alguna  cosa  he- 
cha ó  aprobada  anteriormente.  La  confirmación  de  un  acto 
nulo  no  impide  que  se  pueda  atacar  su  nulidad,  porque 
quod  nullum  est  ipso  jare,  perperam  et  inuliliter  confirma- 
tur.  En  vano  se  confirma,  por  ejemplo,  una  donación  que 
pasando  de  quinientos  maravedís  de  oro  no  está  insinuada 
ante  el  juez.  Así  es  que  aunque  el  heredero  del  donador 
apruebe  ó  confirme  esta  donación  mediante  algún  acto,  no 
perderá  por  eso  el  derecho  de  combatirla.  Del  mismo  modo 
la  confirmación  de  un  privilegio  que  no  es  válido,  no  le  dará 
mas  fuerza  que  la  que  tenia  en  su  origen  ;  quia  qui  confir- 
mât, nihil  dat  de  novo  ,  sed  dalam  confirmât  (5). 

Pero  sucede  lo  contrario  cuando  el  acto  no  es  nulo  esen- 
cialmente ,  sino  que  solo  tiene  algún  vicio  ó  defecto  que  po- 
dría invalidarlo  ó  rescindirlo;  pues  en  este  caso  ,  si  el  inte- 
resado lo  aprueba  y  confirma  de  algún  modo ,  ya  no  puede 
querellarse.  Si  un  hijo,  v.  gr.,  que  ha  sido  desheredado  por 
causa  falsa  ó  sin  espresion  de  causa ,  confirma  con  una  apro- 
bación voluntaria  el  testamento  de  su  padre ,  ya  no  puede 
intentar  la  querella  de  inoficiosidad.  Véase  Ratificación. 

CONFIRMACIÓN.  Uno  de  los  siete  sacramentos  de  la 
iglesia,  por  el  cual  el  que  ha  recibido  la  fe  del  bautismo  ,  so 
confirma  y  corrobora  en  ella  (4).  Por  la  confirmación  con- 
traen parentesco  espiritual  el  confirmante  y  el  padrino  ó  ma- 

(2)  Véanse  las  leyes  2  y  5  ,  lit.  18 ,  Part.  4  ,  que  dan  bastante 
idea  de  la  interdicción  ,  relegación  y  deportación  de  los  Romanos. 

(5)  Ley  18,  tít.  2,  Part.  5. 

(4)  Conc.  Trid.,ses.  7  de  Sacr.  can.  i  ;  j^proem.,  leyes  1  y  11, 
tit.  4,  Part.  d. 
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drina  con  el  confirmado  y  sus  padres.  Este  parentesco  es 
uno  de  los  impedimentos  del  matrimonio  (1). 

CONFIRMATORIO.  Se  aplica  al  auto  ó  sentencia  ,  por 
la  que  se  confirma  otro  auto  ó  sentencia  dada  anteriormente. 

CONFISCACIÓN.  La  adjudicación  que  se  hace  al  fisco 
de  los  bienes  de  algún  reo.  La  confiscación  no  puede  hacerse 
sino  en  los  casos  prevenidos  por  las  leyes,  deduciendo  siem- 
pre la  dote  y  arras  de  la  mujer  y  las  deudas  contraídas  hasta 
el  dia  de  la  sentencia. 

La  confiscación  se  ha  introducido  como  un  doble  castigo 
que  recae  sobre  los  herederos  de  los  delincuentes,  á  fin  de 
contener  á  los  hombres  en  su  deber  y  apartarlos  del  crimen 
por  el  temor  de  dejar  á  su  familia  en  la  indigencia.  Una  pena 
dirigida  contra  las  personas  que  amamos ,  es  una  pena 
contra  nosotros  mismos,  porque  participamos  del  dolor  de 
aquellos  á  quienes  estamos  adictos  por  simpatía ,  y  se  nos 
coge,  digámoslo  así,  por  nuestras  afecciones.  Se  castiga 
pues  á  la  mujer  por  el  hecho  del  marido  ,  se  castiga  á  los 
hijos  por  el  hecho  del  padre  ;  y  por  la  misma  razón  se  po- 
dría castigar  á  los  amigos  por  el  hecho  de  un  amigo,  pues 
á  veces  se  amá^mas  á  un  amigo  que  á  un  hijo  y  á  un  padre. 

Pero  esta  pena  falla  frecuentemente  por  falta  de  objetos  so- 
bre que  recaiga  ;  supone  sentimientos  que  pueden  no  exis- 
tir ;  es  demasiado  fecunda  en  males  ;  es  contraria  al  sen- 
timiento público  de  simpatía  y  antipatía  ;  obra  en  sentido 
contrario  de  la  ley ,  y  alcanza  también  á  la  sociedad  entera. 

Falla  muchas  veces  por  falta  de  objetos  sobre  que  recai- 
ga ;  porque  hay  muchos  hombres  que  ya  no  tienen  padre  ni 
madre,  mujer  ni  hijos.  Sin  embargo  ,  es  necesario  aplicar  á 
esta  clase  de  hombres  una  pena  directa  cuando  han  come- 
tido algún  crimen  ;  y  si  hay  una  pena  contra  estos,  ¿porqué 
no  ha  de  bastar  la  misma  contra  los  otros  ? 

Supone  sentimientos  que  pueden  no  existir.  Si  Ticio  no 
ama  á  su  mujer  ni  á  sus  hijos ,  sino  que  por  el  contrario  les 
ha  tomado  odio ,  mirará  á  lo  menos  con  indiferencia  el  mal 
que  se  les  haga,  de  modo  que  estaparte  de  la  pena  será 
nula  para  él. 

Es  demasiado  fecunda  en  males.  Considerad  la  cadena  de 
las  relaciones  domésticas ,  calculad  el  número  de  descen- 
dientes que  un  hombre  puede  tener";  la  pena  se  comunica 
del  uno  al  otro,  se  pega  como  un  contagio  sucesivamente, 
y  envuelve  á  una  multitud  de  individuos. 

Es  contraria  al  sentimiento  público  de  simpatía  y  antipa- 
tía. Una  vez  que  el  delincuente  ha  pagado  su  deuda  personal 
á  la  justicia  ,  ya  está  satisfecha  la  venganza  pública,  y  nada 
mas  pide  ;  pero  si  se  le  persigue  mas  allá  del  sepulcro  en 
una  familia  inocente  y  desgraciada,  bien  pronto  se  despierta 
la  compasión  pública  ;  un  sentimiento  confuso  acusa  á  las 
leyes  de  injusticia  ;  la  humanidad  se  declara  contra  el  legis- 
lador, y  da  cada  dia  nuevos  partidarios  á  sus  víctimas  ;  el 
respeto  al  gobierno  se  debilita  en  todos  los  corazones ,  por- 
que este  se  muestra  imbécil  á  los  ojos  de  los  sabios ,  y  bár- 
baro á  los  del  vulgo.  Demasiado  desgraciada  es  ya  la  suerte 
de  una  familia  que  está  sumergida  en  el  dolor  y  las  lágrimas 
por  el  delito  y  la  pena  de  uno  de  sus  individuos,  para  que  se 
deban  aumentar  sus  males  y  los  motivos  de  su  aflicción  :  la 
ley  que  castiga  á  un  padre  delincuente  con  la  p<ma  de  muer- 
te, deja  en  la  orfandad  á  sus  hijos,  pïivanaolus  d6  su  pro- 
tector natural;  pero  este  mal  viene  de  la  naturaleza  de  las 
cosas ,  y  como  no  puede  ser  prevenido  ,  no  es  un  motivo  de 
queja  contra  el  legislador.  El  legislador  sin  embargo  debiera 
prevenirlo  ,  si  le  fuera  posible;  porque  es  de  su  deber  el 
procurar  que  lodo  el  mal  de  la  pena  recaiga  precisamente 
sobre  el  culpado ,  y  que  nunca  padezca  la  inocencia  ;  bajo  el 
supuesto  de  que  el  hijo  inocente  del  hombre  mas  criminal 

{i)  Leyes  1  y  2,  tít.  7,  Part. 4;  Décret., lib.  4,  tít.  11  de  cognât. 
apirit)¡  Couc,  Trid.  ses.  24  d<¡  reform.  matrim.,  cap.  2, 


debe  hallar  en  la  ley  un  escudo  tan  inviolable  como  el  pri- 
mero de  los  ciudadanos.  ¿  Qué  diremos,  pues  ,  si  en  vez  de 
minorar  y  reducir  à  su  menor  término  posible  aquella  por- 
ción de  pena  que  recae  por  necesidad  sobre  inocentes  á  con- 
secuencia de  una  pena  directa  impuesta  al  culpado ,  se  trata 
por  el  contrario  de  arrebatarles  la  sucesión  paterna  ,  de  des- 
pojarlos de  los  bienes  que  les  pertenecen ,  y  lanzarlos  en  el 
abismo  de  la  miseria? 

Obra  también  la  confiscación  en  sentido  contrario  de  la 
ley.  ¿  Cuál  es  el  objeto  de  la  ley  en  la  imposición  de  las  pe- 
nas? Disminuir  el  número  de  delincuentes.  Pues  la  confis- 
cación los  aumenta  ;  porque  los  hijos  inocentes  de  un  padre 
rico,  que  no  han  adquirido  el  hábito  del  trabajo ,  y  que  coa 
la  confiscación  de  sus  patrimonios  quedan  de  repente  sumer- 
gidos en  la  miseria  mas  profunda,  apenas  tienen  otro  recurso 
para  vivir,  que  la  mendicidad  que  conduce  al  delito,  ó  desde 
luego  el  delito  mismo  ;  y  las  hijas  tienen  ademas  el  recurso 
de  la  prostitución ,  ayudando  por  su  parte  á  la  corrupción 
de  las  costumbres. 

La  pena  de  la  confiscación,  por  fin',  no  solo  se  estiende  á 
la  familia  del  delincuente,  sino  que  alcanza  también  á  la  so- 
ciedad entera  ;  porque  las  personas  de  que  se  compone  esta 
familia,  no  pueden  dejar  de  ser  una  carga  muy  pesada  para 
la  sociedad ,  como  se  deduce  fácilmente  de  lo  que  hemos 
dicho. 

No  es  estraño  pues  que  en  muchos  pueblos  se  haya  aho- 
lido  esta  pena  injusta,  bárbara  y  anti-política  (2),  y  es  de 
esperar  que  no  tardarán  en  hacer  otro  tanto  los  príncipes  de 
los  demás  estados,  siguiendo  el  ejemplo  del  emperador  Marco 
Aurelio,  que  con  motivo  de  un  delito  de  alta  traición  se  es- 
plicaba  de  este  modo  :  «  Nonnunquam  placet  in  imperalorc 
vindicta  doloris,  quœ  et  si  justior  fue?'it,  acrior  videtur. 
Quare  filiis  Avidii  Cosii  et  genero  et  uxori  veniam  dabitis. 
Quid  dico  veniam,  ciim  Mi  nihil  fecerint?  Vivant  igitur  se— 
curi,  Exentes  sub  Marco  se  vivere.  Vivant  in  patrimonio  pa- 
terno pro  parte  donato,  aur o ,  argento  ,  vestibus  fruentes  : 
sint  vagi  et  liberi,et  per  ora  omnium  ubique  populorum 
circumferant  vestrœ  pielalis  excmplum.  » 

Por  fin  se  ha  abolido  entre  nosotros  la  confiscación  por  la 
Constitución  de  1837:  «No se  impondrá  jamas,  dice  su 
art.  10,  la  pena  de  confiscación  de  bienes.  »  Véase  Pena  pe- 
cuniaria. 

CONFRONTACIÓN.  El  careo  que  se  hace  en  las  causas 
criminales  entre  dos  ó  mas  testigos,  y  entre  dos  ó  mas  reos, 
cuando  se  contradicen  mutuamente  en  sus  declaraciones ,  á 
fin  de  que  oyéndolos  el  juez  en  sus  debates ,  pueda  descubrir 
mejor  la  verdad  del  hecho  (3).  En  los  tribunales  militares  (4) 
se  acostumbra  confrontar  también  al  reo  con  los  testigos  ;  y 
sería  conveniente  estender  esta  medida  á  todos  los  demás 
tribunales.  «  La  ley  que  condena  á  un  hombre,  dice  Montes- 
quieu ,  sin  que  se  le  confronten  los  testigos ,  es  contraria  á  la 
defensa  natural  ;  pues  es  necesario  que  los  testigos  sepan 
que  el  hombre  contra  quien  deponen  es  aquel  á  quien  se 
acusa,  y  que  este  pueda  decir  que  no  es  él  de  quien  ellos  ha- 
blan. »  Yéase  Careo. 

(2)  La  ilustrada  humanidad  de  los  Mejicanos  no  pudo  menos 
que  abolir  semejante  pena  ;  y  así  el  art.  50,  7a.  ley  constitucio- 
nal ,  dice  que  <¡.  tampoco  se  impondrá  la  pena  de  confiscación  de 
bienes.  »  También  está  abolida,  mas  recientemente,  por  el  art.  i  79 
de  las  Bases  de  la  organiz.  polít.  de  K±  de  junio  de  1845. —  En  las 
repúblicas  de  Venezuela  y  de  Chile  se  halla  asimismo  abolida 
dicha  pena  ;  en  la  primera  por  el  art.  20G  de  la  Constit.  de  24  de 
setiembre  de  1830,  yen  la  segunda  por  el  art.  145  déla  Constit. 
de  1853. 

(5)  Ley  3,  tít.  6,  lib.  12,  Nov.  Eec,  que  solamente  habla  de 
careo  de  los  testigos  entre  sí ,  y  no  con  el  reo. 

(4)  Trat.  8,  tít.  5 ,  art.  23  delà  Orden,  mil», 
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CONFRONTACIÓN.  El  cotejo  de  una  cosa  con  otra , 
como  la  comparación  de  letras  cuando  se  trata  de  un  escrito 
que  niega  ser  suyo  el  que  lo  firmó.  Véase  Cotejo,  é  Instru- 
mento público. 

CONFUSION.  La  mezcla  de  cosas  líquidas  de  dos  ó  mas 
dueños ,  de  modo  que  las  partes  de  las  unas  se  incorporen 
con  las  de  las  otras.  Es  uno  de  los  modos  de  adquirir  el  do- 
minio por  accesión.  Véase  Accesión  industrial. 

CONFUSION.  La  reunion  de  las  calidades  de  acreedor 
y  deudor  de  una  misma  cosa  en  una  misma  persona  ;  como 
si  el  acreedor  hereda  al  deudor,  ó  el  deudor  al  acreedor,  ó 
un  tercero  á  los  dos.  Es  uno  de  los  modos  de  estinguirse  las 


obligaciones  : 


pues  nadie  puede  ser  acreedor  y  deudor  de  sí 


mismo  (1). 

La  confusion  que  se  verifica  en  la  persona  del  deudor 
principal ,  aprovecha  â  sus  fiadores ,  porque  la  obligación  de 
eslos  como  accesoria  no  puede  subsistir  cuando  la  principal 
se  ha  eslinguido  :  la  que  se  verifica  en  la  persona  del  fiador, 
como  en  el  caso  de  que- el  deudor  suceda  al  fiador  ó  el  fiador 
al  acreedor,  no  lleva  consigo  la  estincion  de  la  obligación 
principal,  porque  lo  principal  puede  existir  sin  lo  accesorio: 
y  por  fin  la  que  se  verifica  en  la  persona  del  acreedor,  que 
sucede  á  uno  de  dos  ó  mas  deudores  solidarios ,  no  apovecha 
á  los  co-deudores  sino  por  la  parte  del.  deudor  á  quien  el 
acreedor  ha  sucedido. 

La  confusion  no  tiene  lugar  con  respecto  al  heredero  que 
no  aceptó  la  herencia  sino  con  beneficio  de  inventario  ;  pues 
en  este  caso,  si  los  bienes  de  la  sucesión  no  non  suficientes 
para  pagar  las  deudas  del  difunto  y  los  legados  si  los  hay, 
puede  reclamar  el  pago  de  lo  que  se  le  debe,  ó  con  prefe- 
rencia á  los  demás  acreedores  "si  la  deuda  es  privilegiada,  ó 
en  concurrencia  con  ellos ,  ó  según  el  orden  de  su  hipoteca , 
debiendo  ser  siempre  antepuesto  á  los  legatarios.  La  razón 
es  que  el  beneficio  de  inventario  se  ha  introducido  para  que 

1  .111  11  -1.  1        ...____!  _^_      _  _. 


;  CONMINACIÓN.  El  apercibimiento  que  hace  el  juez  ó 
superior  al  reo  ó  persona  que  se  supone  culpada,  amenazán- 
dole con  pena  para  que  se  corrija  ó  declaro  la  verdad  ,  ó 
para  otros  fines. 

CONMINATORIO.  Se  aplica  al  mandamiento  de  juez  ó 
superior,  que  incluye  amenaza  de  alguna  pena. 

CONMIXTIÓN.  Uno  de  los  modos  de  adquirir  el  domi- 
nio por  accesión,  mediante  la  mezcla  de  cosas  áridas  perte- 
necientes á  dos  ó  mas  propietarios.  Véase  Accesión  indus- 
trial. 

CONMUTACIÓN.  El  trueque,  cambio  ó  permuta  que  se 
hace  de  una  cosa  por  otra.  Véase  Cambio  y  Permuta. 

CONMUTACIÓN  de  pena.  El  cambio  de  una  pena  in- 
currida por  otra  menos  rigurosa,  ó  la  remisión  de  la  pena 
en  que  ha  sido  condenado  un  delincuente ,  sustituyéndole 
otra  menor  ;  como  cuando  á  la  muerte  natural  se  sustituye 
la  muerte  civil,  ó  al  presidio  el  destierro  temporal,  ó  á  la 
prisión  la  mulla. 

En  principio,  solo  al  rey  pertenece  conmutar  las  penas 
pronunciadas  judicialmente  contra  los  criminales.  Esta  fa~ 
cuitad  está  comprendida  en  el  derecho  de  indultar  que  se  lo 
confiere  por  el  art,  47  de  la  Constitución  de  1837,  porque  en 
lo  mas  se  contiene  lo  menos. 

La  conmutación  puede  concederse  espontáneamente  sin 
petición  de  parte ,  ó  por  recomendación  del  tribunal  que  ha 
impuesto  la  pena,  ó  á  solicitud  de  persona  interesada. 

Para  conceder  la  conmutación ,  es  preciso  que  la  pena  se 
haya  impuesto  en  sentencia  de  que  no  haya  recurso  alguno; 
pues  si  hubiese  lugar  à  apelación,  súplica  ,  nulidad  ú  otro 
medio,  se  habría  de  echar  mano  primeramente  de  esta  via, 
porque  para  conmutar  una  pena  se  hace  necesario  asegurarse 
á  lo  menos  de  que  el  acusado  merece  la  que  se  quiere  sus- 
tituir á  la  primera. 

Es  efecto  natural  de  la  conmutación ,  que  la  pena  primera 


la  calidad  dé  hesedero  no  perjudique  al  que  se  valere  este      quede  suprimida  con  todos  sus  accesorios  y  consecuencias, 
arbitrio  legal  (2).  Véase  Beneficio  de  inventario.  y,  que  solo  deba  considerarse  la  pena  sustituida.  De  aquí  es, 


4  CONGESSO  de  los  diputados.  Uno  de  los  cuerpos  co- 
lcgisladores  compuesto  de  549  individuos  elegidos  directa- 
mente por  otros  tantos  distritos  electorales.  —  Los  diputados 
son  elegidos  por  cinco  años,  y  los  que  admitan  del  Gobierno  ó 
de  la  casa  Real  pension ,  empleo  que  no  sea  de  escala  en  su 
respectiva  carrera,  comisión  con  sueldo,  honores  ó  condeco- 
raciones, quedan  sujetos  à  reelección.  Esta  disposición  no 
comprende  á  los  diputados  que  son  ministros  de  la  Corona. 
Const.  de  1845.  Véase  Ley  electoral. 

CONGRUA.  La  renta  eclesiástica  señalada  por  el  sínodo 
para  la  manutención  del  que  se  ha  de  ordenar  in  sacris. 

CONJETURA.  El  juicio  probable  que  se  forma  de  las 
cosas  ó  acaecimientos  por  indicios  ,y  observaciones.  Véase 
Indicio,  Presunción  y  Prueba. 

CONJUSZ.  El  que  es  juez  juntamente  con  otro  en  un 
mismo  negocio.  Véase  Acompañado. 

CONJUNCIÓN.  Uno  de  los  modos  do  adquirir  el  domi- 
nio por  accesión,  mediante  la  union  de  una  cosa  ajena á  la 
nuestra.  Véase  Accesión  industrial. 

CONJUNTO.  El  juez  que  acompaña  á  otro  en  el  conoci- 
miento de  una  misma  causa  :  —  el  que  tiene  juntamente  con 
otro  algún  derecho  ó  título  común,  como  los  coherederos  ó 
eolegatarios  ;  —  y  la  persona  unida  á  otra  por  el  vínculo 
del  parentesco  ó  amistad ,  y  principalmente  por  los  lazos  del 
matrimonio.  —  Véase  Acompañado  y  Acrecer. 

CONJURACIÓN.  La  conspiración  premeditada  contra  el 
Estado,  el  príncipe  ú  otro  superior.  Dícese  conjuración,  por- 
que los  que  entran  en  el  proyecto  se  obligan  mutuamente  con 
juramento  à  su  ejecución  y  al  silencio.  Véase  Lesa  majestad. 

(1)  véase  Alvarez,  lib.  5,  modo  de  desalarse  las  obligaciones. 

(2)  Leyes  5  y  7,  tít.  6 ,  Tart.  7. 


que  si  la  pena  primera  causaba  infamia  y  la  sustituida  no  la 
causa,  no  perderá  el  reo  su  honor  ni  las  ventajas  que  esto 
lleva  consigo,  á  no  ser  que  otra  cosa  esté  dispuesta  ó  se  in- 
fiera de  los  términos  en  que  se  hallare  concebida  la  conmu- 
tación ,  ó  á  no  ser  que  esta  se  hubiere  concedido  después  de 
la  ejecución  de  la  primera  pena. 

La  conmutación  de  pena  no  puede  nunca  causar  perjuicio 
á  un  tercero  en  sus  derechos  ni  en  las  condenaciones  hechas 
á  su  favor,  como  se  deduce  por  analogía  de  la  ley  o,  tít.  42, 
lib.  12,  Nov.  Rec.  Véase  Indulto. 

Aunque  la  conmutación  de  penas  corresponde  esclusrva- 
mente  al  rey,  hay  sin  embargo  algunos  casos  en  que  los 
jueces  están  autorizados  para  hacerla,  y  aun  obligados  for- 
malmente á  ello  por  las  leyes  :  bien  que  esta  conmutación 
encargada  á  los  tribunales  no  puede  llamarse  propiamente 
conmutación,  pues  en  realidad  no  es  otra  cosa  que  la  impo- 
sición de  ciertas  penas  que  la  ley  misma  establece  para  cier- 
tos casos  especiales. 

Por  las  leyes  1,  2,  3,  6  y  10,  lit,  40,  lib  12,  Nov.  Rec, 
se  previene  ,  que  así  en  los  hurtos  cualificados  ,  y  robos  y 
salteamientos  en  caminos  ó  en  campo,  y  fuerzas  y  otros  de- 
litos semejantes  ó  mayores,  como  en  otros  cualesquier  deli- 
tos de  otra  cualquier  cualidad  ,  no  siendo  los  delitos  tan  ca- 
lificados y  graves  que  convenga  á  la  república  no  diferir  la 
ejecución  de  la  justicia,  y  que  buenamente  pueda  haber  lu- 
gar á  conmutación,  sin  hacer  en  ello  perjuicio  á  las  parles 
querellosas  ,  so  conmuten  por  los  tribunales  las  penas  ordi- 
narias, inclusa  la  de  muerte,  en  la  de  galeras  por  el  tiempo 
que  según  la  calidad  de  los  delitos  les  pareciere  justo.  Véase 
Abigeo. 

En  real  orden  de  20  de  mayo  de  1797  (  nota  \,  tit.  40, 
lib.  12,  Arov.  Rec),  se  dispone  que  en  las  causas  leves,  en 
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que  la  pena  haya  de  ser  de  algún  tiempo  de  cárcel ,  se  con- 
mute en  la  pecuniaria ,  proporcionándola  de  modo  que  se 
haga  exequible  ;  y  lo  mismo  en  las  de  presidio ,  permitién- 
dolo la  clase  del  delito. 

Por  fin,  la  instrucción  de  1803  sobre  penas  de  cámara 
(ley  21,  lit.  41,  lib.  12,  Nov.  Rcc.)  dice  así'en  su  art.  o  : 
«  A  las  personas  pudientes  se  les  impondrán  penas  pecunia- 
rias en  lugar  de  aflictivas  de  cárcel  ó  detención ,  y  otras  de 
semejante  naturaleza  por  delitos  graves  ;  y  también  los  tri- 
bunales superiores  podrán  conmutar  las  penas  de  presidio 
en  pecuniarias ,  permitiéndolo  la  clase  del  delito  ;  puesto  que 
sobre  ser  útil  al  aumento  de  fondos  que  necesita  la  adminis- 
tración de  justicia,  producirá  mas  escarmientos  y  menos 
malas  consecuencias  en  muchas  familias.  »  Véase  Penas  pe- 
cuniarias. 

CONMUTATIVO.  Se  aplica  comunmente  á  la  justicia 
que  regla  la  igualdad  ó  proporción  que  debe  haber  entre  las 
cosas ,  cuando  se  dan  unas  por  otras. 

GONNIVENCIA.  El  disimulo  ó  tolerancia  en  el  supe- 
rior de  las  infracciones  ó  trasgresiones  que  cometen  sus 
subditos  ó  subordinados  contra  el  instituto  ó  leyes  bajo  las 
cuales  viven  (i). 

CONNOTACIÓN  ó  connotado.  El  parentesco  en  grado 
remoto. 

CONOCENCIA.  Antiguamente  se  llamaba  así  la  confe- 
sión que  hace  en  juicio  el  reo  ó  demandado  afirmando  la 
verdad  del  hecho  ú  obligación  sobre  que  se  le  pregunta  ; 
lit.  lo,  Part.  o.  Véase  Confesión. 

CONOCIMIENTO.  El  acto  de  entender  en  las  causas  y 
determinarlas;  y  así  se  dice  que  el  conocimiento  de  tal  ó  tales 
causas  toca  á  tal  tribunal  ó  juez  ;  —  y  el  papel  firmado  en  que 
uno  confiesa  haber  recibido  de  otro  alguna  cosa,  y  se  obliga 
á  pagarla  ó  volverla.  Véase  Jurisdicción ,  Instrumento  pri- 
vado é  Instrumento  ejecutivo. 

CONOCIMIENTO.  En  el  comercio  marítimo,  es  el  ins- 
trumento ó  resguardo  que  contiene  la  indicación  de  las 
mercaderías  que  el  cargador  ha  entregado  á  bordo  de  la  nave 
para  su  trasporte.  Este  instrumento  privado  se  llama  también 
en  los  puertos  del  Mediterráneo  póliza  de  cargamento  ;  se 
diferencia  de  la  carta-partida  ó  póliza  de  fletamcnlo,  en  que 

-  la  carta-partida  tiene  por  objeto  fijar  las  condiciones  del  al- 
quiler de  la  nave ,  mientras  que  el  conocimiento  solo  sirve 
para  hacer  constar  que  las  mercancías  se  han  cargado  real- 
mente abordo;  y  es  un  título  á  favor  de  los  fletadores  que 
hace  al  capitán  responsable  de  los  efectos  que  ha  recibido.  - 

El  código  de  comercio  contiene  sobre  el  conocimiento  las 
disposiciones  siguientes  : 

«  Art.  799.  El  cargador  y  el  capitán  de  la  nave  que  recibe 
la  carga  no  pueden  rehusar  entregarse  mutuamente  como 
titulo  de  sus  respectivas  obligaciones  y  derechos  un  conoci- 

-  miento  en  que  se  espresará  :  —  Io.  el  nombre ,  matrícula  y 
porte  del  buque  :  —  2o.  el  del  capitán  y  el  pueblo  de  su  do- 
micilio :  —  3o.  el  puerto  de  la  carga  y  el  de  la  descarga  :  — 
£°.  los  nombres  del  cargador  y  del  consignatario  :  —  5o.  la 
calidad,  cantidad,  número  de  bultos  y  marcas  de  las  mer- 
caderías :  —  6o.  el  flete  y  la  capa  contratadas.  —  Puede 

.  omitirse  la  designación  del  consignatario  ,  y  ponerse  á  la 
orden.  » 

=  De  la  descarga.  Tal  vez  estaría  mejor  dicho  :  el  puerto 
del  deslino ,  como  se  halla  en  las  ordenanzas  de  Bilbao ,  por- 
que la  descarga  es  muchas  veces  accidental ,  y  el  destino  es 
cierto. 

(1)  El  art.  13  del  decreto  de  24  de  marzo  de  1813 ,  dice  que  los 
tribunales  y  jueces  serán  responsables  de  las  faltas  que  cometan 
en  el  servicio  sus  respectivos  inferiores  y  subalternos,  si  por  omi- 
sión ó  tolerancia  diesen  lugar  á  ellas ,  ó  dejasen  de  poner  inme- 
diatarae.nle  java  corregirlos  el  oportuno  remedio. 


La  calidad.  ¿Cuál  es  la  calidad  que  debe  espresarse? 
¿  la  calidad  genérica  y  apárenle ,  ó  la  calidad  específica  de  las 
mercaderías?  ¿Bastará  decir,  por  ejemplo  ,  veinte  toneles  de 
vino,  ó  será  preciso  añadir  que  son  de  vino  generoso?  El 
capitán  no  está  obligado  á  comprobar  las  calidades  de  los 
géneros  que  se  le  entregan,  ni  tampoco  seria  justo  impo- 
nerle tal  obligación,  porque  la  mayor  parle  de  las  veces  se 
veria  embarazado  para  distinguirlas.  Tiene  pues  que  pasar 
por  la  declaración  del  cargador,  y  no  puede  ser  responsable 
délas  calidades  que  él  no  ha  podido  reconocer,  mientras  no 
se  pruebe  haberse  cometido  baratería  ó  prevaricación.  Es  siu 
embargo  muy  útil  espresar  la  calidad  especifica,  para  que 
advertido  el  capitán  de  que  conduce  géneros  de  mayor 
precio  que  el  ordinario  ,  no  pueda  escusarse  de  no  haber 
puesto  en  ellos  todo  el  cuidado  que  exigen. 

Capa.  Es  la  cantidad  alzada  que  ademas  del  flete  se  ha 
de  dar  al  capitán  por  indemnización  de  los  gastos  menudos 
que  puedan  ocurrir  en  el  discurso  de  la  navegación.  Véase 
Flelamento. 

«  Art.  800.  El  cargador  firmará  un  conocimiento  que  entre- 
gará al  capitán.  —  El  capitán  firmará  tantos  cuantos  exija 
el  cargador.  —  Todos  los  conocimientos ,  ya  sea  el  que  debe 
firmar  el  cargador,  como  los  que  se  exijan  al  capilan ,  serán  • 
de  un  mismo  tenor,  llevarán  igual  fecha ,  y  espresarán  el 
número  de  los  que  se  han  firmado.  » 

=  Por  lo  regular  son  necesarios  cuatro  conocimientos  : 
uno  para  el  cargador,  á  fin  de  que  le  sirva  de  título  para 
acreditar  las  mercaderías  que  ha  cargado  ;  otro  para  el  con- 
signatario ,  á  fin  de  que  pueda  reclamar  las  mercaderías  y 
conocer  si  se  le  entregan  todas;  otro  para  el  capitán,  que 
está  interesado  en  guardar  el  instrumento  en  que  están  de- 
signados los  efectos  de  que  debe  responder  ;  y  otro  para  el 
armador,  á  fin  de  que  enterado  de  las  mercancías  cargadas 
en  su  nave  pueda  pedir  el  flete  al  cargador,  ó  al  capitán  si 
este  lo  ha  recibido  por  él.  Según  las  ordenanzas  de  Bilbao, 
el  cargador  es  quien  debe  presentar  al  capitán  los  conoci- 
mientos estendidos  y  llenos  dentro  de  dos  dias  contados 
desde  el  de  la  carga  ,  y  el  capitán  debe  firmarlos  sin  dila- 
ción ,  de  modo  que  puedan  enviarse  por  el  primer  correo. 
El  código  francés  no  da  mas  que  veinte  y  cuatro  horas  para 
la  estension  y  la  firma. 

«  Art.  801.  Hallándose  discordancia  entre  los  conoci- 
mientos de  un  mismo  cargamento,. se  estará  al  conlesto  del 
que  presente  el  capitán ,  estando  todo  escrito  en  su  totalidad, 
ó  al  menos  en  la  parte  que  no  sea  letra  impresa ,  de  mano 
del  cargador  ó  del  dependiente  propuesto  para  las  espedi- 
ciones  de  su  tráfico,  sin  enmienda  ni  raspadura,  y  por  el 
que  produzca  el  cargador,  si  estuviere  firmado  de  mano  del 
mismo  capilan.  Si  los  dos  conocimientos  discordes  tuviesen 
respectivamente  este  requisito ,  se  estará  á  lo  que  prueben 
las  partes.  » 

=  Esta  disposición ,  que  se  halla  también  en  las  orde- 
nanzas de  Bilbao ,  presentaría  la  regla  mas  segura  que  podia 
imaginarse  para  discernir  cuál  de  los  dos  conocimientos  me- 
rece la  preferencia ,  si  antes  de  las  palabras  firmado  de  mam 
del  mismo  capitán,  añadiese  escrito  ó  estendido.  Con  efecto, 
los  títulos  estendidos  y  firmados  por  cada  una  de  las  partes 
y  aceptados  por  la  otra  merecen  igual  confianza  ;  pero  dar 
tanto  valor  al  conocimiento  firmado  por  el  capitán  como  al 
escrito  y  firmado  por  el  cargador,  es  conferir  á  este  una 
ventaja  que  puede  ceder  á  veces  en  perjuicio  de  aquel. 

«  Art.  802.  Los  conocimientos  á  la  orden  se  pueden  ceder 
por  endoso  y  negociarse.  En  virtud  del  endoso  se  trasfieren 
à  la  persona  en  cuyo  favor  se  hace  todos  los  derechos  y  ac- 
ciones del  endosante  sobre  el  cargamento.  » 

=  Este  endoso  puede  hacerse  en  la  misma  forma  que 
el  de  las  letras  de  cambio ,  pues  que  no  se  prescribe  otro 
método.  Su  efecto  es  imponer  al  apilan  la  obligación  de 
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«  Art.  803.  El  portador  legítimo  de  un  conocimiento  á  la 
orden  debe  presentarlo  al  capitán  del  buque  antes  de  darse 
principio  á  la  descarga,  para  que  se  le  entreguen  directa- 
mente las  mercaderías  ;  y  omitiendo  hacerlo ,  serán  de  su 
cuenta  los  gastos  que  se  causen  en  almacenarlas,  y  la  co- 
misión de  medio  por  ciento,  á  que  tendrá  derecho  el  depo- 
sitario de  ellas.  » 

=  El  capitán ,  por  regla  general ,  percibe  el  flete  por  el 
trasporte  de  las  mercaderías  hasta  la  orilla  ó  muelle  del 
puerto  de  la  descarga ,  y  no  por  los  gastos  que  puedan  ocurrir 
después.  Estos  por  lo  tanto  habrán  de  ser  de  cuenta  del  que 
deba  recibir  las  mercaderías,  y  sea  moroso  en  presentarse 
al  electo. 

«  Art.  804.  Sea  que  el  conocimiento  esté  dado  á  la  orden , 
ó  que  se  haya  estendido  en  favor  de  persona  determinada  , 
no  puede  variarse  el  destino  de  las  mercaderías  sin  que  el 
cargador  devuelva  al  capitán  todos  los  conocimientos  que 
esle  Armó  :  y  si  el  capitán  consintiere  en  ello  ,  quedará  res- 
ponsable del  cargamento  al  portador  legítimo  de  los  conoci- 
mientos. » 

«  Art.  80o.  Si  por  causa  de  estravío  no  pudiere  hacerse  la 
devolución  prevenida  en  el  artículo  anterior,  se  afianzará  á 
satisfacción  del  capitán  el  valor  del  cargamento;  y  sin  este 
requisito  no  se  le  podrá  obligar  á  suscribir  nuevos  conoci- 
mientos para  distinta  consignación.  » 

==  Las  disposiciones  de  estos  dos  artículos  están  dictadas 
por  el  interés  del  capitán,  quien,  como  el  conocimiento  trae 
aparejada  ejecución .,.  podría  verse  en  el  caso  de  tener  que 
responder  del  cargamento  al  que  se  le  presentase  con  dicho 
título.  También  se  ha  considerado  en  ellas  el  interés  del  por- 
tador legítimo  de  los  conocimientos  ,  quien  no  debe  quedar 
espuesto  al  peligro  , de.  verse  sin  las  mercaderías  sobre  las 
cuales  habia  adquirido  derecho. 

«  Art.  806.  Falleciendo  el  capitán  de  una  nave,  ó  cesando 
en  su  oficio  por  cualquier  otro  accidente  antes  de  haberse 
hecho  á  la  vela  ,  exigirán  los  cargadores  de  su  sucesor  que 
revalide  los  conocimientos  suscritos  por  el  que  recibió  la 
carga ,  sin  lo  cual  no  responderá  aquel  sino  de  lo  que  se  jus- 
tifique por  el  cargador  que  existia  en  la  nave  cuando  entró  á 
ejercer  su  empleo.  Los  gastos  que  puedan  ocurrir  en  el  re- 
conocimiento de  la  carga  embarcada,  serán  de  cuenta  del 
naviero  ,  sin  perjuicio  de  que  los  repita  del  capitán  cesante , 
si  dejó  de  serlo  por  culpa  que  hubiere  dado  lugar  á  su  re- 
moción. » 

=  El  capitán  entrante  no  debe  responder  sino  de  lo  que 
existiese  en  la  nave  al  tiempo  de  tomar  el  mando  de  ella  ; 
pero  en  defecto  del  capitán  cesante  ó  difunto ,  tiene  recurso 
el  cargador,  por  las  fallas  que  se  notaren  ,  contra  el  naviero, 
quien  solo  podrá  salvarse  de  su  responsabilidad  haciendo 
abandono  de  la  nave  con  todas  sus  pertenencias.  Véase 
Naviero. 

«  Art.  807.  Los  conocimientos  cuya  firma  sea  reconocida 
legítima  por  el  mismo  que  los  suscribió,  tienen  fuerza  ejecu- 
tiva enjuicio.  » 

=  Todo  papel  privado  reconocido  en  juicio  trae  aparejada 
ejecución;  ley  k,  lit,  28,  lib.  1  i,  Nov.  Rcc.  —  El  conocimiento 
hace  fe,  dicen  las  ordenanzas  de  Bilbao,  entre  todas  las 
partes  interesadas  en  el  cargamento,  y  en  virtud  de  él  puede 
apremiarse  al  maestre  ó  capitán  al  puntual  cumplimiento  de 
su  contenido. 

«  Art.  808.  No  se  admitirá  á  los  capitanes  la  escepcion 
de  que  firmaron  los  conocimientos  confidencialmente  y  bajo 
promesa  de  que  se  les  entregaría  la  carga  designada  en  ellos.» 
=  La  firma  de  los  conocimientos  supone  la  entrega  de  la 
carga ,  así  como  la  aceptación  do  las  letras  de  cambio  supone 
la  provision, 


«  Art.  809.  Todas  las  demandas  entre  cargador  y  capitán 
se  han  de  apoyar  necesariamente  en  el  conocimiento  de  la 
carga  entregada  á  este ,  sin  cuya  presentación  no  se  les  dará 
curso.  » 

«  Art.  810.  En  virtud  del  conocimiento  del  cargamento  se 
tienen  por  cancelados  los  recibos  provisionales  de  fecha  an- 
terior que  se  hubieren  dado  por  el  capitán  ó  sus  subalternos 
de  las  entregas  parciales  que  se  les  hubiesen  ido  haciendo 
del  cargamento.  » 

«  Art.  811.  Al  hacer  la  entrega  del  cargamento  se  devol- 
verán al  capitán  los  conocimientos  que  firmó ,  ó  al  menos 
uno  de  sus  ejemplares,  en  que  se  pondrá  el  recibo  de  lo  que 
hubiere  entregado.  El  consignatario  que  fuere  moroso  en  dar 
este  documento ,  responderá  al  capitán  de  los  perjuicios  que 
se  le  sigan  por  la  dilación.  » 

==  Casi  siempre  será  imposible  devolver  al  capitán  en  el 
acto  de  la  entrega  de  la  carga  todos  los  conocimientos  qu» 
firmó  ;  y  aun  á  veces  puede  suceder  que  no  sea  fácil  devol- 
verle ni  uno  solo.  Las  ordenanzas  de  Bilbao  disponían  que 
el  recibo  se  diese  á  espaldas  del  conocimiento  del  mismo 
capitán  ;  y  el  código  francés  se  contenta  con  que  se  dé  re- 
cibo al  capitán  que  lo  pida,  sin  designar  dónde  ni  cómo  ha 
de  darse. 

CONSANGUÍNEO.  El  que  tiene  parentesco  de  consan- 
guinidad con  otro.  Se  llaman  hermanos  consanguíneos  los 
que  tienen  el  mismo  padre ,  pero  no  la  misma  madre,  á  di- 
ferencia de  los  uterinos  que  tienen  la  misma  madre ,  pero  no 
el  mismo  padre,  y  á  diferencia  también  de  los  camales  que 
lo  son  de  padre  y  madre.  Véase  Hermanos  y  Doble  vínculo 
de  parentesco. 

CONSANGUINIDAD.  Entre  los  Romanos  se  tomaba 
por  la  agnación;  pero  entre  nosotros ,  así  en  el  derecho  civil 
como  en  el  canónico  ,  significa  toda  especie  de  parentesco, 
sea  por  agnación,  sea  por  cognación.  Consanguinidad  pues 
es  la  union  ó  proximidad  de  las  personas  que  descienden  de 
una  misma  raiz  ó  tronco. 

La  consanguinidad  es  de  dos  especies  ;  á  saber,  natural  y 
legítima.  Natural  es  la  que  nace  de  ilícito  ayuntamiento ,  y 
legítima  la  que  proviene  de  legítimo  matrimonio. 

Así  la  meramente  natural  como  la  legítima  es  impedimento 
dirimente  del  matrimonio ,  en  la  línea  recta  sin  limitación  de 
grados ,  de  modo  que  si  Adán  viviese  en  estado  de  viudez , 
no  se  podría  volver  á  casar  por  ser  descendientes  suyas  todas 
las  mujeres  (1) ,  y  en  la  línea  trasversal  ú  oblicua ,  solo  hasta 
el  cuarto  grado  inclusive  (2).  Véase  Grado  y  Línea. 

CONSEJO.  El  parecer  ó  dictamen  que  se  da  ó  toma  para 
hacer  ó  dejar  de  hacer  alguna  cosa.  El  consejo  que  se  da  á 
una  persona  sobre  un  negocio  en  que  no  tiene  interés  el  que 
lo  da,  no  produce  contra  este  obligación  ni  responsabilidad 
alguna  :  Nenio  ex  consilio  obligalur.  Así  es  que  si  yo  acon- 
sejo á  Pedro  que  emplee  su  dinero  en  mercancías,  las  cuales 
se  pierden  después  en  naufragio  ó  de  otro  modo,  no  tiene 
Pedro  derecho  alguno  á  exigirme  una  indemnización.  Mus  si 
el  consejo  fuese  fraudulento  ,  debe  el  que  lo  dio  reparar  el 
daño  que  hubiese  ocasionado  á  la  persona  aconsejada.  «  Nin- 
guno ,  dice  la  regla  6,  tít.  o'i,  Part.  7,  non  es  obligado  á  otro 
del  consejo  que  le  dio ,  maguer  le  ende  viniese  daño:  fueras 
ende  si  le  hubiese  dado  aquel  consejo  engañosamente;  ca 
estonce  el  daño  quel  viniese  por  él,  seria  tenudo  de  gelo 
pechar.  »  Del  mismo  modo  la  ley  romana  establece  al  propio 
tiempo  la  regla  y  la  escepcion  :  Consilii  non  fraadutenti , 
dice  la  ley  U7,  D.  de  reg.  jur.,  nulla  obligado  est;  cœlerum 
si  dohts  el  callidilas  inlercessit,  de  dolo  actio  competit. 

En  los  delitos ,  el  consejo  se  considera  siempre  criminal, 
en  tanto  grado  que  la«regla  19  ,  tit.  5'l ,  Parí.  7,  dice  «  que  á 

(1)  Ley  k  ,  til.  6  ,  Part,  h  ,  y  su  glosa  l. 

(2)  Ley  h  cit.  al  fin  ,  y  cap.  !\'on  rte&tf,  de  cowng.  et  effa. 
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los  malfechores  et  á  los  consejadores  et  á  los  encobridores 
debe  ser  dada  igual  pena.  »  Sin  embargo ,  en  la  práctica  se 
atiende  á  la  mayor  ó  menor  influencia  que  el  consejo  pudo 
tener  en  la  perpetración  del  crimen  (1).  El  consejo  es  real- 
mente una  participación  principal  en  el  delito  y  puede  me- 
recer la  misma  pena  que  este,  cuando  del  conjunto  de  las 
circunstancias  resulta  que  ha  sido  causa  ó  una  de  las  causas 
de  la  acción  criminal,  de  tal  manera  que  sin  él  esta  no  se  hu- 
biese cometido.  El  pérfido  consejero  que  viendo  á  los  auto- 
res de  la  resolución  criminal  dudar,  vacilar  y  reconocer  los 
grandes  obstáculos  que  se  oponen  á  su  proyecto,  se  apresura 
á  incitarlos  para  que  lo  lleven  adelante,  les  da  instrucciones, 
les  enseña  los  medios ,  y  aun  los  exhorta  á  no  retardarlo ,  es 
un  cómplice ,  un  verdadero  co-delincuente  que  hace  suyo  el 
fruto  de  sus  instigaciones.  El  consejo  entonces  se  llama  con- 
sejo especial,  y  por  algunos  doctores  consilium  veslitum,  por 
contraposición  al  consejo  general  ó  consilium  nudum ,  que  es 
el  que  meramente  consiste  en  dar  su  dictamen  sin  que  vaya 
acompañado  de  instrucciones  ni  de  otros  medios  ,  y  que  por 
consiguiente  no  es  digno  de  tanta  pena. 

CONSEJO  real  ó  consejo  de  castilla.  El  tribunal  su- 
premo que  se  hallaba  establecido  en  la  corte  para  atender  á 
los  negocios  de  gobierno  y  á  la  administración  de  jusficia 
en  el  reino.  Se  componía  de  un  presidente  ó  gobernador  y 
treinta  ministros  ó  consejeros  ,  repartidos  en  cuatro  salas, 
que  eran  sala  de  gobierno,  sala  de  justicia,  sala  de  provincia 
y  sala  de  mil  y  quinientas  ;  y  uno  de  ellos  presidia  la  sala  de 
alcaldes  de  casa  y  corte  ,  que  se  consideraba  quinta  sala'del 
consejo,  y  conocía  de  los  asuntos  criminales  en  último  grado. 
Correspondían  al  supremo  consejólos  negocios  siguientes: el 
cuidado  de  la  observancia  de  lo  establecido  por  el  concilio  de 
Trenlo;  —  la  estirpacion  de  vicios  y  pecados  públicos;  —  el 
amparo  de  los  monasterios;— la  reducción  y  conservación  de 
los  hospitales,  erección  de  seminarios  y  buen  gobierno-de 
las  universidades  ;  —  la  restauración  del  comercio  y  agricul- 
tura; —  la  conservación  y  aumento  de  los  montes  y  plantíos; 

—  la  reforma  de  la  carestía  general  que  hubiere  en  cual- 
quiera oosa  ;  —  el  remedio  de  los  escesos  y  abusos  de  los 
tribunales;  —  la  conservación  y  aumento  de  los  Pósitos;  — 
todo  lo  relativo  á  los  Propios  y  Arbitrios  de  los  pueblos  ;  — 
el  cuidado  de  la  provision  del  pan  y  demás  bastimentos;  — 
el  examen  sóbrela  necesidad  de  enviar  jueces  de  comisión 
cuando  fueren  pedidos  para  remedio  ó  castigo  de  delitos;  — 
la  decisión  de  las  competencias  de  los  tribunales  ;  —  las 
visitas  de  tribunales  y  universidades;  —  las  residencias  dé- 
corregidores  y  jueces  ordinarios;— la  concesión  de  morato- 
rias; —  la  declaración  ó  aprobación  de  las  emancipaciones; 

—  la  dispensa  de  edad  á  los  menores  que  pasan  de  veinte 
años  para  poder  administrar  sus  bienes  sin  autoridad  de 
curador;  —  la  avocación  délas  causas  pendientes  ante  los 
magistrados  inferiores  en  algunos  casos  estraordínarios  en 
que  la  gravedad  de  las  circunstancias  exigiese  esta  medida; 

—  los  asuntos  pertenecientes  á  cáñamas  y  pecherías  ;  —  las 

(1)  Sobre  -este  punto  trata  estensamente  Dou,  lib.  7,  tom.  S, 
tnp.  2,  secc.  2,  queenelnúii).  11  compara  el  consejo  con  el  man- 
íalo :  en  el  12  impugna  la  opinion  de  Matheu  :  en  el  15  la  difi- 
cultad de  si  el  que  da  consejo  se  ha  de  tratar  como  el  principal 
criminal  :  y  en  el  14 ,  la  diferencia  entre  el  consejo  general ,  vago 
c  indeterminado  ,  sin  facilitar  con  instrucción  la  ejecución  del 
delito,  y  el  consejo  especial,  ó  con  persuasion,  ó  instrucción,  ó 
impulso,  facilitando  el  crimen.  —  El  P.  Molina,  en  el  tom.  2, 
disp.  549,  n.  5,  trata  este  punto  :  Consilium  prœbens  ad  male- 
ficium  quousque  tenealur  in  foro  conscientiœ  restiluere  damna , 
et  ad  quam  pœnam  tenealur  in  foro  exleriori.  En  el  tom.  5  , 
disp.  730,  n.  2  :  Consulentium  varia  genera,  et  ex  quanta  culpa 
unusquisque  eorum  teneatur,  si  ex  consç'lio  ipsius  d(i?nntyiH  seauQ- 
tur,  etiam  accipienti  id  consilium. 


apelaciones  do  las  causas  respectivas  á  caza  y  pesca ,  que 
en  primera  instancia  tocaban  á  los  corregidores  y  justicias 
dé  los  pueblos  sin  distinción  de  fueros  ;  —  los  pleitos  de  te- 
nutas  ;—  los  recursos  de  segunda  suplicación,  injusticia  no- 
toria, nuevos  diezmos  y  otros;  —  las  causas  civiles  y  cri- 
minales que  viniesen  á  él ,  y  que  brevemente  y  á  menos 
costa  de  las  partes  se  pudieran  despachar,  sinhacer  de  citas 
comisión  ,  de  las  cuales  no  podía  interponerse  otro  recurso 
que  el  de  súplica  y  el  de  segunda  suplicación ,  etc.  Leyes  do 
los  líls.  2 ,  5 ,  h  ,  S ,  6 ,  7  y  8,  lib.  U,'Nov.  Rec. 

Mas  por  reales  decretos  de  Vi  de  marzo  de  185'i,  cotí  ob- 
jeto de  separar  las  funciones  judiciales  de  las  administraíi- 
vas,  se  suprimieron  los  consejos  de  Castilla  f  de  Indias,  y  en 
su  lugar  se  instituyó  para  lo  judicial  un  tribunal  supremo  de 
España  c  Indias ,  y  para  lo  gubernativo  un  consejo  real  do 
España  é  Indias.  Véanse  en  sus  respectivos  lugares. 

CONSEJO  de  estado.  Cuerpo  consultivo  de  personas 
elegidas  por  el  rey  para  conocer  de  los  negocios  mas  inte- 
resantes al  gobierno  y  administración  del  reino  en  lo  inte- 
rior y  esterior.  Aunque  parece  que  en  todos  tiempos  hubo 
al  lado  de  nuestros  reyes  un  consejo  de  sugetos  distinguidos 
por  su  capacidad  y  sus  luces  con  quienes  consultaban  los 
asuntos  mas  importantes  de  la  monarquía  ,  no  fué  conocido 
con  el  nombre  de  consejo  de  estado  hasta  el  año  de  lfi80  bajo 
el  reinado  de  Fernando  el  Católico  ,  si  bien  sus  papeles  se 
hallan  compuestos  é  inventariados  con  este  título  desde  el 
año  1580  en  el  archivo  de  Simancas.  Este  cuerpo,  que  se  ha 
considerado  el  de  mayor  dignidad  de  la  corona,  padeció 
varias  alteraciones  :  en  8  de  julio  de  1787  vio  casi  del  todo 
anonadadas  sus  facultades  con  la  creación  de  una  junta  su- 
prema de  estado  que  entendía  en  todos  los  negocios  que 
pudiesen  causar  regla  general  en  cualquiera  de  los  ramos 
pertenecientes  á  las  siete  secretarías  de  estado  y  del  despa- 
cho universal;  pero  fué  restablecido  con  todas  sus  facultades 
por -real  decreto  de  28  de  febrero  de  1792,  en  que  se  mandó 
que  todos  los  secretarios  de  estado  y  del  despacho  fuesen 
individuos  ordinarios  de  él ,  y  que  cada  uno  de  ellos  no  tu- 
viese voto  deliberativo  sino  consultivo  en  los  espedientes 
de  su  ramo;  ley  1  y  su  nota,  lit.  7,  lib.  3,  Nov.  Rec. 

En  1812  se  dispuso  que  el  consejo  de  estado  se  compu- 
siese de  cuarenta  individuos  ,  á  saber  :  cuatro  eclesiásticos , 
de  los  cuales  dos  debían  ser  obispos;  cuatro  grandes  de 
España  ;  y  los  restantes  elegidos  de  entre  los  sugetos  mas 
distinguidos  por  su  saber  ó  sus  servicios  en  los  principales 
ramos  de  la  administración;  y  se  le  asignaron  las  atribucio- 
nes de  dar  su  dictamen  al  rey  en  los  asuntos  graves  guber- 
nativos, y  señaladamente  para  dar  ó  negar  la  sanción  á  las 
leyes,  declarar  la  guerra  y  hacer  los  tratados;  como  asi- 
mismo de  hacer  al  rey  la  propuesta  por  ternas  para  la  pre- 
sentación de  todos  los  beneficios  eclesiásticos  ,  y  para  la 
provision  de  las  plazas  de  judicatura  ;  de  espedir  los  títulos 
de  notarías,  escribanías  y  otros  de  esta  clase;  y  por  fin  de 
proponer  á  S.  M.  los  medios  mas  eficaces  para  aumentar  la 
población  ,  promover  y  fomentar  la  agricultura,  la  industria, 
el  comercio,  la  instrucción  pública ,  y  cuanto  condujese  á  la 
prosperidad  nacional;  art.  251  hasta  2'-il  de  la  Const.,y 
decr.  de  8  de  junio,  28  de  julio  y  26  de  setiembre  de  1812. 

Hubo  de  tener  despues  este  consejo  varias  alternativas  ; 
y  últimamente  ,  por  haber  quedado  sin  ejercicio  sus  funcio- 
nes con  motivo  de  la  erección  que  hizo  Fernando  Vil  en  su 
testamento  de  un  consejo  de  gobierno ,  se  declaró  suspenso 
durante  la  menor  edad  de  la  reina  doña  Isabel  II  por  real 
decreto  de  2?t  de  marzo  de  185?i,  sin  que  posteriormente  se 
le  haya  restablecido ,  á  pesar  de  haber  sido  estinguido  á  su 
vez  el  que  ocasionó  su  suspension. 

CONSEJO  supremo  de  hacienda.  Tribunal  supremo  es- 
tablecido para  la  dirección  de  las  rentas  del  Estado  y  el  fallo 
de  los  negocios  contenciosos  de  ellas.  Este  .consejo  no  se  es- 
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tableció  formalmente  sino  en  el  reinado  de  Felipe  II  ;  y  desde 
entonces  tuvo  varias  plantas,  hasta  que  por  real  decreto  de 
2  de' febrero  de  1803,  se  le  dio  nueva  autoridad  y  lustre  con 
la  calificación  de  supremo  é  igualdad  en  grado  á  'los  de  Cas- 
lilla  é  Indias ,  componiéndole  de  un  gobernador  ó  presiden- 
te, once  ministros  de  capa  y  espada  ,  diez  togados  y  tres 
fiscales',  distribuidos  en  varias  salas  ,  y  concediéndole  el 
conocimiento  de  varios  negocios.  Era  principalmente  déla 
inspección  de  este  consejo  dar  su  dictamen  al  rey  sobre  pla- 
nes de  hacienda  y  todo  lo  relativo  al  buen  régimen  y  pros- 
peridad de  las  rentas  del  Estado  ;  conocer  privativamente, 
con  inhibición  del  consejo  real  y  demás  tribunales,  de  los 
negocios  de  reversion  á  la  corona  de  bienes  y  derechos  que 
fuerou  de  ella,  de  los  de  tanteo  de  jurisdicciones,  señoríos  y 
derechos  anejos  ,  y  de  los  de  tanteo  y  consunción  de  oficios 
enajenados;  y  conocer,  en  grado  de  apelación,  de  todas  las 
causas  en  que  tuviese  interesó  perjuicio  la  real  hacienda, 
como  de  las  causas  sobre  delitos  de  contrabando  y  defrau- 
dación, pertenecientes  á  los  intendentes  en  primera;  leyes 
del  lit.  10  ,  lib.  6  ,  No\-.  Rec,  f  ley  de  5  de  mayo  de  1830. 
Siguió  este  consejo  en  la  plenitud  de  sus  atribuciones  gu- 
bernativas y  judiciales  ,  hasta  que  por  decreto  de  24  de 
marzo  de  183'-í  quedó  suprimido,  instituyéndose  en  su  lugar 
un  tribunal  supremo  de  bacienda  para  entender  en  lo  con- 
tencioso ,  y  refundiéndose  lo  gubernativo  en  una  de  las  sec- 
ciones del  consejo  real  de  España  é  Indias  que  se  creó  por 
otro  decreto  de  igual  fecha.  Yéase  Consejo  real  de  España  é 
Indias,  y  Tribunal  supremo  de  hacienda. 

CONSEJO  supremo  de  indias.  Cuerpo  gubernativo  y  judi- 
cial que  se  hallaba  establecido  enMadrid  para  ejercer  con  res- 
pecto á  las  provincias  de  ultramar  las-  mismas  funciones  que 
ejercian  con  respecto  ala  península  todos  los  demás  consejos 
supremos,  y  especialmente  él  de  Castilla.  Este  consejo  no  tuvo 
principio  sino  el  año  de  1311,  pues  hasta  entonces  corrió  la 
espedicion  de  todos  los  negocios  de  ultramar  á  cargo  del 
consejo  de  Castilla ,  ó  de  algunos  de  sus  individuos  que  á 
este  fin  se  nombraban  :  fué  instituido  por  don  Fernando  el 
Católico,  perfeccionado  por  el  emperador  Carlos  V,  y  refor- 
mado por  Felipe  II  :  se  componía  de  un  presidente,  de  cierto 
número  fijo  de  ministros  togados,  y  de  un  número  indefinido 
de  ministros  de  capa  y  espada,  que  disfrutaban  de  los  mis- 
mos honores  y  consideraciones  que  los  del  consejo  supremo 
de  Castilla  :  mas  por  decreto  de  24  de  marzo  de  1834  quedó 
estinguido  en  union  con  este  último,  instituyéndose  en  lugar 
de  ambos  un  tribunal  supremo  de  España  é  Indias  para  las 
funciones  judiciales,  y  trasfiriéndose  las  gubernativas  al  con- 
sejo real  de  España  é  Indias,  que  se  creó  por  otro  decreto  de 
la  misma  fecha. 

CONSEJO  real  de  las  órdenes.  Tribunal  establecido  en 
la  corte  para  ejercer  á  nombre  del  rey  como  gran  maestre  la 
jurisdicción  civil  y  eclesiástica  en  negocios  y  causas  relati- 
vas á  las  cuatro  órdenes  militares  de  Santiago  ,  Alcántara, 
Calatrava  y  Montesa.  Por  decreto  de  50  de  julio  de  1836 
quedó  limitado  este  consejo  á  conocer  de  los  negocios  reli- 
giosos de  las  cuatro  órdenes ,  y  ejercer  la  jurisdicción  ecle- 
siástica como  hasta  entonces  conforme  á  las  bulas  pontificias, 
y  á  las  disposiciones  y  prácticas  vigentes;  y  se  le  devolvió 
la  jurisdicción  del  juzgado  de  iglesias,  como  también  la 
facultad  de  conocer  de  los  negocios  gubernativos  de  las 
mismas.  Por  otro  decreto  posterior  se  dio  á  este  consejo  la 
denominación  de  tribunal  especial  de  las  órdenes.  Véase 
Fuero,  Ordenes  militares,  y  Tribunal  especial  de  las  órdenes. 

CONSEJO  real  de  españa  É  indias.  Cuerpo  establecido 
en  Madrid  para  que  todos  los  secretarios  del  despacho 
consultasen  con  él  los  asuntos  graves  de  .sus  respectivos 
ramos.  Por  decretos  reales  de  24  de  marzo  de  1834  ,  con 
objeto  de  remover  los  obstáculos  que  producía  para  el  buen 
régimen  del  reino  la  mezcla  de  atribuciones  judiciales  y 
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administrativas  en  los  mismos  cuerpos  y  autoridades ,  se 
suprimieron  los  consejos  de  Castilla,  de  Indias',  de  la  guerra 
y  de  hacienda,  instituyéndose  en  su  lugar  paralas  funciones 
judiciales  un  tribunal  supremo  de  España  é  Indias,  otro  de 
guerra  y  marina ,  y  otro  de  hacienda  ,  y  para  las  funciones 
administrativas  un  solo  cuerpo  con  la  denominación  de  Con- 
sejo real  de  España  é  Indias.  Este  consejo  se  dividía  en  siete 
secciones  :  Ia.  de  estado;  2a.  de  gracia  y  justicia;  5a.  de 
guerra;  4a.  de  marina;  ba.  de  hacienda;  6a.  de  fomento;  y 
7a.  de  Indias.  Cada  ministro  debia  consultar  con  su  respec- 
tiva sección  los  asuntos  graves  correspondientes  á.su  minis- 
terio; y  todos  ellos  con  la  de  Indias  los  asuntos  graves  de 
sus  ramos  respectivos  que  tuviesen  relación  con  el  buen 
régimen  y  prosperidad  de  las  provincias  españolas  en  Amé- 
rica y  Asia  :  la  sección  de  gracia  y  justicia  ,  ademas  de  los 
asuntos  relativos  á  aclaración  ó  dispensa  de  ley,  reformas 
de  códigos  y  otros  semejantes,  debia  consultar,  por  terna, 
para  los  empleos  de  judicatura  y  para  las  prebendas  ecle- 
siásticas, y  tenia  también  aneja  la  cancillería.  Mas  por  de- 
creto de  28  de  setiembre  de  1836 ,  en  virtud  del  art.  250  de 
la  Constitución  que  establecía  el  consejo  de  Estado  como 
único  consejo  del  rey,  se  suprimió  el  consejo  real  de  España 
é  Indias  con  todas  sus  oficinas  y  dependencias,  sin  que  por 
eso  ser  estableciese  el  de  Estado.  Desde  aquella  fecha  resolvían 
los  ministerios  sin  previa  consulta  ú  oyendo  en  algunos  ca- 
sos al  tribunal  supremo  de  justicia  ó  á  juntas  especiales  que 
para  diversos  ramos  se  crearon  ;  hasta  que  por  la  siguiente 
ley  de  6  de  julio  de  lSílb  se. planteó  el  actual  consejo  real 
con  el  carácter  de  cuerpo  supremo  consultivo  para  los 
fines  que  en  la  misma  se  dicen. 

LEY  DE  ORGANIZACIÓN  Y  ATRIBUCIONES 

i 

DEL  CONSEJO  REAL. 

I 

título  i.  —  De  la  organización  del  consejo. 

Articulo  Io.  Para  la  mejor  administración  del  Estado  se 
establece  un  cuerpo  supremo  consultivo  con  el  nombre  de 
Consejo  Real. 

Art.  2o.  El  consejo  se  compondrá  : 

Io.  De  los  ministros  secretarios  de  estado  y  del  despacho. 

2o.  De  30  consejeros  ordinarios. 

3o.  De  los  consejeros  estraordinarios  que  el  rey  autorice 
para  lomar  parte  en  las  deliberaciones  del  consejo. 

4o.  Del  número  de  ausiliares  del  consejo  que  sean  nece- 
sarios. 

S°.  De  un  secretario  general. 

Tendrá  ademas  los  empleados  y  dependientes  que  los  re- 
glamentos determinen. 

Art.  3o.  El  presidente  del  consejo  de  ministros  presidirá 
el  consejo  real,  y  en  su  defecto,  el  ministro  de  mas  eaaa 
entre  los  que  se  hallen  presentes.  El  rey  nombrará  á  uno 
de  los  consejeros  ordinarios  para  el  cargo  de  vicepresidente. 

Art.  4o.  Los  consejeros  ordinarios  serán  nombrados  por  el 
rey  á  propuesta  del  consejo  de  ministros  y  en  decretos  espe- 
ciales refrendados  por  el  presidente  del  mismo  consejo. 

Para  su  separación  se  observarán  las  mismas  formalidades. 

Art.  S°.  Para  ser  nombrado  consejero  ordinario  se  necesita 
tener  50  años  cumplidos  de  edad  y  haber  sido  distinguido 
notablemente  por  sus  conocimientos  y  servicios  en  las  diver- 
sas carreras  del  Estado.  Este  cargo  es  incompatible  con  cual- 
quiera otro  empleo  efectivo. 

Art.  6o.  Los  consejeros  ordinarios  tendrán  el  tratamiento 
de  llustrísima ,  50,000  rs.  de  sueldo  y  el  distintivo  que  se 
determine. 

Art.  7o.  Los  consejeros  estraordinarios  serán  nombrados 
en  la  misma  forma  que  los  ordinarios.  Este  nombramiento 
solo  podrá  recaer  en  los  funcionarios  siguientes  : 
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Io.  Presidente,  ministros  y  fiscales  del  tribunal  supremo 
de  justicia,  del  de  guerra  y  marina,  del  tribunal  mayor  de 


cuentas  y  del  de  la  Rota  de  la  nunciatura. 
2o.  Inspectores 'generales  de  todas  armas. 


Subsecretarios  de  los  ministerios. 
Comisario  general  de  Cruzada. 


!>°.  Directores  generales  de  cualquier  ramo  de  la  adrmnis- 

C°.  Intendente  general  del  ejército. 

7o.  Contadores  generales. 

8°.  Comisarios  regios  de  los  Bancos  de  San  Fernando  y 

i     r     i     i  tt 

de  Isabel  II. 

9o.  Presidentes  y  vocales  de  la  junta  de  dirección  de  la 
armada. 

Art.  8o.  Los  consejeros  estraordinarios  no  podrán  asistir 
al  consejo  ni  tomar  parte  en  sus  resoluciones  sino  en  virtud 
de  autorización  del  rey  dada,  por  punto  general,  al  princi- 
pio de  cada  año  :  los  no  comprendidos  en  esta  autorización 
cesarán  de  becho  de  asistir  á  las  sesiones.  El  número  de  los 
consejeros  estraordinarios  autorizados  en  esta  forma  no  esce- 
derá en  ningún  caso  de  las  dos  terceras  partes  de  los  ordi- 
narios. 

Art.  9o.  Los  consejeros  estraordinarios  entenderán  sola- 
mente en  los  asuntos  no  contenciosos  de  la  competencia  del 
consejo. 

Art.  10.  Los  ausiliares  ayudarán  al  consejo  en  todos  sus 
trabajos.  La  intervención  que  lian  de  tener  en  ellos  y  la 
forma  en  que  ban  de  ejercerla  se  determinarán  por  un  real 
decreto.  Las  dos  terceras  partes  de  los  ausiliares  serán  le- 
trados. 

título  II.  —  De  las  atribuciones  del  consejo. 

Art.  i  1 .  El  consejo  real  deberá  ser  siempre  consultado  : 

Io.  Sobre  las  instrucciones  generales  para  el  régimen  de 
cualquier  ramo  de  la  administración  pública. 

2o.  Sobre  el  pase  y  retención  de  las  bulas,  breves  y 
rescriptos  pontificios  y  de  las  preces  para  obtenerlos. 

5o.  Sobre  los  asuntos  del  real  patronato  y  recursos  de 
protección  del  concilio  de  Trento. 

h°.  Sobre  la  validez  de  las  presas  marítimas. 

5o.  Sobre  los  asuntos  contenciosos  de  la  administración. 

6o.  Sobre  las  competencias  de  jurisdicción  y  atribuciones 
entre  las  autoridades  judiciales  y  administrativas  ,  y  sobre 
las  que  se  susciten  entre  las  autoridades  y  agentes  de  la 
administración. 

7o.  Sobre  todos  los  demás  asuntos  que  las  leyes  especiales, 
reales  decretos  ó  reglamentos  sometan  á  su  examen. 

Art.  12.  Dará  ademas  su  dictamen  el  consejo  siempre 
que  los  ministros  juzguen  conveniente  oírle. 

título  ni.  —  Del  modo  de  proceder  en  los  asuntos    . 
administrativos. 

Art.  13.  El  consejo  real  conocerá  délos  asuntos  adminis- 
trativos de  su  competencia  en  consejo  pleno,  ó  por  medio  de 
las  secciones  en  que  estará  dividido.  Un  real  decreto  deter- 
minará los  asuntos  que  deban  someterse  respectivamente  á 
la  deliberación  del  consejo  pleno  ó  de  las  secciones. 

Art.  l'í.  Para  que  el  consejo  pleno  pueda  deliberar,  se 
necesita  la  presencia  de  la  consejeros,  sin  contar  en  este 
número  á  los  ministros  que  asistan. 

Art.  15.  Las  secciones  en  que  estará  dividido  el  consejo 
serán  análogas  á  los  negocios  correspondientes  á  los  respec- 
tivos ministerios.  Un  real  decreto  determinará  su  número  , 
organización  y  atribuciones. 

título  iv.  —  Del  modo  de  proceder  en  lo  contencioso. 

Art..  16.  Para  instruir  los  espedientes  y  preparar  las 
resoluciones  del  consejo  en  los  asuntos  contenciosos  babrá , 


ademas  de  las  secciones  enunciadas  en  el  titulo  anterior,  una 
especial,  compuesta  de  cinco  consejeros  ordinarios  ,  unffc 
cal  y  dos  abogados  fiscales  con  el  número  de  ausiliares 
letrados  que  los  reglamentos  determinen.  Esta  organización 
podrá  variarse  por  un  real  decreto,  siempre  que  lo  exija  el 
mejor  servicio. 

Art.  17.  Los  asuntos  contenciosos  se  verán  á  puerta  abier- 
ta, y  se  oirá  á  los  defensores  de  las  partes  en  la  forma  que  se 
determine.  Las  deliberaciones  no  serán  públicas  :  los  acuer- 
dos se  tomarán  por  mayoría  absoluta  de  votos. 

Art.  18.  El  real  decreto  que,  envista  del  dictamen  del 
consejo  recayere,  será  leido  públicamente  en  consejo  pleno, 
y  terminará  el  punto  litigioso. 

Art.  19.  El  gobierno  queda  autorizado  para  resolver  todas 
las  dudas  que  pueda  ofrecer  el  cumplimiento  de  esta  ley» 

Para  complemento  de  las  disposiciones  de  la  ley  y  en  uso 
de  las  atribuciones  que  en  la  misma  quedaban  reservadas 
al  gobierno  ,  se  espidió  en  22  de  setiembre  del  mismo  año 
18íd  el  real  decreto  que  sigue  : 

Artículo  Io.  Los  nombramientos  de  los  consejeros  reales 
serán  refrendados  y  espedidos  por  el  presidente  de  mi  con- 
sejo de  ministros ,  y  se  comunicarán  al  de  la  gobernación 
de  la  península. 

Art.  2o.  El  consejo  de  ministros  me  propondrá  al  princi- 
pio de  cada  año  el  estado  de  los  consejeros  estraordinarios 
que  deberán  ser  autorizados  para  tomar  parte  en  las  delibe- 
raciones del  consejo  :  los  que  no  estuvieren  comprendidos 
en  aquel  estado  dejarán  desde  el  momento  de  su  publicación 
de  formar  parte  de  aquel  cuerpo. 

Art.  5o.  Los  ausiliares  del  consejo  serán  por  abora  ÜO,  de 
los  cuales  2b  deberán  ser  letrados,  Se  dividirán  en  tres  cla- 
ses :  los  de  primera  tendrán  20,000  rs.  de  sueldo  ;  los  de, 
segunda  12,000  ,  y  8,000  los  de  tercera.  El  número  y  clase, 
de  los  ausiliares  del  consejo  podrá  variarse  según  las  nece- 
sidades del  servicio. 

Art.  h°.  Los  ausüiares  se  distribuirán  éntrelas,  diferentes 
secciones  del  consejo  real  ;  instruirán  los  espedientes  de 
que  las  mismas  deban  conocer;  propondrán  la  resolución 
conveniente  para  aquellos  en  que  especialmente  se  les  en- 
cargue este  trabajo,  y  tendránvoz  consultiva  en  la  respectiva 
sección  cuando  discuta  los  asuntos  que  hubieren  despachado. 

Art.  b°.  El  secretario  general  tendrá  á  su  cargo  lodo  lo 
concerniente  al  consejo  pleno  y  su  organización  ;  distribuirá 
los  trabajos  ,  y  llevará  la  correspondencia  general.  Su  nom- . 
bramienlo  y  el  de  los  empleados  y  dependientes  de.secreta- 
ria  se  espedirá  por  el  ministerio  de  la  gobernación  de  la 
península. 

Art.  6o.  Cada  sección  tendrá  su  secretario  particular,  cuyo 
nombramiento  se  hará  por  el  ministerio  respectivo.  Las 
atribuciones  de  estos  secretarios  se  determinarán  en  el  re- 
glamento especial  de  las  secciones. 

Art.  7o.  Ademas  de  los  casos  espresados  en  la  ley,  el 
consejo  real  será  consultado  por  punto  general  : 

Io.  Sobre  los  reglamentos  generales  para  la  ejecución  de 
las  leyes. 

2o.  Sobre  los  tratados  de  comercio  y  navegación. 

5o.  Sobre  la  naturalización  de  estranjeros. 

U°.  Sobre  conceder  autorización  á  los  pueblos  y  provincias 
para  litigar,  cuando  esta  clase  de  asuntos  deban  ser  decidi- 
dos por  el  gobierno. 

5o.  Sobre  los  permisos  que  pidan  los  pueblos  ó  provincias 
para  enajenar  ó  cambiar  sus  bienes  ,  y  para  contratar  em- 
préstitos. 

6o.  Sobre  las  autorizaciones  que  con  arreglo  á  las  leyes 
deba  dar  el  gobierno  para  encausar  á  los  funcionarios  públi- 
cos por  escesos  cometidos  en  el  ejercicio  de  su  autoridad. 

Art.  8o.  Podrá  también  ser  consultado  el  consejo  cuando 
los  ministros  estimen  conveniente  oír  su  dictamen  ; 
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î°.  Sobre  los  proyectos  de  ley  que  hayan  de  presentarse 
alas  Cortes. 

2o.  Sobre  los  tratados  con  las  potencias  estranjeras  y  con- 
cordatos con  la  Santa  Sede. 

3o.  Sobre  cualquier  punto  grave  que  ocurra  en  el  gobierno 
y  administración  del  Estado. 

Art.  9o.  Corresponde  al  consejo  pleno  conocer  : 

Io.  Délos  proyectos  de  ley. 

2o.  De  las  instrucciones  y  reglamentos  generales. 

3o.  De  los  tratados  y  concordatos. 

U°.  Déla  resolución  final  en  los  asuntos  contenciosos. 

5o.  De  la  validez  de  las  presas  marítimas. 

6o.  De  las  competencias  de  jurisdicción  y  atribuciones 
entre  las  autoridades  judiciales  y  administrativas. 

7o.  Del  pase  y  retención  de  las  bulas,  breves  y  rescriptos 
pontificios  de  interés  general,  y  de  las  preces  para  obtenerlos . 

8o.  De  los  asuntos  graves  del  real  patronato  y  recursos  de 
protección  del  concilio  de  Treñto. 

9o.  De  los  demás  asuntos  en  que  el  gobierno  quiera  oir  al 
consejo  pleno. 

Art.  10.  Las  secciones  en  que  se  dividirá  el  consejo  para 
los  asuntos  administrativos  serán  :  Estado,  Marina  y  Comer- 
cio, Gracia  y  Justicia,  Guerra,  Gobernación,  Hacienda, 
Ultramar.  Esta  division  podrá  alterarse  conforme  lo  exijan 
las  necesidades  del  servicio. 

Art.  li.  Las  secciones  serán  presididas  por  el  ministro  del 
ramo  respectivo  ;  si  concurriesen  doá,  presidirá  el  de  mas 
edad.  Cada  sección  tendrá  ademas  un  vicepresidente  nom- 
brado por  el  rey,  á  propuesta  del  ministro  respectivo ,  de 
entre  los  vocales  de  la  misma. 

Art.  12.  Las  secciones  instruirán  los  espedientes  relativos 
á  los  negocios  de  su  competencia ,  y  acordarán  el  informe 
que  hubieren  de  dar  al  gobierno  en  los  asuntos  sobre  que 
hayan  sido  consultadas. 

Art.  13.  En  el  propio  modo  instruirán  los  espedientes,  y 
prepararán  el  informe  que  hayan  de  presentar  al  consejo 
sobre  los  asuntos  de  qué  deba  conocer  en  pleno. 

Art.  ih.  La  sección  de  Gracia  y  Justicia  instruirá  ademas 
los  espedientes ,  y  preparará  la  resolución  sobre  la  validez 
de  las  presas  marítimas  y  sobre  las  competencias  de  juris- 
dicción y  atribuciones  entre  las  autoridades  judiciales  y  ad- 
ministrativas. También  tendrá  á  su  cargo  la  colección  y  cla- 
sificación délas  leyes ,  decretos,  reales  órdenes  y  reglamentos 
vigentes. 

Art.  15.  La  sección  de  Ultramar  será  siempre  oida  entodos 
los  asuntos  relativos  á  aquellas  provincias  y  á  su  régimen  es- 
pecial en  la  forma  que  determinará  el  reglamento  particular 
de  esta  sección. 

Art.  16.  Podrán  reunirse  dos  ó  mas  secciones  para  des- 
pachar un  asunto ,  siempre  que  la  naturaleza  de  este  lo  exi- 
giere. 

Art.  17.  La  sección  de  lo  contencioso  conocerá  de  los 
asuntos  de  la  administración  que  tengan  este  carácter,  y  de 
las  apelaciones  de  los  consejos  provinciales.  La  instrucción 
de  los  negocios  en  esta  sección  se  hará  conforme  á  un  regla- 
mento especial. 

Vino  por  último  el  deseado  real  decreto  de  30  de  diciem- 
bre de  18?i6  aprobando  interinamente  el  reglamento  sobre  el 
modo  de  proceder  el  consejo  en  los  negocios  contenciosos  de 
la  administración  ;  y  aunque  no  sean  de  este  lugar  los  282 
artículos  que  contiene,  lo  son  los  1res  siguientes,  que  reasu- 
men las  atribuciones  del  consejo  real  y  de  su  sección  de  lo 
contencioso  en  los  negocios  de  esta  clase. 

Artículo  Io.  Corresponde  al  consejo  real  conocer  en  pri- 
mera y  única  instancia  : 

Io.  De  las  demandas  contenciosas  sobre  el  cumplimiento , 
inteligencia ,  rescision  y  efectos  de  los  remates  y  contratos 
celebrados  directamente  por  el  gobierno  ó  por  las  direc- 


ciones generales  de  los  diferentes  ramos  de  la  administra* 
cion  civil. 

2o.  De  las  demandas  contenciosas  á  que  den  lugar  las  re- 
soluciones de  los  ministros  de  S.  M.,  cuando  el  gobierno 
acuerde  previamente  someter  al  conocimiento  del  consejo  las 
reclamaciones  de  las  partes. 

5o.  De  los  recursos  de  reposición ,  aclaración  y  revision  de 
sus  providencias  y  resoluciones. 

Art.  2o.  Compete  igualmente  al  consejo  conocer  en  apela- 
ción y  nulidad  délas  resoluciones  de  los  consejos  provinciales 
y  de  las  de  cualquiera  otra  autoridad  que  entienda  en  pri- 
mera instancia  en  los  negocios  contencioso-administrativos. 

Art.  3o.  La  sección  de  lo  contencioso  preparará  las  reso- 
luciones finales  del  consejo,  dictando  al  efecto  las  providen- 
cias de  actuación  que  conviniere. 

CONSEJO  supremo  de  la  guerra.  Cuerpo  gubernativo 
y  judicial  establecido  en  la  corle  para  la  consulta  de  los 
asuntos  graves  correspondientes  al  ministerio  de  guerra,  y 
para  conocer  en  grado  de  apelación  de  los  procesos  militares 
con  arreglo  á  las  leyes  y  ordenanzas ,  y  de  los  negocios  con- 
tenciosos del  fuero  de  guerra  y  marina  y  de  estranjería. 
Este  consejo  fué  estinguido  del  mismo  modo  que  los  de  Cas- 
tilla ,  Indias  y  Hacienda  por  real  decreto  de  24  de  marzo  de 
1854 ,  y  en  su  lugar  se  creó  un  tribunal  supremo  de  guerra 
y  marina  para  entender  en  lo  judicial,  pasando  sus  atribu- 
ciones gubernativas  al  consejo  real  de  España  é  Indias  que 
se  erigió  por  otro  decreto  de  la  misma  fecha.  Véase  Almi- 
rantazgo, Consejo  real  de  España  é  Indias,  y  Tribunal  su- 
premo de  guerra  y  marina. 

CONSEJO  de  guerra  de  OFICIALES  GENERALES.  Tribunal 
compuesto  de  oficiales  de  superior  graduación  bajo  la  presi- 
dencia del  capitán  ó  comandante  general  de  la  provincia, 
para  conocer  de  los  crímenes  y  faltas  graves  que  en  materias 
relativas  al  servicio  militar  cometieren  los  oficiales  de  cual- 
quier grado.  —  Son  crímenes  de  esta  especie,  entre  otros , 
la  rendición  ó  entrega  de  una  plaza  ,  fortaleza  ó  ejército  por 
traición ,  cobardía  ó  impericia ,  la  pérdida  de  una  acción  por 
las  mismas  causas,  la  inteligencia  con  el  enemigo,  el  aban- 
dono de  su  puesto  en  acción  de  guerra  ó  marchando  á  ella, 
la  deserción,  la  revelación  de  una  comisión  reservada,  etc. 

El  consejo  se  forma  siempre  en  la  capital  de  la  provincia 
donde  el  oficial  reo  tuviere  su  destino ,  y  debe  componerse 
del  capitán  ó  comandante  general,  presidente,  de  siete  á 
trece  oficiales  generales  ,  y  si  estos  no  alcanzasen ,  briga- 
dieres ,  y  en  su  defecto  coroneles  nombrados  por  el  capitán 
ó  comandante  general ,  y  del  auditor  de  guerra  como  asesor. 

EL  capitán  ó  comandante  general ,  enterado  de  haber  co- 
metido algún  oficial  delito  que  merezca  juzgarse  por  el 
consejo  de  guerra  de  oficiales  generales ,  debe  disponer  su 
arresto ,  sea  de  oficio ,  ó  á  instancia  de  parte ,  espedir  orden 
por  escrito  al  oficial  que  juzgue  idóneo  para  hacer  las  fun- 
ciones de  fiscal ,  y  nombrar  secretario  á  otro  oficial  que  con- 
sidere capaz  para  este  encargo. 

El  fiscal,  asistido  del  secretario ,  procede  á  la  averiguación 
de  los  hechos  que  se  imputan  al  reo  ;  examina  los  testigos, 
citándolos  á  casa  del  capitán  general  desde  sargento  mayor 
inclusive  arriba ,  y  á  su  posada  desde  capitán  inclusive  abajo; 
toma  luego  declaración  al  reo  ,  advirtiéndole  antes  que  elija 
oficial  que  le  defienda ,  el  cual  después  de  la  declaración  ten- 
drá libertad  de  hablar  con  el  reo  siempre  que  lo  necesitare 
ó  el  reo  lo  pidiere  ;  sucesivamente  señala  dia  en  que  acudan 
á  su  casa  los  testigos  para  ratificar  sus  declaraciones,  ó  aña- 
dir ó  quitar  lo  que  juzgare»  conveniente  ;  y  en  otro  dia  los 
cita  para  que  concurran  con  el  acusado  al  acto  del  careo ,  al 
cual  asiste  también  el  defensor,  como  asimismo  al  juramento 
y  ratificación  de  los  testigos. 

Finalizado  el  proceso  se  pasa  por  ol  capitán  ó  comandante 
general  al  auditor  ó  asesor,  para  que  lo  examine  y  vea  si 
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está  en  disposición  de  que  pueda  celebrarse  el  consejo  de 
guerra  de  oficiales  generales  ;  y  evacuada  esta  diligencia, 
pone  el  fiscal  su  conclusion,  y  da  cuenta  de  hallarse  termi- 
nado por  su  parte  todo  el  proceso  al  capitán  general,  quien 
la  víspera  del  dia  en  que  resuelva  formar  el  consejo  cita  por 
escrito  á  los  jueces  que  deban  componerlo  con  designación 
de  la  hora. 

Congregados  los  jueces,  fiscal  y  auditor  ó  asesor  militar  en 
casa  del  presidente,  manifiesta  estela  causa  de  la  convoca- 
ción del  consejo  :  lee  el  fiscal  la  orden  que  se  le  comunicó 
para  formar  el  proceso,  asi  como  las  diligencias  que  en  él  so 
contienen  á  la  letra  :  se  llama ,  si  es  necesario ,  á  los  testigos 
para  satisfacer  las  dudas  que  sobre  sus  declaraciones  se 
ofrecieren  :  se  hace  comparecer  al  reo  ,  si  lo  pidiere  ó  se 
creyese  oportuno  ,  y  se  le  oyen  las  razones  que  tuviere  que 
alegar  para  su  descargo ,  pudiendo  interrogarle  cada  uno  de 
los  jueces  por  su  orden  para  instruirse  mas ,  y  en  seguida 
lee  su  defensa  el  oficial  procurador  :  después  de  lo  cual ,  y 
retirándose  este  y  el  reo,  se  procede  á  la  votación,  previa 
la  conferencia  que  parezca  precisa  para  aclarar  el  caso. 

Hace  sentencia  el  mayor  número  de  votos.  El  voto  del 
presidente  vale  por  dos  en  favor  de  la  vida  y  del  honor,  y 
en  votando  á  muerte  tiene  como  los  demás  fuerza  de  uno 
solo.  Si  hubiere  un  voto  mas  á  muerte  que  á  otra  pena  menos 
grave  ó  á  ser  absuelto ,  sufrirá  el  reo  la  de  muerte.  Si  estu- 
vieren los  votos  divididos  en  tres  penas  ,  ó  en  dos ,  y  abso- 
lución ,  de  modo  que  la  pena  de  muerte  tenga  tantos  votos 
como  el  número  que  componen. los  de  vida,  ha  de  sufrir  el 
reo  la  pena  que  tenga  mas  votos,  de  aquellos  que  le  libertan 
la  vida.  Si  la  mitad  de  votos  fuere  á  muerte  ,  y  la  otra  mi- 
tad á  vida ,  dividiéndose  esta  mitad  por  igualdad  de  número 
de  votos  en  dos  penas  distintas ,  se  impondrá  al  reo  la  que 
de  las  dos  penas  sea  mas  grave. 

La  ejecución  de  la  sentencia  que  impusiere  pena  que  no 
sea  degradación ,  privación  de  empleo  ó  muerte ,  se  dispone 
desde  luego  por, el  consejo  de  guerra  de  oficiales  generales, 
remitiendo  después  al  rey  el  proceso  original  por  la  via  re- 
servada de  guerra;  pero  la  sentencia  que  impusiere  alguna 
de  dichas  penas  no  puede  ejecutarse  sin  consultarla  primero 
al  rey  con  remisión  de  la  causa  original.  Orden,  delejérc, 
lit.  6  y  7,  y  tít.  5 ,  arts.  52 ,  55  y  S.'* ,  y  real  orden  de  19  de 
mayo  de  18 10. — Véase  Tribunal  supremo  de  guerray  marina. 

-j-  Publiquen  (dichos  consejos)  las  sentencias  absolutorias 
al  mismo  tiempo  de  ponerlas  en  ejecución  ,  sin  necesidad 
de  esperar  la  real  aprobación  ,  porque  causan  ejecutoria , 
y  es  conforme  á  lo  prevenido  en  las  ordenanzas  generales 
del  ejército.  Rl.  órd.  de  8  de  octubre  de  1830. 

Los  fiscales  que  instruyen  las  causas  deben  asistir  á  las 
conferencias  de  los  consejos  de  guerra  ,  según  se  deduce  del 
artículo  Uk  ,  título  b0.,  tratado  8o.  de  las  ordenanzas  genera- 
les del  ejército ,  esceplo  en  el  caso  de  tratarse  en  el  consejo 
de  faltas  cometidas  por  el  mismo  fiscal  en  la  actuación  y  el 
consejo  creyese  conveniente  su  ausencia.  Rl.  órd.  de  20  de 
setiembre  de  18ft2. 

Habiéndose  suscitado  dudas  sobre  si  la  real  orden  de  21 
de  febrero  de  1840  ,  que  habla  de  la  obligación  que  tienen 
los  generales  en  cuartel  á  concurrir  siempre  que  se  les  nom- 
bre como  presidentes  ó  vocales  de  los  consejos  de  guerra  , 
debia  entenderse  aplicable  aun  á  aquellos  que  hayan  sido 
ministros  del  tribunal  supremo  de  Guerra  y  Marina ,  ha  re- 
suelto S.  M.,  después  de  haber  oido  al  espresado  tribunal , 
que  no  solamente  los  individuos  de  que  se  trata,  sino  tam- 
bién los  que  hubieran  sido  fiscales  militares  del  referido 
tribunal  ó  del  estinguido  consejo  supremo  de  la  Guerra  que- 
dan esceptuados  de  asistir  y  no  deben  ser  nombrados  para 
la  formación  de  los  consejos  de  guerra  de  oficiales  generales. 
Rl.  órd.  de  15  de  abril  de  18'i7. 

CONSEJO  de  guerra  ORDixARio.  Tribunal  compuesto  de 


los  capitanes  en  cada  regimiento  bajo  la  presidencia  del  go- 
bernador de  la  plaza  ó  comandante  de  las  armas  para  conocer 
de  los  delitos  en  que  incurrieren  los  individuos  militares 
desde  sargento  inclusive  abajo. 

Cuando  algún  sargento,  cabo,  cadete,  soldado  ó  tambor 
hubiese  cometido  algún  delito  de  los  que  están  sujetos  al 
consejo  de  guerra,  que  no  son  tan  solo  los  puramente  mili- 
tares sino  también  los  comunes  que  no  se  hallan  esceptuados, 
como  se  dirá  en  el  artículo  Fuero  militar,  el  primer  ayu- 
dante, si  el  delito  esmuy  grave,  y  cualquiera  de  los  segundos 
si  no  lo  es,  asistido  de  un  sargento ,  cabo  ó  soldado  en  cali- 
dad de  escribano,  debe  formar  el  correspondiente  proceso, 
pidiendo  antes  permiso  al  capitán  general  déla  provincia, 
y  en  su  ausencia  al  gobernador  ó  jefe  de  las  armas,  y  es- 
tando en  campaña  al  coronel. 

El  proceso  debe  contener  por  su  orden ,  generalmente  ha- 
blando ,  el  examen  de  los  testigos ,  el  reconocimiento  de  los 
instrumentos  y  cuerpo  del  delito  por  peritos  ó  espertos,  y 
las  demás  diligencias  necesarias  para  la  averiguación  de  los 
hechos ,  la  elección  de  defensor,  la  confesión  del  reo ,  la  eva- 
cuación de  las  citas  que  este  hiciere  en  su  abono  ,  la  comuni- 
cación al  oficial  defensor  de  su  nombramiento,  las  ratifica- 
ciones de  los  peritos  y  testigos  con  asistencia  del  defensor,  y 
el  careo  ó  confrontación  de  los  testigos  con  el  reo.  Concluida 
esta  última  diligencia,  se  pasa  el  proceso  por  el  capitán  ge- 
neral ó  comandante  de  armas  en  su  caso  al  auditor  ó  asesor, 
quien  dentro  de  veinte  y  cuatro  horas  debe  examinarlo  y 
manifestar  los  defectos  de  que  adolezca  para  que  se  subsanen; 
y  devuelto  al  ayudante  ,  después  de  enmendados  los  vicios 
si  los  hubiere ,  se  entrega  al  oficial  defensor  si  es  que  lo  pide 
para  estender  y  fundar  la  defensa.  El  ayudante,  luego  que 
el  defensor  le  devuelve  el  proceso ,  pone  la  conclusion  fiscal 
según  lo  que  resultare ,  y  después  de  dar  cuenta  del  estado 
de  la  causa  al  coronel  ó  comandante  de  su  regimiento,  pide 
personalmente  permiso  para  formar  el  consejo  al  capitán 
general  de  la  provincia,  gobernador  ó  comandante  de  armas 
que  debe  presidir;  y  obtenido ,  avisa  por  medio  de  oficio  á 
los  capitanes  nombrados  por  el  coronel ,  que  á  lo  menos  han 
de  ser  siete,  para  que  concurran  como  jueces  el  dia  siguiente 
á  celebrarlo. 

Reunidos  los  jueces ,  presenta  el  ayudante  los  instrumentos 
que  han  servido  para  justificación  del  cuerpo  del  delito ,  y 
después  de  dada  por  el  presidente  una  breve  razón  del  objeto 
que  motiva  la  celebración  del  consejo  de  guerra,  lee  á  la 
letra  el  memorial  que  hace  cabeza  de  autos ,  la  filiación  del 
reo  ,  las  informaciones,  ratificación  y  careo  de  los  testigos, 
y  despues  su  conclusion  y  dictamen.  El  oficial  defensor  lee 
á  seguida  su  alegato  de  defensa.  El  presidente  á continuación 
propone  al  consejo  lo  que  juzgare  en  beneficio  ó  perjuicio 
del  acusado ,  y  cada  uno  de  los  jueces  por  su  orden  hace  sus 
objeciones  en  pro  y  en  contra  para  instruirse ,  pudiendo 
hacer  al  ayudante  fiscal  las  preguntas  convenientes  para 
aclarar  sus  dudas.  Comparece  el  reo;  se  le  interroga  por  el 
presidente  sobre  la  perpetración  del  delito  y  razones  que 
pudieron  inducirle  á  ella;  y  se  le  oyen  sus  descargos,  pu- 
diendo los  jueces  hacerle  las  preguntas  que  quisieren,  y 
esponer  de  jtalabra  el  defensor  cuanto  le  pareciere  á  favor 
de  su  cliente.  También  se  hace  entrar  á  los  testigos  cuando 
ocurren  dudas  sobre  sus  deposiciones ,  para  que  se  espliquen 
con  mas  claridad  ó  estension  y  satisfagan  á  las  preguntas  que 
se  les  hagan. 

Quedando  solos  los  individuos  del  consejo ,  propone  el 
presidente  ,  en  cuanto  á  las  razones  del  reo ,  lo  que  le  pare- 
ciere que  conduce  á  su  cargo  ó  á  su  descargo  :  cada  uno  de 
los  jueces  manifiesta  por  antigüedad  sus  observaciones;  y 
concluida  esta  conferencia,  se  procede  á  la  votación.  En 
cuanto  ajos  votos  se  siguen  en  este  consejo  las  mismas  re- 
glas que  en  el  de  oficiales  generales  ;  siendo  de  notar  que  si 
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la  materia  fuese  dudosa,  de  modo  que  no  haya  bastantes  merci  o  se  dividirá  en  tres  secciones ,  que  se  denominarán 

pruebas  para, condenar  ni  para  absolver  al  reo ,  podrá  votar  una  de  agricultura ,  olra  de  industria  y  otra  de  comercio. 
cualquiera  de  los  jueces  que  se  tomen  otras  informaciones,  Art.  G°.  En  cada  una  de  las  secciones  del  Consejo  habrá  un 

ospresando  los  puntos  sobre  que  deben  recaer.  vicepresidente  nombrado  por  mí. 

Concluido  el  consejo  ,  se  pasa  el  proceso  al  capitán  ó  co-  Art.  7o.  Las  secciones  serán  convocadas  junta  6  separada- 
mandante  general  de  la  provincia ,  para  que  lo  reconozca,  mente,  según  lo  disponga  mi  ministro  de  Comercio ,  Iustruc- 
y  con  dictamen  del  auditor  apruebe  la  sentencia  ó  vea  si 


debe  suspenderse  por  injusta.  Ordenanza  del  ejérc,  Irai, 
lit.  íi,  ris.  ùrcl.  de  26  de  octubre  de  1769,  10  de  agosto 
de  1787,  27  de  mayo  de  1788,  19  de  mayo  de  1810,  y  8  de 
junio  de  1815.  —  Véase  Capitán  ó  comandante  general  de 
■    provincia  (1). 

CONSEJO  de  agricultura   y  comercio.   Corporación 
consultiva  del  ministerio  de  comercio,  instrucción  y  obras  '- 
públicas,  creada  por  real  decreto  de  9  de  abril  de  1847  con 
la  organización  y  atribuciones  contenidas  en  los  cuatro  artí- 
culos siguientes  : 

Art.  Io.  Se  crea  .un  consejo,  de  agricultura  y. comercia 
adicto  al  ministerio  de  este  nombre  ,  y  compuesto  del  mi- 
nistro del  ramo  ,  presidente  ;  de  un  vicepresidente  nom- 
brado por  mí;  del  director  general  de  comercio  y  de "14  vo- 
cales, de  los  cuales  me  propondrá  12  el  ministro  de  comerció' 
y  2  el  de  hacienda.  Será  secretario  del  consejo  de  comerció 
el  oficial  del  ministerio  encargado  de  este  ramo.  Todas  estas 
funciones  serán  gratuitas. 

Art.  2o.  El  consejo  dará  su  dictamen  sobre  todas  las  cues- 
tiones que  mi  ministro  de  comercio  juzgue -conveniente  so^' 
meterle. 

Art.  5o.  Mi  ministro  de  comercio  podrá' autorizar  al  con- 
sejo ,  sea  á  petición  de  este ,  sea  de  oficio,  para  que  proceda 
á  la  averiguación  de  hechos  que  puedan  convenirle  por 
medio  de  información  escrita  ó  verbal. 

Art.  4o.  El  consejo'  celebrará  sus  sesiones  en  el  mismo 
edificio  que  ocupe  el  ministerio  de  comercio,  y  en  los  diás 
que  mi'ministro  de  comercio  designare. 

Por  real  decreto  de  29  de  abril  del  mismo  año  se-  aumentó 
hasta  veinte  el  número  de  consejeros  ,  y  se  declaró  que  ade-' 
mas  del  secretario  para  los  asuntos  de  comercio  tuviese  el 
carácter  de  tal  en  los  de  agricultura  el  jefe  del  negociado  de 
este  ramo  en  el  ministerio. 

f  CONSEJO  REAL  DE  AGRICULTURA  ,  INDUSTRIA  Y  COMER- 
CIO. Conformándome  con  lo  propuesto  por  mi  ministro  de 
Comercio, Instrucción  y  Obras  públicas  en  esposicion  de  este 
dia ,  vengo  en  decretar  lo  siguiente  : 

Art.  Io.  El  Consejo  de  agricultura  y  comercio  creado  por 
mi  real  decreto  de  9  de  abril  último  ,  se  denominará  en  ade- 
lante Consejo  Real  de  agricultura,  industria  y  comercio. 

Art.  2o.  El  Consejo  Real  de  agricultura  ,  industria  y  co- 
mercio constará  de  los  individuos  que  actualmente  lo  com- 
ponen ;  y  de  18  mas  que  me  dignare  nombrar. 

Art.  5o.  La  junta  consultiva  de  la  cria  caballar  queda 
refundida  en  el  Consejo  de  agricultura,  industria  y  comercio. 

Art.  4o.  Queda  estinguida  la  dirección  de  la  cria  caballar 
y  su  secretaría.  Los  subdirectores,  con  el  nombre  de  dele- 
gados, se  entenderán  directamente  con  la  dirección  de  agri- 
cultura ,  industria  y  comercio. 

Art.  b°.  El  Consejo  Real  de  agricultura  ,  industria  y  co- 

(1)  Con  respecto  á  Méjico ,  téngase  presente  que  por  la  ley  de 
■23  de  mayo  de  1857  cesó  posteriormente  la  de  29  de  octubre  1835, 
pues  en  las  disposiciones  particulares  dice  la  5a.  :  «  Desde  el  dia 
deja  publicación  de  la  presente  ley  cesará  la  de  29  de  octubre 
ûe  1835,  continuando  la  jurisdicción  militar  con  solas  las  causas 
que  tuviere  pendientes ,  hasta  su  conclusion.  »  Sobre  los  por- 
menores de  la  celebración  del  consejo  de  guerra ,  orden  de  los 
votos ,  casos  en  que  tiene  lugar  ya  el  ordinario, ya  el  de  generales, 
véase  en  el  tomito  de  adiciones  á  las  instituciones  del  Dr.  Alvarez, 
ó  sea  Manual  de  práctica)  impreso  en  1828,  pág.  184,  cap.  9 , 
juicios  militares. 


cion  y  Obras  públicas,  que  será  presidente  nato  de,  cada 
una.  El  director  general  de  agricultura,  industria  y  comer- 
cio será  individuo  nato  de  todas  las  secciones,  las  cuales 
tendrán  por  secretarios  los  respectivos  jefes  del  negociado 
delmismo  ministerio. 

Art.  8o.  Mi  ministro  de  Comercio,  Instrucción  y  Obras 
públicas  me  propondrá  el  nombraminto  de  inspectores  que 
considere  convenientes  para  el  buen  desempeño  de  las  atri- 
buciones del  Consejo. 

Art.  9o.  Queda  vigente  el  real  decreto  de  9  de  abril  de 
este  año  cu  cuanto  sus  disposiciones  no  se  opongan  á  las  del 
presente.  Ríi  dec.  de  7  de  octubre  de  1847. 

Siendo  conveniente  al  mejor  servicio  del  Estado  que  la 
asociación  general  de  ganaderos  tenga  un  representante  en 
el  Consejo  Real  de  agricultura ,  industria  y  comercio ,  para 
que  puedan  ser  atendidas  y  oportunamente  satisfechas  las 
necesidades  de  aquel  importante  ramo  de  riqueza  ,  confor- 
mándome con  lo  propuesto  por  mi  ministro  de  Comercio , 
Instrucción  y  Obras  públicas  ,  vengo  en  declarar  individuo 
nato  de  dicho  Consejo ,  con  agregación  á  la  sección  de  agri- 
cultura, al  presidente  de  la  asociación  general  de  ganaderos 
del  reino.  1U.  dcc.  de  24  de  febrero  de  18&8. 

CONSEJO  de  instrucción  pública.  Suprimida  por  de- 
creto de  Io.  de  junio  de  18¡l5  la  dirección  general  de  estu- 
dios refundiéndose  sus  atribuciones  ejecutivas  en  el  minis- 
terio de  la  gobernación  de  la  península ,  se  creó  al  mismo 
tiempo  con  aquel  título  un  cuerpo  consultivo  para  exami- 
nar y  dar  dictamen  cuando  el  gobierno  lo  creyese  conve- 
niente :  Io.  sobre  la  creación,  conservación  y  supresión  de 
los  establecimientos  literarios  :  2o.  sobre  los  métodos  de  es- 
tudios :  5o.  sóbrelos  reglamentos  de  los  establecimientos  do 
instrucción  pública  :  4o.  sobre  la  provision  y  remoción  de 
rectores  y  catedráticos  propietarios  :  5o.  sobre  lodo  lo  de- 
mas  relativo  á  la  enseñanza,  que  el  gobierno  cometa  á  su 
consulta.  El  número  de  consejeros  debe  ser  de  doce  á  20 , 
nombrados  por  S.  M.  entre  individuos  distinguidos  en  las 
carreras  científicas  y  literarias  ,  y  profesores  acreditados  en 
la  enseñanza.  El  cargo  de  consejero  es  gratuito ,  honorífico  y 
compatible  con  cualquier  otro  destino. 

CONSEJO  de  sanidad.  Corporación  agregada  al  minis- 
terio de  la  gobernación  del  reino  con  atribuciones  puramente 
consultivas  en  las  materias  de  higiene  y  salubridad  pública 
creada  por  real  decreto  de  17  de  marzo  de  1847.  Compónese 
este  cuerpo  de  su  presidente  el  ministro  de  la  gobernación 
del  reino;  un  vicepresidente;  el  jefe  director  de  los  nego- 
ciados de  correcion ,  beneficencia  y  sanidad  ;  trece  vocales 
de  número  y  ocho  supernumerarios ,  todos  de  nombramiento 
real ,  á  propuesta  del  presidente.  Las  trece  plazas  numera- 
rias se  completarán  con  un  vocal  de  cada  una  de  las  carre- 
ras de  guerra,  marina,  hacienda  ,  estado  y  gracia  y  justi- 
cia ,  dos  de  la  de  administración  y  seis  de  las  de  ciencias 
médicas ,  naturales  ó  químicas.  Los  cargos  de  vicepresi- 
dente y  vocales  son  honoríficos  y  gratuitos. 

A  la  consulta  y  dictamen  del  consejo  de  sanidad  compe- 
ten :  Io.  Las  reformas  en  la  organización  de  la  policía  sani- 
taria esterior  :  2o.  El  sistema  interior  de  policía  sanitaria  y 
médica  :  4o.  El  ejercicio  de  la  ciencia  de  curar  y  los  estable- 
cimientos de  aguas  minerales  :  4o.  La  importación  ,  elabora- 
ción y  venta  de  drogas  venenosas  y  medicinales  ;  pudiendo 
ademas  el  consejo  esponer  al  gobierno  sin  que  preceda  con- 
sulta de  este  cuantas  reformas  ó  mejoras  crea  convenientes 
en  todos  aquellos  ramos, 
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■f  Hay  otro  real  decreto  de  17  de  abril  de  1847  sobre  el 
consejo  de  sanidad ,  el  cual  contiene  17  artículos,  que  pueden 
verse  en  el  Suplemento  á  este  Diccionario. 

CONSEJOS  provinciales.  Cuerpos,  que,  debe  haber  en 
cada  capital  de  provincia  destinados  á  dar  su  dictamen  siem- 
pre que  el  jefe  político  por  sí ,  por  disposición  del  gobierno 
ó  por  la  de  las  leyes  se  lo  pida  ;  y  también  para  actuar  como 
tribunales  en  los  asuntos  administrativos  cuando  llegan  á  ser 
contenciosos. 

La  creación  ,  organización ,  facultades ,  modo  de  resolver 
y  efectos  de  las  resoluciones  de  estos  cuerpos  están  com- 
prendidos en  la  siguiente  ley  de  2  de  abril  de  1845. 

título  i.  —  De  la  organización  de  los  consejos 
provinciales. 

Artículo  Io.  Habrá  en  la  capital  de  cada  provincia  un 
consejo  provincial  compuesto  del  jefe  político  y  de  tres  á 
cinco  vocales  nombrados  por  el  rey. 

Dos ,  al  menos  ,  de  los  consejeros  provinciales  serán  le- 
trados. 

Art.  2o.  El  jefe  político  es  el  presidente  del  consejo  pro- 
vincial. Habrá  ademas  un  vicepresidente  nombrado  por  el 
gobierno  entre  los  vocales  del  consejo. 

Art.  3o.  Los  consejeros  provinciales  gozarán  de  una  gra- 
tificación de  8  á  12,000  reales  al  año,  y  usarán  el  uniforme 
y  distinción  que  los  reglamentos  les  señalen  :  los  servicios 
que  presten  en  estos  cargos  les  servirán  ademas  de  mérito 
especial  para  sus  respectivas  carreras. 

Art.  4o.  Para  reemplazar  á  los  consejeros  en  ausencias , 
enfermedades  ,  recusaciones  y  separaciones  podrá  nombrar- 
se en  cada  provincia  hasta  un  número  igual  de  supernume- 
rarios ,  los  cuales  tendrán  facultad  de  asistir  á  las-sesiones, 
pero  sin  voz  ni  voto ,  escepto  cuando  entren  en  ejercicio  :  en 
este  caso,  y  mientras  dure  su  interinidad,  cobrarán  la  mitad 
de  la  gratificación  que  corresponda  al  propietario. 

Art.  S°.  Las  gratificaciones  de  los  consejeros,  los  sueldos 
de  los  demás  empleados  y  cuantos  gastos  ocasionen  estas 
corporaciones  se  satisfarán  de  los  fondos  provinciales. 

título  ii.  —  Atribuciones  de  los  consejos. 

^  Art.«6°.  Los  consejos  provinciales,  como  cuerpos  consul- 
tivos, darán  su  dictamen  siempre  que  el  jefe  político  por  sí 
ó  por  disposición  del  gobierno  se  lo  pida  ,  ó  cuando  las  leyes, 
reales  órdenes  y  reglamentos  lo  prescriban. 

Art.  7o.  Tendrán  ademas  en  los  diferentes  ramos  de  la  ad- 
ministración la  participación  que  las  leyes  especiales  de  los 
mismos,  reales  órdenes  y  reglamentos  les  señalen. 

Art.  8o.  Los  consejos  provinciales  actuarán  ademas  como 
tribunales  en  los  asuntos  administrativos  ;  y  bajo  tal  concepto 
oirán  y  fallarán  ,  cuando  pasen  á  ser  contenciosas  ,  las  cues- 
tiones relativas  : 

Io.  Al  uso  y  distribución  de  los  bienes  y  aprovechamien- 
tos provinciales  y  comunales. 

2o.  Al  repartimiento  y  exacción  individual  de  toda  especie 
de  cargas  municipales  y  provinciales ,  cuya  cobranza  no 
vaya  unida  á  la  de  las  contribuciones  del  Estado. 

3o.  Al  cumplimiento,  inteligencia,  rescision  y  efectos  de 
los  contratos  y  remates  celebrados  con  la  administración  ci- 
vil ,  ó  con  las  provinciales  y  municipales  para  toda  especie 
de  servicios  y  obras  públicas. 

4o.  Al  resarcimiento  de  los  daños  y  perjuicios  ocasionados 
por  la  ejecución  de  las  obras,  públicas. 

5o.  A  la  incomodidad  ó  insalubridad  de  las  fábricas,  es- 
tablecimientos ,  talleres ,  máquinas  ú  oficios ,  y  su  remoción 
á  otros  puntos. 

6o.  Al  deslinde  de  los  términos  correspondientes  á  pueblos 


y  ayuntamientos  ,  cuando  estas  cuestiones  procedan  de  uña 
disposición  administrativa. 

7o.  Al  deslinde  y  amojonamiento  de  los  montes  que  perte- 
necen al  Estado ,  á  los  pueblos  ó  à  los  establecimientos  pú- 
blicos ,  reservando  las  cuestiones  sobre  la  propiedad  á  los 
tribunales  competentes. 

8o.  Al  curso ,  navegación  y  flete  de  los  ríos  y  canales, 
obras  hechas  en  sus  cauces  y  márgenes ,  y  primera  distri- 
bución de  sus  aguas  para  riegos  y  otros  usos. 

Art.  9o.  Entenderán,  porúltimo,  los  consejos  provinciales 
en  todo  lo  contencioso  de  los  diferentes  ramos  de  la  adminis- 
tración civil,  para  los  cuales  no  establezcan  las  leyes  juzgados 
especiales  ,  y  en  todo  aquello  á  que  en  lo  sucesivo  se  es- 
tienda la  jurisdicción  de  estas  corporaciones. 

Art.  10.  Los  consejos  provinciales  no  podrán  en  ningún 
caso  determinar  nada  por  via  de  regla  general ,  limitándose 
sus  facultades  á  fallar  en  las  cuestiones  particulares  some- 
tidas á  su  decisión. 

Art.  11.  Tampoco  podrán  elevar  ni  apoyar  petición  algu- 
na ,  de  cualquier  especie  que  sea ,  al  gobierno  ni  á  las  Cor- 
tes ,  ni  publicar  sus  acuerdos  sin  permiso  del  jefe  político  ó 
del  gobierno. 

título  m.  —  De  las  sesiones  y  de  los  procedimientos. 

Art.  12.  Los  consejos  provinciales  celebrarán  las  sesio- 
nes que ,  á  juicio  del  jefe  político ,  sean  precisas  para  el  des- 
pacho de  los  negocios. 

Art.  13.  Las  sesiones  se  tendrán  á  puerta  cerrada  ;  pero 
cuando  actúe  el  consejo  como  tribunal  será  pública  la  vista 
del  proceso ,  y  se  oirán  las  defensas  de  las  partes. 

Art.  14.  Para  que  se  pueda  tomar  acuerdo  en  lo  no  con- 
tencioso deberá  estar  presente  la  mayoría  de  los  vocales 
contado  el  jefe  político  cuando  asista ,  y  haber  por  lo  menos 
uu  letrado. 

En  caso  de  empate ,  el  voto  del  presidente  será  decisivo. 

Art.  Ib.  El  modo  de  proceder  de  estos  cuerpos  en  los  ne- 
gocios contenciosos  se  determinará  por  un  reglamento  espe- 
cial que  publicará  el  gobierno. 

título  iv.  «-  De  las  sentencias  y  de  su  apelación. 

Art.  16.  Las  sentencias  de  los  consejos  provinciales  serán 
siempre  motivadas. 

Art.  17.  La  ejecución  de  estas  sentencias  corresponde  á 
los  agentes  de  la  administración  ;  pero  si  hubiere  de  prece- 
derse por  remate  ó  venta  de  bienes ,  los  consejos  remitirán 
su  ejecución  y  la  decisión  de  las  cuestiones  que  sobrevengan 
á  los  tribunales  ordinarios. 

Art.  18.  Los  consejos  provinciales  no  podrán  reformar  su 
propia  sentencia  una  vez  dada  ;  pero  si  interpretarla  ó  acla- 
rarla á  petición  de  parte  cuando  se  susciten  dudas  sobre  su 
inteligencia. 

Art.  19.  De  las  sentencias  de  los  consejos  provinciales  so 
apelará  ante  el  consejo  supremo  de  administración  del  Esta- 
do ;  y  ante  el  mismo  se  interpondrán  los  recursos  de  nulidad 
que  procedan. 

Las  apelaciones  no  serán  admisibles  en  litigios  cuyos  in- 
tereses ,  pudiendo  sujetarse  á  una  apreciación  material ,  no 
llegue  á  2,000  reales. 

Art.  20.  El  gobierno  queda  autorizado  para  resolver  todas 
las  dudas  que  pueda  ofrecer  el  cumplimiento  de  esta  ley 
(de  2  de  abril  de  184b). 

En  ejecución  de  lo  dispuesto  en  el  artículo  Ib  se  espidió 
en  Io.  de  octubre  del  mismo  año  1845  el  reglamento  de  pro- 
cedimientos contencioso-administrativos  que  está  en  armonía 
con  el  ¿el  consejo  real  que  ya  queda  mencionado  en  su  ar- 
tículo. 

i  En  el  Suplemento  á  este  Diccionario  puede  verse  mas 
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por  esfenso  el  real  decreto  de  la  creación  de  los  consejos 
provinciales.  En  el  mismo  Suplemento  se  halla  una  real  or- 
den sobre  el  particular ,  que  dice  así  : 

S.  M.  la  Reina  se  ha  enterado  de  la  comunicación  de 
V.  'S.,  fecha  de  9  de  noviembre  anterior,  consultando  si  en 
los  asuntos  de  que  conoce  el  Consejo  provincial  debe  prece- 
der el  juicio  de  conciliación  ,  y  si  el  referido  consejo  está 
obligado  á  la  observancia  de  los  dias  feriados  con  arreglo  á 
las  disposiones  generales  que  rigen  en  la  materia,  y  S.  M., 
con  presencia  de  lo  dispuesto  en  el  reglamento  provisional 
para  la  administración  de  justicia ,  y  de  conformidad  con  lo 
que  establece  el  de  Io.  de  octubre  de  1845  ,  se  ha  servido 
declarar  que  no  es  necesario  intentar  el  juicio  de  la  concilia- 
ción en  los  asuntos  de  que  conocen  los  consejos  provinciales, 
y  que  estos  ,  como  tribunales ,  deben  vacar  en  los  dias  fe- 
riados, salvo  los  casos  de  urgencia  ajuicio  de  los  mismos 
consejos  ó  de  los  jefes  políticos.  Rl.  órd.  de  Io.  de  enero 
de  1847. 

f  CONSEJO  de  disciplina.  En  las  universidades  se  com- 
pone :  Io.  Del  rector ,  presidente.  2o.  De  los  decanos  de  las 
facultades  y  director  del  instituto.  3o.  De  dos  catedráticos 
nombrados  por  el  rector  al  principio  de  cada  curso ,  pudien- 
do  ser  reelegidos.  4o.  Del  vicepresidente  del  consejo  pro- 
vincial ó  del  que  haga  sus  veces.  5°.  Del  juez  de  primera 
instancia  ,  y  si  hubiere  mas  de  uno  ,  del .  que  elija  el  jefe 
político.  Y  6o.  De  dos  padres  de  familia  nombrados  anual- 
mente por  el  mismo  jefe  plítico  ,  debiendo  ser  doctores  de 
alguna  facultad,  cuando  los  haya. 

En  los  institutos  provinciales  no  agregados  á  universidad 
se  compone  :  Io.  Del  director  del  instituto ,  presidente.  2o.  De 
dos  catedráticos  elegidos  por  el  director.  Y  3o.  De  los  de- 
mas  individuos  espresados  en  los  números  4°.,  5o.  y  6o.  an- 
teriores. 

En  los  institutos  locales  consta  de  los  mismos  sngeto's ,  es- 
cepto  que  el  vicepresidente  del  consejo  provincial  es  reem- 
plazado por  un  teniente  de  alcalde  ó  regidor  que  nombra  el 
alcalde  ,  como  asimismo  los  dos  padres  de  familia. 

Para  suplir  en  ausencias  y  enfermedades  á  los  vocales  se 
nombran  suplentes  en  la  misma  'forma  que  los  propietarios. 
Arts.  48,  49,  SO  y  SI  del  reglam.  de  19  de  agosto  de  1847. 
En  el  Suplemento  al  Diccionario  pueden  verse  los  demás 
arts,  relativos  á  la  convocación  de  este  consejo  ,  formación 
de  espedientes  contra  los  acusados ,  etc.  Véase  Disciplina 
escolástica. 

f  CONSEJO  de  disciplina.  En  los  presidios  se  compone  de 
los  vocales  de  la  junta  económica ,  y  tiene  por  objeto  califi- 
car los  casos  mas  graves  de  corrección ,  y  acordar  el  castigo 
que  debe  imponerse  á  los  penados,  sin  perder  de  vista  que 
el  principal  fin  de  toda  disciplina  es  precaver  los  delitos. 
Art.  338  de  la  orden,  de  près,  de  14  de  abril  de  1834. 

•J-  CONSEJO  de  instrucción  pública.  Ha  recibido  una 
nueva  organización  por  real  decreto  de  17  de  febrero  de  1848, 
que  puede  verse  en  el  Suplemento  á  este  Diccionario. 

f  CONSEJO  real.  Cuerpo  supremo  de  administración  del 
Estado.  Su  organización  y  atribuciones  se  encuentran  deta- 
lladas en  la  ley  de  6  de  julio  de  1843,  cuyo  título  1°.  dice  así: 
Artículo  Io.  Para  la  mejor  administración  del  Estado  se 
establece  un  cuerpo  supremo  consultivo  con  el  nombre  de 
Consejo  Real. 

Art.  2o.  El  Consejo  se  compondrá  :  Io.  De  los  ministros 
secretarios  de  Estado  y  del  Despacho.  2o.  De  treinta  conse- 
sejeros  ordinarios.  5°.  De  los  consejeros  estraordinarios  que 
el  rey  autorice  para  tomar  parte  en  las  deliberaciones  del 
Consejo.  4o.  Del  número  de  ausiliares  del  Consejo  que  sean 
necesarios.  S°.  De  un  secretario  general.  —  Tendrá  ademas 
los  empleados  y  dependientes  que  los  reglamentos  deter- 
minen. 

Art.  3o.  El  presidente  del  coDsejo  de  ministros  presidirá 


el  Consejo  'Real,  y  en  su  defecto  el  ministro  de  mas  edad  en- 
tre los  que  se  hallen  presentes.  El  rey  nombrará  á  uno  de 
los  consejeros  ordinarios  para  el  cargo  de  vicepresidente. 

Art.  4o.  Los  consejeros  ordinarios  serán  nombrados  por  el 
rey  á  propuesta  del  consejo  de  ministros ,  y  en  decretos 
especiales  refrendados  por  el  presidente  del  mismo  consejo. 
—  Para  su  separación  se  observarán  las  mismas  formali- 
dades. 

Art.  S°.  Para  ser  nombrado  consejero  ordinario  se  nece- 
sita tener  50  años  cumplidos  de  edad  y  haberse  distinguido 
notablemente  por  sus  conocimientos  y  servicios  en  las  diver- 
sas carreras  del  Estado.  Este  cargo  es  incompatible  con 
cualquiera  otro  empleo  efectivo. 

Art.  6o.  Los  consejeros  ordinarios  tendrán  el  tratamiento 
de  Ilustrísima ,  50,000  rs.  de  sueldo  y  el  distintivo  que  se 
determine. 

En  el  Suplemento  citado  se  hallarán  los  demás  arts,  del 
tít.  Io.  que  tratan  del  nombramiento  de  los  consejeros  es- 
traordinarios; el  título  2o.  habla  de  las  atribuciones  de  este 
consejo;  el  5o.  del  modo  de  proceder  en  los  asuntos  adminis- 
trativos, y  el  4o.  del  modo  de  proceder  en  lo  contencioso. 
[*  CONSEJO  de  gobierno  (de  Méjico).  La  4a.  ley  consti- 
tucional establece  lo  siguiente:  «Art.  21.  Este  se  compondrá 
de  trece  Consejeros,  de  los  cuales  dos  serán  eclesiásticos  , 
dos  militares ,  y  el  resU)  de  las  demás  clases  de  la  sociedad, 
y  se  elegirán  de  la  manera  siguiente. 

El  actual  Congreso  formará  una  lista  de  treinta  y  nueve 
individuos  y  la  remitirá  al  Presidente  de  la  República ,  quien 
al  dia  siguiente  escogerá  en  ella  y  nombrará  los  trece  Con- 
sejeros. 

En  lo  sucesivo,  en  cada  caso  de  vacante  el  Senado  pro- 
pondrá una  terna  al  Presidente  de  la  República,  para  que 
este  elija  y  reemplace  al  que  falte. 

Art.  22.  Hecha  la  elección  de  los  trece  Consejeros ,  de  que 
habla  el  anterior  artículo,  pasará  la  lista  de  ellos  el  Presi- 
dente de  la  República  al  Congreso,  y  este,  en  el  mismo  dia, 
nombrará  de  entre  ellos  al  que  ha  de  presidir  el  Consejo ,  y 
al  que  haya  de  suplir  sus  faltas. 

Esta  elección  se  hará  en  lo  sucesivo  por  la  Cámara  de 
Diputados ,  cada  dos  años,  en  el  dia  diez  de  enero,  y  se 
comunicará  al  Presidente  de  la  República  para  que  la  pu- 
blique. 
El  que  acaba  de  presidente  puede  ser  reelecto. 
Art.  23.  El  cargo  de  Consejero  será  perpetuo,  y  no  se  po- 
drá renunciar  sino  por  justa  causa ,  calificada  de  tal  por  el 
Presidente  de  la  República  con  acuerdo  del  mismo  Consejo. 
Art.  24.  Para  ser  Consejero  se  requiere  ser  mejicano  por 
nacimiento  y  tener  las  mismas  calidades  que  exige  para  los 
Diputados  el  art.  6  de  la  tercera  ley  constitucional. 
Art.  25.  Son  atribuciones  del  Consejo  : 
Ia.  Todas  las  que  están  espresadas  en  esta  ley  y  en  las 
otras  constitucionales. 

2a.  Dar  al  Gobierno  su  dictamen  en  todos  los  casos  y 
asuntos  en  que  se  lo  exija. 

3a.  Nombrar  de  entre  sus  individuos  al  que  ha  de  fungir 
de  secretario  ,  y  al  que  haya  de  suplir  sus  faltas. 

La  elección  la  hará  el  dia  diez  de  enero ,  cada  dos  años  , 
y  podrá  reelegirse  á  los  mismos  que  terminan. 

Art.  26.  Los  Consejeros  solo  serán  responsables  por  los 
dictámenes  que  dieren  contra  ley  espresa,  singularmente  si 
es  constitucional ,  ó  por  cohecho  ó  soborno. 

La  responsabilidad  no  se  les  podrá  exigir  sino  en  el  modo 
y  términos  prescritos  en  la  tercera  ley  constitucional. 

Art.  27.  Una  ley  secundaria  reglamentará  detalladamente 

todas  las  funciones  del  Consejo,  el  modo  de  desempeñarlas, 

todo  su  gobierno  interior,  y  asignará  la  indemnización  que 

deba  darse  á  estos  funcionarios.] , 

CONSENTIMIENTO.  La  adhesión  de  uno  á  la  volun- 
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tad  de  otro  ;  ó  el  concurso  mutuo  de  la  voluntad  de  las  partes 
sobre  un  hecho  que  aprueban  con  pleno  conocimiento.  El 
consentimiento  es  espreso  ó  tácito  :  espreso  es  el  que  se  ma- 
nifiesta por  palabras  ó  señales  ;  y  tácito  el  que  se  infiere  de 
los  hechos.  En  todo  contrato  es  necesario  el  concurso  de  dos 
voluntades,  esto  es  ,  la  proposición  ú  oferta  de  una  parte  y 
la  aceptación  de  la  otra.  Mientras  la  oferta  una  vez  hecha  no 
se  revoca,  puede  intervenir  la  aceptación  :  mas  esta  no  tiene 
ya  lugar  después  del  fallecimiento  del  proponente,  porque 
la  voluntad  de  formar  un  contrato,  como  inherente  á  la  per- 
sona se  estingue  con  ella.  Véase  Aceptación. 

El  consentimiento,  para  ser  válido,  debe  ser  libre  y  vo- 
luntario ;  y  se  presume  siempre  voluntario  y  libre,  mientras 
no  se  pruebe  haber  sido  dado  por  error,  ó  arrancado  con 
violencia,  ó  sacado  por  dolo,  engaño  ó  ardid.  Véase  Dolo, 
Error,  Violencia. 

•f  CONSERJE.  En  todo  edificio  destinado  á  la  enseñanza 
pública  habrá  un  conserje.  Los  conserjes  de  las  universida- 
des ó  facultades  serán  nombrados  por  el  Gobierno,  los  de  los 
institutos  provinciales  por  la  junta  inspectora  ;  pero  todos 
estarán  hajo  la  inmediata  dependencia  del  jefe  de  su  respec- 
tivo establecimiento. 

Sobre  las  obligaciones  de  los  conserjes.  Véase  el  Suple- 
mento al  Diccionario. 

CONSERVADOR.  El  funcionario  instituido  para  la  con- 
servación de  ciertos  derechos ,  privilegios  ó  bienes  ;  y  espe- 
cialmente el  juez  eclesiástico  ó  secular  nombrado  con  juris- 
dicción y  potestad  para  defender  de  violencias  á  alguna 
iglesia,  comunidad  religiosa  ú  otros  eclesiásticos.  Véase  Juez 
Conservador.  —  Conservaduría  es  el  oficio  y  empleo  de  juez 
conservador,  que  en  la  orden  de  San  Juan  es  dignidad  :  — 
Conservatoria,  la  jurisdicción  y  conocimiento  privativo  que 
tiene  un  juez  conservador  en  los  que  gozan  del  fuero  de  su 
conservaduría  :  —  Conservatoria,  el  indulto  ó  letras  apostó- 
licas que  se  conceden  á  algunas  comunidades  para  que  pue- 
dan nombrar  jueces  conservadores.  Conservatorias,  las  letras 
ó  despachos  que  libran  los  jueces  conservadores  á  favor  do 
los  que  gozan  de  su  fuero. 

■f-  CONSERVATORIO  de  artes.  Establecimiento  for- 
mado para  la  mejora  y  adelantamiento  de  las  operaciones 
industriales ,  tanto  en  las  artes  y  oficios,  como  en  la  agricul- 
tura. Consta  de  dos  departamentos  ó  divisiones  :  en  el  uno 
se  halla  situado  el  depósito  de  objetos  artísticos  ;  y  en  el 
otro  un  taller  de  construcción.  Para  cuidar  del  orden,  buen 
gobierno,  observancia  de  la  instrucción  y  mejoras  del  esta- 
blecimiento hay  un  director  con  quien  se  entiende  la  supe- 
rioridad en  lo  relativo  á  estos  puntos.  Es  el  jefe  de  todo,  y  su 
encargo  es  puramente  de  honor.  Real  orden  de  18  de  agosto 
de  1824. 

En  30  de  mayo  de  1852  se  publicó  el  plan  de  enseñanza 
de  este  establecimiento,  que  abraza  la  particular,  la  general 
y  la  especial.  —  Al  cuidado  del  director  están  las  enseñanzas 
de  geometría ,  mecánica  y  química  establecidas  en  algunas 
ciudades  del  reino. 

f  CONSERVATORIO  de  música  y  declamación.  Es- 
tablecimiento situado  en  la  corte  para  la  mejor  enseñanza , 
fomento  y  progreso  de  la  ciencia  y  arte  de  la  música,  así 
vocal  como  instrumental.  El  gobierno,  así  interior  como  fa- 
cultativo del  conservatorio,  se  ejerce  por  un  director  nom- 
brado por  S.  M.  que  sirve  este  destino  honorífico  sin  sueldo 
ni  emolumento  alguno,  y  una  junta  facultativa  compuesta 
de  los  primeros  profesores  de  la  sección  de  música  y  los  de 
declamación,  con  quienes  el  director  consulta  las  cuestiones 
artísticas  y  demás  asuntos  concernientes  al  establecimiento. 
¿12.  ord.  de  ik  de  noviembre  de  1830. 

CONSIGNACIÓN.  El  depósito  que  el  deudor  hace  de  la 
cantidad  de  la  deuda,  cuando  el  acreedor  se  niega  á  reci- 
birla. Sucede  alguna  yez  que  por  motivos  particulares  se 


resiste  el  acreedor  á  recibir  el  pago  de  la  cosa  ó  cantidad 
que  se  le  debe  ;  y  el  deudor  entonces  tiene  el  arbitrio  de  ofre- 
cerle el  dinero  delante  de  hombres  buenos,  ó  ante  el  juez , 
como  se  acostumbra  ,  y  depositarlo  en  seguida  con  aproba- 
ción de  este  ;  con  lo  cual  queda  libre  de  su  obligación  y  del 
peligro  del  dinero,  que  si  se  pierde  después  se  pierde  para 
el  acreedor  (1). 

Pero  para  que  la  oferta  sea  válida ,  es  preciso  que  sea  de 
toda  la  deuda  ;  que  se  haga  por  una  persona  capaz  de  pagar, 
al  acreedor  que  tenga  igualmente  capacidad  de  recibir,  ó 
bien  á  su  apoderado,  en  el  lugar  que  se  hubiere  convenido, 
y  por  su  falta  en  el  del  domicilio  del  acreedor  ;  que  haya 
vencido  el  plazo  ;  y  que  se  haya  cumplido  la  condición  cor. 
que  se  contrajo  la  deuda. 

El  depósito  debe  ser  real  y  efectivo,  dándose  aviso  al 
acreedor  del  dia ,  hora  y  lugar  en  que  va  á  hacerse  ;  y  noti- 
ficándole después  el  dia,  hora  y  lugar  en  que  se  hubiere  he- 
cho en  caso  de  no  haber  comparecido,  á  fin  de  que  pueda 
recoger  la  cosa  ó  cantidad  depositada.  Ley  8 ,  til.  iU , 
Part.  5  (2). 

CONSIGNADOR.  El  comerciante  que  consigna  ó  envia 
sus  mercaderías  ó  naves  á  la  disposición  de  algún  corres- 
ponsal suyo. 

CONSIGNAR.  Depositar  judicialmente  el  precio  de  al- 
guna cosa  ó  alguna  cantidad  ;  —  señalar  y  destinar  el  ré- 
dito de  una  finca  ó  efecto  para  el  pago  de  alguna  cantidad 
ó  renta  que  se  debe  ó  se  constituye  ;  —  enviar  las  merca- 
derías á  manos  de  algún  corresponsal;  —  y' antiguamente 
entregar. 

CONSIGNATARIO.  El  que  recibe  en  depósito  por  auto 
judicial  el  dinero  de  que  otro  hace  consignación  ;  —  el  acree- 
dor que  administra  por  convenio  con  su  deudor  la  finca,  de 
cuya  renta  le  ha  hecho  este  consignación  hasta  que  se  es- 
tinga la  deuda  ;  —  y  aquel  á  quien  va  encomendado  todo  el 
cargamento  de  un  navio  ó  alguna  porción  de  mercaderías 
que  pertenecen  á  su  corresponsal.  Véase  Depositario ,  An- 
ticrésis,  Comisionista. 

CONSISTORIO.  En  algunas  ciudades  y  villas  principales 
el  ayuntamiento  ó  cabildo  secular,  y  la  casa  ó  sitio  en  donde 
se  juntan  los  consistoriales  ó  capitulares  para  celebrar  con- 
sistorio :  —  en  el  imperio  romano  se  llamaba  así  el  consejo 
que  tenian  los  emperadores  para  tratar  los  negocios  mas  im- 
portantes ;  —  y  por  último  se  da  también  este  nombre  á  la 
junta  ó  consejo  que  celebra  el  papa  con  asistencia  de  los  car- 
denales :  bajo  el  concepto  de  que  cuando  es  en  su  palacio 
pontificio  para  consultarlos  asuntos  del  gobierno  de  la  Iglesia, 
y  proclamar  los  obispos  y  otros  prelados,  se  llama  consisto- 
rio secreto  ;  y  cuando  el  papa  revestido  de  los  ornamentos 
pontificales  y  debajo  del  solio  recibe  á  los  príncipes  y  da 
audiencia  á  los  embajadores,  se  llama  consistorio  público. 

CONSOCIOS.  Los  compañeros  ó  partícipes  en  una  em- 
presa de  comercio  ó  de  cualquiera  otra  industria.  Los  con- 
socios gozan  entre  sí  del  beneficio  de  competencia.  Véase 
Sociedad. 

CONSOLIDACIÓN.  La  reunion  del  usufructo  con  la 
propiedad  :  la  cual  sucede  cuando  el  usufructuario  adquiere 
la  propiedad  ,  ó  el  propietario  el  usufructo  ;  en  cuyos  casos 
se  estingue  el  usufructo  por  la  razón  de  que  en  derecho  no 
puede  ser  que  una  cosa  deba  servidumbre  á  la  persona  á 
quien  pertenece:  nemini  res  sua  servit.—  También  se  llama 
consolidación  la  confusion  ó  reunion  de  los  derechos  de  dos 
partes  en  una  misma  persona  ;  como  si  el  acreedor  hereda  al 
deudor,  ó  el  deudor  al  acreedor,  ó  un  tercero  á  los  dos. 
Véase  Confusion. 
CONSOLIDACIÓN  de  vales.  Dióse  este  nombre  al  es- 


(1)  Ley  8,  tít.  14,  Part.  S. 

(2)  Yéase  la  Cur,  Filír-.,  lib.  2.  Com.  tgrr.,  can.  7,  Paya,  n.  20. 
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tableci  miento  formado  por  la  pragmática  sanción  de  30  de 
agosto  de  1800,  con  el  objeto  de  sostener  el  crédito  de  los 
vales  reales  por  medio  de  la  estincion  de  los  capitales  y  del 
pago  fiel  y  exacto  de  los  réditos.  Fué  suprimido  en  el  año  de 
18H,  quedando  sus  funciones  refundidas  en  el  estableci- 
miento del  crédito  público  que  fundaron  las  Cortes  y  restad 
bleció  Fernando  VII  en  1824.  Ahora  se  llama  caja  de  amor- 
tización. 

CONSOLIDARSE.  Reunirse  el  usufructo  con  la  pro- 
piedad, ó  cualquier  otro  derecho  de  una  parte  con  el  de  la 
contraria. 

CONSORTES.  Los  que  litigan  por  la  misma  causa  ó  in- 
terés, formando  todos  una  sola  parte,  ya  sea  de  actor,  yâ 
sea  de  reo  ó  demandado  en  el  pleito  ;  —  y  los  que  son  par- 
tícipes y  compañeros  en  la  misma  suerte,  como  el  marido  y 
la  mujer. 

CONSPIRACIÓN.  La  union  secreta  de  algunas  ó  mu- 
chas personas  contra  el  soberano  ó  el  gobierno,  ó  bien  con- 
tra algún  particular  para  perderle  ó  hacerle  daño.  Véase  Lesa 
majestad. 

CONSTITUCIÓN.  La  forma  ó  sistema  de  gobierno,  que 
tiene  adoptado  cada  estado  (1),  ó  el  acto  ó  decreto  funda- 
mental en  que  están  determinados  los  derechos  políticos  de 
una  nación,  la  forma  de  su  gobierno  y  la  organización  de  los 
poderes  públicos  de  que  este  se  compone  :  —  cada  una  de 
las  ordenanzas  ó  estatutos  con  qué  se  gobierna  algún  cuerpo 
ó  comunidad  : .—  y  en  el  derecho  romano  la  ley  que  estable- 
cía el  príncipe,  ya  fuese  por  carta,  edicto,  decreto,  rescripto 
ú  orden. 

f  CONSTITUCIÓN.  Rige  la  sancionada  en  23  de  mayo 
de  1845.—  Se  compone  de  13  títulos  y  80  artículos.  Trátase 
en  el  primero  de  aquellos,  de  los  Españoles  :  en  el  segundo, 
de  las  Cortes  :  en  el  tercero,  del  Senado  :  en  el  cuarto,  del 
Congreso  de  los  diputados  :  en  el  quinto,  de  la  celebración  y 
facultades  de  las  Cortes  :  en  el  sexto,  del  Rey  i  en  el  sép- 
timo, de  la  sucesión  á  la  corona  :  en  el  octavo,  de  la  menor 
edad  del  Rey  y  de  la  regencia  :  en  el  noveno,  de  los  minis- 
tros :  en  el  décimo,  de  laadministracion  de  justicia  :  en  el 
undécimo,  de  las  diputaciones  provinciales  y  de  los  ayunta- 
mientos :  en  el  duodécimo,  de  las  contribuciones  ;  y  en  el 
décimo  tercero,  de  la  fuerza  militar. 

CONSTITUCIÓN  apostólica.  La  decisión  ó  mandato 
solemne  del  sumo  pontífice  ;  cuya  observancia  comprende  á 
toda  la  Iglesia  católica,  ó  á  varias  órdenes,  cuerpos  ó  clases 
de  los  fieles.  Hay  constituciones  en  forma  de  bula ,  y  otras 
en  forma  de  breve.  Véase  Bula  y  Breve. 

CONSTITUCIÓN  de  censo.  El  acto  por  el  cual  se  re- 
cibe un  capital  sobre  hipotecas  determinadas  pactando  pagar 
el  rédito  anual  permitido  por  las  leyes.  Véase  Censo. 

CONSTITUCIÓN  de  dote.  El  acto  por  el  cual  se  señala 
á  la  novia  la  dote,  obligándose  á  satisfacerla  al  marido  de 
contado  ó  á  plazos.  Esta  constitución  puede  hacerse  no  solo 
ántes~  de  las  bodas ,  sino  también  después.  Véase  Dote. 

CONSTITUCIÓN  de  patrimonio.  Acto  por  el  cual  se 
sujeta  una  porción  determinada  de  hacienda  ó  renta  para 
congrua  sustentación  del  ordenado  con  aprobacion.del  ordi- 
nario eclesiástico. 

CONSTITUCIÓN  de  renta  vitalicia.  La  enajenación 

(1)  La  ley  de  bases  constitucionales  déla  república  de  Méjico, 
de  23  de  octubre  de  1835,  dice  en  su  art.  3  :  El  sistema  guber- 
nativo de  la  nación  es  el  republicano  representativo  popular.  Sobre 
tales  bases  se  dieron  (  y  se  juraron  solemnemente  en  Méjico  á 
d°.  de  enero  de  1837  )  steíe  letjes  constitucionales ,  que  se  halla- 
rán en  los  artículos  diversos  de  este  Diccionario  en  que  están  dis- 
tribuidas, según  el  orden  alfabético;  no  pudiendo  ponerse  todas 
á  la  letra  en  este  artículo  para  no  abultar  demasiado  el  Dicciona- 
rio ,  ni  extractarse  por  $çy  peligroso  alterar  su  sentido,     • 


00  — 

de  una  cantidad  á  favor  de  un  tercero  ó  bien  del  banco  de 
vitalicios  ó  fondo  perdido  bajo  la  paga  de  réditos  que  se  esti- 
pula durante  la  vida  de  la  persona  en  cuya  cabeza  se  consti- 
tuye la  renta.  Véase  Renta  vitalicia. 

-  CONSTITUCIONES  apostólicas.  Una  colección  de  re- 
glas eclesiásticas,  cuyo  autor  se  ignora,  y  que  se  llaman  así 
por  haberlas  atribuido  á  los  apóstoles  (2). 

CONSTITUTO.  Una  ficción  del  derecho,  por  la  cual  se 
supone  que  uno  que  ha  enajenado  una  cosa  la  entrega  al 
adquirente,  y  que  este  la  vuelve  ó  Irasfiere  al  enajenante, 
para  que  la  posea  no  en  nombre  propio  sino  en  el  del  ad- 
quirente ;  de  suerte  que  el  primero  se  queda  solo  con  la 
posesión  natural  y  corporal ,  pasando  al  segundo  no  solo  la 
propiedad  ,  sino  también  la  posesión  civil.  Véase  Cláusula 
de  constituto. 

CONSULADOS.  Los  tribunales  que  tienen  á  su  cargo  la 
administración  de  justicia  en  primera  instancia  sobre  las 
causas  y  negocios  mercantiles  (3).  Se  componen  de  un  presi- 
dente con  el  nombre  de  prior,  y  otros  jueces  con  el  de  cón- 
sules. Ahora  se  les  da  la  denominación  de  tribunales  espe- 
ciales de  comercio,  que  podrán  verse  en  su  lugar. 

CÓNSULES.  En  la  república  romana  eran  los  dos  ma- 
gistrados que  tenian  por  espacio  de  un  año  la  suprema  au- 
toridad; y  entre  nosotros  son  los  jueces  que  con  el  prior 
componen  el  consulado  ó  tribunal  de  comercio.  Véase  Tri- 
bunal especial  de  comercio. 

CÓNSULES.  Ciertos  agentes  públicos  que  las  naciones 
tienen  en  los  puertos  estranjeros  para  proteger  el  comercio 
de  ellas  y  cuidar  que  se  guarden  á  los  subditos  de  las  mis- 
mas los  derechos  mercantiles  estipulados  en  los  convenios. 
Según  algunos  publicistas  los  cónsules  no  son  ministros  pú- 
blicos en  el,  orden  diplomático  ni  gozan  de  sus  fueros,  ano 
estipularse  en  los  tratados  :  mas  otros  opinan  que  los  cón- 
sules disfrutan  los  privilegios  de  los  embajadores,  por  el 
hecho  de  ser  aprobada  su  elección  por  el  soberano  en  cuyos 
dominios  residen,  y  que  tienen  autoridad  para  terminar  los 
pleitos  que  se  suscitan  entre  los  comerciantes  de  su  nación; 
en  cuyo  caso  están  losde  Túnez,  Argel,  Trípoli  y  Turquía. 

En  España,  los  cónsules  no  tienen  mas  consideración  que 
la  de  unos  meros  agentes  y  protectores  de  las  personas  de  su 
nación  para  solicitar  que  se  les  haga  justicia  ;  real  orden  de 
7  de  febrero  de  1737.  Así  es  que  no  pueden  ejercer  jurisdic- 
ción alguna ,  aunque  sea  entre  subditos  de  su  propio  sobe- 
rano ;  pero  se  les  permite  componer  estrajudicial  y  amiga- 
blemente sus  diferencias ,  y  las  justicias  del  reino  deben 
darles  el  ausilio  que  necesiten  para  que  tengan  efecto  sus 
providencias  arbitrarias  y  estrajudiciales ,  distinguiéndolos  y 
atendiéndolos  en  sus  regulares  recursos  ;  ley  6  y  su  nota, 
tü.  11,  lib.  6,  Nov.  Rec,yreal  orden  de  8  de  mayo  de  1827. 
En  asuntos  de  subditos  ó  ciudadanos  de  su  nación  deben 
acudir  al  ministerio  de  estado  por  medio  de  sus  respectivo» 
embajadores  ó  ministros  ,  pues  que  los  capitanes  generales 
de  provincia  ni  los  gobernadores  de  plaza  no  están  autoriza- 
dos para  recibir  sus  representaciones  y  menos  para  resolver- 
las ;  real  orden  de  8  de  agosto  de  1799. 

Los  cónsules  gozan  del  fuero  militar,  como  los  demás  es- 

(2)  Sobre  no  ser  obra  de  los  apóstoles  ni  de  S.  Clemente,  á  quien 
se  atribuyen  también ,  véase  á  Cavalario,  Proleg.  inst.jur.  canon., 
cap.  1 ,  g  xi  :  Cañones  et  certftitutiones  Apostolorum  apocryphi; 
y  el  |  xiv  :  Tempus  quo  prodierunt  apostólica;  Constitutiones. 
Véase  también  á  Devoti,  Proleg.,  cap.  5. 

(3)  Por  la  ley  de  16  de  octubre  de  1824  se  suprimieron  los 
consulados,  y  se  previno  que  los  pleitos  sobre  negocios  mercantiles 
se  terminasen  por  los  alcaldes  ó  jueces  de  letras  en  sus  respectivos 
casos ,  asociándose  con  dos  colegas  que  escogerán  entre  cuatro 
que  propongan  los  contendientes }  dos  por  cada  parte ,  y  arreglán- 
dose á  las  leyes  vigentes. 
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Iranjeros  transeúntes  ;  estáu  esentos  únicamente  de  aloja- 
mientos y  demás  cargas  concejiles  y  personales  ;  pero  si  co- 
merciaren por  mayor  ó  menor,  están  sujetos  á  las  justicias 
y  tribunales  reales  en  ios  asuntos  mercantiles  que  se. ofre- 
cieren por  razón  de  su  tráfico  ;  ley  6,  lit.  11,  lib.  6,  Nov. 
Rec,  y  real  orden  de  26  de  setiembre  de  1804.  Por  lo  demás 
ni  los  cónsules  ni  los  vice-cónsules  gozan  de  aquellos  privi- 
legios y  esenciones  que  solo  corresponden  á  los  ministros  ca- 
racterizados por  los  soberanos  g  real  orden  de  20  de  noviem- 
bre de  1778.  Si  los  cónsules  ó  vice-cónsules  fueren  españoles 
ó  reputados  tales,  quedan  sujetos  á  las  cargas  y  beneficios 
de  los  vasallos;  real  céd.  de  23  de  junio  de  1765. 

Las  casas  de  los  cónsules  ó  vice-cónsules  no  gozan  de  in- 
munidad ,  ni  pueden  ponerse  en  parte  pública  de  ellas  las 
armas  del  príncipe  ó  estado  á  quien  sirven;  pero  bien  puede 
colocarse  en  sus  torres  ó  azoteas  ú  otros  parajes  una  señal 
que  manifieste  á  los  de  su  nación  ser  la  casa  del  cónsul; 
ley  <S,  til.  11,  Ub.  &,Nov.  Rec. 

Los  cónsules  no  pueden  ser  admitidos  al  uso  de  sus  em- 
pleos ,  sin  que  primero  impetren  la  real  aprobación  de  sus 
nombramientos  ,  presentando  los  originales  al  gobierno  con 
su  traducción  auténtica  en  español;  ni  tampoco  se  pueden 
establecer  cónsules  ni  vice-cónsules  nuevos  en  los  puertos 
donde  no  los  hubiere  habido  ,  sin  que  antes  otorgue  el  rey 
esta  gracia  \  ley  6 ,  til.  1 1 ,  Ub.  6 ,  Nov.  Rec.  Los  cónsules 
han  de  justificar  ademas  para  ser  admitidos ,  que  son  vasa- 
llos nativos  del  príncipeó  estado  que  los  nombra ,  y  que  no 
están  domiciliados  en  ninguno  de  los  dominios  de  España;  y 
lo  mismo  han  de  practicarlos  vice-cónsules,  menos  la  prueba 
de  la  calidad  de  la  naturaleza;  d.  ley  6,  til.  11,  Ub.  6,  Nov.  Rec. 

Los  cónsules  y  vice-cónsules  deben  desempeñar  por  si 
mismos  sus  empleos,  y  no  por  otra  persona  ni  por  medio  de 
apoderado;  d.  ley  6,  tít.  H,  lib.  6,  Nov.  Rec. 

En  algunas  cortes  suele  haber  un  cónsul  general,  encar- 
gado de  la  correspondencia  con  los  cónsules  particulares  de 
su  nación,  y  revestido  de  otras  facultades  (1). 

•f  En  el  Suplemento  al  Diccionario  de  Escriche  se  hallarán 
varias  reales  órdenes  y  aclaraciones  sobre  cónsules. 

CONSULTA:  La  pregunta  ó  propuesta  que  se  hace  á 
uno  ó  muchos  abogados  sobre  algún  asunto  pidiéndoles  su 
parecer  ó  consejo;  la  conferencia  que  tienen  estos  sobre  el 
punto  que  se  les  propone  ;  y  el  dictamen  que  dan  por  escrito. 

Las  consultas  son  muy  útiles  para  aquellos  interesados 
que  esponen  con  exactitud  y  fidelidad  el  hecho  de  que  se 
trata  ;  pues  en  su  vista  pueden  empeñarse  en  el  pleito  con 
alguna  seguridad  de  buen  éxito  ,  ó  bien  abandonarle  si  co- 
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(1)  Sobre  á  qué  deban  ceñirse  las  funciones  de  los  cónsules  y  el 
abuso  de  su  intervención  en  asuntos  judiciales,  véase  en  la  obra 
de  Práctica  forense  del  Sr.  magistrado  D.  Manuel  de  la  Peña  y 
Peña ,  el  apéndice  al  tora.  1  desde  el  n.  12  hasta  ell41  :  y  ademas 
de  los  buenos  lugares  de  publicistas  que  allí  trae  al  caso ,  véase  ú 
Dou,  que  trata  los  puntos  siguientes  en  su  famosa  obra  de  Derecho 
público.  «  Cónsules  y  vice-cónsules ,  fin  de  su  nombramiento, 
tom.  1 ,  pág.  518.  —  Utilidad  de  que  los  haya,  tora.  5,  pág.  212. 
—  Lo  que  han  de  justificar  en  España ,  tora.  1  ,  pág.  318.  —  Son 
unos  meros  agentes,  ib.,  pág.  319.  —  Sus  casas  no  gozan  de  in- 
munidad, ib.  —  No  pueden  ejercer  jurisdicción ,  ib.  —  Están 
esentos  de  cargas  concejiles,  ib.  —  Providencias  particulares  en 
cuanto  á  los  de  España  con  los  de  Francia,  la  Puerta  Otomana, 
Trípoli,  Argel  y  Genova,  ib.  »  —  Véase  la  ley  S,  tít.  11,  lib.  6, 
Nov.  Hec,  y  la  6,  que  es  el  decreto  de  Io.  de  febrero  de  1765, 
y  su  nota  ,  Reglamento  sobre  requisitos  para  el  establecimiento 
de  cónsules  y  vice-cónsules ,  esenciones  y  uso  de  sus  facultades. 
La  7,  Registro  de  las  casas  de  los  comerciantes  estranjeros  por  los 
dependientes  de  rentas,  sin  citación  ni  asistencia  de  su  cónsul  en 
los  casos  de  fundada  sospecha  de  contrabando ,  y  su  nota ,  que  es 
resolución  de  22  de  agosto  de  1780.  —  Véase  también  á  Olmeda 
en  su  obra  de  Derecho  público ,  cap.  2. 


nocen  que  no  les  ha  de  producir  mas  que  gastos  inútiles  y 
amargos  sinsabores.  Pero  sucede  alguna  vez  que  el  litigante 
es  víctima  de  la  falta  de  fidelidad  con  que  da  cuenta  del 
hecho  y  sus  circunstancias  sobre  que  pide  consejo  ;  pues  el 
abogado  no  puede  dar  una  respuesta  justa  y  conveniente 
cuando  se  le  disfraza  el  hecho  que  se  somete  á  su  juicio, 
quia  scilicet  ex  facto  jus  orilur.  El  abogado  consultado  debe 
procurar  que  se  le  instruya  bien  del  hecho  y  sus  circuns- 
tancias; aplicar  toda  su  atención  y  cuidado  para  penetrar  y 
resolver  la  dificultad  que  se  encuentra  en  la  cuestión  que  se 
le  propone;  y  guardarse  de  lisonjear  al  interesado  con  es- 
peranzas infundadas  que  le  serian  peligrosas.  Es  cierto  que 
hay  muchos  negocios  dudosos  y  de  difícil  resolución,  en  que 
se  puede  abrazar  el  partido  que  se  quiera,  y  en  que  aun  los 
jueces  son  de  opiniones  contrarias;  pero  siempre  debemos 
ponernos  del  lado  que  nos  parece  mas  conforme  á  razón  y 
justicia.  Véase  Abogado,  %  V. 

También  se  llama  consulta  el  dictamen  que  los  magistra- 
dos, tribunales  ú  otros  cuerpos  dan  por  escrito  al  rey  sobre 
algún  asunto  que  requiere  su  resolución,  ó  proponiéndole 
sugetos  para  algún  empleo.  Y  por  último  se  da  igualmente 
este  nombre  á  la  remisión  que  hacen  lasjusticias  ordinarias 
á  los  tribunales  superiores  de  las  causas  criminales  que  han 
decidido  ,  para  el  examen  de  las  sentencias  y  la  providencia 
que  en  su  virtud  corresponda. 

Los  autos  de  sobreseimiento  ,  que  dieren  los  jueces  de 
primera  instancia  cuando,  terminado  el  sumario,  vieren  quo 
no  hay  mérito  para  pasar  mas  adelante ,  ó  que  el  procesado 
no  resulta  acreedor  sino  á  alguna  pena  leve  ,  deben  consul- 
tarse  siempre  á  la  audiencia  del  territorio,  y  en  ella  oyendo 
al  fiscal  cuando  corresponda  de  palabra  ó  por  escrito  y  sin 
mas  trámites  ni  necesidad  de  yista  formal  se  dará  desde 
luego  la  determinación  que  sea  del  caso  ,  de  la  cual  no  ha- 
brá lugar  á  súplica  ;  regtam.  de  26  de  setiembre  de  1835, 
arts.  51  y  71. 

Cuando  en  las  audiencias  ocurriere  alguna  duda  de  ley  ó 
alguna  otra  cosa  que  esponer  relativa  á  la  legislación ,  acor- 
darán sobre  ello  en  tribunal  pleno  despues  de  oir  á  su  fiscal 
ó  fiscales,  y  con  inserción  del  dictamen  de  estos  consultarán 
á  S.  M.  por  medio  del  supremo  tribunal;  insertando  tam- 
bién en  las  consultas  los  votos  particulares  si  los  hubiere , 
pero  sin  refutarlos  ;  art.  86  de  d.  reglam.  El  tribunal  supre- 
mo debe  dirigir  á  S.  M.  con  su  dictamen  las  consultas  que 
reciba  de  las  audiencias ,  y  consultar  también  por  sí  mismo 
sobre  dudas  de  ley  ú  otros  puntos  relativos  á  la  legislación 
y  sobre  lo  demás  que  considere  necesario  ó  conveniente 
para  la  mejor  administración  de  justicia,  en  la  misma  forma 
que  las  audiencias  ;  art.  90  de  d.  reglam. 

CONSULTAR.  Conferir ,  tratar  y  discurrir  con  otros 
sobre  lo  que  se  debe  hacer  en  algún  negocio  :  —  pedir  pa- 
recer, dictamen  ó  consejo  á  otro  :  —  dar  los  magistrados , 
tribunales  ú  otros  cuerpos  dictamen  por  escrito  al  rey  sobre 
algún  asunto  que  requiere  su  resolución  ,  ó  proponerle  su- 
getos para  algún  empleo  ;  —  y  remitir  el  inferior  al  superior 
sus  providencias  para  el  examen  y  aprobación  de  ellas. 

CONSULTIVO.  Dícese  de  todo  asunto  que  los  tribuna- 
les deben  consultar  con  la  superioridad  ;  y  del  voto  que  solo 
sirve  para  ilustrar  y  no  para  decidir. 

CONSUMACIÓN  del  matrimonio.  El  primer  acto  en 
que  se  pagan  el  débito  conyugal  los  legítimamente  casados. 
El  efecto  de  la  consumación  es  que  ya  no  puede  disolverse 
el  matrimonio  sino  por  la  muerte  del  uno  de  los  dos  cónyu- 
ges, mientras  que  antes  de  la  consumación  podia  disolverse 
también  por  la  profesión  monástica  de  cualquiera  de  ellos  (2). 
Véase  Matrimonio. 

(2)  Cap.  2  y  14 ,  ext.  de  convers.  conjugal.,  y  ley  5 ,  tít.  10, 
Part.  4. 
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CONTADOR.  La  persona  nombrada  por  juez  competente 
ó  por  las  mismas  parles  para  liquidar  alguna  cuenta  ;  y  el 
que  tiene  por  empleo  ,  oficio  ó  profesión  llevar  la  cuenta  y 
razón  de  la  entrada  y  salida  de  algunos  caudales,  haciendo 
el  cargo  á  las  personas  que  los  perciben ,  y  recibiéndoles  en 
data  lo  que  pagan  con  los  recados  de  justificación  corres- 
pondientes. 

El  contador  que  habiendo  sido  nombrado  por  las  partes 
para  la  liquidación  de  alguna  cuenta,  diere  á  sabiendas  á  la 
una  mas  y  á  la  otra  menos  de  lo  que  les  corresponde ,  debe 
pagar  al  perjudicado  lo  que  le  dio  de  menos ,  si  esle  no  lo 
pudiere  recobrar  del  que  lo  recibió  de  mas;  y  ha  de  ser  cas- 
tigado con  alguna  otra  pena  arbitraria  según  las  circuns- 
tancias por  la  falsedad  que  ha  cometido;  ley  8,  til. 7,  Part. 7. 

Los  jueces  no  pueden  nombrar  contadores  para  artículo 
que  consista  en  derecho  ó  que  pueda  determinarse  por  el 
proceso,  sino  solo  para  lo  que  consista  en  cuenta ,  tasación  ó 
pericia  en  arte  ;  ley  1 ,  tit.  21 ,  lib.  10,  Nov.  Rec. 

A  los  contadores  nombrados  se  les  debe  fijar  el  salario,  y 
recibir  juramento  de  que  no  llevarán  otra  cosa  antes  ni  des- 
pués de  la  formación  de  las  cuentas ,  y  de  que  las  harán  con 
fidelidad  dando  su  parecer  sin  acepción  de  personas  ;  ley%, 
tít.n,  lib.  10,  Nov.  Rec. 

CONTADOR-PARTIDOR.  La  persona  nombrada  para 
dividir  una  herencia,  haciendo  la  liquidación  y  adjudicación 
de  los  bienes  que  correspondan  á  cada  interesado.  Puede 
ser  contador-partidor  el  que  tiene  facultad  para  contratar 
y  parecer  en  juicio  :  bien  que  en  la  corte,  según  auto  del 
consejo  real  de  11  de  abril  de  1768,  solo  pueden  hacer  par- 
ticiones los  abogados  que  las  partes  elijan  dentro  de  tres  dias 
después  de  finalizado  el  inventario ,  tasación  y  almoneda  ;  y 
no  conviniéndose  en  uno ,  debe  el  juez  elegirle  de  oficio,  con 
tal  que  no  sea  ninguno  de  los  que  hubiesen  nombrado  las 
partes,  á  quines  se  hará  saber  este  nombramiento  de  oficio, 
para  que  si  tuviesen  justa  causa  puedan  recusarle ,  en  la 
propia  forma  que  se  recusa  á  los  asesores. 

El  que  fuere  nombrado  contador  no  tiene  obligación  de 
aceptar  el  encargo;  pero  una  vez  aceptado,  queda  obligado 
á  su  desempeño ,  á  no  ser  que  alegue  y  pruebe  alguna  justa 
causa  que  le  exima  (1). 

Bastará  un  solo  contador,  aunque  sean  muchos  los  here- 
deros, si  estos  se  convinieren  en  uno  solo  para  evitar  gastos 
y  desavenencias  ;  pero  si  no  hubiere  entre  los  coherederos 
esta  conformidad,  cada  uno  puede  nombrar  el  suyo,  siempre 
que  sea  llamado  por  sí  á  la  herencia ,  y  no  en  representa- 
ción de  otro.  Cuando  concurren,  por  ejemplo,  dos  hermanos 
del  difunto  juntamente  con  dos  sobrinos  hijos  de  otro  her- 
mano ,  cada  uno  de  aquellos  nombrará  un  contador,  y  los 
dos  sobrinos  otro  solo.  Asimismo  cuando  queda  sin  hijos  la 
viuda ,  y  su  difunto  marido  hubiere  instituido  por  herederos 
á  dos  ó  mas  parientes  ,  han  de  ser  nombrados  solo  dos  con- 
tadores, uno  por  aquella,  y  otro  por  los  parientes;  pues  todos 
los  herederos  juntos  representan  al  que  los  instituyó  (2). 
■>-  En  rebeldía  de  alguno  de  los  interesados,  se  nombrará  de 
oficio  por  el  juez  el  contador  que  falte  (3). 

Los  contadores  pueden  ser  recusados  ;  con  la  diferencia 
de  que  si  hubieren  sido  nombrados  por  los  mismos  herede- 
ros, para  recusarlos  estos  es  preciso  que  sobrevenga  justa 
causa  y  se  pruebe  judicialmente  ;  pero  si  el  juez  los  nombró 
de  oficio  ,  se  les  podrá  recusar  con  solo  el  juramento  de  que 
se  les  tiene  por  sospechos.  Admitida  en  cualquiera  de  dichos 
casos  la  recusación ,  será  removido  el  recusado,  y  se  nom- 
brará otro  en  su  lugar.  —  Las  justas  causas  para  recusar  á 
los  contadores  nombrados  por  las  mismas  partes  ,  son  :  — 

(1)  Febr.  mej.,  tom.  6,  pág.  68,  n.  2. 

(2)  Febr.  tom.  6,].ág.  70,  n.  8. 

(3)  Febr.  en  el  lug.  cit. 
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Ia.  la  parcialidad  ,  la  cual  se  presume  por  sobrevenir  ene- 
mistad grave  ó  amistad  íntima  entre  el  contador  y  alguno  de 
los  interesados  en  1?.  herencia,  ó  por  ser  partícipe  en  esta  el 
contador,  ó  por  mediar  entre  él  y  alguno  de  los  interesados 
parentesco  de  consanguinidad  ó  afinidad  hasta  el  cuarto  gra- 
do ;  —  2a.  la  enfermedad  ó  larga  ausencia  del  contador;  — 
3a.  el  destierro  ó  la  prisión  de  este  por  delito  ;  —  4a.  si  el 
contador  se  ordenare  in  sacris,  ó  fuere  llamado  á  suceder  en 
la  herencia  del  que  le  nombró;  —  5a.  la  infamia  de  hecho 
ó  de  derecho  (ft). 

Si  discordaren  los  contadores  nombrados  por  los  herede- 
ros, debe  el  juez  apremiar  á  estos  para  que  nombren  tercero 
en  discordia ,  ó  nombrarle  él  mismo  ,  como  se  practica  en  la 
corte ,  para  evitar  las  desavenencias  que  suelen  suscitarse 
entre  los  interesados.  Si  de  tres  contadores  se  conformasen 
los  dos,  se  dará  traslado  á  los  partícipes  de  la  herencia,  para 
que  se  conformen  ó  digan  de  agravios ,  en  cuyo  caso  se  les 
oirá  enjuicio  ordinario  (b).  Véase  Juicio  divisorio  y  Parti- 
ción. 

f  CONTADURÍA  de  hipotecas.  Véase  Derecho  de  hi- 
potecas. 

f  CONTADURÍA  general  del  reino.  Véase  el  Suple- 
mento á  este  Diccionario. 

CONTENCIOSO.  Se  aplica  al  juicio  que  se  sigue  ante  el 
juez  sobre  derechos  ó  cosas  que  litigan  entre  sí  varias  partes 
contrarias;  y  también  á  la  jurisdicción  que  se  ejerce  sobre 
las  contiendas  ó  debates  de  las  partes  por  sus  intereses. 

CONTENTA.  El  endoso  de  una  letra  de  cambio  ,  vale 
ó  libranza  para  cederla  á  favor  de  otro  ;  —  la  certificación 
que  da  el  alcalde  de  cada  lugar  por  donde  hace  tránsito  la 
tropa  al  comandante  de  ella,  espresando  que  ningún  soldado 
ha  hecho  violencia  en  aquel  pueblo  ,  ni  dejado  de  pagar  lo 
que  le  correspondía  ;  —  y  también  la  certificación  que  en 
iguales  casos  pide  el  alcalde  al  comandante  de  haber  estado 
bien  asistida  la  tropa  en  aquel  lugar. 

CONTENTAR.  Entre  comerciantes  ,  endosar. 

CONTENTO.  La  carta  de  pago  que  saca  el  deudor  eje- 
cutado de  su  acreedor  en  el  término  de  las  veinte  y  cuatro 
horas  desde  que  se  le  hizo  la  traba  y  ejecución ,  para  liber- 
tarse de  pagar  la  décima. 

CONTESTACIÓN.  La  respuesta  que  da  el  reo  á  la 
demanda  del  actor,  negando  ó  confesando  la  causa  ó  funda- 
mento de  la  acción. 

La  ley  llama  á  la  contestación  raiz  y  principio  del  pleito,  y 
esto  mismo  dice  en  otra  parte  acerca  del  emplazamiento; 
proem.  de  los  títs.  7  y  10,  y  ley  3 ,  tit.  10,  Part.  3.  También 
los  intérpretes  romanos  se  dividieron  en  este  punto  ,  que- 
riendo unos  que  la  citación  del  reo,  ala  cual  llamaron  injus 
vocatio,  esto  es  ,  llamamiento  al  tribunal ,  fuese  la  primera 
parte  del  juicio ,  y  pretendiendo  otros  que  lo  era  la  contes- 
tación. Pero  esta  desavenencia  se  puede  conciliar  con  facili- 
dad ,  diciendo  que  lo  será  el  emplazamiento  ,  si  se  toma  el 
juicio  latamente  ,  porque  produce  ya  algunos  efectos ,  como 
puede  verse  en  el  artículo  Citación;  y  que  no  lo  será  ,  si  el 
juicio  se  toma  estrechamente  ,  porque  de  esta  suerte  debe 
serlo  la  contestación,  pues  sin  ella  no  puede  decirse  que  hay 
propiamente  pleito  ,  por  faltar  todavía  un  litigante  ,  á  causa 
de  no  serlo  el  reo  hasta  que  conste. 

La  contestación  es  tan  esencial  en  el  juicio ,  que  sin  ella 
no  podría  darse  sentencia  definitiva ,  á  no  ser  en  caso  de 
contumacia  ;  ley  8,  lit.  10,  Parí. 3. 

En  la  contestación  puede  poner  el  reo  reconvención  ó  mu- 
tua petición  contra  el  actor,  pidiéndole  alguna  cosa  que  ten- 
ga relación  ó  sea  á  propósito  para  debilitar  ó  frustrar  la 
demanda  :  en  cuyo  caso  se  considera  el  reo  actor  y  el  actor 


(4)  Febr.,  tom.  6,  pág.  68,  núms.  4  y  S. 

(5)  Febr.,  tom.  6 ,  pág.  70,  n.  7. 
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reo  en  cuanto  á  este  punto,  teniendo  los  plazos  que  como  á 
tales  les  corresponden.  Véase  Reconvención. 

Si  el  reo  en  su  contestación  contradice  al  actor,  es  preciso 
que  el  juez  lleve  el  pleito  adelante ,  dando  lugar  á  que  los 
interesados  justifiquen  sus  respectivos  derechos  :  pero  si 
confiesa  el  reo  su  obligación  ó  deuda,  ya  no  tiene  que  hacer 
el  juez  otra  cosa  sino  condenarle  inmediatamente  al  pago  ó 
restitución  de  lo  que  se  le  pide ,  dándole  al  efecto  el  término 
competente  ;  ley  7,  til.  3 ,  y  ley  2,  tít.  13,  Part.  3.  Véase 
Confesión. 

El  reo  ó  demandado  debe  presentar  con  la  contestación  , 
así  como  el  actor  con  la  demanda ,  las  escrituras  ó  documen- 
tos en  que  la  funde  ;  pues  presentándolas  después ,  no  se  le 
ndmliránsino  con  el  juramento  de  no  haberlas  podido  haber, 
ó  no  haber  antes  tenido  noticia  de  ellas;  leyes  1  y  2 ,  til.  3, 
Ub.  11,  Nov.  Rea. 

El  demandado  tiene  para  contestar  á  la  demanda  el  tér- 
mino de  nueve  dias  continuos,  que  corren  desde  la  notifica- 
ción de  esta  si  se  halla  en  el  mismo  pueblo  del  juzgado;  ó  el 
término  que  el  juez  le  señale  con  proporción  á  la  distancia  si 
estuviere  ausente  :  bajo  el  concepto  que  dentro  del  término 
puede  hacer  lo  que  le  convenga,  aunque  sea  en  dia  feriado; 
leyes  1  y  5,  til.  6,  Ub.  11 ,  Nov.  Rec. 

Si  el  demandado  deja  pasar  el  plazo  sin  contestar  ,  es  ha- 
bido por  confeso  en  razón  de  su  rebeldía,  según  la  ley  1  , 
tít.  6,  lib.  11,  Nov.  Rec;  pero  según  la  práctica,  se  le  acusa 
la  rebeldía;  y  si  ni  aun  así  contesta  ,  puede  el  actor  elegir 
entonces  ó  el  medio  de  prueba  ó  el  de  asentamiento ,  bien 
que  este  último  medio  no  está  ya  en  uso.  Sin  embargo ,  esta 
confesión  presunta  por  falta  de  contestación  no  es  de  tanta 
fuerza  como  la  confesión  real  y  verdadera  ;  y  así  puede  el 
demandado,  no  obstante  ella,  alegar  sus  escepciones  en 
cualquier  estado  del  juicio  ,  debiendo  admitírsele  la  prueba 
de  las  mismas  ;  porque  el  efecto  de  esta  presunta  confesión 
es  cargar  al  reo  la  prueba  que  debería  hacer  el  actor  ,  si 
aquel  hubiese  contestado  en  el  debido  tiempo.  Véase  Confe- 
sión y  Rebeldía.  —  Si  el  demandado  fuere  menor,  puede  pe- 
dir restitución  contra  esta  confesión  presunta  ó  fingida,  como, 
puede  hacerlo  contra  la  verdadera  ,  y  contra  la  conclusion 
del  término  legal  ;  Car.  Filip.,  p.  1,  §  14,  n.  ih.  —  No  es 
habido  por  confeso  el  actor  cuando  no  contesta  á  la  demanda 
que  por  via  de  reconvención  le  pone  el  reo;  leyh,  til.  6, 
lib.  11,  Nov.  Rec.  —  Últimamente  no  incurrirá  el  reo  en  la 
pena  de  contumacia  ó  rebeldía  ,  aunque  deje  de  contestar  en 
el  término  señalado  ,  siempre  que  pruebe  justa  causa  de  la 
tardanza,  como  enfermedad ,  ocupación  y  otras  semejantes; 
ley  2  ,  til.  7,  Part.  3  :  ni  tampoco  se  le  tendrá  por  confeso  , 
si  no  quisiere  contestar  por  no  haber  presentado  poder  el 
procurador  del  actor,  porque  en  este  caso  el  juicio  es  nulo , 
y  no  hay  obligación  de  contestar.  Véase  Rebeldía. 

La  contestación  produce  los  efectos  siguientes  :  Io.  una 
vez  hecha,  no  puede  el  demandante  dejar  de  proseguir  la 
causa  ni  mudar  su  acción  contra  la  voluntad  del  deman- 
dado ,  ni  al  contrario  ,  porque  en  su  virtud  queda  celebrado 
entre  los  litigantes  un  cuasi  contrato  :  —  2o.  ambos  litigan- 
tes quedan  sujetos  al  juez,  aunque  sea  incompetente  para 
alguno  de  ellos  ,  quia  ubi  cœpliun  est  judiciuní ,  ibi  finan  «o 
cipero  débet  :  —  5o.  se  interrumpe  la  prescripción  de  acción, 
aunque  se  haga  ante  juez  arbitro  :  —  h".  se  constituye  en 
mora  y  mala  fe  el  reo  en  cuanto  á  los  frutos  de  la  cosa  liti- 
giosa ;  de  modo  que  siendo  vencido  debe  restituir  los  deven- 
gados desde  la  contestación  :  —  S°.  siendo  válida  ,  se  per- 
petúa la  acción  personal  por  cuarenta  años  :  —  6o.  el  procu- 
rador puede  ya  sustituir  el  poder  que  se  le  confirió  :— 7o.  se 
puede  proceder  á  la  recepción  de  testigos,  que  antes  no 
tiene  lugar  sino  en  ciertos  casos  :  —  8o.  aunque  fallezca  uno 
de  los  litigantes  ,  puede  el  procurador  continuar  el  pleito  , 
sin  embargo  de  que  los  herederos  no  le  ratifiquen  el  poder 


ni  le  den  otro ,  con  tal  que  no  elijan  nuevo  apoderado.  Ley  8, 
tít.  10,  Part.  3;  Paz,  Prax.,  lom.  y  part.  1,  temp.  6,  n.  9 — 
22;  y  Carleval,  De  judie,  til.  2,  disp.  1,  w.  11  y  12  (1). 

CONTESTAS.  Responder  el  reo  á  la  demanda  del  ac- 
tor; —  declarar  y  atestiguar  una  persona  lo  mismo  que  otras 
han  dicho  ,  conformándose  en  todo  con  ellas  en  su  deposición 
ó  declaración  ;  —  y  confirmar  ó  comprobar  alguna  cosa. 

CONTESTE.  Dícese  del  testigo  que  declara  lo  mismo  que 
ha  declarado  otro  sin  discrepar  en  nada. 

CONTINENCIA  de  la  causa.  La  unidad  que  debe  ha- 
ber en  lodo  juicio  ;  esto  es,  que  sea  una  la  acción  principal, 
uno  el  juez,  y  unas  las  personas  que  le  sigan  hasta  la  sen- 
tencia. Así  es  que  en  el  concurso  de  acreedores,  todos  los 
autos  principiados  por  cualesquiera  jueces  deben  remitirse 
íntegros  y  originales  al  juez  del  concurso  ,  para  evitar  que 
se  divida  la  continencia  de  la  causa  (2).  Véase  Litispenden- 
cia  y  Acumulación  de  autos. 

f  CONTINGENTE.  Desígnase  con  este  nombre  el  vein- 
te por  ciento  de  propios ,  y  los  tres  maravedís  por  cada 
fanega  de  trigo  y  peso  fuerte  de  todos  los  fondos  del  pósito, 
que  deben  entregarse  en  las  administraciones  de  impuestos 
de  las  provincias  al  tiempo  de  enviarse  las  cuentas  de  di- 
chos ramos  á  la  autoridad  competente.  Véase  Propios  y  Ar- 
bitrios, y  Pósito. 

CONTRABANDO.  Todo  comercio  que  se  hace  contra 
las  leyes  ,  y  que  por  consiguiente  constituye  un  delito.  El 
contrabando  se  divide  en-  contrabando  de  primer  grado  y 
contrabando  de  segundo  grado.  Es  contrabando  en  primer 
grado  el  que  recae  sobre  los  efectos  estancados  en  favor 
de  la  hacienda  pública  :  y  contrabando  en  segundo  grado  el 
que  recae  sobre  los  efectos  de  comercio  cuya  importación  en 
el  reino  ó  esportacion  del  mismo  está  prohibida. 

Se  incurre  en  el  delito  de  contrabando  en  primer  grado  : 
— Io.  por  cualquier  acto  que  prepare  inmediatamente  y  á  sa- 
biendas la  producción ,  elaboración  y  fabricación  de  los  efec- 
tos estancados  por  cuenta  de  la  hacienda  pública  :  —  2o.  por 
todo  acto  de  negociacioA*y  tráfico  sobre  los  mismos  efectos 
estancados  :—  3o.  por  la  compra  de  los  mismos ,  no  hacién- 
dose en  las  oficinas  de  la  hacienda  pública  :  —  k°.  por  la  de- 
tención de  dichos  efectos  que  tengan  signos  positivos  de  ile- 
gítima procedencia  ,  cualquiera  que  sea  su  cantidad ,  ó  que 
aun  cuando  procedan  de  los  estancos ,  no  se  halle  provisto  el 
tenedor  de  los  documentos  que  justifiquen  su  compra,  siem- 
pre que  la  cantidad  esceda  de  la  que  se  permite  á  cada  par- 
ticular para  sus  usos  domésticos  :  —  5o.  por  la  reventa  de 
los  efectos  estancados ,  no  obstante  que  procedan  de  compra 
hecha  á  la  hacienda  pública  :  —  6o.  por  el  trasporte  de  los 
efectos  estancados  sin  las  guias  correspondientes  :  —  7°.  por 
asegurar  ó  hacer  asegurar  de  cuenta  propia  ó  por  encargo 
de  otro  la  introducción,  circulación  ó  detentación  de  géneros 
estancados. 

Se  incurre  en  el  delito  de  contrabando  de  segundo  grado  : 
—  Io.  por  la  introducción  en  el  territorio  español  de  efectos 
de  cualquiera  especie  que  sean,  cuya  importación  esté  prohi- 
bida :  —  2o.  por  el  tráfico  de  estos  mismos  efectos,  por  su 
trasporte,  y  por  su  simple  detentación  en  cualquiera  punto 
del  territorio  español  antes  de  haberse  alterado  sus  formas  y 
empleado  de  hecho  en  los  usos  domésticos  :  —  3o.  por  la  es- 
traccion  del  territorio  español  de  efectos  de  cualquiera  es- 
pecie que  sean ,  cuya  esportacion  esté  prohibida ,  y  por  su 
conducción  dentro  de  la  zona  próxima  á  la  frontera  de  mar 
ó  tierra  en  que  por  las  leyes  ó  reglamentos  esté  prohibida 
su  circulación ,  y  por  su  detentación  en  la  misma  zona  sin 

(1)  Véase  al  Conde  de  la  Cañada,  cap.  4  ;  Febr.,  tit.  Contesta- 
ción de  la  demanda,  n.  7  ;  Febr.  mej.,  tom.  h  ,  pág.  450,  n.  9. 

(2)  "Véase  el  Sala  novís.,tom.  5,  pág.  115,  n.  6,  y  12,6,  n.  único, 
y  el  ait.  Acumulación  de  autos. 
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los  requisitos  que  en  aquellas  están  prescritos  :  —  h°.  por 
asegurar  ó  hacer  asegurar  de  cuenta  propia  ó  por  encargo 
de  otro  cualquiera  operación  ó  tráfico  de  géneros  prohibidos 
á  la  importación  ó  á  la  esportacion. 

Son  también  autores  y  reos  directos  respectivamente  de 
contrabando  en  primero  ó  segundo  grado,  los  que  sin  come- 
ter por  sí  mismos  los  actos  que  constituyen  el  contrabando 
los  ordenan  ,  disponen  y  hacen  ejecutar  por  medio  de  cua- 
lesquiera personas  ;  y  son  cómplices  los  que  á  sabiendas 
concurren  á  facilitar  su  ejecución ,  ayudando  y  ausiliando  á 
los  contrabandistas  en  los  actos  que  constituyen  este  delito, 
los  que  les  dan  refugio  en  sus  casas  y  haciendas  cuando  con- 
ducen los  efectos  de  contrabando,  y  los  que  los  ocultan  y 
encubren  en  sus  mismas  casas  y  haciendas,  ó  les  facilitan  la 
fuga  para  salvarlos  dé  caer  en  manos  de  los  que  legítima- 
mente van  en  su  persecución. 

Si  hubiésemos  de  recorrer  aquí  las  disposiciones  de  la  ley 
penal  de  5  de  mayo  de  1830,  que  es  la  última  que  se  ha  es- 
pedido sobre  los  delitos  de  fraude  contra  la  hacienda  públi- 
ca ,  habríamos  de  formar  un  artículo  que  por  una  parte  ten- 
dría una  estension  estraordinaria ,  y  por  otra  seria  casi  del 
todo  inútil  ;  pues  que  habiéndose  declarado  la  opinion  gene- 
ral contra  la  citada  ley  por  el  rigor  escesivo  de  sus  penas  , 
ha  tomado  por  fin  el  gobierno  algunas  providencias  que  la 
dejan  en  gran  parte  sin  efecto  ,  y  anuncian  la  próxima  apa- 
rición de  otra  ley  que  le  sustituya.  El  mismo  ministro  de 
hacienda,  en  esposicion  dirigida  á  S.  M.  con  fecha'de  9  de  oc- 
tubre de  1855,  calificó  de  arbitrario  en  los  procedimientos  y 
atroz  en  los  castigos  el  código  penal  de  su  ramo;  y  en  su 
virtud  se  creó  una  comisión  para  reformar  la  ley  de  3  de 
mayo  de  1850,  y  otra  con  la  misma  fecha  de  9  de  octubre 
para  visitar  todos  los  procesos  existentes  en  la  superinten- 
dencia general ,  mandar  sobreseer  en  todas  las  causas  de  me- 
nor cuantía  ó  que  por  sus  circunstancias  lo  mereciesen  ,  po- 
niéndose en  libertad  á  los  que  de  sus  resultas  se  hallasen 
presos ,  con  la  imposición  de  unalijera  multa  en  favor  de 
los  aprehensores  del  contrabando^  proponer  á  S.  M.  el  in- 
dulto de  los  reos  que  hallándose  ya  en  los  presidios  por  sen- 
tencias de  los  tribunales  de  hacienda  se  reputasen  acreedo- 
res á  él ,  y  determinar  el  sobreseimiento  de  las  causas  que 
estuviesen  pendientes  en  las  subdelegaciones  y  Creyese  no 
deberse  continuar.  Todavía  quiso  S.  M.  que  tuviesen  efecto 
desde  luego  sus  benéficas  intenciones  con  respecto  á  los  in- 
dicados presidiarios ,  concediendo  por  su  decreto  de  21  de 
octubre  del  mismo  año  el  mas  amplio  y  absoluto  indulto  á 
todos  los  que  por  solo  el  delito  de  contrabando  se  hallasen 
cumpliendo  sus  condenas. 

La  comisión  creada  para  visitar  los  procesos  ,  en  escrito 
de  21  del  mismo  octubre  fijó  y  elevó  al  conocimiento  de 
S.'M.  ciertas  reglas,  para  hacer  mas  fácil  y  menos  arbitrario 
el  ejercicio  de  sus  atribuciones.  La  comisión  distingue  dos 
clases  de  contrabandistas.  A  la  primera  pertenecen  aquellos 
que  por  primera  vez  han  sido  aprehendidos  con  géneros  es- 
tancados ó  no  admitidos  á  comercio  en  cantidades  no  muy 
considerables ,  si  por  las  circunstancias  que  en  ellos  con- 
curran se  puede  creer  que  ignoraban  el  delito  que  come- 
tían ,  que  la  pobreza  ó  la  seducción  los  llevó  á  cometerlo,  ó 
que  destinaban  à  su  uso  ó  el  de  sus  familias  los  efectos  del 
contrabando.  En  tales  casos  debe  reducirse  lo  mas  posible  la 
lijera  multa  en  que  según  el  decreto  de  9  de  octubre  puede 
conmutarse  la  pena  corporal ,  y  reuniendo  algunos  procesa- 
dos muchas  circunstancias  atenuantes  podrán  ser  absueltos 
completamente.  —  Forman  la  segunda  clase  los  contraban- 
distas de  profesión ,  y  en  general  los  reincidentes ,  los  que 
hacen  el  contrabando  en  cuadrilla ,  los  que  van  armados 
aunque  no  llegen  á  hacer  resistencia ,  los  que  emplean  can- 
tidades de  consideración  en  comprar  géneros  prohibidos  ó 
en  asegurarlos  ,  y  todos  aquellos  que  al  simple  delito  de 


contrabando  reúnen  alguna  circunstancia  agravante.  Aunque 
los  individuos  de  esta  clase  han  de  quedar  esentos  de  toda 
Ü*  pena  corporal ,  deberán  las  penas  pecuniarias  ser  tan  fuertes 
que  basten  á  compensar  y  aun  escedan  algo  las  esperanzas  de 
una  ganancia  lícita.  —  Otros  delitos  que  se  cometen  con  oca- 
sión y  motivo  del  contrabando  ,  como  la  resistencia  á  mano 
arrnada  contra  los  empleados  y  dependientes  del  resguardo , 
y  los  resultados  que  suele  producir  ,  la  falsificación  de  guias 
ú  otros  documentos  semejantes  ,  la  introducción  de  muni- 
ciones y  efectos  de  guerra  prohibidos,  y  la  connivencia  de 
los  empleados  con  los  contrabandistas  ó  defraudadores,  de- 
ben ser  tratados  con  la  mayor  severidad.  —  Tales  son  "las 
bases  que  habiendo  merecido  la  aprobación  de  S.  M.  han 
servido  á  la  comisión  para  el  desempeño  de  su  encargo,  y 
que  deben  servir  también  á  los  juzgados  de  hacienda  Dará 
el  fallo  de  las  causas- de  esta  especie ,  como  vamos  á  ve. . 

Por  real  decreto  de  27  de  noviembre  de  1855  se  resolvió, 
que  los  intendentes  y  subdelegados  ejerzan  las  funciones  de 
jueces  de  primera  instancia  en  las  causas  de  contrabando  y 
fraude  ,  publicando  las  sentencias  en  los  boletines  oficiales 
de  las  respectivas  provincias,  con  las  apelaciones  á  las  au- 
diencias territoriales  en  donde  deberán  fenecer  :  — y  por 
real  orden  de  17  de  diciembre  del  propio  año  se  declaró, 
que  habiendo  de  conocer  únicamente  los  intendentes  y  sub- 
delegados de  rentas ,  y  las  audiencias  territoriales  en  grado 
de  apelación,  de  las  causas  que  por  nó  hallarse  en  estado  de 
sobreseimiento  no  sean  falladas  por  la  comisión  de  visita 
creada  por  el  real  decreto  de  9  de  octubre  anterior,  deben 
arreglar  los  fallos  á  las  bases  adoptadas  por  esta  en  su  espo- 
sicion de  21  del  mismo  octubre ,  aprobada  por  S.  M.,  y  á 
los  principios  de  equidad  sancionados  por  todos  los  autos  de 
sobreseimiento  publicados  en  la  parte  oficial  de  la  Gaceta  de 
Madrid  ;  que  para  asegurar  mas  el  acierto  en  la  aplicación 
de  estos  principios  se  agregue  á  cada  asesor  de  rentas  otro 
nombrado  por  las  diputaciones  provinciales,  pudiendo  los 
suddelegados  nombrar,  en  caso  de  discordia  ,  otro  letrado 
que  la  dirima;  y  que  todas  las  dudas  que  puedan  ocurrir  en 
el  particular  se  consulten  con  la  citada  comisión  de  visita. 
Por  fin  ,  en  real  orden  de  Ib  de  marzo  de  1856,  con  motivo 
de  ciertas  dudas  consultadas  por  Un  intendente,  tuvo  á  bien 
declarar  S.  M.  que  el  referido  decreto  de  27  de  noviembre  no 
se  limita  á  las  causas  de  contrabando  y  fraude,  sino  que 
abraza  todas  las  demás,  cuyo  conocimiento  corresponde  á 
los  juzgados  de  la  hacienda  pública;  teniéndose  entendido 
que  siempre  debe  agregarse  para  el  fallo  al  asesor  de  rentas 
el  nombrado  por  las  diputaciones  provinciales  ,  con  arreglo 
à  la  citada  orden  dé  17  de  diciembre,  sin  embargo  de  que 
solo  á  las  causas  de  contrabando  y  fraude  son  aplicables  los 
principios  de  equidad  y  benignidad,  conforme  á  las  bases 

propuestas  por  la  comisión  de  visita  y  aprobadas  porS.M.  (1). 

■ 

__  . 

(1)  En  la  república  de  Méjico,  antes  regia  en  la  materia  la  ley 
deôldemarzodedSôl  ;  pero  despues  el  decreto  de  ií  de  marzo 
de  1857,  que  es  el  arancel  de  aduanas  marítimas  y  fronterizas, 
trata  en  su  cap.  1  del  manifiesto  por  triplicado,  las  facturas  nume- 
radas correlativamente  ,  etc.  :  en  el  cap.  2  ,  de  las  esenciones  de 
derecho  en  lodo  ó  parte  :  en  el  cap.  5  de  las  prohibiciones ,  espresa 
los  efectos  que  por  su  importación  caen  en  comiso  :  en  el  cap.  k, 
la  nomenclatura  y  clasificación  de  efectos,  y  asignación  de  cuo- 
tas :  en  el  5,  de  la  esportacion  :  en  el  6,  casos  en  que  se  incurre 
en  el  comiso  ú  otras  penas  :  en  el  7,  distribución  de  los  comisas': 
en  el  cap.  8,  procedimientos  en  los  juicios  de  comisos.  Los  por- 
menores de  este  decreto  pueden  verse  en  los  Diarios  del  gobierno 
de  21  y  22  de  marzo  de  1837.  En  el  decreto  de  29  de  marzo  do 
1857,  que  es  la  Pauta  para  los  comisos  terrestres,  se  pueden  ver 
los  capítulos  diversos  que  tratan  de  los  requisitos  con  que  deben 
caminar  los  cargamentos ,  casos  en  que  se  incurre  en  comiso  ú 
otras  penas,  distribución  de  los  comisos,  prevenciones  generales 
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=  V easc  Aduana ,  Allanamiento  y  Defraudación. 
f  S.  M,  la  Reina  ha  tenidoá  bien  mandar  que  sin  perjuicio 
del  arreglo  definitivo  que  se  acuerde  acerca  de  los  tribunales 
de  Hacienda ,  quede  sin  efecto  la  real  orden  de  17  de  diciem- 
bre de  183b  relativa  al  nombramiento  de  co-asesores,  que 
cesarán  desde  luego  en  el  desempeño  de  sus  respectivos  car- 
gos. Rl.  órd.  de  6  de  diciembre  de  18W.  Véase  Juicio  }>or 
delitos  contra  la  Hacienda  pública. 

CONTRACAMBIO.  El  gasto  que  sufre  el  dador  de  una 
letra  por  el  segundo  cambio  que  se  causa ,  ya  sea  por  haberse 
protestado ,  ó  porque  el  que  la  pagó  le  saca  otra  letra  para 
recobrar  el  dinero  que  suplió.  Véase  Recambio  y  Resaca. 

CONTRACEDULA.  La  cédula  que  se  da  revocando 
otra  anterior. 

CONTRADICCIÓN.  La  incompatibilidad  de  dos  propo- 
siciones, de  las  cuales  una  afirma  lo  que  la  otra  niega,  no 
pudiendo  por  tanto  ser  à  un  mismo  tiempo  vordaderas. 

Si  se  observa  contradicción  en  los  dichos  de  un  testigo  á 
quien  se  está  tomando  declaración  en  una  causa  criminal, 
se  le  debe  poner  preso,  por  las  sospechas  que  infunde  de  ser 
reo  ó  cómplice  en  el  delito;  y  en  las  causas  civiles  no  hace 
prueba  alguna;  leyes  41  y  hl,  lit.  16,  Part.  3  (1). 

Si  al  evacuar  las  citas  de  las  personas  que  los  testigos  ó 
el  reo  dijeron  que  estaban  presentes  cuando  se  cometió  el 
delito  ,  ó  que  podrían  saber  alguna  cosa  sobre  el  hecho  ,  se 
hallare  contradicción  entre  las  deposiciones  del  citante  y  del 
citado,  mandará  el  juez  carearlos  para  que  oyéndolos  en  sus 
debates  pueda  tomar  mas  luz  en  la  indagación  de  la  verdad. 
Igual  medida  se  tomará  cuando  los  reos  son  muchos  y  se 
contradicen  mutuamente  en  sus  declaraciones.  Véase  Careo. 
Cuando  los  testigos  ,  generalmente  hablando,  se  contra- 
dicen ó  discuerdan  en  alguna  circunstancia  esencial ,  se 
tienen  por  testigos  singulares,  y  no  hacen  plena  prueba 
aunque  sean  muchos;  leyhi  ,  lit.  1G,  Part.  3. 

Si  hubiese  contradicción  entre  lo  que  contiene  el  instru- 
mento público  y  lo  que  aseguran  los  testigos  que  intervinieron 
en  su  otorgamiento,  debe  prevalecer  el  instrumento  en  caso 
de  que  concuerde  con  el  protocolo  y  el  escribano  sea  de  buena, 
fama  ;  pero  si  el  escribano  no  tuviere  buena  reputación,  y 
el  instrumento  fuese  reciente  se  ha  de  creer  á  los  testigos; 
ley  1 15,  lit.  18 ,  Part.  3.  Siendo  el  instrumento  antiguo ,  me- 
rece mayor  fe  que  los  testigos,  en  opinion  de  algunos  juris- 
consultos (2). 

Cuando  hay  contradicción  entre  dos  leyes ,  la  ley  antigua 
debe  ceder  á  la  mas  moderna;  y  si  la  contradicción  existe 
entre  dos  cláusulas  de  una  misma  ley,  debe  buscarse  el  me- 
dio de  conciliarias  según  las  reglas  de  la  interpretación.  Véase 
Antinomia. 

CONTRADICTORIO!  Dícese  del  juicio  que  se  sigue 
oyendo  à  las  dos  partes  interesadas  ,  por  contraposición  al 
que  se  hace  en  ausencia  ó  rebeldía  de  alguna  de  ellas. 

CONTRAESCRITURA.  El  instrumento  otorgado  para 
protestar  otro  anterior;  y  suele  ser  un  papel  secreto  ó  reser- 
vado ,  por  el  que  se  deroga  en  todo  ó  en  parte  lo  espresado 
en  una  escritura  ostensible.  Las  contraescrituras  solo  pue- 
den tener  su  efecto  entre  los  contrayentes ,  mas  no  contra 
terceras  personas.  Si  dos  partes  v.  gr.  declaran  en  una  con- 
traescritura que  la  venta  que  han  otorgado  no  es  real  y  ver- 










y  procedimientos  en  estos  juicios.  —  Sobre  estraccion  de  plata  y 
oro  en  pasla,  véanse  las  leyes  de  19  de  eneroy6  de  junio  de  1836. 
—  Sobre  las  penas  impuestas  por  contrabando,  véase  el  cit.  de- 
creto de  11  de  marzo  de  1857  ;  el  Febr.  mej.,  tom.  8,  pág.  Uk ,  y 
tom.  7,  pág.  87. 

(1)  Véase  el  Febr.  mej.,  tom.  7,  pág.  529 ,  núms.  27  y  30. 

(2)  Véase  el  Febr.  mej.,  tom.  7,  pág.  524,  n.  12,  y  Gutiérrez, 
Práct.  crim.,  tom.  1,  cap.  8,  §  12. 


dadera,  y  el  comprador  vende  luego  la  cosa  á  otra  persona, 
esta  segunda  venta  será  válida,  sin  que  se  le  pueda  oponer 
la  contraescritura. 

CONTRAFIRMA.  En  Aragon ,  la  inhibición  contraria  á 
la  de  la  firma;  esto  es,  el  despacho  espedido  por  el  tribunal 
á  solicitud  de  un  interesado  para  que  se  le  mantenga  en  la 
posesión  de  los  bienes  ó  derechos  que  se  supone  pertenecerle , 
contra  el  tenor  de  otro  despacho  que  ha  obtenido  anterior- 
mente á  su  favor  la  parte  contraria.  El  que  logra  el  despacho 
de  contrafirma  se  llama  contrafirmante  ;  y  confirmar  es  ganar 
inhibición  contraria  á  la  inhibición  de  la  firma  ,  ó  conseguir 
un  mandamiento  de  posesión  que  revoca  el  que  se  había 
dado  al  adversario. 

CQNTRAFUERO.  El  quebrantamiento  ó  la  infracción 
de  un  fuero ,  ley  ó  privilegio ,  sea  por  un  particular,  sea  por 
la  autoridad  pública. 

CONTRAMAESTRE.  El  oficial  de  mar  que  mándalas 
maniobras  de  la  nave  y  cuida  de  la  marinería  bajo  las  ór- 
denes del  capitán  ó  maestre. 

Para  ser  contramaestre  se  requiere  la  calidad  de  español 
ó  la  de  estar  naturalizado  y  radicado  con  familia  en  la  penín- 
sula ó  islas  adyacentes,  haber  servido  tres  campañas  sin 
deserción,  saber  las  obligaciones  de  un  oficial  de  mar  en  las 
faenas  marineras  ordinarias  y  estraordinarias  de  la  navega- 
ción y  en  las  de  un  arsenal,  ser  de  notoria  probidad,  y  ob- 
tener, previo  examen,  el  correspondiente  título  del  capitán 
general  del  departamento;  arts.  1,  2  y  k,  lit.  8,  ordenanza 
de  las  mairie,  de  mar. 

Es  de  cargo  del  contramaestre  :  vigilar  sobre  la  conserva- 
ción de  los  aparejos  de  la  nave  ,  y  proponer  al  capitán  las 
reparaciones  que  crea  necesarias  ;  —  arreglar  en  buen  orden 
el  cargamento,  tener  la  nave  espedita  para  las  maniobras 
que  exige  la  navegación ,  y  mantener  el  orden ,  la  disciplina 
y  buen  servicio  en  la  tripulación  ,  pidiendo  al  capitán  las 
órdenes  é  instrucciones  que  sobre  todo  ello  estime  mas  con- 
veniente ,  y  dándole  aviso  pronto  y  puntual  de  cualquiera 
ocurrencia  en  que  sea  necesaria  la  intervención  de  su  auto- 
ridad ;  —  detallar  á  cada  marinero  ,  con  arreglo  á  las  mis- 
mas instrucciones  ,  el  trabajo  que  deba  hacer  abordo,  y 
vigilar  sobre  que  lo  desempeñe  debidamente;  —  encargarse 
por  inventario  ,  cuando  se  desarme  la  nave ,  de  todos  sus 
aparejos  y  pertrechos ,  cuidando  de  su  conservación  y  cus- 
todia, á  menos  que  por  orden  del  naviero  sea  relevado  de 
este  encargo  ;  —  y  por  imposibilidad  ó  inhabilitación  del  ca- 
pitán y  del  piloto ,  suceder  en  el  mando  y  responsabilidad 
de  la  nave  :  arts.  69ü,  69o,  696,  697  y  698,  cod.  de  com. 

CONTRAMARCA.  El  derecho  ó  facultad  de  cobrar  al- 
gún impuesto  en  las  mercaderías,  poniendo  su  señal  á  las 
que  ya  le  pagaron  ;  —  y  el  mismo  derecho  ó  tributo  que  so 
cobra;  —  como  también  la  segunda  marca  diferente  de  la 
primera  que  se  pone  en  los  fardos ,  en  los  animales ,  cañones 
de  fusil  y  otras  armas ,  ó  por  haber  pasado  á  otro  dueño  ,  ó 
por  distinguirlos  del  común  de  la  primera  marca ,  ó  para 
otros  fines  ;  y  la  marca  con  que  se  resella  alguna  moneda 
anteriormente  acuñada. 

CQNTRAQUEREI.li A.  La  mutua  queja  que  propone 
el  querellado  contra  el  querellante  ante  el  mismo  juez  ú  otro, 
quien  solo  debe  admitirla  en  los  casos  y  en  la  forma  que  ei 
derecho  previene.  Véase  Recriminación. 

CONTRARÉPLICA.  La  réplica  que  se  hace  contra  el 
que  replicó;  esto  es,  el  escrito  ó  pedimento  presentado  por 
el  reo ,  rebatiendo  lo  alegado  por  el  actor  en  la  réplica ,  y 
esforzando  las  razones  espuestas  en  la  contestación  á  la  de- 
manda. La  contraréplica  se  llama  vulgarmente  duplica  por 
unos  y  duplicación  por  otros  ;  pero  no  dejan  de  ser  algo  im- 
propias semejantes  denominaciones. 

CONTRASTE.  Oficio  público  para  pesar  las  monedas, 
examinar  su  ley,  y  marcar  las  alhajas  de  oro  y  plata,  dan- 
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doles  su  justo  valor;  y  el  platero  que  tiene  à  su  cargo  este 
oficio. 

Aunque  á  nadie,  sea  ó  no  platero,  puede  impedirse  haga 
para  sí  ó  para  las  personas  que  de  él  quieran  valerse  los  en- 
sayos de  plata  y  oro,  sin  que  estos  tengan  otra  fuerza  ni 
valor  que  el  de  una  mera  opinion  confidencial,  no  por  eso 
podrán  denominarse  ensayadores  y  desempeñar  los  cargos 
de  fieles  contrastes  sino  los  que  teniendo  los  conocimientos 
científicos  que  exige  esta  profesión  se  hayan  sujetado  á  las 
pruebas  legales  que  se  requieren  y.hayan  obtenido  el  corres- 
pondiente título  ;  real  orden  de  25  de  enero  de  1838. 

Por  real  orden  de  17  de  octubre  de  1825  se  previno  :  que 
en  las  cabezas  de  partido  se  establezcan  fieles-contraslcs- 
marcadpres  de  oro  y  plata,  nombrados  por  los  ayuntamientos, 
coa  tal  que  sean  ensayadores  examinados  y  aprobados  con 
título  :  que  puedan  establecerse  también  en  los  pueblos  que 
no  sean  cabezas  de  partido,  si  estos  lo  juzgan  necesario  y  lo 
piden  :  que  se  establezcan  enlos  pueblos  donde  haya  aduana, 
aunque  no  sean  cabezas  de  partido  :  que  los  ayuntamientos 
les  entreguen,  á  costa  desús  fondos,  los  marcos  para  el  des- 
empeño de  sus  oficios ,  de  los  que  han  de  responder  cuando 
concluyan  su  encargo  ó  fallezcan  :  que  la  duración  de  estos 
oficios  sea  por  seis  años ,  pudiendo  ser  reelegidos  los  nom- 
brados ,  silo  merecieren  :  que  no  se  asigne  salario  por  cuenta 
de  los  propios  á  los  que  ya  no  le  tengan,  pero  que  se  con- 
tinúe pagando  á  los  que  le  tuvieren  por  reglamento  :  que  los 
contrastes  puedan  exigir  de  los,  interesados  que  les  lleven 
piezas  á  ensaye,  los  derechos  de  costumbre ,  no  escediendo 
de  los  que  señala  el  arancel  de  2  de  setiembre  de  1805  :  que 
así  las  justicias  como  las  autoridades  de  hacienda  celen  para 
impedir  la  introducción  y  circulación  de  monedas,  y  alhajas 
falsas  de  oro  y  plata  ,  visitando  con  los  contrastes  los  mer- 
cados y  ferias,  platerías  y  puestos  de  su  distrito  :  que  se 
observe  la  ley, 2, lit.  11,  lib.  9,  Noy.  Rec,  en  la  cual  se 
determina  que  cuando  una  parte  quiera,  aunque  la  otra  lo 
repugne,  intervenga  el  contraste  en  las  entregas  y  recibos 
de  dinero  :  que  los  contrastes  marquen  las  piezas  según  de- 
ben, y  hagan  que  las  marquen  también  sus  artífices,  arre- 
glándose unos  y  otros  á  las  leyes  y  órdenes  vigentes.  — 
Véase  Piala  y  Oro. 

CONTRATA.  El  instrumento,  escritura  ó  papel  con  que 
las  partes  aseguran  los  contratos  que  han  hecho  ;  y  el  mismo 
contrato,  ajuste  ó  convenio,  especialmente  cuando  se  trata 
de  asientos  ó  empresas  con  la  hacienda  pública. 

CONTRATO.  Una  convención  por  la  cual  una  ó  mas 
personas  se  obligan  para  con  otra  ú  otras  á  dar,  hacer  ó 
dejar  de  hacer  alguna  cosa.  Véase  Convención. 

Los  contratos  se  dividen  :  —  í°.  en  nominados  é  innomi- 
nados ;  —  2o.  en  unilaterales  y  bilaterales;  —  3o.  en  con- 
sensúales, verbales,  reales  y  literales;  —  h°.  en  contratos 
de  derecho  de  gentes  y  contratos  de  derecho  civil  ;  —  5o.  en 
contratos  de  riguroso  derecho  y  contratos  de  buena  fe  (1). 

Las  condiciones  ó  requisitos  esenciales  para  la  validez  de 
un  contrato  son  :  —  el  consentimiento  de  las  partes  ;  —  su 
capacidad  para  contratar  ;  —  una  cosa  cierta  que  forme  la 
materia  de  la  obligación  ;  —  y  una  causa  lícita  y  honesta. 

El  consentimiento  debe  darse  libremente ,  y  no  por  efecto 
de  error,  de  fuerza,  ó  de  dolo  ó  engaño.  Véase  Consenti- 
miento. —  Pueden  contratar  todos  aquellos  que  no  están  de- 
clarados incapaces  por  la  ley.  Son  incapaces  por  la  ley  (2) 
los  furiosos,  mentecatos  y  pródigos,  los  menores  sin  autori- 
dad de  sus  tutores  ó  curadores ,  y  las  mujeres  casadas  sin 
licencia  de  sus  maridos;  pero  las  personas  capaces  de  con- 
tratar ú  obligarse  no  pueden  oponerla  incapacidad  de  aque- 


(1)  P.  Murillo,  lib.  i,  tom.  53,  núms.  566  y  567. 

(2)  Leyes*  y  5,  lit.  H,  Part.  5,  y  4,  tít.  34,  Part.  7. 
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lias  con  quienes  hubiesen  contratado.  Véase  Loco,  Pródigo, 
Menor  y  Mujer.  —  Todo  contrato  tiene  por  objeto  una  cosa 
que  una  parte  se  obliga  á  dar,  hacer  ó  no  hacer;  y  con  tal 
que  la  cosa  sea  de  las  que  están  en  el  comercio  de  los  hom- 
bres, es  indiferente  que  sea  corporal  ó  incorporal,  presente 
ó  futura.  Véase  Obligación  de  dar,  y  Obligación  de  hacer  ó 
no  hacer.  —  No  puede  tener  efecto  alguno  una  obligación 
sin  causa  ó  con  una  causa  falsa  ó  ilícita  ;  pero  no  por  eso  es 
necesario  espresar  la  causa  para  que  sea  válida  la  convención. 
Véase  Obligación  nula. 

En  los  contratos  hay  circunstancias  esenciales,  sin  las  cua- 
les no  subsistirían;  naturales ,  las  cuales  se  suponen  aunque 
no  se  espren  ;  y  accidentales ,  que  solo  están  por  la  mera 
voluntad  de  los  contrayentes.  Así  en  la  venta  es  circunstan- 
cia esencial  el  precio  ,  natural  la  eviccion  .  accidental  el 
pagar  en  oro  ó  plata.  Es  circunstancia  esencial  el  precio  ; 
porque  si  este  falta,  ya  no  hay  venta  sino  donación,  aunque 
se  use  de  la  palabra  venta,  como  si  dijera  Pedro  que  me 
vetulia  su  caballo  de  balde  :  es  circunstancia  natural  la  evic- 
cion; porque  siempre  se  entiende  ,  á  no  ser  que  seescluya 
espresamente  por  voluntad  de  las  parles  :  es  accidental  la 
de  pagar  en  oro  ó  plata  ;  porque  no  depende  de  la  natura- 
leza del  contrato ,  el  cual  permanece  siempre  el  mismo  con 
ella  ó  sin  ella. 

Los  contratos  pueden  celebrarse  verbalmente  ó  por  escri- 
tura pública  ó  privada  ,  así  entre  presentes  como  entre 
ausentes ,  por  los  mismos  interesados  ó  por  medio  de  man- 
datarios; y  siempre  tendrán  igual  valor,  mientras  la  ley  no 
exija  alguna  forma  ó  solemnidad  particular;  leyó,  lit.  U, 
lib.  5,  Fuero  Juzgo  ;  ley  3,  tít.  \k  ,  Part.  1  ,  IcyZS,  tít.  8, 
Part,  h",  y  ley  1  ,  lit.  1  ,  lib.  10 ,  Nov.  Rcc. 

Los  contratos  tienen  fuerza  de  ley  para  las  personas  que 
los  han  hecho  ;  y  no  pueden  revocarse  sino  por  el  mutuo  con- 
sentimiento de  estas  ó  por  las  causas  que  las  leyes  designan; 
ley  61 ,  lit.  5,  Part.  5.  Así  es  que  ninguno  de  los  contrayen- 
tes puede  eximirse  de  la  ejecución  de  lo  tratado;  y  el  que 
por  su  parte  lo  llevare  á  efecto  tiene  la  opción  de  compeler 
judicialmente  al  otro  á  que  lo  cumpla  también  por  la  suya  ó 
á  que  le  resarza  los  daños  y  perjuicios.  Véase  Daños  y  ¿per- 
juicios. Obligación  de  dar,  Obligación  de  hacer  ó  no  liacer,  y 
Arras. 

Los  contratos  no  solamente  obligan  á  lo  que  en  ellos  se 
espresa  ,  sino  también  á  todas  las  consecuencias  que  según 
su  naturaleza  les  da  la  equidad,  el  uso  ó  la  ley.  Así  es  que 
si  un  sastre  te  presenta  una  levita  que  le  encargaste,  la 
equidad  exige  que  no  puedas  desecharla  por  cualquier  li- 
jero  capricho  :  así  es  que  para  despedir  á  tu  inquilino  tienes 
que  observar  el  uso  que  haya  en  el  pueblo  ;  y  así  es  que  en 
la  venta  de  una  cosa  ,  debes  responder  de  toda  eviccion  al 
comprador,  aunque  nada  se  haya  dicho  sobre  este  punto  en 
el  contrato. 

Como  los  contrayentes  deben  obrar  de  buena  fe  en  la  ce- 
lebración del  contrato  y  cumplir  fielmente  lo  contratado , 
tienen  que  responder  de  ciertas  lesiones,  y  prestar  el  dolo,  la 
culpa,  y  á  veces  el  caso  fortuito;  es  decir,  que  quedan 
constituidos  en  la  nececidad  de  resarcir  á  la  parte  contraria 
el  daño  que  por  su  dolo  ó  culpa  y  aun  á  veces  por  caso  for- 
tuito se  le  ocasionare.  Véase  Dolo ,  Culpa,  Caso  fortuito, 
Acción  estimatoria  ,  Acción  redhibitoria ,  Compensación, 
Obligación  de  dar  y  Lesión. 

Los  derechos  y  obligaciones  que  resultan  délos  contratos, 
aun  de  los  condicionales,  pasan  y  se  trasmiten  por  muerte 
de  los  contrayentes  á  sus  herederos;  ley  1,  lit.  15  ,  ley  7, 
til.  17,  ley  12  ,  tít.  18,  lib.  5  ,  ley  3,  tít.  11 ,  lib.  1  ,  Fuero 
Real;  ley  "i,  til.  8,  ley  10,  til.  12  ,  ley  14,  lit.  H,  ley  26, 
tít.  5,  Part.  5,  y  ley  II,  lit.  Vi,  Parí.  3.  La  razón  es  que  el 
que  contrae  se  entiende  que  contrae  para  sí  y  sus  hereder 
ros  :  Qui  paciscilur,  sibi  Itœredique  suo  pacisci  inlclUgitur. 


co 


—  507 


CO 


Mas  no  se  verifica  la  trasmisión  ,  cuando  es  incompatible 
con  la  naturaleza  del  contrato,  ó  cuando  se  ha  espresado  lo 
contrario.  Véase  Obligación. 

Los  contratos  no  perjudican  á  terceras  personas  que  no 
han  intervenido  en  ellos;  pero  bien  pueden  aprovecharles, 
librándolas  de  alguna  obligación  ,  ó  adquiriendo  para  ellas 
algún  derecho;  ley  11,  til.  11,  Part.  5,  y  ley  1,  til.  1, 
Ub.  10,  Nov.  Rcc. 

Las  dudas  que  ocurrieren  en  la  inteligencia  de  las  cláusu- 
las délos  contratos,  deben  resolverse  conforme  á  las  reglas 
íle  la  interpretación.  Véase  Interpretación  de  las  comencio- 
yies.  —  Véase  Obligación  en  todos  sus  artículos. 

CONTRATO  aleatorio.  La  convención  recíproca  cu- 
yos efectos  en  cuanto  á  las  pérdidas  y  ganancias ,  para 
cualquiera  de  las  partes  ó  para  todas  ellas,  dependen  preci- 
samente de  un  acontecimiento  incierto.  Tales  son  el  juego, 
la  apuesta,  la  aseguración,  el  préstamo  á  la  gruesa  ventura  , 
y  el  contrato  de  renta  vitalicia. 

CONTRATO  bilateral.  La  convención  en  que  ambos 
contrayentes  quedan  obligados  recíprocamente  el  uno  al 
otro.  Bilateral  es  lo  mismo  que  sinalagmático  ;  y  así  la  una 
palabra  como  la  otra  significan  obligatorio  por  ambas  parles. 
En  la  venta,  por  ejemplo,  el  vendedor  está  obligado  á  en- 
tregar la  cosa  vendida ,  y  el  comprador  á  pagar  el  precio. 
El  contrato  conserva  siempre  el  concepto  de  bilateral ,  aunque 
una  de  las  partes  cumpla  desde  luego  su  obligación  y  la  otra 
sea  morosa  en  cumplir  la  suya ,  porque  basta  que  haya 
habido  un  momento  en  que  las  dos  obligaciones  tenían  una 
existencia  simultánea.  Los  contratos  bilaterales  ó  sinalagmá- 
ticos se  dividen  en  perfectos  é  imperfectos  :  son  perfectos 
cuando  las  dos  obligaciones  principales  resultan  del  contrato 
en  el  instante  mismo  de  su  celebración ,  como  sucede  en  la 
venta ,  en  la  cual  el  vendedor  queda  obligado  desde  luego  á 
entregar  la  cosa  y  el  comprador  el  precio  :  son  imperfectos 
cuando  una  de  las  obligaciones  existe  en  el  instante  mismo, 
y  la  otra  pende  de  un  hecho  posterior  que  puede  existir  ó 
no  existir  ex  posl  fado,  como  sucede  en  el  depósito ,  en  el 
cual  el  depositario  contrae  al  instante  mismo  la  obligación 
de  restituir  la  cosa  luego  que  le  fuere  pedida  ,  y  el  deposi-  - 
lante  no  estará  obligado  al  depositario  sino  en  el  caso  de  que 
este  hiciere  gastos  parala  conservación  de  la  cosa  depositada. 

CONTRATO  conmutativo.  La  convención  en  que  cada 
una  de  las  partes  se  obliga  á  dar  ó  hacer  una  cosa  que  se 
mira  como  equivalente  de  lo  que  se  le  da  ó  hace  por  ella. 
Así  que  la  venta,  como  el  precio  esel  equivalente  de  la  cosa, 
es  contrato  conmutativo. 

CONTRATO  consensual.  La  convención  que  se  consti- 
tuye y  perfecciona  por  el  mero  consentimiento.  Se  llama 
consensual ,  no  porque  en  él  se  requiere  consentimieato , 
pues  de  este  modo  lodos  los  contratos  serian  consensúales , 
sino  porque  se  perfecciona  por  solo  el  consentimiento  ,  sin 
necesidad  de  que  intervenga  la  entrega  de  una  cosa ,  ni 
cierta  fórmula  de  palabras  ,  ni  escritura  ó  vale  sino  en  su 
caso  para  prueba.  Son  contratos  consensúales  la  compra  y 
venta,  el  arrendamiento,  la  compañía  y  el  mandato  (1). 

CONTRATO  de  derecho  de  gentes.  La  convención 
que  tiene  su  origen  del  derecho  de  gentes ,  y  su  forma  del 
derecho  civil  ;  es  decir,  cualquiera  de  aquellos  contratos  que 
en  todos  tiempos  han  nacido  con  la  sociedad  misma  y  for- 
man su  vínculo  permanente  ,  habiendo  sido  admitidos  en 
todas  partes  por  el  derecho  civil.  Esta  calificación  es  común 
á  casi  todos  los  contratos. 

CONTRATO  de  derecho  civil.  La  convención  que  tiene 
del  derecho  civil  tanto  el  origen  como  la  forma  ;  v.  gr.  la 
estipulación. 

— - , 

(1)  Alyarez,  tom,  3,  tít,  23, 


CONTRATO  enfitéütico.  La  convención  mutua,  por  la 
cual  el  dueño  de  una  heredad  ú  otra  posesión  inmueble, 
reservando  en  sí  el  dominio  directo  de  ella,  la  trasfiere  con 
el  útil  á  otro ,  el  cual  se  obliga  á  pagarle  cierto  canon  ó 
pension  anual  en  reconocimiento  del  dominio  directo  ó  én 
recompensa  de  los  frutos  de  que  se  utiliza  ,  y  no  puede 
enajenar  la  cosa  dada  en  enfitéusis  sin  licencia  del  dueño 
directo.  Véase  Censo  enfilculico. 

CONTRATO  gratuito  ó  lucrativo.  Aquel  en  que  una 
de  las  partes  procura  á  la  otra  una  ventaja  puramente  gra- 
tuita. Tal  es  la  donación  que  se  hace  sin  condición  ó  grava- 
men. 

CONTRATO  ilícito.  La  convención  celebrada  contra 
las  leyes  ó  buenas  costumbres.  Véase  Obligación  nula. 

CONTRATO  innominado.  La  convención  que  no  (jene 
nombre  específico  y  particular  dado  ó  confirmado  por  el 
derecho.  Aunque  los  contratos  innominados  son  innumera- 
bles ,  se  han  reducido  á  estas  cuatro  clases  :  doy  para  que 
des;  doy  para  que  hagas;  hago  para  que  des;  hago  para  que 
hagas. 

La  primera  especie  de  contrato  innominado  doy  para  que 
des ,  es  la  convención  que  hacemos  de  darte  yo  Una  cosa 
para  que  tú  me  des  otra  que  no  sea  dinero  ;  como  cuando  yo 
convengo  por  mi  p*arte  en  darte  un  libro,  y  tú  convienes  pol- 
la tuya  en  darme  un  reloj.  Esta  convención  se  llama  per- 
muta ó  cambio,  que  es  el  mas  antiguo  de  todos  los  contratos. 

La  segunda  especie  doy  para  que  hagas  ,  es  el  convenio 
que  hacemos  de  darte  yo  una  cosa ,  v.  gr.  mi  caballo  y  una 
recompensa  de  cien  reales,  para  que  tú  me  hagas  un  servi- 
cio ,  v.  gr.  el  de  ir  á  la  feria  y  traerme  algunos  géneros  de 
los  que  allí  se  venden. 

La  tercera  especie  hago  para  que  des  ,  es  el  ajuste  en  que 
yo  tomo  á  mi  cargo  el  hacer  alguna  cosa  por  tí,  como  el  ir 
á  un  pueblo  distante  para  cobrar  un  crédito  que  se  te  debe  , 
y  tú  te  obligas  por  tu  parte  á  darme  tal  cantidad ,  ademas 
de  los  gastos  del  viaje. 

La  Cuarta  y  última  especie  hago  para  que  hagas ,  es  el 
convenio  en  que  se  obligan  dos  personas  á  hacer  alguna  cosa 
recíprocamente  la  una  por  la  otra  ;  como  si  yo  me  compro- 
meto á  desempeñar  tus  negocios  en  Paris ,  y  tú  los  mios  en 
Madrid. 

En  los  contratos  innominados,  el  contrayente  que  no  qui- 
siere cumplir  el  convenio  ,  debe  pagar  al  otro  los  perjuicios 
que  por  esta  falta  se  le  siguieron  ;  y  el  que  cumplió  por  su 
parte  tiene  la  elección  ó  de  apremiar  al  otro  á  que  cumpla 
por  la  suya  ,  ó  de  pedirle  la  indemnización  de  los  perjuicios1 
al  tenor  de  lo  que  jurare  con  la  tasa  del  juez  ;  ley  8,  lit.  6  , 
Part.  5.  Pero  es  necesario  tener  presente  que  en  el  dia  toda 
promesa  es  obligatoria ,  y  que  por  tanto  el  que  promete  dar 
ó  hacer  alguna  cosa  ,  puede  ser  compelido  al  cumplimiento 
de  su  empeño  ;  ley  1*  til.  1,  lib.  10,  Nov.  Rec.  Véase  Daños 
y  perjuicios ,  Obligación  de  dar,  y  Obligación  de  hacer. 

CONTRATO  lícito.  El  que  es  arreglado  á  las  leyes  y 
buenas  costumbres. 

CONTRATO  literal.  Una  obligación  que  resulta  de  un 
escrito  ó  vale  ;  ó  bien  :  un  contrato  por  el  cual  uno  que  ha 
entregado  á  otro  un  vale  ó  escrito  en  que  confiesa  haber 
recibido  de  él  por  via  de  mutuo  ó  préstamo  alguna  cosa  y 
deja  pasar  dos  años  sin  reclamarlo  ,  queda  obligado  al  pago 
de  la  cosa  en  razón  del  mismo  vale  aunque  no  la  haya  reci- 
bido; ley  9,  lit.  1,  Part.  5.  También  en  los  demás  contratos 
suele  mediar  escrito  ;  pero  en  ellos  no  produce  obligación  y 
acción  como  en  este  ,  sino  solamente  prueba. 

Como  el  fundamento  de  esta  obligación  es  solo  el  vale  no 
retractado  dentro  del  término  de  dos  años  ,  puede  el  deudor 
impedir  que  la  obligación  se  perfeccione  ,  ó  bien  reclamando 
el  vale  antes  de  la  conclusion  de  los  dos  años  con  protesta  de 
que  no  ha  recibido  el  dinero,  ó  bien  oponiendo  la  escepcion 
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de  que  no  le  lia  sido  entregado  el  dinero  Replia  »o«  ».,- 
meratœ  pecuniœ)  si  se  le  pidere  en  justicia  dentro  de  dicho 
tiempo  ;  bajo  el  concepto  de  que  la  prueba  entonces  no  es 
de  su  cargo,  sino  del  acreedor,  á  no  ser  que  hubiere  renun- 
ciado la  escepcion  en  el  mismo  vale  ó  en  otro  papel  ,  pues 
en  tal  caso  tendría  que  tomar  sobre  sí  el  gravamen  de  pro- 
barla; ley  9,  lit.  I,  Part.  5. 

La  razón  de  no  tener  el  que  dio  el  vale  la  obligación  de 
probar  su  escepcion  cuando  la  pone  sin  haberla  renunciado, 
es  por  estar  á  su  favor  la  presunción  de  que  no  habia  reci- 
bido el  dinero  cuando  lo  firmó ,  pues  la  indigencia  de  los  que 
píden  prestado  les  obliga  muchas  veces  á  presentar  y  entre- 
gar el  vale  antes  de  recibir  el  dinero.  Por  lo  cual,  no  mili- 
tando igual  razón  en  los  demás  contratos  ,  no  tiene  lugar  en 
ellos  contra  el  vale  ó  escritura  la  escepcion  del  dinero  no  en- 
tregado si  no  la  prueba  evidentemente  el  que  la  opone  (1). 

CONTRATO  nominado.  El  contrato  que  tiene  nombre 
específico  y  particular ,  dado  ó  confirmado  por  el  derecho; 
como  el  mutuo  ó  préstamo,  el  comodato ,  el  depósito,  la 
prenda,  la  estipulación,  la  compra  y  venta,  el  arrenda- 
miento, la  sociedad  y  el  mandato.  La  permuta  y  la  transac- 
ción son  nombres  vagos  y  generales  que  convienen  á  mu- 
chas especies  de  negocios  y  por  consiguiente  no  forman 
contratos  nominados.  Los  contratos  hollinados  tienen  por 
objeto  la  adquisición  de  propiedad  ,  de  uso,  de  seguridad  ó 
de  algún  servicio.  Tienen  por  objeto  adquirir  propiedad  :  la 
compra ,  el  mutuo  ó  préstamo  ,  el  censo  ,  la  renta  vitalicia, 
y  la  sociedad.  Tienen  por  objeto  adquirir  usó  :  el  comodato 
y  el  arrendamiento.  Tienen  por  objeto  adquirir  seguridad  : 
la  fianza  .  la  prenda  y  la  hipoteca.  Tienen  por.  objeto  adqui- 
rir algún  servicio  :  el  depósito  y  el  mandato. 

CONTRATO  oneroso.  Aquel  en  que  cada  una  de  las 
partes  se  obliga  á  dar  ó  hacer  alguna  cosa;  como  la  venta, 
el  arrendamiento  y  la  sociedad. 

CONTRATO  presunto.  El  contrato  u  obligación  que 
resulta  entre  dos  personas  cuando  una  de  ellas  hace  el  ne- 
gocio de  la  otra  que  lo  ignora  ;  pues  al  paso  que  de  una  parle 
hay  consentimiento  real  y  efectivo,  no  le  hay  en  la  otra  sino 
presunto  ó  supuesto.  El  contrato  presunto  se  llama  comun- 
mente ,  aunque  con  impropiedad  ,  cuasi  contrato ,  que  puede 
verse  en  su  lugar. 

CONTRATO  principal  y  contrato  accesorio.  Contrato 
principal  es  el  que  subsiste  por  sí  mismo  é  independiente- 
mente de  cualquier  otro  ,  como  la  venta  ;  y  contrato  acceso- 
rio es  el  que  asegura  la  ejecución  de  otro  contrato  y  no  pue- 
de subsistir  sin  él ,  como  la  fianza  ,  la  prenda  y  la  hipoteca. 

CONTRATO  real.  El  que  no  se  perfecciona  sino  me- 
diante la  entrega  de  la  cosa  que  es  su  objeto;  porque  solo 
despues  que  ha  sido  entregada  y  recibida  una  cosa,  queda 
obligado  el  que  la  recibió  á  la  restitución  de  la  misma  cosa 
ó  de  su  estimación.  Son  contratos  reales  el  mutuo  ó  prés- 
tamo ,  el  comodato ,  el  depósito  y  la  prenda,  como  también 
todos  los  innominados  (2). 

CONTRATO  sinalagmático.  La  convención  en  que  las 
dos  partes  se  obligan  mutuamente  la  una  á  la  otra,  como  el 
comodato,  el  depósito,  la  prenda,  la  venta,  el  arrenda- 
miento ,  la  sociedad  y  el  mandato.  Sinalagmático  es  palabra 
griega  que  significa  obligatorio  por  ambas  parles  ;  de  modo 
que  sinalagmático  es  lo  mismo  que  bilateral.  Véase  Contrato 
bilateral. 

CONTRATO  trino.  La  reunion  de  tres  contratos  entre 
unas  mismas  personas  y  sobre  el  mismo  negocio  ,  esto  es  , 
del  contrato  de  sociedad  á  pérdidas  y  ganancias,  del  de  ase- 
guración del  capital  por  renuncia  de  parte  de  la  ganancia,  y 

(1)  Sala,  tom.  3,  pág.  37,  n.  i. 

(2)  Febr.  mej.,  tom.  3.  pág.  267,  §  J. 
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del  de  venta  de  esta  misma  ganancia  incierta  por  otra  ga- 
nancia cierta  mas  moderada.  Pedro  y  Juan  ,  por  ejemplo  , 
celebran  contrato  de  sociedad ,  poniendo  Pedro  el  capital  y 
Juan  la  industria  ,  con  la  condición  de  partirse  con  igualdad 
las  ganancias.  Suponen  luego  que  estas  ascenderán  á  treinta 
por  ciento  ,  y  Pedro  se  conviene  en  recibir  solamente  ocho 
en  vez  de  los  quince  que  le  tocarían,  con  tal  que  Juan  le  ase- 
gure el  capital ,  obligándose .  como  en  efecto  se  obliga ,  á  de- 
volvérselo por  entero  en  cualquier  evento.  Como  todavía  el 
ocho  por  ciento  está  en  riesgo,  pues  no  ha  de  darse  sino  en 
el  caso  de  que  haya  utilidades ,  lo  vende  Pedro  al  misma1 
Juan  por  un  cinco  por  ciento  que  este  ha  de  pagarle  fijamen- 
te, haya  ó  no  haya  ganancias;  de  suerte  que  en  último  resul- 
tado Pedro  tiene  asegurado  su  capital  y  un  interés  de  cinco 
por  ciento. 
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Ls  admirable  lo  mucho  que  se  ha  escrito  por  teólogos  y 
juristas  sobreesté  tratado  triple,  sosteniéndole  unos  como 
lícito  y  combatiéndole  otros  como  usurario.  La  lucha  fué  y 
debia  ser  encarnizada  en  aquellos  tiempos  en  que  se  miraba 
con  prevención,  y  aun  con  odio,  el  interés  del  dinero  ;  pues  que 
efectivamente  el  contrato  trino  bien  analizado  viene  á  resol- 
verse en  un  mero  préstamo  a  interés.  Mas  en  el  dia  no  hay 
para  que  nos  detengamos  en  este  asunto  :  la  cuestión  del  inte- 
rés del  dinero  está  ya  decidida ,  á  lo  menos  de  hecho  ;  y  por 
consiguiente  puede  sentarse  desde  luego,  que  el  contrato  trino 
será  lícito  siempre  que  el  tanto  estipulado  por  el  socio  capi- 
talista no  esceda  del  seis  por  ciento  anual ,  que  es  ahora  el 
interés  permitido  por  la  ley  entre  comerciantes  y  artesanos, 
y  por  la  costumbre  entre  cualesquiera  otras  personas.  Toda- 
vía puede  avanzarse  con  teólogos  y  jurisconsultos  de  pri- 
mera nota  ,  que  en  las  negociaciones  y  empresas  de  grandes 
ganancias  será  lícito  llevarse  por  el  capital  un  rédito  mas 
elevado  que  el  corriente  según  las  circunstancias  (o).  Véase 

ínteres  del  dinero. 
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(3)  En  la  obra  Thésaurus  Thcologicus,  tora.  8,  pág.  631 ,  puede 
verse  un  profundo  tratado  de  este  contrato,  escrito  por  el  P.  Zech, 
jesuíta,  opusculum  i,  controversia  3,  sect.  6  De  contracta,  trino. 
Allí  después  de  varios  preliminares  ó  precnotanda  contractas 
trini,  que  comprenden  el  art.  1 ,  se  ponen  en  él  2  los  argu- 
mentos á  favor  del  mismo  ,  en  distintos  párrafos  que  espolien 
por  menor  las  diversas  razones  generales  quia  nec  substanticc 
conlractuum,  nec  oequitati  nalurali,  nec  legibus  positivis adversa- 
tur.  Sed  potius  rationi ,  sacris  canonibus  eorumque  ijlossce,  legi- 
bus civilibus ,  ct  timoratorum  praxi  est  conformis. 

Después  en  el  art.  ,5  espone  en  el  mismo  orden  de  párrafos  los 
argumentos  contra  el  contrato  trino  con  este  método  :  Testimonia 
SS.  Palrum;  Canon  Concilii  ISicceni;  Dccretalis  Innocenta  III; 
Alexandri  III;  Gregorii  IX;  Sixli  V,  qui  non  damnai  contrac- 
tais Germaniœ;  Implicantia  contractus  ;  ¡njustitia  ;  Palliatio  mu- 
tui;  Eversio  lequm  ;  Scandalum  Jcatholicorum;  Periculum 
fraudis;  Aucloritas  Theologorum  el  Jurisconsullorum'. 

Finalmente,  en  el  art.  4  espone  el  autor  su  juicio  (sensus  auc- 
toriset  facullatis  theologicœ)  en  favor  del  contrato  trino,  con  al- 
gunas restricciones,  como  puede  verse  en  dicho  lugar. 

En  la  obra  de  Villaplana  de  tratos  y  contratos,  ó  sea  Centinela 
dogmático-moral,  en  la  vigilia  5  se  examina  la  licitud  del  con- 
trato que  el  vulgo  llama  arrendamiento  de  bueyes,yparasu  reso- 
lución se  esplica  y  resuelve  ser  lícito  el  contrato  trino.  Allí  pue- 
den verse  los  autores  que  hay  en  pro  y  contra  del  mismo.  — 
Véase  á  Molina,  dejust.  et  jur.,  tract.  2,  disp.  417,  num.  H. — 
También  en  la  obra  de  Febrero ,  tom.  3  ,  pág.  174 ,  se  trata  del 
contrato  trino,  y  al  núra.  3  se  lee  :  «  De  aquí  se  deduce  qne  este 
contrato  no  es  otra  cosa  en  último  resultado  que  un  mutuo  ó  em- 
préstito con  interés,  por  cuya  razón  la  opinion  mas  común  lo 
tiene  por  licito  cuando  dicho  interés  es  tan  módico  que  no  escedo 
del  tanto  por  ciento  que  las  leyes  permiten  como  premio  de  un 
capital  anticipado,  y  de  cuyo  uso  se  priva  su  dueño.  Si  á  esta  pri- 


CONTRATO  unilateral.  La  convención  en  que  solo 
una  de  las  parles  queda  obligada  á  la  otra  ;  tal  es  el  prés- 
!amo  ó  mutuo,  en  que  solo  se  obliga  el  que  lo  recibe  (1).  No 
lian  de  confundirse  los  contratos  unilaterales  con  los  contra-, 
los  bilaterales  imperfectos;  pues  en  estos  ambas  partes  se 
obligan  ,  la  una  de  presente  y  la  otra  ex  posl  facto ,  mientras 
que  en  aquellos  hay  una  parte  que  no  se  obliga  ni  aun  ex 
posl  facto.  Véase  Contrato  bilateral. 

CONTRATO  verbal.  La  convención  que  se  perfecciona 
por  la  solemnidad  ó  cierta  fórmula  de  palabras.  Tal  era  an- 
tiguamente la  estipulación  ó  promesa,  que  no  se  reputaba 
seria  y  obligatoria  si  no  se  hacia  mediante  cierta  fórmula 
precisa  y  determinada ,  por  la  que  respondiendo  uno  á  la  pre- 
gunta de  otro  le  prometía  dar  ó  hacer  lo  pedido.  ¿Prometes, 
preguntaba  el  uno,  darme  tai  cantidad  el  dia  primero  de 
enero?  Te  lo  prometo ,  respondía  el  otro:  quien  en  virtud  de 
su  respuesta  conforme  à  la  pregunta  quedaba  obligado  á  dar 
la  suma  prometida.  Mas  en  el  dia  no  es  necesaria  semejante 
fórmula;  pues  de  cualquier  modo  que  parezca  se  quiso  uno 
obligar  á  otro ,  queda  con  efecto  obligado  ;  ley  1 ,  til.  1 , 
lib.  10,  Nov.  Rec.  Véase  Estipulación  y  Aceptación. 

CONTRATO  verdadero.  La  convención  que  se  hace 
mediante  consentimiento  real  y  efectivo  de  las  dos  partes. 
Llámase  verdadero  por  contraposición  al  contrato  presunto  ó 
cuasi  contrato,  en  que  el  consentimiento  de  la  una  parte  no 
es  real  y  efectivo,  sino  solo  supuesto  ó  fingido,  porque  se 
presume  en  razón  de  la  utilidad  que  le  resulta,  ó  de  la  equi- 
dad que  lo  ordena. 

CONTRATO  pe  mjexa  fe.  El  que  se  estiende  aun  á  co- 
sas sobre  que  no  se  han  esplicado  los  contrayentes ,  por 
ejemplo,  á  los  intereses  por  mora  ó  dilación;  y  aquel  en 
que  el  juez  puede  desechar  todo  lo  que  se  opone  á  la  razón, 
á  la  equidad  ó  á  la  intención  presunta  de  las  partes.  Tal  es 
el  bilateral. 

CONTRATO  de  riguroso  derecho.  El  que  no  com- 
prende mas  que  lo  que  ha  sido  estipulado"  espresamente ,  ó 
lo  que  se  halla  establecido  por  las  leyes  sobre  el  asunto  , 
debiendo  siempre  tomarse  á  la  letra  sin  estension  alguna. 
Tales  el  unilateral  (2). 

CONTRATO  Á  la  gruesa.  Véase  Préstamo  á  la  gruesa. 

CONTRATO  mercantil.  La  convención  por  la  cual  uno 
ó  mas  comerciantes ,  y  aun  á  veces  el  que  no  lo  sea ,  se  obli- 
gan hacia  otro  ú  otros  á  dar  ó  hacer  alguna  cosa  en  negocios 
de  comercio.  Tales  son  :  la  sociedad  ó  compañía  que  se 
forma  para  operaciones  mercantiles;  la  compra  que  se  hace 
de  cosas  muebles  con  ánimo  de  adquirir  sobre  ellas  algún 
lucro  revendiéndolas  en  la  misma  forma  ó  en  otra  diferente, 
y  la  reventa  de  estas  mismas  cosas  ;  la  permuta  hecha  con  el 
propio  objeto  ;  el  préstamo  hecho  á  un  comerciante  para  ac- 
tos de  comercio  ;  el  depósito  hecho  entre  comerciantes  de 
objetos  del  comercio  y  á  consecuencia  de  una  operación 
mercantil;  el  afianzamiento  hecho  por  cualquiera  persona 
para  asegurar  entre  comerciantes  el  cumplimiento  de  un 
contrato  mercantil  ;  el  seguro  de  conducciones  terrestres  ; 
el  contrato  y  letras  de  cambio  ;  las  libranzas ,  vales ,  pagarés 
y  cartas-órdenes  de  crédito,  dadas  de  comerciante  á  comer- 
ciante para  operaciones  de  comercio;  el  trasporte  marí- 

vacion  se  agrega,  que  el  capital  no  esta  asegurado  por  medio  delin- 
cas ú  otros  bienes  hipotecados  al  efecto,  como  sucede  comunmente 
en  este  contrato ,  en  el  cual  no  suele  mediar  sino  un  mero  papel 
ó  simple  escritura  de  aseguración,  á  nadie  puede  quedar  duda  da 
que  son  lícilas  las  ganancias  moderadas  donde  puede  haber  pérdi- 
das ,  como  frecuentemente  acaece  aun  en  las  casas  de  comercio 
mas  acreditadas.  « 

(1)  Febr.  mej.,  tom.  5,  pág.  4,  g  4. 

(2)  Dr.  Alvarez}  tom.  3  cit.  de  las  obligaciones. 


timo  ;  el  contrato  á  la  gruesa  :  y  el  seguro  marítimo  con  sus 

accesorios. 
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El  código  de  comercio  en  el  titulo  primero  del  libro  se- 
gundo fija  sobre  la  formación  de  las  obligaciones  de  este 
ramo  las  disposiciones  preliminares  que  siguen  : 

«Art.  23!i.  Los  contratos  ordinarios  del  comercio  están  su- 
jetos á  todas  las  reglas  generales  que  prescribe  el  derecho 
común  sobre  la  capacidad  de  ios  contrayentes  y  demás  re- 
quisitos que  deben  intervenir  en  la  formación  de  los  corítra- 
tos  en  general ,  así  como  sobre  (as  excepciones  que  impiden 
su  ejecución,  y  causas  que  los  rescinden  é  invalidan,  bajo  la 
modificación  y  restricciones  que  establecen  las  leyes  espe- 
ciales del  comercio.  »  =  Véase  Contrato. 

«Art.  23S.  Los  comerciantes  pueden  contratar  y  obligar- 
se :  —  Io.  por  escritura  pública  :  —  2o.  con  intervención  de 
corredor,  estendiéndose  póliza  escrita  del  contrato,  ó  refi- 
riéndose à  la  fe  y  asiento  de  aquel  oficial  público  :  —  3o.  por 
contrata  privada,  escrita  y  firmada  por  los  contratantes  ,  ó 
algún  testigo  á  su  ruego  y  en  su  nombre  :  —  !i°.  por  corres- 
pondencia epistolar.  —  De  cualquiera  de  estos  modos  que 
los  comerciantes  contraten  quedan  obligados,  y  se  les  po- 
drá compeler  en  juicio  al  cumplimiento  de  las  obligaciones 
que  contrajeron.  » 

«  Art.  256.  Se  esceptúan  de  la  disposición  precedente 
aquellos  contratos  sobre  que  se  establecen  determinadamen- 
te en  este  código  formas  y  solemnidades  particulares,  las 
cuales  se  observarán  puntualmente,  so  pena  de  declararse  la 
nulidad  del  contrato  en  caso  de  oposición  de  cualquiera  de 
las  parles,  y  de  ser  ineficaces  ó  inadmisibles  en  juicio  para 
intentar  acción  alguna.  » 

«Art.  237.  También  pueden  los  comerciantes  contratar  de 

palabra  ,  y  serán  válidos  sus  contratos  aunque  no  se  hayan 

redactado  por  escrito ,  siempre  que  el  interés"  del  contrato  no 

escéda  de  mil  reales  vellón,  y  aun  en  este  caso  no  tendrá 

este  fuerza  ejecutiva  enjuicio,  hasta  que  por  confesión  de  .los 

obligados ,  ó  en  otra  forma  legal ,  se  pruebe  la  existencia  del 

contrato ,  y  los  téminos  en  que  este  se  hizo.  —  En  las  ferias 

y  mercados  se  estenderá  dicha  cantidad  á  la  de  1res  mil 
ip, 

«  Art.  238.  Los  contratos  por  mayor  cantidad  que  las  que 
van  designadas  en  el  artículo  precedente,  se  reducirán  nece- 
sariamente á  escritura  pública  ó  privada,  sin  lo  cual  no  ten- 
drán  fuerza  obligatoria  civil.  » 

«  Art.  239.  Las  escrituras  ó  pólizas  de  los  contratos  cele- 
brados en  territorio  español ,  se  estenderán  en  el  idioma 
vulgar  del  reino;  y  en  otra  forma  no  se  les  dará  curso  en 
juicio.  »  * 

«  Art.  2'i0.  Tampoco  será  eficaz  ningún  documento  de 
contrato  de  comercio  en  que  haya  blanco  alguno,  raspadura 
ó  enmienda  que  no  estén  salvados  por  los  contratantes  baio 
su  firma.  » 

«  Art.  2'-íl.  Tratando  las  partes  de  viva  voz  un  negocio, 
se  entenderá  perfecto  el  contrato  que  de  él  resulte,  y  que- 
darán sujetas  á  su  cumplimiento  desde  que  convinieren  en 
términos  espresos  y  claros  sobre  la  cosa  que  fuere  objeto  del 
contrato ,  y  las  prestaciones  que  respectivamente  deba  hacer 
cada  contratante,  determinando  todas  las  circunstancias  que 
deberán  guardarse  en  el  modo  de  cumplirlas.  » 

«  Art.  2't2.  Cuando  medie  corredor  en  la  negociación ,  sa 
tendrá  por  concluido  y  perfecto  el  contrato  luego  que  las 
partes  contratantes  hayan  aceptado  positivamente  y  ún  re- 
serva alguna  las  propuestas  del  corredor,  hasta  cuyo  caso 
tendrán  la  libertad  de  retractar  y  dejar  ineficaces  las  ins- 
trucciones dadas  á  este.  » 

«  Arí.  2'i3.  En  las  negociaciones  que  se  traten  por  corres- 
pondencia se  considerarán  concluidos  los  contratos,  y  sur- 
tirán efecto  obligatorio,  desde  que  el  que  recibió  la  propuesta 
espida  la  carta  de  contestación  aceptándola  pura  y  simple- 
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mente,  stn  condición  ni  reserva,  y  hasta  esto  punto  está  en 
libertad  el  proponente  de  retractar  su  propuesta,  á  menos 
que  al  hacerla  no  se  hubiese  comprometido  á  esperar  con- 
testación, y  á  no  disponer  del  objeto  del  contrato ,  sino  des- 
pués de  desechada  su  proposición,  ó  hasta  que  hubiere 
transcurrido  un  término  determinado.  —  Las  aceptaciones 
condicionales  no  son  obligatorias  hasta  que  el  primer  propo- 
nente dé  aviso  de  haberse  conformado  con  la  condición.  »  = 
Véase  Aceptación  yCarla:, 

«  Art.  244.  Para  que  el  contrato'  de  comercio  produzca 
acción,  es  indispensable  que  verse  sobre  un  objeto  efectivo, 
real  y  determinado  del  comercio.  » 

«  Árt.  245.  Cuando  en  el  contrato  de  comercio  se  haya  fi- 
jado pena  de  indemnización  contra  el  que  no  lo  cumpliere , 
puede  la  parte  perjudicada  exigir  ó  bien  el  cumplimiento  del 
contrato  por  medios  de  derecho,  ó  bien  la  pena  prescrita  ; 
pero  usando  de  una  de  estas  dos  acciones,  queda  estinguida 
la  otra.  » 

«  Art.  246.  Las  convenciones  ilícitas  no  producen  obliga- 
ción ni  acción,  aunque  recaigan  sobre  operaciones  de  co- 
mercio. » 

«  Art.  247.  Los  contratos  de  comercio  se  han  de  ejecutar 
y  cumplir  de  buena  fe  según  los  términos  en  que  fueron  he- 
chos y  redactados  ,  sin  tergiversar  con  interpretaciones  ar- 
bitrarias el  sentido  propio  y  genuino  de  las  palabras  dichas 
ó  escritas,  ni  restringir  los  efectos  que  naturalmente  se  deri- 
ven del  modo  en  que  los  contratantes  hubieren  esplicado  su 
voluntad,  y  contrajeron  sus  obligaciones.  » 

«  Art.  248.  Estando  bien  manifiesta  por  los  mismos  tér- 
minos del  contrato,  ó  por  sus  antecedentes  y  consiguientes  , 
la  intención  de  los  contratantes,  se  procederá  á  su  ejecución 
con  arreglo  á  ella,  sin  admitirse  oposiciones  fundadas  en  de- 
fectos accidentales  de  las  voces  y  términos  de  que  hubieren 
usado  las  partes,  ni  otra  especie  de  sutilezas  que  no  alteren 
la  sustancia  de  la  convención.  » 

«  Art.  249.  Cuando  haya  necesidad  de  interpretar  las 
cláusulas  del  contrato,  y  los  contratantes  no  resuelvan  de 
común  acuerdo  la  duda  ocurrida  ,  se  tendrán  por  bases  de 
su  interpretación  :  —  Io.  las  cláusulas  adveradas  y  consen- 
tidas del  mismo  contrato  que  puedan  esplicar  las  dudosas  :  — 
2o.  los  hechos  de  las  partes  subsiguientes  al  contrato  que  tengan 
relación  con  lo  que  se  disputa  :  —3o.  el  uso  común  y  práctica 
observada  generalmente  en  los  casos  de  igual  naturaleza  :  — 
h°.  el  juicio  de  personas  prácticas  en  el  ramo  de  comercio  á 
que  corresponda  la  negociación  que  ocasiona  la  duda.  » 

«  Art.  250.  Omitiéndose  en  la  redacción  de  un  contrato 
cláusulas  de  absoluta  necesidad  para  llevar  à  efecto  lo  con- 
tratado, se  presume  que  las  partes  quisieron  sujetarse  á  lo 
que  en  casos  de  igual  especie  se  practicare  en  el  punto  donde 
el  contrato  debia  recibir  su  ejecución ,  y  en  este  sentido  se 
procederá  si  los  interesados  no  se  acomodaren  á  esplicar  su 
/voluntad  de  común  acuerdo.  » 

«  Art.  231.  Si  hubiere  divergenciaentre  los  ejemplares  de 
una  misma  contrata  que  presenten  las  partes  para  apoyar 
sus  respectivas  pretensiones ,  y  el  contrato  se  hubiere  hecho 
con  intervención  de  corredor,  se  esplicará  la  duda  ó  se  re- 
solverá la  contradicción  por  lo  que  resulte  de  los  asientos 
hechos  en  los  libros  del  corredor,  siempre  que  estos  se  en- 
cuentren arreglados  á  derecho.  » 

«  Art.  252.  En  caso  de  rigurosa  duda  que  no  pueda  re- 
solverse por  los  medios  indicados  en  elart.  249,  se  decidirá 
esta  en  favor  del  deudor.  » 

«  Art.  253.  Toda  estipulación  hecha  en  moneda,  peso  ó 
medida  que  no  sea  corriente  en  el  pais  donde  deba  ejecu- 
társele reducirá  por  convenio  de  las  partes,  ó  á  juicio  de  pe- 
ritos en  caso  tie  discordancia,  á  las  monedas,  pesos  y  medidas 
que  estén  en  uso  donde  se  dé  cumplimento  al  contrato.  » 

Art.  234.  Cuando  en  el  contrato  se  hubiere  usado,  para 


designar  la  moneda ,  el  peso  ó  la  medida,  de  una  voz  gené- 
rica que  convenga  á  valores  ó  cantidades  diferentes ,  se  en- 
tenderá hecha  la  obligación  en  aquella  especie  de  moneda, 
peso  ó  medida  que  esté  en  uso  para  los  contratos  de  igual 
naturaleza.  » 

«  Art.  235.  Siempre  que  tratándose  de  distancia  en  los 
contratos ,  se  hable  genéricamente  de  leguas  ú  horas ,  se  en- 
tenderán las  que  estén  en  uso  en  el  pais  á  que  haga  referen- 
cia el  contrato.  » 

«  Art.  236.  En  todos  los  cómputos  de  dias ,  meses  y  años 
se  entenderán,  el.dia  de  veinte  y  cuatro  horas,  los  meses 
según  están  designados  en  el  calendario  gregoriano,  y  el  año 
de  trescientos  sesenta  y  cinco  dias.  » 

«  Art.  257.  En  las  obligaciones  mercantiles  contraidas  á 
término  fijo,  que  consistan  en  número  determinado  de  dias, 
no  se  cuenta  en  caso  alguno  el  de  la  fecha  del  contrato,  si 
no  mediare  pacto  espreso  para  hacerlo  ;  pero  sí  el  de  la  es- 
piración del  término.  » 

«  Art.  258.  Ninguna  reclamación  judicial  sobre  la  ejecu- 
ción de  obligaciones  á  término  es  admisible ,  hasta  el  dia 
después  del  vencimiento.  » 

«  Art.  259.  No  se  reconocen  términos  de  gracia,  cortesía, 
ó  que  bajo  cualquiera  otra  denominación  difieran  el  cumpli- 
miento de  las  obligaciones  de  comercio,  sino  el  que  las  partes 
hubieren  prefijado  en  el  contrato,  ó  se  apoye  en  una  dispo- 
sición terminante  de  derecho.  » 

«  Art.  260.  Las  obligaciones  que  no  tienen  término  prefi- 
jado por  las  partes,  son  exigibles  á  los  diez  dias  después  de 
contraidas ,  si  solo  producen  acción  ordinaria,  y  al  dia  in- 
mediato si  llevan  aparejado  ejecución.  » 

«Art.  261.  Los  efectos  de  la  morosidad  en  el  cumpli- 
miento de  las  obligaciones  de  comercio  no  comienzan  sino 
desde  que  el  acreedor  interpelare  judicialmente  al  deudor,  ó 
le  intimare  la  protesta  de  daños  y  perjuicios  hecha  contra  él 
ante  un  juez,  escribano  ú  otro  oficial  público  autorizado 
para  recibirla.  » 

«  Art.  262.  Las  obligaciones  de  comercio  se  prueban  :  — 
1°.  por  escritura  pública  :  —  2o.  por  certificaciones  ó  notas 
firmadas  de  los  corredores  que  intervinieren  en  ellas  :  — 
3o.  por  contratos  privados  :  —  4o.  por  las  facturas  y  minutas 
de  la  negociación ,  aceptadas  por  la  parte  contra  quien  se 
producen  :  — 5o.  por  la  correspondencia  :  —  6o.  por  los  li- 
bros de  comercio  que  estén  arreglados  á  derecho  :  —  7o.  por 
la  prueba  testimonial.  —  Las  presunciones  son  también  ad- 
misibles ,  calificándose  según  las  reglas  del  derecho  común 
el  grado  de  prueba  que  les  corresponda.  » 

«  Art.  263.  Las  obligaciones  mercantiles  se  estinguen  por 
los  medios  prescritos  en  el  derecho  común  sobre  los  contra- 
tos en  general ,  salvas  las  disposiciones  especiales  que  para 
casos  determinados  se  dan  en  este  código.  » 

CONTRAVENCIÓN.  La  falta  que  uno  comete  por  no 
cumplir  su  palabra  ó  sus  deberes  ;  y  la  trasgresion  ó  que- 
brantamiento de  alguna  orden  mas  bien  por  impericia  ó  ne- 
gligencia que  por  malicia.  También  se  dice  que  contraviene 
á  la  ley  el  que  obra  contra  ella  ó  en  fraude  de  ella  :  obra 
contra  la  ley  el  que  hace  lo  que  ella  prohibe  ;  y  obra  en  fraudo 
de  la  ley  el  que  respetando  en  apariencia  las  palabras  de  la 
misma,  ataca  en  el  fondo  su  disposición. 

CONTRA  VENTA  La  restitución  que  el  comprador  hace 
de  la  cosa  comprada  al  mismo  de  quien  la  compró,  volvién- 
dole este  el  precio ,  con  arreglo  á  lo  estipulado  en  el  con- 
trato de  venta.  Véase  Retracto  convencional  y  Pacto  de  rc- 
trovendendo. 

CONTRIBUCIONES.  Los  tributos  que  se  imponen  para 
atender  à  las  necesidades  del  Estado.  No  pueden  imponerse 
contribuciones  generales  ni  especiales  en  el  reino  sin  otor- 
gamiento de  las  Cortes;  ley  l,  lit.  7,  lid,  6,  Nueva  Rccop.,y 
art.  73  de  la  ÇonU,  de  1837. 
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|  CONTRIBUCIÓN  de  bienes  inmuebles  ,  cultivo  y 
ganadería.  Es  una  de  las  que  constituyen  el  nuevo  sistema 
tributario  y  que  ha  sustituido  à  las  antiguas  siguientes  : 
Io.  La  de  paja  y  utensilios.  2o.  La  de  frutos  civiles.  5o.  La 
parte  del  catastro,  equivalente  y  talla  de  la  corona  de  Ara- 
gon, correspondiente  á  la  riqueza  territorial  y  pecuaria. 
4o.  La  de  cuarteles  en  la  parte  que  tiene  de  repartimiento. 
5o.  El  derecho  de  sucesiones.  6o.  La  manda  pia  forzosa. 
7o.  El  donativo  señalado  alas  Provincias  Vascongadas.  8o.  El 
cupo  territorial  de  la  contribución  de  culto  y  clero.  Y  9o.  La 
directa  señalada  á  la  provincia  de  Navarra  por  el  articulo  2b 
de  la  ley  de  16  de  agosto  de  1841 ,  así  como  el  cupo  corres- 
pondiente à  la  misma  provincia  por  razón  de  culto  y  clero. 
Ley  de  presup.  de  23  de  mayo  de  184b.. 

Con  igual  fecha  se  espidió  el  real  decreto  que  establece  el 
nuevo  sistema  tributario  ,  y  puede  verse  en  el  Suvlemenlo 
al  Diccionario  de  Escriche  después  del  artículo  Contribución 
de  bienes  inmuebles,  cultivo  y  ganadería,  con  varias  reales 
órdenes  y  aclaraciones,  tarifas  y  todo  lo  concerniente  á  la 
materia. 

-J-  CONTRIBUCIÓN  de  consumos.  Véase  Derecho  de 
consumo. 

-j-  CONTRIBUCIÓN  de  culto  y  clero.  Se  estableció 
sobre  la  propiedad,  la  industria  y  el  comercio  por  la  ley  de 
14  de  agosto  de  1841  para  los  gastos  del  culto  y  asignaciones 
personales  del  clero  secular  en  lugar  de  las  prestaciones  de- 
cimales. 

Pero  este  impuesto  ha  sido  posteriormente  refundido  en 
nuevo  sistema  tributario  establecido  por  la  ley  de  presu- 
puestos de  23  de  mayo  de  18?ib.  Véase  Contribución  de  bie- 
nes inmuebles ,  cultivo  y  ganadería  en  el  Suplemento  á  este 
Diccionario. 

j-  CONTRIBUCIÓN  de  inquilinatos.  Quedó  suprimida 
desde  Io.  de  abril  de  18'i6  en  virtud  del  real  decreto  de 
27  de  marzo  del  mismo  año. 

-j-  CONTRIBUCIONES.  Todos  los  años  presentará  el 
Gobierno  á  las  Cortes  el  presupuesto  general  de  los  gastos 
del  Estado  para  el  año  siguiente,  y  el  plan  de  las  contribu- 
ciones y  medios  para  llenarlos,  como  asimismo  las  cuentas 
de  la  recaudación  é  inversion  de  los  caudales  públicos  para 
su  examen  y  aprobación. 

No  podrá  imponerse  ni  cobrarse  ninguna  contribución  ni 
arbitrio  que  no  esté  autorizado  por  la  ley  de  presupuestos  ú 
otra  especial.  Arts.  75  y  76  de  la  Constitución  de  1845. 

CONTUMACIA.  La  tenacidad  ó  pertinacia  en  no  res- 
ponder ó  comparecer  en  juicio  el  reo  ó  actor  dentro  del  tér- 
mino de  la  citación  ó  llamamiento  hecho  por  el  juez.  Véase 
Rebeldía. 

CONVENCIÓN.  El  consentimiento  de  dos  ó  mas  perso- 
nas sobre  una  misma. cosa  ó  hecho.  Convención  ,  contrato , 
obligación  ,  no  son  términos  sinónimos ,  aunque  en  el  uso  se 
emplean  indiferentemente  los  unos  por  los  otros.  La  palabra 
convención  ó  pacto  es  un  término  general  que  significa  toda 
especie  de  convenio  ó  acuerdo  de  dos  ó  mas  personas  sobre 
una  misma  cosa,  sea  con  intención,  sea  sin  intención  de  obli- 
garse :  Paclio  est  duoruin  pluriumve  in  idem  placitum  consen- 
sus.— Contrato  es  una  especie  de  convención  hecha  con  inten- 
ción de  obligarse  de  un  modo  perfecto ,  animo  conlrahendœ 
obligaiionis.  Una  convención  puede  no  ser  obligatoria  ,  pero 
el  contrato  siempre  lo  es  :  si  tú  y  yo  nos  convenimos  en  salir 
á  paseo  juntos,  hacemos  una  convención  y  no  un  contrato, 
porque  tú  no  puedes  compelerme  á  cumplir  mi  promesa,  la 
cual  no  me  deja  legalmente  obligado  para  contigo  ;  mas  si  yo 
prometo  formalmente  darte  dos  mil  reales,  hacemos  un  con- 
trato, porque  yo  quedo  legalmente  obligado  y  tú  puedes  exi- 
girme el  cumplimiento  de  la  promesa.  Como  no  hay  con- 
trato sin  que  medie  acuerdo  entre  dos  ó  mas  personas ,  un 
contrato  es  siempre  una  convención  ;  pero  una  convención 


no  siempre  es  un  contrato,  pues  que  puede  no  ser  obliga- 
toria. Sin  embargo,  en  el  lenguaje  legal,  como  no  se  habla 
sino  de  reglas  obligatorias  para  todos,  se  entiende  por  con- 
vención la  especie  de  ella  que  se  llama  contrato.  Es  necesa- 
rio por  otra  parte  distinguir  el  contrato  de  la  policitación, 
que  es  la  promesa  todavía  no  aceptada,  solius  offerenlis  pro- 
missum,  la  cual  no  produce  obligación  alguna,  porque  nues- 
tra sola  voluntad  no  puede  obligarnos  hacia  otro.  —  La  obli- 
gación por  último  es  el  vínculo  que  resulta  del  contrato  y 
que  nos  constituye  en  la  necesidad  de  ejecutarlo  :  Vincu- 
lum  juris  quo  nécessita  le  adstringimur  alicujus  rci  solvendœ. 
Véase  Contrato  y  Obligación. 

CONVENTO    jurídico.    Cualquiera  de  los  tribunales 
adonde  en  tiempo  de  los  Romanos  acudían  los  pueblos  de  f. 
la  provincia  con  sus  pleitos,  como  ahora  recurren  á  las 
chancillerías  ó  audiencias. 

CONVICTO.  Se  dice  del  reo  que  aueque  no  ha  confesado 
su  crimen,  está  convencido  de  él  por  las  pruebas  claras  y 
evidentes  que  no  ha  podido  destruir. 

CONVOCATORIA.  La  carta  ó  despacho  con  que  se  cita 
ó  llama  á  muchos  para  que  concurran  á  lugar  determinado; 
y  especialmente  la  que  se  espide  por  el  rey  para  Humar  á 
Cortes. 

CONVOY.  La  escolta  ó  guardia  que  se  destina  por  mar 
ó  por  tierra  para  llevar  con  seguridad  y  resguardo  alguna 
cosa;  y  también  las  mismas  cosas  que  son  escoltadas. 

Cuando  un  buque  mercante  navega  en  compañía  de  un  bu- 
que de  guerra  que  le  da  convoy,  debe  su  patron  ó  capitán 
arreglarse  á  los  órdenes  é  instrucciones  del  comandante  ó  jefe 
del  de  guerra;  y  en  caso  de  desobediencia  ó  separación  vo- 
luntaria, será  castigado  por  el  consejo  de  guerra  ordinario 
según  la  entidad  y  consecuencias  de  su  culpa,  bien  que  en 
las  faltas  de  menor  importancia  podrá  el  mismo  comandante 
imponerle  alguna  multa  pecuniaria  para  su  corrección. — En 
viajes  de  Indias,  el  capitán  ó  patron  que  navegare  en  convoy 
de  espedicion  militar  ó  de  registros  mercantes  en  conserva 
de  bajeles  de  guerra,  y  se  separase  sin  urgente  motivo,  su- 
frirá la  multa  de  1res  mil  escudos;  y  de  doblada  cantidad ,  si  ■ 
hiciere  arribada  contraria  á  las  instrucciones ,  ademas  de 
otras  penas  condignas  à  las  circunstancias  y  á  sus  resultas. 
—  Cualquiera  delito  capital  que  á  bordo  ó  en  tierra  come- 
tieren los  individuos  de  buques  mercantes  convoyados  por 
bajeles  de  guerra,  se  mandará  sustanciar  por  el  coman- 
dante ,  en  cuyo  buque  se  mantendrán  presos  los  reos  hasta 
ser  entregados  en  el  departamento  con  los  autos  que  se 
hubieren  formado,  para  que  sojuzguen  por  el  capitán  gene- 
ral respectivo,  ó  bien  en  consejo  de  guerra  según  la  natura- 
leza del  crimen.  Ordenanza  de  las  matrículas  de  mar,  lit.  14, 
arts.  2b,  26  y  27. 

En  los  convoyes  por  tierra,  sean  militares,  sean  arregla- 
dos por  los  mismos  trajinantes  para  ausiliarse  y  defenderse, 
los  cosarios ,  ordinarios ,  arrieros  ó  carruajeros  que  se  sepa- 
ren de  ellos  voluntariamente  ó  por  efecto  de  culpa  suya  ,  se 
hacen  responsables  de  los  daños  y  pérdidas  que  por  esta 
razón  esperimentaren  los  géneros  que  trasportan  ,  pues  que 
los  dueños  se  los  confiaron  bajo  el  anuncio  de  la  seguridad 
del  convoy. 

CÓNYUGES.  El  marido  y  su  mujer.  Véase  Marido  y 
Mujer  casada. 

COPIA.  El  traslado  sacado  á  la  letra  de  cualquier  es- 
crito. La  copia  que  se  saca  de  la  escritura  original ,  no  hace 
fe  sino  en  cuanto  la  autoriza  el  escribano  público  ante  quien 
pasó  ú  otro  que  haya  heredado  ó  adquirido  los  protocolos  de 
este,  ó  que  esté  autorizado  para  ello  por  el  juez  competente 
y  con  citación  de  las  partes.  Todas  las  dudas  que  hubiere 
^obre  el  contenido  de  alguna  copia,  deben  determinarse  pol- 
la escritura  matriz  que  queda  estendida  en  el  protocolo  ó 
registro  que  el  escribano  guarda  en  su  poder.  Cuando  la  co- 


03 


co 


-  512 


3 


có 


pia  de  un  instrumento  público  se  haya  de  presentar  en  un 
tribunal  donde  no  es  conocido  el  escribano  que  la  sacó,  debe 
tomarse  la  precaución  de  legalizarla  con  tres  escribanos  que 
le  conozcan  y  certifiquen  de  su  firma  ,  signo  y  legitimidad. 
Véase   Instrumento. 

COPS.  Cierto  derecho  antiquísimo  que  se  cobra  en  Bar- 
celona sobre  los  granos,  harinas  y  semillas.  La  mitad  de  sus 
productos  se  aplica  al  reverendo  obispo  ,  y  la  otra  mitad  á 
la  hacienda  pública  y  á  varios  partícipes. 

CORMA.  Una  especie  de  prisión  compuesta  de  dos  pe- 
dazos de  madera  que  se  acomoda  al  pié  del  reo  para  impedir 
que  ande  libremente. 

CORNADO.  Moneda  que  corria  en  Castilla  en  el  si- 
glo XIV,  y  tomo  el  nombre  de  una  corona  que  llevaba  im- 
presa. La  escasez  de  dinero  obligó  á  acuñar  los  coronados  ó 
cornados  de  ley  baja,;  pues  3  hadan  una  blanca;  2  un  dine- 
ro ;  y  10  dineros  un  maravedí.  Cotaenares,  historia  de 
Segovia,  cap.  24. 

CORNUDO.  El  marido  cuya  mujer  le  ha  faltado  à  la  fide- 
lidad' conyugal.  El  que  llame  á  otro  cornudo,  tiene  que 
cantar  la  palinodia  ,  esto  es ,  desdecirse  ante  el  alcalde  y 
hombres  buenos  al  plazo  que  el  juez  le  señale,  y  pagar  la 
multa  de  mil  y  doscientos  maravedís,  la  mitad  para  el  fisco, 
y  la  otra  , mitad  para  el  injuriado.  Si  es  hidalgo  el  inju- 
riante, no  es  condenado  á  desdecirse,  sino  á  pagar  dos  mil 
maravedís  con  la  misma  aplicación  ,  y  á  la  pena  que  ade- 
mas se  considere  justa  según  las  circunstancias  y  la  calidad 
de  las  personas.  Ley  1 ,  til.  2b  ,7/6.  12,  Nov.  Rec. 

CORONA.  Ornamento  honorífico  que  ciñe  la  cabeza  ,  y 
según  su  forma  y  sus  adornos  corresponde  al  rey  ó  á  los 
títulos  :  —  el  reino  ó  la  monarquía  ;  y  en  este  sentido  se 
dice  que  ciertas  fincas  ,  rentas  y  derechos  deben  incorpo- 
rarse ó  revertir  á  la  corona  :  —  la  tonsura  clerical  y  el  fuero 
de.  que  gozan  los  que  la  llevan  ;  y  así  llamarse  á  la  corona 
es  declinar  la  jurisdicción  del  juez  secular  por  gozar  del 
fuero  eclesiástico  :  —  cierta  moneda  de  oro  que  batió  Cár- 
.  los  V  el  año  de  1539,  de  peso  de  68  granos  ,  con  dos  quila- 
tes menos  que  los  que  tenia  otra  moneda ,  también  de  oro , 
llamada  noble. 

-J-  CORONEL.  Acerca  de  este  jefe  puede  verse  lo  que 
dice  la  ordenanza  del  ejército  en  el  título  16,  tratado  2°.,  ó  el 
Suplemento  á  este  Diccionario. 

COROZA.  El  capirote  ó  cucurucho  que  se  pone  en  la 
cabeza  por  castigo  :  suele  ser  de  papel  engrudado ,  sube  en 
diminución  poco  mas  ó  menos  de  una  vara  ,  lleva  pintadas 
diferentes  figuras  análogas  al  delito;  y  es  señal  afrentosa  é 
infamante.  ■ 

CORREDOR.  Un  agente  ausiliar  del  comercio  que  tiene 
por  oficio  mediar  entre  los  comerciantes  para  facilitarles  los 
contratos  y  negociaciones  mercantiles  (1).  Estos  agentes  se 
tienen  por  muy  útiles  y  aun  indispensables  en  el  comercio, 
porque  recibiendo  igualmente  las  demandas  y  las  ofertas,  y 
conociendo  las  casas  donde  podrán  encontrar  lo  que  uno 
busca  ó  donde  se  quiere  adquirir  lo  que  otro  trata  de  enaje- 
nar, vienen  á  ser  un  centro  común  y  un  medio  de  comuni- 
cación sin  el  cual  muchas  veces  nopodria  fácilmente  el  ven- 
dedor despachar  sus  mercaderías  ó  efectos ,  ni  el  naviero  ó 
capitán  completar  la  carga  para  su  buque,  ni  el  comprador 
encontrar  los  géneros  ó  el  papel  que  necesita.  Mas  para  que 
tina  institución  tan  ventajosa  no  se  convierta  en  perjudicial 
por  los  abusos  y  maniobras  que  á  su  sombra  pudieran  ha- 
cerse, se  han  tomado  por  la  ley  diferentes  precauciones, 
que  consisten  en  concentrar  el  oficio  de  corredor  en  un  corto 
número  de  sugetos  elegidos ,  en  exigir  de  ellos  ciertas  condi- 


(I)  Ley  53,  tít.  2G,  Part.  2;  Cur.  Füíp.,lib.  1 ,  Com.  ter., 
*ap.  S,  n.  i  ;  Ord.  de  Bilbao,  cap.  13, 


ciones  o  requisitos',  y  en  sujetarlos  á  ciertas  reglas  ért  el 
ejercicio  de  su  profesión.  Tal  es  el  objeto  de  las  disposicio- 
nes que  contiene  el  código  de  comercio  en  los  artículos  si- 
guientes. 

«  Art.  63.  El  oficio  de  corredor  es  viril  y  público.  Los  que 
lo  ejercen  ,  y  no  otros  ,  podrán  intervenir  legítimamente  en 
los  tratos  y  negociaciones  mercantiles  para  proponerlas, 
avenir  á  las  partes,  concertarlas  y  certificar  la  forma  en  que 
pasaron  dichos  contratos.  » 

==  El  oficio  de  corredor  es  viril  y  público  ;  es  decir,  que 
solo  pueden  ejercerle  los  varones  y  no  las  hembras,  y  que  se 
considera  revestido  de  la  fe  pública,  como  el  de  los  notarios 
y  escribanos. 

«  Art.  64.  Las  certificaciones  de  los  corredores  referentes 
al  libro  maestro  de  sus  operaciones ,  y  comprobadas  en 
virtud  de  decreto  judicial  con  los  asientos  de  dicho  iibro, 
hacen  prueba  ,  siempre  que  en  este  no  se  halle  defecto  ni 
vicio  alguno  ;  pero  los  tribunales  admitirán  prueba  en  con- 
trario á  petición  de  parte  legítima.  » 

«  Art.  65.  Los  comerciantes  pueden  contratar  directamente 
entre  sí  y  sin  intervención  de  corredor,  y  sus  contratos  se- 
rán válidos  y  eficaces,  probándose  en  forma  legal;  pero  no 
pueden  valerse  ,  para  que  haga  funciones  propias  de  este 
oficio,  del  que  no  se  halle  en  posesión  y  ejercicio  de  él  por 
legítimo  nombramiento.  » 

«  Art.  66.  No  por  esto  se  entiende  vedado  á  los  comer- 
ciantes que  traten  los  negocios  por  medio  de  sus  dependien- 
tes asalariados,  ó  factores  que  tengan  poder  suyo.  Tampoco 
se  les  prohibe  que  por  oficio  de  amistad  y  benevolencia  se 
ayuden  mutuamente  en  el  progreso  y  conclusion  de  una 
negociación,  interponiendo  su  mediación  entre  los  que  la 
tratan,  siempre  que  no  reciban  por  ello  estipendio  alguno,  y 
que  no  estén  notados  en  el  concepto  público  como  intrusos 
en  las  funciones  propias  de  los  corredores.  » 

«  Art.  67.  Los  comerciantes  que  acepten  en  sus  contratos 
la  intervención  de  persona  intrusa  en  el  oficio  de  corredor, 
pagarán  una  multa  equivalente  al  cinco  por  ciento  del  valor 
délo  contratado;  y  el  que  se  introdujo  á  ejercer  la  corredu- 
ría ilegítimamente  será  multado  en  el  diez  por  ciento  de 
dicho  valor  ;  de  cuya  pena  responderán  mancomunadamente 
los  interesados  en  el  negocio,  siempre  que  el  intruso  carezca 
de  bienes  suficientes  sobre  que  hacer  efectiva  la  multa. 
Cuando  el  valor  de  lo  contratado  no  sea  fijo  ,  se  graduará, 
previo  un  juicio  instructivo  ,  por  el  tribunal  que  conozca  de 
la  causa.  » 

«  Art.  68.  En  el  caso  de  reincidencia  se  agravará  la  pena 
impuesta  en  el  artículo  anterior  á  los  corredores  intrusos 
con  un  año  de  destierro  del  pueblo  donde  delinquieron,  y  en 
el  de  segunda  reincidencia  se  les  desterrará  por  diez  años 
de  la  provincia ,  ademas  de  pagar  la  multa  que  va  determi- 
nada. » 

«  Art.  69.  Los  síndicos  y  adjuntos  de  los  colegios  de  cor- 
redores no  permitirán  que  entren  en  las  bolsas  de  comercio 
las  personas  que  por  notoriedad  ejercen  funciones  de  corre- 
dor sin  autorización  legitima,  y  cuidarán  de  dar  la  queja 
oportuna  al  tribunal  competente  para  que  proceda  contra 
ellas  según  derecho.  » 

«  Art.  70.  En  cada  plaza  de  comerció  habrá  un  número 
fijo  de  corredores  proporcionado  á  su  población ,  tráfico  y 
giro,  que  se  determinará  por  reglamentos  particulares.  » 

«  Art.  71.  Los  corredores  serán  todos  de  nombramiento 
real  (2),  que  recaerá  en  las  personas  que  acrediten  idoneidad 
competente  según  las  leyes  de  este  código.  Los  intendentes 


(2)  Por  lo  que  toca  á  Méjico,  el  art.  5  del  reglamento  de  corre- 
deros ó  bando  de  18  de  noviembre  de  1854,  dice  que  su  nombra- 
miento corresponde  al  ayuntamiento. 
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(ahora  los  jefes  políticos),  con  audiencia  del  tribunal  de  co- 
mercio del  territorio  á  que  corresponda  la  vacante,  y  de  la 
junta  de  gobierno  del  colegio  de  corredores  ,  formarán  una 
lerna  para  cada  correduría  que  haya  de  proveerse ,  instru- 
yendo el  espediente  con  los  documentos  que  acrediten  la 
idoneidad  de  los  propuestos,  y  elevándomelo  original  con  su 
misma  propuesta  para  que  lo  provea  en  quien  sea  de  mi 
soberano  agrado.  » 

«  Art.  72.  Con  respecto  à  los  oficios  de  correduría  que  se 
hallan  enajenados  de  la  corona ,  y  reducidos  á  propiedad 
particular,  se  conserva  íntegro  é  ileso  el  derecho  que  perte- 
nezca á  los  propietarios  ,  según  el  título  primordial  de  la, 
concesión  ,  que  deberán  producir  en  el  consejo  de  hacienda 
para  obtener  su  confirmación  en  los  seis  meses  inmediatos  á 
la  promulgación  de  esta  ley.  Pasado  dicho  término  sin  ha- 
berlo verificado,  caducará  el  privilegio ,  y  no  tendrá  valor 
alguno  ,  revertiendo  á  mi  corona  el  derecho  de  libre  nom- 
bramiento. » 

=  Por  real  orden  de  28  de  noviembre  de  1830  se  prorogó 
este  término  por  dos  meses  mas. 

«  Art.  75.  Los  propietarios  de  las  corredurías  que  por  el 
título  de  su  adquisición  tengan  la  facultad  de  arrendarlos, 
usarán  de  ella  ;  pero  los  arriendos_  se  harán  por  la  vida  del 
arrendatario  y  no  por  tiempo  limitado.  » 

«  Art.  TU.  Aun  en  el  caso  del  artículo  precedente  quedan 
siempre  obligados  los  que  hayan  de  ejercer  el  oficio  de  cor- 
redor, ya  sean  propietarios,  ó  ya  sean  los  cesionarios  nom- 
brados legítimamente  por  estos  ,  á  solicitar  y  sacar  en  cada 
vacante  un  título  personal,  que  no  se  espedirá  sino  me- 
diante que  se  haga  constar  la  idoneidad  correspondiente  con 
arreglo  á  las  disposiciones  de  este  código  ,  y  que  el  solici- 
tante tiene  derecho  al  oficio.  » 

«  Art.  7S.  Ninguno  puede  ser  corredor  que  no  sea  natural 
de  los  reinos  de  España ,  y  esté  domiciliado  en  ellos  :  ha  de 
ser  también  mayor  de  veinte  y  cinco  años,  y  acreditar  seis 
años  de  aprendizaje  en  el  comercio,  hecho  en  el  despacho 
de  algún  comerciante  matriculado,  ó  de  un  corredor  auto- 
rizado que  tengan  su  residencia  en  plaza  donde  haya  tribu- 
nal de  comercio.  » 

«  Art.  76.  No  pueden  ser  corredores  :  —  Io.  los  estranje- 
ros ,  á  menos  que  no  hayan  obtenido  la  naturalización  en  la 
forma  prescrita  por  las  leyes  :  —  2o.  los  menores  de  veinte 
y  cinco  años,  aun  cuando  hayan  sido  emancipados  :  —  3o.  los 
aclesiásticos ,  los  militares  en  servicio  activo,  y  los  funcio- 
narios públicos  y  empleados  de  nombramiento  real,  cual- 
quiera que  sea  su  clase  y  denominación  :  —  k°.  los  comer- 
ciantes quebrados  que  no  hayan  sido  rehabilitados:  —  5o.  los 
que  habiendo  sido  corredores  hubiesen  sido  destituidos  del 
oficio.  » 

«  Art.  77.  Todo  el  que  aspire  á  una  plaza  de  corredor 
deberá  acreditar  su  idoneidad,  con  arreglo  á  lo  que  prescri- 
ben los  dos  artículos  anteriores ,  ante  el  intendente  de  la 
provincia  (ahora  ante  el  jefe  político),  quien  pidiendo  el 
informe  de  la  junta  de  gobierno  del  colegio  de  corredores  á 
que  pertenece  la  plaza  á  que  aspira,  lo  habilitará  para  hacer 
su  solicitud  si  no  resulta  tacha  legal  que  le  obste,  y  lo  tendrá 
presente  en  las  propuestas.  » 

«  Art.  78.  El  que  haya  sido  provisto  en  una  correduría  no 
entrará  á  ejercerla  hasta  que  haya  sido  examinado  y  decla- 
rado apto  y  capaz  para  ello  por  la  junta  del  colegio  de  cor- 
redores á  que  corresponda  su  oficio.  El  examen  recaerá 
sobre  las  nociones  generales  del  comercio  ,  y  las  que  se  re- 
fieran especialmente  á  las  operaciones  ras  frecuentes  en  la 
plaza  que  ha  de  ejercerlo.  En  las  plazas  en  donde  no  haya 
colegio  de  corredores,  se  hará  el  examen  por  tres  corredo- 
res que  nombre  el  intendente  (ahora  el  jefe  político) ,  dipu- 
tando una  persona  de  su  confianza  que  lo  presida.  » 

«  Art.  79.  Todo  corredor  proyisto  y  aprobado  prestará 


juramento  en  manos  del  intendente  de  la  provincia  (ahora 
del  jefe  político)  de  ejercer  bien  y  fielmente  su  oficio,  cum- 
pliendo con  exactitud  y  puntualidad  todas  las  disposiciones 
legales  que  les  conciernen,  y  se  hará  así  constar  por  dili- 
gencia á  continuación  del  título.  » 

«  Art.  80.  Los  corredores  deben  también  afianzar  el  buen 
desempeño  de  su  oficio  con  una  fianza  de  cuarenta  mil  reales 
en  metálico  en  las  plazas  de  comercio  de  primera  clase  ,  do 
veinte  y  cinco  mil  en  las  de  segunda  ,  y  de  doce  mil  en  las 
de  tercera.  La  designación  de  estas  clases  se  hará  por  un 
reglamento  particular.» 

=  Por  real  orden  de  50  de  enero  de  1850  sé  declaró  :  — 
1°.  que  la  fianza  prevenida  en  este  artículo  se  entienda  sin 
perjuicio  de  lo  que  por  el  derecho  de  servir  las  corredurías 
deban  contribuir  los  corredores  ,  bien  á  la  real  hacienda  en 
las  de  libre  nombramiento,  ó  bien  por  arrendamiento  á  los 
propietarios  en  las  que  se  hallen  enajenadas  de  la  corona  y 
obtengan  la  confirmación  que  prescribe  el  articulo  72  :  — 
2o.  que  por  los  nombramientos  de  corredurías  que  en  lo 
sucesivo  haga  S.  M.,  deberán  prestar  los  agraciados  antes 
de  espedírseles  el  título  un  servicio  de  veinte  mil  rs.  en  las 
plazas  de  comercio  de  primera  clase;  de  diez  mil  rs.  en  las 
de  segunda  ;  y  de  cinco  mil  en  las  de  tercera  :  —  5o.  que  esta 
disposición  se  entienda  con  los  corredores  actualmente  nom- 
brados por  S.  M.,  descontándose  de  estas  cuotas  las  que- 
hubiesen  pagado  al  tiempo  de  su  nombramiento  los  que  las 
ejercen,  y  quedando  relevados  del  canon  anual  que  algunos 
estaban  pagando. 

«  Art.  81.  Estas  fianzas  se  consignarán  por  el  provisto  en 
la  correduría  antes  de  espedírsele  el  título  en  la  caja  de  de- 
pósitos de  la  provincia  ,  y  sobre  ella  se  harán  efectivas  las 
penas  pecuniarias  que  se  impongan  á  los  corredores  por  mala 
versación  en  su  oficio ,  debiendo  reponer  el  interesado  la 
cantidad  que  con  este  objeto  se  segregue  de  la  fianza  en  los 
seis  meses  inmediatos  à  su  estraccion ,  para  que  dicha  fianza 
se  conserve  siempre  integra,  y  de  no  hacerlo  quedará  sus- 
. pensó  en  su  oficio  hasta  que  lo  verifique.  » 

«  Art.  82.  Los  corredores  deben  asegurarse  ante  todas  co- 
sas de  la  identidad  de  las  personas  entre  quienes  se  tratan 
los  negocios  en  que  intervienen,  y  de  su  capacidad  legal  para 
celebrarlos.  Si  à  sabiendas  intervinieren  en  un  contrato  hecho 
por  persona  que  según  la  ley  no  podia  hacerlo ,  responderán 
de  los  perjuicios  que  se  sigan  por  efecto  directo  é  inmediato 
de  la  incapacidad  del  contratante.  » 

«  Art.  85.  En  la  negociación  de  letras  de  cambio  ú  otro 
valor  endosable  son  responsables  de  la  autenticidad  de  la 
firma  del  último  cedente.  » 

«  Art.  8'i .  Propondrán  los  negocios  con  exactitud  ,  preci- 
sión y  claridad,  absteniéndose  de  hacer  supuestos  falsos  que 
puedan  inducir  á  error  á  los  contratantes  ;  y  si  por  este  me- 
dio indujeren  un  comerciante  á  consentir  en  un  contrato 
perjudicial ,  serán  responsables  del  daño  que  le  hayan  cau- 
sado probándoseles  que  obraron  en  ello  con  dolo.  » 

«  Art.  8b.  Se  tendrán  por  supuestos  falsos  haber  propueste 
un  objeto  comercial  bajo  distinta  calidad  que  la  que  se  lo 
atribuye  por  el  uso  general  del  comercio,  y  dar  una  noticia 
falsa  sobre  el  precio  que  tenga  corrientemente  en  la  plaza 
la  cosa  sobre  que  versa  la  negociación.  » 

«  Art.  86.  Guardarán  un  secreto  riguroso  de  todo  lo  quo 
concierne  á  las  negociaciones  que  se  les  encargan ,  bajo  la 
mas  estrecha  responsabilidad  de  los  perjuicios  que  se  siguie- 
ren por  no  hacerlo  así.  » 

«  Art.  87.  Desempeñarán  por  sí  mismos  todas  las  opera- 
ciones de  su  oficio ,  sin  confiarlas  á  dependientes  ;  y  si  por 
alguna  causa  sobrevenida  despues  que  entraron  á  ejercerlo 
se  viesen  imposibilitados  de  evacuar  por  sí  mismos  sus  fun- 
ciones, podrán  valerse  de  un  dependiente  que,  á  juicio  de 
la  junta  de  gobierno  del  colegio,  tenga  la  aptitud  y  mora- 
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lidad  suficiente  para  ausïliarle,  sin  que  por  eso  deje  de  re- 
caer la  responsabilidad  de  la  gestion  de  dicho  dependiente 
sobre  el  corredor  en  cuyo  nombre  interviniere.  » 

«  Art.  88.  En  las  ventas  hechas  con  su  intervención  tienen 
los  corredores  obligación  de  asistir  á  la  entrega  de  los  efectos 
vendidos,  si  los  interesados  lo  exigiesen,  ó  alguno  de  ellos.  » 
«  Art.  89.  En  las  negociaciones  de  letras,  ú  oíros  valores 
endosables,  corre  de  su  cargo  recogerlos  del  cedente,  y 
entregarlos  al  tomador,  así  como  recibir  de  este  el  precio, 
y  llevarlo  al  cedente.  » 

«  Art.  90.  Aunque  por  punto  general  los  corredores  no  res- 
ponden ni  pueden  constituirse  responsables  de  la  solvabilidad 
de  los  contratantes,  son  garantes  en  las  negociaciones  de 
letras  y  valores  endosables  en  favor  del  tomador  de  la  en- 
trega material  de  la  letra ,  ú  otra  especie  de  valor  negociado , 
y  en  favor  del  cedente ,  del  precio  que  le  corresponde  re- 
cibir por  la  letra  ú  otro  valor  cedido ,  á  menos  que  no  quede 
convenido  en  el  contrato  que  los  interesados  se  hagan  estas 
entregas  directamente ,  en  cuyo  caso  queda  también  exone- 
rado el  corredor  de  la  obligación  que  le  impone  el  artículo  ' 
precedente.  » 

«  Art.  9i.  Los  corredores  deben  llevar  un  asiento  formal, 
exacto  y  melódico  de  todas  las  operaciones  en  que  intervie- 
nen ,  espresando  en  cada  artículo  los  nombres  y  domicilios 
de  los  contratantes ,  la  materia  del  contrato ,  y  todos  los 
pactos  que  en  él  se  hicieren.  —  Los  artículos  se  pondrán 
por  orden  riguroso  de  fechas,  en  numeración  progre- 
siva desde  uno  en  adelante ,  que  concluirá  al  fin  de  cada 
año.  » 

«  Art.  92.  En  las  ventas  espresarán  la  calidad,  cantidad 
y  precio  de  la  cosa  vendida  ,  el  lugar  y  época  de  la  entrega, 
y  la  forma  en  que  debe  pagarse  el  precio.  » 

«  Art.  93.  En  las  negociaciones  de  letras  anotarán  las 
fechas ,  términos ,  vencimientos ,  plazas  sobre  que  estén 
giradas,  los  nombres  del  librador,  endosantes  y  pagador, 
los  del  cedente  y  tomador,  y  el  cambio  convenido  entre 
estos.  » 

«  Art.  94.  En  los  seguros  se  espresarán  igualmente,  con 
referencia  á  la  póliza  firmada  por  los  aseguradores ,  los  nom- 
bres de  estos  y  el  del  asegurante ,  el  objeto  asegurado ,  su 
valor,  según  el  convenio  arreglado  entre  las  partes ,  el  lugar 
donde  se  carga  y  descarga,  y  la  descripción  del  buque  en 
que  se  hace  el  trasporte,  que  comprenderá  su  nombre, 
matrícula,  pabellón,  porte,  y  nombre  del  capitán.  » 

«  Art.  95.  Diariamente' se  trasladarán  todos  los  artículos 
del  cuaderno  manual  á  un  registro,  copiándolos  literalmente, 
sin  enmiendas,  abreviaturas  ni  interposiciones,  guardando 
la  misma  numeración  que  lleven  en  el  manual.  —  El  registro 
tendrá  las  mismas  formalidades  que  se  prescriben  en  el  ar- 
tículo 40.  » 

«  Art.  96.  En  caso  de  muerte  ó  destitución  de  un  corredor 
será  cargo  y  responsabilidad  del  sindico  del  colegio  donde 
lo  haya ,  y  donde  no  haya  colegio  del  corredor  mas  antiguo , 
recoger  los  registros  del  corredor  muerto  ó  destituido,  y 
entregarlos  en  la  sec-?elaría  del  tribunal  de  comercio  de  la 
plaza,  donde  se  cus',odiarán  en  depósito  para  entregarlos  á 
su  sucesor  en  el  oficio.  » 

«  Art.  97.  Dentro  de  las  veinte  y  cuatro  horas  siguientes 
á  la  conclusion  de  un  contrato ,  deben  los  corredores  entre- 
gar á  cada  uno  de  los  contratantes  una  minuta  del  asiento 
hecho  en  su  registro  sobre  el  negocio  concluido.  —  Esta  mi- 
ñuta  será  referente  al  registro ,  y  no  al  cuaderno  manual ,  y 
todo  corredor  que  la  librare  ánles  de  que  obre  en  su  registro 
el  articulo,  ó  que  difiera  entregarla,  pasadas  las  citadas 
veinte  y  cuatro  horas  incurrirá  por  primera  vez  en  la  multa 
de  dos  mil  reales ,  que  será  doble  por  la  segunda ,  y  por  la 
tercera  perderá  el  oficio.  » 

«  Art.  98.  En  los  negocios  en  que  por  convenio  de  las 


partes  ó  por  disposición  de  la  ley  haya  de  eslenderse  con- 
trata escrita  ,  tiene  el  corredor  obligación  de  hallarse  pre- 
sente al  firmarla  todos  los,  contratantes,. y  certificar  al  pié 
que  se  hizo  con  su  intervención ,  y  recogiendo  un  ejemplar, 
que  custodiará  bajo  su  responsabilidad.  » 

«  Art.  99.  Se  prohibe  á  los  corredores  toda  especie  de  ne- 
gociación y  tráfico  directo  ni  indirecto  en  nombre  propio , 
ni  bajo  el  ajeno.  —  Así  que ,  no  podrán  hacer  operación 
alguna  mercantil  por  cuenta  propia  :  —  ni  tomar  parte, 
acción  ni  interés  en  ella  :  —  ni  contraer  sociedad  de  ninguna 
clase  y  nominación  :  —  ni  interesarse  en  los  buques  mercantes 
y  en  sus  cargamentos.  —  El  corredor  que  contravenga  á 
esta  disposición  quedará  privado  de  oficio ,  y  perderá  á  be- 
neficio del  real  fisco  todo  el  interés  que  haya  puesto  ó  pueda 
redundarle  en  la  empresa  ó  negociación  mercantil  de  que 
haya  participado.  » 

«  Art.  100.  También  se  les  prohibe  encargarse  de  hacer 
cobranzas  y  pagos  por  cuenta  ajena,  bajo  la  multa  de  mil 
reales  por  primera  vez ,  dos  mil  por  la  segunda ,  y  privación 
de  oficio  por  la  tercera.  » 

«  Art.  101.  Asimismo  se  les  prohibe  que  puedan  salir  fia- 
dores ni  garantes  de  los  contratos  en  que  intervengan.  En  su 
consecuencia  no  podrán  endosar  letras  ni  constituirse  res- 
ponsables del  pago  de  ellas  por  una  obligación  separada , 
cualquiera  que  sea  su  forma  y  nombre ,  ni  responder  en  las 
ventas  al  fiado  de  que  el  comprador  pagará  á  los  plazos  de- 
terminados. » 

«  Art.  102.  Toda  garantía ,  aval  y  fianza  dada  por  un 
corredor  sobre  el  contrato  ó  negociación  que  se  hizo  con  su 
intervención  es  nula ,  y  no  producirá  efecto  alguno  en  juicio, 
perdiendo  ademas  su  oficio  el  corredor  que  la  haya  dado.  » 

«  Art.  103.  Tampoco  pueden  los  corredores  ser  asegura- 
dores y  salir  responsables  de  riesgos  de  especie  alguna ,  ni 
de  las  contingencias  .que  sobrevengan  en  el  trasporte  de 
mercaderías  por  mar  ó  por  tierra ,  bajo  la  misma  pena  de 
perder  su  oficio.  » 

«  Art.  104.  Se  les  prohibe  del  mismo  modo  intervenir  en 
contrato  alguno  ilícito  y  reprobado  por  derecho ,  sea  por  la 
calidad  de  los  contrayentes ,  por  la  naturaleza  de  las  cosas 
sobre  que  versa  el  contrato ,  ó  por  la  de  los  pactos  con  que 
se  haga  :  —  proponer  letras  ó  valores  de  otra  especie ,  y 
mercaderías  procedentes  de  persona  no  conocidas  en  la  plaza, 
sin  que  al  menos  presenten  un  comerciante  que  abone  la 
identidad  de  la  persona  :  —  intervenir  en  contrato  de  venta 
de  efectos  ó  negociación  de  letras  pertenecientes  á  persona 
que  haya  suspendido  sus  pagos.  —  Los  corredores  que  que- 
branten cualquiera  de  estas  disposiciones,  quedarán  sus- 
pensos de  su  oficio  por  dos  años  la  primera  vez ,  seis  la 
segunda,  y  privados  enteramente  de  él  por  la  tercera,  y 
ademas  serán  responsables  de  todos  los  daños  y  perjuicios 
que  hayan  ocasionado  por  su  contravención,  siempre  que  la 
parte  principal  no  tenga  bienes  suficientes  de  que  satisfa- 
cerlos. » 

«  Art.  105.  Asimismo  no  pueden  los  corredores  salir  al 
encuentro  de  los  buques  en  las  bahías  y  puertos,  ni  al  de  los 
carreteros  y  trajineros  en  las  carreteras  para  solicitar  quô 
les  encarguen  la  venta  de  lo  que  conducen  y  trasportan  ,  ni 
á  proponerles  precio  por  ello  ;  pero  bien  podrán  pasar  á  los 
buques  luego  que  estén  anclados,  y  en  libre  plática ,  ó  ir  á 
las  posadas  despues  que  los  trajineros  hayan  entrado  en  ellas 
con  sus  carros  ó  recuas.  » 

«  Art.  106.  Tampoco  pueden  los  corredores  adquirir  para 
sí  las  cosas  cuya  vUlta  les  haya  sido  encargada ,  ni  las  quo 
se  dieron  á  vender  á  otro  corredor,  aun  cuando  pretesten 
que  compran  unas  ú  otras  para  su  consumo  particular,  bajo 
pena  de  confiscación  de  lo  que  compraren  en  fraude  ik 
disposicion.  » 

«  Art.  107.  Ningún  corredor  puede  dar  certificación  sino 
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de  lo  que  conste  de  su  registro ,  y  con  referencia  al  mismo  ; 
pero  bien  podrá  declarar  sobre  lo  que  vio  y  entendió  en 
cualquiera  negocio  cuando  se  lo  mande  un  tribunal  compe- 
tente ,  y  no  de  otro  modo.  » 

«  Art.  108.  Las  certificaciones  que  no  sean  referentes  al 
registro  serán  de  ningún  valor  en  juicio ,  y  los  corredores 
que  las  hayan  librado  incurrirán  en  la  multa  de  dos  mil 
reales  vellón.  » 

«  Art.  1C9.  El  corredor  que  diere  una  certificación  contra 
lo  que  resulta  de  su  libro  maestro,  será  castigado  como 
oficial  público  falsario  con  arreglo  á  las  leyes  penales.  » 

«  Art.  110.  Los  corredores  percibirán  un  derecho  de  corre- 
taje sobre  los  contratos  en  que  intervengan  ,  arreglado  al 
arancel  de  cada  plaza  mercantil.  En  la  que  no  lo  haya  se 
formará  en  seguida  por  el  intendente  de  la  provincia  (hoy 
por  el  jefe  político)  oyendo  instructivamente  al  tribunal  de 
comercio  y  á  la  junta  de  gobierno  del  colegio  de  corredores, 
y  se  remitirá  á  mi  soberana  aprobación.  » 

«  Art.  111.  Los  corredores  de  cada  plaza ,  donde  sean  mas 
de  diez  formarán  una  corporación ,  que  se  denominará  cole- 
gio ,  y  podrán  reunirse  para  tratar  de  la  policía  y  buen  go- 
bierno ele  la  misma  corporación  ,  y  evacuar  los  informes 
que  se  exijan_por  las  autoridades  competentes  sobre  objetos 
de  su  instituto ,  ó  las  cualidades  de  las  personas  que  aspiren 
á  ejercer  estos  oficios.  » 

«  Art.  1 12.  Las  reuniones  no  se  verificarán  en  ningún  caso, 
por  urgente  quesea  ,  sin  previa  noticia  y  licencia  por  escrito 
del  intendente  de  la  provincia  (hoy  del  jefe  político),  quien 
presidirá  la  sesión  por  sí ,  ó  delegará  la  presidencia  en  uno 
de  los  jueces  del  tribunal  de  comercio,  ó  en  otro  juez  ó  ma- 
gistrado ,  y  no  en  persona  que  carezca  de  este  carácter.  » 

«  Art.  113.  Los  colegios  de  corredores  tendrán  una  junta 
de  gobierno ,  compuesta  de  un  síndico ,  que  será  presidente , 
y  dos  adjuntos ,  si  no  pasa  de  diez  el  número  de  la  corpora- 
ción ,  y  escediendo  de  este  número  habrá  dos  adjuntos  mas.  » 

«  Art.  1  lï.  Los  individuos  de  la  junta  de  gobierno  se  nom- 
brarán el  primer  domingo  de  enero  de  cada  año  entre  los 
individuos  de  la  corporación  en  junta  celebrada  en  la  forma 
dispuesta  en  el  artículo  112,  por  pluralidad  de  votos  ,  dán- 
dose cuenta  del  resultado  al  intendente  de  la  provincia  (  hoy 
al  jefe  político  ) ,  quien  en  los  ocho  dias  siguiónos  aprobará 
la  elección,  si  halla  que  se  ha  procedido  en  ella  legalmente, 
oyendo  y  decidiendo  en  dicho  término  las  quejas  que  se  le 
den  contra  ella  ,  y  aprobada  que  sea  lo  comunicará  al  síndico 
cesante  para  que  ponga  en  posesión  á  los  nuevos  electos,  y 
ai  tribunal  de  comercio  del  territorio  para  su  conocimiento.  » 

«  Art.  1 15.  Es  decargo  del  síndico  y  adjuntos  corredores  : 

—  Io.  velar  que  en  las  casas  de  contratación  ó  bolsas  de  co- 
mercio se  observen  las  leyes  y  reglamentos  sobre  el  cambio 
y  el  régimen  interior  de  aquellos  establecimientos ,  y  dar 
cuenta  sin  demora  de  cualquiera  contravención  que  llegue 
á  su  noticia  al  presidente  del  tribunal  de  comercio  déla  plaza: 

—  2o.  fijar,  después  de  haber  examinado  las  notas  de  Lodos 
los  corredores  de  la  plaza ,  los  precios  de  los  cambios  y  mer- 
caderías, y  estender  la  nota  general  que  se  fijará  en  las  bol- 
sas ,  enviando  copia  autorizada  de  ella  al  intendente  de  la 
provincia  (  hoy  al  jefe  político  )  y  al  presidente  del  tribunal 
de  comercio:  —  3o.  llevar  un  registro  exacto  de  estas  mismas 
notas  para  que  los  tribunales  y  autoridades  puedan  estraer 
del  mismo  registro  los  datos  y  noticias  que  convengan  á  la 
buena  administración  de  justicia.  El  intendente  de  la  pro- 
vincia (  hoy  el  jefe  político  )  y  el  tribunal  de  comercio  de  la 
plaza  pueden  también  ordenar  la  presentación  de  dicho  re- 
gistro ,  y  examinarlo  cuando  lo  crean  así  necesario.  También 
pueden  los  particulares  exigir  del  síndico  y  adjuntos  las  cer- 
tificaciones que  convengan  á  su  derecho  de  lo  que  resulte 
del  registro  sobre  precios  de  cambios  y  mercaderías,  y  aque- 
llos se  las  librarán  sin  dificultad  alguna ,  exigiendo  los  dere- 


chos que  se  señalarán  en  los  aranceles  :  —  h°.  celar  que  los 
corredores  no  contravengan  á  ninguna  de  las  disposiciones 
prohibitivas  que  van  prescritas  en  los  artículos  99, 100,  101, 
102,  103,  104,  IOS  y  106  de  este  código;  y  en  caso  que  lo 
hagan  dar  cuenta  inmediatamente  por  escrito  al  intendente 
(  hoy  al  jefe  político  )  y  al  presidente  del  tribunal  de  comer- 
cio ,  bajo  la  multa  de  cinco  mil  reales  en  caso  de  no  hacerlo, 
y  de  separación  de  sus  cargos  :  —  b°.  examinar  los  aspirantes 
á  los  oficios  de  correduría:  —  6o.  evacuar  los  informes  que 
se  les  pidan  por  las  autoridades  y  tribunales  del  reino  sobre 
las  inculpaciones  que  se  hagan  á  algún  individuo  del  colegio, 
con  integridad  y  exactitud  é  imparcialidad  :  —  7o.  dar  su 
dictamen  sobre  las  diferencias  que  puedan  ocurrir  entre  cor- 
redores y  comerciantes  en  razón  de  negociaciones  de  cambio, 
ó  de  mercaderías,  siempre  que  se  16  exija  el  tribunal  ó  jue* 
competente,  y  no  en  otro  caso.  » 

COBESDOH  intérprete  de  navios.  Un  agente  ausiliar 
del  comercio  marítimo  que  tiene  por  oficio  intervenir  en  los 
contratos  de  fletamentos  y  servir  de  intérprete  á  los  capi- 
tanes y  sobrecargos  estranjeros.  El  código  de  comercio  con- 
tiene sobre  estos  corredores  las  disposiciones  siguientes  : 

«  Art.  729.  En  todos  los  puertos  de  mar  habilitados  para 
el  comercio  estranjero ,  habrá  el  número  de  corredores  in- 
térpretes de  navios  que  se  juzgare  necesario  con  proporción 
á  la  estension  de  sus  relaciones  mercantiles.  Para  estos  car- 
gos serán  preferidos  los  corredores  ordinarios  de  la  misma 
plaza,  siempre  que  posean  dos  idiomas  vivos  de  Europa, 
cuyo  conocimiento  será  de  indispensable  necesidad  en  todo 
el  que  haya  de  ser  corredor  intérprete  de  navio.  » 

«  Art.  750.  Sobre  el  nombramiento  ,  aptitud  y  requisitos 
que  han  de  cumplir  los  corredores  de  navios  para  entrar  en 
posesión  de  sus  cargos,  se  observarán  las  disposiciones 
prescritas  con  respecto  á  los  corredores  ordinarios  en  la  sec- 
ción primera,  título  segundo ,  libro  primero ,  con  sola  la  res- 
tricción de  reducirse  á  una  mitad  la  cantidad  designada  para 
las  fianzas  de  estos.  »  —  Véase  Corredor. 

«  Art.  751.  Son  atribuciones  privativas  de  los  corredores 
intérpretes  de  navios:  —  Ia.  intervenir  en  los  contratos  de 
fletamentos  que  los  capitanes  ó  los  consignatarios  de  los  bu- 
ques no  hagan  directamente  con  los  fletadores  :  —  2a.  asistir 
á  los  capitanes  y  sobrecargos  de  naves  estranjeras,  y  ser- 
virles de  intérpretes  en  las  declaraciones,  protestas  y  demás 
diligencias  que  les  ocurran  en  los  tribunales  y  oficinas  pú- 
blicas; bien  que  aquellos  quedan  en  libertad  de  no  valerse 
de  corredor  cuando  puedan  evacuar  por  sí  mismos  estas  di- 
ligencias, ó  les  asistan  en  ellas  sus  consignatarios  :  —  3a. 
traducir  los  documentos  que  los  espresados  capitanes  y  so- 
brecargos estranjeros  hayan  de  presentar  en  las  mismas 
oficinas,  certificando  estar  hechas  las  traducciones  bien  y 
fielmente  ;  sin  cuyo  requisito  no  serán  admitidas  :  —  4a.  re- 
presentar á  los  mismos  en  juicio ,  cuando  ellos  no  compa- 
rezcan personalmente ,  ó  por  medio  del  naviero  ó  consigna- 
tario de  la  nave.  » 

«  Art.  752.  Será  obligación  de  los  corredores  intérpretes 
llevar  tres  especies  de  asientos  :  —  Io.  de  los  capitanes  á 
quienes  presten  la  asistencia  que  compete  á  su  encargo ,  es- 
presando el  pabellón ,  nombre  ,  calidad  y  porte  del  buque, 
y  los  puertos  de  su  procedencia  y  destino  :  —  2o.  de  los 
documentos  que  traduzcan  copiando  las  traducciones  á  la 
letra  en  el  registro  :  —  5o.  de  los  contratos  de  fletamentos 
en  que  intervengan,  espresando  en  cada  artículo  el  nombre 
del  buque  ,  su  pabellón,  matrícula  y  porte,  los  nombres  del 
capitán  y  del  fletador,  el  deslino  para  donde  se  haga  el  fle- 
tamento ,  el  precio  del  flete  y  moneda  en  que  haya  de  ser 
pagado  ,  los  efectos  del  cargamento ,  las  condiciones  espe- 
ciales pactadas  entre  el  fletador  y  el  capitán  sobre  estadías, 
y  el  plazo  prefijado  para  comenzar  y  acabar  de  cargar  ;  re- 
firiéndose sobre  todo  ello  á  la  contrata  original,  firmada  por 
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las  partes ,  de  que  el  corredor  deberá  conservar  un  ejemplar. 

—  Estas  tres  clases  de  asientos  se  llevarán  en  libros  separados 
con  las  formalidades  que  previene  el  artículo  40.  »  —  Véase  < 
Libros  de  comercio. 

«  Art.  733.  Se  prohibe  á  los  corredores  intérpretes  de 
navios  comprar  efectos  algunos  á  bordo  de  las  naves  que 
vayan  á  visitar  al  puerto  para  sí  ni  para  otra  persona.  » 

«  Art.  734.  También  están  sujetos  alas  prohibiciones  pres- 
critas en  los  artículos  99,  100,  101,  103,  104,  106  y  107.  » 

—  Véase  Corredor. 

«  Art.  73b.  En  caso  de  muerte  ó  separación  de  un  corredor 
intérprete  se  recogerán  sus  libros  en  la  misma  forma  que  con 
respecto  á  los  corredores  ordinarios  previene  el  artículo  96.» 

«  Art.  736.  Los  derechos  que  corresponden  á  los  corre- 
dores de  navios  por  sus  funciones,  se  arreglarán  en  cada 
puerto  por  un  arancel  particular,  cuya  aprobación  me  re- 
servo, y  entre  tanto  se  seguirá  la  práctica  que  actualmente 
se  observa.  » 

f  En  el  Suplemento  á  este  Diccionario  se  hallarán  dos 
reales  órdenes  sobre  corredores. 

En  18  de  noviembre  de  1846  se  dictaron  las  reglas  gene- 
rales siguientes  :  Ia.  Los  corredores  que  por  hallarse  impo- 
sibilitados de  ejercer  por  sí  mismos  sus  furíciones ,  pretendan 
usar  de  la  facultad  prescrita  en  el  artículo  87  del  código  de 
comercio ,  habrán  de  acreditar  ante  el  jefe  político  de  la  pro- 
vincia las  causas  de  su  imposibilidad ,  á  fin  de  que  constando 
esta  en  debida  forma ,  se  les  autorice  para  valerse  de  un  de- 
pendiente que  les  sustituyabajo  su  responsabilidad.  2a.  Acor- 
dada esta  autorización,  el  jefe  político  oirá  á  la  junta  de  go- 
bierno del  colegio  de  corredores  de  plaza  sobre  la  aptitud  y 
moralidad  del  dependiente  ,  que  el  corredor  le  proponga  para 
sustituirle.  5a.  Siendo  favorable  al  propuesto  el  informe  de 
la  junta,  y  no  encontrando  el  jefe  político  inconveniente  al- 
guno ,  bajo  otro  concepto ,  para  que  pueda  desempeñar  el 
oficio  de  corredor,  acordará  su  aprobación ,  exigiéndole  en 
calidad  de  sustituto  el  juramento  prevenido  en  el  artículo  79 
del  código ,  y  se  le  dará  á  reconocer  en  la  plaza  para  que ,  á 
nombre  del  corredor  propietario ,  pueda  intervenir  legítima- 
mente en  las  negociaciones  mercantiles. 

COBREDQE  de  baratos.  En  lo  antiguo  se  llamaba  así 
la  persona  que  tenia  por  granjeria  ajustar  por  libranzas  ré- 
ditos de  juros  y  otros  efectos. 

CORREDOR  de  lonja.  Lo  mismo  que  Corredor  de  mer- 
caderías, esto  es ,  el  que  asiste  á  los  mercaderes  para  des- 
pacharles sus  géneros,  solicitando  personas  quelos  compren. 
Véase  Corredor. 

CORREDOR  de  oreja.  Lo  mismo  que  Corredor  de 
cambios ,  esto  es ,  el  que  solo  se  ocupa  de  facilitar  las  nego- 
ciaciones de  dinero  por  préstamos,  descuentos  y  letras  de 
cambio  ú  otros  efectos  endosables.  Véase  Corredor. 

CORREDURÍA.  Ehoficio  ó  ejercicio  de  corredor,  y  la 
diligencia  que  pone  en  cualquier  negocio  de  comercio;  — 
como  también  el  achaque  ,  esto  es,  la  multa  ó  pena  pecu- 
niaria impuesta  por  los  jueces  del  concejo  de  la  Mesta. 

CORREGIDOR.  Magistrado  que  ejercía  jurisdicción  civil 
y  criminal  en  primera  instancia  y  tenia  una  especie  de  ins- 
pección gubernativa  sobre  todo  lo  político  y  económico  en 
los  pueblos  del  territorio  ó  partido  que  le  estaba  asignado. 
Había  corregidores  letrados,  corregidores  políticos  ó  de  capa 
y  espada,  y  corregidores  políticos  y  militares;  y  todos  tenían 
las  mismas  facultades  en  lo  judicial  y  político  ,  con  la  dife- 
rencia de  que  los  segundos  y  terceros  debian  oif  en  los 
asuntos  contenciosos  el  dictamen  de  los  alcaldes  mayores,  qu© 
eran  sus  asesores.  Véase  Alcalde  mayor. 

CORREO.  El  cómplice  con  otro  en  algún  delito  ;  ó  por 
mejor  decir,  el  co-delincuente  ,  estoes,  cualquiera  de  los 
que  han  tenido  en  la  perpetración  de  un  delito  una  parte 
principal  y  no  secundaria.  —  En  el  derecho  romanóse  llaman 


correos  ,  correi ,  de  la  palabra  re  que  significa  cosa  los  que 
prometen  in  solidum  una  misma  cosa  ó  los  que  la  estipulan 
también  in  sohdiim,  con  la  diferencia  de  que  los  que  la  pro- 
meten se  dicen  correi  promitlendi  ó  debendi,  y  los  que  la 
estipulan  se  denominan  correi  slipulandi  ó  credendi.  Nosotros 
llamamos  á  los  primeros  deudores  solidarios,  y  á  los  segun- 
dos acreedores  solidarios.  La  obligación  que  resulta  de  la 
promesa  hecha  in  solidum  ó  mancomunadamente  por  dos  ó 
mas  personas ,  se  dice  en  el  derecho  romano  correal  y  entre 
nosotros  solidaria. — Véase  Cómplice  y  Obligación  solidaria. 

CORREOS  v  postas.  Se  da  el  nombre  de  correos  álos  em- 
pleados que  tienen  el  oficio  de  llevar  y  traer  la  correspon- 
dencia epistolar  ;  y  el  de  postas  á  los  caballos  que  están  pre- 
venidos ó  apostados  en  los  caminos  á  distancia  de  dos  ó  tres 
leguas  para  que  los  correos  y  otras  personas.vayan  con  toda 
diligencia  de  una  parte  á  otra.  También  se  entiende  por 
correo  la  casa ,  sitio  ó  lugar  donde  se  reciben  y  dan  las  car- 
tas; y  por  posta  la  casa  ó  lugar  donde  están  las  postas.  Mas 
principalmente  con  la  espresion  de  correos  y  postas  se  de- 
signa el  establecimiento  público  que  tiene  el  derecho  esclu- 
sivo  de  hacer  pasar  de  unos  puntos  á  otros  los  pliegos  y 
cartas  del  gobierno  y  de  los  particulares  por  cierto  precio 
correspondiente  á  las  distancias  y  al  cuidado  que  exige  tan 
importante  servicio.  Este  establecimiento,  no  solo  está  dotado 
de  los  empleados  necesarios  para  el  gobierno,  dirección  y 
buen  desempeño  de  los  negocios  de  su  instituto ,  sino  que 
ejerce  ademas  jurisdicción  civil  y  criminal  por  medio  de  tri- 
bunales privativos,  esto  es,  en  las  provincias  por  medio  de 
subdelegados  que  conocen  en  primera  instancia  délas  causas 
relativas  al  ramo  y  á  los  empleados  del  mismo ,  y  en. la  corte 
por  medio  de  una  junta  suprema  que  entiende  en  grado  de 
apelación  de  las.  causas  que  se  le  llevan  de  .las  subdelega- 
ciones.  Véase  Fuero  de  correos. 

Los  correos  ,  conductores  y  postillones  que  van  de  oficio, 
tienen  facultad  de  llevar  armas  prohibidas,  y  no  pueden  ser 
detenidos  por  las  justicias  con  ningún  motivo  de  deuda  ni 
aun  de  delito ,  como  este  no  sea  digno  de  pena  corporal;  en 
cuyo  caso  la  justicia  nombrará  sin  dilación  otro  correo  que 
sirva  en  lugar  del  detenido  ,  si  no  hubiere  en  el  pueblo  ad- 
ministrador de  la  renta  que  le  nombre ,  y  formará  en  el  tér- 
mino de  veinte  y  cuatro  horas  las  primeras  diligencias,  que 
remitirá  coifel  reo  al  juez  competente;  ord.  de  cor.,  lit.  23, 
art.  7, y  lit.  24,  art.  2 y  5.  Tampoco  puede  ser  detenida, 
sino  en  casos  de  fundada  sospecha ,  ninguna  persona  que 
viajare  en  posta  ;  ord.  de  cor.,  lit.  12,  art.  7. 

Llegando  correo  ó  conductor  á  pueblo  donde  no  haya  casa 
de  postas ,  será  obligación  de  las  justicias  facilitarle  caba- 
llerías y  todo  lo  demás  necesario ,  para  que  sin  dilación  siga 
su  viaje  hasta  el  lugar  en  que  la  hubiere;  ord.  de  cor., 
til.  24,  art.  7. 

El  que  matare  ó  hiriere  ó  intentare  matar  ó  herir  á  alguno 
de  los  correos  ó  conductores  de  la  correspondencia  del  pú- 
blico ,  incurre  en  la  pena  de  los  matadores  de  ministros  pú- 
blicos que  están  ejerciendo  sus  funciones ,  y  debe  ser  pro- 
cesado por  el  juzgado  de  correos;  ord.  de  cor.,  lit.  11 ,  art.  18 
y  21.  En  casos  de  robos  hechos  á  posta  ó  correo  deben  las 
justicias  y  jefes  militares  ,  bajo  su  responsabilidad,  procurar 
con  toda  eficacia  la  persecución  y  captura  de  los  delincuen- 
tes ,  los  cuales  deben  ser  remitidos  al  subdelegado  del  par- 
tido, para  que  en  el  breve  término  de  un  mes  sustancie  y 
determine  la  causa,  consultando  la  sentencia  cuando  cor- 
responda con  la  sala  del  crimen  del  territorio  ;  ley  14,  tít.  15, 
lib.  5,  Nov.  Rec—  Véase  Carta,  Caminoy  Fuero  de  correos. 

f  En  el  Suplemento  al  Diccionario  de  Escriche  so  hallarán 
varias  reales  órdenes  y  providencias  sobre  el  presente  arti- 
culo ,  ya  con  respecto  á  los  administradores  de  correos  y 
demás  empleados  del  ramo,  ya  con  referencia  á  los  maestros 
de  postas 
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CORRESPONDENCIA.  La  comunicación  por  escrito 
para  tratar  y  avisar  lo  que  se  ofrece  de  una  parte  á  otra  ;  y 
entre  comerciantes  el  trato  que  tienen  entre  sí  sobre  cosas 
de  su  comercio.  Véase  Carta. 

CORRETAJE.  La  diligencia  y  trabajo  que  pone  el  cor- 
redor para  proporcionar  el  despacho  ó  adquisición  de  las 
mercaderías  y  efectos,  y  el  premio  ó  estipendio  que  logra 
por  su  diligencia. 

CORRUPCIÓN.  El  crimen  de  que  se  hacen  culpables  los 
que  estando  revestidos  de  alguna  autoridad  pública  sucum- 
ben á  la  seducción;  como  igualmente  el  crimen  que  come- 
ten los  que  tratan  de  corromperlos  ;  de  suerte  que  la  corrup- 
ción puede  considerarse  como  activa  y  como  pasiva  :  activa 
de  parle  de  los  corruptores  ,  y  pasiva  de  parte  de  los  cor- 
rompidos. Véase  Baratería,  Juez  y  Soborno. 

CORRUPTELA.  La  mala  costumbre  ó  el  abuso  intro- 
ducido contra  ley  ó  derecho.  Véase  Costumbre. 

CORSARIO.  El  que  manda  alguna  embarcación  armada 
en  corso  con  patente  del  gobierno  para  perseguir  á  los  pira- 
tas y  embarcaciones  enemigas  ;  y  el  mismo  buque  ó  navio 
armado  en  corso.  Algunas  veces  se  confúndela  denomina- 
ción de  corsario  con  la  de  pirata ,  quizá  porque  este  y  aquel 
recorren  los  mares  con  objeto  de  apoderarse  de  buques; 
pero  en  realidad  hay  una  gran  diferencia  entre  ellos.  El  pi- 
rata recorre  los  mares  con  buque  armado  sin  comisión  ó 
patente  de  ningún  príncipe  ó  estado  soberano,  sino  solo  de 
su  propia  autoridad ,  con  el  fin  de  apresar  y  apropiarse  por 
la  fuerza  todas  las  naves  que  encuentre.  El  corsario  por  el 
contrario  es  un  simple  particular  que  autorizado  por  su  go- 
bierno con  un  permiso  auténtico,  que  se  llama  patente,  arma 
uno  ó  mas  buques  para  hacer  la  guerra  por  mar  á  los  enemi- 
gos de  la  corona  ó  del  Estado.  El  pirata  es  por  mar  lo  que 
por  tierra  es  un  salteador  de  caminos  ;  y  el  corsario  es  por 
mar  lo  que  por  tierra  es  un  guerrillero.  El  pirata  es  perse- 
guido y  castigado  por  todas  las  naciones,  como  enemigo  de 
todas  ellas ,  aunque  no  haya  robado  sino  buques  de  alguna  : 
mas  el  corsario  es  considerado  como  un  oficial  público  de  su 
gobierno;  de  modo  que  en  caso  de  ser  apresada  la  nave  por 
el  enemigo,  toda  la  tripulación  debe  ser  tratada  como  pri- 
sionera de  guerra. 

En  la  ordenanza  de  corso  de  20  de  junio  de  1801  ,  y  en  los 
arts.  6,  7,  8  y  9,  tít.  10  de  la  ordenanza  de  las  matrículas 
de  mar  de  2  de  agosto  de  1802  {leyes  k  y  6,  tít.  8  ,  lib.  6 , 
Nov.  Rec.)  se  previenen  las  diligencias  que  han  de  practicar  . 
los  que  quieran  armar  en  corso  y  los  ausilios  que  deben  dar- 
les los  comandantes  de  marina  ;  se  conceden  los  privilegios 
y  fuero  de  marina  á  los  empleados  en  el  corso  ,  y  ciertos 
premios  por  las  presas  y  prisioneros  que  hicieren  ;  se  de- 
clara la  competencia  de  las  causas  de  presas  y  el  modo  de 
proceder  en  ellas  ,  se  establecen  las  reglas  que  deben  ob- 
servar los  corsarios,  y  las  penas  de  los  escesos  que  come- 
tieren, con  todo  lo  demás  relativo  á  este  asunto.  Véase 
Presas. 

CORSO.  La  guerra  naval  ó  marítima  que  hacen  algunos 
particulares  autorizados  con  patente  de  su  gobierno  para 
perseguir  álos  enemigos  déla  corona.  Véase  Corsario. 

CORSO  y  mercancía.  Dícese  armado  en  corso  y  mercan- 
cía el  buque  destinado  al  comercio,  que  para  su  seguridad 
trae  piezas  de  artillería  y  mas  tripulación  de  la  necesaria 
para  la  maniobra. 

CORTE.  La  ciudad  ó  villa  donde  reside  el  rey  con  sus  . 
principales  consejos  y  tribunales.  La  ley  27,  lit.  9,  Part.  2  , 
dice  que  esta  denominación  viene  de  la  palabra  latina  co- 
hors,  que  significa  ayuntamiento  de  compañías  ,  por  cuanto 
allí  se  congregan  todos  los  que  deben  honrar  y  guardar  al 
rey  y  su  reino  ;  ó  bien  de  la  palabra  latina  curia,  que  es  el  lu- 
gar donde  se  tiene  la  cura  ó  cuidado  de  todo  lo  que  pasa  en 
la  tierra  y  de  que  cada  uno  logre  su  derecho  ,  añadiendo 


que  en  español  se  llama  corte,  por  eslar  en  ella  la  espada 
de  la  justicia  con  que  se  han  de  cortar  todos  los  malos  he- 
chos. De  aquí  es  que  se  dio  también  el  uombre  de  corle  á  la. 
cnancillería  que  administraba  justicia  siguiendo  siempre  la 
corte  ambulante  de  los  reyes;  y  que  se  designaban  con  la 
denominación  de  casos  de  corle  las  causas  civiles  y  crimina- 
les que  podian  ó  debían  radicarse  desde. la  primera  instancia, 
en  aquel  superior  tribunal. 

[*  CORTE  suprema  de  justicia  (de  Méjico).  La  quinta 
ley  constitucional  establece  lo  siguiente  : 

Art.  1.  El  poder  judicial  de  la  República  se  ejercerá  por 
una  Corte  Suprema  "de  Justicia  ,  por  los  tribunales  superiores 
de  los  departamentos,  por  los  de  Hacianda  que  establecerá 
la  ley  de  la  materia  y  por  los  juzgados  de  primera  instancia. 

Art.  2.  La  Corte  Suprema  de  Justicia  se  compondrá  de 
once  ministros  y  un  fiscal. 

Art.  5.  Representa  al  poder  judicial  en  lo  que  le  perte- 
nece y  no  puede  desempeñarse  por  todo  él  :  debe  cuidar  de 
que  los  tribunales  y  juzgados  de  los  departamentos  estén 
ocupados  con  los  magistrados  y  jueces  que  han  de  compo- 
nerlos ,  y  de  que  en  ellos  se  administre  pronta  y  cumplida- 
mente justicia. 

Art.  h.  Para  ser  electo  individuo  de  la  Corte  Suprema  se 
necesita.  Primero  :  Ser  mejicano  por  nacimiento.  Segundo  : 
Ciudadano  én  ejercicio  de  sus  derechos.  Tercero  :„  Tener  la 
edad  de  cuarenta  años  cumplidos.  Cuarto  :  >ío  haber  sido 
condenado  por  algún  crimen  en  proceso  legal.  Quinto  :  Ser 
letrado  y  en  ejercicio  de  esta  profesión  por  diez  años  á  lo 
menos. 

No  se  necesita  la  calidad  de  mejicano  por  nacimiento  : 
Primero:  En  los  hijos  de  padre  mejicano  por  nacimiento, 
que,  habiendo  nacido  casualmente  fuera  de  la  República  , 
se  hubieren  establecido  eu  ella  desde  que  entraron  en  el 
goce  del  derecho  de  disponer  de  sí.  Segundo  :  En  los  que 
hubieren  nacido  en  cualquiera  parle  de  la  América  que  an- 
tes del  año  de  1810  dependía  de  la  España,  y  que  se  ha  se- 
parado de  ella,  siempre  que  residieran  en  la  República 
antes  da  hacerse  su  independencia.  Tercero  :  En  los  que  , 
siendo  naturales  de  provincia  que  fué  parte  del  terrilorio 
de  la  misma  República  ,  hayan  estado  desde  antes  radicados 
en  esta. 

Art.  5.  La  elección  de  los  individuos  de  la  Corte  Suprema 
en  las  vacantes  que  hubiere  en  lo  sucesivo ,  se  hará  de  la 
misma  manera  y  en  la  propia  forma  que  la  del  Presidente 
de  la  Efepública. 

Art.  6.  Declarada  la  elección ,  se  espedirá  en  el  propio  dia 
el  decreto  declaratorio ,  se  publicará  por  el  Gobierno ,  y  se 
comunicará  al  tribunal  y  al  interesado,  para  que  este  se 
presente  á  hacer  el  juramento  y  tomar  posesión. 

Art.  7.  El  electo  prestará  el  juramento  ante  la  Camarade 
Diputados ,  por  su  receso  ante  la  de  Senadores ,  y  por  el  de 
ambas  ante  la  Diputación  permanente.  Su  fórmula  será  : 
-«  ¿Jurais  á  Dios  nuestro  Señor  guardar  y  hacer  guardar  las 
leyes  constitucionales ,  administrar  justicia  bien  y  cumpli- 
damente, y  desempeñar  con  exactitud  todas  las  funciones 
de  vuestro  cargo  ?  »  Si  así  lo  hiciereis  Dios  os  lo  premie,  y  si 
no ,  os  lo  demande. 

Art.  8.  Si  un  diputado  ,  senador  ó  consejero  fuere  electo 
ministro  ó  fiscal  de  la  Corte  Suprema  de  Justicia,  preferiía 
la  elección  que  se  haga  para  estos  destinos. 

Art.  9.  Los  individuos  de  la  Corle  Suprema  de  Justicia  no 
podrán  ser  juzgados  en  sus  negocios  civiles  y  en  sus  causas 
criminales  ,  sino  del  modo  y  por  el  tribunal  establecido  en 
la  segunda  y  tercera  ley  constitucional. 

Art.  10.  En  cada  dos  años ,  y  en  los  seis  primeros  dias 
del  mes  de  enero  ,  estenderán  el  Presidente  de  la  República 
en  junta  del  Consejo  y  de  ministros ,  el  Senado  y  la  Alta 
Corte  de  Justicia  ,  cada  uno  una  lista  de  nueve  individuos 
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residentes  en  là  capital ,  y  con  las  mismas  calidades  que  se 
requieren  para  los  ministros  de  dicho  supremo  tribunal  á  fin 
de  que ,  como  suplentes ,  puedan  cubrir  las  faltas  de  sus 
magistrados. 

Art.  1 1 .  Estas  listas  se  pasarán  inmediatamente  á  la  Cá- 
mara de  Diputados  ,  y  esta  nombrará  de  entre  los  indivi- 
duos comprendidos  en  ellas  los  nueve  que  ejercerán  el  cargo 
de  suplentes. 

Art.  12.  Las  atribuciones  de  la  Corte  Suprema  de  Justicia 
son  : 

Ia.  Conocer  de  los  negocios  civiles  y  de  las  causas  crimi- 
nales que  se  muevan  contra  los  miembros  del  Supremo  Po- 
íer  Conservador  ,  en  los  términos  y  con  los  requisitos  pre- 
venidos en  el  art.  18  de  la  segunda  ley  constitucional. 

2a.  Conocer  de  las  causas  criminales  promovidas  contra 
el  Presidente  de  la  República,  Diputados  y  Senadores,  Se- 
cretarios del  despacho,  Consejeros  y  gobernadores  de  los 
departamentos ,  bajo  los  requisitos  establecidos  en  la  tercera 
ley  constitucional. 

5a.  Conocer,  desde  la  primera  instancia  ,  de  los  negocios 
civiles  que  tuvieren  como  actores  ó  como  reos  el  Presidente 
de  la  República  y  los  Secretarios  del  despacho ,  y  en  los 
que  fueren  demandados  los  Diputados ,  Senadores  y  Conse- 
jeros. 

4a.  Conocer  en  la  tercera  de  los  negocios  promovidos  con- 
tra los  gobernadores  y  los  magistrados  superiores  de  los  de- 
partamentos ,  y  en  el  mismo  grado  en  las  causas  criminales 
que  se  formen  contra  estos  por  delitos  comunes. 

5a.  Dirimir  las  competencias  que  se  susciten  entre  los  tri- 
bunales ó  juzgados  de  diversos  departamentos  ó  fueros. 

6a.  Conocer  de  las  disputas  judiciales  que  se  muevan  so- 
bre contratas  ó  negociaciones  celebradas  por  el  Supremo 
Gobierno ,  ó  por  su  orden  espresa. 

7a.  Conocer  de  las  causas  de  responsabilidad  de  los  ma- 
gistrados de  los  tribunales  superiores  de  los  departamentos. 

8a.  Conocer  en  todas  instancias  de  las  causas  criminales 
de  los  empleados  diplomáticos  y  cónsules  de  la  República  y 
en  los  negocios  civiles  en  que  fueren  demandados. 

9a.  Conocer  de  las  causas  de  almirantazgo  ,  de  presas  de 
mar  y  tierra ,  crímenes  cometidos  en  alta  mar  y  ofensas 
contra  la  nación  mejicana  en  los  términos  que  designará 
una  ley. 

10a.  Conocer  de  las  causas  criminales  que  deban  formarse 
contra  los  subalternos  inmediatos  de  la  misma  Corte  Su- 
prema por  faltas ,  escesos  ó  abusos  cometidos  en  el  servicio 
de  sus  destinos. 

11a.  Conocer  de  los  recursos  de  nulidad ,  que  se  interpon- 
gan contra  las  sentencias  dadas  en  última  instancia  por  los 
tribunales  superiores  de  tercera  de  los  departamentos. 

12a.  Conocer  de  los  recursos  de  protección  y  de  fuerza, 
que  se  interpongan  de  los  muy  Reverendos  Arzobispos  y 
Reverendos  Obispos  de  la  República. 

13a.  Iniciar  leyes  relativas  á  la  administración  de  justicia, 
según  lo  prevenido  en  la  tercera  ley  constitucional,  y  pre- 
ferentemente las  que  se  dirijan  á  reglamentar  todos  los  tri- 
bunales de  la  nación. 

l!ta.  Esponer  su  dictamen  sobre  leyes  iniciadas  por  el 
Supremo  Gobierno ,  ó  por  los  Diputados,  en  el  mismo  ramo 
de  la  administración  de  justicia. 

15a.  Recibir  las  dudas  de  los  demás  tribunales  y  juzgados 
sobre  la  inteligencia  de  alguna  ley ,  y  hallándolas  fundadas , 
pasarlas  á  la  Cámara  de  Diputados  ,  esponiendo  su  juicio  y 
promoviendo  la  declaración  conveniente. 

16a.  Nombrar  todos  los  subalternos  y  dependientes  de  la 
misma  Corte  Suprema. 

17a.  Nombrar  los  ministros  y  fiscales  de  los  tribunales 
superiores  de  los  departamentos  en  los  términos  siguientes. 

Los  tribunales  superiores  de  los  departamentos  formarán 


listas  de  lodos  los  pretendientes  á dichas  plazas, y  de  los 
demás  que  á  su  juicio  fueren  aptos  para  obtenerlas  :  las  pa- 
sarán en  seguida  al  gobernador  respectivo  ,  quien  en  union 
de  la  junta  departamental,  podrá  escluir  álos  que  estime  . 
que  no  merezcan  la  confianza  pública  del  departamento ,  y 
hecha  esta  operación,  las  devolverán  á  los  mismos  tribuna- 
les. Estos  formarán  de  nuevo  otra  lista  comprensiva  de  los 
que  quedaron  libres  después  de  la  esclnsion,  calificando 
gradual  y  circunstanciadamente  la  aptitud  y  mérito  de  cada 
uno  :  remitida  esta  lista  al  Supremo  Gobierno  ,  podrá  este  , 
con  su  Consejo ,  escluir  á  los  que  crea  que  no  merecen  el 
concepto  y  confianza  de  la  nación  ;  y  pasada  por  último  ala 
Corte  Suprema  de  Justicia  ,  procederá  al  nombramiento  en- 
tre los  que  resulten  espeditos. 

18a.  Confirmar  el  nombramiento  de  los  jueces  propieta- 
rios de  primera  instancia  hecho  por  los  tribunales  superio- 
res de  los  departamentos. 

19a.  Apoyar  ó  contradecir  las  peticiones  de  indultos  que 
se  hagan  á  favor  de  los  delincuentes. 

20a.  Conocer  de  los  asuntos  contenciosos  pertenecientes  al 
patronato  de  que  goce  la  nación. 

21a.  Consultar  sobre  el  pase  ó  retención  de  bulas  pontifi- 
cias ,  breves  y  prescriptos  espedidos  en  negocios  litigiosos. 

22a.  Oir  y  decidir  sobre  los  reclamos  que  se  interpongan 
en  la  capital  de  la  República  acerca  de  la  calificación  hecha 
para  ocupar  la  propiedad  ajena ,  en  los  casos  de  que  trata 
el  párrafo  5°.,  art.  2  de  la  primera  ley  constitucional. 

Art.  15.  La  Suprema  Corle  de  Justicia,  asociándose  con 
oficiales  generales ,  se  erigirá  en  Marcial ,  para  conocer  de 
todos  los  negocios  y  causas  del  fuero  de  guerra  ,  en  los  tér- 
minos que  prevendrá  una  ley ,  bajo  las  bases  siguientes  : 

Ia.  De  esta  Corte  Marcial  solo  los  ministros  militares 
decidirán  en  las  causas  criminales,  puramente  militares. 

2a.  En  los  negocios  civiles  solo  conocerán  y  decidirán  los 
ministros  letrados. 

5a.  En  las  causas  criminales  comunes  y  mixtas  conocerán. 
y  decidirán  asociados  unos  con  otros ,  lo  mismo  que  en  las 
que  se  formen  á  los  comandantes  generales ,  por  delitos  que 
cometan  en  el  ejercicio  de  su  jurisdicción. 

Art.  Ih.  En  esta  Corte  Marcial  habrá  siete  ministros  mili- 
tares propietarios  y  un  fiscal,  cuatro  suplentes  para  los  pri- 
meros y  uno  para  el  segundo.  La  elección  de  todos  se  hará 
de  la  misma  manera  que  la  de  los  ministros  de  la  Suprema 
Corte  de  Justicia, y  disfrutarán  como  estos  de  la  prerogativa 
concedida  en  el'  art.  9.  Sus  calidades  serán  la  Ia.,  2a.,  5a. 
y  4a,  que  espresa  el  art.  U  de  esta  ley,  debiendo  ser  ademas 
generales  de  division  ó  de  brigada. 

Art.  15.  Los  requisitos  para  que  el  Gobierno  pueda  des- 
tinarlos á  cosas  del  servicio ,  serán  los  mismos  que  exige  el 
art.  16  de  esta  ley  en  la  restricción  h,  para  que  puedan  en- 
cargarse de  alguna  comisión  los  ministros  de  la  Suprema 
Corte  de  Justicia. 

Art.  16.  Las  restricciones  de  la  Corte  Suprema  de  Justicia 
y  de  sus  individuos  son  las  siguientes  : 

Ia.  No  podrá  hacer  por  sí  reglamento  alguno,  ni  aun  so- 
bre materias  pertenecientes  á  la  administración  de  justicia, 
ni  dictar  providencias  que  contengan  disposiciones  generales 
que  alteren  ó  declaren  las  de  las  leyes. 

2a.  No  podrá  tomar  conocimiento  alguno  sobre  asuntos 
gubernativos  ó  económicos  de  la  nación. 

5a.  Tampoco  podrá  tomarlo  en  los  contenciosos  que  se 
hallaren  pendientes  en  los  tribunales  de  los  departamentos, 
ó  que  pertenezcan  á  la  jurisdicción  de  su  respectivo  terri- 
torio. 

h3.  Ninguno  de  los  ministros  y  fiscales  de  la  Corte  Supre- 
ma podrá  tener  comisión  alguna  del  Gobierno.  Cuando  este 
por  motivos  particulares  ,  que  interesen  al  bien  de  la  causa 
pública ,  estimare  conveniente  nombrar  á  algún  magistrado 
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para  secretario  del  despacho ,  ministro  diplomático  ú  otra 
comisión  de  esla  naturaleza,  podrá  hacerlo,  con  acuerdo  del 
Consejo,  y  consentimiento  del  Senado. 

5a.  Los  ministros  y  Oséales  de  la  Corte  Suprema  no  po- 
drán ser  abogados  ni  apoderados  en  los  pleitos,  asesores, 
ni  arbitros  de  derecho  ó  arbilradores. 

Art.  17.  La  Corte  Suprema  de  Justicia  formará  un  regla- 
mento para  su  gobierno  interior,  y  desempeño  de  todas  sus 
atribuciones ,  lo  pondrá  desde  luego  en  ejecución ,  y  lo  pa- 
sará después  al  Congreso  para  su  reforma  ó  aprobación.] 

CORTE».  El  cuerpo  legislativo  compuesto  de  los  repre- 
sentantes de  la  nación.  Antiguamente  eran  en  Castilla  la 
junta  de  los  tres  estados  del  reino  :  el  eclesiáslico,  la  nobleza 
y  el  pueblo ,  á  los  cuales  convocaba  el  rey  para  tratar  y  re- 
solver los  negocios  de  mayor  importancia,  revisar  las  leyes 
antiguas  ó  establecer  otras  nuevas ,  imponer  contribuciones. 
declarar  guerra  ó  celebrar  tratados  de  paz.  En  Cataluña 
eran  el  congreso  general  del  principado ,  que  el  rey  convo- 
caba y  presidia  en  persona,  y  que  se  componía  igualmente 
del  clero ,  de  la  nobleza ,  y  de  los  procuradores  de  las  ciuda- 
des y  villas;  bien  que  la  concurrencia  del  clero  no  se  con- 
sideraba indispensable.  En  Navarra  se  componían  de  los 
1res  estados  ó  brazos  de  aquel  reino ,  esto  es ,  del  eclesiás- 
tico, del  de  la  nobleza  ó  militar ,  y  del  de  las  repúblicas  ó 
universidades ,  representado  cada  uno  por  diferentes  per- 
sonas. Las  mas'célebres  fueron  las  de  Aragon,  las  cuales  se 
componían  de  cuatro  brazos  ó  estamentos,  es  á  saber,  de  la 
nobleza  de  primera  clase,  ó  sea  de  los  ricoshombres ,  de  la 
nobleza  inferior,  ó  sea  de  los  caballeros  ó  infanzones ,  de  los 
diputados  de  las  ciudades  y  villas,  y  de  los  representantes 
del  clero.  Ninguna  resolución  podia  adoptarse  en  estas  Cor- 
tes sin  el  consentimiento  unánime  de  todos  sus  individuos  : 
de  modo  que  la  oposición  de  un  solo  voto  bastaba  para 
impedirla.  Su  permiso  era  absolutamente  necesario  para 
imponer  contribuciones  ,  declarar  la  guerra ,  hacer  la  paz  , 
acuñar  ó  alterar  la  moneda.  Tenian  el  derecho  de  velar  en 
todos  los  ramos  de  la  administración  pública  ,  de  reformar 
todos  los  abusos,  y  de  deponer  al  rey  si  faltaba  al  juramen- 
to que  hacia  de  conservar  las  libertades  de  la  nación.  El 
Gran  Justicia,  que  las  presidia  ,  sentado  un  un  trono  y  ro- 
deado de  ricoshombres ,  de  los  infanzones ,  y  de  los  diputa- 
dos del  pueblo  y  del  clero ,  recibía  al  rey  este  juramento  en 
el  acto  de  la  coronación  ;  y  poniéndole  sobre  el  corazón  una 
espada  desnuda ,  le  decía  estas  palabras  memorables  :  «  Nos, 
que  cada  uno  de  nosotros  somos  lanío  como  vos,  y  todos  jun- 
tos mas  que  vos,  os  facemos  rey  si  guardáis  nuestros  fueros 
y  privilegios  ;  el  si  non,  non.  » 

Ahora  no  hay  mas  que  unas  Corles  para  toda  la  monar- 
quía ,  compuestas  de  dos  cuerpos  colegisiadores ,  esto  es , 
del  senado  y  del  congreso  de  diputados,  los  cuales  no  pue- 
den deliberar  juntos  ni  en  presencia  del  rey.  Sus  facultades 
son  :  hacer  las  leyes  con  el  rey,  que  las  sanciona  y  promul- 
ga ;  recibir  al  rey,  al  sucesor  inmediato  de  la  corona ,  y  á  la 
regencia  ó  regente  del  reino ,  el  juramento  de  guardar  la 
Constitución  y  las  leyes;  resolver  cualquiera  duda  de  hecho 
ó  de  derecho  ,  que  ocurra  en  orden  á  la  sucesión  á  la  co- 
rona ;  elegir  regente  ó  regencia  del  reino  ,  y  nombrar  tutor 
al  rey  menor ,  cuando  lo  previene  la  Constitución  ;  hacer 
efectiva  la  responsabilidad  de  los  ministros ,  los  cuales  serán 
acusados  por  el  congreso,  y  juzgados  por  el  senado  ;  exa- 
minar y  aprobar  todos  los  anos  el  presupuesto  general  de 
los  gastos  del  Estado,  y  el  plan  de  las  contribuciones  y  me- 
dios para  llenarlos,  como  asimismo  las  cuentas  de  la  recau- 
dación é  inversion  de  los  caudales  públicos  ;  y  fijar  también 
todos  los  años ,  á  propuesta  del  rey,  la  fuerza  militar  perma- 
nente de  mar  y  tierra.  Constitución  de  1837. 

f  En  i  9  de  julio  de  1857  se  sancionó  la  siguiente  ley  : 

Art.  Io.  El  Senado  y  el  Congreso  de  los  Diputados  no  po- 


drán reunirse  en  un  solo  cuerpo  sino  para  los  actos  de  abrir 
las  Cortes  ;  de  cerrar  sus  sesiones  cuando  el  rey  ó  los  re- 
gentes lo  hagan  generalmente;  de  recibir  el  juramento  al 
rey,  al  sucesor  inmediato  de  la  corona  y  á  la  regencia;  de 
elegir  esta ,  y  de  nombar  tutor  del  rey  menor. 

Art.  2o.  El  rey  ó  quien  ejerza  su  autoridad ,  señalará  el 
dia  ,  la  hora  y  el  lugar  en  que  se  ha  de  verificar  la  reunion 
de  los  cuerpos  colegisladores. 

Art.  5o.  Cuando  los  Senadores  y  Diputados  se  reúnan  en 
un  solo  cuerpo  ,  será  este  presidido  por  el  presidente  quo 
tenga  mas  edad  ,  de  cualquiera  de  los  dos  cuerpos  colegisla- 
dores ;  y  servirán  de  secretarios,  de  entre  los  que  lo  sean  de 
los  mismos,  los  cuatro  que  tengan  menos  edad. 

Art.  4o.  En  estas  reuniones  los  Senadores  y  Diputados  to- 
marán asiento  indistintamente  sin  ninguna  preferencia  ,  y 
darán  su  voto  por  el  orden  que  estuvieren  sentados. 

Art.  b°.  Para  nombrar  regente  ó  regencia  del  reino  y  tutor 
del  rey  menor,  se  requiere  la  presencia  de  la  mitad  mas  uno 
de  los  individuos  que  componen  cada  uno  de  los  cuerpos 
colegisiadores. 

Art.  6o.  Estas  votaciones  se  harán  à  pluralidad  absoluta 
de  votos ,  secretamente  y  por  papeletas  que  se  leerán  en  alta 
voz  al  tiempo  de  hacer  el  escrutinio. 

Art.  7o.  Mientras  esté  pendiente  en  uno  de  los  cuerpos  co- 
legisladores algún  proyecto  de  ley,  no  puede  hacerse  en  el 
otro  ninguna  propuesta  sobre  el  mismo  objeto. 

Art.  8°.  Cada  uno  de  los  dos  cuerpos  colegisladores  puede 
suspender  en  cualquier  estado  los  proyectos  de  ley  que  le 
hayan  sido  propuestos  por  los  individuos  de  su  seno  ;  pero 
no  puede  dejar  de  discutir  y  votar  los  que  le  hayan  sido  re- 
mitidos por  el  rey  ó  por  el  otro  cuerpo  colegislador. 

Art.  9o.  Aprobado  un  proyecto  de  ley  por  uno  de  los 
cuerpos  colegisladores,  se  remitirá  al  examen  del  otro  con 
un  mensaje  firmado  por  el  presidente  y  dos  secretarios.  En 
iguales  términos  se  verificarán  las  comunicaciones  entre  los 
dos  cuerpos  colegisladores. 

Ait.  10.  Si  uno  de  los  cuerpos  colegisladores  modificare 
ó  desaprobare  solo  en  alguna  de  sus  partes  un  proyecto  de 
ley  aprobado  ya  en  el  otro  cuerpo  colegislador  ,  se  formará 
una  comisión  compuesta  de  igual  número  de  Senadores  y 
Diputados  para  que  conferencien  sobre  el  modo  de  conciliar 
las  opiniones.  El  dictamen  de  esta  comisión  se  discutirá  sin 
alteración  ninguna  por  el  Senado  y  el  Congreso;  y  si  fuere 
admitido  por  los  dos ,  quedará  aprobado  el  proyecto  de  ley. 

Art.  11.  Aprobado  un  proyecto  de  ley  por  los  dos  cuerpos 
colegisladores ,  se  presentará  á  la  sanción  del  rey  por  una 
comisión  del  último  que  lo  haya  discutido. 

Art.  12.  Cuando  el  Congreso  declare  que  ha  lugar  á  juzgar 
á  los  ministros  ,  nombrará  los  Diputados  que  han  de  soste- 
ner la  acusación  ante  el  Senado. 

Art.  13.  Cada  uno  de  los  cuerpos  colegisladores  fijará 
anualmente  ,  con  independencia  del  otro ,  el  importe  de  los 
gastos  precisos  para  la  conservación  del  edificio  en  que  ce- 
lebre sus  sesiones  y  para  el  pago  de  sus  oficinas  y  depen- 
dientes. Véase  Congreso  de  los  Diputados  y  Setiado. 

CORTESÍA.  En  el  giro  de  letras  eran  los  dias  que  se 
concedian  al  que  habia  de  pagar  ,  después  de  cumplido  el 
término  señalado  en  ellas.  Véase  Dias  de  cortesía. 

COSA.  Todo  lo  que  existe  física  ó  moralmente ,  escepto 
el  hombre,  si  no  es  en  los  países  en  que  el  hombre  es  esclavo, 
porque  los  esclavos  eran  y  son  todavía  considerados  como 
cosas.  La  jurisprudencia  se  ocupa  principalmente  de  la3 
cosas  en  cuanto  son  susceptibles  de  posesión;  mas  luego  que 
caen  en  la  posesión  de  un  hombre  toman  la  denominación 
de  bienes,  sin  perder  por  eso  el  de  cosas.  Así  es  que  el  agua, 
los  árboles  ,  los  animales  salvajes  son  cosas  mientras  nadie 
los  posee;  pero  luego  que  alguno  se  apodera  de  ellos,  pasan 
á  la  clase  de  bienes.  En  suma,  el  nombre  de  cosas  en  juris- 


prudencia  tiene  mas  estension  que  el  de  bûmes,  :  aquel  se 
aplica  á  todo  lo  que  puede  poseerse,  y  este  á  todo  lo  que  se 
posee  y  se  halla  en  nuestro  patrimonio.  Las  cosas  son  el  se- 
gundo objeto  del  derecho ,  así  como  las  personas  son  el  pri- 
mero, y  las  acciones  el  segundo. 

Según  las  leyes  del  tit.  28 ,  Part.  5 ,  se  dividen  las  cosas 
con  respecto  á  su  posesión  ó  dominio  :  —  Io.  en  comunes, 
que  son  las  que  no  siendo  privativamente  de  ninguno  en 
cuanto  á  la  propiedad,  pertenecen  á  todos  los  hombres  del 
,.  mundo  en  cuanto  al  uso;  como  el  aire  ,  el  agua  de  la  lluvia, 
el  mar  y  sus  playas  :  —  2o.  en  públicas ,  que  son  las  que  en 
cuanto  á  la  propiedad  pertenecen  á  un  pueblo  ó  nación  ,  y 
¡  en  cuanto  al  uso  á  todos  los  habitantes  de  su  distrito  ;  como 
los  rios ,  riberas ,  puertos'y  caminos  públicos  :  —  3o.  en  con- 
cejiles ó  universitarias,  que  son  las  que  en  cuanto  á  la  propie- 
dad pertenecen  á  una  ciudad ,  villa  ó  lugar,  y  en  cuanto  al 
uso  à  todos  y  cada  uno  de  sus  vecinos;  como  las  fuentes, 
montes,  dehesas  y  pastos;  bien  que  de  las  de  esta  clase  hay 
algunas  cuyo  uso  no  se  permite  á  cada  vecino  en  particular, 
pues  se  consideran  patrimonio  del  pueblo,  y  su  producto 
se  invierte  en  objetos  de  utilidad  general,  como  se  verá  en 
el  artículo  Propios  :  —  h°.  en  privadas  ó  particulares ,  que 
son  las  que  pertenecen  á  cada  hombre  :  —  5°.  en  cosas  de 
ninguno  ó  cosas  de  derecho  divino ,  que  son  las  que  se  consi- 
deran incapaces  de  propiedad  particular  ,  y  se  subdividen 
en  sagradas,  religiosas  y  santas. 

En  segundo  lugar  consideradas  las  cosas  en  sí  mismas ,  se 
dividen  en  corporales  é  incorporales  :  las  corporales  se  sub- 
dividen en  muebles  è  inmuebles ;> y  las  muebles  en  fungibles 
y  no  fungibles.  Son  cosas  corporales  las  que  pueden  tocarse 
ó  se  hallan  en  la  esfera  de  los" sentidos,  como  una  casa  ,  un 
campo  ,  un  vestido  :  incorporales,  las  que  no  existen  sino 
intelectualmente  ó  no  caen  en  la  esfera  de  los  sentidos , 
como  las  acciones,  las  herencias  ,  las  obligaciones,  las  ser- 
vidumbres y  todos  los  derechos  ;  pues  si  bien  las  cosas  de 
que  se  compone  una  herencia  y  sobre  que  recae  una  obliga- 
ción ó  un  derecho ,  sorí  corporales  ó  materiales. ,  la.  obliga- 
ción empero  ,  el  derecho  y  la  herencia  son  cosas  que  no 
tienen  cuerpo  ni  existencia  real  fuera  de  nuestro  entendi- 
miento :  —  muebles ,  las  que  sin  alteración  ninguna  pueden 
trasladarse  de  una  parte  á  otra,  ya  se  muevan  por  sí  mis- 
mas ,  como  los  animales ,  ya  necesiten  de  una  fuerza  estraña, 
como  los  frutos  de  la  tierra  :  —  inmuebles  ó  raices ,  las  que 
no  pueden  trasladarse  de  un  lugar  á  otro,  como  los  campos 
y  edificios  :  —  fungibles ,  las  que  se  consumen  por  el  primer 
uso  que  se  hace  de  ellas,  ó  las  que  no  pueden  servir  á  su 
destino  principal  sino  en  cuanto  se  destruyen  ó  salen  de 
mano  del  que  las  usa,  ó  por  mejor  decir,  las  que  se  represen- 
tan mutuamente  haciendo  unas  las  funciones  ó  veces  délas 
otras,  como  el  trigo  ,  el  Vino  ,  el  aceite  y  el  dinero  :  —  no 
fungibles,  las  que  no  se  consumen  con  el  primer  uso  que 
se  hace  de  ellas ,  ó  las  que  sirven  á  su  destino  principal  sin 
mudar  de  forma  ó  sin  necesidad  de  salir  de  mano  del  que 
las  usa,  y  mas  propiamente  las  que  no  pueden  representarse 
exactamente  por  otras,  como  un  caballo,  un  vestido,  un 
tonel.  Véase  Bienes,  en  cuyos  diferentes  articulos  se  trata 
¡con  mas  estension  de  todas  estas  divisiones  y  subdivisiones. 
;  |  COSAS  sagradas.  Las  que  están  destinadas  al  servicio 
divino  mediante  su  consagración  solemne;  como  los  tem- 
plos ,  altares  ,  cruces ,  cálices  ,  vestiduras  sacerdotales ,  y 
otras  semejantes  (I).  Véase  Bienes  eclesiásticos. 


(1)  Ley  13,  tít.  28,  Part.  3. —  Cavalario  en  los  dos  primeros  §§ 
del  tratado  de  Sacramcnlis  se  esplica  con  suma  claridad  y  conci- 
sion sobre  este  punto,  diciendo  :  «  Sunt  autem  res  ecclesiastica; 
duplicis  generis,  spirilualcs  neuipe ,  et  corporales.  Spírilualcs 
sunt,  qua;  per  se  ad  procurandam  anima;  salutem  sunt  compárala;, 
cjuales  sunt  gratia  sauclificans ,  sacramenta,  preces,  ritus  sacrj, 


co 

COSAS  religiosas.  Los  lugares  bendecidos  para  enter- 
rar en  ellos  los  cadáveres  de  los  fieles.  En  Roma  habia  la 
costumbre  de  elegir  cada  uno  en  su  heredad  el  paraje  que  le 
parecía  mas  á  propósito  para  su  sepultura;  y  esle  paraje 
quedaba  religioso  y  fuera  del  comercio  de  los  hombres, 
luego  que  se  verificaba  en  él  el  entierro  del  difunto.  Pero 
nosotros  no  reconocemos  mas  lugares  religiosos  que  los  con- 
sagrados ó  bendecidos  por  los  obispos  ,  y  no  enterramos  á 
los  difuntos  sino  en  las  iglesias,  ó  cementerios  (2).  Así  es 
que  si  uno  enterrase  un  cadáver  en  un  campo  que  le  perte- 
teneciese ,  no  por  eso  haria  religioso  el  lugar  de  la  sepultu- 
ra (5).  Véase  Cementerio. 

COSAS  santas.  Las  que  mediante  alguna  sanción  ó  pena 
están  puestas  al  abrigo  de  la  violación  de  los  hombres;  como 
los  muros  y  las  puertas  de  las  ciudades,  cuyo  quebranta- 
miento está  prohibido  con  penade  muerte,  la  cual  se  impone 
cuando  la  violación  se  hace  con  ánimo  doloso,  pero  no  si 
se  hace  sin  él,  pues  en  este  caso  no  se  castiga  sino  con  pena 
estraordinaria  (ti).  Véase  Muros. 

COSA  juzgada.  Lô  que  se  ha  decidido  en  juicio  contra- 
dictorio por  una  sentencia  válida  de  que  no  hay  ó  no  puede 
haber  apelación,  sea  porque  la  apelación  no  es  admisible ,  ó 
se  ha  consentido  la  sentencia ,  sea  porque  la  apelación  no  se 
ha  interpuesto  dentro  del  término  prescrito  por  la  ley,  ó 
habiéndose  interpuesto  se  ha  declarado  por  desierta  (5). 

La  cosa  juzgada  se  presume  verdadera ,  y  la  ley  le  da  el 
carácter  de  irrevocabilidad  ,  no  admitiendo  á  las  partes  á 
probar  lo  contrario  ,  porque  de  otro  modo  los  pleitos  jamas 

jejunia  et  hujus  generis  alia.  Et  quamvis  sacramenta  et  ritus  sacri 
etiam  externis  symbolis  et  actionibus  constent;  non  tameu 
propterea  minus  spiritualia  sunt,  quando  ex  fine  denominantur 
et  describunlur.  Ees  corporales  teudunt  ad  anima;  salutem,  etad 
religionis  exercitium,  non  lamen  per  se  in  spirilualein  salutem 
inflnunt:  earumque  tres  species  statui  possunt,  «ierre  neuipe, 
religiosa}  et  temporales.  Kes  sacrai  Dco  el  rcligioni  consécrala; 
sunt,  ut  divinus  cultus  exerceatur,  veluti  vasa  sacra,  ornamenta 
sacra,  sedes  sacrœ.  Religiosa}  suntdomus  ecclesiastica  auclorilale 
inslruclae,  in  quibus  regulares  el  virgines  Deo  dicatce  vitam  du- 
cunt,  vel  etiam  pauperes  et  infirmi  sustinentur  et  curantur.  Et 
demum  temporales  res  sunt  quœ  ad  clericorum  etpauperum  sus- 
tentalionem,  ad  ceelesias  extruendas  et  reparandas,  ad  vasa  sacra 
et  caetera,  sine  quibus  publicus  cultus  peragi  nequit,  sunt  destí- 
nala;, quales  sunt  oblaliones,  decima;  el  fundí  ccclesiastici.  Quod 
si  ecclesiastica  prsedía  aliquando  spiritualia  dicantur  (c.  2,  ext. 
de  jud.)  id  improprie  fit ,  quod  spiritualibus  inserviant,  ct  co  re- 
ferantur.  » 

(2)  Entre  los  Mejicanos  están  prohibidos  los  enterramientos  en 
poblado,  por  bando  de  15  de  diciembre  de  1833,  como  se  verá  en 
el  art.  Sepultura. 

(3)  Aunque  la  ley  14  ,  tít.  28  ,  Part.  3  ,  llame  lugar  religioso- 
aquel  en  que  está  sepultado  el  euerpo  ó  la  cabeza  de  un  honrare, 
en  el  dia  no  se  entierran  los  cuerpos  de  los  fieles  sino  en  los  luga- 
res consagrados  ó  bendecidos  por  los  obispos,  ni  es  lícito  sepultar 
en  otra  parte;  así  es  que  entre  nosotras  los  lugares  religiosos  se 
reducen  á  las  cosas  sagradas,  como  dice  Alvarez,  Inst.,lib.  2,  tít.  1. 

(4)  Ley  15,  tít.  28,  Part.  3.  —  La  circunstancia  del  dolo  no 
está  espresa  en  la  ley  15,  sino  que  Creg.  López  la  espresa  en  su 
glosa  allí.  Esta  ley  se  estableció  por  Rómulo,  quien  condenó  á 
muerte  á  su  hermano  por  haber  saltado  burlescamento  la  cerca 
de  Roma,  y  al  matarle  Rómulo  pronunció  estas  palabras  :  Sic 
deinde  quicumque  transiliet  mœnia  mea,  según  refiere  Livio.  -• 
No  creo  que  las  palabras  quien  asi  entrase  tengan  todo  el  funda- 
mento que  dice  Grcg.  López,  y  antes  bien  la  prohibición  es  gene- 
ral hasta  con  redundancia,  nin  en  otra  guisa,  en  ninguna  ma- 
nera :  creemos  confirmarlo  la  ley  16,  tít.  28,  Part.  3 ,  sobre  cuyo 
pasaje  que  refiere  cantó  un  poeta  :  Fraterno  primi  maducrunt 
sanguine  mûri. —  Véase  Bob.,  Polit.,  lib.  4,  cap.  1 ,  n.  23. 

(3)  Ley  19,  tít-  22,  Part,  5$  ley  21;  lib.  2,  tít.  2,  Rcc.  Jad. 
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tendrían  fin;  ley  19,  lit.  22,  Part.  5.Deaqu!  viene  la  máxi- 
ma del  derecho  romano  :  Res  judicala  pro  ver  ¡late  habelur. 
Véase  ,  sin  embaego ,  lo  que  se  dice  en  el  artículo  Abrir  el 
juicio. 

Sigúese  de  la  citada  regla,  que  el  demandante  á  cuyo 
favor  se  ha  dado  la  sentencia  puede  pedir  la  cosa  que  fué 
objeto  del  litigio ,  mientras  no  se  prescriba  su  acción ,  al  de- 
mandado, á  sus  herederos,  ó  á  otro  tercer  poseedor  que  no 
mostrase  mejor  derecho;  y  que  igualmente  el  demandado 
absuelto  y  sus  herederos  podrán  oponer  perpetuamente  la 
escepcion  de  cosa  juzgada  contra  el  demandante  ,  sus  here- 
deros ú  otros  cualesquiera  que  en  nombre  de  ellos  pidieren 
la  cosa;  ley  19,  lit.  22,  Pari.  5. 

La  autoridad  de  la  cosa  juzgada  no  tiene  lugar  sino  pre- 
cisamente con  respecto  á  lo  que  ha  sido  objeto  del  juicio.  Es 
necesario  que  la  demanda  se  instaure  sobre  la  misma  cosa  , 
por  la  misma  causa  ,  contra  las  mismas  partes  y  con  la 
misma  calidad  :  Inspiciendum  est,  dice  la  ley  romana,  au 
idem  corpus  sil,  quantitas  eadem,  idem  jus ,  cadem  causa 
pelendi,  et  eadem  condilio  personarían.  Para  que  tenga  lugar 
la  escepcion  de  cosa  juzgada,  es  necesario,  repito,  que  la 
nueva  demanda  se  entable  :  —  Io.  sobre  la  misma  cosa,  y 
no  sobre  otra  diversa.  Así  que,  el  que  ha  demandado  inútil- 
mente una  cosa ,  puede  luego  pedir  el  usufructo  de  ella  :  el 
que  ha  perdido  un  pleito  sobre  el  usufructo,, puede  todavía 
introducir  otro  sobre  el  derecho  de  uso  :  el  que  ha  sucum- 
bido en  el  juicio  posesorio ,  puede  pasar  al  petitorio  ,  aun- 
que no  vice  versa  :  el  que  ha  sido  vencido  en  la  petición  de 
la  totalidad  de  una  herencia,  no  por  eso  pierde  el  derecho  de 
obtener  una  parte.—  2o.  Por  la  misma  causa.  Sigúese  de  aquí, 
que  si  te  he  pedido  veinte  mil  reales  á  título  de  un  depó- 
sito que  pretendía  haberte  hecho  ,  y  he  sucumbido  en  la 
demanda,  nada  estorbará  que  te  vuelva  á  pedir  la  misma 
cantidad  por  razón  de  venta  ,  de  arrendamiento  ,  y  aun  de 
otro  depósito  que  suponga  haberte  hecho  á  tí  ó  á  una  per- 
sona á  quien  has  heredado.  —  5o.  Entre  las  mismas  parles; 
porque  la  cosa  juzgada  no  puede  perjudicar  ni  aprovechar  á 
tercero  :  Res  inler  ulios  judicala  alleri  ñeque  nocere  ñeque 
prodesse  potcst  ;  pues  que  no  seria  justo  que  la  negligencia 
de  uno  de  los  litigantes  causase  daño  á  una  persona  que  no 
intervino  en  el  juicio  ,  ó  que  la  decisión  quizá  mal  fundada 
que  uno  tuvo  la  habilidad  de  obtener,  fuese  beneficiosa  á 
otro.  Véanse  no  obstante  las  escepciones  que  se  aducen  á 
esta  regla  en  la  palabra  Sentencia.  —  h°.  Con  la  misma  ca- 
lidad. Si  habiendo  reivindicado  yo  como  rnia  una.  casa  que 
tú  posees,  se  me  ha  denegado  la  demanda  ,  y  luego  reclamo 
la  propia  casa  como  perteneciente  á  mi  tio  á  quien  he  here- 
dado ,  no  podrás  oponerme  la  primera  sentencia  para  repe- 
ler mi  acción,  porque  entonces  pedia  yo  la  casa  en  mi  propio 
nombre,  y  ahora  la  pido  como  heredero  de  mi  tio  ;  de  suerte 
que  aunque  sea  en  ambos  juicios  la  misma  persona,  no  obro 
en  ellos  con  la  misma  calidad. 

COSA  litigiosa.  Véase  Litigioso  é  innovación. 
COSTADOS.  En  la  genealogía  las  líneas  de  los  abuelos 
paternos  y  maternos  de  una  persona  ;  y  así  se  dice  :  noble 
de  los  cuatro  costados. 

COSTAS.  Los  gastos  que  se  hacen  por  las  partes  en  las 
causas  civiles  ó  criminales.  Todas  las  costas  que  se  causaren, 
en  cualquiera  diligencia  quese  ejecuta  enjuicio,  son  decuenta 
de  la  parte  que  las  pide,  mientras  no  se  determina  en  la  sen- 
tencia cuál  es  la  que  debe  pagarlas.  Por  regla  general ,  el 
litigante  que  sucumbe  ,  sea  actor  ó  reo  ,  es  quien  debe  ser 
condenado  en  las  costas  causadas  al  vencedor,  siempre  que 
resulte  haber  litigado  de  mala  fe  :  mas  no  cuando  aparece 
haber  emprendido  ó  seguido  el  pleito  con  razón ,  sin  que  se 
le  pudiera  poner  la  nota  de  litigante  temerario;  ley  8, 
lit:  22,  Part.  5.  La  condenación  de  costas  suele  pedirse 
juntamente  con  la  pretensión  principal ,  y  aun  basta ,  para 


que  se  entienda  pedida,  la  cláusula  que  se  pone  al  fin  de  las 
demandas ,  contestaciones  y  otros  pedimentos  con  las  pala- 
bras de  fórmula  pido  justicia  con  costas ,  pues  con  esta  cláu- 
sula queda  el  juez  obligado  ádicha  condenación,  que  también, 
podría  imponer  de  oficio.  Véase  Litigante  y  Litisexpensas. 
El  reglamento  de  26  de  setiembre  de  185o  dispone  en  sus 
artículos  2o.  y  5o.  que  los  magistrados  y  jueces  «  deberán 
bajo  la  mas  estrecha  responsabilidad,  cada  uno  en  cuanto  lo 
pertenezca  ,  administrar  y  hacer  que  se  administre  gratui- 
tamente cumplida  justicia  á  los  que  según  las  leyes  estén  en 
la  clase  de  pobres,  lo  mismo  que  á  los  que  paguen  derechos; 
cuidando  también  de  que  en  sus  pleitos  y  causas  los  defien- 
dan y  ayuden  de  balde,  como  deben,  los  abogados  y  curia- 
les :  »  —  y  que  aun  cuando  no  esté  en  la  clase  de  pobre  ,  á 
todo  español  que  denuncie  ó  acuse  criminalmente  algún 
atentado  que  se  haya  cometido  contra  su  persona  ,  honra  ó 
propiedad,  se  le  deberá  administrar  eficazmente  toda  la  jus- 
ticia que  el  caso  requiera ,  sin  exigírsele  para  ello  derechos 
algunos  ni  por  los  jueces  inferiores,  ni  por  los  curiales,  siem- 
pre que  fuere  persona  conocida  y  suficientemente  abonada, 
ó  que  diere  fianza  de  estar  á  las  resultas  del  juicio;  pero  que 
todos  los  derechos  que  se  devenguen,  serán  pagados  después 
del  juicio  por  medio  de  la  condenación  de  costas  que  se  im- 
ponga al  reo  ó  al  acusador  ó  denunciador,  el  cual  debe  su- 
frirla siempre  que  aparezca  haberse  quejado  sin  fundamento. 
Véase  Absolución  y  Acusador. 

La  ley  de  enjuiciamiento  sobre  los  negocios  y  causas  de 
comercio  dice  lisa  y  llanamente  que  :  «  todo  actor  que  no 
pruebe  su  acción  ó  que  la  abandone ,  será  condenado  en 
costas;  »  y  que  «  todo  demandado  contumaz  contra  quien  se 
pronuncie  sentencia  condenatoria',,  será  también  condenado 
en  costas.  »  Arts.  16b  y  168. 

COSTUMBRE.  La  práctica  muy'  usada  y  recibida  que 
ha  adquirido  fuerza  de  ley;  ó  el  derecho  no  escrito  que  se  ha 
introducido  por  el  uso.  La  costumbre  puede  ser  general  ó 
especial  :  será  general  la  que  se  observa  en  todo  el  reino;  y 
especial  la  que  se  observa  solo  en  algún  distrito.  No  ha  do 
confundirse  la  costumbre  con  el  uso  :  el  uso  no  es  mas  que 
un  hecho,  y  la  costtimbre  es  un  derecho  :  puede  haber  uso 
sin  costumbre,  y  no  puede  haber  costumbre  sin  uso  ó  sin  que 
este  la  haya  precedido  :  el  uso  consiste  en  la  repetición  de 
actos  ,  y  la  costumbre  nace  de  esta  repetición  :  el  uso  pues 
produce  la  costumbre ,  la  cual  por  consiguiente  es  un  efecto 
del  uso.  . 

Para  que  el  uso  produzca  la  costumbre  ,  es  necesario  que 
sea  útil  y  no  perjudicial  al  bien  común  ni  contrario  al  dere- 
cho natural;  que  se  establezca  públicamente  y  no  por  actos 
clandestinos  ;  que  sea  consentido  ó  no  contradicho  por  el 
soberano  ;  que  se  haya  observado  constantemente  por  todo 
el  pueblo  ó  la  mayor  parle  de  él  durante  el  espacio  de  diez 
ó  veinte  años;  y  que  se  hayan  dado  con  arreglo  á  él  dos 
sentencias  uniformes,  ose  hayan  desechado  en  juicio  las 
demandas  presentadas  contra  su  observancia;  leyes  1 ,  2,  5, 
4  y  b,  til.  2,  Part.  1  (t).  El  uso  puede  probarse  por  los  es- 
critos públicos,  por  el  testimonio  de  las  personas  mas  ilus- 
tradas y  ancianas  del  pais,  y  por  las  dos  sentencias  uniformes 
dadas  sobre  el  negocio  de  que  se  trata. 

La  costumbre  que  resultare  de  este  uso  es  costumbre 
legítima ,  tiene  fuerza  de  ley,  y  de  consiguiente  produce  sus 

(1)  Es  de  advertir  que  el  glosador  en  la  palabra  dos  juicios  de 
la  ley  5  que  se  cita  ,  dice  :  «  In  omnibus  libris  de  inanuscriptis 
quos  ego  viderim  ,  et  vidi  perinultos  et  antiquissimos,  ad  ,  istud 
passira  Iiabetur  de  treinta  juicios  arriba;  in  libris  excussis,  dicit 
dos  juicios,  et  ista  littera  approbata  fuit  à  regio  Senatu...» 
Véase  en  el  prólogo  del  tít.  2  cit.  la  grande  diferencia  de  uso  á 
costumbre,  corno  la  hay  .de  las  letras  á  las  dicciones  que  con  ellas 
se  forman  :  quia  usus  sonat  factum  ,  consuetudo  jus.  —  Yéo.sa 
sóbrela  materia  al  P.  Murillo,  lib.  1,  desde  el  n,  Uá. 
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efectos  ,  no  solo  cuando  no  hay  ley  en  contrario,  sino  tara-  r 
bien  para  derogar  y  destruirla  anterior  que  le  fuere  opuesta, 
y  para  interpretar  la  dudosa  que  deberá  observarse  según 
el  sentido  que  le  dio  la  costumbre  ;  ley  6,  lit.  1,  Part.  i.  De 
aquí  viene  el  decir  que  hay  costumbre  fuera  de  la  ley,  con- 
tra la  ley,  y  según  la  ley.  Costumbre  fuera  de  la  ley  es  la 
que  decide  los  casos  que  no  han  sido  prevenidos  por  la  ley  : 
Diulurna  consueludo  pro  jure  et  lege  in  his  quee  non  ex 
scriplo  descendant,  observan  solet.  Costumbre  contra,  lá  ley 
es  aquella  que  nunca  admitió  á  la  ley  escrita,  ó  que  después 
de  haberla  admitido  la  derogó  ó  abrogó  insensiblemente  por 
actos  contrarios  á  ella.  Reeüssime  etiam  illud  receplumest, 
ni  leyes  non  solo  suffragio  legislatoris ,  sed  etiam  tácito  con-- 
tensu  pmnium  per  desuetudinem  abrogenlur.  Costumbre 
wgun  la  ley  es  la  que  suponiendo  una  ley  ya  existente ,  la 
pone  en  observancia  y  ejecución  ,  ó  si  es  ambigua  la  in- 
terpreta y  fija  su  sentido  :  Moribus  utentium  ipsee  leyes  con- 
firmanlv.r  :  Óptima  cstlegvm  inlerpres  consueludo. 

'  La  costumbre  ,  aunque  sea  buena  y  legítima,  puede  cesar 
ó  estinguirse  por  dos  causas  :  Ia.  por  otra  costumbre  con- 
traria que  se  introduzca  posteriormente  en  debida  forma  : 
2a.  por  ley  posterior  escrita  que  la  destruya;  ley  6,  til.  2, 
Parí.  i.  Véase  Uso.  f 

COTEJO  de  letras.  El  exáman  que  se  hace  de  dos 
escritos  comparándolos  entre  sí,  para  reconocer  si  son  de 
una  misma  mano.  El  cotejo  de  letras  suele  verificarse,  así 
en  las  causas  civiles  como  en  las  criminales  ;  pero  ni  aun  la 
deposición  uniforme  de  muchos  espertos  sobre  la  semejanza 
ó  desemejanza  de  las  letras  hace  jamas  prueba  suficiente 
para  fallar;  pues  si  bien  los  espertos  pueden  sentar  que  hay 
conformidad  ó  diferencia  entre  dos  escritos  comparados,  no 
tienen  regla  ninguna  para  asegurar  con  certeza  que  ambas 
son  de  una  misma  mano  ó  de  dos  manos  diferentes,  siendo 
asi  que  se  encuentran  muchas  personas  que  saben  imitar 
con  la  mayor  perfección  cualesquiera  letras  ,  y  se  citan  in- 
numerables casos  de  funestas  equivocaciones  en  que  los 
espertos  han  incurrido.  Así  que,  el  cotejo  de  letras  no  puede 
producir  sino  á  lo  mas  un  indicio  ,  como  nos  dice  Baldo  : 
Scriplura  ex  qua  fit  comparaiio  ,  nihil  aliud  est  nisi  argu— 
menlum  à  simili  et  verisimili.  Por  eso  la  ley  119,  tít.  18, 
Part.  5 ,  no  quiere  que  se  admita  la  prueba  de  cotejo  de 
letras  en  los  documentos  privados  que  niega  ser  suyos  la 
parte  contra  quien  se  presentan;  y  la  ley  118,  que  la  admite 
con  respecto  alas  escrituras  públicas  cuando  no  puede  re- 
conocerlas el  escribano  que  las  hizo,  deja  en  el  arbitrio  del 
juez  el  darle  ó  no  darle  valor  según  su  conciencia  ,  aunque 
todos  los  peritos  opinen  de  un  mismo  modo  ;  ca  tal  prueba 
como  esta  tovieron  los  sabios  antiguos  que  non  era  acabada. 
Véase  Instrumento. 

COTO.  El  terreno  acotado  ;  —  el  mojón  que  se  pone  para 
señalar  la  division  de  los  términos  ó  de  las  heredades;  —  la 
población  de  una  ó  mas  parroquias  sitas  en  territorio  de 
señorío;  —  la  convención  que  suelen  hacer  entre  silos  mer- 
caderes de  no  vender  sino  á  determinado  precio  algunas 
cosas  ;  —  el  precio  que  se  pone  por  los  regidores  á  algunos 
artículos  de  consumo  ;  — y  antiguamente  la  pena  pecuniaria 
señalada  por  la  ley.  Véase  Amojonamiento  ,  Monopolio  y 
Postura. 

CR 

CREDENCIALES.  La  carta  que  da  un  gobierno  á  su 
embajador  ó  ministro  para  que  con  su  presentación  sea  ad- 
mitido y  reconocido  como  tal  por  el  jefe  del  estado  á  quien 
se  envia. 

CRÉDITO.  La  deuda  que  alguno  tiene  á  su  favor  :  —  y 
el  libramiento  ,  vale  ó  abono  que  se  da  de  alguna  cantidad  , 
ó  bien  para  pagarla  en  adelante  ,  ó  bien  para  que  la  pague 
en  otro  paraje  algún  corresponsal.  Esta  yoz  se  deriva  de  la 


,  latina  credere,  que  significa  prestar,  fiar,  confiar.  El  que 
presta  ó  fia  á  otro  alguna  cosa,  adquiere  contra  él  un  dere- 
cho; y  este  derecho  se  llama  crédito  :  de  suerte  que  la  pala- 
bra crédito  es  sinónima  de  deuda  activa,  y  designa  por  con- 
siguiente el  derecho  que  tiene  un  acreedor  de  exigir  una 
cantidad  de  dinero  á  cuyo  pago  se  ha  obligado  el  deudor.  El 
crédito  puede  nacer  no  solo  del  préstamo,  sino  también  de 
otras  causas  ,  como  de  una  donación,  de  un  legado,  de  una 
partición,  de  una  venta  ó  de  una  promesa.  El  nombre  de 
crédito  no  solo  se  aplica  al  derecho  que  se  tiene  contra  una 
persona,  sino  también  al  papel  ó  documento  con  que  se  jus- 
tifica este  derecho.  Los  créditos  tienen  las  mismas  califica- 
ciones que  los  acreedores;  y  así  hay  créditos  quirografarios, 
créditos  hipotecarios ,  créditos  privilegiados ,  créditos  perso- 
nales. Véase  Acreedor,  Carla  de  crédito,  Letra  ,  Libranza  y 
Vale. 

CBIADO.  Véase  Amo. 

CRIANZA  de  los  unos.  Véase  Alimentos,  Lactancia  y 
Padre. 

GR2MEN.  El  delito  grave.  Aunque  crimen  y  delito  sue- 
len tomarse  en  un  mismo  sentido  ,  usamos  sin  embargo  la 
palabra  crimen  para  significar  las  acciones  que  la  ley  cas- 
tiga con  penas  aflictivas  ó  infamantes,  y  la  palabra  delito 
para  denotar  los  hechos  menos  graves  que  no  se  castigan 
sino  con  penas  menores.  Mas  la  palabra  delito  es  general  y 
comprende  toda  infracción  de  las  leyes  penales ,  mientras 
que  la  palabra  crimen  es  solo  especial  y  no  recae  sino  sobra 
las  infracciones  mas  perjudiciales  al  orden  público;  de  modo 
que  todo  crimen  es  un  delito,  pero  no  todo  delito  es  un  cri- 
men (1).  Véase  Delito. 

CRÍMEN  de  lesa  majestad.  Véase  Lesa  majestad. 

CRIMINALISTA.  Se  dice  del  autor  que  ha  escrito  so- 
bre materias  criminales ,  y  del  escribano  que  entiende  en 
ellas. 

CRIMINALMENTE.  Por  la  via  criminal  ;  y  así  se  dice  : 
proceder  criminalmente. 

CRISTIANO  nuevo.  El  moro,  judío  ó  pagano  que  se 
convierte  á  la  religion  cristiana.  Antes  no  podia  obtener 
ningún  cargo  honroso,  ni  entrar  en  ningún  gremio  de  arte- 
sanos, ni  ser  admitido  en  ningún  colegio  de  los  que  profesan 
ó  ejercen  alguna  facultad ,  ni  aun  recibir  el  hábito  en  los 
institutos  religiosos;  y  esta  incapacidad  se  estendia  á  toda 
su  descendencia ,  por  mas  cristiana  y  virtuosa  que  fuere. 
Véase  Limpieza  de  sangre. 

CRUJÍA.  El  paso  ó  camino  que  hay  en  las  galeras  de 
popa  á  proa  en  medio  de  los  bancos  de  los  remeros.  Pasar 
crujía  era  sufrir  el  delincuente  el  castigo  que  se  le  daba , 
haciéndole  pasar  por  la  crujía  entre  dos  filas  recibiendo 
golpes  con  cordeles  ó  varas. 

■f  CRUZ  de  maría  Isabel  luisa.  Condecoración  militar 
instituida  en  favor  de  las  clases  de  tropa  de  todas  armas  del 
ejército  y  armada  ,  que  se  lleva  pendiente  de  una  cinta  de 
color  azul  celeste  en  un  ojal  de  la  casaca.  Los  quela  obtienen 
disfrutan  la  ventaja  del  abono  de  dos  años  de  servicio  para 
la  sola  opción  á  los  premios  de  constancia  que  puedan  cor- 
responderles  según  reglamento  y  órdenes  vigentes.  Rl.  dec. 
de  19  de  junio  de  1831.  —  Véase  el  Suplemento  á  este  Dic- 
cionario. 


(1)  Vizcaíno  Pérez,  lib.  4,  §  2  de  su  Código  y  práct.  crim.,  dice 
hablando  del  delito  :  Unas  veces  se  llama  crimen,  otras  maleficio, 
otras  maldad,  y  estas  voces  significan  una  misma  cosa;  pero  con 
toilo,  las  diferencian  los  autores  criminalistas,  porque  por  la  voz 
delito  se  entiende  cualquier  maleficio  doloso  cometido  contra  una 
persona  privada.  Le  llaman  crimen  ,  para  espresar  aquel  delito 
que  se  comete  contra  la  república ,  y  por  el  cual  como  delito  pú- 
blico, se  puede  intentar  acción  criminal  y  no  civil. 


cu 


cu 


—  §13  — 


CU  ÁBRANTE.  La  cuarta  parte  del  as  ó  del  todo  de  la 
herencia.  Véase  As. 

CUADRIENIO  legal.  El  tiempo  de  cuatro  años  que 
tiene  el  menor  para  pedir  la  restitución  in  inlcgrum,  después 
de  haber  llegado  á  la  mayor  edad. 

CUARTA  falcidia.  El  derecho  que  tiene  el  heredero 
instituido  de  deducir  para  sí  la  cuarta  parte  de  los  bienes  de 
la  herencia,  quitando  proporcionalmente  á  los  legados,  fidei- 
comisos particulares  y  donaciones  mor  Us  causa  lo  que  nece- 
site para  formarla  ó  completarla,  cuando  el  testador  repar- 
tió su  hacienda  en  legados  sin  que  quedase  á  lo  menos 
dicha  parte  para  el  heredero  ;  ley  i,  lit.  H,  Part.  6.  Llámase 
falcidia  por  haberla  introducido  en  Roma  el  tribuno  Falci- 
dio. — Para  computarla,  se  ha  de  atender  al  valor  que  tenían 
los  bienes  al  tiempo  de  la  muerte  del  difunto  ,  bajadas  deu- 
das jf  gastos  ,  siendo  por  tanto  del  heredero  el  subsiguiente 
aumento  ó  diminución  de  la  herencia;  leyes  2  y  3  d.  tít.  11, 
Part.  6.  —  No  puede  el  heredero  tomar  la  cuarta  :  Io.  en  los 
legados  pios;  —  2o.  en  los  de  testamento  militar  ;  —  5o.  en 
los  de  cosa  cierta  ,  cuya  enajenación  prohibe  el  testador;  — 
ft°.  cuando  hubiere  pagado  ya  íntegros  algunos  legados  ,  á 
no  ser  que  después  se  descubra  alguna  deuda  del  difunto; 

—  5o.  cuando  cancelase  maliciosamente  el  testamento ,  ú 
ocultase  alguna  de  las  cosas  legadas  ;  —  6o.  cuando  no  hu- 
biese hecho  inventario;  —  7o.  cuando  fuese  descendiente  ó 
ascendiente  del  testador,  pues  entonces  sacaría  su  legítima  ; 

—  8o.  cuando  el  testador  prohibe  espresamente  dicha  de- 
tracción de  la  cuarta.  Leyes  4,  8,  6  y  7,  Ut.  H,  Part.  6. 

CUARTA  marital.  El  derecho  que  tiene  la  viuda  á  la 
cuarta  parte  de  los  bienes  de  su  difunto  marido  ,  en  el  caso 
de  quedar  pobre,  sin  dote  ,  legados  ni  otros  bienes  con  que 
alimentarse;  ley  7,  til.  13,  Part.  6.  La  cuarta  marital  cor- 
responde á  la  viuda  hasta  la  cantidad  de  cien  libras  de  oro 
(que  según  unos  ,  hacen  102,70b  reales  y  30  maravedís  ve- 
llón, y  según  otros,  121,976  reales  y  16  maravedís)  (1)  aun 
cuando  queden  hijos  de  este  matrimonio,'  aun  cuando  con  su 
trabajo  pueda  ganar  el  sustento,  aun  cuando  adquiera  algu- 
nos bienes  después  de  la  muerte  del  marido ,  aun  cuando  su 
marido  le  legue  el  quinto  si  este  no  alcanza  para  sus  regula- 
res «¿imentos  ,  y  tanto  en  el  caso  de  que  el  marido  hubiese 
hecho  testamento  como  en  el  de  que  hubiese  muerto  intesta- 
do, pues  es  una  deuda  legal  á  cuyo  pago  están  sujetos  todos 
los  bienes  del  difunto  (°¿).  Pasando  la  viuda  á  segundas  nup- 

(1)  Del  valor  de  estas  libras  tratan  Covar.,De  veter.  num.  coll., 
cap.  6;  y  Ant.  Goin.,  tom.  2,  Var.,  cap.  4,  n.  6.  Según  Escobar,  de 
raciocin.,  comp.  \ ,  núms.  16  y  17,  y  coinp.  25 ,  cada  libra  tiene 
62  castellanos,  ó  sueldos  de  oro,  y  cada  uno  de  estos  485 
maravedís. 

(2)  Estas  doctrinas  se  deducen  del  principio  de  contemplar  á  la 
mujer  entre  los  acreedores  del  marido,  por  su  cuarta  marital. 
Así  es  que  este  derecho,  que  la  ley  7  de  Partida  confiere  á  la  mu- 
jer, no  puede  estar  derogado  por  la  1,  tít.  8,  lib.  5  de  la  Recop., 
que  habla  de  la  sociedad  legal,  y  nada  previene  en  perjuicio  de 
los  acreedores,  según  dice  Sala,  tom.  2,  pág.  57,  n.  7.  Pero  Alva- 
rez, lib.  3,  tít.  1,  §  5,  en  la  nota,  duda  que  pueda  tener  lugar 
tal  cuarta  parte ,  supuesta  la  ley  citada  de  Recop.,  que  establece 
el  derecho  de  los  ascendientes  y  descendientes  para  heredarse  re- 
cíprocamente en  todos  sus  bienes  ,y  que  para  el  objeto  de  la  ley 
de  Partida,  que  fué  que  la  viuda  no  se  viese  reducida  á  la  indi- 
gencia por  la  muerte  de  su  marido,  al  paso  que  sus  hijos  podían 
abundar  en  riquezas,  pueden  bastar  la  mitad  de  los  gananciales. 
Véase  Greg.  Lop.  en  las  glosas  de  la  ley  7  cit.,  y  el  decreto  de 
7  de  agosto  de  1825  sobre  vinculaciones,  que  después  de  declarar 
libres  esos  bienes  desde  el  27  de  setiembre  de  1820 ,  en  el  art.  12 
establece  :  que  la  parte  de  renta  de  las  vinculaciones  que  los  po- 


das, está  obligada  á  reservar  á  los  hijos  la  propiedad  de  la 
cuarta  ,  y  gozará  solamente  de  su  usufructo  mientras  viva, 
pero  á  falta  de  hijos  la  hará  suya  enteramente  (5).  Si  durante 
el  tiempo  de  su  viudedad  viviere  deshonestamente,  per- 
derá en  pénala  cuarta,  igualmente  que  los  bienes  ganancia- 
les (4).  Véase  Bienes  rescrvables.  Según  algunos  espositorc3 
compete  la  cuarta  también  al  viudo  pobre  ;  poro  no  pa- 
rece que  esta  opinion  haya  sido  adoptada  en  la  práctica. 

CUABTA  trebeliánica.  El  derecho  que  tiene  el  here- 
dero fiduciario  de  deducir  para  sí  la  cuarta  parte  líquida  de 
los  bienes  de  la  herencia  antes  de  restituirlos  al  fideicomisa- 
rio. El  heredero  fiduciario  debe  imputar  en  dicha  cuarta  las 
cosas  que  el  testador  le  hubiere  dejado  ,  y  los  frotes  perci- 
bidos de  la  herencia  antes  de  la  restitución;  como  también 
pagar  a  prorata  las  deudas  del  difunto  juntamente  con  el 
heredero  fideicomisario;  ley  8,  lit.  11 ,  Part.  6.  Llámase 
trebeliánica  esta  cuarta  por  'haberla  esíablecído  entre  los 
Romanos  el  senadoconsulto  Trebeliano.  Véaso  Fhleicomiso. 

CUABTA  puja.  El  aumento  que  se  ofrece  de  la  cuarta 
parte  del  precio  después  del  segundo  ó  último  remate  de  las 
rentas  públicas  ó  de  propios  y  arbitrios  de  los  pueblos.Véase 
Subasta. 

CUARTEAR.  Echar  la  puja  del  cuarto  en  las  rentas  ya 
rematadas. 

CUARTEL.  Cada  uno  de  los  distritos  ó  términos  en  que 
se  suelen  dividir  .las  ciudades  ó  villas  grandes  para  el  me- 
jor gobierno  económico  y  civil  del  pueblo  y  para  la  mas 
pronta  administración  de  justicia,  cuyo  cuidado  se  reparte 
respectivamente  entre  los  regidores  y  magistrados;  —  el 
tributo  que  pagan  los  pueblos  por  el  alojamiento  de  la  tropa, 
y  que  también  se  llama  utensilios  ;  —  y  el  buen  trato  quo  los 
vencedores  ofrecen  á  los  vencidos  cuando  estos  se  entregan 
rindiendo  las  armas. 

f  CUARTEL  de  inválidos.  Se  creó  en  virtud  de  la  ley 
de  6  de  noviembre  de  1837.  —  Véase  el  Suplemento  á  este 
Diccionario. 

CUASI  contrato.  Un  hecho  lícito  puramente  voluntario 
que,  sin  mediar  convención  ni  pacto  êspreso  ,  produce  obli- 
gación á  favor  de  un  tercero  ,  y  á  veces  obligación  recí- 
proca entre  dos  partes.  Podria  llamarse  con  mas  propiedad 
contrato  presunto ,  porque  de  Una  parte  hay  verdadero  con- 
sentimiento ,  y  de  la  otra  se  presume  por  equidad  ó  por  la 
utilidad  que  le  resulta. — Hay  cinco  especies  principales  (b), 
que  son  :  la  administración  de  bienes  ajenos  sin  mandato  de 
su  dueño;  la  de  la  tutela  ó  curaduría;  la  de  una  cosa  co- 
mún; la  aceptación  de  herencia  ;  y  la  paga  de  lo  indebido  : 
todas  las  cuales  se  esplican  en  sus  respectivos  lugares. 

CUASI  delito.  La  acción  ilícita  que  causa  daño  á  otro , 
pero  que  se  ha  hecho  sin  intención  de  dañar  ;  ó  todo  acto 
con  que  se  causa  mal  á  otro  por  descuido  ,  imprudencia  ó 
impericia.  El  cuasi  delito   produce  la  obligación  de  satis— 

seedores  actuales  tengan  consignadas  legítimamente  á  sus  mujeres 
para  cuando  queden  viudas,  se  pagará  á  estas  mientras  deban  per- 
cibiría según  la  estipulación,  satisfaciéndose  la  mitad  á  costa  de 
los  bienes  libres  que  deje  su  marido  ,  y  la  otra  por  la  que  se  re- 
serva al  sucesor  inmediato.  Si  los  poseedores  actuales  no  tuviesen 
consignada  cantidad  alguna  á  sus  mujeres  para  cuando  queden 
viudas,  careciendo  estas  de  bienes  propios  con  que  mantenerse  en 
este  estado  ,  deberán  percibir  durante  su  vida  la  quinta  parte 
de  las  rentas  líquidas  del  mayorazgo ,  que  se  les  pagará  en  los 
términos  esplicados. 

(3)  Ley  26,  tít.  13,  Part.  5  ;  Cast.  en  la  ley  6  de  Toro;  Gra- 
dan. Discept.  for.,  cap.  120. 

(4)  Greg.  Lop.  en  la  ley  7  cit. 

(5)  El  Dr.  Alvarez,  tít.  28,  tom.  5,  numera  seis  principales , 
poniendo  por  tercera  la  herencia,  y  por  quinta  la  aceptación  de 
la  herencia.  No  así  I).  Juan  Sala  ni  Febrero  ,  quienes  distinguen 
los  acreedores  hereditarios  de  los  testamentarios. 
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facer  los  daños  y  perjuicios  que  hubiere  ocasionado.  Así 
es  que  el  juez  es  responsable  del  daño  que  resultare  de  la 
sentencia  dada  injustamente  por  ignorancia;  ley  24,  til.  22, 
Parí.  5  :  el  que  echare  alguna  cosa  a. la  cállelo  es  del  daño 
que  hiciere  á  los  transeúntes ,  quienes  tienen  derecho  de 
pedir  el  pago  doblado  del  daño  á  todos  los  moradores  de  la 
casa,  escepto  á  los- huéspedes,  mientras  no  se  sepa  quién  es 
el  culpable;  ley  2a,  lit.  la,  Part.  7  :  el  propietario  de  un 
animal ,  ó  el  que  se  sirve  de  él,  lo  es  del  daño  causado  por 
el  animal,  sea  que  estuviese  bajo  su  custodia,  sea  que  so 
hubiese  escapado;  leyes  22,  25  y  24,  til.  Ib,  Part.  7  :  el 
dueño  de  un  edificio  lo  es  del  daño  causado  por  su  ruina,  en 
caso  de  que  esta  hubiere  sucedido  por  vicio  de  construcción 
ó  por  Taita  de  reparación,  con  arreglo  á  loque  se  dice  en  el 
art.  Denuncia  de  obra  vieja  :  el  que  tuviere  colgada  ó  puesta 
alguna  cosa  en  paraje  '  de  donde  pueda  caer  á  la  calle ,  lo  es 
del  daño  que  causaré  cayendo ,  y  aun  solo  por  razón  del 
peligro  incurre  en  la  multa  de  diez  mrs.  de  oro;  ley  26, 
til.  18,  Parí.  7  :  el  que  tuviere  en  posada  ó  nave  criados 
que  roben  á  los  viajeros,  debe  pagar  doblada  la  cosa  hur- 
tada ,  por  la  culpa  cíe  tener  malhechores  en  su  servicio  ; 
ley  7,  lit.  14,  Part.  7  :  y  en  una  palabra,  todo  hombre  debe 
responder  no  solo  del  daño  causado  por  hecho  propio  ó  por 
su  negligencia  ó  impericia  ,  sino  también  del  causado  por 
hecho  de  las  personas  que  tiene  á  su  cargo,  y  de  las  cosas  ■ 
que  están  en  su  poder,  siempre  qué  de  su  parte  hubiese  al- 
guna culpa.  Véase  Daño. 

CUATRERO.  El  ladrón  que  hurta'  bestias  ó  ganados. 
Véase  Abigeo. 

CUATROPEA.  El  derecho  de  alcabala  que  se  causa  por 
la  «enta  de  caballerías  en  los  mercados.  Véase  Alcabala:. 

CUBIERTO  ó  simple  cubierto.  Lo  que  debe  dar  el 
patron  al  soldado  alojado  en  su  casa,  y  se  reducé  á  cama, 
agua,  sal,  lus  y  asiento  á  la  lumbre.  Véase  Alojamiento. 

CUCS5AM.  Especie  d'e  tributo  ó  derecho  que  se  pagaba 
sobre  los  granos. 

CUCHILLABA  de  cien  reales.  La  cuchillada  grande. 
Parece  haber  dado  origen  á  esta  locución  el  uso  bárbaro  de 
concertar  con  los  asesinos,  las  muertes  y  heridas  que  habían 
de  dar  á  otros. 

CUCHILLO.  En  sentido  metafórico  se  usa  de  esta  pala- 
bra para  designar  el  derecho  ó  la  jurisdicción  que  uno  tiene 
para  castigar  y  poner  en  ejecución  las  leyes. 

CUENTAS.  Véase  Contador  é  Instrumento  ejecutivo. 

CUERDA.  El  conjunto  de  galeotes  que  van  atados  á 
cumplir  en  Tos  presidios  la  pena  impuesta  por  la  justicia. 

CUERPOS  de  casa  real.  Véase  Fuero. 

CUERPO  del  derecho.  La  colección  auténtica  de  las 
leyes.  Véase  Derecho. 

CUERPO  del  delito.  Entiéndese  comunmente  por  cuerpo 
del  delito  la  cosa  en  que  ó  con  que  se  ha  cometido  un  acto 
criminal,  ó  en  la  cual. existen  las  señales  de  él,  como  por 
ejemplo  el  cadáver  del  asesinado  ,  el  arma  con  que  se  le 
hirió ,  el  hallazgo  de  la  cosa  hurtada  en  poder  del  que  la 
robó,  el  quebrantamiento  de  puerta, la  llave  falsa,  etc.  (1): 

(1)  Los  efectos  resultivos  del  delito  ó  los  signos  de  haberse  co- 
metido, no  se  llaman  por  los  autores  cuerpo  de  delito.  Lo  contra- 
rio dice  Febr.  en  el  tít.  5  del  tom.  7,  n.  5.  «  Cuerpo  del  delito  no 
es, como  algunos  imaginan,  el  efecto  que  resulta  del  hecho  crimi- 
nal, ni  el  instrumento  con  que  este  se  ejecutó,  ni  otras  señales  d¿ 
su  perpetración  :  así  que  las  heridas  ,  el  puñal,  el  hallazgo  de  la 
cosa  hurlada  en  poder  del  que  la  robó,  el  reconocimiento  de  la  es- 
tuprada hecho  por  matronas,  no  deben  llamarse  cuerpo  de  los  de- 
litos de  homicidio,  hurto  y  estupro.  Estos  son  efectos,  signos  ó 
instrumentos,  etc.  »  En  los  mismos  términos  se  esplica  Vilanova 
en  su  JJat.  crini.  for.,  observ.  9,  cap.  2,  n.  8,  y  Gut.,  Práct. 
crim.,  tom.  1,  cap.  4, 


pero  en  rigor  el  cuerpo  del  delito  no  es  otra  cosa  que  la  eje- 
cución, la  existencia,  la  realidad  del  delito  mismo;  y  así 
comprobar  el  cuerpo  del  delito  no  es  mas  que  comprobar  la 
existencia  de  un  hecho  que  merece  pena.  Las  cosas  que  so 
citan  como  cuerpo  del  delito  ,  son  efectos ,  señales,  vesti- 
gios ,  monumentos ,  comprobantes  del  delito,  y  no  su  cuerpo. 

El  cuerpo  del  delito ,  ó  sea  la  existencia  del  delito ,  es  la 
cabeza  y  fundamento  de  todo  proceso  criminal  ;  porque  mien- 
tras no  conste  que  ha  habido  un  delito,  no  se  puede  pro- 
ceder contra  persona  alguna.  Antes  de  buscar  un  homicida, 
es  necesario  tener  la  seguridad  de  que  se  ha  cometido  un 
homicidio,  pues  proceder  contra  el  autor  de  un  crimen  que 
no  consta  haberse  perpetrado  ,  es  lo  mismo  que  buscar  la 
causa  de  un  fenómeno  que  no  aparece.  Asi  lo  dicta  el  buen 
sentido,  y  así  está  sancionado  por  la  ley,  cuando  establece 
que  ningún  español  podrá  ser  preso  sin  que  preceda  infor- 
mación sumaria  del  hecho.  El  mismo  principio  se  halla  adop- 
tado en  la  legislación  ó  en  la  jurisprudencia  de  las  demás 
naciones,  para  evitar  el  peligro  de  perseguir  á  personas 
inocentes  por  delitos  imaginarios  ó  figurados.  Con  efecto,  los 
fastos  judiciales  de  todos  los  paises  nos  presentan  ejemplos 
de  hombres  que  habiendo  desaparecido  de  repente  fueron 
tenidos  por  muertos  y  se  presentaron  al  cabo  de  algún  tiempo 
después  de  haber  perecido  en  el  cadalso  los  supuestos  reos 
á  quienes  se  había  acusado  de  haberlos  asesinado.  En  Dijon 
de  Francia  fué  condenado  un  joven  á  la  pena  de  muerte  pol- 
la presunción  que  se  tuvo  de  que  habia  quitado  la  vida  á 
otro  joven  con  quien  habia  cenado  la  víspera  de  un  viaje 
que  iba  á  emprender  sin  noticia  de  su  familia,  y  cuatro  ó 
cinco  meses  después  de  la  ejecución  de  la  sentencia  regresó 
el  joven  ausente  para  eterno  remordimiento  de  los  jueces 
que  creían  haherle  vengado.  Véase  Arrestar  y  Juicio  infor- 
mativo. 

f  CUERPO  administrativo  del  ejército.  Se  compone- 
de  intendentes  militares  déprimera  y  segunda  clase:  de  co- 
misarios de  guerra  de  primera ,  segunda  y  tercera  clase  :  de 
oficiales  de  administración  desde  la  clase  de  primeros  hasta 
la  de  octavos;  v  dé  aspirantes.  —  Véase  el  Suplemento  á 
este  Diccionario. 

f  CUERPO  ADMINISTRATIVO   DE    LA   ARMADA.   Ha  tomado 

este  nombre  el  que  se  titulaba  del  ministerio  de  Moñna. 
Consta  de  cuatro  intendentes ,  cuatro  comisarios  ordenadores, 
catorce  comisarios  de  guerra,  cincuenta  oficiales  primeros, 
setenta  y  ocho  segundos ,  sesenta  terceros  ,  treinta  cuartos  y 
treinta  meritorios.  Til.  decr.  de  23  de  junio  de  1847.  —  Véase 
el  Suplemento  á  este  Diccionario. 

f  CUERPO  de  administración  civil.  Se  compone  de 
todos  los  empleados  de  la  misma,  dependientes  del  minis- 
terio de  la  Gobernación  del  reino  ,  que  tienen  real  nombra- 
miento y  no  pertenecen  á  cuerpo  especial  facultativo. 

Los  individuos  de  este  cuerpo  se  hallan  divididos  en  las 
categorías  siguientes  :  Ia.  Jefes  superiores.  2a.  Primeros  jefes. 
5a.  Segundos  jefes.  4a.  Subalternos.  Corresponde  su  inspec- 
ción al  subsecretario  del  ministerio.  Rl.  dec.  de  8  de  enero 
de  1844. 

f  CUERPO  de  artillería  de  marina.  Por  real  orden 
de  12  de  febrero  de  1833  quedó  refundida  la  brigada  real  de 
marina  en  este  nuevo  cuerpo.  Consta  actualmente  de  dos 
batallones  de  á  ocho  compañías.  —  El  director  general  de  la 
Armada  es  un  inspector  nato  ,  y  como  subdelegados  suyos 
son  subinspectore.j  los  comandantes  generales  de  los  depar- 
tamentos. Véase  el  Suplemento  citado. 

f  CUERPO  de  carabineros  del  reino.  Fuerza  militar 
destinada  á  proteger  las  rentas  del  Estado ,  y  á  perseguir  el 
contrabando  y  el  fraude  en  todo  el  territorio  de  la  Península 
é  islas  adyacentes.  —  Consta  de  trece  primeros  jefes ,  te- 
nientes coroneles  efectivos  del  .ejército  ;  de  diez  y  siete  se- 
gundos, primeros  comandantes;  de  siete  terceros,  segundos 


comandantes;  de  setenta  V  seis  capitanes  ;  ciento  sesenta  y 
cuatro  tenientes,  y  doscientos-  veintiséis  subtenientes.  Rl. 
dec.  de  1 1  de  noviembre  de  1842.  —  Véase  dicho  Suplemento. 
f CUERPO  de  contramaestres.  Se  divide  en  dos  clases  : 
una  de  servicio  preferente,  y  otra  de  arsenales.  La  prefe- 
rente consta  de  cuarenta  primeros ,  ochenta  segundos  y 
ciento  veinte  terceros;  el  número  déla  asignada  á  arsenales 
es  indeterminado,  no  pudiendo  ser  admitido  á  examen  para 
optar  á  terceros'ningun  individuo  que  no  sepa  leer  ni  escribir 
correctamente  y  que  no  tenga  acreditada  su  conducta.  Rl. 
ora.  de  28  de  noviembre  de  184S.  —  Se  gobierna  este  cuerpo 
por  el  reglamento  aprobado  en  S  de  diciembre  de  1834. 

•f  CUERPO  DE  ESTADO  MAYOR  DEL  EJERCITO.  Se  Compone 

de  un  general  director,  tres  brigadieres , :  nueve  coroneles , 
doce  tenientes  coroneles,  veinticinco  comandantes  ,  sesenta 
capitanes  y  cuarenta  tenientes ,  sin  comprenderlos  supernu- 
merarios de  todas  clases.  Rl.  dec.  de  51  de  mayo  de  1847.  — 
Las  atribuciones  de  este  cuerpo  en  tiempo  de  guerra  y  en  el 
de  paz  se  contienen  en  la  instrucción  de]9  de  enero  de  1858. 

f  CUERPO  de  guardias  alabarderos.  Véase  Alabar- 
deros. 

f  CUERPO  de  guardias  civiles.  Véase  Guardia  civil. 

f  CUERPO  de  ingenieros  de  caminos  ,  canales  y 
puertos.  Se  compone  de  dos  inspectores  generales  ,  seis 
inspectores  de  distrito,  diez  ingenieros,  jefes  de  primera 
clase,  quince  idem  de  segunda,  treinta  y  seis  ingenieros 
primeros ,  cuarenta  y  seis  idem  segundos,  diez  aspirantes 
primeros  y  quince  idem  segundos,  siendo  jefe  de  este  cuerpo 
el  señor  ministro  de  Comercio,  Instrucción  y  Obras  públicas. 
Rls. dees,  cíe  20  de  febrero  y  Io '.  de  julio  de  1847.  Parael  servicio 
propio  de  este  cuerpo  se  halla  dividida  la  Península  en  los 
doce  distritos  que  siguen  :  Madrid ,  Burgos ,  Zaragoza ,  Bar- 
celona ,  Valencia ,  Murcia  ,  Granada ,  Sevilla  .  Cáceres ,  Va- 
lladolid,  León  y  Orense.  —  Véase  dicho  Suplemento. 

y  CUERPO  de  inspectores  de  postas  y  correos.  Se 
compone  de  seis  inspectores  y  doce  subinspectores  de  pri- 
mera y  segunda  clase,  y  cuyo  principal  objeto  es  vigilar 
inmediatamente  las  operaciones  de  las  administraciones  de 
correos  y  paradas  de  postas,  fiscalizar  el  cumplimiento  de 
los  deberes  de  todos  los  empleados  y  afianzar  debidamente 
la  precisión  y  exactitud  necesarias  para  el  mejor  servicio  de 
las  comunicaciones.  Reglam.  de  27  de  abril  de  1844. 

-j-  CUERPO  de  pilotos.  Quedó  éstinguido  en  virtud  del 
real  decreto  de  23  de  octubre  de  1846,  en  el  cual  se  fijó  la 
suerte  de  los  individuos  que  le  componían. 

f  CUERPO  de  sanidad  de  la  ARMADA.  Se  compone  de 
un  director,  cuatro  vicedirectores,  seis  consultores,  veinti- 
cinco primeros  médicos,  cincuenta  segundos  mécheos  y  siete 
ayudantes  de  medicina.  Rl.dec.  del  de  agosto  de  1847. — Tiene 
por  objeto  este  cuerpo  el  servicio  sanitario  en  buques  ,  arse- 
nales, hospitales,  batallones  y  demás  establecimientos  de  ma- 
rina, fijándoselas  funciones,  deberes  y  atribuciones  de  los  pro- 
fesores del  mismo  en  el  reglamento  espedido  con  igual  fecha. 

f  CUERPO  de  sanidad  militar.  Se  compone  de  tres 
directores ,  cuatro  vicedirectores ,  nueve  consultores ,  catorce 
viceconsullores,  ochenta  y  seis  primeros  ayudantes  y  ciento 
diez  y  ocho  segundos  de  la  facultad  médica  ;  un  vicedirector, 
dos  viceconsultores ,  diez  primeros  ayudantes  y  veinte  se- 
gundos de  la  de  farmacia.  Su  reglamento,  de  7  de  setiembre 
de  1846,  consta  de  ciento  ochenta  y  nueve  artículos,  donde  se 
designan  las  obligaciones  y  facultades  de  los  individuos  de 
este  cuerpo. 

f  CUERPO  de  veterinaria  militar.  Le  componen  los 
mariscales  mayores  y  los  segundos  mariscales  de  los  insti- 
tutos montados  del  ejército  y  de  las  remontas  generales  del 
mismo,  bajo  la  dependencia  del  ministerio  de  la  Guerra  é  in- 
mediata dirección  del  inspector  de  caballería.  Rl.  dec.  de  13 
de  junio  de  1843, 
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CUESTIÓN  de  tormento.  La' averiguación,  inquisición 
ó  pesquisa  dé  la  verdad  en  la  tortura.  Creíase  que  por  medio 
del  dolor  se  podría  arrancar'  la  verdad  de  boca  de  un  acu- 
sado ;  pero  la  esperiencia  ha  demostrado  que  mentía  el  que 
podia  sufrirlo,  y  mentía  también  el  que  no  podia  sufrirlo  : 
Menlielur  qui  ferré  poleril ,  menlielur  qui  ferre  non  polcrit, 
Véase  Tormento. 

CULPA.  La  infracción  de  la  ley,  que  uno  comete  libre- 
mente ,  pero  sin  malicia,  por  alguna  causa  que  puede  y  debe 
evitar;  ó  la  acción  ú  omisión  perjudicial  à  otro,  en  que  uno 
incurre  por  ignorancia  ,  impericia  ó  negligencia. 

La  culpa  es  de  tres  maneras,  lata,  leve  y  levísima;  La 
culpa  lata  consiste  en  no  emplear  con  respecto  á  las  cosas 
de  otro  aquel  cuidado  y  diligencia  que  Lodos  los  hombres  , 
aun  los  menos  solícitos ,  suelen  poner  en  sus  cosas  ó  en  sus 
negocios;  como  si  un  porteador  deja  la  carga  en  la  puerta  de 
la  posada  ó  en  otro  paraje  de  donde  fácilmente  puede  robarla 
y  la  roba  con  efecto  cualquiera, transeúnte.  La  culpa  leve  con- 
siste en  no  poner  uno  en  la  conservación  de  la  cosa  que  debe 
restituir,  ó  en  el  manejo  del  negocio  de  que  está  encargado, 
aquel  cuidado  y  diligencia  que  comunmente  ponen  los  bue- 
nos padres  de  familia  en  sus  negocios  ó  en  sus  cosas;  como 
si  el  porteador  deja  la  carga  en  el  cuarto  de  la  posada  que 
se  le  destina  ,  pero  sin  cerrar  la  puerta.  Por  fin  la  culpa 
levísima  consiste  en  no  poner  toda  la  atención  y  esmero  que 
los  padres  de  familia  mas  vigilantes  y  cuidadosos  suelen 
aplicar  en  la  custodia  de  sus  cosas  y  manejo  de  sus  nego- 
cios ;  como  si  el  porteador,  aunque  deje  la  carga  en  su  cuarto 
y  cierre  la  puerta  ,  no  toma  luego  la  precaución  de  examinar 
si  la  puerta  queda  bien  cerrada.  Esta  esplicacion  es  con- 
forme á  la  tey  11  ■>  til.  55,  Part.  7.  _„y'         ' 

Todo  el  que  comete  una  culpa  ,  debe  responder  del  daño 
que  por  ella  se  siguiere  á  otro  ;  y  esto  es  lo  que  se  llama 
prestar  la  culpa.  Mas  esta  responsabilidad  no  es  igual  en  to- 
dos los  contratos,  pues  en  unos  se  presta  solo  la  culpa  lata, 
en  otros  la  leve  ,  y  en  algunos  hasta  la  levísima;  de  modo 
que  aquí  tiene  que  responder  el  contrayente  de  sus  descui- 
dos mas  lijeros ,  allí  de  los  que  no  suele  padecer  el  buen 
padre  de  familias,  y  acullá  solo  de  las  grandes  faltas  en  que 
no  incurren  sino  los  hombres  sumamente  descuidados  ó 
ineptos.  —  Para  distinguir  los  casos  en  que  corresponde  la 
prestación  de  cada  especie  de  culpa  ,  se  han  establecido  las 
reglas  siguientes.  —  Ia.  En  los  contratos  hechos  por  sola  la 
utilidad  de  la  parte  que  recibe  y  debe  volver  ¡a  cosa ,  como 
v.  gr.  en  el  comodato ,  el  deudor  ó  sea  el  comodatario  está 
obligado  á  prestar  la  culpa  levísima.  —  2a.  En  los  contratos 
hechos  por  la  utilidad  recíproca,  de  las  partes  ,  como  en  la 
venta ,  arrendamiento  y  sociedad,  ambos  contrayentes  deben 
prestarse  la  culpa  leve.—  5a.  En  los  contratos  hechos  por  sbla 
la  utilidad  del  acreedor,  como  en  el  depósito  ,  el  deudor  ó 
sea  aquí  el  depositario  no  es  responsable  sino  de  la  culpa 
lata.  La  aplicación  de  estas  reglas  se  verá  en  los* artículos 
que  tratan  de  cada  uno  de  los  contratos.  Solo  es  de  advertir 
aquí  que  la  culpa  lata  se  equipara  al  dolo  y  se  presta  en  to- 
dos los  contratos;  de  modo  que  no  puede  hacerse  convención 
en  contrario.  Véase  Daño. 

CUMUL ATSV  AMENTÉ.  Con  prevención  ó  á  preven- 
ción. Yéase  Acumulativamente  y  Jurisdicción  acumulativa. 

CURADOR.  La  persona  nombrada  para  cuidar  de  los 
bienes  y  negocios  del  que  por  causa  de  menor  edad,  demen- 
cia, imbecilidad,  ausencia,  interdicción  ó  prodigalidad  de- 
clarada ,  no  se  halla  en  estado  de  administrarlos  ó  mane- 
jarlos por  sí  mismo.  Véase  Tutor. 

CURADOR  ad  bona.  La  persona  nombrada  por  el  juez 
para  cuidar  y  administrar  los  bienes  de  un  menor.  Véase 
Tutor. 

CURADOR  ad  LiTEii.  La  persona  nombrada  por  el  juc? 
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para  seguir  los  pleitos  y  defender  los  derechos  del  menor(l). 
Véase  Tutor. 

CURADURÍA ,  cúratela  ó  cura.  El  cargo  de  curador, 
ó  la  autoridad  que  se  confiere  á  una  persona  para  la  admi- 
nistración y  gobierno  de  los  bienes  y  negocios  de  un  menor, 
mentecato ,  loco ,  pródigo ,  ú  otro  que  se  halla  imposibilitado 
para  el  manejo  de  sus  cosas.  Véase  Tutela. 

CURANDERO.  El  que  sin  ser  médico  ni  cirujano  se  pone 
á  ejercer  el  arte  de  curar.  Véase  Cirujano  y  Médico. 

CURIA.  El  tribunal  donde  se  tratan  los  negocios  eclesiás- 
ticos; y  antiguamente  la  corte ,  comitiva  ó  servidumbre  real , 
y  ann  el  tribunal  superior  que  administraba  justicia  cerca 
del  rey. 
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CURIAL.  El  empleado  subalterno  de  los  tribunales  de 
justicia  ,  ó  que  se  ocupa  en  agitar  en  ellos  los  negocios  aje- 
nos; —  el  que  tiene  correspondencia  en  Roma  para  hacer 
traer  las  bulas  y  rescriptos  pontificios;  —  y  el  que  tiene 
empleo  ú  oficio  en  la  curia  romana  ó  en  los  demás  tribu-  . 
nales  eclesiásticos. 

f  CURSO  literario.  En  los  establecimientos  públicos  de- 
enseñanza  empieza  el  Io.  de  octubre  y  concluye  en  Io.  de 
junio.  Sin  embargo  los  alumnos  internos  de  los  institutos  con- 
tinúan repasando  las  materias  del  curso  conforme  al  regla- 
mento interior  de  cada  colegio.  —  Véase  el  Suplemento  à 
este  Diccionario. 

CURSOR.  Antiguamente  el  escribano  de  diligencias. 
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f  CHARRETERA.  La  divisa  militar  de  oro  ,  plata  ó 
seda  que  se  asegura  al  hombro ,  y  cuelga  sobre  el  brazo. 

La  variedad  y  exageración  que  se  observa  en  las  dimen- 
siones y  forma  de  las  charreteras  de  los  oficiales  del  ejército, 
no  solamente  han  hecho  desaparecer  la  uniformidad  tan  in- 
dispensable para  la  disciplina  ,  sino  que  ocasionando  confu- 
sion en  las  clases ,  establecen  diferencias  que  por  ningún 
motivo  deben  existir  :  bajo  tal  concepto  la  Reina  nuestra 
Señora  se  ha  servido  mandar  ,  para  corregir  :  tales  abusos  , 
que  en  lo  sucesivo  sean  las  citadas  divisas  para  todas  las 
armas  é  institutos  enteramente  arregladas  al  modelo  (cuyo 
diseño  se  circuló  á  los  inspectores  y  directores  generales 
de  las  armas  é  institutos  del  ejército  ,  y  capitanes  generales 
de  las  provincias),  sin  que  se  permita  ó  tolere  mas  varia- 
ción que  la  de  colocar  sobre  la  concha  de  la  pala  los  atribu- 
tos que  distinguen  las  armas,  según  por  nota  se  describen 
en  el  diseño.  Rl.  órd.  de  23  de  diciembre  de  1844. 
- 
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■f  CHILE.  Tratado  de  paz  y  amistad  celebrado  entre 
España  y  la  república  de  Chile ,  que  fué  publicado  en  26  de 
setiembre  de  1818. 

Articulo  Io.  S.  M.  Católica,  usando  de  la  facultad  que  le 
compete  por  decreto  de  las  Cortes  generales  del  Reino  de  k  de 
diciembre  de  1836,  reconoce  como  nación  libre,  soberana  é 
independiente  á  la  República  de  Chile ,  compuesta  de  los 
paises  especificados  en  su  ley  constitucional ,  á  saber  :  Todo 
el  territorio  que  se  estiende  desde  el  desierto  de  Atacama 
hasta  el  cabo  de  Hornos  y^desde  la  cordillera  de  los  Andes 
hasta  el  mar  Pacífico  con  e  archipiélago  de  Chiloe  y  las  islas 
adyacentes  á  la  costa  de  Chile.  Y  S.  M.  renuncia,  tanto  por 
sí  como  por  sus  herederos  y  sucesores  ,  á  toda  pretensión  al 
gobierno  ,  dominio  y  soberanía  á  di'chos  paises. 

Art.  2o.  Aunque  en  el  territorio  chileno  no  hay  caso  de 
que  exista  ningún  subdito  español  preso ,  procesado  ó  con- 
denado por  el  partido  político  que  hubiese  seguido  durante 
la  guerra  de  la  Independencia  é  interrupción  de  relaciones 
de  los  dos  paises ,  todavía  como  medida  de  precaución  las 
partes  contratantes  estipulan  y  prometen  solemnemente  que 
habrá  total  olvido  de  lo  pasado  y  una  amnistía  general  y 
completa  para  todos  los  españoles  y  chilenos ,  sin  escepcion 

(1)  Muchas  veces  por  solo  sonar  pleito  se  nombra  curador  de 
causas  aunque  lo  haya  de  bienes,  siendo  así  que  uno  de  los  ofi- 
cios del  guardador  de  bienes  es  cuidarlos  ó  defenderlos  en  juicio  ; 
pero  en  verdad  no  se  debe  echar  encima  al  curador  de  bienes 
otro  curador  para  juicios,  á  no  ser  que  se  sigan  contra  él }  es  de- 
cir, que  el  pleito  sea  con  dicho  curador  de  bienes. 
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alguna ,  que  puedan  hallarse  espulsados ,  ausentes ,  dester- 
rados, ocultos  ó  que  por  acaso  estuviesen  presos  ó  confina- 
dos sin  conocimiento  de  los  respectivos  Gobiernos  ,  cual- 
quiera que  sea  el  partido  que  hubiesen  seguido  durante  las 
guerras  y  disensiones  felizmente  terminadas  por  el  presente 
tratado  en  todo  el  tiempo  de  ellas  y  hasta  la  ratificación  del 
mismo. 

Y  esta  amnistía  se  estipula  y  ha  de  darse  por  la  alta  in- 
terposición de  S.  M.  Católica  ,  en  prueba  del  deseo  que  la 
anima  de  que  se  cimenten  sobre  principios  de  justicia  y  be- 
neficencia la  estrecha  amistad  ,  paz  y  union  que  desde  aho- 
ra en  adelante  y  para  siempre  han  de  conservarse  entre  los 
subditos  españoles  y  los  ciudadanos  de  la  República  de  Chile. 

Art.  3o.  S.  M.  Católica  y  la  República  de  Chile  se  convie- 
nen en  que  los  subditos  y  ciudadanos  respectivos  de  ambos 
paises  conserven  espeditos  y  libres  sus  derechos  para  recla- 
mar y  obtener  justicia  y  plena  satisfacción  de  las  deudas 
bona  fide  contraídas  entre  sí ,  así  como  también  en  que  no  se 
les  oponga  por  parte  de  la  autoridad  pública  ningún  obstá- 
culo legal  en  los  derechos  que  puedan  alegar  por  razón  de 
matrimonio  ,  herencia  por  testamento  ó  ab  intestalo,  suce- 
sión ó  cualquiera  otro  de  los  títulos  de  adquisición  reconoci- 
dos por  las  leyes  del  pais  en  que  haya  lugar  á  la  reclama- 
ción. 

Art.  U°.  En  atención  á  que  la  República  chilena  por  la  ley 
de  17  de  noviembre  de  1833  ha  reconocido  voluntaria  y  es- 
pontáneamente como  deuda  de  la  nación  las  contraidas  por 
el  Gobierno  chileno  durante  la  guerra ,  y  las  contraidas  por 
el  Gobierno  y  autoridades  españolas  en  Chile  y  las  contrai- 
das por  el  Gobierno  chileno  antes  y  después  del  18  de  se- 
tiembre de  1810,  estableciendo  reglas  generales  para  su 
pago ,  las  disposiciones  de  la  referida  ley  se  considerarán 
como  parte  de  este  tratado. 

Art.  b°.  El  reconocimiento  de  todos  los  créditos  que  pro- 
cedan de  embargos  ó  secuestros  hechos  en  Chile  ,  se  fijará 
en  una  ley  de  consolidación  de  estos  mismos  créditos  ,  que 
dará  el  Congreso  nacional  de  esta  República  según  lo  pro- 
metido en  el  art.  4o.  de  la  ley  de  deuda  interior  de  la  mis- 
ma; y  S.  M.  Católica  se  obliga  á  hacer  igual  reconocimiento 
y  arreglo  respecto  de  los  créditos  de  la  misma  especie  que 
pertenezcan  á  ciudadanos  chilenos  en  España. 

Art.  6.  Los  subditos  españoles  ó  ciudadanos  chilenos ,  ya 
se  hallen  establecidos  en  las  provincias  de  Ultramar  ó  en 
otra  parte  ,  que  á  virtud  de  lo  dispuesto  en  los  dos  artículos 
anteriores  tengan  alguna  reclamación  de  bienes  que  hacer 
ante  uno  ú  otro  Gobierno  ,  la  presentarán  en  el  término  de 
cuatro  años ,  contados  desde  el  dia  de  la  ratificación  del 
présenle  tratado  ¡  acompañando  una  relación  sucinta  de  los 
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hecîioo',  apoyada  en  documentos  fehacientes  que  justifiquen 
la  legitimidad  de  la  demanda;  bien  entendido  que  termina- 
dos dichos  cuatro  años  no  se  admitirán  nuevas  reclamacio- 
nes de  esta  clase  ba\o  pretesto  alguno. 

Sin  embargo,  st  la  ley  á  que  se  refiere  el  art.  5o.  no  se 
hubiere  promulgado  antes  de  la  ratificación  del  presente  tra- 
tado ,  el  dicho  plazo  de  cuatro  años ,  relativamente  á  los 
créditos  de  que  se  trata  en  el  espresado  articulo ,  principiará 
i  correr  desde  la  fecha  de  la  promulgación  de  la  ley;  y  las 
reclamaciones  que  se  hagan  en  la  forma  que  prescribe  este 
articulo  antes  de  la  promulgación  de  la  ley  y  después  de  ra- 
tificado el  tratado ,  se  considerarán  hechas  dentro  del  plazo 
establecido. 

Art.  7o.  Como  la  identidad  de  origen  de  unos  y  otros  ha- 
bitantes, y  la  no  lejana  separación  de  los  dos  paises  pueden 
ser  causa  de  enojosas  discusiones  en  la  aplicación  de  lo  hasta 
aquí  estipulado  entre  España  y  Chile  ,  consienten  las  partes 
contratantes:  primero, 'en  que  sean  tenidos  y  considerados 
en  los  dominios  españoles  como  ciudadanos  de  la  República 
de  Chile  los  nacidos  en  los  Estados  de  dicha  República  y 
sus  hijos ,  con  tal  que  estos  últimos  no  sean  naturales  de  los 
actuales  dominios  de  España;  y  se  tengan  y  respeten  en  la 
República  de  Chile  como  subditos  españoles  los  nacidos  en 
los  actuales  dominios  de  España  y  sus  hijos,  con  tal  que 
estos  últimos  no  sean  naturales  del  territorio  chileno. 

Art.  8o.  Los  subditos  de  S.  M.  Católica  y  los  ciudadanos 
de  la  República  de  Chile  podrán  establecerse  en  lo  venidero 
en  los  dominios  de  una  ú  otra  parte  contratante,  ejercer  sus 
oficios  y  profesiones  libremente,  poseer,  comprar  y  vender 
toda  especie  de  bienes  y  propiedades  muebles  é  inmuebles, 
estraer  del  pais  sus  valores  íntegramente,  y  disponer  de 
ellos  y  suceder  en  los  mismos  por  testamento  ó  ab  inleslalo , 
todo  en  los  mismos  términos  y  bajo  de  iguales  condiciones 
y  adeudos  que  usan  y  usaren  los  estranjeros  de  la  nación 
mas  favorecida. 

Art.  9o.  Los  españoles  no  estarán  sujetos  en  el  territorio 
de  Chile ,  ni  los  ciudadanos  chilenos  en  España  al  servicio 
del  ejército  ó  armada  ni  al  de  la  milicia  naéional  :  estarán 
esentos  igualmente  del  pago  de  toda  carga ,  contribución  es- 
traordinaria  ó  préstamo  forzoso ,  y  en  los  impuestos  ordina- 
rios que  satisfagan  por  razón  de  su  industria ,  comercio  ó 
propiedades ,  serán  tratados  como  los  subditos  de  la  nación 
mas  favorecida. 
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Art.  10.  Las  partes  contratantes  se  convienen  en  hacerse 
mutuamente  estensivos  los  favores  que  en  punto  á  comercio 
y  navegación  se  han  estipulado  ó  en  lo  sucesivo  se  estipu- 
laren con  otra  cualquiera  nación  ;  y  estos  favores  se  gozarán 
gratuitamente  si  la  concesión  hubiese  sido  gratuita,  y  en  otro 
caso  con  las  mismas  condiciones  con  que  se  hubiese  estipu7 
lado.  Hasta  tanto  que  las  partes  contratantes  celebren  un 
tratado  de  comercio  y  navegación ,  el  comercio  y  navega- 
ción de  sus  respectivos  subditos  y  ciudadanos  se  pondrá  en 
los  respectivos  Estados  bajo  el  pie  de  una  completa  recipro- 
cidad, tomando  por  base  el  tratado  y  beneficio  que  se  dis- 
pense en  uno  y  otro  dominios  á  las  nilones  mas  favore- 
cidas. 

Art.  11.  S.  M.  Católica  y  el  Gobierno  de  «Hile  nombrarán, 
según  lo  tuvieren  por  conveniente  ,  agentes  diplomáticos  y 
consulares,  el  uno  en  los  dominios  del  otro;  y  acreditados  y 
reconocidos  que  sean  tales  agentes  diplomáticos  yconsula- 
res  por  el  Gobierno  cerca  del  cual  residan,  ó  en  cuyo  terri- 
torio ejerzan  sus  funciones  ,  disfrutarán  de  las  franquicias , 
privilegios  é  inmunidades  de  que  se  hallen  en  posesión  los 
de  igual  clase  de  la  nación  mas  favorecida,  y  de  las  que  se 
estipularen  en  el  tratado  de  comercio  que  ha  de  celebrarse 
entre  las  partes  contratantes. 

Art.  12.  Deseando  S.  M.  Católica  y  la  República  de  Chile 
conservar  la  paz  y  buena  armonía  que  felizmente  acaban  de 
restablecer  por  el  presente  tratado  ,  declaran  solemne  y  for- 
malmente : 

Que  si  (  lo  que  Dios  no  permita)  se  interrumpiese  la  buena 
armonía  que  debe  reinar  ¿n  lo  venidero  entre  las  partes  con- 
tratantes por  falta  de  inteligencia  de  los  artículos  aquí  con- 
venidos ,  ó  por  otro  motivo  cualquiera  de  agravio  ó  queja  , 
ninguna  de  las  partes  podrá  autorizar  actos  de  represalia  ú 
hostilidad  por  mar  ó  tierra  ,  sin  haber  presentado  antes  á  la 
otra  una  memoria  justificativa  de  los  motivos  en  que  se  fun- 
de la  injuria  ó  agravio,  y  denegádose  la  correspondiente 
satisfacción. 

Art.  13.  Todas  las  materias  que  no  son  objeto  de  conve- 
nio esplícitamente  formulado  en  este  tratado  ,  podrán  serlo 
de  negociaciones  entre  las  dos  Potencias  contratantes. 

Art.  14.  El  presente  tratado  ,  según  se  halla  estendido  en 
catorce  artículos ,  será  ratificado  ,  y  los  instrumentos  de  ra- 
tificación se  cangearán  en  esta  corte  dentro  del  término  de 
dos  años. 
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DACIÓN.  La  entrega  real  y  efectiva  de  alguna  cosa. 
Cuando  se  dice ,  por  ejemplo  ,  que  en  los  contratos  innomi- 
nados debe  haber  dación  ó  hecho  para  que  sean  obligatorios, 
se  quiere  dar  á  entender  que  uno  de  los  contrayentes  ha  de 
dar  ó  hacer  la  cosa  en  que  se  ha  convenido  para  poder  apre- 
miar al  otro  á  cumplir  por  su  parte  la  obligación  que  se  ha 
impuesto  ;  de  modo  que  mientras  no  haya  dación  ó  hecho 
por  una  parte,  no  hay  verdadero  contrato  ,  sino  solamente 
un  proyecto  de  contrato ,  un  pacto  simple ,  una  promesa  que 
no  es  obligatoria  ,  á  menos  que  haya  mediado  estipulación. 
Nos  hemos  convenido  v.  gr.  yo  en  darte  mil  reales  por  ir  á 
Zaragoza  á  hacerme  el  cobro  de  una  deuda  ,  y  tú  en  desem- 
peñar este  encargo  por  dicha  cantidad  :  hasta  aquí  no  hay 
contrato ,  sino  una  simple  convención  por  la  que  no  que- 
damos obligados  ninguno  de  los  dos.  Pero  si  te  doy  la  suma 
que  te  he  ofrecido  ,  ya  la  simple  convención  ó  promesa  pasa 
a  s¿jr  contrato  innominado ,  y  adquiero  acción  para  compe- 
lerle á  ejecutar  el  servicio  en  que  te  empeñaste. Tal  era  entre 
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los  Romanos  la  naturaleza  de  los  contratos  innominados,  y 
tal  era  también  entre  nosotros  según  el  derecho  de  las  Par- 
tidas; lit.  6  ,  Part.  5  :  mas  es  necesario  advertir  que  ya  no 
tiene  lugar  esta  doctrina,  porque  en  el  dia  toda  convención, 
todo  pacto ,  toda  promesa ,  produce  obligación  civil ,  aun 
antes  que  intervenga  dación  ó  hecho ,  ley  1 ,  lit.  1 ,  lib.  10 , 
Nov.  Rec.  Véase  Pacto. 

DACÏON  in  solutüm.  El  acto  por  el  cual  se  da  una  cosa 
en  pago  de  otra  que  se  debía.  Este  modo  de  pagar  una  deuda 
no  puede  tener  lugar  sino  por  voluntad  de  las,  dos  partes, 
pues  el  acreedor  no  está  obligado  á  admitir  una  cosa  por 
otra ,  como  se  verá  en  la  palabra  Paga.  —  La  Dación  in  so- 
lutum  ó  en  pago  es,  en  general,  un  contrato  equivalente  á 
una  verdadera  venta,  pues  que  se  encuentra  en  ella  todo 
lo  que  es  esencial  à  la  venta,  esto  es,  el  consentimiento,  la 
cosa ,  y  el  precio.  Así  es  que  la  dación  de  una  heredad  en 
pago  devenga  alcabala. 

DÁDIVA.  El  don  ó  alhaja  que  se  da  graciosamente  á  otro, 
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V.  gr.  á  un  juez  ú  otro  funcionario  público  para  tenerle  favo- 
rable en  la  decisión  de  algún  negocio.  Yéase  Baratería, 
Concusión  y  Soborno. 

DADOR.  En  el  comercio,  el  que  firma  la  letra  de  cambio, 
en  virtud  de  la  cual  su  corresponsal  paga  el  dinero.  Véase 
Letra  de  cambio. 

DAMNABO  ó  DAÑAno  ayuntamiento.  El  acceso  que 
tiene  con  un  hombre  una  mujer  casada  con  otro;  que, es  lo 
que  propiamente  se  llama  adulterio.  Llámase  damnado  ó 
dañado  este  ayuntamiento,  porque  merece  masque  cual- 
quier otro  la  reprobación  de  la  ley  ;  y  con  efecto  la  mujer 
incurría  antiguamente  por  este  delito  en  la  pena  de  muerte, 
á  la  cual  se  ha  sustituido  la  de  reclusión  ;  y  el  hijo  que  es 
fruto  de  él  no  puede  heredar  á  su  madre  por  testamento  ni 
ab  inlestato  (1).  Véase  Adulterio  é  Hijo  adulterino. 

DAÑO.  El  detrimento ,  perjuicio  ó  menoscabo  que  se  re- 
cibe por  culpa  de  otro  en  la  hacienda  ó  la  persona;  ley  1 , 
tít.  1!5,  Parí.  7.  En  general,  todo  daño  puede  causarse  por 
dolo  ó  malicia,  por  culpa  ,  ó  por  caso  fortuito;  importando 
mucho  en  cualquier  evento  saber  el  modo,  para  arreglar  la 
responsabilidad  que  debe  exigirse.  Si  uno,  por  ejemplo, 
pone  fuego  à  mi  casa  con  designio  premeditado  ó  por  pura 
malicia,  debe  ser  castigado  como  incendiario  ,  y  condenado 
ademas  á  la  satisfacción  de  los  daños  y  perjuicios  que  me 
hubiere  ocasionado.  Si  lo  hubiese  puesto  sin  malicia ,  pero 
por  su  culpa  ó  imprudencia  ,  aunque  no  incurrirá  en  la 
pena  de  incendiario,  será  condenado  á  la  indemnización; 
pues  aunque  es  una  desgracia  que  los  hombres  estén  espues- 
tos á  ser  negligentes,  imprudentes  ó  indiscretos,  es  mucho 
mas  justo  que  el  mat  de  la  imprudencia ,  negligencia  ó  indis- 
creción recaiga  sobre  el  que  la  ha  cometido ,  que  no  sobre 
el  que  ninguna  parte  ha  tenido  en  ella.  Últimamente,  si  el 
incendio  de  mi  casa  procede  de  caso  fortuito,  sin  que  medie 
culpa  ni  imprudencia  de  persona  alguna ,  nadie  me  será 
responsable ,  porque  el  caso  fortuito  no  se  presta  en  los  de- 
litos ni  en  los  contratos  (Sí). 

Los  Romanos  regulaban  el  resarcimiento  de  los  daños  cau- 
sados por  culpa  de  otro ,  conforme  á  la  famosa  ley  llamada 
Aquilia  por  haberla  propuesto  Aquilio  Galo,  tribuno  de  la 
plebe.  Esta  ley  se  dividía  en  tres  capítulos.  En  el  primero 
se  establecía  que  si  alguno  mataba  á  un  esclavo  ó  á  un  cua- 
drúpedo de  los  que  pacen  en  manadas  ó  rebaños,  pagase 
al  propietario  el  valor  mas  alto  que  el  esclavo  ó  el  animal 
hubiera  tenido  aquel  año  contado  hacia  atrás,  con  los  daños 
y  perjuicios  ocasionados  por  la  pérdida  principal.  En  el  caso 
pues  de  que  alguno  matase  á  un  esclavo  mió ,  instituido 
heredero  por  un  tercero  ,  antes  de  aceptar  la  herencia  por 
mi  orden  ,  no  solamente  me  debería  dar  el  precio  del  esclavo, 
sino  también  el  valor  de  la  herencia  de  que  yo  quedaba  pri- 
vado por  su  muerte.  El  segundo  capítulo  de  esta  ley  no  ha 
llegado  hasta  nosotros.  El  tercer  capítulo  disponia,  que  si 
alguno  hiriese  à  un  esclavo  ajeno  ó  á  un  cuadrúpedo  de  ma- 
nada ó  rebaño ,  ó  causare  injustamente  cualquier  otro  daño 
aun  á  las  cosas  inanimadas  ,  fuese  condenado  á  dar  al  pro- 
pietario el  mayor  valor  que  hubiere  tenido  la  cosa  en  los 
treinta  dias  anteriores  al  delito  ó  culpa ,  de  modo  que  el 
resarcimiento  era  de  tal  naturaleza  que  siempre  miraba  hacia 
atrás;  lo  que  dio  motivo  á  los  intérpretes  para  decir  que  la 
ley  Aquilia  tenia  los  ^ojos  en  el  cogote.  Estas  disposiciones 
fueron  adoptadas  también  por  nuestras  leyes  (5)  ;  pero  ya 
no  están  en  uso ,  sino  que  se  lasa  el  daño  y  se  manda  pagar 
mniamente  con  los  perjuicios  que  se  siguieron  al  propietario. 
El  título  15  de  la  Partida  7a.  contiene  28  leyes  sobre  los  daños 

(1)  Ley  5,  tit.  20,  lib.  10,  Nov.  Rec. 

(2)  Arg.  de  la  ley  5,  tít.  2,  Part.  5,  y  ley  H  ,  tit.  53,  Tart.  7. 

(3)  Leyes  del  tít.  15,  Part.  7  ;  la  18  confirma  dos  capítulos  de 
la  ley  Aquilia,  de  que  hace  mención. 


que  los  hombres  y  los  animales  hacen  en  las  cosas  de  otro  ; 
mas  sus  decisiones  están  repartidas  con  oportunidad  en  los 
artículos  correspondientes.  Véase  Da  nos  y  perjuicios ,  Ani- 
males, Árbol,  Cuasi  delito,  Culpa,  Monte,  Caza  y  pesca, 
Caso  fortuito,  Médico,  Cirujano,  Albéitar  y  Arrendatario. 

DAÑO  emergente.  El  daño  ó  pérdida  que  á  uno  le  sobre- 
viene por  prestar  su  dinero,  ó  detenérsele  el  que  otro  le  debe. 
Los  teólogos  y  jurisconsultos  que  condenan  la  usura,  se  han 
visto  en  la  precisión  de  mitigar  el  rigor  de  sus  principios 
permitiéndola  en  el  caso  de  que  el  prestamista  haya  de  sufrir 
alguna  pérdida,  ó  privarse  de  alguna  ganancia  por  prestar 
su  dinero  :  el  caso  de  pérdida  se  llama  daño  emergente,  y  el 
de  privación  de  sanancia  lucro  cesante  (U).  Véase  ínteres 
del  dinero  y  Usura. 

DAÑO  marítimo.  Véase  Avería. 

DAÑOS  y  perjuicios.  En  el  diccionario  de  la  Academia 
española  estas  dos  voces  se  toman  por  sinónimas,  pues  si 
vamos  á  ver  qué  cosa  es  daño  encontraremos  que  no  es  sino 
perjuicio,  y  si  buscamos  la  palabra  perjuicio  hallaremos 
que  no  significa  sino  daño.  Huerta  en  sus  Sinónimos  ha  mi- 
rado con  mas  atención  el  sentido  de  estos  dos  nombres,  y 
se  ha  esforzado  en  marcar  su  diferencia  :  «  Daño ,  dice ,  es 
un  mal  que  directamente  se  hace  :  perjuicio  es  un  mal  que 
indirectamente  se  causa,  impidiendo  un  bien.  El  granizo 
hace  mucho  daño  al  labrador,  y  el  bajo  precio  del  grano  le 
suele  causar  mucho  perjuicio.  La  misma  distinción  conviene 
á  estos  verbos  en  lo  moral.  Una  joven  bien  criada  debe  tener 
siempre  presente  que ,  por  mas  infundada  que  sea  la  sos- 
pecha que  recae  sobre  las  apariencias  de  una  falta ,  no  dejará 
de  hacer  mucho  daño  á  su  reputación  ,  y  mucho  peí-juicio  á 
su  establecimiento.  »  ¿Qué  es  lo  que  quieren  decir  las  leyes 
cuando  imponen  en  ciertos  casos  la  responsabilidad  de  daños 
y  perjuicios?  ¿Toman  la  palabra  perjuicios  en  el  mismo  sen- 
tido que  la  palabra  daños ,  como  hace  la  Academia  española, 
juntándolas  ambas  en  una  frase  por  mera  redundancia;  ó 
entienden  imponer  dos  responsabilidades,  una  de  los  daños 
y  otra  de  los  perjuicios,  dando  á  cada  una  de  estas  voces 
una  significación  diferente  ?  Esta  es  una  cuestión  de  inmensa 
trascendencia  ;  y  convendría  resolverla  con  exactitud  para 
evitar  toda  equivocación  en  la  aplicación  de  las  disposiciones 
legales  sobre  resarcimientos. 

Las  leyes  de  las  Partidas ,  en  vez  de  decir  daños  y  per- 
juicios, se  sirven  de  la  frase  daños  y  menoscabos,  para  es- 
presar lo  mismo  que  con  aquella;  de  suerte  que  si  tuviésemos 
la  significación  legal  de  menoscabos,  tendríamos  por  el  mismo 
hecho  la  de  perjuicios  ;  mas  no  la  busquemos  en  el  diccio- 
nario de  la  Academia,  donde  solo  tropezaremos  con  deterio- 
ración, equivalente  de  daño.  Por  fortuna  las  mismas  leyes 
se  han  tomado. el  trabajo  de  esplicarnos  la  estensíon  de  la 
palabra  menoscabos,  que  de  otro  modo  nos  baria  caer  en 
error  á  cada  paso.  «  Estos  menoscabos  átales ,  dice  la  lev  5 , 
tít.  6 ,  Part.  5,  llaman  en  latin  interesse;  »  y  Gregorio  López 
nos  llama  la  atención  sobre  este  significado  para  que  se  tenga 
presente  en  las  muchas  leyes  de  las  Partidas  donde  se  usa 
de  dicha  palabra.  Menoscabos  pues  ó  perjuicios  son  Ib  mismo 
que  privación  de  interés,  de  utilidad  ,  de  provecho,  de  ga- 
nancia ó  de  lucro.  Así  que,  daños  y  perjuicios  deberán  ser 
la  pérdida  que  se  sufre  y  la  ganancia  que  se  deja  de  hacer 
por  culpa  de  otro  ,  damnum  emergens,  ct  htcriirh  cessons , 
ó  como  dice  el  jurisconsulto  Paulo,  quantum  milii  abest , 
quanlumque  lucrari  polui ;  1.  13,  D.  rala»)  rem  hab. 

«  Diferencia  hay,  dice  Hugo  Celso  en  su  Reportorio,  entre 
daños  y  menoscabos;  y  el  uno  no  es  el  otro;  y  quien  debe 

(U)  Yéase  al  P.  Murillo,  lib.  S.  n.  22C;  Molina  ,  tract.  2,  dis- 
put.  511*.  Damnum  emergens  et  lucrum  cessons  quid.  Et  mon 
usura  sit  aliauid  ultra  sortem  acelere  ratione  damni  erncr- 
gentis. 
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pechar  los  daños  no  es  siempre  tenudo  á  pagar  los  menos- 
cabos. »  Así  se  ve  con  efecto  en  la  ley  8,  tít.  3,  Part.  3 ,  la 
cual  dispone  que  quien  no  devolviere  la  cosa  depositada 
cuando  le  fuere  pedida,  debe  ser  condenado,  ademas  de  la 
restitución  de  la  cosa  ó  de  su  estimación ,  en  el  pago  de  los 
daños  que  se  ocasionaren  al  demandante  ,  y  no  en  el  de  las 
ganancias  que  en  ella  hubiera  podido  hacer  ,  entendiendo 
aquí  por  daños  las  pérdidas,  cotos,  comprometimientos  y 
penas  en  que  incurriese  el  depositante  por  no  poder  disponer 
del  depósito. 

Por  regla  general,  el  que  hace  un  mal  no  solo  debe  resar- 
cir el  daño  que  directamente  ha  causado  ,  sino  también  el 
menoscabo  6  perjuicio  que  fuere  una. consecuencia  inmediata 
de  su  acción.  As!  que  ,  si  matas  á  un  esclavo  ajeno  que  ha- 
biendo sido  nombrado  heredero  por  un  tercero  no  ha  en- 
trado todavía  en  la  herencia  ,  no  solo  debes  pagar  al  dueño 
el  valor  del  esclavo  sino  también  el  importe  de  la  herencia 
que  por  su  muerte  dejó  de  adquirir  ;  y  si  teniendo  alguno 
dos  siervos  que  juntos  cantaban  bien  ,  matares  al  uno  de 
ellos,  has  de  satisfacer  el  valor  del  muerto  y  ademas  lo  quo 
el  otro  valiere  menos  por  quedarse  solo  ;  ley  19,  íiíi'lS,'"' 
Parí.  7 .  La  ley  que  pone  estos  dos  ejemplos,  añade  que  esta 
disposición  debe  tener  lugar  en  lodos  los  casos  semejantes. 
Quien  privare  pues  á  un  porteador  de  dos  caballerías  con 
que  hacia  el  trajin,  no  solo  tiene  que  pagarle  el  valor  de 
ellas  sino  también  las  ganancias  que  por  falta  de  las  mismas 
dejare  de  hacer  ;  y  si  solo  le  privare  de  la  una ,  quedará 
obligado  á  indemnizarle  ,  tanto  de  su  valor  y  de  la  ganancia 
que  dejare  de  hacer,  como  de  lo  que  ganare  de  menos  con 
la  otra. 

En  los  contratos,  el  que  dejare  de  cumplir  la  obligación 
que  se  impuso ,  debe  resarcir  al  otro  los  daños  y  perjuicios 
que  se  le  siguieren  ,  á  menos  que  probare  que  la  falta  de 
cumplimiento  proviene  de  una  causa  estraña  que  no  se  le 
puede  imputar  ;  leyes  5  y  5  ,  lit.  6,  ley  52,  lit.  S,  ley  21  , 
tít.  8 ,  leyes  13  y  3b,  lit.  11 ,  Part.  b. 

Mas  aunque  los  daños  y  perjuicios  consisten,  generalmente 
hablando ,  en  la  pérdida  que  uno  ha  tenido  y  en  la  ganancia 
de  que  se  le  ha  privado,  exige  la  equidad  que  no  se  condene 
al  contrayente  deudor  sino  en  aquellos  daños  y  perjuicios 
que  se  previeron  ó  pudieron  prever  al  tiempo  del  contrato, 
cuando  no  ha  dejado  de  cumplir  la  obligación  por  su  dolo  ó 
engaño;  y  aun  en  el  caso  de  dolo,  no  deben  comprenderse 
en  la  condenación  otros  daños  y  perjuicios  que  los  que  fue- 
ren una  consecuencia  inmediata  y  directa  de  la  inejecución 
ó  de  la  mala  ejecución  del  contrato.  Asi  es  que  si  tú  me 
vendes  un  caballo  atacado  de  una  enfermedad  contagiosa, 
y  poniéndole  yo  en  la  cuadra  perecen  á  sus  resultas  otros 
caballos  que  tenia  en  ella .  me  deberás  restituir  tan  solo  el 
precio  del  caballo  vendido  en  caso  de  que  hubieses  igno- 
rado su  enfermedad  ;  y  si  la  sabias ,  me  deberás  los  daños  y 
perjuicios  por  el  caballo  vendido  y  por  todos  los  demás , 
porque  esta  pérdida  es  una  consecuencia  inmediata  de  tu 
dolo  :  mas  si  por  causa  de  la  pérdida  de  mis  caballos  no  he 
podido  cultivar  mis  tierras  ni  por  consiguiente  pagar  mis 
deudas  ,  no  estarás  obligado  á  la  reparación  de  estos  males, 
porque  no  dimanan  inmediatamente  de  tu  dolo. 

Cuando  se  pactó  en  el  contrato  que  el  que  faltase  á  su  obli- 
gación pagaría  cierta  pena  ó  sea  una  cantidad  fija  á  título  de 
daños  y  perjuicios  ,  no  debe  condenársele  en  una  cantidad 
mayor  ni  menor  á  favor  de  la  otra  parte  ,  porque  los  intere- 
sados son  los  mejores  apreciadores  de  los  daños  y  perjuicios 
que  les  pueden  resultar  de  la  inejecución  de  sus  convencio- 
nes. Véase  Obligación  con  cláusula  penal. 

Los  daños  y  perjuicios  pueden  acreditarse  con  testigos  ó 
cualquiera  otra  especie  de  prueba ,  y  también  con  el  jura- 
mento de  la  parte  que  los  recibió,  previa  tasación  ó  estima- 
ción del  juez  ;  leyes  10  y  21 5  '»'•  13,  ley  45 ,  lit.  {ti,  ley  14 , 
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til.  3,  ley  8,  lit.  3,  leyes  3  y  3,  líf.  6,  Part.  5 ,  ley  Ô,  lit.  10, 
Pari.  7. 

DAR  por  quito.  Dar  por  libre  á  uno  de  alguna  obliga- 
ción, carga,  tributo  ó  pena. 

DATA.  La  nota  ó  designación  del  tiempo  y  logar  en  que 
se  firma  el  instrumento  ó  carta,  y  suele  ponerse  al  principio 
ó  al  fin.  En  las  escrituras  y  demás  instramentos  públicos 
debe  ponerse  el  dia,  mes,  año  y  lugar,  y  espresarse  con  le- 
tras y  no  con  números  ó  guarismos  ,  de  modo  que  no  hacen 
fe  si  les  faltan  estos  requisitos;  ley  SU-,  tít.  18,  y  ley  7, 
tít.  19,  Part.  5.  Data  significa  también  cualquiera  de  l¿s 
partidas  de  una  cuenta  que  componen  el  descargo  de  lo  re- 
cibido ;  —  y  antiguamente  el  permiso  por  escrito  para  hacer 
EÜguna  cosa. 

DATAR! A.  El  tribunal  de  la  curia  romana  por  donde  so 
despachan  las  provisiones  de  beneficios  que  no  son  consis- 
toriales, las  reservas  de  pensiones  sobre  ellos ,  las  dispensas 
matrimoniales,  de  edad  y  otras,  las  facultades  para  enajenar 
bienes  de  las  iglesias  ,  y  las  provisiones  de  oficios  vendibles 
de  la  misma  curia  (1). 

DATARIO.  El  prelado  qae  preside  y  gobierna  el  tribu- 
nal de  la  Dataría. 

DATOS.  Los  documentos,  testimonios  ó  indicios  en  quo 
se  apoya  alguna  cosa.  Véase  Instrumento  é  Indicio. 

DE 

DEBERÍA.  En  Aragon  ,  un  tributo  que  los  vasallos  pa- 
gaban á  los  ricoshombres  en  virtud  y  reconocimiento  del 
señorío,  y  consistía  en  la  prestación  anual  de  un  pan  y  un 
pollo,  ó  de  otra  cosa,  según  la  costumbre. 

DÉBITO.  La  deuda  ;  —  y  la  recíproca  obligación  que 
hay  entre  los  casados  (2).  Véase  Deuda. 

DEBITORIO.  En  Valencia,  un  contrato  de  compra  y 
venta  al  fiado  ,  con  el  pacto  de  que  el  comprador  pague  la 
pension  que  se  estipula  en  compensación  de  los  frutos  de  la 
cosa  hasta  la  entrega  del  precio.  No  puede  negarse  la  justi- 
cia de  este  contrato,  pues  no  está  en  el  orden  que  el  vende- 
dor carezca  al  mismo  tiempo  del  precio  y  de  los  frutos,  y  quo 
el  comprador  se  aproveche  de  ambas  cosas.  Algunos  han 
querido  probar  que  esta  especie  de  convenciones  eran  ver- 
daderas constituciones  de  censo  ,  porque  los  que  así  venden 
sus  cosas  lo  hacen  con  la  intención  de  sacar  renta  á  razón  de 
b  por  100  según  la  daban  los  censos  antes  de  la  última  baja 
que  se  hizo  ;  pero  los  autores  que  han  examinado  con  aten- 
ción eldebitorio,  sostienen  unánimes  que  no  es  censo,  por- 
que la  obligación  que  tiene  el  comprador  de  pagar  las  pen- 
siones es  puramente  personal ,  y  no  está  radicada  en  cosa 
alguna  ,  ni  dice  respecto  á  industria  ú  obras  de  la  persona , 
en  cuyos  términos  todos  confiesan  no  haber  censo  alguno,  á 
escepcion  del  vitalicio.  Como  quiera  que  sea ,  lo  cierto  es 
que  (5)  no  ha  tenido  lugar  hasta  ahora  en  los  debitónos  el 
aumento  de  precio,  ó  baja  de  pension  á  razón  de  3  por  100, 
de  que  se  ha  hablado  en  el  artículo  Censo  consignativo.  — 
Sala,  Iluslr.  del  Der.,  tít.  de  los  Censos ,  número  48. 

DEGANO.  El  mas  antiguo  de  alguna  comunidad,  cuerpo 
ó  junta;  —  y  el  que  con  título  de  tal  es  nombrado  alguna 
vez  para  presidir  algún  consejo  ú  otro  tribunal,  sin  embargo 
de  no  ser  el  mas  antiguo. 

f  En  las  facultades  es  el  catedrático  de  la  misma  nom- 
brado por  el  rey  á  propuesta  del  rector  cada  cuatro  años,  el 
cual  puede  ser  reelegido.  Art.  100  del  plan  de  est.  de  S  de 
julio  de  1847.  —  Puede  verse  en  el  Suplemento  á  este  Dic- 
cionario lo  que  dice  sobre  los  decanos  el  reglamento  do 
Io.  de  agosto  de  1847. 

())  Véase  al  P.  Morillo, lib.  2,n.  182,  §2. 

(2)  Véase  al  V.  Murillo,  lib.  4,  n.  23,  sobre  débito  conyugal. 

¿3^  Por  Real  resol,  de  1762. 
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DECAPITACIÓN.  La  pena  de  muerte  que  consiste  en 
cortar  la  cabeza  al  reo.  Este  género  de  suplicio  se  usaba  en- 
tre los  antiguos  ,  y  principalmente  entre  los  Griegos  :  ahora 
se  usa  mucho  en  Turquía  ,  y  también  en  Francia  bajo  el 
nombre  de  guillotina  ;  pero  no  entre  nosotros.Véase  Muerte. 
DECENVIROS.  Los  diez  magistrados  que  entre  los  an- 
tiguos Romanos  tuvieron  el  encargo  de  componer  las  leyes 
de  las  Doce  Tablas,  y  gobernaron  algún  tiempo  la  república 
en  lugar  de  los  cónsules.  También  se  llamaban  así  unos 
magistrados  menores  que  servian  de  asesores  á  los  pretores. 
DECENIO.  El  espacio  de  diez  años  que  es  necesario  para 
prescribir  el  dominio  de  las  cosas  raices  entre  presentes  (1). 
Véase  Prescripción. 

DÉCIMA.  Cada  una  de  las  diez  partes  iguales  en  que  se 
divide  cualquiera  cantidad ,  como  la  décima  de  los  frutos  de 
los  bienes  de  los  huérfanos  que  está  concedida  por  la  ley  (2) 
á  los  tutores  ó  curadores  en  recompensa  de  su  trabajo,  y  la 
décima  del  importe  de  la  deuda  que  en  los  juicios  ejecutivos 
suele  pagarse  en  algunas  partes  al  ministro  de  justicia  que 
hace  la  ejecución.  Véase  Diezmo,  Juicio  ejecutivo  y  Tutor. 
DECIR  de  agravios.  Véase"  Agravio. 
DECISION.  La  determinación  ó  resolución  que  se  toma 
ó  se  da  en  alguna  cosa  dudosa  ;  —  la  sentencia  que  se  pro- 
nuncia en  algún  tribunal  sobre  cualquier  pleito  ó  causa  ;  — 
la  parte  de  una  ley  que  establece  ú  ordena  alguna  cosa  ;  — 
y  cada  una  de  las  cincuenta  constituciones  ó  estatutos  que 
hizo  Justiniano  después  de  la  publicación  de  su  primer  có- 
digo para  resolver  las  grandes  cuestiones  que  habían  tenido 
divididos  á  los  jurisconsultos  sobre  varios  artículos  del  de- 
recho. 

DECISIONISTA.  El  compilador  ó  comentador  de  deci- 
siones. 

DECISORIO.  Dícese  del  juramento  que  una  parte  defiere 
ú  ofrece  á  la  otra ,  obligándose  á  pasar  por  lo  que  esta  jure. 
Llámase  decisorio  porque  decide  el  pleito.Véase  Juramento. 
DECLARACIÓN.  La  manifestación,  esplicacion  ó  inter- 
pretación de  lo  que  está  dudoso  ,  ambiguo  ú  obscuro  en 
alguna  ley,  contrato  ú  otro  documento  ;  —  y  la  deposición 
que  bajo  juramento  hace  el  reo,  testigo  ó  perito  en  causas 
criminales  y  en  pleitos  civiles.  Véase  Deposición ,  Interpre- 
tación, Perito,  Testigo,  Interrogatorio,  Posiciones  y  Pre- 
guntas. 

DECLARACIÓN  indagatoria.  En  las  causas  criminales, 
la  declaración  que  se  toma  al  presunto  reo  para  indagar  ó 
inquirir  el  delito  y  el  delincuente  con  cierta  cautela  ,  sin 
hacerle  cargos  ni  reconvención  alguna  por  lo  que  resulte  de 
la  sumaria.  En  ella  se  le  pregunta  su  nombre ,  naturaleza , 
vecindad,  oficio ,  edad,  pasos  que  dio  el  dia  del  delito ,  per- 
sonas con  quienes  se  acompañó,  asuntos  de  que  habló,  si 
sabe  quién  cometió  el  delito,  mas  no  si  le  cometió  él  mismo, 
como  también  si  alguna  otra  vez  ha  estado  preso  ó  procesa- 
do, y  en  fin  todo  lo  demás  que  convenga  para  la  averiguación 
de  la  verdad.  — El  juez  debe  tomar  la  declaración  indagato- 
ria por  si  mismo  y  no  por  el  escribano  ,  dentro  de  veinte  y 
cuatro  horas  de  hallarse  el  reo  en  prisión  ó  arresto  ,  sin 
exigirle  juramento ,  que  á  nadie  ha  de  tomarse  en  materias 
criminales  sobre  hecho  propio  ,  y  sin  hacerle  preguntas 
capciosas  ni  sugestivas ,  ni  emplear  coacciones  físicas  ó  mo- 
rales, promesas,  engañoso  artificios  ;  ley  10,  lit.  52,  lib.  12, 
Nov.  Rec;  art.  6  y  8,  reglam.  de  26  de  setiembre  de  183b, y 
art.  S8A,  Const.  de  1812. 

DECLARACIÓN  con  cargos.  En  lo  criminal ,  la  decla- 
ración que  se  toma  al  presunto  reo  ,  no  solo  haciéndole  pre- 
,  — 

(1)  Ley  18,  lit.  29,  Part.  3. 

2)  Ley  5 ,  tít.  5 ,  lib.  4 ,  Fuero  Juzgo ,  y  ley  2 ,  tít.  7 ,  lib.  3 , 
Fuero  Real.  —  Gaspar  Baeía  escribió  una  obra  de  Decima  tutor  i 
Hispano  jure  prœstanda.  _.>* 


guntas  dirigidas  á  inquirir  y  averiguar  el  delito  y  el  delin- 
cuente ,'  sino  haciéndole  también  cargos  y  reconvenciones 
por  lo  que  resulta  del  proceso  ;  de  suerte  que  la  declaración 
con  cargos  es  á  un  mismo  tiempo  declaración  indagatoria  y 
confesión.  La  declaración  con  cargos  no  se  suele  tomar  sino 
para  acelerar  la  determinación  en  causas  que  no  son  de  mu- 
cha gravedad. 

DECLARATORIO.  Lo  que  declara  ó  esplica  lo  que  no 
se  sabia  ó  estaba  dudoso,  como  auto  declaratorio ,  carta 
declaratoria. 

DECLINAR  jurisdicción.  Evitar  la  jurisdicción  de  un 
juez  ante  quien  uno  ha  sido  citado,  alegando  que  no  le  com- 
pete el  conocimiento  de  la  causa,  y  pidiendo  que  mande  al 
actor  use  de  su  derecho  en  el  tribunal  que  corresponda. 

DECLINATORIA.  La  petición  en  que  el  demandado 
.  declina  la  jurisdicción  del  juez  que  le  ha  citado ,  por  creerle 
incompetente.  Véase  Excepción  declinatoria. 

DECRETAL.  Epístola*  pontificia  ,  en  la  cual  declara  el 
papa  alguna  duda  por  sí  solo  ,  ó  con  parecer  de  los  carde- 
nales. 

DECRETALES.  El  libro  en  que  están  recopiladas  las 
epístolas  ó  decisiones  pontificias  ;  como  la  colección  de  las 
Decretales  de  Gregorio  IX  (3). 

DECRETALISTA.  El  espositor  ó  intérprete  de  las  De- 
cretales. 

DECRETAR.  Resolver  ó  decidir  la  persona  que  tiene 
autoridad  para  ello  ;  —  determinar  el  juez  las  peticiones  de 
las  partes  ,  concediendo ,  negando  ó  dando  traslado. 

DECRETERO.  La  lista  ó  colección  de  decretos  ;  —  y  la 
nómina  ó  catálogo  de  reos  que  se  suele  dar  en  los  tribunales 
á  los  jueces,  para  que  se  vaya  apuntando  lo  que  se  decreta 
sobre  cada  reo,  á  fin  de  que  no  haya  confusion  por  la  varie- 
dad de  causas ,  nombres  y  sentencias ,  cuando  los  reos  son 
en  algún  número. 

DECRETISTA.  El  espositor  del  libro  que  en  el  derecho 
canónico  se  llama  Decreto. 

DECRETO.  La  resolución  de  algún  magistrado  ,  juez  ó 
tribunal  sobre  cualquiera  caso  ó  negocio  ;  —  en  el  derecho 
canónico  la  constitución  ó  establecimiento  que  el  sumo  pon- 
tífice ordena  ó  forma  consultando  á  los  cardenales  ,  como 
también  cualquiera  decisión  de  un  concilio  sobre  puntos 
relativos á  la  fe,  al  dogma  ó  á  la  disciplina  eclesiástica;  — y 
el  libro  ó  volumen  del  derecho  canónico  que  recopiló  Gra- 
ciano (4). 

(5)  Estas  Decretales  del  Sr.  Gregorio  IX  constituyen  la  2a.  parte 
del  Derecho  canónico  en  cinco  libros,  que  se  dividen  en  títulos,  y 
estos  en  capítulos,  que  también  contienen  §§  y  versículos.  Su 
arreglo  y  compilación  fué  obra  de  S.  Raimundo  de  Peñafort,  es- 
clarecido canonista  español  del  orden  de  predicadores,  que  se 
acomodó  en  su  formación  al  método  de  las  Pandectas.  Indicase  el 
orden  y  materia  de  los  cinco  libros  en  el  verso  siguiente  : 
Judex,  Judicium,  Clerus,  Sponsalia,  Crimen 

(4)  Este  volumen  constituye  la  primera  parte  del  Derecho  ca- 
nónico, y  fué  obra  de  Graciano,  monje  benedictino,  la  cual  se  es- 
tendió demasiado  por  su  estudio  en  las  escuelas  y  alegación  en  el 
foro,  pues  los  canonistas  no  convienen  en  que  fuese  aprobada  por 
el  Sr.  Eugenio  III  ;  mas  es  uno  de  los  cinco  códigos  que  contienen 
el  Derecho  canónico  hoy  recibido  en  la  Iglesia.  Consta  de  lugares 
de  la  Sagrada  Escritura  y  Santos  Padres,  cánones  de  los  Concilios , 
decretales  de  los  Pontífices  y  leyes  delosemperadores.  El  que  busca 
orden  en  el  Decreto,  dice  un  canonista,  venatur  in  silvis  dclphi- 
nos,  in  (luctibus  apros;  sin  embargo,  comprende  los  tratados  de 
personas,  juicios  y  cosas  eclesiásticas  en  tres  partes.  La  Ia.  conr 
tiene  101  distinciones,  que  se  dividen  en  capítulos,  estos  en  §§, 
y  estos  en  versículos  ó  artículos.  La  2a.  contiene  56  causas,  que  se 
dividen  en  cuestiones,  estas  en  capítulos,  y  aun  estos  contienen 
artículos  ó  §§.  La  5a.  contiene  cinco  distinciones  de  Consécra- 
tions ¡  después  los  cánones  penitenciales  y  los  apostólicos. 


DE 


531  - 


DE 


El  decreto  real  no  ha  de  confundirse  con  la  ley;  la  ley  es 
una  regla  general  establecida  por  el  que  ejércela  soberanía, 
para  dirigir,  premiar  ó  castigar  las  acciones  de  los  subditos  ; 
y  el  decreto  no  es  otra  cosa  que  una  resolución  ,  mandato  ú 
orden  escrita,  firmada  ó  rubricada  por  el  rey,  que  tiene  por 
objeto  ejecutar  las  leyes  del  reino  ,  proveer  ó  hacer  alguna 
declaración  sobre  casos  particulares,  ó  establecer  medidas 
de  buen  gobierno.  Véase  Ley. 

DISCRETOS  de  cajón.  Las  resoluciones  que  son  cor- 
rientes y  de  estilo ,  y  se  ponen  en  las  secretarías  ó  escriba- 
nías sin  dar  cuenta  al  jefe  ó  tribunal. 

DECRETOS  de  pública.  Las  determinaciones  que  toman 
los  magistrados  en  audiencia  pública  sobre  los  pedimentos 
de  sustanciacion  de  que  les  dan  cuenta  los  escribanos  de  cá- 
mara. Llámanse  de  piíblica  ,  porque  se  dan  en  público  á  fin 
de  que  lleguen  á  noticia  de  los  procuradores  de  las  partes, 
quienes  deben  asistir  á  dicho  acto,  el  cual  tiene  veces  de 
notificación. 

UECURSAS.  Los  réditos  caidos  de  los  censos.  Llámanse 
decúrsas  porque  van  corriendo  y  cayendo  con  el  tiempo. 
Pueden  pedirse  ó  al  actual  poseedor  de  la  finca,  ó  al  posee- 
dor anterior  que  dejó  de  pagarlos.  Véase  Censo  consignalivo. 

DEFENSA.  Todo  cuanto  alega  el  reo  para  sostener  su 
derecho  ó  su  inocencia,  rechazando  la  acción  ó  acusación 
entablada  contra  él.  Es  máxima  general  establecida  por  las 
leyes  de  todos  los  pueblos  que  nadie  puede  ser  condenado 
sin  que  se  le  oigan  sus  defensas;  ñeque  enim  inaudita  causa 
quemquam  damnari  œquilatis  ratio  palilur.  «  A  ningún  pro- 
cesado (  dice  el  reg.  de  26  de  setiembre  de  1835 ,  art.  12  )  se 
lo  podrá  nunca  rehusar,  impedir  ni  coartar  ninguno  de  sus 
legítimos  medios  de  defensa,  ni  imponerle  pena  alguna  sin 
que  antes  sea  oido  y  juzgado  con  arreglo  á  derecho  por  el 
juez  ó  tribunal  que  la  ley  tenga  establecido.  »  La  infracción 
de  esta  disposición  haria  nula  la  sentencia,  y  responsable  al 
juez  de  los  daños  y  perjuicios  que  se  siguieren  al  reo,  ademas 
de  la  pena  que  mereciese  por  su  ignorancia  ó  malicia.  —  El 
reo  puede  defenderse  aun  después  de  conclusa  la  causa  para 
sentencia.  Véase  Conclusion. 

DEFENSA.  El  acto  de  repeler  una  agresión  injusta.  El 
que  mata  á  otro  por  exigirlo  su  propia  defensa ,  ó  la  de  su 
mujer,  padre ,  hijo ,  hermano ,  ú  otro  pariente  dentro  del 
cuarto  grado ,  está  esento  de  pena  ;  leyes  2  y  5,  til.  8,  Part.  7, 
y  ley  i,  lit.  21,  lib.  12,  Nov.  Rec;  pero  si  le  mata  pudiendo 
evitar  de  otro  modo  el  peligro  que  le  amenaza  á  sí  mismo  ó 
á  su  pariente ,  deberá  ser  castigado  con  alguna  pena  estraor- 
dinaria  ,  según  las  circunstancias  (1). 

También  podemos  defender  nuestros  bienes  hasta  el  es- 
tremo de  quitar  la  vida  al  agresor,  si  le  hallamos  de  noche 
en  nuestra  casa  hurtando  ó  foradándola  ,  ó  de  dia  huyendo 
con  el  hurto  sin  quererlo  dejar  ni  darse  á  prisión ,  ó  de  noche 
quemando  y  destruyendo  nuestras  casas  ,  campos,  mieses  ó 
árboles ,  ó  de  dia  apoderándose  por  fuerza  de  nuestras  cosas; 
d.  ley  Z,lit.  8,  Parí.  7,  y  ley  1 ,  lit.  21 ,  lib.  12.  Nov.  Rec. 

Es  igualmente  escusable  el  que  por  defender  su  honor 
mate  al  que  sorprendiere  yaciendo  con  su  mujer,  hija  ó  her- 
mana, y  aun  al  que  se  llevare  á  la  fuerza  mujer  ajena;  d. 
leyes  5,  lit.  8,  Part.  7,  y  1,  lit.  21,  lib.  12,  Nov.  Rec.  Es  por 
fin  opinion  comun  que  puede  cualquiera  defender  también  á 
an  estraño  que  se  ve  atacado  en  su  persona  ó  en  sus  bienes , 
hasta  ahuyentar,  prender  ó  matar  al  injusto  agresor;  Ant. 
^om.,  t.  5,  c.  3,  n.  21.  Véase  Homicidio  y  Agresor. 
3  DEFENSOR.  El  abogado  que  defiende  y  patrocina  en 
juicio  á  cualquiera  de  las  partes  ;  — .  y  la  persona  que  nom- 
bra el  juez  para  defender  á  los  ausentes  interesados  en  un 


(1)  Acevedo  sobre  la  ley  i  ,  tít.  25 ,  lib.  8 ,  núins.  42  y  43 ,  y 
Antonio  Gómez,  5,  Var.,  c.  5.,  núms.  22,  23  y  24. 


concurso  ó  en  una  sucesión.  Véase  Ausente,  Cesión  de  bienes 
y  Herencia. 

-j-  Ningún  oficial  puede  escusare  del  cargo  de  defensor  sino 
en  los  casos  prevenidos.  Rl.  órd.  de  S  de  marzo  de  1824. 

El  defensor  si  bien  ha  de  apurar  todas  las  razones  y  me- 
dios legales  que  estén  á  su  alcance  en  favor  de  su  defendido; 
sin  embargo,  el  que  no  se  arregle  á  lo  prevenido  en  la  orde- 
nanza ,  y  funde  su  defensa  en  razones  sofísticas  y  procure 
embarazar  caprichosamente  el  curso  de  la  justicia,  será  cas- 
tigado como  infractor  de  aquella.  Orden,  del  ejérc. ,  art.  39, 
til.  S0.,  trat.  8o. 

En  el  Suplemento  á  este  Diccionario  puede  verse  lo  pre- 
venido por  real  orden  de  ik  de  marzo  de  1801  cuando  el 
defensor  se  separa  de  lo  que  prescribe  la  ordenanza,  faltando 
á  la  verdad  de  lo  que  resulta  comprobado,  etc. 

DEFENSORIO.  El  manifiesto  ó  escrito  apologético  en 
defensa  ó  satisfacción  de  alguna  persona. 

DEFERIR.  Comunicar  ó  dar  parte  de  la  jurisdicción  ó 
poder;  —  y  adherirse  al  dictamen  de  otro.  Deferir  el  jura- 
mento á  la  parte  contraria  ,  es  pasar  por  lo  que  esta  jure. 
Véase  Juramento  decisorio. 

DÉFICIT.  Voz  puramente  latina ,  que  en  el  comercio 
significa  el  descubierto  que  resulta  comparando  el  haber  ó 
caudal  existente  con  el  fondo  ó  capital  puesto  en  la  empresa; 
y  en  la  administración  pública  la  parte  que  falta  para  llenar 
las  cargas  del  Estado,  reunidas  todas  las  sumas  destinadas  à 
cubrirlas. 

DEFINICIÓN.  La  decisión  ó  determinación  de  alguna 
duda  ,  pleito  ó  contienda  por  autoridad  legítima  ;  y  así  se  " 
llaman  definiciones  las  resoluciones  de  los  concilios  y  de  los 
papas.  También  se  llaman  definiciones  en  las  órdenes  mili- 
tares, escepto  la  de  Santiago,  el  conjunto  de  estatutos  y  or- 
denanzas que  sirven  para  su  gobierno. 

DEFINIMIENTO.  En  general  es  la  decisión  última  de 
un  juicio ,  pleito  ó  asunto  judicial  ;  pero  se  aplicaba  especial- 
mente á  la  paz  ó  transacción  hecha  por  el  pariente  mas  cer- 
cano de  un  muerto  con  el  matador,  remitiéndole  ó  perdonán- 
dole el  agravio. 

DEFINITIVO.  Lo  que  decide ,  resuelve  ó  concluye 
últimamente  alguna  cosa;  y  así  suele  decirse  definitiva  la 
sentencia  que  comprende  el  todo  del  pleito,  terminando 
enteramente  la  contestación  que  habia  entre  las  partes. 
Véase  Sentencia. 

DEFRAUDACIÓN.  En  materias  de  hacienda,  el  delito 
que  comete  la  persona  que  se  sustrae  dolosamente  al  pago 
de  los  impuestos  públicos. 

Se  incurre  en  el  delito  de  defraudación  contra  la  hacienda 
pública  en  las  rentas  generales  ó  de  aduanas  :  —  Io.  por  la 
introducción  en  el  territorio  español  de  géneros  estranjeros 
ó  coloniales,  sin  haber  sacado  en  la  primera  aduana  de  en- 
trada las  guias  correspondientes  para  su  circulación  en  lo 
interior  :  —  2o.  por  la  conducción  en  territorio  español  de 
dichos  géneros  sin  guias  y  sellos  ó  marchamos  de  la  aduana, 
ó  fuera  del  tránsito  marcado  en  ellas  ,  ó  por  caminos  que  no 
dirijan  via  recta  al  destino  prefijado  en  las  mismas  :  —  3o. 
por  la  detentación  en  almacén  ó  tienda  de  los  referidos  gé- 
neros, aun  cuando  sea  en  retazos  ó  pequeñas  porciones  ,  sin 
que  el  tenedor  acredite  su  legítima  procedencia  en  la  forma 
prescrita  en  los  reglamentos  de  aduanas  :  —  k°.  por  la  deten- 
tación asimismo  de  los  mismos  géneros  en  cualquiera  casa 
particular,  siempre  que  estando  en  piezas,  en  fardos  ó  en 
bultos  enteros ,  no  tengan  estos  los  sellos  y  marchamos  de 
las  aduaaas;  y  si  escediendo  la  cantidad  de  géneros  hallados 
en  esta  forma  de  la  que  se  permita  poseer  para  el  consumo 
doméstico ,  no  justificare  ademas  el  tenedor  la  legítima  pro- 
cedencia de  ellos  con  los  documentos  prevenidos  en  lf°  re- 
glamentos :  —  b°.  por  la  esportacion  de  géneros  y  frutos  del 
reino  sujetos  al  pago  de  derechos  en  las  aduanas  de  salida 
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y  sin  haberlos  satisfecho  íntegramente  .¡  y  por  la  tentativa 
del  mismo  delito  justificada  por  la  aprehensión  de  estos  efec- 
tos dentro  de  la  zona  determinada  en  los  reglamentos  ,  sin 
que  sus  portadores  ó  detentadores  tengan  las  guias  compe- 
tentes. —  Las  penas  son  el  comiso  de  los  géneros  aprehen- 
didos ,  y  la  multa  del  quíntuplo  del  derecho  defraudado  ;  las 
cuales  tendrán  lugar  igualmente  cuando  los  géneros  que  so 
aprehendan  sean  de  especie  diferente  de  los  que  hubieren 
servido  de  base  para  la  graduación  del  derecho  ó  se  hallen 
espresados  en  las  guias  y  documentos  que  presente  el  tene- 
dor. Habiéndose  cometido  engaño  sobre  la  cantidad  de  gé- 
neros ó  sobre  la  calidad  que  en  su  especie  tuvieren ,  se 
limitan  el  comiso  y  la  multa  del  quíntuplo  del  derecho  á  la 
parte  de  géneros  que  se  graduare  no  haberlo  satisfecho  ,  á 
menos  que  esta  llegue  al  tercio  del  derecho  íntegro,  en  cuyo 
caso  caerá  en  comiso  la  totalidad  de  los  géneros  aprehen- 
didos ,  arreglándose  siempre  la  multa  al  importe  del  derecho 
defraudado.  Por  la  primera  reincidencia  se  aumenta  la  multa 
al  décuplo  del  derecho  defraudado,  y  en  la  segunda  se  im- 
pone ademas  la  pena  de  un  año  de  obras  públicas  en  un  pre- 
sidio correccional ,  que  se  va  doblando  en  las  ulteriores.  La 
pena  de  comiso  se  estiende  á  los  bagajes,  carruajes  ó  em- 
barcaciones en  que  se  trasportan  los  géneros  del  fraude  :  — 
Io.  cuando  el  importe  de  los  derechos  defraudados  sea  mayor 
que  el  de  los  que  se  hubiesen  pagado  sobre  los  mismos  efectos 
y  los  demás  que  compusieren  la  carga,  concurriendo  en 
cuanto  á  los  buques  la  circunstancia  de  ser  cómplice  el  ca- 
pitán en  la  defraudación  :  —  2o.  cuando  el  conductor  de  los 
•  bagajes  ó  carros  ó  el  capitán  del  buque  sean  reincidentes 
en  este  delito. 

Con  respecto  á  los  géneros ,  frutos  y  efectos  del  reino  suje- 
tos al  pago  de  rentas  provinciales,  derechos  de  puertas  ú 
otro  cualquiera  impuesto  ,  se  incurre  en  delito  de  defrau- 
dación :  —  Io.  por  la  introducción  en  los  pueblos  donde  se 
hallen  establecidos  los  derechos  de  puertas  sin  hacer  la  de- 
claración y  adeudar  el  correspondiente  derecho  en  las  ofici- 
nas de  entrada  :  —  2o.  por  su  conducción  hacia  los  mismos 
pueblos  dentro  del  radio  que  esté  marcado  por  distintas  vias 
délas  que  estén  prevenidas  por  los  reglamentos,  ó  bien  en 
menor  cantidad  de  la  que  estos  prefijen ,  ó  con  violación  de 
cualquiera  otro  requ'.^ito  :  —  3o.  por  omitirse  en  los  pueblos 
no  sujetos  á  los  derechos  de  puertas ,  las  declaraciones  á  la 
oficina  competente  y  el  adeudo  de  derechos  en  la  forma  esta- 
blecida ,  y  siempre  que  en  el  trasporte  de  los  efectos  se 
dejen  de  cumplir  las  formalidades  ó  no  se  acompañen  los 
documentos  correspondientes.  —  Las  penas  son  el  comiso 
de  la  totalidad  del  género  que  fuere  materia  de  la  defrau- 
dación ,  y  el  doble  derecho  correspondiente  al  mismo  género. 
En  toda  especie  de  contribución ,  cuya  cuota  se  haya  de 
graduar  por  la  manifestación  que  haga  el  contribuyente  de 
la  cantidad  y  calidad  del  género,  se  incurre  en  el  delito  de 
defraudación  :  —  Io.  si  el  portador  manifestare  un  género 
de  especie  sujeto  á  un  derecho  inferior  al  eme  realmente 
lleva  :  —  2o.  si  en  géneros  de  una  misma  especie  ,  sujetos  á 
graduación  de  derecho  diferente  según  su  calidad,  mani- 
festare ser  la  que  conduce  de  grado  inferior  al  que  realmente 
tenga ,  y  la  diferencia  pasare  de  ocho  por  ciento  :  —  5o.  si 
en  la  cantidad  efectiva  de  géneros  y  la  que  se  declaró  para 
adeudar  el  derecho  hubiere  un  esceso  á  favor  do  aquella  de 
mas  del  tres  por  ciento.  —  Las  penas  se  reducen  á  la  multa 
del  cuadruplo  del  importe  del  derecho  defraudado ,  y  al  pago 
de  este  derecho.  Si  la  defraudación  no  pasare  de  un  tres  por 
ciento  en  cantidad  ó  de  un  ocho  en  calidad  ,  solo  hay  lugar 
á  la  exacción  del  pago  íntegro  del  derecho  que  el  género  hu- 
biere devengado. 

En  cuanto  á  las  contribuciones  directas  se  incurre  en  de- 
lito de  defraudación  :  —  Io.  por  omitir  la  declaración  que 
deba  hacerse  parala  exacción  ala  autoridad  »  oficina adpndo 


corresponda  :  —  2o.  por  cualquiera  falsedad  que  se  cometa 
en  la  declaración  que.se  dé  para  la  graduación  del  derecho: 
—  5o.  por  la  ocultación  del  contrato,  sucesión  ,  posesión  tí 
otro  acto  que  cause  el  derecho  :  —  íi°.  por  cualquiera  simu- 
lación que  se  haga  en  los  documentos  justificativos  de  estos 
actos  :  —  5o.  por  toda  otra  especie  de  violación  á  las  reglas 
administrativas  que  tenga  tendencia  manifiesta  y  directa  á 
eludir  ó  disminuir  el  pago  de  los  derechos  legítimos.  —  La 
pena  es  la  multa  del  quíntuplo  de  la  cantidad  del  derecho  eu 
que  consista  la  defraudación  ,  ademas  de  la  satisfacción  de 
los  gastos  que  se  ocasionen  en  las  diligencias  necesarias  para 
la  comprobación  del  fraude.  Real  decreto  de  5  de  mayo  de 
1830,  arls.  11 ,  12,  13,  ik,  57,  38,  59,  60,  61,  62,  65  y  64. 
=  Véase  Contrabando. 

DEGRADACIÓN .  El  acto  ere  deponer  O  destituir  á  al- 
guna persona  de  las  dignidades  ,  honores ,  empleos  y  privi- 
legios que  tenia.  Hay  degradación  real  ó  actual ,  y  degra- 
dación verbal  :  la  primera  es  la  que  se  ejecuta  con  las 
solemnidades  prevenidas  por  derecho  ó  introducidas  por  la 
costumbre  :  y  la  segunda  ,  la  que  se  declara  por  juez  com- 
petente en  la  sentencia  definitiva,  sin  que  intervenga  des- 
pués ceremonia  ni  solemnidad  alguna  (i). 

La  degradación  está  en  uso  principalmente  entre  los  mili- 
tares y  los  eclesiásticos.  El  militar  que  ha  incurrido  en  esta 
pena ,  es  despojado  en  público  de  sus  insignias  militares ,  y 
espelido  del  regimiento  como  indigno  de  pertenecer  á  una 
clase  cuyo  ídolo  debe  ser  el  honor  (2). 

La  degradación  de  los  eclesiásticos  que  han  sido  conde- 
nados á  penas  corporales  por  algún  crimen  que  han  come- 
tido, está  ordenada  por  muchos  cánones  antiguos  y  decre- 
tales pontificias  (3),  por  el  derecho  romano,  y  por  las  leves 
60  y  61,  tít.  6,  Part.  1 .  Justiniano  en  la  novela  83  se  espresa 
así  sobre  este  punto  :  Illud  palam  est ,  si  retan  esse  pulaverit 
cuín  qui  convcnihtr  provincia:  prœses ,  et  pœna  judicaverit 
dignum,  prius  hunc  spoliari  ab  episcopo  sacerdotali  dignitate 
el  tía  sub  legum  fieri  manu.  Si  queremos  subir  al  origen  de 
la  degradación,  la  encontraremos-  usada  en  el  paganismo  ; 
pues  ias  Vestales  condenadas  á  muerte  no  eran  entregadas 
al  ejecutor  de  la  sentencia ,  sin  que  antes  las  hubiesen  des- 
pojado los  pontífices  de  las  vestiduras  propias  de  su  instituto. 
Según  las  antiguas  formalidades,  era  necesario  cierto  nú- 
mero de  obispos  para  degradar  á  un  eclesiástico  promovido 
á  las  órdenes  sagradas  (U);  pero  como  esta  circunstancia 
producía  dilaciones  y  contiendas  por  la  resistencia  de  algu- 
nos obispos  que  exigían  la  comunicación  del  proceso  para 
instruirse  de  la  verdad  del  delito,  se  ordenó  finalmente  por 
el  concilio  deTrento(5)  que  bastase  un  obispo  para  la  ejecu- 
ción de  semejante  ceremonia.  Preséntase,  pues,  el  sacerdote 
delincuente  con  las  vestiduras  de  decir  misa,  y  el  obispo  re- 
vestido de  pontifical  le  va  quitando  sucesivamente  la  ca- 
sulla, la  estola,  el  manipulo  y  el  alba,  pronunciando  al 
mismo  tiempo  ciertas  palabras  que  le  echan  en  cara  su  in- 
dignidad :  se  le  rae  por  fin  la  corona;  y  luego  la  justicia 
secular  se  apodera  del  reo,  y  dispone  la  ejecución  de  la  sen- 
tencia dada  contra  él  (6).  Hay  todavía  obispos  que  no  quieren 
proceder  á  la  degradación  de  los  eclesiásticos  criminales; 
pero  como  los  delitos  de  estos  hombres,  por  distinguida  que 
sea  la  clase  á  que  pertenecen,  no  pueden  quedar  impunes,  y 
no  hay  autoridad  alguna  que  pueda  sustraer  los  reos  á  las 
- — 

(1)  Cap.  2,  de  pœnis  in  G,  que  describe  la  forma  de  la  degra- 
dación dot  Pontifical  Romano. 

(2)  Trat.  8,  tit.  9,  Ord.  milit.  De.  las  formalidades  que  se  lian 
de  obserçar  en  la  degradación  de  un  oficial  ddincuente. 

(3)  Cap.  10,  ext.  de  judie. 

(4)  Cap.  Félix  y  siguiente,  causa  13,  q.  7. 
(î>)  Cap.  5,  ses.  15,  de  reform, 

(6.)  Cap.  2,  de  pœnis  in  6. 
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manos  de  la  justicia,  no  han  dudado  los  tribunales  en  hacer 
ejecutar  en  ellos  sus  sentencias ,  sin  preceder  la  degrada- 
ción, que  por  fin  no  es  mas  que  una  mera  ceremonia(l)  que 
no  se  requiere  en  los  crímenes  atroces,  como  afirman  los  ca- 
nonistas (2). 

En  el  dia  está  prevenido  por  real  decreto  de  17  de  octu- 
bre do  185L)  :  que  las  causas  contra  eclesiásticos  por  delitos 
atroces  ó  graves  se  formen ,  sustancien  y  fallen  sin  inter- 
vención alguna  de  la  autoridad  eclesiástica,  por  los  jueces  y 
tribunales  reales  á  quienes  competan  con  arreglo  á  las  leyes 
y  decretos  vigentes  :  —  que  para  este  efecto  se  reputen  atro- 
ces ó  graves  aquellos  delitos  que  por  dichas  leyes  ó  decre- 
tos se  castiguen  con  pena  capital,  estragamiento  perpetuo , 
minas,  galeras,  bombas  ó  arsenales  :  —  que  dada  sentencia 
que  merezca  ejecución,  en  la  que  se  imponga  al  reo  alguna 
de  estas  penas,  pase  el  juez  testimonio  literal  de  ella ,  con  el 
oportuno  oficio ,  sin  incluir  ninguna  otra  cosa ,  al  prelado 
diocesano  para  que  por  este  se  proceda  en  su  caso  á  la  de- 
gradación correspondiente  del  reo  en  el  preciso  término  de 
seis  días  :  —  que  si  dentro  de  este  término  no  se  verificase 
la  degradación ,  se  proceda  sin  mas  dilación  á  la  ejecución 
de  la  sentencia,  cualquiera  que  sea  la  pena  impuesta  al  reo, 
y  si  fuere  la  capital,  sea  conducido  al  patíbulo  en  hábito  lai- 
cal y  la  cabeza  cubierta  con  un  gorro  negro.  Véase  Fuero 
eclesiástico. 

DEGÜELLA.  Cierta  pena  que  en  algunas  partes  se  im- 
pone al  ganado  que  se  halla  en  yerbas  ó  término  donde  no 
debe  entrar.  Consiste  en  ocupar  una  res  de  dia  y  dos  de  no- 
che, escepto  en  el  tiempo  que  media  desde  el  50  de  setiem- 
bre hasta  el  5  de  mayo.  Si  el  ganado  se  compone  de  reses 
mayores,  en  ningún  tiempo  tiene  lugar  la  degüella. 

DEHESA.  La  parte  ó  porción  de  tierra  acotada  que  se 
destina  regularmente  para  pasto  de  ganados.  En  las  leyes 
de  las  Partidas  se  llama  defesa,  y  viene  del  verbo  latino  de- 
fenderé, que  significa  defender  ó  prohibir. 

DEJACIÓN.  Es  una  palabra  general  que  conviene  á  la 
cesión  de  bienes  en  concurso  de  acreedores  ;  á  la  renuncia 
de  una  sucesión  ó  herencia  ;  á  la  dimisión  que  el  censatario 
hace  de  la  cosa  acensuada  á  favor  del  censualista  ;  al  desisti- 
miento de  la  posesión  de  una  propiedad  hecho  por  el  que  se 
ve  demandado  enjuicio  mediante  acción  real  ;  al  desamparo 
déla  prenda  ó  hipoteca  mediante  el  cobro  de  lo  que  impor- 

(1)  No  es  ceremonia,  y  si  se  requiere  :  véanse  las  leyes  60  y  61, 
tít.  6,  Part.  1. 

(2)  No  todos  los  autores  ni  los  de  mejor  nota.  El  de  la  Curia 
Filíp.,5a.part.,§5,núms.  16  y  25,  tiene  por  poco  segura  esa  doc- 
trina. Covarrubias  en  el  tí  ti,  Ia.  conclusion,  §  5  ,  dice  que  debe 
ser  previa  la  degradación,  <t  ¡porque  aunque  se  entiende  que  pier- 
den el  fuero  por  el  mismo  hecho  de  cometer  el  dclilo,  »  no  se  ha 
puesto  hasta  ahora  en  práclica  en  estos  reinos  tal  jurisprudencia. 
—  Y  Elizondo,  tom.  1,  foj.  194,núms.  10  y  11,  «  y  ahora  por 
conclusion  encargamos  que  los  jueces  reales  miren  con  mucho 
respeto  las  causas  de  los  clérigos,  no  procediendo  contra  ellos  por 
sí  solos,  aun  por  delitos  gravísimos  acreedores  á  la  pena  de  de- 
gradación y  entrega  á  la  real  jurisdicción,  hasta  que  por  sus  res- 
pectivos prelados  eclesiásticos  se  les  formalice.  »  —  Véase  sobre 
degradación  algo  en  Gutiérrez,  Práctica  criminal,  tom.  l,pág.  51, 
y  Murillo,  Iib.  5,  n.  531.  —  Téngase  presente  que  cuando  se  en- 
trega el  reo  degradado  al  brazo  secular,  debe  el  eclesiástico  inter- 
ceder, rogar  y  suplicar  con  eficacia  á  la  polesdad  secular  quo 
modere  el  rigor  de  la  justicia,  escusando  la  pena  de  muerte,  co- 
mo se  manda  en  el  cap.  27,  Novimus ,  de  verb.sign.,  y  en  el 
Pontifical  Romano,  y  lo  dice  el  Sr.  Bened.  XIV  de  Synod.  Diœ- 
ces.,  Iib.  9,  cap.  6,  núms.  5,  10  y  11.  —  Por  lo  tocante  á  la  re- 
publica  de  Méjico,  pueden  verse  en  el  tom.  5  de  Sala  ,  pág.  225 , 
las  leyes  71,  tít.  de  los  Religiosos,  la  12,  tit.  de  la  Inmunidad»  y 
la  13;  tít.  12,  Iib.  1,  del  uucyo  código. 


tare  mas  que  la  deuda;  y  al  abandono- que  el  asegurado 
hace  al  asegurador  de  los  efectos  perdidos  para  que  le  pague 
la  suma  estipulada. 

DELAGÏQN.  La  manifestación  de  un  delito  y  del  que 
lo  ha  cometido,  hecha  por  cualquiera,  no  con  objeto  de  se- 
guir el  juicio  en  su  nombre,  ni  tomar  satisfacción  para  .sí 
mismo,  sino  con  el  fin  de  informar  y  escitar  al  juez  para 
que  castigue  al  delincuente.  Véase  Acusación. 

DELATOR.  El  que  denuncia  á  la  justicia  un  crimen  ó 
delito,  designando  su  autor  para  que  sea  castigado.  El  dela- 
tor se  diferencia  del  acusador  en  que  este  hace  parte  del  jui- 
cio y  aquel  no,  y  en  que  el  acusador  debe  probar  el  hecho, 
con  imposición  de  penas  si  no  lo  hiciere,  al  paso  que  el 
delator  no  tiene  esta  obligación,  á  no,, ser  que  se  hubiese 
ofrecido  á  ello  ó  que  su  delación  aparezca  maliciosa;  y  por 
eso  no  se  le  admite  la  delación  formal  sin  dar  fianza  de  pro- 
barla ;  leyes  1  y  27,  tit.  1,  Part.  7  (3).  Los  fiscales  y  promo- 
tores fiscales  no  pueden  hacer  una  acusación  sin  presentar 
á  los  jueces  la  delación  del  delito  hecha  ante  escribano  pú- 
blico por  un  tercero  denunciador,  escepto  si  el  hecho  fuese 
notorio,  ó  si  se  procediese  por-  pesquisa  en  virtud  de  orden 
superior;  leyes  1  y  2,  tit.  55,  Iib.  12,  Nov.  Iiec,  Mas  rara 
vez  so  procede  al  presente  por  denuncia  ó  delación  formai, 
pues  no  queriendo  concitarse  odios  ni  enemistades  los  que 
habían  de  hacerla,  suelen  tomar  el  medio  de  avisar  secre- 
tamente al  juez ,  para  ojo?  si  lo  tiene  por  conveniente  em- 
prenda la  causa  de  oficij  (*)|  procediendo  á  la  averiguación 
del  delito  en  cumplimiento  do  la  obligación  que  le  impone 
su  empleo  (S).  Véase  Acusador  y  Calumniador. 

DELEGACIÓN.  La  facultad  que  un  juez  ó  tribunal 
concede  á  alguna  persona  para  que  conozca  de  una  causa  en 
nombre  de  aquel,  y  en  la  forma  que  le  prescribe.  Véase  Ju- 
risdicción delegada. 

DELEGACIÓN  be  deuda.  La  sustitución  de  un  nuevo 
deudor  en  lugar  del  antiguo  con  consentimiento  del  acree- 
dor :  ó  bien  un  acto  por  el  cual  un  deudor  da  á  su  acreedor 
otro  deudor  que  se  encarga  de  pagar  la  deuda.  Si  el  segundo 
deudor  toma  sobre  sí  la  obligación  del  primero  con  intención 
espresa  de  descargar  á  este  de  ella ,  queda  con  efecto  estin- 
guida  la  obligación  del  primer  deudor,  y  solo  subsiste  la  del 
segundo  ;  de  manera  que  aunque  el  segundo  se  hiciese  in- 
solvente ,  no.  podria  el  acreedor  pedir  la  deuda  al  primero. 
Pero  si  el  segundo  deudor  dijese  simplemente  que  se  obli- 
gaba á  pagar  la  deuda  del  primero,  sin  espresar  ser  su  in- 
tención que  este  quedase  libre,  ambos  quedarían  obligados; 
bien  que  pagando  cualquiera  de  ellos,  se  estinguiria  para  los 
dos  la  obligación.  Si  la  delegación  se  hiciese  con  condición, 
y  esta  se  cumpliese ,  quedará  libre  el  primer  deudor  y  obli- 
gado el  segundo  sustituido;  mas  no  cumpliéndose,  conti- 
nuará el  primero  sin  el  segundo  ;  ley  15 ,  tít.  14,  Part.  S. 
Véase  Novación. 

DELEGADO.  El  juez  que  por  comisión  de  otro  (6)  que 

(5)  Tapia  en  su  Febr.,  tom.  7 ,  tít.  2 ,  cap.  i ,  ni  20 ,  dice  que 
aunque  por  la  citada  ley  de  Partida  no  tenia  el  denunciador  obli- 
gación de  probar  su  denuncia  ;  mas  por  las  leyes  de  la  Nov.  Rec. 
(6,  tít.  6,  Iib.  12,  y  2  y  5,  tít.  55  allí)  está  obligado  á  probar;  y 
según  Alvarez  Posad.,  tom.  2  ,  pág.  88 ,  ha  de  probar  con  prueba 
plena  sin  bastar  la  semiplena.— Téngase  presente  la  ley  6,  tít.  6 
cit.  del  Iib.  12,  Nov.  Rec. ,  que  ordena  la  rigurosa  observancia 
de  las  leyes  contra  testigos  falsos  y  falsos  delatores. 

(4)  Así  lo  dice  el  Dr.  Palacios,  Inst.  de  Asso,  fin  de  la  nota  I , 
cap.  2,  t.  H,  Iib.  5. 

(5)  Véase  la  ley  28,  tít.  1,  Part.  7,  que  espresa  los  casos  en 
que  el  juez  ó  el  rey  puede  proceder  de  oficio ,  aunque  no  haya 
acusador  ni  denunciante. 

(6)  El  art.  2,  g  S,  de  la  Ia.  ley  const.  de  Méjico,  dice  que  son 
derechos  del  mejicano  «  no  poder  ser  juzgado  ni  sentenciado  por 
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tiene  jurisdicción  ordinaria  conoce  de  las  causas  que  se  le  co- 
meten según  la  forma  y  orden  que  se  le  prescribe.  Yéase 
Juez  delegado. 

DELEGANTE.  El  juez  que  da  su  facultad  á  otro  para 
que  entienda  en  alguna  causa. 

DELIBERAS.  Examinar  y  consultar  consigo  mismo  ó 
con  otros  para  tomar  una  resolución  sobre  algún  asunto. 
Véase  Beneficio  de  deliberación. 

DELINCUENTE.  El  que  libre  y  voluntariamente  y 
con  malicia  hace  ú  omite  lo  que  la  ley  prohibe  ó  manda  bajo 
alguna  pena.  Véase  Delito. 

DELITO.  La  infracción  de  la  ley  penal  :  un  acto  prohi- 
bido, porque  produce  mas  mal  que  bien,  esto  es,  mas  mal 
para  el  paciente  que  bien  para  su  autor  :  la  violación  de  un 
deber  exigible,  hecha  en  perjuicio  de  la  sociedad  ó  de  los  in- 
dividuos :  la  lesión  de  un  derecho.  Tales  son  las  definiciones 
que  han  propuesto  y  discutido  los  publicistas;  la  primera  es 
tal  vez  la  mas  clara,  sin  dejar  de  ser  suficiente  como  guia  para 
los  prácticos,  y  como  regla  ordinaria  de  conducta  legal  para 
todos  los  hombres,  aunque  no  lo  sea  para  la  teoría.  Adop- 
tándola pues,  diremos  que  por  delito  se  entiende  toda  infrac- 
ción libre,  voluntaria  y  maliciosa  de  una  ley  que  prohibe  ú 
ordena  alguna  cosa  bajo  pena.  El  título  Io.  de  la  Partida  7a. 
considera  delitos  en  su  proemio  los  malos  fechos  que  se  fa- 
zen  ápluzcr  de  la  una  parte,  et  «  daño  et  ó  deshonra  de  la 
otra  ;  pero  esta  definición  ,  que  tiene  analogía  con  la  de  los 
utilitarios,  no  comprende  los  delitos  negativos,  esto  es,  los 
que  consisten  en  la  omisión  de  los  actos  que  el  derecho 
exige. 

Sigúese  de  la  definición,  que  para  que  haya  delito,  es  ne- 
cesario que  haya  una  ley  infringida,  y  que  la  infracción  se 
haya  hecho  libre  y  voluntariamente  y  con  malicia  ;  pero  no  por 
eso  dejará  de  considerarse  en  toda  infracción  cometida  un  deli- 
to mientras  no  conste  que  el  infractor  ha  procedido  sin  volun- 
tad, sin  libertad  ó  sin  conocimiento  del  fin  y  de  los  efectos 
inmediatos  y  necesarios  del  acto  ú  omisión  en  que  haya  in- 
currido. —  Si  no  hay  ley,  no  puede  haber  .infracción  ,  ubi 
non  est  lex,  nec prœvaricalio ;  y  si  no  hay  infracción,  aun- 
que haya  ley,  no  puede  haber  delito  :  de  donde  se  infiere 
que  el  pensamiento  y  aun  la  resolución  de  infringir  una  ley, 
no  es  delito,  pues  que  no  es  infracción .  Véase  Arrepenti- 
miento y  Tentativa.  —  Si  en  la  infracción  ha  faltado  la  vo- 
luntad, ó  la  libertad,  ó  el  conocimiento,  ó  la  malicia,  no  hay 
criminalidad  que  pueda  imputarse  al  infractor.  Así  es  que 
no  puede  considerarse  como  delincuente  el  que  comete  la 
acción  forzado  por  alguna  violencia  material  á  que  no  haya 
podido  resistir,  ó  por  alguna  orden  de  las  que  legalmente 
esté  obligado  á  obedecer  y  ejecutar,  ó  hallándose  dormido, 
ó  en  estado  de  demencia  ó  delirio ,  ó  privado  del  uso  de  su 
razón  de  cualquiera  otra  manera  independiente  de  su  vo- 
luntad ,  ó  estando  todavía  en  la  edad  en  que  se  carece  de 
discernimiento,  ó  ignorando  inculpablemente  las  consecuen- 
cias de  su  proceder,  como  si  uno  propina  á  un  enfermo  una 
poción  mortífera  que  en  vez  de  un  remedio  le  han  traido 
equivocadamente  de  la  botica,  ó  finalmente  por  efecto  de  al- 
guna necesidad  que  no  ha  estado  en  su  mano  evitar,  como 
si  uno  quitare  á  otro  la  vida  por  defender  la  suya  propia. 

comisión,  ni  por  otros  tribunales  que  los  establecidos  en  virtud  de 
la  Constitución,  ni  según  otras  leyes  que  las  dictadas  con  anterio- 
ridad al  becho  que  se  juzga.  »  Mas  yo  creo  que  no  será  equivoca- 
ción decir  para  recta  inteligencia,  que  la  prohibición  es  de  la  de- 
legación de  persona  á  persona  ;  mas  no  la  delegación  de  ley, 
v.gr.,  por  la  que  los  obispos  de  América  conocen  como  delegados 
de  su  Santidad,  hasta  terminarse  los  pleitos  sin  salir  de  las  In- 
dias :  también  se  podria  decir  que  los  delegados  del  Sumo  Pontí- 
fice se  reputan  ordinarios,  como  se  lee  en  Solor.,  Polit.  Ind., 
lib.  4,  cap.  9,  n.  24,  que  trata  de  las  apelaciones  de  sentencias 
ie  arzobispos  y  obispos  en  las  Indias. 


Véase  Violencia ,  Obediencia  ,  Impúber,  Loco  ,  Mentecato  , 
Embriaguez,  Ignorancia. 

El  que  libremente,  pero  sin  malicia,  infringe  la  ley  por  al- 
guna causa  que  pudo  y  debió  evitar,  comete  culpa  y  no  de- 
lito. Esta  culpa  se  llama  cuasi  delito,  y  se  diferencia  del 
delito,  como  se  echa  de  ver,  en  que  este  es  una  acción  ilícita 
hecha  con  intención  de  dañar,  y  aquel  una  acción  ilícita 
que  causa  daño  á  otro,  pero  que  se  ha  hecho  sin  intención 
de  causarlo.  Véase  Cuasi  delito. 

En  la  infracción  de  una  ley  ó  perpetración  de  un  delito 
pueden  participar  ó  intervenir  diferentes  individuos,  unos 
como  autores  principales,  otros  como  cómplices  ,' y  otros 
como  ausiliadores  y  fautores,  ó  como  receptadores  y  encu- 
bridores. Son  autores  del  delito  :  los  que  libre  y  voluntaria- 
mente cometen  la  acción  criminal;  y  los  que  hacen  á  otro 
cometerla  contra  su  voluntad,  ya  dándole  alguna  orden  de 
las  que  legalmente  esté  obligado  á  obedecer  y  ejecutar,  ya 
forzándole  para  ello  con  violencia  ,  ya  privándole  el  uso  ele 
su  razón,  ya  abusando  del  estado  en  que  no  la  tenga,  siem- 
pre que  cualquiera  de  estos  medios  se  emplee  á  sabiendas  y 
voluntariamente  para  causar  el  delito,  y  que  efectivamente 
lo  cause.  Véase  Auxiliadores,  Cómplices,  Consejo,  Mandato, 
Obediencia,  Fautores,  Receptadores,  etc. 

Los  delitos  se  dividen  en  públicos  y  privados.  Delitos 
públicos  son  aquellos  que  perjudican  inmediatamente  al 
cuerpo  social  ó  producen  algún  peligro  común  á  todos  sus 
miembros  :  tales  son  los  que  se  cometen  contra  la  liber- 
tad ó  independencia  de  la  nación,  contra  el  soberano, 
contra  la  religion  ,  contra  la  seguridad  esterior  ó  inte- 
rior del  Estado ,  contra  la  tranquilidad  y  orden  público, 
contra  la  salud  pública,  contra  la  fe  pública,  ó  contra  las 
buenas  costumbres  ;  los  que  cometieren  los  funcionarios  pú- 
blicos como  tales  en  el  ejercicio  de  sus  funciones;  y  todos 
aquellos  que,  aunque  cometidos  contra  los  particulares, 
amenazan  la  seguridad  de  todos,  como  el  asesinaío,  la  vio- 
lencia, el  incendio,  el  robo,  las  falsificaciones  y  otros  seme- 
jantes. Delitos  privados  son  los  que  ofenden  ó  dañan  directa- 
mente á  los  particulares,  sin  producir  alarma  ni  peligro  co- 
mún á  los  demás  individuos  de  la  sociedad  ,  como  por 
ejemplo,  los  baldones  y  las  injurias  verbales.  Como  el  cas- 
tigo de  los  delitos  públicos  interesa  directamente  al  cuerpo 
social,  la  ley  concede  á  todo  ciudadano  la  facultad  de  pedirlo 
ante  los  tribunales,  esceptuando  algunos  á  quienes  se  pro- 
hibe :  mas  la  acusación  de  los  delitos  privados  solo  está 
permitida  á  la  persona  agraviada,  porque  solo  a  ella  interesa 
el  castigo.  Véase  Acusación,  Acusado,  Acusador  y  Alarma. 

Los  delitos,  sean  públicos  ó  privados,  son  mas  ó  menos 
graves  según  las  circunstancias.  Véase  Circunstancias. 

Todo  delito  produce  la  obligación  de  reparar  los  daños  y 
perjuicios  que  ha  causado ,  ademas  déla  pena  establecida 
por  la  ley  para  escarmentar  ó  corregir  al  delincuente,  con- 
tener á  otros  y  satisfacer  á  la  vindicta  pública.  Véase  Acción 
persecutoria  de  la  cosa,  Acción  penal ,  Acción  mixta,  y  Baños 
y  per  inicios. 

Los  medios  que  hay  para  proceder  á  la  averiguación  y 
castigo  de  los  delitos,  son  la  acusación  ó  querella,  la  delación 
ó  denuncia ,  y  la  pesquisa ,  que  pueden  verse  en  sus  res- 
pectivos lugares. 

Los  delitos  se  prescriben  con  el  trascurso  del  tiempo ,  do 
modo  que  pasado  cierto  número  de  años  no  puede  perse- 
guirse judicialmente  á  sus  autores.  Véase  Prescripción  de 
delito. 

DEMANDA.  La  petición  que  se  hace  al  juez  para  que 
mande  dar,  pagar,  ó  hacer  alguna  cosa.  Se  puedo  hacer  de 
palabra  ó  por  escrito  :  se  hace  de  palabra  ,  cuando  el  valor 
de  lo  que  se  pide  no  pasa  de  quinientos  reales  de  vellón  (1); 

(1)  Entre  los  Mejicanos  no  pasando  de  100  pesos,  conforme  al 
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y  por  escrito ,  siempre  que  la  cantidad  fuere  mayor  (1),  ley  1, 
lit.  13  ,  lib.  S,  Nov.  Rec.  Véase  Pleitos  de  menor  cuantía. 

La  demanda  debe  ser  conforme  á  la  acción  de  que  se  hace 
uso,  y  contener  cinco  circunstancias,  que  son  :  Ia.  la  de- 
signación del  juez  á  quien  se  pide;  2a.  el  nombre  del  actor 
que  la  presenta;  3\  el  del  reo  á  quien  se  demanda  ;  4a.  la 
cosa,  cantidad  ó  hecho  que  se  pide  ;  Sa.  la  razón  ó  causa 
porque  se  intenta  ;  ley  íiO  ,  til.  2  ,  Parí.  3.  Todas  se  hallan 
comprendidas  en  este  dístico  : 

Quis,  quid,  coram  quo  ,  quo  jure  petatur  et  à  quo  , 
Ordine  confectus  quisque  libellus  habet. 

El  nombre  del  juez  se  necesita  para  que  el  reo  pueda  co- 
nocer si  es  ó  no  competente  para  él  ;  bien  que  como  lo  puede 
saber  por  la  citación  que  se  le  hace  de  su  orden  ,  no  está  en 
uso  el  espresarlo  :  el  del  actor,  para  que  vea  el  reo  si  aquel 
es  persona  legítima  para  comparecer  en  juicio  con  arreglo  á 
lo  dicho  en  la  palabra  actor;  y  por  último  el  del  reo,  para 
que  se  le  pueda  citar.  Las  demás  circunstancias  son  nece- 
sarias para  la  debida  instrucción  del  juez ,  y  á  fin  de  que  el 
reo  quede  instruido  para  responder  lo  que  le  convenga. 

La  cosa  que  se  pide ,  debe  señalarse  con  toda  claridad  y 
distinción ,  de  modo  que  no  pueda  confundirse  con  otra  , 
espresando  sus  linderos  ó  confrontaciones,  situación,  cali- 
dad ,  cantidad ,  medida,  peso ,  cabida  y  demás  señales  que 
la  caractericen ,  y  especificando  también  si  se  pide  posesión 
ó  propiedad,  ó  uno  y  otro  ;  bajo  el  supuesto  de  que  no  ha- 
ciéndolo así,  puede  el  juez  desechar  la  demanda  hasta  que 
se  esprese  bien  la  cosa,  escepto  aquellos  casos  en  que  se 
puede  poner  demanda  general ,  como  sobre  herencia,  cuen- 
tas de  menores  ,  administración  de  bienes,  compañía,  etc., 
ó  cuando  se  pide  algún  baúl  ó  fardo  cerrado,  jurando  que 
no  se  puede  declarar  lo  que  contiene,  ó  cuando  siendo  la 
cosa  de  las  que  se  suelen  medir  ó  pesar,  no  se  acordase  el 
actor  de  la  cantidad ,  pues  entonces  jurando  que  no  la  señala 
por  no  acordarse  de  ella  ,  le  será  admitida  la  demanda  y 
favorable  la  sentencia  en  lo  que  pudiere  probar  ;  leyes  1S 
¡y  26,  tít.  2,  Part.  3  ;  y  ley  h,  til.  3  ,  lib.  11 ,  Nov.  Rec. 
Véase  Pluspelicion. 

Si  el  actor  no  pudiere  especificar  bien  la  cosa  por  estar 
en  poder  del  reo  ó  de  otra  persona,  puede  pedir  por  la  ac- 
ción exhibitoria  ó  ad  exhibendum  que  el  tenedor  de  dicha 
cosa  la  presente  para  formalizar  su  demanda;  leyes  16  y  17, 
lit.  2,  Part.  5.  Véase  Acción  ad  exhibendum. 

Siempre  que  se  pide  por  accio»  personal ,  es  indispen- 
sable espresar  la  causa  de  que  prooode ,  como  de  venta  , 
préstamo  ú  otra  semejante^  pero  si  la  acción  fuere  real, 
bastará  decir  que  pertenece  al  actor  la  cosa  ó  su  dominio. 
Sin  embargo ,  aun  en  este  caso  conviene  espresarla  ;  porque 
haciéndolo  así,  aunque  se  dé  sentencia  contra  el  actor, 
puede  volver  á  pedir  la  cosa  por  otra  razón  ó  causa;  pero 
no  cuando  faltare  tal  designación,  porque  se  presume  que 
la  demanda  comprendió  todas  las  razones  ó  causas,  á  menos 
que  sobrevenga  alguna  después  de  la  sentencia;  ley  25 , 
tit.  2,  part.  3  (2). 

art.  9,  cap.  2  ;  y  5,  cap.  3,  decreto  de  9  de  octubre  de  18] 2;  y 
en  lo  criminal  siempre  que  sea  sobre  palabras  y  faltas  livianas 
que  no  merezcan  otra  pena  que  alguna  advertencia,  reprensión  ó 
corrección  lijera,  terminando  unas  y  otras  los  jueces  letrados  á 
prevención  con  los  alcaldes  enjuicio  verbal. 

(1)  Art.  U  cit.,  cap.  2. 

(2)  Un  canonista  dice  que  ha  de  ser  claro  el  libelo  :  «  adjecta 
causa,  quœ  in  actione  in  personan  in  specie  exprimenda  est,ve- 
luti  ex  commodato,  mutuo  ;  at  in  aclione  in  rem  suffieil  causam 
proximam ,  seu  duminium  allegare.  Ratio  differentiœ  est,  qubd  de- 
beri  ex pluribus  causis  queat,dominiumverb  nonnisiex  una  causa 
contingere  possit.  Hiñe  in  actione  in  personam  nisi  causa  in  spe- 


En  una  misma  demanda  se  pueden  deducir  varias  accio- 
nes, con  tal  que  no  sean  contrarias  unas  á  otras;  pero  si  lo 
fueren ,  el  actor  ha  de  elegir  la  que  mas  le  convenga  ;  y 
eligiendo  una,  no  puede  volver  á  la  otra,  por  quedar  ya 
renunciada  :  como  cuando  uno  compra  la  cosa  ajena  sin  que 
para  venderla  preceda  mandato  de  su  dueño ,  el  cual  aun- 
que tiene  dos  acciones,  una  para  pedir  la  cosa ,  y  otra  para, 
solicitar  el  precio ,  no  puede  pedir  á  un  tiempo  por  entram- 
bas, en  razón  de  ser  contrarias;  y  elegida  una  de  ellas,  no 
tiene  facultad  para  entablar  la  otra:  ley  7,  tít.  10, Part. 3  (o). 
Véase  Acumulación  de  acciones. 

También  se  pueden  pedir  en  una  misma  demanda  la  pro- 
piedad y  la  posesión  ,  aunque  es  mejor  pedir  solo  la  pose- 
sión, así  por  ser  mas  fácil  de  probar,  como  porque  si  fuere 
condenado  el  actor  en  el  juicio  de  posesión,  puede  pedir  la 
propiedad  ;  pero  al  contrario  siendo  condenado  en  el  juicio 
petitorio ,  no  puede  volver  al  posesorio  ;  ley  27,  tít.  2,  Part.  3. 
Véase  Acumulación  de  las  causas  de  posesión  y  propiedad. 

El  actor  debe  acompañar  á  la  demanda  todos  los  docu- 
mentos con  que  intente  probarla;  en  la  inteligencia  de  que 
no  deben  admitírsele  después  como  no  los  presente  con  jura- 
mento de  que  no  tenia  noticia  de  ellos  ó  de  que  antes  no 
habían  podido  ser  habidos;  ley  1 ,  lit.  3  ,  lib.  11,  Nov.  Rec; 
y  art.  48,  reçjl.  de  26  de  setiembre  de  1858.  A  veces  espera 
el  actor  que  la  certeza  de  su  pretensión  resultará  por  decla- 
ración del  reo;  y  entonces  se  suele  pedir  ante  todas  cosas, 
que  el  reo  jure  y  declare  al  tenor  del  pedimento  con  pala- 
bras claras  si  es  cierto  ó  no  lo  que  en  él  se  espresa  ,  con 
reserva  de  otra  prueba  por  si  lo  negare,  y  que  evacuada  la 
declaración  se  comunique  al  mismo  actor  para  en  su  vista 
formar  y  presentar  la  demanda  según  le  convenga;  en  cuyo 
caso  es  visto  que  el  primer  pedimento  solo  es  preparatorio. 
Este  es  el  medio  de  ^ue  echa  mano  el  acreedor  contra  su 
deudor,  pidiendo  declare  con  juramento  si  le  debe  tal  can- 
tidad al  tenor  del  vale  que  presenta,  ó  si  reconoce  por  suyo 
el  vale  que  se  le  exhibe  firmado  por  él  ;  y  este  vafe  recono- 
cido trae  aparejada  ejecución  (h).  —  Otras  veres  suele  pedir 
el  actor  que  se  ponga  en  secuestro  y  poder  de  un  hombre 
abonado  la  cosa  sobre  que  se  va  á  litigar,  á  fin  de  evitar 
el  peligro  que  se  teme  de  su  estravío  ,  pérdida  ,  deterioro  ó 
disipación.  Véase  Secuestro. 

Toda  demanda  suele  terminarse  con  las  palabras,  juro,  etc., 
el  oficio  de  V.  imploro,  etc.  La  palabra  juro  significa  que 
presta  la  parte  el  juramento  de  calumnia,  esto  es ,  que  pro- 
cede en  el  pleito  de  buena  fe.  Las  demás  palabras  significan 
que  se  pide  al  juez  supla  lo  que  faltare;  pero  -aunque  esta 
cláusula  es  llamada  por  algunos  la  saludable,  no  deja  de  ser 
enteramente  inútil ,  pues  aunque  se  omita ,  debe  el  juez  su- 
plir lo  que  pertenece  al  derecho  ,  y  aunque  se  ponga ,  nada 
puede  suplir  en  lo  perteneciente  al  hecho.  Así  es  que  se 
condena  con  las  costas  al  litigante  temerario ,  aunque  el  ad- 
versario no  lo  pida. 

Si  después  de  presentada  la  demanda,  la  quisiere  aclarar 
mas  el  actor,  sin  mudar  la  esencia  de  la  acción ,  debe  acce- 
der el  juez  á  que  la  recoja  con  este  objeto  ;  pero  no  debe 
permitirle  que  haga  una  adición  ó  enmienda  sustancial ,  de 
modo  que  de  una  acción  se  convierta  en  otra  diferente  (5). 

[*  E¡v  la  república  de  Méjico ,  para  poner  una  demanda 
en  juicio  escrito  sobre  negocios  civiles ,  es  necesario  que  el 
interés  de  que  se  trate  ,  esceda  de  cien  pesos;  y  tanto  este 

cié  addatur,  dubius  remanet  reus,  nec  de  causa  instruitur  :  con- 
tra in  actione  in  rem  illa  causa  censelur  deducía,  unde  dominium 
quœsitum  est.  » 

(3)  Véase  también  la  glosa  de  Greg.  López  á  esa  ley. 

(4)  Leyes  4  y  5,  tít.  28,  lib.  al,  Nov.  Rec. 

(5)  Sobre  el  contenido  de  este  artículo  ,  véase  la  lección  2  de 
práct.  for.  del  Sr.  Peña  y  Peüa, 
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paso,  como  el  de  acusación  por  injurias  puramente  perso- 
nales, deben  ir  acompañados  de  una  certificación  en  quo 
conste  que  ha  sido  intentado  antes  el  juicio  de  conciliación 
competente.-  Están  esceptuados  de  este  requisito  los  con- 
cursos á  capellanías  colativas  y  demás  asuntos  eclesiásticos 
dC  la  misma  clase  en  que  no  cabe  transacción  previa;  los 
negocios  en  que  estéii  interesados  la  Hacienda  pública,  los 
fondos  ó  propios  de  los  pueblos,  los  establecimientos  públi- 
cos, los  menores,  los  separados  de  la  administración  de  sus 
bienes,  é  una  herencia  vacante;  la  reclamación  de  toda 
deuda  que  provenga  de  contribuciones  ó  impuestos,  así  ge- 
nerales ,  como  departamentales  ó  municipales  ,  bien  se  re- 
clame á  primeros  ó  á  segundos  contribuyentes  ;  la  repetición 
de  créditos  en  concurso  de  acreedores ,  pero  después  de 
formado  el  concurso,  y  nó  la  primera  demanda  con  que  se 
provoca  ;  los  interdictos  sumarios  y  sumarísimos  de  posesión, 
mas  no  la  demanda  en  juicio  plenario  que  sea  consecuencia 
de  alguno  de  ellos;  la  denuncia  de  nueva  obra;  la  demanda 
de  retracto;  la  de  formación  de  inventario  y  partición  de 
herencia;  y  todos  los  demás  negocios  urgentes  de  igual 
naturaleza.       '  ot,P  fi'noil  ni  y  ae¡qn  bcJ  oJnamlsDgi  ornoo 

El  juicio  de  conciliación  se  celebra  presentándose  el  de- 
mandante al  alcalde  ó  juez  ele  paz  (  ó  á  las  autoridades  con 
qnéïpuedan  haberlos1  reemplazado  las  Asambleas  departa- 
mentales), para  que  cite  en  diá,horá  y  lugar  determinados 
al  demandado'^  quien  deberá  acompañarse  de  un  hombre 
bueno  ,  para  responder  a  la  demanda  que  se  le  hará  sobre 
tal  asunto.  Si  el  demandado  no  comparece  á  la  primera  cita, 
se  repite  esta  apercibiéndole  con  una>  multa  de  dos  á  diez 
pesos;  y  si  ni  á  esta  obedece,  ha  cumplido  ya  el  demandante 
con  la  obligación  de  intentar-  previamente  este  juicio.  Coin- 
¡pajgjctendo  en'v.irtud  de  cualquiera  de  las  dos  citaciones  , 
el  demandante  espone  su  petición,  el  demandado  alega  sus 
escepciones ,  y  retirados  Juego  entrambos,  conferencia  la 
autoridad  que  preside  ,  con  los.  hombres  buenos  ;  después 
de  lo  cual ,  en  el  acto  ,  ó  á  moa  tardar  dentro  de  ocho  dias, 
dicta  por  sí  sola,  la  providencia  que  le  parece  mas  justa  y 
conveniente  para  avenir  á  los  interesados  y  evitar  el  pleito; 
ia  cual  se  hace  saber  á  la^  partes  ante  dichos  hombres  bue- 
nos ,  debiendo  declarar  ellas  in  conlinenii ,  si  se  conforman 
ó  no  con  el  fallo.  El  demandado  puede  renunciar  el  beneficio 
do  este  paso  previo  ,  bien  haciéndolo  presente  al,  tiempo  de 
comparecer,  ó  manifestándolo  por  escrito  ,  si  no  quiere  pre- 
sentarse personalmente  á  la  autoridad  que  le  haya  citado. 
Be  todo  esto  se  estiende  una  razón  siiGinta  en  un  libro  títu- 
lado  Ltl-'o  de  conciliaciones  á  que  deben  firmar  el  juez  con- 
ciliador, los  hombres  buenos  y  las  partes;  y  la  certificación 
que  de  él  se  saca ,  es  .el  documento  que  debe  acompañarse 
á  la  demanda  en  juicio,  escrito  ,  cuando  no  se  ha  obtenido 
por  medio  del  anterior, el  resultado  apetecidos  arts.  89,  90, 
iOO,  \{)k  a  i  09,  11 1  y  113,  ley  de  23  de  mayo  de  1837,  y  186, 
Basrsde  onjmiiz.  polit.  dei%de  juniode  1843. 

**  En  la  república  de  Venezuela  tampoco  puede  conocerse 
enjuicio  escrito  de  ninguna  demanda  que  no  sea  propuesta 
por  una  suma  mayor  de  cien  pesos;  y  las  que  so  hacen  por 
escrito  en  razón  de  esceder  de  esta  cantidad ,  deben  espresar 
con  todas  sus  letras  el  nombre  y  apellido  del  demandante  , 
su  domicilio  ,  el  carácter  con  que  se  presenta  ,  el  nombre  y 
apellido  del  demandado,  su  domicilio  ó  residencia  ,  y  el 
objeto  de  la  demanda  con  sus  razones  ó  fundamentos  :  arls.  3, 
ley-'H,  lit.  1,  Cad.  de  proced.  jud.  de  19  de  mayo  de  1836, 
y  1,  ley  1;  til.  9,  Çôd.  cil.,  reformada  en  5  de  mayo 
de  1858. 

En  esta  república  también  es  necesario,  como  en  España, 
presentar  con  la  demanda  las  escrituras  ó  documentos  ori- 
ginales en  que  se  apoya  el  derecho  que  se  alega  ;  y  si  no  se 
hallan  eu. poder  del  demandante,  deben  á  lo  menos  men- 
cionarse en  dicha  demanda ,  especificando  qué  es  lo  que  do 


ellos  resulta,  y  señalando  el  archivo  ,  oficina  pública  ú  otro 
lugar  en  donde  se  hallen  los  originales  ;  bajo  el  supuesto  do 
que  no  haciéndolo  así ,  no  pueden  luego  presentarse  mas 
documentos  que  aquellos  que  sean  de  fecha  posterior  á  la 
demanda  ,  y  si  son  de  anterior,  es  necesario  jurar  que  no  so 
habia  tenido  noticia  de  ellos,  ó  no  han  podido  obtenerso 
hasta  aquella  hora.  En  cuanto  à  las  posiciones ,  la  legis- 
lación de  la  república  no  permite  que  puedan  pedirse  sino 
después  de  puesta  la  demanda  ,  en  el  dia  mismo  de  la  con- 
testación, antes  ó  después  de  eUa,  lo  m,as  presto  :  arl.  9  , 
ley  íf,  lit.  1,  Cad.  de  proced.  jud.  de  19  de  mayo  de  1856, 
y  Uí,  ley  única,  tit.  11,  cil.  Cad.,  reformada  en  3  de  mayo 
de  1838. 

***  En  la  república  de  Chile  no  puede  conocerse  en  juicio 
escrito  dé  negocios  civiles  cuya  cuantía  no  esceda  de  ciento 
cincuenta  pesos,  no  siendo  necesario  ya  que  en  estos  pre- 
ceda el  juicio  de  conciliación  á  la  propuesta  de  la  demanda  : 
art.  %i,  Reglam.  de  adm.  dejust.  de  2  de  junio  de  1824  ,  y 
ley  de  10  de  noviembre  de  1856.  ] 

DEMANDADO.  Aquel  á  quien  se  pide  en  juicio  alguna 
cosa.  La  causa  del  demandado  es  mas  favorable  que  la  del 
demandante;  y  en  causa  igual  es  mejor  la  condición  del  que 
posee.  Favorabiliores  sunt  rei  quàm  adores:  in  dubiis  melior 
est  conditio  possideníis.  Véase  Reo. 

DEMANDADOR  ó  demandante.  El  que  pide  en  juicio 
alguna  cosa.  Véase  Ador. 

DEMENTE.  El  que  ha  perdido  el  juicio  ,  ó  tiene  Iras- 
tornada  la  razón  ,  hasta  el  estremo  de  no  conocer  la  mora- 
lidad de  sus  acciones.  Véase  Loco. 

DEMOBA.  La  tardanza,  ó  el  tiempo  que  corre  después 
del  término  ó  plazo  señalado  para  el  pago  ó  la  restitución 
de  alguna  cosa.  Véase  Mora. 

DENUNCIA  ó 'denunciación.  La  delación  que  se  hace, 
en  juicio  contra  una  persona  por  algún  delito  que  ha  come- 
tido. Véase  Delación. 

DENUNCIA  de  obra  nueva.  La  legítima  prohibición 
de  hacer  alguna  obra  nueva.  Llámase  obra  nueva  no  solo  ia 
que  se  hace  enteramente  de  nuevo  sobre  sus  cimientos  pro- 
pios ,  sino  también  la  que  se  hace  sobre  edificio  antiguo, 
añadiéndole  ó  quitándole  y  mudándole  su  anterior  forma  ; 
ley  1  ,  til.  52  ,  Part.  5. 

La  denunciase  hace,  ó  para  conservar  nuestro  derecho 
ó  el  del  público  ,  ó  para  preservarnos  de  algún  daño.  La 
denuncia  por  defender  el  derecho  del  público,  como  cuando 
uno  edifica  en  la  plaza,  calle  ó  ejido  comunal,  puede  ha- 
cerse por  cualquiera  del  pueblo,  escepEüando  las  mujeres  y 
los  menores  de  Ik  años  :  mas  cuando  se  trata  del  derecho 
ó  daño  particular,  solo  puede  hacerla  el  que  tiene  algún  in- 
terés, ya  sea  por  si  mismo,  ya  sea  por  sus  hijos,  esclavos, 
procurador  ó  mayordomo  ;  el  tutor  ó  curador  à  favor  del 
huérfano;  el  que  tuviere  algún  derecho,  como  por  ejemplo 
de  hipoteca  ó  censo ,  sobre  el  lugar  donde  se  hace  la  obra  ; 
el  usufructuario,  si  es  un  estraño  el  que  hace  la  obra  ,  pero 
no  cuando  la  hiciere  el  propietario  ,  en  cuyo  caso  solo  podría 
reclamar  el  resarcimiento  del  menoscabo  que  le  causare  la 
obra;  y  aquel  á  quien  se  debiere  alguna  servidumbre  quo 
por  razón  de  la  obra  quedare  embarazada  ;  leyes  1 ,  3 , 4  y  5, 
tit.  52  ,  Parí.  3. 

La  denuncia  puede  hacerse  al  dueño  de  la  obra  .ó  al  que 
en  su  nombre  cuidare  de  la  construcción ,  ó  á  los  maestros 
ú  oficiales  que  trabajaren  en  ella ,  ya  sea  intimándoles  el 
mismo  interesado  que  cesen  en  su  trabajo,  y  deshagan  lo 
hecho ,  ya  sea  acudiendo  al  juez  para  que  lo  mande  des- 
hacer (1).  El  juez  en  este  caso  toma  al  denunciador  jura- 

(1)  Ley!,  tit.  52,  Part.  5.—  En  Méjico,  en  Ioscasosdedeiuiiiciaó 
interdicción  de  nueva  obra  como  en  otros  urgentes,  puede  el  alcalde 
proveer  proyisionalmente  para  cyitar  el  perjuicio  auu  ;iatcs  üc  la 
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mentó  de  que  no  hace  la  denuncia  maliciosamente,  sino  por- 
que cree  tener  derecho  de  hacerla ,  á  causa  de  que  la  nueva 
obra  se  hace  en  terreno  suyo,  ó  en  su  perjuicio;  se  traslada 
en  seguida  personalmente  ó  envia  al  escribano  al  paraje 
donde  se  hace  la  obra;  loma  medida  y  razón  del  eslado  en 
que  esta  se  encuentra  ;  hace  saber  al  dueño  la  denuncia  en 
cualquier  parte  que  fuere  hallado  ;  le  manda  suspender  ente- 
ramente la  obra,  bajo  la  pena  de  derribar  á  su  costa  lo  quo 
se  construyere  después  ;  oye  luego  en  juicio  contradictorio 
si  denunciador  y  al  denunciado;  y  si  no  se  pudiere  decidir 
el  pleito  dentro  del  término  de  tres  meses,  puede  dar  facul- 
tad al  denunciado  para  continuar  la  obra,  con  tal  que  le 
presente  fianza  de  que  la  derribará  á  su  costa ,  si  apareciere 
que  no  la  podia  hacer  según  derecho.  —  Si  el  denunciado 
quisiere  dar  la  fianza  antes  de  pasar  los  tres  meses,  el  de- 
nunciador no  tendrá  obligación  de  admitirla  ;  pero  si  la 
admitiese  antes  de  presentarse  al  juez,  ó  sin  ella  permitiese 
al  denunciado  pasar  adelante  en  la  obra  ,  podria  este  con- 
tinuar la  construcción.  —  Si  el  denunciador  no  quisiere 
prestar  el  juramento  de  que  hemos  hablado ,  debe  el  juez 
conceder  al  denunciado  que  siga  haciendo  la  obra  empezada, 
mandando  al  otro  que  no  se  lo  embarace.  Leyes  1 ,  8  y  9  , 
id.  52,  Parí.  3. 

La  denuncia  surte  también  sus  efectos  contra  el  sucesor 
singular  ;  por  lo  cual  si  el  denunciado  vende  el  lugar  en  que 
hacia  la  obra,  tiene  obligación  de  avisar  la  denuncia  al  com- 
prador, quien  podria  en  otro  caso  reclamar  el  pago  de  los 
daños  y  perjuicios  que  se  le  siguieren  por  esta  falta.  También 
pasa  al  sucesor  singular  el  derecho  de  intentar  la  denuncia , 
como  la  obligación  de  recibirla  y  sufrir  sus  efectos.  Leyes  6 
y  16,  lit.  52,  Part.  5. 

Está  prohibido  á  los  dueños  de  molinos  harineros,  de 
aceñas  de  pisar  paños  y  de  hornos  ,  el  denunciar  ó  impedir 
á  otro  que  haga  su  molino  ,  aceña  ú  horno  ,  á  título  de  que 
se  les  disminuirían  sus  rentas;  pero  deberá  este- hacer  su 
molino  ó  aceña  de,  modo  que  no  quite  ni  embarace  el  curso 
de!  agua  al  propietario  del  viejo  ;  ley  18 ,  d.  til.  52  ,  Part.  3. 

Tampoco  puede  denunciársela  obra  que  alguno  hiciere 
reparando  ó  limpiando  los  caños  ó  las  acequias  donde  se  re- 
cocen la:;  aguas  de  su,-,  edificios  ó  heredades,  aunque  alguno 
de  sus  vecinos  se  tuviese  por  agraviado  de  tal  obra  por  per- 
juicio eme  recibiese  del  mal  olor,  ó  por  causa  de  la  piedra, 
ladrillos,  tierra  ,  madera  ú  otros  materiales  que  se  echasen 
en  su  posesión  ó  en  la  calle  ,  pues  la  suspension  de  seme- 
janíes  obras  podria  ser  contraria  á  la  salud  pública  ;  pero  las 
cosas  deben  quedar  como  estaban  antes,  de  suerte  que  no 
embaracen  ni  quiten  á  (jiro  de  manera  alguna  su  derecho  ; 
Inj  l,d.  til.  52,  Part.  5. 

No  siempre  la  denuncia  de  una  obra  nueva  produce  el 
efecto  de  tenerla  que  suspender,  según  dicen  los  intérpretes; 
pues  si  la  suspension  pudiera  causar  mucho  perjuicio  al  de- 
nunciado, al  paso  que  la  continuación  no  lo  produjese  sino 
muy  corto  al  denunciador,  debería  darse  facultad  al  denun- 
ciado para  proseguir  la  obra,  con  tal  que  presentase  fianza 
de  que  la  demolería  en  caso  de  probarse  la  justicia  de  la  de- 
nuncia. Así  es  que  si  uno  edifica  en  el  verano  algún  molino 
junto  à  un  rio  ,  y  teniendo  grande  acopio  de  madera  ú  otros 
materiales  ,  se  le  denuncia  la  obra  por  otro  á  quien  causaría 
poco  perjuicio,  podrá  no  obstante  continuar  la  construcción 
dando  la  fianza,  para  evitar  que  alguna  avenida  del  rio  en 
el  invierno  arrebate  y  se  lleve  los  materiales  que  estuviesen 
sin  emplear.  Anl.  Gom.,  en  la  ley  46  de  Toro,  n.  57.  Véase 
Agua ,  Lluvia  é  Interdictos. 

DENUNCIA  de  obra  vieja  ó  ruinosa.  La  queja  que  se 
da  al  juez  de  que  la  casa  ó  edificio  de  nuestro  vecino,  ó  por 

conciliation  ,  verificándola  después  inmediatamente  conforme  al 
art.  4,  cap. 3  de  la  ley  de  6  de  octubre  de  1812,  y  6  de  la  de  18 
derruyo  de  1821, 


su  mala  construcción  ó  por  su  vejez ,  amenaza  ruina ,  que 
tememos  nos  pueda  hacer  daño.  Esta  denuncia  es  la  que  los 
Romanos  llamaban interdiclum  de  dañino  infecto,  esto  es,  de 
daño  no  hecho  ,  sino  temido.  El  juez,  en  vista  de  la  queja, 
debe  reconocer  por  medio  de  peritos  el  estado  del  edificio, 
y  mandar  al  dueño  que  lo  derribe  si  no  es  susceptible  de 
reparación  ó  que  lo  repare  en  el  caso  contrario ,  dando  fian- 
za á  los  vecinos  de  que  no  les  vendrá  ningún  daño.  Mas  si 
el  dueño  no  quisiere  dar  la  fianza ,  ó  demorase  la  repara- 
ción ó  el  derribo ,  se  debe  dar  á  los  vecinos  querellantes  la 
posesión  del  edificio  ruino:^.,  y  por  fin  su  propiedad,  en  el 
caso  de  que  aquel  persistiere  en  su  rebeldía  permitiendo  que 
estos  lo  reparen  ó  destruyan.  —  Si  el  propietario  hubiese 
dado  fianza  de  pagar  el  daño  que  recibiese  el  vecino ,  lo  de- 
berá pagar  efectivamente  en  caso  de  que  ej  edificio  cayese 
por  su  propia  debilidad,  mas  no  en  el  de  que  solo  cayese 
por  terremoto,  rayo,  gran  viento,  lluvia  ú  otra  semejante 
causa.  Tampoco  deberia  pagarlo,  si  la  ruina  se  verificase 
antes  de  haberse  dado  querella  al  juez  sobre  el  peligro; 
pero  en  este  caso  habrá  de  sacar  la  teja,  madera  ó  ladrillo, 
como  igualmente  las  ripias  y  la  tierra  que  cayeron  en  el 
fundo  del  vecino,  ó  dejarlo  todo  á  beneficio  del  que  recibió 
el  daño.  Leyes  10  y  11 ,  tít.  52,  Part.  5.  Véase  Calle. 

Lo  que  se  acaba  de  decir  sobre  los  edificios,  debe  apli- 
carse también  á  los  árboles  que  amenazan  caer  sobre 
nuestras  casas  ó  heredades  ,  haciendo  daño  en  ellas  ;  pues 
entonces  debe  el  juez  mandarlos  cortar  á  instancia  del  in- 
teresado ,  después  de  reconocido  el  riesgo  por  peritos;  ley 
12,  d.  tít.  32,  Part.  5. 

f  Cuando  el  edificio  pertenece  al  Estado,  deben  observarse 
las  reglas  prescritas  en  una  real  orden  de  50  de  setiembre 
de  1842,  las  cuales  pueden  verse  en  el  Suplemento  á  este 
Diccionario. 

[**  En  la  república  de  Venezuela  la  denuncia  de  nueva 
obra  debe  hacerse  por  escrito  ante  cualquiera  de  los  jueces 
que  tenga  jurisdicción  en  el  lugar  en  donde  se  está  constru- 
yendo, sin  necesidad  de  justificación,  y  solo  con  el  juramen- 
to de  no  proceder  de  malicia.  El  juez  en  su  vista  pasa  per- 
sonalmente, ó  da  comisión  para  que  pase  su  secretario,  al 
sitio  en  donde  se  levanta  la  obra  denunciada ,  y  prohibe  su 
continuación  so  pena  de  demoler  á  costa  del  dueño  todo  lo 
que  se  adelante  ,  y  de  exigir  el  duplo  del  jornal  á  los  traba- 
jadores ,  que  enterados  de  la  prohibición  presten  su  coopera- 
ción, por  todo  el  tiempo  que  lo  verifiquen.  Esta  intimación 
no  es  necesario  que  se  haga  al  dueño  de  la  obra,  sino  que 
basta  que  se  dirija  á  los  que  estén  trabajando  en  ella  ,  no 
hallándose  allí  entonces  dicho  dueño  ,  ó  á  alguno  de  sus  de- 
pendientes, bien  sea  siervo  ó  libre,  si  no  hubiere  operarios; 
pero  en  todos  estos  casos  es  requisito  esencial,  que  el  auto 
de  prohibición  se  deje  por  escrito ,  espresando  en  él  la  fecha 
de  su  espedicion  y  la  persona  à  cuya  solicitud  ha  sido  dicta- 
do. Cuando  el  juez  ante  quien  se  ha  hecho  la  denuncia  ,  es 
alguno  de  los  de  paz  ó  alcalde ,  se  acaban  con  este  acto  sus 
facultades ,  escepto  para  levantar  la  prohibición  en  caso  de 
desistir  el  denunciante;  y  desde  luego  remite  la  denuncia 
original  con  las  diligencias  al  juez  de  primera  instancia  del 
circuito,  ante  quien  deben  entenderse  citados  el  denun- 
ciante y  denunciado  dentro  del  término  de  seis  dias  y  el  do 
la  distancia  para  seguir  el  juicio  ordinario  ,  desde  aquel  en 
que  fué  intimada  la  suspension  de  la  obra.  Dada  allí  la 
contestación  por  el  citado  dueño,  y  propuesta  la  concilia- 
ción ineficazmente  ,  puede  este  solicitar  que  se  le  permita 
continuar  la  obra  bajo  fianza  de  demolerla  y  estar  á  las  de- 
mas  resultas  que  pueda  tener  el  juicio;  y  siempre  que  por 
el  dictamen  de  peritos  se  acredite  previamente  que  no  pue- 
de resultar  daño  irreparable  de  la  continuación ,  y  que  la 
fianza  sea  á  satisfacción  del  demandante,  ó  el  juez  estimo 
infundados  los  reparos  que  este  oponga,  se  accede  á  esta 
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demanda.  Desde  la  primera  comparecencia  de  las  partes 
ante  eLjuez  de  primera  instancia,  sigue  este  juicio  todos 
los  trámites  del  ordinario;  y  durante  él  puede  el  denun- 
ciante desistir  de  su  demanda  ,  no  solo  ante  dicho  juez ,  sino 
ante  el  de  paz  ó  el  alcalde  que  practicó  las  primeras  diligen- 
cias, en  cuyo  caso  levantarán  estos  por  sí  la  prohibición, 
participándolo  al  citado  juez  de  primera  instancia:  arte.  1 
al, ley  5,  lit.  7,  Cód.de  proced.jud.de  19 de  mayo  de  1856.] 

¡DENUNCIAS.  Delatar  en  juicio  á  alguna  persona  :  — 

querellarse  al  juez  de  alguna  obra  nueva  que  se  construye 

eri,  perjuicio  de  alguno  ,  ó  bien  de  alguna  obra  ruinosaque 

amenaza  algún  daño  ;  —  y  promulgar  ó  publicar  solemue- 

^mente  alguna  cosa. 

DENUNCIATORIO.  Lo  que  pertenece  á  k  denuncia- 
ción ó  denuncia,  como  alegación  denunciatoria. 

DEPARTAMENTO  (1).  El  distrito  á  que  se  estiende  la 
jurisdicción  ó  mando  de  cada  capitán  general  é  intendente 
de  marina. 

DEPONENTE.  El  que  deposita  alguna  cosa  en  poder 
de  otro  :  —  y  el  que  hace  una  declaración  jurídica.  Véase 
Depósito  y  Testigo. 

DEPONER.  Declarar  jurídicamente  alguna  cosa  ,  ó  ase- 
gurarla también  fuera  de  juicio  ;  —  privar  á  alguna  persona 
del  empleo ,  ó  degradarla  de  los  honores  ó  dignidad  que  tie- 
ne ;  —  y  antiguamente  poner  ó  depositar. 

DEPORTACIÓN.  La  traslación quesehace de  unapersona 
de  un  lu  gara  otro  por  la  autoridad  del  príncipe  ó  déla  justicia. 

La  deportación  á  una  isla,  deportalio  in  insulam ,  era 
una  pena  usada  entre  los  Romanos,  y  causaba  la  pérdida  de 
todos  ios  derechos  de  ciudadano,  y  por  consiguiente  de  los 
de  la  patria  potestad  sobre  los  hijos ,  como  asimismo  la  con- 
fiscación de  todos  los  bienes.  La  relegación  á  una  isla  ,  que 
era  igualmente  una  pena  usada  entre  los  Romanos,  se  dife- 
renciaba de  la  deportación;  pues  el  relegado  no  era  condu- 
cido á  la  fuerza ,  sino  que  él  iba  por  sí  mismo ,  y  conservaba 
los  derechos  de  ciudadano  romano. —  La  ley  ¿í,tít.  51, 
Part.  7,  adoptó  estas  penas  con  sus  efectos.  Las  leyes  2 ,  3 
y  5 ,  tít.  18 ,  Part.  U,  declaran  :  que  el  deportado  pierde  la 
patria  potestad ,  y  se  le  considera  muerto  civilmente  en  cuan- 
to á  la  honra ,  nobleza  y  hechos  de  este  mundo ,  esto  es ,  en 
cuanto  á  los  derechos  civiles ,  de  modo  que  no  puede  hacer 
testamento ,  ni  tenerse  por  válido  el  que  antes  hubiere  he- 
cho :  —  que  el  relegado  no  pierde  la  potestad,  sobre  sus  hi- 
jos, ni  su  nobleza,  ni  su  libertad ,  ni  la  facultad  de  hacer  tes- 
tamento, ni  por  consiguiente  se  repula  haber  caido  en 
muerte  civil  :  —  que  la  pena  de  deportación  no  puede  impo- 
nerse sino  por  el  rey  ó  sus  vicarios ,  y  la  de  relegación  por 
cualquiera  juez  que  tiene  jurisdicción  para  condenar  á 
muerte  ó  perdimiento  de  miembro.  Mas  la  ley  &  de  Toro 
concede  al  condenado  á  muerte  civil  ó  natural  la  facultad  de 
hacer  testamento  y  disponer  de  todos  sus  bienes  (2) ,  á  es- 
cepcion  de  los  que  por  el  delito  se  le  confiscaren  ó  se  hubie- 
ren de  dar  á  alguna  otra  persona.  Véase  Muerte  civil. 


(i)  La  ley  de  bases  constitucionales  de  23  de  octubre  de  1835 
dividió  el  territorio  de  la  república  de  Méjico  en  Deparlamentos, 
y  desde  su  art.  8  hasta  el  11  dispuso  en  general  acerca  de  su  go- 
bierno, autoridades  y  sus  facultades.  Después  se  publicó  en  20 
de  marzo  la  ley  de  esa  fecha,  que  es  la  secundaria  para  el  gobierno 
interior  de  los  departamentos,  y  en  su  parte  Ia.  trata  de  los  go- 
bernadores, en  la  2a.  de  las  secretarias  del  gobierno  departamen- 
tal, en  la  5a.  de  las  junlas  departamentales,  en  la  4a.  de  los  pre- 
fectos, en  la  5a.  de  los  sub-jirefectos,  en  la  6a.  de  los  ayunta- 
mientos, en  la  7a.  délas  atribuciones  de  los  ayuntamientos,  en 
la  8  .  de  los  alcaldes,  en  la  9a.  de  los  jueces  de  paz,  y  en  la 
10  .  concluye  con  las  prevenciones  generales. 

(2)  Y  mas  entre  los  Americanos,  que  no  tienen  la  pena  de  con- 
fiscación de  bienes,  según  hemos  notado  varias  veces.  —  Ahora 
también  eslá  abolida  en  España,  como  se  dijo  cu  su  lugar. 


DEPOSICIÓN.  La  declaración  que  jurídicamente  se  re- 
cibe al  testigo  en  algún  asunto  judicial.  Puede  ser  positiva  ó 
negativa  :  positiva  es  la  que  contiene  afirmación  de  un  he- 
cho ;  y  negativa  la  que  contiene  denegación  de  un  hecho. 
Se  ha  dicho  que  mas  crédito  merecen  dos  testigos  que  afir- 
man que  dos  mil  que  niegan,  cüm  per  rerum  nalnram  factum 
rteganlis  probatio  nulla  sil  (3)  ;  porque  el  que  afirma ,  según 
dice  Aristóteles ,  tiene  una  razón  mas  cierta  de  creencia  que 
el  que  niega;  y  porque  la  afirmación  es  precisa  y  circuns- 
tanciada ,  en  vez  de  que  la  denegación  es  vaga  é  indefinida. 
Pero  es  preciso  observar,  que  la  deposición  testimonial  que 
contiene  denegación  de  una  cosa,  puede  encerrar  la  afirma- 
ción de  lo  contrario;  y  que  por  otra  parte,  una  denegación 
que  está  restringida  por  las  circunstancias  del  tiempo,  del 
lugar  y  de  las  personas  ,  deja  de  ser  vaga,  y  tiene  por  con- 
siguiente tanta  fuerza  como  una  afirmación.  Véase  Negativa. 

La  deposición  falsa  en  un  punto  debe  reputarse  falsa  en 
todos  los  demás;  y  la  deposición  falsa  de  un  testigo  produce 
el  efecto  de  que  ya  no  se  dé  crédito  á  las  deposiciones  que 
hiciere  en  adelante ,  de  modo  que  nunca  mas  debe  ser  admi- 
tido á  deponer,  pues  queda  tachado  de  perjuro  y  suscepti- 
ble de  soborno.  Véase  Perjurio. 

Si  un  rústico  ó  idiota  dice  cosas  que  verosímilmente  no 
han  podido  salir  sino  de  boca  de  un  hombre  de  luces  y  ta- 
lento, debe  creerse  que  ha  sido  sobornado  é  instruido  en  lo  que 
habiade  declarar,  y  que  su  deposición  es  falsa  ó  á  lo  menos 
muy  sospechosa.Véase  Testigo,  Interrogatorio  y  Preguntas. 

DEPOSICIÓN.  La  privación  ó  destitución  de  algún  em- 
pleo ó  dignidad.  Véase  Degradación. 

DEPOSICIÓN  eclesiástica.  La  privación  de  r'ieio  y 
beneficio  para  siempre  con  retención  del  canon  y  fuero , 
es  un  castigo  medio  entre  la  suspension  y  la  degradación  (U). 

DEPOSITANTE,  El  que  confia  á  otro  ¡a  custodia  de 
alguna  cosa  por  algún  tiempo,  bajo  la  condición  de  que  se 
la  ha  de  volver  cuando  se  la  pida.  Está  obligado  á  satisfacer 
al  depositario  los  gastos  que  hubiere  hecho  para  la  conser- 
vación de  la  cosa  depositada,  y  á  indemnizarle  de  las  pér- 
didas que  el  depósito  le  hubiere  ocasionado;  ley  10,  lit.  3, 
Part.  5.  Véase  Depósito. 

DEPOSITAR.  Poner  bajo  la  custodia  ó  guarda  de  per 
sona  abonada  algunos  bienes  ó  alhajas  con  obligación  de 
responder  de  ellos  cuando  se  le  pidan;  —  y  poner  alguna 
persona  en  lugar  donde  libremente  pueda  manifestar  su  vo- 
luntad ,  habiéndola  sacado  el  juez  competente  de  la  parte 
donde  se  teme  que  le  hagan  violencia. 

DEPOSITARIO.  El  que  se  encarga  de  la  custodia  de 
una  cosa  que  otro  le  entrega  con  la  .obligación  de  restituir- 
sela  cuando  se  la  pidiere. 

Las  obligaciones  del  depositario  son  :  —  Ia.  cuidar  de  la 
cosa  depositada  como  si  fuese  propia  ;  de  modo  que  siempre 
debe  prestar  la  culpa  lata  y  el  dolo  que  se  prestan  en  todos 
los  contratos  ;  la  culpa  leve  ,  solo  cuando  él  mismo  solicitó  el 
depósito  ó  recibiere  salario ,  ó  se  hubiere  pactado  así  ;  y  la 
levísima ,  como  el  easo  fortuito ,  cuando  mediare  especial 
convención ,  ó  hubiere  tardanza  ó  demora  en  la  restitución , 
ó  el  depósito  se  hubiere  hecho  principalmente  por  utilidad 
del  que  le  recibe  :  —  2a.  abstenerse  de  hacer  uso  de  la  cosa 
depositada  sin  el  consentimiento  egreso  ó  presunto  del  de- 
positante :  —  3a.  restituirla  con  sus  frutos  y  rentas  en  cual- 
quier tiempo  que  le  fuere  pedida  ,  sin  poderla  retener  por 
razón  de  compensación  ó  deuda  que  le  debiere  el  deponente, 

(3)  Ley  13,  C.  de  probationib.  ;  ley  10  ,  C.  de  non  numer.  pee. 

(ti)  Depositus  adhuc  retinel  privilegia  clericalia;  degrádala 
vero  ea  omnino  deperdit,  et  deinceps  veluti  laicii*  yjputalur, 
dice  Cavalario  conforme  con  Benedict.  XIV  de  Synod.  Diœces., 
lib.  9,  cap.  6,n.3.  —  Sobre  cuándo  y  porqué  se  introdujo  la  dis- 
tinción entre  deposición  y  degradación,  véase  al  mismo  Cavala- 
rio, part.  3,  cap.  44,  §  3. 
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ni  aun  de  las  espensas  que  en  ella  hubiese  hecho  ,  pues  de- 
berá pedir  separadamente  lo  que  por  cualquier  título  se  le 
estuviere  debiendo;  leyes  3,  tí,  8  y  10,  tít.  3,  Pari,  b  .  ley 
3,  til.  14  ,  Part.  7;  leyes  b  y  6,  tít.  ib,  fió.  3,  [faí^o  Real. 

El  depositario  no  debe  restituir  la  cosa  depositada  sino  al 
que  se  la  confió,  ó  á  la  persona  á  cuyo  nombre  se  hizo  el 
depósito,  ó  á  la  que  se  le  indicó  para  que  le  hiciese  la  entrega. 
En  caso  de  muerte  natural  ó  civil  del  depositante ,  no  puede 
restituirse  la  cosa  sino  á  su  heredero.  Si  la  persona  que 
hizo  el  depósito  iia  mudado  de  estado  ,  como  por  ejemplo 
si  se  le  ha  puesto  interdicción ,  no  debe  volverse  la  cosa  sino 
al  que  tiene  la  administración  de  sus  bienes  y  derechos.  Si 
el  depósito  se  hizo  por  un  tutor,  por  un  marido  ó  por  un  ad- 
ministrador, como  tales  ,  no  ha  de  volverse  sino  á  la  persona 
que  este  tutor,  marido  ó  administrador  representaban,  en  el 
caso  de  haberse  pagado  su  administración.  Si  al  tiempo  del 
contrato  se  designó  el  lugar  donde  habia  de  hacerse  la  res- 
titución ,  ol  depositario  deberá  conducir  allá  la  cosa  deposi- 
tada ;  pero  los  gastos  del  trasporte  serán  de  cuenta  del  de- 
positante. Si  no  se  hubiere  señalado  lugar,  es  claro  que  la 
restitución  ha  de  hacerse  es  el  mismo  lugar  del  depósito. 

Hay  sin  embargo  cuatro  casos  en  que  el  depositario  no 
debe  restituir  el  depósito  al  depositante  :  —  Io.  si  siendo  una 
espada  ú  otra  arma  ,  la  pide  el  depositante  estando  loco  ó  en 
un  acceso  de  cólera  :  — 2o.  si  el  depositante  incurre  en  la 
pena  de  confiscación  de  todos  sus  bienes  :  — 3o.  si  concurren 
á  pedir  la  cosa  un  ladrón  que  la  depositó  ,  y  otro  que  prueba 
ser  suya  :  —  k°.  si  el  depositario  conoce  que  la  cosa  le  per- 
tenece, habiéndole  sido  robada;  ley&,  til.  5,  Parí.  3. 

Si  la  cosa  hubiere  sido  depositada  en  una  iglesia  ó  mo- 
nasterio con  otorgamiento  del  prelado  y  cabildo  ó  en  su  pre- 
sencia sin  contradicción  ,  todos  están  obligados  á  volverla 
del  mismo  modo  que  si  la  hubiese  recibido  cualquiera  par- 
ticular. Pero  si  se  dejase  la  cosa  en  guarda  de  uno  de  los 
individuos  de  la  iglesia  ó  monasterio ,  no  sabiéndolo  los  de- 
mas,  solo  aquel  estará  obligado  ,  y  no  el  prelado  ó  comuni- 
dad ,  salvo  si  la  cosa  se  hubiese  convertido  en  utilidad  del 
establecimiento,  porque  entonces  todos  estarán  obligados 
como  depositarios. 

Si  el  depositario  negare  el  depósito,  y  le  fuere  probado  en 
juicio ,  se  hace  infame  ,  y  debe  ser  condenado  á  volver  la 
cosa  ó  su  estimación  con  las  costas  ,  daños  y  perjuicios  que 
hubiese  tenido  el  depositante  por  esta  razón,  según  el  jura- 
mento de  este  con  la  tasa  del  juez  ;  pero  no  deberá  pagarle 
lo  que  dejó  de  ganar.  Si  el  depósito  fuese  necesario  ó  mise- 
rable ,  debe  satisfacer  el  que  lo  negó  y  le  fué  probado  su 
estimación  doblada,  por  pena  de  la  maldad  particular  que 
comete  negando  un  depósito  de  esta  clase  ;  ley  8  ,  lit.  3, 
Part.  b.  Véasa  Depósito. 

DEPOSITARIO.  El  que  anualmente  se  nombra  en  los 
pueblos  para  recibir  y  custodiar  los  granos  del  pósito  ,  ó  los 
caudales  de  propios  y  arbitrios,  llevando  cuenta  y  razón  de 
su  entrada  y  salida. 

-(-  DEPOSITARIO  de  distrito  de  wiNAS.  Véase  en  el 
Suplemento  á  este  Diccionario  lo  dispuesto  por  la  Instruc- 
ción de  8  de  noviembre  de  1330. 

■f-  DEPOSITARIO  del  gobierno  político.  Véase  Dipu- 
tación provincial. 

-(-DEPOSITARIO  de  partido.  El  empleado  de  la  Ha- 
cienda pública,  cuyas  atribuciones  señala  la  Instrucción  de 
23  de  mayo  de  18íib  que  puede  verse  en  dicho  Suplemento. 

-j-  DEPOSITARIO  de  pósito.  El  individuo  nombrado  por 
el  ayuntamiento  que  tiene  á  su  cargo  los  fondos  del  ramo  con  la 
obligación  de  rendir  anualmente  la  cuenta  de  entrada  y  salida 
de  granos  y  dinero  con  arreglo  á  instrucción.  Véase  Pósito. 

DEPÓ3ÍTO.  Un  contrato  real  por  el  que  uno  confia  á 
otro  la  custodia  de  una  cosa  ,  bajo  la  condición  de  que  se  la 
devuelva  en  el  momento  que  se  la  pida  \Uy\,  tít.  3,  Part.  8. 


Dícese  real ,  porque  no  se  perfecciona  sino  mediante  la  en- 
trega efectiva  déla  cosa;  bastando  la  entrega  fingida,  lla- 
mada brevis  manus,  cuando  el  depositario  posee  ya  por  otro 
título  la  cosa  que  se  le  deja  con  la  calidad  de  depósito.  Llá- 
mase también  depósito  la  misma  cosa  depositada. 

Hay  dos  especies  de  depósitos  ;  el  depósito  propiamente 
dicho,  y  el  secuestro  ó  depósito  judicial.  El  depósito  propia- 
mente dicho  es  simple  ó  voluntario  ,  y  miserable  ó  necesa- 
rio. El  voluntario  se  hace  por  el  consentimiento  reciproco 
de  la  persona  que  entrega  la  cosa  y  de  la  que  la  recibe  ,  sin 
quo  intervenga  una  circunstancia  estraordinaria  que  lo  haga 
indispensable.  El  necesario  es  el  que  se  hace  en  fuerza  de 
un  accidente  imprevisto ,  como  v.  gr.  de  un  naufragio  ,  in- 
cencío  ,  ruina  ú  tumulto,  que  obliga  á  un  propietario  á  en- 
tregar la  guarda  de  sus  cosas  al  primero  que  se  le  presentí, 
á  fin  de  libertarlas  del  peligro  que  amenaza.  El  judicial  es  el 
que  se  hace  de  una  cosa  litigiosa  mientras  se  determina  el 
pleito:  ley  i,  lit.  3,  Part.  8.  Véase  Secuestro. 

El  depósito  es  un  contrato  gratuito  por  su  naturaleza; 
pues  si  se  recibiese  precio ,  degeneraría  en  locación  ,  esío 
es  ,  en  alquiler  ó  arriendo ,  ó  en  contrato  innominado;  biei. 
que  también  se  suele  llamar  depósito  la  guarda  que  se  haca 
por  paga;  ley  2,  d.  til.  3,  Part.  8. 

Aunque  se  pueden  dar  en  depósito  todas  las  cosas  de  cual- 
quier especie  que  fueren,  está  mas  en  uso  dar  las  muebles; 
d.  ley  2. 

Ni  el  dominio  ,  ni  la  posesión,  ni  el  uso  de  la  cosa  deposi- 
tada se  trasfieren  al  depositario  ,  á  no  ser  que  siendo  de  las 
que  se  suelen  contar,  pesar  ó  medir,  esto  es,  ele  las  fungí- 
bles  ,  se  diese  por  cuento  ,  peso  ó  medida  ;  en  cuyo  caso  el 
depósito  se  convierte  en  mutuo,  llamándose  por  eso  depósito 
irregular,  y  el  dominio  pasa  entonces  al  depositario  con  la 
obligación  de  restituir  otra  tanta  cantidad  de  la  misma  es- 
pecie,que  la  recibida;  ley  2,  tít.  3,  Parí.  8.  De  aquí  es  que 
cuando  en  un  concurso  de  acreedores  se  trata  de  graduar  el 
orden  con  que  debe  hacerse  el  pago  de  los  créditos,  es  pre- 
ferido á  todos  el  que  reclama  una  cosa  que  tenia  depositada 
en  poder  del  deudor  común ,  porque  conserva  siempre  en 
ella  el  derecho  de  dominio  y  aun  el  de  posesión;  pero  si  el 
depósito  consiste  en  una  cosa  fungible,  dada  por  cuento  , 
peso  ó  medida ,  ya  no  tiene  el  depositante  mas  privilegio 
que  el  de  ser  pagado  después  de  los  acreedores  hipotecarios 
y  antes  de  los  quirografarios  ó  sencillos  ,  por  haber  traspa- 
sado al  depositario  los  referidos  derechos  de  posesión  y 
de  dominio;  ley  9,  tit.  5,  Part.  b.  Véase  Acreedor  propieta- 
rio, y  Acreedor  personal  simplemente  privilegiado. 

El  que  niega  el  depósito  necesario  ó  miserable  es  condenado 
á  la  restitución  del  doble,  lo  que  no  sucede  en  el  depósito 
voluntario;  porque  en  este  se  tiene  tiempo  y  libertad  para 
elegir  persona  de  confianza  y  aun  para  hacer  escritura,  al 
paso  que  en  el  necesario  se  carece  de  ambas  ventajas,  siendo 
por  consiguiente  en  este  caso  mucho  mas  culpable  el  depo- 
sitario, que  con  su  fraude  intenta  aprovechars»de  la  des- 
gracia de  una  persona  que  ya  se  halla  sobrado  afligida  por 
el  contratiempo  que  esperimenta;  ley  8,  lit.  3,  Part.  S. 

Los  posaderos  y  mesoneros  son  responsables,  como  depo- 
sitarios, de  los  efectos  que  llevan  los  viajantes  ;  de  modo  quo 
el  depósito  de  todo  cuanto  presentan  estos  en  la  posada 
puede  considerarse  como  depósito  necesario,  debiendo  aque- 
llos indemnizarles  de  cualquier  robo  ó  daño  que  se  ejecutare 
por  los  criados  de  la  casa  ó  por  los  estraños  que  entran  y 
salen ,  pero  no  de  los  robos  hechos  con  mano  armada  ú  otra 
fuerza  mayor;  ley  7,  tít.  14,  Part.  7.  Véase  Depositante, 
Depositario  y  Confianza. 

[*  DEPÓSITO  irregular.  En  el  art.  Censo,  al  hablar 
de  la  república  de  Méjico,  ya  dijimos  algo  de  este  depósito; 
y  hemos  creído  útil  transcribir  aquí  lo  que  sobre  él  escribió 
Beleña  en  las  Elucidaliones  de  Magro  ,  lib.  3,  til.  18,  Quiè. 
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mod.  re  conlrh.  oblig,,  tomándolo  del  primer  Diccionario  de 
Escriche  anotado  y  adicionado  por  Rodríguez  de  San  Miguel. 
Dice  así  : 

Conviene  tratar  aquí  de  cierto  género  de  censo  ó  contrato 
muy  conocido  en  estas  Américasbajo  el  nombre  de,  depósito 
irregular  ,  el;cual  es  aquí  muy  frecuente  y  distinto, del .o.tro 
género  de  depósito  irregular,  y  sobre  el  que  diremos  alguna 
cosa,.  Aquel,  pues,  se  constituye  depositando  cierta  canti- 
dad de  dinero  en  poder  de  algún  comerciante,  minero ,  agri- 
cultor ó  cualquiera  otra  persona ,  bajo  la  condición  de  que 
el  dueño  del  .dinero  no  puede  cobrarlo  dentro.de  un  plazo 
determinado  ,  v.  gr.  cinco  años ,  ó  mas  ó  menos,  y  que  el 
que  recibe  el  depósito  pague  por  ¡todo  este  tiempo  al  dueño 
un  cinco  por  ciento.anual.  Por  lo  común  el  que  recibe  el  di- 
nero afianza  su  devolución  con  la  hipoteca  especial  de  algún 
fundo^  con  fiadores,  ¿obligando  en  general  todos  sus  bie- 
nes al  pagp,  y  aun  alguna  vez  se  celebra  el  contrato  sin  al- 
guna de  estas  seguridades,  descansando  los  contrayentes 
únicamente  en  su  mutua  buena  fe,,Acercá  de  lo  lícito  de  este 
contrato  han  disputado  mucho  los  teólogos  y  canonistas  :  por 
lo,  mismo  nosíha  parecido  conveniente, vindicarlo  de  la  nota 
de  usurario  con  objeto  de  ratificar  el  juicio  para  aquietar  las, 

conciencias.  steiv  n3  .scion!  bi 
;  Creemos  que  se  equivocan  demasiado  los  que  piensan  que 
este  contrato  tuvo  origen  en  las  Américas;  porque  realmente 
se  ignora  cuándo  comenzó,  á  usarse.  Los  emperadores  roma- 
nos lo  conocieron  ;  porque  no  solo  por  el  depósito  regular 
sino  aun  por  el  irregular  concedieron  acción  de  depósito  para 
exigir  la  suerte  principal  y  las  usuras ,  con  tal  que  estasse 
bebieran  estipulado  al  tiempo  de  celebrar  el  contrato,  ó  in- 
terviniese mora  en  la  ^solución  de  la  suerte  principal.  L.  21 
al  fin  De  imtrisvn  el  Digesto  :  Si  lam$H  ait  initio  de  tisuris 
prœslundis  convenu  -, ¡  lex  ,cpnlraclus  servabilur,  Esto  es  :  si 
al,  principio  del  contrato  se  han  convenido  los  contrayentes 
en  pagar  usuras  ¿..se  guardará,  lo,  que  han  pactado.  L.  2b, 
|  1  ibi  :  Post  maramyin  usuras  qxioqucjudicio  depositi  con~ 
dcmnamlysest  ;  Causad.ala  mora  enla  devolución  del  depósito, 
se. ha  de  condenar  en  las  usuras  al  que  la  haya  causado,  por 
la  misma  acción  de  depósito.  L.  26 ,  %  i  ibi  :  Quœro  an  usu- 
rœ  pcli  possunl?  faulus  responda  ,  eum  conlraclum ,  de  quo 
quœrilur,  deposita)  pecuniœ  modum  excederé  (en  irregulari- 
tas; depositi,  seu  depositum  jrregulare),  el  ideo  secundum 
convenlionem  usuro3¡  quoque  actione  depositi  (id  est,  irregu- 
laris)  peli  possunt  :  Pregunto;  ¿pueden,  pedirse  usuras? 
Paulo  responde,  que  el  contrato  sobre  que  se  le  pregunta 
escede  los  límites  del  depósito  (.ved  aquí  el  depósito  irregu- 
lar), y  por  lo  mismo  pueden  con  la  acción  de  depósito  (á 
saber  irregular)  exigirse  las  usuras  con  arreglo  á  lo  pac- 
tado. 

No  solamente  los  emperadores  romanos,  sino  los  sumos 
pontífices  han  conocido  y  aprobado  este  contrato,,  pues  el 
Se.  Inocencio  III  mandó  que  cuando  el  marido  empobreciera 
se  pusiera  ja  dote  de  la  mujer  en  poder  de  algún  comer- 
ciante, para  que  de  las  ganancias  honestas  contribuyera  á 
su  manutención,  para  aliviar  de  este  modo  las  cargas  del 
matrimonio  :  cap,  7  De  deposil.  en  las  Decretales  :  V el  sal- 
lem  alicui  mercatori  commitli,ut  de  parte  honcsli  lucri,dic- 
tus  vir  onera  possit  malrimonii  sustentare.  Hé  aquí  desig- 
nado con  sus  caracteres  propios  el  depósito  irregular ,  pues 
se  concede  al  depositario  la  facultad  de  usar  de  la  cosa  de- 
positada, y  al  deponente  el  derecho  de  percibir  algún  lucro, 
el  cual  debe  siempre  arreglarse  á  la  equidad. 

Por  el  derecho  eclesiástico  nacional  se  ve  también  que 
está  confirmado  el  contrato  de  que  hablamos ,  porque  en  el 
canon  1 ,  titulo  de  la  institución  y  derecho  de  patronato , 
del  concilio  Mejicano  III,  celebrado  en  el  año  de  1S85,  se 
manda  que  el  dinero  y  bienes  de  las  iglesias  se  entreguen 
á  alguna  persona ,  la  cual  quede  obligada  á  pagar  réditos 


anualmente  :  no  puede  darse  cosa  mas  espresa  ;  siendo  dig- 
no, de  observarse  que  todo  lo  contenido  en  el  mencionad» 
concilio  conducente  al  gobierno  de  estas  provincias  ,  tiene 
fuerza  de  ley  eclesiástica  y  secular,  porque  el  suprema 
consejo  de  Indias  lo  confirmó  y  mandó  ejecutar.  En  el  cuarto 
concilio  Mejicano,  celebrado  en  1771,  se  volvió  á  tratar  et 
punto;  y  habiéndose  dado  tiempo  suficiente  á  los  teólogos  y 
juristas  para  que  lo  examinaran  detenidamente ,  después  de 
oido  su  dictamen ,  todos  los  padres  á  una  voz  aprobaron  el 
depósito  irregular  en  la  sesión  destinada  á  este  objeto  ,  te- 
nida el  dia  27  de  abril  del  mismo  año  ,  como  consta  del  dia- 
rio exacto  y  fidedigno  que  conservo  en  mi  biblioteca. 

Lo  mismo  hasta  hoy  han  juzgado  los  ilustrísimos  señores 
obispos  de  América ,  á  cuya  ciencia  y  paciencia  se  ha  puesto 
á  depósito  irregular  el  dinero  de  las  iglesias  y  obras  pias. 
Entre  ellos  se  comprende  el  IUmo.  y  Excmo.  venerable 
siervo  de  Dios,  obispo  que  fué  déla  Puebla  de  los  Angeles, 
Dr.  Don  Juan  de  Palafox  ,  del  que  hacemos  particular  men- 
ción, tanto  por  lo  grato  que  nos  es  su  memoria,  como  por 
el  hecho  particular  y  decisivo  sobre  la  materia ,  que  acae- 
ció siendo  virey  de  esta  Nueva  España,  y  fué  que  por  man- 
dato del  rey  recibió  á  depósito*  irregular  uua  suma  cuan- 
tiosa de  dinero  délos  depósitos  de  capellanías  y  comunidades 
eclesiásticas  para  subvenir  á  las  necesidades  del  Estado , 
otorgándose  al  efecto  instrumento  jurídico  en  que  se  hipo- 
tecó el  real  patrimonio  americano  para  la  seguridad  del 
capital  y  los  réditos ,  lo  cual  se  llevó  á  puro  y  debido  efec- 
to, pues  del  real  erario  se  estuvo  pagando  anualmente  el 
cinco  por  ciento  ,  hasta  que  se  redimieron  los  capitales.  Hó 
aquí  una  aprobación  intachable  del  depósito  irregr'ar. 
¿  Qué  hay  que  admirar  que  lo  hayan  usado  los  cabildos  ecle- 
siásticos ,  las  comunidades  religiosas ,  los  tribunales  ecle- 
siásticos y  seculares?  No  es  creible  por  cierto  que  si  en  él 
hubiera  alguna  tacha  de  usurario,  hubiera  estado  tanto 
tiempo  sin  que  se  echara  de  ver. 

Quede  por  tanto  fuera  de  duda  que  desde  el  descubri- 
miento del  Nuevo  Mundo  ha  estado  en  uso  este  contrato,  y 
por  tanto  tiene  aquí  lugar  aquella  célebre  y  bien  recibida 
doctrina  del  cardenal  de  Luca,  enemigo  acérrimo  de  las 
usuras,  el  cual  en  el  tratado  de  Usuras,  disertación  XI,  en- 
seña que  cuando  un  contrato  se  encuentra  establecido  por  la 
costumbre  en  algún  reino  ó,  provincia ,  y  no  consta  con  cer-' 
teza  que  sea  ilícito ,  sino  que  solamente  se  duda ,  se  ha  de 
reputar  por  lícito,  y  puede  celebrarse  sin  peligro  alguno  de 
pecado.  Así  se  esplica  ese  purpurado ,  y  con  razón  ;  porque 
en  primer  lugar  todos  los  contratos  están  sujetos  á  lo  que 
páctenlos  contratantes ,  y  se  afirman  por  la  costumbre: 
Gap.  85  de  las  reglas  del  derecho  en  el  lib.  6  de  las  Decre- 
tales ,  y  ley  25  del  propio  título  en  el  Digesto.  En  segundo 
lugar,  porque  hallándose  en  uso  el  depósito  irregular  en- 
tre personas  eclesiásticas  y  seculares  de  conocida  ciencia  y 
virtud,  parece  que  no  hay  un  motivo  razonado  para  dudar 
que  sea  lícito  y  valedero. 

-Podemos  agregar  todavía,  que  habiéndose  suscitado  en  la 
corte  de  Madrid  duda  acerca  de  la  legitimidad  de  cierto  con- 
trato que  acostumbraban  celebrar  los  diputados  de  los  cinco 
gremios  mayores ,  que  desde  mucho  tiempo  atrás  recibían 
dinero  de  cualesquiera  personas  con  el  pacto  de  que  lo  de- 
volverían dentro  de  cierto  tiempo  señalado ,  obligándose  á 
pagar  entre  tanto  anualmente  ciertas  usuras;  turbó  mucho 
los  ánimos  de  los  teólogos  y  juristas  este  contrato  ,  dividién- 
dose las  opiniones  en  pro  y  en  contra.  Pero  habiendo  llega- 
do la  cuestión  á  los  oidos  del  rey,  después  de  haberla  exa- 
minado y  aprobado  el  contrato  personas  eminentes  en 
virtud ,  ciencia  y  autoridad ,  y  lo  que  es  mas ,  destinadas  al 
efecto  espresamente  por  nombramiento  real ,  con  objeto  de 
desvanecer  en  lo  de  adelante  toda  duda ,  y  quitar  cualquier 
escrúpulo  ;  se  dictó  la  real  cédula  de  1  de  julio  de  1761  dada 


por  el  supremo  consejo  de  Castilla,  por  laque  se  declaró 
legítimo  y  obligatorio  el  mencionado  contrato,  y  dé  consi- 
guiente cualquiera  conocerá  que  se  consolidó  el  depósito 
irregular. 

En  efecto ,  ¿qué  otra  cosa  ha  hecho  respecto  de  él  la  Nue- 
va España  sino  imitar  el  ejemplo  de  todo  el  mundo?  ¿Qué 
otra  cosa  hacen  los  banqueros  en  Francia,  Alemania ,  Italia 
y  otras  partes?  Oigamos  entre  otros  á  Francisco  Puente, 
que  en  el  lib.  1°.,  consejo  56,  dice  :  «  De  lo  dicho  se  infiere 
que  los  banqueros  de  nuestro  tiempo  no  son  verdaderos  de- 
positarios según  los  términos  conocidos  del  depósito ,"  sino 
mas  bien  irregulares.  »  Véase  á  Castillo  en  sus  Cuestiones 
cotidianas  ,  lib.  3 ,  cap.  16,  desde  el  núm.  24  al  67,  donde 
con  tanta  claridad  trata  acerca  de  la  antigüedad  y  legitimi- 
dad del  depósito  irregular  que  nada  deja  que  apetecer.  Allí 
enseña  fundado  en  la  autoridad  del  señor  Gregorio  López  y 
otros,  que  por  convenio  de  las  partes  puede  trasferirse  al 
depositario  el  dominio  de  la  cosa  ,  permaneciendo  el  con- 
trato, y  aun  la  acción  de  depósito  ,  aunque  algo  mas  débil 
si  se  compara  con  la  acción  que  produce  el  depósito  verda- 
dero ;  y  añade  que  esta  opinion  es  la  que  se  ha  de  observar 
en  la  práctica.  En  fin,  aun  los  montes  de  piedad  erigidos 
con  autoridad  pontificia,  celebran  él  contrato  de  depósito 
irregular.  Véase  al  cardenal  de  Luca  en  su  tratado  de  com- 
pra y  venta  ,  discursos  ?.o ,  núm.  15  ,  2  y  68. 

Muchas  veces  he  examinado  los  fundamentos  en  que  al- 
gunos autores  no  despreciables  se  apoyan  para  impugnar  el 
contrato  de  que  tratamos ,  y  solo  encontré  que  confunden  el 
depósito-  irregular  con  el  mutuo  ,  y  que  no  saben  distinguir 
el  lucro  compensatorio  del  usurario.  Este,  que  es  el  que 
propiamente  debe  llamarse  usura ,  consiste  en  el  lucro  que 
únicamente  proviene  del  mutuo ,  de  manera  que  el  mu- 
tuante ó  prestamista  no  tiene  para  exigirlo  otro  motivo  que 
el  beneficio  que  hace  al  mutuatario.  Tal  acción  es-intrínseca- 
mente mala,  como  prohibida  por  los  derechos  natural,  divi- 
no ,  canónico  y  civil ,  y  sometida  á  penas  graves  ,  para  cuya 
inteligencia  véase  lo  que  hemos  dicho  en  el  principio  de  este 
título  desde  el  núm.  1  al  7;  empero  el  lucro  compensatorio 
debe  mirarse  bajo  un  aspecto  muy  diferente,  como  que  en 
él  solo  se  atiende  á  la  justa  compensación ,  y  á  la  indemni- 
zación del  acreedor ,  en  el  cual  título  se  estipulan  y  perci- 
ben. Véase  á  D.  Manuel  Herrera  en  su  Tratado  de  lucro  sin 
usura,  fundamento  1 ,  suposición  1,  ns.  8  y  9,  á  Covarrubias 
en  sus  Varias  resoluciones ,  lib.  3 ,  cap.  U,  núm.  2,  en  don- 
de espresamente  se  hallará  que  las  usuras  lucratorias  están 
prohibidas  por  todo  derecho,  así  como  por  todo  derecho 
están  admitidas  las  compensatorias  ;  y  si  aun  se  deseaPSna- 
yor  instrucción  ,  véase  á  Reinffestuel ,  lib.  5  de  las  Decre- 
tales ,  lit.  19,  §  h  de  usuris. 

Así  es  que  cuando  S.  Lúeas  dice  :  Mutuum  dale  niliil 
■hule  sperantts  ,■  y  otros  testos  semejantes  en  las  sagradas 
Escrituras,  se  han  de  entender,  como  se  ha  dicho,  cuando 
se  exige  el  lucro  únicamente  por  prestar.  Pero  que  pueda 
exigirse  por  otro  respecto  algún  lucro,  es  claro,  pues  el 
lucro  cesante,  el  daño  emergente ,  el  peligro ,  las  molestias, 
las  dificultades  que  hay  para  cobrar  la  suerte  principal ,  no 
hay  persona  que  no  las  repute  por  causassuficientespara  exigir 
alguna  cosa  á  mas  del  capital  :  la  razón  de  esto  es,  porque 
todas  esas  cosas  son  estrínsecas  al  mutuo,  el  cual  subsiste 
sin  ellas;  pero  como  sean  dignas  de  ser  apreciadas  en  su 
justo  valor,  ninguno  está  obligado  á  cederlas  ,  perjudicán- 
dose gravemente  por  hacer  un  beneficio  :  asi  lo  enseña  el 
célebre  Van-Espen  en  su  tratado  de  Usuras,  lom.  3,  art.  3, 
regla  3.  Del  mismo  modo  ha  de  discurrirse  siempre  que  el 
mutuatario ,  depositario  ó  consignatario  usa  de  la  cosa  ó  del 
dinero  contra  la  voluntad  del  dueño ,  como  sucede  cuando  es 
moroso  en  restituir  :  véase  la  citadaley  25, §  único,  quedice  : 
El  que  ha  usado  del  dinero  que  se  le  dio  en  denósito uara 
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que  vuelva  ofro  tanto  ,  despues  que  ha  sido  moroso  debe 
ser  por  la  acción  de  depósito  conderiadoJ  en  las  usuras.'"1 

Con  repetidos  casos  puede  manifestarse  que  nunca  deja  do 
haber  lucro  cesante,  daño  emergente  ,  peligro  de  perder  la 
suerte  principal,  molestias"  >  dificultades  en  recobrarla; 
porque  cuando  ios  depositarios  vienen  à  pobreza,  quiebran, 
hacen  cesión  de  bienes,  ó  son  concursados,  lo  cual  sucedo. 
con  mucha  frecuencia  por  las  vicisitudes  del  comercio ,  prin- 
cipalmente en  las  negociaciones  de  minas,  los  deponentes 
sufren  una  lesión  en  parte  de  sus  capitales,  y  á  veces  en  el 
todo.  Sucede  muchas  veces  que  varios  acreedores  se  quedan 
sin  lugar  alguno  en  las  graduaciones  de  los  concursos  ,  por' 
la  prelacion  de  otros  acreedores;  y  «on  demasiada  frecuencia 
tienen  que  proratearse  lo  que  producen  los  bienes  deKdéndor 
vendidos  en  pública  almoneda  ,  Jo  cual  á  mas  dé  la  pérdida 
del  todo  ó  parte  del  capital ,  jamas  sé  consigue  sin  grave 
incomodidad  y  gastos ,  que  necesariamente  se  erogan  en 
estos  pleitos  tan  dilatados.  De  todo  ésto  soy  testigo  ocular, 
en  veinte  y  tres  años  que  he  recorrido  casi  todas  las  provine 
vias  del  imperio  de  Méjico,  desempeñando  varios  empleos' 
eclesiásticos  y  civiles  que  se  me  han  encomendado  ,  y  prin- 
cipalmente en  quince  años  que-;he  sido,  aunque  sin  mérito 
mió,  magistrado  de  sus  audiencias.  En  vista  de  lo  espuesto, 
¿quién  se  atreverá  á  negar  que  en  el  depósito  irregular  el 
daño  emergente  y  el  peligro  de  perder  la  suerte  principal 
acompañan  siempre  al  deponente?  Por  lo  que  no  podrá 
librarse  de  la  nota  de  rigorista  el  que  lo  numere  entre  los 
usureros. 

El  que  aun  en  el  mutuo  se  reciba  alguna  cosa  á  mas  de  la 
suerte  principal,  ya  por  el  peligro  de  perderla,  ya  por  las 
molestias  y  gastos  en  recobrarla  ,  lo  sostienen  santo  Tomas 
en  su  Opúsculo  37  de  Usuras  ,  cuestión  10;  Medina ,  tratado 
de  Restitución  ,  cuestión  38;  Podro  Navarro,  lib.  3,  cap.  2, 
núm.  545;  Reinffestuel,  lib.  5 de  las  Decretales ,  tít.  19,  %'t, 
núm.  72.  ¿Pues  qué  deberemos  decir  cuando  los  contrayentes 
no  quieren  Celebrar  el  contrato  de  mutuo,  sino  el  de  depó- 
sito irregular?  Mas  para  que  la  materia  quede  fuera  de  toda 
duda ,  oigamos  el  decreto  de  la  Sagrada  Congregación  apro- 
bado por  el'Sr.  Inocencio  X,  y  mandado  ejecutar  en  1659  á 
instancia  y  solicitud  de  los  misioneros  regulares  de  Clíiña' 
COn  objeto  de  tranquilizar  las  conciencias  respecto  délos 
cristianos  que  habitaban  aquellas  regiones ,  y  lo  refiere  Fr. 
Luis  Bancel,  dominicano,  en  su  Suma  moral,  palabra 
Usura,  en  los  términos  siguientes  : 

«  En  el  mencionado  reino  de  China  está  establecido  que 
en  el  mutuo  se  reciba  un  treinta  por  ciento  sin  consideración 
alguna  al  lucro  cesante  y  :  daño  emergente.  Se  pregunta: 
¿  Será  lícito  á  los  cristianos  recibir  por  su  dinero ,  aunque 
no  intervenga  el  lucro  cesante  y  daño  emergente,  la  dicha 
cantidad  de  treinta  por  ciento  tasada  por  una  ley  del  reino? 
La  razón  de  dudar  consiste  en  el  peligro  que  se  corre  para 
recobrar  el  dinero ,  ya  porque  se  fugué  el  deudor,  ya  porque 
tarde  en  pagar,  ya  porque  sea  necesario  recurrir,  al  juez ,  ó 
por  otras  causas  semejantes.  »  La  Sagrada  Congregación  de 
cardenales  de  la  santa  iglesia  romana- opinó  ,  que  por  razón 
del  mutuo  inmediata  y  precisamente  por  consideración  a  él, 
no  se  podia  recibir  nada  sobre  la  suerte  principal  ;  pero  si  se 
recibiere  por  razón  del  peligro  probablemente  inminente, 
como  en  el  caso  propuesto ,  deben  aquietarse  los  ánimos ,  con 
tal  que  considerado  el  peligro  y  su  gravedad,  haya  pro- 
porción entre  él  y  lo  que  se  reciba  para  compensarlo.  V ease 
á  Cabasucio  en  su  obra  de  Derecho  canónico  teórico  y  prác- 
tico ,  lib.  6,  cap.  7.  ¿  Qué  cosa  mas  espresa  en  favor  de 
nuestro  contrato?  ¿Acaso  les  será  lícito  á  los  cristianos  de 
China  recibir  un  treinta  por  ciento  ,  y  no  nos  será  á  nosotros 
un  cinco  ?  Vaya  lejos  de  nosotros  tal  idea. 

Pero  se  dirá ,  que  por  la  ley  15,  tít.  8,  lib.  5  de  la  Recop. 
de  Cast.  se  manda  que  ninguno  pueda  recibir  lucro  del  di- 
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ñero  que  da  en  depósito  á  los  mercaderes ,  ó  á  otras  perso- 
nas, aun  bajo  el  pretesto  de  lucro  cesante,  daño  emergente 
áoualquier  otro;  y  que  lo  mismo  se  halla  establecido  por  los 
concilios  I  y  II  de  Milan:  mas  como  en  estas  disposiciones  se 
esceplúan  los  casos  permitidos  por  derecho  ,  ¿  quién  dejará 
de  contar  entre  ellos  al  depósito  irregular?  Este  ciertamente 
se  encuentra  no  solo  permitido  sino  espresamenté  aprobado 
por  los  concilios  III  y  IV  Mejicanos,  por  una  cédula  real  sobre 
los  contratos  que  acostumbraban  celebrar  los  diputados  de 
los  cinco  gremios ,  y  por  otra  directamente  remitida  al  V. 
Sr.  D.  Juan  de  Palafox  para  la  solución  de  los  réditos  causa- 
dos por  los  capitales  tomados  de  los  depósitos  de  capellanías. 
Y  si  aun  se  quisiere  añadir  mas  para  la  absoluta  seguridad 
de-las  conciencias ,  añádase  que  por  una  costumbre  racional, 
inmemorial  é  introducida  con  autoridad ,  está  derogada  cual- 
quiera ley  contraria ,  y  de  consiguiente  todos  sus  efectos,  y 
no  podrá  negarse  que  la  costumbre  de  que  hablamos  tenga 
aquellas  cualidades.  Recordemos  lo  que  dijimos ,  tomado  del 
cardenal  de  Luca  en  su  tratado  de  Usuras,  discurso  II. 

i  La  constitución  del  Sr.  Pió  V  que  comienza  :  In  eam  pro 
nostro  pastorali  officio ,  no  viene  al  caso  ;  porque  de  su  con- 
testóse deduce  que  solo  trató  de  condenar  el  contrato  llamado 
cambio  seco,  cuya  descripción  se  halla  en  Van-Espen  en  el 
lugar  citado ,  art.  2 ,  en  donde  se  condena  como  usurario  el 
referido  contrato.  Tampoco  se  opone  á  nuestro  contrato  la 
constitución  del  Sr.  Sixto  V  que  comienza  :  Delestabilû  ;  por- 
que en  ella  solamente  se  condenan  ciertas  sociedades  leoninas, 
celebradas  con  condiciones  inicuas ,  y  á  que  los  hombres  á 
rienda  suelta  se  entregaban  en  aquel  tiempo  llevados  de  h 
codicia.  En  destruir  semejantes  sociedades  se  ocupa  el  Sumo 
Pontífice  indicado ,  lo  cual  verá  claramente  el  que  lea  la 
mencionada  constitución  ;  y  no  menos  claro  hallará  que  dista 
mucho  de  aquellas  el  deposito  irregular,  como  que  en  este 
se  conservan  ilesas  las  leyes  de  la  equidad,  y  es  en  gran 
manera  provechoso  á  los  comerciantes,  al  pueblo,  al  Estado, 
y  á  ninguno  ruinoso.  Mas  para  quitar  toda  sospecha,  ruego 
que  se  lean  y  examinen  atentamente  las  últimas  palabras  de 
la  citada  constitución  :  Si  acabada  la  sociedad  existe  el  mismo 
¿apila!,  restituyase  al  que  lo  introdujo  á  ella  ,  sino  es  que  se 
haya  hecho  partícipe  de  él  al  socio ,  ó  haya  sido  pactada  le- 
gítimamente otra  cosa  entre  los  contrayentes.  En  esta  cláu- 
sula se  ve  que  no  se  prohiben  aquellas  sociedades  y  contratos 
que  están  robustecidos  con  condiciones  legales.Véase  la  ge- 
nuina  inteligencia  de  esta  constitución  en  Garleval,  de  jui- 
cios ,  tít.  3,  disputa  7,  núm.  22. 

A  la  espuesto  debe  añadirse  que  no  estando  recibida  la 
mencionada  constitución  en  Francia,  Alemania,  Polonia  y 
en  muchas  partes  de  Italia,  en  todas  las  que  está  vigente  la 
costumbre  de  dar  dinero  para  que  se  devuelva  con  algún 
lucro  á  mas  de  la  suerte  principal ,  por  la  misma  razón  debe 
decirse  que  nunca  ha  sido  admitida  en  nuestra  España,  pues 
en  todos  los  tribunales  de  justicia  de  la  nación  se  compele  á 
los  deudores  á  la  solución  de  réditos  y  otros  premios  estipu- 
lados, lo  que  ciertamente  no  se  verificaria  si  estuvieran 
prohibidos  por  la  referida  constitución  ,  y  esta  se  hallara 
recibida  en  la  práctica.  Los  vigilantísimos  magistrados  es- 
pañoles y  muy  cuidadosos  de  sus  conciencias  no  permitirían 
inobservancia  tan  manifiesta  de  una  disposición  apostólica 
qué  estuviese  recibida  entre  nosotros  ,  como  por  el  contrario 
son  muy  cuidadosos  de  que  no  se  lleven  á  efecto  las  que  son 
contrarias  á  las  leyes  y  costumbres  del  reino  :  véanse  las 
leyes  ik  y  25,  tít.  5,  lib.  1  de  la  Recop.  de  Cast.,  á  Covar- 
rubias  en  sus  Cuestiones  prácticas  ,  cap.  55,  núm.  h ,  á  Paz 
en  su  Práctica,  núm.  11  del  preludio. 

Ni  puede  objetarse  que  la  constitución  Sixtina,  como  in- 
serta en  el  Bulario  Romano .  tiene  fuerza  de  ley  universal 
que  obliga  á  toda  la  Iglesia  de  Cristo;  porque  la  constitución 
del  Sr.  Pió  V  llamada  vulgarmente  Piaña  de  censibus,  tam- 


bién se  halla  inserta  en  el  Bulario  Romano ,  y  sin  embargo 
no  está  recibida  respecto  de  todo  lo  que  contiene;  y  antes 
está  reclamada  por  el  Sr.  Felipe  II ,  como  consta  de  la  ley  10, 
tít.  15,  lib.  5  de  la  Recop.  de  Cast.,  y  lo  mismo  puede  de- 
cirse de  otras  muchas  constituciones  pontificias.  Así  es  que 
es  una  cosa  bien  sabida  que  las  letras  apostólicas  para  quo 
induzcan  obligación  en  aquellos  lugares  en  que  el  Sumo  Pon- 
tífice no  tiene  dominio  temporal ,  mucho  mas  si  en  ellas  se 
trata  de.  alguna  materia  profana  ,  necesitan  el  Regio  exequá- 
tur, del  cual  carece  la  constitución  Sixtina,  y  por  lo  mismo 
no  tiene  fuerza  aun  cuando  condenara  al  depósito  irregular  : 
ley  8,  tít.  5  ,  y  ley  5,  tít.  6,  lib.  1  de  la  Recop.  de  Cast.,  y 
todo  el  tít.  9,  lib.  1  de  la  de  Indias  ;  D.  Juan  de  Solórzano  en 
su  Política  Indiana,  lib.  h,  cap.  25,  núm.  29,  en  donde  so 
hallarán  citados  muchos  autores. 

Observemos  también  para  complemento  de  esta  materia , 
que  todo  lo  que  se  ha  dicho  acerca  de  la  legitimidad  âel 
depósito  irregular  es  aplicable,  si  la  cosa  se  examina  atenta- 
mente, á  la  legalidad  del  contrato  de  sociedad  y  aseguración, 
tan  frecuente  en  las  ciudades  marítimas,  principalmente  en 
donde  se  halla  establecido  el  comercio  de  Indias  :  siendo  de 
notarse  que  el  que  dio  su  dinero  á  réditos,  despues  de  que 
lo  haya  entregado  al  mutuatario  ó  depositario,  sin  que  haya 
precedido  algún  otro  pacto  ó  contrato ,  puede  celebrar  con 
el  propio  el  de  aseguración,  del  mismo  modo  que  cualquiera 
otra  persona;  y  la  razón  es,  porque  en  nada  se  perjudica  la 
libertad  del  mutuatario  ,  y  de  consiguiente  ninguna  injuria 
se  le  hace.  Así  lo  enseña  el  cardenal  de  Toledo  en  su  Instruc- 
ción sacerdotal ,  lib.  5  ,  cap.  hi,  y  Yan-Espen  en  la  parte 
citada  antes  en  la  esplicacion  de  la  regla  5a. 

Nótese  finalmente  que  el  lucro  debe  ser  justo,  repután- 
dose tal  el  tasado  por  derecho,  ó  introducido  por  costumbre 
legítima  ,  y  por  tanto  no  puede  ser  el  mismo  en  todas  partes; 
así  es  que  en  algunas  se  exige  el  diez ,  en  otras  el  ocho  ,  el 
cuatro ,  y  eñ  España  el  tres  por  ciento  :  ley  1 5 ,  lit.  15 ,  lib.  5 
de  la  Recop.  de  Cast.  Esta  diversidad  proviene  déla  situación 
respectiva  de  las  naciones  ,  pues  no  todas  tienen  la  misma 
proporción  para  comerciar,  fin  la  América  se  halla  estable- 
cido por  costumbre  y  confirmado  por  la  autoridad  real  el 
cinco  por  ciento  en  los  censos  y  depósitos  irregulares.  Véase 
la  real  cédula  de  13  de  marzo  de  1786  ,  citada  en  nuestros 
Autos  acordados  en  la  palabra  Remates  de  cuenta  de  reat 
hacienda,  en  la  que  se  previene  que  en  las  almonedas  que  se 
hagan  en  favor  del  erario  ,  aunque  el  comprador  haya  pro- 
metido dar  el  seis  ,  el  ocho  ó  mas  por  ciento,  solamente  se 
le  exija  el  cinco  ;  por  lo  que  el  que  en  casos  semejantes  haya 
recibido  mas,  no  estará  libre  del  pecado  de  usura,  ni  de  la 
obligación  de  restituir,  á  no  ser  que  el  contrato  se  celebre 
entre  comerciantes  con  dinero  destinado  próximamente  á 
negociaciones  lucratorias  ;  porque  entonces  se  pueden  re- 
gular los  réditos ,  teniendo  en  consideración  el  lucro  cesante 
y  daño  emergente  :  Covarrubiasen  sus  Varias  resoluciones, 
lib.  5,  cap.  U  ,  donde  trae  la  verdadera  razón  de  esta  resolu- 
ción, tomada  de  la  ley  5  del  código  en  el  título  de  compra  y 
venta.  Sin  embargo  ,  en  nuestro  reino  nunca  puede  esceder 
el  premio  de  un  diez  por  ciento ,  según  lo  mandado  en  la 
ley  9,  tít.  18,  lib.  5  de  la  Recop.  de  Cast.,  que  dice  :  I"  que 
de  las  confractaciones  permitidas  no  se  pueda  llevar,  ni  Heve 
mas  de  á  razón  de  un  diez  por  ciento  por  año. 

Hasta  aquí  hemos  tratado  largamente  del  depósito  irre- 
gular ;  digamos  ahora  con  brevedad  alguna  cosa  acerca  de 
las  coherencias  que  puede  tener  con  otros  contratos  ,  para 
conocer  claramente  lo  que  sea  arreglado  á  derecho.  Cuando 
toda  la  obligación  en  el  depósito  irregular'se  contrae  á  la 
persona  ,  coincide  con  el  censo  personal  :  cuando  se  obliga 
no  solamente  la  persona ,  sino  algún  mueble  ó  inmueble , 
se  equipara  al  censo  real  :  cuando  en  el  instrumento  en  que 
se  hace  la  hipoteca,  á  mas  déla  obligación  general  y  parti- 
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cular  de  los  bienes ,  se  obliga  también  la  persona ,  es  seme- 
jante al  censo  mixto  ;  porque  según  la  idea  general  que 
tenemos  de  estos  contratos ,  el  primero  es  aquel  en  que  se 
funda  la  obligación  sobre  alguna  persona  determinada  que 
se  obliga  á  pagar  del  fruto  de  su  industria,  arte  ú  oficio 
cierta  pension  anual  ;  el  segundo  se  establece  sobre  alguna 
cosa  o  cosas  señaladas  ,  de  las  cuales  se  paga  la  pension  sin 
relación  á  la  persona  ;  el  tercero  se  constituye  sobre  cosa  y 
persona  determinada  ,  de  suerte  que  pereciendo  la  cosa  , 
queda  siempre  obligada  la  persona.  Reinffestuel,  lib.  5  de  las 
Decretales,  tít.  19  de  usuris,  g  8,  ns.  131  y  132. 

Dijimos  al  principio  de  esta  disertación  que  algunas  veces 
se  celebra  el  depósito  irregular  sin  hacer  mención  de  hipo- 
teca alguna,  sino  solamente  á  la  buena  fe  de  los  contrayen- 
tes, y  entonces  parece  que  se  convierte  en  cierta  especie 
de  sociedad,  en  la  cual  se  obtiene  el  lucro  por  una  parte 
con  el  dinero  del  deponente,  y  por  otra  con  la  industria  y 
trabajo  del  depositario;  mas  como'en  el  coutrato  se  pacte  la 
deducción  íntegra  del  capital  y  los  réditos  ,  puede  muy  bien 
suceder  que  no"habiendo  habido  utilidades  algunas,  el  socio 
deudor  sea  gravado  con  la  pérdida  de  todo  su  trabajo  ,  sin 
que  el  socio  acreedor  sufra  la  mas  pequeña  lesión,  lo  que 
repugna  ciertamente  alas  leyes  de  la  sociedad.  Sin  embargo, 
este  peligro  que  corre  el  deudor,  está  abundantemente  com- 
pensado con  la  esperanza  y  derecho  que  tiene  á  hacer  suyas 
cualesquiera  utilidades  que  produzca  la  negociación  por 
grandes  que  sean  ,  á  escepcion  del  corto  lucro  que  debe 
entregar  al  acreedor.  Véase  á  Carie  val  en  su  obra  De  juicio , 
t.5,  disput.7,  desde  el  núm.  17  hasta  el  21,  en  donde  asienta 
que  el  contrato  de  sociedad  no  se  destruye  por  la  asegura- 
ción del  capital ,  y  ni  aun  por  la  de  algún  lucro  pagadero 
anualmente ,  con  tal  que  se  haga  por  medio  de  cauciones 
legales. 

Suele  también  perfeccionarse  el  depósito  irregular  con 
instrumento  guarentigio  en  que  se  hipoteca  especialmente 
algún  fundo  inmueble ,  y  entonces  se  semeja  mucho  al  censo 
no  reservativo  sino  consignativo,  puesto  que  el  dominio  del 
fundo  hipotecado  permanece  en  el  dominio  del  depositario 
que  recibió  el  dinero  y  ha  de  pagar  la  pension,  como  se  dirá 
adelante  en  el  título  de  locación  y  conducción.  Dijimos  que 
es  semejante,  porque  no  es  idéntico  ,  siendo  así  que  en  el 
censo  no  se  fija  tiempo  para  la  devolución  del  capital ,  y  la 
rescision  del  contrato ,  cuando  lo  contrario  sucede  en  el  de- 
pósito irregular.  No  debemos  pasar  en  silencio  que  los  con- 
trayentes muchas  veces  quieren  constituir  realmente  un 
censo,  aunque  en  el  instrumento  hipotecario  solo  aparece 
depósito  irregular,  y  bajo  estos  depósitos  simulados  pasa  el 
contrato  de  generación  en  generación  ,  aun  cuando  se  haya 
cumplido  el  plazo  que  se  puso,  lo  cual  se  hace  para  no  pagar 
la  alcabala  que  debe  pagarse  en  los  censos,  ya  sean  reser- 
vativos, ya  consignativos  ;  pero  sepan  tales  defraudadores, 
que  están  obligados  á  restituir  la  alcabala  correspondiente  y 
que  incurren  en  las  penas  contenidas  en  la  ley  11 ,  tít.  17, 
lib.  9  de  la  Recop.  de  Cast. 

Acaso  por  evitar  este  fraude  se  mandó  publicar  en  esta 
íiudad  de  Méjico  un  bando  por  el  Excmo.  Sr.  Marques  de 
Sonora ,  visitador  general  de  esta  Nueva  España ,  en  el  que 
3e  declaraban  sujetos  al  pago  de  alcabala  los  depósitos  irre- 
gulares ;  mas  al  momento  hicieron  un  ocurso  al  virey  el 
arzobispo ,  el  cabildo  eclesiástico  y  el  consulado ,  esponiendo 
íada  uno  por  su  parte  varias  causas  para  que  no  se  llevara 
î  efecto  la  mencionada  disposición ,  á  la  cual  solicitud  acce- 
dió el  virey  con  la  cláusula  por  ahora,  y  consultó  al  rey 
con  los  aulos  en  2  de  enero  de  1771  ;  y  S.  M.  para  justificar 
mejor  su  resolución  ,  mandó  examinar  el  asunto  por  varios 
doctos  ministros  de  diversos  tribunales,  con  cuya  consulta 
se  espidió  la  real  orden  de  22  de  julio  del  propio  año  de  1771, 
en  que  se  mandó  al  virey  suspendiera  el  cobro  del  derecho 
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de  alcabala  en  los  depósitos  irregulares ,  no  solo  respecto 
de  la  capital,  sino  de  todo  el  imperio  mejicano,  y  deseando 
terminar  definitivamente  esta  cuestión  con  mas  instrucción 
y  madurez  ,  mandó  que  se  recogieran  todos  los  documenta* 
análogos  á  la  materia ,  y  cuanto  sobre  ella  se  hubiera  ac- 
tuado ,  y  diera  sobre  este  asunto  su  opinion  la  audiencia  de 
Méjico,  después  de  haber  oido  á  sus  fiscales,  lo  que  ha*a 
la  fecha  no  ha  podido  concluirse,  y  aun  está  pendiente  este 
negocio.  »  ] 

|  DEPÓSITO  comercial.  Hablando  de  ellos  la  Instruc- 
ción de  aduanas  de  3  de  abril  de  1843  se  esplica  en  los  tér- 
minos que  .puede  verse  en  el  Suplemento  á  este  Diccionario. 

f  DEPOSITO  judicial.  Por  real  orden  de  1.0  de  noviem- 
bre de  1827  se  mandó  que  los  depósitos  judiciales  se  hiciesen 
en  el  Banco  nacional  de  San  Carlos ,  y  por  otras  de  30  de 
mayo  de  1830  y  25  de  octubre  de  1854  que  se  verificasen 


en  el  de  San  Fernando  mediante  la  estincion  de  aquel,  y 
en  sus  dependencias  en  las  provincias.  Véase  el  Suplemento 
á  este  Diccionario  ,  que  trae  dos  reales  órdenes  sobre  el 
particular. 

f  DEPÓSITO  mercantil.  Para  que  se  califique  tal  y 
esté  sujeto  á  las  reglas  especiales  de  los  de  su  clase,  es  ne- 
cesario :  Io.  Que  el  depositante  y  el  depositario  tengan  la 
calidad  de  comerciante  :  2o.  Que  las  cosas  depositadas  sean 
objeto  del  comercio  :  Y  5o.  Que  se  haga  el  depósito  á  conse- 
cuencia de  una  operación  mercantil. .-Art.  404  del  eód. 
de  com.  <dí)laO 

El  depósito  mercantil  da  derecho  al  depositario  á  exigir 
una  retribución  ,  cuya  cuota  será  la  que  hayan  convenido 
las  partes  ,  ó  en  su  defecto  la  que  tengan  establecida  los 
aranceles ,  ó  el  uso  de  cada  plaza.  Art.  40o. 

En  los  arts.  í»06,  407,  408,  409  y  410  del  cód.  de  eom,  se 
hallarán  otras  disposiciones  sobre  la  materia. 

DERECHO.  La  reunion  ó  el  conjunto  de  reglas  que  di- 
rigen al  hombre  en  su  conducta  para  que  viva  conforme  á  ia  - 
justicia  :  ó  el  arte  de  lo  equitativo  y  razonable,  esto  es,  el 
arte  que  contiene  los  preceptos  que  nos  enseñan  á  distinguir 
lo  justo  de  lo  que  no  lo  es,  para  que  en  los  diferentes  nego- 
cios que  ocurren  todos  los  dias  podamos  dar  á  cadi  uno  lo 
que  es  suyo.  El  derecho  es  diferente  de  la  jurisprudencia  y 
de  la  justicia  :  la  justicia  es  una  virtud  ;  el  derecho  es  la 
práctica  de  esta  virtud  ;  y  la  jurisprudencia  ,  la  ciencia  de 
este  derecho. 

La  palabra  derecho  tiene  otras  muchas  acepciones ,  pues 
ya  significa  la  decisión  del  magistrado  ,  ya  el  lugar  donde  se 
administra  justicia,  ya  la  justicia  misma ,  ya  la  acción  que 
se  tiene  á  una  cosa,  ya  la  facultad  concedida  por  la  ley,  ya 
la  misma  ley,  ya  las  cosas  incorporales,  como  las  servidum- 
bres, obligaciones,  herencias  y  otras  semejantes,  ya  también 
el  impuesto  que  se  carga  alas  mercaderías,  comestibles, 
tierras  y  personas  por  contribución,  y  en  fin  la  propina  que 
se  paga  en  las  oficinas  ó  á  los  ministros  de  justicia  por  su 
trabajo,  según  reglas  de  arancel. 

El  derecho,  en  sus  dos  significaciones  mas  principales,  es 
la  colección  ó  el  conjunto  de  las  leyes,  y  la  facultad  ó  acción 
otorgada  por  la  ley  :  de  modo  que  unas  veces  es  causa  ,  y 
otras  efecto  ,  pero  se  toma  con  mas  frecuencia  en  el  primer 
sentido. 

El  derecho,  en  cuanto  es  el  arte  de  lo  justo  y  equitativo, 
abraza  estos  tres  preceptos  primordiales  :  vivir  honestamente; 
no  hacer  daño  á  nadie  ;  y  dar  á  cada  uno  lo  suyo  :  honeste 
vivere;  neminem  hederé;  suum  cuique  tribuere.  Llámanse 
preceptos  primordiales,  porque  no  hay  doctrina  del  derecho 
que  no  se  derive  de  alguno  de  estos  principios.  Tiene  tres 
objetos;  es  á  saber,  las  personas ,  las  cosas ,  y  las  acciones  : 
persono?  quee  litigant ,  res  de  quibus  lüigatur,  et  actiones 
per  quas  lüigatur. 

El  derechOj  considerado  ea  su  origen  es  divino  ó  humano; 
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cl  divino  se  subdivide  en  natural  y  de  gentes  y  positivo  :  el 
humano  en  civil  y  canónico  :  así  el  civil  como  el  canónico, 
según  su  forma  en  escrito  y  no  escrito  ;  y  el  civil  especial- 
mente, según  su  objeto,  en  público  y  privado. 

En  el  foro  se  suele  usar  de  ciertas  frases  que  es  preciso  no 
ignorar.  —  Estar  â  derecho  es  comparecer  por  sí  ó  por  su 
procurador  en  juicio,  y  obligarse  á  pasar  por  lo  que  senten- 
cie el  juez.  —  Usar  de  su  derecho  es  valerse  de  la  acción  quo 
á  cada  uno  compete  para  el  efecto  que  le  convenga.  —  Como 
mejor  haya  lugar  en  derecho  es  una  frase  que  se  estila  en 
todo  pedimento  para  manifestar  la  parte  que  ademas  de  lo 
que  espone  quiere  se  le  favorezca  en  todo  lo  que  permite  el 
derecho. 

DESECHO  canónico  (1).  La  colección  de  las  reglas  es- 
tablecidas por  la  Iglesia  sobre  puntos  de  fe  ó  de  disciplina 
eclesiástica.  Es  de  dos  maneras ,  escrito  y  no  escrito.  Del  no 
escrito  hay  dos  especies ,  que  son  la  tradición  y  la  costum- 
bre. También  hay  otras  dos  especies  del  escrito ,  es  á  saber, 
la  sagrada  Escritura  y  los  cánones.  La  sagrada  Escritura  se 
compone  de  los  libros  del  viejo  y  nuevo  Testamento  ,  cuyo 
número  y  autoridad  se  fijaron  en  el  concilio  de  Trento.  Los 
cánones  no  son  otra  cosa  que  las  resoluciones  de  los  conci- 
lios, los  decretos  ó  decretales  de  los  papas  ,  y  las  sentencias 
ú  opiniones  de  los  santos  padres  recogidas  y  adoptadas  en 
los  übros  del  derecho  canónico. 

El  cuerpo  del  derecho  canónico  contiene  seis  colecciones  ; 
es  á  saber,  el  Decreto  de  Graciano  ,  las  Decretales  de  Gre- 
gorio IX,  el  Sexto  de  Bonifacio  VIII,  las  Clementinas,  las 
Extravagantes  de  Juan  XXII ,  y  las  Extravagantes  comu- 
nes. —  El  Decreto  de  Graciano  consta  de  varios  cánones  de 
concilios,  decretos  de  papas  ,■  sentencias  de  santos  padres , 
leyes  civiles  y  capitulares  de  los  reyes  de  Francia  ;  salió  á 
luz  en  el  año  de  iibl ,  y  no  tiene  mas  autoridad  que  la  que 
toma  de  las  fuentes  de  donde  se  deriva  (2),  pues  solo  es  obra 

(1)  Sobre  la  autoridad  del  derecho  canónico  D.  Gregorio  Ma- 
yans  en  su  epístola  al  Dr.  Berni  se  esplica  en  estos  términos: 
«  En  cuanto  al  derecho  canónico,  es  fácil  la  resolución ,  y  se  co- 
lige de  lo  dicho.  Porque,  ó  las  leyes  pontificias  tratan  de  las  cosas 
espirituales  y  conexas  con  ellas;  ó  de  las  meramente  temporales. 
Si  de  las  espirituales,  se  han  de  observar,  porque  los  concilios  ge- 
nerales, y  los  sumos  pontífices,  son  legítimos  legisladores  del  de- 
recho positivo  eclesiástico,  tít.  De  constitutionibus,  earumque  divi- 
sionc.  Y  en  este  sentido  debe  entenderse  la  permisión  que  se  da  á 
los  abogados  de  alegar  en  sus  informaciones  el  Decreto  y  las  De- 
cretales en  la  ley  4,  tít.  46,  lib.  2  de  la  Nueva  Recop.,  para 
que  asi  se  concilie  y  concuerde  con  la  pragmática  que  precede  á 
ella,  donde  se  prohibe  que  se  juzgue  por  otro  libro  que  la  Nueva 
RCcop.,  salvo  los  otros  espresados  en  la  ley  de  Toro.  —  Si  las 
leyes  pontificias  tratan  de  las  cosas  meramente  temporales,  no 
tienen  fuerza  de  ley  ;  porque  el  sumo  pontífice  no  es  señor  tem- 
poral de  España,  y  por  consiguiente  no  es  legítimo  legislador  de 
esta  monarquía;  ley  12,  líl.  I,  Part.  i.  Pero  es  verdad,  que  el 
derecho  canónico  contiene  casi  todo  el  derecho  natural ,  y  de 
gentes  ;  y  muchos  de  sus  cánones  están  trasladados  al  derecho 
español ,  y  particularmente  á  las  Partidas ,  como  lo  insinúa  el  rey 
I).  Alonso,  ley  6,  tít.  1,  Part.  1.  » 

(2)  Sobre  esta  materia  puede  verse  á  Devoti  y  á  Cavalario.  El 
autor  del  Teatro  de  la  legislación  escribe  sobre  la  misma  materia: 
«  Ningún  canonista  duda  que  el  Decreto  carece  de  fuerza  legisla- 
tiva, pues  lo  formó  el  monje  Graciano  privadamente,  y  jamas  los 
sumos  pontífices  han  dado  á  esta  colección  semejante  autoridad.... 
Pero  sea  lo  que  fuere  de  este  punto,  lo  cierto  y  constante  es,  que 
los  referidos  cuerpos  canónicos  casi  en  todos  los  asuntos  de  disci- 
plina y  orden  judicial  están  autorizados  por  las' leyes  y  costum- 
bres de  la  nación,  y  estilo  inconcuso  de  sus  tribunales  así  ecle- 
siásticos como  seculares:  que  el  Sr.  rey  D.  Alonso  el  Sabio  adoptó 
é  insertó  las  mismas  Decretales  en  la  Part,  i  y  4  de  su  famoso 
código,  que  otras  üüíKhas  leyes  del  reino  se  refieren  á  ellas,  y  que 


de  un  particular,  que  jamas  ha  sido  aprobada,  y  que  abunda 
de  documentos  apócrifos  y  supuestos.  —  Las  Decretales  de 
Gregorio  IX  se  componen  de  cinco  libros,  y  abrazan  prin- 
cipalmente las  decisiones  ó  rescriptos  de  los  papas  desde 
Alejandro  III  hasta  el  mismo  Gregorio  IX,  que  las  confirmó 
y  publicó  en  1230.  —  La  tercera  colección  se  llama  el  Sexto 
de  las  Decretales  ó  de  Bonifacio  VIII,  porque  se  añadió  como 
apéndice  ó  suplemento  á  los  cinco  libros  de  Gregorio  IX  ; 
salió  en  el  año  1298;  tiene  por  autor  á  Bonifacio;  y  con- 
tiene las  constituciones  posteriores  de  Gregorio  IX ,  las  de 
los  papas  que  le  subsiguieron  y  las  del  mismo  Bonifacio.  — 
La  cuarta  colección  lleva  el  nombre  de  Clementinas  porque 
la  compuso  Clemente  V  en  parte  de  los  cánones  del  concilio 
de  Viena  y  en  parte  de  sus  propias  constituciones  ;  pero  la 
muerte  le  impidió  su  publicación  ,  que  por  fin  hizo  después 
su  sucesor  Juan  XXII  en  el  año  de  1517.  —  La  quinta  co- 
lección no  comprende  mas  que  veinte  constituciones  de 
Juan  JKXH ,  ignorándose  la  época  de  su  publicación  :  su 
autor  murió  en  153&.  —  La  sexta  colección  se  designa  con 
el  nombre  de  Extravagantes  comunes;  contiene  las  cons- 
tituciones de  diferentes  papas  que  vivieron  antes  ó  después 
de  Juan  XXII.  Llámanse  extravagantes  las  constituciones 
contenidas  en  estas  dos  últimas  colecciones,  porque  andaban 
sueltas  hasta  que  se  insertaron  en  los  libros  del  derecho  ca- 
nónico, no  por  pública  autoridad  ,  sino  por  el  cuidado  de 
algunos  particulares. 

El  objeto  del  derecho  canónico  es  prescribir  reglas  a  los 
hombres  para  conducirlos  á  la  eterna  bienaventuranza,  no 
por  fuerza,  sino  de  grado  y  buena  voluntad.  Ecclesia  enim 
charitale  potius  quàm  imperio  regit.  Reges  gentium  domi— 
nanlur  eorum,  dijo  Cristo,  Luc.  22,  vos  autem  non  sic  :  los 
reyes  de  las  gentes  se  enseñorean  de  ellas,  mas  vosotros 
no  así.  Pascile  gregem  qui  in  vobis  est,  dice  S.  Pedro  en  su 
epíst.  1,  cap.  5,  non  coacté,  sed  spontanée,  secundùm  Deum, 
ñeque  dominantes  in  cleris  ,  sed  ul  forma  et  eocemplum  facti 
gregis  :  apacentad  la  grey  que  está  entre  vosotros  ,  teniendo 
cuidado  de  ella ,  no  por  fuerza ,  sino  de  voluntad  según 
Dios  ,  ni  como  que  queréis  tener  señorío  sobre  la  clerecía 
sino  hechos  dechado  de  la  grey. 

DERECHO  cesáreo.  La  colección  de  las  constituciones, 
edictos,  decretos  y  rescriptos  de  los  emperadores  romanos 
desde  que  usurparon  toda  la  potestad  y  soberanía  hasta  la 
caida  del  imperio.  Véase  Derecho  romano. 

DERECHO  civil.  El  que  se  ha  establecido  cada  pueblo 
para  el  arreglo  de  los  derechos  y  deberes  de  sus  individuos; 
ó  sea  ,  el  conjunto  de  las  leyes  que  cada  nación  tiene  esta- 
blecidas para  la  administración  de  los  intereses  generales 
del  Estado  y  para  todo  lo  relativo  á  la  estension  y  ejercicio 
de  los  derechos  ó  facultades  particulares  de  cada  uno  de 
sus  individuos.  Llámase  derecho  civil  el  derecho  particular 
de  cada  pueblo  ó  nación,  por  contraposición  al  derecho  na- 
tural y  al  de  gentes  que  son  comunes  á  todas  las  naciones. 
—  También  se  dice  derecho  civil  el  conjunto  de  las  leyes 
que  recaen  solamente  sobre  las  materias  civiles,  á  diferencia 
del  derecho  criminal  ó  penal  que  comprende  las  leyes  rela- 
tivas á  las  materias  criminales.  Dicese  asimismo  derecho 
civil,  á  diferencia  del  eclesiástico,  del  militar,  del  político, 
y  de  otros  ;  de  suerte  que  la  palabra  civil ,  aplicada  al  dere- 
cho, tiene  varios  sentidos  distintos  que  se  confunden  conti- 
nuamente. Por  último,  aunque  hay  tantos  derechos  civiles 
cuantas  son  las  naciones,  sin  embargo,  como  la  mayor  parte 
de  ellas  se  sometieron  al  derecho  romano,  no  se  entiende  á 
veces  por  derecho  civil  sino  el  derecho  romano  en  razón  de 

unidas  á  las  decisiones  del  santo  concilio  de  Trento  y  modificadas 
por  este  sínodo  general ,  por  las  loables  costumbres  de  España  é 
Indias,  y  por  bulas  y  breves  admitidos,  forman  el  derecho  canó- 
nico práctico  y  subsistente  de  la  nación.  » 


DE 
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su  eminencia  y  delà  generalidad  con-  que  fué  adoptado,      ditincion de  dominios;  ni  la  guerra  seria  justa,  si  no  hubiese 
Véase  Derecho  español.  un  estado  en  que  los  hombres  carecen  de  un  tribunal  com- 

DEREGHO  común.  Suele  llamarse  derecho  común,  así     pétente  que  decida  sus  diferencias 


como  también  se  llama  cml,  el  derecho  romano  ;  pero  se  de- 
nomina comitn  con  mas  propiedad  el  derecho  civil  ó  general 
de  un  pueblo  ,  por  contraposición  al  derecho  particular  ó 
municipal  de  una  provincia ,  distrito  ó  ciudad,  ó  á  cualquier 
!  derecho  especial  ó  privilegiado ,  como  el  militar,  el  eclesiás- 
tico, y  el  comercial.  En  este  sentido,  todo  derecho  privile- 
giado, que  se  ha  introducido  contra  las  reglas  generales,  no 
debe  tener  lugar  sino  precisamente  en  los  casos  para  los 
cuales  se  ha  establecido  :  Jus  commune  extendí ,  jus  singu- 
lare  reslrinçji  débet.  Llámase  también  derecho  común  el  que 


Algunos  desechan  la  division  del  derecho  de  gentes  en 
primario  y  secundario,  diciendo  que  el  derecho  de  gentes 
no  es  otra  cosa  que  el  mismo  derecho  natural  aplicado  á  los 
negocios  de  las  naciones,  y  que  todas  las  cosas  que  suelen 
referirse  al  derecho  secundario,  dimanan  realmente  del  de- 
recho natural ,  como  la  guerra,  ó  del  derecho  civil  mas  bie 
que  del  de  gentes,  como  la  servidumbre.  Otros  que  destier- 
ran  el  dereeho  natural  al  pais  de  las  quimeras  ,  no  dan  el 
nombre  de  derecho  de  gentes,  que  llaman  con  mas  propie- 
dad derecho  internacional,  sino  á  la  colección  de  los  pactos 
y  transacciones  que  celebran  las  naciones  y  los  soberanos 


sirve  á  muchas  naciones  ;  y  así  se  dice  que  es  una  regla  del 

derecho  común  de  las  naciones  políticas  el  no  atentar  á  la  entre  sí  ;  y  aun  esta  colección  no  es  realmente' C'oTéícipn  de 

■    persona  de  un  embajador.  leyes  ,  ni  por  consiguiente  derecho  ,  pues  que  toda  ley  pro- 

BERECHO  comunal.  El  derecho  de  gentes,  ó  el  que  se  píamente  dicha  es  un  precepto,  y  entre  muchos  soberanos  6 

.  usa  entre  todos  los  hombres,     o  pueblos  que  transigen  no  puede   existir  precepto  ,  siendo 

DERECHO  constitucional.  El  conjunto  de  las  leyes  todos  iguales  é  independientes.  Los  pactos  y  tratados  entre 

fundamentales  del  Estado,  que  arreglan  los  derechos  y  oblí-  príncipes  ó  naciones  solo  impropiamente  pueden  llamarse 

gaciones  recíprocas  entre  los  que  mandan  y  los  que  obede-  leyes,  como  á  veces  se  da  este  nombre  á  los  contratos  entre 

con.  particulares ,  y  únicamente  en  este   sentido  podrá  decirse. 


DERECHO  consuetudinario.  El  derecho  no  escrito. 

DERECHO  criminal.  El  conjunto  de  leyes  que  define 
los  delitos,  señala  las  penas,  y  fija  el  modo  de  proceder 
para  la  averiguación  de  aquellos  y  la  justa  aplicación  de 
estas.  —  El  derecho  criminal  no  hace  parte  del  derecho  pri- 
vado ,  como  sientan  por  falta  de  atención  algunos  escritores 
que  dividen  equivocadamente  el  derecho  prkado  en  chil  y 
criminal.  El  derecho  criminal  forma  parte  del  derecho  pú- 
blieo,  pues  que  tiene  por  objeto  mantener  en  el  Estado  la 
tranquilidad  pública  y  la  seguridad  de  los  particulares 


derecho  de  gentes  ó  internacional  la  colección  de  estos  tra 


tados 


: 


Los  pueblos.independientes  viven  entre  sí  en  el  estado  de 
sociedad,  como  vivirían  los  individuos  entre  sí  en  el  estado 
extrasocial  :  en  aquel  estado  no  habría  otro  vínculo  moral 
que  ligase  á  los  hombres,  sino  sus  convenciones  :  si  alguno 
rehusaba  cumplidas,  no  habria  otro  medio  de  obligarle  á 
ello  que  la  fuerza  y  la  guerra  particular;  y  como  entonces 
se  conducirían  los  individuos,  se  conducen íioy  los  príncipes 
y  los  pueblos  independientes.  Seria  sin  duda  muy  de  de- 


DERECHO  de  acrecer.  Véase   Acrecencia,  ó  acrecí-  sear  que  asi  como  los  individuos  se  han  reducido  por  su  pro- 

mienlo.  pió  ínteres  á  vivir  en  sociedad,  sometiéndose  á  leyes  y  ma- 

DERECHO  de  espada.  La  facultad  de  conocer  de  los  .  gistrados,  se  redujesen  también  los  soberanos  y  naciones 

delitos  que  merecen  pena  de. muerte  ú  otra  pena  aflictiva.  libres  á  formar  una  sociedad  semejante,  sujetándose  á  leyes 

DERECHO  de  entrada.  El  impuesto  que  se  paga  por  que  ellos  mismos  creasen  ,  y  á  tribunales  que  estableciesen 

ciertos  géneros  cuando  se  introducen  en  el  territorio  del-  con  los  medios  de  hacerlas  observar  ;  pero  por  desgracia 

Estado  por  algún  puerto  ó  aduana.  este  proyecto  es  el  célebre  sueño  del  abate  de  S.  Pedro. 

DERECHO  de  gentes.  El  conjunto  de  reglas  que  la  ra-  DERECHO  de  internación.  El  impuesto  que  se  paga 


zon  natural  ha  establecido  entre  todos  los  hombres ,  y  se 
observan  generalmente  por  todas  las  naciones  (l) ,  ó  la  co- 
lección de  las  leyes  y  costumbres  que  arreglan  las  relaciones  - 
y  los  intereses  que  tienen  las  naciones  unas  con  otras.  Los 
intérpretes  lo  dividen  en  primario  y  secundario  :  llaman 
primario  ó  primitivo  al  que  ha  sido  inspirado  á  los  hombres 
por  sola  la  razón,  y  grabado  por  Dios  mismo  en  sus  corazo- 
nes; como  el  conocimiento  del  bien  y  del  mal ,  el  amor  y 
respeto  á  los  padres,  la  adhesión  á  la  patria  ,  la  buena  fe 
que  debe  haber  en  las  convenciones,  etc.  :  y  denominan 
secundario  ó  positivo  al  que  se  lian  formado  los  hombres 
mediante  el  raciocinio  fundado  en  las  necesidades  de  la 
vida  ,  par-a  establecer  y  conservar  las  sociedades,  reprimir 
las  violencias  y  facilitar  el  mutuo  comercio  ;  y  á  este  deben 
su  origen  la  division  de  las  propiedades  ,  la  construcción  de 
ciudades,  el  establecimiento  de  repúblicas  ó  monarquías,  la 
paz,  la  guerra,  las  treguas,  las  embajadas,  los  canges,  las  per- 
mutas, y  casi  lodos  los  contratos.  El  derecho  de  gentes  pri- 
mario es  pues  absoluto,  porque  recae  absolutamente  sobre 
el  hombre  en  cuanto  es  hombre ,  como  la  reverencia  á  los 
padres,  y  la  observancia  de  los  pactos.  Mas  el  derecho  secun- 
dario es  hipotético,  pues  no  tendría  lugar  si  no  supusiese-- 
mos  ciertas  necesidades  ó  ciertos  estados.  Así  es  que  no  es- 
taría prohibido  el  hurto,  si  no  se  hubiese  introducido  la 

(1)  El  Sr.  l'aulo  III,  por  l>ula  especial  de  junio  de  1537,  conde- 
nando á  los  que  calificaban  de  bestias  á  los  Indios,  como  refiere 
Solorz.,  los  declaró  capaces  de  razón  y  del  derecho  do  gentes. 


por  introducir  tierra  adentro  las  mercancías. 

DERECHO  de  patronato.  El  poder  ó  facultad  que  tiene 
el  patrono  de  una  iglesia  para  presentar  persona  hábil  en 
los  beneficios  que  vaquen,  y  usar  de  los  privilegios  que  van 
inherentes  á  esta  calidad.  Véase  Patronato. 

DERECHO  divino.  Lo  mandado  por  el  mismo  Dios,  y 
promulgado  al  linaje  humano  ,  ó  bien  por  medio  de  la  recta 
razón ,  ó  bien  por  la  revelación.  El  promulgado  por  la  razón 
se  llama  derecho  natural  y  de  gentes;  y  el  promulgado  por 
la  revelación,  esto  es,  por  la  sagrada  Escritura  y  la  tradi- 
ción, derecho  positivo.  El  positivo  se  subdivide  en  universal 
y  particular  :  universal  es  el  que  se  ha  dado  á  todo  el  género 
humano;  y  particular  el  que  solo  era  propio  de  la  nación 
hebrea.  Véase  Biblia. 

DERECHO  escrito.  El  conjunto  de  reglas  que  se  hallan 
espresamente  establecidas  y  promulgadas  por  la  autoridad 
del  rey,  á  diferencia  de  las  que  solo  están  introducidas  por 
la  costumbre. 

DERECHO  no  escrito.  El  conjunto  de  los  usos  y  cos- 
tumbres que  habiéndose  introducido  insensiblemente  con  el 
consentimiento  tácito  del  legislador,  han  llegado  á  adquirir 
fuerza  de  leyes.  Véase  Costumbre. 

DERECHO  español.  La  colección  de  las  leyes,  usos  y 
costumbres  que  se  observan  en  España. 

La  historia  de  nuestro  derecho  presenta  en  su  origen 
mucha  obscuridad.  Nada  sabemos  con  certeza  sobre  el  que 
regia  á  nuestros  antepasados  en  los  tiempos  anteriores  á  la 
invasion  de  los  Romanos  ,  los  cuales  fueron  introduciendo 
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poco  á  poco  las  leyes  de  su  pais  ,  cuya  observancia  estuvo 
en  vigor  hasta  que  fué  cesando  gradualmente  por  la  apari- 
ción de  las  nuevas  leyes  que  establecían  los  reyes  godos,  y 
quedó  por  fin  enteramente  abolida  cuando  Recesvinto  pros- 
cribió su  uso  ,  imponiendo  una  multa  al  que  las  citara  en 
juicio,  y  al  juez  que  diera  sentencia  según  ellas. 

Afines  del  siglo  VII,  ó  principios  del  VIII  Û  publicó  en 
latin  el  código  mas  antiguo  de  que  tengamos  noticia,  con 
el  nombre  de  Codex  legum.  No  se  sabe  con  seguridad  quién 
fué  su  autor,  pues  unos  le  atribuyen  á  Sisenando,  Chindas- 
vinto  ,  ó  Recesvinto ,  y  otros  á  Wamba ,  Ervigio  ,  Égica ,  y 
Witiza  ,  de  los  cuales  el  último  falleció  en  el  año  711.  Este 
código,  que  también  se  llamó  Forum  judicum,  consta  de 
doce  libros  divididos  en  títulos,  que  se  subdividen  en  leyes , 
de  las  cuales  se  establecieron  muchas  en  los  concilios  ó  Cor- 
tes de  Toledo  con  asistencia  del  rey,  de  los  magnates  y  de 
los  obispos  ,  y  otras  se  dieron  solo  por  los  reyes  insinuados, 
En  el  siglo  XIII  fué  traducido  á  la  lengua  española  y  lla- 
mado Fuero  de  los  jueces ,  cuyo  nombre  se  corrompió  en  el 
de  Fuero  Juzgo,  que  es  el  que  usamos  en  el  dia. 

No  pereció  enteramente  el  código  visigodo  con  motivo  de 
la  invasion  de  los  Sarracenos;  pero  vivió  ahogado,  digá- 
moslo así,  entre  la  inmensa  multitud  de  fueros  municipales 
y  códigos  privilegiados  que  se  fueron  formando  al  paso  que 
se  adelantaba  la  reconquista.  Para  uniformarla  legislación  y 
desterrar  el  desorden  y  confusion  que  reinaba  en  los  tribu- 
nales ,  se  publicó  á  mitad  del  siglo  XIII  el  Fuero  Real  ó 
Fuero  de  las  leyes  ;  salieron  luego  á  luz  à  fines  de  dicho  si- 
glo ó  principios  del  XIV  las  leyes  del  Estilo  ;  y  por  fin  á 
mitad  del  siglo  XIV  apareció  el  célebre  código  de  las  siete 
Partidas,  que  se  asemeja  á  las  Pandectas,  y  se  compone  de 
usos  y  costumbres  antiguas  ,  de  leyes  romanas,  de  varias 
decisiones  canónicas,  y  de  sentencias  de  los  santos  padres. 

Publicóse  también  à  mitad  del  propio  siglo  XIV  el  Orde- 
namiento de  Alcalá;  hacia  fines  del  siglo  XV  el  Ordena- 
miento real,  que  es  una  compilación  alfabética  de  varias 
leyes,  ya  dispersas ,  ya  contenidas  en  otros  códigos ,  dis- 
puesta de  orden  de  los  reyes  don  Fernando  y  doña  Isabel 
por  un  particular  llamado  Alonso  Montalvo;  yen  IBOb  el 
cuaderno  de  las  leyes  de  Toro. 

Finalmente  en  el  año  de  1SG7  se  promulgó  el  último  código 
de  nuestras  leyes  con  el  nombre  de  Recopilación,  porque  en 
él  se  recogieron  varias  antiguas  que  andaban  sueltas,  y  otras 
que  estaban  en  otros  códigos  anteriores.  Se  han  hecho  pos- 
teriormente varias  ediciones  ,  añadiéndose  en  cada  una  de 
ellas  las  leyes  que  se  iban  estableciendo  en  el  intermedio  ;  y 
en  el  año  de  1805  se  ha  publicado  la  última  con  el  título  de 
Novísima  Recopilación.  Desde  entonces  acá  se  han  espedido 
muchas  leyes  y  decretos  que  forman  un  número  considera- 
ble de  volúmenes. 

La  ley  5,  tít.  2,  lib.  3  de  laNov.  Recop.  espresa  el  orden 
que  se  debe  seguir  en  la  observancia  de  las  leyes  ,  dispo- 
niendo que  en  primer  lugar  se  ha  de  juzgar  por  las  leyes  de 
la  Recopilación  y  las  que  se  han  establecido  después  de 
ellas,  con  la  advertencia  de  que  las  mas  antignas  ceden  á  ías 
mas  recientes  que  les  son  contrarias  :  en  segundo  lugar  por 
las  del  Fuero  real,  y  las  délos  Fueros  municipales  en  cuanto 
estén  en  uso  ;  y  últimamente  por  las  de  las  siete  Partidas. 
Véase  Fuero  Juzgo,  Fuero  Real,  leyes  del  Estilo  ,  Partidas, 
Ordenamiento  de  Alcalá,  Ordenamiento  real,  leyes  de  Toro, 
Recopilación,  Leyes,  etc. 

DERECHO  estricto  ó  riguroso.  Desígnase  con  esta 
espresion  la  letra  de  la  ley  tomada  en  todo  su  rigor  sin  es- 
tension  alguna;  y  así,  cuando  se  dice  que  una  cosa  es  de  es- 
tricto derecho,  se  quiere  dar  á  entender  que  debe  juzgarse 
según  el  sentido  literal  de  la  ley,  y  que  la  disposición  de  la 
ley  debe  restringirse  al  objeto  y  al  caso  sobre  que  recae  sin 
estenderse  á  otros.  .     » 


DEHECHO  municipal.  Las  leyes,  pragmáticas,  fueros  y 
costumbres  con  que  se  gobierna  alguna  ciudad  ó  provincia, 
.  DERECHO  natural.  El  que  la  naturaleza  ha  easeñado 
á  los  hombres  y  á  todos  los  animales;  como  por  ejemplo,  la 
union  del  macho  y  de  la  hembra,  el  deseo  de  la  conserva- 
ción de  las  especies,  la  crianza  de  los  hijos,  el  amor  de  la 
libertad  y  la  defensa  personal;  ley  2  ,  lit.  I,  Parí.  1.  Pero 
aquí  la  palabra  derecho  no  se  toma  sino  en  un  sentido  im- 
propio y  estenso  ;  pues  los  brutos,  como  incapaces  de  racio- 
cinio, lo  son  también  de  derecho.  Por  eso  algunos  definen  el 
derecho  natural  una  razón  de  la  naturaleza  humana  es- 
culpida en  la  criatura,  para  hacer  lo  bueno  y  evitarlo  malo; 
y  otros  dicen  con  mas  claridad  ,  que  el  derecho  natural  es 
el  conjunto  de  reglas  de  conducta  promulgadas  por  Dios  al 
linaje  humano  por  medio  déla  recta  razón. 

Mas  no  deja  de  haber  algunos  que  sostienen  que  el  dere- 
cho natural  es  una  pura  qojmera  (1).  Si  existiese  este  dere- 
cho, dicen  ellos,  existiría  para  servir  de  regla  de  conducta  á 
todos  los  hombres,  y  por  consiguiente  todos  deberían  cono- 
cerle, y  todos  estarían  de  acuerdo  en  lo  que  manda  y  pro- 
hibe; lo  que  está  muy  lejos  de  ser  asi,  pues  lo  que  un  pue- 
blo cree  conforme  al  derecho  natural,  otro  piensa  que  es 
contrario,  y  aun  sucede  lo  mismo  entre  muchos  individuos 
de  un  mismo  pueblo.  Los  autores,  en  efecto,  inventan  á  cada 
paso  mil  sistemas  de  derecho  natural,  apelan  cada  instante  á 
las  leyes  del  código  de  la  naturaleza,  las  citan",  las  oponen 
literalmente  á  las  leyes  positivas,  se  contradicen  mutua- 
mente, afirman  y  niegan  sin  probar,  y  sus  disputas  son  in- 
terminables, porque  al  fin  cada  uno  nos  vende  sus  opiniones 
particulares  como  otras  tantas  leyes  naturales  sobre  que  no 
debemos  dudar.  Lo  que  hay  natural  en  el  hombre  son  sen- 
timientos de  pena  y  de  placer,  inclinaciones,  medios  y  fa- 
cultades; pero  llamar  leyes  á  estos  sentimientos  y  á  estas  in- 
clinaciones, es  introducir  una  idea  falsa  y  peligrosa,  y 
poner  á  la  lengua  en  contradicción  con  ella  misma  ;  porque 
precisamente  para  reprimir  estas  inclinaciones  es  para  lo 
que  son  necesarias  leyes  ;  y  en  vez  de  mirar  como  leyes 
estas  inclinaciones,  tienen  que  ser  sometidas  à  las 
leyes,  que  deberán  ser  tanto  mas  represivas,  cuanto 
mas  fuertes  sean  las  inclinaciones  naturales.  Tampoco 
los  medios  y  las  facultades  del  hombre  pueden  llamarse 
derechos  naturales;  porque  los  derechos  se  establecen 
para  asegurar  el  ejercicio  de  los  medios  y  de  las  fa- 
cultades :  el  derecho  es  la  garantía ,  y  la  facultad  es  la  cosa 
garantida.  ¿Cómo  podremos  entendernos  si  confundimos  con 
una  misma  palabra  dos  cosas  tan  distintas?  ¿Qué  seria  la 
nomenclatura  de  las  artes,  si  a!  instrumento  que  sirve  para 
hacer  la  obra  se  diera  el  mismo  nombre  que  á  la  obra  mis- 
ma ?  No:  existe  pues ,  concluyen ,  el  derecho  natural  ;  porque 
en  su  caso  seria  inútil  el  derecho  positivo,  y  el  hacer  leyes 
humanas  seria  entonces  lo  mismo  que  servirse  de  una  caña 
para  sostener  una  encina,  ó  encender  una  vela  para  aumen- 
tar la  luz  del  sol.  Como  quiera  que  sea,  no  parece  pueden 
defender  la  existencia  del  derecho  natural  los  que  niegan  la 
existencia  de  las  ideas  innatas,  pues  que  sin  estas  no  puede 
concebirse  aquel.  Así  discurre  Bentham,  que  es  el  que  com- 
bate con  mas  fuerza  la  existencia  del  derecho  natural.  Sin  em- 
bargo Locke ,  despues  de  haber  demostrado  la  falsedad  de  las 
ideas  innatas ,  sostiene  la  naturaleza  eterna  é  invariable  de 
lo  ju§lo  y  de  lo  injusto,  y  la  existencia  de  la  ley  establecida 
por  Dios  y  manifestada  por  las  luces  de  la  razón  para  dirigir 
las  acciones  de  los  hombres.  Bentham  imagina  por  fin  un 
tratado  de  paz  y  conciliación  con  los  partidarios  del  derecho 
natural.  Si  la  naturaleza,  dice,  ha  dictado  tal  ó  tal  ley,  ha- 
brá tenido  sin  duda  algunas  razones  para  hacerlo.  ¿No  seria, 

(i)  Véanse  las  notas  que  contrarían  esta  perversa  doctrina  en 
^jïjrt^Lcî/  natural. 
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pues,  mas  seguro  y  mas  persuasivo  darnos  directamente  es- 
tas razones,  que  presentarnos  cada  uno  á  su  modo  la  volun- 
tad de  este  legislador  desconocido ,  como  siendo  por  sí  sola 
una  autoridad  bastante? 

DERECHO  particular.  El  privilegio  que  se  concede  á 
alguno  eximiéndole  del  derecho  común  y  de  la  regla  ge- 
neral. 

DERECHO  personal.  Erderecho  ó  facultad  inherente 
á  la  persona,  de  modo  que  queda  estinguido  por  la  muerte 
de  esta  ;  á  diferencia  del  derecho  real  que  va  unido  á  las  co- 
sas y  no  se  eslingue  por  la  muerte  del  sugeto  que  las  posee. 
El  usufructo,  por  ejemplo,  es  un  derecho  personal,  porque 
está  inherente  á  la  persona  del  usufructuario ,  y  no  puede 
pasar  de  él  á  otro  ;  y  el  dominio  es  por  la  razón  contraria  un 
derecho  real. 

DERECHO  político.  El  conjunto  de  leyes  que  arreglan 
las  relaciones  entre  los  que  gobiernan  y  los  que  son  gober- 
nados :  lo  mismo  que  derecho  constitucional  y  derecho 
público. 

DERECHO  pontificio.  La  colección  de  los  decretos  de 
los  papas.  Véase  Derecho  canónico. 

DERECHO  positivo.  El  conjunto  de  las  leyes,  bien 
sean  divinas,  bien  humanas ,  que  han  sido  establecidas  es- 
presamente  por  voluntad  del  legislador.  Se  diferencia  del 
derecho  natural ,  en  que  puede  mudarse  por  la  autoridad 
que  lo  ha  establecido,  mientras  que  el  natural  es  inva- 
riable. 

DERECHO  pretorio.  En  la  jurisprudencia  romana,  el 
establecido  por  los  pretores,  que  atendiendo  mas  á  la  equi- 
dad natural  que  al  rigor  de  la  letra,  esplicaba  ó  modificaba 
las  leyes  civiles. 

DERECHO  privado.  El  que  se  compone  de  las  leyes 
que  tienen  por  objeto  arreglar  los  intereses  y  negocios  pe- 
cuniarios de  los  ciudadanos  entre  ellos;  como  por  ejemplo, 
de  las  leyes  que  rigen  los  contratos,  los  testamentos,  las  su- 
cesiones y  los  diferentes  modos  de  adquirir  la  propiedad. 
El  derecho  privado  solo  se  llama  privado  en  cuanto  al  objeto, 
por  versar  solamente  sobre  los  negocios  de  los  particulares; 
pero  en  cuanto  á  la  autoridad  todo  derecho  es  público  , 
quia  scilicet  omnejus  omnes  astringit,  etab  eo  lanlitm  condi 
polcst,  qui  publicam  habet  poiestatem. 

DESECHO  público.  El  que  se  compone  de  las  leyes 
establecidas  para  la  utilidad  común  de  los  pueblos  conside- 
rados como  cuerpos  políticos,  á  diferencia  del  derecho  pri- 
vado, que  tiene  por  objeto  la  utilidad  de  cada  persona  consi- 
derada en  particular  é  independientemente  dol  cuerpo 
.social. 

El  derecho  público  es  general  ó  particular. 
El  derecho  público  general  es  el  que  arregla  los  funda- 
mentos de  la  sociedad  civil,  común  á  muchos  estados,  y  los 
intereses  que  estos  estados  tienen  unos  con  otros;  de  ma- 
nera, que  es  lo  mismo  que  el  derecho  internacional. 

El  derecho  público  particular  es  el  que  arregla  y  fija  los 
fundamentos  de  cada  Estado,  y  las  relaciones  é  intereses  que 
existen  entre  el  Estado  y  los  individuos  que  le  componen. 
Este  derecho  comprende  la  ley  fundamental  ó  constitución, 
la  ley  electoral,  las  leyes  relativas  á  la  organización  de  las 
autoridades  y  tribunales,  las  que  tienen  por  objeto  reprimir 
ios  atentados  contra  la  moral  y  afianzar  el  buen  orden  y  la 
seguridad  del  Estado  y  de  los  ciudadanos,  las  que  estable- 
cen las  condiciones  del.matrimonio,  la  patria  potestad  ,  la 
cualidad  de  las  personas ,  etc.  El  derecho  público  es  cono- 
cido también  con  la  denominación  de  derecho  político. 

DERECHO  real.  El  derecho  inherente  á  la  cosa,  de 
modo  que  no  se  estingue  por  la  muerte  del  que  la  posee, 
sino  que  siempre  subsiste  en  ella ,  cualesquiera  que  sean 
las  manos  á  que  la  misma  se  trasfiere;  como  por  ejemplo  el 
dominio,  el  censo,  la  servidumbre  y  la  hipoteca. 


DERECHO  romano.  El  conjunto  de  leyes  que  fueron 
establecidas  por  el  pueblo  romano,  y  todavía  son  la  base  de 
las  nuestras  y  de  casi  todos  los  demás  pueblos  de  Europa. 
Se  contiene  en  el  cuerpo  del  derecho  civil,  compuesto  de 
orden  del  emperador  Justiniano,  y  dividido  en  cuatro  partes 
ó  colecciones,  que  son  la  Instituía,  el  Digesto  ó  las  Pandec- 
tas, el  Código  y  los  Novelas. 

La  Instituía  ó  sea  las  Instituciones,  llamadas  así  porque  su 
objeto  es  instituir  ó  enseñar ,  son  los  primeros  elementos  del 
derecho  ;  reconocen  por  autores  á  Triboniano,  Doroteo  y 
Teófilo ,  célebres  jurisconsultos  de  aquellos  tiempos  ;  y  se 
promulgaron  el  21  de  noviembre  de  S33. 

El  Digesto  es  una  compilación  de  las  mejores  sentencias 
y  opiniones  de  los  antiguos  jurisconsultos  hecha  por  diez  y 
siete  magistrados  ó  juristas,  á  cuya  cabeza  se  hallaba  Tribo- 
niano ;  tiene  también  el  nombre  griego  de  Pandectas^  que 
significa  colección  universal;  se  formó  en  el  espacio  de  tres 
años  ;  y  se  promulgó  en  el  13  de  diciembre  de  553. 

El  Código  es  el  libro  ó  coleccion.de  las  constituciones  im- 
periales que  antes  se  hallaban  en  los  códigos  Gregoriano, 
Hermogeniano  y  Teodosiano;  y  salió  á  luz  en  el  año  S29; 
pero  luego  Justiniano  hizo  en  él  varias  correcciones,  le  quitó 
muchas  cosas  ,  le  añadió  cincuenta  decisiones  que  habia 
dado  para  terminar  las  diferencias  suscitadas  entre  las  sec- 
tas opuestas  de  los  Proculeyanos  y  Sabinianos,  y  con  estas 
reformas  le  publicó  en  el  año  de  S5t(.  Este  código  de  la  se- 
gunda edición  se  llama  codex  repetilœ  prœleclionis. 

Las  Novelas  son  las  constituciones  que  espidió  Justiniano 
después  de  la  promulgación  de  su  Código,  para  decidir  las 
cuestiones  que  se  presentaban.  Un  anónimo  se  tomó  el  tra- 
bajo de  reunirías  en  un  volumen  que  se  llama  Auténtico , 
como  que  tiene  mas  valor  y  autoridad  que  los  otros  ,  por  la 
razón  de  que  las  leyes  posteriores  derogan  las  anteriores 
que  les  son  contrarias. 

Las  Novelas  pues  son  las  primeras  á  que  debe  atenderse 
en  el  derecho  romano,  porque  son  las  últimas  que  se  pro- 
mulgaron ;  luego  sigue  el  Código  de  la  segunda  edición  ;  y 
por  último  vienen  las  Instituciones  y  lasPandectas,  que  gozaii 
de  igual  autoridad  por  haberla  adquirido  á  un  mismo  tiempo; 
en  el  concepto  de  que  las  Instituciones  deben  ceder  á  las 
Pandectas  como  á  sus  fuentes  siempre  que  se  halle  alguna 
contradicción  entre  ellas  ,  con  la  escepcion  de  que  las  Pan- 
dectas ceden  á  las  Instituciones  cuando  en  estas  se  hace  de 
propósito  alguna  innovación. 

Para  formarnos  una  idea  del  origen  y  progresos  del  dere- 
cho romano,  podemos  considerarle  en  tres  épocas  ;  es  á  sa- 
ber, bajo  los  reyes,  bajo  los  cónsules ,  y  bajo  los  empera- 
dores (1). 

Época  de  los  reyes.  Al  principio  no  tenia  el  pueblo  ley 
cierta  ni  derecho  fijo,  sino  que  se  gobernaba  á  su  discreción. 
Posteriormente  habiéndose  instituido  el  senado,  presentó 
Rómulo  á  la  sanción  del  pueblo  las  leyes  que  habia  formado 
con  el  dictamen  de  aquel  cuerpo  :  cuya  eostumbre  se  obser- 
vó por  los  demás  reyes  que  le  sucedieron.  El  pueblo  pues 
sancionaba  las  leyes  reales,  que  se  llamaron  curiatce  cuando 
se  hacian  por  las  curias,  es  decir,  por  las  treinta  clases  de 
ciudadanos  en  que  Rómulo  lo  habia  dividido;  y  luego  cen- 
turialce  del  nombre  de  otra  distribución  del  pueblo  ejecutada 
en  tiempo  de  Tulio.  Estas  leyes  tomaran  la  denominación  dé 
derecho  Papiriano,  porque  las  recopiló  y  reunió  en  un  solo 
cuerpo  el  jurisconsulto  Papirio;  y  casi  todas  fueron  abroga- 
das ó  desechadas  con  desprecio  por  Tarquino  el  Soberbio. 

Época  de  los  cónsules.  Después  de  la  espulsion  de  los 
reyes,  dejaron  de  estar  en  uso  las  leyes  reales  ;  y  en  el  espa- 

(1)  Sobre  esta  materia  es  muy  recomendable  la  obra  de  Jano 
Vicente  Gravina  De  ortu  el  progressa  juris  cirílis ,  que  alguno», 
como  Hervas,  prefieren  á  la  Historia  por  Heineccio. 
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cío  de  cerca  de  veinte  años  no  tuvo  el  pueblo  mas  regla  que 
un  derecho  incierto  y  algunas  costumbres  vagas,  hasta  que 
por  fin  se  trató  seriamente  de  consolidar  la  república  me- 
diante la  formación  de  un  código  de  leyes.  Nombráronse  al 
efecto  diez  diputados  que  fuesen  á  pedir  leyes  á  los  Griegos; 
y  habiéndolas  traido.  las  hicieron  grabar  en  diez  tablas  que 
espusieron  al  público  junto  á  la  tribuna  de  las  arengas  para 
que  todos  pudieran  tomar  conocimiento  de  ellas.  Añadié- 
ronse en  lo  sucesivo  otras  dos  tablas  ;  y  de  aquí  procede  la 
denominación  de  leyes  de  las  XII  Tablas.  Mas  no  solo  en  es- 
tas leyes  consistía  el  antiguo  derecho  civil,  sino  que  se  com- 
ponía ademas  de  las  que  iba  formando  el  pueblo  reunido  en 
sus  comicios  á  propuesta  de  uno  de  los  magistrados  del 
órdentsenatorio,  v.  gr.  un  cónsul;  de  los  plebiscitos,  que  es- 
tablecía la  plebe  separadamente  de  las  clases  superiores  de 
la  república  á  propuesta  de  un  magistrado  plebeyo,  como 
un  tribuno;  de  los  senadoconsullos ,  que  eran  los  decretos 
del  senado  relativos  á  los  negocios  de  su  cargo;  de  los  edic- 
tos de  los  magistrados^  es  decir,  de  los  reglamentos  que  pu- 
blicaba cada  magistrado,  y  en  especial  el  pretor,  al  entrar 
en  el  ejercicio  de  su  empleo,  para  manifestar  de  que  modo 
haria  justicia  en  cada  especie  de  negocios  durante  el  año  de 
su  administración;  y  en  fin,  délas  respuestas  de  los  juriscon- 
sultos, esto  es,  de  las  sentencias  y  opiniones  de  los  que  se 
hallaban  autorizados  para  responder  sobre  el  derecho. 

Época  de  los  emperadores/El  pueblo  confirió  para  siem- 
pre á  la  persona  de  Augusto  toda  su  potestad  y  soberanía  ; 
y  y  desde  entonces  no  se  conoció  mas  ley  que  la  voluntad 
del  .  mperador,  de  cualquiera  modo  que  la  manifestase,  ya 
por  relictos,  ya  por  decretos,  ya  también  por  rescriptos  :  lo 
que  así  continuó  hasta  la  caida  del  imperio  (1). 

-J-  DERECHO  de  consumo.  En  este  impuesto  se  han  re- 
fundido las  rentas  llamadas  provinciales  ,  compuestas  de  los 
derechos  de  alcabala ,  cientos  y  millones,  y  la  parte  del  ca- 
tastro ,  equivalente  y  talla  que  no  está  inclusa  en  la  contri- 
bución sobre  inmuebles,  cultivo  y  ganadería. 

Con  fecha  25  de  mayo  de  1845  se  espidió  el  real  decreto 
que  puede  verse  en  el  Suplemento  al  Diccionario  de  Escriche, 
con  la  tarifa  arreglada  según  la  escala  de  población. 

-J-  DERECHO  de  hipotecas.  Ha  recibido  nueva  forma 

(i)  Don  Cregorio  Mayans  en  su  carta  al  Dr.  Borní,  y  el  Alíate 
Hervas  en  su  historia  de  la  Vida  del  hombrease  han  esforzado 
en  combatir  el  error  de  atribuir  al  derecho  romano  mas  autori- 
dad que  la  que  tiene,  siendo  así  que  sus  leyes  y  cualesquiera  de 
otra  gente  estraña  están  abrogadas  por  Cliindasvinlo  y  su  hijo, 
aun  con  multa  á  los  que  lo  alegasen  ó  juzgasen  sognn  olio  libro 
que  el  Fuero  Juzgo.  Después  lo  mas  que  ha  habido  í  por  las  leyes 
3,  tít.  6,  lib.  i ,  Fuero  Real  ,  U,  tit.  h  ,  lib.  i  ,  de  las  Ordenanzas 
Reales,  y  1  de  Toro)  es  permisión  de  citar  otras  leyes  concordan- 
tes, y  que  en  las  universidades  se  lea  el  derecho  civil  para  mayor 
instrucción;  pero  no  tiene  fuerza xle  ley,  como  se  ve  en  la  prag- 
mática de  Felipe  II,  que  está  al  principio  de  la  ¡Sueva  Rec.  y  en 
todo  el  tít.  2,  lib.  3  de  la  Novís.,  sobre  lo  que  el  citado  autor 
dice  se  ha  de  hacer  esta  distinción  :  En  el  derecho  romano  hay 
preceptos  del  derecho  natural,  del  de  gentes  y  del  civil,  De  jure 
naturali,  genlium  et  civili.  Los  de  derecho  natural  y  de  gentes 
han  de  cumplirse,  no  porque  son  de  derecho  romano,  sino  porque 
son  preceptos  universalisimos  que  obligan  á  todo  el  género  hu- 
mano, y  no  se  incluyen  en  la  abrogación  del  derecho  civil,  así 
como  la  prohibición  del  Alcorán  de  Wahonia  no  se  eslicr.de  á  lo 
que  tiene  conforme  cen  el  derecho  natural,  que  no  se  puede  abro- 
gar. En  lo  que  toca  á  los  preceptos  meramente  civiles,  ó  estos  es- 
tán confirmados  por  el  derecho  de  España  ,  ó  abrogados  ó  pasados 
por  alto.  Si  están  confirmados,  la  confirmación  los  hizo  nuestros; 
si  abrogados,  no  tienen  fuerza,  porque  prevalece  el  derecho  pos- 
terior; y  si  pasaron  por  alto  y  falta  ley,  se  ocurre  al  legislador,  á 
quien  toca  darla. 


por  el  real  decreto  de  25  de  mayo  de  1845  que  puede  verse 
en  el  Suplemento  al  Diccionario. 

f  DERECHO  de  puertas.  El  que  se  satisface  en  las  ca- 
pitales de  provincia  y  puertos  habilitados  con  arreglo  á  las 
tarifas  aprobadas  al  efecto.  Desde  el  año  de  1850 ,  en  que  se 
publicaron  las  que  actualmente  rigen,  se  han  hecho  diferen- 
tes aclaraciones  y  adiciones  que  por  orden  cronológico  se 
estractan  en  dicho  Suplemento. 

-J-  DERECHO  de  regalía.  El  que  se  exige  á  los  tabacos 
elaborados  que  traen  los  particulares  para  su  consumo ,  ó  de 
regalo.  A  fin  de  evitar  todo  fraude  en  la  circulación  de  los 
cigarros  sujetos  á  este  derecho ,  se  han  dictado  las  reglas 
que  se  hallarán  en  el  Suplemento  citado,  donde  se  habla  del 
particular  con  referencia  á  una  circular  de  Io.  de  octubre 
de  1844. 

-j-  DERECHO  de  toneladas.  Por  real  orden  de  11  de 
enero  de  1845  se  previno  que  siguiese  exigiéndose  con  ar- 
reglo á  la  real  cédula  de  37  de  febrero  de  1807;  advirtiendo 
que  deben  pagarle  todos  los  buques  que  salgan  con  poca  ó 
mucha  carga  de  primera  intención  ,  pero  no  considerando 
como  carga  para  este  fin  los  efectos  que  reciban  dichos  bu- 
ques mientras  no  pasen  de  veinte  quintales  en  su  totalidad  , 
ni  tampoco  las  provisiones  necesarias  á  la  tripulación. 

Habiendo  pedido  varios  comerciantes  y  navieros  de  la 
Coruña  cesase  este  derecho,  S.  M.  se  sirvió  declarar  ervSi 
de  enero  de  1846  que  no  habia  lugar  á  acceder  á  la  indicada 
petición.  Véase  el  Suplemento. 

-f-  DERECHOS  de  examen.  Son  los  que  se  pagan  en  los 
establecimientos  públicos  de  enseñanza.  —  El  reglamento 
de  19  de  agosto  de  1847  trae  las  disposiciones  que  pueden 
verse  en  dicho  Suplemento. 

DERECHOS  abusivos.  Los  derechos,  acciones  ó  facul- 
tades que  son  contrarias  á  la  razón,  á  la  equidad  ó  á  las 
buenas  costumbres  :  tales  fueron  en  otro  tiempo  los  derechos 
absurdos  que  pretendían  tener  algunos  señores  para  violar 
el  matrimonio  de  sus  vasallos. 

DERECHOS  adquiridos.  Los  derechos,  acciones  ó  fa- 
cultades que  uno  ha  ganado  ú  obtenido  antes  del  hecho  ó 
acto  que  se  le  opone  para  impedirle  su  goce  ó  ejercicio  ;  y 
en  este  sentido  se  dice  que  un  derecho  una  vez  adquirirlo 
por  alguna  persona  no  se  le  puede  quitar  sin  su  consenti- 
miento, y  que  el  hecho  de  un  tercero  no  puede  perjudi- 
carle. 

DERECHOS  civiles  y  políticos.  Entre  estas  dos  espe- 
cies de  derechos  hay  una  diferencia  esencial.  Derechos 
políticos  son  los  que  por  la  ley  fundamenlal  del  Estado  van 
inherentes  á  la  cualidad  ó  condición  de  ciudadano ,  y  consis- 
ten en  la  facultad  de  votar  para  las  elecciones  de  reprc;: .■.-.- 
tantes  ele  la  nación ,  y  en  la  de  ser  elegido  y  admisible  á  es- 
tos y  demás  empleos  y  cargos  públicos,  según  su  mérito  y 
capacidad.  Derechos  civiles  son  las  ventajas  que  gozan  los 
ciudadanos  entre  ellos  y  les  están  aseguradas  por  ¡a  ley  ci- 
vil :  tales  son  la  patria  potestad ,  la  facultad  de  ser  nombrado 
tutor,  la  de  suceder  por  testamento  ó  ab  intestato,  la  de  dis- 
poner de  sus  bienes ,  y  la  de  recibir  por  donación  entre  vivos 
y  por  ultima  voluntad. 

DERECHOS  facultativos.  Aquellos  derechos  ó  accio- 
nes de  que  el  propietario  puede  libremente  usar  ó  no  usar. 
—  Los  derechos  de  pura  facultad,  generalmente  hablando  , 
son  imprescriptibles.  Estos  derechos  van  inherentes  á  las 
cosas  ó  á  las  personas.  —  Cuando  van  inherentes  á  las  cosas, 
tienen  su  origen  en  la  naturaleza  ó  en  el  destino  de  las  cosas 
mismas.  Asi  que  ,  si  se  trata  de  cosas  que  por  su  naturaleza 
son  comunes  á  todos  los  hombrea,  nadie  puede  adquirir  ni 
perder  su  propiedad  por  usar  ó  no  usar  de  ellas.  Si  se 
trata  de  caminos  ,  calles  y  fuentes  públicas,  no  pierde  uno 
la  libertad  de  servirse  de  ellas,  aunque  jamas  ejerza  su  uso; 
ni  tampoco  adquiere  el  derecho  de  servirse  de  las  mismas 
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con  esclusior.  de  los  otros,  aunque  él  solo  haya  tenido  su 
uso  por  muchos  años.  —  Los  derechos  de  pura  facultad  in- 
herentes á  las  personas  consisten  enla  libertad  puramente  na- 
tural que- tenemos  de  disponer  de  nuestros  bienes  y  de  nues- 
tras acciones  según  las  leyes ,  y  ele  hacer  ó  no  hacer  ciertas 
cosas.  Esta  libertades  imprescriptible  mientras  no  se  con- 
tradiga y  so  renuncie  á  ella  espresa  ó  tácitamente.  Así -es 
que  el  uso  que  yo  hubiere  hecho  de  inmemorial  del  horno 
de  mi  vecino,  no  me  impide  hacer  uso  del  horno  de  otra 
persona  ni  construir  otro  en  mi  casa.  Así  es  también  que 
puedo  retener  el  agua  que  mana  en  mi  heredad  y  destinarla 
al  fin  que  mas  me  convenga , aunque  haya  corrido  de  tiempo 
inmemorial  sobre  la  heredad  do  mi  vecino,  y  que  este  se 
haya  servido  de  ella  en  beneficio  de  su  fundo  ,  con  tal  que 
no  lo  haya  hecho  á  título  de  servidumbre.  Véase  Agua. 

■DERECHOS  litigiosos.  Los  derechos,  acciones  ó  facul- 
tades que  no  pueden  ejercerse  sin  sufrir  un  pleito.  Véase 
Litigioso. 

DESECHOS  feudales  y  dominicales.  Las  prestaciones 
ó  tributos  reales ,  personales  y  pecuniarios  que  los  señores 
de  los  pueblos  exigían  á  sus  moradores  por  razón  de  dominio 
directo  ó  de  señorío  solariego.  Véase  Señorío. 

DEROGACIÓN.  La  abolición ,  anulación  ó  revocación 
parcial  de  alguna  cosa  establecida  como  ley  ó  costumbre. 
Mas  aunque  la  derogación  no  es  mas  que  una  abolición  par- 
cial ,  se  usa  sin  embargo  de  esta  palabra  para  denotar  la 
abolición  entera  y  total  de  una  ley.  Véase  Abrogación. 

DEROGATORIO.  Lo  que  anula  ó  destruye  ó  declara 
inválida  alguna  disposición,  como  auto  derogatorio,  cláu- 
sula derogatoria. 

DEBRAMA.  La  distribución  ó  repartimiento  que  se  hace 
entre  los  vecinos  de  un  pueblo  de  los  tributos  y  demás  pe- 
chos con  que  deben  contribuir  para  atender  à  las  cargas  del 
Estado.  Véase  Arbitrios. 

DERROTA.  En  Asturias  el  alzamiento  del  coto  ó  per- 
miso que  se  da  para  que  entren  los  ganados  á  pastar  en  las 
heredades,  después  de  cogidos  los  frutos. 

¡DESAFÍO.  La  provocación  ó  citación  al  duelo.  Véase 
Duelo. 

DESAFORADO.  El  que  queda  privado  del  fuero  ó  esen- 
¡eion  de  que  gozaba  ,  por  haber  cometido  algún  delito  que  le 
sujeta  á  la  justicia  ordinaria. 

DESAFORAR.  Quebrantar  los  fueros  y  privilegios  que 
corresponden  á  alguno  :  —  y  privar  á  alguno  del  fuero  ó 
esencion  que  goza,  por  haber  cometido  algún  delito  de  los 
señalados  para  este  caso. 

DESAFUERO.  La  acción  irregular  y  violenta  cometida 
contra  la  ley,  la  costumbre  ó  la  razón. 

DESAGRAVIO.  La  satisfacción  del  agravio  ú  ofensa 
hecha,  resarciendo  ó  compensando  el  daño  que  se  ha  cau- 
sado. 

DESAHUCIO.  El  acto  de  despedir  el  dueño  de  una  casa 
ó  heredad  al  inquilino  ó  arrendatario  ,  y  también  el  de  des- 
pedirse el  inquilino  ó  arrendatario  del  dueño  ,  por  no  querer 
continuar  en  el  arrendamiento ,  cumplido  que  sea  el  tiempo 
señalado  en  el  contrato.  Véase  Arrendamiento. 

bSA^SSpP AR'Ó.  La  dejación  ,  abandono ,  cesión  ó  renun- 
cia de  alguna  cosa  á  favor  del  adversario,  como  el  desam- 
paro de  los  bienes,  de  la  apelación,  de  tales  ó  tales  dere- 
chos ,  etc.  Véase  Abandono. 

DESAPROPIO.  La  cesión  ó  renuncia  del  derecho  y  do- 
minio de  las  cosas  propias. 

DESCAMINAR.  Aprehender  ó  confiscar  géneros  ú  otras 
cosas  no  registradas  ó  prohibidas,  que  se  trataba  de  intro- 
ducir por  alto  ó  de  contrabando. 

DESCAMINO.  La  aprehensión  de  algún  contrabando;— 
la  cosa  que  se  quiere  introducir  de  contrabando;  —  y  anti- 


guamente el  devecho  impuesto  sobre  las  cosas  así  introdu- 
cidas. 

DESCARGO.  La  satisfacción  de  las  obligaciones  de 
justicia  ,  y  desembarazo  de  las  que  gravan  la  conciencia;  — 
la  respuesta  ó  escusa  que  alega  el  reo  para  rebatir  el  cargo 
que  se  lo  hace  de  algún  delito;  —  la  libertad  que  se  obtiene 
en  justicia ,  de  alguna  deuda  ,  carga  ó  comisión  onerosa  ;  — 
y  en  negocios  de  cuentas  la  data  ó  salida  que  se  da  al  cargo 
ó  entrada. 

DESCENDENCIA.  La  serie  ó  línea  continuada  de  hijos, 
nietos,  biznietos  y  demás  personas  que  se  derivan  do  otra 
que  es  el  tronco,  raiz  ó  principio  común. 

DESCENDIENTES.  Los  hijos',  nietos,,  biznietos  y  de- 
más que  proceden  por  natural  propagación  de  un  mismo 
principio  ó  persona  común  ,  que  es  la  cabeza  de  la  familia. 

Los  descendientes  están  obligados  á  dar  alimentos  á  sus 
ascendientes  en  línea  recta  por  su  orden  y  grado ,  cuando 
aquellos  son  ricos  y  pobres  estos  ;  y  en  el  caso  contrario  tie- 
nen derecho  á  reclamar  igual  beneficio  de  sus  ascendientes , 
ora  sean  legítimos ,  ora  naturales  ,  adulterinos  ,  incestuosos 
ó  de  cualquiera  otra  clase  (1).  Véase  Alimentos. 

Los  descendientes  legítimos  que  mueren  sin  hijos  ,  tienen 
la  obligación  de  dejar  á  sus  ascendientes  toda  su  hacienda  , 
escepto  la  tercera  parte  que  es  la  única  de  que  pueden  dis- 
poner del  modo  que  les  parezca  ;  y  también  les  trasmiten 
todos  sus  bienes  por  el  hecho  de  morir  sin  testamento  y  sin 
descendencia  (-2).  Mas  en  cambio  de  esta  obligación,  tienen  los 
descendientes  el  derecho  de  ser  nombrados  herederos  de  to- 
dos los  bienes  de  sus  ascendientes,  escepto  la  quintaparte  que 
es  la  única  de  que  estos  pueden  disponer  libremente  á  fayor 
de  quien  les  parezca  (5)  ;  y  son  llamados  igualmente  ala  su- 
cesión intestada  do  dichos  ascendientes,  cualquiera  quesea 
el  grado  en  que  estén  ,  con  tal  que  entre  ellos  y  el  difunto 
no  medie  otra  persona  ;  con  la  diferencia  de  que  los  del  pri- 
mer grado  ,  que  son  los  hijos ,  suceden  por  cabezas ,  esto  es  , 
por  su  propia  persona  ,  y  los  de  los  grados  ulteriores  ,  que 
son  los  nietos  ,  biznietos,  etc.,  suceden  por  estirpes  ó  tron- 
cos ,  esto  es  ,  representando  á  sus  padres  que  ya  hubieren 
fallecido.  (4).  Así  es  que  si  muere  Juan  dejando  un  hijo ,  dos 
nietos  de  otro  hijo  ya  difunto ,  y  tres  biznietos  de  otro  sin 
padre  ni  abuelo  ;  sucederá  el  hijo  por  cabeza ,  y  los  nietos  y 
biznietos  por  estirpes,  debiendo  dividirse  la  herencia  en  tres 
partes  iguales ,  una  para  el  hijo ,  otra  para  los  dos  nietos , 
y  otra  para  los  tres  biznietos.  Véase  Hijos,  Ascendientes  y 
Herederos. 

DESEMBARGO.  El  acto  de  levantar  el  embargo  :  —  y 
en  el  consejo  de  hacienda  la  carta  de  libramiento  que  se 
suele  dar  por  cierto  número  de  años  para  que  se  paguen  los 
réditos  de  un  juro,  entretanto  que  se  despacha  privilegio  en 
forma. 

DESERCIÓN.  El  desamparo  ó  abandono  que  hace  la 
parte  apelante  de  la  apelación  que  tenia  interpuesta.  Si  el 
que  apeló  de  una  sentencia  no  mejora  y  prosigue  la  apela- 
ción dentro  del  término  señalado  por  el  juez  ó  prescrito  por 
la  ley ,  se  presume  que  la  abandona  ,  y  entonces  la  parto 
contraria  puede  pedir  al  juez  que  declare  por  desierta  la 
apelación.  El  juez  la  declara  tal  efectivamente  ,  oyendo  su- 
mariamente al  apelante  ;  y  en  su  virtud  queda  irrevocable 
la  sentencia,  pasando  en  autoridad  de  cosa  juzgada  (S), 
Véase  Apelación.  • 

(1)  Leyes  2,  4  y  5,  lit.  i 9,  Part.  4,  y  glosa  de  la  última  do 
estas.  * 

(2)  Ley  l ,  tit.  20,  lib.  10 ,  Nov.  Rec. 

(5)  Ley  8,  allí  ;  9,  lit.  S,  lib.  5,  Fuero  Real,  y  7,  tít.  i2,  allí. 

(4)  Ley  5,tít.  15,  Part.  6. 

(5)  Leyes  5 ,  4  ,  5  y  6 ,  tít.  20  ;  lib.  i  1 ,  Noy.  Rec. ,  y  Cañada , 
cap,  3,  ».  2  de  sus  juicios. 
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DESERCIÓN.  El  delito  que  comete  el  soldado  que  aban- 
dona el  servicio  militât  sin  licencia.  Las  penas  que  1a  orde- 
nanza del  ejército  y  reales  órdenes  posteriores  imponen  al 
desertor  ,  son  muy  diferentes  según  los  casos  y  las  circuns- 
tancias. Todas  las  justicias  de  los  pueblos  están  obligadas  á 
perseguir  y  prender  á  los  desertores  ;  y  si  resultare  que  un 
desertor  ha  residido  en  un  pueblo  ocho  dias ,  queda  sujeto 
el  alcalde  ó  justicia  al  pago  de  la  multa  que  se  le  imponga  ; 
circ.  del  supr.  cons.  de  guerra  de  30  de  marzo  de  1827. — La 
justicia  que  prendiere  á  un  desertor,  debe  recibirle  por  ante 
el  escribano  ó  fiel  de  fechos  declaración  de  los  pueblps  por 
donde  ha  transitado  y  de  las  personas  que  le  han  ocultado  ó 
ausiliado  á  sabiendas ,  á  fin  de  que  se  proceda  contra  ellas, 
y  remitirle  con  las  diligencias  á  disposición  de  la  autoridad 
militar,  si  esta  no  enviare  por  él.  Los  paisanos  que  conduje- 
ren al  desertor  quedan  responsables  de  la  seguridad  de  su 
persona  ;  de  modo  que  si  se  fugare  en  el  camino ,  tienen  que 
reemplazarle  por  suerte.  —  Las  justicias  ó  particulares  que 
ocultaren  ó  ausiliaren  á  los  desertores  ,  dándoles  ropa  para 
su  disfraz  ,  ó  comprándoles  algunas  prendas  de  su  vestua- 
rio ó  armamento  con  objeto  de  contribuir  á  su  fuga,  ademas 
de  la  restitución  ó  reemplazo  de  todo  al  regimiento,  incur- 
ren siendo  del  estado  llano  en  seis  años  de  arsenales  ú  obras 
públicas ,  y  siendo  nobles  en  seis  años  de  presidio  :  si  fue- 
ren mujeres ,  están  obligadas  á  la  restitución  de  las  alhajas 
y  al  pago  de  la  multa  de  veinte  ducados.  Leyes  del  tít.  9  , 
lib.  12,  Nov.Rec. 

Todo  desertor  del  ejército  ó  de  la  armada ,  que  solo  ó 
acompañado  cometa  un  delito ,  por  el  cual  sea  aprehendido 
por  la  jurisdicción  ordinaria,  debe  ser  juzgado  sobre  él  por 
la  misma  jurisdicción  esclusiv amenté  ,  pues  se  entiende  que 
por  el  hecho  de  su  deserción  renunció  á  los  fueros  y  privi- 
legios de  su  clase  ;  pero  si  la  sentencia  que  el  juez  ordinario 
le  impusiese  no  fuere  de  pena  capital ,  deberá  remitirlo 
después  con  testimonio  de  ella  al  juez  militar  competente, 
para  que  conozca  y  castigue  el  delito  de  deserción.  —  Si 
por  delitos  cometidos  después  de  su  deserción  resultase  al- 
gún desertor  complicado  en  causa  de  que  conozcan  jueces 
ordinarios ,  lo  reclamarán  estos  de  la  autoridad  militar  ,  la 
cual  les  entregará  el  desertor  para  que  lo  juzguen  y  casti- 
guen ,  aunque  se  haya  vuelto  á  incorporar  al  cuerpo  de  que 
hubiese  desertado ,  con  arreglo  á  la  resolución  de  19  de  ene- 
ro de  179S.  Lexj  5,  tít.  9,  y  nota  14,  tít.  17,  lib.  12,  Nov. 
Rec.  ;  decr.  de  11  de  setiembre  de  1820 ,  reslabl.  por  otro 
de  50  de  agosto  de  1836. 

DESGLOSAR.  Quitar  algunas  fojas  de  una  pieza  de  au- 
tos ,  ó  la  glosa  ó  nota  á  algún  escrito.  De  aquí  viene  desglose, 
que  significa  el  acto  de  quitar  dichas  cosas. 

DESHEREDACIÓN.  Una  disposición  testamentaria  por 
la  cual  se  priva  ó  escluye  á  alguno  de  la  herencia  á  que  tenia 
derecho.  Tienen  derecho  los  descendientes  á  la  herencia  de 
sus  ascendientes,  escepto  la  quinta  parte;  y  estos  á  la  de 
aquellos,  escepto  la  tercera.  Mas  pueden  los  ascendientes 
desheredar  á  sus  descendientes ,  y  estos  á  aquellos ,  cuando 
tuvieren  para  ello  alguna  de  las  justas  causas  que  señala  el 
derecho;  proem.  y  leyes  1  y  2,  lit.  7,  Part.  G. 

Las  justas  causas  por  las  que  pueden  ser  desheredados 
los  hijos,  teniendo  alo  menos  diez  años  y  medio  de  edad, 
son  las  siguientes  :  —  ia.  haber  infamado  ó  injuriado  grave- 
mente á  su  pijlrc;  —  2a.  haberle  puesto  las  manos  para 
prenderle  ó  herirle  ;  —  5a.  haber  maquinado  su  muerte  ;  — 
4a.  haberle  acusado  de  algún  delito  grave ,  escepto  el  de  lesa 
majestad  ;  —  S*.  haber  procurado  su  daño ,  de  suerte  que 
pudiera  resultarle  la  pérdida  de  gran  parte  de  §a  hacienda; 
—  6a.  haberle  abandonado  estando  demente  ;  —  7a.  no  ha- 
berle redimido  estando  cautivo  ;  —  8".  no  haber  querido  serle 
fiador  para  que  saliese  do  la  cárcel  ;  —  9a<  haberle  impedido 
que  hiciese  testamento  ;  — -  10a.  haber  tenido  acceso  con  su 


madrastra,  ó  con  la  concubina  de  su  padre  ;  —  11a.  ser  en- 
cantador ó  hechicero  !!!  —  12a.  lidiar  por  dinero  con  hombre 
ó  bestia,  ó  hacerse  juglar  ó  cómico  contra  la  voluntad  de  su 
padre  que  por  sí  no  ejerciese  tales  profesiones;  —  13a.  vol- 
verse moro,  judío  ó  hereje;  —  14a.  casarse  siendo  menor, 
sin  el  consentimiento  de  sus  padres  ;  —  15\  prostituirse  la 
hija  después  de  no  haber  querido  aceptar  el  casamiento  que 
con  la  dote  regular  le  proporcionaba  su  padre  ;  —  16a.  con- 
traer matrimonio  clandestino.  Leyes  2  y  3,  lit.  9,  lib.  3, 
Fuero  Real;  leyes  4 ,  5,  6  y  7,  tít.  7,  Part.  6;  leyes  S  y  9 , 
lit.  2,  lib.  9,  Nov.  Rec.  Véase  Herencia. 

Las  causas  justas  por  las  que  pueden  ser  desheredados 
los  padres ,  son  las  siguientes  :  —  Ia.  haber  maquinado  la 
muerte  del  hijo  ;  —  2a.  haberle  acusado  de  algún  delito  grave, 
escepto  el  de  lesa  majestad  ;  —  3a.  haberle  abandonado 
estando  loco;  —  4a.  no  haberle  redimido  estando  cautivo; 

—  5a.  haberle  estorbado  que  hiciese  testamento;  —6a.  haber 
tenido  acceso  con  su  nuera  ó  con  la  concubina  de  su  hijo  ; 

—  7a.  haberse  vuelto  hereje;  —  8a.  haber  maquinado  el 
padre  la  muerte  de  la  madre,  ó  esta  la  de  aquej.  Ley  11, 
tít.  7,  Part.  6. 

La  desheredación  debe  hacerse  en  testamento  y  no  en 
codicilo  ,  nombrando  al  desheredado  por  su  nombre  ó  por 
otra  señal  cierta,  y  espresando  alguna  de  las  justas  causas 
que  se  han  designado,  la  cual  ha  de  probarse  por  el  des- 
heredante ó  el  heredero  instituido  en  caso  de  que  la  niegue 
ó  combata  el  desheredado;  leyes  2,3,  8,  10  y  11,  lit.  7, 
Part.  6.  La  ley  3,  d.  lit.  7,  Part.  6,  dispone  que  sea  nula 
la  desheredación  si  no  se  hace  puramente  y  de  toda  la  he- 
rencia ;  pero  como  esta  disposición  no  se  apoya  sino  en  ciertas 
sutilezas  tomadas  del  derecho  romano  por  las  Partidas  y 
derogadas  por  la  Recopilación ,  son  de  sentir  algunos  autores 
y  parece  muy  natural  que  la  desheredación  puede  hacerse 
en  el  dia  condicionalmentfi  y  de  parte  de  la  herencia. 

Si  el  testador  que  tuviere  descendientes,  ó  en  su  defecto 
ascendientes,  no  instituyese  herederos  ni  desheredase  á  los 
que  están  en  primer  lugar,  sino  que  los  omitiese  sin  hacer 
mención  de  ellos ,  nombrando  heredero  á  otro ,  seria  nulo 
el  testamento  en  cuanto  á  la  institución  de  heredero ,  y  sub- 
sistiría en  punto  de  legados  y  demás  :  pero  si  los  omitiese 
sin  nombrar  heredero  alguno,  se  entenderian  nombrados 
con  la  obligación  de  pagar  las  mandas  en  cuanto  no  les  men- 
guasen su  legítima,  quedando  por  consiguiente  válido  el 
testamento;  combinación  de  la  ley  10,  lit.  7,  de  la  ley  i  , 
til.  8 ,  Part.  6 ,  y  de  la  ley  1 ,  lit.  18 ,  lib.  10,  Nov.  Rec. 

El  testador  que  no  tuviere  descendientes  ni  ascendientes , 
no  está  obligado  á  instituir  herederos  á  sus  hermanos,  sino 
que-los  puede  desheredar  ú  omitir  con  razón  ó  sin  ella  ,  con 
tal  que  no  nombre  heredera  á  una  persona  de  mala  vida  ó 
infame  de  hecho  ó  de  derecho  ;  pues  en  este  caso  podrá  el 
hermano  privado  de  la  herencia  hacer  rescindir  el  testa- 
mento como  inoficioso ,  á  no  haber  sido  desheredado  por 
haber  maquinado  la  muerte  del  testador,  ó  por  haberle  acu- 
sado de  delito  digno  de  ella  ó  de  perdimiento  de  miembro , 
ó  por  haberle  hecho  perder  ó  procurado  que  perdiese  la 
mayor  parte  de  sus  bienes  ,  debiendo  probar  cualquiera  de 
estas  causas  el  heredero  instituido  que  quiera  sostener  el 
testamento;  leyes 2 y  12,  lit.  7,  Part.  6. 

El  descendiente  ó  ascendiente,  y  en  su  caso  el  hermano, 
que  han  sido  desheredados  en  virtud  de  alguna  de»  las  bausas 
respectivas  que  se  han  espresado  ,  quedan  privados  de  la 
herencia  que  les  pertenecía  por  razón  de  su  parentesco  con 
el  testador  ;  pero  si  hubieren  sido  desheredados  injusta- 
mente ,  esto  es ,  por  una  causa  diferente  de  las  determinadas 
en  la  ley,  ó  por  una  causa  que  aunque  determinada  en  la 
ley  no  es  verdadera,  ó  en  fin  sin  espresion  de  causa  alguna, 
pueden  pedir  al  juez  que  rescinda  ó  declare  nulo  el  testa- 
mento como  inoficioso,  es  decir,  como  hecho  contra  los  oficios 
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de  piedad  que  se  deben  mutuamente  los  padres  y  los  hijos. 
Véase  Querella  de  inoficioso  testamento. 

[**  En  l.v  república  de  Venezuela,  el  contraer  matri- 
monio sin  el  consentimiento  de  los  padres  no  es  siempre 
una  causa  de  desheredación  omnímoda  y  absoluta.  Guando 
el  hijo  es  menor  de  21  .años  y  la  hija  de  18,  el  padre  ó  la 
madre  pueden  privarles  de  toda  la  herencia  que  les  corres- 
pondería; ¡ero  si  el  varón  es  mayor  de  21 ,  aunque  menor 
de  25,  y  la  mujer  mayor  de  18,  si  bien  menor  de  2'  ,  en- 
tonces ya  no  puede  desheredarlos  mas  que  el  padre,  y  aun 
este  solo  del  quinto  de  la  parte  de  la  herencia  que  pueda 
toi'A.  por.derles.  Y  lanío  en  este  caso  como  en  el  anterior, 
rs  necesario  que  hayan  dejado  pasar  los  padres  el  tiempo 
i  les  marca  la  ley,  sin  haber  hecho  uso  de  la  pena  de  pri- 
sión, para  cuya  demanda  están  facultados,  porque  si  la 
h'übicsen  pedido,  optando  por  ella,  quedan  despojados  por 
mismo  hecho  de  la  facultad  de  desheredarlos  :  arls.  9 
■y  12; ,  ley  de  7  de  abril  de  182G. 

Véase  lo  concerniente  á  la  república  de  Venezuela  en  el 
art.  Matrimonio,  donde  se  habla  con  mas  ostensión  ele  la 
materia.  ] 

'.SIESTA.. Dícese  de  la  apelación  que  desampara  el  que 
la  interpuso,  no  mejorándola  ó  no  prosiguiéndola  dentro  de 
los  plazos  señalados  por  el  juez  ó  por  la  ley.  Véase  Deserción. 
ïSACHJLAÇÎON.  La  acción  de  sacar  del  saco  ó 
cántaro  las  bolitas  en  que  están  los  nombres  de  las  personas 
insaculadas  para  ejercer  por  suerte  los  oficios  de  justicia  ; 
—  y  también  la  acción  de  escluir  á  alguno  de  la  elección 
sacando  su  nombre  del  cántaro  ó  bolsa  en  que  estuviere  in- 
saculado. 

'DESISTIMIENTO.  La  abdicación  ó  abandono  de  algún 
derecho  ;  la  renuncia  de  una  convención  empezada  á  ejecu- 
tar: la  deserción  de  la  apelación  de  una  sentencia  ;  el  apar- 
tamiento de  la  acción  ,  demanda,  acusación  ó  querella. 

En  materias  civiles  puede  cualquiera  desistir  de  su  dere- 
cho ,  acción  ó  demanda.  También  en  materias  criminales 
puede  desistir  de  su  querella  la  parte  agraviada  cuando  solo 
pide  el  interés  y  resarcimiento  de  daños;  pero  cuando  se 
reclama  el  castigo  de  un  delito  que  merece  pena  aflictiva, 
no  puede  impedir  el  desistimiento  del  interesado  que  el  juez 
prosiga  de  oficio  la  causa  y  proceda  contra  el  delincuente 
por  razón  de  la  vindicta  pública.  Véase  Abandono,  Acusa- 
dor, Perdón ,  Transacción. 

DESLINDE..  El  acto  de  señalar  y  distinguir  los  términos 
ó  limites  de  alguna  heredad,  lugar  ó  provincia,  Véase 
Amojonamiento  (i). 

-1TUKALÏÏZ  ACIÓN.  El  estragamiento,  ó  la  pena 
que  se  impone  á  un  delincuente  privándole  del  derecho  de 
naturaleza  y  patria ,  y  mandándole  salir  del  territorio  del 
reino. 

D^SOMSJAMIEKT©.  La  mutilación  de  las  orejas. 
Aunque  esta  pena  se  halla  establecida  para  ciertos  delitos 
en  el  tit.  5,  lib.  4  del  Fuero  Real ,  no  puede  imponerse  en 
el  dia ,  por  considerarse  comprendida  entre  las  que  prohibe 
la  ley  0  ,  tít.  51  ,  Part.  T.  Yéase  Mutilación. 

DESPACHO.  El  mandamiento  ú  orden  que  da  el  juez 
por  escrito  para  que  se  haga  ó  pague  alguna  cosa;  —  la  cé- 
dula ,  título  ó  comisión  que  se  da  á  uno  para  algún  empleo 
ó  negocio  ;  —  y  el  espediente  ,  resolución  y  determinación. 

f  DESPACHO  de  exhortos.  El  libro  que  hay  en  los 
juzgados  de  primera  instancia  en  que  se  anotan  con  toda 
espresion  el  partido  de  donde  emanan  los  exhortos,  su  fecha, 
dia  en  que  se  reciben,  su  objeto  y  correo  en  que  se  devuelven 
diligenciados. 

Este  libro  circula  entre  los  escribanos,  y  está  á  cargo  del 

(i)  Siii  el  Apéndice  á  esle  Diccionario  se  dirá  algo  sobre  el  de- 
recho americano  cu  punto  á  deslindes  ó  amojonamientos. 


que  se  halle  en  turno  ,  quien  bajo  recibo  en  su  libro  de  co- 
nocimientos le  entrega  al  que  le  sucede.  Arts.  22  y  23  del 
reglam.  de  Io.  de  mayo  de  1844. 

DESPOJAS.  Privar  á  uno  con  violencia  de  lo  que  posee; 
~y  quitar  jurídicamente  la  posesión  de  los  bienes  ó  habili- 
tación que  uno  tenia  para  dársela  á  su  legítimo  dueño  pre- 
cediendo sentencia  para  ello. 

DESPOJO.  El  acto  violento  ó  clandestino  por  el  cual  uno 
es  privado  de  una  cosa  mueble  ó  raiz  que  poseía  ó  del  ejer- 
cicio de  un  derecho  que  gozaba;  ley  10,  lit.  10,  Part.  7,  y 
Ant.  Gómez,  en  la  ley  ¿ib  de  Toro,  ns.  189  y  191  (2). 

Es  regla  general ,  que  nadie  puede  apoderarse  por  su  pro- 
pia autoridad  de  la  cosa  que  otro  posee  civil  ó  naturalmente, 
aunque  tenga  ó  crea  tener  algún  derecho  en  ella,  pues  en 
este  caso  debe  acudir  al  juez  para  que  le  administre  justicia, 
y  no  lomársela  por  su  mano,  «  ca  por  aquesto  son  puestos 
los  judgadores  en  los  lugares ,  porque  los  homes  alcancen 
derecho  por  mandamiento  dellos ,  et  non  lo  pueden  por  ellos 
mismos  fazer;  »  ley  14  ,  lit.  10,  Part.  7 ,  y  ley  i,  lit.  54, 
lib„  1 1 ,  Nov.  Rec. 

El  despojante  pierde  por  el  hecho  del  despojo  cualquier 
derecho  que  tuviere  en  la  cosa  ocupada;  y  no  teniendo  nin- 
gún derecho ,  debe  restituirla  con  todos  los  frutos  y  utilidades 
que  hubiere  percibido ,  pagar  ademas  al  despojado  tanto 
como  valiere  la  cosa  ,  y  responderle  de  cualquier  pérdida 
ó  deterioro  que  esta  hubiese  esperimentado  desde  el  mo- 
mento del  despojo  ;  ley  10 ,  tít.  10 ,  Part.  7,  y  ley  1 ,  til.  54, 
lib.  11  ,  Nov.  Rec. 

No  solamente  un  particular,  pero  ni  aun  el  juez  puede 
privar  de  su  posesión  á  persona  alguna  (no  siendo  á  la  des- 
pojante), sin  que  primero  sea  llamada,  oida,  y  vencida 
en  juicio  ;  y  la  que  sin  haber  sido  oida  y  vencida  fuere  des- 
pojada, debe  ser  repuesta  en  su  posesión  dentro  del  término 
de  tres  dias;  ley  2,  lit.  34,  lib.  11 ,  Nov.  Rec. 

Cualquiera  que  ve  que  se  trata  de  quitarle  la  posesión  , 
no  solo  puede  defenderla  resistiendo  al  agresor,  sino  reco- 
brarla también  por  propia  autoridad  si  es  que  se  le  llego 
á  quitar,  con  tal  que  lo  haga  entonces  mismo  sin  intervalo  de 
tiempo,  quia  vim  vi  repeliere  licel ,  et  ablatam  possessionem 
in  conlinenli  repeleré.  Así  lo  sostiene  Gómez  en  la  ley  45  de 
Toro,  n.  190,  apoyándose  en  una  ley  romana  (3)  que  así 
lo  establecía.  Mas  fuera  del  acto  de  la  invasion,  no  puede  el 
despojado  recobrar  por  sí  mismo  la  posesión  que  se  le  hu- 
biere quitado,  sino  que  debe  acudir  al  juez  (4)  con  un  pedi- 
mento en  que  ofreciendo  información  de  que  se  hallaba 
poseyendo  (o),  y  de  que  ha  sido  despojado  (6),  pide  se  le  res- 

(2)  Es  de  advertir,  que  la  ley  5,  tit.  8,  lib.  \  1  de  la  Nov.  Rec, 
para  eximir  al  poseedor  de  la  cosa  por  año  y  dia  de  la  obligación 
de  responder  sobre  la  tenencia,  requiere  la  condición  de  buena  fe 
y  justo  Ululo  ;  como  igualmente  las  leyes  i,  tít.  41,  lib.  2  del 
Fuero  Real;  192  y  24á  del  Estilo  ;  1,  tít.  9,  rden.  de  Alcalá;  y 
1,  tít.  t5,  lib.  5  del  Orden.  Real.  —  También  es  notable  en  esas 
leyes  la  condición  de  la  frase  en  paz  y  en  fas,  entrando  y  saliendo 
el  demandador  en  la  villa  :  por  cuyas  palabras  dice  Acevedo  en  la 
ley  2,  tít.  15,  lib.  U,  Rec. ,  n.  6  :  Ultra  titulum  el  bouam  [ídem 
scientia  illius  contra  quem  prœscribitur  requiritur,  quasi  pres- 
sais et  sciens  consentiré  videatur. 

(5)  Es  la  ley  5,  g  Eum  igitur,  ff.  de  vi  et  vi  armata. 

(4)  A  los  jueces  letrados  del  partido,  como  dice  el  autor  al  fin 
del  artículo,  sea  cosa  espiritual  ó  profana,  y  sea  eclesiástico,  lego 
ó  militar  el  perturbador,  con  apelación  á  la  audiencia  respectiva, 
y  reservando  el  juicio  de  propiedad  á  los  jueces  competentes  : 
decreto  de  9  de  octubre  de  1812,  art.  12,  cap.  2.  La  razón  porque 
el  juicio  posesorio  sobre  cosa  espiritual  no  toca  á  la  jurisdicción 
eclesiástica,  puede  verse  en  Covamibias,  máxima  6,  t.  4  de  sus 
Recursos  de  fuerza,  pág.  83  y  vuelta. 

(5)  Dentro  del  último  año  y  dia. 

(6)  Debo  espresar  el  año  y  mes  en  que  fué  despojado  y  por 
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tituya  en  la  posesión,  y  se  condene  al  despojante  en  las 
costas  ,  daños  y  perjuicios  que  se  le  hayan  seguido  desde  el 
despojo ,  como  igualmente  en  las  deroas  penas  pecuniarias 
en  que  por  derecho  ha  incurrido  como  voluntario  despojador. 
El  juez  en  efecto  admite  la  información,  y  resultando  acre- 
ditado por  ella  el  hecho  de  la  posesión  y  el  del  despojo , 
repone  al  querellante  ante  todas  cosas  en  la  posesión  de  que 
gozaba,  sin  citar  ni  oir  al  despojador,  aunque  se  presente  y 
quiera  probar  inmediatamente  su  derecho  de  dominio ,  que 
se  le  reservará  para  el  juicio  petitorio  ;  pues  así  como  él  hizo 
el  despojo  de  propia  autoridad  sin  dar  lugar  á  que  el  des- 
pojado fuese  oidó,  así  también  es  justo  que  en  pena  de  su 
atentado  restituya  sin  que  se  le  oiga  ;  ley  18,  tit.  10,  Part.  7, 
y  leyes  S  y  6 ,'  lit.  ah,  Mb.  11 ,  Nov.  Rec;  y  Gómez,  ley  /¿S 
de  Toro,  n.  182.  De  aquí  la  regla  de  derecho  :  Spolialus  anle 
omniaresliíuenduscst(i).  «aQ 

Hay  sin  embargo  algunos  casos  en  que  debe  suspen- 
derse ,  denegarse  ó  no  hacerse  la  restitución,  cuales  son  : 

—  Io.  cuando  el  despojado  consiente  que  el  despojante,  sea 
oído  antes  déla  restitución  sobre  la  propiedad  de  la  cosa 
que  es  objeto  del  despojo,  porque  el  beneficio  de  la  resti- 
tución es  un  privilegio  del  derecho,  que  puede  renunciar 
libremente  el  despojado  :  —  2o.  cuando  es  notorio  que  la 
propiedad  de  la  cosa  quitada  por  el  despojo  no  pertenece  al 
despojado  sino  al  mismo  despojante,  pues  entonces  es  tenido 
por  doloso  él  despojado  ,  según  la  regla  do  derecho  : 
Dolo  fácil;  qui  petit  quod  resliluere  oporlet  eumdem  :  — 
á°.  cuando  el  despojado  renunció  libremente  antes  del  des- 
pojo el  do'm'inio  de  lacosa  quitada  :'— W\  cuándo  el  despojado 
pactó  espontáneamente  después  del  despojo  con  el  despo- 
jante que  nóháriá  uso  de  su  acción  para  reclamarla  cosa 
en  juicio  posesorio  :  —  5°.  cuando  acumulando  el  despojado 
en  su  demanda  la  acción  posesoria  y  la  reivindicatoría  , 
opone  el  despojante  la  escepcion  de  dominio  y  la  prueba  : 

—  6o.  cuando  no  puede  hacerse  la  restitución  sin  un  per- 
juicio irreparable ^pues  entonces  ha  de  oirse  la  escepcion 
que  la  impide  ;  Ant.  Gom.,  en  la  ley  Í|5  de  Toro  ,  n.  182 
y  185. 

La  acción  que  tiene  el  despojado  para  hacerse  reponer 
ante  todo  en  la  posesión  de  que  se  le  ha  privado ,  se  llama 
interdicto  de  recobrar  la  posesión,  ó  acción  de  despojo,  y 
puede  intentarse  en  el  término  de  un  año  útil  contado  desde 
la  cesación  de  la  violencia,  sin  perjuicio  de  que  antes  ó  des- 
pués del  año  pueda  usar  el  despojado  de  las  demás  acciones 
que  le  competan.  Mas  usada  esta  acción  ó  este  derecho  como 
escepcion,  dura  perpetuamente  ,-quia  qurn  lemporalia  sunt 
ad  agendum,  síinl  perpetua  ad  excipiendum. 

quién,,  según  la  ley  4,  tít.  3,lib.  II,  Nov.  Rec.  Y  lian  de  espre- 
rar  individualmente  aquello  de  que  se  quejan  los  despojados,  coa 
señas  y  vientos  de  sus  términos  y  linderos,  personas  que  despoja- 
ron y  demás  colindantes,  con  cuya  previa  judicial  citación  y  se- 
ñalamiento de  término  se  justifica  el  despojo  ;  y  si  se  ofrece  justi- 
ficación eu  contrario, .también  se  admite  con  citación  del  que  se 
queja  despojado  :  así  se  previene  en  el  auto  acordado  de  los  del 
tercer  follaje  en  Montemayor,  de  7  de  junio  de  1762,  que  habla 
de  amparo, y  el  de  7  de  enero  de  1744  sobre  despojo  de  tierras  , 
aguos  ú  otras  cosas.  Así  se  evita  que  á  protesto  de  aquejar  des- 
pojo v.  g.  del  Parían  de  Méjico ,  se  verifique  restitución  también 
de  la  plaza  mayor,  que  seria  un  verdadero  despojo  autorizado  de 
osla.  —  Para  intentar  les  interdictos  sumarios  ó  suinarisimos  de 
posesión  no  se  necesita  conciliación,  á  menos  que  después  se  haya 
de  enlabiar  demanda  formal  que  dé  lugar  á  juicio  contencioso  : 
decrelo  de  18  de  mayo  de  1821. 

(1)  Cap.  1,  cxt.  de  restil.  spoliât.  —  Véase  esta  doctrina  con 
cuidado  en  el  P.  Murillo  ,  lib.  2  ,  t.  15,  §  103,  sobre  los  casos  en 
que  se  oye  al  despojante  acerca  del  dominio  ó  propiedad  de  la 
cosa.  Véase  también  el  fin  de  la  ley  26,  tit.  2,  P¿\rt.  3j  sobre 
este  punto, 
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Compete  esta  acción  ó  interdicto  á  cualquiera  que  ha  sido 
desposeído  violenta  ó  clandestinamente  ,  ora  sea  dueño  di- 
recto ,  ora  dueño  útil ,  ora  no  sea  uno  ni  otro  ,  con  tal  que 
tuviese  la  posesión  civil  ó  natural.  Fulcinius  dicebal  vi  pos- 
sideri,  quoties  vel  non  dominas,  quum  tomen  possiderel ,  vi 
dejectus  est;  1.  8  ,  ff.  de  vi  et  vi  arm.  :  Dejicitur  is  qui  possi- 
det,  sive  civililer,  sivenaluraliler  possideat,  nam  el  naluraUs 
possessio  ad  hoc  inlerdiclum  perünet ;  1.  1,  S  9,  ff.  dict.  tit. 
Aun  al  que  hubiese  adquirido  su  posesión  por  la  fuerza  ó  de 
otro  modo  vicioso  ,  compete  la  acción  de  despojo  contra  un 
tercero  que  le  ha  desposeído  á  él  :  Qui  à  me  vipos'sidebal  si 
ab  alio  dejiciatur,  habet  inlerdiclum  ;  dict.  1. 1 ,  §  50.  Com- 
pete también  al  usufructuario  y  aun  al  simple  usuario ,  por- 
que si  no  poseen  la  finca  ó  heredad  poseen  al  menos  un  de- 
recho en  ella  que  les  debe  ser  restituido:  Qui  usasfructus 
nomine  qualiter  qualiler  fuit  quasi  in  possessione,  utetur  hoc 
interdicto  :  Si  nonususfruclus,  sed  usussit  relictas,  conipetit 
hoc  inlerdiclum  ;  1.  3,  §  16  y  17,  ff.  dict.  tit.  Mas  no  compete 
al  arrendatario ,  al  colono,  al  comodatario  ni  al  depositario, 
porque,  no  poseen  á  nombre  suyo  sino  al  del  dueño ,  que  es 
el  verdaderamente  despojado  y  quien  tiene  la  acción  de 
despojo  ;  pero  pueden  implorar  el  oficio  del  juez  para  que 
se- les  restituya  la  detentación  de  la  cosa  y  se  les  resarzan 
los  perjuicios. 

Compete  esta  acción  ó  interdicto  contra  el  que  hizo  el  des- 
pojo, contra  el  que  lo  mandó  hacer,  y  contra  el  tercer  po- 
seedor que  recibió  la  cosa  sabiendo  que  habia  sido  quitada 
por  fuerza  ;  de  suecte  que  el  despojado  puede  dirigirse  con- 
tra cualquiera  de  estos  que  mas  le  acomode  ;  ley  50 ,  tit.  2, 
Part.  5.  Compete  asimismo  contra  el  que  aprobó  el  despojo 
hecho  en  su  nombre,  aunque  no  lo  hubiese  mandado  hacer  : 
Si  quod  aiius  dejecit ,  ralum  habuero,  sunt  qui  pulent  me 
videri  dejecisse,  interdicloque  islo  tcneri  ;  et  hoc  verum  est; 
l.  i,  %  ih,  ff.  de  vi  el  vi  arm. —  Si  el  despojante  fuere  menor 
de  catorce  años,  loco  ó  mentecato,  padre  ó  patrono  del  des- 
pojado ,  solo  está  obligado  á  la  restitución  simple  de  la  cosa 
y  no  á  la  pena  ;  y  si  el  tutor  ó  curador  hiciere  el  despojo  á 
nombre  de  la  persona  quo  tiene  bajo  su  tutela  ó  curaduría, 
debe  pagar  la  pena  de  sus  propios  bienes  como  si  lo  hubiese 
hecho  en  provecho  suyo;  ley  10,  tit.  10,  Parí.  7. —  El 
deudor  que  despojare  á  su  acreedor  de  la  prenda,  antes  de 
pagarle  la  deuda,  pierde  el  derecho  ó  dominio  que  en  ella 
tuviese;  y  el  acreedor  que  tomare  á  la  fuerza  cualquier  cosa 
dé  su  deudor  por  via  de  prenda  ó  pago  de  la  deuda  s  debe 
perder  su  derecho  á  ella,  y  no  teniéndolo,  restituirla  y  per- 
der la  deuda  ;  leyes  i  3  y  Hí ,  lk.  10  ,  Part.  7.  —  El  que  ha- 
biendo dado  á  otro  alguna  cosa  en  usufructo  ,  feudo  ó  enfi- 
téusis,  se  la  quitare  después  á  la  fuerza,  debe  restituirla  con 
los  frutos  y  rentas  que  hubiese  percibido  y  perder  en  favor 
del  despojado  el  derecho  que  se  habia  reservado  en  ella  : 
mas  siendo  un  tercero  el  despojante ,  ha  de  restituirla  tam- 
bién con  los  frutos  y  rentas  al  despojado  y  entregarle  otra 
igual  ó  equivalente  para  que  la  disfrute  en  la  misma  forma 
que  la  tomada  y  restituida;  ley  16,  lit.  10,  Part.  7. 

La  acción  ó  interdicto  de  despojo  ha  de  intentarse  en  su 
caso  ante  el  juez  letrado  de  primera  instancia  del  partido  ó 
distrito,  quien  debe  restituir  y  amparar  á  toda  persona  quo 
fuere  despojada  de  la  posesión  de  cualquiera  cosa  profana  ó 
espiritual,  sea  lego,  eclesiástico  ó  militar  el  despojante;  re- 
servándose el  juicio  de  propiedad  á  los  jueces  competentes, 
siempre  que  se  trate  de  cosa  o  de  persona  que  goce  de  fuero 
privilegiado  :  art.  h'i,  regí,  de  26  de  setiembre  de  1853. 
Véase  Juicio  posesorio. 

DESPOSORIOS.  La  promesa  que  el  hombre  y  mujer  so 
hacen  mutuamente  de  contraer  matrimonio  ;  —  y  también 
el  casamiento  por  palabras  de  presente.  Véase  Esponsales  y 
Matrimonio, 

DESPREZ.  Palabra  anticuada  que  significa  desprecio,  y 
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se  usa  para  denotar  la  rebeldía  del  acusado  que  siendo  lla- 
mado por  edictos  y  pregones  no  se  presenta  en  el  tribunal. 
Llámase  desprez  esta  rebeldía  porque  se  supone  que  el  em- 
plazado que  no  acude  desprecia  el  edicto  en  que  se  le  cita  ;  y 
por  este  desprecio  se  le  impone  la  pena  llamada  del  desprez , 
qqe  en  lo  antiguo  era  de  sesenta  maravedís  y  en  el  dia  es 
arbitraria. 

DESTAJO.  La  obra  ú  ocupación  que  se  ajusta  por  un 
tanto.  Véase  Arquitecto  y  Arrendamiento  de  trabajo  perso- 
nal, s  ///. 

DESTIERRO.  En  rigor  no  es  mas  que  la  espulsion  judi- 
cial de  alguna  persona  de  cierto  lugar  ó  territorio  determi- 
nado; pero  en  el  lenguaje  de  las  leyes  de  las  Partidas  se 
entiende  también  por  destierro  la  traslación  hecha  por  auto- 
ridad de  justicia  de  alguna  persona  á  una  isla  ú  otro  paraje 
cierto  ;  lo  que  mas  bien  es  confinación  que  destierro.  La  ley  h, 
tít.  51 ,  Part.  7,  establece  la  pena  de  destierro  á  isla  ú  otro 
lugar  para  siempre  con  ocupación  de  bienes,  y  la  de  des- 
tierro perpetuo  á  isla  sin  confiscación  de  bienes  :  aquel  se 
llamaba  deportación  entre  los  Romanos  ,  y  este  relegación. 
En  cuanto  á  los  efectos  de  uno  y  otro  destierro,  puede  verse 
la  palabra  Deportación. 

El  desterrado  por  tiempo  cierto  que  saliere  del  lugar 
adonde  fué  destinado  ó  volviere  á  la  tierra  de  donde  fué  es- 
pelido,  antes  de  cumplir  todo  el  tiempo  de  su  condena,  tiene 
que  sufrir  doblado  el  tiempo  que  le  faltaba  ;  y  el  condenado 
á  destierro  perpetuo,  incurre  si  lo  quebrantare  en  la  pena  de 
muerte  ;  ley  10,  ííL  51 ,  Part.  7. 

El  reglamento  de  26  de  setiembre  de  1855,  art.  11,  al 
clasificar  las  penas  corporales ,  pone  entre  ellas  el  destierro 
del  reino  y  nada  dice  del  destierro  ó  espulsion  de  un  pueblo 
ó  distrito,  ni  de  la  confinación. — La  pena  de  destierro  tienela 
ventaja  de  no  ser  irreparable,  de  poderse  hacer  cesar  cuando 
se  quiera,  y  de  poderla  proporcionar  al  delito  y  á  las  circuns- 
tancias del  delincuente  ;  pero  es  una  pena  muy  desigual  si 
se  aplica  sin  discernimiento,  pues  depende  de  las  condicio- 
nes y  de  los  caudales.  Hay  quien  ninguna  razón  tiene  para 
adherirse  á  su  país;  hay  quien  se  desesperaría  obligándole 
á  dejar  su  propiedad  y  su  domicilio;  uno  tiene  familia,  otro 
es  independiente:  este  perdería  todos  sus  recursos,  y  aquel 
se  libertaria  de  sus  acreedores.  El  destierro  á  una  isla  es 
para  unos  la  esclavitud ,  y  para  otros  una  partida  de  placer. 
Los  mas  industriosos  se  establecen  allí;  y  los  que  no  saben 
mas  que  robar,  no  pudiendo  ejercer  su  arte  en  una  región 
que  no  conocen  ,  vuelven  á  buscar  la  muerte  á  su  pais.  Es 
preciso  pues  atender  á  las  circunstancias  de  los  individuos 
para  imponer  esta  pena  con  acierto. 
DETENCIÓN  arbitraria.  Véase  Arrestar. 
DETENTACIÓN.  La  tenencia  ó  posesión  de  una  cosa 
en  nombre  de  otro. 

DETENTADOR.  El  que  tiene  ó  posee  una  cosa  en 
nombre  de  otro ,  como  el  comodatario  ,  depositario  y  otros , 
quienes  pueden"  implorar  el  oficio  del  juez  contra  los  per- 
turbadores de  su  detentación  (1).  Véase  Despojo. 

DEUDA.  La  obligación  que  alguno  tiene  de  pagar,  sa- 
tisfacer ó  reintegrar  á  otro  alguna  cosa.  Distínguense  las 
deudas  en  activas  y  pasivas.  Llámanse  deudas  activas  las  que 
senos  deben,  ó  aquellas  cuyo  pago  tenemos  derecho  de 
exigir;  y  deudas  pasivas  las  que  debemos,  ó  estamos  obliga- 
dos á  pagar  :  de  suerte  que  una  misma  deuda  es  activa  y 
pasiva,  activa  de  parte  del  acreedor,  y  pasiva  de  parte  del 
deudor. 

Las  deudas  tienen  todavía  otras  muchas  denominaciones. 
Dicese  deuda  personal  la  que  el  deudor  ha  contraído  perso- 
nalmente ó  la  que  solo  produce  acción  personal  à  favor  del 

(1)  Véase  la  ley  29,  tit.  2,  Part.  5,  y  su  glos.  7. 


acreedor  ;  y  deuda  real ,  la  que  resulta  únicamente  de  la 
detención  ó  posesión  de  una  cosa  raíz ,  como  el  censo. 

Deuda  quirografaria  es  la  que  resulta  de  un  instrumento 
privado  ;  hipotecaria  ,  la  que  se  apoya  en  un  instrumento  ó 
derecho  que  lleva  hipoteca  ;  y  privilegiada,  la  que  tiene  pre- 
ferencia sobre  cualquiera  otra,  sea  quirografaria  ó  hipote- 
caria. 

Deuda  civil  es  la  que  nace  de  un  contrato  ó  causi  contrato, 
de  un  testamento,  de  una  sentencia  en  materia  civil  ;  y  deuda 
legal ,  la  que  trae  su  origen  de  la  ley,  como  la  legitima  de 
los  hijos  ,  la  cuarta  marital ,  la  obligación  reciproca  de 
darse  alimentos  los  ascendientes  y  descendientes. 

Deuda  pura  y  simple  es  la  que  induce  obligación  de  pagar 
sin  plazo  ni  condición  ;  y  deuda  condicional,  la  que  no  puede 
exigirse  sino  despues  que  se  haya  cumplido  algún  aconteci- 
miento incierto  de  que  depende. 

Deuda  simulada  es  la  que  se  contrae  solo  en  apariencia 
y  no  realmente  ni  de  serio  ,  y  de  la  cual  suele  haber  alguna 
contraescritura. 

Deuda  solidaria  es  la  que  el  acreedor  puede  exigir  total- 
mente de  cualquiera  de  dos  ó  mas  deudores  que  se  hayan 
obligado  in  solidum  á  pagarla. 

Deudas  hereditarias  son  las  contraidas  por  el  difunto  ,  á 
cuyo  pago  tienen  que  contribuir  proporcionalmente  todos 
los  herederos,  según  se  verá  en  el  artículo  Partición  de  he- 
rencia. 

D.mda  clara  y  líquida  es  la  que  consiste  en  una  cosa  cierta 
y  determinada.  Así  que  ,  no  puede  llamarse  clara  y  líquida 
la  deuda  que  está  sujeta  ¿disputa  ó  que  no  se  sabe  aun  á 
cuánto  ascenderá,  por  depender  de  una  cuenta  ó  de  una  li- 
quidación. 

Deuda  pública  es  aquella  con  que  está  gravado  el  Estado, 
sea  hacia  particulares,  consejos  ó  establecimientos  públicos , 
sea  para  con  el  estranjero.  Esta  deuda  se  divide  en  consoli- 
dada, que  es  ia  que  devenga  intereses  ;  y  en  no  consolidada, 
que  es  la  que  no  los  devenga.  —  Véase  Deudor. 

DEUDOR.  El  que  está  obligado  á  dar  ó  hacer  á  otro  al- 
guna cosa,  en  virtud  de  un  contrato  ó  cuasi  contrato,  delito 
ó  cuasi  delito  ,  ó  de  una  disposición  legal.  Solo  ha  de  consi- 
derarse como  verdadero  deudor  el  que  puede  ser  apremiado 
en  justicia  apagar  ó  hacer  lo  que  debe,  mas  no  el  que  puede 
servirse  de  una  escepcion  perentoria  contra  la  demanda  del 
acreedor. . 

El  deudor  puede  ser  compelido  á  la  satisfacción  de  la 
deuda  con  embargo  de  bienes,  y  aun  prisión.  Si  á  los  seis 
meses  de  estar  preso  no  hiciere  cesión  de  bienes ,  se  tiene 
por  hecha  ipso  jure  ;  siendo  de  notar  que  el  acreedor  tiene 
obligación  de  mantener  nueve  dias  al  deudor  cuando  este  so 
halla  preso  (2). 

El  deudor  insolvente  tenia  que  servir  en  lo  antiguo  al 
acreedor  con  una  argolla  de  hierro  al  cuello  ,  hasta  darse  el 
último  por  pagado  y  satisfecho  ;  pero  ya  no  está  en  uso  tan 
rigurosa  pena  (5). 

El  deudor  queda  libre  de  su  obligación  por  la  paga,  por 
la  novación,  por  la  condonacionóremision ,  por  la  compensa- 
ción, por  la  confusion  ó  consolidación,  por  la  consignación, 
por  la  pérdida  de  la  cosa  sucedida  sin  culpa  suya,  por  la 
nulidad  ó  rescision  y  por  la  prescripción. Véanse  los  artícu- 
los relativos  á  estas  palabras,  como  también  Acreedor,  Cesión 

(2)  Esta  disposición  se  declara  anticuada  en  la  nota  1  ,  tít.  52, 
lib.  i  i ,  Nov.  Rec.  —  Téngase  presente  que  por  la  Ia.  ley  consti- 
tucional de  Méjico  se  establece  que  se  pierden  totalmente  lo^de» 
reclios  de  ciudadano  :  «  5o.  Por  quiebra  fraudulenta  calificada. 
4o.  Por  ser  deudor  calificado  en  la  administración  y  manejo  de 
cualquiera  de  los  fondos  públicos.  » 

(5)  Nota  Ia.  á  la  ley  6,  tít.  52,  lib.  11  ,  Noy.  Rec. ,  y  Accvcdo 
en  la  ley  8,  tít.  16,  lib.  í>,  Recop. 
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de  bienes,  Concurso  de  acreedores,  Ejecución,  Espera,  Quila, 

Moratoria,  y  especialmente  Obligación  en  todossus  artículos,      ponde  á  cada  iglesia  ó  parroquia  para  pagar  el  diezmo. 
DEUDORES  solidarios  ó  ¡M  soliddm.  Los  que  se  han 

obligado  á  una  misma  cosa,  de  modo  que  cada  uno  pueda 


m 

DSZMATOHIO  ó  dezmería.  El  territorio  que  corres- 


;<. (ser  reconvenido  por  el  todo,  y  hecho  el  pago  por  cualquiera 
de  ellos,  queden  libres  los  otros  con  respecto  al'acreedor  (1). 
No  todos  los  que  se  obligan  á  una  misma  cosa  son  deudores 
solidarios,  sino  solamente  los  que  se  obligan  espresamente 
por  el  todo  ;  pues  si  solo  se  obligan  simplemente,  no  pueden 
ser  reconvenidos  sino  á  prorata,  esto  es,  cada  uno  por  su 
parte  (2). 

El  deudor  solidario  contra  quien  se  dirige  el  acreedor,  no 
puede  oponer  el  beneficio  de  division  ,  pues  lo  renunció  tá- 
citamente por  el  hecho  de  obligarse  por  el  todo  ;  pero  puede 
■  oponer  todas  las  escepciones  que  resulten  de  la  naturaleza 
de  la  obligación ,  y  todas  las  que  le  sean  personales,  así  como 
-  las  que  fueren  comunes  á  todos  los  codeudores,  mas  no  las 
puramente  personales  de  algunos  de  estos  (3). 

El  deudor  solidario  que  ha  pagado  la  deuda  por  entero , 
'puede  pedir  al  acreedor  le  ceda  sus  acciones  contra  los  demás 
deudores  para  reclamar  de  ellos  la  parte  que  respectiva- 
mente les  corresponda;  teniendo  entendido  que  sin  esta  ce- 
sión de  acciones  nada  podría  reclamar  de  sus  compañeros, 
por  no  haber  entre  ellos  obligación  recíproca.  Véase  no  obs- 
tante lo  que  se  dice  en  el  artículo  Obligación  solidaria. 

DEVENGAR. 'Hacer  alguno  suya  alguna  cosa  merecién- 
dola ,  ó  adquirir  derecho  á  ella  por  razón  dé  trabajo  ó 
servicio;  como  devengar  salarios  ,  costas ,  etc.  :  —  y  causar 
o  producir;  como  devengar  intereses. 

DEVSE3DO.  Voz  anticuada  que  significa  prohibición  , 
sitio  vedado  ,  entredicho  eclesiástico  ,  y  deuda  ú  obligación 
á  cierta  paga  en  que  se  incurre  por  delito  ó  rebeldía. 

DEVISA1.  La  parte  ó  porción  dé  diezmos  que  pertenecen 
al  devisero  :  —  antiguamente  una  especie  de  señorío  que 
tenian  en  algunos  lugares  los  hijosdalgo  en,  las  tierras  que 
habían  heredado  de  sus  padres  y  demás  ascendientes ,  y  ha- 
bían partido  entre  sí  conservándose  entre  ellos,  siendo  sus 
vasallos  solariegos  los  moradores  de  las  mismas  ;  —  y  tam- 
bién la  tierra  que  estaba  sujeta  á  este  señorío.  Véase  Behetría. 

DEVISAR.  Antiguamente  pactar,  convenir,  ó  concertar: 
—  dividir  ó  hacer  particiones  ;  —  y  señalar  ó  declarar  la 
síferte  ó  género  de  armas  para  el  combate  en  los  duelos  y 
desafíos. 

DEVOLUCIÓN.  La  restitución  de  alguna  cosa  al  estado 
que  tenia  ó  á  la  persona  que  la  poseía  primero. 

DEVOLUTIVO.  Dícese  del  efecto  que  prodúcela  ape- 
lación de  pasar  ó  devolver  al  juez  superior  el  conocimiento 
de  las  providencias  tomadas  por  el  juez  inferior,  sin  suspen- 
der la  ejecución  de  las  mismas;  á  diferencia  del  efecto  sus- 
pensivo ,  que  suspende  la  ejecución  de  la  sentencia  dada  por 
el  juez  inferior  hasta  la  determinación  del  superior.  Véase 
Efecto. 

DEVOLUTO.  Lo  que  se  adquiere  por  derecho  de  devo- 
lución ;  —  y  la  provision  del  papa  de  ua  beneficio  vacante 
por  alguna  nulidad. 

DEXTRO.  El  espacio  de  72  á  80  pasos  que  antiguamente 
tomaban  las  iglesias  á  su  alrededor  para  coger  los  frutos  que 
se  criasen  en  aquel  terreno  con  destino  esclusivo  al  culto 
divino  ;  —  y  también  el  espacio  de  treinta  pasos  en  circun- 
ferencia de  la  iglesia  ,  dentro  del  cual  gozaban  inmunidad  y 
asilo  los  delincuentes  no  esceptuados  que  se  acogían  á  él, 
como  si  se  refugiasen  dentro  de  la  iglesia,  según  se  estableció 
en  é:  concilio  de  Coyanza  del  año  1050. 
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(1)  Ley  8,  tít.  12,  Part.  5. 

(2)  Ley  10,  tít.  l,lib,  10,  Nov.  Rec, 
ley  1,  tít.  1(¡,  üb.  5,  Recop. 

.(3)  Ley  i 5,  tít.  H,  Part.  f*> 


Véase  Acevedo  en  la 
Véase  á  Grog.  López  en  su  glos.  9. 


1)1 

DIA.  El  dia  es  natural  ó  civil.  Dia  natural  es  el  espacio 
de  tiempo  que  dura  la  luz  del  sol  sobre  el  horizoLte.  Dia 
civil  es  despacio  de  tiempo,  esto  es,  las  veinte  y  cuatro 
horas  que  la  tierra  emplea  en  hacer  un  giro  sobre  su  eje. 
Así  es  que  el  dia  civil  comprende  el  dia  natural  y  la  noche. 
En  el  lenguaje  de  las  leyes,  la  palabra  d\a  tomada  por  un 
espacio  de  tiempo,  se  entiende  del  dia  civil,  y  por  consi- 
guiente designa  un  espacio  de  veinte  y  cuatro  horas.  En  todos 
los  cómputos  de  dia* ,  dice  el  código  de  comercio,  art.  235, 
se  entenderá  el  dia  de  veinte  y  cuatro  horas.  Sin  embargo, 
no  puede  prescindirse  de  atender  á  la  materia  de  que  se 
trata ,  para  saber  qué  es  lo  que  en  cada  caso  debe  enten- 
derse por  dia.  Gregorio  López  en  la  glosa  6  de  la  ley  3, 
tít.  22,  Part.  5  ,  supone  que  el  día  se  divide  en  judicial  y 
natural,  y  que  el  dia  natural  es  de  veinte  y  cuatro  horas, 
y  el  judicial  de  las  horas  que  dura  el  sol  sobre  el  horizonte. 
El  diccionario  de  la  Academia  española  llama  dia  natural  el 
espacio  de  tiempo  que  el  sol  gasta  con  el  movimiento  diurno 
desde  que  sale  de  un  meridiano  hasta  que  vuelve  al  mismo, 
dando  una  vuelta  entera  á  la  tierra ,  y  dia  artificial  el  tiempo 
que  dura  el  sol  desde  que  nace  hasta  que  se  pone  ;  mas  luego 
en  sus  traducciones  latinas  denomina  dies  ciíilis  al  que  en 
castellano  llamó  natural,  y  dies  naluralis  al  que  en  su  lengua 
era  artificial. 

DIA  crítico.  El  día  de  que  pende  la  decisión  de  algún 
negocio. 

DÍA  de  descanso.  El  que  se  paga  al  alquilador  de  car- 
ruajes ó  bestias  ademas  de  los  que  se  emplean  en  el  camino: 
—  y  también  se  llama  asi  el  día  festivo ,  poique  en  él  secesa 
de  trabajar  en  obras  serviles. 

DIA  de  indulto.  Aquel  en  que  los  reyes  y  soberanos 
acostumbran  librar  de  la  muerte  ó  de  otra  pena  merecida  a 
los  delincuentes.  Véase  Indulto,. 

DIA  de  tribunales.  Aquel  en  que  se  da  audiencia  ju- 
dicial ,  paralo  cual  se  franquean  los  tribunales  y  se  presentan 
en  ellos  los  jueces  y  ministros  á  cuyo  cargo  está  la  adminis- 
tración de  justicia. 

DÍA  diado.  El  dia  preciso  y  contado  sin  interrupción  que 
se  señala  para  ejecutar  alguna  cosa. 

DIA  feriado.  Aquel  en  que  están  cerrados  los  tribunales 
y  se  suspende  el  curso  de  los  negocios  de  justicia.  Tales  son 
los  dias  festivos  que  la  Iglesia  celebra  como  de  precepto  , 
aunque  solo  sea  de  oir  misa;  los  de  la  Virgen  del  Carmen, 
de  los  Angeles  y  del  Pilar,  en  los  dias  16  de  julio,  2  de  agosto 
y  12  de  octubre  ;  las  vacaciones  de  Resurrección  desde  el 
domingo  de  Ramos  hasta  el  martes  de  Pascua  ;  las  de  Na- 
vidad desde  el  dia  2o  de  diciembre  hasta  el  Io.  de  enero 
siguiente;  y  las  de  Carnestolendas  hasta  el  miércoles  de  ce- 
niza inclusive  ,  quedando  escluidos  todos  los  demasías  en 
que  antiguamente  cesaba  el  despacho  de  los  negocios,  aun- 
que sean  aquellos  en  que  los  consejos  ó  tribunales  celebran 
alguna  fiesta,  que  deberá  -practicarse  después  de  las  horas 
de  tribunal;  ley  6,r¿£.  2,  iib.  h,  Nov.  Rec.  Por  real  de- 
creto de  16  de  diciembre  de  1825  se  mandó  que  los  tribu- 
nales no  vacasen  en  los  dias  de  media  fiesta  ó  en  los  que 
habiendo  obligación  de  oir  misa  se  puede  trabajar  ;  mas  en 
consideración  de  que  los  dias  feriados  son  de  absoluta  nece- 
sidad para  ocuparlos  los  ministros  en  el  estudio ,  y  en  el  des- 
empeño de  encargos  particulares  del  real  servicio ,  y  los, 
subalternos  en  el  arreglo  y  adelantamiento  de  los  negocios  , 
se  resolvió  por  otro  real  decreto  de  6  de  octubre  de  1K32, 
que  todos  los  tribunales  del  reino  vaquen  en  los  dias  feriados 
en  los  mismos  términos  que  antes  lo  verificaban. 
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En  día  feriado  no  puede  hacerse  demanda ,  citación  ,  ni 
otra  diligencia  judicial ,  ni  darse  sentencia  ,  ni  ejecutarse 
otro  cualquier  acto  de  jurisdicción,  pues  todo  seria  nulo, 
aun  cuando  interviniese  el  consentimiento  de  ambas  partes; 
ley  54 ,  til.  2,  Parí.  3  :  bien  que  si  se  hiciese  una  citación, 
y  en  virtud  de  ella  compareciese  el  emplazado ,  quedaría 
válida  la  misma  ,  según  la  opinion  de  algunos  autores  (!). 

Pero  hay  varios  negocios  que  por  la  celeridad  que  re- 
quieren ,  se  esceptúan  de  la  regla  general ,  y  pueden  prac- 
ticarse y  resolverse  en  dia  feriado,  cuales  son  :  —  Io.  dar 
tutores  ó  curadores  á  los  huérfanos  ,  remover  á  los  sospe- 
chosos, y  oir  las  escusas  de  los  que  quisieren  librarse  de  la 
tutela  ó  cúratela  :  —  2o.  oir  los  pleitos  que  ocurrieren  sobre 
los  alimentos  que  se  deben  por  equidad  natural  ú  oficio  de 
piedad  :  —  5o.  decidir  la  demanda  que  hiciere  alguna  mujer 
viuda  que  quedó  preñada  de  su  marido,  para  que  la  pongan 
en  posesión  de  algunos  bienes ,  por  razón  de  la  criatura  que 
llevase  en  el  vientre  :  —  4o.  probar  alguno  que  es  mayor  ó 
menor  de  edad:  —  5o.  entender  en  pleito  sobre  libertad  ó 
servidumbre  :  —  6o.  disponer  la  apertura  ó  exhibición  de 
algún  testamento  ,  cuando  lo  pida  quien  tenga  derecho  para 
ello  :  —  7o.  nombrar  á  solicitud  de  los  acreedores ,  deposi- 
tario ó  administrador  de  los  bienes  que  por  muerte  de  su 
dueño  quedasen  desamparados  sin  heredero  :  —  8o.  instruir 
las  causas  criminales;  ley  5o,  til.  2,  Parí.  3. 

También  suele  mandarse  accidentalmente  por  el  gobierno 
que  se  suspendan  algún  dia  los  negocios  judiciales  en  cele- 
bridad de  algún  acontecimiento  plausible  en  que  interesa  la 
nación;  y  antiguamente  estaba  ordenado  que  se  tuviesen  por 
feriados  los  dias  en  que  se  cogen  el  pan  y  el  vino;  leyes  35 
y  57,  lit.  2,  Pari.  5.  Pero  estas  vacaciones  del  tiempo  de  la 
cosecha,  que  tenian  nada  menos  que  la  estension  dedos 
meses,  podian  renunciarse  por  las  partes,  ley  58,  d.  til.  y 
Part.,  y  han  dejado  ya  de  estar  en  uso,  por  el  grande  atraso 
que  ocasionaban  en  el  despacho  de  los  negocios. 

f  Con  arreglo  al  real  decreto  de  10  de  enero  de  1843 
mandado  observar  en  5  de  junio  de  1844 ,  son  dias  feriados 
para  vacar  los  tribunales  en  los  negocios  civiles  y  en  las  ac- 
tuaciones délos  criminales  que  no  sean  de  conocidaurgencia, 
los  domingos  y  dias  festivos;  los  dias  de  media  fiesta  ó  en 
que  se  puede  trabajar  cumpliendo  con  el  precepto  de  oir 
misa  ;  los  lunes  y  martes  de  Carnaval;  los  de  la  Semana 
santa,  desde  el  domingo  de  llamos  hasta  el  martes  de  Pascua 
inclusive;  los  últimos  del  mes  de  junio  desde  el  24  hasta  el 
50  también  inclusive,  y  los  últimos  de  diciembre,  contán- 
dose desde  el  23. 

[  *  En*  la  república  de  Méjico  el  16  de  setiembre  es  tam- 
bién dia  feriado,  y  la  única  fiesta  nacional,  como  aniver- 
sario de  la  proclamación  de  su  independencia,  en  que  pueden 
cerrarse  los  tribunales.  Debe  tenerse  presente  ademas  que 
por  Breve  de  Gregorio  XVI  de  17  de  mayo  de  1859  no  hay 
mas  dias  de  precepto  en  la  república,  que  los  domingos  y 
las  fiestas  anuales  de  la  Circuncisión,  Epifanía  ,  Ascension, 
Corpus  Christi ,  Natividad  de  N.  S.  Jesucristo ,  Purificación, 
Anunciación,  Asunción,  Natividad  y  Concepción  de  Ntra. 
Sra.  y  aparición  de  la  de  Guadalupe,  Natividad  de  S.  Juan 
Bautista,  SS.  Apóstoles  S.  Pedro  y  S.  Pablo ,  y  Todos  Santos  ; 
sin  mas  dia  de  obligación  de  oir  misa  pudiendo  trabajar,  que 
el  de  S.  José,  y  debiendo  trasferirse  las  fiestas  de  los  Patro- 
nos de  las  provincias ,  ciudades  y  pueblos  que  caigan  en  dia 
de  trabajo ,  al  domingo  inmediato  siguiente  ,  en  que  no  se 

(i)  Gutiérrez  y  Cevallos, citados  en  el  núm.  19,  §42,  Ia.  parte 
de  la  Ctir.  Filíp.,  enmendada  por  el  Lie.  Qarriga.  Opiniones  con- 
tra la  ley,  que  no  puede  haberse  esplicado  mas  terminantemente: 
non  seria  valedero  maguer  fuese  fecho  con  placer  de  amas  las 
paries,  como  que  no  pueden  las  partes  renunciar  lo  introducido 
en  honor  de  Dios,  de  sus  Santos  ó  de  la  nación. 
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celebre  alguna  de  las  referidas  ;  ley  de  29  de  mayo  de  1829, 
y  decr.  de  14  de  setiembre  de  1859. 

**  En  la  república  de  Venezuela  son  dias  feriados ,  por 
causa  de  la  Religion  ,  únicamente  los  de  fiesta  enteradlos 
de  la  Semana  mayor  ó  santa,  y  los  de  la  Pascua  de  Nati  viciad 
desde  el  2S  de  diciembre  hasta  el  Io.  de  enero  inclusive  : 
art.  40,  ley  de  25  de  marzo  de  1841. 

Con  respecto  á  los  demás  dias  feriados,  no  hay  mas  que  el 
19  de  abril  y  el  5  de  julio,  que  son  fiestas  nacionales  :  decr. 
de  16  de  abril  de  1834,  y  art.  40,  ley  de  25  de  marzo  de  184!. 

La  legislación  de  esta  república,  después  de  sentar  por 
regla  general  que  no  pueden  despacharlos  tribunales  en  dias 
feriados,  permite  que  estos  puedan  ser  habilitados  por  causa 
urgente,  declarando  por  tal  en  los  negocios  civiles  el  riesgo 
manifiesto  de,  que  alguna  providencia  quede  ilusoria,  &se 
malogre  alguna  diligencia  importante  para  acreditar  el/de- 
recho de  las  partes;  y  en  las  causas  criminales  la  averigua- 
ción ó  comprobación  del  hecho  ,  la  defensa  del  acusadb  ,  y 
la  formación  del  sumario  y  el  recibimiento  de  pruebas  por 
un  modo  especial  en  las  de  comiso  :  arts.  2  y  5,  ley  única  , 
lil.  11,  Cad.  de  proced.  jud. ,  reformada  eti3  de  mayo  de 
1858,  y  arts.  5  y  Ib,  ley  de  10  de  mayo  de  1859, 

***  En  la  república  de  Chile  deben  ponerse  en  primer  lug-ar 
las  fiestas  religiosas,  en  segundo  las  cívicas  ,  y  en  tercero 
el  periodo  de  descanso  ó  de  asueto ,  como  diremos  en  los 
apartes  siguientes. 

Deben  pues  vacar  los  tribunales  en  esta  república  en  los 
dias  destinados  al  culto  divino ,  pero  no  en  todos  los  que 
espresa  el.autor,  sino  solo  en  los  de  fiesta  de  riguroso  pre- 
cepto ;  los  cuales  han  quedado  reducidos  á  todos  los  domin- 
gos del  año,  la  Circuncisión,  la  Adoración  de, los  Reyes,  ¡ja 
Encarnación  ,  toda  y  sola  la  Semana  santa,  la  Ascension, 
Corpus  Christi ,  S.  Pedro  y  S.  Pablo  ,  la  Asunción ,  la  Nativi- 
dad de  la  Virgen,  Todos  Santos  y  la  Concepción  de  María  : 
deers.  de  9  y  14  de  agosto  de  1824,  y  arl.  5  ,  decr.\dQ,,gtÍ¡;ilc 
noviembre  de  1858. 

Deben  contarse  como  feriados  de  segunda  clase  los  dias 
de  aniversario  ó  fiesta  nacional;  y  de  estos,  si  bien  hubo 
dos,  el  12  de  febrero  en  recuerdo  de  la  declaración  de  inde- 
pendencia ,  y  el  18  de  setiembre  en  el  de  la  regeneración 
política  de  Chile,  ha  sido  suprimido  el  primero  ,  y  solo  sub- 
siste el  segundo  como  dia  en  que  deben  vacar  los  tribunales. 
—  Respecto  á  los  de  tercera  clase,  á  fin  de  dar  algún  des- 
canso á  los  jueces,  se  suspende  el  despacho  en  todos  los 
tribunales  y  juzgados  treinta  dias  antes  del  miércoles  de  ce- 
niza; sin  comprender  en  esta  suspension  los  de  primera  ins- 
tancia que  están  encargados  del  conocimiento  de  las  causas 
criminales,  y  sin  perjuicio  igualmente  de  que  todos  los  demás 
dicten  alguna  providencia  que  sea  urgente,  en  negocio  de- 
terminado :  deers.  de  14  de  agosto  de  1824,  8  de  febrwo  de 
1857,  y  29  de  noviembre  de  1858.  ] 

DIA  festivo.  El  domingo  y  cualquier  ptro  dia  señalado 
por  la  Iglesia  para  celebrar  la  memoria  de  algún  misterio  ó 
santo  con  obligación  de  oir  misa  y  cesar  de  todo  trabajo 
servil  (2).  En  estos  dias  no  se  puede  ejercer  ningún  acto  ju- 
dicial, sino  es  cuando  los  negocios  son  urgentes  y  hay  peli- 
gro en  la  dilación  ,  como  se  ha  dicho  en  el  artículo  antece- 
dente. Tampoco  se  puede  trabajar  en  obras  serviles  (5),  sino 
en  caso  de  necesidad ,  como  cuando  urge  el  hacer  la  siembra 
para  aprovechar  la  sazón  de  la  tierra ,  ó  bien  el  recoger  los 
frutos  que  se  pasarían  ó  echarían  á  perder  si  se  dejasen  por 
mas  tiempo  en  el  campo  :  en  cuyos  casos  da  el  párroco  licen- 
cia para  trabajar,  pidiéndola  la  justicia  en  nombre  del  vecin- 

(2)  Ley  7,  tít.  1,  lib.  1,  Nov.  Rec,  y  sobre  las  disposiciones 
del  conc.  Mejicano,  véase  el  art.  Fiesta. 

(5)  Véase  el  P.  Murillo,  t.  9,  De  Feriis ,  lib.  2,  n.  80,  sobre 
las  obras  serviles  prohibidas. 
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dario;  siendo  de  advertir  que  no  puede  el  párroco  exigir 
retribución  ni  limosna  bajo  ningún  título  por  esta  concesión , 
así  como  tampoco  tiene  facultad  para  imponer  mullas  á  los 
que  trabajan  sin  su  licencia  en  los  dias  deüesta;  ley  8,  til.  i, 
y  ley  10,  til.  8,  lib.  1,  Nov.  Rec.  (i). 
-MDIAS  !  de1  cortesía.  Los  dias  que  se  conceden  al  que  lia 
de  pagar  una  letra  de  cambio  ,  después  de  cumplido  el  tér- 
mino de  ella,  según  el  uso  y  costumbre  de  cada  plaza.  Mas 
ya  se  han  abolido  en  España  por  el  nuevo  código  de  comer- 
cio todas  las  costumbres  locales  sobre  términos  desgracia  ó 
cortesía  ;  art   259. 

DÍAS  jurídicos.  En  lo  antiguo  se  llamaban  así  los  dias 
en  que  están  abiertos  los  tribunales  para  la  administración 
de  justicia',  por  contraposición  a  los  dias  feriados  en  que  se 
suspende  el  curso  de  los  negocios  judiciales.      E 

DÏAS  ÚTitEs.' Aquellos  en  que  se  administra  justicia  ó  en-; 
que  están  abiertos  los  tribunales  y  pueden  los  litigantes  obrar 
en  sus  pleitos.  Llámanse  útiles  por  contraposición  á  los  con- 
tinuos, que  son  los  que  corren  sin  interrupción  y  sin  distin- 
ción de  feriados  y  no  feriados.  Véase  Dia  feriado  y  Dia 
festivo.  ■■....■ 

DIENTE  (arrendar  á).  Arrendar  á  uno  los  pastos  de 
un  pueblo  con  condición  de  que  ha  de  permitir  entrar  á 
pacer  en  ellos  los  ganados  del  común, 

DISTA.  Elsálario  que  gana  cada  dia  un  juez  de  comi- 
sión ;  —  la  joriiada  que  debe  hacer  el  comisionado  ,  y  que  es 
de  diez  leguas  ,  según  las  leyes  9  y  IH,  lit.  1,  lib.  9  del  Fuera 
Juzgo,  fia  léij  8,  lii.  5,  lib.  2  del  Fuero  Real,  pero  que 
según  la  práctica  seha'reducido  á  ocho;  —  y  la  junta  ócon- 
greso  de  los  estados  ó  Circuios  del  imperio  de  Alemania  para 
deliberar  sóbreles  negocí;os;púMcos,  cómo  también  las  cor- 
tes de  Polonia  y  las  asambleas  de  los  cantones  suizos. 

DiÉZBÏO.  La  décima  'parte  dé  alguna  cosa  en  cualquier 
linca  ;  —  el  derecho  dé  diez  por  ciento  que  se;paga  ó  pagaba 
al  erario  del  valor  de  'las  mercaderías  que  se  trafican  y  llegan 
á  los  puertos,  ó  entran  y  pasan  de  un  reino  á  otro,  llamán- 
dose diezmo  del  mar  6  de  puertos  secos ,  conforme  al  paraje 
donde  están  las  aduanas  ;  —  y  la  parte  dé  frutos  que  se  paga 
por  los  fieles  para  '  la  manutención  de  los  ministros  de  la 
Iglesia.  Llámase  diezmo  la  porción  que  se  paga  á  los  minis- 
tros de  la  Iglesia  (2),  porque  regularmente  consiste  en  la 
décima  parte  de  los  frutos  que  se  cogen ,  aunque  á  veces  es 
menor,  según  el  uso  y  costumbre  de  los  lugares. 

Los  diezmos  eclesiásticos  son  reales ,  personales ,  ó  mixtos. 
Reales  ó  prediales  son  los  que  se  perciben  de  los  frutos  de  la 
tierra  ,  como  por  ejemplo,  del  trigo,  del  vino  y  del  aceite. 
Personales  son  los  que  provienen  de  las  ganancias  ó  adqui- 
siciones que  hacemos  con  nuestra  industria,  como  por  ejem- 
plo, de  la  caza,  de  las  manufacturas  y  del  comercio;  pero 
esta  especie  de  diezmo  no  está  ya  en  uso.  Mixtos  son  los  que 
se  cobran  de  cosas  que  en  parte  provienen  de  nuestros  pre- 
dios y  en  parte  de  nuestra  industria;  como  los  que  se  per- 
ciben de  los  corderos ,  de  la  lana ,  de  la  leche ,  de  los  molinos 
c  ';  las  pesqueras,  etc^;  mas  estos  diezmos  se  consideran 
como  reales.  La  diferencia  que  hay  entre  los  diezmos  reales 
y  los  personales ,  consiste  en  que  aquellos  se  pagan  á  la 
iglesia  del  distrito  en  que  están  situados  los  predios  ó  here- 

(1)  Esa  ley  también  encarga  á  las  audiencias  y  justicias  el  cui- 
dado de  que  no  se  trabaje  públicamente  el  dia  de  fiesta.— En 
providencia  del  gobierno  del  distrito  de  18  de  noviembre  de  1854, 
está  prohibido  el  comercio  que  no  es  de  comestibles  en  el  portal 
de  las  Flores  y  Baratillo  de  Méjico  ;  ¡  pero  se  ha  cuidado  un  solo 
dia  su  cumplimiento  por  el  ayuntamiento  á  quien  se  previno?... 

(2)  Cap.  26,  c-  35  ,  de  decimis  ,  primitas  et  oblationibus  ;  y  la 
ley  d,tit.  20,  Part,  i  :  «Diezmo  es  la  décima  parte  de  todos  tos  bie- 
nes que  los  homes  ganan  derechamente  ;  et  esta  mandó  santa 
eglesia,  que  sea  dada  á  Dios  porque  él  nos  da  lodos  los  bienes.  » 


dades ,  y  estos  á  la  iglesia  en  que  se  reciben  los  sacramentos  : 
los  primeros  se  pagan  sin  deducir  los  gastos ,  y  los  segundos 
con  dicha  deducción. 

.  También  se  dividen  los  diezmos  en  antiguos  y  nuevos. 
Diezmos  antiguos  son  los  que  se  pagan  según  costumbre;  y 
diezmos  nuevos  los  que  se  imponen  por  la  autoridad  eclesiás- 
tica sobre  algunas  cosas  que  antes  no  los  pagaban ,  á  lo  me- 
nos en  la  misma  cuota.  En  caso  de  pedir  diezmos  el  eclesiás- 
tico á  los  que  no  los  pagaban  por  privilegio  ó  costumbre ,  ya 
en  parte  ó  ya  en  el  todo,  se  acudía  por  los  interesados  al  su- 
premo consejo  (5),  el  cual  mandaba  librar  provision  ordina- 
ria, llamada  de  nuevos  diezmos,  para  que  se  le  remitiesen 
los  autos  originales  por  el  vicario  general  ó  el  notario  que 
los  tenia  en.su  poder;  y  venidos  estos,  se  entregaban  á  las 
partes  por  su  orden,  sustanciándose  este  juicio  como  otro  : 
cualquiera  ordinario.  Después  perteneció  al  supremo  tribu- 
nal de  justicia  el  conocimiento  de  los  recursos  sobre  nuevos 
diezmos;  sin  perjuicio  de  que  las  personas  á  quienes  se  de- 
manda en,  tales  diezmos  pudieran ,  si  querian ,  acudir  al  res- 
pectivo juez  de  primera  instancia  para  el  mero  hecho  de  que 
se  las  amparase  en  la  posesión  de  no  pagarlos;  reglam.  de 
26  de  setiembre  de  1855  ,  art.  90. 
Los  diezmos  no  son  de  derecho  divino  Qi)  ;  pues  no  están 
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(5)  Aunque  boy  no  tiene  lugar  este  recurso  por  faltar  la  coac- 
ción civil  para  hacer  pagar  diezmos  ;  mas  no  sera  fuera  del  caso 
recordar  que  la  ley  de  9  de  octubre  de  1812  dijo  corresponder  á 
las  ¡audiencias  el  conocimiento  de  recursos  de  nuevos  diezmos  de 
que  antes  conocía  el  Consejo  Real.  — Véase  la  ley  11,  lit.  6, 
lib.  1,  Nov.  Rec,  que.  habla  de  las  causas  de  exacción  de  diezmos 
que  han;sid,o  secularizados, y  después  se  han  redonado  á  la  Igle- 
sia, como  los  de  la  república  de  Méjico.  —  Cómo  y  porqué  cono- 
cían las  audieecias  de  Indias  de  nuevos  diezmos  y  rediezmos, 
véase  Solorz.,  Política  Ind.,  lib.  5,  cap.  5,  n.  29. 

(4)  En  cuanto  á  la  sustancia  y  origen  sí  son  de  derecho  divino, 
aunque  uo  en  cuanto  á  la  cuota.  Solorz.  en  el  lib.  2,  cap.  22, 
n.  3,sos!iene  con  respetables  autores  que  se  deben  por  todos  de- 
rechos. Véase  el  cap.  fin.  16,  cuestión  1  y  145  y  2a  de  Decimis,  y 
el  P.  Murillo,  lib,  3  ,  t.  50  ,  n.  1  ,  conséquente)-  quoad  originan 
et  quatcnus  continent;  congruam  ministrorum  sustenlationein, 
juris  naluralis  et  divini  mérito  receyisentur.  Y  en  la  obra  titu- 
lada :  D.  Joannis  Sianda  à  Monte  Regali  Lexicón  Polemiciim  ,  al 
tratarse  de  los  errores  de  los  Wicleffistas  notados  y  reprobados  por 
el  concilio  Constanciense,  se  lee  este  :  «  Decimœ  sunt  puiœ  elee- 
mosynse,  et  possunt  Parochiani  propler  peccata  suorum  P ráela to- 
rum  ad  libitum  suum  eas  auferre  ;  »  y  entre  otras  razones  de  re- 
probación  se  concluye  así:  «  Tum  quia  solutio  deciinaruin  est 
saltan  originaliler  dejare  divino,  quatcnus  eo  jure  lenenhir  ¡to- 
mines saculares  sacerdotibus  alimenta  presbere.  —  Levit.  cap. 
últ.  :  «Omnes  decimœ  tsrrœ,  sive  de  frugibus,  sive  de  vomis  urbo- 
rum,  Domini  sunt,  et  illi  sanç.l^icantur. ,  —  Nuiner,  cap.  18, 
v.  21  y  24  :  o  Filiis  autem  Levi  dí'rfi  omues  decimas  ísraclij  in 
possessionem  ,  pro  ministerio  quo  serviunt  mihi  in  tabernáculo 

fœderis Decimarum  oblatione  contenu ,  quas  in  tisus  coruja 

et  neçcssaria  separavi.  —  laïc.  cap.  10,  v.  7  :  In  éadem  autem 
domo  mande,  cdcnles  et  bibenles  quee  apud  illas  sunt  :  di'gùùs  est 
enim  operarius  mercede  sua.  —  Véase  también  lo  que  dice  S.  Pa- 
blo I  ad  Corinth     cap.  9. 

La  ley  2,  lit.  20,  Part.  1,  dice  :  «  Tenudos  son  todos  los  bornes 
del  mundo  de  dar  diezmos  á  Dios  ,  et  mayormente  los  cristianos, 
porque  ellos  tienen  la  ley  verdadera  ,  el  son  mas  allegados  á 
Dios  que  todas  las  otras  gentes....  ca  quanto  mas  poderosos  et 
mas  honrados  fueren,  tanto  mas  tenudos  son  de  lo  dar,  conociendo 
que  la  honra  et  el  poder  que  han  en  sí,  todo  les  viene  de  Dios.  » 
—  Sobre  las  calamidades  que  vienen  por  defraudar  á  Dius  los 
diezmos,  véase  á  Solorz.,  Polit.  Ind.,  lib.  2,  cap.  22,  núins.  7, 
10  y  11.  También  la  ley  20,  tit.  20,  Part.  1,  habla  de  las  felici- 
dades que  derrama  Dios  sobre  el  que  es  exacto  en  el  pago  de  diez- 
mos ;  y  la  ley  21  habla  de  las  calamidades  con  que  Dios  castiga 
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ordenados  en  el  nuevo  Testamento  ,  y  el  precepto  dado  en 
el  viejo  á  los  judíos  correspondía  á  la  clase  de  los  ceremo- 
niales ,  que  quedaron  abolidos  por  la  muerte  de  Cristo.  Es 
cierto  que  debe  atenderse  á  la  subsistencia  de  los  ministros 
del  altar,  qrtia  qui  servit  aliar i ,  de  allari  vivero  debel;  pero 
esto  puede  verificarse  con  las  ofrendas  voluntarias ,  ó  me- 
diante la  asignación  de  rentas  fijas  ó  sueldos  pagados  por  el 
erario,  como  sucede  en  algunas  parles. 

Las  prestaciones  decimales  sufrieron  una  herida  de  mucha 
gravedad  en  1821 , -recobraron  una  parte  de  su  antiguo  vi- 
gor en  la  época  de  gobierno  absoluto  desde  1823  á  185Ü,  y 
desde  este  hasta  su  total  estincion  en  18'il  decayeron  con 
una  rapidez'  tan  asombrosa  como  debían  producirla  las  dis- 
posiciones que  sucesivamente  se  fueron  dando  en  esta  ma-: 
teria. 

Por  decreto  de  Cortes  de  29  de  junio  de  1821  quedaron 
todas  las  cuotas  decimales  y  primiciales  reducidas  á  la  mi- 
tad de  lo  que  se  pagaba  ó  debía  pagarse,  y  se  destinó  este 
producto  decimal  integra  y  esclusivamente  á  la  dotación  del 
clero  y  culto ,  quedando  para  indemnización  do  los  partícipes 
legos  los  bienes  raices  rústicos  y  urbanos ,  censos ,  foros  , 
rentas  y  derechos  del  clero  y  fábrjeas  de  las  iglesias. 

Apenas  se  instaló  en  Madrid  la  regencia  del  reino,  espidió 
el  decreto  de  6  de  junio  de  1823  mandando  que  quedara  sin 
efecto  aquella  reducción  y  que  los  diezmos  y  primicias  se 
pagasen  desde  aquel  año  inclusive  en  adelante  en  la  misma 
forma  que  antes  del  7  de  marzo  de  1820. 

Por  la  ley  de  16  de  julio  de  1837  se  declaró  que  todos  los 
derechos  que  componían  la  contribución  conocida  con  el 
nombre  de  diezmos  y  primicias  debian  segairse  cobrando 
por  aquel  año;  que  pertenecían  esclusivamente  al  Estado; 
y  que  de  su  importe  total  debia  aplicarse  la  mitad  á  las  obli- 
gaciones del  culto ,  clero  y  partícipes  legos  en  proporción  á 
sus  derechos  respectivos,  y  la  otra  mitad  al  tesoro  público. 

En  otra  ley  de  50  de  junio  de  1838  se  mandó  que  siguie- 
sen por  aquel  año  las  mismas  prestaciones,  reservándose  el 

al  que  se  los  defrauda,  y  dice  :  «  Majamientos  da  nuestro  Señor 
Dios  en  cuatro  marieras  á  los  homes  que  non  dan  los  diezmos  co- 
mo deben.   La  Ia.  que  les  da  fambre  et  pobreza porque  me 

non  distes  los  diezmos,  por  eso  sois  malditos  en  fambre  ct  en  po- 
breza. La  2a.  es  que  les  torna  á  la  decena  parte  de  lo  que  han, 
ct  así  lo  dijo  S.  Agustín  :  Que  la  justicia  de  Dios  quiere  que  los 
que  non  dan  el  diezmo  derechamente,  que  sean  tornados  ;i  la  de- 
cena parte  de  lo  que  han  et  lo  que  debrian  dar  á  Dios....  I-a  5a.  es 
que  consiente  Dios  que  vengan  tempestades  en  la  tierra  ,  ansi 
cuno  langostas  ,  et  pulgones,  et  niebla  ,  et  otras  tempestades  de 
muchas  maneras  que  acs'iru'yen  los  frutos.  El  sobre  esto  dijo 
S.  Agustín,  que  cuando  el  mundo  era  apremiado  de  (ales  em- 
bargos que  venian  por  ira  de  Dios,  porque  le  quitaban  sus  dere- 
chos. La  4a.  es  que  consiente  Dios  que  sea  la  tierra  despechada 
de  aquellos  que  son  señores  de  ella.  »  Así  lo  dice  S.  Agustín  cu 
cl  cap.  Majores  noslri  16,  q.  i  :  y  en  otro  lugar.  Hœc  est  cnim 
Deijuslissima  consuetudo  ,  ttt  si  illi  decimam  non  dederis,  la  ad 
decimam  revocaris  :  dabis  impío  militi  qnod  non  vis  daré  Sacer- 
doti.  En  Malach.  cap.  5  ,  v.  8,  9  ,  10  yll,  leernos  lo  siguiente  : 
<i  ¿  Clavará  un  hombre  á  su  Dios,  porque  vosotros  me  claváis?  Y 
dijisteis:  ¿En  qué  os  clavamos?  En  los  diezmos  y  primicias.  Y  vos- 
otros tuvisteis  la  maldición  de  la  carestía  ,  y  vosotros  toda  la  na- 
ción me  ultrajais.  Traed  todos  los  diezmos  al  granero  ,  y  no  falte 
alimento  en  mi  casa,  y  después  de  esto  haced  prueba  de  mí,  dice 
el  Señor  :  si  no  os  abriere  las  cataratas  del  cielo  ,  y  no  os  derra- 
mare bendiciones  con  abundancia.  E  increparé  por  vosotros  al 
devorador,  y -no  dañará  el  fruto  de  vuestra  tierra,  ni  será  estéril 
la  viña  en  el  campo,  dice  el  Señor  de  los  ejércitos,  u 

Finalmente  recordemos  que  en  el  concilio  Trident,  ses.  23,  de 
réf.  cap.  12,  se  dice  que  :  «  Las  personas  que  quitan  ó  impiden 
los  diezmos,  se  escoinulgucn  ,  y  no  alcancen  la  absolución  de  este 
delito,  á  no  seguirse  la  restitución  completa.  » 


gobierno  la  tercera  parte  de  sus  productos  y  cargando  sobre 
las  dos  restantes  :  Io.  la  dotación  del  culto  y  fábricas  de  las 
iglesias  ;  2o.  las  congruas  individuales  del  clero:  5o.  ia  mi- 
tad de  las  asignaciones  de  los  regulares  de  ambos  sexos; 
k°.  la  mitad  de  las  cuotas  que  antes  de  la  ley  de  16  de  julio 
de  1857  cobraban  los  partícipes  legos  y  los  estableciníi§ntos' 
de  instrucción,  hospitalidad  y  beneficencia;  5o.  la  mitad  de 
cualquiera  otra  carga  de  justicia  que  tuviese  el  acervo  de^- 
cimal. 

Concluido  el  año  de  frutos  de  1858  sin  haberse  fijado  cosa 
alguna  para  el  siguiente,  se  espidió  el  real  decreto  de  Io.  de 
junio  de  1859  mandando  que,  como  medida  provisional  para 
sostener  el  culto  y  clero  y  cubrir  otras  obligaciones  peren- 
torias del  Estado,  se  pagase  la  mitad ¡del  diezmo  y  primicia 
con  calidad  de  á  buena  cuenta  de  lo  queilaaCortes  votasen 
para  llenar  aquellos  objetos;  se  facultó  á  los  contribuyentes 
para  pagar  en  dinero  ó  especies  ;  se  reservó  para  el  Estado 
el  tercio  de  los  productos,  y  se  redujo  á  la  mitad  el  derecho 
de  los  que  según  la  ley  de  50  de  junio  de  1858  eran  compar- 
tícipes de  los  dos  tercios  restantes. 

En  16  de  julio  de  18íiO  se  publicó  la  ley  de  dotación  del 
culto  y  clero  por  la  cual  quedó  sancionado  el  pago  do  la  pri- 
micia destinado  esclusivamente  al  callo  divino;  pero  limi- 
tada al  máximo  de  una  fanega  da  Castilla  ó  su  equivalente 
en  Jas  demás  provincias,  se  destinó  al  clero  el  cuatro  por 
ciento  de  todos  los  frutos,  de  la  tierra  y  productos  de  la  gana- 
dería sujetos  á  la  antigua  prestación  decimal ,  se  conservó  á 
los  establecimientos  piadosos  y  benéficos  su  derecho  á  per- 
cibir sus  consignaciones  proporcionalmente,  y  se  libertó  al 
acervo  común  de  las  pensiones  alirnenticias  de  las  religiosas, 
para  las  cuales  se  aplicaron  los  fondos  de  cruzada. 

Vino  por  último  la  ley  de  51  de  agosto  de  t#ü  derogando 
la  anterior  y  fundando  la  dotación  del  culto  y  clero  sobre  los 
derechos  de  estola  ,  producto  de  memorias  ,  obras  pías  ,  ce- 
lebración ,  rentas.de  beneficios  eclesiásticos  poseídos  por 
personas  legas  aunque  capaces  de  órdenes  sagrados ,  rendi- 
miento de  capellanías  y  beneficios  de  libre  presentación,  y 
setenta  y  cinco  millones  de  reales  vellón  repartidos  entre 
todas  las  provincias  del  reino,; ,  quedando  definitivamente 
suprimida  toda  clase  y  cuota  de  diezmos  y  primicias. 

Pocos  eran  en  los  últimos  tiempos  los  hombres  reflexivos 
que  desconocían  la  necesidad  de  una  reforma  en  la  presta- 
ción decimal ,  pero  quedan  todavía  muchos  por  convencer 
de  que  la  justicia  y  la  conveniencia  pública  reclamasen  su 
abolición., 

-f-  La  contribución  de  diezmos  y  primicias ,  y  todas  las 
prestaciones  emanadas  de  los  mismos  se  suprimieron  por  la 
ley  de  29  de  julio  de  1857. 

El  cuatro  por  ciento  impuesto  á  todos  los  frutos  de  la  tier- 
ra y  productos  de  los  ganados  que  estaban  sujetos  á  la  anti- 
gua prestación  decimal,  también  cesó  en  50  de  setiembre 
de  IS'il  con  la  nueva  ley  para  la  dotación  del  culto  y  clero, 
que  posteriormente  fué  abolida  á  consecuencia  del  reciente 
sistema  tributario.  Véase  Contribución  de  bienes  inmuebles, 
cultivo  y  ganadería. 

DSGESTO.  La  compilación  ó  colección  de  las  mejores 
decisiones  de  los  jurisconsultos  romanos ,  hecha  de  orden  del 
emperador  Jusliniano  por  diez  y  siete  magistrados  ó  juristas 
á  cuya  cabeza  se  hallaba  el  célebre  Triboniano.  Véase  De- 
recho romano. 

DS3LACÏON.  El  espacio  de  tiempo  concedido  por  la  ley 
ó  por  el  juez  á  las  partes  para  responder  ó  para  probar  'o 
que  dicen  en  juicio  cuando  fuere  negado.  Llámase  dilación 
porque  dilata  el  juicio ,  y  porque  mientras  dura  el  plazo  nin- 
guna cosa  nueva  se  puede  hacer  en  el  pleito.  Las  dilaciones 
anteriores  á  la  contestación  de  la  demanda  se  llaman  dclibe- 
ralorias ,  porque  se  dan  al  reo  para  deliberar  si  debe  ceder 
ó  litigar,  sujetarse  al  juez  ó  recusarle;  y  las  posteriores  ala 


Dï 

contestación  se  llaman  probatorias,  porque  se  conceden  al 
actor  y  al  reo  para  hacer  sus  probanzas.  Véase  Plazo  y  Tér- 
mino. 

DILATORIO.  Lo  que  sirve  para  prorogar  y  estender  el 
término  judicial  de  una  causa.  Véase  Excepción  dilatoria. 

DILIGENCIA.  La  ejecución  y  cumplimiento  de  un  auto,  i 
acuerdo  ó  decreto  judicial ,  Su  notificación,  etc. 

DILIGENCIERO.  El  que  toma  á  su  cargo  la  solicitud  de 
los  negocios  de  otro;  —  y  antiguamente  el  encargado  por  los 
fiscales  para  evacuar  algunas  diligencias  de  Oficio ,  como 
pruebas  de  hidalguía,  etc. 

DIMISIÓN.  La  renuncia  ó  desapropio  de  un  derecho 
que  nos  pertenece,  ó  de  una  cosa  que  poseemos ,  ó  de  un 
empleo  ó  comisión  que  tenemos  a  nuestro  cargo.  Véase  Re- 
nuncia. 

DIMISORIAS.  El  despacho  que  los  prelados  dan  á  sus 
subditos  eclesiásticos ,  para  que  lícitamente  puedan  recibir 
órdenes  sagrados  de  otro. 

DINERO.  La  moneda  corriente.  Dar  ó  tomar  dinero  á 
interés,  es  prestar  dinero  ó  tomarle  prestado  por  alguna  uti- 
lidad ó  ganancia.  Véase  ínteres  del  dinero ,  Moneda ,  Mutuo 
y  Usura. 

DIPLOMA.  El  despacho,  bula,  privilegio  ú  otro  instru- 
mento autorizado  con  sello  y  armas  de  algún  soberano,  cuyo 
oí  iginal  queda  archivado.  Véase  Priñlegw. 

f  DIPLOMÁTICO.  La  carrera  diplomática  ha  sido  orga- 
nizada por  un  real  decreto  de  8  de  marzo  de  1846  ,  cuyo 
art.  Io.  dice  así  :  La  carrera  diplomática  se  compondrá  de 
embajadores  ordinarios,  embajadores  eslrordinarios ,  minis- 
tros' plenipotenciarios  ,  ministros  residentes ,  encargados  de 
negocios ,  secretarios  de  legación  de  primera  y  segunda  cla- 
se ,  agregados  de  planta  y  agregados  sin  sueldo. 

Los  demás  arts,  hasta  el  número  de  22  pueden  verse  en 
el  Suplemento  al  Diccionario. 

DIPUTACIÓN  provincial.  Cuerpo  civil  administrativo 
que  según  los  artículos  72  y  74  de  la  Constitución  debe  ha- 
ber en  cada  provincia,  elegido,  organizado  y  facultado  en 
la  forma  que  determine  la  ley.  —  Por  la  de  Io.  de  enero 
de  184S  quedó  autorizado  el  gobierno  para  organizar  y  fijar 
las  atribuciones  de  los  ayuntamientos,  diputaciones  provin- 
ciales, gobiernos  políticos,  consejos  provinciales  y  supremo 
de  administración  ,  y  usando  de  dicha  facultad  publicó  en  8 
del  mismo  mes  la  siguiente  ley  relativa  á  la  segunda  de  di- 
chas corporaciones. 
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TÍTULO  I.   - 


,nizqcion  de  las  diputaciones 
provinciales. 


Artículo  Io.  Las  diputaciones  provinciales  se  compondrán 
del  jefe  político,  del  intendente  y  de  tantos  diputados  cuan- 
tos sean  los  partidos  judiciales  en  que  esté  la  provincia  di- 
vidida. 

Art.  2o.  Las  poblaciones ,, que  tengan  mas  de  un  juez  de 
primera  instancia  elegirán  un  número  de  diputados  provin- 
ciales igual  al  de  los  jueces ,  y  se  dividirán  al  efecto  en 
otros  tantos  distritos. 

Art.  3o.  Si  los  partidos  de  la  provincia  no  llegasen  á  nue- 
ve ,  los  de  mayor  población  ,  por  su  orden ,  nombrarán  dos 
diputados  hasta  completar  dicho  número. 

Art.  4o.  La  elección  de  los  diputados  provinciales  por  los 
partidos  judiciales  es  interina.  El  gobierno  queda  encargado 
de  plantear  oportunamente  una  nueva  division  de  distritos 
mas  análoga  al  objeto  de  esta  ley. 

Art-  S°.  El  cargo  de  diputado  provincial  es  honorífico  , 
gratuito  y  obligatorio. 

Art.  6o.  Las  diputaciones  provinciales  se  renovarán  por 
mitad  cada  dos  años.  Cuando  el  número  de  diputados  sea 
impar,  se  renovará  la  mayoría. 


título  ii.   —  Cualidades  necesarias  para  ser 
diputado  provincial. 

Art.  7o.  Para  ser  diputado  provincial  se  necesita  : 

Io.  Ser  español  mayor  de  veinte  y  cinco  años. 

2o.  Tener  una  renta  anual  procedente  de  bienes  prop 
que  no  baje  de  8,000  rs.  vn.,  ó  pagar  500  de  contribuciont 
directas.  En  los  partidos  donde  no  haya  20  personas  que 
tengan  estos  requisitos  ,  por  cada  diputado  que  deban  nom- 
brar se  completará  el  número  con  los  mayores  contribuyen- 
tes que  se  hallen  inscritos  en  las  listas  de  elegibles  para  los 
ayuntamientos  del  partido. 

5o.  Residir  y  llevar  a  lo  menos  dos  años  de  vecindad  en 
la  provincia,  ó  tener  en  ella  propiedades  por  las  cuales  se 
paguen  1,000  rs.  de  contribuciones  directas. 

Art.  8o.  No  pueden  ser  diputados  provinciales: 

Io.  Los  que  al  tiempo  de  las  elecciones  se  hallen  procesa 
dos  criminalmente. 

2o.  Los  que  por  sentencia  judicial  hayan  sufrido  penas 
corporales  aflictivas  ó  infamatorias  y  no  hubieren  obtenido 
rehabilitación.^ 

3o.  Los  que  se  hallen  bajo  la  interdicción  judicial  por  in- 
capacidad física  ó  moral. 

4°.  Los  que  estuviesen  fallidos,  ó  en  suspension  de  pagos 
ó  con  sus  bienes  intervenidos. 

S°.  Los  que  estén  apremiados  como  deudores  á  la  hacien- 
da pública  ó  á  los  fondos  de  la  provincia  como  segundos 
contribuyentes. 

6o!  Los  que  sean  administradores  ó  arrendatarios  de  fin- 
cas de  la  provincia  y  sus  fiadores. 

7o.  Los  contratistas  de  obras  públicas  de  la  misma  y  sus 
fiadores. 

8o.  Los  que  perciban  sueldo  ó  retribución  de  los  fondos 
provinciales  ó  municipales. 

9o.  Los  jueces  de  primera  instancia ,  los  secretarios  y  de- 
mas  empleados  de  los  gobiernos  políticos ,  los  consejeros 
provinciales,  los  contadores,  administradores,  tesoreros  y 
demás  empleados  en  la  recaudación  ,  intervención  y  distri- 
bución de  las  rentas  públicas,  los  ingenieros  civiles  y  los  en- 
cargados de  montes  en  las  provincias  donde  se  hallen  desti- 
nados. 

Art.  9o.  Podrán  escusarse  de  aceptar  el  cargo  de  diputados 
provinciales  : 

Io.  Los  que  habiendo  cesado  en  él  fueren  elegidos,  no 
mediando  el  hueco  de. una  renovación. 

2o.  Los  sexagenarios  ó  físicamente  impedidos. 

3o.  Los  senadores  y  diputados  á  Cortes  ,  y  los  individuos 
de  ayuntamiento ,  hasta  un  año  después  de  haber  cesado  en 
sus  cargos. 

4o.  Los  funcionarios  de  real  nombramiento  que  pueden 
ser  elegidos. 

5o.  Los  que  al  ser  elegidos  ,  no  estén  avecindados  en  la 
provincia. 

título  ni.  —  Del  modo  de  hacer  las  elecciones.     ¡ 

Art.  10.  La  elección  de  diputados  provinciales  se  hará  en 
virtud  de  real  convocatoria  cuando  haya  de  ser  general  ;  y 
en  virtud  de  orden  del  jefe  político  de  la  provincia  cuando 
sea  parcial  solamente. 

Art.  11.  Los  diputados  provinciales  serán  nombrados  por 
los  mismos  electores  que  elijan  los  diputados  á  Cortes ,  sir- 
viendo al  efecto  las  mismas  listas  con  las  últimas  rectifica- 
ciones que  en  ellas  se  hubieren  hecho. 

Art.  12.  El  jefe  político  cuidará  de  la  publicación  de  dichas 
listas  para  conocimiento  de   los  electores ,  y  las  remitirá 
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oportunamente  á  los  alcaldes  ele  los  pueblos  cabezas  de  dis- 
trito electoral.  t,   „ 

Art.  to.  El  jefe  político,  tan  luego  como  se  publique  esta 
ley,  procederá,  si  el  número  de  electores  ó  la  demasiada  es- 
tension  de  los  partidos  judiciales  lo  exigiese,  á  dividirlos  en 
los  distritos  electorales  que  mas  convenga,  y  señalará  para 
cabezas  de  distrito  los  pueblos  donde  mas  fácilmente  se 
pueda  ir  á  votar.  Hecha  esta  division,  la  pasará  al  gobierno 
para  su  aprobación.  Si  no  hubiese  necesidad  de  dividir  al- 
gún partido  judicial  en  distritos  electorales,  la  elección  se 
hará  solamente  en  la  cabeza  del  partido. 

Art.  Vi.  Aprobada  por  el  gobierno  la  demarcación  de  los 
distritos  electorales,  servirá  para  todas  las  elecciones  sucesi- 
vas, no  pudiéndose  hacer  variación  alguna  sin  que  la  apruebe 
también  el  gobierno  en  virtud  de  espediente  que  se  formará 
al  efecto. 

Art.  Ib.  El  primer  dia  señalado  para  la  votación  se  reu- 
nirán los  electores  á  las  nueve  de  la  mañana  en  el  sitio  de- 
signado con  tres  dias  de  anticipación  por  el  alcalde  de  la 
cabeza  del  distrito,  y  bajo  la  presidencia  del  mismo  alcalde 
ó  de  quien  haga  sus  veces. 

Art.  16.  Para  la  constitución  de  la  mesa  se  asociarán  al 
alcalde,  teniente  ó  regidor  que  presida,  dos  electores  nom- 
brados por  el  mismo  de  entre  los  presentes.  Los  electores 
que  concurran  en  el  primer  dia  y  primera  hora  de  votación, 
entregarán  al  presidente  una  papeleta,  que  podrán  llevar 
escrita  ó  escribir  en  el  acto  ,  en  la  cual  se  designarán  dos 
electores  para  secretarios  escrutadores.  El  presidente  depo- 
sitará la  papeleta  en  la  urna  á  presencia  del  elector.  Con- 
cluida esta  votación  se  verificará  el  escrutinio  ,  y  quedarán 
nombrados  secretarios  escrutadores  los  cuatro  electores  que 
hallándose  presentes  al  tiempo  del  escrutinio  hayan  reunido 
á  su  favor  mayor  número  de  votos.  Estos  secretarios  con  el 
alcalde  ,  teniente  ó  regidor  presidente,  constituirán  defini- 
tivamente la  mesa. 

Si  por  resultado  del  escrutinio  no  saliese  el  número  sufi- 
ciente de  secretarios  escrutadores,  el  presidente  y  los  elegi- 
dos nombrarán  de  entre  los  electores  presentes  los  que  falten 
para  completar  la  mesa. 

En  caso  de  empate  decidirá  la  suerte. 

Art.  17.  Constituida  la  mesa  empezará  la  votación,  que 
durará  tres  dias,  á  no  ser  que  antes  hubiesen  dado  su  voto 
todos  los  electores  del  distrito.  La  votación  será  secreta. 

El  presidente  entregará  una  papeleta  rubricada  al  elec- 
tor; este  escribirá  en  ella  dentro  del  local  y  á  la  vista  de  la 
mesa,  ó  hará  escribir  por  otro  elector,  el  nombre  del  can- 
didato ó  candidatos;  y  el  presidente  introducirá  la  papeleta 
en  la  urna  delante  del  mismo  elector,  cuyo  nombre  y  vecin- 
dad se  anotarán  en  una  lista  numerada. 

Art.  18.  Las  operaciones  electorales  empezarán  á  las  nueve 
de  la  mañana  y  terminarán  á  las  dos  de  la  tarde. 

Art.  19.  Luego  que  se  concluya  la  votación  de  cada  dia, 
ol  presidente  y  los  secretarios  harán  el  escrutinio  de  los 
votos  ,  leyendo  en  alta  voz  las  papeletas  ,  confrontando  el 
numero  de  ellas  con  el  de  los  votantes  anotados  en  la  lista,  y 
cstenderán  del  resultado  el  acta  correspondiente. 

Art.  20.  En  todo  escrutinio  leerá  el  presidente  en  alta  voz 
las  papeletas,  y  del  contenido  de  ellas  se  cerciorarán  los  se- 
cretarios escrutadores. 

Art.  21.  Cuando  las  papeletas  contengan  mas  nombres 
que  los  precisos  ,  serán  nulos  los  votos  dados  á  los  últimos 
sobrantes  ;  pero  valdrán  los  de  las  papeletas  que  contengan 
menos  nombres  que  los  precisos. 

Art.  22.  Terminado  el  escrutinio,  y  anunciado  el  resultado 
á  los  electores ,  se  quemarán  á  presencia  del  público  todas 
las  papeletas. 

Art.  23.  Antes  de  las  nueve  de  la  mañana  del  dia  si- 
guiente se  fijará  en  la  parte  esterior  del  edificio  donde  se  ; 
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celebre  la  elección  ,  la  lista  nominal  de  todos  los  electores 
que  hayan  concurrido  á  votar  el  dia  anterior,  y  el  resumen 
de  los  votos  que  cada  uno  haya  obtenido. 

Art.  24.  Al  dia  siguiente  de  haberse  acabado  la  votación  , 
y  á  la  hora  de  las  diez  de  la  mañana ,  el  presidente  y  secre- 
tarios formarán  el  resumen  general  de  votos,  v  estenderán 
y  firmarán  el  acta  de  todo  el  resultado,  espresando  el  número 
total  de  los  electores  que  hubiere  en  el  distrito,  el  número 
de  los  que  han  tomado  parte  en  là  elección,  y  el  de  los  votos 
que  cada  candidato  haya  obtenido.  Copia  autorizada  de  esta 
acta  se  remitirá  al  jefe  político  de  la  provincia. 

Guando  la  elección  se  hubiere  hecho  solamente -en  la  ca- 
beza'del  partido  judicial ,  se  proclamará  diputado  provincial 
desde  luego  al  que  hubiere  obtenido  mayor  número  de  vo- 
tos; pero  el  escrutinio  de  que  habla  el  párrafo  anterior  se 
hará  ante  el  ayuntamiento  pleno  del  mismo  pueblo ,  en  la 
forma  y  bajo  la  presidencia  que  se  determina  en  el  art.  26. 

Art.  2b.  El  presidente  y  los  cuatro  secretarios  nombrarán 
de  entre  ellos  mismos  un  comisionado  para  que  lleve  á  la 
capital  del  partido  copia  certificada  del  acta  del  distrito,  y 
asistaal  escrutinio  general  de  votos.  El  acta  original  quedará 
en  el  archivo  del  ayuntamiento. 

Art.  26.  Este  escrutinio  general  se  hará  ante  el  ayunta- 
miento pleno  de  la  cabeza  del  partido,  á  los  seis  dias  de 
haberse  concluido  las  elecciones  en  los  distritos  electorales; 
presidirá  el  jefe  político  ó  la  persona  que  designe ,  y  harán 
de  escrutadores  los  dos  comisionados  que  sean  al  efecto 
elegidos.  Si  por  enfermedad  ,  muerte,  ó  por  cualquiera  otra 
causa  no  concurriese  algún  comisionado,  se  remitirá  la  copia 
certificada  del  acta  que  le  corresponde  al  presidente,  el 
cual  la  presentará  á  la  junta  para  que  se  verifique  el  escru 
tinio. 

Art.  27.  En  los  pueblos  donde  hubiere  varios  partidos  se 
hará  el  escrutinio  general  de  todos  ante  el  ayuntamiento 
pleno  del  mismo  pueblo  ;  pero  con  separación  unos  partidos 
de  otros. 

Art.  28.  Hecho  el  resumen  general  de  los  votos  por  el 
escrutinio  de  las  actas  dé  los  distritos  electorales  ,  el  presi- 
dente proclamará  diputado  al  candidato  que  hubiese  obte- 
nido mayor  número  de  votos,  decidiendo  la  suerte  en  caso 
de  empate. 

Art.  29;  El  presidente  y  escrutadores  en  cada  distrito 
electoral  y  el  presidente  y  comisionados  de  la  junta  general 
de  escrutinio  ,  resolverán  cada  dia  definitivamente  y  á  plu- 
ralidad de  votos  cuantas  dudas  y  reclamaciones  se  presen- 
ten, espresándolas  en  el  acta,  como  igualmente  las  resolucio- 
nes que  acerca  de  ellas  se  hubieren  acordado. 

Art.  30.  La  junta  de  escrutinio  no  tendrá  facultad  para 
anular  ninguna  acta  ni  voto;  pero  podrá  dejar  consignadas 
en  su  acta  las  reclamaciones  ó  dudas  que  sobre  este  punto 
se  presenten,  y  su  opinion  acerca  de  las  mismas. 

Art.  51.  El  acta  original  se  depositará  en  el  archivo  del 
ayuntamiento  de  la  cabeza  departido;  y  una  copia  certifi- 
cada de  ella  se  pasará  al  jefe  político. 

Art.  32.  El  jefe  político  ,  oido  el  consejo  provincial ,  si  no 
hubiere  reclamaciones  atendibles  ,  y  hallare  arreglada  la 
elección ,  estenderá  el  nombramiento  correspondiente  á  los 
que  hayan  resultado  diputados,  y  se  lo  comunicará  para  su 
conocimiento, 

Art.  33.  Si  el  jefe  político,  oido  el  consejo  provincial, 
hallare  nulidades  en  la  elección ,  ó  si  hubiere  reclamaciones 
contra  su  validez,  pasará  todos  los  documentos  con  su  in- 
forme al  gobierno ,  el  cual  declarará  si  es  válida  dicha  elec- 
ción ,  ó  si  ha  de  verificarse  de  nuevo  en  el  todo  ó  en  alguna 
de  sus  partes. 

.  Art.  54.  El  jefe  político  ,  de  acuerdo  con  el  consejo  pro- 
vincial, decidirá  si  el  diputado  electo  tiene  ó  no  las  cualida- 
des que  para  este  cargo  exige  la  presente  ley,  y  en  la  misma 
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forma  fallará  también  sobre  las  solicitudes  de  esencion.  De 
estas  resoluciones  podrán  los  interesados  apelar  al  gobierno, 
quien  resolverá  definitivamente. 

Art.  55.  El  diputadoque  fuese  elegido  por  dos  ó  mas  par- 
tidos ,  optará  por  uno  de  ellos  :  en  los  demás  se  procederá  á 
nueva  elección  para  su  reemplazo.  También  se  procederá  á 
nueva  elección  siempre  que  un  diputado  cese,  por  cualquier 
motivo  ,  en  el  desempeño  de  su  encargo;  fuera  del  caso  en 
que  solo  falten  seis  meses  para  renovación  ordinaria. 

título  iv  —  De  las  sesiones  de  las  diputaciones 
provinciales. 

Art.  36.  Las  diputaciones  provinciales  celebrarán  anual- 
mente dos  reuniones  ordinarias  en  las  épocas  que  determine 
el  gobierno. 

77  ;fn.s  cesiones  durarán  veinte  dias  en  cada  época,  á  me- 
nos que  no  se  hallen  concluidos  los  trabajos  de  la  diputa- 
ción ,  en  cuyo  caso  podrá  el  jefe  político  prorogarlas  hasta 
por  otros  veinte  dias  mas ,  si  lo  creyere  necesario. 

Art.  37.  Podrá  haber  reuniones  estraordinarias  : 

Io.  En  los  casos  y  para  los  objetos  que  textualmente  estén 
prevenidos  por  las  leyes.  Entonces  las  convocará  el  jefe 
político,  dando  parte  al  gobierno. 

2o.  Cuando  lo  disponga  el  gobierno,  fijando  en  el  decreto 
de  convocación ,  que  podrá  ser  general ,  ó  parcial  para  una 
ó  mas  provincias ,  el  objeto  de  que  ha  de  tratarse  ,  y  el 
tiempo  que  haya  de  durar  la  reunion. 

Art.  58.  La  apertura  de  cada  reunion  de  las  diputaciones 
se  hará  siempre  leyendo  el  jefe  político  el  real  decreto  de 
convocatoria ,  y  tomando  en  seguida  el  juramento  á  los  di- 
putados que  no  lo  hubieren  prestado. 

Art.  39.  Toda  reunion  de  la  diputación  provincial  fuera 
de  los  casos  señalados  en  los  artículos  36  y  37,  es  nula,  y  de 
ningún  valor  cuanto  én  ella  se  acordare ,  sin  perjuicio  de  la 
responsabilidad  en  que  por  ella  incurran  los  diputados. 

Art.  ftO.  El  jefe  político,  ó  quien  hiciere  sus  veces,  es  el 
presidente  nato  de  la  diputación  provincial.  Cuando  no  asista 
á  las  sesiones,  presidirá  el  intendente,  y  en  ausencia  de  am- 
bos el  diputado  de  mas  edad. 

Art.  h\.  La  diputación  provincial,  en  el  primer  dia  de 
cada  reunion  ordinaria  ó  estraordinaria ,  nombrará  de  entre 
sus  individuos  un  secretario  y  un  vicesecretario,  que  actua- 
rán solo  mientras  dure  dicha  reunion. 

Art.  42.  Los  diputados  concurrirán  á  la  capital  de  la  pro- 
vincia siempre  que  fuere  legítimamente  convocada  la  dipu- 
tación. El  jefe  político, habiendo  motivo  legítimo,  podrá  dis- 
pensarles la  asistencia  por  un  término  limitado. 

Art.  43.  Los  diputados  que  falten  à  las  sesiones  sin  la  de- 
bida autorización  serán  amonestados  primera  y  segunda  vez 
por  el  jefe  político  ,  y  si  aun  así  no  asistiesen  ,  podrá  este 
imponerles  la  multa  de  500  a  2,000  rs..  participándolo  al 
gobierno. 

Art.  44.  Para  formar  acuerdo  se  necesita  que  esté  pre- 
sente la  mitad  mas  uno  de  los  diputados.  Si  la  mayoría  de  la 
diputación  se  negase  á  asistir,  después  de  amonestados  hasta 
tres  veces  los  diputados  refractarios ,  y  de  exigirseles  el 
máximo  déla  multa,  los  que  concurran  despacharán  los  ne- 
gocios mas  urgentes.  El  jefe  político  dará  inmediatamente 
cuenta  al  gobierno  para  la  resolución  que  convenga. 

Art.  45.  Las  sesiones  serán  siempre  à  puerta  cerrada  , 
escepto  on  los  casos  especiales  determinados  por  las  leyes. 
Las  votaciones  se  verificarán  á  mayoría  absoluta  de  votos. 
Ninguno  de  los  individuos  presentes  podrá  abstenerse  de  vo- 
tar, pero  sí  salvar  su  voto  y  hacerlo  constar  en  el  acta. 

Art.  46.  En  caso  de  empate,  se  repetirá  la  votación  en  la 
sesión  inmediata  ;  y  si  en  esta  saliese  también  empatada,  de- 
cidirá el  voto  del  presidente. 


-  560  -  DI 

Art.  47.  La  votación  se  hará  por  escrutinio  secreto  siem- 
pre que  lo  pida  la  mitad  mas  uno  dé  los  individuos  pre- 
sentes. 

Art.  48.  Los  acuerdos  serán  firmados  por  el  que  hubiere 
presidido,  y  por  el  secretario.  Las  diputaciones  no  podrán 
publicarlos  sin  previo  permiso  del  jefe  político. 

Art.  49.  El  jefe  político  será  el  único  conducto  por  donde 
se  comunique  la  diputación  con  el  gobierno,  con  las  autori- 
dades y  con  los  particulares. 

Art.  SO.  El  jefe  político  será  también  el  único  á  quien 
competa  llevar  á  efecto  los  acuerdos  que  la  diputación  to- 
mare dentro  del  círculo  de  sus  atribuciones.  Si  aquel  hallase 
que  esta  se  ha  escedido  en  algo ,  suspenderá  su  ejecu- 
ción ,  dando  cuenta  al  gobierno  para  la  resolución  conve- 
niente. 

Art.  SI.  Todos  los  asuntos  ó  espedientes  en  que  deban 
entender  las  diputaciones ,  se  instruicán  en  las  oficinas  del 
gobierno  político  de  la  provincia  con  la  mayor  puntualidad  , 
y  se  tendrán  preparados  para  cuando  aquellas  empiecen 
sus  sesiones.  A  cargo  del  archivero  y  dependientes  de  las 
mismas  oficinas  estarán,  con  la  debida  separación  é  índice 
peculiar,  las  actas  y  documentos  de  la  diputación. 

Art.  52.  El  jefe  político  puede,  en  casos  muy  graves, 
suspender  las  sesiones  de  la  diputación  provincial,  y  á  alguno 
ó  algunos  de  sus  individuos  ,  dando  cuenta  inmediatamente 
al  gobierno.  Si  el  caso  no  fuere  urgente  ,  consultará  pri- 
mero. 

Art.  53.  El  rey  puede  suspender  las  sesiones  de  las  dipu- 
taciones provinciales  ,  y  disolver  á  estas  ó  separar  á  uno  ó 
mas  individuos  de  ellas;  todo  sin  perjuicio  de  pasar  luego£ 
si  lo  creyese  necesario  ,  noticia  de  los  hechos  al  juez  ó  tri- 
bunal competente  para  la  oportuna  formación  de  causa. 

Los  individuos  pertenecientes  à  la  diputación  disuelta,  ó 
los  que  fueren  separados  del  modo  que  en  este  artículo  se 
dice,  no  podrán  ser  reelegidos  hasta  pasados  dos  años. 

Art.  54.  En  caso  de  disolución  de  una  diputación  provin- 
cial, se  convocará  á  nueva  elección  para  su  reemplazo  den- 
tro del  término  dé  tres  meses. 

título  v.  —  Atribuciones   de  las  diputaciones 
provinciales. 

Art.  5b.  Es  atribución  de  las  diputaciones  provinciales 
conformándose  á  lo  que  determinen  las  leyes  y  regla- 
mentos : 

Io.  Repartir  entre  los  ayuntamientos  de  la  provincia  las 
contribuciones  generales  del  Estado,  y  las  derramas  para 
gastos  provinciales  de  cualquiera  clase. 

2o.  Señalar  álos  ayuntamientos  el  número  de  hombres 
que  les  corresponda  para  el  reemplazo  del  ejército. 

5o.  Decidir  en  las  primeras  sesiones  de  cada  año,  y  antes 
de  proceder  á  nuevos  repartimientos ,  las  reclamaciones  que 
se  hiciesen  contra  los  indicados  en  los  párrafos  anteriores. 

4o.  Proponer  á  la  aprobación  del  gobierno  los  arbitrios 
que  fueren  necesarios  para  cualquier  objeto  de  interés  pro- 
vincial, previo  e)  oportuno  espediente. 

5o.  Dirigir  al  rey  por  conducto  del  jefe  político  las  expo- 
siciones que  crean  oportunas  sobre  asuntos  de  utilidad  para 
la  provincia,  y  sus  observaciones  sobre  el  estado  que  en  !a 
misma  tengan  los  diferentes  ramos  de  la  administración,  y 
sobre  las  mejoras  de  que  sean  susceptibles. 

Art.  56.  Lus  diputaciones  provinciales  pueden  deliberar, 
con  sujeción  á  las  leyes  y  reglamentos  : 

Io.  Sobre  el  modo  de  administrar  las  propiedades  quo 
tenga  la  provincia,  condiciones  de  los  arriendos,  ó  nombra- 
miento de  administradores. 

2o.  Sobre  la  compra,  venta  y  cambio  de  propiedades  de 
la  misma. 
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5o.  Sobre  el  uso  ó  destino  de  los  edificios  pertenecientes  á 
ra  provincia. 

4o.  Sobre  los  establecimientos  provinciales  que  convenga 
crear  ó  suprimir,  y  las  obras  de  toda  clase  que  puedan  ser 
de  utilidad  para  la  provincia. 

b°.  Sóbrelos  litigios  que  convenga  intentar  ó  sostener. 

6o.  Sobre  la  aceptación  de  donativos,  mandas  ó  legados. 

7o.  Sobre  todos  los  demás  asuntos  acerca  de  los  cuales  las 
leyes  conceden  ó  concedieren  en  adelante  el  derecho  de  de- 
liberar á  las  diputaciones. 

Los  deliberaciones  acerca  de  los  asuntos  de  que  habla  este 
artículo,  solo  se  llevarán  á  efecto  después  de  aprobadas  por 
el  gobierno,  ó  por  los  jefes  políticos  respectivos ,  con  arre- 
glo á  le  que  para  cada  caso  dispongan  las  leyes. 

Art.  S7.  Se  oirá  el  informe  de  las  diputaciones  provin- 
ciales : 

Io.  Sobre  la  formación  de  nuevos  ayuntamientos,  union  y 
segregación  de  pueblos. 

S°.  Sobre  la  demarcación  de  límites  de  la  provincia,  parti- 
dos y  ayuntamientos,  y  señalamiento  de  capitales. 

3o.  Sobre  los  establecimientos  de  beneficencia,  instruc- 
ción pública  ,  ú  otros  cualesquiera  de  utilidad  para  la  pro- 
vincia que  convenga  crear  ó  suprimir  en  ella. 

4o.  Sobre  la  necesidad  ó  conveniencia  de  ejecutar  toda 
clase  de  obras  públicas  que,  no  siendo  del  cargo  esclusivo 
del  Estado  ó  de  los  ayuntamientos,  hayan  de  costearse  por 
los  fondos  provinciales,  como  igualmente  sobre  la  elección 
de  los  planos,  formación  de  presupuestos ,  y  condiciones  de 
las  contratas. 

5o.  Sobre  todas  las  cuestiones  relativas  á  las  obras  públi- 
cas que  interese  al  Estado  construir,  cuando  la  provincia, 
por  sí  sola,  ó  en  union  con  otras,  tenga  parte  en  ellas. 

6o.  Sobre  cualquier  otro  objeto  que  determinen  las  leyes, 
ó  cuando  el  gobierno  ó  el  jefe  político  de  la  provincia  ten- 
gan á  bien  oir  su  dictamen. 

Art.  S8.  Las  diputaciones  provinciales  no  podrán  delibe- 
rar sobre  mas  asuntos  que  los  comprendidos  en  la  presente 
ley;  ni  hacer  por  sí,  ni  prohijar,  ni  dar  curso  á  esposicio- 
nes  sobre  negocios  políticos,  ni  publicar  sin  permiso  del  jefe 
político  las  esposiciones  que  hicieren  dentro  del  círculo  de 
sus  atribuciones,  como  tampoco  otro  papel  alguno,  sea  de  la 
clase  que  fuere. 

Art.  59.  Ninguna  acción  judicial  se  intentará  contra  una 
provincia,  sino  á  los  dos  meses  de  haberse  dado  por  el  inte- 
resado conocimiento  al  jefe  político  de  la  reclamación  y  de 
los  motivos  en  que  se  funda.  En  caso  urgente  podrá  inten- 
tarse desde  luego;  pero  se  guardará  para  su  prosecución  el 
plazo  indicado. 

El  jefe  político  representa  en  juicio  á  la  provincia;  pero  en 
el  caso  de  que  la  acción  se  intentare  contra  el  Estado,  la  di- 
putación nombrará  uno  de  sus  vocales  para  que  la  siga  en 
su  nombre. 

título  Vi.  —  Del  presupuesto  provincial. 

Art.  CO.  El  jefe  político  formará  el  presupuesto  anual  de 
la  provincia  :  la  diputación  provincial  lo  discutirá  y  votará, 
aumentándolo  ó  disminuyéndolo,  y  lo  aprobará  el  rey. 

Art.  61.  Los  gastos  que  se  incluyan  en  el  presupuesto  se 
dividirán  en  obligatorios  y  voluntarios. 
Son  obligatorios  : 

i°.  Los  gastos  que  exija  la  conservación  de  las  fincas  que 
téngala  provincia,  y  el  alquiler  ó  reparación  de  las  que  se 
destinen  al  uso  de  establecimientos  provinciales. 
.     "-20.  Las  contribuciones  correspondientes  á  las  propiedades 
que  poséala  provincia. 

5o.  Las  deudas  exigibles  déla  misma. 

íi°.  La  parte  que  corresponda  á  cada  provincia  pava  man- 
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provin- 


tenimiento  de  los  presos  pobres  en  las  cárceles  de  las  au- 
diencias. 

5o.  Los  gastos  de  conservación  y  reparación  de  los  puen- 
tes y  caminos  provinciales  y  demás  obras  de  utilidad  parti- 
cular de  la  provincia,  ó  en  las  que  entre  á  la  parte  con  el 
Estado  ó  con  otras  provincias. 

6°.  Los  que  ocasionen  los  museos  y  bibliotecas 
cíales. 

7o.  Los  que  sean  necesarios  para  los  establecimientos  de 
beneficencia  é  instrucción  pública  de  toda  clase  que  haya  ó 
debe  haber  en  cada  provincia  ,  con  arreglo  á  las  leyes,  ó  el 
suplemento  necesario  de  gastos  cuando  dichos  estableci- 
mientos tengan  rentes  que  no  sean  suficientes. 

8o.  Los  gastos  indispensables  para  todas  las  juntas,  comi- 
siones ó  corporaciones  establecidas  por  punto  general  en 
las  provincias  para  cualquier  ramo  del  servicio  público. 

9o.  Los  gastos  que  se  hagan ,  tanto  en  la  capital  como  en 
los  distritos,  para  las  elecciones  de  diputados  á  Cortes  y  pro- 
vinciales. 

10°.  La  suscripción  al  boletín  oficial  y  á  cualquier  perió- 
dico que  establezca  el  gobierno  con  el  objeto  de  íomentar  la 
industria  ó  la  instrucción  pública. 

1 1°.  Los  gastos  de  escritorio,  estrados,  impresiones  y  cor- 
respondencia oficial. 

12°.  Todos  los  demás  gastos  que  están  prescritos  á  las 
provincias  por  las  leyes ,  ó  que  en  adelante  se  prescri- 
bieren. 

Art.  62.  Los  gastos  no  comprendidos  en  la  enumeración 
anterior  entrarán  en  la  clase  de  voluntarios. 

Art.  63.  Si  por  cualquiera  causa  no  se  hallase  aprobado 
el  nuevo  presupuesto  á  principio  del  año,  continuará  rigiendo 
el  del  anterior;  pero  si  en  Io.  de  marzo  no  hubiere  evacuado 
su  informe  la  diputación  provincial,  el  presupuesto  seguirá 
sus  demás  trámites  hasta  la  definitiva  aprobación  de  S.'M. 

Art.  64.  El  gobierno  podrá  reducir  ó  desechar  cualquiera 
partida  de  gastos  voluntarios  incluida  en  el  presupuesto 
provincial  ;  pero  no  hará  aumento  alguno  ,  á  no  ser  en  la 
pa-te  relativa  á  gastos  obligatorios. 

En  ambos  casos  se  oirá  precisamente  al  jefe  político  y  á 
la  diputación. 

Art.  6o.  Si  el  producto  de  los  ingresos  no  bastase  á  cu- 
brir el  presupuesto  de  gastos  obligatorios  ,  se  llenará  el  dé- 
ficit por  medio  de  una  derrama  entre  los  pueblos  de  la 
provincia,  ó  aumentando  proporcionalmente  las  contribucio- 
nes directas  que  correspondan  á  la  misma  ;  en  uno  y  otro 
caso  deberá  ser  este  arbitrio  aprobado  por  el  gobierno  á 
propuesta  de  la  diputación. 

Art.  66.  Podrá  incluirse  en  el  presupuesto  provincial , 
para  gastos  imprevistos ,  una  partida  proporcionada  ,  de  la 
que  dispondrá  el  jefe  político,  dando  cuenta  justificada  de  su 
inversion. 

Art.  67.  Si  aprobado  el  presupuesto  provincial,  se  reco- 
nociese la  necesidad  de  un  aumento  de  gastos  para  objetos 
indispensables,  se  seguirán  para  la  aprobación  de  este  pre- 
supuesto adicional  los  mismos  trámites  que  para  el  ordinario. 

Art.  68.  Ninguna  provincia  podrá  contraer  empréstitos 
sin  estar  espresamente  autorizada  por  una  ley. 

Art.  69.  Los  fondos  provinciales  se  tendrán  con  la  debida 
separación  de  cualesquiera  otros.  El  depositario  no  hará 
pago  alguno,  sino  en  virtud  de  libramiento  del  jefe  político, 
y  hasta  la  cantidad  incluida  en  el  presupuesto  provincial 
para  cada  establecimiento  ,  ramo  ó  servicio  público. 

.  Art.  70..  Al  principio  de  cada  año  se  formará  la  cuenta 
délos  gastos  del  año  anterior;  la  diputación  provincial  la 
examinará  y  glosará  ,  y  con  su  aprobación,  ó  con  los  repa- 
ros que  ponga ,  se  pasará  al  gobierno. 

Art.  71.  El  presupuesto  anual  de  la  provincia  y  la  cuenta 
del  jefe  político  se  publicarán  ea  el  boletín  oficial. 
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Art.  72.  El  gobierno  espedirá  los  reglamentos  é  instruc- 
ciones necesarias  para  la  ejecución  de  esta  ley  en  todas  sus 
partes. 

Art.  73.  Quedan  derogadas  todas  las  leyes,  decretos  y 
ilisposiciones  vigentes  relativas  á  diputaciones  provinciales , 
gue  sean  contrarias  á  la  presente  ley. 

|  En  el  Suplemento  se  hallarán  varias  reales  órdenes  y 
disposiciones  sobre  diputaciones  provinciales,  que  han  salido 
posteriormente  á  la  publicación  del  Diccionario  de  Escriche. 

DIPUTADOS  provinciales.  No  gozan  de  fuero  alguno 
especial  y  dehen  ser  procesados  en  los  juzgados  ordinarios, 
aun  por  delitos  cometidos  en  el  ejercicio  de  sus  atribuciones  : 
real  orden  de  29  de  abril  de  1846  desconformidad  con  el 
dictamen  de  la  sección  de  gracia  y  justicia  del  consejo  real. 
—  Han  cesado  de  concurrir  con  las  audiencias  á  las  visitas 
generales  de  cárceles  por  haberse  declarado  en  real  orden 
de  26  de  setiembre  de  1843  que  su  intervención  en  dichos 
actos  no  era  compatible  con  el  objeto  actual  de  las  dipu- 
taciones provinciales. 

DIPUTADO.  La  persona  nombrada  por  algún  cuerpo 
para  representarle. 

DIPUTADOS  del  común.  Los  sugetos  que  en  cada  pueblo 
elegía  lodo  el  vecindario  por  medio  de  veinte  ycuatro  comi- 
sarios electores  que  nombraba  á  este  fin  ,  para  vigilar  la  con- 
ducta de  los  concejales  en  el  manejo  de  los  abastos,  y  evitar 
los  perjuicios  que  pudieran  seguirse  por  su  mala  adminis- 
tración. No  podia  recaer  la  elección  en  ningún  regidor  ni 
individuo  del  .ayuntamiento ,  ni  en  persona  que  estuviese 
dentro  del  cuarto  grado  de  parentesco  con  ellos ,  ni  en  quien 
fuese  deudor  del  común  ,  no  pagando  de  contado ,  ni  en  el 
que  hubiese  ejercido  los  dos  años  anteriores  oficio  de  repú-, 
blica.  En  el  dia  no  existen  estos  oficios. 

-)-  DIRECCIÓN  de  la  cria  caballar  española.  Por  de- 
creto de  7  de  octubre  de  1847,  se  refundió  en  el  Consejo 
Real  de  agricultura,  industria  y  .comercio,  cuyo  artículo 
puede  consultarse. 

f  DIRECCIÓN    GENERAL  DE  'ADUANAS  V  ARANCELES.  La 

oficina  central  de  la  Hacienda  pública  que  tiene  á  su  cargo 
los  ramos  de  aduanas,  aranceles,  cuarta  parte  de  comisos, 
fincas  de  la  Hacienda  pública,  arbitrios  de  las  juntas  de 
comercio  y  los  de  sanidad. 

Las  atribuciones  del  jefe  de  esta  oficina  pueden  verse  en 
el  cap.  Io.  de  la  Instrucción  de  23  de  mayo  de  1843,  y  se 
halla  en  el  Suplemento  al  Diccionario  de  Escriche.    ' 

f  DIRECCIOW   GENERAL  DE  CONTRIBUCIONES   DIRECTAS. 

Tiene  á  su  cargo  los  ramos  de  contribución  de  bienes  in- 
muebles, cultivo  y  ganadería  ,  subsidio  industrial  y  de  co- 
mercio ,  veinte  por  ciento  de  propios ,  renta  de  población  » 
regalía  de  aposento,  lanzas  y  medias  anatas  y  atrasos  é 
incidencias  de  la  contribución  de  inquilinatos  ,  paja  y  uten- 
silios ,  frutos  civiles,  culto  y  clero,  manda  pia,  medias  anatas 
de  empleados,  catastro  equivalente  ,  talla  ,  servicio  de  Na- 
varra y  donativo  de  las  Provincias  Vascongadas,  cuarteles 
de  Madrid  en  la  parte  de  repartimiento,  y  de  la  contribución 
estraordinaria  de  guerra.  ** 

En  todos  estos  ramos  tiene  el  director  las  mismas  atribu- 
ciones que  en  el  suyo  respectivo  el  de  aduanas  y  aranceles. 
Véase  Dirección  general  de  aduanas  y  aranceles. 

-¡-DIRECCIÓN  GENERAL  DE  CONTRIBUCIONES  INDIRECTAS. 

Son  de  su  incumbencia  el  derecho  de  consumo  de  especies 
determinadas,  el  de  hipotecas,  el  de  puertas,  el  diez  por 
ciento  de  partícipes  ,  los  arbitrios  de  amortización  no  supri- 
midos, y  los  atrasos  é  incidentes  de  las  rentas  provinciales, 
medio  por  ciento  de  hipotecas ,  decimales,  derecho  de  suce- 
siones é  impuestos  estinguidos. 

Corresponden  al  jefe  de  esta  oficina  central  en  dicnos  ramos 
las  atribuciones  designadas  al  de  adcrn!«  v  aranceles  en  su 
respectivo  artículo,  adonde  puede  acudir  el  lector. 


f  DIRECCIÓN  GENERAL  DE  RENTAS  ESTANCADAS.  Tiene 

á  su  cargo  la  renta  de  tabacos ,  de  sal,  de  papel  sellado, 
documentos  de  giro  y  de  protección  y  seguridad  pública, 
de  salitre,  azufre  y  pólvora,  la  espedicion  y  toma  de  razón 
de  títulos,  las  penas  de  cámara,  la  bolla  de  naipes  y  alcances 
de  empleados. 

En  todos  estos  ramos  corresponden  al  director  las  mismas 
atribuciones  que  tiene  en  los  suyos  respectivos  el  de  aduanas 
y  aranceles. 

f  DIRECCIÓN  GENERAL  DE    FINCAS  DEL  ESTADO.   Tiene 

á  su  cargo  los  bienes  nacionales ,  las  casas  de  moneda  ,  las 
minas  de  Almadén,  de  Riotinto  y  de  Linares  y  todas  las  fincas 
que  se  administran  por  la  Hacienda  pública. 

El  jefe  de  esta  oficina  central  tiene  las  mismas  atribuciones 
y  facultades  que  los  demás  directores  generales  de  rentas, 
y  es  presidente  de  la  junta  de  Venta  de  bienes  nacionales. 
Rl.  decr.  de  14  de  enero  de  1848. 

•J-  DIRECCIÓN  GENERAL  DE  LA   DEUDA  PÚRMCA.  Oficina 

superior  compuesta  de  un  director  general,  un  contador, 
un  tenedor  del  gran  libro,  una  junta  directiva  y  un  fiscal 
con  los  empleados  subalternos  necesarios. 

Las  atribuciones  de  la  junta  directiva  son  :  Io.  Resolver 
sobre  los  documentos  que  se  presenten  para  ser  elevados  á 
cualquiera  de  las  categorías  de  los  créditos  del  Estado ,  des- 
pués de  preparados  debidamente  por  la  sección  de  liqui- 
dación ,  y  oido  el  fiscal.  2o.  Acordar  el  pago  de  los  intereses 
de  la  deuda  pública  y  la  amortización  prevenida  por  las 
leyes.  3o.  Determinar  el  empleo  de  todos  los  fondos  que  re- 
sulten sobrantes  de  los  aplicados  por  el  presupuesto  á  la 
deuda  del  Estado  en  la  compra  y  amortización  de  títulos  de 
la  misma ,  dando  cuenta  al  ministerio  de  los  títulos  amortiza- 
dos. 4o.  Proceder  á  los  sorteos ,  conversiones  ó  cualesquiera 
otras  ventajas  que  las  leyes  concedan  á  los  acreedores  del 
Estado.  Y  5o.  proceder  á  la  quema  de  todo  documento  de 
crédito  amortizado  con  las  formalidades  establecidas  en  el 
real  decreto  de  13  de  marzo  de  1837. 

Véase  en  el  Suplemento  al  Diccionario  lo  dispuesto  sobre 
el  fiscal  de  la  deuda  pública. 

-j-  DIRECCIÓN  general  de  loterías.  Las  atribuciones 
y  obligaciones  del  jefe  de  esta  oficina  central  pueden  verse 
en  la  instrucción  de  18  de  noviembre  de  1836 ,  transcrita 
en  el  citado  Suplemento. 

-f-  DIRECCIÓN  general  de  artillería.  La  autoridad 
superior  que  debe  vigilar  que  los  cuerpos  del  arma  sigan 
sin  variación  alguna  todo  lo  prevenido  en  las  ordenanzas 
para  su  instrucción,  disciplina  ,  servicio,  revistas,  manejo 
de  caudales  y  gobierno  interior,  observándose  con  rigor  la 
subordinación  desde  el  inferior  al  superior.  Véase  Artillería. 

-j-  DIRECCIÓN  general  de  ingenieros.  La  autoridad 
superior  revestida  de  las  facultades  necesarias  para  cuanto 
pertenece  á  la  mejor  organización  ,  disciplina  ,  gobierno  , 
instrucción  y  conservación  de  las  preeminencias  y  esencio- 
nes  concedidas  á  esta  arma  del  ejército. 

-J-  DIRECCIÓN  general  de  caballería.  La  autoridad 
superior  que  debe  vigilar  que  los  cuerpos  del  arma  sigan 
sin  variación  alguna  todo  lo  prevenido  en  las  ordenanzas 
para  su  instrucción ,  disciplina ,  servicio ,  revistas ,  manejo 
de  caudales  y  su  gobierno  interior  :  que  la  subordinación  so 
observe  con  vigor,  y  que  desde  el  capitán  al  coronel  inclu- 
sive cada  uno  ejerza  y  llene  las  funciones  de  su  empleo  :  que 
la  tropa  reciba  puntualmente  su  prest,  vestuario,  utensilios 
y  demás  ausilios  que  se  dieren  en  tiempo  de  paz  ó  de  guer- 
ra :  que  las  prisiones  y  demás  castigos  se  arreglen  á  la  or- 
denanza ;  y  que  la  uniformidad  sea  tan  exacta  en  todos  asun-  • 
tos  que  en  cosa  alguna  se  diferencie  un  cuerpo  de  otro.  El 
director  es  responsable  de  que  así  suceda ,  estando  facultado 
para  reprender ,  arrestar  y  suspender  de  su  empleo  á  cual- 
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quiera  oficial  de  los  regimientos  de  su  arma  que  diese  mo- 
tivo para  ello.  Rl.  decr.  de  21  de  setiembre  de  1847. 

f  DIRECCIÓN  general  de  INFANTERÍA.  Tiene  en  los 
regimientos  de  la  infantería  permanente  y  de  reserva  igua- 
les facultades  que  el  director  de  caballería  de  que  hemos 
pablado  en  el  artículo  precedente.  Rl.  decr.  de  16  de  agosto 

f  DIRECCIÓN  de  gobierno.  La  primera  de  la  secreta- 
ría del  despacho  de  la  Gobernación  del  Reino  que  tiene  á 
su  cargo  estos  negociados  :  Io.  Nombramiento  de  senado- 
res y  elecciones  (Diputados  á  Cortes,  diputados  provincia- 
les y  concejales).  2o.  Imprenta  (Examen  de  periódicos,  le- 
gislación y  policía  de  este  ramo  ).  3o.  Orden  público  (Policía 
política  ,  reuniones  públicas ,  estados  escepcionales ,  telé- 
grafos y  correos).  4o.  Gobernación  de  Ultramar.  Rl.  decr. 
de  20  de  octubre  de  1847. 

-j-  DIRECCIÓN  de  administración  general.  La  segunda 
de  la  secretaría  del-  despacho  de  la  Gobernación  del  Reino 
con  los  siguientes  negociados  :  Io.  Consejo  Real  en  sus  atri- 
buciones :  consejos  provinciales  en  id.  :  diputaciones  pro- 
vinciales en  id.  :  ayuntamientos  en  id.  :  competencias  :  pro- 
pios y  comunes  de  los  pueblos  :  pósitos.  2°.  Policía  adminis- 
trativa :  seguridad  pública  y  personal  :  guardia  civil  :  guardias 
municipales  :  funciones  públicas  :  policía  urbana.  5o.  Quin- 
tas :  alojamientos,  bagajes,  cargas  y  servicios  públicos. 
Ii°.  Disensos  :  secuestros  :  indemnizaciones  :  conservación  , 
reparación  y  obras  de  los  edificios  de  los  cuerpos  colegisla- 
dores :  estadística  general  :  division  territorial  :  cartas 
geográficas  y  topográficas  :  indiferente.  5o.  Montes  :  baldíos 
y  aprovechamientos  :  policía  rural.  Rl.  decr.  de  20  de  octu- 
bre de  i  847 '. 

-j-  DIRECCIÓN  DE  BENEFICENCIA  ,  CORRECCIÓN  Y  SANI- 
DAD. La  tercera  de  la  secretaría  del  despacho  déla  Goberna- 
ción del  Reino  á  quien  compete  :  Io.  Hospitales  :  hospicios: 
caías  de  refugio  y  de  socorro  :  casas  de  maternidad  :  esta- 
blecimientos de  dementes  y  sus  análogos  :  montes  pios  : 
limosnas  y  socorros  públicos  :  cajas  de  ahorros  :  calamidades 
publicas.  2-°.  Presidios  •.•casas  de  corrección  :  cárceles. 
5o.  Sanidad  :  policía  sanitaria  :  baños  minerales.  Rl.  decr. 
de  20  'de  octubre  da  1847. 

f   DIRECCIÓN    DE    PRESUPUESTOS    Y    DE    CONTABILIDAD 

í'Unicipal  y  provincial.  La  cuarta  de  la  secretaría  del  des- 
pacho de  la  Gobernación  del  Reino  con  los  negociados  que 
vamos  á  anotar  :  Io.  Presupuesto  general  :  clases  pasivas. 
2o.  Presupuestos  provinciales  :  id.  municipales.  5o.  Suminis- 
tros, arbitrios,  repartimientos  y  contribuciones.  Rl.  decr.  de 
20  de  octubre  de  1847. 

-j- DIRECCIÓN  general  de  instrucción  PÚBLICA.  La  pri- 
mera del  ministerio  de  Comercio ,  Instrucción  y  Obras públi- 
ca¿  ,  á  cuyo  jefe  corresponde  :  Io.  Dictar  las  disposiciones 
convenientes  para  la  mejor  ejecución  de  las  leyes,  reales  de- 
cretos ,  órdenes  y  reglamentos  vigentes  relativos  á  la  ense- 
ñanza. 2o.  Proponer  las  mejoras  que  crea  convenientes  en  to- 
dos los  ramos  de  la  instrucción  pública,  la  creación,  reforma  ó 
supresión  de  los  establecimientos  de  enseñanza  ,  su  organi- 
zación y  medios  de  subsistencia  ,  como  asimismo  las  varia- 
ciones que  la  esperiencia  acredite  ser  necesarias  en  los  regla- 
mentos vigentes.  5o.  Llevar  á  efecto  la  creación  decretada 
de  los  nuevos  establecimientos  y  las  reformas  que  se  acuer- 
den en  los  existentes.  4o.  Cuidar  de  las  bibliotecas,  archi- 
vos, gabinetes  de  fisica  ó  historia  natural,  jardines  botá- 
nicos y  demás  establecimientos  ausiliares  destinados  á  la 
enseñanza ,  promoviendo  su  aumento  y  mejora.  S°.  Proponer 
los  catedráticos  con  sujeción  á  las  reglas  establecidas,  y  los 
empleados  que  sean  de  real  nombramiento.  6o.  Conceder 
licencias  dentro  del  reino  ,  y  hasta  por  dos  meses  ,  á  los  ca- 
tedráticos y  dependientes.  Los  rectores  la  necesitarán  siem- 
pre del  Gobierno.  7o.  Espedir,  en  nombre  del  ministerio^ 
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todos  los  títulos  que  tengan  relación  con  la  enseñanza  y 
profesiones  literarias  ó  científicas  ,  previa  la  aprobación  de 
los  respectivos  espedientes.  Y  8o.  Proponer  la  publicación 
de  obras  útiles  á  la  enseñanza.  Rl.  decr.  de  18  de  febrero 
de  1847. 

-j-  DIRECCIÓN  general  de  obras  públicas.  La  segunda 
del  ministerio  de  Comercio  ,  Instrucción  y  Obras  públicas 
que  entiende,  en  todo  lo  relativo  al  ramo  con  arreglo  à  los  de- 
cretos y  reglamentos  del  mismo.  Rl.  decr.  de  18  de  febrero 
de  1847. 

f  DIRECCIÓN  general  de  agricultura  ,  industria  y 
comercio.  La  tercera  del  ministerio  de  Comercio ,  Instruc- 
ción y  Obras  públicas,  que  tiene  á  su  carge  cuanto  perte- 
nece á  su  ramo  conforme  à  las  órdenes  de  la  materia.  Rl. 
decr.  de  18  de  febrero  de  1847. 

f  DIRECCIÓN  general  de  la  armada.  La  autoridad 
superior  de  la  misma  revestida  de  las  atribuciones  y  facul- 
tades que  le  demarcan  las  ordenanzas  generales.— El  capitán 
general  de  la  armada  es  el  director  general  de  ella,  y  pone 
el  «  cúmplase  »  alas  Reales  patentes, nombramientos  y  des- 
pachos, según  y  para  las  clases  que  previene  la  ordenanza. 

Como  la  avanzada  edad  en  que  generalmente  se  encuentran 
los  jefes  de  la  armada  que  llegan  á  tan  elevada  dignidad, 
les  imposibilita  de  desempeñar  cual  corresponde  su  come- 
tido ,  hay  un  subdirector,  de  la  clase  de  generales,  que  llena 
en  todas  sus  partes  las  funciones  de  aquel.  Rl.  decr.  de%5de 
febrero  de  1848. 

-j- DIRECCIÓN  general  de  minas.  La  autoridad  superior 
que,  bajo  la  dependencia  del  ministerio  de  Comercio,  Ins- 
trucción y  Obras  públicas ,  tiene  á  su  cargo  lo  concerniente 
á  este  ramo.  Rl.  arel,  de  9  de  diciembre  de  1847. 

■f  DIRECCIÓN  GENERAL  DEL  CUERPO  DE  ESTADO  MAYOR. 

Véase  Cuerpo  de  estado  mayor  general  del  ejército. 

-j-  DIRECCIÓN  GENERAL  DEL  CUERPO  DE  SANIDAD  MILITAR. 

Se  compone  de  un  director  ;  un  secretario ,  vicedirector  ó 
consultor  del  cuerpo;  un  vicesecretario ,  viceconsultor  del 
mismo,  que  sustituye  al  secretario  en  ausencias  ó  enferme- 
dades ;  tres  oficiales,  uno  primer  ayudante  farmacéutico, 
y  los  dos  restantes  segundos  ayudantes  médicos  ;  dos  escri- 
bientes primeros,  dos  segundos,  un  portero  y  dos  orde- 
nanzas. 

Para  poder  ilustrar  al  director  en  los  casos  científicos  ó 
facultativos  hay  una  junta  consultiva  ,  de  la  que  es  presi- 
dente ,  compuesta  de  tres  jefes  del  cuerpo ,  dos  médicos ,  el 
secretario  de  la  dirección  y  el  jefe  de  sanidad  del  distrito  , 
y  el  vicedirector  farmacéutico.  El  vicesecretario  de  la  direc- 
ción ejerce  las  funciones  de  secretario  de  la  junta,  pero  sin 
voto ,  á  escepcion  de  los  casos  en  que  por  ausencia  ó  enfer- 
medad deje  de  asistir  alguno  de  los  vocales  que  la  componen. 
Rl.  decr.  de  7  de  febrero  de  1848. 

f  DIRECTOR  de  instituto.  El  jefe  del  establecimiento- 
nombrado  por  el  Gobierno  con  las  mismas  obligaciones  y 
facultades  que  los  rectores  respecto  de  las  universidades. 
Véase  Redor. 

Si  es  catedrático  el  director  tiene  por  este  trabajo  2,000 
reales  mas  de  sueldo  sobre  el  que  le  corresponde  por  la  cáte- 
dra que  desempeña  y  habitación  en  el  edificio.  —  Los  direc- 
tores de  los  institutos  en  las  provincias  pueden  ausentarse 
por  un  mes  con  permiso  de  la  junta  inspectora  :  para  licencia 
mas  larga ,  ó  para  venir  á  Madrid ,  necesitan  estar  autori- 
zados por  la  superioridad.  Reglam.  de  19  de  agosto  de  1847. 
Véase  Discipliria  escolástica. 

DIRIMENTE.  Llámase  dirimente  el  impedimento  que 
hace  nulo  el  matrimonio  ;  y  el  magistrado  que  dirime  una 
discordia.  Véase  Impedimento. 

DIRIMIR.  Deshacer,  disolver  ó  anular  alguna  cosa, 
como  dirimir  el  matrimonio;  —  y  ajustar,  fenecer  ó  compo- 
ner nl^tina" 
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DISCERNIMIENTO.  El  nombramiento  judicial  hecho 
en  alguna  persona ,  por  el  cual  se  la  habilita  para  alguna 
acción  ó  desempeño  de  algún  cargo  ó  negocio  ,  v.  gr.  para 
la  tutela  ,  para  la  administración  de  los  bienes  de  algún  au- 
rc:,!o  que  los  dejó  desamparados,  ó  para  el  cuidado  y  de- 
fensa de  una  herencia  yacente. 

DI  :i.  Encargar  el  juez  de  oficio  á  alguno  la  tu- 

tela de  un  menor  ú  otro  cargo. 

f  DISCIPLINA  escolástica.  Véase  lo  que  dice  sobre 
este  punto  el  Suplemento  al  Diccionario  de  Escriche  con  re- 
ferencia al  reglamento  de  19  de  agosto  de  18W. 

f  DISCIPLINA  militar.  Véase  lo  que  trae  el  Suplen 
mailo,  quohabhr  del  particular -con  referencia  á  la  orde- 
nanza del  ejército. 

DISCORDIA.  Cuando  en  la  votación  de  una  causa  civil 
ó  criminal  no  resultare  absoluta  conformidad  de  los  votos 
necesarios  para  hacer  sentencia; se  dice  que  hay  discordia, 
la  cual  debe  dirimirse  según  lo  dispuesto  en  las  ordenanzas 
de  las  Audiencias  de  10  de  diciembre  de  i  85b  ,-enla  forma 
siguiente  :  «  Las  discordias  que  hubiere  en  alguna  sala,  se 
dirimirán  por  los  ministros  mas  modernos  de  las  otras  alter- 
nativamente; pero  si  hubiere  ministros  de  la  dotación  de  la 
sala  en  que  se  haya  hecho  la  discordia,  y  que  no  hayan 
visto  el  negocio  discordado,  serán  preferidos.  —Las  dis- 
cordias entre  dos  ó  entre  tres  ministros  serán  dirimidas  por 
dos,  y  las  que  ocurran  entre  cuatro  ó  mas,  por  tres.  Pero  á 
falta  de  suficiente  número  de  ministros,  bien  las  podrá.diri- 
mir  uno  solo,  siempre  que  quepa  decidirlas  con  un  solo  voto 
mas  :  url.  40.-—  No  se  procederá  á  la  vista  de  ninguna  dis- 
cordia sin 'que  pasándose  recado  á  los  discordantes  ,  contes- 
ten que  persisten  en  ella  :  art.  ftl.  —Para  la  determinación 
de  las  discordias  se  juntarán  en  la  sala  originaria  discordan- 
tes y  dirimentes  ,  y  los  primeros  volarán  antes  por  su  or- 
den ;  pero  si  se  conformaren  en  bastante  número  para  for- 
mar resolución  antes  de  votar  los  dirimentes ,  dejarán  estos 
de  hacerlo,  y  aquella  resolución  valdrá  como  si  no  hubiese 
habido  tal  discordia  :  art.  42. —  Los  señalamientos  de  las 
discordias  se  harán  por  el  regente,  para  lo  cual  deberá  avi- 
sarle desde  luego  el  relator  sin  necesidad  de  que  las  partes 
los  pidan.  Estos  señalamientos  se  anotarán  en  el  libro  de  la 
sala  originaria ,  de  la  misma  manera  que  los  demás  :  art.  ko. 
■ — Ni  el  relator  ,  ni  el  escribano  de  cámara,  ni  otro  curial 
que  intervenga  en  la  discordia ,  devengará  aumento  de  de- 
rechos por  las  dilaciones  que  haya  en  la  vista  de  ella,  artí- 
culo hlí.  » 

DISIPACIÓN.  La  conducta  de  una  persona  que  desper- 
dicia ó  malgasta  la  hacienda  ó  caudal.  La  disipación  del 
marido  es  causa  suficiente  para  que  la  mujer  pida  en  juicio 
*';ue  le  restituya  la  dote,  ó  que  le  dé  fiador  que  responda  de 
Malquiera  enajenación  de  los  bienes  en  que  consisto,  ó  que 
¡a  ponga  en  depósito  de  persona  que  la  cuide  bien  y  recoja 
]os  frutos  para  mantener  á  los  mismos  cónyuges  :  mas  si  el 
marido ,  siendo  de  buena  conducta  en  el  cuidado  d(  :  I  <ie- 
nes,  viniere  á  pobreza  por  acaso  y  sin  culpa  suya,  no  po- 
drá la  mujer  hacer  tal  demanda ,  mientras  subsista  el  matri- 
monio ;  ley  20,  Lit..  11 ,  Part.  ti.  VéîSe  Pródigo. 

DISOLUCIÓN  de  matrimonio.  La  separación  de!  hombre 
y  de  la  mujer  cuando  el  matrimonio  contraído  ,  llósse 

declara  nulo  por  algún  impedimento  dirimente,  como  por 
impotencia,  fuerza,  parentesco  ú  otro  semejante  (i).  Si 
alendemos  al  rigor  de  las  palabras,  no  puede  decirse  que 
se  disuelve  el  matrimonio  sino  cuando  el  uno  de  los  ebúsor- 

(l)  Ln  causas  sobre  nulidad  del  matrimonio,  el  juez  debe  ser 
el  eclesiástico,  y  proceder  conforme  á  la  bula  del  :  ei  or  Bene- 
dicto Xiy«  mandada  observar  por  el  Consejó  de  Indias  en  5  de 
octubre  de  17í>''i,  por  la  que  debe  haber  defeífsbr  en  favor  del  ma- 
trimonio, con  obligación  do  apelar  siempre  d<*  ^  atienda  con- 
traria. 


tes  fallece,  ó  cuando  antes  de  la  consumación  profesa  en 
algún  instituto  religioso,  pues  solo  puede  disolvérselo  que 
se  ha  hecho  válidamente  ;  pero  hablando  en  un  sentido  nías 
lato,  se -suele  decir,  aunque  no  sin  alguna  impropiedad,  que 
se  disuelve  también  cuando  se  declara  nulo.  Véase  Dkorcio. 

DISPENSA.  El  privilegio  ó  esencion  graciosa  de  lo  or- 
denado por  las  leyes  (2),  concedida  en  favor  de  alguna 
persona  por  consideraciones  particulares;  —  y  -el  instru- 
mento ó  escrito  que  contiene  esta  esencion  ó  privilegio.  Hay 
dispensa  de  edad  para  administrar  sus  bienes  ó  para  ejercer 
algún  oficio,  dispensa  de  parentesco  para  contraer  matrimo- 
nio ,  y  otras  varias.  Véase  Gracias  al  sacar  3  Impedimento, 
Ley,  Matrimonio  y  Menor. 

DISPOSICIÓN.  Todo  lo  que  manda  la  ley  ú  ordena  el 
hombre  sobre  la  persona  ó  los  bienes  verbalmento  ó  por 
escrito. 

Las  disposiciones  de  los  hombres  son  ó  disposiciones  entre 
vivos ,  ó  disposiciones  de  última  voluntad.  Entre  las  prime- 
ras se  cuentan  las  donaciones  entre  vivos  y  todos  los  demás 
actos  que  tienen  su  efecto  durante  nuestra  vida  ;  y  entre  las 
segundas,  los  testamentos,  codicilos  y  donaciones  por  causa 
de  muerte,  que  no  empiezan  á  tener  efecto  sino  después  de 
la  muerte  del  testador  ó  donador.  Las  disposiciones  entre 
vivos  son  irrevocables ,  porque  tienen  fuerza  desde  luego , 
el  conlraclus  quidem  ab  inilio  sunt  vohuilalis ,  sed  ex  post 
fado  necessitatis  :  mas  las  disposiciones  por  causa  de  muerte 
pueden  revocarse  hasta  el  último  momento  de  la  vida,  por- 
que no  tienen  fuerza- de  presente  sino  después  del  falleci- 
miento del  que  las  hace  ;  de  donde  procede  el  axioma  de  que 
in  ullimis  disposilionibits  ambulatoria  est  liominis  voluntas 
usque  ad  morlem ,  alque  adeo  ultima  semper  prœîcrlûr 
priori. 

C  SST1VO.  Dícese  de  la  parte  de  una  ley,  declara- 
ción ó  sentencia ,  que  contiene  precisamente  lo  determinado, 
resuelto  ó  decidido,  para  distinguirlo  del  preámbulo,  ó  de 
la  esposicion  de  las  razones  ó  motivos. 

DISTRACTO.  La  disolución  del  contrato  por  voluntad 
de  los  mismos  que  lo  celebraron.» 

DISTRIBUTIVO.  Llámase  distributiva  la  justicia  que 
reparto  los  premios  y  castigos  según  las  obras  de  cada  uuo. 

f  DISTRITOS  electorales.  Véase  Ley  electoral. 

~¡-  DISTRITOS  universitarios.  Para  el  efecto  de  la  in- 
corporación de  los  institutos  y  demás  establecimientos  de 
enseñanza  ,  y  para  cualquier  otro  fin  que  en  lo  sucesivo  es- 
time el  Gobierno  úlil  y  conveniente,  se  divide  la  Península 
é  islas  adyacentes  en  tantos  distritos  como  universidades 
quedan  subsistentes,  considerándose  como  cabeza  de  cada 
uno  de  aquellos  la  universidad  respectiva. 

Corresponden  á  cada  una  de  estas,  para  formar  su  territo- 
rio ,  las  provincias  siguientes  : 

Distrito  de  Madrid.  Comprende  las  provincias  de  Madrid, 
Avila,  Guadalajara,  Toledo,  Cuenca,  Ciudad  Real  y  Se- 
govia. 

Distrito  de  Barcelona.  Comprende  las  provincias  de  Bar- 
celona, Gerona,  Lérida  ,  Tarragona  é  islas  Baleares. 

Distrito  da  Sevilla.  Comprende  las  provincias  de  Sevilla  , 
Huelva,  Córdoba  ,  Cádiz,  Badajoz  é  islas  Canarias. 

Distrito  de  Falencia.  Comprende  las  provincias  de  Valen- 
cia ,  Alicante ,  Castellón ,  Murcia  y  Albacete. 

Distrito  de  Valladolid.  Comprende  las  provincias  de 
Valladolid  ,  Soria,  Logroño,  Burgos,  Álava,  Vizcaya, 
Guipúzcoa  y  Palencia. 

(2J  En  orden  de  19  de  abril  de  1822  se  previno  en  la  república 
de  Méjico  que  tottasolicitud  sobre  dispensa  de  ley  se  promueva  ante 
el  Gobierno,  para  que  instruido  c!  espediente  se  remita  al  Con- 
greso con  los  informes  necesarios.  Y  por  decreto  de  Io.  de  julio  de 
1824  se  declaró  en  qué  leyes  podiau  dispensar  los  congresos  de 
los  llamados  estados  eu  aquel  tiempo. 
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Distrito  de  Granada.  Comprendo  las  provincias  do  Gra- 
nada ,  Málaga  ,  Almería  y  Jaén. 

Distrito  ch  Oviedo.  Comprende  las  provincias  de  Oviedo  , 
Santander  y  León.  . 

Distrito  de  Salamanca.  Comprende  las  provincias  de  Sa- 
lamanca, Cáceres  y  Zamora. 

Distrito  de  Santiago.  Comprende  las  provincias  de  la  Co- 
ruña,  Orense,  Pontevedra  y  Lugo. 

Distrito  de  Zaragoza.  Comprende  las  provincias  de  Zara- 
goza, Huesca,  Teruel  y  Navarra.  Art.  8  del  rcglam.  de  27 
de  octubre  de  1845. 

3DITA.  La  persona  ó  efecto  que  se  señala  para  pagar  lo 
que  se  debe  ,  ó  para  asegurar  la  satisfacción  do  lo  que  so 
compra  ó  toma  prestado. 

DIVIDENDO.  La  ganancia  ó  producto  de  una  occion  en 
cada  repartimiento  que  hacen  las  compañías  de  comercio. 

©ÎVI3A.  La  parte  de  herencia  paterna  que  cabe  á  cada 
tino  c¡e  los  hijos  que  heredan;  y  laque  de  este  modo  se  ha 
trasmitido  á  otros  grado's  posteriores. 

DIVISSEO.  El'heredero  de  behetría.  Véase  Behetría. 

3DIVÏSION.  La  partición  que  se  hace  de  los  bienes  co- 
munes entre  coherederos  ó  copropietarios ,  entre  asociados 
ó  individuos  de  una  compañía  industrial  ó  comercial,  entre 
el  consorte  ó  cónyuge  sobreviviente  y  ios  herederos  del  di- 
funto. "Véase  Partición.  —  Division  ó  beneficio  de  division 
significa  también  el  derecho  que  tiene  cada  uno  de  los  co- 
obligados ó  de  sus  fiadores,  para  negarse  al  pago  del  total 
de  la  deuda,  y  no  prestarse  sino  á  la  satisfacción  de  su  par- 
te, cuando  no  ha  renunciado  este  beneficio.  Véase  Beneficio 
de  division. 

DIVORCIO.  Entre  los  Romanos  era  la  separación  abso- 
luta del  marido  y  la  mujer  ,  hecha  con  arreglo  á  las  leyes, 
de  modo  que  cada  uno  de  ellos  podia  casarse  inmediatamente 
con  otra  persona.  Pero  entre  nosotros,  corno  el  matrimonio 
legítimamente  contraído  no  puede  disolverse ,  por  razón  de 
haber  sido  elevado  á  sacramento  (1) ,  no  se  entiende  por  di- 
vorcio la  entera  disolución  del  vínculo  matrimonial ,  sino  so- 
lamente la  separación  de  bienes  y  habitación  entre  el  marido 
y  la  mujer,  quienes  no  por  eso  adquieren  la  libertad  de  pa- 
sar á  otras  nupcias  mientras  viviere  el  uno  de  los  dos.  — 
Llámase  divorcio  por  la  diversidad  ú  oposición  de  voluntades 
del  marido  y  de  la  mujer ,  à  diversilate  menlium ,  ó  porque 
cada  uno  se  va  por  su  lado ,  quia  ín  diversa  abeunt. 

Hay  sin  embargo  dos  casos  en  que  el  matrimonio  puede 
disolverse  en  cuanto  al  vínculo  ,  según  el  derecho  canónico. 
El  primero  es  cuando  de  dos  infieles  unidos  con  el  lazo  del 
matrimonio  según  las  leyes  de  su  pais,  se  convierte  el  uno 
á  la  fe  católica ,  y  el  otro  no  quiere  continuar  en  su  compa- 
ñía, sino  para  molestarle  y  retraerle  de  la  fe,  ó  como  dicen 
los  canonistas,  sine  contumelia  Crcaloris ,  id  est,  sine  blas- 
phemia  ira  Cnrislüm,  pues  entonces  el  convertido  puede  ca- 
sarse con  otra  persona;  siendo  este  el" único  caso  en  que  se 
disuelve  el  matrimonio  consumado.  No  .sucede  lo  mismo 
cuando  de  dos  casados  fieles  el  uno  cae  en  la  herejía  ó  en  la 
infidelidad  ;  porque  el  matrimonio  de  los  fieles  es  siempre 
ralo  y  estable  por  ser  sacramento ,  al  paso  que  el  de  los  in- 
fieles se  considera  solo  como  un  simple  contrato  (2). 

El  segundo  caso  en  que  el  matrimonio  puede  disolverse 
en  cuanto  al  vínculo,  es  cuando  de  dos  fieles  que  lo  han 
contraído  legítimamente ,  pero  sin  proceder  á  su  consuma- 
it) Ley  4,  tít.  10,  Part.  4;  Mallii.  cap.  19,  v.6;  Apost.  1  ad 
Cor.,  cap.  7,  v.  59;  Couc.  Trid.,  princ.  de  la  ses.  24  de  ref. 
matr. 

(2)  Cap.  7  de  las  Décret,  de  divorliis;  ley  5,  tít.  10,  Part.  4; 
Apost.  1  ad  Cor.,  cap.  7,  v.  43.  — Véase  á  Cavalario,  part.  2, 
cap.  30,  §  II,  ülatrimonium  lecjUimwn  quando  solvitur. 


cion ,  abraza  el  uno  la  vida  religiosa  profesando  en  un  con- 
vento ,  aunque  sea  contra  la  voluntad  del  otro ,  quien  queda 
absolutamente  libre  para  contraer  otro  enlace  (5).  Fundan 
los  canonistas  (h)  esta  doctrina  en  que  la  indisolubilidad  del 
matrimonio  no  tanto  depende  de  la  circunstancia  de  ser  este 
un  sacramento,  como  de  ia  union  que  resulta  por  la  tradi- 
ción de  los  cuerpos  ,  según  las  palabras  de  la  Escritura  :  Et 
erunt  duo  in  carne  una;  debiendo  sobrentenderse ,  mientras 
no  llega  à  verificarse  esta  union,  la  condición  tácita  nisi 
Deits  ad  meliora  vocaverií.  Parece  á  primera  vista  que  milita 
la  misma  razón  para  hacer  disolver  el  matrimonio  no  consu- 
mado por  la  promoción  á  los  órdenes  sagrados,  pues  tanto 
en  esta  como  en  la  profesión  religiosa  se  encierra  el  voto  da 
castidad,  y  se  supone  mayor  perfección  que  en  el  estado  del 
matrimonio;  pero  se  dice  que  el  que  abraza  la  vida  monás- 
tica muere  absolutamente  para  el  mundo  por  los  tres  votos 
con  que  se  liga ,  al  paso  que  la  promoción  á  los  órdenes  sa- 
grados no  llera  consigo  la  muerte  civil  ni  la  renuncia  de  las 
cosas  temporales  (o). 

Se  ha  disputado  mucho  tiempo  si  el  matrimonio,  aunque 
ya  consumado  ,  puede  disolverse  también  en  cuanto  al  vín- 
culo por  el  adulterio.  Los  Griegos  principalmente  han  soste- 
nido la  afirmativa  ,  y  la  sostienen  todavía  los  calvinistas  y 
luteranos,  creyéndola  apoyada  en  el  pasaje  de  S.  Mateo, 
cap.  19,  v.  9  :  Quicumqüe  dimiseril  uxorem  suam  ,  nisi  ob 
fornica lionem,  et  alid'ni  duxeril,  mœchalur ;  et  qui  íJmissam 
duxerit,  mœchahtr  :  todo  aquel  que  repudiare  á  su  mujer, 
sino  por  la  fornicación  ,  y  tomare  otra  ,  comete  adulterio  ;  y 
el  que  se  casare  con  la  que  otro  repudió ,  comete  adulterio. 
Deducen  de  aqui  que  por  causa  de  fornicación  ó  adulterio 
puede  el  marido  dejar  á  su  mujer  y  casarse  con  otra  ;  pero 
la  Iglesia  latina  (6)  ha  decidido  lo  contrario,  diciendo  que  ci 
sentido  de  las  palabras  de  Cristo  en  S.  Mateo ,  es  que  el  ma- 
rido puede  dejar  á  su  mujer  si  cometiese  adulterio,  mas  no 
contraer  matrimonio  con  otra. 

Tenemos,  pues,  que  solamente  en  los  dos  casos  que  hemos 
esplicado  se  puede  disolver  el  vínculo  matrimonial,  y  que 
fuera  de  ellos  el  divorcio  se  reduce  á  la  separación  de  bie- 
nes y  habitación  entreoí  marido  y  la  mujer  (7),  sin  que 
ninguno  dé  los  dos  quede  libre  para  casarse  con  otra  per- 
sona. Pero  ¿puede  el  marido  ó  la  mujer  pedir  judicialmente 
la  separación  de  bienes  y  habitación  siempre'  que  se  les 
antoje?  Para  ello  son  necesarias  razones  muy  graves  (8),  y 
no  bastan  seguramente  aquellas  diferencias  y  altercaciones 
que  suelen  ocurrir  en  algunas  familias  y  que  pueden  consi- 
derarse como  accidentes  inseparables  de  la  condición  hu- 
mana. 

La  mujer  puede  pedir  la  separación  ,  si  el  marido  la  trata 
con  crueldad  ó  sevicia  ,  si  tanta  sit  viri  scevilia,  ul  mulieri 
irepidanti  non  possil  sufficiens  securitas  provideri  (9)  ;  si  va 
vertiendo  contra  ella  continuas  amenazas  acompañándolas 
con  graves  injurias;  si  le  arma  asechanzas  para  quitarle  la 
vida  ;  si  le  ha  comunicado  algún  mal ,  y  continúa  viviemlo 
en  la  disolución  ;  si  la  ha  acusado  de  adulterio  ú  otro  deü  to 
grave  sin  probarlo  ;  si  ha  llegado  á  concebir  contra  ella  \  in 
■ 1  >■ 

(5)  Los  Srcs.  Alejandro  é  Inocencio  III,  cap.  2  y  ik,  éxt.  ]% 
convers.  conjugat.  ;  Conc.  Trid.,  ses.  2'i  de  ref.  matr.,  can.  6¿ 
ley  5,  tít.  10,  Part.  4. 

(4)  Véase  á  Murillo,  lib.  5,  §  508. 

(5)  Véase  al  P.  Murillo,  lib.  5,  §  177  cíe  diçort. 

(6)  Conc.  Trid.,  ses.  24  de  Sacr.  matr.,  can.  7  ;  el  Sr.  Ale- 
jandro III,  in  append.  Conc.  Later.,  p.  6,  cap.  2o;  y  el  Sr. 
Inoc.  III,  cap.  7  ext.  de  divort. 

(7)  Véase  el  Conc.  Trid.,  lug.  cit.,  can.  8. 

(8)  Sepsiratio  non  sine  lege,  et  ¡irocessa,  et  ratione  facta; 
can.  Quod  Dcus  coujunxit,  18,  caus.  55,  q.  2. 

(9)  Cap.  lôalfluj  dereslit.  spoliât.;  y  el  8  en  las  Décret. 
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odio  capital  (l);  y  si  la  indujere  al  mal  con  pertinacia.  El 
marido  puede  también  pedir  la  separación  ,  si  la  mujer  hu- 
biere cometido  adulterio;  ó  buscase  medios  para  quitarle  la 
vida  ó  el  honor;  ó  le  implicase  en  alguna  acusación  capi- 
tal (2). 

La  separación  de  marido  y  mujer  debe  hacerse  en  su  caso 
por  sentencia  judicial  y  no-por  autoridad  propia;  proem.  del 
tit.  10,  Part.  U.  El  conocimiento  de  las  causas  de  esta  clase 
pertenece  á  la  jurisdicción  eclesiástica  ;  ley  2,  til.  9,  y  ley  9, 
lit.  10,  Part.  U  :  mas  los  jueces  eclesiásticos  solo  deben  en- 
tender en  las  causas  de  divorcio,  sin  mezclarse  con  pretesto 
alguno  en  las  temporales  y  profanas  sobre  alimentos,  litis- 
expensas, ó  restitución  de  dotes,  como  propias  y  privativas 
de  los  magistrados  seculares,  á  quienes  incumbe  la  forma- 
ción de  sus  respectivos  procesos  ;  á  cuyo  fin  ,  ofreciéndose 
semejantes  asuntos  temporales  durante  las  causas  eclesiás- 
ticas, deben  abstenerse  los  prelados  y  sus  provisores  do  su 
conocimiento,  y  remitirlas  sin  detención  á  las  justicias  rea- 
les ,  que  las  sustancien  y  determinen  breve  y  sumariamente 
según  su  naturaleza  ;  ley  20 ,  tit.  1 ,  lib.  2 ,  Nov.  Rec. 

Si  tanto  el  marido  como  la  mujer  proponen  la  separación, 
debe  sustanciarse  la  causa  con  el  defensor  de  matrimonios, 
creado  por  constitución  de  Benedicto  XIV  de  5  de  noviembre 
de  1741. 

La  declaración  jurada  de  marido  y  mujer  no  es  bastante 
para  probar  el  motivo  de  la  separación  :  son  indispensables 
otras  pruebas;  y  se  admite  el  testimonio  de  los  domésticos 
y  demás  dependientes. 

Si  manifiesta  la  mujer  que  no  puede  permanecer  sin  pe- 
ligro en  compañía  de  su  marido  durante  el  juicio  de  separa- 
ción, debehacerse  constaresta circunstancia  por  información 
sumaria,  aunque  sea  sin  citación  delmarido,  y  proveerse  y 
ejecutarse  en  su  caso  el  depósito  ó  secuestro  de  la  mujer 
en  un  monasterio  ó  en  casa  honesta  y  segura  ,  prohibiendo 
al  marido  el  inquietarla. 

Durante  el  juicio  de  divorcio  ,  y  aun  después  de  la  sepa- 
ración, tiene  obligación  el  marido  de  dar  alimentos  á  !a  mu- 
jer, en  la  forma  que  se  dice  en  el  artículo  Alimentas,  §  I,  n.  II. 

Cualquiera  de  los  dos  cónyuges  que  diere  motivo  al  divor- 
cio, según  sientan  varios  autores,  libra  al  otro  de  sí,  pero  no 
se  libra  él  del  otro ,  del  mismo  modo  que  sucede  en  la 
renuncia  maliciosa  de  la  sociedad  establecida  por  contrato; 
es  decir,  que  el  que  dio  causa  al  divorcio  no  continúa 
participando  de  los  bienes  gananciales  que  proceden  de  la 
hacienda  del  otro,  al  propio  tiempo  eme  tiene  que  dar  al 
cónyuge  inocente  la  mitad  de  los  gananciales  procedentes 
de  la  suya.  Véase  Bienes  gananciales. 

El  cónyuge  que  dio  motivo  ala  separación,  es  quien  debe 
alimentar  á  los  hijos  ;  á  no  ser  que  fuese  pobre  y  el  otro 
consorte  rico,  pues  en  tal  caso  este  tendrá  la  obligación  de 
alimentarlos  :  mas  siempre  deberá  criarlos  y  tenerlos  en  su 
poder  el  inocente;  ley  5,  tit.  19,  Part.  U.  Prescindiendo  de 
esto  ,  el  deber  de  alimentar  y  criar  á  los  hijos  hasta  los  tres 
años  corresponde  à  la  madre ,  y  de  esta  edad  en  adelante  al 
padre,  á  menos  que  este  fuere  pobre ,  y  aquella  tuviere  por 
sí  facultades  para  hacerlo;  d.  ley  5,  tit.  i9 ,  Part.  k. 

DO 

BOB1LE  vínculo  de  parentesco.  La  relación  que  hay 
entre  los  que  son  parientes  por  los  dos  lados ,  esto  es  ,  así 
por  parte  de  padre  como  por  la  de  madre.  El  doble  vínculo 
del  parentesco  da  derecho  á  los  colaterales  que  están  unidos 

(1)  Sobro  el  odio,  -véase  el  cap.  8  cit.  de  las  Décret.  ;  Elizon., 
Práct.  univ.,  tom.  7,  cap.  lo. 

(í!)  Véanse  los  caps.  1  y  5  de  divort.  en  las  Décret.  ;  el  P.  Mu- 
rillo,  lib.  4,  g  184  ;  y  la  ley  6,  lit.  10,  l'art.  4. 
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á  un  'difunto  por  los  Indos  paterno  y  materno  ,  para  escluír 
de  la  sucesión  intestada  á  los  colatcrale.:.  rue  solo  le  están" 
unidos  por  uno  de  ios  dos  lados.  Fúndase  este  derecho  en  ia 
presunción  de  que  el  hombre  tiene  .mas  inclinación  á  los 
parientes  que  á  los  estraños,  masa  los  parientes  cercanos  que 
á  los  remotos,  y  mas  á  los  parientes  por  parte  de  padre  y  de 
madre  que  á  los  de  un  solo  costado.  Antiguamente  era  descono- 
cida en  il  orna  la  prerogativa  del  doble  vínculo,  arreglándose 
el  derecho  c!c  suceder  los  colaterales  únicamente  por'  la 
proximidad  del  grado  de  parenteso  que  tenían  con  el  difunto 
al  tiempo  de  su  muerte,  sin  hacerse  distinción  alguna  porque 
fuese  doble  ó  ser.cii'o;  pero  el  emperador  Justiniano  la  in- 
trodujo en  sus  Novelas,  cíe  donde  la  tomaron  nuestras  leyes. 

Así  es  que  cuando  por  falta  de  descendientes  y  ascendien- 
tes tienen  que  suceder  los  colaterales  á  un  propietario'  que 
mucre  sin  testamento,  los  hermanos  bilaterales  ó  enteros  , 
esto  es  ,  los  hermanos  por  parte  de  padre  y  madre,  y  los 
hijos  de  estos  hermanos,  escluyen  á  los  hermanos  unilatera- 
les ó  medios,  esto  es,  á  los  hermanos  de  solo  padre  ó  madre 
y  á  sus  hijos.  Pero  es  de  observar  que  la  preferencia  del  do- 
ble vínculo  solo  tiene  lugar  á  favor  de  los  hermanos  enteros 
y  de  sus  hijos  ,  y  que  ya  no  pasa  á  los  demás  parientes  del 
difunto  :  duplex  vincuhan  non  cxredit  fralres  el  filíos  fra- 
írum.  Por  lo  cual  los  demás  parientes  entran  en  la  sucesión 
por  su  orden  y  grado  según  su  mayor  proximidad,  ya  lo 
sean  solo  por  parte  de  padre  ,  ya  solo  por  parte  de  madre, 
ya  por  ambos  lados.  Sí  concurren  hermanos  consanguíneos 
ó  sus  hijos  con  hermanos  uterinos  ó  sus  hijos  ,  aquellos  he- 
redarán los  bienes  paternos  ,  y  estos  los  maternos,  paterna 
palernis ,  materna  ma  ternis;  y  los  demás  bienes  que  el 
difunto  no  habia  adquirido  de  su  padre  ni  de  su  madre ,  se 
repartirán  igualmente  entre  ellos.  Véase  Herederos. 

BOGTOSL  El  que  ha  recibido  solemnemente  en  una  uni- 
versidad el  último  y  mas  preeminente  de  todos  los  grados , 
por  ol  cual  se  lo  da  licencia  para  enseñar  y  profesaren  todas 
partes  aquella  facultad  ó  ciencia  en  que  se  graduó.  Los  doc- 
tores se  equiparan  á  los  nobles,  como  los  abogados,  y  no 
pueden  ser  presos  por  deudas  que  nazcan  de  causa  civil  (">). 
Los  doctores  en  derecho  que  sean  menores  de  edad ,  gozan 
del  beneficio  de  restitución  ,  como  los  demás  menores  ,  por- 
que de  que  un  hombre  tenga  ciencia  no  se  sigue  que  tenga 
juicio.  Véase  Abogado  ,  Esludios  de  facultad  ,  y  Grados  aca- 
démicos. 

BOCUBSESÍTO.  La  escritura  ó  instrumento  con  que  so 
prueba  ó  confirma  alguna  cosa.  Véase  Instrumento. 

f  BOCUB1EKTQS.  En  los  tribunales  del  reino  no  so 
pueden  admitir  documentos  procedentes  del  cstranjero  qe,o 
no  estén  otorgados  y  legalizados  por  los  cónsules  de  S: 
acreditados  en  el  país  de  donde  proceden  aquellos,  lli.  I 
de  9  de  junio  de  1842. 

-f-  BOCUBSSNTOS  de  aduanas.  Con  objeto  de  regula- 
rizar el  servicio  de  esta  parte  de  la  administración  está 
prevenido  :  Io.  Que  los  intendentes  dirijan  los  pedidos 
cesarios  de  dichos  documentos  al  director  de  la  fabrica  del 
papel  sellado  con  la  anticipación  necesaria  ,  para  que  pue- 
dan prepararse  y  remitirse.  2o.  Que  dicho  establecimiento 
disponga  los  surtidos  en  vista  de  la  importancia  de  los  con- 
sumos, cuidando  de  que  no  resulte  esceso  y  de  que  no  haya 
escasez  de  ellos.  5o.  Que  la  remisión  y  conducoion  de  los 
documentos  se  haga  en  iguales  términos  que  la  del  papel 
sellado  ,  facilitándose  entre  si  los  jefes  de  provincia  y  el  di- 
rector de  la  fábrica  del  sello  los  documentos  correspondien- 
tes para  justificar  sus  cuentas  respectivas.  Y  h°.  Que  so 
establezca  en  los  espresados  documentos  un  timbro  seco  que 
evite  las  falsificaciones.  Rl.  órd.  de  5  de  noviembre  de  lK'jí. 

(3)  Todos  tenemos  hoy  igual  privilegio,  ó  por  mejor  decir 
no  lo  es. 


DO 
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f  DOCUMENTOS  de  giro.  Véase  Impuesto  gradual  del 
sello  y  Papel  sellado  para  documentos  de  giro. 

BOLO.  Toda  especie  de  astucia,  trampa,  maquinación  ó 
artificio  que  se  emplea  para  engañar  á  otro;  ó  el  propósito 
de  dañar  á  otra  persona  injustamente.  El  dolo  debe  prestarse 
en  todos  los  contratos ,  de  modo  que  no  puede  hacerse  con- 
vención en  contrario  :  conventio  ne  quis  teneatur  de  dolo  non 
valet;  es  decir,  que  el  que  comete  dolo  debe  resarcir  los 
daños  y  perjuicios  que  por  esta  razón  hubiere  causado  á  la 
otra  parte,  y  que  seria  nulo  cualquier  pacto  que  se  hiciese 
para  eximirse  de  esta  responsabilidad ,  pues  daria  motivo 
para  delinquir. 

El  dolo  que  da  causa  al  contrato,  esto  es,  el  dolo  que  con- 
siste en  maniobras  ,  ocultaciones  ó  reticencias  tales  que  Sin 
ellas  no  hubiera  consentido  la  otra  parte,  hace  nula  la  con- 
vención ,  ó  al  menos  ofrece  motivo  para  rescindirla  ,  y  da 
lugar  ademas  al  resarcimiento  de  daños  y  perjuicios;  mas 
el  dolo  incidente  ó  accidental ,  que  no  impide  el  consenti- 
miento, solo  produce  acción  para  pedir  el  insinuado  resar- 
cimiento, sin  dar  lugar  á  la  rescision;  leyes  12,  37,  65y  64, 
tit.  5,  Part.  5. 

Guando  en  un  contrato  se  comete  dolo  por  no  manifestarse 
como  corresponde  las  cargas,  vicios,  tachas  ó  defectos  no 
patenies  de  la  cosa  mueble  ó  raiz  que  es  su  objeto;  puédela 
parte  perjudicada  intentar  dentro  de  seis  meses  desde  que 
supiese  el  engaño  la  acción  llamada  rcdhibiloria  para  des- 
hacer la  convención  y  pedir  la  indemnización  de  los  perjui- 
cios; ó  bien  dentro  de  un  año  la  acción  llamada  del  cuanto 
menos  ,  quanti  minoris ,  para  recobrar  de  la  parte  contraria 
tanta  parte  del  precio  ó  estimación  cuanta  valiese  menos  la 
cosa  por  razón  de  la  carga  ó  vicio  ocultado;  leyes  63  y  6b, 
lit.  5,  Part,  'ó,  con  las  glosas  de.  Greg.  López  y  Hermosilla. 

El  dolo  no  se  presume;  y  así  es  que  debe  probarse  por  el 
que  lo  alega  :  Dohirn  non  nisi  perspieuisindiciis  probari  con- 
venu. Sin  embargo,  la  ley  misma  lo  presume  alguna  vez, 
como  por  ejemplo  en  ciertos  contratos  celebrados  por  el 
quebrado  en  los  treinta  dias  precedentes  á  su  quiebra; 
art.  1059,  cód.  de  cora. 

En  todos  los  casos  debe  tenerse  presente,  que  el  dolo  ó 
fraude  jamas  debe  ser  útil  al  que  le  comete  en  perjuicio  de 
otro.  Nemini  fraus  sua  patrocinari  débet  :  ceqitum  est  ut 
fraus  in  suum  auclorem  retorquealur  :  deceplis  non  decipien- 
tibusjura  subveniunt.  — Véase  Engaño,  Daños  y  perjuicios , 
Compensación.     - 

BOLO  bueno.  La  sagaz  y  astuta  precaución  con  que  cada 
uno  debe  defender  su  derecho,  y  evilar  todo  detrimento  y 
perjuicio  que  le  amenace  por  engaño  de  un  tercero  ;  ley  2, 
lit.  16,  Parti  7.  La  palabra  dolo  lleva  consigo  la  idea  de 
falacia  ó  malicia  ;  y  así  no  puede  llamarse  dolo  con  propie- 
dad lo  que  no  es  sino  discreción  para  precaverse  de  las  tra- 
mas y  maniobras  de  un  adversario. 

SOLO  malo.  La  intención  astuta  y  maliciosa  que  se  di- 
rige contra  el  justo  derecho  de  un  tercero,  ya  hablando  con 
mentira  y  artificio  ,  ya  callando  maliciosamente  lo  que  so 
debia  manifestar;  ley  1,  til.  16,  Part.  7.  Véase  Dolo. 

DOMÉSTICO.  El  criado  que  sirve  en  una  casa  (l).Véaso 
amo. 

¿JOlïîCliiïO.  El  lugar  donde  uno  se  halla  establecido  y 
avecindado  con  su  mujer,  hijos  y  familia  y  la  mayor  parte  de 
sus  bienes  muebles:  Domicilium'  est  locus  fn  quo  quis  sedem 
posuit  laremque,  ct  summam  rcrum  suarum  ;  l.  7,  C.  dein- 
col.  (2).  No  puede  llamarse,  pues,  verdadero  domicilio  el 

(1  )  En  la  república  de  Méjico,  los  derechos  particulares  de  ciu- 
dadano se  suspenden  por  el  estado  de  sirviente  doméstico  : 
ley  Ia.  constitue,  art.  tO. 

(2)  Ley  52,  tit.  2,  Tart.  5,  y  Greg.  Lop.  en  ella,  v.  Diez  años; 
P.  Marido,  lib.  2  ,  t.  2,  n.  26  ,  y  de  quasi  domicilio  en  el  27. 


lugar  donde  uno  habita  solamente  algunas  temporadas  según 
las  ocurrencias  que  se  ofrecen ,  aunque  tenga  allí  casa  y 
algunos  bienes  raices  :  Sola  domus  possessio  quoz  in  aliena 
civilate  comparatur,  domicilium  non  fácil  ',  l-  27,  D.  ai 
municip.  —  La  palabra  domicilio  se  compone  de  las  doa 
voces  latinas  domus  y  coló ,  á  causa  de  que  domum  colère 
significa  habitar  una  casa. 

Dos  son  las  cosas  que  establecen  el  domicilio  ;  es  á  saber, 
la  habitación  real  en  un  paraje,  y  el  ánimo  de  permanecer 
en  él.  Mas  si  la  voluntad  es  bastante  para  conservarle,  no  lo 
es  para  perderle  ,  pues  para  ello  se  necesita  mudar  la  habi- 
tación á  otro  lugar,  y  tener  la  intención  de  fijar  en  él  se  ' 
principal  establecimiento.  Esta  intención  resulta  bien,  pro- 
bada por  la  declaración  espresa  que  uno  hace ,  así  ai  ayun- 
tamiento del  pueblo  que  deja  como  ai  de  aquel  á  que  se 
traslada ,  para  ,que  se  le  tenga  por  dado  de  baja  en  el  pri- 
mero y  se  le  admita  como  vecino  en  el  segundo ,  sujetándose 
en  este  á  las  cargas  y  tributos  vecinales  (5).  En  defecto  de 
una  declaración  espresa  de  esta  especie ,  la  prueba  de  la 
intención  penderá  de  las  circunstancias  ó  hechos  que  la 
manifiestan;  como  por  ejemplo  del  trascurso  de  diez  años 
durante  los  cuales  ha  vivido  uno  constantemente  en  un  lugar, 
ó  si  aunque  no  haya  pasado  este  tiempo ,  ha  vendido  sus 
posesiones  en  el  pueblo  donde  se  hallaba ,  y  ha  comprado 
otras  en  el  pueblo  adonde  trasíiere  su  habitación. 

La  mujer  casada  no  tiene  otro  domicilio  que  el  de  su 
marido  :  mas  si  ha  obtenido  judicialmente  la  separación  de 
habitación  y  de  bienes  ,  puede  establecerse  y  fijar  su  domi- 
cilio donde  quiera.  —  Los  menores  no  emancipados  tienen 
por  domicilio  el  de  sus  padres,  tutores  ó  curadores;  y  los 
mayores  que  se  hallan  en  estado  de  demencia  ó  de  inter- 
dicción ,  el  de  las  personas  à  quienes  está  encargada  la  cus- 
todia ó  dirección  de  su  conducta  ó  de  sus  negocios.  —  Los 
mayores  de  edad  que  sirven  ó  trabajan  habitualmente  y 
viven  en  casa  de  sus  amos,  se  consideran  del  mismo  domi- 
cilio que  estos ,  y  sus  mujeres  que  habitan  y  trabajan  en  otra 
casa  diferente  no  se  contemplan  del  domicilio  de  sus  amos, 
sino  del  de  sus  maridos.  =  Véase  Vecindad. 

DOMINANTE.  Dícese  dominante  el  predio  al  cual  se 
debe  alguna  servidumbre ,  á  diferencia  de  sirviente  que  se 
dice  del  predio  que  la  debe.  Si  yo  tengo  derecho-  de  pasar 
por  tu  heredad  para  ir  á  la  mia ,  mi  heredad  será  el  predio 
dominante  y  la  tuya  el  sirviente.  Véase  Servidumbre. 

DOMINGO.  El  primer  dia  de  la  semana,  que  está  dedi- 
cado al  culto  divino  y  al  descanso.  En  él  no  se  pueden  hace^ 
obras  serviles  ni  actos  judiciales,  sino  es  en  caso  de  urgei-j 
cia.  Véase  Día  feriado  y  Dia  festivo. 

DOMINICAL.  Se  aplica  al  derecho  que  se  paga  al  señor 
de  algún  feudo  por  los  feudatarios. 

BQMINICATUHA.  Cierto  derecho  de  vasallaje  que  se 
pagaba  en  algunas  partes  al  señor  temporal  de  alguna  tierra 
ó  población. 

DOMINIO.  El  derecho  ó  facultad  de  disponer  libremente 
de  una  cosa ,  si  no  lo  impide  la  ley,  la  voluntad  del  testador, 
ó  alguna  convención.  Esta  libre  disposición  abraza  princi- 
palmente tres  derechos,  que  son  :  —  el  derecho  de  enajenar; 

—  el  derecho  de  percibir  todos  los  frutos  ;  —  y  el  derecho 
de  escluir  á  los  otros  del  uso  de  la  cosa. 

El  dominio  se  divide  en  pleno  y  menos  pleno,  ó  sea  en  per- 
fecto é  imperfecto.  El  menos  pleno  se  subdivide  en  directo 
y  útil  :  las  especies  mas  comunes  del  menos  pleno  son  el 
feudo,  la  enfitéusis  y  el  derecho  dé  superficie.  Algunos  11a- 

—  De  domicilio  tratan  con  mucha  estension  Don  ,  tom.  I  ,  tit.  6  , 
pág.  ?61  ;y  Olmeda,  de  Derecho  público,  tom.  i.  cap.  16,  desda 
cl  g  7. 

(3)  Véanse  las  citas  puestas  en  el  art.  avecindarse ,  por  la  afi- 
nidad que  con  este  tiene, 
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ínan  al  dominio  uLil  derecho  próximo  al  dominio  o  bien  cuasi 


dominio 


I  Se  adquiere  el  dominio  do  las  cosas  por  derecho  natural 
ó  de  génies,  y  por  derecho  civil.  Los  modos  de  adquirirle 
por  derecho  natural  ó  de  gentes  se  dividen  en  originarios  y 
derivativos.  Modos  originarios  son  aquellos  por  los  que 
adquirimos  la  propiedad  de  las  cosas  que  no  pertenecen  á 
otro  en  la  actualidad,  y  derivativos  aquellos  por  los  que  el 
dominio  ya  establecido  en  una  cosa  pasa  de,  uña  persona  á 
otra.,Los  originarios  se  reducen. á  dos.,  que  son  la  ocupación 
y  la  accesión;  y  los  derival ivos  á  uno  solo,  que  es  la  tradición 
ó  entrega.  La  ocupación  abraza  la  caza  ,  la  pasca  ,  la  inven- 
ción ó  hallazgo  ;, la,  accesión  comprende  todos  los  modos 
con  que  adquirimos  una  cosa  por  razón  de  otra  que  poseemos, 
ó  porque  nace  de  ella  ,  ó  porque  se  une,  con  ella  d.e  modo 
que  constituya  un  cuerpo  con  la  misma.  La  tradición  ó  en- 
trega supone  un  título  ó  causa  idónea  para  trasferir  el  do- 
minio ;  como  por  ejemplo  la  compra  y  venta ,  la, permuta  , 
la  dote,  la  donación,  ú  otro,  semejante.  —  Los  modos  de 
adquirir  el  dominio  por  derecho  civil  son  los  introducidos 
por  las  leyes,  como  por  ejemplo  las  prescripciones  ^heren- 
cias y  legados  (l).  Véase  Propiedad ,  Ocupación  ,  Accesión, 
Tradición,  Caza,  Pesca,  Hallazgo,  ele. 

DOMINIO  pleno  ó  absoluto.  El  poder,  que  uno  tiene 
en  alguna  cosa  para  enajenarla  sin  dependencia  de  otro  , 
.percibir  todos  sus  frutos,  y  escluir  de  su  uso  á los  demás. 

DOMINIO  menos  pleno.  Cualquiera  de  las  fracciones 
del  dominio  que.se .haya  dividido  entre  diferentes  personas, 
como  cuando  uno  tiene  derecho  á  concurrir  á  la  disposición 
de  alguna  cosa  ó  de  exigir,  algo  en  reconocimiento  de  su 
señorío,  y  otro,  tiene  el  .derecho  de  enajenarla  con  alguna 
restricción  y  el  de  percibir  todos  los  frutos  pagando  algún 
canon  ó  pension  al  primero.  . 

DOMINIO  directo.  El  derecho  que  uno  tiene  de  con- 
currir á  la  disposición  de  una  cosa  cuya  utilidad  ha  cedido, 
ó  de  percibir  cierta  pension  ó  tributo  anual  en  reconoci- 
miento de  su  señorío.ó superioridad  sobre  un  fundo;  ó  bien  el 
derecho  de  superioridad  sobre  una  cosa  raiz  sin  el,  derecho 
de  la  propiedad  útil  :  tal  es  el  dominio  que  se  ha  reservado 
el  propietario  de  una  finca  enajenándola  solo  á  titulo  de  feudo 
ó  enfiléusis. 

DOMINIO  útil.  El  derecho  de  percibir  todos  los  frutos 
de  una  cosa  bajo  alguna  prestación  ó  tributo  que  se  paga  al 
que  conserva  en  ella  el  dominio  directo  :  tal  es  el  dominio 
que  tiene  el  vasallo  ó  enfiteuta  en  la  heredad  que  ha  tomado 
á  feudo  ó  enfitéusis. 

DONACIÓN.  El  traspaso  gracioso  que  uno  hace  á  otro 
del  dominio  que  tiene  en  alguna  cosa.  Es  de  dos  maneras, 
donación  entre  vivos ,  y  donación  por  causa  de  muerte  ; 
lev  l,tit.7,  lib,  10  ,Nov.  Rcc. 

DONACIÓN  entre  vivos.  La  renuncia  y  traspaso  gra- 
tuito que  hacemos  actual  é  irrevocablemente  de  una  cosa 
que  nos  pertenece,  á  favor  de  una  persona  que  la  acepta  ; 
proem.  y  ley  L  lit.  h.  Pari.  5;  ley  6,  til.  12,  Fuero  Real, 

Puede  hacer  esta  donación  el  que  tuviere  la  libre  adminis- 
tración de  sus  bienes  ,  y  por  consiguiente  no  puede  hacerla 
el  menor  de  veinte  y  cinco  años ,  ni  el  loco  ó  mentecato ,  ni 
el  pródigo  declarado  tal  por  sentencia  del  juez  ,  ni  la,  mujer 
casada  durante  el  matrimonio;  ley  1 ,  tít.lí,  Part,  b  ,  y  leyes 
Vth ,  53  y  56  de  Toro.  El  hijo  que  está  en  la  patria  potestad  , 
solo  puede  hacerla  de  sus  bienes  castrenses  ó  cuasi  castrenses 
sin  otorgamiento  del  padre  ;-y  también  de  los  profeclicios 
podrá  dar  alguna  cosa  á  su  madre ,  hermana ,  sobrino  ó  algún 
otro  pariente  por  razón  de  casamiento  ú  otro  motivo  justo  , 

(■i)  Véase  cl  Dr.  Alvarez,  Instit.  de  derecho,  lil>.  2,  t.  i, 
í".  parte.  Murillo,  lib.  2,  l.  12,  n.  9o  :  Dominium  definilur,  di- 
vidilur ,  c.l  quomodo  adquiralur. 


como  igualmente  al  maestro  que  le  enseñase  alguna  ciencia, 
arte  ú  oficio  ;  ley  5  ,  til.  h,  Párl.  o. 

La  donación  entre  vivos  puede  hacerse  pura  ó  simplemcníe, 
bajo  condición  ,  y  á  dia  cierto  ,  así  por  palabras  entre  pre- 
sentes, como  por  cartas  ó  apoderados  entre  ausentes;  ley  h, 
lit.  k\  Parí.  5.  —  La  donación  pura  y  simple  queda  per- 
feccionada por  el  consentimiento  del  donador  y  la  aceptación 
del  donatario ,  de  suerte  que  aquel  puede  ser  compelido  por 
el  donatario  y  sus  herederos  á  la  entrega  de  la  cosa  donada  ; 
pero  sin  podérsele  pedir  mas  délo  que  pueda  dar,  quedán- 
dose con  lo  necesario  para  su  manutención,  pues  goza  del 
beneficio  de  competencia;  ley  H,  til.  h,  Part.  5.  Véase  Jcep-< 
tacion  de  donación.  —  La  donación  condicional  pende  abso- 
lutamente del  cumplimiento  de  la  condición  ,  de  modo  que 
queda  nula  y  sin  efecto  en  el  caso  de  que  esta  dejare  de 
cumplirse;  ley  5,  d.  lit.  b.  —  Si  la  cosa  prometida  se  entre- 
gare antes  de  cumplirse  la  condición,  puede  repetirse  oor 
el  donador  ó  sus  herederos ,  porque  puede  suceder- que  no 
se  cumpla, y  siempre  que  antes  de  verificarse  la  condición 
muriere  el  donador  ó  el  donatario ,  quedan  respectivamente 
en  sus  herederos  los  efectos  de  la  donación  por  la  regla 
general  de  que  el  que  contrae,  contrae  para  sí  y  para  su 
heredero;  ley  11,  lit.  Ul,  Part.  5  ,yley  Vi,  lit.  11,  Pari.  5. 
La  condición  imposible  hace  nula  la  donación;  y  la  nega- 
tiva, estoes,  la  que  consiste  en  ño  hacer  alguna  cosa, 
suspende  el  cumplimiento  de  la  donación  hasta  la  muerlc 
del  donador  ó  donatario  en  cuya  mano  esté  verificar  ó  no 
verificar  la  condición  impuesta.  Véase  la  palabra  Condición. 
—  Si  la  donación  se  hubiere  hecho  hasta  cierto  tiempo , 
podrá  el  donatario  disfrutar  de  la  cosa  donada  hasta  que 
llegue  el  plazo  señalado;  pero  venido  este  ganarán  ó  reco- 
brarán la  posesión  y  el  dominio  el  donador  ó  el  que  estu- 
viere designado,  ó  sus  herederos;  ley  7,  d.  lit .  h  ,  Part.  5. 
La  donación  prometida  para  cierto  dia  ño  puede  pedirse 
por  el  donatario  hasta  que  llegue  el  dia  señalado  ;  pero  si  el 
donador  se  la  diere  antes  de  llegar  el  dia  ,  no  la  podrá  re- 
"  petir  'él  donador  ni  sus  herederos,  porque  es  indudable  que- 
tal  dia  ha  de  llegar,  ley  52  ,  til.  i'ft,  Par!,  b;  y  adornas  se 
supone  que  el  donador  por  el  hecho  de  anticipar  la  entrega  , 
renunció  el  derecho  de  conservar  en  su  poder  la  cosa  por 
mas  tiempo.  Si  el  donador  ó  el  donatario  muriere  antes  do 
venir  el  dia  en  que  se  debia  hacer  la  entrega  de  la  cosa 
donada,  los  herederos  de  aquel  tendrán  obligación  de  entre- 
garla á  su  tiempo,  y  los'de  este  tendrán  derecho  de  recla- 
marla del  mismo  modo  ;  ley  lft,  lit.  11 ,  Pari.  5. 

La  donación  entre  vivos  no  puede  pasar  de  quinientos 
maravedís  de  oro  (25,600  reales  de  vellón  ,  según  unos  ,  ó 
bien  7,332  reales  y  52  maravedís  vellón,  según  otros  );  lo 
que  así  está  mandado  para  que  nadie  consuma  su  patrimonio 
con  profusiones  inmoderadas  ;  de  manera  que  la  donación 
que  escediere  de  dicha  cantidad  será  nula  en  cuanto  al  esceso 
si  no  se  insinuase  ante  el  juez  competente ,  esto  es ,  si  no  se 
manifestase  ó  presentase  ante  el  juez  el  instrumento  público 
en  que  se  hace  la  donación  para  que  la  apruebe  inter- 
poniendo su  autoridad  y  decreto  judicial  :  ley  9 ,  lit.  k , 
Part.  5.  Pero  son  válidas  sin  necesidad  de  insinuación  las 
donaciones  siguientes  :  —  Io.  las  que  se  hacen  al  Estado  por 
algún  particular,  ó  á  un  particular  por  el  Estado  :  —  2\  L-s 
que  tienen  por  objeto  la  redención  de  cautivos,  ó  la  repa- 
ración de  alguna  iglesia  ó  casa  derribada  :  —5o.  las  de 
donaciones  propler  nuplias  ó  por  razón  de  casamiento:  — 
U°.  las  que  se  hacen  á  alguna  iglesia  ó  establecimiento  do 
piedad;  d.  ley  9,  lit.  h,  Part.  b. 

Es  nula  la  donación  que  uno  hiciere  de  todos  sus  bienes, 
aunque  solo  sea  de  los  presentes ,  según  la  ley  69  de  Toro  , 
á  no  haberse  asegurado  el  modo  de  subsistir  durante  su 
vida;  y  la  que  se  hace  con  fraude  para  no  pechar,  como 
por  ejemplo  la  que  hace  un  padre  á  su  hijo  clérigo  sin  qua 
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«parezca  justa  y  legítima  causa ,  pues  se  presume  hecha  cau- 
telosamente para  Ubrarse  de  pagar  contribuciones  y  tribu- 
tos; leyes  2,  5,  k  {  b,  til.  7,  lib.  10,  Nov.  Rec.  —Es  igual- 
mente nula  la  donación  que  un  clérigo  ó  cualquiera  pariente 
suyo  hiciere  á  sus  hijos  ilegítimos;  ley  k,  tít.  20,  lib.  10, 
Nov.  Rec.  La  que  hiciere  de  todos  sus  bienes  ó  gran  parte 
de  ellos  uno  que  no  tiene  hijos  ni  esperanza  de  tenerlos , 
queda  revocada  ó  rescindida  por  el  mismo  derecho ,  ipso 
jure,  si  después  los  tuviese  legítimos,  ó  de  la  mujer  con 
quien  entonces  estaba  casado .  ó  de  otra  con  quien  se  casare 
posteriormente  ;  ley  8,  lit.  h,  Part,  b,  y  glos.  de  Greg.  Lop. 

Aunque  la  donación  entre  vivos  es  irrevocable  por  su 
naturaleza ,  según  las  leyes  i  y  6,  tít.  12,  lib.  3,  Fuero  Real , 
puede  sin  embargo  revocarse  ó  rescindirse,  ademas  del 
referido  caso  de  la  supervención  de  hijos  ,  por  inejecución 
del  cargo  ú  obligación  que  se  hubiere  impuesto  al  donatario , 
como  también  por  causa  de  ingratitud  en  los  casos  siguien- 
tes :  —  Io.  si  el  donatario  atentare  de  algún  modo  á  la  vida 
del  donador;  —  2o.  si  le  injuriare  gravemente  de  palabra  ó 
de  hecho;  —  3.°  si  le  acusare  de  algún  delito  que  lleva  con- 
sigo la  pena  de  pérdida  de  la  vida ,  de  algún  miembro  ,  de 
la  fama,  ó  de  la  mayor  parte  de  los  bienes;  — k°.  si  le  hiciere 
gran  daño  en  sus  cosas.  —  La  viuda  que ,  muerto  el  marido, 
hace  donación  á  su  hijo ,  y  se  vuelve  á  casar,  podrá  revo- 
carla solo  en  los  casos  siguientes  :  —  Io.  si  el  hijo  tratare  de 
quitarle  la  vida  ;  —  2o.  si  le  pusiere  manos  airadas;  —  5o. 
si  le  procurare  la  pérdida  de  todos  ó  de  la  mayor  parte  de 
sus  bienes.  Ley  \ ,  til.  12 ,  lib.  3  del  Fuero  Real,  y  ley  10, 
Ut.  h  ,  Part.  b. 

La  acción  de  revocar  la  donación  por  causa  de  ingratitud 
compete  solo  al  donador  durante  su  vida ,  y  no  pasa  á 
sus  herederos  ,  ni, puede  ejercerse  contra. los  herederos  del 
donatario  ;  ley  10,  lit.  h ,  Pari.  b.  Sin  embargo ,  según  sientan 
los  autores,  pasa  esta  acción  á  los  herederos  del  donante  : 
—  Io.  cuando  este  entabló  judicialmente  antes  de  morir  la 
queja  de  ingratitud  ;  —  2o.  cuando  resulta  que  ignoró  el 
hecho  de  la  ingratitud,  ó  que  no  pudo  entablar  la  queja;  — 
5o.  cuando  se  hizo  la  donación  bajo  la  cláusula  de  nulidad 
en  caso  de  ingratitud.  —  En  todos  los  casos  la  prueba  de  la 
ingratitud  incumbe  al  que  se  querella. 

Se  revoca  por  último  la  donación  ,  á  lo  menos  en  cuanto 
al  esceso,  cuando  es  inoficiosa,  es  decir,  cuando  escede  de  la 
cantidad  ó  parte  de  bienes  de  que  el  donante  puede  disponer 
legalmcnte.  Véase  Donación  inoficiosa. 

DONACIÓN  poa  causa  de  muep.tü.  El  traspaso  gratuito 
que  hacemos  de  una  cosa  como  por  via  de  manda  en  favor 
de  alguna  persona  cuando  nos  hallamos  agobiados  de  una 
enfermedad  ó  amenazados  de  un  peligro  que  nos  hace  temer 
la  muerte;  ley  11 ,  til.  k,  Part,  b ,  y  ley  1  ,  til.  7,  lib.  10, 
Nov.  Rec. 

Puede  donar  por  causa  de  muerte  el  que  puede  hacer  tes- 
tamento; <fc  ley  11,  tít.  U,  Part.  o. 

La  donación  por  causa  de  muerte  se  diferencia  de  la  dona- 
ción entre  vivos  en  las  cosas  siguientes  :  —  Io.  la  donación 
entre  vivos  se  hace  como  cualquier  otro  contrato  ;  mas  la 
donación  por  causa  de  muerte,  aunque  antes  debia  hacerse 
ante  cinco  testigos,  según  dicha  ley  11,  debe  hacerse  ahora 
ante  tres,  como  los  testamentos  nuncupalivos,  por  ser  muy 
semejante  al  legado;  ley  1,  lit.  18,  lib.  10,  Nov.  Rec.:  —  2o. 
la  primera  debe  insinuarse  ante  el  juez  si  pasa  de  quinientos 
maravedís  de  oro;  mas  la  segunda  no  necesita  de  insinuación, 
pues  no  hay  peligro  de  que  uno  se  haga  mas  pobre  mediante 
una  donación  que  no  ha  de  tener  efecto  sino  después  de  su 
muerte  :  —  5°.  la  primera  es  irrevocable  por  su  naturaleza  ; 
mas  la  segunda  espira  ó  se  revoca  entres  casos ,  es  á  saber, 
si  el  donatario  muere  antes  que  el  donador,  si  este  salió  de 
la  enfermedad  ó  del  peligro  por  cuya  razón  la  hizo  ,  y  si  el 


mismo  se  arrepiente  de  haberla  hecho  antes  de  morir;  ley  H , 
lit.  k,  Part,  b:  —  h°.  la  primera  trasfiere  el  dominio  de  la 
cosa  mediante  su  entrega;  mas  la  segunda  lo  trasfiere -aun 
sin  la  entrega  ,  como  el  legado ,  luego  que  el  donante  fallece 
sin  arrepentirse  de  la  donación  :  —  b°.  en  la  primera  hay 
lugar  al  beneficio  de  competencia;  y  la  segunda  está  sujeta 
ala  mengua  ó  detracción  de  la  cuarta  falcidia;  ley  1,  til.  11, 
Part.  6. 

DONACIÓN  esponsalicia.  El  presente  ó  regalo  que 
antes  de  celebrarse  el  matrimonio  se  hace  por  el  esposo  á  la 
esposa ,  y  alguna  vez  al  contrario ,  y  suele  consistir  en  joyas 
y  vestidos  preciosos;  ley  3,  tít.  Il ,  Part.  ti.  Aunque  esta 
donación  se  hace  francamente  sin  condición  alguna ,  debe 
con  todo  restituirse  al  donante  si  el  matrimonio  deja  de  ce- 
lebrarse por  culpa  del  donatario.  Mas  en  caso  de  que  el  ma- 
trimonio dejare  de  verificarse  por  casualidad,  como  v.  gr. 
por  muerte  de  alguno  de  los  novios ,  está  dispuesto  por  la 
ley,  que  si  muriese  el  esposo  antes  de  besar  á  la  esposa , 
debe  esta  volver  el  regalo  á  los  herederos  de  aquel  ;  y  si  la 
hubiese  besado,  ganará  ella  la  mitad:  pero  que  si  muriese 
la  novia ,  y  fuere  ella  la  que  hizo  el  regalo  al  novio  ó  esposo, 
hayanse  besado  ó  no ,  pasa  el  regalo  á  los  herederos  de  la 
misma;  ley '5,  tít.  11,  Part.  4,  y  ley  3  ,  lit.  5,  lib.  10, 
Nov.  Rec. 

La  donación  esponsalicia  no  puede  esceder  de  la  octa*va 
parte  de  la  dote ,  de  manera  que  el  esceso  que  hubiere  se 
debe  aplicar  al  fisco;  —  y  para  atajar  el  desorden  que  suele 
haber  en  esta  materia ,  se  halla  mandado ,  que  los  merca- 
deres, plateros,  longistas,  y  cualesquiera  otros,  no  puedan 
en  tiempo  alguno  pedir  en  juicio  las  mercaderías  y  géneros 
que  dieren  al  fiado  para  las  bodas  á  cualesquiera  personas 
de  cualquier  estado,  calidad  y  condición  que  sean;  leyes  6, 
7  yS,  lit.  3 ,  y  ley  2 ,  tít.  S,lib.  10 ,  Nov.  Rec. 

La  donación  esponsalicia  es  absolutamente  del  donatario, 
seguido  el  matrimonio,  y  pasa  por  consiguiente  á  sus  here- 
deros después  de  su  muerte.  Pero  si  á  la  mujer  se  le  hubiesen 
prometido  arras  ademas  de  la  donación  esponsalicia,  sola- 
mente tendrá  derecho  ella  ó  sus  herederos  de  escoger  la  una 
de  las  dos  cosas  dentro  de  veinte  dias  contados  desde  que 
se  les  requiriese  por  el  marido  ó  sus  herederos;  y  pasado 
este  término  sin  haber  hecho  la  elección,  compete  á  los  úl- 
timos el  derecho  de  hacerla  ;  ley  3 ,  tít.  3,  lib.  10,  Nov.  Rec. 

i  Se  reputarán  también  como  donación  esponsalicia  los 
regalos  hechos  á  la,  mujer  por  los  parientes  del  marido ,  ó  á 
este  por  los  de  ella  ,  al  tiempo  de  casarse;  ó  harán  acaso 
parte  del  capital  del  donatario;  ó  entrarán  por  ventura  en 
la  clase  de  bienes  gananciales?  Se  reputan  donación  espon- 
salicia los  regalos  que  se  hicieren  á  la  novia  por  considera- 
ción al  novio ,  y  los  que  sé  hicieren  al  novio  por  considera- 
ción "á  la  novia  :  tales  son  los  que  hacen  á  la  novia  los 
parientes  del  novio ,  ó  al  contrario ,  ora  espresando  la  razón 
de  parentesco ,  ora  sin  espresarla.  Se  consideran  propios  y 
privativos  del  donatario  los  que  se  le  hicieren  á  él  por  mera 
contemplación  suya  y  no  por  la  del  otro  consorte  :  tales  son 
los  que  á  cada  uno  hacen  sus  respectivos  parientes  ó  amigos. 
Se  tienen  finalmente  por  gananciales  los  que  se  hicieren  á 
entrambos  mas  bien  por  razón  de  la  sociedad  conyugal  que 
contraen  y  de  los  gastos  que  deben  ofrecérseles  que  por  cual- 
quiera otro  respeto.  Sin  embargo ,  en  todos  los  casos  ha  de 
atenderse  á  la  voluntad  de  los  donantes,  á  la  calidad  de  los 
regalos  ,  y  aun  á  la  costumbre  de  cada  pais.  Los  regalos  que 
consisten  en  cosas  apropiadas  solamente  al  uno  de  los  dos, 
como  por  ejemplo  en  un  aderezo  ó  adorno  para  la  cabeza, 
que  se  da  á  la  mujer,  ó  en  un  caballo  que  se  destina  al  ma- 
rido, se  suelen  suponer  privativos  del  donatario,  aunque  el 
donante  sea  pariente  del  otro  cónyuge;  y  en  muchas  partes 
es  costumbre  que  el  donatario  haga  suyos  los  regalos  que  se 
le  hicieren  por  cualesquiera  personas. 


DO 


—  £70 


no 


DONACIÓN    PROPTER  NUPTIAS ,   6   POR   RAZÓN  DE  CASA 

Miento.  La  que  hacen  los  padres. á  sus  hijos  por  considera-  ' 
0-jp.fi! al  matrimonio  que  van  á  contraer,  para  que  puedan 
ljgyar  eon>  mas  honor  y  comodidad  sus  cargas.  —  La  dona- 
ción propler  nuplias  es  una  de  las  cargas  de  la  sociedad' 
conyugal,  y  por  consiguiente  debe  sacarse  de  los  bienes 
gananciales1,  no  solo  cuando  ambos  cónyuges  la  promeien  , 
sino  también,  cuando  la  promete  el  marido  solo;/?)/  h  ,  tí!.  3, 
lib.  10,  -Nos\  Rec.  Si  los  bienes  gananciales  no  bastaren  , 
pagará  cada  cónyuge  por  mitad  de  sus  bienes  propios  lo 
que.faltaro,  en  caso  de  haber  prometido  los  dos;  pero  solo 
díroarido  (lelos  suyos,  en  caso  de  que  él  sólo  hubiese  he- 
cJrtJ  la  promesa  ;  d.  ley  h.  Si  â  consecuencia  de  la  dona- 
ción.que  ofrecieron  al  hijo  entrambos  cónyuges1,  le  entre- 
gasen alíguna -finca:  propia  de  cualquiera  de  ellos ,  se  entenderá 
sitó,  embargo  que  la  donación  fué  hecha  de  los,bienes  ganan- 
ciales v  a-  no  ser  que  el  dueño  de  la  finca  renunciare  al  bene- 
ficio de  la  ley,  manifestando  que:  como  de  cosa  suya  propia 
hacia  (donación  irrevocable  al  donatario.  —  Si  no  habiendo 
gananciales  en  el  matrimonio,  ofreciese  el  padre  al  hijo  do- 
naeion  proplernuplias,  deberá  pagarla  de  sus  propios  bienes, 
aunque  tenga  en  su  poder  y  administre  bienes  adventicios 
del- foijo,  y  aún  cuando  proteste  que  hace  de  estos  la  dona- 
ción; pues  por  semejante  protesta  no  se  exime  de  la  obliga- 
ción»! que  le  impone  la  ley  teniendo  bienes  propios  ;  pero  si 
los  bienes -del  padre  no  alcanzaren,  se  pagará  de  los  adven- 
tií!i(as(.el  resto  de  la  donación,  y  aun  el  total  de  ella ,  en  caso 
deque  el  padre  sea  absolutamente  pobre. 

Ofreciendo  ¡el  'padrastro  y  la  madrastra  ó  el  padre  y  esta 
juntamente  al  entenado  de  ambos  ó  de  alguno  de  ellos  dona- 
ciartipmpler  nuplias,  no  quedará  Obligado  con  sus  propios 
bienes  dicho  padrastro  ó  madrastra,  porque  no  tienen  obli- 
gaekwdg;  alimentar  á1  los  entenados;  y  así  podrán  repetir  la 
parte  de  donación  que  hubieren  entregado  ,  a  no  ser  que  la 
hubiesen  hecho  con  ánimo  de  no  repetirla  (1). 
'■'Lés'ffutos  de  la  donación  propler  nuptias  son  bienes  ga- 
naWcialés'',  y  deben  en  su  consecuencia  dividirse  por  mitad 
entre  el  marido  y  la  mujer  ó  sus  respectivos  herederos  cuando 
se  disuelva  el  matrimonio.  —  La  donación  propler  nuplias 
está'  sujeta  á  colación  ;  y  asi  es  que  cuando  el  hijo  viniere  á 
heiíedár  ó  partir  con  sus  hermanos  los  bienes  de  su  padre  ó 
de  su  madre  ó  de  algún  otro  ascendiente  de  quien  la  hubiese 
reéibido  ,  debe  traerle  á  partición,  porque  se  presume  que 
el  que  la  hizo  la  anticipó  en  cuenta  de  legítima,  por  no  ha- 
berla hecho  de  espontánea  liberalidad  ;  ley  29  de  Toro ,  ó 
ley  5,  lit.  3  ,  lib.  10,  Nov.  Rec.  Mas  la1  donación  propler 
nuptias,  cuando  se  trae  á  colación,  se  ha  de  imputar  pri- 
mero en  cuenta  de  la  legítima  que  corresponde  al  que  la 
recibió  :  si  sobrare  alguna  cosa  ,  se  aplicará  al  tercio  y  al 
quinto  de  mejora  ,  como  si  la  intención  del  donante  hubiera 
sido  mejorar  en  esta  parte  al  donatario;  y  si  después  de 
cubierta  la!  legítima  ,  el  tercio  y  el  quinto ,  todavía  quedare 
algún  sobrante,  debe  restituirse  como  inoficioso  á  los  cohe- 
rederos para  que  se  lo  repartan  entre  sí;  d.  ley  29  de  Toro. 
La  donación  propler  nuptias  que  el  abuelo  hubiese  hecho  al 
nieto  por  sus  méritos  ó  por  el  afecto  que  le  profesaba,  y  no 
por  consideración  al  hijo  ,  no  debe  traerse  á  colación  por 
este,  ni  tampoco  por  el  mismo  nieto  que  entre  á  suceder  al 
abuelo  por  fallecimiento  de  su  padre,  sino  que  se  conside- 
rará como  un  legado;  pero  la  donación  proplernuplias  que 
el  abuelo  hubiere  hecho-  al  nieto  por  consideración  á  su  hijo , 
debe  traerse  á  colación  por  este ,  á  quien  se  computará  en 
parte  de  su  legítima. 

Antiguamente  se  llamaba   donación  propler  nuptias  la 
donación  que  hacia  el  marido  á  la  mujer  por  razón  de  casa- 

(i)  Castillo,  en  la  ley  55  de  Toro,  letra  G, 


miento ,  y  debia  ser  igual  á  la  dote;  pero  ya  no  está  en  uso 
semejante  donación.  Véase  Arras. 

!  3DONAC1QH  entre  cónyuges.  La  que  uno  de  los  cónyu- 
ges hace  al  otro  durante  el  matrimonio.  Está  prohibida  bajo 
nulidad  esta  especie  de  donación:  —  Io.  porque  no  es  deco- 
roso que  el  afecto  que  debe  unir  mutuamente  los  corazones 
del  marido  y  de  la  mujer,  sea  venal,  digámoslo  así ,  y  se 
pueda  adquirir  ó  conservar  con  presentes;  —  2o.  porque  en 
otro  caso  sucedería  muchas  veces  que  el  amor  escesivo  del 
uno  de  los  consortes  le  haria  despojarse  ciegamente  de  sus 
bienes  en  favor  del  otro  ;  —  3o.  porque  con  importunaciones 
y  diferencias  que  se  suscitarían  continuamente,  podría  el 
uno  obligar  al  otro  á  comprar  la  paz  y  reposo  doméstico  á. 
costa  de  sus  haberes;  —  4°.  porque  la  resistencia  que  pu- 
siese el  uno  en  acceder  á  la  donación  que  solicitase  el  otro, 
podriadar  lugar  à  frecuentes  divorcios  ó  separaciones.  Lcyh, 
til.  II,  Part.k. 

Pero  no  toda  donación  está  prommaa  entre  marino  y 
mujer,  sino  solamente  aquella  que  hace  mas  pobre  al  donante 
y  mas  rico  al  donatario  :  Pauperior  aulem  dicilur  is  qui  pal  ri- 
moniurn  saum  dimimüt ,  et  aliquid  erogdvit  è  faciiltatibus 
suis,  non  vero  qui  lucri  occasionem  om't&il  ;  sien l  contra  lile 
dicilur  faclus  locuplelior  qui  aliquid  addidit  facuUdíibus  siifs , 
non  vero  qui  eis  pareil.  Así  es  que  puede  el  marido  renun- 
ciar una  herencia  en  favor  de  su  mujer  que  le  hubiere  sido 
sustituida,  ó  dejar  de  aceptar  un  legado  para  que  recaiga  en 
su  mujer  que  ha  sido  instituida  heredera  en  el  mismo  testa- 
mento ;  porque  aunque  en  estos  casos  la  mujer  saCa  utilidad 
de  la  renuncia  del  marido,  no  por  eso  pierde  este  cosa  al- 
guna de  sus  haberes,  pues  que  no  hace  parle  de  ellos  la 
herencia  ó  el  legado  antes  de  aceptarse  :  niliil  'lunc  de  súo 
amillere  intelligitur,  sed  tanlùm  occasionem  lucri  omitiere. 
Por  la  misma  razón  puede  pedir  el  marido  á  una  persona  que 
quiere  nombrarle  heredero  ,  que  deje  la  herencia  á  su  mujer 
y  no  á  él.  Del  propio  modo  puede  el  marido  hacer  á  la  mujer 
una  donación  v.  gr.  para  comprar  un  local  donde  tener  se- 
pultura, y  la  mujer  al  marido  para  adquirir  algún  honor  ó 
dignidad  que  no  sea  lucrativa,  pues  aunque  en  estos  casos 
la  donación  hace  mas  pobre  al  donante ,  no  hace  mas  rico  al 
donatario.  Leyes  U ,  o  y  6,  lit.  H,  Part.  k. 

Aun  hay  mas;  y  es  que  cualquiera  donación  es  válida  en- 
tre marido  y  mujer,  aunque  el  donante  se  haga  mas  pobre, 
y  mas  rico  el  donatario  ,  si  aquel  muere  antes  que  este  sin 
haberla  revocado  ;  pero  lo  contrario  deberá  decirse  si  el  do- 
natario muriese  antes  ó  el  donante  la  hubiese  revocado  de 
cualquier  manera ,  por  palabras  ó  por  hechos  ;  esto  es ,  ó  por 
una  declaración  espresa  de  su  voluntad,  sea  por  acto  entre 
vivos  ,  sea  por  testamento  ú  otra  última  disposición,  ó  bien 
tácitamente  ,  vendiendo  ó  enajenando  de  otro  modo  la  cosa 
donada.  Ley  h ,  lit.  11 ,  Part.  h. 

DONACIÓN  casual  ó  necesaria.  La  que  los  padres  ha- 
cen á  los  hijos  en  fuerza  de  alguna  razón  ó  causa  necesaria, 
ó  por  lo  menos  útil  y  piadosa  que  á  ello  les  impele,  como 
por  ejemplo ,  la  donación  propler  nuplias.  Toda  donación 
casual  debe  traerse  acotación  (2),  porque  se  presume  que  el 
padre  la  anticipó  en  cuenta  de  legítima,  por  no  haberla  he- 
cho por  mera  liberalidad ,  sino  en  virtud  de  una  circunstan- 
cia que  le  forzó  á  ello;  á  no  ser  que  disponga  lo  contrario  , 
ó  se  entienda  por  sus  palabras  que  quiso  mejorar  al  hijo.  La 
donación  casual  se  imputa  pues  en  la  legítima  ;  y  lo  que  es- 
cediere de  esta  se  tiene  por  mejora,  aplicándose  al  tercio  y 
después  al  quinto.  Ley  29  de  Toro,  ó  ley  b,  til.  3  ,  lili.  10, 
Nov.  Rec.  Véase  Mejora. 

DOHACION  simple  ó  voluntaria.  La  que  hacen  los  pa- 
dres á  los  hijos,  no  por  alguna  circunstancia  que  les  obligue 

(2)  Véase  la  nota  2  de  la  pág.  450,  y  Fcbr.  mej.,  tom.  6 ,  p:.g. 
•232,  n.  55. 
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a  ello ,  sino  por  mera  y  espontánea  liberalidad.  Esta  dona- 
ción no  se  tiene  que  traer  á  colación  y  partición  ,  á  no  ser 
que  conste  la  voluntad  contraria  del  donante,  antes  bien  se 
repula  por  mejora,  aplicándose  primeramente  :;al  tercio, 
después  al  quinto ,  y  lo  que  sobrare  á  la  legítima.  Si  aun 
sobrepujare  al  importe  de  esta,  deberá  el  donatario  restituir 
el  esceso,  como  inoficioso  ,  [rayéndolo  á  colación  para  que 
se  reparla  entre  los  coherederos,  por  cuanto  corresponde  á 
estos  como  parte  de  su  legítima.  Ley  26  de  Toro,  ó  ley  10  , 
tít.  0,  Ub.  10,  Nov.  Rec.  (1).  Véase  Mejora. 

BONACÏON  inoficiosa.  La  que  fuere  superior  á  la  can- 
tidad ó  porción  de  bienes  de  que  uno  puede  disponer  á  favor 
de  estraños  ó  de  alguno  de  sus  herederos  forzosos.  Los  pa- 
dres pueden  disponer  en  vida  ó  muerte  á  favor  de  estraños, 
del  quinto  de  sus  bienes,  y  á  favorde  alguno  de  sus  hijos  ó 
nietos  del  tercio  y  quinto;  y  los  hijos  que  tienen  ascendien- 
tes, pero  no  descendientes  ,  pueden  disponer  asimismo  en 
vida  ó  muerte  del  tercio.  La  donación  que  escediere  de  es-r 
tas  cuotas  se  llama  inoficiosa  ,  porque  es  contraria  á  los  ofi- 
cios de  piedad  y  mutuo  afecto  que  se  deben  los  padres  y  los 
hijos,  pues  que  les  perjudica  en  la  porción  legítima  que 
respectivamente  les  designa  la  ley  á  los  unos  en  los  bienes 
de  los  otros  ;  siendo  de  notar  que  para  calificar  de  ino/iciosu 
una  douacion  ,  se,  ha  de  atender  á  lo  que  los  bienes  del  do- 
nante valieren  al  tiempo  ele  su  muerte  (vi).  — Así  que,  los 
hijos  ó  los  padres  que  en. sus  respectivos  casos  se  vieren 
perjudicados  en  sus  legitimas  por  una  donación  de  esta  es- 
pecie ,  pueden  pedir,  después  de  la  muerte  del  donador  que 
el  donatario  les  restituya  el  esceso  de  la  donación  para  cu- 
brir sus  legítimas  (5).  Véase  Colación  de  bienes,  Herederos 
y  Mr  jora.     \ 

BOKADÏO.  La  donación  ;  -  y  en  algunas  partes  el  he- 
redamiento ó  hacienda  que  trae  su. origen  de  donaciones, 
reales. 

DGí  JATÁT/O.  Lo  que  se  da  al  gobierno  por  toda  la  na- 
ción, ó  por  algunas  provincias  ó  cuerpos  en  caso  de  urgencia, 
bien  sea  que  lo  pida,  ó  que  se  le  ofrezca  graciosamente;  — 
y  la  dádiva  voluntaria  que  so  hace  por  uno  ó  por  muchos. 
TACEOKL  El  señalamiento  ó  constitución  de  dote  ;  —  la 
renta  perpetua  que  se  señala  y  destina  para  la. manutención 
de  alguna  fundación  ó  establecimiento  ;  —  todo  lo  que  nece- 
sita lin  navio ,  y  se  le  señala  para  hacer  un  viaje ,  así  de  sol- 
dados y  marineros,  como  de  pertrechos;  —  y  el  número  de 
soldados  y  todo  lo  demás-  que  necesita  y  tiene  señalado  un 
presidio  ó  plaza  para  su  defensa  y  manutención. 

BOTAR.  Dar  ó  señalar  algún  caudal  en  dinero,  hacien- 
da ó  alhajas  para  tomar  estado;  —  y  destinar  bienes  para 
alguna  fundación. 

BOTE.  Lo  que  da  la  mujer  al  marido  por  razón  de  casa- 
miento ;  ley  1 ,  lit.  1 1 ,  Part,  h  ;  ó  por  mejor  decir ,  el  cau- 
dal que  la  mujer  trae  al  marido  para  ayudar  á  sostener  con 
sus  frutos  las  cargas  del  matrimonio  :  Dos,  dice  Cuyacio, 
esl  pecunia  marilo,  nupliarum  causa  ,  dala  vcl  promissa. 

Be  ¡a  constitución  cíe  la  dote. 

La  dote  es  patrimonio  de  la  mujer,  pues  no  se  entrega  al 
marido  para  que  la  consuma ,  sino  para  que  se  aproveche  de 
sus  frutos  y  la  restituya  cuando  se  disuelva  el  matrimonio; 
y  puede  constituirse  y  aumentarse  antes  y  después  de  cele- 
brado este ,  no  habiendo  costumbre  en  contrario  ;  ley  1 , 

(i)  Véase  Febr.  en  cl  lug.  cit.,  n.  54. 

(2)  Ley  29  <ie  Toro  al  fin  ;  pero  en  cuanto  á  dote  ,  véase  Dote 
inoficiosa,  y  lo  que  dice  Febr..  tom.  6,  pág.  242,  uúms.  2  y  5. 
/figunos  tienen  por  muy  espreso  que  la  ley  29  de  Toro  designa 
dos  tiempos  à  elección  de  la  dotada  ó  su  marido. 

(5)  Ley  8,  tít.  4,  Part,  5.  y  glos.  de  Greg.  Lop.  ;  ley  28  de 
Turo. 
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lit.  H,  Part.  h.  —  Antiguamente  no  era  la  mujer  la  quo 
traía  dote. al  marido,  sino  que  por  el  contrario  el  marido 
dotaba  ala  mujer.  Véase  Arras  m  su  cuarta  acepción.  —  Lá 
dote  puede  constituirse  sobre  todos  los  bienes  presentes  y 
futuros  de  la  mujer,  ó  solo  sobre  todossus  bienes  presentes, 
ó,  solo  sobre  los  futuros ,  ó  sobre  una  parte  de  estos  y  aque- 
llos, ó  sobre  una  finca  determinada.  Los  bienes  que  no  entran 
en  la  formación  de  la  dote.,  se  llaman  bienes  parafernales  ó 
extradotales.  Puede  igualmente  recaer  la  dote  no  solo  sobre 
bienes  raices  ,  sino  también  sobre  muebles ,  semovientes  , 
créditos v derechos  y  acciones,  y  aun  sobre  créditos  que  la 
mujer  ú  otra  persona  tuviere  contra  el  mismo  marido;  ley  lh,  i 
t¿t.  1 1  ,  Part.  4.  Si  la  mujer  .fuere  menor  de  veinte  y  cinco; 
años,. no  puede  entregar  la  dote  en  bienes  raices  sin  licencia 
judicial;  pero  puede  entregarla  en' bienes  muebles  con  solo 
el  consentimiento  de  su  curador  ;  ley  Ui  ,  liL  11  ,  Part.  U. 

.Si  con. motivo  déla  celebración  del  matrimonio  ó  durante 
el  misiíK)  hacela  mujer  al  marido  promesa  simple  ó  entrega 
de  cierta  cosa  ó  cantidad  de  dinero  ,  se  supone  que  la  hace 
por  causa  de  dote;  Jnt.  Gómez  en  la  ley  55  de  Toro,  m  20. 

La  dote  se  divide  en  adventicia  y  profecticia  ;  en  estima- 
da é  inestimada;  y  en  necesaria  y  voluntaria  Dote  adven- 
ticia, es  la  que  se  compone  de  bienes  propios  de  la  mujer  ó  de 
bienes  dados  por  la  madre  ó  algún  pariente  que  no  sea  de  la 
linea  recta  paterna,  ó  por  alguna  ¡persona  éstraña.  Dotepro- 
frciicia  se  llámala  que  sale  de  los  bienes  del  padre  ,  abuelo 
ú  otro  ascendiente  paterno.  Dote  voluntaria  es  la  que  da  la 
mujer  por  sí  misma  ú  otra  .persona  que  no  tiene  obligación 
de  darla  ;  y  dote, necesaria  es  laque  da  el  padie  como  obli-i 
gado  á  dotar  la  hija,  y  el  abuelo  ó  bisabuelo  en  su  caso, 
como  luego  veremos,  teyes  2  y  8,  iít.  i  1  ¡,  Parí.  h. 

Dote  estimada  es  la  que.consiste  en  bienes  cuyo  precio  so. 
señala;  é  inestimada  la  que  consta , de  fincas  que  no  se  jittssq 
tiprecian  ;  ley  Í6,  til.  11  ,  Part.  h.  Cuando  se  da,  por  ejem- 
plo, tal  casa  ó  heredad,  espresando  que  vale  tanto ,  es  dote 
de  la  primera  especie  ;  y  cuando  se  da  sin  espresar  su  valor, 
lo  es  de  la  segunda.  El  modo  ordinario  de  darse  las  dotes  en 
el  dia  es  diciendo  el  dotante,  que  da,  por  ejemplo ,  veinte 
mil  rs.  en  los  bienes  siguientes  :  v.  gr.  en  tal  casa  justipre- 
ciada en  ocho  mil  rs.,  en  tal  viña  en  seis  mil ,  en  tal  campo 
en  cuatro  mil ,  y  en  tal  alhaja  en  dos  mil  ;  no  habiendo  duda 
de  que  la  dote  es  estimada  ó  apreciada  cuando  se  da  en  esta 
forma  ,  porque  lo  que  se  da  es.  la  cantidad,  y  el  señala- 
miento do  bienes  no  es  mas  que  el  cumplimiento  de  la  dota- 
ción ó  promesa  dotal.  La  estimación  de  los  bienes  dotales 
produce  los  efectos  de  la  venta ,  como  si  la  mujer  vendiese 
al  marido  las  cosas  que  le  da  en  dote;  á  no  ser  que  la  esti- 
mación se  haga  solo  con  el  fin  de  hacer  constar  el  valor  de 
las  cosas  para  saber  cuánto  es  lo  que  ha  de  restituir  el  ma- 
rido si  no  pudiere  volverlas  en  especie  por  culpa  suya  :  en 
cuyo  caso  la  dote  se  reputa  inestimada  (k).  —  Si  la  estima- 
ción: de  la  dote  fuese  mas  alta  ó  mas  baja  de  lo  justo,  puede 
siempre  pedir  el  agraviado  que  se  reforme  ó  repare  el  en- 
gaño, cualquiera  que  sea  la  cantidad  en  que  se  hubiere  pa- 
decido, aunque  en  los  demás  contratos  solo  compete  esto 
beneficio  cuando  la  lesión  es  en  mas  de  la  mitad  del  justo 
precio;  ley  16,  lit.  11,  Part.  U,y  ley  2,  üt.  1  ,  Ub.  10, 
Nov.  Rec.  Así  es  que  si  al  tiempo  de  la  restitución  de  la  dote 
se  encontrase  que  no  valen  sino  diez  los  bienes  que  al  tiempo 
de  la  constitución  se  estimaron  en  quince  ó  veinte ,  sin  que 
en  ellos  se  observe  menoscabo  ó  deterioro  que  pueda  prove- 
nir de  negligencia  ó  culpa  del  marido,  habrá  de  recibirlos 
la  mujer  ó  su  heredero  por  el  valor  ó  estimación  que  tengan, 
sin  derecho  á  exigir  del  marido  ó  su  heredero  la  diminución, 
pues  se  supone  que  esta  no  procede  sino  de  haberse  tasado 


(4)  Véase  la  glosa  4  de  Greg.  López  á  la  ley  7,  tít.  11 ,  Part.  4 ,; 
y  Febv.  íaej.,  tom.  i,  pág.  167,  §  5. 
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al  principio  los  bienes  dotales  por  mucho  mas  de  lo  que  va- 
lían, como  ordinariamente  sucede. 
El  padre  está  obligado  á  dar  dote  á,  la  hija  constituida, en 

su  poder,  así  en  el  caso  de  que.  ella  tenga  bienes  propios  , 
>i  cómo  en  el  de  que  no  los  tenga;  ley  8,  tit.  11  ,  Part.  k.  Sin 
t  embargo,  si  la  hija  se  casare  contra  la  voluntad. del  padre 
ánt,es  de  llegar  á  la  edad  de  veinte  y  tres  años,  con  sugeto 
.'  indigno  por  su  calidad  ó  por  sus  costumbres ,  perderá  su  de- 
recho á  ser  dotada  en  pena  de  su  ingratitud  é  inobediencia, 
y  solamente  lo  tendrá  á  los  alimentos  naturales  en  caso  de 
ser  pobre. 

Como  el  padre  está  obligado  á  dar  alimentos  á  sus  hijos 
naturales ,  infieren  algunos  autores  que  lo  está  también  á  do- 
tar ala  hija  natural,  suponiendo  que  la  dote  sucede  á  los 
alimentos;  pero  no  estando  obligado, á  dotar  aun  á  la  hija 
.  legitima  que  está  fuera  de  su  poder,  según  observa  Antonio, 
Gómez  en  Ja  ley  55  de  Toro,  n.  23,  es  claro  que  lo  estará 
mucho  menos  á,  dotar,  ala  hija  natural,  pues  que  no  tiene 
sobre  ella  patria  potestad.  Sin  errlbargo,  los  SS.  Greg.  Ló- 
pez v  Covarrubias  quieren,  contra  la  letra  de  la  ley,  que  la 
Obligación .  de  dotar  exista  en  los  padres  y  abuelos  paternos 
aun  sin  la  concurrencia  de  la  patria  potestad  :  mas  si  se  ad- 
miten tales  opiniones,  quedará  establecido  un  derecho  muy 
diferente  del  que  resulta  de  las  leyes. 

El  -abuelo  ó  bisabuelo  paterno  puede  ser  apremiado  á  do- 
tar á  la  nieta  ó  biznieta  constituida  en  su  poder,  solo  en  el 
caso  de  que  ella  careciere  de  bienes  propios;  ley  8,  lit.  11, 
Part. h. 

La  madre  no,  tiene  obligación  de  dotar  de  sus  propios  bie- 
nes á  la  hija  sino  solo  en  el  caso  de  que  esta  sea  católica  y 
aquella  hereje,  judía  ó  mora;  ley  9,ilt.  11 ,  Pari.U.  Algu-,. 
nos  autores  añaden  que  también  está  obligada  la  madre  á 
dotar  á  la  hija  , cuando  ella  es  rica  y  el  padre  pobre  ó  des- 
conocido, y  aun  Gregorio  López  en  su  glosa  Ia.  á  dicha  ley 
quiere  que  lo  esté  asimismo  cuando  la  hija  no  tiene  bienes; 
pero  estos  dos  casos  no  tienen  apoyo  alguno  en  la  ley. 

Si  el  marido  y  la  mujer  durante  el  matrimonio  casaren 
alguna  hija  común  y, ambos  le  prometieren  la  dote,  ambos 
deben  pagarla  de  los  bienes  gananciales;  y  si  no  hubiere  los 
suficientes  para  cubrirla,  deberán  pagar  ambos  por  mitad  lo 
que  faltare  ó  el  todo  en  su  caso  de  sus  bienes  propios  :  mas 
si  solo  el  marido  prometiere  la  dote  ,  debe  sacarse  igual- 
mente de  los  bienes  gananciales;  y  no  habiéndolos,  de  los 
bienes  propios  del  mismo  marido  y  no  de  los  de  la  mujer  ; 
leyïï?.  de  Toro  ,  ó  ley  h ,  til.  5,  lib.  10,  Npv.  Rec.  Si  el  pa- 
dre al  hacer  la  promesa  de  la  dote  manifestare  que  la  hace 
por  cuenta  de  la  legítima  paterna  y  no  de  la  materna,  aun- 
que haya  gananciales  no  ha  de  satisfacerse  de  ellos,  sino  de 
los  bienes  del  mismo  padre  ;  pues  se  entiende  haber  querido 
;  relevar  á  su  .mujer  de  la  obligación  de  contribuir  á  la  dote 
con  la  mitad  de  gananciales  que  le  pertenecen  :  bien  que  no 
alcanzando  los  bienes  paternos  á  cubrir  la  promesa  ,  deberá 
suplir  la  madre  de  su  mitad  de  gananciales  ,  pero  no  de  sus 
bienes  propios ,  lo  que  en  este  caso  faltare ,  porque  como  la 
dote  es  una  carga  de  la  sociedad  conyugal  no  puede  el  ma- 
rido eximir  de  ella  á  su  mujer  en  perjuicio  de  la  hija. 

Aunque  para  cumplir  la  promesa  de  dote  hecha  por  ambos 
cónyuges  se  entregue  á  la  hija  una  finca  propia  de  cual- 
quiera, de  ellos,  no  por  eso  se  entenderá  que  la  dote  no  ha 
de  sacarse  en  cuanto  á  su  importe  de  los  bienes  gananciales , 
á  no  ser  que  el  dueño  de  la  finca  hubiese  indicado  que  como 
de  cosa  suya  propia  hacia  donación  irrevocable  á  la  hija  , 
sin  que  se  estime  parte  de  los  gananciales  que  pudieren 
«orresponderle. 

No  puede  la  madre  sin  licencia  del  marido  dar  ni  prometer 
dote  á  su  hija,  porque  la  mujer  sin  dicha  licencia  no  puede 
hacer  contratos  ni  cuasi  contratos ,  según  la  ley  55  de  Toro , 
ó  ley  11 ,  tít.  1 ,  lib.  10,  Nov.  Rec.  Pero  si  la  hija  fuere 


mayor  de  veinte  y  1res  años,  y. el  padre  no  quisiere  casarla 
ó  estuviere  ausente,  no  esperándose  su  pronlo  regreso,  es 
opinion  ;bastante  general  que  podrá  entonces  constituirle 
dote  la  madre ,  previa  autorización  del  juez  dada  con  cono- 
cimiento de  causa. 

Si  después  de  haber  prometido  dotar  el  padre  y  la  madre , 
renunciase  esta  los  gananciales  t  estará  obligada  cuando  ellos 
no  alcancen,  á  pagar  de  sus  bienes  propios  la  parte  que  le 
corresponda  hasta  completar  lo  ofrecido  ;  porque  habiéndose 
hecho  la  promesa  antes  que  la  renuncia,  quedó  eficazmento 
obligada  la  madre  á  su  cumplimiento  en  los  mismos  términos 
que  su  marido ,  sin  que  por  dicha  renuncia  pueda  eximirse 
de  la  carga  que  se  impuso. 

En  los,,pueblos  donde  no  son  comunes  los  bienes  ganan- 
ciales, la  mujer  que  juntamente  con  su  marido  prometiere 
dolé  á  la  hija,  no  tiene  obligación  de  concurrir  á  su  pago 
con  sus  propios  bienes  sino  en  cuanto  no  alcanzaren  los  de 
su  marido,  según  sientan  varios  jurisconsultos. 

,Si  muerto  el  uno  de  los  cónvuges  ofreciere  dote  el  sobre- 
viviente ,  él  solo  deberá  pagarla  de  sus  propios  bienes  ,  y  no 
de  los  gananciales,  aunque  todavía  estén  sin  dividir,  ya 
porque  la  ley  55  de  Toro  solo  quiere  que  la  dote  se  saque 
dedos  bienes  gananciales  cuando  se  promete  durante  el  ma- 
trimonio ,  ya  porque  disuelto  este  los  bienes  gananciales 
pasan  á  ser  bienes  propios  por  mitad  del  cónyuge  viudo  y 
de  los  herederos  del  difunto.  Así  lo  sostienen  Antonio  Gómez, 
ley  53  de  Toro ,  n.  24  ;  Ayora  ,  De  parliüonibus ,  p::rt.  2, 
cucst.  kO;  Moena,  Dejustiliaeljure,  disp.  (|2tL  n.  9,  y  otros 
varios  autores.  Sin  embargo  Covarrubias,  lib.  5,  Variar., 
cap.  19,  n.  3  ,  Gregorio  López  ,  glos.  1  de  la  ley  6  ,  til.  1  , 
Part.  5,  y  Baeza,  De  non  meliorand.  filiab.,  cap.  li ,  v.  97, 
son  de  opinion  que  la  dote  ofrecida  por  el  cónyuge  viudo 
debe  pagarse  de  los  bienes  gananciales  de  marido  y  mujer, 
suponiendo  que  la  obligación  de  dotar,  como  deuda  legal 
causada  y  contraída  durante  el  matrimonio,  debe  seguir 
aun  después  de  la  disolución  á  los  bienes  gananciales  en  él 
adquiridos.  Mas  desde  luego  se  echa  de  ver  la  falsedad  de 
esta  razón ,  pues  prescindiendo  de  otras  soluciones ,  si  la  dot3 
fuese  carga  de  los  bienes  gananciales  aun  después  ág  ha- 
berse disuelto  el  matrimonio ,  resultaría  que  la  madre  viuda 
tendría  que  dotar  á  la  hija  y  el  hermano  á  la  hermana  por 
la  parle  que  cada  cual  en  su  caso  hubiese  percibido  de 
dichos  bienes ,  como  también  que  el  padre  viudo  podría 
llenar  la  promesa  de  dote  con  los  bienes  adventicios  de  la 
misma  hija  :  todo  lo  cual  es  contrario  à  las  leyes  8  y  9,  tít.  1 1 , 
Part.  4. 

1  La  dote  dada  ó  prometida  por  el  padre  viudo  ó  casado  en 
segundas  nupcias  que  tiene  en  su  poder  y  administra  bienes 
adventicios  de  la  hija,  se  entiende  dada  ó  prometida  de  los 
bienes  propios  del  padre  y  no  de  los  de  la  hija,  por  efecto 
de  la  obligación  que  aquel  tiene  de  dotar  á  esta,  segu  i  la 
citada  ley  8,  tít.  i  I ,  Part,  h  :  bien  que  si  el  padre  caree  oso 
de  bienes  ó  no  tuviese  los  necesarios  para  cubrir  la  do  i , 
se  entiende  entonces  dado  ó  prometido  el  déficit  ó  el  to  '. 
en  su  caso  de  los  bienes  adventicios  de  la  hija.  Lo  contrario 
debe  decirse  cuando  el  dotante  que  administra  bienes  de  la 
persona  á  quien  da  ú  ofrece  dote,  no  tiene  obligación  de 
dotarla.  Así  es  que  la  promesa  dolal  hecha  por  la  madre  ó 
abuela,  curadora  y  administradora  de  los  bienes  de  la  hija 
ó  nieta ,  se  entiende  hecha  de  los  bienes  administrados ,  á  no 
ser  que  estos  no  alcancen  á  cubrirla,  pues  entonces  habrá 
de  pagarse  el  esceso  con  los  bienes  propios  de  la  madre  ó 
abuela  dotante,  con  tal  que  no  pruebe  haber  padecido  error 
en  la  computación  del  importe  de  los  administrados , 
creyendo  ser  suficientes  para  llenar  la  oferta.  No  sienéo 
curadora  ni  administradora  de  los  bienes  de  la  hija  ó  nieta , 
es  claro  que  la  madre  ó  abuela  que  hizo  la  promesa  de  dote 
debe  satisfacerla  de  sus  propios  bienes ,  pues  se  presume 
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haberla  hecho  por  razón  del  parentesco  y  afecto  materno. 
Así  es  también  que  la  promesa  dotal  hecha  por  el  padrastro 
y  la  madrastra  ó  por  la  madre  y  el  padrastro  se  presume 
siempre  de  cuenta  de  los  bienes  dé  la  entenada  y  no  de  los 
del  padrastro  ó  de  la  madrastra  ,  á  menos  que  otra  cosa  re- 
sulte claramente  ó  por  vehementes  conjeturas.  Asi  es  por 
último  que  si  muert03»los  padres  y  hallándose  todavía  la 
herencia  sin  dividir  dotare  el  hermano  a  la  hermana,  no  se 
entenderá  que  lo  hace  de  sus  bienes  propios  sino  de  los  que 
pertenecieren  à  la  misma  hermana. 

Cualquiera  que  tuviere  alguna  soltera  en  su  potestad  ó 
curaduría  ,  puede  ser  apremiado  á  dotarla,  cuando  se  ca- 
sare ,  de  los  bienes  de  ella  con  arreglo  á  la  cantidad  de  estos 
y  á  la  nobleza  del  novio;  en  inteligencia  de  que  será  nula 
la  dote  en  cuanto  cscediere  del  importe  de  dichos  bienes  , 
ley  9,  til.  11  ,  Parí,  h,  á  menos  que  conste  que  el  dotante 
quiso  y  pudo  hacer  á  la  dotada  donación  del  esceso. 

Para  regular  la  cantidad  de  la  dote  ,  ha  de  atenderse  al 
importe  de  los  bienes  del  dotante,  al  numero  de  hijos  que 
tuviere ,  á  la  dignidad  de  las  personas  y  á  la  costumbre  del 
pais,  y  no  debe  ser  superior  á,  la  legítima  que'  correspon- 
diese á  la  hija  ,  pues  se  reputariá  inoficiosa  en  cuanto  al  es- 
ceso; siendo  de  advertir  que  ninguno  puede  dar  ni  prometer 
por  via  de  dote  ni  casamiento  de  hija  el  tercio  ni  el  quinto 
de  sus  bienes,  ni  puede  entenderse  mejorada  tácita  ni  espre- 
sameníe  la  hija  por  ninguna  especie  de  contrato  entre  vivos; 
ley  6,  til.  5,  lib.  10,  Nov.  Rec. 

-  t/        Ait     i 

Si  el  padre  hubiere  dado  á  una  hija  cierta  dote ,  y  después 
casare  otra  s-in  señalarle  cantidad  determinada ,  se  entenderá 
esta  dotada  en  los  mismos  términos  que  la  primera ,  porque 
se  presume  que  el  padre  quisó  igualar  à  las  dos  hermanas, 
aunque  bien  puede  dar,  á  una  hija  mas  dote  que  á  la  ótrá, 
con  tal  que  no  le  dé  mas  de  lo  que  le  corresponde  por  su 
legítima;  ^ní.  Gómez  eníaley  55  de  Toro ,  nüm.  19. 

Puede  constituirse  la  dote  puramente  ó  bajo  condición, 
para  cierto  d  i  a  ó  para,  tiempo  incierto ,  para  darla  de  pré- 
senle 6  á  plazos ,  y  bajo  los  pactos  que  mas  acomodaren  al 
dolante,  no  siendo  contrarios  á  derecho  ni  á  las  buenas 
costumbres;  leyes  10,  11,  15  j  50 ,  lit.  11  ,  Parí.  h.  El  ma- 
rido tiene  hipoteca  tácita  en  los  bienes  del  que  constituyó 
la  dote  hasta  que  esta  le  sea  satisfecha,  ley  23,'i(f.  13, 
Parí.  5  ;  y  si  la  dote  no  se  le  entregare  á  su  tiempo,  puede 
pedir  el  interés  legal  por  razón  de  la  tardanza  ,  con  tal  que 
sostenga  las  cargas  del  matrimonio ,  ó  percibir  los  frutos 
de  la  prenda  que  tal  vez  se  le  hubiere  dado;  Ant.  Gómez 
en  la  leu  53  de  Toro ,  nüm.  50.  Yéase  Alimentos  ,  §  I,  nú- 
mero II.  —  El  plazo  señalado  para  el  cumplimiento  de  la 
promesa  dotal ,  empieza  á  correr  desde  la  celebración  del 
matrimonio  ,  á  no  ser  que  otra  cosa  se  colija  de  las  palabras 
de  la  promesa;  ley  12  ,  til.  1 1  ,  Part.  4. 

La  constitución  de  dote  no  se  vicia  ni  puede  revocarse, 
después  de  contraído  el  matrimonio,  por  la  falsedad  de  la 
causa  que  dio  motivo  á  ella  ,  porque  tal  donación  se  consi- 
dera obra  de  piedad.  Así  es  que  si  uno  dotare  á  una  mujer 
por  creerla  parienta  suya,  aunque  después  delcasamiento 
averigüe  que  no  tiene  relación  alguna  de  parentesco ,  no 
podrá  repetir  lo  que  le  hubiere  dado;  ley  55,  lit.  Ik,  Part.%. 
Hugo  Celso  añade  todavía  en  su  lleportorio ,  que  tampoco 
podrá  dejar  de  cumplir  la  promesa  dotal,  si  no  hubiese 
hecho  ya  la  entrega  de  la  dote. 

El  que  constituye  la  dote ,  ya  sea  la  mujer  ú  otro  por  ella , 
está  obligado  á  la  eviccion  y  saneamiento  de  las  cosas  cons- 
tituidas, cuando  se  dieron  apreciadas;  pero  si  se  hubiesen 
dado  sin  apreciar,  solo  deberá  sanearlas  en  caso  de  haberse 
obligado  á  ello  ó  de  haber  procedido  de  mala  fe  sabiendo 
que  eran  ajenas;  ley  22,  lit.  i  1 ,  Part.  4. 
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De  los  derechos  del  mando  sobre  la  dote.    ¿e¡j 

El  marido  tiene  esclusivamente  ,  durante  el  matrimonio, 
la  administración  de  la  dote  estimada  ó  inestimada  , "y  el 
derecho  de  percibir  sus  frutos  naturales ",  industriales  y1  ci- 
viles ,  para  mantenerse  con  su  mujer,  hijos  y  familjá;  leycsl 
y  25,  til.  11  ,  Parí.  U.  Hará  pues  suyos,  como  verdadero': 
usufructuario ,  los  frutos  producidos  espontáneamente  ó  en 
virtud  de  industria  por  las  tierras  ó  los  animales  pertene- 
cientes á  la  dote,  como  la  yerba,  la  fruta,  la  leña,  la  madera, 
las  mieses,  las  uvas,  la  lana,  la  leche  y  las  crias  de  los 
ganados  ;  los  productos  de  las  minas  y  canteras  que  se  halla- 
ren en  beneficio  ó  esplotacion .  y  aun  los  de  las  que  llegaren 
á  descubrirse  despues  y  crezcan  aunque  se  corten;  la  caza 
y  la  pesca;  los  alquileres  ó  arriendos  de  casas,  edificios, 
heredades  y  demás  cosas  que  se  alquilan  ;  los  fletes  de  naves; 
los  réditos  de  censos,  juros  y  otros  efectos  ó  derechos;  "él 
interés  de  los  capitales  que  lo  produjeren;  el  usó.  de  las 
alhajas,  muebles  y  utensilios  de  casa,  coches  y  otras  cosas 
semejantes;  las  ganancias  que  los  esclavos  adquiriesen  con 
su  industria,  pero  no  las  donaciones  ó  mandas  que  á  estos 
se  hicieren,  ni  tampoco  los  hijos  de  las  esclavas  ;  leyes  7, 18, 
21,  23  y  27,  til.  11,  Parí.  H ,  ley  23,  til.  31,  Part.  5,  y  var. 
juriscons.  Mas  así  como  el  marido  goza'  de  los  derechos  do 
usufructuario,  tiene  también  las  obligaciones  de  tal;  de  modo 
que  debe  cuidar  las  cosas  dotales  como  las  suyas  propias, 
cultivar  bien  las  heredades  ,  viñas  ó  huertas,  plantar  vides 
ó  árboles  en  lugar  de  los  que  se  secaren,  hacer  las  cortas 
en  los  bosques  de  manera  que  estos  no  queden  deteriorados, 
reponer  con  las  crias.de  los  ganados  las  cabezas  que  murie- 
ren ;  pero  no  está  obligado  á  dar  fianza  para  asegurar  la 
buena  administración  ó  la  restitución  de  los  bienes  dotales, 
pues  no  debe  suponerse  que  un  padre  desconfia'  de  la  capa- 
cidad ó  de  la  moralidad  de  un  hombre  á  quien  entrega  su 
propia  hija.  —  Como  el  marido  no  tiene  derecho' de  percibir 
los  frutos  de  la  dote  sino  durante  el  matrimonio,  es  claro 
que  si  se  le  hizo  entrega  de  todos  los  bienes  dotales  ó  de 
parte  de  ellos  antes  de  casarse  no  puede  hacer  suyos  los 
frutos,  los  cuales  en  tal  caso  se  acumulan  á  la  dote  aumen- 
tando su  capital',  á  no  ser  que  corra  con  la  manutención  'do 
la  novia;  íei/28,  til.  11 ,  Pari.  U.  -;  dnP 

El  marido  adquiere  el  dominio  (1)  de  las  cosas  dótales, 
sean  "muebles  ó  raices,  que  se  le  entregaron  con  estimación 
ó  aprecio  que  produce  los' efectos  de  venta  ,  como  si  las  hu- 
biese comprado;  hace  suyo  por  consiguiente  é!  incremento, 
pérdida  ó  deterioro  que  esperimentaren ,  porque  las  cosas 
se  aumentan,  deterioran  ó  pierden  para  su  dueño;  puede 
enajenarlas  libremenle  ó  disponer  de  ellas  á  su  arbitrio;  y 
no  está  obligado  à  restituir  sino  el  precio  en  que  fueron 
tasadas  ;  leyes  7,  18,  19  y  20,  til.  1 1  ,  Part.  h. 

Si  las  cosas  dotales ,  ora  sean  muebles ,  ora  raices ,  se  en- 
tregaren sin  estimar  ó  con  estimación  que  no  causa  venta, 
no  adquiere  el  marido  su  dominio  natural  y  verdadero ,  sino 
solo  el  civil,  esto  es,  un  dominio  semejante  al  qué  tiene  el 
que  se  halla  gravado  de  sustitución  ;  no  hace  suyo  el  aumento 
ni  el  deterioro  ,  los  cuales  pertenecen  á  la  mujer  ;  ni  puede 
enajenarlas,  hipotecarlas  ni  obligarlas,  pues  que  las  tiene 
que  restituir  en  especie;  leyes  7,  18,  19,  21  y  26,  lit.  11 , 
Part.  U. 

La  estimación  de  los  bienes  dotales  produce  los  efectos 
de  venta ,  cuando  se  hace  simplemente  antes  ó  al  tiempo  de 
la  entrega  de  dichos  bienes,  aunque  no  se  esprese  que  se 
hace  con  dicho  fin  ó  que  el  marido  ha  de  restituir  el  importe; 
y  deja  de  surtir  tales  efectos ,  cuando  se  indica  que  se  hace 
solo  para  saber  el  valor  de  los  bienes  y  poder  repetir  del 

(i)  Sobre  el  dominio  del  marido  en  las  cosas  dotales  pueden 
Verse  Jas  glosas  de  Greg.  López  á  la  ley  7,  tit.  -H,  Fart.  4. 


DO 


-5%- 


BO 


marido  los  daños  y  perjuicios  causados  en  ellos  por  su  culpa, 
ó  aparece  de  algún  modo  ejtie  la  restitución  lia  de  hacerse 
en  especie;  de  suerte  que  la  cosa  estimada  se  presume  siem- 
pre vendida  por  la  mujer  al  marido  por  el  mero  hedió  de  la 
estimación  ó  aprecio ,  siendo  indispensable  para  lo  contrario 
declaración  espresa  ó  virtual  de  que  tal  no  ha  sido  la  volun- 
tad de  los  partes.  Asi  está  decidido  en  el  derecho  romano, 
ley  69,  |  7,  D.  clejvre  dolium  ;  y  así  se  infiere  naturalmente 
de  las  leyes  16,  19  y  26',  tít.  1 1 ,  Part,  k  :  lo  que  debe  obser- 
varse con  cuidado  para  evitar  las  equivocaciones  en  que  sin 
duda  por  falta  de  atención  han  incurrido  recientemente  al- 
gunos  escritores. 

Si  los  muebles  que  se  dan  en  dote  fueren  fungiblcs,  esto 
es,  de  la  clase  de  aquellos  que  no  producen  utilidad  sino  en 
cuanto  se  consumen  con  el  primer  uso  que  se  hace  de  ellos, 
como  el  vino,  el  aceite,  los  granos  y  el  dinero,  siempre  gana 
el  marido  su  dominio  natural  y  civil,  y  puede  disponer  de 
ellos  á  su  arbitrio,  siendo  de  su  cuenta  y  riesgo  el'  incremento 
ó  deterioro  que  tuvieren ,  ora  los  reciba  estimados,  ora  in- 
estimados :  con  la  diferencia  de  que  si  los  recibió  estimados, 
debe  restituir  á  su  tiempo  el  precio  del  avalúo  ;  y  si  los  reci- 
bió inestimados,  tiene  que  devolver  otro  tanto  de  la  misma 
especie  y  calidad  ,  ó  el  valor  que  tuvieren  al  disolverse  el 
matrimonio ,  pues  que  en  el  primer  caso  hay  verdadera 
venta,  y  en  el  segundo  verdadero  mutuo  ó  préstamo  ;  ley  21, 
tit.  H,  Part.  U. 

No  puede  el  marido  enajenar  ni  obligar  los  bienes  dotales 
inestimados ,  como  ya  se  ha  indicado  mas  arriba  ,  porque  la 
propiedad  de  ellos,  aunque  dormida ,  digámoslo  así ,  en  ma- 
nos del  marido  ,  pertenece  siempre  á  la  mujer.  Tampoco  la 
mujer  puede  enajenarlos  ni  obligarlos,  porque  aunque  tiene 
su  dominio  natural ,  está  privada  durante  el  matrimonio  de 
su  dominio  civil,  y  porque  no  puede  despojar  al  marido  del 
usufructo.  Mas  ¿puede  enajenarlos  el  marido  con  licencia  de 
la  mujer,  ó  la  mujer  con  licencia  del  marido  ?  La  ley  roma- 
na, que  se  observa  también  entre  nosotros ,  no  permite  al 
marido  tal  enajenación  ,  aunque  la  mujer  preste  su  consen- 
timiento, ne  sexits  miiliebris  fray  Mías  in  perniciem  substan- 
tiel; ejusconverlalur,  et  resjmblica  detrimentum  senliat,  cujas 
omnino  inlerest  dotes  mulieribus  esse  salvas:  y  aun  según 
el  derecho  romano  ,  no  le  da  fuerza  alguna  el  juramento  de 
la  mujer,  porque  iin  acto  prohibido  y  por  consiguiente  nulo 
no  puede  adquirir  valor  por  medio  del  juramento  ;  pero  el 
derecho  conónico,  que  en  esta  parte  siguen  nuestros  auto- 
res, quiere  que  sea  válida  la  enajenación  hecha  por  el  marido 
con  licencia  jurada  de  la  mujer  (1).  Si  el  marido  no  puede 
enajenar  los  bienes  dotales  inestimados  ,  ni  aun  con  bene- 
plácito de  la  mujer,  es  claro  que  tampoco  la  mujer  podrá 
enajenarlos  ,  aunque  el  marido  la  autorice  con  su  permiso, 
pues  siendo  tan  fácil  al  marido  inducir  á  la  mujer  á  eje- 
cutar por  sí  misma  la  enajenación  como  arrancarle  el 
consentimiento  para  hacerla  él ,  se  obtendría  siempre  el 
mismo  resultado  ,  y  seria  ilusoria  la  prohibición  impuesta  al 
marido.  Si  se  quiere  que  sea  válida  la  enajenación  hecha 
por  el  marido  con  el  consentimiento  jurado  de  la  mujer, 
también  será  válida  la  enajenación  hecha  por  la  mujer  con 
permiso  del  marido  en  caso  de  que  ella  confirme  su  contrato 
con  juramento;  pero  es  seguramente* bien  repugnante  y 


(1)  En  efecto,  el  cap.  2.  de  jurejur.  in  6,  Licet  nmlieres  ,  ha- 
blando de  este  juramento  confirmatorio,  dice  que  sin  detrimento 
del  alma  no  puede  prevalecer  en  este  caso  el  derecho  civil  contra 
el  canónico,  fque  los  jueces  deben  decidir  por  este.  Eslo  está  es- 
tablecido puramenle  por  costumbre  digna  <¡z  remediarse,  según 
D.  Juan  Sala,  por  ser  contra  disposiciones  benéficas  del  derecho. 
—  Véase  al  P.  Murillo  en  su  Curso  canónico, lib.  2,  g  219,  donde 
con  estension  (rala  el  punto  un  juramentum  confirmet  contrac- 
tum  jure  positivo  invalidum  cui  acc~cd.it. 


contrario  á  los  principios  de  derecho  que  se  trate  de  ciar 
valor  al  juramento  de  un  individuo  para  dejar  i-in  efecto 
leyes  prohibitivas  que  no  se  han  establecido  sino  por  el  in- 
terés del  matrimonio.  Véase  Juramento.  Como  quiera  que 
sea  ,  aunque  la  mujer  consienta  la  enajenación  ó  concurra  á 
ella  con  su  marido,  siempre  se  le  deberá  satisfacer  al  disol- 
verse el  matrimonio  el  importe  d^  los  bienes  enajenados, 
pues  se  supone  que  el  marido  recibió  el  precio  para  alender 
á  las  cargas  de  la  sociedad  conyugal.,  á  menos  que  aparezca 
haberse  invertido  únicamente  en  beneficio  déla  mujer. 

El  marido  que  hubiese  hecho  indebidamente  la  enajena- 
ción de  los  bienes  dotales  inestimados ,  puede  revocarla 
durante  el  matrimonio,  quedando  empero  sujeto  á  los  daños 
y  perjuicios  del  comprador  si  no  le  manifestó  al  hacer  el 
contrato  la  calidad  que  tenían  de  dotales  inestimados  los 
bienes  que  le  vendía;  y  después  de  disuelto  el  matrimonio 
podrá  la  mujer  ó  su  heredero  recobrar  estos  bienes  ó  su 
importe  del  comprador,  á  elección  de  este ,  haciendo  previa 
excusión  en  los  bienes  clel  marido  :  Anl.  Gómez  en  la  ley  55 
de  Toro,  n.  6o  ;  y  Olea,  de  cess.jur.,  tít.  o,  cuest.  12,  n.  11. 

Si  el  marido  disipare  sus  bienes  por  el  desarreglo  de  su 
conducta  ó  de  sus  costumbres,  de  modo  que  pueda  temerse 
con  razón  que  caerá  por  su  culpa  en  estado  de  insolvencia, 
tiene  derecho  la  mujer  para  pedir  en  juicio,  durante  el  ma- 
trimonio ,  que  le  restituya  los  bienes  dotales,  ó  le  dé  fiador 
que  responda  de  ellos,  ó  los  deposite  en  persona  lega ,  llana 
y  abonada  que  los  administre  y  le  entregue  á  ella  ó  al  marido 
los  frutos  ó  ganancias  para  la  manutención  de  la  familia  : 
mas  s-i  el  marido,  siendo  de  buena  conducta  en  el  cuidado  do 
sus  bienes,  viniere  á  pobreza  por  acaso  y  sin  culpa  suya,  no 
podrá  la  mujer  hacer  tal  demanda  mientras  subsista  el  ma- 
trimonio; ley  l,  til.  9,  Part.  5,  y  ley  29,  til.  11,  Parí.  h. 

Los  bienes  dotales  de  la  mujer  casada  ,  que  ejerciere  el 
comercio  con  autorización  espresa  de  su  marido  ,  dada  en 
escritura  pública  ,  están  obligados  á  las  resultas  de  su  trá- 
fico; cód.  de  com.,  art.  5. 

De  la  restitución  de  la  dote. 

Como  la  dote  se  considera  patrimonio  de  la  mujer,  y  no  se 
dio  al  marido  sino  para  sostener  con  sus  frutos  las  cargas  del 
matrimonio,  es  claro  que  cuando  el  matrimonio  se  disuelve, 
sea  por  muerte  de  alguno  de  los  consortes  ,  sea  por  cual- 
quiera otra  causa  legal,  debe  restituirse  la  dote  á  la  mujer  ó 
á  quien  su  acción  y  derecho  represente  ,  ó  bien  al  mismo 
dotante  ó  á  la  persona  designada  por  él  en  caso  de  haberse 
constituido  con  pacto  de  re  version  ;  leyes  23,  26  ,  50  y  51  } 
til.  11,  Part.  II. 

Hay  sin  embargo  tres  casos  designados  por  la  ley  23 , 
tít.  11,  Part,  h,  en  los  cuales,  no  quedando  hijos  del  matri- 
monio, el  marido  adquiere  para  sí  la  dote  y  no  está  por 
consiguiente  obligado  á  restituirla,  es  á  saber  : — Io.  cuando 
la  mujer  cometiere  adulterio,  á  no  ser  que  el  marido  la  per- 
donase, como  añade  la  ley  18,  tit.  17,  Part.  7  :  —2o.  cuando 
ambos  consortes  pactaron  entre  sí  que  falleciendo  antes  la 
mujer  quedase  la  dote  para  el  marido  ,  y  muerto  ánles  el 
marido  quedase  la  donación  propter  nuplias  para  la  mujer  : 
—  5o.  cuando  fuere  costumbre  en  el  pais  que  el  marido 
gane  la  dote  y  la  mujer  la  donación  propter  nuplias.  Mas  de 
estos  tres  casos  no  se  observa  ya  sino  el  del  adulterio  :  el  de 
la  indicada  costumbre  no  lo  ha  habido  ni  lo  hay  en  el  reino; 
y  el  del  referido  pació  no  puede  tener  lugar  en  el  dia  por  no 
estar  ya  en  uso  la  donación  propter  nuplias  de  que  habla  la 
citada  ley  25.  Esta  donación  no  es,  como  equivocadamente 
sientan  algunos  escritores,  la  donación  esponsalicia  i  sino 
la  donación  que  antiguamente  haciael  varón  á  la  mujer  para 
seguridad  de  ladote,yque  se  ha  considerado  inútil  por 
tener  ya  la  mujer  hipoteca  legal  en  todos  los  bienes  del  m»- 
,«i4o.  Véase.  Jiras  en  su  cuarta  acepción. 
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Todavía  nos  presenta  la  ley  otro  caso  en  que  el  marido 
fio  está  obligado  á  restituir  la  dote,  y  es  cuando  se  disuelve 
ó  anula  el  matrimonio  por  algún  impedimento  dirimente,  que 
ella  ocultó  con  malicia  y  el  marido  ignoró  al  tiempo  del  con- 
trato; ley  50,  tít.  14,  Part.  S.  Más  si  los  dos  sabían  el  impe- 
dimento ,  ni  la  mujer  podrá  reclamar  la  dote  ni  el  marido  las 
arras ,  pues  todo  caerá  en  poder  del  fisco  ;  salvo  si  fuesen 
menores  de  veinte  y  cinco  años  ,  en  cuyo  caso,  como  en  el 
de  haber  contraido  el  matrimonio  por  ignorancia  ó  error 
siendo  mayores  ,  cada  uno  recobrará  loque  hubiese  dado  al 
otro;  ley  Û,  U't  14,  Part.  5. 

La  dote,  sea  profecticia  ó  adventicia ,  debe  restituirse  por 
ni  marido  ó  sus  herederos  á  la  mujer  ó  á  los  suyos  ,  no  ha- 
biendo pacto  en  contrario;  pues  aunque  la  ley  30  ,  tít.  H  , 
Part,  4  ,  dice  que  la  profecticia  debe  entregarse  al  padre  en 
caso  de  haber  muerto  la  hija  sin  descendencia  ,  y  al  padre  y 
á  la  hija  juntamente  en  caso  de  disolverse  el  matrimonio  por 
algún  impedimento  legítimo,  deja  ya  de  tener  efecto  esta 
disposición  siempre  que  con  arreglo  á  la  ley  47  de  Toro 
quede  la  hija  emancipada  por  el  casamiento  ,  de  modo  que 
no  haya  de  volver  por  su  disolución  á  la  patria  potestad; 
Ant.  Gómez  en  la  ley  57  de  Toro,  núms.  27  y  28.  —  Falle- 
ciendo la  mujer  antes  que  el  marido,  pertenece  la  dote  á  los 
hijos  en  cuanto  á  la  propiedad,  y  al  marido  en  cuanto  al 
usufructo,  mientras  aquellos.se  hallen  bajóla  patria  potestad. 
Véase  Emancipación  y  Peculio. 

Cuando  los  bienes  dotales,  sean  muebles  ó  raices,  se 
'■entregaron  estimados  con  la  estimación  ó  aprecio  que  pro- 
duce los  efectos  de  venta,  no  está  obligado  á  restituir  el 
marido  ó  su  heredero  sino  el  precio  en  que  fueron  tasados, 
ni  tampoco  la  mujer  puede  ser  compelida  á  recibir  los  mis- 
mos bienes  en  caso  de  haber  dinero;  pero  si  no  lo  hubiere, 
habrá  de  tomar  los  bienes  referidos  ú  otros  de  la  herencia , 
previa  tasación  ;  leyes  18,  19  y  20,  til.  11,  Part.  4,  y  ley  o, 
til.  14,  Part:  5;  siendo  de  notar,  que  en  caso  de  insolvencia 
del  marido ,  tiene  derecho  la  mujer  á  reclamar  como  propios 
sus  bienes  dotales  estimados  ,  con  preferencia  á  los  demás 
acreedores;  Ant., Gómez  en  la  ley  55  de  Toro  ,  núm.  44. 

Si  al  tiempo  de  constituirse  y  apreciarse  la  dote  se  dio  al 
marido  ó  á  la  mujer  la  elección  de  las  cosas  ó  de  su  importe, 
se  hará  la  restitución  según  la  voluntad  del  que  tuviere  este 
derecho;  en  cuyo  caso  el  aumento  ó  deterioro  que  tuvieren 
dichas  «osas  pertenecerá  al  consorte  en  quien  pararen  por 
elección  suya  ó  del  otro;  leyes  18  y  19,  tít.  11,  Part.  k. 

Si  los  bienes  dotales,  ya  sean  muebles  ó  raices,  se  hubiesen 
entregado  sin  estimar  ó  con  estimación  que  no  causa  venta , 
debe  hacerse  la  restitución  de  los  mismos  bienes  en  especie; 
leyes  7,  21  y  26,  tít.  11,  Part.  4. 

Si  los  bienes  fungibles  en  que  consistiere  la  dote  se  reci- 
bieron estimados  ,  ha  de  restituirse  el  precio  en  que  se  va- 
luaron ;  y  si  se  recibieron  inestimados,  ha  de  restituirse  otro 
tanto  de  la  misma  especie  y  calidad,  ó  el  valor  que  tuvieren 
al  tiempo  de  la  disolución  del  matrimonio;  leijes  21  y  26, 
til.  H,  Part.  4, 

Si  el  marido  hubiere  comprado  alguna  finca  con  el  dinero 
de  la  dote  y  beneplácito  de  la  mujer,  debe  restituirse  á  la 
misma  la  finca  ó  el  dinero  según  ella  eligiere;  ley  49,  til.  5, 
Part.  5.  Pero  si  la  mujer  no  hubiese  dado  su  consentimiento 
para  la  compra,  la  finca  se  considerará  dotal  solo  subsidia- 
riamente, esto  es,  cuando  el  marido  resulte  en  estado  de 
insolvencia  ;  en  cuyo  .caso  se  adjudicará  á  la  mujer  por  el 
valor  que  tuviere  al  disolverse  el  p^tr^nio  ;  Ant.  Gómez 
en  la  ley  55  de  Toro ,  núm.  56.         ¿ 

Si  una  finca  dotal  inestimada  se  trocare  por  otra  finca,  ó 
se  vendiere  y  con  su  precio  se  comprare  otra,  quedará  sus- 
tituida la  adquirida  por  compra  ó  permuta  en  lugar  de  la 
dotal  y  se  considerará  por  consiguiente  propia  de  la  mujer, 


a  quien  habrá  de  restituirse  al  disolverse  el  matrimonio; 
ley  ii,  til.  U,lib.3,  Fuero  Real.         ' 

Aunque  por  regla  general,  no  esta  obligado  el  marido  á 
restituirlos  bienes  dotales  inestimados  sino  en  el  estado  en  que 
Se  encuentren ,  porque  su  aumento  ,  pérdida  ó  deterioro  son 
de  cuenta  de  la  mujer,  debe  sin  embargo  abobar  á  esta  ó  su 
heredero  las  pérdidas  ó  menoscabos  en  los  casos  siguientes  : 
Io.  cuando  se  prueba  que  acaecieron  por  su  culpa,  ley  18, 
til.  11 ,  Part.  4  :  2o.  cuando  voluntariamente  los  tomó  á  su 
cargo,  rf.  ley  18  ,  y  ley  1 ,  lit.  \,  lib.  10,  Nov.  Rcc.  :  5o. 
cuando  los  citados  bienes  fueren  muebles  ó  efectos  de  casa 
que  se  vendieron  ó  consumieron  en  servicio  de  ella ,  escu- 
sáhdose  con  esto  de  comprar  otros  semejantes ,  según  Gómez 
en  la  ley  55  de  Toro,  núms.  43  y  44  ,  y  otros  autores.  Mas 
según  costumbre  de  Castilla,  no  se  saca  precisamente  do  los 
bienes  propios  del  marido ,  sitio  de  los  gananciales  si  los  hu- 
biere, el  importe  de  pérdidas  ó  deterioros  de  la  dote ,  con- 
siderándolo como  un  fondo  puesto  en  la  sociedad  conyugal , 
y  haciendo  la  estimación  de  los  bienes  con  arreglo  al  valor 
que  tenian  al  tiempo  de  la  constitución  de  la  dote  y  no  al  de 
su  restitución;  Gómez  en  la  ley  53  de  Toro,  núms.  45  y  44;. 
Ayora,  part.  5,  cuest.  50  ,  núm.  107;  y  Greg.  López  en  la 
gl.  5  de  la  ley  18,  y  en  la  8  de  la  ley  19,  tít.  1 1 ,  Part.  4. 

El  marido  ó  sus  herederos,  al  restituir  los  bienes  dotales 
en  especie,  tienen  derecho  á  deducir  el  importe  de  las  canti- 
dades invertidas  en  mejoras  necesarias  ó  úlilcs,  mas  no  el  de 
las  que  se  hubieren  empleado  en  mejoras  volupluariœ  que 
no  aumentasen  el  valor  ó  la  renta  de  las  fincas  ;  ley  32 , 
til.  1 1 ,  Part.  4. 

Si  la  dote  comprendiese  créditos  ó  derechos  á  favor  de  la 
mujer,  que  el  marido  no  pudo  hacer  efectivos  á  pesar  do 
haber  practicado  las  diligencias  convenientes ,  no  habrá  mas 
obligación  que  la  de  restituir  los  títulos  ó  documentos  que 
los  contengan.  Mas  si  el  cobro  dejó  de  verificarse  por.  negli- 
gencia ó  culpa  del  marido ,  y  el  deudor  entretanto  cayó  en 
insolvencia ,  debe  cubrirse  con  los  bienes  del  marido  el  im- 
porte del  crédito  que  hubiese  llegado  á  ser  incobrable;  á 
menos  que  el  deudor  fuese  padre  ú  otro  ascendiente  de  la 
mujer,  porque  no  puede  apremiarse  judicialmente  al  padre 
ni  al  suegro ,  ó  á  menos  asimismo  que  el  deudor  no  lo  fuese 
sino  de  cosa  incierta  que  voluntariamente  hubiese  prometido, 
de  modo  que  no  quedase  obligado  á  mas  de  lo. que  pudiese; 
ley  15,  lit.  11 ,  Part.  4.  Los  gastos  hechos  en  el  cobro  de  los 
créditos  dotales  deben  ser  de  cuenta  de  la  mujer  y  no  del 
marido,  pues  que  redundan  en  utilidad  de  la  mujer  y  dismi- 
nuyen realmente  el  importe  de  los  créditos  que  el  marido 
recibe  como  dote. 

Si  la  mujer  hubiese  llevado  en  dote  algún  usufructo,  solo 
está  obligado  el  marido  ó  su  heredero  á  restituir  el  derecho 
de  usufructo ,  si  es  que  todavía  existe ,  y  no  los  frutos  caidoe 
ó  percibidos  durante  el  matrimonio  ,  porque  tal  derecho  es 
y  no  su  producto  lo  que  debe  considerarse  como  dote.  Lo 
mismo  debe  decirse  de  la  renta  vitalicia  ,  pension ,  legado 
anual  ú  otro  derecho  semejante  que  la  mujer  hubiese  traído 
como  dotal.  Solo  en  el  caso  de  que  la  mujer  constituyese  sim- 
plemente como  dotales  los  productos  que  se  sacaren  del  de- 
recho de  usufructo  durante  el  matrimonio ,  y  no  el  derecho 
mismo,  tendría  que  restituirlos  el  marido  ó  su  heredero,  y 
contentarse  con  los  intereses  de  dichos  productos  sucesiva- 
mente capitalizados;  ley  4,  D.  de  paclis  dolalibus ,  y  ley  7, 
%  2,  D.  de  jure  dolium.  La  práctica  que,  según  dice  Febrero, 
hay  en  la  corte  de  considerar  como  dote  el  importe  de  lo 
que  hubiese  producido  el  usufructo  en  los  diez  años  primeros 
siguientes  al  dia  de  la  celebración  del  matrimonio,  y  como 
fruto  de  dote  los  rendimientos  de  los  años  ulteriores ,  es  tan 
injusta  y  desatinada  ,  según  conoce  el  mismo  Febrero,  que 
no  merece  los  honores  de  la  refutación. 

í,«»  frutos  de  la  dote  inestimada  correspondientes  al  año 
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on  qne  se  disuelve  el  matrimonio,  ora  estén  ya  recogidos, 
ora  se  hallen  todavía  pendientes,  deben  dividirse,  después 
de  deducir  á  favor  del  marido  los  gastos  del  cultivo ,  entre  el 
marido  y  la  mujer  ó  sus  herederos  á  prorata  del  tiempo  que 
duró  el  matrimonio  en  dicho  año.  Los  años  han  de  empezar 
a  contarse  desde  el  dia  de  la  celebración  del  matrimonio  y 
entrega  de  la  dote  ;  ley  26,  tít.  11,  Pari.  !l.  Si  suponemos , 
por  ejemplo,  que  el  matrimonio  se  contrajo  el  dia  Io.  de  no- 
viembre de  1850,  y  que  se  disolvió  el  Io.  de  marzo  de  1858, 
nos  resultará  que  duró  cuatro  meses  en  el  último  año ,  porque 
este  no  ha  de  contarse  desde  Io.  de  enero  de  1858,  sino  desde 
Io.  de  noviembre  de  1857,  que  es  el  dia  en  que  se  celebró 
el  matrimonio  en  1850;  y  de  consiguiente  el  marido  ó  sus 
herederos ,  ademas  de  los  gastos  del  cultivo  tendrán  derecho 
á  la  tercera  parte  de  la  cosecha  ,  pues  que  ha  corrido  un 
tercio  del  último  año  durante  el  matrimonio ,  y  los  otros  dos 
-tercios  pertenecerán  ala  mujer  ó  sus  herederos.  La  citada 
jey  20  quiere  que  se  observe  su  disposición  ,  así  en  el  caso 
de  que  la  finca  dotal  lleve  frutos  dos  veces  al  año  ,  como  en 
el  de  que  solamente  los  produzca  una  vez  en  tres  años.  Gre- 
gorio López  advierte  en  la  glosa  7,  que  la  regla  establecida 
por  esta  ley  deja  de  tener  lugar  en  el  dia  por  efecto  de  las 
leyes  1  y  5,  tít.  5,  lib.  5  del  Fuero  Real  (  leyes  1  y  5,  lit.  H, 
lib.  10,  Nov.  Rec),  en  que  se  dispone  que  los  frutos  y  demás 
ganancias  habidas  durante  el  matrimonio  ,  sea  de  los  bienes 
propios  del  marido  ó  de  los  de  la  mujer,  han  de  dividirse  por 
mitad  entre  ellos;  pero  al  mismo  tiempo  añade  que  debe  ob- 
servarse en  el  caso  de  que  la  mujer  renuncie  los  bienes  ga- 
nanciales. Véase  Bienes  gananciales. 

Disuelto  el  matrimonio  por  muerte  ó  causa  legítima ,  debe 
restituirse  desde  luego  la  dote  que  consistiere  en  bienes  rai- 
ces ,  y  dentro  del  término  de  un  año  la  que  fuere  de  bienes 
muebles  :  bien  que  en  el  caso  de  haberse  de  entregar  á  hijos 
menores  ,  ha  de  conservarla  el  padre  como  administrador 
legítimo  de  los  bienes  de  sus  hijos  con  el  goce  délos  derechos 
que  le  da  la  patria  potestad;  ley  51 ,  lit.  11 ,  Part.  h.  Si  el 
marido  hubiese  legado  á  la  mujer  la  dote  compuesta  de  bienes 
muebles  ,  tendrían  que  entregársela  desde  luego  los  here- 
deros de  aquel ,  sin  poderle  oponer  la  dilación  del  año  ,  por- 
que esta  entrega  inmediata  seria  la  única  ventaja  que  se 
entendería  haber  legado  el  marido. 

Si  el  matrimonio  se  disuelve  por  muerte  déla  mujer,  cor- 
ren los  frutos  de  la  dote  á  beneficio  de  sus  herederos  desde 
el  dia  de  la  disolución  ,  porque  como  el  marido  no  los  per- 
cibía sino  para  atender  á  las  cargas  del  matrimonio ,  no  tiene 
ya  derecho ,  desde  el  momento  en  que  estas  hubieren  cesado, 
á  continuar  haciéndolos  suyos  :  bien  que  si  los  herederos  de 
la  mujer  son  hijos  comunes  que  se  hallen  todavía  en  la  menor 
edad ,  percibirá  el  marido  los  frutos  en  virtud  del  derecho 
que  la  ley  le  atribuye.  —  Si  la  disolución  acaece  por  muerte 
del  marido,  corren  igualmente  desde  dicha  época  los  frutos 
de  la  dote  á  beneficio  de  la  mujer,  la  cual'podrá  pedir  ali- 
mentos á  cuenta  de  ellos  á  los  herederos  del  marido  y  con- 
tinuar viviendo  en  la  casa  que  habitaba  con  este  hasta  que 
le  entreguen  dichos  frutos  ó  su  precio  y  le  restituyan  la  dote  ; 
Greg.  López  en  la  glosa  5  de  la  ley  51 ,  tít.  11 ,  Part.  U,  y 
Ant.  Gómez  en  la  ley  S3  de  Toro ,  núm.  kl  y  h%.  Los  he- 
rederos pueden  eximirse  de  la  carga  de  los  alimentos  entre- 
gando desde  luego  á  la  viuda  su  dote  con  los  frutos  que  le 
correspondan;  y  tendrán  derecho  en  tal  caso  á  deducir  el 
interusurio  ,  ó  sea  el  interés  del  uso  que  les  pertenecía  en 
los  bienes  muebles  de  la  dote  hasta  la  conclusion  del  año  ; 
Greg.  López  y  Ant.  Gómez  en  los  cit.  lug. 

No  pudiendo  el  marido  entregar  toda  la  dote  dentro  de  los 
plazos  que  designa  la  ley  51,  tít.  11,  Part,  h,  debe  hacer  el 
juez  que  pagúelo  que  pueda,  de  modo  que  le  quede  alguna 
cosa  para  vivir,  tomándole  caución  de  que  la  satisfará  cuanto 
antes  pudiere  ;  y  lo  mismo  ha  de  practicarse  respecto  de  los 


hijos  que  hayan  de  entregar  la  dote  á  su  madre  por  razón 
del  padre;  íe¡/52,  til.  i[,  Part.  h.    . 

La  mujer  tiene  hipoteca  tácita  en  los  bienes  del  marido 
para  la  repetición  de  la  dote  que  se  le  hubiere  entregado, 
ley  23,  lit.  13,  Part.  b,  y  goza  el  privilegio  ó  derecho  de 
ser  preferida  á  los  acreedores  anteriores  que  tuviesen  igual- 
mente hipoteca  tácita,  y  á  los  posteriores  que  la  tuviesen 
tácita  ó  espresa  ,  ora  sea  esta  general ,  ora  especial ,  pero  no 
á  los  anteriores  que  la  tuviesen  espresa  ,  sea  especial  ó  ge- 
neral, ley  35,  tít.  15,  Part.  b.  Compete  dicha  hipoteca 
desde  el  dia  de  la  celebración  del  matrimonio ,  hayase  entre- 
gado la  dote  antes  ó  después ,  según  algunos  autores ,  aunque 
otros  piensan  que  no  compete  sino  desde  el  dia  de  la  entrega. 
Según  la  ley  33,  tít.  13,  Part,  b  ,  si  el  marido  obliga  espre- 
samente  sus  bienes  "para  la  restitución  de  la  dote  que  se  la 
promete ,  y  después  los  empeña  á  un  tercer  acreedor,  habrá 
la  mujer  mayor  derecho  que  el  tercero ,  aunque  la  entrega 
de  la  dote  prometida  sea  posterior  al  empeño  contraído  á 
favor  de  él.  Véase  Acreedor  hipotecario  privilegiado. 

El  derecho  de  hipoteca  tácita  se  transfiere  á  todos  los  he- 
rederos de  la  mujer,  cualesquiera  que  sean  ;  pero  el  privi- 
legio de  preferencia  en  perjuicio  de  los  demás  acreedores 
hipotecarios  pasa  solo  á  los  hijos  y  herederos  legítimos,  mas 
no  á  los  estraños;  Greg.  López  en  la  glosa  6  de  d.  ley  33, 
tít.  13,  Parí.  b,  y  Ant.  Gómez  en  la  ley  S5  de  Toro,  n.  42. 
En  concurrencia  de  dos  ó  mas  dotes ,  por  haber  estado 
casado  el  marido  dos  ó  mas  veces ,  debe  ser  preferida  en  el 
pago  la  primera  á  la  segunda ,  la  segunda  á  la  tercera ,  y 
así  sucesivamente,  porque  siendo  todas  de  igual  naturaleza, 
la  que  es  primera  en  tiempo  lo  es  también  en  derecho  ;  pero 
si  éntrelos  bienes  del  maridóse  encontrare  alguna  cosa  dotal 
de  la  segunda  ó  tercera  mujer,  se  le  debe  restituir  á  ella  ó 
sus  herederos;  ley  55,  tít.  13,  Part.  b. 

Dispútase  con  calor  entre  los  autores  sobre  si  estarán  ó  no 
sujetos  á  responsabilidad  para  el  pago  de  la  primera  dote  la 
mitad  de  gananciales  que  corresponde  á  la  segunda  mujer  ; 
y  en  medio  de  la  diversidad  de  opiniones  creen  algunos  que 
si  se  granjeó  en  el  segundo  matrimonio  con  la  primera  dote , 
debe  quedar  sujeto  á  su  pago  el  total  de  las  ganancias  ;  pero 
que  si  estas  se  adquirieron  con  otros  bienes ,  no  ha  de  pri- 
varse á  la  segunda  mujer  de  su  mitad  para  el  mencionado 
objeto. 

Como  el  que  reclama  el  cumplimiento  de  una  obligación 
debe  probar  que  la  obligación  existe  ,  es  claro  que  la  mujer 
ó  su  heredero  que  pide  la  restitución  de  la  dote  debe  justi- 
ficar según  las  reglas  ordinarias-  que  la  dote  se  entregó  al 
marido.  La  confesión  que  el  marido  hiciere  de  haberla  reci- 
bido ,  aunque  sea  jurada,  no  hace  prueba  completa  en  todos 
los  casos  ni  con  respecto  á  todas  las  personas  ni  menos  para 
darle  el  privilegio  de  preferencia.  Si  la  confesión  se  hizo  en 
testamento  ú  otra  última  voluntad,  la  dote  así  confesada  y 
cuya  entrega  no  conste  por  otra  parte ,  no  se  tendrá  por  dote 
sino  por  legado,  según  la  ley  19,  tít.  9,  Part.  6;  de  modo 
que  no  perjudicará  á  los  demás  acreedores,  ni  á  los  here- 
deros forzosos  en  sus  legítimas:  de  consiguiente  solo  tendrá 
cabida  ó  efecto  en  el  quinto  de  los  bienes ,  siendo  hijos  ú 
otros  descendientes  legítimos  los  herederos  ;  ó  en  el  tercio  si 
fueren  ascendientes;  pero  si  á  falta  de  unos  y  otros  sucediere 
al  difunto  un  pariente  colateral  ó  algún  estraño,  se  deducirá  del 
cuerpo  de  bienes  después  délas  deudas. —  Si  se  hizo  la  con- 
fesión por  contrato  entre  vivos,  sin  que  por  otra  parte  conste 
la  entrega ,  podrá  oponer  el  marido  é  su  representante  á  la 
mujer  ó  al  représentants  de  esta  la  escepcionde  dote  no  reci- 
bida ,  dolis  non  numerata: ,  dentro  del  año  siguiente  á  la  diso- 
lución del  matrimonio  ;  en  caso  de  que  esta  se  verificase  antes 
de  finar  el  término  de  dos  años  contados  desde  la  confesión  de 
la  dote  :  pasados  los  dos  años ,  no  tendrá  el  marido  ó  su  re- 
presentante mas  que  tres  meses  para  alegar  que  la  dote  no  fué 
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entregada  ;  y  por  fin  ,  transcurridos  diez  años ,  no  podrá  ya 
proponer  dicha  escepcion;  la  cual,  propuesta  oportunamente 
dentro  de  los  referidos  plazos,  y  no  habiéndose  renunciado 
por  el  marido  ,  produce  el  efecto  de  que  el  demandante  ó 
acreedor  haya  de  probar  la  entrega  real  y  efectiva  de  la  dote. 
Así  se  halla  establecido  por  el  derecho  romano  en  la  ley  ul- 
tima del  Código  ,  de  dote  cauta  non  numerata,  y  en  la  No- 
vela 100,  de  donde  se  sacó  la  Auténtica  Quod  locum  habet;  y 
así  lo  sostiene  Antonio  Gómez  en  la  ley  53  de  Toro  ,  n.  52, 
fundándose  en  dichas  leyes  romanas  ,  y  en  la  ley  9,  tít.  i , 
Part.  5  ,  que  admitiendo  en  el  mutuo  ó  préstamo  la  escep- 
cion de  dinero  no  entregado ,  non  numeratce  pecunia? ,  parece 
admitir  también  por  analogía  y  por  identidad  de  razón  la 
escepcion  non  numeratce  dotis  ,  como  en  su  glosa  supone 
Gregorio  López.  Véase  Contrato  literal.  La  confesión  del 
recibo  de  la  dote  por  contrato  entre  vivos,  no  solo  perjudica 
al  marido  en  los  dos  casos  de  haber  renunciado  la  citada 
escepcion  y  de  haber  dejado  pasar  sin  oponerla  los  plazos 
designados,  sino  también  en  los  casos  de  haberla  hecho  des- 
pués de  haber  precedido  promesa  de  la  dote  ó  de  haberse 
disuelto  el  matrimonio  por  causa  legal.  Mas  en  ninguno  de 
ellos  puede  perjudicar  á  sus  acreedores  ni  á  las  legítimas  de 
los  herederos  forzosos ,  cuando  aparezcan  razones  para  pre- 
sumir que  se  hizo  en  fraude  de  unos  ó  de  otros  ;  Ant.  Gómez, 
ley  53  de  Toro,  n.  52;  Covar.,  lib.  1,  Variar.,  cap.  7,  n.  4; 
y  Cur.  Filíp.,  lib.  2,  Com.  terr.,  cap.  12,  n.  38. 

El  código  de  comercic^trae  sobre  las  dotes ,  para  el  caso 
de  quiebra,  algunas  disposiciones  particulares  que  deben 
tenerse  aquí  presentes.  Según  el  artículo  1039,  se  reputan 
fraudulentas,  y  quedarán  ineficaces  de  derecho  con  respecto 
á  los  acreedores  del  quebrado ,  las  constituciones  dotales 
hechas  pon  este  de  bienes  propios  á  sus  hijos  en  los  treinta 
dias  precedentes  á  su  quiebra.  Según  el  art.  1041 ,  podrán 
anularse  á  instancia  de  los  acreedores,  mediante  la  prueba 
de  haberse  obrado  en  fraude  de  sus  derechos,  las  constitu- 
ciones dotales  ó  reconocimientos  de  capitales  hechos  por  un 
cónyuge  comerciante  en  favor  del  otro  cónyuge  en  los  seis 
meses  precedentes  á  la  quiebra,  sobre  bienes  que  no  fueren 
inmuebles  de  abolengo  ,  ó  los  hubiere  adquirido  y  poseído 
de  antemano  el  cónyuge  ,  en  cuyo  favor  se  haga  el  recono- 
cimiento de  dote  ó  de  capital. — Por  el  art.  1114  se  declaran 
especialmente  pertenecer  á  la  clase  de  acreedores  de  domi- 
nio con  respecto  á  las  quiebras  de  los  comerciantes  :  1^.  los 
bienes  dotales  que  se  conservaren  en  poder  del  marido  de 
los  que  la  mujer  hubiere  aportado  al  matrimonio ,  constando 
su  recibo  por  escritura  pública,  de  que  se  haya  tomado  ra- 
zón en  el  registro  público  de  comercio  :  2o.  los  bienes  para- 
fernales que  la  mujer  hubiere  adquirido  por  título  de  he- 
rencia ,  legado  ó  donación ,  ya  se  hayan  conservado  en  la 
forma  que  los  recibió,  ó  ya.se  hayan  subrogado  é  invertido 
en  otros ,  con  tal  que  se  haya  cumplido  la  misma  formalidad 
en  las  escrituras  por  donde  conste  su  adquisición.  Con  ar- 
reglo al  art.  1116,  entrará  en  la  clase  de  acreedores  hipote- 
carios en  su  lugar  y  grado  la  mujer  del  quebrado  por  los 
bienes  dótales  consumidos  ó  enajenados  al  tiempo  de  la 
quiebra,  y  las  arras  prometidas  en  la  escritura  dotal,  que  no 
escedan  de  la  tasa  legal.  Y  según  el  art.  1117,  en  el  caso  de 
segunda  quiebra ,  durante  el  mismo  matrimonio ,  no  tienô 
derecho  la  mujer  del  quebrado  á  reclamar  nuevamente  con 
prelacion  ni  sin  ella  la  cantidad  estraida  en  su  favor  de  la 
masa  de  la  primera  quiebra  por  razón  de  dote  consumida  ó 
por  arras  ;  pero  será  acreedora  de  dominio  á  los  bienes  in- 
muebles ó  imposiciones  sobre  estos  en  que  se  hubiere  inver- 
tido aquella  cantidad  ,  siempre  que  la  adquisición  se  haya 
hecho  en  nombre  propio  ,  y  que  la  escritura  de  compra  ó 
imposición  se  haya  inscriio  á  su  debido  tiempo  en  el  regis- 
tro de  documentos  del  comercio. Véase  Graduación  de  acree- 
dores y  Registro  de  comercio. 


Los  pactos  y  condiciones  que  marido  y  mujer  hubieren 
establecido  en  los  capítulos  matrimoniales,  como  igualmente 
las  costumbres  que  se  hallasen  adoptadas  en  el  pueblo  donde 
celebraron  el  matrimonio  sobre  dotes,  arras  y  bienes  ganan- 
ciales, deben  observarse  con  exactitud  al  tiempo  de  la  resti- 
tución de  la  dote,  aunque  sean  contrarias  las  costumbres  del 
lugar  adonde  después  trasladaron  su  domicilio,  y  en  que  se 
verificó  la  disolución  del  matrimonio;  ley  34,  tít.  11, 
Part.  ti. 

La  dote  dada  por  un  tercero  ó  constituida  por  la  misma 
mujer,  se  hace  por  la  restitución  propia  de  ella  sin  limita- 
ción alguna  ,  á  no  ser  que  dándola  alguno  que  no  fuese  su 
padre  ó  madre ,  hubiese  puesto  algún  pacto  de  reveFsion , 
el  cual  debería  guardarse.  Mas  la  dote  dada  por  el  padre  ó 
la  madre  está  sujeta  á  colación  :  con  la  diferencia  de  que  la 
dada  por  el  padre  se  ha  de  colacionar  por  la  hija  en  la  divi- 
sion de  los  bienes  paternos  ,  la  dada  por  la  madre  en  la  di- 
vision de  los  bienes  maternos  ;  y  la  que  hubiere  salido  del 
cuerpo  de  bienes  gananciales  de  padre  y  madre ,  ha  de 
traerse  por  mitad  en  la  division  de  la  herencia  de  cada  uno 
de  ellos ,  sea  que  la  division  ocurra  durante  el  matrimonio 
de  la  hija  ó  después  de  disuelto  ;  ley  29  de  Toro ,  ley  14 , 
tít.  6 ,  lib.  3  del  Fuero  Real ,  y  Ant.  Gómez  en  la  ley  53  de 
Toro,n.  24. 

La  dote  que  el  abuelo  en  vida  de  su  hijo  hubiese  dado  á 
la  nieta  por  sus  méritos  y  obsequios  ó  por  particular  afecto 
que  le  profesaba  ,  y  no  por  mera  contemplación  del  hijo ,  no 
debe  traerse  á  colación  por  este  cuando  herede  ásu  padre, 
ni  tampoco  por  la  nieta  cuando  por  haber  muerto  el  suyo 
viniere  á  heredar  á  su  abuelo,  pues  que  esta  no  concurre  en- 
tonces á  la  sucesión  sino  en  representación  de  su  padre. 
Pero  si  el  abuelo  hubiese  dado  la  dote  á  la  nieta  por  mera 
consideración  al  hijo,  estará  obligado  este  á  colacionarla  ea 
la  division  de  los  bienes  de  su  padre  para  que  se  le  compute 
en  parte  de  su  legítima  ;  y  luego  la  nieta  la  deberá  también 
llevar  á  colación  cuando  se  parta  la  herencia  de  su  padre 
como  si  la  hubiese  recibido  de  él  mismo ,  ó  cuando  por  ha- 
ber muerto  antes  su  padre  concurriere  con  otros  nietos  á  la 
sucesión  del  abuelo. 

Si  la  dote  fuere  inoficiosa,  esto  es ,  mayor  que  la  legítima 
correspondiente  á  la  hija,  debe  restituirse  el  esceso  en  la 
partición  de  la  herencia  paterna  ó  materna  para  que  se  di- 
vida entre  todos  los  herederos ,  sin  que  se  pueda  imputar  á 
la  hija  en  mejora  de  tercio  ó  quinto ,  como  se  imputa  al  hijo 
el  sobrante  de  la  donación  propter  nuplias ,  pues  la  hija  no 
puede  enienderse  mejorada  por  via  de  dote  ni  por  otra  es- 
pecie de  contrato  entre  vivos.  Pero  para  calificar  de  inofi- 
ciosa la  dote ,  se  ha  de  atender  á  lo  que  vahan  los  bienes  del 
dotante  al  tiempo  de  su  muerte  ó  al  tiempo  en  que  se  pro- 
metió ó  constituyó  la  misma  dote,  según  eligiere  la  hija  do- 
tada ;  al  paso  que  para  calificar  de  inoficiosa  la  donación 
propter  nuplias  solo  se  tiene  en  consideración  el  valor  de  los 
bienes  del  donante  al  tiempo  de  su  muerte  ;  y  como  puede 
suceder  que  el  patrimonio  dol  que  da  la  dote  ó  hace  la  do- 
nación sea  mas  cuantioso  en  un  tiempo  que  en  otro ,  resulta 
por  esta  parte  à  favor  de  las  hijas  una  ventaja  con  que  se 
compensa  la  desventaja  que  tienen  de  que  las  dotes  no  les 
puedan  servir  para  mejoras,  como  sirven  las  donaciones 
propter  nuplias  á  los  hijos  varones;  leyese  y  6,  lit.  3, 
lib.  10,  Nov.Rec; 

DU 

DUBIO.  Lo  que  se  duda  y  se  propone  para  resolver. 
Usase  mas  comunmente  en  los  tribunales  eclesiásticos. 

DUDA.  La  suspension  é  indeterminación  del  entendi- 
miento ,  cuando  no  halla  razón  bastante  para  asentir  ó 
disentir  de  alguna  cosa;  ó  la  incertidumbre  en  que  uno  se 
halla  sobre  la  verdad  de  un  hecho  ,  de  una  proposición,  do 
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tina  aserción  ó  de  cualquiera  otra  cosa;  — y  la  cuestión  que 
se  propone  para  ventilar  y  resolver. 

Hay  dudas  que  no  se  fundan  sino  en  la  ignorancia  de  la 
ley,  de  la  jurisprudencia  y  de  los  principios  del  derecho  ;  y 
estas  no  pueden  concillarse  con  los  conocimientos  que  de- 
ben suponerse  en  un  magistrado.  Hay  otras  dudas  que  nacen. 
de  una  infinidad  de  ideas  opuestas  entre  sí  sobre  cuestiones 
problemáticas;  y  no  son  por  cierto  los  magistrados  mas  sa- 
bios é  instruidos  los  que  se  ven  menos  combatidos  de  ellas  : 
absérvase  por  el  contrario  todos  los  dias  que  los  que  tienen 
menos  ilustración  y  menos  esperiencia  suelen  ser  los  mas 
atrevidos  para  cortar  sin  detenerse  las  dificultades  mas  es- 
pinosas. Preciso  es  sin  embargo  que  se  guarden  los  jueces 
de  enredarse  demasiado  en  sus  dudas  y  caer  en  una  perple- 
jidad perpetua  que  les  impida  decidir  con  la  correspondiente 
prontitud  en  los  negocios  que  les  ocurran  :  para  superarlas 
con  éxito  feliz,  tienen  no  pocas  reglas  de  derecho,  que  si  no 
siempre  son  infalibles  ,  son  á  lo  menos  las  mas  acertadas  y 
seguras  para  tranquilizar  su  conciencia.  Véase  Arbitrio  de 
juez,  Interpretación  y  Reglas  de  derecho. 

DUELO.  Un  combate  regular  entre  dos  personas  ,  con 
peligro  de  muerte,  mutilación  ó  herida,  en  presencia  de  tes- 
tigos ó  sin  ellos  ,  precediendo  reto  ó  desafío  hecho  por  pala- 
bras, por  escrito  ó  por  gestos ,  y  aplazando  tiempo  y  lugar 
para  tenerlo.  Llámase  duelo ,  quasi  duorum  bellum  ,  que 
quiere  decir  pelea  entre  dos;  y  del  mismo  modo  los  Griegos 
le  llamaban  monomachia,  que  también  significa  riña  de  uno 
con  otro. 

El  duelo  se  divide  de  un  modo  por  los  teólogos  y  de  otro 
por  los  legistas.  Los  legistas  lo  dividen  en  decretorio,  pro- 
pugnatorio  y  satisfactorio.  Duelo  decretorio  es  aquel  en 
que  los  duelistas  toman  las  armas  con  la  condición  de  no 
dejar  el  combate  hasta  que  muera  uno  de  ellos.  Duelo  pro- 
pugnalorio  es  cuando  uno  de  los  duelistas  concurre  al  sitio 
designado  ,  solamente  con  objeto  de  conservar  su  honor  y 
no  con  ánimo  de  matar  á  su  adversario.  Duelo  satisfactorio 
es  cuando  uno  quiere  vengar  ó  reparar  con.  las  armas  una 
injuria  grave  que  ha  recibido,  hallándose  empero  dispuesto 
á  desistir  del  desafío  en  el  momento  que  su  adversario  se 
aviniere  á  darle  una  satisfacción. 

Los  teólogos  dividen  el  duelo  en  seis  especies  según  el 
oTajeto  á  que  se  dirige,  es  á  saber,  en  duelo  manifestativo  de 
la  verdad  ;  ostentativo  de  fuerza  ;  evitativo  de  ignominia  ; 
terminativo  de  controversia  ;  evitativo  de  guerra;  y  defen- 
sivo del  honor.  El  duelo  manifestativo  de  la  verdad  se  veri- 
fica cuando  uno  que  se  ve  ofendido  en  su  honor,  no  teniendo 
testigos  ni  otra  justificación  de  su  inocencia  recurre  al  me- 
dio de  desafiar  á  su  adversario  en  la  confianza  de  que  la 
victoria  será  el  mejor  testimonio  de  la  verdad.  El  duelo  os- 
tentativo de  fuerza  es  el  provocado  por  alguno  sin  mas  objeto 
que  el  de  hacer  muestra  y  alarde  de  su  valor  y  destrez"a. 
Duelo  evitativo  de  ignominia  es  el  que  uno  acepta  para  pur- 
garse de  algún  defecto  que  se  le  imputa,  y  no  ser  tenido  por 
vil  y  cobarde.  Duelo  terminativo  de  controversia  es  el  que  se 
ofrece  ó  acepta  para  dar  fin  á  un  pleito  ó  á  una  dis- 
puta. Duelo  evitativo  de  guerra  es  cuando  dos  príncipes 
enemigos,  deseando  economizar  la  efusión  de  sangre  de  sus 
subditos  ,  deciden  de  común  acuerdo  sus  diferencias  ó  pre- 
tensiones por  medio  de  un  combate  singular  tenido  personal- 
mente entre  ellos  mismos  ó  entre  dos  ó  mas  campeones 
escogidos  de  ambos  ejércitos.  Duelo  defensivo  del  honor  es  el 
que  uno  propone  ó  acepta  para  defender  su  buena  reputa- 
ción ó  reparar  el  agravio  que  se  le  ha  hecho. 

Divídese  en  fin  el  duelo  por  unos  y  otros  principalmente 
en  solemne  y  privado-. -Ráelo soffiwrtcés  el  que  seejecu!acon 
ciertas  condiciones  y  formalidades  sobre  designación  de  ar- 
mas, tiempo  y  lugar,  y  con  asistencia  de  testigos  ó  padri- 
nos; y  simple  ó  privado,  el  que  se  verifica  también  por  con- 


venio en  cierto  tiempo  y  lugar  designado ,  pero  sin  testigos 
ni  precauciones  sobre  elección  de  armas  y  seguridad  del 
sitio.  Dividen  ademas  el  duelo  los  autores  en  duelo  por  au- 
toridad pública  y  duelo  por  autoridad  privada  ,  los  cuales 
no  necesitan  de  esplicacion  por  deducirse  su  diferencia  de 
las  mismas  palabras. 

Se  ha  creido  que  el  duelo ,  nacido  en  la  Escandinavia ,  é 
introduciéndose  de  allí  en  Alemania  y  después  en  Francia  , 
vino  por  fin  á  establecerse  en  España.  Pero  mucho  antes  de 
la  invasion  de  los  pueblos  del  norte  en  la  península ,  le  co- 
nocieron nuestros  padres  y  le  fiaban  á  veces  la  decisión  de 
sus  controversias  :  Quidam,  dice.  Tilo  Livio  (lib.  27,  §21) 
quas  disputando  controversias  finiré  nequierant  aut  nohie- 
rant,  pacto  inter  se  ut  victorem  res  sequerelur  ferro  decrc- 
verunt.  Cùm  verbis  discep  tare  Scipio  vellet  ac  sedare  iras, 
negalum  id  ,  ambo  dicere  communibus  cognalis,  nec  alium 
deorum  hominumve  quam  Marlcm  se  judicem  habiluros  esse. 
No  por  eso  negaremos  que  despues  de  la  invasion  se  hizo 
mas  común  entre  nosotros  la  costumbre  general  que  tenían 
los  bárbaros  del  norte  de  apelar  al  duelo  ,  lid  ó  singular 
batalla  para  probar  el  demandante  ó  querelloso  su  de- 
recho, y  mas  particularmente  para  justificarse  el  acusado 
del  delito  que  se  le  imputaba  cuando  no  se  podía  averiguar 
la  verdad  por  las  pruebas  que  las  leyes  autorizaban;  pero 
lo  cierto  es  que  en  el  Fuero  Juzgo  no  se  halla  vestigio  alguno 
de  tan  monstruoso  abuso. 

Destruida  la  monarquía  goda  por  la  irrupción  de  los  Ára- 
bes, é  introducidos  entre  nosotros  poco  después  de  la  res- 
tauración los  usos  caballerescos  de  la  edad  media ,  esto  es , 
los  torneos,  las  justas  y  los  combates  singulares  que  formados 
por  la  gloria  y  destinados  á  juegos  producían  naturalmente 
los  desafíos  de  honor,  hubo  por  fin  de  prevalecer  el  duelo  , 
que  por  otra  parte  casi  se  hacia  indispensable  por  el  estado 
de  desorden  en  que  se  hallaba  entonces  la  sociedad ,  y  por 
la  impotencia  de  las  leyes  para  vengar  los  ultrajes  y  ase- 
gurar á  cada  uno  sus  derechos. 

Mas  si  nuestros  monarcas  no  pudieron  proscribir  el  duelo, 
procuraron  por  lo  menos  contenerle ,  sujetando  los  retos , 
los  desafíos  y  las  lides  á  prolijos  formularios,  y  estableciendo 
leyes  oportunas  para  precaver  la  facilidad  y  licencia  y  evi- 
tar el  furor  y  crueldad  con  que  antes  se  practicaba.  Esta 
nueva  legislación  publicada  en  las  Cortes  de  Nájera  pasó  á 
varios  fueros  municipales ,  y  se  insertó  después  por  el  rey 
Sabio  en  su  código  de  las  Partidas. 

En  los  títulos  5  y  ti  de  la  Partida  7  es  donde  se  esplica 
detenidamente  la  manera  de  hacer  el  reto  ó  desafío  y  el 
duelo ,  quién  podia  hacerlo ,  ante  quién ,  en  qué  lugar,  por 
qué  causas ,  con  qué  formalidades ,  y  en  qué  pena  incurría 
el  vencido  :  de  suerte  que  si  bien  se  meditan  sus  dispo- 
siciones, no  puede  menos  de  admirarse  la  habilidad,  la 
ilustración  y  la  filosofía  del  legislador,  el  cual  no  se  propuso 
otra  cosa  sino  disminuir  el  mal  de  los  duelos  y  facilitar  las 
avenencias  entre  las  partes.  Mas  el  poder  de  las  circunstan- 
cias de  aquellos  tiempos  de  turbulencia  y  de  luchas  intes- 
tinas sobrepujó  al  poder  de  las  leyes  ,  y  rompió  las  trabas 
y  restricciones  con  que  estaba  sujeta  la  costumbre  de  los 
desafíos. 

Viendo  después  los  reyes  católicos  centralizado  y  robus- 
tecido el  poder  en  sus  manos,  creyéronse  en  el  caso  de 
atacar  de  frente  al  desorden ,  y  por  medio  de  ley  publicada 
en  Toledo  el  año  de  1180  prohibieron  absolutamente  el  duelo, 
imponiendo  la  pena  de  aleve  y  confiscation  de  bienes  á  los 
que  lo  provocaran  y  aceptasen,  aunque  ao  llegara  á  tener 
efecto  ,  y  la  de  muerte  al  retador  si  mataba  ó  hería  á  su 
adversario,  ó  la  de  destierro  perpetuo  fuera  del  reino  al 
desafiado  que  quedase  con  vida;  como  igualmente  la  de  aleve 
y  perdimiento  de  bienes  á  los  mensajeros  y  padrinos  ;  y  á 
los  espectadores  la  pérdida  de  los  caballos  y  muías  en  que 
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fuesen  y  las  armas  que  llevasen  ,  ó  ^n  caso  de  ir  á  pié  la 
multa  de  seiscientos  maravedís  á  cada  uno  ,  todo  con  apli- 
cación al  fisco,  al  juez,  y  al  denunciador.  Ley  i,  tit.  20, 
lib.  l%,Nov.Rec. 

No  habiendo  cesado,  á  pesar  de  tanto  rigor,  la  frecuencia 
de  los  desafíos  ,  se  cometió  por  real  decreto  de  29  de  agosto 
de  1678  á  la  jurisdicción  ordinaria  el  encargo  de  castigarlos, 
derogando  en  estas  causas  todo  fuero  especial  por  privile- 
giado que  fuese ,  incluso  el  militar  ;  y  por  la  ordenanza 
de  1701  se  impuso  á  todos  los  oficiales  de  las  tropas  que 
tomasen  pistola  ó  espada  en  mano  los  unos  contra  los  otros , 
la  pena  de  privación  de  sus  empleos ,  y  la  de  muerte  á  los 
que  resultasen  agresores  ,  y  aun  se  ofreció  -&\  soldado  que 
diese  aviso  de  tal  delito  el  premio  de  cincuenta  escudos  y 
su  licencia  :  notas  1  y  2  ,  tit.  20,  lib.  12 ,  Nov.  Rec. 

No  se  logró  por  eso  la  estirpacion  del  mal  :  creyóse  nece- 
sario espedir  todavía  leyes  mas  severas;  y  con  efecto  en  27 
de  enero  de  1716  se  publicó  la  terrible  pragmática  de  Fe- 
lipe V,  renovada  después  por  Fernando  VI  en  9  de  mayo 
de  1757;  en  la  cual ,  dejando  vigente  la  ley  de  los  reyes 
católicos  en  cuanto  no  le  fuere  contraria,  se  establecen  nue- 
vas penas  contra  los  duelistas ,  y  se  imaginan  los  medios 
mas  esquisitos  para  impedir  que  sean  eludidas.  Las  dispo- 
siciones de  esta  pragmática  (ley  2,  til.  20,  lib.  12,  Nov.  Rec.) 
son  en  estracto  las  siguientes  : 

=  El  desafío  ó  duelo  es  un  delito  que  causa  infamia  ;  y  en 
su  consecuencia ,  el  desafiador,  el  que  admitiere  el  desafío , 
los  terceros  ó  padrinos ,  los  que  llevaren  carteles  ó  papeles 
con  noticia  de  su  contenido,  ó  recados  de  palabra  para  el 
mismo  fin,  pierden  por  el  mismo  hecho  lodos  los  oficios, 
rentas,  honores  y  encomiendas  que  tuvieren  del  rey,  que- 
dando inhábiles  para  obtenerlos  en  adelante,  y  ademas  in- 
curren en  la  pena  de  aleves  y  perdimiento  de  bienes. 

Si  el  desafío  ó  duelo  llegare  á  tener  efecto,  saliendo  los  ~ 
desafiados  ó  alguno  de  ellos  al  campo  ó  puesto  señalado , 
aunque  no  haya  riña,  muerte  ó  herida,  serán  castigados 
con  pena  de  muerte  y  confiscación  de  todos  sus  bienes ,  cuya 
tercera  parle  ha  de  aplicarse  á  los  hospitales  del  territorio. 

Comenzada  la  causa  por  este  delito  con  dos  testigos  de 
fama ,  han  de  secuestrarse  y  administrarse  durante  ella  los 
bienes ,  de  cuyos  frutos  se  pagarán  los  gastos  que  se  ofre- 
cieren y  se  dará  una  recompensa  razonable  al  denunciador; 
quedando  á  los  hijos  del  reo  el  recurso  al  juez  de  la  causa 
para  que  consultando  á  S.  M.  les  dé  lo  necesario  para  su 
preciso  sustento. 

Para  evitar  el  fraude  que  puede  haber,  afectando  los  que 
riñeron  que  se  encontraron  de  casualidad  y  no  de  caso  acor- 
dado, se  tendrá  por  desafío  y  castigará  como  tal  cualquiera 
riña  que  sucediere  después  del  tiempo  de  la  provocación  y 
en  otro  lugar  diferente  fuera  de  poblado  ,  ó  en  poblado  en 
puesto  retirado  ó  á  deshora  :  y  solo  podrá  el  juez  minorar 
el  rigor  de  la  pena  cuando  por  vehementes  conjeturas  y  pre- 
sunciones se  pruebe  que  no  ha  precedido  desafío  ó  convenio 
de  reñir. 

Este  delito  puede  probarse  con  testigos  singulares,  indicios 
y  conjeturas  ,  de  manera  que  las  probanzas  han  de  ser  tan 
privilegiadas  en  él  como  en  el  de  lesa  majestad.  Si  probado 
con  dos  testigos  de  fama,  ó  de  notoriedad ,  no  pudiere  ser 
habido  el  reo ,  ha  de  seguirse  la  causa  po*  los  términos 
señalados  en  las  de  rebeldía  ;  y  si  dentro  de  dos  meses  de 
publicada-la  sentencia  no  se  presentare  en  la  cárcel ,  se  ten- 
drá por  convicto  irremisiblemente  en  cuanto  al  perdimiento 
de  sus  bienes;  y  tampoco  se  le  oirán  ni  admitirán  sus  des- 
cargos para  la  pena  corporal  sin  que  primero  verifique  dicha 
presentación. 

Todos  los  que  presenciaren  el  desafío  al  tiempo  de  la  riña 
y  no  lo  estorbaren  pudiendo ,  ó  no  fueren  luego  á  dar  aviso 


á  la  justicia ,  serán  condenados  en  seis  meses  de  prisión  ,  y 
multados  en  la  tercera  parte  de  sus  bienes. 

Los  que  tuvieren  refugiados  en  sus  casas  á  los  reos  de 
desafío ,  sabiendo  que  lo  son ,  ó  siendo  ya  pública  la  noticia 
del  delito ,  incurren  en  las  penas  prescritas  por  las  leyes 
contra  los  receptadores  de  otros  delincuentes. 

Los  jueces  y  las  justicias,  luego  que  tuvieren  noticia  de 
algún  desafío  cometido  en  su  territorio,  deben  proceder  in- 
mediatamente á  la  averiguación  y  castigo  de  los  reos,  bajo 
la  pena  de  suspension  de  sus  oficios  é  inhabilidad  de  tener 
otros  por  seis  años  ;  y  si  la  omisión  fuere  grave  ó  incurrieren 
en  dolo ,  serán  castigados  como  participantes  y  cómplices 
del  delito  principal. 

Quedan  sujetos  á  las  penas  designadas  los  que  se  desafia- 
ren señalando  lugar  fuera  del  reino ,  aunque  efectivamente 
no  riñesen  sino  en  otro  pais. 

Las  causas  que  se  formen  por  este  delito  son  tan  privile- 
giadas que  no  puede  impedirse  ni  suspenderse  su  curso  por 
hallarse  preso  el  delincuente  por  otro  delito  y  en  otro  juz- 
gado ,  ni  en  virtud  de  declinatoria  de  fuero  militar  pi  de  otra 
cualquiera  calidad  que  sea. 

No  tiene  lugar  en  este  delito  la  prescripción.  = 

Tal  es  el  contenido  de  la  famosa  pragmática  espedida 
por  Felipe  V  y  renovada  por  Fernando  VI  contra  los  desa- 
fíos y  los  duelos;  pero  ni  la  dureza,  crueldad  y  estension 
de  sus  penas,  ni  la  demasía  de  sus  precauciones  ,  han  sido 
bastante  poderosas  para  lograr  el  fin  que  se  habían  pro- 
puesto aquellos  monarcas.  Mas  de  un  siglo  hace  que  está 
rigiendo  de-  derecho  ,  y  mas  de  un  siglo  hace  también  que 
de  hecho  yace  muerta  en  el  código  ,  sin  que  al  verla  se  arre- 
dren los  duelistas  ,  ni  ya  se  atrevan  á  invocarla  los  tribu- 
nales. Quizá  se  ha  eludido  completamente  en  casi  todos  los 
casos ,  y  quizá  no  se  ha  aplicado  nunca  en  todo  su  rigor, 
porque  la  confiscación  se  ha  reputado  absurda  ,  porque  la 
pena  capital  no  tiene  proporción  con  el  delito ,  porque  la  in- 
famia está  en  contradicción  con  la  opinion  general,  y  por- 
que los  jueces  no  habrán  podido  vencer  su  repugnancia  na- 
tural á  envolver  en  las  mismas  penas  á  los  provocados  que 
á  los  provocadores  ,  á  los  cómplices  que  á  los  reos  princi- 
pales ,  á  los  que  intentaron  el  duelo  que  á  los  que  lo  llevaron 
á  cabo.  De  aquí  la  impunidad  de  los  duelistas  ;  de  la  impu- 
nidad el  vilipendio  de  la  ley  ;  y  de  este  vilipendio  y  aquella 
impunidad  el  escándalo  con  que  el  duelo ,  antes  vergonzoso 
y  oculto  en  las  sombras  de  la  noche ,  se  ha  presentado  en 
público  ó  la  faz  del  sol,  y  tal  vez  se  ha  introducido  en  el 
santuario  mismo  de  las  leyes.  No  ha  podido  el  gobierno 
cerrar  los  ojos  á  tan  funesta  y  trascendental  infracción  del 
orden  moral  del  Estado;  y  con  fecha  de  6  de  setiembre 
de  1837  ha  espedido  por  el  ministerio  de  gracia  y  justicia 
á  los  regentes  de  las  audiencias  territoriales  la  real  orden, 
que  sigue  : 

«  La  fama  pública  ha  denunciado  por  varios  modos  la 
consumación  de  algún  duelo ,  agravado  por  muchas  cir- 
cunstancias. La  impunidad  prepara  otros;  con  la  mayor 
solemnidad  se  anuncia  mas  de  un  desafío,. y  se  hacen  retos 
ó  se  provoca  á  hacerlos  con  fórmulas  ya  convenidas  ,  y  que 
por  lo  mismo  ni  siquiera  son  equívocas,  aunque  admitan 
un  sentido  favorable  en  su  acepción  natural  las  frases  que  se 
emplean  con  el  designio  conocido  por  todos  de  frustrar  la 
acción  de  la  justicia.  A  los  tribunales  toca  reprimir  seme- 
jantes escándalos,  y  prevenir  con  el  escarmiento  de  los  cul- 
pables la  reproducción  de  los  males  que  traen  consigo, 
Cualquiera  que  sea  el  estado  de  la  opinion  en  este  punto , 
que  el  legislador  apreciará  oportunamente ,  y  de  la  que  no 
deja  de  ocuparse  el  gobierno,  los  encargados  de  hacer  justicia 
no  deben  consentir  la  fragante  y  escandalosa  trasgresion  de 
las  leyes  existentes.  La  gravedad  de  nuestras  costumbres 
se  ofende  también  con  escenas  en  que  la  efusión  de  sangre , 
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y  acaso  la  muerte  violenta  de  un  escelente  ciudadano ,  suele 
ir  acompañada  de  esterioridades  solemnes,  aparentemente 
hidalgas,  y  por  lo  mismo  de  mal  ejemplo  y  funesta  trascen- 
dencia. 

»  S.  M.  no  quiere  consentir  que  nuestras  discordias  civiles 
se  agraven  con.  esta  fría  atrocidad ,  tan  repugnante  á  la 
moral  y  á  las  leyes  como  impropia  de  un  pueblo  cristiano, 
que  discierne  perfectamente  el  honor  verdadero  del  falso  , 
y  asiste  con  su  opinion  en  favor  de  la  inocencia  sin  necesidad 
de  aquella  sangrienta  sanción.  Por  lo  tanto  es  la  voluntad 
de  S.  M.  que  el  ministerio  fiscal  encargado  de  la  policía  judi- 
cial inquiera,  denuncie  y  persiga  los  delitos  de  esta  clase  , 
y  que  los  tribunales  los  repriman ,  en  el  concepto  de  que 
unos  y  otros  serán  responsables  si  no  se  aplican  con  celo 
al  cumplimiento  de  las  leyes.  También  ha  dispuesto  S.  M. 
que  los  tribunales  suspendan  la  ejecución  de  las  penas  que 
impusieren  en  las  causas  de  que  se  trata,  debiendo  dar 
cuenta  con  testimonio  de  las  sentencias  para  que  en  uso  de 
las  prerogativas  de  la  corona  ,  pueda  templar  S.  M.  el  rigor 
legal  modificando  el  castigo  ,  por  cuyo  medio  se  precaverá 
todo  inconveniente  ínterin  se  mejora  la  legislación  en  esta 
parte.  De  real  orden  lo  digo  à  V.  para  inteligencia  de  ese 
tribunal,  de  los  jueces  de  su  territorio  y  para  su  puntual 
cumplimiento.  » 

Deben  pues  los  tribunales  ajustarse  á  la  pragmática  de 
Felipe  V  y  Fernando  VI  ;  y  el  poder  real ,  en  virtud  de  la 
facultad  que  tiene  de  hacer  gracia ,  conmutará  ó  modificará 
las  penas  según  las  circunstancias  de  los  hechos  y  de  las 
personas,  tomando  en  cuenta  el  estado  de  la  opinion  y  la 
suavidad  de  las  costumbres ,  hasta  que  una  nueva  ley,  mas 
atinada  que  cuantas  encierran  nuestros  códigos ,  sepa  quitar 
de  en  medio  los  escollos  en  que  estas  se  han  estrellado. 
Difícil  y  muy  delicada  debe  de  ser  su  formación  ;  pero  no 
imposible,  como  algunos  han  llegado  á  creer.  No  basta 
prohibir  el  desafío,  ni  establecer  penas  moderadas  que  pue- 
dan ejecutarse,  ni  fijar  una  escala  que  ponga  en  debida 
proporción  el  grado  del  castigo  con  el  grado  de  la  culpa. 
Forzoso  es  también  combatir ,  no  quizá  de  frente  sino  por 
medios  indirectos  ,  la  tiranía  de  la  opinion  que  reparte  á  su 
arbitrio  el  honor  y  la  infamia ,  y  satisfacer  al  mismo  tiempo 
la  necesidad  natural  que  cada  uno  siente  de  vengar  los  in- 
sultos y  los  agravios  que  se  le  hacen.  ¿Qué  importa  que  la 
ley  infame  à  los  duelistas,  si  la  opinion  los  honra?  Si  el 
público  autoriza  la  costumbre  del  desafío ,  solo  el  voto  del 
público  es  capaz  de  destruirla  :  cargo  es  pues  del  legislador 
reformar  las  ideas  del  público  preocupado.  Querer  luchar 
de  poder  á  poder  con  la  opinion ,  es  ponerse  en  riesgo  evi- 
dente de  sucumbir;  el  cetro  del  legislador  es  de  barro  ,  y  el 
de  la  opinion  es  de  hierro  :  Quid  communicabit  cacabus  ad 
ollam  ?  quando  enim  se  colliserint ,  confringelur.  ¿  Qué  vale 
asimismo  que  el  legislador  prohiba  severamente  la  venganza 
privada?  Preciso  es  también  que  al  tomarla  él  á  su  cargo  , 
sepa  borrar  enteramente  la  mancha  que  un  ultraje  imprime 
en  el  honor,  y  librar  al  ofendido  del  estado  de  oprobio  en  que 
se  le  ha  puesto  :  de  otro  modo ,  no  podrá  evitarse  fácilmente 
que  se  recurra  al  estraño  y  desgraciado  medio  del  desafío. 
Así  que ,  la  ley  contra  los  duelos  debe  estar  estrechamente 
unida  y  felizmente  combinada  con  la  ley  de  las  injurias. 

[_*  Ya  que  en  Méjico  por  un  espíritu  de  ciega  imitación 
se  ha  comenzado  á  pretender  introducir  el  abuso  del  duelo , 
no  será  fuera  del  caso  escuchar  lo  que  en  una  causa  sobre 
perjuicios  demandados  por  una  madre ,  cuyo  hijo  fué  muerto 
en  desafío,  espuso  contra  su  bárbara  práctica  un  fiscal- de 
Europa  en  un  discurso  improvisado ,  que  puede  verse  en  el 
periódico  La  Paz,  núm.  1152,  traducido  en  el  Diario  del 
Gobierno  de  28  de  setiembre  de  1856 ,  y  dice  así  en  lo  prin- 
cipal :  «Yo  no  dudo,  sino  que  absolutamente  condeno  el 
desafío,  ó  invoco  en  su  contra  la,  acción  de  los  tribunales. 
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Se  pretende  sostener  que  el  duelo  era  antiguamente  tra- 
tado con  demasiado  rigor.  La  pena  de  muerte,  se  dice,  es 
ineficaz  para  contener  á  unas  personas  que  no  temen  lá 
muerte;  una  pena  mas  moderada,  con  pérdida  de  los  dere- 
chos civiles  y  esclusion  de  las  funciones  públicas  conseguiría 
mejor  el  objeto.  Sea  así  ;  pero  de  que  el  duelo  no  se  casti- 
gue con  penas  particulares  por  una  ley  especial ,  ¿se  sigue 
que  sea  un  acto  enteramente  permitido?  No,  el  duelo  se- 
guido de  la  muerte  ó  de  las  heridas  entra  en  el  catálogo  de 
los  delitos  cometidos  por  heridas  ó  muerte  ,  en  virtud  de 
que  no  están  esceptuadas  :  el  que  no  haya  una  ley  que  es- 
pecialmente considere  el  -duelo  como  un  crimen ,  no  lo  ha 
colocado  en  el  rango  de  los  hechos  laudables  é  inocentes. 

Los  tribunales ,  es  preciso  decirlo ,  han  visto  con  dema- 
siada suavidad  esta  cuestión  sobre  los  duelos.  Se  habla  de 
la  preocupación  que  los  protege.  Pero  qué,  ¿los  magistra- 
dos deben  tener  parte  en  esta  preocupación?  ¿No  es  su  pri- 
mera obligación  saber  librarse  de  ellas?  Ademas,  en  una 
época  en  que  tantas  cosas  han  sido  abolidas  solamente  por- 
que estaban  fundadas  en  preocupaciones ,  aunque  estas 
fuesen  algunas  veces  muy  respetables  ,  ¿se  tendrá  conside- 
ración á  aquella  que  puntualmente  debe  ser  la  menos  tole- 
rada? ¿Una  preocupación  la  mas  destructora  de  la  moral, 
del  orden  social ,  de  la  obediencia  á  las  leyes,  y  de  la  sumi- 
sión á  los  magistrados? 

El  duelo  ,  señores  ,  pertenece  al  estado- salvaje  :  él  es  no 
el  derecho  ,  sino  la  razón  del  mas  fuerte,  del  mas  astuto  ,  y 
muchas  veces  del  mas  insolente. 

En  la  infancia  de  nuestra  sociedad  vimos  el  combate  judi- 
cial :  este  se  afectaba  de  la  barbarie  del  tiempo.  No  sabiendo 
los  hombres  hacer  justicia  ,  apelaban  á  su  creencia  ,  repu- 
tando el  duelo  por  un  juicio  de  Dios  :  pero  aun  entonces  se 
procuraba  darle  alguna  forma  judicial  :  los  trámites  del 
combate  estaban  reglamentados  ,  habia  un  juez  de  campo  : 
en  fin  ,  se  encontraba  en  ellos  alguna  especie  de  regulari- 
dad ,  y  el  concurso  de  la  autoridad  pública  y  no  su  insulto. 
Si  habia  arrogancia  y  falta  de  civilización,  no  habia  por  lo 
menos  desacato  ni  insubordinación. 

Pero  desde  el  momento  en  que  la  civilización  ,  el  orden 
social ,  las  ideas  sanas  del  gobierno  hicieron  progresos ,  des- 
de que  las  leyes  fueron  mas  humanas  y  los  tribunales  mas 
instruidos ,  se  prohibieron  los  duelos  como  una  infracción 
del  derecho  :  ellos,  sobre  todo,  no  deberán  existir  bajo  un 
gobierno  constitucional,  es  decir,  un  gobierno  que  mas  que 
otro  alguno  debe  ser  el  gobierno  del  derecho  y  de  la  ley. 

El  duelo  no  importa  solamente  un  ataque  ó  un  delito 
contra  los  particulares ,  así  como  un  robo  ó  un  asesinato 
ordinario,  sino  que  es  también  una  perturbación  de  la  paz; 
pública  ,  un  menosprecio  de  la  ley  ,  y  una  protesta  contra 
la  organización  social  ;  es  tanto  como  gobernarse  á  sí  mismo, 
hacerse  justicia  á  sí  propio ,  y  menospreciar  la  soberanía  del 
pais  en  que  se  vive  :  así  que ,  en  tiempos  pasados  bajo  la 
legislación  de  Luis  XIV,  era  el  duelo  un  crimen  de  lesa  ma- 
jestad. 

En  efecto,  ¿puede  ser  tolerado  aquel  orden  de  cosas? 
¡Ah!  Si  una  riña  acontece  entre  dos  hombres  del  pueblo, 
de  la  que  resultan  algunos  golpes  :  si  algunos  individuos 
de  diversas  profesiones  se  juntan  para  reñir  con  palos ,  se 
les  separa ,  se  les  hace  un  proceso  correccional ,  y  todo  esto 
con  mucha  razoti.  Mas  cuando  se  provoca  con  la  espada  ó 
la  pistola  ,  y  se  trata ,  no  de  algunas  contusiones,  sino  de  la 
muerte  misma ,  ¿  podrá  sostenerse  la  impunidad?  ¿Se  avan- 
zará mas ,  diciendo  que  los  combatientes  han  satisfecho  el 
honor?  i  Será  tolerable  que  los  periódicos  den  cuenta  do 
estos  atentados  con  ostentación  y  elogio?  Ved  aquí  como  en 
el  seno  de  tina  sociedad  culta  que  se  lisonjea  de  haber  esce- 
dido en  civilización  á  los  siglos  anteriores  ,  y  que  en  su  or- 
gullo desafia  á  los  venideros ,  se  fomenta  en  los  espíritus  la 


BU 


—  581 


BU 


idea  de  que  los  ciudadanos  pueden  en  todo  caso  apelar  á  la 
fuerza  ,  colocar  todas  sus  disputas  en  la  punta  de  su  espada, 
y  poner  su  voluntad  individual  en  lugar  de  la  ley. 

No ,  no  señores  :  cualquiera  que  sea  respecto  de  esto  la 
preocupación  ,  que  me  atrevo  á  afirmar  que  es  mucho  me- 
nos general  de  lo  que  se  pretende,  no  temo  combatirla  con 
toda  la  fuerza  que  me  da  el  carácter  de  mi  ministerio,  y  es- 
clamar  que  el  duelo  es  la  violación  de  todas  las  leyes  divinas 
y  humanas. 

Es  del  deber  de  los  magistrados  formar  un  proceso  judi- 
cial siempre  que  se  encuentra  un  hombre  muerto  ó  herido  : 
los  procuradores  del  rey  son  culpables  si  omiten  en  tal  caso 
la  información  correspondiente.  Así  que,  todo  duelo  debe  dar 
ocasión  á  estas  pesquisas  judiciales ,  que  deberán  tener  por 
objeto  poner  en  claro  las  causas  de  desafío ,  causas  por  lo 
común  fútiles,  provocaciones  temerarias  y  groseras  de  per- 
sonas que  muchas  veces  no  se  conocen,  no  se  han  visto  jamas, 
y  acaso  no  volverán  à  verse  ;  disputas  miserables  de  teatro; 
porque  alguno  reclama  el  silencio ,  que  tiene  derecho  para 
reclamar,  otro  se  ofende  de  eslo  hasta  concluir  en  una  pro- 
vocación. ¡Hé  aquí  una  causa  para  el  duelo!  ¡  Hé  aquí  el 
motivo  porque  una  mujer  perderá  á  su  marido,  ó  una  ma- 
dre no  volverá  á  ver  á  su  hijo  ! 

Pero  se  hace  la  grande  objeción  de  que  el  duelo  es  útil 
para  castigar  aquellos  hechos  que  se  escapan  á  la  correc- 
ción ordinaria.  Es  preciso  confesar  que  estos  hechos  deben 
ser  muy  poca  cosa ,  porque  las  leyes  reprimen  no  solamente 
los  crímenes ,  sino  los  delitos  y  aun  la  simple  contraven- 
ción :  ellas  no  se  limitan  á  castigar  las  heridas,  sino  que  se 
estienden  á  los  golpes ,  á  los  ultrajes  y  las  meras  amenazas  : 
ellas  condenan  la  calumnia ,  la  difamación ,  la  injuria  ;  y 
l  por  un  hecho  que  no  pertenece  á  ninguno  de  estos  objetos, 
un  hombre  descontento  de  las  leyes ,  desconfiado  de  los 
magistrados  ,  emprenderá  por.  autoridad  propia  imponer  la 
pena  de  muerte  á  aquel  de  quien  se  juzgue  quejoso,  ha- 
ciéndose de  este  modo  legislador ,  juez  y  verdugo  de  su  pro- 
pia causa?  Para  legitimar  semejantes  atentados  se  hacen 
todavía  otros  sofismas  :  el  duelo,  se  dice,  es  un  encuentro  ; 
mas  si  es  encuentro ,  es  porque  se  han  citado  antes ,  fijando 
dia ,  lugar  y  hora.  Se  añade ,  que  el  que  mata  lo  hace  en  es- 
tado de  defensa;  pero  yo  responderé ,  que  si  cada  uno  se 
halla  en  estado  de  defensa,  también  se  halla  en  estado  de 
agresión  :  atacándose  mutuamente  ,  la  defensa  mas  segura 
es  la  muerte  que  cada  uno  procura  dar  á  su  contrario. 

La  justicia  no  será  por  lo  menos  desconocida  ,  ni  insul- 
tada ,  porque  hará  sentir  el  formidable  peso  de  su  acción. 
En  el  dia  de  la  audiencia ,  la  madre  de  familia  hará  que  se 
discuta  la  causa  de  su  dolor  :  su  vestido  de  luto  ,  la  deses- 
peración de  su  acento  servirán  de  suplicio  al  acusado  :  la 
voz  pública  se  unirá  á  la  suya ,  y  aun  cuando  se  siga  la  ab- 
solución, siempre  resultará  una  impresión  viva  en  el  pú- 
blico y  una  lección  útil  :  los  periódicos  darán  cuenta  de  esta 
audiencia,  y  en  lugar  de  la  apología  del  duelo,  se  verá  en 
ellos  el  horror  de  tales  escesos.  Háblese  todavía  si  se  quiere 
de  preocupación;  hé  aquí  los  medios  de  luchar  con  ella  ,  de 
destruirla  y  de  sustituir  una  opinion  sana  á  una  opinion  in- 
sensata. 

El  tiempo  estrecha  á  tomar  un  remedio  para  este  mal , 
que  se  ha  introducido  hasta  en  los  jóvenes  de  los  colegios. 
¡  Ya  también  estos  se  forman  puntos  de  honor  !  ¡  Ay  !  ¿Qué 
harán  cuando  sean  hombres,  si  desde  infantes  se  educan 
en  la  idea  de  que  cada  uno  es  el  único  vengador  de  su  pro- 
pia causa ,  sin  subordinación  á  la  ley ,  ni  recurso  á  los  ma- 
gistrados ? 

¿No  se  ha  visto  con  sorpresa  un  duelo  causado  por  una 
obra  de  historia,  entre  el  autor  y  un  oficial  que  creia  que 
su  general  no  habia  sido  tratado  en  aquella  con  la  gloria  á 
que  era  acreedor  ,  como  si  la  verdad  de  un  hecho  histórico 


dependiera  de  una  estocada  ?  Duelo  mil  veces  mas  insensata 
que  el  que  fué  ordenado  en  1793  para  decidir  una  disputa 
de  representación  en  materia  de  sucesión  ,  porque  á  lo  me- 
nos este  duelo  debia  producir  el  efecto  de  una  sentencia , 
decidiendo  realmente  la  cuection,  cuando  la  muerte  del  his- 
toriador no  podrá  cambiar  una  sola  línea  de  la  historia. 

Una  vez  abierta  la  carrera  de  los  desafíos  ,  no  tiene  lími- 
tes :  se  ven  funcionarios  desafiados  à  causa  de  sus  funcio- 
nes, duelos  entre  los  individuos  del  parlamento,  diputados 
desafiados  por  haber  designado  con  noble  independencia  y 
con  valor  hechos  que  han  creído  de  su  deber  manifestar  al 
público.  Aun  podrán  verse  jueces  llamados  al  campo  para 
sostener  la  justicia  con  que  han  dictado,  sus  sentencias , 
como  en  el  siglo  XII,  en  que  la  apelación  era  considerada 
como  un  mientes. 

Señores ,  si  la  preocupación  se  arraiga  en  algunos  espí- 
ritus, no  por  esto  es  menos  absurda,  y  yo  creo  que  ha  lle- 
gado el  momento  de  decir  :  «  ¡  Honor  à  aquellos  que  rehusan 
un  desafío ,  tributando  de  este  modo  el  debido  homenaje  á  la 
ley  del  pais  y  á  la  sociedad  entera!  » 

Aun  se  hace  valer  una  última  escusa ,  que  consiste  en  el 
convenio  de  las  partes.  Pero  ¿acaso  todo  indiferentemente 
puede  ser  materia  de  un  convenio  ?  ¿No  sufrirá  el  orgullo 
humano  sujetarse  á  alguna  barrera?  ¿No  hay  una  multitud 
de  cosas,  de  actos  y  de  hechos  que  no  pueden  ser  materia 
de  contrato?  ¿Es  acaso  un  hombre  propietario  de  si  mismo 
pura  poner  su  vida  en  compromiso  ?  En  mi  opinion ,  el  sui- 
cidio es  un  atentado  :  el  hombre  pertenece  á  la  tierra  por 
su  cuerpo,  y  á  Dios  por  su  alma,  y  no  tiene  derecho  para 
destruirse  antes  de  tiempo.  Ademas,  si  cualquiera  puede 
matarse ,  podrá  también  válidamente  decir  á  otro  que  lo 
mate ,  ya  suplicándolo  á  un  amigo ,  ya  pagando  á  un  mer- 
cenario. Ahora  bien  :  el  suicidio  es  la  mitad  del  desafío  :  en 
aquel  se  dispone  de  la  propia  vida  ;  en  este  de  la  propia  y 
de  la  ajena.  ¿Podrán  ser  permitidos  tales  contratos? 

Yo  querría  sinceramente  que  la  ley  se  ejecutara  en  Fran- 
cia lo  mismo  que  en  la  Bélgica ,  donde  el  mismo  testo  es  mas 
sanamente  entendido,  y  mas  moralmente  aplicado.  Deseo 
que  esta  cuestión  se  discuta  delante  de  la  corte;  allí  la  tra- 
taré, no  improvisando  como  ahora  sino  de  una  manera  mas 
completa  y  estensa.  Reclamaré  sobre  ella  toda  vuestra  aten- 
ción, y  de  este  modo  destruiremos  la  preocupación  fatal 
que  ha  afectado  á  una  jurisprudencia  muy  poco  meditada.  El 
dia  de  hoy,  en  la  cuestión ,  puramente  civil ,  cuya  decisión 
os  está  sometida,  concluyo  pidiendo  ladenegacion  del  recurso 
y  tributando  todos  mis  elogios  al  tribunal  que  ha  pronuncia- 
do una  ,  que  no  dudaré  llamar ,  bellísima  sentencia.  ] 

DUPLICA  ó  duplicación.  El  pedimento  con  que  el  reo 
suele  contestar  á  la  réplica  del  actor ,  rebatiendo  las  razones 
alegadas  por  este ,  y  esforzando  las  que  él  espuso  en  su  con- 
testación á  la  demanda.  Se  llama  con  mas  propiedad  contra- 
replica,  y  es  el  último  escrito  que  se  admite  para  fijar  el 
estado  de  la  cuestión.  De  este  pedimento  se  da  traslado  al 
actor  ,  no  para  que  replique  ni  presente  otro  escrito  ,  sino 
para  que  se  instruya  de  la  última  esposicion  que  hace  el  de- 
mandado, y  concluya  para  prueba  si  la  causa  lo  necesita,  ó 
para  definitiva  en  caso  contrario. 

DUPLICADO.  El  segundo  despacho  ó  documento  que 
se  espide  del  mismo  tenor  que  el  primero  por  si  este  se 
pierde. 

DUPONDIO.  Entre  los  Romanos  el  doble  as  ,  esto  es,  el 
peso  de  dos  libras ,  y  el  todo  de  una  herencia  dividida  en 
veinte  y  cuatro  partes.  Véase  As. 

DUQUE.  El  que  está  revestido  de  cierta  dignidad ,  y  tie- 
ne derecho  de  llevar  en  sus  armas  una  corona  abierta  sin 
diadema,  toda  de  oro,  engastado  el  círculo  de  pedrería  y 
perlas,  realzado  de  ocho  florones  semejantes  á  las  hojas  de 
apio  ;  ó  según  espresion  de  la  ley  11 ,  tít.  1 ,  Part.  2,  duque 
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tanto  quiere  decir  como  cabdillo  guiador  de  hueste.  Duque, 
en  efecto,  viene  de  ducendo,  y  significa  según  su  etimología 
el  que  conduce  ó  manda  :  los  primeros  duques,  duces ,  eran 
comandantes  generales  de  ejércitos ,  ductores  exercituum.  La 
calidad  de  duque  era  una  dignidad  en  el  Bajo-Imperio  ;  y 
en  tiempo  de  los  últimos  emperadores  se  confirió  á  los  go- 
bernadores de  las  provincias!  En  el  imperio  de  oriente  ha- 
bía trece  duques,  y  doce  en  el  de  occidente;  y  la  mayor 
parte  de  ellos  eran  generales  romanos  ó  descendientes  de 
los  reyes  del  pais ,  á  quienes  se  habia  quitado  el  trono ,  de- 
jétfidoles  una  parte  de  su  antigua  autoridad  bajo  la  depen- 
dencia del  imperio.  A  imitación  de  los  Romanos ,  se  dio 
también  entre  nosotros ,  en  tiempo  de  los  Godos  y  en  los 


primeros  siglos  de  la  monarquía  legionense ,  el  nombre  de 
duques  á  los  magnates  que  estaban  encargados  del  gobierno 
militar  de  las  provincias  ;  de  suerte  que  esta  denominación 
era  entonces  título  de  oficio  y  no  de  honor  como  al  presente. 
Los  duques  no  ejercian  jurisdicción  sobre  los  habitantes 
de  los  pueblos ,  sino  solamente  sobre  las  tropas  de  su  man- 
do ,  á  no  ser  que  reuniesen  también  el  oficio  de  condes.  Mas 
en  tiempos  posteriores  se  confirieron  títulos  de  duques  con 
el  señorío  de  tierras  y  jurisdicción  sobre  los  vasallos ,  no 
siendo  ya  la  denominación  de  duque  un  empleo  público  sino 
un  título  de  honor  ó  condecoración  del  señorío  territorial. 
Véase  Conde  y  Señorío. 
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ECLESIÁSTICO.  El  que  en  virtud  de  los  órdenes  sa- 
grados á  que  ha  sido  promovido ,  se  halla  dedicado  al  servi- 
cio del  altar  y  culto  divino.  Véase  Clérigo  y  Fuero  ecle- 
siástico. 

ECÓNOMO.  El  sugeto  que  se  nombra  para  administrar 
y  cobrar  las  rentas  de  las  piezas  eclesiásticas  que  están  va- 
cantes ó  en  depósito  por  razón  de  algún  litigio  hasta  que  se 
declare  á  quién  pertenecen;  —  el  que  sirve  algún  oficio  ecle- 
siástico en  lugar  del  propietario  que  se  halla  impedido  por 
razones  legales ,  ó  en  tiempo  de  vacante  ;  —  y  el  que  admi- 
nistra los  bienes  del  que  está  fatuo ,  ó  es  pródigo  y  destruye 
su  hacienda. 

ECÚLEO.  Cierta  máquina  de  madera  sobre  la  cual  sen- 
taban y  atormentaban  à  los  acusados  que  estaban  negativos 
para  obligarlos  á  confesar  ó  declarar  la  verdad  de  lo  que  se 
les  preguntaba.  Véase  Tormento. 

ECHAZÓN.  La  acción  de  arrojar  al  mar  la  carga  y  otras 
cosas  que  hacen  peso  en  la  nave  cuando  es  necesario  alte- 
rarla para  que  no  perezca  por  la  tempestad,  ó  para  que 
pueda  huir  con  mas  velocidad  del  pirata  ó  corsario  que  la 
persigue.  Véase  Avería  gruesa,  art.  956  y  sig. 

f ECUADOR.  En  11  de  diciembre  de  18'U  se  publicó  en 
Madrid  el  tratado  de  paz  y  amistad  concluido  entre  España 
y  la  República  del  Ecuador  con  fecha  16  de  febrero  de  1840. 
Se  halla  en  el  Suplemento  al  Diccionario  de  Escriche. 
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EDAD.  Comunmente  se  entiende  por  edad  los  años  que 
uno  tiene  desde  su  nacimiento;  pero  en  sentido  mas  estenso 
significa  esta  palabra  el  tiempo  que  hace  que  vivimos,  de 
suerte  que  abraza  no  solo  la  duración  de  nuestra  existencia 
desde  que  salimos  á  la  luz  del  mundo,  sino  también  el  espa- 
cio de  tiempo  que  pasamos  en  el  vientre  de  nuestra  madre 
desde  el  primer  momento  de  nuestra  formación.  Así  que, 
los  médicos  ,  después  de  dividir  nuestra  vida  en  vida  intra- 
uterina y  vida  extra-uterina ,  nos  indican  los  caracteres  pro- 
pios de  cada  uno  de  los  períodos  de  ambas  vidas;  y  los 
jueces  tienen  que  valerse  no  pocas  veces  de  su  ausilio  para 
la  decisión  de  varias  cuestiones ,  como  la  de  aborto,  infanti- 
cidio, filiación  y  algunas  otras,  que  no  pueden  resolverse  de 
un  modo  conveniente  ,'  si  no  se  fija  ,  á  lo  menos  por  aproxi- 
mación ,  la  edad  del  feto  del  recien  nacido  ó  del  infante,  etc. 
Ütil  será  pues  dar  aquí  algunas  nociones  sobre  los  fenóme- 
nos de  la  vida  intra-uterina ,  y  aun  sobre  los  de  la  extra- 
uterina ,  para  que  puedan  apreciarse  en  su  justo  valor  las 
relaciones ,  informes  y  consultas  de  los  facultativos. 
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§  I.  Vida  intra-uterina. 

I.  La  determinación  de  la  edad  durante  el  tiempo  del  pre- 
ñado se  funda  enteramente  en  el  desarrollo  de  los  órganos  ó 
aparatos  orgánicos  del  embrión  ó  feto  ;  siendo  de  advertir 
que  en  los  dos  primeros  meses  se  llama  embrión  y  después 
feto  el  producto  de  la  concepción.  Los  caracteres  que  se  ob- 
servan entonces  son  inconstantes  y  variables;  pero  no  dejan 
de  presentar  algunos  rasgos  generales  que  nos  guien  para 
no  caer  en  equivocaciones  de  trascendencia. 

Ocho  dias  después  de  la  concepción  no  se  encuentra  en  la 
matriz  sino  una  pequeña  vesícula  con  un  liquido  trasparente 
sin  forma  humana.  Desde  los  quince  á  los  veinte  dias,  el 
embrión  es  lombrizal ,  oblongo  ,  abultado  en  el  medio ,  ob- 
tuso de  una  estremidad  y  puntiagudo  de  la  otra,  pardusco  , 
algo  opaco  ,  de  tres  à  cinco  líneas  de  largo,  y  de  peso  de 
dos  á  tres  granos. 

A  los  treinta  dias,  es  ya  visible  la  cabeza;  la  médula  es- 
pinal es  la  única  parte  encefálica  que  puede  divisarse  ;  los 
párpados  muy  delgados  cubren  los  ojos ,  que  no  se  presen- 
tan todavía  sino  como  dos  puntos  negros  ;  dos  simples  agu- 
jeros indican  el  lugar  en  que  mas  tarde  han  de  desarrollarse 
las  orejas;  la  cavidad  bocal  no  está  todavía  marcada  sino 
por  una  endidura  transversal  ;  los  miembros  torácicos  no 
existen  sino  en  forma  de  pezones  ó  granos;  la  clavícula  y  el 
hueso  de  la  mandíbula  inferior  ofrecen  ya  cada  uno  cierto 
punto  de  osificación:  descúbrense  losprimeros  rasgos  del  co- 
razón, de  la  aorta  y  de  la  arteria  pulmonar  :  las  membranas 
del  embrión  presentan  caracteres  muy  importantes  ;  la  ca- 
duca se  parece  mucho  á  una  vejiga  llena  de  un  líquido  de 
la  consistencia  del  albumen ,  ofreciendo  bastante  semejanza 
á  una  falsa  membrana  poco  coberente;  el  amnios  ó  zurrón 
está  blando ,  el  corion  presenta  la  forma  de  una  membrana 
opaca ,  gruesa ,  borrosa  por  defuera  ,  y  erizada  de  vellosi- 
dades que  mas  tarde  han  de  formar  la  placenta  :  no  hay  to- 
davía cuerda  umbilical,  mas  la  vesícula  que  se  halla  en  el 
lugar  que  ha  de  ocupar  después ,  se  distingue  ya  bastante , 
así  como  los  vasos  únfalo-mesentéricos. 

A  los  cuarenta  y  cinco  dias,  el  embrión  presenta  el  volu- 
men de  una  grande  abeja,  su  longitud  es  de  once  á  doce  lí- 
neas, y  su  peso  de  seis  á  ocho  dracmas  ;  se  conocen  ya  el 
antebrazo,  la  mano,  la  pierna  y  el  pié;  empiezan  á  osificarse 
las  apófisis  de  las  vértebras  cervicales;  todos  los  demás  hue- 
sos ofrecen  también  puntos  de  osificación  ;  se  halla  ya  en  el 
estómago  meconioque  es  entonces  blanquizco;  muéstranse 
el  ciego  y  su  apéndice  ;  y  el  hígado  muy  voluminoso  ocupa 
una  parte  del  abdomen. 
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A  los  dos  meses,  son  perceptibles  los  dedos  de  la  mano;  se 
desarrollan  los  labios  ,  los  párpados,  la  nariz  y  las  orejas, 
como  también  los  órganos  genitales  ;  se  halla  desenvuelta  la 
arteria  pulmonar;  se  descubre  el  omento  ó  redaño;  ya  no 
puede  haber  duda  sobre  la  existencia  de  los  alvéolos  y  hue- 
sos maxilares.  El  feto  tiene  entonces  á  lo  menos  dos  pulga- 
das de  longitud,  y  pesa  algo  mas  de  una  onza. 

A  los  tres  meses,  la  cabeza  es  mas  gruesa  y  pesada  que  el 
resto  del  cuerpo;  la  pupila  está  cerrada  por  la  membrana 
pnpilar  ;  la  boca  es  grande  y  abierta  ;  el  cerebro,  casi  fluido, 
ofrece  la  consistencia  de  la  materia  caseosa  ;  la  placenta  , 
que  puede  conocerse  muy  fácilmente,  cubre  casi  la  mitad 
del  huevo;  la  cuerda  umbilical  se  introduce  por  cerca  del 
pubis  y  tiene  la  forma  de  una  columna  torcida.  El  feto  tiene 
cerca  de  cuatro  pulgadas  de  largo,  y  pesa  al  rededor  de  tres 
onzas. 

A  los  cuatro  meses ,  ocupan  mucho  espacio  las  fontanelas, 
y  son  muy  anchas  las  suturas  del  cráneo;  empiézase  á  distin- 
guir la  membrana  pupilar,  la  piel  comienza  á  cubrirse  de 
un  lijero  vello  ;  los  cabellos  son  cortos ,  escasos  y  de  color 
de  lino  ;  se  osifican  los  huesecillos  del  oido  ,  y  principian  á 
formarse  las  alas  de  la  nariz  ;  son  ya  visibles  las  hojillas  del 
cerebelo;  se  encuentra  meconio  en  el  origen  ó  raiz  de  los 
intestinos  delgados;  los  ríñones  muy  voluminosos  están  com- 
puestos de  quince  á  diez  y  ocho  lóbulos  cada  uno,  y  las  cáp- 
sulas suprarenales  están  tan  abultadas  como  los  ríñones.  En 
esta  época  es  cuando  se  suelen  percibir  los  gérmenes  de  los 
segundos  dientes,  escepto  los  de  las  primeras  muelas.  El  feto 
ha  cckjuirido  de  seis  á  siete  pulgadas  de  longitud  á  los  cua- 
tro meses  y  medio,  y  su  peso  es  de  cinco  á  siete  onzas. 

A  los  cinco  meses,  se  forman  las  uñas  ;  empieza  à  osificarse 
el  esternón;  el  pubes  ofrece  un  punto  oblongo  y  osificado; 
el  calcáneo  presenta  un  punto  huesoso  ;  el  núcleo  'gelatinoso 
de  los  dientes  se  cubre  de  algunas  capas  de  esmalte;  mués- 
trase el  surco  longitudinal  del  cerebro  ;  únese  la  pia-mater, 
y  la  consistencia  del  cerebelo  es  mayor  que  la  del  cerebro; 
los  pulmones  son  pequeños,  el  corazón  muy  abultado,  rela- 
tivamente á  los  otros  órganos,  y  la  capacidad  de  las  aurícu- 
las es  igual  á  la  de  los  ventrículos  ;  los  testículos  y  ovarios 
están  situados  casi  debajo  de  los  ríñones.  La  longitud  del  feto 
es  entonces  de  ocho  á  nueve  pulgadas,  y  su  peso  de  diez  á 
doce  onzas. 

A  los  seis  meses,  se  ven  tres  ó  cuatropuntos.de  osificación 
en  el  esternón,  y  uno  en  el  astrágalo  :  los  pulmones  conti- 
núan siendo  pequeños,  y  el  bronquio  izquierdo  es  mas  largo 
y  menos  grueso  que  el  derecho,  la  vejiga  de  la  hiél  contiene 
una  corta  cantidad  de  fluido  seroso  y  sin  color,  entonces  es 
cuando  empieza  á  formarse  la  substancia  cortical  de  los  rí- 
ñones; el  meconio,  poco  abundante,  no  llena  mas  que  el 
ciego  y  una  parte  del  colon.  La  longitud  del  feto  es  de  once 
á  doce  pulgadas,  y  la  mitad  de  su  longitud  total  déla  cabeza 
á  los  pies  corresponde  á  la  estremidad  abdominal  del  es- 
ternón. 

A  los  siete  meses,  empiezan  á  despegarse  los  párpados  y  á 
desaparecer  la  membrana  pupilar  ;  la  piel  que  era  purpú- 
rea, se  vuelve  de  color  de  rosa,  fibrosa  y  gruesa ,  y  se  cubre 
de  un  baño  mantecoso  que  se  conserva  hasta  el  nacimiento; 
los  cabellos  toman  un  color  mas  obscuro  ;  el  cerebro  adquiere 
también  un  color  amarillento  bastante  decidido;  déjanse  ver 
las  válvulas  conniventes  de  los  intestinos  ;  están  llenos  de 
peconio  el  ciego  y  casi  todos  los  intestinos  gruesos  ;  los  tes- 
tículos bajan  al  bacinete.  La  longitud  del  feto  es  de  catorce 
»  quince  pulgadas,  y  su  peso  de  tres  á  cuatro  libras. 

A  los  ocho  meses,  las  fontanelas  están  mas  separadas  que 
al  noveno  mes,  y  ha  desaparecido  la  membrana  pupilar  ;  la 
piel  tiene  un  color  mas  claro  que  en  el  mes  anterior;  las 
uñas  y  los  cabellos  se  hallan  bastante  bien  formados  ;  el  ce- 
rebro empieza  à  presentar  lijeros  surcos  ;  y  los  testículos 


pasan  por  el  anillo  y  conducto  inguinal.  El  feto  pesa  de  cua- 
tro á  cinco  libras,  y  tiene  de  diez  y  seis  á  diez  y  siete  pulga- 
das de  largo. 

A  los  nueve  meses,  la  cabeza  forma  casi  la  cuarta  parte  de 
la  longitud  total  del  cuerpo.  Las  fontanelas  están  menos  se- 
paradas que  en  las  épocas  anteriores  de  la  preñez  ;  el  tórax 
es  corto,  está  bastante  aplastado ,  y  se  levanta  un  poco  por 
bajo  si  no  ha  respirado  la  criatura;  el  abdomen  es  muy  ca- 
paz y  abultado  ;  el  sistema  huesoso  presenta  caracteres  im- 
portantes :  así  es  que  la  estremidad  inferior  del  fémur  ó 
hueso  del  muslo,  que  á  esta  sazón  es  cartilaginosa,  ofrece  un 
punto  huesoso  en  su  centro,  y  que  el  calcáneo  y  el  astrágalo 
son  las  únicas  partes  del  tarso  que  estén  en  parte  osificadas. 
Vense  igualmente  dos  puntos  de  osificación  en  el  pubis ,  el 
uno  en  la  rama  descendente  y  el  otro  en  la  rama  ascendente 
del  isquion,  y  se  encuentran  otros  dos  en  la  primera  vérte- 
bra cervical  y  en  la  primera  vértebra  del  cóccix  ó  rabadilla. 
El  hueso  maxilar  inferior  eslá  completamente  osificado;  los 
dientes  de  leche,  todavía  encerrados  en  los  alvéolos,  ofrecen 
también  diferentes  grados  de  osificación;  la  superficie  del 
cerebro  está  cubierta  de  circunvoluciones  y  surcos  profun- 
dos, y  se  manifiesta  ya  la  substancia  gris;  el  cerebelo  es 
mas  consistente  que  el  cerebro;  el  agujero  de  Botal  existe 
mientras  el  feto  no  ha  respirado,  y  el  pliegue  membranoso 
que  debe  servir  para  cerrarlo  está  mas  firme  que  en  ninguna 
otra  época  del  embarazo.  Los  pulmones  están  rojos  y  volu- 
minosos y  ofrecen  caracteres  diferentes,  según  que  ha  res- 
pirado ó  no  la  criatura,  como  se  verá  en  el  artículo  Infanti- 
cidio. El  timo  es  todavía  bastante  abultado.  El  feto  suele 
tener  de  diez  y  ocho  á  diez  y  nueve  pulgadas  de  largo,  y  su 
peso  mas  ordinario  es  de  seis  á  siete  libras. 

§  II.  Vida  extra-uterina. 

I.  Pasando  ahora  á  la  vida  extra-uterina,  que  es  la  quo 
se  cuenta  desde  el  dia  del  nacimiento ,  notaremos  sus  dife- 
rentes grados  ó  períodos ,  dividiéndola  en  siete  épocas  ó 
edades,  que  son  infancia,  puericia,  pubertad  ,  juventud,  vi- 
rilidad, senectud  ó  vejez,  y  decrepitud.  No  todos  la  distri- 
buyen de  esta  manera  ;pues  unos  la  dividen  en  seis,  esto 
es,  en  las  mismas  que  hemos  enumerado,  reuniendo  empe- 
ro la  juventud  con  la  virilidad  :  otros  en  cinco  ,  esto  es,  en 
infancia,  puericia,  adolescencia,  juventud  ó  virilidad  y  ve- 
jez; ó  en  adolescencia,  juventud,  edad  madura,  vejez  y  de- 
crepitud :  muchos  en  cuatro,  esto  es,  en  impubertad  ó  pue- 
ricia hasta  los  catorce  años,  adolescencia  hasta  los  veinte  y 
cinco,  juventud  ó  edad  madura  hasta  los  sesenta ,  y  vejez 
hasta  el  fin  de  la  vida  :  varios  en  tres,  esto  es,  en  juventud, 
edad  del  vigor ,  y  vejez;  y  no  faltan  quienes  se  han  conten- 
tado con  dos,  esto  es,  con  la  juventud  y  la  vejez  ;  al  paso 
que  algunos  por  el  contrario  las  han  hecho  subir  hasta 
nueve,  y  otros  hasta  doce,  contándolas  por  semanas  de 
años,  en  el  concepto  de  que  cada  siete  años  se  hace  alguna 
variación  aparente  en  nuestro  temperamento.  Puede  decirse 
pues  con  razón  que  hay  tantas  divisiones  de  edades  como 
escritores  ;  pero  la  que  adoptamos  es  la  que  se  presenta,  se- 
gún observación  de  Zaquías,  como  mas  útil  y  cómoda  en  la 
jurisprudencia. 

II.  Llámase  infancia  la  primera  edad  en  que  el  hombro 
no  puede  hablar  todavía  con  orden  y  soltura;  y  empieza 
desde  el  dia  del  nacimiento  hasta  los  siete  años  cumplidos, 
así  en  el  varón  como  en  la  hembra  ;  ley  1,  til.  7,  Parí.  2 ,  y 
leyh,  lit.  16,  Part.  k.  Véase  Infancia. 

III.  La  puericia  ó  niñez,  aunque  en  general  conviene  tam- 
bién este  nombre  á  la  infancia,  es  propiamente  la  edad  que 
media  entre  la  infancia  y  la  pubertad  ,  y  corre  desdo  los 
siete  años,  ó  sea  desde  el  principio  de  los  ocho  hasta  los  ca- 
torce en  el  varón  y  hasta  los  doce  en  la  hembra  ;  bien  que 
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no  fjllan  quienes  la  estienden  basta  los  quince ,  diez  y  seis  , 
diez  y  siete,  y  aun  hasta  los  diez  y  ocho.  Algunos  llaman  se- 
gunda infancia  á  la  puericia,  la  cual  se  dice  igualmente  im- 
púber lad  y  edad  pupilar ,  aunque  o?las  denominaciones  se 
acomodan  también  á  la  infancia.  Entre  los  jurisconsultos  se 
subdivide  la  puericia  en  edad  próxima  á  la  infancia,  y  edad 
próxima  á  la  pubertad  :  la  edad  próxima  á  la  infancia  se 
cuenta  desde  los  siete  años  cumplidos  hasta  los  diez  y  medio 
en  el  varón,  y  hasta  nueve  y  medio  en  la  hembra  ;  y  la  edad 
próxima  á  la  pubertad  desde  los  diez  años  y  medio  hasta 
los  catorce  en  los  varones,  y  desde  los  nueve  y  medio  hasta 
los  doce  en  las  hembras.  Véase  Impúber. 

IV.  Muchos  autores  médicos,  después  de  dividir  la  edad 
anterior  á  la  pubertad  en  dos  infancias ,  empezando  á  contar 
la  primera  desde  el  nacimiento  hasta  los  siete  años,  y  la  se- 
gunda desde  el  principio  del  octavo  año  hasta  la  pubertad, 
subdividen  luego  la  primera  infancia  en  tres  períodos.  El 
primero  corre  desde  el  nacimiento  hasta  los  siete  meses 
cumplidos  ;  el  segundo  desde  los  siete  meses  hasta  fin  de  los 
dos  años  ;  y  el  tercero  desde  principio  de  los  1res  años  hasta 
el  momento  en  que  empieza  la  segunda  infancia.  Como  esta 
subdivision  es  importante  para  poder  determinar  con  preci- 
sión la  edad  de  un  niño  en  las  cuestiones  médico-legales ,  y 
especialmente  en  las  de  infanticidio  ,  en  que  es  necesario 
recurrir  á  los  facultativos,  no  podemos  prescindir  de  admi- 
tirla y  recorrer  las  diversas  fases  de  esta  primera  época  de 
nuestra  vida,  cuales  aquellos  nos  las  describen. 

En  los  primeros  dias  después  del  nacimiento ,  las  modifi- 
caciones que  presenta  el  recien  nacido  se  refieren  princi- 
palmente al  cordon  umbilical,  á  la  piel,  à  la  epidermis  y  al 
sistema  huesoso.  Cuando  el  cordon  umbilical  existe  ,  y  está 
fresco,  húmedo  y  adhérente  al  ombligo,  parece  que  la  muerte 
ha  seguido  de  cerca  al  nacimiento  ;  mas  si  presenta  calida- 
des opuestas,  es  de  presumir  que  la  criatura  ha  vivido  al- 
gún tiempo  :  bien  que  estas  señales  no  son  absolutas.  Mayor 
confianza  merecen  las  indicaciones  de  la  piel.  Si  esta  ofrece 
las  calidades  que  presenta  todo  niño  que  llega  á  sazón,  es 
presumible  que  la  muerte  ha  seguido  de  muy  cerca  al  naci- 
miento. Si  la  materia  sebácea  está  seca  y  marchita,  puede  co- 
legirse que  la  criatura  ha  estado  espuesta  al  aire  durante 
algún  tiempo;  si  la  piel  está  áspera,  deslustrada  y  amarillenta, 
puede  creerse  que  ha  vivido  algún  tiempo;  si  la  epidermis 
se  va  ó  cae  en  escamas  ,  es  indudable  que  ha  vivido  algún 
tiempo.  No  ha  de  olvidarse  cuando  se  trata  de  fijar  la  edad 
de  un  niño,  que  hacia  el  quinto  mes  empieza  á  osificarse  el 
hueso  cuboides,  y  que  desde  el  tercero  al  sexto  mes  se  ve' 
apuntar  la  osificación  de  los  dientes  incisivos  y  de  la  primera 
muela  de  la  primera  dentición.  Por  otra  parte,  si  el  estó- 
mago está  casi  enteramente  vacío  de  mucosidades,  lleno 
de  meconio  el  intestino  grueso,  y  cargada  de  orina  la  ve- 
jiga, hay  lugar  de  creer  que  el  niño  ha  muerto  poco  des- 
pués del  nacimiento. 

La  segunda  época  d,e  la  primera  infancia  presenta  por  ca- 
rácter distintivo  la  salida  délos  dientes  y  el  desarrollo  de  la 
osificación.  A  un  año  empieza  la  osificación  de  la  parte  me- 
dia de  la  apófisis  coracoides,  de  los  huesos  mayor  y  unci- 
forme ó  ganchoso  del  carpo  ,  y  de  la  estremidad  inferior 
del  húmero  y  del  cubito  :  en  esta  época  se  osifican  igual- 
mente las  cabezas  del  fémur  ó  hueso  del  muslo  y  del  hú- 
mero, la  de  la  tibia  ó  canilla ,  y  la  segunda  vértebra  del 
cóccix  ó  rabadilla  ;  y  se  unen  entre  sí  las  laminillas  de  las 
vértebras.  A  los  dos  años,  se  observa  un  punto  huesoso  en 
el  cartílago  inferior  del  radio,  como  también  en  la  estremi- 
dad inferior  de  la  tibia  y  del  peroné. 

La  tercera  época  se  señala  por  otros  fenómenos.  Entre  los 
cuatro  y  cinco  años  aparecen  las  terceras  muelas;  á  los  1res 
.años  se  osifican  las  dos  pequeñas  muelas  de  la  segunda  den- 
tición, y  seis  meses  después  se  descubren  algunos  vestigios 


de  la  osificación  de  la  segunda  muela.  Hacia  la  edad  dG  siete 
años ,  unas  veces  mas  temprano  y  otras  mas  larde  ,  tiene 
lugar  la  caída  de  los  dientes  de  leche ,  y  se  desarrolla  mas  y 
masía  osificación. 

En  la  segunda  infancia  continúan  cayendo  los  dientes  de 
leche,  se  hace  la  segunda  dentición,  muchas  veces  acompa- 
ñada de- crueles  enfermedades ,  y  se  completa  la  osificación. 
Las  facultades  intelectuales  adquieren  también  un  gran 
desarrollo  en  esta  época,  de  modo  que  los  mayores  de  diez 
años  y  medio  se  consideran  ya  capaces  de  malicia  y  de  pena. 

V.  La  pubertad  es  aquella  época  de  la  vida  en  que  cu- 
briéndose de  vello  la  parte  inferior  del  vientre  se  manifiesta 
la  aptitud  de  las  personas  para  reproducirse.  Llámase  pu- 
bertad de  pubes  ó  pubis ,  que  significa  el  vello  que  nace  en 
dicha  región  y  la  misma  región  en  que  nace.  Los  que  han 
llegado  á  la  pubertad  se  dicen  púberes,  ephebi;  y  según  la 
ley  6,  tít.  33,  Part.  7,  las  hembras  alcanzan  ya  el  nombre  de 
mujeres.  La  pubertad  ,se  supone  en  los  varones  á  la  edad  de 
catorce  años  cumplidos,  y  en  las  hembras  á  los  doce  ;  ley  6, 
tít.  I,  Par!,  h.  Véase  Edad  para  casarse  y  Pubertad. 

La  edad  de  la  adolescencia  es  precisamente  la  misma  que 
la  de  la  pubertad  ,  y  empieza  y  termina  por  consiguiente  al 
mismo  tiempo  que  esta  ;  es  decir,  empieza  á  los  catorce  años 
en  los  varones  y  á  los  doce  en  'las  hembras  ,  y  termina  ó 
llega  á  su  complemento  en  ambos  sexos  á  los  veinte  y  cinco 
años  ,  según  el  sistema  adoptado  por  la  ley  ;  pero  según  los 
médicos ,  concluye  á  los  veinte  y  un  años  en  las  mujeres  y  á 
los  veinte  y  cinco  en  los  hombres.  Viene  del  verbo  latino 
adolescere ,  que  significa  crecer;  y  aunque  si  atendemos  á 
esta  etimología,  parece  que  se  nos  debe  aplicar  desde  que 
nacemos  hasta  que  adquirimos  todo  el  incremento  de  que 
somosjcapaces,  pues  que  en  todo  este  tiempo  vamos  cre- 
ciendo ,  se  acomoda  sin  embargo  mas  particularmente  á  la 
edad  de  la  pubertad ,  porque  en  ella  es  cuando  desarrolla 
el  hombre  sus  facultades  físicas  é  intelectuales,  con  mas  evi- 
dencia y  prontitud  que  en  las  edades  que  la  preceden.  Llá- 
mase también  la  pubertad  ó  adolescencia  edad  de.  la  discre- 
ción ,  porque  si  bien  los  próximos  à  la  pubertad  empiezan 
yaá  discernir  lo  bueno  de  lo  malo  y  lo  justo  de  lo  injusto, 
no  adquieren  todavía  nociones  exactas  sobre  la  moralidad 
de  las  acciones  sino  los  púberes  ó  adolescentes.  Dícese  por 
último  edad  florida  ,  y  primavera  de  la  vida,  porque  á  la 
pubescencia  dn  el  hombre  corresponde  la  florescencia  ó  es- 
tación de  las  flores  en  los  árboles  y  otras  plantas,  aunque  no 
faltan  médicos  que  adornan  con  esta  frase  todas  las  edades 
que  preceden  á  la  vejez. 

VI.  La  juventud  ,  según  los  médicos  y  los  filósofos  ,  es 
aquella  edad  que  sucede  después  del  total  crecimiento  del 
cuerpo  y  precede  á  la  primera  declinación  del  calor  natu- 
ral ;  de  modo  que  empezando  à  los  veinte  y  cinco  años  en 
que  fina  la  adolescencia,  se  entiende  hasta  los  treinta  y  cinco, 
ó  á  lo  mas  hasta  los  cuarenta ,  en  que  empieza  la  edad  viril. 
Los  juristas  la  alargan  hasta  los  cincuenta;  pero  confunden 
la  juventud  con  la  virilidad,  haciendo  do  las  dos  una  edad 
sola.  Reúnense  á  veces  la  juventud  y  la  vejez  en  una  misma 
persona  bajo  diferentes  aspectos,  de  modo  que  puede  uno 
decirse  á  un  tiempo  joven  y  viejo  según  la  materia  de  que  se 
trate.  Si  manda  por  ejemplo  un  testador  qu<>  le  suceda  cierto 
sugeto  con  tal  que  sea  joven,  podrá  reputarse  joven  el  he- 
redero mientras  se  halle  en  edad  de  tener  hijos,  pues  que  el 
testador  le  ha  nombrado  con  este  fin.  La  ley  Non  aliter  , 
§  último  D.  de  leg.  3,  dice  que  puede  llamarse  joven  el  que 
todavía  no  se  cuenta  entre  los  ancianos  :  Jwenis  est  quis 
quousque  ínter  séniores  connumeran  incipial;  pero  no  ha- 
biendo decidido  quiénes  han  de  entenderse  por  ancianos, 
parece  definió  una  cosa  desconocida  por  otra  que  no  lo  es 
menos. 

VIL  Ala  juventund  sucede  la  virilidad,  que  es  aquel 
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período  de  la  vida  en  que  el  hombre  ni  gana  ni  pierde  fuer- 
zas, sino  que  conserva  las  adquiridas  en  la  juventud,  aun- 
que insensible  y  paulatinamente  va' declinando  del  calor 
natural  de  que  en  esta  se  hallaba  dotado.  La  virilidad  se 
denomina  así  de  la  palabra  latina  viribus  según  unos ,  ó  de 
virlule  según  otros ,  porque  el  hombre  en  ella  tiene  toda  su 
perfección ,  tanto  por  lo  que  hace  al  ánimo  como  respecto  al 
cuerpo  :  llámase  edad  viril ,  edad  madura,  edad  consistente, 
edad  constante,  edad  mediana,  por  razón  de  su  tempera- 
mento, de  la  gravedad  de  su  carácter,  de  su  firmeza  y  es- 
tabilidad, y  porque  interviene  entre  la  juventud  y  la  vejez  : 
compárase. al  otoño  ,  así  como  la  juventud  al  estío;  y  dura 
según  unos  hasta  los  cincuenta  años ,  y  hasta  los  sesenta 
según  otros. 

No  faltan  quienes  omitiendo  la  juventud,  cuentan  la  viri-, 
lidad  desde  los  veinte  y  uno  ó  veinte  y  cinco  años,  según  los 
sexos,  y  la  subdividen  en  virilidad  creciente  (hasta  los  treinta 
años  en  las  mujeres  y  treinta  y  cinco  en  los  hombres),  viri- 
lidad confirmada  (hasta  los  cuarenta  en  la  mujer  y  cuarenta 
y  cinco  en  el  hombre),  y  virilidad  decreciente  (hasta  los 
cincuenta  en  la  mujer  y  sesenta  en  el  hombre). 

VIII.  La  vejez  es  la  edad  en  que  el  hombre  pierde  mani- 
fiestamente sus  fuerzas  por  efecto  de  los  años  .  La  vejez  se 
acelera  ó  se  retarda  según  las  enfermedades,  los  cuidados, 
el  método  de  vida  y  el  género  de  trabajo  que  cada  uno  ha 
tenido  ,  como  también  según  el  clima  del  pais  en  que  se 
vive;  y  así  es  difícil  fijar  la  época  de  su  llegada.  Sin  embar- 
go ,  unos  la  principian  á  los  cincuenta  años ,  otros  á  los  se- 
senta ,  y  no  faltan  quienes  no  quieren  empezarla  sino  á  los 
setenta.  Algunos  la  dividen  en  tres  partes  ó  épocas  según  la 
mayor  ó  menor  declinación  de  las  fuerzas  :  Ia.  desde  los 
cincuenta  á  los  sesenta  años  ;  2a.  desde  los  sesenta  á  los  se- 
tenta; y  3a.  desde  los  setenta  hasta  el  fin  de  la  vida;  lla- 
mando verde  á  la  primera,  media,  confirmada  ó  caduca  á  la 
segunda ,  y  decrépita  á  la  tercera.  Los  que  concluyen  la 
virilidad  á  los  cincuenta  años  en  la  mujer  y  á  los  sesenta  en 
el  hombre ,  llevan  la  vejez  verde  en  la  mujer  hasta  los  se- 
senta años  y  en  el  hombre  hasta  los  setenta ,  la  confirmada  ó 
caduca  hasta  ochenta  años  en  ambos  sexos ,  y  la  decrépita 
desde  ochenta  años  hasta  la  muerte.  Galeno  afirma  que  no 
debe  llamarse  viejo  el  que  se  conserva  en  la  integridad  de 
sus  fuerzas;  y  esto  es  sin  duda  lo  que  quiso  decir  la  citada 
ley  Non  aliter,  D.  de  ley.  3  al  dar  la  calificación  de  joven  al 
que  no  es  viejo,  esto  es,  al  que  á  pesar  de  sus  muchos  años 
se  mantiene  todavía  fuerte  ó  robusto.  De  aquí  concluye  Pa- 
blo Zaquias,  que  el  juez  en  las  cuestiones  que  ocurrieren 
sobre  este  punto  debe  declarar  joven ,  ó  al  menos  no  viejo, 
al  que  se  hallare  dotado  de  robustez  ó  de  fuerza  regular, 
aunque  sea  mayor  de  sesenta  años,  y  estimar  por  el  contra- 
rio ya  viejo  al  que  careciese  de  fuerza  ,  aunque  sea  menor 
de  cincuenta,  pues  que  puede  el  hombre  verse  sorprendido 
de  la  vejez  en  medio  de  la  juventud  por  razón  de  su  tempe- 
ramento ,  de  sus  enfermedades ,  ó  de  la  intensidad  de  sus 
pasiones  :  Stalim  enim  in  malo  homines  senescunt;  Homer. 
Odiss.  19  :  Qui  vero  desiderio  conficiuntur,  uno  die  fiunt 
senes;  Theocr.,  Idill.  12  :  Zelus  ct  iracundia  minuunt  dies, 
ct  ante  tempus  senectam  adducü  cogitatus;  Ecclesiast., 
cap.  30. 

IX.  Tras  la  vejez  viene  la  decrepitud ,  postrera  edad  de 
la  vida ,  en  que  no  solo  se  pierden  con  mas  evidencia  las 
fuerzas  del  cuerpo,  sino  también  la  energía  de  las  facultades 
del  ánimo  que  durante  la  vejez  se  hallaban  en  su  apogeo. 
Descríbela  Lucrecio  con  exactitud ,  lib.  5,  de  rer.  nat.,  en 
estos  versos  : 

Post  ubijam  validis  quassatum  est  viribus  esvi 
Corpus,  ct  obtusis  ceciderunt  viribus  artv.s, 
Claudicat  ingenium,  deliratlinguaquc  mensque. 


La  decrepitud,  según  los  juristas  ,  tiene  su  principio  á  los 
setenta  años  ,  y  según  algunos  autores  médicos  á  los  ochen- 
ta :  mas  de  ella  debe  decirse  lo  mismo  que  de  la  vejez,  pues 
se  acelera  ó  retarda  por  las  mismas  causas;  y  vemos  con 
efecto  diariamente  algunas  personas  mayores  de  ochenta, 
años,  que  conservan  todavía  en  bastante  buen  estado  el  vi- 
gor del  cuerpo  y  en  mucho  mejor  el  de  sus  facultades  men- 
tales. 

X.  Hemos  recorrido  las  siete  edades  que  distinguen  co- 
munmente los  filósofos,  los  médicos  y  los  juristas.  Todavía 
nos  queda  la  gran  division  que  estos  últimos  hacen  de  la 
vida  en  edad  menor  y  edad  mayor.  La  menor  edad,  que 
llaman  minoridad  ó  menoría,  empieza  desde  el  dia  del  na- 
cimiento y  concluye  á  los  veinte  y  cinco  años  cumplidos,  así 
en  el  varón  como  en  la  hembra;  y  la  mayor  edad,  que  dicen 
también  mayoría ,  comprende  todos  los  años  que  corren 
desde  los  veinte  y  cinco  hasta  la  muerte.  Todas  las  divisio- 
nes son  de  un  uso  muy  estenso  en  jurisprudencia;  pero  la 
última  es  de  un  uso  mas  frecuente  que  las  demás  por  razón 
de  los  privilegios  concedidos  á  los  menores.  Véase  Menor. 

i¿  %  III.  Pruebas  de  la  edad. 

I.  El  conocimiento  de  la  edad  es  unas  veces  absolutamente 
necesario  y  otras  muy  importante  :  es  necesario  cuando  se 
trata  de  derechos  que  la  ley  confiere  ó  de  obligaciones  quo 
impone  por  razón  de  la  edad  ,  como  igualmente  cuando  sin 
él  no  puede  establecerse  la  identidad  que  se  busca  de  un 
individuo  ;  y  es  importante  cuando  puede  suministrar  alguna 
luz  para  la  indagación  de  hechos  que  es  preciso  averiguar  ó 
para  la  decisión  de  cuestiones  relativas  al  estado  de  las  per- 
sonas. 

II.  El  actor  ó  reo  que  alega  su  edad  ó  la  de  otra  persona 
para  apoyar  su  demanda  ó  su  defensa  ,  es  quien  tiene  que 
probarla  :  Qui  œtalem  allegat,  sive  agendo,  sive  excipiendo , 
eam  probare  débet. 

III.  La  edad  se  prueba  por  el  asiento  que  se  hace  de  los 
nacidos ,  casados  y  muertos  en  los  registros  ó  libros  de  la 
iglesia  parroquial ,  ó  por  la  copia  autorizada  que  se  saca  de 
dicho  asiento  (1)  por  el  cura  párroco  ó  por  escribano.  Aun- 
que las  certificaciones  dadas  por  los  párrocos  con  arreglo  á 
dichos  libros,  no  hagan  en  rigor  plena  fe,  según  sientan 
algunos  autores,  se  admiten  no  obstante  en  juicio  y  fuera  de 
él  como  documentos  auténticos ,  salvo  el  derecho  de  que  se 
cotejen  á  solicitud  de  parte  interesada  con  su  respectivo 
original,  que  al  efecto  se  pone  de  manifiesto,  sin  que  pueda 
jamas  ser  estraido  ni  desglosado.  Véase  Bautismo. 

En  caso  de  omisión  del  asiento ,  ó  de  pérdida  ó  estravío  dp 
los  libros  por  incendio  ,  inundación ,  robo  ú  otra  causa  ,  se 
puede  recurrir  á  los  registros  ú  otros  papeles  de  los  padres 
ya  difuntos,  á  cualesquiera  otros  documentos  fehacientes, 
y  aun  al  testimonio  de  los  amigos  y  vecinos  :  mas  los  intere- 
sados y  aun  el  ministerio  fiscal  podrán  atacar  estas  pruebas 
con  otros  títulos  y  testigos. 

Si  el  nacimiento  se  hubiese  verificado  en  país  estranjero, 
debe  el  interesado  presentar  el  documento  justificativo  cjn 
la  correspondiente  legalización  del  agente  diplomático  espa- 
ñol mas  cercano  al  lugar  del  nacimiento. 

En  ciertos  casos  ,  como  en  los  de  aborto  é  infanticidio  ,  no 
puede  acreditarse  la  edad  sino  por  la  inspección  del  cuerpo  ; 
y  entonces  es  preciso  valerse  del  ausilio  de  los  médicos,  quo 
certificarán  el  juicio  que  formaren  por  las  diferentes  fases  ó 
fenómenos  que  presenta  la  vida  intra-uterina  ó  extra-uterina 
en  cada  uno  de  sus  grados  ó  períodos. 

(1)  Véase  la  obra  de  Sala,  tom.  k,  pág.  239,  J  Id 
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I.  El  hombre  no  es  uno  mismo  en  todas  las  edades  :  aquí 
es  un  ente  flaco  y  desvalido ,  allí  se  presenta  fuerte  y  vigo- 
roso :  ora  parece  una  máquina  llevada  ciegamente  por  el  ím- 
petu de  las  pasiones  ,  luego  se  manifiesta  adornado  de  las 
dotes  de  la  prudencia  y  del  juicio.  La  ley  le  sigue  benéfica 
en  todas  las  épocas,  le  protege  en  su  debilidad ,  le  dirige  en 
su  inesperiencia ,  le  tiende  una  mano  amiga  que  le  guie  en 
su  ceguedad  y  le  preserve  en  los  peligros,  y  le  exige  á  su 
vez  el  tributo  de  sus  luces  y  de  su  fuerza  para  bien  de  sus 
semejantes  ;  de  modo  que  ya  le  confiere  derechos  y  privile- 
gios según  sus  necesidades ,  ya  le  impone  obligaciones  y 
deberes  según  sus  facultades  y  sus  medios,  combinando 
siempre  el  bienestar  de  cada  individuo  con  el  interés  gene- 
ral ,  y  estableciendo  la  armonía  en  el  Estado. 

II.  Todavía  se  halla  el  hombre  en  el  seno  materno ,  y  ya 
la  ley  vela  en  su  conservación  ,  y  le  asegura  sus  intereses 
civiles ,  teniéndole  por  nacido  para  todo  lo  que  le  fuere  útil, 
y  por  no  nacido  para  lo  que  le  fuere  perjudicial  :  «  De  mien- 
tra que  estuviere  la  criatura  en  el  vientre  de  su  madre  ,  dice 
la  ley  3  ,  tít.  25 ,  Part,  k ,  toda  cosa  que  se  faga  ó  se  diga  à 
pro  della,  aprovéchase  ende,  bien  así  como  si  fuesse  nasci- 
da;  mas  lo  que  fuesse  dicho  ó  fecho  á  daño  de  su  persona  , 
ó  de  sus  cosas,  non  le  empesce.  »  Véase  Hijo  postumo. 

III.  Durante  la  infancia  y  la  puericia  va  el  hombre  desar- 
rollando progresivamente  su  mecanismo ,  con  el  que  guarda 
y  sigue  su  espíritu  la  relación  mas  estrecha  y  necesaria  ; 
pero  entretanto  carece  de  aquel  grado  de  fuerza  y  de  razón 

•  que  se  requiere  para  defenderse  á  sí  mismo  y  para  conocer 
sus  intereses  y  los  ajenos.  Así  que ,  la  ley  tiene  que  some- 
terle al  imperio  de  su  padre,  y  en  su  defecto  proveerle  de 
tutor  que  cuide  de  su  persona  y  de  sus  bienes  ;  le  considera 
inhábil  para  testar  ,  para  obligarse  por  contrato ,  para  pre- 
sentarse en  juicio,  para  hacer  fe  como  testigo  ,  para  obtener 
cargos  públicos  :  le  declara  incapaz  de  delinquir  durante  la 
infancia  y  la  edad  próxima  á  la  infancia  ;  y  si  en  la  edad 
próxima  á  la  pubertad  le  exige  ya  la  responsabilidad  de  sus 
acciones  en  materias  que  no  sean  de  incontinencia ,  no  quie- 
re que  se  le  imponga  sino  una  pena  menos  grave  que  la 
prescrita  en  general  por  el  delito;  ley  1 ,  tít.  17  ,  Part.  U, 
ley  i,  lit.  16,  Parí.  6,  ley  13,  lit.  1 ,  Part.  6  ,  ley  U,  lit.  11  , 
Pari.  5,  leyes  7  y  11 ,  til.  2,  Part.  3 ,  ley  1,  tít.  5,  Part.  3, 
ley  9,  tít.  16,  Part.  3,  ley  k,  tít.  19,  Part.  6,  ley  8,  tít.  .31, 
Part.  7. 

.  IV.  Llega  la  pubertad  ó  adolescencia;  y  nunca  esperimenta 
el  hombre  revoluciones  mas  asombrosas  que  las  que  aquí 
produce  en  su  ser  la  mano  de  la  naturaleza.  Despléganse  con 
mas  rapidez  que  nunca  sus  fuerzas  físicas  ó  intelectuales  : 
ábrese  à  su  vista  un  mundo  encantado  :  siente  impresiones 
y  deseos  que  no  conocía  :  un  poder  nuevo  se  alza  en  su  co- 
razón, un  poder  fuerte  que  le  arrastra,  el  poder  casi  irre- 
sistible de  las  pasiones,  et  in  voluptuosa  ímpetu  quodam  ir~ 
ralionali  fertur ,  Haut  vix  ab  iis  ulla  ratione  deterreri 
possit,  como  dicen  Platon  y  Galeno.  La  ley  aquí  toma  en 
cuenta  y  combina  los  progresos  de  su  razón  con  los  nuevos 
elementos  que  influyen  en  su  conducta  ;  y  dándole  por  una 
parte  cierta  libertad  para  que  obre  según  crea  convenirle  , 
le  pone  por  otra  ciertas  restricciones  y  le  concede  ciertos 
derechos  para  preservarle  de  los  estravíos  á  que  le  arrastra- 
rían la  inesperiencia  y  la  fogosidad  délas  pasiones.  Suéltale 
pues  de  la  autoridad  de  la  tutela ,  aunque  no  de  la  patria 
potestad  ,  porque  ya  le  supone  con  la  inteligencia  suficiente 
para  conocer  sus  intereses  ;  ley  21,  tít.  1G,  Part.  6,  yproem. 
del  lit.  18,  Part.  U;  pero  no  da  todavía  su  sanción  á  los 
contratos  que  celebrare  sino  en  cuanto  le  sean  provechosos, 
porque  teme  los  efectos  de  su  irreflexión  é  imprudencia;  y 


aun  en  caso  de  que  los  celebre  con  intervención  de  su  cura- 
dor, que  está  en  su  arbitrio  tener  ó  no  tener  ,  le  concede  el 
beneficio  de  la  restitución  para  evitar  toda  lesión  que  le  so- 
breviniere ,  porque  quiere  ponerle  á  cubierto  de  cualquiera 
negligencia  ó  maniobra  del  guardador  y  del  dolo  ó  engaño 
de  un  tercero;  ley  li,  lit,  11 ,  Part,  k,  ley  13,  lit.  16,  y  ¿c- 
yes  del  til.  19,  Part.  6.  Permítele  contraer  matrimonio, 
porque  ya  le  encuentra  en  aptitud  para  ello;  pero  le  impone 
la  condición  de  obtener  antes  el  consentimiento  de  sus  ma- 
yores ,  para  escusarle  el  tardío  arrepentimiento  de  su  pre- 
cipitación ó  falta  de  cordura  en  un  paso  que  ha  de  hacer  la 
felicidad  ó  la  desgracia  de  toda  su  vida  ;  ley  6,  tít.  1 ,  Part. 
h,  y  ley  18,  lit.  2,  lib.  10,  Nov.  Rec.  Le  autoriza  para  hacer 
testamento  libremente  sin  necesidad  de  consejo  ni  depen- 
dencia de  persona  alguna  ,  porque  el  testamento  es  un  acto 
que  puede  revocarse  hasta  la  muerte ,  y  porque  están  ya 
prevenidos  generalmente  por  derecho  cualesquiera  abusos 
que  cedan  en  perjuicio  de  los  herederos  forzosos;  ley  13, 
tít.  1 ,  Parí.  6.  No  le  admite  á  juicio  sino  con  autoridad  de 
curador,  porque  el  juicio  produce  un  cuasi  contrato  con  res- 
pecto á  los  litigantes  entre  si  mismos  ;  pero  le  admite  desde 
luego  á  dar  fe  como  testigo  en  los  negocios  civiles  ,  y  desde 
los  veinte  años  en  los  criminales ,  por  razón  de  la  mayor 
trascendencia  de  los  segundos  que  de  los  primeros  ;  leyes  7 
y  11,  tít.  2  ,  Part.  3,  ley  1 ,  lit.  3  ,  Part.  3,  ley  9,  tít.  16 , 
Purt.  5.  Tampoco  le  admite  para  los  cargos  públicos  de  jus- 
ticia ó  de  gobierno  ni  para  otros  que  llevan  responsabilidad, 
porque  le  considera  incapaz  de  aquel  raciocinio  exacto  y 
metódico  que  se  requiere  para  su  buen  desempeño.  Cuando 
le  encuentra  delincuente,  le  tiene  cierta  conmiseración  has- 
ta los  diez  y  siete  años  ,  no  queriendo  que  se  le  castigue  sino 
con  una  pena  menor  que  la  señalada  por  el  delito ,  porque 
supone  que  hasta  dicha  edad  no  procede  todavía  con  entero 
conocimiento  de  la  estension  del  daño  que  pueden  causar 
las  malas  acciones;  pero  de  allí  en  adelante  le  trata  ya  en 
cuanto  á  las  penas  del  mismo  modo  que  á  los  adultos;  ley  k, 
tít.  19,  Part.  6,  y  ley  8,  tít.  31,  Part.  7. 

V.  Constituido  por  fin  el  hombre  en  la  mayor  edad,  que- 
da libre  de  la  curaduría ,  y  entra  en  el  pleno  goce  de  los 
derechos  civiles,  pudiendo  ya  disponer  libremente  de  sus 
cosas,  celebrar  contratos,  presentarse  en  juicio  como  deman- 
dante ó  demandado,  contraer  matrimonio  sin  licencia  de  sus 
padres,  y  obtener  oficios  ó  cargos  públicos  ,  sin  que  ya  pue- 
da gozar  del  beneficio  de  la  restitución  sino  solo  por  espacio 
de  cuatro  años  con  respecto  á  los  actos  de  su  menoría  ;  ley  8, 
til.  19,  Parí.  6. 

VI.  Los  juristas  no  hacen  diferencia  entre  la  juventud  y 
la  virilidad ,  porque  las  disposiciones  de  las  leyes  son  unas 
mismas  para  los  que  se  hallan  en  cualesquiera  de  estas  eda- 
des. Mas  no  dejan  de  distinguir  de  ellas  la  vejez ,  pues  quiere 
la  ley  que  no  se  impongan  á  los  viejos  penas  tan  severas 
como  á  los  jóvenes,  que  se  les  exima  siendo  septuagenarios 
de  ciertas  cargas,  como  v.  gr.  de  la  tutela  y  curaduría  ,  y 
que  cuando  tengan  que  declarar  como  testigos  no  se  les  obli- 
gue á  presentarse  en  casa  del  juez,  sino  que  vaya  este  ó  en- 
vie.un  escribano  á  recibirles  sus  declaraciones;  ley  8,  lit.  31, 
Part.  7,  ley  2,  lit.  17,  Part.  6 ,  y  ley  58,  lit.  16,  Part.  3.  La 
decrepitud  es  una  especie  de  regreso  á  la  infancia;  á  lo  mo- 
nos estas  dos  edades  tienen  propiedades  que  les  son  comu- 
nes; y  á  tal  estado  de  imbecilidad  puede  llegar  un  decrépito, 
que  no  se  le  deba  exigir  mas  que  á  un  infante  la  responsa- 
bilidad de  sus  acciones. 

VIL  La  edad  ,  hablando  generalmente,  induce  en  ciertos 
casos  presunciones  que  solo  pueden  destruirse  con  pruebas 
contrarias.  Así  es  que  muriendo  padre  ó  madre  é  hijo  en 
una  desgracia  común,  como  v.  gr.  en  naufragio  ,  incendio  , 
ruina  ó  lid ,  se  presume  que  el  hijo  pereció  antes  que  el  pa- 
dre ó  la  madre  si  era  menor  de  catorce  años  y  después  si 
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era  mayor  de  dicha  edad;  ley  12,  Ut.  33  ,  Part.  7.  Véase 
Muerte  simultánea. 

EDAD  legítima.  La  que  está  prescrita  por  la  ley  para 
la  ejecución  de  algún  acto  determinado  ,  como  por  ejemplo , 
para  casarse  ,  para  testar,  para  ser  juez  ,  etc.:  pero  comun- 
mente se  entiende  por  edad  legitima  la  mayor  edad  ó  la  de 
veinte  y  cinco  años  cumplidos ,  en  que  el  hombre  se  hace 
independiente,  saliendo  de  la  curaduría,  y  puede  disponer 
libremente  de  su  persona  y  de  sus  cosas. 

EDAD  para  casarse.  El  hombre  no  puede  contraer  ma- 
trimonio hasta  después  de  haber  cumplido  catorce  años ,  ni 
la  mujer  hasta  después  de  haber  cumplido  doce  :  si  lo  con- 
trajeren antes,  no  se  tendrá  por  matrimonio  ,  sino  por  es- 
ponsales, salvo  si  estando  próximos  á  dicha  edad  se  hallaren 
ya  con  aptitud  para  reproducirse ,  pues  en  este  caso  la  ap- 
titud y  la  ciencia  suplen  la  falta  de  edad;  ley  6,  lit.  i, 
Part.  tí. 

Antiguamente  las  leyes  romanas  no  exigian  mas  que  la 
pubertad  para  el  matrimonio  ;  y  como  esta  se  anticipa  ó  re- 
tarda según  la  constitución  física  de  cada  individuo  y  el 
clima  de  cada  pais,  no  Se  fijó  la  edad  en  que  debian  supo- 
nerse púberes  los  varones  y  las  hembras.  Esta  omisión  dio 
lugar  á  los  sistemas  casiano  y  proculeyano ,  de  los  cuales  el 
primero  determinaba  la  pubertad  por  la  aptitud  del  cuerpo 
y  el  segundo  por  el  número  de  los  años.  La  opinion  de  la 
escuela  casiana  se  rechazó  en  cuanto  á  las  hembras;  pero 
se  sostuvo  y  admitió  en  los  tribunales  con  respecto  á  los  va- 
rones, hasta  que  por  fin  Justiniano  estableció  que  los  hom- 
bres á  los  catorce  años  y  las  mujeres  á  los  doce  se  reputasen 
hábiles  para  casarse.  No  pudo  introducirse  esta  disposición 
en  España,  donde  ya  se  hallaba  establecido  el  imperio  de 
los  Godos;  y  hay  quien  opina  que  la  práctica  de  no  conside- 
rar idóneos  para  contraer  matrimonio  sino  á  los  que  aten- 
dida su  disposición  corporal  podian  respectivamente  engen- 
drar y  concebir,  subsistió  hasta  el  año  de  1180  ó  el  de  1210, 
y  tal  vez  hasta  el  tiempo  de  las  Partidas,  en  que  don  Alonso 
el  Sabio  adoptó  la  ley  de  Justiniano. 

Es  nulo  pues  el  matrimonio  celebrado  por  un  hombre  me- 
nor de  catorce  años  ó  por  una  mujer  menor  de  doce ,  y  solo 
será  considerado  en  su  caso  como  mero  desposorio.  Sin  em- 
bargo ,  como  sucede  alguna  vez  que  la  idoneidad  para  la 
consumación  del  matrimonio  previene  à  la  edad  determinada 
por  la  ley  ;  pues  que  no  han  faltado  mujeres  que  han  conce- 
bido antes  de  llegar  á  los  doce  años,  ni  hombres  que  han 
engendrado  antes  de  los  catorce,  según  se  dice  de  Salomón 
que  tuvo  un  hijo  á  los  once  ;  no  podría  declararse  la  nulidad 
por  falta  de  la  edad  competente  cuando  el  menor  estuviese 
próximo  á  ella  y  en  aptitud  de  llenar  los  fines  del  matrimo- 
nio. Así  lo  quiere  la  citada  ley  6,  tít.  1  ,  Part.  h.  Mas  ¿por 
qué  medios  se  vendrá  en  conocimiento  de  la  aptitud?  La 
ley  no  lo  espresa,  y  Gregorio  López  dice  que  este  punto  debe 
dejarse  al  arbitrio  del  juez  ;  pero  el  juez ,  que  nunca  debe 
proceder  arbitrariamente,  habrá  de  valerse  del  ausilio  de 
un  facultativo  ,  sin  permitir  por  eso  ni  decretar  pruebas  que 
ofendan  el  pudor  y  la  decencia.  Si  la  aptitud  se  hubiese 
manifestado  de  hecho  por  un  resultado  positivo  ,  no  habria 
■"a  motivo  para  hacer  otras  pruebas  á  fin  de  averiguar  si  la 
/alta  de  edad  competente  podria  deducirse  como  causa  de 
nulidad;  pero  en  tal  hipótesis  parece  necesario  distinguir 
entre  el  hombre  y  la  mujer.  Si  la  mujer  ha  concebido  antes 
de  llegar  á  la  edad  de  doce  años ,  la  naturaleza  misma  indica 
que  no  era  impúber,  y  por  consiguiente  el  matrimonio  ha. 
de  tenerse  por  válido  :  mas  si  siendo  la  mujer  mayor  de  doce 
años  y  el  varón  menor  de  catorce ,  llegare  á  concebir  antes 
que  su  marido  cumpla  esta  edad ,  ¿  podrá  sostenerse  igual- 
mente la  pubertad  ó  aptitud  del  marido  y  la  validez  del  ma- 
trimonio ?  A  favor  de  la  afirmativa  puede  alegarse  la  posibi- 
lidad de  que  el  hombre  sea  púber  antes  de  los  catorce  años,  y 


la  presunción  de  buena  fe  por  parte  de  la  mujer  mientras  no 
se  pruebe  lo  contrario,  según  el  principio  de  derecho  :  Do- 
htm  ex  perspicuis  indiciis  probari  convenu;  y  por  la  nega- 
tiva está  la  presunción  legal  de  que  el  hombre  no  es  púber 
hasta  después  de  los  catorce  años  cumplidos,  y  la  posibili- 
dad de  que  el  interés  que  la  mujer  tenia  en  el  matrimonio  la 
haya  inducido  al  adulterio.  La  ley  francesa  (cocí,  civ., 
art.  185) ha  sancionado  implícitamente  la  opinion  negativa, 
no  queriendo  dar  á  la  mujer  el  medio  de  hacer  válido  por 
el  adulterio  un  matrimonio  celebrado  contra  una  disposición 
espresa  y  terminante.  Debe  observarse  por  último,  que  sí 
después  de  cumplidos  respectivamente  los  doce  ó  catorce 
años  en  los  casos  de  que  no  se  haya  anticipado  la  pubertad, 
han  seguido  viviendo  juntos  los  consortes  como  marido  y 
mujer,  es  doctrina  común  entre  los  canonistas  que  mediante 
tal  cohabitación  queda  tácitamente  restablecido  su  matri- 
monio . 

La  designación  que  hace  la  ley  de  la  edad  de  catorce  años 
en  el  varón  y  de  doce  en  la  hembra  para  poder  contraer 
matrimonio,  produce  uniones  precoces  tan  funestas  á  los  in- 
dividuos como  al  Estado  ;  y  no  deja  de  ser  contraria  por  otra 
parte  á  la  misma  naturaleza,  si,  como  dice  Pablo  Zaquías,  ha 
manifestado  ya  la  esperiencia  que  ni  aun  en  las  regiones  cá- 
lidas, como  la  Grecia  y  la  Italia  ,  se  desarrolla  la  pubertad 
en  los  varones  hasta  los  quince  ó  diez  y  seis  años,  ni  en  las 
hembrashasta  los  catorce.  Por  eso  sin  duda  era  regla  entre 
los  Judíos  no  casarse  los  varones  hasta  la  edad  de  diez  y 
seis  á  diez  y  siete  años ,  y  entre  los  Griegos  hasta  los  treinta, 
eligiendo  mujer  de  quince ,  como  indica  Hesiodo  en  estos 
versos  ,  ¿¿6.  2,  oper.  et  dier.: 

Jnnos  ciun  numeras  1er  denos,  plusve,  minusve, 
.4ptum  est  conjugium  ;  décimo  sed  fœmina  quarto 
Anuo  pubescit  ;  nubat  mox  deinde  sequenli. 

Todavía  Platon  en  su  República  no  admitía  las  mujeres  al 
matrimonio  sino  á  la  edad  de  veinte  años.  El  código  francés 
ha  establecido  que  no  puedan  casarse  los  varones  hasta  los 
diez  y  ocho  años  cumplidos,  ni  las  hembras  hasta  los  quince. 
No  solamente  por  razones  físicas,  sino  también  por  conside- 
raciones morales,  conviene  retardar  mas  bien  que  precipitar 
los  matrimonios.  ¿En  qué  edad  será  permitido  casarse?  Ja- 
mas, responde  Benlham,  antes  de  aquella  en  que  el  individuo 
es  capaz  de  conocer  el  valor  del  contrato  y  entrar  en  la  ad- 
ministración de  sus  bienes  ,  porque  seria  un  absurdo  que 
pudiese  el  hombre  disponer  para  siempre  de  su  propia  per- 
sona cuando  no  le  es  permitido  enajenar  un  prado  de  cien 
reales  de  valor. 

La  ley  ha  prescrito  la  época  en  que  supone  desarrollada 
la  pubertad ,  pero  no  ha  designado  ninguna  en  que  deba 
presumirse  estinguida.  Así  es  que,  cualquiera  que  sea  la 
edad  en  que  se  encuentre  una  persona,  puede  válidamente 
contraer  matrimonio  desde  la  pubertad  hasta  la  muerte.  Mas 
no  se  infiera  de  aquí  que  se  considera  perpetua  la  aptitud 
para  reproducirse.  Las  leyes  romanas,  atendiendo  á  lo  que 
mas  comunmente  sucede  ,  suponían  su  terminación  en  los 
hombres  á  los  sesenta  años,  aunque  no  hayan  faltado  quie- 
nes han  tenido  hijos  á  los  setenta,  á  los  ochenta  y  aun  á  los 
ciento  ;  y  en  las  mujeres  á  los  cuarenta  y  cinco  ó  á  los  cin- 
cuenta ,  aunque  no  ha  dejado  de  haber  algunas  que  han 
parido  después  de  los  sesenta  :  l.  si  paler,  %  ult.  D.  de 
adopt.  ;  l.  si  mater,  C.  de  hœred.  inslit.  ;  t.  si  major,  C.  de 
ley.  hœred.  ;  l.  paterfamil.,  %  in  arrogat.,  D.  de  adopt.  ;  1.  si 
slerilis,  D.  de  contr.  empt.  et  vend. 

EDAD  para  obligarse.  La  de  veinte  y  cinco  años.Véase 
Menor. 

EDAD  para  profesar.  La  edad  para  hacer  profesión  en  un 
institulo  religioso  ,  no  se  hallaba  determinada  antiguamente  ; 
porgue  según  el  sentir  de  algunos  padres  de  la  Iglesia ,  no 
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hay  ninguna  edad  que  no  sea  propia  para  entregarse  á  Dios. 
Así  es  que  los  niños  mas  tiernos  solian  tomar  el  hábito  en 
los  conventos  y  monasterios ,  ó  porque  los  presentaban  sus 
padres ,  ó  porque  les  venia  este  capricho  ;  hasta  que  cono- 
ciéndose en  fin  las  consecuencias  del  grave  empeño  de  pasar 
roda  su  vida  en  un  encierro,  se  arregló  la  edad  de  la  profe- 
rion  religiosa  sobre  la  del  matrimonio ,  como  si  no  hubiese 
diferencia  entre  estos  dos  estados.  El  concilio  de  Trento 
(sess.  25  de  regular.,  cap.  15)  (1)  fijó  después  la  edad  de 
diez  y  seis  años  cumplidos  en  ambos  sexos  ,  bajo  pena  de 
nulidad  ;  pero  todavía  el  capricho  y  la  indiscreción  tienen 
mas  parte  en  los  votos  que  se  hacen  á  esta  época  de  la  vida, 
que  no  los  llamamientos  del  Espíritu  Santo  y  la  verdadera 
devoción,  porque  aun  es  esta  edad  demasiado  corta  para 
conocer  la  fuerza  de  unas  pasiones  que  todavía  no  han  na- 
cido ,  ó  no  han  desplegado  sus  efectos ,  y  para  calcular  si 
siempre  seremos  capaces  de  guardar  los  votos  de  castidad, 
pobreza  y  obediencia,  y  todas  las  demás  reglas  del  instituto 
que  queremos  abrazar.  Lo  cierto  es  que  un  arrepentimiento 
inútil  y  fuera  de  sazón  suele  ser  muchas  veces  el  amargo 
fruto  de  una  profesión  precipitada;  y  el  triste  pensamiento 
de  no  poder  ya  recobrar  su  libertad  ,  produce  á  veces  un 
despecho  que  no  tiene  remedio. 

EDAD  para  los  cargos  ú  OFicros  públicos  (2).  Para  ser 
juez  ordinario  se  requiere  la  de  veinte  y  seis  años  siendo 
letrado,  y  la  de  veinte  si  fuere  lego  :  la  de  diez  y  ocho  basta 
para  ser  juez  delegado  por  el  ordinario,  bien  que  á  ninguno 
podrá  obligársele  á  serlo  hasta  los  veinte,  y  aun  es  suficiente 
la  de  catorce  si  fuere  puesto  á  voluntad  de  ambas  partes  y 
con  otorgamiento  del  rey;  ley  5,  til.  4,  Part.  3,  y  leyes  3  y 
6,  lit.  1,  lib.  11,  Nov.  Rec.  Para  ser  escribano  es  necesaria 
la  de  veinte  y  cinco  años  ,  y  también  para  ser  procurador 
judicial;  pero  basta  la  de  diez  y  siete  para  ser  procurador 
estrajudicial ,  como  igualmente  para  ser  abogado  ;  ley  2 , 
tit.  15,  Mí  7,  Nov.  Rec.,  leyes  5  y  19,  tít.  5,  y  ley  2,  tít.  6, 
Part.  3.  La  de  veinte  y  cinco  años  se  exige  asimismo  para 
la  tutela  y  curaduría,  ley  4,  til.  16  ,  Part.  6  ;  y  general- 
mente hablando  ,  para  todos  aquellos  cargos  en  que  tiene 
que  obligarse  el  que  los  desempeña . 

La  edad  para  eximirse  de  cargos  públicos  es  la  de  setenta 
años ,  como  está  especialmente  determinado  con  respecto 
ala  tutela  y  curaduría;  ley  2,  tít.  17,  Parí.  6. 

f  Para  ministro  del  tribunal  supremo  de  Justicia  se  re- 
quiere' la  edad  de  cuarenta  años  cumplidos  :  para  serlo  d& 
alguna  audiencia  treinta ,  y  para  fiscal  de  las  mismas  vein- 
tiocho. Rl.  dec.  de  29  de  diciembre  de  1838. 

Los  mayores  de  sesenta  años  pueden  escusarse  de  servir 
los  oficios  de  ayuntamiento.  Art.  23  de  la  ley  de  8  de  enero 
de  1845  (3). 


(1)  Con  cuyo  decreto  no  se  derogan  las  constituciones  de  órde- 
nes que  requieran  mayor  edad,  como  declaró  la  Sagrada  Congre- 
gación. —  Los  Padres  del  Concil.  Trid.  hablan  prevenido  decreto 
asignando  la  edad  de  18  años;  mas  la  acortaron  á  instancias  de 
Bartolomé  de  los  Mártires,  como  dice  Pallavic,  Hislor.  Concil. 
ïViâ\,lib.  24,  cap.  6. 

(2)  Véase  Anciano. 

(5)  Según  las  leyes  constitucionales  de  la  república  de  Méjico, 
para  ser  miembro  del  poder  conservador  se  requiere  la  edad  de 
cuarenta  años  cumplidos  :  para  diputado  treinta  cumplidos  :  para 
senador  treinta  y  cinco  :  para  presidente  de  la  república  cuaren- 
ta :  para  ser  consejero,  la  edad  que  para  diputado  :  para  indivi- 
duo de  la  suprema  corte,  cuarenta  :  para  miembro  de  la  corte 
marcial,  la  edad  que  para  serlo  de  la  suprema  corte  :  para  serlo 
de  tribunal  superior  de  los  departamentos ,  treinta  años  :  para 
gobernador  de  los  departamentos,  treinta  años  :  para  miembro  de 
las  ¿unías  departamentales,  las  calidades  que  para  diputado  :  para 


EDAD  PARA  LAS   ÓRDENES  Y  DIGNIDADES   ECLESIÁSTICAS. 

Según  el  concilio  de  Trento  ,  nadie  puede  ser  promovido  á 
•las  dignidades  que  llevan  aneja  cura  de  almas  sí  no  hubiese 
llegado  cuando  menos  á  los  veinte  y  cinco  años  de  su  edad , 
nisi  qui  sallemxTtY  sucs  œtatis  annum  atligerit  ;  y  para  las 
demás  dignidades  que  no  tienen  cura  de  almas  ,  no  han  de 
ser  llamados  los  menores  de  veinte  y  dos  años;  sess.  24, 
cap.  12.  Ningún  tonsurado  ú  ordenado  de  menores  puede 
obtener  beneficio  eclesiástico  antes  de  la  edad  de  catorce 
años;  sess.  23,  cap.  6.  Para  ser  promovido  al  orden  del  sub- 
diaconado  se  requiere  la  edad  de  veinte  y  dos  años,  al  del 
diaconadoladeveintey  tres,  y  al  del  presbiterado  la  de  veinte 
y  cinco  ;  sess.  23  ,  cap.  12.  Finalmente  en  los  colegios  ó  se- 
minarios conciliares nodeben  ser  admitidos  sino  los  que  ten- 
gan doce  años  á  lo  menos;  sess.  23,  cap.  18. 

EDAD  para  presentarse  en  juicio.  La  de  veinte  y  cinco 
años,  de  modo  que  el  que  no  los  hubiere  cumplido,  no  puede 
comparecer  en  los  tribunales  de  justicia  como  actor  ni  como 
reo,  sino  mediante  la  autoridad  ó  consentimiento  de  su  tutor 
ó  curador  ,  ley  11  ,  tít.  2 ,  y  ley  1  ,  tit.  3 ,  Part.  3  :  bien  que 
según  algunos  autores  ,  podrá  presentarse  en  juicio  sin  tal 
autorización  en  caso  de  estar  habilitado  para  administrar  sus 
bienes,  sea  por  dispensa,  sea  por  medio  de  matrimonio  si 
tiene  diez  y  ocho  años  cumplidos.  Véase  Menor. 

EDAD  para  testar.  La  de  catorce  años  en  el  varón  ,  y 
de  doce  en  la  hembra;  ley  13 ,  tit.  i,  Part.  6. 

EDAD  para  ser  testigo.  La  de  catorce  años  en  las  cau- 
sas civiles ,  y  veinte  en  las  criminales ,  bien  que  antes  de 
cumplir  estas  edades  puede  una  persona  ser  llamada  á  de- 
clarar, y  servirá  su  dicho  de  gran  presunción;  ley  9,  tit.  16, 
Part.  3. 

EDAD  para  la  pena.  La  de  diez  años  y  medio  ya  cum- 
plidos en  los  delitos  de  robo  ,  hurto,  homicidio  ú  otro  que 
no  sea  de  lujuria  ;  y  la  de  catorce  años  en  los  delitos  de  in- 
continencia ó  lujuria  :  pero  hasta  después  de  los  diez  y  siete 
años  de  edad  no  se  impone  al  delincuente  la  pena  estable- 
cida por  la  ley,  sino  otra  mucho  menor,  en  razón  de  su 
inesperiencia  y  de  no  ser  tan  capaz  de  malicia  como  el  de 
mayor  edad  ;  ni  tampoco  al  anciano  se  castiga  con  el  mismo 
rigor  que  al  joven.  El  menor  de  diez  años  y  medio  no  puede 
ser  acusado  por  delito  alguno.  Ley  21,  lit.  1,  Part.  1,  ley  II, 
tit.  19,  Part.  6;  ley  9,  tit.  1,  Parí.  7;  ley  8 ,  til.  51  , 
Part.  7,  y  ley  3,  lit.  14 ,  lib.  12  ,  Nov.  Rec.  Véase  Impúber 
y  Menor. 

f  EDAD  para  ser  senador.  La  de  treinta  años  cumpli- 
dos. Art.  15  de  la  Const.  de  1845. 

f  EDAD  para  ser  diputado  á  cortes.  La  de  veinticinco 
años.  Art.  22  de  la  cil.  Const.  de  1845. 

f  EDAD  para  ser  maestro  de  primeras  letras.  La  de 
veinte  años  cumplidos.  Art.  13  de  la  ley  de  21  de  julio 
de  1845. 

f  EDAD  PARA  ingresar  en  el  primer  año  de  insti- 
tuto. La  de  diez  años  acreditada  con  la  correspondiente 
partida  de  bautismo.  Reglam.  de  19  de  agoslo  de  1847, 
art.  182. 

f  EDAD  para  entrar  en  escuela  pública  de  instruc- 
ción primaria  elemental.  De  seis  á  trece  años  por  regla 
general ,  aunque  las  comisiones  locales  podrán  autorizar  la 
admisión  de  niños  mayores  ó  menores  de  dicha  edad ,  cui- 
dando de  que  esta  diferencia  no  sea  talquesirva  de  obstáculo 
al  buen  régimen  de  la  escuela  y  progreso  de  la  enseñanza. 
Art.  12  del  reglam.  de  26  de  noviembre  de  1838. 

EDICIÓN.  La  impresión  y  publicación  de  algún  libro  ó 
escrito  ,  y  la  misma  obra  impresa.  La  palabra  edición  viene 

prefecto,  ser  mayor  de  treinta  años  :  para  sub-prefecto ,  ser  ma- 
yor de  veinticinco  años  :  para  individuo  de  ayuntamiento,  la  mis- 
ma edad,  como  también  para  juez  de  pas. 
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del  verbo  latino  ederc,q\ie  significa  dar  á  luz  ó  publicar.  Hay 
edición  legitima  y  edición  furtiva  ó  fraudulenta.  Edición  le- 
gitima es  la  que  se  hace  por  el  aulor  ó  cesionario  de, 
la  obra;  y  edición  furtiva  ó  fraudulenta,  la  que  se  hace 
por  un  tercero  en  perjuicio  del  autor  ó  cesionario  ,  llamán- 
dose así  porque  se  hace  sin  derecho ,  y  priva  ó  defrauda  al 
autor  de  las  utilidades  ó  ganancias  que  le  pertenecen  como 
recompensa  de  su  trabajo.  Las  ediciones  de  esta  clase  son 
por  desgracia  demasiado  frecuentes,  y  mas  numerosas  tal 
vez  que  las  legitimas,  especialmente  desde  que  no  es  nece- 
saria la  licencia  de  la  autoridad  para  imprimir  una  obra  ; 
porque  abundan  por  todas  partes  los  especuladores  codicio- 
sos ,  que  están  siempre  en  acecho  de  las  obras  que  tienen 
buen  despacho  para  arrebatar  á  los  autores  el  fruto  de  sus 
vigilias  ,  como  los  piratas  que  van  dando  caza  á  las  ricas 
naves  para  apoderarse  de  su  cargamento  ,  llegando  todavía 
la  imprudencia  de  algunos  de  ellos  al  estremo  de  sentar 
que  no  pueden  llamarse  furtivas  ni  fraudulentas  las  edi- 
ciones que  hacen  de  las  obras  ajenas  ,  cuando  ponen  en  la 
portada  el  escudo  de  su  casa ,  el  lugar  y  año  de  la  impresión 
y  el  nombre  del  que  la  hizo,  cuando  entregan  á  la  autoridad 
los  ejemplares  exigidos  por  la  ley,  y  señalan  los  parajes  de 
la  venta  por  medio  de  anuncios  :  que  es  lo  mismo  que  decir 
que  las  cosas  robadas  no  pueden  llamarse  robadas  si  el  ladrón 
les  pone  su  sello,  si  anuncia  el  sitio  donde  las  vende  y  paga 
de  ellas  contribución  al  Estado.  No  parecía  posible  que  se 
llegase  á  oir  semejante  paradoja  :  pero  así  materialmente  se 
ha  estampado  en  un  papel  volante  que  se  ha  hecho  circular 
con  los  periódicos  de  la  corle  y  de  las  provincias.  Si  por  el 
hecho  de  publicarse  una  edición  ilegítima  dejase  de  ser  fur- 
tiva y  fraudulenta ,  ya  podría  cualquiera  dedicarse  con  toda 
seguridad  á  este  género  de  latrocinio  ,  pues  tan  fácil  medio 
se  le  ofrecía  para  burlarse  de  las  leyes  y  de  los  autores. 
Véase  Autor  y  Propiedad  literaria. 

EDICTO.  El  mandato  ó  decreto  publicado  con  autoridad 
del  príncipe  ó  magistrado ,  disponiendo  la  observancia  de 
algunas  reglas  en  algún  ramo  ó  asunto;  —  y  las  letras  que 
se  fijan  en  los  parajes  públicos  de  las  ciudades  y  villas,  dando 
noticia  de  alguna  cosa  para  que  sea  notoria  á  todos.  Edicto 
viene  déla  voz  latina  edicere,  que  significa  prevenir  alguna 
cosa ,  ó  tomar  de  antemano  alguna  determinación  que  sirva 
de  regla. 

EDICTO  pretorio.  En  el  derecho  romano,  el  edicto  que 
publicaba  cada  pretor  al  principio  del  año  que  le  duraba  el 
oficio ,  manifestando  las  especies  de  negocios  sobre  que  in- 
terponía su  autoridad,  y  el  orden  con  que  habia  de  proceder 
en  las  cosas  pertenecientes  á  su  jurisdicción  ;  pues  aunque 
los  pretores  no  eran  legisladores,  se  habían  arrogado  insen- 
siblemente la  facultad  de  ayudar,  suplir  y  corregir  las  leyes, 
ya  concediendo  escepciones  ,  ya  prometiendo  restituciones 
in  integrum ,  ya  inventando  ficciones  con  que  hacían  nulos 
los  efectos  de  alguna  ley. 

Llamábanse  también  edictos  los  reglamentos  que  hacian 
los  ediles-curules  sobre  las  materias  de  su  cargo;  y  como 
la  competencia  de  los  pretores  y  la  de  los  ediles  no  estaban 
bien  deslindadas,  y  los  ediles  se  solian  también  denominar 
pretores  ,  era  natural  que  alguna  vez  se  confundiesen  los 
edictos  de  los  unos  con  los  de  los  otros. 

El  emperador  Adriano  quitó  á  los  pretores  y  á  los  ediles 
Ja  facultad  de  publicar  edictos ,  habiendo  dado  al  juriscon- 
sulto Jubo  Salviano  el  encargo  de  formar  un  Edicto  perpe- 
tuo, que  es  una  colección  ó  compilación  de  todos  los  edictos 
de  los  ediles  y  pretores,  y  que  por  los  emperadares  Diocle- 
ciano  y  Maximiano  fué, calificado  de  Derecho  perpetuo.  De 
este  edicto  se  hizo,  no  se  sabe  cuándo  ni  por  quién,  un  com- 
pendio ó  estracto  para  las  provincias ,  que  se  llamó  Edicto 
provincial  ;  y  como  en  él  no  se  habían  previsto  todos  los 
casos  se  veian  los  procónsules  muchas  veces  en  la  necesidad 


de  consultar  á  los  emperadores.  Estos  ,  que  después  de  la 
estincionde  la  república  romana,  eran  los  únicos  legislado- 
res de  su  vasto  territorio ,  dieron  á  muchas  de  las  leyes  que 
hicieron ,  la  denominación  de  edictos.  El  cuerpo  del  derecho 
civil  contiene  trece  del  emperader  Jusliniano  ,  que  en  la 
mayor  parte  de  las  ediciones  se  hallan  á  continuación  de  las 
Novelas. 

EDIFICIO.  Toda  obra  ó  fábrica  de  casa  ,  palacio  ,  tem- 
plo ú  otra  cosa,  ya  se  halle  construida  de  piedra  ó  ladrillo,  ya 
de  tierra,  madera,  ó  cualquiera  otro  material. 

I.  Cualquiera  puede  labrar  en  terreno  suyo  casa  ú  otro 
edificio,  y  levantarla  cuanto  quisiere,  con  tal  que  no  des- 
cubra mucho  las  casas  de  sus  vecinos,  Zfi/23,  tít.  32,  Part.  3, 
aunque  lus  disminuya  la  luz  y  les  impida  las  vistas  ;  l.  9,  D. 
de  servit,  prœd.  urb.,  1.  26,  D.  de  damn.  inf.,  1.  S  y  9,  C.  de 
serv.;  Domat,  lib.  1,  th.  12,  sec.  2,  art.  9.  Ha  de  atenderse, 
sin  embargo,  á  las  costumbres  y  ordenanzas  municipales  de 
cada  pueblo,  como  igualmente  alas  servidumbres  que  las 
casas  tuvieren  impuestas. 

El  que  construyere  un  edificio  debe  disponer  su  tejado  de 
manera  que  las  aguas  de  las  lluvias  caigan  y  corran  sobre 
terreno  suyo  ó  sobre  camino  público  ,  y  no  sobre  edificio  ó 
heredad  del  vecino,  á  menos  que  hubiese  adquirido  esta 
servidumbre;  ley  %  til.  31,  y  ley  13,  lit.  52,  Part.  3.  Véase 
Agua. 

Como  por  regla  general  nadie  puede  alzar  su  edificio  de 
forma  que  descubra  las  casas  de  sus  vecinos,  es  consiguiente 
que  tampoco  podrá  abrir  en  él  ventanas  y  balcones  por  don- 
de pueda  descubrirlas  ó  registrarlas,  á  no  ser  que  los  balco- 
nes ó  ventanas  dieren  á  la  calle  ó  camino  público  ó  bien  á 
terreno  propio;  pero  podrá  libremente  hacer  aberturas  en 
su  pared  para  dar  luz  á  sus  habitaciones  interiores,  tomando 
las  precauciones  convenientes  según  los  sitios  para  no  inco- 
modar á  los  vecinos. 

El  dueño  de  un  terreno  no  solamente  puede  edificar  sobre 
él  á  la  altura  que  quisiere,  sino  hacer  también  debajo  tierra 
las  escavaciones  y  construcciones  que  le  convengan ,  salvas 
las  modificaciones  establecidas  por  las  ordenanzas  munici- 
pales y  por  los  reglamentos  de  minas  y  policía.  Así  es  que 
toda  construcción  ú  obra  esterior  ó  interior  de  un  terreno  se 
presume  propia  del  dueño  de  este  y  hecha  á  sus  espensas, 
mientras  no  se  pruebe  lo  contrario. 

II.  El  que  hubiese  labrado  casa,  torre  ú  otro  edificio  en 
villa  ó  lugar  poblado ,  la  debe  mantener  y  reparar  de  modo 
que  no  se  arruine  por  su  culpa  ó  negligencia;  mas  no  estará 
obligado  á  hacerla  de  nuevo,  si  no  es  que  medie  contrato  que 
deba  cumplir  ó  mandato  de  testador  á  quien  hubiese  here- 
dado; ley  25,  til.  32,  Parí.  3.  Si  algún  edificio  amenazare 
ruina,  debe  la  justicia  obligar  á  su  dueño  á  que  lo  repare 
dentro  de  un  término  proporcionado,  y  no  haciéndolo  man- 
darlo ejecutar  á  su  costa,  disponiendo  asimismo  que  en  caso 
de  no  querer  el  dueño  reedificar  el  edificio  arruinado  en  su 
solar,  se  proceda  á  su  tasación  y  venta,  para  que  el  compra- 
dor ejecute  la  obra;  ley  k  y  nota  S  ,  lit.  23  ,ley%,  lit.  52  , 
lib.  7, y  ley  7,  lit.  19,  lib.  3  ,  Nov.  Rec.  Véase  Calle,  y  De- 
nuncia de  obra  vieja. 

Si  la  casa  ó  edificio  que  amenaza  ruina  ,  fuese  común  de 
dos  ó  mas  dueños,  y  alguno  de  ellos  la  labra  ó  repara  do 
buena  fe  por  sí  y  á  nombre  de  los  demás,  previo  aviso  á  los 
mismos,  cada  uno  estará  obligado  á  reintegrarle  su  parte 
respectiva  de  gastos  dentro  de  cuatro  meses  contados  desde 
que  le  fuere  pedida  despues  de  la  conclusion  de  la  obra,  bajo 
la  pena  de  perder  la  parte  que  tuviere  en  la  casa  ó  edificio  á 
favor  del  que  hizo  los  gastos  :  pero  si  ejecutare  la  obra  por 
sí  con  mala  fe,  sin  requerir  á  los  compañeros,  debe  perder 
los  gastos,  y  ser  común  de  todos  la  labor  nueva;  ley  26, 
tít.  52,  Part.  5. 

III.  Cuando  los  diferentes  altos  ó  pisos  de  una  casa  perlc- 
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necen  á  diversos  propietarios,  debe  contribuir  cada  uno  á 
los  reparos  ú  obras  que  fuere  preciso  hacer,  según  lo  que  se 
hallare  establecido  en  los  títulos  de  propiedad;  y  en  caso  de 
que  nada  se  haya  dispuesto  sobre  este  punto ,  como  cuando 
un  testador  dejó  à  Pablo  el  piso  bajo,  á  Juan  el  principal,  y  á 
Pedro  el  segundo ,  sin  mas  esplicaciones,  pueden  adoptarse 
las  reglas  siguientes  : 

Ia.  Todos  los  propietarios  deben  contribuir  á  la  conser- 
vación y  reparo  de  las  paredes  maestras,  del  techo  y  de  to- 
das las  partes  que  sirven  para  la  solidez  de  todo  el  edificio  ó 
para  la  comodidad  de  todos  los  habitantes  de  la  casa,  cada 
uno  en  proporción  del  valor  del  piso  ó  vivienda  que  le  per- 
tenece. Suponiendo  pues  una  casa  de  160,000  rs.  de  valor, 
en  que  el  piso  bajo  con  los  sótanos  ó  cuevas  valga  60,000  rs., 
el  principal  40,000,  el  segundo  52,000,  y  el  tercero  con  las 
buhardillas28,000  ;  si  los  gastos  comunes  importan  1 6,000  rs. , 
el  dueño  del  piso  bajo  pagará  6,000,  el  del  principal  4,000, 
el  del  segundo  3,200,  y  el  del  tercero  2,800.  Si,  como  suele 
suceder,  los  sótanos  ó  las  huhardillas  no  pertenecen  al  mis- 
mo dueño  ,  se  hará  una  estimación  particular  de  ellos  y  se 
obrará  del  mismo  modo  para  fijar  la  contribución  que  les 
toca  en  la  repartición  general  de  los  gastos  comunes. 

2a.  El  dueño  de  cada  piso  tiene  á  su  cargo  la  conserva- 
ción y  reparación  del  suelo  ó  pavimento  de  su  vivienda  : 
mas  el  dueño  del  piso  que  está  debajo  es  á  quien  corresponde 
hacerensu  techo  los  adornos  que  crea  útiles  à  su  habitación, 
como  por  ejemplo  un  cielo  raso  ;  de  modo  que  aunque  ya  lo 
hubiese  al  tiempo  de  tener  que  reparar  ó  hacer  de  nuevo  el 
pavimento,  no  estaria  obligado  el  dueño  de  la  vivienda  su- 
perior á  renovar  igualmente  el  cielo  raso  de  la  inferior  y 
mucho  menos  las  pinturas  que  en  él  habia ,  á  no  ser  que  se 
hubiese  determinado  á  construir  de  nuevo  el  pavimento  sin 
necesidad  y  solo  con  el  objeto  malicioso  de  destruir  los  ador- 
nos de  su  vecino. 

3a.  Cada  uno  de  los  propietarios  puede  hacer  por  su 
cuenta  en  su  respectiva  habitación  las  obras  que  quisiere , 
con  tal  que  no  cause  perjuicio  á  los  demás  en  cuanto  á  la 
comodidad  ;  ni  en  cuanto  á  la  solidez.  Así  que ,  no  podrá  el 
dueño  de  la  parte  inferior  de  la  casa  construir  en  ella  una 
fragua,  ni  variar  la  dirección  de  sus  chimeneas  ,  ni  abrir 
otras  nuevas  donde  antes  no  las  habia ,  ni  hacer  otra  cual- 
quiera fabricación  que  haya  de  atravesar  por  las  habitacio- 
nes superiores. 

4a.  El  dueño  del  piso  principal  debe  correr  con  los  gastos 
de  la  escalera  hasta  su  habitación  ;  el  del  segundo ,  desde  la 
habitación  principal  hasta  la  suya,  y  así  los  demás.  Es  cierto 
que  no  se  encuentra  en  esta  repartición  de  gastos  una  pro- 
porción geométrica,  pues  que  los  dueños  de  los  pisos  supe- 
riores se  sirven  de  la  parte  de  escalera  q\ie  va  al  primer 
piso,  como  el  dueño  de  este,  y  sin  embargo  no  se  les  hace 
contribuir  á  los  gastos  de  su  conservación  ;  pero  con  esta 
regla  uniforme  se  logra  escusar  cálculos  que  seria  muy  difí- 
cil hacer  de  un  modo  siempre  exacto. 

ba.  En  cuanto  á  los  impuestos  y  tributos  que  gravitan  so- 
bré toda  la  casa,  si  su  repartición  no  estuviere  arreglada  de 
antemano  en  los  títulos  ó  en  otro  documento  posterior,  cada 
propietario  habrá  de  contribuir  á  su  pago  en  la  misma  forma 
que  al  de  los  gastos  de  las  paredes  maestras ,  ó  del  techo  ,  y 
de  las  demás  cosas  que  fueren  comunes  :  mas  cada  uno  ten- 
drá que  pagar  por  sí  los  impuestos  que  no  recayeren  sobre 
toda  la  casa  sino  sobre  alguna  parte  de  ella,  como  v.  gr.  so- 
bre puertas  y  ventanas,  ó  sobre  la  renta  de  cada  habi- 
tación. 

6a.  Si  en  caso  de  arruinarse  la  casa  por  vejez,  incendio, 
inundación,  huracán  ú  otro  accidente,  se  resistiese  alguno 
de  los  dueños  á  levantarla,  podrían  los  demás  obligarle  á 
que  les  cediese  sus  derechos  ó  contribuyese  á  la  reedifica- 
ción ,  la  cual  se  haria  entonces  con  respecto  á  cada  piso  en 


ias  proporciones  que  quedan  indicadas.  Esta  disposición  es 
mucho  mas  justa  y  razonable  que  r.o  la  de  declarar  común 
el  solar  por  efecto  de  la  destrucción  del  edificio  y  partirlo 
er.'.re  los  propietarios  con  proporción  al  valor  relativo  de 
cada  piso  ,  porque  no  debe  compelerse  al  dueño  del  piso 
bajo  á  ceder  una  parte  mas  ó  menos  considerable  de  él ,  ni 
puede  prescindirse  de  tomar  en  consideración  el  interés  que 
tal  vez  tendrán  los  otros  en  el  restablecimiento  de  su  habita- 
ción para  disfrutarla  por  entero. 

IV.  Por  regla  general,  el  edificio  se  considera  como  acce- 
sorio del  terreno  en  que  está  construido  :  /Ediflcium  semper 
solo  cedit.  Si  uno,  pues,  levantare  un  edificio  con  materia- 
les suyos  sobre  un  fundo  que  no  le  pertenece,  el  propietario 
del  fundo  lo  será  también  del  edificio;  y  del  mismo  modo, 
el  que  con  materiales  ajenos  fabrica  una  casa  en  terreno 
propio,  queda  también  dueño  de  la  obra;  de  manera  que  en 
todos  los  casos  la  propiedad  del  edificio  pasa  á  unirse  con  la 
propiedad  del  terreno,  y  el  dueño  de  este  lo  queda  igual- 
mente de  aquel.  Véase  Accesión  industrial,  Mejoras ,  y  Po- 
seedor. 

Sigúese  también  de  este  principio,  que  si  después  de  ha- 
ber legado  una  tierra ,  el  testador  hace  construir  en  ella  un 
edificio  pertenecerá  el  edificio  al  legatario  como  accesorio  de 
la  tierra  ,  á  menos  que  el  testador  haya  dispuesto  otra 
cosa  ;  ley  37,  til.  9,  Part.  6.  —  De  la  misma  manera,  si  se 
construye  algún  edificio  en  la  heredad  de  alguno  de  los  cón- 
yuges á  espensas  de  la  sociedad  conyugal,  este  edificio  se 
hará  propio  del  cónyuge  dueño  de  la  heredad ,  debiéndose 
abonar  al  otro  la  mitad  de  su  estimación  ;  ley  9,  lit.  4,  lib.  3 
del  Fuero  Real.  —  Los  edificios  ú  obras  que  se  hicieren  en 
las  casas  de  mayorazgo,  quedan  propios  del  mayorazgo  co- 
mo las  mismas  casas  y  el  llamado  al  mayorazgo  sucede  en 
ellos,  sin  obligación  de  satisfacer  parte  alguna  de  su  valor  á 
la  mujer  é  hijos  ó  herederos  del  que  los  hizo  ;  ley  46  de 
Toro. 

V.  Puede  cualquiera  construir  en  la  ribera  del  mar  casa 
ó  cabana  ú  otro  edificio,  y  conservará  su  dominio  mientras 
no  se  destruya,  sin  que  nadie  pueda  embarazarle  su  uso  es- 
clusivo,  con  tal  que  no  impida  el  uso  común  de  la  ribera; 
ley  4,  tít.  28,  Part.  3.  —  Mas  en  rio  navegable  ó  su  ribera 
nadie  puede  hacer  molino,  canal,  casa,  torre,  cabana  ni  otro 
edificio  que  embarace  el  uso  común,  porque  no  es  justo  que 
la  utilidad  de  todos  los  hombres  quede  impedida  por  la  de  un 
particular;  ley  8,  tít.  28,  Part.  3.  — Tampoco  se  puede  le- 
vantar edificio  alguno  en  plaza,  calle,  camino,  ejido  ú  otro 
lugar  público  sin  otorgamiento  del  rey  ó  del  concejo ,  el  cual 
podrá  en  su  caso  mandarlo  derribar  á  costa  del  que  lo  hizo, 
ó  retenerlo  y  apropiárselo  para  disfrutar  su  renta  como  las 
demás  cosas  comunes;  leyes  3  y  25,  lit.  52,  Part.  3.  Está 
prohibido  asimismo  edificar  junto  á  las  iglesias  ,  castillos  y 
muros  de  las  ciudades  ;  leyes  22  y  24 ,  tít.  52 ,  Part.  3.—  En 
las  demarcaciones  militares  de  las  plazas  y  puntos  fuertes 
no  se  puede,  sin  previa  licencia  del  rey,  construir  edificios 
nuevos  ,  ni  hacer  en  los  construidos  modificaciones  que  ten- 
gan por  objeto  ó  resultado  el  aumentar  las  dimensiones  de 
su  planta  y  elevación  ó  acrecentar  su  solidez  en  cualquier 
forma  :  mas  para  ejecutar  obras  de  mera  conservación  y  en- 
tretenimiento en  los  edificios  construidos  con  real  licencia 
basta  la  autorización  del  capitán  general  de  la  provincia, 
quien  no  debe  darla  sino  previo  informe  del  director  sub« 
inspector  del  arma  de  ingenieros  ;  rs.  órd.  de  12  de  agosto  <?( 
1790,  de  26  de  agosto  de  1806,  y  2  de  nov.  de  1854.  — Véase 
Playa,  Ribera,  Rio,  Calle,  Camino  y  Molino 

VI.  No  se  debe  hacer  edificio  alguno  en  perjuicio  de  lot 
derechos  de  un  tercero.  Véase  Denuncia  de  obra  nueva. 

VIL  Las  obligaciones  y  derechos  de  los  arquitectos,  ala- 
rifes y  maestros  de  obras  con  respecto  á  los  edificios  cuya 
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construcción  se  les  encarga,  se  esplïcan  en  la  palabra  Ar- 
quitecto. 

-j-  EDIFICIOS  -  conventos.  Conformándome  con  el 
parecer  del  consejo  de  ministros  vengo  en  mandar  se  sus- 
penda hasta  nueva  resolución  la  venta  de  los  edificios- 
conventos  de  las  comunidades  religiosas  suprimidas /acor- 
dada por  decreto  de  26  de  julio  de  1842.  Rl.  órd.  de  11  de 
abril  de  1845. 

Por  consecuencia  del  decreto  anterior  se  previno  en  13 
del  mismo  mes  efectuar  una  clasificación  general  y  ordenada 
de  dichos  edificios  ,  mandándose  en  la  disposición  4*.  :  Las 
autoridades  y  corporaciones,  así  como  los  particulares  ,  po- 
drán entretanto,  por  el  conducto  que  corresponda  y  para  la 
oportuna  resolución ,  dirigir  sus  peticiones  al  ministerio  de 
Hacienda  en  solicitud  de  los  edificios-conventos  que  se  recla- 
men con  algún  objeto  público  ó  privado  de  utilidad  recono- 
cida, ya  gratuitamente ,  ya  á  censo  ,  según  las  circunstan- 
cias y  con  arreglo  á  los  decretos  y  reales  órdenes  vigentes. 
-f-  EDIFICIOS  del  ramo  de  caminos.  Para  que  se 
conserven  en  el  buen  estado  de  servicio  que  conviene,  y  se 
eviten  los  gastos  de  reparaciones  á  que  con  frecuencia  da 
lugar  el  mal  uso  que  de  aquellos  se  hace,  deben  observarse 
las  disposiciones  siguientes  : 

Ia.  Los  ingenieros  encargados  de  carreteras  examinarán 
en  sus  visitas  periódicas  el  estado  en  que  se  encuentran  los 
edificios  propios  del  ramo  de  caminos  que  sirven  para  por- 
tazgos, casillas  de  peones  camineros ,  posadas  y  ventas,  al- 
macenes ú  otros  usos  cualesquiera,  ya  estén  en  administra- 
ción, ya  en  arrendamiento. 

Las  demás  disposiciones  pueden  verse  eñ  la  circular  de 
29  de  octubre  de  1841 ,  transcrita  en  el  Suplemento  al  Dic- 
cionario de  Escriche. 

EDIL.  Entre  los  antiguos  Romanos,  el  magistrado  á  cuyo 
cargo  estaba  el  cuidado  de  las  obras  públicas,  el  reparo,  or- 
nato y  limpieza  de  los  templos,  casas  y  calles  de  la  ciudad. 
Véase  Edicto  pretorio. 

■f-  EDITOR  responsable.  Para  serlo  de  un  periódico 
se  requiere  :  Io.  Estar  avecindado  un  año  antes  con  casa 
abierta  en  el  pueblo  en  que  se  publique  el  periódico.  2o.  Pa- 
gar anualmente  1,000  rs,  de  contribución  directa  en  Madrid, 
800  en  Barcelona,  Cádiz,  Coruña,  Granada,  Málaga,  Sevilla, 
Valencia  y  Zaragoza  ;  y  500  en  los  demás  pueblos.  3o.  Acre- 
ditar que  está  satisfaciendo  estas  contribuciones  desde  un 
año  antes. 

El  editor  responsable  deberá  tener  constantemente  en  de- 
pósito las  cantidades  siguientes  :  120,000  rs.  efectivos  en 
Madrid;  80,000 en  Barcelona,  Cádiz,  Coruña,  Granada,  Má- 
laga, Sevilla  ,  Valencia  y  Zaragoza  ;  y  43,000  en  los  demás 
pueblos,  siempre  qne  el  periódico  salga  á  luz  de  una  á  siete 
Veces  á  la  semana.  Si  el  período  de  la  publicación  fuese 
je  quince  días  ,  el  depósito  deberá  reducirse  á  la  mitad  de 
luchas  sumas  (  y  á  la  cuarta  parte  si  fuere  de  un  ó  mas  me- 
ses); y  en  todo  caso  se  admitirán  efectos  de  la  deuda  conso- 
lidada del  3,  4  ó  3  por  100  ,  según  la  cotización  del  dia  en 
que  se  verifique  el  depósito,  ó  del  mas  próximo  si  en  aquel 
no  la  hubiese  habido.  La  consignación  deberá  hacerse  en  el 
Banco  de  San  Fernando  ó  en  el  de  Isabel  II,  ó  en  poder  de 
sus  comisionados  en  las  provincias ,  devolviéndose  la  canti- 
dad consignada  inmediatamente  que  cese  la  publicación  del 
periódico. 

Los  que  sean  editores  responsables  de  un  periódico  no  po- 
drán serlo  al  mismo  tiempo  de  otro. 

Los  documentos  que  acrediten  la  aptitud  de  los  editores 
se  presentarán  al  jefe  político,  el  cual  decidirá  en  el  término 
do  ocho  dias,  formando  el  oportuno  espediente,  para  averi- 
guar si  el  que  solicita  ser  editor  responsable  reúne  las 
cualidades  exigidas  en  esta  ley.  Si  su  resolución  no  fuere  fa- 
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vorable,  podrá  recurrir  el  interesado  al  Gobierno.  Rl.  den: 
de  10  de  abril  de  1844. 
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devolutivo.  El  conocimiento  que  mediante  la 
apelación  toma  el  juez  superior  de  las  providencias  del  infe- 
rior sin  suspender  la  ejecución  de  estas.  Se  admite  la  apela- 
ción de  una  sentencia  solo  en  cuanto  al  efecto  devolutivo  , 
cuando  la  causa  es  urgente,  v.  gr.  cuando  se  trata  de  cosas 
que  no  pueden  guardarse  sin  que  se  pierdan  ;  de  nombra- 
miento de  tutor  ú  otras  semejantes  (1),  y  generalmente  siem- 
pre que  el  juicio  es  sumario,  como  por  ejemplo  el  ejecu- 
tivo (2).  Véase  Apelación ,  en  la  parte  que  trata  de  sus 
efectos. 

EFECTO  suspensivo.  El  conocimiento  que  en  virtud  de 
apelación  toma  el  juez  superior  de  las  providencias  del  in- 
ferior suspendiendo  la  ejecución  de  estas.  Se  admite  la 
apelación  en  ambos  efectos,  es  decir,  en  cuanto  al  devolutivo 
y  al  suspensivo  ,  cuando  la  causa  no  es  urgente  y  se  trata 
en  juicio  plenario. 

Para  facilitar  el  conocimiento  de  las  causas  que  no  admi- 
ten apelación  en  cuanto  al  efecto  suspensivo ,  proponen 
algunos  (3)  la  regla  de  que  se  pese  el  agravio  respectivo  á  las 
partes  y  al  público;  y  si  fuere  mayor  el  que  padecería  la 
parte  apelante ,  y  el  que  trascendería  al  mismo  tiempo  al 
público ,  si  no  se  le  admitiese  la  apelación  en  el  efecto  sus- 
pensivo ,  se  debe  deferir  á  ella  en  los  dos  efectos  ;  mas  si  la 
parte  à  cuyo  favor  está  dada  la  sentencia  se  espusiese  á  mayor 
perjuicio  por  la  suspension ,  ó  fuese  este  trascendental  á  la 
causa  pública ,  cesará  en  estos  casos  la  apelación  suspensiva, 
y  tendrá  lugar  únicamente  en  el  efecto  devolutivo  (4).  Véase 
Apelación,  en  la  parte  que  trata  de  sus  efectos. 

EFECTO  retroactivo.  Generalmente  hablando,  es  el 
producto  de  una  causa  que  obra  sobre  lo  pasado;  y  en  legis- 
lación ,  el  producto  de  una  ley  que  somete  lo  pasado  á  su 
imperio. 

§  I.  La  ley  no  tiene  efecto  retroactivo. 

I.  Pues  que  la  ley  es  una  regla  que  se  establece  para 
dirigir  nuestras  acciones,  y  que  no  tiene  fuerza  obligatoria 

(1)  Ley  22,  tít.  20,  lib.  11  ,  Nov.  Rec. 

(2)  Rodríguez,  en  una  larga  nota  al  presente  artículo,  que  se 
halla  en  la  Ia.  edición  de  este  Diccionario,  se  queja  de  que  á 
pesar  de  que  ningún  juicio  hay  mas  sumario  que  el  ejecutivo,  en 
la  capital  de  Méjico  pierda  toda  su  utilidad  y  ventajas,  porque 
residiendo  allí  los  tribunales  superiores,  se  quiere  que  la  apela- 
ción surta  en  ese  juicio  y  aun  en  los  sumarísimos  de  posesión 
ambos  efectos,  devolutivo  y  suspensivo,  á  merced  de  ser  práctica 
ó  costumbre  de  la  antigua  corte.  A  esta  costumbre  Rodríguez  la 
llama  corruptela  ;  dice  que  según  la  ley  de  Partida  solo  el  pueblo 
puede  establecer  costumbre,  no  los  tribunales  ni  los  agentes  del 
poder,  y  que  aun  al  pueblo  solo  le  es  lícito  imponer  costumbre 
en  lo  que  traiga  bien  positivo  á  la  sociedad,  pues  como  dicela  ley 
5,  tít.  2,  Part,  i ,  si  es  contra  pro  comunal ,  no  será  costumbre, 
sino  dañamientoy  menoscabo  de  toda  justicia.  Después  de  cuanto 
dice  para  probar  la  sinrazón  de  esa  costumbre  perjudicial  é  in- 
troducida contra  ley  positiva,  concluye  recordando  la  ley  9, 
tít.  10,  lib.  S,  I\ec.  de  Ind. ,  que  con  ocasión  de  recursos  de  los 
reos  previene  la  regla  general  de  que  las  audiencias  no  impidan 
la  ejecución  de  las  sentencias  en  los  casos  que  no  se  deben  admi- 
tir las  apelaciones  para  efecto  de  suspender,  y  dejen  que  las.cau- 
sas  corran  por  su  camino  ordinario  conforme  á  derecho. 

(3)  Como  el  conde  de  la  Cañada. 

(4)  En  la  república  de  Méjico,  el  art.  45  de  la  ley  de  9  de  oc-    , 
tubue  dice  que  en  los  juicios  sumarísimos  de  posesión,  se  ejecutará 
siempre  la  sentencia  de  i\  instancia  sin  embargo  de  apelación. 
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sino  desde  su  promulgación ,  es  consiguiente  que  no  pueda 
aplicarse  á  los  tiempos  pasados  sino  solo  á  los  venideros. 
Este  es  un  principio  conservador  de  la  fortuna  ,  del  honor  y 
de  la  vida  de  los  hombres.  «  El  oficio  de  las  leyes  es  arre- 
glar lo  futuro  (  decia  M.  Portalis  ,  en  la  esposicion  de  los 
motivos  del  primer  título  del  código  civil  de  Francia);  lo 
pasado  no  está  ya  en  su  poder.  Si  hubiese  un  pais  en  el 
mundo  donde  estuviese  admitida  la  retroacción  de  las  leyes , 
no  habría  en  él  ni  aun  sombra  de  seguridad.  La  ley  natural 
no  está  limitada  por  los  tiempos  ni  los  lugares  ,  porque  es 
de  todos  los  paises  y  de  todos  los  siglos.  Pero  las  leyes  posi- 
tivas, que  son  obra  de  los  hombres,  no  existen  para  nos- 
otros sino  cuando  se  promulgan  ,  y  no  pueden  tener  efecto 
sino  cuando  existen.  La  libertad  civil  consiste  en  el  derecho 
de  hacer  lo  que  la  ley  no  prohibe  ;  y  se  mira  como  permi- 
tido todo  lo  que  no  está  vedado.  ¿Qué  seria  pues  de  la  liber- 
tad civil,  si  pudiese  temer  el  hombre ,  que  aun  después 
de  haber  obrado  sin  infringir  las  leyes  quedaba  espuesto  al 
peligro  de  ser  perseguido  por  sus  acciones  ó  turbado  en  sus 
derechos  en  virtud  de  leyes  posteriores?  No  confundamos 
las  sentencias  con  las  leyes.  Es  propio  de  la  naturaleza  de  las 
sentencias  arreglar  lo  pasado,  porque  no  pueden  recaer  sino 
sobre  acciones  ó  derechos  adquiridos  y  sobre  hechos  con- 
sumados ,  aplicándoles  las  leyes  existentes.  Mas  lo  pasado 
no  puede  ser  del  dominio  de  leyes  nuevas  que  no  lo  regían. 
El  poder  legislativo  es  la  omnipotencia  humana.  La  ley  esta- 
blece ,  conserva ,  muda  ,  modifica ,  perfecciona ,  destruye 
lo  que  es ,  y  crea  lo  que  todavía  no  es.  La  cabeza  de  un  gran 
legislador  es  una  especie  de  Olimpo  de  donde  salen  aquellas 
ideas  grandiosas,  aquellas  concepciones  felices,  que  presi- 
den á  la  felicidad  de  los  hombres  y  al  destino  de  los  impe- 
rios. Pero  el  poder  de  la  ley  no  puede  estenderse  á  cosas 
que  ya  no  son ,  y  que  por  eso  mismo  están  fuera  de  todo 
poder.  El  hombre,  que  no  ocupa  sino  un  punto  en  el  tiempo 
y  en  el  espacio  ,  seria  por  cierto  un  ser  bien  desgraciado , 
si  no  pudiera  tranquilizarse  ni  aun  con  respecto  á  su  vida 
pasada.  ¿  No  ha  llevado  ya  por  esta  parte  de  su  existencia 
todo  el  peso  de  su  destino  ?  Lo  pasado  puede  dejarnos  sen- 
timiento y  pesar,  pero  pone  término  á  toda  incertidumbre. 
En  el  orden  de  la  naturaleza  solo  es  incierto  el  porvenir,  y 
aun  la  pena  de  esta  incertidumbre  se  alivia  y  templa  por  la 
esperanza,  que  nunca  deja  de  ser  fiel  compañera  de  nuestra 
debilidad.  Empeoraríamos  mucho  la  triste  condición  de  la 
humanidad  si  quisiéramos  cambiar  por  el  sistema  de  la  legis- 
lación el  sistema  de  la  naturaleza  y  trastásemos  de  hacer 
revivir  nuestros  temores  con  respecto  á  un  tiempo  que  ya 
no  existe,  sin  poder  restituirnos  al  mismo  paso  nuestras 
■esperanzas.  Lejos  de  nosotros  la  idea  de  esas  leyes  de  dos 
caras ,  que  teniendo  un  ojo  fijo  sobre  lo  pasado  y  otro  sobre 
lo  venidero ,  secarían  la  fuente  de  la  confianza  y  llegarían  á 
ser  un  principio  eterno  de  injusticia,  de  trastorno  y  de 
desorden.  Mas  ¿porqué,  se  dirá,  dejar  impunes  abusos  que 
•existían  antes  que  la  ley,  que  por  fin  se  promulga  para  re- 
primirlos? Porque  es  preciso  que  el  remedio  no  sea  peor  que 
el  mal.  Toda  ley  nace  de  un  abuso.  No  habría  pues  ley  que 
no  debiera  ser  retroactiva.  No  exijamos  que  los  hombres 
sean  antes  de  la  ley  lo  que  no  deben  ser  sino  por  ella.  » 

II.  Todos  los  legisladores  han  tributado  homenaje  á  estos 
grandes  principios.  Leges  et  constitutiones  (dice  la  ley  7,  C. 
de  legibus)  futuris  cerlum  est  daré  formam  negotiis ,  non  ad 
facta  prasterita  revocari.  La  convención  nacional  de  Francia 
por  una  ley  de  5  de  brumario  y  otra  de  17  de  nivoso  del 
año  2  hizo  retroceder  hasta  el  14  de  julio  de  1789  la  igualdad 
absoluta  de  las  particiones  entre  todos  los  coherederos; 
pero  bien  pronto  reconoció  el  error  á  que  la  habían  arras- 
trado los  que  entonces  la  dominaban,  y  dueña  ya  de  sí  misma 
no  solamente  anuló  tan  absurdas  leyes  por  decreto  de  9  de 
fructidor  del  año  3 ,  sino  que  en  la  Declaración  de  los  dere- 
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clios  del  hombre  y  del  ciudadano  estableció  formalmente  quó 
ninguna  ley  civil  ó  criminal  puede  tener  efecto  retroactivo. 
La  misma  verdad  se  tuvo  cuidado  de  sentar  después  en  el 
código  civil  de  aquella  nación ,  repitiendo  que  la  ley  no  dis- 
pone sino  para  el  porvenir,  porque  como  decian  sus  redac- 
tores ,  hay  verdades  útiles  que  no  basta  publicar  una  vez , 
sino  que  es  necesario  reiterarlas  en  todas  ocasiones  y  ha- 
cerlas resonar  continuamente  en  los  oidos  del  magistrado, 
del  juez  y  del  legislador,  para  "que  nunca  las  olviden. 

III.  En  nuestros  códigos  igualmente  se  halla  consagrado 
este  principio  conservador  de  las  sociedades.  La  ley  1 , 
tít.  1,  la  12,  tít.  i,  la  8,  tít.  4,  lib.  2,kl,  tít.  5,  lib.  3,  y 
la  6,  tít.  1 ,  líb.  5  del  Fuero  Juzgo,  manifiestan  con  toda 
claridad  que  las  disposiciones  de  las  leyes  comprenden  los 
pleitos  ó  negocios  futuros  y  no  los  que  ya  han  acaecido.  La 
ley  i ,  tít.  5,  lib.  4  del  Fuero  Real  quiere  que  el  delincuente 
reciba  la  pena  que  debía  haber  en  el  tiempo  de  la  culpa  y 
no  en  el  de  la  sentencia.  La  ley  200  dei  Estilo  declara  del 
mismo  modo  que  no  se  entiende  el  fuero  con  lo  pasado , 
hecho  y  otorgado  antes,  y  sí  solo  con  lo  futuro.  La  ley  15, 
tít.  14 ,  Part.  3,  establece  también,  que  cuando  sobre  algún 
contrato  ó  delito  hecho  en  tiempo  en  que  se  juzgaba  por  el 
fuero  viejo ,  se  pusiere  demanda  en  tiempo  de  otro  fuero 
nuevo  contrarío  al  primero,  se  debe  probar  y  librar  el  pleito 
por  el  viejo  y  no  por  el  nuevo;  «  porque  el  tiempo  en  que 
son  comenzadas  et  fechas  las  cosas  debe  siempre  ser  catado, 
maguer  se  faga  demanda  en  juicio  en  otro  tiempo  sobrellas.  » 
Finalmente,  la  ley  13 ,  tít.  17,  lib.  10,  Nov.  Rec,  supone 
el  principio  de  la  no  retroactividad  de  las  leyes,  y  con  arre- 
glo á  él  resuelve  cierto  caso  que  se  sometió  á  la  decisión  del 
soberano  ,  mandando  al  mismo  tiempo  que  su  declaración 
se  tenga  por  regla  general ,  á  fin  de  evitar  dudas  y  recursos 
de  igual  naturaleza. 

§  II.  Escepciones  de  la  regla. 

I.  Aunque  es  regla  general  que  la  ley  no  debe  aplicarse 
sino  á  los  negocios  que  ocurran  después  de  su  promulgación, 
hay  sin  embargo  casos  en  que  por  espresa  disposición  puede 
estender  su  imperio  á  los  hechos  pasados.  Así  lo  manifiesta 
claramente  la  citada  ley  7,  C.  de  legibus  ,  cuando  después 
de  haber  sentado  el  principio  de  la  no  retroactividad  de  las 
leyes,  pone  luego  esta  escepcion  :  Nisi  nominalim  et  de  prce- 
lerito  tempore  el  adhuc  pendenübus  negoliis  caulum  sil;  de 
suerte  que  la  ley  tendrá  efecto  retroactivo ,  cuando  el  legis- 
lador así  lo  disponga  espresamente,  abrazando  tiempos  ya 
trascurridos  y  negocios  ó  hechos  que  todavía  se  hallan  pen* 
dientes  ó  no  lian  sido  juzgados. 

II.  Mas  ¿cuáles  son  los  casos  en  que  podrá  el  legislado? 
dar  espresamente  retroacción  á  sus  disposiciones  ?  Son  prin- 
cipalmente aquellos  en  que  pueda  decir  que  estendiendo  su 
imperio  á  lo  pasado  ,  no  hace  mas  que  restituir  su  vigor  á 
una  ley  que  ya  existia,  ó  restablecer  derechos  que  jamas 
han  podido  ser  desconocidos  sin  crimen.  Asi  es  que  los  em- 
peradores Zenon  y  Anastasio  ,  por  las  leyes  8  y  9,  C.  de  in- 
cestis  nupliis,  declararon  nulos  los  matrimonios  anterior- 
mente contraidos ,  con  menosprecio  de  las  leyes  ,  entre 
cuñados  y  cuñadas.  Así  es  que  el  emperador  Constantino , 
por  la  ley  3,  C.  de  paclis  pignorum,  proscribió  los  pactos 
comisorios  que  se  habían  hecho  entre  acreedores  y  deu- 
dores. 

Asi  es  también  que  don  Fernando  IV  y  don  Alonso  XI 
revocaron  y  anularon  las  adquisiciones  que  contra  la  ley 
de  amortización  se  habian  hecho  por  manos  muertas. 

III.  Felipe  IV,  en  pragmática  de  14  de  noviembre  de  1652, 
ordenó  que  todos  los  intereses  causados  hasta  aquel  dia  que 
estuviesen  por  pagar,  y  los  que  de  allí  adelante  corriesen 
por  cualesquiera  contratos ,  obligaciones  ó  negocios  en  qua 
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conforme  á  deieeho  se  podían  pedir  ó  llevar  intereses,  aun- 
que fuesen  tocantes  â  su  real  hacienda  ó  por  él  aprobados  , 
no  pudieran  pasar  de  cinco  por  ciento  al  año,  ni  hubiera 
obligación  de  pagarlos  mas  que  á  este  respecto,  sin  embargo 
de  cualesquiera  pactos  ó  contratos  que  hubiese  hechos  ó  se 
hiciesen,  los  cuales  anulaba  y  prohibía  como  injustos  y 
usurarios ,  y  so  las  penas  impuestas  por  derecho  contra  ellos; 
ley  22,  tít.  1  ,  ltb¡,  10 ,  Nov.  Rec.  Así  también  por  pragmá- 
ticas de  1563,  lb'83,  1608,  1621  ,  1703  y  1750,  se  redu- 
jeron los  réditos  de  los  censos  anteriormente  constituidos; 
not.  1  y  2,  y  leyes  6 ,  8  y  9,  tít.  15,  lib.  10  ,  Nov.  Rec. 

IV.  Don  Fernando  y  doña  Juana ,  por  cédula  del  año 
de  151 1  ,  mandaron  que  las  leyes  publicadas  en  la  ciudad 
de  Toro  el  dia  7  de  marzo  de  1505  se  guardasen  y  cumpliesen 
por  los  jueces  en  los  pleitos  y  causas  que  después  de  dicha 
publicación  se  hubiesen  comenzado,  aunque  los  casos  y  ne- 
gocios sobre  que  recaían  las  causas  y  pleitos  hubieran 
acaecido  y  pasado  antes  de  la  formación  de  dichas  leyes  , 
escepto  en  los  casos  que  las  mismas  leyes  de  Toro  espresa- 
mente  dicen  y  declaran  que  no  se  entiendan  ni  estiendan  á 
las  cosas  y  negocios  pasados;  ley  6 ,  tít.  2,  lib.  3  ,  Nov.  Ree. 

V.  Cuando  alguna  ley  deja  de  surtir  los  efectos  que  el 
legislador  se  había  prometido ,  porque  la  intriga ,  la  pre- 
potencia y  la  falacia  saben  sofocarla  y  reducirla  á  un  estado 
de  nulidad,  puede  el  legislador  darle  mas  fuerza  con  otra 
nueva  ley,  anulando  los  actos  que  en  contravención  á  la 
primera  se  hubieren  ejecutado ,  porque  en  la  lucha  de  la 
malicia  y  de  la  ley,  esta  es  y  no  aquella  la  que  por  fin  debe 
obtener  la  victoria.  «  El  que  con  el  artificio  y  el  fraude ,  dice 
Bacon  en  su  aforismo  í»8  ,  burla  y  elude  las  palabras  ó  el 
espíritu  de  la  ley,  merece  bien  que  otra  ley  nueva  le  tienda 
una  red  en  que  le  coja  ;  de  suerte  que  en  los  casos  de  fraude 
y  dolosa  evasión  es  muy  justo  que  las  leyes  den  una  mirada 
hacia  atrás  ,  y  se  presten  ausilio  unas  á  otras,  para  que  el 
que  armando  asechanzas  trata  de  destruir  las  leyes  presen- 
tes, se  contenga  á  lo  menos  con  el  temor  de  las  futuras.  » 
Qui  verba  axil  scnlentiam  legis  caplione  el  fraude  eluclit  et 
circumscribit ,  dignus  est  qui  eliam  à  lege  sequenle  innode- 
tur ;  igitur  in  casibus  fraudis  et  evasionis  dolosœ,  juslum  est, 
ut  loges  retrospiciant ,  alque  allerce  alteris  in  subsidiis  sint , 
tít  qui  dolos  medilalur,  et  eversionem  legum  prœsentium, 
sallan  à  fuluris  melual. 

VI.  Pueden  darse  también  leyes  retroactivas  que  declaren 
el  derecho  natural ,  sin  que  nadie  pueda  quejarse  de  ellas 
con  justicia ,  porque  la  razón  civil  no  puede  anonadar  los 
derechos  que  el  hombre  ha  recibido  de  la  naturaleza ,  y  por- 
que siempre  hay  lugar  á  restitución  contra  la  usurpación 
de  tales  derechos.  Leges  quce  jus  naturale  déclarant,  dice  el 
jurisconsulto  francés  Mr.  Dupin  en  su  nota  ai  aforismo  51 
de  Eacon ,  relrospicere  possunt ,  et  nemo  de  hoc  queri  polesl; 
etenim  civilis  ratio  jura  naturalia  comimpere  nequil ,  ley  8, 
D.  de  cap.  min  :  contra  talium  jurtum  usurpationem  regres- 
sus  semper  admittilur.  No  por  cierto,  dice  todavía  Merlin 
hablando  del  decreto  de  abolición  de  la  esclavitud  y  feuda- 
lidad ,  no  puede  llamarse  propiamente  retroactiva  una  nueva 
ley  que  haciendo  revivir  una  ley  escrita  en  el  código  eterno 
é  imprescriptible  de  la  naturaleza  ,  borra  con  el  dedo  de  su 
omnipotencia  los  actos  que  mientras  esta  dormía ,  digámoslo 
así,  dieron  un  golpe  mortal  á  los  derechos  mas  sagrados  del 
hombre. 

VII.  Consideraciones  de  política  pueden  igualmente  mover 
alguna  vez  el  ánimo  del  legislador  á  tender  la  vista  hacia 
airas  en  materias  de  derecho  positivo.  Así  es  que  la  ley  de 
27  de  setiembre  de  1820  ,  no  contenta  con  prohibir  para  lo 
sucesivo  la  creación  de  nuevas  vinculaciones  ,  suprimió  ab- 
solutamente todas  lasque  se  hallaban  fundadas ,  restituyendo 
á  la  clase  de  libres  los  bienes  de  que  se  componían. 


§  III.  Toda  nueva  ley  á  la  cual  no  se  da  espresa- 
mente  fuerza  retroactiva ,  ¿  será  inaplicable  por 
esta  sola  razón  á  todos  los  actos  pasados  y  á 
todos  los  derechos  adquiridos  antes  de  su  publi- 
cación? 

I.  No  hay  principio  mas  sencillo  en  apariencia  que  el  do 
la  no-retroactividad  de  las  leyes;  y  sin  embargo  es  bien  di- 
fícil medir  con  exactitud  toda  su  estension.  Esta  es  una  do 
las  materias  mas  arduas  que  se  encuentran  en  el  estudio  de 
la  ciencia  del  derecho,  y  su  dilucidación  es  ahora  tanto  mas 
importante  cuanto  que  las  muchas  leyes  nuevas  que  se  han 
dado  en  esta  época  y  las  que  todavía  se  preparan  no  podrán 
menos  de  hacer  pulular  á  cada  paso  mil  tropiezos  que  em- 
baracen el  curso  de  la  justicia.  Nos  detendremos  pues  algún 
tanto  en  este  asunto ,  y  procuraremos  fijar  la  estension  ó 
limitación  del  principio  de  la  no-retroactividad  de  las  leyes, 
tomando  especialmente  por  guia  la  doctrina  del  profundo 
Merlin. 

II.  Ante  todo  es  necesario  determinar  con  precisión,  así 
el  carácter  de  la  retroactividad  legislativa ,  como  las  circuns- 
tancias que  se  requieren  para  que  una  ley  pueda  conside- 
rarse retroactiva;  y  no  hay  mejor  medio  de  lograrlo  que  el 
de  examinar  los  motivos  que  se  tuvieron  para  proclamar  el 
principio  tutelar  de  la  no-retroactividad  de  las  leyes.  Este 
principio  no  se  escribió  en  el  frontispicio  de  los  códigos  ro- 
manos y  de  los  nuestros ,  sino  para  servir  de  preservativo  á 
los  individuos  de  la  sociedad  contra  los  caprichos  del  legis- 
lador, esto  es  ,  para  impedirle  que  viole  nuestra  seguridad 
personal,  haciéndonos  castigar  hoy  por  un  hecho  de  ayer 
que  no  estando  vedado  cuando  se  ejecutó  se  debia  tener  por 
permitido ,  ó  que  atente  arbitrariamente  contra  nuestra  pro- 
piedad despojándonos  de  bienes  ó  derechos  que  habíamos 
adquirido  bajo  los  auspicios  de  leyes  anteriores.  Este  es ,  y 
no  otro ,  el  verdadero  y  único  motivo  del  principio. 

III.  Para  que  haya  retroactividad  en  la  ley,  se  requiere  el 
concurso  de  dos  circunstancias  :  primera ,  que  la  ley  vuelva 
sobre  lo  pasado  y  lo  mude  ;  segunda ,  que  vuelva  y  lo  mude 
en  perjuicio  de  las  personas  que  son  objeto  de  sus  disposi- 
ciones. 

Requiérese  en  primer  lugar  que  la  ley  mude  k>  pasado. 
Mas  i  qué  es  lo  pasado  con  respecto  á  la  ley  ?  Defínelo  muy 
bien  la  citada  ley  7,  C.  de  legibus ,  la  cual ,  después  de  decir 
que  las  leyes  disponen  para  lo  futuro  y  no  retrogradan  á  lo 
pasado ,  leges  et  conslitutioncs  fuluris  cerlam  daré  formam 
negoüis,  nonad  facía prœlerita  revocan,  añade  á  continua- 
ción :  á  menos  que  el  legislador  haya  estendido  determina- 
damente su  disposición  al  tiempo  pasado  y  á  las  cosas  todavía 
pendientes,  nisi  nominalim  et  de  prœlerilo  tempore  et  adhuc 
pendenlibus  negoüis  cautum  sit.  Vemos  aquí  las  cosas  todavía 
pendientes  puestas  en  oposición  con  las  cosas  ya  pasadas. 
No  se  podrá  pues  considerar  como  pasado  á  los  ojos  de  la 
ley  sino  lo  que  ya  no  está  pendiente  :  y  por  tanto  todo  lo 
que  pende  todavía,  se  encuentra  comprendido  por  la  ley, 
aun  cuando  esta  dispone  pura  y  simplemente ,  y  que  por  eso 
queda  sustraído  á  su  imperio  lo  pasado.  Supongamos,  por 
ejemplo ,  que  en  el  estado  actual  de  nuestra  legislación  ,  en 
que  los  varones  pueden  casarse  á  los  catorce  años  y  las  hem- 
bras á  los  doce  ,  se  publica  una  ley  nueva  prohibiendo  el 
matrimonio  á  los  varones  menores  de  diez  y  seis  años  y  á 
las  hembras  menores  de  quince  :  si  un  varón  que  ha  cum- 
plido los  catorce  años  y  una  mujer  que  ha  cumplido  los  doce 
llegan  á  casarse  antes  de  ser  obligatoria  la  nueva  ley,  nada 
hay  que  decir  sobre  la  validez  de  su  matrimonio;  pero  si  no 
han  hecho  mas  que  anunciar  su  próximo  enlace  por  medio  de 
las  amonestaciones  ó  proclamas,  pierden  por  la  promulgación 
de  la  nueva  ley  la  capacidad  que  por  la  antigua  tenían  para 
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casarse,  el  varón  basta  que  cumpla  los  diez  y  seis  años  y  la 
mujer  hasta  que  cumpla  los  quince. 

Requiérese  en  segundo  lugar  para  que  haya  retroactividad, 
no  solo  que  la  ley  mude  ó  altere  lo  pasado ,  sino  que  lo  mude 
en  perjuicio  de  las  personas  á  quienes  se  refieren  sus  dispo- 
siciones. Y  ¿  cómo  podria  la  ley  mudar  lo  pasado  en  perjuicio 
de  estas  personas?  No  de  otro  modo  que  quitándoles  dere- 
chos actualmente  adquiridos.  No  habiéndose  establecido  pues 
el  principio  de  la  no-retroactividad  de  las*  leyes  sino  para 
poner  los  derechos  de  que  gozamos  al  abrigo  de  los  golpes 
que  el  capricho  del  legislador  podria  darles ,  es  evidente 
desde  entonces  que  no  puede  haber  retroactividad  donde  los 
derechos  precedentemente  adquiridos  son  respetados  y  que- 
dan ilesos. 

Mas  ¿  qué  se  entiende  por  derechos  adquiridos?  Derechos 
adquiridos  son  los  que  han  entrado  en  nuestro  patrimonio  y 
hacen  parle  de  él ,  y  que  ya  no  pueden  quitársenos  por  el 
mismo  de  quien  los  hemos  obtenido.  Tales  son  los  derechos 
que  se  derivan  inmediatamente  de  un  contrato ,  los  que  nos 
ha  conferido  un  testamento  cuyo  autor  ha  muerto ,  los  que 
tenemos  á  una  sucesión  abierta  en  virtud  de  una  ley  vigente 
al  tiempo  de  abrirse.  Pero  no  son  tales  los  derechos  pura- 
mente facultativos ,  á  menos  que  los  hayamos  ejercido ,  y 
que  por  razón  de  este  ejercicio  se  hayan  hecho  nuestras  las 
cosas  que  son  su  objeto.  Hay,  en  efecto ,  facultades  otorgadas 
por  la  ley,  como  las  hay  otorgadas  por  particulares  ;  y  si 
estas  son  esencialmente  revocables  mientras  no  toman  el 
carácter  de  derechos  estipulados  ó  convencionales  ,  aquellas 
no  dejan  de  serlo  jamas ,  porque  el  legislador  no  contrata 
cuando  concede  una  facultad;  permite,  pero  no  se  obliga; 
conserva  siempre  el  poder  de  retirar  su  permiso ,  y  aquellos 
à  quienes  lo  retira  antes  de  que  hayan  hecho  uso  de  él ,  no 
tienen  pretesto  alguno  para  quejarse. 

IV.  Lo  que  decimos  de  la  simple  facultad  de  que  todavía 
no  se  ha  hecho  uso ,  i  puede  acaso  aplicarse  á  la  expectativa, 
esto  es ,  á  la  esperanza  que  por  razón  de  un  hecho  ya  pasado 
ó  por  cierto  estado  de  cosas  tenemos  concebida  de  gozar  de 
un  derecho  futuro?  En  otros  términos ,  ¿esta  esperanza  cons- 
tituye por  sí  misma  un  derecho  adquirido?  Esto  depende  de  la 
naturaleza  del  hecho  ó  del  estado  de  cosas  de  que  la  tenemos. 
Podemos  tenerla ,  con  efecto  :  —  Io.  de  la  voluntad  todavía 
mudable  y  ambulatoria  del  hombre;  —  2o.  de  una  ley  que 
el  legislador  que  la  creó  es  siempre  dueño  de  revocar  ;  — 
3o.  de  un  testamento  cuyo  autor  ha  fallecido  ;  —  4o.  final- 
mente, de  un  contrato. 

En  el  primero  y  segundo  caso ,  es  evidente  que  la  expec- 
tativa ó  esperanza  no  constituye  un  derecho  adquirido;  por- 
que no  puede  considerarse  como  adquirido  el  derecho  que 
no  se  ha  deferido  todavía  y  cuya  expectativa  no  se  apoya 
sino  en  un  asto  siempre  revocable.  Así  es  que  mientras  vive 
el  testador  que  ha  dispuesto  de  sus  bienes  con  arreglo  á  la 
ley  vigente ,  puede  una  nueva  ley  neutralizar  sus  disposi- 
ciones y  dejar  sin  efecto  la  esperanza  que  habian  formado 
los  herederos  instituidos  y  los  legatarios.  Así  es  que  mientras 
no  se  abre  una  sucesión  que  por  la  ley  existente  debe  per- 
tenecer en  todo  ó  en  parte  á  tal  persona,  puede  una  ley 
nueva,  estableciendo  otro  orden  de  suceder,  quitar  á  esta 
persona  la  esperanza  que  tenia  de  recoger  la  herencia. 

En  el  tercer  caso ,  no  puede  haber  expectativa  sino  en 
razón  de  alguna  condición  que  el  testador  hubiere  puesto  á 
la  institución  de  heredero  ó  á  la  manda  ó  legado;  pues  si  la 
institución  ó  la  manda  es  pura  y  simple  ,  no  habrá  ya  expec- 
tativa sino  derecho  adquirido,  aun  antes  de  la  aceptación  del 
heredero  ó  legatario.  Supongamos  pues  que  un  testador  que 
falleció  el  año  pasado ,  te  instituyó  su  heredero  bajo  la  con- 
dición de  que  se  verificase  tal  ó  tal  acontecimiento.  Mientras 
no  se  cumpla  la  condición ,  solo  tienes  la  expectativa  de  la 
¡sucesión  del  testador;  y  esta  expectativa  se  desvanecerá,  si 


antes  que  se  convierta  en  derecho  adquirido  por  el  cumpli- 
miento de  la  condición ,  llegares  á  fallecer.  Mas  si  estando 
todavía  pendiente  la  condición ,  sobreviene  una  ley  que  des- 
truye ó  limita  los  efectos  de  las  disposiciones  de  la  clase  de 
aquella  que  se  ha  hecho  en  tu  beneficio ,  no  por  eso  sufrirá 
ya  lesión  alguna  tu  institución,  porque  el  heredero  nombrado 
bajo  condición  adquiere  por  la  muerte  del  testador  y  por  la 
irrevocabilidad  de  que  entonces  se  reviste  su  testamento,  el 
derecho  de  recoger  la  herencia  en  caso  de  que  la  condición 
llegue  á  cumplirse.  Véase  Condición  en  sus  diferentes  ar- 
tículos. 

En  el  cuarto  caso ,  la  expectativa  que  resulta  de  un  con- 
trato ,  está  siempre  fuera  de  tiro  de  las  leyes  posteriores, 
porque  todo  contrato  forma  un  vínculo  legal  que  pone  á  los 
que  lo  suscriben  en  la  necesidad  de  dar  ó  hacer  aquello  á 
que  se  han  obligado  ;  y  no  importa  que  la  expectativa  de- 
penda de  una  condición  que  no  puede  cumplirse  absoluta- 
mente ó  que  no  puede  cumplirse  sino  después  de  una  mu- 
danza sobrevenida  en  la  legislación.  Esta  condición' tendrá 
sin  duda  pendiente  el  efecto  del  vínculo  legal  que  se  ha  for- 
mado por  el  contrato  :  ex  conditionali  stipulatione  tantiim 
spes  est  debitum  iri;  pero  no  puede  producir  la  disolución 
de  este  vínculo  sino  por  su  falta  de  cumplimiento ,  y  no  im- 
pide que  de  este  mismo  vínculo  resulte  desde  luego  un  de- 
recho adquirido  ,  en  el  sentido  de  no  poder  romperse  de 
otro  modo.  Esto  es  tan  cierto  ,  que  la  esperanza  que  consti- 
tuye esta  especie  de  expectativa  se  trasmite  regularmente  á 
los  herederos  del  que  la  ha  estipulado  :  Eamque  ipsam  spem 
in  hœredem  transmitlimus ,  si  priusquam  conditio  exlilerit , 
mors  conligerit;  §  k  ,  Inst.  de  verb.  obligal. 

V.  Mas  sobre  toda  esta  materia  hay  que  hacer  observa- 
ciones importantes;  y  es  preciso  considerar  el  principio  es- 
pecialmente con  respecto  á  la  capacidad  de  las  personas,  á 
los  contratos  ,  á  los  cuasi  contratos ,  á  los  testamentos ,  á  las 
sucesiones  intestadas ,  á  los  procedimientos  judiciales ,  á  las 
sentencias,  al  modo  de  ejecución  de  contratos  y  sentencias, 
á  los  delitos  y  cuasi  delitos ,  á  la  prescripción  ,  á  las  leyes 
interpretativas ,  á  las  leyes  correctivas  de  errores  introdu- 
cidos en  leyes  precedentes ,  y  á  las  leyes  que  no  hacen  mas 
que  proclamar  reglas  anteriormente  reconocidas  y  adoptadas. 

Io.  Capacidad  de  las  personas.  La  capacidad  de  las  per- 
sonas está  siempre  en  el  dominio  de  la  ley,  porque  no  es  otra 
cosa  que  el  resultado  del  estado  civil  de  las  mismas ,  el  cual 
estando  subordinado  al  interés  general,  puede  siempre  mo- 
dificarse por  el  legislador  en  razón  de  las  alteraciones  de  las 
costumbres  y  de  las  nuevas  necesidades  de  la  sociedad  :  de 
manera  que  por  efecto  de  una  nueva  ley  puede  una  persona 
que  era  capaz  para  tal  ó  tal  acto  hacerse  incapaz  para  él,  y 
de  incapaz  volverse  capaz ,  ó  permanecer  en  el  mismo  estado 
en  que  se  hallaba.  Así  es  que  si  se  diese  una  nueva  ley 
fijando  la  mayor  edad  á  los  veinte  años ,  todos  los  que  al 
tiempo  de  su  promulgación  los  hubiesen  cumplido  se  harían 
mayores  ipso  jure  y  gozarían  los  derechos  de  tales,  aunque 
ahora  no  pueden  serlo  sino  á  los  veinte  y  cinco  según  la  ley 
bajo  cuyo  imperio  han  nacido  ;  y  por  el  contrarío ,  si  habiendo 
una  ley  que  fijase  la  mayor  edad  á  los  veinte  años ,  como 
sucede  en  alguna  provincia  de  España ,  sobreviniere  otra 
nueva  que  la  llevase  á  los  veinte  y  cinco,  todas  las  personas 
que  no  llegasen  á  los  veinte  y  cinco ,  aunque  hubiesen  cum- 
plido ios  veinte ,  volverían  al  estado  de  menores  hasta  cum- 
plir los  veinte  y  cinco  años  de  edad  :  bien  que  todos  los 
contratos  y  demás  actos  que  hubiesen  hecho  en  calidad  de 
mayores  hasta  la  promulgación  de  la  nueva  ley,  serian  váli- 
dos y  surtirían  todos  sus  efectos. 

2o.  Contratos.  Desde  el  momento  en  que  se  ha  formado  el 
vínculo  de  un  contrato  ,  resultan  para  los  contrayentes  de- 
rechos y  obligaciones  que  las  leyes  posteriores  no  pueden 
ya  quitarles.  Su  validez  ó  nulidad  intrínseca  depende  única- 
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mente  de  la  ley  del  tiempo  en  que  fué  celebrado.  Por  con- 
siguiente, si  fué  válido  en  su  principio,  ya  no  puede  anu- 
larse bajo  pretesto  de  que  una  ley  posterior  vino  á  establecer 
nuevas  condiciones  que  no  se  observaron  en  él  ;  y  por  el 
contrario,  si  en  su  principio  fué  nulo  ,  ya  no  puede  validar- 
se bajo  pretesto  de  que  una  ley  posterior  viene  á  declarar 
inútil  una  condición  que  faltó  en  el  acto  de  su  celebración. 

Lo  que  se  ha  dicho  de  la  validez  ó  nulidad  del  contrato 
debe  aplicarse  también  á  su  mutabilidad  ó  inmutabilidad. 
Así  es  que  si  uno  de  los  cónyuges  hace  al  otro  una  donación, 
que  por  las  leyes  actuales  es  revocable ,  conservará  esta  do- 
nación su  carácter  de  revocabilidad,  aunque  después  venga 
otra  ley  que  haga  irrevocables  las  donaciones  entre  cón- 
yuges. 

De  la  misma  manera ,  las  formalidades  de  los  contratos 
dependen  únicamente  de  la  ley  del  tiempo  de  la  celebración, 
porque  la  ley  no  puede  querer  que  un  acto  se  haya  sujetado 
á  formas  que  no  eran  conocidas  cuando  se  hizo.  De  aquí  es 
que  si  uno  de  los  contrayentes  trata  de  probar  en  juicio  su 
contrato,  no  se  ha  de  atender  para  esta  prueba  á  la  ley  del 
tiempo  en  que  ejerce  la  acción,  sino  á  la  ley  del  tiempo  en 
que  se  verificaron  los  hechos  de  que  la  acción  trae  su  origen. 
Puede  muy  bien  una  ley  nueva  establecer  las  pruebas  que 
crea  mas  convenientes  con  respecto  á  los  contratos  que  en 
adelante  se  hicieren  ;  pero  no  puede  desechar  como  desnudo 
de  fuerza  probatoria  con  respecto  á  contratos  pasados  un 
instrumento  que  la  tenia  por  la  ley  del  tiempo  en  que  se  ce- 
lebraron, ni  tampoco  admitir  como  revestido  de  dicha  fuer- 
za un  instrumento  que  en  el  citado  tiempo  carecía  de  ella. 

Los  derechos  que  resultan  de  los  contratos ,  ora  sean 
actuales  y  efectivos,  ora  sean  solo  expectatives  y  eventua- 
les ,  están  asimismo  fuera  del  alcance  de  toda  ley  posterior. 
Esta  regla  se  aplica  no  solamente  á  los  pactos  espresos  en  el 
contrato ,  sino  también  á  los  que  se  sobrentienden  en  virtud 
de  la  ley  bajo  la  cual  se  ha  celebrado. 

Mas  aunque  los  derechos  actuales  ó  expectativos  que  re- 
sultan de  los  contratos  estén  fuera  del  alcance  de  toda  ley 
posterior ,  puede  sin  embargo  la  ley  posterior  sujetar  su 
ejercicio  para  en  adelante  á  las  formalidades ,  diligencias  y 
condiciones  que  estimare  convenientes ,  con  tal  que  estas 
formalidades,  diligencias  y  condiciones  no  dependan  de 
acontecimientos  ó  hechos  estraños  á  la  voluntad  de  las  par- 
tes á  quienes  las  impone  ,  ó  en  otros  términos ,  con  tal  que 
estas  partes  no  puedan  imputar  sino  á  su  propia  negligencia 
el  perjuicio  que  esperimenlaren  por  la  omisión  ó  falta  de 
cumplimiento  de  estas  condiciones  ,  diligencias  y  formali- 
dades. 3 

La  rescision  de  un  contrato  por  causa  de  dolo ,  de  violen- 
cia ,  de  error  ó  de  lesión ,  debe  juzgarse  con  arreglo  á  la  ley 
del  tiempo  de  la  celebración  del  contrato ,  y  no  por  la  ley 
del  tiempo  en  que  se  deduce  la  aeccion. 

Una  ley  que  introduce  nuevas  causas  de  resolución,  resci- 
sion ó  revocación  de  los  contratos",  no  es  aplicable  á  los 
contraíos  celebrados  bajo  el  imperio  de  otra  ley  diferente, 
si  estas  nuevas  causas  se  derivan  de  hechos  anteriores  á  la 
nueva  ley,  ó  de  hechos  que  siendo  posteriores  no  dependen 
de  la  voluntad  de  la  parte  contra  la  cual  se  quiere  pedir  la 
resolución;  pero  bien  puede  aplicarse  á  dichos  contratos,  si 
las  nuevas  causas  provienen  de  hechos  posteriores  á  la  nue- 
va ley  que  solo  dependan  de  la  voluntad  de  dicha  parte. 

Por  el  contrario,  una  ley  que  suprime  alguna  de-las  cau- 
sas de  resolución  que  admitíala  ley  anterior,  no  es  aplicable 
à  los  contratos  hechos  bajo  el  imperio  de  esta  ;  pues  si  bien 
puede  una  ley  introducir  para  la  resolución  del  contrato  ce- 
lebrado antes  de  su  publicación ,  causas  que  no  se  admitían 
por  la  ley  del  tiempo  del  contrato  ,  con  tal  que  se  deriven 
de  hechos  posteriores  y  dependientes  de  la  voluntad  de  la 
parte  contra,  quien  ha  de  intentarse  la  demanda  de  resolu- 


ción ,  no  puede  empero  abolir  las  causas  de  resolución  que 
existían  al  tiempo  en  que  el  contrato  fué  celebrado ,  ni  por 
consiguiente  impedir  que  estas  causas  continúen  producien- 
do su  efecto ,  aunque  no  se  entable  sino  después  de  su  pu- 
blicación la  acción  resolutoria.  i; 

5o.  Cuasi  contratos.  Los  cuasi  contratos  producen  obliga- 
ciones y  derechos  del  mismo  modo  que  los  contratos;  y  por 
consiguiente  tales^ibligaciones  y  derechos  se  hallan  asimis- 
mo fuera  de  tiro  de  las  leyes  posteriores.  Así  que  si  en  la 
tutela  ,  que  es  un  cuasi  contrato  entre  el  tutor  y  el  pupilo , 
dispusiere  una  nueva  ley  que  los  tutores  no  estén  obligados 
á  dar  fianzas ,  no  por  eso  quedará  relevado  de  ellas  el  tutor 
legítimo  ó  dativo  que  hubiese  sido  nombrado  bajo  el  imperio 
de  la  ley  actual  que  impone  esta  obligación  ;  y  si  por  el  con- 
trario .  se  diere  una  ley  para  obligar  á  los  tutores  testamen- 
tarios á  dar  fianzas  del  mismo  modo  que  los  legítimos  y  da- 
tivos ,  no  estarán  obligados  á  darlas  los  que  ya  lo  fueren 
antes  de  la  publicación  de  la  nueva  ley  :  la  razón  es,  por- 
que en  la  primera  hipótesis  los  pupilos  han  adquirido  ya  un 
derecho  de  que  no  se  les  puede  privar  ,  y  en  la  segunda  no 
se  puede  imponer  á  los  tutores  una  obligación  que  no  han 
contraido  por  su'aceptacion  del  cargo. 

!í°.  Testamentos.  El  testamento  no  es  un  acto  perfecto,  ni 
tiene  fuerza ,  ni  da  derechos ,  sino  después  de  la  muerte  del 
testador  ;  y  de  aquí  es  que  no  solo  puede  revocarse  por  el 
testador  mientras  viviere ,  sino  que  quedará  absolutamente 
nulo  por  la  incapacidad  de  testar  en  que  incurriere  el  testa- 
dor á  virtud  de  la  ejecución  de  una  ley  penal  sobrevenida 
antes  de  su  muerte ,  y  perderá  todos  ó  parte  de  sus  efectos 
por  una  nueva  ley  publicada  después  del  testamento  y  an- 
tes de  la  muerte  del  testador  que  declare  incapaces  de  reci- 
bir la  herencia  ó  los  legados  á  las  personas  á  quienes  se  han 
dejado,  ó  que  limite  y  restrinja  la  facultad  de  los  testadores 
para  disponer  de  sus  bienes.  Véase  lo  que  acabamos  de  de- 
cir mas  arriba. 

No  se  sigue  de  estos  principios ,  que  el  testamento  otor- 
gado con  las  formalidades  prescritas  por  la  ley  actual,  haya 
de  quedar  nulo  por  una  ley  subsiguiente  que  viviendo  toda- 
vía el  testador  establezca  otras  formalidades  mas  complica- 
das; porque  si  bien  el  testamento  no  es  mas  que  una  cosa 
empezada  ,  pendens  negotium ,  en  todo  lo  relativo  á  la  capa- 
cidad de  disponer  y  de  recibir  y  al  fondo  de  sus  disposicio- 
nes mientras  no  muere  el  testador,  se  considera  empero  una 
cosa  consumada  en  cuanto  à  su  forma  y  pertenece  por  lo 
mismo  à  lo  pasado  desde  que  se  halla  revestido  de  las  so- 
lemnidades prescritas  por  la  ley  del  tiempo  de  su  otorga- 
miento. Es  claro  que  esta  doctrina  debe  ceñirse  al  caso  de 
que  la  ley  que  introduce  nuevas  formalidades  para  los  testa- 
mentos ,  guarda  silencio  sobre  los  testamentos  hechos  con 
arreglo  á  las  formalidades  anteriores;  pues  si  declarase  que 
no  reconocería  otros  testamentos  que  los  que  estuviesen  he- 
chos según  la  nueva  forma,  habrían  de  rehacerse  los  testa- 
mentos otorgados  según  la  antigua  por  los  testadores  que 
todavía  viviesen ,  sin  que  por  eso  se  pudiese  llamar  retroac- 
tiva la  ley  ,  pues  que  á  nadie  quitaba  derechos  adquiridos. 

Mas  supongamos  un  testamento  que  debería  declarado 
nulo  por  carecer  de  algunas  de  las  formalidades  prescritas 
por  la  ley  bajo  cuyo  imperio  se  ha  otorgado  :  ¿se  hará  válido 
por  ventura,  si  antes  de  la  muerte  del  testador  sobreviene 
una  ley  que  para  la  validez  de  las  disposiciones  de  última 
voluntad  se  contenta  con  las  formalidades  de  que  está  reves- 
tido? Dícese  por  la  afirmativa  que  el  testador,  por  el  mero 
hecho  de  dejar  subsistir  su  testamento  bajo  la  nueva  ley ,  so 
supone  haberlo  otorgado  de  nuevo  en  la  forma  que  esta 
prescribe.  Pero  si  se  admite  esta  suposición,  ¿qué  razón  ha- 
brá para  no  suponer  ,  en  el  caso  inverso ,  que  el  testador 
que  sobrevive  á  una  ley  por  la  cual  se  establecen  formali- 
dades que  no  observó  en  el  testamento  que  hizo  antes  de  su 
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publicación ,  so  entiende  haber  desistido  de  él  por  el  mero 
hecho  de  no  haberle  dado  la  nueva  forma  que  se  exige?  Nin- 
guna por  cierto  ;  y  sin  embargo  acabamos  de  ver  que  el 
testamento  revestido  de  la  forma  prescrita  por  la  ley  que 
estaba  en  vigor  al  tiempo  de  su  otorgamiento,  no  se  anula 
por  efecto  de  una  ley  nueva  que  viviendo  el  testador  sujeta 
los  actos  de  última  voluntad  á  otra  forma  diferente.  Forzoso 
es  pues  que ,  por  reciprocidad ,  el  testamento  desnudo  de  la 
forma  prescrita  por  la  ley  del  tiempo  en  qro  se  hizo  ,  quede 
nulo  aun  despues  que  una  nueva  ley  declare  suficiente  para 
en  adelante  la  forma  de  que  se  halla  revestido.  En  efecto  , 
así  en  un  caso  como  en  otro  ,  el  testamento  es  en  cuanto  á 
su  forma  una  cosa  consumada  cuando  aparece  la  nueva  ley. 
No  se  puede  sacar,  pues,  de  la  nueva  ley  un  argumento  mas 
fuerte  para  validarlo  que  para  anularlo. 

La  ley  que  declara  capaz  de  testar  al  individuo  que  antes 
era  incapaz ,  ¿hace  válido  el  testamento  que  este  habia  otor- 
gado en  su  estado  de  incapacidad  ?  La  negativa  es  una  con- 
secuencia necesaria  de  la  regla  general  que  para  hacer  tes- 
tamento válidamente  exige  capacidad  en  el  momento  mismo 
en  que  se  hace. 

La  ley  que  repone  al  testador,  antes  de  su  muerte  ,  en  la 
capacidad  que  tenia  cuando  testó ,  y  de  que  una  ley  inter- 
media le  habia  privado,  ¿revalida  su  testamento?  Lo  reva- 
lida en  efecto  ,  porque  para  decidir  si  un  testador  ha  dis- 
puesto válidamente,  no  debe  atenderse  sino  á  dos  tiempos  , 
esto  es ,  al  del  otorgamiento  y  al  de  la  muerte ,  sin  tomar  en 
cuenta  los  acontecimientos  que  en  el  intervalo  del  uno  al  otro 
han  producido  en  sus  disposiciones  un  vicio  ó  defecto  que 
no  existia  en  el  primero  ni  se  encontraba  en  el  segundo.  So~ 
lemus  dicere  media  témpora  non  nocere  :  ut  pula ,  civis  ro- 
manus  hceres  scriptus,  vivo  testatore  facíus  peregrinas ,  mox 
civiíalem  romanam  pcrvenit;  media  témpora  non  nocent. 
Tales  son  las  palabras  de  la  ley  .6,  §  2,  D.  de  hœred.  inslit. 
La  ley  49,  §  1 ,  del  mismo  titulo  dice  igualmente  que  medio 
iempore  inter  factum  testamentun  et  mortem  teslaloris,  mu- 
lalio  juris  hœredi  non  nocet. 

5o.  Sucesiones  intestadas.  La  ley  del  tiempo  en  que  se 
abre  una  sucesión  ab  intestalo ,  esto  es ,  del  tiempo  en  que 
muere  la  persona  intestada ,  es  la  única  que  determina 
quiénes  son  los  que  deben  recoger  la  herencia,  y  cuál  es  el 
derecho  de  cada  uno  de  los  llamados  en  los  bienes  de  que  se 
compone.  Así  pues ,  la  esperanza  que  pudieran  haber  con- 
cebido á  la  herencia  otras  personas  en  virtud  de  una  ley 
anterior,  quedaría  desvanecida  con  la  publicación  de  la  nue- 
va ley,  porque  tal  esperanza  no  formaba  un  derecho  adqui- 
rido ,  como  ya  se  ha  insinuado  roas  arriba;  y  por  la  contra- 
ria razón  ,  si  después  de  la  muerte  de  la  persona  intestada 
sobreviniese  otra  ley  que  variase  el  orden  de  suceder  ,  no 
podría  ya  privar  de  los  bienes  hereditarios  á  las  personas 
llamadas  por  la  ley  del  tiempo  de  dicha  muerte  ,  aunque  to- 
davía no  los  hubiesen  aceptado  ,  pues  que  tenian  ya  adqui- 
rido en  ellos  un  derecho  que  hacia  parte  de  su  patrimonio. 
Mas  si  una  ley  publicada  después  de  la  muerte  del  intestado 
prescribiese  otra  forma  ó  modo  de  hacer  la  aceptación  ó  la 
Iiq»idacion  y  partición  de  la  herencia  ,  la  nueva  ley  seria  y 
no  la  antigua  la  que  habría  de  servir  de  regla  para  estos 
actos.  ® 

6o.  Procedimientos  judiciales.  Como  los  procedimientos 
por  razón  de  su  naturaleza  no  son  ni  pueden  ser  simultáneos 
sino  sucesivos  ,  pertenecen  á  lo  pasado  y  á  lo  venidero  : 
compuestos  de  muchos  actos  que  se  hacen  sucesivamente  y 
á  diferentes  intervalos,  pertenecen  á  lo  pasado  respecto  de 
los  actos  que  han  precedido  á  la  nueva  ley  que  muda  la  for- 
ma de  proceder,  y  á  lo  venidero  por  todos  aquellos  que  de- 
ben subseguirla.  Así  que  ,  no  puede  la  ley,  sin  hacerse  re- 
troactiva ,  declarar  nulos  los  actos  anteriores  de  un  proceso 
que  se  empezó  con  arreglo  á  la  ley  precedente. 


Sin  embargo  ,  como  la  ley  tiene  á  su  disposición  el  por- 
venir, no  está  siempre  obligada  á  mantener  los  efectos  ds 
estos  actos  ;  y  es  necesario  distinguir  bajo  este  aspecto  entre 
los  actos  consumados  y  los  que  solo  están  empezados.  Si  los 
actos  están  consumados,  como  por  ejemplo  si  una  providen- 
cia de  citación  se  ha  notificado  válidamente  ,  si  se  ha  inter- 
puesto en  debida  forma  una  apelación ,  si  se  ha  admitido  la 
recusación  propuesta  contra  un  juez,  si  se  ha  procedido  á 
una  información  ó  á  una  inspección  ocular,  no  podrá  deses- 
timarlos la  nueva  ley  ni  quitarles  los  efectos  que  hubieran 
tenido  bajo  la  ley  anterior-  Mas  si  solamente  son  actos  em- 
pezados, puédela  nueva  ley  cambiar  la  dirección  ó  giro  que 
debian  tener  según  la  antigua  ,  y  ordenar  que  el  proceso 
entablado  antes  de  su  publicación  se  continúe  por  otros  jue- 
ces ó  en  otra  forma  diferente. 

Si  pues  la  nueva  ley  no  dispone  otra  cosa ,  á  ella  es  á  la 
que  deben  arreglarse,  en  los  procesos  principiados  antes  de 
su  publicación,  todos  los  actos  que  se  hagan  posteriormente. 
Decimos  ,  si  no  dispone  otra  cosa,  porque  puede  muy  bien 
dejar  obrar  las  leyes  anteriores  sobre  los  actos  subsiguientes 
de  un  proceso  que  se  comenzó  bajo  su  imperio.  Así  es  eme 
Justiniano  ,  por  su  Novela  US ,  cap.  1 ,  quiso  que  los  nego- 
cios llevados  por  apelación  ante  los  tribunales  superiores  se 
instruyesen  y  juzgasen  allí  en  la  misma  forma  que  lo  habían 
sido  en  primera  instancia. 

Diràse  tal  vez  que  el  proceso  no  puede  ser  un  agregado 
incoherente  de  autos  y  diligencias  entre  las  cuales  no  haya 
conexión  alguna;  que  por  el  contrario  y  según  su  naturale- 
za ,  los  actos  subsiguientes  deben  derivarse  de  los  que  pre- 
ceden, pues  que  no  son  sino  su  desarrollo;  y  que  por  lo 
tanto  seria  un  absurdo  introducir  una  nueva  forma  en  las 
causas  ya  pendientes,  y  deducir  délos  primeros  actos  de  la 
causa  consecuencias  que  no  podían  estar  contenidas  ni  aun. 
previstas  en  ella.  Pero  esto  no  prueba  otra  cosa  sino  que 
hay  casos  en  que,  al  establecer  una  nueva  forma  de  proce- 
der, debe  ordenar  la  sabiduría  del  legislador,  que  en  los 
negocios  anteriormente  comenzados  se  siga  la  forma  pres- 
crita por  las  leyes  precedentes.  No  habiéndose  puesto  esta 
escepcion  ,  no  está  en  el  arbitrio  de  los  jurisconsultos  ni  de 
los  magistrados  el  suplirla  contra  la  regla  general  de  que  las 
leyes  deben  llevarse  á  efecto  desde  su  publicación. 

Aunque  después  de  publicada  una  ley  que  varía  la  forma 
de  los  procedimientos,  deben  arreglarse  á  ella  todos  los  actos 
posteriores  de  la  causa  que  se  habia  principiado  antes,  á  no 
ser  que  otra  cosa  se  hubiese  dispuesto  en  la  misma;  no 
por  eso  ha  de  decirse,  que  cuando  una  ley  introduce  para 
la  persecución  de  ciertos  delitos  nuevas  reglas  de  compe- 
tencia ,  queda  privado  ipso  jure  de  continuar  entendiendo 
en  un  delito  de  esta  naturaleza  el  tribunal  que  anteriormente 
habia  tomado  conocimiento  de  él.  Puede  quitárselo,  si  quie- 
re ,  la  nueva  ley  ;  pero  mientras  así  no  lo  haga  ,  .se  supone 
que  se  lo  deja,  porque  es  regla  general  que  todo  juicio  debe 
terminarse  donde  se  empezó  :  Ubi  acceplum  est  semeljudi- 
cium,  ibi  et  finem  accipere  débet;  ley  50,  D.  dejudiciis. 

7°.  Sentencias.  Una  sentencia  forma  entre  las  partes  liti- 
gantes una  especie  de  contrato  :  ut  in  slipulalione  contra- 
hitur,  Ha  judicio  contrahi,  dice  la  ley  5,  §  11,  D.  de  pecu- 
lio ;  y  por  eso  la  acción  judicati,  de  cosa  juzgada ,  esto  es,  la 
acción  que  á  la  parte  que  ha  obtenido  una  sentencia  ,  con- 
fiere la  ley  para  hacerla  ejecutar,  es  siempre  personal ,  ya 
sea  de  la  misma  naturaleza  ó  puramente  real  la  acción  ori- 
ginaria; ad  quam  executionem  oblinendam  (dice  Voet,  sobro 
el  Digesto ,  tít.  de  re  judicata  ,  n.  50)  comparala  fuit  ex  jure 
civili  aclio  judicati,  si  condemnalus  sua  sponte  non  parercl 
judicato....,  non  modo  locum  habens,  si  condemnatio  ex  ac~ 
tione  in  personam  secuta  sit ,  sed  et  si  ex  aclionc  in  rem. 
Proviene  este  principio  de  que  los  que  entran  en  litigio  ante 
un  tribunal,  se  entiende  que  se  someten  à  su  decisión,  re- 
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servándose  empero  todas  las  vias  de  derecho  que  la  ley 
concede  para  reformarla.  De  aquí  es,  que  las  razones  que 
ponen  á  los  contratos  fuera  del  alcance  de  las  leyes  posterio- 
res ,  militan  igualmente  para  que  no  se  anule  una  sentencia 
¡bajo  pretesto  de  no  ser  conforme  á  una  ley  posterior  que 
establece  nuevas  reglas  sobre  las  condiciones  y  formalida- 
des requeridas  para  su  validez  intrínseca  ó  para  que  haga 
plena  fe  el  instrumento  que  la  contiene. 

Lo  mismo  debe  decirse  en  cuanto  á  los  efectos  de  las  sen- 
tencias que  se  han  pronunciado  antes  que  una  nueva  ley 
Jos  arreglase  de  otro  modo.  —  Por  la  propia  razón,  la  ley  del 
tiempo  de  la  sentencia  es  á  la  que  debe  acudirse  para  deci- 
dir si  dicha  sentencia  es  ó  no  susceptible  de  oposición ,  y 
cuáles  son  en  su  caso  las  vias  ó  recursos  que  hay  para  ata- 
carla. —  Y  por  la  razón  inversa,  la  sentencia  que  según  la 
ley  del  tiempo  en  que  se  dio  ,  era  susceptible  de  alguna  es- 
cepcion  de  parte  del  condenado  ,  no  puede  dejar  de  serlo 
por  efecto  de  una  ley  posterior.  —  El  mismo  principio  nos 
conduce  naturalmente  á  sentar,  que  la  ley  que  suprime  al- 
guno de  los  medios  ó  recursos  que  habia  contra  las  senten- 
cias, no  puede  impedir  que  las  sentencias  anteriores  queden 
sujetas  al  nuevo  juicio  que  abria  á  las  partes  condenadas  la 
ley  del  tiempo  en  que  se  dieron. 

8o.  Ejecución  de  contratos  y  sentencias.  Los  derechos  que 
al  publicarse  una  nueva  ley  tenemos  ya  adquiridos  sobre  la 
materia  de  que  trata,  son  en  cuanto  al  fondo  independientes 
de  las  nuevas  reglas  que  la  misma  establece,  porque  bajo 
este  aspecto  pertenecen  á  lo  pasado  :  mas  en  cuanto  al  modo 
de  su  ejecución  pertenecen  al  porvenir,  y  de  consiguiente 
no  es  sino  la  nueva  ley  la  que  sobre  este  punto  debe  tomarse 
por  guia.  Esta  doctrina  no  solo  es  aplicable  al  modo  de  ha- 
cer efectivos  los  contratos ,  sino  también  al  modo  de  hacer 
efectivas  las  sentencias.  Sin  embargo ,  al  establecer  una 
nueva  forma  de  ejecutar  los  contratos  ó  sentencias  ,  puede 
la  ley  esceptuar  los  contratos  celebrados  ó  las  sentencias 
dadas  antes  de  su  publicación. 

9o.  Delitos  y  cuasi  delitos.  En  los  delitos  es  necesario  dis- 
tinguir entre  la  acción  pública  y  la  acción  civil.  Se  ha  dicho 
mas  arriba  ,  que  en  materia  civil  no  debe  aplicarse  á  los  he- 
chos anteriores  á  la  nueva  ley,  en  todo  lo  relativo  al  fondo 
de  ellos,  sino  la  ley  del  tiempo  en  que  acaecieron.  Blas  en 
rrrateria  criminal,  cuando  solo  se  trata  de  la  vindicta  pública, 
no  se  debe  aplicar  la  ley  del  tiempo  del  delito  sino  en  caso 
de  ser  menos  rigurosa  que  la  publicada  después  ;  y  el  hecho 
calificado  de  delito  por  la  ley  del  tiempo  en  que  se  cometió, 
no  debe  castigarse  ,  si  antes  de  intervenir  contra  su  autor 
una  sentencia  pasada  en  autoridad  de  cosa  juzgada  ,  se  pro- 
mulga una  ley  que  lo  declara  esento  de  pena. 

Esta  regla  se  funda  en  dos  razones.  La  primera  es  que, 
como  se  ha  establecido  mas  arriba  ,  no  hay  refcroactividad 
en  una  ley  sino  cuando  muda  lo  pasado  en  perjuicio  de  las 
personas  que  son  objeto  de  sus  disposiciones;  que  se  ha 
prohibido  en  beneficio  de  los  acusados  el  dar  retroacción  á 
las  leyes  penales  ;  y  que  no  se  puede  convertir  esta  prohibi- 
ción contra  ellos.  La  segunda  es  que  si  la  ley  nueva  ha 
prescrito  penas  mas  graves  que  la  antigua,  no  lo  ha  hecho 
sino  para  prevenir  con  mas  seguridad  los  delitos  ;  que  no 
puede  influir  sobre  los  delitos  anteriormente  cometidos  ;  que 
para  producir  su  efecto  ,  basta  que  alcance  á  todos  aquellos 
que  en  adelante  despreciaren  sus  amenazas  ;  y  que  si  la  ley 
nueva  es  mas  suave  que  la  antigua ,  seria  demasiado  rigor 
aplicar  una  pena  que  el  legislador  mismo  ha  tenido  por  es- 
cesiva ,  debiendo  ademas  evitarse  el  eslraño  espectáculo  de 
dos  reos  de  un  mismo  delito,  de  los  cuales  el  uno  fuese  cas- 
tigado con  mas  severidad  que  el  otro  por  solo  el  hecho  de 
haber  delinquido  aquel  por  la  mañana  y  este  por  la  tarde. 

Si  la  pena  mas  dura  de  la  ley  antigua  se  hubiere  impuesto 
ya  por  una  sentencia  pasada  en  autoridad  de  cosa  juzgada  , 


no  se  entiende  que  la' nueva  ley  la  reduce  ipso  jure  sin  que 
se  esplique  formalmente  ;  porque  una  vez  pronunciada  y  pa- 
sada en  cosa  juzgada  la  condenación  penal ,  solo  un  acto 
espreso'y  especial  del  soberano  puede  impedir  sus  efectos.- 

En  cuanto  á  las  acciones  civiles  que  nacen  de  los  delitos 
ó  cuasi  delitos  ,  no  solo  no  puede  la  nueva  ley  destruir  ni 
modificar  las  sentencias  pasadas  en  autoridad  de  cosa  juz- 
gada, sino  que  ni  aun  puede  influir  de  modo  alguno  en  las 
sentencias  que  todavía  no  se  hubiesen  pronunciado  sobre 
hechos  anteriores  á  su  publicación.  En  estas  acciones  no  se 
trata  de  la  vindicta  pública  ,  cuya  medida  solo  ha  de  arre- 
glarse por  el  interés  de  la  sociedad  ,  sino  de  la  indemniza- 
ción á  que  tiene  derecho  toda  persona  que  se  encuentra 
perjudicada  por  el  hecho  de  otro;  y  este  hecho  que  se  ha 
verificado  bajo  el  imperio  de  una  ley  que  lo  sujetaba  á  la 
acción  de  daños  y  perjuicios  ,  pertenece  necesariamente  á 
lo  pasado ,  y  está  por  lo  tanto  fuera  del  alcance  de  toda  ley 
posterior. 

Nos  hemos  contraído  en  este  número  al  caso  de  que  haya 
dos  leyes  diferentes,  una  del  tiempo  del  delito  ó  cuasi  de- 
lito, y  otra  del  tiempo  en  que  se  pide  su  castigo  oía  indem- 
nización de  los  perjuicios  que  haya  causado.  Mas  ¿qué  será, 
si  en  el  primer  tiempo  no  habia  ninguna  ley?  A  esta  pre- 
gunta responde  Pufendorf ,  que  como  es  imposible  que  los 
legisladores  espresen  todos  los  casos  que  la  malicia  humana 
es  capaz  de  producir,  debe  atenderse  á  las  máximas  de  la 
razón  y  de  la  ley  natural  que  son  un  suplemento  perpetuo 
de  las  leyes  civiles  ;  de  manera  que  puede  castigarse  ,  aun 
antes  que  haya  leyes  penales,  según  el  arbitrio  y  prudencia 
del  juez;  y  en  este  sentido  deben  esplicarse  las  palabras  de 
Cicerón  cuando  dice  que  ninguna  ley  surte  su  efecto  por  lo 
pasado  ,  á  menos  que  recaiga  sobre  una  cosa  tan  infame  y 
criminal  por  sí  misma  que  aun  sin  haber  ley  debiese  todo 
hombre  abstenerse  de  ella  :  Ñeque  in  ulla  lege  prceterilum 
lempus  rcprehendüur,  nisi  ejus  rei,  quœ  sua  sponte acelérala 
ac  nefaria  est ,  ut  eliam  si  lex  non  esset ,  magnopere  vitanda 
fuerit  ;  Orat.  in  Verrem,  lib.  1 ,  cap.  42.  Véase  el  Derecho 
natural  y  de  gentes  de  Pufendorf,  lib.  8,  cap.  3,  §  16. 

10.  Prescripción.  Como  la  prescripcion,miéntras  no  está 
cumplida  ,  es  solamente  una  simple  esperanza  en  el  tiempo 
futuro  ,  parece  que  una  nueva  ley  que  se  diere  después  de 
haberse  principiado  y  antes  de  haberse  cumplido ,  puede 
mudarla  y  modificarla  ,  sin  que  por  eso  se  diga  que  se  hace 
retroactiva,  pues  que  no  hay  todavía  un  derecho  adquirido. 
Sin  embargo,  el  código  civil  de  Francia  en  su  artículo  2281, 
aplicando  el  principio  de  que  la  ley  no  tiene  efecto  retroac- 
tivo, estableció  que  las  prescripciones  que  habían  comenzado 
antes  de  la  época  de  la  publicación  del  título  en  que  se 
contiene  dicho  artículo ,  se  arreglasen  por  las  disposiciones 
de  las  leyes  antiguas  ;  y  así  es  que  aunque  bajo  el  imperio 
de  dicho  código  haya  trascurrido  el  tiempo  determinado  por 
él  para  las  prescripciones',  no  se  han  tenido  por  adquiridas 
las  principiadas  anteriormente  hasta  después  de  haber  pa- 
sado el  tiempo  mas  largo  que  las  antiguas  leyes  designaban. 

11.  Leyes  interpretativas.  Las  leyes  interpretativas,  esto 
es,  aquellas  que  esplican  una  ley  anterior  cuyo  sentido  es 
dudoso  ú  obscuro,  deben  surtir  su  efecto  desde  el  día  de  la 
promulgación  de  la  ley  que  declaran,  porque  se  identifican 
con  la  ley  interpretada  y  se  consideran  con  la  misma  fecha  ó 
data  que  ella.  Lex  declaratoria  omnis  (dice  Bacon,  aforismo 

-Si,)  Uccl  non  habeat  verba  de  prœlerilo,  tamen  ad  prœlcrita 
ipsa  vi  declarationis  omnino  trahilur.  Non  enim  tune  incipit 
inlcrprclalio  cümdeclaratur,  sed  efficitur  tamquam  contem- 
poránea ipsi  legi.  Ilaque  leges  declaratorias  ne  ordinalo, 
nisi  in  casibus ,  ubi  leges  cum  juslilia  relrospiccre  possint. 
Sin  embargo  ,  la  retroacción  ,  si  así  puede  llamarse  ,  de  las 
leyes  interpretativas  no  perjudica  á  las  sentencias  pasadas 
en  autoridad  de  cosa  juzgada ,  ni  á  las  transacciones  hechas 
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durante  la  obscuridad  de  la  ley  interpretada,  las  cuales  por 
consiguiente  conservan  toda  su  fuerza. 

Las  leyes  que  corroboran  y  confirman  la  verdadera  in- 
tención de  los  actos  é  instrumentos  contra  los  defectos  de 
las  fórmulas  ó  solemnidades ,  se  retrotraen  igualmente  con 
mucha  razón  á  lo  pasado  ;  pues  lejos  de  tener  estas  leyes 
confirmatorias  el  vicio  principal  que  se  atribuye  á  las  re- 
troactivas, que  es  el  de  turbar  á  uno  en  los  derechos  ya  ad- 
quiridos ,  se  proponen  por  lo  contrario  el  objeto  de  asegurar 
la  paz  y  dar  firmeza  á  las  transacciones.  Debe  cuidarse ,  sin 
embargo,  de  que  se  respeten  las  cosas  ya  juzgadas.  Legos, 
qtiœ  aclorum  et  instrumenter um  veras  intenliones  (dice 
Bacon,  aforismo  49),  contra  formularum  aut  solemnüatum 
defeclus  roborant  et  confirmant ,  rectissimè  prœterita  com- 
pleclanlur.  Legis  enim  quœ  retrospicit,  vilium  vel  prœcipuum 
est,  qitod  perturbet.  At  hujusmodi  leges  confirmatorios  ,  ad 
pacem  et  stabilimenlum  corum  quœ  transada  sunt,  spectant. 
Cavendum  lamen  est,  ne  convellanlur  res  judicatœ. 

12.  Leyes  que  rectifican  errores  de  otras.  Cuando  una 
nueva  ley  reforma  otra  ley  anterior  rectificando  un  error 
que  en  esta  se  habia  cometido ,  se  retrotrae  al  tiempo  de  la 
ley  corregida,  y  abraza  de  consiguiente  el  tiempo  intermedio. 
Así  lo  sientan  algunos  jurisconsultos  :  mas  otros  distinguen 
dos  especies  de  errores  ,  que»  pueden  deslizarse  en  una  ley, 
y  ser  objeto  de  otra  que  los  rectifique.  Puede  suceder,  dicen , 
que  el  error  no  exista  sino  en  la  redacción  de  la  ley,  y  sea 
solo  efecto  de  una  equivocación  del  que  la  estendió  ;  ó  que 
exista  en  el  fondo  mismo  de  la  ley,  y  sea  el  legislador  el  que 
lo  hubiese  cometido. 

En  el  primer  caso ,  quieren  que  la  rectificación  del  error 
no  tenga  efecto  retroactivo ,  y  que  por  lo  tanto  hasta  la  pu- 
blicación de  la  ley  correctoria  deba  servir  de  regla  la  ley 
errónea,  no  como  ley  verdadera,  sino  como  ley  putativa, 
por  tener  todas  las  cualidades  esteriores  de  un  acto  legis- 
lativo ,  y  en  virtud  del  principio  que  sirve  de  base  á  la  fa- 
mosa ley  romana  Barbarius  Philippus ,  ley  5 ,  D.  de  officio 
prcetorum.  Sin  embargo  ,  si  se  tratase  de  una  ley  penal ,  y 
á  resultas  del  descuido  del  que  la  redactó  se  encontrasen 
agravadas  las  condenaciones  anteriores  á  la  rectificación  ; 
debería  tener  efecto  retroactivo  la  ley  rectificadora  ,  porque 
entonces  no  habria  derecho  adquirido  á  favor  de  una  parte 
privada ,  y  no  podría  el  cuerpo  social  prevalerse  de  la  equi- 
vocación de  uno  de  sus  agentes  para  mantener  condenaciones 
demasiado  rigurosas;  de  suerte  que  los  tribunales  habrían 
de  reformar  el  esceso  de  penas  á  que  el  error  hubiese  dado 
lugar  en  las  sentencias  ya  pronunciadas. 

En  el  segundo  caso ,  por  errónea,  injusta ,  inmoral  ó  im- 
política que  sea  en  el  fondo  la  ley,  no  por  eso  deja  de  tener 
fuerza  obligatoria  mientras  no  sea  reformada  ;  y  de  consi- 
guiente los  derechos  que  haya  podido  conferir  á  ciertas  per- 
sonas ,  son  ya  derechos  adquiridos  de  que  no  se  las  puede 
despojar.  La  ley  pues  que  la  reforme,  no  tiene  por  sí  misma 
efecto  retroactivo  :  tendrálo  sin  duda  si  declara  la  ley  pre- 
cedente como  no  dada;  pero  si  se  contenta  con  abrogarla  , 
deja  evidentemente  las  cosas  en  el  estado  en  que  esta  las 
habia  puesto. 

13.  Leyes  qué  proclaman  reglas  ó  máximas  anteriormente 
admitidas  como  razón  escrita.  Cuando  una  nueva  ley  no  hace 
mas  que  proclamar  ó  establecer  una  regla  ,  máxima ,  cos- 
tumbre, axioma  ó  principio  que  ya  se  reconocía  en  derecho, 
tiene  efecto  retroactivo  ,  y  abraza  por  consiguiente  los 
tiempos  pasados  ,  porque  se  reduce  á  dar  su  sanción  á  una 
regla  ó  principio  que  anteriormente  se  observaba  ó  debía 
observarse.  «  Aunque  las  leyes  arbitrarias  (dice  Domat, 
en  su  Tratado  de  las  leyes,  cap.  12,)  no  surtan  su  efecto  sino 
para  lo  venidero  ;  si  lo  que  ordenan  se  encuentra  conforme 
al  derecho  natural  ó  á  cualquiera  ley  arbitraria  que  estu- 
viese en  uso ,  tienen  con  respecto  á  lo  pasado  el  efecto  que 


pueden  darles  su  conformidad  y  su  relación  con  el  derecho 
natural  y  con  las  antiguas  reglas;  y  sirven  también  para 
interpretarlas,  del  mismo  modo  que  las  antiguas  regias 
sirven  para  la  interpretación  de  las  que  nuevamente  se  esta- 
blecen ,  siendo  así  como  las  leyes  se  sostienen  y  esplican 
mutuamente  unas  á  otras.  »  Viene  también  aquí  muy  al  caso 
el  texto  que  mas  arriba  hemos  citado  de  Mr.  Dupin,  en  que 
se  sienta  el  principio  de  que  debe  darse  retroacción  á  las 
leyes  que  declaran  el  derecho  natural. 

VI.  Por  las  doctrinas  que  hemos  espuesto  en  este  artículo 
se  echa  de  ver  cuan  difícil  y  complicada  es  la  aplicación  de! 
principio  de  la  no-relroaccion  de  las  leyes,  que  tan  fácil  v 
sencillo  aparece  á  primera  vista.  Concluiremos  diciendo", 
que  algunos  creen  que  la  regla  y  sus  modificaciones  pueden 
comprenderse  en  una  sola  proposición,  en  que  se  esprese, 
que  las  leyes  no  tienen  efecto  retroactivo,  á  no  ser  que  bene- 
ficien á  los  individuos  ó  á  la  causa  pública ,  sin  perjudicar 
el  derecho  de  tercero  ya  adquirido. 

EFECTOS  civiles.  Los  derechos  y  ventajas  de  que  gozan 
los  regnícolas  en  virtud  de  las  leyes  civiles  y  políticas  del 
Estado ,  como  el  derecho  de  testar ,  de  suceder,  de  poseer 
oficios ,  etc.  Véase  Derechos  civiles. 

EFECTOS  públicos.  Las  rentas  creadas  por  el  Gobierno, 
y  los  billetes  ó  papeles  del  Estado  que  en  diferentes  épocas 
se  han  introducido  en  el  comercio.  Véase  Bolsa. 

EFORO.  Magistrado  establecido  en  Esparta  para  contra- 
pesar el  poder  de  los  reyes. 

EJ 

EJECUCIÓN.  El  acto  de  poner  por  obra  alguna  cosa  ; 
—  y  la  aprehensión  que  se  hace  en  la  persona  ó  bienes  del 
deudor  moroso ,  por  mandamiento  del  juez  competente , 
para  satisfacer  á  los  acreedores.  Trabar  ejecución  es  hacer 
embargo  en  los  bienes  del  deudor  para  el  pago  de  la  deuda 
y  costas  que  ocurranTVéase  Instrumento  ejecutivo,  y  Juicio 
ejecutivo. 

EJECUCIÓN  de  sentencia.  El  acto  de  llevar  á  efecto 
lo  determinado  por  el  juez  ó  tribunal  en  su  sentencia.  Véase 
Juicio  ejecutivo  y  Sentencia. 

EJECUCIÓN  aparejada.  Llámase  así  la  ejecución  que 
se  hace  en  virtud  de  un  acto  ó  instrumento  tal  cual  es,  sin 
que  haya  necesidad  de  otra  formalidad  ni  de  otro  titulo  ;  y 
así  se  dice  que  trae  aparejada  ejecución  el  instrumento  en 
virtud  del  cual  se  puede  proceder  por  via  ejecutiva  al  em- 
bargo y  venta  de  bienes  del  deudor  moroso  para  satisfacer 
al  acreedor.  La  palabra  aparejada  rro  es  mas  que  la  traduc- 
ción de  la  voz  latina  parala ,  y  su  sentido  es  que  tal  instru- 
mento está  pronto  ó  preparado  á  recibir  su  ejecución.  Véase 
Instrumento  ejecutivo. 

EJECUTADO.  El  deudor  moroso  a  quien  se  embargan 
los  bienes  para  venderlos  y  hacer  pago  con  su  producto  á  los 
acreedores. 

EJECUTANTE.  El  acreedor  que  ejecuta  judicialmente 
á  su  deudor  para  lograr  el  pago  de  su  crédito. 

EJECUTAR.  Poner  por  obra  alguna  cosa;  —  quitar  la 
vida  al  reo  en  cumplimiento  de  la  sentencia  de  muerte  que 
se  ha  pronunciado  contra  él;  —  y  precisar  á  uno  á  que  pague 
lo  que  debe  á  otro  ,  embargando  por  mandamiento  de  juez 
competente  y  vendiendo  públicamente  sus  bienes,  y  aun 
llevándole  á  la  cárcel  si  no  es  persona  esceptuada.  Véase 
Juicio  ejecutivo. 

EJECUTIVAMENTE.  Por  la  via  ejecutiva;  esto  es, 
por  embargó  y  venta  de  bienes. 

EJECUTIVO.  Lo  que  no  admite  espera  ni  dilación,  sino 
que  debe  verificarse  en  el  momento;  y  así  se  llama  ejecu- 
tiva la  sentencia  que  se  pone  por  obra  inmediatamente , 
aunque  se  haya  interpuesto  apelación  que  solo  se  concede 
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en  el  efecto  devolutivo  ;  y  también  se  dice  ejecutivo  el  ins- 
trumento en  cuya  virtud  se  procede  al  embargo  de  bienes 
de  un  deudor.  Véase  Instrumento  ejecutivo. 

EJECUTOR.  El  que  está  encargado  de  llevar  á  efecto 
alguna  provision  ó  mandamiento  de  la  autoridad  judicial, 
como  por  ejemplo  la  persona  ó  ministro  que  pasa  á  hacer  al- 
guna ejecución  y  cobranza  de  orden  del  juez  competente  (1). 
Véase  Comisión.  —  Fiel  ejecutor,  es  el  regidor  á  quien  toca 
en  alguna  ciudad  ó  villa  asistir  al  repeso  de  ciertos  artículos 
de  primera  necesidad  para  asegurarse  de  la  fidelidad  con 
que  se  ha  hecho  el  primer  peso  por  el  vendedor. 

-f-  EJECUTOR  de  apremios.  El  individuo  nombrado 
por  el  alcalde  ó  intendente  en  donde  la  cobranza  se  haga 
por  cuenta  de  la  administración ,  para  llevar  á  efecto  los 
apremios  contra  los  contribuyentes  morosos  sin  mas  retri- 
bución que  el  importe  de  las  dietas  que  se  le  señalen.  Véase 
Contribución  de  bienes  inmuebles ,  cultivo  y  ganadería. 

EJECUTOR  testamentario.  La  persona  á  quien  está 
encargada  la  ejecución  de  lo  dispuesto  por  un  testador  en  su 
testamento  ó  última  voluntad.  Yéase  Albacea. 

EJECUTOR  de  la  justicia.  El  que  tiene  por  oficio  llevar 
á  efecto  las  sentencias  de  condenación  á  penas  aflictivas. 
Véase  Verdugo. 

-j-  Cuando  de  oficio  salga  de  la  población  de  su  residencia, 
percibirá  sobre  su  asignación  diaria  la  mitad  de  ella  durante 
el  tiempo  preciso  de  su  ausencia  ;  y  este  gasto ,  como  los  de 
ejecución ,  se  cargará  al  imprevisto  del  ministerio  de  Gracia 
y  Justicia.  Ley  de  presup.  de  23  de  mayo  1845. 

EJECUTORIA.  El  despacho  que  se  libra  por  los  tribu- 
nales de  las  sentencias  que  no  admiten  apelación  ó  pasan 
en  autoridad  de  cosa  juzgada  á  fin  de  que  puedan  llevarse 
á  efecto;  —  y  el  despacho  que  se  espide  por  las  salas  de 
hijosdalgo  en  las  chancillerías  ó  audiencias  al  que  en  juicio 
contradictorio  ha  obtenido  sentencia  declaratoria  de  su  no- 
bleza de  sangre.  —  Véase  Apelación,  en  la  parte  que  trata 
de  su  renuncia  y  deserción. 

EJECUTORIAL.  Dícese  de  los  despachos  ó  letras  quo 
comprenden  la  ejecutoria  de  alguna  sentencia  de  tribunal 
eclesiástico. 

EJECUTORIAR.  Obtener  á  su  favor  en  juicio  la  sen- 
tencia que  causa  ejecutoria ,  ó  que  confirma  de  un  modo 
irrevocable  el  derecho  que  se  tiene  sobre  una  cosa  ;  —  y 
comprobar  con  hechos  ó  pruebas  repetidas  la  certeza  y  noto- 
riedad de  alguna  cosa. 

EJECUTORIO.  Lo  que  pertenece  á  la  ejecución  ó 
aprehensión  de  la  persona  y  bienes  del  deudor  para  satis- 
facer al  acreedor. 

EJEMPLAR.  El  original  ó  prototipo  que  sirve  de  modelo 
para  sacar  por  él  otras  cosas  semejantes-;  —  el  traslado  ó 
copia  sacada  del  original  ó  de  otra  copia,  como  de  un  ma- 
nuscrito ó  escritura  ,'— lo  que  se  ha  hecho  en  igual  caso  otras 
veces  ;  —  y  como  adjetivo  se  aplica  á  la  pena  que  sirve  de  ' 
escarmiento.  Véase  Castigo  ejemplar  y  Traslado.  —  Sin 
ejemplar,  es  una  espresion  de  que  se  usa  en  las  gracias  es- 
peciales que  se  conceden  á  alguno,  para  precaver  que  otros 
pidan  lo  mismo  ,  alegando  aquel  ejemplar  á  su  favor. 

EJEMPLAR  ó  ejemplo.  En  el  lenguaje  general  es  lo  qi( 
se  ha  hecho  en  igual  caso  otras  veces  ;  y  en  el  de  la  juris- 
prudencia es  lo  que  se  ha  decidido  otras  veces  por  el  mismo 
tribunal  ó  por  otro  en  algún  caso  igual  ó  semejante  al  que 
actualmente  se  presenta.  «  Non  debe  valer,  dice  la  ley  \h, 
tit.  22,  Part.  5,. ningún  juicio  que  fuese  dado  por  fazañas 
(  sentencias)  de  otro  ,  fueras  ende  si  tomasen  aquella  fazaña 


(1)  Del  ejecutor  ordinario,  mero  y  mixto,  trátala  Cur.  Filíp., 
§  12,  part.  2.  —  De  los  escesos  de  los  jueces  ejecutores  trata  Ca- 
ñada en  sus  Juicios,  part.  5,  cap.  i ,  pág.  458. 


de  juicio  que  el  rey  hobiese  dado  :  ca  estonce  bien  pueden 
judgar  por  ella ,  porque  la  del  rey  ha  fuerza  et  debe  valer 
como  ley  en  aquel  pleito  sobre  que  es  dada  et  en  los  otros 
que  fueren  semejantes.  » 

No  quiere  decir  esta  ley  que  sea  nula  una  sentencia  por 
ser  conforme  á  otra  que  se  hubiese  dado  en  otro  pleito  se- 
mejante ,  sino  que  no  se  puede  ni  debe  juzgar  tomando  por 
norma  ó  ejemplo 'una  sentencia  como  si  fuese  una  ley  con 
fuerza  de  tal.  Cada  sentencia  es  solamente  obligatoria  en  el 
pleito  sobre  que  ha  recaido,  y  no  puede  perjudicar  en  otros, 
ni  servir  de  regla  en  los  tribunales.  Si  así  no  fuese ,  quedaría 
confundido  el  poder  legislativo  con  el  judicial,  y  los  jueces 
serian  á  un  mismo  tiempo  legisladores.  Solo  se  esceptúan 
las  sentencias  dadas  por  el  rey,  las  cuales  debían  conside- 
rarse como  leyes  generales  cuando  el  rey  ejercía  por  sí  e 
poder  judicial  á  par  del  legislativo  ;  pero  ahora  no  lo  ejerce 
sino  por  medio  délos  tribunales,  que  administran  la  justicia 
en  nombre  del  mismo. 

Mas  si  no  se  puede  juzgar  por  ejemplos ,  ni  de  ellos  se 
debe  sacar  argumento ,  como  dice  Gregorio  López ,  sumen- 
clum  non  est  argumentum  ab  exemplis ,  lícito  es ,  sin  em- 
bargo ,  y  aun  loable  cuando  no  hay  ley  ni  costumbre ,  adop- 
tar para  casos  de  igual  naturaleza  las  decisiones  de  otros 
tribunales  ,  con  tal  que  vengan  á  propósito  y  se  hallen 
apoyadas  en  buenas  razones.  Si  el  conjunto  de  ejemplos  ó 
sentencias  uniformes  llegase  á  formar  jurisprudencia  consue- 
tudinaria, seria  entonces  demasiada  temeridad  el  apartar- 
se de  ella.  Véase  Arbitrio  de  juez,  en  la  parte  que  trata  de 
los  ejemplos  ó  precedentes. 

EJERGITORIA.  Dícese  de  la  acción  que  compete  con- 
tra el  dueño  de  una  nave  por  las  deudas  y  obligaciones  que 
contrajo  el  patron  ,  maestre  ó  capitán  para  repararla  ,  habi- 
litarla ó  aprovisionarla.  Véase  Acción  ejercitoria. 

EJIDO.  El  campo  ó  tierra  que  está  á  la  salida  del  lugar 
y  no  se  planta  ni  se  labra ,  y  es  común  para  todos  los  veci- 
nos. Viene  de  la  palabra  latina  exitus,  que  significa  salida. 
Los  ejidos  de  cada  pueblo  están  destinados  al  uso  común  de 
sus  moradores  :  nadie  por  consiguiente  puede  apropiárselos 
ni  ganarlos  por  prescripción,  ni  edificar  en  ellos,  ni  man- 
darlos en  legado;  ley  9,  tit.  28,  ley  7,  tit.  29,  ley  23,  tit.  32, 
Part.  3,  y  ley  13,  til.  9,  Part.  6.  Véase  Calle. 


EL 


ELECCIÓN.  Esta  palabra  en  su  acepción  mas  común 
designa  la  preferencia  que  muchas  personas  reunidas  dan  á 
un  sugeto,  sea  para  desempeñar  un  oficio ,  empleo  ó  cargo 
cuyo  nombramiento  les  corresponde  colectivamente ,  sea 
para  ser  presentado  con  otros  á  la  autoridad  que  está  reves- 
tida del  derecho  de  nombrar  para  este  cargo,  empleo  ú  oficia 
sobre  una  lista  de  candidatos. 

ELECCIÓN.  La  facultad  que  uno  tiene  para  escoger  en- 
tre dos  ó  mas  cosas  aquella  que  mas  le  acomode.  La  elección 
pertenece ,  generalmente  hablando  ,  al  deudor  que  debe  una 
cosa  genérica  ó  una  de  dos  cosas  alternativamente  ;  pero  en 
los  legados  de  esta  naturaleza  suele  corresponder  al  legata- 
rio ,  que  es  el  acreedor  de  la  cosa  legada.  Así  es  que  si  uno 
promete  en  general  un  caballo  de  los  muchos  que  tiene, 
está  en  su  mano  entregar  el  que  le  parezca;  y  del  mismo 
modo,  el  que  se  obliga  á dar  una  cantidad  ó  hacer  un  ser- 
vicio á  otro  puede  escoger  cualquiera  de  las  dos  cosas  ,  sin 
que  la  persona  con  quien  contrató  tenga  derecho  para  com- 
pelerle á  hacer  el  servicio  mas  bien  que  á  dar  la  cantidad  ó 
al  revés  ;  pero  si  un  testador  lega  en  general  uno  de  sus 
caballos ,  ó  bien  una  de  dos  cosas  alternativamente ,  el  lega- 
tario es,  y  no  el  heredero,  el  que  tiene  la  facultad  de  ele- 
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gir  (i) ,  aunque  con  alguna  restricción.  Véase  Obligación  al- 
ternativa y  Legado. 

ELECCIÓN  canónica  (2).  El  nombramiento  de  una  per- 
sona para  alguna  dignidad ,  prebenda  ó  beneficio  hecho 
según  la  forma  establecida  en  el  concilio  general  Latera- 
nense ,  celebrado  en  tiempo  de  Inocencio  III,  por  uno  de 
tres  modos,  que  son  :  escrutinio  ,  compromiso  é  inspiración. 

Hácese  la  elección  por  escrutinio,  cuando  hallándose  pre- 
sentes todos  aquellos  que  deben  ,  quieren  y  pueden  asistir 
cómodamente,  se  nombran  dos  ó  tres  escrutadores  que  re- 
cogen de  uno  en  uno  y  en  secreto  los  votos  de  todos ,  y  lue- 
go los  reconocen  y  regulan ,  quedando  nombrada  la  persona 
que  reúne  la  pluralidad  absoluta. 

Hácese  la  elección  por  compromiso  cuando  por  evitar  los 
disturbios  ó  dilaciones  que  se  temen ,  se  conviene  todo  el 
cabildo  en  conferir  á  una  ó  muchas  personas  de  su  seno  ó 
estrañas  .a  potestad  de  elegir.  Pero  para  echar  mano  de  este 
medio  es  indispensable  que  ni  un  solo  individuo  lo  deseche, 
pues  anadie  debe  privarse  de  su  derecho  contra  su  volun- 
tad y  sin  motivo  ;  y  es  muy  digno  de  observación  que  el 
compromisario  puede  votar  á  su  favor  sin  que  por  eso  se 
crea  que  incurre  en  la  nota  de  ambicioso. 

La  elección  finalmente  se  hace  por  inspiración ,  cuando 
sin  preceder  deliberación  alguna,  se  convienen  todos  repen- 
.     unamente  en  una  persona  y  la  nombran  por  aclamación. 

Deben  ser  llamados  á  la  elección  todos  los  que  tienen  de- 
recho de  intervenir  en  ella,  pues  de  otro  modo  seria  nula  ; 
y  por  eso  suele  decirse  que  mas  perjudica  la  omisión  de  uno 
solo  que  la  contradicción  de  muchos.  Pueden  acudir  á  la 
elección  los  que  tienen  derecho  de  elegir;  pero  no  están  obli- 
gados á  la  asistencia ,  porque  nadie  puede  ser  competido  á 
usar  de  su  derecho  contra  su  voluntad.  Los  que  se  hallan 
legítimamente  impedidos  pueden  nombrar  procurador  que 
vote  por  ellos;  pero  este  no  podrá  votar  en  su  nombre  por 
una  persona,  y  como  procurador  por  otra  diferente,  porque 
está  obligado  á  elegir  á  la  mas  digna  ;  bien  que  si  el  comi- 
tente le  hubiere  designado  el  sugeto  á  quien  prefería,  podrá 
entonces  elegir  á  otro  por  su  parte  ,  porque  puede  suceder 
que  uno  parezca  mas  digno  al  comitente,  y  otro  al  procu- 
rador (5).  Véase  Compromiso  y  Escrutinio. 

f  ELECCIÓN  de  XYVÑTAWiENTQS.Yéase  Ayuntamiento. 

f  EIíECCION  de  diputados  Á  coiiTES.  Véase  Lea  elec- 
toral. 

EM 

EMANCIPACIÓN.  La  dimisión  ,  renuncia  ó  abdicación 
que  hace  el  padre  de  la  patria  potestad  que  tiene  sobre  el 
hijo;  ó  bien,  el  acto  por  el  cual  se  desprende  el  padre  de  la 
potestad  patria  sobre  alguno  de  los  hijos;  ley  15,  til.  18, 
Part.  h. 

§  I.  Naturaleza  y  forma  de  la  emancipación, 

I.  La  palabra  emancipación  viene  del  verbo  latino  eman- 
cipare ,  que  significa  soltar  de  la  mano ,  sacar  de  su  poder , 
transferir,  enajenar,  vender.  Emancipare,  dice  Fes  lo ,  gc- 
neralim  est  c  manu,  id  est,  poleslate  ac  dominio,  trans- 


(1)  Ley  25,  tít.  9,  Part.  C 

(2)  Por  lo  que  toca  á  la  clcceio 
de  la  república  de  Méjico  ,  véanse 
Presidente,  etc.  —  La  ley  para  el 
de  juntas  departamentales,,  es  la 
la  de  individuos  de  ayuntamiento 
lio  de  1830. 

(5)  Sobre  el  contenido  de  este 
50,  53 -y  42  de  eleclionc  el  electi  p 
46,  |  Porro,  de  clect.  in  6j  las 
tit.  <J,  Part.  l;y  elP.  Murillo,  li 
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n  para  las  magistraturas  civiles 
los  artículos  Cámara,  Consejo , 
eccion  de  diputados  y  miembros 
de  50  de  noviembre  de  185G  : 
basta  ahora  es  la  de  12  de  ju- 

articulo  pueden  verse  los  caps. 
atéstale,  el  G  de  prWilcg.,  y  el 
leyes  17, lit.  5,  y  i»,  20  y  21, 
b.  l,t.  (i. 


ferre ,  alienare,  venderé;  y  así  es  que  los  Romanos  se  servían 
de  esta  voz  para  designar  la  enajenación  de  bienes  :  eman- 
cipare prcedia  fundosque  ,  dice  Plinio. 

II.  Para  conocer  á  fondo  la  naturaleza  y  forma  de  la 
emancipación  ,  es  necesario  saber  que  Rómulo  concedió  á 
los  padres  la  facultad  de  vender ,  matar  y  privar  de  los  bie- 
nes á  los  hijos  ;  pero  al  mismo  tiempo  ordenó  que  el  padre 
que  vendiera  tres  veces  á  su  hijo,  perdiese  por  el  mismo 
hecho  aquel  poder  ilimitado  que  sobre  él  disfrutaba  :  si  pa- 
ter  filium  ter  venundedit ,  films  à  paire  liber  esto.  Podía  con 
efecto  el  padre  hacer  estas  tres  ventas  ;  pues  que  si  después 
de  vendido  adquiria  el  hijo  la  libertad  del  que  lo  habia 
comprado  ,  volvia  á  caer  en  la  potestad  de  su  padre  una  y 
otra  vez ,  mas  á  la  tercera  quedaba  ya  libre  é  independiente. 
De  aquí  es  que  cuando  un  padre  queria  emancipar  á  su  hijo, 
esto  es,  libertarlo  de  su  autoridad  ,  lo  vendía  tres  veces  si- 
muladamente en  presencia  de  siete  testigos ,  ciudadanos 
romanos ,  uno  de  los  cuales  llevaba  una  balanza  para  pesar 
un  precio  imaginario,  y  otro  les  llamaba  la  atención  tocán- 
doles la  oreja  para  que  pudieran  dar  testimonio.  Al  hacer  la 
primera  y  la  segunda  venta ,  usaba  el  padre  de  esta  fór- 
mula :  mancúpo  Ubi  hunc  filium  qui  meus  est;  y  el  compra- 
dor, que  se  llamaba  padre  fiduciario,  echando  una  moneda 
en  la  balanza,  respondía  :  hunc  ego  hominem  jure  quirilum 
meum  esse  ajo ,  is  mihicjue  emptus  hoc  œre  œneaque  libra. 
Mas  á  la  tercera  venta ,  empleaba  el  padre  otra  fórmula  di- 
ciendo al  comprador  :  ego  vero  hunc  filium  meum  Ubi  man- 
cúpo ,  ca  conditione  ut  mihi  remancupes ,  ut  ínter  bonos  bene 
agerc  oporlet,  ne  proplcr  le  tuamque  fidem  frauder.  El  com- 
prador daba  cada  vez  libertad  al  hijo  que  se  suponía  ha- 
cerse esclavó  suyo  ;  y  como  á  la  tercera  no  podia  ya  volver 
este  á  la  patria  potestad ,  quedaba  consumada  la  emanci- 
pación. 

III.  Esta  práctica  duró  hasta  los  tiempos  del  emperador 
Anastasio  ,  quien  estableció  que  no  se  hiciese  la  emancipa- 
ción sino  mediante  rescripto  del  príncipe  ;  de  modo  que  se- 
gún esta  nueva  forma  se  requerían  tres  cosas  :  Ia.  la  petición 
del  padre  ;  2a.  la  concesión  ó  rescripto  del  príncipe;  y  5a.  la 
presentación  del  rescripto  al  juez  para  que  lo  llevase  á  efec- 
to. Es  fácil  conocer  que  si  el  primer  método  podia  tener  algo 
de  desagradable ,  el  segundo  debja  de  ser  molesto ,  largo  y 
dispendioso.  Por  eso  Justiniano  dispuso  que  la  emancipación 
se  verificase  ante  cualquiera  juez,  declarando  el  padre  su 
voluntad  de  emancipar  y  el  hijo  la  de  ser  emancipado  ,  y 
estendiéndose  el  acto  por  escrito.  Finalmente ,  el  empera- 
dor León  dio  á  la  emancipación  el  último  grado  de  sencillez, 
ordenando  por  su  Novela  2o  ,  que  la  simple  declaración  de 
la  voluntad  del  padre  bastaría  para  que  se  tuviese  por  hecha 
la  emancipa  "ion  ,  y  que  cuando  un  padre  hubiese  permitido 
que  su  hijo  formase  un  establecimiento  particular  y  viviese 
fuera  de  la  casa  paterna  se  consideraría  el  hijo  como  eman- 
cipado y  libre  del  poder  de  su  padre.  Hubo,  pues,  entre 
los  Romanos  sucesivamente  cuatro  modos  de  emancipar,  el 
viejo  ó  el  de  las  XII  Tablas ,  el  de  Anastasio  ,  el  de  Justi- 
niano ,  y  el  de  León. 

IV.  También  entre  nosotros  ha  tenido  alteraciones  el 
modo  de  hacer  la  emancipación.  El  código  de  las  Partidas 
adoptó  la  forma  establecida  por  Justiniano,  disponiendo  que 
el  padre  y  el  hijo  comparezcan  personalmente  ante  el  juez 
ordinario ,  que  el  padre  manifieste  su  voluntad  de  emanci- 
par al  hijo ,  que  el  hijo  preste  su  consentimiento  á  ser  eman- 
cipado ,  que  el  juez  apruebe  la  emancipación  ,  y  que  se  es- 
tienda escritura  pública  para  que  sirva  de  prueba  en  todo 
tiempo;  leyes  lo  y  17,  lit.  18,  Purl.  k,  y  Icy'JÔ,  til.  18, 
Part.  5.  Si  el  hijo  se  hallare  ausente  ó  fuere  menor  de  siete 
años ,  es  necesario  que  el  padre  pida  y  obtenga  previamente 
autorización  ó  licencia  del  rey.  y  la  muestre  al  juez  ordina- 
rio de  su  pueblo  esponiendo  que  quiere  usar  de  ella  para 
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llevar  á  cabo  la  emancipación ,  la  cual  valdrá  efectivamente  : 
bien  que  si  el  hijo  así  emancipado  por  razón  de  su  ausencia 
fuere  mayor  de  siete  años,  habrá  de  presentarse  al  juez  á 
su  "regreso  y  prestar  su  consentimiento;  ley  16,  lit.  18, 
Part.  U. 

V.  Don  Felipe  V,  por  decreto  del  año  de  1713 ,  se  adhirió 
en  cierto  modo  á  la  forma  del  emperador  Anastasio ,  pues 
viendo  que  los  jueces  ordinarios  autorizaban  las  emancipa- 
ciones sin  examinar  tas  causas,  y  que  una  vez  hechas,  so- 
lian  los  padres  hacer  donación  de  todos  ó  la  mayor  parte  de 
sus  bienes  al  emancipado  con  perjuicio  de  sí  mismos  y  de 
los  demás  hijos ,  ordenó  á  consulla  del  consejo  real ,  que  no 
puedan  las  justicias  ordinarias  declarar  las  emancipaciones  , 
sin  que  primero  den  cuenta  al  consejo  con  los  instrumentos 
de  la  justificación  y  causas  de  ellas;  ley  il,  lit.  5,  lib.  10, 
Nov:  Rec.  :  de  suerte  que  sin. abolir  ninguna  de  las  formali- 
dades prescritas  por  las  Partidas ,  se  añadió  la  necesidad  de 
justificar  las  causas  y  la  de  obtener  el  permiso  del  consejo 
supremo.  En  la  práctica,  se  hace  primero  la  emancipación 
ante  el  juez  con  arreglo  á  las  leyes  de  Partidas,  justificán- 
dose la  causa  de  ella  y  estendiéndose  la  competente  escri- 
tura ,  la  cual  se  presenta  luego  para  su  aprobación  al  su- 
premo consejo ,  quien  oyendo  al  fiscal  espide  provision  para 
que  la  justicia  del  pueblo  evacué  la  diligencia  ó  informe 
acordado,  y  evacuado  todo,  aprueba  con  nueva  audiencia 
del  fiscal  la  escritura  de  emancipación," mandando  espedir 
el  correspondiente  despacho  ,  de  que  puede  usarse  sin  ne- 
cesidad de  acudir  otra  vez  al  juez  ordinario.     , 

Vi.  Todavía  se  ha  introducido  recientemente  otra  nove- 
dad en  este  asunto  por  ley  de  ik  de  abril  de  1858,  y  real 
orden  de  10  del  propio  mes.  Según  ellas  ,  el  padre  que  qui- 
siere emancipar  á  un  hijo,  debe  acudir  directamente  á  la 
Audiencia  territorial ,  presentando  en  ella  la  solicitud  docu- 
mentada para  el  rey.  La  Audiencia  dirigirá  la  solicitud  al 
juez  de  primera  instancia  competente ,  el  cual  abrirá  un  es- 
pediente informativo;  oirá  por  via  de  instrucción  sin  figura 
de  juicio  á  las  personas  ó  corporaciones  que  puedan  tener 
interés  en  el  asunto  ;  admitirá  las  justificaciones  que  los  in- 
teresados ofrecieren  ;  las  recibirá  en  su  caso  de  oficio,  y 
devolverá  á  la  Audiencia  el  espediente  original  con  su  infor- 
me. La  Audiencia  ,  oyendo  al  fiscal  -,  examinará  si  el  espe- 
diente se  halla  debidamente  instruido  ;  no  estándolo  ,  am- 
pliará convenientemente  la  instrucción;  y  cuando  estase 
halle  completa ,  elevará  igualmente  original  el  espediente 
al  gobierno  con  la  censura  fiscal,  informando  por  su  parte 
lo  que  se  le  ofrezca  y  parezca.  S.  M.  concederá  ó  negará  la 
emancipación. 

Vil.  No  dicen  las  leyes  cuáles  son  las  justas  causas  para 
la  emancipación;  pero  en  la  práctica,  ademas  de  otras 
que  pueden  alegarse  según  los  casos ,  se  consideran  tales  la 
conocida  habilidad  del  hijo  para  dirigir  una  labranza  ú  otro 
establecimiento  industrial,  ó  el  ser  sobresaliente  en  alguna 
profesión  ú  oficio  para  subsistir  sin  el  ausilio  de  los  padres , 
teniendo  al  mismo  tiempo  en  todos  los  casos  conducta  arre- 
glada y  aplicación  ,  sin  que  por  otra  parle  haya  de  producir 
su  emancipación  perjuicio  alguno  á  tercero  ni  á  la  causa 
pública. 

VIII.  La  emancipación  es  un  acto  libre  y  voluntario,  asi 
de  parte  del  padre  como  de  la  del  hijo  ;  y  por  consiguiente , 
ni  el  padre  puede  ser  compelido  á  hacerla ,  ni  el  hijo  á  acep- 
tarla; ley  17,  lit.  18,  Part.  U.  Hay  sin  embargo  cuatro  casos 
en  que  el  padre  puede  ser  apremiado  á  emancipar,  y  son 
los  siguientes  :  — J°.  cuando  castiga  al  hijo  con  demasiada 
crueldad:  —  2o.  cuando  prostituye  á sus  hijas:  —  5o.  cuando 
admite  lo  que  alguno  le  dejó  en  testamento  bajo  la  condición 
de  que  emancipase  á  su  hijo  :  —  k°.  cuando  habiendo  uno 
adoptado  á  su  entenado  ó  hijastro  menor  de  catorce  años  , 
acude  este  al  juez  s  después  de  haber  cumplido  dicha  edad, 


pidiendo  la  emancipación  por  hallarse  descontento  de  su 
padrastro  con  justo  motivo;  ley  18,  lit.  18,  Part.  k.  En 
cualquiera  de  estos  casos,  puede  el  hijo  acudir  al  juez  espo- 
niendo la  causa  y  la  utilidad  que  se  le  sigue  de  ser  emanci- 
pado, y  pretendiendo  se  le  reciba  información  de  todo  ;  y  si 
efectivamente  resultare  por  ella  la  certeza  de  los  hechos, 
mandará  el  juez  al  padre  que  lo  emancipe,  apremiándole  á 
ello  en  caso  necesario  por  las  vías  de  derecho.  Mas  ¿  habrán 
de  seguirse  en  estos  casos  los  mismos  trámites  que  para  las. 
emancipaciones  voluntarias?  Algunos  autores  opinan  que 
no  es  aquí  nceesaria  la  aprobación  de  la  superioridad ,  por- 
que la  emancipación  forzosa  es  de  justicia,  y  la  voluntaria 
no  es  sino  de  mera  gracia,  en  la  que  puede  haber  dolo  y 
resultar  perjuicio. 

IX.  La  emancipación,  sea  voluntaria  ó  forzosa,  se  llama 
emancipación  espresa,  porque  así  en  un  caso  como  en  otro  es 
el  producto  inmediato  de  un  acto  positivo  del  emancipante  y 
emancipado;  y  se  dice  espresa,  no  solo  por  esta  razón,  sino 
por  contraposición  á  la  emancipación  que  resulta  del  matri- 
monio, la  cual  se  denomina  Ilícita  ó  legal.  Efectivamente, 
el  hijo  queda  emancipado  de  pleno  derecho  por  el  primer 
matrimonio  que  contrajere  :  «El  fijo  ó  fija  casado  é  velado, 
dice  la  ley  hl  de  Toro,  sea  habido  por  emancipado  en  todas 
las  cosas  para  siempre.  »  Esta  ley  exige,  como  se  ve  ,  no  solo 
el  casamiento  sino  también  la  velación  :  mas  en  el  dia  queda 
emancipado  el  hijo  de  familias  por  el  mero  hecho  de  casarse, 
aunque  no  haya  sido  velado ,  porque  ha  cesado  ya  la  razón 
que  tuvo  la  ley  para  exigir  ambas  cosas.  La  ley  en  efecto , 
cuando  concedía  á  los  hijos  el  beneficio  de  salir  de  la  patria 
potestad  por  el  matrimonio  ,  con  la  precisa  condición  de  re- 
cibir las  bendiciones  de  la  Iglesia  ó  de  velarse,  que  es  lo 
mismo  que  decir,  con  la  condición  de  celebrarlo  iii  facie  Ec- 
clesice,  no  tuvo  mas  objeto  que  el  de- evitar  indirectamente  ó 
hacer  mas  raros  los  matrimonios  clandestinos,  que  entonces 
eran  válidos  y  demasiado  frecuentes  ,  aunque  contrarios  al 
buen  régimen  y  gobierno  del  Estado  ;  pero  como  después  el 
concilio  de  Trento  declaró  írritos  y  nulos  los  matrimonios 
que  no  se  celebrasen  ante  el  párroco  propio  y  dos  ó  tres  tes- 
tigos ,  es  á  todas  luces  claro  que  ya  no  puede  haber  matri- 
monios clandestinos ,  y  que  de  consiguiente  la  razón  que  tuvo 
Ja  ley  para  exigir  las  velaciones  se  encuentra  ahora  cumplida 
de  lleno  en  el  mero  hecho  de  la  celebración  del  matrimonio. 
Así  lo  demuestra  con  mas  ostensión  el  doctor  Llamas  en  su 
comentario  á  dicha  ley  hl  de  Toro  ;  y  sus  razones  nos  han 
hecho  abandonar  la  opinion  contraria  que  habíamos  abrazado 
en  el  artículo  Bendición  nupcial. 

X.  La  emancipación  que  nace  del  matrimonio  no  puede 
llamarse  emancipación  sino  en  un  sentido  lato  é  impropio. 
La  emancipación  en  su  verdadero  sentido  no  es  otra  cosa  que 
la  dimisión  ó  renuncia  que  el  padre  hace  voluntaria  ó  forzo- 
samente de  la  potestad  que  tiene  sobre  el  hijo.  Algunos  escri- 
tores dan  el  nombre  de  emancipación  unas  veces  á  dicha 
renuncia  ,  otras  á  cualquiera  de  los  modos  de  estinguirse  la 
patria  potestad ,  y  aun  á  veces  suponen  que  es  el  acto  por  el 
que  se  da  á  un  menor  el  derecho  de  gobernarse  por  sí  mismo 
y  administrar  sus  bienes  sin  tutor  ni  curador  :  mas  esta  diver- 
sidad produce  confusion  y  embarazo  en  el  espíritu  de  los 
jóvenes  que  se  dedican  á  la  carrera  de  las  leyes. 

§  II.   Efectos  de  la  emancipación. 

I.  El  padre  que  voluntariamente  y  de  grado  emancipare  al 
hijo,  puede  retener  para  sí  en  premio  de  su  generosidad,  la 
mitad  del  usufructo  de  los  bienes  adventicios  que.  el  hijo 
tuviere  al  tiempo  de  la  emancipación;  y  se  enliende  que  se 
la  reserva,  mientras  espresamente  ñola  remita;  ley  la, 
til.  18,  Part.  ti. 

Como  la  ley  supone  que  el  padre  se  reserva  la  milad  del 
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usufructo  mientras  no  haga  una  remisión  espresa  de  ella  ,  es 
evidente  que  la  mera  tolerancia  que  el  padre  tuviere  de  que 
el  hijo  recoja  todos  los  frutos  de  sus  bienes  adventicios  no  es 
bastante  para  presumir  que  remite  el  derecho  de  la  mitad 
del  usufructo,  sino  que  á  lo  mas  podrá  decirse  que  remite 
solamente  los  frutos  que  duranle  la  tolerancia  hubiese  cogido 
el  hijo;  Anl.  Gómez  en  la  ley  48  de  Toro  ,  n.  10. 

Si  el  hijo  ya  emancipado  contrajere  matrimonio ,  debe  res- 
tituirlo el  padre  la  citada  mitad  que  se  habia  reservado  del 
usufructo ,  para  que  el  hijo  lo  disfrute  por  entero  en  lo  suce- 
sivo. Así  lo  sientan  ,  en  sus  comentarios  á  la  ley  48  de  Toro, 
Antonio  Gómez ,  n.  6 ,  Malienzo ,  gl.  3 ,  n.  3 ,  Acevedo ,  n.  8 , 
y  mas  estensamente  el  doctor  Llamas ,  n.lh  y  sig.;  y  así  se 
deduce  de  la  misma  ley  48  de  Toro  que  vamos  á  ver. 

Cuando  el  hijo  queda  emancipado  por  el  casamiento*',  ad- 
quiere el  usufructo  de  todos  sus  bienes  adventicios,  que  el 
padredebe  entregarle  sin  reserva  :  «  Mandamos ,  dice  la  ley  48 
de  Toro  ,  que  de  aquí  adelante  el  fijo  ó  fija  ,  casándose  ó  ve- 
lándose ,  ayan  para  sí  el  usufructo  de  todos  sus  bienes  adven- 
ticios ,  puesto  que  (  aunque  )  sea  vivo  su  padre ,  el  cual  sea 
obligado  á  gelo  restituir,  sin  le  quedar  parte  alguna  del  usu- 
fructo dellos.  » 

Pues  que  la  citada  ley  15,  tít.  18,  Part.  4,  no  concede  al 
padre  la  reserva  de  la  mitai  del  usufructo  en  los  bienes  ad- 
venticios del  hijo  sino  en  galardón  ó  premio  de  la  gracia  que 
aquel  hace  á  este  sacándole  de  su  poder,  parece  consiguiente 
que  cuando  el  padre  no  emancipa  al  hijo  de  su  grado  sino 
por  apremio  judicial  en  virtud  de  sevicia  ó  de  inducción  á  la 
prostitución ,  debe  quedar  privado  del  beneficio  de  dicha 
reserva ,  á  que  seguramente  no  es  acreedor  en  tales  casos. 

II.  El  hijo  emancipado  sale  de  la  patria  potestad,  y  ya  no 
vuelve  á  ella  ,  aunque  cese  la  causa  de  la  emancipación  ,  á 
menos  que  sea  ingrato  con  su  padre  deshonrándole  de  pala- 
bra ú  obra  ;  ley  19,  tít.  18,  Part.  4,  y  Ant.  Gómez,  ley  47 
de  Toro ,  n.  2.  Es  pues  considerado  como  padre  de  familias; 
hace  suyo  cuanto  adquiere,  así  en  usufructo  como  en  pro- 
piedad ;  puede  separarse  de  la  compañía  de  su  padre  y  es- 
tablecerse en  otra  parte  ;  puede  igualmente  administrar  sus 
bienes  y  disponer  de  ellos  ,  celebrar  contratos ,  comparecer 
en  juicio  ,  y  hacer  en  fin  cuanto  podría  practicar  si  no  tu- 
viera padre;  ley  93,  tít.  18,  Part.  3,  y  Anl.  Gómez,  ley  47 
de  Toro,  n.  %.  Nunca  empero  podrá  faltar  al  respeto  y  reve- 
rencia que  debe  á  su  padre  de  palabra  y  obra  ;  ni  reconve- 
nirle civilmente  en  juicio  sin  pedir  la  venia  al  juez  en  la 
demanda;  ni  entablar  contra  él  acción  criminal,  de  que 
pueda  resultarle  infamia ,  muerte  ó  perdimiento  de  miembro; 
ni  rehusarle  los  alimentos  en  los  casos  y  términos  que  se 
espresan  en  el  artículo  Alimentos.  Véase  Actor, 

III.  Mas  no  se  crea  que  el  hijo  emancipado  puede  ejercer 
por  sí  mismo  todos  los  derechos  de  padre  de  familias ,  cual- 
quiera que  sea  la  edad  en  que  se  encuentre.  Si  todavía  no 
hubiese  llegado  á  la  edad  de  veinte  y  cinco  años,  necesitará 
de  tutor  ó  curador  en  la  misma  forma  que  los  demás  me- 
nores ,  y  entonces  lo  será"  legítimo  el  mismo  padre  ,  no  ha- 
biendo sido  forzosa  la  emancipación  ;  á  menos  que  obtenga 
venia  ó  dispensa  de  edad  ,  que  antes  "se  concedía  desde  los 
diez  y  ocho  años  hasta  los  ve.inte  por  la  cámara  y  desde  los 
veinte  á  los  veinte  y  cinco  por  el  consejo  ,  mas  ahora  por  el 
rey  en  el  ministerio  de  gracia  y  justicia  del  mismo  modo  que 
la  emancipación  con  arreglo  á  la  ley  de  14  y  real  orden  de 
19  de  abril  de  1838  que  hemos  citado  mas  arriba.  En  virtud 
de  la  venia  ó  suplemento  de  edad ,  podrá  hacer  los  contratos 
y  actos  judiciales  ó  estrajudiciales  que  le  convenga  para  la 
administración  de  sus  bienes  ,  como  también  tomar  cuentas 
con  pago  de  los  tutores  ó  curadores  que  hubiese  tenido  ;  pero 
no  vender  ni  obligar  sus  bienes  raices  sino  con  autoridad  ó 
decreto  de  juez  hasta  que  cumula  los  veinte  y  cinco  años; 
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Escolano  de  Arríela  en  su  Práctica  del  Consejo ,  tom.  i0., 
cap.  98. 

Si  se  casare  antes  de  la  edad  de  diez  y  ocho  años,  puede 
administrar,  en  entrando  en  ellos,  su  hacienda  y  la  de  su 
mujer,  si  fuese  menor,  sin  tener  necesidad  de  venia;  ley  7, 
tít.  2,  lib.  10,  Nov.  Rec.  :  mas  según  opinion  de  los  autores, 
conservará  hasta  la  mayor  edad  el  beneficio  de  la  restitución 
in  integrum  ,  necesitará  de  la  intervención  de  curador  ad 
lüem  en  sus  pleitos,  y  no  podrá  enajenar  sus  bienes  raices 
sin  decreto  de  juez. 

El  emancipado  que  fuere  mayor  de  veinte  años ,  puede 
ejercer  el  comercio ,  con  tal  que  tenga  peculio  propio ,  que 
haya  sido  habilitado  para  la  administración  de  sus  bienes  en 
la  forma  prescrita  por  las  leyes  comunes,  y  que  haga  re- 
nuncia solemne  y  formal  del  beneficio  de  la  restitución ,  que 
concede  la  ley  civil  á  los  menores  ,  obligándose  con  jura- 
mento ano  reclamarlo  en  los  negocios  mercantiles  que  haga  ; 
y  podrá  hipotecar  los  bienes  inmuebles  de  su  pertenencia 
para  seguridad  de  las  obligaciones  que  contraiga  como  co- 
merciante ;  cód.  de  com.,  arts.  4  y  6. 

EMBAJADOR.  El  ministro  público  que  un  príncipe  ó 
soberano  envia  cerca  de  una  potencia  estranjera  con  carta 
credencial  para  representar  allí  su  persona  y  tratar  negocios 
de  Estado.  Véase  Ministro  público. 

EMBARCACIÓN.  Cualquier  género  de  nave  en  que  se 
puede  navegar.  Véase  Vare. 

EMBAUCO.  La  ocupación,  aprehensión  ó  retención  de 
bienes  hecha  con  mandamiento  de  juez  competente  por  razón 
de  deuda  ó  delito  (1). 

I.  El  embargo  tiene  por  objeto  asegurar  las  resultas  del 
juicio  ,  esto  es ,  la  satisfacción  de  la  responsabilidad  pecu- 
niaria que  una  persona  ha  contraído  realmente  ó  se  cree 
haber  contraído,  sea  en  virtud  de  obligación  civil  que  dimane 
de  convención  ó  de  ley,  sea  en  virtud  de  algún  delito  ó  cuasi 
delito  que  hubiese  perpetrado  ;  y  como  en  este  último  caso 
especialmente  lleva  consigo  cierta  nota  de  difamación  ,  no 
debe  decretarse  por  el  juez  sino  cuando  el  delito  sea  grave, 
esté  acreditada  su  existencia  ,  y  haya  indicios  vehementes 
contra  el  supuesto  reo  :  no  ha  de  abrazar  todos  los  bienes 
sino  en  caso  de  que  el  delito  sea  de  aquellos  que  acarrean 
confiscación  total ,  pues  en  otro  caso  solo  ha  de  recaer  sobre 
la  parte  ó  cantidad  que  se  considere  bastante  para  cubrir  la 
condenación  que  haya  de  resultar  por  un  cálculo  prudente  : 
se  provee  y  ejecuta  sin  citación  del  reo  por  lo  regular  al 
mismo  tiempo  que  la  prisión ,  bien  que  á  veces  suele  antici- 
parse ó  posponerse,  según  las  circunstancias  ,  v.  gr.  según 
el  mayor  ó  menor  temor  que  haya  de  la  ocultación  de  los 
bienes  ó  de  la  fuga  del  reo  :  se  lleva  á  efecto  ordinariamente 
por  el  alguacil  ó  ministro  inferior  del  juzgado ,  autorizado  á 
este  fin  con  el  mandamiento  que  se  le  espide,  y  asistido  de 
escribano  ,  y  de  dos  ó  tres  testigos  que  sean  parientes  cer-  ' 
canos  del  reo,  y  en  defecto  sus  vecinos;  pero  deberá  hacerlo 
personalmente  el  mismo  juez ,  cuando  vea  que  es  de  entidad 

ó  presuma  que  del  reconocimiento  pueden  resultar  algunos 
datos  útiles  al  progreso  de  la  causa. 

II.  En  el  acto  del  embargo  se  hace  inventario  exacto  de 
los  bienes  que  se  ocupan  ,  poniéndolos  por  menor  con  dis- 
tinción de  muebles  ,  raices ,  derechos  y  acciones ,  y  con  es- 
presion  de  las  circunstancias  que  acrediten  su  identidad;  de 
manera  que  si  son  ganados  ,  caballerías  de  labor  ó  cuales- 
quiera otros  semovientes  ,  habrá  de  notarse  el  género,  es- 
pecies, marcas,  edad  y  señas  que  eviten  toda  equivocación. 

(1)  El  art.  45  de  la  5a.  ley  constitucional  de  Méjico  dice  que  : 
«  Ningún  preso  podrá  sufrir  embargo  alguno  en  sus  bienes,  sino 
cuando  la  prisión  fuere  por  delitos  que  traigan  de  suyo  responsa- 
bilidad pecuniaria  5  y  entóuces  solo  se  verificará  en  los  suficientes 
para  cnbrirla.  » 


EM 


r-  603  — 


EM 


Se  tendrá  cuidado  de  incluir  solamente  los  bienes  propios 
del  reo,  y  no  los  de  la  mujer  si  esta  acreditare  con  su  carta 
de  dote  que  son  suyos ,  ni  los  de  los  hijos ,  ni  mucho  menos 
los  de  un  estraño  :  mashabiendo  fundamento  para  creer  que  s 
alguna  finca  ó  alhaja  es  del  reo  ,  debe  embargarse,  aunqut. 
no  se  sepa  de  cierto  que  lo  sea  ;  y  una  vez  embargada  ,  no 
ha  de  alzarse  el  embargo  hasta  que  el  tercero  que  la  reclama 
presente  justificación  de  que  le  pertenece.  Si  se  averiguare 
que  se  han  sustraído  ú  ocultado  algunos  bienes ,  se  procede 
contra  el  ocultador  para  que  los  devuelva;  y  no  sabiéndose 
quién  sea,  se  manda  por  pregón  público  que  el  que  los  tenga 
los  restituya  dentro  de  cierto  término  ,  bajo  las  penas  arbi- 
trarias que  se  imponen. 

III.  Hecho  el  inventario ,  se  depositan  los  bienes  embar- 
gados en  sugeto  lego  ,  llano  y  abonado  ,  á  elección  del  juez, 
sin  que  nadie  pueda  escusarse  á  la  admisión  de  este  encargo, 
á  no  estar  esento  de  cargos  vecinales.  Ei  depositario,  á  quien 
debe  entregarse  testimonio  del  embargo  y  de  su  nombra- 
miento ,  se  hace  cargo  de  los  bienes.,  otorgando  recibo  ante 
el  juez,  testigos  y  escribano  que  de  ello  da  fe,  y  obligándose 
con  su  persona  y  bienes  á  tenerlos  custodiados  en  su  poder 
á  ley  de  depósito  y  á  la  orden  del  juez  :  debe  conservarlos 
y  administrarlos  con  todo  cuidado  y  diligencia,  siendo  res- 
ponsable hasta  de  la  culpa  leve  :  no  puede  venderlos  bajo 
ningún  título  ni  pretesto  sino  cuando  el  juez  lo  ordenare  :  no 
puede  poner  el  depósito  en  otra  persona  sino  con  auto- 
ridad del  juez  y  con  justa  causa:  tiene  derecho  á  un  esti- 
pendio justo  que  regula  el  juez  con  proporción  al  trabajo  :  y 
ha  de  rendir  por  fin  la  competente  cuenta,  que  toma  el 
juez  por  ante  el  escribano  de  la  causa  ,  y  de  que  en  caso 
de  escesos  ó  informalidades  en  las  partidas  de  cargo  ó  des- 
cargo se  da  traslado  á  los  interesados  y  al  fiscal  para  pro- 
ceder con  su  acuerdo  ala  justa  liquidación. 

IV.  Si  los  bienes  embargados  fueren  haciendas  ,  ganados 
ú  otros  que  necesitan  cultivo  ó  recaudo  ,  debe  nombrarse 
ademas  del  depositario  un  administrador  que  los  beneficie,  el 
cual  no  está  obligado  á  dar  fianzas  sino  solo  aprestar  caución 
juratoria  de  que  se  conducirá  bien  y  exactamente  en  el  des- 
empeño de  sus  deberes  ,  quedando  responsable  de  los  per- 
juicios que  cause  por  omisión  ó  comisión,  y  comprendido  en 
lo  que  se  acaba  de  decir  sobre  el  simple  depositario.  Ambos 
encargos  pueden  recaer  en  una  misma  persona  ó  en  distin- 
tas ,  como  igualmente  subdividirse  entre  muchos  sugetos 
con  obligación  solidaria  ó  sin  ella;  siendo  de  notar  que  el 
juez  debe  ser  cauto  en  los  nombramientos,  pues  tendría  que 
responder  de  la  mala  elección  de  depositario  y  administra- 
dor, y  por  consiguiente  de  los  yerros  que  estos  cometiesen, 
especialmente  si  por  su  culpa  llegaban  á  perecer  los  bienes 
embargados. 

V.  Estos  bienes  no  se  venden  hasta  el  fin  de  la  catisa, 
sino  en  caso  de  que  por  su  condición  haya  riesgo  de  pérdida 
,6  deterioro,  y  en  el  de  que  sea  preciso  para  alimentos  y  de- 
fensa del  reo;  mas  no  para  costas  procesales,  papel,  conduc- 
ciones ,  requisitorias,  ni  otras  urgencias. 

VI.  Es  claro  que  al  proveer  y  ejecutar  un  embargo,  se  ha 
de  tomar  en  consideración  el  fin  á  que  se  dirige  ,  la  calidad 
del  delito  ,  y  el  carácter  del  reo.  Siendo  este  un  abogado  , 
escribano,  comerciante  ú  otro  de  semejantes  clases ,  tal  vez 
será  fuera  de  propósito  reconocer  su  estudio  ,  despacho  ó 
escritorio  ,  tal  vez  podrá  ser  interesante  esta  medida.  En  el 
primer  caso  no  se  suele  hacer  otra  cosa  sino  cerrar  y  asegu- 
rar la  pieza  del  escritorio  ,  despacho  ó  estudio ,  después  de 
sacar  una  nota  testimoniada  de  los  libros  y  papeles  que  haya 
en  ella,  sin  registrarlos  ni  examinarlos.  En  el  segundo  caso, 
debe  hacerse  inventario  individual  de  todo  cuanto  en  ella 
exista,  espresando  una  por  una  las  escrituras  y  documentos 
con  indicación  de  su  contenido ,  fechas  ,  número  de  fojas , 
sugetos  que  las  autorizan ,  y  partes  otorgantes;  notando 


igualmente  los  libros  de  comercio  ,  aunque  sin  esponer  sus 
partidas,  á  no  ser  que  se  trate  de  su  cotejo  ;  tomando  razón 
asimismo  de  las  letras  de  cambio  y  libranzas  activas  y  pasi- 
vas ,  á  las  cuales  ha  de  darse  el  debido  curso  por  el  depo- 
sitario ó  administrador  con  autorización  del  juez  ;  y  en  fin 
apuntando  las  cartas  misivas  con  sola  indicación  del  lugar 
y  fecha  de  su  origen,  firma,  número  de  pliegos  ,  páginas 
ó  fojas;  pero  sin  abrir  las  que  se  hallaren  cerradas ,  á  no  ser 
que  por  ellas  se  espere  algún  descubrimiento  útil  al  progreso 
de  la  causa  ,  pues  entonces  ,  previo  auto ,  se  ponen  en  testi- 
monio para  evitar  toda  suplantación,  y  con  él  se  unen  al 
proceso  :  todo  lo  cual  ha  de  entenderse  sin  perjuicio  de  lo 
que  se  dice  en  los  artículos  Libros  de  comercio  y  Quiebra. 

VII.  Puede  pedir  el  reo  durante  el  juicio  que  se  le  desem- 
barguen los  bienes  bajo  fianza  depositaría,  la  cual  no  es  oirá 
cosa  que  la  consignación  que  hace  el  fiador  de  cierta  canti- 
dad suficiente  á  cubrir  el  pago  de  las  resultas  de  la  causa;  y 
siempre  que  en  este  ú  otro  caso  se  jnanda  el  desembargo , 
debe  obedecer  al  punto  el  depositario  ,  so  pena  de  ser  apre- 
miado con  prisión  y  venta  de  sus  propios  bienes. 

VIII.  Si  los  bienes  que  han  de  embargarse  ya  lo  estuvieren 
por  el  mismo  juez  ó  por  otro  cualquiera  ,  se  reembargan  en 
el  propio  depositario,  haciéndole  recargo  y  nuevo  depósito, 
previo  recuento  de  ellos,  y  apercibiéndole  que  no  los  entre- 
gue á  sugeto  alguno  ,  aunque  medie  orden  de  otro  juez,  á 
menos  que  le  conste  legítimamente  quién  ha  de  haberlos.  El 
segundo  embargo  se  hace  saber  al  juez  que  mandó,  el  pri- 
mero ;  y  si  hubiere  discordia  sobre  preferencia ,  ha  de  ven- 
tilarse esta  por  los  mismos  trámites  que  la  competencia  de 
fuero.  •—  Muñoz  de  Escobar,  de  raciocin.  cap.  27,  28,  29 y 
50  ;  Herrer.  Práct.  crim.,  lib.  1 ,  cap.  2,  y  lib.  2,  cap.  7; 
Vilanova,  Trat.  de  los  delitos  y  delincuentes,  tom.  2,  pág.  108 
ysig.;  Febr.  novís.  tom.  7,  tít.  5,  Trat.  deljuic.  crim. Véase 
Juicio  ejecutivo,  y  Secuestro. 

EMBARGO.  En  el  comercio  marítimo  es  la  orden  que 
da  un  gobierno  prohibiendo  la  salida  de  todas  ó  de  algunas 
de  las  naves  que  hay  en  sus  puertos.  Suele  el  gobierno  dis- 
poner el  embargo  por  emplear  las  naves  en  su  servicio  ,  ó 
por  impedirles  que  tengan  comunicación  con  los  enemigos,  ó 
por  alguna  otra  causa  de  utilidad  pública.  Su  duración  es 
casi  siempre  de  corto  tiempo  ;  unas  veces  se  prefija  ;  y  otras 
es  incierta  ,  dependiendo  de  los  acontecimientos.  Sus  efectos 
son  notables  con  respecto  á  la  tripulación,  á  los  fletadores  y 
á  los  aseguradores. 

I.  El  embargo  puede  suceder  estando  todavía  la  nave  en 
el  puerto,  ó  durante  el  curso  de  la  navegación.  En  el  primer 
caso  es  un  motivo  suficiente  para  revocar  el  viaje,  pues  po- 
dría hacerlo  inútil  y  aun  perjudicial  por  causa  del  retardo;  y 
si  efectivamente  se  revoca  por  los  interesados,  no  tiene  de- 
recho el  equipaje  á  indemnización  alguna,  sino  solo  á  los 
salarios  devengados  hasta  el  dia  de  la  revocación  ;  art.  711 
y  712  del  cód.  de  com.  En  el  segundo  caso  se  contiuuará 
pagando  á  los  individuos  de  la  tripulación  la  mitad  de  su 
haber,  estando  ajustados  por  meses,  y  si  la  detención 
ó  embargo  escediese  de  tres  meses  ,  quedará  rescindido  su 
empeño  ,  sin  derecho  á  indemnización  alguna;  art.  715  del 
cód.  de  com.  Bien  parece  á  primera  vista  que  los  marineros 
que  se  han  ajustado  á  tanto  por  mes,  deberían  ser  pagados 
con  arreglo  á  su  convención  mientras  sirviesen  á  bordo  de 
la  nave  ;  pero  como  el  servicio  que  hacen  en  el  puerto  du- 
rante la  suspension  del  viaje  es  mucho  menos  penoso  que  el 
que  harian  á  la  vela,  y  como  por  otra  parte  no  seria  justo 
que  lodo  el  perjuicio  causado  por  el  embargo  recayese  solo 
sobre  el  propietario,  ha  querido  la  ley  repartirlo  propor- 
cionalmente ,  reduciendo  á  la  mitad  el  salario  de  los  mari- 
neros ajustados  por  meses.  Mas  los  que  estén  ajustados  per 
el  viaje  deben  cumplir  sus  contratas  en  los  términos  conve- 
nidos hasta  la  conclusion  de  este;  art.  715  del  cód*  de  com. 
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Con  eFecto,  los  marineros  ajustados  ele  este  último  modo,  por 
el  flecho  de  estipular  un  precio  fijo  por  todo  el  viaje,  cual- 
quiera que  fuese  su  duración  ,  tomaron  á  su  cargo  los  casos 
fortuitos  que  podrian  retardarlo,  y  por  consiguiente  en  caso 
de  suspension  dimanada  de  embargo  no  pueden  reclamar 
aumento  de  precio.  El  código  supone  aquí  en  el  cit.  art.  715 
que  el  embargo  ocurrido  durante  el  curso  de  la  navegación 
no  hace  mas  que  retardar  el  viaje  comenzado;  mas  ¿qué 
será  si  lo  desbarata  enteramente?  Fuerza  será  entonces  apli- 
car la  disposición  del  articulo  711,  no  pagando  á  los  marine- 
ros sino  en  proporción  al  tiempo  de  su  servicio. 

II.  ¿Cuáles  son  los  efectos  que  produce  el  embargo  con 
respecto  á  los  fletadores?  «  Cuando  por  cerramiento  del 
puerto  ú  otro  accidente  de  fuerza  insuperable ,  dice  el 
artículo  769  del  cód.  de  com.,  se  interrumpa  la  salida  del 
buque  ,  subsistirá  el  fletamento ,  sin  que  haya  derecho  á 
reclamar  perjuicios  por  una  ni  otra  parte.  Los  gastos  de 
manutención  y  sueldos  del  equipaje  serán  considerados 
avería  común.»  En  el  caso  pues  de  embargo,  como  acciden- 
te que  es  de  fuerza  mayor  que  impide  por  algún  tiempo  la 
salida  del  buque,  se  suspende  y  no  se  rescinde  la  convención 
del  fletamento  ,  quedando  por  consiguiente  obligados  recí- 
procamente el  naviero  y  el  fletador  á  esperar  el  desembargo, 
sin  que  ni  el  uno  ni  el  otro  puedan  pedirse  resarcimiento  de 
perjuicios  por  un  retardo  que  es  independiente  de  la  volun- 
tad de  ambos. 

Mas  si  el  fletamento  se  hubiese  hecho  por  meses  ó  por 
dias,  ¿debe  el  fletador  pagar  fletes  por  el  tiempo  del  em- 
bargo? Esto  seriaechar  al  fletador  todo  el  perjuicio  ocasiona- 
do por  el  retardo,  lo  que  trata  de  evitar  el  citado  articulo  769, 
contentándose  con  hacerle  contribuir  en  este  caso  á  la 
manutención  y  sueldos  del  equipaje. 

¿Debe  el  fletador  contribuir  á  los  gastos  de  manutención 
y  sueldos  del  equipaje  durante  el  embargo,  así  en  el  caso  de 
haberse  fletado  la  nave  por  un  tanto  el  viaje  como  en  el  de 
haberse  fletado  por  meses  ó  por  dias?  Así  parece  lo  da  á 
entender  el  artículo  transcrito,  puesto  que  dice  en  general 
y  sin  limitación  alguna  que  tales  gastos  y  sueldos  serán  con- 
siderados avería  común;  pero  este  artículo  debe  esplicarse 
y  modificarse  por  el  núm.  5  del  arl.  935  y  por  el  núm.  11 
del  art.  936,  los  cuales  ponen  en  la  clase  de  averías  simples, 
soportables  solo  por  el  naviero  ,  los  sueldos  y  alimentos  de 
la  tripulación  de  la  nave  que  fuere  detenida  ó  embargada 
por  orden  legítima  ó  fuerza  insuperable  ,  si  el  fletamento 
estuviere  contratado  por  un  tanto  el  viaje  ,  y  en  la  de  ave- 
rías gruesas  ó  comunes ,  repartibles  entre  el  naviero  y  los 
cargadores  ,  si  el  fletamento  estuviere  ajustado  por  meses. 
Véase  la  razón  de  la  diferencia  en  la  esplicacion  de  dichos 
artículos  bajo  la  palabra  Averías. 

Lo  que  se  ha  dicho  del  embargo  ocurrido  en  el  puerto  de 
la  salida  del  buque  , -ha  de  entenderse  igualmenle  del  em- 
bargo que  acaeciere  en  cualquier  otro  puerto  adonde  arri- 
bare la  nave  en  el  discurso  del  viaje  ,  ya  porque  en  uno  y 
otro  caso  militan  las  mismas  razones,  ya  porque  así  se  de- 
duce de  los  mencionados  artículos  935  y  936.  Subsisten 
pues  los  fletamentos,  sin  derecho  á  reclamar  indemnizacio- 
nes por  una  ni  otra  parte,  ya  sea  que  el  embargo  temporal 
6e  ponga  al  buque  en  el  puerto  de  su  salida,  ya  sea  que 
ocurra  después  en  un  puerto  de  arribada  ;  y  por  el  tiempo 
de  la  detención  en  cualquiera  de  los  dos  casos  no  se  debe 
Hete  alguno  al  naviero  si  la  nave  se  alquiló  por  meses, 
ni  aumento  de  flete  si  se  alquiló  al  viaje  :  bien  que  habién- 
dose hecho  el  fletamento  por  meses,  tendrá  que  concurrir 
«1  fletador  al  mantenimiento  y  salario  de  los  marineros  por 
i)l  servicio  que  le  prestan  en  la  custodia  y  conservación  de 
tas  mercaderías ,  mas  no  cuando  se  hizo  el  fletamento  por 
un  tanto  el  viaje ,  porque  entonces  tomó  el  naviero  la  pro- 
longación ó  brevedad  de  este  á  su  pérdida  ó  beneficio. 


III.  Réstanos  hablar  de  los  efectos  del  embargo  con  res- 
pecto á  los  aseguradores.  El  art.  861  del  cód.  de  com. 
pone  por  cuenta  y  riesgo  de  los  aseguradores  todas  las  pér- 
didas y  daños  que  ocasionare  á  las  cosas  aseguradas  el 
embargo  por  orden  del  gobierno,  ó  la  retención  por  orden 
de  potencia  estranjera.  Ocurriendo  pues  este  accidente  de 
fuerza  mayor,  tiene  derecho  el  asegurado  á  reclamar  del  ase- 
gurador la  reparación  de  sus  perjuicios,  usando  de  la  acción 
de  averia  ó  de  la  de  abandono  ,  conforme  al  art.  929,  quo 
puede  verse  en  la  palabra  Abandono.  Véase  también  la  es- 
plicacion del  arl.  861  en  la  palabra  Asegurador. 

Es  de  advertir  por  último  que  todos  los  perjuicios  de  em- 
bargo ó  detención  que  sobrevengan  á  lanaveó  ala  carga  por 
causa  de  contrabando  recaen  sobreelconlrabandista,  su  car- 
gamento y  demás  bienes;  y  que  no  son  responsables  de  ellos 
los  aseguradores ,  por  ser  nulo  el  seguro  sobre  géneros  de 
ilícito  comercio  ;  bien  que  no  puede  decirse  lo  mismo  cuando 
los  géneros  no  son  de  ilícito  comercio  sino  en  el  cstranjero. 
Véanse  los  arls.  762  y  765  en  la  palabra  Fletamento  ,  y  la 
esplicacion  de  la  última  paite  del  art.  885  tn  la  palabra 
Aseguración. 

EMBARGO  provisional.  El  embargo  que  se  dispone  ó 
manda  interinamente  mientras  se  prepara  la  demanda  eje- 
cutiva ú  otra  que  corresponda,  cuando  se  teme  que  el  deu- 
dor huya  ú  oculte  ó  disipe  sus  bienes.  Véase  Secuestro. 

La  ley  de  enjuiciamiento  sobre  los  negocios  y  causas  de  co- 
mercio, promulgada  en  24  de  julio  de  1850  ,  trae  sobre  los 
embargos  provisionales  en  el.  título  IX  las  disposiciones  si- 
guientes : 

«  Art.  364.  Para  asegurar  el  pago  de  las  deudas  proce- 
dentes de  obligaciones  mercantiles  se  proveerá  el  embargo 
provisional  de  los  bienes  muebles  y  efectos  de  comercio  del 
deudor,  concurriendo  alguna  de  las  circunstancias  siguien- 
tes y  no  en  otra  forma  :  —  Que  siendo  estranjero  no  se 
halle  naturalizado  en  estos  reinos.  —  Que  aun  cuando  sea 
español  ó  estranjero  naturalizado  no  tenga  domicilio  ,  ó  en 
su  defecto  establecimiento  mercantil ,  ó  propiedades  de 
arraigo  en  el  lugar  donde  corresponda  demandársele  en  jus- 
ticia al  pago  de  la  deuda.  —  Que  haya  hecho  fuga  de  su  do- 
micilio ó  establecimiento  mercantil,  ó  que  sin  hacerla  se  ad- 
virtieren manejos  de  ocultación  de  los  géneros  y  efectos  de 
comercio  que  tenga  en  sus  almacenes,  ó  de  los  muebles  de 
su  casa ,  ó  bien  que  los  malvende  y  da  á  precios  Ínfimos 
para  realizarlos  con  precipitación.  » 

«  Art.  565.  Pueden  ser  también  objeto  del  embargo 
provisional  los  efectos,  bienes  muebles  ó  dinero  de  la  perte- 
nencia del  deudor  que  se  hallen  en  poder  de  otra  persona 
por  comisión  ó  depósito,  ó  bajo  otro  cualquier  título  que  no 
sea  el  de  prenda ,  y  las  cantidades  que  alcance  por  cuenta 
corriente  ó  por  créditos,  aunque  estos  no  estén  vencidos.  » 

«  Art.  366.  El  acreedor  que  solicite  el  embargo  provisio- 
nal ha  de  presentar  con  su  solicitud  el  titulo  de  su  crédito 
que  traiga  aparejada  ejecución ,  sin  lo  cual  no  se  deferirá  á 
ella.  » 

«  Art.  567.  Si  los  bienes  que  hayan  de  embargarse  no 
estuvieren  en  poder  del  deudor  ó  en  sus  casas  y  almacenes, 
designará  el  acreedor  en  su  instancia  los  que  fueren  con  el 
nombre  y  apellido  del  tenedor,  y  el  lugar  en  que  estu- 
vieren, quedando  de  su  cuenta  y  riesgo  las  resultas  del  pro- 
cedimiento, si  este  recayese  sobre  bienes  que  no  fuesen  de 
la  pertenencia  del  deudor.  » 

«  Art.  568.  Los  embargos  provisionales  se  proveerán  por 
el  prior  ó  el  cónsul  que  le  sustituya  en  acto  continuo  de  pre- 
sentarle la  solicitud ,  si  la  hallare  conforme  á  derecho,  sir 
viendo  su  providencia  de  mandamiento  á  los  alguaciles  del 
tribunal  para  proceder  á  su  cumplimiento  con  asistencia  de 
escribano.  » 

«  Art.  369.  No  podrán  esceder  los  bienes  sobre  que  so 
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haga  el  embargo  provisional  de  los  que  se  estimen  pruden- 
temente suficientes  para  cubrir  el  crédito  del  acreedor.  » 

«  Art.  570.  Si  al  tiempo  de  irse  á  practicar  el  embargo 
se  hiciese  el  pago  de  la  deuda,  ó  el  deuder  diese  fianza  con 
persona  de  conocida  responsabilidad  por  el  importe  de 
aquella,  se  sobreseerá  en  la  diligencia.  » 

«  Art.  371.  Los  bienes  embargados  en  la  casa  ó  almace- 
nes del  deudor  se  constituirán  en  depósito  ó  se  sobrellava- 
rán en  el  acto  las  piezas  en  donde  estuvieren  ,  quedando  la 
sobrellave  en  poder  del  escribano.  Exigiéndolo  el  acreedor 
se  pondrá  también  un  guarda  de  vista  en  la  inmediación  de 
las  piezas  sobrellavadas.  —  Los  que  se  embarguen  en  poder 
de  otra  persona  quedarán  depositados  en  el  mismo  tenedor, 
siendo  sugetQ  avecindado  en  el  pueblo  y  de  abono.  » 

«  Art.  372.  Del  embargo  provisional  hecho  en  bienes 
del  deudor  que  se  hallen  en  poder  de  distinto  tenedor ,  se  le 
dará  conocimiento  dentro  de  las  veinte  y  cuatro  horas  si- 
guientes á  su  ejecución  por  notificación  en  su  persona,  ó  por 
cédula  si  no  pudiere  ser  habido,  y  en  su  defecto  será  inefi- 
caz el  embargo,  quedando  el  escribano  responsable  á  las  re- 
sultas. » 

«  Art.  375.  Si  el  deudor  ó  el  tenedor  de  los  bienes  em- 
bargados solicitaren  instruirse  del  espediente  de  embargo 
después  de  practicado  este,  se  les  pondrá  de  manifiesto  en 
la  escribanía  ,  permitiéndoles  tomar  las  notas  que  les  con- 
vengan. » 

«  Art.  574.  El  título  ejecutivo  en  cuya  virtud  se  haya 
proveído  el  embargo ,  no  podrá  ser  devuelto  al  acreedor, 
sin  que  se  ponga  antes  en  el  espediente  testimonio  literal  de 
su  contesto.  » 

«  Art.  57b.  El  juicio  ejecutivo  sobre  el  pago  de  la  deuda 
que  haya  dado  ocasión  al  embargo  provisional,  se  instruirá 
á  continuación  de  las  diligencias  obradas  en  este.  » 

«  Art.  57G.  Los  efectos  del  embargo  provisional  cesarán 
si  en  el  término  de  treinta  dias  no  se  trabare  sobre  ellos  la 
ajecucion  formal  despachada  con  arreglo  à  derecho  por  el 
crédito  de  que  procediese  el  embargo.  —  En  este  caso  se 
mandará  levantar  á  instancia  del  deudor  sin  sustanciacion 
alguna.  » 

«  Art.  377.  Igualmente  quedará  ineficaz  por  el  trascurso 
de  los  mismos  treinta  dias  ,  sin  haberse  despachado  ejecu- 
ción contra  el  deudor,  la  fianza  que  este  hubiese  dado  para 
evitar  el  embargo  provisional ,  y  se  mandará  cancelar,  con- 
denando al  acreedor  en  las  costas  de  su  otorgamiento  y  can- 
celación. » 

«  Art.  578.  Instando  el  deudor  en  forma  estará  obligado 
el  acreedor  á  deducirla  demanda  ejecutiva  contra  él  dentro 
de  los  ocho  dias  siguientes  al  embargo ,  y  de  no  hacerlo  se 
mandará  alzar  este.  » 

«  Art.  579.  El  acreedor  es  responsable  de  todas  las  cos- 
tas, daños  y  perjuicios  que  se  ocasionen  al  deudor  por  el 
embargo,  siempre  que  este  caducase  por  las  causas  preve- 
nidas en  el  artículo  anterior  ó  en  el  576  de  este  mismo 
titulo.  » 

EMBARGOS  de  matrimonio.  Los  impedimentos  abso- 
lutos ó  relativos  que  tienen  algunas  personas  para  contraer 
matrimonio.  Véase  Impedimento. 

EMBRIAGUEZ.  La  turbación  de  las  facultades  intelec- 
tuales, causada  por  el  vino  ú  otro  licor. 

I.  Todavía  no  se  han  uniformado  las  opiniones  de  los  juris- 
consultos ni  las  decisiones  de  los  legisladores  sobre  la  cul- 
pabilidad de  los  actos  cometidos  en  el  estado  de  embriaguez. 
Unos  ven  en  ella  un  motivo  legítimo  de  escusa,  y  otros  no 
quieren  considerarla  como  circunstancia  atenuante ,  por  ser 
en  sí  misma  un  acto  digno  de  reprensión.  Otros  distinguen 
entre  la  embriaguez  habitual  y  la  embriaguez  accidental , 
entre  la  embriaguez  imprevista  y  la  embriaguez  procurada 
con  el  fin  de  prepararse  una  escusa  para  el  crimen  que  se 


medita.  Tan  diversas  opiniones,  dice  Rossi ,  suponen  que 
no  se  ha  practicado  exactamente  la  análisis  del  hecho  de  que 
se  trata.    • 

II.  La  embriaguez  voluntaria,  aun  cuando  sea  resultado 
de  ún  momento  de  estravío  ú  olvido  de  sí  mismo ,  es  en  s í  un 
acto  que  al  propio  tiempo  que  degrada  al  hombre,  no  deja 
de  ser  peligroso  para  el  orden  público,  y  sin  duda  en  ciertos 
países  conviene  ó  es  tal  vez  necesario  ponerla  en  el  número 
de  los  delitos,  especialmente  cuando  es  habitual  y  va  acom- 
pañada de  publicidad  y  de  escándalo.  Mas  no  la  considera- 
mos aquí  bajo  este  punto  de  vista,  pues  solo  tratamos  de  sa- 
ber si  los  delitos  cometidos  en  la  embriaguez  pueden  ó  no 
imputarse  absolutamente  ó  con  alguna  limitación.  La  em- 
briaguez ,  cuando  es  compieta  .  nos  priva  enteramente  del 
uso  de  la  razón,  y  nos  quita  la  conciencia  del  bien  y  del  mal  : 
es  verdaderamente  una  especie  de  demencia  pasajera.  El 
hombre  que  se  ha  embriagado,  puede  por  ello  ser  culpable 
de  una  grande  imprudencia;  pero  no  se  le  puede  decir  con 
justicia  que  lo  que  ha  hecho  en  tal  estado  lo  ha  hecho  con 
pleno  conocimiento  de  lo  que  hacia.  Si  pudiésemos  consti- 
tuirnos á  nuestro  arbitrio  en  estado  de  verdadera  demencia, 
¿se  podría  condenar  al  que  hubiese  usado  de  tan  funesto  po- 
der como  autor  malicioso  y  voluntario  de  los  actos  ejecuta- 
dos durante  su  locura?  Podríasele  imponer  por  cierto  una 
pena  después  del  recobro  de  su  razón  ,  por  haberse  puesto 
voluntariamente  en  un  estado  peligroso  para  los  otros,  como 
se  castiga  al  que  fuma  en  un  almacén  de  pólvora;  pero  im- 
putarle un  hecho  especial ,  sería  querer  lo  que  es  moral- 
mente  imposible,  lo  que  envuelve  contradicción  en  los  tér- 
minos, esto  es  ,  responsabilidad  y  falta  de  juicio.  Lo  mismo 
pues  habremos  de  decir  en  cuanto  á  la  completa  embria- 
guez, si  es  cierto  que  suspende  enteramente  el  conocimiento 
de  sí  mismo  y  el  uso  de  la  razón.  Por  mucha  que  sea  la  aver- 
sion que  tengamos  á  un  estado  semejante ,  no  haremos 
nunca  que  un  hombre  haya  comprendido  lo  que  por  el  he- 
cho de  hallarse  en  él  era  efectivamente  imposible  que  com- 
prendiese. 

III.  Quiérese  comparar  al  embriagado  con  el  que  se  deja 
arrebatar  de  una  pasión  violenta,  de  la  venganza,  por  ejem- 
plo, de  la  cólera  ó  de  los  celos.  Mas  la  embriaguez  proviene 
de  una  causa  estrínseca  y  material ,  y  no  consiste  en  la  ima- 
ginación que  exaltándose  sobre  un  objeto  determinado 
mueve  al  nombre  á  una  acción  particular  que  tenia  ya  por 
él  en  sus  raices,  por  decirlo  así,  en  un  deseo  concebido  en 
estado  de  razón  y  de  calma.  La  embriaguez  completa  es  una 
causa  física  de  ceguedad,  y  nos  quita  el  conocimiento  del 
bien  y  del  mal  en  todas  las  cosas.  Un  hombre  absolutamente 
embriagado  dará  tajos  y  reveses  en  una  riña,  firmará  como 
testigo  falso,  ultrajará  el  pudor,  entrará  con  la  misma  indi- 
ferencia en  un  complot  contra  el  Estado;  y  al  volver  en  sí 
lo  habrá  olvidado  todo  y  quedará  sorprendido  y  lleno  de  es- 
panto al  oir  lo  que  le  cuentan  de  sus  obras  y  sus  hazañas. 

IV.  Opónese  el  peligro  que  para  la  seguridad  pública  ré- 
sultée reconocer  en  la  embriaguez  un  motivo  de  justifica- 
ción ó  de  escusa  ;  el  peligro,  á  saber ,  es  de  la  facilidad  con 
que  puede  abusarse  de  este  medio  de  defensa.  Mas  busque- 
mos primero  lo  que  exige  la  justicia.  Supongamos  que  un 
hombre  que  jamas  ha  hecho  uso  del  vino  lo  bebe  como  re- 
medio prescrito  por  el  médico ,  y  que  este  vino  le  embriaga 
y  le  quita  la  razón  y  le  vuelve  furioso  y  ie  hace  cometer  un 
acto  prohibido.  ¿  Cuál  será  el  juez  que  osará  declararle  de- 
lincuente? Hay,  pues,  cierta  embriaguez  que  debe  eximir 
de  toda  pena  al  autor  del  hecho  material,  del  mismo  modo 
que  la  infancia  y  la  locura.  Sentar  como  principio  que  la 
embriaguez,  aun  cuando  sea  completa  y  absolutamente  in- 
voluntaria, no  puede  servir  jamas  de  motivo  de  justifica- 
ción, equivale  á  castigar  en  el  ser  moral  los  actos  de  una 
máquina. 
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V.  Hase  dicho  por  algunos  que  aun  los  ebrios  involunta- 
rios no  hacen  en  la  embriaguez  sino  los  actos  á  que  ya  esta- 
ban predispuestos  en  estado  de  salud.  Esta  es  la  misma 
doctrina  que  se  ha  querido  aplicar  á  los  somnámbulos.  Blas 
¿se  habrá  de  castigar  una  intención  presunta  ,  un  deseo  va- 
go ,  sin  otro  fundamento  que  el  de  un  acto  puramente 
material  ? 

VI.  Si  hay  una  especie  de  embriaguez  que  exime  de  toda 
pena  porjos  hechos  particulares  cometidos  durante  esta  en- 
fermedad ,  hay  también  otra  que  solo  puede  alegarse  como 
escusa  ó  circunstancia  de  atenuación  :  Per  vinum  lapsis  ca- 
pitalis  pœna  remitiendo,  est ,  et  mililiœ  mulatio  irroganda  , 
ley  6,  |  7,  D.  de  re  mllit.;  y  es  precisamente  aquella  em- 
briaguez que  quita  el  uso  de  la  reflexion  ,  sin  suprimir  em- 
pero en  el  embriagado  la  conciencia  de  sí  mismo  y  del  mal 
que  hace  :  Dclinquilur  aulem  aut  proposito,  aut  Ímpetu, 
mil  casu....  ímpetu,  cüm  per  ebrietatem  ad  manus  aut  ad 
fcrrttm  venilur:  l.  11,  § 2,  D.  de  pœnis. 

VIL  Finalmente  la  embriaguez  completa  puede  hacer  al 
hombre  responsable  ,  no  de  delito  intencional ,  esto  es , 
no  delito  cometido  con  intención  ó  malicia ,  sino  de  culpa  ó 
cuasi  delito,  esto  es,  de  delito  cometido  por  imprudencia; 
y  es  cuando  la  embriaguez  ha  sido  voluntaria  ó  ha  dimanado 
de  un  olvido  reprensible  de  sí  mismo. 

VIII.  Resumiendo  toda  esta  doctrina,  puede  sentarse: 
i°.  que  la  embriaguez  involuntaria  ,  cuando  es  completa , 
debe  eximir  de  toda  pena  :  —  2o.  que  la  embriaguez  invo- 
luntaria, cuando  es  incompleta,  debe  ser  según  su  mayor 
ó  menor  grado  un  medio  de  disminución  de  la  pena  :  — 
3o.  que  la  embriaguez  voluntaria,  cuando  es  completa, 
debe  eximir  de  la  pena  corporal,  pero  no  del  resarcimiento 
de  daños  y  perjuicios:  —  h°.  que  la  embriaguez  voluntaria, 
cuando  es  incompleta,  no  debe  admitirse  como  disculpa 
del  delito  ni  por  consiguiente  influir  en  la  disminución  de  la 
pena. 

La  primera  proposición  que  acabamos  de  enunciar,  es  muy 
conforme  á  nuestra  legislación.  «  Si  alguno  dijere  mal  del 
rey  con  beodez  (dice  la  ley  6,  tít.  2,  Part.  7),  ó  seyendo 
desmemoriado  ó  loco ,  non  debe  haber  pena  por  ello ,  porque 
lo  face  estando  desapoderado  de  su  seso,  de  manera  que  non 
entiende  lo  que  dice.  »  Aunque  esta  ley  habla  solo  del  caso 
de  injuria  contra  el  rey,  debe  estenderse  á  cualesquiera  otros 
delitos ,  pues  en  todos  los  que  se  perpetran  en  el  estado  de 
embriaguez  milita  la  misma  razón  de  no  saber  el  beodo  lo 
que  dice  ni  lo  que  hace.  —  La  segunda  proposición  es  una 
consecuencia  de  esta  misma  ley  sexta;  pues  si  se  ha  de  re- 
mitir toda  la  pena  al  embriagado  que  se  encuentra  en  el 
mismo  caso  que  un  demente  ó  desmemoriado,  es  claro  que 
no  se  debe  remitir  sino  parte  de  la  pena  al  que  en  su  estado 
de  embriaguez ,  si  bien  está  privado  del  uso  de  la  reflexion , 
conserva  sin  embargo  algún  conocimiento  del  bien  y  del 
mal. 

La  tercera  proposición  se  apoya  en  el  principio  de  re  el 
mal  que  uno  hace  por  imprudencia  ó  por  una  causa^jue 
pudo  y  debió  evitar,  no  constituye  precisamente  un  delito , 
sino  un  cuasi  delito,  el  cual  no  produce  mas  que  la  obliga- 
ción de  satisfacer  los  daños  y  perjuicios  que  hubiese  ocasio- 
nado. Sin  embargo ,  la  ley  5 ,  tít.  8 ,  Part.  7,  impone  la  pena 
de  cinco  años  de  destierro  en  alguna  isla  al  que  se  embria- 
gare de  manera  que  matase  à  otro  por  la  beodez ,  suponién- 
dole culpable  por  no  haberse  abstenido  de  caer  en  semejante 
estado.—  La  cuarta  proposición  no  necesita  demostrarse  :  en 
el  caso  que  contiene ,  es  culpable  por  una  parte  la  embria- 
guez, y -por  otra  concurre  conocimiento  en  el  hecho. 

IX.  Cuando  hablamos  de  la  embriaguez  voluntaria,  no 
entendemos  aquella  embriaguez  premeditada  que  uno  con- 
trac para  animarse  á  la  ejecución  del  delito,  ni  aun  la  que 
es  posterior  á  la  intención  de  cometerlo.  En  estos  casos  es 


claro  que  el  delincuente  no  merece  indulgencia  por  razón 
del  estado  en  que  se  encontraba  al  delinquir,  pues  esto  seria 
escusar  un  delito  con  otro  ;  y  aun  en  el  primero,  lejos  de  ser 
la  embriaguez  un  motivo  de  atenuación ,  es  mas  bien  una 
circunstancia  agravante.  Sucede  también  á  veces  que  la  em- 
briaguez es  fingida  ó  simulada,  y  es  preciso  que  el  juez  se 
ponga  en  guardia  contra  la  mentira  y  la  impostura,  no  olvi- 
dando jamas  que  la  embriaguez  es  uno  de  los  pretestos  que 
se  alegan  con  mas  frecuencia  y  que  los  testigos  apoyan  con 
mas  facilidad. 

X.  El  código  penal  de  1822  era  en  esta  materia  demasiado 
duro,  pues  nunca  quería  que  se  tomase  endienta  la  em- 
briaguez voluntaria.  «  La  embriaguez  voluntaria,  decia  en 
su  art.  26 ,  y  cualquiera  otra  privación  ó  alteración  de  la 
razón  de  la  misma  clase  no  serán  nunca  disculpa  del  delito 
que  se  cometa  en  este  estado  ,  ni  por  ella  se  disminuirá  la 
pena  respectiva.  » 

XI.  Entre  los  militares  no  sirve  de  escusa  la  embriaguez , 
antes  bien  se  castiga  como  delito.  «  Para  ningún  delito  de  los 
esplicados  en  la  ordenanza  general  (  dice  la  ordenanza  del 
ejérc. ,  trat.  8,  tít.  10,  art.  121),  podrá  servir  de  escusa 
la  embriaguez ,  cuyo  vicio  deberá  ser  cuidado  de  los  jefes 
militares  el  corregirle  y  castigarle  con  penas  arbitrarias , 
haciendo  entender  á  la  tropa  de  su  cargo,  que  el  alegato  de 
estar  privado  no  le  relevará  del  castigo  que  merece  por  el 
delito  que  cometan.  »  No  obstante,  según  real  orden  de  26 
de  febrero  de  1796 ,  se  oye  la  escepcion  de  embriaguez  á  los 
reos  militares  que  teniendo  iglesia  y  seguida  la  competencia 
de  inmunidad  han  sido  consignados  bajo  la  caución  de  estiio 
que  se  llama  segunda,  en  que  se  obliga  el  auditor  á  restituir 
el  reo  á  la  iglesia  en  el  caso  de  que  desvanezca  las  pruebas 

.  que  hasta  entonces  resultan  contra  él. 

Aunque  en  el  artículo  de  ordenanza  que  se  acaba  de  co- 
piar, se  manda  refrenar  la  embriaguez  en  el  soldado  con 
penas  arbitrarias,  se  castiga  ahora  por  la  primera  vez  con 
un  mes  de  prisión,  por  la  segunda  con  dos,  y  por  la  tercera 
con  destino  á  las  obras  públicas  ó  presidio  por  el  tiempo 
que  le  falte  de  su  empeño  ;  reales  órdenes  de  26  de  octubre 
de  1776,  3  de  junio  de  1777  y  S  de  noviembre  de  1779  :  mas 
si  el  reincidente  hubiere  cumplido  su  empeño  ó  estuviere 
para  cumplirle  ,  se  le  destinará  á  las  obras  públicas  por  tres 
años ,  comprendiendo  en  ellos  el  tiempo  que  le  falle  de  ser- 
vicio; reales  órdenes  de  Io.  de  marzo  y  6  de  abril  de  1780. 

XII.  La  ley  militar  castiga,  como  vemos,  el  vicio  de  la 
embriaguez,  por  la  necesidad  que  hay  de  estinguirlo  en  las 
tropas ,  á  causa  de  las  terribles  consecuencias  que  puede 
producir  en  el  servicio  de  las  armas.  No  teniendo  la  ley 
civil  igual  motivo  para  perseguirlo,  lo  deja  enteramente 
abandonado  á  la  sanción  moral ,  que  castiga  bastante  con  su 
menosprecio  á  los  hombres  que  se  degradan  hasta  el  punto 
de  perder  la  razón.  Los  Espartanos  lograban  inspirar  á  sus 
hijos  aversion  al  vino  con  solo  ponerles  á  la  vista  sus  ilotas 
ó  siervos  embriagados. 

XIII.  Es  de  advertir  por  último ,  que  el  hombre  que  se 
halla  en  la  embriaguez ,  no  es  capaz  de  celebrar  contratos , 
ni  de  hacer  testamento  ,  porque  no  puede  prestar  el  con- 
sentimiento que  se  necesita  para  la  validez  de  tales  actos. 

EMERGENTE.  Lo  que  nace,  sale  y  tiene  principio  de 
otra  cosa;  y  así  se  llama  en  los  contratos  daño  emergente  el 
que  se  sigue  de  la  detención  del  dinero. 

EMIGRACIÓN.  En  sentido  lato  es  el  abandono  que  una 
persona  ó  familia  hace  de  su  pais  para  pasar  á  otro  ;  y  so 
aplica  mas  especialmente  á  la  salida  de  un  español  fuera  do 
su  patria  para  establecerse  en  el  estranjero. 

El  que  renuncia  para  siempre  á  su  patria,  dice  un  filósofo, 
le  hace  todavía  mas  daño  que  el  que  se  quita  á  áí  mismo  la 
vida  ;  porque  este  lo  deja  todo  á  su  pais,  y  aquel  le  priva 
de  su  persona  y  de  una  parte  de  sus  bienes.  Por  eso  apenas 
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ha  habido  legislación  ,  y  una  de  ellas  es  la  nuestra,  que  no 
haya  tratado  de  impedir  la  emigración  de  los  naturales. 
«  Porque  la  población  y  número  de  gente,  decia  Felipe  IV 
en  su  pragmática  de  1623  (  ley  8,  tít.  26  ,  lib.  7,  Nov.  Rec), 
es  el  único  y  principal  fundamento  de  las  repúblicas,  y  á  que 
con  mayor  cuidado  se  debe  atender  para  su  conservación  y 
aumento;...  ordenamosy  mandamos,  que  ninguna  persona,, 
de  cualquiera  estado  ,  calidad  ó  condición  que  sea  ,  pueda 
salir  destos  nuestros  reinos  con  su  casa  y  familia  sin  licencia 
nuestra,  so  pena  de  perdimiento  de  los  bienes  que  dejaren 
en  ellos  ;  y  que  las  justicias  y  ministros  de  los  puertos  y  otras 
cualesquiera  les  embarguen  las  personas  y  haciendas  que 
llevaren,  y  estén  con  mucho  cuidado  de  saber  si  sale  al- 
guna ,  y  de  la  ejecución  ;  y  condenamos  al  que  no  guardare 
lo  contenido  en  esta  ley  en  privación  de  oficio.  »    ' 

Todavía  son  mas  minuciosas  y  preventivas  las  providen- 
cias que  han  tomado  contra  la  emigración  los  gobiernos  de 
otras  naciones;  pero  todas  ellas,  como  las  contenidas  en  la 
ley  que  hemos  copiado,  han  sido  vanas  é  ineficaces  para 
conseguir  el  fin  que  se  proponían.  ¿Cómo  es  posible,  en  el 
efecto,  hacer  de  un  pais  una  vasta  prisión,  donde  estén 
encerrados  todos  sus  habitantes?  Mientras  no  se  halle  sepa- 
rado de  todos  los  demás  por  rocas  inaccesibles  ó  mares  im- 
practicables, ¿cómo  guardar  todos  los  puntos  de  su  circun- 
ferencia? ¿  cómo  guardar  á  los  guardas  mismos?  El  que  al 
emigrar  se  lleva  todo  lo  que  posee ,  no  deja  nada  sobre  que 
pueda  recaer  la  pena  con  que  las  leyes  le  amenazan.  Su  de- 
lito no  puede  ya  castigarse  cuando  se  ha  cometido,  porque 
está  fuera  del  alcance  de  la  ley;  y  castigarlo  antes  de  su  con- 
sumación ,  es  castigar  la  intención  y  no  el  hecho.  ¿Se  tratará 
de  castigar  al  fugitivo  con  la  confiscación  de  los  bienes  que 
deja?  La  colusión,  que  no  se  puede  impedir,  por  poco  que 
se  respeten  los  contratos  de  los  ciudadanos  entre  ellos, 
hará  este  medio  ilusorio.  ¿Se  reservará  la  pena  al  emi- 
grado para  el  caso  de  que  regrese  á  su  pais  ?  Esto  es  im- 
pedirle que  repare  el  daño  que  ha  hecho  á  la  sociedad ,  y 
desterrar  para  siempre  al  que  una  vez  se  ha  alejado  de  su 
patria.  Ademas  la  prohibición  de  salir  de  un  pais  no  hace 
mas  que  aumentar  en  el  que  lo  habita  el  deseo  de  dejarle  ; 
mientras  que  aparta  á  los  eslranjeros  de  la  idea  de  venir  á 
establecerse  en  él.  ¿Qué  se  ha  de  pensar  de  un  gobierno 
que  no  tiene  otro  medio  que  el  temor ,  para  retener  á  los  hom- 
bres en  su  patria  ,  á  la  cual  están  naturalmente  adheridos  y 
fuertemente  ligados  por  las  primeras  impresiones  de  la  in- 
fancia? 

Y  ¿porqué  se  ha  de  castigar  la  emigración  como  si  fuera 
un  crimen?  ¿Cómo  puede  ser  justo  erigir  en  delito  el  acto 
de  un  hombre  que  deja  un  pais  donde  se  halla  mal ,  para 
pasar  á  otro  donde  espera  hallarse  bien  ?  Si  un  hombre 
pierde  los  medios  de  ganar  la  vida  en  su  patria ,  ó  si  en  ella 
está  espueslo  á  ser  víctima  de  las  persecuciones  de  una  fac- 
ción, ó  no  puede  gozar  de  buena  salud  sino  bajo  las  influen- 
cias de  otro  clima ,  la  prohibición  de  espatriarse  es  para  él 
una  sentencia  de  muerte.  No  hay  mas  que  un  medio  justo 
de  prevenir  la  emigración  ,  que  es  hacer  de  modo  que  los 
habitantes  de  un  pais  se  encuentren  en  él  tan  bien  que  no 
deseen  dejarle.  Mientras  esto  no  sea  así ,  lejos  de  merecer 
castigo  ,  es  muy  digna  de  compasión  la  desgraciada  suerte 
de  aquellos  hombres  que  se  ven  forzados  á  abandonar  el 
suelo  natal ,  privándose  de  las  dulzuras  que  acarrea  el  trato 
de  los  suyos  ,  y  lanzándose  en  la  incertidumbre  de  un  por- 
venir obscuro  y  desconsolador  ;  porque  seguramente  nadie 
hace  estos  sacrificios  tan  penosos,  sino  poniéndose  en  guerra 
abierta  con  sus  sentimientos  mas  naturales  (1).  Así  es  que  la 

(1)  Entre  los  Mejicanos  se  ha  dicho  en  la  Ia.  ley  constitucional, 
art.  2,  |  6,  que  es  derecho  del  mejicano  :  «  No  podérsele  impe- 
dir ¡a  írasiocion  de  sy,  persona  y  bienes  á  otro  pais,  cuando  le 


ley  de  Felipe  IV,  que  prohibía  la  salida  del  reino  con  casa 
y  familia ,  no  está  ya  en  observancia ,  y  puede  por  lo  tanto 
reputarse  caduca. 

EMPADRONAMIENTO.  El  registro  ó  libro  en  que  se 
asientan  por  sus  nombres  todos  los  vecinos  de  un  pueblo 
que  deben  pagar  pechos  y  tributos  (2). 

EMPAL AMIENTO.  Género  de  suplicio,  que  consisto 
en  atravesarle  ó  meterle  á  uno  por  el  cuerpo  un  palo  ú  otro 
instrumento  puntiagudo  ,  espetándole  en  él  como  se  espeta 
el  ave  en  el  asador.  No  se  usa  entre'  nosotros  tan  bárbaro 
castigo. 

EMPARA  ó  emparamento.  En  Aragon  el  embargo  ó 
secuestro  de  bienes. 

EMPAREDADO.  Antiguamente  la  persona  devota  que 
se  retiraba  del  mundo,  y  sin  profesar  en  ningún  instituto 
religioso ,  vivia  con  otras  encerrada  en  una  casa  contigua  á 
la  parroquia  ;  —  y  también  la  persona  incorregible  á  quien 
se  encerraba  por  castigo  entre  cuatro  paredes  sin  comuni* 
cacion  alguna. 

EMPATAR.  Quedar  iguales  los  votos  de  modo  que  nt» 
pueda  haber  resolución  ó  elección  en  lo  que  se  vota  ;  —  y 
suspender  el  curso  de  alguna  resolución ,  como  suele  decirss 
de  las  pruebas  de  nobleza  ó  limpieza  de  sangre  á  que  no  se 
da  curso  por  no  estar  suficientemente  probada. 

EMPATE.  La  igualdad  de  votos,  de  modo  que  no  pue- 
da haber  resolución  ó  elección  en  lo  que  se  vota.  Se  dice 
que  hay  empate  ó  discordia  cuando  en  un  tribunal  hay  tan- 
tos votos  de  una  parte  como  de  otra  para  la  decisión  de  un 
negocio,  ó  cuando  á  lo  menos  no  hay  bastantes  votos  de 
una  parle  para  vencer  ó  ganar  á  la  otra. 

I.  El  derecho  romano  contiene  sobre  esta  materia  las  si- 
guientes disposiciones.  Según  la  ley  38,  §  1,1). derejudicala, 
y  la  ley  27 ,  §  3  ,  D.  de  receptis  qui  arbilrium ,  cuando  el 
empate  recae  sobre  la  cantidad  de  las  cosas  pedidas  en  el 
juicio ,  se  inclina  siempre  la  balanza  en  favor  del  partido  de 
la  cantidad  mas  corta.  Asi  es  que  en  el  caso  de  que,  concur- 
riendo tres  jueces,  el  primero  condene  al  demandado  apa- 
gar al  demandante  cien  escudos  ,  el  segundo  cincuenta  y  el 
tercero  veinte  y  cinco ,  prevalece  y  forma  sentencia  el  voto 
de  este  último  ,  porque  como  lo  mas  contiene  lo  menos,  se 
consideran  reunidos  en  cierto  modo  todos  los  votos  para  la 
adjudicación  de  los  veinte  y  cinco  escudos.  Cuando  el  em- 
pate no  recae  sobre  una  cantidad,  se  dirime  regularmente  á 
favor  del  demandado  :  bien  que  si  se  tratase  de  una  dote , 
de  un  testamento  atacado  por  la  querella  de  inoficiosidad  , 
de  un  deudor  que  negara  serlo ,  ó  de  un  esclavo  que  recla- 
mara la  libertad ,  no  se  tomaría  en  cuenta  la  calidad  de 
demandante  ó  demandado,  sino  que  se  declararía  la  victo- 
ria por  la  dote ,  por  el  testamento  ,  por  el  deudor  ó  por  el 
esclavo  ,  según  resulta  de  dicha  ley  38 ,  D.  cíe  rejudicata, 
déla  ley  70,  D.  de  jure  dotium,  de  la  ley  8b,  D.  de  regulis 
juris,  y  de  la  ley  10,  D.  de  inof/icioso  testamento.— En  ma- 
terias criminales  el  empate  lleva  siempre  consigo  la  absolu- 
ción del  acusado,  como  se  ve  por  la  ley  58,  D.  de  rejudi- 
cata. 

II.  El  código  de  las  Partidas  sigue  las  disposiciones  del 
derecho  romano.  «  Si  los  judgadores ,  dice  la  ley  17,  tít.  22, 
Part.  3  ,  se  acordasen  todos  en  el  juicio  contra  el  demanda- 
do ,  et  fuese  desacuerdo  entre  ellos  en  razón  de  la  cuantía , 
de  manera  que  los  unos  lo  condenasen  en  mayor  cuantía ,  et 
los  otros  en  menor  ;  estonce  decimos  ,  que  si  tantos  fueren 


convenga,  con  tal  que  no  deje  descubierta  en  la  República  res- 
ponsabilidad de  ningún  género,  y  satisfaga  por  la  estraccion  de 
los  segundos  la  cuota  que  establezcan  las  leyes.  »  Véase  sobre  esta 
materia  á  Olmeda,  tom.  1,  cap.  17  de  los  que  dejan  su  patria. 

(2)  La  Ia.  ley  constitucional  dice  que  es  obligación  del  ciuda- 
dano mejicano  «  adscribirse  en  el  padrón  de  su,  municipalidad.  » 
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los  de  la  nna  parte  como  los  de  la  otra ,  que  debe  valer  el 
juicio  que  fuera  dado  en  la  menor  cuantía,  et  non  el  otro.  Et 
esto  es  por  dos  razones  :  la  una  porque  todos  se  acuerdan  en 
aquello  que  es  menos;  la  otra  porque  los  jueces  deben  ser 
siempre  piadosos  et  mesurados,  et  mas  les  debe  placer  de 
quitar  ó  aliviar  al  demandado  ,  que  condenarlo  ó  agra- 
viarlo. » 

Ocurriendo  el  empate  en  pleito  que  versare  sobre  el  es- 
tado de  libertad  ó  esclavitud  de  una  persona ,  quiere  la 
ley  18  de  d.  lit.  22,  Part.  5,  que  si  fueren  tantos  los  votos  de 
la  una  parte  como  de  la  otra ,  valga  la  sentencia  dada  por  la 
libertad  y  no  la  que  se  diere  contra  ella  ;  y  del  mismo  modo, 
añade  Gregorio  López  en  su  glosa ,  que  debe  valer  la  sen- 
tencia dada  en  favor  de  la  dote,  del  matrimonio ,  y  del  tes- 
tamento ,  y  no  la  contraria,  así  como  en  el  derecbo  romano. 

En  las  causas  criminales,  en  que  fuese  condenado  alguno 
á  muerte,  ó  á  perdimiento  de  miembro  ,  ó  á  echamiento  de 
la  tierra,  ó  á  otra  cualquiera  pena  que  cause  infamia,  dis- 
pone igualmente  la  misma  ley  18 ,  «  que  la  sentencia  que  los 
judgadores  diesen  por  el  demandado,  dándole  por  quito  de 
todo  ó  templando  de  la  pena ,  debe  valer,  et  non  la  de  aque- 
llos que  le  condenasen  ó  le  agraviasen,  maguer  fuesen  tantos 
los  unos  judgadores  como  los  otros.  Et  esto  es ,  prosigue  la 
ley,  porque  los  judgadores  se  deben  siempre  mover  á  piedad 
en  pro  de  los  demandados,  et  mayormente  en  tales  pleitos 
como  estos,  pudiéndolo  facer  con  derecbo.  » 

III.  Según  las  leyes  recopiladas ,  son  necesarios  en  los  tri- 
bunales superiores  para  bacer  sentencia  definitiva  á  lo  me- 
nos tres  votos  conformes  en  las  causas  civiles  de  cien  mil 
maravedís  arriba,  así  como  en  las  criminales  en  que  tenga 
lugar  la  imposición  de  las  penas  de  muerte,  azotes,  ver- 
güenza, bombas,  galeras,  minas,  ó  presidio  con  la  calidad 
de  gastador  ó  de  retención  ;  mas  en  las  otras  causas  civiles 
ó  criminales,  bastan  dos  votos  igualmente  conformes  para 
sentencia  definitiva ,  como  asimismo  en  todas  para  senten- 
cias ó  autos  interlocutorios.  Dícense  conformes  los  votos 
cuando  son  conformes  de  toda  conformidad  en  absolver  ó 
condenar,  ó  pronunciar  en  otra  manera.  No  concurriendo  los 
1res  ó  los  dos  votos  conformes  según  los  respectivos  casos , 
se  dice  que  hay  discordia  ,  la  cual  se  debe  dirimir  en  la  for- 
ma que  se  espresará  en  la  palabra  Foto.  Leyes  28  y  42 , 
til.  1 ,  y  leyes  1 ,  2  y  16 ,  lit.  12 ,  lib.  5 ,  Nov.  Rec. 

IV.  Después  de  las  leyes  recopiladas,  se  han  hecho  algu- 
nas modificaciones  en  esta  materia  por  el  reglamento  provi- 
sional de  26  de  setiembre  de  185a,  por  las  ordenanzas  de 
las- Audiencias  de  19  de  diciembre  del  mismo  año,  y  por 
real  decreto  de  4  de  noviembre  de  1858.  Véase  Audiencia, 
art.  74  y  sig.,  Discordia  ,  Sentencia  y  Voto. 

EMPEÑAR.  Dar  ó  dejar  alguna  cosa  en  prenda ,  ó  bien 
obligar  algunos  bienes  raices  para  seguridad  de  la  satisfac- 
ción ó  pago  de  la  deuda  que  se  contrae.  Véase  Hipoteca  y 
Prenda. 

EMPEORAMIENTO.  El  menoscabo  ó  desmejora  que 
padece  alguna  cosa  ;  cuya  satisfacción  debe  ser  de  cuenta  y 
cargo  de  aquel  que  tenga  la  obligación  de  entregarla  ó  res- 
tituirla ,  en  caso  de  haber  provenido  el  daño  por  culpa  suya. 

EMPLAZAMIENTO.  La  citación  que  se  hace  á  una 
persona  de  orden  del  juez  para  que  comparezca  en  el  tribu- 
nal en  el  dia  y  hora  que  se  .le  designa.  Véase  Citación. 

EMPLEADO.  El  destinado  por  el  gobierno  al  servicio 
público  de  la  nación  ,  y  pagado  por  esta. 

El  desempeño  de  todo  empleo  público  es  incompatible  con 
los  oficios  concejiles  ;  y  en  consecuencia  los  empleados  que 
se  hallen  en  el  caso  de  reunir  ambas  funciones,  deben  optar 
por  la  que  les  conviniere  ,  dándose  la  otra  por  vacante  ; 
reates  órdenes  de  2b  de  julio  de   1856  y  27  de  enero  de  1857. 

Los  empleados  que  fueren  destituidos  de  sus  empleos  por 
causa  probada  ,  no  tienen  derecho  á  parto  alguna  del  suel- 


do, ni  á  ser  reemplazados;  ley  de  presup.  de  26  de  mayo 
de  185b. 

Por  real  orden  de  16  de  junio  de  1856  se  establecieron  las 
reglas  siguientes  :  Ia.  que  no  gocen  sueldo  alguno  como  ce- 
santes los  empleados  civiles  separados  por  faltas  de  pureza , 
de  aplicación ,  de  asistencia  al  cumplimiento  de  sus  deberes, 
de  fidelidad  y  obediencia  al  gobierno  ;  nt  los  que  después 
de  publicada  la  amnistía  hayan  acreditado  con  actos  positi- 
vos su  desafección  al  trono  de  Isabel  II  y  á  las  instituciones 
actuales  :  —  2a.  que  los  empleados  que  hayan  sido  separa- 
dos por  opiniones  sin  actos  que  las  comprueben ,  mientras 
que  por  una  ley  no  se  decida  otra  cosa,  sean  clasificados 
como  comprendidos  en  la  primera  parte  de  la  disposición  18 
de  las  generales  que  para  clases  pasivas  contiene  la  ley  de 
26  de  mayo  de  1855 ,  en  la  cual  se  prescribe  que  «  á  los  ce- 
santes que  lo  sean  por  separación  del  destino  que  desempe- 
ñaban ,  se  les  abonará  la  cuarta  parte  del  sueldo  si  cuentan 
quince  años  de  servicio  ,  y  la  mitad  si  pasan  de  veinte  :  » 
—  5a.  que  todos  los  espedientes  de  empleados  separados 
pendientes  aun  de  clasificación  ,  por  estar  comprendidos  en 
las  reglas  anteriores ,  se  remitan  à  la  sección  del  consejo  real 
referente  al  ministerio  de  que  estos  dependan  ,  á  fin  de  que 
instruyendo  aquellos  gubernativamente  con  toda  la  ilustra- 
ción y  amplitud  que  sea  necesaria  para  aclarar  la  verdad, 
decida  la  misma  sección  constituida  en  tribunal  de  adminis- 
tración á  pluralidad  absoluta  de  votos  la  clase  en  que  cada 
uno  deba  quedar  ,  con  arreglo  á  lo  que  previene  la  citada 
ley  de  26  de  mayo  y  á  las  dos  reglas  anteriores  :  —  4a.  que 
cuando  un  empleado  civil  sea  separado  dô  su  destino ,  ó  se 
mandará  por  el  ministerio  de  que  dependa  que  se  le  abone 
el  sueldo  que  por  clasificación  le  corresponda,  ó  se  manifes- 
tarán por  el  mismo  á  la  respectiva;  sección  del  consejo  real 
las  razones  que  motivaron  la  separación ,  para  que  proceda 
á  la  formación  y  resolución  del  oportuno  espediente  confor- 
me á  lo  que  se  previene  en  las  anteriores  disposiciones. 

Por  real  orden  de  27  de  julio  de  1856,  se  dispone  que  en 
todos  los  espedientes  gubernativos  de  esta  clase  relativos  á 
la  conducta  políticay  moral  de  los  empleados,  se  comunique 
á  los  interesados  lo  que  contra  ellos  resulte  para  que  mani- 
fiesten lo  que  les  ocurra  en  su  justificación  ,  de  modo  que 
no  baya  riesgo  de  que  ninguno  de  ellos  sea  juzgado  sin  oír- 
sele. Y  en  fin ,  por  otra  real  orden  de  50  del  mismo  julio , 
para  uniformar  la  marcha  de  todas  las  secciones  del  consejo 
real  de  España  é  Indias  en  la  ejecución  de  la  citada  real  or- 
den de  16  de  junio  anterior,  se  adoptaron  las  reglas  que  si- 
guen :  —  Ia.  se  pasará  al  consejo  por  el  ministerio  respectivo 
el  espediente  gubernativo  que  hubiese  producido  la  separa- 
ción del  empleado  :  —  2a.  apareciendo  bastante  fundada  la 
separación  por  los  cargos  que  produzca  el  espediente  ,  se 
pasará  al  interesado  una  nota  de  ellos  ,  á  fin  de  que  conteste 
por  escrito  y  directamente  á  la  sección ,  haciéndose  todo  sin 
ningún  aparato  forense  :  —  5a.  en  vista  de  la  contestación 
del  interesado  ,  la  sección  ,  ó  bien  pedirá  nuevos  informes, 
ó  bien  pronunciará  su  fallo  según  lo  que  parezca  mas  con- 
forme ajusticia  :  —  4a.  cuando  los  fundamentos  para  la  se- 
paración contenidos  en  el  espediente  gubernativo  no  se 
estimen  suficientes  ,  se  pedirán  nuevos  mas  amplios  infor- 
mes ,  y  llegados  que  sean ,  se  procederá  como  queda  preve- 
nido en  la  regla  anterior  :  —  b\  siempre  que  para  la  sepa- 
ración no  haya  precedido  espediente  gubernativo,  dispondrá 
la  sección  que  se  forme  por  la  autoridad  competente  ,  y  pro- 
cederá después  de  formado  aplicando  según  el  caso  las  dis- 
posiciones de  la  regla  5a.  ó  las  de  la  4a.  :  —  6\  en  el  caso  en 
que  la  sección  viere  que  no  conviene  la  formación  del  espe- 
diente gubernativo  por  resultar  que  la  separación  fué  efecto 
de  circunstancias  del  momento  ,  sin  que  aparezcan  indicios 
de  culpabilidad,  declarará  sin  mas  trámites  cesante  al  indi- 
viduo ¿isí  separado  :  —7a.  en  todos  los  fallos  la  sección  es-* 
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presará  el  caso  de  las  disposiciones  generales  para  clases 
pasivas  contenidas  en  la  ley  de  26  de  mayo  de  1835,  en  que 
considera  á  cada  interesado,  y  consultará  los  referidos  fallos 
al  ministerio  para  la  resolución  de  S.  M.  :  —  8a.  en  el  caso 
de  que  resulten  de  algún  espediente  indicios  suficientes  de 
haberse  cometido  algún  delito  previsto  por  nuestras  leyes , 
se  pasarán  los  documentos  precisos  al  tribunal  competente 
para  que  proceda  contra  quien  haya  lugar.  Véase  Fuero. 

f  EMPLEADOS.  Con  fecha  26  de  enero  de  1842  se  re- 
produjo el  real  decreto  de  20  de  igual  mes  de  1815,  que 
dice  así  :  Habiendo  llegado  á  mi  noticia  de  que  muchos  de 
los  jefes  y  empleados  en  mis  Reales  oficinas,  abandonando 
sus  primitivas  obligaciones  no  solo  en  las  horas  destinadas 
á  la  ocupación  de  sus  trabajos,  sino  en  otras,  se  dedican  á 
promover  el  curso  de  los  pleitos ,  instancias ,  recursos  y  otras 
solicitudes  que  toman  á  su  cuidado,  cuyo  procedimiento  so- 
bre ser  contrario  á  lo  mandado  en  repetidos  tiempos ,  es  per- 
judicialisimo  por  los  males  que  se  causan ,  y  son  fáciles  de 
conocer;  para  evitarlos  resuelvo  que  en  lo  sucesivo  ninguno 
de  los  citados  empleados ,  de  cualquiera  clase  y  condición 
que  sean ,  se  sustraigan  de  modo  alguno  de  las  peculiares  á 
sus  destinos  ;  que  no  tomen  á  su  cuidado  las  indicadas  soli- 
citudes bajo  ningún  pretesto,  respecto  á  deber  ocuparse  solo 
enhenar  su  principal  instituto,  y  à  que  dichos  encargos  de- 
ben desempeñarse  por  los  procuradores  de  mis  tribunales  y 
personas  autorizadas  al  intento;  y  en  el  caso  de  que  alguno 
contraviniere  á  esta  mi  soberana  resolución ,  por  el  mismo 
hecho  le  privo  de  su  destino  ,  y  me  reservo  imponerle  las 
demás  penas  convenientes  à  su  desobediencia. 

Los  empleados  públicos ,  cualquiera  que  fuere  la  clase  á 
que  pertenezcan ,  no  deben  sobre  asuntos  del  servicio  entrar 
en  contestaciones  por  medio  de  la  imprenta  ;  pudiendo  cuando 
lo  consideren  necesario  dirigirse  á  la  respectiva  secretaría 
del  Despacho  para  vindicarse  con  el  Gobierno  y  esplicar  el 
punto  ó  materia  sobre  la  que  se  haya  tratado  de  desfigurar 
los  hechos  y  estraviar  la  opinion.  Rl.  ord.  de  15  de  setiembre 
de  1842. 

En  el  Suplemento  al  Diccionario  de  Escriche  se  hallarán 
otras  reales  órdenes  sobre  empleados  y  sus  sueldos ,  pagas 
de  cesantes  ,  jubilados,  pensionistas,  etc. 

f  EMPLEADOS  de  hacienda  militar.  Véase  Cuerpo 
administrativo  del  ejército. 

f  EMPLEADOS  de  la  hacienda  pública.  Por  real  de- 
creto de  7  de  febrero  de  1827  se  verificó  su  clasificación  del 
modo  que  espresan  los  artículos  que  se  hallarán  en  dicho 
Suplemento. 

f  EMPLEADOS  de  la  gobernación.  Véase  sobre  la 
provision  de  estos  empleos  el  real  decreto  de  23  de  febrero 
de  1848,  que  se  halla  en  el  Suplemento  indicado. 

-J-  EMPLEADOS  de  montes  y  plantíos.  Comprende 
tres  clases ,  á  saber  :  la  de  comisarios  de  distrito ,  la  de 
peritos  agrónomos  y  la  de  guardamontes. 

El  reglamento  de  24  de  marzo  de  1846  fija  sus  atribucio- 
nes. Véase  en  el  Suplemento. 

EMPRÉSTITO.  Esta  palabra,  tomada  en  general, 
abraza  dos  especies  de  préstamo  ;  el  de  las  cosas  que  pode- 
mos usar  sin  destruirlas ,  y  el  de  las  que  se  consumen  al  pri- 
mer uso  que  se  hace  de  ellas.  El  primero  se  llama  comodato, 
y  el  segundo  mutuo.  Pero  según  el  sentido  que  se  le  ha  dado 
por  el  uso ,  suele  aplicarse  solamente  á  la  entrega  que  uno 
hace  á  otro  de  cierta  cantidad  de  dinero  para  que  se  apro- 
veche de  ella  por  algún  tiempo  ,  y  la  restituya  después  al 
que  se  la  ha  prestado.  Todavía  en  esta  acepción  se  usa  con 
mas  especialidad  la  palabra  empréstito  para  designar  los 
préstamos  públicos  que  contratan  los  gobiernos  á  fin  de 
atender  á  las  necesidades  del  Estado.  Véase  Comodato, 
Mutuo,  Contrato  literal,  ínteres  del  dinero  y  Usura. 


EMPRÉSTITO  Á  la  gruesa  ventura  ó  riesgo  de  mar* 
En  el  comercio  marítimo  es  el  préstamo  ó  entrega  que  se 
hace  de  dinero  ó  efectos  por  cierto  premio  ó  interés  sobre  el 
navio  ó  el  cargamento ,  con  la  condición  de  que  perdiéndose 
el  navio  ó  las  mercaderías  se  pierda  ó  estinga  también  la 
deuda ,  pero  llegando  prósperamente  al  puerto  de  su  destino, 
quede  el  prestador  libre  de  todo  riesgo  para  la  cobranza  do 
la  cantidad  prestada  y  del  premio  estipulado.  Véase  Prés-* 
tamo  á  la  gruesa. 

EN 

ENAJENACIÓN.  El  acto  por  el  cual  se  trasfiere  á  otro 
la  propiedad  de  alguna  cosa  á  título  lucrativo  ,  como  la  do- 
nación ;  ó  á  título  oneroso ,  como  la  venta  ó  permuta.  —  Esta 
palabra ,  tomada  en  una  significación  mas  estensa ,  com- 
prende también  la  enfitéusis,  la  prenda,  la  hipoteca,  y  aun 
la  constitución  de  servidumbre  sobre  un  fundo.  Sigúese  de 
aquí  que  el  que  no  puede  enajenar  una  cosa ,  no  la  puede 
tampoco  obligar,  ni  sujetar  con  hipoteca  ,  ni  imponerle  ser- 
vidumbre. «  Aquel  á  quien  es  defendido  de  non  anajenar  la 
cosa ,  dice  la  ley  10.,  tít.  33 ,  Part.  7  ,  non  la  puede  vender, 
nin  camiar  ,  nin  empeñar,  nin  puede  poner  servidumbre  en 
ella  ,  nin  darla  á  censo  á  ninguna  de  aquellas  personas  á 
qui''n  és  defendido  de  la  enajenar.  » 

Solo  el  propietario  de  una  cosa  puede  enajenarla,  con  tal 
que  no  se  lo  impida  la  ley,  la  convención ,  ó  la  voluntad  del 
testador  ;  pero  como  suele  hallarse  á  menudo  alguno  de  es- 
tos impedimentos,  y  hay  por  otra  parte  ademas  del  dominio 
otras  especies  de  derecho  en  las  cosas ,  sucede  á  veces  que 
el  dueño  no  puede  enajenar  la  cosa  que  le  pertenece ,  y  que 
el  que  no  es  dueño  tiene  facultad  para  enajenar  la  cosa  do 
otro. 

En  primer  lugar,  el  dueño  no  puede  á  veces  enajenar  sus 
cosas.  El  marido ,  por  ejemplo  ,  es  dueño  de  la  dote,  pues 
esta  no  es  otra  cosa  que  lo  que  se  da  al  marido  para  sopor- 
tar las  cargas  del  matrimonio  ;  y  sin  embargo  no  puede  ena- 
jenarla cuando  es  inestimada  ,  porque  tiene  que  volverla  en 
los  mismos  bienes  que  recibió.  El  pupilo  es  dueño  de  sus 
bienes,  y  tampoco  puede  enajenarlos  ,  porque  no  tiene  la  li- 
bre administración  de  ellos.  Véase  Dote  y  Menor. 

En  segundo  lugar,  el  que  no  es  dueño  de  una  cosa  puede 
á  veces  enajenarla.  Así  es  que  el  acreedor  enajena  válida- 
mente la  prenda  en  pública  subasta,  pasado  el  término  de  la 
redención,  avisando  al  deudor,  con  tal  que  se  hubiese  pac- 
tado dicha  facultad  :  también  puede  venderla ,  aunque  nada 
se  hubiere  pactado  sobre  tiempo  de  redención  ni  sobre 
venta,  con  tal  que  requiera  al  deudor  delante  de  hombres 
buenos  para  que  la  redima,  y  este  deje  pasar  doce  dias  si  la 
cosa  es  mueble,  y  treinta  si  fuese  raiz  :  y  por  fin  puede 
venderla  igualmente,  aun  en  el  caso  de  que  se  hubiese  pac- 
tado que  no  la  pudiese  vender,  con  tal  que  requiera  tres  ve- 
ces al  deudor  delante  de  hombres  buenos  para  que  la  liberte, 
y  este  deje  pasar  dos  años  sin  hacerlo  ;  leyes  41  y  42,  tít.  13, 
Part.  5.  Del  mismo  modo  ,  el  tutor  no  es  dueño  de  las  co- 
sas del  pupilo  ;  y  sin  embargo  tiene  facultad  de  enajenar  los 
bienes  muebles  libremente  en  utilidad  del  huérfano  ,  y  en 
pública  subasta  con  decreto  de  juez  los  raices  y  los  muebles 
muy  preciosos,  cuando  hubiere  necesidad,  como  por  pagar 
deudas  ú  otra  razón  que  no  admita  escusa.  Véase  Tutor. 

Aunque  la  libre  administración  de  los  bienes  lleva  natu- 
ralmente consigo  la  facultad  de  enajenarlos,  hay  casos  en 
que  esta  facultad  se  halla  limitada ,  como  hemos  dicho ,  por 
la  ley,  por  la  convención  dé  las  partes,  ó  por  alguna  cláusula 
puesta  en  una  donación  ó  disposición  de  última  voluntad". 
—  La  ley  prohibe,  por  ejemplo ,  la  enajenación  de  los  bie- 
nes litigiosos,  la  de  la  herencia  que  se  espera  de  cierta  per- 
sona si  no  se  hace  con  beneplácito  de  la  misma ,  y  la  dona- 
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cion  de  todos  los  bienes  presentes.  —  De  la  convención  que 
prohibe  la  enajenación  de  una  cosa,  tenemos  un  ejemplo  en 
la  venta  hecha  á  carta  de  gracia  ó  con  el  pacto  de  retroven- 
dendo;y  otroenlaenfitéusis,puesel  enfiteuta  no  puede  ven- 
der la  cosa  enfitéutica  sin  noticia  del  dueño  directo.  —  La 
condición  de  no  enajenar  puesta  en  una  donación,  impide 
que  el  donatario  enajene  la  cosa  donada  ,  quia  partis  slan- 
dum  est.  —  La  prohibición  perpetua  de  enajenar  hecha  en 
testamento,  ó  por  disposición  entre  vivos,  solo  tenia  lugar 
cuando  concurrían  las  circunstancias  requeridas  para  fun- 
dar mayorazgo.  Mas  en  el  dia  no  se  puede  fundar  vincula- 
ción alguna  sobre  ninguna  clase  de  bienes  ó  derechos,  ni 
prohibir  directa  ni  indirectamente  su  enajenación. 

Nadie  puede  ser  obligado  á  enajenar  una  cosa ,  sino  cuan- 
do así  lo  exige  la  utilidad  pública  ó  la  equidad  ;  quia  publica 
ulililas  privatorum  commodis  prceferenda  est( I).  Véase  el 
artículo  siguiente. 

ENAJENACIÓN  forzosa.  La  cesión  ó  venta  que  una 
persona  ó  cuerpo  tiene  que  hacer  de  una  cosa  de  su  propie- 
dad por  motivos  de  utilidad  pública. 

Es  principio  general,  consagrado  por  nuestras  leyes  anti- 
guas y  modernas,  que  nadie  puede  ser  privado  de  su  pro- 
piedad sino  por  causa  de  utilidad  común,  previa  la  corres- 
pondiente indemnización  ;  ley  2 ,  lit.  1,  Part.  2,  ley  51, 
tít.  18,  Part.  3,  y  art.  10  de  la  Const.  de  1837.  Véase  Bie- 
nes particulares. 

El  Estado,  en  efecto,  tiene  derecho  à  exigir  el  sacrificio  de 
una  propiedad  por  causa  de  interés  público  ;  pero  esta  causa 
debe  justificarse  legalmente,  y  el  propietario  ha  de  quedar 
satisfecho  no  solo  del  valor  de  la  cosa  de  que  se  le  priva, 
sino  también  del  de  los  daños  y  perjuicios  que  pueda  cau- 
sarle la  expropiación.  El  modo  de  proceder  en  esta  materia 
se  halla  determinado  en  la  ley  sancionada  por  S.  M.  con  fe- 
cha de  14  de  julio  de  1836,  que  es  como  sigue  : 

«  Art.  Io.  Siendo  inviolable  el  derecho  de  propiedad,  no 
se  puede  obligar  á  ningún  particular,  corporación  ó  estable- 
cimiento de  cualquiera  especie  á  que  ceda  ó  enajene  lo  que 
sea  de  su  propiedad,  para  obras  de  interés  público ,  sin  que 
precedan  los  requisitos  siguientes  :  Primero  :  declaración 
solemne  de  que  la  obra  proyectada  es  de  utilidad  pública,  y 
permiso  competente  para  ejecutarla.  Segundo  :  declaración 
de  que  es  indispensable  que.  se  ceda  ó  enajene  el  todo  ó 
parte  de  una  propiedad  para  ejecutar  la  obra  de  utilidad  pú- 
blica. Tercero  :  justiprecio  de  lo  que  haya  de  cederse  ó  ena- 
jenarse. Cuarto  :  pago  del  precio  de  la  indemnización. 

Art.  2o.  Se  entiende  por  obras  de  utilidad  pública  las 
que  tienen  por  objeto  directo  proporcionar  al  Estado  en  ge- 
neral, á  una  ó  mas  provincias  ó  á  uno  ó  mas  pueblos,  cuales- 
quiera usos  ó  disfrutes  de  beneficio  común,  bien  sean  ejecu- 
tadas por  cuenta  del  Estado  ,  de  las  provincias  ó  pueblos, 
bien  por  compañías  ó  empresas  particulares  autorizadas 
competentemente. 

Art.  3o.  La  declaración  de  que  una  obra  es  de  utilidad 
pública,  y  el  permiso  para  emprenderla  ,  serán  objeto  de 
una  ley,  siempre  que  para  ejecutarla  haya  que  imponer  con- 
tribución que  grave  á  una  ó  mas  provincias.  En  los  demás 
casos  serán  objeto  de  una  real  orden ,  debiendo  preceder  á 

(1)  Ley  8,  tít.  28,  Part.  3  ;  ley  5  y  56,  tít.  5,  Part.  S  ;  Sala, 
tom.  2,  pág.  125,  n.  54.  —  Según  el  g  5,  art.  2  de  la  Ia.  ley 
constitucional ,  es  derecho  del  mejicano  «  no  poder  ser  privado 
de  su  propiedad  ,  ni  del  libre  uso  y  aprovechamiento  de  ella  en 
todo  ni  en  parte.  »  Cuando  algún  objeto  de  general  y  pública  uti- 
lidad exija  lo  contrario ,  podrá  verificarse  la  privación  en  la 
forma  que  se  dice  al  fin  del  presente  artículo,  donde  se  habla 
también  de  lo  establecido  sobre  la  materia  en  las  repúblicas  de 
Venezuela  y  Chile.  —  Véanse  las  restricciones  5  y  G  del  art.  18 
de  la  4a.  ley  constitucional  de  Méjico  sobre  enajenación  de 
parte  del  territorio  ó  bienes  de  la  .nación. 
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su  espedicion  los  requisitos  siguientes  :  Primero  :  publica- 
ción en  el  boletín  oficial  respectivo  ,  dando  un  tiempo  pro- 
porcionado para  que  los  habitantes  del  pueblo  ó  pueblos  que 
se  supongan  interesados  puedan  hacer  presente  al  goberna- 
dor civil  lo  que  se  les  ofrezca  y  parezca.  Segundo  :  que  la 
diputación  provincial,  oyendo  á  los  ayuntamientos  del  pue- 
blo ó  pueblos  interesados,  esprese  su  dictamen ,  y  lo  remita 
á  la  superioridad  por  mano  de  su  presidente. 

Art.  k°.  El  gobernador  civil ,  en  union  con  la  diputa- 
ción provincial,  oirá  instructivamente  á  los  interesados 
dentro  del  término  discrecional  que  se  considere  suficiente, 
y  decidirá  sóbrela  necesidad  de  que  el  todo  ó  parte  de  una 
propiedad  deba  ser  cedida  para  la  ejecuciem  de  una  obra 
declarada  ya  de  utilidad  pública,  y  habilitada  con  el  corres- 
pondiente permiso. 

Art.  b°.  En  el  caso  de  no  conformarse  el  dueño  de  una 
propiedad  con  la  resolución  de  que  habla  el  artículo  ante- 
rior, el  gobernador  civil  remitirá  original  el  espediente  al 
gobierno,  quien  lo  determinará  definitivamente  ,  previos  los 
informes  que  juzgue  oportunos. 

Art.  6o.  Se  declara  que  los  tutores ,  maridos ,  poseedo- 
res de  vínculos  y  demás  personas  que  tienen  impedimento 
legal  para  vender  los  bienes  que  administran ,  quedan  auto- 
rizados para  ejecutarlo  en  los  casos  que  indica  la  presente 
ley,  sin  perjuicio  de  asegurar  con  arreglo  á  las  leyes  las 
cantidades  que  reciban  por  premio  de  indemnización  en  fa- 
vor de  sus  menores  ó  representados. 

Art.  7o.  Declarada  la  necesidad  de  ocupar  el  lodo  ó 
parte  de  una  propiedad,  se  justipreciará  el  valor  de  ella  y 
el  de  los  daños  y  perjuicios  que  pueda  causar  á  su  dueño  la 
expropiación,  ajuicio  de  peritos  nombrados  uno  por  cada 
parte  ,  ó  tercero  en  discordia  por  entrambas;  y  no  convi- 
niéndose acerca  de  este  nombramiento  ,  le  hará  el  juez  del 
partido,  procediendo  de  oficio  sin  causar  costas,  en  cuyo  ca- 
so queda  á  los  interesados  el  derecho  de  recusar  hasta  por 
dos  veces  al  nombrado. 

Art.  8o.  El  precio  íntegro  de  la  tasación  se  satisfará  al 
interesado  con  anticipación  á  su  desahucio  ,  ó  se  depositará 
si  hubiere  reclamación  de  tercero  por  razón  de  enfitéusis, 
servidumbre,  hipoteca  ,  arriendo  ú  otro  cualquier  gravamen 
que  afecte  la  finca;  dejando  á  los  tribunales  ordinarios  la  de- 
claración de  los  derechos  respectivos.  Ademas  se  abonará 
al  interesado  el  3  por  100  del  precio  íntegro  de  la  tasación. 

Art.  9o.  En  el  caso  de  no  ejecutarse  la  obra  que  dio  lu  - 
gar  á  la  expropiación,  si  el  gobierno  ó  el  empresario  resol- 
viesen deshacerse  del  todo  ó  parle  de  la  finca  que  se  hubiese 
cedido,  el  respectivo  dueño  será  preferido  en  igualdad  de 
precio  á  otro  cualquier  comprador. 

Art.  10.  Las  rentas  y  contribuciones  correspondientes 
á  los  bienes  que  se  enajenaren  forzosamente  para  obras  de 
interés  público,  se  admitirán  durante  un  año  subsiguiente  á 
la  fecha  de  la  enajenación  en  prueba  de  la  aptitud  legal  del 
expropiado  para  el  ejercicio  de  los  derechos  que  puedan 
corresponderle. 

Art.  1 1 .  No  se  alteran  por  la  presente  ley  las  disposicio- 
nes vigentes  sobre  minas,  tránsito  y  aprovechamiento  do 
aguas  ú  otras  servidumbres  rústicas  ó  urbanas.  Tampoco  se 
hará  novedad  en  cuanto  á  los  arbitrios  aprobados  y  contra- 
tas celebradas  hasta  el  dia  para  la  ejecución  de  obras  de  uti- 
lidad pública. 

Art.  12.  Un  real  decreto  determinará  los  medios  mas 
espeditos  de  aplicar  esta  ley  á  las  obras  de  fortificación  do 
las  plazas  de  guerra  ,  puertos  y  coetas  marítimas ,  dejando 
siempre  para  los  casos  de  guerra,  ú  otras  circunstancias  ur- 
gentes ,  la  latitud  conveniente  á  los  comandantes  respecti- 
vos para  atender  de  pronto  á  lo  que  pidiese  la  necesidad, 
salva  siempre  la  subsiguiente  real  aprobación.  » 
-J-  En  los  mismos  términos  se  espidió  con  fecha  lo  de  di-- 
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ciembre  de  1841  un  real  decreto  para  las  provincias  de  Ul- 
tramar, sin  otra  diferencia  que  alguna  lijera  variación  en 
los  árts.  3 ,  4  ,  S  y  12  por  lo  que  toca  á  las  autoridades  que 
ban  de  conocer  del  asunto. 

El  art.  5°.,  después  de  la  Ia.  cláusula,  dice  así  :  «  En  los 
demás  casos  será  de  las  atribuciones  del  gobernador  político 
superior  de  la  respectiva  isla  ,  que  lo  es  el  capitán  general , 
debiendo  preceder  á  su  espedicion  los  requisitos  siguien- 
tes: Io.  Publicación  en  el  Diario  de  la  capital,  dando  un 
tiempo  proporcionado  para  que  los  habitantes  del  pueblo  ó 
pueblos  que  se  supongan  interesados  puedan  hacer  presente 
al  gobernador  lo  que  se  les  ofrezca  y  parezca.  2o.  Que  pida 
informe  al  ayuntamiento  ó  ayuntamientos  respectivos,  al 
tribunal  mercantil  y  junta  de  Comercio. 

Art.  4o.  Los  gobernadores  ó  tenientes  de  gobernador  en 
sus  respectivos  territorios  oirán  instructivamente  á  los  inte- 
resados dentro  del  término  discrecional  que  se  considere 
suficiente ,  y  decidirán  sobre  la  necesidad  de  que  el  todo  ó 
parte  de  la  propiedad  deba  ser  cedida  para  la  ejecución  de 
una  obra  declarada  ya  de'  utilidad  pública,  y  habilitada  con 
el  correspondiente  permiso. 

Art.  5o.  En  el  caso  de  no  conformarse  el  dueño  de  una 
propiedad  con  la  resolución  de  que  habla  el  artículo  ante- 
rior, podrá  alzarse  para  ante  la  audiencia  territorial,  á quien 
se  remitirá  el  espediente  original,  y  donde  oyendo  al  mi- 
nisterio fiscal ,  y  pasados  los  autos  al  relator,  citadas  las 
partes,  se  señalará  día  para  la  vista,  y  se  determinará  defi- 
nitivamente sin  mas  trámite  ni  lugar  á  otro  recurso. 

Art.  12.  Últimamente  ,  en  cuanto  á  las  obras  de  fortifica- 
ción de  las  plazas  de  guerra  ,  puertos  y  costas  marítimas , 
quedan  en  su  fuerza  y  vigor  las  ordenanzas  y  disposiciones 
que  rigen  en  estas  materias.  » 

[*  En  la  república  de  Méjico  es  también  un  principio 
sancionado  por  la  legislación  fundamental ,  que  ninguno  de 
sus  habitantes  puede  ser  privado  de  su  propiedad  legítima 
contra  su  voluntad ,  sino  en  el  caso  de  que  así  lo  exija  la 
utilidad  pública  y  previa  la  indemnización  correspondiente; 
dejando  á  cargo  de  una  ley  el  determinar,  cuál  es  la  auto- 
ridad competente  para  hacer  esta  declaración  ,  y  cómo  debe 
precederse  en  el  justiprecio.  Mientras  se  dicta  esa  ley,  no 
será  inoportuno  recordar,  que  según  el  %  3,  art.  2  de  la  pri- 
mera ley  constitucional ,  la  autoridad  á  quien  estaba  enco- 
mendada la  declaración  de  utilidad ,  era  el  Presidente  con 
sus  ministros  en  la  capital  de  la  República ,  con  apelación  á 
la  Suprema  Corte  de  justicia  ,  y  en  los  departamentos  el 
Gobierno  y  la  Junta  departamental ,  con  apelación  al  tribu- 
nal superioi';  debiendo  hacerse  el  justiprecio  por  dos  peritos, 
de  los  cuales  nombraba  uno  el  interesado  ,  y  dirimiéndose 
la  discordia  por  un  tercero  con  arreglo  á  derecho  :§  15, 
art.  9,  Bases  de  12  de  junio  de  1843. 

**  En  la  república  de  Venezuela  ninguno  de  sus  habitan- 
tes puede  ser  privado  del  todo  ó  la  menor  parte  de  su  pro- 
piedad sin  su  consentimiento,  á  no  mediar  decreto  del 
Congreso  en  vista  de  la  utilidad  pública  ,  legal  mente  com- 
probada, que  así  lo  exija,  y  previa  la  indemnización 
correspondiente.  Para  determinar  su  justo  valor,  tiene  dere- 
cho el  interesado  á  nombrar  por  sí ,  ó  en  union  con  los  de- 
mas  y  á  pluralidad  de  votos  ,  si  son  muchos  ,  uno  de  los 
peritos,  y  á  concurrir  con  el  espropiador  al  nombramiento 
del  tercero  para  el  caso  de  discordia  ;  y  los  tribunales  de 
justicia  son  los  únicos  competentes  para  oir  las  quejas,  á 
que  diere  margen  este  juicio  de  tasación  ó  de  peritos  :  artí- 
culos 40,  41  y  44,  ley  de  51  de  julio  de  1825,  y  208,  Conslií. 
de  24  de  setiembre  de  1830. 

***  En  la  república  de  Chile  nadie  puede  tampoco  ser 
privado  de  su  propiedad  sino  por  el  bien  ó  utilidad  pública; 
y  para  declarar  que  esta  exige  semejante  sacrificio*,  solo  es 
competente  la  autoridad  legislativa,  guardados  los  mismos 


trámites  prescritos  para  hacer  las  leyes.  Hecha  esta  declara- 
ción, se  procede  á  tasar  la  finca  que  debe  espropiarse,  acu- 
diendo al  efecto  al  juez  ordinario ,  competente  para  causas 
de  mayor  cuantía  ,  del  lugar  en  donde  se  halla  aquella  si- 
tuada ;  y  él  Estado  y  el  dueño  nombran  un  perito  por  cada 
parte,  y  un  tercero  para  el  caso  de  discordia,  haciendo  el 
nombramiento  de  este  último  el  juez,  si  las  partes  no  se  avie- 
nen; pero  sin  que  pueda  elegir  empleado  público  ó  persona 
que  reciba  sueldo  ó  emolumento  del  Gobierno,  á  menos  que 
convengan  en  ello  los  interesados.  Hecha  la  tasación ,  manda 
el  juez  que  se  entregue  el  valor  de  la  finca  á  su  dueño;  y 
despues  que  este  haya  recibido  su  estimación,  es  cuando 
puede  dar  la  posesión  al  que  la  adquiere  por  este  medio,  no 
siéndole  dado  hacerlo  antes,  sino  cuando  medie  el  beneplá- 
cito del  espropiado  :  art.  12, 1 5,  Constit.  de  1853  ,  y  decr. 
de  14  de  agosto  de  1858.] 

ENCABEZAMIENTO.  El  registro,  matrícula  ó  pa- 
drón que  se  hace  de  las  personas  ó  vecinos  para  la  imposi- 
ción de  los  tributos;  —  y  la  suma  ó  cuota  que  deben  pagar 
los  vecinos  por  toda  contribución,  ya  sea  en  diferentes  ra- 
mos, ó  ya  en  uno  solo. 

ENCABEZAR.  Registrar  ó  poner  en  matrícula  á  algu- 
no ,  y  también  formar  la  espresada  matrícula  para  el  cobro 
de  los  tributos. 

ENCABEZARSE.  Convenirse  y  ajustarse  un  pueblo 
con  el  gobierno  en  cierta  cantidad  por  todos  los  tributos; 
—  y  convenirse  amigablemente  en  pagar  cierta  suma  por  lo 
que  se  debe. 

ENCANTADOR.  El  que  hace  cosas  maravillosas  en  la 
apariencia,  diciendo  varias  palabras  acompañadas  de  ciertos 
gestos  y  operaciones.  El  ser  encantador  es  causa  suficiente, 
según  la  ley,  para  que  el  padre  pueda  desheredar  al  hijo  que 
se  dedica  á  semejante  profesión.  Véase  Adivino  y  Deshere- 
dación. 

ENCANTE.  El  pregón  para  vender  alguna  cosa  por  au- 
toridad de  justicia  al  que  mas  diere  ;  y  el  paraje  destinado 
para  semejantes  ventas. 

ENCARTACIÓN.  El  empadronamiento  que  se  hace  en 
virtud  de  carta  de  privilegio  :  —  el  reconocimiento  de  su- 
jeción ó  vasallaje  que  hacían  al  señor  los  pueblos  y  luga- 
res, pagándole  por  su  dominio  la  cantidad  en  que  estaban 
convenidos  ;  —  y  el  pueblo  ó  lugar  que  tomaba  á  algún  se- 
ñor por  su  dueño,  y  le  pagaba  cierto  tributo  por  via  de  va- 
sallaje todo  el  tiempo  que  por  tal  le  tenia.  Véase  Behetría. 

ENCARTACIONES.  Ciertos  pueblos  de  las  montañas 
de  Burgos,  comarcanos  á  Vizcaya ,  á  quienes  se  comunica- 
ron los  privilegios  y  esenciones  de  este  señorío  en  virtud  de 
cartas  y  privilegios  de  los  reyes,  por  lo  que  se  llamaban  las 
encartaciones. 

ENCARTADO.  El  natural  de  las  encartaciones  :  —  el 
llamado  por  pregón  para  responder  á  alguna  querella  ó  acu- 
sación criminal  :  —  y  el  acusado  á  quien  por  no  acudir  al 
emplazamiento,  mandaba  el  juez  por  pregones  que  no  vol- 
viese al  lugar  de  su  naturaleza  ó  domicilio.  Véase  Bando. 

ENCARTAMIENTO.  La  proscripción  :  —  la  conde- 
nación hecha  en  rebeldía  del  reo  que  no  ha  querido  pa- 
recer en  juicio  ,  aunque  ha  sido  llamado  :  —  el  despacho 
judicial  en  que  se  contiene  la  sentencia  de  condenación  del 
reo  ausente  ;  —  y  lo  mismo  que  encartación. 

ENCARTAR.  Proscribir  condenando  en  rebeldía  algún 
reo  después  de  llamarle  con  bandos  públicos  ;  —  llamar  á 
juicio  por  edictos  y  pregones  ;  —  incluir  à  uno  en  alguna 
dependencia  ,  compañía  ó  negociado;  —  y  sentar  á  uno  en 
los  padrones  ó  matrículas  para  los  raparti  míenlos  y  cargas 
onerosas  de  gabelas,  tributos  y  servicios. 

ENCESTAR.  Meter  alguno  en  un  cesto  :  especie  de  pena 
vergonzosa  que  se  usó  antiguamente. 

ENCIERRO.  Unas  yeces  se  toma  por  la  casa  de  reclu- 
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sion  en  que  viven  privadas  de  su  libertad  por  sentencia  de 
juez  ciertas  personas  que  han  abusado  de  ella,  para  que  no 
cometan  nuevos  delitos  y  las  demás  se  abstengan  de  imitar- 
las por  el  terror  del  ejemplo;  y  esta  es  al  mismo  tiempo  una 
casa  de  corrección  donde  se  debe  trabajar  en  reformar  las 
costumbres  de  los  presos,  para  que  cuando  recobren  la  li- 
bertad no  sea  este  acontecimiento  una  desgracia  para  la  so- 
ciedad y  para  ellos  mismos.  Otras  veces  se  entiende  por 
encierro  la  cárcel  en  que  están  detenidos  hasta  ser  juzga- 
dos los  individuos  que  se  suponen  delincuentes,  y  cuya  fuga 
puede  recelarse;  —  y  finalmente  esta  palabra  significa 
también  la  prisión  muy  estrecha  en  parte  retirada  y  sola 
de  la  cárcel  para  que  el  reo  no  tenga  comunicación.  Como 
quiera  que  se  entienda  ,  solo  el  juez  es  el  que  tiene  facul- 
tad para  ordenar  el  encierro.Véase  Arrestar,  Cárcel  y  Co- 
municación. 

ENCOMENDERO.  El  que  lleva  encargos  de  otro,  y  se 
obliga  á  dar  cuenta  y  razón  de  lo  que  se  le  encarga  ó  enco- 
mienda ; — y  en  la  legislación  de  Indias  es  el  que  por  merced 
real  tenia  indios  encomendados,  con  obligación  de  enseñar- 
les la  doctrina  y  preceptos,  y  defender  sus  personas  y 
bienes,  á  cuyo  efecto  gozaba  de  rentas  cuantiosas. 

ENCOMIENDA.  El  encargo  ó  mandato;  —  la  dignidad 
dotada  de  rentas  pingües  que  en  las  órdenes  militares  de 
Santiago ,  Calatrava ,  Alcántara  y  Montesa  se  da  á  algunos 
caballeros  :  —  el  lugar,  territorio  y  rentas  de  dicha  digni- 
dad :  —  la  merced  ó  renta  vitalicia  que  se  da  sobre  algún 
lugar,  heredamiento  ó  territorio;  —  y  en  la  legislación  de 
Indias  el  amparo  ó  patrocinio  que  se  encargaba  á  alguno 
por  merced  real  sobre  una  porción  de  indios  para  enseñar- 
les la  doctrina  cristiana  y  defender  sus  personas  y  bienes. 
=  Véase  Abad. 

Las  encomiendas  de  las  órdenes  militares  están  dotadas 
con  las  rentas  procedentes  de  las  fincas,  derechos  y  propie- 
dades que  los  individuos  de  dichas  órdenes  adquirieron  por 
liberalidad  de  los  monarcas,  y  en  premio  délos  servicios  que 
hicieron  en  la  guerra  contra  los  Moros.  «  Las  encomiendas 
6e  daban  antiguamente,  dice  el  padre  Mariana  (cap.  6, 
lib.  11  de  su  Hisl.  de  España) ,  á  los  soldados  viejos  de  las 
órdenes  para  que  con  las  rentas  de  ellas  se  sustentasen  hon- 
radamente. »  Y  añade  Miñana  (en  su  continuación  de  dicha 
historia,  cap.  9,  lib.  2),  «  que  las  pingües  encomiendas  que 
antiguamente  se  daban  á  soldados  valerosos  después  de 
muchos  trabajos  ,  las  disfrutan  hoy  hombres  ociosos  y  afe- 
minados que  jamas  han  salido  de  sus  casas.  »  Véase  Fuero 
de  las  órdenes. 

ENCUBRIDOR  y  receptador.  Llámase  así  el  que  vo- 
luntariamente y  á  sabiendas  oculta  ó  encubre  la  persona  de 
algún  delincuente  ó  los  instrumentos  ó  efectos  del  delito  ya 
cometido. 

I.  Es  necesario  poner  mucho  cuidado  en  no  confundir  á 
los  encubridores  y  receptadores  con  los  cómplices,  ni  con  los 
ausiliadores  ó  fautores.  Los  cómplices  y  los  ausijiadores  ó 
fautores  influyen  de  algún  modo  directo  ó  indirecto  en  la  per- 
petración del  delito  :  mas  los  encubridores  y  receptadores 
no  influyen  en  ella  de  modo  alguno,  pues  que  sus  actos  vie- 
nen después  del  delito  ya  consumado. 

II.  El  código  penal  de  1822  hacia  una  descripción  exacta 
de  los  actos  que  constituyen  á  un  hombre  en  el  estado  de 
encubridor  ó  receptador.  «  Son  receptadores  y  encubrido- 
res, decia  en  su  art.  17  :  —  Io.  los  que  voluntariamente  , 
sin  concierto  ni  conocimiento  anterior  á  la  perpetración  del 
delito,  receptan  ó  encubren  después  la  persona  de  alguno  de 
los  autores ,  cómplices  ó  ausiliadores ,  ó  la  protegen  ó  de- 
fienden ,  ó  le  dan  ausilios  ó  noticias  para  que  se  precava  ó 
fugue ,  sabiendo  que  ha  delinquido  ;  ú  ocultan  alguna  de 
sus  armas,  ó  alguno  de  los  instrumentos  ó  utensilios  con  que 
sa  cometió  el  delito,  ó  alguno  de  los  efectos  en  que  este  con- 
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sista  ;  ó  compran ,  espenden ,  ùislribuyen  ó  negocian  alguno 
de  ellos,  sabiendo  que  aquellas  armas,  instrumentos  ó  uten--. 
silios  han  servido  para  el  delito,  ó  que  de  él  han  provenido 
aquellos.efectos  :  —  2o.  los  que  voluntariamente ,  aunque 
sin  conocimiento  del  delito  determinado  que  se  haya  come- 
tido, acogen  ,  receptan,  protegen  ó  encubren  á  los  malhe- 
chores ,  sabiendo  que  lo  son ,  ó  les  facilitan  los  medios  do 
reunirse  ,  ú  ocultan  sus  armas  ó  efectos,  ó  les  suministran 
ausilios  ó  noticias  para  que  se  guarden,  precavan  ó  salven.» 
III.  Muchos  criminalistas  han  querido  que  los  receptadores 
y  encubridores  fuesen  considerados  y  castigados  como  los 
cómplices  y  aun  como  los  autores  principales  del  delito.  Mas 
un  hecho  cualquiera,  posterior  al  delito,  'no  puede  ser  un 
hecho  de  complicidad  ni  de  co-delincuencia  ,  porque  es  im- 
posible cooperar  ó  tomar  parte  en  un  acto  ya  consumado  : 
si  hay  delito  en  el  hecho  posterior,  no  puede  ser  sino  un 
delito  especial  muy  diferente  del  delito  con  que  se  le  quiere 
identificar  ó  confundir.  La  indicada  opinion ,  aunque  ha  en- 
contrado no  pocos  defensores,  es  un  error  muy  grave  pot 
sus  consecuencias.  El  dar  ausilio  á  un  delincuente  para  sus- 
traerlo á  las  pesquisas  ó  á  la  acción  de  la  justicia ,  y  el  ocul- 
tar los  instrumentos  del  crimen  ú  otros  efectos  que  puedan 
servir  para  descubrirlo,  son  unos  actos  que  pueden  ser  casti- 
gados con  mas  ó  menos  rigor  según  las  circunstancias  ;  pero 
poner  estos  hechos  entre  los  actos  que  constituyen  la  co-de- 
lincuencia ó  la  complicidad  ,  es  manifiestamente  absurdo  y 
contradictorio.  Si  por  salvar  de  las  manos  de  la  justicia  á  un 
hombre  que  ha  cometido  una  injuria  y  que  tal  vez  no  merece 
mas  que  algunos  dias  de  prisión,  se  amotinan  algunos  amigos 
ó  partidarios  suyos  ,  y  resistiendo  á  la  fuerza  pública  la  ul- 
trajan y  la  desarman  ,  incurren  sin  duda  en  otra  pena  mas 
grave  que  la  del  autor  de  la  injuria.  Si  un  miserable  que 
huye  cubierto  de  la  sangre  derramada  por  su  mano  parri- 
cida ,  mueve  por  el  espanto  mismo  de  su  semblante  la  com- 
pasión ó  el  temor  de  un  aldeano  que  le  da  otro  vestido  y  le 
esconde  en  su  cabana  ,  sin  duda  el  aldeano  recepta  y  encu- 
bre á  un  gran  criminal  :  ¿se  le  impondrá  por  eso  la  pena 
del  asesino,  y  se  dirá  que  ha  sido  cómplice  del  parricida? 

La  sola  consideración  de  la  enorme  diferencia  y  de  la  in- 
conexión que  puede  haber  entre  el  hecho  imputado  al  que 
ha  recibido  el  ausilio  y  el  hecho  imputable  al  que  lo  ha  dado, 
debiera  ser  bastante  para  conocer  que  no  existe  entre  estos 
hechos  aquel  lazo  íntimo  que  une  estrechamente  unos 
con  otros  todos  los  actos  de  complicidad  ó  co-delincuencia. 
Todos  los  actos  de  complicidad  son  con  efecto  otros  tantos 
medios  que  van  encaminados  mas  ó  menos  directamente  á 
un  mismo  objeto,  y  en  esta  convergencia  consiste  el  vinculo 
que  los  une  :  mas  el  hecho  del  parricida  y  el  del  aldeano 
que  le  encubre,  no  tienen  la  misma  tendencia  ni  el  mismo 
fin  :  el  uno  ha  muerto  á  su  padre  ,  y  el  otro  quiere  salvar  á 
su  semejante;  aquel  ha  quitado  la  vida  á  un  hombre á quien 
tal  vez  este,  si  se  hubiese  hallado  en  el  sitio  ,  habría  salvado 
con  riesgo  de  su  propia  persona. 

IV.  Bien  parece  á  primera  vista  ,  que  en  cierta  clase  de 
hechos  posteriores  al  delito,  esto  es,  en  el  encubrimiento  do 
cosas  robadas,  existe  la  convergencia  ó  dirección  de  ellos 
hacia  un  mismo  objeto.  Puede  decirse  en  este  caso  ,  que  si 
el  objeto  del  ladrón  era  el  apropiarse  los  bienes  ajenos ,  el 
del  encubridor  es  igualmente  el  apropiarse  una  parte  de  los 
mismos  bienes  ;  y  aun  puede  añadirse  que  el  encubridor, 
ocultando  las  cosas  robadas,  ayuda  realmente  á  la  verdadera 
consumación  del  crimen. 

Movidos  de  esta  idea  los  compiladores  del  código  penal 
deFrancia,  mientras  que  han  tenido  por  injusta  la  aplicación 
del  principio  de  la  complicidad  al  encubrimiento  de  las  per- 
sonas y  aun  al  de  los  cadáveres  de  los  asesinados ,  no  hau 
dudado  en  considerar  y  castigar  como  cómplices  de  un  cri- 
men ó  delito  á  los  encubridores  de  cosas  tomadas ,  sustrai- 
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das  ú  obtenidas  por  medio  del  mismo  crimen  ó  delito  :  de 
suerte  que  la  persona  que  por  c  íalquier  motivo  ,  aunque 
sea  por  ganar  una  cantidad  de  dinero ,  encubriere  al  malhe- 
chor mas  abominable ,  á  un  parricida  ,  á  un  asesino,  á  un 
incendiario,  á  un  envenenador,  ú  ocultare  el  cadáver  de  la 
víctima  oel  crimen ,  no  podrá  ser  condenada  sino  á  algunos 
meses  de  prisión  y  cuando  mas  á  dos  años;  al  paso  que  el 
encubridor  de  la  menor  cosa  robada  podrá  ser  condenado  á 
deportación  ,  á  trabajos  forzados  por  toda  su  vida  ,  y  aun  al 
último  suplicio  ,  con  tal  que  al  tiempo  del  encubrimiento 
supiese  que  el  rolo  se  cometió  por  medio  de  un  crimen 
digno  de  dichas  penas  (artículos  62 ,65,  248  y  539).  El  en- 
cubridor pues  de  una  cosa  que  fué  robada  mediante  un  ase- 
sinato ,  ¡se  hace  cómplice  del  mismo  asesinato  según  el 
código  francés  ,  porque  tuvo  noticia  de  él  después  de  ejecu- 
tado! ¡cómplice  do  asesinato,  porque  llevado  de  su  codicia 
se  aprovecha  de  un  crimen  que  no  estuvo  quizá  ni  está  ya 
en  su  mano  impedir  ni  reparar  !  Tales  son  los  errores  y  las 
consecuencias  funestas  en  que  caen  aun  los  hombres  ilus- 
trados cuando  se  dejan  guiar  por  la  luz  engañosa  de  ideas 
que  son  plausibles  en  la  apariencia  y  falsas  en  el  fondo. 

V.  No  :  el  encubridor,  por  mas  que  se  diga  ,  no  es  cóm- 
plice del  robo,  y  todavía  menos  del  asesinato,  cuando  el 
robo  y  el  asesinato  se  han  consumado  sin  su  cooperación.  El 
que  recibe  la  cosa  robada  puede  recibirla  inocentemente  en 
muchas  ocasiones  ;  el  que  roba  siempre  es  culpable  :  el 
uno  impide  la  convicción  del  delito  ya  cometido  ,  el  otro 
comete  el  delito  :  el  ladrón  necesita  vencer  mas  obstáculos 
para  hacer  el  hurto  que  el  receptador  para  encubrirle,  lo  que 
supone  mas  depravación  y  malicia  en  el  uno  que  en  el  otro. 
Es  cierto  que  el  encubridor  saca  utilidad  muchas  veces  de  la 
cosa  robada  ;  pero  si  en  este  caso  se  aumenta  la  gravedad 
del  delito  especial  del  encubrimiento,  no  se  muda  su  calidad. 
Sentar,  pues,  que  la  complicidad  es  una  consecuencia  ó  in- 
ducción necesaria  del  encubrimiento,  es  sentar  un  principio 
falso.  De  que  un  hombre  sea  encubridor  no  se  sigue  que  sea 
cómplice.  ¿No  sucede  muchas  veces  que  uno  consiente  en 
ocultar  la  cosa  robada  por  compasión  hacia  el  delincuente, 
por  debilidad,  por  temor,  por  amistad,  por  parentesco ,  por 
devolverla  á  su  dueño  después  de  cierto  tiempo  y  con  las 
precauciones  oportunas  para  que  aquel  no  sea  descubierto? 
¿Podrá  por  lo  tanto  presumirse  siempre  entre  el  que  roba 
una  cosa  y  el  que  la  oculta  aquella  identidad  de  intención 
que  es  necesaria  para  poner  al  uno  y  al  otro  en  una  misma 
línea? 

VI.  Se  cita  el  derecho  romano  ,  y  particularmente  la  ley 
primera  ,  D.  de  recepta loribus ,  y  la  ley  única  ,  G.  de  rapt. 
vira.  :  mas  aun  suponiendo  que  la  primera  de  estas  leyes  se 
estiende  á  toda  especie  de  ocultación  y  no  únicamente  á  la 
de  la  persona  del  reo,  y  que  la  segunda  no  es  una  ley  de 
escepcion  lanzada  por  la  cólera  imperial ,  pueden  citarse 
otras  varias  en  que  es  diferente  la  pena.  Se  ha  tratado  ade- 
más de  conciliar  estas  leyes  :  unos  han  dicho  que  la  pena 
no  érala  misma  sino  cuando  entre  el  culpable  y  el  recepta- 
dor ó  encubridor  habia  habido  socielas  scelerum  :  otros  han 
observado  que  no  siendo  entre  los  Romanos  el  hurto  no  ma- 
nifiesto mas  que  un  delito  privado,  cuya  pena  consistía  solo 
en  la  restitución  del  doblo,  no  era  estraño  que  el  encubridor 
tuviese  la  misma  responsabilidad  que  el  ladrón  con  respecto 
al  robado  cuyos  bienes  retenia  y  ocultaba.  Mientras  no  se 
trata  sino  de  dinero  ,  la  asimilación  entre  el  uno  y  el  otro 
nada  tiene  de  repugnante  ;  pero  la  conciencia  no  permite 
estenderla  á  toda  especie  de  penas. 

VIL  Pasemos  á  nuestras  leyes,  á  nuestras  leyes  antiguas, 
donde  quizá  encontraremos  mas  filosofía  que  en  las  moder- 
nas de  algunos  pueblos  civilizados. 

Es  cierto  que  la  regla  19,  tít.  34,  Part.  7,  dice  que  «  á  los 
malfechores,  et  à  los  consejadores,  et  á  los  encubridores  debe 


ser  dada  igual  pena.  »  Mas  por  el  espíritu  de  su  contexto ,  y 
por  lo  que  otras  leyes  del  mismo  código  disponen,  es  fácil 
conocer  que  aquí  no  se  da  el  nombre  de  encubridores  sino 
á  los  que  concertándose  de  antemano  con  los  autores  princi- 
pales de  los  delitos  para  receptar  sus  personas  ó  sus  robos,, 
puede  decirse  que  forman  con  ellos  cierta  especie  de  com- 
pañía ó  sociedad  y  se  hacen  participantes  en  el  crimen  que 
tal  vez  sin  la  esperanza  de  este  encubrimiento  no  se  ejecu- 
taría. 

La  ley  18,  tít.  1 'i, Part.  7,  después  de  imponer  la  pena  ca- 
pital al  salteador  de  caminos,  al  pirata,  al  que  entrare  por 
fuerza  en  casa  ó  lugar  de  otro  con  armas  ó  sin  ellas  para 
robar,  al  que  hurtare  cosa  santa  ó  sagrada  de  lugar  reli- 
gioso, al  empleado  público  que  se  apropiare  los  tributos  ó 
derechos  reales  cuya  recaudación  tiene  á  su  cargo,  y  al 
juez  que  abusando  de  su  oficio  sustrajere  los  caudales  del  % 
rey  ó  del  concejo,  manda  que  sus  encubridores  sean  casti- 
gados con  la  misma  pena.  Mas  los  intérpretes  entienden  que 
esta  ley  solo  quiere  imponer  á  los  encubridores  la  , misma 
pena  que  á  los  ladrones  que  indica,  cuando  el  encubrimiento 
se  hace  antes  de  la  consumación  del  crimen  ó  mientras 
el  delincuente  continúa  en  su  mala  vida,  de  modo  que  pue- 
da considerarse  como  verdadera  cooperación  en  el  robo. 
Como  quiera  que  sea,  si  es  cierto  que  la  escepcion  confirma 
la  regla  ;  por  el  hecho  de  prescribir  esta  ley  la  misma  pena 
contra  los  encubridores  que  contra  los  delincuentes  que  se 
han  enumerado,  y  no  prescribirla  igualmente  contra  los  en- 
cubridores de  los  hurtos  y  robos  en  general ,  de  los  cuales 
habla  en  su  primera  parte,  nos  manifiesta  de  un  modo  bas- 
tante claro  ser  su  intención  que,  en  principio,  los  encubri- 
dores no  deben  ser  castigados  sino  con  otras  penas  mas 
suaves  que  los  autores  de  los  delitos.  Esta  doctrina  se  halla 
confirmada  por  la  ley  19  del  mismo  tít.  14  y  Part.  7,  la  cual 
establece  la  pena  de  muerte  contra  los  abigeos  ó  robadores 
de  ganados  ,  y  se  contenta  con  la  de  destierro  fuera  del 
reino  por  diez  años  contra  sus  encubridores. 

La  ley  3,  tít.  27,  Part.  7,  castiga  con  la  pena  de  muerte  á 
los  encubridores  de  los  asesinos  ;  pero  no  habla  de  los  en- 
cubridores de  cualesquiera  personas  que  hayan  cometido 
algún  asesinato  aislado,  sino  de  los  de  aquellos  asesinos  de 
profesión  que  disfrazados  de  mil  maneras  van  buscando 
quien  les  encargue  matar  traidoramente  á  cualquiera  por 
precio  ó  recompensa  que  les  den.  Los  encubridores  de  tales 
asesinos  influyen  de  cierto  modo  en  los  asesinatos  que  pos- 
teriormente se  cometan ,  y  se  hacen  hasta  cierto  punto  sus 
cooperadores. 

A  los  agoreros,  sorteros,  adivinos,  hechiceros  y  truanes  , 
que  con  sus  embustes  y  brebajes  engañaban  al  pueblo  y 
aun  causaban  muertes  y  enfermedades  habituales,  se  impo~ 
nia  por  la  ley  3,  lit.  23,  Part.  7,  la  pena  capital ,  y  á  su3 
receptadores  la  de  destierro  perpetuo. 

Por  las  leyes  del  tít.  26,  Part.  7,  vemos  la  grande  dife  ■> 
rencia  que  habia  entre  las  penas  prescritas  contra  los  hereo 
jes  y  las  señaladas  contra  sus  encubridores. 

VIII.  El  mismo  sistema  de  castigar  con  pena  menos  gravo 
al  encubridor  que  al  autor  del  delito,  se  encuentra  igual-  > 
mente  en  las  leyes  recopiladas. 

Según  las  leyes  2  y  5,  tít.  7,  lib.  12,  Novís.  Recop, 
mientras  que  el  traidor  y  el  homicida  alevoso  incur- 
ren en  pena  de  muerte  y  confiscación  de  todos  sus  bienes, 
el  encubridor  que  los  tuviere  tres  dias  en  su  casa  y  no  los 
entregare  á  la  justicia  no  está  espuesto  á  otra  pena  que  á  la 
pérdida  de  la  mitai  de  sus  bienes  con  destino  al  juez,  al  de- 
lator y  al  fisco. 

El  que  receptare  ep.  íu  casa,  huerta,  cortijo  ó  heredad  á 
los  salteadores ,  ó  les  socorriese  voluntariamente  con  víve- 
res, ropas,  armas  ó  municiones ,  ó  les  diese  avisos  ó  sir- 
viese de  espía,  debe  ser  castigado  con  la  pena  ie-  nvierte, 
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Peg!:n  la  ley  7  ,  tit.  18,  lib.  12,  Nov.  Rec,  salvo  si  siendo 
condenado  por  esta  causa  entregare  vivo  ó  muerto  alguno 
•de  los  salteadores  ,  porque  en  este  caso  gozará  de  indulto  y 
\  %  será  remitida  la  pena.  Mas  en  esta  ley  es  claro  que  se  ha- 
í  ^>la  de  los  que  encubren  habilualmente  á  tales  malhechores, 
7  que  contribuyen  por  lo  tanto  no  solo  á  su  salvación,  sino 
iambien  á  la  perpetración  de  los  nuevos  crímenes  que  es- 
lán  siempre  proyectando. 
'■      Según  la  ley  8,  tít.  18,  lib.  12,  Nov.  Rec,  el  receptador, 
encubridor,  ausiliador  y  protector  declarado  de  los  gitanos, 
vagos  y  otros  cualesquiera  que  anduvieren  por  despoblados 
en  cuadrillas  con  riesgo  ó  presunción  de  ser  salteadores  ó 
contrabandistas,  ademas  de  las  penas  que  merezca  según  la 
calidad  del  ausilio  y  de  los  escesos  del  ausiliador  conforme 
á  las  leyes,  incurre  por  la  primera  vez  en  la  multa  de  dos- 
cientos ducados,  doble  por  la  segunda  ,  y  hasta  en  la  de  mil 
por  la  tercera  ,  con  destino  al  fisco  ,  juez  y  denunciador  :  si 
rro  pudiere  pagar  la  multa  ,  será  condenado  por  la  primera 
vez  á  tres  años  de  presidio ,  por  la  segunda  á  seis  ,  y  por  la 
tercera  á  diez  :  si  fuere  de  otro  fuero  secular  privilegiado, 
podrá  la  justicia,  sin  embargo  de  él,  proceder  contra  sus 
bienes  para  la  exacción  de  las  multas  ,  dando  cuenta  al  rey 
cuando  se  hubiere  de  imponer  la  pena  de  presidio  por  falta 
de  bienes  ;  y  si  fuere  eclesiástico  secular  ó  regular,  se  pa- 
sará información  del  nudo  hecho  á  la  sala  del  crimen  del 
territorio,  la  cual,  resultando  probado,  exigirá  las  multas  de 
las  temporalidades,  haciendo  presente  después  al  Consejólo 
que  resulte,  para  que  tome  ó  consulte  otra  providencia  eco- 
nómica ,  hasta  la   del  estrañamiento   si  fuere  necesario; 
pragm.  de  19  de  setiembre  de  1783.  No  es  necesario  advertir 
que  en  el  dia  debe  procederse  con  arreglo  á  las  leyes  actua- 
les en  cuanto  á  los  reos  de  fuero  privilegiado. 

Por  lo  que  hace  á  los  que  receptan  y  encubren  á  los  de- 
sertores del  ejército,  véase  la  palabra  Deserción. 

IX.  De  esta  lijera  reseña  de  nuestra  legislación  sobre  el 
encubrimiento,  resulta  que  entre  nosotros  no  se  castiga  este 
delito  sino  con  penas  mas  suaves  que  las  que  se  imponen  al 
delincuente  á  quien  se  recepta  ó  encubre,  y  que  la  regla  19, 
tít.  33,  Part.  7,  que  parece  querer  que  á  los  malfechores  et 
á  los  consejadores  et  á  los  encubridores  debe  ser  dada  igual 
pena  ,  no  tiene  lugar  sino  cuando  estos  con  su  receptación 
influyen  ó  cooperan  en  la  perpetración  de  los  crímenes ,  ha- 
ciéndose por  razón  de  las  circunstancias  tan  culpables  como 
los  principales  reos. 

X.  Tal  es  igualmente  la  doctrina  de  nuestros  autores  ,  y 
tal  asimismo  la  jurisprudencia  de  los  tribunales  ,  los  cuales 
suelen  imponer  á  los  encubridores  penas  arbitrarias  mas  ó 
menos  graves  según  las  circunstancias,  pero  siempre  mas  li- 
jeras  que  las  correspondientes  á  los  reos  que  son  objeto  de 
la  receptación;  y  aun  á  veces  se  las  remiten  absolutamente 
y  los  absuelven  ,  cuando  ven  que  no  procedieron  al  encu- 
brimiento sino  por  razones  que  lo  justifican  ó  lo  escusan. 
Véanse  las  Resoluciones  vanas  de  Antonio  Gómez,  lib.  3  , 
wp.  3,  ns.  48,  U9  y  50,  y  el  Discurso  sobre  las  penas  por 
don  Manuel  de  Lardizabal ,  cap.  4 ,  §2,  ns.  40  y  41 . 

XI.  Conforme  con  estos  principios  el  código  penal  de  1822, 
fijó  las  penas  de  los  encubridores  ó  receptadores,  y  los  ca- 
sos en  que  no  merecen  ninguna.  «  Los  receptadores  y  encu- 
bridores, dice  en  su  art.  17,  serán  castigados  con  la  cuarta 
parte  á  la  mitad  de  la  pena  que  la  ley  prescriba  contra  los 
autores  del  delito  respectivo ,  escepto  cuando  la  misma  ley 
disponga  espresamente  otra  cosa.  »  Y  en  el  articulo  20  dis- 
pone lo  que  sigue  :  «  Las  personas  receptadoras  ó  encubri- 
doras de  sus  padres  ó  ascendientes  en  linea  recta  ,  de  sus 
hijos  ó  descendientes  en  la  misma  línea ,  de  sus  maridos  ó 
mujeres  ó  de  sus  hermanos  ,  no  sufrirán  por  esto  pena  algu- 
na ;  escepto  si  espendieren  ó  distribuyeren  alguno  de  los 
efectos  en  que  consista  el  delito,  ó  se  aprovecharen  de  algu- 


no de  ellos,  sabiendo  su  procedencia ,  en  cuyo  caso  serán 
castigadas  con  la  octava  á  la  cuarta  parte  d»  la  pena  pres- 
crita contra  los  autores  del  delito.  También  se  castigará  so- 
lamente con  la  octava  á  la  cuarta  parte  de  dicha  pena  en  to- 
dos los  casos  á  las  personas  receptadoras  ó  encubridoras  de 
cualquiera  de  sus  parientes  consanguíneos  ó  afines  hasta  en 
cuarto  grado  inclusive,  de  sus  amos,  maestros,  tutores  ó  cu- 
radores, ó  de  aquellos  con  quienes  estuvieren  unidas  por 
amistad,  amor,  gratitud  ó  compañía  doméstica  de  dos  me- 
ses por  lo  menos  antes  de  la  receptación  ó  encubrimiento, 
y  de  una  manera  que  sea  conocida  en  el  pueble  respectivo 
la  amistad,  amor,  motivo  de  gratitud  ó  compañía.  »  Aunque 
estas  disposiciones  no  están  vigentes,  pueden  dar  alguna  luz 
á  los  jurisconsultos. 

ENCUESTA.  Llamábase  así  antiguamente  la  averigua- 
ción ó  pesquisa  judicial. 

ENCHA.  Palabra  anticuada  que  significa  enmienda  ó 
compensación  de  un  daño  que  se  ha  recibido;  y  se  aplicaba 
en  lo  antiguo  á  la  satisfacción  que  debia  darse  á  cada  guer- 
rero por  los  daños  que  durante  la  campaña  recibía  en  su 
cuerpo  ó  en  sus  cosas.  Viene,  según  la  ley  de  Partidas ,  del 
verbo  latino  erigere  ,  que  vale  tanto  como  levantar  la  cosa 
que  cayó;  y  según  Covarrubias,  del  verbo  enher,  que  es  lo 
mismo  que  rehacer.  Son  muy  curiosas  las  leyes  del  tít.  2a, 
Part.  2,  en  que  se  fija  la  cantidad  que  debia  darse  por  la 
pérdida  de  un  ojo  ,  de  un  diente  ,  de  un  dedo  ,  de  la 
nariz,  de  un  brazo,  de  una  pierna,  ó  por  la  herida  que 
se  recibiese  en  cualquiera  parte  del  cuerpo.  Todo  se  halla 
tasado  con  escrupulosidad,  haciendo  diferencia  de  dedos  y 
de  dientes  y  de  heridas  según  la  mayor  ó  menor  estension  ó 
trascendencia  de  estas. 

ENDOSANTE.  El  que  pone  el  endoso  á  una  letra  de 
cambio,  vale  ó  libranza  para  cederla  á  favor  de  otro. 

ENDOSO.  Lo  que  se  escribe  al  dorso,  vuelta  ó  espalda  de 
un  papel  ó  instrumento  y  tiene  relación  con  su  contenido  : 
así  que,  el  recibo  que  pone  un  acreedor  á  la  espalda  ó  re- 
verso del  papel  de  obligación  ó  promesa  de  su  deudor,  es 
un  endoso  :  mas  esta  palabra  se  aplica  especialmente  á  la 
orden  que  el  propietario  ó  tenedor  de  una  letra  de  cambio  , 
vale  ó  libranza  estiende  á  la  espalda  de  ella  para  que  se  pa- 
gue su  importe  á  la  persona  que  designa.  El  código  de  co- 
mercio establece  sobre  el  endoso  y  sus  efectos  las  disposicio- 
nes que  siguen  : 

«  Art.  466.  La  propiedad  de  las  letras  de  cambio  se  tras- 
fiere  por  el  endoso  de  los  que  sucesivamente  la  vayan  adqui- 
riendo. » 

=  Por  regla  general,  el  dueño  de  un  crédito  puede  ce- 
derlo á  un  tercero  ;  pero  el  cesionario  no  se  considera  due- 
ño del  crédito  cedido  con  respecto  á  terceras  personas, 
mientras  no  denuncie  ó  notifique  la  cesión  al  deudor;  de 
que  resultan  varias  consecuencias  que  se  esplican  en  el  artí- 
culo Cesión  de  acciones.  Mas  con  respecto  á  las  letras  de 
cambio  y  aun  á  los  demás  valores  de  comercio  endosables, 
según  lo  establecido  en  este  artículo,  por  sola  la  declaración 
del  dueño  escrita  en  el  dorso  se  entiende  cedida  y  traspa- 
sada su  propiedad  á  la  persona  en  cuyo  favor  se  hace,  sin 
que  se  necesite  mas.  formalidad  r  gestion  ni  diligencia  :  lo 
que  así  se  ha  dispuesto  para  facilitar  las  operaciones  mer- 
cantiles, que  deben  ser  rápidas  y  estar  libres  de  toda  traba, 
si  se  quiere  la  prosperidad  del  comercio. 

¿Puede  hacerse  el  endoso  por  medio  de  un  papel  separado 
é  independiente  de  la  letra?  La  cesión  ó  traspaso  que  se 
hace  por  vía  de  endoso  debe  escribirse  precisamente  a. 
dorso  de  la  letra,  pues  que  tal  es  la  idea  que  espresa  la  pa- 
labra endoso.  Mas  el  artículo  no  dice  que  solo  por  endoso  ha 
de  hacerse  el  traspaso  :  si  no  hace  mención  mas  que  de  este 
medio ,  es  por  derogar  con  respecto  á  él  las  reglas  genera-» 
les  de  las  cesiones  :  por  lo  demás ,  no  prohibe  al  portador 
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do  una  letra  el  hacer  su  traspaso  por  escritura  pública  ó  pri- 
vada; pero  esta  escritura  pública  ó  privada  no  tendrá  los 
privilegios  de  la  cesión  hecha  por  endoso. 

La  persona  en  cuyo  favor  está  endosada  una  letra,  puede 
también  endosarla  en  favor  de  otro;  y  así  es  que  á  veces  se 
hallan  en  una  misma  letra  muchos  endosos  consecutivos. 
Cuando  estos  son  tantos,  que  ya  no  caben  mas,  es  necesario 
alargar  la  letra  mediante  una  tira  de  papel ,  la  cual  forma 
cuerpo  con  aquella.  Todos  los  que  ponen  sus  órdenes  de 
traspaso  se  llaman  endosantes. 

«  Art.  hC)7.  El  endoso  debe  contener  :  —  Io.  el  nombre  y 
apellido  de  la  persona  á  quien  se  trasmite  la  letra  :  —  2o.  si 
el  valor  se  recibe  de  contado  en  efectivo ,  ó  en  géneros  ,  ó 
bien  si  es  en  cuenta  :  —  5o.  el  nombre  y  apellido  de  la  per- 
sona de  quien  se  recibe  ,  ó  en  cuenta  de  quien  se  carga  ,  si 
no  fuera  la  misma  á  quien  se  traspasa  la  letra  :  —  4o.  la  fecha 
en  que  se  hace  :  —  5o.  la  firma  del  endosante  ó  de  la  per- 
sona legítimamente  autorizada  que  firme  por  él.  Cuando  no 
firme  el  mismo  endosante,  se  espresará  siempre  en  la  ante- 
firma su  nombre.  » 

=  Como  el  endoso  es  entre  el  endosante  y  la  persona  en 
cuyo  favor  se  hace,  un  contrato  semejante  al  que  interviene 
entre  el  librador  y  el  tomador  de  la  letra ,  es  claro  que  ha 
de  estar  sujeto  á  las  mismas  formalidades  que  esta,  debiendo 
contener  el  nombre  y  apellido  del  que  ha  pagado  al  endo- 
sante el  valor  de  la  letra  para  hacerla  suya ,  el  modo  en  que 
se  ha  hecho  este  pago  ,  la  fecha ,  y  la  firma  del  endosante  , 
así  como  la  letra  contiene  el  nombre  y  apellido  del  tomador, 
la  espresion  de  la  cosa  ó  del  modo  en  que  se  ha  pagado  su 
importe,  la  fecha  y  la  firma  del  librador.  Las  razones  que 
hay  para  exigir  en  el  endoso  cada  una  de  estas  formalida- 
des ,  son  las  mismas  que  las  que  las  han  hecho  prescribir 
para  el  cuerpo  mismo  de  la  letra  de  cambio. 

«  Art.  468.  Faltando  en  el  endoso  la  espresion  del  valor 
ó  la  fecha,  no  trasfiere  la  propiedad  de  la  letra,  y  se  entiende 
una  simple  comisión  de  cobranza.  » 

=  Si  la  persona  en  cuyo  favor  se  hace  el  endoso  no  da  al 
endosante  el  valor  de  la  letra,  sea  en  efectivo  ó  en  géneros, 
sea  en  cuenta  .  esto  es  ,  por  compensación  ,  no  habrá  con- 
trato de  cambio  ,  sino  tal  vez  un  contrato  de  préstamo.  La 
omisión  de  la  fecha  puede  ser  fraudulenta,  especialmente 
en  caso  de  quiebra  ;  pues  con  efecto  el  quebrado  podría 
dejar  de  datar  el  endoso  para  que  no  pudiera  conocerse  que 
lo  habia  hecho  después  de  su  quiebra  y  cuando  ya  estaba 
privado  de  la  administración  de  sus  bienes.  Para  evitar  uno 
y  otro  ,  ha  querido  la  ley,  que  el  endoso  que  carece  de  la 
espresion  del  valor  ó  de  la  fecha  no  traspase  la  propiedad 
de  la  letra  de  cambio  á  la  persona  en  cuyo  favor  se  hace  , 
sino  que  se  considere  como  un  simple  poder,  comisión  ó 
mandato  dado  á  dicha  persona  para  que  cobre  y  perciba  el 
importe  de  la  letra.  Sigúese  de  aquí  :  —  Io.  que  como  la 
letra  continúa  perteneciendo  al  endosante,  pueden  los  acree- 
dores de  este  hacer  embargar,  aun  después  del  endoso  ,  la 
cantidad  de  la  letra  en  manos  de  la  persona  á  cuyo  cargo 
está  librada ,  sin  que  pueda  oponerse  el  portador  á  cuyo 
favor  se  hizo  el  endoso  ;  y  que  si  la  persona  á  cuyo  cargo 
está  girada  la  letra  fuere  acreedora  del  endosante  ,  podrá 
oponer  al  portador  la  compensación  de  lo  que  aquel  le  estu- 
viese debiendo  :  —  2o.  que  como  el  endoso  en  este  caso  es 
un  verdadero  mandato,  el  sujeto  á  cuyo  favor  se  hizo  tiene 
la  calidad  de  mandatírfTo  ,  y  como  tal  queda  obligado  con  el 
endosante  á  presentar  la  letra  para  su  aceptación ,  si  ya  no 
estuviese  aceptada ,  á  cuidar  de  exigir  el  pago  al  tiempo  del 
vencimiento ,  y  à  tener  el  importe  á  su  disposición ,  como 
igualmente  á  hacer  los  protestos  y  demás  diligencias  que  á 
falla  de  aceptación  ó  de  pago  se  requieren  para  asegurar  los 
intereses  del  endosante  dueño  de  la  letra  ,  y  el  endosante 


por  su  parte  debe  indemnizarle  de  todos  los  gastos  hechos 
en  el  desempeño  de  la  comisión. 

«  Art.  469.  Será  nulo  el  endoso  cuando  no  se  designe  la 
persona  cierta  á  quien  se  ceda  la  letra,  ó  falle  en  él  la  sus- 
cripción del  endosante  ó  de  quien  le  represente  legítima- 
mente. » 

=  Si  falta  la  firma  del  endosante  ó  de  la  persona  auto- 
rizada para  firmar  por  él ,  es  evidente  que  el  endoso  no  puede 
surtir  efecto  alguno.  Tampoco  lo  surtirá  si  no  se  designa  el 
nombre  y  apellido  de  la  persona  á  quien  se  trasmite  la  letra; 
pero  en  este  caso  puede  esta  misma  persona  poner  su  nom- 
bre y  apellido,  habiendo  lugar  para  ello,  y  quedará  válido 
el  endoso ,  pues  que  la  ley  no  exige  que  vaya  estendido  todo 
de  mano  del  endosante. 

«  Art.  470.  La  anteposición  de  la  fecha  en  los  endosos 
constituye  á  su  autor  responsable  de  los  daños  que  de  ella 
se  sigan  à  tercero ,  sin  perjuicio  de  la  pena  en  que  incurra 
por  el  delito  de  falsedad ,  si  hubiese  obrado  maliciosa- 
mente. » 

==  Puede  suceder  que  la  fecha  se  anteponga  por  inadver- 
tencia ó  por  malicia.  En  el  primer  caso  debe  el  que  la  ante- 
puso responder  de  los  daños  que  por  su  falta  se  siguieren  á 
tercero.  En  el  segundo,  tiene  también  la  misma  responsa- 
bilidad, y  ademas  incurre  en  la  pena  de  falsedad.  El  acreedor 
que  quiere  atacar  el  endoso ,  es  quien  ha  de  probar  la  ante- 
data con  instrumentos  ó  testigos.  Véase  antedata. 

«  Art.  471.  Se  prohibe  firmar  los  endosos  en  blanco ,  y  el 
que  lo  hiciere  no  tendrá  acción  alguna  para  reclamar  el 
valor  de  la  letra  que  hubiere  cedido  en  esta  forma.  » 

=  Los  endosos  en  blanco  están  prohibidos  por  el  derecho 
común  de  todos  los  paises ,  y  no  producen  acción  mientras 
no  se  llenen  ,  como  dice  Heineccio,  Elem.jur.  canib.  il,  11. 
También  los  prohibían  las  ordenanzas  de  Bilbao,  cap.  13, 
n.3,  por  los  graves  inconvenientes  á  que  están  sujetos. 
Mas  como  no  está  prevenido  por  la  ley  que  el  endosante 
precisamente  haya  de  estender  el  endoso  de  su  propia  mano, 
puede  llenardo  el  mismo  portador,  como  se  ha  indicado 
mas  arriba,  y  desde  entonces  será  válido.  No  han  faltado 
empero  graves  jurisconsultos  que  han  aprobado  los  endosos 
en  blanco.  El  canciller  d'Aguessau,  en  carta  de  8  de  setiem- 
bre de  1747,  dirigida  al  procurador  general  del  parlamento 
de  Tolosa ,  dice  que  los  abusos  que  pueden  resultar  de  los 
endosos  en  blanco  son  del  número  de  aquellos  que  las  leyes 
humanas  no  son  capaces  de  prevenir  enteramente ,  y  que  no 
pudiendo  causar  por  otra  parte  sino  algunos  inconvenientes 
particulares,  están  mas  que  compensados  con  las  grandes 
ventajas  que  del  uso  de  tales  endosos  se  siguen  al  comercio.  ! 
«  Art.  472.  Las  letras  que  se  tomen  por  cuenta  y  riesgo  : 
de  otra  persona  sin  garantía  del  que  desempeña  este  encargo, 
se  girarán  y  endosarán  en  favor  del  comitente,  valor  recibido 
del  comisionado.  » 

«  Art.  473.  El  endoso  produce  en  todos  y  en  cada  uno  de 
los  endosantes  la  responsabilidad  al  afianzamiento  del  valor 
déla  letra  en  defecto  de  ser  aceptada,  y  á  su  reembolso 
con  los  gastos  de  protesto  y  recambio ,  si  no  fuere  pagada 
á  su  vencimiento  ,  con  tal  que  las  diligencias  de  presenta- 
ción y  protesto  se  hayan  evacuado  en  el  tiempo  y  forma 
que  las  leyes  previenen.  »  V 

=  Todos  los  endosantes  contraen  efectivamente  por  el 
hecho  del  endoso  la  obligación  de  hacer  pagar  al  portador 
la  letra  de  cambio  en  el  lugar  y  tiempo  que  en  esta  se  de- 
signan ;  y  como  todos  ellos  se  consideran  deudores  solida- 
rios ,  podrá  el  portador,  en  defecto  de  pago  de  la  letra , 
dirigir  su  acción  contra  aquel  de  los  endosantes  que  mas  le 
convenga ,  como  también  contra  el  aceptante  y  el  librador, 
sin  que  el  demandado  pueda  oponer  el  beneficio  de  division. 
Cada  endosante  goza  igualmente  del  mismo  derecho  en  el 
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caso  de  haber  hecho  el  reembolso  de  la  letra  ,  contra  los 
endosantes  que  le  precedan,  así  como  contra  el  librador  y 
el  aceptante  ;  porque  con  respecto  à  ellos  tiene  el  lugar  del 
portador,  así  como  tiene  el  de  librador  con  respecto  á  los 
endosantes  que  le  siguen  y  al  portador  actual. 

«  Art.  Ulh.  Los  endosos  de  las  letras  perjudicadas  no  tie- 
nen mas  valor  ni  producen  otro  efecto  que  el  de  una  cesión 
ordinaria  ,  salvas  las  convenciones  que  en  punto  á  sus  res- 
pectivos intereses  establezcan  por  escrito  el  cedente  y  cesio- 
nario sin  perjuicio  del  derecho  de  tercero.  » 

=  Letras  perjudicadas  son  las  -que  no  se  presentan  para 
cobrarlas  el  dia  de  su  vencimiento  ,  ó  en  defecto  de  pago 
no  se  protestan  en  el  siguiente.  Véase  Letra  de  cambio. 

ENEMIGO.  El  que  tiene  mala  voluntad  á  otro  y  le  desea 
ó  hace  mal. 

I.  Es  enemigo  tuyo  en  sentido  legal,  el  que  mató  á  tu 
padre  ó  á  tu  madre  ó  á  tu  pariente  hasta  el  cuarto  grado; 
el  que  te  puso  pleito  de  servidumbre  ó  esclavitud  ;  el  que  te 
acusó  de  delito  que  probado  merezca  pena  de  muerte ,  ó 
mutilación  de  miembro ,  ó  destierro ,  ó  perdimiento  de  todos 
ó  de  la  mayor  parte  de  los  bienes  ;  y  por  fin  el  que  te  hu- 
biese desafiado  ;  ley  6,  lit'.  53,  Pari.  7.  Según  la  ley  2,  tít.  17, 
^art.  6  ,  y  la  ley  22,  tít.  16  ,  Part.  3,  es  también  enemigo 
juyo  el  que  hubiere  procurado  quitarte  la  vida  por  asechan- 
zas ó  en  otra  manera  ,  y  el  que  te  hubiere  acusado  á  tí  ó  á 
los  tuyos  de  algún  delito  de  los  que  causan  infamia. 

II.  El  que  por  cualquiera  de  estas  causas  sea  enemigo  tuyo, 
no  puede  ser  testigo  contra  tí  en  negocios  civiles  ó  crimi- 
nales; ley  22,  til.  16  ,  Part.  3,  y  ley  6,  tít.  33,  Part.  7. 

III.  Esta  inhabilidad  del  enemigo  para  dar  testimonio 
tiene  lugar  aun  en  los  delitos  de  lesa  majestad  y  otros  cua- 
lesquiera privilegiados  ;  pues  aunque  en  ellos  son  admitidos 
los  testigos  inhábiles  ó  menos  idóneos  ,  no  se  admite  jamas 
á  los  enemigos  del  acusado  á  testificar  contra  él,  por  el  grande 
temor  que  hay  de  que  llevados  de  su  odio  se  aprovechen 
de  la  ocasión  para  perderle;  Ant.  Gómez, Ub.  3,  Varriar, 
cap.  12,  n.  íh. 

IV.  La  enemistad  grave  es  siempre  causa  de  inhabilidad 
para  dar  testimonio ,  aunque  provenga  de  culpa  de  la  misma 
persona  contra  quien  se  presenta  el  testigo  ,  como  afirman 
Gómez  en  el  lugar  citado,  y  Covarrubias  ,  tract,  de  spons., 
part.  2,  cap.  2,  §  5,  n.  7,  y  se  colige  también  de  la  ley, 
que  habla  en  general  y  sin  distinción  alguna. 

V.  Cesa  la  inhabilidad  del  enemigo  :  —  Io.  cuando  por 
hechos  posteriores  á  la  enemistad  aparece  que  ha  mediado 
entre  ambos  una  reconciliación  sincera  ,  á  menos  que  esta 
sea  reciente  :  —  2o.  cuando  la  enemistad  es  afectada  ó  ha 
sido  procurada  de  intento  y  sin  motivo  alguno  por  la  parte 
á  fin  de  hacer  inhábil  al  que  se  habia  de  presentar*  como 
testigo  por  su  adversaria  :  —  3o.  cuando  el  testigo  es  tan 
enemigo  de  una  de  las  partes  como  de  la  otra  :  — 4o.  cuan- 
do la  enemistad  trae  su  origen  de  otra  causa  menos  grave 
que  las  designadas  por  las  leyes  que  mas  arriba  se  han 
citado.  Sin  embargo,  aunque  en  este  caso  no  deja  de  ser 
idóneo  el  testigo  ,  se  habrá  de  oír  su  deposición  con  mas  ó 
menos  desconfianza  según  el  mayor  ó  menor  grado  de  su 
enemistad  con  la  persona  contra  quien  se  deduce.  Ant. 
Gómez,  Variar.,  lib.  3  ,  cap.  12,  n.  Mi. 

VI.  Los  descendientes  del  enemigo  deben  tenerse  también 
por  enemigos  ,  y  aun  los  colaterales  hasta  el  cuarto  grado  , 
según  dice  Antonio  Gómez,  apoyándose  en  inducciones  del 
derecho  romano  y  en  la  autoridad  de  varios  escritores  que 
cita  en  el  referido  lib.  3 ,  cap.  12  ,  n.  ih. 

VIL  La  enemistad  capital  que  después  del  testamento 
sobreviene  entre  el  testador  y  el  legatario  ,  se  reputa  causa 
suficiente  para  que  se  entienda  revocado  el  legado  ;  pero  si 
renaciere  la  amistad  antigua ,  se  supone  que  el  legado  reco- 
bra su  valor  ;  Ant.  Gómez,  Variar.,  lib.  1 ,  cap.  12,  n.  55. 
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VIII.  La  enemistad  capital  que  una  persona  hubiese  tenido 
con  el  padre  del  huérfano,  sin  haber  mediado  reconciliación, 
le  presenta  una  escusa  para  eximirse  de  la  tutela  ó  cura- 
duría que  se  le  encargare  de  dicho  huérfano  ,  ley  2 ,  til.  17, 
Part.  6;  y  todavía  puede  ser  un  motivo  justo  para  que  no 
se  le  discierna  el  cargo ,  aun  cuando  quisiere  admitirlo. 
•  IX.  En  lo  antiguo  ,  cuando  un  acusado  era  condenado  en 
rebeldía  á  pena  capital ,  previa  probanza  plena  del  delito  , 
tenia  derecho  el  acusador  para  pedir,  después  de  pasados 
tres  meses  desde  la  condenación  ,  que  el  juez  declarase  ó 
diese  por  enemigo  al  condenado;  y  hecha  la  declaración, 
podia  el  acusador  llevar  por  sí  mismo  á  efecto  la  sentencia, 
matando  al  declarado  enemigo  donde  quiera  que  le  encon- 
trase ,  salvo  si  el  juez  lo  prendía ,  ó  él  se  presentaba  espon- 
táneamente á  responder  á  los  cargos;  ley  h ,  tít.  3  ,  lib.  2, 
Fuero  Real,  ley  U7  del  Estilo,  y  ley  76  de  Toro.  Mas  en  el 
dia  no  está  en  uso  la  declaración  de  enemigo ,  ni  se  concede 
al  acusador  la  facultad  de  matar  al  condenado  á  muerte. 

ENFEUDACIÓN.  El  acto  de  enfeudar  ó  dar  en  feudo 
algún  estado ,  territorio  ó  predio  ;  y  el  titulo  ó  diploma  en 
que  se  contiene  este  acto.  Véase  Feudo.  - 

ENFITÉUSIS.  La  enajenación  del  dominio  útil  de  alguna 
posesión  mediante  un  canon  anual  que  se  paga  al  enajenante, 
quien  conserva  el  dominio  directo  :  ó  sea ,  un  contrato  por 
el  cual  el  dueño  de  una  cosa  raiz  cede  á  otro  su  goce  para 
siempre  ó  para  largo  tiempo  ,  con  la  carga  de  un  canon, 
censo  ,  pension  ó  rédito  anual  que  se  reserva  sobre  ella  en 
señal  de  su  dominio  directo. 

§  I.  Naturaleza  de  la  enfitéusis. 


I.  Enfitéusis  es  palabra  griega  que  significa  nuevo  cultivo , 
plantación  ó  mejora ,  porque  al  principio  no  se  ciaban  en 
enfitéusis  sino  las  heredades  estériles  ó  incultas,  con  el  ob- 
jeto de  que  el  que  las  tomaba  las  mejorase  y  las  hiciese  fruc- 
tíferas por  medio  del  cultivo ,  de  la  plantación  y  de  la  siem- 
bra: pero  luego  fueron  también  y  son  objeto  de  este  contrato 
las  heredades  fértiles  y  que  no  necesitan  de  mejora.  El  que 
da  la  cosa  en  enfitéusis  se  llama  propietario  ó  dueño  directo; 
el  que  la  toma  se  denomina  enfiteula  ó  dueño  útil;  y  asi  el 
predio  ó  campo  como  el  derecho  del  enfiteuta  se  dice  enfi- 
iéulico. 

II.  La  enfitéusis  es  un  contrato  medio  entre  la  compra- 
venta y  el  arrendamiento ,  aunque  se  parece  mas  á  este 
último;  íei/28,  lit.  8,  Part.  S.  Se  diferencia  del  arrenda- 
miento :  Io.  en  que  por  la  enfitéusis  se  trasfiere  al  enfiteuta 
el  dominio  útil  de  la  cosa ,  y  por  el  arrendamiento  no  se  tras- 
fiere al  arrendatario  sino  el  uso  ó  la  percepción  de  los  frutos  : 
2o.  en  que  la  enfitéusis  solo  puede  constituirse  en  las  cosas 
inmuebles  que  son  capaces  de  mejora  por  el  cultivo,  y  el 
arrendamiento  recae  también  sobre  las  cosas  muebles  :  5o. 
el  arrendamiento  puede  ser  por  menos  de  diez  años ,  v  la 
enfitéusis  no  suele  otorgarse  ni  admitirse  sino  á  lo  menos 
por  un  decenio  :  li°.  la  pension  es  mayor  en  el  arrendamiento 
que  en  la  enfitéusis,  porque  en  aquel  contrato  debe  tener 
alguna  proporción  con  los  frutos,  y  en  este  no  es  mas  que 
una  señal  de  reconocimiento  del  dominio.  —  Se  diferencia 
de  la  venta  ,  en  que  por  esta  se  trasfiere  al  comprador  no 
solo  el  dominio  útil  sino  también  el  directo ,  ó  sea  la  pro- 
piedad de  la  cosa  vendida  ,  y  en  que  pueden  venderse  no 
solamente  las  cosas  raices  sino  también  las  muebles;  al  paso 
que  la  enfitéusis  no  traslada  el  dominio  directo  sino  tan  solo 
el  dominio  útil ,  y  solo  recae  sobre  las  cosas  raices  y  no  so- 
bre las  muebles.  —  Se  diferencia  también  del  mutuo,  de  la 
donación  y  de  los  demás  contratos  ,  por  los  cuales  se  tras-» 
fiere  la  propiedad  y  el  uso,  y  no  queda  sobre  la  cosa  entres 
gada  derecho  alguno  en  poder  del  que  la  entrega. —  Diferen- 
ciase por  fm  del  feudo,  porque  en  la  enfitéusis  se  paga  todos 
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los  años  una  pension  real ,  mientras  que  en  el  feudo  solo  se 
presta  por  el  vasallo  al  señor  algún  servicio  personal ,  si  es 
.  que  el  feudo  no  va  acompañado  ,  como  sucede  á  veces,  de 
la  enfiléusis. 

III.  La  enfitéusis  se  divide  primeramente  en  eclesiástica  y 
laical.  Enfitéusis  eclesiástica  es  la  que  se  constituye  sobre 
bienes  pertenecientes  á  una  iglesia ,  monasterio  ú  otro  lugar 
pió;  y  enfitéusis  laical  es  la  que  recae  sobre  bienes  cuya 
propiedad  pertenece  á  cualquiera  persona  particular.  La  pri- 
mera se  diferencia  de  la  segunda,  en  que  para  aquella  se 
requieren  ciertas  solemnidades  de  derecho  que  no  se  nece- 
sitan en  esta ,  como  es  de  ver  en  el  articulo  Bienes  eclesiás- 
ticos, y  en  que  en  aquella  cae  el  enfiteuta  en  la  pena  de  co- 
miso si  dejare  de  pagar  la  pension  por  dos  años  continuos,  al 
paso  que  en  esta  no  cae  en  dicha  pena  sino  dejando  de  pagar 
la  pension  por  tres  años  seguidos;  ley  3,  tít.  lk,  Part,  i , 
y  ley  28,  lit.  8,  Part.  S.  Caer  en  comiso  es  perder  el  enfi- 
teuta su  derecho  enfitéutico  y  las  mejoras  hechas  en  la  cosa 
enfitéutica. 

En  segundo  lugar,  se  divide  la  enfitéusis  en  perpetua  y 
temporal.  Enfitéusis  perpetua  es  la  que  se  concede,  no  para 
cierto  tiempo  ni  á  favor  de  ciertas  personas ,  sino  para  que 
pase  sin  limitación  á  los  herederos;  y  enfitéusis  temporal  es 
la  que  se  otorga  solo  por  tiempo  determinado  ó  por  la  vida 
de  una  ó  mas  personas,  ó  bien  para  cierta  generación  ó  fa- 
milia. Las  leyes  romanas  no  dan  el  título  de  dominio  al  de- 
recho del  enfiteuta  sino  cuando  la  enfitéusis  es  perpetua;  y 
esta  diferencia  en  la  naturaleza  de  la  enfitéusis  esplica  la 
contradicción  aparente  que  resulta  entre  algunas  leyes  sobre 
esta  materia,  pues  que  las  unas  hablan  de  la  enfitéusis  tem- 
poral y  las  otras  de  la  perpetua. 

En  tercer  lugar,  se  divide  la  enfitéusis  en  hereditaria,  fa- 
miliar y  mixta.  La  hereditaria  es  la  que  se  concede  á  uno 
con  facultad  de  trasferir  los  bienes  en  que  consiste  á  cuales- 
quiera herederos  legítimos  ó  estraños.  La  familiar  ó  gentilicia 
es  aquella  en  que  solo  suceden  los  hijos  y  demás  descen- 
dientes, sean  ó  no  herederos,  aunque  repudien  la  herencia 
paterna  :  y  así  la  hereditaria  se  trae  á  colación  ,  y  la  familiar 
no  ;  de  la  hereditaria  se  debe  sacar  tercio  y  quinto  ,  y  no  de 
la  familiar,  que  se  ha  de  dividir  con  igualdad  entre  todos  los 
hijos.  La  mixta  es  la  que  está  concedida  á  uno  para  él  y  sus 
herederos  descendientes  ;  en  cuyo  caso  se  requiere,  para  la 
sucesión  una  y  otra  calidad ,  esto  es ,  la  de  descendiente  y 
la  de  heredero,  de  suerte  que  no  pueda  suceder  el  descen- 
diente si  no  es  heredero ,  ni  el  heredero  si  no  es  descendiente. 
Añádese  por  algunos  la  enfitéusis  de  pacto  y  providencia ,  en 
que  no  se  sucede  por  derecho  hereditario  sino  según  los 
pactos  y  condiciones  presentasen  su  concesión  ó  investidura. 

IV.  La  enfitéusis  debe  constituirse  en  escritura  pública,  y 
de  lo  contrario  será  nula;  Ze¿/3,  tít.  IU,  Part,  i  ,  y  ley  28  , 
tít.  8,  Part.  S.  Mas  ¿  se  sigue  de  aquí  que  no  puede  pro- 
barse por  otros  medios  que  por  la  escritura  ?  Los  autores 
admiten  á  falta  de  ella ,  la  confesión  ó  reconocimiento  del 
enfiteuta  ,  y  el  ejercicio  de  los  derechos  y  obligaciones  que 
produce  este  contrato. 

V.  La  enfitéusis  debe  ser  perpetua,  ó  á  lo  menos  por 
tiempo  de  diez  años  ,  según  opinion  común  de  los  autores , 
á  fin  de  que  pueda  ser  útil  y  ventajosa  tanto  al  enfiteuta 
como  al  dueño  directo  ;  pues  de  otro  modo  ni  el  dueño  directo 
conseguiria  la  mejora  que  desea  en  su  predio ,  ni  el  enfiteuta 
podría  sacar  las  ganancias  debidas  á  su  trabajo. 

La  enfitéusis  constituida  sin  espresion  de  tiempo  ni  de 
personas  ó  para  el  enfiteuta  y  sus  herederos  sin  limitación, 
se  presume  perpetua,  y  se  transmite  á  todos  los  herederos, 
sean  legítimos  ó  estraños  ,  "según  opinion  común  de  los  au- 
tores. Mas  la  concedida  con  cláusulas  especiales ,  pasa  sola- 
mente á  los  llamados  por  ellas. 

VI.  Cuando  la  enfitéusis  se  concede  DOr  cierto  número  de 


vidas,  se  cuentan  las  de  los  enfiteutas  que  sucesivamente 
van  poseyendo  el  fundo  enfitéutico  :  mas  cuando  se  concede 
por  generaciones,  todas  las  personas  de  un  mismo  grado, 
v.  gr.  todos  los  hijos  de  un  poseedor  se  cuentan  y  tienen 
por  una  generación ,  los  nietos  por  otra ,  los  biznietos  por 
otra  ,  etc.  En  la  enfitéusis  concedida  simplemente  hasta  la 
tercera  generación,  se  ha  de  contar  el  primer  enfiteuta  en  la 
primera ,  su  hijo  en  la  segunda ,  y  su  nieto  en  la  tercera  : 
mas  si  se  concede  hasta  la  tercera  generación  del.primer  ad- 
quirente  ó  enfiteuta  ,  comenzará  en  sus  hijos  y  acabará  en 
sus  biznietos. 

VIL  No  hay  ley  que  fije  la  cantidad  del  canon  ó  pension 
que  debe  pagar  anualmente  el  enfiteuta  ;  y  así  ha  de  estarse 
á  las  costumbres  y  circunstancias  de  cada  pais.  Sin  embargo, 
atendido  el  modo  de  redención  establecido  por  las  leyes  22 
y  2'4,  tít.  Ib,  lib.  10,  Nov.  Rec,  parece  que  no  debe  esceder 
de  uno  y  medio  por  ciento  del  valor  de  la  finca.  Véase  Re- 
dención. 

No  es  indispensable  que  el  canon  ó  pension  consista  preci- 
samente en  dinero  ;  puede  darse  también  en  frutos  ú  otra 
cosa  cierta  en  que  el  dueño  directo  y  el  útil  se  convinieren  ; 
ley  3,  tít.  14,  Part.  1 ,  ley  69,  tít.  18,  Parí.  5,  y  ley  28,  lit.  8, 
Part.  S. 

§  II.  Derechos  y  obligaciones  del  enfiteuta. 

I.  El  enfiteuta  puede  usar  y  gozar  libremente  de  la  cosa 
enfitéutica ,  y  tiene  acción  real  contra  cualquiera  perturbador 
ó  poseedor;  l.  i  ,  D.  si  ager  veclig. 

Tiene  derecho  el  enfiteuta ,  no  solo  á  percibir  los  frutos 
ordinarios  de  la  cosa  enfitéutica,  sino  también  los  estraor- 
dinarios ,  como  el  tesoro  que  en  ella  se  encontrare  ,  y  los  de'/ 
incremento  que  esta  recibiere  por  aluvión  'ó  avulsion  ;  pero 
en  cuanto  á  la  propiedad  pertenecerán  el  aluvión  y  la  avul- 
sion al  dueño  directo ,  y  después  de  la  enfitéusis ,  también 
en  cuanto  al  dominio  útil. 

II.  Acabada  la  enfitéusis ,  puede  el  enfiteuta  repetir  las 
mejoras  que  sin  haber  precedido  pacto  espreso  hubiere  he- 
cho en  utilidad  de  la  cosa  enfitéutica ,  sea  con  aprobación  ó 
contra  la  voluntad  del  dueño  directo.  Tal  es  la  opinion  común 
de  los  jurisconsultos ,  y  entre  ellos  de  Julio  Claro,  §  emphy- 
leusis,  q.  4S,  de  Molina,  disp.  &63,  n.  2,  y  de  Alvar,  de 
Velase,  De  jure  emphyt.,q.  25,  arg.  l.Senalus,  $Marcellus, 
D.  delegat.  I,  l.  Ciirn  ad  quem,  C.  de usufruct.,  que  dice  así: 
si  quid  ultra  quam  impendí  débeat,  erogatum  potes  docere , 
solemniter  reposées.  He  dicho  contra  la  voluntad  del  dueño 
directo,  porque  después  de  celebrado  sin  restricción  alguna 
el  contrato  enfitéutico  ,  no  puede  ya  impedir  que  el  dueño 
útil  haga  todas  aquellas  mejoras  que  le  convengan;  y  si  de 
estas  mejoras  resultare  utilidad  al  predio  mismo  y  por  con- 
siguiente al  dueño  directo,  no  hay  razón  alguna  para  que 
este  rehuse  la  compensación ,  pues  que  jure  nalurœ  œquum 
est  neminem  cum  allerius  detrimento  fieri  locupleliorem.  Las 
mejoras  no  se  han  de  estimar  por  el  valor  que  tenian  cuando 
se  hicieron,  sino  por  el  que  tengan  al  tiempo  en  que  haya 
de  hacerse  la  restitución  de  la  cosa  enfitéutica ,  como  añaden 
los  citados  autores. 

Mas  no  puede  repetir  el  enfiteuta  las  mejoras  hechas  contra 
¡a  inhibición  del  dueño  directo,  si  en  el  mismo  contrato  en- 
fitéutico se  pactó  que  no  las  hiciera  sin  su  consentimiento, 
ó  que  en  caso  de  hacerlas  cediesen  en  beneficio  de  dicho 
dueño  sin  derecho  á  repetir  las  espensas,  porque  según  la 
ley  28,  tít.  8,  Part.  S,  deben  guardarse  todos  los  pactos  y 
condiciones  que  en  la  escritura  enfitéutica  se  hubiesen  puesto. 

Tampoco  puede  repetir  el  enfiteuta  las  mejoras  hechas  en 
virtud  ó  por  efecto  del  contrato  ,  como  por  ejemplo  las  que 
hubiere  hecho  por  conservar  la  cosa  enfitéutica  en  el  buen 
estado  en  que  le  fué  entregada ,  ó  por  haber  recibido  en  en- 
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fitéusis  una  cosa  estéril ,  inculta  ó  ruinosa ,  con  la  condición 
de  hacerla  fructífera,  ponerla  en  cultivo  ó  levantarla  ;  pues 
que  todas  estas  mejoras  ,  luego  que  se  acaba  la  enfitéusis, 
pertenecen  al  dueño  directo. 

III.  Puede  el  enfiteuta  vender  la  cosa  enfitéutica  con  sus 
mejoras ,  observando  empero  dos  condiciones  prescritas  por 
derecho.  La  primera  condición  es  que  haya  de  dar  aviso  al 
dueño  directo  de  su  intención  de  vender  la  C05a  y  del  precio 
que  le  ofrecen  por  si  quiere  usar  del  derecho  de  retracto , 
fadUja  ó  tanteo ,  esto  es ,  tomarla  por  el  tanto  ;  y  si  manifes- 
tare que  no  la  quiere  ó  callare  por  dos  meses ,  podrá  entonces 
proceder  á  consumar  la  venta  con  otro.  La  segunda  condi- 
ción es  que  haya  de  hacerse  la  venta  en  favor  de  personas 
de  quienes  pueda  el  dueño  directo  cobrar  la  pension  ó  el 
canon  tan  fácilmente  como  del  actual  enfiteuta ,  y  no  en 
favor  de  manos  muertas  ni  de  personas  mas  poderosas  que 
el  dueño  directo.  Así  lo  dispone  la  ley  29,  lit.  8,  Part,  b;  y 
esplicándola  los  autores  dicen  que  se  prohibe  la  venta  de 
cosas  enfitéuticas  á  favor  de  personas  muy  pobres  ú  opu- 
lentas por  la  dificultad  de  cobrar  de  ellas  el  canon,  y  á  favor 
de  manos  muertas  porque  el  dueño  directo  quedaría  privado 
de  la  esperanza  de  reversion  y  del  laudemio.  La  prohibición 
de  vender  la  cosa  á  manos  muertas  está  bien  fundada  ;  pero 
no  lo  está  la  de  venderla  á  personas  pobres  ú  opulentas ,  pues 
que  el  dueño  directo  tiene  bien  asegurado  el  pago  del  canon 
con  la  hipoteca  de  que  goza  en  la  misma  cosa  enfitéulica.  Si 
la  cosa  enfitéutíca  se  vendiere  judicialmente  para  pagar  las 
deudas  del  enfiteuta ,  se  ha  de  requerir  también  al  dueño 
directo  por  sí  quisiere  quedarse  con  ella  usando  del  derecho 
de  retracto  ó  tanteo  ;  Greg.  López,  en  la  glosa  3  de  la  ley  29, 
tít.  8,  Part.  5.  Véase  Retracto. 

IY,  Puede  el  enfiteuta  donar,  legar  y  constituir  en  dote 
inestimada  la  cosa  enfitéutica  ,  sin  requerir  previamente  ni 
pedir  la  aprobación  al  dueño  directo  ,  pues  que  en  estos  ca- 
sos no  hay  lugar  al  derecho  de  preferencia  ó  tanteo.  —  Tam- 
bién la  puede  empeñar  ó  hipotecar  sin  noticia  del  dueño 
directo  ;  ley  29,  tít.  8  ,  Part.  5;  é  imponer  sobre  ella  censo, 
servidumbre  ú  otro  gravamen  ;  porque  en  estos  casos  no 
trasfiere  á  otro  el  dominio  útil  ni  la  obligación  de  pagar  el 
canon.  —  Por  la  misma  razón  puede  asimismo  libremente 
arrendarla  por  mas  ó  menos  tiempo,  y  darla  en  usufructo  ; 
pero  no  puede  sin  dicho  requerimiento  concederla  á  otro  en 
enfitéusis.  —  Puede  igualmente  permutarla  con  otra  ,  sin 
aprobación  del  dueño  directo,  porque  se  supone  que  este  no 
le  dará  en  cambio  la  cosa  que  pretende  conseguir  de  un 
tercero ,  como  dice  Gregorio  López  en  la  glosa  3\  de  dicha 
ley  29  ;  mas  como  sobre  este  punto  están  divididas  las  opi- 
niones de  los  autores  ,  obrará  con  mas  prudencia  y  seguri- 
dad requiriendo  previamente  al  dicho  dueño  ,  por  si  quiere 
proporcionarle  una  cosa  igual  á  la  que  otro  le  ofrece,  pues 
en  igualdad  de  circunstancias  siempre  ha  de  ser  preferido 
el  dueño  directo. 

V.  En  caso  de  que  se  vendiere  el  dominio  directo  ,  tiene 
derecho  el  enfiteuta  á  ser  preferido  por  el  tanto,  en  la  forma 
y  dentro  del  término  que  se  dirá  en  la  palabra  Retracto; 
porque  conviene  que  ambos  dominios,  útil  y  directo,  se 
hallen  reunidos  en  una  misma  persona. 

VI.  El  enfiteuta  tiene  obligación  de  observar  los  pactos  y 
condiciones  que  se  hubiesen  establecido  en  el  contrato  en- 
Ctéutico;  ley  28,  tít.  8,  Part.  5.  Debe  pues  mejorar  la  cosa 
enfitéutica ,  si  es  que  la  recibió  bajo  esta  condición.  Mas  si 
la  recibió  sin  condición  de  mejorarla,  solo  estará  obligado  á 
conservarla  en  el  estado  en  que  la  tomó;  y  si  por  el  uso 
cotidiano ,  ó  por  su  culpa  ó  la  de  sus  dependientes  esperi- 
mentare  algún  detrimento,  debe  á  su  costa  restaurarla  y  res- 
tituirla en  su  anterior  estado. 

VIL  Debe  asimismo  el  enfitenta  pagar  puntualmente  al 
dueño  directo  en  el  tiempo  prefijado  el  canon  ó  censo  que  se 


hubiese  establecido  ,  aun  cuando  por  causa  de  esterilidad , 
íh>~ursion  de  enemigos  ,  ú  otro  accidente  fatal ,  no  haya 
podido  servirse  de  la  cosa  enfitéutica  ó  coger  frutos  de 
ella,  porque  no  se  paga  el  canon  por  Ios-frutos  ,  sino  en  re- 
conocimiento del  dominio  directo. 

Si  la  cosa  enfitéutica  se  pierde  toda  por  caso  fortuito  , 
como  v.  gr.  por  incendio  ,  por  terremoto ,  por  inundación , 
por  devastación  de  enemigos  ,  pertenece  tal  daño  al  dueño 
directo  y  no  al  enfiteuta  ,  quien  ya  no  estará  obligado  á  pa- 
garle canon  alguno  en  lo  sucesivo  :  mas  si  la  pérdida  fuere 
solo  parcial ,  de  modo  que  quede  á  lo  menos  la  octava  parte 
de  la  cosa ,  no  se  escusará  el  enfiteuta  de  pagar  el  canon  por 
entero  ;  ley  28,  lit.  8,  Part.  S. 

Si  la  cosa  enfitéutica  se  pierde  por  culpa  del  enfiteuta, 
como  si  la  casa  se  cae  porque  no  tuvo  cuidado  de  hacer  en 
ella  oportunamente  los  reparos  que  eran  de  su  cargo ,  tiene 
que  responder  de  todo  el  daño  el  enfiteuta  mismo  ,  porque 
en  todo  contrato  que  se  celebra  por  la  utilidad  de  ambos 
contrayentes  hay  obligación  de  prestar  la  culpa  lata  y  la 
leve. 

VIII.  Dícese  que  el  enfiteuta  debe  pagar  las  contribucio- 
nes públicas  que  se  impongan  sobre  la  finca;  pero  parece 
mas  equitativo  que  se  repartan  proporcionalmente  entre  el 
enfiteuta  y  el  dueño  directo  según  las  utilidades  ó  ventajas 
que  cada  uno  saque  de  ella. 

§  III.    Obligaciones  y  derechos  del  dueño  directo. 

I.  El  dueño  directo  debe  dejar  libre  y  espedito  al  enfiteuta 
el  uso  y  aprovechamiento  de  la  cosa  enfitéutica,  sin  ponerle 
embarazo  alguno  por  su  parte  ni  permitir  que  se  lo  ponga 
un  tercero,  bajo  la  pena  de  satisfacerle  los  daños  y  perjui- 
cios que  se  le  causaren  ;  y  si  el  enfiteuta  hubiese  hecho  me- 
joras que  aumenten  el  valor  de  la  finca,  debe  pagárselas  el 
que  por  razón  de  dominio  ú  otro  derecho  lograse  desposeerle 
de  ella  ;  arg.  de  la  ley  21,  tít.  8,  Part.  5.  Véase  Eñccion. 

II.  El  dueño  directo  puede  hacer  en  la  cosa  enfitéulica 
todo  lo  que  bien  le  parezca ,  con  tal  que  no  impida  el  ejer- 
cicio del  dominio  útil;  Ferraris,  verbo  Emphyteusis,  art.  3, 
n.  7.  Sin  embargo ,  no  podrá  hacer  cosa  alguna  que  haya 
de  causar  incomodidad  al  enfiteuta. 

III.  Si  el  enfiteuta  deja  de  pagar  el  canon  por  fres  años 
seguidos  en  la  enfitéusis  laical,  ó  por  dos  en  la  eclesiástica, 
cae  en  la  pena  de  comiso,  y  puede  el  dueño  directo  privarle 
de  la  cosa  enfitéutica  y  apoderarse  de  ella  por  sí  mismo  sin 
decreto  de  juez  ,  aunque  no  le  hubiese  interpelado  para  el 
pago  ,  porque  el  canon  se  entiende  pedido  desde  el  dia  del 
vencimiento;  ley  28,  tít.  8,  Part.  S. 

Hay  sin  embargo  algunos  casos  en  que  el  enfiteuta  no  cae 
en  la  pena  de  comiso  por  falta  de  pago,  ni  puede  por  lo  tanto 
ser  privado  de  la  cosa  enfitéulica.  Tales  son  :  Io.  cuando  el 
enfiteuta  dejó  de  pagar  el  canon  por  ignorancia  ú  otra  causa 
legitima,  porque  donde  no  hay  culpa  no  debe  tener  lugar  la 
pena  :  —  2°.  cuando  el  mismo  dueño  directo  debia  al  enfi- 
teuta por  otra  razón  igual  suma  ,  pues  entonces  quedó  com- 
pensada una  deuda  con  otra  :  —  5o.  cuando  el  dueño  directo 
no  quiso  recibir  el  canon  que  en  su  tiempo  y  lugar  le  ofre- 
cía el  enfiteuta  ,  porque  en  tal  caso  no  dependió  de  este  la 
falla  de  pago  :  —  4o.  cuando  el  dueño  directo,  después  de 
haber  incurrido  el  enfiteuta  en  la  pena  de  comiso  por  no 
haber  pagado  los  cánones  ó  pensiones  de  los  dos  ó  1res  años 
respectivos ,  recibe  las  siguientes  ;  porque  entonces  se  pre- 
sume haber  renunciado  al  derecho  de  revocar  la  enfitéusis  : 
—  S°.  cuando  el  enfiteuta,  después  de  trascurridos  los  dos  ó 
tres  años  indicados  ,  purga  la  mora  ó  tardanza  pagando  el 
canon  dentro  de  los  diez  dias  siguientes  al  del  último  plazo; 
ley  28,  lit.  8,  Part.  S.  ^ 

Mas  esla  facultad  que  la  ley  confiere  al  dueño  directo  para 
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apoderarse  por  sí  mismo  de  la  cosa  enfitéutica  en  caso  de 
insolvencia  del  enfiteuta  ,  no  ha  sido  admitida  por  el  uso, 
como  confiesan  unánimes  los  autores,  en  razón  de  los  graves 
peligros  que  podría  ocasionar  al  sosiego  público  el  que  los 
particulares  se  hiciesen  justicia  por  su  mano.  Así  es  que  si 
el  dueño  directo  se  cree  en  el  caso  de  espeler  al  enfiteuta 
que  ha  dejado  pasar  los  dos  ó  tres -años  sin  pagar  el  canon  , 
debe  acudir  al  juez  competente  para  que  en  juicio  contra- 
dictorio declare  haber  caido  en  comiso  la  cosa  enfitéutica  y 
prive  de  ella  judicialmente  al  enfiteuta. 

IV.  Puede  igualmente  el  dueño  directo  privar  al  enfiteuta 
de  la  cosa  enfitéutica,  en  el  caso  de  que  este  la  venda  ó  em- 
peñe sin  su  consentimiento  á  manos  muertas  ó  á  persona 
de  quien  no  sea  tan  fácil  cobrar  el  canon,  ley  29,  lit.  8, 
Part.  S  ;  como  asimismo  en  el  caso  de  que  la  venda  á  cual- 
quiera otra  persona  sin  requerirle  para  que  pueda  usar  del 
derecho  de  fadiga ,  retracto  ó  tanteo;  Gregorio  López, 
glos.  Oí  de  d.  ley  29;  l.  ult.  C.  de  jur.  emphyt.  ;  cap.  Po- 
tuü  h  de  loe.  el  cond.  :  bajo  el  concepto  de  que  si  la  vende 
toda,  podrá  privarle  de  toda,  y  si  solo  vende  una  parte,  no 
podrá  privarle  sino  de  aquella  parte,  porque  nadie  debe  ser 
castigado  en  mas  de  lo  que  ha  delinquido,  según  sostiene 
Julio  Claro,  lib.  h  sent.,  %  emphyt.,  q.  lo,  n.  10,  citando 
varios  autores  en  apoyo  de  su  opinion  ,  que  dice  ser  la  mas 
común  y  equitativa;  si  bien  no  faltan  algunos  que  quieren 
privar  al  enfiteuta  de  toda  la  cosa  enfitéutica  ,  aunque  solo 
enajene  parte  sin  noticia  del  dueño. 

También  puede  el  dueño  directo  privar  al  enfiteuta  de  la 
cosa  enfitéutica ,  en  caso  de  que  por  culpa  de  este  se  haya 
deteriorado  la  cosa  de  un  modo  muy  notable  ,  y  aun  puede 
compelerle  al  resarcimiento  del  deterioro;  pues  es  muy  na- 
tural que  se  disuelva  el  contrato  cuando  una  de  las  partes 
deja  de  cumplir  la  obligación  contraída  ,  y  que  cada  uno 
responda  del  daño  causado  por  su  culpa  ó  negligencia.  Tal 
es  la  opinion  común  de  los  autores;  y  tal  es  también  la  de- 
cisión de  la  Auténtica  Quirem,  C.  de  sacros,  cedes.:  Qui 

rem  ,  dice,  in  emphyleusim  acceptant  fecerit  deleriorem 

hac  lege  cxpelli  polest ,  ut  lamen  id,  in  quo  rem  leesit ,  re- 
sarcia t. 

Mas  tanto  en  estos  casos  como  en  el  de  insolvencia,  debe 
siempre  acudir  al  juez  el  dueño  directo  para  la  espulsion  del 
enfiteuta,  porque  nadie  puede  ser  juez  en  su  propia  causa, 
y  porque  si  tratase  de  privar  por  sí  mismo  al  enfiteuta  de  la 
posesión  de  la  cosa  que  le  concedió  en  enfitéusis,  podría  dar 
ocasión  á  escándalos  y  riñas  :  Non  est  singulis  conceden- 
dum,  dice  la  ley  176,  D.  de  reg.  jur.,  quod  per  magislralum 
publiée  possit  fieri,  ne  occasio  sil  majoris  tumvltus  faciendi. 

V.  Cuando  se  enajena  la  cosa  enfitéutica ,  tiene  derecho 
el  dueño  directo  á  exigir  del  nuevo  enfiteuta  el  laudemio  ó 
luismo,  que  es  la  quincuagésima  parte,  esto  es  ,  el  dos  por 
ciento  del  precio  del  fundo  si  se  vende,  ó  de  la  estimación 
si  se  da  ;  ley  29 ,  tít.  8  ,  Part.  5  :  bien  que  si  en  la  escritura 
de  constitución  de  la  enfitéusis  se  hubiere  pactado  otra  can- 
tidad por  razón  de  laudemio,  aunqne  sea  la  trigésima ,  vi- 
gésima ó  la  décima  parte ,  como  se  encuentra  en  algunas 
escrituras  de  esta  clase  ,  habrá  de  estarse  al  pacto  y  no  á  la 
tasación  de  la  ley,  que  es  solo  supletoria  para  el  caso  de  que 
no  haya  convención  sobre  este  punto. 

No  se  ha  de  calcular  el  laudemio  por  el  valor  que  tenia 
la  cosa  enfitéutica  cuando  se  dio  la  primera  vez  en  enfitéu- 
sis, sino  por  el  que  tiene  al  tiempo  de  trasferirse  á  otra  per- 
sona, según  se  infiere  de  las  palabras  de  la  citada  ley  29, 
tít.  8,  Part.  5,  y  está  espresamente  declarado  en  la  ley  5,  C. 
de  jure  anphyleulico. 

No  obstante  la  regla  general,  hay  varios  casos  en  que  por 
la  traslación  de  la  enfitéusis  no  se  adeudalaudemio,y  son  : — 
Io.  cuando  habiendo  fallecido  el  enfiteuta ,  pasa  la  cosa  enfi- 
téutica por  derecho  de  sucesión  á  los  herederos  necesarios  ó 


forzosos;  /.  3,  C.  de  jur.  emphyt.  :  —  2o.  cuando  poseyendo 
dos  ó  mas  personas  una  cosa  onfitéutica  en  común,  la  divi- 
den proporcionalmente  entre  s!  mismos  ,  porque  tal  division 
se  considera  necesaria;  7.  22,  C.  Mandali  :  —  5U.  cuando 
antes  de  la  entrega  ó  tradición  de  la  cosa  enfitéutica  se  res- 
cinde la  venta,  pues  que  no  se  ha  verificado  la  traslación  da 
la  cosa  en  poder  del  comprador  :  —  4o.  cuando  el  padre 
confiere  en  dote  la  cosa  enfitéutica  á  la  hija,  según  sientan 
comunmente  los  autores  con  Barbosa  in  cap.  Poluit  emphy- 
leuta,  h  de  loe.  et  cond.,  n.  58,  y  Bartolo  in  l.  et  ideo,  D. 
de  cond.  fart.,  dando  por  razort  que  el  laudemio  se  adeuda 
tan  solo  de  la  enajenación  voluntaria  ,  y  no  déla  necesaria, 
cual  es  la  de  dotar  á  la  hija  :  —  S°.  cuando  el  dueño  directo 
hace  uso  del  derecho  de  retracto  ó  tanteo. 

§  IV.  Modos  de  acabarse  la  enfitéusis. 

I.  Se  acaba  ó  estingue  la  enfitéusis  :  —  Io.  por  la  pérdida 
ó  destrucción  total  ó  casi  total  de  la  cosa  onfitéutica,  de  modo 
que  no  quede  sino  menos  de  la  octava  parte  ;  ley  28 ,  üt.  8 , 
Part.  5  :  —  2o.  por  la  consolidación,  esto  es,  por  la  reunion 
de  los  dominios  directo  y  útil  en  una  misma  persona;  pues 
si  el  dueño  directo  adquiere  por  justo  título  el  dominio  útil, 
ó  el  enfiteuta  el  dominio  directo,  la  cosa  deja  de  ser  enfitéu- 
tica y  pasa  al  dominio  pleno  del  poseedor  :  —  5o.  por  la 
pena  de  comiso  en  queá  solicitud  del  dueño  directo  se  de- 
clarare haber  caido  el  enfiteuta,  que  dejó  de  pagar  el  canon 
por  espacio  de  tres  años  ó  de  dos  siendo  á  iglesia  ,  ó  que 
vendió  la  cosa  enfitéutica  sin 'noticia  del  dueño  directo,  ó 
que  la  ha  deteriorado  por  negligencia  ú  otra  culpa  de  un 
modo  muy  notable  :  —  h°.  por  el  fin  de  les  vidas  ó  el  tras- 
curso del  tiempo  para  que  se  concedió  en  caso  de  ser  tem- 
poral :  —  5o.  por  la  prescripción  :  —  6o.  por  la  redención. 
Véase  Prescripción  y  Redención. 

ENFITEUTA.  El  que  posee  el  domingo  útil  de  un  fun- 
do mediante  un  canon  anual  que  paga  al  dueño  directo.  Sus 
obligaciones  y  derechos  se  esplican  en  el  artículo  Enfitéusis. 

ENFITÉUTÏCO.  Lo  que  se  da  en  enfitéusis,  como  campo 
ó  fundo  enfitéutico  ;  y  lo  que  pertenece  á(  ella ,  como  censo 
enfitéutico. 

ENFURCION  ó  infurcion.  Cierto  tributo  que  se  paga- 
ba al  señor  de  un  lugar  en  dinero  ó  en  especie  por  razón  del 
solar  de  las  casas 

ENGAÑO.  La  falta  de  verdad  en  lo  que  se  dice  ó  hace 
con  ánimo  de  perjudicar  á  otro.  Engaño  ,  según  el  proemio 
del  título  16  ,  Part.  7  ,  es  una  palabra  general  aplicada  á 
muchos  delitos  que  no  tienen  nombre  propio. 

I.  El  engaño,  según  las  leyes  1  y  2,  d.  tít.  16, Part.  7, 
puede  ser  bueno  ó  malo.  Engaño  bueno  es  el  que  se  hace 
con  intención  de  prender  á  los  malhechores  ó  de  impedir 
algún  mal  que  otro  trata  de  causarnos  en  nuestras  personas 
ó  en  nuestros  bienes.  Engaño  malo  es  toda  astucia  ó  maqui- 
nación que  uno  emplea  contra  nuestros  legítimos  derechos , 
ya  hablando  ú  obrando  con  mentira  ó  artificio,  ya  callando 
maliciosamente  lo  que  se  debia  manifestar. 

II.  La  ley  nos  presenta  algunos  ejemplos  de  los  modos  in- 
numerables con  que  los  hombres  se  suelen  engañar  unos  á 
otros.  Cometen  engaño  :  —  el  que  á  sabiendas  vende  ó  em- 
peña una  cosa  por  otra,  dando  la  mala  por  buena  ú  otra  in- 
ferior á  la  ofrecida;  —  el  que  empeña  una  adama  cosa  á  dos 
acreedores ,  ocultando  al  segundo  el  empeño  contraído  con 
el  primero  ,  á  no  ser  que  el  valor  de  ella  bailare  para  am- 
bos ;  —  el  mercader  que  poniendo  de  muestra  el  género  de 
buena  calidad ,  mete  debajo  otro  inferior  y  lo  vende  como 
igual;  —  el  que  adultera  el  vino,  el  aceite,  la  cera,  la  miel, 
ú  otras  cualesquiera  cosas  mezclando  en  ellas  materias  do 
menos  valor;  —  el  platero  ó  lapidario  que  vende  por  alhajas 
de  oro  las  de  latón  ó  plata  doradas  ,  ó  las  piedras  de  cristal 
ó  vidrio  por  preciosas  ;  —  el  que  metiendo  en  airea  ó  saco 
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arena,  piedras  ú  otra  cosa ,  y  fingiendo  ser  oro ,  plata  ó  mo- 
neda ,  lo  encomienda  y  deja  en  poder  de  alguno  para  su 
guarda,  y  después  toma  prestado  sobre  el  depósito,  ó  lo 
cambia  coa  fraude,  ó  lo  demanda  al  depositario  atribuyén- 
dolo su  propia  maldad  y  dolo  ;  —  el  que  usare  de  dados  ó 
naipes  falsos  en  el  juego  ;  —  el  que  echare  serpientes  ó  fin- 
giere riñas  en  las  ferias  ,  mercados  ú  otras  concurrencias 
para  que  en  medio  del  desorden  tengan  ocasión  de  robar  sus 
compañeros;  —el  hipócrita:  que  hiciere  milagros  fingidos 
para  sonsacar  á  los  incautos  ;  —  el  que  mueve  pleito  á  otro 
sobre  una  cosa  que  iba  á  enajenar,  sin  mas  objeto  que  el  de 
hacerla  litigiosa  para  impedirle  su  venta;  —  el  que  fingien- 
do tener  en  su  poder  una  cosa  ajena ,  induce  al  dueño  á  en- 
tablar contra  él  la  acción  reivindicatoría  ,  para  dar  lugar  á 
que  durante  el  pleito  la  gane  por  prescripción  el  que  real- 
mente la  posee  ;  —  el  que  temiendo  ser  acusado  de  un  cri- 
men que  ha  cometido,  se  pone  de  acuerdo  con  alguno  para 
que  le  acuse  y  proceda  de  manera  que  por  falta  de  pruebas 
quede  absuelto ,  á  fin  de  escudarse  después  con  la  sentencia 
absolutoria  contra  cualquiera  otra,  acusación  que  sobre  el 
mismo  delito  se  intentare;  —  el  abogado,  procurador  ó 
agente  de  una  parte  qu&  ayudare  á  la  contraria  en  el  pleito, 
cuyo  engaño  se  convierte  en  falsedad  con  ramo  de  traición. 
Leyes  7,8,  9 ,  10  ;y  11 ,  tít.  16  ,  Part.  7.  —  Hace  también 
engaño  el  mercader  que  pone  artificiosamente  en  su  tienda 
lienzos ,  tendales  ú  otras  coberturas  de  modo  que  sus  mer- 
caderías parezcan  mejores  de  lo  que  son.;  ley  2,  tít.  4,  lib. 
9,  Nov.Rec.  ,,¡ 

III.  Como  los  modos  de  engañar  son  tan  diferentes  y  des- 
iguales ,  no  prescribe  la  ley  una  pena  general  que  los  com- 
prenda todos;  y  asilo  que  ordena  esque  el  juez  en  cada  caso 
imponga  la  pena  de  escarmiento  ó  de  pecho  para  el  fisco  quo 
le  parezca  justa  según  su  albedrío,  atendiendo  á  la  impor- 
tancia y  tiempo  del  engaño  y  á  las  circunstancias  del  enga- 
ñador y  del  engañado  ;  ley  12,  lit.  10,  Part.  7.  El  mercader 
que  usare  de  ardides  para  que  sus  mercaderías  parezcan 
mejores  de  lo  que  son  ,  incurre  por  primera  vez  en  pena  de 
dos  mil  maravedís,  por  la  segunda  en  la  de  seis  mil ,  y  por 
la  tercera  queda  privado  de  tener  tienda  en  el  reino  ;  ley  2, 
tü.  U,  lib:9,Nov.  Rec. 

El  engañador,  ademas  de  la  pena ,  está  obligado  á  respon- 
der al  engañado  de  los  daños  y  perjuicios  que  le  hubiere 
causado;  ley  3,  Ht.  16,  Part.  7. 

=  Véase  Dolo,  Daños  y  perjuicios ,  Error,  Estafa,  Este- 
liona  lo ,  Fa  I  sedad,  Lesitín  '. 

ENGASTE.  Él  encaje  ó  inclusion  de  una  cosa  en  otra, 
cómo  de  una  piedra  preciosa  en  oro  ó  plata.  Como  lo  acce- 
sorio sigue  á  lo  principal,  la  piedra  preciosa  de  uno  engas- 
tada en  el  anillo  de. otro  cede  al  dueño  del  anillo  ;  pero  el  de 
la  piedra  puede  usar  de  la  acción  exhibiloria  contra  el  po- 
seedor de  buena  fe  para  que  se  la  muestre  separada  del 
anillo,  y  luego  reclamar  su  entrega;  y  contra  el  poseedor  de 
mala  fe  puede  usar  de  la  acción  de  hurto.  Véase  Accesión 
industrial. 

ENGUERAS.  Palabra  anticuada  que  designa  los  daños 
y  perjuicios  ocasionados  à  uno  por  la  injusta  detentación  ó 
posesión  que  otro  haya  tenido  de  su  alhaja  ,  heredad  ú  otra 
cosa  que  le  pertenece;  —  y  las  dietas  y  costas  que  se  siguie- 
sen á  uno  de  los  litigantes  mientras  que  por  ausencia  culpa- 
ble ó  faltade  comparecencia  del  otro  estuviese  detenido  en 
el  lugar  deljuzgado.  Así  dice  la  ley  5,  lib.  5,  tít.  1  del 
Fuer©  viejo  :  «  Que  él  (el  demandado)  peche  las  engueras 
que  fará  el  de  fuera  cada!  dia  fasta  que  faga  derecho.  » 

ENJAMBRE.  La  copia  de  abejas  con  su  maestra  que  se 
iuntan  y  salen  de  una  colmena.  Véase  Abejas. 

ENJUICIAMIENTO.  El  orden  y  método  que  debe  se- 
guirse con  arreglo  á  las  leyes  en  la  formación  é  instrucción 
de  una,  causa,  civil  ó  criminal ,  para  que  las  partes  puedan 


alegar  y  probar  lo  que  les  convenga  y  venir  el  juez  en  cono- 
cimiento del  derecho  que  les  asista  y  declararlo  por  medio 
de  su  sentencia. 

ENJUICIAR.  Instruir  una  causa  con  las  diligencias  y 
documentos  necesarios  para  que  se  pueda  determinar  en 
juicio  :  deducir  en  juicio  alguna  acción  ;  —  y  juzgar,  senten- 
ciar ó  determinar  alguna  causa. 

ENMIENDA.  La  corrección  de  algún  error  ó  defecto  :— 
la  satisfacción  y  paga  de  los  daños  causólos;  —  y  la  revoca- 
ción ó  corrección  de  alguna  sentencia.Véase  Daños  y  perjui- 
cios y  Sentencia. 

ENRODAR.  Castigar  á  algún  delincuente  rompiéndole 
los  huesos  de  brazos  y  piernas ,  y  colocándole  sobre  una 
rueda  de  carro  para  que  allí  espire.  Este  cruel  suplicio ,  que 
no  conocieron  los  antiguos,  se  inventó  en  Alemania,  y  fué 
adoptado  en  Francia  contra  los  asesinos  y  salteadores  de 
caminos  ;  pero  en  el  dia  no  se  halla  en  uso. 

ENSALMADOR.  En  lo  antiguo  se  llamaba  así  el  char- 
latan ó  curandero  que  tenia  por  oficio  componer  los  huesos 
dislocados  ó  rotos.  Véase  Cirujano. 

ENSAYADOR.  El  que  tiene  por  oficio  reconocer  y  exa- 
minar la  calidad  ó  ley  del  oro  ,  plata,  etc.  El  arte  del  ensaye 
se  estableció  en  Nueva  España  desde  el  principio  de  la  con- 
quista, ejercitándose  libremente  por  los  profesores,  los  cua- 
les cobraban  derechos  á  los  interesados  que  se  valian  de 
ellos,  y  por  real  orden  de  19  de  noviembre  de  1782  se  in- 
corporó á  la  corona ,  la  cual  hizo  una  de  sus  rentas  del  im- 
porte de  los  citados  emolumentos.  Véase  Contraste. 

ENTERRAR.  Dar  sepultura  á  algún  cadáver.  Véase 
Cadáver  y  Cementerio. 

ENTRADA  por  saltda.  En  los  negocios  de  cuentas  es 
aquella  partida  que  habiéndose  puesto  en  el  cargo,  se  pono 
también  en  la  data  por  no  haberse  cobrado  aun ,  por  estar 
subsistente,  ó  por  haberse  abonado  de  algún  modo,  de 
suerte  que  no  resulte  de  ella  cargo  alguno. 

ENTRADAS  y  salidas.  El  derecho  que  alguno  tiene 
adquirido  por  cualquier  título  legítimo  para  entrar  y  salir 
en  su  casa  ó  heredad  por  la  casa  ó  heredad  de  su  vecino. 
Véase  Servidumbre. 

ENTRAMIENTO  de  bienes.  Palabra  anticuada  que 
significa  el  embargo  ó  secuestro  ;  pues  entrar  se  usaba  anti- 
guamente por  apoderarse  de  alguna  cosa. 

ENTREDICHO.  La  prohibición  ó  mandato  para  no  ha- 
cer ó  decir  alguna  cosa  ;  y  la  censura  eclesiástica  por  la  cual 
se  prohibe  el  uso  de  algunas  cosas  espirituales  que  son  co- 
munes á  todos  los  fieles  (1).  El  entredicho  eclesiástico  es  de. 
tres  maneras  ;  conviene  á  saber  :  personal,  que  solo  se  pro- 
nuncia contra  ciertas  personas;  local,  que  se  fulmina  con- 
tra algunos  lugares  ;  y  mixto ,  que  alcanza  á  las  personas  y 
lugares  (2).  Unas  veces  se  incurre  en  esta  censura  por  el 
hecho  y  por  la  fuerza  misma  del  canon  ;  y  entonces  puede  el 
obispo  conceder  la  absolución.  Otras  veces  se  impone  por 
el  hombre  ó  por  sentencia  de  juez,  precediendo  amenaza ,  y 
espresando  la  causa  ;  y  en  tal  caso  absuelve  de  ella  el  mismo 
que  la  impuso ,  ó  bien  su  superior  si  se  hubiere  apelado  á 
él.  —  El  efecto  del  entredicho  es  que  mientras  dura  no  se  da 
sepultura  eclesiástica,  ni  se  administran  los  sacramentos,  ni  se 
celebran  solemnemente  los  divinos  oficios.  Esceplúase  sin 
embargo  el  bautismo  por  su  grande  necesidad,  y  la  confir- 
mación, como  también  la  penitencia  ó  confesión  y  el  viá- 
tico á  los  moribundos.  También  pueden  celebrarse  los  divi- 
nos oficios  en  voz  baja ,  con  las  puertas  cerradas  y  sin  tocar 
las  campanas;  y  aun  con  toda  solemnidad  en  las  cuatro 

(1)  Ley  üi,  tít.  9,  Part,  i  ,  y  P.  Murillo,  lib.  S,t.  59,  n.  423 
de  interdicto  proul  est  censura. 

(2)  P.  Murillo,  lug.  cit.;  Cavalario,  toin.  5,  cap.  41 , g  2  ¡'arica 
interdicli  species. 
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principales  festividades  del  año,  que  son  Navidad ,  Pascua  , 
Pentecostés  y  Asunción  (1).  —  El  que  viola  ó  quebranta  el 
entredicho  á  sabiendas,  queda  irregular  si  es  clérigo,  y  es- 
comulgado si  es  lego  (2).  Véase  Interdicto.  - 

ENTREGA.  La  traslación  de  la  posesión,  ó  el  acto  por 
el  cual  uno  pone  en  mano  ó  en  poder  de  otro  alguna  cosa. 

I.  Es  un  modo  de  adquirir  derivativo,  cuando  el  propie- 
tario capaz  de  enajenar  sus  bienes  pone  en  mano  ó  en  poder 
de  otro  alguna  cosa  que  le  pertenece  con  ánimo  de  trasfe- 
rirle  el  dominio  en  virtud  de  justa  causa.  Sigúese  de  aquí  : 
Io.  que  la  entrega  solo  puede  recaer  sobre  cosas  corporales; 
— 2o.  que  no  puede  hacerse  sino  por  el  propietario  que  tiene 
la  libre  facultad  de  enajenar  sus  cosas;  —  3o.  que  no  se  tras- 
fiere el  dominio ,  si  no  se  hace  la  entrega  con  ánimo  de  ena- 
jenar ;  —  y  4o.  que  con  ella  no  se  adquiere  el' dominio,  si 
no  precede  justo  título  para  trasferirlo. 

II.  No  pudiendo ,  pues ,  recaer  la  entrega  sino  sobre  cosas 
corporales ,  es  claro  que  no  tendrá  lugar  en  las  incorporales, 
como  en  las  servidumbres  y  demás  derechos;  pero  es  repre- 
sentada en  ellas  por  el  uso  de  aquel  á  quien  se  conceden  y 
el  consentimiento  del  que  las  concede  ,  lo  que  se  llama  cua- 
si entrega  ó  cuasi  tradición.  La  entrega  debe  hacerse  ó  por 
la  traslación  natural  de  la  cosa  ,  como  cuando  se  pasa  una 
cosa  mueble  de  la  mano  del  uno  á  la  del  otro  ;  ó  por  la  exhi- 
bición de  una  cosa  inmueble  que  se  tiene  presente;  ó  por  la 
tradición  de  algún  instrumento  ,  símbolo  ó  señal ,  como 
cuando  se  dan  las  escrituras  de  los  contratos  ó  las  llaves  del 
almacén  donde  se  halla  el  trigo  que  se  ha  vendido,  que  es 
lo  que  se  llama  entrega  simbólica,  ó  por  la  demostración  he- 
cha desde  lejos  de  una  cosa  que  está  á  cierta  distancia ,  como 
cuando  hallándose  el  vendedor  y  comprador  á  la  vista  de  la 
cosa  vendida ,  se  la  muestra  aquel  á  este  y  dice  que  la  pone 
en  su  poder,  lo  que  se  llama  entrega  de  larga  mano  ,  ó  por 
la  ficción  de  que  se  traslada  la  cosa  que  el  que  la  recibe  tie- 
ne ya  en  su  poder  por  otra  causa ,  como  cuando  vendién- 
dome Juan  una  casa  que  anteriormente  me  habia  dado  en 
depósito  ó  arriendo ,  se  finge  ó  supone  que  yo  se  la  restituyo 
y  que  él  me  la  da  después  por  título  de  compra  ,  lo  que  se 
llama  entrega  de  breve  mano;  ó  finalmente  por  el  constituto 
posesorio ,  que  es  también  una  ficción  del  derecho ,  por  la 
cual  se  supone  que  uno  que  ha  enajenado  una  cosa  la  pasa 
al  poder  del  adquirenle,  y  que  este  la  vuelve  al  enajenante 
para  que  la  posea  no  en  nombre  propio  sino  en  el  del  adqui- 
rente  ,  de  suerte  que  el  primero  se  queda  solo  con  la  pose- 
sión corporal ,  trasladando  al  segundo  no  solo  la  propiedad, 
sino  también  la  posesión  civil.  Leyes  li&  ,  IÍ7  y  ¡tí ,  tit.  28,  y 
leyes  1 ,  6,  7,  8  y  9  ,  lit.  50,  Part.  3. 

III.  Como  la  entrega  no  puede  hacerse  sino  por  el  dueño 
que  tiene  derecho  de  enajenar,  ó  bien  por  su  procurador, 
sigúese  de  aquí  que  el  pupilo  no  puede  entregar  una  cosa 
válidamente  sin  autoridad  del  tutor,  y  que  la  entrega  hecha 
por  uno  que  no  es  dueño  de  la  cosa  á  favor  de  otro  que  cree 
recibirla  del;  verdadero  dueño,  no  trasfiere  el  dominio, 
aunque  hace  poseedor  de  buena  fe  al  que  así  la  recibe  (3). 
Dirá  tal  vez  alguno  que  también  puede  hacerse  la  entrega 
de  una  cosa  por  el  que  no  sea  dueño  de  ella,  ni  su  procura- 
dor, como  se  ve  en  el  acreedor   que  enajena  la  prenda  en 

(l)Cap.  Alma  mater ,  de  sententia  excom.  in  6;  leyes  15  y  16, 
tit.  9,  Part.  1;  Conc.  111.  mej.,lib.  3,  tit.  H,  §7  Quid  inlerdicti 
tempore  prohibeatur,  donde  se  habla  de  los  sacramentos  que  se 
pueden  administrar;  y  en  cuanto  á  las  festividades  en  que  se  le- 
vanta el  entredicho,  los  Sres.  Martino  V  en  la  constit.  Ineffabrfe, 
y  Eugenio  IV  en  la  constit.  Excellentissimum,  aumentaron  la  del 
Corpus  y  su  octava,  y  LeonX  la  de  la  Inmaculada  Concepción  en 
España. 

(2)  Eonif.  VIII,  cap.  18,  de  sent,  excom,  in  6. 

(5)  Sala  añadido;  lib,  2,  tit.  i ,  n.  35. 


los  casos  que  se  lo  permite  la  ley  ;  pero  es  necesario  obser- 
var que  esta  enajenación  no  se  hace  á  nombre  del  acreedor, 
sino  del  deudor,  y  que  por  lo  tanto  se  trasfiere  el  dominio  si 
el  deudor  lo  tenia  efectivamente  ,  procediendo  también  del 
mismo  principio  el  que  la  eviccion  se  haya  de  prestar  por 
este  y  no  por  aquel. 

IV.  Finalmente,  como  la  entrega  debe  hacerse  con  ánimo 
de  enajenar  y  con  justa  causa  ,  es  evidente  que  no  se  tras- 
fiere el  dominio  si  falta  la  intención  ó  la  justa  causa  para 
trasferirlo,  como  venta  ,  dote ,  donación ,  permuta  ,  ú  otro 
título  semejante;  y  aun  en  la  entrega  por  causa  de  venta  es 
preciso  advertir  que  no  se  traslada  el  dominio ,  si  el  precio 
no  se  paga  de  presente,  ó  no  se  ha  estipulado  á  plazos,  ó  rio 
queda  asegurado  mediante  fianza  ó  prenda  ;  ley  46,  tit.  28, 
Part.  3.  La  entrega  puede  hacerse  también  á  personas  in- 
ciertas, contal  que  sean  ciertas  indefinidamente,  como  cuando 
en  las  funciones  de  alegría  se  echan  dineros  ú  otras  cosas  á 
una  muchedumbre  reunida  para  que  las  coja  el  que  pueda, 
pues  aunque  el  que  las  echa  no  las  entrega  corporalmente 
al  que  las  coge ,  como  las  echa  con  este  fin  ,  se  supone  que 
se  las  entrega;  bien  que  este  modo  de  adquirir  puede  redu- 
cirse á  la  ocupación  ,  pues  el  que  arroja  una  cosa  ,  lo  hace 
con  el  ánimo  de  no  tenerla  ya  mas  en  él  número  de  sus 
bienes;  y  como  en  su  consecuencia  se  reputa  por  abando- 
nada ,  debe  ceder  según  el  principio  general  al  primero  que 
la  ocupa;  ley  18,  tit.  28,  Part.  3. 

V.  Pero  ¿  qué  -necesidad  hay  de  que  se  verifique  la  en- 
trega de  una  cosa,  para  adquirir  el  dominio  de  ella?  ¿No 
bastará  la  voluntad  del  dueño  para  trasladar  la  propiedad  ? 
Si  Juan  me  vende,  ó  me  dona,  ó  permuta  conmigo  una  alhaja 
<5  ua  fundo  cualquiera  ,  ¿no  será  suficiente  el  contrato  para 
que  yo  haga  mia  la  alhaja  ó  el  fundo,  sin  que  intervenga  la 
formalidad  de  la  entrega  real  ó  fingida  ?  Así  lo  dicta  el  de- 
recho natural  ó  de  gentes;  pero  el  derecho  civil,  con  el 
objeto  de  quitar  motivos  de  pleitos  ,  ha  establecido  la  nece- 
sidad de  la  entrega  ó  tradición  para  trasferir  el  dominio.  El 
contrato,  pues,  solo  da  el  derecho  á  la  cosa ,  jus  ad  rem , 
esto  es,  el  derecho  de  precisar  en  juicio  al  enajenante  á  que 
ponga  en  nuestro  poder  la  cosa  enajenada?  y  solo  la  entrega 
es  la  que  nos  da  el  derecho  en  la  cosa,  jus  in  re ,  es  decir, 
el  dominio  ó  la  propiedad,  en  cuya  virtud  podemos  ya  re- 
clamar la  cosa,  cualquiera  que  sea  su  poseedor,  quia  non 
paclionibus  sed  traditionibus  dominia  rerum  transferuntur. 
Así  es  que  de  dos  compradores  ó  donatarios  de  una  misma 
cosa  ,  el  primero  que  ha  sido  puesto  en  posesión  de  ella , 
adquiere  la  propiedad ,  aunque  su  contrato  sea  posterior  al 
del  otro  (fr). 

No  deja ,  sin  embargo  ,  de  haber  algún  caso  en  que  se 
traspasa  el  dominio  sin  la  entrega.  La  ley  7,  tit.  ft  ,  Part.  S, 
por  ejemplo  ,  dispone  que  cuando  uno  hace  donación  á  otro 
hasta  cierto  tiempo  determinado  ,  pasa  la  posesión  y  el  do- 
minio de  la  cosa  donada,  luego  que  concluye  el  tiempo  ,  á 
los  herpderos  del  donante  ó  á  la  persona  que  este  hubiere 
designado  ;  bien  que  el  señor  Covarrubias  y  algunos  otros,  á 
pesar  de  la  claridad  con  que  la  ley  se  esplica  ,  quieren  que 
los  herederos  ó  el  segundo  donatario  no  adquieran  la  pose- 
sión ni  el  dominio  sino  desde  que  se  les  entregue  la  cosa 
donada. 

ENTREGA.  La  remisión  que  un  juez  hace  de  algún  reo 
que  se  halla  en  el  distrito  de  su  jurisdicción  ,  al  juez  de  otro 
territorio  que  lo  reclama  por  ser  de  su  competencia  el  en- 
tender en  la  causa.  Véase  Competencia  y  Extradición. 

ENTRONCAR.  Probar  que  alguna   persona  tiene   el 
mismo  tronco  ú  origen  que  otra  ;  —  y  contraer  parentesco  ó 
conexión  con  alguna  familia. 
, 1 . — . , —  i   .. 


(4)  Ley  50,  tit,  53  Part.  5. 
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ENTRONQUE.  La  relación  de  parentesco  con  el  que  es  , 
¡Tonco  de  una  familia. 

ENVENENAMIENTO.  Todo  atentado  á  la  vida  de  una 
persona  por  medio  de  sustancias  capaces  de  dar  la  muerte 
con  mas  ó  menos  prontitud ,  de  cualquier  modo  que  se  em- 
pleen ó  administren,  y  cualesquiera  que  sean  los  resultados. 

I.  Este  modo  de  atentar  á  la  vida  merece  castigarse  con 
mas  severidad  que  los  otros ,  porque  es  mas  secreto  y  peli- 
groso ,  porque  es  tan  fácil  cometerlo  como  difícil  conocer  á 
sus  autores,  y  porque  lleva  siempre  consigo  una  especie  de 
traición  y  se  ejecuta  regularmente  por  aquellas  personas  de 
quienes  menos  desconfiamos. 

II.  Las  mujeres  son  las  que  mas  especialmente  se  sirven 
de  este  medio  para  vengarse  ó  deshacerse  de  las  personas 
que  las  incomodan  ,  porque  la  debilidad  de  su  sexo  no  les 
permite  recurrir  á  la  fuerza  ó  á  la  via  de  las  armas.  En  el  - 
consulado  de  Marco  Claudio  Marcelo  y  de  Gayo  Valerio , 
fueron  tantas  las  muertes  repentinas  acaecidas  en  Roma , 
que  en  medio  del  espanto  general  hubo  de  creerse  que  no 
podian  traer  su  origen  sino  de  la  intemperie  del  aire,  hasta 
que  una  esclava  se  presentó  al  magistrado  revelándole  que 
todo  era  efecto  de  la  malicia  de  las  matronas  romanas, 
quienes  se  valían  del  veneno  para  hacer  perecer  las  perso- 
nas que  eran  objeto  de  su  aversion.  Sorprendióse  desde  luego 
á  veinte  envenenadoras  con  sus  drogas;  lléveselas  á  la  plaza 
pública;  y  como  sostuviesen  que  aquellas  drogas  no  eran 
sino  remedios  para  la  salud  ,  se  las  obligea  tomarlas  ellas 
mismas,  y  todas  murieron  á  un  mismo  tiempo.  Descubrióse 
inmediatamente  á  otras  muchas,  y  fueron  castigadas  con  ri- 
gor hasta  setenta  matronas,  ademas  de  las  veinte.  Cerca  de 
doscientos  años  despues  de  este  acontecimiento  que  cuenta 
Tito  Livio,  Lucio  Cornelio  Sila  publicó  una  ley,  llamada  de 
su  nombre  Cornelia  de  veneficiis  ,  por  la  cual  impuso  á  los 
envenenadores  la  misma  pena  que  á  los  homicidas ,  esto  es , 
la  interdicción  del  agua  y  del  fuego. 

III.  No  han  sido  mas  suaves  con  este  delito  atroz  nuestras 
leyes.  La  ley  2 ,  tít.  2  ,  lib.  6  del  Fuero  Juzgo ,  dice  que 
«  los  que  maten  con  yerbas  ponzoñosas  deben  ser  tormien- 
tados  é  morir  mala  muerte.  »  La  ley  7,  tít.  8,  Part.  7,  dis- 
pone que  el  que  matare  á  otro  con  yerbas  ó  ponzoñas  «  debe 
morir  deshonradamente  echándole  á  los  leones  ó  á  canes  ó  á 
otras  bestias  bravas  que  lo  maten  :  »  bien  que  esta  pena  no 
ha  estado  en  uso,  siuo  la  de  horca.  La  misma  ley  condena  en 
ia  pena  de  homicida,  esto  es,  en  la  de  muerte  ,  al  que  com- 
prare veneno  para  matar  à  otro ,  al  que  se  lo  vendiere  á  sa- 
biendas ,  y  al  que  se  lo  diere  á  conocer  ó  le  enseñare  el 
modo  de  prepararlo  ó  administrarlo  para  lograr  tan  siniestro 
fin ,  aunque  por  efecto  de  alguna  causa  independiente  de 
la  voluntad  del  que  concibió  tal  designio  dejase  de  consu- 
marse el  envenenanfiento. 

IV.  La  ley  establece  la  pena  de  muerte,  tanto  contra  el 
que  compra  ó  adquiere  veneno  con  intención  de  matar,  aun- 
que luego  no  pueda  ejecutar  su  proyecto,  como  contra  el  que 
llega  efectivamente  á  consumar  su  delito  logrando  causar 
por  este  medio  el  homicidio  que  había  meditado  ;  pero  la 
ley  hace  cierta  diferencia  entre  la  muerte  que  debe  darse  al 
uno  y  la  muerte  que  debe  darse  al  otro  ,  queriendo  que  la 
del  segundo  sea  mas  dolorosa  y  cruel  que  la  del  primero. 
Ya  pues  que  no  está  en  uso  la  pena  de  echar  à  un  hombre  á 
las  fieras,  ni  otro  género  de  pena  capital  que  vaya  acompa- 
ñada de  circustancias  que  la  hagan  mas  sensible  que  la  que 
se  ejecuta  por  el  método  ordinario,  y  ya  que  por  otra  parte 
ha  prevalecido  en  la  jurisprudencia  la  máxima  de  que  el 
delito  intentado  no  ha  de  castigarse  con  tanto  rigor  como  el 
consumado  »  es  muy  natural  y  consiguiente  ,  aun  según  el 
espíritu  de  dicha  ley,  que  si  al  que  mata  con  veneno  se  le 
impone  simplemente  la  pena  capital,  no  ha  de  imponerse  al 
que  lo  intenta  sino  una  pena  menos  grave, 


La  ley  habla  solo  del  caso  en  que  se  adquiere  ó  pro- 
pina el.  veneno  con  intención  de  matar  á  otro.  ¿Qué  será  si 
el  veneno  se  adquiere  ó  propina  no  con  el  fin  de  malar  á 
una  perona,  sino  con  el  de  causarle  alguna  enfermedad  ? 
ponerla  en  estado  de  demencia?  Parece  que  entonces  U 
pena  debe  ser  menor  que  la  capital ,  graduándose  en  pro<- 
porcion  de  los  efectos  que  el  veneno  produjere,  á  no  s?r  qu© 
de  él  resultare  el  fallecimiento  del  paciente. 

El  que  sin  intención  de  matar  ni  hacer  daño  à  una  perso- 
na, y  solo  para  inspirarle  alguna  afición  ó  desafecto,  le 
aplicare  ó  hiciere  tomar  droga  ó  confección  que  pueda  ser 
nociva  á  la  salud  ,  no  merece  ser  castigado  sino  según  el 
daño  que  resultare. 

Con  respecto  á  los  que  vendieren  ó  facilitaren  á  sabieri; 
das  el  veneno  ,  ó  enseñaren  el  modo  de  prepararlo  ó  admi- 
nistrarlo ,  debe  tenerse  presente  cuanto  se  ha  dicho  en  ge- 
neral sobre  los  que  contribuyen  á  la  perpetración  de  un 
delito,  en  el  artículo  Cómplice.  Yéase  también  Boticario. 

V.  Para  la  justificación  del  envenenamiento  no  basta  la 
deposición  de  testigos ,  ni  la  confesión  del  envenenador,  ni 
el  fallecimiento  del  envenenado  ;  es  necesario  ademas  el 
informe  ó  declaración  de  facultativos  que  examinen  la  sus- 
tancia que  se  supone  venenosa  y  los  síntomas  ó  efectos 
producidos.  La  cuestión  del  envenenamiento  es  quizá  la 
mas  vasta  y  complicada  entretodas  las  cuestiones  médico- 
legales.  Véase  Veneno. 

ENVESTIDURA.  E"  cto  de  conferir  un  soberano  á 
alguna  persona  un  reino,  pais,  feudo  ,  dignidad  ó  estado  , 
concediéndole  la  potestad  ,  posesión  y  jurisdicción  de  él  con 
reconocimiento  de  vasallaje  ,  y  reservándose  el  alto  y  su- 
premo dominio;  cuya  concesión  se  significa  con  la  entrega 
de  alguna  alhaja,  como  pendón,  espada,  estandarte,  vara, 
sortija,  guante ú  otra  cosa.  Envestidura,  pues,  es  lo  mismo 
que  enfeudación,  y  envestir  lo  mismo  que  enfeudar.  Ley  k, 
tít.  26,  Part.  U. 

ENVIADO.  La  persona  que  destina  un  soberano  á  la 
corte  de  otro ,  para  que  le  représeme,  y  tenga  el  rarácler  de 
su  ministro  en  ella.  Véase  Ministro  público. 

EP 

EPIQUEYA.  La  interpretación  benigna  y  prudente  do 
la  ley  según  las  circunstancias  del  tiempo,  lugar  y  perso- 
na (1).  Esta  palabra  viene  del  griego,  y  equivale  á  equidad. 
Véase  Interpretación  de  las  leyes  y  liquidad. 

EQ 

EQUIDAD.  Esta  palabra  tiene  dos  acepciones  en  juris- 
prudencia; pues  ora  significa  la  moderación  del  rigor  de  las 
leyes  ,  atendiendo  mas  á  la  intención  del  legislador  que  á  la 
letra  de  ellas  ,  ora  se  toma  por  aquel  punto  de  rectitud  del 
juez  que  á  falta  de  ley  escrita  ó  consuetudinaria  consulta  en 
sus  decisiones  las  máximas  del  buen  sentido  y  de  la  razón  ,  ó 
sea  de  la  ley  natural.  Así  es  que  unos  llaman  á  la  equidad 
legis  supplcmentuvi ,  y  Grocio  dice  ser  virlus  corrcclrix 
ejus,  in  quo  lex  propler  universalilalem  déficit. 

«  La  ley  no  es  nada  sin  la  equidad,  dice  un  autor,  y 
la  equidad  lo  es  todo  sin  la  ley.  Los  que  no  ven  lo  que  es 
justo  ó  injusto  sino  con  los  ojos  de  la  ley,  no  lo  distinguen 
jamas  con  tanta  precisión  como  los  que  lo  ven  con  los 
ojos  de  la  equidad.  La  ley  no  debe  considerarse  hasta  cierto 
punto  sino  como  un  ausilio  para  los  que  tienen  las  luces  de 
su  entendimiento  débiles  ú  obscurecidas,  del  mismo  modo 

(i)  Véase  al  P.  Murill*,  lib.  1,  núms.  67  y  6S,  donde  espone 
los  tres  modos  de  usar  la  çmqueya.  D,  Thom,  2.  2.  q.  420, 
art.  i. 
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que  lo  son  los  vidrios  que  nos  facilita  la  óptica  para  los  que 
tienen  la  vista  corta  ó  turbia. 

Es  bien  cierto ,  á  la  verdad ,  que  los  que  hacen  un  estudio 
profundo  del  derecho  y  de  la  equidad,  tienen  de  lo  justo  y 
de  lo  injusto  nociones  mas  finas  y  delicadas,  que  los  que  no 
estudian  ni  saben  sino  la  ley;  y  aun  puede  decirse  que  si 
lodos  los  hombres  tuviesen  arraigado  en  su  corazón  el  amor 
a  la  equidad  y  pudieran  instruirse  suficientemente  por  sí 
mismos  de  sus  deberes  ,  la  ley  entonces  seria  inútil ,  y  la 
equidad  lo  haria  todo  sin.la  ley.  Pero  ¿qué  cosa  es  la  equidad 
en  la  opinion  de  la  mayor  parte  de  los  hombres  ?  Regular- 
mente no  es  mas  que  una  cosa  que  tiene  mucho  de  arbi- 
trario :1o  que  uno  cree  justo ,  á  otro  le  parece  injusto;  y  cada 
cual  sostiene  de  buena  fe  su  modo  de  pensar  con  armas  tan 
iguales,  que  muchas  veces  nos  vemos  embarazados  sin  saber 
á  quien  dar  la  preferencia.  La  equidad,  sin  embargo,  así 
como  la  verdad ,  no  es  mas  que  una.  Ella  es  pues  la  que 
debe  mostrársenos  por  sí  misma  ;  y  nunca  se  nos  muestra 
mejor  en  semejante  caso ,  que  cuando  la  ley  nos  la  presenta 
de  la  mano.  Todos  los  ojos  la  ven  entonces  y  se  fijan  en  ella 
sin  temor  de  engañarse  ,  porque  la  ley,  que  debemos  mirar 
como  hija  de  la  sabiduría ,  no  se  presume  jamas  que  nos 
quiera  inducir  en  error. 

No  puede  decirse  pues  con  exactitud  que  la  equidad  es  el 
lodo  sin  la  ley  :  sin  la  ley  no  es  á  veces  otra  cosa  que  una 
nube  muy  obscura.  Mas  ¿qué  es  por  otra  parte  la  ley  sin  la 
equidad?  Prescindiendo  de  una  ley  que  chocase  abiertamente 
con  las  primeras  nociones  de  la  justicia,  porque  una  ley 
semejante ,  difícil  de  suponer,  no  podría  subsistir  mucho 
tiempo  ;  ¿  qué  seria ,  hablando  en  general ,  la  ley  por  sí  sola, 
si  sus  administradores  no  se  hallasen  dotados  de  los  verda- 
deros principios  de  la  equidad  para  saber  aplicarla  en  cada 
caso  con  oportunidad  y  cordura?  Por  muy  profundo  que  sea 
un  legislador,  no  es  posible  que  prevea  todos  los  casos  par- 
ticulares relativos  á  la  ley  que  publica  :  preciso  es  que  los 
jueces  ,  después  de  haber  penetrado  bien  el  espíritu  de  ella, 
encuentren  en  la  equidad  su  suplemento  ,  y  decidan  por  sí 
como  el  mismo  legislador  habría  decidido.  Sigúese  de  aquí, 
que  el  estudio  de  los  principios  de  la  equidad  es  el  estudio, 
por  escelencia  ,  del  magistrado  y  del  jurisconsulto ,  quienes 
tienen  que  buscar  en  él  la  ilustración  y  sabiduría  que  deben 
caracterizarlos.  No  basta. ser  íntegro,  es  necesario  ademas 
ser  equitativo  y  justo  :  la  integridad  por  sí  sola  puede  ser 
patrimonio  de  un  hombre  muy  limitado  ;  mas  la  equidad  no 
lo  es  sino  de  un  hombre  que  á  un  mismo  tiempo  esté  lleno 
de  rectitud ,  de  luces  y  de  discernimiento. 

No  solo  es  de  grande  ausilio  el  estudio  de  los  principios 
de  la  equidad  para  comprender  bien  el  espíritu  de  una  ley 
y  suplir  sus  omisiones,  sino  que  á  veces  la  equidad  misma 
'es  la  única  ley  á  que  hayamos  de  arreglarnos  sobre  muchas 
materias  que  no  han  llamado  la  atención  del  legislador. 
¡Cuántas  cuestiones  no  hay  en  materia  de  contratos,  cuya 
decisión  está  ,  digámoslo  así ,  abandonada  á  la  equidad  de 
los  magistrados!  ¡Cuántos  delitos,  cuya  reparación  se  re- 
serva igualmente  á  su  sabiduría  y  discreción  !  La  ley  por 
otra  parte  suele  manifestarse  en  asuntos  criminales  con  todo 
el  aparato  de  una  severidad  imponente,  afectando  no  dis- 
tinguir en  los  delitos  que  condena  ni  la  calidad  de  las  per- 
sonas que  los  cometen ,  ni  las  circunstancias  que  las  arras- 
tran ,  ni  la  ignorancia  con  que  á  veces  obran ,  ni  los  motivos 
que  las  determinan;  y  sin  embargo  el  magistrado  no  puede 
menos  de  templar  su  rigor,  acomodándose  á  los  casos  y 
siguiendo  los  principios  de  la  equidad  que  así  lo  exige. 
Placuil  m  omnibus  rébus prœcipuam  esse  jiislitiœ  eequilauS" 
que  quàrn  stricli  juris  ralionem  ;  1.  8 ,  C.  de  judie.  :  /Equilas 
raiioncm  personarum  habel  ;  1.  14  ,  §  6  ,  D.  de  relig.  :  edu- 
ciluf  ex  ipsarum  rerum  nalura;  d,  1.  Ift ,  §  13  :  judici  ante 


oculos  esse  débet;  I.  h  ,  in  fine,  D.  de  eo  quod  certo  1q»ï,  í 
unde  religio  judicanlis  diahtr,  1.  13,  D.  de  testib. 

Mas  la  equidad  no  puede  servir  de  regla  en  la  aáwínis- 
tracion  de  la  justicia  sino  cuando  Ja  cuestión  que  se  va  á 
juzgar  no  está  decidida  espresamente  por  la  ley,  ó  cuando 
el  sentido  y  las  palabras  de  la  ley  admiten  alguna  interpre- 
tación á  causa  de  su  ambigüedad  ó  de  su  demasiada  esten- 
sion.  El  juez  puede  entonces  inclinarse  á  la  parte  mas  equi- 
tativa, desechando  la  esplicacion  demasiado  rigurosa  de  los 
términos  en  que  está  concebida  la  ley,  y  aquellas  vanas  su- 
tilezas que  son  evidentemente  contrarias  á  la  justicia  y  á  la 
intención  del  legislador  ;  porque  obrando  de  otro  modo  con 
demasiado  apego  á  la  letra  ,  se  espondria  á  ser  injusto  y  aun 
á  cometer  algún  absurdo,  verificándose  el  axioma  de  que  á 
veces  la  letra  mata  y  el  espíritu  vivifica.  Pero  cuando  los 
términos  de  la  ley  son  claros  y  precisos,  y  en  el  hecho  de 
que  se  trata  no  hay  ninguna  circunstancia  particular  que 
obligue  á  desviarse  algún  tanto  de  lo  establecido  ,  no  puede 
prescindir  el  juez  de  atenerse  puntualmente  á  la  ley,  aunque 
sea  dura  (1),  según  la  máxima  Dura  lev,  sed  servanda ; 
porque  la  ley  que  se  ha  dado  al  juez  para  ser  la  regla  inva- 
riable de  su  conducta  ,  debe  ser  cierta  y  estar  al  abrigo  de 
todo  capricho ,  prestando  seguridad  á  todos  para  que  puedan 
tratar  con  solidez  ala  sombra  de  sus  disposiciones/Véase 
Arbitrio  de  juez. 

EQUITATIVO.  Lo  que  es  mas  conforme  á  la  equidad 
que  al  rigor  del  derecho ,  ó  lo  que  trae  mas  utilidad ,  esto  es, 
lo  que  evita  mayores  males  ó  causa  mayores  bienes. 
•  EQUIVALENTE .  Cualquier  cosa  que  es  igual  á  otra 
en  la  estimación  ó  valor  ;  como  por  ejemplo,  la  suma  que  se 
paga  en  algunas  partes  para  eximirse  de  ciertas  gabelas,  y 
que  se  llama  equivalente  porque  es  igual  poco  anas  ó  menos 
á  la  cantidad  que  se  pagaría  si  se  hubiera  impuesto  el  tri- 
buto. 

EQUIVOCACIÓN.  El  error  y  engaño  que  se  padece  en 
tomar  ó  tener  una  cosa  por  otra.  Véase  Error. 

EQUÍVOCO.  Lo  que  en  una  ley,  en  una  sentencia,  en 
un  contrato  ó  en  un  testamento ,  presenta  dos  sentidos. 
Véase  Ambigüedad ,  Amfibología  é  Interpretación. 

ER 

ERA.  El  punto  fijo  de  tiempo  desde  donde  se  empieza 
el  cómputo  de  los  años  en  alguna  nación  ,  como  la  era  cris- 
tiana, la  era  hispánica.  —  La  era  cristiana,  que  también  se 
llama  era  común  ó  vulgar,  es  el  cómputo  de  tiempo  que 
empieza  á  contarse  por  años  desde  el  nacimiento  de  Jesu- 
cristo ,  como  de  época  muy  señalada  ;  y  la  era  hispánica , 
que  se  dice  igualmente  era  del  César,  es  el  cómputo  que  se 
usó  en  España,  tomado  desde  el  año  38  antes  de  Cristo  ;  de 
modo  que  si  á  los  años  de  la  era  cristiana  se  añaden  58, 
se  tendrá  el  número  y  año  de  la  era  hispánica  ;  y  al  revés , 
si  cuando  en  nuestras  leyes  y  concilios  encontramos  la  com- 
putación de  años  por  eras,  queremos  reducirlos  á  los  de 
Jesucristo,  no  hay  mas  que  quitar  58  años  y  nos  queda  la 
era  vulgar.  —  Liámase  era  ó  cera  ,  según  unos ,  ab  aere  sol- 
vendo  ,  por  el  tributo  que  pagaban  anualmente  los  Españoles 
á  los  Romanos  ,  y  según  otros  por  las  letras  iniciales  de  las 
palabras  Annus  Erat  Regni  Augusli  que  los  Romanos  usaban 
en  sus  fechas.  —  Nuestros  antepasados  se  sirvieron  de  la  era 
del  César  para  el  cómputo  de  los  años  hasta  los  tiempos  del 
rey  don  Juan  I,  quien  en  las  Cortes  celebradas  en  Segovia 
el  año  de  1385  dispuso  que  en  adelante  se  empezase  á  contar 

(l)  Véase  la  ley  7,  tít.  40,lib.  12,  Kov.  Rec,  y  en  la  república 
de  Méjico  téngase  presente  que  al  congreso  general  corresponde 
escíusüiüjiniíc  dictar  las  leyes ,  derogarlas ,  interpretarlas  y  dis- 
pensar su  obamuucia. 
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desde  el  nacimiento  de  Cristo  ;  y  aunque  efectivamente  se 
comenzó  el  año  desde  entonces  el  dia  2o  de  diciembre,  en 
que  se  celebra  dicho  nacimiento,  se  dejó  fácilmente  esta 
época  y  se  adoptó  la  decano  Juliano ,  que  principia  en  Io.  de 
enero  y  acaba  en  51  de  diciembre. 

ESA.  El  espacio  de  tierra  limpia  y  firme,  y  por  lo  común 
empedrada ,  donde  se  trillan  las  mieses.  —  «  En  ningún  caso 
ni  por  ningún  título  se^  podrá  hacer  ejecución  ni  embargo 
en  las  mieses  que  después  de  segadas  existan  en  los  rastrojos 
ó  en  las  eras  hasta  que  estén  limpios  y  entrojados  los  granos  ; 
pero  se  podrá  poner  interventor  cuando  el  deudor  no  tenga 
arraigo,  y  no  dé  fianza  suficiente.  Hasta  la  misma  época  ,.y 
mientras  que  los  granos  existan  en  las  eras  ,  no  permitirán 
los  alcaldes  y  ayuntamientos  de  los  pueblos  que  se  hagan  en 
ellas  cuestaciones  ni  demandas  algunos  de  granos  por  nin- 
guna clase  de  personas ,  ni  aun  por  los  religiosos  de  las 
órdenes  mendicantes  ;  »  decreto  de  Cortes  de  8  de  junio  de 
1813 ,  reslabl.  en  6  de  setiembre  de  1856. 

ERARIO.  El  tesoro  público  del  Estado,  y  el  lugar  donde 
se  guarda.  Esta  palabra  viene  de  la  latina  œs,  ceris ,  que 
significa  dinero. 

EKBÎUNIO.  En  lo  antiguo  cualquier  caballero  que  por 
su  nobleza  era  libre  de  todo  género  de  servicio  ó  tributo 
ordinario  ;  y  también  cualquiera  que  gozaba  de  este  privi- 
legio, diferenciándose  de  los  que  pechaban. 

ERROR.  La  oposición,  discordancia  ó  no  conformidad 
de  nuestras  ideas  con  la  naturaleza  de  las  cosas;  ó  bien  ,  un 
pensamiento  ,  una  idea  ó  una  opinion  contraria  á  la  verdad  : 
de  modo  que  el  error,  generalmente  hablando  ,  consiste  en 
creer  verdadero  lo  que  es  falso ,  ó  en  creer  falso  lo  que  es 
verdadero ,  en  suponer  una  cosa  que  no  existe,  ó  en  suponer 
una  cosa  que  no  es  tal  cual  se  cree  existir.  El  error  no  es 
absolutamente  lo  mismo  que  la  ignorancia  ,  la  cual  consiste 
solo  en  no  saber  tal  ó  tal  cosa  ;  pero  á  veces  se  confunde 
con  ella  en  cuanto  la  ignorancia  de  una  cosa  ó  de  un  hecho 
puede  dar  lugar  á  suponer  la  existencia  de  otra  cosa  ;  y  el 
error  de  derecho  no  es  mas  que  la  ignorancia  de  la  ley.  Así 
es  que  en  el  derecho  romano  se  trata  de  la  ignorancia  y  del 
#        error,  bajo  el  título  De'juris  el  facli  ignorantia. 

El  error  puede  ser  de  hecho  ó  de  derecho.  El  error  de  hecho 
consiste  en  la  falsa  creencia  que  uno  tiene  de  que  tal  ó  tal 
cosa  ha  sucedido  ó  no  ha  sucedido  ;  como  si  yo  creo  equivo- 
cadamente que  mi  padre  dejó  de  satisfacer  una  deuda  que 
habia  contraído ,  y  la  vuelvo  á  pagar.  El  error  de  derecho  es 
la  ignorancia  de  lo  que  se  halla  establecido  por  la  ley  ó  la 
costumbre;  como  si  un  donatario  no  cuida  de  hacer  insinuar 
la  donación  que  pasa  de  quinientos  maravedís  de  oro,  por 
no  saber  que  esta  formalidad  es  indispensable. 

El  error  es  contrario  al  consentimiento  :  Nihil  lam  con- 
trarium  consensui  quàm  error;  ley  Ib,  D.  de  jurisdict.  Non 
videntur  consentiré  qui  errant;  ley  116  ,  de  reg.juris. 

¡  §  I.   Error-  de   hecho. 

L  Con  respecto  á  las  convenciones ,  puede  recaer  el  error 
de  lííího  :  —  Io.  sobre  la  causa  impulsiva  ó  el  motivo  par- 
tícula? que  ha  tenido  para  contratar  una  de  las  partes;  — 
2°.  sobf  t,  la  causa  principal  y  legal  del  contrato  ;  —  5o.  sobre 
el  cuerpo  de  la  cosa  que  es  objeto  de  la  convención  ;  — 
l¡°.  sobre  la  sustancia  de  esta  cosa  ;  —  S°.  sobre  su  nombre 
•ó  sus  calidades  ; —  6o.  sobre  su  valor;  —  7o.  sobre  la  natu- 
raleza del  negocio  ;  —  8o.  sobre  la  persona  con  quien  se 
tiene  intención  de  contratar;  —  9o.  sobre  su  nombre;  — 
10°.  sobre  su  cualidad. 

Io.  El  error  que  recae  sobre  la  causa  impulsiva  del  con- 
trato ,  esto  es ,  sobre  el  motivo  particular  que  ha  tenido  una 
de  las  partes  para  contratar,  no  hace  nulo  el  contrato.  Así  es 


que  si  teniendo  yo  noticia  de  que  me  han  robado  rni  caballa 
procedo  á  comprar  otro  para  reemplazarle  y  luego  recupero 
el  robado ,  no  podré  negarme  á  recibir  el  comprado  y  pagar 
su  precio ,  bajo  preteslo  de  que  el  motivo  particular  que 
tuve  para  la  compra  era  en  realidad  el  error  en  que  estaba 
sobre  la  pérdida  de  mi  caballo,,  porque  este  error  es  una 
circunstancia  estrínseca  é  independiente  del  contrato. 

Tampoco  el  legado  se  invalida  por  el  error  del  motivo 
que  tuvo  el  testador  para  dejarlo;  leyes  20  y  21  ,  lit.  9, 
Part.  6  ;  y  así  es  que  si  este  dijese  que  legaba  cien  pesos  á 
Francisco  porque  habia  cuidado  de  sus  negocios,  se  tendría 
que  entregar  dicha  suma  al  legatario,  aunque  no  fuese  ver- 
dad que  habia  cuidado  de  los  negocios  dei  testador.  Véase 
Legado  causal. 

2o.  Mas  el  error  que  recae  sobre  la  causa  eficiente  de  la 
obligación  ,  anula  el  contrato ,  porque  entonces  la  causa  es 
falsa  y  no  puede  surtir  efecto  la  obligación  sin  causa  ;  y  el 
obligado  en  este  caso  puede  oponer  á  un  tiempo  el  error  en 
el  consentimiento  y  la  falla  de  causa  en  la  obligación  :  Cum 
milla  súbest  causa  propter  convenlionem ,  nulla  obligalio 
consliliiitur  ;  ley  7,  D.  de  paclis.  Así  que  ,  si  creyendo  yo 
deberte  cuatro  yugadas  de  tierra  en  virtud  del  testamento 
de  Pablo  de  quien  soy  heredero  ,  me  he  obligado  á  pagarte 
en  lugar  del  legado  la  cantidad  de  cuatro  mi!  reales  en  un 
año ,  y  después  descubro  que  este  testamento  estaba  revo- 
cado por  otro  posterior  cuya  existencia  ignoraba  yo  al  tiempo 
de  obligarme ,  es  claro  que  mi  obligación ,  como  resultado 
del  error  y  sin  otro  apoyo  que  el  de  una  causa  que  no  existe, 
debe  tenerse  por  nula  y  no  puede  surtir  efecto. 

5o.  En  los  contratos  sinalagmáticos,  el  error  sobre  el  objeto 
de  la  obligación  de  una  de  las  partes  recae  precisamente 
sobre  la  causa  de  la  obligación  de  la  otra,  y  hace  por  con- 
siguiente nulo  el  contrato  bajo  ambos  aspectos.  Si  tú  crees, 
por  ejemplo ,  venderme  el  caballo  A,  cuando  yo  pienso  com- 
prarte el  caballo  B ,  es  evidente  que  hay  á  un  mismo  tiempo 
error  sobre  el  objeto  de  tu  obligación  y  error  sobre  la  causa 
de  la  mia  ,  porque  yo  no  he  creído  contraerla  sino  por  ad- 
quirir el  caballoB  y  no  el  caballo  A.  En  este  caso,  en  que  re- 
cae el  error  sobre  el  cuerpo  mismo  de  la  cosa  ú  objeto  que 
hace  la  materia  de  la  convención  ,  debe  declararse  nulo  el 
contrato ,  con  tal  que  se  acredite  el  error  por  el  que  lo  alega, 
aunque  muestre  el  vendedor  que  la  cosa  que  é.l  ha  creído 
vender  vale  mas  que  la  que  el  comprador  ha  creído  com- 
prar, porque  es  indispensable ,  para  que  haya  contrato  vá- 
lido ,  que  el  consentimiento  de  ambos  contrayentes  recaiga 
sobre  una  misma  cosa ,  y  por  otra  parte  los  cuerpos  ciertos 
tienen  muchas  veces  un  precio  de  afección  que  no  se  en- 
cuentra en  otro  cuerpo ,  aunque  sea  de  la  misma  especie. 
Ley  20 ,  til.  S ,  Part.  5. 

h0.  El  error  sobre  la  cosa  recae  necesariamente  sobre  la 
sustancia  misma  de  la  cosa  que  hace  la  materia  de  la  obli- 
-gacion  ;  pero  el  error  sobre  la  sustancia  no  siempre  recat 
sobre  la  cosa.  En  el  lenguaje  filosófico  se  entiende  por  sus- 
tancia todo  ser  que  subsiste  por  sí  mismo  ,  á  diferencia  del 
accidente  que  no  subsiste  sino  en  cuanto  va  inherente  á  una 
cosa  ;  y  bajo  este  aspecto  la  sustancia  no  es  mas  que  la  cosa 
misma.  Mas  en  el  lenguaje  legal  la  palabra  sustuncia  tiene 
diferentes  acepciones  según  los  casos ,  pues  unas  veces 
abraza  juntamente  la  forma  y  la  materia  ,  ae  modo  que  si  la 
forma  varía ,  se  considera  destruida  la  sustancia  ;  y  otras 
veces  consiste  solo  en  la  forma ,  de  modo  que  si  esta  se  con- 
serva ,  aunque  se  mude  totalmente  la  materia,  la  sustancia  ' 
se  reputa  siempre  la  misma ,  res  eadem  existimalur.  De  esta 
segunda  acepción  tenemos  un  ejemplo  en  la  nave  que  ha- 
biéndose reparado  muchas  veces  llega  por  fin  á  verse  reno- 
vada en  todas  sus  partes  ;  y  de  la  primera  nos  los  dan  Ulpiano 
en  la  ley  9,  §  5,  D.  ad  exhibendum ,  y  el  jurisconsulto  Paulo 
en  la  ley  18,  §  penúlt.  D.  depignerat,  act.  En  los  contratos, 


Éft  .  .— 

por  sustancia  de  la  cosa  se  enliende  también  la  materia  de 
que  la  cosa  está  formada  ;  de  suerte  que  el  error  sobre  la 
materia  ,  aunque  no  recaiga  sobre  el  cuerpo  de  la  cosa , 
destruye  sin  embargo  el  consentimiento  y  se  opone  por  con- 
siguiente á  la  validez  del  contrato.  Así  que,  si  creyendo  yo 
comprar  un  par  de  candeleros  de  oro  ,  me  los  venden  de 
cobre  dorado,  padezco  error  sobre  la  sustancia,  esto  es, 
sobre  la  materia ,  y  no  sobre  el  cuerpo  ;  y  mi  error  es  causa 
de  nulidad  de  la  compra-venta  :  Nullam  esse  vendilionem 
pulo,  quolics  in  materia  crratur ;  1.  9  in  fine  y  1.  ih  ,  D.  de 
contr.  empt.  Mas  si  yo  compro  los  candeleros,  no  por  razón 
de  su  materia^sino  como  una  antigüedad  ó  por  haber  per- 
tenecido á  un  personaje  célebre  en  la  historia ,  podrá  con- 
siderarse como  sustancia  el  valor  que  estas  circunstancias 
les  dan ,  y  será  válido  el  contrato  ;  ley  21,  Ut.  5,  Parí.  5. 

S°.  El  error  acerca  del  «ombre.de  la  cosa  no  da  lugar  á  la 
nulidad ,  con  tal  que  no  se  dude  del  cuerpo  de  ella;  ley  21 , 
tít.  5,  Part.  5.  Si  in  nomine  dissenliamus ,  verùm  de  corpore 
comtel ,  ñulla  dubitatio  quin  valeat  emptio  et  venditio  ;  nihil 
enim  facit  error  nominis,  cùm  de  corpore  constat;  1.  9,  §  1, 
D.  de  contr.  empt. 

El  error  que  recae  sobre  la  calidad  accidental  de  la  cosa 
no  da  tampoco  lugar,  generalmente  hablando ,  à  la  anulación 
del  contrato  ;  porque  la  estabilidad  que  el  interés  público 
reclama  para  las  transacciones  de  los  hombres  no  permite 
que  bajo  un  lijero  pretesto  de  error  se  pueda  anonadar  una 
convención.  Así  que,  si  habiendo  comprado  yo  una  alhaja 
de  oro  ,  me  resulta  luego  que  el  oro  es  de  calidad  inferior  á 
la  que  yo  creia ,  no  podré  deshacer  la  venta  ,  ni  aun  pedir 
diminución  de  precio,  salvo  el  caso  de  engaño  por  parte  del 
vendedor  sobre  la  ley  del  oro ,  ó  el  de  lesión  en  mas  de  la 
mitad  del  justo  precio.  Pero  si  la  mala  calidad  depende  de 
algún  vicio  ó  tacha  de  la  cosa,  es  preciso  entonces  hacer 
distinción  :  si  los  vicios  son  aparentes ,  de  modo  que  el  com- 
prador pudo  convencerse  por  sí  mismo  de  ellos ,  no  puede 
quejarse  del  error  en  que  diga  haber  caido  sobre  la  calidad 
de  la  cosa  ;  mas  si  son  ocultos  ó  no  se  hallan  tan  á  la  vista 
que  pueda  el  comprador  fácilmente  conocerlos  ,  y  hacen 
que  la  cosa  sea  impropia  ó  menos  idónea  para  el  uso  á  que 
está  destinada  ,  podrán  entonces  considerarse  como  causa 
de  anulación  ó  rescision  del  contrato,  ó  á  lo  menos  de  dimi- 
nución de  precio ,  aun  cuando  el  vendedor  los  ignorase  ; 
leyes  63,  64,  6b  y  66,  lit.  5,  Part.  5.  Si  has  comprado  ,  por 
ejemplo ,  un  prado  que  contiene  yerbas  malas  y  dañosas 
para  los  ganados,  podrás  anular  la  venta  por  no  poder  hacer 
de  la  cosa  comprada  el  uso  á  que  la  destinabas. 
Véase  Acción  estimatoria  y  Acción  redhibitoria. 
6o.  Cuando  el  error  fuere  solamente  sobre  el  valor  de  la 
cosa ,  constituye  lo  que  se  llama  lesión,  de  la  cual  se  hablará 
en  su  lugar. 

7o.  Si  recae  el  error  sobre  la  naturaleza  ó  especie  del 
negocio,  como  v.  gr.  si  yo  creo  comprar  y  tú  no  crees  sino 
arrendar  ó  prestar,  no  hay  compra  ni  arrendamiento  ni  prés- 
tamo ;  porque  si  bien  hay  acuerdo  sobre  la  cosa ,  no  lo  hay 
sobre  las  obligaciones  ó  derechos  que  con  respecto  á  ella 
censamos  contraer  ó  adquirir. 

8o.  El  error  que  recae  sobre  la  persona  con  quien  se  ha 
contratado ,  no  es  causa  de  nulidad  sino  cuando  la  conside- 
ración de  la  persona  con  quien  se  creia  contratar  ha  sido  la 
causa  principal  del  contrato.  Así  que,  si  compras  un  libro  á 
Pablo  pensando  comprarlo  á  Pedro ,  si  empleas  en  el  cultivo 
de  tus  viñas  á  Juan  creyendo  emplear  á  Marcos,  si  con- 
ciertas el  acarreo  de  ladrillo  para  tu  casa  con  el  carretero 
Simon  creyendo  haberlo  concertado  con  Antonio ,  tu  error 
en  todos  estos  casos  es  indiferente  ,  y  no  puedes  pretestarlo 
para  anular  la  convención.  Pero  en  los  matrimonios,  en  las 
sociedades  ó  compañías  ,  en  los  contratos  de  obras  que  re- 
quieren cierto  talento  ó  habilidad  particular,  en  las  donado- 


nés  y  en  los  legados,  el  error  que  recae  sobre  la  persona  irt-» 
valida  el  acto  ó  el  contrato ,  porque  la  consideración  de  la 
persona  es  aquí  la  causa  principal  de  ellos.  Si  pensando  pues 
casarte  con  Engracia  te  casas  con  María  ,  puedes  deshacer 
el  matrimonio  por  falta  de  consentimiento;  ley  10,  tít.  2, 
Part.  ti.  Si  encargas  un  retrato  á  un  pintor  mediano  á  quien 
tomas  equivocadamente  por  otro  de  mayor  fama ,  y  le  pro- 
metes v.  gr.  veinte  mil  reales  en  consideración  á  la  habilidad 
estraordinaria  que  le  supones ,  no  estarás  obligado  á  cumplir 
la  promesa  en  razón  del  error  que  has  padecido  :  bien  que 
como  tu  negligencia  en  tomar  mejores  informes  no  debe  per- 
judicarle ,  habrás  de  pagarle  el  valor  que  á  juicio  de  peritos 
tuviere  su  retrato. 

9o.  En  cuanto  al  error  en  el  nombre  de  la  persona  con 
quien  se  ha  tratado ,  cuando  por  otra  parte  no  hay  error  en 
la  persona  misma,  es  claro  que  no  es  un  motivo  para  anular 
el  contrato ,  asi  como  tampoco  se  invalida  la  institución  de 
heredero  ni  el  legado  por  el  error  en  el  nombre  del  heredero 
ó  del  legatario ,  con  tal  que  no  se  dude  sobre  la  persona 
designada  por  el  testador  ;  ley  13  ,  lit.  3,  Part.  6. 

10.  Mas  el  error  en  la  calidad  de  la  persona  es  causa  de 
nulidad  ,  cuando  por  razón  de  esta  calidad  se  ha  celebrado 
el  contrato.  Así  pues,  si  teniendo  yo  á  Pablo  por  heredero 
de  Pedro  ,  sin  que  sea  mas  que  un  usurpador  de  eáte  titule, 
hago  con  él  una  transacción  sobre  un  litigio  que  habia  yo 
entablado  contra  el  difunto  ,  será  nula  esta  transacción  por 
efecto  del  error  en  la  calidad  de  heredero  de  que  yo  suponía 
revestido  á  Pablo ,  y  ni  el  verdadero  heredero  podrá  invo- 
carla ni  yo  podré  oponerla,  pues  que  no  hemos  tratado  uno 
con  otro  ,  y  las  convenciones  no  surten  efecto  alguno  con 
respecto  á  los  que  no  han  sido  parte  en  ellas.  —  El  error  en 
la  calidad  de  la  persona  no  anula  el  matrimonio ,  aunque  este 
se  haya  contraído  por  razón  de  dicha  calidad  ;  y  así  es  que 
si  una  persona  se  casare  con  otra  precisamente  por  creerla 
rica  ó  noble ,  no  podrá  después  alegar  su  error  para  deshacer 
el  enlace  :  solamente  en  el  caso  de  que  teniéndola  por  libre 
la  encontrare  sierva ,  con  tal  que  ella  sea  libre  ,  tendrá  de- 
recho á  deducir  su  error  como  causa  de  nulidad  ;  ley  10, 
tít.  2  ,  Part.  k. 

II.  El  error  de  hecho  no  perjudica  á  nadie  ;  y  así  es  que 
debe  repararse,  tanto  en  el  caso  de  que  por  él  se  haya  su- 
frido una  pérdida  como  en  el  de  que  se  haya  dejado  de  hacer 
una  ganancia  :  Error  fhcli ,  dice  Papiniano ,  1.  7  y  8 ,  ff.  de 
jur.  et  fací,  ignor.,  ne  maribus  quidem  ih  damnis  vel  com- 
pendiis  obest.  Si  alguno  pues  paga  por  error  de  hecho  una 
cosa  ó  cantidad  que  no  debe  creyendo  que  la  debia ,  tiene 
acción  á  pedir  que  el  que  la  recibió  se  la  devuelva  con  los 
frutos  que  hubiere  percibido  ;  leyes  28  y  37,  til.  ik ,  Part.  S. 
Véase  Paga  indebida. 

El  error  de  cálculo,  que  es  el  que  se  padece  en  una  cuenta, 
como  que  no  es  mas  que  un  error  de  hecho ,  no  puede  tam- 
poco causar  perjuicio  alguno;  y  así  es  que  en  cualquiera 
época  puede  pedirse  su  enmienda  y  corrección  ,  pues  que 
siempre  se  pone  ó  sobrentiende  al  fin  de  una  cuenta  la  cláu- 
sula saíro  error  ù  omisión. 

El  error  manifiesto  que  cometiere  el  juez  en  las  sentencias 
condenando  á  uno  en  mas  ó  menos  cantidad  de  la  que  corres- 
ponde por  deuda  ó  costas,  puede  repararse  también  en  cual- 
quier tiempo  ,  aunque  el  perjudicado  no  hubiese  inter- 
puesto apelación  :  mas  el  error  de  cuenta  cometido  en  el 
juicio  por  los  litigantes  no  puede  reformarse  después  de  la 
sentencia  definitiva  que  no  ha  sido  apelada  ;  ley  19,  til.  22, 
y  ley  h ,  til.  26  j¡  Part.  3. 

III.  Hay  ciertos  casos  en  que  no  escusa  ni  se  admite  el 
error  de  hecho.  Recházase,  por  ejemplo,  la  alegación  que 
uno  hace  de  su  error  sobre  hechos  ajenos  que  son  públicos- 
y  notorios ,  porque  el  error  entonces  es  craso  y  afectado. 
Recházase  igualmente  el  error  sobre  hechos  propios,  cuando 
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t\  que  lo  deduce  pretende  sacar  de  él  algún  provecho  en 
perjuicio  de  tercero.  Asi  es  que  si  uno  poseyese  una  cosa 
como  suya  creyendo  haberla  adquirido  personalmente  por 
compra  ,  donación  ú  otra  razón  legítima,  no  podría  ayudarse 
de  este  error,  una  vez  conocido  ,  para  prescribirla;  ley  lí» , 
til.  29  ,  Parí.  3.  Puede  alegarse  ,  sin  embargo  ,  el  error  de 
los  hechos  propios ,  cuando  se  trata  de  evitar  alguna  pér- 
dida ;  como  sí  no  acordándose  alguno  de  haber  pagado  á  su 
acreedor  lo  que  le  debia ,  le  satisfaciese  el  crédito  segunda 
vez  :  Error  quilibet  non  nocet  in  damnis.  Véase  Ignorancia. 

%  II.  Error  de  derecho. 

I.  El  error  de  derecho  ó  la  ignorancia  de  la  ley  no  escusa 
á  nadie  ;  de  suerte  que  nadie  puede  evitar  por  razón  de  su 
ignorancia  ó  error  las  penas  ni  los  demás  efectos  de  las  leyes, 
salvas  las  modificaciones  establecidas  en  favor  de  algunas 
personas  por  consideración  á  su  edad  ó  al  estado  de  su  en- 
tendimiento; leyes  20  y  21 ,  lit.  1 ,  Part.  1.  Véase  Edad  y 
Loco. 

Sin  embargo',  el  militar  ocupado  en  el  servicio  de  las  ar- 
mas ,  el  labrador  y  la  mujer  que  viven  en  despoblado ,  y  el 
pastor  que  anda  con  ganados  por  los  montes,  pueden  alegar 
su  ignorancia  ó  error  de  derecho  para  escusarse  en  aquellas 
cosas  que  no  conciernen  á  la  moralidad  natural  de  las  accio- 
nes; Zej/21,  lit.  1,  Part.  1. 

II.  El  error  de  derecho  no  aprovecha  para  que  haga  una 
ganancia  ó  mejore  su  condición  el  que  lo  alega  *Juris  iguo- 
rantia  nonprodest  acguirere  volenlibus ,  dice  la  ley  7,'D.  de 
jur.  el  fací,  ignorantia  ;  y  la  ley  8  ,  confirmando  el  mismo 
principio,  añade  :  Juris  error  nec  fœminis  in  compendiis  pro- 
dest.  Así  es  que  el  error  de  derecho  no  puede  servir  para  la 
prescripción  :  el  que  compró,  v.  gr.,  de  un  pupilo  una  he- 
redad de  que  este  no  era  propietario  ,  no  puede  prescribirla 
como  poseedor  de  buena  fe  ,  aunque  creyese  que  un  pupilo 
podía  disponer  de  sus  bienes  sin  autoridad  de  su  tutor  ; 
ley  2 , 1 15 ,  D.  pro  emplore.  Así  es  también  que  el  heredero 
que  por  error  de  derecho  paga  por  entero  los  legados  sin 
reservarse  la  cuarta  falcidia  cuando  tiene  acción  á  ella,  no 
puede  ya  repetirla  después  de  dicho  pago ,  pues  que  solo 
deja  de  hacer  una  ganancia;  al  paso  que  si  paga  de  mas  por 
error  de  hecho  ó  de  cálculo ,  puede  repetir  el  esceso  ;  ley  9, 
§  5,  D.  de  jur.  et  fact.  ignor.  ;  ley  9*C.  ad  leg.  falc,  ;  ley  6 , 
Ut.  H,  Part.  6. 

III.  El  error  de  derecho  no  perjudica  cuando  el  que  lo  ha 
padecido  sufre  por  ello  una  pérdida  ó  daño  ;  y  así  da  lugar  á 
la  restitución  para  evitar  ó  resarcir  la  pérdida  ó  el  daño 
contra  la  persona  que  no  tiene  á  su  favor  otro  título  en  la 
cosa ,  objeto  de  la  restitución  ,  que  el  hecho  mismo  en  que 
intervino  el  error  :  Juris  ignorantia....  suum  pelentibus  non 
nocet.  Omnibus  juris  error  in  damnis  amillendce  rei  suce  noti 
nocet;  leyes  7  y  8,  D.  de  juris  el  fací,  ignor.  Así  que  ,  la 
obligación  que  no  tiene  causa  legítima  ó  natural ,  y  que  no 
se  ha  consentido  sino  por  error  de  derecho ,  es  absoluta- 

j  mente  nula  ;  y  el  pago  que  se  ha  hecho  por  un  error  de  esta 
l  especie ,  de  cosa  que  no  se  debia  civil  ni  naturalmente ,  está 
,  sujeto  á  repetición.  Supongamos  ,  por  ejemplo,  que  el  deu- 
dor de  una  cosa  cierta,  v.  gr.  de  un  caballo  que  ha  fijmado 
en  préstamo  ó  alquiler  y  que  ha  llegado  á  perecer  por  un 
caso  puramente  fortuito,  ignorando  que  la  ley  le  exime  de 
toda  responsabilidad  (ley  9  ,  lit.  \h  ,  Part.  5),  se  obliga  á 
pagar  al  acreedor  mil  reales  vellón  por  el  caballo  ó  le  paga 
efectivamente  esta  cantidad  :  esta  obligación  es  nula ,  como 
que  no  se  apoya  en  otra  causa  que  en  un  error  de  derecho  ó 
en  la  ignorancia  de  la  ley;  y  si  la  cantidad  llegó  á  entre- 
garse al  acreedor  del  caballo,  puede  repetirse  como  dada 
por  una  cosa  que  no  so  debia. 
Los  autores  están  generalmente  de  acuerdo  sobre  el  pri- 


mer punto ,  pero  no  sobre  el  segundo  :  esto  es  ,  convienen 
casi  por  unanimidad  en  que  es  absolutamente  nula  la  obli- 
gación contraída  sin  mas  fundamento  que  un  error  de  dere- 
cho; pero  en  cuanto  á  lo  que  se  ha  pagado  en  virtud  de  un 
error  de  esta  clase ,  sin  haber  habido  para  ello  motivo  justo, 
á  lo  menos  natural,  quieren  algunos  que  no  haya  lugar  á 
repetición.  Bajo  este  concepto,  en  el  ejemplo  del  caballo, 
sientan  con  la  opinion  común  que  no  puede  apremiarse  al 
deudor  á  dar  los  mil  reales  que  se  obligó  á  pagar  ;  mas  si  ya 
los  hubiese  pagado,  le  niegan  toda  acción  á  reclamarlos. 
Fúndanse  principalmente  en  una  ley  romana  ,  la  cual  dice 
con  efecto  que  el  pago  realizado  por  el  que^noraba  el  de- 
recho ,  de  una  cantidad  que  no  debia  ,  no  prode  repetirse , 
á  diferencia  del  caso  en  que  este  pago  hubiera  tenido  lugar 
á  consecuencia  de  un  error  de  hecho  :  Cùm  quis  jus  igno- 
ran?, indebitam  pecuniam  solverit ,  cessât  rcpelitio;per  igno- 
rantiam  enim  facti  tantum  repetitionein  indebili  soluti  com- 
peteré Ubi  nolum  est;  ley  10,  C.  de  jur.  et  fact.  ignor.  Pero 
en  primer  lugar,  esta  ley  no  es  mas  que  un  simple  rescripto 
dado  por  los  emperadores  Constantino  y  Maximiano  sobre 
un  caso  particular  que  allí  no  se  espresa ,  y  que ,  según  ob- 
serva Vinio,  debia  contener  alguna  obligación  de  equidad  , 
como  la  de  pagar  un  legado  ó  fideicomiso  dejado  de  una 
manera  irregular.  No  hubieran  podido  sin  eso  decir  con  al- 
guna razón  los  emperadores  al  sugeto  á  quien  respondían  , 
que  sabia  muy  bien  que  solo  el  error  de  hecho  y  no  el  de 
derecho  daba  lugar  á  la  repetición  del  pago  de  lo  indebido , 
pues  que  por  el  contrario ,  según  las  citadas  leyes  7  y  8  del 
Digesto ,  que  formaban  la  regla  general ,  el  error  de  derecho 
no  hace  perder  á  nadie  sus  bienes  y  no  es  por  consiguiente 
un  obstáculo  á  la  repetición  de  lo  que  se  ha  pagado  sin  cau- 
sa. En  segundo  lugar,  la  opinion  que  rechaza  la  repetición 
de  lo  que  se  ha  pagado  por  error  de  derecho ,  destruye  los 
principios  de  equidad  establecidos  para  las  obligaciones , 
hace  de  mejor  condición  al  que  recibe  lo  que  no  se  le  debe 
que  al  que  paga  lo  que  no  debe,  castiga  como  delito  el  error 
de  derecho  con  la  pérdida  de  la  cosa  sobre  que  este  ha  re- 
caído, y  despojando  de  sus  bienes  al  que  se  ha  engañado, 
los  atribuye  sin  razón  al  que  ningún  derecho  tiene  á  ellos. 
No  puede  sostenerse  pues  una  doctrina  tan  absurda  :  el  buen 
sentido  la  condena  :  solo  puede  hallar  cabida  en  cabezas  don- 
de bullen  las  cavilosidades  y  sutilezas  que  suele  producir  el 
rigor  del  derecho.  Se  parte  del  principio  de  que  nadie  se 
presume  que  ignora  las  leyes;  y  de  aquí  se  saca  la  conse- 
cuencia que  quien  paga  un  cosa  que  según  ellas  podía  rete- 
ner ,  la  paga  con  conocimiento  y  renuncia  tácitamente  su 
acción  á  repetirla  :  mas  según  la  ley  50,  tit.  lft,  Part.  5, 
para  que  una  cosa  indebida  se  entienda  dada  y  no  pueda 
repetirse,  es  necesario  que  se  haya  pagado  á  sabiendas  con 
la  certeza  de  que  no  se  debia ,  y  no  se  halla  seguramente  en 
este  caso  el  que  la  paga  solo  por  error  de  hecho  ó  de  dere- 
cho; y  sobre  todo,  el  verdadero  principio  es,  que  todo  pago 
supone  una  deuda ,  y  que  lo  que  se  ha  pagado  sin  deberse 
puede  reclamarse ,  con  tal  que  se  pruebe  que  no  se  pagó 
sino  por  error. 

IV.  No  se  admite  empero  la  repetición ,  como  ya  puedo 
inferirse  de  lo  dicho  mas  arriba ,  con  respecto  á  las  obligacio- 
nes naturales  ó  de  equidad  que  voluntariamente  han  sido 
satisfechas  ;  pues  si  bien  no  puede  exigirse  civilmente  del 
deudor  la  ejecución  de  ellas ,  sea  por  razón  de  la  causa  de 
su  procedencia  ,  sea  por  la  incapacidad  de  las  personas  que 
las  han  contraído ,  sea  por  efecto  de  las  escepciones  que  se 
les  oponen,  tampoco  es  justo  apremiar  al  acreedor  á  devol- 
ver lo  que  no  sin  razón  se  le  ha  pagado.  Así  es  que  si  un  he-< 
redero  entrega  la  manda  dejada  en  un  testamento  que  na 
está  revestido  de  todas  las  solemnidades  que  la  ley  requiere, 
ó  si  un  deudor  paga  voluntariamente  la  deuda  do  que  fué 
absuelto  enjuicio,  no  podrán  pedir  después  su  restitución 
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alegando  haber  padecido  error  de  derecho ,  pues  que  á  pe- 
sar de  la  imperfección  del  testamento  y  de  la  absolución  del 
juez  estaban  naturalmente  obligados  á  entregar  la  manda  ó 
á  pagar  la  deuda  ;  leyes  31  y  53,  tít.  Ik,  Part.  5.  Véase  Paga 
de  lo  indebido.  ■"t 

V.  La  transacción  no  puede  revocarse  por  causa  ûe  ¿nw 
de  derecho;  y  así  lo  que  una  de  las  partes  hubiese  pagado 
ó  remitido  por  creer  que  la  ley  le  era  contraria ,  no  puede 
repetirlo  después  manifestando  que  le  era  favorable  ;  por- 
que como  la  transacción  tiene  por  objeto  impedir  ó  termi-, 
nar  un  litigio ,  presenta  causa  justa  de  la  remisión  ó  del  pago 
en  las  ventajas  que  al  transigente  procura,  libertándole  de 
los  sinsabores  del  pleito  y  del  peligro  do  mal  éxito  ,  y  ase- 
gurándole una  parte  de  sus  pretensiones;  ley  54 ,  tít.  üi, 
Parí.  5;  ley  23,  C.  de  tramad.;  ley  G5,  §  1  ,  D.  de  condict. 
indeb.,y  ley  6,  C.  de  jur.  el  fací,  ignor. 

VI.  Tampoco  puede  retractarse  la  confesión  judicial  bajo 
pretcsto  de  no  haberse  prestado  sino  á  consecuencia  de  un 
error  de  derecho;  porque  el  error,  que  no  es  otra  cosa  que 
la  ignorancia  de  la  ley  ,  no  destruye  aquí  la  verdad  del  he- 
cho confesado;  y  esta  confesión  no  produce  por  sí  misma 
una  obligación  á  cargo  del  confesante ,  sino  que  solo  esta- 
blece un  hecho  relativo  á  una  obligación  que  ya  existia ,  de 
modo  que  es  únicamente  una  prueba  de  un  hecho  verda- 
dero que  ya  no  puede  ponerse  en  cuestión  ;  ley  2 ,  D.  de  con- 
fessis.  Así  que,  si  en  lugar  de  oponer  la  prescripción  de  tres 
años  al  especiero  que  te  pide  el  pago  de  los  géneros  que  le 
ha  suministrado,  confiesas  haber  recibido  los  géneros  y  no 
haber  satisfecho  su  importe ,  no  podrás  después  revocar  tu 
confesión  alegando  que  la  hiciste  por  ignorar  la  ley  que  te 
autorizaba  á  invocar  la  prescripción  de  la  deuda ,  porque 
como  la  prescripción  en  este  caso  está  solo  fundada  en  la 
presunción  del  pago  ,  tu  confesión  ha  venido  á  destruir  esta 
presunción  y  por  consiguiente  los  efectos  de  la  prescripción 
á  que  se  supone  has  renunciado.  Véase  Confesión  judicial. 

=  Véase  Ignorancia. 
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ESCALA.  En  el  comercio  marítimo,  el  paraje,  sitio  ó 
puerto  señalado  adonde  tocan  de  ordinario  las  embarcacio- 
nes para  proveerse  de  lo  necesario  en  alguna  navegación  ; 
—  y  la  nómina  ó  relación  por  escrito  que  se  forma  por  gra- 
dos y  antigüedades  en  las  oficinas  públicas  y  principalmente 
en  la  milicia  para  no  perjudicar  á  ninguno  en  el  orden  que 
suele  guardarse  en  las  propuestas  para  los  ascensos. 

ESCALA  franca.  En  el  comercio  el  puerto  libre  y 
franco  donde  los  buques  de  todas  las  naciones  pueden  lle- 
gar con  seguridad  para  comerciar. 

ESCALAR  la  cárcel.  Abrir  rompiendo  la  pared  ó  teja- 
do de  la  cárcel  para  escaparse.  Véase  Cárcel. 

ESCÁNDALO.  Toda  palabra  ó  acción  que  por  el  mal 
ejemplo  que  da ,  influye  naturalmente  en  la  corrupción  de  las 
Costumbres. 

Por  real  cédula  de  19  de  noviembre  de  1771  se  previene 
lo  siguiente  :  «  Para  evitar  los  pecados  públicos  de  legos,  si 
los  hubiese  ,  ejercite  el  obispo  todo  el  celo  pastoral  por  sí  y 
por  medio  de  los  párrocos,  tanto  en  el  fuero  penitencial, 
como  por  medio  de  amonestaciones  y  de  las  penas  espiritua- 
les ,  en  los  casos  y  con  las  formalidades  que  el  derecho  tiene 
establecidas  ;  y  no  bastando  estas,  se  dé  cuenta  á  las  justi- 
cias reales ,  á  quienes  toca  su  castigo  en  el  fuero  esterno  y 
criminal ,  con  las  penas  temporales  prevenidas  por  las  leyes 
del  reino ,  escusándose  el  abuso  de  que  los  párrocos  con  este 
motivo  exijan  multas  ;  así  porque  no  bastan  para  contener  y 
castigar  semejantes  delitos,  como  por  no  corresponderles 
esta  facultad;  y  si  aun  hallase  omisión  en  aquellas,  dé  cuen- 
ta al  Consejo  para  que  lo  remedie ,  y  castigue  á.  los  negli- 
gentes conformo  las  leyes  lo  disponen,  » 


Por  el  art.  20  de  la  instrucción  de  1  5  de  mayo  de  1788  se 
pone  á  cargo  de  los  corregidores  y  alcaldes  mayores  impe- 
dir y  castigar  los  pecados  públicos  y  escándalos ,  como  tam- 
bién los  juegos  prohibidos  ;  pero  sin  tomar  conocimiento  de 
disensiones  domésticas  entre  padres  é  hijos ,  marido  y  mu- 
jer, amos  y  criados  ,  no  habiendo  queja  ó  escándalo  grave. 

En  bando  publicado  de  orden  de  Carlos  IV  el  21  de  julio 
de  1803  (  ley  10,  lit.  25,  lib.  12,  Nov.  Rec),  se  manda  que 
se  observen  los  capítulos  siguientes  :  —  Io.  A  los  que  pro- 
fieran blasfemias  ,  juramentos  y  maldiciones  en  las  calles  y 
parajes  públicos  se  les  impondrán  las  penas  establecidas  por 
las- leyes  :  —  2o.  A  los  que  lo  hagan  de  palabras  obscenas  y 
torpes  ,  ó  ejecuten  acciones  de  la  misma  clase  ,  se  les  desti- 
nará por  la  primera  vez  á  los  trabajos  de  las  obras  públicas 
por  un  mes ,  siendo  hombres ,  y  por  igual  tiempo  á  San 
Fernando ,  siendo  mujeres  ;  doble  pena  por  la  segunda  ;  y  si 
tercera  vez  reincidieren,  se  agravarán  hasta  imponerles  la  de 
vergüenza  pública  :  —  5o.  Los  dueños  de  las  casas  públicas, 
como  tabernas,  juegos  de  billar,  cafés  y  otras,  serán  res- 
ponsables de  la  falta  de  observancia  de  los  dos  capítulos 
anteriores  ;  y  ademas  se  les  impondrá  la  pena  de  cerrarlas.  » 
Sin  embargo,  por  real  orden  de  7  de  abril  de  1829  se  dis- 
pone ,  que  los  que  públicamente  pronuncien  palabras  inde- 
centes ó  se  espliquen  con  personas  de  otro  sexo  por  acciones 
de  la  misma  especie ,  sufran  la  pena  de  cincuenta  ducados 
ó  tres  meses  de  correccional  del  Prado ,  con  derogación  del 
fuero  militar  y  cualquiera  otro.  m 

En  real  orden  de  22  de  febrero  de  1815  se  dice  :  «  El  rey 
quiere  que  el  Consejo  cuide  de  que  se  castiguen  los  escán- 
dalos y  delitos  públicos  ocurridos  por  voluntarias  separa- 
ciones de  los  matrimonios  y  vida  licenciosa  de  los  cónyuges 
ó  algunos  de  ellos ,  por  amancebamientos  también  públicos 
de  personas  solteras  ,  y  por  la  inobservancia  de  las  fiestas 
eclesiásticas  ;  y  asimismo  las  palabras  obscenas ,  las  injurias 
hechas  á  los  ministros  de  la  religion  ,  el  desprecio  con  que 
se  hable  de  ellos ,  y  las  irreverencias  en  el  templo  :  igual- 
mente quiere  S.  M.  que  los  jueces  reales  ausilien  franca- 
mente á  los  eclesiásticos  y  párrocos  para  el  cumplimiento  de 
lo  que  paternalmente  hubieren  dispuesto  para  realizar  el 
arreglo  de  costumbres ,  y  evitar  los  referidos  escándalos  pú- 
blicos ,  valiéndose  unos  y  otros  de  amonestaciones  y  exhor- 
taciones privadas ,  y  procediendo  conforme  á  derecho  con- 
tra los  que  obstinadamente  las  desprecien.  » 

Por  otra  real  orden  circulada  por  el  Consejo  en  10  de  mar- 
zo de  1818 ,  se  reencarga  á  los  tribunales  y  jueces  el  puntual 
cumplimiento  de  la  de  22  de  febrero  de  1815,  disponiendo 
«  que  no  se  formen  causas  sobre  amancebamientos  sin  ha- 
ber precedido  comparecencia  y  amonestación  judicial  y  que 
haya  sido  esta  despreciada  ,  y  llegado  el  caso  de  formarlas 
se  abstengan  de  imponer  por  este  delito  la  pena  de  presidio, 
aun  en  los  correccionales ,  ni  otra  infamatoria ,  limitándose 
á  las  pecuniarias ,  á  la  de  reclusión  en  hospicios  ó  casas  di 
corrección ,  ó  á  la  de  aplicación  al  servicio  de  las  armas ,  s& 
gun  lo  exigieren  las  circunstancias.  » 

Finalmente,  por  real  decreto  de  15  de  marzo  de  1829  se 
renovaron  las  citadas  disposiciones  de  la  ley  10,  tít.  23, 
lib.  12 ,  Nov.  Rec,  y  de  las  órdenes  de  22  de  febrero  de  1813 
y  10  de  marzo  de  1818 ,  añadiendo  que  si  advertidos  por  las 
autoridades  no  se  reúnen  inmediatamente  los  matrimonios 
separados  voluntariamente ,  y  cesan  los  amancebamientos , 
se  proceda  sin  detención  al  arresto  y  prisión  de  los  culpa- 
bles, su  destierro  de  los  pueblos  en  que  residan,  y  demás 
penas  dispuestas  por  las  leyes ,  siendo  responsables  los  jue- 
ces y  justicias  del  menor  descuido  ó  connivencia  :  y  que 
S.  M.  mandará  separar  á  los  pertinaces  de  los  empleos  y 
honores  que  obtengan  ;  y  ni  admitirá  á  cargos  ni  servicio 
público  á  semejantes  delincuentes  ,  ni  permitirá  que  cobren 
sueldo  sin  testimonio  acreditado  de  cristiana  conducta. 
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Alguna  vêz  la  palabra  esetindalo  se  toma  en  las  leyes  por 
alboroto,  tumulto  ,  inquietud  ,  ruido,  bullicio.  Véase  Aso- 
nada. 

ESCLAVITUD.  El  estado  de  un  hombre  que  es  propie- 
dad de  otro  contra  el  derecho  natural  ;  ó  bien ,  la  necesidad 
en  que  un  hombre  está  constituido  de  hacerlo  todo  en  utili- 
dad ajena.  La  esclavitud  se  llama  también  servidumbre. 
«  Servidumbre ,  dice  la  ley  1 ,  tít.  21,  Part.  Il,  es  postura  et 
establecimiento  que  ficieron  antiguamente  las  gentes,  por  la 
cual  los  homes ,  que  eran  naturalmente  libres ,  se  facen  sier- 
vos ,  et  se  meten  á  señorío  de  otro  contra  razón  de  natura.  » 
Conslilulio  juris  genlium,  como  dice  Justiniano,  qua  quis 
dominio  alieno  contra  naluram  subjicilur. 

I.  Todos  los  hombres  nacen  libres  ;  pero  la  ley  del  mas 
fuerte  ,  el  derecho  de  la  guerra ,  la  ambición ,  el  amor  de  la 
dominación  y  el  lujo,  introdujeron  la  esclavitud  en  todas 
las  partes  del  mundo  y  en  casi  todas  las  naciones. 

Los  judíos  se  distinguieron  en  el  trato  cruel  que  daban  á 
sus  esclavos.  En  vano  les  predicaba  Moisés  que  no  los  opri- 
miesen ni  ejerciesen  sobre  ellos  el  rigor  de  su  imperio  :  ja- 
mas pudo  suavizar  con  sus  exhortaciones  la  dureza  de  aque- 
lla nación  feroz;  y  así  tuvo  que  recurrir  al  establecimiento 
de  ieyes  para  remediarla.  Comenzó  por  fijar  un  término  á  la 
esclavitud ,  ordenando  que  no  habia  de  durar  sino  á  lo  mas 
hasta  el  año  del  jubileo  con  respecto  á  los  estranjeros ,  y  solo 
por  espacio  de  seis  años  con  respecto  á  los  Hebreos.  Una  de 
las  principales  razones  que  tuvo  para  la  institución  del  sába- 
do ,  fué  procurar  algún  descanso  á  los  sirvientes  y  á  los  escla- 
vos. Estafr'eció  también  que  ninguna  persona  pudiese  vender 
su  libertad  á  no  verse  en  el  caso  de  no  tener  absolutamente 
medio  alguno  de  subsistencia  ;  y  quiso  que  al  rescatarse  un 
esclavo  se  le  tomase  en  cuenta  su  servicio.  Si  el  amo  dejaba 
tuerto  á  un  esclavo  ó  le  quebraba  algún  diente,  debia  darle 
la  libertad  en  resarcimiento  de  esta  pérdida  ;  y  si  le  apa- 
leaba hasta  el  estremo  ne  matarle ,  era  castigado  como  ho- 
micida. 

Los  Lacedemonios  fueron  los  primeros  que  introdujeron 
la  esclavitud  entre  los  Griegos ,  reduciendo  á  servidumbre  á 
los  prisioneros  de  guerra.  No  contentos  con  haber  privado 
á  los  ilotas  de  su  libertad ,  tuvieron  la  barbarie  de  conde- 
narlos al  estado  perpetuo  de  esclavos  suyos,  prohibiendo  á 
sus  dueños  el  manumitirlos  y  aun  el  venderlos  fuera  del  pais. 
Los  Atenienses  trataban  á  sus  esclavos  con  mucha  mas  suavi- 
dad ,  y  por  eso  no  vieron  amenazada  por  ellos  la  existencia 
de  su  república  como  lo  fué  la  de  Lacedemonia. 

Es  fácil  comprender  que  la  humanidad  ejercida  con  los  es- 
clavos debe  de  ser  en  un  gobierno  moderado  el  único  medio 
de  evitar  los  peligros  que  pudieran  temerse  de  su  escesivo 
número.  Los  hombres  se  acostumbran  á  la  esclavitud  ,  con 
tal  que  su  dueño  no  sea  mas  duro  que  la  esclavitud  misma  ; 
y  nada  prueba  mejor  esta  verdad  que  el  estado  de  los  escla- 
vos entre  los  Romanos  en  los  bellos  dias  de  la  república. 

Los  primeros  Romanos  trataban  á  sus  esclavos  con  mas 
bondad  y  dulzura  que  no  lo  ha  hecho  jamas  ningún  otro 
pueblo  :  los  señores  los  miraban  como  compañeros  suyos  . 
Vivian,  trabajaban  y  comian  con  ellos;  y  lejos  de  impedir 
su  multiplicación,  la  fomentaban  con  todo  su  poder,  aso- 
ciándolos por  medio  de  una  especie  de  matrimonio  que  lla- 
maban coniubernium.  Asi  llenaban  sus  casas  de  individuos 
de  ambos  sexos,  y  aumentaban  de. un  modo  estraordinario 
la  población  del  Estado.  Los  hijos  de  los  esclavos  hacían  á 
la  larga  la  riqueza  del  dueño  ,  quien  cuidaba  de  su  crianza 
y  educación.  Libres  de  esta  carga  los  padres  seguían  la  in- 
clinación de  la  naturaleza ,  y  multiplicaban  sin  temor  alguno 
su  familia,  veian  sin  envidia  una  sociedad  feliz  de  que  se 
consideraban  miembros;  conocían  que  su  alma  podia  ele- 
varse como  la  de  su  señor,  y  apenas  se  apercibían  de  la 
diferencia  que  habia  entre  la  condición  de  esclavo  y  la  de 


hombre  libre  :  si  manifestaban  talento,  se  les  enseñaban  los 
ejercicios ,  la  música  y  las  letras  griegas  ,  como  prueba  el 
ejemplo  de  Terencio  y  de  Fedro. 

La  república  sacaba  ventajas  inmensas  de  este  pueblo  do 
esclavos,  ó  mas  propiamente  de  subditos.  Cada  uno  de  ellos 
tenia  su  peculio,  es  decir,  su  pequeño  caudal,  que  poseia 
con  las  condiciones  que  le  imponía  su  señor,  y  trabajaba 
con  él  en  aquelllas  especulaciones  á  que  mas  le  inclinaba  su 
genio  ;  estehacia  la  banca  ,  dedicábase  aquel  al  comercio  ma- 
rítimo; el  uno  abria  tiendas  de  mercaderías,  el  otro  arrenda- 
ba tierras  ;  quién  ejercía  las  artes  mecánicas,  quien  se  aplica- 
ba á  las  liberales  :  ninguno  habia  que  dejase  de  sacar  partido 
de  su  peculio  ,  procurándose  al  mismo  tiempo  la  comodidad 
y  el  bienestar  en  la  servidumbre ,  y  la  esperanza  de  obte- 
ner algún  diá  su  libertad.  Todos  estos  medios  derramaban 
por  todas  partes  la  abundancia  ,  y  animaban  las  artes  y  la 
industria. 

Enriquecidos  así  los  esclavos  ,  lograban  la  manumisión , 
y  se  hacian  ciudadanos;  la  república  se  reparaba  incesante- 
mente de  sus  pérdidas  ,  y  recibía  en  su  seno  nuevas  fami- 
lias, á  medida  que  se  destruían  las  antiguas.  Tales  fueron 
los  bellos  dias  de  la  esclavitud ,  mientras  que  los  Romanos 
conservaron  su  probidad  y  sus  costumbres. 

Mas  luego  que  se  engrandecieron  con  sus  conquistas  y  sus 
rapiñas  ,  y  que  lejos  de  considerar  á  los  esclavos  como  sus 
compañeros  en  el  trabajo  ,  los  hicieron  instrumentos  de  su. 
lujo  y  de  su  vanidad  ,  cambió  absolutamente  la  condición  da 
dichos  esclavos  ,  se  les  llegó  á  mirar  como  la  parte  mas  vil 
de  la  nación ,  y  no  se  tuvo  escrúpulo  de  tratarlos  del  moda 
mas  inhumano.  Por  la  razón  de  que  ya  no  habia  costumbres, 
hubo  de  recurrirse  á  las  leyes  ;  y  aun  fué  necesario  estable- 
cerlas bien  duras  por  cierto  y  bien  terribles  á  beneficio  de  la 
seguridad  personal  de  aquellos  señores  crueles  ,  que  vivian; 
en  medio  de  sus  esclavos  como  en  medio  de  sus  enemigos. 
Enemigos  se  hicieron  con  efecto  de  sus  señores ,  y  enemigos 
encarnizados  los  esclavos ,  quienes  alzando  por  tres  veces  la 
bandera  de  la  rebelión ,  formaron  ejércitos ,  sostuvieron, 
guerras  sangrientas ,  atemorizaron  á  Roma ,  y  casi  se  hicie- 
ron dueños  de  sus  amos. 

Como  la  esclavitud  no  quedó  abolida  por  el  Evangelio  T 
duró  todavía  mucho  tiempo  ,  después  del  establecimiento' 
del  cristianismo  ,  la  costumbre  de  tener  esclavos  ,  no  solo 
entre  los  Romanos  sino  también  en  la  mayor  parte  de  las 
demás  naciones  ;  y  hay  todavía  países  donde  se  encuentran 
paisanos  ó  colonos  que  son  naturalmente  esclavos  de  los  no- 
bles. Pero  como  hace  ya  siglos  que  no  se  reduce  á  esclavitud 
á  los  prisioneros  de  guerra ,  sino  que  se  les  conserva  solo  con 
el  objeto  de  canjearlos  de  tiempo  en  tiempo  aun  durante  la 
misma  guerra  en  que  son  cogidos ,  y  por  fin  se  los  restituyen 
mutuamente  las  naciones  beligerantes  al  tiempo  de  ajustarse 
la  paz ,  y  como  por  otra  parte  no  sufren  ya  las  leyes  ni  las 
costumbres  modernas  el  que  los  hombres  vendan  la  liber- 
tad de  sus  personas ,  se  hallan  totalmente  eslinguidas ,  digá- 
moslo así,  las  fuentes  originarias  de  la  servidumbre,  y 
apenas  quedan  de  ellas  otros  vestigios  que  los  que  la  legis- 
lación nos  ha  dejado.  Aun  la  esclavitud  que  sostenían  ¡os 
Marroquíes,  Argelinos,  Tripolinos  y  Tunecinos  ,  está  tam- 
bién abolida  por  tratados  especiales  con  nuestro  gobierno. 

II.  Sin  embargo ,  subsiste  todavía  en  las  colonias  de  ultra- 
mar la  esclavitud  de  los  negros,  que  se  estableció  en  aque- 
llos países  muy  poco  tiempo  después  de  haber  sido  des- 
cubiertos. La  imposibilidad  en  que  estaban  los  indios  do 
ocuparse  en  diferentes  trabajos  útiles,  aunque  penosos,  na- 
cida del  ningún  conocimiento  que  tenían  de  las  comodidades 
de  la  vida,  y  de  los  cortísimos  progresos  que  entre  ello» 
habia  hecho  la  sociedad  civil,  puso  á  los  descubridores  en  el 
caso  de  buscar  brazos  mas  activos  y  robustos  para  el  bene- 
ficio de  las  minas  y  el  rompimiento  v  cultivo  de  las  tierras. 
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Encontráronlos  en  el  África ,  y  hubo  desde  luego  quienes  se 
apresuraron  á  trasportarlos  á  las  Américas ,  con  la  sanción 
de  nuestros  reyes.  «  Esta  providencia  que  no  creaba  la  es-  _. 
clavitud,  sino  que  aprovechaba  la  que  ya  existia  por  la  bar-*'* 
barie  de  los  Africanos  para  salvar, de  la  muerte  á  sus  prisio- 
neros y  aliviar  su  triste  condición ,  lejos  de  ser  perjudicial 
para  los  negros  de  África ,  trasportados  á  América,  les  pro- 
porcionaba no  solo  el  incomparable  beneficio  de  ser  instruidos 
■en  el  conocimiento  del  Dios  verdadero  ,  y  de  la  única  reli- 
gion con  que  este  supremo  Ser  quiere  ser  adorado  de  sus 
criaturas,  sino  también  todas  las  ventajas  que  trae  consigo 
la  civilización  ,  sin  que  por  esto  se  les  sujetara  en  su  escla- 
vitud á  una  vida  mas  dura  que  la  que  traían  siendo  libres  en 
su  propio  pais.  »  Así  se  esplica  Fernando  VII  en  su  real  cé- 
dula de  19  de  diciembre  de  1817.  Mas  la  novedad  de  este 
sistema  requería  mucho  detenimiento  en  su  ejecución  ,  y  así 
fué  que  la  introducción  de  negros  esclavos  en  América  de- 
pendió siempre  de  permisos  particulares  que  los  reyes  con- 
cedían según  las  circunstancias  de  los  lugares  y  de  los  tiem- 
pos ,  hasta  que  la  de  los  negros  bozales  fué  generalmente 
permitida  ,  así  en  buques  nacionales  como  estranjeros,  por 
reales  cédulas  de  28  de  setiembre  de  1789,  12  de  abril 
de  1798,  y  22  de  abril  de  1804,  en  cada  una  de  las  cuales 
se  señalaron  diferentes  plazos  para  dicha  introducción. 

Tomóse  después  en  consideración  ,  que  habian  variado 
enteramente  las  circunstancias  que  movieron  á  los  reyes  á 
permitir  el  tráfico  de  negros  bozales  en  las  costas  de  África 
y  su  introducción  en  ambas  Américas  ;  que  en  estas  ha  cre- 
cido prodigiosamente  el  número  de  negros  indígenas  y  aun 
el  de  los  libres  ;  que  el  de  blancos  se  ha  aumentado  mucho , 
y  el  clima  no  es  tan  perjudicial  para  estos  como  lo  era  antes 
de  que  las  tierras  se  desmontasen  y  pusiesen  en  cultivo  ;  y 
que  aun  el  bien  que  resultaba  á  los  habitantes  de  África  de 
ser  trasportados  á  países  cultos  no  es  ya  tan  urgente  y  esclu- 
sivo  desde  que  una  nación  ilustrada  ha  tomado  sobre  sí  la 
gloriosa  empresa  de  civilizarlos  en  su  propio  suelo.  En  vista 
de  estas  razones  ,  y  adhiriéndose  á  los  deseos  del  congreso 
de  Viena  celebrado  en  1815,  como  también  á  consecuencia 
del  tratado  concluido  con  la  Gran  Bretaña  en  23  de  setiembre 
de  1817,  prohibió  Fernando  VII  á  todos  los  Españoles  de  am- 
bos hemisferios  por  real  cédula  de  19  de  diciembre  de  dicho 
año  1817  el  ir  á  comprar  negros  en  las  costas  de  África, 
bajo  la  pena  de  perdimiento  de  los  negros  así  comprados,  los 
cuales  serán  declarados  libres  en  el  primer  puerto ,  la  de 
confiscación  de  la  nave  con  lo  restante  de  su  cargo,  y  la  de 
condenación  del  comprador,  capitán,  maestre  y  piloto  á  diez 
años  de  presidio  en  las  islas  Filipinas.  —  Acordóse  en  dicho 
tratado  autorizar  álos  buques  de  guerra  españoles  é  ingleses 
para  registrar  los  buques  mercantes  de  ambas  naciones,  de 
los  cuales  se  sospeche  con  fundamentos  razonables quellevan 
á  su  bordo  esclavos  de  ilícito  comercio,  y  detener  en  su  caso 
y  llevarse  los  buques  para  ser  juzgados  sin  apelación  por  la 
mas  inmediata  de  dos  comisiones  mixtas  que  se  crearon  por 
el  mismo  tratado,  compuestas  de  un  número  igual  de  indi- 
viduos de  ambas  naciones  nombrados  al  intento  por  sus  res- 
pectivos soberanos,  con  residencia  de  la  una  en  la  costa  de 
África  y  de  la  otra  en  una  de  las  posesiones  españolas  de 
ultramar.  —  Por  fin ,  en  28  de  junio  de  1835  se  concluyó  y 
firmó  en  Madrid  otro  convenio  entre  la  corte  de  España  y  la 
de  Inglaterra ,  en  que  declarándose  nuevamente  por  parte 
de  España  que  el  tráfico  de  esclavos  queda  total  y  finalmente 
abolido  en  todas  las  partes  del  mundo ,  se  confirman,  modi- 
fican y  perfeccionan  las  medidas  del  tratado  de  1817  para 
conseguir  con  mas  eficacia  y  seguridad  tan  importante  objeto. 

III.  Mas  aunque  ya  no  puedan  llevarse  á  las  colonias 
nuevos  cargamentos  de  negros  del  África ,  sigue  todavía  la 
esclavitud  de  los  negros  que  en  ellas  existen;  y  es  por  con- 
siguiente necesario  conocer  las  leyes  que  les  conciernen. 


Los  esclavos  se  consideran  mas  bien  como  cosas  comer- 
ciales que  como  personas;  y  así  se  adquiere  su  propiedad 
por  los  mismos  medios  que  la  de  las  cosas ,  incluso  el  de  ac- 
cesión. Es  pues  esclavo  el  nacido  de  madre  esclava,  aunque 
el  padre  sea  libre,  y  es  libre  el  nacido  de  madre  libre , 
aunque  el  padre  sea  esclavo ,  porque  el  hijo  sigue  la  condi- 
ción de  la  madre  en  cuanto  á  la  libertad  ó  servidumbre  ;  de 
modo  que  el  dueño  de  la  madre  lo  es  también  del  hijo ,  así 
como  el  dueño  de  la  oveja  lo  es  igualmente  del  cordero  :  mas 
si  la  madre  adquiriese  la  libertad  por  poco  ó  mucho  tiempo 
hallándose  encinta,  aunque  después  volviese  ala  servidum- 
bre, nacería  el  hijo  revestido  de  la  calidad  de  hombre  libre; 
lcy%,  tit.  21,  Part.  h. 

Puede  el  señor  disponer  á  su  arbitrio  del  esclavo  ;  pero 
no  puede  matarle  ,  ni  herirle  ,  ni  tratarle  con  demasiado  ri- 
gor; y  si  lo  hiciere,  tiene  derecho  el  esclavo  á  quejarse  al 
juez ,  quien  con  conocimiento  de  causa  deberá  disponer  que 
sea  vendido  y  se  entregue  el  precio  al  amo,  sin  que  este 
pueda  jamas  volver  á  adquirir  su  dominio;  ley  6  ,  tít.  21 , 
Part.  U. 

El  esclavo  está  obligado,  en  cuanto  pueda  y  sepa,  á 
guardar  y  defender  á  su  señor,  mujer  é  hijos  de  cualquiera 
daño  y  deshonra  que  alguno  intente  causarles,  aunque  para 
ello  esponga  su  propia  vida,  como  igualmente  á  obedecerles 
con  puntualidad  ,  y  procurar  el  aumento  de  sus  bienes;  ley  5, 
tit.  21 ,  Part.  II. 

El  señor  hace  suyo  todo  cuanto  ganan  y  adquieren  por 
cualquier  título  sus  esclavos;  y  si  los  pusiere  al  frente  do 
tienda,  nave  ú  otro  cualquier  establecimiento,  queda  obli- 
gado á  guardar  y  cumplir  los  contratos  que  hicieren  ,  como 
si  él  mismo  hubiese  intervenido  en  ellos;  ley  7,  lit.  21, 
Part.  lí. 

El  señor  que  fuero  mayor  de  catorce  años  puede  dar  liber- 
tad ásu  esclavo  en  testamento;  y  el  que  fuere  mayor  de 
veinte  puede  dársela  en  instrumento,  ó  ante  el  juez ,  ó  bien 
ante  amigos  con  asistencia  de  cinco  testigos  :  mas  el  menor 
de  veinte  y  mayor  de  diez  y  siete  puede  darla  ante  el  juez 
con  otorgamiento  de  su  curador,  á  su  hijo  habido  en  esclava, 
á  su  padre ,  madre ,  hermano  y  maestro ,  á  su  nodriza ,  á  la 
persona  que  le  hubiere  criado ,  á  la  que  hubiese  criado  el 
mismo ,  y  á  su  hermano  de  leche ,  al  siervo  que  le  hubiese 
librado  de  muerte  ó  de  deshonra ,  al  que  quisiere  hacer  ad- 
ministrador estrajudicial  de  sus  cosas  siendo  de  diez  y  siete 
años ,  y  á  la  esclava  con  quien  tratare  de  casarse  ;  ley  i, 
lit.  22  ,  Part.  h. 

Si  dos  ó  mas  señores  tuvieren  un  esclavo  común  ,  puede 
libertarlo  cualquiera  de  ellos ,  dando  á  los  otros  el  justo  pre- 
cio de  la  parte  que  á  cada  uno  correspondiere  ;  y  aun  puedo 
comprarlo  un  tercero  con  objeto  de  darle  libertad;  ley  ?, 
lit.  22,  Part.  U. 

Merece  la  libertad  el  esclavo  en  los  cuatro  casos  siguientes: 
Io.  si  delatase  al  raptor  ó  forzador  de  mujer  virgen  :  —  2o. 
si  descubriese  al  que  hace  moneda  falsa  :  —  5o.  si  descu- 
briese al  jefe  militar  que  abandonó  su  puesto  :  —  4o.  si 
acusare  al  homicida  de  su  señor,  ó  vengare  su  muerte ,  ó 
descubriere  traición  contra  el  rey  ó  el  reino.  En  los  tres  pri- 
meros casos  debe  el  rey  dar  el  precio  del  esclavo  á  su  dueño; 
ley  5,  til.  22,  Part.  U. 

Si  el  dueño  prostituyere  públicamente  á  su  esclava,  queda 
esta  libre  por  el  mismo  hecho  ,  y  no  puede  aquel  recobrar 
ni  tener  derecho  alguno  sobre  ella  ;  ley  ti,  tít.  22  ,  Part.  U. 

Adquiere  por  fin  libertad  el  esclavo,  por  el  matrimonio  que 
contrajere  con  persona  libre  ó  por  las  órdenes  sagradas  que 
recibiere  con  noticia  y  consentimiento  de  su  señor;  como 
también  por  la  prescripción ,  cuando  con  buena  fe  se  tratare 
como  libre  por  diez  años  en  la  tierra  donde  mora  su  señor, 
ó  por  veinte  en  otra ,  ó  sin  buena  fe  por  espacio  de  treinta  ; 
leyes  o ,  6  y  7,  tít.  22 }  Part.  h.  —  Véase  Liberto. 
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[  *  En  la  república  de  Méjico  ,  por  la  ley  de  8  de  abril 
de  1857  quedó  abolida  la  esclavitud  sin  distinción  ninguna, 
confirmando  lo  dispuesto  por  decreto  de  lo  de  setiembre  de 
1829.  A  mayor  abundamiento ,  el  §  1 ,  art.  9  de  las  Bases  de 
organización  política  de  12  de  junio  de  1843 ,  declara  espre- 
samente  ,  que  ningún  habitante  da  la  república  puede  ser 
esclavo,  y  que  todo  el  que ,  hallándose  en  tal  condición ,  sea 
introducido  en  su  territorio ,  queda  considerado  desde  luego 
como  hombre  libre .  y  puesto  bajo  la  protección  de  las  leyes. 
Se  halla  ademas  prohibida  toda  clasificación  por  razón  del 
origen  en  los  registros  y  documentos  públicos  y  privados , 
según  la  orden  de  17  de  setiembre  de  1822.  La  gañanería  ó 
especie  de  servidumbre  adscripticia  á  que  eran  condenados 
los  indios,  la  cual  consistía  en  obligarse  á  trabajar  perpetua- 
mente en  una  hacienda  de  labor,  de  la  que  eran  conside- 
rados como  parte  integrante,  no  pudiendo  ausentarse  de  ella 
sin  licencia  del  propietario,  y  pasando  juntamente  con  la 
'  misma  en  caso  de  enajenación  á  manos  del  nuevo  dueño  ;  no 
solo  está  abolida  por  las  leyes  citadas,  sino  que  lo  estaba  ya 
por  la  11,  tít.  2,  lib.  6  de  la  Rec.  de  Ind. 

**  En  la  república  de  Venezuela  ,  desde  el  tiempo  en  que 
con  los  demás  Estados  formaba  la  de  Colombia  ,  se  adoptó 
el  sistema  de  la  abolición  gradual  de  la  esclavitud  por  la  ley 
de  21  de  julio  de  1821  ;  y  este  es  el  sistema  vigente ,  aunque 
reformado  en  alguna  parte,  para  hacer  desaparecer  ciertos  in- 
convenientes de  ejecución,  bajólas  bases  siguientes:  Ia.  Que- 
da prohibida  la  introducción  de  esclavos  en  la  república, 
so  pena  de  ser  declarados  libres  los  que  se  introduzcan , 
luego  que  pisen  su  territorio.  A  cada  pasajero  sin  embargo 
se  le  permite  entrar  uno  solo  como  sirviente  doméstico,  bajo 
la  obligación  de  no  enajenarle  en  el  pais  y  de  dar  garantías 
de  que  será  reesportado  ;  debiendo  darle  libertad  ó  reespor- 
tarle  desde  luego  el  que  fije  su  domicilio  en  la  república. 
2a.  Todo  hijo  de  esclava  nacido  desde  el  21  de  julio  de  1821 
es  libre,  y  como  tal  estará  inscrito  y  debe  inscribírsele  en  el 
registro  civil  y  en  los  libros  parroquiales.  El  dueño  de  la 
madre  está  obligado  á  educarle ,  vestirle  y  alimentarle ,  y  el 
hijo  en  retribución  á  trabajar  y  servir  bajo  su  dependencia 
hasta  la  edad  de  18  años ,  si  nació  después  del  21  de  julio 
de  1821  y  antes  del  2  de  octubre  de  1830,  y  hasta  la  de  21 , 
si  después  de  esta  última  fecha.  3a.  Los  ascendientes  y  her- 
manos legítimos  de  este  niño ,  que  sean  personas  libres , 
tienen  derecho  para  libertarle  en  cualquier  tiempo  ,  pagando 
á  su  dueño  la  mitad  del  valor  señalado  en  la  tarifa  á  cada 
esclavo.  Los  estraños  gozan  de  la  propia prerogativa  y  por  el. 
mismo  precio  antes  de  que  llegue  à  la  edad  respectiva , 
cuando  el  dueño  no  cumple  con  la  educación  ,  vestido  y  ali- 
mento á  que  por  la  ley  está  obligado ,  ole  trata  con  crueldad  ; 
pero  estos  cargos  deben  justificarse  previamente  ante  la 
autoridad  civil  por  medio  del  procurador  municipal.  4a.  No 
puede  venderse  ningún  esclavo  para  fuera  de  la  república, 
ni  sacarse  de  ella  con  este  objeto ,  bajo  la  multa  de  trescientos 
pesos  por  cada  uno.  Dentro  de  su  territorio  no  puede  ser 
vendido  el  hijo  separadamente  de  sus  padres  hasta  que  no 
haya  llegado  à  la  pubertad.  Sa.  Se  establece  un  fondo,  com- 
puesto de  un  tanto  por  ciento  que  se  exige  de  ciertas  heren- 
cias ,  de  los  bienes  mostrencos  que  lo  sean  por  no  haber 
herederos  legítimos  dentro  del  grado  prescrito ,  y  de  las 
donaciones  y  legados  que  se  hagan  con  este  objeto  ;  el  cual , 
con  otros  cuidados  ,  está  á  cargo  de  juntas  superiores  de 
manumisión  establecidas  en  las  provincias,  y  de  juntas  su- 
balternas en  las  cabezas  de  los  cantones.  En  la  Pascua  florida 
de  cada  año  se  manumiten  los  esclavos  á  que  alcanzan  las 
existencias  de  este  fondo ,  ó  por  lo  menos  un  número  deter- 
minado :  á  cuyo  fin  la  Hacienda  pública  debe  suplir  la  suma 
que  falta  para  completarlo.  6a.  El  esclavo  que  por  cualquiera 
de  estas  razones  sale  del  poder  de  su  dueño ,  no  pasa  á  ser 
liberto  j  sino  que  .entra  de  lleno  en  la  categoría,  de  hombre 


libre.  El  gobierno  cuida  de  destinar  á  oficios  ó  profesiones 
útiles  á  los  que  adquieren  este  derecho  á  la  edad  respectiva 
de  18  ó  21  años  ,  según  si  han  nacido  antes  ó  después  del  2 
de  octubre  de  1830  :  ley  de  2  de.oclubre  1850 ,  y  §  4,  art.  80, 
ley  rfe2'i  de  abril  de  1838. 

***  En  la  república  de  Chile  se  halla  abolida  la  esclavitud 
desde  el  ík  de  julio  de  1823.  Por  ley  de  esa  fecha  fueron 
declarados  libres  :  Io.  Todos  los  nacidos  en  su  territorio 
desde  1811  y  todos  los  que  naciesen  en  lo  sucesivo  :  2o.  Los 
siervos  que  conducidos  de  fuera  (  y  no  los  fugados  de  los  es- 
tados vecinos  )  pisasen  el  suelo  de  Chile  :  y  5o.  Todos  '.os 
esclavos  existentes  á  aquella  hora ,  siempre  que  por  medio 
de  las  autoridades  de  policía  constase  ,  que  iban  á  dedicarse 
á  una  profesión  honesta  para  la  cual  fuesen  aptos ,  y  que  la 
casa  en  que  iban  á  morar  las  esclavas  ,  fuese  honrada  ;  que- 
dando á  falta  de  estos  requisitos  bajo  las  órdenes ,  guarda  y 
cuidado  del  patrono  ,  aunque  siempre  reputados  por  libres  : 
cit.  ley  de  24  de  julio  de  1825,  decr.  de  28  de  los  mismos  mes 
y  año,  y  ley  de  Io.  de  mayo  de  1824.  A  mayor  abundamiento, 
el  artículo  152  de  la  Constit.  de  1835,  después  de  confirmar 
la  abolición  de  la  esclavitud,  y  la  adquisición  de  la  libertad 
por  el  mero  hecho  de  pisar  el  suelo  de  la  república  ,  prohibe 
este  tráfico  á  los  Chilenos  ,  y  á  los  estraños  que  lo  hagan 
les  veda  la  estancia  y  la  naturalización  en  el  Estado.  ] 

ESCLAVO.  El  que  está  sujeto  para  siempre  al  dominio 
ajeno,  ó  bien,  el  que  tiene  que  servir  toda  su  vida  á  cierto 
hombre  ó  al  que  adquiera  sus  derechos.  Véase  Esclavitud. 

ESCOPETA.  Arma  de  fuego  que  se  compone  de  un 
cañón  de  hierro  de  cuatro  ó  cinco  cuartas  ordinariamente, 
asegurado  en  una  caja  de  madera,  con  su  llave  para  dispa- 
rar, y  su  baqueta  para  cargar.  Está  prohibido  á  toda  clase 
de  personas  el  uso  de  la  escopeta  en  caza  durante  el  tiempo 
de  la  veda,  aunque  sea  por  diversion  ú  otro  pretesto,  cerca 
ó  lejos  de  los  pueblos,  sin  que  por  esto  haya  de  alterarse  la 
costumbre  que  hubiere  en  algunos  de  usar  de  ella  por  repar- 
timiento ó  autoridad  de  la  justicia  solo  para  la  estincion  de 
gorriones  y  resguardo  de  frutos  :  mas  no  se  impide  á  ningún 
viajero  el  usarla  libremente  en  todo  tiempo  para  la  defensa 
de  su  persona  y  bienes,  no  eslándole  prohibida  por  otra 
causa  (I);  ni  tampoco  à  los  pastores  para  el  resguardo  de  sus 
ganados  contra  los  lobos  y  otros  animales  carnívoros.  En  el 
resto  del  año  solo  pueden  usar  de  escopeta  en  la  caza  los 
nobles,  eclesiásticos,  y  personas  honradas  en  quienes  no 
sea  de  temer  ningún  esceso  ;  y  los  jornaleros  y  oficiales  me- 
cánicos únicamente  pueden  hacerlo  por  mera  diversion  los 
dias  de  fiesta  de  precepto.  Ley  1 1 ,  arls.  5 ,  4  y  15  .  lit.  50 , 
lib.  7,  Nov.  Rec.  Mas  para  usar  de  escopeta  es  necesario  estar 
habilitado  con  licencia  por  escrito  de  la  autoridad  política. 
Véase  Armas. 

ESCRIBANÍA.  El  oficio  que  ejercen  los  escribanos  pú- 
blicos ;  —  y  el  aposento  donde  el  escribano  tiene  su  despa- 
cho ,  y  donde  están  los  protocolos  y  demás  papeles  pertene- 
cientes á  su  oficio.  Véase  oficio  público. 

ESCRIBANO.  El  oficial  ó  secretario  público  que  con 
título  legítimo  está  destinado  á  redactar  y  autorizar  con  su 
fírmalos  autos  y  diligencias  de  los  procedimientos  judiciales, 
como  asimismo  las  escrituras  de  los  actos  y  contratos  que  se 
celebran  entre  partes.  La  ley  1 ,  tít.  19 ,  Part.  3,  dice  que 
Escribano  tanto  quiere  decir  como  home  que  es  sabidor  de 
escrebir;  pero  la  ley  no  nos  da  aquí  la  definición  del  oficio , 
sino  que  solo  indica  la  etimología  del  nombre  (2). 

{{)  Los  requisitos  y  circunstancias  para  conceder  licencia  de 
armas,  véanse  en  el  art.  Armas 

(2)  Véase  la  glosa  Ia.  deGreg.  Lopezá  esa  le) ,  queañade  á  la  defi- 
nición lo  necesario  para  que  no  sea  defectuosa.  La  definición  do 
escribano  puesta  por  cierto  autor,  no  puede  ser  mas  baja  y  de- 
gradante á  su  noble  oficio,  «  oficiales  de  pítima  ¡  »  uo.es  lo  mis- 
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I.  La  utilidad  de  la  institución  de  los  escribanos  es  igual 
á  la  importancia  y  aun  necesidad  de  que  se  fije  y  conserve 
para  siempre  todo  cuanto  pasa  en  los  juicios  y  se-estipula  en 
las  convenciones.  Así  es  que  ya  en  los  pueblos  antiguos  se 
hubieron  de  crear  escribanos,  aunque  no  con  la  autoridad 
que  en  el  dia  tienen  ;  pues  su  intervención  no  daba  carácter 
alguno  de  autenticidad  legal  á  los  contratos ,  los  cuales  reci- 
bían toda  su  fuerza  del  sello  de  las  partes  y  de  los  testigos. 
Tales  fueron  los  escribas  de  los  Hebreos ,  los  argéntanos  de 
Atenas ,  y  otros  oficiales  de  la  misma  clase  :  los  instrumentos 
que  estendian  no  se  consideraban  sino  como  escritos  priva- 
dos; y  para  hacerlos  auténticos,  tenían  que  presentarlos  las 
partes  con  asistencia  de  cierto  número  de  testigos  al  magis- 
trado encargado  de  ponerles  el  sello  público.  —  Tales  fueron 
también  los  diferentes  oficiales  que  ejercían  en  Roma  la  pro- 
fesión de  recibir  los  otorgamientos  de  los  contratos.  Llamá- 
banse Scribœ,  título  común  á  todos  los  que  sabian  escribir; 
cursores  ó  logographi,  porque  escribían  tan  aprisa  como  so 
habla;  notarii,  porque  escribían  por  notas  ó  minutas;  tabu- 
lara ó  tabelliones,  porque  escribían  en  tablillas;  argentara, 
para  designar  á  los  que  no  asistían  á  otros  contratos  que  á 
las  negociaciones  de  dinero,  como  las  de  préstamos  ó  depó- 
sitos ;  actuarii ,  para  denotar  á  los  que  redactaban  las  actas- 
públicas  y  las  decisiones  ó  decretos  de  los  jueces;  charlu- 
larii,  para  significar  á  los  que  reconocían  y  guardaban  los 
instrumentos  públicos.  Cada  gobernador  de  provincia  tenia 
á  su  lado  uno  de  estos  últimos  oficiales  para  recibir,  regis- 
trar y  sellar  los  actos,  como  las  emancipaciones ,  adopciones, 
manumisiones  y  testamentos.  Todos  los  referidos  oficiales 
eran  ministros  de  los  magistrados,  y  todos  redactaban  los 
contratos  y  las  sentencias.  Los  notarios  escribían-  sus  notas 
y  las  pasaban  á  los  tabeliones,  que  eran  los  únicos  que  tenían 
derecho  de  estender  el  instrumento  sobre  estas  notas  consi- 
deradas como  simples  borradores  ó  minutas. 

II.  En  España  se  celebraban  antiguamente  los  contratos 
ante  algún  sacerdote  ,  monje  ó  religioso,  con  asistencia  de 
varios  testigos  de  todas  clases  :  el  sacerdote  redactaba  la 
escritura,  y  la  firmaban  todos  los  testigos  ,  ó  los  que  sabian 
por  los  que  no  sabian  ,  estampando  ademas  el  sello  de  sus 
armas  ó  blasones  los  que  le  usaban  ;  y  aun  algunas  veces  se 
hacia  todo  en  presencia  de  la  justicia.  Esta  costumbre  duró 
hasta  los  tiempos  del  rey  don  Alonso  el  Sabio ,  quien  coa, 
acuerdo  de  los  tres  estados  ó  brazos  del  reino  ,  creó  los  es- 
cribanos públicos  y  dispuso  que  en  cada  pueblo ,  cabeza  de 
jurisdicción ,  se  estableciese  cierto  número  de  ellos  para  au- 
torizar las  escrituras  ó  instrumentos  con  asistencia  de  dos  ó 
tres  testigos ,  señalándoles  ciertos  derechos  por  su  trabajo. 
Adoptáronse  también  entre  nosotros  las  denominaciones  de 
los  Romanos  ;  y  así  hemos  llamado  á  nuestros  escribanos  ta- 
beliones y  cursores ,  no  precisamente  porque  hayan  escrito 
tan  aprisa  como  se  habla ,  sino  por  la  celeridad  con  que  han 
debido  y  deben  practicar  las  diligencias  que  por  los  juece3 
se  les  confian.  Todavía  conservan  el  nombre  de  cartularios 
de  la  palabra  carta,  que  significaba  en  lo  antiguo  toda  especie  ■ 
de  escritura  ó  instrumento;  y  mas  especialmente  el  de  ac- 
tuarios ,  con  que  se  designan  los  escribanos  ante  quienes 
pasan  los  autos  ó  se  instruyen  los  procesos.  Dícense  igual- 
mente secretarios,  no  solo  porque  efectivamente  lo  son  de  los 
jueces  y  magistrados  cuyas  órdenes  y  decretos  redactar., 
sino  por  razón  del  secreto  que  deben  guardar  en  el  desem- 
peño de  su  oficio.  La  denominación  de  notarios  ha  estado  y 
está  siempre  en  uso ,  por  las  notas  ó  minutas  que  toman  da 
lo  que  las  partes  tratan  á  su  presencia ,  á  fin  de  ordenar 

mo  ,  no  importa  el  mismo  concepto  de  las  leyes  de  Partida,  1  y 
2 ,  tit.  19  .  salidor  de  escrebir,  et  enlendudo  en  el  arte  de  la  es- 
cribanía. 


luego  y  estender  con  la  solemnidad  y  cláusulas  de  estilo  los      ^ 
instrumentos. 

III.  Los  escribanos  están  clasificados  en  escribanos  reales, 
escribanos  numerarios,  escribanos  de  concejo  ó  ayuntamien- 
to ,  y  escribanos  de  cámara.  Los  escribanos  reales  pueden 
ejercer  su  profesión  en  todo  el  reino ,  menos  donde  los  haya 
numerarios.  Los  escribanos  numerarios  solo  pueden  ejercer 
su  oficio  en  el  pueblo  ó  distrito  á  que  están  asignados ,  pero 
lo  ejercen  allí  con  esclusion  de  otros  cualesquiera,  y  se  lla- 
man numerarios  por  ser  fijo  y  determinado  el  número  de  los 
que  hay  en  cada  punto.  Los  escribanos  de  ayuntamiento  ó 
de  concejo  son  los  que  están  encargados  de  asistir  á  las 
juntas-ó  sesiones  de  este  cuerpo  y  autorizar  sus  acuerdos  ó 
resoluciones  ;  y  por  fin  ,  escribanos  de  cámara  se  dicen  los 
que  actúan  ante  los  tribunales  superiores ,  de  los  cuales 
se  hablará  en  artículo  separado. 

IV.  La  profesión  de  los  escribanos  es  por  su  naturaleza 
tan  delicada  como  honorífica  y  respetable  ,  pues  que  en 
ellos  está  depositada  la  fe  pública.  Así  es  que  los  Griegos  no 
admitían  para  ejercerla  sino  á  sugetos  distinguidos  por  su 
lealtad ,  su  rectitud  y  su  ciencia.  No  la  estimaron  en  tanto 
los  Romanos  ,  quienes  para  que  nada  costase  al  público  la 
redacción  de  los  contratos  y  de  los  procesos ,  confirieron  el 
encargo  de  llenar  estas  funciones  á  los  esclavos  pertenecien- 
tes al  cuerpo  de  cada  ciudad;  hasta  que  los  emperadores 
Arcadio  y  Honorio  las  erigieron  en  cargas  públicas  que  de- 
bían desempeñar  gratuitamente  por  turno  los  ciudadanos,  y 
que  llegando  áser  demasiado  gravosas  hubieron  por  fin  de 
darse  como  plazas  ó  empleos  á  oficiales  ministeriales  adictos 
á  los  presidentes  y  gobernadores  de  provincias.  Nuestras 
leyes  llaman  también  honrado  el  oficio  de  escribano  ,  y  no 
quieren  que  se  confiera  sino  á  hombres  libres  y  de  buena 
reputación  ;  y  aun  ordenan  que  quien  hiriere  ó  deshonrare 
á  un  escribano,  peche  dos  tantos  de  lo  que  habia  de  pechar 
si  cometiere  igual  delito  contra  otra  persona,  y  si  lo  matare, 
muera  por  ello ,  salvo  mostrando  razón  derecha  ;  ley  5, 
tit.  8,  Mb.  1 ,  Fuero  Real,  y  lexjes  2 y  lk,tit.  19,  Part.  3. 
Sin  embargo,  yo  no  sé  qué  sombra  cubre  de  tal  manera  esta 
profesión  que  no  la  permite  aparecer  con  aquel  brillo  que 
debia  tener  por  su  alta  trascendencia.  ¿  Será  que  todavía 
conserva  los  vestigios  de  la  servidumbre  ?  Mas  la  ley  ha 
tenido  cuidado  de  purgarlos,  y  ha  hecho  compatible  la  es-  \ 
cribanía  con  la  nobleza.  Quizá  y  sin  quizá  convendrá  mu-  : 
cho  para  la  consideración  y  decoro  de  esta  clase  de  funcio- 
narios y  para  el  bien  de  la  sociedad,  reducir  lentamente  su  ; 
número  y  no  dejar  sino  los  indispensables  para  el  servicio  ; 
público;  prescribirles  algún  estudio  de  nuestras  leyes ,  y  ' 
un  curso  especial,  teórico-práctico  de  su  profesión  ;  quitar  á 
su  testimonio  el  valor  exagerado  que  le  da  la  ley,  á  fin  de 
librarlos  del  motivo  principal  de  la  seducción  y  sustraerlos 
al  peligro  de  las  tentaciones  ;  exigir  las  firmas  de  los  inte- 
resados en  aquellos  actos  ó  diligencias  que  puedan  perjudi- 
carles, y  las  de  los  testigos  en  todos  los  instrumentos  á  cuyo 
otorgamiento  son  llamados;  establecer  en  cada  cabeza  de 

if  partido  judicial  un  archivo  adonde  todos  los  escribanos  del 
distrito  hayan  de  enviar  anualmente  sus  protocolos  en  la 
forma  y  para  el  objeto  que  se  indica  en  el  artículo  Archivo; 
y  adoptar  por  fin  todos  los  demás  medios  que  dicte  la  pru- 
dencia para  precaver  las  falsedades. 

€  V.  El  nombramiento  de  los  escribanos  se  hace  por  el  rey, 
precediendo  su  examen  y  aprobación  por  el  Consejo  real  ; 
ley  1 ,  tíL  8 ,  iib.  i  ,  Fuero  Real ,  ley  3,  lit.  19 ,  Part.  3 ,  y 
leyes  3  y  10,  lit,  15,  lib.  7,  Nov.  Rec.  :  mas  ahora  corres- 
ponde á  las  Audiencias  territoriales  «  examinar  con  orden 
del  Gobierno  ,  á  los  que  en  su  distrito  pretendan  ser  escri- 
banos públicos,  previos  los  requisitos  establecidos  ó  que  se 
establezcan  por  las  leyes;  debiendo  los  examinados  acudir  á 
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S.  M.  con  el  documento  de  la  aprobación  para  obtener  el 
correspondiente  título;  »  art.  58 ,  regí.  prov.  de  26  de  setiem- 
bre de  1835.  No  puede  dispensarse  la  comparecencia  perso- 
nal ante  el  tribunal  superior,  ni  dar?o  comisión  para  el  exa- 
men; notas  5  y  6,  y  ley  10,  lit.  15,  lib.  7,  Nov.  Rec. 

Como  la  corona  enajenó  varias  escribanías ,  del  mismo 
modo  que  otros  oficios  públicos,  convirtiéndolas  en  propie- 
dades particulares ,  ya  por  títulos  meramente  graciosos ,  ya 
por  causas  onerosas  ,  es  claro  que  el  propietario  podrá  ser- 
virlas por  sí  ó  nombrar  escribano  al  efecto  ;  pero  como  al 
mismo  tiempo  se  reservó  la  corona  la  calificación  de  la  ap- 
titud personal  de  cada  uno  de  los  que  hayan  de  desempe- 
ñarlas ,  nadie  podrá  entrar  á  ejercer  el  oficio  sin  obtener 
primero  el  título  real ,  que  nunca  se  despacha  sino  previo 
examen  de  la  suficiencia  y  demás. circunstancias  que  exigen 
las  leyes;  leyes  il,  19,  29 y  30,  y  ñolas  4  y  20 ,  tít.  15 , 
lib.  7,  y  ley  8,  lit.  23,  lib.  10,  Nov.  Rec.,  y  real  órd.  de  22 
de  enero  de  1856.  Véase  Oficio  público. 

Por  real  orden  de  Io.  de  mayo  de  1837  se  resolvió  lo  si- 
guiente :  —  «  Io.  El  tribunal  especial  de  las  órdenes  no 
puede  ya  nombrar  escribanos  ni  notarios  para  el  despacho 
de  negocios  civiles.  —  2o.  Los  notarios  con  licencia  general 
para  el  territorio  de  las  órdenes  creados  anteriormente ,  de- 
berán sacar  nuevo  título  en  caso  de  obtener  notaría  de  rei- 
nos :  dichos  notarios  con  licencia  general  no  podrán  ejercer 
su  oficio  sino  en  los  pueblos  en  que  se  haya  fijado  su  resi- 
dencia. —  5o.  Los  escribanos  y  notarios  creados  por  el  con- 
sejo ó  tribunal  de  órdenes  ,  que  en  virtud  de  títulos  por  él 
espedidos  se  hallen  destinados  á  algún  juzgado  ó  notaría  de- 
pendiente de  la  jurisdicción  especial  de  las  órdenes  al  tiempo 
de  la  espedicion,  no  necesitan  sacar  nuevos  títulos,  siempre 
que  su  nombramiento  sea  anterior  á  la  real  orden  de  17  de 
marzo  de  1 837;  pero  si  el  título  que  obtuvieron  es  posterior, 
deben  sacarlo  nuevo,  aunque  sea  para  servir  la  escribanía  ó 
notaría  misma  que  se  les  confirió  por  aquel  tribunal  espe- 
cial :  en  el  caso  de  haber  de  desempeñar  otra  notaría  ó  es- 
cribanía diferente,  deberán  sacar  nuevo  título.  —  4o.  Todos 
los  escribanos  y  notarios  que  en  virtud  de  estas  disposicio- 
nes hayan  de  sacar  nuevos  títulos  ,  pagarán  el  fíat  sin  des- 
cuento de  lo  que  hayan  pagado  en  el  consejo  ó  tribunal  de 
órdenes,  pero  de  los  fondos  de  este  deberá  reintegrarse  á 
los  que  no  llegaron  á  poder  usar  del  título  espedido  por  el 
tribunal.  »  • 

VI.  Para  obtener  el  título  de  escribano  se  requiere  :  — 
Io.  ser  hombre  libre  y  no  esclavo  :  —  2o.  ser  lego  y  no  ecle- 
siástico :  —  5o.  haber  cumplido  la  edad  de  veinte  y  cinco 
años  :  —  4o.  haber  adquirido  la  instrucción  suficiente  para 
el  buen  desempeño  del  oficio  ,  y  practicado  cuatro  años  con 
un  escribano  :  —  5o.  gozar  de  buena  reputación  :  —  6o.  po- 
seer bienes,  á  fin  de  poder  responder  de  los  escesos  y  culpas 
que  cometiere  en  su  profesión.  Leyes  7  y  8 ,  tít.  9 ,  Part.  2  • 
ley\  lit.  19,  Part.  2;  ley.es  2,  5,  6,  7,  8  y  10,  íít.  15  \ 
lib.  7,  Nov.  Rec.  El  6o.  requisito  sobre  la  garantía  de  los 
bienes  se  suele  mirar  con  indiferencia  ,  y  aun  puede  decirse 
que  se  ha  olvidado  del  todo.  No  puede  concederse  dispensa 
de  la  edad,  ni  de  los  años  de  práctica  ;  porque,  como  dice  Ja 
ley,  es  «  el  oficio  de  escribano  uno  de  los  instrumentos  que , 
al  paso  de  ser  indispensables  para  el  ejercicio  de  la  justicia, 
ninguno  otro  es  capaz  de  invertirla,  alterarla  y  confundirla 
con  daños  irreparables  tanto  como  él ,  depositado  en  perso- 
nas de  incuria  y  sin  edad  competente  y  madura;  »  ley  10, 
til.  15  ,  lib.  7 ,  Nov.  Rec,  y  ley  sobre  gracias  al  sacar  de 
14  de  abril  de  1858. 

Quien  pretenda  pues  recibirse  de  escribano  ,  ha  de  pre- 
sentar :  —  Io.  su  fe  de  bautismo  legalizada  :  —  2o.  la  fe  de 
práctica,  ó  sea  un  testimonio  formal  de  cuaíro  años  de  prác- 
tica dado  por  el  mismo  escribano  con  quien  la  hubiese 
tenido ,  en  que  se  esprese  si  ha  sido  continuada  ó  con  inter- 


misiones, y  si  el  pretendiente  se  halla  óno  en  estado  de  poder 
desempeñar  el  oficio  á  que  aspira  ;  y  solo  en  el  caso  do 
haber  fallecido  el  escribano  ante  quien  hubiese  practicado, 
se  le  admitirá  justificación  de  testigos  para  acreditarlo;  de- 
biendo citarse  para  uno  y  otro  al  procurador  síndico  del 
pueblo  de  la  práctica  :  —  3o.  información  de  la  justicia  del 
pueblo  de  su  domicilio  sobre  su  legitimidad,  limpieza,  edad 
y  asistencia  en  oficio  de  escribano  :  —  4o.  información  de  su 
honradez,  buena  fama  y  arregladas  costumbres,  hecha  ante 
el  corregidor,  alcalde  mayor  ó  juez  de  la  cabeza  del  partido, 
con  citación  del  procurador  síndico  general  ;  debiendo  ade- 
mas dar  su  informe  el  citado  juez  bajo  su  responsabilidad 
sobre  la  aptitud ,  pericia  y  buena  reputación  del  preten- 
diente. Leyes  4,  5 ,  6 ,  7  y  8  ,  y  nota  7,  lit.  5  ,  lib,  17,  Nov. 
Rec,  y  circular  del  Consejo  de  12  de  agosto  de  1757,  que  no 
está  copiada  con  exactitud  en  dicha  ley  7  por  lo  que  hace  á 
los  años  de  práctica.  Por  real  decreto  de  29  de  abril  y  cé- 
dula del  Consejo  de  17  de  junio  de  1783  (ley  52  ,  lit.  15, 
lib.  7,  Nov.  Rec),  se  previene,  que  con  respecto  al  que 
haya  de  ejercer  la  profesión  en  Madrid,  se  pida  informe  de 
su  suficiencia  y  circunstancias  al  colegio  de  escribanos;  es- 
cusándose  las  informaciones  que  comunmente  se  hacen ,  y 
en  que  muchos  de  los  testigos  que  deponen  ,  guiados  de  un 
falso  espíritu  de  piedad  ó  por  colusión ,  declaran  al  gusto  del 
pretendiente,  faltando  á  la  verdad  en  gravísimo  perjuicio  de 
sus  conciencias  y  del  público. 

VIL  Es  obligación  de  los  escribanos  :  —  Io.  autorizar  los 
actos  y  contratos  á  que  fueren  llamados  y  estender  las  cor- 
respondientes escrituras  ,  salvo  si  tuvieren  para  no  hacerlo 
razón  ó  escusa  legítima ,  debiendo  recorrer  de  cuando  en 
en  cuando  con  este  objeto  los  pueblos  de  su  distrito;  ley  3, 
lit.  8,  lib.  1,  Fuero  Real,  y  ley  16,  tít.  15,  lib.  7,  Nov.  Rec.  : 
— 2o.  dar  fe  y  testimonio  de  lo  que  ante  ellos  pasare,  si  fuere 
de  dar  y  se  les  pidiere  por  persona  interesada ,  dentro  de 
los  tres  dias  siguientes  al  hecho  ,  bajo  la  pena  de  pagar  los 
daños  y  perjuicios  que  por  su  omisión  se  siguieren  á  la  par- 
te; ley  5  ,  tít.  25,  lib.  10,  Nov.  Rec  :  —  5o.  tener  un  libro 
llamado  registro  ó  protocolo,  para  sentar  en  él  las  escrituras 
que  las  partes  les  mandaren  hacer,  estendiéndolas  en  la 
forma  que  se  dirá  en  la  palabra  Protocolo;  ley  1,  til.  25, 
lib.  10,  Nov.  Rec  :  —  4o.  estender  las  escrituras,  actos  ó 
instrumentos  cumplidamenteyno  por  abreviaturas,  poniendo 
todas  las  letras  de  los  nombres  de  personas  ó  pueblos  y  no 
solamente  las  iniciales,  y  usando  también  de  todas  sus  letras 
y  no  de  números  ó  guarismos  para  espresar  cantidades  ó 
fechas ,  bajo  pena.de  nulidad  del  instrumento  y  de  pagar  el 
daño  á  la  parte  perjudicada  ;  ley  7,  lit.  19 ,  Part.  5  :  — 
5o.  presentar  sus  títulos  ante  los 'ayuntamientos,  siendo 
meramente  escribanos  reales  y  no  de  número  ni  de  concejo, 
para  el  uso  de  su  profesión ,  y  espresar  en  las  suscripciones 
de  las  escrituras  el  lugar  de  su  vecindad  ó  domicilio,  bajo 
pena  de  pérdida  de  oficio;  ley  15,  tít.  15,  lib.  7,  Nov.  Rec  : 
—  6o.  asentar  en  el  protocolo  las  escrituras  antes  de  dar 
copias  signadas  á  los  interesados,  bajo  las  penas  de  nulidad 
de  tales  copias ,  de  pérdida  del  oficio  ,  de  inhabilidad  para 
obtener  otfo  ,  y  de  pagar  á  la  parte  los  daños  y  perjuicios; 
ley  1,  tít.  25,  Ubi  10,  Nov.  Rec.  :  7°.  dar  á  las  partes  copias 
de  las  escrituras  que  ante  ellos  pasaren,  dentro  del  término 
de  los  tres  dias  siguientes  al  en  que  les  fueren  pedidas ,  si 
solo  contienen  dos  pliegos,  y  dentro  de  ocho  dias  si  escedie- 
ren de  los  dos  pliegos ,  bajo  la  pena  de  pagarles  los  daños  y 
perjuicios  que  se  les  siguieren  por  la,  dilación ,  y  de.  cien 
maravedís  mas  por  cada  dia  de  tardanza;  teniendo  entendido 
que  no  pueden  dar  á  cada  parte,  sin  mandamiento  de  juez  , 
mas  que  una  sola  copia  ,  cuando  de  la  duplicidad  pudiera 
seguirse  perjuicio  á  la  otra  ,  bajo  las  penas  de  pérdida  del 
oficio  y  resarcimiento  de  daños,  como  se  dirá  en  el  articulo 
Instrumento  público  ;  leyes  5  y  5 ,  tít.  25,  lib-.  10,  Nov.  Rec  ; 
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y  leyes  10  y  11  ,  lit.  19,  Pari,  o  :  —  8°.  poner  traslado  au- 
téntico de  la  escritura  en  el  archivo  del  pueblo  siempre  que 
alguna  de  las  partes  así  lo  quiera  ;  ley  9,  til.  25,  lib.  10, 
Nov.  Rec.  :  —  9o.  hacer  en  las  escrituras  la  advertencia  de 
qus  se  ha  de  tornar  razón  de  ellas  en  el  oficio  de  hipotecas, 
según  se  dirá  con  mas  estension  en  el  articulo  Oficio  de  hi- 
potecas :  —  10°.  conservar  con  todo  cuidado  ,  bajo  su  res- 
ponsabilidad ,  los  registros  ó  protocolos;  y  signarlos  al  fin 
de  cada  año  bajo  la  pena  ,  en  caso  de  omisión ,  de  diez  mil 
maravedís  para  el  fisco ,  y  suspension  del  oficio  por  un  año  ; 
leyes  lí  y  6,  til.  23,  lib.  10,  Nov.  Rec.  :  —  11°.  remitir  á  la 
Audiencia  del  distrito ,  dentro  de  los  ocho  primeros  dias 
del  mes  de  enero  de  cada  año,  testimonio  literal  del  índice 
de  los  protocolos  que  hubieren  otorgado  en  el  anterior  ,  con 
fe  negativa  de  no  quedar  otros  en  su  poder,  á  fin  de  evitar 
fraudes  y  poder  suministrar  á  los  interesados  las  noticias  que 
necesiten ,  según  se  dice  con  mas  estension  en  el  artículo 
Archivo;  real  orden  de  21  de  octubre  de  1836  :  —  12°.  asis- 
tir á  todos  los  actos  de  sustanciacion  de  los  juicios  que  pen- 
den ante  ellos,  y  escribir  por  sí  mismos  las  declaraciones  de 
los  testigos ,  sin  que á  ello  esté  presente  persona  alguna, 
guardando  la  debida  legalidad  y  el  correspondiente  sigilo; 
pero  en  caso  de  impedimento  por  vejez  ó  enfermedad  puede 
un  escribano  nombrar  otro  escribano  del  juzgado  que  ac- 
túe por  él  en  pleito  comenzado  ante  él  mismo,  pues  en  el 
que  estuviere  por  empezarlo  ha  de  nombrar  la  justicia; 
ley7,tít.  H,  lib.  11,  Nov.  Rec:  —  15°.  notificar á los  liti- 
gantes los  autos  ó  providencias  que  lo  requieran ,  y  darles 
trabado  de  lo  que  fuere  de  dar,  en  la  forma  que  se  dirá  en  la 
palabra  Notificación  :  —  ik°.  asentar  en  los  procesos  que 
ante  ellos  pasaren,  todas  las  presentaciones  de  escrituras  y 
probanzas,  aunque  ya  las  hayan  asentado  á  la  espalda  de 
ellas  ,  para  evitar  los  estravíos  ó  desgloses  maliciosos ,  bajo 
la  pena  de  mil  maravedís  para  el  fisco  ;  ley  18,  tít.  15,  lib.  7, 
Nov.  Rec.  :  —  15°.  entregarlos  autos  ,  cuando  corresponda, 
directamente  á  los  procuradores  judiciales  ó  á  los  letrados,  y 
no  á  los  litigantes  ni  á  sus  agentes,  en  la  forma  que  se  esplica 
en  el  articulo  Autos  :  —  16°.  conservar  en  su  poder  bajo  su 
responsabilidad  ,  y  pasar  á  su  tiempo  al  archivo  de  la  au- 
diencia del  territorio  ,  los  procesos  que  pasaren  ante  ellos, 
según  se  espresa  en  la  palabra  Archivo  :  —  17°.  notar  y 
firmar  en  los  mismos  procesos,  escrituras  y  cualesquiera 
instrumentos,  los  derechos  que  ellos  y  los  jueces  ó  cuales- 
quiera otras  personas  llevaren  á  las  partes,  bajo  la  pena  de 
perderlos  con  el  cuatro  tanto  para  el  fisco  ;  ley  18,  tít.  15, 
lib.  7,  y  ley  8,  tít.  35,  lib.  11  ,  Nov.  Rec.  :  —  18°.  tener 
espuesto  al  público  en  su  escribanía  el  arancel  de  honorarios 
y  derechos  ,  y  exigir  solamente  los  señalados  en  él  ;  real 
orden  de  29  de  noviembre  de  1839  ;  véase  el  artículo  Aran- 
cel :  —  19°.  poner  fe  del  dia  y  hora  en  que  se  trabe  la  eje- 
cución, bajo  la  pena  de  nulidad  de  esta  ,  y  de  pagar  á  la 
parte  los  daños  y  perjuicios;  ley  Ik,  til.  30,  lib.  1 1 ,  Nov. 
Rec.  : —  20°.  respecto  á  todos  aquellos  actos  que  en  las 
causas  civiles  ó  criminales  tienen  señalado  un  término  fatal 
ó  perentorio  ,  será  obligación  de  los  escribanos  anotar  sin 
derechos  el  dia,  y  aun  la  hora  cuando  lo  requiera  el  caso,  en 
que  se  les  presenten  los  escritos  de  las  partes  ,  y  en  que 
ellos  den  cuenta  al  juez  ;  en  que  se  entreguen  y  devuelvan  ó 
recojan  los  procesos  ;  y  en  que  estos  se  pasen  al  juez  cuando 
tenga  que  examinarlos  :  para  que  con  ello  ,  si  hubiere  dila- 
ciones .  se  pueda  venir  en  conocimiento  de  quiénes  son  los 
responsables;  art.  52  ,  rer/l.  de  26  de  setiembre  de  185o  : 
—  21°.  estender  todas  las  diligencias  judiciales,  documentos 
y  escrituras  públicas  en  el  papel  sellado  que  corresponda^ 
con  arreglo  á  los  decretos  espedidos  sobre  el  particular  (1), 

(1)  En  la  república  de  Méjico,  antes  regia  el  decr.de  6  de  oc- 
tubre de  1825  ;  pero  boj  rige  el  de  25  de  noviembre  de  1856, 


pues  son  nulas  las  que  se  hicieren  en  papel  común,  é  incur- 
ren ademas  en  varias  penas  los  infractores  ("2) ,  como  se 
verá  en  el  artículo  Papel  sellado:  —  22°.  servir  los  oficios 
por  sí  mismos  y  no  por  sustitutos;  ley  12,  tít.  15,  lib.  7, 
Nov.  Rec. 

VIII.  Está  prohibido  à  los  escribanos  :  —  1*.  autorizar  es- 
critura ó  contrato  que  quisieren  otorgar  ante  ellos  personas 
desconocidas ,  á  no  ser  que  les  presenten  dos  testigos  que 
digan  que  las  conocen ,  debiendo  el  escribano  espresar  en  la 
escritura  los  nombres  y  vecindad  de  estos  testigos  en  su  ca- 
so, ó  manifestar  que  conoce  personalmente  á  los  otorgantes; 
ley  2,  tít.  23,  /{&..  10,  Nov.  Rec:  bien  que,  según  dice 
Febrero  ,  la  escritura,  en  caso  de  hacerse,  no  se  anula  por 
faltar  estas  circunstancias ,  pero  se  puede  imponer  pena  pe- 
cuniaria al  escribano  infractor  de  la  ley  prohibitiva  :  — 
2o.  intervenir  en  contratos  ó  compras  al  fiado  que  hicieren  los 
hijos  de  familia  ó  los  menores  sin  licencia  de  sus  padres  ó  cura- 
dores, bajo  la  pena  de  pérdida  del  oficio;?^  17 ,lít.  i, lib.  10, 
Nov.  Rec: — 5o.  autorizar  los  contratos  que  hicieren  al 
fiado  cualesquiera  personas  ,  mayores  ó  menores  ,  á  condi- 
ción de  pagar  cuando  se  casen  ó  hereden  ó  sucedan  en  al- 
gún mayorazgo  ó  tengan  mas  renta  ó  hacienda  ,  bajo  la  pena 
de  pérdida  del  oficio  ;  d.  ley  17  ,  til.  1 ,  lib.  10 ,  Nov.  Rec.  : 
véase  Prestamos.  : — 4°.  hacer  escrituras  en  que  alguno  pon- 
ga bienes  en  cabeza  de  otro  con  perjuicio  del  Estado  ó  de 
tercero ,  bajo  pena  de  privación  de  oficio  y  de  cien  mil  ma- 
ravedís, para  el  fisco  ;  ley  2  ,  tít.  9  ,  í¡'6.10  ,  Nov.  Rec.  :  — 
5o.  hacer  escrituras  en  que  los  legos  se  sometan  á  la  juris- 
dicción eclesiástica  sobre  cosas  profanas  ó  no  pertenecientes 
á  la  Iglesia  ,  bajo  pena  de  perder  el  oficio  ;  ley  7  ,  lit.  1 , 
lib.  U,  y  ley  5,  lit.  i ,  lib.  10,  Nov.  Rec:  —  6o.  usar  su  oficio 
ante  jueces  eclesiásticos  contra  legos  en  causas  que  no  com- 
petan á  la  jurisdicción  eclesiástica ,  bajo  las  penas  de  infa- 
mia ,  de  perdimiento  de  la  mitad  de  sus  bienes  para  el  fisco 
y  acusador,  y  de  destierro  por  diez  años  del  lugar  ó  juris- 
dicción donde  viviere;  ley  7,  tít.  1  ,  lib.  2,  Nov:  Rec.  :  — 
7o.  ser  abogados  de  las  partes  ó  favorecerlas  en  los  pleitos 
que  ante  ellos  penden  ;  ley  G,  lit.  22 ,  lib.  5 ,  Nov.  Rec.  :  — 
8o.  actuar  en  causas  de  sus  hermanos  ó  primos  hermanos, 
donde  hubiere  copia  de  escribanos  ;  y  en  las  que  fueren 
procuradores  ó  abogados  sus  padres ,  hijos ,  yernos ,  herma- 
nos ó  cuñados;  ley  6,  tít.  3,  lib.  11,  Nov.  Rec,  de  cuya  dis- 
posición se  infiere  ,  que  por  regla  general  no  podrán  actuar 
en  causas  de  sus  padres  ,  hijos  ,  suegros,  yernos,  hermanos, 
cuñados  ó  primos  hermanos,  ni  en  las  que  alguna  de  estas 
personas  fuese  procurador,  abogado  ,  juez  ,  asesor  ó  relator  : 
—  9o.  ser  fiadores,  abonadores  ó  aseguradores  de  rentas 
reales ,  de  propios  ó  de  concejo  en  el  lugar  en  que  ejercen 
sus  oficios,  ó  tomarlas  en  arriendo  por  sí  ó  por  medio  de  otra 
persona ,  bajo  la  pena  de  perder  el  oficio  y  la  cuarta  parte 
de  sus  bienes ,  con  tal  que  hayan  de  tener  intervención  en 
las  cuentas  del  pueblo;  ley  7  ,  tít.  9 ,  lib.  7 ,  Nov.  Rec.  :  — 
10°.  admitir  los  depósitos  judiciales  á  que  dieren  motivólas 
causas  que  ante  ellos  pendieren,  bajo  la  pena  de  diez  mil 

publicado  en  19  de  diciembre,  y  espedido  por  el  Gobierno  en  uso 
de  las  facultades  concedidas  por  el  Congreso  general  en  20  de  se- 
tiembre del  mismo  año. 

(2)  Así  lo  disponía  la  ley  1,  tit.  24,  lib.  10,  Nov.  Rec;  pero  el 
art.  7  del  reglamento  de  papel  sellado  de  19  de  diciembre  citado 
no  da  por  nulo  el  documento  que  no  está  en  el  papel  sellado  cor- 
respondiente, sino  que  condena  á  la  multa  del  triple  valor,  y  que 
se  agreguen  tachadas  las  hojas  que  debieron  usarse,  sin  cuya  re- 
quisito (dice  la  citada  ley  )  no  podrá  tener  curso  ni  surtir  efecto 
alguno.  No  lo  prevenía  así  la  de  6  de  octubre  de  1825,  pues  cono- 
ciendo que  se  necesita  pena  mas  temible  ,  ordenaba  que  á  tales 
documentos  no  se  diese  fe  en  juicio  ,  ni  fuesen  admitidos  en  las 
oficinas  de  cuentras,  como  otras  leyes  anteriores  lo  habían 
provenido.  * 
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maravedís  para  los  propios  del  pueblo;  ley  1,  tít.  2,  lib.  11, 
Nov.  Rec.  :  —  i  Io.  llevar  salarios  de  iglesias  ,  monasterios  ó 
personas  particulares,  bajo  la  pena  de  privación  de  sus  ofi- 
cios siendo  del  concejo  y  "del  número  ;  ley  16,  tít.  Ib,  lib.  7, 
Nov.  Rec. 

Los  escribanos  reales  no  pueden  actuar  ni  autorizar  con- 
tratos ni  testamentos  ú  otras  disposiciones  de  última  vo- 
luntad en  los  pueblos  donde  hay  escribanos  públicos  del 
número  ,  bajo  pena  de  veinte  mil  maravedís  y  de  privación 
de  su  oficio  y  nulidad  del  instrumento  :  bien  que  aunque  el 
instrumento  no  haga  fe ,  podrá  no  obstante  hacerse  la  prue- 
ba del  contrato  ó  testamento  por  otro  medio;  ley  7,  til.  23, 
lib.  10 ,  Nov.  Rec.  Mas  bien  pueden  daríe  de  todos  los  autos 
estrajudiciales  ;  y  aun  podrán  darla  también  de  los  judiciales 
en  caso  de  que  las  justicias  echen  mano  de  ellos ,  por  guar- 
dar mas  el  secreto ,  para  recibir  quejas  y  las  primeras  infor- 
maciones de  los  delitos  á  fin  de  prender  á  los  que  apare- 
cieren culpables ,  debiendo  pasar  luego  las  diligencias  al 
escribano  del  número,  ó  del  crimen  si  lo  hubiere;  ley  7  , 
til.  23 ,  lib.  10 ,  y  ley  2 ,  lit.  32 ,  lib.  12 ,  Nov.  Rec.  —  En  las 
aldeas  donde  no  residen  escribanos  numerarios,  así  como 
en  la  corte,  sitios  reales,  y  pueblos  donde  hay  cnancillería 
ó  audiencia ,  pueden  autorizar  contratos  y  testamentos.  Pue- 
den asimismo  actuar  con  los  alcaldes  de  sacas  y  hermandad, 
jueces  de  comisión  y  pesquisidores  ,  y  autorizar  las  obliga- 
ciones ó  autos  que  dimanen  de  estos  negocios ,  y  las  perte- 
necientes á  las  rentas  reales,  en  caso  que  no  haya  propietario 
ó  teniente;  ley  7,  lit.  23,  lib.  10,  Nov.  Rec. 

Por  real  orden  de  7  de  octubre  de  1835 ,  con  motivo  de 
haber  cesado  en  varios  pueblos,  á  resultas  de  la  nueva  divi- 
sion judicial,  los  juzgados  ordinarios  que  habia  en  ellos,  se 
estableció  como  regla  general  :  —  Io.  «  que  los  escribanos 
numerarios  de  los  pueblos  cabeza  de  partido  judicial  actúen 
esclusivamente  en  los  negocios  de  sus  juzgados  de  primera 
instancia  :  —  2o.  que  en  el  caso  de  que  el  número  de  escri- 
banos residentes  en  la  cabeza  de  partido  no  llegue  á  tres ,  la 
audiencia  respectiva ,  si  lo  considera  necesario  ó  convenien- 
te ,  nombre  para  completarle ,  con  calidad  de  interinamente, 
de  entre  los  numerarios  del  mismo  partido  que  reúnan  á 
todas  las  otras  circunstancias  requeridas  la  de  una  firme  y 
sincera  adhesión  á  la  reina  nuestra  señora  y  libertades  pa- 
trias :  —  3o.  que  los  escribanos  numerarios  de  los  demás 
pueblos  del  partido  se  limiten  á  actuar  en  los  negocios  cuyo 
conocimiento  corresponda  á  los  alcaldes  ordinarios  ó  sus 
tenientes;  y  últimamente  que  se  encargue  á  estos  mismos 
escribanos ,  con  esclusion  de  los  numerarios  de  la  cabeza  de 
partido  ,  las  diligencias  de  cualquiera  naturaleza  que  sean  , 
que  deban  practicarse  en  los  pueblos  de  su  residencia  ,  ce- 
sando las  medidas  contrarias  á  las  presentes  que  se  hayan 
adoptado  por  las  audiencias  territoriales.  » 

IX.  El  escribano  que  cometiere  falsedad  en  cartas  ó  pri- 
vilegios reales ,  incurre  en  pena  de  muerte  y  confiscación  de 
bienes  :  y  el  que  la  cometiere  en  otros  instrumentos  ó  en 
procesos  ó  causas  en  que  actúa,  incurre  en  la  pena  de  mu- 
tilación de  la  mano  derecha  y  en  la  de  infamia  perpetua ,  de 
suerte  que  ni  puede  ya  ser  testigo  ni  obtener  honra  alguna 
en  su  vida  ;  leyes  7  y  8,  lit.  9,  Part.  2,  ley  16,  lit.  19, 
Part.  5  ,  y  ley  6,  til.  7,  Part.  7.  Mas  como  está  ya  abolida 
por  el  desuso  toda  mutilación  de  miembro ,  y  lo  está  igual- 
mente por  la  ley  la  confiscación  de  bienes,  no  se  suele  im- 
poner en  la  actualidad  á  los  escribanos  falsarios  otra  pena 
que  la  de  privación  de  oficio  ,  la  de  presidio ,  destierro, 
confinación  ,  la  multa,  el  apercibimiento,  la  pérdida  de  sus 
derechos,  etc.,  según  la  naturaleza,  trascendencia  y  cir- 
cunstancias de  la  falsedad  -,  ademas  del  resarcimiento  de  los 
daños  y  perjuicios  que  por  ella  se  hubiesen  ocasionado. 
Véase  Falsedad  y  Notario. 
ESCRIBANOS  de  cáiuara>Los  escribanos  que  asisten  á 


las  salas  de  las  Audiencias  ó  de  un  tribunal  supremo  para  la 
Vsustanciacion  de  los  negocios  ,  ó  sea  para  recibir  los  pedi- 
mentos y  espedientes,  dar  cuenta  de  ellos,  estender  los  au- 
tos ó  decretos ,  y  espedir  los  despachos  ó  provisiones  que  se 
ordenan  para  9u  ejecución. 

Las  ordenanzas  de  las  Audiencias  de  183o  contienen  sobre 
los  escribanos  de  cámara,  en  el  tít.  II,  cap.  VI,  las  dispo- 
siciones siguientes  : 

«  123.  Habrá  en  las  Audiencias  de  la  península  ,  escepto 
la  de  Oviedo ,  dos  escribanos-de  cámara  por  cada  una  de  las 
salas  ordinarias.  En  las  Audiencias  de  Oviedo,  Canarias  y 
Mallorca  habrá  dos  escribanos  de  cámara  solos ,  uno  por 
cada  sala. 

Todos  ellos  percibirán  los  derechos  respectivos  conforme 
á  arancel ,  ademas  de  la  dotación  que  se  señale  á  los  que 
sirvan  en  las  salas  del  crimen. 

124.  No  podrá  ser  escribano  de  cámara  ninguno  que  no 
tenga  veinte  y  cinco  años  cumplidos,  y  que  á  las  indispensa- 
bles cualidades  de  probidad ,  aptitud  y  fidelidad  no  reúna  la 
de  ser  escribano  público  aprobado ,  ó  abogado ,  ó  la  de  haber 
sido  por  tres  años ,  á  lo  menos ,  oficial  de  escribanía  de  cá- 
mara de  alguna  Audiencia. 

125.  Los  escribanos  de  cámara  serán  también  nombrados 
por  S.  M.  á  simple  propuesta  de  la  respectiva  Audiencia  por 
esta  vez ,  y  en  lo  sucesivo  por  terna  que  ella  proponga ,  pre- 
via oposición,  bajo  las  reglas  siguientes  : 

Primera.  Se  anunciará  la  vacante  en  la  misma  forma  y  por 
el  término  que  el  artículo  99  prescribe  respecto  á  los  relato- 
res ,  y  los  pretendientes  presentarán  en  la  secretaría  sus  tí- 
tulos con  la  fe  de  bautismo.  Véase  Relator. 

Segunda.  Cumplido  el  término  de  los  edictos  ,  y  señalado 
dia  por  la  Audiencia  para  dar  principio  á  la  oposición .  con- 
currirán los  opositores  á  la  secretaría  media  hora  antes  de 
empezarse  este  acto;  y  á  cada  uno  se  le  entregarán ,  para 
que  pueda  enterarse  ,  dos  pleitos  sencillos  en  que  haya  pre- 
tensiones pendientes  >  designados  por  el  ministro  mas  mo- 
derno, de  los  cuales  el  opositor  dará  cuenta  en  público  al 
tribunal  pleno ,  con  la  oportuna  indicación  de  los  anteceden- 
tes y  del  último  estado  del  negocio  respectivo ,  según  acos- 
tumbran hacer  los  escribanos  de  cámara. 

Tercera.  En  seguida,  á  puerta  cerrada,  se  hará  por  la 
Audiencia  al  opositor  un  examen  de  un  cuarto  de  hora  sobre 
el  orden  de  sustanciacion  é  instrucción  de  los  negocios, 
en  cuanto  corresponde  á  los  escribanos ,  y  sobre  lo  demás 
que  concierne  á  las  obligaciones  de  este  oficio,  observándose 
también  lo  que  se  dispone  en  las  reglas  6a.  y  7a.  de  dicho 
artículo  99. 

126.  Los  escribanos  de  cámara  de  cada  Audiencia  se  su 
plirán  unos  á  otros  siempre  que  fuere  necesario  ,  con  apro- 
bación de  ella  ;  pero  el  tribunal  en  caso  de  ausencia ,  enfer- 
medad ó  vacante  podrá,  si  lo  tuviere  por  mas  conveniente, 
habilitar  á  algún  oficial  de  la  escribanía  ó  á  algún  escribano 
público  aprobado  para  que  la  despache  como  interino  ,  sin 
que  nunca  esta  habilitación  deba  durar  mas  de  lo  que  duro 
la  vacante  cuando  la  hubiere. 

127.  Será  obligación  precisa  délos  escribanos  de  cámara 
del  crimen  presentar  con  oportunidad  para  los  alardes  al 
presidente  de  la  sala  respectiva  una  lista  semanal  de  las  cau- 
sas criminales  pendientes  en  sus  oficios,  y  cada  quince  dias 
otra  de  las  que  de  igual  clase  pendieren  en  los  juzgados  de 
primera  instancia,  según  las  noticias  que  se  hayan  pasado  á 
la  respectiva  escribanía  de  cámara.  También  deberán  pasar 
á  aquel  cada  quince  dias  con  igual  oportunidad  y  objeto 
una  lista  de  los  negocios  civiles  pendientes  los  escribanos  de 
cámara  que  los  tengan  ;  y  así  estos  como  lus  del  crimen  es- 
pillarán siempre  en  dichas  listas,  el  estado  de  las  causas  y 
pleitos. 

Unos  y  otros  asimismo  joasaráu  cada  quince  dias  á  los 
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fiscales  otra  lista  de  los  negocios  que  se  hubieren  entregado 
ásus  agentes  fiscales  por  la  respectiva  escribanía. 

128.  No  admitirán  los  escribanos  de  cámara  negocio  al- 
guno de  primera  entrada  sin  que  se  les  haya  repartido,  con- 
forme al  artículo  2o  ;  y  una  vez  hecha  la  eacomienda  de  los 
asuntos ,  no  podrá  el  escribano  respectivo  presentarlos  otra 
vez  para  que  se  encomienden  de  nuevo.  Véase  Sata. 

129.  Los  escribanos  de  cámara  concurrirán  á  la  Audien- 
cia media  hora  antes  de  empezarse  el  despacho  para  recibir 
las  peticiones  que  se  les  hubieren  repartido  aquel  dia ,  y  po- 
der dar  cuenta  de  ellas  en  la  sala  á  primera  hora. 

130.  De  todas  las  peticiones  y  espedientes  que  se  les  hu- 
bieren entregado  antes  de  empezarse  el  despacho  de  la  sala, 
darán  cuenta  en  ella  precisamente  en  aquel  mismo  dia;  pe- 
ro si  se  les  hubieren  entregado  después,  lo  harán  al  siguiente 
dia  de  Audiencia,  á  menos  que  fuere  negocio  urgente  ;  en 
cuyo  caso  lo  manifestarán  luego  al  que  presida  la  sala,  para 
dar  cuenta  á  esta  si  así  se  dispusiere  por  la  misma. 

131.  Ordenarán  los  procesos  y  coserán  las  fojas  por  el 
orden  en  que  se  hayan  presentado  con  la  correspondiente  nu- 
meración en  cada  una,  haciendo  y  rotulando  las  piezas  ó 
rollos  de  manera  que  ninguna  pase  de  200  fojas  ,  y  nume- 
rándolos por  su  orden  :  y  cuando  se  hicftse  alguna  presen- 
tación de  documentos  de  mucho  volumen,  formarán  de  ellos 
piezas  separadas,  poniendo  en  la  carpeta  la  inscripción  cor- 
respondiente, con  designación  del  pedimento  con  que  se 
hubieren  presentado. 

132.  Los  escribanos  de  cámara  reconocerán  los  procesos, 
antes  de  pasarlos  á  los  relatores,  para  ver  si  falta  alguna  ci- 
tación, notificación  ú  otro  requisito  de  los  que  deba  llenar 
la  escribanía  ;  y  si  faltare,  lo  completarán  siendo  de  su  car- 
go, ó  en  otro  caso  darán  cuenta  á  la  sala. 

133.  Cada  escribano  de  cámara  tendrá  los  libros  necesa- 
rios, en  que  los  agentes  fiscales ,  los  relatores  y  los  procu- 
radores firmen  el  recibo  de  los  procesos  que  se  les  entre- 
guen, borrándolo "  cuando  los  devuelvan  despachados  :  y 
siempre  cuidará  ,  bajo  su  mas  estrecha  responsabilidad ,  de 
no  entregar  dichos  procesos  sino  á  personas  competentes 
para  recibirlos ,  y  de  que  se  renueven  los  recibos  cuando  se 
retardare  la  devolución  de  los  procesos  de  modo  que  en  nin- 
guno se  halle  fecha  mas  antigua  que  la  de  un  año. 

134.  En  la  instrucción  de  los  negocios  deberán  los  escri- 
banos de  cámara  observar  las  reglas  siguientes  : 

Primera.  Guardarán  el  mas  rigoroso  secreto  acerca  de 
las  providencias  del  tribunal ,  hasta  que  estuvieren  rubrica- 
das, ó  firmadas,  y  en  estado  de  notificarse. 

Segunda.  Las  citaciones,  y  también  las  notificaciones  que 
se  hagan  á  las  partes,  para  aquellos  actos  en  que  hay  térmi- 
no preciso ,  ó  en  que  pueda  resultar  perjuicio  de  la  dilación 
ó  de  la  negligencia,  deberán  estenderse  con  espresion  de  la 
hora  en  que  se  hicieron,  y  ser  firmadas  ademas  por  la  parte 
notificada,  ó  citada,  ó  por  un  testigo  á  su  ruego,  si  ella  no 
supiere  :  y  siempre  que  por  la  parte  se  pida,  deberá  el  es- 
cribano darle  copia  literal  y  rubricada  por  él  de  la  provi- 
dencia que  le  notifique. 

Tercera.  Anotarán  siempre  en  el  proceso  los  dias  en  que 
las  partes  lo  recogen  y  lo  devuelven,  aquellos  en  que  empie- 
zan y  acaban  los  términos  probatorios  que  se  concedan,  y 
aquellos  en  que  las  partes  presentan  escritos  ,  sin  devolver 
proceso  ;  debiendo  ademas  espresar  en  la  nota  la  hora  de  la 
presentación  de  toda  solicitud  sobre  algún  punto  que  tenga 
término  fatal,  como  ia  súplica,  etc. 

13Í).  Los  escribanos  de  cámara  no  refrendarán  las  reales 
provisiones,  cartas  ó  despachos  que  la  Audiencia  mande  li- 
brar, sin  que  antes  las  firmen  el  regente  y  los  ministros  que 
deben  hacerlo  con  arreglo  al  artículo  22  (esto  es,  el  regente, 
el  semanero  y  otros  dos  ministros  )  :  y  á  este  fin  deberán 
presentarlas  con  las  providencias  originales  para  que  se  ha- 


ga el  cotejo  prescrito  en  el  párrafo  Io.  del  artículo  86. 
Véase  Semanero. 

136.  En  dichas  provisiones,  despachos  y  cartas  arregla- 
rán la  escritura  como  corresponde,  y  no  pondrán  para  acre- 
centarla mas  de  lo  que  fuere  necesario.  Las  ordenarán  y 
harán  escribir  por  sus  propios  oficiales,  sin  dejarlo  nunca  á 
los  interesados  ;  y  las  corregirán  por  sí  mismos ,  y  en  cada 
una  pondrán  la  espresion  de  corregida,  rubricándola. 

157.  Deberán  escribir  de  su  mano,  al  dorso  de  las  provi- 
siones, el  importe  de  sus  derechos  y  los  del  registrador. 

158.  Las  provisiones,  después  de  firmadas  y  refrendadas, 
no  las  entregarán  á  persona  alguna,  sino  á  los  procuradores 
á  cuya  instancia  se  libren,  por  serlos  responsables  dé  su  pa- 
radero. Las  de  oficio  las  remitirán  á  los  jueces  á  quienes  va- 
yan cometidas,  después  de  registradas  y  selladas. 

159.  En  las  salas  que  tuvieren  dos  escribanos  de  cámara, 
uno  de  ellos  alternando  por  semanas,  guardará  sala  para  au- 
torizar aquellos  actos  que  se  ofrezcan  y  que  no  correspon- 
dan especialmente  á  otro  escribano. 

140.  Cada  escribano  de  cámara  tendrá  un  libro,  rubricado 
por  el  ministro  mas  moderno  de  la  Audiencia ,  en  donde 
asiente  las  mullas  que  en  los  pleitos  y  causas  radicadas  en  su 
oficio  se  hubieren  impuesto  por  condenaciones  que  merez- 
can ejecución;  é  impuesta  que  sea  de  esta  manera  alguna 
multa,  el  escribano  pasará  dentro  de  veinte  y  cuatro  horas 
la  correspondiente  certificación  á  la  intendencia  de  la  pro- 
vincia, para  que  pueda  disponer  la  exacción. 

141.  Los  escribanos  de  cámara  estarán  obligados  á  dar 
recibo,  siempre  que  las  partes  se  lo  pidan,  de  los  derechos 
que  cobren  de  ellas;  debiendo  siempre  anotar  al  margen  de 
cada  actuación  el  importe  de  los  que  por  ella  les  correspon- 
dan, y  en  caso  de  duda  sobre  si  estos  se  hallan  ó  no  com- 
prendidos en  el  arancel,  se  hará  presente  á  la  Audiencia  para 
que  la  decida. 

Ademas  tendrán  puesta  en  sus  respectivas  escribanías ,  y 
en  sitio  donde  pueda  leerse,  una  tabla  con  el  arancel  de  sus 
derechos,  para  que  cada  uno  sepa  lo  que  ha  de  exigir, y  las 
parles  lo  que  han  de  pagar. 

142.  No  deberán  dar  copia  certificada  ó  testimonio  de 
cosa  alguna,  sin  que  preceda  para  ello  mandato  de  la  Au- 
diencia ó  de  la  sala. 

145.  Pasarán  dentro  de  ocho  dias  al  archivo  de  la  Audiew 
cia  los  pleitos  en  que  se  hubiere  despachado  ejecutoria, 
quedando  anotados  en  las  matrículas  los  pleitos  de  esta 
clase;  pero  los  ya  determinados  definitivamente,  en  que  no 
se  haya  librado  ejecutoria  ,  los  conservarán  en  su  escriba- 
nía de  cámara,  hasta  que  se  hubiere  despachado. 

En  igual  forma  y  término  pasarán  al  archivo  las  causas 
criminales  en  que  se  hubiere  ejecutado  el  fallo  definitivo  do 
la  Audiencia  ,  y  que  no  sean  de  las  que  deban  devolverse  á 
los  juzgados  inferiores. 

144.  También  conservarán  en  su  escribanía  los  pleitos 
que  queden  suspensos  ó  descuidados  por  las  partes;  pero 
pasados  tres  años  sin  promoverlos  ninguna ,  darán  cuenta  á 
la  sala,  para  que  mande  citarlas  de  nuevo,  ó  acuerde  lo  quo 
corresponda. 

145.  Pondrán  el  mayor  cuidado  en  la  custodia  de  todos 
los  papeles  de  su  oficio,  y  en  que  estén  en  él  con  el  mejor 
orden  posible,  formandft  al  intento  los  índices  y  matrículas 
que  correspondan.  » 

[  *  En  la  bepublica  Ce  Méjico,  para  ser  escribano  es  ne- 
cesario justificar  que  se  han  hecho  los  estudios  competentes 
en  alguno  de  los  colegios  aprobados ,  ó ,  si  el  candidato  no 
es  vecino  de  la  ciudad  de  Méjico  ,  que  los  ha  hecho  en  otro 
establecimiento  ó  privadamente  por  espacio  de  tres  años 
cuando  menos  ;  que  por  medio  de  nuevo  examen  se  lia  ob- 
tenido la  aprobación  y  declaración  de  aptitud ,  precisamente 
de  alguno  de  dichos  colegios  ;  y  que  según  información , 
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con  audiencia  del  síndico  del  común ,  resulta  ser  el  aspirante 
de  buena  vida  y  costumbres ,  y  no  haber  estado  nunca  pro- 
cesado ni  haber  sido  acusado  de  delitos  públicos ,  especial- 
mente del  de  falsedad.  Declarados  bastantes  estos  documen- 
tos ,  se  da  comisión  al  colegio  de  escribanos  ,  donde  lo  hay, 
para  que  examine  al  candidato  ,  y  aprobado  por  aquel ,  se 
procede  á  nuevo  examen  por  el  tribunal ,  con  cuya  aproba- 
ción se  le  espide  el  título  competente.  Para  ejercer  su  oficio , 
debe  ademas  presentar  este  título  previamente  á  las  auto- 
ridades judicial  y  gubernativa  ;  ley  b,  lit.  8',  lib.  b,  Rec.  de 
Ind.,  circular  de  Io.  de  agoslo  de  1831,  til.  Io.  Plan  prov. 
de  esludios  de  Al  de  noviembre  de  1834,  y  art.  20  ,  cap.  2, 
Reglam.  de  15  de  enero  de  1838. 

Según  acabamos  de  ver,  el  examen  de  los  que  pretendan 
ser  escribanos ,  corresponde  á  los  tribunales  superiores  ó 
de  segunda  instancia  de  los  departamentos  ,  previa  la  jus- 
tificación de  hallarse  adornados  de  las  circunstancias  que 
hemos  referido  ;  y  con  la  certificación  de  haber  sido  apro- 
bados deben  acudir  al  supremo  Gobierno ,  á  quien  csclu- 
sivamente  corresponde  la  facultad  de  espedirles  el  título 
Competente  :  art.  64,  ley  de  23  de  mayo  de  1837,  art.  2  , 
cap.  2,  Reglam.  de  Ib  de  enero  de  1838,  y  orden  publi- 
cada por  bando  de  50  de  diciembre  de  1841. 

Ningún  escribano  puede  llevarse  consigo  el  protocolo  ,  al 
separarse  del  lugar  de  su  residencia ,  sino  que  lo  ha  de 
depositar  en  el  oficio  de  hipotecas ,  de  donde  puede  reco- 
gerlo á  su  regreso  ;  so  pena  de  efectuarse  el  depósito  por  la 
autoridad  competente,  y  quedar  suspenso  aquel  de  oficio 
por  el  tiempo  que  estime  prudente  el  gobernador  del  depar- 
tamento. Guando  la  traslación  provenga  de  haber  sido  des- 
tinado á  algún  juzgado  ,  puede  llevarse  sus  protocolos  ;  pero 
ha  de  pedir  y  alcanzar  previamente  la  venia  por  escrito  del 
gobernador  respectivo  :  arts.  2,  5  y  4,  orden  publicada  por 
bando  de  28  de  diciembre  de  1841. 

**  En  la  república  de  Venezuela  debe  suprimirse  la  doc- 
trina espuesta  en  este  artículo  ,  porque  las  escribanías  y  los 
escribanos  han  sido  reemplazados  por  las  oficinas  de  registro 
y  los  registradores. 

En  cada  capital  de  provincia  hay  una  oficina  principal 
de  registro,  y  en  cada  canton  una  ó  mas  subalternas  depen- 
dientes de  ella.  La  oficina  principal  está  á  cargo  de  la  per- 
sona que  nombra  el  Gobierno ,  previo  informe  del  Gober- 
nador, y  bajo  fianza  por  cierta  suma,  á  satisfacción  de  este 
último  ;  y  las  subalternas  al  cuidado  del  que  nombra  el  re- 
gistrador principal ,  bajo  las  garantías  que  quiera  exigirle  , 
como  responsable  que  es  de  sus  actos.  Para  ser  registrador 
de  cualquiera  de  estas  dos  clases,  es  necesario  ser  venezo- 
lano en  ejercicio  de  los  derechos  de  ciudadano  ,  de  conocida 
probidad,  tener  2b  años  cumplidos,  y  ser  examinado  y 
aprobado  por  el  juez  de  primera  instancia  del  circuito  en 
donde  se  halle  la  oficina  de  que  haya  de  encargarse.  La 
oficina  principal  es  el  depósito  de  todos  los  protocolos  de  la 
provincia,,  de  los  autos  concluidos  y  mandados  archivar 
por  los  tribunales,  del  canton  en  donde  se  halle  establecida  , 
y  de  todos  los  documentos  oficiales  que  no  pertenecen  á 
otros  archivos,  y  cuya  conservación  interesa  generalmente; 
y  la  subalterna  lo  es  solo  de  los  protocolos  que  se  llevan  en 
ella,  y  de  los  autos  fenecidos ,  mandados  archivar  por  los 
tribunales  de  su  canton  respectivo.  Unas  y  otras  deben  llevar 
con  entera  separación  los  protocolos  que  la  ley  especifica  ; 
y  para  que  de  todos  ellos  haya  un  ejemplar  en  la  oficina 
principal  y  otro  en  la  subalterna  á  un  mismo  tiempo ,  deben 
estas  llevar  los  suyos  por  duplicado,  como  también  un  libro 
índico,  con  tres  por  orden  alfabético  ;  el  primero,  de  los 
apellidos,  y  nombres  de  los  otorgantes  ó  interesados  en  el 
registro  ;  el  segundo ,  de  los  nombres  de  las  fincas  á  que  se 
refieren  los  actos  registrados  ;  y  el  tercero ,  de  los  nombres 
de  las  parroquias  en  donde  estén  situadas  dichas  fincas  ; 


espresando  en  cada  asiento  el  número  del  protocolo  y  el  folio 
en  que  se  hizo  el  registro.  Cada  mes  deben  remitir  las  ofici- 
nas subalternas  á  la  principal  un  ejemplar  de  estos  proto- 
colos con  el  libro  índice  correspondiente,  y  para  que  ambos 
ejemplares  estén  corrientes  y  sean  iguales  en  su  contenido  , 
siempre  que  el  registro  consista  en  la  cancelación  total  ó 
parcial,  ó  en  poner  alguna  nota  por  otra  razón  á  una  escri- 
tura ó  acto  registrados  de  antemano ,  si  el  protocolo  en  que 
se  hizo,  ha  sido  remitido  ya  á  la  oficina  principal,  debe  la 
subalterna  participárselo ,  para  que  se  ponga  en  él  la  misma 
nota  que  deja  estendida  en  el  suyo. 

Para  elevar  á  escritura  pública  los  contratos,  fianzas, 
testamentos,  poderes,  protestas,  declaraciones  ó  cuales- 
quiera otros  actos  privados ,  se  estienden  ó  se  leen ,  si  ya 
están  estendidos  en  el  papel  sellado  correspondiente,  por  los 
otorgantes  y  personas  interesadas  ante  el  registrador,  y  se 
firman  en  su  presencia  y  la  de  dos  testigos  ó  los  mas  que 
exija  la  ley  en  casos  determinados.  El  registrador  estiende  ó 
toma  nota  del  contenido  del  papel  en  su  protocolo,  del  modo 
que  en  la  ley  se  le  previene ,  según  la  naturaleza  del  acto, 
sin  lomar  parte  en  él,  ni  mezclarse  en  los  términos  en  que 
los  otorgantes  quieran  redactar  el  documento  ;  y  al  pié  do 
dicho  papel  pone  luego  una  nota,  en  la  cual  debe  espresar 
si  los  interesados  %  leyeron  ó  lo  estendieron  en  su  presencia, 
si  lo  firmaron ,  y  no  sabiendo  alguno  de  ellos ,  tratándose 
de  testamento  ó  de  contrato  ,  qué  testigo  lo  hizo  en  su  lugar 
y  á  su  ruego ,  la  fecha  del  registro ,  el  número  del  protocolo 
en  donde  se  halla  ,  y  quiénes  fueron  los  que  presenciaron 
el  acto  como  testigos.  Con  esta  nota  se  entrega  el  documento 
á  las  partes,  y  tiene  ya  toda  la  autoridad  de  escritura  pública 
original ,  igual  en  fuerza  á  la  que  ha  sido  estendida  en  el 
protocolo  ;  y  si  hubiere  documentos  que  hayan  sido  exhibidos 
al  tiempo  del  otorgamiento  como  justificación  de  algún  es- 
tremo ,  y  las  partes  ó  interesados  desean  que  se  guarden  en 
la  misma  oficina,  el  registrador  lo  indica  así  en  su  pro- 
tocolo, y  los  archiva  bajo  el  número  que  les  corresponda 
en  el  orden  de  los  comprobantes  de  este  último. 

A  los  otorgantes  y  demás  personas  interesadas  que  apa- 
rezcan en  el  acto  registrado  ,  deben  dárseles  todos  los  tras- 
lados que  pidan  sin  necesidad  de  decreto  del  juez,  como 
también  á  cualquiera  que  solicite  testimonio  de  autos  archi- 
vados; pero  cuando  se  demande  solo  de  parte  de  estos  autos 
ó  de  algún  papel  que  en  ellos  se  contenga ,  cuando  se  trato 
de  algún  documento  archivado  en  la  oficina  principal,  y 
cuando  el  que  desea  el  traslado  ,  sea  una  tercera  persona  , 
que  no  intervino  en  el  registro  ;  son  necesarias  una  orden 
previa  del  juez,  y  la  justificación  de  haber  sido  citados  los 
otorgantes,  los  interesados  ó  las  partes. 

El  registrador  no  puede  diferir  los  registros  ni  las  demás 
diligencias  que  están  á  su  cargo,  cuando  sea  requerido  por 
una  autoridad  ó  por  los  particulares,  bajo  la  multa  de  4  á  20 
pesos  á  juicio  del  juez,  y  la  pena  de  ser  depuesto  después 
de  haber  sido  multado  tres  veces  ;  escepto  el  caso  en  que 
medie  causa  grave,  por  la  cual  no  haya  podido  desempeñar 
sus  deberes.  Su  oficina  debe  estar  abierta  por  espacio  do 
ocho  horas  al  menos  cada  día ,  y  él  está  obligado  á  perma- 
necer sin  intermisión  en  ella,  á  menos  que  le  sea  forzoso  salir 
á  practicar  en  otro  lugar  alguna  diligencia  de  su  oficio,  en 
cuyo  caso  debe  dejar  un  encargado  para  dar  razón  de  su 
persona;  y  á  cualquiera  hora  del  día  ó  de  la  noche  en  quo 
sea  llamado  á  presenciar  el  testamento  de  un  enfermo  gravo 
dentro  del  lugar  de  su  residencia ,  debe  asistir  bajo  la  multa 
de  cien  pesos,  y  pena  de  destitución  en  caso  de  reincidencia. 
Los  registradores  merecen  fe  pública  en  todos  los  actos  de 
su  oficio,  y  á  ellos  corresponde  la  legalización  de  las  firmas 
de  cualquier  empleado  ó  funcionario  público  en  union  con 
uno  de  los  jueces  del  lugar  ;  bastando  la  firma  do  este  y  la 
del  Jefe  político  puesta  á  continuación  de  la  del  registrador, 
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ada.  Para  este,  como 


para  que  esta  se  entienda  por  comprobad; 
para  todos  y  cada  uno  de  los  demás  actos  de  su  oficio,  tiene 
prefijada  la  ley  la  cantidad  que  debe  abonarse  por  los  inte- 
resados, de  la  cual  debe  dar  siempre  su  recibo;  y  el  que 
llevare  mas  derechos  bajo  cualquier  pretesto,  está  sujeto  á 
devolver  el  esceso ,  pagar  su  duplo,  y  ser  destituido  en  caso 
de  reincidencia;  ley  de  17  de  marzo  de  1838. 

También  los  escribanos  de  los  tribunales  ordinarios  han 
sido  sustituidos  en  la  república  de  Venezuela  por  otros  ofi- 
ciales llamados  secretarios.  Para  serlo ,  se  necesita  estar  en 
el  ejercicio  de  los  derechos  de  ciudadano  ,  y  no  tener  rela- 
ción de  parentesco  dentro  del  cuarto  grado  civil  de  consan- 
guinidad ó  segundo  de  afinidad  con  el  juez  con  quien  se 
actúe.  El  nombramiento  de  estos  oficiales  corresponde  á  los 
jueces  de  primera  instancia  y  alcaldes  ,  cada  uno  para  su 
juzgado  respectivo  ;  y  su  permanencia  en  este  destino  pende 
de  la  voluntad  del  que  se  lo  confiere,  sin  necesidad  de  some- 
terlos á  juicio ,  y  se  acaba ,  cuando  es  reemplazado  en  el 
ejercicio  de  la  jurisdicción  el  que  hizo  el  nombramiento. 
Sus  deberes  son  redactar  todas  las  actuaciones  judiciales; 
anotar  el  dia  y  hora  en  que  se  presentan  los  escritos,  cuando 
las  partes  lo  soliciten;  señalar  una  ó  dos  horas  al  dia,  en  las 
cuales  puedan  los  litigantes  enterarse  de  los  autos  dentro  de 
sus  oficinas;  dar  cuenta  y  estampar  diariamente,  ó  en  los 
períodos  que  corresponda,  las  diligencias  practicadas  en  la 
ejecución  de  cada  sentencia;  y  tasar  las  costas  de  los  pleitos  : 
art.  9 ,  ley  única,  tit.  6 ,  Cód.  de  proced,  j'ud,.  de  19  de  mayo 
de  1836,  art.  27,  ley  única,  tit.  H  ,  Cód.  cit. ,  reformada 
en  3  de  mayo  de  1858,  art.  So,  ley  de  h  de  mayo  de  1838, 
y  arts.  U7  y  US,  ley  de  23  de  marzo  de  1841. 

En  las  Cortes  de  justicia  desempeña  las  funciones  de  secre- 
tario uno  de  sus  ministros  con  el  título  de  Canciller;  arts.  1, 
5  y  10,  ley  de  23  de  marzo  de  1841. 

***  Respecto  al  nombramiento  de  escribanos  en  la  repú- 
blica de  Chile  ,  véase  lo  que  se  dice  acerca  de  los  procura- 
dores en  el  artículo  Procurador  judicial ,  porque  las  dispo- 
siciones que  en  él  se  citan,  los  comprenden  á  entrambos  en 
sus  acuerdos.] 

ESCRITO.  El  pedimento  ó  alegato  que  se  presenta  en 
un  pleito  ó  causa;  —  y  la  escritura  ó  vale  que  se  exhibe 
para  prueba. 

ESCRITO.  Comparando  lo  que  se  escribe  con  la  mate- 
ria en  que  se  escribe  ,  considera  la  ley  como  cosa  principal 
la  materia  y  como  accesoria  lo  escrito;  de  suerte  que  si  uno 
escribe  en  pergamino  ajeno  ,  sea  con  buena  ó  con  mala  fe, se 
apropia  siempre  lo  escrito  al  dueño  del  pergamino,  quien 
solo  en  caso  de  buena  fe  tiene  obligación  de  pagar  al  escri- 
tor lo  que  valga  el  escrito  á  juicio  de  peritos  ;  ley  56,  lit.  28, 
Pari.  5.  Esta  disposición ,  que  nuestra  ley  tomó  del  dere- 
cho romano,  no  puede  aplicarse  en  el  dia  de  un  modo  tan 
absoluto  como  está  enunciada  :  es  necesario  distinguir  entre 
materia  y  materia ,  y  entre  escrito  y  escrito;  y  adjudicar  el 
escrito  ó  la  materia  al  dueño  de  aquella  de  las  dos  cosas  que 
sea  de  mas  precio,  ó  por  mejor  decir,  al  que  perdería  mas 
por  la  privación  de  ellas,  con  la  obligación  empero  de  dar 
al  otro  la  correspondiente  indemnización. Y  éase  Accesión  in- 
dustrial. 

ESCRITOR.  El  autor  de  alguna  obra  manuscrita  ó  im- 
presa. Véase  Autor. 

ESCRITURA.  El  papel  ó  documento  con  que  se  justi- 
fica ó  prueba  alguna  cosa  :  Fiant  scriplurœ ,  ut  quod  aclum 
est  per  cas  probari  possil;  l.  4,  D.  de  /¡de  inslrum.  Hay  es- 
critura pública  y  escritura  privada. 

ESCRITURA.  Llámase  así  por  antonomasia  la  Escritura 
sagrada  ó  la  Biblia.  Véase  Biblia. 

ESCRITURA  pública.  La  que  se  hace  por  escribano  pú- 
blico en  presencia  de  las  partes  quela  otorgan  con  asistencia  de 
dos  testigos,  firmándola  los  interesados  ó  por  su  ruego  alguno 


de  los  testigos  con  el  mismo  escribano.  Este  la  pone  pri- 
mero en  estracto  ó  borrador  en  un  cuadernillo  de  papel  co- 
mún que  llaman  minutario,  y  luego  la  estiende  con  mas  for- 
malidad en  el  protocolo  ,  que  es  un  libro  de  pliego  entero 
en  que  se  ponen  y  guardan  por  su  orden  los  registros  de  los 
actos  que  pasan  ante  ^1  escribano  para  que  consten  en  todo 
tiempo.  La  escritura  que  se  traslada  inmediatamente  del 
protocolo  es  la  original,  y  hace  fe  en  cuanto  la  autoriza  el 
escribano  público  ante  quien  pasó,  ú  otro  que  haya  here- 
dado ó  adquirido  los  protocolos  de  este  ,  ó  que  esté  autori- 
zado para  ello  por  el  juez  competente  y  con  citación  de  las 
partes.  La  copia  que  se  saca  de  la  escritura  original  se  lla- 
ma traslado,  y  debe  hacerse  con  las  mismas  circunstancias 
que  esta.  Si  el  escribano  no  es  conocido  en  el  juzgado  donde 
se  haya  de  presentar  la  escritura  hecha  por  él ,  es  preciso 
legalizarla  con  tres  escribanos  que  certifiquen  de  la  firma  , 
signo  y  legitimidad  de  dicho  escribano.  Véase  Instrumento 
público,  Minutario,  Protocolo,  Oficio  de  hipoiecas,  Acree- 
dor escriturario,  etc. 

ESCRITURA  privada.  La  que  hacen  por  sí  mismas  las 
personas  particulares,  sin  intervención  de  escribano;  como 
recibos,  vales,  pagarés,  cartas  misivas,  libros  de  cuentas,  y 
otras  semejantes.  Véase  Instrumento  privado,  Contrato  lite- 
ral, Acreedor  quirografario. 

ESCRITURA  guarentigia.  La  escritura  pública  que 
contiene  cierta  cláusula  en  que  los  contrayentes  dan  facul- 
tad á  los  jueces  para  que  en  fuerza  de  ella  hagan  ejecución 
contra  el  que  no  cumpliere  la  obligación  contraída,  como  si 
asi  se  hubiese  juzgado  ó  transigido.  La  palabra  guarentigia 
es  italiana,  y  significa  seguridad  ó  garantía.  Véase  Clciusula 
guarentigia. 

ESCRITURAR.  Asegurar  y  afianzar  con  escritura  pú- 
blica y  legal  el  contrato  y  la  obligación  para  su  mayor  va- 
lidación y  firmeza. 

ESCRITURARIO.  Lo  perteneciente  á  escritura  ,  como 
acreedor  escriturario;  esto  es,  acreedor  que  justifica  su  cré- 
dito con  escritura  pública. 

ESCRUTADOR.  El  que  en  una  elección  recoge  de  uno 
en  uno  y  en  secreto  los  votos  de  todos  los  electores,  y  luego 
los  reconoce  y  regula  para  saber  cuál  de  los  candidatos  ó 
pretendientes  ha  reunido  á  su  favor  mayor  número  de  su- 
fragios. 

ESCRUTINIO.  El  examen  y  averiguación  exacta  y  dili- 
gente que  sé  hace  de  alguna  cosa  para  saber  lo  que  es  y 
formar  juicio  de  ella  ;  —  y  el  modo  de  recoger  secretamente, 
sin  que  se  sepan,  los  nombres  délos  que  los  han  dado.  Si  se 
trata  ,  por  ejemplo,  de  una  elección  ,  se  dan  á  los  electores 
tantos  billetes  como  personas  hay  que  puedan  ser  elegidas, 
y  cada  uno  echa  en  una  caja  destinada  al  intento  el  billete 
en  que  está  escrito  el  nombre  de  la  persona  á  quien  quiere 
elegir. 

ESCUDERO.  En  lo  antiguo  era  el  noble  ó  hijodalgo  que 
acompañaba  y  servia  á  algún  ricohombre  ,  señor  ó  persona 
de  distinción  ,  llevándole  sus  armas  y  escudo  en  tiempo  de 
guerra ,  y  recibiendo  acostamiento  de  él  por  este  servicio  ; 
—  y  también  solia  llamarse  así  el  guerrero  que  se  presen- 
taba en  campaña  con  un  escudo  blanco  esperando  distin- 
guirse con  alguna  hazaña  ó  acción  notable  de  valor  para 
poner  divisa  en  el  escudo  y  armarse  caballero.  Habia  es- 
cuderos de  á  piá ,  y  escuderos  de  á  caballo. 

■f  ESCUELA  especial  de  ingenieros  de  montes.  Fué 
creadapor  real  decreto  de  18  de  noviembre  de  18'-í6,  publi- 
cándose en  igual  dia  del  mes  de  agosto  de  1847  su  regla- 
mento orgánico. 

Consta  de  cincuenta  alumnos  internos  y  los  estemos  que 
permiten  las  circunstancias.  —  Para  el  buen  régimen  ,  en- 
señanza y  servicio  de  este  establecimiento  hay  un  director, 
un  vicedirector,  cuatro  profesores  ,  dos  vigilantes  porcada. 
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sección ,  un  oficial  encargado  de  la  secretaria  y  de  la  conta- 
bilidad,  un  conserje  que  desempeña  también  las  funciones 
de  proveedor  y  mayordomo,  un  camarero  por  brigada,  un 
portero  y  un.  capataz  para  el  servicio  del  arboreto.  —  El  que 
aspire  á  ser  alumno  de  la  escuela  ha  de  justificar  con  la  i'e  de 
bautismo  que  ha  cumplido  15  años  de  .edad  y  que  no  pasa 
de  22  :  acreditar  con  una  información  de  tres  testigos  y  los 
atestados  del  jefe  político  de  la  provincia  y  del  alcalde  de 
su  pueblo  que  es  de  buena  conducta  moral  y  de  familia  hon- 
rada ,  y  ser  examinado  y  aprobado  en  gramática  castellana 
y  aritmética  hasta  los  números  denominados  con  la  estension 
que  tienen  en  la  obra  lata  de  Vallejo  ó  en  la  traducida  de 
Lacroix,  Es  ademas  circunstancia  precisa  el  que  tenga  el 
aspirante  la  robustez  y  agilidad  necesaria  parala  fatiga  que 
exige  el  servicio  penoso  de  los  montes.  —  La  enseñanza  do 
la  escuela  dura  cuatro  años  ,  destinándose  el  primero  al  es- 
tudio de  los  elementos  de  matemáticas,  el  segundo  al  de  la 
topografía  ,  el  tercero  al  de  la  historia  natural  aplicada  ,  y 
el  cuarto  al  de  la  dasonomía  ó  ciencia  de  montes. 

Sobre  el  título  que  se  espide  á  los  ingenieros  de  montes  y 
plantíos ,  y  lo  que  pueden  hacer  después  de  haberle  obtenido , 
véase  el  Suplemento  al  Diccionario  de  Escriche. 

f  ESCUELA    ESPECIAL   DEL    CUERPO    DE    ESTADO  MAYOR 

del  ejército.  Según  el  reglamento  de  7  de  julio  de  1845  las 
circunstancias  y  conocimientos  que  han  de  concurrir  en  los 
aspirantes  para  su  admisión  en  la  escuela  son  las  de  ser  ofi- 
cial de  ejército,  milicias  ó  armadas,  sin  defecto  notable  en 
su  persona,  ni  tacha  alguna  en  su  conducta ,  y  la  aprobación 
en  el  examen  de  las  materias  siguientes  :  ordenanzas  gene- 
rales del  ejército,  táctica  de  infantería  y  de  caballería  ,  forti- 
ficación de  campaña  con  el  ataque  y  defensas  de  los  puestos , 
nociones  de  geografía ,  traducir  el  francés  ,  aritmética ,  álge- 
bra, inclusa  la  teoría  general  de  ecuaciones,  geometría 
elemental ,  trigonometría  rectilínea  ,  geometría  práctica ,  y 
dibujo  militar  ó  natural  hasta  cabezas  inclusive. 

Hablando  de  los  alumnos  contiene  el  citado  reglamento  los 
artículos  que  se  hallarán  en  el  Suplemento  mencionado. 

f  ESCUELA  veterinaria.  Según  el  último  arreglo  veri- 
ficado en  el  estudio  y  ejercicio  de  la  veterinaria,  debe  haber 
tres  escuelas  en  la  Península  ;  una  superior  en  Madrid  ,  y 
dos  subalternas  en  Córdoba  y  Zaragoza. 

En  la  superior  dura  la  enseñanza  cinco  años ,  y  en  las  su- 
balternas tres.  —  Para'  ser  admitido  en  cualquiera  de  las 
escuelas  de  veterinaria  se  necesita  :  Io.  Tener  17  años  cum- 
plidos. 2o.  Haber  estudiado  en  escuela  normal  todas  las  ma- 
terias de  la  instrucción  primaria  superior,  ó  sufrir  un  examen 
de  ellas  ante  los  maestros  de  la  escuela  normal  del  pueblo 
donde  esté  la  de  veterinaria..  5o.  Presentar  un  atestado  de 
buena  conducta  y  certificación  de  salud  y  robustez.  —  Los 
que  cursen  en  la  escuela  superior  deben  presentar  ademas , 
al  tiempo  de  revalidarse ,  certificación  de  haber  estudiado 
en  instituto  un  año  de  matemáticas,  los  elementos  de  física 
y  las  nociones  de  historia  natural. 

Las  clases  que  se  dediquen  en  adelante  al  ejercicio  de  las 
diferentes  partes  de  la  ciencia  veterinaria  serán  las  siguientes: 

Primera  clase.  —  Pertenecerán  á  ella  los  que  hubieren 
hecho  sus  estudios  completos  en  la  escuela  de  Madrid  :  sus 
facultades  serán  ejercer  la  ciencia  en  toda  su  estension,  no 
solo  para  curación ,  cria ,  propagación  y  mejora  de  todos  los 
animales  domésticos,  sino  también  para  intervenir  en  los 
casos  de  enfermedades  contagiosas ,  policía  sanitaria  y  reco- 
nocimiento de  pastos. 

Segunda  clase.  —  Comprenderá  los  alumnos  aprobados 
de  los  colegios  subalternos.  Sus  facultades  se  estenderáh  á 
la  curación  del  caballo ,  mulo  á  asno ,  prohibiéndose  el  ejer- 
cicio de  las  demás  partes  que  comprende  la  veterinaria , 
menos  el  herrado  y  los  reconocimientos  de  sanidad.  En  pue- 
blos cortos  podrán  á  falta  de  veterinario  de  primera  clase, 


curar  toda  especie  de  animales  domésticos,  y  sernombrados 
titulares  por  el  ayuntamiento. 

Habrá  ademas  de  las  clases  anteriores ,  otras  dos  que 
serán  los  castradores  y  los  herradores  de  ganado  vacuno. 
Los  aspirantes  á  ellas  se  recibirán  mediante  examen  en  las 
escuelas ,  acreditando  tener  21  años  cumplidos  y  haber  hecho 
dos  de  práctica  con  profesor  aprobado. 

Los  diplomas  de  los  veterinarios  estranjeros  pueden  ser 
revalidados  en  España  para  ejercer  en  ella  la  profesión  pre- 
sentando sus  dueños  los  documentos  de  que  se  ha  hablado 
en  el  artículo  Albéilar.  Rl.  dcc.  de  19  de  agosto  de  1847. 

f  ESCUELA  de  nobles  artes  de  la  academia  de  san 
fernando.  El  real  decreto  de  2b  de  setiembre  de  1844  y  su 
reglamento  de  28  del  mismo  mes  de  1845  han  dado  nueva 
organización  á  este  establecimiento  de  enseñanza.  —  El  pri- 
mero abraza  cinco  capítulos  y  3b  artículos  ,  y  el  segundo 
siete  de  aquellos  y  79  de  estos.  j 

Serán  admitidos  en  las  enseñanzas  de  pintura,  escultura 
y  grabado ,  no  solo  los  que  se  dedican  á  las  nobles  artes , 
sean  nacionales  ó  estranjeros,  sino  también  aquellos  á  quie^ 
nes  convenga  por  razón  del  oficio,  arte  ú  ocupación  en  que 
se  ejerciten;  debiendo  matricularse  al  principiar  el  curso  de 
cada  año.  —  Los  aspirantes  acudirán  á  los  esludios  de  la 
academia  ó  á  los  que  de  ella  dependan  en  los  dias  que  so 
anuncien,  presentando  un  memorial  que  esprese  sus  nom- 
bres y  habitación  de  sus  padres  ó  tutores  ;  indicarán  en  él 
los  estudios  que  hayan  hecho,  acreditándolos  con  las  res- 
pectivas certificaciones,  que  les  serán  devueltas;  y  acom- 
pañarán asimismo  la  fe  de  bautismo  competentemente  lega- 
lizada, si  no  fuesen  naturales  de  Madrid. 

Para  matricularse  ,  tanto  los  aspirantes  á  arquitectos  como 
los  aspirantes  á  maestros  de  obras,  en  el  primer  año  de  su 
carrera  respectiva,  deberán  acreditar  ó  ser  examinados  de 
las  materias  que  á  cada  cual  correspondan.  Se  necesita  ha- 
ber cumplido  15  años  para  ser  admitido  en  esta  enseñanza. 
Véase  Academia  de  nobles  artes  de  San  Fernando. 

-{-.ESCUELA  normal.  Según  el  plan  de  estudios  de  8  de 
julio  de  1847,  debe  haber  en  Madrid  una  escuela  normal  con 
el  número  de  alumnos  internos  que  el  Gobierno  juzgue  con- 
veniente admitir  para  cada  sección  de  la  facultad  de  filosofía. 
—  En  cada  universidad  se  abrirá  un  concurso  para  mandar 
á  la  escuela  normal  el  número  de  alumnos  que  se  le  señale , 
haciendo  solo  oposición  los  quesean  bachilleres  en  filosofía. 

El  alumno  de  la  escuela  normal  que  fuese  aprobado  gozará 
de  las  ventajas  siguientes:  Ia.  Ser,  sin  mas  ejercicios,  licen- 
ciado en  su  sección  respectiva  y  regente  de  primera  clase , 
entregándosele  los  títulos  con  esencion  de  derechos.  2a.  Tener 
durante  los  tres  años  siguientes  un  sueldo  de  5,000  reales  , 
á  no  ser  que  se  coloque  antes  en  enseñanza  con  otro  igual 
por  lo  menos  ;  pero  lo  perderá  si  abandonase  la  carrera  del 
profesorado,  ó  no  admitiese  la  colocación  que  le  déel  Gobierno. 

Para  obtener  cátedras  deberán  los  alumnos  de  la  escuela 
normal  sujetarse  á  oposición  en  concurrencia  con  los  que  se 
presenten  adornados  de  las  circunstancias  al  efecto  pre- 
venidas. 

f  ESCUELAS  normales  de  instrucción  primaria. 
Tienen  por  objeto  :  Io.  Formar  maestros  idóneos  para  las 
escuelas  elementales  y  superiores  de  instrucción  primaria. 
2o.  Servir  de  escuela  superior  primaria  para  el  pueblo  en 
que  se  hallen  establecidas.  5o.  Ofrecer  en  su  escuela  práctica 
de  niños  un  modelo  para  las  escuelas  elementales,  ya  públi- 
cas, ya  privadas.  Reglam.de  13  de  octubre  de  1843,  en  donde 
se  habla  con  estension  de  su  organización. 

-j-  ESCUELAS  pías.  Con  fecha  5  de  marzo  de  1845  se 
espidió  la  siguiente  ley  : 

Artículo  único.  El  instituto  de  las  Escuelas  Pias  volverá 
al  estado  en  que  se  hallaba  antes  de  la  ley  de  29  de  julio  de 
1857  y  del  decreto  de  22  de  abril  de  1834  ,  quedando  sujeto 
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en  la  parte  relativa  á  la  enseñanza  á  las  disposiciones  gene- 
rales sobre  instrucción  pública  y  á  las  órdenes  especiales  del 
Gobierno. 

f  ESCUELAS  públicas.  Véase  Instrucción  primaria. 

■f  ESCUELAS  públicas  de  madrid.  Tienen  su  organiza- 
ción particular,  verificada  en  2b  de  julio  de  1S44  del  modo 
que  puede  verse  en  el  Suplemento  citado. 

ESCULTOR.  El  artífice  que  esculpe  y  entalla  alguna 
efigie  en  mármol,  piedra,  madera,  etc.  Véase  Academia  de 
nobles  artes. 

f  Convencida  S.  M.  de  que  la  propiedad  en  las  obras 
de  las  nobles  artes  no  es  menos  digna  de  la  protección  de 
las  leyes  que  la  concedida  á  las  producciones  literarias , 
ha  tenido  á  bien  mandar  que  en  lo  sucesivo  solo  los  pro- 
fesores de  escultura ,  ó  las  personas  á  quienes  hayan 
cedido  su  derecho,  tengan  la  facultad  por  espacio  de  diez 
años  de  vaciar  los  modelos  ejecutados  por  aquellos,  bajo  las 
penas  impuestas  en  el  derecho  ,  para  casos  análogos  ,  á  los 
contraventores.  Rl.  órd.  de  9  de  abril  de  1857.  Véase  Pro- 
piedad literaria. 

ESPAÑOL.  El  diccionario  de  la  Academia  española  dice 
que  español  es  el  natural  del  reino  de  España  ;  pero  esta  de- 
finición, legalmenle  hablando  ,  no  es  exacta  ,  pues  que  hay 
quien  nace  en  el  reino,  y  sin  embargo  no  nace  con  la  calidad 
de  español  ;  y  por  el  contrario  hay  quien  nace  con  la  calidad 
de  español  en  pais  eslranjero  :  ademas  de  que  se  considera 
como  español  el  estranjero  naturalizado. 

I.  En  el  lenguaje  de  la  legislación,  la  calidad  de  español 
pertenece  á  todos  los  individuos  de  ambos  sexos  que  hacen 
parte  de  la  nación  española.  Tales  son  :  —  Io.  todas  las 
personas  nacidas  en  los  dominios  de  España  de  padre  y 
madre  ó  á  lo  menos  de  padre  que  haya  nacido  también  en  el 
reino  :  —  2o.  las  personas  nacidas  en  los  dominios  de  Es- 
paña de  padre  estranjero  que  haya  contraído  domicilio  en 
ellos  y  vivido  ademas  en  los  mismos  por  tiempo  de  diez 
años:  3o.  las  personas  nacidas  fuera  de  España  de  padre  y 
madreó  á  lo  menos  de  padre  que  haya  nacido  en  España  y 
no  haya  contraido  domicilio  en  el  estranjero  :  — 4o.  los  hijos 
espurios,  nacidos  en  España,  de  madre  haya  nacido  igual- 
mente en  ella  ,  ó  de  madre  estranjera  que  haya  contraido 
domicilio  y  vivido  en  el  reino  por  tiempo  de  diez  años  :  — 
b°.  los  hijos  espurios  ,  nacidos  en  pais  estranjero ,  de  madre 
que  haya  nacido  en  España  y  no  haya  contraido  domicilio 
fuera  de  ella  :  —  6o.  los  estranjeros  que  hayan  obtenido 
carta  de  naturaleza.  Leyes  6  y  7,  y  notas  4  y  5.  lit.  14,  lib.  1, 
Nov.  Rcc.  También  son  tenidos  por  españoles  los  hijos  de 
padre  y  madre  desconocidos ,  como  puede  inferirse  de  la 
ley  4,  tít.  37,  lib.  7,  Nov.  Rec. 

Estas  disposiciones  de  las  leyes  recopiladas  han  sufrido 
importantes  alteraciones  por  la  Constitución  déla  monarquía 
española  de  1837,  la  cual  ha  dado  mas  estension  á  la  calidad 
de  español  por  suartículo  primero,  que  dice  así  :  «  Son  es- 
pañoles :  —  Io.  todas  las  personas  nacidas  en  los  dominios 
de  España  :  —  2o.  los  hijos  de  padreó  madre  españoles  , 
aunque  hayan  nacido  fuera  de  España  :  —  3o.  los  estranje- 
ros que  hayan  obtenido  carta  de  naturaleza  :  —  W.  los  que 
sin  ella  hayan  ganado  vecindad  en  cualquier  pueblo  de  la 
monarquía.  » 

II.  Los  españoles  tienen  derechos  y  obligaciones  inheren- 
tes á  su  calidad  de  tales.  Véase  Derechos  civiles  y  políticos. 

«  Todos  los  españoles  pueden  imprimir  y  publicar  libre- 
mente sus  ideas  sin  previa  censura ,  con  sujeción  á  las  le- 
yes. La  calificación  de  los  delitos  de  imprenta  corresponde 
esclusivamenteá los  jurados;  art.  2°.,  Constitución  de  1837. 
—  Todo  español  tiene  derecho  de  dirigir  peticiones  por 
escrito  á  las  Cortes  y  al  rey,  como  determinen  las  leyes  ; 
orí.  5o.  —  Todos  los  españoles  son  admisibles  á  los  empleos 
y  cargos  públicos,  según  su  mérito  y  capacidad ^ml,  ¡S°°  — 


Todo  español  está  obligado  à  defender  la  patria  con  las 
armas  cuando  sea  llamado  por  la  ley,  y  á  contribuir  en 
proporción  de  sus  haberes  para  los  gastos  del  Estado  ; 
art.  6o.  —  No  puede  ser  detenido  ,  ni  preso,  ni  separado  de 
su  domicilio  ningún  español ,  ni  allanada  su  casa  sino  en  los 
casos  y  en  la  forma  que  las  leyes  prescriban  ;  art .  1°.  —  Si 
la  seguridad  del  Estado  exigiere  en  circunstancias  estraor- 
diñarías  la  suspension  temporal  en  toda  la  monarquía ,  ó  en 
parte  de  ella ,  de  lo  dispuesto  en  el  artículo  anterior ,  se 
determinará  poruña  ley;  art.  8o.  —  Ningún  español  puede 
ser  procesado  ni  sentenciado  sino  por  el  juez  ó  tribunal 
competente,  en  virtud  de  leyes  anteriores  al  delito  y  en  la 
forma  que  estas  prescriban;  art.  9o.  — No  se  impondrá 
jamas  la  pena  de  confiscación  de  bienes ,  y  ningún  español 
será  privado  de  su  propiedad  sino  por  causa  justificada  de 
utilidad  común  ,  previa  la  correspondiente  indemnización  ; 
art.  10.  » 

III.  La  calidad  de  español  se  pierde  :  Io.  —  por  cometer 
el  delito  de  traición  contra  el  rey  ó  el  reino;  ley  5,  tít.  24 , 
Part,  4  :  —  2o.  por  desnaturalizarse,  esto  es,  por  abdicar  ó 
renunciar  espresamente  la  calidad  de  español  en  virtud  do 
causa  justa  que  para  ello  se  tuviere;  d.  ley  S,  tít.  24, 
Parí.  4  :  —  5o.  por  adquirir  naturalización  ó  contraer  do- 
micilio en  pais  estranjero,  pues  que  nadie  puede  tener  dos 
patrias;  ind.  de  la  ley  7,  tít.  14,  lib.  1  ,  Nov.  Rec; y  Greg. 
López  en  la  gl.  2  de  la  ley  5  ,  tít.  24 ,  Part.  4  :  —  4o.  por 
aceptar  empleo  de  otro  gobierno  sin  autorización  del  rey, 
pues  que  en  tal  caso  se  contraen  empeños  y  obligaciones  que 
son  incompatibles  con  la  subordinación  y  fidelidad  que  de- 
bemos al  gobierno  de  nuestro  pais.  El  natural  de  España 
que  fuere  subdito  de  otro  rey,  no  puede  hacer  armas  con- 
tra ella;  y  si  las  hiciere  y  fuere  cogido,  será  castigado  como 
traidor;  ley  26,  tít.  13,  Part.  2. 

La  Constitución  de  1837  dice  en  su  art.  Io.  que  :  «  la  ca- 
lidad de  español  se  pierde  por  adquirir  naturaleza  en  pais 
estranjero,  y  por  admitir  empleo  de  otro  gobierno  ?:n  licen^ 
q¿a  del  rey.  » 

Véase  Èstranjero}  Natural ,  Naturaleza  y  Naturalización. 

ESPECIE.  El  hecho,  caso,  asunto  ó  negocio  particular 
sobre  que  recae  una  decisión.  Para  entender  bien  una  ley  ó 
resolución ,  es  preciso  aplicarse  con  cuidado  à  comprender 
la  especie  que  encierra  con  todas  sus  circunstancias;  quia 
scilicel  ex  facto  ius  oritur. 

ESPECIERO.  El  que  comercia  en  drogas  llamadas  espe- 
cias; y  antiguamente  el  boticario.  Véase  Boticario. 

ESPECIFICACIÓN.  La  formación  de  una  nueva  espe- 
cie con  materia  ajena;  ó  bien,  una  manera  de  accesión  que 
nos  hace  propietarios  de  una  obra  hecha  con  materia  que 
pertenece  á  otro.  La  obra,  el  cuerpo  ó  la  cosa  que  resulta  de 
la  especificación,  ¿  pertenece  al  dueño  de  la  materia,  ó  al 
que  ha  hecho  la  especie?  Esta  cuestión  tuvo  divididas  las 
opiniones  de  los  jurisconsultos  entre  los  Romanos.  La  secta 
de  los  Sabinianos  daba  indistintamente  la  propiedad  de  la 
nueva  especie  que  se  habia  hecho ,  al  que  era  propietario  do 
la  materia,  fundándose  en  que  esta  es  de  mayor  importan- 
cia, pues  que  ningún  cuerpo  puede  subsistir  sin  ella.  La 
secta  de  los  Proculeyanos  por  el  contrario  adjudicaba  la 
nueva  obra  al  que  la  habia  hecho  ,  por  la  razón  de  que  la 
forma  es  la  que  da  la  existencia  á  la  cosa.  Mas  los  juris- 
consulos  llamados  erciscundi ,  tomando  un  camino  medio  , 
daban  la  nueva  especie  al  dueño  de  la  materia  en  el  caso 
de  que  pudiese  volver  á  su  primer  estado  ,  y  al  obrero  en  el 
caso  contrario ,  llevados  de  la  razoc  de  que  en  el  primer  caso 
debe  prevalecer  la  materia  ,  porque  no  está  tan  unida  á  la 
forma  que  no  pueda  separarse  de  ella,  al  paso  que  en  el  se- 
gundo debe  preferirse  la  forma ,  porque  está  tan  unida  con 
la  materia  que  no  puede  estinguirse  sin  que  se  estingan  lag 
éoa  à  un  tiempo, 
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Jusliniano  por  fin  sancionó  la  doctrina  de  los  erciscundos, 
y  despues  la  adoptaron  nuestras  leyes.  La  cosa,  pues,  que 
uno  hiciere  con  materia  ajena,  ó  puede  reducirse  á  su  ante- 
rior estado,  ó  no  :  en  el  primer  caso  se  adjudica  al  dueño 
de  la  materia  ;  y  así  será  tuyo  el  vaso  que  hice  de  tu  plata  : 
en  el  segundo  al  que  formó  la  especie;  y  así  será  mió  el 
vino  que  hice  de  tus  uvas,  si  fué  con  buena  fe.  Mas  en  ambos 
casos  debe  el  dueño  de  la  nueva  especie  pagar  al  otro  ó  el 
valor  de  la  materia  que  perdió,  ó  las  espensas  que  hizo  for- 
mando la  especie  con  buena  fe,  pero  no  si  la  hubiese  tenido 
mala.  Ley  33,  tít.  28,  Part.  3.  Véase  Accesión  industrial. 

ESPECIFICAS.  Esplicar  ó  declarar  individualmente 
alguna  cosa  ,  ó  enumerar  las  circunstancias  particulares  de 
algún  objeto ,  de  modo  que  no  pueda  confundirse  ni  equivo- 
carse con  otro  ;  como  cuando  se  dice  que  en  la  demanda  se 
debe  especificar  la  cosa  que  se  pide. 

ESPECÍFICO.  El  medicamento  eficaz  para  curar  alguna 
enfermedad  determinada.  Con  fecha  de  S  de  diciembre 
de  1858  se  ha  espedido  por  el  ministerio  de  la  gobernación 
del  reino  la  real  orden  siguiente  :  «  Ha  llamado  la  atención 
de  S.  M.  la  reina  gobernadora  el  escandaloso  abuso  que  se 
nota ,  así  en  esta  corte  como  en  otros  muchos  puntos  del 
reino  ,  de  estarse  vendiendo  públicamente  por  personas  no 
autorizadas  al  efecto  ,  bálsamos  y  específicos  de  diversas 
clases,  ejerciendo  también  algunas,  sin  el  correspondiente 
título  ,  la  medicina  con  grave  peligro  de  la  salud  pública. 
S.  M.  ha  mandado  hacer  alas  juntas  de  medicina  y  cirugía 
y  de  farmacia  las  prevenciones  oportunas  para  que  redo- 
blando su  celo  y  vigilancia  cumplan  con  los  reglamentos, 
aplicando  á  los  culpables  las  penas  que  la  ordenanza  pres- 
cribe ;  y  es  su  voluntad  que  los  jefes  políticos  presten  el 
ausiliode  su  autoridad  á  las  subdelegaciones  de  las  faculta- 
des á  fin  de  remediar  con  energía  los  males  que  ocasionan 
los  intrusos  y  charlatanes.  »  Las  ordenanzas  á  que  alude 
esta  real  orden ,  están  comprendidas  en  las  leyes  de  los  tí- 
tulos 12  y  13 ,  lib.  8 ,  Nov.  Rec. 

= Véase  Boticario,  Cirujano  y  Médico. 

ESPÉCULO.  Cuerpo  de  derecho  compuesto  de  orden  de 
don  Alonso  el  Sabio.  Como  la  obra  de  las  siete  Partidas,  en 
cuya  formación  se  empeñó  don  Alonso ,  por  su  estension , 
universalidad  y  otras  circunstancias  no  se  podría  concluir 
en  corto  tiempo  ,  procuró  el  rey  Sabio  al  fin  del  tercero  ó 
principio  del  cuarto  año  de  su  reinado  publicar  algunas 
breves  compilaciones  legales  para  ocurrir  de  pronto  á  la  ne- 
cesidad que  habia  de  un  código  legislativo  general.  La  pri- 
mera de  ellas  fué  la  que  se  conoció  con  el  nombre  de  Espé- 
culo; y  la  segunda  el  Fuero  Real.  El  Espéculo,  que  también 
se  tituló  Espejo  de  lodos  los  derechos,  no  ha  llegado  completo 
hasta  nuestros  dias,  pues  solo  consta  de  cinco  libros ,  y  en 
ellos  se  hacen  remisiones  al  sexto  y  séptimo.  Ei  primero 
trata  de  la  naturaleza,  calidad  y  circunstancias  de  las  leyes, 
y  de  lo  concerniente  à  la  religion  :  el  segundo  de  la  Consti- 
tución politica  del  reino  :  el  tercero  de  la  militar  :  y  el 
cuarto  y  quinto  de  la  justicia  y  de  los  procedimientos  judi- 
ciales. La  mayor  parte  de  sus  leyes  concuerdan  con  las  de 
las  siete  Partidas  ,  y  aun  muchas  se  trasladaron  literalmente 
á  estas  :  bien  que  á  veces  se  encuentran  diferencias  muy 
notables  en  puntos  de  demasiada  trascendencia.  —  Compú- 
sose el  Espéculo  con  acuerdo  y  consejs^le  los  de  la  corte 
del  rey  y  principales  brazos  del  Estado  :  «  Le  ficimos  ,  dice 
el  rey  en  el  prólogo ,  con  conseyo  é  con  acuerdo  de  los  ar- 
zobispos ó  de  los  obispos  de  Dios  é  de  los  ricos  homes;  é 
de  los  mas  honrados  sabidores  de  derecho  que  podiemos 
haber  á  fallar.  »  —  Se  recogió  en  este  código  lo  mejor  y  mas 
equitativo  de  los  fueros  de  León  y  de  Castilla  y  demás  fueros 
municipales  :  «  Calamos  é  escogiemos  de  todos  los  fueros  lo 
que  mas  valie  é  lo  meyor,  é  pusiémoslo  hi  también  del  fuero 
de  Gastiella  como  de  León ,  como  de  los  otros  logares  que 


nos  fallamos  que  eran  derechos.  »  — Se  comunicó  á  las  viíias 
sellado  con  el  sello  de  plomo,  y  se  destinó  principalmente 
para  que  por  él  se  juzgasen  los  pleitos  de  alzadas  en  la  corte 
del  rey,  sirviendo  de  complemento  y  esplicacion  de  los  fue- 
ros municipales  :  «  Damos  este  libro  en  cada  villa  seellado 
con  nuestro  seello  de  plomo  ;  é  toviemos  este  escripto  ea 
nuestra  corte  de  que  son  sacados  todos  los  otros  que  diemos 
á  las  villas  ,  porque  si  acaesciese  dubda  sobre  los  entendi- 
mientos de  las  leyes  ó  se  alzasen  á  nos,  que  se  libre  la  dubda 
en  nuestra  corte  por  este  libro.  »  —  Mandó  por  fin  el  rey 
Sabio  que  todas  las  causas  se  librasen  en  la  corte  por  este 
código  y  no  por  otros  :  «  Como  non  deben  (dice  la  ley  16  , 
tít.  2  ,  lib.  h)  juzgar  por  otro  libro  si  non  por  este....  Facer 
deben  otrosí  por  derecho  aquellos  que  han  peder  de  juz- 
gar, que  si  alguno  aduxiere  libro  de  otras  leyes  para  razonar 
por  él,  quel  rompan  luego,  é  demás  facer  facer  á  aquel  que 
lo  aduxo  que  peche  quinientos  maravedís  al  rey.  »  —  Fué 
muy  respetado  y  de  grande  autoridad  el  Espéculo  en  el 
siglo  XIV  :  los  jurisconsultos  que  florecieron  en  esa  época 
le  estudiaban  y  citaban  con  la  misma  frecuencia  que  al 
Fuero  Juzgo  ,  Fuero  de  las  leyes  y  ordenamiento  de  Alcalá. 
Véase  el  Ensayo  histórico-crítico  del  doctor  Marina  sóbrela 
antigua  legislación  de  León  y  Castilla,  número  293  y  sig. 

ESPERA.  El  plazo  ó  término  señalado  por  el  juez  com- 
petente para  ejecutar  alguna  cosa ,  como  para  pagar,  pre- 
sentar documentos,  etc.  ;  —  y  especialmente  el  beneficio 
concedido  por  la  ley  á  los  deudores  ,  por  el  cual  consiguen 
de  sus  acreedores  el  respiro  de  algún  tiempo  para  poder 
pagar  sus  deudas;  ley  b,  tít.  13,  Part.  5.  —  El  deudor  que 
á  resulta  de  varios  contratiempos  ó  trabajos  que  ha  pade- 
cido se  halla  en  la  imposibilidad  de  pagar  sus  deudas  por 
de  pronto,  presenta  memorial  de  ellas  al  juez  ordinario  ma- 
nifestándole su  estado,  y  pidiéndole  que  mande  sean  citados 
sus  acreedores  con  el  objeto  de  que  le  concedan  un  plazo 
competente  para  poderles  hacer  el  pago  de  sus  créditos  (1). 
El  juez  en  su  consecuencia  manda  que  se  junten  en  deter- 
minado lugar  los  acreedores,  señalándoles  dia  y  hora.  Reu- 
nidos estos  tratan  el  negocio,  oponen  lo  que  tienen  que  oponer, 
justifican  la  legitimidad  ,  cantidad  y  calidad  de  sus  créditos, 
deliberan  sobre  si  se  ha  de  conceder  ó  no  la  espera  ,  y 
prevalece  la  resolución  en  quese  conviene  la  mayor  parte 
de  los  acreedores  :  en  el  concepto  de  que  por  mayor  parte 
se  entiende  la  reunion  de  aquellos  á  quienes  se  debe  mayor 
suma,  ó  la  de  los  que  son  mas  en  número  cuando  todos  son 
iguales  en  las  deudas;  y  si  la  mitad  estuviese  en  pro  y  la 
otra  mitad  en  contra  de  la  espera ,  siendo  iguales  en  la  can- 
tidad de  las  deudas  y  en  el  número  de  las  personas ,  debe 
estarse  á  lo  que  quieren  los  que  otorgan  el  plazo.  La  deci- 
sión adoptada  en  la  junta  aprovecha  ó  daña  á  los  acreedores 
que  habiendo  sido  citados  no  concurrieron.  Accediendo  á  la 
espera  la  mayor  parte ,  como  se  ha  dicho,  el  deudor  pone 
demanda  á  los  demás  acreedores,  si  se  resisten,  pidiendo  se 
les  obligue  á  pasar  por  ella  ;  de  lo  que  se  les  da  traslado,  y 
sigue  el  juicio  ordinario  hasta  su  determinación.  L+j  o, 
tít.  15,  Part.  5,  y  sus  glosas  por  Greg.  López;  y  Anl.  Lopez, 
lib.  3,  Variar.,  cap.  5,  n.  63. 

También  puede  el  deudor  solicitar  la  espera  tratando  cou 
cada  uno  de  sus  acreedores  (2),  á  fin  de  que  le  concedan  algún 

(1)  Véase  la  Cur.  Filíp.,  g  24,  n.  5  y  sig.—  La  ley  28,  tít.  7, 
lib.  1  ,  l\ec.  de  Ind.,  manda  que  no  se  den  esperas  á  los  albacca$ 
y  testamentarios :1a  9o,  tit.  I  S,  lib.  2,  y  la  15  y  14,  til.  8,  lib-  8, 
á  quiénes  se  deben  dar  y  con  qué  calidades. 

(2)  Esta  práctica  no  es  legal ,  pues  asi  se  conceden  las  esperas 
sin  conocimiento  de  causa  ,  sorprendiendo  aisladamente  á  cada 
acreedor,  ocultándole  los  demás  compromisos,  pintándole  vanas 
esperanzas,  y  asegurándole  tal  vez  falsamente,  que  los  demás  es- 
tán llanos  ;  por  eso  sabiamente  y  no  por  casualidad,  dijo  la  ley 
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tiempo  para  pagar,  que  según  el  derecho  común  no  podiapa- 
sar  de  cinco  años,  y  se  distinguía  con  el  nombre  de  espera 
quinquenal,  pero  que  puede  ser  mayor  ó  menor  al  arbitrio 
de  los  acreedores,  pues  no  han  establecido  limitación  alguna 
nuestras  leyes  (1).  Si  la  mayor  parle  de  acreedores  en  can- 
tidad de  deudas  conviene  en  la  concesión,  presenta  el  deu- 
dor pedimento,  solicitando  que  el  juez  compela  y  apremie  á 
los  demás  á  pasar  por  dicha  espera.  De  esta  demanda  se  da 
traslado,  y  se  sigue  un  juicio  ordinario  civil,  como  en  el  pri- 
mer caso.  Cur.  Filip.,  part.  2,  §  24,  n.  8. 

El  deudor  ájpvien  se  concede  espera  ,  no  está  obligado  á 
dar  fianza  ni  otra  caución;  pero  después  de  haber  obtenido 
la  espera  ,  no  puede  hacer  cesión  de  sus  bienes;  Grcg.  Ló- 
pez, gl.  3  y  h  de  el.  ley  b,  til.  15,  Part.  B  (2).  —  El  deudor 
puede  renunciar  el  beneficio  de  espera,  por  cuanto  es  en  fa- 
vor suyo;  pero  renunciándolo  no  podrá  gozarlo  después; 
l.  siquis  in  conscribendo,  C.  'depaclis  (3).  Solo  el  deudor  de 
buena  fe  tiene  derecho  á  la  espera,  la  cual  por  tanto  no  debe 
concederse  á  los  mercaderes  ó  tratantes  que  caen  en  quiebra 
fraudulenta  ;  leyes  2  y  6,  lit.  32,  lib.  U,  Ñor.  Rec. 

Otro  tercer  medio  tiene  el  deudor  para  librarse  de  pagar 
sus  deudas  por  de  pronto,  y  consiste  en  ocurrir  al  supremo 
consejo  con  un  pedimento  en  que  solicita  moratoria  por  el 
tiempo  que  juzgue  necesario,  ó  el  que  fuere  del  agrado  de 
dicho  tribunal.  Con  este  pedimento  ha  de  presentarse  rela- 
ción jurada  de  las  deudas  y  acreedores,  manifestando  las 
causas  que  le  imposibilitan  para  hacer  el  pago,  y  allanán- 
dose á  dar  fianzas  á  satisfacción  de  los  acreedores  para  pa- 
garles puntualmente  pasado  que  sea  el  tiempo  de  la  morato- 
ria (k).  Mas  este  medio  ha  sido  abolido  últimamente  como 
se  verá  en  el  artículo  Moratoria. 

Con  respecto  á  las  esperas  que  piden  los  comerciantes 
quebrados,  establece  el  código  de  comercio  disposiciones  par- 
ticulares que  pueden  verse  en  el  artículo  Quiebra. 

[*  En  la  república  de  Méjico ,  como  veremos  en  el  artí- 
culo Moratoria ,  el  beneficio  llamado  así  está  implícitamente 
derogado  por  las  Bases  ele  organización  política:  Por  lo  que 
dice  el  autor  del  Diccionario  se  ve  que  la  espera  es  un  bene- 
ficio otorgado  al  deudor  por  los  acreedores ,  y  la  moratoria 
un  privilegio  concedido  por  el  poder  supremo.  Por  lo  mismo 
en  el  último  caso  el  agraciado  debia  dar  garantías  del  cum- 
plimiento de  sus  obligaciones,  mientras  que  no  es  esto  en  el 
primero  una  circunstancia  esencial,  en  concepto  de  los  au- 
tores. —  Inútil  es  advertir  que  hoy  no  puede  darse  cumpli- 
miento al  Julo  acordado  de  la  Audiencia  de  Méjico,  por  el 
que  se  dispuso  que  todo  deudor  que  pidiese  espera ,  debia 
estar  encarcelado  y  con  grillos  en  los  pies,  hasta  que  se  le 
hubiese  otorgado  definitivamente  el  beneficio,  porque  ni 
aun  el  deudor  insolvente  puede  ser  reducido  á  prisión  sen- 
cilla ,  según  veremos  al  tratar  del  juicio  ejecutivo  :  Beleña  , 
Ia.  fol.,  píig.  86,  n.  ICI. 

**  En  el  juicio  de  espera  y  en  el  de  remisión  ó  quita ,  se 
procede  en  la  república  de  Venezuela  del  mismo  modo  que 
espusímos  en  su  lugar  para  el  de  cesión  de  bienes  :  ley  6 , 
til.  2,  Codl  de  proced.  jud.,  reformada  en  3  de  mayo  de  1838. 

***  Hé  aquí  lo  que  hallamos  dispuesto  en  la  república  de 

que  el  deudor  ios  juntase  en  tino.  JESÍ  ei  go  (dice  también  la 
glosa)  necessaria  conrocalio  et  omnium  coadunalio  credilontm 
in  unum.... 

(t)  Sí  liay  espresa  limitación  de  cinco  años,  si  el  deudor  fuere 
mercader  ,  factor  ú  hombre  de  negocios  semejantes,  en  la  ley  7, 
lit.  52,  lib.  M,  Noy.  Kcc 

(2)  Véase  también  la  Cur.  Filíp.,  2  part.,  juicio  ejec,  §  24, 
ji.  5. 

(5)  Cur.  Filíp.,  lug.  cit.,  ii.  7. 

(?i)  Eslo  no  tiene  lugar  entre  los  Mejicanos ,  y  menos  supuesto 
cl  art.  2y  part,  o,  de  la  Ia.  ley  constitucional. 


Chile  con  respecto  al  beneficio  de  espera ,  de  que  trata  el 
presente  artículo. 

El  juicio  de  convenio  ,  conocido  antes  en  el  foro  y  espli- 
cado  por  los  autores  bajo  el  nombre  de  juicio  de  quita  ó 
espera,  no  es  otra  cosa  que  el  concurso  de  acreedores 
celebrado  para  tomar  ó  no  en  cuenta,  aceptar  ó  desechar 
las  proposiciones  que  hace  el  deudor  que  no  puede  cubrir 
todas  sus  deudas ,  pidiendo  remisión  de  alguna  parte ,  ú  otor- 
gamiento de  plazo  para  satisfacerlas.  Este  juicio  puede  ser 
aislado  por  sí,  ó  bien  un  incidente  de  cualquiera  de  los  que 
llevamos  esplicados  (el  ejecutivo  ,  el  de  concurso  de  acree- 
dores, el  de  cesión  de  bienes,  y  la  tercería);  porque, tenga 
ó  no  pleito  pendiente  con  sus  acreedores,  y  sea  cual  fuere 
el  estado  del  concurso  que  se  hubiere  formado  á  sus  bienes, 
el  deudor  está  autorizado  para  hacer  las  proposiciones  de 
convenio  que  tenga  por  conveniente  ,  á  menos  que  se  halle 
en  alguno  de  los  tres  casos  siguientes  :  Io.  Ser  alzado  : 
2o.  Estar  acusado  ó  procesado  por  quiebra  fraudulenta  : 
3o.  Haberse  fugado  ó  no  comparecer  al  llamamiento  de 
juez,  después  de  haber  hecho  cesión  de  bienes  ó  hallarso 
comenzado  contra  él  un  juicio  de  concurso.  No  compren- 
diéndole ninguna  de  estas  escepciones,  puede',  como  decía- 
mos, hacer  sus  propuestas  de  convenio  en  cualquier  tiempo 
y  en  todo  juicio  de  concurso  ;  á  cuyo  efecto,  si  hubiere  he- 
cho ya  cesión  de  bienes,  basta  que  presente  por  escrito  sus 
proposiciones  ;  pero  si  no  hubiere  dado  este  paso ,  debe 
presentará  la  par  de  sus  propuestas  dos  listas  juradas,  una 
del  nombre  y  domicilio  de  los  acreedores  y  la  suma  que 
debe  á  cada  uno ,  y  otra  de  los  bienes  que  posee ,  sin  nece- 
sidad de  espresar  su  justiprecio.  Como  en  la  cesión  de  bie- 
nes ,  y  caso  de  que  el  convenio  no  se  propusiere  andando 
este  juicio  ,  el  deudor  debe  ante  todo  constituirse  en  pri- 
sión ;  y  desde  ella  han  de  estar  fechados  los  escritos  de  que 
acabamos  de  hablar,  para  que  el  juez  pueda  admitirlos.  Si 
así  fuere  ,  luego  que  este  los  reciba  ,  debe  mandar  citar  á 
los  acreedores  que  forman  ya  el  concurso  ,  ó  están  com- 
prendidos en  la  lista ,  para  que  en  dia  y  hora  determinados 
comparezcan  ante  el  juzgado  á  deliberar  acerca  de  las  bases 
de  convenio  propuestas  ,  de  las  cuales  pueden  tomar  cono- 
cimiento en  el  oficio  del  escribano  durante  el  tiempo  inter- 
medio; y  si  hay  algunos  ausentes  que  no  hayan  sido  citados 
antes  á  concurso,  los  emplaza  el  mismo,  mandando  fijar 
edictos  que  sin  necesidad  de  renovación  ni  pregones,  han 
de  permanecer  espuestos  al  público  por  espacio  de  treinta 
dias,  según  hemos  dicho  al  hablar  de  la  cesión  de  bienes, 
y  dirigiéndoles  al  mismo  tiempo  copia  de  las  proposiciones, 
mas  no  de  las  listas  de  acreedores  y  de  bienes. 

En  el  dia  y  hora  señalados  deben  comparecer  todos  los 
citados,  bien  por  sí  ó  bien  por  medio  de  apoderado;  en  cuyo 
último  caso  debe  tenerse  presente  .  que  uno  solo  no  puede 
representar  créditos  diversos  de  distintas  personas,  y  que  los 
poderes  han  de  ser  bastantes  en  concepto  del  juez,  á  quien 
han  de  exhibirse.  En  esta  junta  no  tienen  voz  el  consorte  y 
los  parientes  del  deudor,  hasta  el  cuarto  grado  de  consan- 
guinidad y  segundo  de  afinidad  computados  civilmente  ,  ni 
tampoco  el  fisco;  y  pueden  abstenerse  de  lomar  parte  en 
ella  los  acreedores  con  título  de  dominio  y  los  hipotecarios, 
porque  los  primeros  son  dueños  y  no  acreedores,  y  los  se- 
gundos están  facultados  para  obtener  el  cobro  por  medio  do 
otros  trámites  de  que  hablaremos  á  su  tiempo.  ;En  esta 
reunion  pues  deben  discutirse  y  ponerse  á  votacionlas  pro- 
posiciones de  convenio  ;  pero  este  objeto  principal  puedo 
ser  subrogado  y  diferido  por  dos  incidentes.  Es  el  primero  , 
que  los  acreedores  exijan  como  condición  precisa  para  do- 
liberar  acerca  de  las  proposiciones  de  convenio,  que  el 
deudor  justifique  la  causa  que  le  ha  puesto  en  el  caso  do 
no  poder  cubrir  tocias  sus  deudas  ;  justificación  que  el  juez 
debe  mandarle  dar  en  el  acto ,  y  si  eslo  no  fuere  posible ,  eu 
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otra  réunion  que  levantando  la  presente ,  señalará  al  efecto. 
Y  el'segundo,  cuando  alguno  de  los  acreedores  le  acusa  de 
manejo  fraudulento  de  sus  negocios,  falsedad  ú  omisión  en 
las  listas,  ó  dilapidación  de  bienes,  ofreciendo  probar  sus 
cargos;  en  cuyo  caso  el  juez  suspende  la  deliberación,  se- 
ñala un  breve  término  para  que  el  acusador  suministre  la 
prueba  ofrecida,  y  convoca  para  después  de  él  á  nueva  jun- 
ta; la  cual  no  tendrá  objeto,  si  se  prueba  alguno  de  dichos 
estremos ,  porque  en  este  caso  la  misma  ley  dispone  que  se 
deseche  toda  propuesta  de  convenio.  Resueltos  por  fin  estos 
incidentes,  y  bien  sea  en  la  primera  junta  ó  en  la  que  de 
nuevo  manda  celebrar  el  juez  en  los  casos  que  hemos  di- 
cho, los  acreedores  deben  deliberar  acerca  de  las  proposi- 
ciones de  convenio  hechas  por  el  deudor,  á  fin  de  ponerlas 
á  votación  ,  y  aceptarlas  ó  desecharlas.  Para  esto  forman 
mayoría,  como  en  la  cesión  de  bienes,  la  mitad  mas  uno 
del  número  de  votantes  que  representen  al  mismo  tiempo 
las  tres  quintas  partes  del  total  de  créditos  de  solo  los  con- 
currentes. Tomado  en  cualquier  sentido  un  acuerdo  ,  debe 
eslenderse  por  escrito ,  firmándolo  precisamente  el  juez,  los 
concurrentes  y  el  escribano  ;  siendo  el  primero  ,  esto  es ,  el 
juez,  quien  debe  cuidar  de  un  modo  especial  de  que  se 
guarden  todas  las  formas  prevenidas  por  la  ley  para  la  ce- 
lebración del  convenio  ,  y  solo  hallándolas  cumplidas  de- 
berá autorizarlo  con  su  firma.  —  En  este  lugar  debe  supo- 
nerse repetido  todo  lo  que  hemos  dicho  acerca  de  la  prisión 
del  deudor,  hablando  del  juicio  de  cesión  de  bienes  ,  por- 
que en  los  mismos  casos  en  que  debe  ser  conducido  en  este 
á  la  prisión  ,  debe  serlo  también  en  el  de  convenio. 

Aceptadas  las  proposiciones  del  deudor,  queda  suspensa 
la  ejecución  del  convenio  durante  los  cinco  dias  siguientes 
á  aquel  en  que  se  haya  celebrado  y  firmado  ;  término  con- 
cedido para  que  los  acreedores  disidentes  y  los  que  no  con- 
currieron, puedan  oponerse  á  su  cumplimiento,  pero  solo 
por  mediar  alguna  de  las  causas  siguentes  :  Ia.  Falta  de 
cumplimiento  de  alguna  de  las  formalidades  prescritas  para 
la  presentación  del  deudor  ,  citación  de  los  acreedores  ,  ce- 
lebración y  deliberaciones  de  las  juntas  :  2a.  Incapacidad 
legal  del  deudor  para  proponer  el  convenio  :  5a.  Colusión 
entre  el  deudor  y  alguno  de  los  acreedores  para  votar  en 
favor  del  covenio  :  4a.  Ilegitimidad  de  persona  ó  insuficien- 
cia de  poderes  de  alguno  de  los  que  contribuyeron  á  for- 
mar mayoría  con  su  voto  :  5a.  Suposición  fraudulenta  de  ma- 
yor crédito  para  reunir  las  tres  quintas  partes  que  han  de 
concurrir  en  la  mitad  mas  uno  de  los  que  tomen  cualquier 
acuerdo.  La  oposición  que  se  interponga  en  estos  casos, 
debe  estenderse  por  escrito,  y  el  juez,  luego  que  la  recibe, 
manda  pasar  una  copia  al  deudor,  y  si  hubiere  concurso 
formado,  otra  al  síndico,  únicas  personas  con  quienes  debe 
sustanciarse  este  incidente.  En  el  mismo  auto  en  que  dis- 
pone esta  comunicación ,  recibe  ya  el  pleito  á  prueba  por  el 
término  de  diez  dias  fatales,  y  cita  á  entrambas  partes  para 
sentencia  dos  dias  después  del  vencimiento  de  este  plazo  ; 
á  cuyo  tiempo  en  efecto  falla  el  incidente  ú  oposición  se- 
gún los  méritos  de  lo  alegado  y  probado.  Si  la  declara  justa, 
y  anula  en  consecuencia  el  convenio  por  alguna  de  las 
causas  2a.,  5a.  y  5a.,  quedan  implícitamente  desechadas  las 
proposiciones  y  se  terminó  el  juicio;  pero  si  es  por  la  Ia. 
ó  4a.,  puede  el  juez  mandar  subsanar  el  vicio  que  haya  pro- 
ducido la  nulidad ,  y  hacer  que  se  tomen  de  nuevo  en  con- 
sideración las  proposiciones  de  convenio.  Si  desecha  la 
oposición,  ó  pasan  los  cinco  dias  sin  que  ningún  acreedor 
haya  usado  de  este  derecho,  debe  llevarse  á  ejecución  el 
convenio,  salva  la  apelación  que  puede  interponerse  contra 
el  fallo  del  juez  en  cualquier  sentido  sobre  el  artículo  de  opo- 
sición i  la  cual  procede  y  debe  admitirse  tan  solo  en  el  efecto 
devolutivo. 

Cumplidos  ya  lodos  los  trámites  de  esto  juicio ,  y  siendo 
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ejecutivo  el  convenio  por  no  haber  habido  oposición ,  ó  por 
haber  recaído  ejecutoria  sobre  tal  artículo,  debe  tenerse 
presente  que  su  fuerza  no  alcanza  jamas  al  fisco  ;  ni  al  con- 
sorte ó  parientes  ,  escluidos  según  hemos  visto  de  la  junta, 
cuando  sus  créditos  se  funden  en  algún  título  de  dominio 
ó  tengan  hipoteca  ;  ni  á  los  acreedores  estraños,  que  sién- 
dolo por  el  mismo  título  de  dominio  ó  con  hipoteca,  se 
hayan  abstenido  de  tomar  parte  en  el  convenio.  Fuera  de 
estos ,  el  decreto  en  que  el  juez  manda  llevar  á  efecto  el 
convenio  ,  es  obligatorio  para  todos  los  demás  acreedores  ; 
y  en  su  virtud,  los  síndicos,  ó  el  depositario ,  si  no  hu- 
biere habido  concurso ,  procederán  desde  luego  á  entregar 
al  deudor  todos  los  bienes  ,  libros  y  papeles  ,  dándole  cuen- 
ta de  su  administración  en  los  quince  dias  siguientes  ; 
acerca  de  la  cual ,  si  hubiere  alguna  divergencia  ,  usarán 
las  partes  de  su  derecho  ante  el  mismo  juez  del  convenio  , 
quien  deberá  resolverla  breve  y  sumariamente  :  á  él  in- 
cumbe también  fijar  la  retribución  que  el  deudor  debe  dar 
al  síndico  ó  depositario  por  sus  servicios.  En  este  mismo 
decreto  de  ejecución  ,  si  el  deudor  y  los  acreedores  no  hu- 
bieren pactado  espresamente  cosa  en  contrario,  dispone  el 
juez  que  el  deudor  convenido  quede  sujeto  á  intervención 
en  sus  negocios;  á  cuyo  fin  los  acreedores  nombran  en  junta 
quién  de  ellos  debe  encargarse  de  este  cuidado ,  cuál  es  la 
cuota  mensual  que  por  esta  razón  debe  dársele  ,  y  cuál  la 
que  debe  retirar  el  deudor  por  razón  de  alimentos;  todo 
hasta  que  el  convenio  haya  recibido  su  entero  cumplimien- 
to. El  nombrado  para  ejercer  el  cargo  de  interventor, 
tiene  por  este  carácter  el  cuidado  y  las  atribuciones  de  lle- 
var cuenta  y  razón  de  las  entradas  y  salidas  de  la  caja  del 
deudor,  de  la  cual  debe  tener  una  sobrellave ,  é  impedir 
que  se  estraiga  de  ella  mas  cantidad  que  la  designada  men- 
sualmente  para  alimentos  ,  ni  suma  alguna  para  objetos 
estraños  de  la  profesión  y  giro  del  convenido  ;  pero  rio  pue- 
de mezclarse  en  el  orden  y  dirección  de  sus  negocios ,  sobre 
lo  cual  goza  de  entera  libertad  para  proceder  del  modo  que 
eslime  conveniente.  En  premio  de  este  trabajo,  tiene  dere- 
cho á  percibir  á  espensas  del  deudor  un  cuarto  de  peso  por 
ciento  sobre  los  fondos  en  cuya  entrada  intervenga1. 

Fáltanos  solo  añadir  una  disposición  común  á  los  1res 
juicios  esplicados  (el  ejecutivo  ,  el  de  concurso  dé  acreedo- 
res ,  y  el  de  quita  ó  espera) ,  y  es  ,  que  demandado  ejecu- 
tivamente el  deudor,  formado  ya  concurso  á  sus  bienes,  ó 
presentadas  las  proposiciones  de  convenio ,  no  puede  pac- 
tar con  ningún  acreedor,  so  pena  de  ser  calificado  por  el 
mismo  hecho  de  deudor  fraudulento ,  y  de  perder  el  acree- 
dor el  derecho  que  de  cualquier  modo  pudiera  tener  sobre 
sus  bienes. 

La  doctrina  que  queda  espuesla  sobre  la  república  do 
Chile  está  fundada  en  los  decretos  de  8  de  febrero ,  16  de 
marzo  ,  26  de  julio  y  22  de  agosto  de  1S57,  y  en  el  art.  1  do 
la  ley  de  19  de  noviembre  de  1842.] 

ESPERANZA.  La  confianza  que  uno  tiene  de  lograr  al- 
guna cosa,  sea  por  razón  de  un  hecho  pasado  ó  futuro,  sea 
en  virtud  de  una  ley  que  establece  ciertas  acciones  ó  cierto 
orden  determinado  en  tal  ó  tal  materia. 

La  simple  esperanza  puede  ser  objeto  de  un  contrato  ;  y 
así  es  que  si  un  pescador  vende  á  uno  por  cierto  precio  lo 
que  saque  del  mar  ó  del  rio  la  primera  vez  que  eche  la  red 
ó  el  anzuelo  ,  ó  un  cazador  lo  que  cazare  v.  gr.  durante  una 
hora  ó  un  dia,  hay  verdadero  contrato  de  venta,  y  el  com- 
prador habrá  de  pagar  el  precio  convenido,  aun  cuando  no 
salga  ningún  pez,  ni  se  coja  ninguna  caza;  ley  11,  mi.  o, 
Parí.  5.  Un  caso  de  esta  especie  dio  lugar  á  la  célebre  dis- 
puta que  nos  cuenta  Plutarco  en  la  vida  de  Solón.  Unos  mi- 
lesianos  que  se  hallaban  en  la  isla  de  Cos  (  hoy  Stanco) 
compraron  á  unos  pescadores  lo  primero  que  cogiesen;  y 
echando  estos  su  red  ,  sacaron  un  trípode  de  oro  :  compra- 
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dores  y  vendedores  creiati  tener  á  él  un  derecho  esclu- 
sivo,  y  para  cortar  ïa  cuestión  consultaron  al  oráculo  ;  el 
cual  contestó  que  debía  adjudicarse  al  mas  sabio  de  los  mor- 
tales, con  la  intención  de  que  no  atreviéndose  á  darse  á  sí 
misma  esta  calidad  ninguna  de  las  partes  ,  quedase  el  trí- 
pode, como  quedó,  en  poder  de  los  sacerdotes.  La  decisión 
del  oráculo,  prescindiendo  de  la  malicia  que  envolvía  ,  no 
fué  arreglada  á  los  principios  de  justicia.  Ni  los  vendedo- 
res ni  los  compradores  habían  entendido  vender  ó  comprar 
otra  cosa  que  el  pescado  que  se  cogiese;  y  así  el  trípode  do 
oro,  en  que  ninguno  de  los  contrayentes  habia  pensado,  no  ha- 
cia parte  del  contrato  ni  podia  considerarse  como  su  objeto  ; 
sino  como  un  mero  hallazgo,  efecto  de  la  casualidad,  de  que 
solamente  los  pescadores  debían  aprovecharse,  no  habiendo 
leyes  que  diesen  otro  deslip^  á  los  hallazgos  de  aquella 
clase. 

Aunque  puede  ser  objeto  de  un  contrato  la  simple  espe- 
ranza ,  no  puede  sin  embargo  venderse  la  esperanza  ó 
expectativa  que  uno  tiene  de  heredar  por  testamento 
ó  ab  in téstalo  á  persona  cierta  y  determinada,  nombrán- 
dola, salvo  si  esta  misma  persona  diere  su  consentimiento 
y  no  lo  revocase  durante  su  vida  :  pero  no  nombrando 
personas ,  puede  cualquiera  vender  á  otro ,  espresando  á 
quién  y  por  cuánto,  todas  las  ganancias  y  derechos  que  de- 
ban corresponderle  por  título  de  herencia ,  pues  en- este  caso 
no  hay  peligro,  como  en  el  primero,  de  que  los  comprado- 
res codiciosos  soliciten  la  muerte  de  aquellos  á  quienes  ha- 
yan de  heredar  ;  ley  15,  lit.  S,  Part.  S.  No  obstante,  siem- 
pre que  la  intención  de  los  contrayentes  recaiga  sobre  la. 
herencia  de  personas  determinadas,  aunque  no  las  nombren, 
como  en  tal  caso  existe  realmente  el  peligro  que  la  ley 
quiere  evitar,  conviene  Gregorio  López  con  otros  autores  en 
que  el  contrato  es  nulo. 

La  esperanza  ¿constituye  por  sí  misma  un  derecho  adqui- 
rido? La  contestación  á  esta  pregunta  depende  precisa- 
mente de  la  naturaleza  de  la  causa  que  da  lugar  á  la  espe- 
ranza. La  esperanza  que  nace  de  un  testamento  ,  esto  es  ,  la 
esperanza  que  uno  tiene  de  heredar  á  una  persona  porque  la 
ha  nombrado  heredero,  no  produce  seguramente  un  dere- 
cho, pues  que  el  testador  puede  mudar  su  voluntad  y  revo- 
car la  institución  cuantas  veces  quisiere  hasta  la  muerte. 
Tampoco  forma  por  sí  un  derecho  adquirido  la  esperanza 
que  uno  tiene  de  suceder  á  otro  ab  intestato  en  virtud  de  la 
ley  sobre  sucesiones  intestadas,  pues  que  puede  desvane- 
cérsele esta  esperanza,  ya  por  hacer  testamento  el  sugeto  á 
quien  se  habia  de  heredar,  ya  por  sobrevenir  una  nueva 
ley  que  varío  ó  trastorne  el  orden  de  suceder.  Mas  así  la  es- 
peranza que  se  funda  en  el  testamento  como  la  que  nace 
de  la  ley  sobre  sucesiones,  pasan  á  ser  un  derecho  adquiri- 
do luego  que  se  verifica  la  muerte  de  la  persona  á  quien 
uno  es  llamado  á  heredar  por  el  testamento  ó  por  la  ley, 
porque  el  testamento  entonces  queda  irrevocable  ,  y  la  ley 
sobre  sucesiones  surte  todo  su  electo,  sin  que  ya  pueda  im- 
pedirlo una  ley  nueva  que  solo  habría  de  regir  en  su  caso 
para  las  sucesiones  que  se  abriesen  en  adelante.  —  La  es- 
peranza que  nace  de  los  contratos,  produce  siempre  un  de- 
recho, y  se  trasmite  regularmente  á  los  herederos  ,  aun 
cuando  los  contratos  son  condicionales.  —  Véase  Efecto  re- 
troactivo, %  III,  n.  IV;  Aceptación  de  herencia,  en  el  últ. 
aparte  del  párrafo  que  trata  de  los  modos  de  aceptar  la  he- 
rencia; y  Expectativa. 

ESPÍA.  La  persona  que  con  disimulo  y  secreto  observa, 
reconoce  y  ñola  lo  que  pasa  para  comunicarlo  al  que  se  lo 
ha  encargado  ;  —  y  en  la  milicia  es  el  que  se  introduce  en- 
tre los  enemigos  para  observar  sus  fuerzas  y  movimientos  y 
descubrir  sus  designios,  á  fin  de  dar  aviso  de  todo  al  que  le 
ha  enviado.  —  La  ley  11  ,  tít.  26,  Part.  2,  llama  barruntes 
á  estos  espías,  y  quiere  que  sean  recompensados  con  libe- 


ralidad los  que  desempeñen  lealmenfe  tan  arriesgada  comi- 
sión, así  como  deben  sufrir  la  pena  de  muerte  las  que  pro- 
cedieren con  infidelidad  ó  engaño. 

Los  espías  del  enemigo  que  fueren  cogidos  deben  ser  cas- 
ligados  c,on  la  pena  de  horca,  la  cual  se  les  aplicará  por  la 
jurisdicción  militar,  con  inhibición  de  cualquiera  otra  de 
que  dependieren,  procediendo  para  el  conocimiento  de  su 
causa  el  comandante  militar  por  dictamen  del  auditor  ó  ase- 
sor; orgfn.  del  ejèrc,  irai.  8,  lit.  10,  art.  67.  Estando  abo- 
lida la  pena  de  horca,  corresponde  ahora  la  de  garrote. 

ÜSP1GAE.  Recoger  las  espigas  que  han  quedado  en  las 
tierras  después  de  la  siega.  Una  costumbre  casi  general,  que 
se  halla  introducida  de  tiempo  inmemorial  enEspaña  y  otros 
paises,  permite  á  los  pobres  la  entrada  en  los  campos  para 
espigar  de  sol  á  sol  después  de  recogidas  las  gavillas  de  la 
mies.  Esta  costumbre  ha  dado  lugar  á  varios  abusos;  y  para 
cortar  algunos  de  ellos  mandó  Enrique  II  en  Toro  el  año  de 
1369  (ley  3,  til.  26 ,  lib.  8,  Nov.  Rec.  )  que  no  espiguen  las 
mujeres  de  loe  segadores,  ni  las  de  los  yugueros,  ni  las  jor- 
naleras :  «  Porque  las  espigaderas ,  dice  la  ley,  hacen  gran- 
des daños  en  los  rastrajos,  y  llevan  el  pan  de  las  hacinas  y 
de  los  rastrajos  á  pesar  de  sus  dueños;  mandamos  ,  que  de 
aquí  adelante  no  espiguen  las  mujeres  de  los  yugueros  ni  de 
los  segadores,  ni  otras  mujeres  que  fueren  para  ganar  jorna- 
les, salvo  las  mujeres  viejas  y  flacas ,  y  los  menores  que  no 
son  para  ganar  jornal  ;  so  pena  que  lo  tornen  como  de  furto 
lo  que  así  espigaren  á  su  dueüo.  » 

ESP03LE03  y  vacantes  (1).  Llámanse  espolios  los  bienes 
que  los  arzobispos  y  obispos  dejan  al  tiempo  de  su  muerte, 
habiéndolos  adquirido  de  las  rentas  de  la  mitra;  y  se  dicen 
vacantes  las  rentas  de  la  mitra  que  corresponden  al  tiempo 
que  media  desde  el  fallecimiento  del  prelado  hasta  el  día 
de  la  preconización  del  sucesor  en  Roma. 

En  los  primeros  siglos  del  cristianismo ,  todos  los  bienes 
que  adquirían  las  iglesias  formaban  un  fondo  común ,  do 
donde  se  sacaba  por  dias,  semanas  ó  meses  lo  que  cada  uno 
de  sus  ministros  necesitaba  para  su  subsistencia  ;  y  cuando 
después  se  hizo  gradualmente  la  division  de  bienes  eclesiás- 
ticos, asignando  á  cada  título  ó  ministerio  determinados 
predios  ó  rentas  fijas,  era  muy  natural  que  los  espolios  y 
vacantes  se  repartiesen  á  proporción  entre  los  individuos 
del  clero.  Los  obispos  hacían  esta  distribución  ,  tomando 
una  parte  para  si  mismos ,  y  aplicando  las  restantes  á  los 
demás  eclesiásticos  y  á  los  pobres;  y  los  que  se  creian  per- 
judicados, acudían  con  sus  quejas  al  mi  tropolitano ,  y  en 
último  recurso  al  rey.  Blas  la  codicia  hubo  de  producir  tales 
abusos  y  desórdenes,  que  fué  necesario  para  atajarlos  que 
los  reyes  godos ,  con  el  ausilio  de  los  concilios  de  Toledo  , 
tomasen  las  medidas  que  creyeron  mas  oportunas  para  evitar 
la  ocultación  y  sustracción  de  los  bienet  que  los  arzobispos 
y  obispos  dejaban  á  su  muerte,  y  asegurar  su  mas  justo  re- 
partimiento. 

Con  motivo  de  la  invasiún  de  los  Sarracenos ,  perdieron 
sus  bienes  las  iglesias;  pero  los  reyes,  á  medida  que  sa 
verificaba  la  restauración,  restablecían  los  templos  y  los 
dotaban  con  nuevas  rentas  ,  y  á  la  muerte  de  los  prelados 
nombraban  administradores  que  recaudasen  los  bienes  que 
dejaban  y  las  rentas  de  las  vacantes  con  aplicación  al  fisco  , 
porque  como  los  bienes  de  las  iglesias  dimanaban  de  la  co- 
rona, según  espresion  del  padre  Juan  de  Mariana  (nota  1 , 
cap.  6,  lib.  10  de  la  Historia  de  España),  à  la  muerte  usaba 
esta  del  derecho  de  reversion  para  aprovecharse  de  citas. 
Lo  mismo  asegura  el  obispo  Sandoval  (  Crón.  del  rey  don 

(i)  Sobre  espolios  ténganse  presentes  las  leye.i  de  Iiulkis  ';,(íl.  9. 
y  57,  38,  59  y  ¿0,  tít.  7,  lib.  i.  —  Sobre  espolios  ,  su  dciinicioii, 
colección  y  aplicación,  bulas  y  cédulas,  vóase  ;'i  SoI.íiv.mio,  hb.  h, 
cap.  11  ,  de  svi  Polít.  Indiana  5  y  el  tít.  15  ,  lib.  2  ,  ¡Soy,  Kec, 
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Jlonsí)  VII,  cap.  6ft ,)  diciendo  que  eran  de  los  reyes  de  Cas- 
tilla y  León  lodos  los  bienes  que  los  obispos  dejaban  cuando 
morían,  así  muebles  como  raices;  y  luego  añade  ,  que  el  rey 
don  Alonso  el  Sabio  concedió  á  la  iglesia  de  Aslorga  las  cosas 
que  su  obispo  habia  dejado ,  repartiéndolas  por  mitad  entre 
el  cabildo  y  el  sucesor  para  que  este  pusiese  su  casa.  Queda 
sobretodo  confirmada  esta  verdad  por  la  ley  Í8 ,  tí  t.  S, 
Part,  i ,  en  la  cual  se  sienta  que  según  costumbre  antigua 
lie  España  cuando  moria  un  obispo  lo  ponia  el  cabildo  ei> 
noticia  del  rey,  suplicándole  al  mismo  tiempo  le  peapitiesc 
nombrar  sucesor,  y  se  encargase  de  los  bienes  de  la  iglesia , 
los  cuales  efectivamente  se  administraban  por  sugelos  nom- 
brados por  el  rey,  y  se  entregaban  luego  al  prelado  elegido , 
deducidos  empero  ,  como  de  la  historia  consta  ,  los  frutos 
del  tiempo  de  la  vacante. 

A  pesar  de  una  regalía  tan  inherente  á  la  autoridad  de 
nuestros  monarcas  ,  logró  la  curia  romana ,  en  la  confusion 
de  ideas  de  los  siglos  xii  y  xm  ,  apropiarse  los  espolios  y 
las  rentas  de  las  mitras  vacantes  ,  cuya  recaudación  se  en- 
cargó al  nuncio  de  Su  Santidad  con  destino  al  fifco  pontificio 
ó  sea  cámara  apostólica  ,  hasta  que  mediante  concordato 
celebrado  el  11  de  enero  de  1783  entre  el  rey  don  Fer- 
nando VI  y  el  papa  Benedicto  XIV.  se  mandaron  aplicar  á 
los  usos  pios  que  prescriben  los  sagrados  cánones ,  y  quedó 
revestido  el  rey  del  derecho  de  nombrar  ecónomos  y  colec- 
tores á  los  eclesiásticos  de  su  confianza  con  todas  las  facul- 
tades oportunas  y  necesarias  para  administrarlos  fielmente 
bajo  la  real  protección  y  emplearlos  en  dichos  usos ,  habién- 
dose obligado  S.  M.  en  compensación  de  la  pérdida  que 
sufría  el  erario  pontificio ,  á  depositar  en  Roma  por  una  sola 
vez  à  disposición  de  S.  S.  un  capital  de  235,333  escudos 
romanos ,  y  á  señalarle  en  Madrid  sobre  el  producto  de  la 
Cruzada  cinco  mil  escudos  anuales  de  la  misma  moneda 
para  la  manutención  y  subsistencia  de  los  nuncios  apostó- 
licos ;  ley  1 ,  y  notas  1  y  2 ,  lit.  13 ,  lib.  2,  Nov.  Rec. 

También  se  obligó  el  papa  en  el  concordato  á  no  conceder 
por  ningún  motivo  á  persona  alguna  eclesiástica  la  facultad 
de  testar  de  los  frutos  y  espolios  de  sus  iglesias  ,  aun  para 
usos  pios ,  pues  que  con  esta  especie  de  concesiones  habria 
podido  dejar  ilusorios  los  efectos  del  concordato  ;  pero  aun 
no  habian  pasado  tres  años  cuando  ya  la  curia  romana  se 
olvidó  de  esta  y  otras  obligaciones  de  no  menor  trascen- 
dencia, y  fué  preciso  que  á  solicitud  de  la  cámara  de  Castilla 
se  la  hiciese  entrar  en  sus  deberes;  nota  3,  tít.  15,  lib.  2, 
Nov.  Rec. 

A  consecuencia  pues  del  concordato  se  creó  en  Madrid 
una  colecturía  general  de  espolios  y  vacantes  á  cargo  de  un 
eclesiástico  nombrado  por  S.  M.,  y  en  todos  y  cada  uno  de 
los  arzobispados  y  obispados  del  reino  se  establecieron 
igualmente  colecturías  subalternas  á  cargo  también  de  per- 
sonas eclesiásticas  propuestas  por  el  colector  general  y 
aprobadas  por  el  rey.  Espidióse  por  real  cédula  de  íl  de 
noviembre  de  1754  el  competente  reglamento  á  que  deben 
atenerse  el  colector  general  y  los  subcolectores  para  el  des- 
empeño de  sus  funciones.  En  él  se  determina,  que  lodo  lo 
que  tocare  á  la  secretaría  y  dirección  del  colector  general 
se  despachará  por  la  de  cámara  de  Cruzada,  y  también  por 
la  escribanía  de  ella  y  los  ministros  de  su  tribunal  los  pleitos 
y  espedientes  que  ocurran  de  justicia  :  se  establece  el  mé- 
todo de  llevar  la  cuenta  y  razón  de  los  productos  del  ramo  : 
se  previenen  las  medidas  que  deben  tomarse  para  evitar  la 
sustracción  y  ocultación  de  bienes  á  la  muerte  de  los  pre- 
lados :  se  fija  el  modo  de  hacer  la  ocupación,  inventario, 
tasación  ,  depósito  y  venta  de  los  frutos  del  espolio  ,  como 
lambien  la  citación  y  convocación  de  los  acreedores  que 
hubiere  á  ellos  :  se  espresan  los  objetos  á  que  han  de  apli- 
carse los  productos  líquidos ,  así  de  los  espolios  como  de  las 


rentas  de  las  mitras  vacantes;  y  se  dan  por  Gn  las  reglas 
conducentes  á  la  buena  administración  del  ramo. 

Los  productos  líquidos  de  espolios  y  vacantes  se  han  de 
aplicar  al  socorro  de  las  necesidades  que  padezcan  las  igle- 
sias catedrales,  colegiatas  y  parroquiales  de  las  diócesis,, 
en  todo  lo  que  mire  á  la  decencia  del  culto  divino  y  su 
servicio;  al  de  las  casas  de  niños  espósitos  ,  huérfanos  y 
desamparados,  y  de  las  destinadas  para  recoger  mujeres 
de  mal  vivir  y  otras  gentes  perjudiciales  á  la  república,, 
como  también  de  los  hospicios  y  de  los  hospitales  para  cura- 
ción de  enfermos  ;  al  de  los  labradores  que  se  hallen  apurados 
por  esterilidad  ú  otros  infortunios  ;  al  de  las  familias  ó  per- 
sonas honradas  que  no  puedan  adquirir  su  sustento  con  el 
trabajo  ni  mendigando;  y  al  de  las  pobres  doncellas  que 
haya  en  disposición  de  tomar  estado,  y  que  por  falla  de 
competente  dote  no  lo  han  conseguido ,  ni  verosímilmente 
lo  conseguirán ,  si  no  se  las  socorre. 

El  colector  general  es  quien  debe  arreglar  la  distribución 
de  dichos  productos,  atendiendo  alas  necesidades  que  sean 
mas  urgentes  y  recomendables  ,  sin  acepción  de  personas ,. 
ni  afección  ó  inclinación  á  parientes  ó  familiares ,  y  pro- 
curando con  cuidado  evitar  todo  motivo  de  sospecha  da 
parcialidad  ;  pero  no  podrá  llevarla  á  efecto  sin  que  primero- 
recaiga  sobre  ella  la  aprobación  del  rey,  á  quien  ha  de 
hacerla  presente  de  antemano  para  que  reconozca  si  está  ó' 
no  conforme  á  las  disposiciones  canónicas  y  si  se  invierten 
como  es  debido  estos  caudales.  Leyes  2  yo,  lit.  15,  £¿6..  % 
Nov.  Rec. 

ESPONSALES.  La  promesa  de  casarse  que- se  hacen 
mutuamente  el  varón  y  la  mujer  con  recíproca  aceptación; 
ley  1  ,  tít.  1  ,  Part.  Il  (1).  Se  llaman  esponsales  del  verbo 
latino  spondeo ,  que  significa  prometer. 

I.  Antes  habia  dos  especies  de  esponsales  :  es  á  saber, 
esponsales  de  presente  ,  y  esponsales  de  futuro.  Los  espon- 
sales de  presente  no  se  diferenciaban  del  matrimonio  rato 
en  cuanto  al  vínculo,  sino  solo  en  que  no  se  celebraban  ante 
el  párroco  y  testigos  ;  pero  según  el  derecho  del  concilio 
de  Trento  no  puede  haber  ahora  esponsales  de  presente, 
no  admitiéndose  por  él  los  matrimonios  clandestinos.  Solo, 
quedan  pues  los  esponsales  de  futuro,  que  son  los  que  s& 
han  definido  ,  y  de  los  que  se  habla  en  este  artículo  (2). 

II.  Los  esponsales  no  son  de  necesidad  ;  y  así  es  que  so? 
omiten  muchas  ó  las  mas  veces ,  pasándose  á  celebrar  el 
matrimonio  sin  haber  precedido  aquella  circunstancia.  Pero- 
se  introdujo  su  uso  por  tres  razones  :  —  Ia.  para  que  cada 
uno  de  los  esposos  ó  prometidos  pueda  conocer  la  conducta 
y  las  costumbres  del  otro  ,  á  fin  de  que  no  se  empeñen  con 
demasiada  precipitación  en  una  sociedad  ,  que  seria  muy 
funesta  en  sus  consecuencias ,  si  no  fuese  acompañada  de 
la  union  de  los  corazones  :  —  2a.  para  que  se  preparen  en 
el  intervalo  las  cosas  necesarias ,  y  se  descubra  cualquier 
impedimento  que  pudiera  estorbar  la  celebración  del  matri- 
monio :  —  5a.  ne  vilcm  habeal  marilits  datara,  quam  non- 
suspiraverit  sponsus  dilatam. 

III.  Para  que  los  esponsales  sean  válidos  es  necesario  que- 
los  contrayentes  tengan  al  menos  la  edad  de  siete  años 
cumplidos,  que  espresen  su  consentimiento  con  palabras, 
escritos  ó  señales  claras  que  escluyan  toda  duda,  y  que  no 
haya  entre  ellos  impedimento  dirimente;  leyes  2,  U  y  6, 
tít.  1,  Part,  k  (3).  En  ningún  tribunal  eclesiástico  ni  secular 
pueden  admitirse  demandas  de  esponsales  que  no  estén  cele- 
brados por  personas  habilitadas  para  contraer  por  sí  mismas 


(t)  Can.  5,  cau.  50,  quaest.  5. 

(2)  Véase  á  Cavalario,  quien  manifiesta  el  origen  de  lys  espon- 
scs  de  futuro  y  de  presente  en  el  §  2,  tít.  26,  tom.  5. 

(3)  Caps.  4  y  15,  ext.  de  dcsponsat.  ¡mpub. 
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ó  con  autorización  de  sus  mayores ,  y  prometidos  por  escri- 
tura pública ,  y  en  este  caso  se  procederá  en  ellas ,  no  como 
asuntos  criminales  ó  mixtos ,  sino  como  puramente  civiles  ; 
ley  18  ,  lit.  2,  Ub.  10,  Nov.  Rec.  (1).  Véase  Matrimonio. 

Pueden  contraerse  los  esponsales  ,  no  solo  entre  presen- 
íes,  sino  también  entre  ausentes  por  medio  de  procurador 
revestido  de  poder  especial  ;  pero  si  se  le  revocase  el  poder 
antes  de  la  celebración  de  los  esponsales,  serán  nulos  estos, 
aunque  ni  el  procurador  ni  el  otro  contrayente  tuviesen  no- 
ticia de  la  revocación  ;  ley  1  ,  ül.  1 ,  Part,  lí;  Décret.,  cap. 
fin.  de  procurât,  in  6. 

Los  esponsales  pueden  celebrarse  pura  y  simplemente  ó 
bajo  condición ,  con  juramento  ó  sin  él ,  con  intervención 
de  arras  ó  sin  ellas  ,  para  dia  señalado  ó  sin  designación  de 
tiempo;  leyes  2,  5  y  10,  lit.  1 ,  Part.  II.  Véase  Condición  , 
jarras  en  la  segunda  acepción,  Beso  esponsalicio  y  Donación 
esponsalicia . 

Aunque  los  esponsales  contraídos  por  impúberes  que  lian 
cumplido  ya  siete  años  son  válidos ,  según  se  lia  indicado , 
no  tendrán  empero  fuerza  coactiva  si  no  se  ratifican  espresa 
ó  tácitamente  por  el  varón  en  llegando  á  catorce  años  cum- 
plidos ,  y  por  la  hembra  en  llegando  á  los  doce.  Sin  embargo, 
ninguno  de  los  impúberes  podrá  apartarse  de  los  esponsales 
antes  de  la  pubertad;  pero  podrá  apartarse  el  primero  que 
llegue  á  ella  ,  sin  esperar  á  que  también  llegue  el  otro.  Mas 
si  un  púber  contrae  esponsales  con  un  impúber,  no  podrá 
ya  rescindirlos  el  púber;  pero  podrá  hacerlo  el  impúber 
luego  que  llegue  á  la  pubertad.  Ley  8,  til.  1 ,  Part.  Il;  y 
Ferraris,  Bibliolh.,  verbo  Sponsalia,  ns.  16,  17,  18,  19/20. 
*    Véase  Edad  para  casarse. 

IV.  Los  esponsales  producen  dos  efectos.  El  primero  es 
ía  obligación  recíproca  de  casarse  ;  pero  esta  obligación  no 
es  absoluta  y  eficaz  ,  pues  si  uno  de  los  dos  esposos  rehusa 
cumplirla  ,  no  puede  compelerle  el  juez  eclesiástico  sino  in- 
directamente (2),  negándole  la  licencia  para  casarse  con  otra 
persona  :  Sponsus  qui  fidem  datam  sine  justa  causa  récusai 
adimplcre,  moñendus  est  poilus  quàm  corjendus ,  decia  el 
papa  Lucio  III,  siquidem  coacta  matrimonia  tristes  ac  infe- 
lices exilus  habere  soient.  Mas  aunque  el  esposo  que  no 
quiere  cumplir  su  promesa  ,  no  pueda  ser  forzado  á  ello  ; 

■  puede  sin  embargo  ser  condenado  por  el  juez  secular  á  in- 
demnizar á  la  esposa  de  los  perjuicios  que  se  le  siguieren 
por  esta  causa.  Véase  Arras.  —  El  segundo  efecto  es  una 
especie  de  afinidad  ,  llamada  de  pública  honestidad  ,  que  en 
virtud  de  los  esponsales  resulta  entre  el  uno  de  los  despo- 
sados y  los  parientes  del  olro,  de  modo  que  los  parientes 
del  esposo  no  pueden  casarse  con  la  esposa,  ni  las  parientas 
de  la  esposa  pueden  casarse  con  el  esposo.  Este  impedi- 
mento tenia  lugar  antiguamente,  aunque  los  esponsales 
fuesen  nulos;  pero  el  concilio  de  Trento  lo  suprimió  ente- 
ramente en  el  caso  de  que  hubiese  alguna  nulidad  en  los 
esponsales,  y  lo  redujo  tan  solamente  al  primer  grado  cuando 
estos  hubieren  sido  contraidos  válidamente  ;  ses.  24  de 
reform.  malr.,  cap.  5. 

V.  Los  esponsales  se  disuelven  por  cualquiera  de  los  mo- 
dos siguientes  :  Io.  por  mutuo  consentimiento  de  las  partes, 
como  sucede  en  cualquiera  otra  convención ,  aunque  se 
hayan  contraído  con  juramento,  porque  el  juramento  no 
muda  la  naturaleza  del  contrato;  ley  8,  til.  1,  Part.U; 

(1)  Conc.  Carthag.  iy,  can.  13;  can.  1  y  5,  cau.  50  ,  quaest.  5. 

(2)  La  obligación  de  conciencia  es  grave  y  subsistente  ,  porque 
la  materia  es  grave  ;  pero  en  cuanto  á  la  coacción,  se  necesita  su- 
ma prudencia  en  usar  los  remedios  de  la  ley  7,  tít.  1 ,  Part.  4, 
y  cap.  10  de  sponsalib.;  pues  aunque  el  Sr.  Alejandro  111, 
cap.  10  cit.,  dijo  que  se  les  ha  de  compeler  con  censura  eclesiás- 
tica ;  ñero  agregó  nisi  rationabilis  causa  extiterit  ;  y  como  observa 
un  canonista  ,  ¿n  hoc  negotin  ubi  coacliones  fini  videntur  adyer- 
sari,  vel  leyissima  causa  rationabilis  videtar. 


cap.  2 ,  ext.  de  sponsalib.  :  —  2o.  por  matrimonio  que  cual- 
quiera de  los  esposos  contrajere  con  otra  persona,  ley  8, 
tít.  1,  Part,  h;  de  modo  que  el  abandonado- queda  libro 
para  siempre  de  toda  obligación  ;  pero  el  que  se  casa  en 
contravención  á  los  esponsales  solo  está  libre  durante  el  ma- 
trimonio ,  y  disuelto  este  tiene  que  cumplir  su  primera  pa- 
labra si  la  otra  parte  quisiere  ;  Ferraris ,  verbo  Sponsalia  , 
n.  96  y  sig.  :  —  5o.  por  ingreso  de  uno  de  los  esposos  en 
algún  instituto  religioso  ;  en  cuyo  caso  se  estingue  desde 
luego  la  obligación  con  respecto  al  que  queda  en  el  siglo  ,  y 
se  suspende  solo ,  pero  no  se  estingue  con  respecto  al  otro 
hasta  que  profesa  ;  ley  8 ,  tít.  1 ,  Part,  h  ,  é  Inocencio  in 
cap.  2 ,  ext.  de  sponsalib.  :  —  h°.  por  recibir  órdenes  mayo- 
res el  esposo,  en  razón  del  voto  solemne  de  castidad  que  va 
inherente  á  ellas  ,  cap.  un.  de  voló  in  6;  pero  por  las  órde- 
nes menores ,  queda  libre  la  esposa,  y  el  esposo  permanece 
obligado  mientras  no  reciba  orden  sagrado ,  según  común 
opinion  de  los  canonistas  :  —  5o.  por  afinidad  que  resultare 
entre  los  esposos,  en  virtud  de  cópula  de  alguno  de  los  dos 
con  persona  parienta  del  otro;  ley  8,  tít.  1 ,  Parí,  tí  ;  pero 
debe  el  culpable  impetrar  por  su  cuenta  dispensa  del  papa  , 
si  el  inocente  así  lo  quiere ,  según  opinion  común  :  —  6o.  por 
fornicación  subsiguiente  de  cualquiera  de  los  dos  con  otra 
persona  ,  ley  8,  tít.  1  .  Part.  1  ;  y  aun  también  por  la  ante- 
cedente de  la  esposa ,  que  el  esposo  hubiese  ignorado  al 
contraer  los  esponsales  ;  mas  solo  el  inocente  queda  libre  en 
ambos  casos;  Ferraris,  verbo  Sponsalia,  n.  102  y  sig.  :  — 
7o.  por  desposorio  y  cópula  posterior  del  esposo  con  otra 
mujer ,  porque  el  vínculo  de  los  segundos  esponsales  es  en- 
tonces mas  fuerte  que  el  de  los  primeros,  pero  no  por  otros 
esponsales  posteriores,  aunque  se  hagan  con  juramento;  leyS, 
tít.  1 ,  Part,  h  :  mas  Ferraris  sienta  ser  común  opinion ,  que 
los  primeros  esponsales  no  se  disuelven  por  los  segundos  , 
aunque  en  estos  hubiese  intervenido  cópula,  si  la  segunda 
esposa  tenia  noticia  de  los  primeros ,  porque  nadie  puede 
mejorar  de  condición  con  su  delito  ,  ni  quitar  á  otra  persona 
su  derecho  ;  y  aun  sostiene  que  tampoco  se  disuelven  en  el 
caso  de  que  los  ignorase  la  segunda  esposa,  ya  porque  la 
primera  tiene  adquirido  su  derecho ,  ya  porque  no  debe 
darse  al  esposo  este  medio  de  eludir  sus  obligaciones  :  — 
8o.  por  rapto  y  fuerza  hecha  por  otro  á  la  esposa;  en  cuyo 
caso  queda  escusado  el  esposo  de  la  obligación  de  casarse 
con  ella,  ley  8,  lit.  i  ,  Part,  k;  pues  aunque  la  esposa  sea 
inculpable ,  corre  peligro  de  que  haya  en  el  matrimonio 
prole  ajena:  — 9o.  por  trato  ilícito  de  la  esposa  con  otro 
hombre  ,  pues  que  el  esposo  no  puede  casarse  con  ella  sin 
cierta  especie  de  nota  ;  Ferraris,  y  otros  varios  autores  que 
cita  :  —  10°.  por  fealdad  ó  defecto  notable  que  sobreviniere 
á  cualquiera  de  los  esposos ,  como  si  perdiese  la  nariz  ó  la 
vista ,  ó  quedase  gafo  ó  contrahecho  ;  ley  8,  lit.  i,  Part,  lí  (3)  ; 
y  aun  por  grave  enfermedad  incurable  y  contagiosa  ,  como 
epilepsia,  mal  venéreo,  hedor  de  la  boca,  ect. ;  Ferraris, 
n.  11b  :— 11°.  por  infamia  en  que  incurriere  alguno  de  ellos 
á  causa  de  homicidio  alevoso,  adulterio,  hurto  ú  otro  delito 
grave;  por  algún  vicio  trascendental  á  que  uno  se  abando- 
nase, como  embriaguez  ,  juego  ,  rufianería  ,  etc.;  por  sevi- 
cia ó  notable  aspereza  de  trato  que  se  descubriese  en  el  es- 
poso ;  por  enemistad  capital ,  odio  ó  estraordinaria  aversion 
que  naciere  después  entre  ambos  ;  y  por  riñas  ó  escándalos 
que  se  originaren  ó  racionalmente  se  temiesen  entre  sus  pa- 
rientes ;  Ferraris ,  ns.  113  y  1  ik  (4)  :  —  12°.  por  no  querer 
ó  no  poder  dar  la  dote  los  que  la  prometieron;  por  haber  so- 
brevenido á  uno  de  los  esposos  grave  pérdida  ó  menoscabo 

(3)  Cap.  23  dejurejur,  y  5  de  conjug.  leprosorum. 

(4)  Arg.  de  los  caps.  23  de  jure jur,  y  15  al  fin  de  restit.  spoliât.; 
y  puede  verse  á  Berardi ,  tom.  5  ,  In  jus  eccles. ,  disert.  4  ,  y 
Nurillo  ,  lib.  4,  S  12. 
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on  su  hacienda  ó  fortuna,  aun  sin  culpa  suya,  de  suerte 
que  de  un  estado  de  comodidad  y  bienestar  haya  pasado  al 
de  la  pobreza;  y  con  mayor  razón  por  sobrevenir  á  los  dos 
esta  desgracia ,  de  modo  que  no  puedan  sostener  con  el  de- 
coro que  les  corresponde  las  cargas  del  matrimonio  ;  como 
asimismo  por  verse  amenazado  de  desheredación  por  efecto 
del  casamiento  cualquiera  de  los  esposos;  Ferrar is ,  n.  216  : 
— 13°.  por  ausencia  del  uno  á  tierras  distantes,  sin  que  se  sepa 
'.  su  paradero ,  en  cuyo  caso  debe  el  otro  esperar  tres  años  ;  ley 
8,  lit.  1 ,  Pari.  Il  :  mas  según  el  derecho  canónico ,  si  el  esposo 
se  ausenta  á  países  remotos  sin  noticia  de  la  esposa ,  puede 
.  la  esposa  contraer  libremente  con  otro  ,  cap.  cíe  Mis,  5,  de 
.sponsal.;  bien  que  en  la  práctica  se  atiende  á  las  circuns- 
tancias ,  y  á  las  causas  del  viaje  ,  como  igualmente  á  la  ma- 
yor ó  menor  esperanza  del  pronto  regreso  ;  Ferraris,  n.  79 
y  sig.  :— 14°.  por  muestras  directas  ó  indirectas  que  uno  de 
los  esposos  diere  de  no  querer  contraer  el  matrimonio  pro- 
metido, como  v.  gr.  si  lo  dilata  sin  justa  causa,  si  hace  voto 
simple  de  castidad ,  ó  de  entrar  en  religion  ó  de  ordenarse  m 
sacris,  si  abraza  la  carrera  eclesiástica ,  si  celebra  esponsales 
con  otra  persona,  etc.;  en  cuyos  casos,  según  doctrina  ge- 
neral de  los  canonistas  ,  puede  el  otro  apartarse  libremente 
de  los  esponsales  y  contraer  matrimonio  con  quien  quisiere , 
según  el  axioma  :  Frangenli  fidem,  fules  frangatur  eidem,  ó 
bien  compeler  al  recedente  á  cumplir  su  promesa  : — ib0,  por 
la  voluntad  sola  de  uno  de  los  esposos,  cuando  habiéndose 
desposado  siendo  impúber,  se  arrepiente  luego  que  llega  á 
la  pubertad ,  como  ya  se  ha  dicho  con  estension  mas  arriba  ; 
ley  8  ,  lit.  1  ,  Part,  h  :  mas  deberá  pedir  en  su  caso  la 
rescision  inmediatamente  que  entrare  en  la  pubertad  ,  pues 
do  otro  modo  se  entenderá  que  ratifica  tácitamente  los  es- 
ponsales ,  especialmente  si  deja  que  todavía  se  le  trate  como 
esposo  ó  esposa,  ó  si  da  ó  admite  regalos;  Covar.  in  lib.  k  De- 
cretal., part.  1,  cap.  b,  §  1 ,  n.  2;  siendo  de  advertir  que  el 
tiempo  en  que ,  según  los  canonistas  ,  ha  de  manifestar  su 
arrepentimiento  ,  es  el  de  los  tres  dias  siguientes  al  del  cum- 
plimiento de  los  catorce  ó  de  los  doce  años  de  edad. 

VÏ.  El  conocimiento  de  las  causas  sobre  el  valor  de  los 
esponsales,  ó  su  rescision  ,  y  sobre  la  obligación  que  lieneu 
do  cumplirlos  los  que  los  contrajeron  ,  pertenece  á  la  juris- 
dicción eclesiástica;  ley  7,  til.  1,  Part.  4  :  mas  el  de  los 
daños  y  perjuicios  que  debe  satisfacer  á  su  adversario  el  des- 
posado que  sin  justa  causa  se  resiste  á  cumplir  su  promesa  , 
no  corresponde  sino  á  los  magistrados  seculares,  por  ser 
asunto  meramente  temporal  y  profano ,  así  como  en  las  cau- 
sas de  divorcio  no  deben  mezclarse  los  jueces  eclesiásticos 
en  restituciones  de  dotes  ,  gananciales,  litisexpensas  ni  ali- 
mentos; ley  20  ,  til.  1 ,  lib.  2,  Nov.  Rcc.  Véase  Divorcio. 

ES3PQNS ALICSQ.  Lo  que  pertenece  á  los  esponsales, 
como  donación  esponsalicia. 

ESPóBTULA.  En  algunas  partes  los  derechos  pecunia- 
rios que  se 'dan  á  algunos  jueces  y  á  los  ministros  de  justi- 
cia. Llámanse  así  porque  antiguamente  se  entregaban  á  los 
interesados  en  ciertas  esportillas. 

ESPOSAS.  Cierta  prisión  de  hierro  con  que  se  asegura  á 
alguno  por  las  muñecas.  Véase  Prisiones. 

ESPOSOS.  El  hombre  y  la  mujer  que  han  contraído  es- 
ponsales; y  comunmente  se.  llaman  así  también  los  casados. 
Véase  Esponsales. 

ÜSPÜRÍO.  El  hijo  nacido  de  mujer  soltera  ó  viuda  y  de 
padre  incierto  y  no  conocido ,  por  haber  tenido  la  madre 
ayuntamiento  con  muchos  :  «  Otra  manera  ha  de  fijos  (dice 
la  ley  t  ,  til.  IS  ,  Pari,  h  ) ,  que  son  llamados  en  latin  spu- 
rii,  que  quiere  tanto  decir,  como  de  los  que  nascen  de  las 
mujeres  que  tienen  algunos  per  barraganas  de  fuera  de  sus 
casas ,  et  son  ellas  átales  que  se  dan  á  otros  homes ,  sin 
aquellos  que  las  tienen  por  amigas  :  por  ende  non  saben 
quién  es  su  padre  del  que  nasce  de  tal  mujer.  »  «  Espurio  es 


llamado  (dice  la  ley  11,  lit.  15,  Parí.  6), el  que  nasció  do 
mujer  puta,  que  se  da  á' muchos.  »  Entre  los  Romanos  se 
notaba  con  las  dos  letras  iniciales  S.  P.  que  signiliean  sine 
paire.  La  palabra  espurio  viene  de  una  voz  griega  que  sig- 
nifica semen  ,  y  se  aplica  al  hijo  de  padre  no  conocido  ,  guia 
ila  nalus  nihíl  à  paire ,  ul  inccrlo,  habet  nisi  semen.  Del  es- 
purio se  dice  que  no  teniendo  padre  alguno ,  tiene  muchos  : 

Cui  pater  est  populus ,  pater  est  sibi  mtllus  el  omnis. 
Cui  pater  est  populus,  non  habet  Ule  palrem. 

Gregorio  López,  en  la  glosa  0a.  de  la  citada  ley  1 ,  tít.  1ÎJ, 
Part.  U,  dice  que  aquí  la  palabra  espurio  se  toma  estrictamente 
por  la  ley  ,  pero  que  se  estiende  y  aplica  en  general  á  cua- 
lesquiera hijos  que  nacen  de  vedado  ayuntamiento,  ex  dam- 
nato  coilu.  Efectivamente,  por  derecho  canónico  se  dicen 
espurios  los  que  nacen  fuera  de  matrimonio  y  de  padres  que 
no  podían  casarse  al  tiempo  de  la  concepción  ó  al  del  naci- 
miento, arg.cap.  Quanla,  U,  qui  füii  sint  legilimi;  y  por 
derecho  romano  se  da  esta  denominación,  no  solo  á  los  que 
no  tienen  padre  cierto  ,  sino  también  á  los  que  le  tienen  , 
pero  no  pueden  honestamente  nombrarle ,  por  ser  fraileó 
clérigo  ó  pariente  cercano  de  la  madre  ,  ó  por  estar  casados 
esta  ó  aquel  ó  los  dos  con  otras  personas  :  Vulgo  qua:sili  sunl 
qui  palrem  demonstrare  non  possunl ,  vel  possunl  quidem  , 
sed  eum  habent ,  quem  habere  non  licet,  qui  el  spurii  appel- 
lanlur ;  l.  Vulgo,  23,  D.  de  statu  hominum.  El  mismo  dere- 
cho de  las  Partidas  conviene  también  con  el  canónico  y  el 
romano  ,  pues  á  pesar  de  las  dos  leyes  mas  arriba  citadas, 
sienta  la  ley  3  ,  tít.  \h,  Part,  h,  que  hijo  spurio  quier  tanto 
decir  como  fornezino,  esto  es,  nacido  de  adulterio,  incesto, 
ó  monja  ,  como  esplica  la  ley  1 ,  tít.  Id  ,  Part.  h. 

Diremos  por  lo  tanto ,  que  hijos  espurios,  en  sentido 
propio  y  riguroso ,  son  aquellos  que  no  tienen  padre  cierto 
por  haberse  prostituido  á  muchos  sus  madres  ;  y  en  sentido 
lato  é  impropio  ,  son  los  que  tienen  padre  que  no  debió  ni 
pudo  serlo  sin  delito,  cuales  son  los  incestuosos,  adulterinos 
y  sacrilegos.  Véase  Bastardo  é  Hijos. 

ESTABILECIBEIEISTO.  La  ley,  ordenanza  ó  estatuto  ; 
—  la  fundación,  institución  ó  erección  de  un  colegio  ,  uni- 
versidad ,  hospicio,  casa  de  misericordia,  ú  otra  cosa  seme- 
jante; —  y  la  colocación  ó  suerte  estable  de  alguna  persona. 

-¡-ESTAÜLSGirOEHTOS  de  enseñanza.  Son  públicos 
ó  privados.  Sobre  unos  y  otros  puede  verse  el  Suplemento  al 
Diccionario  de  Escriche. 

ESTADÍA  y  soBRESTAnÍA.  En  el  comercio  marítimo  se 
llama  estudia  cada  uno  de  los  dias  que,  después  del  plazo 
acordado  para  la  carga  y  la  descarga  ,  van  trascurriendo  sin 
que  el  fletador  presente  los  efectos  que  se  han  de  cargar  á 
bordo ,  ó  sin  que  el  consignatario  reciba  los  que  han  de  des- 
cargarse en  el  puerto  del  destino;  y  se  dice  sobrestadía  cada 
uno  de  los  dias  de  tardanza  ó  demora  que  pasan  igualmente 
después  del  segundo  plazo  que  á  veces  se  prefija  para  la 
misma  operación  de  la  carga  ó  la  descarga.  Por  cada  estadía 
y  sobresladia  se  suele  estipular  el  pago  de  cierta  cantidad 
determinada  en  resarcimiento  de  los  perjuicios  que  sufriere 
el  capitán  ó  naviero ,  gastando  durante  la  demora  en  el 
mantenimiento  y  salarios  de  la  tripulación,  y  dejando  de 
ganar  lo  que  pudieran  por  otra  parte  con  la  nave.  Véase 
Fletamcnlo,  art.  737  y  745. 

SSTABO.  El  cuerpo  político  de  la  nación;  ó  bien,  el 
conjunto  de  ciudadanos  quecomponen  el  gran  cuerpo  que  se 
llama  nación.  «  Todo  español  está  obligado  á  contribuir  en 
proporción  de  sus  haberes  para  los  gastos  del  Estado  ;  » 
Const.  de  1837,  art.  6.  «Todos  los  años  prosenlará  el  Go- 
bierno á  las  Cortes  el  presupuesto  general  de  los  gastos  del 
Estado  para  el  año  siguiente ,  y  el  plan  de  las  contribuciones 
y  medios  para  llenarlos;  como  asimismo  las  cuentas  de  la 
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recaudación  é  inversion  de  los  caudales  públicos  para  su 
examen  y  aprobación;  »  id.  art.  72.  «No  podrá  imponerse 
ni  cobrarse  ninguna  contribución  ni  arbitrio ,  que  no  esté 
autorizado  por  la  ley  de  presupuestos  ú  otra  especial  ;  »  id. 
art.  75.  «  igual  autorización  se  necesita  para  disponer  de 
las  propiedades  del  Estado  y  para  tomar  caudales  á  préstamo 
sobre  el  crédito  de  la  nación  ;  »  id.  art.  lh.  «La  deuda  pú- 
blica está  bajo  la  salvaguardia  especial  de  la  nación  ;  »  id. 
arl.  7o.  —  El  Estado  hace  adquisiciones  de  propiedades  en 
los  casos ,  en  la  forma  y  para  el  destino  que  espresa  la  ley 
aprobada  por  las  Cortes  y  sancionada  por  S.  M.  en  9  de 
mayo  de  185b ,  lá  cual  es  como  sigue  : 

«  Arl.  Io.  Corresponden  al  Estado  los  bienes  semovientes  5 
muebles  é  inmuebles  ,  derechos  y  prestaciones  siguientes. 
Primero  :  Los  que  estuvieren  vacantes  y  sin  dueño  conocido 
por  no  poseerlos  individuo  ni  corporación  alguna.  Segundo  : 
Los  buques  que  por  naufragio  arriben  á  las  costas  del  reino, 
igualmente  que  los  cargamentos ,  frutos ,  alhajas  y  demás 
(¡ne  se  hallare  en  ellos  ,  luego  que  pasado  el  tiempo  preve- 
nido por  las  leyes  ,  resulte  no  tener  dueño  conocido.  Terce- 
ro :  En  igual  forma  lo  que  la  mar  arrojare  á  las  playas,  sea 
ó  no  procedente  de  buques  que  hubiesen  naufragado,  cuando 
resulte  no  tener  dueño  conocido.  Se  esceptúan  de  esta  regla 
los  productos  de  la  misma  mar  y  los  efectos  que  las  leyes 
vigentes  conceden  al  primer  ocupante  ,  ó  á  aquel  que  los 
encuentra.  Cuarto  :  La  mitad  de  los  tesoros,  ó  sea  de  las 
alhajas  ,  dinero  ú  otra  cualquiera  cosa  de  valor,  ignorada  ú 
ocultada,  que  se  hallen  en  terrenos  pertenecientes  al  Estado, 
observándose  en  la  distribución  de  los  que  se  encuentren  en 
propiedades  de  particulares ,  las  disposiciones  de  la  ley  frb" , 
titulo  28,  Partida  5a.  Las  minas  de  cualquiera  especie  con- 
tinuarán sujetas  á  la  legislación  particular  del  ramo. 

Art.  2o.  Corresponden  al  Estado  los  bienes  de  los  quo 
mueran  ó  hayan  muerto  intestados  ,  sin  dejar  personas  ca- 
paces de  sucederles  con  arreglo  á  las  leyes  vigentes.  A  falta 
de  dichas  personas  sucederán  con  preferencia  al  Estado. 
Primero  :  Los  hijos  naturales  legalmente  reconocidos  ,  y  sus 
descendientes  por  lo  respectivo  á  la  sucesión  del  padre ,  y 
sin  perjuicio  del  derecho  preferente  que  tienen  los  mismos 
para  suceder  á  la  madre.  Segundo  :  El  cónyuge  no  separado 
por  demanda  de  divorcio  contestada  al  tiempo  del  falleci- 
miento ,  entendiéndose  que  ásu  muerte  deberán  volver  los 
bienes  raices  de  abolengo  á  los  colaterales.  Tercero  :  Los 
colaterales  desde  el  quinto  hasta  el  décimo  grado  inclusive, 
computados  civilmente  al  tiempo  de  abrirse  la  sucesión. 

Art.  5o.  También  corresponden  al  Estado  los  bienes  de- 
tallados ó  poseídos  sin  título  legítimo,  los  cuales  podrán  ser 
reivindicados  con  arreglo  á  las  leyes  comunes. 

Art.  'i°.  En  esta  reivindicación  incumbe  al  Estado  probar 
que  no  es  dueño  legitimo  el  poseedor  ó  detentador,  sin  que 
eslos  puedan  ser  compelidos  á  la  exhibición  de  títulos,  ni 
inquietados  en  la  posesión  hasta  ser  vencidos  en  juicio. 

Art.  S'.  El  Estado  puede  ,  por  medio  de  la  acción  compe- 
tente, reclamar  como  suyos  de  cualquier  particular  ó  corpo- 
ración ,  en  cuyo  poder  se  halten ,  y  en  donde  quiera  que 
estuvieren,  los  bienes  espresados  en  los  artículos  anteriores. 

Art.  6o.  Los  bienes  que  por  no  poseerlos  ni  detentarlos 
persona  ni  corporación  alguna  ,  carecieren  de  dueño  cono- 
cido, se  ocuparán  desde  luego  á  nombre  del  Estado,  pidiendo 
la  posesión  real  corporal  ante  el  juez  competente,  que  la 
mandará  dar  en  la  forma  ordinaria. 

Art.  7o.  Los  buques  que  naufragaren,  sus  cargamentos  y 
demás  que  en  ellos  se  encontrare,  y  las  cosas  que  la  mar  arroja 
sobre  sus  playas,  según  lo  espresado  en  los  párrafos  segundo 
y  tercero  del  artículo  primero  ,  serán  también  ocupados  á 
nombre  del  Estado,  á  quien  se  entregarán,  previo  inventario 
y  justiprecio  de  todo,  y  quedando  responsable  á  las  recla- 
Kacioues  de  tercero  sin  perjuicio  do  la  recompensa  ó  dere- 


chos que  con  arreglo  á  las  disposiciones  que  rigieren  ad- 
quieran los  que  contribuyan  al  salvamento  del  buque  ó 
mercaderías. 

Art.  8o.  La  sucesión  intestada  à  favof del  Estado  se  abro 
por  la  muerte  natur  al.  También  se  abrirá  por  la  muerte  civil 
en  el  caso  de  que  esta  pena  con  todos  sus  efectos  llegue  á 
establecerse  por  nuestras  leyes. 

Art.  9o.  En  los  casos  en  que  la  sucesión  intestada  perte- 
nezca al  Estado ,  el  representante  de  este  podrá  pedir  ante  el 
juez  competente  la  segura  custodia,  inventario,  justiprecio 
de  los  bienes  ,  y  su  posesión  sin  perjuicio  do  tercero ,  que  se 
le  dará  en  la  forma  ordinaria  ,  corriendo  después  el  juicio 
universal  sus  ulteriores  trámites. 

Art.  40.  Todas  las  reclamaciones  y  adquisiciones  á  nom- 
bre del  Estado  quedan  sujetas  ,  desde  la  promulgación  de 
esta  ley,  á  los  principios  y  formas  del  derecho  común , 
bien  sea  por  ocupación  ó  por  acción  deducida  en  los  juicios 
universales  de  intestados  ó  por  reclamación  contra  sus  de- 
tentadores sin  derecho. 

Art.  11.  La  prescripción  con  arreglo  á  las  leyes  comunes 
escluye  las  acciones  del  Estado ,  y  cierra  la  puerta  á  sus  re- 
clamaciones contra  los  bienes  declarados  de  su  pertenencia 
en  esta  ley. 

Art.  12.  La  prescripción  en  igual  forma  legitima  irrevo- 
cablemente las  adquisiciones  hechas  á  nombre  del  Estado. 

Art.  13.  Los  bienes  adquiridos  y  que  se  adquirieren  como 
mostrencos  á  nombre  del  Estado,  quedan  adjudicados  al 
pago  de  la  deuda  pública ,  y  serán  uno  de  los  arbitrios  per- 
manentes de  la  caja  de  Amortización. 

Art.  iH.  La  dirección  de  los  ramos  de  Amortización,  como 
interesada  en  la  conservación  y  aumento  de  las  adquisicio- 
nes que  le  proporciona  esta  ley,  adoptará  las  medidas  que 
estime  convenientes  para  promover  su  descubrimiento,  ocu- 
pación ó  reclamación. 

Art.  15.  La  misma  Dirección  responderá  de  los  graváme- 
nes y  obligaciones  de  justicia  afectas  á  las  fincas  que  ad- 
quiriere por  la  presente  ley. 

Art.  16.  Responderá  también  á  las  acciones  que  con 
arreglo  á  las  leyes  comunes  se  entablaren  contra  los  bienes 
que  hubiere  adquirido,  y  á  la  indemnización  y  saneamiento 
de  los  compradores  en  la  forma  establecida  por  derecho.  En 
uno  y  otro  caso  solo  responderá  de  la  cantidad  líquida  que 
hubiese  ingresado  en  arcas. 

Art.  17.  Todos  los  juicios  sobre  la  materia  de  la  presente 
ley  son  de  la  atribución  y  conocimiento  de  la  jurisdicción 
real  ordinaria  ;  y  las  acciones  se  intentarán  ante  el  juez  del 
partido  donde  se  hallaren  los  bienes  que  se  reclamen. 

Art.  18.  Ningún  particular  podrá  ejercitar  las  acciones 
que  sobre  la  materia  de  esta  ley  correspondan  al  Estado. 

Art.  19.  Los  promotores  fiscales  en  primera  instancia,  y 
los  fiscales  de  las  audiencias  y  tribunales  supremos  en  las 
ulteriores,  de  acuerdo  con  el  director  dé  los  ramos  de  Amor- 
tización, ó  sus  delegados  ,  sostendrán  las,  adquisiciones  he- 
chas à  nombre  del  Estado,  y  también  incoarán  y  proseguirán 
las  demandas  de  reivindicación  y  demás  que  correspondan 
al  Estado  en  virtud  de  esta  ley. 

Art.  20.  Queda  abolida  la  jurisdicción  especial  conocida 
con  el  nombre  de  Mostrencos,  y  la  subdelegacion  general  de 
este  ramo  y  sus  dependencias. 

Art.  21.  Los  empleados  con  sueldo ,  así  de  la  subdelega- 
cion general  y  su  tribunal  como  de  las  subdelegaciones  infe- 
riores y  sus  juzgados ,  quedan  cesantes  con  el  haber  que  les 
corresponda  según  clasificación. 

Art.  22.  Los  pleitos  pendientes  en  la  subdelegacion  gene- 
ral y  en  las  subdelegaciones  de  partido  se  continuarán  y 
fallarán  con  arreglo  á  las  disposiciones  de' esta  ley. 

Art.  25.  Los  fiscales  ó  promotores  respectivos  ,  á  quienes 
desde  luego  se  pasarán  los  pleitos  pendientes,  bien  procedan 
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de  denuncia  ó  de  oficio,  los  continuarán  á  nombre  del  Es- 
tado, ó  promoverán  el  sobreseimiento,  si  no  encontraren 
méritos  bastantes  para  su  prosecución ,  en  cuyo  caso  se 
declara  fenecido  el  litigio,  y  en  libertad  la  finca  ó  efectos 
reclamados. 

Art.  2ft.  Para  que  el  desistimiento  de  los  promotores  fis- 
cales surta  los  efectos  que  se  indican  en  el  artículo  anterior, 
precederá  el  consentimiento  y  conformidad  del  fiscal  de  la 
audiencia  del  territorio;  y  tanto  en  este  caso  ,  como  en  el 
del  artículo  anterior,  deberá  preceder  allanamiento  por  es- 
crito del  director  de  los  ramos  de  Amortización ,  ó  sus  dele- 
gados en  las  provincias. 

Art.  23.  Los  pleitos  pendientes  en  la  subdelegacion  gene- 
ral se  pasarán  inmediatamente  á  la  real  audiencia  de  Madrid 
para  los  fines  indicados ,  y  los  que  penden  en  las  subdelega- 
ciones  inferiores,  á  los  juzgados  ordinarios  del  partido  donde 
radiquen  los  bienes. 

Art.  26.  Quedan  derogadas  todas  las  leyes,  ordenanzas  é 
instrucciones  sobre  mostrencos.» — Véase  Bienes  mostren- 
cos, Bienes  nacionales  y  Bienes  realengos. 

-(-Decretado  que  sea  judicialmente  el  secuestro  de  bienes 
denunciados  como  mostrencos,  se  confie  desde  luego  su 
administración  á  los  comisionados  respectivos  de  las  fincas 
nacionales,  bajo  el  concepto  de  responder  de  los  frutos  y 
rentas  á  favor  de  los  litigantes  interesados  á  título  de  funda- 
ciones particulares  ú  otro  legítimo  en  los  bienes  denunciados 
que  se  declare  en  justicia  pertenecerle  en  posesión  ó  pro- 
piedad; entendiéndose  esto  mismo  para  con  los  bienes  de- 
positados en  virtud  de  secuestro  decretado  anteriormente 
sobre  que  no  haya  recaído  sentencia.  Rl.  órd.  de  h  de  febrero 
de  1837. 

Los  tribunales  deben  hacer  efectiva  la  responsabilidad 
que  contraen  los  jueces  por  la  inobservancia  de  lo  mandado 
sobre  el  depósito  de  los  bienes  denunciados  como  mostren- 
cos. Rl.  órd.  de  19  de  octubre  de  1837. 

No  haciéndose  novedad  respecto  á  los  bienes  mostrencos 
en  el  modo  y  forma  de  proceder  á  su  enajenación  que  esta- 
blece el  decreto  de  19  de  febrero  de  1836  ,  se  satisfaga  á  los 
denunciadores  que  lo  fueron  antes  de  la  ley  de  9  de  mayo 
de  185S,  la  tercera  parte  en  metálico  del  precio  real  y- efec- 
tivo que  tengan  los  efectos  públicos  que  deben  recibirse  en 
pago  según  la  cotización  del  día  en  que  se  celebre  el  remate, 
á  menos  que  prefieran  tomarla  en  el  papel  que  se  entregue 
al  Estado  ,  en  cuyo  caso  deberá  satisfacérseles  así.  Rl.  órd. 
de  ISci'e  noviembre  de  1844. 

En  el  Suplemento  á  este  Diccionario  se  hallarán  otras  dos 
reales  órdenes.  La  primera  se  reduce  á  que  no  se  admita 
por  ningún  tribunal  demanda  alguna  en  que  se  controvier- 
tan intereses  del  Estado  sin  que  antes  se  baga  constar 
que  se  ha  obtenido  resolución  por  la  vía  gubernativa  ,  para 
que  el  Estado  no  sea  de  peor  condición  que  los  parti- 
culares, á  quienes  la  ley  concede  transigir  sus  diferencias 
por  motivos  de  equidad  antes  de  verse  envueltos  en  las 
dificultades  que  ofrece  un  litigio.  La  otra  fué  motivada  por 
una  consulta  de  la  dirección  general  de  la  Deuda  pública , 
manifestando  al  ministro  de  Hacienda  que  el  intendente  de 
las  islas  Canarias  dio  parte  de  haber  aparecido  en  la  de 
Lanzarote  un  buque  náufrago  cargado  de  maderas  sin  dueño 
conocido,  y  el  administrador  principal  de  bienes  nacionales 
había  escitado  al  fiscal  del  juzgado  de  marina  para  que  pi- 
diese el  depósito  do  los  efectos  hallados  en  la  administra- 
ción de  su  cargo  ,  como  previene  la  ley  de  9  de  mayo 
de  185b.  La  reina  mandóla  observancia  de  dicha  ley,  y  que 
cu  su  consecuencia  so  depositen  los  efectos  procedentes 
de  naufragios  pura  su.  seguridad  hasta  la  determinación  del 
juicio. 

ESTADO.  La  si  lu  ación  en  que  se  encuentra  una  cosa  ó 
negocio.  Díccsc  quo  un  pleito  se  ludia  en  estado  ,  cuando  ya 


no  le  falta  diligencia  ni  prueba  alguna  para  estar  en  dispo- 
sición de  ser  fallado;  y  se  dice  que  no  está  ó  no  viene  en 
estado  ,  cuando  le  falta  alguno  de  los  requisitos  necesarios 
para  dar  la  providencia  que  se  solicita. 

ESTADO.  El  orden,  clase  ,  jerarquía  y  calidad  de  las 
personas  que  componen  un  reino  ,  una  repúMca  ó  un  pue- 
blo, como  el  estado  general,  el  estado  noble,  el  estado  ecle- 
siástico. Estado  general,  quelambien  se  dice  común  ó  Huno, 
es  la  clase  ú  orden  de  los  vecinos  de  que  se  compone  un 
pueblo ,  á  escepcion  de  los  nobles  y  eclesiásticos.  Estado 
noble  es  la  clase  ú  orden  de  ciertas  personas  notables  que 
gozan  de  algunos  privilegios  de  que  carecen  los  del  estado 
general.  Estado  eclesiástico  es  la  clase  ó  jerarquía  de  las 
personas  que  en  virtud  de  las  órdenes  están  consagradas  al 
culto  divino. 

ESTADO  honesto.  Suele  llamarse  así  el  estado  ó  condi- 
ción de  soltera. 

ESTADO  de  las  personas.  «  La  condición  ó  la  manera 
en  que  los  homes  viven  ó  están  »  ;  ley  1  ,  lit.  23 ,  Part,  h  :  ó 
sea  ,  la  calidad  ó  condición  bajo  la  cual  se  halla  constituido 
el  hombre  en  la  sociedad  y  en  su  familia  gozando  de  ciertos 
derechos,  acompañados  por  lo  regular  de  ciertas  obligacio- 
nes, que  deja  de  tener  cuando  muda  de  condición.  Esta  con- 
dición viene  ó  de  la  misma  naturaleza  ,  ó  de  la  voluntad  de 
los  hombres  ;  y  de  aquí  es  que  el  estado  de  los  hombres  se 
divide  en  natural  y  civil.  El  estado  civil  se  subdivide  en 
público  y  privado  ;  el  público  comprende  la  libertad  y  la 
ciudadanía  ó  derecho  de  ciudadano;  y  el  privado  está  redu- 
cido al  derecho  de  familia ,  el  cual  puede  mudarse  ,  salvo  el 
estado  público. 

Según  el  estado  natural ,  se  dividen  las  personas  :  —Io.  en 
nacidas  y  concebidas  ó  existentes  en  el  vientre  de  su  ma- 
dre :  —  2o.  en  varones  y  hembras  ú  hombres  y  mujeres  : 
— 5o.  en  mayores  y  menores  de  edad.  Véase  Persona,  Hom- 
bre ,  Mujer,  ¡Yacimiento ,  Hijo  postumo  ,  Edad. 

Según  el  estado  civil ,  se  dividen  :  —  Io.  en  libres  y  es- 
clavos :  —  2o.  en  nobles  y  plebeyos  :  —  5o.  en  clérigos  ó 
eclesiásticos  y  legos  :  —  U°.  en  vecinos  y  transeúntes  :  — 
b°.  en  naturales  y  estranjeros  :  —  6U.  en  padres  é  hijos  de 
familia.  Los  hombres  libres  se  subdividen  en  ingenuos  y 
libertinos  ;  y  los  ingenuos  ó  están  sujetos  á  la  patria  potestad, 
ó  viven  en  tutela  ó  curaduría,  ó  son  del  todo  independien- 
tes de  otra  persona.  Véase  Libre  ,  Esclavo , Noble ,  Plebeyo, 
Clérigo,  Lego,  Vecino,  Transeúnte ,  Español,  Natural, 
Extranjero,  Padre  de  familia  ,  Hijo  de  familia ,  Ingenuo  , 
Libertino  ,  Liberto  ,  Menor,  Tutor,  Curador. 

ESTADO  del  reino.  Cualquiera  de  las  clases  ó  brazos 
del  reino  ,  que  solían  tener  voto  en  Cortes.  Véase  Cortes. 

ESTADO  de  paz  ,  de  guerra  y  de  sitio.  El  estado  do 
paz  no  es  otra  cosa  que  la  situación  normal  de  quietud  y 
sosiego  público  del  reino  :  estado  de  guerra  es  la  situación 
escepcional  en  que  se  halla  el  reino  cuando  se  ve  invadido  do 
tropos  estranjeras  ó  turbado  por  disensiones  civiles  de  sus 
habitantes  armados  unos  contra  otros  ;  y  estado  de  sitio  os 
la  situación  también  escepcional  de  una  plaza,  fortaleza  ó 
población  ,  á  la  cual  ha  puesto  cerco  el  enemigo  para  com- 
batirla y  apoderarse  de  ella.  En  el  estado  de  paz  ,  todos  los 
magistrados  y  autoridades  civiles  ejercen  libre  y  plenamente 
las  atribuciones  que  les  confieren  las  leyes ,  sin  inter- 
vención alguna  de  la  autoridad  militar;  pero  en  el  estado 
de  guerra,  y  mucho  mas  en  el  de  sitio,  la  autoridad  militar 
tiene  que  estender  sus  facultades  con  menoscabo  de  las  fun- 
ciones de  las  autoridades  civiles.  Por  mas  libre  que  sea  la 
Constitución  de  la  monarquía,  siempre  es  indispensable,  en 
el  estado  de  guerra  y  de  sitio  ,  dar  á  los  defensores  de  la 
patria  ciertos  poderes  que  hayan  de  ejercer  en  ciertas  oca- 
siones sobre  los  pueblos  que  tienen  que  proteger;  pero  la 
ley  debe  encerrar  estos  poderes  dentro  de  los  limites  mas 
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estrechos  que  sea  posible  según  su  destino  ;  y  para  casos 
estraordinarios  vale  mas  conceder  á  los  jefes  militares  una 
gran  latitud  de  facultades,  que  no  dejar  que  se  las  tomen 
arbitrariamente ,  haciéndolos  empero  responsables  de  todos 
sus  hechos ,  á  fin  de  que  no  queden  impunes  los  abusos  que 
cometieren. 

Nosotros  carecemos  todavía  de  leyes  que  deslinden  las 
atribuciones  de  las  autoridades  militares  sobre  los  pueblos 
en  tiempo  de  guerra  y  en  tiempo  de  sitio  ;  y  no  será  por  lo 
tanto  fuera  de  propósito  presentar  aquí ,  aunque  solo  sea  por 
curiosidad,  las  que  rigen  en  el  vecino  reino  de  Francia.  La 
principal  es  la  ley  de  8  de  julio  de  1791 ,  la  cual  contiene 
sobre  esta  materia  en  su  título  Io.  las  disposiciones  siguientes  : 

«  Art.  S°.  Las  plazas  de  guerra  y  puestos  militares  se  con- 
siderarán bajo  tres  aspectos  :  á  saber,  en  estado  de  paz,  en 
estado  de  guerra,  y  en  estado  de  sitio. 

»  G°.  En  las  plazas  de  guerra  y  puestos  militares  que  se 
hallen  en  estado  de  paz,  así  la  policía  interior  como  todos  los 
demás  actos  del  poder  civil  estarán  precisamente  á  cargo  de 
los  magistrados  y  demás  oficiales  civiles  que  tienen  por  la 
Constitución  el  cuidado  de  velar  sobre  la  observancia  de  las 
leyes,  sin  que  la  autoridad  délos  agentes  militares  pueda 
estenderse  mas  que  á  las  tropas  y  á  las  cosas  dependientes 
de  su  servicio  que  se  designarán  á  continuación  del  presente 
decreto. 

»  7o.  En  las  plazas  de  guerra  y  puestos  militares  que  se 
hallaren  en  estado  de  guerra,  continuarán  los  oficiales  civiles 
con  el  cuidado  del  orden  y  de  la  policía  interior;  pero  podrá 
requerirlos  el  comandante  militar  para  que  se  presten  á  las 
medidas  de  orden  y  de  policía  que  interesaren  á  la  seguridad 
déla  plaza;  y  en  su  consecuencia,  para  asegurar  la  respon- 
sabilidad respectiva  de  los  oficiales  civiles  y  de  los  agentes 
militares,  se  trasmitirán  á  la  municipalidad  las  delibera- 
ciones del  consejo  de  guerra  ,  en  cuya  virtud  se  hubieren 
hecho  los  requerimentos  del  comandante  militar. 

»  8o.  El  estado  de  guerra  se  determinará  por  un  decreto 
del  cuerpo  législative,  dado  á  propuesta  del  rey,  sancionado 
y  publicado  por  este  mismo. 

»  9o.  Y  en  caso  de  no  estar  reunido  á  la  sazón  el  cuerpo 
legislativo ,  podrá  declarar  el  rey  por  sola  su  autoridad ,  bajo 
la  responsabilidad  personal  de  los  ministros ,  que  tales  plazas 
ó  puestos  se  hallan  en  estado  de  guerra;  pero  el  cuerpo  legis- 
lativo ,  luego  que  se  reúna ,  deliberará  sobre  dicha  declara- 
ción, para  validarla  ó  rescindirla  por  un  decreto. 

»  10.  En  las  plazas  de  guerra  y  puestos  militares  que  se 
hallaren  en  estado  de  sitio,  toda  la  autoridad  de  que  los  ofi- 
ciales civiles  estuvieren  revestidos  por  la  Constitución  para 
la  conservación  del  orden  y  de  la  policía  interior,  pasará  al 
comandante  militar,  quien  la  ejercerá  esclusivamente  bajo 
su  responsabilidad  personal. 

»  11.  Las  plazas  de  guerra  y  puestos  militares  estarán  en 
estado  de  sitio,  no  solo  desde  el  momento  en  que  comenzaren 
los  ataques  del  enemigo  ,  sino  luego  que  á  resultas  del  cerco 
ó  acordonamiento  quedaren  corladas  las  comunicaciones  de 
dentro  á  fuera  y  de  fuera  á  dentro  á  distancia  de  mil  y  ocho- 
cientas toesas  de  las  crestas  de  los  caminos  cubiertos. 

«  12„E1  estado  de  sitio  no  cesará  sino  después  de  roto  el 
cerco  ;  y  en  el  caso  de  haber  comenzado  los  ataques,  des- 
pués de  destruidos  los  trabajos  do  los  sitiadores ,  y  reparadas 
ó  puestas  en  estado  de  defensa  las  brechas.  » 

De  todas  estas  disposiciones  han  dejado  de  subsistir  las  de 
los  artículos  8  y  9:  pues  habiéndose  dado  al  directorio  por 
ley  de  19  de  fructidor  del  año  5  la  facultad  de  declarar  á  una 
población  en  estado  de  guerra  ó  de  sitio,  no  se  ha  dudado 
ya  desde  entonces  que  el  jefe  del  gobierno  es  el  que  sin  con- 
curso de  otra  autoridad  goza  de  este  poder  como  inherente 
al  derecho  de  declarar  la  guerra. 

ESTADOS  generales.  Los  tres  órdenes  del  pueblo,  del 


clero,  y  de  la  nobleza ,  que  se  reunían  para  deliberar  sobro 
los  asuntos  públicos  de  mucha  importancia,  y  para  la  for- 
mación de  las  leyes.  Véase  Corles. 

ESTAFA.  Él  acto  de  pedir  ó  sacar  dineros  ó  cosas  do 
valor  con  artificios  y  engaños  y  con  ánimo  de  no  pagar.  No 
hay  ley  que  prescriba  una  pena  general  contra  las  estafas  , 
porque  los  modos  de  hacerlas  son  muy  diferentes  y  desigua- 
les ;  y  así  el  juez  debe  imponer  en  cada  caso  la  pena  que  le 
parezca  justa  según  las  circunstancias  del  hecho  y  de  las 
personas  ;  ley  12,  lit.  16,  Part.  7.  Véase  Engaño. 

Las  disposiciones  del  código  penal  de  1822  ,  aunque  no 
están  vigentes,  pueden  dar  al  juez  alguna  luz  que  le  guie 
en  materia  de  estafas  y  engaños.  Son  como  siguen  : 

«  Cualquiera  que  con  algún  artificio,  engaño,  superchería, 
práctica  supersticiosa  ú  otro  embuste  semejante  hubiere  son- 
sacado á  otro  dineros,  efectos  ó  escrituras,  ó  le  hubiere  per- 
judicado de  otra  manera  en  sus  bienes  ,  sin  alguna  circuns- 
tancia que  le  constituya  verdadero  ladrón  ,  falsario  ó  reo  de 
otro  delito  especial ,  sufrirá  la  pena  de  reclusión  por  el  tiempo 
de  un  mes  á  dos  años,  y  una  multa  de  cinco  á  cincuenta 
duros  ,  sin  perjuicio  de  la  mayor  pena  que  merezca  como 
ladrón  ,  falsario  ó  reo  de  otro  delito ,  si  juntamente  lo  fuere; 
art.  7G6. 

»  El  jugador  que  usando  de  trampas  en  el  juego  hubiere 
ganado  malamente  alguna  cantidad  ,  sufrirá  un  arresto  de 
quince  dias  á  cuatro  meses,  y  pagará  una  multa  delires 
tanto  de  dicha  cantidad,  sin  perjuicio  de  las  demás  penas  en 
que  incurra  si  jugare  juego  ó  cantidad  prohibida  ;  art.  767. 

»  Los  que  ejercen  habitualmente  ó  por  costumbre  los  en- 
gaños y  trampas  de  que  tratan  los  dos  artículos  precedentes , 
serán  condenados  á  una  redusion  de  dos  á  cinco  años  ; 
art.  768. 

»  Cualquiera  que  hiciere  alguna  rifa  sin  permiso  del  Go- 
bierno ,  aunque  sea  con  título  de  culto  de  algún  santo  ó  de 
obra  pia,  perderá  la  cosa  rifada,  y  sufrirá  una  multa  igual 
al  importé  de  las  suscripciones  que  hubiere  recogido.  En  la 
misma  pena  incurrirá  el  que  teniendo  permiso  delGobierno 
no  hubiere  cumplido  las  condiciones  con  que  se  le  dio.  El 
que,  tanto  teniendo  permiso,  como  no  teniéndole,  se  alzare 
con  la  cosa  rifada  y  el  dinero  recogido,  sufrirá  ademas  la 
pena  de  reclusión  de  un  mes  á  un  año;  art.  769. 

»  Cualquiera  que  hubiere  engañado  á  otro  á  sabiendas  ,  • 
vendiéndole  ,  cambiándole  ó  empeñándole  una  cosa  por  otra 
de  diferente  naturaleza  ,  como  cosas  doradas  por  oro ,  bri- 
llantes falsos  por  piedras  preciosas;  ó  que  habiendo  contra- 
tado sobre  alguna  cosa,  la  sustrajere  y  cambiare  por  otra  do 
menos  valor  antes  de  entregarla;  ó  que  hubiere  vendido  ó 
empeñado  una  cosa  como  libre,  sabiendo  que  está  empe- 
ñada; ó  que  hubiere  vendido  un  animal  dándolo  por  sano, 
sabiendo  que  no  lo  está ,  ú  ocultando  maliciosamente  el  de- 
fecto ó  resabio  que  tenga ,  siendo  de  aquellos  que  el  vendedor 
está  obligado  á  manifestar,  sufrirá  un  arresto  de  seis  dias  á 
un  mes,  y  una  multa  de  diez  hasta  cien  duros;  art.  770. 

»  Cualquiera  que  abusando  de  la  debilidad  ó  de  las  pa- 
siones de  un  menor  de  edad  que  sea  hijo  de  familia ,  ya  esté 
sujeto  á  tutor  ó  curador,  ó  de  cualquiera  que  esté  en  inter- 
dicción judicial  por  incapacidad  física  ó  moral ,  hubiere  con- 
seguido hacerle  firmar  alguna  escritura  de  obligación  ,  ó 
deliberación  ó  finiquito  por  razón  ¿e  préstamos  de  caudades, 
ó  géneros  ó  efectos,  cualquiera  que  sea  la  forma  bajo  la  cual 
se  haya  contratado;  ó  hubiere  percibido  de  dichas  personas, 
abusando  igualmente  de  sus  circunstancias,  alguna  cosa 
vendida ,  empeñada  ,  cambiada ,  alquilada  ó  depositada ,  sin 
autoridad  legítima  ,  sufrirá  un  arresto  de  diez  dias  á  un  mes, 
y  una  multa  de  diez  á  cien  duros  ;  art.  771. 

»  En  todos  los  casos  que  comprende  este  capítulo  podrán 
los  reos  ser  puestos  bajo  la  vigilancia  de  la  autoridad  local 
por  el  tiempo  de  dos  á  cinco  años ,  con  obligación  de  dar 
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fbil.jr  abonado  de  sn  conducta  :  y  no  encontrándole ,  se  do- 
blará la  pena  de  réclusion,  y  se  convertirá  en  esta  la  de  ar- 
resto ;  »  art.  772. 

ESTAMENTO.  En  la  corona  de  Aragon  se  llamaba  así 
cada  uno  de  los  estados  que  concurrían  à  las  Cortes  ;  y  eran 
el  eclesiástico  ,  el  do  la  nobleza ,  el  de  los  caballeros  ,  y  el 
de  las  universidades;  esto  es ,  de  las  ciudades  y  villas.  Yéase 
Corles. 

ESTAMPA.  Cualquiera  efigie  ó  figura  trasladada  al  pa- 
pel ú  otra  materia  por  medio  del  tórculo  ó  prensa  de  la 
lámina  de  bronce,  plomo  ó  madera  en  que  está  abierta  ó 
grabada.  —  El  autor  de  una  estampa  tiene  el  derecho  esclu- 
sivo  de  multiplicar  sus  ejemplares ,  y  puede  perseguir  judi- 
cialmente al  grabador  que  la  copie  sin  su  permiso.  —  Las 
estampas  contrarias  alas  buenas  costumbres  y  á  la  decencia 
pública ,  deben  prohibirse  y  recogerse  para  inutilizarlas  ;  y 
sus  autores,  grabadores  y  espendedores  se  hallan  en  el  caso 
de  ser  castigados  según  la  gravedad  del  hecho  y  las  circuns- 
tancias. —  Las  estampas  calumniosas  ó  injuriosas  á  cuales- 
quiera personas  producen  acción  igualmente  contra  sus  au- 
tores ,  grabadores  y  espendedores.  Véase  Piulara. 

ESTANCO.  El  embargo  ó  prohibición  del  curso  y  venta 
libre  de  algunas  cosas ,  ó  el  asiento  que  se  hace  para  apro- 
piarse la  venta  délas  mercancías  y  otros  géneros,  poniendo 
coto  para  que  no  se  vendan  sino  por  determinadas  personas 
y  á  precio  fijo.  También  se  llama  estanco  el  sitio  ,  paraje  ó 
casa  donde  sé  venden  los  géneros  ó  mercaderías  que  se  ha- 
llan estancadas.  Véase  Abacerías ,  Contrabando,  y  Rentas 
estancadas. 

f  ESTANQUES©.  El  empleado  de  la  administración  pro- 
vincial de  la  Hacienda  pública  que  tiene  á  su  cargo  la  espen- 
dicion  do  los  efectos  estancados ,  como  el  tabaco ,  la  sal ,  la 
pólvora,  el  papel  sellado  y  documentos  de  giro. 

En  el  Suplemento  al  Diccionario  de  Escriche  se  hallan  va- 
rias disposiciones  relativas  à  la  provision  de  dicho  empleo. 

ESTANQUE.  Receptáculo  hecho  de  fábrica  para  recoger 
y  contener  agua.  Diferenciase  del  lago  en  que  este  se  forma 
generalmente  mas  bien  por  la  disposición  del  lugar  ó  sitio 
que  por  la  mano  del  hombre. 

Todo  propietario  puede  hacer  estanques  en  sos  heredades, 
con  tal  que  no  perjudique  al  camino  público  ó  vecinal  ni  al 
derecho  de  tercero;  arg.  de  l®  ley  \9  ,tít.  52  ,  Parí.  5;  pero 
debe  mantenerlos  constantemente  en  buen  estado,  bajo  la 
pena  de  pagar  los  daños  y  perjuicios  que  por  su  negligencia 
se  ocasionaren  ;  y  aun  el  vecinoque  observare  el  mal  estado 
de  un  estanque  y  temiere  sus  consecuencias,  podrá  obligar 
al  dueño  á  que  lo  repare  para  prevenir  todo  estrago ,  ha- 
ciendo uso  del  derecho  de  denuncia.  Véase  Denuncia  de  obra 
ruinosa,  y  Edificio: 

Cuando  algún  estanque  fuese  capaz  de  ocasionar  por  la 
detención  de  sus  aguas  enfermedades  epidémicas  ó  epizootias, 
ó  estuviere  sujeto  por  su  situación  á  inundaciones  que  inva- 
dan y  asuélenlas  heredades' inferiores,  puede  ordenarse.su 
destrucción  por  la' competente  autoridad,  en  virtud  del  prin- 
cipio que  quiere  se  prefiera  la  utilidad  común  á  la  privada. 

Elique  construye  un  estanque  ,  ha.de  asegurarse  primero 
del  modo  de  desaguarlo.  Si  lo  hubiere  formado  de  las  lluvias, 
infiltraciones,  derretimiento  de  las  nieves,  ó  algunas  venas 
subterráneas,  no  podrá  derramar  sus  aguas  sobre  los  cam- 
pos vecinos;  pero  si  lo  hubiese  formado  y  lo. mantuviere  con 
las  aguas  de  algún  arroyo  que  ya  existia  anteriormente ,  po- 
drá continuar  dirigiendo  las  sobrantes  por  el  cauce  ó  canal 
del  arroyo ,  y  aun  echarlas  todas  por  el  mismo  sitio  cuando 
trate  de  desaguar  el  estanque,  con  tal  que  no  cause  á  los 
predios  inferiores  mas  daño  que  el  que  sufrían  antes  do  su 
construcción. 

Cuando  un  estanque  pertenece  á  muchos  ,  deben  hacerse 
á  costa  de  todos  sus  reparaciones  ;  y  si  se  negare  á  ello 


alguno  de  los  condueños,  pueden  compelerlo  judicialmente 
los  demás,  porque  no  es  justo  que  la  resistencia  ó  descuido 
de  los  unos  perjudique  á  los  otros. 

El  dueño  de  un  estanque  lo  es  también  de  los  peces  que 
so  crian  en  él,  y  puede  perseguir  y  recoger  los  que  salieren 
de  su  recinto  con  motivo  de  alguna  crecida  ó  inundación  ; 
pero  los  peces  que  pasaren  á  otro  estanque,  pertenecen  al 
dueño  de  este,  con  tal  que  no  hayan  sido  atraídos  con  fraude 
ó  artificio. 

=  Véase  Agua  y  Pesca. 

ÉSTAÉ  Á  derecho.  Comparecer  uno  por  sí  ó  por  su 
procurador  en  juicio,  y  obligarse  á  pasar  por  lo  que  sen- 
tencie el  juez.  Véase  Fianza. 

ESTATUA.  La  figura  de  bulto  labrada  á  imitación  del 
natural.  Véase  Academia  de  nobles  artes. 

Entre  los  Romanos  gozaban  del  derecho  de  asilo,  no  sola- 
mente los  que  se  refugiaban  á  las  iglesias  ,'  sino  también  los 
que  se  acogian  á  las  estatuas  de  los  príncipes  ,  según  apa- 
rece por  una  constitución  de  los  emperadores  Valentiniano, 
Teodosio  y  Arcadia 

El  que  usare  deshonrar  á  sabiendas  la  estatua  ú  otra  ima- 
gen que  represente  la  persona  del  rey,  comete  alevosía  ,  y 
si  fuere  hombre  honrado  debe  ser  desterrado  del  reino  para 
siempre  y  perder  lo  que  del  rey  hubiese  recibido;  mas  sien- 
do de  inferior  clase  ,  incurre  en  la  pena  de  muerte;  ley  18, 
lit.  13,  fart.  2.  Como  la  ley  se  sirve  de  la  palabra  usare  , 
colige  Gregorio  López  en  su  glosa  que  quien  solo  deshon- 
rase una  vez  la  estatua  ó  imagen  del  rey,  no  habría  de  ser 
castigado  sino  con  otras  penas  mas  suaves. 

ESTATUTO.  Esta  palabra  se  aplica  en  general  á  todas 
especies  de  leyes,  ordenanzas  y  reglamentos  :  cada  disposi- 
ción de  una  ley  es  un  estatuto  que  permite,  ordena  ó  pro- 
hibe alguna  cosa;  y  así  es  que  al  fin  de  los  preámbulos  de 
las  leyes  y  antes  do  los  artículos  en  que  estas  suelen  divi- 
dirse, se  encuentran, no  pocas  veces  las  palabras  estatuimos 
y  ordenamos.  Pero  mas  especialmente  se  llaman  estatuios 
las  ordenanzas,  pactos  ,  reglas  ó  constituciones  que  se  esta- 
blecen para  el  gobierno  y  dirección  de  algún  pueblo,  uni- 
versidad, colegio,  cabildo  ú  otro  cuerpo  secular  ó  eclesiás- 
tico. 

Los  estatutos  en  este  último  sentido  no  tienen  fuerza  obli- 
gatoria sino  en  el  caso  de  haber  sido  dados  ó  confirmados 
por  el  soberano;  bien  que  á  veces  podrán  considerarse  como 
pactos  de  un  contrato  á  cuya  observancia  se  hayan  com- 
prometido las  personas  que  los  han  hecho,  y  entonces  liga- 
rán solamente  á  estas  y  á  las  que  voluntariamente  se 
adhieran  á  ellos,  con  tal  que  no  contengan  cosas  contrarias 
al  derecho,  ni  perjudiquen  á  tercero.  —  Véase  Leyes  muni- 
cipales. 

ESTELIONATO.  Toda  especie  de  fraude  o  engaño 
que  se,  comete  en  las  convenciones  ú  otros  actos  y  no  tiene 
nombre  ó  género  determinado.  La  palabra  estelionato  írao 
su  origen  del  nombre  latino  stellio,  que  se  daba  à  una  espe- 
cie de  lagarto  que  se  distinguía  por  la  finura  y  variedad  do 
sus  colores,  porque  los  cslclionalarios  ó  reos  de  estelionato 
emplean  todo  género  de  ardides  y  sutilezas  para  encubrir 
sus  fraudes.  También  en  España  se  da  el  nombre  de  eslelion 
á  dicho  lagarto,  conocido  mas  comunmente  con  el  de  sala- 
manquesa. 

Según  el  derecho  romano  ,  cometen  estelionato  :  el  que 
por  dolo  cede,  vende  ó  empeña  una  cosa  que  ya  ha  cedida  , 
vendido  ó  empeñado,  ocultando  la  primera  cesión,  venia  ó 
empeño  ala  persona  con  quien  contrata;  el  deudor  que  em- 
peña ó  da  en  pago  á  sus  acreedores  una  cosa  que  sabe  no  le 
pertenece  ;  el  que  sustrae ,  adultera  ó  malea  efectos  obliga- 
dos á  otro;  el  que  hace  colusión  con  otro  en  perjuicio  de  un 
tercero;  el  mercader  que  da  una   mercadería  de  menor 
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precio  por  oíra  mas  cara  que  ha  vendido;  y  el  que  hace 
una  falsa  declaración  en, algún  ac!o  ó  contralo. 

La  pena  de  esle  delito  entre  los  Romanos  dependía  del  ar- 
bitrio del  juez  ,  según  la  mayor  ó  menor  gravedad  del  he- 
dió; pero  no  escedia  de  condenación  á  las  minas  si  el 
delincuente  era  plebeyo  ,  y  de  destierro  si  era  noble.  Dig. 
lib.  hl,  til.  20;  lód.  ¡ib.  9,  lit.  'oh,  deerhn.  slcllion. 

Nuestras  leyes  no  se  sirven  de  la  palabra  estelionato  sino 
de  las  de  engaño  y  baratería,  y  llaman  engañador  ó  barata- 
dor ai  csteüonalario  ;  pero  se  usa  por  nuestros  autores  de 
jurisprudencia,  y  no  es  desconocida  en  el  foro.  Las  leyes  del 
tit.  10,  Part.  7,  nos  presentan  varios  ejemplos  del  modo  con 
que  los  hombres  se  suelen  engañar  unos  á  otros;  y  entre 
ellos  se  encuentran  los  que  se  acaban  de  citar  del  derecho 
romano.  Las  mencionadas  leyes  dejan  también  al  arbitrio 
de!  juez  la  regulación  de  las  penas  según  la  mayor  ó  menor 
gravedad  del  delito  y  sus  circunstancias.  El  delito  efectiva- 
mente puede  ser  mas  ó  menos  grave ,  mas  ó  menos  compli- 
cado, y  digno  por  consiguiente  de  mayor  ó  menor  pena  : 
unas  veces  habrá  de  ser  castigado  con  multa,  otras  con 
arresto  ó  prisión  ,  otras  con  destierro  ,  otras  quizá  con  des- 
tino á  trabajos  públicos  ;  y  siempre  deberá  satisfacer  el  cste- 
lionaíario  los  daños  y  perjuicios  á  la  persona  agraviada. 
Yéasc  Engaño. 

ESTERILIDAD.  La' falta  de  cosecha;  ó  el  estado  de 
una  tierra  que  no  produce  frutos.  La  esterilidad  es  una  causa 
por  la  cual  el  arrendatario  puede  pedir  al  propietario  de 
la  tierra  la  remisión  ó  rebaja  del  precio  del  arriendo,  á  no 
ser  que  hubiese  tomado  sobre  sí  todo  el  peligro,  ó  que  !a 
pérdida  de  un  año  se  compense  con-la  abundancia  de  otro, 
ó  que  el  motivo  de  la  esterilidad  sea  tan  frecuente  y  acos- 
tumbrado, que  no  pueda  dudarse  que  los  contrayentes  pen- 
saron en  él  y  lo  despreciaron  bajando  en  su  razón  el  precio; 
leijcs  22  y  25,  til.  8,  Part.  5  (i). 

Si  se  pierden  pues  todos  los  frutos  de  una  heredad  ,  no 
debe  el  arrendatario  dar  cosa  alguna  del  precio,  porque  no 
es  justo  que  todavía  tenga  que  sufrir  esta  carga  después  de 
haber  perdido  la  simiente  y  los  gastos  del  cultivo,  y  porque 
el  precio  del  arriendo  no  se  ofrece  sino  bajo  la  tácita  condi- 
ción de  que  haya  frutos;  pero  si  no  se  pierden  todos  estos  , 
tiene  la  elección  de  dar  al  dueño  ó  bien  todo  el  precio  del 
arriendo,  ó  bien  lo  que  sobrare  de  los  frutos  después  de  sa- 
car para  sí  el  importe  de  los  gastos;  ley  22,  lit.  8,  Part.  S  : 
mas  es  preciso  advertir  que  por  evitar  enredos  y  desave- 
nencias suele  decidirse  esta  cuestión  bajándose  la  tercera  ó 
cuarta  parte  del  precio  según  el  arbitrio  del  juez  (2). 

Como  está  muy  puesto  en  orden  que  quien  participa  de  las 
pérdidas  participe  también  de  las  ganancias,  se  halla  esta- 
blecido por  la  ley  que  si  la  heredad  diese  por  aventura  en 
nn  año  doblados  frutos  de  los  que  solia  rendir  un  año  con 
otro,  debe  el  arrendatario  doblar  el  precio  del  arriendo  con 
tal  que  esta  abundancia  estraordinaria  no  provenga  de  su 
mayor  industria,  de  su  mayor  cuidado  ó  de  mejoras  que  hu- 
biese hecho;  ley  23  ,  lit.  8  ,  Part.  5  (5)  ;  pero  parece  que 
ísto  no  se  practica.  Véase  Arrendatario. 

La  remisión  ó  rebaja  de  la  pension  por  causa  de  esíerili- 
d;id  no  tiene  lugar  en  la  enfiléusis,  ya  porque  esta  pension 
es  siempre  módica,  ya  porque  no  se  paga  por  la  percepción 
de  los  frutos ,  como  en  el  arrendamiento  ,  sino  en  reconoci- 
miento del  dominio  directo;  pero  si  la  esterilidad  fuese  total 
y  perpetua,  entonces  quedaría  estinguida  la  pension;  y  en 

({)  Cap.  5,  Proplcr  steriUtatcm,  delocat.  el  cuwlv.ct  ;  Gómez, 
lib.  2,  Variar.,  cnp.  9,  n.  t8. 

(2)  Yon  se  Covnrr. ,  Pract.  quœst. ,  cap.  50,  y  Molina  ,  de  just. 
cíjtir.,  tract.  2,  disp.  49o. 

(5)  Gómez,  lugar  citado,  vers.  Quód  i  amen  limitai  Ferrar., 
B&livlk:)  en  la  palabra  Locado,  núms,  78  y  70. 


el  caso  de  que  siendo  perpetua,  fuese  solo  parcial,  de  modo 
que  se  perciba  cuando  menos  la  octava  parte  de  los  frutos,  so 
habrá  de  pagar  entonces  la  pension  por  entero.  Yéase  Enfi- 
ténsis,  %  11. 

ESTÎLICÏDIO.  Una  esp?cie  de  servidumbre  urbana 
que  consiste  cu  el  derecho  de  echar  à  la  casa  del  vecino  el 
agua  de  la  lluvia  que  cae  sobre  nuestros  tejados  ;  ó  en  el 
derecho  de  prohibir  al  vecino  que  eche  sobre  nuestros  teja- 
dos ó  sobre  nuestra  posesión  el  agua  que  cae  sobre  los  suyos, 
cuando  de  otro  modo  podria  hacerlo  en  virtud  de  los  estatu- 
tos municipales  ;  ó  bien  en  el  derecho  de  obligar  al  vecino  á 
que  no  recoja  el  agua  que  cae  en  sus  tejados  ,  sino  que  la 
deje  correr  á  los  nuestros  para  el  uso  que  nos  convenga. 
Véase  Servidumbre. 

ESTILO.  La  fórmula  de  proceder  jurídicamente,  y  el 
orden  y  método  de  actuar  ;  como  también  el  modo  de  esten- 
der un  contrato  ó  cualquier  otro  acto  según  las  reglas  y  el 
uso  de  los  lugares  en  que  se  celebra.  Yéase  Leyes  del  Estilo. 

No  debe  valer  la  carta  ó  privilegio  real  cuyo  estilo  no 
convenga  con  el  acostumbrado  por  el  mismo  rey  en  otros 
privilegios;  y  si  el  estilo  fuese  conforme,  debe  ser  creída  la 
carta,  aunque  no  estuviese  sellada,  porque  algunos  reyes  no 
usaban  de  sellos,  sino  que  solo  ponían  .sus  signos;  leyes  lí'i 
yl[U,  til.  18,  Parí.  o. 

ESTIESACION.  El  precio  y  valor  que  se  da  y  en  que  se 
tasa  ó"  considera  alguna  cosa.  —  El  deudor  de  una  cosa 
tiene  que  dar  regularmente  la  estimación  de  ella  cuando  no 
puede  dar  la  cosa  misma.  —  La  estimación  se  suele  hacer 
por  peritos  nombrados  por  ambas  partes  interesadas,  y  ter- 
cero en  caso  de  discordia  nombrado  por  los  mismos  peritas 
ó  por  las  partes  ó  por  el  juez  según  los  casos.  —  A  veces  so 
acredita  la  estimación  de  una  cosa  por  testigos,  escrituras  ú 
otra  cualquiera  especie  de  prueba,  y  aun  por  juramento  del 
acreedor  con  la  tasación  del  juez.  —  La  estimación  de  una 
cosa  puede  producir  el  mismo  efecto  que  la  venta,  como  se 
ve  en  la  dote  estimada.  Véase  Daño  ,  Daños  y  perjuicios  , 
Obligación,  y  Periíos. 

ESTIPEKDIAREO.  En  lo  antiguo  se  llamaba  así  el  que 
pagaba pechosó  tributos, de  modo  que  estipendiario  equiva-r 
lia  á  tributario  ó  pechero;  y  así  es  que  Alderele ,  hablando 
do  los  pueblos  que  había  en  España  tributarios  á  los  Roma- 
nos, dice  que  en  la  ulterior  eran  120,  en  la  citerior  15G  ,  y 
en  la  Lusitania  50  los  pueblos  estipendiarios  ó  pecheros  : 
mas  ahora  no  se  entiende  por  estipendiario  sino  el  que  re- 
cibe estipendio  ,  esto  es  ,  paga  ó  remuneración  por  el  tra- 
bajo ó  servicio  que  hace  á  otro. 

ESTIPULACIÓN.  La  promesa  que  se  hace  jurídica- 
mente según  las  solemnidades  y  fórmulas  prevenidas  por 
derecho  ;  ó  bien,  un  contrato  unilateral  por  el  que  respon- 
diendo uno  congruamente  á  la  pregunta  de  otro  le  concede 
ú  otorga  la  cosa  ó  hecho  que  le  pide,  quedando  por  ello  obli- 
gado á  cumplirlo.  Este  contrato  se  llama  contrato  verbal, 
porque  no  se  perfeccionaba  antiguamente  entre  los  Romanos 
ni  tampoco  entre  nosotros  según  el  derecho  de  las  Par- 
tidas  (  í/í.  11,  Part.  5),  sino  con  cierta  solemnidad  de  pala- 
bras, es  á  saber,  con  la  pregunta  y  la  respuesta.  Decia ,  por 
ejemplo  ,  el  uno  de  los  contrayentes  :  Ticio,  ¿me  prometes 
darme  cien  escudos  el  dia  primero  del  mes  próximo?.  Ticio 
respondía  :  Si,  te  lo  prometo;  y  con  esto  quedaba  hecha  la  es- 
tipulación, yobligadoTicioádarloscienescudos.  No  es  decir 
que  ahora  no  pueda  hacerse  este  contrato  en  la  misma  for- 
ma, pues  en  efecto  no  hay  inconveniente  en  que  estando 
presentes  dos  personas  pregunte  la  una  à  la  otra  si  le  pro- 
mete dar  ó  hacer  alguna  cosa  y  responda  que  sí  la  pregun- 
tada, la  cual  quedará  obligada  al  cumplimiento  de  io  pro- 
metido, como  suele  suceder  con  frecuencia.  Pero  no  es  ya 
necesaria  en  el  dia  semejante  formalidad  de  pregunta  y 
respuesta,  porque  sin  ella  puede  resultar  obligación  según 
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la  ley  1,  tit.  1,  lib.  10  de  laNov.  Rec,  que  dice  así  :  «  Pa- 
reciendo que  algunjj  se  quiso  obligar,  á  olro  por  promisión, 
ó  por  algún  contrato,  ó  en  otra  manera,  sea  tenido  de  cum- 
plir aquello  que  se  obligó ,  y  no  pueda  poner  escepcion  que 
no  fué  hecha  estipulación,  que  quiere  decir  prometimiento 
con  cierta  solemnidad  de  derecho,  ó  que  fué  hecho  el  con- 
trato ú  obligación  entre  ausentes  ,  ó  que  no  fué  hecho  ante 
escribano  público,  ó  que  fué  hecha  á  otra  persona  privada  á 
nombre  de  otros  entre  ausentes,  ó  que  se  obligó  alguno  que 
daria  otro,  ó  haría  alguna  cosa:  mandamos  que  todavía  vala 
dicha  obligación  y  contrato  que  fuere  hecho,  en  cualquiera 
manera  que  parezca  que  uno  se  quiso  obligar  a  otro. 

Dicen  algunos  autores  que  esla  ley  constituye  un  modo 
de  producir  obligación  y  acción  tan  desnudo  de  solemnida- 
des, y  tan  distante  de  ser  estipulación ,  que  ni  aun  es  nudo 
pacto  ,  como  que  consiste  en  que  solo  conste  la  voluntad  de 
quererse  uno  obligar,  sin  ser  necesario  para  su  valor  que 
consienta  olro  ,  sin  lo  cual  no  puede  haber  pacto  ;  d& suerte 
que  si  uno  manifiesta  querer  dar  ú  obligarse  á  dar  á  un  au- 
sente, vale  desde  luego  la  donación  ó  promesa  revocable- 
mente hasta  que  el  otro  la  sepa  y  acepte ,  y  después  de  la 
aceptación  .irrevocablemente.  Pero  esta  esplicacion  es  falsa, 
inexacta  y  contradictoria,  como  se  demuestra  en  el  artículo 
Aceptación. 

La  estipulación  se  llama  en  el  lenguaje  de  las  Partidas 
promisión,  de  la  cual  se  tratará  en  el  artículo  Promesa. 

ESTÏFU£iAR.  Contratar  ó  pactar  mutuamente  sobre 
alguna  materia-;  y  aceptar  uno  lo  que  otro  le  promete  en 
cierta  forma  jurídica  y  solemne  ,  es  decir,  por  pregunta  y 
respuesta,  ó  bien  sin  esta  formalidad.  Estipular  se  opone  á 
prometer  :  el  que  pregunta  à  olro  si  quiere  darle  ó  hacerle 
tal  ó  tal  cosa ,  se  dice  que  estipula;  y  el  que  responde  acce- 
diendo á  dar  ó  hacer  lo  que  se  le  pide ,  se  dice  que  promete. 
De  aquí  es  que  la  convención  que  resulta  de  la  pregunta  y 
respuesta,  puede  llamarse  indiferentemente  estipulación  ó 
promesa.  Estipular  viene  según  unos,  de  la  palabra  latina 
slipes  que  significa  tronco ,  ó  de  slipulum  que  significa  firme, 
por  razón  de  la  firmeza  y  estabilidad  que  adquiría  la  con- 
vención con  la  pregunta  y  respuesta;  y  según  otros,  trae 
su  origen  de  stipula  que  significa  paja,  porque  los  antiguos 
en  señal  de  la  conclusion  y  perfección  de  sus  contratos  par- 
tían una  paja. 

ESTIRPE.  La  raíz  y  tronco  de  alguna  familia  ó  linaje. 
Suceder  por  estirpes  es  suceder  por  representación  de  una 
persona  ya  difunta  ;  de  modo  que  los  que  la  representan  , 
cualquiera  que  sea  su  número,  no  sacan  de  la  herencia  mas 
porción  que  la  que  sacada  la  persona  representada  si  vi- 
viese. Véase  Suceder  por  troncos  ó  estirpes. 

ESTOQUE  real.  Una  de  las  insignias  de  los  reyes  y 
emperadores  ,  que  en  algunas  de  las  grandes  y  solemnes 
funciones  se  lleva  desnuda  delante  de  la  persona  real,  y  sig- 
nifica la  potestad  y  justicia. 

ESTRADOS.  Las  salas  de  los  tribunales  donde  los  jueces 
oyen  y  sentencian  los  pleitos.  Cilar  para  estrados,  es  em- 
plazar á  uno  para  que-  comparezca  ante  el  tribunal  dentro 
del  término  que  se  le  ordena  ,  y  alegue  de  su  derecho  ;  lo 
que  mas  comunmente  se  usa  en  las  rebeldías.  Hacer  estra- 
dos, es  dar  audiencia  en  los  tribunales  los  jueces  à  los  liti- 
gantes. Cuando  el  citado  para  comparecer  en  juicio  es  re- 
belde ó  contumaz ,  le  señala  el  juez  los  estrados  del  tribunal 
por  procurador,  y  en  ellos  se  leen  los  autos  ó  providencias, 
causando  al  reo  el  mismo  perjuicio  que  si  se  le  notificasen 
en  persona. 

ESTSIGTO.  Lo  ajustado  enteramente  á  la  ley,  y  que  no 
admite  interpretación. 

ESTUDIANTE.  Véase  Fuero  académico  y  Alumno. 

f  ECTU2DSQS  de  facultad.  Son  los  que  habilitan  para 


ciertas  carreras  y  profesiones  que  están  sujetas  á  un  orden 
riguroso  de  grados  académicos.  Hay  cinco  facultades,  á  sa- 
ber :  de  filosofía ,  de  teología  ,  de  jurisprudencia,  de  medi- 
cina y  de  farmacia. 

Facultad  de  filosofía.  Abraza  las  materias  siguientes  : 
lengua  griega,  lengua  hebrea,  lengua  árabe  ,  literatura  y 
composición  latinas,  literatura  española ,  filosofía  con  un  re- 
sumen de  su  historia,  economía  política,  administración, 
cálculos  sublimes,  mecánica  racional,  ampliación  de  la  físi- 
ca ,  astronomía  física  ,  química  general ,  mineralogía ,  botá- 
ca  y  zoología. 

Es  bachiller  en  filosofía  el  que  cursa  académicamente  los 
cinco  años  de  la  segunda  enseñanza  y  sale  aprobado  en  los 
exámenes.  —  Para  los  demás  grados  se  divide  esta  facultad 
en  las  secciones  siguientes  :  Ia.  De  literatura.  2a.  De  cien- 
cias filosóficas.  5a.  De  ciencias  físico-matemáticas.  Y  h\  De 
ciencias  naturales.  Cada  sección  exige  para  la  licenciatura 
tres  años  de  estudios  posteriores  al  grado  de  bachiller  en 
filosofía. 

Es  licenciado  en  letras  el  que  se  examina  en  cualquiera  de 
las  dos  primeras  secciones  ,  y  licenciado  en  ciencias  el  que 
lo  hace  en  alguna  de  las  otras. 

Para  graduarse  de  doctor  en  la  facultad  de  filosofía  se  ne- 
cesita hacer  en  dos  años  varios  estudios  con  arreglo  á  la 
sección  que  corresponda. 

El  que  quiera  saber  los  estudios  y  grados  que  se  requie- 
ren para  ser  admitido  al  estudio  de  las  facultades  de  teolo- 
gía, jurisprudencia  ,  medicina  y  farmacia,  y  para  recibir 
los  grados  de  bachiller,  licenciado  y  doctor  en  las  dos  pri- 
meras, y  el  de  licenciado  para  ejercer  la  profesión  de  las  dos 
últimas ,  lo  hallará  en  el  Suplemento  al  Diccionario  de  Es- 
cache ,  en  el  cual  se  habla  de  la  materia  con  referencia  al 
real  decreto  de  8  de  julio  de  1817;  teniendo  presente  que 
en  el  año  de  18b0  se  publicó  otro  plan  de  estudios. 

f  ESTUDIOS  superiores.  Son  los  que  sirven  para  ob- 
tener el  grado  de  doctor  en  las  diferentes  facultades ,  ó  bien 
para  perfeccionarse  en  los  varios  conocimientos  humanos. 

-j-  ESTUDIOS  especiales.  Son  los  que  habilitan  para 
carreras  y  profesiones  que  no  se  hallan  sujetas  á  la  recep- 
ción de  grados  académicos. 

Reglamentos  también  especiales  determinan  el  número  de 
esta  clase  de  escuelas,  como  igualmente  el  orden  y  duración 
de  sus  enseñanzas. 

ESTUPRO.  Según  el  diccionario  de  la  Academia  espa- 
ñola ,  es  la  violación  de  una  doncella  ;  y  por  violación  se  en- 
tiende según  el  mismo  la  corrupción  por  fuerza.  También 
Fcrraris  dice  que  según  la  opinion  común  de  los  doctores , 
el  estupro  en  su  sentido  propio  y  riguroso  no  es  mas  que  la 
violenta  desfloracion  de  una  doncella  :  pero  por  violenta 
desfloracion  entiende  no  solo  la  que  se  hace  á  la  fuerza  , 
sino  también  la  que  se  hace  por  amenazas,  dolo,  fraude, 
seducción  ó  promesa  falaz  de  matrimonio.  Entro  los  teólogos 
moralistas  no  se  tiene  por  estupro  sino  el  primer  acceso  que 
voluntariamente  ó  á  la  fuerza  sufre  una  mujer  virgen.  En  el 
derecho  romano  ,  por  el  contrario,  estupro  es  el  acceso  que 
uno  tiene,  sin  usar  de  violencia  ,  con  mujer  doncella  ó  viu- 
da de  buena  fama  :  Vilium  virgini  vcl  viduca  honesté  viveníi 
sinc  vi  illalum,  l.-G,  §  i ,  l.  5k,  pr.  %  1 ,  D.  ad  Ley.  Jul.  de 
adul.;  Insl.,lib.  h,lil.  18  ,  §  h:  bien  que  la  ley  1 ,  §  2,  D. 
de  exlraord.crimin.,  supone  que  hay  también  estupro  forzado, 
sluprum  vi  illatum.  En  el  derecho  canónico  se  tiene  por  es- 
tupro el  concúbito  entre  soltero  y  soltera  virgen  ó  viuda 
honrada,  sea  voluntario  ó  forzoso.  "Nuestras  leyes  antiguas 
no  se  sirven  de  la  palabra  estupro  ,  sino  do  las  de  fornicio  ó 
corrupción  que  son  mas  generales  ;  y  algunas  de  las  mo- 
dernas que  la  usan  ,  no  nos  dan  su  definición  ,  pero  por  su 
espíritu  se  puede  venir  en  conocimiento  de  que  toman  por 
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estupro  el  ayuntamiento  verificado  sin  violencia  entre  sol- 
tero y  soltera  honrada.  Entre  nuestros  escritores  mas  mo- 
dernos ,  unos  exigen  la  violencia  para  que  haya  estupro  ,  y 
otros  la  escluyen  :  Antonio  Gómez  supone  que  puede  haberlo 
con  violencia  ó  sin  ella. 

I.  Diremos  pues  en  vista  de  todo ,  que  estupro  en  general 
es  el  acceso  ilegítimo  que  uno  tiene  con  una  mujer  soltera  ó 
viuda  de  buena  fama  que  no  sea  su  parienta  en  grado  pro- 
hibido. Dícese  con  mujer  soltera  ó  viuda  ,  pues  si  lo  tuviese 
con  casada  ,  no  seria  estupro  sino  adulterio  :  dícese  de  buena 
fama  ,  pues  el  ejecutado  con  mujer  pública  se  llama  simple 
fornicación ,  y  no  merece  pena ,  mientras  no  sea  forzado ,  ley 
2  ,  ííí.  19,  Part.  7  :  añádese  que  no  sea  su  parienta  en  grado 
prohibido,  para  distinguirlo  del  incesto.  —  El  estupro  puede 
ser  voluntario  ó  involuntario  :  es  voluntario ,  cuando  la  mu- 
jer consiente  libremente  y  á  sabiendas,  sin  que  medie  fuer- 
za ni  seducción  ;  y  se  reputa  involuntario ,  no  solo  cuando 
interviene  fuerza  física  ,  sino  también  cuando  hay  amenaza, 
engaño ,  fraude ,  promesa  ú  otro  género  de  seducción  ,  pues 
la  ley  1 ,  tít.  i 9 ,  Part.  7 ,  da  el  carácter  de  fuerza  moral  á 
cualquiera  de  estos  medios. 

II.  El  estupro  puramente  voluntario  no  produce  acción 
alguna  civil  ni  penal  contra  el  estuprador,  porque  á  la  per- 
dona que  sabe  y  consiente  no  se  le  hace  injuria  ni  dolo  : 
Scienti  et  consenlienti  non  fit  injuria,  ñeque  dolus  :  «  Si  la 
mover  libre  (dice  la  ley  8,  lit.  tí,  lib.  3,  del  Fuero  Juzgo) 
faz  adulterio  con  algún  home  de  so  grado ,  háyala  por  moyer, 
si  quisier  ;  é  si  non  quisier,  ela  tórnese  á  sua  culpa  que  fu 
fazer  adulterio  por  so  grado.  »  Es  claro  que  aquí  por  adul- 
terio entiende  la  ley  el  estupro  voluntario.  Sin  embargo  , 
sobreviniendo  embarazo  ,  no  podrá  eximirse  el  estuprador, 
por  razón  del  libre  consentimiento  de  la  estuprada,  de  las 
obligaciones  que  tienen  los  padres  con  respecto  á  sus  hijos 
naturales,  ni  aun  déla  satisfacción  de  los  gastos  ocasiona- 
dos con  motivo  del  embarazo  y  del  parto.  Si  mujer  no  casa- 
tía  ni  desposada  se  fuere  voluntariamente  á  hacer  fornicio 
i:ü  casa  de  algún  hombre,  este  no  incurre  en  pena  alguna  ; 
ley  7,  ííí.  7,  lib.  h  del  Fuero  Real. 

III.  En  el  estupro  involuntario  es  necesario  distinguir  en- 
tre la  fuerza  física  y  la  fuerza  moral.  —  Habiendo  interve- 
nido fuerza  física,  incurre  el  estuprador  en  la  pena  de 
muerte  y  en  la  pérdida  de  lodos  sus  bienes  á  favor  de  la  es- 
tuprada, á  no  ser  que  esta  consintiere  en  casarse  con  él; 
ley  5  ,  tít.  20  ,  Part.  7  :  bien  que  la  pena  de  muerte  se  ha 
conmutado  por  la  práctica  en  la  de  presidio  ó  galeras.  Pue- 
dén  acusar  del  estupro  forzado  los  parientes  de  la  estuprada, 
y  si  estos  no  quisieren  cualquiera  del  pueblo,  ante  el  juez 
del  lugar  del  delito  ó  ante  el  del  reo ,  y  no  solo  al  autor  sino 
también  á  sus  ausiliadores,  los  cuales  incurren  en  la  misma 
pena  que  aquel;  fryes  2 y  3 ,  tít.  20,  Parí.  7.  Véase  Fuerza. 
—  No  habiendo  intervenido  sino  fuerza  moral ,  incurre  el 
estuprador,  siendo  honrado  ,  en  la  pena  de  confiscación  de 
¡a  mitad  de  sus  bienes;  siendo  hombre  vil,  en  la  de  azotes 
y  destierro  á  isla  por  cinco  años  ;  y  siendo  siervo  ó  sirvien- 
te de  la  casa  en  la  de  ser  quemado  ,  según  la  ley  2,  tít.  19, 
Parí  7  :  bien  que  después  se  variaron  las  penas  délos  cria- 
dos per  la  ley  3  ,  tít.  29,  lib'.  12,  Nov.  Rec.  Véase  Amo  en 
e!  f  que  trata  de  las  obligaciones  del  criado.  Siendo  el  estu- 
,  -riidor  tutor  ó  curador  de  la  estuprada  ,'debia  sufrir  la  pena 
de  destierro  perpetuo  en  alguna  isla  ,  y  la  de  confiscación  de 
todos  sus  bienes  en  defecto  de  ascendientes  ó  descendientes 
lissta  el  tercer  grado  ;  ley  6,  til.  17,  Par  1.7. 

Jilas  en  el  dia  se  halla  introducida,  con  arreglo  al  derecho 
canónico  ,  la  práctica  de  condenar  al  estuprador  á  casarse 
con  la  estuprada  ó  á  dolarla  y  reconocer  la  prole  si  la  hu- 
biere :  Si  seduxerit  quis  (  se  dice  en  las  Decretales  ,  cap.  1 , 
ííí,'  adull.  et  stupr.)  vírginem  nondum  dcsponsalam ,  dor- 
frTéfuque  cum  ca ,  dolaml  eam  et  habebil  uxorem  ;  y  aunque 


parece  que  aquí  se  obliga  al  estuprador  á  las  dos  cosas, 
esto  es,  á  dotar  y  á  tomar  por  mujer  á  la  estuprada,  se  ha 
establecido  no  obstante  por  el  común  consentimiento  de  los 
intérpretes  y  la  práctica  de  los  tribunales  que  solo  esté  obli- 
gado á  una  de  las  dos  cosas ,  tomando  la  partícula  El  en  lu- 
gar de  la  partícula  Vel ,  como  sucede  no  pocas  veces  en  el 
lenguaje  legal ,  según  la  ley  Sœpe  ,  D.  de  verb.  signifie,  quo 
dice  :  sœpe  ila  compulalum  est,  ut  conjuncta  pro  disjimctis 
accipianlur,  et  disjuncta  pro  conjunclis  ,  y  la  ley  Conjunctio- 
nem,  D.  en  el  mismo  lugar:  Conjunclionem  cnim  nonnum- 
quam  pro  disjunclione  accipi,  Labeo  ait. 

Si  el  estuprador  prefiriere  la  dotación  al  casamiento,  y  la 
estuprada  fuere  doncella  ó  tenida  por  tal ,  se  le  suele  casti- 
gar ademas  con  alguna  multa  ú  otra  pena  que  no  sea  grave; 
y  si  no  pudiere  casarse  por  ser  ya  casado  ó  por  otra  razón , 
ni  dar  la  dote  por  carecer  de  bienes ,  se  le  condena  á  presi- 
dio ,  destierro  ú  otra  pena  mas  ó  menos  grave  según  las 
circunstancias  ;  Ant.  Gómez  en  la  ley  80  de  Toro  ,n.  9  y  14. 

IV.  El  estuprador  está  obligado  á  dotar  á  la  estuprada  : 

—  Io.  aunque  esté  dispuesto  á  casarse  con  ella,  si  su  padre 
ó  ella  misma  rehusa  el  matrimonio  con  él ,  cap.  i  y  %  de 
adull.,  y  la  opinion  mas  común  de  los  autores ,  à  quienes  si- 
gue Antonio  Gómez  ,  n.  S  de  su  glosa  sobre  la  ley  80  de 
Toro  ;  bien  que  no  faltan  algunos  que  en  este  caso  libran  al 
estuprador  de  la  obligación  de  dotar,  con  tal  que  la  estu- 
prada y  su  padre  no  tengan  motivo  justo  para  desecharle  : 

—  2o.  aunque  la  estuprada  sea  rica  ó  tenga  ya  dote  compe- 
tente, y  aunque  no  la  tenga  ni  pueda  esperarla  de  su  padre, 
porque  siendo  la  integridad  virginal  una  especie  de  dote 
ó  prenda  de  inestimable  valor,  debe  el  que  injustamente 
la  quitó  compensarla  del  modo  que  sea  posible  en  pena  y 
odio  del  delito;  cit.  cap.  si  seduxerit,  i ,  de  adult.  etstup.; 
el  Abad,  m  cap.  pervenit,  2,  de  adult.,  n.  b;  Gutiérrez, 
Canon,  qq.,  lib.  1  ,q.  57,  n,  7  ;  y  con  otros  muchos  Antonio 
Gómez  en  la  ley  80  de  Toro  ,  n.  12  :  —  '5°.  aunque  la  estu- 
prada tenga  proporción  de  lograr  ó  haya  logrado  ya  un  ma- 
trimonio tan  ventajoso  como  si  no  hubiera  sido  estuprada  , 
ex  cit.  cap.  si  seduxerit;  porque  el  estuprador  contrae  la 
obligación  de  dar  la  dote,  no  tanto  en  compensación  del- 
daño ,  cuanto  en  pena  del  delito ,  el  cual  existe  y  lleva  con- 
sigo la  pena  ,  aun  cuando  no  haya  ningún  otro  daño  ;  Ant. 
Gómez  en  la  ley  80  de  Toro ,  n.  1 1  :  —  U°.  aunque  la  estu- 
prada hubiese  dejado  de  ser  doncella  anteriormente,  con  tal 
que  en  la  opinion  común  conservase  todavía  la  reputación 
de  tal ,  pero  no  si  la  hubiese  perdido  ;  arg.  delcit.  cap.  si  se- 
duxerit ,  y  opinion  común  de  los  autores  :  —  b°.  aunque  el 
estuprador  sea  clérigo  ó  casado  que  fingiéndose  lego  ó  sol- 
tero haya  logrado  alevemente  su  designio,  porque  toda  per- 
sona que  causa  un  daño  está  obligada  á  su  reparación  :  — 
6o.  aunque  el  estupro  fuese  puramente  voluntario  y  libre,  de 
parte  de  la  mujer,  sin  que  mediase  fuerza  ,  ni  dolo  ,  ni  se- 
ducción, ni  regalos,  ni  aun  ruegos  importunos  ,  si  el  estu- 
prador lo  propala  después  infamando  á  la  estuprada  ;  según 
Reinffestuel ,  lib.  h,  Décret.,  til.  1 ,  n.  78;  Molina,  tract.  3 
de  just.,  disput.  104,  n.  13;  Lugo,  tom.  1 ,  disp.  12,  sect.  1, 
n.  6;  Pirhing.,  lib.  S,  Décret.,  til.  16,  n.  48;  Ferraris  ,  ver- 
bo Dos ,  n.  26 ,  y  otros  muchos. 

V.  La  cantidad  de  la  dote  ha  de  fijarse  por  el  juez  combi- 
nando la  condición  y  facultades  del  estuprador  con  la  calidad 
de  la  estuprada  y  del  marido  que  hubiera  podido  tener  sin  el 
estupro  ,  de  modo  que  sea  suficiente  á  lo  menos  para  cubrir 
el  daño  que  ala  estuprada  se  siguiere,  según  sientan  comun- 
mente los  autores  ;  y  aun  quieren  algunos  que  á  las  don- 
cellas nobles  ó  hermosas  ó  adornadas  de  prendas  especiales  se 
consigne  en  dote  mayor  cantidad  que  á  las  que  carezcan  de 
dichas  calidades,  porque  como  las  primeras  suelen  lograr 
matrimonios  mas  ventajosos,  pierden  por  el  estupro  mas  que 
las  segundas;  Ferraris,  en  la  palabra  Dos,  n.  27,  23  y  51, 
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Vi.  Esta  rióle  no  es  propiamente  dolé  en  el  señuelo  rigu- 
roso de  esia  palabra,  pues  que  debe  pagarse  desde  luego, 
y  no  se  restituye  jamas,  aunque  la  estuprada  no  se  case  : 
es  mas  bien  una  pena  del  delito  cometido  por  el  estuprador, 
y  un  resarcimiento  del  daño  padecido  por  la  estuprada; 
la  cual  por  consiguiente  puede  disponer  de  ella  á  su  arbitrio 
y  trasmitirla  á  sus  herederos. 

YIÍ.  La  citada  ley  2,  tít.  19,  Part.  7,  daba  á  la  viuda 
honesta  y  recogida  la  misma  acción  que  á  la  doncella  por 
causa  de  estupro;  pero  según  costumbre  general  del  reino 
ya  no  se  admite  demanda  ó  acusación  suya  ,  cuando  no  ha 
mediado  violencia.  También  debe  admitírsele  demanda  ó 
acusación ,  y  condenarse  al  estuprador  á  la  pena  que  corres- 
ponda según  las  circunstancias ,  ó  al  casamiento  ó  dotación , 
ó  al  resarcimiento  de  daños  y  perjuicios,  siempre  que  hu- 
biese intervenido  fraude  ó  alevosía  para  el  estupro. 

El  estupro  de  doncella  que  todavía  no  ha  llegado  á  la 
pubertad  ,  se  castiga  con  pena  corporal  á  arbitrio  del  juez, 
atendiendo  á  la  mayor  ó  menor  gravedad  de  las  circustan- 
cias.  —  El  estupro  de  monja  ó  religiosa  profesa  envuelve 
1res  delitos,  como  dice  Gregorio  López,  gl.  IVde  la  ley  1  , 
tít.  19,  Part.  7  :  Io.  el  de  incesto,  qüia  monialis  sponsa  Dei 
est,  qui  est  pater  noster  :  2o.  el  de  adulterio,  quia  sponsa 
allerius  est  :  5o.  el  de  sacrilegio  ,  quia  est  res  sacra.  Sin 
embargo ,  la  ley  2  ,  tít.  19  ,  Part.  7,  mas  arriba  citada  ,  no 
haciendo  distinción  entre  el  estupro  de  monja  y  el  de  cual- 
quiera otra  mujer  virgen  ó  viuda  honesta  ,  lo  castiga  solo 
con  la, misma  pena  que  el  de  estas.  La  ley  1,  tít.  29,  lib.  12, 
Nov,  Rea,  lo  califica  de  incesto,  y  ordena  que  «  cualquier 
que  lo  cometiere,  allende  de  las  otras  penas  en  derecho  esta- 
blecidas ,  pierda  la  mitad  de  sus  bienes  para  la  cámara.  » 

VIII.  Ademas  de  las  penas  y  de  la  obligación  en  que  in- 
curre el  estuprador  de  indemnizar,  dotar  ó  tomar  por  mujer 
á  la  estuprada  según  los  casos  ,  debe  también  reconocer  al 
hijo  si  lo  hubiere  y  cuidar  de  su  subsistencia,  con  arreglo 
á  lo  dicho  en  el  artículo  Alimentos. 

IX.  La  acción  de  estupro  compete  únicamente  á  la  estu- 
prada ó  á  las  personas  bajo  cuyo  poder  se  hallare  ;  tiene 
lugar  contra  cualquiera  estuprador,  con  tal  que  sea  mayor 
de  catorce  años  ;  puede  ejercerse  ante  el  juez  del  lugar  en 
que  se  cometió  el  delito,  ó  ante  el  juez  del  reo;  y  dura  cinco 
años  contados  desde  el  día  del  estupro  :  mas  si  hubiese  in- 
tervenido violencia ,  dura  la  acción  treinta  años,  y  puede 
intentarse  por  cualquiera  del  pueblo;  ley  2 ,  til.  19 ,  ley  2 , 
tít.  18,  leyes%yk,,  iitAl,  Part.7,  y  ley  í,  tít.  26,  lib.  12, 
Nov.  Jlec. 

No  habiendo  queja  ó  instancia  de  parte ,  no  se  procede 
de  oficio  en  este  delito  sino  para  asegurar  el  feto  si  le  hay, 
y  apercibir  en  tal  caso  á  los  delincuentes  ;  todo  con  el  mayor 
sigilo  ,  por  lo  mucho  que  interesa  el  honor  de  la  estuprada. 

X.  Antiguamente ,  á  instancia  de  la  mujer  que  justificaba 
estar  estuprada ,  se  ponia  preso  desde  luego  al  que  ella 
lecia  ser  su  estuprador  ;  pero  por  cédula  de  30  de  octubre 
de  1796(1)  (lcyll,üt.Wr  lib.  12,  Nov.  Rec.)  se  halla 
mandado  por  punto  general,  «  que  en  las  causas  de  estu- 
pro, dándose  por  el  reo  fianza  de  estar"  á  derecho ,  y  pagar 
juzgado  y  sentenciado,  no  se  le  moleste  con  prisiones  ni 
arrestos,  y  si  el  reo  no  tuviese  con  que  afianzar  de  estar  á 
derecho,  pagar  juzgado  y  sentenciado  ,  ó  de  estar  á  derecho 
solamente,  so  le  deje  en  libertad,  guardando  la  ciudad, 
lugar  ó  pueblo  por  cárcel  ;  prestando  caución  juratoria  de 
presentarse  ,  siempre  que  le  fuere  mandado  ,  y  de  cumplir 
con  la  determinación  que  se  diese  en  la  causa.  »  —  En  esta 
real  cédula  están  comprendidos  los  individuos  militares , 

(1)  Esta  real  cédula  fué  comunicada  á  América  con  fecha  51  de 
mayo  de  1801,  y  publicada  en  Méjico  por  bando  de  19  de  julio 
lie  1802, 


sin  perjuicio  de  las  facultades  de  los  coroneles  en  cnanto  á 
matrimonios,  fuera  del  caso  de  que  trata,  y  del  empeño 
del  servicio ,  según  se  halla  declarado  por  real  orden  cir- 
cular de  18  de  julio  de  1799  (nota  de  dicha  ley). 

Si  el  estuprador  sentare  voluntariamente  plaza  de  soldado, 
no  podrá  reclamarle  ni  aun  la  misma  interesada,  y  deberá 
cumplir  el  tiempo  de  su  empeño ,  aunque  aquella  puede 
demandarle  en  el  tribunal  eclesiástico  competente  sobre  el 
cumplimiento  de  los  esponsales;  real  orden  de  13  da  enero 
de  1790. 

XI.  En  las  ordenanzas  del  real  sitio  de  Aranjuez  de  3Í 
de  mayo  de  1795  (ley  11 ,  til.  10  ,  lib.  5  ,  Nov.  Rec.  )  se  en- 
cuentran las  disposiciones  siguientes  dirigidas  al  teniente 
de  gobernador  de  aquel  sitio  :  «  En  los  casos  de  querellas 
de  estupros  ,  en  que  principalmente  se  trata  de  indemniza- 
ción del  perjuicio  por  medio  del  casamiento  ,  aunque  en  la 
espresion  del  foro  se  propone  el  castigo  en  defecto  de  este 
medio;  es  mi  espresa  y  deliberada  voluntad,  que  se  repelan 
absolutamente,  por  ser  motivo  de  escándalo  y  de  corrupción 
de  costumbres  ;  de  tai  suerte  que,  si  las  jóvenes  y  sus  fami- 
lias supiesen  que  no  habian  de  ser  oidas  en  semejantes 
casos,  ó  no  consentirían  en  los  escesos  de  que  después  se 
quejan ,  siendo  reos  y  partes,  ó  los  disimularían  y  ocultarían 
en  el  secreto  de  sus  casas ,  para  que  no  saliendo  al  público, 
quedasen  como  si  no  fuesen.  Mas  si  la  querella  fuese  preci- 
samente de  una  violencia  ó  fuerza,  que  se  tratase  de  castigar 
para  escarmiento  del  reo  y  del  público ,  en  tal  caso  la  admi- 
tirá y  continuará  con  el  mayor  cuidado  ;  de  suerte  que  el 
forzador  sirva  de  ejemplo  de  justicia  ,  que  contenga  á  los 
demás  en  la  perpetración  de  semejantes  delitos  atroces,  que 
sobre  quebrantar  el  cimiento  de  la  seguridad  personal  y 
pública  ,  infaman  el  honor  de  las  familias,  y  causan  las  mas 
funestas  consecuencias.  » 

Parece  que  estas  disposiciones  se  han  tomado  en  consi- 
deración alguna  vez  por  diferentes  tribunales  para  repeler 
querellas  de  estupro ,  como  si  fuesen  generales  y  obligato- 
rias para  todo  el  reino  :  mas  no  puede  dudarse ,  que  solo 
tienen  fuerza  en  el  real  sitio  de  Aranjuez,  para  el  cual  se 
dieron  en  virtud  de  circunstancias  particulares  que  no  es 
ahora  del  caso  referir  ;  y  que  por  lo  tanto  se  han  de  obser- 
var en  el  reino  ,  escepto  dicho  pueblo  ,  las  leyes  y  prácticas 
que  en  este  artículo  se  mencionan.  Así  es  que  por  resolución 
de  Fernando  VII ,  contenida  en  circular  del  consejo  real  de 
28  de  agosto  de  1850,  se  manda  que  los  juzgados  inferiores 
y  los  tribunales  superiores  se  arreglen  ,  en  la  sustanciacion 
y  determinación  de  las  causas  de  estupro,  á  lo  prescrito  en 
la  ley  k ,  tít.  29  ,  libro  12,  Nov.  Rec,  que  mas  arriba  se  ha 
copiado. 

Xíl.  El  estupro  debe  probarse  por  la  persona  que  le  alega. 
Las  pruebas  pueden  ser  morales  ó  materiales. 

Son  pruebas  morales  :  la  confesión,  aunque  sea  estra- 
judicial,  ó  la  jactancia  del  acusado;  la  declaración  de  tes- 
tigos; la  frecuente  conversación  y  trato  del  hombre  y  la 
mujer  estando  solos  en  parajes  retirados;  el  ir  juntos  en  un 
carruaje  con  las  cortinas  corridas  ;  el  hablar  secretamente 
el  hombre  á  la  mujer,  especialmente  si  le  ha  hecho  regalos, 
ó  le  ha  escrito  cartas  amorosas  ;  el  visitarla  muchas  veces 
durante  la  noche  y-  aun  de  dia  estando  sola  ;  el  encerrarse 
con  eiía  en  un  cuarto,  el  abrazarla  y. hacer  cualquiera  de 
aquellos  actos  que  según  las  costumbres  del  pais  y  las  cir- 
cunstancias inducen  sospechas  vehementes  de  trato  ilícito. 
La  ley  121  del  Estilo  quiere  que  si  saliendo  la  mujer  á  la 
calle  se  queja ,  mesa  ó  araña  ,  y  el  reo  fuere  hallado  en  la 
casa  ó  so  pruebe  que  estaba  en  ella  ,  sea  esto  bastante  para 
condenarle. 

Son  pruebas  materiales  ó  físicas  los  vestigios  ó  señales 
que  deja  el  estupro  en  la  estuprada  ,  y  que  consisten  en  la 
desfioracion  ,  en  las  violencias  y  lesiones  ¿üíj.o  tos  órganos 
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sexuales  ú  otras  partes  del  cuerpo,  y  en  las  enfermedades 
venéreas  que  aveces  comunica  el  delincuente.  Mas  una  des- 
íloracion  puede  rer  reciente  ó  antigua  :  las  señales  de  vio- 
lencia pueden  ser  efecto  de  otras  causas  que  ninguna  relación 
tengan  con  el  estupro;  y  los  indicios  de  mal  venéreo  pueden 
ser  engañosos.  Como  quiera  que  sea,  en  los  casos  rarísimos 
en  que  deba  decretarse  la  operación  del  reconocimiento,  «ola- 
mente  los  facultativos  son  capaces  de  dar  al  juez  un  dictamen 
ilustrado  que  con  otros  indicios  ó  adminículos  pueda  con- 
ducirle al  descubrimiento  de  la  realidad  de  los  hechos.  La 
ley  8,  tít.  \h,  Part.  5,  quiere  que  las  cuestiones  de  corrup- 
ción y  preñez  se  libren  por  vista  de  mujeres  de  buena  fama  ; 
pero  no  hay  ya  quien  deje  de  conocer  que  las  llamadas 
matronas  carecen  de  la  instrucción  y  sagacidad  que  se  nece- 
sitan para  formar  ideas  exactas  en  materia  tan  delicada  y 
califico r  con  tino  los  casos  que  se  sometan  á  su  juicio. 
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EVASION.  El  efugio  ó  medio  término  que  se  busca 
para  salir  de  algnn  aprieto  ó  dificultad;  y  el  acto  de  esca- 
parse ó  Luir  de  la  cárcel  ó  de  presidio.  Yéase  Cárcel,  Fuga 
y  Presidio. 

SVHCGIQN.  La  recuperación  que  uno  hace  judicialmente 
de  una  cosa  propia  que  otro  poseía  con  justo  título;  ó  bien, 
el  despojo  jurídico  que  uno  sufre  de  una  cosa  quo  justa- 
mente había,  adquirido  ;  ó  sea,  el  abandono  forzoso  que  el 
poseedor  de  una  cosa  tiene  que  hacer  de.el!a  en  todo  ó  en 
parte  por  virtud  de  una  sentencia  que  á  ello  le  condena  : 
evincere  est  aliquid  vincendo  auferre.  Llámase  también 
cocción  la  sentencia  que  ordena  el  abandono,  y  aun  la  de- 
manda que  se  pone  para  obtenerlo.  El  diccionario  de  la 
Academia  española  dice  que  éviction  es  el  saneamiento  y 
seguridad  que  se  da  do  responder  siempre  del  precio  de  la 
cosa  vendida,  pagada  ó  prestada.  Mas  esta  definición  adolece 
de  muchos  vicios.  En  primer  lugar  confunde  la  éviction  con 
el  saneamiento ,  como  si  las  dos  palabras  fuesen  sinónimas, 
siendo  así  que  éviction  es  precisamente  el  acto  de  vencer  á 
otro,  esto  es ,  el  acto  de  quitarle  judicialmente  una  cosa  que 
pertenece  al  vencedor  en  el  juicio,  y  saneamiento  no  es  mas 
que  la  obligación  que  uno  tiene  de  reparar  los  daños  y  per- 
juicios que  so  siguieren  al  vencido  por  razón  del  despojo. 
En  segundo  lugar ,  aun  cuando  estas  dos  palabras  pudie- 
ran lomarse  una  por  otra  ,  la  definición  de  la  Academia  es 
inexacta,  obscura,  diminuta  en  algunos  puntos  y  escesiva 
en  otros,  como  fácilmente  podrá  colegirse  de  lo  que  se  dirá 
en  este  artículo. 

I.  Sucede  no  pocas  veces  que  las  cosas  ajenas ,  que  han 
sido  robadas  ó  usurpadas,  se  venden,  permutan  ó  enajenan 
de  otro  modo  sin  noticia  ni  consentimiento  del  verdadero 
dueño,  quien  por  lo  tanto  tiene  derecho  de  reivindicarlas 
judicialmente  y  recobrarlas  de  cualquiera  que  las  tenga  , 
con  tal  que  no  hayan  sido  ya  prescritas ,  y  esta  recuperación 
es  la  que  se  llama  éviction;  y  como  á  consecuencia  de  tal 
eviccion  ,  el  vencido  que  habia  adquirido  la  cosa  mediante 
justo  título ,  v.  gr.  de  compra,  permuta,  dote,  pago  de  deuda 
ú  otro  semejante ,  queda  privado  de  la  misma  cosa  aunque 
justamente  poseída  ,  se  halla  establecido  que  el  que  se  la 
vendió  ó  permutó  ó  se  la  dio  en  pago  ó  en  dote  ó  por  otra, 
razón ,  le  sostenga  y  defienda  en  la  posesión  pacífica  de  ella, 
ó  le  dé  otra  de  igual  valor,  calidad  y  bondad ,  ó  le  resarza 
la  pérdida  y  los  daños  y  perjuicios  que  se  le  originaren  ,  y 
esto  es  lo  que  generalmente  se  denomina  saneamiento  ó  pres- 
tación de  la  eYÍccíon. 

II.  El  saneamiento ,  ó  sea  la  responsabilidad  ó  prestación 
de  la  eviccion  ,  tiene  lugar  en  muchas  convenciones ,  como 
ya  se  ha  indicado  y  veremos  mas  abajo  ;  pero  le  tiene  con 
mas  specialidad  en  la  de  venta.  Es  una  circunstancia  natural 


del  contrato  ;  de  modo  que  para  que  exista  no  es  fetecesarío 
que  se  estipule  espresamente,  pero  no  es  una  circunstancia 
esencial ,  porque  puede  haber  venta  sin  responsabilidad  de 
la  eviccion  ,  conviniéndose  en  ello  los  contratantes.  De  aquí 
es  que  aunque  al  tiempo  de  la  venta  no  se  haya  hecho  esti- 
pulación alguna  sobre  saneamiento,  estará  obligado  de  dere- 
cho el  vendedor  á  responder  al  comprador  de  la  eviccion 
qr.e  sufriere  en  el  todo  ó  en  parte  de  la  cosa  vendida ,  como 
asimismo  de  las  cargas  y  derechos  hipotecarios  que  gravi- 
taren sobre  ella  y  no  le  hubiese  manifestado  al  celebrar  el 
contrato ,  porque  debiendo  entregarle  la  cosa  y  traspasarle 
su  propiedad  ,  debe  con  mas  razón  asegurarlo  su  posesión 
pacífica  y  tranquila. 

III.  Pueden  los  contratantes  aumentar  ó  disminuir  por 
pacto  espreso  los  efectos  de  esta  obligación  de  derecho;  y 
aun  pueden  estipular  que  el  vendedor  no  quedará  sujeto  á 
responsabilidad  alguna  ,  porque  si  bien  es  esta  una  circuns- 
tancia natural  del  contrato,  no  concierne  sino  al  interés1 
privado  del  comprador,  quien  por  consiguiente  puede  re- 
nunciarla. Blas  aunque  se  pacte  la  libertad  ó  esencion  de 
toda  responsabilidad,  quedará  sin  embargo  sujeto  el  vende-' 
dor  á  la  que  resultare  de  un  hecho  que  le  fuese  propio  y 
personal;  de  modo  que  cualquiera  convención  en  contrario 
seria  nula.  Si  habiendo  el  vendedor  hipotecado  ,  por  ejem- 
plo ,  la  cosa  vendida ,  ó  enajenádola  anteriormente  á  otra 
persona  ,  oculta  al  comprador  la  eviccion  que  puede  resul- 
tarle ,  y  estipula  que  ha  de  quedar  libre  de  toda  garantía, 
es  lo  mismo  que  si  estableciese  que  no  habia  de  ser  respon- 
sable de  su  dolo  ,  y  un  pacto  de  esta  especio  no  tiene  valor 
alguno  :  Pacta  ques  lurpem  causam  continent  non  sunl  ob- 
servando. 

En  la  propia  hipótesis  de  haberse  pactado  la  exoneración 
de  toda  responsabilidad ,  estará  obligado  sin  embargo  el 
vendedor,  en  caso  de  eviccion,  á  la  restitución  del  precio  ; 
porque  no  habiéndose  obligado  á  pagarlo  el  comprador  sino 
por  obtener  la  propiedad  de  la  cosa  vendida  ,  es  claro  que 
si  no  se  le  traspasa  esta  propiedad  no  existe  la  causa  del 
pago ,  y  el  vendedor  que  detenta  el  precio  sin  causa  debe 
devolverlo.  Pero  no  estará  obligado  el  vendedor  ni  aun  á 
restituir  el  precio  en  dicha  hipótesis  ,  si  el  comprador  sabia 
en  el  acto  de  la  venta  el  peligro  que  habia  de  eviccion  ó  si 
tomó  á  su  cargo  todo  riesgo  ;  porque  entonces  la  venta  par- 
ticipa de  la  naturaleza  de  los  contratos  aleatorios  ,  depen- 
diendo las  ventajas  ó  pérdidas  dér  comprador  de  un  aconte- 
cimiento incierto  quo  se  habrá  lomado  en  consideración 
para  fijar  el  precio.  , 

IV.  Sea  que  al  tiempo  de  la  venta  se  haya  prometido  es- 
presamente  la  responsabilidad  de  la  eviccion,  sea  que  nada 
se  haya  estipulado  sobre  este  asunto,  tendrá  siempre  dere- 
cho el  comprador  ,  si  por  eviccion  quedase  privado  de  la 
cosa  vendida,  á  exigir  del  vendedor  :  —  Io.  la  restitución 
del  precio  ;  —  2o.  la  de  los  frutos ,  en  caso  de  haber  sido 
condenado  á  devolverlos  al  dueño  verdadero  que  le  ha  ven- 
cido en  el  juicio  ;  —  5o.  las  costas  y  gastos  causados  en  el 
pleito  de  eviccion  y  en  el  do  saneamiento  ;  — h°.  los  dornas 
daños  y  perjuicios  que  se  le  ocasionaren  con  motivo  del 
despojo.  Leyes  0  y  7,  ¡ít.  10  ,  lib.  5  ,  Fuero  Real;  y  leyes  19  , 
52 y  36,  ti!.  5,  Parl.o. 

Aunque  al  tiempo  de  la  eviccion  se  encuentre  de  menos 
valor  ó  notablemenle  deteriorada  la  cosa  vendida,  sea  por 
negligencia  del  comprador  ,  sea  por  efecto  de  fuerza  mayor 
ó  caso  fortuito  ,  no  por  eso  estará  menos  obligado  el  vende- 
dor á  restituir  todo  el  precio  que  hubiese  recibido.  Bien  han 
sentado  algunos  jurisconsultos  ,  que  el  comprador  no  debía 
repetir  sino  un  precio  proporcionado  al  valor  actual  de  la 
cosa  vendida,  porque  no  parecía  natural  que  la  eviccion 
hubiese  de  procurarle  una  ganancia;  pero  es  preciso  tener 
presente  que  el  precio ,  cualquiera  que  sea ,  no  se  pagó  por 
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d  comprador  sino  para  adquirir  la  propiedad  de  la  cosa 
vendida ,  y  no  trasfiriéndose  esta  propiedad ,  queda  sin 
causa  en  manos  del  vendedor,  quien  por  consiguiente  debe 
devolverlo  por  entero,  aun  cuando  la  diminución  de  valor 
ó  el  deterioro  de  la  cosa  provenga  de  un  hecho  del  compra- 
dor, porque  no  puede  castigarse  á  este  por  haber  usado  á  su 
arbitrio  de  una  cosa  de  que  justamente  se  creia  dueño  :  Qui 
rem  quasi  suam  neglexit ,  nulli  querelce  subjeclus  est.  Mas  si 
el  comprador  hubiese  sacado  alguna  utilidad  del  destrozo, 
demolición  ó  deterioro  hecho  por  él  mismo,  comosi  habiendo 
derribado  un  edificio  hubiese  vendido  los  materiales,  justo 
será  que  el  vendedor  le  descuente  del  precio  que  debe  res- 
tituirleuna  cantidad  igual  ádichautilidad e-aprovechamiento. 

Por  el  contrario  ,  si  la  cosa  valiese  mas  al  tiempo  de  la 
eviccion  que  al  de  la  venta,  aun  independientemente  de 
todo  hecho  del  comprador,  como  v.  gr.  en  el  caso  de  ha- 
berse aumentado  por  aluvión  ,  está  obligado  á  pagarle  el 
vendedor  no  solo  el  precio  recibido  sino  también  el  corres- 
pondiente al  mayor  valor  que  la  cosa  tiene  en  el  acto  del 
despojo  :  el  precio  recibido,  como  pagado  sin  causa;  y  el 
precio  escedente,  como  reparación  del  perjuicio  causado  por 
la  eviccion  de  que  es  responsable.  L,  Evicta  re,  16,  D. 
de  evicl. 

Como  el  vendedor  está  obligado  á  responder  al  comprador 
de  todos  los  daños  y  perjuicios  que  por  la  eviccion  se  le 
originaren  ,  es  consiguiente  que  deba  reintegrarle  ó  hacer 
que  el  dueño  vencedor  le  reintegre  todas  las  mejoras  nece- 
sarias y  útiles  que  hubiese  hecho  en  la  cosa  vendida,  en 
cuanto  aumentaren  su  valor,  qualcnus  res  preliosior  facta 
est  :  mas  no  estará  obligado  á  reintegrarle  las  mejoras  volup- 
tuarias  sino  solo  en  el  caso  de  haberle  vendido  de  mala  fe 
la  cosa  ajena  sin  prevenirle,  pues  entonces  debe  indemni- 
zarle de  toda  pérdida  que  directamente  resulte  de  la  ineje- 
cución del  contrato.  Ley  6,  tít,  10,  lib,  5,  Fuero  Real. Véase 
Mejoras. 

Y.  No  solamente  hay  lugar  á  la  responsabilidad  ó  sanea- 
miento en  la  eviccion  de  toda  la  cosa  vendida,  sino  también 
en  la  de  alguna  parte  cualquiera  de  esta  misma  cosa ,  ya  sea 
una  parte  alícuota  é  indivisa ,  como  cuando  el  comprador  es 
condenado  al  abandono  del  tercio,  del  cuarto,  etc.,  ya  sea 
una  parte  integrante  ,  como  cuando  el  comprador  de  una 
heredad  ,  casa  ,  nave  ó  cabana  de  ovejas,  es  condenado  al 
abandono  de  una  pieza  particular  dependiente  de  cualquiera 
.de  estos  objetos.  Mas  si  se  trata  de  venta  de  derechos  here- 
ditarios ó  sucesorios  ,  la  eviccion  que  sufriere  el  comprador 
en  alguna  cosa  particular  que  se  encontrare  entre  los  bienes 
de  la  sucesión ,  no  da  lugar  al  saneamiento.  La  razón  de  la 
diferencia  consiste  en  que  el  que  vende  una  heredad  ,  una 
casa,  una  nave  ó  una  cabana  de  ovejas,  vende  todas  las 
porciones  ó  piezas  de  que  la  cosa  vendida  se  compone  y  de 
que  se  halla  él  en  posesión  al  tiempo  de  la  venta;  mas  el 
que  vende  su  derecho  á  los  bienes  de  una  herencia  ó  suce- 
sión ,  no  vende  los  diferentes  cuerpos  ó  efectos  que  se  cree 
pertenecer  á  esta  sucesión ,  sino  solamente  el  derecho  de 
suceder,  el  cual  no  contiene  mas  que  las  cosas  á  que  la 
sucesión  tiene  efectivamente  derecho.  Tal  es  el  sentido  de 
Jas  leyes  oh  y  55,  lit.  S ,  Part.  S. 

VI.  La  acción  que  resulta  de  la  eviccion,  puede  ejercerse 
por  el  comprador  y  sus  herederos  contra  el  vendedor  y  su 
fiador  y  los  herederos  de  ambos;  mas  como  para  que  com- 
pela esta  acción  es  necesario  que  la  cosa  se  pierda  por  sen- 
tencia de  juez,  ninguno  de  ellos  estará  obligado  á  prestar  la 
eviccion  sin  que  primero  se  haya  dado  y  aun  ejecutado  la 
sentencia  que  condene  al  comprador  á  la  restitución  de  la 
cosa  comprada  ,  pues  mientras  este  conserve  la  cosa  en  su 
poder  no  tiene  derecho  al  saneamiento.  L.  Si  plus,  Ih,  §  fin., 
y  l.  Ilabcre,  K7,  D,  de  evicl.  ;  y  Anl,  Gómez,  lib.  2,  Variar, 
cap.  9 ,  ».  59. 
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VIL  Para  que  pueda  intentarse  la  acción  de  eviccion  , 
esto  es  ,  para  que  pueda  exigirse  del  vendedor  el  sanea- 
miento, se  requiere  que  el  comprador  le  haga  saber  el  pleito 
luego  que  le  fuere  movido  ,  ó  á  lo  mas  tarde  antes  de  la  pu- 
blicación de  probanzas  ;  y  si  el  vendedor  se  presentare  con 
efecto  á  la  defensa  ,  obligándose  á  responder  de  la  cosa  ven- 
dida como  si  él  mismo  la  tuviese  en  su  poder,  debe  el  de- 
mandante dejar  en  paz  al  comprador  y  seguir  el  litigio  con 
el  vendedor  ;  leyes  52  y  55 ,  til.  5  ,  Part.  o. 

Quieren  ,  sin  embargo ,  generalmente  los  autores  que  no 
sea  necesaria  la  denunciación  del  pleito  al  vendedor  :  — 
Io.  cuando  es  tan  evidente  y  notorio  el  derecho  del  que 
pide  la  cosa,  que  no  puede  obscurecerse  con  ninguna  prueba 
ni  defensa  que  el  vendedor  hiciere;  —  2?.  cuando  el  com- 
prador es  menor  ,  y  el  vendedor  tiene  por  otra  parte  noticia 
del  litigio;  —  5o  cuando  la  hubiese  renunciado  ó  remitido 
espresamente  el  vendedor,  como  suele  hacerse  en  las  escri- 
turas de  venta  ;  —  li°.  cuando  el  mismo  vendedor  la  eludiese 
ó  estorbase. 

Si  el  vendedor  quiere  comparecer  y  salir  ala  defensa, 
debe  seguir  el  litigio  en  el  tribunal  ó  juzgado  en  que  tuvo 
principio  ,  sin  que  pueda  declinar  la  jurisdicción,  aunque 
sea  clérigo  y  goce  del  privilegio  del  fuero  ;  ley  57,  til.  6 , 
Part.  1. 

VIII.  Aunque  es  regla  general  la  obligación  del  vendedor 
á  sanear  la  cosa  al  comprador  ó  á  restituirle  el  precio  con 
los  daños  y  perjuicios  por  causa  de  eviccion  ,  hay  sin  em- 
bargo algunos  casos  en  que  el  comprador  no  puede  exigir  su 
cumplimiento,  y"  son  los  siguientes  :  —  Io.  si  dejó  que  se 
hiciese  publicación  de  probanzas  antes  de  denunciar  al  ven- 
dedor el  pleito  entablado  por  el  que  pretendía  ser  verdadero 
dueño  de  la  cosa  vendida,  como  ya  se  ha  indicado  ;  ley  56 , 
tít.  b,  Part.  S,  y  ley  7,  lit.  10,  lib.  5 ,  Fuero  Real:  —  2o.  si 
pone  el  pleito  en  manos  de  arbitros  sin  consentimiento  del  ' 
vendedor  y  lo  pierde ,  d.  ley  56;  á  no  ser  que  el  vendedor 
se  hubiese  obligado  á  responder  de  la  eviccion  de  cualquier 
modo  que  se  quitase  la  cosa  al  comprador,  Gregorio  López 
en  la  gl.  3  de  d.  ley  .-  —  3°.  si  perdió  por  su  culpa  la  posesión 
de  la  cosa  que  le  fué  vendida ,  y  de  poseedor  ó  reo  hacién- 
dose actor  fué  vencido  en  el  pleito,  de  propiedad;  d.  ley  56, 
y  gl.  U  de  Greg.  López  :  —  lí°.  si  dejó  la  cosa  como  desam- 
parada y  la  perdió  ,  d.  ley  56  :  —  S°.  si  siendo  esclava  la 
cosa  vendida ,  la  puso  en  algún  lupanar,  en  cuyo  caso  la 
esclava  se  hace  libre ,  d.  ley  36  :  —  6o.  si  perdió  el  pleito 
por  razón  de  su  contumacia  ó  rebeldía ,  d.  ley  56  y  glosa  6a. 
de  Greg.  López  :  —  7o.  si  dejó  de  oponer  en  el  juicio  la  pres- 
cripción ,  pudiendo  haberse  servido  de  esta  defensa,  d.  ley 
56  :  —  8o.  si  dejó  de  apelar  de  la  sentencia  dada  en  ausen- 
cia del  vendedor,  d.  ley  56  ;  á  no  ser  manifiesta  la  justicia 
de  la  sentencia  y  del  actor,  como  añade  Greg.  López  en  la 
glosa  8a.,  y  Ant.  Gómez ,  lib.  2 ,  Variar.,  cap.  2 ,  n.  59  :  — 
9o.  si  adquirió  la  cosa  en  el  acto  del  juego  comprándola  ó 
ganándola  al  poseedor,  d.  ley  36  :  —  10°.  si  hubiese  permi- 
tido que  la  cosa  se  hiciese  sagrada  ,  d.  ley  50  :  —  11°.  si 
fué  condenado  injustamente  á  la  restitución  de  la  cosa  por 
malicia  del  juez  ,  pues  que  entonces  el  juez  es  quien  se  la 
debe  sanear  y  pagar  de  sus  bienes,  y  no  el  vendedor  que 
solo  está  obligado  cuando  se  la  quitan  según  derecho,  d. 
ley  56  ;  y  lo  mismo  debe  decirse  si  la  sentencia  del  juez  fué 
injusta  por  su  ignorancia  ó  impericia,  según  sientan  Greg. 
López  en  la  gl.  12  de  d.  ley  50  y  en  la  de  la  ley  ih ,  Ht,  22, 
Part.  5,  Covarrnb.,  lib.  5,  Variar.,  cap.  17,  n.  10,  y  Ant. 
Gómez,  lib.  2,  Variar.,  cap,  2,  j¡.  59  :  —  12°.  si  hubiese 
sido  obligado  por  autoridad  del  rey  á  vender  ó  entregar  la 
cosa  áotro  por  alguna  causa  onerosa;  ley  57,  til.  5,  Part.  5  : 
—  15°.  si  fuere  despojado  de  la  cosa  en  virtud  del  derecho 
de  retracto,  bien  por  ser  de  patrimonio  ó  abolengo,  bien 
por  ser  común  de  dos  ó  mas  pro  indiviso;  Anl,  Gómez, 
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lib.  2  ,  Variar.,  cap.  2,  ?i.  40  :  —  14°.  si  al  tiempo  de  la 
compra  sabia  que  la  cosa  era  ajena ,  pues  en  tal  caso  debe 
restituir  la  cosa  á  su  dueño  sin  que  el  vendedor  deba  devol- 
verle el  precio ,  á  no  haberse  obligado  á  ello  espresamente  ; 
ley  19,  tít.  b,  Part.  5  :  — 1S°.  si  al  tiempo  de  la  venta  se  hizo 
pacto  espreso  de  que  el  vendedor  no  habia  de  quedar  obli- 
gado al  saneamiento  ;  bien  que  aun  entonces  estará  obligado 
á  la  restitución  del  precio  en  caso  de  eviccion  para  que  no 
adquiera  un  lucro  con  la  pérdida  dei  comprador,  aunqne 
no  lo  estará  al  resarcimiento  de  daños  y  perjuicios ,  á  no 
6er  que  también  se  hubiese  libertado  de  esta  obligación  en 
el  contrato,  como  ya  se  ha  indicado  mas  arriba  :  pero  si 
el  vendedor  hizo  el  contrato  de  mala  fe  sabiendo  que  la 
cosa  era  ajena ,  debe  entonces  por  razón  del  dolo  no  sola- 
mente restituir  el  precio  sino  resarcir  también  los  daños  y 
perjuicios,  aunque  hubiese  intervenido  pacto  espreso  de  no 
quedar  obligado  á  lo  uno  ni  á  lo  otro.  Ant.  Gómez,  lib.  2, 
'  Variar.,  cap.  %  n.  59  ;  y  Ferraris,  verbo  Eviclio,  n.  24  y  25. 
IX.  El  saneamiento  ú  obligación  de  prestar  la  eviccion 
tiene  lugar,  no  solo  en  la  venta,  sino  en  todos  los  contratos 
onerosos  ,  cuando  al  que  recibió  alguna  cosa  se  le  quita  ó 
embaraza  jurídicamente  su  uso  por  un  tercero  en  virtud  de 
causa  anterior  al  contrato  ;  en  cuyo  caso  podrá  recurrir 
contra  el  que  se  la  dio ,  para  que  se  la  sanee  ó  le  resarza  los 
daños  y  perjuicios.  Tiene  pues  lugar  :  —  Io.  en  los  cambios 
ó  permutas ,  debiendo  los  contratantes  sanearse  mutuamente 
uno  á  otro  las  cosas  permutadas;  ley  4,  tít.  6,  Pari.  b:  — 
2o.  en  la  dación  en  pago  de  deuda  ,  pues  que  puede  consi- 
derarse como  verdadera  venta;  Gómez,  lib.%,  Variar., 
cap.  2,  n.  53  :  —  5o.  en  los  arrendamientos;  Guzman  ,  de 
éviction.,  qucest.  24,  n.  2;  l.  9,  tít.  2,  JÍ&.21,  D.  deevict.: 
—  k°.  en  la  enfitéusis;  d.  1.9,  D.  de  evicl.,  c  Inst.  de  loe. 
cond.:  —  b°.  en  la  dote  estimada  ó  necesaria  ó  procedente 
de  promesa  obligatoria;  Guzman,  qucesl.  26,  y  Gómez,  d. 
cap.  2 ,  n.  37  :  —  6o.  en  las  transacciones  ó  concordias,  no 
con  respecto  á  las  cosas  que  son  objeto  de  la  transacción, 
sino  con  respecto  á  las  que  una  de  las  partes  diere  á  la  otra 
para  que  consienta  en latransaccion;  Gómez,  d.  cap.  2,n.  58, 
y  leyes  2  y  33 ,  C.  de  transad.  :  —  7o.  en  las  particiones  de 
herencias ,  pues  si  un  heredero  se  viere  despojado ,  en  virtud 
de  causa  anterior  á  la  partición ,  de  alguna  de  las  cosas  que 
se  le  adjudicaron  por  sentencia  de  juez  ó  por  unánime  vo- 
luntad de  los  coherederos  podrá  intentar  contra  estos  la  ac- 
ción de  eviccion  para  que  salgan  al  saneamiento  ,  porque  la 
division  de  herencia  se  considera  cierta  especie  de  permuta; 
pero  si  el  mismo  testador  hubiese  dividido  sus  bienes  entre 
sus  herederos,  no  tendría  acción  ninguno  de  ellos  contra  los 
otros  para  exigirles  el  saneamiento  en  caso  de  eviccion  de 
alguna  de  las  cosas  pertenecientes  á  su  parte,  ley  9,  lit.  Ib, 
Part.  6  ;  á  no  ser  que  constare  que  el  testador  quiso  la  igual- 
dad entre  sus  herederos  ,  ó  que  por  negarse  el  saneamiento 
quedase  el  hijo  perjudicado  en  su  legítima  ;  Greg.  López  en 
la  gl.  2 de  d.  ley  9,  y  Ant.  Gómez ,  lib.  2 ,  Variar. ,  cap.  2, 
n.  54  :  —  8o.  en  la  division  de  la  cosa  que  es  común  á  dos  ó 
mas  personas  por  contrato  ,  por  última  voluntad,  ó  por  otra 
razón  ;  Ant.  Gómez,  d.  cap.  2,  n.  54. 

En  las  adquisiciones  por  título  lucrativo  no  compete  por  lo 
regular  la  prestación  de  la  eviccion.  Así  es  que  no  se  debe 
en  la  donación  meramente  gratuita  ó  simple ,  á  no  ser  que  el 
donador  la  hubiese  hecho  con  dolo  y  el  donatario  tuviese 
gastos  por  esta  causa,  ó  que  espresamente  se  hubiese  pro- 
metido el  saneamiento  ;  l.  2,  C. ,  lib.  8,  tít.  45  ,  de  éviction., 
II.  8yl8,  Ub.  21,  lit.  2,  D.  de  donat.,  y  Ant.  Gómez,  lib.  2, 
Variar.,  cap.  2  ,  n.  3b.  Tampoco  tiene  lugar  en  el  legado  de 
una  cosa  determinada  y  específica  que  creyó  el  testador  era 
suya;  l.  40,  D.  de  evict.,  1.  4b,  D.  de  legat.  i  ,  ,y  Ant.  Gó- 
mez, d.  cap,  2,  n.  36. 
Pero  compete  siempre  que  el  que  adquirió  por  título  lu- 


crativo tuviere  derecho  para  pedir  de  nuevo  la  cosa  que  le 
hubiere  sido  quitada  ó  su  equivalente  ;  y  así  el  legatario  de 
una  cosa  genérica  podrá  pedir  otra  al  heredero  si  se  le  des- 
pojare por  eviccion  de  la  que  este  le  habia  dado  ;  Guzman, 
de  éviction.,  quœst.  27,  n.  3,  y  Ant.  Gómez,  d.  cap.  2,  n.  56. 

EX 

EX-ABRUPTO.  Espresion  latina  que  significa  arrebata- 
damente y  sin  guardar  el  orden  establecido.  Dicese  princi- 
palmente de  las  sentencias  cuando  no  han  sido  precedidas 
de  las  solemnidades  de  estilo. 

EXAMEN  de  testigos.  La  diligencia  judicial  que  se  hace 
tomando  declaración  á  algunas  personas  que  saben  y  pueden 
deponer  la  verdad  sobre  lo  que  se  quiere  averiguar.  Véase 
Testigos. 

EXAMINADOR  sinodal.  El  teólogo  ó  canonista  nom- 
brado por  el  prelado  diocesano  en  el  sínodo  de  su  diócesis, 
ó  fuera  de  él  en  virtud  de  su  propia  autoridad ,  para  exami- 
nar los  que  han  de  ser  admitidos  á  las  órdenes  sagradas,  y 
á  ejercer  los  ministerios  de  párrocos,  confesores,  predica- 
dores, etc. 

EXCEPCIÓN.  La  esclusion  de  la  acción,  esto  es,  la 
contradicción  ó  repulsa  con  que  el  demandado  procura  dife- 
rir, destruir  ó  enervar  la  pretensión  ó  demanda  del  actor  (1). 
Así  como  es  propio  del  actor  el  reclamar  su  derecho  en  jus- 
ticia ,  lo  es  del  reo  ó  demandado  el  defenderse;  lo  que  pueda 
hacer  ó  bien  negando  el  fundamento  ó  causa  de  la  acción; 
ó  bien  confesándolo,  pero  oponiendo  al  mismo  tiempo  alguna 
excepción.  Si  lo  niega ,  tiene  que  probarlo  el  actor;  silo 
confiesa  con  excepción ,  ha  de  ser  esta  probada  por  el  reo. 
Ley  8,  lit.  3,  Part.  3. 

Las  excepciones  se  dividen:  i°.  en  dilatorias ,  perentorias 
y  mixtas  ;  —  2o.  en  personales  y  reales  (2). 

EXCEPCIÓN  dilatoria.  La  que  no  tiene  por  objeto  des- 
truir la  acción  del  actor,  sino  solo  retardar  la  entrada  en  el 
juicio  :  por  cuya  razón  se  llama  también  excepción  temporal. 
La  excepción  dilatoria  ó  temporal  se  refiere,  ó  bien  á  la  per- 
sona del  juez,  como  la  de  incompetencia  y  la  de  recusación; 
—  ó  bien  á  la  persona  del  actor,  como  la  de  inhabilidad  para 
comparecer  en  juicio  por  falta  de  licencia  de  su  padre  siendo 
hijo  de  familias,  ó  por  falta  de  poder  suficiente  siendo  pro- 
curador, ó  por  algún  otro  de  los  defectos  legales  que  se  in- 
dican en  la  palabra  Actor;  —  ó  bien  á  la  persona  del  reo, 
como  la  de  excusión  ú  orden  ,  y  la  moratoria  ;  —  ó  bien  al 
modo  de  pedir,  como  la  de  obscuridad  de  la  demanda ,  y  la 
de  contradicción  ó  inepta  acumulación  de  acciones  ;  —  ó  bien 
al  mismo  negocio ,  como  la  de  petición  antes  del  plazo  esti- 
pulado. Ley  9,  tít.  3,  Part.  3. 

La  excepción  dilatoria  se  ha  de  oponer  y  probar  dentro  de 
nueve  dias  continuos  contados  desde  el  del  emplazamiento 
exclusive,  cuando  el  demandado  reside  dentro  de  la  juris- 
dicción del  juez  que  le  emplazó  ;  y  si  viviere  fuera  de  ella , 
desde  el  dia  siguiente  al  del  último  y  perentorio  término  que 
el  juez  ,  atendiendo  á  la  distancia  ,  le  señalare  para  compa- 
recer; ley  1,  tít.  7,  lib.  11 ,  Nov.  Rec.  Pero  también  pasados 

(1)  Las  leyes  del  lit.  3,  Part.  4,  la  llaman  defensión,  y  en  rea- 
lidad toda  escepcion  es  defensa  ,  mas  no  toda  defensa  puede  lla- 
marse propiamente  y  en  sentido  legal  escepcion.  Pero  no  solo  en 
el  común  modo  de  hablar  de  las  gentes,  sino  aun  de  los  mismos 
jurisconsultos,  y  señaladamente  en  el  foro,  se  da  el  nombre  de 
escepcion  á  todo  lo  que  opone  el  reo  para  rechazar  la  pretensión 
del  actor.  Véase  Cur.  Filíp.,  part.  1,  §  15. 

(2)  Véase  al  Lie.  D.  Francisco  Sánchez,  en  su  obra  El  Foro 
Español ,  cap.  1 1 ,  que  trata  de  las  diferentes  especies  de  escepcio- 
nes,  y  en  el  §  14  presenta  un  catálogo  de  las  mas  comunes,  nu- 
merado y  clasificado  con  remisión  á  las  materias  á  que  per- 
tenecen, 

42 


EX 


658  — 


EX 


ios  hueve  días ,  y  aun  despues  de  la  contestación  del  pleito , 
según  algunos  autores,  se  deberá  admitir  la  excepción  dila- 
toria ,  si  de  no  admitirla  hubiese  de  resultar  grave  perjuicio, 
con  tal  que  jure  el  litigante  no  haber  tenido  noticia  de  ella, 
ni  proceder  en  esto  maliciosamente;  bien  que  de  todos 
modos  las  excepciones  dilatorias  podrán  oponerse  como  pe- 
rentorias dentro  del  término  de  estas ,  y  aun  alguna  de  ellas 
puede  alegarse  en  cualquier  estado  del  juicio  aunque  esté 
conclusa  la  causa ,  como  la  recusación  ;  Acevcdo  en  d.  ley  1 , 
tít.  7,  lib.  11  ,  Nov.  Rec.,  n.  SS;  Covar. ,  Praclic.  qucest., 
cap.  26,  n.  2;  y  Cur.  Filíp.,part.  1,  g  13,  n.  6, y%  18,  n.% 

Es  de  observar  que  entre  las  excepciones  dilatorias  hay 
unas  que  son  puramente  dilatorias,  es  decir,  que  no  pueden 
jamas  ser  perentorias  ,  como  la  excepción  que  se  opone  á 
una  demanda  hecha  antes  del  vencimiento  de  la  deuda  ;  y 
otras  que  pueden  accidentalmente  llegar  á  ser  perentorias. 
A  esta  última  especie  pertenece  la  excepción  de  excusión 
del  obligado  principal  ;  pues  si  mediante  la  excusión  se  en- 
cuentra insolvente ,  la  excepción  no  será  sino  dilatoria ,  y  no 
impedirá  que  el  que  la  opuso  sea  condenado  por  haber  res- 
pondido por  el  deudor  ;  mas  si  este  resulta  solvente  en  la 
excusión ,  la  excepción  que  al  principio  no  era  mas  que  dila- 
toria se  hace  perpetua  y  perentoria  (1). 

EXCEPCIÓN  declinatoria.  Una  excepción  dilatoria 
por  la  que  el  demandado  declina  la  jurisdicción  del  juez  ante 
quien  ha  sido  citado  ,  pidiéndole  que  se  inhiba  y  abstenga 
del  conocimiento  de  la  causa  ,  ó  porque  no  es  juez  compe- 
tente para  él ,  ó  porque  no  puede  conocer  de  aquel  negocio , 
ó  porque  este  se  halla  pendiente  en  otro  juzgado,  y  que 
mande  al  actor  acudir  al  juez  tal  ó  tal ,  que  es  á  quien  cor- 
responde entender  en  el  asunto  de  que  se  trata. 

La  excepción  declinatoria  es  la  primera  que  debe  oponerse; 
pues  si  se  propone  otra  antes,  ó  se  contesta  la  causa,  es 
visto  que  se  proroga  la  jurisdicción  al  juez  para  que  conozca 
y  sentencie  sobre  ella ,  á  no  ser  que  no  haya  lugar  á  la  pro- 
rogacion  ó  por  la  personadel  juez,  ó  por  las  de  los  litigantes, 
ó  por  razón  de  la  materia.  Cur.  Filíp.,part.  1,  §  13,  n.  7, 
y  §  Ib,  n.  2. 

EXCEPCIÓN  perentoria  ó  perpetua.  La  que  estingue 
el  derecho  del  actor,  ó  la  que  destruye  ó  enerva  la  acción 
principal  y  acaba  el  litigio.  Tales  son  ,  por  ejemplo ,  el  pago 
ya  verificado  de  la  deuda  que  se  pide  ,  la  transacción,  el 
dolo  ó  miedo  que  intervino  en  el  contrato ,  la  renuncia  de  los 
derechos  que  se  pretenden  ,  la  cosa  juzgada  ,  el  dinero  no 
entregado ,  la  usura ,  la  prescripción  ,  el  pacto  de  no  pedir, 
y  otras  semejantes. 

Las  excepciones  perentorias  han  de  proponerse  dentro  de 
veinte  dias,  que  empiezan  acorrer  después  de  los  nueve  que 
se  conceden  para  contestar  á  la  demanda,  bien  que  el  juez 
podrá  prorogar  este  término  de  los  veinte  dias  siempre  que 
las  excepciones  nazcan  de  una  nueva  causa,  ó  jure  el  reo 
¡jue  han  llegado  de  nuevo  á  su  noticia.  Ley  8 ,  tít.  3,  Part.  3; 
y  ley  i,  lit.  7,  lib.  1 1 ,  Nov.„ Rec.  Mas  en  vista  de  la  ley  2 , 
tít.  16 ,  lib.  11  de  la  Nov.  Rec,  por  la  cual  se  manda  que 
en  la  decisión  de  las  causas  solo  se  atienda  á  la  verdad  y  no 
á  las  meras  formalidades  del  derecho ,  es  opinion  común  que 
las  excepciones  perentorias  se  han  de  admitir  también  des- 
pués de  dichos  veinte  dias  (2) ,  aun  cuando  el  que  las  pro- 

(1)  Cur.  Filíp.,  part,  i ,  g  15,  n.  2. 

(2)  Con  semejantes  opiniones  voluntariosas  no  hay  doctrina  se- 
gura, ni  principio  cierto,  ni  ley  que  no  se  traspase  :  la  1,  tít.  7, 
lib.  11,  Nov.  Rec,  dice  :  Y  que  pasado  el  dicho  término  de  los 
dichos  veinte  dias,  no  sea  oido  ni  admitido  á  las  alegar  y  oponer. 
Si  atendemos  á  las  dos  csccpcioncs  con  que  sigue,  hallaremos  que 
tolo  son  referentes  á  las  consideraciones  de  la  ley  U ,  lit.  12  allí, 
sobre  ser  mayor  ó  menor  el  término  del  emplazamiento,  y  sobre 
no  haber  habido  antes  las  escrituras  (¡uc  de  nueyo  se  presentan. 


pone  no  alegue  causa  alguna  para  excusar  su  ignorancia  (3), 
en  cuyo  caso  solo  debe  ser  condenado  á  resarcir  al  actor  las 
costas  de  la  retardación  del  juicio.  Acevedo  en  la  ley  1 ,  lit.  7, 
lib.  11 ,  Nov.  Rec.,  y  Covar.,  Pract.  quœst.,  cap.  26,  n.  2. 

EXCEPCIÓN  mixta  ó  anómala.  La  que  participa  de  la 
naturaleza  de  la  dilatoria  y  de  la  perentoria  ;  y  procede  de 
la  cosa  que  es  objeto  de  la  demanda  y  que  ya  no  debe  suje- 
tarse á  litigio.  Tal  es  la  transacción,  la  cosa  juzgada,  la 
paga  ,  el  finiquito,  y  todas  las  demás  que  acreditan  la  falta 
de  acción  en  el  demandante  por  no  haberla  tenido  nunca  ó 
haberla  ya  perdido.  Estas  excepciones  pueden  proponerse 
como  dilatorias  ó  perentorias  :  opuestas  antes  de  contestar 
á  la  demanda,  dilatan  ó  suspenden  el  juicio  principal  hasta 
que  se  decidan;  y  opuestas  después,  sirven  para  destruirla 
acción. 

EXCEPCIÓN  personal.  La  que  solo  puede  oponerse 
por  aquel  á  quien  se  ha  concedido  por  ley  ó  pacto,  y  no  por 
los  demás  interesados  en  la  cosa.  Tal  es  la  excepción  que 
tienen  los  que  gozan  el  beneficio  de  competencia ,  de  no  po- 
der ser  reconvenidos  por  el  todo  de  la  deuda  sino  solo  en 
cuanto  pueden  pagar  después  de  atender  á  su  manutención; 
pues  esta  excepción  solamente  puede  oponerse  por  ellos,  y 
no  por  sus  fiadores.  Del  mismo  modo ,  si  un  acreedor  pro- 
mete á  uno  de  dos  deudores  obligados  solidariamente  que  no 
le  pedirá  jamas  la  deuda  común,  solo  el  deudor  agraciado 
podrá  oponer  la  excepción  del  pacto  especial  de  no  pedir, 
y  no  su  compañero,  contra  quien  el  acreedor  conserva  su 
derecho. 

EXCEPCIÓN  real.  La  que  va  inherente  á  la  cosa  de 
tal  manera  que  puede  oponerse  con  utilidad  por  todos  los 
que  tienen  interés  en  la  misma  cosa,  esto  es,  no  solo  por  el 
deudor  sino  también  por  sus  herederos  y  fiadores.  Tal  es , 
por  ejemplo  ,  la. excepción  que  proviene  del  pacto  general 
de  no  pedir  la  deuda  ,  ó  de  la  transacción  celebrada  por  el 
acreedor  con  cualquiera  de  muchos  deudores  solidarios;  pues 
los  demás  quedarían  también  libres  de  su  empeño  ,  y  así  ellos 
como  sus  fiadores  podrían  oponer  la  excepción  de  la  tran- 
sacción ó  del  pacto ,  porque  destruiría  enteramente  la  acción 
que  quisiera  intentar  el  acreedor. 

EXCEPCIÓN  prejudicial.  La  que  impide  el  principio 
del  pleito  si  se  opone  antes  de  contestar  á  la  demanda  (4). 

EXCEPCIÓN  de  cosa  juzgada.  La  que  el  vencedor  en 
un  pleito  por  sentencia  pasada  en  autoridad  de  cosa  juzgada, 
puede  oponer  al  adversario  que  nuevamente  le  provocare 
ajuicio.  Véase  cosa  juzgada. 

EXCEPCIÓN  de  non  numerata  pecunia.  La  que  se 
opone  por  la  parte  que  niega  habérsele  entregado  el  dinero 
que  se  le  pide  ó  sobre  que  se  le  ejecuta  ;  ó  bien  ,  un  medio 
de  defensa  que  consiste  en  sostener  que  realmente  no  hemos 
recibido  cierta  cantidad  de  dinero  que  sin  embargo  hemos 
confesado  por  escrito  habérsenos  entregado  por  via  de 
préstamo  ó  mutuo.  El  que  ha  firmado  un  vale  ó  escrito  en 
que  confiesa  haber  recibido  de  otro  cierta  cantidad  prestada, 
puede  oponer  la  excepción  de  que  tratamos  si  se  le  pide  la 
cantidad  dentro  de  dos  años  contados  desde  que  firmó  el 
documento  ;  y  en  tal  caso  tiene  que  probar  el  acreedor  que 
efectivamente  le  entregó  el  dinero  ,  á  no  ser  que  el  deudor 
hubiese  renunciado  dicha  excepción  en  el  mismo  vale  ó  en 
otro  papel  separado  (5) ,  pues  entonces  tendría  que  tomar 

La  ley  en  que  dice  Escriche  se  apoyan  los  de  esa  opinion  ,  solo 
quiere  que  no  se  sacrifique  la  verdad  y  justicia  por  falta  de  so- 
lemnidades ;  pero  los  términos  fatales  no  í-on  solemnidad  :  de  lo 
contrario,  fundados  en  esa  ley  deberemos  admitir  apelación  á  los 
siele  dias  de  notificada  una  sentencia. 

(ó)  No  solamente  lia  de  alegar  ,  s\no  jurar  que  no  las  tenia  ni 
sabia  de  ellas,  y  que  hizo  sus  diligencias  para  ¡as  haber. 

(4)  l'obi1.,  tom.  h,  pág.  510,  n.  W*. 

(5)  La  ley  no  habla  de  papel  separado, 
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sobre  sí  el  gravamen  de  probarla  si  la  oponía.  Pero  si  dejase 
cl  deudor  que  se  pasasen  los  dos  años  sin  reclamar  el  vale 
ó  el  dinero  ó  sin  oponer  la  excepción  de  no  haberle  sido 
entregado ,  quedaria  obligado  al  pago  del  préstamo  en  razón 
del  vale ,  aunque  no  hubiese  recibido  la  cantidad  ,  sin  tener 
ya  arbitrio  alguno  para  oponer  la  excepción  de  non  nume- 
rata pecunia.  Ley  9  ,  tít.  1 ,  Part.  5. 

Es  regla  general  que  toda  excepción  debe  probarse  por  el 
que  la  opone  ;  mas  en  los  préstamos  el  que  alega  la  excep- 
ción de  non  numerata  pecunia  no  tiene  que  probarla  si  no 
ia  hubiese  renunciado  ;  porque  se  presume  que  no  habia 
recibido  el  dinero  cuando  firmó  y  entregó  el  vale  (1),  como 
suele  suceder  á  los  que  piden  prestado  en  medio  de  su  in- 
digencia y  sus  apuros.  Véase  Mutuo. 

EXCEPCIÓN  de  dote  no  entregada.  La  que  se  opone 
por  el  marido  que  niega  habérsele  entregado  la  dote  que  se 
le  pide.  Esta  excepción  es  semejante  á  la  de  non  numerata 
pecunia,  y  puede  alegarse  por  el  marido  dentro  de  cierto 
tiempo  ,  á  no  ser  que  la  hubiese  renunciado.  Véase  Dote  en 
el  |  que  trata  de  su  restitución. 

EXCEPCIONES  de  division  y-  de  excusión.  La  pri- 
mera es  la  que  se  opone  al  acreedor  por  uno  de  los  fiadores 
á  quien  reconviene  por  toda  la  deuda ,  para  que  divida  su 
acción  entre  todos  los  fiadores  dirigiéndola  solo  á  prorata  y 
no  por  el  todo  contra  cada  uno  de  ellos.  La  segunda  es  la 
que  opone  el  fiador  reconvenido  para  que  se  persiga  primero 
al  deudor  principal.  Las  dos  son  excepciones  dilatorias  ,  y 
por  consiguiente  deben  oponerse  dentro  de  los  plazos  que 
están  señalados  para  estas.  Véase  Beneficios  de  división  y  de 
orden. 

-J-  EXCESOS  en  teatros  y  espectáculos  públicos.  Si 
algún  militar  faltase  á  las  reglas  establecidas  en  el  teatro  ú 
otros  espectáculos  públicos  ,  alborotando  ó  cometiendo  algún 
exceso  dentro  del  local ,  podrá  ser  arrestado  por  la  autoridad 
civil  que  presidiere  ;  y  concluida  la  función,  ó  al  cabo  de 
veinticuatro  horas  cuando  mas,  deberá  entregarlo  al  juez 
militar  de  que  dependa  con  las  primeras  diligencias  que 
acrediten  el  exceso ,  para  que  por  su  juzgado  se  siga  la  causa 
y  se  determine.  Rl.  orden  de  10  de  febrero  de  1816. 

A  los  soldados  les  está  prohibido  asistir  á  los  teatros  ó 
espectáculos  públicos  en  lunetas  principales  ó  asientos  de 
primer  orden  ,  para  que  ni  en  tales  actos  puedan  familiari- 
zarse con  los  oficiales.  Real  órd.  de  10  de  marzo  de  1817. 

f  EXCESOS  de  extracción  de  raciones.  Los  individuos 
de  los  cuerpos  que,  ausentes  de  sus  banderas  con  comisión 
del  servicio ,  sacaren  de  las  provisiones  y  justicias  mayor 
número  de  raciones  de  las  que  por  derecho  les  corresponden 
para  la  tropa  que  tienen  á  su  cargo,  cometen  robo,  y  los 
reos  serán  castigados  como  actores  de  tal  delito.  Rl.  órd. 
de  7  de  febrero  de  1792. 

Los  capitanes  ó  comandantes  de  compañías  que  sacasen 
exceso  indebido  de  raciones ,  lo  reintegrarán  de  sus  sueldos. 
Orden,  del  ejérc,  art.  8°.,  lit.  10 ,  Irai.  2o. 

f  EXCLAUSTRADOS.  Suprimidos  los  monasterios  y 
conventos  por  la  ley  de  29  de  julio  de  1857  se  diciaron  en 
la  misma  algunas  disposiciones  que  conviene  tener  pre- 
sentes. 

Los  regulares  exclaustrados  ordenados  in  sacris  quedan 
en  la  clase  de  eclesiásticos  seculares  bajo  la  autoridad  de  los 
respectivos  ordinarios.  —  Los  que  no  hubiesen  recibido  ór- 
denes mayores  gozarán  de  los  mismos  derechos  y  estarán 
sujetos  á  las  mismas  obligaciones  que  los  demás  españoles. 
Arts.  15  y  16  de  la  ley  cit. 

Las  disposiciones  indicadas  sobre  exclaustrados  son  varias 


(i)  ....  et  aquellos  á  quien  facen  esta  promesa,  facen  carta  so- 
bre sí  ante  que  sean  entregados  della  otorgando  que  la  han  res» 
cebida;ley9,  tít.  1,  Part.  8, 


y  algunas  sobrado  largas  para  poder  transcribirlas  aquí  ; 
por  lo  cual  remitimos  al  lector  al  Swolemento  tantas  veces 
mencionado.  ' 

EXCOMUNIÓN.  La  censura  ecWástica  por  la  cual  se 
excluye  á  alguna  persona  de  la  participación  de  los  sacra- 
mentos ,  ó  del  cuerpo  de  la  Iglesia  y  de  la  comunión  de  los 
fieles.  Se  divide  en  mayor  y  menor.  La  mayor  consiste  en  la 
privación  activa  y  pasiva  de  los  sacramentos  y  sufragios 
comunes  de  los  fieles  ;  y  la  menor  en  la  privación  pasiva 
de  los  sacramentos  (2).  Llámase  excomunión  latee  sententice 
aquella  en  que  se  incurre  por  solo  el  hecho  sin  el  ministerio 
del  juez  ;  y  ferendee  sententice  la  que  se  impone  por  el  juez 
eclesiástico  después  de  tres  amonestaciones.  También  se 
llama  excomunión  la  misma  carta  ó  edicto  con  que  se  intima 
y  publica  la  censura,  y  que  comunmente  llaman  Paulina. 

El  abuso  que  en  los  tiempos  de  ignorancia  hicieron  los 
prelados  de  la  Iglesia  de  la  terrible  pena  de  excomunión  ,  y 
la  facilidad,  y  acaso  injusticia  conque  la  fulminaban  por 
motivos  y  causas  muy  leves  ,  contribuyó  á  que  en  cierta 
manera  se  envileciese  y  careciese  de  fruto  y  de  efecto  ;  y  los 
prelados  eclesiásticos  ,  aprovechándose  oportunamente  del 
grande  influjo  y  favor  que  disfrutaban  con  los  reyes,  pudie- 
ron conseguir  de  ellos  que  con  penas  temporales  hiciesen 
mas  respetable  la  excomunión ,  y  obligasen  à  los  excomul- 
gados á  salir  de  ella. 

Según  la  ley  S  ,  tít.  3,  lib.  12,  Nov.  Rec,  el  que  habiendo 
sido  excomulgado  por  sentencia  publicada,  no  apelare  de 
ella  ó  no  siguiere  la  apelación  en  caso  de  haberla  inter- 
puesto ,  ha  de  pagar  seiscientos  maravedís  de  moneda  vieja, 
si  permanece  treinta  dias  en  su  excomunión  ;  seis  mil  mara- 
vedís, si  permanece  en  ella  seis  meses  cumplidos;  y  si  todavía 
persistiere  en  tan  fatal  estado  después  de  dicho  tiempo,  cien 
maravedís  cada  dia ,  ademas  de  ser  echado  del  pueblo  de  su 
domicilio  ,  al  cual  no  podrá  volver,  bajo  la  pena  de  incurrir 
en  la  confiscación  de  la  mitad  de  sus  bienes.  Véase  el  Juicio 
crítico  de  la  Nov.  Rec.  por  el  doctor  Marina,  p.  199  y  sig. 

EXGREX.  En  Aragon  es  la  donación  ,  ó  por  mejor  decir, 
la  dotación  que  el  hombre  hace  á  la  mujer  con  quien  se  casa  : 
llámase  también  dote  ,  ajobar,  aumento  de  dote  y  firma  de 
dote  ;  y  se  constituye  señalando  ó  aumentando  el  marido  á 
la  mujer  alguna  cantidad  sobre  la  que  ella  trae  en  dote.  En. 
plural  se  dice  excrez.  Véase  Arras  en  su  quinta  acepción , 
al  fin. 

EXCURSION.  Lo  mismo  que  excusión. 

EXCUSA.  La  causa  ó  razón  que  uno  alega  para  eximirse 
de  alguna  carga  pública  ,  como  v.  gr-  de  una  tutela  6  cura- 
duría. Véase  Tutor. 

EXCUSA.  La  causa  ó  razón  que  uno  alega  para  dis- 
culparse de  alguna  falta  ó  delito  que  se  le  imputa.  La  palabra 
excusa  presenta  dos  ideas  muy  diferentes.  En  un  sentido 
puede  uno  excusarse  para  hacer  ver  que  no  es  culpable  ; 
y  en  otro ,  para  hacer  ver  que ,  aunque  sea  culpable ,  lo  es 
mucho  menos  de  lo  que  parece.  Pueden  distinguirse  pues 
dos  especies  de  excusas  :  excusas  perentorias  y  excusas  ate- 
nuantes. —  Llamaremos  excusas  perentorias  las  que  perimen 
ó  estinguen  la  suposición  de  culpabilidad  del  acusado,  justi- 
ficándole de  manera  que  no  deba  el  juez  vacilar  en  absol- 
verle. Así  que,  si  viéndote  acusado  de  un  homicidio  que 
acaba  de  cometerse ,  te  confiesas  efectivamente  su  autor, 
pero  haces  ver  que  no  lo  has  cometido  sino  por  rechazar  los 
ataques  de  un  asesino  ,  por  vengar  el  ultraje  que  te  hacia 
en  el  honor  un  adúltero  á  quien  sorprendiste  en  fragante  , 
por  salvar  de  las  manos  de  un  raptor  á  una  mujer  llevada 
por  fuerza,  por  librarte  de  un  ladrón  que  te  escalaba  de 

(2)  Véase  el  cap.  32,  cau.  107,  q.  3;  cap.  59  de  sent,  excom., 
$usp.  etinterd.;  cap.  fin,  de  cleric,  excom.  Ley  i,  tít,  9, 
Part.  i. 
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noche  la  casa  ó  se  apoderaba  violentamente  de  tus  cosas , 
la  prueba  de  la  verdad  de  estos  hechos  estinguirá  toda 
suposición  de  culpabilidad  y  formará  una  excusa  perentoria 
que  te  justifique  y  exima  de  toda  pena  ;  leyes  2  y  5,  lit.  8  , 
Parí.  7;  leyes  1  y  U,  til.  21,  y  ley  1,  lit.  28,  lib.  12,  Nov.  Rec. 
Estas  excusas  perentorias  pueden  también  llamarse  excusas 
justificativas. 

Las  excusas  atenuantes  no  producen  el  mismo  efecto  :  estas 
solo  sirven  para  disminuir  la  culpabilidad  y  sustraer  al  acu- 
sado de  los  rigores  de  la  ley,  pero  no  de  toda  especie  de 
pena.  Son  excusas  atenuantes  ': 

Io.  La  buena  fe.  Como  las  penas  no  se  han  establecido 
sino  contra  los  que  son  verdaderamente  delincuentes,  y  no 
hay  delito  donde  no  hubo  intención  de  cometerlo ,  la  buena 
fe  del  acusado  es  una  salvaguardia  en  su  favor  contra  el 
rigor  de  la  ley  :  In  maleficiis  voluntas  spectalur,  non  exilus. 
Mas  aunque  la  buena  fe ,  cuando  está  bien  caracterizada  ó 
probada  por  el  acusado,  sea  una  excusa  suficiente  para 
sustraerle  délas  penas  impuestas  por  la  ley  para  satisfacer 
á  la  vindicta  pública ,  no  siempre  le  sustrae  de  la  necesidad 
de  resarcir  los  daños  y  perjuicios  que  su  delito,  aunque 
simplemente  material ,  puede  haber  ocasionado.  Véase 
Alarma. 

2o.  La  ignorancia.  Aunque  se  presume  que  nadie  ignora 
lo  que  está  prohibido  por  la  ley,  es  preciso  convenir  que  de 
hecho  existe  un  gran  número  de  personas  que  están  muy 
distantes  de  saber  lo  que  prohibe  la  ley  civil.  Así  es  que  los 
jueces  no  pueden  prescindir  á  veces  de  entrar  en  algún 
examen  sobre  este  punto ,  y  de  usar  de  mas  ó  menos  indul- 
gencia ,  según  la  mayor  ó  menor  apariencia  de  que  el  acu- 
sado ignoraba  ó  no  ignoraba  la"  ley,  y  según  el  mayor  ó 
menor  enlace  que  la  ley  misma  tiene  ,  en  las  cosas  que  con- 
dena ,  con  la  ley  natural  que  es  la  única  sobre  la  cual  no  se 
puede  alegar  ignorancia  excusable.  Véase  Ignorancia. 

S°.  La  cólera.  Cuando  el  hombre  se  halla  en  un  arrebato 
de  cólera ,  la  moderación ,  la  prudencia  y  la  razón  le  aban- 
donan ;  y  no  pudiendo  ya  sujetar  sus  sentidos  ciegos  é  in- 
flamados, comete  en  su  pasión  excesos  de  que  apenas  puede 
hacérsele  responsable.  Mas  para  saber  cuál  es  la  conside- 
ración que  se  debe  tener  á  la  cólera ,  es  necesario  examinar 
el  principio  que  la  ha  producido.  Si  el  que  ha  sido  objeto 
de  ella,  la  ha  provocado  sinrazón,  debe  imputarse  á  sí 
mismo  hasta  cierto  punto  los  efectos  que  han  sido  su  con- 
secuencia :  mas  si  por  el  contrario  nada  tiene  de  que  acu- 
sarse ,  el  hombre  colérico  que  se  ha  olvidado  de  sí  mismo, 
no  podrá  encontrar  excusa  en  el  injusto  furor  á  que  se  ha 
entregado.  La  presencia  de  una  persona  que  nos  renueva 
escenas  de  amargura  y  de  dolor,  suele  ser  una  excusa  de  los 
trasportes  de  indignación  que  puede  ocasionarnos.  ¿Cómo 
podrá  un  hijo  ver  al  asesino  de  su  padre,  sin  esperimentar 
movimientos  de  venganza  difíciles  de  contener?  Los  jueces 
¡lustrados  deben  tomar  en  cuenta  todas  estas  consideraciones 
y  otras  muchas  que  seria  largo  recorrer,  y  hacerse  cargo 
de  que  en  semejantes  casos  son  jueces  de  la  humanidad  , 
pudiendo  decir  cada  uno  :  homo  sum,  nihil  ïmmani  à  me 
alienum  puto.  Véase  Provocación. 

k°.  La  embriaguez.  Véase  Embriaguez. 
5o.  La  violencia  y  el  miedo.  Siendo  el  delito  una  violación 
libre  y  voluntaria  de  la  ley  penal,  no  puede  decirse  que  es 
delincuente  quien  lo  comete  forzado  por  otro  ;  pero  como 
la  violencia  no  se  presume ,  es  claro  que  debe  probarse 
por  quien  la  alega. 

El  miedo  no  es  siempre  una  excusa  tan  atenuante  como 
la  violencia ,  á  no  ser  que  quien  lo  alega  se  haya  encontrado 
en  la  cruel  alternativa  de  cometer  el  crimen  ó  de  esperi- 
mentar el  trato  riguroso  con  que  se  le  amenazaba. 

El  temor  de  desagradar  al  marido ,  al  padre,  al  amo  ,  al 
jefe  de  quien  uno  depende ,  le  induce  muchas  veces  á  hacer 


cosas  de  que  se  abstendría  si  nada  tuviese  que  temer  ;  y 
aunque  este  temor  no  sea  en  rigor  un  motivo  para  hacer 
una  cosa  injusta,  no  puede  dudarse  que  debilita  la  razón  y 
merece  alguna  indulgencia ,  cuando  no  se  trata  de  aquellos 
delitos  graves  que  nada  puede  excusar.  Véase  Violencia^ 
Miedo  y  Obediencia. 

6o.  La  debilidad  de  la  edad.  En  la  vida  del  hombre  hay 
dos  extremos  que  se  tocan ,  el  de  la  infancia  y  el  de  la  de- 
crepitud. Como  la  delincuencia  ó  culpabilidad  consiste  en  el 
abuso  de  nuestra  razón  é  inteligencia ,  no  es  fácil  determinar 
cuál  es  la  edad  en  que  el  hombre  puede  comenzar  á  hacerse 
delincuente ,  y  cuál  es  aquella  en  que  ya  es  incapaz  de  serlo. 
La  ley  empero  ha  fijado  una  regla  general  para  los  primeros 
años  de  la  vida  ,  considerando  al  hombre  incapaz  de  delin- 
quir durante  la  infancia  y  la  edad  próxima  á  la  infancia  ,  y 
moderándole  las  penas  desde  el  principio  de  la  edad  próxima 
á  la  pubertad  hasta  los  diez  y  siete  años  ;  y  aunque  no  ha 
dado  iguales  reglas  con  respecto  á  los  viejos ,  quiere  sin  em- 
bargo que  no  se  les  impongan  penas  tan  severas  como  á  los 
jóvenes  :  de  modo  que  la  flaqueza  de  la  edad  en  cualquiera 
de  sus  dos  estremos  es  siempre  una  excusa  en  materia  de 
delitos.  Véase  Edad. 

1°.  La  fragilidad  del  sexo.  Las  mujeres  son  mas  tímidas, 
mas  fáciles  de  persuadir,  mas  débiles  que  los  hombres  ,  y 
rara  vez  preven ,  tan  bien  como  estos,  las  consecuencias  de 
las  diferentes  acciones  que  cometen.  Por  eso  se  les  tienen 
mas  consideraciones  que  á  los  hombres,  y  se  las  trata  coa 
mas  indulgencia  en  los  casos  que  no  son  de  mucha  gravedad. 
Véase  Mujer. 

Hay,  ademas  de  los  indicados,  otros  medios  de  excusa 
que  pueden  disminuir  la  gravedad  de  los  delitos,  y  que  de- 
ben influir  por  lo  tanto  en  la  diminución  de  las  penas.  Véase 
Circunstancias. 

EXCUSAS.  Los  provechos  y  ventajas  que  por  especial 
condición  y  pacto  disfrutan  en  los  pueblos  algunas  personas, 
ó  se  conceden  á  otras  por  razón  de  su  estado  ó  por  convenio 
particular  según  los  estilos  de  los  lugares.  Tales  son  las  esen- 
ciones  de  gravámenes  y  tributos  que  en  algunas  partes  se 
conceden  á  los  médicos ,  cirujanos  y  boticarios  conducidos. 
Tal  es  también  la  facultad  que  suele  darse  á  los  pastores 
forasteros  para  llevar  con  los  ganados  de  sus  amos  cierto 
número  de  cabezas  de  su  propiedad  en  los  pastos  comunes 
del  pueblo  como  si  fueran  vecinos.  Llámanse  excusas  estas 
ventajas  por  ser  cierta  especie  de  privilegios  ó  esenciones 
de  las  disposiciones  generales,  y  los  que  las  disfrutan  se  dicen 
excusos  ó  excusados. 

EXCUSADO.  El  que  por  privilegio  está  libre  de  pagar 
tributos  ;  —  el  tributario  que  en  lugar  de  pagar  al  rey  ó  se- 
ñor debe  contribuir  á  la  persona  ó  comunidad  á  cuyo  favor 
se  ha  concedido  el  privilegio;  — el  labrador  que  en  cada 
parroquia  elige  el  rey  ú  otro  privilegiado  para  que  le  pague 
los  diezmos; — el  derecho  de  elegir  entre  todas  las  casas 
dezmeras  de  alguna  parroquia  una  que  contribuya  al  rey 
con  sus  diezmos;  —  y  la  renta  que  resulta  de  los  diezmos  de 
las  casas  excusadas. 

Para  mantener  los  enormes  gastos   que  ocasionaba  la 
guerra  contra  Turquía  y  Holanda ,  obtuvo  Felipe  H  del  pon- 
tífice san  Pió  V,  con  fecha  Ib  de  julio  de  1567,  un  breve 
por  el  que  se  aplicó  á  la  corona  el  diezmo  de  una  de  las  ca- 
sas contribuyentes  en  cada  parroquia  después  de  las  dos 
mayores.  No  habiendo  tenido  efecto  este  breve  por  varios 
incidentes  que  ocurrieron  y  por  ser  muy  corto  dicho  ausilio 
para  las  necesidades  de  la  guerra ,  se  concedió  en  otro  breve 
de  21  de  mayo  de  1571  la  primera  y  mayor  casa  dezmera  ¡ 
de  cada  parroquia  por  cinco  años,  y  se  fué  prorogando  es-  : 
ta  gracia ,  hasta  que  por  otro  breve  de  6  de  setiembre  de  ^ 
1757  se  perpetuó  en  la  corona,  mientras  no  se  estableciera 
la  única  contribución. 
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Esta  gracia  ó  concesión  se  llamó  excusado  ,  porque  ha- 
biendo de  reunirse  todos  los  diezmos  en  un  montón  ó  acervo 
îomun  para  su  division  entre  los  diversos  partícipes ,  el 
flezmero  mayor  se  excusa  ó  exime  de  traer  los  suyos  al  acer- 
vo entregándolos  al  rey  y  no  á  la  Iglesia. 

EXGUSABOR.  El  que  sin  poder  del  reo  le  excusa,  ale- 
gando y  probando  la  causa  que  le  impide  comparecer  en  el 
tribunal;  —  y  el  que  exime  y  excusa  á  otro  de  alguna  carga, 
servicio  ó  ministerio,  sirviéndole  por  él.  Véase  Juicio  cri- 
minal contra  reos  ausentes. 

EXCUSIÓN.  El  procedimiento  judicial  que  se  hace  con- 
tra los  bienes  del  deudor  principal  antes  de  proceder  contra 
los  del  fiador  para  que  este  pague  la  cantidad  que  aquellos 
no  alcanzan  á  satisfacer.  También  se  hace  la  excusión  de  los 
bienes  del  fiador  cuando  hay  alguno  que  debe  pagar  en  de- 
fecto de  e.-te,  como  es  el  tercer  poseedor  y  otros.  Véase 
Beneficio  de  arden  y  Fiador. 

EXENCIÓN.  La  franqueza  y  libertad  que  uno  goza  para 
no  ser  comprendido  en  alguna  carga  ú  obligación.  Véase 
Privilegio. 

EXHIBICIÓN.  La  manifestación  ó  presentación  de  al- 
guna cosa  ante  el  juez  ó  la  persona  que  este  designa.  Véase 
Acción  ad  exhibendum. 

EXHÎBITA.  En  Aragon  lo  mismo  que  exhibición. 

EXHÏBITORIA.  Véase  Acción  ad  exhibendum. 

EXHOBTO.  El  despacho  que  libra  un  juez  á  otro  su 
igual  para  que  mande  dar  cumplimiento  á  lo  que  le  pide. 
Llámase  exhorto  y  también  suplicatoria  porque  le  exhorta  y 
pide  y  no  le  manda ,  por  no  ser  su  superior.  Usan  mutua- 
mente de  exhorlos  los  jueces  cuando  para  la  prosecución  de 
las  causas  ó  procesos  que  uno  forma  tienen  que  hacerse  al- 
gunas diligencias  judiciales  en  territorio  de  otro ,  pues  no 
pudiendo  hacerlas  el  juez  de  la  causa  por  no  poder  ejercer 
jurisdicción  fuera  de  su  territorio  ,  se  ve  en  la  necesidad  de 
encargarlas  al  juez  del  distrito  donde  están  las  personas  ó  las 
cosas  sobre  que  deben  recaer.  Los  exhortos  suelen  tener  por 
objeto  emplazar  al  demandado  que  se  halla  en  territorio  del 
juez  exhortado,  prender  á  un  reo  ausente  ó  prófugo,  tomar 
declaración  á  algún  testigo ,  hacer  que  se  ratifique  en  la  ya 
prestada ,  evacuar  citas ,  embargar  bienes ,  y  verificar  otros 
actos  cualesquiera  que  sean  necesarios  ó  convenientes  así  en 
asuntos  civiles  como  en  los  criminales.  Los  jueces  exhorta- 
dos ó  requeridos  deben  proceder  con  toda  puntualidad  á  la 
ejecución  de  los  exhortos  que  reciben ,  y  son  responsables 
de  su  negligencia  ó  falta  de  cumplimiento ,  con  tal  que  los 
exhortos  vayan  acompañados  de  los  requisitos  correspon- 
dientes. En  decreto  de  Cortes  de  II  de  setiembre  de  1820  , 
restablecido  por  real  decreto  de  50  de  agosto  de  1855 ,  se 
manda,  entre  otras  cosas,  que  los  despachos,  exhortos  ú 
oficios  que  se  libren  para  evacuación  de  citas ,  prisiones  ú 
otras  diligencias ,  sean  ejecutados  por  los  jueces  à  quienes  se 
cometan ,  sin  pérdida  de  momento  y  con  preferencia  á  todo  ; 
y  que  los  tribunales  superiores  y  los  jueces  velen  mucho 
sobre  esto  ,  y  castiguen  irremisiblemente  en  sus  respecti- 
vos subalternos  cualquiera  morosidad  que  adviertan.  En  su 
consecuencia  el  supremo  tribunal  de  justicia ,  por  acuerdo 
comunicado  á  las  audiencias  territoriales  en  16  de  agosto 
de  1857,  adoptó  las  disposiciones  que  siguen  : 

«  Ia.  Los  jueces  de  primera  instancia  que  dirijan  exhor- 
los para  la  práctica  de  diligencias  en  causas  criminales  á 
juzgados  correspondientes  al  territorio  de  otra  audiencia, 
remitirán  dichos  exhortos  al  regente  dé  esta, que  cuidará  de 
que  tengan  el  curso  correspondiente ,  de  que  se  practiquen 
las  diligencias  con  brevedad  ,  y  de  que  se  devuelvan  por  su 
conducto  los  exhortos  diligenciados  al  juez  exhortante. 

2a.  Cuando  los  exhortos  sean  para  jueces  del  mismo  ter- 
ritorio ,  se  remitirán  á  estos  directamente  ;  pero  si  se  retar- 
dare su  devolución  el  juez  exhortante  dará  cuenta  al  regente, 


y  este  tomará  las  disposiciones  oportunas  para  que  cese  la 
dilación  ó  entorpecimiento. 

3a.  Si  bs  exhortos  fueren  dirigidos  á  autoridades  subal- 
ternas militares  ó  por  otra  razón  no  sujetas  á  los  regentes  de 
las  audiencias,  los  remitirán  los  jueces  exhortantes  al  capi- 
tán general ,  ó  superior  inmediato  de  los  exhortados  con  el 
correspondiente  oficio  atento ,  para  que  en  obsequio  de  la 
buena  administración  de  justicia  dispongan  que  los  exhorto3 
tengan  debido  cumplimiento  y  se  devuelvan  con  brevedad.» 
Véase  Comisión  y  Requisitoria. 

f  El  exhorto  que  haya  de  dirigirse  á  paises  estranjeros  para 
evacuarlas  diligencias  que  ocurran  en  los  diversos  génerosde 
procedimientos  ,  se  remita  al  ministerio  de  Gracia  y  Justicia 
por  el  cual  se  trasmitirá  al  de  Estado  viniendo  en  debida 
forma.  Rl.  órd.  de  Io.  de  abril  de  1840. 

Para  que  en  la  evacuación  de  los  exhortos,  dice  el  regla- 
mento de  Io.  de  mayo  de  1844,  haya  la  puntualidad  que 
corresponde  ,  mandará  el  juez  abrir  un  libro  titulado  Despa- 
cho de  exhorlos,  en  que  se  anotarán  con  toda  espresion  el 
partido  de  donde  emanan,  su  fecha  ,  dia  en  que  se  reciben  , 
su  objeto  y  correo  en  que  se  devuelven  diligenciados. —  Este 
libro  circulará  entre  los  escribanos',  y  estará  á  cargo  del  que 
se  halle  en  turno,  quien  bajo  recibo  en  su  libro  de  conoci- 
mientos le  entregará  al  que  le  suceda. 

Está  prevenido  que  los  comandantes  generales  de  las  pro- 
vincias y  comandantes  de  las  armas  de  los  puntos  militares 
no  cumplimenten  por  sí  exhorto  ni  despacho  de  ninguna 
clase  que  no  les  haya  sido  remitido  por  el  capitán  general 
de  quien  dependan  ,  y  que  todo  capitán  general  de  distrito  , 
por  cuyo  conducto  deben  ser  remitidos  los  espresados  do- 
cumentos ,  lo  haga  al  de  igual  clase  que  le  corresponda , 
quien  se  encargará  de  darles  el  debido  cumplimiento.  Rl. 
órd.  de  24  de  agosto  de  1842. 

EXHUMACIÓN.  El  acto  de  desenterrar  ó  sacar  de  la 
sepultura  algún  cadáver.  La  exhumación  puede  ser  legítima 
ó  criminal  :  es  legítima  cuando  se  hace  por  autoridad  de  jus- 
ticia ;  y  es  criminal,  cuando  tiene  por  objeto  la  violación  de 
la  sepultura  en  odio  del  difunto  allí  encerrado  ,  ó  el  despojo 
de  los  vestidos  ó  adornos  que  se  le  pusieron.  No  puede  ha- 
cerse ninguna  exhumación  sin  permiso  de  la  autoridad  ó  sin 
decreto  de  juez ,  sea  para  retrasladar  el  cadáver  á  otro  pun- 
to, sea  para  conocerlo  con  motivo  de  algún  procedimiento 
criminal.  Véase  Cadáver. 

f  EXHUMACIÓN  y  traslación  de  cadáveres.  Las  re- 
glas bajo  las  cuales  ha  de  verificarse  se  prescriben  en  la 
real  orden  de  19  de  marzo  de  1848  transcrita  en  el  Suple- 
mento al  Diccionario  de  Escriche. 

EXIGIBLE.  Lo  que  puede  ó  debe  exigirse  ó  demandar- 
se :  dícese  de  una  deuda  que  ha  vencido  y  que  puede  pe- 
dirse judicial  y  estrajudicialmente. 

EXPATRIACIÓN.  Esta  palabra  se  toma  en  dos  senti- 
dos ;  pues  ya  significa  el  abandono  voluntario  que  uno  hace 
de  su  patria,  ya  la  pena  que  se  impone  á  un  español  conde- 
nándole á  salir  del  territorio  del  reino. 

La  expatriación  voluntaria  se  considera  un  mal  para  el 
pais  que  se  deja.  Si  la  expatriación,  dice  Say,  cuando  á  ella 
se  agrega  la  industria  y  los  capitales,  es  una  verdadera  ga- 
nancia para  la  patria  adoptiva ,  no  hay  por  el  contrario  pér- 
dida mayor  ni  mas  completa  para  la  que  es  abandonada.  La 
reina  Cristina  de  Suecia  decia ,  con  motivo  de  la  revocación 
del  edicto  de  Nantes ,  que  Luis  XIV  se  habia  cortado  el  bra- 
zo izquierdo  con  el  derecho.  Por  eso  nuestra  legislación,  así 
como  las  estranjeras,  ha  tratado  de  impedir  y  aun  castigar 
la  expatriación  voluntaria.  Véase  Emigración. 

La  expatriación  forzosa  ó  por  via  de  pena  suele  imponerse 
especialmente  por  delitos  políticos.  La  ley  18,  tít.  2,  lib.  10, 
Nov.  Rec,  quiere  que  se  castigue  con  ella  y  la  confiscación 
de  bienes  á  los  menores  que  se  casaren  sin  licencia  de  sus 
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mayores  ó  sin  la  habilitación  de  la  autoridad  política  de  la 
provincia ,  como  igualmente  á  los  vicarios  eclesiásticos  que 
autorizaren  semejantes  matrimonios.  Véase  Extrañamiento, 
Destierro  y  Matrimonio. 

EXPECTATIVA.  Cualquiera  esperanza  de  lograr  al- 
guna cosa  ,  verificándose  la  oportunidad  que  se  desea  ;  —  el 
derecho  y  acción  que  uno  tiene  á  conseguir  alguna  cosa  en 
adelante,  como  empleo  ,  oficio  ó  herencia  en  que  debe  su- 
ceder ó  que  le  toca  á  falta  de  poseedor  ;  —  y  la  especie  de 
futura  que  antiguamente  se  daba  en  Roma  á  una  persona 
para  obtener  algún  beneficio  ó  prebenda  eclesiástica  luego 
que  se  verificase  quedar  vacante.  Véase  Esperanza  y  Letras 
expectativas. 

EXPEDICIÓN.  El  despacho  ,  bula ,  breve ,  dispensa- 
ción y  cualquiera  otra  especie  de  indultos  que  dimanan  de 
la  curia  romana  ;  y  el  acto  de  expedir  ó  despachar  los  ne- 
gocios. 

EXPEDIGIONERO.  El  que  trata  y  cuida  de  la  solicitud 
y  despacho  de  las  expediciones  que  se  impetran  de  la  curia 
romana. 

EXPEDIENTE.  La  dependencia  ó  negocio  que  se  sigue 
sin  juicio  contradictorio  en  los  tribunales  á  solicitud  de  al- 
gún interesado  ó  de  oficio;  —  y  el  conjunto  de  todos  los  pa- 
peles correspondientes  á  un  asunto  ó  negocio  ,  en  cuyo  sen- 
tido se  dice  :  únase  al  expediente.  —  Instruir  un  expediente 
es  reunir  todos  los  documentos  necesarios  para  la  decisión 
de  un  negocio. 

f  Los  expedientes  relativos  al  reintegro  de  bienes  nacio- 
nales se  resuelvan  gubernativamente  sin  dar  ocasión  á  trá- 
mites judiciales ,  y  las  providencias  se  tomen  y  comuniquen 
por  las  autoridades  de  Hacienda ,  acudiendo  los  interesados 
á  los  respectivos  intendentes ,  para  que  yendo  á  las  oficinas 
de  amortización,  acuerden  lo  que  corresponda.  Rl.  ora.  de 
9  de  febrero  de  1836. 

En  cuanto  á  la  exhibición  de  expedientes  gubernativos 
para  sacar  de  ellos  testimonios  que  puedan  obrar  en  los  juz- 
gados ,  debe  observarse  lo  prevenido  en  las  disposiciones 
que  pueden  verse  en  el  Suplemento  á  este  Diccionario. 

-J-  EXPEDIENTES  de  clasificación.  Para  instruirlos 
se  han  dictado  varias  órdenes  que  por  su  importancia  qui- 
siéramos poder  copiar  aquí  ;  pero  por  ser  tan  extensas  re- 
mitimos al  que  deseare  verlas  al  Suplemento  al  Diccionario 
de  Escriche. 

EXPEDIE.  Dar  curso  á  las  ^causas  y  negocios;  despa- 
char ó  estender  por  escrito  con  las  formalidades  acostum- 
bradas las  provisiones,  cartas,  privilegios ,  bulas  ó  breves; 
—  y  también  pronunciar  un  auto  ó  decreto. 

EXPENDEDOR  El  que  secreta  y  cautelosamente  va 
vendiendo,  distribuyendo  ó  introduciendo  en  el  comercio 
los  efectos  de  un  delito ,  como  la  moneda  falsa ,  las  cosas 
hurtadas  ó  robadas  y  las  de  contrabaifdo.  El  expendedor, 
hablando  generalmente  ,  puede  considerarse  como  fautor  y 
ausiliador  de  los  autores  principales  del  delito,  ó  solo  como 
receptador  y  encubridor.  Será  considerado  como  fautor  y 
ausiliador,  cuando  voluntariamente  concertare  con  alguno 
de  los  reos  principales  ó  cómplices ,  antes  de  cometerse  el 
delito  y  con  conocimiento  de  este ,  que  expenderá  ó  distri- 
buirá en  todo  ó  en  parte  los  efectos  del  delito.  Será  conside- 
rado como  encubridor,  cuando  sin  concierto  ni  conocimiento 
anterior  á  la  perpetración  del  delito,  expende ,  distribuye  ó 
negocia  alguno  de  sus  efectos ,  sabiendo  que  de  él  han  pro- 
venido. En  el  primer  caso  debe  ser  castigado  el  expendedor 
con  mas  rigor  que  en  el  segundo.  Véase  Fautor  y  Encu- 
bridor. 

EXPENSAS.  Los  gastos  y  costas ,  ó  el  dinero  que  se 
emplea  en  alguna  cosa,  cualquiera  que  ella  sea,  como  por 
ejemplo  en  el  seguimiento  de  un  pleito  ,  en  la  educación  y 
crianza  de  alguna  persona ,  en  la  conservación  de  una  cosa 
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prestada ,  depositada  ó  alquilada,  en  la  reparación  ó  mejora 
de  una  cosa  ajena  que  se  posee  con  buena  ó  mala  fe ,  etc. 
Las  expensas  pueden  ser  necesarias ,  útiles  ó  voluntarias  , 
según  el  objeto  con  que  se  hubiesen  hecho  ;  y  según  ellas 
fueren ,  será  mas  ó  menos  estensa  la  acción  al  recobro  de 
su  importe.  De  todas  ellas  se  trata  en  sus  respectivos  luga- 
res ,  y  pueden  verse  con  especialidad  los  artículos  Costas  y 
Mejoras. 

EXPERTOS.  Las  personas  prácticas  ó  dotadas  de  cier- 
tos conocimientos  facultativos  que  son  nombradas  de  oficio 
por  la  justicia  ó  elegidas  por  las  partes  interesadas  para  exa- 
minar ó  estimar  ciertas  cosas  y  dar  su  informe  acerca  de  lo 
que  se  desea  saber  sobre  ellas.  Véase  Inspección  ocular  y 
Peritos. 

EXPILACION.  La  sustracción  ú  ocultación  maliciosa  de 
los  bienes  de  una  herencia  yacente,  esto  es,  de  una  herencia 
que  todavía  no  ha  sido  aceptada  por  el  heredero.  El  expila- 
dor  debe  ser  condenado  á  restituir  lo  que  hubiere  tomado  de 
la  herencia  con  los  frutos  percibidos,  y  ademas  á  destierro 
en  isla  por  cierto  tiempo  ó  á  otra  pena  arbitraria  si  fuere 
noble  ,  y  no  siéndolo  á  la  de  trabajos  forzados  por  el  tiempo 
que  el  juez  arbitre;  ley  21 ,  lit.  14,  Part.  7.  Pero  esta  con- 
denación solo  tiene  lugar  cuando  el  expilador  es  un  estraño 
que  nada  puede  pretender  de  la  herencia  á  título  de  here- 
dero ;  pues  si  uno  de  los  herederos  oculta  ú  omite  malicio- 
samente en  el  inventario  algunos  bienes  de  la  sucesión ,  tiene 
que  pagar  el  duplo  de  lo  sustraído  y  pierde  la  cuarta  falcidia 
cuando  por  derecho  le  corresponde  siendo  heredero  estraño, 
y  siendo  legítimo  se  entiende  que  por  este  hecho  acepta  la 
herencia  sin  beneficio  de  inventario  ;'  leyes  9  y  12,  lit.  6S 
Part.  6,  con  las  glosas  de  Grey.  López:  mas  si  después  de  la 
aceptación  de  la  herencia  sustrae  el  heredero  alguna  cosa  de 
ella,  se  presume  que  lo  hizo,  no  con  ánimo  de  robarla  ,  sino 
para  cobrarse  en  todo  ó  en  parte  de  su  haber,  no  corres- 
pondiendo por  lo  tanto  á  los  coherederos  la  acción  penal  de 
ocultación  de  bienes  ó  de  herencia  robada  ó  expilada.  Véase 
Beneficio  de  inventario. 

EXPLETIVO.  Dícese  expletiva  la  justicia  que  da  á  cada 
uno  lo  que  se  le  debe  con  tanto  rigor  que  lo  puede  exigir 
judicialmente.  Expletivo  viene  del  verbo  latino  expier e ,  que 
significa  llenar  ó  cumplir  un  deber. 

EXPORTACIÓN.  La  extracción  de  géneros  de  un  pais 
á  otro ,  y  especialmente  á  pais  estranjero.  Véase  Aduana , 
Contrabando  y  Defraudación. 

EXPOSICIÓN  de  parto.  En  rigor  es  el  abandono  hecho 
en  un  lugar  público  ó  privado  ,  de  un  niño  recien  nacido  ; 
pero  se  estiende  al  abandono  de  un  niño  que,  aunque  no  sea 
recien  nacido  ,  es  todavía  incapaz  de  proveer  por  sí  mismo 
á  su  subsistencia. 

I.  Algunos  padres  efectivamente  tienen  la  crueldad  de 
desamparar  sus  pequeños  hijos,  echándolos  á  las  puertas  de 
iglesias ,  hospitales  ú  otros  lugares ,  ora  por  carecer  de  fa- 
cultades para  criarlos  ,  ora  por  escusarse  la  nota  que  habría 
de  causarles  su  nacimiento ,  con  la  esperanza  de  que  los  re- 
cogerán por  piedad  las  personas  que  los  encontraren.  Con 
el  fin  de  evitar  en  lo  posible  tan  peligrosas  exposiciones  "y 
aun  los  infanticidios,  está  mandado  que  ninguna  persona  pú 
blica  ni  privada  podrá  detener,  examinar  ni  molestar  en  ma- 
nera alguna  á  los  que  llevaren  runos  para  entregarlos  en  las 
inclusas,  casas  de  maternidad  ó  establecimientos  de  expó- 
sitos, salvas  las  reglas  de  sanidad  y  policía  ;  ley  5  ,  art.  ü5 , 
til.  57,  lib.  7,  Nov.  Rec. 

II.  La  exposición  de  parto  ha  sido  siempre  mirada  como 
delito.  La  ley  4,  D.  de  agnoscendis  liberis  la  compara  al  ho- 
micidio :  necare  videlur,  non  luntum  is  qui  parlum  prœfo- 
cat ,  sed  eli*  qui  abjicit ,  et  qui  alimoniam  denegat ,  et  qui 
publicis  locis  ,  misericordia  causa  ,  exponit ,  qicam  ipse  no 
habet. 
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La  ley  3,  tít.  23 ,  lib,  lí  del  Fuero  Real ,  ordena  ,  que  si  el 
niño  expuesto  muriere  por  no  haber  quien  le  tome  para 
criarle  ,  incurre  el  que  le  espuso  en  pena  de  muerte  ,  como 
si  le  matase.  De  aqui  puede  inferirse  ,  que  si  á  consecuencia 
del  abandono  resultare  al  niño  herida  ó  lesión  ,  debe  ser 
castigado  el  que  le  abandonó  como  reo  voluntario  de  aquella 
tesion  ó  herida. 

Aunque  no  resultare  muerte ,  herida  ni  lesión  al  niño  ex- 
puesto, será  castigado  con  todo  rigor  el  que  le  hubiese  aban- 
donado, especialmente  de  noche,  á  la  puerta  de  alguna 
iglesia  ó  de  casa  particular,  ó  en  algún  lugar  oculto;  y  solo 
habrá  menor  pena  en  caso  de  que  habiéndole  dejado  donde 
no  tenga  peligro  de  perecer,  diere  luego  noticia  al  párroco 
(ó  á  la  autoridad  pública)  personalmente  ó  á  lo  menos  por 
escrito  para  que  sin  demóralo  haga  recoger;  to/5,  art.  %i, 
lit.  37,  lib,  7,  Díov.  Ree. 

III.  El  que  encontrare  en  la  casa  de  su  habitación  algún 
niño  expuesto,  debe  dar  cuenta  inmediatamente  al  párroco; 
y  siendo  persona  de  buenas  costumbres  ,  de  honesta  familia 
y  de  algunas  facultades ,  podrá  quedarse  ,  si  quisiere ,  con 
el  niño  para  criarle  y  educarle  por  caridad  y  sin  estipendio, 
bastando  para  ello  la  licencia  por  escrito  de  dicho  eclesiás- 
tico, quien  deberá  dar  parte  de  todo  á  la  casa  de  expósitos , 
y  vigilar  la  asistencia  y  tratamiento  que  al  niño  se  diere  : 
mas  si  después  dejare  el  prohijante  al  prohijado  ,  sin  dar 
previo  aviso  al  párroco  para  que  provea ,  será  castigado 
por  la  justicia  según  las  circunstancias  ;  d.  ley  5,  art.  19. 
Lo  mismo  ha  de  decirse  del  que  encontrare  un  niño  expuesto 
ó  abandonado  en  cualquiera  sitio  público  ó  privado;  de 
modo  que  nunca  debe  quedar  sin  pena  el  que  r.o  prestare 
el  ausilio  que  exige  la  humanidad  al  expósito  que  viere  en 
peligro  de  perecer. 

IV.  El  padre  ó  madre  que  expusiere  ó  permitiere  quesea 
expuesto  su  hijo  legítimo  ó  natural ,  ademas  de  las  penas 
en  que  incurra  según  las  circunstancias  y  los  resultados, 
pierde  por  solo  el  hecho  de  la  exposición  la  patria  potestad 
y  todos  los  derechos  que  en  vida  ó  muerte  tuviese  sobre  el 
hijo  y  sus  bienes  ;  de  suerte  que  no  tendrá  acción  para  re- 
clamarle ni  pedir  su  restitución ,  aunque  ofrezca  pagar  los 
gastos  que  hubiese  causado;  ley  1 ,  lit.  23,  lib.  lí  del  Fuero 
Real;  ley  h,  lit.  20,  Part.  ¡I ;  y  d.  ley  lo,  art.  25,  lit.  37, 
lib.  7,  Nov.Rec.  (1). 

Mas  aunque  el  padre  ó  madre  que  expone  ó  permite  ex- 
poner el  hijo  pierda  la  potestad  y  derechos  que  sobre  él  y 
sus  bienes  tenia  ,  no  por  eso  queda  libre  de  sus  obligaciones 
naturales  y  civiles  para  con  el  mismo;  d.  ley  5  ,  art.  25. 

V.  Si  alguno  pretendiere  que  un  expósito  es  hijo  suyo ,  se 
le  admitirá  justificación  judicial  con  citación  del  procurador 
síndico  del  ayuntamiento  ,  ó  del  fiscal  que  hubiere  ó  se  nom- 
brare por  la  justicia  ;  y  resultando  bien  probada  la  filiación 
legítima  ó  natural ,  se  remitirá  con  el  auto  declaratorio  á  la 
casa  general  ó  establecimiento  en  que  se  hallare  el  expósito, 
para  los  efectos  que  en  adelante  pudieren  convenir  á  este, 
sin  que  por  eso  haya  de  entregarse  el  hijo  á  sus  padres,  ni 
estos  adquieran  sobre  él  acción  alguna;  d.  ley  5,  art.  25. 

Sin  embargo ,  si  el  padre  ó  madre  hiciere  constar  ante  la 
justicia  ordinaria,  con  la  espresada  citación  del  síndico  ó  del 
fiscal ,  que  no  expuso  el  hijo  sino  por  estrema  necesidad  ,  la 
cual  puede  verificarse  por  varias  causas,  podrá  reclamarle 
y  habrá  de  serle  entregado ,  resarciendo  ó  no  los  gastos  he- 
chos según  las  circunstancias  de  cada  caso  ;  sobre  lo  que 
determinará  la  justicia  lo  que  corresponda;  d.  ley  5,  arl.  26. 

VI.  Si  el  padre  ó  madre  justificare  que  la  exposición  se 

(1)  Sobre  los  requisitos  con  que  han  de  reclamarse  los  niños  de 
la  casa  de  expósitos  de  Méjico  y  entregarse  á  sus  padres  pagando 
lo  que  pudieren  de  los  gastos,  véase  el  art.  23  de  las  constitucio- 
nes de  esa  casa. 


hizo  sin  su  noticia ,  no  perderá  su  derecho  en  el  hijo  ni  en 
sus  bienes  :  mas  al  pedir  la  restitución  al  que  le  hubiese 
recogido  ,  debe  satisfacerle  los  gastos  de  su  crianza ,  salvo 
en  el  caso  de  que  este  los  hubiese  hecho  sin  ánimo  de  repe- 
tirlos ;  ley  2 ,  lit.  23 ,  lib.  lí  del  Fuero  Real;  y  ley  lí ,  lit.  20 , 
Part.  lí.  Si  el  expósito  hubiere  servido  al  que  le  habia  reco- 
gido ,  no  debe  pagar  el  padre  ó  la  madre  sino  los  gastos 
causados  hasta  la  edad  de  diez  años  ,  pues  los  sucesivos  se 
reputan  compensados  con  los  servicios  ;  d.  ley  2,  tít.  23, 
lib.  lí  del  Fuero  Real. 

Vil.  El  que  criare  al  expósito  no  adquiere  derecho  alguno 
sobre  él  ni  sobre  sus  bienes  ,  ni  puede  pedirle  los  gastos  de 
su  crianza,  á  no  ser  que  desde  el  principio  manifieste  que 
los  quiere  cobrar,  en  cuyo  caso  ha  de  satisfacerlos  el  expó- 
sito en  cuanto  pudiere  ;  pero  está  obligado  el  expósito  á 
honrarle  en  todo  y  reverenciarle  como  á  padre  ,  y  no  podrá 
intentar  contra  él  acusación  alguna  que  sea  capaz  de  espo- 
nerle á  perder  la  vida ,  ó  algún  miembro ,  ó  la  honra  ,  ó  la 
mayor  parte  de  los  bienes  ,  salvo  por  librar  al  rey  ó  al  reino 
de  algún  peligro  ;  ley  3 ,  tít.  20 ,  Part.  lí. 

VIII.  Todos  los  expósitos  de  ambos  sexos ,  así  los  que 
hubieren  sido  presentados  en  las  inclusas  ó  casas  de  caridad, 
como  los  que  hubieren  sido  abandonados  en  cualquiera  sitio 
público  ó  privado ,  no  teniendo  padres  conocidos ,  son  con- 
siderados como  legítimos  para  todos  los  efectos  civiles 
generalmente  y  sin  escepcion  ,  sin  que  su  calidad  les  deba 
servir  de  nota  de  infamia  ó  menos  valer  :  —  todos  ellos 
quedan  ,  mientras  no  consten  sus  verdaderos  padres ,  en  la 
clase  de  hombres  buenos  del  estado  llano  general,  gozando 
los  propios  honores  y  llevando  las  mismas  cargas  que  los 
demás  vecinos  honrados  :  —  todos  tienen  derecho  á  ser  ad- 
mitidos ,  como  cualesquiera  otros  niños ,  en  los  colegios  de 
pobres,  convictorios,  casas  de  huérfanos  y  demás  de  mise- 
ricordia,  y  á  optar  en  las  dotes  y  consignaciones  dejadas 
para  casar  jóvenes  de  uno  y  otro  sexo ,  ó  para  otros  destinos 
fundados  en  favor  de  los  pobres  huérfanos ,  siempre  que  las 
constituciones  de  tales  colegios  ó  funaaciones  piadosas  no 
pidan  literalmente  que  sus  individuos  sean  hijos  legítimos, 
habidos  y  procreados  en  legítimo  y  verdadero  matrimonio  : 
—  lodos  están  esentos  cuando  delinquieren,  délas  penas 
de  vergüenza  pública ,  de  azotes  y  de  horca ,  no  debiéndo- 
seles imponer  otras  que  las  que  en  iguales  delitos  se  impon- 
drían á  personas  privilegiadas ,  por  poder  suceder  que  sean 
de  familia  ilustre  :  —  y  el  que  llamare  á  alguno  de  ellos  con 
los  nombres  de  borde  ,  itegítimo ,  bastardo  ,  espurio ,  inces- 
tuoso ó  adulterino ,  debe  retractarse  judicialmente ,  y  sufrir 
la  multa  pecuniaria  que  fuere  proporcionada  á  las  circuns- 
tancias; ley  U,  tít.  37,  lib.  7,  Nov.  Rec. 

IX.  La  ley  de  beneficencia  de  6  de  febrero  de  1822,  res- 
tablecida por  real  decreto  de  8  de  setiembre  de  1836,  dis- 
pone entre  otras  cosas  :  —  que  lejos  de  perjudicar  á  la 
buena  opinion  de  una  persona  el  haber  recogido  un  niño 
expuesto  ó  abandonado  para  conducirle  á  la  casa  de  mater- 
nidad ó  presentarle  á  la  junta  respectiva  municipal  de  be- 
neficencia, se  tendrá  por  una  obra  digna  del  reconocimiento 
de  la  nación ,  arl.  52  :  —  que  los  individuos  de  ambos  sexos 
que  se  crien  en  las  casas  de  maternidad,  aun  aquellos  cuya 
crianza  ó  educación  fuere  costeada  por  personas  particula- 
res ,  estarán  bajo  la  tutela  y  curaduría  de  las  juntas  muni- 
cipales de  beneficencia  con  arreglo  á  las  leyes ,  arl.  63  :  — 
que  si  estos  individuos  délas  casas  de  maternidad  adquirieren 
por  herencia  ó  por  otro  cualquier  título  legítimo  algunos 
bienes  raices  ó  capitales,  las  juntas  cuidarán  de  que  con  sus 
productos  se  acuda  á  los  gastos  de  la  crianza  y  educación 
del  pupilo  ó  menor,  supliendo  los  fondos  de  beneficencia  lo 
que  fallare  y  reservando  para  el  interesado  lo  que  sobr.uv, 
art.  64  :  —  que  los  niños  expósitos  y  abandonados  que  no 
fuesen  reclamados  por  sus  padres ,  podrán  ser  prohijados 
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por  personas  honradas  que  tengan  posibilidad  de  mantener- 
los; todo  á  discreción  de  las  juntas  municipales  de  benefi- 
cencia; pero  sin  que  este  prohijamiento  produzca  mas  efecto 
que  el  que  determinen  las  leyes  ,  art.  65  :  —  que  dichas 
juntas  cuidarán  de  que  á  los  prohijados  les  sean  guardados 
todos  sus  derechos ,  debiendo  volverlos  à  tomar  bajo  su  am- 
paro en  caso  de  que  por  cualquier  motivo  viniese  á  no  ser- 
les beneficiosa  la  prohijación  .  art.  66  :  —  que  antes  do 
procederse  á  la  entrega  de  los  que  hubieren  sido  reclama- 
dos ,  los  gastos  que  su  crianza  hubiere  ocasionado  á  estas 
casas  serán  resarcidos  por  los  padres  en  el  todo  ó  en  la  parte 
que  pudieren,  á  discreción  de  las  juntas  ;  y  si  estas  juzgaren 
que  los  padres  no  se  hallan  en  estado  de  poder  pagar  cosa 
alguna,  les  serán  devueltos  los  hijos  sin  exigir  nada,  art.  67  : 
— que  aun  cuando  alguno  estuviere  yaprohijado  será  devuelto 
ásus  padres  que  le  reclamaren,  los  cuales  con  la  intervención 
de  las  juntas  se  concertarán  antes  con  el  prohijante  sobre  el 
modo  y  forma  en  que  haya  de  ser  este  indemnizado  de  los 
gastos  hechos  en  la  crianza  del  prohijado,  art.  68  :  —  y  que 
se  suspenderá  la  entrega  de  los  niños  reclamados  á  los  pa- 
dres de  mala  conducta ,  por  todo  el  tiempo  en  que  haya  sos- 
pechas de  que  no  les  darán  buena  educación,  art.  69. 

X.  Se  ha  dicho  en  los  primeros  números  de  este  artículo 
que  la  exposición  de  parto  es  un  delito,  y  se  han  indicado  las 
penas  con  que  se  castiga  :  mas  la  dificultad  está  en  encontrar 
al  delincuente,  y  en  hacer  ver  su  culpabilidad.  Puede  suce- 
der que  una  mujer  á  quien  se  creía  en  cinta  deje  de  pare- 
cerlo  improvisamente  ,  y  que  por  otra  parte  se  descubra  un 
niño  abandonado  :  natural  es  sospechar  que  ella  es  su  ma- 
dre ,  y  que  ella  ha  expuesto  ó  hecho  exponer  el  niño  que  ha 
dado  á  luz;  pero  ¿  cómo  se  ha  de  probar  que  el  niño  hallado 
pertenece  ala  mujer  á  quien  se  atribuye?  Para  resolver  este 
problema ,  es  indispensable  acreditar  que  ha  habido  preñez 
y  parto  ,  y  que  la  época  del  parto  corresponde  á  la  del  na- 
cimiento del  niño  hallado.  Por  otra  parte  ,  el  niño  expuesto 
ha  podido  morir  de  hambre,  de  frió,  de  caso  fortuito,  ó 
haber  sido  echado  fuera  deMugar  de  su  nacimiento  después 
de  muerto  ,  ó  tal  vez  haber  nacido  ya  en  este  último  estado. 
Preciso  será  pues  averiguar,  si  el  recien  nacido  que  se  halla 
muerto  habia  fallecido  antes  ó  en  el  acto  ó  después  de  nacer, 
si  nació  sano  y  viable  ó  vividero,  si  su  muerte  ha  sido  efecto 
de  violencia ,  ó  bien  del  hambre  ó  del  frió  que  ha  debido 
sufrir  en  su  exposición  y  abandono,  y  si  la  falta  de  cuidado 
le  ha  podido  perjudicar  hasta  este  estremo.  Todos  estos 
puntos  son  objeto  de  la  medicina  legal ,  y  el  juez  no  puede 
resolverlos  sin  elausilio  de  los  médicos.  Véase  Infanticidio. 

EXPÓSITO.  El  niño  ó  niña  que  ha  sido  echado  á  las 
puertas  de  alguna  iglesia,  hospital,  casa  particular  ó  en  otro 
paraje  público  ó  privado,  por  no  tener  sus  padres  medios 
para  criarle  y  mantenerle,  ó  porque  no  se  sepa  quiénes  son, 
ó  por  cualquiera  otra  consideración  que  á  ello  los  haya  in- 
ducido. Véase  Exposición  de  parto. 

EXPROPIACIÓN.  El  acto  de  quitar  á  uno  la  propiedad 
de  una  cosa  que  le  pertenece.  Úsase  ahora  de  esta  voz  para 
designar  la  venta,  cesión  ó  renuncia  que  una  persona  ó 
cuerpo  tiene  que  hacer  de  una  cosa  de  su  propiedad,  cuan- 
do se  le  exige  este  sacrificio  para  obras  de  interés  público. 
Véase  Enajenación  forzosa. 

EXPURGATORIO.  El  índice  ó  catálogo  de  los  libros 
prohibidos  ó  mandados  expurgar. 

EXTENDER.  Hablando  de  derechos,  jurisdicción,  auto- 
ridad ú  otra  cosa  semejante,  darles  mayor  amplitud  que  la 
que  tenían  :  —  hablando  de  alguna  escritura ,  auto  ,  despa- 
cho ú  otro  documento,  ponerlo  por  escrito  á  lo  largo  y  en  la 
forma  acostumbrada;  —  y  hablando  de  leyes  ó  de  penas  , 
aplicarlas  á  casos  que  no  están  espresamente  comprendidos 
en  ellas.  Véase  Arbitrio  de  juez,  eu  el  párrafo  Analogía. 

EX  TESTAMENTO.    Locución  latina   que  significa 


por  testamento ,  y  se  usa  en  contraposición  a  la  expresión 
abinlestato. 

EXTORSION.  En  general  es  el  acto  de  sacar  uno  á  otro 
por  fuerza  lo  que  no  se  le  debe  ;  y  especialmente  es  el  delito 
que  comete  el  funcionario  público  ó  agente  del  gobierno 
que  hace  á  los  pueblos  ó  á  los  particulares  exacciones  in- 
justas. 

El  funcionario  público  ó  agente  del  gobierno ,  encargado 
de  la  recaudación  ó  administración  de  algún  impuesto,  contri- 
bución, derecho  ó  renta  pública,  que  por  esta  razón  exija  * 
haga  exigir  de  los  contribuyentes  y  les  haga  pagar  lo  que  se- 
pa que  no  deben  satisfacer,  ó  mas  de  lo  que  deban  legítima- 
mente, ó  establezca  y  pida  nuevos  derechos  ó  rentas  sin  la 
debida  autorización ,  es  tenido  por  forzador  armado  ,  pises 
que  ejerce  sus  demasías  en  voz  del  rey,  y  como  tal  incurre 
en  la  pena  de  destierro  perpetuo  á  isla,  en  la  de  confiscación 
de  bienes  si  no  tuviere  ascendientes  ni  descendientes  legí- 
timos hasta  el  tercer  grado,  y  en  la  de  restituir  doblado  lo 
que  indebidamente  hubiere  exigido  y  tomado  ;  leyes  3  y  8 , 
lit.  10,  Part.  7  ;  y  ley  9,  lit.  7,  Part.  5.  —  Véase  Abuso  de 
poder,  Aduana,  Arancel,  Concusión  y  Concusionario. 

EXTRACTA.  En  Aragon  el  traslado  fiel  de  cualquiera 
escritura  ó  instrumento  público. 

EXTRACTO.  El  resumen  de  lo  mas  sustancial  que  hay 
en  algún  escrito,  como  en  un  memorial  ó  en  algún  proceso; 
—  y  la  copia  que  se  da  de  alguna  parte  ó  articulo  de  un 
instrumento ,  como  cuando  pidiendo  el  legatario  un  título 
que  acredite  su  legado,  se  le  entrega  copia  de  la  parte  del 
testamento  que  le  concierne. 

EXTRADICIÓN.  La  remisión  y  entrega  del  acusado  do 
un  delito,  en  manos  de  una  potencia  estranjera  que  le  recla- 
ma para  juzgarle. 

I .  Es  regla  general  que  el  que  habiendo  cometido  un  delito  en 
unpaisserefugiaenotro,  no  puede  ser  detenido  ni  juzgado  en 
este  ni  entregado  al  gobierno  de  aquel;  de  suerte  que  el  ter- 
ritorio de  un  pais  es  un  asilo  inviolable  para  las  personas  y 
propiedades  de  los  estranjeros  que  respeten  sus  leyes.  Véase 
Asilo  territorial. 

II.  Esta  regla,  sin  embargo,  cesa  en  algunos  casos.  Cesa 
en  primer  lugar,  cuando  se  ha  derogado  por  convenciones 
diplomáticas;  y  en  segundo,  cuando  el  sobeíano  del  pais  en 
que  se  ha  refugiado  el  delincuente,  juzga  de  su  deber  en  vir- 
tud de  razones  muy  graves  entregarle  á  la  potencia  recla- 
mante en  cuyo  territorio  se  ha  cometido  el  crimen.  Mas 
nunca  son  entregados  los  perseguidos  por  opiniones  polí- 
ticas. 

III.  Entre  España  y  Francia  existe  sobre  recíproca  en- 
trega de  delincuentes  y  malhechores  que  se  pasen  de  un  rei- 
no a  otro,  un  tratado  firmado  en  San,  Ildefonso  á  29  de 
setiembre  de  176b,  cuyo  tenor  es  el  siguiente  : 

«  1 .  Siempre  que  suceda  el  pasarse  de  España  á  Francia 
ó  de  Francia  á  España  uno  ó  mas  desertores  de  caballería  ó 
dragones,  sea  únicamente  en  busca  de  asilo,  ó  sea  para  to- 
mar partido  en  el  servicio  de  la  otra  corona,  háyale  ó  n<) 
tomado,  se  restituirán  á  la  potencia  de  donde  hubiesen  de- 
sertado las  armas  ,  cartucheras ,  arreos,  caballos,  arneses, 
botas  ó  botines  que  se  les  encontrasen  ;  y  si  el  desertor  ó  de- 
sertores fuesen  de  infantería,  se  restituirán  igualmente  las 
armas  y  agregados  al  uso  de  ellas,  como  cartucheras,  etc. 

»  2.  La  restitución  de  los  mencionados  efectos  se  ha  de  ha« 
cer  á  los  comandantes,  y  en  su  falta  á  los  jefes  del  gobierna 
y  justicia  de  las  plazas,  ciudades  ó  aldeas  mas  inmediatas  á  la 
frontera  ;  trasportándolos  por  sí  y  à  su  costa  la  parle  que  los 
restituye  hasta  consignarlos  á  la  parte  que  los  recobra  ,  sin 
exigir  de  ella  en  este  acto  otra  cosa  que  el  recibo. 

»  5.  Cualquier  vasallo  ó  vasallos  de  SS.  MM.  Católica  ó 
Cristianísima  ,  ó  cualquiera  que  sin  ser  su  vasallo  hubiese 
cometido  en  los  dominios  del  uno  ó  del  otro  monarca  el  de- 
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lito  de  robo  en  caminos  reales  ,  en  iglesias  ,  y  en  casas  con 
fractura  ó  violencia,  el  de  incendio  premeditado,  el  de  ase- 
sinato, el  de  estupro,  el  de  rapto,  el  de  dar  veneno  determi- 
nadamente, el  de  monedero  falso,  y  el  de  hurtar  y  esca- 
parse siendo  tesorero  ó  recibidor  del  público  ó  del  soberano 
con  los  caudales  que  debia  guardar  ;  todos  estos  delincuen- 
tes y  malhechores,  en  caso  de  pasarse  de  uno  á  otro  reino 
para  tomar  asilo ,  serán  presos  en  el  á  que  fuesen  y  resti- 
tuidos al  otro  en  donde  cometieron  el  delito  sin  escepcionni  di- 
lación, y  en  virtud  tan  solo  de  la  requisición  que  se  hará  de  la 
corte  de  Madrid  á  la  de  Versalles  ó  de  la  de  Versalles  á  la  de 
Madrid,  cada  cual  en  su  caso,  y  aun  en  virtud  de  requisición 
áel  comandante  de  una  frontera  al  comandante  de  la  otra ,  ó 
quienes  los  representen  sin  ser  comandantes  propietarios.  Y 
por  lo  que  mira  á  los  vasallos  de  los  dos  monarcas  que  hu- 
biesen cometido  menores  delitos  (fuera  del  de  deserción), 
y  pasasen  de  uno  al  otro  reino  para  libertarse  del  castigo, 
también  ofrecen  los  dos  soberanos  restituírselos  recíproca- 
mente á  la  primera  requisición  que  hará  la  una  á  la  otra 
corte.  . 

»  5.  Se  ha  de  proceder  ala  entrega  de  los  delincuentes  y 
malhechores  mencionados  como  de  primer  orden,  y  efec- 
tuarla recíprocamente,  no  obstante  que  hayan  tomado  igle- 
sia ó  cualquier  otro  asilo  privilegiado,  aunque  sea  preciso 
sacarlos  de  él,  atendida  la  enormidad  del  delito. 

»  b.  Pero  para  que  de  resultas  de  este  convenio  ó  regla- 
mento no  se  turben  las  leyes,  pragmáticas  y  concordias 
eclesiásticas  de  uno  y  de  otro  reino,  y  que  al  mismo  tiempo 
se  verifique  la  debida  reciprocidad  ;  se  establece  y  declara, 
que  los  reos  españoles  presos  en  Francia  con  iglesia  por  de- 
litos que  gozan  de  la  inmunidad  eclesiástica  en  España  ,  los 
restituirá  la  Francia  bajo  la  condición  de  que  por  consecuen- 
cia no  serán  castigados  de  muerte,  como  no  lo  habrían  sido 
si  se  les  hubiese  preso  con  iglesia  en  España  ;  y  que  esta 
misma  fuerza  y  valor  tenga  el  asilo  eclesiástico  para  los  de- 
lincuentes franceses  que  se  prendieren  en  España  y  se  entre- 
garen á  la  Francia  bajo  la  condición  de  no  ser  castigados  de 
muerte  ,  como  no  lo  habrían  sido  en  España. 

»  6.  Dichos  delincuentes  y  malhechores ,  citados  como  de 
primer  orden  en  el  artículo  3°.,  serán  arrestados,  encarce- 
lados, mantenidos  y  conducidos  á  expensas  de  la  parte  quo 
los  restituye ,  hasta  la  frontera  de  la  parte  que  los  recobra , 
en  donde  se  entregarán  y  consignarán  á  los  comandantes 
militares  ó  civiles,  y  con  preferencia  á  los  primeros,  sin 
otra  formalidad  que  la  del  correspondiente  recibo,  y  sin  pe- 
dir otra  recompensa  que  la  de  cincuenta  pesetas  si  fuese  es- 
pañol el  delincuente  recobrado,  y  cincuenta  libras  franceses 
si  fuese  francés. 

»  7.  Los  efectos  y  dinero  que  se  encontrasen  á  los  delin- 
cuentes y  malhechores  de  mayores  y  menores  delitos  al 
tiempo  de  prenderlos ,  se  han  de  entregar  fielmente  con  sus 
personas;  y  con  particularidad  si  el  delincuente  fuese  ladrón, 
todo  el  dinero  y  efectos  que  hubiese  robado,  salvo  los  gastos 
de  justicia  que  se  hiciese  constar  ser  legítimos  é  indispensa- 
bles, sobre  lo  que  no  se  permitirá  por  los  superiores  de  una 
y  otra  parte  el  menor  esceso.  » 

Como  aclaración  del  artículo  3o.  de  este  convenio ,  se  cir- 
culó por  el  ministerio  de  gracia  y  justicia  á  los  tribunales 
del  reino  con  fecha  de  21  de  julio  de  1858  la  comunicación 
que  en  12  del  propio  mes  le  habia  dirigido  el  ministro  de  es- 
tado ,  y  esxomo  sigue  :  «  Excmo.  Señor.  !±=  Según  el  artí- 
culo 5o.  del  convenio  celebrado  con  Francia  en  29  de  setiem- 
bre de  170b  para  la  extradición  de  los  delincuentes  que  se 
acojan  del  uno  al  otro  reino  ,  no  solo  se  entiende  para  este 
caso  los  que  hayan  cometido  alguno  de  los  varios  delitos 
que  allí  se  espresan  ,  sino  generalmente  los  que  incurran  en 
otro  cualquier  delito  menor  que  los  señalados.  Concebida 
esta  última  cláusula  en  términos  tan  genéricos ,  necesita  á 


cada  paso  aclaraciones  que  hacen  los  dos  gobiernos,  tomando 
siempre  por  base  el  principio  de  reciprocidad.  Acaban  de 
acordar  por  notas  que  se  han  cambiado  entre  el  señor  em- 
bajador de  Francia  y  yo  el  entregarse  los  reos  de  quiebra 
fraudulenta  cuando  se  refugian  los  del  uno  en  el  respectivo 
territorio  del  otro.  Y  conviniendo  que  este  acuerdo  llegue  á 
noticia  de  los  tribunales  del  reino,  lo  participo  á  V.  E.  de 
orden  de  S.  M.  para  los  efectos  consiguientes  á  dicho 
objeto.  » 

IV.  También  se  halla  en  vigor  el  tratado  ajustado  entre 
S.  M.  Católica  y  S.  M.  Marroquí,  firmado  en  Mequinez  á 
Io.  de  marzo  de  1799  ,  y  concebido  en  estos  términos  : 

«  Cualquiera  español  que  cometa  en  los  dominios  marro- 
quíes ajgun  escándalo,  insulto  ó  crimen  que  merezca  correc- 
ción ó  castigo ,  se  entregará  á  su  cónsul  general  ó  vice-cón- 
sules  ,  para  que  con  arreglo  á  las  leyes  de  España  se  le 
imponga  ó  remita  á  su  pais  con  la  seguridad  correspondiente, 
siempre  que  el  caso  lo  requiera.  Igual  reciprocidad  se 
observará  con  los  delincuentes  marroquíes  en  España,  en- 
viándolos  al  primer  puerto  de  la  dominación  de  S.  M.  Mar- 
roquí, sin  que  preceda  diligencia  judicial  ni  otra  formalidad 
mas  que  la  de  un  oficio  que  el  comandante  ,  gobernador  ó 
justicia  del  territorio  donde  cometan  el  delito  dirigirá  al 
cónsul  general  de  España,  relacionándole  su  crimen  ó  falta, 
para  que  su  gobierno  k-s  imponga  la  pena  según  sus  leyes  é 
institutos.  » 

V.  Por  los  convenios  celebrados  entre  España  y  Portugal 
según  pragmáticas  de  20  de  mayo  de  1499,  29  de  junio  de 
1569  y  13  de  agosto  de  1778  {leyes  3,  h  y  o,  vil.  56,  lib.  12, 
Nov.  Rec),  cualesquiera  personas  que  en  uno  de  los  dos  rei- 
nos hubiesen  cometido  el  crimen  de  lesa  majestad  ,  el  delito 
de  robo  en  caminos  reales,  el  de  escaparse  siendo  adminis- 
tradores de  la  real  hacienda  sin  dar  cuentas,  el  de  alzamiento 
ó  quiebra  fraudulenta  siendo  mercaderes,  el  de  rapto  de  mu- 
jeres casadas  ó  de  solteras  que  estuvieren  en  poder  de  sus 
padres  ó  tutores ,  el  de  asesinato ,  el  de  quebrantamiento  de 
cárceles  á  la  fuerza  y  con  armas  para  sacar  de  ellas  algunos 
presos,  el  de  monedero  falso,  el  dé  contrabando  de  extrac- 
ción ó  introducción  de  materias  absolutamente  prohibidas 
en  cualquiera  délos  dos  reinos,  y  el-  de  deserción  de  los 
cuerpos  militares  de  mar  ó  tierra,  deben  ser  entregadas  por 
las  autoridades  del  reino  en  donde  se  refugiaron  á  las  del 
reino  en  que  delinquieron,  ora  en  virtud  de  reclamación 
del  respectivo  ministro  de  estado  ó  de  negocios  estranjeros, 
ora  en  virtud  de  requisitoria  de  los  tribunales  con  inser- 
ción de  la  información  del  delito  si  fueren  superiores,  ó  del 
proceso  y  probanza  si  fuesen  inferiores. 

VI.  Para  que  las  reclamaciones  dirigidas  á  la  extradición 
de  pais  estranjero  de  los  reos  que  deben  ser  juzgados  en 
España  vayan  debida  y  uniformemente  instruidas,  se  ha 
servido  S.  M.  resolver  que  los  jueces  al  hacerlas  las  acom- 
pañen de  un  testimonio  en  que  conste  la  naturaleza  del  de- 
lito ,  la  gravedad  de  los  cargos  y  todas  las  circunstancias 
indispensables,  dirigiéndose  á  la  audiencia  respectiva  ,  la 
cual  hallando  completa  la  instrucción  ,  ó  completándola  en 
otro  caso,  remitirá  las  diligencias  al  ministerio  de  gracia  y 
justicia  con  su  informe  fundado  en  los  tratados  existentes  y 
en  las  reglas  de  derecho  internacional ,  á  no  ser  que  no 
procediese  la  reclamación ,  en  cuyo  caso  dictará  la  audien- 
cia el  auto  que  corresponda.  » 

Y  siendo  necesario  ademas  tener  presente  lo  dispuesto  en 
el  artículo  2o.  del  convenio  definitivo  celebrado  entre  los 
gobiernos  de  España  y  Portugal  en  8  de  marzo  de  1825,  he 
creido  oportuno  que  se  copie  á  continuación. 

«  Art.  2o.  Del  mismo  modo  se  entregarán  de  una  á  otra 
parte  todos  los  reos  procesados  y  condenados  en  su  respec- 
tivo pais  ,  debiendo  el  gobierno  en  cuyo  territorio  hubiesen 
venido  á  buscar  asilo,  poner  en  seguridad  sus  personas 


EX 


—  6ñ6  — 


EX 


hasta  verificar  su  entrega  ;  y  por  lo  que  respecta  á  los  reos 
procesados  y  no  condenados  que  se  refugiaren  de  uno  á  otro 
reino  ,  y  fueren  reclamados  por  su  respectivo  gobierno,  de- 
berán ser  puestos  en  conveniente  custodia  hasta  que  termi- 
nada y  decidida  su  causa  se  vea  si  han  de  ser  ó  no  entre- 
gados. Madrid  12  de  abril  de  18M.  » 

EXTRANJERf  A.  La  calidad  y  condición  que  corres- 
ponde por  las  leyes  al  extranjero  residente  en  algún  pais 
mientras  no  está  naturalizado  en  él.  Véase  Extranjero  y 
Aubana. 

EXTRANJERO.  El  que  es  de  otra  nación ,  esto  es ,  el 
que  no  se  halla  revestido  de  alguna  de  aquellas  calidades  ó 
circunstancias  que  constituyen  á  un  hombre  en  la  clase  de 
español.  Véase  Español. 

I.  Los  extranjeros  se  dividen  en  avecindados  y  transeúntes. 

Son  avecindados  ó  se  consideran  vecinos  :  —  Io.  el  que 
obtiene  privilegio  de  naturaleza  :  —  2o.  el  que  nace  en  estos 
reinos  :  — 3o.  el  que  en  ellos  se  convierte  á  nuestra  santa  fe 
católica:  —  4°.  el  que  viviendo  sobre  sí,  establece  su  do- 
micilio :  —  S°.  el  que  pide  y  obtiene  vecindad  en  algún 
pueblo  :  —  6o.  el  que  se  casa  con  mujer  natural  de  estos 
reinos  ,  y  habita  domiciliado  en  ellos  ;  y  si  es  la  mujer  ex- 
tranjeía  que  casare  con  hombre  natural,  por  el  mismo  hecho 
se  hace  del  fuero  y  domicilio  de  su  marido  :  —  7o.  el  que  se 
arraiga  comprando  y  adquiriendo  bienes  raices  y  posesio- 
nes ;  —  8o.  el  que  siendo  oficial  viene  á  morar  y  ejercer  su 
oficio,  y  del  mismo  modo  el  que  mora  y  ejerce  oficios 
mecánicos  ó  tiene  tienda  en  que  venda  por  menor  :  — 
9o.  el  que  tiene  oficios  de  concejo  públicos,  honoríficos,  ó 
cargos  de  cualquier  género  que  solo  pueden  usar  los  natu- 
rales :  —  10°.  el  que  goza  de  los  pastos  y  comodidades  que 
son  propios  de  los  vecinos  :  —  11°.  el  que  mora  diez  años 
con  casa  poblada  en  estos  reinos  ,  con  tal  que  no  se  halle 
afecto  al  pabellón  y  consulado  de  su  nación,  ó  no  haya  de- 
mostrado ó  hecho  gestion  para  ello:  —  12°.  el  que  adquiere 
naturaleza  ó  vecindad  por  otro  cualquier  título  suficiente 
conforme  á  derecho  común  ó  real  ;  resol,  de  Felipe  V  en  8  de 
marzo  de  1716  ,  ó  ley  5  ,  tít.  11 ,  lib.  6,  Nov.  Rec.  ;  y  real 
orden  de  10  de  marzo  de  17G2. 

Son  transeúntes  los  que  vienen  de  paso  sin  ánimo  de  per- 
manecer; nota  13,  til.  18,  lib.  6,  Nov.  Rec.;  y  real  órd. 
de  11  de  agosto  de  1857. 

Siendo  diferente  la  condición  de  los  extranjeros  domicilia- 
dos de  la  délos  transeúntes,  pues  estos  tienen  un  fuero  y 
aquellos  otro ,  y  dudándose  muchas  veces  cuál  es  la  clase 
en  que  deben  considerarse  los  extranjeros  que  se  hallan  en 
estos  reinos,  se  mandó  por  real  orden  de  S  de  enero  de  1754 
y  por  cédula  de  28  de  junio  de  1764,  formar  anualmente  por 
los  gobernadores  ó  comandantes  militares  una  lista  ó  matrí- 
cula de  todos  los  extranjeros  existentes  en  sus  respectivos 
distritos  con  distinción  de  transeúntes  y  domiciliados. 

Posteriormente,  por  reales  órdenes  de  12  y  21  de  julio, 
2  de  setiembre  y  otras  varias  de  1791  (leyes  8,9,  10  y  sus 
notas ,  tít.  11 ,  lib.  6 ,  Nov.  Rec.)  se  ordenó  : 

Io.  Que  se  proceda  á  la  formación  de  una  matrícula  ó 
lista  de  extranjeros  existentes  en  la  corte  y  demás  pueblos 
del  reino ,  con  distinción  de  los  que  fueren  avecindados  ó 
transeúntes,  y-espresion  de  sus  nombres,  patria,  religion  y 
motivo  de  residir  en  España. 

2o.  Que  el  extranjero  declare  su  voluntad  de  residir  en 
España  como  avecindado  ó  como  transeúnte. 

5o.  Que  el  extranjero  que  declare  querer  residir  en  Es- 
paña como  avecindado,  y  por  consecuencia  en  la  clase  de 
subdito,  haga  el  juramento  de  tal ,  y  prometa  fidelidad  á  la 
religion  católica  ,  al  rey  y  á  las  leyes,  renuncie  al  fuero, 
privilegios  y  protección  de  extranjería ,  y  ofrezca  no  mante- 
ner dependencia  ,  relación  ni  sujeción  civil  al  pais  de  su 
naturaleza ,  sin  perjuicio  de  las  relaciones  ó  corresponden- 


cias domésticas  de  familia  ó  parentela  y  de  las  económicas 
de  bienes  ó  comercio. 

U°.  Que  el  extranjero  que  no  quisiere  avecindarse,  ni 
hacer  el  juramento  de  subdito,  sepa  que  no  puede  ejercer 
los  oficios,  ejercicios  y  profesiones  que  las  leyes  y  declara- 
ciones de  S.  M.  y  de  los  reyes  antecesores,  y  señaladamente 
del  señor  Felipe  V,  solo  permiten'á  los  vecinos  y  domici- 
liados en  estos  reinos.  Tales  son ,  por  ejemplo  ,  los  destinos 
de  banqueros,  mercaderes  de  tienda  y  vareo,  o  comercian- 
tes de  por  menor,  tenderos,  carpinteros,  peluqueros,  sas- 
tres y  otros  oficios  inferiores  de  artesanos  y  menestrales , 
como  también  los  de  arquitectos ,  pintores,  bordadores,  es- 
cultores, jueces,  abogados , procuradores ,  médicos,  ciruja- 
nos ,  albéitares  y  otros  profesores  semejantes. 

b°.  Que  el  extranjero  que  ejerza  alguno  de  aquellos 
oficios  ó  profesiones  destinadas  solo  á  los  subditos  del  rey,  y 
resista  el  avecindarse  y  hacer  el  juramento  de  fidelidad, 
salga  dentro  de  quince  dias  de  la  corte,  y  de  dos  meses 
del  reino. 

6o.  Que  el  extranjero  que  no  ejerza  ni  obtenga  alguno  de 
aquellos  oficios  y  profesiones  ,  puede  declararse  transeúnte 
para  permanecer  en  la  corte  con  licencia  espedida  por  la 
secretaría,  de  estado  ,  y  en  lo  restante  de  España ,  sin  otro 
requisito  que  estar  matriculado  y  constar  á  las  justicias  que 
conforme  á  los  tratados  con  sus  corles  tiene  motivos  justos 
ó  prudentes  para  permanecer.  Así  sucede,  por  ejemplo,  á 
los  comerciantes  de  por  mayor  en  las  ciudades ,  villas  y 
lugares  de  estos  reinos  ,  y  especialmente  en  los  puertos  y 
plazas  de  comercio  ;  á  los  que  van  y  vienen  por  mar  y 
tierra  ásus  ventas  y  compras  respectivas  al  mismo  comer- 
cio ;  y  á  los  que  también  vengan  y  residan  como  factores  de 
negocios  ó  encargados  de  cuentas ,  liquidaciones  de  cauda- 
les é  intereses ,  seguimientos  de  sus  pleitos  sobre  estos  ú 
otros  derechos  ó  asuntos. 

7o.  Que  igualmente  pueden  declararse  transeúntes  y  resi- 
dir como  tales  todos  los  fabricantes  llamados  ó  autorizados 
por  el  rey  para  emplearse  en  las  fábricas  antiguas  ó  moder- 
nas ,  así  de  S.  M.  como  de  particulares;  y  finalmente  todos 
los  que  tuvieren,  con  destino  ó  sin  él,  real  licencia  para 
venir  á  residir. 

8o.  Que  hagan  el  juramento  de  transeúntes  los  contenidos 
en  los  dos  casos  precedentes,  á  saber  :  cuando  se  dudare  de 
las  relaciones ,  correspondencias  ó  máximas  políticas  del 
extranjero;  ó  cuando  intentare  venir  á  la  corte  ó  residir  por 
algún  tiempo  en  ella  con  licencia  en  que  se  le  mande  hacer 
tal  juramento.  El  juramento  de  transeúntes  no  es  de  sub- 
dito ,  y  por  consecuencia  no  lo  es  de  fidelidad ,  sino  de  res- 
peto ,  sumisión  y  obediencia  al  soberano  y  leyes  del  pais  en 
cuanto  mira  á  su  policía,  gobierno  y  tranquilidad. 

9°.  Que  los  extranjeros  que  vienen  á  buscar  asilo  ó  refu- 
gio se  dirijan  por  caminos  y  rutas  que  señalen  los  generales 
ele  las  fronteras  á  los  pueblos  que  también  señalen  ,  donde 
hecho  el  juramento  de  transeúntes  ya  citado ,  esperen  hasta  ; 
obtener  real  licencia  para  permanecer  ó  internarse. 

10°.  Que  los  extranjeros  contraventores  han  de  ser  casti- 
gados con  las  penas  de  galeras  ó  presidio  ó  de  espulsion,  y 
con  la  confiscación  de  bienes ,  según  la  calidad  de  las  per- 
sonas y  de  la  contravención. 

Por  cédula  de  29  de  noviembre  de  1791  se  estableció  que 
en  los  dos  primeros  meses  de  cada  año  perpetuamente  ,  así 
en  la  corte  como  en  los  demás  pueblos  del  reino ,  se  recor- 
ran y  rectifiquen,  añadiendo  ó  enmendando  lo  que  conven- 
ga, conforme  á  las  ocurrencias  posteriores,  las  matriculas 
ejecutadas  en  el  precedente  año  ,  anotando  las  justicias  los 
extranjeros  que  hayan  salido  y  los  que  hubieren  entrado  ó 
contravenido  á  las  disposiciones  de  las  cédulas  ú  instruccio- 
nes, para  proceder  contra  estos  últimos  sin  negligencia  ni 
contemplación ,  de  que  serán  responsables. 
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Finalmente,  por  real  orden  de  11  de  agosto  de  1837  se 
manda  de  nuevo  llevar  á  efecto  la  formación  de  matrículas 
de  todos  los  extranjeros  existentes  en  España,  con  espresion 
de  domiciliados  y  transeúntes ,  según  se  halla  dispuesto  en 
las  citadas  leyes  8,  9  y  10  ,  tít.  11 ,  lib.  6  de  la  Novísima 
Recopilación;  y  se  ordena  al  mismo  tiempo  que  á  todo  ex- 
tranjero que  viniere  á  España  se  le  dé  por  la  autoridad  que 
en  los  puertos  y  fronteras  haya  de  reconocerles  el  pasaporte, 
un  billete  en  el  cual  conste  el  nombre  y  apellido,  profesión, 
y  si  viene  con  la  calidad  de  transeúnte,  á  fin  de  que  se  pre- 
sente con  él  á  la  autoridad  municipal  del  pueblo  en  que 
haya  de  residir  para  los  efectos  correspondientes. 

II.  Los  extranjeros  avecindados  gozan  de  los  mismos  dere- 
chos ,  y  están  sujetos  á  las  mismas  cargas  y  contribuciones, 
á  las  mismas  leyes  y  á  los  mismos  tribunales  que  los  natu- 
rales del  pais  ,  como  que  son  considerados  y  tenidos  por 
españoles;  real  rcsoluc.de  &  de  marzo  de  1716,  céd.  de 
7  de  julio  de  1727 ,  real  órd.  c  inslruc.  de  12  y  21  de  julio 
de  1791,  ó  sea  leyes  3,  3,8  y  9,  lit.  11  ,  lib.  6,  Nov.  Ruc, 
real.  órd.  de  2  de  setiembre  de  1791  ,  circ.  de  noviembre 
de  1804,  ó  nota  13  ,  til.  18,  lib.  6,  Nov.  Rec,  real  órd.  de 
11  de  agosto  de  1824,  real  órd.  de  11  cíe  agosto  de  18o7,  y 
Constitución  de  18  de  junio  de  1857,  art.  1.  —  En  su  conse- 
cuencia ,  está  dispuesto  par  el  código  de  comercien  su  ar- 
tículo 18 ,  que  «los  extranjeros  que  hayan  obtenido  natu- 
ralización ó  vecindad  en  España  por  los  medios  que  están 
prescritos  en  el  derecho,  podrán  ejercer  libremente  el 
comercio  con  los  mismos  derechos  y  obligaciones  que  los 
naturales  del  reino.  »  Véase  Natural,  Naturalización  y 
Oficio  público. 

III.  Los  extranjeros  transeúntes  están  esentos  de  cargas 
concejiles,  servicios  personales  ,  y  pago  de  contribuciones, 
pero  no  de  los  derechos  de  aduanas  ,  cientos,  millones  ,  al- 
cabalas y  consumos,  ley  5,  til.  11 ,  lib.  6,  Nov.  Rec,  y  real 
órd.  de  11  de  agosto  de  1857  :  y  si  tuvieren  tienda  ó  taller 
abierto ,  se  considerarán  como  avecindados  y  pagarán  todas 
las  contribuciones  que  los  naturales  del  pais  ;  d.  real  órd. 
de  11  de  agosto  de  1837.  Los  que  tengan  trato  en  España 
por  mas  de  un  año,  deben  pagar  también  todas  las  contri- 
buciones y  derechos  que  los  naturales  ;  circ.  de  noviembre 
de  1 804,  ó  nota  13 ,  tít.  18 ,  lib.  6,  Nov.  Rec. 

IV.  Los  transeúntes  no  pueden  ejercer  las  artes  liberales 
ni  los  oficios  mecánicos  ni  el  comercio  por  menor  sin  ave- 
cindarse ,  como  ya  se  ha  indicado  ;  arts.  2  y  3  de  la  ley  8 , 
y  art.  6  de  la  ley  9 ,  tít.  11 ,  lib.  6  ,  Nov.  Rec.  :  mas  en  el 
día  podrán  ejercerlos  con  la  competente  autorización  de  los 
jefes  políticos,  sometiéndose  al  pago  del  subsidio  industrial 
ó  de  la  contribución  que  le  sustituya  ;  d.  real  órd.  de  11  de 
agosto  de  1837. 

Según  lo  dispuesto  en  el  código  de  comercio  ,  art.  19, 
a  los  extranjeros  que  no  hayan  obtenido  la  naturalización,  ni 
el  domicilio  legal ,  podrán  ejercer  el  comercio  en  territorio 
español ,  bajo  las  reglas  convenidas  en  los  tratados  vigentes 
con  sus  gobiernos  respectivos  ;  y  en  el  caso  de  no  estar  es- 
•tas  determinadas,  se  les  concederán  las  mismas  facultades 
y  franquicias  de  que  gocen  los  españoles  comerciantes  en 
los  estados  de  que  ellos  proceden.  » 

!  V.  Los  extranjeros  transeúntes  están  sujetos  á  las  leyes 
de  España  por  los  contratos  hechos  y  delitos  ó  contraven- 
ciones cometidas  en  territorio  español,  como  igualmente  con 
respecto  á  los  bienes  raices  que  poseyeren  en  el  mismo  ; 
ley  15,  lit.  1 ,  Part.  1  ;  inducción  de  la  ley  15 ,  til.  14,  Part. 
3;  circ.  de  25  de  agosto  de  1771  ;  céd.  de  24  de  octubre  de 
1782 ,  ó  ley  8 ,  til.  56 ,  Ubi  12 ,  Nov.  Rec;  y  ley  8  y  nota  12, 
tít.  11,  lib.  6,  Nov:  Rec.  Conforme  á  estas  disposiciones, 
establece  el  código  de  comercio  en  su  art.  20 ,  que  «  todo 
extranjero  que  celebra  actos  de  comercio  en  territorio  espa- 
ñol ,  por  el  mismo  hecho  se  sujeta ,  en  cuanto  á  ellos  y  sus 


resullas  é  incidencias ,  á  los  tribunales  españoles ,  los  cuales 
conocerán  de  las  causas  que  sobrevengan  ,  y  las  decidirán 
con  arreglo  al  derecho  común  español  y  á  las  leyes  de  su 
código  de  comercio.  » 

Mas  con  respecto  á  los  pleitos  que  tuvieren  en  Espña  los 
extranjeros  sobre  contrato  hecho  en  su  pais  ó  sobre  cosas 
muebles  ó  raices  existentes  en  él ,  pueden  alegar  y  probar 
las  leyes  ó  fueros  de  su  tierra  ante  los  tribunales  españoles, 
los  cuales  decidirán  el  pleito  con  arreglo  á  ellas  ;  ley  15 , 
tít.  lit,  Part.  5.' 

VI.  Los  extranjeros  transeúntes  gozan  del  fuero  militaren 
todo.?  los  litigios  que  se  suscitaren  entre  ellos  mismos  como 
actores  y  reos ,  y  también  en  aquellos  en  que  fueren  reos 
convenidos  por  otras  cualesquiera  personas;  leyes  5  y  6, 
til.  1 1 ,  lib.  6 ,  Nov.  Rec.  Así  que,  no  teniendo  jueces  con- 
servadores conforme  á  los  tratados  de  paces ,  deben  conocer 
de  sus  causas  en  primera  instancia  ,  con  apelación  al  su- 
premo consejo  de  guerra  (actualmente  al  tribunal  especial 
de  guerra  y  marina),  los  gobernadores  militares,  sin  de- 
pendencia de  los  capitanes  generales ,  á  escepcion  de  los 
parajes  en  que  residan  estos  jefes,  en  cuyo  caso  deben  estos 
conocer  con  inhibición  del  gobernador  ;  rs.  órds.  de  26  de 
agosto  de  1753,  Io.  de  diciembre  de  1861  ,  15  de  setiembre 
de  1775  y  19  de  diciembre  de  1778, y  realdecr.  de  51  dejú- 
lio  de  1835,  art.  7. 

Mas  no  gozan  del  fuero  militar  :  Io.  en  los  delitos  que  co- 
metieren ni  en  las  infracciones  de  los  bandos  públicos,  pues 
las  justicias  ordinarias  deben  en  tal  caso  formarles  causa 
é  imponerles  las  penas  correspondientes  ,  del  mismo  modo 
que  á  los  naturales,  conforme  á  las  leyes  del  reino,  reales 
pragmáticas  y  bandos  ;  céd.  de  24  de  octubre  de  1782,  ó  ley 
8 ,  tít.  56 ,  lib.  12 ,  Nov.  Rec.  :  —  2o.  en  las  causas  de  con- 
trabando, ilícito  comercio  y  fraudes  de  rentas  ó  derechos 
reales,  pues  el  conocimiento  de  ellas  pertenece  á  los  juzga- 
dos y  tribunales  de  hacienda,  no  siendo  de  contrabando  de 
armas  ,  municiones ,  pertrechos  y  otros  efectos  de  guerra  , 
pues  el  conocimiento  de  estas  pertenece  á  la  jurisdicción 
militar;  rs.  órds.  de  21  de  diciembre  de  1759,  Io.  de  diciem- 
bre de  1761 ,  y  14  de  mayo  de  1801  :  —  5o.  en  los  actos  de 
comercio  celebrados  en  territorio  español ,  pues  su  conoci- 
miento compete  á  los  tribunales  de  comercio ,  como  se  ha 
indicado  mas  arriba  ,  según  el  artículo  20  del  código  de  este 
ramo. 

VIL  Las  habitaciones,  tiendas  y  establecimientos  de  los 
comerciantes  extranjeros  domiciliados  ó  transeúntes  pueden 
registrarse  y  reconocerse  por  los  dependientes  de  rentas  sin 
citación  ni  asistencia  del  cónsul  de  ;•!  nación ,  siempre  que 
haya  información  semiplena  ó  vehemente  y  fundada  sospe- 
cha de  contrabando  en  ellas  ;  rs.  órds.  de  20  de  noviembre 
de  1778  y  de  22  de  agosto  de  1780,  ó  ley  7  y  su  ñola,  tít.  11 , 
lib.  6,  Nov.  Rec:  bien  que  la  ley  penal  de  3  de  mayo  de 
1830  sobre  los  delitos  de  contrabando  quiere  en  su  art.  112, 
que  concurra-  el  cónsul  si  lo  hubiere  en  el  mismo  pueblo, 
para  lo  cual  se  le  dará  aviso  en  el  acto  de  ir  á  practicar  el 
reconocimiento;  y  de  no  prestarse  á  verificarlo  sin  dilación, 
se  hará  así  constar  por  diligencia  ante  escribano  y  testigos, 
y  se  procederá  á  efectuarlo. 

VIII.  El  extranjero  ,  sea  transeúnte  ó  domiciliado  , -puede 
disponer  libremente  de  sus  bienes  por  contrato  entre  vivos  ó 
por  última  voluntad,  tanto  en  favor  de  extranjeros  como  de 
naturales;  y  si  muriere  sin  testamento  ,  no  se  confiscan  los 
bienes  de  la  herencia,  sino  que  se  entregan  á  sus  herederos 
legítimos  ,  aunque  sean  extranjeros  :  de  modo  que  no  existe 
en  España  el  derecho  que  llaman  de  aubana  ó  albinagio. 
Véase  Francés,  Inglés  y  Sardo. 

IX.  Las  leyes  dispensan  á  las  personas  y  á  la  propiedad 
de  los  extranjeros  la  misma  protección  que  á  las  personas  y 
á  la  propiedad  de  los  españoles  ,leyk,  lit.  7,  Part  S. 
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X.  No  pueden  los  extranjeros  andar  vagando  de  una  parte 
á  otra  con  cosas  de  buhonería  ni  otros  géneros  ,  sin  fijar  su 
domicilio  y  establecerse  en  algún  pueblo  del  reino  ,  bajo  la 
pena  de  ser  tenidos  y  castigados  como  vagos;  ley  13 ,  til.  5, 
¿¿6.  9,  Nov.  Rec.— Tampoco  pueden  vagar  ni  aun  internarse 
en  estos  reinos  los  eclesiásticos  extranjeros  seculares  ó  regu- 
lares que  vinieren  á  cuestar  ó  pedir  limosna ,  debiendo  im- 
pedirlo las  autoridades  bajo  su  responsabilidad  ;  ley  i  i  y  sus 
notas,  til.  28,  lib.  1,  Nov.  B.ec,  y  real  orden  de  11  de 
octubre  de  4817. 

XI.  Con  respecto  á  los  habitantes  de  los  Estados  Unidos 
de  América  deben  tenerse  presentes  en  este  lugar  los  artí- 
culos 19  y  20  del  tratado  concluido  entre  S.  M.  C.  y  aquella 
potencia,  firmado  en  San  Lorenzo  el  Real  á  27  de  octubre 
de  1795  y  ratificado  en  Arcmjuez  á  25  de  abril  de  1796 ,  que 
son  como  siguen  : 

«Art.  19.  Se~  establecerán  cónsules  recíprocamente  con 
los  privilegios  y  facultades  que  gozaren  los  de  las  naciones 
mas  favorecidas  en  los  puestos  donde  los  tuvieren  estas  ó 
les  sea  lícito  el  tenerlos. 

Art.  20  Se  ha  convenido  igualmente  que  los  habitantes 
de  los  territorios  de  una  y  otra  parte  respectivamente  serán 
admitidos  en  los  tribunales  de  justicia  de  la  otra  parte,  y  les 
será  permitido  entablar  sus  pleitos  para  el  cobro  de  sus 
propiedades,  pago  de  sus  deudas  y  satisfacción  de  los  da- 
ños que  hubieren  recibido  ,  bien  sean  las  personas  contra 
las  cuales  se  quejaren  subditos  ó  ciudadanos  del  pais  en  que 
se  hallen  ,  ó  cualesquiera  otros  sugetos  que  se  hayan  refu- 
giado allí.  Y  los  pleitos  y  sentencias  de  dichos  tribunales  se- 
rán las  mismas  que  hubieren  sido  en  el  caso  de  que  las  par- 
tes litigantes  fuesen  subditos  ó  ciudadanos  del  mismo  pais.  » 

f  Para  la  permanencia  de  los  extranjeros  en  las  islas 
Filipinas  véase  lo  que  debe  observarse  conforme  á  la  real 
orden  de  14  de  agosto  de  1841 ,  transcrita  en  el  artículo  Ex- 
tranjero del  Suplemento  al  Diccionario  deEscriche,  donde  se 
contienen  otras  sobre  matrículas  de  extranjeros ,  con  distin- 
ción de  transeuntesy  domiciliados;  y  sobre  su  obligación  de 
cumplir  los  bandos  de  policía  y  buen  gobierno  establecidos 
en  el  pais  en  que  residen. 

[*  En  la  república  de  Méjico,  su  Ia.  ley  constitucional 
establece  lo  siguiente  : 

«  Art.  12.  Los  estranjeros  introducidos  legalmente  en  la 
república,  gozan  de  todos  los  derechos  naturales,  y  ademas 
los  que  se  estipulen  en  los  tratados,  para  los  subditos  de 
sus  respectivas  naciones;  y  están  obligados  á  respetar  la 
religion,  y  sujetarse  á  las  leyes  del  pais  en  los  casos  que 
puedan  corresponderles. 

Art.  13.  El  estranjero  no  puede  adquirir  en  la  república 
propiedad  raíz,  si  no  se  ha  naturalizado  en  ella,  casare 
con  mejicana  ,  y, se  arregla  á  lo  demás  que  prescríbela  ley 
relativa  á  estas  adquisiciones.  Tampoco  podrá  trasladar  á 
otro  pais  su  propiedad  mobiliaria,  sino  con  los  requisitos  y 
pagando  la  cuota  que  establezcan  las  leyes. 

Las  adquisiciones  de  colonizadores ,  se  sujetarán  á  las 
reglas  especiales  de  colonización.  »  ¡ 

Lo  que  dice  «I  art.  13  que  acabamos  de  ver,  está  deroga- 
do} pues  los  extranjeros  pueden  ya  adquirir  bienes  en  la 


república  en  la  proporción  y  bajo  las  condiciones  que  pre- 
viene el  decreto  en  que  se  les  otorga  este  derecho.  —  Véase 
el  artículo  Natural,  donde  se  dice  quiénes  son  Mejicanos, 
Venezolanos  y  Chilenos  ,  y  se  indican  los  derechos  de  que 
gozan  los  extranjeros  en  aquellas  repúblicas  ,  con  lo  demás 
relativo  á  la  materia  (1).] 

EXTRAÑAMIENTO  del  reino.  La  pena  que  se  im- 
pone á  un  español  mandándole  salir  ó  espeliéndole  del  ter- 
ritorio del  reino.  El  rey  solia  en  lo  antiguo  extrañar  6  espe-^ 
1er  del  reino  á  los  ricoshombres  ó  títulos  de  Castilla  por 
maldades  que  hubiesen  hecho  en  la  tierra,  por  delito  de 
traición  ó  alevosía,  y  por  agravio  digno  de  su  real  indigna- 
ción; leyes  10,  11  y  12,  til.  15,  Part,  k  :  —  y  mas  especial- 
mente ha  usado  de  esta  pena  hasta  nuestros  días  contra  los 
eclesiásticos  inobedientes  ó  perturbadores  del  orden  y  so- 
siego público ,  acompañándola  regularmente  con  la  ocupa- 
ción de  temporalidades  y  privación  de  naturaleza.  La  facul- 
tad de  imponer  esta  pena  por  la  via  gubernativa  se  ha 
mirado  siempre  como  un  derecho  inmanente  de  la  majestad  , 
como  una  de  las  principales  prerogativas  de  la  soberanía,  y 
como  el  medio  mas  seguro  de  contener  á  los  eclesiásticos 
díscolos  que  por  sus  privilegios  y  esenciones  tenian  cierta 
independencia  ,  que  sin  este  recurso  hubiera  sido  sumamen- 
te perjudicial  á  la  república.  Mas  ¿podrá  continuarse  ahora 
la  imposición  de  esta  pena  en  la  misma  forma  que  antes  ? 
Según  e!  espíritu  de  los  artículos  7  y  9  de  la  Constitución 
de  1837,  ningún  español  puede  ser  separado  de  su  domicilio 
ni  castigado  de  otro  modo  sino  en  virtud  de  sentencia  dada 
por  el  tribunal  competente  ;  y  según  el  art.  12  del  regla- 
mento de  26  de  setiembre  de  1855,  á  nadie  puede  impo- 
nerse pena  alguna  sin  que  antes  sea  oido  y  juzgado  con  ar- 
reglo á  derecho  por  el  juez  ó  tribunal  que  la  ley  tenga 
establecido.  Véase  Expatriación. 

EXTRAVAGANTE.  En  lo  antiguo  se  llamaba  así  el 
escribano  que  no  era  del  número  ni  tenia  asiento  fijo  en  nin- 
gún pueblo ,  juzgado  ó  tribunal. 

EXTRAVAGANTES.  Las  constituciones  pontificias 
posteriores  á  las  Clementinas  :  llamáronse  así  quasi  vagantes 
extra  corpus  juris,  para  dar  á  entender  que  estaban  fuera 
del  duerpo  del  derecho  canónico ,  que  no  comprendía  en  el 
principio  sino  el  Decreto  de  Graciano  ;  añadiéronse  luego  las 
Decretales  de  Gregorio  IX,  el  Sexto  de  Bonifacio  VIII,  las 
Clementinas  ,  y  por  fin  las  Extravagantes.  Hay  extravagan- 
tas  de  Juan  XXII,  y  extravagantes  comunes.  Las  primeras 
son  veinte  epístolas ,  decretales  ó  constituciones  de  este  papa, 
distribuidas  en  catorce  títulos  sin  division  de  libros;  y  las 
otras  son  epístolas,  decretales  ó  constituciones  de  papas  an- 
teriores ó  posteriores  á  Juan  XXII,  y  están  divididas  en  li- 
bros como  las  Decretales. 

(1)  Sobre  quelos  esíranjeros  domiciliados  ó  con  casade  trato  poi 
mas  de  un  año  paguen  todas  las  contribuciones  y  derechos  que 
los  demás  ciudadanos  ,  véase  la  nota  15  ,  tít.  48,  lib.  6,  Nov. 
Rec.  —  Sobre  que  los  estranjeros  delincuentes  é  infractores  de 
bandos  públicos  sean  procesados  por  las  justicias  sin  remitirlos  á 
sus  jueces  ni  admitir  competencia,  sino  observando  la  conducta 
de  las  otras  naciones  y  la  reciprocidad,  véase  la  ley  8,  tít.  56, 
lib.  12,  Nov.  Rec.  (Entiende  salvo  los  tratados  de  nación  anació».) 
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FABEADORES.  Los  consejeros  que  antiguamente  se 
sacaban  por  suerte  de  los  insaculados  en  las  bolsas  de  los 
jurados  de  Zaragoza  para  votar  los  que  podian  entrar  en 
suerte  de  oficios.  Llamábanse  así  porque  votaban  con  habas. 

FÁBRICA.  La'rcnta  ó  derecho  que  se  cobra  en  las  igle- 
sias catedrales  ,  parroquiales  y  otras  para  repararlas  y  cos- 
tear los  gastos  para  el  culto  divino  (l)  :  —  la  junta  ó  cuerpo 
de  los  que  administran  la  renta  destinada  á  dichos  objetos  ; 
—  y  la  conservación  y  entretenimiento  mismo  del  templo  y 
del  culto  con  dicha  renta. 

En  el  principio  del  cristianismo  todos  los  bienes  y  rentas 
que  adquiria  la  Iglesia  entraban  en  un  fondo  ó  erario  común  ; 
y  como  no  dejaban  de  ofrecerse  dificultades  en  su  distri- 
bución, se  adoptó  el  método  de  dividir  en  cuatro  parles  las 
rentas  de  cada  iglesia  ú  obispado,  la  primera  para  el  obispo, 
la  segunda  para  el  clero  ,  la  tercera  para  los  pobres ,  y  la 
cuarta  para  la  conservación  y  reparación  de  las  iglesias.  El 
papa  Simplicio  escribió  á  muchos  obispos  que  esta  cuarta 
parte  debia  emplearse  ecclesiaslicis  fabricis  ;  y  de  aquí  vino 
el  nombre  de  fcibrica  con  que  se  designa  esta  parte  ,  y  el  de 
fabriquero  que  se  ha  dado  al  que  cuida  de  todo  lo  pertene- 
ciente á  ella. 

Según  la  ley  4,  tít.  8,  y  ley  3 ,  tít.  13,  lib.  1  ,  Nóv.  Rec, 
los  corregidores  debian  zelar  la  justa  inversion  de  las  rentas 
de  las  fábricas ,  dando  cuenta  al  supremo  consejo  de  los 
abusos  que  advirtieren  ;  y  según  la  nota  3  de  dicho  tít.  8 , 
no  pueden  los  jueces  eclesiásticos  proceder  contra  personas 
legas  por  créditos  de  fábricas  de  iglesias. 

f  En  real  orden  de  U  de  diciembre  de  1843  se  prescriben 
las  reglas  que  han  de  observarse  para  reparar  las  iglesias 
parroquiales.  Véase  el  Suplemento  al  Diccionario  de  Escriche. 

FÁBRICA.  Véase  Edificio. 

FÁBRICA.  El  lugar  destinado  para  hacer  algún  artefacto 
ó  manufactura  ;  y  la  misma  operación  ó  ejecución  de  la  ma- 
nufactura ó  artefacto.  — Por  decreto  de  Cortes  de  8  de  junio 
de  1815  ,  restablecido  por  otro  de  6  de  diciembre  de  1836, 
se  halla  dispuesto  que  :  —  «  todos  los  Españoles  y  los  estran- 
jeros  avecindados ,  ó  que  se  avecinden  en  los  pueblos  de  la 
monarquía,  podrán  libremente  establecer  las  fábricas  ó  arte- 
factos de  cualquiera  clase  que  les  acomode ,  sin  necesidad 
de  permiso  ni  licencia  alguna ,  con  tal  que  se  sujeten  á  las 
reglas  de  policía  adoptadas  ó  que  se  adopten  para  la  salu- 
bridad de  los  mismos  pueblos  ;  —  y  que  también  podrán 
ejercer  libremente  cualquiera  industria  ú  oficio  útil  sin  ne- 
cesidad de  examen  ,  título  ó  incorporación  á  los  gremios 
respectivos  cuyas  ordenanzas  se  derogan  en  esta  parte.  » 

Por  pragmática  de  13  de  diciembre  de  1682  se  declaró, 
que  el  mantener  ó  haber  mantenido  fábricas  de  tejidos  no  ha 
sido  ni  es  contra  la  calidad  de  la  nobleza,  inmunidades  y 
prérogatives  de  ella  ;  y  que  el  trato  y  negociación  de  las  fá- 
bricas ha  sido  y  es  en  todo  igual  al  de  la  labranza  y  crianza 
de  frutos  propios  :  con  tanto  que  los  que  hubieren  mante- 
nido ó  en  adelante  mantuvieren  fábricas ,  no  hayan  labrado 
ni  labren  en  ellas  por  sus  propias  personas  ,  sino  por  las  de 

(1)  Sobre  bienes  de  fábrica  de  las  iglesias  de  Indias  ,  en  qué 
forma  se  deben  repartir  los  gastos,  cédulas  que  de  ello  tratan,  có- 
mo se  administran  ,  qué  voto  tienen  sus  prelados,  etc.,  véase  á 
Solúrzano,  Polít.  Ind. ,  lib.  k  ,  cap  25  ;  Concil .  mej.  5  ,  Slatuto- 
rum,  part.  5, cap.  5,  De  Fabricœ  bonis;  y  entre  otras  leyes  de 
Indias  la  2  y  sig.  tít.  2,  lib.  i ,  y  22  y  1 8  allí. 


sus  menestrales  y  oficiales  ;  ley  1  ,  Ut.  2'i ,  lib.  8,  Nov.  Rec. 
Mas  por  cédula  real  de  18  de  marzo  de  1785  tuvo  á  bien 
declarar  Carlos  III,  que  no  perjudican  las  artes  y  oficios 
para  el  goce  y  prerogativas  de  la  hidalguía  á  los  que  la  tu- 
vieren ,  aunque  los  ejerzan  por  sus  mismas  personas  ;  y  aun 
manifestó  su  voluntad  de  que  se  premie  con  distinciones, 
sin  esceptuar  el  privilegio  de  nobleza  ,  al  director  ó  cabeza 
de  la  familia  que  en  1res  generaciones  de  padre ,  hijo  y  nieto 
ejerciese  el  comercio  ó  las  fábricas  con  adelantamientos 
notables  y  de  utilidad  al  Estado;  ley  8,  tít.  23,  lib.  8,  Nov. 
Rec.  Véase  Arles  y  Artesanos. 

En  beneficio  del  comercio  y  de  la  prosperidad  y  aumento 
de  las  fábricas  está  mandado,  que  á  los  operarios  de  todas 
las  fábricas  de  estos  reinos  y  á  los  que  profesen  las  artes  y 
oficios  ,  cualesquiera  que  sean ,  no  se  les  pueda  arrestar  en 
las  cárceles  por  deudas  civiles  ó  causas  livianas,  ni  embar- 
garles ni  venderles  los  instrumentos  destinados  á  sus  res- 
pectivas labores,  oficios  ó  manufacturas,  esceptuando  sola- 
mente los  casos  en  que  se  proceda  contra  ellos  por  deuda 
del  fisco,  y  las  que  provengan  de  delito  ó  cuasi  delito  en  que 
se  haya  mezclado  fraude,  ocultación,  falsedad  ú  otro  esceso 
de  que  pueda  resultar  pena  corporal  ;  leyes  18  y  19,  lit.  51 , 
i/6.  11 ,  Nov.  Rec.  Véase  Tanteo. 

f  En  el  Suplemento  mencionado  se  hallarán  reales  órdenes 
y  providencias  sobre  las  fábricas  de  tejidos  y  demás  arte- 
factos de  la' industria  nacional. 

FACCIÓN.  La  parcialidad  de  gente  amotinada  ó  rebe- 
lada; —  y  el  bando,  pandilla  ó  partido  en  las  comunidades 
ó  cuerpos.  Véase  Asonada. 

FACCIÓN  de  testamento.  La  aptitud  ó  capacidad  do 
poder  hacer  testamento,  ó  de  poder  ser  instituido  heredero. 
La  capacidad  de  testar  se  llama  facción  activa;  y  la  de  poder 
recibir  por  testamento  ,  facción  pasiva.  Esta  locución  trae 
su  origen  del  derecho  romano;  pero  es  necesario  tener  pre- 
sente que  no  siempre  significa  en  el  mismo  la  capacidad  de 
dar  ó  recibir  por  testamento ,  pues  á  veces  facción  de  testa- 
mento es  lo  propio  que  facultad  de  asistir  á  los  comicios 
donde  se  hacían  los  testamentos  como  las  leyes. 

FACENDA  ó  facendera.  En  lo  antiguo  se  llamaba  así 
el  trabajo  personal  á  que  en  los  pueblos  se  solía  precisar  á 
los  vecinos  para  la  ejecución  de  alguna  obra  en  utilidad  de 
los  lugares,  de  los  partidos,  de  las  provincias  ó  del  reino. 

FACERÍA.  En  Navarra  la  sociedad  ó  comunión  de  pastos 
que  para  sus  ganados  se  prestan  mutuamente  entre  sí  los 
pueblos  convecinos. 

FACTOR.  Entre  comerciantes ,  la  persona  destinada  en 
algún  paraje  para  hacer  compras ,  ventas  y  otros  negocios 
mercantiles ,  ó  para  dirigir  algún  establecimiento  de  comer- 
cio, en  nombre  y  por  cuenta  de  otro.  El  factor  se  llamaba 
institor  entre  los  Romanos.  El  código  de  comercio)  sección  3, 
lit.  3,  lib.  1 ,)  contiene  sobre  los  factores  las  disposiciones 
siguientes  : 

«  Art.  175.  Ninguno  puede  ser  factor  de  comercio  si  no 
tiene  la  capacidad  necesaria  con  arreglo  á  las  leyes  civiles 
para  representar  á  otro  y  obligarse  por  él.  »  =  Véase  Con- 
trato ,  Mandatario  y  Procurador. 

«  Art.  llh.  Los  factores  deben  tener  un  poder  especial 
de  la  persona  por  cuya  cuenta  hagan  el  tráfico  ,  del  cual  se 
tomará  razón  en  el  registro  general  de  comercio  de  la  pro- 
vincia ,  y  se  fijará  un  estrado  en  la  audiencia  del  tribunal 
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de  comercio  de  la  plaza  donde  esté  establecido  el  factor,  ó  del 
juzgado  real  ordinario  si  no  hubiere  tribunal  de  comercio.  » 
«  Art.  17o.  Los  factores  constituidos  con  cláusulas  gene- 
rales se  entienden  autorizados  para  todos  los  actos  que  exige 
la  dirección  del  establecimiento.  El  propietario  que  se  pro- 
ponga reducir  estas  facultades,  deberá  espresar  en  el  poder 
las  restricciones  á  que  haya  de  sujetarse  el  factor.  » 

«  Art.  176.  Los  factores  han  de  negociar  y  tratar  á  nombre 
de  sus  comitentes  ;  y  en  todos  los  documentos  que  suscriban 
sobre  negocios  propios  de  estos ,  espresarán  que  firman  con 
poder  de  la  persona  ó  sociedad  que  representen.  » 

«  Art.  177.  Tratando  los  factores  en  los  términos  que  pre- 
viene el  articulo  precedente,  recaen  sobre  los  comitentes 
todas  las  obligaciones  que  contraen  sus  factores.  Cualquiera 
repetición  que  se  intente  para  compelerles  á  su  cumpli- 
miento, se  hará  efectiva  sobre  los  bienes  del  establecimiento, 
y  no  sobre  los  que  sean  propios  del  factor,  á  menos  que  no 
estén  confundidos  con  aquellos  en  la  misma  localidad.  » 

=  No  habiendo  bienes  en  el  establecimiento ,  es  claro  que 
la  repetición  ha  de  hacerse  efectiva  sobre  los  bienes  de  la 
persona  ó  sociedad  en  cuyo  nombre  hubiere  contratado  el 
factor. 

«  Art.  178.  Los  contratos  hechos  por  el  factor  de  un  esta- 
blecimiento de  comercio  ó  fabril  que  notoriamente  pertenece 
á  una  persona  ó  sociedad  conocida ,  se  entienden  hechos 
por  cuenta  del  propietario  del  establecimiento  ,  aun  cuando 
el  factor  no  lo  haya  espresado  al  tiempo  de  celebrarlos, 
siempre  que  estos  contratos  recaigan  sobre  objetos  com- 
prendidos en  el  giro  y  tráfico  del  establecimiento  ,  ó  si  aun 
cuando  sean  de  otra  naturaleza ,  resulte  que  el  factor  obró 
con  orden  de  su  comitente  ,  ó  que  este  aprobó  su  gestion  en 
términos  espresos ,  ó  por  hechos  positivos  que  induzcan  pre- 
sunción legal.  » 

«  Art.  179.  Fuera  de  los  casos  prevenidos  en  el  artículo 
anterior,  todo  contrato  hecho  por  un  factor  en  nombre  propio 
le  deja  obligado  directamente  hacia  la  persona  con  quien 
lo  celebrare;  sin  perjuicio  de  que  si  la  negociación  se  hu- 
biere hecho  por  cuenta  del  comitente  del  factor,  y  la  otra 
parte  contratante  lo  probase  ,  tenga  esta  la  opción  de  dirigir 
su  acción  contra  el  factor  ó  contra  su  principal ,  pero  no 
contra  ambos.  » 

«  Art.  180.  Los  factores  no  pueden  traficar  por  su  cuenta 
particular,  ni  tomar  interés  bajo  nombre  propio  ni  ajeno 
en  negociaciones  del  mismo  género  que  las  que  hacen  por 
cuenta  de  sus  comitentes ,  á  menos  que  estos  les  autoricen 
espresamente  para  ello  ;  y  en  el  caso  de  hacerlo  redundarán 
los  beneficios  que  puedan  traer  dichas  negociaciones  en  pro- 
vecho de  aquellos,  sin  ser  de  su  cargo  las  pérdidas.  » 

«  Art.  181.  No  quedan  exonerados  los  comitentes  de  las  . 
obligaciones  que  á  su  nombre  contrajeren  sus  factores,  aun 
cuando  prueben  que  procedieron  sin  orden  suya  en  una  ne- 
gociación determinada ,  siempre  que  el  factor  que  la  hizo 
estuviese  autorizado  para  hacerla,  según  los  términos  del 
pode'r  en  cuya  virtud  obre  ,  y  corresponda  aquella  al  giro 
del  establecimiento  que  está  bajo  la  dirección  del  factor.  » 

«  Art.  182.  Tampoco  pueden  sustraerse  los  comitentes  de 
cumplir  las  obligaciones  que  hicieren  sus  factores,  á  pro- 
testo de  que  abusaron  de  su  confianza  y  de  las  facultades 
que  les  estaban  conferidas,  ó  de  que  consumieron  en  su 
provecho  particular  los  efectos  que  adquirieron  para  sus 
principales.  » 

«  Art.  183.  Las  multas  en  que  pueda  incurrir  el  factor 
por  contravenciones  á  las  leyes  fiscales  ó  reglamentos  de 
administración  pública  en  las  gestiones  de  su  factoría,  se 
harán  efectivas  desde  luego  sobro  los  bienes  que  administre, 
sin  perjuicio  del  derecho  del  propietario  contra  el  factor 
por  su  culpabilidad  en  los  hechos  que  dieron  lugar  á  la  pena 
pecuniaria.  »  '    _ 


«  Art.  18'!.  La  personalidad  de  un  factor  para  administrar 
el  establecimiento  de  que  está  encargado ,  no  se  interrumpe 
por  la. muerte  del  propietario  mientras  no  se  le  revoquen 
los  poderes  ,  pero  sí  por  la  enajenación  que  aquel  haga  del 
establecimiento.  » 

«  Art.  18b.  Aunque  se  hayan  revocado  los  poderes  á  un 
factor,  ó  haya  este  de  cesar  en  sus  funciones  por  haberse 
enajenado  el  establecimiento  que  administraba,  serán  váli- 
dos los  contratos  que  haya  hecho  después  del  otorgamiento 
de  aquellos  actos ,  hasta  que  llegaron  á  su  noticia  por  un 
medio  legítimo.  » 

«  Art.  186.  Los  factores  observarán  con  respecto  al  esta- 
blecimiento que  administran  las  mismas  reglas  de  contabili- 
dad que  se  han  prescrito  generalmente  á  los  comerciantes.» 
Véase  Libros  de  comercio. 

«  Art.  187.  El  gerente  de  un  establecimiento  de  comer- 
cio ó  fabril  por  cuenta  ajena  autorizado  para  administrarlo, 
dirigirlo  y  contratar  sobre  las  cosas  concernientes  á  él,  con 
mas  ó  menos  facultades,  según  haya  tenido  por  conveniente 
el  propietario  ,  tiene  solamente  el  concepto  legal  de  factor 
para  las  obligaciones  que  van  prescritas  en  este  título.  » 

«  Art.  188.  (Este  uríículo  y  siguientes  hasta  el  194  in- 
clusive ,  hablan  de  los  mancebos  y  demás  ausiliares  que  los 
comerciantes  acostumbran  emplear  con  salario  fijo.)  Véase 
Mancebo. 

«  Art.  195.  Ni  los  factores  ni  los  mancebos  de  comercio 
pueden  delegar  en  otros  los  encargos  que  recibieren  de  sus 
principales ,  sin  noticia  y  consentimiento  de  estos  ;  y  caso  de 
hacer  dicha  delegación  en  otra  forma,  responderán  directa- 
mente de  las  gestiones  de  los  sustitutos  ,  y  de  las  obligacio- 
nes contraidas  por  estos.  » 

«  Art.  196.  No  estando  determinado  el  plazo  del  empeño 
que  contrajeren  los  factores  y  mancebos  con  sus  principales, 
puede  cualquiera  de  los  contrayentes  darlo  por  fenecido , 
dando  aviso  á  la  otra  parte  de  su  resolución  con  un  mes  de 
anticipación.  El  factor  ó  mancebo  despedidos  por  su  princi- 
pal, tendrán  derecho  al  salario  que  corresponda  á  dicha  me- 
sada ,  pero  no  podrán  obligarle  a  que  los  conserve  en  su 
establecimiento  ni  en  el  ejercicio  de  sus  funciones.  » 

«  Art.  197.  Cuando  el  contrato  entre  el  factor  ó  mancebo 
y  su  principal  se  hubiere  hecho  fijando  el  término  que  de- 
bían durar  sus  efectos,  no  pueden  arbitrariamente  las  partes 
separarse  de  su  cumplimiento,  y  si  lo  hicieren ,  estará  obli- 
gada la  parte  que  lo  haga  à  indemnizar  à  la  otra  de  los  per- 
juicios que  por  ello  le  sobrevengan.  » 

«  Art.  198.  Se  estima  arbitraria  la  inobservancia  del 
contrato  entre  el  comerciante  y  su  factor  ó  mancebo  ,  siem- 
pre que  no  se  funde  en  una  injuria  que  haya  hecho  el  uno  á 
la  seguridad ,  al  honor  ó  á  los  intereses  del  otro.  Esta  califi- 
cación se  hará  prudencialmente  por  el  tribunal  ó  juez  com- 
petente ,  teniendo  en  consideración  el  carácter  de  las  rela- 
ciones que  median  entre  el  subdito  y  el  superior.  » 

«  Art.  199.  Con  respecto  á  los  comerciantes  se  declaran 
causas  especiales  para  que  puedan  despedir  á  sus  factores 
ó  mancebos ,  no  obstante  cualquiera  empeño  contraído 
por  tiempo  determinado  :  —  Io.  todo  acto  de  fraude  j 
abuso  de  confianza  en  las  gestiones  que  estuvieren  encarga- 
das al  factor  :  —  2o.  si  estos  hicieren  alguna  negociación  do 
comercio  por  cuenta  propia  ,  ó  por  la  de  otro  que  no  sea  su 
principal,  sin  conocimiento  y  espreso  permiso  de  este.  » 

«  Art.  200.  Los  factores  y  mancebos  de  comercio  son 
responsables  ásus  principales  de  cualquiera  lesión  que  cau- 
sen á  sus  intereses  ,  por  haber  procedido  en  el  desempeño 
de  sus  funciones  con  malicia,  negligencia  culpable,  ó  infrac- 
ción de  las  órdenes  é  instrucciones  que  aquellos  les  hubio- 
ren  dado.  » 

«  Art.  201.  Los  accidentes  imprevistos  ó  inculpables  que 
impidan  á  los  factores  y  mancebos  asalariados  desempeña! 
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su  servicio,  no  interrumpirán  la  adquisición  del  salario  que 
les  corresponda,  como  no  haya  pacto  en  contraria,  y  con  tal 
que  la  inhabilitación  no  esceda  de  tres  meses.  » 

«  Art.  202.  Si.por  efecto  inmediato  y  directo  del  servicio 
que  preste  un  mancebo  de  comercio  esperimentare  algún 
gasto  estraordinario  ó  pérdida,  sobre  cuya  razón  no  se  haya 
hecho  pacto  espreso  entre  él  y  su  principal ,  será  de  cargo 
de  este  indemnizarlo  del  mismo  gasto  ó  pérdida.  » 

=  Como  el  encargo  de  factor  es  un  verdadero  mandato  , 
deberá  estarse  á  las  reglas  prescritas  por  las  leyes  comunes 
sobre  este  contrato,  siempre  que  ocurran  casos  á  que  no  al- 
cancen las  disposiciones  del  código  de  comercio. 

FACTOR  de  provisiones.  La  persona  destinada  en  al- 
gún paraje  para  suministrar  los  víveres  á  las  tropas.  Los 
factores  y  demás  empleados  en  el  ramo  de  provisiones  go- 
zan del  fuero  militar  en  los  términos  espresados  en  el  regla- 
mento de  2o  de  julio  de  1800.  Véase  Asentista. 

FACTORÍA.  El  empleo  ó  encargo  del  factor  ;  —  el  pa- 
raje ú  oficina  donde  reside  ó  hace  los  negocios  de  comercio; 

—  y  el  establecimiento  que  está  á  su  cargo. 
FACTURA.  La  cuenta  ó  estado  circunstanciado  que  los 

actores  dan  del  coste  y  costas  de  las  mercaderías  que  com- 
pran y  remiten  à  sus  corresponsales  ;  —  y  la  cuenta  que  da 
uno  á  otro  con  espresion  de  las  monedas  que  le  entrega  y  de 
su  valor. 

FACULTAD.  La  potencia  ó  virtud  ,  la  licencia,  per- 
miso ó  autorización ,  y  la  libertad  que  uno  tiene  para  hacer 
alguna  cosa  :  —  la  cédula  real  que  se  despachaba  por  la  cá- 
mara para  las  fundaciones  de  mayorazgos,  ó  para  imponer 
cargas  sobre  ellos ,  ó  sobre  los  propios  de  las  ciudades , 
villas  y  lugares,  en  cuyo  caso  se  decia  mas  comunmente 
facultad  real  :  —  la  ciencia  ó  arte  ;  como  la  facultad 
de  leyes  ,  la  facultad  de  algún  artífice  :  —  en  las  uni- 
versidades el  conjunto  de  los  doctores  ó  maestros  de  al- 
guna ciencia;  como  la  facultad  de  teología ,  medicina  ,  etc.  : 

—  y  por  fin  el  caudal  ó  hacienda ,  en  cuya  acepción  se  usa 
mas  comunmente  en  plural. 

Los  actos  de  pura  facultad  no  pueden  fundar  posesión  ni 
prescripción.  Ea  quœsunl  facullatis  et  voluntalis,  non  prœs- 
cribuntur.  Si  después  de  haber  dejado  pasar  treinta  ó  cua- 
renta años  sin  edificar  sobre  mi  terreno  ,  me  acomoda  le- 
vantar en  él  un  edificio  ,  no  podrá  impedírmelo  mi  vecino 
pretestando  que  ha  prescrito  el  derecho  de  vistas  ó  de  pros- 
pecto ;  porque  el  edificar  ó  no  edificar  sobre  suelo  mió  son 
actos  de  pura  facultad  que  puedo  ejecutar  ú  omitir,  sin  per- 
der por  eso  ni  dar  á  otro  ningún  derecho.  Véase  Derechos 
facultativos. 

FACULTATIVO.  Lo  que  pertenece  à  alguna  facultad  ; 
y  así  se  dice  término  facultativo  el  que  se  usa  entre  los  pro- 
fesores de  alguna  ciencia  ó  arte  como  peculiar  de  ella  :  — 
lo  que  pertenece  al  poder,  facultad  ó  libertad  que  alguno 
tiene  para  hacer  alguna  cosa;  —  y  el  que  profesa  alguna 
facultad  ó  ciencia. 

FADIGA.  El  derecho  que  tiene  el  señor  del  dominio  di- 
recto, siempre  que  se  enajena  la  cosa  dada  en  enfitéusis, 
para  quedársela  por  el  tanto  que  ofrece  el  comprador. 
Cuando  el  enfiteuta  quiere  vender  la  cosa  enfitéutica,  debe 
hacerlo  saber  al  dueño  directo ,  el  cual  tiene  el  término  de 
dos  meses  para  decidirse  á  lomarla  por  el  mismo  precio  que 
ofrezca  el  comprador  ;  y  solo  cuando  dice  que  no  la  quiere , 
ó  sabedor  calla  durante  los  dos  meses  ,  la  puede  el  enfiteuta 
vender  á  otro  de  quien  pueda  el  dueño  directo  cobrar  el 
censo  con  la  misma  facilidad  que  del  enajenante  (1).  Véase 
Enfitéusis. 

FALCIDIA.  La  cuarta  parte  de  los  bienes  hereditarios 
que  el  derecho  dispone  quede  libre  y  desembarazada  al  he- 


(1)  fcoy  2»,  lit.  8,  Part.  5. 


redero ,  dándole  facultad  para  que  hasta  su  complemento 
pueda  disminuir  á  proporción  los  legados,  cuando  la  canti- 
dad que  estos  suman  pasa  de  las  tres  cuartas  partes  de  la 
herencia.  Esta  disposición  se  funda  en  que  como  antes  no 
podia  subsistir  testamento  alguno  sin  la  adición  ó  aceptación 
de  la  herencia ,  era  preciso  dar  interés  al  heredero  para  que 
la  aceptase:  mas  nó  siendo  ahora  necesaria  la  adición  de  he- 
redero para  que  valga  el  testamento ,  se  duda  si  tendrá  lu- 
gar la  cuarta  falcidia.  Algunos  jurisconsultos  (2)  creen  que 
no  le  tiene  ;  pero  se  reputa  mas  probable  y  equitativa  la  opi- 
nion de  los  que  sostienen  la  cuarta  (3);  pues  si  pagadas  las 
mandas  nada  hubiese  de  percibir  el  heredero,  seria  entera- 
mente ilusorio  el  nombramiento  de  este ,  lo  cual  no  parece 
conforme  á  la  intención  del  testador.  Sin  embargo,  cuando 
el  heredero  es  ascendiente  ó  descendiente  del  difunto,  como 
que  le  corresponde  su  legítima  ,  percibe  ya  bastante  de  la 
herencia,  y  por  consiguiente  no  es  razón  que  ademas  saque 
para  sí  la  falcidia  (U).  Véase  Cuarta  falcidia. 

FALSARIO.  El  que  comete  el  crimen  de  falsedad;  esto 
es,  el  que  adultera,  corrompe,  falsifica  ó  contrahace  alguna 
cosa,  y  el  que  niega,  altera  ó  disfraza  la  verdad  en  perjui- 
cio de  otro.  Véase  Falsedad. 

FALSEDAD.  La  mutación  de  la  verdad  ;  ley  l,  lit.  6 , 
Part.  7  :  esto  es,  la  imitación,  suposición,  alteración,  ocul- 
tación ó  supresión  de  la  verdad  ,  hecha  maliciosamente  en 
perjuicio  de  otro  :  Ferilatis  immulatio  dolo  malo  in  alterius 
prcejudicium  facía.  Para  la  existencia  del  delito  de  falsedad 
se  requiere:  Io.  que  haya  mutación  de  la  verdad;  2°.. que 
se  haga  con  mala  intención  ;  5o.  que  perjudique  ó  pueda 
perjudicar  á  otro  :  Nullum  falsum ,  nisi  nocivum  :  Fatsum 
est,  quod  animo  corrumpendœ  verilalis  in  alterius  fraudem 
dolo  malo  fil  ;  L.  20,  C.  ad  leg.  Com.  de  falsis. 

I.  El  delito  de  falsedad  puede  cometerse  de  cuatro  modos  : 
á  saber,  con  palabras,  con  escritos,  con  hechos  ó  acciones, 
ó  por  uso. 

Cometen  falsedad  con  palabras  :  —  Io.  los  testigos  que  en 
juicio  deponen  contra  la  verdad,  sea  ocultándola,  sea  dicien- 
do mentira  :  Falsidicus4estis...  uterque  reus  est,  et  qui  veri- 
íalem  occultât ,  eí  qui  menda'cium  dicit ,  quia  et  Ule  prodesse 
non  vult,  et  iste  nocere  desiderat  :  —  2o.  los  que  sobornan, 
corrompen  ó  instruyen  á  los  testigos  para  que  digan  falso 
testimonio  ó  encubran  la  verdad,  y  los  que  se  valen  á  sa- 
biendas de  sus  falsas  declaraciones  :  —  5o.  los  jueces  que 
sentencian  á  sabiendas  contra  derecho:* —  k°.  los  que  tra- 
bajan por  corromper  á  los  jueces  para  que  den  sentencia 
injusta  :  —  5o .  los  abogados  ó  procuradores  que  ayudan  di- 
recta ó  indirectamente  á  la  parte  contraria,  sea  revelándole 
los  documentos  ó  secretos  de  la  suya ,  sea  desentendiéndose 
de  sus  propias  probanzas  ó  admitiendo  falsas  escepciones  ó 
pruebas  :  —  6o.  los  abogados  que  á  sabiendas  alegan  leyes 
falsas  en  los  pleitos  :  —  7o.  los  jueces,  escribanos  ó  deposi- 
tarios que  teniendo  reservada  en  su  poder  escritura  de  pes- 
quisa, de  pleito,  de  contrato  ,  de  testamento  ó  de  privilegio, 
enteran  maliciosamente  de  su  contenido  á  la  parte  á  quien 
debian  ocultarlo  :  —  8o.  los  que  sabiendo  secretos  del  rey 
los  descubren  maliciosamente ,  y  los  que  á  sabiendas  le  di- 
cen mentira  :  —  9o.  los  que  en  sus  esposiciones  al  rey 
sientan  á  sabiendas  hechos  falsos  ó  callan  hechos  verdade- 
ros, que  es  lo  que  se  llama  obrepción  y  subrepción.  Leyes  i 
y  2,  til.  7,  Part.  7  ;  leyes  5  y  8,  lit.  9,  Pari.  2;  ley  5,  lit.  13, 
Part.  2;  y  ley  36,  til.  18,  Part.  3. 

Cometen  falsedad  con  escritos  :  —  Io.  el  notario ,  escri- 
bano ú  otra  persona  que  á  sabiendas  estiende,  escribe,  fa- 

(2)  Gómez,  Variar.,  cap.  i  2,  y  otros  que  cita, 

(5)  Molina,  de  Hisp.  primog.,  lib.  1,  cap.  17,  núras.  10  y  11  ; 

Castillo,  de  usufr.,  cap.  60;  Pichard.  ,Inst.  pr.  de  lege  Falcidia, 

n.  53  et  seqq, 

(4)  Véase  Grog.  López  en  la  glos.  5  de  la  ley  1,  tít,  11,  Part.  6, 


brîca,  firma  ó  autoriza  testamento,  carta,  privilegio,  auto, 
diligencia  ú  otro  instrumento  falso,  sea  en  forma  de  docu- 
mento auténtico  ó  privado  :  —  2o.  el  que  altera  un  instru- 
mento verdadero  ,  ya  añadiendo  ó  suprimiendo  palabras, 
líneas  ó  cláusulas,  ya  rayendo,  cancelando  ó  haciendo  cual- 
quiera otra  mudanza  esencial  en  el  cuerpo  ó  en  la  fecha  del 
escrito  :  —  3o.  el  que  estando  encargado  de  estender  un 
testamento  de  otro  ,  se  escribe  ó  incluye  en  él  como  here- 
dero ó  legatario  :  —  4o.  el  que  saca  una  copia  ó  trasunto 
de  modo  diferente  de  como  se  halla  escrito  el  original  :  — 
5o.  el  que  finge  ó  falsifica  la  firma  de  otro,  en  perjuicio  de 
este  ó  de  un  tercero:  —  6o.  el  que  fraudulentamente  se  muda 
el  nombre  ó  apellido  en  algún  instrumento  que  otorga ,  para 
que  aparezca  hecho  ú  otorgado  por  otra  persona  :  —  7o.  el 
que  suprime,  hurta ,  sustrae  ,  esconde ,  rompe  ó  inutiliza  de 
otro  modo  alguna  escritura  ó  testamento  ,  á  fin  de  que  no  se 
sepa  su  contenido  y  quede  alguna  persona  privada  de  la 
prueba  de  su  derecho  ;lcy  i ,  lit.  7,  Part.  7. 

Cometen  falsedad  con  hechos  ó  acciones  sin  que  á  este 
efecto  se  empleen  palabras  ni  escritos:  —  Io.  el  que  usurpa 
y  ejerce  las  funciones  de  sacerdote,  notario  ,  juez,  médico 
ú  otra  clase  ó  estado  de  igual  naturaleza:  —  2o.  el  que  mali- 
ciosamente se  muda  el  nombre  que  tiene  ó  usa  del  ajeno  en 
perjuicio  de  tercero:  —  5o.  la  mujer  que  fingiendo  un  parto 
que  realmente  no  ha  tenido ,  supone  como  suyo  el  hijo  de 
otra  mujer  :  —  4o.  el  que  hace  ó  manda  hacer  sellos  ó  cuños 
falsos  :  —  S°.  el  que  fabrica  moneda  falsa  ó  cercena  ó  adul- 
tera de  otro  modo  la  verdadera:  —  6o.  el  que  fraudulenta- 
mente labra  piezas  de  plata  ú  oro  con  mezcla  de  otro  metal  : 
—  7o.  el  boticario  que  adultera  los  medicamentos  dando  una 
cosa  por  otra  :  —  8o.  el. que  á  sabiendas  vende  ó  compra 
con  medidas  ó  pesos  falsos  :  —  9o.  el  que  á  sabiendas  vende 
dos  veces  una  misma  cosa ,  y  toma  el  precio  de  ambos  com- 
pradores :  —  10°.  el  agrimensor  que  procediendo  de  mala 
fe  en  la  medición  de  tierras  diere  á  uno  mas  y  á  otro  menos 
de  lo  que  les  corresponde  :  —  11°.  el  contador  que  malicio- 
samente cometiere  error  en  alguna  cuenta.  Leyes  2,  5,  4,  7, 
8  y  9,  tit.  7,  Parí.  7. 

Cometen  falsedad  por  uso ,  ó  por  mejor  decir,  por  abuso , 
todos  los  que  á  sabiendas  se  aprovechan  de  la  falsedad 
cometida  por  otros,  como  por  ejemplo  el  que  dolosamente 
presenta  en  juicio  un  instrumento  falso  que  otro  ha  hecho. 
Ley  10,  lit.  12,  lib.  4,  Fuero  Real;  y  leyi%,  lit.  1,  Parí.  7. 

Los  casos  de  falsedad  que  se  han  enumerado ,  no  son  limi- 
tativos ,  sino  que  solo  se  citan  como  ejemplos  ;  y  así  es  que 
pueden  estenderse  y  añadirse  otros  nuevos,  en  el  concepto 
de  que  habrá  falsedad  siempre  que  con  perjuicio  de  tercero 
se  usare  de  mentira  y  engaño. 

IÏ.  La  falsedad  perjudica  unas  veces  al  interés  del  Estado, 
otras  al  del  público ,  y  otras  al  de  los  particulares.  —  La 
que  perjudica  al  interés  del  Estado ,  consiste  en  la  falsa  fa- 
bricación y  alteración  de  la  moneda  ,  del  papel  moneda ,  de 
los  créditos  contra  el  Estado ,  de.  los  billetes  de  banco ,  de  las 
órdenes,  decretos,  cédulas,  títulos  y  despachos  reales,  del 
sello  real,  en  la  usurpación  de  jurisdicción,  en  el  descubri- 
miento de  los  secretos  del  gobierno ,  etc.  —  La  que  perjudica 
al  ínteres  del  público  ,  comprende  la  falsificación  de  pesos  y 
medidas ,  la  de  piezas  de  plata  ú  oro ,  la  de  comestibles 
y  bebidas ,  la  de  cualquiera  mercancía  y  la  de  medica- 
mentos ,  etc.  —  La  que  perjudica  al  ínteres  de  los  particu- 
lares ,  es  la  que  consiste  en  los  falsos  contratos  ,  en  los  falsos 
testamentos,  en  los  falsos  testimonios,  en  los  falsos  recibos, 
y  otros  cualesquiera  documentos  falsos  ,  auténticos  ó  pri- 
vados ,  etc. 

III.  Las  principales  circunstancias  que  agravan  el  delito 
de  falsedad,  son  las  que  se  derivan  de  la  naturaleza  de  la 
cosa  falsificada  ,  ó  de  la  condición  y  calidad  del  falsario.  En 
la  primera  clase  están  la  falsificación  de  moneda  ,  la  de  eré- 
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ditos  contra  el  Estado ,  la  de  billetes  de  banco  ,  y  la  de  de- 
cretos, cédulas  y  privilegios  reales,  etc.  En  la  segunda  se 
cuentan  las  falsedades  cometidas  por  jueces,  escribanos, 
notarios  ,  y  otras  cualesquiera  personas  que  ejercen  fun- 
ciones públicas. 

IV.  La  acción  para  acusar  al  falsario  dura  veinte  años 
desde -la  perpetración  del  delito,  y  puede  ejercerse  por  cual- 
quiera del  pueblo;  ley  S,  lit.  7,  Pari.  7.  Sin  embargo, 
cuando  la  falsedad  solamente  causare  perjuicio  á  una  persona 
particular,  no  parece  haya  de  ejercerse  la  acción  sino  por  el 
perjudicado. 

V.  La  pena  del  falsario,  hablando  en  general,,  es  la  de 
destierro  perpetuo  en  alguna  isla ,  y  la  de  confiscación  de 
sus  bienes  si  carece  de  ascendientes  ó  descendientes  hasta  el 
tercer  grado  que  sean  sus  legítimos  herederos,  deducidas 
sus  deudas  y  la  dote  y  arras  de  su  mujer;  ley  6,  lit.  7, 
Part.  7.  Mas  en  la  práctica  se  atiende  á  las  circunstancias  y 
resultados  de  la  falsedad  y  á  la  calidad  de  las  personas;  y 
ya  no  puede  imponerse  la  confiscación  por  hallarse  abolida. 
El  falsario  ademas ,  como  todo  delincuente ,  está  obligado  á 
resarcir  los  daños  y  perjuicios  que  de  la  falsedad  se  origi- 
naren. 

Algunas  especies  de  falsedad  tienen  designadas  por  las 
leyes  ciertas  penas  especiales  que  son  mayores  ó  menores 
que  la  que  se  halla  prescrita  en  general  contra  este  delito. 
—  El  que  falsificare  carta ,  privilegio ,  bula  ó  sello  del  papa 
ó  del  rey,  incurre  en  pena  de  muerte,  y  en  confiscación  de 
la  mitad  de  sus  bienes;  ley  6 ,  tit.  12,  lib.  4  ,  Fuero  Real; 
ley  6,  lit.  7,  Part.  7;  y  ley  1  ,  til.  8,  lib.  12,  Nov.  Rec.  La 
falsificación  de  sellos  ó  firmas  de  otras  personas  de  menos 
consideración  se  castiga  con  presidio  ú  otra  pena ,  según  la 
calidad,  objeto  y  consecuencias  del  instrumento  suplantado. 
Los  destinados  á  los  presidios  por  falsificación  de  firmas  ó 
escrituras ,  no  pueden  ser  empleados  en  las  oficinas  de 
cuenta  y  razón  de  ellos;  real  orden,  de  10  de  diciembre  de 
1768.  Véase  Juez ,  Escribano ,  Testigo  falso ,  Monedero  falso, 
Estelionato,  Estafa  ,  Agrimensor,  Contador,  Pesos  y  medidas, 
Instrumento  público ,  Instrumento  privado ,  Suposición  de 
parto. 

[  *  En  la  república  de  Méjico,  después  de  sobrenten- 
derse suprimidas  la  pena  de  confiscación  en  todo  ó  parte  de  los 
bienes ,  y  la  perpetuidad  del  destierro  de  que  habla  el  pár- 
rafo V  de  este  artículo  ,  debe  tenerse  presente ,  que  está  mo- 
dificada la  parte  penal  en  el  delito  de  falsificación  de  moneda, 
El  art.  8  de  la  ley  de  12  de  julio  de  1856  impuso  la  pena  ca- 
pital al  fabricante ,  al  introductor  y  al  que  ocultare  el  fraude 
en  su  casa ,  y  á  los  demás  cómplices  la  de  cinco  á  diez  años 
de  presidio.  Mas  por  decreto  de  Io.  de  noviembre  de  1841  se 
ha  sustituido  á  la  pena  de  muerte  la  de  diez  años  de  presidio, 
con  retención  ó  sin  ella ,  á  juicio  del  tribunal ,  y  se  han  fijado 
nuevas  penas  para  casos  determinados.  En  efecto,  según  los 
arls.  2o.  )•  5°.,  «  el  cabeza  de  casa ,  ó  superior  de  una  finca 
rústica  ó  urbana,  ó  de  una  sección  de  ella,  es  responsable 
de  cualquier  troquel,  volante  ó  instrumento  de  amonedación 
que  se  encuentre  en  las  habitaciones,  patios,  corrales, 
campos  ó  lugares  que  le  pertenezcan  en  propiedad ,  ó  de 
que  sean  colonos  ó  inquilinos,  y  que  no  pueda  presumirse 
racionalmente  que  han  sido  introducidos  ó  usados  sin  su 
conocimiento;  »  y  por  ello  deben  ser  castigados  con  una 
multa  desde  mil  hasta  cuatro  mil  pesos ,  '  ó  desde  uno  hasta 
tres  años  de  presidio  ú  obras-  públicas ,  según  las  circuns- 
tancias agravantes  ó  atenuantes  del  caso.  Si  los  instrumentos 
de  amonedación  que  se  encuentran ,  son  de  tal  naturaleza 
que  pueden  ser  fácilmente  introducidos  sin  notarlo ,  los  indi- 
cados cabezas  ó  jefes  pueden  descargarse  de  toda  responsa- 
bilidad, dando  fianza  ó  caución  juratoria  á  falta  de  ella  ,  de 
presentar  al  que  los  introdujo  dentro  de  un  mes ,  contado 
desde  la  fecha  de  la  aprehensión  de  los  instrumentos:  y  si 


FA 


—  673  — 


FA 


no  le  presentan ,  han  de  sufrir  una  multa  de  cincuenta  á  dos- 
cientos pesos,  ó  de  quince  dias  á  dos  meses  de  obras  públi- 
cas, ajuicio  del  tribunal,  según  las  circunstancias  del  caso. 
La  introducción  de  cualquiera  clase  de  instrumentos  de 
amonedación  lleva  consigo  la  pena  de  mil  á  cuatro  mil  pesos 
de  multa,  ó  de  uno  á  tres  años  de  presidio  ú  obras  públicas 
en  caso  de  insolvencia.  Fuera  de  estos  casos,  y  teniendo 
presente  la  conmutación  de  la  pena  capital  en  la  de  diez 
años  de  presidio  con  retención  ó  sin  ella ,  deben  castigarse 
ios  demás  con  arreglo  á  las  otras  leyes  vigentes  sobre  la 
materia:  ley  7,  Ht.  40,  Ub.  12,  Nov.  Rec,  $  8,  art.  9,  y 
arts.  179,  192  y  193,  Bases  de  organiz.  polit,  de  12  de  junio 
de  18'l5 ,  y  art.  8  del  decreto  de  24  de  noviembre  de  1841. 

Según  el  art.  5o.  del  bando  de  TI  de  octubre  de  1783,  apro- 
bado por  real  orden  de  22  de  julio  de  1784,  la  falsification 
del  papel  sellado  debia  castigarse  con  la  misma  pena  que  la 
de  moneda;  mas  por  el  art.  17  del  decreto  de  50  de  abril  de 
18Û2  el  falsificador  de  este  papel  no  debe  ser  condenado  mas 
que  al  pago  de  toda  la  cantidad  que  se  le  justificare  haber 
falsificado,  y  á  dos  años  de  presidio  por  la  primera  vez,  al 
duplo  de  estas  dos  penas  por  la  segunda,  y  al  triplo  por  la 
tercera  y  sucesivas;  Beleña,  3a.  fol.,  pcig.  278,  n.  5:40,  y 
tomo  2°.,  pág.  521 ,  n.  86  ,  y  decretos  citados. 

**  La  legislación  de  la  república  de  Venezuela  ha  preve- 
nido é  impuesto  una  pena  especial  á  lo  que  algunos  autores 
llaman  falsedad,  á  saber,  al  abogado  que  manifestare  á  la 
otra  parte  contra  quien  razonaba  las  cartas  ó  secretos  con 
que  apoyaba  su  pretensión  ;  y  el  abogado  que  revele  en  ma- 
nera alguna  á  la  parte  contraria  las  noticias  ó  informes  que 
haya  recibido  de  su  cliente ,  ó  preste  á  la  primera  algún  ser- 
vicio en  perjuicio  del  segundo,  debe  tornar  lo  que  haya  re- 
cibido por  la  dirección  de  aquel  negocio,  y  queda  privado 
ademas  del  ejercicio  de  su  profesión  :  arts.  6  y  8,  ley  de  2 
de  marzo  de  1839. 

Deben  sobrentenderse  suprimidas  también  en  esta  repú- 
blica la  pena  de  confiscación  del  todo  ó  parte  de  los  bienes, 
y  la  perpetuidad  del  destierro,  por  hallarse  abolida  la 
primera  y  suprimida  dicha  circunstancia  en  la  segunda. 
Respecto  al  papel  sellado  ademas,  no  puede  boy  guardarse 
la  rl.  cédula  de  22  de  julio  de  1784,  que  igualó  á"su  falsifi- 
cador con  el  monedero  falso,  tanto  en  la  pena  como  en  el 
procedimiento  ,  porque  habiéndolo  dispuesto  así  respecto  al 
castigo  el  art.  19  de  la  ley  de  8  de  octubre  de  1821 ,  no  se 
repitió  esta  disposición,  y  quedó  derogada  por  consiguiente 
en  la  reforma  de  11  de  agosto  de  18-23  y  en  las  sucesivas 
hasta  la  última  de  18  de  abril  de  1858:  ley  7,  lit.  40,  Ub.  12, 
Nov.  Rec., y  art.  206,  Consul,  de  24  de  setiembre  de  1850. 

***  En  la  república  de  Chile,  ademas  de  sobrentenderse 
suprimida  igualmente  la  pena  de  confiscación  de  bienes, 
abolida  por  el  art.  14a  de  la  Constit.  de  1833  ,  debe  tenerse 
presente  que  por  real  céd.  de  22  de  julio  de  1784  se  mandó, 
que  el  falsificador  de  los  sellos  del  papel  sellado  sea  juzgado 
por  los  mismos  trámites  y  castigado  con  la  misma  pena  que 
el  monedero  falso.  ] 

FALSIFICACIÓN.  La  acción  de  contrahacer,  adulterar 
ó  corromper  alguna  cosa  ,  como  la  escritura  ,  la  moneda ,  la 
medicina.  La  palabra  falsificación  no  tiene  una  significación 
tan  estensa  comola  de  falsedad:  toda  falsificación  es  falsedad, 
pero  no  toda  falsedad  es  falsificación.  Hay  falsedad,  siempre 
que  se  procede  con  mentira  ó  engaño,  siempre  que  se  falta 
voluntariamente  á  la  verdad,  sea  por  comisión,  como  cuando 
un  testigo  dice  falso  testimonio,  sea  por  omisión,  como  cuando 
el  testigo  calla  y  encubre  lo  que  debia  decir;  mas  no  hay 
falsificación  sino  cuando  interviene  contrafaccion,  ficción, 
ó  alteración  real  y  efectiva  de  una  cosa  material,  como  de 
una  firma,  de  un  sello  ,  de  un  testamento,  de  una  escritura: 
la  falsedad  puede  cometerse  con  palabras,  con  escritos,  con 
hechos  y  por  uso  ó  abuso,  y  la  falsificación  solo  con  escritos 


y  hechos  ó  acciones.  La  falsedad  es  pues  el  género  y  la  falsi- 
ficación una  especie.  Véase  Falsedad. 
FALSO.  Lo  engañoso,  fingido,  simulado  ó  falto  de  ley; 

—  lo  incierto  y  contrario  á  la  verdad,  como  citas  falsas, 
argumentos  falsos ,  testimonio  falso  ;  —  lo  que  se  contrahace 
maliciosamente  imitando  á  lo  legítimo,  como  la  moneda  falsa; 

—  y  lo  que  no-  es  conforme  á  lo  prescrito  por  la  ley,  como  la 
medida  ó  peso  hecho  ó  dispuesto  de  manera  que  lo  que  se 
mide  ó  pesa  no  resulta  cabal.  Véase  Falsedad  ,  Monedero 
falso,  Testigo  falso,  Pesos  y  medidas. 

FALSO  testimomo.  La  impostura  ó  acusación  contra  el 
inocente ,  y  la  deposición  que  hace  un  testigo  contra  verdad. 
Véase  Calumnia  y  Testigo  falso. 

FAl/fA.  El  defecto  en  el  obrar  contra  la  obligación  de 
cada  uno  ;  la  acción  ú  omisión  perjudicial  en  que  uno  incurre 
por  ignorancia,  impericia  ,  precipitación  ó  negligencia;  ó  la 
omisión  del  cuidado  y  exactitud  que  uno  debe  poner  en  al- 
guna cosa.  Véase  Culpa ,  Ignorancia ,  Impericia  y  Negli- 
gencia. 

Los  alcaldes  de  los  pueblos  son  jueces  ordinarios  para 
conocer,  á  prevención  con  el  juez  letrado  de  primera  instan- 
cia donde  le  hubiere,  de  los  negocios  criminales  sobre  inju- 
rias y  faltas  livianas  que  no  merezcan  otra  pena  que  alguna 
reprensión  ó  corrección  lijera,  determinándolos  en  juicio 
verbal  ;  reglam.  de  25  de  setiembre  de  1853  ,  art.  51.  Véaso 
Juicio  verbal. 

FALLAR.  Decidir  ó  determinar  alguna  cosa. 

FALLIDO.  El  comerciante  que  suspende  su  giro  ó  trá- 
fico ,  por  haber  caido  en  la  imposibilidad  de  pagar  sus 
deudas.  El  comerciante  fallido  se  distingue  del  que  hace 
bancarrota  en  que  el  primero  suspende  sus  pagos  por  la 
imposibilidad  á  que  le  han  reducido  las  revoluciones  impre- 
vistasdel  comercio,  ó  bien  algunos  accidentes,  como  un 
incendio  ,  una  guerra  ó  un  naufragio;  y  el  segundo  deja  de 
pagar  por  efecto  de  fraude  ó  dolo  ó  faltas  graves ,  ó  por  ha- 
berse alzado  con  los  caudales  que  no  le  pertenecen.  La  pa- 
labra fallido  viene  del  verbo  latino  fallerc  que  significa  en- 
gañar, y  equivale  por  consiguiente  á  engañado  ó  chasqueado. 
Algunos  por  el  contrario  entienden  por  fallido  al  comerciante 
que  ha  quebrado  de  mala  fe,  y  no  pocos  designan  con  esta 
voz  así  al  quebrado  fraudulento  como  al  inculpable.  El  có- 
digo de  comercio  no  se  sirve  de  esta  palabra ,  como  tampoco 
de  la  de  bancarrota.  Véase  Bancarrota  y  Quebrado. 

FALLO.  La  sentencia  definitiva  del  juez  en  algún  pleito 
ó  causa.  Véase  Sentencia. 

FAMA.  El  buen  estado  del  hombre  que  vive  rectamente 
conforme  á  la  ley  y  á  las  buenas  costumbres  ,  ley  1 ,  tit.  0, 
Part.  7;  y  la  opinion  pública  que  se  tiene  de  alguna  per- 
sona. La  primera  se  dice  fama  del  hombre  en  sí  mismo ,  ó 
simplemente  fama  del  hombre;  y  la  segunda,  fama  del 
hombre  con  respecto  á  los  otros,  ó  simplemente  fama  entre 
los  hombres. 

I.  La  fama  pública  se  diferencia  del  rumor:  Io.  en  que  no 
hay  fama  sino  cuando  toda  la  población  ó  su  mayor  parto 
afirma  alguna  cosa  ;  y  hay  solo  rumor  cuando  no  la  afirma 
sino  una  parte  menor,  como  la  mitad  ,  la  tercera  ó  la  cuarta: 
2o.  en  que  la  fama  propiamente  dicha  trae  su  origen  de  per- 
sonas ciertas;  y  el  rumor  es  vago  sin  origen  cierto  y  cono- 
cido :  5o.  en  que  el  rumor  es  menos  que  la  fama,  y  prueba 
menos  que  esta ,  pues  la  fama  es  aserción  común  del  pueblo  ; 
y  el  rumor  no  lo  es  sino  de  algunos  individuos  :  4o.  en  que 
la  fama  va  creciendo  con  el  tiempo  ,  vires  acquiril  cundo;  y 
el  rumor  suele  desvanecerse  pronto. 

II.  Para  que  la  fama  sirva  de  prueba,  se  requiere:  — 
Io.  que  se  derive  de  personas  ciertas  que  sean  graves,  ho- 
nestas, fidedignas  y  desinteresadas,  no  debiendo  tomarse 
en  consideración  la,  que  nace  de  personas  maléficas,  sospe- 
chosas ó  interesadas  en  ella  ;  —  2o.  que.se  funde  en  causas 
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probables  ;  de  modo  que  los  testigos  que  depongan  sobre  la 
existencia  de  la  fama  .  no  solo  han  de  manifestar  las  personas 
de  quienes  oyeron  èi  asunto  de  que  se  trata  ,  sino  que  deben 
espresar  también  las  causas  que  indujeron  al  pueblo  á  çreérfo  : 

—  5o.  que  se  refiera  à  tiempo  anterior  al  pleito,  pues  do 
otro  modo  puede  presumirse  que  este  ha  dado  motivo  á  ella  : 

—  U°.  que  sea  uniforme,  constante,  perpetua  é  inconcusa  , 
de  modo  que  una  fama  no  se  destruya  por  otra  fama  ;  bien 
que  en  concurso  de  una  fama  buena  y  otra  mala,  siempre 
ha  de  preferirse  la  buena  ,  aunque  no  sean  tantos  los  testigos 
que  depongan  sobre  esta  como  los  que  afirmen  aquella. 

III.  La  fama  ó  notoriedad  se  reputa  probada  con  el  testi- 
monio de  dos  ó  tres  testigos  graves,  fidedignos  y  mayores 
de  toda  escepcion,  cuando  juran  que  así  lo  siente  la  mayor 
parte  del  pueblo. 

IV.  La  fama,  aunque  esté  probada ,  no  hace  regularmente 
por  sí  misma  plena  prueba ,  porque  muchas  veces  es  falaz  y 
engañosa,  pues  como  dice  el  derecho  canónico  (cap.  cùm  in 
juvenl.,  12,  de  purgal.  canon.  ),  dicLum  unius  facile  sequilür 
multiludo.  Tiene  á  veces  un  hombre  el  capricho  de  decir 
una  cosa  contra  otro  sin  mas  fundamento  que  el  de  una  noticia 
inexacta  ó  el  de  una  secreta  antipatía  cuya  causa  le  es  quizá 
desconocida  á  él  mismo  ;  los  oyentes  se  hacen  luego  un  pla- 
cer en  reproducir  su  dicho  en  otras  partes;  las  especies  se 
multiplican  y  van  tomando  cuerpo  ;  nace  la  persuasion  y  se 
comunica  como  un  contagio  ;  adóptala  insensiblemente  el 
vulgo  crédulo  que  tan  fácil  es  de  sorprender,  y  bé  aquí  for- 
mada la  fama  pública  que  tal  vez  condena  al  inocente.  ¿Qué 
viene  á  ser  pues  á  veces  la  fama  pública?  Un  eco  que  repite 
los  sonidos  y  los  multiplica  al  infinito  ;  el  eco  de  la  voz  de 
un  hombre  que  tal  vez  habló  de  chanza,  que  tal  vez  quiso 
desacreditar  á  un  sugeto  virtuoso  que  se  oponía  á  sus 
perversos  designios,  ó  que  tal  vez  se  propuso  burlarse  del 
público/ 

V.  No  será  por  lo  tanto  la  fama  pública  una  prueba  sufi- 
ciente para  imponer  una  pena,  porque  al  efecto  se  necesitan 
pruebas  mas  claras  que  la  luz,  ni  aun  para  hacer  una  pri- 
sión, y  arrastrar  á  un  hombre  al  tribunal  de  justicia  :  pero 
si  existe  un  cuerpo  de  delito ,  será  motivo  bastante  para  in- 
quirir, y  aun  en  caso  de  haber  algún  indicio  contra  el  su- 
geto designado  por  la  voz  común,  podrá  procederse  contra 
él ,  por  lo  mucho  que  interesa  el  evitar  que  los  crímenes 
queden  sin  castigo. 

•  VI.  Mas  en  las  causas  civiles  hace  la  fama  pública  prueba 
semiplena;  y  aun  según  muchos  autores,  la  hace  plena  en 
los  casos  siguientes  :  —  Io.  en  las  cosas  antiguas  que  esce- 
den la  memoria  de  los  hombres ,  pues  habiendo  perecido 
por  la  injuria  de  los  tiempos  los  documentos  legítimos,  sue- 
len admitirse  pruebas  mas  lijeras  :  —  2o.  cuando  concurren 
otros  adminículos  ó  presunciones:  — 5o.  en  las  cosas  de 
poco  perjuicio  y  en  las  causas  lijerás  :  —  4o.  cuando  se  trata 
del  interdicto  restitutorio,  pues  entonces,  probada  !a  fama 
pública ,  debe  restituirse  la  posesión  al  que  se  sirve  de  este 
remedio  :  —  '6°.  en  las  cosas  que  son  de  difícil  prueba  :  — 
6o.  cuando  se  trata  de  evitar  un  escándalo  ó  delito.  Sin  em- 
bargo ,  la  prudencia  dej  juez  debe  pesar  en  cada  caso  las 
circunstancias,  y  examinar  con  cuidado  la  mayor  ó  menor 
fuerza  de  la  fama,  que  rara  vez,  si  acaso  alguna,  podrá 
producir  los  efectos  de  una  prueba  completa.  Vera  est  Bahti 
scnlentia,  dice  Argentreo,  fumam  non  esse  per  se  specian 
probtilionis,  sedeijere  adminiculis  el  subslanlia  vüti,  el  va- 
lere ad  inquirendum ,  non  ad  judicandum ,  el  circa  prepa- 
ratoria, non  circa  decisoria.  Véase  Muerte. 

VII.  La  buena  fama  de!  hombre  es  una  propiedad  suya  ;  y 
el  que  atentare  á  ella ,  se  hace  su  enemigo  y  se  espone  á  in- 
currir en  varias  penas.  Véase  Calumnia  ,  lujuria ,  Infamia 
y  Enemigo. 

FAÏffilLïA.  La  reunión  do  muchas  personas  que  viven 
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en  una  casa  oajo  la  dependencia  de  un  jeie  ;  —  y  el  conjunto 
de  las  personas  que  descendiendo  de  un  troncó  común  se 
hallan  unidas  por  los  lazos  del  parentesco.  —  Por  familia  so 
entiende  ,  segün  dice  la  ley  6  ,  líj.  33,  Parí.  7,  el  señor  de 
ella,  su  mujer,  hijos,  sirvientas  y  demás  criados  que  viven 
con  él  sujetos  á  sus  mandatos.  Se  dice  padre  de  familias  cí 
señor  de  la  casa  aunque  no  tenga  hijos,  y  madre  de  fa 
Ja  mujer  que  vive  en  su  casa  honestamente  ó  es  de  buenas 
costumbres  ;  ley  cit. 

FAMILIAR.  Cualquiera  persona  de  la  familia  que  viva 
bajo  la  potestad  del  padre  de  familias  :  —  el  ministro  de  la 
Inquisición  que  asistía  á  las  prisiones  y  otros  encargos  de 
este  tribunal  :  —  en  la  orden  militar  de  Alcántara  el  que  an- 
tiguamente era  admitido  por  tal  en  ella  ,  ofreciendo  gratui- 
tamente para  de  presente  ó  futuro  el  lodo  ó  parte  de  sus 
bienes  ;  —  y  el  demonio  que  el  vulgo  ignorante  cree  tener 
trato  con  alguna  persona,  y  que  le  comunica  y  acompaña  y 
sirve  de  ordinario  ,  llevándole  en  algún  anillo  ú  otra  alhaja 
doméstica.  Véase  Amo. 

FARDA.  Una  especie  de  contribución  ó  pecho  que  anti- 
guamente pagaban  los  estranjeros  en  España.  Según  Ripia  , 
era  un  ramo  de  los  que  componían  la  renta  de  población 
de  Granada,  y  la  pagaban  todas  las  ciudades,  villas  y  luga- 
res de  este  reino  para  mantener  las  centinelas  de  la  costa  : 
1  mas  después  de  la  rebelión  de  »..s  moriscos  ,  se  eximió  de 
ella  à  los  lugares  repoblados,  quedando  los  reatantes  con  la 
obligación  de  satisfacer  anualmente  cierta  cantidad  ene  se 
carga  sobre  los  propios. 

FARMACÉUTICO.  El  que  profesa  ó  ejerce  la  farma- 
cia ,  que  es  la  ciencia  que  enseña  á  conocer  los  cuerpos  na- 
turales y  el  modo  de  prepararlos  y  combinarlos  para  que 
sirvan  de  remedio  en  las  enfermedades  ó  para  conservar  la 
salud.  Véase  Boticario. 

FASCES.  Las  insignias  del  cónsul  romano,  que  se  com- 
ponían de  una  segur  en  un  hacecillo  de  varas. 

FAUTOR.  En  general  es  el  que  favorece  y  ayuda  á  otro; 
pero  se  aplica  especialmente  en  la  jurisprudencia  criminal 
al  que  favorece  y  ayuda  á  otro  para  cometer  un  delito. 

I.  No  solamente  los  autores  del  delito  ó  de  la  culpa ,  sino 
también  los  cómplices,  los  auxiliadores  y  fautores,  y  los  re- 
ceptadores y  encubridores,  son  delincuentes  ó  culpables  y 
quedan  sujetos  á  la  responsabilidad  que  les  imponga  la  ley; 
pero  no  todos  son  culpables  ó  delincuentes  en  el  mismo 
grado,  y  no  todos  por  consiguiente  han  de  ser  castigados  con 
la  misma  pena.  Importa  pues  sobremanera  distinguirlos  unos 
de  otros  ,  para  que  no  sufra  cada  uno  sino  precisamente  la 
pena  que  merece.  Por  desgracia ,  ni  nuestras  leyes  ni  nues- 
tros autores  se  han  ocupado  mucho  de  hacer  esta  distinción , 
y  á  veces  han  envuelto  en  el  mismo  castigo  á  los  que  dé 
cualquier  modo  han  tomado  parte  en  la  perpetración  de  al- 
gún crimen.  Solo  el  código  penal  de  1822  se  esforzó  en  tra- 
zar una  línea  divisoria  entre  las  diferentes  clases  de  delin- 
cuentes ;  esto  es ,  entre  los  autores  del  delito  ó  culpa, 
cómplices  ,  auxiliadores  ó  fautores ,  y  receptadores  ó  encu- 
bridores. Véase  Delito,  Cómplice ,  Encubridor  y  Consejo. 

II.  Según  el  mismo  código  ,  en  su  art.  16,  «  son  auxilia- 
dores y  fautores  :  Primero  :  los  que  voluntariamente  y  â  sa- 
biendasconciertan  entre  sí  la  ejecución  de  una  culpa  ó  delito 
que  Héga  á  tener  efecto  ;  pero  que  no  cooperan  ni  ayudan 
á  su  perpetración  en  el  acto  de  cometerlo,  ni  la  causan  por 
ninguno  de  los  medios  espresados  en  el  articulo  l't  (véase 
Cómjdicc).  Sed/undo:  los  que  sin  noticia  ni  concierto  previo 
acerca  de  la  culpa  ó  delito  .  y  sin  ayudar  ni  cooperar  para 
su  ejecución  acompañan  en  ella  voluntariamente  y  a  sabion- 
do i>l  quo  lo  dómele,  y  le  ayudan  después  de  cometido  para 
ocultarse  ó  encubrir  cí  delito,  ó  se  aprovechan  de  sus 
secuencias  con  el  reo  principal.  Tercero:  fós  que  habiendo 
ordenado,  sugerido  ¡  aconsejado  ,  enseñado  ó  facilitado  yo- 
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luntariamenle  y  á  sabiendas  la  ejecución  de  un  delito,  ó  so- 
bornado ,  amenazado  ó  provocado  para  ella ,  son  causa  de 
que  en  vez  de  aquel  delito  se  cometa  otro  mayor  ó  diferente 
por  consecuencia  ó  efecto  inmediato  de  la  orden,  consejo  ó 
instrucción  dada ,  ó  de  la  sugestión,  soborno ,  amenaza  ó 
provocación  hecha.  Cuarto  :  los  que  voluntariamente  y  á 
sabiendas  por  sus  discursos,  sugestiones,  consejos,  instruc- 
ciones, órdenes,  amenazas  ú  otros  artificios  culpables,  aun- 
que no  provoquen  directamente  á  cometer  ei  delito  ó  culpa, 
contribuyen  principalmente  á  que  se  cometa.  Quinta  :los  que 
voluntariamente  conciertan  con  alguno  de  los  reos  princi- 
pales ó  cómplices,  antes  de  cometerse  el  delito ,  y  con  cono- 
cimiento de  este ,  que  receptarán  ú  ocultarán  la  persona  de 
alguno  de  ellos,  ó  las  armas,  instrumentos  ó  utensilios  de 
la  ejecución  ,  ó  alguno  de  los  efectos  en  que  consiste  el  de- 
lito ,  ó  que  los  comprarán,  espenderán  ó  distribuirán  en 
todo  ó  parte.  Sexto  :  los  que  voluntariamente  y  á  sabiendas 
sirven  de  espias  ó  centinelas ,  ó  hacen  espaldas  á  los  delin- 
cuentes para  la  ejecución  de  un  delito,  ó  les  prestan  para 
ello  algún  abrigo  ,  noticia  ó  auxilio,  no  llegando  á  incurrir 
en  ninguno  de  los  casos  del  artículo  \h  (véase  Cómplice) ,  ó 
les  facilitan  los  medios  de  reunirse ,  ó  les  ofrecen  antes  de  la 
ejecución  y  con  conocimiento  de  ella  protección,  defensa  ó 
cualquiera  otra  ayuda  para  salvarlos  ó  encubrir  el  delito.  » 
III.  La  pena  de  los  auxiliadores  y  fautores  debe  ser  menor 
que  la  de  los  autores  y  de  los  cómplices,  pues  que  efectiva- 
mente es  menor  su  delincuencia.  El  citado  artículo  16  del 
código  penal  quiere  que  los  auxiliadores  y  fautores  sean  cas- 
tigados con  la  mitad  á  las  dos  terceras  partes  de  la  pena  se- 
ñalada por  la  ley  contra  los  autores  del  delito  ó  culpa  ,  á  no 
disponer  espresamente  otra  cosa  la  misma  ley  ;  observán- 
dose ademas  lo  prescrito  en  los  artículos  92,  95  y  100,  que 
puede  verse  al  fin  de  la  palabra  Cómplice.  Añade  el  art.  19 , 
que  las  mujeres ,  hijos  ,  nietos  ó  biznietos  que  en  cualquiera 
de  los  casos  primero,  segundo  ,  quinto  y  sexto  del  art.  16 
sean  auxiliadores  y  fautores  del  delito  cometido  por  sus  ma- 
ridos, padres  ú  otro  ascendiente  en  línea  recta,  no  sean  cas- 
tigados sino  con  la  mitad  de  la  pena  señalada  por  la  ley  con- 
tra los  autores  del  delito.  Si  bien  estas  disposiciones  no  están 
vigentes ,  pueden  servir  de  pauta  para  la  graduación  de  las 
penas  de  los  fautores.  Véase  Auxiliadores,  Cómplices  y 
Encubridores. 

FAZAÑA.  En  lo  antiguo  se  llamaba  así  la  sentencia  dada 
en  algún  pleito  ;  y  juzgar  por  fu-añas  no  era  otra  cosa  que 
aplicar  en  un  pleito  la  sentencia  dada  por  el  mismo  tribunal 
ó  por  otro  en  algún  otro  pleito  anterior  que  se  asemejaba  ó 
parecía  asemejarse  al  posterior.  Este  modo  de  juzgar  hubo 
de  ser  demasiado  frecuente  en  tiempos  en  que  se  carecía  de 
un  código  general  para  toda  la  nación.  «  Un  gran  número  de 
pueblos,  dice  el  doctor  Marina  en  su  Ensayo  histérico-cri- 
tico, n.  279,  no  tenian  fuero,  ni  conocían  mas  ley  que  el 
uso  y  la  costumbre  :  los  de  otras  muchas  villas  y  lugares 
eran  tan  diminuios  ,  que  estaban  reducidos  á  los  pactos  de 
población  y  á  algunas  esenciones  y  gracias  :  los  mas  insig- 
nes cuadernos  municipales,  al  paso  que  se  estendian  proli- 
jamente en  leyes  militares,  agrarias  y  económicas  ,  esca- 
seaban mucho  de  leyes  civiles  ;  y  fué  necesario  conceder 
demasiadas  facultades  á  los  juzgadores  ó  alcaldes  ,  así  como 
á  los  jueces  compromisarios ,  para  que  su  tino  y  prudencia 
acordase  lo  mas  conveniente  en  los  casos  no  comprendidos 
en  los  fueros.  De  aquí  la  multitud  de  sentencias  arbitrarias 
dictadas  por  el  capricho  y  producidas  por  la  ignorancia,  to- 
das ridiculas  y  muchas  injustas,  y  como  dijo  bellamente  el 
rey  Sabio  hablando  de  ellas,  fazañas  desaguisadas.»  En  tal 
estado  de  cosas ,  era  muy  natural  que  las  sentencias  ó  faza- 
ñas que  se  habían  dado  en  algunos  pleitos  ,  se  reprodujesen 
y  aplicasen  en  otros  ,  con  oportunidad  ó  sin  ella  ,  con  justi- 
cia 6  iniquidad.  Lo  cierto  es  que  el  legislador  se  vio  en  la 


necesidad  de  ocurrir  á  este  mal ,  y  mandó  que  se  tuvieso 
por  nulo  todo  juicio  que  fuere  dado  por  fazaña  de  otro,  de- 
jando solo  con  fuerza  las  fazañas  del  rey  para  que  pudieran 
servir  de  repla  en  pleitos  semejantes;  ley  198  del  Estilo,  y 
ley  {k ,  tít.  22 ,  Parí.  5.  Véase  Ejemplar  ó  Ejemplo. 
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PE.  La  creencia  que  se  da  á  las  cosas  por  la  autoridad 
del  que  las  dice  :  —  la  palabra  que  se  da  ó  promesa  que  se 
hace  á  otro  con  cierta  solemnidad  ó  publicidad  :  —  la  fide- 
lidad en  el  cumplimiento  de  las  promesas  :  —  la  confianza  y 
seguridad  que  uno  tiene  de  conseguir  la  cosa  deseada  ó  pro- 
metida :  —  El  dictamen  de  la  conciencia ,  en  cuya  acepción 
se  llama  fe  la  persuasion  en  que  uno  está  de  que  una  cosa  63 
suya  ó  ajena  :  —  la  equidad  considerada  en  los  contratos ,  y 
en  este  sentido  se  dice  que  hay  ciertos  contratos  de  buena 
fe  y  otros  de  riguroso  derecho  :  —  la  seguridad  ó  asevera- 
ción de  que  alguna  cosa  es  cierta;  y  el  testimonio  ó  certifi- 
cación que  se  da  de  la  certeza  de  alguna  cosa,  como  fe  de 
vida ,  que  es  la  que  da  el  escribano  de  que  alguna  persona 
vive,  etc.  —  Dar  fe  es  certificar  los  escribanos  por  escrito 
de  alguna  cosa  que  ha  pasado  ante  ellos.  Hacer  fe  es  ser  su- 
ficiente algún  dicho  ó  escrito  para  que  se* tenga  por  verdad 
lo  que  se  intenta  probar  con  ellos.  La  fe  como  dictamen  de 
la  conciencia ,  se  divide  en  buena  y  mala.  —  Buena  fe  no  es 
mas  que  la  opinion  ó  creencia  en  que  uno  está  de  que  posee 
legítimamente  alguna  cosa ,  como  cuando  compramos  un 
fundo  á  un  sugeto  que  creíamos  era  el  propietario  ó  tenia  á 
lo  menos  poder  para  enajenarlo  ,  aunque  en  realidad  carecía 
de  estas  dos  cualidades,  y  mala  fe  es  la  convicción  íntima  en 
que  uno  se  halla  de  que  no  posee  legítimamente  alguna  cosa, 
por  haberla  tomado  sin  derecho  ó  adquirido  de  persona  que 
no  podía  enajenarla.  También  se  llama  buena  fe,  en  sentido 
mas  general ,  el  modo  sincero  y  justo  con  que  uno  procede 
en  sus  contratos ,  sin  tratar  de  engañar  á  la  persona  con 
quien  los  celebra;  al  paso  que  górmala  fe  se  entiende  el 
procedimiento  en  que  falta  la  sinceridad  y  reina  la  malicia. 
Véase  Accesión  industrial,  Accesión  mixta,  Poseedor  de 
buena  fe ,  Poseedor  de  mala  fe ,  y  Excusa ,  n.  Io. 

FE.  En  el  lenguaje  religioso  es  la  creencia  que  debemos 
dar  á  los  dogmas  revelados  por  Dios  ;  y  la  colección  ó  con- 
junto de  los  mismos  dogmas.  —  El  conocimiento  de  las  cau- 
sas de  fe  perteneció  en  lo  antiguo  á  los  obispos ,  después  al 
tribunal  de  la  Inquisición  ,  y  últimamente  se  ha  devuelto  á 
los  prelados  diocesanos  por  real  decreto  de  9  de  marzo  do 
1820  y  real  orden  de  Io.  de  julio  de  Í85S.  Et  tenor  de  esta 
es  como  sigue  : 

«  Abolido  por  real  decreto  de  9  de  marzo  de  1820  el  tri- 
bunal de  la  Inquisición ,  á  cuyo  restablecimiento  se  resistió 
constantemente  el  Sr.  Don  Fernando  VII  en  los  años  poste- 
riores de  su  reinado  ,  debieran  todos  los  RR.  obispos  y  sus 
vicarios  arreglarse  en  el  conocimiento  de  las  causas  de  fe  á 
los  sagrados  cánones  y  derecho  común ,  según  se  les  previno 
por  dicho  decreto  :  pero  con  todo,  desentendiéndose  de  su 
observancia  algunos  prelados  eclesiásticos,  se  propasaron 
á  establecer  en  sus  respectivas  diócesis  juntas  llamadas  de 
fe ,  que  eran  otros  tantos  tribunales  inquisitoriales  ,  encar- 
gados de  conocer  de  todo  delito  de  que  antes  conocía  la  es- 
tinguida  Inquisición ,  de  castigarlo  con  penas  espirituales  y 
aun  corporales ,  y  de  guardar  en  su  ministerio  el  mas  invio- 
lable sigilo.  Desde  que  estas  inesparadas  novedades  llega- 
ron en  el  año  de  182b  á  noticia  del  gobierno,  se  apresuró  el 
propio  Sr.  D.  Fernando  VII  á  reprimirlas,  mandando  á  con- 
sulta del  suprimido  Consejo  de  Castilla,  que  cesasen  inme- 
diatamente las  juntas  establecidas.  Su  buen  celo  ,  sin  em- 
bargo ,  y  sus  providencias ,  como  diciadas  para  casos 
particulares,  no  alcanzaron  á  remediar  el  mal  que  había, 
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Cundido  en  otras  partes  donde  ignoraba  que  existiese.  Así 
es  que  sorda  y  abusivamente  se  fué  dando  nueva  vida  al 
método  de  sustanciar  las  causas  de  fe  que  habia  seguido  la 
estinguida  Inquisición  :  método  que  teniendo  por  base  un 
misterioso  sigilo  ,  privaba  á  los  acusados  de  la  natural  de- 
fensa ocultándoles  los  nombres  de  los  testigos,  contra  loque 
previenen  los  cánones  y  leyes  del  reino  ,  contra  la  práctica 
de  publicidad  seguida  constantemente  en  estas  causas  por 
los  obispos  en  los  siglos  anteriores  al  establecimiento  de  la 
Inquisición ,  en  los  que  supieron  sin  ella  conservar  en  su 
pureza  el  depósito  de  la  fe  ;  y  aun  contra  lo  que  virtualmente 
dispone  el  breve  de  Pió  VII  de  5  de  octubre  de  1829,  inserto 
en  real  cédula  de  6  de  febrero  del  año  siguiente ,  por  el  que 
se  mandan  admitir  las  apelaciones  en  las  mencionadas  cau- 
sas hasta  que  haya  tres  sentencias  conformes.  Deseando, 
pues,  la  reina  gobernadora  evitar  para  siempre  semejantes 
abusos  se  ha  servido  mandar,  de  conformidad  con  el  dicta- 
men de  la  sección  de  Gracia  y  Justicia  del  Consejo  Real  : 

Primero.  Que  cesen  inmediatamente  las  juntas  llamadas 
de  fe  ó  tribunales  especiales  que  puedan  existir  todavía  en 
cualquier  diócesis  en  que  se  hubiesen  establecido. 

Segundo.  Que  los  prelados  diocesanos  y  sus  vicarios  ,  en 
el  conocimiento  de  las  causas  de  fe  y  de  las  demás  de  que 
conocía  el  estinguido  tribunal  de  la  Inquisición,  se  arreglen 
á  la  ley  2a.,  til.  26,  Part.  7a.,  á  los  sagrados  cánones  ,  y  al 
derecho  común. 

Tercero.  Que  las  mencionadas  causas  se  sustancien  con- 
forme en  un  todo  á  lo  que  se  ejecuta  en  los  demás  juicios  ecle- 
siásticos, admitiéndose  las  apelaciones,  recursos  de  fuerza , 
y  otros  que  procedan  de  derecho. 

Cuarto.  Que  en  aquellas  de  cuya  publicidad  pueda  resul- 
tar escándalo rú  ofensa  á  las  buenas  costumbres,  se  observe 
una  prudente  cautela  para  que  no  se  divulguen,  verificán- 
dose siempre  su  vista  á  puerta  cerrada,  con  asistencia  del 
acusado  y  su  defensor,  para  quienes  en  ningún  caso  habrá 
cosa  alguna  secreta  ni  reservada ,  como  en  las  de  igual 
clase  se  practica  en  los  tribunales  civiles.  » 

FECHA.  La  data  de  la  escritura,  carta  ó  papel.  La  fecha 
debe  ponerse  en  los  instrumentos  públicos  con  todas  sus 
letras  y  no  con  cifras  ni  guarismos,  y  es  de  tanta  importan- 
cia que  sin  ella  no  hacen  fe  los  documentos  (l).Véase  Data. 

FEHACIENTE.  Lo  que  hace  fe  enjuicio,  estoes,  lo 
que  tiene  todos  los  requisitos  necesarios  para  que  en  su  vista 
pueda  el  juez  acceder  á  lo  que  á  su  consecuencia  pide  la 
parte.  Véase  Instrumento. 

FELONÍA.  En  el  régimen  feudal,  la  deslealtad  ó  trai- 
ción que  cometía  un  vasallo  contra  su  señor,  y  la  injuria 
atroz  de  un  señor  contra  su  vasallo  ,  maltratándole  de  hecho 
ó  de  palabra,  ó  maquinando  su  muerte  ó  su  deshonra.  Felo- 
nía viene  de  la  palabra  latina  fcl ,  hiél.  —  La  felonía  del 
vasallo  era  castigada  con  el  comiso  de  la  cosa  que  habia 
recibido  del  señor  á  título  de  feudo  ,  por  razón  de  su  ingra-  • 
tí'.ud  y  deslealtad  ;  y  la  felonía  del  señor  era  castigada  con 
la  privación  del  dominio  directo ,  porque  si  el  vasallo  debía 
fidelidad  al  señor,  el  señor  por  su  parte  debia  protección  y 
amistad  al  vasallo.  Véase  Feudo. 

FERIAS.  Los  dias  en  que  están  cerrados  los  tribunales , 
y  suspendido  el  curso  de  las  diligencias  y  negocios  de  jus- 
ticia. Llárnanse  así  à  feriendis  victimis,  porque  los  diasen 
que  se  cerraban  los  tribunales  entre  los  Romanos  ,  eran  por 
lo  regular  los  que  estaban  destinados  para  los  sacrificios. 
Véase  Día  feriado. 

FERIAS  Y  meucados.  Así  las  ferias  como  los  mercados 
son  las  reuniones  de  mercaderes  y  negociantes  en  lugares  y 
dias  señalados  para  vender,  comprar  y  permutar  ropas, 

(1)  Ley  29,  tít.  23,  lib.  2,  Rec.  de  Ind.,  que  concuerda  con  la 
21,  tít.  8,  lib.  5,  Rec;  y  7,  tít.  19,  y  R¿,íít.  18,  Part.  3. 


ganados  ,  frutos  y  otros  géneros  ó  mercaderías  ;  y  también 
se  llaman  así  los  mismos  lugares  ó  sitios  en  que  se  verifica 
la  concurrencia.  Pero  las  ferias  se  distinguen  de  los  merca- 
dos ,  en  que  aquellas  son  reuniones  mas  numerosas  y  solem- 
nes, y  de  consiguiente  mas  raras,  como  que  no  suelen  cele- 
brarse en  los  pueblos  donde  las  hay  sino  una  vez  al  año ,  al 
paso  que  los  mercados  no  tienen  por  lo  regular  tanta  con- 
currencia de  gente  ni  tanta  abundancia  de  mercancías ,  y  se 
celebran  uno  ó  dos  ó  mas  dias  semanalmente  en  los  pueblos 
grandes. 

I.  La  etimología  de  la  palabra  mercado  está  patente  :  mas 
la  palabra  feria  se  deriva,  según  unos,  de  la  latina  forum 
que  significa  plaza  pública  ;  según  otros,  de  feriœ ,  porque 
no  suele  haber  feria  sino  en  los  lugares  en  que  se  celebra 
alguna  fiesta;  según  otros  de  ferendo  ,  porque  todas  las  cla- 
ses de  traficantes  llevan  á  ella  sus  mercancías;  y  según 
otros,  de  fera  ,  fiera,  porque  la  feria  general  instituida  en 
Roma  por  Tarquino  el  soberbio  se  finalizaba  con  el  sacrificio 
de  un  toro ,  que  luego  se  repartía  entre  los  concurrentes. 
Llamáronse  también  las  ferias  entre  los  Romanos  nnndince 
ú  novendinœ ,  ó  porque  duraban  nueve  dias ,  ó  porque  se 
celebraban  el  nono  día  después  de  los  ocho  en  que  se  hacia 
la  promulgación  de  las  leyes. 

II.  Las  ferias  y  mercados  pueden  ser  francos  ó  no  francos  : 
son  francos  aquellos  en  que  no  se  pagan  alcabalas  ni  otros 
derechos  reales  ;  y  no  francos  aquellos  en  que  se  pagan  los 
mismos  derechos  ó  gravámenes  que  fuera  de  ellos. 

III.  La  concesión  de  nuevas  ferias  y  mercados,  con  fran- 
quicia ó  sin  ella,  ó  el  restablecimiento  de  las  antiguas  que 
estén  en  desuso  ,  sea  por  el  motivo  que  fuere ,  corresponde 
á  la  corona ,  y  no  puede  celebrarse  sin  facultad  real  ninguna 
de  estas  reuniones;  ley  2,  lit.  1 ,  Part.  2,  ley  5  ,  til.  7, 
Part.  5  ;  leyes  1,2,7  y  8,  tít.  7,  lib.  9,  Nov.  Rec.  ;  real 
orden  de  17  de  mayo  de  1834  ;  y  decr.  de  Corles  de  2't  de 
mayo  de  1837. 

IV.  Según  las  leyes  7  y  8 ,  tít.  7,  lib.  9  de  la  Nov.  Rec, 
las  pretensiones  para  el  establecimiento  de  ferias  y  merca- 
dos ,  absolutamente  francos  ó  con  minoración  de  derechos, 
debían  correr  por  el  supremo  consejo  de  hacienda  y  por  el 
de  Castilla,  por  aquel  en  cuanto  á  la  concesión  de  la  fran- 
quicia y  por  este  en  cuanto  al  interés  y  prosperidad  do  los 
pueblos  y  á  las  medidas  de  policía  que  exige  la  reunion  de 
gentes;  y  las  pretensiones  sobre  ferias  y  mercados  sin  fran- 
quicia alguna,  corrían  solo  por  el  consejo  de  Castilla,  bien 
que  el  ministerio  de  gracia  y  justicia  debía  dar  parte  de  la 
concesión  al  ministerio  de  hacienda  para  su  conocimiento  y 
efectos  consiguientes. 

Habiéndosesuprimido  los  consejos  de  Castilla  y  de  hacienda, 
se  dispuso  en  real  orden  de  17demayo  de  185't  :  — que  la  fa- 
cultad real  para  el  establecimiento  ó  restablecimiento  de  ferias 
y  mercados  se  concederá  á  solicitud  délos  ayuntamientos  sin 
derecho  ni  gasto  alguno  por  el  ministerio  del  interior  (ahora 
de  la  gobernación),  instruyendo  gubernativamente  el  espe- 
diente ,  también  sin  derecho  ni  gasto  alguno,  el  gobernador 
civil  (ahora  jefe  político)  de  la  respectiva  provincia:  —  quo 
en  el  espediente  se  espresará  qué  número  de  vecinos  tiene 
la  población,  qué  clase  de  frutos  ú  objetos  forman  princi- 
palmente su  riqueza,  si  se  celebran  otras  ferias  ó  mercados 
en  poblaciones  inmediatas  de  manera  que  puedan  las  nuevas 
concesiones  perjudicar  á  las  antiguas,  y  si  hay  lugar  pro- 
porcionado para  la  feria  ó  mercado  que  se  solicite  :  —  que 
con  respecto  á  la  duración  de  las  ferias ,  los  gobernadores 
civiles  (hoy  jefes  políticos)  de  las  provincias  procurarán 
enterarse  de  todas  las  circunstancias  que  crean  convenien- 
tes al  acierto  de  la  resolución,  teniendo  presente  que  si  estas 
reuniones  son  provechosas  al  comercio ,  y  bajo  este  con- 
cepto deben  ser  promovidas,  también  en  el  caso  de  prolon- 
garse demasiado  entretienen  la  ociosidad,  perjudican  al 
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trabajo  y  fomentan  á  veces  el  juego  y  otros  vicios  ,  con  de- 
trimento de  las  buenas  costumbres  y  de  la  industria  fabril  y 
rural  que  deberían  fomentar  :  —  y  finalmente ,  que  no  cor- 
respondiendo al  ministerio  del  interior,  ó  sea  de  la  goberna- 
ción ,  y  sí  al  de  hacienda  ,  la  ,  concesión  de  franquicia  de 
derechos,  sea  para  siempre  ,  sea  por  tiempo  limitado,  los 
gobernadores  civiles  (jefes  políticos)  instruirán  separada- 
mente esta  clase  de  espedientes,  oyendo  á  las  autoridades 
locales,  á  fin  de  que  constando  la  oportunidad  y  convenien- 
cia de  tales  instancias  puedan  remitirse  por  el  ministerio  de 
la  gobernación  al  de  hacienda  para  la  conveniente  resolu- 
ción. —  Por  último  ,  mediante  decreto  de  Cortes  de  24  de 
mayo  de  1837  se  ha  restablecido  la  orden  que  dieron  las 
estraordinarias  á  22  de  febrero  de  1812  facultando  al  go- 
bierno para  que  permita  la  celebración  de  ferias  y  merca- 
dos á  todos  los  pueblos  que  lo  soliciten ,  siempre  que  lo 
estime  oportuno,  oyendo  antes  á  las  diputaciones  provin- 
ciales. 

V.  Según  las  leyes  1  y  2 ,  tit.  7,  lib.  9  de  la  Nov.  Rec,  el 
que  sin  real  autorización  hiciere  ó  consintiere  el  estableci- 
miento de  feria  ó  mercado  franco,  incurre  en  la  pérdida  de 
sus  bienes,  que  se  aplican  por  mitad  al  fisco  y  al  arrendatario 
de  los  derechos  del  partido,  y  siendo  concejo,  en  la  de  pa- 
gar á  dicho  arrendatario  los  daños  y  perjuicios  que  protes- 
tare con  la  tasa  del  juez:  los  concurrentes á  tal  feria  ó  mercado 
pierden  los  géneros  que  llevaren  allí  para  comerciar ,  las 
caballerías  en  que  los  condujeren ,  y  los  efectos  que  com- 
praren. 

VI.  La  gracia  obtenida  para  celebrar  feria  ó  mercado  se 
considera  perpetua  por  su  naturaleza  ,  no  habiéndose  limi- 
tado á  cierto  tiempo;  pero  se  pierde  ó  estingue  :  Io.  por 
dejar  trascurrir  diez  años  desde  su  otorgamiento  sin  ponerla 
en  ejecución  :  2o.  por  dejarla  de  usar  por  tiempo  de  treinta 
años  después  de  haberla  puesto  en  ejecución  :  5o.  por  abusar 
de  ella ,  escediendo  los  límites  á  que  la  concesión  estuviese 
reducida.  Ley  3,  til.  7,  Part.  S,  y  ley  42,  tít.  18,  Part.  3, 
con  las  gis.  de  Grog.  López; y  ley  9,  tít.  20,  lib.  9  ,  Recop. 

VIL  El  alcalde  ó  justicia  y  ayuntamiento  del  pueblo  en 
que  haya  feria  ó  mercado,  debe  evitar  á  los  mercaderes  y 
negociantes  que  concurran  todo  perjuicio  y  molestia;  exi- 
girles tan  solamente  los  impuestos  designados  en  el  pri- 
vilegio ;  administrarles  justicia  con  toda  preferencia  y  celeri- 
dad ;  y  no  proceder  contra  ellos  en  su  ida,  estada  y  vuelta, 
por  deudas  que  no  se  hayan  contraído  en  la  misma  feria  ó 
mercado  ó  en  otra  anterior,  á  no  ser  que  habiéndose  con- 
traído en  otra  parte  se  hubiese  prometido  hacer  su  pago  en 
la  feria  ó  mercado  ;  leyes  3  y  4,  tít.  7,  Part.  5,  con  la  gl.  de 
Greg.  López;  ley  3,  lit.  7,  lib.  9,  Nov.  Rec.,  y  ley  10, 
lit.  W,  lib.  9,  Recop. 

VIH.  Es  muy  notable  la  ley  4 ,  tít.  7,  Part.  5 ,  en  la  cual , 
después  de  disponer  que  todos  los  que  vengan  á  las  ferias 
de  estos  reinos,  ó  à  otro  punto  de  ellos  en  cualquier  tiempo, 
sin  distinción  de  cristianos,  moros  ó  judíos  -,  serán  salvos  y 
seguros  en  sus  personas,  bienes  y  mercaderías,  así  en  la 
venida  como  en  su  estada  y  vuelta ,  se  manda  á  continua- 
ción que  el  que  les  robare  ,  justificado  que  sea  el  hecho, 
aunque  no  se  pruebe  la  cantidad  y  calidad  de  lo  robado , 
haya  de  pagarlo  con  los  daños  y  perjuicios  ocasionados  al 
mercader,  según  este  lo  jure  y  el  juez  estime  con  respecto  á 
la  calidad  de  la  persona  y  de  las  mercaderías  de  su  tráfico, 
sin  perjuicio  de  las  demás  penas  que  merezca  con  arreglo  á 
derecho  ;  y  que  si  el  robador  no  fuere  habido  ó  no  tuviese 
bienes  bastantes,  deba  correr  la  indemnización  á  cargo  del 
concejo  ó  señor  del  lugar  en  que  se  hizo  el  robo. 

fEn  el  dia  la  concesión  de  ferias  y  mercados  es  una  de 
las  atribuciones  del  ministerio  de  Comercio ,  Instrucción  y 
Obras  públicas.  RI.  decr.  de  5  de  febrero  de  1847. 

IX.  El  ministerio  de  los  mercaderes  y  personas  indus- 


triosas que  compran  á  los  labradores,  fabricantes  y  artesanos 
sus  frutos,  géneros  y  manufacturas,  para  revenderlas  en  las 
ferias  y  mercados ,  es  absolutamente  necesario  en  una  re- 
pública bien  ordenada ,  como  dice  Platon  citado  por  las  leyes 
romanas  ;  porque  si  se  obligase  á  los  productores  á  venir 
personalmente  á  vender  por  sí  sus  mercaderías  cuando  no 
tienen  necesidad  de  tomar  otras  en  cambio ,  se  les  distraería 
de  sus  trabajos  y  se  disminuiría  la  abundancia  de  los  pro- 
ductos, destiliicrclur  annonœ  prœbilio.  Véase  Granos. 

FEUDALIDAD.  La  calidad,  condición  ó  constitución 
del  feudo. 

FEUDALISMO.  El  conjunto  de  los  derechos  que  goza- 
ban los  señores  de  los  feudos  ;  y  el  abuso  que  se  hacia  de 
estos  derechos. 

FEUDATARIO.  El  vasallo  que  poseía  un  feudo;  y  el 
Rindo  que  estaba  sujeto  al  pago  de  un  derecho  feudal. 

FEUDISTA.  El  autor  que  escribe  sobre  la  materia  de 
feudos. 

FEUDO.  Una  especie  de  beneficio  que  da  uno  á  otro 
para  que  se  haga  su  vasallo  ;  proem.  y  ley  i,  til.  26,  Part.  4. 

I.  El  feudo  puede  considerarse  como  contrato  ó  como  de- 
recho en  la  cosa  ,  del  mismo  modo  que  la  prenda  é  hipoteca 
y  la  enfitéusis.  Considerado  como  contrato  ,  es  una  conven- 
ción recíproca  entre  el  señor  y  el  vasallo  ,  por  la  cual  con- 
cede aquel  á  este  el  dominio  útil  de  alguna  cosa,  y  este 
reconoce  á  aquel  como  dueño  directo  y  le  promete  fidelidad, 
servicio  militar  ú  otro  obsequio  personal ,  y  tal  vez  el  pago 
de  algún  derecho.  Considerado  como  derecho  en  la  cosa , 
es  el  dominio  que  nace  ó  se  adquiere  por  envestidura  y  se 
divide  entre  el  señor  y  el  vasallo  ,  de  modo  que  aquel  tiene 
el  dominio  directo,  el  cual  consiste:  Io.  en  que  sin  su  con- 
sentimiento no  pueda  enajenarse  ó  hipotecarse  el  feudo  ; 
2o.  en  que  lo  pueda  quitar  por  los  delitos  feudales  que  se 
llaman  felonías  ;  3o.  en  que  pueda  exigir  ciertos  servicios  ; 
4o.  en  que  muerto  el  vasallo  sin  herederos  varones  vuelva 
el  feudo  al  señor  ó  á  los  suyos:  y  el  vasallo  por  su  parte 
tiene  el  dominio  útil,  en  cuya  virtud  percibe  todos  los  frutos 
de  la  cosa  enfeudada ,  reivindica  el  feudo  de  cualquier  po- 
seedor, y  lo  trasmite  á  sus  herederos  varones. 

II.  Se  ha  controvertido  mucho  entre  los  doctores  sobre  el 
origen  de  los  feudos  :  unos  los  traen  del  derecho  antiguo  de 
los  Romanos  ;  otros  sostienen  que  no  empezaron  hasta  el 
tiempo  de  Justiniano;  y  no  faltan  quienes  digan  que  habiendo 
nacido  en  la  Galia  pasaron  sucesivamente  á  la  Germania  , 
á  la  Italia ,  á  la  España  y  demás  naciones  de  Europa  :  mas 
la  opinion  común  quiere  ,  quizá  sin  mucha  razón,  que  sus 
primeros  inventores  hayan  sido  los  Lombardos  que  ocuparon 
y  poseyeron  largo  tiempo  la  Italia. 

III.  El  nombre  de  feudo  se  deriva  ,  según  algunos ,  de  la 
palabra  latina  fule  ó  fidelitale,  por  ser  de  la  naturaleza  del 
feudo  el  obligar  al  feudatario  á  prestar  fidelidad  ó  sumisión 
al  señor  directo  de  quien  es  vasallo  ;  y  según  otros ,  de  la  voz 
longobarda  felda ,  que  significa  reyerta  ó  enemistad  ,  porque 
en  caso  de  que  el  señor  hubiese  de  sostener  alguna  guerra , 
tenia  que  ayudarle  en  ella  el  vasallo  ó  feudatario. 

IV.  El  feudo  se  divide  : 

Io.  En  propio  é  impropio.  Feudo  propio  es  el  que  conserva 
en  todo  la  verdadera  naturaleza  de  feudo  según  se  ha  defi- 
nido ,  y  se  concede  pura  y  simplemente  sin  determinación 
de  tiempo  ni  de  servicio.  Feudo  impropio  es  el  que  por 
pactos  especiales  se  aparta  de  la  naturaleza  propia  de  los 
feudos,  como  el  que  contiene  condiciones  ó  servicios  espre- 
samente  determinados.  En  caso  de  duda  todo  feudo  se  pre- 
sume recto  y  propio  ;  y  si  en  alguna  cosa  degenera ,  se  en- 
tiende que  en  todas  las  demás  retiene  su  naturaleza. 

2o.  En  real  y  simple.  Feudo  real  ó  realengo  es  el  concedido 
por  un  rey  ó  emperador  con  anexión  de  dignidad  ó  derecho 
de  ejercer  alguna  regalía  :  tales  son  el  reino,  el  principado , 
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el  ducado,  el  condado,  el  marquesado,  y  otros  de  esta  clase. 
Feudo  simple  ó  no  real  es  el  que  no  tiene  aneja  dignidad  ni 
regalía. 

3<>.  En  ligio  y  rio  ligio.  Feudo  ligio  es  aquel  en  que  el  feu- 
dalario  promete  al  señor  una  fidelidad  tan  estrecha  que 
queda  obligado  á  servirle  en  la  guerra  contra  cualquiera 
otro  :  de  que  se  sigue  que  no  puede  uno  recibir  feudos  ligios 
de  dos  reyes  ó  señores ,  pues  por  el  hecho  de  haber  prome- 
tido fidelidad  á  uno  contra  todos  los  demás  ,  se  priva  de  la 
libertad  de  prometerla  a  otro  segundo.  La  palabra  ligio  viene 
del  verbo  ligare,  y  equivale  á  ligado,  atado  ó  enteramente 
subordinado  á  un  señor.  Feudo  no  U'jio  es  aquel  en  que  el 
feudatario  promete  fidelidad  al  señor  de  modo  que  pueda 
prestar  la  quo  debiere  á  otro  :  de  que  se  sigue  que  puede 
uno  recibir  dos  ó  mas  feudos  no  ligios  de  diversos  reyes  ó 
príncipes,  con  tal  que  en  ninguno  jure  fidelidad  contra  al- 
guno de  sus  señores  feudales. 

4°.  En  eclesiástico  y  laical.  Feudo  eclesiástico  es  el  que 
se  da  de  los  bienes  de"  la  Iglesia  por  prelados  eclesiásticos 
á  un  clérigo  ó  lego.  Feudo  laical  ó  seglar  es  el  que  se  da 
por  los  príncipes  ú  otros  señores  seglares  y  aun  por  los  clé- 
rigos, desús  bienes  patrimoniales  y  laicales.  Para  conocer 
pues  si  un  feudo  es  eclesiástico  ó  laical ,  no'tanto  debe  aten- 
derse á  la  persona  que  lo  ha  concedido,  cuanto  á  la  cosa- 
enfeudada;  de  suerte  que  si  la  cosa  pertenece  á  la  Iglesia  el 
feudo  será  eclesiástico,  aunque  esté  concedido  á  un  lego, 
y  por  el  contrario  si  la  cosa  es  laical,  el  feudo  será  también 
laical ,  aunque  esté  concedido  á  una  persona  eclesiástica  ó 
á  una  iglesia  ó  monasterio.  De  aquí  es  que  muchos  obispos 
que  recibieron  en  feudo  de  los  reyes  algunos  territorios, 
se  han  considerado  como  los  demás  vasallos  seglares  de  los 
reyes. 

5°.  En  nuevo  y  antiguo.  Feudo  nuevo  es  el  que  ha  sitio 
adquirido  por  el  vasallo  que  lo  posee,  no  de  algún  antecesor 
suyo  por  via  de  herencia,  sino  inmediatamente  del  mismo 
señor  ó  dueño  directo.  Feudo  antiguo  es  el  que  habiendo 
sido  adquirido  ya  por  alguno  de  los  ascendientes  se  trasmite 
á  otros  por  sucesión. 

6o.  En  hereditario  y  familiar.  Feudo  hereditario  es  aquel 
en  que  al  tenor  de  la  envestidura  pueden  suceder  no  sola- 
mente los  agnados  del  primer  vasallo  que  lo  adquirió  ,  sino 
cualesquiera  herederos  estraños  ;  varones  ó  hembras  ,  ya 
vengan  por  testamento  ó  ab  inlestato.  Feudo  familiar,  que 
también  se  llama  de  pacto  y  providencia ,  es  aquel  en  que 
solamente  los  varones  descendientes  del  prjmer  vasallo  por 
legítimo  matrimonio  suceden  por  derecho  de  agnación  y  de 
sangre,  porque  se  concede  ordinariamente  en  favor  y  para 
conservación  de  la  familia. 

7o.  En  masculino  y  femenino.  Feudo  masculino  es  aquei 
en  que  solo  pueden  suceder  los  varones;  y  femenino  aquel 
en  que  á  falta  de  varones  se  admiten  á  la  sucesión  las 
hembras. 

8o.  En  franco  y  no  franco.  Feudo  franco  es  el  que  se  con- 
cede libre  de  obsequio  y  servicio  personal  ;  y  feudo  no  franco 
es  el  que  lleva  consigo  la  obligación  de  prestar  cierto  ser- 
vicio. 

9o.  En  real  y  personal.  Feudo  real  es  el  que  no  se  estingue 
en  el  primero  que  lo  adquirió,  sino  que  pasa  regularmente 
á  los  herederos,  tanto  respecto  del  señor  como  del  vasallo. 
Feudo  personal  por  el  contrario  es  el  que  no  se  trasmite  á  los 
herederos  ,  sino  que  cesa  y  so  eslingue  en  el  primer  vasallo. 
El  feudo  personal  se  subdivide  de  varios  modos  que  apenas 
merecen  el  nombre  de  feudo.  A  esta  clase  pertenece  el  feudo 
de  cámara  ,  que  es  el  que  está  constituido  en  un  estipendio 
ó  situado  anual  de  dinero  sobre  el  arca  ó  erario  del  señor 
directo. 

V.  Pueden  establecer  feudo  el  rey  y  los  grandes  señores, 
en  aquellas  cosas  cuya  libre  disposición  les  pertenece,  y  á 


favor  de  cualquier  hombre  que  no  sea  vasallo  de  otro  señor, 
pues  ninguno  puede  serlo  de  dos  señores.  También  los  pre- 
lados pueden  establecerlo  en  las  cosas  eclesiásticas  ,  previas 
las  solemnidades  que  se  requieren  para  su  enajenación  ;  y 
sin  tales  solemnidades,  en  las  cosas  que  ya  se  hubiesen 
enfeudado  otra  vez.  Ley  3  ,  lit.  25  ,  Part,  h,  con  las  gis.  de 
Gregorio  López. 

Vi.  En  el  otorgamiento  del  feudo  interviene  cierta  solem- 
nidad :^el  vasallo  se  hinca  de  rodillas  ante  el  señor,  pone  sus 
manos  entre  las  de  este,  le  promete,  jura  y  hace  pleito 
homenaje  de  serle  siempre  leal  y  verdadero  ,  de  darle  buen 
consejo  cuando  se  lo  pida,  de  no  descubrir  sus  secretos, 
de  ayudarle  en  cuanto  pueda  contra  todos  los  hombres,  de 
procurarle  en  todo  su  bien  y  evitar  su  daño  ,  y  de  cumplir 
los  pactos  puestos  por  razón  del  feudo  ;  y  á  seguida  el  señor 
le  da  la  envestidura ,  entregándole  alguna  señal ,  como  sor- 
tija, guante ,  vara ,  espada ,  estandarte ,  pendón  ú  otra  cosa , 
y  poniéndole  en  posesión  del  feudo  por  sí  ó  por  otra  per- 
sona; ley  ¡í  ,  tít.  26,  Parí.  h. 

VII.  Debe  el  vasallo  hacer  al  señor  el  servicio  que  se  hu- 
biere estipulado  al  tiempo  del  otorgamiento  del  feudo;  y  no 
habiéndose  espresado  ninguno,  se  entiende  que  está  obligado 
á  ayudarle  en  todas  las  guerras  justas  que  emprendiere,  y 
en  las  injustas  que  contra  él  movieren  otros.  El  señor  por 
su  parte  está  obligado  á  ayudar  al  vasallo  ,  á  defenderle  ó 
ampararle  en  su  derecho  cuanto  pudiere  ,  de  modo  que  no 
reciba  daño  ni  deshonra  de  otros,  y  á  guardarle  igualmente 
lealtad  en  todas  las  cosas.  Ley  3,  til.  2  ),  Part.  ¡i. 

VíII.  No  puede  heredarse  el  feudo  como  los  demás  bienes. 
El  feudo  que  consistiere  en  reino  ,  marquesado  >  condado  ú 
otra  dignidad  realenga ,  se  devuelve  al  rey  ó  señor  que  lo 
dio  ,  luego  que  muere  el  vasallo  á  quien  fué  dado  ,  á  no  ser 
que  espresamente  se  le  hubiese  otorgado  para  sus  hijos  y 
nietos.  Mas  el  feudo  que  consiste  en  villa,  castillo  ú  otro 
heredamiento  ,  se  trasmite  à  los  hijos  y  nietos  varones  de 
varones,  y  no  á  las  hijas  ni  á  sus  hijos  varones  ;  y  si  no  hu- 
biese hijos  ni  nietos  varones  de  varones,  debe  restituirso 
al  señor  ó  sus  herederos,  sin  que  pueda  pasar  la  sucesión 
á  los  biznietos  ni  à  los  ascendientes  ni  á  los  colaterales. 
Tampoco  podrá  heredar  el  feudo  el  hijo  ó  nieto  que  por  ser 
mudo,  ciego,  enfermo  habitual,  impedido,  monje,  religioso 
ó  clérigo  ,  no  pudiere  servirlo.  Leyes  6  y  7,  lit-.  26  ,  Part.  k. 

IX.  El  vasallo  pierde  el  feudo ,  si  deja  de  cumplir  el  ser- 
vicio prometido  ;  si  desampara  al  señor  en  batalla  ;  si  por 
acusación  ú  otro  hecho  fuere  causa  de  que  se  le  siga  grave 
daño  en  sus  bienes  ó  infamia  en  su  persona  ;  si  no  pro- 
cura evitarle  ,  en  cuanto  pueda,  todo  mal  que  sepa  puede 
ocurrirle  ;  si  conspira  rontra  él ,  si  le  asalta  ó  pone  las  ma- 
nos para  herirle,  matarle,  prenderle  ó  deshonrarle;  si  de 
algún  modo  solicita  su  muerte;  si  no  procura  sacarle  do 
prisión;  si  concurre  con  otros  que  tengan  cercado  al  señor 
ó  á  su  mujer  en  castillo,  villa  ú  otra  fortaleza;  si  mata  al 
hermano  ,  hijo  ó  nieto  del  señor;  si  yace  con  su  mujer,  hija 
ó  nuera,  ó  las  solicita  para  tal  deshonra.  —  Del  mismo  modo, 
el  señor  que  por  su  parte  cometiere  contra  el  vasallo  alguno 
de  estos  actos  ó  delitos  que  se  llaman  felonía ,  pierde  la  pro- 
piedad ó  sea  el  dominio  directo  del  feudo,  el  cual  queda  en 
tal  caso  para  siempre  á  favor  del  vasallo  por  juro  de  here- 
dad.—  También  pierde  el  vasallo  el  feudo  ,  si  lo  enajena 
sin  licencia  del  señor,  si  muerto  este  deja  de  presentarse 
al  sucesor  dentro  de  año  y  dia  para  prestarle  juramento  do 
fidelidad,  y  si  habiéndolo  heredado  por  muerte  de  su  padre 
ó  abuelo  no  se  presenta  al  señor  dentro  do  dicho  tiempo 
y  con  igual  objeto.  Leyes  S,  9  y  10  ,  til.  26 ,  Parí.  h.  —  El 
feudo  de  cámara  es  revocable  á  voluntad  del  señor  ;  ley  i, 
d.  til.  y  Part. 

X.  Las  contiendas  que  ocurrieren  sobre  el  feudo  entre  el 
vasallo  y  el  señor,  deben  decidirse  por  uno  ó  dos  vasallos 
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del  mismo  señor  en  quienes  ambos  se  conviniesen  :  las  que 
se  suscitaren,  también  sobre  feudos,  entre  vasallos  de  un 
señor,  deben  juzgarse  por  este;  y  las  que  se  formaren  entre 
vasallos  de  dos  señores,  ó  entre  un  vasallo  y  otro  hombre 
esiraño ,  pertenecen  al  juez  ordinario  á  quien  toca  deter- 
minar todos  los  pleitos.  Ley  U,  lit.  26  ,  Part.  h. 

XI.  Esplicada  la  naturaleza  y  nomenclatura  de  los  feudos, 
y  estractadas  las  disposiciones  de  nuestras  leyes  sobre  ellos , 
seria  oportuno  manifestar  el  principio  que  tuvo  la  feudalidad 
entre  nosotros ,  su  desarrollo  y  sus  progresos  ,  sus  asombro- 
sos y  terribles  efectos  sobre  la  suerte  del  Estado ,  y  pon  fin 
el  modo  ron  que  felizmente  ha  desaparecido  á  impulsos  del 
poder  absoluto;  pero  esto  exigiría  un  discurso  demasiado 
íargo  que  no  se  aviene  con  nuestro  objeto. 


FIADO.  El  sugeto  por  quien  otro  se  obliga  ó  sale  fiador  ; 
y  elsugeto  que  se  tiene  por  seguro  y  digno  de  confianza.  — 
Al  fiado  es  un  modo  adverbial  con  que  se  espresa  que  algu- 
no toma,  compra  ,  juega  ó  contrata  sin  dar  de  presente  lo 
que  debe  pagar.  —  En  fiado  es  igualmente  otro  modo  adver- 
bial une  significa  bajo  fianza  ,  y  se  usa  cuando  uno  sale  de 
la  cárcel  mediante  fianza;  y  también  se-encuentra  muchas 
y;  ees  en  nuestras  leyes  bajo  el  mismo  sentido  que  la  espre- 
sion  o/  fiado,  como  por  ejemplo  en  la  ley  17,  lit.  i ,  lib.  10, 
;."o;'.  Rec. 

FIADOR.  El  que  responde  de  la  obligación  ajena ,  to- 
mando sobre  si  el  cumplimiento  de  ella  para  el  caso  de  que 
no  la  cumpla  el  que  la  contrajo.  Véase  Fianza. 

FSADO&  lego,  \x\so  t  aco.\"Ado.  El  fiador  que  no  goza 
do  fuero  eclesiástico  ni  de  privilegio  de  nobleza,  y  que  po- 
see bienes  suficientes ,  de  modo  que  puede  responder  de  la 
denda  que  toma  á  su  cargo ,  en  defecto  del  deudor  princi- 
pal, ante  el  juez  ordinario  á  quien  corresponde  el  conoci- 
miento de  la  causa  (1). 

FIANZA.  La  obligación  que  uno  hace  para  seguridad  de 
que  otro  pagará  lo  que  debe  ó  cumplirá  las  condiciones  de 
algún  contrato;  ó  bien  ,  la  convención  por  la  cual  un  tercero 
toma  sobre  sí  el  cumplimiento  de  la  obligación  ajena  para 
el  caso  de  que  no  la  cumpla  el  que  la  contrajo  ;  proem.  y 
ley  l,  (it.  12,  Part.  5. 

La  fianza  puede  ser  convencional,  legal  y  judicial.  Es 
fianza  comcnchmal  la  que  se  contrae  por  mera  voluntad  de 
las  partes  :  es  fianza  legal  la  que  se  impone  por  la  ley,  como 
la  que  están  obligados  á  dar  el  tutor  y  el  usufructuario;  y 
es  fianza  judicial  la  que  se  tiene  que  prestar  en  virtud  de 
auto  de  juez,  como  cuando  se  ordena  que  se  entregue  pro- 
visionalmente cierta  cantidad  litigiosa  al  vencedor  en  un 
pleito  ,  con  tal  que  dé  fianza  de  que  la  devolverá  si  fuere 
vencido  en  el  juicio  do  apelación.  Dar  fianza  es  presentar 
al  juez  ó  al  acreedor  persona  que  quede  obligada  á  la  paga 
en  caso  de  faltar  el  principal  á  su  obligación. 

§  I.  Naturaleza  y  eskmion  de  la  fianza. 

I.  La  fianza  es  una  obligación  accesoria,  y  escluye  por  con- 
siguiente toda  idea  de  novación  y  delegación  ;  de  modo  que 
el  acreedor  tiene  obligarlos  á  su  favor  no  solo  al  deudor  prin- 
cipal sino  también  al  fiador;  ley  ! ,  til.  il,  Pari.  a. 

Tampoco  se  ha  de  confundir  la  lianza  con  la  prenda  ni 
con  la  hipoteca;  y  así  es  que  si  un  tercero  se  limita  á  cnlre- 

(1!  Toa*!?  la  importante  ley  1  ,  lit.  18  ,  lib.  5.  Fuero  Real  , 
pues  muchos  cavilosamente  si  se  les  ofreció  fiador  desechan  á 
cuantos  se  les  presentan  para  vejar  a!  deudor;  y  también  los 
deudores  vejan  á  los  acreedores  presentando  fiadores  sin  buenas 
calidades ,  olvidándose  de  que  la  ley  tiene  ya  dieho  cuáles 
deben  ser. 


gar  una  prenda  ó  á  constituir  hipoteca  sobre  sus  bienes  para 
seguridad  de  la  obligación  que  yo  he  contraído,  no  por  eso 
podrá  llamarse  mi  fiador ,  ni  tendrá  mi  acreedor  acción 
.  personal  contra  él ,  sino  solo  real  sobre  la  hipoteca  ó  la 
prenda. 

II.  Aunque  la  fianza  es  una  obligación  accesoria  ,  no  solo 
puede  constituirse  al  mismo  tiempo  y  despues  que  la  obli- 
gación principal ,  sino  también  antes  que  esta ,  en  cuyo  caso 
se  considerará  condicional;  ley  6,  lit.  12,  Part.  5.  Asi  es 
que  si  yo  te  prometo  v.  gr.  que  en  el  caso  de  que  prestes  tal 
cantidad  á  mi  hermano,  yo  te  respondo  de  ella  ,  quedo  cons- 
tituido fiador  en  el  momento  que  tú  hagas  el  préstamo  ,  sin 
necesidad  de  renovar  la  promesa  :  Eliam  fuliirœ  obligalionis 
fidrjussor  accipi  potosí;  Ha  lamen  ul  prozcedens  fulejussoris 
obUgalio  tvm  demum  vires  copiai,  cùm  et principalis  obliga- 
lio,  cujas  accessio  est ,  constituía  est.  Ley  6,  §  últ.  D.  de  fi- 
dejuss.  et  mandat. 

III.  La  fianza  puede  otorgarse  por  escritura  pública  ó  pri- 
vada ,  por  cartas  y  aun  verbalmente ,  como  se  otorgan  ge- 
neralmente todos  los  contratos,  no  habiendo  disposición  en 
contrario  :  mas  el  afianzamiento  mercantil  se  ha  de  contraer 
necesariamente  por  escrito ,  sin  lo  cual  será  de  ningún  valor 
y  efecto  ,  como  dice  el  artículo  413  del  código  de  comercio. 
Véase  4 (lanzamiento  mercantil. 

IV.  La  fianza  es  por  su  naturaleza  un  acto  de  beneficen- 
cia, un  buen  oficio  que  el  fiador  hace  al  deudor,  y  sin  el 
cual  tal  vez  este  no  encontraría  quien  le  prestase  ó  quien 
quisiese  contratar  con  él.  Sin  embargo  ,  bien  puede  el  fiador 
estipular  alguna  retribución  por  prestar  la  fianza,  en  com- 
pensación del  inminente  riesgo  á  que  se  espone  ,  aunque  el 
deudor  sea  solvente,  como  efectivamente  lo  supone  el  có- 
digo de  comercio  en  su  artículo  415,  bien  que  en  (al  caso 
no  quiere  que  el  fiador  pueda  reclamar  el  beneficio  de  la  ley 
común  que  autoriza  á  los  fiadores  á  exigir  la  relevación  de 
las  obligaciones  fiduciarias,  que  habiéndose  contraído  sin 
tiempo  determinado,  se  prolongan  indefinidamente. 

V.  La  fianza  puede  tener  lugar  en  toda  especie  de  contra- 
to, en  la  venta  ,  permuta,  arrendamiento,  sociedad  ó  com- 
pañía, depósito,  préstamo,  etc.,  y  aun  para  garantizar  el 
pago  de  una  obligación  en  que  uno  ha  incurrido  por  delito 
ó  cuasi  delito.  También  puede  admitirse  por  hechos  perso- 
nales que  solo  el  deudor  principal  puede  prestar  ;  bien  que 
en  este  caso,  no  ejecutándose  el  hecho  prometido,  la  obli- 
gación del  fiador  quedaría  reducida  á  la  satisfacción  de  los 
daños  y  perjuicios  que  de  la  inejecución  se  originasen  al 
acreedor. 

VI.  Mas  como  la  fianza  es  un  contrato  accesorio  ,  pues  que 
tiene  por  objeto  asegurar  el  cumplimiento  de  una  obligación , 
y  es  regla  general  que  lo  accesorio  no  puede  subsistir  sin  lo 
principal,  sigúese  de  aquí  que  no  puede  ser  válida  la  fianza 
sino  cuando  fuere  válida  también  la  obligación  en  que  inter- 
viene. Sí  esta  obligación  pues  carece  de  causa,  ó  no  tiene 
sino  una  causa  falsa ,  ó  ilícita ,  ó  no  recae  sino  sobre  una, 
cosa  que  está  fuera  del  comercio  de  los  hombres  ó  que  es 
imposible  ó  contraria  á  las  leyes  ó  buenas  costumbres,  la 
fianza  que  intervenga  en  ello  será  "nula  y  de  ningún  efecto 
como  lo  es  la  misma  obligación  principal. 

VIL  La  fianza  que  recayere  sobre  deuda  contraída  por 
un  hijo  de  familias  ,  mayor  ó  menor,  que  está  bajo  la  patria 
potestad,  ó  por  un  menor  que  está  en  tutela  ó  curaduría. 
sin  licencia  del  padre  ó  del  tutor  ó  curador,  como  igual- 
mente sobre  deuda  contraída  por  cualquiera  persona  mayor 
ó  menor  que  no  esté  bajo  potestad  de  otro  con  la  condición 
de  pagarla  cuando  se  case  ó  herede  ó  suceda  en  algún  mayo- 
razgo ó  tenga  mas  renta  ó  hacienda ,  es  absolutamente  nula 
y  de  ningún  efecto,  así  como  lo  es  también  cualquiera  otra 
segundad  ó  garantía  que  se  diere  y  aun  el  mismo  contrato 
principal  en  que  hubiese  intervenido  ;  de  manera  que  ni  el 


FI 


—  680  — 


FI 


fiador  ni  e.  deudor  pueden  ser  compeüdos  al  cumplimiento 
de  sus  respectivas  obligaciones;  ley  17,  tít,  1,  lib.  10, 
'Nov.  Rcc. 

VIH.  Si  la  obligación  principal ,  no  siendo  nula  de  dere- 
cho, fuere,  sin  embargo  capaz  de  rescision  por  vicio  de  vio- 
lencia ,  de  error  ó  de  doto,  no  será  tampoco  absolutamente 
nula  la  fianza;  pero  podrá  el  fiador  hacer  valer  la  escepcion 
de  dolo,  error  ó  violencia  que  podría  oponer  el  deudor  mis- 
mo al  acreedor. 

IX.  Aunque  no  tiene  lugar  la  fianza  sino  sobre  una  obli- 
gación que  sea  válida  ,  puede  sin  embargo  recaer  sobre  una 
obligación  que'  pueda  rescindirse  ó  anularse  por  una  escep- 
cion puramente  personal  al  principal  obligado.  Así  es  que 
si  un  menor  celebra  un  contrato  que  le  es  perjudicial ,  po- 
drá valerse  de  su  privilegio  para  deshacerlo  ;  pero  su  fiador 
quedará  obligado  al  cumplimiento  de  la  fianza  ,  sin  poder 
demandar  al  menor  lo  que  pagare  por  razón  de  ella  ;  ley  U, 
lit,  12,  Part.  S.  Mas  si  el  menor  hubiese  sido  engaño  en  el 
negocio  sobre  que  recayó  la  fianza,  no  quedará  obligado  él 
ni  su  fiador  en  cuanto  importare  el  engaño  ,  d.  ley  h;  por- 
que así  el  fiador  como  eí  deudor  pueden  oponer  la  escepcion 
de  dolo ,  por  ser  escepcion  real ,  al  paso  que  solo  el  deudor 
puede  oponer  la  escepcion  que  le  fuere  puramente  personal. 

X.  No  solamente  puede  recaer  la  fianza  sobre  una  obliga- 
ción natural  y  civil  sino  también  sobre  una  obligación  me- 
ramente natural,  pues  aunque  esta  no  produce  acción  eficaz 

"en  juicio,  es  válida  sin  embargo  y  debe  cumplirla  natural- 
mente el  que  la  contrajo.  Así  es  que  si  un  individuo  capaz 
de  obligarse  civilmente,  se  constituye  fiador  por  otro  que 
solo  es  capaz  de  obligación  natural,  podrá  ser  apremiado 
judicialmente  al  pago  de  la  deuda  ó  al  cumplimiento  de  la 
obligación  del  fiado ,  aunque  este  no  pueda  serlo  del  mismo 
modo;  ley  S  ,  tít,  12,  Parl.'Z. 

XI.  En  cuanto  á  la  capacidad  del  fiador,  se  siguen  las 
reglas  generales  de  la  capacidad  de  las  personas  para  cele- 
brar contratos;  de  modo  que  pueden  ser  fiadores  todos  los 
que  son  capaces  de  prometer  y  obligarse;  ley  1 ,  lit.  12, 
Part.  n. 

Sin  embargo,  no  pueden  ser  fiadores  los  obispos  ,  ni  los 
religiosos,  ni  tampoco  los  clérigos  de  orden  sacro  sino  á  fa- 
vor de  otros  clérigos,  de  iglesias  ó  de  personas  miserables 
y  desvalidas  ;  bien  que  si  fiasen  á  otras  personas ,  valdrá  la 
fianza  en  cuanto  importen  sus  bienes  patrimoniales,  aunque 
sus  prelados  podrán  imponerles  pena  por  haberla  hecho; 
ley  ííS  ,  lit.  6 ,  Part.  1 ,  y  ley  2 ,  tit.  12 ,  Part.  S. 

Tampoco  pueden  ser  fiadores  los  soldados  que  se  hallan 
en  actual  servicio  ;  —  ni  los  labradores  sino  á  favor  de  otros 
labradores  y  para  la  seguridad  de  los  intereses  de  la  hacien- 
da pública;  —  ni  las  mujeres  sino  en  ciertos  casos;  leyes  2 
y  3,  lit.  12,  Part.  5;  y  leyes  2  ,  3 ,  7  y  8 ,  lit.  11 ,  lib.lO, 
Nov.  Rec.  Véase  Labrador  y  Mujer, 

XII.  Pues  que  la  fianza, es  una  obligación  accesoria,  no 
debe  esceder  ala  obligación  principal,  ni  contraerse  bajo 
condiciones  mas  onerosas;  de  modo  que  no  podrá  el  fiador 
obligarse  á  mas  que  el  deudor  principal  :  Fidejussor  in  au~ 
riorem  causam  obligan  non  polest  quàm  reus  principalis , 
necpluscsse  débet  in  accessione  quàm  in  re  principan.  Qua- 
propUr  fidejussor  non  polest  in  plus  obligan  re,  vel  loco,  vel 
tempore,  vel  causa,  sed  polest  arcliori  vinculo  lencri  quàm 
rcus  principalis.  Así  que,  no  puede  el  fiador  obligarse  al 
pago  de  una  cantidad  mas  grande  que  la  que  debe  el  deu- 
dor ;  —  ni  á  entregar  una  cosa  en  un  lugar  donde  tuviese 
mas  valor  que  en  el  lugar  donde  el  deudor  ha  de  entregarla  ; 
—  ni  á  pagar  dentro  de  un  término  mas  corto  que  el  conce- 
dido al  deudor;  — ni  á  dar  pura  y  simplemente  lo  que  el 
deudor  no  debe  sino  bajo  condición  ;  —  ni  á  pagar  intereses 
cuando  el  deudor  no  está  obligado  á  ello,  ó  pagarlos  mas 
eltOo  qie  los  estipulados  ;  —  ni  someterse  en  fin  á  una  cláu- 


sula penal  á  que  el  deudor  no  se  halla  sometido.  En  todos 
estos  casos  la  fianza  es  nula  en  cuanto  al  esceso,  y  queda  re- 
ducida ala  medida  de  la  obligación  principal;  ley  7,  tít.  12, 
Parí.  5. 

Pero  aunque  el  fiador  no  puede  obligarse  á  mas  en  la  can- 
tidad ,  ni  en  el  lugar,  ni  en  el  tiempo,  ni  en  el  modo,  puede 
sin  embargo  obligarse  mas  ,  esto  es ,  mas  estrechamente  que 
el  deudor  principal ,  polest  arcliori  vinculo  lencri  quàm  rcus 
principalis.  Así  que  ,  puede  el  fiador  entregar  prenda  ó  se- 
ñalar hipoteca  ,  aunque  el  deudor  no  se  haya  obligado  á  lo 
uno  ni  á  lo  otro  ;  puede  hacer  escritura  ó  instrumento  que 
traiga  aparejada  ejecución  ,  aunque  el  deudor  no  haya  he- 
cho masque  vale  ó  escrito  privado;  puede  quedar  obligado 
natural  y  civilmente  ,  aunque  la  obligación  del  deudor  sea 
solo  natural ,  y  así  en  efecto  sucede  cuando  interviene  por 
una  obligación  meramente  natural  que  no  está  desaprobada 
por  las  leyes,  pues  entonces  puede  ser  apremiado  judicial- 
mente á  su  cumplimiento ,  aunque  no  lo  puede  ser  el  deudor, 
como  dispone  la  ley  8,  tít.  1"2,  Part.  S.  En  todos  estos  ca- 
sos el  fiador  no  aumenta  la  estension  de  su  obligación  ,  que 
en  el  fondo  queda  siempre  la  misma  que  la  del  deudor,  sino 
que  solo  añade  simples  seguridades  ó  garantías.  Podemos 
decir  pues  que  el  fiador  puede  obligarse  mas  intensamente, 
pero  no  mas  eslensamente  que  el  deudor  principal. 

Por  el  contrario,  el  fiador  puede  obligarse  á  menos  que  el 
deudor  ;  porque  nada  impide  que  en  la  obligación  accesoria 
haya  menos  que  en  la  principal.  Así  es  que  puede  obligarse 
por  una  parte  de  la  deuda  si  no  quiere  hacerlo  por  el  todo; 
puede  obligarse  bajo  cierta  condición  ,  aunque  la  deuda  sea 
pura  y  absoluta  ;  y  puede  obligarse  hasta  cierto  tiempo  de- 
terminado que  bien  le  parezca  ,  quedando  libre  después  , 
aunque  el  plazo  concedido  al  deudor  sea  mas  largo;  ley  6, 
tit.  12,  Part.  5. 

XIII.  No  solo  no  puede  obligarse  el  fiador  á  mas  que  el 
deudor,  sino  que  tampoco  puede,  obligarse  á  otra  cosa  di- 
versa, valga  mas  ó  menos,  porque  la  obligación  del  fiador  es 
accesoria  de  la  obligación  principal,  y  no  una  obligación  di- 
ferente; ley  13,  lit.  18,  lib.  5  del  Fuero  Real.  De  aquí  es  que 
si  estando  obligado  Pedro  á  entregar  un  caballo  á  Pablo, 
promete  Juan  á  Pablo  mil  reales  para  el  caso  de  que  Pedro 
no  le  'entregue  el  caballo,  no  habrá  en  la  promesa  de  Juan 
verdadera  fianza ,  sino  una  obligación  principal  hecha  bajo 
condición. 

XIV.  La  fianza  puede  otorgarse  :  —  Io.  por  mandato  ó 
ruego  del  deudor  :  —  2o.  sin  mandato  del  deudor,  pero  á  su 
presencia  y  sin  su  contradicción  :  —  3o.  sin  mandato,  asis- 
tencia ni  aun  noticia  del  deudor,  pero  con  su  aprobación  ó 
consentimiento  posterior  :  —  i0,  sin  noticia,  y  sin  aprobación 
ni  desaprobación  posterior  del  deudor  :  —  S°.  contra  la  pro- 
hibición espresa  del  deudor  :  —  6o.  por  mandato  de  un  ter- 
cero. —  En  el  primer  caso,  el  fiador  que  ha  pagado  por  el 
deudor  tiene  contra  este  la  acción  de  mándalo:  —  en  el  se- 
gundo tiene  la  acción  de  gestion  de  negocios ,  negotiorum  ges- 
torum  ,  y  aun  puede  decirse  que  también  la  de  mandato., 
pues  que  la  presencia  del  deudor  sin  oponerse  á  la  fianza 
puede  considerarse  como  mandato  tácito  :  —  en  el  tercero 
y  cuarto  tiene  la  acción  de  gestion  de  negocios  :  —  en  el 
quinto  no  tiene  acción  alguna  contra  el  deudor,  aunque  la 
fianza  es  válida  entre  el  fiador  y  el  acreedor;  pero  podrá  el 
acreedor  ceder  su  acción  al  fiador  para  que  se  haga  reem- 
bolsar por  el  deudor  :  —  en  el  sexto  tiene  la  acción  de  man- 
dato contra  el  tercero  y  la  de  gestion  de  negocios  contra  el 
deudor,  de  suerte  que  podrá  demandar  el  reintegro  à  cual- 
quiera de  los  dos,  siempre  que  al  tiempo  de  la  lianza  hubiese 
estado  presente  el  deudor  sin  contradecirla,  oque  habiendo 
estado  ausente,  la  fianza  le  fuere  beueficiosa;  pues  en  otro 
caso  no  tjpndrá  acción  el  fiador  sino  contra  el  mandante.  Si 
el  fiador  contrajo  la  fianza  por  su  propia  utilidad  ,  ó  hizo  la 


FI 


-  681 


FI 


paga  coi.  Intención  de  no  repetirla  ,  es  claro  que  no  tendrá 
acción  alguna  contra  el  fiador.  Leyes  12  y  15,  'Ál.  12, 
Parí.  5;  y  ley  3,  til.  14,  Part.  5. 

XV.  La  fianza  no  se  presume,  pues  ha  de  ser  espresa.  i)e 
aquí  es  que  si  uno  escribe  á  otro  diciéndole  simplemente 
que  puede  prestar  á  Pedro  la  cantidad  que  necesitp,  porque 
es  hombre  de  bien  y  digno  de  que  se  le  sirva,  no  por  eso  se 
entiende  que  quiere  constituirse  fiador  del  préstamo  ,  sino 
solo  recomendar  á  Pedro;  Ant.  Gómez,  lib.  2,  Variar,, 
cap.  15,  íj.  S.  Sin  embargo,  para  resolver  la  cuestión  en  al- 
gunos casos,  habrá  de  atenderse  á  los  términos  en  que  esté 
concebida  la  carta  ,  y  á  las  circunstancias  particulares  del 
negocio.  Véase  Carla  de  crédito  y  Consejo. 

XVI.  La  obligación  del  fiador  no  puede  estenderse  á  mas 
..jue  á  lo  prometido  en  el  contrato  de  fianza.  Así  es  que  el 
fiador  de  un  arrendatario  por  el  precio  del  arrendamiento, 
ao  será  responsable  de  la  indemnización  que  debiere  el  fiado 
al  dueño  de  la  finca  por  deterioros,  por  falta  de  reparacio- 
nes, ó  por  incendio  causado  por  su  culpa;  ni  el  fiador  de  un 
mutuatario  por  la  cantidad  del  préstamo,  estará  obligado  á 
ios  intereses  que  entre  el  acreedor  y  el  deudor  se  hubiesen 
estipulado;  ni  el  fiador  de  un  administrador  de  la  hacienda 
pública  por  los  caudales  que  este  «manejare  ,  deberá  pagar 
/as  multas  que  se  impusieren  al  fiado  por  su  prevaricación. 

Mas  la  fianza  indefinida  de  una  obligación  principal  se  es- 
tiende á  todos  los  accesorios  de  la  deuda,  y  aun  á  los  gastos 
hechos  contra  el  deudor  para  su  cobro  ,  si  habiéndose  noti- 
ficado al  fiador  el  procedimiento  judicial,  deja  que  este  pase 
adelante  sin  pagarla. 

XVII.  Muerto  el  fiador,  pasa  á  sus  herederos  la  obliga- 
ción de  la  fianza  con  sus  escepciones  y  derechos;  ley  16, 
lit.  12  ,  Part.  5.  Esta  no  es  una  disposición  particular  con 
respecto  á  la  fianza,  sino  una  aplicación  del  principio  gene- 
ral de  que  cada  uno  se  presume  contraer  por  sus  herederos 
como  por  sí  mismo ,  y  de  que  los  herederos  sWeden  en  los 
bienes,  derechos  y  acciones  del  difunto  con  la  obligación  de 
satisfacer  todas  las  cargas  de  la  herencia. 

XVIII.  El  deudor  que  haya  de  dar  fiador  debe  presentar 
por  tal  una  persona  que  sea  idónea  para  ello  ,  tanto  por  su 
aptitud  legal  para  obligarse  por  contrato  cómo  por  razón  do 
su  solvencia  ;  ley  1 ,  lit.  18,  lib.  5  del  Fuero  Real. 

Para  calificar  la  solvencia  del  fiador,  no  se  ha  de  atender 
á  sus  bienes  muebles  ,  á  no  ser  en  materias  de  comercio  ó 
en  deudas  cortas,  porque  fácilmente  pueden  sustraerse  ó 
enajenarse  ;  ni  á  los  bienes  litigiosos  ó  sobre  los  cuales  no 
tenga  derecho  cierto  y  seguro  ;  ni  à  ios  bienes  cubiertos  de 
hipotecas  ;  ni  à  los  bienes  situados  á  tal  distancia  que  no  sea 
fácil  al  acreedor  ejercer  en  caso  necesario  sus  derechos  so- 
bre ellos  sin  grandes  gastos  ó  largos  viajes  ;  sino  solo  á  los 
bienes  raices  ó  derechos  equivalentes  que  sean  bastantes 
para  cubrir  la  deuda  y  presenten  la  seguridad  y  facilidad 
que  la  naturaleza  de  la  fianza  requiere. 

XIX.  Si  el  fiador  admitido  por  el  acreedor,  voluntaria- 
mente ó  por  decreto  de  juez,  cayere  después  en  estado  de 
insolvencia  o  de  no  poder  cumplir  con  su  empeño  ,  deberá 
el  deudor  presentar  otro  fiador,  pues  que  se  supone  que  el 
acreedor  no  contrajo  con  el  deudor  sino  por  la  seguridad  de 
la  fianza.  Mas  si  el  acreedor  mismo  hubiese  designado  la 
persona  que  queria  se  le  diese  por  fiador,  ó  si  el  fiador  pre- 
sentado era  ya  insolvente  al  tiempo  del  contrato,  no  tendría 
derecho  el  acreedor  para  pedir  nuevo  fiador,  pues  debería 
imputarse  á  sí  mismo  el  no  haber  tenido- mejor  elección  ó  el 
no  haber  tomado  informes  mas  seguros  sobre  la  solvencia  ó 
insolvencia  del  presentado,  á  no  ser  que  con  respecto  a  este 
último  hubiera  sido  sorprendido  ó  engañado  por  el  deudor 
que  se  lo  dio ,  pues  siempre  quedan  esceptuados  los  casos 
de  fraude. 

XX.  En  caso  de  que  el  deudor  obligado  á  dar  primero  ó 


segundo  fiador  no  presente  uno  que  tenga  las  calidades  re- 
queridas ,  podrá  el  acreedor  demandar  la  rescision  del  con- 
trato  con  daños  y  perjuicios,  por  aplicación  de  la  regla  gene- 
ral que  así  lo  establece  en  los  contratos  sinalagmáticos 
cuando  alguno  de  los  contrayentes  deja  de  cumplir  por  su 
parte  con  lo  contratado;  ley$,  til.  6,  Part.  S,  y  ley  ih, 
til.  10,  lib.  5,  Fuero  Real. 

XXI.  El  que  al  tiempo  de  celebrar  un  contrato,  cualquiera 
que  sea,  no  pidiere  fianza  para  la  seguridad  de  su  cumpli- 
miento, no  tendrá  derecho  para  exigirla  después,  á  no  ser  en 
caso  de  que  el  deudor  enajene  sus  bienes  ó  trate  de  mudar 
de  domicilio;  ley  2,  til.  18,  lib.  5,  Fuero  Real, 

§  II.  Efectos  de  la  fianza  entre  el  acreedor 
y  el  fiador. 

I.  Como  la  fianza  es  un  contrato  subsidiario  y  condicio- 
nal por  su  naturaleza,  pues  que  el  fiador  no  se  obliga  sino 
en  defecto  del  deudor  principal,  debe  el  acreedor  demandar 
primero  á  este  para  que  le  pague  la  deuda  ó  le  entregue  ó 
haga  la  cosa  que  fué  objeto  de  la  estipulación  ;  ley  9,  til.  12, 
Part.  S. 

Así  que,  si  el  acreedor  se  dirigiere  primero  contra  el  fia- 
dor, podrá  el  fiador  valerse  del  beneficio  de  orden  ó  excu- 
sión, esto  es,  pedir  que  antes  se  proceda  contra  el  deudor  y 
sus  bienes;  en  cuyo  caso,  si  el  deudor  no  tiene  bienes  algu- 
nos habrá  de  pagar  el  fiador  toda  la  deuda  ,  y  si  no  tiene 
los  suficientes  ,  habrá  de  satisfacer  cuanto  faltare  para  cu- 
brirla ;  d.  ley  9. 

II.  El  fiador  que  opone  el  beneficio  de  excusión,  debe  in- 
dicar al  acreedor  los  bienes  del  deudor  principal ,  y  aun 
adelantarle  las  cantidades  suficientes  para  que  haga  dicha 
excusión  ,  especialmente  cuando  esta  hubiere  de  ser  costosa 
y  recaer  sobre  bienes  raices.  Así  lo  sienta  Febrero  sin  apo- 
yarse en  ley  ni  en  autor  alguno.  Esta  disposición  se  halla  es- 
tablecida en  el  código  francés,  cuyos  comentadores  dan  por 
razón  de  ella  la  regla  general  de  que  toda  excusión  debe 
hacerse  por  cuenta  y  riesgo  del  fiador  que  la  pide. 

III.  Aunque  el  deudor  es  quien  primero  debe  ser  deman- 
dado, sin  embargo  si  al  tiempo  del  vencimiento  de  la  deuda 
se  hallare  ausente  del  pueblo  de  su  domicilio ,  podrá  ser  re- 
convenido el  fiador  antes  que  el" deudor  principal;  pero  en 
este  caso  tendrá  derecho  el  fiador  de  pedir  al  juez  cierto 
plazo  para  presentar  el  deudor,  y  no  presentándole  dentro 
del  término  que  se  lo  hubiese  concedido,  podrá  ser  entonces 
compelido  á  la  paga;  d.  ley  9. 

También  podrá  ser  demandado  desde  luego  el  fiador,  sin 
precederse  previamente  contra  el  deudor  principal,  en  los 
casos  que  siguen  :  —  Io.  cuando  el  fiador  renunció  el  bene- 
ficio de  orden  ó  excusión,  como  suele  hacerse  comunmente  en 
el  día,  pues  apenas  hay  escritura  de  fianza  que  no  contenga 
esta  renuncia;  bien  que  la  cláusula  de  la  renuncia  mas  bien 
se  pone  por  rutina  de  los  escribanos  que  por  voluntad  es- 
presa  de  los  fiadores  :  —  2o.  cuando  es  notorio  que  el  deu- 
dor no  tiene  bienes  para  satisfacer  la  deuda  ;  Gómez,  lib.  2 , 
Variar.,  cap.  13,  n.  15  :  —  5o.  cuando  el  deudor  no  puede 
ser  reconvenido  fácilmente,  por  causa  que  haya  sobrevenido 
de  nuevo  respecto  de  su  persona  ó  del  lugar  en  que  se  ha- 
lle; Gómez,  id.  :  —  h°.  cuando  el  fiador  niega  maliciosa- 
mente la  fian-za  y  después  es  convencido ,  porque  por  la 
mentira  se  pierde  el  privilegio;  Gómez,  id.  :  —  b°.  cuando 
el  fiador  se  hubiese  obligado  solidariamente  con  el  deudor, 
pues  entonces  puede  el  acreedor  intentar  su  acción  contra 
cualquiera  de  los  dos  por  el  todo  :  —  G°.  cuando  el  deudor 
y  el  fiador  se  hubiesen  obligado  de  mancomún  como  deu- 
dores principales,  pues  entonces  no  habría  propiamente 
fianza  sino  obligación  de  mancomunidad  .  y  cada  uno  de- 
berá ser  reconvenido  solo  por  su  parte,  á  no  hallarse  alguno 
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en  oslado  de  insolvencia,  en  cuyo  caso  elotro  tendría  que 
soportar  toda,  la  carga  ;  ley  10,  lit.  12,  Part.  b. 

IV.  Si  el  fiador  reconvenido  por  el  acreedor,  no  le  opone 
desde  luego  el  beneficio  de  orden  ó.  excusión  ,  sino  que  se 
defiende  de  otra  manera  ,  no  podrá  oponerlo  después ,  por- 
quese  entiende  que  tácitamente1  lo  renuncia;  y  si  lo. opone 
à  su  tiempo,  debe  el  acreedor  hacer  inmediatamente  todas 
sus-diligencias  contra  el  deudor  principal ,  porque  si  las  di- 
lata^y  el  deudor  entretanto,  apresurándose  à  distraer  ú  ocul- 
tar sus  bienes,  se  pone  en  estado  de  no  poder  pagar  la  deuda, 
será  responsable  detesta  insolvencia  con  respecto  al  fiador, 
pues  que  no  proviene  sino  de  su  negligencia;  Greg.  López, 
glosa  lí  de  la  ley  8,  lit.  12,  Part.  S. 

V.  Siendo  muchos  los  fiadores  de  un  mismo  deudor  por 
una  misma  deuda,  ó  bien  se  obligaron  simplemente  ,  ó  bien 
solidariamente.  Si  se  obligaron  simplemente,  esto  es,  sin  es- 
presar  que  cada  uno  se  obligaba  por  el  todo  de  la  deuda, 
ninguno  de  ellos  podrá  ser  reconvenido  sino  á  prorata ,  esto 
es,  por  la  parte  que  le  toque  según  el  número  de  fiadores  , 
por  la  mitad  v.  gr.  si  son  dos,  por  el  tercio  si  son  tres,  etc.  ; 
bien  que  los  fiadores  presentes  habrán  de  pagar  la  cuota  de 
los  ausentes,  y  los  ricos  la  de  los  pobres.  Si  se  obligaron  so- 
lidariamente, esto  es  ,  espresando  que  todos  y  cada  uno  se 
obligaban  por  toda  la  deuda ,  puede  el  acreedor  proceder 
contra  todos  los  fiadores  juntos  ó  contra  cualquiera  de  ellos 
en  particular  para  que  le  satisfaga  la  deuda  por  entero  ;  y 
pagada  por  uno,  quedan  los  otros  libres.  Leyes  8,  9  y  10, 
til.  12,  ParU  S;  y  ley  10,  Ut.  1,  lib.  10,  Nov.  Rec. 

He  dicho  que  aun  cuando  muchos  fiadores  se  obligan  sim- 
plemente, tienen  que  responder  los  presentes  por  los  ausen- 
tes, y  los  ricos  por  los  pobres,  porque  así -lo  sientan  las 
leyes  8  'y  10,  tít.  12,  Part.  S,  y  los  autores  fundados  en 
ellas.  Pero  ¿  no  podrían  considerarse  derogadas  en  esta  parte 
dichas  leyes  por  la  ley  10,  tít.  1 ,  lib.  10  de  la  Novísima 
Recopilación?  «  Establecemos ,  dice  esta  ley,  que  si  dos 
personas  se  obligaren  simplemente  por  contrato  ó  en  otra 
manera  alguna,  para  hacer  ó  cumplir  alguna  cosa,  que  por 
ese  mismo  hecho  se  entiendan  ser  obligados  cada  uno  por  la 
mitad; :  salvo  si  en  el  contrato  se  dijese  que  cada  uno  sea 
obligado  in  solidum,  ó  entre  sí  en  otra  manera  fuere  conve- 
nido é  igualado;  y  esto  no-  embargante  cualesquier  leyes  del 
derecho  común  c¡ue  contra  esto  hablan;  y  esto  sea  guardado 
así  en  los  contratos  pasados  como  en  los  por  venir.  «  La  ley, 
como  se  ve*  quiere  de  un  modo  absoluto  y  general,  que 
cuando  dos  se  obligan  simplemente,  no  responda  cada  uno 
sino  de  la  mitad.  ¿Porqué  pues  le  hemos  de  cargar  también 
la  otra  mitad  en  caso  de  que  el  otro  sea  pobre  ó  se  halle 
ausente?  Siempre  debemos  atenernos  á  las  leyes  mas  nue- 
vas; y  cuando  ellas  no  ponen  escepciones,  no  está  en  él  orden 
que  las, pongamos  nosotros:  Ubi  lex  non  dislinguit ,  neo 
nos  distinguere  dcbemus.  Esta  máxima  adquiere  todavía  mas 
fuerza,  cuando  se  trata  de  obligaciones,  pues  en  caso  de 
duda  debemos  estar  mas  dispuestos  á  disminuirlas  ó  negar- 
las que  á  estenderlas  ó  afirmarlas  :  Ubi  de  obligando  agitar, 
propensiores  sumus  ad  negandum,  si  Iiabcamus  occasioncm  ; 
1.  IP,,  D.  deverb.  oblig.  Como  quiera  que  sea,  si  se  quiero 
que  entre  los  fiadores  simplemente  obligados  pague  el  pre- 
sente por  el  ausente ,  y  el  rico  por  el  pobre ,  siempre  tendrá 
recurso  el  pagador  contra  el  fiador  por  quien  pagó;  pues 
que  negolium  ejus  gcssil. 

VI.  Entro  los  Romanos  antiguamente,  así  como  ahora 
entre  los  Franceses,  por  el  hecho  de  obligarse á  favor  de  un 
deudor  muchos  fiadores,  quedaban  responsables  todos  y 
cada  uno  de  ellos  por  toda  la  deuda  :  Si  piares  sint  /idejus- 
sores  super  eodem  debito  constitua  ,  qtiolquol  crunl  numero , 
singnl i  in  solidlim  lenenlur  ;  Inst.  de  fidejussor.,  §k.  Como 
esta  disposición  parecía  y  era  con  efecto  demasiado  dura  , 
introdujo  el  emperador  Adriano  el  beneficio  llamado  cíe  di- 


vision, ordenando  que  el  fiador  que  se  viese  demandado  por 
toda  la  deuda  pudiese  obligar  al  acreedor  á  dividir  su  ac- 
ción entre  todos  los  acreedores  y  no  pedir  á  cada  uno  sino 
la  parte  que  le  correspondiese  :  Ex  epístola  D.  Adrianicom- 
pellitur  creditor  à  singulis,  qui  modo  sokendo  suul  lilis  con- 
testâtes lempare,  parles  peiere,  Inst.  de  fidejussor.,  §  h.  Mas 
entre  nosotros,  según  la  ley  8,  tít.  12,  Part.  5,  y  la  ley  10, 
tít.  i  ,  lib.  10  ,  Novísima  Recopilación,  la  acción  del  aeree-  ' 
dor,  ó  por  mejor  decir,  la  deuda  está  ya  dividida  ipso  jura 
entre  los  fiadores,  de  modo  que  aquel  no  puede  pedir  là 
deuda  por  entero  sino  solo  por  partes  á  cada  uno  de  ellos,  á 
no  ser  que  cada  uno  se  hubiese  obligado  in  solidum  ,  esto 
es,  por  el  todo.  Sigúese  de  aquí,  según  algunos  autores,  que 
no  es  necesario  que  el  fiador  reconvenido  por  toda  la  deuda 
oponga  la  escepcion  de  la  düision,  sino  que  basia  que  diga 
por  via  de  defensa  que  solo  está  obligado  á  pagar  su  parte; 
y  aun  hay  quien  añade  que  si  por  error  ó  ignorancia  de  la 
ley  pagare  toda  la  deuda,  podrá  reclamar  del  mismo  acree- 
dor la  parte  correspondiente  á  los  demás  fiadores  como 
indebidamente  pagada.  Véase  Error,  §  //,  n.  III.  Sin 
embargo,  lo  mas  seguro  es  oponer  la  escepcion  de  la  divi- 
sion, para  que  no  se  diga  que  por  no  haberla  opuesto  ha  re- 
nunciado el  beneficio  de*  la  ley  ó  ha  querido  hacer  un  favor 
á  sus  compañeros  en  la  fianza.  La  escepcion  de  division  es 
escepcion  perentoria,  y  sigue  por  consiguiente  las  reglas  do 
las  escepciones  de  esta  clase. 

Si  los  fiadores  fuesen  solidarios,  esto  es,  si  se  hubiesen 
obligado  todos  y  cada  uno  de  ellos  por  toda  la  deuda,  no 
puede  oponer  ninguno  la  escepcion  de  division  al  acreedor 
que  le  pidiere  el  pago  total  de  ella  ,  pues  por  el  hecho  de 
haberse  obligado  in  solidum  renunciaron  tácitamente  dicha 
escepcion ,  porque  la  obligación  solidaria  escluye  la  division. 
Si  los  fiadores,  sin  espresar  que  se  obligaban  in  solidum, 
hubiesen  renunciado  sin  embargo  al  tiempo  del  contrato  ó 
después  el  beneficio  de  division,  se  tendrán  por  fiadores 
solidarios,  y  podrán  por  lo  tanto  ser  demandados  indivi- 
dualmente por  toda  la  deuda. 

§  III.  Efectos  de  la  fianza  entre  el  deudor  y  el 
fiador. 

I.  El  fiador  que  ha  pagado  la  deuda,  tiene  recurso  contra 
el  deudor  principal  para  su  reintegro;  pero  este  recurso 
puede  ser  en  su  propio  nombre  ó  en  el  del  acreedor.  Po ■Irá 
ejercerlo  en  nombre  del  acreedor,  si  se  ha  hecho  subrogar 
en  sus  acciones  y  derechos  ,  pidiéndole  al  pagarle  que  sé 
los  ceda  ,  á  lo  cual  puede  obligarle ,  ya  resistiéndose  al  pago 
por  la  escepcion  llamada  de  cesión  de  acciones,  cedendanun 
aclionum,  ya  recurriendo  al  juez  aun  después  del  pago  si  al 
tiempo  de  hacerlo  se  hubiese  reservado  el  beneficio  de  la 
cesión.  Esta  subrogación  será  muy  útil  al  fiador,  cuando  el 
acreedor  tenia  algún  privilegio  ó  hipoteca  sobre  los  bienes 
del  deudor  principal  ,  pues  podrá  hacer  uso  de  estos  y  otros 
derechos  contra  el  deudor  como  pudiera  haberlo  hecho  el 
acreedor  mismo.  Mas  si  el  fiador  descuidó  la  subrogación , 
no  tendrá  entonces  contra  el  deudor  otra  acción  que  la  suya 
propia,  esto  es,  la  de  mándalo  ó  gestion  de  negocios  ,  segan 
que  hubiese  contraído  la  fianza  por  ruego  ó  con  aprobación 
tacita  ó  espresa  del  deudor  ó  sin  su  noticia,  como  hemos 
dicho  mas  arriba,  §  I,  n.  XIV.  Leyes  11 ,  12  y  15,  til.  12, 
Part.  5,  con  las  gl.  de  Greg.  López. 

II.  El  fiador  tiene  su  recurso  contra  el  deudor,  cualquiera 
que  sea  el  modo  con  que  ha  pagado  ó  estinguïjiû  la  deuda  , 
sea  espontáneamente  ,  sea  por  sentencia  ,  sea  por  entrega  do 
la  cosa  debida  ú  otra,  sea  por  compensación  ó  novación, 
sea  por  una  simple  remisión  hecha  por  el  acreedor  al  fiador 
en  consideración  á  su  persona  ó  á  servicios  que  hubieso 
prestado.  Todos  los  medios  deben  ser  indiferentes  ai  tícu- 


Fï 

dor,  con  tal  que  haya  quedado  libre  de  la  deuda ,  pues  lo 
esencial  para  él  es  que  ya  no  pueda  ser  reconvenido  ni  in- 
quietado por  ella  ;  y  así  en  todos  los  casos  es  el  mismo  contra 
él  el  derecho  del  fiador. 

IIÍ.  El  recurso  del  fiador  contra  el  deudor  tiene  lugar  por 
todo  cuanto  hubiese  pechado j  pagado  ó  espendido  por  razón 
de  la  fianza  ;  ley  1  i ,  til.  !8 ,  lib.  3 ,  Fuero  Real,  y  leyes  12 , 
20  y  21 ,  lit.  12,  Part.  S,  Abraza  pues  :  —  Io.  el  capital  de 
la  deuda  y  los  intereses  que  en  su  caso  hubiese  satisfecho  : 
—  2o.  los  gastos  y  costas  causadas  ,  con  tal  que  el  fiador 
hubiese  dado  al  deudor  oportuno  aviso  del  procedimiento 
judicial ,  por  si  queria  pagar  ó  hacer  algún  convenio  cen  el 
acreedor  para  evitar  pleitos  y  gastos  :  —  5o.  los  daños  y 
perjuicios  que  el  fiador  hubiese  esperimentado  por  el  cum- 
plimiento de  la  fianza,  como  v.  gr.  si  se  le  hubiesen  vendido 
los  bienes,  ó  si  hubiese  tenido  que  hacer  sacrificios  para 
procurarse  la  cantidad  necesaria  para  pagar  al  acreedor  ; 
porque  siendo  la  fianza  un  contrato  de  beneficencia  entre  el 
deudor  y  el  fiador,  no  seria  justo  que  este  quedase  perjudi- 
cado por  no  haber  cumplido  aquel  la  obligación  principal. 

IV.  Habiendo  muchos  deudores  solidarios  de  una  misma 
deuda ,  el  fiador  de  todos  puede  repetir  de  cada  uno  de  ellos 
todo  lo  que  ha  pagado  y  el  resarcimiento  de  daños  y  perjui- 
cios: mas  si  no  fuesen  deudores  solidarios  sino  simples,  solo 
podrá  proceder  contra  cada  uno  á  prorata,  aunque  haya 
obtenido  cesión  de  acciones  del  acreedor,  pues  que  este 
mismo  no  hubiera  podido  demandar  à  cada  uno  de  los  deu- 
dores mas  que  su  parte  respectiva  en  la  deuda. 

V.  Si  el  fiador  que  ha  pagado  la  deuda  no  se  habia  obli- 
gado mas  que  por  algunos  de  los  deudores  solidarios  y  no 

►por  todos ,  solo  tendrá  acción  directa  por  el  todo  contra  los 
deudores  á  quienes  fió  ;  y  contra  los  otros  no  tendrá  mas 
acción  que  la  que  tendrían  los  deudores  fiados  en  caso  de 
que  por  sí  mismos  hubiesen  satisfecho  la  deuda.  Pero  si 
hubiese  obtenido  del  acreedor  la  cesión  de  acciones ,  podria 
entonces  reconvenir  por  el  todo  á  cada  uno  de  los  deudores 
solidarios  fiados  y  no  fiados. 

VI.  Para  que  el  fiador  tenga  recurso  contra  el  deudor  ó 
codeudores,  no  basta  que  haya  pagado  la  deuda,  sino  que 
ademas  es  necesario  que  la  haya  pagado  útilmente  para 
ellos,  esto  es,  de  modo  que  queden  libres  de  ella.  De  aquí 
es  que  si  después  de  haber  pagado  no  diere  aviso  al  deudor, 
y  este  por  ignorar  el  pago  lo  hiciere  otra  vez.  por  sí  mismo 
al  acreedor  ó  á  su  mandatario  que  se  lo  piden  ó  admiten  de 
buena  ó  mala  fe,  no  tendrá  recurso  contra  el  deudor;  pero 
podrá  pedir  á  este  que  le  ceda  su  acción  para  repetir  contra 
el  acreedor  que  ha  recibido  lo  que  ya  no  se  le  debia;  /.  29 , 
|  5,  D.  manü.;  y  aun  parece  muy  equitativo  que  sin  nece- 
sidad de  esta  cesión  de  acciones  se  le  permita  proceder 
directamente  contra  el  acreedor.  Si  por  el  contrario  el  deu- 
dor es  quien  pagó  la  deuda  primeramente  sin  dar  aviso  al 
fiador,  y  este  viéndose  demandado  por  el  acreedor  le  hace 
segundo  pago  por  no  saber  el  primero,  tendrá  recurso  dicho 
fiador  contra  el  deudor  principal  para  reintegrarse  de  lo 
pagado  por  la  falta  de  su  aviso ,  bien  que  deberá  cederle  su 
acción  de  repetición  contra  el  acreedor  que  tal  vez  será  in- 
solvente, para  que  le  haga  restituir  lo  que  indebidamente 
ha  percibido;  /.  29,  §  2,  D.  mand.  Mas  esta  decisión  no 
puede  tener  lugar  cuando  el  fiador  se  obligó  por  el  deudor 
principal  sin  noticia  de  este  ;  pues  que  en  tal  caso  no  podia 
el  deudor  dar  aviso  del  pago  á  un  fiador  á  quien  no  conocía. 
De  la  misma  decisión  de  la  ley  romana  se  deduce,  que  si  el 
fiador  hizo  el  nuevo  pago  espontáneamente  sin  ser  reconve- 
nido para  ello  ,  no  tendrá  acción  contra  el  deudor  sino  solo 
contra  el  acreedor. 

VIL  Si  el  fiador  reconvenido  en  juicio  para  el  pago  de  la 
deuda,  dejare  de  oponer  á  sabiendas  las  escepciones  peren- 
torias que  competían  al  deudor  principal,  ó  que  eran  co- 
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muñes  al  deudor  y  al  mismo  fiador,  esto  es,  las  escepciones" 
que  opuestas  destruirían  la  acción  del  acreedor,  y  por  no  ' 
haberlas  propuesto  fuere  condenado  al  pago  y  lo  efectuare 
en  virtud  de  la  sentencia,  no  tendrá  r  curso  después  contra 
el  deudor  principal ,  pues  parece  haber  omitido  las  escep- 
ciones fraudulentamente  con  el  objeto  de  perjudicarle;  pero 
si  las  escepciones  que  dejó  de  proponer  fuesen  meramente 
personales  al  deudor,  ó  compitiesen  tan  solo  al  fiador  mis- 
mo, bien  podrá  entonces  exigir  este  de  aquel  el  reintegro 
de  cuanto  por  su  causa  hubiese  satisfecho  ;  ley  15  ,  tf$  12 , 
Part.  {$.  Si  las  escepciones  fueren  personales  al  deudor, 
debe  el  fiador  avisarle,  si  pudiere,  de  los  procedimientos 
del  acreedor,  para  que  si  le  acomodare  haga  uso  de  ellas. 
La  omisión  de  las  escepciones  dilatorias  no  quita  al  fiador 
su  recurso  contra  el  deudor. 

VIH.  Tampoco  tendrá  recurso  el  fiador  contra  el  deudor 
principal  :  —  Io.  cuando  hubiese  hecho  el  pagode  la  deuda 
con  ánimo  de  no  repetirlo  nunca  del  deudor,  pues  en  tal 
caso  habria  verdadera  donación  :  —  2o.  cuando  la  fianza  se 
hubiese  contraído  por  utilidad  del  mismo  fiador,  pues  en- 
tonces este  pagando  el  débito  no  habria  hecho  sino  su  pro- 
pio negocio  :  —  5o.  cuando  se  hubiese  constituido  fiador 
contra  la  voluntad  espresa  del  deudor,  bien  que  en  esto 
caso  podria  pedir  al  acreedor  la  cesión  de  sus  acciones  y 
derechos  para  repetir  del  deudor  lo  pagado  como  apoderado 
y  procurador  en  propia  causa ,  según  se  ha  indicado-  mas 
arriba.  Ley  12,  lit.  12,  Part.  5. 

IX.  Tiene  el  fiador  su  acción  espedita  contra  el  deudor 
principal  desde  el  momento  en  que  ha  cumplido  con  su  em- 
peño, así  en  el  caso  de  haber  pagado  la  deuda  voluntaria- 
mente y  sin  apremio,  como  en  el  de  haberla  pagado  en  virtud 
de  sentencia  del  juez;  pero  si  siendo  la  deuda  á  cierto  plazo,  ' 
la  satisface  antes  de  su  vencimiento ,  habrá  de  esperar  al 
dia  designado  para  pedir  el  recobro;  ley  líí,  lit.  12,  Part.  5. 

X.  No  solamente  puede  reconvenir  el  fiador  al  deudor 
después  de  haber  pagado  la  deuda,  sino  que  en  ciertos  casos 
puede  asimismo  proceder  contra  él  para  librarse  ,  aun  antes 
de  haberla  satisfecho.  Estos  casos  son  los  que  siguen  : 

Io.  Cuando  el  fiador  es  condenado  à  pagar  el  todo  ó  parte 
deladjuda,  ley  8,  lit.  18,  lib.  3,  Fuero  Pical,  y  ley  V\ , 
lit.  12,  Part.  5;  pues  antes  de  verificar  el  pago,  puede  de- 
mandar al  deudor  principal  para  que  le  exonere  de  la  fianza , 
pagando  por  sí ,  ó  arreglándose  cou  el  acreedor,  ó  sirviéndose 
de  cualquier  otro  medio  ,  sin  qi>e  por  eso  deba  el  acreedor 
suspender  sus  procedimientos  contra  el  fiarlor  que  no  se  halle 
ín  el  caso  de  invocar  el  beneficio  de  orden  ó  excusión. 

2o.  Cuando  no  teniendo  plazo  fijo  la  obligación  principal , 
hubiese  permanecido  mucho  tiempo  el  fiador  gravado  con  la 
obligación  de  la  fianza;  pues  entonces  puede  pedir  igual- 
mente al  deudor  que  le  liberte  de  ella.  El  jurisconsulto  Bar- 
tolo arbitraba  que  el  fiador  no  debia  quejarse  sino  al  cabo 
de  dos  ó  tres  años  desde  la  fecha  de  la  fianza  :  otros  esten- 
dian  el  tiempo  á  diez  años  ,  que  es  el  término  adoptado  por 
el  código  francés  :  el  Fuero  Real  lo  reduce  á  un  año ,  ley  8, 
til.  18,  lib.  5  :  pero  la  ley  lit ,  lit.  12,  Part.  S,  lo  deja  abso- 
lutamente á  la  prudencia  del  juez,  quien  habrá  de  atender 
en  cada  caso  tanto  á  la  gravedad  de  la  obligación  y  facul- 
tades del  fiador,  como  à  la  mayor  ó  menor  necesidad  de 
que  continúe  con  el  gravamen  que  se  impuso  y  â  las  circuns- 
tancias del  deudor  principal.  Mas  cuando  la  obligación  prin- 
cipal debe  durar  por  su  naturaleza  cierto  tiempo  determinado 
ó  indeterminado,  por  muy  largo  que  sea,  no  puede  el  fiador 
durante  su  trascurso  pedir  la  exoneración  de  la  fianza;  por- 
que habiendo  conocido  ó  debido  conocer  la  naturaleza  de  la 
obligación  de  que  se  constituía  garante,  hubo  de  contar  con 
que  permanecería  obligado  por  dicho  tiempo.  Asi  es  que  ni 
el  fiador  de  un  tutor  puede  pedir  su  liberación  mientras  dure 
la  gestion  de  la  tutela ,  ni  el  fiador  de  ana  renta  vitalicia 
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pu^de  tampoco  exigirla  mientras  no  muera  la  persona  en 
cuva  cabeza  se  ha  constituido  la  renta. 

5o.  Cuando  el  fiador  contrajo  su  obligación  solo  hasta 
cierto  día  ,  y  este  ha  pasado  ya  ;  pues  en  tal  caso  debe  el 
deudor  descargarle  de  ella;  ley  8,  lit.  18,  lib.  3,  Fuero  Real, 
r  ley  \h,  t¡t.  12,  Pari.  5.  Lo  mismo  ha  de  decirse  cuando 
Se  contrajo  la  fianza  solo  hasta  que  se  verificase  cierta  con- 
dición ,  y  esta  se  ha  verificado. 

4o.  Cuando  el  deudor  principal  empieza  á  disipar  sus 
bienes,  ley  8,  til.  18,  lib.  3,  Fuero  Real  ,.y  ley  Oí,  Ül.  12, 
Part.  S,  y  con  mas  razón  cuando  hubiese  quebrado;  en 
cuyos  casos  puede  el  fiador  respectivamente  demandar  la 
liberación  ,  ó  pedir  el  embargo  de  bienes  por  la  cantidad  que 
hubiese  afianzadp,  ó  acudir  al  concurso  de  quiebra.  Mas  si 
al  tiempo  de  la  fianza  disipaba  ya  sus  bienes  el  deudor,  y  á 
pesar  de  eso,  el  fiador  la  contrajo  á  sabiendas,  no  podrá 
exigir  que  se  le  liberte  de  ella,  pues  se  entiende  que  quiso 
tomar  voluntariamente  sobre  sí  el  riesgo  de  la  conducta  del 
fiado,  y  aun  asegurar  al  acreedor  precisamente  de  este  riesgo 
de  próxima  insolvencia. 

8°.  Cuando  habiendo  llegado  el  plazo  de  la  deuda,  no  la 
satisface  el  deudor  principal;  pues  el  fiador  tiene  derecho 
en  este  caso  para  exigirle  que  la  pague,  ó  que  le  suministre 
la  cantidad  suficiente  para  pagarla  él  mismo,  ó  que  la  ponga 
en  depósito  para  hacérsela  recoger  al  acreedor,  ó  que  de 
cualquiera  otro  modo  le  releve  de  la  responsabilidad  que 
tiene  contraída;  y  aun  si  tuviere  en  su  poder  algunos  bienes 
del  deudor,  puede  hacer  el  pago  con  ellos,  sin  que  por  eso 
pueda  decirse  que  comete  hurto  ó  violencia,  pues  que  no 
hay  dolo  ni  fraude,  como  dice  Gómez,  lib.'i,Fariar.,cap.  13, 
número  21. 

6o.  Cuando  el  fiador  tiene  que  trasladarse  á  países  distantes 
y  permanecer  en  ellos  mucho  tiempo  por  causa  justa,  como 
de  comercio  ,  de  estudios  ,  de  oficio  ú  otra  semejante  ;  pues 
habiendo  de  ponerse  con  tal  motivo  en  estado  de  no  poder 
velar  sobre  el  peligro  de  insolvencia  del  deudor,  parece  se 
está  en  el  caso  de  que  este  le  libre  de  su  obligación  fiducia- 
ria ,  como  sostienen  efectivamente  el  Abad ,  Barbosa ,  Pir- 
hing,  Reiffenstuel  y  Ferraris. 

7o.  Cuando  entre  el  deudor  principal  y  el  fiador  estalla 
enemistad  capital,  con  tal  que  no  haya  dado  motivo  á  ella 
el  fiador,  pues  de  otro  modo  podría  librarse  á  su  arbitrio  de 
la  obligación  que  contrajo.  Asi  lo  sientan  algunos  autores,  y 
entre  ellos  Ferraris;  pero  hay  muchos  que  sostienen  que  no 
tiene  derecho  el  fiador,  por  causa  de  la  enemistad,  á  pedir 
la  liberación  de  la  fianza. 
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§  IV.  Efectos  de  la  fianza  entre  los  co-fiadores. 

I.  Cuando  habiendo  dos  ó  mas  co-fiadores  ó  compañeros 
en  la  fianza,  uno  de  ellos  paga  toda  la  deuda,  no  tiene  por 
sí  mismo  acción  alguna  contra  los  otros,  sino  solamente 
contra  el  deudor  principal,  porque  ni  existe  obligación  re- 
cíproca entre  los  fiadores  ,  ni  el  que  paga  se  propone  hacer 
el  negocio  de  sus  asociados  sino  el  suyo  propio  ó  el  del  fiado. 
Esta  disposición  del  derecho  romano,  que  ha  sido  adoptada 
por  el  nuestro ,  es  seguramente  muy  dura  y  no  de  las  mas 
conformes  á  la  equidad,  porque  siendo  común  á  todos  los 
co-fiadores  la  obligación  de  la  deuda ,  puede  decirse  quo 
quien  pagándola  los  libra  de  ella  ,  hace  en  cuanto  al  efecto 
el  negocio  de  todos,  y  parecía  muy  puesto  en  razón  que  ya 
que  todos  se  aprovechan  del  pago  tanto  como  el  que  lo  hizo, 
contribuyesen  también  todos  á  él  con  su  parte  respectiva. 
Mas  la  ley,  llevada  de  razones  sutilísimas  cuya  fuerza  apenas 
se  alcanza,  lo  ha  ordenado  de  otra  manera ,  y  no  quiere  que 
el  pagador  pueda  recurrir  contra  sus  compañeros  para  que 
le  ayuden  á  soportar  la  carga,  sino  cuando  se  haya  subro- 


gado en  lugar  del  acreedor  por  medio  de  un  poder  que  este 
le  haya  otorgado  cediéndole  sus  acciones. 

II.  Es  necesario  pues  que  el  fiador  que  paga  en  su  nombre 
propio  toda  la  deuda  y  quiere  reclamar  de  sus  compañeros 
el  reintegro  de  la  parte  que  les  corresponda  ,  exija  del  acree- 
dor, al  tiempo  mismo  del  pago,  que  le  ceda  las  acciones  y 
derechos  que  tiene  contra  todos  y  cada  uno  de  los  fiadores. 
Sí  el  acreedor  se  resiste  á  otorgarle  la  cesión,  puede  también 
el  fiador  resistirse  á  hacerle  el  pago,  oponiéndole  la  escep- 
cion  llamada  de  cesión  de  acciones ,  cualquiera  que  sea  la 
fuerza  de  su  obligación  y  del  instrumento  con  que  se  hallo 
confirmada  ;  y  si  ya  imprudentemente  le  hubiera  efectuado 
el  pago  ,  puede  recurrir  al  juez  para  compelerle  á  dicha  ce- 
sión ó  á  la  devolución  de  lo  que  le  ha  entregado ,  con  tal  que 
hubiese  pedido  á  tiempo  la  cesión  ó  se  hubiese  reservado  su 
beneficio. 

III.  Armado  ya  el  fiador  de  la  cesión  de  acciones ,  que  se 
suele  llamar  caria  de  laslo ,  puede  demandar  à  cada  uno  de 
los  oíros  fiadores  aquella  parle  que  pagó  por  ellos;  y  sí  al- 
guno fuese  tan  pobre  que  no  pudiere  satisfacérsela  entonces, 
no  debe  exigirle  otra  cosa  sino  alguna  caución  ú  obligación 
de  que  se  la  satisfará  cuando  pueda.  Así  lo  dispone  la  ley  11, 
tít.  12,  Part.  5;  pero  esta  ley  ¿habla  del  caso  en  que  los 
fiadores  son  simples,  ó  del  çaso  en  que  son  solidarios;  esto 
es,  del  caso  en  que  se  hayan  obligado  á  prorata ,  ó  del  caso 
en  que  se  hayan  obligado  por  el  todo?  Gregorio  López  se 
inclina  á  que  la  ley  habla  solo  del  caso  en  que  los  fiadores 
son  simples;  y  quiere  siguiendo  á  Bartolo,  que  cuando  los 
fiadores  son  solidarios ,  la  parte  del  pobre  se  distribuya  entre 
todos  los  que  se  hallan  en  estado  de  solvencia  ,  de  modo  que 
no  haya  de  cargarse  con  ella  solo  el  que  pagó  la  deuda  por 
entero.  * 

Algunos  autores  por  el  contrario ,  suponiendo  que  la  cesión 
de  acciones  solo  puede  tener  lugar  cuando  los  fiadores  son 
solidarios,  pretenden  que  si  uno  de  dos  ó  mas  co-fiadores 
simples  pagare  al  acreedor  la  deuda  por  entero  ignorando  que 
solo  estaba  obligado  por  su  parte ,  podrá  repetir  del  mismo 
acreedor  las  porciones  correspondientes  á  los  otros  como  in- 
debidamente pagadas,  y  que  si  satisfizo  toda  la  deuda  sa- 
biendo que  no  estaba  obligado  á  tanto ,  se  entiende  que  quiso 
hacer  este  beneficio  gratuitamente  á  sus  compañeros.  Sin 
embargo ,  aunque  en  el  artículo  Beneficio  de  cesión  de  ac- 
ciones parece  habernos  inclinado  à  esta  opinion  ,  no  encon- 
tramos inconveniente  en  que  cualquiera  de  los  co-fiadores 
simples  que  quiera  pagar  toda  la  deuda,  pida  al  acreedor  y 
este  le  otorgue  la  cesión  de  sus  acciones  ó  sea  la  caria  de 
laslo  contra  los  demás  ,  pues  generalmente  hablando  cual- 
quiera puede  ceder  ó  enajenar  un  crédito  ó  derecho  que 
tiene  contra  otro,  y  cualquiera  puede  adquirirlo  por  compra 
ó  de  otro  modo;  y  en  caso  de  haber  obtenido  el  fiador  dicha 
cesión ,  no  hay  razón  para  impedirle  el  ejercicio  de  la  acción 
que  de  ella  le  resulla  contra  sus  compañeros  en  la  fianza, 
pues  no  los  demanda  en  nombre  propio  sino  en  el  del  acree- 
dor cuya  persona  representa.  Mas  si  el  fiador  pagó  todo  el 
débito  sin  pedir  la  cesión  ,  creyendo  por  error  ó  ignorancia 
de  la  ley  que  á  todo  él  estaba  obligado,  bien  parece  quo 
podrá  entonces  repetir  del  acreedor  lo  que  le  dio  sin  debér- 
selo por  su  parte  ,  ó  exigirlo  la  carta  de  lasto  para  deman- 
darlo á  los  co-fiadores. 

IV.  Hemos  dicho  mas  arriba  que  el  fiador  que  paga  mí  su 
nombre  propio  toda  la  deuda  es  quien  puede  pedir  al  acree- 
dor la  cesión  de  acciones ,  porque  es  preciso  distinguir  entro 
el  que  paga  en  su  propio  nombre  como  fiador  y  el  que  paga 
en  nombre  del  deudor  principal.  Al  que  pagó  en  nombre  del 
deudor  principal  y  no  como  fiador,  no  puede  otorgarle  el 
acreedor  la  cesión  de  acciones,  porque  con  un  pago  de  esta 
naturaleza  quedó  es! '^  7. ido  el  derecho  del  acreedor  contra 
los  fiadores ,  del  mismo  modo  que  si  el  deudor  principal  le 
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hubiese  pagado  por*  su  propia  mano.  Mas  por  fortuna  se  en- 
tiende que  el  fiador  hace  el'pago  en  nombre  propio,  ya 
cuando  así  lo  espresa  al  tiempo  de  hacerlo  ,  ya  cuando  sin 
espresarlo  pide  desde  luego  la  cesión  de  acciones.  Ley  11, 
til.  12,  Pari.  5. 

V.  Haya  ó  no  haya  cesión  de  acciones,  tienen  siempre 
espedita  su  acción  propia  contra  el  deudor  principal  todos 
los  fiadores  que  hubiesen  satisfecho  el  todo  ó  parte  de  la 
deuda  ;  d.  ley  ii,  til.  12,'  Part.  5. 
- 

§  V.  Estincion  de  la  fianza. 

I.  La  obligación  que  resulta  de  la  fianza  se  estingue  por 
las  mismas  causas  que  las  demás  obligaciones;  y  todo  lo 
que  produce  la  estincion  de  la  obligación  principal,  pro- 
duce por  consecuencia  necesaria  la  estincion  de  la  fianza  , 
porque  dejando  de  existir  lo  principal  no  puede  subsistir  lo 
accesorio,  subíalo  principan ,  tollilur  acce'ssorium ;  al  paso 
que  la  fianza  por  el  contrario  puede  muy  bien  estinguirse, 
sin  que  por  eso  la  obligación  principal  quede  también  estin- 
guida  ,  porque  lo  principal  puede  subsistir  sin  lo  accesorio. 
Véase  Obligación. 

II.  El  primer  modo  de  estinguirse  toda  obligación,  y  por 
consiguiente  la  fianza ,  es  el  pago  ó  cumplimiento  de  ella , 
ora  se  haga  por  el  fiador,  ora  por  el  deudor  principal.  En 
este  punto  es  de  observar  :  —  1°.  que  si  el  fiador,  viendo 
que  vence  el  plazo  de  la  deuda,  ofrece  su  pago'  al  acreedor 
pomo  caer  en  la  pena  que  tal  vez  se  impuso,  y  el  acreedor 
nó  quiere  admitirlo  por  alguna  razón ,  ó  tal  vez  se  halla  au- 
sente, puede  depositarlo  en  alguna  iglesia  ó  monasterio  ó  en 
mano  de  un  hombre  bueno  ante  testigos,  y  de  este  modo 
quedará  libre  de  toda  responsabilidad,  ley  \k  ,  lit.  12, 
Pari.  5,  aunque  mejor  será  que  haga  el  depósito  con  apro- 
bación judicial,  como  se  dice  en  la  palabra  Consignación  : 
—  2o.  que  en  el  caso  de  que  no  estuviese  afianzada  sino  la 
mitad  de  la  deuda  ,  el  primer  pago  que  el  deudor  hiciere  sin 
imputación  se  entiende  hecho  en  descargo  de  la  fianza  ,  por 
la  razón  de  que  solutio  gencraliter  cl  indefinitè  à  dcbilore 
facía  in  duriorcm  causam  débet  setnpcr  impulari  ;  al  gravior 
videlur  obligalio  quœsub  salisdatione  fit ,  qnàm  pura. 

III.  Es  necesario  observar  que  el  fiador  de  uno  que  está 
obligado  á  entregar  un  objeto  cierto  y  determinado,  no  se 

\  libra  de  su  responsabilidad  por  la  pérdida  de  este  objeto  , 
aunque  acaecida  sin  culpa  suya,  si  es  que  acaeció  por  culpa 
del  deudor  principal  ó  después  de  haberse  constituido  este 
en  mora  ó  tardanza  ,  porque  el  fiador  responde  de  los  he- 
chos y  omisiones  del  deudor,  quia  spopondit  in  tolam  cau- 
sam; en  vez  deque  si  la  cosa  pereció  por  culpa  del  fiador, 
queda  libre  de  su  entrega  el  deudor  principal ,  como  en  el 
caso  de  que  hubiese  perecido  por  culpa  de  cualquiera  otra 
persona  ,  porque  el  deudor  no  responde  de  los  hechos  de  su 
fiador,  como  este  de  los  de  aquel;  11.  88  y  91 ,  D.  de  verb. 
oblig.,y  l.  58,  D.  de  fidejusz. 

IV.  La  confusion  de  las  calidades  de  deudor  y  fiador  que 
se  verifica  en  una  misma  persona  cuando  el  uno  hereda  al 
otro,  no  estingue  la  obligación  principal,  pero  estingue  gene- 
ralmente la  fianza  en  todo  ó  en  parte  ,  según  que  el  here- 

I  dero  hubiere  sucedido  en  el  todo  ó  solo  en  una  parte  de  la 
herencia,  porque  nadie  puede  ser  fiador  de  sí  mismo  :  de 
manera  que  si  el  fiador  ha  heredado  por  mitad  al  deudor  ó 
el  deudor  al  fiador,  la  fianza  se  estingue  por  la  mitad  de  la 
deuda  y  subsiste  por  la  otra  mitad  que  deberá  pagar  el  otro 
heredero. 

V.  Esta  regla  de  que  la  fianza  se  estingue  por  la  confu- 
sion ó  reunion  de  las  calidades  de  deudor  y  fiador  que  re- 
sulta en  una  misma  persona  por  haberse  heredado  el  uno  al 
otro ,  no  puede  aplicarse  cuando  el  heredero ,  ya  sea  el  fia- 
dor ó  el  deudor,  acepta  la  herencia  con  beneficio  de  inven- 


tario ,  pues  que  uno  de  los  efectos  de  este  beneficio  es 
precisamente  impedir  la  confusion  de  los  bienes  personales 
del  heredero  con  los  de  la  herencia  ;  de  modo  que  el  acree- 
dor vendrá  sobre  los  bienes  del  heredero  con  los  demás 
acreedores  de  este,  y  sobre  los  bienes  de  la  herencia  con  los 
acreedores  del  difunto,  sin  perjuicio  de  ejercer  el  privilegio 
ó  hipoteca  que  tal  vez  tuviere  sobre  los  bienes  del  uno  ó  de 
la  otra. 

VI.  Aun  en  el  caso  de  que  se  haya  aceptado  pura  y  sim* 
plemente  la  herencia,  no  se  considera  estinguida  por  la  con- 
fusion, la  fianza,  si  por  razón  de  alguna  escepcion  personal 
al  deudor  fuere  mas  ventajosa  para  el  acreedor  la  fianza 
misma  que  la  obligación  principal.  Así  es  que  si  la  obliga- 
ción se  ha  contraído  por  una  persona  que  solo  podia  quedar 
obligada  naturalmente,  como  v.  gr.  por  un  pupilo  sin  la  au- 
toridad de  su  tutor,  y  la  fianza  se  ha  dado  por  una  persona 
capaz  de  obligarse  natural  y  civilmente,  no  pierde  el  acree- 
dor, por  la  circunstancia  que"  sobrevenga  de  que  el  deudor 
sea  heredero  del  fiador  ó  el  fiador  del  deudor,  los  derechos 
que  le  resultan  de  la  fianza;  porque  la  obligación  del  fiador 
puede  considerarse  de  algún  modo  en  esta  hipótesis  obliga- 
ción principal  ;  /.  5,  pp.  D.  de  séparât.  ;  l.  21  ,  §■  2,  D.  de'fi- 
dejuss.;  Voët.  ad  Pandectas,  til.  de,  solut.,  n.  20,  in  fine. 

VIL  Si  el  fiador  constituyó  hipoteca  para  seguridad  de 
su  obligación  fiduciaria ,  y  falleció  después  instituyendo 
por  su  heredero  al  deudor,  aunque  no  podrá  ser  demandado 
este  por  razón  de  la  fianza  como  heredero  del  fiador,  subsis- 
tirá no  obstante  la  hipoteca  que  este  último  habia  conferido 
al  acreedor,  porque  la  cosa  hipotecada  quedó  gravada  de  un 
derecho  real  que  la  sigue  á  todas  y  cualesquiera  manos, 
y  por  consiguiente  también  á  las  del  deudor  que  lo  en- 
cuentra en  la  herencia;  ademas  de  que,  por  el  hecho  de 
dar  el  fiador  una  hipoteca  para  seguridad  de  su  obligación, 
la  daba  también  por  consecuencia  precisa  para  seguridad  de 
la  obligación  del  deudor  principal  ;  l.  58,  %  ült.,  I),  de  solut. 

VIII.  Si  el  acreedor  heredare  al  fiador,  queda  igualmente 
estinguida  la  fianza  :  mas  si  el  fiador  hubiese  ya  pagado 
parte  de  la  deuda ,  tendría  acción  el  acreedor  como  su  here- 
dero para  recobrarla  del  deudor.  Si  por  el  contrario  el  fia- 
dor heredare  al  acreedor,  hay  del  propio  modo  estincion  de 
la  fianza  ,  porque  el  fiador  no  puede  tener  acción  contra  sí 
mismo;  pero  si  anteriormente  hubiese  pagado  alguna  cosa 
por  el  deudor,  puede  ejercer  contra  este  su  recurso. 

IX.  El  fiador,  ademas  de  las  escepciones  que  le  son  per- 
sonales, como  la  que  resultare  v.  gr.  de  su  incapacidad  para 
obligarse  ,  puede  oponer  al  acreedor  todas  las  escepciones 
que  pertenecen  al  deudor  principal  y  que  son  inherentes  á  la 
deuda  ;  pero  no  las  que  son  puramente  personales  del  deu- 
dor. Así  que ,  puede  hacer  valer  todas  las  causas  que  ha-; 
rian  nula  la  obligación  principal  (no  siendo  puramente  per- 
sonales al  deudor),  como  por  ejemplo,  el  defecto  de  causa 
de  la  obligación ,  la  causa  ¡licita  ,  el  error  que  recayó  sobro 
la  substancia  misma  del  contrato,  la  violencia  ejercida  con- 
tra el  deudor  para  que  accediese  á  él ,  el  dolo  de  que  usó  la 
otra  parte,  las  nulidades  que  tuviere  el  instrumento,  sea  au- 
téntico ó  privado,  etc.,  etc.,  porque  todas  estas  circunstan- 
cias dan  ó  pueden  dar  lugar  á  la  anulación  de  l'a  obligación 
principal,  y  son  lo  que  se  llama  en  derecho  escepciones  rea- 
les, escepciones  inherentes  á  la  deuda  :  Rei  cohœrcnles  ex- 
ceptiones  eliam  fidejussoribus  compelunt ;  1. 1,  D.  de  except. 

También  puede  oponer  los  hechos  y  las  circunstancias 
que  han  producido  la  estincion  total  ó  parcial  de  la  deuda  , 
después  de  haber  sido  esta  válidamente  contraída;  como  la 
prescripción,  la  sentencia  que  hubiere  absuello  al  deudor  de 
la  demanda  puesta  contra  él  por  el  acreedor,  la  transacción 
que  entre  estos  hubiese  intervenido,  el  juramento  deferido 
al  primero  por  el  segundo  y  debidamente  prestado,  la  remi- 
sión hecha  por  el  acreedor  al  deudor,  la  compensación  que 
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se  hubiese  verificado  de  derecho  entre  ellos  y  de  que  eî  uno 
ó  cl  otro  no  ha  querido  hacer  uso,  etc.,  etc. 

Puede  asimismo  invocar  el  fiador  la  quita  ó  rebaja  que 
los  acreedores  hubiesen  concedido  valutariamente  al  deu- 
dor, porque  la  fianza  sigue  los  pasos  de  la  obligación  princi- 
pal; de  manera  que  así  como  cuando  la  principal  cesa  ente- 
ramente ,  se  estingue  también  del  todo  aquella  como 
accesoria,  del  propio  modo  cuando  la  primera  solo  se 
estingne  en  parte  ,  cesa  también  en  parte  la  segunda.  Y  aun 
cuando  después  el  deudor  renunciare  el  beneficio  de  la  quita, 
no  por  eso  debe  dejar  de  aprovechar  al  fiador  para  su  des- 
cargo ;  porque  ya  no  está  en  mano  del  deudor  privar  al 
fiador  de  un  medio  de  relevación  que  habia  adquirido  por 
ol  hecho  de  tenerlo  el  deudor;  ley  62,  D.  de  paclis. 

Mas  no  puede  oponer  el  fiador  las  escepciones  que  las 
leyes  conceden  al  deudor  principal  en  razón  de  su  persona  ; 
como  la  de  menor  edad,  la  de  beneficio  de  competencia  ó  de 
no  poder  ser  reconvenido  en  mas  de  lo  que  alcancen  sus  facul- 
tades después  de  atender  à  su  manutención ,  y  la  que  tiene 
la  mujer  casada  que  se  ha  obligado  sin  autorización  de  su 
marido.  ' 

Puede  pedir  el  fiador  al  deudor-principal  que  le  suminis- 
tre los  documentos  necesarios  para  probar  las  escepciones, 
como  también  las  cantidades  suficientes  para  los  gastos  y 
costas  del  pleito;  porque  el  fiador  hace  el  negocio  del  deu- 
dor mas  bien  que  el  suyo  propio;  Grey.  López,  en  la  glosa  3 
ele  laley  13,  lit.  12,  Part.  ï>. 

X.  Como  el  acreedor  está  obligado,  según  mas  arriba  se 
ha  dicho  ,  á  ceder  al  fiador  que  le  paga  la  deuda,  todas  las 
acciones  y  derechos  que  tuviere  contra  el  deudor  principal, 
es  consiguiente  que  si  se  hubiese  puesto  en  la  imposibilidad 
de  cederle  un  derecho  de  privilegio  ó  hipoteca  que  tenia  y 
que  quizá  movió  al  fiador  á  contraer  la  fianza,  por  haberlo 
perdido  ó  dejado  caducar  ó  estinguirse  por  su  culpa  ó  por 
su  hecho,  no  podrá  compeler  al  fiador  á  que  le  saLisfaga  la 
deuda ,  pues  que  debe  considerarse  estinguida  la  fianza. 

XI.  Cuando  el  acreedor  recibe  voluntariamente  del  deu- 
dor alguna  heredad  ó  alhaja  en  pago  de  la  deuda ,  ¿  queda 
estinguida  la  fianza ,  aunque  después  el  acreedor  llegare  á 
ser  despojado  de  la  heredad  ó  alhaja  por  eviccion?  El  pago 
en  éste  caso  no  es  válido  ,  pues  que  no  transfiere  al  acree- 
dor la  propiedad  de  la  cosa  que  se  le  entrega  ;  y  subsistiendo 
por  consiguiente  la  obligación  principal,  parece  que  debe 
subsistir  también  la  fianza.  Sin  embargo  ,  como  el  fiador, 
creyéndose  libre  de  su  obligación  por  causa  de  esta  dación 
en  pago,  no  ha  podido  tomar  las  precauciones  necesarias 
para  evitar  los  efectos  que  contra  él  podria  producir  la  in- 
solvencia del  deudor,  y  como  por  otra  parle  nadie  debe  su- 
frir perjuicio  por  el  hecho  de  olro  ,  nemo  ex  allerius  fació 
prœgravari  débet,  es  doctrina  corriente  que  el  acreedor  des- 
poseído por  eviccion  de  la  cosa  tomada  en  pago  de  su  cré- 
dito no  puede  proceder  contra  el  fiador  para  que  le  satisfaga 
la  deuda,  pues  que  le  quitó  los  medios  de  reintegrarse  á  su 
tiempo,  sino  solo  contra  el  deudor  principal  para  que  le  res- 
ponda de  la  eviccion ,  debiendo  imputarse  á  sí  mismo  el  no 
haber  velado  mas  por  sus  intereses. 

XII.  ¿Qué  será  si  el  acreedor  concede  al  deudor  princi- 
pal sin  consentimiento  del  fiador  una  próroga  del  término 
señalado  para  el  pago,  y  durante  esta  próroga  cae  el  deudor 
en  estado  de  insolvencia?  ¿Podrá  el  fiador  mirar  como  estin- 
guida ia  fianza  y  negarse  al  pago  de  la  deuda?  Esta  próroga 
puede  ser  tan  favorable  al  fiador  como  al  deudor,  y  por  otra 
parte  no  impide  al  primero  mirar  por  la  seguridad  de  su  in- 
demnización y  proceder  contra  el  deudor  principal  para  que 
le  libre  de  la  fianza.  Parece  pues  que  el  fiador  no  podrá  en 
el  caso  propuesto,  negarse  al  pago  de  la  deuda  ,  á  no  ser 
que  concluido  el  primer  plazo  hubiese  hecho  uso  de  su 
acción  para  que  se  le  libertase  de  su  obligación  fiduciaria. 


Así  resuelve  la  cuestión  el  juicioso  Polhier,  cuya  opinion 
abrazó  el  código  francés  en  su  artíc  ulo  2039:  y  así  la  decide 
también  nuestro  Antonio  Gómez,  lib.  2,  Variar.,  cap.  13, 
niim.  21.  c 

No  faltan ,  sin  embargo,  autores  de  mucha  nota  que  con- 
sideran estinguida  la  fianza  coi.  respecto  al  plazo  prorogado, 
y  otros  tratan  de  conciliar  las  dos  opiniones  opuestas, 
diciendo  que  debe  sostenerse  la  primera  cuando  el  fiador 
se  obligó  simplemente  á  favor  de  un  deudor  que  tenia  S"ma- 
lado  plazo  fijo  para  pagar ,  y  la  segunda  cuando  el  fiador  se 
obligó  solamente  hasta  cierto  tiempo.  La  ley  10,  tít.  18, 
lib.  3  del  Fuero  Real,  distinguiendo  entre  la  próroga  espresa 
que  se  hace  sin  asenso  del  fiador  antes  de  cumplirse  el  plazo, 
y  la  próroga  tácita  que  resulta  de  no  pedirse  la  deuda  des- 
pués de  cumplido  el  plazo ,  quiere  que  en  el  primer  caso  se 
tenga  por  exonerado  el  fiador  y  no  en  el  segundo  :  «  Si  al- 
gún fiare  á  otro,  dice,  por  alguna  cosa  pagar  ó  facer  á  plazo, 
et  si  ante  del  plazo  sin  otorgamiento  del  fiador  alongare 
aquel  plazo,  el  fiador  non  sea  tenido  de  la  fiadura:  et  si  non 
le  alongó  el  plazo,  maguer  que  el  debdor  al  dia  nol  fué  de- 
mandado que  pagare,  el  fiador  sea  tenido  de  cuanto  fió.  »  Se 
ve  pues  que ,  según  la  ley  del  Fuero ,  queda  estinguida  la 
fianza  por  el  hecho  de  prorogarse  el  plazo  sin  consentimiento 
del  fiador,  ya  sea  que  el  plazo  recaiga  sobre  la  fianza  ,  ya 
sea  que  recaiga  sobre  la  deuda ,  pues  que  la  ley  en  esta 
parte  no  hace  distinción,  y  aun  si  bien  se  examinan  sus  pa- 
labras parece  que  habla  hasta  del  caso  en  que  la  asignación 
de  plazo  recae  sobre  la  deuda. 

Viéndose  embarazado  Antonio  Gómez  con  una  decisión 
tan  terminante  que  echa  por  tierra  su  opinion,  trata  él  de 
echar  por  tierra  la  ley,  diciendo  que  no  debe  observarse  , 
porque  carece  de  razón,  quia  ralione  caret,  á  no  ser  en 
los  lugares  en  que  estuviese  sancionada  por  la  costumbre. 
Mas  no  deja  de  parecer  algo  dura  y  aventurada  la  califica- 
ción que  hace  Gómez  de  la  ley  del  Fuero,  la  cual  puede 
sostenerse  con  algunas  razones  no  despreciables.  Si  el  fia- 
dor se  obliga  solamente  hasta  el  dia  de  S.  Juan  ,  por  ejem- 
plo, ¿quién  sin  su  noticia  puede  alargar  su  obligación  hasta 
el  dia  de  Navidad  ?  Es  un  principio  incontrastable  que  no  se 
contraen  obligaciones  sino  por  el  consentimiento,  y  que  na- 
die queda  obligado  por  el  contrato  de  otro  :  Cerlissimum  est 
ex  allerius  contráctil  neminem  obligari  :  consensu  fiunl  obli- 
gationes.  La  próroga  del  plazo  en  el  caso  de  la  cuestión ,  no 
es  mas  que  un  convenio  entre  el  acreedor  y  el  deudor  prin- 
cipal :  ¿cómo  pues  ha  de  quedar  obligado  por  ella  el  fiador 
que  no  interviene  y  que  lejos  de  eso  la  ignora?  S*-*  dice  que 
el  fiador  tiene  el  recurso  de  pedir,  pasado  el  plazo  de  la 
deuda,  que  se  le  libre  de  la  obligación  que  contrajo;  pero 
no  es  ni  debe  ser  necesario  este  acto  positivo  de  su  parte 
para  considerarse  exonerado  de  una  obligación  que  no  se 
ha  impuesto.  Se  añade,  que  la  próroga  puede  ser  tan  favo- 
rable al  fiador  como  al  deudor  principal  :  puede  serle  favo- 
rable efectivamente  ;  pero  también  puede  serle  funesta ,  y 
como  quiera  que  sea  ,  nunca  una  obligación  se  reputa  sino 
gravosa  por  su  naturaleza. 

La  razón  principal  en  que  se  apoya  Antonio  Gómez  para 
sentar  que  la  ley  del  Fuero  carece  de  razón,  es  mucho  mas 
débil  que  las  que  se  acaban  de  recorrer  y  refutar  ;  pues  se 
reduce  á  que  la  próroga  parece  hecha  con  su  calidad ,  quia 
prorogatio  videtur  facía  cum  sita  qiialilalc,  esto  es,  con- 
servando á  la  deuda  su  calidad  de  deuda  fiada,  que  es  lo 
mismo  que  decir  que  el  fiador  no  se  libra  de  la  fianza  por 
la  próroga  del  plazo,  porque  parece  que  la  próroga  no  se 
hace  sino  bajo  el  concepto  de  que  continúa  la  fianza.  Pero 
.en  primer  lugar,  parece  que  el  acreedor  y  el  deudor  no  pue- 
den proceder  bajo  la  idea  de  la  continuación  de  la  fianza 
cuando  saben  que  ha  llegado  ya  el  término  de  esta  obliga- 
ción accesoria  ;  y  en  segundo  lugar,  semejante  idea ,  ademas 
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de  gratuita  é  infundada,  no  seria  conforme  á  los  principios 
del  derecho,  según  tos  cuales  no  habiendo  intervenido  el 
fiador,  no  debe  quedar  por  la  próroga  irías  ligado  de  lo  que 
estaba ,  porque  nadie  por  el  hecho  de  olro puede  encontrarse 
obligado  á  mas  de  lo  que  él  mismo  se  obligó  :  Nenio  ex  alte- 
rivs  facto  prœqravari  débet.     - 

FïANZA  de  indemnidad.  La  obligación  que  uno  con- 
trae de  pagar  al  acreedor  lo  que  esle  no  pueda  cobrar  .ó 
conseguir  del  deudor.  La  fianza  de  indemnidad  se  diferencia 
de  la  fianza  simple  :  —  Io.  porque  en  la  simple  se  obliga  el 
fiador  á  lo  mismo  á  que  está  obligado  el  deudor  principal; 
y  en  la  de  indemnidad  no  se  obliga  sino  á  lo  que  no  pueda 
conseguirse  del  dicho  deudor;  —  2o.  porque  en  la  primera 
no  está  obligado  el  acreedora  demandar  indispensablemente 
al  deudor  principal  antes  que  al  fiador,  á  no  ser  que  este  le 
oponga  el  beneficio  de  excusión  ;  y  en  la  segunda  se  requiere 
la  excusión  previa  de  los  bienes  del  deudor  como  una  con- 
dición necesaria  para  poder  reconvenir  al  fiador.  Ant.  Gó- 
mez, lib.  2,  Variar.,  cap.  15,  núm.  5. 

TIAK'ZA  de  mancomunidad.  La  obligación  que  con- 
traen juntamente  ó  en  union  dos  ó  mas  personas  de  dar  ó 
hacer  lo  que  otra  debe,  para  el  caso  de  que  esta  no  cum- 
pla ;  es  decir,  que  la  fianza  de  mancomunidad  no  es  otra 
cosa  que  la  fianza  contraída  en  union  por  dos  ó  mas  perso- 
nas, en  contraposición  á  laque  se  contrae  por  una  sola. 
La  mancomunidad  puede  ser  simple  ó  solidaria  :  será  sim- 
ple, cuando  cada  uno  de  los  fiadores  se  obliga  solo  á  prorata 
ó  sin  espresar  que  se  obliga  por  el  todo;  y  será  solidaria 
cuando  cada  uno  de  los  fiadores  se  obliga  cspresamenle  por 
toda  la  deuda.  Vëase Tïanz'a ,  §  II,  n.  Y. 

FIANZA  de  la  haz.  Llámase  así  la  fianza  de  estar  á 
derecho ,  la  de  estar  á  las  resultas  del  juicio  ó  pagar  lo  juz- 
gado y  sentenciado ,  y  la  carcelera  ó  de  cárcel  segura  ;  por- 
que todas  tres  se  constituyen  en  juicio  ante  el  juez  y  el  es- 
cribano de  la  causa,  ó  bien  ante  otro  escribano  de  orden  del 
juez.  Algunos  dan  el  nombre  de  fianza  de  la  haz  solamente 
á  la  de  cárcel  segura.  Estas  tres  especies  de  fianza  no  solo 
tienen  lugar  en  las  causas  civiles  cuando  no  siendo  el  reo 
sugeto  arraigado  puede  con  su  fuga  hacer  ilusorio  el  juicio, 
sino  también  en  las  criminales  que  solo  merecen  pena  pecu- 
niaria ;  y  producen  el  efecto  de  que  el  reo  permanezca  ó 
sea  puesto  en  libertad  (i).  Véanse  los  artículos  siguientes. 

FIANZA  de  estar  Á  derecho.  La  obligación  que  uno 
contrae  ó  la  seguridad  que  da  ante  el  juez,  de  que  el  reo  ó 
demandado  asistirá  al  juicio  y  no  usará  de  dolo.  Entre  los 
Romanos  se  llamaba  caución  de  judicio  sisli.  Esta  lianza 
puede  tener  lugar  así  en  pleitos  civiles  como  en  causas  cri- 
minales. 

I.  En  los  pleitos  civiles ,  el  que  prometiere  ante  el  juez 
bajo  cierta  pena,  que  hará  comparecer  y  estar  á  derecho  al 
demandado  ,  debe  efectivamente  hacerle  venir  dentro  del 
plazo  que  se  le  asigne  ;  pero  no  incurrirá  en  la  pena  ,  aun- 
que no  le  traiga  precisamente  al  dia  del  plazo  ,  con  tal  que 
no  tarde  á  presentarlo  sino  dos ,  tres ,  cinco  ó  mas  dias , 
según  el  arbitrio  del  juez  :  bien  que  por  esta  próroga  no 
ha  de  seguirse  al  demandante  perjuicio  alguno  en  su  de- 
recho, del  cual  podrá  usar  como  en  el  primer  plazo.  Tam- 
poco incurrirá  el  fiador  en  la  pena ,  cuando  hubiese  dejado 
de  traer  al  demandado  por  razón  de  algún  impedimento 
legítimo  ,  como  por  enfermedad,  avenidas  de  rios,  ú  otro 
semejante;  pero  deberá  traerle  tan  pronto  como  cese  el  im- 
pedimento ;  leyes  56  y  57,  lit.  Il ,  Part.  S,  con  las  (jlosas 
de  Gregorio  López. 

II.  En  las  causas  criminales,  el  que  saliere  fiador  por  el 
reo  ,  obligándose  bajo  cierta  pena  atraerle  á  juicio  ó  estará 
derecho,  debe  presentarle  en  el  dia  señalado;  y  no  habiendo 

(i)  Le) es  17  y  18,  tít.  12,  Part.  5,  y  el  Dr.  Alyaiez,  toin.  4, 
tít.  12. 


podido  hallarle  ,  tendrá  otro  plazo  igual  para  b,usçarle  y 
traerle  si  el  primero  fué  de  seis  meses  ó  rnénos;  j)ero  si 
hasta  cumplido  el  año  no  le  pudiere  hallar  ó  no  le  trajere 
á  derecho ,  pagará  la  pena  á  que  se  obligó  en  la  fiaa^; 
ley  M,  til.  12,  Part.  8.  ¡  .  ;,,,, 

III.  Si  el  reo  ó  demandado  falleciere  antes  de  espirar  el 
primer  plazo,  no  debe  su  fiador  pagar  la  pena  quq  se  im- 
puso; mas  si  falleciese  después  de  cumplido,  incurre  en 
ella  ,  y  se  le  puede  exigir;  ley  19,  d.  til.  12. 

IV.  Si  el  fiador  se  hubiese  obligado  á  traer  á  juicio  al  reo 
ó  demandado  dentro  de  cierto  plazo  sin  imponerse  pena 
determinada  ,  podrá  el  juez ,  en  caso  de  falta  de  cumpli- 
miento, condenarle  en  la  pena  que  fuero,  de  costumbre  en 
el  lugar,  ó  por  su  defecto  en  alguna  pena  pecuniaria  según  su 
arbitrio;  y  aun  si  el  fiador  procedió  con  engaño  [ludiendo  y 
no  queriendo  traer  al  reo  ó  demandado  ,  deberá  el  juez  cas- 
tigarle con  otra  pena  mayor;  d.  ley  19,  líl.  12  ,  Pari,  S,  y 
leu  10,  tít.  29,  Part.  7, 

V.  Si  en  la  fianza  no  se  hubiere  señalado  plazo  para  traer 
al  reo ,  quedará  el  fiador  exonerado  de  su  obligación  en  çasp 
de  que  el  actor  dejare  trascurrir  el  término  de  dos  meses 
sin  pedirle  que  lo  traiga;  escepto  cuando  se  hizo  escritura 
pública  ó  recayó  la  fianza  en  pleito  perteneciente  al  reyó  á 
común  de  concejo,  pues  en  estos  dos  casos  dura  tres  años 
la  fianza ,  de  modo  que  si  dentro  de  ellos  no  se  pide  al  fiador 
la  presentación  del  reo ,  no  se  le  podrá  ya  demandar  ni 
apremiar  en  lo  sucesivo  para  que  la  verifique;  d.  ley  19  , 
tit.  12,  Part.  S. 

VI.  La  pena  del  fiador  que  no  cumple  su  obligación  do 
traer  al  reo  ó  demandado  á  estar  á  derecho,  debe  ser  pecu- 
niaria ,  y  no  corporal ,  aunque  la  merezca  el  fiado  ;  ley  10  , 
lit.  29,  Part.  7.  Mas  el  juez  que  hubiere  dado  libertad  bajo 
fianza  al  acusado  de  algún  delito  digno  de  pena  de  muerte 
ú  otra  corporal ,  camele  culpa  grave  é  incurre  en  pena  ar- 
bitraria si  se  verificare  el  caso  de  fugarse  el  reo  ;  d.  ley  10  : 
bien  que  en  cualquier  estado  de  la  causa  en  que,  aunque  no 
resulte  la  inocencia  del  acusado  ,  aparezca  que  no  es  reo  de 
pena  corporal,  debe  serle  concedida  ia  libertad  bajo  fianza 
ó  caución  suficiente;  regl.de  26  de  setiembre  de  183S,  art.  11. 

VIL  La  pena  del  fiador  queda  prescrita  por  el  término  de 
un  año,  contado  desde  el  dia  en  que  incurrió  en  ella;  de 
suerte  que  si  dentro  de  dicho  tiempo  no  le  fuere  pedida,  no 
estará  ya  obligado  á  pagarla  en  adelante;  ley  i  ,  tit.  11 , 
lib.  10,  Nov.Rcc. 

VIII.  El  fiador  tiene  facultad  de  defender  en  juicio  al 
acusado  ó  emplazado  si  quisiere,  desde  que  se  cumpla  el 
primer  plazo  hasta  fin  del  segundo  ;  pero  una  vez  lomada 
la  defensa,  no  puede  abandonarla  hasta  la  terminación 
del  pleito,  aunque  entretanto  muera  el  fiado.  Resultando 
este  sin  culpa,. quedará  libre  aquel  de  la  fianza;  y  apare- 
ciendo culpado,  pagará  el  fiador  á  la  otra  parle  la  pena  á 
que  se  obligó  ,  como  igualmente  los  daños  y  perjuicios  que 
se  le  originaron.  Mas  si  la  deuda  ú  obligación  que  fué  causa 
del  emplazamiento  del  fiado  consistiere  en  dar  ó  hacer  al- 
guna cosa ,  débela  dar  ó  hacer  el  fiador  con  los  daños  y 
perjuicios  ;  en  cuyo  caso  se  libertará  de  la  pena  á  que  sa 
había  obligado,  pues  que  defendió  al  reo  en  juicio  hasta  la 
sentencia; Jey  18,  lit.  12,  Part.  S.— Véase  Fianza  de  la  ha:. 

FIANZA  de  estar  á  las  resultas  del  juicio.  La  obli- 
gación en  que  uno  se  constituye  ante  el  juez  de  que  no 
pagando  el  reo  lo  juzgado  y  sentenciado ,  lo  satisfará  y  cum- 
plirá él  mismo  exactamente.  Esta  fianza  se  llama  en  el  dere- 
cho romano  judicalum  sohi  ;  y  aunque  puede  tener  lugar 
en  causas  civiles  y  criminales,  nunca  se  estiende  á  penas 
corporales,  sino  solo  á  las  pecuniarias  ,  á  lo  que  el  reo  tu- 
viere que  dar  ó  hacer,  y  al  resarcimiento  de  daños  y  per- 
juicios. Véase  Fianza  de  la  haz. 

FIANZA  carcelera  ó  pe  cárcel  segvra.  La  obligación 
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en  que  uno  se  constituye  ante  el  juez  de  que,  poniéndose  ó 
dejándose  en  libertad  aireo,  le  hará  volver  ó  presentarse 
en  la  cárcel  siempre  que  le  fuere  mandado.  Esta  fianza  no 
se  admite  sino  cuando  el  acusado  no  es  reo  de  pena  corpo- 
ral ,  y  es  tan  semejante  á  la  de  estar  á  derecho ,  que  se 
confunde  con  ella ,  de  modo  que  los  autores  aplican  á  la 
fianza  carcelera  lo  que  las  leyes  disponen  sobre  la  fianza  do 
estará  derecho  ,  y  aun  en  la  práctica  suelen  ir  juntas  las 
dos  ,  porque  las  dos  tienen  por  objeto  el  que  el  reo  no  falte 
al  juicio,  con  la  diferencia  de  que  la  fianza  carcelera  lleva 
consigo  la  necesidad  de  presentar  al  reo  en  la  cárcel.  El 
fiador  en  esta  se  llama  carcelero  comentárteme ,  porque 
loma  á  su  cuidado  la  custodia  del  reo,  obligándose  á  pre- 
sentarle en  la  cárcel  dentro  del  término  legal  ó  del  que  de- 
signe el  juez  de  la  causa  ó  siempre  que  le  fuere  mandado  , 
bajo  la  pena  que  como  á  tal  carcelero  se  le  imponga  ó  que 
fuere  de  costumbre  en  el  lugar  ó  que  arbitre  el  juez  según 
las  circunstancias  en  caso  de  falta  de  presentación.  Véase 
Fianza  de  estar  á  derecho. 

FIANZA  de  arraigo.  La  seguridad  que  da  el  deman- 
dado de  responder  á  las  resultas  del  juicio,  hipotecando 
ú  obligando  bienes  equivalentes  á  la  cantidad  que  se  le  pide, 
ó  presentando  prendas  por  igual  suma,  ó  dando  fiador  lego, 
llano  y  abonado ,  que  se  obligue  à  pagar  lo  que  fuere  juzgado 
y  sentenciado. 

Puede  pedir  el  acreedor  la  fianza  de  arraigo ,  cuando  el 
deudor,  aunque  sea  arraigado,  enajena  sus  bienes  ó  intenta 
mudar  de  domicilio  ;  leyes  i  y  2  ,  tít.  18  ,  lib.  3  ,  Fuero 
Real  :  mas  para  obligarle  á  darla  en  justicia  debe  hacer 
constar  previamente  la  deuda  por  escritura  auténtica  ,  por 
deposición  de  testigos,  ó  por  confesión  del  mismo  deudor; 
ley  66  de  Toro ,  ó  ley  S,  tít.  11,  lib.  10,  Nov.  Rec.  (1). 
Véase  Arraigado  y  Arraigar. 

FIANZA  depositaría.  La  obligación  en  que  uno  se 
constituye  de  tener  ciertos  bienes  bajo  la  calidad  de  depó- 
sito á  disposición  del  juzgado,  sea  para  cubrir  con  ellos 
alguna  deuda  propia  ó  ajena,  sea  para  restituirlos  á  otro 
acreedor  de  mejor  derecho  en  caso  de  haberlos  recibido  en 
pago  de  algún  crédito. 

Sucede  alguna  vez  que  teniendo  alguno  sus  bienes  em- 
bargados para  responder  á  las  resultas  del  juicio  entablado 
contra  él,  y  pidiendo  su  desembargo  por  justas  causas  ,  ac- 
cede el  juez  á  su  solicitud  bajo  fianza  depositaría  hasta  en 
tanta  cantidad  :  en  cuyo  caso  debe  el  interesado  asignar 
bienes  propios  que  cubran  su  importe ,  obligándose  á  tener- 
los en  calidad  de  depósito  como  si  al  efecto  le  hubieran  sido 
entregados  para  pagar  lo  juzgado  y  sentenciado,  ó  bien 
presentar  fiador  que  se  ofrezca  y  obligue  á  tener  los  suyos 
y  los  del  deudor  con  la  misma  calidad  de  depósito  á  disposi- 
ción del  juez  de  la  causa. 

En  los  concursos  de  acreedores,  cuando  después  de  he- 
cha la  graduación  de  créditos  quieren  aquellos  percibir  las 
cantidades  que  según  la  sentencia  les  corresponden,  debe 
dar  cada  uno  fianza  depositada  (que  en  este  caso  se  llama 
fianza  de  acreedor  de  mejor  derecho)  obligándose  á  tener  en 
calidad  de  depósito  la  cantidad  ó  cosa  percibida  y  restituirla 
si  la  sentencia  fuere  revocada  en  otro  grado  ó  apareciere 
acreedor  que  deba  ser  preferido ,  ó  bien  presentando  fiador 
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(1)  Véase  á  Acevedo,  ley  5 ,  lit.  16,  lib.  5  ,Rec;  y  la  glosa  de 
la  ley  2,  tit.  5,  lib.  2  del  Fuero  Real,  en  la  que  se  me  bace  nota- 
ble aquella  verdad,  baldándose  de  bienes  poseídos  fuera  del  terri- 
torio :  quia  possessio  illorum  bonorum  non  reputat  debitorem 
idoneum  in  loco  judien  :  y  así  no  me  conformo  con  la  opinion 
(aunque  si  la  respeto  muebo  )  da  considerar  como  arraigado  en 
Méjico  al  que  solo  tiene  fincasen  España  ú  otro  punto  de  Europa. 
—  Véase  tambitn  la  glosa  de  la  ley  41,  tit.  2,  Part.  3,  y  el  $  14. 
tom.  3,  pág.  247  del  Fcbr.  mej. 


lego,  llano  y  abonado  que  se  obligue  igualmente  á  dicha 
restitución  para  en  caso  de  que  él  mismo  no  la  verificare 
luego  que  se  le  hiciere  el  competente  requerimiento.  Véase 
Cesión  de  bienes,  al  fin. 

FIANZA  de  acreedor  de  mejor  derecho.  Véase  Fian- 
za depositaría. 

FIANZA  de  la  ley  de  Madrid.  La  seguridad  que  en  ía 
ejecución  de  la  sentencia  arbitra!  tiene  que  dar  con  fiador  la 
parte  vencedora  ,  de  que  restituirá  lo  que  por  razón  de  ella 
hubiere  recibido  con  los  frutos  y  rentas ,  en  caso  de  que  la 
tal  sentencia  fuere  revocada  á  instancia  de  la  otra  parte. 
Llámase  fianza  de -la  ley  de  Madrid  ,  por  haber  sido  estable- 
cida por  los  reyes  don  Fernando  y  doña  Isabel  en  las  orde- 
nanzas de  Madrid  de  1302.  La  misma  fianza  debe  prestarse 
en  otros  casos,  y  especialmente  en  la  ejecución  de  las  tran- 
sacciones hechas  entre  partes  por  ante  escribano  público,  y  en 
la  de  la  sentencia  confirmatoria  del  parecer  de  contadores 
nombrados  por  las  partes ,  ó  por  la  una  parte  y  por  la  justi- 
cia en  rebeldía  de  la  otra.  Leyes  U  y  5,  y  su  nota  ,  <¡í.  17, 
¿¡'6.  H  ,  Nov.  Rec.  Véase  Fianza  de  la  ley  de  Toledo. 

FIANZA  de  la  ley  de  toleoo.  La  seguridad  queen  el  jui- 
cio ejecutivo  tiene  que  prestar  el  acreedor  á  quien  se  hace 
pago  de  la  deuda  con  el  producto  de  los  bienes  ejecutados, 
obligándose  y  dando  fiador  que  se  obligue  á  la  restitución 
de  lo  cobrado  con  el  doble  por  pena  en  nombre  de  intereses, 
en  caso  de  que  se  revoque  la  sentencia.  Llámase  fianza  de 
la  ley  de  Toledo ,  por  haber  sido  establecida  por  don  Fernan- 
do y  doña  Isabel  en  Toledo  el  año  de  1'480.  Leyes  1  y  12, 
til.  28,  lé.  11,  Nov.  Rec. 

Así  la  fianza  de  la  ley  de  Madrid  como  la  de  Toledo  se 
prestan  en  los  juicios  ejecutivos;  con  la  diferencia  de  que  la 
primera  se  exige  en  las  ejecuciones  que  dimanan  de  senten- 
cias arbitrales ,  transacciones  y  juicios  de  contadores  ,  y  la 
segunda  en  las  que  proceden  de  otros  instrumentos  :  aquella 
tiene  por  objeto  la  restitución  de  lo  cobrado  con  los  frutos  y 
rentas  ,  y  esta  la  restitución  de  lo  cobrado  con  el  doble  por 
via  de  intereses,  en  caso  de  revocación  de  la  sentencia. 

FIANZA  de  calumnia.  La  que  se  exige  del  acusador 
con  el  fin  de  que  si  procede  con  malicia  y  no  justifica  el  de- 
lito que  imputa  al  acusado,  no  quede  impune,  ni  el  acusado 
sin  indemnización  ,  ni  el  juicio  sea  ilusorio.  Por  ella  se  obliga 
el  fiador  á  que  si  el  acusador  no  prueba  el  delito  ,  pagará  la 
pena  pecuniaria  en  que  se  lecondene  y  condenaría  alacusado 
si  resultase  verdadero  reo,  ó  bien  tanta  cantidad  determinada 
que  desde  luego  se  fija  ,  como  igualmente  las  costas  ,  daños 
y  perjuicios  que  al  acusado  se  originaren.  —  A  veces  se 
hace  obligar  únicamente  al  mismo  acusador  á  las  resultas 
del  juicio,  bajo  cierta  cantidad  que  el  juez  le  manda  depo- 
sitar. —  Todos  los  acusadores  están  obligados  á  prestar  la 
fianza  de  calumnia,  menos  los  que  están  esentos  de  pena, 
aunque  no  prueben  su  acusación.  Larrea,  alegac.  6a,  n.  73; 
Gutiérrez,  lib.  5,  Pract.,  quœst.  21  ;  Farinac.,in  Praxi, 
tom.  1,  quœst.  16;  Bovad.,  lib.  o,  Polit.,  cap.  2,n.  91; 
Febr.  Nov.,  Trat.  del  juic.  crim.,  tít.  2 .  cap.  1 ,  n.  9.  Yéaso 
Calumnia. 

En  las  causas  criminales  que  empezaren  en  las  audiencias 
por  acusación  ó  por  querella  de  persona  particular  contra 
jueces  inferiores  con  relación  al  ejercicio  del  ministerio  judi- 
cial ,  no  se  debe  nunca  admitir  la  querella  ó  la  acusación 
sin  que  la  acompañe  la  correspondiente  fianza  de  calumnia  , 
cuya  cantidad  se  determina  por  el  h.bunal  según  la  mayor 
ó  menor  entidad  y  consecuencia  del  asunto  ;  re<jlam.  de  26 
de  setiembre  de  1855,  art',  75. 

FIANZA  con  información  de  abono.  La  que  se  cons- 
tituye con  designación  de  bienes  y  seguridad  testimonial  de 
que  estos  son  propíos  del  obligado,  libres  y  suficientes  para 
satisfacer  al  objeto  que  la  motiva  ;  de  modo  que  la  informa- 
ción de  abono  viene  á  ser  un  afianzamiento  de  la  misma 
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fianza.  Esta  fianza:  puede  tener  lagar  en  toda  clase  de  nego- 
cios, así  civiles  como  criminales  ;  y  se  admite  especialmente 
cuando  viéndose  alguno  en  la  necesidad  de  dar  fianza  de 
estar  á  derecho  ,  de  pagar  lo  juzgado  y  sentenciado ,  de  cár- 
cel segura,  ó  de  otra  clase,  no  tiene  bienes  ni  encuentra 
fiador  en  el  lugar  del  juzgado  sino  en  otro  diferente,  pues 
entonces  manifestándolo  así  al  juez  de  la  causa  obtiene  su 
despacho  para  que  se  le  reciba  información  de  abono  de  bie- 
nes hasta  en  tanta  cantidad  por  la  justicia  del  pueblo  en  que 
están  situados  ;  y  hecha  efectivamente  la  información  con 
especificación  de  sus  bienes  propios  ó  de  los  de  la  persona 
que  le  fia,  espresion  de  su  valor  y  de  sus  cargas,  de- 
claración de  testigos  que  se  obliguen  á  responder  sobre  la 
propiedad,  seguridad  y  suficiencia  de  dichos  bienes,  é  inter- 
viniendo la  aprobación  de  la  justicia ,  vuelve  con  las  diligen- 
cias practicadas  al  juez  de  la  causa ,  quien  en  caso  de  quedar 
satisfecho  de  lo  obrado  en  ellas ,  declara  válida  y  suficiente 
la  fianza  presentada  y  dispone  lo  necesario  para  que  surta 
sus  efectos. 

FIANZA  de  seguridad  de  LA  vida.  Esta  es  la  que  en  el 
derecho  romano  se  denomina  caución  de  non  offendendo ,  y 
se  suele  exigir  cuando  alguno  se  queja  de  que  otro  le  ame- 
naza de  muerte,  ó  teme  que  le  arme  asechanzas  á  su  vida. 
El  juez,  en  este  caso,  hallando  que  no  es  infundado  el  re- 
celo que  motiva  la  querella ,  manda  á  la  persona  contra  quien 
se  dirige  que  dé  fianza  al  querellante  de  no  ofenderle  ni 
perseguirle  ni  causarle  daño  alguno ,  escusando  con  él  todo 
género  de  encuentro  y  de  contienda  que  pueda  dar  origen  á 
la  perpetración  de  algún  esceso.  El  fiador  se  hace  respon- 
sable de  la  conducta  del  fiado ,  obligándose  ¿^resarcir  al 
querellante  los  daños  y  perjuicios  que  en  su  caso  se  le  cau- 
saren. 

FIANZA  subsidiaria.  La  obligación  que  uno  contrae  de 
responder  por  el  fiador  ;  de  suerte  que  viene  á  ser  una  fian- 
za de  la  fianza.  Véase  Abonador. 

FIANZA  bancaria.  La  que  se  daba  en  Roma  por  el 
banco  para  asegurar  las  pensiones  cargadas  sobre  piezas 
eclesiásticas. 

FIANZA  de  saneamiento.  La  que  da  el  deudor  ejecu- 
tado por  su  acreedor  ,  aunque  tenga  bienes  con  que  pagar  , 
para  evitar  que  se  le  ponga  preso  ;  ley  12,  til.  28,  lib.  11 , 
Nov.  Rcc.  Llámase  así  porque  el  fiador  está  obligado  á  sanear 
los  bienes  embargados  del  deudor,  y  en  su  defecto  á  pagar 
ó  suplir  de  los  suyos  el  importe  de  la  deuda.  Debe  recibirla 
el  escribano  ante  quien  se  despacha  la  ejecución  ,  por  cuen- 
ta y  riesgo  del  mismo  y  de  su  oficio  ,  y  no  el  que  va  á  prac- 
ticar la  diligencia,  si  no  precede  consentimiento  por  escrito 
del  ejecutante  ;  pero  es  preciso  que  el  ejecutante  se  confor- 
me ó  dé  por  satisfecho  del  fiador,  porque  su  solo  consenti- 
miento para  recibirla  no  exime  á  los  ministros  de  la  respon- 
sabilidad del  débito,  décima  y  costa,  si  el  fiador  y  deudor 
fueren  fallidos.  El  fiador  de  saneamiento  debe  asegurar  :  — 
Io.  que  los  bienes  embargados  son  propios  del  ejecutado  ;— 
2o.  que  serán  suficientes  al  tiempo  del  remate,  no  solo  para 
el  pago  de  la  deuda,  sino  también  de  las  costas  que  se  cau- 
sen en  su  cobro  ,  y  de  la  décima  donde  hay  estilo  de  exi- 
girla; —  3°.  que  le  satisfará  todo  de  sus  bienes,  si  se  verifi- 
case que  los  embargados  no  son  del  deudor,  ó  bien  lo  que 
faltare  si  estos  no  fuesen  suficientes  ,  para  cuyos  casos  hace 
propia  la  deuda  y  se  constituye  pagador  principal  (1).  El 
efecto  de  esta  fianza  es  que  el  ejecutado  se  libra  de  la  pri- 
sión (2) ,  si  no  es  de  aquellos  que  no  pueden  ser  presos  por 
deudas,  como  se  dirá  en  el  artículo  Juicio  ejecutivo. 
FIANZA  ó  fiadura  de  salvo.  En  lo  antiguo  era  la  fianza 

(1)  Véase  el  Febr.  mej.,  tom.  5,  pág.  259,  n.  a. 

(2)  En  el  día  no  produce  este  efecto,  pues  ninguno  puede  ser 
preso  por  deuda  pursThiente  civil. 


que  se  daban  los  que  tenían  enemistad  entre  sí  ó  estaban 
desafiados ,  para  no  hacerse  daño  mientras  duraba.  Véase 
Seguranza  y  Tregua.- 

FIAS.  Asegurar  que  otro  cumplirá  lo  que  promete  ó  pa- 
gará lo  que  debe,  obligándose  en  caso  que  no  lo  haga  á  sa- 
tisfacer por  él  :  —  y  vender  sin  tomar  el  precio  de  contado 
para  recibirle  en  adelante  á  los  plazos  estipulados. 

FIAT.  Voz  latina  que  significa  hágase,  y  se  usa  para 
designar  la  gracia  que  se  hace  á  uno  concediéndole  facultad 
para  que  pueda  ejercer  el  oficio  de  escribano. 

f  En  19  de  marzo  de  1812  se  dispuso  :  Io.  Que  en  las  no- 
tarías subastadas  cese  el  pago  que  se  hacia  á  la  hacienda 
pública  con  el  nombre  de  fiât  y  servicio. estraordinario ,  sus- 
tituyendo en  su  lugar  el  importe  del  remate  vitalicio.  Y  2o. 
Que  el  mínimum  de  la  tasación  de  toda  notaría  para  el  efec- 
to de  subastarse  vitaliciamente  ,  sea  el  de  dos  mil  setecientos 
sesenta  reales ,  equivalentes  á  dicho  fiât  y  servicio  ;  sin  per- 
juicio de  aumentarse  la  tasación  según  la  probabilidad  de 
mayores  utilidades  del  oficio  por  su  localidad  ,  población  y 
circunstancias. 

FICCIÓN.  Una  suposición  que  hace  la  ley  dando  á  una 
persona  ó  cosa  una  calidad  que  no  le  es  natural ,  para  esta- 
blecer en  su  consecuencia  cierta  disposición  que  de  otro 
modo  parecería  repugnante.  La  ficción  obra  los  mismos  efec- 
tos que  la  verdad  ,  y  por  tanto  debe  imitarla  sin  presentar 
cosa  alguna  que  sea  contraria  á  la  verosimilitud ,  y  sin  que 
se  estienda  á  lo  que  por  la  naturaleza  de  las  cosas  es  impo- 
sible :  Tantum  operátur  fictio  in  casu  ficlilio  quantum  veri- 
tas  in  casu  vero  :  Fictio  débet  lantùm  porrigi  ad  id  quodper 
rerum  naluram  non  est  impossibile.  Mas  como  las  ficciones 
se  han  introducido  para  hacer  admitir  un  derecho  particular 
contra  las  reglas  ordinarias,  deben  limitarse  precisamente 
al  caso  que  se  halla  espreso  en  la  ley ,  sin  estenderse  de  uno 
á  otro  ,  por  mucha  que  sea  la  identidad  de  las  razones;  quia 
qucejure  singulari  introducta  sunt,,  non  debent  trahi  ad  con- 
sequenlias.  Ficción  es  también  la  simulación  con  que  se  pre- 
tende encubrir  la  verdad ,  ó  hacer  creer  lo  que  no  es  cierto. 
Véase  Falsedad. 

FIDEICOMISARIO.  Llámase  así  :  —  Io.  el  albacea  ó 
ejecutor  testamentario,  porque  á  su  fe  y  exactitud  confia  el 
testador  el  cumplimiento  de  sus  últimas  disposiciones ,  ley  l, 
til.  10,  Part.  6  :  —  2o.  la  persona  á  quien  el  testador  deja 
toda  la  herencia  ó  alguna  parte  alícuota  de  ella  ó  bien  algu- 
na manda  ó  legado  por  via  de  fideicomiso ,  esto  es  ,  enco  - 
mendándola  á  otro  para  que  se  la  entregue  desde  luego  ó 
pasado  algún  tiempo.  Mas  en  este  segundo  sentido  se  usa 
con  mas  frecuencia  que  en  el  primero.  Véase  Fideicomiso. 
FIDEICOMISO.  Todo  lo  que  deja  el  testador  á  uno  para 
que  lo  entregue  á  otro  :  ó  bien ,  la  herencia  ó  parte  de  ella 
que  el  testador  .ruega  ,  encarga  ó  manda  al  heredero  resti- 
tuir á  otro.  El  heredero  que  debe  restituir  la  herencia  ó  parte 
de  ella ,  se  llama  heredero  fiduciario ,  fideiyusario  ó  grava- 
do ;  y  aquel  á  quien  debe  nacerse  la  restitución ,  se  deno- 
mina fideicomisario ,  aunque  el  diccionario  de  la  Academia 
española  dice  ,  sin  duda  por  equivocación  ,  que  fideicomisa- 
rio es  la  persona  á  quien  se  encarga  algún  fideicomiso. 

Pueden  distinguirse  en  general  seis  especies  de  fideico- 
misos ;  á  saber,  fideicomiso  puro  y  fideicomiso  condicional, 
simple  y  gradual ,  particular  y  universal.  No  hay  efectiva- 
mente fideicomiso  alguno  que  no  pueda  comprenderse  bajo 
alguna  de  estas  seis  clases  ,  aunque  no  dejan  de  encontrarse 
muchos  que  tienen  ademas  sus  circunstancias  porticulares. 
Fdeicomiso  puro  ó  absoluto  es  el  que  no  depende  do 
condición  alguna ,  como  cuando  dice  el  testador  :  «  Nombro 
por  mi  heredero  á Pedro,  y  le  ruego,  mando  ó  encargo  que 
restituya  toda  ó  tanta  parte  de  la  herencia  á  Pablo.  »  Este 
fideicomiso  debe  entregarse  por  el  fiduciario  al  fideicomisa- 
rio luego  después  de  la  muerte  del  testador,  sin  esperar  á  la 
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del  fiduciario,  y  se  trasmite  por  consiguiente  al  heredero 
del  fideicomisario,  si  este  llegare  á  fallecer  antes  de  haber 
obtenido  su  entrega.  Así  lo  dispone  la  ley  M  ,  §  ik,  D.  da 
legatis  3 ,  en  la  cual  se  trata  de  una  disposición  concebida 
en  estos  términos  :  «  Ruégote,  Seya, que  restituyas  á  Mevia 
todo  lo  que  recogieres  de  mi  sucesión  ;  ate ,  Seja ,  peto  ,  ut 
quidquid  ad  le  ex  heeredüale  meapervcnerit...  reddas  Mceviœ. 
Pregunta  la  ley  si  en  virtud  de  esta  disposición  puede  Mevia 
.' reclamar  desde  luego  el  fideicomiso,  ó  si  tiene  que  esperar 
para  ello  á  la  muerte  de  Seya ,  y  de  estos  dos  partidos  adop- 
ta el  primero  :  Qucesilum  est  an  slatiin  Mœvia  fideicommis- 
sum  à  Seja  peter  e  possil  ?  Respondit  nihil  proponi  cur  non 
possit. 

Un  fideicomiso  á  día  cierto  se  considera  puro  por  las  leyes 
romanas ,  purum  est ,  quia  non  conditione  sed  mora  suspen- 
dilur;  ley  79,  D.  de  condit. 

Fideicomiso  condicional  es  el  que  se  hace  para  que  tenga 
efecto  en  un  caso  futuro  é  incierto  previsto  por  el  testador, 
como  cuando  este  dice  :  «  Instituyo  por  mi  heredero  á  Juan, 
y  quiero  que  si  muriere  sin  hijos,  se  restituya  la  herencia 
á  Francisco.  »  Dicese  previsto  por  el  testador,  porque  sola- 
mente la  voluntad  del  testador  es  capaz  de  hacer  condicio- 
nal el  fideicomiso.  Un  caso  hay,  sin  embargo ,  en  que  el 
fideicomiso  es  condicional  por  derecho,  y  es  cuando  el  tes- 
tador instituye  heredero  universal  á  un  descendiente  suyo 
y  manda  que  después  del  fallecimiento  de  este  se  entregue 
la  herencia  á  otro  descendiente  ó  á  un  estraño  ,  pues  enton- 
ces se  entiende  gravado  el  heredero  á  la  restitución  de  la 
herencia  con  la  condición  tácita  de  si  no  tuviere  lujos  ;  de 
modo  que  teniéndolos ,  estos  recogerán  la  herencia  y  se  des- 
vanecerá el  fideicomiso;  ley  10,  tít.  h,  Part.  6.  —  El  fidei- 
comiso condicional ,  verificándose  la  condición ,  se  hace 
puro  ó  absoluto. 

Fideicomiso  simple  y  ordinario  es,  cuando  el  fideicomisario 
á  quien  el  heredero  fiduciario  debe  restituir  la  herencia,  no 
está  encargado  á  su  vez  de  restituirla  á  otro.  Si  dice  el  tes- 
tador :  «  Instituyo  á  Diego  ,  y  quiero  que  á  su  fallecimiento 
entregue  la  herencia  á  Nicolas  ;  »  tenemos  aquí  un  fidei- 
comiso simple,  esto  es,  un  fideicomiso  que  no  contiene  mas 
que  un  grado  de  sustitución. 

Fideicomiso  gradual  ó  sucesivo  es,  por  el  contrario,  cuando 
el  fideicomisario  mismo  está  gravado  con  respecto  á  otras 
personas;  de  suerte  que  después  de  haber  recogido  los  bie- 
nes que  el  testador  habia  mandado  entregarle  ,  tiene  que 
conservarlos  para  la  persona  ó  personas  que  son  llamadas 
después  de  él.  Por  eso  este  fideicomiso  se  suele  llamar  tam- 
bién fideicomiso  conservatorio  ;  y  si  se  ha  instituido  ,  como 
sucede  comunmente,  con  objeto  de  que  se  conserven  los 
bienes  en  una  familia,  toma  asimismo  el  nombre  de  fidei- 
comiso familiar. 

Fideicomiso  particular  ó  singular  es  el  que  recae  sobre 
cosas  determinadas  y  especiales ,  y  no  sobre  toda  la  herencia 
ó  alguna  cuota  de  ella.  Este  fideicomiso  es  en  todo  semejante 
á  la  manda  ó  legado ,  y  sigue  por  consiguiente  su  natura- 
leza y  sus  reglas,  de  que  se  hablará  en  los  artículos  de  la 
¡palabra  Legado. 

|  Fideicomiso  universal ,  llamado  también  hereditario  ,  y 
'entre  los  Romanos  fidcicommissaria  hœrcditas,  es  el  que 
comprende  toda  la  herencia  ó  una  cuota  de  ella.  En  esta  es- 
pecie de  fideicomiso,  el  fideicomisario  se  asemeja  bajo  ciertos 
puntos  de  vista  al  heredero,  hœrcdis  loco  habelur;  toma 
parte,  como  él,  en  todos  los  derechos  activos  y  pasivos  de  la 
herencia;  y  es.  como  él,  sucesor  universal  del  suslituyenle 
ó  testador. 

El  fideicomiso  universal  puede  ser  espreso  ó  tácito.  Será 
espreso,  cuando  con  palabras  espresas ,  positivas  y  termi- 
nantes se  encarga  á  uno  que  restituya  á  otro  la  herencia  ó 
una  cuota  de  ella;  como  si  el  testador  ruega  ó  encarga  á 


Patricio  que  restituya  á  Nicomedes  la  herencia  que  le  ha 
dejado.  Será  tácito  ,  cuando  sin  hacer  mención  alguna  do 
restitución,  se  hace  sin  embargo  al  heredero  algún  encargo, 
del  cual  so  colige  que  debe  restituir  la  herencia  ;  como  si  el 
testador  v.  gr.  nombra  heredero  á  Santiago ,  con  la  condi- 
ción de  que  no  haga  testamento  ;  pues  entonces  es  lo  mismo 
que  si  dijese  á  Santiago  que  restituya  la  herencia  á  sus  he- 
rederos legítimos. 

También  se  entiende  por  fideicomiso  tácito  una  dispo- 
sición simulada  hecha  aparentemente  á  favor  de  alguno , 
pero  con  intención  secreta  de  hacer  pasar  el  beneficio  do 
esta  disposición  á  otra  persona  que  no  se  nombra  en  el  testa- 
mento. Este  fideicomiso  no  suele  hacerse  sino  á  fin  de  que 
recaiga  la  herencia  en  alguna  persona  que  se  halla  en  estado 
de  incapacidad  legal  para  recibirla  ,  valiéndose  el  testador 
de  algún  amigo  ú  otro  sugeto  de  confianza,  á  quien  nombra 
heredero  con  el  encargo  de  que  entregue  los  bienes  á  ! -: 
persona  que  le  designa.  Mas  esta  especie  de  disposición , 
hecha  en  fraude  de  la  ley  por  medio  de  personas  interpuestas, 
se  halla  prohibida  por  las  leyes  romanas  y  por  las  de  las 
Partidas;  de  modo  que  la  herencia  ó  la  cosa  asi  dejada  so 
aplica  al  fisco,  sin  que  el  fiduciario  ni  el  fideicomisario 
puedan  percibir  nada  de  ella  :  bien  que  si  el  fideicomisario 
delatare  ó  descubriere  el  fideicomiso ,  tendrá  derecho  cuando 
menos  á  la  mitad  de  los  bienes  en  que  consista  ;  leyes  13  y 
14  ,  tít.  7,  Part.  6. 

=  Véase  Sustitución  fideicomisaria. 

FIDEIYUSARIO.  Lo  mismo  que  fiduciario.  Se  deriva 
de  las  palabras  latinas  fides  y  jussum ,  y  denota  la  persona 
en  cuya  probidad  y  buena  fe  se  confia  que  hará  lo  que  se  le 
manda  ó  encarga. 

FIDUCIARIO.  Aquel  á  cuya  fe  encomienda  el  testador 
alguna  herencia  ó  manda  para  entregarla  en  manos  de  otro, 
ó  bien,  el  heredero  ó  legatario  que  está  encargado  por  el 
difunto  de  restituir  á  otro  el  todo  ó  parte  de  la  herencia  ó 
manda  que  se  le  ha  dejado.  Véase  Fideicomiso  y  Sustitución 
fideicomisaria. 

f  FIELATOS  de  recaudación.  Véase  Derecho  de  con- 
sumo. 

FIEL.  Antiguamente  se  denominaba  así  la  persona  á  cuyo 
cargo  se  pone  judicialmente  alguna  cosa  litigiosa  mientras 
se  decide  el  pleito.  Hoy  se  llama  depositario  ó  secuestro. 
Véase  Secuestro.  , 

FIEL.  La  persona  que  en  algunos  pueblos  tiene  á  su  cargo 
el  peso  público  en  que  deben  pesarse  los  géneros  que  se  ven- 
den ó  las  monedas  que  se  entregan  ó  truecan. 

FIEL  almotacén.  El  que  en  un  pueblo  está  encargad*; 
de  cotejar  todos  los  pesos  y  medidas  con  los  del  ayunta- 
miento ,  arreglados  al  marco  de  Avila,  ó  con  los  designados 
por  estatutos. 

FIEL  cogedor.  El  encargado  en  cada  pueblo  de  recaudar 
los  tributos,  rentas,  derramas ,  pechos  y  derechos  públicos. 
Debe  ser  lego  ,  llano  y  abonado  ,  y  prestar  fianza. 

FIEL  contraste.  Véase  Contraste. 

FIEL  de  fechos.  En  los  lugares  y  aldeas  donde  no  hay 
escribano  público ,  se  llama  asi  la  persona  nombrada  por  el 
ayuntamiento  para  asistir  á  sus  sesiones  con  la  calidad  de 
secretario,  y  ausiliar  á  la  justicia  con  la  de  escribano  en  la 
redacción  de  los  autos  y  diligencias  competentes  en  los  ne- 
gocios de  su  atribución.  Mas  no  puede  autorizar  escrituras , 
contratos  ni  testamentos. 

-j-  Cuando  practique  algunas  diligencias  de  orden  de  los 
alcaldes,  jueces  de  primera  instancia  ó  personas  particula- 
res ,  cobrará  por  ellas  dos  terceras  partes  de  los  derechos 
que  se  señalan  á  los  escribanos  numerarios.  Art.  u^'i  de  los 
arañe,  jud.  de  "2"2  de  mayo  de  18'lû. 

FIEL  de  lides.  En  lo  antiguo  era  cualquiera  de  aquellas 
personas  que  nombraba  el  rey  para  qtie  asistiesen  entre  los 
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retados,  y  partiesen  el  campo,  reconociesen  las  armas, 
hiciesen  observarla  debida  igualdad,  y  evitasen  todo  fraude 
y  engaño  ,  de  modo  que  podian  llamarse  jueces  del  duelo  ó 
desafío ,  y  eran  lo  mismo  que  son  hoy  los  padrinos  que  se 
nombran  los  duelistas.  Véase  Duelo. 

FIEL  de  romana.  El  oficial  destinado  por  el  ayuntamiento 
para  que  asista  en  la  carnicería  pública  al  peso  por  mayor 
del  abasto  de  carnes ,  llevando  razón  de  las  reses  que  recibe 
y  del  peso  que  tienen. 

FIEL  ejecutor.  El  regidor  á  quien  toca  en  alguna  ciu- 
dad ,  villa  ó  lugar  asistir  al  repeso  de  víveres  en  los  mer- 
cados ,  para  evitar  todo  fraude  de  parte  de  los  vendedores 
así  en  la  cantidad  como  en  la  calidad  de  los  efectos  ,  impo- 
niéndoles las  multas  á  que  se  hagan  acreedores  (1). 

FIEL  medidor.  El  oficial  destinado  en  cualquier  pueblo 
para  asistir  à  la  medida  de  las  cosas  que  tienen  tributo  de 
saca,  como  aceite,  vino,  etc.  Las  provincias  de  Castilla 
concedieron  al  rey  el  año  de  1639  la  facultad  de  exigir  4  mrs. 
en  arroba  de  vino  ,  vinagre,  y  aceite  que  se  afore,  mida  , 
pese  ó  consuma  en  los  pueblos ,  destinando  su  importe  en  un 
principio  á  los  gastos  de  la  caballería  y  luego  al  bolsillo  se- 
creto de  S.  M.  Este  derecho  ,  enajenado  en  gran  parte,  se 
estinguió  el  año  de  1817,  y  se  volvió  á  restablecer  el  de  1823. 

-)-  Este  derecho  como  los  de  lonja  ,  correduría  ,  peso  real 
y  demás  que  bajo  cualquiera  denominación  recaigan  sobre 
el  peso  ó  la  medida,  quedaron  suprimidos  por  la  ley  de  14 
de  julio  de  18?l2. 

Sin  embargo,  cuando  los  ayuntamientos  conceptúen  con- 
veniente arrendar  el  peso  y  la  medida ,  ya  para  evitar  frau- 
des, ya  para  hacer  frente  á  los  gastos  municipales  ,  sea  una 
condición  precisa  de  la  escritura  de  arriendo  que  ni  los  ve- 
cinos ni  los  forasteros  han  de  tener  obligación  de  valerse 
del  peso  y  la  medida  del  arrendador.  Rl.  órd.  de  18  de  marzo 
de  1844. 

FIELDAD.  El  oficio  de  fiel;  —  la  seguridad  y  custodia 
que  se  encarga  á  alguno  de  cierta  cosa,  haciéndole  depo- 
sitario de  ella  ;  —  y  el  despacho  que  el  consejo  de  hacienda 
solia  dar  á  los  arrendadores  al  principio  del  año  para  que 
pudieran  recaudar  por  algunos  días  las  rentas  reales  de  su 
cargo  mientras  se  les  despachaba  el  recudimiento  de  frutos. 
Meter  en  fieldad  es  poner  en  poder  de  alguno  una  cosa  para 
su  seguridad. 

FIERAS.  Véase  Animales  fieros. 

FIESTA.  El  dia  señalado  por  la  Iglesia  para  oir  misa  y 
abstenerse  de  trabajos  serviles.  No  se  puede  en  él  hacer 
ningunas  labores  ,  ni  tener  tiendas  abiertas  ,  bajo  la  pena 
de  trescientos  maravedís  aplicados  por  terceras  parles  al 
denunciador,  fisco  é  Iglesia;  ni  el  ayuntamiento  pueda  dar 
licencia  para  ello  ,  so  pena  de  seiscientos  maravedís  ;  ley  7, 
tít.  1 ,  Ub.  1  ,  Nov.  Rce.  (2).  Véase  Dia  festivo  y  Escándalo. 

(1)  Eü  el  ayuntamiento  de  Méjico  se  nombran  anualmente  dos 
regidores  para  desempeñar  las  funciones  de  comisionados  de  pe- 
sos y  medidas.  Véase  lo  que  con  estension  se  dice  en  el  artículo 
Pesos  y  medidas. 

(2)  véase  también  la  ley  2  ,  tít.  23  ,  Part.  I ,  y  lo  determinado 
por  el  Conc.  Mej.  I ,  que  en  el  cap.  1 8  declara  las  fiestas  que  se 
han  de  guardar,  y  que  los  curas  las  notifiquen  á  los  parroquia- 
nos :  manda  que  ningún  mercader,  ni  oficial,  ni  vendedor,  ni 
olra  persona  alguna,  tenga  tienda  abierta  en  los  tales  dias, 
ni  que  en  ellos  vendan,  escepto  los  boticarios,  las  medicinas  ne- 
cesarias y  las  especias  y  comestibles  :  reprueba  los  trabajos  inne- 
cesarios de  arrieros  y  carreteros  que  meten  cargas  :  declara  las 
festividades  que  deben  guardar  los  que  se  llamaron  indios,  y  que 
los  curas  las  anuncien  el  domingo  Éfttes  que  caigan  ,  como  asi- 
mismo ios  dias  de  ayuno.  —  Véase  sobre  esta  materia  á  Solorz., 
PoÜL,  Ub.  2,  cap.  29  :  y  la  ley  8 ,  tít.  1  ,  lib.  1  de  la  Nov.  i\ec, 
que  previene  á  las  audiencias  y  justicias  que  no  disimulen  el  que 
se  trabaje  públicamente  en  los  dias  festivos.  En  el  misino  logar 
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FIESTA  de  consejó.  El  dia  de  trabajo  que  es  de  vaca- 
ción para  los  tribunales.  Véase  Dia  feriado. 

FILIACIÓN.  La  descendencia  de  padres  á  hijos  ;  ó  bien , 
la  calidad  que  uno  tiene  de  hijo  con  respecto  á  otra  persona 
que  es  su  padre  ó  madre.  Véase  Paternidad. 

FINCA.  La  heredad  ó  posesión  en  que  alguno  tiene  dere- 
cho de  cobrar  su  renta  ó  alguna  cantidad  determinada. 

FINIQUITO.  El  remate  de  las  cuentas  ,  ó  sea  la  certi- 
ficación que  da  una  persona  al  administrador  de  sus  bienes 
aprobando  las  cuentas  que  le  ha  presentado  y  dándose  por 
satisfecha  del  alcance  que  resulta  de  ollas.  Esta  palabra 
viene  del  verbo  latino  finiré  que  significa  acabar  ó  estin- 
guir,  porque  efectivamente  el  finiquito  acaba  y  estingue  la 
deuda. 

El  finiquito  puede  ser  general  ó  especial  :  S%a  especial, 
cuando  se  da  por  razón  de  alguna  cuenta  particular  de 
administración  ;  y  general ,  cuando  se  da  por  la  totalidad 
de  las  cuentas. 

El  administrador  que  ha  rendido  sus  cuentas  y  pagado  el 
alcance,  tiene  derecho  para  obligar  al  dueño  del  negocio  á 
que  le  dé  el  correspondiente  finiquito  por  razón  de  ellas  , 
pero  no  puede  compelerle  á  estenderlo  en  términos  tan  gene- 
rales que  parezca  que  no  le  debe  nada  el  administrador  por 
ninguna  otra  causa  ;  Greg.  Lop.,  gl.  2  de  la  ley  81,  til.  18, 
Part.  5. 

El  finiquito  produce  liberación  á  favor  de  la  persona  á 
quien  se  ha  dado  ;  de  suerte  que  ya  no  se  le  podrá  pedir  en 
adelante  cosa  alguna  por  razón  de  las  cuentas  sobre  que  ha 
recaído,  leyes  14  y  81  ,  tít.  18  ,  Parí.  5 ,  y  ley  30,  til.  12} 
Part,  b  ,  aunque  después  se  descubra  que  hubo  negligencia 
en  la  administración  ó  daño  en  las  cosas  administradas  por 
culpa  leve  ó  levísima  :  mas  si  se  descubriere  dolo ,  fraude 
*ó  culpa  lata  en  la  administración,  ó  error,  maniobra  ú  omi- 
sión voluntaria  ó  involuntaria  en  la  cuenta  ,  no  obstará  el 
finiquito  para  que  se  demande  la  enmienda ,  pues  el  finiquito 
no  cubre  el  engaño  ni  se  estiende  á  lo  oculto  ni  á  ló  igno- 
rado ;  ley  50 ,  til.  11  ,  y  ley  50 ,  til.  12 ,  Part.  S. 

Para  que  sea  válido  el  finiquito ,  es  necesario  que  se  hayai 
dado  con  vista  de  la  cuenta  ,  y  que  esta  se  haya  rendid^em 
debida  forma  ;  pero  como  por  el  hecho  de  haberse  dado  elí 
finiquito  se  presume  haber  intervenido  estas  dos  circunstan- 
cias ,  es  claro  que  quien  lo  impugnare  por  la  falta  de  alguna 
de  ellas  ó  por  otra  cualquiera  razón  ,  debe  hacer  la  prueba 
de  lo  que  avanza;  Cur.  Filíp.,  libro  II,  com.  terr.,  cap.  10.,. 
n.  9,  10,  11  y  12. 

FINTA.  Especie  de  tributo  que  se  pagaba  al  príncipe- 
de  los  frutos  de  la  hacienda  de  cada  subdito  para  ocurrir  á 
alguna  grave  necesidad. 

FZEMA.  Uno  de  los  cuatro  juicios  forales  de  Aragon  , 
por  el  cual  se  mantenía  á  alguno  en  la  posesión  de  los  bienes 
ó  derechos  que  se  suponía  pertenecerle;  —  y  el  despacho  • 
que  espedía  la  Audiencia  al  que  se  valía  de  este  Juicio.  Mas  : 
en  el  dia  está  abolido  este  recurso  por  el  art..  44  del  reda-  • 
mentó  de  26  de  setiembre  de  1833.  Véase  Jmc-io  posesorio.  ,, 

FISCAL.  Lo  perteneciente  al  fisco ,  ó  al  oficio  de  fiscal  :  : 

del  Conc.  Mej.  cit. ,  se  dice  :  «  Y  porque  de  parte  de  toda  la  re- 
pública ,  así  eclesiástica  como  seglar,  coa  grande   instancia  nos- 
fué  suplicado  mandásemos  guardar  y  celebrar  la  fiesta  del  glo- 
rioso S.  José ,  Esposo  de  nuestra  Señora,  y  le  recibiésemos  por' 
abogado  y  Patron  de  esta  nueva  Iglesia,  especialmente  para  que 
sea  abogado  é  intercesor  contra  las  tempestades,  truenos,  rayos  y 
piedra,  con  que  esta  tierra  es  muy  molestada;  y  cónúderahd*' 
los  méritos  y  prerogalivas  de  este  glorioso  Santo,  y  la  grande  de- 
voción que  el  pueblo  le  tiene,  y  la  veneración,  etc 3.  A.  C. 

recibimos  al  glorioso  S.  José  por  Patrono  general  de  esla  i>ui>vá 
Iglesia,  y  establecemos  y  mandamos  que  en  lodo  el  arzul  ispado  y 
provincia  se  celebre  su  fiesta  de  doble  mayor  ó  pninei'à  cí  i  y  1 1 1  — - 
dad,  y  se  guarde  como  las  oirás  fic¿tas...  » 
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en  el  primer  sentido  se  dice  bienes  fiscales ,  y  en  el  segundo 
dictamen  fiscal. 

FISCAL.  Cada  uno  de  los  abogados  nombrados  por  el  rey 
para  promover  y  defender  en  los  tribunales  supremos  y  su- 
periores del  reino  los  intereses  del  fisco  y  las  causas  perte- 
necientes á  la  vindicta  pública.  La  ley  12  ,  tít.  18  ,  Part,  h, 
le  llama  patrono  del  fisco  ,  y  dice  ser  home  que  es  puesto 
para  razonar  et  defender  en  juicio  todas  las  cosas  et  los 
derechos  que  pertenescen  à  la  cámara  del  rey;  añadiendo 
que  esta  es  la  octava  dignidad  por  la  cual  sale  el  hijo  de  la 
potestad  de  su  padre.  En  las  leyes  recopiladas  se  denomina 
procurador  fiscal. 

I.  Antes  había  en  cada  tribunal  un  fiscal  para  lo  civil  y 
otro  para  lo  criminal  (1)  :  aquel  entendía  esclusivamente  en 
todo  lo  relativo  á  los  intereses  y  derechos  del  fisco,  y  este 
solo  en  lo  concerniente  á  la  observancia  de  las  leyes  que 
tratan  de  delitos  y  penas.  Mas  ahora  se  reparten  igualmente 
entre  los  dos  fiscales  de  cada  Audiencia  todos  los  negocios 
así  civiles  como  criminales  ,  y  despachan  juntos  en  aquellos 
negocios  que  el  tribunal  manda  pasar  á  los  dos  fiscales 
unidos;  art.  100  del  regí,  prov.  de  26  de  setiembre  de  1855; 
real  decr.  de  8  de  octubre  de  183S  ;  y  art.  88  de  las  orden,  de 
la*  Axid.  de  20  de  diciembre  de  1835.  En  el  tribunal  supremo 
de  justicia  hay  tres  fiscales,  dos  para  los  negocios  de  España 
y  uno  para  los  de  las  provincias  de  ultramar,  debiendo  su- 
plirse y  ayudarse  unos  á  otros  en  caso  necesario  ;  regí,  del 
supr.  trib.  de  22  de  octubre  de  1838,  arts.  1 ,  56  ,  37  y  38,  y 
regí,  de  26  de  setiembre  de  185b ,  art.  100. 

II.  Los  fiscales  tienen  el  mismo  tratamiento  y  considera- 
ción que  los  ministros  del  tribunal  á  que  pertenecen,  y  ocu- 
pan el  lugar  inmediato  después  del  ministro  mas  moderno  ; 
art.  87  de  las  orden,  de  las  Aud.,  y  art.  36  del  regí,  del 
trib.  supr. 

III.  En  toda  causa  criminal  sobre  delito  público  ó  sobre 
responsabilidad  oficial ,  debe  ser  parte  alguno  de  los  fiscales, 
aunque  haya  acusador  particular  :  mas  en  las  civiles  y  en 
las  relativas  a  delitos  privados  no  se  le  oye  sino  cuando  in- 
teresan á  la  causa  pública  ,  á  la  defensa  de  la  real  jurisdic- 
ción ordinaria ,  ó  á  las  regalías  de  la  corona  ;  art.  89  de  las 
orden,  de  las  Aud.  ;  art.  70,  75  y  regla  15a.  del  art.  51  del 
regí.  prov.  ;  y  art.  ftO  del  regí,  del  supr.  trib. 

Asi  pues,  los  fiscales  y  los  promotores  fiscales,  como  de- 
fensores que  son  de  la  causa  pública  y  de  la  real  jurisdic- 
ción ordinaria  y  encargados  de  promover  la  persecución  y 
castigo  de  los  delitos  que  perjudican  á  la  sociedad,  deben 
apurar  todos  los  esfuerzos  de  su  celo  para  cumplir  bien  con 
tan  importantes  obligaciones;  pero  no  se  mezclarán  en  los 
negocios  civiles  que  solo  interesan  á  personas  particulares, 
ni  tampoco  en  las  causas  sobre  delitos  meramente  privados 
en  que  la  ley  no  da  acción  sino  á  las  partes  agraviadas; 
art.  101  del  regí.  prov.  Véase  Acusación  ,  Acusado  ,  Acusa- 
dor y  Delación. 

Los  fiscales  deben  seguir  hasta  el  fin  con  celo  y  diligencia 
los  pleitos  y  causas  de  su  atribución ,  y  abstenerse  de  ayudar 
á  los  reos  y  acusados  en  causas  criminales  como  igualmente 
en  las  causas  civiles  contra  el  rey  ó  contra  el  fisco,  bajo  las 
penas  de  pérdida  del  oficio  y  de  la  mitad  de  sus  bienes;  y 
no  pueden  ejercer  la  abogacía  ni  dar  su  patrocinio  en  causa 

(1)  Habla  Escriche  conforme  á  la  organización  de  los  tribunales 
superiores  de  España  ,  c.  2  de  la  nueva  planta  ,  ord.  222  ;  mas  la 
Suprema  Corte  de  justicia  de  Méjico  dice  el  art.  2  de  la  5a;  ley 
constit. ,  que  se  compondrá  de  cínce  ministros  y  un  fiscal  :  y  por 
lo  que  toca  á  los  tribunales  superiores  de  los  departamentos, 
que  también  deben  tener  fiscal,  nada  puede  decirse  basta  la 
fecha ,  porque  según  cl  art.  18  ,  serán  organizados  del  modo  que 
designará  una  ley  ;  y  esta  hasta  ahora  no  se  ha  dado.  La  de  9  du 
octubre  daba  á  la  audiencia  de  Méjico  dos  fiscales. 


alguna  ni  aun  ante  otros  tribunales,  so  pena  de  perder  el 
oficio;  leyes^y  5,  tít.  17,  lib.  5,  Nov.  Rec. 

IV.  En  todos  los  negocios  en  que  los  fiscales  hacen  peti- 
ciones formales  á  la  audiencia  ,  aunque  no  sean  contencio- 
sos, se  les  notifican  las  providencias  que  se  dan ,  como  tam- 
bién cuando  son  parte  en  algún  negocio  ó  han  dado  dictamen 
en  él  por  ser  de  ínteres  público  ;  y  siempre  que  los  fiscales 
lo  pidan ,  el  escribano  que  haga  estas  notificaciones  debe 
dejarles  una  copia  rubricada  por  él  de  la  providencia  res- 
pectiva, con  indicación  del  negocio  en  que  ha  recaído; 
art.  90  de  las  orden,  de  lus  Aud;  y  art.  kl  del  regí,  del 
trib.  supr. 

V.  Los  fiscales  y  los  promotores  fiscales  pueden  serapre- 
miados  á  instancia  de  las  partes  como  cualquiera  de  ellas  ;  y 
las  respuestas  ó  esposiciones  de  los  mismos ,  así  en  las  cau- 
sas criminales  como  en  las  civiles ,  no  deben  reservarse  en 
ningún  caso  para  que  los  interesados  dejen  de  verlas  ;  art.  15 
del  regí.  prov. 

VI.  No  ha  mucho  que  los  fiscales  hablaban  en  el  tribunal 
despues  que  los  abogados  de  los  reos,  de  modo  que  los  jue- 
ces movidos  por  las  últimas  impresiones  que  dejaba  en  sus 
ánimos  el  discurso  fiscal  quedaban  en  los  casos  dudosos  mas 
aparejados  para  condenar  al  procesado  que  para  absolverle; 
mas  como  el  orden  natural  y  la  justicia  exigen  que  el  cargo 
preceda  en  tiempo  al  descargo  y  la  pregunta  sea  primero 
que  la  respuesta  ,  se  ha  establecido ,  que  cuando  los  fiscales 
hablen  en  estrados  como  actores  ó  coadyuvantes  de  la  ac- 
ción ,  lo  hagan  antes  que  los  defensores  de  los  reos  ó  de  las 
personas  demandadas;  art.  13  del  regí.  prov.  (2). 

VIL  Si  estando  en  el  tribunal  los  fiscales  ó  alguno  de 
ellos  se  diere  cuenta  de  algún  negocio  urgente  en  que  res- 
pectivamente deban  ser  oidos,  pueden  esponer  su  dictamen 
de  palabra ,  lo  cual  debe  espresarse  así  en  la  providencia 
que  recayere  ;  y  si  el  tribunal  ó  el  fiscal  mismo  estimaren 
que  el  dictamen  de  este  debe  constar  por  escrito ,  se  esliende 
en  resumen  rubricándolo  su  autor:  art.  91  de  las  orden,  de 
las  Aud. 

VIII.  A  los  pedimentos  de  los  fiscales  nunca  se  provee 
con  cláusulas  vagas  y  generales,  ni  con  la  fórmula  regular 
que  se  usa  en  los  otros  pedimentos  de  parte  ,  á  saber  :  no 
ha  lugar  :  pida  en  forma  :  pedido  en  forma  se  proveerá.  Se 
les  da  testimonio  ó  certificación  siempre  que  la  piden  para 
introducir  sus  recursos,  omitiendo  en  el  auto  la  espresion 
ordinaria  de  lo  que  constare  y  fuere  de  dar.  De  los  testimo- 
nios, certificaciones  y  compulsas  que  necesitan  para  el  des- 
empeño de  sus  funciones,  no  se  les  exigen  derechos  ó 

(2)  El  art.  4  ,  cap.  5  del  reglamento  de  la  Suprema  Corte  dice 
de  su  fiscal ,  que  cuando  haga  veces  de  actor  ó  coadyuve  los  dere- 
chos de  este,  hablará  en  estrados  antes  que  el  defensor  del  reo; 
pero  podrá  contestarle  cuanto  le  ocurra, y  nunca  asistirá  ala  vo- 
tación de  esta  clase  de  negocios.  El  art.  28  de  la  ley  de  9  de  oc- 
tubre, hablando  en  su  cap.  1  de  los  fiscales  de  las  audiencias, . 
dice  que  en  las  causas  criminales  ó  civiles  en  que  hagan  !a$ 
veces  de  aclor  ó  coadyuven  el  derecho  de  este,  hablarán  en  estra- 
dos antes  que  el  defensor  del  reo  ó  de  ta  persona  demandada;  y 
podrán  ser  apremiados  á  instancia  de  las  purtcs  como  cualquiera 
de  ellas. 

También  parece  contraria  á  la  razón  la  opinion  de  los  autores 
que  sostienen  que  el  fiscal  puede  apelar  ó  suplicar  de  ¡as  seateu- 
ciaspronunciadasaun  en  las  causas  criminales  en  que  so  prohibe  la 
apelación  ó  súplica  á  los  reos.  —  En  cuanto  al  fiscal  de  la  Suprema 
Corle ,  véanse  los  once  artículos  del  cap.  5  del  reglamento  de  la 
misma,  de  15  de  mayo  de  1826.  En  cuanto  á  los  de  las  audien- 
cias, véanse  los  arts.  24,  2!^  20,  27,  28,  29  y  aun  el  30,  en  lo 
que  habla  del  caso  en  que  tiene  lugar  la  súplica,  y  el  42  en  el 
cap.  1  de  la  ley  de  9  de  octubre  de  1812.  —  Del  oficio  del  fiscal , 
ademas  de  la  obra  de  Jlfaro  puede  verse  la  de  Dou ,  toni.  5, 
sec.  XLViii-, 
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salarios;  ni  tampoco  se  les  cargan  los  portes  de  la  corres- 
pondencia oficial  que  reciben. 

IX.  Los  fiscales  no  pueden  ser  recusados ,  aunque  medie 
causa  para  ello  ;  bien  que  en  algunos  tribunales  se  ha  solido 
admitir  la  recusación  en  el  caso  de  tener  enemistad  gravo 
con  las  partes,  según  Larrea,  aleg.  2,  n.  11  :  mas  bien 
podrán  serlo,  como  los  demás  ministros,  cuando  asisten  á 
alguna  sala  como  jueces. 

X.  Los  fiscales  no  están  sujetos  á  pena  alguna  por  la  ca- 
lumnia presunta,  pero  lo  están  por  la  calumnia  manifiesta. 
Véase  Calumnia. 

XI.  Los  fiscales  de  las  audiencias,  si  notaren  en  estas 
graves  abusos  é  irregularidades  que  ellos  no  alcancen  á  re- 
mediar ni  á  obtener  que  se  remedien,  deben  bajo  su  mas 
estrecha  responsabilidad  ponerlo  en  conocimiento  del  tribu- 
nal supremo,  ó  directamente  del  gobierno,  cuando  lo  re- 
quiera el  caso,  para  que  se  puedan  tomar  las  providencias 
oportunas.  Los  fiscales  del  tribunal  supremo  deben  en  igual 
caso  dar  parle  al  gobierno  de  los  abusos  é  irregularidades 
que  observaren  en  esta  corporación  :  arls.  89  y  103  del 
rcgt.  prov. 

XII.  Los  fiscales  del  tribunal  supremo  están  ademas  par- 
ticularmente obligados,  bajo  su  mas  estrecha  responsabili- 
dad :  —  Io.  á  denunciar  al  tribunal  las  irregularidades ,  abu- 
sos y  dilaciones  que  por  las  listas  y  causas  que  las  audiencias 
remitan  ó  por  cualquier  otro  medio ,  notaren  en  la  adminis- 
tración de  justicia ,  y  à  proponer  sobre  ello  formal  acusación 
cuando  la  gravedad  del  caso  lo  requiera  :  —  2o.  á  acusar 
los  demás  delitos  cuyo  conocimiento  toca  al  dicho  tribunal 
en  virtud  de  las  facultades  2a.  y  5a.  del  art.  90  (Véase  Tri- 
bunal supremo)  :  —  5o.  à  solicitar  la  retención  de  las  bulas, 
breves  y  rescriptos  apostólicos  atentatorios  contra  las  rega- 
lías de  S.  M.  ó  de  otra  manera  contrarios  á  las  leyes  :  —  k°.  á 
promover  con  toda  actividad  las  demandas  pendientes  ,  y 
entablar  de  nuevo  y  proseguir  eficaeisimamente  todas  las  que 
corresponden  sóbrelas  fincas,  rentas  y  derechos  que  deban 
incorporarse  ó  revertir  á  la  corona.  En  su  consecuencia 
están  autorizados  para  pedir  y  exigir  por  sí  á  los  fiscales  de 
las  audiencias,  á  los  promotores  fiscales  de  los  juzgados  in- 
feriores ,  y  à  cualesquiera  otros  funcionarios  públicos ,  y 
estos  tienen  obligación  de  darles,  en  cuanto  legalmente 
puedan,  los  informes  y  noticias  que  necesiten  para  el  mejor 
desempeño  de  sus  atribuciones  :  art.  104  del  regí.  prov. 

XIII.  Bajo  igual  responsabilidad  están  particularmente 
obligados  los  fiscales  de  las  audiencias  á  denunciar,  y  en  su 
caso  acusar  formalmente  las  faltas  que  contra  la  adminis- 
tración de  justicia  advirtieren  en  los  juzgados  inferiores;  á 
acusar  también  los  demás  delitos  cuyo  conocimiento  en 
primera  instancia  toca  ala  audiencia  respectiva;  y  á  escitar 
á  los  promotores  fiscales  de  su  territorio  para  que  acúsenlos 
que  pertenezcan  á  dichos  juzgados,  ó  promuevan  su  perse- 
cución de  oficio,  y  activen  sus  causas  si  ya  estuvieren  em- 
pezadas. Para  ello  tienen  ,  no  solo  la  autorización  espresada 
al  final  del  artículo  precedente,  sino  también  una  inspección 
superior  sobre  los  dichos  promotores  fiscales,  los  cuales 
están  bajo  las  inmediatas  órdenes  y  dirección  de  los  fiscales 
de  la  respectiva  audiencia  para  todo  lo  que  sea  defender  la 
real  jurisdicción  ordinaria  ó  promover  la  persecución  y^cas- 
tigo  de  los  delitos  públicos  y  la  pronta  y  cabal  administra- 
ción de  justicia  :  salva  siempre  la  independencia  de  opinion 
que  los  mencionados  promotores,  como  únicos  responsables 
de  sus  actos  en  las  causas  que  despachen ,  deben  tener  res- 
pecto á  estos  para  no  pedir  ni  proponer  sino  lo  que  ellos 
mismos  conceptúen  arreglado  á  las  leyes;  art.  103  del 
regí.  prov. 

XIV.  Los  promotores  fiscales  por  su  parte  ,  bajo  la  res- 
ponsabilidad sobre  dicha ,  mirarán  como  su  principal  obli- 
gación, el  cumplimiento  de  lo  que  respecto  de  ellos  espresa 


el  artículo  precedente,  y  podrán  también  pedir  por  sí  á 
cualquier  funcionario  público  ,  y  este  deberá  darles ,  en 
cuanto  legalmente  pueda,  las  noticias  que  necesite  para 
desempeñarla  ;  y  si  en  el  respectivo  juzgado  inferior  nota- 
ren morosidades  ó  abusos  cuyo  remedio  no  alcancen  á  obte- 
ner, informarán  de  ello  á  los  fiscales  déla  audiencia;  art.  106 
del  regí.  prov. 

XV.  Empero  todos  los  fiscales  y  promotores  fiscales  de- 
berán siempre  tener  muy  presente  que  su  ministerio  ,  aun- 
que severo  ,  debe  ser  tan  justo  é  imparcial  como  la  ley  en 
cuyo  nombre  le  ejercen;  y  que  si  bien  les  toca  promover 
con  la  mayor  eficacia  la  persecución  y  castigo  de  los  delitos 
y  los  demás  intereses  de  la  causa  pública  ,  tienen  igual 
obligación  de  defender  ó  prestar  su  apoyo  ala  inocencia,  de 
respetar  y  procurar  que  se  respeten  los  legítimos  derechos 
de  las  personas  particulares  procesadas,  demandadas,  ó  de 
cualquier  otro  modo  interesadas,  y  de  no  tratar  nunca  á 
estas  sino  como  sea  conforme,  á  la  verdad  y  ú  la  justicia; 
art.  107  del  regí.  prov. 

XVI.  Los  fiscales'  no  tienen  precisión  de  asistir  á  su  tri- 
bunal respectivo  sino  en  los  casos  siguientes  :  —  Io.  cuando 
haya  vista  de  causa  en  que  sean  parte ,  ó  por  mejor  decir, 
cuando  deban  informar  de  palabra  en  estrados  :  — 2o.  cuando 
por  no  haber  suficiente  número  de  ministros  ,  se  necesite 
que  asistan  á  alguna  sala  como  jueces,  pues  que  en  tal  caso 
pueden  volar  los  fiscales  como  jueces  en  los  negocios  en  que 
no  sean  parte  :  —  5°.  cuando  por  cualquier  otro  motivo  el 
tribunal  ó  alguna  de  las  salas  ó  el  regente  ó  presidente  esti- 
men necesario  que  concurran  en  persona  para  algún  nego- 
cio. Mas  nunca  pueden  los  fiscales  estar  presentes  á  la  vota- 
ción de  aquellas  causas  en  que  sean  parte  ó  coadyuven  el 
derecho  de  quien  lo  sea.  Arls.  78  y  102  del  regí.  prov.  ; 
art.  92  de  las  orden,  de  las  Aud.;  y  art.  59  del  regí,  del 
trib.  sup. 

XVII.  Cuando  sean  dos  fiscales  en  una  Audiencia  plena, 
se  suplen  uno  á  otro  en  caso  de  ausencia ,  enfermedad  ó 
vacante  ;  pero  si  no  bastara  un  fiscal  solo  ,  ó  faltare  ó  se  im- 
posibilitare el  único  que  haya ,  podrá  la  Audiencia  plena 
encargar  provisionalmente  la  fiscalía  á  alguno  de  sus  minis- 
tros ;  ó  á  un  abogado  ,  dando  cuenta  á  S.  M.  ;  art.  95  de  las 
orden,  de  las  Aud. 

XVIII.  Los  fiscales  no  deben  llevar  por  título  ni  pretesto 
alguno,  ni  permitir  que  sus  agentes  fiscales  lleven  derechos 
ú  obvenciones,  de  cualquiera  clase  y  bajo  cualquier  nom- 
bre que  sean  ,  por  las  respuestas  que  dieren  en  los  asuntos 
que  se  les  pasen.  Mas  los  promotores  fiscales  de  los  juzgados 
inferiores  pueden  percibir  derechos  con  arreglo  al  arancel 
cuando  recaiga  condenación  de  costas;  art.  99  del  regí.  prov. 

XIX.  Cada  uno  de  los  fiscales  de  las  audiencias  tiene  un 
agente  fiscal  letrado  ;  y  los  fiscales  del  tribunal  supremo 
cinco,  dos  para  cada  fiscal  de  España  y  uno  para  el  de  In- 
dias. Véase  Agente  fiscal. 

f  En  real  orden  de  13  de  octubre  de  1844  se  dispuso  : 
Io.  Que  cuando  el  fiscal  se  presente  en  estrados  sosteniendo 
la  sentencia  de  que  hubiese  apelado  ó  suplicado  el  reo , 
hable  después  que  el  defensor  de  este.  2o.  Que  el  fiscal  use 
también  de  la  palabra  el  último  siempre  que  apoye  la  sen- 
tencia cuya  revocación  ó  enmienda  solicitase  el  reo ,  haya 
este  ó  no  apelado  ó  suplicado  de  ella. 

S.  M.  se  ha  servido  mandar  que  en  lo  sucesivo  los  fiscales 
de  las  audiencias ,. ó  en  su  representación  y  cuando  lo  deter- 
minen los  abogados  fiscales  ,  concurran  á  la  vista  en  estra- 
dos é  informen  de  palabra  :  Io.  En  los  negocios  de  señoríos, 
reversion  é  incorporación  á  la  Corona,  y  en  cualesquiera 
otros  de  igual  naturaleza  que  versen  sobre  intereses  consi- 
derables del  Estado.  Y  2o.  Enlodas  las  causas  criminales 
contra  reos  presentes ,  en  que  el  fiscal  haya  pedido  la  pena 
capital ,  la  de  diez  años  á  presidio  con  retención  ó  sin  esta 
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cualidad,  ú  otra  inferior,  pero  que  sea  notablemente  mas 
grave  que  la  impuesta  por  el  juez  inferior  ó  por  el  tribunal 
en  la  instancia  de  vista  ;  todo  sin  perjuicio  de  lo  dispuesto 
en  el  artícu1;  i0~2  del  reglamento  de  justicia  y  92  de  las  or- 
denanzas, respecto  de  los  demás  negocios  en  que  siendo 
parte  consideren  oportuna  su  presencia.  Rl.  órd.  de  6  de 
noviembre  de  1844- 

El  Suplemento  al  Diccionario  de  Escriche  contiene  otras 
reales  órdenes  sobre  fiscales. 

;  FISGO.  Esta  voz  viene  de  la  palabra  latina  fiseus,  que 
significa  cesta  de  mimbres  ,  y  como  éntrelos  Romanos, 
era  coslumbre  guardar  el  dinero  en  cestos  ,  se  aplicaba  es- 
pecialmente al  cesto ,  saco  ,  talego  ó  bolsa  en  que  cada  uno 
guardaba  su  dinero ,  y  aun  al  mismo  dinero  que  se  guardaba. 
Pero  mas  particularmente  se  usó  de  esta  denominación  para 
designar  el  tesoro  del  príncipe,  y  distinguirlo  del  tesoro  pú- 
blico ,  que  se  llamaba  erario  ,  pues  no  estaba  confundido 
entonces  el  tesoro  ó  patrimonio  de  los  emperadores  con  los 
caudales  ó  fondos  destinados  á  las  obligaciones  del  Estado  : 
Fisci,  id  est,  privatorum  principié  thesaurorum  ratio  ,  dice 
Tácito,  i/6.  6,  Annal.,  cap.  2,  initio  ab  cerario  ,  quod  pu- 
blicum  populi  romani  eral ,  separata  fuit.  Adoptóse  entre 
nosotros  la  nomenclatura  romana ,  llamándose  fisco  ó  cámara 
del  rey  el  tesoro  ó  patrimonio  de  la  casa  real ,  y  erario  el  te- 
soro público  ó  del  Estado  :  confundiéronse  luego  ambos  te- 
soros bajo  el  nombre  de  fisco;  y  últimamente  no  se  entiendo 
ya  por  fisco  sino  el  erario  del  Estado ,  ó  sea  la  hacienda  pú- 
blica (1).  Véase  Bienes  realengos,  Cámara  del  rey  y  Patri- 
monio. 

El  fisco  se  considera  como  menor  de  edad ,  y  goza  por 
consiguiente  de  los  derechos  y  privilegios  de  los  menores  , 
y  entre  ellos  del  beneficio  de  restitución  in  integrum  en  caso 
de  haber  recibido  daño  por  negligencia  ó  dolo  de  alguna 
persona,  pudiendo  pedir  la  restitución  dentro  de  cuatro 
años  contados  desde  el  dia  del  perjuicio ,  y  si  este  fuese  en 
mas  de  la  mitad  del  justo  precio ,  dentro  de  treinta  años; 
ley  10,  til.  19,  Parí.  6. 

Aunque  es  regla  general  que  el  que  ha  sido  condenado 
por  una  sentencia  de  que  no  apeló  en  tiempo  oportuno,  no 
puede  ya  pedir  su  rescision  bajo  pretesto  de  nuevos  docu- 
mentos encontrados  después,  se  esceptúa  el  fisco  de  esta  re- 
gla ,  el  cual  por  lo  tanto  puede  hacer  uso  de  las  pruebas 
nuevamente  halladas  y  pedir  en  su  vista  la  reforma  ó  resci- 
sion de  la  sentencia  dentro  de  tres  años  contados  desde  su 
pronunciamiento ,  y  aun  podrá  pedirla  perpetuamente  en 
caso  de  que  se  acreditase  que  la  sentencia  se  dio  por  causa 
de  dolo  del  procurador  del  fisco  ó  de  otra  persona  ;  ley  19, 
til.  22,  Part.  3. 

El  fisco  tiene  hipoteca  tácita,  por  los  derechos  y  tributos 
que  se  le  deben,  no  solo  en  los  bienes  sobre  que  gravitan  , 
sino  en  todos  los  demás  bienes  del  deudor  ;  y  la  tiene  asi- 
mismo en  todos  los  bienes  de  los  que  hacen  con  él  contratos 
de  arrendamientos  ú  otros  cualesquiera  sobre  recaudación 
de  sus  derechos,  como  también  en  los  de  sus  tesoreros,  ad- 
ministradores y  recaudadores  ,  y  aun  en  los  de  los  fiadores 
y  abonadores,  pero  no  en  los  de  las  mujeres  de  los  referidos 
obligados;  leyes  23  y  23,  til.  15,  Parí.  5;  ley  9,  lit.  9, 
i/6.  1,  Nov.  Rcc,  y  ley  Si  quis  mihi,  28,  D.  de  jure 
fisci. 

El  fisco  goza  sobre  los  bienes  de  sus  deudores  el  privilegio 
ó  derecho  de  ser  preferido  á  los  acreedores  anteriores  que 
tengan  igualmente  hipoteca  tácita  ,  y  á  los  posteriores  que 
la  tengan  tácita  ó  espresa  ,  ora  sea  esta  general ,  ora  espe- 
cial ,  pero  no  á  los  anteriores  que  la  tengan  espresa  ,  sea  es- 
pecial ó  general  ;  ley  53,  lit.  15,  Part.  b;  y  aun  será  preferi- 


do también  á  los  acreedores  anteriores  con  hipoteca  espresa, 
respecto  de  los  bienes  que  el  deudor  hubiese  adquirido  des- 
pués de  haber  contraído  la  deuda  fiscal;  i.  Si  is  qui,  D.  de 
jure  fisci:  Cur.  Filip.,  i/6.  2,  com.  terr.,  cap.  12,  n.  50;  y 
Greg.  López ,  en  la  gl.  4  de  la  ley  53 ,  til.  13 ,  Part.  5.  Todavía 
añaden  algunos  autores ,  que  debe  darse  también  la  prela- 
cion  al  fisco  sobre  los  acreedores  anteriores  de  hipoteca 
espresa ,  respecto  de  los  frutos  de  los  bienes  hipotecados 
antes  de  contratar  con  él,  de  cualquier  clase  que  sean,  ha- 
biendo nacido  después  del  contrato  fiscal,  con  tal  que  so 
hallen  en  poder  del  deudor  (2). 

Concurriendo  el  fisco  con  otro  acreedor  hipotecario  privi- 
legiado ,  será  preferido  el  que  tenga  su  crédito  mas  antiguo, 
según  la  regla  :  Qui  prior  est  tempore,  polior  est  jure.  Así 
es  que  en  el  caso  de  concurrir  las  deudas  del  fisco  y  de  la 
dote ,  debe  atenderse  á  su  pago  por  el  orden  de  su  respec- 
tiva antigüedad;  y  si  habiéndose  contraído  ambas  en  un  dia, 
no  se  pudiere  averiguar  cuál  fué  la  primera  y  cuál  la  se- 
gunda ,  se  prefiere  la  causa  de  la  dote.  Ley  35,  tít.  13,1 
Part.  3,  con  la  glosa  2  de  Greg.  López ;l.  2,  C.  de  priv. 
fisc.  ;  l.  dotis  C.  de  jur.  dot.;  y  l.  in  arnbiguis ,  D.  de  reg. 
jur.  Quieren,  sin  embargo  ,  algunos  que  no  sea  preferida 
la  dote  en  este  último  caso  si  el  fisco  se  hallare  en  posesión 
de  los  bienes  del  deudor.  Véase  Acreedor  hipotecario  privi- 
legiado. 

En  los  delitos  ,  si  el  fisco  concurre  por  deuda  penal ,  como 
multa  ó  confiscación ,  será  pospuesto  á  todos  los  acreedores 
del  delincuente  sin  escepcion,  séanlo  por  contrato  celebrado 
antes  de  la  imposición  de  la  pena,  séanlo  por  el  daño  recibido 
en  el  delito  ;  porque  el  fisco  viene  pro  lucro  captando,  y  los 
demás  acreedores  pro  damno  vitando;  ley  10,  lit.  2,  Part. 
5;  ley  9,  tít.  3,  Part.  5,  con  la  glosa  9  de  Greg.  López;  y 
ley  2 ,  tít.  Il,  Part.  5.  Mas  si  el  fisco  y  los  acreedores  priva- 
dos concurren  con  un  mismo  título  ,  oneroso  ó  lucrativo  , 
será  preferido  el  fisco,  aunque  los  acreedores  privados  se 
hallen  en  posesión  de  los  bienes  del  deudor  delincuente  ;  de 
modo  que  si  este  causó  perjuicio  á  alguna  persona  y  al  fisco 
en  la  cosa  ó  administración  fiscal ,  obtendrá  el  fisco  la  pre- 
lacion;  d.  leyes  con  sus  glosas  (3). 

También  obtiene  el  fisco  la  preferencia  en  la  cosa  que  se 
le  vendió ,  aunque  se  hubiese  vendido  y  entregado  después 
á  otro  ,  sin  embargo  de  que  en  la  cosa  vendida  á  dos  sugetos 
en  diversos  tiempos  es  preferido  el  que  tomó  posesión  de 
ella  ,  aunque  sea  posterior  ;  ley  80,  til.  5,  Part.  S  (h). 

Cuando  el  fisco  está  interesado  en  un  concurso  de  acree- 
dores ,  avoca  á  sí  los  autos  hasta  que  se  hace  pago  de  su 
crédito ,  y  después  los  devuelve  al  juez  ordinario  (S)  ;  y  si 
los  demás  acreedores  quieren  evitar  esta  avocación ,  tienen 
que  consentir  y  aun  pedir  que  se  satisfaga  este  crédito  desde 
luego  en  el  caso  de  no  caber  duda  sobre  él;  Salgado, part. 
\,Labyr.,  cap.  7  (6). 

En  las  ejecuciones  intentadas  por  el  fisco  para  el  cobro  do  . 
los  derechos  reales,  no  se  admiten  oposiciones  y  tercerías  ' 
sino  cuando  los  terceros  justifican  con  instrumentos  públicos 
el  dominio  de  los  bienes  en  que  se  trabó  la  ejecución  ;  no 
tienen  lugar  otras  escepciones  que  las  de  paga  ó  quita  ;  se 
puede  proceder  contra  el  deudor  del  deudor,  aunque  no  me- 
die cesión  de  acciones  ;  se  hace  la  traba  en  los  bienes  mejo- 
res, sean  muebles  ó  raices  ,  subastándose  y  vendiéndose  los 
muebles  en  1res  dias  y  los  raices  en  nueve  ;  y  no  ha  lugar 


(1  )  De  los  privilegios  del  fisco  ó  Real  Hacienda  ,  habla  con  cs- 
tcnsion  Dou,  Ub.  2»  t.  9,  c.  12,  ses.  Y,  art.  14, 


(2)  Febr.  mej.,  loin,  o,  pág.  588,  §  12. 
(5)  Febr.,  lom.  5 ,  pág.  588,  §  15  y  14  ,  y  véanse  las  leyes  ^ 
y  5,  lit.  41,  lib.  12,  Nov.  Rcc. 

(4)  Febr.,  tom.  5,  pág.  590 1§  17. 

(5)  Céd.  de  22  de  marzo  de  1789  muy  importante,  y  queso 
puede  ver  en  el  tom.  5  de  Gacetas  de  Méjico. 

(6)  Febr.  mej.,  loin.  4,  pág.  51C,  y  5,  pac.  334,  |iá. 
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al  remedio  de  lésion  en  las  venias  forzadas  que  se  hacen  á 
resulla  de  la  ejecución  ;  leyes  15 ,  lu,  18  y  19,  ¡ib.  9,  Rec. 

El  fisco  se  reputa  siempre  solvente,  y  nunca  por  lo  tanto 
está  obligado  á  dar  caución  ó  fianza,  aun  cuando  lo  están 
los  propietarios  mas  opulentos  ;'porque  todo  pariicular  pue- 
de caer  en  estado  de  insolvencia,  al  paso  que  el  fisco  se  su- 
porto que  tiene  siempre  en  sus  cajas  los  fondos  necesarios 
para  todas  sus  atenciones. 

El  fisco  hace  suyos  los  bienes  llamados  mostrencos ,  va- 
cantes y  abintestatos,  y  adquiere  las  multas  y  condenacio- 
nes pecuniarias  llamadas  penas  de  cámara  que  las  leyes 
imponen  á  su  favor  por  ciertos  delitos.  Véase  Bienes  mos- 
trencos, Bienes  abintestatos,  Bienes  vacantes,  Confiscación } 
y  principalmente  Estado. 

FL 

FLAGRANTE  delito.  Denomínase  así  el  delito  que  se 
lia  cometido  públicamente  y  cuyo  perpetrador  ha  sido  visto 
por  muchos  testigos  al  tiempo  mismo  en  que  lo  consumaba. 
Flagrante  es  participio  activo  del  verbo  flagrar,  que  signi- 
fica arder  ó  resplandecer  como  fuego  ó  llama,  y  no  deja  de 
aplicarse  con  cierta  propiedad  al  crimen  que  se  descubre  en 
el  mismo  acto  de  su  perpetración.  Se  dice  que  un  delin- 
cuente es  cogido  en  flagrante  cuando  se  le  sorprende  en  el 
mismo  hecho,  como  v.  gr.  en  el  acto  de  robar  ó  con  las  co- 
sas robadas  en  el  lugar  mismo  en  que  se  ha  cometido  el 
i  obo;  ó. en  el  acto  de  asesinar  ó  con  la  espada  teñida  en  san- 
gre en  el  lugar  del  asesinato.  Todo  delincuente  puede  ser 
arrestado  en  flagrante ,  y  todos  pueden  arrestarle  y  condu- 
cirle á  la  presenciadel  juez;  arts.  287  y  292,  Const.  de  1812. 
Yínsc  arrestar. 

FLETAUGïî.  El  que  toma  en  alquiler  una  embarcación. 
Véase  Flelamento. 

FLET  AISEKTO.  El  contrato  de  alquiler  de  una  embar- 
cación. Llámase  fletante  el  que  dala  embarcación  en  alqui- 
ler; fletador  el  que  la  toma;  y  flete  el  precio  convenido  por 
el  alquiler.  Puede  alquilarse  una  embarcación  para  diferen- 
tes usos,  como  v.  gr.  para  la  pesca,  para  el  corso,  para  el 
trasporte  de  mercaderías.  Puede  un  propietario  alquilar  solo 
el  cuerpo  de  la  embarcación ,  esto  es,  el  casco  y  quilla, 
como  suele  decirse,  de  manera  que  el  fletador  sea  dueño  de 
armarla,  de  formar  á  su  gusto  la  tripulación ,  y  ele  emplear- 
la en  el  uso  que  mas  lo  convenga.  Esta  convención  no  seria 
otra  cosa  que  un  contrato  de  alquiler  de  un  mueble  ,  y  esta- 
ría enteramente  sujeta  á  las  reglas  del  alquiler  ó  arrenda- 
miento ordinario.  Lo  mas  común  es  que  el  propietario  ó 
naviero  alquile  su  nave  armada  y  equipada  y  se  obligue  á 
emplearla  en  servicio  del  fletador,  casi  del  mismo  modo 
que  un  trajinante  ó  carruajero  que  se  encarga  de  trasportar 
mercaderías  de  un  paraje  á  otro.  En  semejante  contrato  hay 
alquiler  de  cosas  y  de  servicios:  alquiler  de  cosas  ,  esto  es  , 
el  alquiler  do  la  nave;  alquiler  de  servicios,  esto  es,  el  al- 
quiler del  equipaje  ó  tripulación  que  debe  trasportar  al  lu- 
gar convenido  las  mercaderías  del  fletador.  Este  es  el  fle- 
lamento de  que  habla  el  código  de  comercio  en  la  sección 
del  trasporte  marítimo  ,  y  de  que  al  presente  vamos  á  ocu- 
parnos, recorriendo  sus  artículos.  Puede  definirse  :  un  con- 
trato por  el  cual  uno  alquila  una  nave  en  todo  ó  en  parte  á 
un  comerciante  para  el  trasporte  de  sus  mercaderías  ,  obli- 
gándose á  conducirlas  al  lugar  de  su  destino  por  cierta  can  í, 
tidad  que  el  comerciante  se  obliga  á  pagarle.  Las  disposi- 
ciones del  código  sobro  el  fletamento  y  sus  efectos  son  las 
siguientes  : 
-  Aut.  737.  «  En  todo  contrato  de  fletamento  se  hará  es- 
presa mención  de  cada  una  de  las  circunstancias  siguientes  : 
—  Ia.  la  claí-e ,  nombre  y  porte  del  buque  ;  —  2a.  su  pabe- 
llón y  puerto  de,  su  matrícula;  —  5a.  el  nombre,  apellido  y 


domicilio  del  capitán;  —  4a.  el  nombre,  apellido  y  domicilio 
del  naviero,  si  este  fuere  quien  contratare  el  fletamento;  — 
S\  el  nombre ,  apellido  y  domicilio  del  fletador,  y  obrando 
este. por  comisión,  el  de  la  persona  de  cuya  cuenta  hace  el 
contrato  ;  —  6a.  el  puerto  de  carga  y  el  de  descarga  ;  —  7a. 
la  cabida,  número  de  toneladas  ó  cantidad  de  peso  ó  medida 
que  se  obliguen  respectivamente  á  cargar  y  recibir;— 8a.  el 
flete  que  se  haya  de  pagar  arreglado. bien  por  una  cantidacY 
alzada  por  el  viaje ,  ó  por  un  tanto  al  mes  ,  ó  por  las  cavi-5 
dades  que  se  hubieren  de  ocupar,  ó  por  el  peso  ó  la  medida 
de  los  efectos  en  que  consista  el  cargamento  ;  —  9a.  el  tanto1 
que  se  haya  de  dar  al  capitán  por  capa  ;  —  10.  los  dias  con- 
venidos para  la  carga  y  la  descarga  :  —  }  1 .  las  estadías  y 
sobrestadías  que  pasados  aquellos  habrán  de  contarse,  y  lo 
que  se  haya  de  pagar  por  cada  una  de  ellas.  —  Ademas  se 
comprenderán  en  el  contrato  todos  los  pactos  especiales  en 
que  convengan  las  partes.  » 

=Se  ordena  la  mención  de  todas  estas  circunstancias  para 
la  mayor  seguridad  de  los  interesados,  pues  cuando  todas 
se  hallan  espresadas,  no  pueden  suscitarse  contestaciones  ni 
sobre  la  existencia  del  contrato ,  ni  sobre  las  personas  á 
quienes  liga,  ni  sobre  las  obligaciones  que  impone  ;  pero  la 
omisión  de  cualquiera  de  ellas  no  es  capaz  de  impedir  la 
validez  del  fletamento,  como  puede  inferirse  del  artículo  Ihh, 
que  supone  válida  la  póliza  en  que  no  consta  el  plazo  de  la 
carga  y  descarga  de  la  nave. 

La  espresion  de  la  cíase  y  nombre  del  buque  es  necesaria 
para  designar  la  nave  y  distinguirla  de  cualquiera  otra;  y  la 
del  porte  para  conocer  su  capacidad  ,  lo  que  importa  mucho 
al  fletador,  ya  sea  que  haya  alquilado  la  nave  por  entero, 
ya  sea  que  solo  la  haya  alquilado  en  parte,  pues  en  el  primer 
caso  tiene  interés  en  poder  calcular  si  habrá  espacio  para 
todas  las  mercaderías  que  se  propone  cargar,  y  en  el  se- 
gundo le  es  útil  poder  formarse  una  idea  de  la  magnitud  de 
la  embarcación  y  de  las  seguridades  que  ofrece  á  su  carga- 
mento. Por  esta  última  razón  de  la  seguridad  es  también  de 
trascendencia  el  conocimiento  del  pabellón  ó  bandera  nacio- 
nal de  la  nave  ,  pues  que  esta  puede  presentar  mas  ó  menos 
garantías  según  el  estado  de  las  relaciones  políticas  entre 
las  potencias  marítimas.  Véanse  los  arts.  7&6,  747  y  748. 

Los  nombres,  apellidos  y  domicilios  del  capitán,  fletante 
y  fletador  son  indispensables  para  saber  quiénes  son  los 
obligados  en  el  contrato  ;  mas  aunque  se  cometiese  error  en 
estos  nombres ,  no  seria  de  consecuencia  alguna,  con  tal 
que  por  otra  parte  estuviesen  suficientemente  designadas 
las  personas.  Al  naviero  es  á  quien  pertenece  hacer  el  con- 
trato de  fletamento ,  en  su  defecto  al  consignatario ,  y  á  falta 
de  ambos  al  capitán. 

El  fletamento  puede  verificarse  por  toda  la  nave  ó  por 
una  parte  de  ella.  El  fletamento  de  la  totalidad  puede  hacerse 
de  tres  modos  ;  á  saber,  por  un  viaje  entero ,  por  un  tiempo 
determinado,  ó  por  un  tanto  al  mes.  Se  hace  por  un  viajo 
entero,  cuando  se  fija  el  flete  á  cierta  cantidad  por  todo  el 
viaje,  cualquiera  que  sea  su  duración  ,  como  v.  gr.  si  se  fleta 
por  seis  mil  pesos  la  Veloz  Mejicana  para  un  viaje  á  Vera-  ' 
cruz  de  ida  y  vuelta  ,  de  suerte  que  ni  se  aumente  dicha 
suma  en  el  caso  de  que  el  viaje  se  prolongue  mas  de  b  ordi- 
nario ,  ni  tampoco  se  rebaje  en  el  de  que  el  viaje  sea  menos 
largo  de  lo  que  se  creia.  Se  hace  por  un  tiempo  determinado, 
cuando  los  interesados  se  convienen  en  un  precio  por  cierto 
espacio  de  tiempo  ,  v.  gr.  por  seis  meses  ó  por  un  año  , 
durante  el  cual  está  la  nave  á  disposición  del  fletador,  quien 
puede  emplearla  como  mas  le  convenga.  Se  hace  por  meses, 
cuando  se  estipula  el  flete  á  tanto  por  cada  mes  que  dure 
el  viaje;  de  suerte  que  si  el  capitán  pone  en  el  viaje  nueve 
meses  ó  un  año ,  recibirá  nueve  ó  doce  veces  el  flete  esti- 
pulado por  cada  mes.  Esta  estipulación  es  de  poco  uso,  como 
que  ps  doblemente  desventajosa  al  cargador,  pues  dando 
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interés  al  capitán  en  alargar  el  viaje  cuanto  le  sea  posible 
sin  comprometer  su  responsabilidad,  se  difiere  el  arribo  de 
las  mercaderías  al  puerto  de  su  destino,  y  viene  á  ser  mas 
considerable  el  precio  de  su  trasporte. 
-no;  También  puede  hacerse  de  tres  maneras  el  íletamento 
parcial  de  la  nave,  á  saber,  por  una  cantidad  alzada,  por 
toneladas ,  y  por  quintales,  ó  sea  por  peso.  Se  hace  por  una 
cantidad  alzada,  cuando  se-  presenta  en  junto  una  partida 
Y  <éé  mercaderías  y  se  estipula  la  cantidad  que  se  ha  de  pagar 
por  su  trasporte ,  sin  arreglar  esplícitamente  este  flete,  ni  en 
razón  del  peso  de  los  géneros  ,  ni  en  razón  del  espacio  que 
han  de  ocupar  en  el  buque ,  como  por  ejemplo  si  un  comer- 
ciante de  Barcelona  se  conviene  en  dar  al  propietario  ó 
capitán  de  una  nave  quinientos  pesos  por  llevar  al  Callao  de 
Lima  cuarenta  cajones  de  efectos.  Se  hace  por  toneladas, 
cuando  se  fija  cierto  precio  por  cada  tonelada  de  mercancías, 
como  por  ejemplo  si  fletas  en  parte  un  buque  para  un  viaje 
á  Veracruz,  á  razón  de:  veinte  pesos  por  tonelada  :  en  cuyo 
caso  i  si  cargas  seis  toneladas  de  géneros,  deberás  .pagar 
-<  120  ps.;  y  si  embarcas  ocho ,  deberás  160  pesos,,  etc.  La  to- 
:  nelada  es  cierta  medida  de  la  carga  ó  capacidad  de  una 
embarcación ,  que  corresponde  á  ciento  sesenta  y  seis  palmos 
cúbicos  y  tres  octavos,  de.  otro;  ó  á  dos  pipas  de  veinte  y 
siete  arrobas  y  media  cada  una.  Sin  embargo,  como  las 
mercancías  son  mas  ó  menos  tijeras ,  la  tonelada  pesa  mas 
ó  menos.  Así  que,  una  tonelada  de  algodón,  es  decir,  un 
espacio  de  ciento  sesenta  y  seis  palmos  cúbicos  lleno  de  al- 
godón ,  pesará  mucho  menos  que  una  tonelada  de  hierro , 
es  decir,  que  el  mismo  espacio  lleno  de  hierro.  En  esta  espe- 
cie de  íletamento  no  tanto  se  atiende  al  peso  como  al  volumen 
de  los  géneros  y  al  embarazo  que  causan  en  el  buque.  Se 
hace  finalmente  por  quintales,  cuando  se  estipula  el  flete  á 
razón  de  tanta  cantidad  por  cada  quintal  de  mercancías. 
El  quintal  es  un  peso  de  cien  libras  ó  cuatro  arrobas.  Aquí 
se  toma  en  consideración  mas  bien  el  peso  de  los  efectos 
que  el  espacio  que  ocupan. 

Es  natural  que  los  interesados  se  espliquen  siempre  sobre 
la  cantidad  que  debe  pagarse  por  razón  de  flete.  Mas  si  un 
comerciante  hubiese  embarcado  sus  mercancías  á  vista  y 
ciencia  del  capitán,  sin  hacer  mención  de  flete,  no  dejaría 
de  ser  válido  el  íletamento ,  y  se  entendería  que  los  inte- 
resados se  habían  convenido  tácitamente  en  que  se  pagase 
el  flete  acostumbrado  por  mercancías  de  igual  calidad  en  el 
tiempo  y  lugar  del  contrato  ;  y  si  hubiese  variedad  en  la 
costumbre ,  debería  ser  el  flete  mediano  y  no  el  ínfimo , 
según  sientan  algunos  autores. 

Ademas  del  flete ,  se  suele  estipular  en  el  contrato ,  á  título 
de  gratificación  para  el  capitán ,  una  corta  cantidad  que  se 
llama  capa,  y  que  está  sujeta  á  las  mismas  alteraciones  y 
modificaciones  que  el  flete.  Parece  que  este  beneficio  debe 
ser  propio  del  capitán  ,  sin  que  haya  de  darse  parte  al  na- 
.  viero  ni  á  los  individuos  de  la  tripulación ,  como  sientan 
Gleirac  y  Valin,  á  no  ser  que  haya  costumbre  ó  convención 
espresa  en  contrario.  Si  el  fletador  prometió  la  capa  bajo  la 
condición  de  quedar  satisfecho  de  la  conducta  del  capitán , 
j!  no  podrá  negarle  su  pago  sino  probando  que  tiene  justa 
causa  de  descontento.  Véase,  no  obstante,  el  art.  635  en  la 
palabra  Capitán  ,  donde  se  establece  que  todo  cuanto  pro- 
duzca la  nave  bajo  cualquier  título  que  sea  ha  de  entrar  en 
el  acervo  común  de  los  partícipes  en  los  productos. 

Es  necesario  esperar  los  dias  convenidos  para  la  carga  y 
la  descarga,  es  decir,  los  días  que  se  han  de  emplear  en  el 
embarque  de  las  mercancías  ,  á  fin  de  que  la  nave  pueda 
hacerse  á  la  vela  en  el  dia  prefijado,  sin  que  el  naviero  se  vea 
precisado  á  esperar  indefinidamente  al  cargador;  y  los  dias 
que  se  han  de  emplear  en  el' desembarque  del  cargamento, 
á  fin  de  que  la  nave  quede  luego  espedita  y  en  disposición 
ác  recibir  nueva  carga.  Estas  estipulaciones  se  hacen  tam- 


bién en  favor  del  cargador,  que  muchas  veces  tiene  interés 
en  que  sus  mercancías  lleguen  á  su  destino  para  cierta  época 
determinada,  como  por  ejemplo  para  una  feria  ó  para  una 
estación  en  que  tendrán  un  despacho  seguro.  Así  que,  suele 
convenirse  en  el  contrato  que  los  fletadores  han  de  haber 
terminado  el  embarque  de  sus  géneros  en  tal  época  ,  bajo 
la  pena  de  pagar  al  naviero  tal  cantidad  por  cada  dia  de 
demora  ó  retardo;  y  los  fletadores  por  su  parte  suelen  esti- 
pular que  la  nave  ha  de  estar  pronta  á  partir  en  tal  dia,  bajo 
la  pena  de  una  indemnización  de  tanto  por  cada  dia  de  dila- 
ción. Estas  indemnizaciones  se  llaman  gastos  de  esladia  y 
sobrestadía.  Véase  el  artículo  Iho. 

Por  lo  demás  ,  pueden  los  interesados  insertar  en  el  con- 
trato de  íletamento  todas  las  cláusulas  y  condiciones  que 
tengan  por  convenientes ,  con  tal  que  no  muden  la  esencia 
del  contrato  ,  y  no  sean  contrarias  á  las  leyes  ni  á  las  buenas 
costumbres. 

No  será  inútil  hacer  aquí  presente,  por  ser  conforme  á 
razón  ,  á  las  ordenanzas  de  Bilbao  y  á  lo  que  las  leyes  dis- 
ponen en  otros  casos,  que  si  de  dos  ó  mas  dueños  de  una 
nave  ,  unos  quieren  fletarla  á  uno  y  otros  á  otro ,  debe  ser 
preferido  quien  tenga  à  su  favor  los  mas  interesados  en  el 
buque,  ó  el  mayor  número  de  personas;  si  hay  en  esto 
igualdad,  el  mejor  fletador;  y  si  aun  los  fletadores  fuesen 
iguales  ,  habrá  de  elegir  el  tribunal.  El  código  dispone  en  el 
art.  609,  que  las  dudas  ó  cuestiones  que  puedan  sobrevenir 
entre  los  co-partícipes  de  una  nave  sobre  las  cosas  de  interés 
común  ,  se  resolverán  por  la  mayoría ,  la  cual  se  constituye 
por  las  partes  de  propiedad  en  la  nave  que  formen  mas  de 
la  mitad  de  su  valor. 

Los  propietarios  de  la  nave  tendrán  preferencia  en  el 
íletamento  de  ella  á  precio  y  condiciones  iguales  sobre  los 
que  no  lo  sean;  y  si  concurriesen  á  reclamar  este  derecho 
para  un  mismo  viaje  dos  ó  mas  partícipes ,  tendrá  la  pre- 
ferencia el  que  tenga  mas  intereses  en  la  nave  ;  y  entre  par- 
tícipes que  tengan  igual  interés  en  ella,  se  sorteará  el  que 
haya  de  ser  preferido;  art.  610. 

Es  también  muy  notable  la  disposición  de  las  ordenanzas 
de  Bilbao  sobre  prelacion  de  cargadores  en  ciertos  casos. 
Según  el  número  52  del  capítulo  18  ,  cuando  por  causa  de 
guerra  ú  otro  motivo  hay  escasez  de  navios  que  puedan 
navegar  libremente ,  han  de  repartirse  estos  por  el  tribunal 
entro  los  comerciantes  rala  por  cantidad,  esto  es,  en  pro- 
porción de  lo  que  cada  uno  tuviere  que  cargar,  desestimán- 
dose las  antelaciones  que  intentaren  ,  con  tal  que  hubiesen 
venido  al  puerto  las  embarcaciones  con  el  objeto  de  tomar 
carga  de  quienes  la  quisieren  dar  ;  pero  si  hubiesen  venido 
fletadas  enteramente  para  la  vuelta,  será  preferido  el  fleta- 
dor en  la  mitad  del  buque ,  y  la  otra  mitad  se  distribuirá 
entre  los  demás  pretendientes. 

Finalmente,  según  las  leyes  h,  5,  6,  8,9  y  10,  tít.  8, 
lib.  9,Nov.  Rec,  deben  ser  preferidas  en  el  íletamento 
las  naves  mayores  á  las  menores  por  el  precio  convenido  ó 
el  acostumbrado,  y  las  de  los  naturales  á  las  de  los  estran- 
jeros,  aun  cuando  estos  hayan  obtenido  carta  de  naturaleza, 
bajo  las  penas  de  una  multa  y  satisfacción  de  daños  en  que 
incurrirá  el  cargador  que  contraviniere,  con  tal  que  unas 
y  otras  se  hallen  aprestadas  en  el  puerto  de  la  carga.  El 
comercio  de  un  puerto  español  á  otro  puerto  del  mismo  reino 
se  hará  esclusivamente  en  buques  de  la  matrícula  española, 
salvas  las  escepciones  hechas  ó  que  se  hicieren  en  los  tra- 
tados de  comercio  con  las  potencias  estranjeras. 

«  Aut.  758.  Para  que  los  contratos  de  íletamento  sean 
obligatorios  en  juicio ,  han  de  estar  redactados  por  escrito 
en  una  póliza  de.  íletamento  ,  de  que  cada  una  de  las  partes 
contratantes  debe  recoger  un  ejemplar  firmado  por  todas 
ellas.  Cuando  alguna  no  sepa  fumar  lo  liarán  á  su  nombre 
dos  testigos.  » 
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—  La  ley  impone  á  los  interesados  la  obligación  de  re- 
dactar por  escrito  sus  fletamentos;  pero  les  deja  la  libertad 
de  hacerlos  con  intervención  de  corredor  ó  sin  ella.  La 
escritura  se  llama  póliza  ó  caria  de  flelamento  ,  y  antigua- 
monte  carla-parlida,  porque  se  acostumbraba  cortar  á  lo 
largo  el  original  del  contrato3  de  que  cada  interesado  guar- 
daba la  mitad. 

«  Art.  759.  Si  se  llegare  á  recibir  el  cargamento ,  no  obs- 
tante que  no  se  hubiese  solemnizado  en  la  forma  debida  el 
contrato  de  fletamento ,  se  entenderá  este  celebrado  con 
arreglo  á  la  que  resulte  del  conocimiento,  cuyo  documento 
será  el  único  título  por  donde  se  fijarán  los  derechos  y 
obligaciones  del  naviero,  del  capitán  y  del  fletador  en  orden 
á  la  carga.  » 

—  La  póliza  do  fletamento  es  siempre  indispensable  para 
obligar  al  fletante  á  recibir  á  bordo  las  mercancías  que  han 
de  trasportarse ,  ó  al  fletador  á  cargarlas ,  de  suerte  que 
faltando  aquel  documento  no  se  admitirá  al  fletador  ni  al  fle- 
tante á  probar  la  celebración  del  contrato;  pero  una  vez 
cargados  los  géneros  y  dado  el  competente  conocimiento, 
ya  tienen  los  interesados  un  título  con  que  acreditan  haberse 
verificado  de  hecho  el  contrato  de  flelamento.  En  la  práctica 
no  se  suele  estender  póliza  sino  cuando  los  cargamentos  son 
de  consid oración. 

«  Art.  7íi0.  Las  pólizas  de  fletamento  harán  plena  fe  en 
juicio  ,  siempre  que  se  haya  hecho  el  contrato  con  interven- 
cio;:  de  corredor,  certificando  este  la  autenticidad  de  las 
firmas  de  las  partes  contratantes,  y  que  se  pusieron  á  su  pre- 
tenda. » 

«  Art.  741.  Si  resultare  discordancia  entre  las  pólizas  de 
fletamento  que  produjeron  las  partes ,  se  estará  á  la  que  con- 
cuerde  con  la  que  el  corredor  debe  reservar  en  su  registro,  » 

«  Art.  742.  También  harán  fe  las  pólizas  de  fletamento, 
aunque  no  haya  intervenido  corredor  en  el  contrato ,  siem- 
pre que  los  contratantes  reconozcan  ser  suyas  las  firmas 
puestas  en  ellas.  » 

=  El  reconocimiento  debe  hacerse  judicialmente,  como 
se  hace  el  de  todo  instrumento  privado. 

«  Art.  743.  No  habiendo  intervenido  corredor  en  el  fleta- 
mento, ni  reconociéndose  por  los  contratantes  la  autenticidad 
de  sus  firmas  ,  se  juzgarán  las  dudas  que  ocurran  en  la  eje- 
cución del  contrato  según  los  méritos  de  las  pruebas  que 
cada  litigante  produzca  en  apoyo  de  su  pretensión.  » 

==  Si  alguno  de  los  contratantes  no  reconoce  la  autenti- 
cidad de  su  firma  ,  puede  el  otro  presentar  dos  testigos  idó- 
neos que  declaren  en  juicio  contradictorio  y  bajo  juramento 
haberle  visto  firmar  la  póliza,  siendo  asi  la  verdad;  ó  bien 
deferirle  el  juramento  decisorio ,  en  cuyo  caso  si  rehusa 
prestarlo  ó  que  lo  preste  quien  se.  lo  defiere ,  se  considera 
que  confiesa  la  existencia  del  contrato.  También  puede  re- 
cnrrirse  al  cotejo  de  la  letra  ;  pero  debe  tenerse  presente  que 
este  medio  es  muy  poco  seguro  ,  ya  por  haber  muchas  per- 
sonas que  saben  imitar  con  perfección  toda  especie  de  letras, 
ya  porque  una  misma  persona  hace  á  veces  una  letra  que  no 
se  parece  á  la  que  hizo  en  otras  ocasiones  por  efecto  de  len- 
titud, precipitación,  poca  seguridad  en  el  pulso,  vejez,  en- 
fermedad ,  ó  mudanza  de  tinta ,  pluma  ó  papel.  El  deman- 
dado puede  tratar  de  destruir  las  pruebas  de  su  adversario, 
prestando  el  juramento  que  se  le  defiere ,  ó  justificando  que 
en  todo  el  dia  de  la  fecha  de  la  póliza  no  estuvo  ni  pudo  estar 
en  el  lugar  en  que  se  supone  haberse  firmado  este  instru- 
mento. No  existiendo  escrito  alguno,  no  puede  oírse  á  nin- 
guna de  las  partes ,  aunque  ofrezca  probar  que  efectivamente 
tuvo  lugar  el  contrato;  pues  entonces  se  daria  valor  á  los 
fletamentos  verbales  que  quedan  escluidos  indirectamente 
por  el  artículo  738. 

«  Art.  744.  Si  no  constare  de  la  póliza  del  fletamento  el 
plazo  en  que  deba  evacuarse  la  carga  y  descarga  do  la  nave, 


regirá  el  que  esté  en  uso  en  el  puerto  donde  respectivamente) 
se  haga  cada  una  de  aquellas  operaciones.  » 

=  En  cada  puerto  se  conceden  por  eluao  laníos  días  para 
la  carga  ó  la  descarga  de  lanías  toneladas.  Cuando  las  partes 
no  han  fijado  por  sí  mismas  el  tiempo  que  ha  de  emplearse 
en  estas  operaciones ,  es  de  suponer  que  han  querido  con- 
formarse con  la  práctica  recibida. 

«  Art.  74b.  Pasado  el  plazo  para  la  carga  ó  la  descarga, 
y  no  habiendo  cláusula  espresa  que  fije  la  indemnización  de 
la  demora,  tendrá  derecho  el  capitán  á  exigir  las  estadías  y 
sobrestadías ,  que  hayan  trascurrido  sin  cargar  ni  descargar; 
y  cumplido  que  sea  el  término  de  las  sobrestadías,  si  la  di- 
lación estuviere  en  no  ponerle  la  carga  al  costado  ,  podrá 
rescindir  el  fletamento,  exigiendo  la  mitad  del  flete  pactado; 
y  si  consistiese  en  no  recibirle  la  carga ,  acudirá  al  tribunal 
de  comercio  de  la  plaza  ,  y  en  el  caso  de  no  haberlo ,  al  juez 
real  ordinario  para  que  providencie  el  depósito.  » 

==  Los  retardos  que  provienen  del  fletador  perjudican  al 
fletante,  así  como  los  que  provienen  del  fletante  perjudican 
al  fletador.  Es  pues  justo  que  el  causador  del  daño,  cual- 
quiera que  sea,  indemnice  á  la  otra  parte.  El  fletador  puede 
ser  causa  de  la  detención  de  la  nave,  ó  bien  en  el  lugar  de 
la  carga,  por  no  presentar  á  tiempo  sus  mercancías  ,  ó  bien 
en  el  lugar  de  la  descarga  ,  porque  el  mismo  fletador  ó  su 
consignatario  no  las  hace  sacar  á  tierra.  En  el  primer  caso, 
si  deja  pasar  sin  hacer  el  embarque  los  días  señalados  por  la 
póliza  ó  por  el  uso,  tiene  que  pagar  porcada  dia  de  retardo 
la  indemnización  que  se  hubiere  fijado  en  el  contrato,  ó  la 
que  en  su  defecto  se  determine  por  peritos  ó  por  el  tribunal; 
y  si  dejare  pasar  igualmente  el  tiempo  de  espera  que  se  hu- 
biese estipulado  ó  se  le  concediese,  está  entonces  en  el  arbi- 
trio del  capitán  rescindir  el  fletamento  y  exigir  la  mitad  del 
flete  pactado,  por  razón  del  perjuicio  que  se  le  sigue  de  la 
inejecución  del  contrato ,  ó  bien  esperar  todavía  mas  tiempo 
si  es  que  puede  ,  continuando  en  percibir  la  indemnización 
de  la  demora.  Mas  es  de  observar  que  la  imposibilidad  en 
que  tal  vez  se  hallare  el  fletador  de  embarcar  oportunamente 
sus  mercancías  por  efecto  de  un  acontecimiento  de  fuerza 
mayor  que  no  se  le  pueda  imputar,  como  v.  gr.  por  haberlo 
sido  robadas  en  el  camino  ó  haber  perecido  en  un  incendio, 
escusa  la  tardanza  y  aun  la  inejecución,  y  hace  cesar  la 
obligación  del  resarcimiento  ,  por  la  razón  de  que  nadie  res- 
ponde de  los  casos  fortuitos.  En  el  segundo  caso ,  es  decir, 
cuando  el  consignatario  no  hace  la  descarga  en  el  tiempo 
establecido  por  la  póliza  ó  por  el  uso  ,  tiene  también  derecho 
el  capitán  á  la  indemnización  convenida  ó  que  se  juzgue  su- 
ficiente por  los  días  de  demora  ;  y  pasado  el  término  de  es- 
pera ,  debe  hacer  judicialmente  el  depósito  de  las  mercancías 
á  cargo  y  riesgo  de  quien  corresponda.  Véase  el  art.  757. 

«  Art.  746.  Si  hubiere  engaño  ó  error  en  la  cabida  desig- 
nada al  buque,  tendrá  opción  el  fletador  á rescindir  el  fleta- 
mento, ó  á  que  se  le  haga  reducción  en  el  flete  convenido 
en  proporción  de  la  carga  que  la  nave  deje  de  recibir,  y  el 
fletante  le  indemnizará  ademas  de  los  perjuicios  que  se  lo 
hubieren  ocasionado.  » 

=  El  fletante  debe  manifestar  con  exactitud  el  porte  ó 
capacidad  de  la  nave,  como  está  prevenido  en  el  artículo  757, 
para  que  el  fletador  no  quede  espuesto  á  ver  burlada  en  tod  o 
ó  en  parte  la  espedicion  que  proyecta.  Así  que  ,  todo  engaño 
ó  error  en  la  designación  de  la  cabida,  que  sea  perjudicial 
al  fletador,  hayase  cometido  de  mala  fe  por  un  capitán  que 
quiere  engañar ,  ó  de  buena  fe  por  un  capitán  que  se  engaña  > 
debe  recaer  sobre  el  fletante,  y  autoriza  al  fletador  á  elegir 
uno  de  dos  partidos  ,  esto  es,  ó  el  de  rescindir  el  fletamento 
si  considera  que  le  conviene  mas ,  ó  el  de  llevarlo  á  cabo 
con  la  reducción  proporcional  del  flete ,  teniendo  derecho 
ademas  en  uno  y  otro  caso  al  resarcimiento  de  los  perjuicios 
que  se  le  sigan ,  ya  sea  que  la  naye  se  haya  fletado  por  el 
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lodo,  ya  sea  que  solo  se  haya  fletado  en  parte.  Por  ejemplo  : 
si  yo  tomo  en  alquiler  por  cuatro  mil  pesos  una  embarcación 
quo  tú  me  declaras  ser  de  trescientas  toneladas  de  porte,  y 
cuando  voy  á  cargarla  so  descubre  que  no  es  mas  que  de 
doscientas  cincuenta ,  podre  rescindir  el  contrato  ó  bien  re- 
bajar la  sexta  parte  de  los  cuatro  mil  pesos  por  faltar  la  sexta 
parle  del  número  de  toneladas  que  me  habias  manifestado  ; 
y  luego  tendrás  que  repararme  el  perjuicio  que  me  haya 
sido  causado  por  el  error  en  que  me  has  hecho  caer,  como 
v.  gr.  en  el  caso  de  que  contando  con  la  cabida  designada 
hubiese  yo  comprado  por  trescientas  toneladas  de  mercan- 
cías, ó  me  hubiese  comprometido  á  espedir  tal  cantidad.  De 
la  misma  manera, yo  quiero  fletar  una  parte  de  tu  nave  por 
toneladas,  turne  declaras  que  es  de  porte  de  trescientas  ,  y 
que  teniendo  ya  cargadas  doscientas  ,  solo  te  queda  el  es- 
pacio de  ciento;  bajo  este  supuesto  hago  yo  mis  cálculos, 
formo  mis  proyectos ,  compro  cien  toneladas  de  géneros  ,  y 
cuando  vamos  á  cargarlas,  resulta  que  en  el  buque  no  hay 
lugar  sino  para  sesenta  :  es  claro  que  tú  debes  resarcirme 
todo  el  daño  que  me  ha  ocasionado  tu  falsa  declaración  ,  y 
yo  seréárbitro  de  embarcar  las  sesenta  toneladas  con  deduc- 
ción del  fletecorrespondiente  á  las  cuarenta  que  quedan  en 
tierra  ,  ó  de  dejar  sin  efecto  el  contrato  que  habíamos  cele- 
brado. 

«  Art.  747.  No  se  reputará  que  ha  habido  error  ni  engaño 
para  aplicar  la  disposición  precedente,  cuando  la  diferencia 
entre  la  cabida  del  buque  manifestada  al  fletador  y  su  ver- 
dadero porteño  esceda  de  una  quincuagésima  parte,  ni 
tampoco  cuando  el  porte  manifestado  sea  el  mismo  que  cons- 
tare de  la  matrícula  del  buque,  aunque  nunca  podrá  ser 
obligado  el  fletador  á  pagar  mas  flete  que  el  que  corresponda 
al  porte  efectivo  de  la  nave.  » 

=  Este  articulo  corrige  la  dureza  del  artículo  antecedente, 
y  precave  el  abuso  que  podria  hacerse  de  la  disposición  que 
contiene.  Si  se  hubiera  exigido  una  exactitud  aritmética  en 
la  designación  de  la  cabida  del  buque  ,  no  habría  capitán  que 
por  mucha  que  fuese  su  buena  fe  no  se  encontrase  espuesto 
á  pagar  daños  y  perjuicios  y  á  ver  rescindidos  sus  fleta- 
mentos;  porque  ¿  quién  podrá  estar  seguro  de  que  no  se  en- 
gañará en  un  quintal  y  aun  quizá  en  una  tonelada  al  hacer 
el  cálculo  de  la  capacidad  de  su  nave?  Mas  no  puede  supo- 
nerse razonablemente  que  un  capitán  de  buena  fe  se  engañe 
en  mas  de  la  quincuagésima  parte  ;  y  así  un  error  semejante, 
si  fuese  real,  no  admitiría  escusa.  Esta  es  la  cuota  que  ha 
fijado  la  ley;  de  manera  que  si  me  declaras  de  quinientas  y 
diez  toneladas  una  embarcación  que  no  tiene  sino  quinientas, 
consistiendo  la  diferencia  solo  en  diez  toneladas  que  forman 
la  quincuagésima  parte  sobre  el  porte  real  y  verdadero,  no 
es  este  un  error  ó  engaño  bastante  fuerte  para  que  deba  to- 
marse en  consideración  ,  pues  no  puede  haberme  causado 
perjuicios  de  tanta  consecuencia  que  den  lugar  á  exigir  que 
los  repares.  También  tiene  la  ley  por  despreciable  el  engaño 
ó  error,  cuando  la  declaración  del  capitán  es  conforme  á  la 
capacidad  que  se  ha  dado  al  buque  en  la  matrícula;  pues  no 
es  justo  exigir  que  el  capitán  sea  mas  infalible  que  los  em- 
pleados públicos,  é  imputarle  un  error  en  que  estos  le  han 
hecho  caer.  Pero  si  el  buque  no  tiene  en  realidad  sino,  por 
ejemplo,  quinientas  toneladas,  aunque  se  hayan  manifestado 
quinientas  diez  por  el  fletante,  y  este  sea  igualmente  el  nú- 
mero que  en  la  matriculase  halla  marcado ,  nunca  podrá 
obligarse  al  fletador  á  pagar  mas  flete  que  el  que  corresponda 
á  las  quinientas. 

«  Art.  748.  También  podrá  el  fletador  rescindir  el  con- 
trato, cuando  se  le  hubiere  ocultado  el  verdadero  pabellón 
de  la  nave;  y  si  de  resultas  de  esle  engaño  sobreviniese  con- 
fiscación ,  aumento  de  derechos  ú  otro  perjuicio  á  su  .carga- 
mento ,  estará  obligado  el  fletante  á  indemnizarlo.  » 

=  El  articulo  757  previene  que  en  el  fletamento  se  haga 


mención  del  pabellón  de  la  nave  ,  y  no  sin  mucha  razón  , 
pues  importa  demasiado  al  fletador  conocer  los  riesgos  á  que 
la  bandera  de  la  nave  puede  esponer  sus  mercancías.  No 
puede  por  tanto  el  fletante  ocultar  impunemente  esta  circuns- 
tancia ;  y  así  es  que  en  tal  caso  se  carga  con  la  responsa- 
bilidad de  lodos  los  daños  y  perjuicios  que  por  razón  de  la 
bandera  se  sigan  al  fletador,  quien  si  todavía  estuviere  á 
tiempo,  puede  por  evitarlos  rescindir  el  fletamento,  sin 
tener  que  dar  nada  al  naviero  por  el  flete ,  antes  bien  tendrá 
derecho  á  exigir  indemnización  del  mal  que  sufriere  por 
causa  del  engaño. 

«  Art.  7íí9.  Vendiéndose  la  nave  despues  que  estuviese 
fletada  ,  podrá  el  nuevo  propietario  cargarla  por  su  cue.;!a, 
si  el  fletador  no  hubiere  comenzado  á  cargarla  antes  de  ha- 
cerse la  venta ,  quedando  á  cargo  del  vendedor  indemnizarlo 
de  todos  los  perjuicios  que  se  le  sigan  por  no  haberse  cum- 
plido el  fletamento  contratado.  —  No  cargándola  por  su 
cuenta  el  nuevo  propietario,  se  llevará  á  efecto  el  conlralo 
pendiente,  podiendo  reclamar  contra  el  vendedor  el  perjui- 
cio que  de  ello  pueda  irrogársele,  si  este  no  le  instruyó  del 
fletamento  pendiente  al  tiempo  de  concertar  la  venta.  —  Una 
vez  que  se  haya  comenzado  á  cargar  la  nave  por  cuenta  da! 
fletador,  se  cumplirá  en  todas  sus  partes  el  fletamento 
tenia  hecho  el  vendedor,  sin  perjuicio  de  la  indemnizcebn  á 
que  haya  lugar  contra  este  y  en  favor  del  comprador.  » 

=  Según  los  principios  del  derecho  común  ,  si  pendíante 
el  arrendamiento  de  casa  ó  heredad  por  cierto  tiempo  ,  la 
vendiere  su  dueño ,  puede  el  comprador  echar  de  ella  al 
inquilino  ó  arrendatario.  «Habiendo  arrendado  ó  logado, 
dice  la  ley  19,  tit.  8  ,  Part.  3,  algunt  home  á  otro  casa  ó 
otro  heredamiento  á  tiempo  cierto ,  si  el  señor  della  la  ven- 
diere ante  quel  plazo  sea  complido  ,  aquel  que  la  del  com- 
prare bien  puede  echar  della  al  que  la  tenie  logada.  »  Lo 
mismo  se  halla  establecido  por  el  derecho  romano  :  Eniplor 
non  tenelur  stare  colono  ,  nisi  ea  lege  emit ,  dice  la  ley  9  ,  C.. 
de  locat.  La  razón  es  que  estinguido  el  derecho  del  que  díó 
una  cosa  en  alquiler  ó  arrendamiento ,  se  estingue  también 
el  derecho  del  que  la  tomó  :  Resoluto  jure  dantis,  resol oi lu r 
jus  accipienlis.t>e  aquí  se  sigue,  que  como  el  fletamento  no 
es  otra  cosa  que  un  contrato  de  alquiler,  según  el  rigor  do 
estos  principios  podria  el  comprador  de  la  nave  fletada  no 
solo  impedir  que  el  fletador  cargase  en  ella  sus  mercadería-;, 
sino  obligarle  también  á  retirarlas  en  caso  de  que  ya  las 
hubiese  cargado ,  salvo  su  recurso  de  daños  y  perjuicios 
contra  el  fletante.  Pero  el  código  ha  modificado  la  regí; 
neral  por  el  ínteres  del  comercio  en  el  articulo  que  nos 
ocupa,  distinguiendo  entre  el  caso  en  que  el  fletador  haya 
comenzado  á  cargar  la  nave  ánlos  de  la  venta,  y  el  caso  en 
que  todavía  tenga  en  tierra  todos  sus  efectos.  En  el  prín 
se  cumple  el  fletamento,  salvo  el  recurso  del  comprador 
contra  el  vendedor  por  los  perjuicios  que  se  le  siguen.  En  el 
segundo  se  cumple  igualmente  el  fletamento,  salvo  dicho 
recurso;  à  no  ser  eme  el  comprador  trate  de  cargar  la  nave 
por  su  cuenta ,  pues  entonces  el  fletamento  queda  sin  efecto, 
y  solo  tiene  derecho  el  fletador  á  que  el  fletante  le  resarza 
los  perjuicios  que  se  le  sigan  de  la  inejecución  del  contrato. 
Ya  que  el  legislador  corrige  aquí  en  beneficio  del  comercio 
la  citada  ley  relativa  á  los  alquileres,  podia  haber  pas 
mas  adelante  y  haberla  abrogado  del  todo  con  respecto  al 
alquiler  de  la  nave ,  disponiendo  que  el  nuevo  propiciaría 
nunca  pudiese  dejar  de  llevar  á  debido  efecto  el  fletan; 
contratado  por  el  antiguo,  ya  porque  el  vendedor  de  la 
nave  no  puede  trasmitir  al  comprador  mas  derechos  que  los 
que  tiene  él  mismo,  ya  porque  el  fletante  no  debía  hacer 
por  una  via  indirecta  lo  que  no  puede  hacer  directamente,  ya 
porque  el  comercio  está  interesado  en  que  todo  negociante 
pueda  hacer  con  seguridad  sus  espediciones  y  cargamentos 
en  los  buques  que  ha  fletado. 
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«  Art.  7b0.  Aun  cuando  el  capitán  se  haya  escedido  de 
sus  facultades,  contratando  un  fletamento  en  contravención 
á  las  órdenes  que  le  hubiese  dado  el  naviero ,  se  llevará  este 
á efecto  en  los  términos  pactados,  sin  perjuicio  del  derecho 
del  naviero  contra  el  capitán  por  el  perjuicio  que  reciba  por 
el  abuso  que  hizo  este  de  sus  funciones.  » 

=  No  estando  presentes  el  naviero  ni  el  consignatario  de 
la  nave,  según  dice  el  art.  (>hí  del  código,  está  autorizado 
el  capitán  para  contratar  por  sí  los  íletamentos  bajo  las 
instrucciones  que  tenga  recibidas,  y  procurando  con  la 
mayor  solicitud"  y  esmero  el  fomento  y  prosperidad  délos 
intereses  del  naviero.  El  capitán  pues  se  tiene  por  manda- 
tario nato  del  dueño  de  la  nave  ;  y  como  es  regla  general 
del  derecho  común  que  el  mandante  no  está  obligado  á  cum- 
plir los  tratos  ó  empeños  en  que  el  mandatario  traspasa  los 
límites  de  su  poder,  era  consiguiente  que  el  naviero  pudiese 
reprobar  é  impedir  la  ejecución  del  üetamento  celebrado 
por  el  capitán  contra  el  tenor  de  sus  instrucciones.  Mas  el 
artículo  actual,  por  dar  mas  ostensión  y  seguridad  á  las 
operaciones  del  comercio,  suaviza  aquí  el  rigor  de  estos 
principios,  y  manda  que  se  cumpla  en  todas  sus  partes  el 
citado  ílctamenlo  ;  en  cuya  virtud  puede  proceder  el  fletador 
no  solo  contra  el  capitán  ó  maestre,  sino  también  contra  el 
naviero,  para  obligarles  á  la  ejecución  del  empeño  contraído; 
porque  se  supone  que  el  naviero,  por  el  hecho  de  confiar  al 
capitán  la  dirección  de  la  nave ,  consintió  anticipadamente 
en  todos  los  contratos  que  este  hiciere  en  desempeño  de  sus 
funciones.  Si  el  capitán  se  escedió  desús  facultades,  si  con- 
trató por  un  flete  mas  bajo  que  el  que  se  le  tenia  ordenado, 
si  alquiló  una  parte  del  buque  que  se  le  habia  mandado 
reservar,  etc.,  tendrá  que  responder  de  su  conducta  al  na- 
viero ,  quien  podrá  exigirle  la  reparación  de  los  perjuicios 
que  le  hubiere  causado;  pero  tal  esceso  ó  abuso  nunca  de- 
berá influir  en  la  suerte  del  fletador,  que  trata  de  buena  fe 
con  una  persona  que  representa  al  dueño  de  la  nave,  y  que 
arregla  en  su  consecuencia  sus  espediciones  y  proyectos. 

Cuando  el  naviero  ó  el  consignatario  están  presentes ,  es 
decir,  cuando  se  hallan  en  el  puerto  donde  está  la  nave,  solo 
á  ellos  toca  contratar  los  íletamentos;  y  así  los  que  sin  su 
consentimiento  celebrase  el  capitán,  r.o  producirían  obliga- 
ción sino  contra  el  capitán  mismo,  quien  si  no  podia  cum- 
plir su  empeño  por  falta  de  aprobación  del  naviero  ó  con- 
signatario ,  tendría  que  indemnizar  al  fletador  de  los  daños 
y  perjuicios.  Tal  vez  se  dirá  que  el  artículo  que  nos  ocupa 
no  hace  distinciones  entre  el  caso  de  ausencia  y  el  de  pre- 
sencia, y  que  por  consiguiente  siempre  habrá  de  cumplirse 
el  fletamento  que  hiciere  el  capitán,  hállese  ausente  ó  pre- 
sente el  naviero.  Pero  si  se  combina  el  artículo  actual  con 
el  artículo  G/ii  que  se  ha  citado  ,  se  echará  de  ver  fácilmente 
que  la  disposición  que  aquí  se  establece  solo  debe  tener 
lugar  cuando  el  capitán  está  autorizado  para  contratar,  y  se 
supone  que  no  lo  está  sino  en  ausencia  del  naviero  ó  de  su 
consignatario ,  porque  nadie  suele  poner  á  cargo  de  otro 
los  negocios  que  puede  hacer  ó  desempeñar  por  sí  mismo. 

«  Art.  7bl .  No  siendo  suficiente  el  porte  de  la  nave  para 
cumplir  los  contratos  de  fletamento  celebrados  con  distintos 
cargadores,  sedará  la  preferencia  al  que  ya  tenga  introdu- 
cida la  carga  en  la  nave;  y  los  demás  obtendrán  el  lugar 
que  les  corresponda ,  según  el  orden  de  fechas  de  sus  con- 
tratas. —  No  habiendo  prioridad  en  las  fechas  ,  cargarán  á 
prorata  de  las  cantidades  de  peso  ó  estension  que  cada  uno 
tenga  marcadas  en  su  contrata,  quedando  obligado  elfletante 
en  ambos  casos  á  indemnizar  á  los  fletadores  de  los  perjui- 
cios que  reciban  por  la  falta  de  cumplimiento  de  aquellas.  » 

=  Por  regla  general ,  cuando  hay  obligación  de  dar  ó  en- 
tregar sucesivamente  á  dos  personas  una  misma  cosa,  debe 
ser  preferida  la  que  ha  sido  puesta  en  posesión  real  de  la 
cosa,  aunque  su  título  sea  de  fecha  posterior,  según  el  prin- 


cipio de  que  es  mejor  la  condición  del  que  posee  :  Polior 
esl  causa  possideniis.  Esta  regla  tiene  lugar  principalmente 
en  las  ventas  ,  á  que  con  efecto  se  halla  espresamente  apli- 
cada por  la  ley  :  «  Una  cosa  vendiendo  un  home  dos  vega- 
das á  dos  homes  et  en  tiempos  departidos  ]  dice  Sa  ley  SO, 
til.  S,  Part.  S,  si  aquel á  quien  la  vende primeramiente  pasa 
á  la  tenencia  de  la  cosa  et  paga  el  prescio ,  ese  la  debe  haber 
et  non  el  otro;  pero  temido  es  el  Atendedor  de  tornar  el 
prescio  á  aquel  que  la  vendió  á  postremas  si  lo  habie  resce- 
bido ,  con  todos  los  daños  et  los  menoscabos  quel  vinieren 
por  razón  de  tal  vendida  ,  porque  la  fizo  engañosamiente. 
Otrosí  decimos  que  si  el  postrimero  comprador  pasase  á  la 
posesión  primeramiente  de  la  cosa  et  pagase  el  prescio,  quél 
la  debe  haber  et  non  el  primero,  et  es  otrosí  tenudo  el  ven- 
dedor de  tornar  el  prescio  si  lo  habie  rescebido  ,  con  los  da- 
ños et  los  menoscabos  que  venieron  por  esta  razón  al  pri- 
mero comprador.  »  Lo  mismo  debe  entenderse  en  los  casos 
de  doble  alquiler  ó  arrendamiento  ,  pues  este  contrato  es  en 
realida  1  una  especie  de  contrato  de  venta,  respecto  de  que 
tiene  i  or  objeto  la  enajenación  del  goce  y  uso  de  la  cosa 
alquilada  ó  arrendada  durante  cierto  tiempo.  Así  que,  si 
me  alquilas  tu  casa  sin  darme  la  posesión,  y  luego  contra- 
viniendo al  trato  la  alquilas  á  otro  haciéndole  entrar  en  ella, 
no  tendré  derecho  á  espelerle  por  razón  de  la  prioridad  do 
mi  contrato,. sino  solo  á  reclamar  contra  tí  los  daños  y  per- 
juicios que  con  tu  conducta  me  ocasionas.  Esta  es  la  doc- 
trina en  que  se  apoya  la  disposición  del  articulo  presento. 
El  fletamento  no  es  otra  cosa  que  un  verdadero  alquiler,  como 
ya  hemos  visto,  y  de  sonsiguiente  debe  estar  sujeto  á  las 
reglas  de  este  contrato  en  cuanto  le  sean  aplicables.  El  pri- 
mer fletamento  debe  preferirse  al  segundo  fletamento,  como 
el  primer  alquiler  se  prefiere  al  segundo  alquiler,  y  la  pri- 
mera venta  á  la  segunda  venta  ;  pero  si  el  segundo  fletador 
ha  embarcado  ya  sus  mercaderías,  no  puede  el  primero 
hacérselas  sacar  de  la  nave  para  meter  las  suyas,  así  como 
el  primer  inqnilino  ó  el  primer  comprador  de  una  casa  no 
pueden  echar  al  segundo  comprador  ó  inquilino  que  han 
logrado  apoderarse  de  ella.  Solo  tendrán  derecho  unos  y 
otros  para  obligar  al  vendedor,  alquilador  ó  fletan  Le  á  que 
les  satisfagan  todos  los  perjuicios  que  les  causare  la  inob- 
servancia de  sus  respectivos  contratos. 

Mas  si  todas  las  pólizas  de  fletamento  fuesen  de  la  misma 
fecha ,  todos  los  fletadores  tendrán  entonces  derecho  á  car- 
gar proporcionalmente  sus  mercaderías  hasta  donde  alcance 
la  capacidad  de  la  nave.  Suponiendo  por  ejemplo  que  esta 
sea  de  doscientas  toneladas  de  porte  ,  y  que  se  hayan  cele- 
brado con  una  misma  fecha  tres  íletamentos,  uno  de  155 
toneladas,  otro  de  90  y  otro  de  7b ,  que  todas  juntas  forman 
300,  cada  fletador  habrá  de  rebajar  el  tercio  de  la  carga 
contratada;  y  así  el  primero  cargará  solamente  90  toneladas, 
el  segundo  sesenta,  y  el  tercero  bO ,  debiendo  elfletante 
dar  á  los  tres  la  competente  indemnización  de  las  pérdidas 
ó  menoscabos  que  tengan  que  sufrir  por  no  poder  embarcar 
todo  lo  que  se  habían  propuesto. 

«  Art.  7o2.  Estando  la  nave  fletada  por  entero ,  puede  el 
fletador  obligar  al  capitán  á  que  se  haga  á  la  vela  desde  que 
tenga  recibida  la  carga  á  bordo,  siendo  el  tiempo  favora- 
ble, y  no  ocurriendo- caso  de  fuerza  insuperable  que  lo 
impida.  » 

=  La  obligación  de  no  retardar  el  viaje  es  recíproca  de 
parte  del  cargador  y  del  capitán.  El  cargador  debe  haber  em- 
barcado sus  efectos  dentro  del  tiempo  señalado  por  la  póliza 
ó  por  el  uso ,  para  que  la  nave  pueda  hacerse  á  la  vela  en 
el  dia  convenido,  quedando  sujeto  en  caso  contrario  á  las 
indemnizaciones  y  disposiciones  que  encierra  el  art.  7ftb. 
El  capitán  debe  emprender  el  viaje  luego  que  tenga  la  carga 
á  bordo  ,  cuando  la  nave  esté  fletada  por  entero ,  á  no  ser 
que  se  yea  impedido  por  la  contrariedad  de  los  vientos,  por 
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rîasgo  de  enemigos,  por  embargo  ú  otra  causa  que  no  se  le 
pueda  imputar,  bajo  la  pena  de  indemnizar  al  fletador  de 
los  perjuicios  que  le  sobrevengan,  comosedirá  en  el  art/756. 

«  Art.  753.  En  los  fletamientos  parciales  no  podrá  rehusar 
el  capitán  emprender  su  viaje  ocho  dias  despues  que  tenga 
à  bordo  las  tres  cuartas  partes  del  cargamento  que  corres- 
ponda al  porte  de  la  nave.  » 

=  Cuando  un  capitán  pone  su  nave  á  la  carga  general , 
-  admitiendo  mercaderías  de  cuantos  se  las  quieren  dar  para 
un  punto  anunciado,  podría  esperar  indefinidamente  sin 
hacerse  á  la  vela  hasta  haber  completado  todo  el  cargamento 
de  que  el  buque  es  capaz,  y  los  cargadores  quedarían  es- 
puestos  à  sufrir  graves  perjuicios  por  esta  dilación.  A  fin  de 
evitar  estos  inconvenientes  ,  sin  dar  motivo  de  queja  al  ca- 
pitán, dispone  aquí  la  ley  que  los  cargadores  puedan  obli- 
garle á  partir  ocho  dias  despues  que  tenga  á  bordo  las  tres 
cuartas  partes  del  cargamento  que  el  buque  puede  llevar. 
De  esta  manera  y  con  las  demás  precauciones  que  se  toman 
en  los  artículos  siguientes  ,  se  balancean  los  intereses  de  am- 
bas partes,  y  se  las  pone  á  cubierto  respectivamente  en 
cuanto  es  posible  de  los  perjuicios  que  pudiera  ocasionarles 
lo  dilación  ó  la  falta  de  carga. 

«  Art.  75'í.  Despues  que  el  fletante  haya  recibido  una 
parte  de  su  carga ,  no  podrá  eximirse  de  continuar  cargando 
por  cuenta  del  mismo  propietario  ,  ó  de  otros  cargadores ,  á 
precio  y  condiciones  iguales  ó  proporcionadas  á  las  que  con- 
certó con  respecto  á  la  carga  que  tenga  recibida,  si  no  las 
encontrare  mas  ventajosas:  y  no  queriendo  convenir  con 
ello,  le  podrá  obligar  el  cargador  á  que  se  haga  á  la  vela 
con  la  carga  que  tenga  á  bordo.  » 

=  Pudiera  suceder  que  un  fletante ,  después  de  haber  re- 
cibidp  una  parte  de  su  carga,  se  arrepintiese  del  viaje  pro- 
yectado por  convenirle  mas  hacerlo  á  otro  punto  diferente 
en  virtud  de  nuevas  circunstancias  ó  combinaciones,  y  que 
en  tal  estado  tratase  de  desbaratarlo ,  alzando  escesivamente 
el  precio  de  los,  fletamientos  para  que  no  presentándose  nue- 
vos cargadores  pudiese  aprovecharse  de  la  facultad  que  le 
concede  el  art.  755  y  subrogar  otra  embarcación  mas  pe- 
queña bajo  el  pretesto  de  que  no  había  reunido  los  tres 
quintos  de  la  carga  correspondiente  al  porte  de  su  nave.  La 
disposición  del  presente  articulo  tiene  por  objeto  impedir 
estas  maniobras,  obligando  al  fletante  á  continuar  tomando 
carga  bajo  las  mismas  condiciones,  si  no  las  halla  mejores  , 
ó  á  partir  con  la  recibida  si  no  se  aviene"  á  ello.  Siendo  mas 
desventajosas  las  condiciones  propuestas  por  los  nuevos 
cargadores  que  se  presenten,  no  estará  obligado  á  aceptar- 
las el  fletante ,  por  el  grave  perjuicio  que  se  le  podria  irro- 
gar, y  entonces  podrá  hallarse  en.  el  caso  del  artículo  si- 
guiente. 

«  Art.  755.  El  capitán  que  después  de  haber  tomado 
alguna  parte  de  carga  no  hallare  con  qué  completar  las  tres 
quintas  partes  de  la  que  corresponda  al  porte  de  su  nave , 
puede  subrogar  para  el  trasporte  otra  nave  visitada  y  decla- 
rada apta  para  el  mismo  viaje  ,  corriendo  de  su  cuenta  los 
gastos  que  se  causen  en  la  traslación  de  la  carga  ,  y  el  au- 
mento que  pueda  haber  en  el  precio  del  flete.  Si  no  tuviere 
proporción  para  hacer  esta  subrogación  ,  emprenderá  su 
viaje  dentro  del  plazo  que  tenga  contralado;  y  en  el  caso  de 
no  haber  hecho  pacto  espreso  sobre  ello ,  treinta  dias  des- 
pués de  haber  empezado  á  cargar.  » 

=  La  facultad  de  subrogar  otra  embarcación  es  una  gra- 
cia que  aquí  se  concede  al  fletante  por  pura  equidad ,  pues 
en  rigor  de  derecho  una  vez  que  se  ha  contratado  simple- 
mente y  sin  restricción  cualquier  fletamiento,  no  puede  el 
capitán  desentenderse  de  su  empeño  ni  dejar  de  partir  con 
su  nave  al  día  convenido ,  bajo  la  pena  de  daños  y  perjui- 
cios. Es  muy  justo  que  los  gastos  de  traslación  y  el  au- 
mento de  flete,  si  lo  hay,  deban  correr  de  cuenta  del  fle- 


tante ,  pues  ya  quedan  bastante  perjudicados  los  fletadores 
con  el  peligro  de  que  la  nueva  embarcación  no  presente  las 
mismas  seguridades  que  la  primera.  ¿Qué  será  si  el  flete  de 
la  segunda  nave  fuese  menor?  \  Cederá  la  diferencia  en  be- 
neficio del  fletante  ó  de  los  fletadores?  El  fletante  tiene  á  su 
favor  la  máxima  de  que  quien  siente  el  daño  debe  haber  el 
provecho  :  Commoda  cujusque  rei  eum  sequi  debent ,  quem. 
sequunlur  incommoda  ;  pero  como  por  otra  parte  están  mas 
espuestos  los  fletadores  á  sufrir  daño  por  el  cambio  de  bu- 
que, y  ademas  no  dejaría  de  chocar  que  el  fletante  encon-  ' 
trase  un  medio  de  ganancia  en  la  falta  de  rigurosa  ejecución 
de  su  contrato,  es  mas  conforme  á  la  equidad  y  al  espíritu 
de  la  ley  que  los  fletadores  paguen  solo  el  flete  de  la  nave 
adonde  se  trasladan  sus  efectos,  cuando  su  precio  fuere  mas 
bajo  que  el  del  de  la  nave  de  donde  se  sacan. 

La  disposición  de  este  artículo  supone  que  los  fletamientos 
parciales  se  han  hecho  pura  y  simplemente ,  sin  restricción 
alguna  por  una  ni  otra  parte.  Mas  no  hay  inconveniente  en 
que  los  interesados  hagan  fletamientos  condicionales,  no  em- 
peñándose el  fletante  en  recibir  las  mercaderías  de  los  fleta- 
dores sino  cuando  en  virtud  de  nuevos  fletamientos  que 
celebre  com  otras  personas  hasta  cierto  tiempo  llegue  á 
completar  el  cargamento  correspondiente  al  porte  de  su  nave. 
En  semejante  caso  ,  si  dentro  del  plazo  convenido  no  encon- 
trare el  fletante  con  qué  completar  su  carga ,  quedarían  nulos 
los  fletamientos  por  falta  de  cumplimiento  de  la  condición;  y 
por  consiguiente  no  estaría  obligado  el  capitán  á  recibir  en 
su  nave  las  mercancías  de  los  fletadores,  quienes  tendrían 
que  recurrir  á  otras  embarcaciones. 

«  Art.  756.  Los  perjuicios  que  sobrevengan  al  fletador  por 
retardo  voluntario  de  parte  del  capitán  en  emprenderse  el 
viaje  despues  que  hubiera  debido  hacerse  la  nave  á  la  vela, 
según  las  reglas  que  van  prescritas ,  serán  de  cargo  del  fle- 
tante ,  cualquiera  que  sea  la  causa  de  que  procedan  ,  siem- 
pre que  se  le  hubiese  requerido  judicialmente  á  salir  al  mar 
en  el  tiempo  que  debía  hacerlo.  » 

~  Los  perjuicios  de  que  el  fletante  es  responsable  por  su 
retardo  voluntario  ,  deben  abrazar  no  solamente  todas  las 
pérdidas  que  esperimentare  el  fletador,  sino  tambiem  las  ga- 
nancias de  que  se  viere  privado:  las  pérdidas,  como  por 
ejemplo  si  las  mercancías  se  hubiesen  averiado  por  causa  de 
la  detención,  si  hubiesen  perecido  á  resullas  de  una  tor- 
menta ó  de  un  incendio  dentro  del  mismo  puerto,  rada  ó 
bahía ,  si  el  fletador  hubiese  tenido  que  sufrir  algún  proceso 
por  empeños  que  habia  contraído  y  no  pudo  cumplir  por  la 
tardanza,  etc.  :  las  ganancias  de  que  se  viere  privado  el 
fletador,  como  por  ejemplo  si  habiendo  llegado  los  géneros 
pasada  ya  la  época  de  su  seguro  despacho  ,  no  puede  sacar 
de  ellos  toda  la  utilidad  que  sin  este  retardo  le  hubiesen  pro- 
ducido. Mas  es  necesario  tener  bien  presente  que  para  exi- 
gir estas  indemnizaciones  es  indispensable  el  requerimiento 
judicial  de  que  habla  el  articulo  ,  y  que  por  tanto  si  el  fleta- 
dor se  descuidó  de  hacerlo  á  su  tiempo,  ya  no  tendrá  des- 
pués acción  alguna  para  repetir  la  reparación  de  perjuicios, 
pues  se  supone  que  con  su  silencio  aprobó  el  retardo  del 
fletante. 

«  Art.  757.  Ni  en  el  C3so  de  haberse  fletado  la  nave  por 
entero,  ni  siempre  que  en  fletamientos  parciales  se  hayan 
reunido  los  tres  quintos  de  la  carga  correspondiente  á  su 
porte,  puede  el  flelante  subrogar  otra  nave  de  la  que  se  de- 
signó en  la  contrata  de  fletamento ,  á  menos  que  no  consien- 
tan en  ello  lodos  los  cargadores;  y  de  hacerlo  sin  este  re- 
quisito, se  constituye  responsable  de  todos  los  daños  que 
sobrevengan  al  cargamento  durante  el  viaje.  » 

=  La  subrogación  de  navio  es  una  gracia  que  se  concede 
al  fletante  solo  en  el  caso  de  no  haber  podido  reunir  los  tres 
quintos  de  su  carga  en  fletamientos  parciales,  y  que  siendo 
odiosa,  pues  que  ceue  en  perjuicio  de  los  fletadores,  á  quic- 
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nés  ño  se  cumple  la  estipulación  de  trasportar  sus  mercan- 
cías en  tal  buque  designado,  no  debe  estenderse  á  otros  casos; 
de  suerte  que  fuera  del  caso  citado  no  puede  el  fletante  po-~ 
ner  un  buque  por  otro  sino  bajo  su  responsabilidad  de  todos 
los  riesgos  del  viaje  ó  con  aprobación  de  los  cargadores, 
porque  no  debe  estar  al  arbitrio  de  la  una  parte  cambiar  ni 
alterar  sus  obligaciones.  No  importa  que  la  nave  subrogada 
sea  mas  fuerte  que  la  designada  en  el  íletamenlo  ;  la  ley  ha- 
bla absolutamente  sin  hacer  distinciones:  y  basta  por  tanto 
que  el  fletante  salga  de  los  términos  del  contrato  en  la  mu- 
danza de  buque  ,  para  que  se  juzgue  que  toma  sobre  sí  los 
daños  que  sobrevengan  durante  el  viaje  á  las  mercaderías 
de  los  cargadores. 

«■Art.  738.  El  que  hubiere  fletado  Una  nave  por  entero  , 
puede  ceder  su  derecho  á  otro  para  que  la  cargue  en  todo  ó 
en  parte,  sin  que  el  capitán  pueda  impedirlo.  —  Si  el  fleta- 
mento  se  hubiere  hecho  por  canlidad  fija,  podrá  asimismo 
el  fletador  subfletar  de  su  cuenta  á  los  precios  que  halle  m3S 
ventajosos,  manteniéndose  íntegra  su  responsabilidad  hacia 
el  fletante,  y  no  causando  alteración  en  las  condiciones  con 
que  se  hizo  el  flelamento.  » 

=  El  fletador  es  dueño  del  goce  y  uso  de  la  nave  por  todo 
el  tiempo  que  dura  el  íletamenlo,  del  mismo  modo  que  el 
inquilino  ó  arrendatario  lo  es  del  goce  y  uso  de  la  casa  ó 
heredad  arrendada  durante  el  tiempo  del  alquiler  ó  arren- 
damiento. De  este  principio  se  sigue  en  primer  lugar,  que 
el  fletador  puede  subfletar  así  como  el  arrendatario  puede 
subarrendar:  Nemo  prohibelur  rem  qicam  conduxit  fruen- 
dam  ,  alü  locare,  si  niliilaliud  comenil  ;  l.  6,  C.  local.;  y 
que  es  muy  natural  que  el  legislador  permita  que  el  subfle- 
tamento  pueda  hacerse  por  un  precio  mas  alto  que  el  fleta- 
mento,  sin  que  le  haya  detenido,  como  detuvo  al  autor  de 
la  antigua  ordenanza  de  Francia ,  el  temor  del  monopolio 
que  pudieran  hacer  algunas  personas  apoderándose  de  todos 
los  buques  existentes  en  un  puerto  á  fin  de  dar  luego  la  ley 
á  los  comerciantes  que  los  necesitasen  para  el  trasporte  de 
sus  mercaderías  ,  pues  igual  razón  habría  para  impedir  que 
los  subarriendos  se  hiciesen  por  mas  precio  que  los  arrien- 
dos. Sigúese  en  segundo  lugar  ,  que  solo  el  fletador  puede 
subfletar  ;  de  modo  que  si  estando  la  nave  fletada  por  ente- 
ro ,  recibiese  el  capitán  carga  de  otra  persona  sin  anuencia 
espresa  del  fletador,  podría  este  obligarle  á  desembarcarla , 
y  exigirle  los  perjuicios  que  se  le  hubieren  seguido  ;  y  si  la 
recibiese  con  beneplácito  del  fletador,  tendría  derecho  este 
al  abono  de  los  fletes  de  la  nueva  carga,  aun  cuando  fuesen 
mas  altos  que  los  que  él  habia  contratado ,  pues  todo  el  pro- 
vecho de  la  nave  debe  ser  suyo.  ¿Necesita  el  capitán  del 
consentimiento  del  fletador  para  embarcar  pasajeros  ?  Los 
autores  dicen  generalmente  que  no  lo  necesita,  porque  se 
presume  que  el  fletador  lo  tiene  dado  por  su  propio  interés, 
puesto  que  le  importa  haya  en  la  embarcación  muchas  per- 
sonas que  en  caso  nececesario  puedan  contribuir  á  su  sal- 
vación y  defensa  ;  pero  es  claro  que  el  flete  que  den  los 
pasajeros  pertenece  también  al  fletador,  por  la  razón  ya  in- 
dicada de  que  él  solo  tiene  la  disposición  esclusiva  del  bu- 
que. Véase  Capitán ,  orí.  664. 

«  Art.  759.  El  fletadar  que  no  completare  la  totalidad  de 
la  carga  que  pactó  embarcar,  pagará  el  flete  de  lo  que  deje 
de  cargar,  á  menos  que  el  capitán  no  hubiese  tomado  otra 
carga  para  completar  la  correspondiente  á  su  buque.  » 

=  Por  ejemplo ,  si  has  fletado  el  buque  por  trescientas 
toneladas ,  y  no  cargas  sino  doscientas ,  no  por  eso  te  po- 
drás escusar  de  pagar  todo  el  espacio  de  las  trescientas  que 
alquilaste ,  pues  debes  cumplir  la  obligación  que  contrajiste. 
Si  el  capitán  no  hubiese  contado  con  tu  fletamento,  no  ten- 
dría vacío  el  espacio  de  las  cien  toneladas,  porque  lo  hubie- 
ra alquilado  á  otros  cargadores.  Así  el  que  toma  en  alquiler 
tres  habitaciones  en  una  casa ,  yo  puede  menos  de  pagar 


las  tres  en  su  totalidad,  aunque  no  ocupe  mas  que  dos.  Mas 
si  el  capitán  ha  fletado  à  otros  las  cien  toneladas  que  tú  no 
has  cargado  ,  como  ya  no  esperimenta  ningún  perjuicio  ,  no 
estarás  obligado  á  pagarle  el  flete  por  entero;  y  si  solo  ha 
fletado  Sesenta ,  no  deberás  satisfacerle  sino  el  precio  de  las 
cuarenta  restantes. 

«  Art.  760.  Introduciendo  el  fletador  en  la  nave  mas  carga 
que  la  que  tuviere  declarada  y  contratada,  pagará  el  aumento 
de  flete  que  corresponda  al  esceso  ,  con  arregló  á  su  con- 
trata ;  y  si  el  capitán  no  pudiese  colocar  este  aumento  de 
carga  bajo  de  escotilla  y  en  buena  estiva  sin  faltar  á  los 
demás  contratos  que  tenga  celebrados  ,  lo  descargará  á  es- 
pensas  del  propietario.  » 

=  El  fletador  no  tiene  derecho  de  obligar  al  capitán  á 
recibir  mas  canlidad  de  mercaderías  que  la  espresada  en  la 
convención,  de  modo  que  si  contrató  por  doscientas  tone- 
ladas ,  no  puede  cargar  por  doscientas  y  cincuenta;  pero  si 
el  capitán  consiente  en  el  aumento  de  carga,  y  no  se  esplican 
las  partes  sobre  el  flete  que  ha  de  pagarse  por  dicho  aumento 
habrán  de  atenerse  al  flete  que  corresponda  según  el  que  se 
estipuló  en  la  contrata  por  la  carga  declarada  ,  pues  se  pre- 
sume haber  sido  esta  su  intención  ,  respecto  de  que  si  hubie- 
sen querido  fijar  otro  2ete  por  el  esceso,  no  hubieran  dejado 
de  espresarlo  al  menos  en  el  conocimiento.  Mas  como  el 
capitán  no  puede  poner  carga  sobre  la  cubierta  del  buque 
sin  que  consientan  en  ello  todos  los  cargadores ,  el  mismo 
naviero  y  los  oficiales  de  la  nave ,  por  el  embarazo  que  causa 
en  las  maniobras  y  por  otros  peligros  que  acarrea,  de  ahí 
es  que  no  debe  admitir  al  fletador  mas  aumento  de  carga 
que  el  que  pueda  colocar  bajo  de  escotilla  y  en  buena  estiva 
sin  faltar  á  los  demás  fletamentos  que  tenga  celebrados  con 
otras  personas ,  y  en  caso  contrario  habrá  de  descargarlo  á 
espensas  de  su  dueño.  Llámase  escotilla  la  puerta  ó  abertura 
que  está  delante  del  palo  mayor  por  donde  se  introduce  la 
carga  en  el  buque  bajo  de  cubierta  ;  y  por  buena  estiva  se 
entiende  la  conveniente  colocación  de  la  carga,  de  modo 
que  no  haya  mas  peso  en  un  lado  que  en  otro  y  que  la  nave 
guarde  perfecto  equilibrio. 

«Art.  761.  El  capitán  podrá  echar  en  tierra  antes  de  salir 
del  puerto  las  mercaderías  introducidas  en  su  nave  clan- 
destinamente y  sin  su  consentimiento  ,  ó  bien  portearlas  , 
exigiendo  el  flete  al  precio  mas  alto  que  haya  cargado  en 
aquel  viaje.  » 

=  Nadie  puede  apoderarse  del  uso  de  una  embarcación 
sin  el  consentimiento  del  naviero  ó  del  capitán  que  le  reem- 
plaza ;  y  así ,  cuando  este  último  encuentra  á  bordo  merca- 
derías que  no  le  han  sido  declaradas  ,  puede  hacerlas  sacar 
á  fierra  :  á  cuyo  efecto  debe  avisar  al  dueño  para  que  venga 
á  retirarlas,  y  en  caso  de  que  no  venga  presentar  al  tribunal 
una  petición  para  que  se  le  autorice  à  consignarlas  en  un 
lugar  señalado,  después  de  lo  cual  y  hecha  la  consignación 
queda  libre  de  toda  responsabilidad  con  respecto  á  dichas 
mercancías.  No  dice  el  artículo  quién  ha  de  soportar  los 
gastos  de  la  descarga  y  demás  que  ocurran;  pero  es  claro 
que  deben  ser  de  cuenta  del  comerciante  que  ha  hecho  la 
carga  clandestina.  Si  teniendo  todavía  bastante  espacio  en 
el  buque  ,  prefiere  el  capitán  conservar  los  efectos  cargados 
sin  su  noticia  ,  tiene  derecho  á  exigir  el  flete  al  precio  mas 
alto  que  haya  cargado  en  el  mismo  viaje  por  mercancías  de 
igual  especie ,  porque  se  supone  que  el  comerciante  se  ha 
sujetado  á  esta  condición  por  el  hecho  de  cargar  clandesti- 
namente. Mas  es  de  advertir  que  el  capitán  no  tiene  dicha 
elección  sino  en  los  fletamentos  parciales ,  pues  cuando  la 
nave  se  ha  alquilado  por  entero  á  un  fletador ,  no  puede 
prescindir  de  poner  en  tierra  las  mercaderías  de  que  esta- 
mos hablando ,  si  no  quiere  hacerse  responsable  hacia  el 
fletador  de  todos  los  daños  y  perjuicios  que  por  conservarlas 
se  le  siguieren,  como  v.  gr.  de  las  ganancias  que  este  dejare 


de  hacer,  por  cr usa  de  la  concurrencia  en  cl  lugar  de  su 
destino. 

Nótese  biec  -^ue  según  el  artículo  presente  no  puede  el 
Capitán  echar  en  tierra  las  mercaderías  cargadas  sin  su  no- 
ticia sino  antes  de  salir  del  puerto  de  la  carga  ;  y  por  con- 
siguiente si  no  se  apercibe  de  ellas  hasta  después  de  haberse 
hecho  á  la  vela ,  debe  trasportarlas  al  término  del  viaje , 
porque  así  lo  exige  el  interés  de  la  humanidad  y  del  comer- 
ciq,  y  no  tiene  otro  derecho  que  el  de  hacerse  pagar  el  flete 
al  mas  alto  precio.  Sin  embargo,  si  estas  mercaderías  causan 
un  recargo  peligroso  en  la  nave,  puede  el  capitán  desem- 
barazarse de  ellas,  ya  sacándolas  à  tierra  en  , el  primer 
puerto  de  arribada  y  depositándolas  en  poder  de  un  sugeto 
abonado,  ya  echándolas  al  mar  en  caso  de  absoluta  nece- 
sidad ,  precedida  la  consulta  de  los  oficiales  de  la  nave  y  de 
los  cargadores  presentes  ó  sus  sobrecargos  ,  con  arreglo  al 
artículo  958  sobre  averías,  pues  por  el  hecho  de  un  tercero 
que  le  ha  sorprendido  no  debe  hallarse  espuesto  á  pagar  á 
los  verdaderos  fletadores  los  daños  y  perjuicios  de  que  es 
responsable  en  caso  de  recargo  según  los  artículos  651  y  666, 
y  mucho  menos  á  esperimentar  la  pérdida  ó  naufragio  de  su 
nave. 

«  Art.  762.  Todo  perjuicio  de  confiscación ,  embargo  ó 
detención  que  sobrevenga  á  la  nave ,  por  haber  el  fletador 
introducido  en  ella  distintos  efectos  de  los  que  manifestó  al 
fletante,  recaerá  sobre  el  mismo  fletador,  su  cargamento  y 
demás  bienes.  —  Si  estos  perjuicios  fueren  estensivos  á  la 
carga  de  los  demás  cofletadores  ,  será  igualmente  de  cuenta 
del  fletador  que  cometió  aquel  engaño  indemnizarles  ínte- 
gramente de  ellos.  » 

=  Esta  disposición  se  funda  en  el  principio  genaral  de 
que  cada  uno  está  obligado  á  reparar  el  daño  de  que  fué 
causa. 

«  Art.  765.  Conviniendo  á  sabiendas  el  fletante  en  recibir 
á  su  bordo  mercaderías  de  ilícito  comercio,  se  constituyo 
responsable  mancomunadamente  con  el  dueño  de  ellas  de 
todos  los  perjuicios  que  se  originen  á  los  demás  cargadores; 
y  no  podrá  exigir  de  aquel  indemnización  alguna  por  el  daño 
que  resulte  á  la  nave ,  aun  cuando  se  hubiese  pactado.  » 

=  Los  cargadores  en  el  caso  de  este  artículo  pueden  re- 
convenir al  que  mas  les  convenga  entre  el  fletante  y  el  fletador 
por  el  pago  total  de  los  perjuicios  que  hubieren  esperimen- 
tado  con  motivo  del  contrabando ,  sin  que  el  reconvenido 
pueda  oponerles  el  beneficio  de  division ,  pues  que  cual- 
quiera de  los  dos  debe  considerarse  obligado  á  la  satisfacción 
de  toda  la  deuda  ;  y  aun  el  procedimiento  contra  el  uno  ño 
les  impide  proceder  también  contra  el  otro,  pues  pueden 
perseguir  á  los  dos  á  un  mismo  tiempo;  bien  que  luego  que 
el  uno  haya  pagado  por  entero,  queda  el  otro  exonerado. 
Con  esta  responsabilidad  solidaria  que  la  ley  impone  al  fle- 
cante ,  le  aparta  de  consentir  en  prestar  su  nave  para  un 
comercio  ilícito  ,  y  provee  á  los  intereses  de  los  cargadores 
de  mercancías  corrientes.  En  vano  pactará  el  fletante  que  el 
fletador  le  haya  de  pagar  el  daño  que  le  sobreviniese  por 
causa  del  contrabando  ,  pues  semejante  convención  no  pro- 
duce obligación  ni  derecho,  por  la  razón  general  de  que 
nadie  puede  ganar  una  acción  por  su  delito  :  Nemo  ex  delicio 
consequi  polest  aclionem.  Así  que ,  si  la  nave  quedase  derro- 
tada en  un  combate  con  los  guardacostas  ,  ó  fuese  apresada 
y  confiscada,  no  podrá  el  capitán  obligar  en  juicio  al  fleta- 
dor contrabandista  á  que  le  resarza  las  pérdidas  que  ha 
sufrido  por  su  causa  ,  por  grandes  que  sean  las  seguridades 
que  este  último  le  hubiere  dado. 

«  Art.  764.  Si  el  fletador  abandonare  el  fletamento  sin 
haber  cargado  cosa  alguna ,  pagará  la  mitad  del  flete  con- 
venido, y  el  fletante  quedará  libre  y  quito  de  todas  las  obli- 
gaciones que  contrajo  en  el  fletamento.  » 

F=  El  fletador  que  se  aparta  del  contrato  sin  haber  cargado 


parle  alguna  de  sus  mercancías  ,  deja  de  cumplir  la  obliga- 
ción que  había  contraído,  y  deba  por  consiguiente  una  in- 
demnización al  fletante;  pero  como  este  conserva  entera- 
mente libre  el  espacio  que  habia  alquilado  en  su  buque,  y 
puede  fácilmente  fletarlo  á  otra  persona,  no  quiere  la  ley  que 
la  indemnización  sea  de  todo  el  flete,  sino  que  se  contenta 
con  fijarlo  á  la  mitad  ,  sin  que  bajo  ningún  protesto  pueda 
el  capitán  exigir  que  se  aumente,  ni  el  fletador  que  se  dis- 
minuya. Esta  mitad  de  flete  que  el  fletador  paga  en  este  caso 
se  considera  como  precio  del  riesgo  que  corre  el  capitán  de 
no  encontrar  otras  personas  á  quienes  dar  en  alquiler  el 
espacio  que  le  queda  vacante  ,  ó  de  no  encontrar  un  fleto 
tan  considerable ,  y  por  tanto  tiene  derecho  à  retenerla  y 
aprovecharse  de  ella,  aunque  encuentre  nuevos  fletadores 
á  precio  igual  ó  mas  elevado. 

«  Art.  76b.  En  los  tletamentos  á  carga  general  puede  cual- 
quiera de  los  cargadores  descargar  las  mercaderías  carga- 
das, pagando  medio  flete,  el  gasto  de  desestivar  y  restivar, 
y  cualquiera  daño  que  se  origine  por  su  causa  á  los  demás 
cargadores.  Estos  tendrán  facultad  de  oponerse  á  la  descarga, 
haciéndose  cargo  de  los  efectos  que  se  pretendan  descargar, 
y  abonando  su  importe  al  precio  de  la  factura  de  consigna- 
ción. » 

=  Llámanse  fletamentos  á  carga  general  cuando  el  fletante 
admite  mercaderías  de  todos  cuantos  se  las  quieren  dar 
para  llevarlas  á  un  punto  determinado.  En  tal  caso ,  el  car- 
gador que  se  arrepintiere  de  su  espedicion  puede  retirar 
sus  mercaderías ,  pagando  :  Io.  medio  flete  con  que  se  in- 
demniza al  fletante  de  la  inejecución  del  contrato,  y  que  gana 
este  mismo  de  todos  modos ,  logre  ó  no  logre  después  reem- 
plazar las  mercancías  que  se  le  han  sacado,  pues  el  código 
se  lo  adjudica  absolutamente  sin  hacerlo  depender  de  con- 
dición alguna  :  2o.  el  gasto  de  desestivar  y  restivar,  esto  es, 
el  coste  de  la  descarga  y  recarga  de  las  otras  mercaderías 
que  sea  necesario  sacar  y  volver  á  colocar  en  su  sitio  :  — 
5°.  cualquiera  daño  que  se  origine  por  su  causa  á  los  demás 
cargadores ,  sea  en  razón  de  los  deterioros  que  padezcan 
sus  efectos  ,  sea  en  razón  del  retardo  del  viaje.  Los  demás 
cargadores  pueden  tal  vez  tener  ínteres  en  que  no  se  saquen 
las  mercancías  que  se  pretendan  descargar,  principalmente 
si  á  su  consecuencia  quedase  incompleto  el  cargamento 
que  corresponde  al  buque,  pues  entonces  el  capitán  podría 
hallarse  en  el  caso  de  usar  de  la  facultad  que  le  da  el  artí- 
culo 7oS  de  subrogar  otra  nave;  y  por  eso  la  ley  les  concede 
aquí  el  derecho  de  oponerse  á  la  descarga  ,  sin  que  el  car- 
gador que  la  intenta  pueda  quejarse  con  justo  motivo ,  puesto 
que  los  otros  le  toman  sus  efectos  y  se  los  pagan  al  precio 
de  su  factura  de  consignación. 

«Art.  766.  Fletado  un  buque  para  recibir  su  carga  en  otro 
puerto ,  se  presentará  el  capitán  al  consignatario  designado 
en  su  contrata  ;  y  si  este  no  le  diere  la  carga ,  dará  aviso  al 
fletador,  cuyas  instrucciones  esperará,  corriendo  entretanto 
las  estadías  convenidas ,  ó  las  que  sean  de  uso  en  el  puerto , 
si  no  se  hizo  pacto  espreso  sobre  ellas.  —  No  recibiendo  el 
capitán  contestación  en  el  término  regular,  hará  diligencia 
para  contratar  flete;  y  si  no  lo  hallare  despues  que  hayan 
corrido  las  estadías  y  sobrestadías,  formalizará  su  protesta, 
y  regresará  al  puerto  donde  contrató  su  fletamento.  —  El 
fletador  le  pagará  su  flete  por  entero,  descontando  el  quo 
hayan  devengado  las  mercaderías  que  se  hubieren  cargado 
por  cuenta  de  un  tercero.  » 

«  Art.  767.  La  disposición  del  articulo  anterior  es  aplica 
ble  al  buque  que  fletado  de  ida  y  vuelta  no  sea  habilitado 
con  la  carga  de  retorno.  » 

=  En  los  casos  de  estos  dos  artículos  no  puede  escusarse 
el  fletador  á  pagar  por  entero  el  fíele  convenido  ,  bajo  el 
preteslo  de  que  la  nave  ha  regresado  sin  cargamento  ó  con 
un  cargamento  incompleto;  pues  habiendo  fletado  el  buquo 
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para  un  viaje  redondo  de  irla  y  vuelta  ó  para  cargarlo  en 
otro  puerto,  y  habiéndose  obligado  â  pagar  cierta  cantidad 
por  el  flete,  debe  cumplir  el  empeño  contraído,  respecto  a 
que  en  su  mano  estaba  servirse  del  buque ,  y  á  que  no  hubo 
falla  de  parte  del  fletante.  Estos  casos  son  lo  mismo  que  el 
del  articulo  759.  Véase  la  esplicacion  de  los  arts.  757,  7'i& 
y  Ikti. 

«  Ap.t.  768.  Si  antes  de  hacerse  la  nave  á  la  vela  sobrevi- 
niere una  declaración  de  guerra  entre  la  nación  á  cuyo  pa- 
i  ollon  pertenezca  ,  y  otra  cualquiera  potencia  marítima  ,  ó 
ruaron  las  relaciones  de  comercio  con  el  país  designado  en 
la  contrata  de  fletamento  para  el  viaje  de  la  nave  ,  quedarán 
por  el  mismo  hecho  rescindidos  los  fletamentos  ,  y  estin- 
gnidas  todas  las  acciones1  a  que  pudieran  dar' lugar.  — 
Hallándose  cargada  la  nave  ,  se  descargará  á  costa  del  fle- 
tador, y  éste  abonará  también  los  gastos  y  salarios  causados 
por  el  equipaje  desde  que  se  comenzó  á  cargar  la  nave.  » 

=  Habiendo  interdicción  de  comercio  con  el  pais  adonde 
estaba  proyectado  el  viaje ,  ya  no  puede  ir  la  nave  á  su  des- 
tino, de  modo  que  este  es  un  acontecimiento  do  fuerza 
i.-ayor  que  ni  el  naviero  ni  el  fletador  podían  impedir;  y  así 
cada  cual  debe  sufrir  el  perjuicio  que  se  le  sigue  sin  tener 
recurso  contra  el  otro  ,  y  el  contrato  queda  estinguido  por 
derecho.  También  pueden  sustraerse  del  mismo  modo  á  sus 
respectivas  obligaciones  el  naviero  y  el  cargador,  declarán- 
dose la  guerra  entre  la  nación  á  que  pertenece  la  nave  y  otra 
cualquiera  potencia  marítima ,  aunque  la  nave  esté  destinada 
á  un  puerto  de  nación  neutral,  pues  si  bien  podría  hacerse 
el  viaje  al  lugar  del  destino,  la  navegación  seria  muy  peli- 
grosa, y  tanto  el  buque  como  el  cargamento  correrían  ries- 
gos que  los  interesados  no  habian  previsto.  En  ambos  casos 
soporta  el  naviero  la  pérdida  del  tiempo  y  la  inacción  de  su 
nave,  y  el  cargador  los  gastos  inútiles  de  carga  y  de  des- 
carga. Este  tiene  que  pagar  ademas  los  gastos  y  salarios 
causados  por  el  equipaje  desde  que  se  comenzó  á  cargar, 
porque  son  el  precio  y  recompensa  de  los  servicios  que  pres- 
tan ios  marineros  en  la  custodia  y  conservación  de  las  mer- 
caderías. Sin  embargo,  no  deja  de  parecer  algo  duro  el  que 
lodos  estos  gastos  y  salarios  se  carguen  al  fletador,  pues  la 
tripulación  no  solo  se  emplea  en  la  custodia  y  conservación 
de  las  mercancías,  sino  también  en  la  de  la  nave.  Cuando 
la  interdicción  de  comercio  concierne  á  otro  pais  distinto  de 
aquel  adonde  se  dirige  la  espedicion,  ó  cuando  la  nave  no 
pertenece  al  pabellón  de  alguna  de  las  potencias  beligerantes, 
es  claro  que  no  hay  razón  para  que  deje  de  llevarse  á  efecto 
el  fletamento,  aunque  el  capitán  tuviese  que  pasar  por  los 
parajes  en  que  se  cometíanlas  hostilidades.  —  El  artículo 
presente  habla  del  caso  en  que  la  guerra  ó  la  interdicción 
de  comercio  sobrevienen  antes  de  hacerse  la  nave  á  la  vela  ; 
y  luego  veremos  en  el  art.  772  cuáles  son  las  consecuencias 
de  estos  acontecimientos  cuando  tienen  lugar  en  el  discurso 
del  viaje. 

«  Art.  769.  Guando  por  cerramiento  del  puerto  ú  otro  ac- 
cidente de  fuerza  insuperable  se  interrumpe  la  salida  del 
buque,  subsistirá  el  fletamento ,  sin  que  haya  derecho  á  re- 
clamar perjuicios  por  una  ni  otra  parte.  Los  gastos  de  ma- 
nutención y  sueldos  del  equipaje  serán  considerados  avería 
Común.  » 

=  Los  obstáculos  que  se  opongan  á  la  salida  de  la  nave , 
pueden  ser  absolutos  ó  pasajeros.  Sisón  absolutos,  de  modo 
que  impidan  el  viaje  indefinidamente  ,  como  la  guerra  y  la 
interdicción  de  comercio  ,  se  rescinde  el  contrato  de  fleta- 
mento ,  según  se  ha  dicho  en  el  artículo  que  precede.  Si  son 
pasajeros,  de  modo  que  no  estorban  el  viaje  sino  por  algún 
tiempo ,  como  la  contrariedad  de  los  vientos  ,  el  cerramiento 
del  puerto  por  orden  del  gobierno  ó  por  una  flota  enemiga 
que  lo  tiene  bloqueado,  el  temor  fundado  de  piratas,  ó  el 
de  una  enfermedad  contagiosa  que  reina  en  el  puerto  del 


destino,  solo  se  suspende  el  cumplimiento  de  la  convención; 
y  tanto  el  capitán  ó  el  dueño  del  buque  como  el  de  las  mer- 
caderías están  obligados  recíprocamente  á  esperar  la  cesa- 
ción del  impedimento  ,  sin  que  ni  el  uno  ni  el  otro  puedan 
pretender  resarcimiento  de  perjuicios  por  el  retardo,  sino 
que  solo  deberán  cubrir  de  mancomún  los  gastos  de  manu- 
tención y  sueldos  del  equipaje  durante  el  tiempo  de  la  &(*- 
tención  inevitable  ,  si  el  fletamento  se  hizo  por  meses;  mas 
si  se  ajustó  por  un  tanto  el  viaje ,  deben  recaer  únicamente 
sobre  el  naviero  dichos  gastos  y  sueldos  ;  con  arreglo  á  loa 
arts.  935  y  936  esplicados  en  las  palabras  Avería  simple  y 
Avería  gruesa.  Véase  Embargo. 

«  Art.  770.  En  el  caso  del  artículo  antecedente  queda  al 
arbitrio  del  cargador  descargar  y  volver  adargar  á  su  tiempo 
sus  mercaderías  ,  pagando  estadías  si  retardase  la  recarga 
después  de  haber  cesado  la  causa  que  entorpecía  el  viaje.  » 

=  Mientras  la  nave  se  halla  detenida  en  el  puerto  por  un 
acaecimiento  de  fuerza  mayor  que  suspende  su  salida,  puede 
suceder  que  el  cargador  tenga  interés  en  desembarcar  sus 
mercaderías ,  por  miedo  de  que  se  echen  á  perder  en  el  mar, 
ó  de  que  queden  espuestas  á  las  depredaciones  del  equipaje , 
ó  por  otros  cualesquiera  motivos;  y  no  hay  razón  para  ne- 
garle la  facultad  de  hacer  á  sus  espensas  este  desembarco 
momentáneo,  puesto  que  no  causa  perjuicio  alguno  al  na- 
viero ,  con  tal  que  después  tenga  cuidado  de  volver  á  llevar  á  . 
bordo  los  efectos  descargados  luego  que  cesare  el  impedi- 
mento del  viaje ,  de  modo  que  no  retarde  la  navegación.  Si 
la  retarda,  tiene  que  indemnizar  al  capitán  de  los  perjuicios 
que  se  le  sigan  por  la  demora.  Si  rehusa  volver  á  cargar,  se 
hallará  entonces  en  el  caso  del  articulo  76't  como  cargador 
que  abandona  el  fletamento  ,  y  deberá  pagar  á  titulo  de  in- 
demnización la  mitad  del  flete  convenido. 

«  Art.  771.  Si  después  de  haber  salido  la  nave  al  mar  ar- 
ribare al  puerto  de  su  salida  por  tiempo  contrario  ó  riesgo 
de  piratas  ó  enemigos ,  y  los  cargadores  conviniesen  en  su 
total  descarga  >,  no  podrá  rehusarla  el  fletante,  pagándole  el 
flete  por  entero  del  viaje  de  ida.  —  Si  el  fletamento  estuviere 
ajustado  por  meses,  se  pagará  el  importe  de  una  mesada 
libre,  siendo  el  viaje  á  un  puerto  del  mismo  mar,  y  dos  Si 
estuviese  en  mar  distinto.  —  De  un  puerto  á  otro  de  la  pe- 
nínsula é  islas  adyacentes  nunca  se  pagará  mas  que  una 
mesada.  » 

=  Regresando  la  nave  al  puerto  de  la  carga  sin  haber 
podido  llegar  al  de  su  destino  por  algún  acaecimiento  de 
fuerza  mayor,  se  concede  á  los  cargadores  la  facultad  de 
hacer  que  se  vuelva  á  emprender  el  viaje  luego  que  cese  el 
peligro ,  ó  de  proceder  á  la  descarga  si  conviniesen  en  ella  . 
porque  después  de  la  salida  del  buque  han  podido  variar  de 
tal  modo  las  circunstancias  que  ya  no  les  convenga  llevar  á 
cabo  la  primera  espedicion.  Si  los  cargadores  abrazan  el 
partido  de  la  descarga  ,  deben  pagar  por  entero  el  flete  del 
viaje  de  ida,  como  si  la  nave  hubiese  llegado  realmente  aï 
puerto  adonde  iba  destinada  ;  pero  nada  deberán  pagar  por 
la  vuelta,  aunque  la  nave  ha  traído  las  mercancías.  Habién- 
dose hecho  el  ajuste  por  meses  (  art.  737  ) ,  se  ha  de  pagar 
una  mesada  libre  si  el  viaje  fuese  á  un  puerto  del  mismo 
mar,  v.  gr.  de  Valencia  á  Genova,  dos  si  fuese  á  un  puerto 
de  otro  mar,  v.  gr.  de  Bilbao  á  Amberes;  y  nunca  mas  do 
Una  si  fuese  de  un  puerto  á  otro  déla  península  é  islas  adya- 
centes, v.  gr.  de  Barcelona  á  Mahon ,  Almería  ,  Gibraltar', 
Cádiz,  Lisboa  ó  Bilbao  ,  aunque  estén  en  distintos  mares. 

«  Art.  772.  Ocurriendo  en  viaje  la  declaración  de  guerra , 
cerramiento  de  puerto  ó  interdicción  de  relaciones  comer- 
ciales, seguirá  el  capitán  las  instrucciones  que  de  antemano 
haya  recibido  del  fletador;  y  sea  que  arribe  al  puerto  que 
para  este  caso  le  estuviere  designado ,  ó  sea  que  vuelva  al 
de  su  salida  ,  percibirá  solo  el  flete  de  ida ,  aun  cuando  la 
nave  estuviese  contratada  por  viaje  de  ida  y  vuelta,  » 
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£=  Cuando  despues  de  haberse  emprendido  el  viaje ,  no 
pudo  llegar  la  nave  al  puerto  de  su  destino,  por  hallarse  cer- 
rado á  causa  de  epidemia ,  bloqueo  ú  otro  cualquier  motivo, 
por  haber  sobrevenido  interdicción  ó  prohibición  de  comer- 
cio con  la  nación  á  que  pertenece  el  puerto,  ó  por  haberse 
declarado  la  guerra  entre  esta  potencia  y  la  del  pabellón  de 
la  nave ,  no  puede  pretender  el  fletador  que  se  le  exonere 
de  pagar  el  flete  bajo  el  pretesto  de  que  no  se  ha  logrado  el 
objeto  de  su  espedicion,  pero  tampoco  está  obligado  á  pa- 
garlo por  entero.  Si  el  fletamiento  se  hizo  solamente  por  el 
viaje  de  ida ,  tiene  que  contentarse  el  capitán  con  el  flete 
convenido  por  la  ida  ,  sin  poder  exigir  nada  por  la  vuelta  , 
aunque  se  hayan  traido  las  mercancías  al  puerto  de  la  carga 
ó  á  otro  que  para  tal  caso  se  le  hubiere  designado;  y  si  se 
hizo  el  fletamento  por  ida  y  vuelta,  no  puede  tampoco  pe- 
dirlo sino  por  la  ida  :  de  suerte  que  en  ambos  casos  pierde 
el  capitán  el  flete  del  regreso,  aunque  hubiese  llegado  hasta 
la  inmediación  del  puerto  del  destino  y  vuelto  desde  allí  al 
de  la  carga  ;  y  el  fletador  paga  siempre  el  de  la  ida ,  sin  que 
se  tome  en  consideración  lo  mas  ó  menos  avanzado  que  es- 
tuviese el  viaje.  Esta  disposición  se  funda  en  que  la  declara- 
ción de  guerra  ,  el  cerramiento  de  puerto  y  la  suspension  de 
comercio  son  acaecimientos  de  fuerza  mayor,  que  no  pueden 
imputarse  á  ninguna  de  las  partes  y  que  deben  soportarse 
por  ambas. 

«  Art.  773.  Faltando  al  capitán  instrucciones  del  fletador, 
y  sobreviniendo  declaración  de  guerra,  seguirá  su  viaje  al 
puerto  de  su  destino ,  como  este  no  sea  de  la  misma  potencia 
con  quien  se  hayan  roto  las  hostilidades ,  en  cuyo  caso  se 
dirigirá  al  puerto  neutral  y  seguro  que  se  encuentre  mas  cer- 
cano, y  aguardará  órdenes  del  cargador,  sufragándose  los 
gastos  y  salarios  devengados  en  la  detención  como  avería 
común.  » 

=  Se  hace  la  nave  á  la  vela  ,  y  en  el  discurso  del  viaje 
sabe  el  capitán  que  su  nación  ha  declarado  la  guerra  ;  ¿  qué 
hará?  Si  la  guerra  se  ha  declarado  contra  una  potencia  cual- 
quiera distinta  de  la  del  puerto  adonde  se  dirige,  v.  gr. 
contra  la  Francia  cuando  su  término  es  alguno  de  los  puertos 
de  Inglaterra,  debe  continuar  su  viaje  ,  respecto  de  que  no 
tiene  impedimento  para  entrar  en  el  puerto  de  su  destino. 
Pero  si  la  guerra  es  contra  el  pais  á  que  se  encamina ,  v.  gr. 
contra  la  Inglaterra  yendo  él  á  Plymouth ,  como  entonces  no 
puede  llegar  á  ninguno  de  los  puertos  de  dicha  nación ,  debe 
dirigirse  al  puerto  neutral  y  seguro  que  se  encuentre  mas 
cercano  al  paraje  donde  se  halla  al  tiempo  de  recibir  la  no- 
ticia, y  esperar  allí  las  órdenes  del  fletador,  soportándose 
entre  los  dos  como  avería  común  los  gastos  y  sueldos  que 
devengue  el  equipaje  durante  la  detención.  Esta  disposición 
solo  tiene  lugar  cuando  el  capitán  no  recibió  del  cargador 
instrucciones  contrarias,  como  por  ejemplo  la  de  volver  con 
las  mercaderías  ó  de  trasportarlas  á  un  lugar  designado, 
pues  entonces  habria  de  conformarse  con  ellas. 

«  Art.  774.  Haciéndose  la  descarga  en  el  puerto  de  arri- 
bada, se  devengará  el  flete  por  viaje  de  ida  entero ,  si  es- 
tuviese á  mas  de  la  mitad  de  distancia  entre  el  de  la  espedi- 
cion y  el  de  la  consignación.  Siendo  la  distancia  menor,  solo 
se  devengará  la  mitad  del  flete.  » 

==  Sale  un  buque  de  Barcelona  para  Lisboa ,  hace  arri- 
bada en  Cartagena,  y  el  fletador  retira  sus  mercaderías  ;  solo 
pagará  en  este  caso  la  mitad  del  flete,  porque  la  distancia 
entre  Barcelona  y  Cartagena  es  menor  que  la  que  hay  entre 
Cartagena  y  Lisboa.  Si  el  buque  hace  arribada  en  Cádiz,  y 
allí  es  donde  el  fletador  procede  á  la  descarga,  deberá  satis- 
facer todo  el  flete ,  como  si  se  hubiese  hecho  el  viaje  hasta 
Lisboa  ,  porque  Cádiz  está  mas  inmediato  á  Lisboa  que  á 
Barcelona.  Esta  disposición  se  liga  sin  duda  con  el  artículo 
precedente,  pues  no  es  aplicable  á  todas  las  arribadas,  como 
se  ve  por  el  art.  776. 


«  Art.  77K.  Los  gastos  que  se  ocasionen  en  descargar  y 
volver  á  cargar  las  mercaderías  en  cualquier  puerto  de  ar- 
ribada, serán  de  cuenta  de  los  cargadores,  cuando  se  haya 
obrado  por  disposición  suya,  ó  con  autorización  del  tribunal 
que  hubiese  estimado  conveniente  aquella  operación  para 
evitar  daño  y  averia  en  la  conservación  de  los  efectos.  » 

=  Estos  gastos  no  ceden  sino  en  beneficio  de  los  carga- 
dores, y  de  consiguiente  solo  por  ellos  deben  soportarse, 
puesto  que  la  arribada  no  proceda  de  dolo,  negligencia  ó 
imprevisión  culpable  del  naviero  ó  del  capitán. 

«  Art.  776.  No  se  debe  indemnización  al  fletador  cuando 
la  nave  haga  arribada  para  una  reparación  urgente  y  nece- 
saria en  el  casco  ó  en  sus  aparejos  y  pertrechos  ;  y  si  en 
este  caso  prefiriesen  los  cargadores  descargar  sus  efectos, 
pagarán  el  flete  por  entero,  como  si  la  nave  hubiese  llegado 
á  su  destino,  no  escediendo  la  dilación  de  treinta  dias;  y 
pasando  de  este  plazo,  solo  pagarán  el  flete  proporcional  á 
la  distancia  que  la  nave  haya  trasportado  el  cargamento.  » 

=  La  disposición  de  este  artículo  no  puede  referirse  si.io 
al  caso  en  que  la  nave  partió  en  buen  estado  y  despues  sa 
deteriora  durante  el  viaje  hasta  el  estremo  de  tener  que  ar- 
ribar á  un  puerto  para  repararla.  Esto  supuesto ,  debemos 
ponernos  en  dos  hipótesis  para  comprender  el  efecto  y  es- 
tension  que  tiene  la  decisión  que  nos  ocupa.  El  daño  que  ha 
recibido  la  nave  proviene  ó  de  un  acaecimiento  de  fuerza 
mayor,  v.  gr.  de  una  tormenta  ó  de  un  combate  ,  ó  bien  de 
culpa  del  capitán.  En  la  primera  hipótesis,  tanto  el  fletador 
como  el  capitán  deben  soportar  las  consecuencias  del  acon- 
tecimiento; porque  ninguna  de  las  parles  es  responsable 
á  la  otra  de  los  casos  fortuitos  ,  antes  bien  ambas  tienen 
que  sufrir  respectivamente  la  pérdida  que  la  fuerza  mayor 
les  ocasiona.  La  pérdida  que  aquí  recae  sobre  el  capitán 
ó  fletante  consiste  en  los  gastos  que  está  obligado  á  hacer 
para  la  reparación  de  la  nave ,  y  con  efecto  él  solo  los 
soporta  :  el  daño  que  recibe  el  fletador  consiste  en  la  dila- 
ción ó  tardanza  que  esperimenta  en  su  espedicion ,  y  tiene 
que  soportarlo  igualmente,  sin  derecho  à  exigir  resarci- 
miento. Debe  pues  esperar  el  cargador  á  que  acabe  de  re- 
pararse el  buque  para  continuar  el  viaje,  ó  bien  pagar  el 
flete  por  entero  si  prefiere  sacar  sus  mercaderías  para  ven- 
derlas en  el  mismo  lugar  ó  darles  otro  destino.  Mas  ¿habrá 
de  estar  indefinidamente  en'la  alternativa  de  pagar  todo  el 
flete  ó  de  aguardar  sin  término  los  reparos ,  por  mucho  que 
se  dilaten?  La  ley  ha  considerado  que  una  espera  indefi- 
nida podia  perjudicar  demasiado  á  los  intereses  del  carga- 
dor, haciendo  que  las  mercaderías  no  llegasen  en  tiempo 
oportuno  para  su  despacho  ;  y  así  ha  establecido  que  pasado 
el  plazo  ele  treinta  dias  pueda  hacerse  la  descarga  sin  otro 
pago  que  el  del  flete  proporcional  á  la  distancia  que  la  nave 
haya  trasportado  los  efectos;  de  modo  que  si  solo  se  ha  he- 
cho la  mitad,  el  tercio  ó  el  cuarto  del  viaje,  no  se  pagará 
sino  la  mitad,  el  tercio  ó  el  cuarto  del  flete. — En  la  segunda 
hipótesis,  es  decir,  cuando  el  daño  de  la  nave  proviene  do 
la  conducta  del  capitán,  por  ejemplo  de  falta  de  cuidado, 
ya  no  hay  caso  fortuito,  sino  culpa  de  que  debe  responder 
el  mismo  tanto  al  fletador  como  al  naviero  ,  y  que  aun  so 
estiende  al  naviero  con  respecto  al  fletador,  según  el  artí- 
culo 971  ,  que  hace  responsables  mancomunadamente  al  na- 
viero y  al  capitán  de  los  perjuicios  que  puedan  seguirse  á 
los  cargadores  de  resultas  de  una  arribada  que  no  sea  legi- 
tima, esto  es,  que  proceda  de  dolo,  negligencia  ó  impre- 
visión culpable  de  cualquiera  de  ambos. 

«  Art.  777.  Quedando  la  nave  inservible,  estará  obligado 
el  capitán  á  fletar  otra  á  su  cosía,  que  reciba  la  carga  y  la 
portee á  su  deslino,  acompañándola  hasla  hacer  la  entrega 
de  ella.  —  Si  absolutamente  no  se  encontrase  en  los  puertos 
que  estén  á  treinta  leguas  de  distancia  otra  nave  para  flo- 
tarla ,  se  depositará  la  carga  por  cuenta  de  los  propietarios 


FL 


705  -- 


FL 


en  el  puerto  de  la  arribada,  regulándose  el  flete  de  la  nave 
que  quedó  inservible  en  razón  de  la  distancia  que  lo  porteó, 
y  no  podrá  exigirse  indemnización  alguna.  » 

=  El  capitán  se  obligo  a  trasportar  a  un  lugar  determi- 
nado las  mercaderías  del  cargador;  y  si  un  acontecimiento 
de  fuerza  mayor,  ocurrido  en  el  discurso  del  viaje,  le  inha- 
bilita la  nave  para  navegar,  no  hay  una  razón  para  que 
considere  estinguida  su  obligación ,  antes  bien  debe  buscar 
otra  nave  y  cargar  en  .ella  los  efectos  que  se  le  confiaron. 
Tal  vez  habrá  quien  crea  que  la  intención  de  la  ley  no  es 
imponer  al  capitán  la  obligación  precisa  y  absoluta  de  buscar 
otro  buque,  sino  solo  en  la  hipótesis  de  que  quiera  ganar  el 
flete  por  entero ,  y  que  por  consiguiente  tiene  la  opción  ó  de 
alquilar  otra  embarcación  y  llevar  en  ella  las  mercancías  al 
lugar  convenido,  en  cuyo  caso  cobrará  todo  el  flete,  ó  de 
dejar  las  mercancías  en  el  lugar  dé  la  arribada,  sin  cuidarse 
de  buscar  otra  embarcación,  en  cuyo  caso  no  percibirá  el 
flete  sino  en  proporción  de  lo  avanzado  que  estuviere  el 
viaje.  El  capitán,  se  dirá,  no  se  obligó  en  su  contrato  de 
fletamento  á  facilitar  otra  nave  que  la  suya;  y  cuando  á  re- 
sultas de  una  fuerza  mayor  de  que  no  es  responsable  ,  no 
puede  ya  prestarla  para  continuar  la  navegación  ,  no  debe 
estar  obligado  á  otra  cosa ,  según  los  principios  del  contrato 
de  alquiler,  sino  á  exonerara  cargador  del  pago  del  flete 
por  lo  que  resta  del  viaje  ,  así  como  el  dueño  de  una  casa  no 
está  obligado,  si  esta  perece  v.  gr.  en  virtud  de  un  terre- 
moto ó  de  un  incendio,  á  buscar  otra  para  su  inquilino,  sino 
solo  á  devolverle  el  tanto  del  alquiler  que  hubiere  percibido 
por  el  tiempo  que  todavía  restare. 

Sin  embargo,  esta  opinion  seria  contraria  á  los  princi- 
pios generales  del  derecho  y  al  testo  y  espíritu  de  este  artí- 
culo y  del  siguiente  que  no  dejan  lugar  á  la  duda.  El  capi- 
tán, como  hemos  dicho  al  principio  ,  se  comprometió  en  el 
contrato  del  fletamento  á  trasportar  á  un  lugar  convenido 
cierta  cantidad  de  mercaderías.  Este  es  el  fondo  y  el  objeto 
de  la  obligación  que  tomó  por  su  cuenta ,  este  es  el  único  fin 
á  que  aspiraba  el  cargador.  Poco  importa  á  este  último  que 
el  trasporte  se  efectúe  por  tal  y  tal  medio ,  con  tal  que  se 
efectúe.  La  elección  de  nave  no  entra  sino  accesoriamente 
en  sus  combinaciones ,  pues  del  mismo  modo  hubiera  em- 
barcado sus  efectos  en  otra ,  si  la  hubiese  encontrado  dis- 
puesta, en  buen  estado,  y  dirigida  por  un  capitán  de  inte- 
ligencia. La  nave  no  es  aquí  sino  el  medio  de  conducción  ;  y 
si  el  capitán  llega  á  verse  privado  de  este  medio ,  no  por  eso 
puede  escusarse  de  ejecutar  la  convención  principal,  cuando 
se  encuentra  en  la  posibilidad  de  hacer  el  trasporte  en  otro 
buque,  así  como  el  cosario  ú  -ordinario  que  Se  encarga  de 
conducir  géneros  por  tierra ,  no  queda  libre  de  su  empeño 
porque  se  le  rompa  el  carruaje  en  el  camino,  si  es  que 
puede  hacerse  con  otro  para  seguir  su  ruta. 

Puede  el  cargador  desechar  la  nave  que  el  capitán  quiere 
alquilar  para  concluir  el  viaje ,  si  le  parece  que  no  presenta 
bastante  seguridad  para  sus  mercancías;  pero  el  capitán 
por  su  parte  puede  acudir  á  los  tribunales  para  forzarle  á 
aceptarla,  si  cree  que  tal  repulsa  es  injusta.  Declarándose 
la  nave  propuesta  en  estado  de  hacer  el  servicio  ,  precedido 
reconocimiento  de  peritos ,  si  todavía  se  niega  el  cargador 
á  embarcar  en  ella  sus  mercancías,  se  considera  que  desba- 
rata el  viaje  voluntariamente,  y  está  obligado  á  pagar  el 
flete  por  entero,  con  arreglo  al  artículo  79"¿,  pues  el  capi- 
tán ha  hecho  por  su  parte  cuanto  debia  para  cumplir  con  su 
empeño. 

Si  el  capitán  no  encuentra  nave  sino  á  un  flete  mas  alto 
que  el  que  se  le  paga  por  el  cargador,  ¿quién  de  los  dos 
habrá  de  soportar  este  aumento?  Parece  que  debe  soportarlo 
el  capitán,  pues  este  artículo  y  el  siguiente  dicen  que  la 
nueva  nave  ha  de  buscarse  y  fletarse  á  sus  espensas.  El  ca- 
pitán se  obligó  efectivamente  á  trasportar  las  mercaderías  á 


su  destino  por  un  precio  determinado  ,  no  puede  negarse  á 
llevar  al  cabo  su  obligación  ,  pues  que  tiene  los  medios  para 
ello ,  y  no  debe  aumentar  el  precio  estipulado ,  bajo  el  pro- 
testo de  que  le  cuesta  mas  la  nave  que  toma  en  alquiler, 
respectó  de  que  si  le  costase  menos,  no  tendría  derecho  la 
parte  contraria  para  disminuirle  el  flete.  Se  dirá  que  enton- 
ces está  espuesto  á  perder;  pero  ya  se  sabe  que  es  un  prin- 
cipio general,  establecido  por  el  derecho  común,  que  todo 
contratante  está  obligado  á  hacer  lo  que  prometió,  sea  que 
pierda  ó  qué  gane,  mientras  una  fuerza'  mayor,  á  que  no 
pueda  resistir,  no  le  ponga  en  la  imposibilidad  de  hacerlo. 
Si  un  negociante  ó  proveedor  se  obliga  á  entregar  dentro  de 
cierto  tiempo  y  á  un  precio  convenido  cierta  cantidad  de 
granos  ú  otros  efectos ,  no  se  le.  admitirá  seguramente  á 
pedir  aumento  de  precio  ó  la  rescision  del  contrato  ,  porque 
el  encarecimiento  sobrevenido  en  el  intermedio  no  le  haya 
dejado  aprovisionarse  sino  á  un  precio  mucho  mas  alto  que 
el  que  él  haya  de  recibir  ;  ni  tampoco  al  comprador  se  per- 
mitiría exigir  reducción  de  precio,  porque  una  baja  ines- 
perada hiciese  exorbitante  el  que  él  habia  prometido.  No 
deja  ,  sin  embargo,  de  embarazarnos  el  artículo  926,  que 
obligando  à  los  aseguradores  á  responder  al  cargador  del 
escedente  del  flete ,  decide  así  de  un  modo  implícito  que  este 
■  esceden  te  debe  sopor  tarse  por  el  cargador  y  no  por  el  capitán. 

Si  no  se  encontrase  en  el  puerto  de  la  arribada  ni  en  los 
que  estén  á  treinta  leguas  de  distancia  otra  nave  para  fle- 
tarla, sea  porque  efectivamente  no  hay  ninguna  para  alqui- 
lar, sea  porque  las  que  hay  no  se  hallan  en  estado  de  soste- 
ner la  travesía,  tenemos  ya  una -fuerza  mayor  que  impide 
al  capitán  el  entero  cumplimiento  de  sus  obligaciones  :  de 
consiguiente  el  viaje  queda  desbaratado,  cada  contratante 
tiene  que  sufrir  los  inconvenientes  que  le  resultan,  sin  que 
pueda  usar  de  recurso  alguno  contra  el  otro ,  y  no  se  paga 
el  flete  de  la  nave  descalabrada  sino  en  proporción  de  lo 
que  está  adelantado  el  viaje;  de  manera  que  solo  se  satis- 
fará la  mitad  ,  e¡  tercio  ó  el  cuarto  del  flete ,  si  solo  se  ha 
corrido  la  mitad  ,  la  tercera  ó  la  cuarta  parte  de  la  distancia 
entre  el  puerto  de  la  espediciony  el  d.e  la  consignación. 

«  Art.  778.  Si  por  malicia  ó  indolencia  dejase  el  capitán 
de  proporcionar  embarcación  que  trasporte  el  cargamento 
en  el  caso  que  previene  el  artículo  anterior,  podrán  buscarla 
y  fletarla  los  cargadores  á  espensas  del  anterior  fletante, 
después  de  haber  hecho  dos  interpelaciones  judiciales  al 
capitán;  y  este  no  podrá  rehusar  la  ratificación  del  contrato 
hecho  por  los  cargadores,  que  se  llevará  á  efecto  de  su  cuenta 
y  bajo  su  responsabilidad.  » 

=±  Esta  disposición  es  una  consecuencia  del  principio  sen- 
tado en  la  esplicacion  del  articulo  antecedente,  á  saber,  quo 
la  esencia  de  la  obligación  del  capitán  consiste  en  el  trasporte 
de  las  mercaderías  del  cargador,  y  que  la  elección  de  la 
nave  no  es  mas  que  una  cosa  secundaria. 

«  Art.  779.  Justificando  los  cargadores  que  el  buque  que 
quedó  inservible  no  estaba  en  estado  de  navegar  cuando  re- 
cibió la  carga,  no  podrán  exigírseles  los  fletes,  y  el  fletante 
responderá  de  todos  los  daños  y  perjuicios.  —  Esta  justifica- 
ción será  admisible  y  eficaz  no  obstante  la  visita  ó  fondeo  de 
la  nave  en  que  se  hubiese  calificado  su  aptitud  para  em- 
prender el  viaje.  » 

==  Si  el  buque  no  estaba  en  estado  de  navegar  cuando 
recibió  la  carga ,  la  necesidad  de  la  arribada  para  su  repa- 
ración no  es  ya  resultado  de  una  fuerza  mayor,  sino  quo 
proviene  de  culpa  del  fletante  que  no  debia  partir  con  una 
embarcación  incapaz  de  sostener  la  travesía  ,  y  que  no  pue- 
de justificarse  de  modo  alguno.  La  ley  no  hace  distinción 
entre  el  fletante  de  buena  fe  que  no  conocía  el  mal  estado 
del  buque ,  y  el  fletante  de  mala  fe  que  lo  conocía  y  lo  disi- 
mulaba ,  porque  es  inverosímil  y  aun  imposible  aue  un  ca- 
pitán no  se  apercioa  de  los  vicios  trascendentales  de  su 
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nave  ;  y  aun  cuando  se  supusiera  un  simple  error ,  nunca 
dejaria  de  ser  una  t'altt.  muy  próxima  al  dolo  :  Lalissima 
culpa  dolo  œquiparalur.  Así  que,  cuando  se  tiene  que  ha- 
cer arribada  parala  reparación  de  tal  buque,  no  está  obli- 
gado el  cargador  á  esperar,  sino  que  puede  retirar  sus  mer- 
cancías sin  pagar  ningún  flete  ;  y  de  la  misma  manera,  si 
no  pudiendo  repararse  la;  nave  ,  no  se  encontrare  otra  para 
alquilar,  estará  dispensado  de  pagar  el  flete  por  la  parte  del 
viaje  que  se  hubiese  hecho.  Ademas,  no  solamente  no  debe 
nada  en  estos  dos  casos,  sino  que  todavía  tiene  acción  con- 
tra el  fletante  para  compelerle  á  la  indemnización  de  todos 
los  daños  y  perjuicios  que  se  le  siguieren  por  la  inejecución 
del  fletamento. 

Es  claro  que  el  cargador  que  pretende  que  la  nave  no  se 
hallaba  en  estado  de  navegar  cuando  se  hizo.á  la  vela  ,  es 
quien  debe  probar  el  hecho,  que  avanza;  porque  la  presun- 
ción está  naturalmente  á  favor  del  capitán.  Pero  los  docu- 
mentos que  acreditan  que  se  hizo  la  visita  ó  fondeo,  esto  es, 
el  reconocimiento  exigido  por  la  ley  antes  de  la  partida  de 
toda  embarcación ,  y  que  el  buque  se  encontró  en  buen  es- 
tado de  servicio,  no  son  suficientes  para  imponer  silencio  al 
cargador  que  quiere  probar  lo  contrario;  porque  si  bien  es- 
tos documentos  emanan  de  personas  delegadas  por  la  auto- 
ridad competente ,  ha  podido  suceder  que  estas  personas 
hayan  hecho  superficialmente  el  reconocimiento,  y  hay  por 
otra  parte  vicios  ocultos  que  se  les  pueden  escapar  fácilmen- 
te en  eslaclase  de  visitas. 

«  Art.  780.  Si  por  bloqueo  ú  otra  causa  que  interrumpa 
las  relaciones  de  comercio  no  pudiere  arribar  la  nave  al 
puerto  de  su  destino,  y  las  instrucciones  del  cargador  no 
hubiesen  prevenido  este  caso  ,  arribará  el  capitán  al  puerto 
hábil  mas  próximo  ,  donde  si  encontrare  persona  cometida 
para  recibir  el  cargamento  se  lo  entregará;  y  en  su  defecto 
aguardará  las  instrucciones  del  cargador,  ó  bien  del  consig- 
natario á  quien  iba  dirigido  ,  y  obrará  según  ellas  ,  sopor- 
tándose los  gastos  que  este  retardo  ocasione  como  avería 
común  ,  y  percibiendo  el  flete  de  ida  por  entero.  » 

=  Este  artículo  da  á  la  convención  el  efecto  que  puede 
tener  en  las  circunstancias  á  que  se  refiere.  No  pudiendo  el 
capitán  descargar  precisamente  en  el  lugar  convenido  las 
mercaderías  que  se  le  confiaron,  debe  trasportarlas  al  puer- 
to mas  próximo  que  le  sea  dable  del  mismo  pais ,  á  fin  de 
disminuir  en  cuanto  se  pueda  los  perjuicios  del  cargador,  y 
de  evitar  que  sea  pura  pérdida  para  este  mismo  el  flete  que 
tiene  que  pagar. 

«  Art.  781 .  Trascurrido  un  término  suficiente  á  juicio  del 
tribunal  de  comercio  ó  magistrado  judicial  de  la  plaza 
adonde  se  hizo  la  arribada ,  para  que  el  cargador  ó  consig- 
natario nombrasen  en  ella  persona  que  recibiese  el  carga- 
mento ,  se  decretará  su  depósito  por  el  mismo  tribunal,  pa- 
gándose el  flete  con  el  producto  de  la  porción  del  mismo 
cargamento,  que  se  venderá  en  cantidad  suficiente  para 
cubrirlo.  » 

=  Esta  disposición  está  ligada  con  el  artículo  antecedente, 
y  no  es  mas  que  una  seguida  del  mismo. 

«  Art.  782.  Fletada  la  nave  por  meses  ó  por  días,  se  de- 
vengarán los  fletes  desde  el  dia  en  que  se  ponga  á  la  carga, 
á  menos  que  no  haya  estipulación  espresa  en  contrario.  » 

=  Haciéndose  el  fletamento  por  meses  ó  por  dias  ,  se  es- 
tipula el  flete  á  tanto  por  cada  mes  ó  dia  que  dure  el  viaje. 
Este  flete  comienza  á  correr  desde  el  dia  en  que  la  nave  se 
pone  á  la  carga  ,  de  modo  que  se  paga  al  fletante  el  tiempo 
empleado  en  hacer  el  embarque  ;  y  se  cuenta  hasta  el  mo- 
mento en  que  se  descargan  las  mercancías  en  el  puerto  de 
la  consignación.  En  Francia  no  empieza  á  correr  el  flete 
mensual  sino  desde  el  dia  en  que  la  nave  se  hace  á  la  vela. 

«  Art.  785.  En  los  iletamentos  hechos  por  un  tiempo  de- 
terminado ,  comenzará  á  correr  el  flete  desde  el  mismo  dia , 


salvas  siempre  las  condiciones  que  hayan  acordado  las 
partes.  » 

=  En  estos  fletamentos  se  conviene  el  naviero  en  prestar 
su  nave  por  cierto  espacio  de  tiempo ,  v.  gr.  por  seis  meses 
ó  por  un  año  ,  durante  el  cual  puede  el  fletador  emplearla' 
del  modo  que  mas  le  convenga;  y  como  la  nave  está  á dis- 
posición del  fletador  desde  que  se  pone  á  la  carga  ,  es  natu- 
ral que  desde  entonces  empiece  á  contarse  el  tiempo  y  el 
flete,  salva  siempre  la  convención  e.n  contrario. 

«  Art.  784.  Guando  los  fletes  se  ajusten  por  peso,  se  hará 
el  pago  por  peso  bruto  ,  incluyendo  los  envoltorios,  bar.'icas 
ó  cualquiera  especie  de  vaso  en  que  vaya  contenida  la  car- 
ga-, si  otra  cosa  no  se  hubiere  pactado  cspresamenle.  » 

=  La  razón  es  que  los  envoltorios,  barricas  y  cualesquiera 
otros  vasos  forman  parte  de  la  carga  que  se  trasporta. 

«  Art.  785.  Devengan  flete  las  mercaderías  que  el  capitán 
haya  vendido  en  caso  ele  urgencia  para  subvenir  á  los  gastos 
de  carena,  aparejamiento  y  otras  necesidades  imprescindi- 
bles del  buque.  » 

=  Según  el  artículo  6?í4,  puede  el  capitán  vender  merca- 
derías de  los  fletadores  en  el  discurso  del  viaje,  cuando  no 
tiene  otro  medio  para  costear  las  reparaciones  ,  rehabilita- 
ción y  aprovisionamiento  que  se  necesiten  en  caso  de  arri- 
bada. Estas  mercaderías  se  abonan  al  fletador  a  quien  per- 
tenecían, no  al  precio  à  que  se  han  vendido  ,  pues  este 
naturalmente  ha  de  ser  bajo,  haciéndose  la  venía  o;i  pública 
subasta,  sino  al  precio  á  que  se  hubieran  vendido  en  el 
puerto  de  la  consignación.  Como  de  esta  manera  saca  el 
dueño  de  las  mercaderías  vendidas  todo  el  beneficio  que  pe- 
dia esperar  de  su  espedicion ,  es  muy  justo  que  pague  el 
flete  contratado. 

El  artículo  actual  dice  absolutamente  que  devengan  flete 
las  mercaderías  vendidas  ,  sin  hacer  distinción  entre  el  caso 
en  que  la  nave  para  cuya  conservación  se  vendieron  ,  llegue 
al  puerto  de  su  destino  ,  y  el  caso  en  que  después  de  dicha 
venta  perezca  la  nave  con  su  cargamento,  ó  sea  apresada 
por  enemigos  ó  piratas.  De  aquí  puede  inferirse  que  la  inten- 
ción de  la  ley  es  que  en  ambas  hipótesis  haya  de  dar  cuenta 
el  capitán  al  fletador  del  valor  de  los  efectos  vendidos,  pues 
no  puede  cobrar  el  flete  de  ellos  sino  cuando  los  paga;  y  lié 
aquí  resuelta  implícitamente  la  reñida  cuestión  que  tanto 
han  agitado  sobre  este  punto  los  escritores  de  derecho  ma- 
rítimo. Mas  en  el  caso  de  que  la  nave  se  pierda  después  de  la 
venta  por  cualquier  accidente,  ¿deberá  también  entonces  el 
capitán  dar  cuenta  de  las  mercancías  por  el  precio  á  que  so 
hubieran  vendido  en  el  puerto  de  la  consignación?  No  lo 
creo  :  el  capitán  en  tal  caso  no  debe  abonar  las  mercaderías 
sino  al  pecio  á  que  las  haya  vendido ,  reteniendo  el  flete. 
Con  efecto  ,  el  capitán  contrae  á  favor  del  dueño  de  las  mer- 
caderías vendidas,  como  dice  el  célebre  Pothier.  dos  espe- 
cies de  obligaciones,  una  de  entregarle  su  precio,  y  otra  de 
indemnizarle  de  la  ganancia  que  habría  podido  hacer  si  so 
hubiesen  trasportado  al  lugar  de  su  destino.  Es  évidente  que 
cuando  la  nave  se  pierde  después  ,  cesa  la  segunda  obliga- 
ción ,  pues  que  bien  lejos  de  que  la  venta  de  las  mercaderías 
haya  privado  al  dueño  de  ganancia  alguna ,  le  ha  salvado 
por  el  cotrario  el  precio  á  que  se  vendieron  :  mas  la  primera 
obligación  de  entregarle  este  precio  no  puede  mènes  de  sub- 
sistir, pues  basta  que  él  lo  haya  percibido  para  que 
obligado  à  entregarlo.  Véasela  esplicaciondel  número  liad 
artículo  955  en  la  palabra  Averia  simple. 

«  Art.  786.  El  flete  de  las  mercaderías  arrojadas  al  m;t 
para  salvarse  de  un  riesgo  se  considerará  avería  común,  aba- 
nándose su  importe  al  fletante.  » 

=  Sucede  alguna  vez  que  el  único  medio  de  librar- j 
de  un  naufragio  inminente  ó  de  apresamiento  consiste  c.i 
alijerar  la  nave  ,  arrojando  al  mar  una  parle  de  su  carga- 
mento. Los  dueños  de  las  mercaderías  salvadas  en  este  caso 
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eomo  también  el  delà  nave,  contribuyen  á  indemnizar  á  los 
dueños  de  las  mercaderías  arrojadas,  porque  á  esta  echazón 
deben  la  conservación  de  sus  cosas.  Ya  pues  que  mediante 
osla  contribución  se  reembolsa  el  valor  de  las  mercaderías 
arrojadas ,  es  muy  justo  que  paguea  el  flete  á  que  están 
afectos.  Véase  la  esplicacion  del  art.  956  en  la  palabra  Ave- 
ria gruesa  ó  común. 

«  Ar.T.  787.  No  se  debe  flete  por  las  mercaderías  que  so 
hubieren  perdido  por  naufragio  ó  varamiento,  ni  de  lasque 
fueron  presa  de  piratas  ó  enemigos.  —  Si  se  hubiere  per- 
cibido adelantado  el  flete,  se  devolverá  ,  á  menos  que  no-sc 
hubiese  estipulado  lo  contrario.  » 

=  Estas  mercaderías  quedan  perdidas  para  sn  dueño  sin 
esperanza  de  recobro,  y  seria  una  crueldad  hacerle  pagar  el 
flete  :  A[¡liclo  non  débet  addi  afjliclio.  E?  regla  general ,  que 
el  daño  acaecido  por.  fuerza  mayor  recae  siempre  sobre  el 
dueño  de  la  cosa  ,  y  que  cada  uno  debásoporlar  la  pérdida 
en  lo  que  le  concierne.  Así  en  los  casosde  este  artículo ,  el 
cargador  pierde  sus  mercancías,  y  el  naviero  su  flete.  Por 
consiguiente  es  muy  justo  obligar  al  cantan  á  restituir  el 
flete  que  se  le  hubiere  anticipado.  Sin  tobargo  la  ley  le 
permite  estipular  que  no  estará  obligado;)  devolverlo.  Va- 
lia reprueba  esta  escepcion  ,  diciendo  q^e  destruyela  dis- 
posición principal,  porque  siempre  que  p  paga  el  flej.e  ade- 
lantado no  se  deja  de  estipular  que  qudará  ganado  por  el 
fletante,  cualquiera  que  sea  el  aconteciniento  que  sobre- 
venga. Pero  puede  responderse  que  cono  es  de  suponer  quo 
el  cargador  sabe  defender  sus  intereses  no  menos  que  el 
capitán ,  no  aceptará  tal  convención  ano  en  cuanto  las  ven- 
tajas que  promete  se  encuentre!  balaceadas  por  las  venta- 
jas que  se  procura.  Ademas ,  &  cua/quiera  contrato  que  sea, 
no  debela  ley  poner  trabas  fia  libertad  délos  contratantes 
sino  con  respecto  á  las  claucas  que  sean  contrarias  al  or- 
den ó  á  las  costumbres. 

La  disposición  de  este  arculo  tiene  lugar  en  el  fletamento 
total  va  se  ha<*a  por  vi^  redondo,  por  tiempo  determi- 
nado', ó  por  un  tanto  al-ies,  como  igualmente  en  el  fleta- 
mento parcial ,  ya  se  ha¿  por  una  cantidad  alzada  ,  por  to- 
neladas ó  por  quintales  porque  siendo  general  y  absoluta, 
debe  estenderse  á  lodalas  especies  de  Adámenlos. 

Tal  vez  se  dirá  que :  decisión  de  este  articulo  no  es  con- 
forme á  los  principio  del  contrato  de  alquiler,  y  que  así 
como  el  inquilino  á  r>en  se  impide  el  goce  de  la  casa  alqui- 
lada, queda  exonera^  del  precio  del  alquiler  para  lo  suce- 
sivo mas  no  delorrespondiente  al  tiempo  en  que  ha 
disfrutado  déla  eajdelmismo  modo  el  fletador  que  ha 
perdido  sus  efectopor  naufragio,  encalle,  saqueo  ó  apresa- 
miento ,  debe  pa  r  el  ^e  (fue  corresponde  á  la  parte  del 
viaje  en  que  ha  upado  la  nave  con  sus  mercancías.  Pero 
esta  objeción  se -svanece  fácilmente,  si  se  atiende  á  que  el 
disfrute  ó  el  usoiee^etador  ha  tenido  de  la  nave  por  algún 
tiempo,  le  hallado  á  ser  enteramente  inútil  por  razón  de  la 
pérdida  que  pesperimentado ,  y  no  lo  hubiera  sido  menos 
á  cualquier  o>>  al  Paso  que  el  uso  de  la  casa  no  ha  dejado 
de  ser  vent;so  &1  inquilino  por  el  tiempo  que  la  ha 
habitado. 

«  AnT.  7-  Rescatándose  el  buque  ó  su  carga,  ó  salván- 
dose los  ef os  del  naufragio,  se  pagará  el  flete  que  corres- 
ponda á  Instancia  que  el  buque  porteó  la  carga;  y  si  re- 
parado e1  'a  lavase  hasta  el  puerto  de  su  destino ,  se 
abonará  Hete  Por  entero ,  sin  perjuicio  de  lo  que  corres- 
ponda ¿dirse  sóbrela  avería.  » 

__  ^parando  este  artículo  con  el  anterior  ,  es  fácil 
conoce. ue  en  vcz  de  Rescatándose  el  buque  ó  su  carga 
debe  TSC  Rescatándose  el  buque  y  su  carga ,  pues  la  par- 

tíctiUiivuntiva  ó  se  ha  puesto  por  inadvertencia  ó  yerro 

,]c  inania  en  lugar  de  la  conjuntiva  y. 
ç^Je  alguna  vez  que  después  de  apresada  la  nave  por 


enemigos  ó  piratas  ,  la  rescata  el  capitán  mediante  cierto 
precio  que  paga  ó  promete  pagar  al  apresador,  quien  en  sn 
consecuencia  deja  en  libertad  el  buqne  y  su  cargamento. 
Entonces  pueden  presentarse  dos  casos  :  ó  la  nave  rescatada 
se  halla  en  estado  de  continuar  su  ruta,  ó  á  resultas  del 
combale  que  tal  vez  ha  tenido  con  el  corsario  ha  quedado 
tan  maltratada  que  no  le  es  posible  seguir  el  viaje.  En  el 
primer  caso,  debe  el  capitán  conducir  la  carga  hasta  su  des- 
tino, y  gana  por  entero  el  flete  contratado;  pues  las  partes 
se  encuentran  en  la  misma  posición  que  si  no  hubiese  ha- 
bido apresamiento ,  y  no  habiendo  ya  cosa  que  se  oponga  ú 
la  ejecución  dé  sus  convenciones,  se  está  en  el  caso  del  ar- 
tículo 637,  que  obliga  al  capitán  á  concluir  el  viaje  á  que  sa 
empeñó  ,  bajo  la  pena  de  indemnizar  al  naviero  y  cargado- 
res todos  los  perjuicios  que  les  sobrevinieren.  En  el  segundo 
caso,  debe  arribar  el  capitán  al  puerto  mas  inmediato  para 
hacer  reparar  la  nave;  si  la  reparación  es  imposible,  tiene 
que  alquilar  otro  buque  para  acabar  el  viaje  ;  y  si  no  hallán- 
dose otra  embarcación  se  ve  obligado  á  descargar  las  mer- 
caderías ,  no  percibirá  el  flete  sino  en  proporción,  de  lo 
adelantado  que  el  viaje  estuviere;  todo  con  arreglo  á  los 
artículos  776,  777  y  778.  Lo  mismo  ha  de  decirse  del  caso 
en  que  las  mercaderías  se  salvaren  del  naufragio.  —  El  pre- 
cio dado  por  el  rescate  se  soporta  por  el  naviero  y  los  car- 
gadores ,  conforme  á  lo  que  se  dice  en  la  palabra  Acería 
gruesa ,  donde  puede  verse  con  especialidad  la  esplicacion 
de  la  primera  especie  ¿el  artículo  936. 

«  Aut.  789.  Devengan  el  flete  íntegro,  según  lo  pactado 
en  el  fletamento,  las  mercaderías  que  sufran  deterioro  ó  di- 
minución por  caso  fortuito,  por  vicio  propio  de  la  cosa,  ó 
por  mala  calidad  y  condición  de  los  envases.  » 

=  Guando  las  mercancías  se  pierden  totalmente  por  caso 
fortuito,  está  dispensado  el  cargador  de  pagar  el  flete  ,  se- 
gún hemos  visto  en  el  artículo  787  :  ¿porqué  pues  ,  cuando 
por  el  caso  fortuito  solo  sufren  deterioro ,  ó  diminución  de 
precio,  se  ha  de  hacer  mas  gravosa  la  condición  del  carga- 
dor, obligándole  á  pagar  el  flete  por  entero?  Esta  objeción 
es  fácil  de  resolver.  El  cargador  se  obligó  en  el  contrato 
del  fletamento  á  pagar  tal  cantidad  si  se  trasportaban  sus 
mercancías  al  lugar  designado.  Cuando  estas  se  perdieron 
por  caso  fortuito,  no  se  ha  ejecutado  el  contrato,  pues  que 
no  se  ha  verificado  el  trasporte  al  paraje  convenido  ,  y  el 
cargador  por  tanto  no  debe  flete  alguno.  Mas  cuando  no  han 
sufrido  sino  deterioro  ó  diminución  de  precio,  el  fletante  ha 
cumplido  su  empeño ,  pues  que  ha  trasportado  los  efectos 
que  se  le  habian  confiado,  y  el  cargador  está  obligado  en  su 
consecuencia  á  pagarle  el  flete  ,  sin  poder  escusarse  con  el 
pretesto  de  un  deterioro  ó  diminución  que  no  puede  meros 
de  ser  de  su  cuenta  ,  porque  cada  uno  debe  correr  los  ries- 
gos de  las  cosas  que  le  pertenecen.  Esta  razón  tiene  todavía 
mas  fuerza  ,  si  el  deterioro  ó  diminución  proviene  del  vicio 
propio  de  la  cosa  ó  de  la  mala  calidad  y  condición  de  las  pi- 
pas ó  toneles. 

«  Art.  790.  No  puede  ser  obligado  el  fletante  á  recibit 
en  pago  de  fletes  los  efectos  del  cargamento,  estén  ó  no  ave- 
riados ;  pero  bien  podrán  abandonarle  los  cargadores  por  el 
flete  los  líquidos,  cuyas  vasijas  hayan  perdido  mas  de  la  mi- 
tad de  su  contenido.  » 

=  Es  principio  general  del  derecho  común ,  que  no  se 
puede  forzar  al  acreedor  á  recibir  una  cosa  por  otra  :  Aliud 
pro  alio,  invito  credilore ,  solvi  non  polest.  Habiéndose  obli- 
gado pues  el  cargador  á  pagar  cierta  cantidad  por  el  flete, 
no  puede  quedar  exonerado  de  su  obligación,  entregando  ó 
abandonando  al  capitán  sus  mercancías,  cualquiera  que  s.ea 
el  estado  en  que  se  hallen  ;  y  así  es  que  en  tal  caso  podría  el 
capitán  hacer  vender  judicialmente  los  efectos  que  se  le  hu- 
biesen abandonado,  y  si  el  precio  que  se  sacaba  de  ellos  no 
bastaba  para  cubrir  el  flete',  tendría  su  recurso  por  el  resto 
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contra  el  cargador.  La  ley,  sin  embargo ,  permite  al  carga- 
dor abandonar  al  capitán  por  el  flete  los  líquidos,  cuyas  va- 
sijas hayan  perdido  mas  de  la  mitad  de  su  contenido.  La 
razón  es  que  cuando  llegando  al  puerto  de  la  consignación 
se  abren  las  pipas  de  vino,  aceite,  aguardiente  ú  otro  licor 
sujeto  á  colarse ,  y  se  las  encuentra  vacías  ó  casi  vacías ,  no 
puede  decirse  que  los  líquidos  han  sido  trasportados  ;  el  car- 
gador se  halla  entonces  en  el  mismo  caso  que  si  se  hubie- 
sen perdido  totalmente  sus  efectos  sin  ser  conducidos  al  lu- 
gar designado,  pues  no  se  le  puede  objetar  que  allí  están 
las  pipas,  las  cuales  no  le  servían  sino  de  medios  de  tras- 
porte ,  y  así  no  debe  pagar  flete  alguno.  Otra  cosa  seria  si 
los  líquidos,  en  vez  de  colarse,  se  hubiesen  deteriorado,  co- 
mo por  ejemplo  si  el  vino  se  hubiese  vuelto  agrio  ,  ó  el 
aceite  hubiese  tomado  mal  gusto  :  el  cargador  entonces  ten- 
dría que  satisfacer  el  flete,  porque  sus  mercaderías  habían 
sido  trasportadas. 

Cuando  en  una  partida  de  mercancías  líquidas  cuyo  tras- 
porte se  ha  contratado  por  una  cantidad  alzada ,  se  encuen- 
tran algunas  pipas  vacias  ó  casi  vacías  y  otras  llenas,  ¿basta 
que  el  fletador  abandone  las  primeras  para  quedar  exone- 
rado de  pagar  el  flete  que  les  corresponde,  ó  está  obligado  á 
abandonarlas  todas  ?  Basta  que  abandone  las  vacías  ó  casi 
vacías,  esto  es,  las  que  han  perdido  mas  déla  mitad  de  su 
contenido  ;  porque,  aunque  se  haya  estipulado  una  sola  canti- 
dad por  el  flete  de  toda  la  partida  de  mercancías,  como  este  flete 
no  deja  por  eso  de  ser  divisible,  se  reparte  sobre  cada  una 
de  las  pipas  que  componen  la  partida  ó  espedicion,  de  modo 
que  cada  pipa  debe  su  parte  de  flete  ,  y  por  consiguiente 
cuando  se  encuentra  vacía  ó  casi  vacía ,  queda  libre  el  fle- 
tador de  pagar  flete  por  ella ,  dejándola  al  capitán  con  el 
poco  líquido  que  contiene. 

La  disposición  de  este  artículo  relativa  al  abandono  de  los 
líquidos  por  el  flete,  no  debe  aplicarse  sino  á  las  vasijas  que 
hayan  perdido  mas  de  la  mitad  de  su  contenido  por  algún 
accidente  de  fuerza  mayor;  pues  si  las  pipas  se  encontraban 
vacías  ó  casi  vacias  por  no  haber  puesto  el  capitán  todo  el 
cuidado  necesario  para  la  conservación  de  los  líquidos  que 
contenían,"  no  solo  no  se  le  debería  el  flete ,  sino  que  todavía 
estaría  obligado  á  indemnizar  al  fletador  de  los  daños  y  per- 
juicios que  le  resultasen  por  la  pérdida  de  sus  cosas.  Por 
otra  parte,  si  esta  pérdida  no  fuese  efecto  de  caso  fortuito  ni 
de  culpa  del  capitán,  sino  de  vicio  de  las  pipas  ó  toneles,  no 
parece  que  el  fletador  podría  eximirse  del  pago  del  .flete 
abandonando  eslos  toneles  ó  pipas,  pues  á  nadie  sino  á  si 
mismo  debería  echar  la  culpa  de  que  sus  mercancías  se  hu- 
biesen perdido  antes  de  llegar  á  su  destino  por  haberlas 
puesto  en  malas  vasijas;  y  como  el  capitán  hubiera  podido 
alquilar  á  otros  fletadores  el  sitio  que  estas  ocupaban  en  su 
nave  ,  no  seria  justo  que  sufriese  perjuicio  por  la  falta  de 
un  fletador  poco  cuidadoso. 

«  Art.  791.  Teniendo  un  aumento  natural  en  su  peso  ó 
medida  las  mercaderías  cargadas  en  la  nave,  se  pagará  por 
el  propietario  el  flete  correspondiente  á  este  esceso.  » 

=  Las  creces  y  aumentos  que  tenga  la  carga  durante  su 
estancia  en  la  nave,  pertenecen  al  propietario,  como  es  justo 
y  está  decidido  en  el  artículo  673  :  y  puesto  que  el  capitán 
las  conduce  al  puerto  de  consignación,  no  hay  razón  para 
negarle  el  flete  que  por  ellas  le  corresponda. 

«  Art.  792.  El  fletador  que  voluntariamente  y  fuera  de 
los  casos  de  fuerza  insuperable  de  que  se  ha  hecho  mención 
en  el  articulo  771  hiciere  descargar  sus  efectos  antes  de  lle- 
gar al  puerto  de  su  destino,  pagará  el  flete  por  entero  ,  y 
abonará  los  gastos  de  la  arribada  que  se  hizo  á  su  instancia 
para  la  descarga.  » 

=  Cuando  todavía  no  se  ha  empezado  el  viaje ,  puede  el 
fletador  abandonar  el  fletamento  pagando  medio  flete;  y  en 
los  fletamentos  á  carga  general  puede  hacer  otro  tanto  bajo 


el  mismo  pago  cualquiera  de  los  cargadores  ,  aun  después 
de  haber  cargado  :  mas  una  vez  que  la  nave  se  hizo  á  la  ve- 
la, ya  no  se  permite  á  ningún  flptador  faltar  á  las  obligacio- 
nes que  ha  contraído.  Es  verdad  que  el  interés  del  comercio 
exige  que  no  se  ponga  obstáculo  á  que  retire  sus  mercan- 
cías durante  el  viaje,  porque  el  cambio  de  circunstancias 
obliga  muchas  veces  á  un  comerciante  á  mudar  de  especu- 
lación; pero  tendrá  que  pagar  el  flete  convenido,  y  ademas 
los  gastos  de  la  arribada  que  se  hubiere  hecho  á  su  instan- 
cia, porque  su  mudanza  de  proyecto  no  debe  causar  perjui- 
cio al  fletante. 


han  i 
mercaderías. 

=  Aunque  regularmente  no  es  exigible  el  flete  sino  cuan- 
do llega  la  nave  al  perto  de  su  destino,  v  se  ponen  las  mer- 
caderías á  disposicon  del  consignatario",  á  no  ser  que  se 
haya  estipulado  pagarlo  con  anticipación  ;  sin  embargo,  si  el 
cargador^  retira  sis  efectos  antes  de  concluirse  el  viaje, 
tiene  entonces  acoon  el  capitán  á  pedir  en  el  acto  el  flete  ó 
la  parte  de  flétele  corresponda  según  los  casos.  —  Cuando 
el  naviero  mismo  alquiló  el  buque  debe  intentarse  á  su 
nombre  la  accionara  el  pago  del  flete  ;  pero  el  fletador 
puede  pagar  válidanente  al  capitán,  porque  este  representa 
al  naviero  en  los  negocios  concernientes  á  la  nave. 

«  Art.  794.  No  s  puede  retener  á  bordo  el  cargamento 
á  pretesto  de  recelo  iobre  falta  de  pagode  los  fletes;  pero 
habiendo  justos  motsjos  pira  aquella  desconfianza  ,  'podrá 
el  tribunal  de  comerch,  á  iistancia  del  capitán,  autorizar  la 
intervención  de  los  efectos  qte  se  descarguen  hasta  que  se 
hayan  pagado  los  fletes.  »      \ 

=  El  capitán  no  debe  exigir\l  flete  sino  después  de  haber 
entregado  las  mercaderías  con  arreglo  á  la  convención;  y 
así  no  tiene  derecho  á  retenerlàSy  exigir  el  pa°-o  del  tras- 
porte antes  déla  entrega  ;  porque  qa\én  aseguraría  al  dueño 
ó  al  consignatario  que  las  mercan^  están  á  bordo,  que  se 
hallan  sin  averías  de  que  el  capitaísea  responsable',  y  que 
se  le  entregarán  por  entero  sin  qu\haya  faltas?  Por  otra 
parte ,  forzar  al  capitán  á  entregar  |  mercaderías  sin  que 
se  le  pague  el  flete ,  es  forzarle  á  aba^onar  la  prenda  de  su 
'  crédito.  Para  conciliar  estos  dos  estr^og  <}  y  proveer  a  ]03 
intereses  de  ambas  partes ,  ha  tomado  \  iey  un  \us¡0  medio 
permitiendo  al  capitán  ,  en  caso  de  fuiac]os  recelos  pedir 
que  se  ponga  intervención  á  los  efectoidescar(,acios'  hasta 
que  se  verifique  el  pago  de  su  trasporte. 

«  Art.  79o.  Fuera  de  los  casos  esceptirios  en  jas  ci¡Sp0_ 
siciones  precedentes  no  está  obligado  el  itante  á  soportar 
diminución  alguna  en  los  fletes  devengad¿c0n  arredo  á  la 
contrata  de  fletamento.  » 

=  Es  regla  general  que  el  cargador  no  pye  pedir  dimi- 
nución del  flete  contratado  ,  así  como  el  fl6nr.e  no  rHICde 
pedir  aumento,  cualquiera  que  sea  la  lesión  qLesperimenle 
porque  el  cambio  que  sobreviniere  en  las  circlstancias  no 
es  sino  resultado  de  los  riesgos  que  haquerido,rrer  g¡  |03 
efectos  se  deterioran  durante  la  travesía,  ó  Cnc]0  ||ecrar, 
al  puerto  de  su  destino  tienen  una  baja  tan  conte,.^^^ 
el  precio  que  ya  no  producen  bastante  para  par  ef  tras- 
porte ;  si  la  espedicion  se  hizo  en  tiempo  de  guer  cuand0 
la  tasa  de  los  fletes  estaba  muy  alta  ,  y  luego  vic*  f]e  ¡m_ 
proviso  la  paz  que  disminuye  de  mucho  los  fletes  ?i  V;ilor 
de  las  mercancías  ;  nunca  puede  el  cargador  invoy  estos 
ni  otros  acaecimientos  semejantes  para  sustraerse  a  0ij|¡_ 
gacion  que  contrajo  de  pagar  por  entero  tal  ó  tal  ntidad 
por  la  conducción  de  sus  cosas,  asi  como  el  inqu10  no 
tiene  derecho  à  que  se  le  rebaje  el  precio  del  alquile^¡<ín_ 
tras  dure  el  tiempo  de  su  contrato,  por  mucho  qu^  ei 
intermedio  se  haya  disminuido  el  precio  de  las  habita¿eSi 

a  Art.  796.  La  capa  debe  satisfacerse  en  la  mismy<>l 
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porción  que  los  fletes,  rigiendo  en  cuanto  á  ella  todas  las 
alteraciones  y  modificaciones  á  que  están  sujetos  estos.  » 
=  Véase  la  esplicacion  del  art.  757. 
«  Art.  797.  El  cargamento  está  especialmente  obligado  á 
la  seguridad  del  pago  de  los  fletes  devengados  en  su  tras- 
porte, » 

=  El  fletante  tiene  privilegio  sobre  las  mercancías  para 
hacerse  pagar  el  flete;  y  el  cargador  lo  tiene  sobre  la  nave 
para  hacerse  indemnizar  de  los  géneros  que  no  se  hubiesen 
entregado  á  su  consignatario  ,  y  de|  las  averias,  do  que  ella 
sea  responsable,  según  está  decidido  en  el  artículo  596.  El 
fletante  pues  debe  ser  preferido  á  los  demás  acreedores  del 
fletador,  aun  al  que  le  hubiese  vendidb  las  mercaderías,  y 
al  que  las  reclamase  como  robadas;  poique  como  el  fletante 
ha  hecho  realmente  un  beneficio  al  propietario  de  ellas, 
conduciéndolas  á  un  lugar  en  que  tienta  mas  valor  que  el 
que  tenían  en  el  lugar  de  la  carga ,  no  sWia  justo  que  se  de- 
jase de  pagar  el  flete  que  es  el  precio  al  trasporte ,  y  que 
así  se  enriqueciese  dicho  propietario  á  «pensas  del  capitán 
ó  naviero.  \ 

«  AriT.  798.  Hasta  cumplido  un  mes  ùf  haber  recibido  el 
consignatario  la  carga ,  conserva  el  fletmte  el  derecho  de 
exigir  que  se  venda  judicialmente  la  p¡rle  de  ella  que  sea 
necesaria  para  cubrirlos  fletes;  lo  cu/1  se  verificará  tam- 
bién aun  cuando  el  consignatario  se  coisütuya  en  quiebra. 
Pasado  aquel  término ,  los  fletes  se  c/isideran  en  la  clase 
de  un  crédito  ordinario,  sin  préférence  alguna.  Las  merca- 
derías que  hubieren  pasado  á  tercer  poseedor  después  de 
trascurridos  los  ocho  dias  sigJÍenteí  á  su  recibo,  dejan  de 
estar  sujetas  á  esta  responsa>iIida</.  » 

=  El  privilegio  del  fletarte  sqore  las  mercaderías  dura 
precisamente  un  mes  conta-o  desde  que  se  hizo  la  entrega 
al  consignatario,  aunque  e'e  haga  quiebra  ;  y  queda  estin- 
guido  luego  que  se  concibe  el  mes  ,  como  igualmente  si 
pasados  ocho  dias  despuede  la  entrega  adquiere  un-  tercero 
los  efectos  y  se  apoderare  ellos  por  compra  ú  otro  título 
que  le  traslade  su  domirO.  Estinguido  el  privilegio  por  cual- 
'  quiera  de  estos  dos  moos ,  quedan  los  fletes  en  la  clase  de 
un  crédito  ordinario  V  Ia  acción  para  cobrarlos  dura  solo 
seis  meses  contados  ™bien  desde  la  entrega  de  las  mer- 
caderías ;  de  suerte  ce  cumplido  este  plazo,  ya  no  hay  lugar 
al  uso  de  esta  accio*  según  el  artículo  995. 

No  será  fuera  deProPÓsíl°  advertir  aquí,  que  según  el 
articulo  996  la  a'i°n  que  líene  e^  fletador  ó  su  consigna- 
tario para  reclam  el  cargamento  ó  los  daños  causados  en 
él  dura  solamente11  ar*o  contado  deste  el  arribo  de  la  nave  ; 
que  seaun  el  ar^lo  998  ,  se  estingue  la  acción  contra  el 
capitán  conduc1*  del  cargamento  y  contra  los  aseguradores 
por  el  daño  quacIuel  hubiese  recibido,  si  en  las  veinte  y 
cuatro  horas  sientes  á  su  entrega  no  se  hiciese  la  debida 
protesta  en  fcíia  auténtica,  notificándose  al  capitán  en  los 
tres  dias  siCTrnteâ  en  persona  ó  por  cédula  ;  que  según  el 
artículo  999ambien  se  estingue  toda  acción  contra  el  fle- 
tador por  p°  de  averías  ó  de  gastos  de  arribada  que  pesen 
sobre  el  c&amento  ,  siempre  que  el  capitán  percibiere  los 
fletes  de  Infectos  que  hubiese  entregado  sin  haber  forma- 
lizado su  otesta  dentro  del  término  que  prefija  el  artículo 
precederá  Y  <ï,:|e  según  el  artículo  1000,  cesarán  los  efectos 
de  unasotra3  protestas  ,  teniéndose  por  no  hechas ,  si  no 
se  inler/e  la  competente  demanda  judicial  contra  las  per- 
sonas <¿nY°  perjuicio  se  hicieren  antes  de  cumplir  los  dos 
meses^uientes  á  sus  fechas. 

PETANTE.  El  que  da  en  alquiler  una  embarcación. 
yfa/lelamenlo. 

piiTAR.  Alquilar  una  embarcación  ó  parte  de  ella  para 
con¿ir  mercaderías. 

f£TE.  El  precio  estipulado  por  el  alquiler  de  una  nave. 
Y<3  Fletamenio. 


FLORES  de  las  leyes.  Un  compendio  ó  suma  del  dere- 
cho que  por  encargo  de  don  Alonso  el  Sabio  hizo  su  maestro 
Jacobo  Ruiz,  conocido  con  el  dictado  de  maese  Jácome  dé  las 
leyes;  suma  muy  preciosa,  como  dice  el  doctor  Marina, 
(  Ensayo  hislor  ,  n.  501  y  515  ),  compendio  claro  y  metódico 
de  las  mejores  leyes,  relativas  al  orden  y  administración 
de  justicia  y  procedimientos  judiciales  ,  tan  estimada  y  res- 
petada, que  el  mismo  Sabio  rey  quiso  se  trasladasen  las  ma3 
de  aquellas  leyes  al  código  de  las  Partidas,  como  se  muesira 
por  la  conformidad  de  las  de  aquella  Suma  con  las  de  la 
Partida  5a.,  donde  se  hallan  á  la  letra  ó  sustancialmente. 
Dióse  también  la  denominación  de  Flores  de  las  leyes  y  aun 
solo  el  título  de  Flores  al  Fuero  Real ,  porque  después  de  la 
formación  de  este  cuerpo  de  derecho  apareció  con  él  en  un 
mismo  códice  la  Suma  del  maestro  Jacobo ,  ó  tal  vez  porque 
el  Fuero  Real  reunía  con  mas  estension  que  la  Suma  las  leyes 
mas  importantes  de  los  fueros  municipales.  Como  quiera 
que  sea,  lo  cierto  es  que  no  habiendo  tenido  autoridad  legal 
la  Suma  del  maestro  Jacobo  ,  se  ve  citada  muy  rara  vez 
por  los  antiguos  letrados,  quienes  en  su  caso  la  indican  con 
el  dictado  de  Sumas  forenses  ó  con  el  de  Suma  de  maese 
Jácome;  y  que  cuando  en  algunos  parajes  se  encuentra  citado 
el  libro  de  Flores  ó  solamente  Flores,  no  se  indica  sino  pre- 
cisamente el  Fuero  Real  ó  Fuero  de  las  leyes. 

FO 

FOGAJE.  Cierto  tributo  ó  contribución  que  pagaban  an- 
tiguamente los  jefes  de  familia.  Llamóse  así  porque  se  re- 
partía por  fnegos  ó  casas. 

fFOIjliETO.  Es  el  impreso  que,  escediendo  de  un  pliego 
de  la  marca  del  papel  sellado,  y  no  pasando  de  veinte  ,  se 
publica  sin  los  requisitos  que  dispone  la  ley  para  los  perió- 
dicos. Art.  16  del  decr.  de  10  de  abril  de  \Wl. 

FONDEAR.  Registrar  y  reconocer  los  ministros  ó  indi- 
viduos de  ¡a  hacienda  pública  alguna  embarcación  para  ver 
si  trae  géneros  prohibidos  ó  de  contrabando.       * 

FONDEO.  El  reconocimiento  que  los  ministros  de  la 
hacienda  pública  hacen  de  losfgéneros  que  trae  alguna  em- 
barcación. 

FONDO  muerto  ,  perdido  ó  vitalicio.  El  capital  que  se 
impone  á  rédito  por  una  ó  mas  vidas,  con  la  condición  de 
que  muriendo  aquel  ó  aquellos  sobre  cuyas  vidas  se  impone, 
quede  á  beneficio  del  que  recibió  el  capital  y  paga  el  rédito. 
Llámase  fondo  muerto  ó  perdido ,  porque  después  del  falle- 
cimiento de  la  persona  á  cuyo  favor  se  impuso  ,  no  pasa  á 
sus  herederos  ,  sino  que  se  hace  propio  del  que  lo  recibió , 
estinguiéndose  enteramente  para  el  donante  y  sus  habientes- 
derecho  no  solo  el  rédito ,  sino  también  el  capital.  Acabadas 
las  vidas  ,  espira  la  obligación  de  pagar  el  rédito  ,  quedan 
libres  las  hipotecas  ,  y  el  censatario  que  es  el  que  pagaba  la 
pension  se  exime  de  toda  responsabilidad,  aunque  el  cen- 
sualista muera  antes  que  se  consuma  el  capital  que  dio  á 
censo,  ó  á  muy  poco  tiempo  de  constituido  este. 

En  el  juicio  de  partición  de  bienes  del  que  tomó  dinero 
á  censo  ó  renta  vitalicia ,  se  deja  el  capital  recibido  en  cali- 
dad de  depósito  en  uno  de  sus  herederos  con  el  cargo  de 
pagar  la  renta  anual  al  censualista ,  y  con  la  circunstancia 
de  que  si  este  viviere  tanto  que  se  consuma  el  capital  y  per- 
ciba mas  de  lo  que  importa,  pueda  el  heredero  repetir  de 
sus  coherederos  el  esceso  que  hubiere  satisfecho ,  deducida 
la  parte  que  como  á  uno  ¿.ellos  le  corresponda  ,  y  de  que 
si  por  el  contrario  se  consumiere  menos,  tenga  obligación 
de  comunicar  á  todos  proporcionalmente  lo  que  sobrare 
y  estuviere  en  su  poder.  Véase  Censo  vitalicio  ,  y  Renta 
vitalicia. 

FONDO  pío  bénéficiai.  Cierto  monte  ó  establecimiento 
qué  se  creó  y  dotó  con  el  producto  de  la  tercera  parte  do 
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frutos  eclesiásticos  para  objetos  de  beneficencia.  Por  Breve 
da  i-'í  do  marzo  de  1780  concedió  el  papa  Pió  VI  al  rey 
Carlos  ÍIÍ  la  facultad  de  percibir  la  tercera  parle  del  valor 
de  las  rentas  de  las  prebendas  y  demás  beneficios  eclesiás- 
ticos del  reino,  cuya  dotación  escediera  de  seiscientos  duca- 
dos teniendo  residencia ,  y  de  trescientos  no  teniéndola , 
cseeptuando  los  obispados  y  los  beneficios  curados  ,  con  el 
objeto  de  fundar  casas  de  caridad  ó  sostener  las  existentes 
y  atender  de  cualquiera  otro  modo  al  socorro  de  la  indigen- 
cia ;  y  el  fondo  que  resultó  de  la  percepción  de  dicha  tercera 
parte  se  llamó  pió  bénéficiai ,  así  por  razón  de  su  origen 
como  por  la  de  su  objeto.  Nombró  Carlos  III  por  decreto 
de  1  i  de. noviembre  de  1783  al  colector  general  de  espolios 
y  vacantes  para,  entender  en  todo  lo  perteneciente  á  la  re- 
caudación, administración  y  distribución  de  este  fondo, 
con  facultad  de  nombrar  los  subdelegados  y  dependientes 
que  creyere  necesarios.  Mas  Carlos  IV  por  su  decreto  de  50 
de  noviembre  de  1792  revocó  el  encargo  dado  al  colector 
general,  redujo  la  tercera  parte  solo  á  la  décima  del  valor 
de  los  beneficios  eclesiásticos  y  dejó  la  administración  á  los 
mismos  prelados  diocesanos  y  cabildos  de  las  respectivas 
iglesias ,  quienes  debían  proponer  á  S.  M.  el  destino  de  los 
fondos ,  aplicándolos  á  los  fines  piadosos  de  sostener  las  fami- 
lias de  labradores  pobres,  promover  la  industria,  educar 
la  juventud  desvalida,  casar  doncellas  pobres,  establecer 
casas  de  expósitos  ,  y  atender  á  otras  necesidades  públicas 
y  particulares.  Leyes  1 ,  2  y  3,  lit.  2S ,  lib.  I,  Nov.  Rec.  Las 
cantidades  que  produjo  el  fondo  pió  bénéficiai  de  España 
é  islas  desde  noviembre  de  1783  hasta  diciembre  de  1791 
ascendieron  á  mas  de  diez  millones. 

f  FONDO  supletorio.  El  tanto  por  ciento  con  que  el 
cupo  del  pueblo  por  la  contribución  de  inmuebles  puede  ser 
recargado  para  cubrir  las  partidas  que  resulten  fallidas. 
V  éase  Contribiocion  de  bienes  inmuebles ,  cultivo  y  ganadería. 

FONSADERA.  Todo  tributo  ó  prestación  que  se  hacia 
al  rey  para  los  gastos  de  la  guerra.  El  que  mantenía  armas 
y  caballo  estaba  escusado  de  este  tributo  ;  pero  si  él  ú  otro 
de  los  obligados  á  servir  en 4a  guerra  sin  soldada,  dejaba 
de  presentarse  en  campaña  ó  se  retiraba  de  ella  antes  de 
tiempo,  debia  pagar  la  fonsadera  que  el  rey  estimase;  ley  5, 
tít.  19,  lib.  U,  Fuero  Real.  Algunos  pueblos  estaban  exone- 
rados de  esta  contribución  en  recompensa  de  sus  servicios , 
ó  en  beneficio  de  su  repoblación  y  aumento.  —  En  el  Fuero 
Viejo  se  encuentra  la  fonsadera  entre  las  regalías  que  como 
propias  del  señorío  natural  del  reino  se  declaran  insepara- 
bles del  poder  de  la  corona  :  «  Estas  cuatro  cosas  ,  dice , 
son  naturales  del  señorío  del  rey,  que  non  las  debe  dar  á 
ningund  home,  nin  las  partir  de  sí ,  ca  pertenecen  á  él  por 
razón  del  señorío  natural,  Justicia,  Moneda,  Fonsadera  é 
suos  Yantares.  »  —  El  diccionario  de  la  Academia  española 
dice  que  Fonsadera  era1  un  servicio  personal  que  se  exigia 
antiguamente  para  el  trabajo  de  los  fosos  de  las  fortalezas  ;  y 
Gregorio  López  añade  vacilando  que  quizá  se  llamó  así,  quia 
imponebalur pro  fossatís  castellorum  vel  exercilus  ;  glosa  5  de 
la  ley  25,  tít.  18,  Part.  5.  Sin  embargo,  parece  indudable 
ijue  la  fonsadera  era  un  tributo  destinado  en  general  para 
los  gastos  de  la  guerra,  pues  en  la  crónica  del  rey  don 
Alonso ,  cap.  12,  se  sienta  que  «  en  aquel  tiempo  cada  uno 
iba  á  servir  tres  meses  por  lo  q uc  ha bia,  ca  el  rey  no  les 
daba  nada  de  las  fonsaderas.  »  — También  significaba  fonsa- 
dera la  obligación  de  acompamu^  al  rey  en  las  espediciones 
militares. 

FORAJIDO.  El  facineroso  que  anda  fuera  de  poblado 
huyendo  de  la  justicia. 

FOR  AL.  Lo  que  pertenece  al  fuero  ;  y  en  Galicia  la  tierra 
ó  heredad  dada  en  foro  ó  enfitéusis. 

FOBALMENTE.  Con  arreglo  á  fuero. 


FÓSENSE.  Lo  perteneciente  al  foro  ,  como  prácii,  a 
forense. . 

FORERA.  Véase  Moneda  forera. 

FORERO.  Lo  que  pertenece  ó  se  lince  conforme  á  fuero; 
—  y  antiguamente  el  práctico  y  versado  en  los  fueros;  el 
pechero  ;  y  el  que  cobraba  las  rentas  debidas  por  fuero  ó 
derecho. 

FOEÏSTA.  El  versado  en  el  estudio  de  los  fueros. 

FORMA.  El  modo  de  proceder  en  la  instrucción  de  una 
causa  ,  instancia  ó  proceso.  En  forma  ó  en  debida  forma  es 
lo  mismo  que  confome  á  las  reglas  del  derecho  y  prácticas 
establecidas;  y  así  se  dice  :  venga  en  forma,  pida  en  forma. 
La  violación  ú  omisión  de  las  formas  establecidas  por  la  ley 
produce  en  ciertos  cisos  la  nulidad  y  reposición  del  proceso. 
Véase  Recurso  de  nilidad. 

FORMALIDADES.  Las  condiciones,  términos  y  espre- 
siones que  se.  requeren  para  que  un  acto  ó  instrumento 
público  sea  válido  y  perfecto.  Hay  formalidades  esenciales 
parala  validez  dd,  acto  y  otras  que  no  lo  son.  Esenciales 
son  aquellas  que  se  requieren  por  la  ley  ó  por  el  uso,  de 
modo  que  su  omison  produce  nulidad;  como  cuando  la  ley 
prescribe  alguna  (osa  espresamente  bajo  pena  de  nulidad, 
ó  está  concebida  ei  términos  prohibitivos  ó  negativos  ó  se 
trata  de  una  materi,  de  riguroso  derecho.  Las  formalidades 
que  no  son  esencia>es  para  la  validez  de  un  acto,  son  aque- 
llas cuya  omisión  noprodoce  nulidad,  ó  porque  no  se  im- 
pone esta  pena ,  ó  peque  \\  ley  no  está  concebida  en  tér- 
minos prohibitivos,  ó  wque  no  se  trata  de  una  materia  de 
rigor  (1). 

FORMALIZAR.  Dar  la  intima  forma  á  alguna  cosa,  v 
estender  un  instrumento  fe  instr.jr  un  espediente  en  debida 
forma. 

FÓRMULA.  El  modo  ya  estarcido  para  esplicar  alguna 
cosa  con  palabras  precisas  y  dete\ninadas;  ó  bien,  un  nio- 
delo  de'  la  sustancia  y  términos  Yincipales  en  que  debo 
concebirse  un  acto  ó  instrumento  pva  ser  conforme  á  dere- 
cho. Los  jurisconsultos  del  tiempo  <í|a  república  romana  , 
cuando  habían  de  emprender  un  liti^  recurrían  al  pretor 
en  solicitud  de  que  se  les  designase^  acción  que  le6  cor- 
respondía segunda  naturaleza  de  la  \Usa,  de 'que  se  les 
marcase  la  fórmula  de  que  debinri  \af)  ydeqUe  se  ]es 
nombrase  el  juez  ante  quien  habian  de  »udir.  Estas  fórmu- 
las eran  muy  concisas,  y  se  exigia  en  el\  ¡anta  exactitud  y 
rigor,  que  bastaba  para  perder  la  accioí>i  qUe  se  om¡t¡esu 
la  mas  mínima  sílaba.  Los  emperadores  dolieron  después 
la  impetración  de  las  acciones  y  la  solemnac¡  c]e  ]as  for_ 
ínulas,  disponiendo  que  valiese  la  demam  t  de  cualquier 
modo  que  se  formalizase,  con  tal  que  se  est»;ese  \A  acc¡oa 
que  correspondía.  Nosotros  nos  hallamos  C  eS(e  último 
caso  :  nuestras  fórmulas  son  casi  todas  arbitf.¡as  y  no  je_ 
penden  masque  déla  costumbre  y  del  capricho*,  los  autores 

FORMULARIO.  El  libro  ó  escrito  en  qufig  contienen 
las  fórmulas  que  se  han  de  observar  para  la?cuc¡0ll  ^ 
algunas  cosas;  y  especialmente  el  escrito  que\>n¡jPno  jj, 
fórmula  del  juramento  que  debe  hacerse  en  cieríác^JQ,,,^ 

FORNECINO.  Según  el  diccionario  de  la  ¿ac]em;a 
española  se  decía  antiguamente  fornecino  de!  ^¡¡haslátcfo 
ó  nacido  de  adulterio.  Mas  esta  definición  tiene  <S,¡C¡0  ¡Jé 
suponer  el  género  igual  á  una  de  sus  especies  ,  el  L  f 
á  una  de  sus  partes.  Bajo  este  sistema  podría  dcdp^,,¡0' 
Español  es  el  natural  de  España  ó  de  Madrid;  c|iiewfj¡co 
es  el  que  cura  las  enfermedades  ó  tercianas,  cl  sic  \cl>ic_ 

(1)  El  art.  57  de  la  5'.  ley  constitucional  de  Méjico  diceW^ 
da  falla  de  observancia  de  los  trámites  esenciales  que  arV,n 
un  proceso,  produce  su  nulidad  en  lo  civil ,  y  liará  bmbieru.. 
sonalmeníe  responsables  á  los  jueces.  Una  I«y  fijará  los  tráU, 
que  como  esenciales  no  pueden  omitirse  en  ningun  juicio. 
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ris.  La  palabra  bastardo  es  general  y  comprende  no  solo  al 
adulterino  sino  también  á  cualquiera  otro  hijo  de  padres  que 
no  podian  contraer  matrimonio  cuando  le  procrearon;  de 
suerte  que  todo  adulterino  es  bastardo,  pero  no  todo  bas- 
tardo es  adulterino.  Si  se  aplica  pues.el  dictado  de  fornecino 
al  bastardo ,  es  claro  que  se  aplicará  también  al  nacido  de 
adulterio.  Efectivamente,  la  ley  1  ,  tít.  Ib  ,  Part.  ?!  ,  llama 
fornecinos  á  los  que  nascen  de  adulterio,  ó  son  fechos  en 
parienla,  ó  en  mujeres  de  orden;  y  todavía  puedo  decirse 
que  quizá  esta  ley  so  quedó  corta ,  pues  según  la  etimología 
de  la  palabra  ,  parece  que  fornecino  debe  aplicarse  á  todo 
hijo  nacido  de  fornicación  Véase  Espurio. 

FORMICACIÓN.  El  acceso  ó  ayuntamiento  del  hombro 
con  la  que  no  es  su  legítima  mujer.  —  Hay  muchas  especies 
né  fornicaciones  :  la  que  se  hace  con  una  mujer  pública  ,  se 
llama  simple  fornicación;  la  que  re  hace  con  mujer  soltera 
ó  viuda  de  buena  fama,  se  llama  estupro  ;  laque  se  hace 
con  parienta  en  grado  prohibido  por  las  leyes,  se  Mama  tuces-' 
io;  y  finalmente,  la  que  se  hace  con  mujer  casada ,  se  llama 
adulterio.  —  Los  teólogos  toman  la  palabra  fornicación  en 
sentido  mas  estrecho,  aplicándola  solo  al  concúbito  de  sol- 
tero con  soltera  ;  y  todavía  los  canonistas  la  reducen  única- 
mente al  concúbito  de  soltero  con  soltera  que  sea  mujer 
pública.  Mas  nuestras  leyes  usan  de  los  nombres  fornicación 
y  fornicio  para  esprosar  en  general  todo  concúbito  de  hom- 
bre y  mujer  soltera  ó  casada  que  no  estén  ligados  entre  sí 
con  los  vínculos  del  matrimonio;  como  es  de  ver  por  la 
ley  2 ,  tít.  G,  lib.  3  del  Fuero  Juzgo ,  por  la  ley  1 ,  lit.  10, 
lib.  'i  del  Fuero  Real,  por  las  leyes  2  y  6  ,  tít.  10,  Part,  H, 
por  la  ley  2  ,  til.  29,  lib.  12  i  Nov.  Rec,  por  el  Fuero  de 
Soria  en  el  título  de  la  fuerza  do  las  mujeres,  por  eldeBIi- 
randa  ,  y  por  el  antiguo  ritual  de  santo  Domingo  de  Silos. 
Véase  Adulterio ,  Estupro  ,  Incesto  y  Escándalo  ;  y  al  doctor 
Marina  en  su  Ensayo,  ns.  212,  213  y  214. 

FORO.  El  silio  en  que  los  tribunales  oyen  y  determinan 
las  causas:  exercendurum  lilhim  locus;  cap.  Fonts ,  10  ,  de 
vci'b.  signif.  (\J.  La  palabra  foro ,  según ;  Varron  (lib.  1  de 
ling.  tal.)  y  Calvino  {Lexicón  jurid.)  viene  de  ferendo,  y  se 
llama  así  porque  á  él  se  llevan  los  pleitos  y  las  cosos  vena- 
Ico  ;  lo  que  supone  que  se  administraba  la  justicia  en  los 
mercados.  Efectivamente,  foro  entre  los  Romanos  érala 
plaza  pública,  donde  so  tenían  las  juntas  del  pueblo,  se 
trataban  los  negocios  públicos,  y  se  administraba  justicia; 
estaba  rodeado  do  pórlicos  y  tiendas  que  ocupaban  por  la 
mayor  parte  los  banqueros  y  los  vendedores  de  comestibles; 
y  habia  salas  espaciosas  llamadas  basílicas,  donde  se  reu- 
nían los  tribunales.  Mas  según  el  citado  cap.  Forus,  se  deriva 
foro  de  la. palabra  fondo  que  significa  ha biar,  ó  bien  del 
rey  Foronco,  que  fué  el  primero  que  dio  leyes  á  los  Griegos  : 
Forus  à  fundo  diclus ,  sipo  à  Foronco  rege ,  qui  primas  gree- 
cis  legón  dedil.  También  se  toma  foro  por  el  mismo  tribunal 
de  justicia,  y  antiguamente  se  tomaba  por  lo  mismo  que 
fuero. 

FORO.  En  Galicia  y  Asturias  se  llama  asi  cierto  contrato 
muy  semejante  á  la  enfiléusis ,  en  cuya  virtud  el  dueño  del 
terreno  cede  el  dominio  útil  de  él  á  otro  por  una  ó  mas  ge- 
neraciones mediante  el  pago  de  cierto  canon  anual  en  frutos 
ó  en  dinero.  También  se  denomina  foro  el  canon  ó  pension 
que  paga  el  poseedor  del  dominio  útil  al  del  dominio  directo. 
Los  foreros  ó  enfiteutas  pueden  dar  en  foro  á  otros  segundos, 
que  se  dicen  sub foreros,  la  misma  finca  que  recibieron  del 
dueño  primordial ,  con  mayor  gravamen  que  el  que  este  les 
impuso. 

FORTALEZA.  La  obra  que  se  levanta  para  cerrar  y 

(1)  follet,  in  Historia  fort  roman. ,  cap.  1  y  sig.  —  Véase 
también  el  cap.  10,  de  verb.  siunif.,  cuyas  etimologías  impugna 
Cavalario  ea  el  tít.  De  foro  competenli. 


defender  algún  paraje  contra  la  invasion  del  enemigo.  Nadie 
puede  levantar  fortalezas  sin  real  licencia;  leyes  h  y  6 ,  lit¡.  1, 
lib.  7,  Nov.  Rec.  Todas  las  fortalezas  que  se  hicieren  en  las 
ciudades,  villas  y  lugares  de  mayorazgo,  y  todas  las  cercas 
de  dichas  ciudades  ,  villas  y  lugares  que  se  hicieren  ó  repa- 
raren en  ellas,  y  asimismo  los  edificios  que  se  hicieren  en 
las  casas  de  mayorazgo  labrando  ó  reedificando  en  ellas,  son 
y  se  reputan  por  de  mayorazgo,  como  lo  son  ó  fueren  laS 
ciudades  ,  villas,  lugares  y  casas  donde  se  hicieren  ;  y  en 
todo  ello  debe  suceder  el  que  fuere  llamado  al  mayorazgo 
con  los  vínculos  y  condiciones  en  el  mayorazgo  contenidas, 
sin,  que  tenga  obligación  de  dar.parte  alguna  de  la  estima- 
ción ó  valor  de  los  dichos  edificios  á  la  mujer  é  hijos  del  que 
los  hizo ,  ni  á  sus  herederos  ó  sucesores  :  no  entendiéndose 
por  esto  dada  facultad  para  que  sin  real  licencia  se  puedan 
hacer  ó  reparar  las  dichas  cercas  ó  fortalezas,  sobre  lo  cual 
deberán  observarse  las  leyes  del  reino;  ley  &6  de  Toro. 
Véase  Edificio  ,  n.  V. 

FORZADO.  El  que  padece  fuerza  ó  violencia  que  otro 
le  hace;  —  y  el  galeote  que  en  pena  de  sus  delitos  estaba 
condenado  á  servir  al  remo  en  las  galeras.  También  puede 
llamarse  forzado  el  condenado  à  trabajos  públicos  en  un  pre- 
sidio. Véase  Consentimiento  ,  Fuerza  y  Restitución. 

FORZAI50R.  El  que  hace  fuerza  ó  violencia  física  para 
conseguir  algún  fin.  Dícese  mas  comunmente  del  que  conoce 
á  alguna  mujer  contra  su  voluntad.  Véase  Fuerza  y  Rapto. 

FOSADO.  Un  tributo  que  antiguamente  se  pagaba  al  rey 
cuando  salía  à  campaña  ;  y  también  la  obligación  de  .acom- 
pañarle á  la  guerra.  «  Mandamos,  dice  el  Fuero  de  León, 
tít.  17,  que  aquellos  que  costumaron  hyr  en  fossádo  con  el 
rey,  ó  con  los  condes,  ó  con  los  merinos,  que  vayan  assi 
como  lo  ovieron  de  costume.  » 

FOSATORIA.  Un  tributo  que  se  pagaba  por  la  fábrica 
y  reparación  de  los  fosos,  y  era  distinto  del  que  se  llamaba 
fonsaderaó  fosatera  ,  destinado  en  general  para  los  gastos  de 
la  guerra. 

FR 

FRACTURA.  En  lo  criminal  se  llama  así  el  acto  do 
romper,  quebrantar,  ó  forzar  puerta,  ventana,  reja,  pared, 
techo  ó  suelo,  cofre,  papelera ,  escritorio,  arca,  cómoda, 
maleta  ,  candado ,  cerraja  ,  ú  otros  cualesquiera  utensilios  ó 
instrumentos  que  sirven  para  cerrar  ó  impedir  el  paso  ó  para 
tener  guardada  alguna  cosa. 

I.  Las  fracturas  son  esíeriores  ó  interiores.  Son  fracturas 
estertores  aquellas  por  cuyo  medio  puede  uno  introducirse 
en  una  casa  ó  habitación  ó  en  cualquiera  otro  edificio;  y 
fracturas  interiores  son  aquellas  que  despues  déla  introduc- 
ción en  la  casa  ó  habitación  ó  en  otro  edificio  ,  se  hacen  en 
las  puertas  de  los  cuartos  ó  aposentos,  en  los  armarios, 
cofres  ú  otros  muebles  cerrados.  —  La  entrada  en  una  casa  , 
edificio  ó  jardin  por  encima  del  tejado,  de  la  puerta  ó  de  la 
pared  ,  y  aun  por  una  ventana  que  se  hubiese  dejado  abierta, 
se  llama  propiamente  escalamiento;  y  se  considera  de  la 
misma  gravedad  que  el  escalamiento,  la  introducción  por 
aberturas  ó  conductos  subterráneos,  ó  por  debajo  de  las 
puertas  ó  paredes. 

II.  La  causa  que  mas  frecuentemente  da  lugar  alas  fracturas 
es  el  robo ,  el  cual  acompañado  de  esta  circunstancia  se  con- 
sidera calificado  y  digno  por  lo  tanto  de  pena  mas  grave  que 
el  robo  ó  el  hurto  simple.  El  robo,  se  dice,  es  un  crimen, 
la  fractura  ó  efraccion  es  otro  crimen  ,  pues  que  es  un  aten- 
tado á  la  seguridad  pública  :  luego  en  el  robo  con  fractura 
hay  dos  crímenes  ,  mientras  que  en  el  simple  no  hay  mas 
que  uno.  Pero  ¿  cómo  no  se  echa  de  ver,  dicen  otros,  que 
la  fractura  no  es  aquí  mas  que  un  medio  para  llegar  á  la  per- 
petración del  mismo  crimen ,  y  no  un  crimen  nuevo  y  d;s- 
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tinto;  que  si  la  efraccion  viola  la  segundad  de  los  particu- 
lares, do  la  viola  ménos  la  introducción  furtiva  del  ladrón; 
y  que  aun  entre  estos  dos  medios,  siendo  el  último  el  mas 
ordinario  y  el  mas  fácil  para  los  delincuentes  ,  y  el  mas  pe- 
ligroso,para  los  ciudadanos  por  el  hecho  de  ser  mas  oculto, 

el,  merece  de  consiguiente  una  pena  mas  fuerte  que  elprimero? 

ij  , ,  III.  Sin  embargo  ,  ha  prevalecido  en  la  legislación  y  en  la 
jurisprudencia  la  opinion  que  considera  mas  graves  los  de- 
litos cometidos  con  violencia  ó  fractura  que  loa  cometidos 
con  artificio.  Contra  la  introducción  furtiva  de  los  ladrones 
ú  otros  enemigos  en  tu  casa  ó  aposento  podrás  tomar  medi- 
das de  precaución  ;  pero  si  ni  las  puertas  ni  las  rejas  ni  aun 
las  paredes  los  detienen  ,  ¿  cómo  te  librarás  de  sus  manos  ? 
¿dónde  encontrarás  seguridad  ?  Esta  reflexión  que  á  lodos  se 
presenta,  produce  una  alarma  general  que  á  lodos  espanta 

sol  ~y.hace  mirar, con  terror  las  violencias  de  esta  clase.  No  es 
estraño  pues  que  nuestras  leyes  hayan  impuesto  penas  seve- 
rísimas  á  los  que  por  llevar  á  cabo  sus  perversos  designios 
hacen  quebrantamientos  ó  efracciones.  «  Todo  home  que  fora- 
,  daré  casa  ,  ó  iglesia  quebrantare,  por  furtar,  dice  la  ley  6, 
lit.  5 ,  lit»,  h.  del  Fuero  Real ,  muera  por  ello.  »  Según  la  ley  9, 
tít.  15,  lib.  12  ,  Nov.  Rec.  :  «  Todo  aquel  que  forada  casa, 
dice  Enrique  III,  ó  ficiere  lugar  por  donde  hombre  entre  á 
hacer  maleficio ,  cae  en  caso  de  aleve ,  y  pierde  la  mi  lad  de 
sus  bienes  para  la  nuestra  cámara  ,  y  el  cuerpo  á  la  mi  mer- 
ced. »  La  ley  6,  tít.  11,  lib.  12,  Nov.  Rec,  reputa  calificado 
el  hurto  en  que  interviene  escalamiento,  ó  fractura  de  puerta 
de  casa,  arca,  cofre,  papelera  ,  escritorio  ú  otra  cosa  cer- 
rada eh  que  estuviese  la  cosa  que  se  hurtase  ;  y  deja  en  pié 
con  respecto  á  los  hurtos  de  esta  especie  la  ley  5  del  mismo 
título,  que  los  castiga  en  la  corte  con  pena  capital.  Por  último, 
en  real  orden  de  51  de  agosto  de  1772  sobre  robos  hechos 
por  soldados  en  cuarteles ,  casas  de  oficiales ,  de  paisanos  en 
que  estén  alojados,  ó  tiendas  de  dependientes  del  ejército, 
se  dispone  por  su  art.  2,  que  el  soldado  «  que  hiciere  fractura 
de  puerta,  ventana  ,  pared,  techo  ó  suelo,  cofre,  papelera, 
falseos  de  llaves ,  violencia  ó  uso  de  armas ,  aunque  no  llegue 
á  verificarse  el  robo,  y  verificado  desde  un  real  arriba,  será 
ahorcado,  y  si  resultase  muerte,  será  ahorcado  y  descuar- 
tizado :  »  —  y  habiéndose  suscitado  algunas  dudas  sobre  si 
la  voz  fractura  se  ha  de  contraer  ó  coarlar  en  dicho  artículo 
específicamente  al  robo  para  poder  imponer  á  los  reos  las 
penas  que  en  él  se  prescriben  ,  declaró  S.  M.  por  resolución 
de  25  de  marzo  de  1775,  «  que  se  señaló  la  pena  de  muerte 
por  el  mero  hecho  de  la  fractura ,  porque  este  es  un  medio 
directo  para  todo  género  de  mal,  y  el  que  quebranta  puerta , 
ventana ,  pared ,  etc.,  sin  duda  alguna  se  ha  propuesto  robo, 
rapto,  asesinato,  ú  otra  maldad,  ó  está  dispuesto  á  come- 
terla; de  manera  que  no  se  ha  de  coartar  y  determinar  la 
fractura  específicamente  al  robo  ,  sino  que  se  ha  de  castigar 
en  sí  sola  como  clase  particular  de  delito  que  tiene  señalado 
su  propio  y  peculiar  castigo.  » 

IV.  Resulta  pues  que  nuestra  legislación  mira  unas  veces 
la  fractura  como  delito  peculiar,  y  otras  solo  como  circuns- 
tancia agravante.  Según  la  jurisprudencia  francesa,  la  efrac- 
cion no  constituye  un  delito  por  sí  misma,  sino  que  es 
simplemente  una  circunstancia  que  agrava  el  delito  á  que 
acompaña  y  que  influye  en  el  aumento  de  la  pena;  de  modo 
que  por  sí  sola  no  produce  sino  acción  civil  á  favor  del 
perjudicado. 

V.  Como  quiera  que  sea ,  el  rigor  de  las  penas  designadas 
por  nuestras  leyes  en  razón  de  las  fracturas  se  resiente  de- 
masiado de  la  crudeza  de  los  tiempos  en  que  se  dieron,  para 
que  dejen  de  admitir  modificación  en  la  práctica.  Muy  rara 
vez,  ó  quizá  nunca,  se  habrán  de  castigar  en  el  día  las  frac- 
turas con  pena  capital,  ya  se  consideren  aisladas,  ya  se 
miren  como  medios  para  comeler  un  delito.  Las  fracturas 
ester  ¡ores  son  mas  graves  que  las  interiores  :  las  que  se  hacen 
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en  edificios  ó  lugares  habitados  lo  son  mas  que  las  que  se 
hacen  en  sitios  no  destinados  áhabilacion  ;  y  las  que  se  hacen 
por  matar  lo  son  mas  que  las  que  se  hacen  con  objeto  de 
comeler  algún  robo.  De  todos  modos,  apenas  parece  que 
podrá  dárseles  otra  calificación  que  la  de  circunstancias 
agravantes,  y  que  pocas  veces  deberá  imponerse  por  ellas 
olro  castigo  que  el  correspondiente  al  delito  principal  con 
algún  aumento.  ¿Qué  diremos  de  las  fracturas  hechas  en 
una  cárcel  para  escaparse  de  la  prisión?  Véase  Cárcel. 

VI.  Siempre  que  haya  fractura,  es  necesario  hacerla 
constar  por  medio  de  peritos ,  no  debiendo  contentarse  el 
juez  con  que  el  escribano  ponga  fe  de  ella  ni  con  que  la  de- 
claren algunos  testigos.  Así  que,  siendo  el  rompimiento  do 
pared  ó  techo  .  se  hará  el  reconocimiento  por  dos  maestros 
de  obras  ó  albañiles;  si  de  rejas  ó  cerraduras,  por  dos  cer- 
rajeros ;  si  de  puerta,  vrntana  ,  cofre,  armario,  papelera, 
arca  ó  cómoda ,  etc.,  por  carpinteros  ó  ebanistas;  y  así 
respectivamente  en  las  demás  cosas,  por  los  que  tienen  co- 
nocimientos en  el  arte.  Las  fracturas  ó  rompimienlos  no 
deben  componerse  hasta  después  de  ejecutado  el  reconoci- 
miento; y  si  por  descuido  ú  otra  razón  se  hubiesen  com- 
puesto antes,  será  preciso  lomar  declaración  á  los  que  las 
compusieron  ó  repararon  ,  para  que  conste  con  la  debida 
formalidad  el  estado  que  tenian  antes  de  la  compostura. 

FRAGANCIA.  La  actualidad  de  cometer  algún  delito. 

FRAGANTE.  Dícese  en  fragante  ,  en  fragranté,  en  fla- 
grante ó  in  fraganli ,  para  espresar  que  á  uno  se  le  coge  ó 
sorprende  en  el  mismo  hecho,  en  el  punto  ó  instante  de  la 
ejecución  del  delito.  Véase  Flagrante.  * 

FRAILE.  Véase  Religioso. 

FRANGES.  Tiene  la  calidad  de  francés:  Io.  todo  indivi- 
duo nacido  en  Francia  de  padre  francés,  ó  de  madre  francesa 
y  padre  desconocido,  ó  de  padre  y  madre  desconocidos: 
2o.  el  hijo  nacido  y  aun  el  solo  concebido  fuera  de  Francia 
de  padre  francés  que  no  ha  perdido  esta  calidad  :  5°.-  el  hijo 
nacido  en  Francia  de  padre  estranjero,  con  tal  que  dentro 
de  un  año  después  de  haber  llegado  á  la  mayor  edad  reclame 
la  calidad  de  francés  ,  declarando  que  su  intención  es  fijar 
su  domicilio  en  Francia  si  ya  residiere  allí ,  ó  sometiéndose 
en  caso  de  estar  en  el  estranjero  á  fijarlo  en  aquel  reino  y 
estableciéndolo  de  hecho  en  él  dentro  de  un  año  contado 
desde  el  acto  de  la  sumisión  :  h°.  el  hijo  nacido  en  pais  es- 
tranjero de  un  francés  que  hubiese  dejado  de  serlo,  siempre 
que  reclame  en  cualquier  tiempo  dicha  calidad  y  llene  las 
formalidades  prescritas  para  el  hijo  nacido  en  Francia  de 
padre  estranjero  sobre  domicilio  :  5°.  el  estranjero  natura- 
lizado en  Francia  :  6o.  la  estranjera  casada  con  francés , 
pues  por  medio  del  matrimonio  queda  naturalizada  en  Francia 
de  pleno  derecho.  Cod.  civil  de  Francia,  arts.  8,  9,  10 y  12, 
con  las  esplicac.de  Rogron  y  Merlin.  Comparando  estas  dis- 
posiciones del  código  civil  de  Francia  con  el  artículo  Io.  de 
la  Constitución  española  de  1857,  se  verá  que  un  mismo  in- 
dividuo puede  hallarse  revestido  á  un  mismo  tiempo  de  las 
calidades  de  francés  y  español.  Véase  Espaíwl. 

Las  herencias  de  los  franceses  transeúntes  en  España,  y 
de  los  españoles  transeúntes  en  Francia  ,  muertos  con  testa- 
mento ó  abintestato,  deben  liquidarse  por  los  cónsules  ó 
vice-consules  en  los  térnr.nos  que  previenen  los  artículos  33 
y  54  del  tratado  de  Utrecrt,  y  el  producto  entero  ha  de  entre- 
garse á  los  herederos  hallándose  presentes,  sin  que  el  tri- 


bunal de  cruzada  ni  otro  juez  eclesiástico  pueda  mezclarso 
en  semejantes  herencias.  Sin  embargo,  para  verificar  y  sal- 
var el  derecho  ó  intereses  que  pueda  tener  que  deducir 
contra  ellas  algún  subdito  territorial  ó  de  otra  nación  en  ca- 
lidad de  acreedor  ó  por  otro  tilulo ,  podrá  la  jurisdicción 
militar,  si  la  hay,  y  en  su  delecto  la  justicia  ordinaria,  pro- 
ceder con  intervención  de  cónsul  ó  vico-cónsul  y  no  de  otra 
manera,  á  formar  el  inventario,  á  cuidar  y  providenciar 
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para  que  los  efectos  de  dichas  herencias  se  pongan  y  tengan 
en  segura  custodia  á  beneficio  de  las  partes  interesadas  en 
casa  de  uno  ó  mas  negociantes  de  satisfacción  y  conocimiento 
del  cónsul ,  conforme  á  lo  dispuesto  en  el  artículo  5£i. 

Los  cónsules  franceses  en  España  y  los  españoles  en  Francia, 
siendo  vasallos  del  principe  que  los  nombra,  gozan  de  la  in- 
munidad personal,  sin  que  puedan  ser  arrestados,  salvo  por 
delitos  muy  atroces  ,  ó  en  el  caso  de  ser  negociantes,  pues 
entonces  esta  inmunidad  personal  deberá  solo  entenderse  por 
motivo  de  deudas  ú  otras  causas  civiles  que  no  envuelvan 
delito  ó  cuasi  delito,  ó  que  no  dimanen  de  comercio  que  eje- 
cutaren ellos  por  sí  ó  sus  dependientes.  Están  esentos  de 
alojamiento,  menos  en  los  casos  de  absoluta  necesidad  ;  y  lo 
están  asimismo  de  cargas  y  servicios  personales. 

lias  sus  casas  no  gozan  de  inmunidad  :  y  así  podrán  ejer- 
cerse en  ellas  por  las  justicias  del  pais  las  pesquisas  y  dili- 
gencias que  convengan  á  la  policía  y  administración  de  jus- 
ticia ,  previo  recado  de  atención  :  bien  que  nunca  podrá 
llegarse  á  los  papeles  del  consulado  ,  sino  solo  á  los  pecu- 
liares del  cónsul  en  lo  concerniente  á  los  negocios  de  su 
comercio. 

No  deben  mezclarse  los  cónsules  ó  vice-cónsules  en  los 
navios  de  su  nación  sino  para  acomodar  por  via  de  arbitrio 
las  disensiones  que  sobrevengan  entre  los  capitanes  y  mari- 
neros en  cuanto  al  tiempo  de  su  servicio,  flete  y  salarios:  y 
tampoco  se  mezclarán  para  mas  ni  de  otro  modo  en  las  dife- 
rencias entre  sus  naturales  transeúntes ,  sino  cuando  quieran 
someterse  á  ello  de  común  consentimiento;  quedando  ileso 
el  derecho  natural  de  recurrir  á  la  justicia  del  pais  á  cual- 
quiera de  dichos  capitanes,  marineros  ó  nacionales  tran- 
seúntes que  se  sintiesen  perjudicados  ú  oprimidos  por  el 
cónsul  ó  vice-cónsul. 

Los  cónsules  y  vice-cónsules  franceses  deben  conocer  de 
los  naufragios  d¿  los  navios  de  su  nación  que  acaecieren  en 
as  costas  de  Esp'aña ,  y  del  mismo  modo  los  cónsules  y  vice- 
cónsules españoles  conocerán  de  los  naufragios  que  las  em- 
barcaciones españolas  padecieren  en  las  costas  de  Francia, 
uo  teniendo  otra  intervención  la  respectiva  jurisdicción  de 
marina  de  uno  y  otro  reino  que  facilitar  los  ausilios  que  se 
le  pidieren  y  prestar  su  autoridad  paraj  la  legalidad  del  in- 
ventario de  los  efectos  naufragados  ,  depósito  de  ellos  en  la 
aduana,  y  otros  incidentes  que  pudieren  hacer  sospechosa 
la  conducta  de  los  capitanes,  patrones  y  conductores  de  na- 
vios. Convenio  entre  España  y  Francia  de  13  de  marzo  de 
1769.  Yéase  Extranjero ,  Extradición  y  Cónsul. 

FRANQUEAMIENTO.  Antiguamente  el  acto  de  fran- 
quear ó  dar  libertad  al  esclavo. 

FRANQUEZA.  La  libertad  ó  esencion  de  alguna  ley 
común,  ó  de  alguna  carga  ó  gravamen  á  que  todos  están 
sujetos. 

FRANQUICIA.  La  libertad  y  esencion  que  se  concedo 
á  alguna  persona  ó  pueblo  para  no  pagar  derechos  en  las 
mercaderías  que  introduce  ó  extrae. 

f  Ninguna  persona ,  corporación  ni  establecimiento ,  cual- 
quiera que  sea  su  clase,  disfrutará  de  esencion  total  ni  par- 
cial en  el  pago  de  los  derechos  sobre  el  consumo  de  especies 
determinadas.  Leí/  de  prcsitp.  de  23  de  mayo  de  18'l5.  Véase 
Derecho  de  consumo. 

Tampoco  se  concederá  rebaja  al  derecho  de  arancel  para 
estimular  la  entrada  ó  salida  de  género  alguno.  Ley  de  9  de 
julio  de  dSíll. 

■f  FRANQUICIA  de  l.\  correspondencia  oficial. 
Véase  Correos  y  poslas. 

FRATRICIDA.  El  que  mata  á  su  hermano.  Véase  Par- 
ricida. 

FRAUDE.  Según  el  diccionario  de  la  Academia  española 
es  lo  mismo  que  engaño;  pero  como  no  decimos  que  tal  ó  tal 
cosa  se  ha  hecho  en  engaño  de  la  ley,  en  engaño  délos  acree- 


dores ,  sino  en  fraude  de  la  ley,  en  fraude  de  los  acreedores , 
preciso  será  que  entre  fraude  y  engaño  exista  alguna  dife- 
rencia. Engaño  es  en  efecto  toda  astucia  ó  maquinación  de 
que  uno  se  sirve,  hablando  ú  obrando  con  mentira  ó  arti- 
ficio ,  para  frustrar  la  ley  ó  los  derechos  que  ella  nos  da;  y 
fraude  no  es  otra  cosa  que  el  hecho  de  frustrar  la  ley  ó  los 
derechos  que  de  ella  se  nos  derivan,  esto  es,  el  hecho  do 
burlar,  eludir  ó  dejar  sin  efecto  la  disposición  de  la  lev,  ó 
de  usurparnos  lo  que  por  derecho  nos  pertenece:  de  manera 
que  el  engaño  puede  considerarse  como  el  medio  de  arribar 
al  fraude,  y  el  fraude  como  el  fin  ú  objeto  que  uno  se  pro- 
pone lograr  con  el  engaño.  Sin  embargo ,  como  el  engaño  y 
el  fraude  suelen  ir  juntos,  pues  que  no  hay  fraude  sin  en- 
gaño, de  ahí  es  que  en  el  "lenguaje  vulgar  se  toman  indistin- 
tamente el  uno  por  el  otro.  Véase  Contrabando ,  Defrauda- 
ción, Dolo  y  Engaño. 

FRUCTUARIO.  El  que  tiene  el  derecho  de  gozar  los 
frutos  de  alguna  cosa  en  que  no  tiene  la  propiedad.  Véase 
Usufructuario. 

FRUTOS.  En  general  se  llama  fruto  lo  que  una  cosa 
produce,  esto  es,  todo  acrecimiento,  multiplicación,  au- 
mento, emolumento,  rendimiento,  ó  producto  de  alguna 
cosa  ,  cualquiera  que  ella  sea.  Hay  frutos  naturales,  indus- 
triales y  civiles. 

Frutos  naturales  son  los  productos  espontáneos  de  la  tier- 
ra, como  los  árboles  silvestres  ,  las  yerbas  ,  y  los  frutos  de 
los  árboles,  aun  de  aquellos  que  han  sido  plantados  por  la 
mano  del  hombre,  porque  una  vez  hecha  la  plantación  vie- 
nen los  frutos  naturalmente  sin  cultivo.  También  se  cuentan 
entre  los  frutos  naturales  los  productos  de  los  animales  ,  esto 
es ,  la  lana ,  el  pelo ,  la  leche  y  las  crias  ;  y  estas  pertenecen 
al  dueño  de  la  hembra  y  no  al  del  macho ,  pues  que  siguen 
al  vientre  :  Si  equam  meam  eqtnts  tuus  prœgnanlem  fecerit, 
non  est  tuum  ,  sed  meum  ,  quod  nalum  est  ;  D.  lib.  6 ,  til.  1 , 
de  rei  vindicat.,  1.  S,  §  2.  Véase  Animales.  Sin  embar- 
go, como  es  necesario  cuidar  de  los  animales  para  que 
crien,  alimentarlos,  alojarlos,  y  curarlos  en  sus  enfermeda- 
des ,  pretenden  muchos  jurisconsultos  que  las  crias  ,  la  leche 
y  la  lana  ó  pelo  son  frutos  industriales. 

Frutos  industriales  son  los  que  no  produce  la  tierra  sino 
con  el  ausilio  del  cultivo  y  del  trabajo  del  hombre,  como  las 
legumbres ,  los  cereales  y  las  uvas. 

Frutos  civiles  son  las  rentas  anuales  que  no  provienen  de 
la  cosa  misma,  sino  con  ocasión  de  ella  ,  en  virtud  de  una 
convención ,  como  el  precio  de  los  alquileres  ó  arrendamien- 
tos de  casas,  molinos,  tahonas,  ingenios,  aceñas  y  arte- 
factos, fincas  y  propiedades  territoriales  ,  los  fletes,  y  los 
réditos  de  juros ,  censos  y  cualesquiera  otros  efectos ,  accio- 
nes y  derechos  semejantes. 

Los  frutos  naturales  é  industriales  unas  veces  se  conside- 
ran muebles  y  otras  inmuebles.  Se  reputan  inmuebles  mien- 
tras se  hallan  pendientes  de  sus  raices,  quia  fruclus  penden- 
tes pars  fundí  vidmlur  ;  y  se  tienen  por  muebles  luego  que 
se  los  separa  de  ellas  ,  como  el  trigo  segado ,  la  madera  cor- 
tada, la  fruta  cogida,  aunque  permanezcan  en  la  heredad  ó 
campo  que  los  produjo  sin  ser  trasportados  á  los  trojes  ó  al- 
macenes del  propietario. 

Todos  los  frutos  qne  nacen  en  nuestras  heredades  son 
nuestros,  aunque  otro  los  haya  sembrado  ;  porque  los  frutos 
se  perciben  por  razón  del  suelo  y  no  de  la  simiente  :  omnes 
fruclus  jure  soli  non  jure  seminis  percipiunlur.  Véase  Ac- 
cesión mixta,  Poseedor  y  Usufructo. 

Llámanse  frutos  en  especie  los  que  no  están  reducidos  ó  va- 
luados á  dinero  ú  otra  cosa  equivalente.  —  A  fruto  sano  es 
una  espresion  de  que  se  usa  entre  labradores  en  los  arren- 
damientos de  tierras  y  frutos,  y  que  denota  ser  el  picc'ioel 
mismo  un  año  que  otro  ,  sin  que  el  caso  de  esterilidad  ó  lor- 
l^to  minore  por  el  tiempo  ó  años  del  contrato  la  cantidad 
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i ,  ni  se  pida  tasación.  —  Dar  frutos  por  alimentosas 
i!:;n  frase  que  se  dice  cuando  al  tutor  ó  curador  se  concede 
to!o  el  producto  de  las  rentas  del  pupilo  para  alimentarle; 
§Bp§bSJ  los  frutos. ó  réditos  dí  los  bienes  de  los  pupilos  son 
iíy'tíílcs ;  poco  mas  ó  menos  á  los  alimentos  que  les  correspon- 
dan ..hay  la  practicado  pedirse  por  los  tutores,  y  concerlér- 
sg}e$,pOT  el  juez,  que  alimentando  al  pupilo  según  stí*estado 
y  (Circunstancias,  hagan  suyos  los  frutos,  sin  obligación  de 
qair,,çuenla  de  ellos,  ni  poder  sacar  su  déeima. 

FRUSTRATORIO  ó  frustráneo.  Dícese  de  todo  acto 
simulado  y  colusorio.!,, que  tiene  por  objeto  sorprender  á  al- 
guna persona  ó  retardar  el  pago  de  una  deuda  ,  ó  que  es  fri- 
volo y  no  tiene  relación  con  el  negocio  de  que  se  trata  entre 
las  partes. 

FUEGO.  Véase  incendio. 

FUEGOS.  Los  vecinos  que  hay  en  un  pueblo;  y  así  se 
dice  que  un  lugar  tiene  tantos  fuegos,  esto  es,  hogares  ó 
vecinos. 

FUEGOS  artificiales..  Los  cohetes  y  otros  artificios  de 
pólvora  que  se  suelen  hacer  en  ocasión  de  algún  regocijo,  fiesta 
ó  diversion.  Está  prohibido  fabricarlos,  venderlos  y  usarlos,  y 
disparar  fusil,  escopeta  ó  pistola  cargada  con  munición  ó 
sin  ella  dentro  de  los  pueblos,  y  sus  inmediaciones,  por  los 
incendios  y  otras  desgracias  que  suelen  ocurrir  con  seme- 
jante motivo.  El  contraventor  incurre  por  la  primera  vez  en 
treinta  dias  de  cárcel  y  treinta  ducados  de  multa  ,  con  apli- 
cación à  penas  de  cámara  y  gastos  de  justicia  ;  por  la  segun- 
da en  doble  pena;  y  por  la  tercera  en  cuatro  años  de  presi- 
dio en  uno  de  los  de  África.  Leyes  3,  4  y  8,  lit.  53,  tib.  7 , 
<y  ley  il ,  Ht.  19,  lib.  5,  Nov.  Rec.  Los  muchachos  que  tiran 
en  las  calles  y  paseos  por  diversion  cohetes  ú  otros  fuegos 
artificiales ,  incurren  en  la  pena  de  diez  ducados  ,  que  deben 
exigirse  á  los  padres;  ley  11  ,  art.  8,  lit.  19,  lib.  3,  Nov. 
liée.  (1). 

FUENTE.  El  manantial  de  agua  que  brota  de  la  tierra. 
Véase  Agua.  • 

FUERO.  Esta  palabra  ha  tenido  y  todavía  tiene  acepcio- 
nes muy  diversas.  En  lo  antiguo,  y  especialmente  en  el 
lenguaje  de  la  edad  media, se  denominaron  fueros:  —  Io.  las 
compilaciones  ó  códigos  generales  de  leyes,  como  el  Fuero 
Juzgo ,  el  Fuero  Real ,  etc.  :  —  2o.  los  usos  y  costumbres  que 
consagrados  por  una  observancia  general  y  constante  lle- 
garon á  adquirir  con  el  trascurso  del  tiempo  la  fuerza  de 
ley  no  escrita;  y  en  este  sentido  las  cláusulas  tan  comunes 
en  los  documentos  públicos ,  ir  contra  fuero  ,  quebrantar 
el  fuero,  dar  fueros,  espresan  lo  mismo  que  introducir  y 
autorizar  usos  y  costumbres,  ó  ir  contra  ellas  ó  desatarlas  : 
—  3o.  las  cartas  de  privilegios  ,  ó  instrumentos  de  esencio- 
nes  de  gabelas,  concesiones  de  gracias,  mercedes  ,  franque- 
zas y  libertades  ;  y  así  quebrantar  el  fuero  ó  ir  contra 
fuero  ,  conceder  ó  confirmar  fueros,  no  es  mas  que  otorgar 
solemnemente  y  por  escrito  semejantes  esénciohes  y  gra- 

(1) Téngase  presente  para  la  república  de  Mcjico,qúc'cí  auto  acord. 
52  del  primer  foliajc  en  Montemayor  previene  que  los  coheteros 
no  tengan  sus  obradores  dentro  de  la  ciudad,  y  que  velen  sobre 
ellos  las  justicias.  —  Los  artículos  hS  y  46  del  bando  de  7  de  fe- 
brero de  1825,  prohiben  el  que  se  tirase  en  caso  alguno  cohetes  á 
mano,  bajo  la  multa  de  doce  reales  por  la  primera  vez,  doble  pol- 
la segunda ,  y  triple  por  la  tercera  ,  ademas  de  resarcir  los  daños 
conforme  á  las  le\es.  El  10  del  bando  de  5  de  julio  de  18-29  ,  pro- 
hibió los  arrojad  i/os  de  los  castillos  ,  y  que  estos  se  quemasen  en 
calles  estrechas,  como  asimismo  el  que  los  corredizos  se  pon- 
gan de  balcón  á  balcon,  pues  deben  estar  aislados  en  medio  de  la 
calle  bajo  multa  que  no  baje  de  diez  pesos  ni  esceda  de  25.  — 
En  11  de  diciembre  se  prohibió  también  quemar  cámaras. 
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cias ,  ó  pasar  contra  ellas  :  —  k°.  las  cartas-pueblas  ó  los 
contratos  de  población  en  que  el  dueño  del  terreno  pactaba 
con  los  pobladores  ó  colonos  aquellas  condiciones  bajo  las 
cuales  habian  de  cultivarlo  y  disfrutarlo,  y  que  regular- 
mente se  reducían  al  pago  de  cierta  contribución  ó  al  reco- 
nocimiento de  vasallaje  :  —  S°.  los  instrumentos  ó  escrituras 
de  donación  otorgadas  por  algún  señor  ó  propietario  á  favor 
de  particulares,  iglesias  ó  monasterios,  cediéndoles  tierras, 
posesiones  y  cotos ,  con  las  regalías  y  fueros  anejos  que  dis- 
frutaba el  donante  en  todo  ó  en  parte  según  se  estipulaba ,  y 
estableciendo,  ó  por  mejor  decir,  recordando  las  penas  quo 
el  código  gótico  imponía  á  los  que  hiciesen  daño  en  las  pro- 
piedades ó  en  cualquiera  manera  inquietasen  á  sus  dueños  : 
—  6o.  las  declaraciones  hechas  por  los  magistrados  sobre  loa 
términos  y  cotos  de  los  concejos  ,  sobre  las  penas  y  multa; 
en  que  debian  incurrir  los  que  los  quebrantasen ,  y  sobra 
los  casos  en  que  habian  de  tener  lugar  las  penas  del  Fuero 
Juzgó  :  —  7o.  las  cartas  espedidas  por  los  reyes,  ó  por  los 
señores  en  virtud  de  privilegio  dimanado  de  la  soberanía  , 
en  que  se  contienen  constituciones,  ordenanzas  y  leyes  civi- 
les y  criminales ,  dirigidas  á  establecer  con  solidez  los  comu- 
nes de  villas  y  ciudades ,  erigirlas  en  municipalidad!  s-,  y 
asegurar  en  ellas  un  gobierno  templado  y  justo ,  y  acomo- 
dado á  la  constitución  pública  del  reino  y  á  lascircunstaa- 
cias  de  los  pueblos.  Véase  Fuero  municipal. 

FUERO.  No  solo  tiene  esta  palabra  las  acepciones  quo 
se  han  espresado  en  el  artículo  anterior,  sino  que  significa 
ademas  :  —  Io.  el  lugar  del  juicio,  esto  es,  el  lugar  ó  sitio 
en  que.se  hace  ó  administra  justicia  :  —  2o.  el  juicio,  la  ju- 
risdicción y  potestad  de  juzgar  ;  en  cuyo  sentido  se  dice  que 
tal  ó  tal  causa  pertenece  al  fuero  eclesiástico  si  corresponde 
al  juicio,  á  la  jurisdicción  ó  potestad  eclesiástica;  que  per- 
tenece al  fuero  secular  si  corresponde  al  juicio,  á  la  juris- 
dicción ó  potestad  secular  ú  ordinaria ,  y  que  es  de  mixto 
fuero  ,  mixli  fori,  si  pertenece  á  entrambas  jurisdicciones  ó 
potestades  : —5o.  el  tribunal  del  juez  á  cuya  jurisdicción 
está  sujeto  el  reo  ó  demandado  ;  bien  que  en  este  sentido  -e 
llame  fuero  competente:  —  lt°.  el  distrito  ó  territorio  dentro 
del.  cual  puede  cada  juez  ejercer  su  jurisdicción. 

El  fuero  conside/ado  como  jurisdicción  ó  lugar  del  juicio, 
se  divide  en  ordinario  y  especial  ó  privilegiado.  Fuero  or- 
dinario es  el  poder  de  conocer  ó  el  lugar  donde  se  conoce 
de  todas  las  causas  civiles  y  criminales  ,  esceptuándose  las 
que  corresponden  à  juzgados  ó  tribunales  especiales  ó  pri- 
vativos ;  y  fuero  especial  ó  prcvilcaiado  es  el  poder  de  conocer 
ó  el  lugar  en  que  se  conoce  de  las  causas  civiles  ó  crimina- 
les de  cierta  clase  ó  de  ciertas  personas  que  las  leyes  han 
sustraído  del  conocimiento  de  los  tribunales  generales  ú 
ordinarios. 

El  fuero  jAHvïle'giàdo  se  súbdivide  én  varios  fueros,  ó  lo 
que  es  lo  mismo  ,  hay  varias  clases  de  fueros  privilegiados 
ó  especiales;  como  por  ejemplo  ,  fuero  eclesiástico  ,  fuero 
militar,  fuero  de  marina,  fuero  de  hacienda,  fuero  acadé- 
mico ó  escolástico ,  fuero  de  casa  real,  fuero  de  correos, 
fuero  de  comercio ,  fuero  de  minería ,  y  otros  que  se  verán 
mas  abajo  en  artículos  separados. 

El  fuero  ordinario  forma  la  regla  general,  y  abraza  do 
consiguiente  todas  las  causas  y  todas  las  clases  de  personas 
que  no  hayan  logrado  esencion  espresa  de  él  ;  mas  los  fue- 
ros especiales  ó  privilegiados  no  son  sino  meras  escçpcionçS', 
y  no  se  estienden  por  lo  tanto  á  otras  personas  ni  á  oirás 
causas  que  á  las  que  la  ley  les  ha  sometido. 

Es  un  principio  general  que  el  actor  debo  seguir  el  fuero 
del  reo,  actor  forum  rei  sequilar  ;  es  decir,  que  la  acción 
civil  ó  criminal  que  uno  tenga  contra  alguna  persona,  so 
debe  deducir  precisamente  en  el  tribunal  ó  ante  el  juez  á 
cuya  jurisdicción  está  sujeta  dicha  persona  ó  la  causa  quo 
ha  de  ser  objeto  del  litigio.  Este  tribunal  ó  juzgado  se  llama 
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fuero  competente  ,  porque  á  él  compete  ó  toca  seguir  y  fallar 
la  causa  de  que  se  trata.  Puede  ser  pues  material  ó  personal 
la  competencia  de  fuero  :  será  material,  cuando  tiene  lugar 
por  razón  de  la  causa  ó  de  la  materia  ,  esto  es ,  cuando  el 
juez  conoce  de  un  asunto  ó  negocio  que  pertenece  á  sus 
atribuciones,  cualesquiera  que  sean  las  personas  que  liti- 
gan :  y  será  personal,  cuando  tiene  lugar  por  razón  de  la 
persona,  esto  es,  cuando  el  juez  conoce  de  negocios  de  su 
atribución  entre  personas  que  le  están  sujetas. 

Son  muchos  los  modos  de  siiriir  el  fuero ,  esto  es  ,  de  ad- 
quirir el  fuero  de  un  juez  determinado,  ó  de  estar  ó  quedar 
sujeto  á  él  :  algunos  cuentan  hasta  sesenta  y  dos  ;  pero  les 
ordinarios  ó  regulares  se  reducen  á  cuatro  :  Raüone  delicii , 
sen  contractas ,  mit  domicilii,  sive  reí ,  dequa  contra  posses- 
sorem  causa  movelur,  forum  regttlarikr  qüis  sorlilur.  Véaso 
Competencia  en  materia  civil,  y  Competencia  en  matei-ia 
criminal. 

Como  por  una  parte  son  tantos  los  fueros  privilegiados  ó 
especiales,  y  tantos' por  otra  los  modos  de  surtir  el  fuero, 
que  puede  á  veces  una  misma  persona  ser  reconvenida  por 
una  misma  causa  en  fueros  diversos,  suelen  suscitarse  con- 
tiendas entre  los  litigantes  y  aun  entre  dos  ó  mas  jueces. ó. 
tribunales  sobre  cuál  es  el  tribunal  ó  juzgado  en  que  debe 
conocerse  de  la  causa  en  cuestión.  La  ley  ha  previsto  los 
medios  de  dirimir  estas  disputas  ó  competencias  ,  y  el  modo 
de  proceder  en  ellas. Véaso  Excepción  declinatoria,  y  Com- 
petencia en  sus  artículos  2o.  y  5o. 

FUERO  juzgo.  El  código  visogodo,  ó  la  compilación  de 
las  leyes  establecidas  en  España  por  los  reyes  godos.  Este 
antiguo  código  de  la  legislación  española  es  uno  de  los  mas 
dignos  de  la  atención  de  los  jurisconsultos,  tanto  por  la  nar 
turaleza  de  sus  leyes ,  como  por  la  conexión  esencial  qüo 
tienen  estas  con  la  constitución  política,  civil  y  criminal  de 
Castilla. 

I.  Los  Godos  en  los  primeros  tiempos  de  su  estableci- 
miento en  España,  embarazados  con  los  afanes  de  la  guerra 
y  agitados  de  facciones  y  parcialidades,  no  pudieron  pensar 
en  formar  un  código  legislativo  ;  y  así  hubieran  de  acomo- 
darse á  las  leyes  y  costumbres  romanas  que  encontraron  en 
el  pais  ^  pero  sin  olvidar  los  usos  y  costumbres  que  habían 
sacado  del  fondo  de  los  pueblos  germánicos ,  y  sin  dejar  por 
eso  de  promulgar  de  viva  voz  algunas  leyes  indispensables 
que  las  circunstancias  exigan.  El  rey  Eurico  fué  el  primero 
que  dio  á  los  Godos  leyes  por  escrito  :  Sitó  hoc  rege  Evarico, 
séu  Eurico,  dice  san  Isidoro,  Gothi  legum  instituía  scriptis 
habere  cœperunl ,  fiant  antea  ianl'uin  moribus  el  consuetudine 
icnebuntur.  Eurico  fué  con  efecto,  no  precisamente  el  primer 
legislador  entre  los  reyes  godos  sino  el  primero  que  mandó 
recopilar  y  poner  por  escrito  los  usos  y  costumbres  que  ha- 
bían traído  de  la  Germania ,  así  como  las  leyes  que  sus  ante- 
cesores y  el  mismo  habían  promulgado  de  viva  voz.  Las 
leyes  de  Eurico  se  llamaron  leyes  leodoricianas ,  no  porque 
las  hubiese  dado  su  hermano  y  predecesor  Teodorico,  como 
dice  Barouio,  ni  menos  Teodorico  rey  de  Italia,  como  creyó 
Cuyacio,  sino  porque  Eurico  tuvo  también  el  nombre  de 
Teodorico,  como  prueba  Savaron  en  sus  notas  á-Sidonio, 
y  tomó  el  do  Eurico  ó  Evarico  por  ssr  el  primer  legislador, 
ó  sea  el  primer  codificador  ó  compilador  de  leyes  entro  los 
monarcas  visogodos,  pues  según  Grocio  (in  hist.  Goth.)  la 
voz  germana  Evarix  ó  Ewaricch,  alias  Evaricus ,  equivale 
á  legislador  eminente  :  ewa  es  ley,  y  rix  ó  ricch  es  eminente 
ó  poderoso.  Como  quiera  que  sea  ,  no  parece  que  las  leyes 
de  Eurico  fueron  recibidas  con  aplauso  por  los  pueblos 
acostumbrados  á  las  romanas  :  estos  alzaron  sd  voz  contra 
ellas;  y  por  fin ,  su  hijo  y  sucesor  Alarico  ,  tomando  en  con- 
sideración las  quejas  de  sus  subditos,  y  deseando  complacer 
al  rey  ostrogodo  de  Italia  Teodorico ,  padre  de  su  esposa 
Teódelusá  ,  encargó  à  los  jurisconsultos  mas  célebres  dé 


aquel  tiempo  bajo  la  dirección  del  conde  Goyar  ó  Goyaricd 
la  formación  de  un  nuevo  código  sacado  de  las  leyes  de  los 
códigos  Gregoriano  i  Hermogeniano  y  Teodosiand  ,  de  las 
sentencias  de  Paulo,  instituciones  de  Cayo  y  novelas  de  1Ó3 
emperadores.  Concluida  esta  compilación  ,  y  examinada  "y 
aprobada  por  los  obispos  y  magnates  ,  fué  sancionada  y  ' 
publicada  por  Alarico  en  el  año  de  S06  y  se  conoció  en  ;aqiio 
siglo  y  siguientes  con  los  nombres  de  Codír¡o  alanciSnb'l 
Compendio  del  código  teodosiano,  Lry  roDiana,  y  mas  comun- 
mente Breviario  de  Jniano ,  por  haberlo  suscrito  este  como 
refrendario  ó  canciller  que  era  de  Alarico. 
.Mas  el  código  de  Alarico  debió  de  servir  solamente  para 
los  subditos  romanos  ,  que  así  se  llamaban  entonces  todos' 
los  españoles  que  no  eran  godos  ,  pues  con  respecto  á  estos 
últimos  siguió  vigente  el  código  de  Eurico;  y  aun  un  siglo 
después  le  corrigió  y  dio  nueva  forma  Leovigildo  ,  añadién- 
dole muchas  leyes  que  se  habían  omitido  y  quitándole  algu- 
nas que  le  parecieron  superfluas  :  In  legíbus  quoque,  dice 
san  Isidoro  hablando  de  este  rey,  ea  qvuc  ab  Eurico  inconditè 
constituía  vidcbantiir  correxit,  plaritnas  leges  prcelermissas 
adjicicns ,  plurcsque  superfluas  auferens  ;  de  suerte  que  Leo- 
vigildo fué  el  segundo  compilador  de  las  leyes  visogodas. 

El  tercero  fué  Chindasvinto ,  quien  viéndose  dueño  de  toda 
España  ,  por  haber  logrado  Suintila  estinguir  en  toda  ella 
la  dominación  de  los  PvOmanos,  y  deseando  llevar  á  cabo  el 
gran  proyecto  que  habia  concebido  de  hacer  una  sola  nación 
de  las  dos  en  que  hasta  entonces  habia  estado  dividido  el 
país,  para  afianzar  y  consolidar  la  monarquía,  fundió  las 
legislaciones  romana  y  goda,  formó  un  nuevo  código  nacio- 
nal qtie  sirviese  de  norma  y  regla  para  todos  ,  lo  publicó 
en  el  concilio  VII  de  Toledo ,  y  abolió  enteramente  el  uso  y 
autoridad  de  las  leyes  romanas  cuales  hasta  entonces  se 
habian  observado  ,  así  como  el  de  cualesquiera  otras  insti- 
tuciones estrañas. 

Su  hijo  y  sucesor  Recesvinto  confirmó,  reformó  y  aumeníó, 
con  el  ausilio  del  concilio  VIII  de  Toledo ,  el  nuevo  código 
gótico-romano  hecho  por  su  padre,  y  volvió  á  prohibir  el 
uso  de  otras  cualesquiera  leyes  romanas  ó  estrañas  que  en 
él  no  estuviesen  contenidas ,  bajo  la  peña  de  treinta  libras 
de  oro,  á  no  ser  que  solo  se  alegasen  ó  dedujesen  para  com- 
probar ó  confirmar  las  causas  pasadas  y  no  para  impugnar 
las  leyes  de  la  nueva  compilación. 

Ervigio  en  el  segundo  año  de  su  reinado ,  notando  que  las 
leyes  establecidas  en  diferentes  tiempos  por  sus  predeceso- 
res adolecían  unas  de  oscuridad  y  confusion!,  otras  eran 
imperfectas,  algunas  crueles  y  sanguinarias,  y  no  pocas 
inútiles  por  estar  derogadas  por  otras  posteriores,  se  pro- 
puso á  imitación  do  Recesvinto  publicar  nuevas  leyes  y  en- 
mendar las  antiguas  ;  á  cuyo  fin  sometió  al  concilio  Xíl  do 
Toledo  la  revisión  del  código  legislativo,  el  cual  efectiva- 
mente revisto,  enmendado  y  añadido  empezó  á  tener  ob- 
servancia desdé  los  últimos  meses  del  reinado  de  dicho 
monarca. 

Sucedió  á  Ervigio  en  la  corona  FlaviO  Égica  su  yerno , 
quien  tratando  igualmente  de  formar  una  nueva  compilación 
de  leyes ,  porque  le  parecía  que  la  de  su  suegro  habia  intro- 
ducido novedades  injustas  en  la  jurisprudencia,  recomendó 
encarecidamente  este  importante  negocio  al  concilio  XVI 
de  Toledo  con  el  encargo  de  aclarar  y  rectificar  lo  que  en  los 
cánones  de  los  pasados  concilios  y  en  las  leyes  estuviese 
perplejo  y  torcido  ó  pareciere  injusto  ó  superfluo,  y  dejar 
solo  aquellas  leyes  que  fuesen  razonables  y  bastantes  para 
la  conservación  de  la  justicia  y  pronta  decisión  de  las  causas 
civiles  y  criminales,  debiendo  tomar  estas  leyes  que  así  ha- 
bian de  quedar  délas  que  existían  desde  el  tiempo  de  Chin- 
dasvinto hasta  el  de  Wamba,  y  pidiendo  sobre  todo  ello  su 
parecer  y  consentimiento.  Según  el  doctor  Marina  ,  no  lavo 
efecto  este  encargo;  perc*  tas  razones  que  alega  el  señor  don 
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Manuel  deLardizmbal  en  el  discurso  preliminar  déla  edición 
del  Tuero  Juzgo  hecha  en  181 S  por  la  Academia  española, 
mrtinan  á  creer  que  se  hizo  realmente  la  compilación  legal 
intentarla  por  Flavio  Egica,  y  que  esta  es  la  última  de  las 
colecciones  de  leves  visogodas,  y  la  que  ahora  disfrutamos. 
II  Como  quiera  que  sea,  lo  cierto  es  que  el  código  viso- 
godo  comprende  las  leyes  establecidas  desde  mediado  el 
siglo  v,  época  en  que  reinaba  Eurico,  hasta  los  primeros 
años  del  siglo  vm  ,  en  que  reinó  Witiza.  Estas  leyes  son  de 
cuatro  clases  :  —  Ia.  las  que  hacian  los  principes  por  su 
propia  autoridad,  aunque  con  la  intervención  de  los  pro- 
ceres y  principales  señores  de. la  corte,  quienes  formaban 
un  consejo  íntimo  y  privado  ,  llamado  oficio  palatino ,  para 
dar  al  rey  las  luces  necesarias  en  los  asuntos  de  gravedad  : 
—  2a.  las  que  se  hacian  en  los  concilios  nacionales  por  la 
nación  representada  en  ellos  por  los  prelados  de  la  Iglesia, 
los  magnates  legos  y  los  altos  funcionarios  de  la  corte  y  del 
reino ,  y  aun  en  cierto  modo  por  el  pueblo ,  unidos  al  prín- 
cipe como  cabeza  suprema  del  Estado  ,  el  cual  convocaba 
los  concilios,  proponía  en  un  cuaderno  llamado  tomo  regio 
los  asuntos  que  se  habian  de  tratar  y  determinar  en  ellos , 
y  al  fin  confirmaba  y  daba  su  sanción  real  á  las  determina- 
ciones conciliares  :  —  5a.  las  que  se  hallan  sin  data  ni  nom- 
bre de  autor  ni  otra  señal  alguna  por  donde  pueda  venirse 
en  conocimiento  de  quién  son  y  de  cuándo  se  hicieron  ;  las 
cuales  se  cree  que  se  tomaron  de  las  antiguas  y  primitivas 
colecciones,  pasándolas  á  las  posteriores  sin  nombre  de  au- 
tor, ó  porque  en  aquellas  no  le  tenían ,  ó  porque  no  se  creyó 
necesario  conservarle  si  le  tenían  ,  estando  ya  bastante  au- 
torizadas por  el  hecho  de  hallarse  incorporadas  en  una 
colección  aprobada  :  —  /ta.  las  que  tienen  al  principio  una 
nota  que  dice  a)digua,  con  la  adición  en  algunas  de  noviler 
eméndala  ;  las  cuales  se  supone  comunmente  que  se  toma- 
ron de  la  legislación  de  los  Romanos.  Las  leyes  de  estas  dos 
últimas  clases  pueden  y  deben  referirse  á  la  primera  ,  pues 
en  tanto  tienen  autoridad  y  fuerza  en  cuanto  fueron  adop- 
tadas por  los  príncipes  godos  é  incluidas  en  el  código  na- 
cional. 

III.  El  código  visogodo  se  compuso  en  latin  ;  se  llamó 
codex  lequm  ,  liber  legum ,  liber  gothorum ,  liber  judicum  , 
pues  todos  estos  nombres  se  le  dan  en  las  mismas  leyes,  en 
los  concilios  y  cortes ,  en  los  instrumentos  públicos  de  la 
edad  media  y  en  los  códices  mas  antiguos;  y  á  principios 
del  siglo  xnr  se  empezó- á  designar  con  el  título  bárbaro  y 
desconocido1  hasta  entonces  de  Forum  judicum.  No  se  ha 
fijado  todavía  con  certeza  el  tiempo  preciso  de  su  primera 
version  castellana  :  pero  pasa  por  cosa  cierta  y  averiguada 
que  se  hizo  en  virtud  de  lo  dispuesto  en  ti  de  abril  de  12^1 
por  el  santo  rey  don  Fernando ,  quien  habiendo  conquistado 
de  los'RIoros  la  ciudad  de  Córdoba  le  dio  por  fuero  el  libro 
de  los  jueces  ó  código  latino  visogodo ,  mandando  que  se  tra- 
dujese en  lengua  vulgar  y  que  le  tuviese  perpetuamente 
por  fuero  con  el  nombre  de  fuero  de  Córdoba  ;  y  desde 
aquella  épora  se  conoció  y  todavía  se -conoce  con  la  bárbara 
denominación  de  Fuero  Juzgo. 

IV.  La  version  castellana  hecha  en  tiempo  de  san  Fernando 
fué  corregida  por  su  hijo  don  Alonso  el  Sabio;  mas  no  por 
eso  deja  de  resentirse  de  la  infelicidad  de  los  tiempos  en  que 
se  hizo,  y  no  siempre  se  encuentra  conforme  á  su  original 
latino ,  ya  por  falla  de  inteligencia  del  traductor,  ya  por  ha- 
berla querido  acomodar  á  los  diversos  usos  y  costumbres 
de  su  siglo  y  á  las  variaciones  de  la  disciplina  eclesiástica  y 
práctica  de  los  tribunales.  Hay  ademas  otras  diferencias 
entre  la  version  y  el  original;  ya  en  el  número  de  leyes, 
pues  en  uno  ú  otro  titulo  hay  mas  ó  menos  en  el  texto  latino 
que  en  el  castellano  ;  ya  en  su  colocación  y  corresponden- 
cia, que  alguna  vez  no  se  observa,  pues  la  que  está  bajo  de 
un  número  ó  título  en  el  texto  latino,  no  se  halla  á  veces  sino 


bajo  de  otro  en  el  castellano  ;  ya  en  los  autores  de  las  leyes, 
que  no  siempre  se  designan  los  mismos  en  las  castellanas 
que  en  las  latinas  ;  ya  finalmente  en  cuanto  al  origen  de  ellas, 
pues  no  faltan  algunas  que  aunque  suenan  hechas  por  los 
Godos  son  posteriores  á  ellos  ,  cuale^  deben  reputarse  todas 
las  del  título  3o.  del  libro  12  sobre  los  denuestos  y  palabras 
injuriosas,  que  sin  duda  se  formaron  é  insertaron  al  tiempj 
de  hacerse  la  version  ó  de  escribirse  los  códices  en  que  so 
encuentran.  No  parece  necesario  advertir,  que  la  version 
castell  ana  no  tiene  autoridad  legal  sino  en  cuanto  se  con- 
forma con  el  texto  latino. 

V.  El  Fuero  Juzgo  ó  libro  de  los  jueces  consta  de  un  exor- 
dio que  contiene  18  leyes  sobre  la  elección  de  los  príncipes, 
sus  derechos  y  obligaciones,  y  de  12  libros  divididos  en  5'i 
títulos  con  559  leyes.  —  El  libro  primero  trata  del  modo  de 
hacerlas  y  de  las  calidades  que  estas  deben  reunir.  —  El 
segundo ,  de  los  litigios  ,  y  esplica  y  determina  las  funciones 
y  deberes  de  los  jueces ,  el  orden  de  los  pleitos,  las  circuns- 
tancias que  deben  tener  los  testigos  y  valor  que  ha  de  darse 
á  sus  dichos,  concluyendo  con  fijar  el  dé  las  escrituras  y 
testamentos,  cuyas  solemnidades  y  requisitos  establece.  — 
El  tercero,  de  los  matrimonios,  raptos,  adulterios,  ayun- 
tamientos incestuosos,  sacrilegos  y  sodomíticos,  y  de  los 
divorcios.  — El  cuarto,  de  los  grados  de  parentesco,  de  las 
herencias ,  de  los  huérfanos  y  sus  guardadores,  de  los  bienes 
que  pertenecen  á  los  descendientes  por  sns  legítimas  y  á  los 
parientes  por  la  sucesión  intestada ,  y  finalmente  de  los  niños 
expósitos.  —  El  quinto,  de  las  cosas'  pertenecientes  á  la 
Iglesia,  de  las  donaciones,  ventas  y  permutas,  depósitos  y 
comodatos,  deudas  y  prendas,  y  de  las  manumisiones.  — 
El  sexto,  de  las  acusaciones,  de  los  malhechores  y  sus  cóm- 
plices, de  los  envenenamientos  ,  de  los  abortos,  de  las  he- 
ridas y  de  los  homicidios.  —  El  séptimo ,  de  los  robos  y 
falsedades.  —  El  octavo,  de  las  fuerzaS  y  daños.  —  El  nono, 
de  los  esclavos  que  huyen  de  la  casa  de  sus  dueños,  de  los 
que  no  acuden  al  servicio  militar  ó  lo  desamparan ,  y  de  los 
que  se  refugian  en  las  iglesias.  —  El  décimo  ,  de  todo  lo 
relativo  al  disfrute  de  las  tierras  propias  ó  arrendadas,  de  su 
division  y  amojonamiento,  de  las  prescripciones,  y  de  los 
términos  y  mojones.  —  El  undécimo  ,  de  los  médicos,  de  los 
que  violan  los  seprderos  ,  y  de  los  comerciantes  estranjeros. 
—  El  duodécimo  ,  de  la  conducta  de  los  jueces  en  la  admi- 
nistración de  justicia  ,  de  los  herejes  ,  judíos  y  demás  sec- 
tarios, y  de  los  denuestos  y  palabras  injuriosas. 

VI.  Por  esta  rápida  enumeración  de  las  diversas  materias 
que  abraza  el  Fuero  Juzgo,  puede  echarse  de  ver  que  pre- 
senta este  cuerpo  todos  los  caracteres  de  un  código  univer- 
sal, redactado  con  orden  y  sislema, aunque  tal  vez  sehatlen 
algunas  disposiciones  fuera  del  lugar  á  que  corresponden. 
Es  ciertamente  ob'-a  insigne  y  muy  superior  al  siglo  en  que 
se  trabajó  ,  como  dice  el  sabio  Marina  :  su  método  y  claridad 
es  admirable:  el  estilo  grave  y  correcto:  el  latin  bastante 
puro  :  las  mas  délas  leyes  respiran  prudencia  y  sabiduría  : 
en  fin  cuerpo  legal  infinitamente  mejor  que  todos  los  que  por 
ese  tiempo  se  publicaron  en  las  nuevas  sociedades  políticas 
de  la  Europa  ;  cuerpo  legal  que  forma  una  completa  apología 
de  los  reyes  godos  de  España  ,  y  del  espíritu  filosófico  del 
clero  español  que  tanta  parte  tuvo  en  su  formación;  cuerpo 
legal  que  será  siempre  un  monumento  de  gloria  para  nues- 
tra patria,  y  una  prueba  irrecusable  de  que  nuestros  padres 
eran  entonces  los  mas  avanzados  en  la  carrera  de  la  civiliza- 
ción. Así  lo  han  reconocido  escritores  estranjeros  de  primera 
nota,  y  entre  ellos  el  gran  jurisconsulto Cuyacio  en  su  tra- 
tado de  los  Feudos,  lib.  2,  tít.  II ,  el  ciudadano  Legrand 
d'Aussy  en  su  Memoria  sobre  la  antigua  legislación  de  Fran- 
cia ,  el  célebre  Mr.  Gibbon,  tomo  9,  cap.  58 ,  el  distinguido 
publicista  francés  Mr.  Guizot  en  su  Historia  general  de  la 
civilización  en  Europa  desde  la  caida  del  imperio  romano 
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hasta  la  revolución  francesa ,  y  el  imparcial  Giannone  en  su 
Historia  civil  del  reino  de  Ñapóles,  lib.  5,  cap.  1  ,  §  3.  No 
importa  que  algunos  filósofos  hayan  tachado  las  leyes  viso- 
godas  de  pueriles,  idiotas,  llenas  de  retórica  y  vacías  de 
sentido,  frivolas  en  el  fondo  y  gigantescas  en  el  estilo. Mon- 
tesquieu ,  Mabli  y  Rohertson  desatinaron  y  soñaron  tanto 
en  casi  todo  lo  que  dijeron  de  nuestras  leyes  y  costumbres, 
que  bien  puede  asegurarse  que  en  mengua  de  su  erudición 
y  de  su  juicio  se  pusieron  á  criticar  la  legislación  godo-his-- 
pana  sin  haberla  leido  ni  ocupádose  de  su  examen,  deján- 
dose llevar  sin  duda  délas  ideas  falsas  y  erróneas  de  otros 
talentos  mas  superficiales.  No  por  eso  pretendemos  nosotros 
que  el  código  visogodo  sea  un  modelo  de  perfección ,  sin 
defectos  ni  lunares  :  no  es  posible  desconocer  en  él  la  du- 
reza de  las  penas  ,  ni  el  sello  de  las  preocupaciones  de  aque- 
llos tiempos;  pero  lal  cual  es,  apareció  como  un  fenómeno 
admirable  de  su  siglo  en  medio  de  las  legislaciones  bárbaras 
é  informes  de  los  demás  pueblos ,  y  como  obra  de  la  filosofía 
destinada  á  satisfacer  las  necesidades  todas  de  la  nueva  so- 
ciedad que  había  resultado  de  la  fusion  de  Godos  y  Roma- 
nos ,  y  á  dirigir  la  nación  por  el  camino  del  orden,  de  la 
paz,  de  la  libertad  y  de  la  justicia. 

VII.  El  Libro  de  los  jueces  ó  Fuero  Juzgo,  no  solo  tuvo 
autoridad  legal  durante  el  imperio  de  los  Godos,  sino  que 
siguió  vigente  aun  despues  de  la  invasion  de  los  Sarracenos, 
así  entre  los  Españoles  que  quedaron  sujetos  al  yugo  maho- 
metano, como  entre  los  que  lograron  conservar  su  libertad 
en  las  montañas,  especialmente  en  las  de  Asturias  y  en  los 
Pirineos.  Los  Arabes ,  en  efecto  ,  que  cualquiera  que  sea  la 
causa  de  tan  prodigioso  fenómeno,  supieron  hacer  en  solos 
dos  años  la  conquista  del  pais  que  habia  costado  siglos  á  los 
Romanos  y  Godos,  tuvieron  la  política  sagaz  de  tratar  con 
la  mayor  consideración  á  los  vencidos,  respetando  sus  pro- 
piedades, su  religion,  sus  leyes  y  sus  costumbres,  y  no 
promulgando  de  nuevo  sino  algunas  leyes  penales ,  como 
por  ejemplo  sobre  la  blasfemia  contra  su  profeta  Mahoma; 
de  suerte  que  los  cristianos  continuaron  bajo  los  Musulma- 
nes con  la  legislación  del  Fuero  Juzgo.  Por  otra  parte,  los 
cristianos  que  se  habían  refugiado  en  las  montañas  de  As- 
turias y  que  luego  empezaron  su  gloriosa  reacción  contra  los 
infieles  bajo  el  estandarte  de  don  Pelayo,  reputaron  siempre 
por  leyes  patrias  las  de  los  Godos,  las  mantuvieron  constan- 
temente en  observancia ,  y  las  continuaron  y  estendieron  en 
los  pueblos  que  iban  recobrando  de  los  Moros  ;  de  manera 
que,  como  dice  el  doctor  Marina,  el  reino  de  León  y  de  Cas- 
tilla desde  su  origen  y  nacimiento  en  las  montañas  de  Astu- 
rias hasta  el  siglo  xrií  fué  propiamente  un  reino  gótico,  con 
las  mismas  leyes ,  las  mismas  costumbres ,  la  misma  consti- 
tución política ,  militar,  civil  y  criminal.  Es  cierto  que  al 
paso  que  se  adelantaba  y  afirmaba  la  reconquista  ,  se  for- 
maron y  dieron  á  varios  pueblos  fueros  municipales  ó  códi- 
gos privilegiados  ,  y  se  fueron  modificando  poco  á  poco  las 
instituciones  de  los  Godos;  pero  el  Fuero  Juzgo  era  obser- 
vado en  los  demás  pueblos,  y  aun  en' los  aforados  quedó 
siempre  en  laclase  de  un  código  de  derecho  común ,  á  cuyas 
disposiciones  habia  de  acudirse  para  decidir  los  casos  no 
previstos  en  los  fueros  locales.  El  mismo  fuero  de  León ,  que 
estableció  en  el  año  de  1020  Alfonso  V  con  los  grandes  y 
prelados  de  su  reino  ,  y  que  se  estendia  á  los  leoneses,  as- 
turianos y  gallegos  ,  no  fué  mas  que  un  suplemento  á  la  le- 
gislación del  Fuero  Juzgo  ,  como  lo  fué  igualmente  el  código 
do  los  usáticos  ó  usages  publicado  el  año  de  1068  en  Cata- 
luña ,  donde  así  como  en  el  reino  de  Aragon  regian  las  leyes 
visogodas  en  los  siglos  xn  y  xrii.  Todavía  en  el  reinado 
de  don  Juan  II,  que  murió  en  el  año  de  l'ib'4 ,  conservaban 
su  uso  y  autoridad  estas  leyes  en  algunas  parles  del  reino 
de  León ,  aunque  hacia  ya  mas  de  cien  años  que  se  habian 
publicado  las  de  las  Partidas.  Los  jurisconsultos  de  los  si- 


glos xiv  y  xv  consideraron  el  Fuero  Juzgo  como  príncipe 
entre  los  fueros,  como  ley  principal  y  general  del  reino, 
conociéndole  y  citándole  ya  con  el  nombre  general  de  Fue- 
ro, ya  con  el  de  Fuero  del  libro,  ó  con  el  de  Libro  Iulgo  ó 
Juzgo  ,  ya  con  el  de  Fuero  de  León  y  Fuero  toledano ,  y  al- 
gunas veces  con  el  de  Fuero  de  Córdoba,  y  aun  llamando 
contrafuero  ó  desafuero  las  leyes  de  las  Partidas  que  no  con- 
cordaban con  las  godas. 

VIII.  Mas  aun  prescindiendo  de  su  carácter  de  código 
general ,  no  es  estraño  que  siguiese  eatónces  y  siga  también 
ahora  en  algunas  partes  la  observancia  del  Fuero  Juzgo, 
pues  que  habiéndose  dado  á  varios  pueblos  como  fuero  par- 
ticular para  su  gobierno,  y  estando  mandado  en  la  ley  1, 
til.  28  del  ordenamiento  de  Alcalá  publicado  en  las  Corte3 
celebradas  el  año  de  i5!&  (ley  3,  til. %,  lib.  3  ,  Nov.  Rec.) 
que  los  fueros  municipales  sean  preferidos á  las  leyes  de  las 
Partidas  ,  es  claro  que  el  Fuero  Juzgo  debe  regir  como  tal 
con  prelacion  á  estas  en  los  pueblos  donde  entonces  se  ha- 
llaba en  uso. 

Hay  todavía  mas;  y  es  que  el  Fuero  Juzgo ,  considerado 
como  código  nacional,  no  ha  sido  nunca  generalmente  de- 
rogado, antes  bien  se  ha  recordado  por  el  supremo  gobierno 
á  los  tribunales  en  estos  últimos  tiempos  la  observancia  de 
alguna  de  sus  leyes.  La  cnancillería  de  Granada ,  con  mo- 
tivo de  un  pleito  que  ante  ella  pendía  entre  un  convento  de 
trinitarios  calzados  y  los  parientes  de  uno  de  sus  religiosos 
sobre  la  sucesión  ab  intestato  de  este ,  espaso  al  señor  don 
Carlos  III  las  dudas  que  tenia  sobre  si  debería  arreglar  su 
decisión  á  la  ley  12,  tít.  2,  lib.  U  del  Fuero  Juzgo  que  ale- 
gaban los  parientes ,  ó  á  otra  de  las  Partidas  contraria  á  ella 
que  alegaba  el  convento;  y  por  real  cédula  de  Ib  de  julio 
de  1788,  previa  consulta  del  Consejo,  se  sirvió  S.  M.  con- 
testarle que  por  cuanto  dicha  ley  del  Fuero  Juzgo  no  se  halla 
derogada  por  otra  alguna  ,  debia  arreglarse  á  ella  en  la  de- 
terminación de  este  y  otros  negocios  semejantes  sin  tanta 
adhesión  como  manifestaba  á  la  de  Partida,  fundada  única- 
mente en  las  auténticas  del  derecho  civil  de  los  Romanos  y 
en  el  común  canónico. 

De  aqui  deduce  el  señor  don  Manuel  de  Lardizabal  y 
Uribe,  en  su  discurso  ya  citado  sobre  la  legislación  de  los 
visogodos ,  que  según  la  letra  y  el  espíritu  de  esta  real  cédula 
y  de  la  mencionada  ley  3  ,  tít.  2 ,  lib.  3 ,  Nov.  Rec. ,  siem- 
pre que  haya  alguna  ley  del  Fuero  Juzgo  que  decida  algún 
asunto,  y  no  esté  espresamente  derogada  por  otra,  debe 
juzgarse  por  ella  con  preferencia  á  las  de  las  Partidas,  sin 
que  contrasello  se  pueda  alegar  el  no  uso  y  falta  de  obser- 
vancia. 

FUERO  de  albedrío.  Véase  Fuero  de  Castilla. 

FUERO  de  castilla.  El  cuerpo  de  leyes,  costumbres, 
fazañas  y  albedríos  por  que  se  rigieron  antiguamente  los 
castellanos. 

I.  El  docto  padre  Burriel ,  en  su  informe  sobre  igualación 
de  pesos  y  medidas,  después  de  establecer  que  d.sde  la 
entrada  de  los  Moros  en  España  á  principios  del  siglo  vm 
continuaron  en  gobernarse  los  cristianos  así  vasallos  como 
libres  de  los  Moros  por  las  leyes  godas  del  Fuero  Juzgo, 
añade  en  seguida  que  sin  embargo  de  ello  por  los  años 
de  1000  de  la  era  cristiana  el  conde  don  Sancho ,  soberano 
de  Castilla ,  hizo  nuevo  fuero  para  su  condado, el  cual 
contenia  las  leyes  fundamentales  de  la  corona  de  Castilla  , 
como  distinta  y  separada  de  la  corona  de  León,  y  fué  llamado 
ya  Fuero  viejo  de  Burgos  por  ser  esta  ciudad  cabeza  del 
condado,  ya  Fuero  de  los  fijosdalgo  por  comprender  las 
esenciones  de  la  nobleza  militar  establecida  ó  renovada' 
por  dicho  conde,  ya  Fuero  de  las  fazañas,  albedrios  y 
costumbres  antiguas  de  España ,  por  haberse  añadido  al- 
gunos juicios,  declaraciones  y  sentencias  arbitrarias  de 
los  reyes  ó  de  sus  ministros.  La  autoridad  del  padre  Burriel 
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aT^3st,ró; ;à  los  que  después  do  ól  escribieron  sobre  el  mismo 
punió,  y  .especialmente  álos  doctores  Asso  y  Manuel  en  sus 
instituciones  y  en  el  prólogo  del  Fuero  viejo  de  Castilla.  Mas 
el- sabio  ,Marina.j  en  su  Ensayo  •  histórico-crílico,  hace  ver 
con  su  esquisita  erudición,  desde  el  núm.  135  hasta  el  15! , 
que  el.  conde  don, ,  Sancho  no  dio  fuero  ni  código  de  leyes 
generales  y  fundamentales  de  Castilla ,  sino  que  revestido 
por  los  rey  es,  de  Xeon  de  la  autoridad  de  magistrado  civil  y 
capitán  general  se  hizo  célebre  así  por  sus  declaraciones  y 
semencias  judiciales  como  por  los  favores  y  esenciones  con- 
cedidas à  los  militares,;  de  suerte  que  sus  juicios  equitativos 
y  sus  liberalidades  se  apreciaron  en  gran  manera  ,'se  auto- 
rizaron con  el  uso,  y  se  convirtieron  en  costumbre  y  fuero 
no  escrito;  y  esto  es  á  lo  mas  el  celebrado  fuero  de  don 
Lancho. 

II.  El  primer  cuerpo  legislativo  y  fuero  escrito  que  en 
cierta  manera  se  puede  llamar  general,  después  del  Fuero 
Juzgo  ,  es  el  que  publicó  don  Alonso  VII  mediado  ya  el  si- 
glo xu  en  las  famosas  Cortes  de  Nájera.  En  él  se  establecen 
las  prerogativas  mas  características  de  la  soberanía;  se  de- 
claran los  mutuos  derechos  entre  el  realengo,  abadengo  y 
señoríos  de  behetría ,  divisa  y  solariego  ,  y  los  de  estos  se- 
ñores con  sus  vasallos  ;  se  corrigen  los  abusos  y  se  ponen 
límites  á  la  estension  que  la  nobleza  daba  á  sus  esenciones 
y  privilegios  ;  se  publica  la  famosa  ley  de  amortización ,  y 
otras  muchas  relativas  á  la  constitución  política  y  militar  de 
Castilla,  y  á  las  lides  ,  rieptos  y  desafíos  de  los  hidalgos  , 
como  puede  observarse  en  el  título  52  del  ordenamiento 
de  Alcalá  ,  donde  el  rey  don  Alonso  XI  refundió  aquel  an- 
tiguo fuero  con  varias  modificaciones  y  correcciones.  Este 
fuero  de  las  Corles  de  Nájera  fué  general  para  Castilla  ;  y 
se  llama  también  en  dicho  ordenamiento  y  otros  cuerpos 
legales  Fuero  de  los  fijosdalgo ,  Fuero  de  las  fazañas,  y  cos- 
tumbres antiguas  de  España ,  y  Fuero  de  albedrío ,  por  con- 
tener los  privilegios  de  que  usaban  los  nobles ,  las  costum- 
bres por  que  se  regían  los  castellanos ,  las  sentencias  que  se 
habían  dado  en,  los  asuntos  contenciosos  y  que  servian  de 
modelo  para  juzgar  en  casos  semejantes,  y  las  decisiones 
de  jueces  arbitros  elegidos  por  las  partes  para  que  decidie- 
sen sus  competencias.  Los  castellanos ,  en  efecto  ,  no  pu- 
diendo  acomodarse  al  decreto  del  Fuero  de  León  en  que  se 
mandaba  que  todas  las  causas  y  litigios  de  las  ciudades  y 
alfoces  se  terminasen  siempre  por  jueces  reales  ó  alcaldes 
nombrados  por  el  rey,  porque  era  necesario  acudir  á  la  corte 
no  solamente  para  elegir  aquellos  jueces  sino  también  para 
seguir  en  ella  los  pleitos  de  alzada,  según  que  prescribia 
otro  decreto  del  rey,  lo  cual  en  las  circunstancias  políticas 
de  aquella  época  era  muy  difícil  y  gravoso  ;  tuvieron  por 
mas  conveniente  usar  de  la  facultad  que  les  otorgaba  el 
Fuero  Juzgo  de  nombrar  jueces  arbitros  ,  ó  de  poner  sus 
negocios  en  personas  de  confianza,  comprometiéndose  de 
eslar  á  lo  que  estos  jueces  de  avenencia  determinasen.  Estas 
sentencias  y  determinaciones  se  llamaban  albedríos,  y  cuan- 
do se  pronunciaban  por  personas  señaladas  y  en  materias 
interesantes  fazañas  y  fací 'mientps ,  que  en  lo  sucesivo  se 
miraban  con  respeto  y  servian  de  regla  para,  otros  negocios 
importantes. 

III.  También,  se  dio  el  título  de  Fuero  castellano ,  de  los 
"josdalgo  ,  de  las  fazañas  y  albedríos  al  cuerpo  legislativo 
que  conocemos  hoy  con  el  de  Fuero  viejo  de  Castilla,  y  que 
formado  en  tiempo  de  don  Alonso  VIH,  adicionado  en  el  de 
san  Fernando,  y  nuevamente  corregido  por  el  rey  don  Pe- 
dro ,  obtuvo  de  este  monarca  la  sanción  y  la  fuerza  de  ley 
general.  Gobernábanse  muchos  concejos  de  Castilla  ,  aun 
después  de  publicado  el  fuero  de  las  Corles  de  Nájera  ,  por 
sus  diferentes  cartas  municipales  dadas  por  los  reyes.  Con- 
firmólas don  Alonso  VIH  en  el  año  de  1212,  y  deseando  al 
mismo  tiempo  ennoblecer  la  ciudad  de  Burgos  y  reunir  sus 


concejos  bajo  una  forma  de  gobierno  ,  a  imitación  del  em- 
perador don  Alonso  VII  que  habja  dado  á  la  nobleza  el  fuero 
de  los  fijosdalgo  ,  resolvió  comunicarles  un  fuero  general, 
para  lo  cual  mandó  á  los  ricoshombres  é  hidalgos  de  Castilla 
que  eligiesen,  escribiesen  y  le  presentasen  los  buenos  fue- 
ros, costumbres  y  fazañas  que  tenían  para  verlas  y  enmen- 
darlas. Se  redactó  en  efecto  con  estos  materiales  una  com- 
pilación de  leyes,  sacada  especialmente  de  los  ordenamientos 
de  las  Cortes  de  Nájera  ,  del  fuero  de  Burgos,  del  de  Nájera 
Logroño  y  otros  menos  célebres  ;  se  retocó  y  trasladó  en  ro- 
mance al  fin  del  reinado  de  Fernando  III;  y  se  publicó  final- 
mente bajo  nueva  forma  y  con  modificaciones  y  aumentos 
por  el  rey  don  Pedro  en  el  año  de  1335  con  el  titulo  de  Fuero 
viejo  de  Castilla  ,  én  cuyo  estado  le  dieron  á  la  prensa  el 
año  de  1771  los  doctores  Asso  y  Manuel. 

IV.  Este  Fuero  viejo,  llamado  así  por  contraposición  al 
Fuero  Real  ó  de  las  leyes,  se  puso  sin  duda  en  observancia 
desde  luego  cual  se  habia  formado  en  virtud  del  manda- 
miento de  don  Alonso  VIII  y  perfeccionado  por  san  Fernan- 
do, en  los  pueblos  correspondientes  al  estado  de  Castilla  la 
Vieja  ,  y  continuó  después  con  la  sola  intermisión  ó  suspen- 
sion de  los  diez  y  siete  años  que  mediaron  desde  que  el  rey 
don  Alonso  X,  con  deseo  de  hacer  uniforme  la  legislación  , 
dio  y  publicó  el  Fuero  Real  en  el  año  de  1255 ,  hasta  que 
fué  restablecido  por  el  mismo  rey  sabio  en  el  año  de  1272  á 
resultas  de  las  quejas  de  los  ricoshombres  é  hidalgos  de 
Castilla,  que  con  el  Fuero  Real  veian  caducar  sus  esenciones 
y  privilegios.  Siguió  pues  en  vigor  desde  el  citado  año  de 
1272;  se  confirmó  en  el  de  15í¡8  por  don  Alonso  XI  en  las 
Corles  de  Alcalá,  dándosele  preferencia  sobre  las  leyes  de  las 
siete  Partidas  ;  se  arregló  y  autorizó  de  nuevo ,  como  hemos 
insinuado  ,  en  1356  por  el  rey  don  Pedro  ;  se  volvió  á  con- 
firmar en  la  ley  Ia.  de  Toro ,  que  es  la  misma  del  ordena- 
miento de  Alcalá  ;  y  como  esta  ley  ha  pasado  de  Recopilación 
en  Recopilación  hasta  venir  á  parar  en  la  Novísima  ,  puede 
todavía  decirse,  como  decían  en  1771  los  doctores  Asso  y 
Manuel,  que  el  Fuero  de  los  fijosdalgo,  de  las  fazañas  y 
albedríos  ,  ó  sea  el  Fuero  viejo  de  Castilla  se  halla  vigente 
en  el  dia  de  hoy.  Sin  embargo  ,  como  este  código  estaba  des- 
tinado mas  bien  para  beneficio  de  una  clase  que  para  todas 
las  del  Estado  y  suponía  instituciones  y  costumbres  que  han 
desaparecido ,  no  puede  ya  servir  sino  para  alimentar  la 
curiosidad  de  los  eruditos  y  para  indagar  la  causa  de  mu- 
chas disposiciones  legales  en  la  historia  de  nuestra  legisla- 
ción, sin  que  presente  mas  que  una  íi  otra  ley  que  todavía 
pueda  tener  alguna  aplicación  en  las  actuales  circuns- 
tancias. 

FUERO  de  las  fazañas  t  albedríos.  Véase  Fuero  de 
Caslilla. 

FUERO  de  los  fijosdalgo.  Véase  Fuero  de  Castilla. 

JTUEMQ  municipal.  El  cuaderno  legal  ó  cuerpo  de  leyes 
concedido  á  alguna  ciudad  ó  villa  para  su  gobierno  y  la  ad- 
ministración de  justicia. 

I.  Cerca  de  seis  siglos  mediaron  desde  la  entrada  de  los 
Moros  en  España  hasta  la  formación  del  Fuero  Real  y  de  las 
Partidas;  y  en  este  largo  espacio  de  tiempo,  si  bien  domi- 
naba siempre  como  ley  general  el  Fuero  Juzgo,  se  vio  na- 
cer sucesivamente  y  acompañar  á  la  reconquista,  con  espe- 
cialidad desde  principio  del  siglo  xi,  una  inmensa  multitud 
de  privilegios  ,  ordenanzas  ó  códigos  locales,  conocidos  con 
el  nombre  de  fueros  municipales,  que  iban  ahogando,  d 
moslo  así,  á  las  leyes  godas,  que  quebraban  ó  impedían  la 
unidad  que  debe  haber  en  un  Estado  bien  constituido,  y  que 
formaban  otras  tantas  pequeñas  repúblicas  cuantos  eran  lus 
pueblos  á  los  cuales  se  concedían.  No  por  eso  puede  decirse 
que  los  dictaba  la  imprevisión  ó  el  capricho  :  producíanlos 
mas  bien  las  necesidades  de  aquellos  tiempos.  Era  precisa 
repoblar,  cultivar  y  defender  los  distritos  recien  conquistados 
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de  los  Moros;  y  para  ello  no  se  encontró  mejor  medio  que  el 
de  fomentar  la  concurrencia  de  vecinos  otorgándoles  cartas- 
prirb¡as,en  que  se  les  distribuía  el  terreno,  so  fijaban  sus 
obligaciones,  se  declaraban  sus  derechos  y  el  modo  de  ejercer- 
los ,  se  establecían  leyes  por  las  cuales  hubieran  de  regirse, 
y  se  les  concedían  gracias  y  privilegios  que  no  se  gozasen 
en  otros  pueblos  que  ya  no  estaban  espuestos  á  las  incur- 
siones del  enemigo.'  Era  preciso  también  recompensar  los 
servicios  de  los  caudillos  militares  que  adelantaban  la  re- 
conquista ;  y  no  habia  entonces  otro  recurso  que  el  de  con- 
cederles heredamientos,  posesiones  y  tierras  propias  déla 
corona  ó  recobradas  de  los  Agarenos,  como  asimismo  tenen- 
cias y  gobiernos  honoríficos  y  lucrativos,  con  la  facultad  de 
formar  poblaciones  ,  pactar  con  los  colonos  las  condiciones 
en  que  se  aviniesen,  y  ejercer  la  jurisdicción  civil  y  crimi- 
nal. La  nobleza  militar  abusó  de  las  facultades  que  se  le  ha- 
bian  conferido,  convirtió  casi  en  esclavos  á  los  colonos  ,  los 
oprimió  con  exorbitantes  contribuciones  y  malos  fueros , 
puso  la  vara  de  la  justicia  en  manos  de  la  ignorancia  y  de  la 
rapacidad  ,  fatigó  al  trono  con  su  desmedida  ambición,  y 
aun  osó  aspirar  á  la  soberanía.  Los  monarcas  entonces,  co- 
nociendo la  necesidad  de  robustecer  su  poder  y  asentar  el 
trono  sobre,  cimientos' sólidos,  y  viendo  que  su  apoyo  y  su 
fuerza  podia  encontrarse  en  los  pueblos  ,  á  los  cuales  por 
otra  parte  debían  protección ,  concibieron  y  llevaron  á  cabo 
la  idea  del  establecimieiito  y  organización  de  los  comunes  ó 
concejos  de  las  ciudades  y  villas  en  la  forma  que  se  ha  dicho 
en  el  articulo  Ayuntamiento ,  concediéndoles  cartas  forales 
en  que  se  contenían  constituciones ,  ordenanzas  y  leyes  ci- 
viles y  criminales  dirigidas  á  establecer  y  asegurar  en  ellas 
un  gobierno  templado,  justo,  acomodado  á  la  constitución 
pública  del  reino  y  alas  circunstancias  de  los  pueblos,  y 
propio  para  hermanar  las  ventajas  de  la  libertad  civil  con  la 
subordinación  debida  al  soberano. 

II.  Empeño  seria  demasiado  penoso  hacer  mención  de  los 
fueros  innumerables  que  se  otorgaron  á  los  pueblos  desde 
principios  del  siglo  xi  hasta  fines  del  xm  en  los  diversos 
reinos  de  León,  Castilla,  Navarra,  Aragon  y  Cataluña.  Cuén- 
tanse  entre  los  mas  célebres  :  —  el  Fuero  de  León ,  concedido 
por  don  Alonso  V  en  las  Cortes  celebradas,. en  dicha  ciudad 
el  año  de  1020 ,  adicionado  por  don  Alonso  VI  en  el  de  109 1 , 
y  confirmado  y  aumentado  también  por  la  reina  doña  Ur- 
raca en  1109  :  —  el  de  Nájera,  capital  de  la  Rioja,  dado 
por  el  rey  de  Navarra  don  Sancho  el  Mayor,  conservado  y 
autorizado  por  su  hijo  el  rey  don  García,  y  confirmado  en 
•1076  por  don  Alonso  VI  cuando  se  apoderó  de  la  Rioja  ,  en 
1 156  por  don  Alonso  VII,  en  1504  por  don  Fernando  IV,  y 
en  1532  por  don  Pedro  :  —  el  de  Sopükcda,  compuesto  de 
antiguos  usos  y  costumbres  y  reducido  á  escrito  por  don 
Alonso  VI  en  1076,  estendido  á  muchos  pueblos  de  dentro 
y  fuera  de  Castilla ,  concedido  á  Roa  y  sus  treinta  y  tres  lu- 
gares en  1145  por  don  Alonso  VII,  y  á  Teruel  en  1176  por 
don  Alonso  II  de  Aragon  ,  muy  aumentado  en  época  incierta 
y  probablemente  en  tiempo  de  don  Fernando  IV,  confirma- 
do en  1309  por  este  rey,  y  en  1579  por  don  Juan  I  :  —  el  de 
Logroño,  uno  de  los  cjue  mas  autoridad  y  estension  tuvieron 
en  Castilla,  concedido  en  109o  por  don  Alonso  VI ,  aumen- 
tado y  confirmado  en  1148  por  don  Alonso  VIÍ  y  en  i  1 57 
por  su  hijo  don  Sancho  el  Deseado  ,  dado  en  1181  á  Vitoria 
por  don  Sancho  el  sabio  de  Navarra,  estendido  después  ge- 
neralmente á  las  villas  y  lugares  de  la  Rioja  y  provincias 
Vascongadas,  otorgado  á  Bilbao  en  1500  é  impreso  en  Ma- 
drid el  año  de  1780  por  via  de  apéndice  á  la  historia  de  la 
ciudad  de  Vitoria  con  muchos  errores  y  barbarismos  ;  —  el 
de  Saliagun  ,  otorgado  por  don  Alonso  \l  en  1085  á  petición 
del  monasterio  del  mismo  nombre ,  tan  ventajoso  á  los  mon- 
jes como  gravoso  á  los  pobladores,  confirmado  por  dicho 
**¡y  en  1087  à  pesar  de  los  disturbios  que  producía  entçe 


estos  y  aquellos ,  reformado  en1  1-132  por  don- Alonso1  VFFJ 
enmendado  y  añadido  en  12b3pordon  Alonso  el  SabibVy! 
estendido  por  algunos  reyes  á  otras  poblaciones  del  reino  :  — 
elde'To/etfo  y  su  tierra,  dado  en  1118  por  don  Alonso  Vil, 
aumentado  en  diferentes  épocas  por  don  Alonso  Viïi"yrfâ? 
1222  por  don  Fernando  III ,  comunicado  con  la  misma  fecha 
que  á  Toledo  á  la  villa  de  Escalona  ,  y  estendido  "después 
casi  á  todos  los  pueblos  conquistados  por  el  santo  rey  don 
Fernando ,  como  á  Córdoba  ,  Sevilla ,  Murcia  ,  Niebla  ,  Car- 
mona  y  otros  :  —  el  de  San  Sebastian  en  Guipúzcoa  ,  ciado 
en  1130  por  don  Sancho  el  sabio  de  Navarra  ,  y  confirmado 
en  1202  .por  el  rey  de  Castilla  don  Alonso  VIII  y  despoos 
por  sus  sucesores:  —  el  de  Cuenca,  dado  á  esta  ciudad  por 
don  Alonso  VIII  en  finde  1190  ó á  principio  de  1191  después 
de  haberla  libertado  de  la  esclavitud  mahometana  ,  el  cual 
se  aventaja  seguramente  á  todos  los  fueros  municipales  flg 
Castilla  y  de  León  ,  ora  se  considere  la  autoridad  y  Ostensión 
que  tuvo  en  el  reino ,  ora  la  copiosa  colección  de  sus  leyes , 
que  se  puede  reputar  como  un  compendio  de  derecho  civil  : 
—  el  de  díceres,  otorgado  por  don  Alonso  IX  en  1229  y  ' 
confirmado  dos  años  después  por  el  santo  rey  don  Fernando, 
el  cual  es  muy.  instructivo,  aunque  eslendido  en  lenguaje 
obscuro  y  bárbaro. 

III.  Mas  si  el  sistema  de  los  fueros  municipales  produjo  al 
principio  escelentes  efectos,  acrecentando  el  poder  del  so- 
berano al  paso  que  disminuía  el  de  la  nobleza ,  se  vio  por 
fin  que  despedazaba  el  cuerpo  político  del  Estado  ,  que  in- 
troducía la  desunion,  la  emulación  y  la  envidia  entre  los 
pueblos,  y  que  fomentaba  indirectamente  la  impunidad  de 
los  delitos.  Cada  villa ,  cada  alfoz  y  comunidad  era  ,  según 
espresion  del  señor  Marina,  como  una  pequeña  república 
independiente  con  diferentes  leyes ,  Opuestos  intereses  y  dis- 
tintas costumbres  :  los  miembros  de  una  municipalidad  mi- 
raban como  estraños  y  á  las  veces  como  enemigos  á  los  de 
las  otras  :  los  facinerosos  hallaban  asilo  y  seguridad  en  todas 
partes,  y  se  evadian  de  las  penas  en  que  habian  incurrido 
con  solo  mudarse  de  pueblo.  Manantial  era  también  de  abu- 
sos y  desórdenes  en  la  administración  de  justicia  la  falta  de 
fueros  en  un  gran  número  de  pueblos  ,  y  la  escasez  de  leyes 
civiles  en  la  de  otros  ;  pues  que  no  siendo  fácil  en  aquellos 
tiempos  de  ignorancia  sacar  y  adquirir  copias  del  Fuero 
Juzgo ,  los  juzgadores  ó  alcaldes  y  los  jueces  compromisa- 
rios se  atenían  á  usos  y  costtuñbres  ,  fazañas  y  albedríos, 
pronunciaban  sentencias  caprichosas ,  ridiculas  y  muchas 
veces  injustas ,  y  admitían  las  pruebas  llamadas  comunmen- 
te vulgares,  como  la  del  agua  caliente  ó  hirviendo,  la  del 
hierro  encendido  y  la  del  duelo.  Si  á  los  vicios  y  desórdenes 
de  la  constitución  civil  y  criminal  añadimos  los  que  se  si- 
guieron de  las  graneles  alteraciones  políticas  y  discordius  ci- 
viles ocurridas  en  el  reino  ,  de  las  ambiciosas  pretensiones 
déla  nobleza,  y  del  desacierto  en  las  medidas  del  gobierno, 
se  nos  presentará  un  cuadro  tan  horrible  de  la  situación  po- 
lítica en  que  entonces  se  hallaba  la  monarquía,  que  no  de- 
jará de  causarnos  admiración  el  que  por  fin  saliese  la  nave 
del  Estado  de  aquellas  bravas  y  furiosas  tormentas  que  pa- 
recía iban  á  tragarla  para  siempre.  Todo  era  confusion  y 
desasosiego  :  en  las  ciudades,  villas  y  lugares,  en  poblado 
así  como  en  desierto,  se  cometían  y  fraguaban  mil  injusti- 
cias, violencias,  robos,  latrocinios  y  muertes  :  cada  paso 
era  un  peligro  ,  y  los  facinerosos  y  enemigos  del  reposo  pú- 
blico se  multiplicaban  en  tal  manera  y  obraban  tan  á  su  sal- 
vo, que  aunque  las  leyes  forales  eran  crueles  ,  todavía  don 
Alonso  IX  creyó  necesario  inventar  otras  mas  acerbas , 
crudas  y  sanguinarias,  mandando  que  unos  fuesen  preci- 
pitados de  las  torres  ,  otros  sumergidos  en  el  mar,  otros 
ahorcados,  otros  quemados,  otros  cocidos  en  calderas,  y  otros 
desollados  y  atormentados  de  varios  modos,  á  fin  de  que  el 
reino  se  conservase  en  la  paz  y  justicia  que  deseaba. 
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IV.  Subió  al  trono  en  estas  circunstancias  el  santo  rey 
don  Fernando,  quien  habiendo  reunido  en  sus  sienes  las  dos 
coronas  de  Castilla  y  de  León  y  estendido  su  poder  del  uno 
al  otro  mar,  deseoso  de  introducir  el  orden  y  la  debida  su- 
bordinación entre  los  miembros  del  Estado,  juzgó  indispen- 
sable dar  vigor  á  las  leyes  ,  y  á  este  fin  determinó  ,  entre 
otras  cosas,  anular  todas  las  antiguas ,  escoger  las  mejores  y 
mas  equitativas  de  las  que  se  contenían  en  los  fueros  muni- 
cipales, formar  de  ellas  y  publicar  en  idioma  castellano  un 
solo  cuerpo  legislativo  ,  común  y  general  á  todo  el  reino  ,  y 
acomodado  á  las  circunstancias  en  que  se  hallaba.  Dio  prin- 
cipio en  efecto  á  la  ejecución  de  tan  gloriosa  empresa  con  el 
ausilio  de  su  hijo  el  infante  don  Alonso;  pero  no  habiendo 
podido  continuarla  por  haberle  sobrevenido  de  allí  á  poco 
tiempo  la  muerte,  logró  después  el  hijo,  que  le  sucedió  en  el 
trono  con  el  nombre  de  Alonso  X,  llevar  á  cabo  el  pensa- 
miento y  encargo  de  su  padre  con  la  composición  del  Espé- 
culo .  del  Fuero  Real  y  del  célebre  código  de  las  siete 
Partidas.  Publicóse  primeramente  el  Espéculo  para  uso  de 
los  tribunales  de  la  casa  del  rey  y  de  su  corte ,  y  luego  el 
Fuero  Real  para  ocurrir  de  pronto  á  la  necesidad  que  habia 
de  un  código  general  para  todo  el  reino  ,  hasta  que  llegase 
el  caso  de  publicarse  el  de  las  siete  Partidas,  cuya  formación 
debía  ser  obra  de  muchos  años  por  causa  de  la  estension  y 
universalidad  que  se  pensaba  dar  á  sus  disposiciones. 

V.  Parecía  natural  que  con  la  aparición  de  estos  códigos 
cesase  de  todo  punto  la  observancia  de  los  fueros  municipa- 
les ;  pero,  si  es  tan  difícil  mudar  las  malas  costumbres  de 
los  individuos,  ¿  qué  poder  será  capaz  de  mudar  las  de  los 
pueblos?  Siguieron  con  efecto  muchas  ciudades  y  villas  go- 
bernándose por  sus  antiguos  fueros;  y  llegó  á  tal  estremo 
el  clamor  de  la  nobleza  castellana  y  de  los  concejos  contra 
la  nueva  legislación ,  que  por  fin  el  mismo  Alonso  X  se  vio 
en  la  necesidad  de  restituirles  su  jurisprudencia  municipal 
como  la  habían  tenido  en  los  pasados  siglos,  y  no  solamente 
se  abstuvo  de  publicar  las  siete  Partidas  que  ya  tenia  com- 
puestas, sino  que  continuó  dando  fueros  municipales  á  va- 
rios pueblos  como  lo  habían  hecho  sus  predecesores  ,  bien 
que  aprovechaba  las  ocasiones  para  darles  en  calidad  de 
municipales  las  leyes  del  Fuero  Real.  No  se  atrevieron  tam- 
poco sus  sucesores  á  variar  de  conducta;  y  así  es  que  los 
fueros  municipales ,  y  el  Fuero  viejo  de  Castilla  de  que  se 
habla  en  otro  artículo,  conservaron  su  vigor  hasta  el  año  de 
4548  en  que  el  rey  don  Alonso  XI  creyó  hallarse  ya  en  el 
caso  de  poder  promulgar,  como  efectivamente  promulgó  en 
las  Cortes  de  Alcalá  de  Henares,  el  código  délas  siete  Parti- 
das. Mas  todavía  receloso  del  poder  de  los  ricoshombres  y 
del  apego  tenaz  de  los  pueblos  por  sus  cartas  forales  ,  ante- 
puso á  la  autoridad  de  las  Partidas  la  de  los  fueros  ,  man- 
dando que  los  pleitos  civiles  y  criminales  se  decidiesen  en 
primer  lugar  por  las  leyes  que  él  mismo  habia  hecho  en  las 
citadas  Cortes,  en  segundo  lugar  por  las  del  Fuero  Real  y  las 
de  los  fueros  municipales  de  cada  pueblo  en  cuanto  estuvie- 
ren en  uso,  y  en  tercero  por  las  de  las  siete  Partidas.  Adop- 
tóse esta  disposición  por  los  reyes  católicos  en  la  ley  Ia.  de 
Toro,  y  pasó  después  de  Recopilación  en  Recopilación  hasta 
la  Novísima,  donde  se  encuentra  y  forma  la  ley  3  ,  tít.  2  , 
lib.  5;  en  cuya  virtud  puede  sentarse ,  que  los  fueros  muni- 
cipales que  cada  ciudad  .  villa  ó  pueblo  tuviere  ,  deben  ob- 
servarse aun  en  el  dia  de  hoy,  con  preferencia  á  las  leyes  de 
las  Partidas,  siempre  que  se  pruebe  su  uso  y  no  sean  contra- 
rios á  leyes  mas  modernas. 

FUERO  nEAL.  Código  legal  dispuesto  por  el  rey  don 
Alonso  el  Sabio. 

I.  Deseando  este  célebre  monarca  reducir  á  unidad  la  le- 
gislación del  reino,  suplir  el  vacío  de  los  fueros  municipa- 
les, y  remediar  los  inconvenientes  que  se  seguían  de  sus  di- 
ferentes y  opuestas  leyes ,  según  so  ha  indicado  en  el 


artículo  que  antecede,  dispuso  con  acuerdo  de  los  de  su 
corte  y  consejo  de  sabios  jurisconsultos  la  formación  del 
Fuero  Real  ó  Fuero  de  las  leyes,  el  cual  fué  acabado  y  pu- 
blicado á  últimos  del  año  12oü  ó  principio  de  125>o.  Cono- 
cióse también  este  código  en  lo  antiguo  con  los  nombres  de 
libro  de  los  concejos  de.  Casulla,  Fuero  del  Libro,  Fuero  de 
la  corla  ,  Fuero  castellano  ,  Fuero  de  Castilla,  Flores  de  las 
leyes, y  con  el  título  general  de  Flores:  bien  que  los  nombres 
de  Fuero  de  Castilla  y  Fuero  caslellano  se  aplicaron  mas  fre- 
cuentemente al  Fuero  de  Castilla  de  que  se  habla  en  arti- 
culo separado,  y  el  de  Flores  de  las  leyes  se  dio  igualmente  á 
la  Suma  del  maestro  Jacobo.  Véase  Fuero  de  Casulla  y  Flo- 
res de  las  leyes. 

II.  Mas  á  pesar  de  la  escelencia  de  este  cuerpo  legal,  de 
su  claridad  ,  método  y  concision  ,  de  comprender  las  Ieye3 
mas  importantes  de  los  fueros  municipales  ,  y  de  estar  aco- 
modado á  las  costumbres  de  Castilla  y  al  Fuero  Juzgo, 
cuyas  decisiones  se  hallan  en  gran  parle  copiadas  en  él  á  la 
letra ,  no  pudo  lograr  el  rey  sabio  que  se  arraigase  y  obser- 
vase generalmente  en  todos  los  pueblos  de  sus  dominios. 
Fué  admitido  sin  resistencia  por  los  pueblos  de  León,  Gali- 
cia, Sevilla,  Córdoba,  Jaén,  Murcia,  Badajoz,  Baeza  y  el  Al- 
garve;  pero  la  nobleza  de  Castilla ,  conociendo  que  por  este 
código  se  la  despojaba  de  sus  antiguos  fueros  y  privilegios  y 
se  robustecía  y  ampliaba  la  potestad  de  la  corona,  formó  el 
empeño  mas  tenaz  de  echarle  abajo,  y  llegó  por  conseguir 
su  objeto  hasta  el  esceso  de  amotinarse  y  conspirar  en  cierta 
manera  contra  el  soberano  presentándose  armada  en  la 
villa  de  Lerma.  No  tuvo  por  conveniente  don  Alonso  arros- 
trar la  nueva  tormenta  que  se  levantaba  en  su  reino  :  cele- 
bró Cortes  en  Burgos,  oyó  allí  las  súplicas  de  la  nobleza  y 
concejos,  accedió  á  sus  pretensiones,  derogó  el  Fuero  Real 
el  dia  de  S.  Martin  del  año  1272 ,  y  restableció  el  Fuero  vie- 
jo de  Castilla  así  como  los  fueros  municipales.  luciéronse 
igualmente  con  el  tiempo  varias  reclamaciones  contra  el 
Fuero  Real  por  parte  de  otros  pueblos  de  fuera  de  Castilla, 
de  modo  que  hubo  de  consentirse  y  aun  mandarse  espresa- 
mente,  que  no  solo  en  Castilla  sino  también  en- los  reinos  de 
León,  Estremadura,  Toledo  y  Andalucía  se  administrase  la 
justicia  y  se  arreglasen  los  juicios  por  sus  respectivas  car- 
tas forales. 

III.  Sin  embargo ,  como  el  Fuero  Real  continuó  vigente 
en  no  pocos  pueblos  que  lo  habían  adoptado  ,  como  antes  y 
después  de  1272  se  concedió  en  calidad  de  fuero  municipal 
á  otros  varios  que  lo  habían  pedido,  como  por  él  principal- 
mente se  decidían  los  pleitos  en  los  tribunales  de  la  corte,  y 
como  forma  un  sistema  completo  y  metódico  de  legislación, 
tuvo  siempre  en  cierta  manera  la  consideración  de  código 
general,  y  sus  leyes  se  fueron  declarando,  corrigiendo  y 
ampliando  por  las  del  Estilo  ,  de  que  se  hablará  en  el  artí- 
culo Leyes  del  Estilo. 

IV.  Don  Alonso  XI  en  el  ordenamiento  hecho  çn  las  Cor- 
tes de  Alcalá  de  I3Í»8  mandó  por  la  ley  Ia.  del  titulo  28,  que 
las  leyes  del  Fuero  Real  y  fueros  municipales  do  cada  pue- 
blo se  prefirieran  á  las  siete  Partidas  para  la  decisión  de  los 
pleitos  civiles  y  criminales,  en  cuanto  estuviesen  en  uso  y 
no  fuesen  contrarios  á  las  de  dicho  ordenamiento.  Esta  dis- 
posición se  insertó  y  renovó  en  las  leyes  de  Toro ,  en  las  co- 
lecciones legales  que  se  hicieron  posteriormente ,  y  por  fin 
en  la  Novísima  Recopilación,  donde  forma  la  ley  5,  tít.  2  del 
libro  5°.;  de  manera  que  ¡as  leyes  del  Fuero  Real ,  no  ha- 
biendo leyes  recopiladas  ú  otras  mas  recientes  para  la  de- 
terminación de  los  casos  ,  deben  observarse  y  aplicarse  á. 
ellos  con  preferencia  á  las  de  las  Partidas,  en  cuanto  fueren 
usadas.  Todavía  puede  decirse,  siguiendo  al  pavorde  don 
Juan  Sala  en  la  breve  historia  del  derecho  puesta  en  sus 
Instituciones,  que  después  de  la  real  cédula  de  15  de  julio 
de  1788  ,  la  cual  se  halla  citada  al  fin  del  artículo  Fuero 
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Juzgo,  no  es  ya  necesario  probar  el  uso  de  las  leyes  del 
Fuero  Real  para  pedir  la  aplicación  de  ellas  en  su  caso,  sino 
que  basta  el  que  no  se  hallen  derogadas  por  otras  posterio- 
res ó  por  un  uso  contrario.  No  hablamos  aquí  de  las  muchas 
leyes  del  Fuero  Real  que  se  han  incluido  en  la  Novísima 
Recopilación,  pues  estas  tienen  la  misma  autoridad  que  la 
Novísima  de  que  hacen  parte. 

FUESOS  de  aragon.  El  conjunto  de  las  leyes  y  cos- 
tumbres políticas,  civiles  y  criminales  que  rigieron  antigua- 
mente en  el  reino  de  Aragon ,  y  que  todavía  rigen  ahora  en 
parte. 

I.  Mientras  duró  la  dominación  de  los  Godos  en  España, 
el  Aragon  estuvo  sujeto  á  ella  como  el  resto  de  los  pueblos 
•de  la  península,  y  se  gobernó  de  consiguiente  por  las  leyes 
góticas  hasta  la  invasion  de  los  Arabes  :  «  Fuero  despana  , 
dice  el  Espéculo  (ley  1,  til.  5  ,  lib.  5),  antiguamente  en 
tiempo  de  los  Godos  fué  todo  uno.  »  Guardólas  igualmente 
bajo  el  yugo  sarracénico,  pues  que  los  vencedores  tuvieron 
la  política  de  dejar  á  los  vencidos  el  uso  de  su  legislación. 
Siguió  asimismo  en  su  observancia  bajo  los  duques  y  condes 
nombrados  por  los  reyes  francos  ,  que  fueron  los  primeros 
que  empezaron  á  echar  del  territorio  aragonés^ ,  navarro  y 
catalan  á  los  Moros,  como  resulla  del  mandamiento  espe- 
dido por  Carlos  el  Calvo  en  Tolosa  el  año  de  844  :  Liceut 
ipsis  ,  dice  hablando  de  los  Españoles  ,  srcundüm  corum  le- 
gem  alus  hominibus  judicia  terminare.  Constituido  luego  en 
Estado  independiente,  no  se  desvió  tampoco  del  uso  de  di- 
chas leyes  visogodas,  aunque  empezó  á  tener  fueros  propios 
para  satisfacer  alas  nuevas  necesidades  de  la  época,  siendo 
falso  que  el  rey  don  Sancho  García  de  Aragon  las  derogase 
sustituyéndoles  las  romanas,  como  dicen  Pedro  Carbonel  y 
el  padre  Mariana ,  pues  Jerónimo  de  Blancas  prueba  en  sus 
Comentarios  que  el  año  de  1198  estaba  vigente  en  el  reino 
de  Aragon  el  Fuero  Juzgo. 

II.  El  fuero  mas  antiguo  y  célebre  de  Aragon  es  el  Fuero 
de  Sobrarte,  formado  según  unos  en  el  interregno  que  pre- 
cedió á  la  elección  de  Iñigo  Arista  ó  en  el  tiempo  inmediato 
á(  la  pérdida  de  España  cuando  fué  nombrado  rey  Gar- 
cía Ximenez ,  y  dado  según  otros  por  don  Sancho  Ramírez 
rey  de  Aragon  y  Navarra.,  ó  por  don  Ramiro  I  de  Aragon  y 
alimentado  después  por  su  hijo  don  Sancho  Ramirez  en  el 
año  de  1082.  Dícese  que  hay  un  ejemplar  manuscrito  de 
este  fuero  en  el  colegio  de  Foix  de  Tolosa  de  Francia,  y  otro 
en  la  librería  de  la  Seo  de  Zaragoza. 

Casi  tiene  la  misma  antigüedad  el  Fuero  de  Jaca  ,  pues 
aunque  algunos  lo  atribuyen  á  don  Galindo  Aznar,  segundo 
conde  de  Aragon  por  los  años  de  800,  es  mas  probable  ,  se- 
gún Zurita,  que  lo  dio  el  rey  don  Sancho  Ramirez  en  el  año 
de  1090.  Comoquiera  que  sea,  fué  confirmado  por  don  Ra- 
miro el  Monje  en  i  134 ,  y  por  don  Alonso  II  en  1 187,  y  ad- 
quirió tanta  celebridad,  que  los  castellanos,  navarros  y  otros 
solian  ir  á  Jaca  para  instruirse  en  sus  disposiciones  y  tras- 
ladarlas á  su  pais;  de  modo  que  la  legislación  jaquesa  sirvió 
de  norma  a  la  castellana  en  la  edad  media,  y  los  usos  y  cos- 
tumbres de  Aragon  influyeron  mucho  en  los  de  Castilla ,  se- 
gún espresion  del  doctor  Marina  en  su  Ensayo  historico-crí  - 
tico,  ñola  del  nüm.  222. 

Don  Alonso  I ,  qué  conquistó  á  Zaragoza  ,  le  dio  fueros 
para  su  gobierno ,  los  cuales  fueron  confirmados  en  las  Cor- 
tes del  año  de  1283  bajo  el  reinado  de  don  Pedro  III,  y  se 
conocen  con  el  nombre  de  Privilegio  general.  El  príncipe 
don  Berenguer  concedió  fueros  á  la  villa  (  hoy  ciudad  )  de 
Daroca  ,  los  cuales  fueron  sin  duda  distintos  de  otros  mas 
antiguos  que  tuvo  la  ciudad  y  que  se  otorgaron  á  la  villa  de 
Cáseda  en  Navarra  y  confirmó  don  Carlos  el  Noble  en  el  año 
de  1413.  También  Huesca  tuvo  su  fuero  ,  el  cual  fué  conce- 
dido por  don  Jaime  I  á  la  villa  de  Fraga. 

UI.  Mas  los  fueros  ó  leves  generales  á  lodo  el  reino  se  es- 


tablecían en  las  Cortes ,  que  debían  celebrarse  al  principio 
lodos  los  años  ,  y  después  del  año  de  1307  de  dos  en  dos 
años  en  ciudad  ,  villa  ó  lugar  de  400  vecinos  á  lo  menos  , 
con  asistencia  de  cuatro  brazos  ó  estamentos,  el  eclesiástico, 
el  de  los  ricoshombres ,  el  de  los  caballeros  ó  infanzones ,  y 
el  de  los  diputados  de  las  ciudades  para  hacer  nuevas  leyes 
ó  fueros,  imponer  contribuciones,  y  resolver  los  demás  ne- 
gocios de  grande  interés  que  ocurriesen. 

La  primera  colección  de  los  fueros  generales  se  hizo  do 
orden  del  rey  don  Jaime!  ,  por  el  obispo  de  Huesca  don 
Vidal  de  Canellas,  y  se  publicó  en  las  Cortes  de  la  misma 
ciudad  del  año  de  1247,  dividida  en  ocho  libros.  Formóse  el 
libro  nono  en  las  Cortes  de  Zaragoza  de  1300 ,  reinando  don 
Jaime  II  :  compúsose  el  décimo  con  las  leyes  de  las  Corles 
de  Zaragoza  de  1549,  1552  y  1362,  en  el1  reinado  de 
Pedro  IV  :  se  arregló  el  undécimo  en  las  Cortes  de  Monzón 
de  1590,  en  tiempo  de  don  Juan  I  ;  y  el  duodécimo  se  con- 
cluyó en  las  Cortes  de  Maella  de  14Ô4 ,  bajo  el  imperio  de! 
rey  don  Martin. 

Era  natural  que  un  código  así  compuesto  careciese  de 
método  y  presentase  mucho  desorden  ,  y  por  eso  se  solicitó 
en  las  Cortes  de  Monzón  de  1537  su  reforma  ,  la  cual  no  lle- 
gó á  tener  efecto  hasta  las  de  1547  en  que  se  dio  este  en- 
cargo á  personas  de  inteligencia  y  de  saber,  quienes  arre- 
glaron efectivamente  el  cuerpo  de  los  fueros  y  h  redujeron 
á  nueve  libros  ,  poniéndolo  en  mejor  orden  ,  añadiendo  las 
leyes  que  posteriormente  se  habian  dado  ,  y  separando  las 
antiguas  y  desusadas  de  las  que  entonces  se  hallaban  en 
vigor. 

Había  en  Aragon  ademas  otras  leyes  que  tenían  fuerza 
por  uso  y  costumbre  inmemorial,  y  se  llamaban  observan- 
cias. Recogió  las  mas  notables  en  justicia  don  Martin  Diaz  de 
Aux ,  y  con  autoridad  de  las  Cortes  de  1457  formó  una  co- 
lección, que  se  agregó  al  cuerpo  de  los  fueros. 

IV.  Mas  no  regia  en  todos  los  pueblos  del  reinóla  autori- 
dad de  este  código.  Las  ciudades  y  comunidades  de  Teruel, 
Albarracin  y  villa  de  Mosqueruela  con  algunas  otras,  se  go- 
bernaron durante  el  espacio  de  422  años  por  el  Fuero  pri- 
mitivo de  Sepúlveda,  otorgado  en  1176  por  don  Alfonso  II, 
y  añadido  y  modificado  después  por  varios  reyes,  hasta  que 
en  el  año  de  1598  creyéndolo  ya  desventajoso  y  aun  perju- 
dicial por  razón  de  la  diversidad  de  los  tiempos  ,  lo  renun- 
ciaron definitivamente  y  solicitaron  y  obtuvieron  la  legisla- 
ción aragonesa  mediante  un  servicio  que  hicieron  de  ciento 
siele  mil  libras  jaquesas  al  rey  Felipe. 

V.  La  mejor  edición  de  los  Fueros  dé  Aragon  es  la 
que  se  hizo  el  año  de  1664  en  dos  tomos  en  folio  con  los  ac- 
tos de  las  últimas  Cortes.  El  mas  célebre  comentador  de 
ellos  fué  don  Ibando  Bardaxi ,  pero  solo  abrazó  los  cuatro 
primeros  libros.  Jaime  Soler  publicó  en  1525  la  Suma  de  los 
fueros  y  observancias  de  Aragon  :  otra  obra  no  menos  útil 
dio  á  luz  en  1585  Miguel  de  Molino  con  el  título  de  Reper- 
lorium  fororum  et  observantiarumregniAragonkc,  que  ilus- 
tró con  sus  Escolios  el  abogado  Portóles  :  y  don  Diego 
Franco  de  Villalva  hizo  en  1727  una  nueva  edición  de  los 
fueros  y  observancias .  dispuestos  con  otro  orden  y  método, 
é  ilustrados  con  ñolas  y  observaciones.  Son  muy  apreciables 
el  libro  de  la  Prctctica  judiciaria  compuesto  por  Pedro  Mo- 
linos, la  obra  titulada  Tyrocinium  jurisprudentiœ  forensis 
por  don  Gil  Custodio  de  Lissa  ,  y  el  tratado  de  los  cuatro 
procesos  forales  por  la  Ripa. 

VI.  El  rey  don  Felipe  V  por  decreto  de  29  de  junio  de 
1707abolió  y  derogó  enteramente  los  fueros,  privilegios, 
prácticas  y  costumbres  hasta  entonces  observadas  en  Ara- 
gon y  Valencia,  mandando  que  estos  reinos  se  redujesen  á 
las  leyes  de  Castilla,  y  al  uso,  práctica  y  forma  de  gobierno 
que  se  tenia  en  ella  y  en  sus  tribunales,  sin  diferencia  algü- 
na.  Mas  por  otro  real  decreto  de  3  de  abril  de  171 1  se  sirvió 
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declarar,  que  en  los  negocios  y  pleitos  civiles  criíro  particu- 
lares deben  observarse  los  Fueros  de  Aragon  ,  pero  que  en 
los  pleitos  y  negocios  en  que  el  rey  interviniere  como  parte, 
así  como  en  las  causas  criminales,  ha  de  estarse  á  las  leyes 
de  Castilla.  Ley  i  ,  til.  5,  lib.  3,  y  ley  2,  lit.  7 ,  tib.  b, 
Nov.  Roe. 

FUERO  activo  y  pasivo.  Es  regla  general,  como  ya  se 
ha  dicho  en  el  segundo  artículo  de  la  palabra  Fuero  ,  que  el 
actor  debe  seguir  el  fuero  del  reo ,  es  decir,  que  el  deman- 
dante ó  acusador  debe  introducir  sil  demanda  o  querella  en 
el  tribunal  ó  juzgado  á  cuya  jurisdicción  está  sujeto  el  de- 
mandado ó  reo;  pero  hay  algunas  personas  que  por  privile- 
gio del  cuerpo  de  que  son  miembros  güzan  del  derecho  ,  no 
solo  de  que  se  les  demande  ó'acuse  ante  su  juez,  sino  de  de- 
mandar ó  acusar  también  ante  el  mismo  juez  á  los  indivi- 
duos de  otro  fuero  contra  quienes  tengan  que  ejercer  alguna 
acción  civil  ó  criminal;  y  de  tales  personas  se  dice  que  go- 
zan de  fuero  activo  y  pasivo.  Será  pues  Fuero  activo  el  de- 
recho ó  privilegio  que  uno  tiene  de  atraer  al  juzgado  de 
que  depende  á  cualquiera  persona  á  quien  quiera  demandar 
ó  acusar;  y  Fuero  pasivo  el  derecho  general  que  tiene  todo 
reo  de  ser  demandado  ó  acusado  ante  sü  prbpio  juez  ó  tri- 
bunal. El  Fuero  pasivo  es  la  regla  ;  y  el  activo ,  que  también 
se  llama  atractivo,  es  la  escepcibn. 

FUERO  ordinario.  Véase  jurisdicción  real. 

FUERO  académico  ó  escolar.  Él  poder  ó  juzgado  pri- 
vilegiado que  hay  en  cada  una  de  las  universidades  litera- 
rias del  reino  para  conocer  de  las  causas  civiles  y  crimina- 
les de  los  individuos  del  claustro  y  gremio,  y  de  los  oficiales, 
ministros  y  dependientes  de  ella.  À  fin  de  qtié  los  estudian- 
tes no  sean  distraídos  de  sus  estudios  ni  los  caiedráticos  de 
la  enseñanza  ,  íes  han  concedido  ías  leyes  el  privilegio  de 
qoe  sus  pleitos  se  lleven  á  tribunales  establecidos  dentro  de 
las  mismas  universidades. 

I.  Según  el  derecho  de  las  Partidas  ,  el  estudiante  recon- 
venido en  materia  civil  por  otro  estudiante  ó  por  un  estráño 
podia  elegir  al  juez  ordinario  del  lugar,  ál  obispo  ó  á  sü  maes- 
tro, haciendo  que  se  llevase  la  demanda  ante  cualquiera 
de  estos  tres  que  mas  le  acomodase.  Mas  si  demandado  ante 
el  juez  del  lugar  no  declinaba  su  jurisdicción  ,  habia  de  se- 
guir ante  él  mismo  el  pleito  contestado  ;  y  si  por  el  contra- 
rio, habiendo  opuesto  su  privilegio  era  apremiado  á  respon- 
der, perdía  el  actor  su  derecho  en  la  cosa  demandada  y  el 
juez  debía  haber  la  pena  arbitraria  que  el  rey  le  impusiese. 
En  materia  criminal  debia  responder  el  estudiante  ,  siendo 
lego,  ante  el  juez  ordinario  del  lugar,  á  quierí  únicamente,  y 
no  al  maestro  ni  al  obispo,  competía  conocer  de  sus  delitos. 
Si  el  estudiante  tenia  demanda  contra  otro  que  no  fuese 
también  estudiante,  debia  ponerla  ante  el  juez  de  sü  adver- 
sario. Ley  7,  lit.  ^i.Páñ.  2. 

II.  Establecióse  después  un  juez  conservador  del  estudio, 
revestido  de  autoridad  real  y  pontificia,  que  lo  era  el  rector, 
cancelario,  maestrescuela  ó  su  teniente  ú  otro  sügeto  nom- 
brado por  el  rey  ó  por  el  maestrescuela  ;  el  cual  conocía  de 
todas  las  causas  y  negocios  de  la  universidad  y  personas  del 
estudio,  así  en  materia  criminal  como  en  la  civil,  atrayendo 
á  su  tribunal  no  solo  á  los  demandantes  ó  actores  sino  tam- 
bién à  los  demandados  ó  reos,  aunque  no  fuesen  estudiantes 
ni  individuos  ó  dependientes  del  cuerpo  literario,  con  tal  que 
no  morasen  á  mayor  distancia  que  la  de  cuatro'  dietas,  esto 
es,  de  cuarenta  leguas,  que  luego  se  redujeron  á  veinte  :  de 
modo  que  el  fuero  académico  vino  á  ser  activo  y  pasivo,  es- 
ceptuando  los  casos  de  delito  atroz,  abastos,  policía  ,  resis- 
tencia á  la  justicia  ,  y  juicios  universales  ó  dobles  de  testa- 
mentarías, particiones  y  concursos  de  acreedores,  Cuyo  co- 
nocimiento se  reservaba  á  la  justicia  ordinaria.  De  aquí 
nacieron  abusos  y  estorsiones  que  no  se  habian  previsto  ni 
«un  imaginado  :  agregábanse  á  las  universidades  para  go- 
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zar  de  sus  privilegios  personas  estragas  á  ellas,  como  boti- 
carios, libreros  y  encuadernadores  :  creíanse  con  derecho 
á  las  libertades  escolásticas  los  arrieros,  proveedores  y  cria- 
dos de  estudiantes  y  catedráticos  :  los  padres  ,  hermanos  y 
otros  parientes  de  los  que  gozaban  fuero  escolar  solían  hacer 
en  ellos  cesiones  simuladas  por  fatigar  á  los  que  algo  les  de- 
bían y  aun  por  cobrar  lo  que  no  les  debían  :  y  aun  se  vie- 
ron deudores,  acreedores  y  hasta  delincuentes  que  se  apre- 
suraban á  matricularse  6n  las  cátedras  sin  otro  objeto  que  el 
de  sustraer  de  la  real  jurisdicción  ordinaria  el  conocimiento 
de  sus  causas.  Los  reyes  católicos  don  Fernando  y  doña  Isa- 
bel en  pragmática  de  17  de  mayo  de  1492  y  don  Carlos  III 
en  4  de  setiembre  de  1770  adoptaron  varias  medidas  para 
atajar  este  desorden.  Leyes  del  til.  6,  lib.  8,  Nov.  Rcc. 

III.  Por  el  plan  de  estudios  de  14  de  octubre  de  1824  ,  el 
rector  de  Cada  universidad  ejercía  la  jurisdicción  conten- 
ciosa sobre  todos  los  individuos  que  gozaban  del  fuero  aca- 
démico :  todos  los  individuos  del  claustro,  los  del  gremio  de 
la  universidad  que  se  matriculaban  y  asistían  puntualmente 
á  las  cátedras ,  y  los  oficiales,  ministros  y  dependientes  con 
sueldos  fijos,  gozaban  del  fuero  criminal  pasivo,  á  no  ser 
en  los  delitos  dignos  de  pena  corporal  :  los  mismos  tenia n 
concedido  el  fuero  civil  pasivo ,  restringido  á  las  demandas 
que  se  hácian  por  deudas  ú  otras  obligaciones  ,  nacidas  pu- 
ramente de  hechos  ejecutados  por  los  escolares  y  demás  pri- 
vilegiados ;  y  con  respecto  á  los  escolares  ó  maestros  que  no 
residiesen  todo  el  año  en  los  pueblos  donde  se  hallaban  esta- 
blecidas las  universidades,  eslaba  limitada  la  última  conce- 
sión á  las  obligaciones  contraidas  durante  el  curso  y  puntual 
asistencia  á  las  cátedras.  Las  apelaciones  se  hacían  al  claus- 
tro general,  el  que  nombraba  para  jueces  dos  doctores  juris- 
tas y  un  canonista ,  quienes  procedían  con  arreglo  á  las 
leyes. 

IV.  El  fuero  académico  quedó  abolido  implícitamente  por 
el  reglamento  provisional  de  administración  de  justicia  de 
26  de  setiembre  de  1853,  pues  que  no  se  halla  entre  los  re- 
servados por  su  artículo  56  ;  y  en  su  consecuencia  se  esta- 
bleció en  el  plan  general  de  instrucción  pública  de  4  de 
agosto  de  1856  que  los  estudiantes  no  gozasen  de  fuero  ac- 
tivo ni  pasivo  en  los  delitos  ó  contratos  sujetos  al  derecho 
común  ;  pero  que  el  rector,  sin  embargo ,  debería  detenerlos 
preventivamente,  cuando  los  delitos  fuesen  cometidos  dentro 
de  la  Universidad  ,  instruir  el  sumario  y  pasarlo  con  el  reo 
al  juez  competente  en  el  término  de  24  horas.  Mandóse  sus- 
pender la  ejecución  de  este  plan  por  real  orden  de  4  de  se- 
tiembre del  propio  año  de  1856  ;  y  luego  por  otra  real  orden 
de  29  del  siguiente  octubre  se  aprobó  otro  arreglo  provisio- 
nal de  estudios,  en  el  cual  nada  se  dice  sobre  fuero  escolar. 
Mas  como  ademas  de  lo  resuelto  en  dicho  reglamento  de  26 
de  setiembre  de  185S  ,  está  declarado  vigente  por  decreto 
de  Cortes  de  7  de  setiembre  de  1857  el  título  quinto  de  la 
Constitución  de  1812,  según  el  cual  no  hay  mas  que  un  solo 
fuero  en  los  negocios  comunes,  civiles  y  criminales  ,  pa-a 
toda  clase  de  personas,  escepto  los  eclesiásticos  y  militares 
que  continúan  gozando  del  fuero  de  su  estado  respectivo  ,  y 
por  otra  parte  no  ha  habido  declaración  posterior  sobre  el 
fuero  que  nos  ocupa,  así  como  la  ha  habido  sobre  otros ,  de- 
be considerarse  estingüido  el  fuero  académico  ;  sin  que  por 
eso  deje  de  haber  autoridad  en  las  universidades  para  corre- 
gir las  faltas  graves  de  subordinación  y  demás  esceso?  do 
los  escolares,  con  arreglo  á  los  eslalutos. 

f  Con  arreglo  al  plan  de  esludios  de  8  de  julio  de  1847, 
únicamente  pertenecen  al  conocimiento  de  los  caiedráticos, 
jefes  y  consejos  de  disciplina  las  fallas  ó  espesos  que  comé- 
tanlos estudiantes  en  lo  relativo  á  la  disciplina  escolástica, 
correspondiendo  al  juzgado  ordinario  los  delitos  comunes  y 
negocios  civiles.  Véase  Disciplina  escolástica. 

f  FUERO  DE  canales.  Véase  Canal. 
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FUERO  eclesiástico.  El  poder  que  tiene  el  juez  ecle- 
siástico para  conocer  de  las  causas  que'  por  disposiciones 
civiles  y  canónicas  le  competen,  sea  contra  legos,  sea  con- 
■  tra  eclesiásticos;  y  el  mismo  juzgado  ó  tribunal  eclesiástico 
en  que  se  conoce  de  dichas  causas.  Cuando^ de  una  causa 
puede  indistintamente  conocerse  por  el  juez  eclesiástico  ó 
por  el  secular,  se  dice  que  es  causa  de -mixto  fuero;  y  en—' 
tónces  puede  conocer  de  ella  á  prevención  cualquiera  de  los 
dos  jueces  ,  de  modo  eme  el  primero  que  la  principia  es  el 
que  debe  proseguirla  y  llevarla  á  cabo.  La  persona  que  no 
puede  ser  juzgada  sino  por  el  tribunal  eclesiástico,  se  dice 
que  goza  del  privilegio  del  fuero  ;  y  así  este  no  es  otra  cosa 
que  el  privilegio  en  cuya  virtud  está  una  persona  esenta  de 
la  potestad  y  jurisdicción  del  fuero  secuîar,  de  suerte  que  no 
puede  ser  emplazada  ni  castigada  por  otro  juez  que  por  el 
eclesiástico.  Véase  Jurisdicción  eclesiástica. 

FUERO  de  cruzada.  El  poder  de  conocer  y  el  tribunal 
que  conoce  de  las  causas  civiles  y  criminales  relativas  á  la 
administración  y  cobranza  de  los  productos  de  la  bula  de  la 
santa  cruzada  y  de  la  del  indulto  cuadragesimal. 

I.  El  comisario  general  de  cruzada  en  la  corte  y  los  comi- 
sarios subdelegados  en  las  respectivas  diócesis  están  reves- 
tidos de  autoridad  pontificia  y  real  para  entender  en  estas 
causas.  Los  tribunales  de  los  comisarios  subdelegados  conocen 
de  ellas  en  primera  instancia, y  el  del  comisario  general,  que 
se  compone  del  mismo  comisario  ,  de  tres  asesores  togados 
y  un  fiscal,  las  decide  definitivamente  en  grado  de  apela- 
ción, beyes  í,  2,3,  ti,  9,  1 2,  y  notai,  til.  11,  lib.  %,  Nov. 
Rec;  leyes  1  y  2 ,  lit.  1 1 ,  lit).  2  del  supl.  de  la  Nov.  Rec.  ;  y 
real  orden  de  2o  de  jimio  de,  185o. 

II.  Los  tribunales  de  cruzada  no  pueden  conocer  de  las 
causas  civiles  ni  criminales  de  los  empleados  en  el  ramo  que 
no  sean  relativas  al  mismo ,  pues  estos  no  gozan  del  fuero  de 
cruzada  por  lo  que  hace  á  sus  negocios  particulares  ni  por 
los  delitos  comunes,  sino  solamente  por  las  culpas  ,  escesos 
ú  omisiones  en  el  desempeño  de  su  oficio;  ley  9,  art.  5, 
Ht.  11,  Hb.  2,  Nov.  Rec. 

III .  La  jurisdicción  de  los  tribunales  de  cruzada  es  priva- 
tiva y  prohibitiva ,  de  suerte  que  nadie  sino  ellos  puede 
conocer  de  los  asuntos  de  su  atribución ,  y  ni  aun  las  Audien- 
cias territoriales  deben  admitir  recursos  de  fuerza  ni  otras 
peticiones  contra  los  mismos;  ley  2,  y  ñola  1 ,  til.  11 ,  lib.  2, 
Nov.  Rec.  Sin  embargo ,  de  los  autos  y  procedimientos  del 
comisario  general  de  cruzada  puede  introducirse  recurso  de 
fuerza  en  el  consejo  real  (  ahora  en  el  tribunal  supremo  de 
justicia  ),  el  cual  para  proveer  hade  oir  al  asesor  de  cruzada  ; 
ley  9,  art.  7,  lit.  1  i ,  lib,  2,  Nov.  Rec;  y  Covarrubias ,  Max. 
sobre,  recursos  de  fuerza,  lit.  2?í,  §  5. 

f  Con  fecha  23  de  junio  de  185o  se  dictaron  estas  reglas  : 
Ia.  Las  ejecuciones  en  cruzada  son  dirigidas  en  primer  lugar 
contra  los  repartidores  de  los  sumarios ,  cogedores  de  su 
limosna,  y  por  defecto  de  pago  de  estos  ,  contra  los  indivi- 
duos del  ayuntamiento  que  los  eligió;  y  cualquier  incidente 
que  sobre  la  cobranza  de  las  limosnas  ocurra  ha  de  seguirse 
ante  el  tribunal  subdelegado  de  cruzada  á  que  corresponda 
la  administración  tesorería  de  donde  dimane  el  apremio, 
porque  dichos  tribunales  subdelegados  están  revestidos  de 
toda  la  autoridad  real  y  pontificia  que  necesitan  para  de- 
terminar los  asuntos  é  incidencias  de  cruzada ,  otorgando  las 
apelaciones  á  este  tribunal  superior.  2a.  Siendo  obligación 
de  los  citados  cogedores,  y  de  los  ayuntamientos  nómina- 
dores  en  su  caso,  presentar  en  la  administración  tesorería 
de  cruzada  de  donde  recibiéronlos  sumarios  el  producto  de 
su  limosna  ,  los  comisionados  no  percibirán  la  cantidad  por 
que  van  á  ejecutar,  ni  parte  de  ella  ,  pues  la  que  por  virtud 
de  sus  diligencias  se  haga  efectiva,  la  ha  de  recibir  el  admi- 
nistrador tesorero,  quien  inmediatamente  lo  hará  saber  por 
escrito  al  comisionado  para  que  cese  en  los  apremios.  3a.  Si 


llegase  el  caso  de  verificar  venta  de  bienes  para  reintegrar 
á  cruzada,  la  cantidad  que  estos  produzcan  la  tendrá  el  co- 
misionado á  disposición  del  administrador  para  queeste  la 
haga  conducir  á  la  capital  de  cuenta  y  riesgo  del  deudor  ó 
deudores,  puesto  que  hacen  obligación  de  presentaren  las 
administraciones  tesorerías  de  cruzada  el  producto  de  las 
limosnas  de  los  sumarios  que  espendan.  lía.  Los  administra- 
dores tesoreros  tendrán  obligación  de  saber  en  la  intendencia 
la  época  en  que  han  de  salir  los  comisionados,  quiénes  sean, 
y  pueblos  que  deben  recorrer,  para  pedir  en  tiempo  oportuno 
al  tribunal  subdelegado  de  cruzada  los  despachos  necesarios 
cometidos  á  los  mismos  y  contra  los  deudores  ;  entendién- 
dose las  diligencias  judiciales  que  ocurran  con  el  mismo'  tri- 
bunal subdelegado,  y  en  apelación  al  superior  de  cruzada 
en  esta  corte. 

En  28  de  noviembre  de  18Wí  se  concedió  el  término  de  dos 
meses  á  los  pueblos,  ayuntamientos  y  empleados  del  ramo 
para  reclamar  el  abono  de  cantidades  sustraídas  por  ios  fac- 
ciosos hasta  el  Io.  de  enero  de  1840  :  con  la  prevención  de 
que  pasados  dichos  dos  meses  no  se  admitiese  reclamación 
alguna ,  sean  cuales  fueren  los  motivos  con  que  se  fundara. 
Véase  Bula. 

FUERO  de  las  órdenes  militares.  La  potestad  de 
conocer  y  el  tribunal  que  en  las  cuatro  órdenes  militares  de 
Santiago,  Alcántara,  Calatrava  y  Monlesa  conoce  de  los 
pleitos  ,  causas  y  negocios  pertenecientes  á  las  mismas  y  á 
sus  individuos.  Véase  Ordenes  miniares. 

FUER©  de  extranjeros.  Véase  Extranjero,  n.  11  y  sig. 

FUERO  de  comercio.  Véase  Tribunal  de  comercio. 

FUERO  de  conservación.  Véase  Juez  conservador. 

FUERO  de  los  cónsules.  Véase  Cónsules,  Extranjero  y 
Francés. 

FUERO  de  los  embajadores.  Véase  Ministro  público. 

FUERO  de  correos  y  caminos.  La  potestad  de  conocer 
y  el  juzgado  especial  en  que  se  conoce  de  los  negocios  per- 
tenecientes á  los  ramos  de  correos  y  caminos  y  á  los  emplea- 
dos en  ellos. 

I.  Según  la  ordenanza  general  de  correos  de  8  de  julio  do 
i  794,  el  primer  secretario  de  estado  y  del  despacho  es  su- 
perintendente general  nato  de  correos  y  pestas  y  de  caminos; 
tiene  la  dirección  ,  gobierno  y  manejo  total  de  dichos  ramos; 
ejerce  en  ellos  y  sus  empleados  jurisdicción  civil  y  criminal 
omnímoda  y  privativa,  con  espresa  inhibición  de  todos  los 
tribunales  y  jueces;  y  puede  delegarla  en  la  parte  corres- 
pondiente en  todos  y  cada  uno  de  los  que  en  virtud  de  sus 
órdenes  ,  nombramiento  ó  despacho  sirvan  en  la  renta:  pro- 
pone los  directores  generales,  quienes  tienen  el  uso  libre  de 
las  facultades  y  jurisdicción  que  les  delega;  propone  asi- 
mismo asesor  y  fiscal  togados ,  con  cuyo  acuerdo  y  dictamen 
procedan  los  directores  en  los  asuntos  legales  contenciosos 
ó  gubernativos;  y  es  arbitro  de  nombrar  jueces  subdelegados 
en  cualquiera  parte  del  reino  ;  ley  2 ,  lit.  15 ,  lib.  5  ,  Nov.  Ree. 

II.  Los  directores  generales  de  correos  y  caminos  tienen 
las  facultades  subdelegadas  por  el  superintendente  general, 
y  el  uso  y  ejercicio  de  la  jurisdicción  civil  y  criminal,  gu- 
bernativa y  contenciosa ,  con  inhibición  absoluta  de  todos  los 
demás  tribunales:  conocen  en  primera  instancia  de  ios  ne- 
gocios contenciosos  pertenecientes  al  juzgado  de  la  superin- 
tendencia general  en  Madrid  y  su  partido,  sustanciando^ 
resolviendo  los  autos  que  se  formen  con  acuerdo  del  aaesoí 
de  la  renta  ,  y  con  audiencia  fiscal  en  los  que  dicha  renta 
tuviere  interés  ;  y  con  el  mismo  acuerdo  deben  admitir  las 
apelaciones  que  de  sus  sentencias  y  autos  se  interpusiesen 
para  la  real  y  suprema  junta.  Tienen  obligación  de  firmar 
las  sentencias  y  providencias  judiciales  que  acordare  ci  ase- 
sor ;  pero  pueden  representar  á  la  suprema  junta  los  motivos 
de  su  oposición  para  que  provea  en  justicia.  Deben  et  V.r  que 
los  demás  subdelegados  ejerzan  su  comisión  conforic.3  i  los 
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despachos  que  les  confieran  ;  y  pueden  pedirles  á  todos,  me- 
nos á  los  de  Indias,  los  autos  originales  ad  effectum  videndi 
con  motivo  justo,  bien  de  oficio  ó  á  pedimento  fiscal ,  ó  bien 
a  instancia  de  las  parles.  Ley  4,  tít.  15,  lib.  5,  Nov.  Rec. 

III.  La  junta  suprema  de  correos  y  caminos  (  que  se  com- 
pone del  superintendente  general  en  calidad  de  presidente, 
de  un  ministro  togado  de  cada  uno  de  los  consejos  de  Cas- 
tilla, Guerra ,  Indias  y  Hacienda,  de  los  directores  generales, 
del  asesor  y  fiscal  de  la  dirección ,  y  del  contador  general  de 

;  correos  en  calidad  de  secretario  con  voto  instructivo  en  asun- 
tos de  contaduría)  es  tribunal  supremo  y  único  competente 

'  de  estos  ramos  y  sus  empleados ,  y  en  ella  deben  fenecerse 
los  negocios  y  causas  que  fueren  à  la  misma  por  via  de  ape- 
lación ,  súplica,  agravio  ó  queja  de  los  autos  y  sentencias 
de  los  jueces  subdelegados  ,  sin  que  de  sus  determinaciones 
en  revista  pueda  introducirse  recurso  alguno ,  salvo  á  la  real 
persona  en  los  casos  que  pueda  tener  lugar,  por  considera- 
ción á  no  poderse  introducir  los  de  mil  y  quinientas  é  injus- 
ticia notoria.  Guando  los  negocios  contenciosos  tuvieren  prin- 
cipio en  el  juzgado  de  Madrid  y  su  partido  y  se  determinaren 
en  primera  instancia  por  los  directores  ,  deben  abstenerse 
los  que  los  hubiesen  fallado  con  su  asesor  de  votar  en  el  re- 
curso de  apelación,  queja  ó  agravio  de  sus  providencias; 
pero  pueden  concurrir  ai  acto  de  la  relación  para  mayor 
instrucción  de  los  vocales.  Ley  3 ,  tít.  15  ,  lib.  3,  Nov.  Rec. 

IV.  Son  de  la  competencia  de  los  juzgados  de  correos  y 
caminos  :  —  Io.  los  negocios  en  que  estos  ramos  tuvieren 
interés  :  —  2o.  las  defraudaciones  que  se  causaren  á  la 
renta  de  correos ,  por  llevar  cartas  fuera  de  balija  ,  sean 
empleados  ó  estraños  los  defraudadores  :  —  3o.  las  falsifica- 
ciones ó  abusos  del  sello  negro  en  las  cartas  ó  pliegos  que 
6e  dirigieren  por  el  correo  :  —  4o.  las  interpretaciones  ó  vio- 
laciones de  cartas  ó  pliegos  confiados  á  la  administración  de 
correos,  ya  se  hagan  con  quebrantamiento  de  balija  ó  sin 
él  :  —  5o.  los  atentados  cometidos  contra  alguno  de  los  cor- 
reos ó  conductores  de  la  correspondencia  del  público  ,  ya 
sea  matándolos  ó  hiriéndolos  ,  ó  tratando  de  matarlos  ó  he- 
rirlos ,  ya  sea  robándolos  :  —  6o.  las  faltas  y  escesos  de  los 
dependientes  de  estos  ramos  en  el  cumplimiento  de  sus  ofi- 
cios :  —  7o.  las  causas  civiles  y  criminales  en  que  dichos 
dependientes  fueren  demandados  ó  acusados ,  aunque  no 
tengan  relación  con  sus  empleos ,  escepto  las  que  luego  se 
especificarán.  Orden,  gen.  de  correos,  tít.  1 ,  art.  2;  tít.  3  , 
art.  5;  lit.  H,  arts.  18, 19, 20 y  21;  lit.  19,  arl.  10  ysig.; 
leyes  2,3,  4,  6,7, 13  y  19,  lit.  15,  lib.  3 ,  Nov.  Rec.  Véase 
Carlas,  Correos  y  postas,  Caminos  y  Sello  negro. 

V.  Gozan  del  fuero  pasivo  de  correos  y  caminos  por  sus 
causas  civiles  y  criminales,  todos  los  que  sirven  en  estos 
ramos,  sea  con  sueldo  fijo  según  su  clase,  sea  sin  sueldo 
por  los  gajes  de  diez  por  ciento ,  ayudas  de  costa  ó  mera- 
mente por  dicha  preeminencia ,  los  jubilados  que  conserven 
sueldo  ó  gratificación  anual  por  la  renta ,  los  porteros  ó 
mozos  de  oficio,  el  visitador  en  lo  personal  que  pudiera  im- 
pedir el  ejercicio  de  su  cargo ,  los  carteros  mientras  se  hallen 
en  actual  servicio  ,  los  correos  de  gabinete  ,  los  destinados 
al  servicio  de  las  sillas  de  posta  desde  la  corle  á  los  sitios 
reales,  los  conductores  de  balijas,  hijuelas  ó  travesías,  los 
maestros  de  postas  y  sus  postillones;  leyes  2,7,  8,  9  y  10, 
lit.  15,  lib.  5,  Nov.  Rec. 

VI.  Mas  este  fuero  no  se  estiende  á  los  pleitos  de  cuentas- 
y  particiones  entre  herederos,  concursos  de  acreedores, 
juicios  posesorios,  ó  sobre  bienes  raices  libres  ó  vinculados 
con  cualquier  titulo,  sea  de  mayorazgo,  aniversario,  patro- 
nato de  legos  ó  fideicomisos ,  y  otras  disposiciones  de  tracto 
perpetuo  y  sucesivo,  porque  en  tales  casos  quedan  sujetos 
á  la  justicia  ordinaria:  — ni  tampoco  á  los  juicios  ejecutivos, 
procedentes  de  créditos  á  favor  de  artesanos,  jornaleros  y 
criados ,  de  alquileres  y  demás  que  se  consideran  como  ali- 


menticios, en  los  cuales,  justificada  la  deuda,  debe  pasar 
la  justicia  ordinaria  el  correspondiente  oficio  á  los  directores 
generales  ó  al  subdelegado  mas  inmediato  al  pueblo  de  la 
residencia  del  deudor  para  que  á  este  se  le  rebaje  de  su 
sueldo  ó  haber  mensual  que  perciba  de  la  renta  la  cuota  res- 
pectiva para  su  pago  ,  según  la  práctica  arreglada  á  la  real 
orden  general  que  comprende  á  todos  los  asalariados  por  la 
real  hacienda  ;  —  ni  á  las  infracciones  de  los  bandos  de  po- 
licía y  buen  gobierno  y  de  las  ordenanzas  municipales  de  los 
pueblos  que  tienen  por  objeto  el  bien  común  ,  en  lodo  lo 
cual  están  sujetos  á  las  autoridades  locales  como  los  demás 
vecinos;  —  ni  á  las  Causas  de  contrabando  de  rentas  reales, 
por  cuyo  delito  quedan  sometidos  al  fuero  fiscal  de  la  renta 
respectiva  ,  privados  de  oficio  en  la  de  correos ,  é  inhabili- 
tados para  obtener  otro  empleo  en  el  real  servicio;  —  ni  á 
los  asuntos  que  provengan  de  las  granjerias  á  que  se  dedi- 
caren los  maestros  de  postas;  —  ni  por  fin  á  las  incidencias 
de  tumultos ,  motin  ,  conmoción  ó  desorden  popular  y  desa- 
cato à  los  magistrados ,  pues  en  ellas  quedan  también  desa- 
forados y  sujetos  á  la  justicia  ordinaria  :  Orden,  gen.  de 
correos  ,  tít.  23,  ó  ley  7,  tít.  13,  lib.  3,  Nov.  Rec. 

VII.  A  fin  de  que  no  sufra  atraso  la  correspondencia  pública, 
está  prohibido  á  las  justicias  detener  ó  prender  á  correo, 
conductor  de  balija,  hijuela  ó  travesía,  ó  postilion  que  vaya 
de  oficio ,  á  no  ser  por  delito  que  merezca  según  las  leyes  la 
imposición  de  pena  corporal  :  en  cuyo  caso  custodiarán  al 
reo  con  la  decencia  posible  ,  nombrarán  sin  dilación  otro  que 
sirva  en  su  lugar  no  habiendo  en  el  pueblo  administrador  de 
correos  que  le  nombre ,  y  practicarán  en  el  término  de  veinte 
y  cuatro  horas  las  primeras  diligencias  de  la  sumaria,  que 
remitirán  al  subdelegado  de  correos  mas  inmediato  para  las 
providencias  ulteriores;  ley  6,  arls.  2 y  5,  y  ley  9,  art.  18, 
tít.  13,  lib.  5,  Nov.  Rec. 

VIII.  Las  justicias  ordinarias  deben  contribuir  por  su 
parte  á  evitar  los  fraudes  contra  la  renta  de  correos,  ya 
impartiendo  á  los  subdelegados  el  ausilio  que  les  pidieren , 
ya  dando  cuenta  á  la  dirección  ó  á  la  superintendencia  general 
de  la  connivencia  ó  disimulo  de  los  jueces  privilegiados  que 
no  castigaren  los  escesos  ó  faltas  de  los  dependientes  del 
ramo,  ya  formalizando  donde  no  hubiere  subdelegados  las 
causas  correspondientes  á  requerimiento  del  administrador 
ó  de  quien  represente  la  renta  hasta  arrestar  al  delincuente 
y  recibir  la  sumaria ,  que  habrá  de  remitir  con  su  informe  al 
subdelegado  del  partido  ó  al  juzgado  de  la  superintendencia 
por  conducto  de  la  dirección  general  ;  ley  6,  arls.  4y§, 
tít.  13,  lib.  3,  Nov.  Rec. 

IX.  Tales  son  las  disposiciones  relativas  al  fuero  de  cor- 
reos y  caminos,  contenidas  en  la  ordenanza  general  de  cor- 
reos de  8  de  julio  de  1794.  Posteriormente ,  por  real  decreto 
de  9  de  noviembre  de  1832,  se  atribuyeron  á  la  secretaría 
de  estado  y  del  despacho  del  fomento  general  (  hoy  de  la 
gobernación)  del  reino  la  construcción  y  conservación  délos 
caminos  ,  canales  ,  puertos  mercantes,  puentes  y  todas  las 
obras  públicas,  como  asimismo  los  correos,  postas  y  dili- 
gencias; de  modo  que  desde  entonces  es  de  la  incumbencia 
de  este  ministerio  lo  que  antes  era  del  de  estado  en  dichos 
ramos.  Mas  no  por  eso  está  á  cargo  de  las  autoridades  de- 
pendientes del  propio  ministerio  el  juzgado  privativo;  pues 
habiendo  consultado  la  dirección  general  de  correos  s¡  los 
negocios  contenciosos  del  ramo ,  en  que  antes  entendían  los 
intendentes  como  subdelegados  de  la  renta  y  fallaban  con 
acuerdo  de  asesor,  habían  de  pasar  á  los  subdelegados  de 
fomento  (hoy  jefes  políticos)  que  no  le  tienen  -,  ó  hablan  de 
seguir  despachándose  por  aquellos  funcionarios ,  so  sirvió 
mandar  S.  M.  la  reina  gobernadora  por  real  orden  do  8  de 
marzo  de  1834  que  la  parte  contenciosa  de  la  renta  de  cor- 
reos y  ramos  agregados  continúe  á  cargo  de  los  jueces  que 
antes  la  despachaban ,   ínterin  se  arregla  definitivamente 
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este  punto,  en  atención  á  que  si  bien  los  subdelegados  de 
fomento  lo  son  natos  de  todos  los  ramos  correspondientes  á 
jste  ministerio,  no  tienen  en  ningún  caso  autoridad  judicial. 

X.  Cou  motivo  de  no  hallarse  el  juzgado  especial  de  cor- 
reos y  caminos  entre  los  reservados  por  los  arts.  36  y  57 
del  reglamento  provisional  parala  administración  de  justicia 
de  -26  de  setiembre  de  185S ,  se  creyó  implícitamente  supri- 
mido ;  pero  formado  espediente  en  el  ministerio  de  la  go- 
bernación sobre  su  abolición  ó  existencia,  y  convencida  por 
él  la  augusta  reina  gobernadora  de  los  graves  perjuicios  que 
la  prematura  estincion  del  espresado  tribunal  acarrearía  á 
entrambos  ramos,  ora  por  los  entorpecimientos  que  á  cada 
instante  encontrarían  en  su  marcha,  ora  por  la.paralizacion 
que  ya  se  notaba  en  muchos  de  sus  negocios ,  ora  en  fin  por 
el  considerable  aumento  de  gastos  que  resultaría  llevando 
estos  negocios  ante  tribunales  ordinarios ,  como  ya  se  espe- 
rimentó  en  otra  época  ,  se  sirvió  S.  M.  resolver  por  real  or- 
den de  12  de  marzo  de  1856  que  continuasen  interinamente 
el  juzgado  privativo  de  correos  y  caminos  y  su  junta  de 
apelaciones ,  escepto  para  los  casos  puramente  personales 
de  sus  empleados  y  en  que  se  trataren  puntos  de  un  fuero 
personal  ó  privilegiado  que  debia  cesar  enteramente.  Toma- 
ron luego  las  Cortes  en  consideración  los  motivos  de  esta 
rea!  orden ,  y  casi  en  los  mismos  términos  decidieron,  según 
comunicación  hecha  al  gobierno  en  22  de  octubre  de  1837, 
que  continúen  por  ahora  el  juzgado  de  correos  y  caminos  y 
su  junta  de  apelación  solo  para  los  negocios  de  estos  ramos , 
y  sin  conocer  de  los  personales  de  sus  empleados ,  y  en  que 
se  traten  puntos  de  fuero  personal  privilegiado,  que  debe 
considerarse  enteramente  estinguido.  Véase  Camino  y  Canal. 

FUERO  de  canales.  Véase  Canal ,  en  cuyo  artículo  se 
encuentran  las  disposiciones  de  la  real  orden  de  22  de  no- 
viembre de  1856  sobre  la  ejecución  délas  ordenanzas  y  re- 
glamentos relativos  á  la  conservación  de  las  obras  ,  policía , 
distribución  de  aguas  para  riegos  ,  molinos  y  otros  artefac- 
tos, navegación,  pesca,  arbolados  y  demás  adhérentes  de 
los  canales,  caminos,  etc.  Posteriormente,  habiendo  recur- 
rido de  nuevo  al  ministerio  de  la  gobernación  la  empresa 
del  canal  de  Castilla  quejándose  de  los  escesos  que  cometian 
los  pueblos  colindantes  con  los  terrenos  de  la  laguna  de  la 
Nava ,  bien  introduciendo  á  pastar  en  ellos  sus  ganados, 
bien  destruyendo  las  obras  del  canal ,  ó  desviando  el  curso 
de  las  aguas  para  regar  con  ellas  sus  heredades,  se  renovó 
la  citada  real  orden  de' 22  de  noviembre  de  1856  por  otra  de 
20  de  julio  de  1839  ,  en  la  cual  se  modifica  el  artículo  b°. 
disponiendo  que  los  jueces  de  primera  instancia  conozcan 
de  todos  los  negocios  contenciosos'con  apelación  al  tribunal 
supremo  de  apelaciones  de  correos  y  caminos  y  no  á  las 
audiencias  territoriales,  y  encargando  á  los  alcaldes  y  de- 
mas  á  quienes  corresponda  que  no  den  lugar  á  que  se  les 
exija  la  responsabilidad  por  su  regligencia  en  la  imposición 
y  exacción  de  multas,  arrestos  de  transgresores  y  entrega  de 
ellos  á  los  jueces  competentes  ;  en  el  concepto  de  que  en 
caso  necesario  pueden  valerse  de  la  fuerza ,  pidiendo  ausilio 
á  los  jefes  militares. 

FUERO  de  minería.  Véase  Minas. 

FUERO  de  artillería.  Véase  Artillería. 

FUERO  de  la  real  capilla.  Véase  Jurisdicción  cas- 
trense. 

FUER©  castrense.  Véase  Jurisdicción  castrense. 

FUERO  de  casa  real.  La  potestad  de  conocer  y  el  juz- 
gado especial  establecido  para  conocer  de  los  negocios  con- 
tenciosos de  la  real  servidumbre  y  del  real  patrimonio. 

I.  Según  reglamento  de  19  de  febrero  de  1761,  tenían 
avitoridad  los  jefes  del  real  palacio  con  sus  asesores  para 
conocer  de  las  causas  de  las  personas  empleadas  en  el  ser- 
vicio inmediato  del  rey  y  de  la  real  familia.  Estos  jefes  eran 
el  mayordomo  mayor,  el  sumiller  de  corps  y  el  caballerizo 
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mayor.  Cada  uno  de  ellos  tenia  para  su  respectivo  ramo  su 
juez  y  asesor,  que  era  un  consejero  de  Castilla  nombrado 
por  el  rey  á  propuesta  del  mismo  jefe  ;  y  este  juzgado  se 
llamaba  bureo.  Cada  jefe  castigaba  gubernativamente  las 
faltas  ó  delitos  leves  que  sus  subordinados  cometian  contra 
la  servidumbre;  pero  de  los  graves  conocía  el  asesor  del 
ramo,  de  cuya  sentencia  solo  podia  apelarse  para  la  junta 
que  formaban  los  otros  dos  jueces  ó  asesores,  quienes  de- 
terminaban en  revista,  sin  que  hubiese  mas  apelación  ni 
consulta  ,  debiendo  ser  el  abogado  fiscal  en  dicha  junta  el 
que  lo  fuese  de  la  casa  real  ;  leyes  2  ,  3  j  5 ,  tít.  12  ,  lib.  3  , 
Nov.  Rec.Y  según  se  deduce  de  reales  resoluciones  de  29  do 
setiembre  de  1786,  18  de  octubre  de  1796  y  6  de  marzo 
de  1799  (ley  k  y  notas  6  y  7,  tít.  12,  lib.  5,  Nov.  Rec),  no 
solo  entendía  el  tribunal  del  bureo  en  los  delitos  que  come- 
tiesen los  empleados  de  casa  real  en  el  desempeño  de  sus 
funciones ,  sino  también  en  sus  demás  causas  civíies  y  cri- 
minales ,  aunque  ninguua  relación  tuviesen  con  sus  oficios: 
bien  que  la  justicia  ordinaria  podia  proceder  contra  ellos 
en  los  delitos  de  amancebamiento,  resistencia  calificada  á  la 
justicia,  uso  de  armas  prohibidas,  juego  prohibido,  desa- 
fío, hurto  en  la  corte  ó  su  rastro,  fraude  ó  contrabando  en 
las  rentas  ó  derechos  reales,  y  uso  de  máscaras  ó  disfraces  ; 
y  con  la  modificación  igualmente  deque  poniéndose  deman- 
das ante  los  jueces  ordinarios  contra  los  aforados  que  no  se 
hallasen  en  la  corte  y  sitios  reales,  debia  el  juez  de  la  casa 
real  delegar  su  jurisdicción  en  aquellos. 

II.  Mandóse  después  por  reales  decretos  de  22  de  mayo 
de  1814  y  9  de  agosto  de  181b  que  el  mayordomo  mayor 
del  rey  entendiese  en  todo  lo  relativo  á  la  real  casa ,  capilla, 
cámara,  caballerizas,  patrimonio  , palacios,  sitios,  bosques, 
jardines  y  alcázares  :  se  creó ,  á  semejanza  de  lo  establecido 
en  la  renta  de  correos,  una  junta  gubernativa  de  dichos 
ramos  compuesta  del  mayordomo  mayor  con  el  carácter  de 
presidente  nato  ,  del  secretario  ,  contador,  tesorero,  asesor 
y  fiscal  :  se  puso  á  cargo  de  un  juez  letrado ,  asesor  general 
de  la  real  casa  y  patrimonio  ,  el  conocimiento  en  primera 
instancia  de  los  negocios  contenciosos  pertenecientes  á  los 
mismos  ramos  y  á  la  real  servidumbre  é  individuos  del  fue- 
ro :  y  se  estableció  una  junta  suprema  patrimonial  de  ape- 
laciones ,  compuesta  del  mismo  mayordomo  mayor  como 
presidente  nato,  de  cinco  ministros  togados  de  los  consejos 
de  Castilla,  guerra,  almirantazgo,  Indias  y  hacienda,  y  de 
los  individuos  de  la  de  gobierno,  para  sustanciar  privati- 
vamente y  fallar  en  segunda  y  tercera  instancia  conforme  á 
derecho  y  las  leyes  concernientes  á  la  materia  los  referidos 
pleitos ,  ya  fuesen  promovidos  por  los  procuradores  ó  agen- 
tes patrimoniales ,  ó  ya  á  instancia  de  otros  sugetos  ó  cor- 
poraciones ,  sin  que  de  sus  determinaciones  en  revista  pu- 
diera introducirse  recurso  alguno,  salvo  á  la  real  persona 
en  los  casos  que  pudiesen  tener  lugar  por  no  ser  admisibles 
los  de  mil  y  quinientas  ni"  de  injusticia  notoria.  Por  real  de- 
creto de  21  de  febrero  de  1818  se  encargó  á  la  citada  junta 
suprema  patrimonial  el  conocimiento  de  todos  los  pleitos  de 
reversion  é  incorporación  de  la  corona  de  Aragon  en  que 
tuviese  ínteres  el  real  patrimonio,  como  asimismo  de  los 
pendientes  en  el  consejo  de  hacienda  que  no  se  hallasen 
vistos  para  sentencia  en  primera  instancia  ó  en  grado  de 
súplica  en  la  segunda. 

III.  En  el  año  de  1834  algunos  alcaldes  mayores  preten- 
dieron agregar  á  su  jurisdicción  la  privativa  que  ejercían 
en  los  reales  sitios  los  jueces  de  la  real  casa  ;  y  en  su  vista  la 
augusta  reina  gobernadora  se  sirvió  mandar  por  decreto  de 
16  de  junio  del  mismo  año ,  que  la  suprema  junta  de  apela- 
ciones, los  gobernadores,  administradores  y  bailes  del  real 
patrimonio  siguiesen  ejerciendo  como  hasta  entonces  la  ju- 
risdicción privilegiada  que  les  correspondía  por  las  ordenan- 
zas y  reglamentos  particulares  que  se  les  habían  dado, 
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mientras  no  recibiesen  otras  órdenes  comunicadas  por  el 
mayordomo  mayor  de  quien  dependían  inmediatamente.  La 
misma  disposición  se  contenia  implícitamente  en  el  artículo 
56  del  reglamento  provisional  para  la  administración  de  jus- 
ticia de  26  de  setiembre  de  1833,  pues  esceptuaba  del  co- 
nocimiento de  la  real  jurisdicción  ordinaria  los  negocios 
correspondientes  á  los  juzgados  especiales  dependientes  de 
la  suprema  junta  patrimonial. 

IV.  Mas  por  real  orden  de  29  de  setiembre  de  1836  co- 
municada al  mayordomo  mayor  de  S.  M.  por  el  ministerio 
de  gracia1  y  justicia  se  declaró  que  no  habiendo  en  los  nego- 
cios civiles  y  criminales  mas  que  un  solo  fuero  para'  toda 
clase  de  personas,  escepto  los  eclesiásticos  y  militares, 
según  ló  dispuesto  en  la  Constitución  del  año  de  1812  que 
acababa  de  publicarse,  y  quehabiendo  quedado  por  solo  esta 
publicacien  suprimidos  de  pleno  derecho  y  sin  jurisdicción 
alguna  tanto  la  suprema  junta  patrimonial  de  apelaciones 
como  el  juzgado  privilegiado  de,  la  casa  real,  debían  pasar 
todos  los  procesos  pendientes  en  este  y  en  aquella  á  los  tri- 
bunales y  juzgados  Ordinarios  á  quienes  según  su  naturaleza 
y  estado  tocase  su  conocimiento  con  arreglo  á  la  Constitución 
y  à  las  demás  leyes  vigentes  sobre  la  materia.  No  existe 
pues  en  el  día  el  fuero  de  casa  real  en  cuanto  á  las  cosas  ni 
en  cuanto  á  las  personas  ;  de  suerte  que  las  causas  civiles  y 
criminales  de  la  real  servidumbre  y  del  real  patrimonio 
pertenecen  hoy  á  la  real  jurisdicción  ordinaria. 

FUERO  de  los  cuerpos  de  casa  real.  Llámanse  cuerpos 
do  casa  real  los  cuerpos  que  por  su  instituto  están  destina- 
dos á  la  custodia  de  la  persona  del  rey,  y  son  el  cuerpo  de 
guardias  de  la  real  persona,  la  compañía  de  alabarderos,  la 
guardia  real  de  infantería,  la  de  caballería,  la  brigada  de 
artillería  déla  guardia,  y  la  guardia  real  provincial.  Todos 
estos  cuerpos  tienen  un  juzgado  privativo  con  un  mismo 
ssesor  general,  abogado  fiscal,  escribano  principal  y  al- 
guacil, que  conoce  délas  causas  civiles  y  criminales  de  sus 
respectivos  individuos ,  con  apelación  al  tribunal  supremo 
de  guerra  y  marina.Véase  Guardia  real. 

FUER©  de  los  senadores  y  diputados  Á  cortes.  Según 
el  articulo  128  déla  Constitución  de  1812,  los  diputados  eran 
inviolables  por  sus  opiniones ,  y  en  ningún  tiempo  ni  caso 
ni  por  ninguna  autoridad  podían  ser  reconvenidos  por  ellas  : 
en  las  causas  criminales  que  contra  ellos  se  intentasen,  no 
podían  ser  juzgados  sino  por  el  tribunal  de  Cortes  en  el  modo 
y  forma  prescritos  en  el  reglamento  del  gobierno  interior  de 
las  mismas;  y  durante  las  sesiones  y  un  mes  después  no 
podían  ser  demandados  civilmente,  ni  ejecutados  por  deudas. 

La  misma  inviolabilidad  atribuyó  el  estatuto  real  de  1834 
á los  proceres  y  procuradores  del  reino;  y  por  los  regla- 
mentos de  1S  de  julio  del  mismo  año  se  concedió  á  cada 
uno  de  los  dos  estamentos  el  derecho  privativo  de  juzgar  á 
sus  propios  individuos,  ya  por  delitos  comunes,  ya  por 
abusos  ó  faltas  en  que  pudieran  incurrir  como  tales  proceres 
ó  procuradores. 

Restablecióse  en  agosto  de  1836  la  Constitución  de  1812; 
y  para  el  mas  exacto  cumplimiento  del  citado  artículo  126 
decretaron  las  Cortes  con  fecha  de  la  de  marzo  de  1837  :  — ■ 
que  conforme  al  decreto  de  26  de  marzo  de  1821  no  pudie- 
ran ser  juzgados  los  diputados  desde  el  momento  de  la  pu- 
blicación de  sus  elecciones  sino  por  el  tribunal  de  las  mismas 
Cortes,  esceptuándose  el  solo  caso  de  que  mereciese  pena 
capital  el  delito  que  se  imputase  al  procesado  :  —  que  desde 
el  momento  en  que  falleciese  un  diputado ,  ó  que  las  Cortes 
declarasen  su  imposibilidad,  el  suplente  que  habia  de  reem- 
plazarle adquiría  el  derecho  de  ser  juzgado  por  el  tribunal 
de  las  mismas:  —  que  lodo  juez  ó  tribunal  de  cualquiera 
categoría,  tan  luego  como  tuviese  conocimiento  de  que  un 
ciudadano  contra  quien  seguia  causa  ,  habia  sido  electo  di- 
putado á  Corles,  ó  llamado  como  suplente  en  reemplazo  del 
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greso por  conducto  del  gobierno  para  que  en  su  vista  so 
resolviera  lo  correspondiente  sobre  los  poderes  de  aquel  y 
sobre' el  tribunal  que  debiese  continuar  el  procedimiento  ; 
suspendiéndose  entre  tanto  si  la  causa  estaba  en  plenario ,  y 
continuándolo  si  se  hallaba  en  sumaria ,  con  respecto  á  aque- 
llas diligencias  cuya  retardación  pudiera  ser  perjudicial  al 
descubrimiento  de  la  verdad  ,  pero  sin  proceder  á  arresto 
ni  otra  providencia  contra  la  persona  del  diputado  electo  : 
—  y  que  en  el  caso  de  haber  otros  sugetos  complicados  en  la 
causa  principiada  á  un  diputado  electo,  la  jurisdicción  y 
conocimiento  del  tribunal  de  Cortes  no  se  estendiese  á  los 
que  no  fueran  diputados ,  sino  que  respecto  de  las  personas 
estrañas  complicadas  se  pasase  testimonio  del  tanto  de  culpa 
que  resultase  contra  ellas,  al  tribunal  ó  juzgado  competente. 

Vino  por  último  la  nueva  Constitución  de  18  de  junio  do 
1837,  en  la  cual,  después  de  establecerse  por  el  artículo  41 
que  los  senadores  y  los  diputados  son  inviolables  por  sus 
opiniones  y  Votos  en  el  ejercicio  de  su  encargo ,  se  dispone 
por  el  artículo  42  que  no  podrán  ser  procesados  ni  arresta- 
dos durante  las  sesiones  sin  permiso  del  respectivo  cuerpo 
colegislador,  á  no  ser  hallados  in  fraganli;  pero  que  en  este 
caso ,  y  en  el  de  ser  procesados  ó  arrestados  cuando  estu- 
vieren cerradas  las  Cortes,  se  deberá  dar  cuenta  lo  mas 
pronto  posible  al  respectivo  cuerpo  para  su  conocimiento  y 
resolución. 

No  existe  ya  pues  el  tribunal  especial  de  Cortes  que  reco- 
nocían el  estatuto  real  de  1834  y  la  Constitución  de  1812,  y 
los  senadores  y  diputados  no  gozan  ya  de  fuero  privilegiado 
como  tales  :  de  modo  que  aun  durante  las  sesiones  podrán 
ser  demandados  en  el  tribunal  competente,  y  arrestados  y 
procesados  en  los  casos  y  con  los  requisitos  que  indicad  ar- 
tículo 42  de  la  Constitución  de  1837. 

FUERO  de  guerra.  La  potestad  que  tienen  los  juzgados 
militares  para  conocer  de  los  negocios  de  las  personas  quo 
sirven  en  los  ejércitos ,  ó  dependen  de  ellos.  El  fuero  de 
guerra  se  divide  en  militar  y  político  :  del  primero  gozan 
todos  los  que  sirven  en  el  ejército  ,  armada  y  milicias  ,  y  al- 
gunos otros;  y  del  segundo,  los  jefes  y  oficiales  de  las  se- 
cretarías de  guerra  y  marina ,  los  intendentes,  comisarios, 
contadores  y  tesoreros  de  ejército,  con  sus  respectivos 
oficiales,  y  los  dependientes  de  los  hospitales  militares. 
Véase  Jurisdicción  militar. 

FUERO  de  hacienda  ó  de  kentas.  Véase  Jurisdicción 
de  hacienda. 

FUERO  de  hacienda  militar.  Véase  Jurisdicción  milita)- 
y  Jurisdicción  de  hacienda  müilar. 

FUERO  de  ingenieros.  Véase  Ingenieros. 

FUERO  DE  maESTrantes.  Véase  Maestranza. 

FUERO  de  marina.  Véase  Jurisdicción  de  marina: 

FUERO  militar.  Véase  Jurisdicción  müilar. 

FUERO  de  milicias  provinciales.  Véase  Milicias  pro- 
vinciales. 

FUERO  externo  é  interdo.  Fuero  externo  ó  exterior 
es  todo  tribunal  en  que  se  ventilan  y  deciden  las  causas  con 
arreglo  á  las  leyes  ;  ó  bien  ,  la  autoridad  de  la  justicia  hu- 
mana que  se  ejerce  sobre  las  personas  y  los  bienes  con  mas 
ó  menos  estension ,  seguu  la  calidad  de  los  sugetos  á  quienes 
se  ha  confiado.  So  llama  externo  en  contraposición  al  / 
interno  ó  de  la  conciencia,  que  es  el  dictamen  interior  ajus- 
tado alas  leyes  que  debe  arreglar  las  operaciones  del  hom- 
bre ,  ó  bien  ,  la  voz  de  la  conciencia  que  no  hace  mas  que 
indicar  lo  que  la  virtud  ordena  ó  prohibe.  Los  teólogos  lla- 
man al  fuero  externo  forum  fort;  y  al  interno  for  uni  poli  (1). 

(1)  Véase  al  P.  Murillo  ,  lib.  2  ,  n.  22  ,  y  D.  Juan  Escobar  do 
Corro,  que  escribió  una  obra  titulada  De  Vtroquc  foro,  in  quo  os- 
teiuütur  nullaní  adesse  differentiain  esscnlialcm  Lnlcr  Forum  l'ori, 
el  forum  cou  scieuliifi  :  eu  ella  trata  de  la  prescripeiou  ,  de  la  es- 
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FUER2A.  El  aclo  de  poner  injustamente  á  uno  por  me- 
dios á  que  no  puede  resistir  en  la  necesidad  de  dar,  hacer  ó 
no  hacer  alguna  cosa  contra  su  voluntad  :  la  violencia  que 
uno  hace  sin  derecho  y  con  intención  de  causar  á  otro  algún 
daño  en  su  persona  ó  en  sus  cosas  :  y  mas  generalmente  ,  el 
impeíu  de  cosa  mayor  á  que  no  puede  resistirse,  como  se 
dice  en  el  derecho  romano ,  ímpetus  majoris  rei  cid  resistí 
non  poles-l;  ó  como  define  la  ley  1  ,  tít.  10,  Part.  7,  cosa 
que  es  fecha  á  otro  torticeramente  de  que  non  se  puede  am- 
parar el  que  la  recibe. 

I.  La  fuerza  se  dividía  entre  los  Romanos  en  pública  y 
privada.  Fuerza  pública  era  antiguamente  la  que  se  hacia 
contra  derecho  por  los  funcionarios  públicos  ;  y  fuerza  pri- 
vada la  que  se  hacia  por  los  particulares  :  mas  después  se 
llamó  pública  la  que  se  hacia  con  armas  por  cualquiera  per- 
sona, ó  sin  ellas  por  un  funcionario  público  que  abusaba  de 
su  poder,  y  fuerza  privada  la  que  se  hacia  sin  armas  por  un 
particular.  Nuestra  legislación ,  sin  hacer  espresamente  la 
calificación  de  fuerza  pública,  y  fuerza  privada ,  adoptó  en  el 
segundo  sentido  la  division  de  fuerza  con  armas  y  fuerza 
sin  armas,  con  todas  las  disposiciones  del  derecho  romano 
sobre  una  y  otra. 

II.  Hace  fuerza  con  armas  ó  se  entiende  que  la  hace  con 
ellas,  según  las  leyes  1,  2,  3,  h,  S  y  6,  tít.  10,  Part.  7:— 
Io.  el  que  acomete  ó  hiere  á  otro  con  armas  de  madera  ó  de 
hierro  ó  con  piedras  (ó  con  cualesquiera  otras,  y  mas  si  son 
de  fuego)  ;  ó  lleva  consigo  hombres  así  armados  para  hacer 
mal  ó  daño  á  alguno  en  su  persona  ó  en  sus  cosas  hiriendo  , 
matando  ó  robando,  aunqne  habiéndolo  intentado  no  logre 
consumar  su  proyecto  :  —  2o.  el  que  estando  armado  en  di- 
cha forma  encierra  ó  combate  á  otro  en  su  castillo  ,  casa  ú 
otro  lugar,  ó  le  prende  ú  obliga  á  hacer  algún  pactp  ó  con- 
vención en  su  perjuicio  ó  contra  su  voluntad  :  —  5o.  el  que 
junta  hombres  armados,  y  quema  ó  intenta  quemaré  robar 
alguna  villa  ,  castillo  ú  otro  lugar,  ó  casa  ,  nave  ú  otro  edi- 
ficio en  que  hubiese  moradores  ó  mercancías  ú  otros  efectos  : 
—  h°.  el  que  en  su  castillo  ó  en  su  casa  reúne  hombres  ar- 
mados con  intención  de  hacer  fuerza  ó  daño  á  otro  ,  ó  por 
causar  escándalo ,  bullicio  ó  asonada  en  alguna  villa  ó  cas- 
tillo ú  otro  Jugar  ,  aunque  de  tal  reunion  no  resulte  efecti- 
vamente mal  ni  daño  alguno  :  —  5o.  el  que  en  un  incendio 
se  presenta  con  armas  impidiendo  á  los  concurrentes  que  lo 
apaguen  ó  ayuden  á  salvar  las  cosas  de  la  casa  :  —  6o.  el 
que  en  la  confusion  del  incendio  roba  ó  se  lleva  manifiesta  ó 
furtivamente  alguna  de  las  cosas  que  hubiese  en  la  casa  in- 
cendiada ,  á  no  ser  que  se  la  lleve  con  buena  intención  para 
guardarla  y  darla  á  su  dueño,  ó  que  sea  madera  que  podría 
arder  y  aumentar  el  fuego  :  —  7o.  el  juez  que  por  malicia  ó 
ignorancia ,  ademas  de  negar  la  apelación  ,  prende ,  hiere  , 
mata  ó  deshonra  de  hecho  al  agraviado  de  su  sentencia  que 
la  interpone  :  —  8o.  el  recaudador  de  rentas  ó  derechos  rea- 
les que  exige  mayores  cantidades  que  las  debidas,  ó  nuevos 
derechos  ó  tributos  que  no  están  impuestos  ó  aprobados  por 
el  rey:  — 9o.  el  litigante  que  presentándose  con  hombres 
armados  en  el  juicio,  hace  encubiertamente  amenazas  ca- 
paces de  intimidar  á  los  testigos ,  á  los  abogados  ó  á  los 
jueces. 

III.  Las  penas  del  que  hace  ó  se  entiende  hacer  fuerza  con 
armas  son  •:  —  Ia.  deportación,  ó  destierro  perpetuo  en  al- 
guna isla  :  —  2'.  confiscación  de  todos  sus  bienes,  si  no  tie- 
ne descendientes  ni  ascendientes  hasta  el  tercer  grado,  de- 
ducidas las  arras  de  su  mujer  y  las  deudas  contraidas  hasta 
el  .dia  de  la  sentencia.  Estas  penas  no  solo  tienen  lugar  con- 
cepción de  dinero  no  entregado  ,  de  la  de  defecto  de  solemnidad  , 
de  la  compensación  del  débito  posterior  en  perjuicio  de  acreedo- 
res anteriores  ó  privilegiados,  de  la  compensación  en  caso  de 
depósito,  de  la  cosa  juzgada  <rue  se  nos  sanó  con  falsas  pruebas,  etc. 


tra  los  que  allegan  ó  reúnen  los  hombres  para  hacer  la  fuer- 
za, sino  también  contra  estos  mismos  hombres  reunidos  que 
la  hacen  á  sabiendas  :  mas  si  en  la  fuerza  muriese  alguno,  sea 
de  la  parte  del  forzador  ó  de  la  del  forzado,  entonces  el  jefe 
de  la  fuerza  no  debe  ser  desterrado ,  sino  que  incurre  en  la 
pena  de  muerte.  Ley  8,  tít.  10,  Part.  7. 

IV.  Las  penas  del  que  hace  fuerza  sin  armas  son  : — 1".  des- 
tierro temporal;  —  2a.  confiscación  de  la  tercera  parle  de 
sus  bienes;  —  3a.  pérdida  del  oficio  público  que  tuviese ,  é 
inhabilidad  para  obtener  otro.  Ley  8,  tít.  10,  Part.  7  (1). 

V.  Ademas  de  las  citadas  penas,  en  que  incurren  los  au- 
tores de  la  fuerza  y  los  que  les  dieren  ayuda  ó  consejo  ,  de- 
ben satisfacer  al  forzado  en  cualesquiera  casos  todos  los 
daños  y  perjuicios  que  le  hubieren  ocasionado  (2),  sin  mas 
justificación  del  importe  deunosy  otros  que  el  juramento  del 
forzado ,  previa  la  averiguación  y  estimación  del  juez  con 
respecto  á  su  calidad  y  riqueza;  ley  9,  tít.  10,  Parí.  7. 

VI.  Tales  son  las  disposiciones  de  las  citadas  leyes  de  las 
Partidas;  pero  como  en  el  dia  no  está  en  uso  la  deportación 
ó  destierro  perpetuo  á  isla,  y  ha  sido  últimamente  abolida 
la  confiscación  ,  deben  ser  arbitrarias  las  penas  que  en  su 
lugar  impongan  los  jueces  á  los  forzadores ,  tomándose  en 
consideración  la  mayor  ó  menor  atrocidad  ó  gravedad  de  la 
fuerza ,  el  objeto  de  ella  ,  y  la  calidad  y  circunstancias  de 
los  forzadores  y  los  forzados.  Véase  Asonada,  Fuerza  hecha 
à  mujeres,  Estupro,  Rapto  ,  Rapiña,  Robo,  Via  de  hecho, 
Violencia ,  Incendio ,  Fractura. 

VIL  Hay  algunas  especies  de  fuerza  á  que  la  ley  no  de- 
signa penas ,  ó  las  designa  diferentes  de  las  qué  se  han 
mencionado. 

VIIL  El  que  habiendo  dado  á  otro  una  cosa  suya  en  ar- 
riendo, comodato,  depósito  ó  encomienda,  se  la  toma  des- 
pués por  sí  mismo  sin  mandamiento  de  juez ,  no  incurre  en 
la  pena  de  la  fuerza  ,  pero  debe  devolverle  la  cosa  tomada 
para  que  la  tenga  hasta  que  se  cumpla  el  plazo  acostumbra- 
do ó  convenido  por  ellos ,  pagándole  ademas  los  daños  y 
perjuicios  que  le  hubiese  ocasionado;  ley  11,  lit.  10, 
Part.  7. 

IX.  Tampoco  incurre  en  la  pena  de  forzador  el  que  to- 
mare á  la  fuerza  los  bienes  que  hubiesen  sido  entregados  á 
un  acreedor  por  via  de  asentamiento ,  ó  á  alguna  viuda  pre- 
ñada para  tenerlos  á  nombre  del  hijo  que  lleva  en  el  vien- 
tre ,  porque  ni  el  acreedor  ni  la  viuda  tienen  la  verdadera 
posesión  de  dichos  bienes  ;  pero  queda  obligado  á  restituír- 
selos con  los  daños  y  perjuicios  ,  y  á  sufrir  la  pena  pecunia-  ' 
ria  que  el  juez  le  impusiere  de  oficio  por  razón  del  atre- 
vimiento; ley  11 ,  tít.  10,  Part.  7,  y  ley  S  ,  til.  8,  Part.  3. 

X.  El  que  para  pago  ó  seguridad  de  lo  que  uno  le  debe 
tomare  á  la  fuerza  las  cosas  de  un  tercero  que  no  le  está  obli- 
gado ,  debe  restituirlas  con  tres  tantos  mas,  y  pierde  su 
derecho  contra  el  deudor  ;  y  si  se  escediere  à  prender  por 
esta  razón  á  alguna  persona,  no  solamente  pierde  el  derecho 
de  reclamar  de  su  deudor  el  pago  de  la  deuda ,  sino  qui 
debe  satisfacer  otro  tanto  al  preso  ó  á.  sus  herederos ,  y  su- 
frir ademas  la  pena  corporal  que  el  juez  arbitre  por  la  inju- 
ria ;  /ci/15,  lit.  10,  Part.  7. 

Xí.  Nadie  puede  apoderarse  ni  tomar  á  la  fuerza  la  cosa 
que  otro  posee ,  tenga  ó  no  tenga  derecho  en  ella ,  sea  ó  no  ' 
sea  su  acreedor,  pues  nadie  debe  tomarse  la  justicia  por 
su  mano,  sino  acudir  al  juez  para  que  se  la  administre,  á 
fin  de  evitar  altercaciones  y  riñas.  Véase  Despojo. 

XII.  Mas  todo  hombre  puede  repeler  la  fuerza  con  la  fuer- 
za; todo  hombre  puede  armarse  y  reunir  hombres  armados 

(1)  Debe  tenerse  presente  <jue  no  tiene  lugar  entre  los  Ameri- 
canos la  pena  de  confiscación. 

(2)  Y  por  eso  aun  en  los  casos  de  indulto  deben  dejarse  á  salvo 
los  derechos  de  tercero  por  perjuicio  sufrido. 
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en  su  casa  ú  otro  lugar  para  defenderse  del  mal  ó  de  la 
fuerza  que  le  amenaza  en  su  persona  ó  en  sus  cosas ,  sin  que 
él  ni  los  que1  le  ayudaren,  sino  solamente  los  forzadores, 
hayan  de  responder  del  mal  que  resultare  ;  ley  7,  til.  10, 
y  ley  2  ,  'lit.  8 ,  Pari.  7.  Este  es  un  principio  consagrado  pôr 
el  derecho  natural  y  sancionado  por  la  legislación  de  todos 
los  países:  Vim  vi  repeliere  omnes  leyes ,  omniaque  jura 
permittunt .  como  dice  el  jurisconsulto  Paulo.  Véase  Defensa^ 

FÏJEBZA.  El  agravio  que  el  juez  eclesiástico  hace  á  la 
parte,  cuando  conoce  de  causa  que  no  le  compete  ,  cuando 
no  observa  las  reglas  prescritas  por  las  leyes  y  cánones ,  y 
cuando  niega  injustamente  la  apelación.  Proleslar  la  fuerza 
es  reclamarla  parte  la  violencia  que  se  le  hace  y  manifestar 
al  juez  eclesiástico  que  si  no  se  abstiene  del  conocimiento  de 
la  causa ,  ó  si  no  observa  las  leyes  de  los  procedimientos ,  ó 
si  no  le  otorga  la  apelación  que  interpone,  según  los  respec-, 
tivos  casos ,  implorará  el  ausilio  del  tribunal  secular  del 
territorio.  Alzar  ó  quitar  la  fuerza  es  quitar,  anular  ó  refor- 
mar los  tribunales  reales  los  efectos  de  la  violencia  que  ha- 
cen los  jueces  eclesiásticos.  Véase  Recurso  de  fuerza. 

FUERZA  hecha  Á  mujeres.  La  ofensa  que  se  hace  á 
una  mujer  violentándola  ó  abusando  deshonestamente  de 
ella  contra  su  voluntad. 

I.  Para  que  haya  verdadero  delito  de  fuerza,  es  necesa- 
rio :  —  Io.  que  la  violencia  se  emplee  contra  la  persona 
misma  ,  y  no  solamente  contra  los  obstáculos  intermedios, 
como  v.  gr.  contra  una  puerta  que  se  hubiese  roto  ó  forzado 
para  llegar  á  ella  :  —  2o.  que  la  resistencia  haya  sido  cons- 
tante hasta  el  fin;  pues  si  no  hubiese  habido  mas  que  los 
primeros  esfuerzos,  no  habria  caso  de  fuerza  ,  ni  lugar  por 
consiguiente  á  la  pena  de  este  crimen. 

Ií.  Según  las  leyes  del  Fuero  Juzgo,  el  forzador  de  vir- 
gen ó  viuda  debia  sufrir  la  pena  de  doscientos  azotes  y  ser 
entregado  como  esclavo  con  lodos  sus  bienes  á  la  injuriada 
misma  ó  á  sus  padres,  y  el  de  mujer  casada  era  puesto  tam- 
bién con  todos  sus  bienes  en  poder  del  marido,  quien  podia 
hacer  de  él' lo  que  mas  le  acomodase  :  bien  que  si  tenia  el 
forzador  hijos  legítimos,  estos  percibían  desde  luego  los  bie- 
nes de  su  padre  en  todos  los  casos;  ley  1  ,  til.  5,  y  ley  1  , 
til.  h,  lib.  o,  Fuero  Juzgo. 

Por  el  Fuero  viejo  de  Castilla  ,  incurría  el  forzador  en  la 
pena  de  muerte;  leyes  1,  2 y  5,  lit.  2,  lib.  2. 

Según  lo  ordenado  en  el  Fuero  Real ,  el  forzador  incurría 
igualmente  en  la  pena  capital ,  y  los  que  le  acompañasen  en 
la  multa  de  cincuenta  maravedís  cada  uno  para  el  rey  y  la 
injuriada;  y  siendo  casada  la  mujer,  era  entregado  el  forza- 
dor en  poder  del  marido  para  que  dispusiera  do  él  á  su  ar- 
bitrio ,  juntamente  con  sus  bienes  en  caso  de.no  tener  des- 
cendientes; leyes  1 ,  2,  3  y  h  ,  lit.  10,  y  ley  1 ,  iil.  7,  lib.  Il, 
Fuero  Real. 

La  legislación  de  las  Partidas  condenaba  al  forzador  de 
mujer  virgen,  viuda  honesta  ,  casada  ó  religiosa ,  en  la  pena 
de  muerte  y  en  la  pérdida  de  todos  sus  bienes  á  favor  de  la 
agraviada ,  á  no  ser  que  esta,  siendo  soltera  ó  viuda,  se  ca- 
sase voluntariamente  con  el  forzador  ;  y  siendo  la  mujer  de 
mala  reputación  ó  de  otra  clase  que  las  referidas,  dejaba  la 
pena  al  arbitrio  del  juez,  quien  para  fijarla  debia  tomar  en 
consideración  las  circunstancias  de  las  personas,  del  lugar 
y  del  tiempo  en  que  se  hacia  la  fuerza.  Los  que  á  sabiendas 
ayudaban  á  la  fuerza,  eran  castigados  con  las  mismas  penas. 
Ley  3,  til.  20,  Part.  7. 

No  solo  incurría  en  dichas  penas  de  muerte  y  perdimiento 
de  bienes  el  que  consumaba  el  delito,  sino  también  el  que 
habiéndolo  intentado  de  hecho  no  habia  podido  llevarlo  á 
cabo  por  causas  independientes  de  su  voluntad;  ley  2, 
lit.  ol,  Part.  7.  Véase  Arrepentimiento  y  Tentativa. 

IIL  No  ha  habido  posteriormente  ley  alguna  que  espresa 
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penal  de  1822  que  no  está  en  uso;  pero  como  en  la  ley  2, 
tít.  Ù0,  lib.  12,  Nov.  Rec.  está  prevenido  ,  que  en  los  delitos 
de  fuerzas  y  en  otros  que  allí  se  mencionan  ,  no  siendo  tan 
calificados  y  graves  que  convenga  á  la  república  no  diferir 
la  ejecución  de  la  justicia ,  se  conmute  la  pena  ordinaria  en 
la  de  galeras,  se  ha  introducido  la  costumbre  de  castigar  á 
los  forzadores  de  mujeres,,  no  siendo  estas  monjas,  con  gale- 
ras ó  presidio,  según  las  circunstancias  de  las  personas  y  de 
los  hechos. 

IV.  Con  respecto  á  los  militares,  el  articulo  82,  título  10, 
tratado  8  de  la  ordenanza  del  ejército,  contiene  la  siguiente 
disposición  :  «  El  que  forzare  mujer  honrada,  casada,  viuda 
ó  doncella  ,  será  pasado  por  las  armas  ;  pero  cuando  solo 
conste  de,  la  intención  deliberada  y  esfuerzos  para  conse- 
guirlo, será  desterrado  á  diez  años  de  presidio  de  África  ó 
seis  de  arsenales,  debiendo  justificarse  que  no  haya  interve- 
nido actual  amenaza  de  armas  de  cualquiera  suerte;  pues 
en  este  caso  ó  en  el  de  que  la  mujer  ofendida  haya  padecido 
algún  daño  notable  en  su  persona,  será  precisamente  conde- 
nado á  muerte  el  agresor.  » 

V.  La  fuerza  se  considera  delito  público;  y  por  consi- 
guiente pueden  acusar  al  forzador  y  sus  cómplices  y  ausilia- 
dores  no  solamente  la  mujer  forzada  y  sus  parientes,  sino 
también,  en  el  caso  de  que  estos  no  quisieren,  cualquiera  del 
pueblo,  ante  el  juez  del  lugar  del  delito  ó  ante  el  del  reo;  y 
aun  el  juez  mismo  puede  proceder  de  oficio;  ley 'i  ,  lit.  20, 
Pari.  7.  La  acción  para  intentar  la  acusación  de  fuerza  dura 
treinta  años;  ley  h,  lit.  17,  Part.  7. 

VI.  El  delito  de  fuerza  es  difícil  de  cometer  ;  y  despues  de 
cometido,  no  es  mas  fácil  de  probar.  ¿Citaremos  en  cuanto 
al  primer  estremo  cl  modo  con  que  cierta  reina  supo  repeler 
la  acusación  de  una  mujer  que  se  quejaba  de  haber  sufrido 
violencia?  ¿Será  lícito  en  una  obra  seria  recordar  el  juicio 
que  en  igual  caso  atribuye  Cervantes  al  gobernador  de  la  ín- 
sula Barataría?  La  mujer  tiene  por  lo  común  mas  medios 
para  defenderse  que  el  hombre  para  atacar  y  vencer  la  re- 
sistencia que  se  le  opone.  Así  es  que  tal  vez  habrá  mas  ejem- 
plos de  violencias  supuestas  que  de  violencias  verdaderas  : 
muchas  veces  la  mujer  accede  ,  y  aun  seduce  ,  y  luego  so 
queja  de  haber  sido  violada.  Sin  embargo,  como  la  perpetra- 
ción de  este  crimen,  aunque  difícil.,  no  es  imposible,  no  será 
justo  desechar  las  acusaciones  que  se  presenten  ;  pero  es 
necesario  examinar  con  la  mayor  escrupulosidad  las  prue- 
bas para  no  equivocarse.  La  índole  audaz  é  incontinente 
del  acusado;  el  ansia  ó  ahinco  que  antes  hubiese  manifes- 
tado con  hechos  ó  dichos  por  la  mujer  ofendida  ;  el  acecho , 
ardid  ,  artificio  ó  preparación  de  que  se  haya  servido;  la  en- 
trada intempestiva  en  la  habitación  de  la  mujer;  el  cerrar 
las  puertas  para  estar  mas  seguro.;  el  hallarse  luego  á  la 
mujer  atada,  ó  vendada  ó  con  la  boca  tapada  ;  los  gritos  que 
tal  vez  haya  dado  esta  en  el  acto  de  la  sorpresa;  las  señales 
de  violencia  que  se  encuentren  en  su  persona  ,  como  contu- 
siones ,  heridas  ú  otras  ;  la  reputación  que  tenga  de  reca- 
tada; la  edad,  el  vigor  y  demás  circunstancias  respectivas 
de  ambos,  serán  indicios  mas  ó  menos  vehementes  que  se- 
gún su  naturaleza,  el  número  en  que  se  reúnan  y  la  conexión 
que  tengan  con  el  hecho  principal,  pueden  dar  mas  ó  menos 
luz  para  venir  en  conocimiento  de  la  existencia  del  delito. 
La  ley  121  del  Estilo  dispone  que  si  saliendo  la  mujer  á  la 
calle  se  queja,  rasga,  mesa  ó  araña,  y  el  acusado  fuere  ha- 
llado en  la  casa  ó  se  probare  que  estaba  en  ella  .  sea  esto 
bastante  para  condenarle.  Mas  es  necesario  en  la  aplicación 
de  esta  ley  tener  presente  el  peligro  del  abuso  que  una  mu- 
jer maligna  y  codiciosa  pudiera  hacer  de  ella  para  compro- 
meter á  un  hombre  y  procurarse  ventajas.  Véase  Estupro, 
Rapto  y  Violación. 

FUERZA  mayor.  El  acontecimiento  que  no  hemos  po- 
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dido  precaver  ni  resistir  ;  como  por  ejemplo  la  caída  de  un 
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rayo,  el  granizo,  la  inundación,  el  huracán ,  la  irrupción  de 
enemigos ,  el  acometimiento  de  ladrones:  Vis  major  est, 
dice  Cayo ,  ea  quee  consilio  hurmno  ñeque  provideri  ñeque 
vilari  polesl.  Véase  Caso  fortuito. 

FUERZA  del  rio.  Véase  Aluvión  y  Avulsion. 

FUEBZA  pública.  La  reunion  de  individuos  armados 
para  asegurar  la  tranquilidad  esterior  é  interior  del  Estado. 
También  se  lo  da  el  nombre  de  fuerza  armada. 

I.  Es  atribución  délas  Cortes  fijar  todos  los  años  ,  á  pro- 
puesta del  rey,  la  fuerza  militar  permanente  de  mar  y  tierra; 
y  al  rey  corresponde  disponer  de  ella ,  distribuyéndola  co- 
mo mas  convenga.  Debe  haber  ademas  en  cada  provincia 
cuerpos  de  milicia  nacional;  y  el  rey  puede  en  caso  nece- 
sario disponer  de  esta  fuerza  dentro  de  la  respectiva  pro- 
vincia, pero  no  emplearla  fuera  de  ella  sin  otorgamiento  de 
las  Cortes.  Const.  de  1837,  arts.  líG,  76  y  77. 

II.  Es  un  principio  general  establecido  en  fo'c! V  "¿i  ila- 
ciones, que  la  fuerza  armada  es  un  cuerpo  que  por  su  natu- 
raleza debe  estar  subordinado  y  obediente  al  gobierno,  sin 
que  pueda  ejercer  el  derecho  de  deliberar  ;  pues  de  otro 
modo  habría  riesgo  de  que  trastornase  la  constitución  del 
Estado  y  dispusiese  á  su  gusto  de  la  autoridad  pública  y  de 
la  libertad  de  los  ciudadanos. 

III.  Todo  funcionario  público  puede  requerir  la  fuerza 
armada  para  asegurar  la  ejecución  de  la  ley  en  la  parte  que 
le  está  confiada. 

«  Toda  guardia  debe  ausiliar  á  la  justicia  ordinaria  cuan- 
do lo  pidiere,  y  arrestar  por  sí  á  los  quimeristas  ó  malhe- 
chores conocidos  ó  acusados.  »  Orden,  del  ejérc.,  trat.6, 
til.  5,  art.  54. 

«  Todo  oficial  militar,  y  de  cualquiera  tropa  que  esté  su- 
bordinada deberá  dar  ausilio  y  mano  fuerte  à  los  ministros 
de  justicia  en  los  casos  ejecutivos,  dando  cuenta  al  superior 
de  quien  depende  ;  pero  en  los  casos  que  den  tiempo  debe  diri- 
girse el  ministro  que  pide  el  ausilio  al  comandante  de  las 
armas  para  que  de  él  reciba  las  órdenes  el  subdito  miliw.r 
que  baya  de  darle;  y  todo  oficial  que  se  halle  empleado  y 
no  diese  ausilio  por  sí  mismo  para  atajar  en  cuanto  pueda  el 
desorden  que  ocurriere ,  será  responsable  de  los  daños  que 
resulten.  »  Orden,  del  ejérc.  trat.  8,  til.  10,  art.  %k. 

IV.  El  comandante  de  tropa  á  quien  se  pidiere  ausilio  mi- 
litar en  casos  urgentes  y  ejecutivos,  no  puede  demorarlo 
bajo  pretesto  de  asegurarse  de  la  urgencia  ;  pues  la  califi- 
cación ó  graduación  de  esta  urgencia  corresponde  al  juez 
ó  ministro  que  pide  el  ausilio,  y  no  al  oficial  que  ha  de 
prestarle.  Reales  órdenes  de  16  de  marzo  de  1753  ,  y  29  de 
cuero  de  1755. 

V.  La  tropa  debe  considerarse  como  ausiliar  de  la  juris- 
dicción que  la  ha  requerido,  dejando  por  consiguiente  á  los 
ministros  de  esta  la  ejecución  de  todas  las  operaciones  ,  en 
las  cuales  debe  preceder  la  justicia  á  la  tropa,  aunque  uni- 
das ambas  ;  y  el  magistrado  civil  no  ha  de  mandar  por  sí 
mismo  á  los  soldados ,  sino  que  debe  dirigirse  al  oficial  ó 
jefe  de  la  tropa  manifestándole  lo  que  ha  de  ejecutarse  para 
que  este  les  dé  las  órdenes  correspondientes  al  efecto.  Regí, 
de  28  de  mayo  de  1761,  y  real  orden  de  19  de  mayo  de  1778. 
Véase  Asonada. 

VI.  Ningún  oficial  ,  sargento,  cabo  ni  otro  individuo  del 
ejército  puede  prestar  ausilio  militar  á  personas  particula- 
res, aunque  sean  ministros  de  cortes  estranjeras,  sin  la  in- 
tervención de  algún  magistrado  ú  orden  del  rey,  esceptuando 
los  casos  ejecutivos  é  inopinados  en  que  haya  precisión  de 
atajar  desórdenes  ó  contener  algún  insulto.  Real  orden  de  26 
ele  marzo  de  178^. 

FUGA.  El  acto  de  alejarse  con  celeridad  y  presteza  de 
algún  lugar  por  miedo  ó  cobardía  :  Abseessus  cum  cclerilale. 

La  fuga  de  un  acusado  ¿es  un  delito?  ¿Será  cuando  me- 
nos una  prueba  de  criminalidad  ó  delincuencia? 


I.  Hay  autores  que  dicen  que  la  fuga  de  los  delincuentes 
alguna  vez  puede  no  ser  delito,  pero  que  por  lo  común  lo  es, 
y  que  según  las  circunstancias  puede  ser  gravísimo.  .Mas  lo 
que  debe  decirse  con  mas  razón,  es  que  la  fuga  de  los  delin- 
cuentes, considerada  en  sí  misma,  no  es  delito;  y  que  si  al- 
guna vez  se  castiga  al  reo  que  huye,  no  es  precisamente  por 
el  hecho  de  la  fuga  ,  sino  por  el  modo  de  ejecutarla  y  por 
otros  hechos  que  comete  con  motivo  de  ella. 

El  delincuente  no  está  obligado  á  delatarse  ni  á  presen- 
tarse á  la  justicia,  ni  á  guardarse  á  sí  mismo  después  do 
capturado.  ¿A  quién  ha  ocurrido  jamas  la  idea  de  que  un 
mismo  individuo  haya  de  ser  acusado  y  acusador,  perse- 
guido y  perseguidor,  preso  y  carcelero  de  su  propia  per- 
sona? A  los  ministros  de  justicia  toca  prender  y  asegurar  á 
los  reos  :  los  reos  ,  cuando  huyen ,  obedecen  al  deseo  natu- 
ral de  su  conservación,  no  infringen  obligación  alguna,  y  no 
son  ellos  por  consiguiente  los  que  en  eso  delinquen  ni  los 
responsables  de  su  fuga.  Así  es  que  todos  están  conformes 
en  que  el  delincuente  que  huye  por  no  ser  descubierto  y  pre- 
so, ó  logra  escaparse  de  mano  de  los  que  vana  prenderle,  sea 
por  su  astucia  ó  habilidad ,  sea  por  la  interposición  de  otras 
personas,  no  por  eso  comete  delito  ni  merece  pena,  pues  no 
hay  ley  alguna  que  se  la  imponga  :  bien  que  la  merecerá 
por  la  resistencia  que  hubiere  hecho  á  la  justicia  con  armas 
ó  con  golpes,  y  la  merecerán  también  los  que  le  hubiesen  li- 
brado. Pero  se  sienta  comunmente ,  que  una  vez  puesto  en 
la  cárcel  el  acusado,  ya  no  puede  escaparse  sin  hacerse  cri- 
minal ,  aunque  encuentre  la  puerta  abierta  y  no  tenga  que 
vencer  ningún  obstáculo,  aunque  no  cometa  violencia,  que- 
brantamiento ni  fractura  ;  de  modo  que  por  el  hecho  simple 
y  aislado  de  la  evasión  se  le  quiere  tener  por  confeso  del  de- 
lito de  que  se  le  acusa,  imponerle  la  pena  que  á  dicho  delito 
estuviere  prescrita  -por  las  leyes ,  y  castigarle  ademas  por  la 
fuga  con  pena  pecuniaria.  Tal  doctrina,  que  todavía  se  es- 
tampa en  obras  nuevas ,  es  sin  disputa  un  error  manifiesto, 
pues  si  bien  á  primera  vista  parece  apoyada  en  la  ley  de 
Enrique  III  (ley  17,  lit.  58  ,  lib.  12,  Nov.  Rec.J  en  que  so 
establece  que  todo  el  que  huyere  de  la  cárcel  sea  conside- 
rado perpetrador  del  delito  de  que  se  le  acusa  y  pague  ade- 
mas seiscientos  maravedís  para  el  fisco,  queda  del  todo  des- 
truida por  la  real  orden  de  27  de  enero  de  1787,  en  la  cual 
se  supone  que  ni  por  la  simple  fuga  ,  ni  aun  por  el  quebran- 
tamiento de  la  cárcel ,  debe  ser  habido  el  prófugo  por  con- 
feso, ni  por  probado  el  delito,  y  que  solo  el  quebrantamiento 
y  no  la  simple  fuga  merece  pena.  Véase  Cárcel  y  Fractura. 
II.  Si  la  fuga  simple  de  un  acusado  no  es  un  delito  ,  aun 
cuando  se  verifique  estando  ya  el  reo  en  prisión,  ¿será 
cuando  menos  una  prueba  de  su  criminalidad  ó  delincuen- 
cia? Acabamos  de  ver,  y  se  ha  demostrado  con  mas  esten- 
sion  en  la  palabra  Cárcel,  que  ni  aun  en  caso  de  quebran- 
tamiento debe  ser  tenido  el  fugitivo  por  confeso  ni  el  delito 
por  probado  :  no  es  pues  la  fuga  una  prueba  completa  de 
que  el  fugitivo  haya  perpetrado  el  delito  de  que  se  le  acusa. 
Tampoco  hace  prueba  semiplena ,  como  así  lo  reconoce 
Antonio  Gómez  (  en  la  ley  76  de  Toro ,  n.  12  )  :  será  un  indi- 
cio contra  el  fugitivo,  pero  un  indicio  débil  y  poco  seguro. 
Si  la  fuga  denuncia  al  acusado,  dice  un  sabio  escritor,  no  le 
convence;  y  si  le  convence,  no  es  mas  que  de  una  timidez 
tanto  mas  perdonable  cuanto  que  la  intrepidez  no  acompaña 
siempre  á  la  inocencia.  ¿No  vemos  por  el  contrario  todos 
los  dias  criminales  serenos  y  atrevidos  ,  mientras  que  mu- 
chos inocentes  no  saben  presentarse  en  el  tribunal  sino  tem- 
blando? Si  un  hombre  no  tiene  el  temple  necesario  para 
sostener  la  presencia  del  juez  sin  conmoverse,  en  vano 
acudirá  ai  testimonio  de  su   conciencia  para  mantenerse 
tranquilo.  Agitado  por  la  inquietud  y  alarma  que  causa  la 
idea  de  un  juicio  ,  ve  como  cierto  lo  que  no  es  mas  que 
posible;  olvida  cuál  es  el  deber  deí  magistrado  para  no  tener 
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présenlo  sino  lo  terrible  de  su  poder  ;  y  ocupado  del  emba- 
razo en  que  pueden  ponerle  el  artificio  y  la  intriga  de  sus 
enemigos,  no  se  cree  seguro  ni  aun  al  abrigo  de  la  virtud. 
La  imaginación  le  representa  entonces  las  dificultades  y  tra- 
bas de  la  defensa,  y  la  incertidumbrede  los  juicios;  le  pinta 
los  horrores  de  la  prisión  ;  le  recuerda  la  historia  de  los 
desgraciados  que  se  han  perdido  por  su  demasiada  con- 
fianza, aunque  justamente  concebida;  y  le  pone  delante  los 
casos  en  que  la  inocencia  no  ha  sido  reconocida  sino  des- 
pués de  sacrificada  en  los  tormentos  déla  cárcel ,  en  las  pri- 
vaciones y  trabajos  de  un  presidio  ,  ó  en  un  patíbulo  igno- 
minioso. ¿Qué  estraño  será  pues  que  el  hombre  mas  justo 
mire  á  veces  la  fuga  como  el  puerto  mas  seguro  contra  la 
tempestad?  Los  hombres  mas  inocentes  y  mas  constantes  , 
dice  Sarpillon  en  su  código  criminal,  so  han  intimidado  á  !â 
vista  de  una  acusación  intentada  contra  ellos.  El  capricho 
de  la  casualidad  se  complace  á  veces  en  aglomerar  sobre  la 
cabeza  de  un  hombre  negras  y  fatales  nubes  que  amenazan 
su  inocencia.  Encuéntrase  muerta  una  mujer  en  el  lecho  de 
su  marido  que  ha  pasado lanoche  con  ella  :  el  marido  huye, 
y  se  averigua  que  el  dia  anterior  la  habia  amenazado  de 
muerte  ,  y  que  acostumbraba  maltratarla,  y  la  voz  pública 
le  acusa  de  este  asesinato.  ¿  Quién  dudará  que  el  marido  es 
el  matador  de  su  mujer?  Pues  bien  ,  concluye  Jousse  en  su 
Tratado  de  la  justicia  criminal,  está  mujer  murió  de  un 
accidente  imprevisto,  ó  al  golpe  aleve  de  una  mano  estraña  ; 
¿qué  importa  ya  la  fuga  y  las  amenazas  del  marido  ?  Tuvo 
razón  para  huir,  porque  habia  indicios  contra  él,  é  indicios 
como  estos  han  sido  bastantes  muchas  veces  para  condenar 
á  un  hombre. 

La  fuga  por  sí  sola ,  dice  Colon  en  el  tomo  5.°  de  sus  Juz- 
gados militares ,  n.  686 ,  prueba  muy  poco,  porque  algunas 
veces,  si  es  después  de  publicado  el  delito  y  recibida  infor- 
mación, puede  proceder  mas  bien  de  deseo  de  evitar  la 
molestia  de  acusación  y  cárcel,  que  de  tener  dañada  la  con- 
ciencia :  es  preciso  pues  para  que  haga  alguna  prueba  que 
se  le  agreguen  otros  argumentos ,  como  el  escalamiento 
de  la  cárcel ,  la  mala  fama  ,  la  costumbre  de  delinquir,  ia 
enemistad  con  el  difunto  y  otros  semejantes  ;  entonces  ya 
esta  fuga  producirá  alguna  semiplena  prueba ,  á  no  ser  que 
probase  causa  legítima  para  ella  ,  ó  que  estaba  preso  injus- 
tamente (1). 

FUGÎTÏVAEIO'.  Entre  los  antiguos  Romanos  se  llamaba 
así  el  que  tenia  por  oficio  perseguir  y  coger  á  los  fugitivos. 
FULMÏNAC20N.  En  el  derecho*  canónico  es  la  publi- 
cación de  algunos  actos  con  ciertas  formalidades,  como  la 
ejecución  y  notificación  de  una  escomunion ,  monitorio  ó 
Lula  ;  y  con  aplicación  á  las  dispensas  matrimoniales,  es  ,1a 
sentencia  por  ia  cual  el  ordinario  diocesano,  en  vista  de  las 
letras  espedidas  por  el  papa  y  de  lo  que  resulta  de  la  in- 
formación hecha  sobre  la  verdad  de  los  hechos  alegados 
para  obtenerlas,  declara  que  los  interesados  pueden  gozar 
de  la  dispensa  que  han  pedido  del  impedimento  dirimente 
que  media  entre  ellos ,  y  les  permite  en  su  consecuencia 
contraer  el  matrimonio  á  que  aspiran. 

FULLERÍA.  La  trampa  y  engaño  que  se  comete  en  el 
juego  ;  —  y  la  astucia  ,  cautela  y  arte  con  que  se  pretende 
engañar  á  alguno.  Véase  Engaño  y  Juego. 

FUMAZGO.  Cierto  derecho  ó  tributo  consistente  en  di- 
nero ,  gallinas  ú  otra  cosa ,  que  los  propietarios  de  casas 
construidas  en  territorio  señorial  deben  pagar  al  señor  con 
arreglo  á  la  carta  de  población  eu  reconocimiento  del  señorío 
ó  dominio  del  suelo.  Llámase  fumuzgo,  y  en  alguna-  partes 
foguera ,  por  estar  impuesto  sobre  cada  fuego  ú  hogar,  ó 

(1)  Véase  á  Vizcaíno  Pérez  en  su  Código  Criminal  ,  pág.  287; 
Bobad  ,  l'olít.,  lib.  ó,  cap.  ItS  ,  m'tms.  109  y  ddd  ;  y  Yillanova, 
olis.  9,  cap.  k,  desde  el  u.  61, 


sobre  cada  chimenea  por  donde  sale  humo,  es'o  es  ,  sobro 
cada  casa.  En  Castilla  la  Vieja  se  conoce  este  tributo  con  el 
nombre  de  urcion. 

FUNDO.  En  rigor  es  el  suelo  de  una  cosa  raiz,  como  do 
tierra  ,  campo  ,  heredad  ó  posesión  ;  y  se  llama  fundo,  por- 
que es  el  fundamento  de  toda  riqueza  ,  ó  porque  en  él  so 
fundan  ó  establecen  muchas  cosas  ,  como  arbolados  ,  viñas, 
huertos,  prados,  edificios,  quód.pecudum  el  pecunia;  vide- 
lur  fiindainenlum ,  an l  quód  (¡uolunnis  fandal  mulla,  según 
dice  Varron  ,  lib.  ti  ,  de  ling.  latin.  Fundus ,  dice  Jaboleno 
(  in  l.  quœslio  est,  11b,  de  verb.  signif.),  est  omne.  rjiiidqiüd 
solo  conlinelur,  id  est ,  fundamenlum  ejus  rci  quai  solo  fnn- 
dalur.  Pero  en  sentido  mas  estenso  ,  funda  es  una  palabra 
colectiva  que  significa  el  suelo  con  todo  lo  que  hay  en  él , 
esto  es,  una  porción  determinada  de  terreno,  cultivada  ó 
'-'••'Ha,  con  todo  lo  que  contiene  ó  produce  naturalmente 
ó  por  industria  del  hombre  ;  y  as!  llamamos  fumín  á  una  viña, 
á  un  olivar  ,  á  un  huerto,  á  un  prado,  á  una  alameda  ,  á  un 
cortijo,  granja,  ó  hacienda  de  labor  y  monte. 

FUNERALES.  La  pompa  y  solemnidad  con  que  se  hace 
algún  entierro  ó  exequias. 

'  Los  gastos  de  los  funerales  deben  pagarse  de  los  bienes 
del  difunto  ,  ley  12  ,  til.  13,  Part.  1  ;  y  por  consiguiente  no 
está  obligada  á  ellos  la  parte  de  bienes  gananciales  que 
corresponda  al  cónyuge  viudo. 

Si  el  difunto  no  dejó  herederos  forzosos,  han  de  sacarse 
los  gastos  funerarios  del  cuerpo  de  la  hacienda.  Si  dejó  hijos 
ú  otros  descendientes  legítimos,  se  sacarán  con  las  mandas 
graciosas  del  quinto  de  la  hacienda  y  no  del  cuerpo ,  aunque 
hubiese  mandado  lo  contrario,  porque  no  se  puede  gravar 
ni  perjudicar  á  tales  herederos  en  su  legitima  que  consisto 
en  las  cuatro  quintas  partes  de  los  bienes  hereditarios  ;  ley  50 
de  Toro,  ó  ley  9,  til.  20,  lib.  10,  Nov.  Rec.  Si  dejó  ascen- 
dientes y  no  descendientes,  se  habrán  de  sacar,  lambicn 
con  las  mandas  graciosas,  del  tercio  de  la  hacienda,  porque 
solo  en  esta  parte  se  puede  perjudicar  á  los  ascendientes , 
á  quienes  tocan  como  legítima  los  dos  tercios,  según  lo  dis- 
puesto en  la  ley  6  de  Toro  ;  Covarrub.,  cap.  18  de  tcslam., 
|  5  ,  n.  h  ;  Ángulo,  en  la  ley  15  ,  gl.  5  ,  n.  7  ;  y  Llamas  ,  en 
la  ley  50,  n.  1 L. 

Los  acreedores  de  los  gastos  funerarios  se  cuentan  los 
primeros  entre  los  acreedores  singularmente  privilegiados  ; 
de  modo  que  en  caso  de  concurso  deben  ser  satisfechos  con 
preferencia  á  cualesquiera  otros,  con  tal  que  los  gastos  sean 
proporcionados  al  nacimiento,  al  rango  y  á  la  fortuna  del 
difunto,  pues  si  fueren  escesivos ,  deberán  moderarse  y 
reducirse,  aunque  hubiesen  sido  ordenados  por  el  difunto 
mismo  en  su  testamento  ;  ley  12',  til.  15,  Parí.  1 .  y  ley  50  , 
til.  13,  Part.  o.  Véase  Acreedor  personal  singularmente  pri- 
vilegiado. 

Se  entienden  por  gastes  funerarios  la  cera  y  misas  y  gastos 
del  enterramiento;  ley  50  de  Toro  :  esto  es,  el  hábito  con 
que  se  amortaja  el  cadáver,  la  caja  ó  ataúd,  el  velarle  y 
amortajarle,  la  cera  que  so  gasta  en  la  casa  del  difunto  mien- 
tras está  de  cuerpo  presente ,  y  en  la  iglesia  durante  là 
vigilia  y  misas ,  la  limosna  de  estas  y  los  responsos ,  la  con- 
ducción del  cadáver  á  la  iglesia  y  al  cementerio,  la  sepul- 
tura ,  y  los  demás  accesorios  sin  los  cuales  no  puede  hacerse 
el  entierro.  El  lulo  de  la  \  inda  y  de  los  hijos  no  se  comprendo 
entre  los  gastos  de  esta  clase ,  á  no  haber  tal  costumbre  en 
el  pueblo  (2). 

FUMGIBLE.  Dícese  de  la  cosa  que  se  consume  por  el 
primer  uso  que  se  hace  de  ella  ,  como  el  vino,  el  trigo  y  el 
aceite  ;  y  se  llama  fungible  porque  hace  las  funciones  ó  veces 
de  otra  de  la  misma  especie.  Si  me  has  prestado,  por  ejemplo, 

(2)  Sobre  esta  materia  y  autores rjue  la  tratan,  véase  Doming., 
lluslr.  á  la  Cur.  Filíp.   lib.  2,  Comer,  terr.,  cap.  5 ,  n.  50. 
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una  fanega  de  trigo  ,  no  le  podré  restituir  idénticamente 
el  mismo  trigo,  porque  lo  habré  consumido  sembrándolo  ó 
conviniéndolo  en  pan;  pero  te  devolveré  la  misma  cantidad 
en  otro  trigo  de  igual  especie  y  calidad  ,  el  cual  representará 
al  primero  haciendo  sus  veces  y  funciones  para  el  pago.  En 
sentido  opuesto  ,  se  dicen  no  fungibles  las  cosos  que  no  se 
consumen  por  el  primer  uso  que  se  hace  de  ellas ,  como  un 
caballo,  un  vestido,  etc.  Si  me  prestas  un  caballo  para 
hacer  un  viaje  ,  te  deberé  restituir  el  mismo  caballo  pres- 
tado, porque  no  se  ha  consumido  por  el  uso  que  he  hecho 
de  él ,  y  no  es  un  caballo  respecto  de  otro  caballo  lo  que  es 
una  fanega  de  trigo  respecto  de  otra  fanega  de  trigo  de  la 
misma  especie.  Véase  Bienes  fungibles  y  Muebles. 

FURIOSO.  El  que  está  poseído  de  arrebatos  violentos, 
causados  por  el  desarreglo  habitual  de  su  razón  :  Furor  est 
mentis  ad  omnia  cœcilas.  Véase  Loco. 

FURTIVO.  Lo  que  se  hace  á  escondidas  y  como  á  hurto; 
y  todo  lo  que  uno  toma  ,  de  día  ó  de  noche ,  clandestina  ó 


manifiestamente,  con  ánimo  de  apropiárselo  contra  la  volun- 
tad de  su  dueño.  Furtiva  res  quœ  furto  surrepla  est.  Fur- 
tivum  est  non  solían  quod  noctu  aul  inlerdiu clam  aufcrliir, 
sed  quidquid  alienwn  mobilo ,  malo  aniínn ,  imito  domino 
coiitrcclalur  (Insl.,  de  obligat.  quœ  ex  delict.  nasc,  §  Fur^' 
ttnn  uulem  fil.  ). 

FUTURA.  El  derecho  que  uno  tiene  á  la  sucesión  da 
algún  empleo  ú  oficio  antes  de  estar  vacante.  Véase  Letras 
expectativas. 

FUTURO.  Lo  que  está  por  venir.  La  ley  dispone  solo 
para  lo  futuro  y  no  para  lo  pasado.  Non  prœlcritu  ordiuannis, 
decia  el  rey  Wamba  (  ley  (i ,  lit.  1 ,  lib.  5  del  Fuero  Juzgo.) 
sed  futura  disponimus  ;  nec  prœcedentium  regum,  sed  m^tri 
regni  témpora  definimus.  «  El  fuero  (dice  la  ley  200  del 
Estilo)  non  se  estiende  á  las  cosas  pasadas  et  de  ante  fechos 
ó  mandadas  ó  otorgadas ,  mas  á  las  por  venir.  »  Véase  Efecto 
retroactivo. 
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GABELA.  Cualquier  tributo,  impuesto  ó  contribución 
que  se  paga  al  príncipe;  de  modo  que  es  voz  genérica,  y 
no  un  nombre  particular  de  cierta  especie  de  derecho.  Esta 
palabra  nos  viene  de  la  italiana  gabella;  los  Italianos  la  for- 
maron del  nombre  latino  gabium,  que  los  Latinos  habían 
tomado  del  siriaco  gabbia,  que  significaba  publieano  ó  ar- 
rendador y  colector  de  tributos  (I). 

GACETA.  Periódico  oficial,  establecido  en  Madrid,  en 
que  se  publican,  entre  otras  cosas,  las  leyes,  decretos  y 
órdenes  del  supremo  gobierno. Viene  de  la  voz  pérsica  gaza, 
que  significa  riqueza  ó  el  conjunto  de  cuanto  poseemos. 

En  22  de  setiembre  de  1836  se  espidió  por  el  ministerio 
de  la  gobernación  la  real  orden  siguiente  :  «  Deseando 
S.  M.  la  reina  gobernadora  evitar  todo  motivo  que  retarde 
el  pronto  y  puntual  cumplimiento  de  las  disposiciones  del 
gobierno,  y  teniendo  presente  que  una  de  las  causas  que 
producen  este  retardo  es  el  haber  de  esperar  cada  autoridad 
que  se  le  comuniquen  por  su  respectivo  ministerio ,  ha  te- 
nido á  bien  mandar  de  conformidad  con  el  parecer  del 
consejo  de  ministros ,  que  ínterin  se  toma  en  el  particular  la 
medida  que  se  estime  mas  conveniente,  todos  los  reales 
decretos,  órdenes  é  instrucciones*  del  gobierno  que  se  pu- 
bliquen en  la  Gaceta  de  esta  corte  bajo  el  artículo  oficial, 
sean  obligatorios  desde  el  momento  de  su  publicación  para 
toda  clase  de  personas  en  la  península  é  islas  adyacentes^ 
debiendo  las  autoridades  y  jefes  de  todas  clases  ,  sea  el  que 
fuere  el  ministerio  á  que  pertenezcan,  apresurarse  á  darles 
cumplimiento  en  la  parte  que  les  corresponda.  Habiéndose 
notado  que  por  parte  de  algunas  autoridades  no  se  obser- 
vaba con  la  conveniente  oportunidad  la  anterior  resolución, 
se  sirvió  renovarla  S.  II.  la  reina  gobernadora  mandando  en 
real  orden  de  h  de  mayo  de  1C3S  que  se  le  dé  el  mas  pun- 
tual y  exacto  cumplimiento.  Véase  Promulgación. 

GAFO.  El  que  padece  cierto  género  de  lepra  que  cor- 
rompe y  pudre  las  carnes,  y  pone  los  dedos  de  las  manos 
encorvados  y  torcidos  á  modo  de  las  garras  de  las  aves  de 
rapiña.  El  que  llamare  gafo  á  otro ,  tiene  que  cantar  la  pali- 
nodia, esto  es,  desdecirse  ante  el  alcalde  y  hombres  buenos 
-  ____ 

(1)  Sobre  el  origen  de  esta  voz  espresiva  de  cualquiera  exacción 
pública ,  véuse  á  Solorz.,  Polít.  Ind. ,  lib.  6,  cap.  8,  núms.  8 
y  sig. 


al  plazo  que  el  mismo  alcalde  le  señale,  y  pagar  la  multa  de 
mil  y  doscientos  maravedís,  la  mitad  para  el  injuriado  y  la 
otra  mitad  para  el  fisco.  Si  el  injuriante  es  hidalgo,  no  es  con- 
denado á  desdecirse,  sino  á  pagar  dos  mil  maravedís  con  la 
misma  aplicación ,  y  á  las  demás  penas  que  el  juez  creyero 
justas  según  las  circunstancias.  Ley  2.  tít.  3,  lib.  4  del 
Fuero  Real;  y  ley  1 ,  Ht.  25,  lib.  12,  Nov.  Rcc.  La  palabra 
gafo  no  debe  considerarse  ahora  tan  denigrativa  como  anti- 
guamente, pues  que  ya  no  existe  aquella  horrible  enferme- 
dad que  apartaba  de  la  comunicación  de  la  gente  á  los  que 
la  padecían. 

GALARDÓN.  El  premio  eme  los  reyes  solian  dar  â  los 
que  les  servían  en  la  guerra ,  para  recompensar  sus  accio- 
nes gloriosas  ,  ó  resarcirles  los  daños  y  perjuicios  que  su- 
frían en  sus  cuerpos  ó  en  sus  bienes  ;  leyes  del  til.  27,  Parí.  2. 

GALEOTES.  Los  reos  condenados  por  la  justicia  á  re- 
mar en  las  galeras  reales. 

GALERA.  Cierta  especie  de  embarcación  de  vela  y 
remo;  —  y  la  casa  de  reclusión  adonde  se  condena  por  mas 
ó  menos  tiempo  á  las  mujeres  que  merecen  esta  pena. 

GALERAS.  La  pena  de  remar  en  las  galeras  del  rey  que 
se  imponía"  á  ciertos  delincuentes. 

Esta  pena  se  imponía  á  los  reos  de  delitos  feos  y  denigra- 
tivos que  sobre  la  viciosa  contravención  de  las  leyes  suorj- 
nen  por  su  naturaleza  envilecimiento  y  bajeza  de  ánimo  con 
total  abandono  del  pundonor,  ó  por  el  mal  hábito  de  su  re- 
petición escluyen  la  probabilidad  do  su  enmienda;  ley  7, 
lít.llO ,  lib.  12,  Nov.  Rec. 

La  pena  de  muerte ,  impuesta  por  hurtos  calificados ,  ro- 
bos ,  salteamientos  en  caminos  ó  en  campo,  fuerzas  y  oíros 
delitos  semejantes  ó  mayores  ó  de  otra  cualquier  calidad  , 
debia  conmutarse  en  la  de  servicio  de  galeras  por  mas  ó 
menos  tiempo,  no  siendo  menos  de  dos  años,  según  las 
circunstancias  de  los  hechos  y  de  las  personas,  con  tal  que 
los  delitos  no  fuesen  tan  calificados  y  graves  que  conviniese 
á  la  república  ejecutar  la  sentencia  de  muerte  .  y  con  tal 
que  en  ello  no  se  hiciese  perjuicio  á  las  partes  querellosas. 
Leyes  i ,  2  ,  3,  U  y  6,  Ut.  h0  ,  lib.  12  ,  Nov.  Rec. 

Habiéndose  estinguido  la  escuadra  de  galeras,  se  mandó 
por  pragmática  de  12  de  marzo  de  1771,  que  los  reos  á  quie- 
nes correspondiese  la  pena  de  servir  en  ellas,  fuesen  des- 
tinados á  los  arsenales  del  Ferrol,  Cádiz  y  Cartagena;  de 
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suerte  que  la  pena  de  arsenales  quedó  sustituida  á  la  de 
galeras;  ley  7,  tít.  tiO,  lib.  12,  Now  Rec.  Véase  Arsenales. 
Restableciéronse  las  galeras  por  cédula  de  16  de  febrero 
de  Í78S,  y  se  mandó  de  nuevo  destinar  á  su  servicio  álos 
reos  que  lo  mereciesen;  leyes  10, 11  y  12*  d.  til.  ítO,  lib.  12, 
Nov.  Rec.  :  mas  por  real  orden  de  50  de  diciembre  de  1803 
se  dispuso  que  nadie  fuese  condenado  á  galeras  por  no  ha- 
llarse estas  en  estado  de  servir. 

Nopudiendo  pues  imponerse  en  el  dia  esta  pena,  la  sus- 
tituyen los  tribunales ,  cuando  ocurren  delitos  á  que  la  pres- 
cribe la  ley  ,  con  la  de  trabajos  con  cadena  en  minas,  pre- 
sidio ,  arsenales  ú  obras  públicas  según  los  casos. 

El  reglamento  provisional  de  26  de  setiembre  de  1835 ,  al 
clasificar  las  penas  corporales  ,  hace  mención  de  la  de  gale- 
ras en  su  artículo  1 1  :  mas  no  debe  deducirse  de  aquí  que 
la  considera  vigente,  pues  su  objeto  no  esotro  que  el  de  enu- 
merar todas  las  que  pertenecen  á  dicha  clase  ,  prescindiendo 
del  uso  ó  desuso  de  ellas,  á  fin  de  fijar  los  casos  en  que 
debe  darse  libertad  bajo  fianza  ó  caución  bastante  al  preso 
que  aunque  no  resulte  inocente  aparezca  que  no  es  reo  de 
pena  corporal. 

GALGO.  Especie  de  perro  muy  lijero  y  útil  para  la 
caza.  Está  prohibido  el  uso  de  los  galgos  en  todas  partes  du- 
rante el  tiempo  de  la  veda  general  de  la  caza,  como  asi- 
mismo en  los  parajes  plantados  de  viñas  mientras  no  se 
haya  cogido  su  fruto.  Fuera  de  estos  tiempos  pueden  usar  de 
ellos  los  nobles,  eclesiásticos  y  personas  honradas  de  los 
pueblos,  en  quienes  no  haya  el  menor  recelo  ni  sospecha  de 
esceso ,  y  de  ningún  modo  los  jornaleros  ni  los  que  sirvan 
oficios  mecánicos,  que  solo  lo  podrán  hacer  por  pura  diver- 
sion los  dias  de  fiesta  :  bien  que  dentro  de  las  diez  leguas  en 
contorno  de  la  corte  y  sitios  reales  solo  se  permite  su  uso 
á  los  hacendados  y  personas  de  distinción,  previa  licencia 
de  la  autoridad  política  y  mediante  el  pago  de  cierta  canti- 
dad. Ley  11  ,  til.  50,  lib.  7,  Nov.  Rec. 

GANADERÍA.  La  copia  de  ganado  ;  y  la  crianza  ,  gran- 
jeria ó  tráfico  de  ganados.  Véase  Mesía. 

GANADO.  El  conjunto  de  bestias  mansas  deuna  especie 
que  se  apacientan  ó  andan  reunidas;  como  ganado  ovejuno, 
cabrío ,  vacuno  y  otros.  Llámase  ganado  mayor  el  que  se 
compone  de  cabezas  ó  reses  mayores,  como  bueyes,  ye- 
guas ,  muías ,  etc.  ;  y  ganado  menor  el  que  se  compone  de 
reses  ó  cabezas  menores,  como  ovejas,  cabras,  etc.  Alas 
crias  del  ganado  se  da  el  nombre  de  ganado  menudo. 
Se  dice  ganado  trashumante  ó  merino  el  ganado  de  lana 
que  pasa  desde  las  dehesas  ó  estremos  en  que  pasta,  á  las 
montañas  para  veranear,  ó  al  contrario;  y  ganado  estante  ó 
riberiego  el  que  permanece  todo  el  año  en  su  suelo  sin  ir 
á  buscar  pastos  en  otro  pais.  Véase  Alcaldes  de  la  Mesla  , 
Asociación  general  de  ganaderos ,  Concejo  de  la  Mesla,  Mesla, 
Cañuda,  Acotamiento,  Pasto,  Pastor,  3Ionles ,  Animales, 
Baño,  Abigeo  ó  hurto  de  ganados,  Uso  y  Usufructo. 

GANANCÎAS.  Los  bienes,  intereses  ó  utilidades  que 
uno  adquiere,  ya  trabajando  ó  aplicándose  á  algún  ramo  de 
ùidustria  por  sí  solo,  ya  formando  sociedad  con  otros. Véase 
Sociedad  y  Peculio. 

GANANCIALES.  Dícese  de  los  bienes  que  se  ganan  ó 
aumentan  durante  el  matrimonio.  Véase  Bienes  gananciales. 

GANCHO.  El  que  con  maña  ó  arte  solicita  á  otro  para 
algún  fin  ;  como  el  rufián,  y  especialmente  el  que  seduce  á 
los  soldados  para  que  abandonen  sus  banderas  ó  pasen  al 
servicio  de  otro  príncipe ,  nación  ó  partido.  «  Toda  persona 
(de  cualquiera  clase ,  estado  ó  condición  que  sea)  que  se 
aprehendiere  y  justificare  ser  gancho  para  tropa  deotro  prín- 
cipe ,  se  le  pondrá  en  consejo  de  guerra ,  y  sufrirá  la  pena 
de  horca.  »  Ord.  del  ejere,  trat.  8 ,  lit.  10  ,  art.  Hit. 

GARANTE.  El  que  se  constituye  fiador  en  la  observan- 
cia de  lo  que  se  promete  en  los  tratados  de  paces  ó  comer- 


cio ;  —  y  el  que  se  hace  responsable  de  alguna  cosa  en  favor 
deotro,  ya  sea  para  asegurarle  el  goce  de  una  cosa  que 
ofrece  un  objeto  de  utilidad  ,  ya  paralibertarle  de  una  deu- 
.  da,  gravamen  ó  peligro.  Véase  Fiador. 

GARANTÍA.  El  acto  de  afianzar  lo  estipulado  en   los' 
tratados  de  paces  ó  comercio  ;  —  la  cosa  con  que  se  asegura 
el  cumplimiento  de  lo  pactado;  —la  obligación  del  garante; 

—  y  en  general  toda  especie  de  fianza. Véase  Caución, 
Fianza  y  Eviccion. 

GARAÑÓN.  El  asno  grande  destinado  para  cubrir  las 
yeguas  y  las  burras.  Véase  Caballos. 

GARFA.  Cierto  derecho  que  se  exigía  antiguamente  poí 
la  justicia  para  poner  guardas  en  las  eras. 

GARITERO.  El  que  tiene  por  su  cuenta  algún  garito  ; 

—  y  el  que  frecuenta  y  va  á  jugar  á  los  garitos,  es  decir,  á 
los  parajes  ó  casas  donde  concurren  á  jugar  los  tahúres  ó 
fulleros.  Véase  Juego. 

GARROTE.  Cierto  género  de  suplicio  ó  pena  demuerte 
que  se  ejecuta  sobre  un  tablado  ahogando  á  los  reos  con  un 
instrumento  de  hierro  aplicado  á  la  garganta.  Es  ahora  la 
única  pena  de  muerte  que  impone  la  justicia  civil  ordinaria, 
por  haber  sido  abolida  la  de  horca  en  real  cédula  de  28  de 
abril  de  1832  :  «  Deseando  (dice  el  señor  don  Fernando  Vil) 
conciliar  el  último  é  inevitable  rigor  de  la  justicia  con  la  hu- 
manidad ,  y  la  decencia  en  la  ejecución  de  la  pena  capital, 
y  que  el  suplicio  en  que  los  reos  expian  sus  delitos  no  les 
irrogue  infamia  cuando  por  ellos  no  la  mereciesen  ,  he  que- 
rido señalar  con  este  beneficio  la  grata  memoria  del  feliz 
cumpleaños  de  la  reina  mi  muy  amada  esposa;  y  vengo  en 
abolir  para  siempre  en  todos  mis  dominios  la  pena  de  muerte 
en  horca;  mandando  que  en  adelante  se  ejecute  en  garrote 
ordinario  la  que  se  imponga  á  personas  del  estado  llano;  en 
garrote  vil  la  que  castigue  los  delitos  infamantes  sin  distin- 
ción de  clase,  y  que  subsista  según  las  leyes  vigentes  el 
garrote  noble  para  los  que  correspondan  á  la  de  hijosdalgo.» 
Al  garrote  ordinario  van  los  reos  conducidos  en  caballería 
mayor  y  con  capuz  pegado  á  la  túnica;  al  vil ,  en  caballe- 
ría menor  ó  arrastrados,  según  la  sentencia  ,  y  con  capuz 
suelto  como  le  llevaban  los  reos  de  horca  antes  de  abolirse; 
y  al  noble,  en  caballería  mayor,  ensillada  y  con  gualdrapa 
negra;  solo  en  este  último  caso  puede  enlutarse  el  patíbulo, 
previa  licencia  de  la  sala  del  crimen ,  que  puede  concederla 
ó  negarla. 

GASTADOR.  El  que  disipa  sus  bienes.  Véase  Pródigo. 

GASTADOR.  En  las  condenas  de  presidio  se  llama  así 
al  que  va  destinado  álos  trabajos  mas  pesados,  sin  que  pue- 
da ser  eximido  de  ellos.  Véase  Presidio. 

GASTOS.  Véase  Costas,  Funerales,  Mejoras ,  y  Acree- 
dor personal  singularmente  privilegiado. 

GASTOS  de  justicia.  Véase  Penas  de  cámara. 
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GEFE  político.  Véase  Gobierno. 

GEMELOS.  Los  hermanos  nacidos  de  un  mismo  parlo, 
que  mas  comunmente  se  llaman  mellizos.  El  primero  que 
nació  en  un  mismo  parto  ,  es  el  que  se  reputa  primogénito  , 
y  quien  por  consiguiente  debe  gozar  de  los  derechos  y  pree- 
minencias que  como  á  tal  le  correspondieren  :  si  no  se  sabe 
ni  puede  averiguarse  quién  nació  primero  ,  se  habrán  de 
dividir  entre  ellos  los  derechos  de  primogenitura  ó  mayoraz^ 
go;  y  si  hubiesen  nacido  un  varón  y  una  hembra,  se  consi- 
dera en  caso  de  duda  que  el  varón  nació  primero.  Ley  12, 
lit.  55,  Part.  7. 

GEMONIAS.  Entre  los  Romanos  era  un  lugar  de  suplicio 
y  esposicion  en  el  mo-.!:1  Avenlino,  desde  el  cual  eran  pre- 
cipitados los  delincuentes  condenados  á  esta  pena;  la  cual 
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cayó  en  desuso  luego  que  cesaron  las  persecuciones  de  los 
cristianos. 

GENEALOGÍ A.  La  serie  de  progenitores  ó  ascendientes 
de  quienes  uno  desciende;  ó  bien  el  estado  sumario  de  una 
casa  ó  familia ,  hecho  con  referencia  á  las  partidas  de  naci- 
miento ,  matrimonio  y  entierro ,  que  son  las  que  establecen 
la  filiación  y  sucesiones,  ó  á  otros  títulos  auténticos  que  jus- 
tifican dicha  filiación  y  la  posesión  de  estado.  Véase  Árbol 
genealógico. 

GENEARCA.  Nombre  anticuado  que  significa  el  que  es 
cabeza  ó  principal  de  algún  linaje. 

GENERACIÓN.  En  la  computación  de  grados  de  paren- 
tesco es  la  procedencia  que  cada  persona  tiene  del  tronco  , 
ó  bien  cada  una  de  las  personas  que  en  cualquiera  línea  sa- 
len de  la  raiz  común.  Asi,  cuando  se  quiere  saber  cuál  es 
el  número  de  grados  que  hay  entre  dos  personas  dadas , 
deben  contarse  las  generaciones  ,  esto  es  ,  las  personas  que 
proceden  del  tronco  ó  raizcomun  ,  mas  no  la  persona  mis- 
ma del  tronco  ,  porque  esta  no  se  presenta  á  la  cabeza  de  la 
línea  como  una  generación,  sino  como  fuente,  origen  y  raiz 
de  las  generaciones. 

GENERAL.  Véase  Capitán  general. 

GENERALES  de  la  ley.  Las  lachas  señaladas  por  la 
ley  á  los  testigos,  como  la  menor  edad,  la  amistad  ó  paren- 
tesco con  las  partes  ,  la  enemistad  ú  odio  hacia  alguna  de 
ellas,  el  interés  en  la  causa.  Véase  Interrogatorio  y  Testigo. 

GENERALIDADES.  En  Aragon  se  llamaban  así  los 
derechos  que  se  pagaban  en  las  aduanas ,  y  aun  las  aduanas 
mismas;  las  cuales  eran  administradas  por  medio  de  dipu- 
tados del  reino  que  cuidaban  del  cobro  y  de  la  distribución 
de  sus  productos  en  el  pago  de  los  sueldos  de  los  ministros 
reales  ,  de  los  diputados  del  reino,  y  de  la  guardia  de  infan- 
tería y  caballería  que  estaba  á  disposición  del  presidente  de 
la  real  audiencia  ,  como  asimismo  en  el  pago  de  censos,  en 
reparos  de  puertos  ,  caminos  y  edificios  públicos  ,  y  en  en- 
tradas y  funerales  de  reyes. 

GENTIL  noiiBnE.  Antiguamente  la  persona  que  se  des- 
pachaba al  rey  con  algún  pliego  de  importancia  para  darle 
noticia  de  algún  buen  suceso,  como  la  toma  de  alguna  pla- 
za, el  arribo  de  alguna  flota;  —  y  ahora  cualquiera  de  los 
criados  que  sirven  al  rey  en  la  clase  de  caballeros.  Estos 
disfrutaban  antes  del  fuero  de  casa  real  que  ahora  está 
abolido. 

GERKïANIA.  El  dialecto  ó  modo  de  hablar  que  usan  los 
gitanos  ,  ladrones  y  rufianes  para  no  ser  entendidos,  adap- 
tando las  voces  comunes á  sus  conceptos  particulares,  é  in- 
troduciendo muchas  voluntarias;  —  el  amancebamiento;  — 
y  la  junta  de  comuneros  que  en  el  reinado  del  emperador 
Carlos  V  se  levanlaron  en  el  reino  de  Valencia. 

GESTION  de  negocios  ajenos.  Un  cuasi  contrato  por  el 
cual  el  que  toma  por  sí  mismo  á  su  cargo  el  cuidado  y  di- 
rección de  los  negocios  de  una  persona  ausente,  sin  haber 
recibido  poderes  de  ella,  y  aun  sin  su  conocimiento  ,  queda 
obligado  á  darle  cuenta  de  su  administración  con  derecho  á 
exigir  los  gastos  legítimos  que  hubiere  hecho.  Véase  Admi- 
nistración de  bienes  ajenos  sin  mandato  del  due  Fio ,  y  AUmi- 
nislrador  voluntario. 

GI 

GINETA.  Cierto  tributo  que  en  lo  antiguo  pagaban  los 
ganados. 

GIRAR.  Entre  los  hombres  de  negocios  remitir  las  le- 
tras de  cambio  de  unas  partes  á  otras  según  el  interés  que 
corre. 

GIRO.  La  circulación  de  las  letras  de  cambio.  Véase 
Letra  de  cambio. 

GITANOS.  Cierta  raza  de  gentes  errantes  y  sin  domici- 


lio fijo,  que  se  cree  ser  originaria  de  Egipto.  Hay  quien  los 
hace  descendientes  de  los  sacerdotes  de  Isis  ,  que  hubieron 
de  emigrar  y  esparcirse  por  el  mundo  cuando  cesó  el  culto 
de  su  diosa/ 

Once  leyes  prolijas  con  ocho  notas  contiene  el  título  16 
del  libro  12  de  la  Novísima  Recopilación,  espedidas  sucesi- 
vamente por  varios  reyes  desde  los  tiempos  de  don  Fernando 
y  doña  Isabel,  sin  mas  objeto  que  el  de  obligar  á  los  gitanos 
á  fijar  su  residencia  en  algún  pueblo ,  dividirse  y  mezclarse 
entre  los  demás  vecinos  ,  dedicarse  á  la  labranza  y  cultura 
de  los  campos ,  abandonar  su  traje ,  su  nombre  ,  su  lengua 
ó  jerigonza  ,  y  apartarse  de  la  carrera  de  sus  escesos  y  cor- 
rompidas costumbres.  Lanzádose  han  contra  ellos  las  penas 
de  azotes  ,  galeras  ,  presidio,  destierro  del  reino  ,  corte  de 
orejas,  marca  con  hierro  ardiente ,  cautividad  ó  esclavitud 
y  aun  la  muerte  ,  para  reducirlos  y  sujetarlos  á  la  vida  re- 
gular de  los  demás  españoles  :  se  han  dado  para  contenerlos 
y  castigarlos  leyes  escepcionales  y  severas;  y  se  han  orde- 
nado persecuciones,  á  manera  de  monterías  contra  animales 
dañinos ,  para  deshacer  sus  cuadrillas  y  obtener  por  la  fuer- 
za lo  que  no  se  lograba  con  las  disposiciones  de  las  leyes. 
Pero  después  de  haber  trascurrido  tres  siglos  y  medio,  los 
gitanos  son  siempre  gitanos,  con  su  nombre,  su  traje  y  su 
jerigonza,  con  su  aversion  al  trabajo  y  su  vida  errante  y 
sus  tribus  vagabundas  y  decidoras  de  la  buena  ventura , 
con  su  inclinación  irresistible  al  trato  en  compras  y  ventas 
de  caballerías,  recorriendo  las  ferias  y  mercados,  dejando 
aquí  y  allí  muestras  singulares  de  su  astucia  y  de  sus  enga- 
ños que  hacen  reir  á  unos  y  lamentarse  á  otros,  apareciendo 
y  desapareciendo  en  todas  partes  á  manera  de  trasgos,  y  dando 
lugar  con  su  conducta  y  prodigiosa  movilidad  por  poblados  y 
despoblados  á  que  se  les  atribuyan  los  robos,  hurtos,  y  otros 
delitos  que  coinciden  con  su  tránsito.  No  parece  sino  que  la 
Providencia  los  ha  condenado  á  vivir  sin  propiedad,  sin  hogar, 
sin  relaciones,  y  en  perpetuo  aislamiento  de  la  sociedad  ea 
cuyo  seno  se  abrigan;  y  que  son  en  vano  los  esfuerzos  de 
los  legisladores  para  amalgamarlos  y  confundirlos  con  la 
masa  del  pueblo. 

Por  pragmática-sanción  de  19  de  setiembre  de  1783 
(ley  1 1  ,  lit.  16 ,  lib.  12  ,  Nov.  Rec.)  se  declaró  que  los  que 
se  dicen  gitanos  no  lo  son  por  origen  ni  por  naturaleza,  ni 
proceden  de  raiz  infecta  alguna  ;  se  prohibió  nombrarlos  con 
las  voces  de  gitanos  ó  castellanos  nuevos ,  bajo  las  penas  de 
los  que  injurian  á  otros  de  palabra  ó  por  escrito  ;  y  se  man- 
dó tildar  y  borrar  de  oficio  ó  á  petición  de  parte  estas  vo- 
ces injuriosas  y  falsas  en  cualesquiera  documentos  en  que  se 
hubieren  puesto  ó  pusieren.  —  Se  les  ordenó  avecindarse  en 
los  pueblos  que  eligieren ,  dejar  su  traje  ,  lengua  y  modales, 
aplicarse  á  oficio,  ejercicio  ú  ocupación  honesta,  sin  dis- 
tinción de  la  labranza  ó  artes  ,  no  bastando  emplearse  solo 
en  la  ocupación  de  esquiladores,  ni  en  el  tráfico  de  merca- 
dos y  ferias,  ni  menos  en  la  de  posaderos  ó  venteros  en  si- 
tios despoblados  ;  y  á  este  efecto  se  les  abrieron  las  puertas 
de  los  gremios,  multándose  á  los  que  contradijesen  su  admi- 
sión por  la  primera  vez  en  diez  ducados,  por  la  segunda- en 
veinte  ,  por  la  tercera  en  doble  cantidad  ,  y  por  la  cuarta  en 
privación  temporal  de  oficio.  —  Se  dispuso  tratar  como  va- 
gos y  dar  el  mismo  destino  que  á  estos  á  los  que  habiendo 
dejado  su  traje,  su  lengua  y  sus  costumbres,  y  fijado  su 
domicilio  ,  no  se  hubiesen  aplicado  á  oficio  ni  á  otra  ocupa- 
ción, aunque  no  fuera  mas  que  la  de  jornaleros  ó  peones  de 
obras;  pero  contra  los  que  no  dejasen  su  traje,  lengua  y 
modales,  y  contra  los  que  aparentando  vestir  y  hablar 
como  los  demás  españoles  y  aun  elegir  domicilio ,  continua- 
sen saliendo  á  vagar  por  caminos  y  despoblados,  aunque 
fuese  con  el  pretesto  de  pasar  á  mercados  y  ferias,  se  pres- 
cribió la  pena  de  sellarlos  en  las  espaldas  con  un  pequeño  hier- 
ro ardiente  çjue  Ueyase  las  armas  de  Castilla ,  y  para  el  casa 
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de  reincidencia  la  pena  fie  muerle.  Se  esceptuó  do  las  pe- 
nas á  los  menores  de  diez  y  seis  años  ,  hembras  ó  varones  , 
quienes  debian  ser  separados  de  la  compañía  de  sus  pa- 
dres que  no  tuviesen  honesta  ocupación,  y  ser  destinados 
á  aprender  oficio  en  casas  de  particulares  ó  en  hospicios  ó 
establecimientos  de  enseñanza.  A  los  ausiliadores  ,  recepta- 
dores, encubridores  y  protectores  declarados  de  los  gitanos 
que  anduviesen  vagando  por  despoblados,  ademas  délas 
penas  correspondientes  por  la  calidad  del  ausilio  y  escesos 
de  los  ausiliados,  se  les  impuso  la  multa  de  doscientos  duca- 
dos por  la  primera  vez,  cuatrocientos  por  la  segunda,  y 
hasta  mil  por  la  tercera ,  con  aplicación  por  terceras  partes 
al  fisco ,  juez  y  denunciador,  debiendo  los  que  no  pudieren 
pagarla  ser  destinados  por  la  primera  vez  à  tres  años  de 
presidio, por  la  segunda  á  seis,  y  por  la  tercera  á  diez. 

Se  mandó  de  nuevo  la  ejecución  de  las  disposiciones  de 
ceta  pragmática  por  real  cédula  de  Io.  de  marzo  de  1787; 
se  ordenó  otra  vez  por  el  Capítulo  54  de  la  instrucción  de 
corregidores  de  1 S  de  mayo  de  1788  ;  se  volvió  á  encargar 
por  real  cédula  de  22  de  agosto  de  1814;  y  se  recordó  con 
ahinco  por  real  orden  de  11  de  enero  de  1827. 

GL 

GLEBA.  El  césped  ó  terrón  que  se  levanta  con  el  arado; 
■ —  y  por  estension  una  tierra,  fundo  ó  heredad.  Llamábanse 
adíelos  á  la  gleba  los  esclavos  que  se  empleaban  en  el  culti- 
vo de  una  tierra ,  permaneciendo  siempre  en  ella  aunque 
mudase  de  dueño. 

GIiOSA.  La  esplicacion  ó  interpretación  de  un  texto  de 
escura  ó  de  dificultosa  inteligencia;  —  la  nota  que  se  pone 
en  algún  instrumento  ó  libro  de  cuenta  y  razón  para  adver- 
tir la  obligación  á  que  está  afecta  ó  hipotecada  alguna  cosa, 
como  una  casa,  un  juro;  y  la  nota  ó  reparo  que  se  pone  en 
las  cuentas  á  alguna  partida  de  ellas.  Algunos  autores  han 
llamado  glosas  á  sus  comentarios  ;  pero  este  nombre  está 
destinado  principalmente  á  la  esplicacion  del  derecho  civil 
y  canónico.  Glosa  es  palabra  griega  que  significa  lengua. 

GO 

GOBERNACIÓN  y  gobierno.  En  el  lenguaje  de  nuestra 
antigua  legislación  significa  lo  mismo  que  alimento  y  sus- 
tento. El  Fuero  viejo  de  Castilla  (  leyes  2  y  3,  lit.  4  )  dice 
que  ningún  huérfano  menor  de  diez  y  seis  años  puede  enaje- 
nar sus  cosas,  si  no  fuer  por  governacion,  ele,  esto  es,  por 
alimentarse  á  sí  mismo.  «  Si  el  padre  ó  la  madre,  dice  el 
Fuero  Real(  ley  i,  til.  8,  lib.  3  )  vinieren  á  pobreza  en  vida 
de  los  fijos,  quier  sean  casados  quier  non  ,  mandamos  que 
6egund  fuere  su  poder  de  cada  uno ,  que  govierne  al  padre  é 
á  la  madre.  Otrosí  mandamos  que  si  ovieren  algún  hermano 
que  fuere  pobre  ,  sean  tenudos  del  gobernar:  et  si  el  padre 
ó  la  madre  moriere,  los  fijos  goñernen  á  aquel  que  fincare  : 
Bt  si  se  casare ,  denle  la  meitad  del  gobierno  quel  ante  clavan, 
c  non  sean  tenudos  de  gobernar  la  madrastrasi  non  quisieren .  » 
Véase  Alimentos. 

GOBERNADOR  militar.  El  jefe  militar  que  con  sujeción 
al  capitán  general  de  la  provincia  tiene  mando  y  ejerce  'juris- 
dicción sobre  lodos  los  individuos  militares  que  existen  en  la 
plaza  ó  distrito  de  su  cargo. 

Conocen  los  gobernadores  militares  de  Cualquiera  falla 
que  cometan  los  regimientos  por  infracción  de  las  órdenes 
de  plaza,  ó  contra  la  tranquilidad,  seguridad  v  servicio  do 
ella;  debiendo  ser  juzgados  los  reos,  si  el  delito  fuere  do 
gravedad ,  por  el  consejo  de  guorra ,  compuesto  de  capitanes 
de  lodos  los  regimientos  de  la  guarnición,  v  de  Capitanes 
agregados  al  eslado  mayor  de  la  biaza  no  habiendo  sutieiento 


número  de  aquellos,  y  formándose  en  tal  caso  el  proceso  por 
uno  de  los  sargentos  mayores  de  dichos  cuerpos. 

En  los  crímenes  comunes  que  no  tengan  conexión  con  el 
real  servicio ,  entienden  los  gobernadores  con  dictamen  del 
auditor  ó  asesor  contra  los  individuos  militares  que  los  hinc- 
hieren cometido,  escepto  desde  sargento  inclusive  abajo  que 
deben  ser  juzgados  por  los  consejos  ordinarios  de  los  regi- 
mientos ,  y  desde  coronel  inclusive  arriba  que  deben  serlo 
por  el  capitán  general  con  dictamen  del  auditor  ó  asesor  do 
guerra  de  la  provincia. 

Los  gobernadores  conocen  en  primera  instancia  de  lodaî 
las  causas  en  que  intervengan  eslranjeros  transeúntes,  con 
tal  que  sean  de  aquellas  en  que  estos  gozan  del  fuero  militar, 
según  lo  dicho  en  la  palabra  Extranjero,  n.  VI. 

Muchos  gobernadores  militares  tenían  antes  unido  el 
mando  político  y  ejercían  simultáneamente  la  jurisdicción 
real  ordinaria  y  la  militar,  dependiendo  en  cuanto  á  la  pri- 
mera de  las  respectivas  cnancillerías  ó  audiencias  del  ter- 
ritorio :  mas  habiéndose  establecido  por  real  decreto  de  21 
de  abril  de  1834  que  la  justicia  se  administre  en  primera 
instancia  por  los  jueces  letrados  de  partido  ,  se  dispuso  por 
otro  real  decreto  de  19  de  noviembre  del  propio  año  la  cesa- 
ción de  los  gobernadores  militares  y  políticos  en  el  conoci- 
miento de  los  negocios  contenciosos,  así  criminales  como 
civiles ,  correspondientes  á  la  real  jurisdicción  ordinaria, 
quedando  desde  entonces  la  sustanciacion  y  fallo  de  dichos 
negocios  á  cargo  de  los  alcaldes  mayores  y  corregidores  le- 
trados ,  que  hoy  se  llaman  jueces  de  primera  instancia. 
Véase  Jurisdicción  militar. 

GOBIERNO  DE  LAS  PROVINCIAS   DE  LA   MONARQUÍA.  Para 

el  gobierno  de  las  provincias  de  la  monarquía  hay  un  jefe 
político  en  cada  una  de  ellas,  cuyas  funciones  están  mar- 
cadas en  la  ley  de  2  de  abril  de  1845  y  son  como  siguen  : 

Artículo  Io.  Para  el  gobierno  de  las  provincias  de  la  Mo- 
narquía hay  en  cada  una  de  ellas  una  autoridad  superior, 
nombrada  por  el  Rey,  bajo  la  dependencia  inmediata  del 
ministerio  de  la  Gobernación  déla  Península  con  el  titulo  de 
Jefe  político. 

Art.  2o.  Los  Jefes  políticos  son  nombrados  por  reales  de- 
cretos ,  refrendados  por  el  ministro  de  la  Gobernación  de  la 
Península  :  para  su  separación  se  guarda  la  misma  forma- 
lidad. 

Art.  3o.  Cuando  el  Jefe  político  se  ausente  déla  provincia 
ó  se  imposibilite  para  ejercer  su  cargo ,  le  reemplaza  la  per- 
sona que  designe  ó  haya  designado  el  gobierno.  A  falla  de 
esta  ,  desempeña  el  gobierno  político,  en  clase  de  interino  , 
el  vicepresidente  del  Consejo  provincial  ó  quien  haga  sus 
veces. 

Art.  4o.  Corresponde  al  Jefe  político  :  Io.  Publicar,  cir- 
cular, ejecutar  y  hacer  que  se  ejecuten  en  la  provincia  de 
su  mando  las  leyes,  decretos,  órdenes  y  disposiciones  que 
al  efecto  le  comunique  el  Gobierno.  2o.  Mantener  bajo  su 
responsabilidad  el  orden  y  el  sosiego  público.  5o.  Proteger 
las  personas  y  las  propiedades.  4o.  Reprimir  y  casi  ¡jar  todo 
desacato  á  la  religion,  á  la  moral  ó  á  la  decencia  pública, 
y  cualquier  falta  de  obediencia  y  respeto  á  su  autoridad  ;  im- 
poniendo las  penas  correccionales  que  en  esta  ley  se  deter- 
minan, y  sometiendo  á  la  acción  de  los  tribunales  de  justicia 
los  escesos  merecedores  de  mayor  castigo.  5o.  Cuidar  de 
todo  lo  concerniente  á  la  sanidad  en  !a  forma  que  prevengan 
las  leyes  y  reglamentos,  y  dictar,  en  casos  imprevistos  y 
urgentes  de  epidemia  ó  enfermedad  contagiosa,  las  medidas 
cpie  la  necesidad  reclamare,  dando  inmediatamente  cuenta 
al  Gobierno.  6o.  Proponer  al  Gobierno  todo  lo  que  pueda 
contribuir  al  adelantamiento  y  desarrollo  intelectual  y  m  irai 
de  la  provincia  ,  y  al  Ibmchto  de  sus  intereses  materiales, 
7°.  Vigilar  é  inspeccionar  lodos  los  ramos  de  la  administra- 
tion comprendidos  en  el  territorio  de  su  mando ,  y  los  esta- 
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blecimientos  que  de  ellos  dependan.  8o.  Conceder  ó  negar, 
con  arreglo  á  las  leyes  ó  infracciones,  la  autorización 
competente  para  procesar  á  los  empleados  y  corporaciones 
dependientes  de  su  autoridad  por  hechos  relativos  al  ejer- 
cicio de  sus  funciones  ;  dando ,  en  caso  de  negativa ,  cuenta 
documentada  al  Gobierno  para  la  resolución  que  convenga. 
9o.  Y  en  general ,  hacer  y  ejecutar  todo  lo  que  dispongan  las 
leyes,  decretos  y  órdenes  del  Gobierno  en  la  parte  que  re- 
quieran la  intervención  de  su  autoridad. 

Art.  b°.  Para  el  buen  desempeño  de  su  autoridad  debe  el 
jefe  político  :  Io.  Instruir  por  sí  mismo  ó  por  sus  delegados 
la  sumaria  información  de  los  delitos  cuya  averiguación  se 
deba  á  sus  disposiciones  ó  agentes  ,  entregando  al  tribunal 
competente  los  detenidos  ó  presos  con  las  diligencias  practi- 
cadas ,  en  el  término  señalado  por  las  leyes.  2o.  Aplicar 
gubernativamente  las  penas  determinadas  en  las  leyes  ó  dis- 
posiciones de  policía  y  en  los  bandos  de  buen  gobierno. 
3o.  Imponer  correccionalmente  multas  cuyo  máximo  no  es- 
ceda de  1,000  rs.,  y  en  caso  de  insolvencia  la  pena  de  de- 
tención ,  sin  que  el  término  de  esta  pueda  nunca  pasar  de 
Un  mes.  k°.  Reclamar  la  fuerza  armada  que  necesite  de  la 
autoridad  militar.  5o.  Suspender  en  casos  urgentes  á  cual- 
quier funcionario  ó  empleado  dependiente  del  ministerio  de 
la  Gobernación  de  la  Península,  dando  inmediatamente 
cuenta  al  Gobierno.  6o.  Suspender,  modificar  ó  revocar,  se- 
gún lo  exijan  las  circunstancias  y  con  tal  que  no  se  opongan 
á  ello  las  leyes  ó  los  decretos  y  órdenes  del  Gobierno,  los 
aclos  de  las  autoridades,  corporaciones  y  agentes  que  de- 
penden del  ministerio  de  la  Gobernación  de  la  Península. 
7o.  Dar  ó  negar  permiso  para  las  funciones  y  reuniones  pú- 
blicas que  hayan  de  verificarse  en  el  punto  de  su  residencia, 
y  presidir  estos  actos  cuando  lo  estime  conveniente.  8o.  Pre- 
sidir, cuando  lo  juzgue  oportuno,  todas  las  corporaciones 
dependientes  del  ministerio  de  la  Gobernación  de  la  Penín- 
sula. 9o.  Suplir  ó  negar  él  consentimiento  paterno  en  los 
casos  en  que  los  hijos  de  familia  ó  menores  de  edad  quieran 
contraer  matrimonio  :  esta  facultad  corresponde  al  Jefe  polí- 
tico en  cuya  provincia  tenga  su  vecindad ,  domicilio  ó  resi- 
dencia ordinaria  el  padre ,  madre ,  ó  persona  cuyo  consenti- 
miento se  haya  de  suplir.  10°.  Dictar  las  disposiciones  que 
estime  convenientes  dentro  del  círculo  de  su  autoridad  para 
el  cumplimiento  de  las  órdenes  superiores,  ó  para  la  buena 
administración  y  gobierno  de  los  pueblos. 

Art.  6o.  Los  Jefes  políticos  obran  siempre  como  delegados 
del  poder  real  :  sus  disposiciones  pueden  ser  modificadas  ó 
revocadas  por  el  Rey  á  propuesta  del  ministro  correspon- 
diente. 

Art.  7o.  Los  Jefes  políticos ,  bajo  su  responsabilidad ,  están 
obligados  á  obedecer  y  cumplir  las  disposiciones  y  órdenes 
del  Gobierno  que  al  efecto  se  les  comuniquen  por  el  con- 
ducto debido ,  sin  que  por  su  obediencia  puedan  nunca  in- 
currir en  responsabilidad  de  ninguna  clase. 

Art.  8o.  Lo  prevenido  en  el  artículo  anterior  se  entiende 
con  los  funcionarios  ó  agentes  inferiores  respecto  del  Jefe 
político  de  la  provincia. 

Art.  9o.  No  podrá  formarse  causa  á  ningún  Jefe  político 
por  sus  actos  como  funcionario  público,  sin  autorización 
previa  del  Rey  espedida  por  el  ministerio  de  la  Gobernación 
de  la  Península. 

En  estos  casos  los  Jefes  políticos  solo  podrán  ser  juzgados 
por  el  tribunal  supremo  de  Justicia. 

Art.  10.  El  Gobierno  podrá  establecer  en  las  provincias  en 
que  lo  juzgue  necesario,  uno  ó  mas  Jefes  políticos  subalternos, 
los  cuales  ejercerán  en  sus  respectivos  distritos ,  bajo  la  de- 
pendencia del  Jefe  político  superior,  las  atribuciones  seña- 
ladas à  esta  autoridad ,  pero  con  las  modificaciones  qie  el 
Gobierno  determine* 
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Art.  11.  Quedan  derogadas  todas  las  disposiciones  ante- 
riores que  se  opongan  á  la  presente  ley. 

■f-  Amas  de  los  jefes  políticos,  hay  también  jefes  civiles 
de  distrito.  Estos  agentes  subalternos  de  la  administración 
han  sido  creados  por  real  decreto  de  Io.  de  diciembre  do 
18'(7,  en  el  cual  se  establecen  cincuenta ,  á  saber  :  9  de  Ia. 
clase  ,  16  de  2-\  ,  y  2o  de  3a.  El  real  decreto  se  halla  en  el 
Suplemento  al  Diccionario  de  Escriche. 

[  *  La  ley  de  18  de  noviembre  de  l8J2ft  declaró  á  Méjico 
lugar  de  la  residencia  de  los  supremos  poderes ,  y  c:i  sis 
art.  6  previno  ,  que  en  lugar  del  jefe  político ,  á  quien  por  b 
ley  de  23  de  junio  de  1815  estaba  encargado  el  inmediato 
ejercicio  de  la  autoridad  política  y  económica  ,  nombrara  el 
gobierno  general  un  gobernador  en  calidad  de  interino  prua 
el  Distrito  Federal.  De  las  atribuciones  de  los  jefes  políticos 
se  trata  en  el  cap.  5  de  la  ley  citada  de  23  de  junio,  qiié  so 
mandó  observar  mientras  se  arreglaba  permanentemente  el 
gobierno  político  y  económico  del  Distrito. 

Después  la  0a.  ley  constitucional  establece  lo  siguiente. 

«  Art.  h.  El  gobierno  interior  de  los  departamentos  estará 
á  cargo  de  los  gobernadores  con  sujeción  al  gobierno  general. 

Art.  5.  Los  gobernadores  serán  nombrados  por  este  á  pro- 
puesta en  terna  de  las  juntas  departamentales,  sin  obliga- 
ción de  sujetarse  á  ella  en  los  departamentos  fronterizos ,  y 
pudiendo  devolverla  una  vez  en  los  demás.  Los  gobernadores 
durarán  ocho  añes ,  pudiendo  ser  reelectos. 

Art.  6.  Para  ser  gobernador  se  necesita  : 

I.  Ser  mejicano  por  nacimiento  ,  ó  haber  nacido  en  cual- 
quiera parte  de  la  América  que  antes  de  1810  dependía  de 

.  la  España  ,  y  que  se  ha  separado  de  ella  ,  siempre  que  resi- 
diera en  la  república  al  tiempo  de  hacerse  su  independencia. 

II.  Ser  ciudadano  en  el  ejercicio  de  sus  derechos. 

III.  Ser  natural  ó  vecino  del  mismo  departamento. 

IV.  Téher  dé  edad  treinta  años  cumplidos. 

V.  Tener  un  capital  físico  ó  moral  que  le  produzca  do 
renta  anual  dos  mii  pesos  á  lo  menos. 

VI.  Pertenecer  al  estado  secular. 
Art.  7.  Toca  á  los  gobernadores  : 

I.  Cuidar  de  la  conservación  del  orden  público  en  lo  inte- 
rior del  departamento. 

II.  Disponer  de  la  fuerza  armada,  que  las  leyes  les  con- 
cedan con  ese  objeto. 

III.  Cumplir  y  hacer  cumplir  los  decretos  y  órdenes  del 
gobierno  general ,  y  las  disposiciones  de  la  junta  departa- 
mental ,  previa  la  aprobación  del  congreso ,  en  los  casos  que 
la  necesiten  según  esta  ley. 

IV.  Pasar  al  gobierno  general,  con  su  informe,  todas  las 
disposiciones  de  la  junta  departamental. 

V.  Nombrar  los  prefectos  ,  aprobar  el  nombramiento  de 
los  subprefectos  del  departamento ,  confirmar  el  de  los  jueces 
de  paz,  y  remover  á  cualquiera  de  estos  funcionarios,  oido 
previamente  el  dictamen  de  la  junta  departamental  en  cuanto 
á  la  remoción. 

VI.  Nombrar  los  empleados  del  departamento ,  cuyo  nom- 
bramiento no  esté  reservado  á  alguna  otra  autoridad. 

VIL  Suspender  hasta  por  tres  meses ,  y  privar  aun  de  la 
mitad  del  sueldo  por  el  mismo  tiempo,  á  los  empleados  del 
deparlamento. 

VIII.  Suspender  á  los  ayuntamientos  del  departamento  , 
con  acuerdo  de  la  junta  departamental.  En  el  caso  de  que 
usen  de  alguna  de  las  dos  atribuciones  anteriores,  darán 
inmediatamente  cuenta  al  gobierno  general ,  para  que  este , 
según  sus  facultades ,  determine  lo  que  crea  conveniente  con 
respecto  á  la  suspension. 

IX.  Resolver  las  dudas  que  ocurran  sobre  elecciones  da 
ayuntamientos ,  y  admitir  ó  no  las  renuncias  de  sus  indi- 
\iduos. 
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X.  Ejercer,  en  union  de  la  junta  departamental ,  con  voto  aprobación.  Mas  por  real  decreto  de  U  de  enero  de  1831  se 
de  calidad  en  caso  de  empate,  la  esclusiva  de  que  hablan  dispone  en  general ,  arl.  28  ,  que  fos  grabadores  no  estarán 
los  artículos  12  en  la  atribución  17,  y  el  22  en  la  8  de  la  obligados  á  presentar  sus  dibujos  para  tirar  y  vender"  sus 
quinta  ley  constitucional.  ,  estampas  ;  pero  que  si  alguna  de  estas  ofendiese  -los  respetos 

XI.  Escitar  á  los  tribunales  y  jueces  para  la  mas  pronta  y  de  nuestra  sagrada  religion  ,  ó  el  pudor  y  la  decencia ,  ó  los 
recta  administración  de  justicia,  poniendo  en  conocimiento  miramientos  debidos  á  las  personas  de  cualquiera  clase  ,  se- 
de las  autoridades  superiores  respectivas  las  faltas  de  los  rán  procesados  y  •castigados,  con  arreglo  á  las  leyes,  ademas 
inferiores.  de  la  confiscacion'de  la  obra  ;  y  que  del  mismo  modo  serán 

XII.  Vigilar  sobre  las  oficinas  de  hacienda  del  departa-  tratados  los  espendedores  de  tales  estampas.  También  serán 
mcnlo  en  los  términos  que  prevendrá  la  ley.  procesados  y  castigados,  con  arregloá  las  leyes,  según  dispone 

Art.  8.  En  las  faltas  temporales  del  gobernador  se  nom-  el  art.  38,  todos  los  que  introdujeren  de  fuera  del  reino  es- 

brará  uno  interino  del  mismo  modo  que  el  propietario  ,  de-  tampas,  pinturas  ó  grabados  en  que  se  ridiculicen  ú  ofendan 

biendo  tenerlas  calidades  que  este.  nuestra  religion  y  sus  ministros  y  la  moral,  ó  se  vulneren 

Si  la  falta  fuere  de  poca  duración  ,  se  hará  cargo  del  go-  los  altos  respetos  de  la  dignidad  real  y  su  gobierno, 

bierno  el  secular  mas  antiguo  de  los  individuos  de  la  junta  III.  Los  dibujos  pinturas  ó  grabados  están  sujetos  á  las 


departamental ,  lo  mismo  que  en  el  intervalo  que  haya  desde 
la  falta  del  propietario  hasta  el  nombramiento  del  interino. 

El  art.  15  espresa  las  restricciones  de  los  gobernadores  y 
juntas  departamentales  en  estos  términos:  Io.  Ni  con  el  título 
de  arbitrios,  ni  con  cualquiera  otro,  podrán  imponer  Contri- 
buciones ,  sino  en  los  términos  que  espresa  esta  ley,  ni  des- 
tinarlas á  otros  objetos ,  que  los  señalados  por  la  misma. 
2o.  No  podrán  adoptar  medida  alguna  para  levantamiento  de 
fuerza  armada  ,  sino  en  el  caso  que  espresamente  estén  fa- 
cultados por  las  leyes  para  ese  objeto ,  ó  en  el  de  que  se  les 
ordene  por  el  gobierno  general.  3o.  No  podrán  usar  de  otras 
facultades  que  las  que  les  señala  esta  ley,  siendo  la  contra- 
vención á  esta  parte  del  artículo  y  las  dos  anteriores  caso  de 
la  mas  estrecha  responsabilidad.  Io.  No  podrán  los  individuos 
de  las  juntas  departamentales  renunciar  sus  encargos  sino 
con  causa  legal ,  calificada  por  la  misma  junta ,  de  acuerdo 
con  el  gobernador. 

En  la  ley  de  20  de  marzo  de  1837  sobre  gobierno  interior 
de  los  departamentos,  ademas  de  repetirse  lo  que  dice  la 
ley  constitucional  de  las  atribuciones  de  los  gobernadores  , 
se  agregan  otras  varias  ,  y  se  establece  y  reglamenta  la  se- 
cretaría del  gobierno  departamental.  ] 

GOZAR  y  gozar.  Espresion  con  que  se  denota  el  con- 
trato entre  dos  ó  mas  personas  por  el  cual  se  permutan  las 
posesiones  y  alhajas  solamente  en  cuanto  al  usufructo ,  como 
una  viña  por  un  olivar.  Llámase  contrato  de  gozar  y  gozar, 
porque  solo  se  traspasan  mutuamente  los  contratantes  el 
goce  de  las  cosas  y  no  su  propiedad  ó  dominio.  Debe  regirse 
este  contrato  por  las  leyes  délas  permutas,  en  cuanto  le 
sean  aplicables  según  su  naturaleza. 

GR 

GRABADO.  El  arte  que  enseña  á  esculpir  figuras  ,  or- 
natos ó  letras  en  láminas  de  metal  ó  troqueles ,  ó  en  piedras 
finas  ;  y  la  misma  figura  ó  cosa  que  se  esculpe.  Llámase  gra- 
bado dulce  ó  de  estampas  el  que  se  hace  en  planchas  de 
cobre  ó  tablas  de  madera;  y  grabado  en  hueco  ó  en  fondo 
el  que  se  ejecuta  en  troqueles  de  metal,  en  madera  ó  en 
piedras  finas  para  acuñar  medallas  y  formar  sellos. 

í.  Ningún  tribunal  puede  nombrar  para  hacer  la  tasación 
de  un  grabado  á  profesor  alguno  que  no  sea  de  los  aprobados 
y  espresamente  diputados  para  este  fin  por  la  Academia  de 
nobles  artes.  Véase  Academia  de  nobles  artes. 

U.  Está  prohibido  por  las  leyes,  bajo  la  pena  de  cincuenta 
ducados,  grabar  ó  pintar  para  espender  al  público  imágenes 
sagradas  y  retratos  del  rey,  reina  y  domas  personas  reales, 
sin  que  primero  se  hayan  presentado  los  dibujos  á  la  Acade- 
mia do  nobles  artes  para  su  examen  y  aprobación  ó  enmienda. 
Véase  ./endemia  de  nobles  arles.  Por  cédula  de  5  de  mayo 
de  1 803  (  leí/  h  t ,  arl.  28,  til.  10,  lib.  8,  Nov.  Rec.  )  se  ordenó 
que  los  grabadores  ,  sea  de  eslampa-;  ó  de  mapas,  debían 
presentar  sus  dibujos  al  juez  privativo  de  imprentas  para  su 


mismas  reglas,  calificaciones  y  penas  que  se  prescriben 
para  los  impresos  en  la  ley  de  22  de  octubre  de  1820  y  en 
la  de  12  de  febrero  de  1822  restablecidas  por  real  decreto 
de  17  de  agosto  de  1856.  Véase  Libertad  de  imprenta. 

IV.  Las  disposiciones  vigentes  sobre  la  propiedad  de  las 
obras  literarias  deben  aplicarse  igualmente  á  la  propiedad 
de  las  producciones  grabadas,  porque  siendo  así  estas  como 
aquellas  fruto  de  la  imaginación  y  del  entendimiento ,  mere- 
cen todas  igual  protección  :  de  suerte  que  no  solamente  los 
autores  de  escritos,  sino  también  los  de  composiciones  de 
música,  dibujos,  pinturas,  mapas  ó  cartas  terrestres  ó  ma- 
rítimas y  cualesquiera  otras  producciones,  gozan  del  derecho 
esclusivo  de  imprimir,  reimprimir,  esculpir,  grabar,  multipli- 
car, publicar  y  vender  sus  indicadas  obras,  y  de  perseguir 
judicialmente  á  los  que  lo  verificaren  sin  su  licencia.  Así  se 
halla  establecido  en  la  legislación  ó  en  la  jurisprudencia  de 
todas  las  naciones  :  así  lo  está  igualmente  en  los  artículos 
782  y  783  de  nuestro  código  penal  de  1822:  así  lo  dispone 
también  con  respecto  á  las  composiciones  musicales  la  real 
orden  de  9  de  mayo  de  1839  ,  dando  para  ello  razones  que 
son  estensivas  al  grabado  de  otras  cualesquiera  produccio- 
nes; y  así  lo  dictan  los  principios  eternos  de  todo  derecho, 
aunque  no  hubiese  leyes  especiales.  Véase  Propiedad  literaria. 

j-  Los  escritos  grabados  y  litografiados  quedan  sujetos  á 
las  disposiciones  establecidas  en  el  real  decreto  de  10  de 
abril  de  18ùft  respecto  de  los  impresos. 

A  cualquiera  persona  que  publicase,  vendiese  ó  manifes- 
tase al  público  estampa,  litografía,  caricatura,  medalla  ó 
emblema  que  produzca  los  mismos  daños  contra  la  sociedad 
ó  los  individuos  que  los  impresos  punibles,  se  le  impondrá 
de  multa  desde  1,000  á  6,000  rs.,  sin  perjuicio  de  los  demás 
procedimientos  á  que  hubiere  lugar  contra  el  culpable,  co- 
nociendo de  la  causa  los  tribunales  ordinarios.  Arts.  94  y 
95  del  decr.  cit. 

GRACIA.  Véase  Carta  de  gracia. 

GRACIA.  El  beneficio,  don  ó  favor  que  se  nos  hace  sin 
merecimiento  particular,  bénéficiai»  nobis  gralisdatr.m  :  y  se 
usa  especialmente  para  designar  la  donación  ,  merced  ,  con- 
cesión ,  dispensa  de  ley,  privilegio  otorgado  por  el  rey, 
como  igualmente  el  perdón  ó  remisión  que  se  concede  á  un 
delincuente  librándole  de  la  pena  que  había  merecido. 

La  ley  5,  lit.  52  ,  Part.  7,  hace  distinción  entre  misericor- 
dia, merced  y  gracia.  Misericordia  propiamente  es,  según 
ella  ,  cuando  el  rey  movido  de  piedad  para  con  el  reo,  sus 
hijos  ó  familia  ,  ó  condolido  de  él  á  vista  de  su  aflicción  y 
desventura  ,  le  perdona  la  pena  merecida  :  merced  es  el  per- 
don  que  el  rey  concede  al  reo  por  el  mérito  de  algún  servi- 
cio que  él  ó  sus  ascendientes  le  hicieron  ;  de  modo  que  viene 
á  ser  una  especie  de  premio  :  y  la  gracia  no  es  propiamente 
perdón,  sino  un  don  gratuito  que  hace  e!  rey,  pudiendocon 
derecho  escusarse  de  hacerlo,  si  quisiera. 

Las  gracias  se  conceden,  según  las  leyes  íiO  ,  50  y  51 , 
tít.  18,  Part.  5 ,  por  una  de  tres  razones:  1\  por  el  bien 
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que  de  ellas  puede  resultar  al  reino;  como  cuando  se  exime 
de  pecho  ó  de  portazgo  á  los  que  pueblan  algún  lugar  ó  fa- 
brican un  puenle  ó  hacen  otra  obra  en  beneficio  público  ,  ó 
cuando  se  libra  de  tributos  ó  se  da  otra  indemnización  á  los 
que  recibieron  algún  daño  en  sus  bienes  ó  en  sus  personas 
por  causa  de  guerra  ó  tempestad ,  ó  cuando  se  perdona  á 
algunos  malhechores  porque  hagan  algún  servicio  de  mucha 
importancia  :  —  2a.  por  la  necesidad  que  hay  de  hacerlas,  á 
fin  de  evitar  algún  gran  mal  ;  como  cuando  se  suelta ,  ó  se 
perdona ,  ó  se  alza  destierro  ,  ó  se  permite  la  estraccion  de 
cosas  prohibidas ,  para  alejar  el  peligro  inminente  de  revuel- 
tas intestinas,  de  represalias  ó  de  guerra  :  —  3a.  por  el  mé- 
rito ó  los  servicios  que  alguno  hubiese  contraído  ó  estuviese 
en  disposición  de  contraer  en  bien  del  Estado ,  en  razón  de 
su  valor,  lealtad  ó  saber.  =  Véase  Indulto  y,  Privilegio. 

GRACIAS  al  sacar.  Ciertas  dispensas  de  ley  ó  conce- 
siones de  facultad ,  título  ó  privilegio  que  se  otorgan  por  el 
rey  mediante  cierto  servicio  pecuniario.  Llámanse  gracias  al 
sacar,  porque  se  pueden  sacar  ú  obtener  en  virtud  del  ser- 
vicio pecuniario,  por  contraposición  á  otras  que  no  se  pue- 
den conceder  ni  aun  mediante  servicio. 

Las  gracias  al  sacar  y  las  cantidades  con  que  ha  de  con- 
tribuirse para  su  impetración,  están  señaladas  en  el  real 
decreto  de  5  de  agosto  de  1818  que  trata  de  los  medios  de 
satisfacer  la  deuda  del  Estado.  Con  fecha  de  iU  de  abril  de 
1858  se  sancionó  y  espidió  sobre  gracias  al  sacarla  ley  cu- 
yas disposiciones  son  las  siguientes  : 

«  Art.  Io.  El  rey  resuelve  todas  las  instancias  sobre  los 
objetos  siguientes  :  emancipaciones;  legitimaciones  de  los 
hijos  naturales  según  los  define  la  ley  primera,  título  5°., 
libro  10  de  la  Novísima  Recopilación  ;  dispensa  de  edad  para 
administrar  sus  bienes;  dispensas  de  ley  para  que  las  viu- 
das que  pasan  á  segundas  nupcias  conserven  la  tutela;  dis- 
pensas de  examen  á  los  abogados  para  revalidarse  de  escri- 
banos; suplemento  de  falta  de  confirmación  de  privilegios; 
dispensa  de  formalidades  en  los  oficios  renunciables;  facul- 
tad de  nombrar  teniente  á  los  propietarios  de  oficios  públi- 
cos enajenados;  para  examinarse  en  lugar  distinto  del  de- 
signado por  la  ley  ú  ordenanza  ;  para  que  los  clérigos  puedan 
abogar  en  lo  civil  ;  y  finalmente  toda  dispensa  que  altere  las 
condiciones  reglamentarias  de  los  citados  oficios  y  profesio- 
nes, ú  otros  semejantes. 

Art.  2o.  Para  conceder  las  gracias  de  que  trata  el  artículo 
anterior,  deberán  concurrir  motivos  justos  y  razonables  jus- 
tificados debidamente. 

Art.  5o.  No  se  concederá  dispensa  de  edad  para  ejercer 
oficios  de  escribano,  procurador,  médico,  cirujano,  y  otros 
de  esta  clase,  ni  la  de  ios  cursos  académicos  y  años  de 
práctica. 

Art.  II0.  El  gobierno  no  podrá  relevar  á  los  que  obtengan 
cualquiera  de  las  gracias  mencionadas  del  pago  de  los  de- 
rechos señalados  en  los  aranceles  ó  tarifas  vigentes  sin  el 
concurso  de  las  Cortes.  » 

Para  llevar  á  efecto  esta  ley  y  á  fin  de  que  la  justificación 
de  los  motivos  que  aleguen  los  solicitadores  de  las  gracias 
se  verifique  del  modo  mas  seguro  y  menos  dilatorio  y  dis- 
pendioso ,  se  sirvió  S.  M.  disponer  por  real  orden  de  19  de 
abril  del  mismo  año  de  1858  la  observancia  de  las  reglas  que 
siguen  : 

«  Ia.  Los  que  soliciten  alguna  de  dichas  gracias  ó  dispen- 
sas ,  acudirán  directamente  á  la  audiencia  territorial  res- 
pectiva, presentando  en  ella  la  solicitud  para  S.  M.  y  los 
documentos  en  que  la  funden. 

2a.  Las  instancias  que  se  presenten  directamente  al  go- 
bierno, se  dirigirán  por  la  secretaría  de  gracia  y  justicia 
bajo  simple  cubierta  á  las  audiencias  correspondientes.  Las 
instancias  que  sean  contrarias  á  la  citada  ley,  quedarán  sfn 
curso. 


5a.  Las  audiencias  dirigirán  las  solicitudes  comprendidas 
en  el  artículo  primero  de  la  misma  ley  al  juez  de  primera 
instancia  competente ,  el  cual  abrirá  un  espediente  informa- 
tivo; oirá  pot  via  de  instrucción  sin  figura  de  juicio  á  las 
personas  ó  corporaciones  que  puedan  tener  interés  en  el 
asunto;  admitirá  las  justificaciones  que  los  interesados  ofre- 
cieren ;  las  recibirá  en  su  caso  de  oficio  ,  y  devolverá  á  la 
audiencia  el  espediente  original  con  su  informe. 

4a.  La  audiencia  ,  oyendo  al  fiscal,  examinará  si  él  espe- 
diente se  halla  debidamente  instruido;  no  estándolo,  am- 
pliará convenientemente  la  instrucción;  y  cuando  estase 
halle  completa ,  elevará  igualmente  original  el  espediente  al 
gobierno  con  la  censura  fiscal ,  informando  por  su  parte  lo 
que  se  le  ofrezca  y  parezca.  » 

f  No  debe  exigirse  derecho  alguno  por  las  emancipaciones 
á  los  que  hayan  cumplido  los  25  años  de  edad ,  porque  ya 
en  ella  no  necesitan  dispensa  para  administrar  sus  bienes, 
como  lo  ejecutarían  si  hubiesen  muerto  sus  padres;  sin  que 
obste  para  esta  resolución  el  artículo  19  de  la  tarifa  núme- 
ro 3  del  arancel  de  3  de  agosto  de  1818,  la  práctica  ante- 
rior, ni  cuantos  incidentes  ha  habido  en  el  asunto,  pues 
desde  luego  que  se  reconozca  la  inexactitud  ó  el  error  de 
una  ley,  debe  enmendarse  como  lo  exige  el  bien  público. 
Rl.  órd.  de  16  de  diciembre  de  1840. 

S.'M.  la  reina  nuestra  señora,  en  vista  de  lo  espuesto  por 
la  audiencia  pretorial  de  la  Habana  ,  y  de  lo  consultado  por 
la  sala  de  Indias  del  tribunal  supremo  de  Justicia,  se  ha 
servido  mandar  que  para  la  instrucción  de  espedientes  en 
solicitud  de  dispensas  de  ley  y  gracias  llamadas  al  sacar,  se 
guarde  puntualmente  en  todos  los  dominios  españoles  de  Ul- 
tramar lo  dispuesto  en  real  orden  de  19  de  abril  de  1838. 
Rl.  órd.  de  15  de  diciembre  de  18'1't. 

GUACIAS  enriqueñas.  Las  donaciones  escesivas  que 
hizo  el  rey  Enrique  IV  á  sus  favoritos ,  acosado  de  sus  im- 
portunaciones, con  grave  daño  de  los  pueblos  y  menoscabo 
de  la  corona.  Véase  el  tít.  5,  lib.  3  de  la  Novísima  Reco- 
pilación. 

GRACIAS  pontificias.  Véase  Bula. 

GRACIOSA.  La  costumbre  ó  práctica  introducida  en  los 
tribunales  de  Galicia  en  favor  de  los  deudores  ejecutados ,  y 
consiste  en  acceder  á  que  se  restituyan  á  estos  los  bienes 
vendidos  en  pública  subasta  ,  con  tal  que  los  reclamen  den- 
tro del  término  de  treinta  años  y  apronten  el  importe  de  la 
venta  y  de  los  gastos  que  esta  hubiese  ocasionado. 

GRADO.  El  escalón  ó  paso  de  distancia  que  hay  de  un 
pariente  á  otro  ;  ó  bien  ,  cada  una  de  las  generaciones  que 
hay  desde  el  tronco  ó  raíz  común  de  una  familia  hasta  cada 
una  de  las  personas  que  pertenecen  á  ella.  Cada  generación 
es  pues  un  grado,  y  una  serie  ó  encadenamiento  de  grados 
forma  una  línea ,  á  la  manera  que  una  serie  de  gradas  ó  es- 
calones forma  una  escalera. 

I.  La  línea ,  que  según  se  ve ,  no  es  otra  cosa  que  la  seri  ¡ 
ó  el  orden  de  los  grados  ó  generaciones  ó  bien  de  las  perso- 
nas que  descienden  de  una  raiz  ó  tronco  ,  se  divide  en  recta 
y  colateral.  Línea  recta  es  la  serie  de  grados  entre  aquellas 
personas  que  descienden  sucesivamente  una  de  otra  ;  y  se 
subdivide  en  descendiente  y  ascendiente  :  la  primera  es  la 
que  se  forma  bajando  v.  gr.  del  padre  al  hijo  y  á  sus  nietos; 
y  la  segunda  la  que  se  forma  subiendo  v.  gr.  del  hijo  al 
padre ,  del  nieto  al  abuelo ,  bisabuelo ,  tatarabuelo ,  y  demás 
progenitores.  Línea  colateral  es  la  serie  de  grades  entre  per- 
sonas que  proceden  de  una  raiz  común,  sin  descender  em- 
pero las  unas  de  las  otras;  y  se  subdivide  en  igual  y  des- 
igual :  aquella  es  la  que  abraza  los  parientes  que  se  hallan 
igualmente  distantes  del  jefe  común ,  como  dos  hermanos , 
dos  primos  hermanos  ,  etc.;  y  esta  es  la  que  confiere  los 
parientes  de  los  cuales  el  uno  se  halla  mas  próximo  y  el  otro 
mas  remoto  d?.  la  raiz,  como  el  tio  y  el  sobrino,  el  primo 
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hermano  y  el  primo  segundo,  etc.  Ley  2,  lit.  6,  Parí.  U.  Diego  está  en  segundo  grado  con  Lucía,  porque  ambos  dis- 

Véase  Línea.  *an  dos  grados  de  Antonio  su  abuelo.  Juan  está  en  tercer 

II.  Como  el  matrimonio  se  prohibe  aciertos  parientes  y  se  grado  con  Carmen?,  porque  ambos  distan  tres  grados  de 
permite  á  otros,  y  como  las  sucesiones  se  defieren  por  lo  Antonio  su  bisabuelo.  Pedro  está  en  cuarto  grado  con  Inés, 
regular  á  los  parientes  mas  próximos,  es  indispensable  co-  porque  ambos  distan  cuatro  grados  de  Antonio  su  tatar- 
nocer  y  deslindar  con  exactitud  los  grados  de  parentesco,  abuelo. 

pues  por  el  número  de  grados  es  por  donde  se  establece  la         La  segunda  regla  es,  que  cuando  los  colaterales  se  hallan 

proximidad  que  hay  entre  dos  parientes  cuando  se  trata  en-  á  distancia  desigual  del  tronco  común ,  distan  entre  sí  taníos 

tre  ellos  de  contraer  matrimonio,  ó  cuando  se  ventila  el  de-  grados  cuantos  el  mas  remoto  dista  del  tronco  :  Quot  gradi- 

recho  á  una  herencia.  bus  remolior  ex  personis ,  de  quibus  quœrilur,  distal  à  com- 

III.  Mas  no  se  cuentan  los  grados  del  mismo  modo  para  muni  stipile,  à  quo  ambœ  proximè  descendant ,  tul  gradibus 
los  matrimonios  que  para  las  sucesiones.  Para  los  matrimo-  distant  ínter  se.  Asi  que  ,  como  ves  en  la  demostración  de 
nios  se  sigue  la  computación  establecida  por  el  derecho  ca-  arriba  ,  Joaquín  dista  ó  está  en  segundo  grado  con  Lucía , 
nónico,  y  para  las  sucesiones  la  computación  establecida  porque  Lucía  que  es  la  persona  mas  remota  del  tronco 
por  el  derecho  civil.  Lnj  3,  lit.  6,  Part.  U.  Antonio ,  dista  ¿los  grados  del  mismo  Antonio ,  aunque  Joa- 

IV.  El  derecho  canónico  hace  la  computación  de  grados  quin  diste  de  él  uno  solo.  Descendiendo  de  este  modo,  el 
en  la  línea  recta  de  ascendientes  ó  descendientes  de  la  mis-  mismo  Joaquín  está  en  tercer  grado  con  Carmen ,  porque 
ma  manera  que  el  derecho  civil;  esto  es,  cuenta  tantos  gra-  Carmen  que  es  la  persona  mas  remota  de  Antonio,  dista 
dos  cuantas  son  las  generaciones  ,  ó  bien  cuantas  son  las  tres  grados  del  propio  Anlo)iio  ;  y  finalmente  dicho  Joaquin 
personas  quitando  la  del  tronco  :  In  linea  recia  ascendenlium  está  en  cuarto  grado  con  Inés ,  porque  Inés  que  es  la  per- 
et  descendentium  lot  suntgradus,  quoi  sunt  generation.es ;aut  sona  mas  remota  de  Antonio ,  dista  de  este  tronco  cuatro 
quoi  sunt  personœ,  de  quibus  quœrilur,  computatis  interme-  grados. 

diis,  demplo  stipile.  Si  quieres  saber,  por  ejemplo,  cuanto  Mases  de  observar  aquí  que  aunque  de  esta  manera  se 
dista  el  tatarabuelo  de  Antonio  que  es  el  tronco  ,  cuenta  to-  haga  la  computación  de  grados  para  conocer  si  el  parentesco 
das  las  generaciones  y  encontrarás  que  son  cuatro,  óbien  que  media  entre  los  que  tratan  de  casarse  es  tan  estrecho 
cuenta  las  personas  que  son  cinco,  y  quitando  la  del  tronco  que  les  impida  pasar  adelante  en  su  proyecto  ;  sin  éra- 
te resultarán  cuatro  personas  y  de  consiguiente  cuatro  gra-  bargo ,  para  el  efecto  de  obtener  la  dispensa  en  los  grados 
dos ,  como  manifiesta  la  siguiente  demostración  :  de  consanguinidad ,  deben  manifestarse  y  espresarse  en  las 

preces  los  dos  grados ,  esto  es ,  no  solamente  el  grado  mas 

|f      Pedro tatarabuelo.  remoto  sino  también  el  mas  próximo  al  tronco ,  como  está 

3-      Juan bisabuelo.  declarado  par  Pió  V,  Urbano  VIII ,  é  Inocencio  X.  Así  es 

2.      Diego. abuelo.  que  ,  según  la  demostración  de  arriba,  Joaquin  se  dice  ser 

1.      Joaquin.    .  .  .  .    padre.  pariente  consanguíneo  de  Lucía  en  primer  grado  con  segun- 

Antonio tronco.  do  ;  de  Carmen  en  primero  con  tercero  ;  y  de  Inés  en  pri- 

1.  Joaquin hijo.  mero  con  cuarto.  Del  propio  modo  Diego  es  pariente  de 

2.  Diego nieto.  Carmen  en  segundo  con  tercero ,  y  de  Inés  en  segundo  con 

3       pUan"  " biznieto,  cuarto.  Juan  asimismo  es  pariente  de  Inés  en  tercero  con 

h.      Pedro tataranieto.  cuarto.  Lo  que  se  dice  de  los  varones  con  respecto  á  las 

Aquí,  como  ves,  Joaquin  está  en  primer  grado  con  Antonio ,  hembras  J_  debe  entenderse  igualmente  de  las  hembras  con 

Diego  en  segundo  ,  Juan  en  tercero,  y  Pedro  en  cuarto  ,  respecto  a  los  varones. 

porque  hav  respectivamente  una,  dos,  tres  y  cuatro  gene-  VL  La  computación  civil ,  esto  es,  la  manera  con  que  el 
raciones,  ó  porque  deducido  el  tronco  que  es  Antonio  derecho  civil  cuenta  los  grados  del  parentesco ,  es  mas  sen- 
quedan  en  los  respectivos  casos  una,  dos  ,  tres  y  cuatro  cilla  °luela  computación  cononica,  porque  sigue  una  misma 
personas  re^a  en  to(^as  'as  hneas  >  as>  en  'a  colateral  ú  oblicua  ,  sea 

V.  También  en  la  línea  colateral  hacia  antiguamente  el  ^,al  ó  desi§ua1'  com0  en  la  recta'  COntand°  siemPre  ^ 
derecho  canónico  la  computación  de  grados  del  mismo  modo  tos  grados  como  generaciones ,  o  como  personas  hay  qui  - 

que  en  la  linea  recta ,  siguiendo  en  una  y  otra  la  propia  tada  la  del  tr0"C0  ;  a  °Tj     T  '  ™  as  ,hneas1C0!alcra  es  se 

™„i..    i,  sjiuíd  ¿>  j  -'    •"•  i  j       t.      •  •  sube  al  tronco  común  desde  el  pariente  de  un  lado ,  y  luego 

regla ,  y  conformándose  siempre  con  el  derecho  civil  :  pero  >™MUU1W,W     .  t~  »J       => 

on  w  »; „„  a  n         ■        »  ui    ••  il-  se  baia  hasta  el  pariente  del  otro  lado,  al  paso  que  según  el 

en  los  tiempos  de  san  Gregorio  estableció  que  en  la  linea  ,       J.  7  .   '      ,  ,  ,    •  '    r    ,.       °       ,. 

lacroi  rw  ™~„..o„-        f  i         á i?      •  .     i  derecho  canónico  solo  se  sube  v  no  se  baja  :  In  linea  œquali 

lateral  dos  generaciones  formasen  un  solo  erado.  En  vista  de  ^'^  ""°  "       ,     • 

esta  decisión  introdujeron  los  intérpretes  dos  reglas  que  des-  >MS  cmle  utrumque  latas  numera,  ;  jus  canomcum  unum 

pues  fueron  sancionadas  por  los  papas.  tmlum  :  In  lmm  mœqmXl  jUS.  C!?C  C"am  M'TT 

t„      • ,  f  ff  numeral  :  ws  canomcum  non  nisi  longissnnum.  De  aquí  re- 

fJSÎÏÏïS  rG  ■     ^  i  qv  !  SienT.  V e       Par,enles,C0la-  sulla  que  por  la  computación  civil  se  duplican  los  grados  en 

2¡£i tKft  3  lg      í  a     i  !  CTUn;.dlSta"  la  línea  colateral,  de  modo  que  nunca  en  ella  cabe  primer 

rnlS  &ÏT'S  qUe  CUwalqUieVa  d6  ell°S  dlS,a  ¥  grado    Así  es  que  dos  hermanos  están  por  el  derecho  civil 

ZZ  V?     ,  W®l'¿Wn»  dua™m  Personarum,  de  fn  se„undo  graqd0)  eUio  y  el  sobrino  en  tercero  ,  los  primos 

quibus  quœrilur,  distat  a  próximo  communi  st  pite .  à  auo  J-"  °^sUIlu"  S,au"'  J.  '        r        . 

ambœ  LceMunl ,  loi  gradibus  distant  Ínter  se.  Esta  regla  herman0S  en  CUarlf°  '  laS  ^m°S  "V"*?  T  "*£'*  P"- 

se  comprenderá  mejor  con  la  demostración  que  sigue  :  mos  terceros  en  octavo ,  y  asi  sucesivamente   mientras  que 

■  4        a  por  el  derecho  canónico  están ,  como  hemos  visto ,  los  her- 

Antonio ,  tronco.  manos  en  primer  grado ,  el  lio  y  el  sobrino  en  segundo ,  los 

Joaquín  .  .  .  hermano  y  hermana    .  .  .  1  grado  .  .  María.  Primos  hermanos  en  segundo ,  los  primos  segundos  en  ler- 

Diego   ....  primos  hermanos  ......  a  gr.  ..  .  Lucía.  cero  »  Y  los  primos  terceros  en  cuarto.  Leyes  o  y  H  ,  Ut.  6, 

Juan primos  segundos 5  gr.  .  .  .  Carmen.  ParL  *•  La  razon  de  la  diferencia  consiste  en  que  el  derecho 

Pedro.  ....  primos  terceros     4  gr.  Inés.  canónico  computa  los  grados  por  causa  del  matrimonio,  en 

el  cual  se  requieren  dos  personas  para  constituir  grado;  y 

Aquí ,  como  ves ,  Joaquín  esta  en  primer  grado  con  María  ,  el  derecho  civil  los  computa  por  causa  de  la  herencia  ó  su- 

porque  ambos  distan  un  solo  grado  de  Antonio  su  padre,  cesión,  en  la  cual  basta  una  sola  persona  próxima  en  grado. 
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VII.  El  orden  de  computación  de  grados  establecido  por 
ei  derecho  civil  se  ha  de  observar  en  cuanto  á  las  sucesiones 
hereditarias  no  solo  en  los  tribunales  seculares  sino  también 
en  los  eclesiásticos;  y  por  el  contrario  el  orden  de  la  com- 
putación de  grados  establecido  por  el  derecho  canónico  se 
ha  de  observar  en  cuanto  á  la  celebración  de  los  matrimo- 
nios no  solo  en  los  tribunales  eclesiásticos  sino  también  en 
los  seculares. 

VIII.  Todo  lo  dicho  se  entiende  de  la  computación  de  gra- 
dos de  consanguinidad.  En  la  afinidad  no  hay  propiamente 
grados  ,  porque  la  afinidad  no  nace  de  la  generación  sino 
del  matrimonio.  Sin  embargo,  por  analogía  se  establecen 
igualmente  grados  en  la  afinidad  ,  y  se  cuentan  del  mismo 
modo  que  en  la  consanguinidad ,  considerando  á  los  cónyu- 
ges hasta  cierto  punto  como  una  misma  persona.  Véase 
Afinidad. 

GUABO.  Cada  una  de  las  diferentes  instancias  que  puede 
tener  un  pleito  ;  y  así  se  dice  :  en  grado  de  apelación ,  en 
grado  de  revista ,  etc. 

GRABO.  El  titulo  honorífico  de  bachiller,  licenciado  , 
maestro  en  artes  ó  doctor  en  alguna  facultad  ó  ciencia ,  ob- 
tenido en  alguna  universidad.  Véase  Doctor. 

f  Según  el  plan  de  estudios  vigente ,  solo  en  la  universi- 
dad de  Madrid  se  confiere  el  grado  de  doctor,  y  se  hacen  los 
estudios  necesarios  para  obtenerlo. 

GRADUACIÓN  de  acreedores  (1).  La  clasificación  y 
arreglo  que  en  concurso  de  acreedores  se  hace  judicialmente 
del  lugar,  orden  y  grado  que  cada  uno  de  ellos  debe  ocupar 
según  la  naturaleza  de  sus  créditos  para  ser  pagado  de  los 
bienes  del  deudor  común. 

La  graduación  de  acreedores  se  hace  formando  seis  cla- 
ses (2).  — En  la  primera  se  colocan  todos  los  que  vienen 
con  derecho  de  dominio.  Véase  Acreedor  propietario.  — 
En  la  segunda  los  singularmente  privilegiados. Véase  Acree- 
dor personal  singularmente  privilegiado.  —  En  la  tercera  los 
hipotecarios  privilegiados.  Véase  Acreedor  Jcipolecario  pri- 
vilegiado ,  Arrendatario,  §  I,  Dote  y  Fisco.  — En  la  cuarta 
los  hipotecarios  ordinarios  ó  no  privilegiados.  Véase  Acree- 
dor hipotecario  ordinario.  —  En  la  quinta  los  personales 
privilegiados.  Véase  Acreedor  personal  simplemente  privile- 
giado. —  En  la  seríalos  personales  ordinarios  ó  no  privile- 
giados. Véase  Acreedor  personal  simple  ú  ordinario ,  Acree- 
dor personal  escriturario,  Acreedor  personal  quirografario , 
y  Acreedor  personal  verbal. Véase  también  Acreedor,  Acree- 
dor pignoraticio  óprendatario,  Acreedor  hereditario,  Acree- 
dor solidario,  Acreedor  testamentario ,  Cesión  de  bienes  ,  y 
Concurso  de  acreedores. 

GRADUACIÓN  de  acreedores  en  el  comercio.  El 
código  de  comercio,  hablando  de  las  quiebras  ,  divide  los 
acreedores  en  cuatro  clases  :  en  la  primera  quiere  sean 
comprendidos  los  acreedores  con  derecho  de  dominio  :  en 
la  segunda  los  hipotecarios  por  la  ley  ó  por  contrato  :  en  la 
tercera  los  escriturarios;  y  en  la  cuarta  los  comunes;  artí- 
culo 1123. 

Primera  clase.  Son  acreedores  de  dominio,  por  regla  ge- 
neral, las  mercaderías,  efectos  y  cualquiera  otra  especie  de 
bienes  que  existan  en  la  masa  de  la  quiebra  ,  sin  haberse 
írasferido  su  propiedad  al  quebrado  por  un  título  legal  é  ir- 

(1)  Véase  sobre  la  materia  á  Sala,  tom.  5,  pág.  20,  §  18; 
Febr.  raej.,  tom.  3,  pág.  364;  Cur.  Filíp.,  lib.  2,  com.  terr., 
cap.  21.  Prelacion;  Berni.  Apuntamientos  á  la  ley  2.  tít.  15, 
Part.  S. 

(2)  A  este  número  las  reduce  el  P.  Murillo  en  el  lib.  5,  tít.  25, 
de  su  Curso  canónico,  tratado  De  solutionibus ,  cuja  doctrina  es 
tan  sólida  como  clara  :  dice  allí  :  Adsex  classes  omnes  credilores 
possunt  reíhici.  \ .  Ergo  omnibus  aliis  prœfcrlur  Ule  qui  habetdo- 
tninium  in  re  existente  apud  debitorem,  etc. 


revocable  ;  y  especialmente  pertenecen  á  esta  clase  :— Io.  Los 
bienes  dotales  que  se  conservaren  en,  poder  del  marido  de 
los  que  la  mujer  hubiere  aportado  al  matrimonio,  constando 
su  recibo  por  escritura  pública  de  que  se  haya  lomado  ra- 
zón en  el  registro  público  y  general  de  comercio  de  la  pro- 
vincia :  —-2°.  Los  bienes  parafernales  que  la  mujer  hubiere 
adquirido  por  título  de  herencia  ,  legado  ó  donación,  ya  se 
hayan  conservado  en  la  forma  que  los  recibió ,  ó  ya  se  ha- 
yan subrogado  é  invertido  en  otros  ,  con  tal  que  se  haya 
cumplido  la  misma  formalidad  en  las  escrituras  por  donde 
conste  su  adquisición  :  —  3o.  Cualquiera  especie  de  bienes 
y  efectos  que  se  hubieren  dado  al  quebrado  en  depósito, 
administración,  arrendamiento,  alquiler  ó  usufructo:  — 
k°.  Las  mercaderías  que  tuviere  el  quebrado  en  su  poder  por 
comisión  de  compra,  venta,  tránsito  ó  entrega  :  — S°.  Las 
letras  de  cambio  ó  pagarés  quese  hubieren  remitido  al  que- 
brado para  su  cobranza  sin  endoso  ó  espresion  de  valor  que 
le  trasladara  su  propiedad ,  y  las  que  hubiese  adquirido  por 
cuenta  de  otro ,  libradas  ó  endosadas  directamente  en  favor 
del  comitente  :  —  6o.  Los  caudales  remitidos  al  quebrado  fuer?, 
de  cuenta  corriente  para  entregarlos  á  persona  determinada 
en  nombre  y  por  cuenta  del  comitente,  ó  para  satisfacer 
obligaciones  cuyo  cumplimiento  estuviese  designado  al  do- 
micilio del  quebrado  :  —  7o.  Las  cantidades  que  se  estuvie- 
ren debiendo  al  quebrado  por  ventas  que  hubiese  hecho  de 
cuenta  ajena ,  y  las  letras  ó  pagarés  de  la  misma  proceden- 
cia que  obren  en  su  poder,  aunque  no  estén  estendidas  en 
favor  del  dueño  de  las  mercaderías  vendidas ,  siempre  que 
se  pruebe  que  la  obligación  procede  de  ellas ,  y  que  exis- 
tían en  poder  del  quebrado  por  cuenta  del  propietario,  para 
hacerla  efectiva  y  remitirle  los  fondos  á  su  tiempo ,  lo  cual 
se  presumirá  de  derecho ,  si  no  estuviese  pasada  la  partida 
en  cuenta  corriente  entre  ambos  :  —  8o.  Los  géneros  ven- 
didos al  quebrado  á  pagar  de  contado ,  cuyo  precio  ó  parte 
de  él  no  hubiese  satisfecho ,  ínterin  subsistan  embalados  en 
los  almacenes  del  quebrado  ó  en  los  términos  en  que  se  hizo 
la  entrega  ,  y  en  estado  de  distinguirse  específicamente  por 
las  marcas  y  números  de  los  fardos  ó  bultos  :  —  9o.  Las 
mercaderías  que  el  quebrado  hubiere  comprado  al  fiado, 
mientras  no  se  le  hubiese  hecho  la  entrega  material  de  ellas 
en  sus  almacenes  ó  en  el  paraje  convenido  para  hacerla,  ó 
que  después  de  cargadas  de  orden  y  por  cuenta  y  riesgo 
del  comprador  se  le  hubiesen  remitido  las  cartas  de  porte  ó 
los  conocimientos  :  arts.  1113  y  1114.  Todos  los  bienes  de 
esta  primera  clase  deben  ponerse  á  disposición  de  sus  legí- 
timos dueños,  precediendo  la  prueba  y  el  reconocimiento 
de  su  derecho  en  la  junta  de  acreedores ,  ó  por  sentencia 
que  haya  causado  ejecutoria  ;  pero  en  los  casos  de  los  párra- 
fos 8o.  y  9o.  pueden  los  síndicos  retener  los  géneros  compra- 
dos, ó  reclamarlos  para  la  masa,  pagando  su  precio  al  ven- 
dedor :  arts.  1113  y  1114. 

Segunda  clase.  Del  producto  de  los  demás  bienes  de  la 
quiebra  ,  hecha  que  sea  la  deducción  de  las  pertenencias  de 
los  acreedores  con  título  de  dominio ,  deben  ser  pagados 
con  preferencia  los  acreedores  privilegiados  con  hipoteca 
legal  ó  convencional,  graduándose  el  lugar  de  su  prelacion 
respectiva  por  el  de  la  fecha  de  cada  privilegio ,  sin  perjui- 
cio de  lo  dispuesto  en  cuanto  á  las  naves  por  el  art.  S9fi  del 
código ,  y  de  lo  que  previenen  las  leyes  comunes  sobre  los 
créditos  alimenticios  y  refaccionarios  que  no  procedan  de 
operaciones  mercantiles  :  art.  1115.  Véase  Nave. 

En  la  clase  de  acreedores  hipotecarios  ha  de  entrar  en  su 
lugar  y  grado  la  mujer  del  quebrado  por  los  bienes  dotales 
consumidos  ó  enajenados  al  tiempo  de  la  quiebra  ,  y  por  las 
arras  prometidas  en  la  escritura  dotal,  que  no  escedan  de 
la  tasa  legal.  Mas  en  el  caso  de  segunda  quiebra,  durante 
el  mismo  matrimonio  no  tiene  derecho  la  mujer  del  que- 
brado à  reclamar  nuevamente  con  prelacion  ni  sin  ella  la 
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cantidad  estraida  en  su  favor  de  la  masa  de  la  primera  quie- 
bra por  razón  de  dolé  consumida  ó  por  arras;  pero  será 
acreedora  de  dominio  á  los  bienes  inmuebles  ó  imposiciones 
sobre  eslos  en  que  se  hubiere  invertido  aquella  cantidad  , 
siempre  que  la  adquisición  se  haya  hecho  en  nombre  pro- 
pio ,  y  que  la  escritura  de  compra  ó  imposición  se  baya  ins- 
crito á  su  debido  tiempo  en  el  registro  de  documentos  del 
comercio  :  arts.  H16  y  1117. 

Los  acreedores  con  prenda  han  de  entrar  en  la  clase  de 
hipotecarios  en  el  lugar  que  les  corresponda  según  la  fecha 
de  su  contrato,  devolviendo  á  la  masa  las  prendas  que  tuvie- 
ren en  su  poder  :  art.  1118. 

Cuando  hubiere  dos  ó  mas  hipotecas  sobre  una  misma 
íinca  ,  contraidas  en  un  solo  acto  ó  en  una  propia  fecha  ,  se 
deberá  dividir  proporcionalmente  el  valor  ó  el  producto  de 
la  hipoteca  entre  los  acreedores  que  la  hayan  adquirido  : 
art.  1119. 

Guando  los  acreedores  hipotecarios  no  queden  cubiertos 
de  sus  créditos  con  los  bienes  que  les  estuvieren  respecti- 
vamente hipotecados ,  han  de  ser  considerados  en  cuanto  al 
cscedente  como  acreedores  escriturarios  :  art.  1120. 

Tercera  clase.  Después  de  los  acreedores  hipotecarios  si- 
guen en  el  orden  de  prelación  los  que  lo  sean  por  escritura 
pública  por  el  orden  de  sus  fechas  :  art.  1121. 

Cuarta:  clase.  Cubiertos  que  sean  los  derechos  de  las' tres 
clases  precedentes,  se  deberá  distribuir  el  haber  restante  de 
la  quiebra  sueldo  à  libra  sin  distinción  de  fechas  entre  los 
acreedores  por  letras  de  cambio ,  pagarés  de  comercio  ó  co- 
munes, libranzas,  simples  recibos,  cuentas  corrientes  ú  otro 
cualquiera  título  á  que  no  se  haya  declarado  preferencia  : 
art.  1122. 

GRANJERIA.  El  beneficio  de  las  haciendas  del  campo 
y  venta  de  sus  frutos,  ó  la  cria  de  ganados  y  trato  en  ellos  ; 
—  y  en  general  la  ganancia  y  utilidad  que  se  saca  de  al- 
guna cosa. 

GRANOS.  Término  colectivo  que  sirve  particularmente 
para  designar  el  trigo,  el  centeno ,  la  cebada,  la  avena,  etc. 

Largo  seria  tejer  la  historia  de  las  vicisitudes  y  alternati- 
vas que  entre  nosotros  ha  sufrido  el  tráfico  de  granos  :  unas 
veces  ha  prevalecido  la  libertad,  y  otras  la  prohibición  ó  ias 
restricciones,  según  las  opiniones  de  los  que  en  cada  tiempo 
tenian  el  poder,  como  es  de  observar  por  las  20  leyes  y  18 
notas  contenidas  en  el  tít.  19,  lib.  7,  Nov.  Rea,  y  por  varios 
decretos  que  posteriormente  se  han  publicado.  Superfluo 
seria  por  otra  parte  ponderar  las  ventajas  de  la  libertad  , 
pues  que  después  de  tantos  escritos  luminosos  de  los  econo- 
mistas y  de  tantas  lecciones  de  la  esperiencia  está  ya  esto 
punto  fuera  de  combate,  y  el  tráfico  sin  trabas  ha  sido  san- 
cionado por  las  modernas  leyes,  especialmente  por  el  real 
decreto  de  29  de  enero  de  1854 ,  cuyas  disposiciones ,  que 
forman  el  último  estado  de  la  jurisprudencia  sobre  esta  ma- 
teria importante,  son  como  siguen  : 

«  Artículo  Io.  Se  declara  libre  la  venta  y  compra ,  nego- 
ciación y  tráfico  de  harinas,  trigo,  centeno ,  escanda  ,  ceba- 
da, maiz,  avena  y  demás  granos  y  semillas  en  todo  él  inte- 
rior del  reino  é  islas  adyacentes  sin  sujeción  á  tasa  ni  esíorbo 
alguno  que  coarte  ó  dificulte  su  comercio. 

Art.  2o.  Los  contratos,  permutas  y  transacciones  que  e:i 
esta  materia  se  hicieren,  estarán  sujetos  en  cuanto  á  su  va- 
lidez y  sus  efectos  solo  á  las  leyes  comunes  que  rigen  en 
toda  especie  de  contratos. 

Art.  5o.  Será  libre  á  cualquiera  establecer  y  abrir  á  la 
venta  pública  almacenes  de  dichos  granos  y  sus  harinas  en 
cualquier  pueblo,  sin  sujeción  á  ningún  impuesío,  tasa  ó 
recargo  ;  y  solo  las  tiendas  ,  almacenes  ó  puestos  habituales 
de  ventas  al  por  menor  estarán  sujetos  al  impuesto  que  se 
hallare  establecido  ó  se  estableciere  por  los  reglamentos 


municipales  consiguientes  á  la  ley  de  abastos  páralos  otros 
puestos  públicos. 

Art.  ft°.  Los  subdelegados  de  fomento  (  jefes  políticos)  se 
concertarán  desde  luego  con  los  cuerpos  ó  personas  con  quie- 
nes corresponda  hacerlo  para  que  cesen  todos  los  gravámenes, 
exigencias  ó  trabas,  que  sea  por  reglamentos  ú  ordenanzas 
de  las  alhóndigas,  pósitos  ó  mercados,  sea  por  usos  ó  prác- 
ticas introducidos  en  ellos ,  dificulten  ó  de  cualquier  manera 
sobrecarguen  este  comercio,  y  para  indemnizar  en  su  caso  á 
los  individuos,  particulares  ó  establecimientos  de  cualquier 
especie  que  tengan  derecho  á  todo  ó  parte  del  producto  de 
tales  gabelas. 

Art.  5o.  Los  mismos  subdelegados  (jefes  políticos)  cuida- 
rán de  que  en  Jas  capitales  de  provincia  ó  partido  ,  y  en 
otros  cualesquiera  pueblos,  cuyas  circunstancias  lo  exijan  , 
se  establezcan  mercados  periódicos  de  granos  y  semillas,  ya 
en  sitios  especialmente  destinados  á  este  tráfico,  ya  en  otros 
en  que  se  espendan  otros  cualesquiera  artículos  de  comer- 
cio ,  pero  francos  y  libres  de  otra  carga  ó  sujeción  que  las 
indispensables  de  orden  y  policía  urbana  ,  ó  las  de  conser- 
vación, reparos,  limpieza  y  aseo  de  los  edificios  de  almace- 
naje y  abrigo  de  que  disfrutasen  los  traficantes  á  su  volun- 
tad, señaladas  unas  y  otras  con  la  moderación  y  prudencia 
convenientes  en  sus  respectivos  reglamentos.  Estos  merca- 
dos se  considerarán  solo  como  puntos  de  concurrencia  para 
la  mayor  facilidad  del  tráfico ,  sin  impedir  lns  ventas  ó  con- 
tratos que  fuera  de  ellos  se  puedan  concertar  ó  ejecutar.  Los 
espertos,  medidores  y  sirvientes  que  hubiere  en  ellos  no  in- 
tervendrán en  las  operaciones  del  tráfico,  sino  llamados  á 
voluntad  y  elección  de  las  partes  interesadas  ,  ó  de  oficio 
por  el  presidente  de  la  policía  del  mercado,  en  caso  de  con- 
troversias ó  dudas  que  los  interesados  sometan  á  su  decisión 
arbitral. 

Art.  6o.  Las  disposiciones  relativas  al  libre  tráfico  de 
granos,  harinas  y  semillas  en  lo  interior  del  reino  y  de  las 
islas  adyacentes  ,  serán  aplicables  al  que  se  hiciere  por  ca- 
botaje de  uno  á  otro  punto  marítimo  de  la  península. 

Art.  7o.  Serán  libres  de  todo  derecho ,  arbitrio  ó  gabela 
de  cualquier  denominación  que  sea,  la  harina,  trigo  y  de- 
mas  granos  y  semillas  nacionales  que  se  esporten  de  la  pe- 
iiínsula  é  islas  adyacentes  por  los  puntos  de  fronteras  y 
puertos  habilitados  para  el  comercio  eslranjero. 

Art.  8o.  Las  aduanas  no  exigirán  obvención  por  los  regis- 
tros ó  guias  que  espidieren,  á  escepcion  del  papel  sellado,  y 
llevarán  nota  do  las  cantidades  esportadas  para  conoci- 
miento del  gobierno. 

Art.  9o.  Cesan  todos  los  privilegios  y  gabelas  que  gra- 
viten sobre  este  comercio,  pudiendo  el  dueño  del  trigo  ó  ha- 
rina embarcarlo  como  y  cuando  quisiere,  y  llevarlo  á  bordo» 
en  los  botes  y  lanchas  de  su  elección,  con  sujeción  á  lo  pre- 
venido en  el  art.  k°.  en  cuanto  á  la  indemnización  de  los 
particulares  ó  cuerpos. 

Art.  10.  Queda  subsistente  la  prohibición  de  importar 
harinas  y  granos  cstranjeros,  y  continuará  en  las  provincias 
donde  el  precio  de  los  nacionales  no  llegue  á  70  reales  ve- 
llón la  fanega  de  trigo ,  y  1 10  el  quintal  de  harina  ,  y  donde 
no  se  sostenga  este  precio  por  tres  semanas  consecutivas  en 
los  principales  mercados  litorales.  Como  tales  serán  consi- 
derados los  de  tres  provincias  litorales  limítrofes. 

Art.  1 1.  El  precio  de  70  reales  por  fanega  de  trigo,  y  de 
1 10  por  quintal  de  harina  es  el  regulador  general  de  todos 
los  granos  y  semillas,  pues  que  estos  siguen  siempre  el  mo- 
vimiento de  la  harina  y  del  trigo.  Sin  embargo,  si  en  cir- 
cunstancias particulares  el  precio  de  los  granos  y  semillas 
alimenticias  dejase  de  guardar  con  el  del  trigo  la  propor- 
ción ordinaria ,  ó  escasease  notablemente  sin  que  el  precio 
del  grano  regulador  hubiese  llegado  al  máximum,  los  sub- 
delegados de  fomento  (  jefes  políticos  )  podrán  proponerme 
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por  vuestro  conducto,  con  arreglo  al  espíritu  de  esta  ley,  lo 
que  crean  conveniente  á  las  provincias  que  se  hallen  en  el 
dicho  caso.  Lo  mismo  podrán  hacer  si  muchos  y  bien  com- 
parados datos  indican  algún  dia  la  necesidad  de  subir  ó  ba- 
jar el  precio  regulador. 

Art.  12.  En  el  caso  de  llegar  el  trigo  nacional  al  precio  regu- 
lador, y  de  ser  admitido  en  consecuencia  el  trigo  eslranjero, 
pagará  este  cuatro  reales  vellón  en  quintal  de  harina,  y  1res 
por  fanega  de  trigo  en  bandera  estranjera,  y  nada  en  ban- 
dera nacional,  con  esencion  de  todo  derecho  ó  arbitrio  de 
cualquier  denominación  que  sea,  y  de  toda  clase  de  restric- 
ciones y  gabelas  que  puedan  alzar  su  precio. 

Art.  13.  El  trigo  y  harinas  procedentes  de  las  islas  Ba- 
leares se  reputarán  como  estranjeros  para  la  importación 
en  la  península,  y  solo  en  el  caso  de  que  sea  permitida  la 
de  fuera  del  reino,  se  autorizará  la  de  dichas  islas. 

Art.  14.  Quedan  abolidas  y  sin  ningún  valor  ni  efecto  las 
leyes,  ordenanzas  y  reglamentos  así  generales  como  locales 
que  estén  en  oposición  directa  ó  indirecta  con  estas  dispo- 
siciones. Si  alguna  duda  ocurriere  sobre  la  interpretación  ó 
aplicación  de  esta  ley ,  se  me  consultará  por  el  ministe- 
rio de  fomento  (ahora  de  la  gobernación).  » 

Por  real  orden  de  4  de  enero  de  1856  se  declaró  que 
habiéndose  limitado  el  antecedente  decreto  á  libertar  á  los 
granos  y  semillas  de  los  impuestos,  tasas  ó  recargos  concedi- 
dos por  la  autoridad  municipal,  y  de  las  trabas  que  entor- 
pecían su  tráfico  y  negociación  en  lo  interior  del  reino  ,  no 
causó  alteración  alguna  en  los  derechos  reales  que  están 
impuestos  sobre  su  venta,  la  cual  por  consiguiente  adeuda 
derechos  de  alcabala. 

Por  real  decreto  de  8  de  setiembre  de  1856  se  restableció 
el  decreto  de  Cortes  de  8  de  junio  de  1813  ,  relativo  al  fo- 
mento de  la  agricultura  y  ganadería  ,  en  el  cual  se  dispone 
bajo  el  n.  9o.  que  :  «  Quedará  enteramente  libre  y  espedito 
el  tráfico  y  comercio  interior  de  granos  y  demás  produccio- 
nes de  unas  á  otras  provincias  de  la  monarquía  ,  y  podrán 
dedicarse  á  él  los  ciudadanos  de  todas  clases,  almacenar  sus 
acopios  donde  y  como  mejor  les  parezca,  y  venderlos  al  pre- 
cio que  les  acomode ,  sin  necesidad  de  matricularse  ni  de 
llevar  libros,  ni  de  recoger  testimonio  de  las  compras.  »  Mas 
no  por  el  restablecimiento  de  este  decreto  quedó  postergado 
el  de  29  de  enero  de  1834,  pues  por  resolución  de  Cortes 
comunicada  en  24  de  "setiembre  de  1837  se  recordó  su  pun- 
tual cumplimiento ,  y  se  decidió  con  arreglo  á  sus  dis- 
posiciones un  espediente  sobre  introducción  do  cereales 
estranjeros. 

Solo  el  art.  13 ,  que  quería  se  reputasen  como  estranjeros 
para  la  importación  en  la  península.los  trigos  y  harinas  pro- 
cedentes de  las  islas  Baleares ,  fué  derogado  espresamente 
por  otro  real  decreto  de  29  de  enero  de  1858 ,  en  que  se  or- 
denó que  dichos  trigos  y  harinas  gocen  de  la  misma  fran- 
quicia y  libertad  para  su  introducción  en  la  península  que  el 
trigo  y  harinas  de  las  demás  provincias  del  reino.  Renovóse 
esta  disposición  por  real  orden  de  7  de  marzo  de  1859;  y 
así  en  ella  como  en  el  citado  decreto  y  en  otra  real  orden 
de  13  de  julio  del  mismo  año  1859  se  adoptaron  varias  for- 
malidades y  precauciones  para  evitar  que  á  la  sombra  de  la 
libertad  concedida  á  las  islas  Baleares  para  traer  sus  granos 
á  la  península  se  introduzcan  los  de  procedencia  estranjera. 
Pero  estas  precauciones  y  formalidades  no  han  surtido  el 
efecto  que  se  esperaba  :  el  contrabando  ha  invadido  nues- 
tras costas,  todo  lo  inunda  de  cereales  estraños,  y  amenaza 
hundir  la  agricultura  de  Aragon  y  de  las  Castillas. 

f  Los  jefes  políticos  deben  remitir  con  la  mayor  y  mas 
esquisita  puntualidad  al  ministerio  de  Comercio,  Instrucción 
y  Obras  públicas  estados  quincenales  de  los  precios  que  los 
granos  y  demás  artículos  de  primera  necesidad  tengan  en  los 
mercados  de  la  provincia,  y  cada  tres  meses  noticias, lo  mas 
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exactas  posible  ,  de  las  existencias  de  cereales  y  de  9>us  es- 
portaciones  y  consumos  ,  desplegando  el  mayor  celo  así  en 
la  reducción  de  los  pesos  y  medidas  á  los  castellanos  como 
la  adquisición  de  los  demás  datos.  Real  ord.  de  5  de  mayo 
de  1847.  . 

GSEESEQ.  La  reunion  de  mercaderes,  artesanos,,  traba- 
jadores ú  otras  personas  que  tienen  un  mismo  ejercicio  y 
están  sujetos  en  él  á  cierta  ordenanza. 

Para  ser  admitido  en  uno  de  estos  gremios  era  necesario 
haber  trabajado  en  el  oficio  como  aprendiz  y  mancebo  cierto 
número  de  años  ;  sufrir  un  examen  al  cabo  de  ellos,  presen- 
tando una  obra  maestra,  llamada  pieza  de  examen;  y  pagar 
cierta  cantidad  de  dinero.  El  que  no  se  sujetase  á  estas  for- 
malidades ,  no  podia  ejercer  su  industria  por  mas  que  sobre- 
saliese en  ella.  Este  orden  de  cosas ,  según  los  economis- 
tas, sacrificaba  en  favor  de  un  corto  número  de  privilegiados  : 
—  Io.  los  progresos  de  las  artes  ,  por  falta  de  emulación  , 
de  interés  y  ocasión  de  apartarse  de  la  rutina  :  —  2o.  la 
libertad  de  la  industria,  los  medios  de  existencia,  y  alguna 
vez  la  aptitud  superior  del  que  no  habia  podido  hacerse  con 
el  título  de  maestro  :  —  5o.  el  interés  de  los  consumidores 
á  quienes  el  monopolio  privaba  de  las  ventajas  de  la  con- 
currencia en  el  precio  y  de  la  elección  en  la  calidad. 

Por  eso  ya  en  reales  órdenes  de  26  de  mayo  de  1790  y 
Io.  de  marzo  de  1798  se  dispuso  ,  que  todas  y  cualesquiera 
personas  pudieran  trabajar  en  sus  oficios  y  profesiones,, 
sin  otro  requisito  que  el  de  hacer  constar  su  pericia,  aun- 
que les  faltasen  los  de  aprendizaje ,  oficialía ,  domicilio 
y  demás  que  prescribían  las  ordenanzas  gremiales.  Véase 
Aprendiz. 

Siguiendo  el  mismo  espíritu  las  Cortes ,  espidieron  con 
fecha  de  8  de  junio  de  1813  un  decreto  concebido  en  los  dos 
artículos  siguientes  :  «  Io.  Todos  los  Españoles  y  los  estran- 
jeros avecindados  ó  que  se  avecinden  en  los  pueblos  de  la 
monarquía  podrán  libremente  establecer  las  fábricas  ó  arte- 
factos de  cualquiera  clase  que  les  acomode ,  sin  necesidad 
de  permiso  ni  licencia  alguna ,  con  tal  que  se  sujeten  á  las 
reglas  de  policía  adoptadas  ó  que  se  adopten  para  la  salu- 
bridad de  los  mismos  pueblos  :— 2o. También  podrán  ejercer 
libremente  cualquiera  industria  ú  oficio  útil  sin  necesidad 
de  examen ,  título  ó  incorporación  á  los  gremios  respectivos, 
cuyas  ordenanzas  se  derogan  en  esta  parte.  » 

Anulóse  este  decreto  de  Cortes  por  real  orden  de  29  de 
junio  de  Í81S;  pero  si  en  ella  se  restablecían  las  ordenanzas 
gremiales  ,  se  mandaba  al  mismo  tiempo  examinarlas  y  su- 
primir lodo  lo  que  pudiera  causar  monopolio  por  los  del 
gremio  ,  lo  que  fuese  perjudicial  al  progreso  de  las  artes,  y 
lo  que  impidiese  la  justa  libertad  que  todos  tenían  de  ejercer 
su  industria ,  acreditando  poseer  los  conocimientos  de  ella 
por  las  obras  que  presentasen. 

En  real  orden  de  29  de  abril  de  1818  se  declaró  ,  que  el 
conocimiento  de  todo  lo  gubernativo ,  político  y  económico 
de  los  colegios  y  gremios  artísticos,  en  cuanto  tuviese  rela- 
ción con  el  fomento,  prosperidad,  adelantamiento  de  la 
industria,  y  observancia  de  sus  respectivas  ordenanzas, 
correspondía  á  la  junta  particular  de  comercio  de  cada  ciu- 
dad ,  sin  mas  intervención  que  la  de  la  junta  general  de 
comercio  y  moneda  ;  que  sus  providencias  gubernativas 
habían  de  llevarse  á  efecto  no  obstante  de  que  se  hiciesen 
litigiosas;  y  que  en  este  caso  solo  debían  entender  en  ellas 
los  tribunales  consulares ,  y  no  los  juzgados  reales  ordi- 
narios. 

Por  real  decreto  de  20  de  enero  de  1854  se  sirvió  resolver 
S.  M.  la  reina  gobernadora,  que  todas  las  ordenanzas, 
estatutos  ó  reglamentos  peculiares  á  cada  ramo  de  industria 
fabril  que  regían  entonces  ó  que  se  formasen  en  lo  sucesivo, 
debían  arreglarse  para  merecer  la  real  aprobación  á  las 
bases  siguientes  : 
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«  i».  Las  asociaciones  gremiales ,  cualquiera  que  sea  su 
denominación  ó  su  objeto,  no  gozan  fuero  privilegiado  ,  y 
dependen  esclusivamente  de  la  autoridad  municipal  de  cada 
pueblo. 

2a.  Esta  disposición  no  es  aplicable  á  las  obligaciones  mer- 
cantiles entre  partes ,  de  las  cuales ,  con  arreglo  al  código  de 
comercio,  conocerán  los  tribunales  del  ramo  donde  los  haya. 

3a.  No  podrán  formarse  asociaciones  gremiales  destina- 
das á  monopolizar  el  trabajo  en  favor  de  un  determinado 
número  de  individuos. 

4a.  Tampoco  pueden  formarse  gremios  que  vinculen  á  uu 
determinado  número  de  personas  el  tráfico  de  confites  , 
bollos,  bebidas,  frutas  ,  verduras  ni  el  de  ningún  otro  artí- 
culo de  comer  y  beber.  Esceptúanse  de  esta  disposición  los 
panaderos  ,  visto  que  no  pueden  ejercer  está  industria  sino 
en  cuanto  posean  un  capital,  que  la  autoridad  municipal 
determine  en  cada  pueblo  para  no  tener  en  caso  alguno  falta 
de  pan. 

5a.  Ninguna  ordenanza  gremial  será  aprobada  si  contiene 
disposiciones  contrarias  á  la  libertad  de  la  fabricación  ,  á  la 
de  la  circulación  interior  de  los  géneros  y  frutos  del  reino  , 
ó  á  la  concurrencia  indefinida  del  trabajo  y  de  los  capitales. 

6a.  Las  ordenanzas  particulares  de  los  gremios  determi- 
narán la  policía  de  los  aprendizajes,  y  fijarán  las  reglas  que 
hagan  compatibles  la  instrucción  y  los  progresos  del  aprendiz 
con  los  derechos  del  maestro  y  con  las  garantías  de  orden 
público  que  este  debe  dar  á  la  autoridad  local  sobre  la  con- 
ducta de  los  empleados  en  sus  talleres  :  bien  entendido  que 
el  individuo  á  quien  circunstancias  particulares  hayan  obli- 
gado á  hacer  fuera  del  reino,  ó  privadamente  en  su  casa  , 
el  aprendizaje  de  un  oficio ,  no  perderá  por  eso  la  facultad 
de  presentarse  á  examen  de  oficial  ó  maestro,  ni  de  ejercer 
su  profesión  con  sujeción  á  estas  bases. 

7a.  El  que  se  halla  incorporado  en  un  gremio  podrá  tras- 
ladar su  industria  á  cualquier  punto  del  reino  que  le  aco- 
mode, sin  otra  formalidad  que  la  de  hacerse  inscribir  en  el 
gremio  del  pueblo  de  su  nueva  residencia. 

8a.  Todo  individuo  puede  ejercer  simultáneamente  cuantas 
industrias  posea,  sin  otra  obligación  que  la  de  inscribirse 
en  los  gremios  respectivos  á  ellas. 

9a.  Toda  ordenanza  gremial  vigente  hoy  ó  que  deba  ha- 
cerse en  lo  sucesivo,  habrá  de  conformarse  á  las  reglas 
anteriores ,  y  ninguna  podrá  ponerse  en  ejecución  sin  la  real 
aprobación.  » 

Sin  embargo  de  este  decreto,  continuaron  vigentes  en 
muchos  pueblos  las  ordenanzas  gremiales  de  los  artesanos 
según  el  estado  en  que  se  hallaban  ;  y  fué  necesario  mandar 
por  real  orden  de  30  de  julio  de  1836  que  no  se  permitiese 
el  ejercicio  de  ninguna  ordenanza  gremial ,  fuese  antigua  ó 
moderna,  sin  que  primero  se  reformase  en  los  términos 
prescritos  por  dicho  decreto  y  merecieso  la  real  aprobación. 

Por  fin,  en  decreto  de  Cortes  de  6  de  diciembre  de  1856 
se  restableció  el  ya  citado  de  8  de  junio  de  1815;  y  todos 
pueden  por  lo  tanto  ejercer  libremente  cualquiera  indus- 
tria ú  oficio  útil  sin  necesidad  de  examen,  título  ó  incorpora- 
ción á  los  gremios  respectivos,  cuyas  ordenanzas  se  derogan 
en  esta  parte. 

Mas  es  de  observar  que  ni  las  ordenanzas  gremiales  se  de- 
rogan total  y  absolutamente  por  este  decreto,  ni  tampoco  so 
ostinguen  do  un  modo  directo  y  absoluto  las  agremiaciones. 
Podrán  pues  los  artesanos  formar  asociaciones  cuyo  instituto 
sea  el  ausiliarse  mutuamente  en  sus  desgracias,  enferme- 
dades, etc.,  ó  el  reunir  en  común  el  producto  de  sus  econo- 
mías con  el  fin  do  ocurrir  á  sus  necesidades  futuras.  Para 
estos  objetos  pueden  constituirse  libremente  y  sin  otras  con- 
diciones que  las  siguientes  :  —  Ia.  presentar  á  la  autoridad 
civil  superior  de  la  provincia  los  nuevos  estatutos  ó  reformas 
que  convenga  hacer  en  los  actuales ,  para  su  conocimiento 


y  corrección  de  lo  que  puedan  contener  contrario  á  las 
leyes  :  —  2a.  dar  conocimiento  á  la  misma  autoridad  de  las 
personas  que  dirijan  la  sociedad  ,  ó  que  intervengan  en  sus 
caudales ,  siempre  que  sean  nombradas  ó  reemplazadas  :  — 
3a.  avisar  al  jefe  político,  ó  donde  este  no  resida  al  alcalde  , 
cuando  se  celebren  juntas  generales  ,  espresando  el  lugar  y 
hora  de  la  reunion,  la  cual  podrá  ser  presidida  sin  voto 
por  aquel ,  ó  en  su  caso  por  el  alcalde.  Reales  órdenes  de  19 
de  diciembre  de  1835,  50  de  julio  de  1836  y  28  de  febrero 
de  1839. 

GREUGE.  La  queja  que  se  daba  en  las  Cortes  de  Aragon 
del  agravio  hecho  á  las  leyes  ó  fuero. 

GREY.  Comunmente  se  entiende  por  grey  el  rebaño  de 
ganado  menor  ;  pero  legalmente  se  aplica  también  esta  voz 
al  ganado  mayor.  Según  la  ley  19,  tít.  lit  ,  Part.  7,  se  re- 
quiere para  formar  grey  respectivamente  el  número  á  lo 
menos  de  diez  ovejas  ,  ó  cinco  puercos,  ó  cuatro  yeguas, 
ú  otras  tantas  bestias  ó  ganados  de  los  que  nacen  de  estas. 
Lo  mismo  quede  las  yeguas  ó  caballos  debe  entenderse, 
según  Gregorio  López ,  de  las  vacas  y  de  los  bueyes.  Véase 
Abigeo. 

GRILLETE.  Arco  de  hierro  con  un  pasador  por  detras, 
el  cual  se  pone  en  la  garganta  del  pié. 

GRILLOS.  Un  género  de  prisión  con  que  alguna  vez  se 
aseguran  los  reos  en  la  cárcel  para  que  no^  puedan  huir  de 
ella;  y  consiste  en  dos  arcos  de  hierro  en  que  se  meten  las 
piernas  ,  por  cuyas  estremidades  se  pasa  una  barreta  ,  que 
por  una  parte  tiene  una  cabezuela  ,  y  en  la  opuesta  un  ojal , 
que  se  cierra  remachando  en  él  una  cuña  de  hierro.  Yéase 
Apremio. 

GRITA  foral.  El  llamamiento  que  se  hacia  en  Aragon 
designando  el  tiempo  del  proceso  y  su  inventario  para  que 
acudiese  la  persona  que  tuviese  que  alegar  en  derecho. 

GRUESA.  En  las  iglesias  catedrales  la  renta  principal 
de  cualquier  prebenda ,  en  que  no  se  incluyen  las  distri- 
buciones. 

GRUESA  ventura.  Véase  Préstamos  á  la  gruesa. 

GU 

GUANTES.  El  agasajo  ó  gratificación  que  se  suele  dar 
sobre  el  precio  de  una  cosa  que  se  vende  ó  traspasa.  — 
Arrojar  ó  echar  el  guante  á  otro,  era  una  ceremonia  que  se 
usaba  antiguamente  para  desafiar. 

GUARDA.  La  curaduría  y  la  tutela.  Véase  Tutela. 

GUARDADOR.  El  tutor  ó  curador.  Véase  Tutor. 

-j-  GUARDAMONTE.  Véase  Empicados  de  moules  y 
plantíos. 

-j-  GUARDIA  civil.  Cuerpo  especial  destinado  á  proveer 
al  buen  orden  ,  á  la  seguridad  pública  y  á  la  protecck. 
las  personas  y  de  las  propiedades ,  fuera  y  dentro  de  las 
poblaciones. 

Depende  del  ministerio  de  la  Guerra  por  lo  concern 
á  su  organización,  personal ,  disciplina,  materia!  y  per 
de  sus  haberes  ;  y  del  de  la  Gobernación  del  Reino  en  lo 
tocante  á  su  servicio  y  acuartelamiento. 

La  guardia  civil  tiene  por  objelo  :  Io.  La  conservación 
del  orden  público.  2o.  La  protección  de  las  personas  y  las 
propiedades,  fuera  y  dentro  de  las  poblaciones.  Y  3o.  VA 
ausilio  que  reclame  la  ejecución  de  las  leyes.  —  Cuando  lo 
permita  el  servicio,  podrá  emplearse  la  guardia  civil,  come 
Érusiliar,  en  cualquiera  otro  servicio  público,  que  reclame  la 
intervención  do  la  fuerza  armada.  Regí,  de  9  de  oct.  de  1844. 

GUARDIA  real.  La  tropa  que  por  su  instituto  está  des- 
tinada á  la  custodia  de  la  persona  del  rey.  Divídese  en  inte- 
rior y  esterior.  La  interior  se  compone  del  cuerpo  de  guar- 
dias de  la  real  persona  que  antes  se  llamaban  guardias  de 
corps  ,  y  de  la  compañía  de  alabarderos  ;  y  la  esterior 
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consta  de  ciertos  regimientos  de  infantería  y  caballería  y  de 
una  brigada  de  artillería  del  ejército ,  y  de  ciertos  regimien- 
tos de  milicias  provinciales  ,  instituidos  todos  á  este  objeto. 
Dícese  Ulterior  la  primera  por  estar  esclusivamente  desti- 
nada á  la  custodia  inmediata  de  S.  M.;  y  esterior  la  segunda  , 
porque  el  servicio  que  presta  no  es  tan  próximo  á  la  persona 
de  S.  M.  como  el  de  la  primera. 

Trataremos  aquí  primeramente  de  los  privilegios  comunes 
á  todos  los  cuerpos  de  la  guardia  real ,  y  luego  de  los  que 
pertenecen  á  cada  uno  de  ellos  ,  especialmente  en  aquellos 
puntos  cuyo  conocimiento  puede  ser  interesante  así  á  los 
particulares  por  sus  relaciones  con  los  guardias,  como  á 
los  jueces  y  tribunales  que  ejercen  la  real  jurisdicción  ordi- 
naria. 

Todos  los  cuerpos  de  la  guardia  real ,  así  de  la  interior 
como  de  la  esterior,  tienen  un  mismo  asesor  general,  con 
un  fiscal ,  escribano  y  alguacil;  y  cada  cuerpo  forma  su  par- 
ticular juzgado  con  su  respectivo  jefe,  que  conoce  de  todas 
las  causas  civiles  y  criminales  de  sus  respectivos  individuos, 
como  asimismo  de  sus  testamentos ,  abintestatos  ,  inven- 
tarios y  particiones  de  bienes ,  con  inhibición  de  los  demás 
tribunales  civiles  y  militares,  real  declar.  á  cons.  del  Consejo 
de  13  de  noviembre  de  1732;  de  suerte  que  el  comandante 
ó  jefe  de  cada  uno  de  estos  cuerpos  con  el  asesor  general  ó 
sus  subdelegados  ejerce  sobre  los  individuos  que  le  están 
subordinados  la  misma  jurisdicción  que  un  capitán  general 
de  provincia  con  su  auditor  sobre  los  suyos.  Esceptúanse, 
sin  embargo,  del  conocimiento  de  estos  juzgados  todos 
aquellos  delitos  por  los  cuales  todo  militar  queda  desaforado 
y  sujeto  á  la  jurisdicción  ordinaria  ó  á  alguna  otra.  Véase 
Jurisdicción  militar. 

Cuando  en  delitos  que  no  causan  desafuero  hubiere  com- 
plicidad de  varios  reos  entre  los  cuales  se  hallare  alguno 
perteneciente  á  la  jurisdicción  de  la  guardia  real,  goza  esta 
el  derecho  de  atracción ,  y  en  su  consecuencia  debe  recla- 
mar y  atraer  á  su  juzgado  no  solamente  el  reo  ó  reos  que  de 
él  dependan  sino  también  todos  los  otros  de  los  demás  fueros 
con  los  autos  originales  que  en  cualquiera  otro  tribunal  se 
hubiesen  formado  ,  sin  que  ninguno  pueda  negarse  á  su  en- 
trega ni  formar  competencia.  Reales  órdenes  de  13  de  enero 
de  1758  y  17  de  agosto  de  1787,  y  ordenanza  de  guardias  de 
corps  de  1792,  art.  8  :  ó  leyes  6,7  y  16,  lit.  11  ,  lib.  3  , 
Nov.  Rec. 

De  las  sentencias  dadas  en  el  juzgado  de  todos  los  cuer- 
pos de  la  guardia  real  pueden  apelar  los  agraviados  al  tri- 
bunal supremo  de  guerra  y  marina;  real  orden  de  12  de 
agosto  de  1816. 

Guardias  de  la  real  persona. 

Este  cuerpo ,  que  es  el  primero  de  la  casa  real  y  cuyo  co- 
ronel es  el  rey,  goza  el  privilegio  de  fuero  activo  y  pasivo 
para  todos  sus  oficiales  é  individuos,  cuyas  causas  civiles  y 
criminales,  así  en  el  caso  de  que  ellos  sean  actores  como  en 
el  de  que  sean  reos ,  pertenecen  indistinta  y  privativamente 
al  conocimiento  del  capitán  comandante  superior  del  cuerpo, 
quien  debe  sustanciarlas  y  fallarlas  con  acuerdo  del  asesor 
general ,  y  con  apelación  al  supremo  tribunal  de  guerra  y 
marina  ;  á  diferencia  de  los  demás  cuerpos  de  la  guardia 
real ,  cuyos  individuos  en  el  caso  de  obrar  como  actores  ó 
demandantes  tienen  que  seguir  el  fuero  del  reo.  Real  cédula 
de  17  de  diciembre  de  1705;  ordenanza  de  guardias  de  corps 
de  1792,  art.  1  ;  regí,  de  3  de  mayo  de  1815;  y  real  arden  de 
12  de  agosto  de  1816. 

Conoce  asimismo  privativamente  el  capitán  comandante 
con  el  asesor  de  los  testamentos ,  abintestatos ,  inventarios 
y  particiones  de  bienes ,  muebles  y  raices ,  existentes  en 
cualquier  paraje  ,  de  los  que  fallecieren  individuos  del  cuer- 


po ,  con  igual  independencia  é  inhibición  de  todos  los  demás 
tribunales  y  justicias  del  reino;  ord.  de  1792,  art.  2. 

Se  esceptúan  de  esta  jurisdicción  en  lo  civil  las  causas  so- 
bre sucesión  de  mayorazgos  %  así  en  posesión  como  en  pro- 
piedad, y  las  de  concurso  de  acreedores,  cuentas  y  particio- 
nes entre  herederos,  cuando  el  deudor  común  no  fuere  ó 
hubiere  fallecido  individuo  del  cuerpo  ;  y  en  lo  criminal  to- 
dos aquellos  delitos  y  contravenciones  que  causan  desafuero 
en  los  militares.  Ord.  de  1792 ,  art.  3.  Véase  Jurisdicción 
militar. 

Este  cuerpo  no  tiene  concedido  consejo  ordinario  de  guer- 
ra de  sus  oficiales,  como  los  demás  del  ejército,  para  el 
examen  de  sus  causas;  las  cuales,  ya  sean  civiles  ó  crimi- 
nales, se  sustancian  y  determinan,  como  se  ha  dicho  ,  en  el 
juzgado  del  capitán  comandante  del  cuerpo  y  el  asesor,  con- 
sultándolas con  el  rey,  y  con  apelación  al  tribunal  supremo 
de  guerra  :  mas  para  la  ejecución  de  las  sentencias  capita- 
les y  otras  de  castigo  corporal  se  entregan  los  reos  con  tes- 
timonio de  su  condena  á  la  justicia  ordinaria  después  de 
haberlos  despojado  de  la  bandolera.  Ord.  de  1792,  art.  9 
y  13. 

Las  penas  que  han  de  imponerse  por  falta  en  el  servicio 
y  delitos  militares  deben  ser  con  arreglo  á  las  señaladas  en 
las  ordenanzas  generales  del  ejército  ;  y  lo  que  en  estas  no 
se  hallare  prevenido  ,  se  juzga  por  leyes  del  derecho  común. 
Ord.  de  1792,  art.  Hi. 

No  solamente  los  guardias ,  sino  hasta  sus  criados  con 
servidumbre  actual  y  goce  de  salario ,  tienen  por  el  tiempo 
en  que  les  asistan  estas  circunstancias  el  fuero  en  las  causas 
civiles  y  criminales  que  contra  ellos  se  movieren,  no  siendo 
por  deudas  ó  delitos  anteriores.  Ord.  de  1792,  art.  5.  Véase 
Amo,  al  fin. 

Por  decreto  del  regente  del  reino  de  3  de  agosto  de  1842 
se  suprimió  este  cuerpo,  destinándose  á  la  caballería  á  los 
individuos  que  ya  contaban  dos  años  de  servicio ,  á  la  infan- 
tería á  los  que  llevaban  uno,  y  á  los  cuerpos  provinciales  á 
los  que  habían  servido  menos  tiempo. 

Guardias   alabarderos. 

La  compañía  de  guardias  alabarderos  es  el  segundo  cuer- 
po de  casa  real,  y  sigue  á  los  guardias  de  la  real  persona, 
gozando  de  los  mismos  privilegios  y  distinciones  que  estos, 
según  reales  decretos  de  15  de  octubre  de  1705  y  30  de  octubre 
de  1715. 

Esta  compañía  no  tiene  ordenanzas  ni  tampoco  consejo  de 
guerra  para  la  sustanciacion  de  sus  causas  :  todas  las  de 
sus  individuos ,  escepto  las  de  desafuero  ,  se  determinan  en 
el  juzgado  particular  que  forma  el  capitán  con  el  asesor  ge- 
neral de  los  cuerpos  de  la  real  casa;  y  de  sus  sentencias  hay 
apelación  al  tribunal  supremo  de  guerra  :  rls.  órds.  de  \U  de 
octubre  de  1757,  y  12  de  agosto  de  1816. 

Suprimido  el  cuerpo  de  guardias  de  la  real  persona  por 
decreto  de  3  de  agosto  de  1841,  quedó  el  servicio  interior  de 
palacio  á  cargo  del  cuerpo  de  alabarderos,  que  se  aumentó 
á  dos  compañías  con  cien  alabarderos,  ocho  cabos,  tres 
sargentos  segundos  ,  un  primero .  un  subteniente  ,  un  te- 
niente y  un  capitán  en  cada  una  de  ellas  :  artículo  Io.  dei 
cit.  decreto. 

Cuerpos  de  la  guardia  real  esterior. 

Según  la  ordenanza  de  reales  guardias  de  2  de  diciembre 
de  1775 ,  trat.  k,  tít.  11  ,  todos  los  individuos  de  estos  cuer 
pos,  sus  mujeres,  hijos  y  criados  con  salario  y  servidumbr 
actual ,  gozan  del  fuero ,  esenciones  y  preeminencias  conce- 
didas á  todos  los  militares  en  la  ordenanza  general  del  ejér- 
cito ,  con  el  privilegio  de  no  ser  demandados  sobre  acción 
criminal  ni  civil  en  otro  tribunal  que  el  peculiar  y  privativo 
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(Je  los  mismos  cuerpos;  art.  1.  Mas  es  de  advertir  que  no 
■están  comprendidos  en  esta  jurisdicción  de  guardias i  los  reti- 
rados 'ii  las  viudas,  pues  pertenecen  á  la  jurisdicción, ordina- 
ria militar  que  ejercen  los  capitanes  generales  y  sus  audito- 
res; real  orden  de  28  de  julio  ds  1771  :  y  en  cuanto  á  los 
criados  debe  tenerse  presente  lo  que  se  dice  en  la  palabra 
Amo,  al  fin ,  sobre  el  fuero  de  los  criados  de  militares. 

Cada  regimiento  ó  cuerpo  tiene  su  juzgado  peculiar  y 
privativo,  compuesto  del  coronel  ó  comandante  y  del  asesor 
general ,  abogado  fiscal,  escribano  y  alguacil,  nombrados 
para  todos  los  cuerpos  de  la  real  casa,  con  jurisdicción 
para  conocer  de  todas  las  causas  civiles  y  criminales  en  que 
eean  reos  demandados  los  individuos  y  dependientes  del 
cuerpo,  como  asimismo  de  todos  los  juicios  de  inventarios  , 
testamentarías  y  abintestatos  de  los- mismos  individuos  y  de- 
pendientes ;  esceptuándose  en  lo  civil  los  juicios  sobre  su- 
cesión de  mayorazgos,  tanto  en  posesión  como  en  propiedad  , 
y  en  lo  criminal  todos  aquellos  delitos  y  contravenciones  que 
causan  desafuero  en  los  militares ,  según  se  dirá  en  la  pala- 
bra Jurisdicción  mililar  ;  art.  2,  3  y  U.'  AXT 
-  El  asesor  general  puede  subdelegar  sus  funciones  en  mi- 
nistros ó  letrados  condecorados  siempre  que  se  necesite  por 
ausencia  ó  division  de  los  regimientos  ó  por  causa  privativa 
del  juzgado;  y  con  ellos  deben  precisamente  asesorarse  los 
coroneles  ó  comandantes  de  todo  ó  parte  del  cuerpo  ;  art.  6. 
Todas  las  instancias  judiciales  se  hacen  al  coronel  ó  co- 
mandante ,  quien  con  su  decreto  ó  papel  las  pasa  al  asesor 
para  que  provea  en  justicia  ,  y  este  oye  á  los  interesados,  y 
sustanciada  la  causa  conforme  á  derecho ,  pone  la  sentencia 
á  nombre  del  coronel  ó  comandante,  á  quien  la  envia  firma- 
da; y  de  ella  puede  apelarse  al  tribunal  supremo  de  guerra  ; 
arl.  7,  y  real  orden  de  12  de  agosto  de  1816. 

En  los  pleitos  civiles  sobre  interés,  cuya¿cantidad  esceda 
de  quinientos  reales  de  vellón,  que  se  sustancien  y  deter- 
minen en  el  juzgado  de  algún  comandante  particular  con  el 
subdelegado  del  asesor,  se  puede  apelar  al  juzgado  principal 
del  coronel  y  asesor  general ,  donde  ha  de  reverse  el  plei- 
to ,  y  su  sentencia  causará  ejecutoria  sin  el  requisito  de  la 
real  aprobación,  reservando  á  los  interesados  el  recurso  á  la 
real  persona  ;  art.  8. 

Todas  las  causas  criminales  contra  oficiales  del  cuerpo  se 
forman  con  arreglo  á  lo  prevenido  en  la  ordenanza  general 
sobre  la  formación  de  procesos  para  los  consejos  de  guerra 
de  oficiales  generales;  y  conclusas  legítimamente,  se  pa- 
san al  coronel  para  que  con  acuerdo  del  asesor  general  se 
sentencien  ,  y  se  consulten  al  rey  antes  da  la  notificación  de 
la  sentencia  ;  art.  9. 

En  las  causas  criminales  de  oficio  contra  los  demás  indi- 
viduos ó  dependientes  de  los  cuerpos  (  no  siendo  el  caso 
de  consejo  de  guerra  de  oficiales)  debe  el  ayudante,  prece- 
dida la  orden  del  coronel  ó  comandante,  formar  el  sumario 
y  remitirlo  al  jefe  para  que  con  acuerdo  del  asesor  ó  su  sub- 
delegado providencie  la  pena  ó  corrección  correspondiente , 
que  podrá ,  siendo  leve  ó  arbitraria  ,  ejecutarse  por  orden 
del  coronel ,  acordada  con  el  asesor  general  ;  pero  si  por 
la  gravedad  del  caso  debiere  continuarse  la  causa,  pasarán 
los  autos  al  asesor  para  que  se  sustancien  y  determinen  con- 
.;n¡mo  á  derecho,  y  se  consulte  al  rey  la  sentencia  en  la 
forma  prevenida;  orí.  10. 

Siempre  que  algún  jefe  ó  jurisdicción  estraña  tenga  preso 
algún  individuo  ó  dependiente  de  estos  cuerpos ,  y  no  le  en- 
tregue con  los  autos  en  el  término  de  cuarenta  y  ocho  horas, 
'i.l 'irá  el  coronel ,  comandante  ó  asesor  pedir  el  reo  por 
medio  de  papel  simple,  y  no  entregándosele ,  consultar  al 
rey  el  primero  por  la  via  reservada  de  la  guerra;  art.  14. 
Aunque  la  causa  sea  de  complicidad  de  varios  reos ,  sien- 
do alguno  de  ellos  individuo  ó  dependiente  de  los  cuerpos 
(lo  guardias ,  deben  reclamarse  todos  y  los  autos  que  se  hu- 


bieren formado;  y  la  jurisdicción  estraña  de  quien  se  reda- 
men, debe  remitir  inmediatamente  al  coronel,  comandante 
ó  asesor  reclamante  los  autos  originales  y  todos  los  reos, 
aunque  alguno  de  ellos  sea  de  distinto  fuero  ,  para  evitar  la 
division  de  la  continencia  de  la  causa  ,  y  no  quitar  al- privi- 
legiado la  acción  atractiva  que  de  derecho  le  corresponde  ; 
sin  que  sobre  esto  pueda  formarse  competencia  por  las  de- 
mas  justicias  ,  sean  civiles  ó  militares ,  las  cuales  deben  dar 
pronto  aviso  al  coronel  ó  comandante  cuando  hayan  preso 
'  individuo  del  cuerpo ,  aunque  sea  por  delito  de  desafuero  ; 
art.  15,  y  rls.  órds.  de  31  de  marzo  de  1775  y  17  de  enero 
de  1790.  Mas  cuando  en  una  misma  causa  están  comprendi- 
dos individuos  de  diferentes  cuerpos  privilegiados  con  la 
acción  atractiva ,  se  halla  declarado  que  sin  formar  compe- 
tencia, se  remita  testimonio  de  lo  que  resulte  en  la  sumaria 
formada  por  el  que  ha  empezado  á  entender  en  la  causa  con 
el  reo  ó  reos  à  su  respectivo  jefe  para  que  siga  con  ella,  co- 
municándose recíprocamente  las  noticias  ó  certificaciones 
que  se  pidan ,  del  mismo  modo  que  se  practiea  en  las  causas 
de  complicidad  entre  individuos  de  distintos  cuerpos  ó  juris- 
dicciones que  no  tienen  la  calidad  atractiva  ;  real  orden  de 
26  de  mayo  de  1806. 

Por  todo  crimen  que  no  sea  de  los  esceptuados  por  la  or- 
denanza general  ó  posteriores  resoluciones  ,  en  que  no  vale 
el  fuero  militar ,  debe  ser  juzgado  el  individuo  de  guardias 
que  la  cometa  (desde  sargento  no  graduado  inclusive  abajo) 
por  el  consejo  de  guerra  ordinario  de  oficiales  de  su  propio 
cuerpo;  ord.  de  1773,  trat.  k,  til.  12,  art.  1  y  sig.  Sin  em- 
bargo, los  coroneles -de  estos  cuerpos  tienen  facultad  para 
castigar  por  sí  á  dichos  individuos,  sin  la  formalidad  del 
consejo  de  guerra,  por  ciertos  delitos,  como  v.  gr.  por 
amancebamiento  ,  embriaguez ,  enajenamiento  de  prendas, 
trampas  y  otros  vicios;  til.  12  ,  art.  3,  y  rls.  órds.  de9  de 
marzo  de  1721  ,  1 1  cíe  marzo  y  9  de  abril  de  1781 . 

Los  cuerpos  de  la  guardia  real  provincial  disfrutan  el 
mismo  fuero  y  prerogalivas  que  los  demás  de  la  guardia  real 
de  todas  armas;  real  arden  de  9  de  junio  de  1832. 

Los  cuerpos  de  la  guardia  real  esterior  fueron  reformados 
por  decreto  del  regente  del  reino  de  3  de  agosto  de  1841 ,  y 
suprimidos  por  último  en  virtud  del  artículo  Io.  dei  decreto 
de  6  de  diciembre  del  mismo  año. 

f  De  todos  los  cuerpos  que  antiguamente  componían  la 
guardia  real  interior  y  esterior,  únicamente  subsiste  el  de 
guardias  alabarderos  que  ha  sido  organizado  por  el  regla- 
mento de  16  de  noviembre  de  1845.  Véase  Alabarderos. 

GUAREMTIGIO.  ^djetivo  que  se  aplica  al  contrato, 
escritura  ó  cláusula  de  ella  en  que  se  da  poder  á  las  justicias 
para  que  la  hagan  cumplir,  y  ejecuten  al  obligado  como  por 
sentencia  pasada  en  autoridad  de  cosa  juzgada.  Viene  del 
verbo  guarcnlare  ó  guarentisare  de  la  baja  latinidad,  que 
significa  garantir  ó  asegurar.  Hay  quien  dice  (1)  que  no  es 
ejecutiva  la  escritura  que  carece  de  este  requisito;  pero  se- 
mejante opinion  puede  calificarse  de  errónea  (2),  pues  ni 
las  leyes  exigen  tal  circunstancia,  ni  los  tribunales  dejan  de 
despachar  la  ejecución  en  virtud  de  un  instrumento  público, 
aunque  no  se  haya  puesto  en  él  la  cláusula  guarentigia, 
siendo  suficiente  que  uno  se  haya  obligado  á  otro  por  medio 
de  instrumento  fehaciente,  para  que  se  le  compela  de  un 
modo  ejecutivo  y  eficaz  á  cumplir  el  empeño  que  contrajo. 
Así  es  que  los  escribanos  van  desterrando  de  sus  escrituras 
la  cláusula  guarentigia,  y  los  que  la  ponen  lo  hacen  solo  por 
costumbre  y  sin  noticia  de  los  interesados. 

(1)  Como  Febrero. 

(2)  Como  se  puede  ver  en  Acevedo  y  Avendaño  con  otros  cita- 
dos por  Paz,  que  trata  esta  cuestión  en  su  Práct.,  tom.  í,  pág.  U, 
cap.  i,  núras.  9  y  10.  Ademas  de  ser  cierto  que  el  hombre  queda 
eficazmente  obligado  á  lo  que  aparece  quiso  obligarse. 
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GUIA.  El  despacho  de  la  aduana  que  lleva  consigo  el 
que  trasporta  algunos  géneros  para  acreditar  su  legítima  en- 
Ini.ln  y  b  satisfacción  de  los  reales  derechos,  á  fin  de  que 
no  se  ¡os  detengan  ni  descaminen  (1). 

f  GUIA  LEGISLATIVA  DE  LA  HACIENDA  PÚBLICA.  La  COleC- 
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HABER  Á  uno  por  confeso.  Reputar  y  declarar  por 
confeso  al  que  después  de  notificada  la  demanda  no  compa- 
rece dentro  del  término  prescrito  por  la  ley.  Véase  Confesión 
y  Rebeldía. 

HÁBIL.  El  que  es  capaz  ó  tiene  las  calidades  necesarias 
para  alguna  cosa  ,  como  para  testar,  ser  heredero  ó  legata- 
rio, ejercer  algún  cargo  ,  poseer  un  beneficio,  etc. 

HABILITAR.  Dar  á  alguno  por  capaz  y  apto  para  al- 
guna cosa  j  como  par  regir  por  sí  su  hacienda  ó  servir  algún 
empleo'i 

HABITACIÓN.  El  derecho  de  habitar  ó  morar  en  casa 
ajena  sin  pagar  alquiler.  El  que  tenga  este  derecho  podrá 
conservarle  durante  su  vida,  si  no  se  le  ha  limitado  el  tiempo  ; 
morar  en  la  casa  con  su  familia;  arrendarla  ó  alquilarla  á 
personas  de  buena  vecindad  ;  y  no  pierde  su  derecho  sino 
por  su  muerte  ó  renuncia  en  vida.  Mas  deberá  usar  de  la 
casa  con  buena  fe;  guardarla  sin  deterioro  por  su  culpa  ;  y 
dar  buenos  fiadores  de  que  la  restituirá  à  su  dueño  ó  á  sus 
herederos  en  su  muerte  ó  cumplido  el  tiempo  de  su  derecho. 
Ley  27,  til.  31,  Parí.  3. 

Este  derecho  se  diferencia  del  uso  y  del  usufructo.  Se 
diferencia  del  uso ,  porque  el  usuario  no  puede  dar  la  casa 
en  arriendo  ,  y  puede  perder  su  derecho  no  solo  por  muerte 
ó  renuncia ,  sino  también  por  destierro  perpetuo ,  por  el  no 
uso  y  por  cesión  á  un  tercero.  Se  diferencia  del  usufructo, 
porque  no  comprende  mas  que  la  facultad  de  vivir  en  la 
casa  ajena  solamente  con  respecto  á  la  necesidad  que  se 
tenga  de  ella ,  de  modo  que  si  una  parte  de  la  casa  fuere 
bastante  para  el  que  tiene  el  derecho  de  habitación ,  podría 
el  propietario  ocupar  por  sí  ó  alquilar  la  otra  parte  ;  al  paso 
que  el  usufructo  se  estiende  á  toda  la  casa,  de  manera  que 
el  usufructuario  ,puede  disfrutarla  ó  arrendarla  toda,  sin 
tener  en  consideración  su  necesidad  particular.  Véase  Uso  y 
Usufructo.  >ÍTÍ> 

(1)  En  la  república  de  Méjico  ,  para  el  comercio  interior  son 
documentos  necesarios  la  factura  y  la  guia  de  la  aduana  de  donde 
salen  los  efectos,  los  que  ñntes  por  el  art.  10 ,  decreto  de  9  de  oc- 
tubre de  1823  ,  si  noescedian  de  cien  pesos,  caminaban  con  pase 
en  lugar  de  guia;  pero  el  decreto  publicado  en  8  de  marzo  de 
1857,  dice  en  su  art.  10  que:  «  No  se  espedirán  en  lo  sucesivo 
pases,  si  no  es  para  las  mercancías  cuyo  valor  no  csceda  de  cin- 
cuenta pesos.  »  También  dice  el  art,  34  que  :  «  Podrá  continuarse 
la  práctica,  donde  esté  establecida ,  de  espedir  pases  en  cartas  de 
envío,  estampándose  en  ellas  elrespectivo  sello.  » 

Ese  decreto  ,  publicado  en  8  de  marzo  de  1857,  establece  una 
inspección  general  de  guias  y  tornaguías,  sujeta  inmediatamente 
al  gobierno  cun  los  empleados ,  y  atribuciones  de  inspección  que 
allí  se  designan. 

Se  tomó  el  arbitrio  de  tornaguías  por  reales  órdenes  de  9  y  1 2 
de  octubre  de  1779,  publicadas  en  agosto  de  1780  :  después  en 
orden  de  22  de  noviembre  de  1821  se  mandó  observar  rigurosa- 
mente el  orden  de  tornaguías ,  y  que  dos  de  los  vistas  despacha- 
sen aquellas  cuyo  valor  escediese  de  quinientos  pesos.  En  decreto 
¿e  9  de  agosto  de  1822  ,  se  mandó  que  sin  disimulo  se  estrechase 
á  la  presentación  de  tornaguías  ;  y  en  el  de  4  de  setiembre  de 
1823  se  habla  de  providencias  alusivas  á  la  materia. 


cion  de  órdenes  de  este  ramo  que  sale  á  luz  todos  los  año9. 
GUIDÁTIGO.  Lo  mismo  que  salvoconducto  ó  seguridad  ; 
ven  algunas  partes  cierto  derecho  ó  tributo  que  pagaban  los 
transeúntes  para  que  se  mantuviesen  libres  de  salteadores 
los  caminos. 


HA 


El  derecho  de  habitación  se  constituye  por  contrato  ó 
concesión  ;  por  última  voluntad  ;  por  prescripción  ;  y  por  el 
juez  en  los  juicios  divisorios.  Se  estingue  por  muerte  ó  re- 
misión ,  como  ya  se  ha  dicho. 

HACIENDA  pública.  El  cúmulo  de  los  bienes  del  Es- 
tado; y  la  administración  de  ellos.  Véase  Estado,  Fisco  y 
Jurisdicción  de  hacienda. 

f  HACIENDA  militar,  tiene  su  organización  particular 
dirigida  á  la  aplicación  oportuna  de  la  consignación  del 
presupuesto  de  la  guerra,  á  que  las  tropas  estén  en  toda  la 
Península  asistidas  con  la  exactitud  conveniente,  y  á  la  for- 
mación y  rendición  anual  de  los  fondos  puestos  á  su  dispo- 
sición. 

HACIMIENTO  de  rentas.  El  arrendamiento  de  las 
rentas  públicas  hecho  á  pregón. 

HALLAZGO.  El  acto  de  encontrar  alguna  cosa  ó  porque 
se  busca  ó  solicita ,  ó  porque  la  casualidad  la  ofrece;  y  tam- 
bién la  misma  cosa  encontrada.  El  que  halla  y  ocupa  una 
cosa  que  carece  de  dueño,  la  hace  suya  propia  y  adquiere 
su  dominio;  ley  b,  tit.  28,  Part.  5.  La  ley  atribuye  la  pro- 
piedad de  las  cosas  de  esta  clase  al  primer  ocupante  ;  por 
evitarle  la  pena  que  tendría  en  verse  privado  de  un  objeto 
que  esperaba  retener  para  sí  ;  por  precaver  los  combates 
con  los  concurrentes  sucesivos  ;  por  introducir  la  seguridad 
en  la  posesión  y  en  los  goces  ;  y  por  prevenir  la  opresión  / 
continua  en  que  estaria  el  débil  si  no  se  adjudicase  al  pri- 
mer ocupante  la  cosa  que  á  nadie  pertenece;  pues  entonces 
seria  del  mas  fuerte. 

Por  el  hallazgo  pues,  unido  á  la  ocupación,  hacemos 
nuestras  las  cosas  que  nunca  han  tenido  dueño ,  como  por 
ejemplo  las  piedras  preciosas  y  demás  que  encontramos  en 
la  ribera  del  mar;  y  las  que  habiéndole  tenido  han  sido 
echadas  ó  desamparadas  por  él  con  la  intención  de  no  con- 
tarlas mas  por  suyas,  ya  sean  muebles  ó  raices  :  leyes  5 , 
'18,  49  y  SO,  til.  1ñ,  Part.  S. 

¿  Adquiriremos  por  el  hallazgo  las  cosas  arrojadas  en  nau- 
fragio, las  arrebatadas  por  los  brutos,  las  desamparadas 
por  miedo  de  enemigos  ó  ladrones ,  las  que  se  encuentran 
perdidas  sin  saberse  su  dueño,  el  tesoro  escondido  cuyo 
dueño  ya  no  se  sabe  quién  es  ,  y  las  minas  de  metales  ó 
cualesquiera  otras? 

Las  cosas  arrojadas  al  mar  por  temor  de  naufragio  ó  do 
piratas  son  siempre  del  propietario ,  y  no  del  que  las  saca  ó 
las  encuentra  en  la  playa  ;  pues  no  las  echó  aquel  con  el 
ánimo  de  que  ya  no  fuesen  suyas,  sino  por  librarse  de  un 
riesgo  que  le  amenazaba.  Lo  mismo  debe  decirse  de  las  ar- 
rebatadas por  las  fieras,  y  délas  abandonadas  por  miedo  de 
ladrones  ó  enemigos;  pues  nunca  se  presume  que  el  dueño 
pierda  la  esperanza  de  recobrarlas,  y  mucho  menos  que 
forme  la  intención  de  que  ya  no  se  cuenten  en  el  número  do 
sus  bienes.  Leyes  ft9  y  80,  lit.  28,  Part.  3,  y  ley  7, 
tit.  9  ,  Part.  S. 

Las  cosas  perdidas  cuyo  dueño  se  ignore ,  deben  mani- 
festarse por  el  que  las  halle  al  subdelegado  de  bienes  mos- 
trencos y  vacantes  ó  al  alcalde  del  pueblo ,  quien  deposi- 
tándolas en  persona  idónea  las  bará  pregonar  los  dias  de. 
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mercado  por  espacio  de  Vi  meses,  y  las  entregará  á  su 
dueño  si  so  presentare  dentro  de  dicho  término  ,  sin  mas 
costas  que  las  causadas  en  su  custodia  ó  manutención  ;  mas 
si  ninguno  las  reclamase  en  dicho  tiempo,  las  mandará  ven- 
der y  aplicar  su  producto  á  la  construcción  y  conservación 
de  caminos  ;  leyes  5¡,íl,'íy6,  til.  22 ,  lib.  10  ,  Nov.  Rcc.  : 
bien  que  habiéndose  suprimido  la  subdelegacion  general  de 
mostrencos  y  sus  dependencias ,  debe  hacerse  ahora  la  ma- 
nifestación de  las  cosas  perdidas  y  halladas  ante  la  justicia 
ordinaria  ,  y  aplicarse  el  producto  en  defecto  del  dueño  á  la 


HE 

obtener  el  permiso  necesario  para  hacer  las  escavaciones 
que  le  convengan.  Aun  entonces  deben  preceder  á  la  conce- 
sión del  permiso  garantía  formal,  con  persona,  bienes  y 
fianzas  bastantes,  de  indemnizar  los  menoscabos  que  cause 
con  sus  operaciones  en  la  propiedad  ajena,  y  el  nombra- 
miento por  parte  del  gobernador  de  una  persona  que  inter- 
venga en  todos  los  trabajos  para  asegurar  el  pago  de  los 
derechos.  Estos  son  el  uno  ó  uno  y  medio  por  ciento  según' 
el  caso  ,  como  acabamos  de  decir,  el  quinto  del  residuo  ,  y 
las  partes  que  se  hayan  estipulado  en  favor  de  la  Hacienda 


caja  de  amortización ,  con  arreglo  á  la  ley  de  9  de  mayo      pública  ;  teniendo  presente  que  los  gastos  del  descubrí- 
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de  1855.  Véase  Bienes  mostrencos  y  Estado  (i), 

El  tesoro  pertenece  al  que  lo  encuentra  en  su  casa  ó  he- 
redad ,  sea  que  lo  haya  buscado  de  propósito ,  sea  que  se  le 
presente  por  aventura;  mas  el  encontrado  casualmente  en 
casa  ó  heredad  ajena  se  divide  por  mitad  entre  el  hallador 
y  el  dueño  de  la  heredad  ó  casa,  ora  el  dueño  sea  el  Estado 
ó  el  común  de  algún  pueblo ,  ora  lo  sea  alguna  persona  par- 
ticular; ley  Uo  ,  lit.  28  ,  Part.  3  , y  ley  de  9  de  mayo  de  1855, 
art.  1.  Dícese  casualmente  ,  pues  si  el  descubrimiento  no 
fuese  efecto  de  la  casualidad  sino  de  escavaciones  ó  regis- 
tros hechos  de  intento,  todo  el  tesoro  pertenecería  al  dueño 
del  terreno;  d.  ley  45 ,  tít.  28,  Part.  5.  Algunos  autores 
han  incurrido  en  el  error  de  creer  que  la  ley  5,  tít.  22, 
lib.  10 ,  Nov.  Rec.  corrigió  la  ley  45 ,  tít.  28  ,  Part.  5 ,  y  que 
según  ella  debe  ser  del  rey  el  tesoro  sin  dueño ,  dándose 
solo  la  cuarta  parte  al  que  lo  hubiese  encontrado  :  mas  la 
atenta  lectura  de  la  ley  recopilada  manifiesta  bastante  que 
su  objeto  no  es  otro  sino  escitar  la  denuncia  de  los  bienes 
pertenecientes  al  rey  con  el  premio  de  la  cuarta  parte  de 
ellos  ;  de  modo  que  si  sabiendo  uno  que  en  terreno  real  existe 
un  tesoro  ó  ha  sido  buscado  y  encontrado  por  un  tercero 
que  lo  calla,  ó  habiéndolo  él  encontrado  por  medio  de  esca- 
vaciones ó  registros  hechos  de  propósito,  diere  cuenta  de 
ello  á  la  autoridad,  tendrá  derecho  á  percibir  la  cuarta  parte 
de  lo  que  se  hallare  ó  se  hubiese  hallado;  pero  si  él  mismo 
lo  encuentra  por  casualidad ,  hará  suya  la  mitad  y  la  otra 
mitad  será  para  el  rey.  En  este  sentido  entiende  Gregorio 
López  dicha  ley  recopilada  en  la  glosa  7  de  la  citada  ley  45, 
tít.  28,  Part.  5;  y  como  quiera  que  sea,  la  disposición  de 
esta  ley  45  se  halla  confirmada  por  la  ley  de  9  de  mayo 
de  1855.  Véase  Estado  y  Tesoro. 

Las  minas  se  rigen  por  leyes  particulares  que  pueden 
verse  en  la  palabra  Minas. 

[*  Las  leyes  que  se  citan  en  el  aparte  que  habla  del  tesoro, 
no  han  tenido  cumplimiento  nunca  en  América  ,  y  en  su 
lugar  se  ha  observado  el  derecho  siguiente.  En  la  república 
de  Méjico  ,  con  arreglo  á  lo  dispuesto  en  la  ley  2,  lit.  12, 
lib.  S  de  la  Rcc.  de  Ind.,  de  todos  los  tesoros  encontrados 
en  los  sepulcros ,  oques ,  casas  y  otros  lugares  ,  en  donde 
los  Indios  ofrecían  sacrificios  á  sus  ídolos,  debe  entregarse 
á  la  Hacienda  pública  el  uno  y  medio  por  ciento  del  valor 
íntegro  por  derecho  de  fundición ,  ensayo  y  marca ,  si  el 
tesoro  consiste  en  metales  preciosos  fundidos  ó  labrados,  en 
perlas  ó  en  piedras  ,  y  si  en  cobre,  plomo  ó  estaño,  solo  el 
uno  por  ciento  :  del  valor  restante  debe  sacarse  el  quinto 
para  el  mismo  destino  ,  suponiendo,  tanto  para  este  abono 
como  para  el  anterior,  que  no  consta  que  antes  hayan  sido 
satisfechos  uno  ni  otro  derecho;  y  por  último  se  queda  la 
misma  Hacienda  con  la  mitad  del  residuo  sin  deducción  al- 
guna, guardando  solo  la  otra  mitad  el  descubridor  por  toda 
recompensa.  Si  el  tesoro  ha  de  buscarse  de  intento  en  cual- 
quier otra  parle,  el  que  se  propone  esto  objeto  debe  ante 
todas  cosas  hacerlo  presente  al  gobernador,  para  fijar 
antes  do  común  acuerdo  la  parte  que  podrá  reservarse,  y 

(1)  Sobro  disposiciones  de  Méjico,  Venezuela  y  Chile  eu  la 
materia,  \casc  el  artículo  Bienes  mostrencos. 


miento  han  de  quedar  esclusivamente  á  cargo  del  que  lo 
propone,  sin  que  por  ningún  título  puedan  imputarse  en  la 
masa  común  de  los  productos  :  ley  1  ,  til.  12  ,  lib  .  8  .  Rec. 
de  Ind. 

**  En  las  repúblicas  de  Venezuela  y  de  Chile  se  ob- 
serva en  un  todo  el  derecho  vieente  en  la  de  Méjico,  y 
contenido  en  las  citadas  leyes  de  la  Rec.  de  Indias.] 

HAMNAS.  Véase  Granos. 

HE 

HECHA.  En  algunas  partes  el  tributo  ó  censo  que  se 
paga  por  el  riego  de  las  tierras. 
HECHICERO.  Véase  Adivino. 

HECHO.  Esta  voz  aisladamente  tomada,  tiene  en  juris- 
prudencia diversas  acepciones  que  es  preciso  recorrer. 

I.  Un  hecho  puede  ser  objeto  de  una  obligación,  pues  quo 
podemos  obligarnos  por  medio  de  un  contrato  á  hacer  ó  de- 
jar de  hacer  alguna  cosa.  Mas  para  que  la  obligación  sea 
válida,  es  necesario  que  el  hecho  reúna  las  circunstancias 
siguientes  :  —  Ia.  que  sea  posible,  impossibiliuin  enim  nulla 
est  obligatio  ,  como  dice  la  ley  85  ,  D.  de  regulis  juris  :  — 
2o.  que  no  sea  contrario  á  las  leyes  ni  á  las  buenas  costum- 
bres; pacta  enim  quœ  contra  leges  constilulionesque ,  vcl 
contra  bonos  mores  fiunt ,  nullam  vim  habere  indubiluli 
juris  est,  como  dice  la  ley  6,  C.  depaclis,  y  como  sienta 
igualmente  la  ley  28,  tít.  11 ,  Part.  5  :  —  5».  que  esté  bien 
determinado  y  preciso  de  manera  que.  no  quepa  incerlidum- 
bre sobre  las  circunstancias  necesarias  para  su  ejecución: — 
4a.  que  la  persona  en  cuyo  favor  se  ha  contraído  la  obliga- 
ción de  ejecutarlo  ,  tenga  un  interés  ó  utilidad  apreciable  en 
su  ejecución;  porque  como  en  el  caso  de  que  no  existiese  este 
interés  ,  la  ejecución  del  hecho  no  causaría  perjuicio  al  es- 
tipulante ,  y  no  daria  por  consiguiente  lugar  al  resarcimiento 
de  daños  y  perjuicios,  podria  la  obligación  ser  violada  im- 
punemente y  seria  por  lo  tanto  nula  y  de  ningún  efecto.  Mas 
si  los  hechos  en  que  no  se  tiene  interés  apreciable,  no  pue- 
den ser  objeto  de  las  obligaciones  ,  puedeu  ser  sin  embargo 
carga  ó  condición  de  ellas.  Así  pues,  si  tú  te  convinieres 
conmigo  en  venir  á  estudiar  leyes  á  Madrid,  esta  convención 
será  nula  ,  porque  yo  no  tengo  ningún  interés  apreciable 
en  su  cumplimiento;  pero  si  convenimos  en  que  yo  te  daré 
quinientos  reales  en  el  caso  ó  con  la  condición  de  que  vén- 
gas  á  estudiará  Madrid,  mi  obligación  será  válida,  aunque 
yo  no  tenga  ínteres  alguno  en  tu  venida. 

II.  Los  hechos,  no  solamente  pueden  ser  objeto  de  las 
obligaciones  ,  sino  también  causa  ú  origen  de  ellas.  Mas  es 
necesario  distinguir  entre  los  hechos  lícitos  y  los  ilícitos.  Los 
hechos  lícitos  producen  los  cuasi  contratos ,  y  de  ellos  pueden 
resultar  obligaciones  asi  en  favor  como  en  perjuicio  del  au- 
tor de  los  mismos  hechos.  Los  hechos  ilícitos  son  delitos  ó 
cuasi  delitos  ;  y  siempre  obligan  al  que  los  ha  cometido  á 
reparar  el  daño  que  hubiere  causado,  sin  que  jamas  puedan 
producir  obligación  á  favor  suyo.  Véase  Cuasi  contrato. 
Cuasi  delito,  Delito,  Culpa  y  Daño. 

III.  La  obligación  de  hacer  ó  no  hacer  una  cosa  se  reduce 
á  la  satisfacción  de  daños  y  perjuicios  cuando  el  deudor  se 
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resiste  á  ejecutarla ,  porque  nadie  puede  ser  forzado  preci- 
samente á  un  hecho,  aunque  pueda  serlo  á  la  dación  ó  en- 
trega de  una  cosa,  pues  de  otro  modo  quedaría  infringida  la 
libertad  natural  del  hombre  y  se  le  sujetaría  á  cierta  especie 
de  servidumbre ,  como  dice  Antonio  Gómez,  loin.  2,  Variar., 
-  cap.  10,  n.  22.  De  aquí  el  axioma  de  derecho  :  Nenio  potcst 
prœcisè  cogi  ad  faclum.Yénse  Obligación  de  hacer  ó  no  hacer. 

IV.  En  virtud  del  derecho  de  propiedad  que  cada  uno 
tiene  sobre  sus  fundos,  puede  hacer  en  ellos  lo  que  quisiere, 

.  con  tal  que  no  cause  daño  ni  perjuicio  á  tercero;  leyes  15 
y  ül ,  lit.  52  ,  Part.  3  :  y  aun  cuando  cause  daño  á  ter- 
cero, podrá  uno  hacer  en  sus  fundos  lo  que  le  acomode, 
con  tal  que  lo  haga  por  necesidad  ó  utilidad  y  no  por  el  placer 
de  causar  daño  ;  ley  19 ,  lit.  52 ,  Part.  3.  Véase  Agua. 

V.  La  palabra  hecho,  considerada  como  sinónima  de  ac- 
ción, aclo ,  cosa  hecha,  es  simple  ó  compuesta.  —  Es  simple, 
cuando  espresa  un  acto  puramente  material,  desnudo  de  toda 
calificación  moral.  Si  se  dice ,  por  ejemplo,  que  Pablo  entró 
en  su  casa ,  que  abrazó  á  sus  hijos ,  que  tomó  un  libro  y  que 
luego  volvió  á  salir,  se  espresan  cuatro  hechos  que  todos 
son  simples.  —  El  hecho  es  compuesto  ,  cuando  contiene  la 
materialidad  del  acto,  y  la  calificación  que  este  acto  debe 
tener  en  sus  relaciones  con  la  moral  ó  con  la  ley.  Así,  cuando 
se  dice  que  Pablo  ha  robado  un  caballo ,  se  enuncia  un  hecho 
compuesto;  porque  la  palabra  robo  espresa  al  mismo  tiempo 
un  hecho  material  de  apoderamiento  y  sustracción ,  y  una 
intención  culpable  de  despojar  al  poseedor  de  la  cosa  robada, 
infringiendo  él  derecho  de  propiedad. 

El  conjunto  de  muchos  hechos  simples  ó  compuestos  puede 
presentarnos  por  su  combinación  y  por  consecuencia  moral 
ó  legal  un  hecho  general  y  principal  que  no  teniendo  mate- 
rialidad sino  en  los  hechos  elementales  de  que  se  deduce, 
debe  llamarse  hecho  moral.  Pablo ,  por  ejemplo ,  pretende  ser 
hijo  legítimo  de  Pedro  y  de  María;  y  no  pudiendo  probarsu 
filiación  con  la  partida  de  nacimiento  ó  bautismo ,  justifica 
y  demuestra  su  posesión  de  estado  con  una  multitud  de  he- 
chos que  todos  reunidos  indican  la  relación  de  filiación  y 
parentesco  que  tiene  con  la  familia  á  que  dice  pertenecer,  y 
el  tribunal  en  su  vista  le  declara  hijo  legítimo  de  Pedro  y  de 
María.  Aunque  la  filiación  de  Pablo  haya  sido  en  el  orden  de 
la  naturaleza  un  hecho  simple  y  físico  ,  no  es  en  este  caso 
sino  un  hecho  moral  que  se  ha  deducido  de  muchos  hechos 
simples  ó  compuestos  ,  y  que  no  existe  sino  como  una  con- 
secuencia legal  délas  pruebas  ó  justificaciones. 

VI.  La  palabra  hecho  significa  también  el  caso  ó  la  especie 
deque  se  trata  en  una  discusión  ó  litigio  ;  y  el  hecho  entonces 
es  esposicion  de  las  circunstancias  de  que  se  compone  el 
negocio  contencioso:  en  cuya  acepción  suele  llamarse  punió 
de  hecho,  por  oposición  á  punto  de  derecho.  El  punto  de  he- 
cho ,  en  un  proceso,  consiste  asimismo  en  lo  que  se  ha  ejecu- 
tado ,  y  muchas  veces  en  lo  que  se  ha  dejado  de  ejecutar  ; 
y  el  punto  de  derecho  ,  en  la  aplicación  y  acomodamiento 
de  la  ley  ó  de  las  reglas  de  la  justicia  al  punto  de  hecho. 

En  los  escritos,  informes  y  alegatos,  debe  la  esposicion 
üel  hecho  preceder  á  la  de  los  medios  de  derecho,  ser  sen- 
cilla, clara  y  analítica,  y  limitarse  á  los  hechos  que  tienen 
relación  estrecha  con  el  objeto  de  la  causa  ;  porque  si  se 
presenta  recargada  de  hechos  estraños,  fatiga  y  distrae  la 
atención  del  juez  y  manifiesta  que  el  abogado  no  tiene  lim- 
pieza ni  precisión  en  las  ideas  ,  ó  que  no  ha  hecho  mas  que 
un  examen  superficial  del  negocio  que  indiscretamente  ha 
tomado  á  su  cargo. 

VIL  La  voz  hecho  se  toma  á  veces  en  sentido  contrapuesto 
à  derecho  :  y  así  se  usa  de  la  espresion  de  hecho,  para  de- 
notar que  en  una  causa  se  procede  arbitrariamente  por  via 
de  fuerza  y  contra  lo  prescrito  en  el  derecho. 

HECHO  ajeno.  Todo  lo  que  se  hace,  dice  ó  escribe  por 
una  persona  con  respecto  á  otra  ;  lo  cual  se  llama  en  juris- 


prudencia résinier  altos  acia.  Es  principio  de  derecho,  que 
el  hecho  ajeno  no  puede  perjudicarnos,  ni  producir  obliga- 
ción á  cargo  nuestro  :  Nemo  ex  allerius  facto  prœgravari  dé- 
bet. Esta  regla,  sin  embargo,  admite  algunas  escepciones  : 
tales  son  los  casos  en  que  un  tutor  obra  por  el  menor,  un 
marido  por  la  mujer,  un  socio  por  toda  la  sociedad,  etc. 
Véase  Contrato  al  fin  ,  Promesa  y  Acción  perjudicial. 

HECHOS  justificativos.  Todos  aquellos  hechos  quo 
pueden  servir  para  probar  la  inocencia  de  ua  acusado. 
Tales  son  ,  por  ejemplo. 

í°.  La  imposibilidad  de  haber  cometido  el  delito.  Tal  seria 
el  caso  de  que  el  acusado  se  hubiese  hallado  al  tiempo  de  (a 
acción  en  paraje  lejano  de  aquel  en  que  se  verificó.  Si  ali- 
sado uno  v.  gr.  de  haber  hecho  un  robo  en  Madrid  el  ata 
primero  del  año  quisiese  probar  que  este  mismo  dia  se  en- 
contraba en  Zamora,  se  le  habría  de  admitir  esta  prueba  ,  ía 
cual  podría  hacerse  tanto  por  instrumentos  como  por  testigos. 

2o.  La  oferta  que  hiciere  el  acusado  ,  de  probar  que  el 
delito  de  que  se  trata  se  ha  cometido  por  otra  persona,  debe 
también  admitírsele  como  que  es  de  un  hecho  justificativo. 

5°.  Otro  tanto  debe  decirse  del  caso  en  que  el  acusado 
ofrezca  justificar,  que  el  robo  que  se  le  imputa  no  se  ha  veri- 
ficado sino  que  es  supuesto  ;  que  la  persona  que  se  dice  ase- 
sinada vive  todavía;  que  la  muerte  por  envenenamiento  de 
que  se  le  acusa  ,  no  ha  sido  sino  efecto  de  enfermedad  natural 
ó  de  otra  causa  en  que  no  ha  tenido  parte  ;  que  el  homicidio 
que  se  le  atribuye,  ha  sido  realmente  un  suicidio. 

4o.  La  demencia  es  igualmente  un  hecho  justificativo , 
cuando  existia  al  tiempo  del  delito  imputado  al  acusado , 
porque  no  siendo  libre  la  acción  de  un  demente  ,  no  puede 
tampoco  ser  criminal.  Lo  propio  ha  de  decirse  de  la  acción 
que  uno  comete  hallándose  dormido ,  ó  en  estado  de  delirio , 
ó  privado  del  uso  de  su  razón  de  cualquiera  manera  inde- 
pendiente de  su  voluntad.  Véase  Locura  y  Embriaguez. 

b°.  Es  asimismo  un  hecho  justificativo  el  haber  sido  for- 
zado el  acusado  á  cometer  la  acción  por  alguna  violencia 
material  á  que  no  haya  podido  resistir,  ó  por  alguna  orden 
de  las  que  legalmente  estaba  obligado  à  obedecer  y  ejecutar, 
debiendo  comprenderse  en  la  violencia  material  las  amenazas 
y  el  temor  fundado  de  un  mal  inminente  y  tan  grave  que 
baste  para  intimidar  á  un  hombre  prudente  y  dejarle  sin  ar- 
bitrio para  obrar.  Véase  Miedo ,  Violencia  y  Obediencia. 

6o.  Es  también  un  medio  eficaz  de  justificación  la  necesidad 
de  repeler  á  un  injusto  agresor.  Véase  Defensa  y  Excusa. 

7o.  La  prueba  de  la  vida  licenciosa  y  disoluta  de  una  mujer 
que  acusa  á  uno  de  haberla  violado ,  debe  ser  admitida  como 
de  un  hecho  justificativo. 

8o.  Cuando  en  poder  de  un  acusado  se  encuentran  las  cosas 
robadas,  puede  alegar  como  hecho  justificativo  que  las  ha 
comprado  de  buena  fe. 

9o.  Si  aun  particular  se  ocupan  documentos  que  llevan  el 
carácter  de  una  conspiración  contra  el  rey  ó  contra  el  Estado, 
puede  proponer  como  hecho  justificativo  la  prueba  de  quo 
estos  documentos  han  sido  depositados  en  su  casa  sin  noticia 
suya,  ó  que  se  le  han  entregado  por  tal  ó  tal  persona  sin 
manifestarle  su  contenido. 

10.  Si  con  tu  espada ,  tu  cuchillo  ó  tu  escopeta  se  ha  co- 
metido un  homicidio,  y  puedes  probar  que  habias  prestado 
ó  perdido  estas  armas  muchos  dias  antes  de  la  perpetraciou 
del  crimen  ,  tendrás  un  hecho  que  te  justifique. 

11.  Tendráslo  también  si  pruebas  que  los  testigos  han 
sido  sobornados  ,  ó  que  tienen  tachas  que  invalidan  sus  de- 
posiciones. 

12.  Es  por  último  una  justificación  el  acreditar  que  soi". 
falsos  en  el  lodo  ó  en  alguna  parte  esencial  los  instrumentos 
presentados  en  el  proceso,  ó  que  en  los  autos  ó  diligencias 
se  han  añadido  después  de  su  formación  ó  verificación  al- 
gunas líneas  ó  palabras  trascendentales. 
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HERBAJE.  El  conjunto  de  yerbas  que  se  cria  en  los 
prados  y  dehesas;  —  cierto  derecho  que  cúbranlos  pueblos 
por  el  pasto  de  los  ganados  forasteros  en  sus  términos  con- 
cejiles y  por  el  arrendamiento  de  los  pastos  y  dehesas  ;  —  y  un 
tribuloquc  en  la  corona  de  Aragon  se  pagaba  á  los  reyes  al 
principio  de  su  reinado  por  razón  y  á  proporción  de  los  ga- 
nados mayores  y  menores  que  cada  uno  poseia. 

HERBAJERO.  El  que  toma  ó  da  en  arrendamiento  las 
yerbas  de  prados  ó  dehesas. 

HERBOLARIO.  El  que  sin  principios  científicos  se  de- 
dica á  recoger  yerbas  y  plantas  médicinales  para  venderlas. 

Ninguna  persona  puede  vender  yerbas  secas  ni  frescas  sin 
tener  licencia  para  ello  de  la  junta  superior  gubernativa  de 
farmacia,  quien  no  se  la  concederá  sino  previo  examen  de 
su  idoneidad ,  prescribiéndole  al  mismo  tiempo  el  catálogo 
de  las  que  haya  de  vender.  El  contraventor  incurrirá  en  las 
multas  pecuniarias  que  la  juntaestimare  conducentes ,  cuya 
exacción  se  hará  pronta  y  ejecutivamente  por  el  juez  del  reo 
en  caso  de  resistencia  á  su  pago;  y  habrá  de  responder 
ademas  de  los  daños  y  perjuicios  que  hubiere;  ocasionado  á 
la  salud  ó  vida  de  alguna  persona,  debiéndosele  formar 
causa  en  este  caso  por  la  justicia  ordinaria  con  arreglo  á 
derecho.  Ley  8,  arts  i  13,  Vi,  15  y  16,  ti(.  15,  lib.  8, 
No*.  Rec. 

HEREDAD.  Porción  de  terreno  cultivado  :  —  y  anti- 
guamente hacienda  de  campo ,  bienes  raices  ó  posesiones , 
como  también  herencia. 

HEREDAMIENTO.  Hacienda  de  campo  ;  —  y  anti- 
guamente herencia. 

HEREDAR.  Adquirir  alguna  herencia  por  disposición 
testamentaria  ó  legal.  Antiguamente  significaba  también 
darle  á  uno  heredades,  posesiones  ó  bienes  raices;  — nom- 
brar ó  instituir  uno  á  otro  por  su  heredero  ;  — vy  adquirir  la 
propiedad  ó  dominio  de  algún  terreno. 

HEREDERO.  En  lo  antiguo  se  llamaba  así  el  propie- 
tario de  alguna  heredad  ;  y  todavía  en  algunas  partes  se  con- 
serva esta  significación  ;  de  suerte  que  cuando  se  dice  que 
tal  ó  tal  camino  es  camino  de  herederos ,  se  quiere  dar  á 
entender  que  es  una  servidumbre  de  camino  que  tienen  mu- 
tuamente las  heredades  de  un  distrito  para  que  sus  dueños 
puedan  pasar  libremente  de  unas  en  otras.  Esta  significación 
nos  viene  del  derecho  romano.  Justiniano  nos  enseña  en  sus 
Instituciones ,  tít.  De  hceredum  qualilatc  el  differenlia  ,  que 
la  espresion  acto  de  heredero  es  lo  mismo  que  acto  de  pro- 
pietario, dando  por  razón  que  los  antiguos  llamaban  here- 
deros á  los  dueños  ó  señores  :  vetares  enim  hceredes  pro 
dominis  appellabant ;  éobre  cuyo  texto  observa  Cuyacio  que 
/¿era  sale  de  Iteras ,  amo  ó  dueño. 

HEREDERO.  El  que  por  disposición  testamentaria  ó 
legal  sucede  en  los  derechos  que  tenia  un  difunto  al  tiempo 
de  su  muerte.  La  voz  heredero  se  deriva,  según  unos,  de  la 
latina  herits,  que  significa  señor  ó  amo;  y  según  otros  ,  del 
verbo  hœreo  que  significa  estar  junto  ó  pegado  á  otro,  porque 
el  heredero  está  próximo  á  la  persona  á  quien  hereda ,  como 
su  pariente  ó  muy  amigo.  Así  es  que  en  latin  unos  escriben 
heres  y  otros  hœres. 

I.  El  heredero  representa  la  persona  del  difunto ,  y  aun 
ambos  se  consideran  como  una  misma  persona  :  Ilceres  cen- 
setur  cum  defunclo  una  cademque  persona  :  «  Segunt  'dere- 
cho, dice  la  ley  13,  tít.  9,  Part.  7,  como  una  persona  es 
contada  la  del  heredero  ct  la  de  aquel  á  quien  heredó.  » 

II.  La  calidad  do  heredero  no  puede  tener  otro  origen 
que  la  voluntad  del  hombre  ó  la  disposición  do  la  ley;  y  do 
aquí  viene  la  division  general  do  herederos  en  testamenta- 
rios ó  instituidos,  y  Icqíümos  o  ab  inféstalo.  Los  herederos 
testamentarios  se  subdividen  en  forzosos  ó  necesarios ,  y  vo- 
luntarios ó  estraños;  y  pueden  ser  libres  y  absolutos,  fidu- 
ciarios ó  fideicomisarios ,  propietarios  ó  usufructuarios , 


universales  ó  particulares.  Los  herederos  legítimos  ó  ab 
intcstato  pueden  subdividirse  en  herederos  por  parentesco , 
herederos  por  matrimonio ,  y  berederos  anómalos.  Así  los 
testamentarios  como  los  legítimos  pueden  ser  puros  y  sim- 
ples ó  beneficiarios. 

III.  Para  que  uno  pueda  tomar  la  calidad  de  heredero  de 
una  persona  se  necesita  el  concurso  de  dos  circunstancias  : 
Io.  que  el  difunto  haya  podido  trasmitir  su  sucesión  á  sus 
herederos  :  2o.  que  los  herederos  puedan  recoger  la  suce- 
sión del  difunto.  En  cuanto  á  la  primera  circunstancia  . 
puede  verse  la  palabra  Testamento  :  trataremos  ahora  de  la 
segunda. 

IV.  Puede  ser  heredero,  por  testamento  ó  ab  intestato  , 
todo  individuo  ó  cuerpo  que  no  esté' comprendido  en  alguna 
de  las  escepciones  establecidas  por  la  ley  :  todo  individuo  , 
sea  hombre  ó  mujer,  clérigo  ó  lego,  libre  ó  esclavo,  padre 
ó  hijo  de  familias,  mayor  ó  menor,  cuerdo  ó  loco,  mudo  , 
sordo  ó  ciego  ,  natural  ó  estranjero  :  todo  cuerpo  ó  comu- 
nidad ,  como  una  ciudad  ,  villa  ,  ó  concejo  ,  un  estableci- 
miento, y  la  nación  ó  el  Estado.  Ley  2,  lit.  3,  Part.  6 ,  y 
leyes  30,  51  y  32,  lit.  i  ,  Part.  G. 

V.  La  ley  escluye  de  la  sucesión  á  algunos  por  incapaces 
y  á  otros  por  indignos.  La  incapacidad  y  la  indignidad  pro- 
ceden de  causas  muy  diferentes.  La  incapacidad  viene  de  la 
naturaleza  ó  de  la  ley  :  de  la  naturaleza,  como  en  el  caso 
del  que  sale  muerto  del  vientre  de  su  madre  :  de  la  ley, 
como  en  el  caso  del  condenado  á  muerte  civil.  La  indignidad 
proviene  de  la  falta  de  cumplimiento  de  un  deber  hacia  la 
persona ,  la  honra  ó  la  memoria  del  difunto  á  quien  se  pre- 
tende heredar.  El  incapaz  no  puede  adquirir  ni  recibir  la 
herencia  :  el  indigno ,  capaz  de  lo  uno  y  de  lo  otro  ,  no  puede 
conservar  la  herencia  que  ha  recibido  ó  adquirido.  Indignas, 
dice  Cuyacio,  est  capax  jure  ,  incapax  effectu  :  incapax  vero 
est  incapax  jure  et  effectu. 

VI.  Son  incapaces  de  heredar  los  siguientes  : 

Io.  El  que  no  habia  sido  concebido  al  tiempo  de  abrirse 
la  sucesión  ,  porque  el  que  no  existe  ni  aun  en  el  vientre 
de  su  madre ,  no  puede  tener  ni  ejercer  derechos  :  Non  cutis 
nullœ  sunt  qualitates ,  como  advierte  Antonio  Gómez ,  lib.  1 , 
Variar.,  cap.  1  ,  n.  9.  Véase,  sin  embargo  ,  lo  que  sobre 
este  punto  se  dice  mas  adelante  en  el  artículo  Hijo  postumo. 

2o.  El  hijo  abortivo  ;  esto  es,  aquel  en  quien  no  concurren 
las  circunstancias  de  haber  nacido  vivo  todo,  de  haber  vivido 
á  lo  menos  veinte  y  cuatro  horas  naturales  ,  de  haber  sido 
bautizado,  y  de  haber  nacido  en  tiempo  que  podia  vivir 
naturalmente;  ley  13  fíe  Toro.  Véase  Abortivo. 

5o.  El  condenado  á  deportación  ó  destierro  perpetuo ,  ó  á 
trabajar  por  toda  su  vida  en  las  minas  ú  otras  labores  del 
rey,  porque  estas  penas  llevan  consigo  la  muerte  civil  ; 
ley  k,  til.  5  ,  Part.  6.  Mas  como  por  real  pragmática  de  12 
de  marzo  de  1771  están  prohibidas  las  condenas  á  trabajos 
forzados  por  mas  tiempo  que  el  de  diez  años  y  ha  cesado 
en  su  consecuencia  la  muerte  civil;  y  como  por  otra  parte 
según  la  ley  h  de  Toro  aun  el  condenado  á  muerte  civil 
puede  hacer  testamento ,  do  que  se  infiere  que  también 
puede  ser  heredero  ,  y  ademas  se  ha  abolido  por  la  Consti- 
tución de  1837  la  pena  de  confiscación  de  que  solían  ir 
acompañadas  dichas  condenas  ;  no  debe  caber  duda  de  que 
ya  no  tiene  lugar  en  el  dia  esta  incapacidad  de  adquirir 
herencias  por  testamento  ó  ab  intestato. 

k°.  El  hereje  declarado  por  sentencia ,  el  que  se  hace 
bautizar  dos  veces  á  sabiendas  ,  y  el  apóstata  que  siendo 
cristiano  se  torna  moro  ó  de  otra  secta  ;  ley  U,  lit.  5,  Part.  G. 

5o.  Las  cofradías,  colegios  y  cualesquiera  otras  corpora- 
ciones erigidas  contra  derecho  ó  contra  la  voluntad  del  rey; 
ley  U  ,  til.  3  ,  Part.  6. 

6o.  Los  religiosos  profesos  de  ambos  sexos  ,  como  asi  está 
declarado  por  la  ley  10,  tit.  5,  lib.  3  del  Fuero  Real ,  en 
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cnanto  á  las  sucesiones  testamentarias ,  y  por  Ja  ley  17, 
lit.  20,  lib.  10,  Nov.  Rec.  en  cuanto  alas  sucesiones  ab  infés- 
talo :  con  la  diferencia  de  que  según  la  ley  del  Fuero  Real 
podían  dejarse  los  bienes  por  testamento  á  los  conventos  ó 
monasterios ,  y  según  la  ley  recopilada  no  podian  los  reli^ 
giosos  ni  sus  conventos  ó  monasterios  con  título  de  repre- 
sentación ni  bajo  otro  concepto  reclamar  las  herencias  ab 
intestato (1).  Por  la  ley  ib,  tít.  20,  lib.  10,  Nov.  Rec.  y  por 
real  cédula  de  50  de  mayo  de  1830  se  declaran  nulas  las 
mandas  que  fueren  hechas  en  la  enfermedad  de  que  uno 
muere  ,  á  su  confesor,  sea  clérigo  ó  religioso  ó  à  deudo  do 
ellos  ó  á  su  iglesia  ó  religion.  Véase  Religioso. 

7o.  Los  traidores  declarados  por  sentencia  y  sus  hijos  va- 
rones ,  los  cuales  no  pueden  recibir  herencia,  ni  mandas 
de  sus  parientes  ni  de  los  estraños  por  testamento  ni  ab  in- 
testato;  pero  las  hijas  pueden  heredar  la  cuarta  parte  de  los 
bienes  de  sus  padres  ;  leyes  1  y  2 ,  lit.  2,  Part.  7,  y  leyes  1 
y  2,  lit.  7,  lib.  12,  Nov.  Rec.  En  el  día  ninguna  pena  es  tras- 
cendental á  la  familia  del  que  la  sufre  ,  ni  aun  en  los  delitos 
de  traición  ó  lesa  majestad,  según  el  art.  503  (  que  rige  como 
decreto)  de  la  Const.  de  1812;  y  ademas  está  abolida  la 
confiscación  según  el  art.  10  de  la  Const.  de  1857  :  por  lo  cual 
ha  cesado  ya  la  incapacidad  para  heredar  de  que  aquí  se 
trata.  Véase  Hijos  de  traidores. 

8o.  Los  hijos  ilegítimos  tienen  también  incapacidad  para 
heredar  á  ciertas  personas  y  en  ciertos  casos,  como  se  verá 
en  los  diferentes  artículos  de  là  palabra  Hijos. 

VIL  Son  indignos  de  heredar  : 

Io.  Los  herederos  forzosos  que  han  sido  desheredados 
por  alguna  de  las  justas  cansas  que  designa  el  derecho  y  que 
se  enumeran  en  la  palabra  Desheredación.  Mas  esta  indigni- 
dad puede  considerarse  bajo  cierto  puntó  de  vista  como 
verdadera  incapacidad  con  respecto  á  la  sucesión  del  des- 
heredante ,  la  cual  pasa  á  los  llamados  por  este  ó  á  sus  here- 
deros legítimos. 

2o.  El  heredero  testamentario  ó  ab  intestato  que  por  obra, 
consejo  ó  culpa  hubiese  causado  ó  contribuido  á  causar  la 
muerte  de  la  persona  de  cuya  sucesión  se  trata  ;  ley  U,  til.  9, 
lib.  o",  Fuero  Real ,  y  ley  15 ,  tít.  7,  Part.  6.  Como  para  in- 
currir en  este  caso  de  indignidad  es  indispensable  que  haya 
intervenido  acto  criminal ,  culpa  ó  consejo ,  parece  claro 
que  no  debe  escluirse  como  indigno  el  que  no  ha  dado  la 
muerte  al  difunto  sino  por  la  necesidad  de  una  legítima  de- 
fensa. Tal  es  á  lo  menos  la  opinion  de  Voët,  sobre  el  Digesto, 
lit.  De  lüs  quee  ut  indignis  auferunliir,  n,  7.  El  indulto  y  la 
prescripción  estinguen  la  pena  merecida  por  el  delito ,  pero 
no  estinguen  la  indignidad;  y  así  es  que  aunque  el  heredero 
homicida  obtuviere  el  perdón  de  su,  crimen  ó  prescribiere 
la  pena  designada  por  las  leyes,  no  por  eso  podrá  reclamar 
la  herencia  que  habia  perdido. 

3o.  El  varón  mayor  de  veinte  y  cinco  años  ,  que  instruido 
de  la  muerte  alevosa  ó  injusta  dada  á  la  persona  á  quien 
hereda  ,  no  tratare  de  vengarla  en  juicio ,  poniendo  querella 
ó  acusación  antes  de  tomar  posesión  de  la  herencia  si  la 
muerte  acaeció  por  obra  ó  consejo  de  algún  individuo  de  la 
familia  del  difunto,  y  dentro  de  cinco  años  si  fué  causada 
por  personas  estrañas;  leyes  tí  y  5,  tít.  9,  1/6":  5,  Fuero  Real, 
leyes  13,  lit.  lo  y  Ib,  tít.  7,  Part.  6,yleyii,  tít.  20,  lib.  10, 
Nov.  Rec.  Mas  no  puede  oponerse  la  falta  de  acusación  ó 
querella  á  los  ascendientes  y  desceudientes  del  homicida  , 

(l)Dc  esta  prohibición  de  heredar  están  esceptuados  los  cx- 
coadjutores  y  sacerdotes  profesos  de  la  esliaguida  Compañía  de 
Jesús,  y  por  analogía  de  razón  todos  los  regulares  esclaustrados, 
principalmente  los  que  lo  son  por  haber  suprimido  el  Gobierno 
los  conventos  de  su  orden;  real  cèà.  de  5  de  diciembre  de  1785, 
comunicada  á  Indias  por  realórd.  de  50  de  julio  de  1784  (Beleña, 
5a.  fol.,  pág.  558  y  559,  ns.  622  y  725,  y  tomo  2°.,  pág.  588, 
ii.  74,)  y  nota  2,  ííí.  20,  ¡¡'6. 10,  Nov.  Rec, 


ni  á  sus  hermanos  ni  á  su  cónyuge ,  porque  la  ley  2  ,  tít;  1, 
Part.  7,  y  las  leyes  5,  h  y  5,  lit.  2,  Part.  5 ,  prohiben  á  estas 
personas  el  acusarse  unas  á  otras;  de  suerte  que  si  el  homi-- 
cida  de  la  persona  de  cuya  sucesión  se  trata  ,  fuese  descen- 
diente ó  ascendiente  ó  hermano  ó  mujer  del  heredero  ,  no 
podrá  este  acusarle ,  ni  de  consiguiente  ser  declarado  por 
falta  de  acusación  indigno  de  la  herencia.  Así;  piensa  Gre- 
gorio López  en  la  glosa  8a.  de- la  ley  15,  tít.  7,  Part.  6, 
fundándose  en  la  autoridad  de  varios  comentadores  dei 
derecho  romano  ;  y  así  se  halla  establecido  en-  el  código  civil 
de  Francia,  art.  728.  —  Tampoco  puede  oponerse  al  here- 
dero la  falta  de  acusación  ó  querella  ,  si  no  se  supiere  qtífén 
era  el  matador  ó  si  este  no  se  hallase  en  la  tierra ,  ley  S  , 
til.  9  ,  lib.  5  ,  Fuero  Real  ,.yley  11 ,  til.  20;  lib.  10,  Nov. 
Rec,  ó  si  otro  se  hubiese  anticipado  á  denunciar  ó  acusar 
al  homicida;  Grcg.  López,  d.  gl:  8.  —  Si  el  difunto  perdonó 
al  homicida ,  ¿deberá,  sin  embargo,  perseguirle  el  heredero? 
Ni  el  deber  de  hijo  ni  el  celo  y  solicitud  de  heredero  ,  dice 
la  ley  divus  Marcus ,  2,  D.  de  senaluscon.  Silan.,  deben 
provocar  el  castigo  de  aquellos  á  quienes  absolvió  el  di- 
funto :  Nec pietas  filii  nec  sollicitudo  hœredis  oblinerc  débet, 
ut  ad  pcenam  vocentur  quos  absolvil,  dominus  ipse'. 

U°.  El  heredero  testamentario  que  abriese  el  testamento 
antes  de  acusar  á  los  matadores  del  testador,  sabiendo  quié- 
nes son;  mas  no  si  lo  ignora  ó  es  aldeano  necio;  ley  13 , 
tít.  7,  Part,  6.  Gregorio  López  quiere  que  no  baste  la  aper- 
tura del  testamento  para  incurrir  en  indignidad  ,  sino  que 
ademas  sea  necesaria  la  adición  de  la  herencia.  Si  la  opinion 
de  Gregorio  López  es  razonable,  hablando  en  general,  lo  será 
mucho  mas  cuando  el  heredero  no  supiere  su  institución 
hasta  después  de  la  apertura,  del  testamento  ,  lo  cual  natu- 
ralmente debe  de  suceder  en  el  caso  de  que  el  testamento 
sea  cerrado. 

S° .  El  que  tuviere  acceso  con  la  mujer  del  que  le  instituyó 
heredero  ,  ley  13,  tít.  7,  Part.  6.  Gregorio  López  añade  que 
también  seria  indigno  el  que  tuviese  acceso  con  la  hija  ó 
nuera  del  testador,  fundándose  en  la  ley  9 ,  tít.  26 ,  Part,  h , 
que  así  lo  establece  con  respecto  á  la  sucesión  de  los  feudos. 
La  ley  no  dice  si  el  acceso  ha  de  haberse  cometido  en  vida 
del  testador  que  lo  ignoró  ó  después  de  su  muerte  ;  pero 
Gregorio  López  cree,  que  como  la  ley  habla  indistintamente, 
debe  aplicarse  á  los  dos  tiempos.  La  ley  hace  mención  aquí 
solamente  del  heredero  testamentario  :  ¿  habrá  de  aplicarse 
su  disposición  igualmente  al  heredero  legítimo?  La  razón  es 
la  misma  ;  y  la  injuria  que  en  este  caso  hace  un  estraño  al 
que  le  nombró  su  heredero,  no  es  mayor  que  la  que  haria 
con  tal  acción  un  hijo  á  su  padre,  un  padre  á  su  hijo  ,  y  un 
hermano  á  su  hermano  que  respectivamenle  les  dejasen  sus 
bienes  ab  intestato. 

6o.  El  que  acusare  de  falso ,  y  sostuviere  su  acusación 
hasta  sentencia,  aunque  fuese  como  procurador  ó  abogado, 
el  testamento  en  que  fué  instituido  heredero  y  que  por  fin 
se  declara  legítimo  ,  á  no  haberlo  acusado  por  mandato  ó  en 
beneficio  del  rey,  ó  en  favor  de  algún  huérfano  de  quien 
fuese  tutor  ó  curador;  ley  13,  til.  7,  Part.  6.  Gregorio  López 
quiere  que  para  incurrir  en  esta  indignidad  haya  de  tener 
el  heredero  mas  de  veinte  y  cinco  años  de  edad,  y  que  baste 
para  evitarla  el  desistir  de  la  acusación  de  falsedad  antes 
de  la  sentencia  de  la  última  instancia. 

7°.  El  que  prestare  su  nombre  á  un  testador  para  que  le 
instituya  heredero  con  el  objeto  de  recibir  la  herencia  y  pa- 
sarla después  al  que  por  derecho  es  incapaz  de  heredar; 
ley  15  ,  ííí.  7,  Part.  6.  Luego  que  se  descubre  el  fraude  , 
queda  sin  efecto  la  disposición  testamentaria  ;  y  tanto  el  he- 
redero fiduciario  como  el  fideicomisario,  esto  es,  tanto  el  he- 
redero instituido  como  el  que  por  su  interposición  ha  de 
percibir  los  bienes  hereditarios  ,  deben  quedar  privados  de 
la  sucesión  :  este  último  como  incapaz,  y  aquel  como  cul- 


a 


E 


—  750  — 


HE 


pable  de  un  fraude  que  le  hace  indigne  Mas  si  el  fideicomi- 
sario delatare  ó  descubriere  este  fideicomiso  tácito  ó  secreto, 
tendrá  derecho  cuando  menos  á  la  mitad  de  los  bienes  de  la 
herencia,  como  dispone  la  ley  14,  tít.  7,  Part.  6. 

8o.  El  mayor  de  diez  y  ocho  años  que  sabiendo  que  su 
padre  ú  otro  ascendiente  se  halla  en  estado  de  demencia  ó 
imbecilidad,  le  deja  abandonado  y  permite  que  le  recoja  y 
cuide  un  eslraño;  quien  si  le  tuviere  en  su  casa  hasta  su  fa- 
llecimiento habrá  derecho  en  premio  á  los  bienes  de  la  suce- 
sión, con  esclusion  de  los  herederos,  así  en  el  caso  de  que  el 
difunlo  hubiese  hecho  testamento  antes  de  su  imbecilidad  ó 
locura  como  en  el  de  que  muriese  intestado;  leyes  b,  6  y  17, 
til.  7,  Part.  6,  y  glosa  10  de.  Greg.  López.  Si  nadie  hubiese 
recogido  y  cuidado  al  imbécil  ó  demente,  todavía  serán  los 
hijos  mas  indignos  de  sucederle  ,  y  habrán  de  ser  con  mas 
razón  privados  de  la  herencia;  Greg.  López  ,  glosa  9  de  d. 
leijS,  til.  7,  Part.  6. 

9o.  El  mayor  de  diez  y  ocho  años  que  teniendo  derecho 
por  testamento  ó  ab  intestato  á  la  sucesión  de  alguno  que  se 
halla  cautivo,  no  quiere  redimirle  pudiendo  hacerlo,  y  le  de- 
ja morir  en  poder  de  los  enemigos  ;  en  cuyo  caso  se  desti- 
narán los  .bienes  hereditarios  á  la  redención  de  cautivos, 
leyes  6,  11  y  17,  tít.  7,  Part.  6.  Gregorio  López  dice  que  la 
indignidad  del  heredero  tiene  lugar  no  solo  cuando  no  quiso 
redimir  á  la  persona  de  cuya  sucesión  se  trata  ,  que  se  ha- 
llaba en  poder  de  enemigos  ó  de  ladrones  ó  de  piratas,  sino 
también  cuando  no  quiso  librarla  de  la  cárcel  en  que  habia 
sido  puesta  por  el  juez  ó  de  la  pena  en  que  habia  incurrido, 
con  tal  que  la  pena  ó  la  cárcel  fuese  redimible  por  dinero. 

10°.  El  que  hubiese  causado  ó  procurado  causar  á  su  her- 
mano de  hecho  ó  por  acusación  la  pérdida  de  la  vida  ó  de 
miembro  ó  de  la  mayor  parte  de  los  bienes,  pues  ni  en  el 
caso  de  que  este  muera  intestado  ni  en  el  de  que  haya  ins- 
tituido á  una  persona  infame,  podrá  reclamar  los  derechos 
que  á  la  herencia  tendría  sin  aquellas  muestras  de  ingratitud 
ó  aversion  ;  ley  12,  til.  7,  Parí.  6. 

H°.  El  que  esperando  heredar  á  uno  por  testamento  ó  ab 
intestato,  le  impidiere  hacer  testamento  ó  mudar  el  ya  hecho, 
usando  con  él  de  violencias  ó  amenazas  ,  ó  intimidando  al 
escribano  ó  á  los  testigos;  y  el  que  sirviéndose  de  los  mis- 
mos medios  obligare  á  otro  á  testar  en  su  favor;  leyes  26  y 
27,  lit.  i ,  Parí.  6. 

12°.  El  padre  ó  madre  que  espusiere  ó  permitiere  que  sea 
espuesto  su  hijo  legítimo  ó  natural ,  pues  por  solo  el  hecho 
de  la  esposicion  pierde  la  patria  potestad  y  todos  los  dere- 
chos que  en  vida  ó  muerte  tuviese  sobre  el  hijo  y  sus  bienes; 
ley  1,  tít.  22,  lib.  4  del  Fuero  Real;  ley  4  ,  til.  20,  Part.  4  ; 
y  ley  b,  art.  2b,  tít.  57,  lib.  7,  ¡Vov.  Rcc.  Mas  esta  indigni- 
dad se  entiende  solo  de  la  sucesión  ab  intestato  ;  pues  el  tes- 
tamento del  hijo  á  favor  de  sus  padres  seria  una  prueba 
de  que  habia  perdonado  esta  injuria. 

15°.  La  madre  y  demás  parientes  del  huérfano  menor  de 
catorce  años,  que  viendr  é  este  sin  tutor  testamentario  y  no 
queriendo  serlo  legítimo  ninguno  de  ellos,  dejaren  de  pedir 
oportunamente  al  juez  el  nombramiento  de  tutor  dativo  que 
tenga  probidad  y  facultades  para  responder  de  la  adminis- 
tración de  la  tutela;  ley  12,  lit.  16,  Part.  6.  Esta  indigni- 
dad ,  del  mismo  modo  que  la  anterior ,  debe  entenderse 
igualmente  con  respecto  á  la  sucesión  del  huérfano  que 
muriese  sin  testamento,  como  advierte  dicha  ley  12. 

VIII.  Tales  son  los  incapaces  y  los  indignos  de  suceder 
según  las  leyes. 

El  incapaz  se  considera,  ya  para  toda  especie  de  sucesio- 
nes ,  ya  para  la  sucesión  de  que  se  trata  ,  según  los  casos , 
como  si  no  existiese.  Mas  hay  una  diferencia  muy  notablo 
entre  los  herederos  forzosos  y  los  cslraños  :  los  primeros 
pueden  adquirir  la  herencia,  con  tal  que  estén  libres  de  in- 
capacidad al  tiempo  de  la  muerte  de  la  persona  de  cuya  su- 


cesión se  trata;  y  los  segundos  no  pueden  adquirir  la  heren- 
cia ,  si  no  están  esentos  de  incapacidad  en  tres  tiempos, 
esto  es  ,  «1  de  su  institución  ó  nombramiento  ,  al  de  la 
muerte  de  dicha  persona,  y  al  de  la  aceptación  ó  adición  do 
la  herencia;  ley  22  ,  til.  5,  Part.  6.  La  sucesión  que  cor- 
respondería al  incapaz,  si  no  lo  fuese,  pertenece  por  serlo  al 
sustituto  si  le  hay;  en  su  defecto  ,  al  que  tenga  el  derecho 
de  acrecer;  y  por  falta  de  uno  y  otro,  al  heredero  ab  intes- 
tato ;  d.  ley  22,  tít.  3 ,  Parí.  6.  Véase  Acrecencia  y  Here- 
dero sustituto. 

Los  incapaces  de  heredar  son  incapaces  ,  generalmente 
hablando,  con  respecto  á  todas  las  sucesiones^  escepto  al- 
gunos que  solamente  lo  son  con  respecto  á  sucesiones  deter- 
minadas. Aquellos  se  llaman  simplicilcr  incapaces,  y  eslos 
incapaces  secundian  quid.  Mas  los  indignos  nunca  son  in- 
dignos de  heredar  á  todas  y  cualesquiera  personas  ,  sino 
solamente  á  aquellas  contra  quienes  han  cometido  los  actos 
que  constituyen  la  indignidad. 

IX.  La  herencia  de  que  se  priva  al  indigno,  corresponde 
al  fisco  en  los  casos  números  2°.,  5°.,  4°.,  b0.,  6°.,  7o.  y  11, 
según  la  ley  15 ,  tít.  7,  Part.  6  ,  y  las  leyes  26  y  27  ,  tít.  1 , 
Part.  6.  Pero  habiéndose  abolido  la  confiscación  y  no  ha- 
biendo ya  pena  alguna  que  sea  trascendental  á  la  familia  del 
que  la  sufre,  parece  que  debe  considerarse  derogada  indi- 
rectamente la  disposición  de  estas  leyes  en  cuanto  á  la  apli- 
cación que  hace  al  fisco  de  la  herencia  que  al  indigno 
se  quita. 

X.  Es  pues  ahora  necesario  arreglar  el  orden  de  las  suce- 
siones que  pierden  los  indignos  ,  del  mismo  modo  hasta 
cierto  punto  que  el  de  las  que  no  pueden  adquirir  los  inca- 
paces. Si  el  indigno  es  heredero  estraño  instituido  por  tes- 
tamento ,  la  herencia  de  que  se  le  escluye  pertenecerá  al 
sustituto  si  le  hay,  en  su  defecto  al  que  tenga  el  derecho  de 
acrecer,  y  por  falta  de  uno  y  otro  al  heredero  ab  intestato 
del  testador.  Si  el  indigno  es  heredero  legítimo ,  pasará  la 
sucesión  al  que  después  del  indigno  fuere  llamado  por  la  ley 
para  suceder  al  que  muere  sin  testamento,  sin  que  los  hijos 
del  indigno  puedan  venir  en  representación  de  su  pa- 
dre ,  ya  porque  no  se  representan  las  personas  vivas ,  ya 
porque  el  indigno  no  puede  ser  representado  vivo  ni  muer- 
to, pues  que  en  este  caso  es  un  hombre  sin  derechos.  Así  es, 
que  si  un  hijo  único  que  uno  deja  es  declarado  indigno  de 
la  sucesión  de  su  padre  y  tiene  hijos  ,  vendrán  estos  hijos 
del  indigno  por  su  propio  derecho  á  la  sucesión  de  su 
abuelo  ,  como  parientes  mas  próximos  del  difunlo;  no  de- 
biendo recaer  sobre  ellos  la  indignidad  de  su  padre  ,  pues 
que  siendo  personales  las  faltas,  deben  serlo  también  las  pe- 
nas. Mas  si  dos  hermanos  suceden  á  su  padre  difunto  y  uno 
de  ellos  es  declarado  indigno,  no  podrán  los  hijos  de  este  to- 
mar parte  alguna  en  la  sucesión  de  su  abuelo ,  sino  que  su 
tio  heredará  por  entero  como  pariente  mas  inmediato  ,  sin 
que  ellos  tengan  derecho  á  ser  admitidos  como  representan- 
tes de  su  padre. 

XI.  Como  los  efectos  de  la  indignidad  son  puramente  re- 
lativos á  la  sucesión  de  la  persona  contra  quien  se  ha  come- 
tido la  falta,  culpa  ó  delito,  es  consiguiente  que  aunque  los 
hijos  del  indigno  no  puedan  representar  á  su  padre  en  la  su- 
cesión de  su  abuelo,  como  se  ha  dicho,  podrán  sia  embargo 
representarle ,  si  hubiese  muerto,  en  la  de  su  bisabuelo  que 
falleciere  después,  porque  el  mismo  padre,  si  viviera,  no 
seria  indigno  con  respecto  á  esta  sucesión  sino  solo  con  res- 
pecto à  la  del  abuelo  padre  suyo. 

XII.  Ya  que  los  hijos  del  indigno  que  vienen  á  la  suce- 
sión por  su  propio  derecho  y  sin  el  ausilio  de  la  represen- 
tación, no  deben  ser  escluidos  por  la  culpa  ó  el  delito  de  su 
padre  ;  ¿  tendrá  este  padre  sobre  los  bienes  de  esta  sucesión 
el  usufructo  que  la  ley  concede  á  los  padres  sobre  los  bienes 
desús  hijos?  Es  un  principio,  que  la  herencia  una  vez  acep- 
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íada  deja  de  ser  herencia  y  pasa  á  ser  patrimonio  del  here- 
dero, hœreditas  adilanon  est  amplius  liœrcditas,  seilpatri- 
mpriium  hàrècli's;  y  de  consiguiente,  siendo  propios  de  los 
hijos  los  bienes  que  por  su  propio  derecho  adquirieron  de  la 
sucesión  de  su  abuelo,  parece  que  el  padre  debe  tener  sobre 
ellos  el  usufructo  legal.  La  ley  francesa  ,  sin  embargo  ,  no 
quiere  que  el  padre  pueda  reclamar  en  caso  alguno  el  usu- 
fructo sobre  esta  especie  de  bienes;  cód.  civ.  ,  art.  750.  La 
disposición  que  adopta  la  ley  francesa  es  con  efecto  muy 
justa,muy  consiguiente  consigo  misma,  muy  conforme  con 
los  principios  del  derecho,  y  debe  ahora  según  mi  opinion 
seguirse  también  entre  nosotros  como  arreglada  al  espíritu 
de  nuestra  legislación.  El  que  en  virtud  de  prohibición  legal 
no  puede  hacer  ni  lograr  directamente  una  cosa,  no  puede 
tampoco  hacerla  ni  obtenerla  por  medios  indirectos  :  así  es 
que  el  incapaz  de  heredar  á  una  persona  no  puede  percibir 
su  herencia  por  medio  de  otras  personas  interpuestas,  según 
se  echa  de  ver  en  la  ley  15,  tít.  7,  Part.  6,  que  mas  arriba 
se  ha  citado  :  y  no  solo  no  puede  el  incapaz  percibir  la  he- 
rencia por  medio  de  personas  interpuestas,  pero  ni  aun  ad- 
quirir de  modo  alguno  el  usufructo  de  ella ,  según  establece 
Antonio  Gómez  en  eí  número  17  de  su  comentario  á  la  ley 
9  de  Toro  ,  donde  después  de  sentar  que  puede  el  abuelo 
instituir  heredero  á  su  nieto  nacido  de  un  hijo  espurio  ,  in- 
cestuoso ó  de  condenado  ayuntamiento  ,  sostiene  que  el 
nieto  ganará  y  conservará  tanto  el  usufructo  como  la  pro- 
piedad, con  esclusion  de  su  padre  que  se  considera  incapaz 
de  uno  y  otro.  Del  mismo  modo  pues ,  el  que  por  indignidad 
no  puede  percibir  directamente  los  bienes  hereditarios  de 
su  padre,  no  debe  tampoco  disfrutarlos  cuando  hayan  pa- 
sado á  poder  de  su  hijo;  y  todavía  es  mas  fuerte  la  razón 
que  milita  para  escluir  del  usufructo  al  indigno ,  que  la  que 
hay  para  escluir  al  incapaz,  pues  que  la  indignidad  es  efecto 
de  un  hecho  propio,  al  paso  que  la  incapacidad  no  procede 
aquí  sino  de  un  hecho  ajeno.  El  objeto  de  la  ley  que  escluye 
al  indigno  es  privarle  absolutamente  no  solo  de  la  propie- 
dad sino  también  y  aun  mas  principalmente  del  usufructo 
de  dichos  bienes,  por  evitar  á  la  sociedad  el  escándalo  de 
ver  á  un  hombre  complacerse  y  gozarse  con  los  despojos  de 
una  persona  contra  quien  ha  pecado  ó  delinquido;  y  en 
tanto  grado  es  tan  completa  privación  el  objeto  de  la  ley, 
que  para  que  nunca  pueda  llegar  el  caso  de  que  el  indigno 
recoja  ni  aun  por  las  vias  mas  indirectas  y  remotas  los  bie- 
nes de  su  víctima,  manda  que  desde  luego  de  la  apertura  de 
la  sucesión  se  apliquen  estos  al  fisco  ,  envolviendo  en  la  es- 
clusion de  ellos  al  indigno  y  á  toda  su  descendencia.  Ya 
pues  que  ahora ,  en  virtud  de  los  nuevos  principios  que  se 
han  proclamado ,  ó  por  mejor  decir,  en  virtud  de  los  princi- 
pios primitivos  de  nuestra  antigua  legislación  que  se  han 
restablecido  como  se  encuentra  en  la  ley  7,  título  1 ,  libro  6 
del  Fuero  Juzgo,  queremos  que  ninguna  pena,  ni  aun  la  de 
la  indignidad,  recaiga  sobre  los  hijos  del  culpable,  no  será 
justo  ni  moral  que  concediendo  á  este  el  usufructo  sobre  los 
bienes  de  la  sucesión  que  ha  desmerecido,  hagamos  casi  en- 
teramente ilusoria  la  ley  que  con  tanta  razón  se  los  quita  ; 
la  cual  debe  subsistir  en  todos  sus  efectos  con  respecto  al 
padre,  sin  sufrir  mas  modificaciones  que  las  que  convengan 
á  los  hijos  para  no  ser  postergados  al  fisco. 

XIII.  La  indignidad  ha  de  probarse  por  el  que  la  alega  con- 
tra la  persona  á  quien  trata  de  escluir  de  la  herencia  por 
esta  causa,  y  es  materia  por  lo  tanto  de  una  acción  judicial. 
Esta  acción  es  puramente  civil,  pues  que  no  tiene  por  objeto 
sino  la  adquisición  de  bienes  :  debe  introducirse  ante  el  juez 
del  domicilio  del  heredero,  por  ser  acción  personal,  fundada 
sobre  un  hecho  personal;- bien  que  si  la  cuestión  de  indig- 
nidad se  suscitare  incidentalmente  en  un  juicio  sobre  peti- 
ción ó  partición  de  herencia ,  se  habrá  de  fallar  por  el  juez 
que  conociere  de  la  demanda  principal  :  no  se  estingue  sino 
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por  el  transcurso  de  tiempo  que  es  necesario  para  pres- 
cribir las  acciones  de  su  clase  :  y  puede  ejercerse  ,pcr  todos 
los  llamados  á  recoger  los  derechos  deque  el  indigno  debe 
quedar  despojado,  de  suerte  que  puede  acaecer  que  un  hijo 
indigno  se  vea  escluido  por  un  colateral  hasta  el  décimo 
grado,  por  un  hijo  ilegítimo ,  por  el  cónyuge  sobreviviente  , 
y  aun  por  el  fisco. 

XIV.  El  indigno  declarado  está  obligado  á  restituir  con  los 
bienes  hereditarios  todos  los  frutos  y  rentas  quehubiere  per- 
cibido desde  la  apertura  de  la  sucesión,  como  asimismo  los 
intereses  de  las  cantidades  que  hubiere  cobrado  por  créditos 
del  difunto  ó  por  venta  de  cosas  de  la  herencia,  pues  es  po- 
seedor de  mala  fe  y  debe  ser  tratado  comotal;/.  1  ,  cíe  his 
quib.  ut  indig.  ;  y  l.  18,  D.  de  his  quceiit.  indig.  atifrr.  Si 
era  deudor  del  difunto,  su  deuda  estinguida  por  confusion 
en  todo  ó  en  parte ,  renacerá  contra  él  ;  y  si  por  el  contrario 
era  acreedor,  su  crédito  renacerá  igualmente  en  beneficio 
suyo ,  pues  que  debe  quedar  en  la  misma  posición  que  si 
nunca  hubiera  sido  heredero. 

Mas  si  el  indigno  antes  de  la  declaración  de  su  indignidad 
ó  á  lo  menos  antes  de  la  contestación  del  pleito ,  vendió , 
donó  ó  hipotecó  algunos  de  los  bienes  hereditarios ,  ó  pleiteó 
y  transigió  con  algún  tercero  sobre  ellos;  ¿podrá  el  que  le 
escluye  de  la  sucesión  mirar  como  nulos  todos  estos  actos  y 
otros  semejantes  ?  En  cuanto  á  los  actos  y  contratos  celebra- 
dos á  título  oneroso  y  de  buena  fe  por  personas  que  ignora- 
ban la  indignidad  del  sugeto  con  quien  trataban,  no  hay 
duda  de  que  deben  ser  mantenidos  por  el  escluyente  salvo 
su  derecho  para  pedir  al  escluido ,  si  hubiere  lugar,  la  cor- 
respondiente indemnización  ,  porque  el  indigno  escluido  era 
heredero  hasta  su  esclusion  y  disponía  de  cosas  que  todavía 
le'pertenerian  como  á  tal.  En  cuanto  á  las  enajenaciones  á 
título  gratuito ,  puede  decirse  que  las  donaciones  hechas  an- 
tes de  la  sentencia  de  indignidad  pueden  revocarse  por  el 
que  la  ha  obtenido  á  su  favor,  no  obstante  la  buena  fe  de 
los  donatarios,  en  virtud  de  la  regla  resoluto  jure  danlis , 
resolvilur  jus  accipienlis ,  la  cual  es  aplicable  á  los  donata- 
rios, porque  tratan  de  hacer  una  ganancia ,  cerlunl  de  lucro 
captando ,  y  no  á  los  adquirentes  por  título  oneroso ,  porque 
tratan  de  evitar  una  pérdida,  cerlanl  de  damno  vitando.  Sin 
embargo ,  es  preciso  reconocer,  que  la  distinción  que  en 
ciertos  casos  debe  hacerse  entre  los  que  combaten  por  evi- 


tar una  pérdida  y  los  que  combaten  por  hacer  una  ganancia , 
no  encuentra  en  la  presente  especie  una  aplicación  muy 
exacta;  porque  en  realidad  el  que  ha  escluido  al  indigno, 
recoge  por  esta  esclusion  un  derecho  que  no  poseía  ,  hace 
por  consiguiente  una  ganancia,  y  se  halla  por  lo  mismo  bajo 
este  aspecto  en  una  posición  semejante  á  la  de  los  donata- 
rios, quienes  tienen  ademas  sobre  él  la  ventaja  de  la  pose- 
sión ;  et  in  pari  causa  melior  est  condilio  possidenlis.  Como 
quiera  que  sea,  si  la  donación  se  hubiese  hecho  por  el  in- 
digno por  razón  de  matrimonio  del  donatario,  seria  entonces 
menos  capaz  de  revocación ,  porque  habiéndose  procedido 
tal  vez  en  vista  de  la  donación  á  la  celebración  del  matrimo- 
nio, no  debería  dejarse  burlada  la  confianza  de  los  esposos 
y  de  sus  familias  que  suponemos  de  buena  fe ,  sin  que  por 
eso  dejase  de  tener  recurso  el  heredero  contra  el  indigno 
para  el  resarcimiento. 

XV.  Como  el  heredero  representa  la  persona  de  aquel  á 
quien  sucede  ,  según  se  ha  sentado  mas  arriba ,  llamándose 
por  eso  successor  in  universum  jus  quod  qui*  lempore  mor  lis 
habuit ,  es  consiguiente  que  pasen  á  él  los  derechos  activos 
y  pasivos  que  tenia  el  difunto  al  tiempo  de  su  muerte  ,  esto 
es,  así  los  bienes,  créditos,  derechos  y  acciones  que  tenia 
este  á  su  favor,  como  las  obligaciones  y  deudas  que  tenia 
contra  sí. 

Esta  es  la  regla  general,  pero. regla  que  no  carece  de  es- 
cepciones  importantes.  No  todos  los  derechos  absolutamente 
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ni  todas  las  obligaciones  del  difunto  se  trasmiten  á  su  be- 
redero. 

Hay  con  efecto,  derechos  tan  inherentes  á  la  persona  que 
se  acaban  y  eslinguen  con  ella.  Tales  son  los  derechos  de 
usufructo  ,  de  uso  y  de  habitación  ;  siendo  de  notar,  sin  em- 
bargo, que  si  un  usufructuario  cediese  à  otro  el  ejercicio  de 
su  derecho ,  y  el  cesionario  llegase  á  morir  antes  que  el  ce- 
dente,  continuarían  los  herederos  de  aquel  con  el  goce  de 
dicho  ejercicio  durante  la  vida  de  este  último ,  como  se  de- 
cide en  la  ley  8,  D.  de  commodo  etperieulo  rei  vendilœ.  Ta- 
les son  también  los  privilegios  personales  del  difunto ,  que 
no  estaban  fundados  sino  en  el  favor  particular  debido  á  su 
persona,  sin  relación  alguna  con  sus  bienes,  como  por 
ejemplo  el  beneficio  de  competencia  ;  pero  no  los  privilegios 
que  tienen  por  objeto  la  conservación  de  los  bienes  mas 
bien  que  el  favor  á  la  persona ,  pues  estos  pasan  á  los  here- 
deros ,  como  v.  gr.  el  beneficio  de  la  restitución  de  los  me- 
nores ,  el  del  senadoconsulto  Veleyano  y  el  del  senadocon- 
sulto  Macedoniano,  cuya  causa  principal  es  la  lesión  que 
sufren  los  menores ,  las  mujeres  y  los  hijos  de  familia.  Véase 
Privilegio.  Tales  son  asimismo  el  derecho  de  un  donador 
para  revocar  la  donación  por  causa  de  ingratitud  ;  el  de  un 
marido  para  intentar  contra  su  mujer  la  acción  de  adulterio; 
el  de  un  injuriado  para  pedir  satisfacción  de  la  injuria. 
Véase,  no  obstante,  lo  que  se  dice  en  los  artículos  Donación 
é  Injuria. 

Así  como  hay  derechos  que  se  estinguen  con  la  persona 
del  difunto,  hay  igualmente  obligaciones  que  se  acaban  del 
mismo  modo  y  no  pasan  á  los  herederos.  Tales  son  las  obli- 
gaciones que  consisten  en  servicios  que  exigen  industria, 
ciencia  ó  habilidad  en  la  persona  que  ba  de  prestarlos  :  offi- 
cia induslrlaliaad  hœredem  non  sunt  transitoria, como  dice 
Gregorio  López  en  la  glosa  3a.  de  la  ley  2,  tít.  8,  Part.  b. 
Tales  son  también  las  obligaciones  penales  que  provienen  de 
delito  ó  cuasi-delito ,  las  cuales  no  pasan  á  los  herederos 
sino  solo  en  el  caso  de  que  se  hubiese  entablado  y  contesta- 
do el  pleito  en  vida  del  ofensor  y  del  ofendido.  Véase  Acción 
penal  y  Acusado. 

XVI.  No  solo  tiene  que  llenar  el  heredero  las  obligaciones 
de  la  persona  á  quien  sucede,  menos  las  que  se  estinguen 
con  ella ,  sino  entregar  también  á  los  interesados  los  legados 
y  mandas  hechas  por  el  difunto  y  cumplir  las  cargas  y  gra- 
vámenes que  este  le  hubiere  impuesto ,  con  tal  que  no  le 
disminuyan  su  legítima  en  caso  de  tener  derecho  á  ella  por 
ser  descendiente  ó  ascendiente.  Véase  Legados ,  Legítima  y 
Albacca. 

XVII.  Debe  asimismo  el  heredero  abintestato  hacer  el  en- 
tierro ,  exequias,  funerales  y  demás  sufragios  que  se  acos- 
tumbren en  el  pais,  con  arreglo  á  la  calidad,  caudal  y  cir- 
cunstancias del  difunto;  y  en  caso  de  no  cumplir  con  esta 
obligación  ,  debe  ser  compelido  á  ello  por  su  propio  juez ,  sin 
que  por  dicha  omisión  y  para  el  efecto  referido  pueda  mez- 
clarse ninguna  justicia  eclesiástica  ni  secular  en  hacer  in- 
ventario de  los  bienes  hereditarios,  los  cuales  deben  entre- 
garse al  heredero  íntegros  sin  deducción  alguna;  ley  14, 
til.  20,  lib.  10,  Nov.  Rec.  La  misma  obligación  tiene  el 
heredero  testamentario  en  caso  de  que  el  testador  nada  hu- 
biese dispuesto  sobre  este  asunto.  Véase  Albacea.  —  La  ley 
56  de  Toro  (ley  13,  lit.  20,  lib.  10,  Nov.  Rec.)  dispone  que 
cuando  el  comisario  encargado  por  el  difunto  no  hizo  testa- 
mento por  haber  pasado  el  tiempo  designado ,  ó  por  no  haber 
querido  ó  por  haber  muerto  sin  usar  de  esta  facultad  ;  el 
heredero  ab  inlestato  que  es  quien  ha  de  percibir  entonces  la 
herencia ,  haya  de  invertir  la  quinta  parte  de  ella  ,  no  sien- 
do descendiente  ni  ascendiente,  por  el  alma  del  testador  den- 
tro del  año  contado  desde  el  fallecimiento  de  este  mismo, 
debiendo  compelerle  á  ello  en  caso  de  morosidad  la  justicia 
ordinaria.  jHabrá  de  considerarse  como  regla  general  esta 


disposición  de  la  ley  36  de  Toro ,  de  manera  que  siempro 
que  uno  muera  intestado  por  no  haber  hecho  testamento 
por  sí ,  ni  dado  comisión  para  que  otro  lo  haga  por  él,  esté 
obligado  el  heredero  ab  intestato  que  no  sea  descendiente  ó 
ascendiente  ,  á  emplear  el  quinto  de  los  bienes  hereditarios 
por  el  alma  del  difunto  ?  La  disposición  de  la  ley  de  Toro 
debe  limitarse  al  caso  de  que  habla ,  ya  porque  toda  dispo- 
sición gravosa  debe  reducirse  mas  bien  que  estenderse,  ya 
porque  quien  da  poder  á  otro  para  testar  manifiesta  su  volun- 
tad de  que  disponga  del  quinto  en  beneficio  de  su  alma, 
como  está  mandado  por  las  leyes  32  y  36  de  Toro  ;  lo  que 
ni  se  ordena  ni  se  presume  en  otros  casos.  Véase  Funerales. 

XVIII.  Como  el  heredero,  sea  testamentario  ó  ab  intestato, 
se  considera  una  misma  persona  con  el  difunto ,  tiene  que 
satisfacerlas  deudas  que  este  dejó  y  entregar  las  mandas  que 
hizo  ,  aun  cuando  importen  mucho  mas  que  los  bienes  he- 
reditarios ;  y  no  puede  sacar  de  estos  lo  que  el  difunto  le 
debia,  ni  tampoco  está  en  el  caso  de  pagar  à  los  mismos  lo 
que  él  debia  al  difunto,  porque  todas  sus  deudas  activas  y 
pasivas  quedan  estinguidas  por  la  confusion  que  se  verifica 
de  derecho  entre  sus  bienes  y  los  de  la  persona  á  quien  su- 
cede. Mas  para  evitarle  estos  males ,  le  concede  la  ley  dos 
beneficios;  á  saber,  el  de  deliberación  y  el  de  inventario  : 
por  el  primero  puede  usar  de  cierto  plazo  para  averiguar  ¡os 
bienes  y  deudas  de  la  herencia  y  resolver  en  su  vista  si  le 
conviene  mas  admitirla  ó  repudiarla  ;  y  por  el  segundo  pue- 
de hacer  constar  mediante  instrumento  legítimo  los  bienes 
en  que  consiste  la  herencia  para  no  quedar  obligado  sino  en 
cuanto,  importaren.  Véase  Aceptación  de  herencia,  Beneficio 
de  deliberación  y  Beneficio  de  inventario. 

XIX.  Aunque  el  heredero  es  representante  del  difunto , 
no  se  reviste  de  esta  calidad  hasta  que  acepta  la  herencia , 
sea  pura  y  simplemente  por  palabras  ó  por  hechos ,  sea  con 
beneficio  de  inventario;  pero  una  vez  aceptada  ,  cualquiera 
que  sea  la  época  de  la  aceptación  ,  se  reputa  heredero  y 
por  consiguiente  propietario  y  aun  poseedor  de  los  bienes 
hereditarios  desde  la  muerte  del  difunto ,  pues  los  efectos  de 
la  aceptación  se  retrotraen  al  dia  de  dicha  muerte.  Las  con- 
secuencias de  este  principio  son  importantes,  según  puede 
verse  en  los  artículos  Aceptación  de  herencia  y  Beneficio  de 
inventario. 

XX.  Como  el  heredero  se  reputa  heredero  desde  el  falle- 
cimiento de  la  persona  á  quien  hereda ,  según  se  acaba  de 
sentar,  porque  desde  aquel  punto  quedan  sin  dueño  los  bie- 
nes que  este  deja  y  deben  pasar  á  las  personas  llamadas  por 
la  ley  ó  por  la  voluntad  del  testador,  importa  mucho  averi- 
guar y  fijar  el  momento  preciso  de  dicho  fallecimiento,  para 
saber  quién  es  el  heredero ,  especialmente  cuando  en  un 
mismo  acontecimiento  perecen  dos  ó  mas  personas  que  la 
disposición  testamentaria  ó  legal  llama  respectivamente  á 
sucederse  la  una  á  la  otra.  Véase  Muerte  simultánea. — Tam- 
bién interesa  mas  de  una  vez  en  materia  de  sucesiones  fijar 
la  época  del  nacimiento.  Véase  Nacimiento  y  Nacimiento 
simultáneo. 

XXI.  Puede  el  heredero  testamentario  ó  legítimo  apode- 
rarse por  sí  mismo  de  la  herencia  que  se  hallare  vacante; 
ley  11 ,  til.  6,  Part.  6.  Pero  si  otro  poseyere  los  bienes  quu 
la  constituyen,  ó  le  disputare  la  calidad  de  heredero,  de- 
berá el  que  se  tiene  por  tal  pedir  al  juez,  con  presentación 
de  los  correspondientes  documentos,  que  le  declare  here- 
dero y  le  ponga  en  posesión  de  los  bienes  hereditarios.  Véase 
Herencia. 

Dicen  algunos  autores ,  y  entre  ellos  Febrero ,  apoyándoso 
en  la  ley  5 ,  tít.  Sil ,  lib.  1 1 ,  Nov.  Rec,  que  el  que  entra  en 
la  herencia  sin  autorización  judicial,  habiendo  otros  cohe- 
rederos, pierde  por  el  hecho  mismo  el  derecho  á  ella.  Mas 
lo  que  dispone  la  ley  es  que  si  habiendo  descendientes  ú 
otros  parientes  que  por  testamento  ó  ab  intestato  tienen  de- 
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fecho  de  heredar  los  bienes  que  dejó  el  difunto,  se  apode- 
rare algún  tercero  de  ellos  bajo  pretes'to  de  que  se  hallan 
vacantes  y  de  que  los  herederos  no  han  tomado  corporal- 
mente  su  posesión,  pierda. cualquier  derecho  que  en  ellos 
tuviere,  v  no  teniéndole  los  restituya  con  otros  tantos  en 
castigo  de  su  osadía. 

XXII.  Cuando  hubiere  dos  ó  mas  herederos,  cada  uno 
de  ellos  tiene  derecho  á  pedir  que  se  divida  la  herencia 
para  disfrutar  independientemente  la  parte  que  le  corres- 
ponda; cada  uno  debo  contribuir  en  proporción  de  su  haber 
hereditario  al  resarcimiento  de  los  gastos  que  durante  la 
proindivision  se  hubieren  hecho  para  la  conservación  ó  de- 
fensa de  la  herencia  :  y  cada  uno  es  responsable  proporcio- 
nalmente  de  las  deudas  del  difunto,  de  modo  que  el  que  se 
viere  reconvenido  por  el  todo  de  una  deuda  puede  obligar  al 
acreedor  á  que  dirija  también  su  acción  contra  los  otros,  sin 
perjuicio  del  derecho  de  hipoteca  que  este  tuviere  sobre 
alguna  finca  determinada  ,  y  sin  que  por  eso  dejen  de  estar 
obligados  todos  hipotecariamente  por  el  todo  de  la  deuda. 
Véase  Partición  de  herencia. 

El  heredero  puede  ser  demandado,  para  la  entrega  ó 
pago  de  legados,  ante  el  juez  de  su  domicilio ,  ó  ante  el  del 
lugar  donde  hubiese  empezado  á  pagarlos,  ó  donde  estu- 
viese la  mayor  parte  de  los  bienes  del  testador,  ó  donde  se 
hallare  la  cosa  legada ,  ó  donde  el  testador  hubiese  mandado 
que  se  hiciese  el  pago;  ley  US,  tu.  9,  Part.  6  :  mas  en  mate- 
ria de  deudas  se  le  tiene  que  demandar,  generalmente  ha- 
blando, ante  el  juez  dé  su  propio  domicilio. 

HEREDERO  instituido  ó  testamentario.  La  persona 
que  nombra  el  testador  para  que  después  de  su  muerte  le 
suceda  en  sus  bienes,  acciones  y  derechos.  Los  herederos 
instituidos  ó  testamentarios  escluyen  siempre  á  los  legítimos 
ó  ab  inteslato  ,  con  tal  que  sea  válida  su  institución  :  Quan- 
íliu  possit  valere  tcstamenlum ,  tandiu  legilhnus  non  admit- 
titur  ;  ley  89 ,  D.  de  rey.  fur.  El  testador  no  siempre  es  libre 
en  instituir  herederos  á  cualesquiera  personas  ;  pues  si  tu- 
viere descendientes  ó  ascendientes  legítimos  en  línea  recta, 
está  obligado  á  dejarles  todos  sus  bienes ,  menos  cierta  parte 
determinada  de  que  puede  disponer,  à  no  ser  que  los  des- 
herede en  virtud  de  alguna  de  las  justas  causas  que  seña- 
lan las  leyes.  De  aquí  viene  la  division  de  herederos  testa- 
mentarios en  forzosos  y  estraños. 

HEREDERO  forzoso  ó  necesario.  El  que  no  puede  ser 
escluido  de  la  herencia  por  el  testador  sin  causa  legal  :  tales 
son  todos  y  solos  los  parientes  del  testador  por  línea  recta, 
ésto  es,  los  descendientes  y  ascendientes  legítimos,  sin  li- 
mitación de  grados;  y  en  algunos  casos  lo  son  también  los 
legítimos,  como  se  verá  mas  abajo.  Dícese  forzoso  y  nece- 
sario ,  porque  el  testador  no  puede  prescindir  de  nombrarle 
heredero,  y  bajo  cierto  aspecto  se  llama  también  legítimo 
porque  la  ley  prohibe  que  se  le  prive  de  la  herencia. 

I.  El  hombre  puede  en  general  disponer  libremente  de 
sus  bienes  ;  pero  la  ley  le  limita  esta  facultad  en  ciertos  ca- 
sos, y  no  quiere  que  el  que  tiene  descendientes  ó  ascendien- 
tes pueda  dar  á  estraños  toda  su  fortuna,  y  desconocer  así 
las  obligaciones  que  le  impone  la  naturaleza,  á  no  ser  que 
aquellos  le  hubiesen  dado  motivo  para  ello ,  pues  solo  en- 
tonces podrá  desheredarlos.  Véase  Desheredación. 

II.  Los  hijos  pues  y  demás  descendientes  legítimos  del 
testador  tienen  derecho  à  todos  los  bienes  del  mismo,  es- 
cepto  á  la  quinta  parte,  de  la  cual  puede  disponer  el  padre 
ó  la  madre  en  su  testamento ,  según  le  parezca  :  y  los  pa- 
dres y  demás  ascendientes  tienen  derecho  á  todos  los  bienes 
de  los  hijos  que  mueren  sin  descendientes ,  á  escepcion  del 
tercio ,  de  que  pueden  disponer  á  su  arbitrio  los  mismos 
hijos;  ley  1 ,  lit.  5,  lib.  h  del  Fuero  Juzgo;  ley  1 ,  tít.  6, 
lib,  3  del  Fuero  Real  ;  y  leyes  6  y  28  de  Tor<?t  à  sea  leyes  1 


y  8  ,  tít.  20  ,  lib.  10,  Nov.  Rec.  Así  los  ascendientes  en  la 
institución  de  sus  descendientes  como  estos  en  la  de  aquellos 
deben  seguir  el  mismo  orden  que  se  halla  establecido  para 
las  sucesiones  ab  ínlestato. Véase  Asccü'áie'úles ,  Descendien- 
tes ,  Hijos ,  Padres ,  Legítima  ,  Quintó  y  Tercio. 

III.  Los  ascendientes  tienen  facultad  para  dejar  á  uno  ó 
mas  de  sus  descendientes,  ademas  de  lo  que  corresponda 
por  su  parte  ó  legítima,  la  quinta  ó'  la  tercera  parte  de  sas 
bienes ,  ó  una  y  otra  juntamente  ;  lo  cual  se  llama  mejorar, 
y  produce  una  disminución  proporcional  eñ  las  legitimas; 
ley  1 ,  tít.  b,  lib.  U  del  Fuero  Juzgo  ;  ley  9 ,  lit.  5  ,  lib.  3, 
del  Fuero  Real;  leyes  215y2Ht  del  Estilo;  y  leyes  17,  18 
y  19  de  Toro.  Véase  Mejora. 

IV.  Ni  los  ascendientes  á  los  descendientes,  ni  estos  á 
aquellos  pueden  imponer  gravamen  ni'  Condición  alguna  en 
sus  legítimas  ó  porciones  que  les  corresponden1;  pero  bien 
pueden  hacerlo  en  el  quinto  ó  tercio  ,  si  lo  dejan  á  ellos , 
así  como  pudieran  dejarlo  á  los  estraños;  ley' \7,  tít.  1, 
ley  1  1 ,  lit.  k  ,  y  leyes  k  y  7,  til.  11 ,  Part.  6. 

V.  No  pudiendo  gravarse  las  legítimas  de  los  descendien- 
tes ,  es  claro  que  los  gastos  de  entierro  y  misas  y  las  mandas 
graciosas  deben  sacarse  del  quinto  de  la  herencia  ,  y  no  del 
cuerpo  de  ella,  aunque  el  testador  haya  mandado  lo  contra- 
rio ,  según  que  así  lo  dispone  la  ley  30  de  Toro;  y  como  la 
disposición  de  esta  ley  se  dirige  principalmente  á  precaver 
que  se  perjudique  á  los  herederos  forzosos  en  la  parte  de 
herencia  que  les  corresponde,  siendo  tan  forzosos  y  legíti- 
mos herederos  los  ascendientes  de  sus  descendientes,  como 
estos  de  aquellos ,  se  sigue  por  necesidad  que  cuando  los 
ascendientes  sean  herederos  de  sus  descendientes ,  ha  de 
observarse  con  ellos  esta  misma  regla  ,  sin  otra  diferencia 
que  la  de  haberse  de  sacar  del  tercio  de  la  hacienda  los  gas- 
tos del  funeral  y  los  legados,  como  lo  advierte  el  señor  Go- 
varrubias,  cap.  18,  de  tcslam.,  §  3,  n.  h.  Véase  Funerales. 

VI.  Como  prescindiendo  de  las  mejoras,  no  pueden  los 
padres  dar  aun  hijo  masque  áotro,  es  consiguiente  que  los 
hijos  ú otros  descendientes  legítimos  que  sean  herederos, 
tienen  que  traer  á  colación  y  partición  los  bienes  que  reci- 
bieron del  caudal  paterno  ó  materno  envida  de  sus  padres, 
para  que  aumentándose  con  ellos  la  masa  de  la  herencia,  se 
haga  la  division  con  la  debida  igualdad  entre  todos  los  he- 
rederos. Mas  los  ascendientes  no  tienen  esta  obligación, 
porque  nada  han  dispuesto  las  leyes  sobre  este  punto;  y  así 
es  que  aunque  un  hijo  ó  nieto  haya  dado  en  vida  á  su  pa- 
dre ,  á  su  madre  ó  á  un  abuelo  algunos  bienes ,  y  nada  á 
otro  ascendiente  que  esté  en  igual  grado,  lo  mismo  here- 
dará el  uno  que  el  otro.  Véase  Colación. 

VIL  Si  el  hijo  casado  y  su  mujer  hubiesen  hecho  pacto 
recíproco  de  sucederse  mutuamente  faltando  alguno  de  los 
dos,  creen  algunos  autores  que  los  ascendientes  quedarían 
escluidos  de  la  herencia  ;  pero  no  puede  sostenerse  tan  ab- 
surda opinion  ,  porque  semejante  pacto  no  es  capaz  de  des- 
truir los  efectos  de  la  ley  6  de  Toro  que  manda  dejar  á  los 
ascendientes  los  bienes  de  los  descendientes  que  mueren 
sin  hijos,  como  que  es  un  pacto  que  no  pudieron  celebrar 
marido  y  mujer  en  perjuicio  de  sus  padres  ó  abuelos ,  así 
como  tampoco  podrian  celebrarlo  en  perjuicio  de  sus  hijos  ó 
nietos.  '  j_ 

VIII.  Dispúlase  con  calor  sobre  si  eY  ^sustituto  pupilar 
nombrado  por  el  padre  al  hijo  impúber  escluirá  á  la  madre 
de  este,  como  disponía  la  ley  12 ,  tít.  5,  Part.  6  :  y  parece 
mucho  mas  probable  la  opinion  que  lo  niega ,  pues  no  pu- 
diendo el  hijo  privar  á  su  madre  ni  á  otro  ascendiente  de  lo 
que  tiene  que  darles  en  virtud  de  la  ley  6  de  Toro ,  menos 
podrá  privarlos  el  padre  cuando  hace  testamento  á  nombre 
del  mismo  hijo.  Véase  Sustitución  pupilar. 

IX.  No  solamente  son  ¿  rederos  forzosos  los  hijos  legíti- 
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ïïios,  sino  también  los  hijos  naturales  legitimados  por  sub- 
siguiente matrimonio,  pues  que  estos  no  se  diferencian  de 
los  legítimos  :  los  legitimados  por  el  rey  deben  ser  nombra- 
dos herederos  cuando  no  hay  legítimos,  con  preferencia  á 
los  ascendientes;  y  los  no  legitimados  pueden  ser  preferidos 
fambien  á  los  ascendientes  por  el  padre,  y  deben  serlo  por 
la  madre.  Los  hijos  espurios  tienen  derecho  á  ser  preferidos 
del  mismo  modo  por  la  madre  á  los  ascendientes  cuando  no 
hay  hijos  legítimos ,  á  menos  que  sean  adulterinos.  Pero 
así  los  naturales  como  los  espurios  ,  cuando  quedan  esclui- 
dos  de  la  herencia ,  pueden  reclamar  de  sus  padres  ó  madres 
los  alimentos;  leyes  1  y  2,  lit.  13,  Part,  h;  ley  2,  lit.  G, 
lib.  3  del  Fuero  Real;  y  leyes  9,  10  y  12  de  Toro.  Véase 
Hijos  ilegítimos  en  sus  diferentes  artículos.  —  Véase  Legí- 
tima. 

HEREDERO  extraño  ó  voluntario.  El  que  nombra 
libremente  el  testador  para  que  le  suceda  en  sus  bienes  des- 
pués de  su  muerte  ;  ó  todo  individuo  á  quien  el  testador 
nombra  heredero,  sin  estar  obligado  á  ello. 

I.  Como  el  testador  solo  está  obligado  á  instituir  herede- 
ros á  sus  descendientes  y  en  defecto  de  ellos  á  sus  ascen- 
dientes, es  claro  que  todos  los  herederos  que  no  se  encuen- 
tren en  ninguna  de  estas  dos  líneas  ó  clases,  serán  herederos 
estraños  ó  voluntarios.  Tales  son  por  lo  tanto  así  los  parien- 
tes colaterales  del  testador  como  los  que  ninguna  relación 
de  parentesco  tuvieren  con  él  :  dase  á  unos  y  á  otros  la  de- 
nominación de  extraños,  porque  el  testador  no  tiene  obliga- 
ción de  nombrarlos  herederos  ;  y  la  de  voluntarios ,  porque 
se  les  instituye  en  su  caso  voluntariamente  y  no  en  fuerza 
de  la  ley  ;  ley  1 ,  tít.  6  ,  lib.  3  del  Fuero  Real ,  y  leyes  2  y 
12,  til.  7,  Part.  6.  Hay  sin  embargo  algún  caso  en  que  los 
hermanos  tienen  derecho  de  invalidar  la  institución  de  un 
heredero  que  hubiese  sido  nombrado  en  perjuicio  de  los 
mismos.  Véase  Desheredación  y  Hermanos. 

Puede  pues  el  testador  que  no  tiene  herederos  forzosos ,  ó 
que  los  ha  desheredado  con  justa  causa,  nombrar  por  herede- 
ros á  cualesquiera  personas  ,  sean  ó  no  sean  sus  parientes  , 
como  también  á  cualesquiera  corporaciones ,  con  tal  que  no 
sean  incapaces  de  heredar.  Son  incapaces  de  heredar  las 
personas  y  cuerpos  que  se  designan  en  el  artículo  Heredero, 
n.  VI.  Véase  también  Amortización  eclesiástica  al  fin. 

II.  El  testador  debe  instituir  al  heredero  en  testamento  y 
no  en  codicilo  :  mas  si  le  nombrare  en  codicilo ,  mandando 
ó  rogando  á  los  que  de  cualquier  modo  hayan  de  heredarle 
que  le  entreguen  la  herencia ,  estarán  estos  obligados  á  en- 
tregársela ,  sacando  para  sí  la  cuarta  trebeliánica  ;  ley  7, 
lit.  3 ,  Part.  6.  Dicen  algunos  autores  que  aun  cuando  no 
haya  dicho  mandamiento  ó  encargo  deben  los  herederos 
testamentarios  ó  legítimos  entregar  los  bienes  hereditarios 
al  heredero  nombrado  en  el  codicilo ,  porque  si  bien  la  ins- 
titución de  heredero  hecha  en  codicilo  no  vale  como  institu- 
ción directa,  quieren  que  á  lo  menos  valga  como  fideicomi- 
so; pero  esta  opinion,  que  entre  otros  sienta  Febrero,  se 
opone  á  la  letra  y  al  espíritu  no  solamente  de  dicha  ley  7, 
como  es  fácil  conocer,  sino  trmbien  de  la  ley  8  que  la  sub- 
sigue, en  la  cual  se  previene  que  no  pueda  el  testador 
sustituir  en  codicilo  otro  heredero  al  nombrado  en  testa- 

¡  mentó ,  ni  aun  para  el  caso  de  morir  este  antes  de  obtener 
la  herencia.  No  es,  sin  embargo,  absolutamente  necesario 
que  el  testador  esprese  en  el  testamento  el  nombre  de  su 
heredero,  pues  basta  decir  en  este  instrumento  que  instituye 
por  heredero  al  sugeto  que  designará  en  el  codicilo  ;  ley  8, 
til.  3 ,  Part.  6  ;  y  aun  puede  reservar  también  dicha  desig- 
nación para  alguna  memoria  testamentaria,  con  tal  que 
después  no  haya  duda  do  haber  sido  estendida  esta  por  el 
testador,  según  opinion  común  de  los  autores.  Véase  Codi- 
cilo y  Cuarta  trebelicmica. 

III.  Tampoco  es  indispensable  designar  al  heredero  por 


su  nombre  y  apellido,  pues  puede  igualmente  designarle  el 
testador  por  señales  ó  demostraciones  ciertas  y  determinadas 
que  no  dejen  duda  de  cuál  es  la  persona  á  quien  quiere  ins- 
tituir, con  tal  que  estas  señales  ó  demostraciones  no  consis- 
tan en  injurias  ó  dicterios  especiales  de  tal  naturaleza  que 
mas  parezca  que  el  testador  se  propone  deshonrar  é  infamar 
á  una  persona  que  no  dejarle  sus  bienes,  como  si  la  designase 
con  la  denominación  *de  traidor  ó  hereje  ;  leyes  6  y  10, 
lit.  3  ,  Part.  6. 

IV.  El  testador  debe  designar  al  heredero  por.  sí  mismo» 
sin  que  pueda  dejarlo  al  arbitrio  de  un  tercero,  ni  dar 
comisión  á  otro  para  que  le  instituya  ;  y  aun  cuando  confiera 
facultad  á  uno  para  hacer  testamento  en  su  nombre ,  tiene 
que  designarle  la  persona  del  heredero  si  es  que  quiere  te- 
nerle ;  ley  11  ,  tít.  3,  Part.  6,  y  ley  31  de  Toro.  Véase  Co- 
misario testamentario.  No  obstante,  cuando  preguntado  por 
el  escribano  ú  otra  persona  no  sospechosa  si  instituye  por 
su  heredero  á  tal  sugeto  determinado,  respondiere  que  sí, 
valdrá  la  institución ,  aunque  no  pronuncie  su  nombre ,  con 
tal  que  se  halle  todavía  en  su  juicio;  ley  li,  lit.  3,  Part.  6(1). 
Algunos  autores  añaden  que  la  respuesta  afirmativa  debe 
haberse  dado  de  viva  voz  y  no  por  señas  :  mas  habiendo 
seguridad  de  que  el  testador  entiende  lo  que  se  le  pregunta, 
no  parece  que  deba  desecharse  la  respuesta  que  diere  por 
señas  en  caso  de  no  poderla  dar  por  palabras. 

V.  Hace  nula  la  institución  el  error  del  testador  sobre  la 
persona  del  heredero;  pero  no  el  error  en  el  nombre  ó  sobre- 
nombre ,  cuando  por  otra  parte  no  dudare  de  la  persona  ; 
leyes  12 y  13,  lit.  3,  Part.  6.  También  el  error  en  la  calidad 
de  la  persona  es  causa  de  nulidad  de  su  institución ,  cuando 
la  institución  se  ha  hecho  por  razón  de  esta  calidad.  Así  es 
que  si  uno  instituye  su  heredero  á  otro  por  creerle  hijo  , 
hermano  ó  primo  suyo,  no  siéndolo  en  realidad,  habrá  de 
quedar  sin  efecto  dicha  institución;  pero  si  le  instituyere 
llamándole  hijo  ó  hermano ,  no  por  creer  que  lo  es  ,  sino  por 
amistad  ó  cariño  ,  la  institución  será  válida,  aunque  no  sea 
hijo  ni  hermano  suyo  el  instituido  ;  d.  leyes  12  y  13,  lit.  3, 
Part.  6. 

VI.  El  testador  puede  hacer  la  institución  por  cualesquiera 
palabras  que  manifiesten  su  voluntad  de  dejar  á  cierta  per- 
sona sus  bienes  ;  y  aun  valdrá  la  institución ,  aunque  1&  cláu- 
sula que  la  contenga  sea  imperfecta  gramaticalmente  consi- 
derada ,  como  si  el  testador  dijere  Pedro  López  sea  heredero 
sin  añadir  mió ,  ó  bien  Pedro  López  heredero  omitiendo  sea , 
ó  va  Pedro  López  sea  sin  poner  mi  ni  heredero  ,  porque  se 
presume  que  estas  faltas  proceden  de  la  enfermedad  con  que 
se  hallaba  gravado  el  testador  y  no  de  otras  causas  ;  ley  6, 
tít.  3,  Part.  6. 

VII.  Puede  el  testador  hacer  el  establecimiento  de  here- 
dero pura  y  absolutamente  ó  bajo  condicion.Véase  Condición 
en  sus  diferentes  artículos. 

VIII.  Puede  también  el  testador  instituir  heredero  á  uno 
hasta  cierto  tiempo  ó  desde  cierto  tiempo  ;  en  cuyo  caso 
pertenecerá  la  herencia  al  heredero  instituido  hasta  el  tiempo 
ó  desde  el  tiempo  que  se  le  hubiere  señalado,  y  al  heredero 
ab  intestato  ,  ó  al  que  tal  vez  se  hubiere  sustituido,  por  todo 
el  tiempo  en  que  el  testamentario  no  deba  tenerla.  Dice  , 
por  ejemplo ,  el  testador  que  nombra  heredero  à  Pedro  hasta 
fin  de  diciembre  de  1850  ó  hasta  que  muera  su  abuelo,  ó 


(1)  Esta  doctrina  es  de  Febr. ,  cap.  2  de  los  herederos  en  gene- 
ral, ün  del  n.  U,  quien  se  refiere  ala  ley  ciluda,  es  decir,  ley  41 , 
lit.  5,  Part.  6  ;  pero  esa  ley  no  dice  tal  cosa.  Gómez  en  los  miras. 
109  y  HO,  en  la  ley  5  de  Toro  trata  de  la  materia;  pero  pura- 
mente por  derecho  romano,  que  á  nada  conduce  para  los  Ameri- 
canos. Véase  también  á  Flores  de  Mena,  lib.  1  ,  í'ar.  gucesf.,  1  , 
núms.  US  á  51 ,  sobre  los  casos  en  que  el  testador  apunas  puede 
responder  si  ó  no. 
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bien  desde  la  muerte  de  su  abuelo  ó  desde  Io.  de  enero 
de  1851  en  adelante  :  en  el  primer  caso  tendrá  Pedro  la  he- 
rencia desde  la  muerte  del  testador  hasta  fin  de  diciembre 
de  1850  ó  hasta  el  fallecimiento  del  abuelo  de  que  se  traía, 
y  desde  cualquiera  de  estas  respectivas  épocas  en  adelante 
será  la  herencia  del  heredero  ab  intesta to  del  testador,  si  este 
no  hubiese  dispuesto  otra  cosa  ;  pero  en  el  segundo  caso ,  el 
heredero  ab  intestato  del  testador  disfrutará  la  herencia  res- 
pectivamente hasta  la  muerte  de  dicho  abuelo  ó  hasta  Io.  de 
enero  de  1851,  en  cuya  época  deberá  entregarla  á  Pedro 
que  es  el  heredero  testamentario.  No  era  así  entre  los  Roma- 
nos :  según  sus  leyes  se  consideraba  simple  y  absoluta  la 
institución  á  día  ó  desde  dia  cierto  ,  teniéndose  por  nulo  el 
señalamiento  de  tiempo,  de  suerte  que  el  instituido  ad  diem 
vel  ex  die  entraba  en  la  herencia  luego  que  se  abria  la  suce- 
sión y  la  retenia  para  siempre  ,  porque  el  que  una  vez  era 
heredero  no  podia  ya  dejar  de  serlo  ,  y  porque  nadie  podia 
morir  en  parte  testado  y  en  parte  intestado  en  cuanto  á  los 
bienes  ni  en  cuanto  al  tiempo  :  Semel  hceres ,  semper  hœres  : 
Nenio  pro  parle  íestalus ,  et  pro  parte  intestatus  decedere 
potesi.  bBi  legislación  de  las  Partidas  adoptó  estos  principios 
con  todas  sus  consecuencias  ;  y  así  es  que  por  la  ley  15 , 
lit.  o ,  Part.  6,  se  dispuso  que  si  uno  establecía  á  otro  por  su 
heredero  hasta  tal  dia  ó  desde  tal  tiempo  en  adelante,  tomase 
luego  el  heredero  á  la  muerte  del  testador  la  herencia  en  que 
había  sido  instituido,  sin  esperar  el  dia  ni  el  tiempo  asignado. 
Mas  la  legislación  recopilada ,  y  especialmente  la  ley  1 , 
tít.  18,  lib.  10,  Nov.  Rec,  ha  dado  disposiciones  que  des- 
truyen la  base  de  los  indicados  principios  de  las  leyes  de 
los  Romanos  y  de  las  Partidas ,  y  se  ha  levantado  sobre  sus 
ruinas  una  nueva  jurisprudencia  que  admite  y  quiere  se 
ejecuten  á  la  letra  las  instituciones  de  herederos ,  ora  sean 
por  tiempo  ó  sin  tiempo  ,  ora  por  parte  ó  por  el  todo  de  la 
herencia.  Es  por  tanto  muy  de  estrañar,  que  al  cabo  de  300 
años  que  lleva  ya  de  existencia  esta  doctrina ,  vengan  ahora 
escritores  ,  incluso  el  Febrero  Novísimo ,  que  apoyándose 
en  dicha  ley  18  ,  tít.  3  ,  Part.  6  ,  digan  que  en  el  nombra- 
miento de  heredero  desde  cierto  dia  hasta  cierto  dia  es  válida 
la  institución  de  heredero  y  que  no  lo  es  la  designación  del 
plazo  ,  de  modo  que  el  heredero  entrará  según  ellos  en  la 
herencia  como  si  tal  cláusula  no  existiese. 

IX.  Puede  el  testador  nombrar  uno,  dos  ó  mas  herederos, 
y  repartirles  la  herencia  del  modo  que  mejor  le  parezca  ; 
pues  cuando  no  hay  herederos  forzosos ,  tiene  la  libertad  de 
distribuir  sus  bienes  entre  las  personas  y  en  la  forma  que 
mas  le  acomode  ;  ley  16  ,  lit.  3 ,  Part.  6. 

Era  un  axioma  general  entre  los  Romanos  que  cuando  se 
instituía  uno  ó  mas  herederos  se  les  debía  dejar  y  distribuir 
toda  la  herencia  de  modo  que  nada  sobrase  de  ella  ;  porque 
nadie  podia  morir  en  parte  testado  y  en  parte  intestado  : 
lia  dividendo,  est  hcereditas,  ne  quid  ex  loto  asse  supersit. 
Seguíase  de  aquí  :  —  Io.  que  el  heredero  único  instituido 
en  una  parte  de  la  herencia  ,  se  la  llevaba  toda  ;  de  suerte 
que  si  el  testador  dejaba  v.  gr.  30,000  monedas  de  oro ,  ó  4 
viñas  ó  6  olivares  ó  12  casas  ó  todas  estas  cosas  juntas,  y 
nombraba  á  Ticio  heredero  de  la  mitad  ó  del  Tcuarto  ó  del 
tercio  de  esta  hacienda  ó  solo  de  una  casa  ó  de  un  olivar  ó 
de  dos  viñas  ó  de  cuatro  ó  seis  mil  monedas  ,  sin  disponer 
de  las  restantes  á  favor  de  otra  persona  ,  Ticio  se  llevaba 
absolutamente  por  cierta  especie  de  derecho  de  acrecencia 
ó  atracción  todas  las  monedas ,  viñas  ,  olivares  y  casas ,  sin 
que  nada  pasase  á  los  herederos  ab  intestato  :  —  2o.  que  si 
habiendo  sido  instituidos  dos  ó  mas  herederos  en  partes 
señaladas,  quedaba  todavía  vacante  alguna  porción  de  he- 
rencia ,  se  les  habia  de  aplicar  este  sobrante  á  los  mismos 
herederos  instituidos  en  proporción  de  la  parte  que  á  cada 
uno  se  hubiese  asignado;  de  manera  qué  si  el  testador  dejó 
ft0,000  monedas  y  nombró  á  Yirgiüo  heredero  de  la  mitad 


y  á  Horacio  de  la  cuarta  parte  de  ellas ,  debían  dividirse  las 
10,000  que  restaban  entre  ambos  coherederos  ,  llevándose 
Virgilio  7,500  y  2,500  Horacio,  sin  que  tampoco  los  here- 
deros ab  intestato  tuviesen  derecho  alguno  á  recoger  este 
sobrante. 

Todas  estas  disposiciones,  consecuencias  necesarias  del 
citado  axioma  ,  se  encuentran  establecidas  del  mismo  modo 
que  en  el  derecho  romano ,  en  las  leyes  de  las  siete  Partidas, 
y  especialmente  en  las  leyes  14  ,  15  y  17,  tit.  3 ,  Part.  3  ;  y 
aunque  han  caducado  ya  completamente  por  ser  contrarias 
á  nuestras  instituciones  y  costumbres  que  tan  diferentes  son 
de  las  romanas ,  á  nuestra  jurisprudencia ,  y  á  los  principios 
sentados  en  la  ley  1,  lit.  18,  lib.  10  de  la  Novís.  Recop. 
(  según  la  cual  es  válido  el  testamento  aunque  no  haya  ins- 
titución de  heredero ,  en  cuyo  caso  debe  pasar  la  sucesión 
al  heredero  legítimo  ,  de  modo  que  ya  puede  morir  uno  en 
parte  testado  y  en  parte  intestado) ,  se  consideran  y  citan 
todavía  como  vigentes  en  algunas  obras  modernas  ,  y  aun 
en  la  del  Febrero  Novísimo,  que  por  lo  mismo  que  en  virtud 
de  su  antigua  reputación  anda  en  manos  de  todos  es  capaz 
de  inducir  en  graves  errores  á  los  principiantes. 

X.  No  hay  mas  regla  ni  axioma  en  el  dia  para  las  dispo- 
siciones testamentarias  entre  estraños  que  la  voluntad  del 
teslador:  Dical  testator,  et  erit  lex.  La  voluntad  del  testador 
es  la  que  debemos  escudriñar  y  no  los  principios  del  dere- 
cho romano  para  distribuir  los  bienes  que  deja ,  y  entre  las 
leyes  de  las  Partidas  no  nos  pueden  servir  ahora  de  guia  en 
esta  materia  sino  aquellas  que  se  acomodan  mas  bien  con 
dicha  voluntad  que  con  los  citados  principios. 

Así  es  que  si  el  testador  instituye  á  uno  ó  mas  herederos 
en  la  mitad  v.  gr.  ó  en  los  dos  tercios  de  sus  bienes  ,  ó  tal 
vez  solo  en  los  raices  ó  solo  en  los  muebles ,  sin  disponer  de 
los  que  restan  ,  no  gozarán  ya  dichos  herederos  del  derecho 
de  atracción  para  llevarse  toda  la  herencia  ,  sino  que  per- 
cibirán tan  solo  las  partes  que  respectivamente  se  les  hubie- 
ren señaladq,y  las  restantes  pasarán  á  los  herederos  ab  in- 
testato ;  pues  por  el  hecho  de  no  disponer  el  testador  sino 
de  cierta  parte  de  sus  bienes  á  favor  de  estraños  manifiesta 
bastante  ser  su  voluntad  que  los  demás  queden  á  favor  de 
las  personas  llamadas  por  la  ley  á  sucederle ,  de  modo  que 
puede  decirse  que  tácitamente  las  instituye.  Esta  doctrina 
se  deduce  tan  inmediata  y  necesariamente  de  la  citada  ley  I, 
tít.  18,  lib.  10,  Nov.  Rec,  y  es  por  otra  parte  tan  equitativa 
y  razonable ,  que  no  deja  de  causar  admiración  el  que  haya 
en  el  dia  quien  la  califique  de  mera  opinion  de  jurisconsullos 
y  manifieste  adherirse  á  los  principios  del  derecho  romano 
cuya  aplicación  seria  ahora  injusta  y  ridicula.  El  derecho 
de  acrecer  no  tiene  ya  lugar  sino  cuando  dimana  de  la  volun- 
tad del  testador.  Véase  Acrecencia  ó  acrecimiento. 

XI.  Como  el  testador  puede  dividir  la  herencia  en  cuantas 
partes  quisiere  ;  como  no  es  ya  costumbre  acomodarse  á  la 
division  en  doce  onzas  ó  partes  adoptada  por  el  derecho 
romano  y  por  las  leyes  de  las  Partidas,  de  que  se  ha  hablado 
en  el  artículo  As ,  pues  que  ya  no  se  dejan  las  herencias  por 
onzas  ni  por  libras;  y  como  habiendo  cesado  el  antiguo 
axioma  de  que  nadie  podia  morir  testado  é  intestado  á  un 
mismo  tiempo,  no  hay  mas  regla  para  la  aplicación  de  una 
herencia  que  el  examen  de  la  voluntad  del  testador  ;  parece 
inútil  y  aun  perjudicial  recorrer  esa  multitud  de  casos  que 
se  figuran  y  deciden  los  romanistas  conforme  á  principios 
y  reglas  que  ya  no  existen  :  casos  unos  que  decidirá  con 
prontitud  y  facilidad  cualquiera  que  no  esté  preocupado 
con  doctrinas  romanas  ;  y  casos  otros  que  ni  ocurren  ni  es 
fácil  que  ocurran  ,  y  que  si  ocurrieran  probarían  tal  vez  el 
desarreglo  en  que  se  hallaba  el  testadar  con  respecto  á  sus 
facultades  intelectuales. 

XII.  Si  el  testador  nombra  dos,  tres,  cuatro  ó  mas  here- 
deros sin  designar  á  cada  uno  la  carte  que  quiere  dejarle , 
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ellos  querían  instituidos  con  igualdad  ,  y 
que  cada  uno  debe  percibir  tanta  parte  como  cualquiera  otro 
de  sus  compañeros  ,  ley  17,  til.  3,  Part.  6;  y  si  ácada  uno 
señala  su  parle,  es  claro  también  que  cada  uno  deberá 
llevar  la  parto  que  se  le  hubiere  asignado  y  no  mas;  de  modo 
que  si  algo  sobrare  del  total  de  la  herencia  será  para  los  he- 
rederos ab  intestato,y  si  algo  faltare  para  cubrir  la  asigna- 
ción hecha  se  decrecerá  ó  disminuirá  proporcionalmente  á 
los  herederos  instituidos. 
Puede  suceder  con  efecto  que  un  testador  poco  exacto  en 
>  jus  cálculos,  dividiendo  su  herencia  en  partes  alícuotas  , 
señale  á  sus  herederos  mas  partes  que  las  que  componen 
un  todo  ,  como  si  deja  por  ejemplo  á  Pedro  la  mitad,  á  Juan 
la  tercera ,  y  á  Diego  la  cuarta  parte  de  sus  bienes  ;  en  cuyo 
caso  habrá  de  rebajarse  á  prorata  á  cada  uno  de  los  here- 
deros el  escedente  que  resulta ,  procediendo  por  la  regla 
de  proporción  ó  de  tres.  Suponiendo  v.  gr.  que  la  herencia 
importa  12,000  rs.  cuya  mitad  son  6,000;  la  tercera  parte 
4,000  ;  y  la  cuarta  3,000  ,  que  en  todo  componen  13,000  , 
se  formará  la  cuenta  de  esta  suerte:  si  13,000  me  dan  12,000, 
¿cuántos  me  darán  6,000 ,  cuántos  4,000  ,  y  cuántos  3,000? 
Me  resultan  5,558  rs.  16  mrs.  á  favor  de  Pedro  por  su  mi- 
tad ,  3,692  rs.  10  mrs.  á  favor  de  Juan  por  su  tercera  parte , 
y  2,769  rs.  8  mrs.  á  favor  de  Diego  por.su  cuarta.  El  mismo 
resultado  se  obtiene  haciendo  la  cuenta  de  este  otro  modo  : 
se  dividen  los  12,000  rs.  en  15  partes  ,  y  salen  en  cada  una 
923  rs.  y  mrs.  :  se  multiplica  esta  cantidad  por  6  que  es  la 
mitad  correspondiente  al  primer  heredero  :  luego  por  h  que 
es  la  tercera  parte  perteneciente  al  segundo;  y  últimamente 
por  tres  que  es  la  cuarta  parte  señalada  al  tercero.  Si  la 
herencia  fuere  de  100,000  rs.,  daremos  por  cualquiera  de  los 
dos  métodos  46,153  rs.  29  mrs.  al  heredero  de  la  mitad  , 
30,769  rs.  8  mrs.  al  heredero  del  tercio,  y  25,076  rs.  51  mrs. 
al  heredero  del  cuarto. 

XIII.  Instituyendo  el  testador  á  uno  por  su  heredero  en  là 
parte  que  dice  tenerle  señalada  en  su  codicilo  ó  testamento 
anterior,  si  no  se  encontrase  en  uno  ni  en  otro  tal  señala- 
miento ,  no  se  considerará  instituido  tal  heredero  ;  y  lo  propio 
habrá  de  decirse  en  el  caso  de  que  alguno  fuese  nombrado 
heredero  en  la  misma  parle  en  que  el  testador  supone  haber 
sido  instituido  él  mismo  por  otra  persona  ,  si  luego  resulta 
que  no  existe  esta  institución.  Mas  si  el  testador  se  refiere 
en  la  institución  á  tiempo  futuro  ,  diciendo  que  instituye  á 
Pedro  v.  gr.  en  la  parte  que  le  señalará  en  codicilo  ú  otro 
instrumento ,  y  después  no  resulta  señalamiento  alguno  ó  no 
aparece  codicilo ,  se  entenderá  instituido  Pedro  en  toda  la 
herencia.  Tal  es  la  opinion- de  algunos  autores  ;  pero  como 
el  testador  no  manifiesta  intención  de  dejar  á  Pedro  todos 
sus  bienes  sino  solamente  una  parte  de  ellos ,  no  parece  muy 
¡usto  adjudicárselos  todos  por  no  haber  señalamiento  espe- 
cial ;  y  quizá  se  presentarán  circunstancias  que  hagan  creer 
que  si  el  testador  omitió  después  el  señalamiento  que  habia 
anunciado ,  fué  mas  bien  por  dejar  á  Pedro  sin  nada  que  por 
dejarle  toda  la  herencia.  Si  el  testador  instituyese  por  sus 
herederos  á  dos  ó  mas  personas ,  reservando  para  el  codicilo 
la  designación  de  partes  que  queria  se  diese  á  cada  uno  ,  y 
después  no  hiciese  codicilo  ú  omitiese  en  él  la  designación  , 
habría  de  dividirse  entonces  la  herencia  entre  todos  ellos 
por  iguales  partes. 

XIV.  Cuando  el  testador  establece  varios  herederos  ,  tres 
por  ejemplo  ,  instituyendo  á  cada  uno  de  ellos  en  todos  sus 
bienes,  se  entiende  que  los  instituye  con  igualdad  ,  y  cada 
uno  por  lo  tanto  percibirá  la  tercera  parte  de  la  herencia  ; 
ley  19,  til.  5,  Part.  6. 

XV.  Nombrando  el  testador  sus  herederos  en  esta  forma: 
Instituyo  à  Pedro  por  mi  heredero  en  la  mitad  àe  mis  bienes, y 
ú  Juan  en  la  otra  mitad,  y  ¿i  Diego  en  la  misma  parte  que  á 
hian ,  no  se  dividirá  la  herencia  cu  tres  partes  iguales  sino 


que  Pedro  llevará  la  mitad  de  toda  la  herencia  ,  y  Juan  y 
Diego  la  otra  mitad  por  iguales  parles,  pues  parece  quiso  el 
testador  que  estos  dos  se  considerasen  unidos  como  una  sola 
persona. 

XVI.  Si  el  testador  nombrase  varios  herederos  ,  con  de- 
signación de  partes  á  unos  y  á  otros  sin  ella ,  llevarán  aque- 
llos las  partes  que  se  les  hubieren  designado  ,  y  estos  perci- 
birán con  igualdad  entre  sí  el  resto  de  la  herencia  ;  ley  17, 
lit.  3 ,  Pari.  6. 

Si  el  testador  hubiese  instituido  cuatro  herederos ,  seña- 
lando á  uno  de  ellos  la  mitad  de  la  herencia  y  á  otro  la  otra 
mitad ,  sin  asignar  parte  alguna  á  los  dos  restantes ,  llevarán 
aquellos  la  mitad  de  la  herencia  y  no  mas,  y  estos  la  otra 
mitad  ,  debiendo  unos  y  otros  distribuírsela  entre  sí  por 
iguales  partes  ;  de  suerte  que  cada  uno  sacará  la  cuarta  parte 
de  los  bienes  hereditarios,  como  si  todos  hubieran  sido  insti- 
tuidos con  igualdad  ;  d.  ley  17,  til.  3,  Part.  6. 

XVII.  Si  el  testador  nombrase  á  uno  por  heredero  do- 
todos  sus  bienes ,  y  después  á  otro  mandando  que  este  lleve 
el  resto  de  su  herencia ,  todo  se  lo  llevará  el  primero  y  nada 
el  segundo ,  porque  nada  le  queda  que  heredar,  á»no  ser 
que  el  primero  tenga  incapacidad  legal  para  suceder,  y  el 
testador  dijere  que  instituye  al  segundo  en  la  parle  que  no 
pudiere  haber  el  primero ,  pues  entonces  será  del  segundo 
toda  la  herencia;  ley  19,  til.  5,  Part.  6. 

XVIII.  Estableciendo  el  testador  muchos  herederos,  al 
uno  simplemente  por  sí  mismo  y  á  los  otros  de  un  modo  co- 
lectivo ,  aquel  se  entenderá  instituido  en  la  mitad  de  la  he-- 
rencia,  y  todos  los  demás  en  la  otra  mitad,  que  dividiráa 
entre  sí  por  partes  iguales.  Si  dice  pues  el  testador  :  Insti- 
tuyo herederos  á  Pedro  y  á  los  hijos  de  Juan  ;  ó  bien  ,  insli— 
luyo  á  Pedro  ,  y  también  instituyo  á  Diego  y  Francisco,. 
Pedro  recibirá  la  mitad  de  los  bienes  hereditarios ,  y  la  otra 
mitad  será  para  los  hijos  de  Juan  en  el  primer  ejemplo  ,  y 
para  Diego  y  Francisco  en  el  segundo  ,  porque  las  personas, 
conjuntas  no  ocupan  mas  lugar  que  el  de  una  sola.  Esta  doc- 
trina ,  sin  embargo ,  no  tendrá  lugar  cuando  por  alguna  frase 
ó  palabra  ó  cláusula  ó  disposición  se  venga  en  conocimiento 
de  que,  á  pesar  de  la  conjunción ,  quiso  el  testador  que  to- 
dos le  heredasen  con  igualdad.  Así  piensan  varios  autores  y 
entre  ellos  Antonio  Gómez,  ¿¿'6. 1,  Variar.,  cap.  2,  n.  5  ;  pero 
siendo  regla  general  prescrita  por  la  citada  ley  17,  tit.  3, 
Part.  6,  que  cuando  el  testador  establece  muchos  herederos 
sin  designación  de  partes  todos  hayan  de  percibirlas  igual- 
Íes',  y  que  si  quiere  darlas  á  unos  mayores  que  á  los  otros 
deba  señalarlas  y  espresarlas ,  parece  inferirse  por  una  con- 
secuencia rigurosa  que  mientras  no  haya  este  señalamiento1 
deben  ser  iguales  todos  los  herederos  instituidos ,  sin  que 
para  que  no  lo  sean  basten  conjeturas  fundadas  en  algún  des- 
cuido de  redacción  ó  en  la  poca  exactitud  con  queá  veces  se 
esplican  los  testadores  ó  los  que  reducen  á  escrito  sus  dispo- 
siciones. 

XIX.  Suscitan  los  autores  no  pocas  cuestiones  sobre  lo= 
casos  en  que  los  herederos  deben  entenderse  llamados  a. 
suceder  al  testador  simultáneamente  y  los  casos  en  que  deben, 
entenderse  llamados  por  orden  sucesivo.  No  entraremos  dn 
el  examen  circunstanciado  de  tantos  casos  como  imaginan 
ni  de  otros  muchos  que  todavía  imaginar  pudieran  ,  ptros 
unos  se  presentan  de  fácil  resolución  á  todo  hombre  que  se 
halle  dotado  de  sentido  común ,  y  otros  no  parecen  sino 
partos  de  cabezas  enfermizas  y  pasadas  ya  do  sutilezas  y 
cavilosidades.  La  regla  general  es  que  todos  los  herederos  so 
entienden  llamados  á  suceder  simultáneamente  ó  á  un  mismo 
tiempo  al  testador  que  los  instituye,  tengan  ó  no  tengan  re- 
laciones de  parentesco  entre  sí  mismos  unos  con  otros  ;  y 
solo  habrán  de  heredar  por  orden  sucesivo  ,  esto  es  ,  unos 
después  de  la  muerte  de  los  otros ,  cuando  los  términos  en 
que  está  concebida  la  institución  no  dejan  duda  de  que  el 
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testador  así  lo  quiere,  y  cuando  la  sucesión  simultánea  de 
todos  los  instituidos  es  imposible  por  no  existir  todavía  al- 
gunos de  ellos. 

XX.  El  testador  no  solamente  puede  nombrar  primeros 
herederos,  sino  también  segundos;  esto  es  ,  después  de  ha- 
ber nombrado  herederos ,  puede  sustituirles  otros  para  que 
perciban  la  herencia  en  defecto  de  los  instituidos  en  primer 
lugar.  En  este  casoel  primero  se  Wamasustituido  y  el  segundo 
sustituto.  Véase  Sustitución. 

XXI.  Puede  hacerse  la  institución  de  heredero  ,  no  solo 
directamente,  sino  también  de  un  modo  indirecto,  rogando 
el  testador  al  establecido  por  heredero  que  restituya  la  he- 
rencia á  otro.  En  este  caso  se  llama  fiduciario  el  encargado 
de  restituir  la  herencia  ;  y  fideicomisario  el  que  ha  de  reci- 
birla de  él.  Véase  Fideicomiso,  y  Sustitución  fideicomisaria. 
==¡  Véase  Heredero. 

HEREDERO  legítimo  ó  ab  intestato.  El  llamado  por 
la  ley  á  la  sucesión  de  un  difunto  cuando  no  hay  heredero 
testamentario.  No  hay  heredero  testamentario  :  —  Io.  cuando 
el  difunto  murió  sin  hacer  testamento;  —  2o.  cuando,  aun- 
que lo  hizo  ,  no  guardó  las  solemnidades  requeridas  por  de- 
recho; —  5o.  cuando  después  de  haberlo  hecho  legalmenle,  so 
anuló  el  testamento  ó  se  revocó  ó  rescindió  ó  quedó  sin  efecto 
por  alguna  razón ,  á  lo  menos  en  cuanto  á  la  institución  de  he- 
redero; —  U°.  cuando  habiendo  hecho  testamento  en  debida 
forma,  omitió  en  él  la  institución  de  heredero  ;  —  S°.  cuando 
habiendo  hecho  testamento  y  nombrado  heredero,  este  no 
quiere  aceptar  la  herencia  ,  ó  por  causa  de  incapacidad  no 
puede  recibirla,  ó  es  privado  de  ella  por  indignidad  :  ley  i, 
til.  13,  Part.  6  ,  y  ley  1 ,  til.  18,  «¡6.  10,  Nov.  Iiec.  Véase 
Heredero ,  n.  VI  y  sig.  hasta  el  XIV  inclus.  Dícese  legítimo 
el  heredero  que  viene  á  la  sucesión  en  defecto  de  testamen- 
tario ,  porque  es  llamado  por  disposición  de  la  ley  y  no  del 
hombre;  y  se  denomina  ab  intestato,  porque  la  persona  á 
quien  sucede  no  hizo  testamento,  ó  si  lo  hizo  es  lo  mismo 
que  si  no  lo  hubiese  hecho,  á  lo  menos  en  cuanto  á  la  insti- 
tución de  heredero. 

No  habiendo  pues  ó  faltando  el  heredero  testamentario  , 
quiere  la  ley  que  perciban  la  herencia ,  por  el  orden  y  según 
las  reglas  que  luego  se  espresarán  ,  las  personas  siguientes  : 
—  Io.  los  descendientes  :  —  2o.  los  ascendientes:  —  3o.  los 
parientes  colaterales  hasta  el  cuarto  grado  inclusive  :  — 
k°.  los  hijos  naturales  por  lo  respectivo  á  la  sucesión  del 
padre  :  —  S°.  el  cónyuge  que  sobrevive  :  —  6o.  los  colate- 
rales desde  el  quinto  hasta  el  décimo  grado  inclusive  :  — 
7o.  el  fisco  ó  sea  el  Estado.  Mas  para  que  las  personas  con- 
tenidas en  los  seis  primeros  números  que  preceden ,  puedan 
recoger  y  conservar  la  herencia  ,  se  requiere  que  no  sean 
incapaces  ni  indignas  de  suceder  al  difunto.  Véase  Herederos 
n.  VI  y  sig. 

Primer  orden  de  sucesión  :  descendientes. 

I.  Los  primeros  que  deben  heredar  al  difunto  intestado  son 
sus  descendientes  legítimos ,  sin  limitación  de  grados ,  sin 
distinción  de  varones  ó  hembras ,  ni  de  emancipados  ó  hijos 
de  familia  ,  ni  de  nacidos  ó  solo  concebidos  ,  y  aunque  pro- 
cedan de  diferentes  matrimonios,  pues  que  todos  están  uni- 
dos con  el  mismo  vínculo  á  su  padre  ó  á  su  madre  ;  leyes  1 , 
2  y  20,  lit.  'i,  lib.  k  del  Fuero  Juzgo  ;  leyes  i ,  3,  7  y  8,  lit.  6, 
lib.  3  del  Fuero  Real;  ley  3,  lit.  13,  Part.  6;  y  ley  6  de 
Toro.  Véase  Hijo  postumo. 

II.  Mas  aunque  vengan  á  la  sucesión  todos  los  descen- 
dientes sin  limitación  de  grados  ,  con  tal  que  entre  ellos  y  el 
difunto  no  medie  otra  persona,  esto  es ,  con  tal  que  no  tengan 
padre  ó  madre  que  esté  en  grado  mas  próximo  al  difunto , 
no  todos  empero  han  de  percibir  igual  parte  de  la  herencia. 
Deben  con  efecto  distinguirse  tres  casos ,  pues  ó  concurren 
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solo  descendientes  del  primer  grado ,  que  son  los  hijos ,  ó. 
solo  de  los  grados  ulteriores ,  que  son  los  nietos  ,  biznietos 
y  demás,  ó  juntamente  del  primero  y  de  los  ulteriores.  — 1 
Si  solo  hay  hijos ,  suceden  por  cabezas ,  esto  es ,  por  sus  pro- 
pias personas,  y  se  hacen  tantas  partes  de  la  herencia 
cuantos  son  los  mismos  hijos  :  de  suerte  que  si  un  padre  ó 
madre  que  tiene  cuatro  hijos  deja  una  hacienda  de  cuarenta 
mil  pesos,  cada  uno  de  los  hijos  percibirá  diez  mil.  —  Si 
solo  hay  nietos  ó  biznietos ,  no  suceden  por  sus  propias  per- 
sonas sino  por  troncos  ó  estirpes ,  esto  es ,  en  lugar  y  repre- 
sentación de  las  personas  de  sus  padres  ó  abuelos  que  si 
vivieran  vendrían  á  la  sucesión;  y  así  no  se  hacen  tantas 
partes  de  la  herencia  cuantos  son  los  nietos  ó  biznietos,  sino 
cuantos  son  los  troncos  ó  estirpes  :  de  manera  que  si  una 
persona  que  habiendo  tenido  cuatro  hijos  que  le  precedieron 
en  la  muerte  deja  del  primero  cuatro  nietos  ,  del  segundo 
1res  ,  del  tercero  dos  y  del  cuarto  uno ,  no  se  dividirá  la  he- 
rencia de  los  cuarenta  mil  pesos  del  ejemplo  de  arriba  en 
diez  partes  iguales  sino  solo  en  cuatro ,  debiendo  llevar  diez 
mil  pesos  el  único  descendiente  del  cuarto  hijo  ,  diez  mil  los 
dos  del  tercero,  diez  mil  los  tres  del  segundo,  y  otros  diez 
mil  los  cuatro  del  primero,  en  el  concepto  de  que  los  del 
primero,  segundo  y  tercero  han  de  subdividir  luego  entre  sí 
por  personas  su  respectiva  cuarta  parte ,  y  el  del  cuarto 
gozará  enteramente  de  la  suya  por  ser  único.  —  Si  concur- 
ren juntamente  hijos  y  nietos  ó  biznietos,  los  hijos  suceden 
por  cabezas ,  y  los  nietos  ó  biznietos  por  estirpes  ó  troncos  : 
de  modo  que  en  el  ejemplo  propuesto  de  la  herencia  de  los 
cuarenta  mil  pesos  y  de  los  cuatro  hijos ,  si  viven  dos  de 
estos  y  han  fallecido  los  otros  dos  dejando  el  uno  por  su 
parte  tres  hijos  v.  gr.  y  el  otro  cinco  ,  se  darán  diez  mil 
pesos  á  cada  uno  de  los  hijos  vivos ,  diez  mil  á  los  tres  que 
dejó  el  un  hijo  muerto ,  y  otros  diez  mil  á  los  cinco  que  dejó 
el  otro ,  con  la  indicada  calidad  de  subdivision  por  individuos. 
Ley  3,  til.  13,  Part.  6.  Véase  Representación,  y  Colación 
de  bienes. 

III.  Hemos  dicho  que  los  primeros  que  deben  heredar  á 
un  difunto  intestado  son  sus  descendientes,  aunque  procedan 
de  diversos  matrimonios.  Si  muere  pues  un  hombre  dejando 
dos  hijos,  uno  de  su  primer  matrimonio  y  otro  del  segundo, 
ambos  tendrán  los  mismos  derechos  á  su  sucesión  ,  pues  que 
es  uno  mismo  el  vínculo  que  los  enlaza  con  su  padre  ;  pero 
cada  uno  de  ellos  sucederá  por  sí  solo  á  su  madre  respec- 
tiva; ley  h,  lit.  b ,  lib.  h  del  Fuero  Juzgo,  y  ley  12 ,  til.  6  , 
lib.  3  del  Fuero  Real.  Cásase  Juan  v.  gr.  con  María,  y  de 
ella  tiene  á  Pedro;  se  casa  en  segundas  nupcias  con  Antonia, 
y  de  ella  tiene  á  José  :  Pedro  será  heredero  único  de  María, 
y  José  lo  será  de  Antonia  ;  mas  Pedro  y  José  dividirán  entre 
sí  por  iguales  partes  la  herencia  de  Juan ,  que  es  su  padre 
común. 

IV.  Los  descendientes  del  primer  grado ,  esto  es,  los  hi- 
jos ,  son  siempre  llamados  á  la  sucesión  por  cabezas  ,  como 
parientes  mas  próximos  del  difunto;  y  los  descendientes  de 
los  grados  ulteriores,  cuales  son  los  nietos,  biznietos  y  demasP 
son  llamados  por  troncos  ó  estirpes ,  como  represen  tan  teO 
de  sus  padres  ó  abuelos,  así  en  el  caso  de  que  concurran  so= 
los  en  grados  iguales  ó  desiguales  por  haber  muerto  previa- 
mente todos  los  hijos  y  aun  algunos  nietos  del  difunto,  como 
en  el  de  que  concurran  juntamente  y  en  union  con  algunos 
hijos  que  sobrevivan  ;  de  modo  que  la  representación  tie 
lugar  hasta  lo  infinito  en  la  línea  recta  de  descendiente 
Esta  doctrina  es  una  consecuencia  necesaria  i,ls  las  disposi 
ciones  de  la  ley  3,  tít.  13, Part.  6,  que  mas  arriba  se  han  o  - 
plicado  ,  y  está  admitida  sin  contradicción  por  todos  '\% 
autores.  Mas  ¿  podrá  darse  algún  caso  en  que  los  deseen* 
dientes  del  segundo  ,  tercero  y  demás  grados  sean  llamados 
también  por  cabezas  como  los  del  primero?  ¿Podrán  los 
nietos  suceder  alguna  vez  por  su  propio  derecho  al  difunto 
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del  mismo  modo  que  los  hijos!?  Dos  casos  se  presentan  en 
que  bal  sucesión  puede  verificarse  :  Io.  el  de  indignidad, 
2o.  el  de  renuncia.  Muere,  por  ejemplo,  un  hombre  dejando 
dos  hijos ,  y  ambos  a  dos  son  declarados  indignos  de  suce- 
derle  :  los  hijos  de  los  indignos  vendrán  por  su  propio  dere- 
cho á  la  sucesión  de  su  abuelo,  y  se  la  partirán  por  cabezas, 
aunque  se  hallen  en  segundo  grado.  Renuncia  un  hijo  único 
la  herencia  de  su  padre  :  los  hijos  del  renunciante  vendrán 
igualmente  á  la  sucesión  de  su  abuelo  por  sus  propias  per- 
sonas como  parientes  mas  inmediatos,  aunque  sea  también 
segundo  el  grado  en  que  se  hallan.  Ni  el  renunciante  ni  el 
indigno  pueden  ser  representados  ,  pues  que  ni  el  uno 
ni  el  otro  tienen  derechos  que  sus  hijos  pueden  hacer 
valer;  y  así  es  que  si  estos  últimos  vienen  á  la  herencia  , 
no  vendrán  por  representación  de  sus  padres,  sino  por  ser 
los  parientes  mas  próximos  en  su  línea  descendiente,  por  no 
haber  otros  hijos  del  difunto  ,  pues  si  los  hubiera  ,  estos  y 
no  tales  nietos  serian  los  herederos.Véase  Heredero,  n.  IX, 
X,  XI  y  XII,  y  Representación. 

V.  Los  descendientes  legitimados  por  subsiguiente  matri- 
monio suceden  juntamente  con  los  legítimos  ,  como  que  se 
consideran  y  colocan  en  esta  clase;  ley  1  ,  tít.  13,  Part.  5. 
Mas  los  legitimados  por  privilegio  del  rey  ,  aunque  lo  sean 
para  heredar  á  sus  padres  y  abuelos  ,  no  sucederán  sino 
cuando  no  haya  legítimos  ni  legitimados  por  subsiguiente 
matrimonio,  á  quienes  debe  quedar  ilesa  su  legítima;  bien 
que  en  la  sucesión  de  los  demás  parientes  serán  iguales  á  los 
legítimos;  ley  12  de  Toro  ,  ó  7,  tít.  20,  lib.  10,  Nov.  Rec. 
Véase  Hijo  legitimado. 

VI.  Los  hijos  naturales,  cuando  no  hay  legítimos  ni  legi- 
timados ,  suceden  á  su  madre  en  todos  sus  bienes,  aunque 
esta  deje  ascendientes  legítimos;  ley  11 ,  tít.  15,  Part.  6,  y 
glosa  5  efe  Greg.  López,  ley  9  de  Toro,  y  ley  de  16  de  mayo 
de  1835. 

Los  mismos  hijos  naturales  suceden  á  su  padre,  á  falta  de 
legítimos  y  legitimados,  solo  en  la  sexta  parte  de  la  herencia 
que  deben  partir  con  su  madre ,  leyes  8  y  9,  lit .  13,  Part.  6  ; 
pues  si  bien  manda  la  ley  de  16  de  mayo  de  1855  que  los 
hijos  naturales  legalmente  reconocidos  y  sus  descendientes 
sucedan  á  su  padre  en  toda  la  herencia,  no  es  aplicable  esta 
disposición  al  primer  orden  de  suceder  que  ahora  nos  ocupa 
sino  al  cuarto  de  que  luego  hablaremos.  Véase  cuarto  orden 
de  sucesión  en  este  mismo  articulo,  é  Hijo  natural. 

VII.  Los  hijos  espurios  jamas  heredan  al  padre ,  ley  10  , 
tít.  15,  Part.  6  ;  pero  no  habiendo  descendientes  legítimos 
ni  naturales  ,  suceden  á  la  madre  como  no  sean  nacidos  de 
dañado  y  punible  ayuntamiento  ó  habidos  de  clérigo  de  or- 
den sagrado  ó  de  fraile  ó  monja  profesos  ;  ley  9  de  Toro. 
Véase  Hijo  espurio. 

VIII.  Los  hijos  adoptivos  no  suceden  al  adoptante  sino 
cuando  este  no  tuviere  hijos  ni  ascendientes  legítimos  ó  na- 
turales. Véase  Adopción,  Adopción  especial  y  Arrogación. 

=  Véase  Hijos  en  todos  sus  artículos. 

Segundo  orden  de  sucesión  :    ascendientes. 

I.  No  habiendo  descendientes  que  deban  heredar  según 
lo  espresado  en  la  esplicacion  del  primer  orden  de  sucesión, 
entran  á  suceder  al  difunto  intestado  sus  ascendientes  legí- 
timos sin  distinción  de  sexo  ,  con  absoluta  esclusion  de  sus 
colaterales  aunque  sean  hermanos;  ley  2  ,  lit.  2  ,  lib.  li  del 
Fuero  Juzgo  ;  ley  1,  Ht.  6  ,  lib.  3  del  Fuero  Real  ;  ley  h  , 
til.  15,  Part.  6;  y  leyes  6  y  7  de  Toro,  ó  1  y  2,  tít.  20  ,■ 
lib.  10,  Nov.  Rec. 

II.  El  ascendiente  mas  cercano  escluye  siempre  al  mas  re- 
moto, porque  entre  ascendientes  no  se  sucede  por  represen- 
tación como  entre  descendientes  ,  sino  por  la  proximidad  de 
parentesco.  Asi  es  que  si  el  difunto  deja  padre  y  madre. 


ambos  heredarán  por  partes  iguales;  pero  si  deja  padre  solo 
ó  madre  sola,  heredará  el  sobreviviente  todos  los  bienes, 
sin  que  nada  lleven  los  abuelos  del  muerto.  De  la  misma  ma- 
nera, si  á  falta  de  padre  y  madre  queda  un  abuelo  por  una 
linea  y  un  bisabuelo  por  la  otra  ,  será  toda  la  herencia  del 
abuelo,  con  esclusion  absoluta  del  bisabuelo.  Ley  U,  lit.  13, 
Part.  6.  Véase  Representación. 

III.  Mas  aunque  no  tiene  lugar  la  representación  entro 
ascendientes,  sin  embargo  cuando  por  una  de  las  dos  líneas 
paterna  ó  materna  hay  mas  número  de  personas  que  por  la 
otra,  distantes  todas  del  difunto  en  igual  grado  ,  se  hace  la 
division  de  la  herencia  por  lineas ,  de  modo  que  la  mitad  va 
á  la  línea  paterna  y  la  otra  mitad  á  la  materna.  Así  es  que  si 
el  difunto  dejare  su  abuelo  solo  por  parte  de  madre  y  su 
abuelo  y  abuela  por  parte  de  padre,  percibirá  el  abuelo  ma- 
terno la  mi  tad  de  los  bienes  del  nieto,  y  el  abuelo  y  la  abuela 
paternos  tomarán  la  otra  mitad  que  dividirán  luego  entre  sí 
por  iguales  parles;  ley  U,  til.  13,  Part.  6.  Véase  Suceder 
por  líneas. 

IV.  La  ley  10,  tít.  6,  lib.  3  del  Fuero  Real  disponía,  que 
en  la  sucesión  intestada  de  los  descendientes  muertos  sin 
posteridad  volviesen  los  bienes  al  tronco  ó  raiz  de  donde 
habian  salido,  esto  es,  que  concurriendo  en  igual  grado  as- 
cendientes de  ambas  líneas  se  llevasen  los  de  la  paterna  los 
bienes  que  el  difunto  habia  recibido  por  parte  de  padre  y 
los  de  la  materna  los  bienes  que  aquel  habia  recibido  por 
parte  de  madre,  dividiéndose  igualmente  entre  unos  y  otros 
los  bienes  que  hubiese  adquirido  por  otras  vias.  Pero  la  ley 
6  de  Toro  ha  destruido  esta  disposición  ,  y  quiere  que  los 
ascendientes  sucedan  indistintamente  á  los  descendientes 
en  lodos  sus  bienes  de  cualquier  calidad  que  sean ,  esto  es, 
ora  procedan  los  bienes  de  parte  de  los  padres  ó  de  las  ma- 
dres ,  ora  sean  profecticios  ó  adventicios  ,  ora  castrenses  ó 
cuasi  castrenses  ó  de  otra  clase,  salvo  en  las  ciudades,  villas 
y  lugares  donde  según  el  fuero  de  la  tierra  se  acostumbran 
tornar  los  bienes  al  tronco  ó  la  raiz  á  la  raiz.  Véase  Bienes 
troncales. 

V.  Sucediendo  el  padre  y  la  madre  al  hijo  de  familia  in- 
testado, dividirán  por  iguales  partes  los  bienes  hereditarios, 
con  la  diferencia  de  que  el  padre  conservará  durante  su  vi- 
da el  usufructo  legal  que  tenia  en  los  bienes  del  hijo  ,  y  la 
madre  entretanto  solo  disfrutará  la  propiedad  de  los  que  le 
tocaron.  Así  lo  decidía  el  derecho  romano  ,  y  así  lo  resuel- 
ven Antonio  Gómez  y  el  doctor  Llamas  en  sus  comentarios 
á  la  ley  6  de  Toro. 

VI.  Como  por  regla  general  es  reciproca  la  sucesión  en- 
tre ascendientes  y  descendientes,  sucederán  á  los  hijos  ile- 
gítimos sus  padres  y  demás  ascendientes  en  la  misma  forma 
que  aquellos  suceden  á  estos.  —  Así  es  que  el  padre  suce- 
derá al  hijo  natural  no  legitimado  solo  en  la  sexta  parle  de 
la  herencia,  y  la  madre  en  el  resto  de  ella;  ley  8  ,  ííí.  15 , 
Part.  6.  Si  el  padre  hubiese  muerto  antes  que  el  hijo  natu- 
ral ,  todos  los  bienes  de  este  pasarán  á  la  madre  ;  y  habien- 
do fallecido  la  madre ,  el  padre  natural  no  adquirirá  sino  la 
sexta  parte,  y  las  otras  cinco  sextas  pasarán  á  los  here- 
deros de  parte  de  la  madre;  ley  12  ,  tít.  15,  Parí.  6.  — 
Como  los  hijos  espurios  jamas  heredan  al  padre ,  es  consi- 
guiente que  tampoco  el  padre  debe  sucederles  á  ellos  en  ca- 
so alguno;  y  por  el  contrario  ,  como  heredan  á  la  madre 
del  mismo  modo  que  los  naturales  ,  es  claro  que  también 
la  madre  debe  heredarlos  á  ellos  en  su  caso  con  esclusion 
del  padre.  —  Con  respecto  á  la  sucesión  de  los  hijos  adop- 
tivos falla  la  regla  de  reciprocidad  ,  pues  si  bien  el  adoptado 
sucede  al  adoptante  en  el  caso  indicado  mas  arriba ,  no  por 
eso  el  adoptante  sucede  al  adoptado;  ley  5,  lit.  21 ,  lib.  4 
del  Fuero  Real. 
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Tercer  orden  de  sucesión  :  colaterales  hasta  el  cuarto 
grado  inclusive. 

I.  No  habiendo  dejado  el  difunto  intestado  descendientes 
ni  ascendientes  que  le  hereden  ,  entran  en  la  sucesión  los 
parientes  colaterales  ,  sin  distinción  de  sexo;  leyes  3  y  9, 
lit.  2,  lib.  U  del  Fuero  Juzgo;  ley  1 ,  tít.  6,  lib.  3  del  Fuero 
Real;  leyes  4  y  b,  iíl.  13,  Part.  6,  y  ley  7  de  Toro. 

II.  El  pariente  de  grado  mas  próximo  es  preferido  por 
regla  general  en  la  sucesión  á  todos  los  demás;  y  concur- 
riendo varios  de  un  mismo  grado,  todos  heredarán  por  par- 
tes iguales.  Esta  regla,  sin  embargo,  sufre  algunas  modifi- 
caciones que  luego  veremos. 

III.  Entran  pues  los  colaterales  á  suceder  al  difunto  por 
el  orden  siguiente  de  preferencia  : 

Io.  Los  hermanos  bilaterales  ó  de  ambos  lados  del 
difunto  (que  también  se  llaman  hermanos  carnales  ó  en- 
teros) y  sus  hijos;  aquellos  por  cabezas,  mas  estos  por 
estirpes  cuando  concurren  con  sus  tios,  y  por  cabezas  cuando 
están  solos  ;  pues  en  la  línea  trasversal  la  representación  solo 
tiene  lugar  en  los  sobrinos  cuando  concurren  con  sus  tios. 
Así  que,  habiendo  hermanos  bilaterales,  escluyen  á  todos  los 
demás  parientes,  aun  álos  hermanos  unilaterales,  y  se  divi- 
den la  herencia  entre  sí  por  iguales  partes  :  —  habiendo  al 
mismo  tiempo  hermanos  bilaterales  é  hijos  de  uno  ó  mas 
hermanos  de  la  misma  clase  que  hubiesen  fallecido  antes  de 
la  apertura  de  la  sucesión,  sucederán  aquellos  por  sus  pro- 
pias personas,  y  estos  por  las  de  sus  padres  llevando  solo  la 
parte  de  herencia  que  al  padre  muerto  correspondería  si  vi- 
viera ;  —  y  en  caso  de  haber  muerto  todos  los  hermanos 
bilaterales  dejando  hijos ,  estos  sucederán  por  cabezas  y  no 
por  estirpes  á  su  tio  ó  tia,  y  repartirán  su  herencia  con  igual- 
dad según  el  número  de  personas  ,  sin  atender  á  si  en  una» 
rama  hay  mas  ó  menos  que  en  otra ,  escluyendo  absoluta- 
mente á  los  hermanos  unilaterales  y  á  los  tios  del  difunto  á 
quien  se  hereda,  aunque  los  hermanos  unilaterales  se  hallan 
en  grado  mas  próximo  que  ellos  ,  y  los  tios  del  difunto  en 
grado  igual.  Leyes  S  y  8,  til.  2  ,  lib.  k  del  Fuero  Juzgo; 
ley  13,  lit.  6,  lib.  3  del  Fuero  Real;  ley  5,  lit.  13 ,  Part.  6 , 
y  ley  8  de  Toro. 

Aunque  los  hijos  de  dos  ó  mas  hermanos,  cuando  concur- 
ren por  sí  solos ,  dividen  entre  sí  la  herencia  por  cabezas  y 
no  por  estirpes,  según  acabamos  de  decir,  opinan  sin  em- 
bargo algunos  autores  romanistas  y  entre  los  nuestros  el  doc- 
tor don  Sancho  de  Llamas,  que  en  el  caso  de  que  haya  al- 
gún tio  del  difunto  ó  algún  hermano  unilateral  de  este 
mismo ,  deben  dividir  dichos  hijos  la  herencia  por  estirpes  y 
no  por  cabezas,  del  mismo  modo  que  cuando  concurren  con 
sus  tios ,  porque  como  no  escluyen  de  la  herencia  al  tio  ó 
medio  hermano  del  difunto  sino  por  representación  de  sus 
padres,  pues  de  otra  manera  no  podrían  escluir  á  parientes 
mas  próximos  ó  iguales  à  ellos  en  grado,  parece  consiguien- 
te que  ya  que  se  sirven  del  privilegio  de  representación  para 
escluir,  se  sirvan  también  de  él  para  suceder  y  dividir. 
Respetamos  mucho  esta  opinion  ,  especialmente  al  ver  entre 
sus  defensores  á  Cuyacio,  á  Vinio  y  al  señor  Llamas;  pero 
no  nos  resolvemos  á  seguirla  ,  ya  porque  entre  otras  la  ci- 
tada ley  o,  tít.  13,  Part.  6,  confiere  absolutamente  y  sin  es- 
cepciones  á  los  hijos  de  quienes  hablamos  el  derecho  de  di- 
vidir entre  sí  la  herencia  por  cabezas  y  no  por  estirpes,  ya 
por  la  inmensa  diferencia  que  hay  entre  concurrir  con  pa- 
rientes que  participan  de  la  sucesión  y  concurrir  con  parien- 
tes que  son  escluidos  de  ella  y  á  quienes  nada  puede  apro- 
vechar que  los  citados  hijos  hereden  por  estirpes  y  no  por 
personas,  ya  porque  no  están  tan  estrechamente  enlazados 
en  la  representación  los  efectos  de  escluir  y  dividir  que  re- 
pugne á  su  naturaleza  la  subsistencia  del  uno  sin  la  del  otro, 


ya  en  fin  porque  todavía  puede  disputarse  si  en  realidad  los 
hijos  que  nos  ocupan  suceden  cuando  están  solos  mas  bien 
por  representación  que  por  su  propio  derecho ,  no  siendo  es- 
traño  que  por  su  propio  derecho  escluyan  al  tio  y  medio 
hermano  del  difunto,  pues  vemos  la  preferencia  que  da  siem- 
pre la  ley  á  la  línea  délos  descendientes. 

2o.  No  habiendo  al  tiempo  de  la  apertura  de  la  sucesión 
hermanos  bilaterales  ni  hijos  suyos ,  son  admitidos  los  her- 
manos unilaterales  ó  de  un  lado,  ora  sean  consanguíneos  , 
ora  uterinos,  y  sus  hijos,  en  la  misma  forma  que  los  her- 
manos bilaterales  y  los  hijos  de  estos;  de  modo  que  también 
los  unilaterales  sucederán  por  cabezas,  y  los  hijos  de  los 
muertos  por  estirpes  cuando  concurran  con  sus  tios  y  por 
cabezas  si  estuvieren  solos.  Mas  si  concurrieren  hermanos 
consanguíneos  ó  sus  hijos  con  hermanos  uterinos  ó  sus  hijos, 
aquellos  heredarán  los  bienes  procedentes  de  parte  de  pa- 
dre, y  estos  los  procedentes  de  parte  de  madre  ,  debiendo 
unos  y  otros  partir  con  igualdad  los  bienes  que  el  difunto 
hubiese  adquirido  por  sí.  Ley  S ,  lit.  2 ,  lib.  4  del  Fuero 
Juzgo;  ley  12,  lit.  6,  lib.  3  del  Fuero  Real;  ley  6,  tít.  13, 
Part.  6. 

3°.  En  defecto  de  hermanos  bilaterales  y  unilaterales  y  de 
hijos  de  unos  y  otros,  son  llamados  ala  sucesión  los  demás 
parientes  colaterales  por  su  orden  y  grado,  de  modo  que  el 
mas  próximo  escluye  siempre  al  mas  remoto ,  y  los  de  un 
mismo  grado  heredan  por  cabezas,  sin  distinción  de  sexo 
ni  de  línea  ni  de  mayor  ó  menor  conjunción  con  el  difunto 
ni  de  bienes  paternos  ó  maternos,  pues  ni  el  derecho  de  re- 
presentación ni  la  ventaja  del  doble  vínculo  de  parentesco , 
esto  es ,  el  estar  unido  al  difunto  por  parte  de  padre  y  ma- 
dre, ni  ninguna  otra  prelacion  pasan  de  los  hermanos  y  sus 
hijos.  Véase  Doble  vínculo  de  parentesco  y  Representación. 

Mas  ¿hasta  qué  grado  llega  el  derecho  de  suceder  ab  in- 
testato  los  parientes  colaterales  ?  La  ley  6,  tít.  13,  Part.  6, 
lo  estendió  hasta  el  décimo;  y  después  la  ley  1,  tít.  11  , 
lib.  2 ,  y  la  6,  tít.  22 ,  lib.  10 ,  Nov.  Rec.  en  los  arts.  7  y  8 
déla  instrucción  de  26  de  agosto  de  1786  que  la  acompaña, 
lo  limitaron  al  cuarto  (1).  Disputóse  luego  sobre  si  este  gra- 
do cuarto  habia  de  entenderse  según  la  computación  civil  ó 
según  la  canónica.  Unos  abrazaron  la  civil  (2),  que  es  la  que 
debe  seguirse  en  los  actos  civiles,  cual  es  el  de  la  sucesión 

(1)  En  favor  de  la  opinion  de  los  que  hacen  lUgar  el  derecho 
de  suceder  ab  intestato  los  parientes  colaterales  hasta  el  décimo 
grado,  podríamos  citar,  contra  Sala  ,  Alvarez  y  Febrero ,  un  gran 
número  de  autores,  y  entre  ellos  Berni ,  en  la  ley  23  ,  tít.  1 , 
Part.  6;  Magro  y  Beleña,  en  sus  Instituciones,  lib.  3  ,  tít.  10, 
n.  14;  Acevedo,  en  la  ley  12,  tít.  8  ,  lib.  5  de  la  Recop.  ;  Solor- 
zano,  en  su  Polít.  Ind.,  lib.  S,  cap.  7,  ns.  55  y  38  ;  y  ademas  ca- 
sos en  que  tanto  en  España  como  en  América  se  han  dado  los 
bienes  ab  intestato  á  herederos  fuera  del  cuarto  grado.  Pero  su- 
puesto que  disposiciones  posteriores  han  venido  á  cortar  disputas, 
como  dice  el  autor  á  continuación  ,  no  nos  detendremos  en  esta 
materia. 

En  la  república  de  Chile  ha  cesado  también  toda  duda  sobre  el 
particular,  porque  el  decreto  de  22  de  noviembre  de  1838  ha  de- 
clarado terminantemente  que  el  derecho  de  sucesión  ab  intestato 
de  los  colaterales  se  entiende  hasta  el  décimo  grado,  y  que  este 
debe  computarse  civilmente.  Ni  ha  parado  aquí  el  restableci- 
miento del  derecho  contenido  en  las  leyes  de  Partida  ,  sino  que 
por  el  mismo  decreto  se  dispone  ademas,  que  á  falta  de  parientes 
colaterales  en  dicho  grado,  entre  á  heredar  ab  intestato  el  cón- 
yuge sobreviviente  que  hubiese  hecho  vida  maridable,  ó  hu- 
biere dejado  de  hacerla  sin  culpa  suya,  sin  perjuicio  de  la  sexta 
parte  que  corresponde  á  los  hijos  naturales,  si  los  hubiere  ;  y  solo 
á  falta  de  cónyuge  sobreviviente  entre  á  heredar  el  fisco,  como  lo 
disponen  las  leyes  23,  tít.  H,  Part.  4,  y  6,  tít.  13, Part.  6. 

(2)  Como  Febrero,  Tapia  y  Magro  en  sus  Instit. ,  lib.  3,  ht.  6, 
De  grad.  cognât. ,  n.  2. 
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hereditaria  ;  y  otros  (1)  prefirieron  la  canónica ,  fundados  en 
inducciones  sacadas  de  la  real  cédula  de  2»  de  setiembre 
do  1798  que  supone  que  las  sucesiones  intestadas  se  estien- 
den mas  allá  del  citarlo  grado,  y  en  una  sentencia  dada 
el  13  de  julio  de  1802  por  el  superintendente  general  de 
mostrencos  que  adjudicó  à  parientes  del  quinto  grado  civil 
los  bienes  de  un  inlestato.  A  esta  última  opinion  se  inclinó 
el  paVorde  don  Juan  Sala  en  sus  Instituciones  y  la  adoptó 
mas  resueltamenteel  doctor  don  Sancho  de  Llamas  en  su  co- 
mentario ala  ley  8  de  Toro,  n.  kb.  Posteriormente ,.  el  real 
decreto  de  31  de  diciembre  de  1829  y  la  instrucción  de  7  de 
marzo  de  1831  acerca  del  impuesto  gradual  sobre  las  suce- 
siones vinieron  á  cortar  estas  disputas ,  mandando  que  no 
heredasen  sino  los  parientes  colaterales  dentro  del  cuarto 
grado ,  que  los  grados  habían  de  regularse  por  el  orden  ci- 
vil y  no  por  el  canónico ,  y  que  no  habiendo  parientes  de 
esta"  clase  sucediese  la  real  hacienda.  Pero, por  fin  la  ley 
de  16  de  mayo  de  1855  sobre  adquisiciones  por  el  Estado  ha 
restablecido  la  sucesión  de  los  parientes  colaterales  basta  el 
décimo  grado  civil  con  arreglo  à  la  citada  ley  6  ,  tít.  13, 
Part  6  ;  con  la  diferencia  empero  de  que  haciendo  dos  clases 
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de  los  parientes  colaterales ,  una  hasta  el  cuarto  grado  y 
otra  desde  el  quinto  al  décimo  inclusive  ,  quiere  que  la  pri- 
mera venga  á  heredar  por  el  orden  establecido  hasta  aquí 
según  las  leyes  vigentes,  y  no  admite  á  la  segunda  sino  des- 
pués de  los"  hijos  naturales  legalmente  reconocidos  y  sus 
descendientes  por  lo  respectivo  á  la  sucesión  del  padre ,  y 
después  del  cónyuge  del  diluntono  separado  por  divorcio, 
como  mas  abajo  veremos.  Suceden  pues  ahora  en  este  tercer 
orden  de  sucesión  al  difunto  intestado ,  á  falta  de  hermanos 
enteros  y  medios  y  de  hijos  de  unos  y  otros ,  los  demás  pa- 
rientes colaterales  hasta  el  cuarto  grado  inclusive.  La  citada 
instrucción  de  7  de  marzo  de  1851  mandó  tener  presente  : 
que  en  las  líneas  colaterales  no  hay  primer  grado  civil,  y 
que  de  consiguiente  en  el  segundo  están  únicamente  los  her- 
manos de  la  persona  á  quien  se  trata  de  suceder  ó  heredar  ; 
en  el  tercero  los  sobrinos ,  hijos  de  hermanos  ,  y  los  tios  ó 
hermanos  de  los  padres;  y  en  el  cuarto  los  hermanos  de  los 
abuelos  paternos  y  maternos  ,  los  nietos  de  los  hermanos  y 
los  primos  que  son  hijos  de  los  hermanos  de  los  padres  ó 
de  las  madres. 

4o.  Por  lo  que  hace  á  los  parientes  ilegítimos  han  de  ob- 
servarse las  reglas  que  siguen. 

Al  hijo  yiatural  que  muere  intestado  sin  descendientes  y 
sin  madre,  le  suceden  sus  hermanos  de  parte  de  madre,  con 
esclusion  de  los  que  solamente  lo  son  por  parte  de  padre , 
porque  aquellos  son  ciertos  y  estos  dudosos  ;  ley  12,  lit.  13, 
Pari.  6.  La  ley  no  distingue  de  hermanos;  pero  algunos  au- 
tores ,  entre  ellos  Gregorio  López  en  la  glosa  2 ,  quieren  que 
si  el  difunto  tiene  por  parte  de  madre  hermanos  legítimos  y 
naturales ,  sean  aquellos  preferidos  á  estos  ;  y  otros  con  An- 
tonio Gómez  pretenden  que  naturales  y  legítimos  deben 
concurrir  á  un  mismo  tiempo  y  heredar  por  iguales  partes  , 
por  hallarse  todos  en  un  mismo  grado.  La  opinion  de  Gre-. 
gorio  López  parece  mas  conforme  á  los  principios  legales  : 
Io.  porque  si,  como  luego  veremos,  cuando  por  no  tener  el 
difunto  hermanos  de  parte  de  madre  le  suceden  los  herma- 

(1)  Alvarez  Posadiila  en  la  ley  50  de  Toro  :  cl  Dr.  Alvarez  y 
cl  Dr.  Palacios  en  la  Instit.  de  A  sao  y  Manuel.,  dicen  que  es  du- 
doso si  lia  de  tener  lugar  la  computación  civil  ó  la  canónica  ;  pero 
en  verdad  no  encuentro  fundamento  para  tal  duda,  cuando  es 
tan  sentado  en  derecho  que  la  canónica  solo  tiene  lugar  en  ma- 
trimonios. El  caso  de  haberse  dado  los  bienes  en  sentencia  á  pa- 
riente en  quinto  grado  (que  es  de  donde  se  toman  las  induccio- 
nes á  favor  de  la  canónica),  mas  bien  prueba  claramente  que  no 
hay  restricción  al  cuarto  ,  que  no  el  que  esle  se  compute  canóni- 
camente para  conciliar  su  ostensión  fuera  de  esos  límites. 


nos  de  parte  de  padre ,  han  de  ser  preferidos  entre  estos  los 
legítimos  á  los  naturales,  ¿qué  razón  hay  para  que  no  lo 
sean  también  entre  los  hermanos  de  parte  de  madre,  cuan- 
do son  estos  los  que  concurren  á  la  herencia?  2o.  porque  así 
como  en  la  sucesión  ala  madre  no  se  admiten  los  hijos  natura- 
les sinoá  falta  de  legítimos,  es  consiguiente  que  tampoco  en 
la  sucesión  á  un  hermano  natural  se  admitan  los  hermanos 
naturales  cuando  hay  hermanos  legítimos  :  Ubicumque  de 
successione  fraterna  traclaliir,  Ule  fraler  prceferlur  quiplu- 
ribits  nexibus  erit  conjunclus,  scilicet  nexu  natura ,  elnexn 
juris.  La  preferencia  que  se  concede  á  los  legítimos  sobre 
los  naturales  se  funda  en  la  necesidad  que  hay  de  evitar  las 
uniones  vagas  é  ilegítimas  para  conservar  en  la  sociedad  la 
moralidad  y  el  buen  orden  :  y  así  es  que  una  vez  que  ha  sido 
adoptada  por  la  ley,  no  debe  negarse  sino  cuando  la  ley  es- 
presamente  la  niegue.  Si  el  difunto  deja  hermanos  naturales 
enteros  y  hermanos  naturales  medios ,  esto  es,  hermanos  de 
parte  del  mismo  padre  y  de  la  misma  madre  y  hermanos  de 
la  misma  madre  pero  de  diverso  padre ,  serán  preferidos  los 
enteros  á  los  medios  ,  de  modo  que  no  heredarán  estos  sino 
en  defecto  de  aquellos  como  así  está  ordenado  con  respecto 
á  los  hermanos  bilaterales  legítimos  por  razón  del  doble  vin- 
culo de  parentesco ,  según  se  ha  dicho  mas  arriba ,  y  así  lo 
sientan  Gregorio  López  en  la  glosa  5  de  la  ley  12,  tít.  13, 
Part.  6,  y  Antonio  Gómez  en  la  ley  9  de  Toro  ,  n.  50. 

Al  natural  que  no  deja  descendientes  ni  madre  ni  herma- 
nos legítimos  ni  naturales  de  parle  de  madre  ,  le  suceden  los 
hermanos  de  parte  de  padre ,  y  entre  ellos  son  preferidos 
los  legítimos  á  los  naturales;  ley  12,  iít.  13,  Part.  6. 

Los  hijos  naturales  no  suceden  á  los  hijos  legítimos  ni  á 
los  demás  parientes  por  parte  de  su  padre ,  pero  suceden  á 
los  de  parte  de  su  madre  que  mueran  intestados  ,  siendo  pa- 
rientes mas  inmediatos;  ley  12,  iít.  15,  Parí.  6.  ¿  Quesera, 
pregunta  Gregorio  López ,  si  tal  hermano  legítimo  y  natural 
por  parte  de  padre  no  tuviese  otros  hermanos  legítimos  y 
naturales  por  parte  de  padre  ó  uterinos  por  parte  de  madre? 
¿Le  sucederá  en  tal  caso  el  hermano  natural  de  parte  de 
padre?  Parece  que  sí,  responde,  así  como  el  mismo  legítimo 
sucedería  al  natural,  debiendo  ser  recíproca  la  sucesión. 

Los  espurios  de  cualquiera  clase  que  sean  no  suceden  á 
los  parientes  de  su  padre ,  ni  estos  á  ellos  ,  porque  no  suce- 
diendo á  su  padre  ni  su  padre  á  los  mismos ,  es  consiguiente 
que  tampoco  y  mucho  menos  hereden  á  los  parientes  del 
padre.  Tampoco  los  espurios  de  dañado  ayuntamiento  suce- 
den á  sus  hermanos  y  parientes  por  línea  materna,  por  la 
propia  razón  de  que  ni  ellos  suceden  á  su  madre  ni  su  ma- 
dre á  ellos  ;  pero  los  demás  espurios  que  tienen  derecho  de 
heredar  á  su  madre ,  así  como  esta  lo  tiene  de  heredarlos  á 
ellos,  sucederán  á  sus  hermanos  y  demás  colaterales  por 
parle  de  madre ,  y  de  consiguiente  dichos  colaterales  suce- 
derán reciprocamente  à  dichos  espurios. 

Los  hijos  adoptivos  no  suceden  á  los  hijos  ni  á  los  demás 
parientes  del  adoptante,  ni  tampoco  los  hijos  y  parientes 
del  adoptante  suceden  á  los  hijos  adoptivos;  ley  9,  tít.  16, 
Part.  h.  Véase  Adopción. 

Cuarto  orden  de  sucesión  :  hijos  naturales  con  respecto 
al  padre. 

I.  No  dejando  el  padre  intestado  despendientes  ni  ascen- 
dientes legítimos  de  ningún  grado  ni  parientes  colaterales 
hasta  el  cuarto  inclusive  que  deban  heredarle  conforme  á  lo 
dicho  en  los  tres  órdenes  de  sucesión  que  preceden ,  le  su- 
cederán entonces  los  hijos  naturales  legalmente  reconocidos 
y  sus  descendientes ,  sin  perjuicio  del  derecho  preferente. 
que  tienen  los  mismos  para  suceder  á  la  madre  ;  ley  de  16  de 
mayo  de  183b.  El  reconocimiento  puede  hacerse  por  el  pa- 
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dre  mediante  instrumento ,  ó  por  el  juez  en  juicio  contradic- 
torio. Véase  Hijo  natural. 

II.  Antes  los  hijos  naturales  nunca  sucedían  al  padre  intes- 
tado que  moria  sin  descendientes  legítimos  ,  sino  en  la  sexta 
parte  de  la  herencia  que  todavía  debían  partir  con  su  madre, 
y  el  resto  de  los  bienes  iba  á  los  ascendientes  ó  á  los  pa- 
rientes colaterales  según  los  casos,  como  se  ha  indicado  mas 

I  arriba.  Mas  la  ley  de  16  de  mayo  de  183b  ha  mejorado  la 
condición  de  estos  hijos  ;  pues  si  bien  los  deja  en  el  mismo 
estado  y  sin  aumento  de  derechos  mientras  haya  ascendien- 
tes ó  parientes  trasversales  hasta  el  cuarto  grado  inclusive , 
en  cuyo  caso  continuarán  percibiendo  solamente  la  sexta 
parte  ,  quiere  sin  embargo  que,  faltando  dichos  ascendien- 
tes y  colaterales,  entren  á  suceder  al  padre  como  legítimos 
herederos,  con  preferencia  á  la  mujer  del  mismo  padre  y  á 
los  colaterales  de  este  que  se  hallen  fuera  del  cuarto  gra- 
do (1).  Véase  Estado,  art.  2o. 

III.  Parece  consecuencia  necesaria  de  esta  nueva  dispo- 
sición ,  en  virtud  del  principio  de  reciprocidad  ,  que  así 
como  cuando  el  hijo  natural  tiene  derecho  de  heredar  al  pa- 
dre en  la  sexta  parte  lo  tiene  también  el  padre  de  heredar 
en  la  misma  parte  al  hijo  natural ,  del  mismo  modo  ahora 
pueda  sentarse,  que  siempre  que  el  hijo  natural  llegare  á 
revestirse  del  derecho  de  suceder  á  su  padre  en  toda  la  he- 
rencia ,  adquirirá  igualmente  el  padre  ipso  facto  el  derecho 
recíproco  de  suceder  en  toda  la  herencia  al  hijo  natural  en 
los  mismos  casos  y  en  la  propia  forma. 

Quinto  orden  de  sucesión  :  cónyuge  que  sobrevive. 

I.  Después  de  los  descendientes,  ascendientes,  colaterales 
hasta  el  cuarto  grado ,  é  hijos  naturales  legalmente  recono- 
cidos, viene  á  la  sucesión  intestada  el  cónyuge  no  separado 
por  demanda  de  divorcio  contestada  al  tiempo  del  falleci- 
miento ,  entendiéndose  que  á  su  muerte  deberán  volver  los 
bienes  raices  de  abolengo  á  los  colaterales  ;  ley  de  16  de  mayo 
de  1835. 

II.  Entre  los  antiguos  Romanos,  era  considerada  la  mujer 
como  hija  de  familia  bajo  la  potestad  del  marido;  y  así 
muerto  el  marido,  le  sucedía  como  hija  y  heredera  legítima 
y  no  como  mujer.  Dejaron  después  las  mujeres  de  ser  con- 
sideradas como  hijas  de  familias,  y  perdieron  de  consi- 
guiente su  derecho  á  heredar  á  los  maridos,  porque  sola- 
mente los  agnados  y  cognados  se  tenían  por  capaces  de 
heredarse  unos  á  otros.  Establecióse  luego  por  un  edicto 
pretorio  que  en  defecto  de  toda  cognación  ó  parentela  el 
cónyuge  sobreviviente  sucediese  al  difunto  en  todos  los 
bienes  que  dejase.  Mas  como  bajo  este  sistema  raras  veces 
llegaba  el  caso  de  que  los  cónyuges  se  heredasen  ,  mandó 
Jusliniano  que  fuesen  admitidos  con  los  demás  herederos  , 
con  tal  que  fueran  pobres  y  el  difunto  rico,  debiendo  lle- 
var la  cuarta  parte  de  la  herencia  si  los  herederos  eran  tres 
ó  menos  ,  y  una  parte  igual  á  la  de  cada  uno  do  estos  si 
eran  mas  de  tres  ;  con  la  diferencia  de  que  concurriendo  el 
cónyuge  con  hijos  del  difunto  tomaba  su  parte  solo  en  cuanto 
al  usufructo  ,  y  concurriendo  con  herederos  estraños  la  per- 
cibía plenamente  en  cuanto  al  usufructo  y  á  la  propiedad. 

III.  Nuestras  leyes  han  mirado  también  por  la  suerte  del 
marido  y  de  la  mujer  en  lo  respectivo  á  su  recíproca  suce- 
sión. «  El  marido  ,  dice  el  Fuero  Juzgo  (ley  11 ,  til.  2,  lib.  4), 
deve  aver  la  buena  (herencia)  de  la  muier,  é  la  muíer 
deve  aver  la  buena  del  marido  quando  non  ay  otro  pariente 
fasta  séptimo  grado.  »  La  ley  6,  lit.  13,  Part.  6,  quiere  que 
no  teniendo  el  difunto  parientes  hasta  el  grado  décimo,  suceda 
la  mujer  al  marido  y  el  marido  á  la  mujer  en  todos  sus  bienes. 

IV.  Se  ha  dudado  con  harto  fundamento  sobre  si  tanto  la 

(i  )  V.n  la  república  de  Chile,  por  decreto  de  22  de  noviembre 
de  { 858,  los  hijos  naturales  no  legitimados  por  el  padre  solo  pue- 
den heredar  ab  intestato  la  sexta  parte  de  los  bienes  de  este. 


ley  del  Fuero  Juzgo  como  la  de  là  Partida  quedaron  deroga- 
das por  la  ley  de  Enrique  III  (ley  1,   lit.  22,  lib.  10,  Nov.  ,- 
Iiec.) ,  pues  en  ella  se  ordena  que  si  el  que  muere  sin  testa-  *•'. 
mentó  no  deja  herederos  de  los  que  suben  ó  descienden  de 
línea  derecha  ó  de  travieso,  todos  los  bienes  sean  para  la 
cámara  del  rey.  Como  en  esta  ley  no  se  hace  mención  alguna    ; 
del  marido  ni  de  la  mujer,  han  opinado  algunos  autores  que   . 
debia  entenderse  derogado  el  derecho  que  mujeres  y  mari-  j 
dos  tenían  de  sucederse  mutuamente;  mas  otros  al  contra-   i 
rio ,  por  el  hecho  mismo  de  no  haberse  quitado  espresamento 
un  derecho   tan  formal  y  terminantemente  conceoido ,  le 
han  creido  siempre  en  vigor,  y  mas  al  observarla  vaguedad 
de  la  ley  enriqueña  que  habla  de  meros  parientes  sin  limita- 
ción de  grados  ni  espresion  de  calidades.  Parece  también 
favorable  á  esta  última  opinion  la  real  cédula  de  9  de  octu- 
bre de  1766  (nota  1  del  til.  "22,  lib.  10,  Nov.  Iiec),  que  ha- 
blando de  los  bienes  mostrencos  dispone  que  los  bienes  de 
los  que  mueran  sin  testamento  y  no  dejan  herederos  conoci- 
dos, se  adjudiquen  á  la  real  cámara  con  arreglo  á  la  citada 
ley  de  Enrique  III  y  á  la  dicha  ley  6,  tít.  13,  Part.  6  ;  pues  no 
era  regular  que  la  real  cédula  fundase  el  derecho  de  la  real 
cámara  á  los  bienes  de  los  que  no  dejaban  herederos  cono- 
cidos en  una  ley  que  quería  derogar,  porque  daba  la  prefe- 
rencia á  estos  bienes  al  cónyuge  sobreviviente.  Sin  embar- 
go ,  no  parece  que  podia  ya  sostenerse  esta  opinion,  despues 
que  por  real  decreto  de  51  de  diciembre  de  1829  é  instruc- 
ción de  7  de  marzo  de  1831  acerca  del  impuesto  gradual 
sóbrelas  sucesiones,   se  estableció   absolutamente  que  no 
habiendo  parientes  colaterales  hasta  el  cuarto  grado  civil  la 
real  hacienda  fuese  la  heredera. 

Como  quiera  que  sea,  la  ley  de  16  de  mayo  de  1855  ha 
venido  á  desvanecer  toda  incertidumbre  sobre  este  punto, 
disponiendo  que  á  falta  de  las  personas  capaces  de  suceder 
á  los  intestados  con  arreglo  á  las  leyes  vigentes,  y  después 
de  los  hijos  naturales  legalmente  reconocidos  y  sus  descen- 
dientes por  lo  respectivo  á  la  sucesión  del  padre,  entre  á 
heredar  el  cónyuge  viudo  en  los  términos  que  mas  arriba  so 
han  indicado,  con  preferencia  á  los  colaterales  que  se  hallen 
fuera  del  cuarto  grado.  Como  la  ley  ordena  que  los  bienes 
raices  de  abolengo  que  hereda  el  cónyuge  viudo  han  de  vol- 
ver á  su  muerte  á  los  colaterales  de  la  persona  de  quien  los 
heredó  ,  es  evidente  que  no  hereda  en- rigor  sino  el  usu- 
fructo de  ellos,  que  hereda  plenamente  en  usufructo  y  pro- 
piedad los  demás  bienes  raices  que  no  son  de  abolengo,  y 
que  hereda  igualmente  con  la  misma  plenitud  de  dominio 
los  bienes  muebles. 

V.  Esta  sucesión  recíproca  del  marido  y  de  la  mujer  no 
priva  á  la  viuda  que  queda  sin  medios  de  subsistir,  del  de- 
recho que  tiene  á  la  cuarta  parte  de  los  bienes  de  su  ma- 
rido ,  con  tal  que  no  pase  de  cien  libras  de  oro  aun  cuando 
el  marido  deje  hijos ,  con  arreglo  á  la  Jey  7,  tít.  13,  Part.  6. 
Véase  Cuarta  marital. 

VI.  En  Aragon,  el  cónyuge  que  sobrevive ,  tiene  el  de- 
recho de  usufructo,  llamado  viudedad,  sobre  los  bienes 
raices  del  que  antes  fallece  ,  y  le  conserva  durante  su  vida 
ó  mientras  se  mantenga  sin  contraer  nuevo  matrimonio , 
aunque  el  difunto  haya  dejado  descendientes,  ascendientes 
ó  parientes  colaterales,  quienes  tienen  solo  la  propiedad  y 
no  adquieren  el  usufructo  hasta  que  el  viudo  ó  viuda  muero 
ó  se  casa  ó  renuncia  mediante  pacto. 

Sexto  orden  de  sucesión  :  colaterales  desde  el  quinto 
hasta  el  décimo  grado  inclusive. 
I.  Se  ha  insinuado  mas  arriba  que  los  parientes  colatera- 
les se  dividen  en  dos  fracciones  :  la  primera  comprende  á 
los  que  se  hallan  dentro  del  cuarto  grado  ,  y  la  segunda  á 
los  que  se  encuentran  desde  el  quinto  hasta  el  décimo  inclu- 
sive, computados  civilmente  al  tiempo  de  abrirse  la  suce- 
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sion.  Aquella  viene  á  heredar  después  de  los  descendientes 
y  ascendientes,  y  esta  no  entra  en  turno  sino  cuando  no  , 
hay  descendientes  ni  ascendientes,  ni  colaterales  de  la  pri- 
mera fracción,  ni  hijos  naturales  reconocidos  por  el  padre, 
ni  cónyuge  que  sobreviva;  ley  de  16  de  mayo  de  1833.  Los 
parientes  que  están  fuera  del  grado  décimo  no  tienen  dere- 
cho á  la  sucesión  ,  porque  supone  la  ley  que  no  se  profesan 
afecto  recíproco  de  familia  parientes  tan  remotos.  El  código 
francés  estiende  las  sucesiones  intestadas  á  los  colaterales 
hasta  el  duodécimo  grado. 

Séptimo  orden  de  sucesión  :  el  fisco. 

I.  No  habiendo  parientes  hasta  el  grado  décimo  inclusive, 
ni  quedando  viuda  ó  viudo  que  hereden  al  difunto  intestado, 
le  sucede  en  último  lugar  el  Estado  en  todos  los  bienes  que 
dejare  :  Fiscus  post  omnes.  Ley  6,  tít.  15,  Part.  6,  leyes  1 
y  6,  lit.  22 ,  lib.  10  ,  Nov.  Bec,  y  ley  de  16  de  mayo  de  1835. 
Lo  que  no  pertenece  á  persona  alguna  en  particular  debe 
pertenecer  efectivamente  al  cuerpo  de  la  sociedad  que  re- 
presenta la  universidad  ó  conjunto  de  los  ciudadanos.  Véase 
Estado. 

=  Véase  Heredero  y  Herencia. 

.  HEREDERO  LIBRE   Ó  ABSOLUTO   V  HEREDERO  GRAVADO. 

Heredero  libre  ó  absoluto  es  el  llamado  à  la  sucesión  sin  res- 
tricción ni  condición  alguna ,  de  suerte  que  puede  disponer 
de  los  bienes  hereditarios  como  mejor  le  parezca  sin  obliga- 
ción de  entregarlos  ó  devolverlos  á  otra  persona  ;  y  heredero 
gravado  es  aquel  á  quien  se  confiere  derecho  de  disfrutar, 
durante  su  vida  ó  por  cierto  tiempo,  délos  bienes  compren- 
didos en  la  institución ,  con  obligación  de  dejarlos  á  su 
muerte  ó  después  del  tiempo  que  se  le  hubiere  perefijado 
para  su  goce,  á  la  persona  llamada  para  sustituirle:  de  modo 
que  heredero  gravado  viene  á  ser  lo  mismo  que  heredero 
fiduciario. 

HEREDERO  fiduciario.  El  encargadó*por  el  testador  de 
rejlituir  á  otro  la  herencia  que  le  ha  dejado;  como  cuando 
dice  el  testador,  por  ejemplo  :  «  Instituyo  por  mi  heredero  á 
Diego  Rodríguez ,  y  le  ruego,  quiero  ó  mando  que  entregue 
desde  luego  ,  ó  pasado  tanto  tiempo,  mis  bienes  á  Pedro 
García.  »  Diego  Rodríguez  es  aquí  heredero  fiduciario;  y 
Pedro  García  ,  heredero  fideicomisario.  Véase  Fideicomiso 
y  Sustitución  fideicomisaria. 

HEREDERO  fideicomisario.  La  persona  á  quien  el  he- 
redero fiduciario  está  encargado  por  el  difunto  de  restituir 
desde  luego  ó  pasado  algún  tiempo  el  todo  ó  parte  de  la 
herencia.  Llámase  también  heredero  oblicuo,  porque  no 
percibe  directa  é  inmediatamente  del  testador  los  bienes  de 
la  herencia ,  sino  mediante  la  interposición  de  otra  perso- 
na. Véase  Fideicomiso  y  Sustitución  fideicomisaria. 

HEREDERO  propietario.  La  persona  á  quien  se  deja 
solo  la  propiedad  de  los  bienes  hereditarios  sin  el  usufructo. 
HEREDERO  usufructuario.  El  instituido  por  el  testa- 
dor para  que  goce  del  producto  de  los  bienes  que  le  deja,  ó 
haga  uso  de  estos  por  el  tiempo  de  su  vida  ú  otro  que  señale, 
después  del  cual  ha  de  consolidarse  el  usufructo  con  la 
propiedad  y  pasar  á  otros  nombrados  que  se  llaman  here- 
deros propietarios. 

HEREDERO  sustituto.  El  sugeto  nombrado  por  el 
testador  para  que  perciba  la  herencia  en  defecto  del  insti- 
tuido en  primer  lugar.  Véase  Sustitución. 

HEREDERO  presuntivo.  El  que  se  encuentra  en  el 
grado  mas  próximo  de  parentesco,  y  que  por  esta  razón  se 
presume  ha  de  ser  heredero  de  derecho. 

HEREDERO  universal.  El  que  sucede  al  difunto  en 
todos  sus  bienes  y  derechos. 

HEREDERO  particular  ó  parcial.  El  que  no  sucede 
al  difunto  sino  en  cierta  cuota  ó  en  cierta  especie  de  bienes. 


HEREDERO  puro  y  simple  t  heredero  beneficiario. 

Heredero  puro  y  simple  es  el  que  acepta  la  herencia  pura  y 
simplemente,  y  que  por  tanto  queda  obligado  á  pagar  todas 
las  deudas  del  difunto  ,  aun  cuando  importen  mas  que  los 
bienes  heredados;  á  diferencia  del  que  la  acepta  con  bene- 
ficio de  inventario,  y  que  suele  llamarse  heredero  beneficia" 
rio ,  el  cual  no  responde  de  las  deudas  sino  hasta  la  concur- 
rencia del  valor  de  los  bienes  de  que  se  compone  la  sucesión. 
Véase  Aceptación  de  herencia. 

HEREDERO  putativo.  El  que  presentándose  de  buena 
ó  mala  fe  con  la  calidad  de  heredero ,  sin  serlo  realmente,  se 
apodera  de  una  herencia  y  la  disfruta  y  aun  dispone  de  ella , 
como  si  efectivamente  le  perteneciese.  Véase  Herencia. 

HEREDEROS  suyos  ,  necesarios  y  estraños.  Antigua- 
mente se  llamaban  herederos  suyos  los  hijos,  nietos  y  biz- 
nietos del  testador  que  se  hallaban  en  su  poder  al  tiempo  del 
testamento.  Dábaseles  este  nombre ,  porque  los  nudos  de  la 
patria  potestad  unen  tan  estrechamente  al  padre  y  al  hijo, 
que  el  patrimonio  del  primero  se  considera,  aun  en  vida  del 
mismo ,  como  patrimonio  del  segundo  ;  de  modo  que  después 
de  la  muerte  del  padre ,  puede  decirse  que  el  hijo  hereda  su 
propia  hacienda  ,  y  que  por  tanto  es  heredero  de  sí  mismo. 
Herederos  necesarios  eran  los  esclavos  instituidos  por  sus 
señores;  los  cuales  quedaban  libres  por  el  hecho  déla  insti- 
tución ,  y  obligados  á  ser  herederos  y  pagar  de  sus  propios 
bienes,  adquiridos  antes  ó  después  de  la  muerte  del  testa- 
dor, todas  sus  deudas  y  mandas,  no  alcanzando  los  de  la 
herencia ,  que  no  podían  repudiar  por  muy  cargada  que 
estuviese  de  obligaciones.  Herederos  estraños  se  llamaban, 
todos  los  demás  que  no  eran  suyos  ni  necesarios;  los  cuales 
tenian  libertad  para  aceptar  ó  repudiar  las  sucesiones  que  se 
les  deferían  por  testamento  ó  ab  intestato;  de  manera  que 
aun  los  hijos  emancipados  eran  tenidos  por  herederos  estra- 
ños ,  en  atención  á  que  no  estaban  bajo  la  patria  potestad  ; 
ley  21  ,  tít.  3,  Part.  6.  — Ahora  pueden  llamarse  tiecesarios 
los  herederos  forzosos,  no  en  el  sentido  que  los  esclavos, 
pues  no  es  heredero  el  que  no  quiere,  sino  en  cuanto  nece- 
sariamente han  de  ser  instituidos  ó  desheredados;  porque 
así  lo  dispone  la  ley.  La  denominación  de  estraños  no  tiene 
al  presente  tanta  latitud ,  pues  no  comprende  á  los  hijos 
emancipados ,  los  cuales  son  herederos  forzosos  como  los 
que  están  todavía  en  poder  del  padre.  Véase  Heredero  for- 
zoso y  Heredero  estraño. 

HEREDEROS  anómalos  ó  irregulares.  Los  que  hacen 
las  veces  de  herederos  sin  haber  sido  instituidos  ni  llamados 
como  tales  ;  como  por  ejemplo,  el  fideicomisario  universal, 
el  legatario  de  todos  los  bienes  ,  el  fisco  que  sucedió  en  los 
del  que  falleció  sin  dejar  parientes  ni  cónyuge,  el  monas- 
terio ó  convento  que  heredó  en  representación  de  un  reli- 
gioso, los  testamentarios  universales  á  quienes  el  difunto 
cometió  la  distribución  de  todos  sus  bienes.  Todos  ellos  hacen 
veces  de  herederos ,  y  están  obligados  como  los  otros  á  satis- 
facer las  cargas  de  la  herencia  ;  pero  no  representan  la  per- 
sona del  difunto.  Entre  los  herederos  anómalos  no  hay  en  el 
día  quien  herede  ab  intestato  sino  el  fisco. 

HEREDERO  de  sangre  ó  por  parentesco.  Los  llama- 
dos por  la  ley  á  la  sucesión  de  un  difunto  intestado  en  virtud 
de  los  vínculos  de  parentesco  que  los  unian  con  el  mismo. 
Véase  Heredero  legítimo. 

HEREDEROS  por  matrimonio.  Los  cónyuges  que  so 
heredan  mutuamente  cuando  no  dejan  descendientes  ni  as- 
cendientes ni  colaterales  hasta  el  cuarto  grado  inclusive. 
Véase  Heredero  legítimo,  en  el  quinto  orden  de  sucesión. 

HEREDITARIO.  Lo  que  pertenece  à  la  herencia  ó  se 
adquiere  por  ella ,  y  lo  que  por  su  naturaleza  tiene  que  pasar 
á  la  persona  de  nuestros  herederos. 

HEREJÍA.  Véase  Aposlasia. 

HEREJE.  Véase  Apóstata 


HE 


—  763  — 


HE 


HERENCIA.  La  sucesión  en  los  bienes  y  derechos  que 
tenia  alguno  al  tiempo  de  su  muerte;  y  el  conjunto  de  los 
mismos  bienes  y  derechos  que  deja  el  difunto,  deducidas 
las  deudas  ;  ley  8 ,  lit.  33,  Part.  7.  Ilœredilas  nihil  aliud  est 
quíun  civilis  s'uccessio  in  universumjus  quod  defunctus  habuil; 
l.  Síi.i  D.  de  verb.  signif. 

I.  La  reunion  ó  conjunto  de  todos  los  bienes  y  derechos 
de  la  sucesión  no  forma  una  herencia  propiamente  dicha 
sino  antes  de  la  adición  del  heredero  presuntivo  ;  porque 
después  de  la  adición  todo  el  patrimonio  del  difunto  se  con- 
funde con  el  de  su  sucesor  y  pierde  el  nombre  de  herencia  : 
Hceredilas  adita  non  est  amplias  hcereditas,  sed  pair  imonium 
hœredis. 

II.  Aunque  la  herencia  comprende  todos  los  bienes  mue- 
bles é  inmuebles  del  difunto,  se  la  considera  sin  embargo 
como  cosa  puramente  incorporal,  porque  no  es  de  su  esencia 
el  que  se  encuentren  bienes  en  ella  :  Hcereditas ,  eliam  sine 
tillo  corpore ,  juris  intellectum  habet,  como  dice  la  ley  SO, 
D.  de  petit,  hcered.  Así  es  que  el  hombre  que  nada  deja  al 
morir,  no  deja  por  eso  de  tener  una  herencia  como  el  mas 
rico  propietario.  Sigúese  de  aquí  que  no  se  han  de  con- 
fundir los  bienes  de  un  difunto  con  su  herencia  :  llámanse 
bienes  todo  lo  que  resta  después  de  pagadas  las  deudas , 
bona  intelliguníur  cujusque  quœ  deduelo  œre  alieno  super- 
sunt,  como  dice  la  ley  39,  D.  de  verb.  signif.;  pero  la  herencia 
comprende  tanto  lo  pasivo  como  lo  activo ,  tanto  las  deudas 
y  obligaciones  como  los  créditos  y  derechos. 

III.  Se  ha  disputado  sobre  si  la  herencia  representa  la  per- 
sona del  difunto  ó  la  del  heredero  presuntivo  ;  y  Voët  hace 
sobre  este  punto  una  distinción  muy  exacta.  La  herencia 
todavía  no  aceptada ,  dice ,  no  pertenece  á  nadie  ,  nullhis  in 
bonis  est,  ni  en  cuanto  á  la  propiedad  ni  en  cuanto  á  la  po- 
sesión ;  y  por  eso  deciden  las  leyes  romanas  que  no  puede 
haber  robo  de  una  cosa  hereditaria,  pues  que  en  la  sus- 
tracción de  una  cosa  de  esta  especie  no  se  encuentra  la  cir- 
cunstancia que  caracteriza  propiamente  al  robo,  esto  es, 
conlreclalio  rei  aliénée  invito  domino  facía;  bien  que  no  por 
esta  razón  queda  sin  castigo  tal  sustracción ,  que  se  llama 
expoliación  ó  expilacion  de  herencia.  Véase  Expüacion.  Sin 
embargo,  continúa  Voët,  la  herencia  todavía  no  aceptada 
representa  la  persona  del  difunto  en  todo  lo  que  es  derecho, 
y  en  este  sentido  es  verdad  lo  que  sienta  Jusliniano  en  sus 
Instituías ,  lib.  2 ,  tit.  14,  |  2  :  Nondum  adita  hceredilas  per- 
sona; vicem  sustinet,  non  hœredis  futur},  sed  defuncli.  Mas 
en  todo  lo  que  es  de  hecho ,  es  decir,  en  todo  lo  que  requiere 
el  ministerio  y  la'intervencion  real  de  la  persona  de  un  pro- 
pietario ,  la  herencia  representa  la  perdona  del  heredero 
aparente  á  quien  se  ha  deferido.  Esta  distinción  se  funda  en 
la  ley  61  D.  de  adqair.  rer.  dom.  que  la  establece  formal- 
mente :  Hœredilas,  dice,  in  mullís  partibus  juris  pro  domino 
habetur  ;....  in  his  sané  in  quibus  factum  personas  operceve 
substantiel  clesíderatur,....  hœres  expectandus  est. 

IV.  La  herencia  se  adquiere  ó  por  un  acto  que  espresa  la 
voluntad  del  testador,  ó  por  disposición  de  la  ley  que  pre- 
sume y  supone  dicha  voluntad  cuando  el  difunto  murió  sin 
espresarla  en  debida  forma.  De  aquí  viene  la  division  de  la 
herencia  en  testamentaria  y  legítima  :  de  modo  que  herencia 
testamentaria  es  la  que  se  confiere  por  testamento  ;  y  legí- 
tima ó  ab  inleslato,  la  que  se  confiere  por  la  ley;  proem. 
y  ley  3  ,  til.  13,  Part.  6.  Véase  Heredero  legítimo  y  Here- 
dero testamentario. 

V.  Para  adquirir  la  herencia ,  sea  legitima  ó  testamen- 
taria ,  es  necesario  tener  capacidad  cuando  menos  al  tiempo 
de  la  muerte  de  la  persona  de  cuya  sucesión  se  trata  ;  pues 
el  heredero,  cualquiera  que  sea  el  tiempo  en  que  se  reviste 
déla  calidad  de  tal,  se  entiende  que  sucedió  al  difunto  desde 
su  fallecimiento  :  Hœres  jam  tune  à  morte  successisse  defuncto 
inlelligitur  ;  ley  54,  D.  de  acquir.  vel  omit,  hœred.  Y  para 


conservar  la  herencia  una  vez  adquirida  ,  es  necesario  que 
el  heredero  no  se  haya  hecho  indigno  de  ella  ;  pues  en  caso 
de  indignidad ,  ó  no  será,  admitido  á  la  posesión  de  los  bienes 
hereditarios,  ó  será  despojado  de  ellos  si  ya  los  tuviere. 
Véase  Heredero. 

VI.  La  razón  y  la  equidad  exigen  igualmente  ,  que  aquel 
á  quien  se  defiere  una  herencia,  sea  por  testamento  ó  ab  in- 
teslato,  tenga  libertad  de  aceptarla  ó  repudiarla;  y  así  nadie 
es  heredero  si  no  quiere  serlo  ;  Nono  imilus  hœres.  Véase 
Aceptación ,  Beneficio  de  deliberación  y  Beneficio  de  inven- 
tario. 

VIL  Puede  el  heredero ,  sea  testamentario  ó  legítimo, 
apoderarse  por  sí  mismo  de  la  herencia  que  se  hallare  yacente, 
sin  que  nadie  la  posea;  ley  11  ,  til.  6,  Part.  6.  Mas  si  otro 
poseyere  los  bienes  que  la  constituyen,  ole  disputare  la 
calidad  de  heredero,  deberá  el  que  se  tiene  por  tal  pedir 
al  juez,  con  presentación  de  los  correspondientes  documen- 
tos, que  le  declare  heredero  y  le  ponga  en  posesión  de  la 
herencia;  y  de  todos  modos  será  conveniente  que  así  lo 
haga  en  muchos  casos,  aun  cuando  no  concurra  ninguna 
de  aquellas  circunstancias. 

Si  habiendo  descendientes  ú  otros  parientes  que  por  testa- 
mento ó  ab  intestalo  tienen  derecho  de  heredar  los  bienes 
que  dejó  el  difunto,  se  apoderare  de  ellos  algún  tercero  sin 
autorización  de  juez  competente  bajo  pretesto  de  que  se 
hallan  vacantes  y  de  que  los  herederos  no  han  tomado  cor- 
poralmente  su  posesión,  perderá  cualquier  derecho  que  en 
ellos  tuviere  ,  y  no  teniendo  ninguno  los  habrá  de  restituir 
con  otros  tantos  ó  bien  su  estimación  en  castigo  de  su  osadía; 
y  la  justicia  del  pueblo  donde  esto  acaeciere,  informada 
que  sea  de  la  verdad  ,  pondrá  en  posesión  pacífica  de  dichos 
bienes  á  los  citados  herederos,  procediendo  en  todo  suma- 
riamente sin  figura  de  juicio  ,  y  hará  ejecución  de  la  indi- 
cada pena  con  las  costas  y  daños  y  perjuicios  que  por  dicha 
razón  se  hubiesen  ocasionado;  ley  5,  tit.  52,  lib.  11 ,  Ñor. 
Rec. 

El  heredero  testamentario  ó  legítimo  puede  pedir  al  juez 
solamente  la  posesión  de  los  bienes  hereditarios,  ó  junta- 
mente la  posesión  y  la  propiedad  de  ellos;  pero  será  mas 
conveniente  que  pida  solo  la  posesión  ,  por  ser  mejor  la  con- 
dición del  que  posee  una  cosa  que  la  del  que  la  demanda  ; 
ley  1 ,  tit.  14 ,  Part.  6.  La  acción  con  que  se  pide  la  posesión 
se  llama  interdicto  ;  y  la  acción  con  que  se  pide  la  propiedad 
se  llama  petición  de  herencia. 

VIH.  El  que  pide  como  heredero  legítimo  debe  justificar 
su  parentesco  con  el  difunto  ,  acompañando  las  partidas  de 
bautismo ,  casamiento  y  otros  cualesquiera  papeles  concer- 
nientes al  objeto,  y  solicitando  á  mayor  abundamiento  que 
se  le  reciba  información  de  testigos  sobre  ello  :  mas  no  está 
obligado  á  probar  que  no  hay  otra  persona  en  grado  mas 
próximo  que  él ,  á  no  ser  contra  otro  pariente  que  se  pre- 
sentare ,  como  justamente  asientan  Voët ,  Tiraquelo  ,  Mas- 
cardo  y  Covarrubias. 

El  que  pide  como  heredero  testamentario  debe  presentar 
el  testamento  en  debida  forma  ;  y  no  está  obligado  á  probar 
que  este  testamento  no  ha  sido  revocado  por  otro  posterior, 
pues  solo  el  que  quiere  prevalerse  de  una  revocación  es  á 
quien  pertenece  acreditarla. 

Así  el  heredero  legítimo  que  justifica  su  parentesco  cor.  el 
difunto,  como  el  heredero  testamentario  que  presenta  an 
testamento  perfecto  y  acabado  que- no  está  raido  ni  cance- 
lado ni  tiene  otro  vicio  visible  en  parte  sustancial,  debe  ser 
puesto  en  posesión  de  los  bienes  hereditarios  que  tenia  el 
difunto  al  tiempo  de  su  fallecimiento  ,  procediéndose  suma- 
riamente sin  figura  de  juicio ,  y  sin  que  pueda  impedirlo  la 
oposición  que  alguno  hiciere ,  á  no  ser  que  el  opositor  alegue 
mejor  derecho  y  ofrezca  probarlo  sin  dilaciones;  pues  en  esto 
caso  ha  de  oir  y  admitir  el  juez  las  razones  y  pruebas  de  los 
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dos  pretendientes,  y  entregar  la  herencia  al  que  muestre 
mejor  derecho ,  ó-bien  á  los  dos  si  los  dos  lo  tuvieren  igual; 
leyes  2  y  3, lit.  Vi,  Part.  6,  Icij  5,  úl.  5ft,dp  11  ^Nov.,  Rec, 
y  Anl.  Gómez  en  ta  ley  ftb  de  Toro.,  n.  128  y  sig. 

Sin  embargo,  si  el  heredero  es  un  menor  de  catorce  años 
■que  pide  la  posesión  de  los  bienes  de  su  padre  ó  abuelo, 
debe  dársele  desde  luego  y  mantenerle  en  ella  hasta  dicha 
edad  ,  sin  que  entretanto  sejle  pueda  mover  pleito  sobre  su 
filiación  ,  el  cual  habrá  de  reservarse  para  cuando  haya  lle- 
gado á  la  pubertad  ;  pero. si  pidiere. también  la  propiedad 
de  los  bienes  hereditarios,  habrá  de  examinarse  sin  demora 
y  fallarse  la  oposición  antes  de  la  entr.ega  de  dichos  bienes; 
ley  2,  til.  Vi,  Parí.  6.  Mas  para  que  el  hijo  de  quien  se  trata, 
sea  puesto  en  posesión  déla  herencia  de  su  padre  ó  abuelo, 
es  preciso  que  sea  tenido  y  reputado  por  hijo  ó  nieto  del 
difunto  á  quien  quiere  heredar,  aunque  esta  calidad  no 
conste  de  un  modo  indudable  por  pruebas  completas  ;,  y  una 
vez  puesto  en  dicha  posesión  no  ha  de  ser  privado  de  ella 
hasta  que  se  justifique  á  su  tiempo  que  no  es  tal  hijo  cual 
se  titula,  y  aun  en  este  caso  no  tendrá  que  restituir  los 
alimentos  que  hubiese  percibido  délos  bienes  hereditarios, 
á  no  ser  que  hubiese  procedido  maliciosamente  sabiendo 
que  no  era  hijo,  como  asegura  Gregorio  López  en  la  glosa  19 
de  dicha  ley. 

IX.  La  petición  de  herencia  es  acción  mixta,  esto  es , 
acción  en  parte  real  y  en  parte  personal  :  es  real  con  res- 
pecto á  las  cosas  en  que  el  difunto  tenia  un  derecho  adqui- 
rido al  tiempo  de  su  muerte,  porque  la  propiedad ,  que  es 
el  fundamento  de  toda  acción  de  esta  especie,  pasó  directa- 
mente del  difunto  á  su  heredero  ;  y  es  personal  con  respecto 
á  las  cosas  que  hayan  aumentado  la  herencia  desde  la  aper- 
tura de  la  sucesión  ,  porque  no  habiendo  trasmitido  el  di- 
funto á  su  heredero  derecho  alguno  de  propiedad  sobre  ellas, 
no  puede  tener  este  último  acción  para  recobrarlas  sino 
contra  la  persona  que  por  el  hecho  de  su  administración  se 
ha  ligado  hacia  él  con  un  cuasi  contrato. 

Puede  intentarse  la  acción  petitoria  de  herencia  :  — 
Io.  contra  el  que  posee  la  herencia  con  justo  título  y  buena 
fe,  como  si  la  hubiese  adquirido  v.  gr.  de  persona  que  creia 
ser  dueño  de  ella  ,  ó  hubiese  sido  instituido  heredero  en 
testamento  revocado  después  sin  su  noticia  :  —  2o.  contra 
el  que  la  posee  de  mala  fe ,  con  título  ó  sin  él ,  como  si  la 
hubiese  adquirido  de  quien  sabia  no  ser  su  dueño  ,  ó  si  ade- 
mas de  constarle  que  no  tiene  derecho  en  ella  no  pudiere  ma- 
nifestar razón  cierta  para  poseerla.  — El  poseedor  de  buena 
fe  gana  la  herencia  por  la  prescripción  de  diez  años  entre 
presentes  y  veinte,entre  ausentes;  y  el  poseedor  de  mala 
fe  la  gana  por  la  prescripción  de  treinta  años  :  de  suerte  que 
el  verdadero  heredero  que  no  usare  de  su  acción  dentro  de 
dicho  tiempo  ,  pierde  por  su  negligencia  los  derechos  que 
tenia  ,  salvo  si  fuese  menor  de  veinte  y  cinco  años,  contra 
el  cual  no  corre  la  prescripción  durante  la  menor  edad. 
Leyl ,  til.  Vi,  Part.G. 

El  poseedor  vencido  en  juicio  debe  restituir  al  heredero  : 
Io.  todas  las  cosas  hereditarias;  2o.  los  frutos  de  ellas.  Mas 
con  respecto  á  estos  dos  objetos  de  restitución  hay  diferen- 
cias muy  notables  entre  el  poseedor  de  buena  fe  y  el  posee- 
dor de  mala  fe. 

En  cuanto  á  las  cosas  hereditarias  ,■  todo  poseedor  está 
obligado  á  restituirlas  con  todas  las  otras  cosas  que  adquirió 
por  razón  de  ellas,  y  rescatar  para  su  devolución  las  que 
tal  vez  hubiere  enajenado  :  con  la  diferencia  de  que  siendo 
poseedor  de  buena  fe,  solo  está  obligado  á  dar  el  precio  que 
recibió  por  las  enajenadas  en  caso  de  que  no  pueda  redi- 
mirlas por  un  precio  igual  ó  menor;  pero  siendo  poseedor 
de  mala  fe,  debe  dar  el  mayor  precio  que  hubieran  podido 
tener  en  caso  do  que  no  las  pueda  redimir  de  modo  alguno  ; 
ley  5,  til.  Ik,  Parí.  6. 


El  poseedor  -de  mala  fe  tiene  que  responder  del  daño, 
pérdida  ó  muerte  que  sufrieren  las  cosas  hereditarias  por 
culpa  suya  ó  sin  ella  después  de  la  contestación  del  pleito  , 
como  asimismo  del  daño,  pérdida  ó  muerte  que  por  su  culpa 
hubieren  sufrido  diclias  cosas  antes  de  la  contestación;  pero 
el  poseedor  de  buena  fe  no  está  obligado  á  responder  del 
daño,  muerte  ó  pérdida  que  tuvieren  sin  culpa  suya  las  co- 
sas hereditarias  durante  el  pleito,  ni  del  que  hubiesen  te- 
nido antes  del  pleito  por  culpa  suya  ó  sin  ella;  ley  6,  lit.  Vi, 
Parí   6 

En  cuanto  á  los  frutos,  el  poseedor  de  buena  fe  no  está 
obligado  á  restituir  los  frutos  consumidos  ni  su  estimación  , 
sino  solo  los  existentes  al  principio  del  pleito  ó  al  tiempo  de 
la  sentencia,  sacando  en  este  caso  los  gastos  de  la  labor  y 
recolección  ;  ni  tampoco  es  responsable  de  los  frutos  que  pu- 
diera haber  recogido  y  dejó  de  recoger  por  su  pereza  ó  negli- 
gencia en  el  cultivo  ó  cuidado  de  los  bienes  :  pero,  el  po- 
seedor de  mala  fe  no  solo  está  obligado  á  restituir  todos  los 
frutos  que  hubiere  percibido  desde  que  empezó  á  disfrutar 
de  la  herencia  ,  ora  los  haya  consumido ,  ora  los  tenga  toda- 
vía en  especie,  sino  también  los  frutos  que  hubiera  podido 
recoger  y  no  recogió  por  su  pereza  ó  descuido  ;  bien  que 
podrá  deducirlos  gastos  hechos  en  mejoras  y  reparaciones 
de  las  fincas  y  en  la  recolección  de  los  frutos  ;  ley  h,  til.  Vi, 
Part.  6. 

X.  Hemos  hablado  de  los  medios  que  tiene  el  heredero 
testamentario  ó  legítimo  para  entrar  en  la  posesión  de  la  he- 
rencia y  para  obtener  su  propiedad  ,  ya  se  presente  desde 
luego  así  que  se  abra  la  sucesión ,  ya  no  se  presente  sino 
mucho  después  ,  con  tal  que  lo  haga  antes  que  el  tenedor  de 
los  bienes  hereditarios  haya  adquirido  su  dominio  por  la 
prescripción.  Mas  es  necesario  que  volvamos  á  la  época  de 
la  apertura  de  la  sucesión ,  para  saber  qué  es  lo  que  debe 
practicar  entonces  la  autoridad  judicial. 

Todos  los  bienes  de  los  que  mueren  abinteslato  deben 
entregarse  íntegros  sin  deducción  alguna  à  los  parientes  que 
deben  heredarlos  según  el  orden  de  suceder  establecido  por 
las  leyes ,  siendo  de  cargo  de  estos  hacer  el  entierro,  exe- 
quias y  demás  sufragios  que  se  acostumbren  en  el  pais  ,  con 
arreglo  à  la  calidad,  caudal  y  circunstancias  del  difunto  ;  y 
solo  en  el  caso  de  no  cumplir  con  esta  obligación  los  here- 
deros se  les  compelerá  á  ello  por  sus  propios  jueces,  sin  que 
por  dicha  omisión  y  para  el  efecto  referido  se  mezcle  nin- 
guna justicia  eclesiástica  ni  secular  en  hacer  inventario 
de  los  bienes  de  la  gerencia;  ley  Vi,  til.  20,  lib.  10,  Nov. 
Rec. 

Cuando  uno  muere  sin  testamento,  y  deja  herederos  me- 
nores ó  dementes  ó  pródigos  declarados  sin  tutor  ni  curador, 
ó  ausentes  cuyo  pronto  regreso  no  se  espera ,  ó  no  se  sabe  si 
tiene  ó  no  tiene  personas  que  por  derecho  hayan  de  suce- 
derle  ,  debe  el  juez  tomar  las  medidas  oportunas  para  evitar 
la  ocultación  ó  estravío  que  pudiera  verificarse  de  los  bienes 
hereditarios  en  perjuicio  de  los  herederos ,  dando  comisión 
à  un  alguacil  y  al  escribano  para  que  pasen  á  la  casa  del  di- 
funto, y  después  de  enterados  de  su  fallecimiento  y  de  la 
identidad  de  su  persona  por  información  de  testigos  ,  reco- 
jan las  llaves  de  cofres ,  arcas ,  papeleras  y  demás  trastos 
donde  estén  sus  papeles  y  efectos  de  valor,  reúnan  los  mue- 
bles en  alguna  pieza  en  que  estén  bien  custodiados,  secues- 
tren lodos  los  bienes  ;  y  en  caso  de  haber  sido  repentino  el 
fallecimiento,  hagan  examinar  el  cadáver  por  médico  y  ci- 
rujano que  declaren  si  la  muerte  fué  natural  ó  violenta  para 
proceder  á  lo  que  corresponda. 

Practicadas  estas  diligencias,  se  nombra  defensor  de  los 
herederos  ausentes  cuya  pronta  venida  no  se  espera  ,  y  cu- 
rador para  pleitos  de  los  menores,  dementes  ó  pródigos, 
que  no  tienen  tutor  ó  curador,  ó  que  aunque  le  tengan  no 
puede  servirse  aquí  de  su  ministerio  por  hallarse  interesado 


HE  ..:       —765 

en  la  misma  sucesión  ó  por  haber  de  litigar  con  él  sobre 
cuentas  ó  malversación  de  la  tutela;  y  con  citación  del  de- 
fensor y  del  curador  y  de  los  demás  interesados  se  procede 
á  la  confección  del  inventario  y  á  la  tasación  y  repartimiento 
de  los  bienes  de  la  herencia  en  la  forma  que  se  espresa  en 
los  artículos  Inventario  ,  Beneficio  de  inventario ,  Tasación 
y  Par  lición  de  herencia. 

No  habiendo  herederos  conocidos  del  dif arito,  se  nombra 
defensor  de  la  herencia  yacente  ó  vacante;  y  se  llama  con 
término  perentorio  á  los  que  se  crean  con  derecho  á  ella , 
como  igualmente  á  los  acreedores,  por  medio  de'  edictos 
que  se  fijan  en  los  parajes  públicos  del  pueblo ,  y  aun  se  in- 
sertan en  los  periódicos  y  se  remiten  con  requisitorias  á  los 
lugares  donde  se  sabe  ó  cree  que  hay  parientes  suyos  para 
que  se  fijen  allí  también  y  llegue  á  su  noticia.  Si  alguno  se 
presenta  deduciendo  su  derecho ,  se  le  admiten  sus  docu- 
mentos y  la  información  que  ofreciere  en  su  caso  con  citación 
del  defensor  de  la  herencia  :  se  comunica  luego  á  este  tras- 
lado de  todo  ;  y  si  se  conforma  con  la  pretensión  ó  se  ven- 
'  cen  las  dificultades  que  tal  vez  opusiere  .  se  declara  al  pre- 
tendiente heredero  del  difunto  ,  y  se  manda  darle  la  posesión 
de  sus  bienes,  con  obligación  de  hacer  por  su  alma  los  su- 
fragios correspondientes  á  su  calidad  y  haberes,  y  de  dar 
cuenta  al  juez  de  haberlo  practicado. 

Según  la  instrucción  de  26  de  agosto  de  1786  (ley  6,  lit. 
22 ,  lib.  10,  Nov.  Rec.) ,  cuando  alguno  moria  sin  hacer  tes- 
tamento y  sin  dejar  parientes  conocidos  dentro  del  cuarto 
grado,  entendia  de  la  sucesión  ab  intestato,  que  correspon- 
día entonces  al  fisco  ,  la  superintendencia  ó  subdelegacion 
general  de  mostrencos  por  medio  de  los  jueces  subdelega- 
dos déla  misma  y  con  apelación  al  superintendente  general. 
Véase  Bienes  abinleslalos.  Pero  habiendo  quedado  abolida 
la  jurisdicción  especial  de  mostrencos  con  la  subdelegacion 
general  y  sus  dependencias  por  el  artículo  20  de  la  ley  de  16 
de  mayo  de  1833,  corresponde  ahora  el  conocimiento  de  es- 
tos asuntos,  como  el  de  todos  los  demás  que  no  estén  escep- 
tuados,  á  la  real  jurisdicción  ordinaria  y  por  lo  tanto  á  los 
jueces  de  primera  instancia  con  apelación  á  las  Audiencias 
territoriales,  con  arreglo  á  la  real  cédula  de  9  de  octubre 
de  1766  (ñola  1  del  til.  22,  lib.  10,  Nov.  Rec.)  y  al  regla- 
mento provisional  de  justicia  de  26  de  setiembre  de  1835. 

En  los  casos  pues  en  que  ahora  pertenezca  al  fisco  la  su- 
cesión intestada,  que  es  cuando  no  hay  descendientes  ni  as- 
cendientes no  colaterales  hasta  el  décimo  grado  ni  cónyuge 
sobreviviente ,  habrá  de  acudir  el  representante  del  Estado 
(  que  es  el  promotor  fiscal  en  primera  instancia  )  de  acuerdo 
con  el  director  ó  subdelegado  de  los  ramos  de  amortización 
á  solicitar  ante  el  juez  competente  la  segura  custodia,  inven- 
tario ,  justiprecio  de  los  bienes,  y  su  posesión  sin  perjuicio 
de  tercero,  que  se  le  dará  en  la  forma  ordinaria,  corriendo 
después  el  juicio  universal  sus  ulteriores  trámites.  Yéase 
Estado. 

Cuando  el  juicio  tiene  por  objeto  distribuir  entre  los  he- 
rederos instituidos  y  los  legatarios  los  bienes  que  dejó  el  tes- 
tador, se  llama  juicio  de  testamentaria;  y  cuando  tiene  por 
objeto  distribuir  los  bienes  hereditarios  entre  los  parientes 
y  demás  llamados  por  la  ley  á  suceder  al  que  murió  sin  dis- 
posición testamentaria  ,  se  llama  juicio  ab  intestato.  En  uno 
y  otro  caso  es  juicio  universal;  y  si  hay  acreedores,  con- 
curren  á  él  para  que  se  les  haga  la  graduación  y  el  pago  de 
sus  créditos.  "Véase  Partición  de  herencia  y  Graduación  de 
acreedores. 

HERENCIA  profecticia.  La  que  se  deja  al  hijo  que  to- 
davía está  bajo  la  patria  potestad,  por  respeto  y  considera- 
ción al  padre.  No  la  puede  aceptar  el  hijo  sino  con  otorga- 
miento del  padre  ;  y  sigue  la  naturaleza  de  los  bienes  pro- 
feclicios. 

HERENCIA  adventicia.  La  que  se  deja  al  hijo  que  está 
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en  la  patria  potestad  por  la  madre  ó  cualquier  otra  persona 
con  la  intención  de  que  la  adquiera  para  sí  y  no  para  el  pa- 
dre. Puede  el  hijo  admitirla  y  tenerla  sin  consentimiento  del 
padre  ;  y  este  puede  también  entrar  en  ella  á  nombre  y  por 
ausencia  del  hijo  ,  y  adquiere  el  usufructo  para  sí  por  rázon 
de  la  patria  potestad ,  como  el  de  los  demás  bienes  adven-?- 
lie  i  os. 

HERENCIA  yacente.  Aquella  en  que  no  ha  entrado- 
todavía  el  heredero  testamentario  ó  ab  intestato  ,  ó  en  que 
no  áé  han  hecho  aun  las  particiones  en  caso  de  haber  varios 
herederos  :  flœredilas  jacens  dicitur  quœ  nondum  adita  ¡esí.-j 
ley  1  ,  D.  de  succès.,  y  ley  S,  D.  ul  in  poss.  legal.  Dícese 
yacente ,  porque  mientras  no  la  acepta  ó  entra  en  ella  el  he- 
redero ,  parece  que  descansa  j  jacet. 

HERENCIA  vacante.  El  conjunto  de  los  bienes  del  di- 
funto intestado,  que  no  tiene  herederos  descendientes ,  as- 
cendientes ni  transversales  ni  cónyuge  sobreviviente  que  le 
suceda;  ó  que  si  los  tiene  ,  no  se  presentan  ni  se  sabe  si 
existen.  Lo  que  resta ,  después  de  pagadas  las  deudas ,  se 
aplica  al  fisco,  con  deslino  antiguamente  á  la  construcción 
y  conservación  de  caminos  ú  otras  obras  públicas  de  rega- 
díos y  policía  ó  fomento  de  industria  ,  y  ahora  al  pago  de  la 
deuda  pública,  como  uno  de  los  arbitrios  que  es  de  la  caja 
de  amortización.  Véase  Estado  y  Herencia  al  fin. 

HERIDA.  Propiamente  es  la  disolución  ó  rompimien- 
to de  continuidad  en  las  partes  blandas  del  cuerpo  humano , 
hecha  con  algún  instrumento  ;  pero  en  medicina  legal  se 
entiende  bajo  este  nombre  toda  lesión  hecha  con  violencia 
en  las  partes  duras  ó  blandas  del  cuerpo;  por  manera  que 
entre  las  heridas  no  solo  se  cuenta  la  solución  de  con- 
tinuidad sino  también  las  contusiones,  fracturas,  dilace- 
raciones, lujaciones,  compresiones,  torsiones  ,  quemaduras 
y  cualesquiera  golpes  capaces  de  perturbar  las  acciones 
vitales ,  animales  y  naturales. 

Las  heridas  suelen  dividirse  en  heridas  mortales  y  heri- 
das no  mortales.  Las  mortales  se  subdividen  en  absoluta- 
mente mortales  à  pesar  de  todos  los  ausilios  del  arte;  y  or- 
dinariamente mortales ,  pero  que  pueden  dejar  de  serlo  con 
la  aplicación  de  los  ausilios  del  arte.  La  clase  de  las  no  mor- 
tales se  subdivide  también  en  dos  órdenes ,  á  saber,  en  he- 
ridas curables,  pero  con  lesión  de  funciones;  y  heridas 
curables  sin  ninguna  lesión  consecutiva. 

De  las  heridas  absolutamente  mortales  unas  matan  repen- 
tinamente, y  otras  tardan  en  quitar  la  vida  mas  ó  menos 
tiempo.  Las  heridas  ordinariamente  mortales  no  libertan 
por  lo  regular  á  los  heridos  de  la  muerte.  Los  facultativos 
deben  proceder  con  sumo  cuidado  y  circunspección  en  de- 
clarar una  herida  mortal  por  lo  común,  porque  si  muere  el 
enfermo  ,  se  impondrá  al  reo  la  misma  pena  que  si  se  hu- 
biese declarado  la  herida  mortal  de  necesidad. 

Las  heridas  que  no  son  mortales  por  su  naturaleza  ,  pue- 
den serlo  por  un  acaso  ó  accidente  ó  por  falta  de  ausífio. 
Hay  efectivamente  muchas  heridas  que  no  son  peligrosas 
por  sí  mismas ,  pero  que  producen  la  muerte  por  causa  ó 
culpa  del  enfermo  ó  por  algunos  errores  del  cirujano  en  su 
curación  :  por  culpa  ó  causa  del  enfermo,  cuando  no  obser- 
va el  régimen  que  le  prescribe  eí  facultativo ,  ó  cuando  tales 
heridas  recaen  en  sugetos  enfermizos  ó  de  mal  hábito;  por 
error,  omisión  ó  falta  de  luces  del  cirujano,  cuando  no  tomó 
las  precauciones  necesarias  para  prevenir  ó  corregir  tas  sín- 
tomas y  accidentes. 

Las  heridas  mas  leves  se  hacen  á  veces  muy  peligrosas 
por  algunas  causas  particulares.  Un  golpe  lijero  recibido  en 
la  pierna  por  un  sugelo  cacoquímico  suele  tener  tan  fatales 
resultas,  que  es  necesario  recurrir  á  la  amputación  ;  heridas 
poco  considerables  hechas  en  el  dedo  con  un  cortaplumas 
han  producido  y  comunicado  la  gangrena  á  la  mano  y  al 
antebrazo  ;  y  se  Ye  también  que  por  poco  daño  que  se  haga 
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en  los  pechos  á  una  mujer  que  tenga  disposición  al  cáncer, 
so  siguen  las  consecuencias  mas  funestas  :  al  paso  que  por 
otra  parte  se  lian  presenciado  en  los  ejércitos  curaciones 
prodigiosas  de  heridas  que  penetraban  y  ofendiari  las  visce- 
ras mas  principales,  pareciendo  por  lo  mismo  que  no  había 
ninguna  esperanza  de  remedio. 

Los  facultativos  pues  llamados  á  hacer  declaraciones  qui- 
rúrgicas, deben  examinar  las  heridas  con  la  mayor  escru- 
pulosidad, antes  do  resolver  si  han  sido  verdaderamente 
causa  de  la  muerte,  ceguera  ,  impotencia  y  otras  resultas  ó 
desgracias  á  que  están  espuestos  los  heridos;  ya  porque  si 
se  origina  su  fallecimiento  no  por  la  herida  sino  por  otra 
cansa ,  no  debe  ser  responsable  de  este  el  agresor;  y  ya 
porque  quedando  el  herido  con  lesión  de  alguna  parte  ó 
miembro  que  le  impida  ganar  lo  necesario  para  su  sustento 
y  el  de  su  familia ,  deberá  el  juez  condenar  al  ofensor  á  la 
competente  indemnización. 

Puede  suceder  que  se  hagan  las  heridas  con  premedita- 
ción ,  en  un  arrebato  de  cólera ,  por  casualidad  ó  en  propia 
defensa.  El  que  hiere  á  otro  por  asechanzas,  es  tratado  como 
homicida,  aunque  el  herido  no  muera;  ley  5,  til.  21, 
lio.  12,iVoi'.  Rec.  El  que  hiciere  una  herida  con  arcabuz  ó 
pistolete ,  es  tenido  por  alevoso ,  y  pierde  todos  sus  bienes , 
la  mitad  para  el  fisco  y  la  otra  mitad  para  el  herido;  ley  12, 
d.  til.  21 ,  lib.  12 ,  Nov.  Rec.  En  los  demás  casos  en  que  las 
heridas  no  son  mortales  ó  calificadas  como  las  referidas  ,  se 
imponen  las  penas  de  presidio,  destierro  y  mullas,  según  las 
circunstancias  y  la  mayor  ó  menor  gravedad  del  delito.  — 
Cuando  se  hace  una  herida  casualmente  sin  culpa  alguna, 
no  se  incurre  en  pena,  porque  el  caso  fortuito  no  se  presta 
ni  en  los  delitos  ni  en  los  contratos;  pero  si  hubo  culpa ,  se 
tienen  que  satisfacer  cuando  menos  los  perjuicios  ocasiona- 
dos, como  los  gastos  de  curación  y  la  pérdida  de  trabajo. 
Si  herimos  á  un  injusto  agresor  por  nuestra  propia  defensa, 
no  hacemos  mas  qlie  usar  de  nuestro  derecho  (1).  Véase 
Homicidio. 

-j-  El  soldado  que  en  guarnición ,  marcha  ó  cuartel  mal- 
tratase de  palabra  ú  obra  á  sus  patrones  ó  familia,  ó  cual- 
quier persona  de  uno  ù  otro  sexo,  será  castigado  corporal- 
mente,  ó  con  otra  pena  mas  grave,  según  la  entidad  del 
daño  que  hubiese  ocasionado;  pero  si  del  mal  trato  resul- 
tase muerte ,  ó  mutilación  de  miembro ,  será  pasado  por  las 
armas  ;  y  á  fin  de  que  la  ejecución  pronta  de  la  menor  pena 
no  lo  redima  de  la  mas  grave,  se  suspenderá  el  castigo  cor- 
poral hasta  que,  reconociendo  un  cirujano  á  la  persona  mal- 
tratada ,  dé  fe  que  no  es  la  lí  herida  de  aquellas  circunstan- 
cias. Orden,  del  ejérc,  arl.  69,  lit.  10,  trat.  8o. 

f  HERIDAS    HALLÁNDOSE  LOS  SOLDADOS   CON  LAS  ARMAS 

en  la  mano.  Siempre  que  en  acciones  de  guerra,  en  los 
ejercicios  ,  ó  en  cualesquiera  otros  casos  en  que  los  soldados 
se  hallen  con  las  armas  de  fuego  ó  blancas  en  la  mano,  su- 
cediere entre  ellos  mismos,  ó  entre  los  oficiales,  algún 
desgraciado  accidente  de  muerte  ó  herida  en  sus  personas , 
ú  otras  que  puedan  hallarse  presentes,  si  se  justificare  haber 
procedido  de  siniestra  intención ,  y  fin  determinado  de  ofen- 
der al  maltratado  ó  herido ,  será  el  agresor  castigado  de 
muerte ,  y  si  se  reconociese  haber  procedido  el  daño  por 
descuido  y  negligencia  del  agresor,  será  este  castigado  con 
pena  arbitraria  proporcionada  á  la  entidad  del  daño,  y  cir- 
cunstancias del  descuido  ó  negligencia  que  le  motivó.  Orden, 
del  ejérc,  art.  82,  til.  10,  Irai.  8o. 
HERIDO.  E!  que  ha  recibido  alguna  herida,  golpe,  con- 

(1)  Véase  el  lit.  21  ,  lib.  12,  Nov.  l\ec. ,  y  la  colección  de  líe- 
leña,  pág.  SU  del  tercer  foliaje,  donde  se  inserta  el  bando  publi- 
cado en  Méjico  en  27  de  abril  de  1765 ,  conocido  con  el  nombre 
de  auto  de  beridores,  en  el  que  se  imponen  á  estos  varias  penas; 
pero  se  advierte  que  la  de  obraje  se  abolió  por  reales  órdenes  de 
21  de  noyieinbrt;  de  1776  ,  y  12  de  junio  de  1777. 


tusion  ú  otro  daño  en  su  cuerpo  por  mano  ajena.  Luego  que 
el  juez  tenga  noticia  de  haber  algún  hombre  herido  ,  pasará 
con  el  escribano,  cirujano  y  testigos  al  lugar  donde  se  ha- 
llare ,  y  mandará  al  facultativo  que  le  reconoza  para  decla- 
rar sobre  su  estado ,  y  al  escribano  que  ponga  fe  y  diligencia 
de  las  heridas  que  tuviese,  la  cual  se  llama  fe  de  livo- 
res ,  etc.  En  seguida  recibirá  declaración  al  herido  conjura- 
mento, en  caso  de  hallarse  despejado  y  capaz  de  hacerla, 
preguntándole  quién  le  hirió ,  con  qué  instrumento ,  en  qué 
ocurrencia,  quiénes  se  hallaban  presentes,  y  en  fin  las  demás 
circunstancias  que  estime  convenientes  para  averiguar  la 
verdad  (2). 

Si  el  herido  está  en  despoblado  ó  en  la  calle  ,  se  le  trasla- 
dará á  su  casa  ó  al  hospital,  encargando  se  le  asista  con  el 
mayor  cuidado ,  y  apercibiéndole  que  si  no  hace  cuanto  le 
ordenen  los  facultativos  serán  de  su  cuenta  y  riesgo  los 
daños  que  le  sobrevengan.  También  ha  de  encargar  á  estos 
que  le  comuniquen  cualquiera  novedad  que  ocurra. 

Si  cuando  va  el  juez  á  tomar  declaración  al  herido ,  no  le 
halla  capaz  de  hacerla,  debe  encargar  al  cirujano  y  asis- 
tentes le  avisen  luego  que  lo  esté  para  pasar  sin  dilación  á 
tomársela  ;  y  aun  convendrá  que  él  mismo  le  visite  con  fre- 
cuencia en  compañía  del  escribano  y  cirujano,  tanto  para 
evitar  los  fraudes  que  suelen  hacerse,  como  para  que  no 
encontrándole  en  disposición  de  declarar,  mande  al  escribano 
lo  ponga  por  diligencia ,  y  al  cirujano  que  esprese  con  jura- 
mento lo  que  hubiere  advertido  sobre  ello. 

En  caso  de  morir  el  herido,  hará  el  juez  declaren  los  fa- 
cultativos si  la  muerte  provino  de  las  heridas  :  habiendo, 
discordia  se  nombrará  un  tercero;  y  en  caso  necesario  se 
abrirá  el  cadáver.  Si  el  herido  sana,  harán  los  facultativos 
declaración  de  sanidad  con  espresion  del  dia. 

No  ha  de  olvidarse  el  juez  de  aprehender  el  arma  ó  ins- 
trumento con  que  se  hizo  la  herida,  pues  pudiendo  ser  ha- 
bido, ha- de  andar  con  los  autos  como  parte  instrumental 
del  delito.  Si  fuese  arma  blanca  ó  de  fuego  ,  han  de  reco- 
nocerla dos  maestros  armeros,  y  declarar  si  es  de  las  pro- 
hibidas ,  pues  en  este  caso  hay  otro  delito  que  agrava  el 
principal.  Ademas  ,  dicha  arma  ha  de  reseñarse  y  deposi- 
tarse^ mostrarse  después  al  reo  confeso  para  que  la  reco- 
nozca. También  convendrá  para  mayor  justificación  que  se 
deposite  la  ropa  eslerior  del  difunto  ó  herido  ,  y  que  la  re- 
conozcan dos  sastres ,  quienes  han  de  declarar  con  qué  ins- 
trumento se  hizo  la  rotura ,  y  cotejar  el  agujero  de  la  ropa 
con  la  herida  poniendo  aquella  sobre  esta,  por  si  corres- 
ponde. Véase  Cirujano. 

HERMAFRODITA.  El  que  reúne  en  silos  dos  sexos , 
siendo  á  un  mismo  tiempo  hombre  y  mujer.  Esta  palabra  se 
compone  de  las  griegas  Hernies  que  significa  Mercurio ,  y 
Aphrodite  que  equivale  á  Vénus  ,  quienes  tuvieron  un  hijo 
así  llamado  por  la  reunion  de  los  dos  nombres  y  convertido 
después  en  varón  y  hembra.  Llámase  también  andrógeno, 
que  donota  igualmente  la  persona  que  participa  de  ambos 
sexos. 

I.  Hay  muchos  autores,  especialmente  teólogos  y  juris- 
consultos, que  sostienen  la  existencia  de  verdaderos  hermna- 
froditas, y  en  apoyo  de  su  opinion  nos  cuentan  varios 
casos  :  entre  ellos ,  el  de  cierta  monja  de  un  monasterio  de 
Roma  que  convertida  en  hombre  y  echada  del  claustro  re- 
cibió luego  el  orden  sacerdotal  y  fué  canónigo  de  la  iglesia 
de  Santa  María  de  la  misma  ciudad,  donde  murió  en  23  de 
mayo  de  1G26  ;  y  otro  todavía  mas  curioso  y  terminante 
de  dos  hermafroditas  que  habiendo  contraido  matrimonio 
entre  sí  como  marido  y  mujer,  aparecieron  luego  preñados 

(2)  Véase  á  Gutiérrez  ,  Práct.  cn'm. ,  tom.  1,  cap.  4  :  y  sobre 
que  los  cirujanos  bagan  violentamente  la  primera  curación  de  los 
heridos,  véase  el  lando  publicado  en  Méjico  en  14  de  mayo 
lie  1777. 
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ambos.  Si  queréis,  añaden,  ver  hermafroditas ,  id  á  la  Flo- 
rida en  América,  y  allí  los  encontraréis  en  abundancia  desti- 
nados á  servir  de  jumentos ,  porque  son  muy  robustos  y 
despreciados. 

Otros,  sin  embargo,  tienen  por  fabulosa  y  por  una  supo- 
sición gratuita  la  existencia  de  verdaderos  hermafroditas, 
esto  es,  de  personas  que  siendo  à  un  mismo  tiempo  varones 
y  hembras  hayan  concebido  y  hecho  concebir  ;  y  la  niegan 
formalmente  los  filósofos,  como  Aristóteles,  Alberto  Mag-V 
no  ,  Valmont  de  Bomaire,  Buffon,  el  abate  Herbas,  y  los 
mas  célebres  anatomistas  modernos. 

II.  Las  personas  calificadas  con  el  nombre  de  herma- 
froditas ,  lejos  de  ser  á  un  tiempo  hombres  y  mujeres  , 
no  son  por  lo  común  ni  ló  uno  ni  lo  otro ,  pues  no  sirven 
para  la  generación  ni  como  varones  ni  como  hembras  ;  y 
si  se  hallan  hermafroditas  que  tengan  un  sexo  dominante, 
son  muy  imperfectos  los  órganos  del  sexo  opuesto.  Si  la 
naturaleza  tiene  á  veces  sus  estravíos  y  aberraciones  en 
la  producción  del  hombre,  jamas  ha  llegado  á  formar  un 
compuesto  ó  agregado  perfecto  de  los  órganos  y  atributos 
de  ambos  sexos;  jamas  ha  confundido  para  siempre  sus 
verdaderos  sellos;  jamas  deja  de  manifestar  por  fin  el  ca- 
rácter que  los  distingue  ;  y  si  de  cuando  en  cuando  los 
oculta  bajo  cierto  aspecto  en  la  infancia,  los  declara  de  un 
modo  indudable  en  la  edad  de  la  pubertad.  Testigo  de  esta 
verdad  la  supuesta  muchacha  italiana ,  que  en  tiempo  de 
Constantino  se  volvió  varón,  según  nos  cuenta  un  padre  de 
la  Iglesia.  Testigo  María  Germain,  que  después  de  haber 
saltado  un  foso  se  vio  de  repente  convertida  en  hombre , 
desapareciendo  como  por  encanto  el  seso  bajo  que  había 
sido  conocida.  Mas  si  las  mujeres  se  han  convertido  algunas 
veces  en  hombres,  nunca  los  hombres  se  han  convertido  en 
mujeres,  no  por  la  razón  que  da  el  buen  cardenal  de  Lugo 
de  que  la  naturaleza  siempre  aspira  á  lo  mas  digno,  sino 
porque  hallándose  en  algunos  niños  por  su  conformación 
irregular  colocados  de  tal  manera  los  órganos  viriles  que  se 
ocultan  hasta  cierto  punto  á  la  vista  y  los  hacen  parecer 
hembras ,  llegan  por  fin  á  desarrollarse  y  tal  vez  á  presen- 
tarse de  improviso  descubriendo  el  carácter  verdadero  del 
sexo  en  virtud  de  algún  esfuerzo  estraordinario  cuando  se 
ha  logrado  arribar  á  esa  edad  de  pubertad  que  produce  tan 
asombrosas  revoluciones. 

III.  Tiene ,  no  obstante ,  la  naturaleza  juegos  y  caprichos 
bien  singulares  sobre  las  partes  naturales,  como  nos  de- 
muestra el  ejemplo  del  pretendido  hermafrodita  que  se  vio 
en  Paris  en  el  año  de  1765.  Fruto  esta  persona  del  matrimo- 
nio de  Juan  Bautista  Grand-Jean  y  Claudina  Cordier,  fué 
bautizada  como  niña  en  Grenoble  el  año  de  1752  bajo  el 
nombre  de  Ana  Grand-Jean  ;  y  se  casó  como  varón  en  Cham- 
bery  el  año  de  1761  con  Francisca  Lambert.  El  sexo  mas 
aparente  de  este  ser  estraordinario  en  los  primeros  momen- 
tos de  su  existencia  ,  fué  el  sexo  femenino  :  vio  siempre  con 
indiferencia  á  toda  mujer  hasta  la  edad  de  catorce  años  ;  y 
entonces  empezó  á  esperimentar  el  instinto  del  placer  y 
sintió  nacer  en  su  corazón  pasiones  que  no  perlenecian  al 
sexo  de  que  se  le  creía  :  resolvióse  por  fin  á  tomar  el  traje 
conveniente  al  sexo  que  dominaba  en  él  y  abrazó  el  estado 
de  marido  á  que  su  edad  y  sus  facultades  engañosas  le  lla- 
maban. Mas  por  circunstancias  estraordinarias  mandaron 
prender  los  magistrados  de  León  al  supuesto  hermafrodita  ; 
pusiéronle  en  un  calabozo  con  grillos;  y  acabaron  por  con- 
denarle á  las  penas  de  exposición  ,  azotes  y  destierro  per- 
petuo por  profanación  del  sacramento  del  matrimonio1.  En 
virtud  de  su  apelación,  fué  trasladado  á  Paris,  donde  se 
observó  que  todo  el  conjunto  de  Grand-Jean  parecía  ser  una 
mezcla  de  los  dos  sexos ,  ambos  en  la  misma  imperfección  ; 
y  considerando  por  fin  el  parlamento  que  el  acusado  mismo 
había  sido  engañado  por  la  naturaleza ,  y  que  habiendo  pro- 


cedido de  buena  fe  no  había  profanado  el  sacramento  del 
matrimonio,  revocó  por  decreto  de  10  de  enero  de  176o  la 
sentencia  del  tribunal  de  León  en  cuanto  á  las  penas  pro- 
nunciadas contra  Ana  Grand-Jean  ,  declaró  empero  nulo  y 
abusivo  el  matrimonio  que  habia  contraído  con  Francisca 
Lambert,  y  le  mandó  volver  á  tomar  el  traje  de  mujer. 

IV.  Hay  pues  personas  en  quienes  los  órganos  genitales 
presentan  una  conformación  tan  irregular  que  es  difícil  fijfir 
el  sexo  á  que  pertenecen  ;  y  thay  también  otras  en  quienes 
faltan  absolutamente  órganos  genitales  propios  del  uno  ó  del 
otro  sexo,  de  modo  que  no  se  las  puede  calificar  de  varones 
ni  de  hembras.  En  el  primer  caso  se  dice  apárenle  el  her- 
mafrodismo ,  y  en  el  segundo  se  llama  neutro.  El  hermafro- 
dismo aparente ,  considerado  en  el  sexo  masculino ,  no  suele 
ser  otra  cosa  que  un  hipospadias  complicado  :  sucede  con 
efecto  no  pocas  veces  en  el  hipospadias,  que  el  escroto  está 
dividido  en  dos  partes  de  manera  que  simula  bastante  bien 
los  grandes  labios  de  la  vulva  y  la  entrad  a  de  la  vagina;  y  si  al 
mismo  tiempo  se  han  quedado  los  testículos  tras  del  anillo 
inguinal,  y  la  verga  tiene  poco  volumen  y  parece  un  largo 
clitoris,  es  todavía  mas  fácil  equivocarse.  En  la  mujer  puede 
inducir  á engaño  la  escesiva  dimension  del  clitoris,  el  cer- 
ramiento de  la  vulva  por  una  membrana  mas  ó  menos  grue- 
sa, y  otras  irregularidades  que  se  encuentran  alguna  vez 
en  sus  órganos ,  y  mas  que  esta  conformación  suele  ir  acom- 
pañada de  alta  estatura,  voz  fuerte,  remos  muy  musculo- 
sos, piel  velluda  ,  y  hábitos  varoniles.  —  El  hermafrodismo 
neutro  produce  impotencia  absoluta  ;  y  las  personas  que  lo 
padecen,  deben  condenarse  al  celibato. — El  hermafrodismo 
aparente  puede  no  producir  impotencia  alguna  ó  producir 
impotencia  absoluta  ó  respectiva ,  según  sea  la  irregularidad 
de  la  corformacion  de  los  órganos. 

V.  Cuando  el  hermafrodismo  aparente  no  produce  impo- 
tencia, puede  el  hermafrodita  contraer  válida  y  lícitamente 
matrimonio ,  con  arreglo  al  sexo  que  en  él  prevalezca ,  esto 
es,  como  varón  si  prevalece  el  sexo  masculino,  y  como  mu- 
jer si  prevalece  el  sexo  femenino.  Mas  no  puede  contraer 
matrimonio  ni  válida  ni  lícitamente  conforme  al  sexo  que  en 
él  es  mas  débil  ó  menos  pronunciado,  pues  entonces  con- 
traería con  persona  del  mismo  sexo  que  él.  Y  si  ambos  sexos 
fueren  iguales ,  sin  que  ninguno  de  ellos  prevalezca  sobre  el 
otro  ,  podrá  entonces  contraer  matrimonio  á  su  arbitrio,  sea 
como  varón,  sea  como  mujer,  con  tal  que  renuncie  para 
siempre  al  otro  sexo  ,  y  jure  primero  que  jamas  hará  uso  en 
adelante  sino  del  sexo  que  una  vez  ha  elegido  ;  de  modo  que 
ni  aun  muerto  el  primer  cónyuge  ha  de  poder  variar  ni 
casarse  lícitamente  con  arreglo  al  otro  sexo;  bien  que  si  así 
se  casase ,  seria  válido  el  matrimonio,  pues  que  no  hay  ley 
civil  ni  eclesiástica  queJo  anule.  Baldo,  ín  l.  qucerilur,  10, 
D.  de  statu  hominum;  Sánchez,  de  matrimonio,  lib.7,  disp. 
106;Pirring,  lib.  h ,  Decretal.,  lit.  15,  n.  3;  Beiffens- 
tuel,  ibid.  n.  22  ;  Rosignol,  in  univers,  de  malr.  ;  Gutiér- 
rez ,  de  matrim.,  disp.  1 19  ;  Silvester,  v.  hermaphrodilus ;  y 
Ferraris  ,  ibid. 

VI.  La  ley  10,  tít.  1 ,  Part.  6,  dice  que  no  puede  ser  tes- 
tigo en  los  testamentos  el  hermafrodita  que  se  incline  mas  á 
la  naturaleza  de  mujer  que  de  hombre ,  porque  en  los  testa- 
mentos no  pueden  ser  testigos  las  mujeres  ;  pero  en  todos  los 
demás  actos  y  pleitos  puede  ser  testigo  el  hermafrodita, 
cualquiera  que  sea  el  sexo  que  en  él  predomine  ,  según  la 
ley  17,  tít.  16 ,  Part.  3  ,  porque  pueden  serlo  igualmente 
las  mujeres. 

VIL  La  ignorancia  y  la  credulidad  han  derramado  en  otro 
tiempo  la  sangre  de  los  reputados  hermafroditas  :  los  Ate- 
nienses los  arrojaban  al  mar,  y  los  Romanos  al  Tíber;  y  en 
otras  partes  han  ahorcado  ó  quemado  ó  enterrado  vivos  á  los 
que  habian  abusado  del  estado  irregular  de  sus  órganos. 
El  hermafrodita  debe  acomodarse  al  sexo  que  en  él  pre- 
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domina  ,  y  adoptar  el  traje  y  las  costumbres  que  según  este 
le  corresponden.  Si  así  no  lo  hiciere,  merece  ser  castigado 
por  haber  engañado  á  sus  conciudadanos  y  hecho  traición  á 
la  naturaleza;  pero  la  pena  de  semejante  delito  debe  consistir 
mas  bien  en  el  oprobio  que  en  los  suplicios.  Mas  ¿podría 
condenarse  á  muerte,  pregunta  un  célebre  filósofo  ,  al  ver- 
dadero hermafrodita  que  pudiese  engendrar  con  una  mujer 
y. concebir  con  un  hombre?  Si  existiera  tal  persona,  res- 
ponde ,  se  hallaría  en  la  naturaleza  como  la  planta  que  en- 
cierra en  sí  misma  el  pistilo  y  los  estambres ,  y  no  merecería 
mas  ser  castigado  por  esta  superabundancia  de  órganos 
generadores  que  el  hombre  regular  en  un  pueblo  de  her- 
mafroditas. 

HERMANDAD.  La  relación  de  parentesco  que  hay 
entre  hermanos  ;  —  la  cofradía  ó  junta  formada  para  ejerci- 
tarse en  obras  de  piedad  ;  —  la  liga,  alianza  ó  confederación 
entre  varias  personas ,  y  la  misma  gente  aliada  y  confede- 
rada ;  —  y  antiguamente,  hablando  de  bienes,  lo  mismo  que 
sociedad  ó  compañía  en  la  acepción  de  convenio  ó  contrato. 
Véase  Cofradía. 

HERMANDAD  ó  santa  hermandad.  Una  especie  de 
confraternidad  ó  asociación  formada  entre  los  pueblos  con  el 
fin  de  refrenar  los  enormes  delitos  que  se  cometían  fuera 
de  poblado ,  y  aun  de  impedir  las  vejaciones  de  los  pode- 
rosos. En  cada  pueblo  se  elegían  dos  alcaldes,  uno  por  el 
estado  noble  y  otro  por  el  general ,  á  quienes  estaban  subor- 
dinados los  oficiales  menores ,  llamados  cuadrilleros  por  la 
cuadrilla  ó  compañía  que  formaban.  Estos  cuadrilleros  per- 
seguían á  los  delincuentes ,  y  los  presentaban  á  los  alcaldes , 
quienes  los  juzgaban  siguiendo  en  la  sustanciacion  y  decisión 
de  las  causas  los  mismos  trámites  que  los  jueces  ordinarios. 
Los  crímenes  cuyo  conocimiento  les  correspondía  ,  eran  los 
siguientes  :  hurtos  y  robos  de  bienes;  raptos  y  violencias 
de  mujeres  ;  muertes  y  heridas  á  traición  ;  incendios  de  casas, 
viñas  ,  mieses  y  colmenares  ;  cárceles  privadas  ó  prisiones 
hechas  de  propia  autoridad;  y  algunos  otros  delitos ,  con  tal 
que  se  cometiesen  fuera  de  las  poblaciones ,  y  aun  á  veces 
aunque  se  cometiesen  dentro  de  ellas  si  los  malhechores  se 
salían  al  campo  con  las  cosas  ó  personas  robadas;  bajo  el 
concepto  de  que  se  tenia  por  despoblado  todo  lugar  sin  cerca 
que  no  llegaba  á  treinta  vecinos,  y  de  que  los  jueces  de  la 
hermandad  no  solo  procedían  contra  los  autores  de  estos 
crímenes  ,  sino  también  contra  los  que  hubieren  mandado 
cometerlos ,  ó  los  hubiesen  aprobado  después  de  cometidos. 
Leyes  2,11  y  12 ,  lit.  35 ,  lib.  12 ,  Nov.  Rec. 
.  Esta  asociación  que  fué  establecida  en  tiempo  de  la  anar- 
quía feudal,  tenia  el  objeto  político  de  resistir  á  la  opresión 
de  la  nobleza,  reprimir  ciertos  crímenes  que  las  justicias 
señoriales  permitían  ,  y  aumentar  el  poder  del  trono  que  no 
tenia  bastante  fuerza  para  contener  las  violencias  y  agita- 
ciones intestinas  causadas  por  los  señores.  De  aquí  es  que  los 
reyes  sancionaron  su  establecimiento  ,  le  concedieron  pri- 
vilegios, y  la  tomaron  por  instrumento  de  su  autoridad. 
Pero  por  fin  degeneró  de  su  primitivo  instituto,  abusó  de  su 
jurisdicción  y  facultades,  comenzó  á  proceder  de  un  modo 
misterioso ,  rápido  y  violento  ,  y  vino  á  convertirse  en  ins- 
trumento de  rapacidad  y  opresión. 

Todavía  se  habían  conservado  hasta  estos  últimos  tiempos 
las  santas,  reales  y  viejas  hermandades,  denominadas  de 
Ciudad-Real ,  Talavera  y  Toledo  ;  pero  por  ley  de  7  de  mayo 
de  1835  quedaron  estinguidas  con  sus  tribunales  privile- 
giados, y  cesó  la  exacción  del  derecho  de  asadura  mayor 
y  menor  y  demás  que  se  percibían  para  atender  á  los  gastos 
de  dichos  establecimientos. 

HERMANDAD  de  viñeros.  Asociación  formada  por  los 
propietarios  de  viñas  con  objeto  de  sacar  el  mayor  beneficio 
posible  do  los  vinos  de  su  cosecha. 
•    Gomo  en  las  ordenanzas  de  estas  asociaciones  so  habiaa 


introducido  muchos  errores  en  perjuicio  de  los  progresos 
de  la  industria  viñera  ,  de  la  mejora  de  los  vinos  y  de  la 
libertad  de  su  comercio,  se  mandó  por  real  decreto  de  2b 
de  febrero  de  1834  lo  siguiente  :  —  «  1°.  Quedan  estinguidas 
las  hermandades,  gremios  y  montes  píos  de  viñeros  en  todo 
el  reino  ,  y  en  plena  libertad  la  circulación ,  compra  y  venta 
de  vinos  de  cualquiera  clase  que  sean  por  mayor  y  menor, 
pagando  los  derechos  legítimamente  establecidos  :  —  2o.  En 
consecuencia,  los  cosecheros  y  tratantes  son  absolutamente 
libres  de  estipular  en  dichas  compras  y  ventas  lo  que  mas 
les  convenga  ,  en  orden  al  tiempo  ,  precio ,  modo ,  canti- 
dad y  demás  circunstancias  de  sus  contratos,  cualesquiera 
que  sean  los  usos ,  costumbres  y  ordenanzas  que  lo  im- 
pidan ,  las  cuales  quedan  abolidas  desde  la  publicación 
de  la  presente  ley  :  —  5o.  Quedan  asimismo  anulados  y 
abolidos  los  impuestos  que  perciban  las  hermandades,  aun- 
que estuviesen  autorizados  por  sus  ordenanzas  ó  de  otro 
modo ,  y  cualquiera  que  fuese  el  objeto  de  su  concesión  :  — 
U°.  No  se  obligará  á  los  cosecheros  y  tratantes  á  pagar  los 
atrasos  procedentes  de  los  impuestos  espresados  en  el  artí- 
culo anterior,  sino  en  cuanto  las  hermandades  resulten  deu- 
doras á  cuerpos  ó  particulares  ,  en  cuyo  caso  cobrarán  solo 
la  parte  que  sea  necesaria  para  cubrir  sus  obligaciones, 
prorateándola  entre  los  cosecheros  y  tratantes  á  proporción 
de  sus  atrasos  respectivos  :  —  5o.  En  las  ciudades  capitales 
de  provincia  en  que  quieran  tener  un  monte  de  socorros 
para  beneficio  y  fomento  de  la  agricultura  ,  pero  sin  pri- 
vilegio ni  gracias  opuestas  á  la  libertad,  tráfico  y  circulación 
de  los  productos  de  la  industria  y  del  suelo,  se  formarán 
para  organizarlos  los  reglamentos  convenientes,  remitién- 
dolos al  ministerio  de  vuestro  cargo  (  al  de  la  gobernación) 
para  su  examen  y  mi  real  aprobación  si  la  merecieren.  » 
Véase  Gremio. 

HERMANOS.  Los  que  han  nacido  de  un  mismo  padre 
y  de  una  misma  madre  ;  ó  de  un  mismo  padre  ,  pero  no  do 
una  misma  madre;  ó  de  una  misma  madre  ,  pero  no  de  un 
mismo  padre.  Los  primeros  se  llaman  hermanos  carnales; 
los  segundos  hermanos  consanguíneos  ó  de  padre;  y  los  ter- 
ceros hermanos  uterinos  ó  de  madre.  Los  hermanos  carnales 
se  designan  también  con  el  nombre  de  hermanos  enteros  ó 
bilaterales  ;  y  los  que  solo  son  consanguíneos  ó  solo  uterinos, 
con  el  de  medios  hermanos  ó  unilaterales  (i).  A  la  clase  de 
los  hermanos  carnales  pertenecen  los  gemelos  ó  mellizos, 
que  son  los  nacidos  de  un  mismo  parto.  Véase  Gemelos. 

Estas  denominaciones  convienen  no  solo  á  los  hermanos 
legítimos,  sino  también  á  los  habidos  fuera  de  matrimonio; 
pero  cuando  se  habla  de  hermanos  ,  se  entienden  los  legíti- 
mos ,  á  no  espresarse  ó  inferirse  lo  contrario.  Bajo  el  nombre 
de  hermanos  se  comprenden  también  las  hermanas. 

Los  hermanos  gozan  del  beneficio  de  competencia;  de  suerte 
que  no  pueden  reconvenirse  unos  á  otros  en  mas  de  lo  que 
pudieren.  Véase  Beneficio  de  competencia. 

El  hermano  está  obligado  á  dar  alimentos  á  su  hermano 
pobre  ,  que  no  tuviere  ascendientes  ni  descendientes  que  so 
hallen  con  facultades  para  dárselos.  Véase  Alimentos,  §  I, 

n.  III. 

Los  hermanos  son  herederos  legítimos  del  hermano  quo 
muere  intestado  sin  descendientes  ni  ascendientes.  Véase 
Heredero  legitimo ,  tercer  orden  de  sucesión. 

Pero  no  son  herederos  forzosos  por  testamento  ;  y  así  es 
que  el  testador  que  no  tiene  descendientes  ni  ascendien- 
tes, puede  dejar  sus  bienes  á  estraños  ,  sin  hacer  mención 
de  sus  hermanos,  ó  desheredándolos  con  razón  ó  sin  ella. 
Solo  en  un  caso  podrán  estos  oponerse  al  I  estamento  como 
inoficioso  ,  y  es  cuando  el  heredero  instituido  fuese  persona 
de  mala  vida  ó  infame  de  hecho  ó  de  derecho  :  pues  pro- 


(1)  Fcbr.  mej.,  tom.  2,  !>■%•  97,  h.  28. 
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bándose  entonces  el  defecto  del  instituido  se  anularía  la 
institución ,  y  heredarían  los  hermanos  como  herederos 
legítimos  ó  ab  intestato.  Mas  si  estos  hubiesen  maquinado 
en  algún  modo  la  muerte  del  hermano ,  si  le  hubiesen  acu- 
sado de  un  crimen  digno  de  la  pérdida  de  la  vida  ó  de  algún 
miembro  ,  ó  si  le  hubiesen  hecho  perder  ó  procurado  que 
perdiese  la  mayor  parte  de  sus  bienes  ,  no  solo  no  podrían 
quejarse  de  la  institución  de  una  persona  infame ,  sino  quo 
ni  aun  podrían  heredarle  ab  intestato.  Véase  Desheredación, 
Y  Heredero,  n.  VII,  10. 

Los  hermanos  se  hallan  entre  sí  mismos  en  segundo  grado 
de  parentesco  por  el  derecho  civil ,  y  en  primer  grado  por 
el  derecho  canónico.  Véase  Grado. 

No  puede  un  hermano  acusar  à  otro  sobre  cosa  por  quo 
deba  morir  ó  perder  miembro  ó  ser  desterrado ,  á  no  ser 
sobre  grande  traición  contra  el  rey  ó  el  reino ,  ó  sobre  ofensa 
contra  su  persona,  como  si  intentare  v.  gr.  causarle  muerte, 
pérdida  de  miembro  ó  gran  deshonra  ;  ley  k ,  lit.  2,  Pari.  3, 
y  ley  2,  til.  1,  Part.  7. 

No  ptfede  ser  apremiado  un  hermano  á  deponer  ó  declarar 
como  testigo  contra  otro  hermano  en  causa  ó  pleito  que 
toque  á  su  persona  ó  á  su  fama  ó  á  la  mayor  parte  de  sus 
bienes;  pero  si  espontáneamente  declarare  sin  apremio  al- 
guno ,  valdrá  su  testimonio  como  si  ninguna  relación  tuviese 
con  él;  ley  11 ,  til.  10,  Part.  3. 

No  pueden  los  hermanos  ser  testigos  unos  por  otros , 
mientras  vivan  juntos  bajo  el  poder  del  padre  ;  pero  luego 
que  cada  uno  viva  y  tenga  sus  bienes  con  separación  é  in- 
dependencia ,  bien  podrá  testificar  el  uno  contra  el  otro , 
ley  Ib,  lit.  16,  Part.  3  ;  y  por  consiguiente  también  uno  á 
favor  de  otro.  En  los  pleitos  ajenos  ,  pueden  atestiguar  los 
hermanos ,  aunque  estén  juntos  bajo  la  patria  potestad  ,  y 
merecerán  la  misma  fe  que  si  no  tuviesen  relación  entre  sí 
mismos;  ley  16,  lit.  16,  Part.  3. 

El  hermano  mayor  de  veinte  y  cinco  años  es  tutor  legítimo 
de  su  hermano  menor  de  catorce  que  queda  en  la  orfandad 
y  sin  tutor  testamentario  ni  madre  ó  abuela  que  quieran 
serlo;  leyes  9  y  10,  lit.  16,  Part.  6.  Véase  Tutor. 

No  incurre  en  pena  el  hermano  que  matare  al  hombre 
cogido  en  el  hecho  de  querer  yacer  por  fuerza  con  su  her- 
mana ;  ley  3 ,  iít.  8 ,  Part.  7. 

El  que  matare  á  su  hermano  incurre  en  la  pena  de  parri- 
cida; ley  12,  tit.  8,  Part.  7.  Véase  Parricida. 

El  que  sabiendo  que  su  hermano  trata  de  atentar  á  la  vida 
del  padre  no  lo  descubriere  para  evitarlo,  debe  ser  desterrado 
por  cinco  años  ;  ley  12  ,  tit.  8,  Part.  7. 

HERMANOS  carnales.  Los  que  lo  son  de  padre  y 
madre;  que  también  se  llaman  enteros  ó  bilaterales.  Cuando 
una  persona  muere  intestada  sin  descendientes  ni  ascen- 
dientes, le  suceden  sus  hermanos  carnales  con  absoluta  es- 
clusion  de  los  medios  hermanos  ;  ¿  tendrán  el  mismo  derecho 
en  las  sucesiones  testamentarias?  Unos  quieren  que  si  el 
testador  instituye  genérica  y  simplemente  herederos  á  sus 
hermanos,  de  los  cuales  unos  son  enteros  y  otros  medios, 
se  admitan  solamente  los  enteros  ;  porque  es  de  presumir 
que  tendría  la  intención  de  disponer  con  arreglo  à  lo  esta- 
blecido por  derecho  en  las  sucesiones  intestadas ,  y  que  pro- 
fesaría mayor  afecto  á  los  enteros  que  á  los  medios.  Así  lo 
sienta  Gómez  en  la  ley  8  de  Toro  ,  n.  9.  Mas  otros  sostienen 
que  en  el  citado  caso  deben  suceder  todos  los  hermanos  sin 
distinción  ,  presumiendo  que  así  lo  quiso  el  testador  por  el 
hecho  de  no  escluir  á  ninguno  ;  pues  si  hubiera  querido  quo 
solo  á  falta  de  hermanos  enteros  sucediesen  los  medios ,  era 
muy  regular  que  lo  hubiese  espresado  nombrando  á  estos 
por  enslitulos  de  aquellos.  Si  el  difunto  no  tenia  mas  que  un 
hermano  entero  ,  es  claro  que  llamando  en  plural  á  sus  her- 
manos, se  entenderían  instituidos  también  los  medios. 

HERMANOS  consanguíneos  y  uterinos.  Se  llaman 


hermanos  consanguíneos  los  que  no  lo  son  sino  de  parte  do 
padre ,  y  uterinos  los  que  no  lo  son  sino  de  parle  de  madre  ; 
de  modo  que  por  eso  se  llaman  unos  y  otros  medios  her- 
manos. En  las  sucesiones  intestadas  de  los  que  mueren  sin 
descendientes  ni  ascendientes ,  son  escluidos  los  medios  her- 
manos por  los  enteros  y  los  hijos  de  estos  (1).  Pero  no  ha- 
biendo hermanos  enteros  ni  hijos  de  estos  ,  perciben  la  he- 
rencia los  medios  con  esclusion  de  los  demás  parientes;  y  si 
concurren  hermanos  consanguíneos  ó  sus  hijos  con  hermanos 
uterinos  ó  sus  hijos ,  aquellos  se  llevarán  los  bienes  paternos, 
y  estos  los  maternos,  partiéndose  los  demás  entre  todos  ellos 
con  la  debida  igualdad  (2).  Véase  Heredero  legítimo  en  el 
tercer  orden  de  sucesión ,  y  Hermanos. 

HERMANOS  legítimos  y  naturales.  Legítimos  son  los 
que  han  nacido  de  legítimo  matrimonio  ;  y  naturales  los  ha- 
bidos fuera  de  él  de  padres  que  podían  casarse  entre  sí 
mismos.  Cuando  una  persona  muere  intestada  sin  parientes 
legítimos  ,  le  suceden  los  hermanos  naturales  por  parte  de 
madre,  con  absoluta  esclusion  de  los  de  parte  de  padre  (3). 
Si  el  intestado  es  natural  y  no  tiene  descendientes  ni  madre, 
le  heredarán  los  hermanos  y  sus  hijos  por  este  orden:  — 
Io.  los  de  parte  de  madre ,  debiendo  ser  preferidos  los  que  de 
estos  sean  legítimos,  y  los  naturales  enteros  á  los  naturales 
medios,  según  algunos  intérpretes;  — 2o.  los  de  parte  de 
padre ,  debiendo  ser  preferidos  los  legítimos ,  según  la 
ley  (k).  Véase  Heredero  legítimo  en  el  tercer  orden  de  su- 
cesión ,  n.  III,  h0.,  Hermanos  é  Hijos  ilegítimos  en  sus  dife- 
rentes artículos. 

HERRADOR.  El  que  tiene  por  oficio  ajustar  y  clavar  ías 
herraduras  á  las  caballerías  en  los  cascos  de  pies  ó  manos. 
Véase  Albéitar. 

HERRAMIENTAS.  Los  instrumentos  de  hierro  ó  acero 
con  que  trabajan  los  artesanos  en  las  obras  de  sus  oficios.  Se 
consideran  privilegiadas ,  como  los  libros  y  las  armas ,  en  los 
juicios  ejecutivos;  y  así  es  que  no  puede  trabarse  ejecución 
en  ellas  ,  por  ser  precisas  para  adquirir  el  alimento  diario  ; 
ley  19 ,  tit.  31 ,  lib.  11 ,  Nov.  Rec.  Véase  Juicio  ejecutivo. 

HI 

HIDALGO  ó  hijodalgo.  El  que  por  su  sangre  y  linaje 
es  de  una  clase  distinguida,  ó  el  noble  por  linaje;  ley  3, 
tit.  12,  part.  2. 

Son  varias  las  opiniones  sobre  el  origen  de  esta  voz.  Unos 
la  traen  de  la  palabra  latina  itálico,  diciendo  que  no  sola- 
mente los  Italianos  que  durante  la  dominación  romana  ve- 
nían á  España  en  numerosas  colonias,  sino  también  aquellos 
Españoles  à  quienes  por  los  grandes  servicios  que  hacían  á 
los  conquistadores  se  les  comunicaba  el  derecho  que  los  pri- 
meros tenían  de  no  pagar  tributos,  llegaron  á  ser  conocidos 
con  la  denominación  de  itálicos,  que  luego  por  corrupción 
vino  á  parar  en  hidalgo,  de  suerte  que  por  itálico  y  después 
por  hidalgo  se  entendían  mas  bien  los  inmunes  de  tributos 
que  los  procedentes  de  Italia.  Otros  afirman  que  hidalgo  es 
lo  mismo  que  hijo  de  godo;  y  efectivamente  solo  los  Godos  y 
sus  descendientes,  después  del  abatimiento  de  los  Romanos , 
gozaban  la  inmunidad  de  pechos  y  tributos  y  otras  distin- 
ciones que  como  vencedores  se  habían  arrogado;  pero  mu- 
chas vueltas  hubo  de  dar  la  espresion  hijo  de  godo  para 
trasformarse  en  hidalgo ,  á  no  ser  que  se  diga  que  los  Godos 
despojaron  á  los  Romanos  de  esta  denominación  y  se  la  apro- 
piaron ellos,  así  como  sehabian  apropiado  la  cosa  significada, 
Mas  la  ley  2,  tit.  21,  Part.  2,  quiere  que  hidalgo  ó  hijodalgo 

(1)  Véase  esta  materia  en  el  Febr.  mej.,  tom.  2,  pág.  86, 
ns.  41  y  42. 

(2)  Ley  5,  lit.  15,  Part.  G. 

(3)  Ley  12,  tit.  15,  Part.  6. 

(4)  Ley  12,  lit.  13,  cit.  Part.  0.  ^  / 
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signifique  hijo  de  bien ,  esto  es ,  hombre  de  riqueza  ó  arraigo, 
porque  la  palabra  algo  se  tomaba  antiguamente  por  bienes , 
hacienda  ó  caudal.  Elegíase  en  lo  antiguo  ,  según  dicha  ley, 
para  caballeros  encargados  de  defender  la  tierra,  á  los  ca- 
zadores como  hechos  á  pasar  trabajos  en  el  monte  ,  á  los 
carpinteros  ,  herreros  y  pedreros,  por  el  hábito  de  herir  y 
golpear  y  su  fortaleza  de  manos;  y  á  los  carniceros  y  por  su 
costumbre  de  matar  y  derramar  sangre  :  mas  habiéndose 
observado  que  tales  hombres ,  en  lugar  de  vencer  á  los 
enemigos,  eran  vencidos  ellos,  fué  preciso  buscar  hombres 
pundonorosos  que  aunque  menos  fuertes  se  avergonzasen 
mas  de  huir  en  las  batallas;  y  así  se  prefirió  y  escogió  á  los 
de  buen  linaje  y  que  tuvieran  algo ,  llamándolos  por  esta 
razón  fijosdalgo. 

El  hidalgo  se  considera  tanto  mas  hidalgo,  cuanto  mas 
antigua  es  su  hidalguía,  cuanto  mas  se  remonta  y  pierde  su 
origen  en  la  noche  de  los  tiempos  ,  cuanto  mas  indefinida  es 
la  línea  de  progenitores  que  se  distinguieron  por  sus  virtudes 
y  servicios  al  Estado  ;  pero  para  ser  legítima  y  verdadera 
hidalguía ,  debe  subir  á  lo  menos  hasta  los  bisabuelos  ;  ley  2 , 
til.  11 ,  Parí.  2.  Aquel  cuyos  cuatro  abuelos  paternos  y  ma- 
ternos son  hidalgos,  se  dice  hidalgo  de  cuatro  costados. 

La  hidalguía  se  trasmite  por  el  padre  mas  bien  que  por 
la  madre;  de  modo  que  siendo  el  padre  hidalgo  ,  aunque  no 
lo  sea  la  madre  ,  lo  será  el  hijo  ;  y  al  contrario  ,  aunque  la 
madre  sea  hijadalgo ,  si  no  lo  es  el  padre  ,  no  lo  será  tampoco 
el  hijo,  porque  el  hijo  sigue  en  cuanto  á  las  honras  y  digni- 
dades la  condición  del  padre;  ley  3  ,  ííí.21 ,  Part.  2.  Cuando 
solo  el  padre  sea  hidalgo  y  no  la  madre  ,  será  hidalgo  el  hijo, 
como  se  ha  dicho ,  pero  no  será  tenido  por  noble  ,  como  ob- 
serva la  misma  ley,  pues  para  ser  noble  no  basta  que  el 
padre  sea  hidalgo  sino  que  es  necesario  que  lo  sea  también 
la  madre.  Sigúese  de  aquí  que  la  nobleza  es  superior  á  la 
hidalguía  ;  pero  comunmente  se  confunde  una  con  otra ,  y 
lo  mismo  se  entiende  ahora  por  hidalgo  que  por  noble. 

Aunque  no  es  hidalgo  propiamente  dicho  sino  el  que  lo  es 
por  linaje ,  hay  empero  hidalgos  de  privilegio ,  que  son  los 
que  han  obtenido  la  nobleza  ó  hidalguía  por  compra  ó  merced 
real.  Mas  entre  los  hidalgos  de  privilegio  y  los  hidalgos  de 
linaje  no  hay  otra  diferencia ,  sino  que  la  hidalguía  comienza 
en  los  primeros  por  concesión  ó  gracia  del  rey  y  se  trasmite 
y  continúa  en  los  segundos  por  descender  de  los  primeros  ; 
de  suerte  que  hidalgo  de  privilegio  es  el  que  adquiere  la 
hidalguía  por  sí  mismo ,  é  hidalgo  de  sangre  ó  de  linaje  el 
que  la  hereda  del  hidalgo  de  privilegio.  Véase  Noble. 

HIDALGUÍA.  La  nobleza  que  viene  á  los  hombres  por 
linaje  ;  ó  la  calidad  ,  estado  y  condición  civil  del  hidalgo  ; 
ley  3,  tít.  21 ,  Parí.  2.  Véase  Nobleza. 

HIJASTRO.  El  hijo  que  trae  cualquiera  de  los  casados 
al  nuevo  matrimonio  ;  ó  sea,  el  hijo  habido  de  otro  cónyuge 
y  no  del  que  ahora  tiene  la  mujer  ó  el  marido.  Dícese  hijas- 
tro con  respecto  al  marido  de  su  madre  ó  á  la  mujer  de  su 
padre.  Llámase  también  alnado  y  entenado,  que  es  lo  mismo 
que  decir  alibi  natus,  ex  allerius  loro  nalus.  Véase  Madras- 
tra y  Padrastro. 

HIJO.  Hablando  en  general ,  es  el  engendrado  de  macho 
y  hembra  con  respecto  á  sus  padres  ;  pero  ahora  nos  con- 
traemos al  engendrado  do  hombre  y  mujer.  Decimos  engen- 
drado y  no  nacido,  porque  desde  que  el  hombre  se  halla  en 
el  seno  materno,  existe  ya  de  algún  modo:  la  ley  por  lo 
tanto  fija  en  él  sus  ojos  protectores,  vela  en  su  conservación 
y  desarrollo,  y  le  asegura  sus  intereses  civiles,  teniéndole 
por  nacido  para  lodo  lo  que  le  fuere  útil;  y  cuando  llega 
efectivamente  á  nacer,  se  cuenta  en  el  número  de  los  hom- 
bres y  goza  de  los  derechos  asegurados  por  la  ley,  con  tal 
(pie  su  nacimiento  sea  natural  y  no  abortivo;  leyes  3.y'¡, 
til.  25,  Part,  h,  y  ley  iode  Toro.  Véase  Abortivo  ó  Hijo 
postumo. 


La  palabra  hijo  viene  de  la  iatina  filius,  que  gradualmente 
se  pronunció  por  nuestros  padres  filio ,  filo ,  fijo ,  hasta  que 
vino  á  parar  en  hijo;  y  la  palabra  filius,  según  algunos  gra- 
máticos, trae  su  origen  de/í/mnque  significa  hilo,  ó  porque 
el  hijo  sale  del  padre  como  hilo  ,  ó  porque  la  naturaleza  suele 
reproducir  en  los  hijos  la  fisonomía,  los  rasgos,  las  inclina- 
ciones, el  carácter  y  el  genio  del  padre  ó  de  la  madre: 
Dicilur  à  filo  filius,  quodipse  ex  paire  progenitore  veluli 
filum  quoidam  ducitur,  vel  quód  sœpius  filii  fuciem  formam- 
quepalris  aul  mat  ris  referre  soleant,  como  dice  Juan  Calvino 
en  su  Lexicón  juridicum. 

Bajo  la  denominación  de  hijos  se  comprenden  también  lai 
hijas,  as!  como  bajo  la  denominación  de  hermanos  se  com- 
prenden igualmente  las  hermanas,  ley  i  ,  lit.  2,  lib.  4  del 
Fuero  Juzgo,  y  así  como  bajo  la  palabra  hombre,  se  contiene 
la  mujer,  ley  6,  tít.  33,  Part.  7.  Así  que,  nunca  deben  es- 
cluirse  las  hijas  de  las  disposiciones  de  la  ley  ó  del  hombre, 
sino  cuando  claramente  aparezca  quela  voluntad  del  hombre 
ó  de  la  ley  fué  el  escluirlas;  y  aun  en  los  mayouazgos  es 
indispensable  su  esclusion  espresa  y  terminante  para  que 
no  sucedan  ,  sin  que  basten  conjeturas  ni  inducciones  por 
claras  que  parezcan.  Mas  por  el  contrario ,  bajo  la  denomi- 
nación de  hijas  no  se  comprenden  los  hijos ,  pues  es  claro 
que  por  el  hecho  de  nombrar  solamente  á  aquellas  se  quiera 
escluir  á  estos. 

Hablando  con  todo  rigor  y  propiedad  ,  no  se  entienden  por 
hijos  sino  los  descendientes  de  alguno  que  se  hallan  en  primer 
grado  con  él;  pero  en  un  sentido  mas  estenso  y  general  ó 
por  interpretación  se  comprenden  á  veces  bajo  el  nombre 
de  hijos  todos  los  descendientes  de  alguno  sin  limitación  de 
grados;  lo  cual  no  sucede  cuando  se  trata  de  cosas  que 
pueden  perjudicarles,  sino  solo  cuando  se  trata  de  su  bien  : 
Filii  appellatione  emnes  liberos  intclligimus  ;  liberorum  au- 
tem  appellatione  nepotes ,  etproncpoles,  cœlerique  qui  exhis 
descendunt,  conlinenlur.  Justa  inlerprelalione  recipiendum 
est ,  ut  appellatione  filii,  siculi  filiamfamilias  contineri  sœpe 
respondimus ,  Ha  etnepos  videatur  comprchendi  :  el  palris 
nomine  aviis  quoque  demonslrari  intclligalur:  11.  84,  201  y 
220  ,  D.  de  verb.  signif. 

Así  como  no  deben  ser  tenidos  por  hijos  los  abortivos,  no 
deben  tampoco  ser  reputados  por  tales  los  monstruosos  que 
nacieren  sin  forma  humana  y  con  la  cabeza  ú  otros  miem- 
bros principales  de  bestia;  ley  8,  til.  23,  Parí.  k.  Véase 
Monstruo. 

Los  hijos  son  legítimos  ó  ilegítimos.  Son  y  se  llaman  legí- 
timos los  que  nacen  de  matrimonio  legítimo  ó  al  menos  pu- 
tativo á  debido  tiempo  :  todos  los  demás  se  llaman  ilegítimos. 
Los  ilegítimos  se  dividen  en  naturales  y  espurios  :  naturales 
son  los  nacidos  de  hombre  y  mujer  que  al  tiempo  de  la  con- 
cepción ó  del  nacimiento  podían  casarse  sin  dispensa  ;  y 
espurios  todos  los  demás  ilegítimos  que  no  son  naturales  , 
esto  es  ,  los  incestuosos  que  son  los  habidos  entre  parientes 
que  no  podían  casarse  sin  dispensa  ,  los  adulterinos  que  son 
los  habidos  de  personas  ligadas  con  otras ,  á  lo  menos  una , 
por  el  vínculo  del  matrimonio,  los  sacrilegos  que  son  los 
habidos  de  personas  que  estaban  ligadas,  á  lo  menos  una, 
con  profesión  religiosa  ó  con  orden  sacro ,  y  los  manceres 
que  son  los  de  mujeres  proslitutas. 

Los  hijos  de  legítimo  matrimonio  se  dicen  á  veces  legíti- 
mos y  naturales  en  contraposición  à  los  hijos  adoptivos',  por- 
que aquellos  son  hijos  por  la  naturaleza  y  por  la  ley,  al  paso 
que  estos  no  son  hijos  del  adoptante  por  naturaleza  sino 
solo  por  la  voluntad  del  adoptante  y  por  la  ley  que  peí  mite 
la  adopción. 

Los  hijos  legítimos  pueden  hallarse  constituidos  bajo  la 
patria  potestad  ,  ó  bien  fuera  de  ella  .-  cu  el  primer  caso  se 
llaman  hijos  de,  familias ¡  y  en  el  segundo  hijos  emancipados. 

Los  hijos  ilegítimos  se  llaman  también  en  general  bordes 
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y  bastardos;  pero  la  denominación  de  bastardos  se  aplica  en 
sentido  mas  estricto ,  así  como  la  de  espurios ,  á  los  hijos  de 
padres  que  no  podian  contraer  matrimonio  entre  sí  cuando 
los  procrearon.  La  de  espurios  ademas  se  contrae  por  algu- 
nos leyes  á  los  hijos  de  mujeres  solteras  ó  viudas  y  de  pa- 
dres inciertos  y  no  conocidos.  Véase  Bastardo  y  Espurio. — 
Los  hijos  adulterinos,  los  incestuosos  y  los  sacrilegos  se 
comprenden  á  veces  por  las  leyes  bajo  el  dictado  de  forne- 
cinos,  así  como  bajo  el  de  espurios  y  bastardos.  Véase  For- 
necino. —  Los  adulterinos  se  dicen  notos  por  equivocación 
de  una  ley.  Véase  Hijo  adulterino. 

Los  hijos  ilegítimos,  á  lo  menos  los  de  ciertas  clases, 
pueden  legitimarse  por  subsiguiente  matrimonio  ó  por  res- 
cripto ó  privilegio  del  rey.  Véase  Hijo  legitimado. 

Los  hijos  pueden  nacer  viviendo  su  padre,  ó  después  de 
su  fallecimiento;  y  en  este  caso  se  llaman  postumos.  Véase 
Hijo  postumo. 

Cuando  se  habla  de  hijos  en  general ,  no  se  entiende  ordi^ 
nanamente  sino  de  los  hijos  legítimos  de  ambos  sexos,  por- 
que lo  que  caracteriza  la  calidad  de  hijo  es  el  haber  nacido 
de  padres  unidos  por  matrimonio  legítimo;  y  así  es  que  si 
se  quiere  comprender  ó  mencionar  à  los  hijos  ilegítimos,  se 
les  suele  dar  alguna  calificación  que  los  designe,  principal- 
mente cuando  se  trata  de  sucesiones  y  de  otros  derechos  de 
familia. 

Los  derechos  y  deberes  que  las  leyes  naturales  y  positi- 
vas han  establecido  entre  los  hijos  y  las  personas  á  quienes 
estos  deben  su  existencia,  no  son  unos  mismos  con  respecto 
á  todos  los  hijos ,  sino  que  varian  y  son  mas  ó  menos  csten- 
sos  según  la  respectiva  clase  en  que  los  hijos  se  halla¡£n  de 
legítimos  ,  legitimados  ,  naturales  ó  espurios,  como  se  verá 
en  los  siguientes  artículos  que  les  conciernen.  Mas  todos  los 
hijos ,  de  cualquier  clase  que  sean ,  tienen  derecho  á  que 
las  personas  que  los  han  puesto  en  el  mundo  les  den  la 
crianza  y  subsistencia  que  les  fuere  indispensable;  y  ellos 
por  su  parte  están  obligados  á  amar  y  respetar  á  sus  padres 
y  á  sus  madres,  á  hacerles  honor,  servicio  y  favor  por  cuan- 
tos medios  pudieren  ,  y  aun  á  proveerles  de  alimentos  en 
caso  necesario ,  como  espresamente  se  dispone  en  el  proemio 
y  leyes  del  tit.  19,  Partida  b\  Véase  Alimentos,  Madre  y 
Padre,  y  Patria  potestad. 

HIIO  legítimo.  El  nacido  de  matrimonio  legítimo  ,  esto 
es,  de  matrimonio  celebrado  con  arreglo  á  las  leyes  y  cá- 
nones, y  por  consiguiente  válido  y  verdadero  :  —  el  habido 
de  matrimonio  putativo ,  esto  es,  de  matrimonio  celebrado 
en  faz  de  la  Iglesia  con  impedimento  dirimente  que  ignora- 
ban ambos  cónyuges,  ó  al  menos  uno  de  ellos  ;  —  y  el  que 
habiendo  nacido  de  padre  y  madre  que  no  estaban  casados 
entre  sí,  se  legitima  después  por  el  subsiguiente  matrimonio. 
Ley  \,  til.  13,  Part.  h. 

I.  No  solo  se  tiene  pues  por  hijo  legítimo  el  que  nace  de 
matrimonio  válido,  sino  también  el  que  nace  de- matrimo- 
nio nulo  por  razón  de  impedimento  dirimente  ,  con  tal  que 
el  matrimonio  se  hubiese  contraído  solemnemente  iñ  facie 
Eeclcsia',  y  que  ambos  cónyuges  ó  á  lo  menos  el  uno  de  ellos 
tuviesen  buena  fe  creyendo  que  carecían  de  impedimento. 
La  buena  fe ,  al  menos  de  parte  de  uno  de  los  cónyuges ,  no 
solo  debe  existir  al  tiempo  de  la  celebración  del  matrimonio, 
sino  que  debe  continuar  al  tiempo  de  la  procreación  de  los 
hijos ,  pues  si  antes  de  este  acto  llegare  á  cesar  por  saber 
ambos  cónyuges  el  impedimento  dirimente,  será  ya  ilegitima 
la  prole.  Si  dudando  ambos  cónyuges  sobre  la  existencia  del 
impedimento  y  sin  hacer  las  debidas  diligencias  para  averi- 
guar la  verdad  pasan  á  contraer  y  consumar  el  matrimonio 
y  después  se  descubre  el  impedimento,  serán  ilegilimos'los 
hijos  procreados  de  tai  matrimonio ,  porque  habria  entonces 
ignorancia  afectada  ,  la  cual  se  equipara  á  la  ciencia.  Rías  si 
la  duda  no  sobreviene  sino  después  de  conimid  i  ;  co^u- 


mado  el  matrimonio ,  los  hijos  concebidos  durante  ella  serán 
legítimos,  aunque  se  haya  movido  y  pendiere  pleito  sobre 
el  valor  del  matrimonio ,  con  tal  que  hubiesen  sido  concebi- 
dos antes  de  la  sentencia. — Estas  disposiciones  se  hallan 
establecidas  en  el  derecho  canónico  y  adoptadas  en  la  ley  5, 
tít.  3,  y  en  la  ley  1  ,  tít.  13,  Part.  ti.  El  capítulo  cùm  inter, 
qui  filii  sint  legilimi ,  de  las  Decretales,  dice  lo  siguiente  : 

Cùm  ínter  L virum  elT mulierem,  divortii  sentenlia 

canonicé  sit  prolata ,  filii  eorum  non  debent  exinde  susünere 
jacturam  ,  cùm  parentes  eorum  publiée ,  sine  contradictions 
Ecclesiœ  inter  se  contraxisse  noscanlur  ;  ideoque  sancimus 
ut  filii  eorum  qitos  ante  divorlium  habuerunt ,  et  qui  con- 
cepti  fuerant  ante  latam  sentenliam,  non  minus  habeantur  le~ 
gitimi ,  et  qubd  in  bona  paterna  hœredilario  jure  succédant, 
et  de  parenlum  facullalibus  nulrianlur.  Véase  Matrimonio 
putativo. 

IL  Para  que  el  hijo  sea  tenido  por  legítimo  es  necesario  que 
sea  fruto  del  matrimonio,  ora  sea  este  legítimo,  ora  puta- 
tivo :  para  que  sea  considerado  como  fruto  del  matrimonio, 
basta  que  hayo  sido  concebido  durante  el  mismo  matrimonio  ; 
y  sereputahaber  sido  concebido  durante  el  matrimonio  ,  si 
nace  á  los  seis  meses  y  un  día  cuando  menos  después  de 
celebrado  ,  y  á  los  diez  meses  cuando  mas,  sin  tocar  ni  un 
solo  dia  del  undécimo  ,  después  de  disuelto,  con  tal  que  los 
consortes  viviesen  juntos  ;  ley  II,  tít.  25 ,  Part.  il.  Esta  dis- 
posición está  fundada  por  la  citada  ley  en  la  doctrina  de  Hi- 
pócrates, quien  según  las  observaciones  déla  medicina  es- 
tableció que  el  tiempo  mas  largo  de  la  gestación  ó  preñez  es 
de  diez  meses ,  y  el  mas  corto  de  seis.  Así  pues ,  el  que  nace 
desde  el  dia  exclusive  en  que  se  cumplen  ciento  y  ochenta 
dias  después  de  la  celebración  del  matrimonio  hasta  el  dia 
inclusive  en  que  se  cumplen  trescientos  después  de  su  di- 
solución ó  separación,  nace  á  debido  tiempo,  es  hijo  legí- 
timo y  tiene  por  padre  al  marido  de  su  madre,  según  el 
axioma  Pater  is  est  quem  nuptice  demonslranl  :  presunción 
legal,  que  se  apoya  tanto  en  la  cohabitación  de  los  cónyuges 
como  en  la  fidelidad  que  se  han  prometido. 

III.  Esta  presunción  legal  de  que  el  hijo  nacido  á  debido 
tiempo  es  hijo  del  marido  de  su  madre,  no  se  destruye  ni 
aun  por  confesión  ó  convicción  de  adulterio .  ya  porque  pue- 
de suceder  que  una  mujer  sea  adúltera  y  los  hijos  sin  embargo 
pertenezcan  al  marido,  ya  porque  la  confesión  que  una  mu- 
jer hiciere  de  su  infidelidad  no  se  mira  sino  como  efecto  de 
odio  ó  de  demencia  y  no  puede  perjudicar  á  tercero;  á  no 
ser  que  se  pruebe  que  durante  el  tiempo  trascurrido  desde 
el  dia  trescientos  hasta  el  ciento  ochenta  antes  del  nacimien- 
to del  hijo,  esto  es,  durante  los  cuatro  primeros  meses  cío 
los  diez  anteriores  al  parto,  se  hallaba  el  marido,  por  causa 
de  ausencia  ó  de  impedimento  absoluto,  en  la  imposibilidad 
física  de  cohabitar  con  su  mujer;  ley  9,  til.  Vi,  Parí.  3,  y 
ley  h,  til.  23,  Part.  4,  con  las  glosas  de  Greg.  López.  Supon- 
gamos por  ejemplo  que  tú  sales  de  tu  pueblo  el  20  de  di- 
ciembre de  1839  ;  que  permaneces  ausente  los  cuatro  meses 
que  siguen ,  esto  es,  enero ,  febrero,  marzo  y  abril  de  1S'¡0; 
que  vuelves  el  10  de  mayo;  y  que  antes  de  seis  meses  des- 
pués de  tu  regreso,  v.  gr.  el  dia  Io.  de  noviembre,  pare  ta 
mujer  :  es  claro  que  según  la  regla  dada  podrás  dejar  de 
reconocer  como  tuyo  al  hijo;  pues  para  que  fuese  tuyo,  se- 
ria preciso  que  hubiera  sido  procreado  ó  bien  antes  de  tu 
partida ,  lo  que  es  imposible  ,  porque  entonces  el  preñado 
habria  durado  mas  de  diez  meses,  ó  bien  después  de  tu  vuel- 
ta ,  lo  que  también  es  imposible  ,  porque  en  tal  caso  resul- 
taría un  preñado  de  menos  de  seis  meses.  Mas  para  que  la 
ausencia  constituya  una  imposibilidad  física,  es  indispensa- 
ble que  el  marido  haya  estado  siempre  á  tal  distancia  de  lu 
mujer  que  no  hayan  podido  reunirse  y  verseen  Üh  mismo 
punto.  - 

Suelen  asimilarse  á  la  ausencia  la  detención  ó  el  arresto 
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de  uno  de  los  cónyuges  ó  de  ambos,  cuando  consta  que  no 
pudieron  verse  y  aproximarse,  ora  por  razón  del  estado  de 
incomunicación  en  que  se  hallaban,  ora  por  la  distancia  de 
sus  prisiones  respectivas.  Mas  nunca  deben  los  jueces  admi- 
tir lijeramenle  semejante  causa  contra  la  legitimidad  de  un 
hijo,  pues  que  pudieron  dejarse  seducir  los  guardas  ó  car- 
celeros y  permitir  la  entrevista  de  los  cónyuges,  como  acre- 
ditan mas  de  mil  ejemplos ,  sin  que  sea  suficiente  prueba  do 
lo  contrario  la  declaración  del  alcaide,  quien  siempre  está 
interesado  en  hacer  ver  que  nunca  deja  de  cumplir  con  su 
obligación. 

El  ejemplo  de  la  ausencia  puede  aplicarse  con  la  misma 
exactitud  al  caso  de  impedimento  absoluto.  Si  se  prueba  que 
al  tiempo  de  la  concepción  ,  esto  es,  en  los  cuatro  primeros 
meses  de  los  diez  anteriores  al  parto ,  no  pudo  el  marido 
cohabitar  con  la  mujer  por  impotencia  ,  enfermedad  ú  otra 
causa  que  le  hubiese  sobrevenido  ,  el  hijo  así  nacido  no  de- 
berá considerarse  fruto  del  matrimonio  :  Mihi  videlur  quod 
et  Scœvola  probat ,  si  constetmarilum  aliquandiu  cum  uxore 
non  concubuisse  ,  infirmitale  interveniente ,  vel  alia  causa; 
net  si  ea  valeludine  paterfamilias  fuit,  ut  generare  non  pos- 
sit,  hune  qui  in  domo  naius  est,  lic'el  vicinis  scienlibus,  fi- 
lium  non  esse  ;  ley  6 ,  D.  de  his  qui  sui  vel  alieni  juris  sunt. 

IV.  Aunque  el  hijo  nacido  antes  de  cumplirse  los  ciento 
ochenta  dias  desde  la  celebración  del  matrimonio,  no  es 
realmente  hijo  legítimo  ;  porque  si  bien  nace  en  el  matrimo- 
nio no  nace  de  él ,  pues  se  supone  concebido  antes  y  no  des- 
pués de  celebrado  el  contrato  ;  no  podrá  sin  embargo  el  ma- 
rido desconocerle  y  rechazarle  como  ajeno  en  los  casos 
siguientes:  —  Io.  si  antes  del  matrimonio  tuvo  conocimiento 
de  la  preñez,  pues  entonces  se  presume  que  el  hijo  es  suyo, 
no  debiendo  suponerse  moralmente  que  hubiese  querido  á 
sabiendas  casarse  con  una  mujer  que  se  hallaba  en  cinta  por 
obra  de  otro  :  — 2o.  si  antes  ó  después  del  nacimiento  hu- 
biese reconocido  su  paternidad  por  instrumento  auténtico  ó 
privado  ó  por  cualesquiera  otros  actos  serios  y  deliberados  ; 
pues  es  máxima  de  derecho  que  los  padres  pueden  estable- 
cer la  legitimidad  de  sus  hijos,  pero  no  quitársela  después 
de  establecida  :— 5o.  si  el  hijo  no  nació  vital,  ó  sea  cumpli- 
do y  vividero,  como  dice  la  ley;  pues  si  su  organización  no 
es  bastante  perfecta  para  que  pueda  vivir,  se  presume  que 
nació  antes  de  término,  y  que  por  consiguiente  pertenece  al 
marido.  Véase  Abortivo  y  Edad. 

V.  He  dicho  que  el  hijo  nacido  antes  de  cumplirse  los 
ciento  ochenta  dias  desde  la  celebración  del  matrimonio  no 
■?s  en  realidad  hijo  legítimo  ,  por  mas  que  algunos  se  esfuer- 
cen en  hacérnosle  pasar  por  hijo  de  esta  clase;  pues  no  basta 
para  ser  legítimo  el  haber  nacido  dentro  del  matrimonio  , 
îino  que  ademas  es  necesario  el  haber  nacido  á  debido  tiem- 
po, esto  es,  en  tiempo  que  induzca  presunción  de  que  fué 
concebido  también  dentro  del  matrimonio  :  de  suerte  que  la 
legitimidad  procede  mas  bien  de  la  época  de  la  concepción 
que  de  la  del  nacimiento  ,  como  clara  y  necesariamente  se 
deduce  de  la  ya  citada  ley  U  ,  tít.  23 ,  Part.  U  ,  en  la  cual  se 
establece,  «  que  la  criatura  que  nasciere  fasta  en  los  siete 
meses,  que  solo  que  tenga  su  nascimiento  un  dia  del  seteno 
mes,  que  es  cumplida  ct  vividera,  et  debe  ser  tenida  tal 
criatura  por  legitima  del  padre  ot  de  la  madre  que  eran  ca- 
sados et  vivien  en  uno  á  la  sazón  que  la  concibió.  »  Si  pues 
el  padre  y  la  madre  no  estaban  casados  y  vivian  en  uno  al 
tiempo  de  la  concepción  es  evidente  que  el  hijo  no  será  legí- 
2imo  ,  aunque  el  nacimiento  se  haya  verificado  estando  ya 
casados  y  viviendo  en  uno  el  padre  y  la  madre  :  será,  si  se 
quiere ,  hijo  del  marido  y  do  su  mujer,  pero  no  será  hijo  del 
matrimonio  ;  que  es  el  único  medio  de  conferir  la  verdadera 
legitimidad. 

VI.  ¿Cuál  será  pues  la  condición  ó  calidad  que  correspon- 
de y  deb'e  asignarse  al  hijo  concebido  antes  del  matrimonio 


y  nacido  después  d»  celebrado  este?  La  dehijo  legitimado  táci- 
tamente por  el  matrimonio  de  su  padre  y  de  su  madre,  con  tal 
que  sea  capaz  de  esta  especie  de  legitimación.  Si  el  hijo  con- 
cebido y  nacido  fuera  de  matrimonio  se  legitima  después  por 
el  matrimonio  subsiguiente  de  sus  padres,  el  que  únicamen- 
te ha  sido  concebido  fuera  del  matrimonio  quedará  legitima- 
do por  el  solo  hecho  de  su  celebración ,  pues  que  en  este 
caso  el  matrimonio  es  posterior  tan  solo  á  la  concepción,  al 
paso  que  en  aquel  lo  es  á  la  concepción  y  al  nacimiento  : 
con  la  diferencia  de  que  el  hijo  nacido  antes  de  celebrado  el 
matrimonio  necesita  ser  reconocido  para  adquirir  la  legitima- 
ción, y  el  nacido  después  sale  á  la  luz  del  mundo  revestido 
ya  de  la  calidad  de  legitimado;  calidad  que  no  se  fc¡  puede 
quitar  sino  por  sentencia  de  juez,  pues  que  se  encuentra  en 
posesión  de  ella. 

VII.  Mas  si  el  hijo  es  de  la  clase  de  aquellos  que  son  in- 
capaces de  legitimación  por  subsiguiente  matrimonio,  no 
quedará  legitimado  tácitamente  por  el  hecho  de  nacer  den- 
tro del  matrimonio  que  después  de  su  concepción  hubiesen 
celebrado  entre  sí  su  padre  y  su  madre,  aunque  el  padre 
con  su  silencio  diere  á  entender  que  le  pertenece,  y  aun 
cuando  de  un  modo  positivo  le  reconozca  por  suyo.  Así  es 
que  si  el  padre  y  la  madre  se  hallasen  á  la  época  de  la  con- 
cepción en  la  imposibilidad  de  casarse  por  razón  de  impe- 
dimento dirimente  ;  si  Pedro,  por  ejemplo,  habiéndose  que- 
dado viudo  de  María ,  se  casa  dos ,  tres  ó  cuatro  meses 
después  con  Antonia ,  y  esta  pare  al  mes  de  casada  un  hijo 
que  Pedro  admite  como  suyo  ,  no  será  legítimo  este  hijo ,  ni 
tampoco  podrá  reputarse  tácitamente  legitimado  por  el  ma- 
trimonio, porque  no  puede  ser  hijo  de  Pedro  sin  ser  adulte- 
rino, y  los  hijos  adulterinos  no  pueden  ser  legitimados  por 
este  medio. 

VIII.  No  faltan,  sin  embargo,  autores  gravísimos,  como 
Sánchez,  Molina  y  Covarrubias,  que  tienen  al  hijo  por  capaz 
del  beneficio  de  legitimación  cuando  su  padre  y  su  madre, 
de  los  cuales  el  uno  se  hallaba  casado  con  otra  persona  en 
el  momento  de  su  concepción ,  se  encuentran  libres  ambos 
al  tiempo  de  su  nacimiento,  y  con  mas  razón  si  en  esta  últi- 
ma época  están  legítimamente  unidos  entre  sí  con  el  vínculo 
del  matrimonio.  Pretenden  estos  autores  que  para  fijar  el 
estado  del  hijo  no  debemos  atender  al  tiempo  de  su  concep- 
ción sino  en  cuanto  le  sea  ventajoso;  y  que  si  le  fuere  mas 
útil  que  se  tome  en  cuenta  el  tiempo  de  su  nacimiento  ,  á 
esta  época  únicamente  y  no  á  la  de  la  concepción  habremos 
de  atenernos.  Fúndanse  ,  para  establecer  esta  doctrina  :  — 
Io.  en  las  leyes  7  y  26,  D.  de  statu  hominum,  según  las  cua- 
les el  hijo  concebido  no  se  reputa  nacido  sino  cuando  lo 
exige  su  interés  :  —  2o.  En  la  ley  5  del  mismo  título  ,  por  la 
cual  para  que  un  hijo  nazca  ingenuo  basta,  que  su  madre 
sea  libre  al  tiempo  de  su  nacimiento  ,  aunque  hubiese  sido 
esclava  al  tiempo  de  su  concepción,  y  vice  versa;  lo  que  de- 
muestra según  ellos  que  el  estado  del  hijo  no  se  determina 
irrevocablemente  por  la  condición  que  tenían  sus  padres  al 
tiempo  de  su  concepción  sino  al  contrario  por  la  del  tiempo 
de  su  nacimiento  ,  si  es  que  así  le  conviene  :  —  3°.  en  la 
ley  11,  C.  de  naluralibus  Ubcris,  la  cual  en  su  última  parte 
formalmente  establece,  que  en  las  cuestiones  sobre  el  estado 
do  los  hijos  se  mire  al  tiempo  del  parlo,  escepto  solo  aque- 
llos casos  en  que  la  utilidad  de  la  condición  de  los  mismos 
hijos  exija  que  se  atienda  al  tiempo  de  su  concepción  :  — 
h°.  en  la  ley  11  de  Toro  ,  que  quiere  se  digan  hijos  nal  ora- 
les aquellos  cuyos  padres,  al  tiempo  que  nacieren  ó  fueren 
concebidos,  podian  casar  justamente  con  sus  madres;  de 
que  deducen  que  puede  atenderse  indiferentemente  ,  para 
fijar  el  estado  de  los  hijos  ,  al  tiempo  de  su  concepción  ó  al 
de  su  nacimiento. 

Pero  ninguna  de  estas  ¡oyes  puede  aplicarse  al  caso  que 
nos  ocupa,  ni  destruye  la  proposición  sentada  de  que  el  hi- 
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jo  adulterino  es  incapaz  de  legitimación  por  matrimonio.— La 
inducción  que  se  quiere  sacar  de  las  leyes  7  y  26  del  Digesto 
de  slalu  hominum,  carece  absolutamente  de  fuerza,  pues  co- 
mo estas  leyes  se  limitan  á  declarar  que  el  hijo  meramente 
concebido  no  debe  reputarse  nacido  sino  cuando  así  lo  exija 
su  interés,  pero  no  declaran  ni  pueden  declarar  que  no  se  le 
tenga  por  concebido,  es  claro  que  no  impiden  que  para  de- 
terminar su  calidad  y  saber  si  ha  podido  ser  ó  no  ser  legiti- 
mado se  tome  en  cuenta  la  condición  que  tenian  sus  padres 
al  tiempo  de  su  concepción,  pues  que  de  su  concepción  mis- 
ma es  de  donde  nace  el  obstáculo  que  se  opone  á  su  legiti- 
mación. La  legitimación  es  un  favor  de  la  ley,  y  la  ley  no 
lia  querido  estenderlo  á  los  hijos  que  son  fruto  de  un  co- 
mercio  adulterino.— La  leySdel  Digesto  de  stalu  hominum  no 
tiene  relación  directa  con  la  cuestión.  El  estado  de  ingenui- 
dad de  un  hijo  no  depende  sino  de  la  libertad  de  su  madre  ; 
y  si  acaece  que  una  mujer  que  era  esclava  en  el  momento 
de  la  concepción,  se  encuentra  libre  al  tiempo  del  parto,  es 
muy  natural  que  para  fijar  el  estado  del  hijo  se  mire  á  la 
época  que  le  sea  mas  favorable ,  mientras  que  la  capacidad 
de  ser  legitimado  depende  esencialmente  de  la  calidad  del 
comercio  á  que  el  hijo  debe  su  existencia ,  de  modo  que  si 
este  comercio  fuere  adulterino,  no  podrá  ya  en  adelante  de- 
jar de  serlo.  La  ley  11  del  Código  de  naluralib.  liber.no 
establece  de  modo  alguno  el  principio  que  se  ha  creido  ver 
en  ella  de  que  para  saber  si  un  hijo  nacido  ex  damnato  com- 
plcxu  es  capaz  de  legitimación  se  haya  de  tomar  en  cuenta 
el  tiempo  de  su  nacimiento  y  no  el  de  su  concepción  ,  pues 
solo  tiene  por  objeto  el  decidir  que  un  hijo  concebido  en 
concubinato,  y  nacido  antes  ó  dentro  del  matrimonio  queda 
legitimado  por  esta  union,  y  aun  quiere  Justiniano  que  para 
que  esta  legitimación  tenga  lugar  haya  podido  el  marido 
casarse  con  la  madre  al  tiempo  del  concubinaje  ,  es  decir, 
al  tiempo  de  la  concepción  del  hijo  :  de  suerte  que  la  regla 
que  prescribe  atender  á  la  época  del  parto  y  no  á  la  de  la 
concepción  para  fijar  el  estado  de  los  hijos,  lejos  de  ser  ge- 
neral, se  reduce  y  contrae  precisamente  al  caso  de  que  los 
padres  hubieran  podido  al  tiempo  de  la  concepción  contraer 
entre  sí  legítimo  matrimonio.  —  Por  fin  ,  nuestra  ley  11  de 
Toro,  que  está  enlazada  con  la  10  que  la  precede,  se  limita  á 
declarar  cuáles  son  y  deben  decirse  hijos  naturales  para  po- 
der heredar  al  padre  con  prelacion  á  los  ascendientes  legíti- 
mos de  este,  y  no  estiende  el  beneficio  de  la  legitimación  á 
otros  hijos  que  á  los  que  antes  podían  ser  legitimados  por 
derecho  romano ,  canónico  y  real  de  las  Partidas ,  como  ve- 
remos en  su  lugar. 

IX.  Algunos  de  los  autores  ,  y  entre  ellos  el  doctor  don 
Sancho  de  Llamas°en  su  comentario  á  la  ley  11  de  Toro, 
que  contra  Sánchez,  Molina  y  Covarrubias  niegan  como  nos- 
otros al  hijo  concebido  de  adulterio  y  nacido  en  tiempo  en 
que  ya  sus  padres  podian  casarse  la  capacidad  de  ser  legi- 
timado por  el  subsiguiente  matrimonio  que  estos  contraje- 
ren después  del  nacimiento;  sostienen  sin  embargo,  por  no 
sé  qué  especie  de  anomalía  en  sus  doctrinas ,  que  si  el  ma- 
trimonio se  hubiese  contraído  por  los  padres  antes  del  naci- 
miento del  hijo  que  habian  procreado  en  adulterio ,  este  hijo 
naceria  legitimo,  no  legitimado  como  quiera,  sino  legítimo  , 
propio  y  rigurosamente  legítimo  ,  como  si  hubiera  sido 
concebido  dentro  de  legítimo  matrimonio  :  de  manera 
que  segün  ellos  ,  el  matrimonio  subsiguiente  á  la  con- 
cepción y  al  nacimiento  no  produce  la  legitimación  ni 
mejora  de  modo  alguno  la  condición  del  hijo  adulterino; 
pero  el  matrimonio  subsiguiente  á  la  mera  concepción,  aun- 
que no  preceda  mas  que  de  un  solo  mes,  de  un  solo  dia  ,  dé 
una  sola  hora  ,  de  un  solo  minuto  al  nacimiento  ,  tiene  la 
virtud  de  presentar  en  el  mundo  al,  recien  nacido  limpio  y 
libre  de  la  mancha  contraída  en  la  concepción  y  revestido 
de  todas  las  calidades  y  derechos  de  la  legitimidad. 


Alegan  estos  autores  en  apoyo  de  su  opinion ,  que  el  hijo 
concebido  de  adulterio  y  nacido  cuando  sus  padres  habian 
contraído  matrimonio  no  puede  considerarse  legitimado  ni 
natural,  y  que  de  consiguiente  debe  ser  tenido  por  legítimo. 
No  es  legitimado  ,  dicen  ,  por  el  subsiguiente  matrimonio  , 
porque  esta  legitimación  supone  que  el  matrimonio  ha  sido 
posterior  al  nacimiento,  como  que  por  eso  se  llama  subsi~ 
guienle,  y  en  el  caso  de  la  disputa  el  matrimonio  de  los  pa- 
dres no  ha  sido  subsiguiente  sino  precedente  y  anterior  al 
nacimiento  del  hijo.  No  es  natural,  continúan,  porque  para 
ser  naturales  los  hijos  se  requiere  según  la  ley  11  de  Toro 
que  los  padres  tengan  aptitud  para  casarse  al  tiempo  de  la 
concepción  ó  al  del  nacimiento ,  y  en  nuestro  caso  no  tienen 
aptitud  para  casarse  ,  pues  que  ya  están  casados.  Conven- 
dremos desde  luego  en  que  el  hijo  de  que  se  trata  no  "puede 
llamarse  legitimado,  pero  no  precisamente  porque  el'matri- 
monio  de  sus  padres  sea  anterior  al  nacimiento,  sino  porque 
ni  en  el  caso  de  anterioridad  ni  en  el  de  posterioridad  es  ca- 
paz de  legitimación  ,  pues  si  lo  fuera,  quedaría  legitimado 
por  el  matrimonio,  el  cual  si  no  era  subsiguiente  al  nacimien- 
to, lo  seria  á  la  concepción.  Convendremos  también  en  que 
tampoco  es  hijo  natural,  porque  lo  mismo  importa  aquí  que 
lo  sea  como  que  no  lo  sea;  aunque  realmente  puede  soste- 
nerse que  lo  es ,  pues  para  que  lo  sea  no  exige  la  ley  sino  que 
al  tiempo  del  nacimiento  se  haya  removido  el  impedimento 
que  al  de  la  concepción  tenian  los  padres  para  casarse,  y  se 
ha  removido  con  efecto  cuando  los  suponemos  legítimamente 
casados.  Mas  ¿qué  es  lo  que  se  sigue  de  que  el  hijo  de  quien 
hablamos  no  sea  natural  ni  legitimado?  Lo  que  se  sigue  no 
es  que  nace  legítimo  como  quieren  dichos  autores,  sino  que 
permanece  en  su  clase  de  ilegítimo,  pues  que  fué  concebido 
en  la  ilegitimidad  y  no  sobreviene  un  acontecimiento  que  le 
exima  de  esta  mancha. 

Ningún  hijo  ,  replican  ,  aunque  haya  sido  concebido  de 
adulterio,  puede  reputarse  ilegítimo  antes  de  nacer,  porque 
nadie  es  capaz  de  una  calidad  mientras  no  exista  ;  y  si  al 
tiempo  de  nacer  se  hallan  sus  padres  legítimamente  casados, 
puede  ya  decirse  que  nace  de  legítimo  matrimonio,  y  es  por 
lo  tanto  hijo  legítimo,  pues  que  la  ley  1,  tít.  15,  Part,  h,  lla- 
ma hijos  legítimos  á  los  que  nacen  de  padre  y  madre  que  es- 
tán casados  verdaderamente  según  manda  la  santa  Iglesia,  5 
la  ley  12  de  Toro  llama  igualmente  legítimos  á  los  que  hau. 
nacido  de  legítimo  matrimonio.  Tal  es  la  doctrina  que  se 
ven  forzados  á  sentar  por  sostener  la  legitimidad  de  los  hi- 
jos concebidos  de  adulterio  y  nacidos  después  de  casados 
sus  padres.  No  seria' necesario  impugnarla  ,  si  no  se  hallaso 
establecida  en  obras  de  tanto  crédito  :  superfino  seria  recor- 
dar, si  no  fuese  por  esta  razón ,  que  el  hombre  existe  desdo 
que  se  halla  engendrado  ;  que  la  concepción  es  la  que  le  im- 
prime el  sello  de  la  legitimidad  ó  ilegitimidad  ,  pues  que  la 
calidad  de  legítimo  ó  ilegítimo  depende  precisamente  del 
estado  de  sus  padres  al  tiempo  de  la  concepción;  que  desde 
entonces  empieza  la  ley  á  considerarle  capaz  ó  incapaz  do 
ciertos  derechos;  que  nunca  se  atiende  al  tiempo  del  naci- 
miento para  sacar  directamente  de  él  la  legitimidad  ó  ilegi- 
timidad del  hijo  sino  para  calcular  el  tiempo  de  la  concep- 
ción y  saber  por  el  estado  de  los  padres  en  aquella  época 
cuál  es  la  condición  que  al  hijo  ha  de  asignarse ,  y  cuál  su 
capacidad  para  ser  ó  no  ser  legitimado  :  superfluo  seria,  re- 
pito, recordar  estas  verdades  legales,  porque  todas  ellas  son 
conocidas  de  todos.  Es  cierto  que  la  ley  llama  hijo  legítimo 
al  que  nace  de  legítimo  matrimonio  ó  de  padre  y  madre  legí- 
timamente casados;  pero  no  nace  de  legitimo  matrimonio  el 
que  no  ha  sido  concebido  dentro  de  él.  Es  necesario  tener 
bien  presente  esta  verdad  para  no  equivocarse  :  una  cosa  es 
nacer  de  matrimonio,  y  otra  cosa  es  nacer  en  matrimonio  : 
nacer  de  matrimonio  es  lo  mismo  qué  ser  fruto  de  él ,  esto 
es,  haber  sido  concebido  despues  que  el  padre  y  la  madre 
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oslaban  casados;  y  nacer  en  matrimonio  no  es  mas  que  salir 
un  hijo  á  luz  estando  su  madre  casada  ,  aunque  haya  sido 
procreado  antes  del  casamiento  por  el  mismo  marido  de  la 
inadre  ó  por  otro  hombre  diferente.  Solo  el  que  ha  sido  con- 
tebido  dentro  del  matrimonio  es  propiamente  hijo  legítimo, 
y  nunca  lo  es  en  principio  el  que  ha  sido  concebido  fuera 
de  él  (bien  que  si  es  capaz  de  legitimación  podrá  quedar  le- 
gitimado  por  el  matrimonio  de  su  padre  y  de  su  madre  y 
entrar  en  la  clase  de  los  hijos  legítimos),  según  se  ha  de- 
mostrado mas  arriba,  núm.  V,  con  arreglo  á  la  ley  k,  tít.  23, 
Part.  k.  Por  lo  tanto  el  hijo  adulterino  nunca  será  hijo  legí- 
timo aunque  nazca  dentro  del  matrimonio  de  su  padre  y  de 
su  madre. 

X.  Lo  que  se  ha  dicho  del  hijo  adulterino  no  es  aplicable 
al  hijo  incestuoso ,  pues  hay  una  diferencia  muy  notable 
entre  el  uno  y  el  otro.  El  hijo  incestuoso  queda  legitimado 
por  el  matrimonio  que  sus  padres  contrajeren  con  dispensa 
del  papa,  y  entra  por  consiguiente  en  la  clase  y  en  los  de- 
rechos de  hijo  legítimo,  porque  la  dispensa  del  papa  purga 
el  vicio  del  incesto.  Antes  se  hallaban  divididas  sobreesté 
punto  las  opiniones  de  los  autores;  pero  sobrevino  después 
decisión  real  que  ha  debido  fijarlas,  como  se  verá  en  el  ar- 
tículo Hijo  incestuoso. 

XI.  Si  no  es  legítimo  el  hijo  nacido  antes  de  tiempo ,  esto 
es,  antes  de  entrar  en  el  séptimo  mes  desde  la  celebración 
del  matrimonio,  tampoco  lo  es  el  nacido  después  del  tiempo, 
esto  es ,  después  de  haber  entrado  en  el  mes  undécimo  desde 
la  disolución  del  matrimonio ,  como  se  ha  indicado  mas 
arriba  :  «  Si  la  nascencia  de  la  criatura ,  dicela  ley  U,  tít.  25, 
Part,  ft,  tañe  un  día  del  onceno  mes  después  de  la  muerte  del 
padre,  non  debe  ser  contado  por  su  fijo.  » 

La  ley,  como  se  ve,  está  terminante  :  el  hijo  que  nace 
pasados  diez  meses  ,  ó  sea  trescientos  dias  completos ,  desde 
la  muerte  del  marido ,  aunque  no  nazca  mas  que  un  solo  dia 
dentro  del  mes  undécimo ,  es  ilegítimo ,  ilegítimo  de  dere- 
cho ,  pues  que  la  ley  lo  decide ,  y  no  debe  ser  contado  entre 
íos  hijos  del  marido  de  su  madre  :  porque  se  presume  que 
no  pudo  ser  concebido  dentro  del  matrimonio  sino  después 
de  su  disolución,  y  por  consiguiente  no  se  le  puede  aplicar 
la  regla  Paferis  est  quem  mtptics  demonstran t.  Sigúese  de 
aquí ,  que  si  las  personas  interesadas  en  impugnar  la  legiti- 
midad de  un  hijo  hacen  ver  que  el  nacimiento  se  verificó 
después  de  haber  trascurrido  trescientos  dias  desde  el  fa- 
llecimiento del  pretendido  padre,  es  ya  inútil  é  impertinente 
toda  prueba  que  el  mismo  hijo  ó  su  tutor  ó  su  madre  qui- 
sieren hacer  sobre  prolongación  de  la  preñez  y  retardación 
de  parto.  El  legislador  sabia  muy  bien  las  opiniones  de  los 
físicos  sobre  el  tiempo  áque  puede  estenderse  la  duración 
de  la  preñez,  y  adoptando  por  fin  el  principio  de  que  no 
puede  pasar  de  diez  meses,  tiró  una  línea  y  fijó  con  mano 
resuelta  y  rígida  este  término  para  la  legitimidad  de  los  hi- 
jos sin  concederles  ni  un  solo  dia  mas.  Si  nosotros  saltamos 
esta  barrera ,  caeremos  en  la  arbitrariedad  :  si  damos  un 
dia ,  dos  dias ,  cuatro  dias  después  de  los  trescientos  ,  ¿  dón- 
de nos  detendremos?  Si  damos  trescientos  quince,  ¿qué 
razón  habrá  para  no  dar  cuatrocientos  y  todos  los  que  so 
pidan?  Sin  embargo,  aunque  la  ley  parece  haber  cerrado 
ja  puerta  á  toda  interpretación,  aunque  los  partos  legítimos 
posteriores  à  los  diez  meses,  si  es  que  los  hay,  serán  mu- 
cho mas  raros  que  las  flaquezas  de  las  mujeres,  suelen  los 
tribunales  mostrarse  algún  tanto  indulgentes  á  favor  de  los 
hijos  ultradiezmesinos  ,  admitiendo  pruebas  contra  la  pre- 
sunción de  su  ilegitimidad  ,  y  tomando  en  cuéntala  conducta 
de  la  madre,  el  estado  de  su  salud  y  las  causas  internas  ó 
esternas  que  hubiesen  podido  influir  en  que  la  gestación  se 
haya  prolongado  mas  allá  del  término  ordinario.  Véaso  Pa- 
ierntdad. 


XII.  La  mujer  que  ala  muerte  de  su  marido  se  sintiere  ó 
creyere  en  cinta  ,  tiene  un  medio  seguro  para  que  el  hijo 
que  pariere  sea  reputado  por  hijo  legítimo  del  matrimonio, 
aunque  el  parlo  no  llegue  á  verificarse  sino  mucho  después 
de  haber  trascurrido  los  diez  meses  de  la  gestación.  Este 
medio  consiste  en  denunciar  la  preñez  á  los  parientes  de  su 
marido  difunto  para  que  puedan  asegurarse  de  ella  y  tomar 
las  precauciones  convenientes  á  evitar  todo  fraude  con  arre- 
glo á  las  formalidades  establecidas  por  la  ley  ó  por  la  cos- 
tumbre de  la  tierra.  Mas  si  el  parto  se  verificare  dentro  de 
los  diez  meses  desde  la  muerte  del  marido  será  tenido  pov 
legítimo  el  hijo  que  naciere  ,  aunque  no  se  hubiese  denun- 
ciado la  preñez  à  los  parientes  de  aquel,  con  tal  que  se 
pruebe  la  realidad  del  parto  y  la  identidad  del  hijo.  Ley  3, 
tít.  6,lib.  3  del  Fuero  Real,  y  ley  17,  lit.  6,  Part.  6.  Véase 
Hijo  Postumo. 

XIII.  Sucede  no  pocas  veces  que  apenas  ha  fallecido  el 
marido  cuando  ya  la  viuda  presurosa  corre  á  segundas 
nupcias ,  y  antes  de  los  diez  meses  desde  el  fallecimiento 
pare  un  hijo  que  según  las  reglas  relativas  á  la  duración 
posible  de  la  gestación  puede  suponerse  fruto  tanto  del  pri- 
mer matrimonio  como  del  segundo.  Supongamos,  por. ejem- 
plo ,  que  la  mujer  se  vuelve  á  casar  un  mes  después  de  la 
muerte  de  su  marido,  y  que  pare  á  los  siete,  á  los  ocho  y 
aun  á  los  nueve  meses  de  la  celebración  del  segundo  malrU 
monio  ;  ¿  á  cuál  de  los  dos  maridos  habrá  de  atribuirse  la  pa- 
ternidad? ¿al  primero  ó  al  segundo?  La  resolución  de  csía 
cuestión  suele  ser  tan  difícil  como  delicada  :  casi  siempre  se 
presenta  una  incertidumbre  absoluta;  y  así  es  que  los  au- 
tores ,  para  determinar  el  estado  del  hijo  ,  se  han  visto  en  la 
necesidad  de  imaginar  una  multitud  de  sistemas  mas  ó  mé-? 
nos  especiosos  y  mae  ó  menos  arbitrarios.  Trátase  mas  ar- 
riba de  este  punto  con  alguna  ostensión  en  el  artículo  Año 
de  luto  ó  viudedad. 

XIV.  Hemos  dicho  al  principio  que  son  y  se  llaman  hijos 
legítimos  los  que  nacen  de  legítimo  matrimonio  á  debido 
tiempo.  Mas  cuando  se  ignora  quiénes  son  los  padres,  ¿cómo 
sabremos  si  los  hijos  nacieron  á  debido  tiempo  y  de  matri- 
monio legítimo?  ¿cómo  calificaremos  á  los  expósitos?  ¿los  ten- 
dremos por  legítimos  ó  por  ilegítimos?  Muchos  jurisconsultos 
los  han  tenido  siempre  por  legítimos,  apoyándose: —  Io.  en 
la  ley  Mérito,  SI ,  D.  pro  socio  ,  y  en  el  cap.  Estote,  2,  de 
reg.jur.,  donde  se  establece  que  encaso  de  duda  debe  adop- 
tarse la  opinion  que  escluye  toda  presunción  de  delito,  pues 
que  el  delito.no  se  presume  si  no  se  prueba  :  —  2o.  en  el 
cap.  Lalor,  3  ,  y  en  el  cap.  Pervenit,  11  ,  qui  füii  sinl  Icgi- 
timi,  donde  se  impene  al  adversario  la.  carga  de  probar  que 
el  hijo  es  ilegítimo  :  —  5o.  en  el  cap.  Ex  tenore,  ih,  qui  fil. 
sint  legit. ,  y  en  la  ley  Nuper,  Crie  naluralib.  liber.,  donde 
en  caso  de  duda  se  fija  la  presunción  á  favor  de  la  prole  : 
—  ti0,  en  que  no  solo  por  pudor  y  miedo  de  infamia  suelen 
esponerse  los  hijos ,  sino  también  por  la  necesidad  é  indi- 
gencia de  los  padres,  por  algún  peligro  que  amenaza,  ó  por 
otra  causa  que  á  ello  impele  ,  como  nos  demuestran  varios 
ejemplos.  Otros  autores  por  el  contrario  han  enseñado  quo 
deben  ser  considerados  como  ilegítimos,  sosteniendo  que  para 
calificarlos  ha  de  atenderse  á  la  causa  universal  de  la  espo- 
sicion,  la  cual  suele  verificarse  en  los  ilegítimos  y  rara  \C2 
en  los  legítimos.  Vino  por  fin  á  cortar  esta  disputa  el  señoí 
don  Carlos  IV  en  la  real  cédula  de  25  de  enero  de  1794 
(ley  H  ,  til.  57,  lib.  7,  Nov.  Rec.)  ordenando  «  que  todos  los 
expósitos  de  ambos  sexos,  existentes  y  futuros,  así  los  que 
hayan  sido  espuestos  en  las  inclusas  ó  casas  de  caridad , 
"como  los  que  lo  hayan  sido  ó  fueren  en  cualquier  otro  pa- 
raje, y  tengan  padres  conocidos,  sean  tenidos  por  legitima- 
dos por  la  real  autoridad  y  por  legítimos  para  todos  los 
electos  civiles  generalmente  y  sin  escepcion,  no  obstante 
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que  en  alguna  ó  algunas  reales  disposiciones  se  hayan  es- 
ceptuado  algunos  casos,  ó  escluido  de  la  legitimación  civil 
para  algunos  efectos.  »  Véase  Exposición  departo. 

XV.  Los  hijos  legítimos  están  bajo  la  patria  potestad 
hasta  que  esta  se  estingue  por  cualquiera  de  los  modos 
designados  en  las  leyes  :  —  tienen  derecho  á  ser  alimenta- 
dos y  educados  por  sus  padres  según  su  rango  y  facultades, 
así  corno  tienen  obligación  de  alimentar  y  socorrer  á  los 
mismos  padres  que  se  hallaren  en  caso  de  necesidad  :  —  su- 
ceden á  los  padres  en  las  honras ,  son  sus  herederos  forzosos 
por  testamento  en  las  cuatro  quintas  partes  de  los  bienes 
que  dejaren ,  y  sus  herederos  legítimos  ab  intestato  en  todos 
los  bienes,  con  esclusion  de  cualesquiera  otras  personas,  así 
como  los  padres  son  herederos  forzosos  de  los  hijos  por  tes- 
tamento en  los  dos  tercios  de  los  bienes  y  ab  intestato  en  to- 
dos, cuando  los  hijos  mueren  sin  posteridad.  Véase  Alimentos, 
Puitre,  Matb'e,  Patria  potestad ,  Heredero  forzoso,  Heredero 
legítimo  ,  Légitima,  Bautismo,  Nacimiento  y  Paternidad. 

HIJO  ilegítimo.  El  que  no  ha  nacido  de  legítimo  matri- 
monio ;  proemio  y  ley  l,  lit.  13,  Part.  k.  Esta  definición 
es  diminuta,  pues  que  siendo  así  que  no  solo  es  hijo  legítimo 
el  que  nace  de  matrimonio  legítimo ,  sino  también  el  que 
nace  de  matrimonio  putativo  contraído  de  buena  fe  en  faz 
do  la  Iglesia ,  como  se  ha  dicho  en  el  artículo  Hijo  legítimo, 
se  deduce.,  por  necesaria  ilación  que  hijo  ilegítimo  será 
el  que  no  ha  nacido  de  matrimonio  legítimo  ó  al  menos 
putativo  contraído  de  buena  fe  con  arreglo  á  las  leyes.  To- 
davía es  de  observar  que  la  definición  seria  mas  exacta  si 
en  lugar  de  la  palabra  nacido  se  usase  de  la  palabra  conce- 
bido ;  porque  ,si  bien  es  cierto  que  para  llamarse  nacido  de 
matrimonio  es  necesario  haber  sido  concebido  en  el  matri- 
monio mismo,  oomose  ha  demostrado  mas  arriba  en  el  artí- 
culo Hijo  legítimo,  hay  no  pocos  autores  que  han  afectado 
no  percibir  esta  necesidad  y  han  incurrido  por  ello  en  graves 
equivocaciones.  Será  pues  mas  claro  y  exacto  decir,  que 
hijo  ilegítimo  es  el  que  ha  sido  concebido  fuera  de  matri- 
monio. 

El  hijo  ilegítimo  se  llama  también  bastardo,  según  es  de 
ver  en  la  ley  9  de  Toro ,  la  cual  comprende  á  todos  los  hijos 
habidos  fuera  de  matrimonio  bajo  la  denominación  común 
y  genérica  de  bastardos  ó  ilegítimos,  usando  de  ambas  pa- 
labras como  sinónimas  ó  espresivas  de  un  mismo  significado. 
Sin  ernbargo ,  unos  autores  aplican  esclusivamente  el  nom- 
bre de  bastardos  á  los  hijos  habidos  de  padres  que  no  podían 
casarse  entre  sí  al  tiempo  de  la  concepción  ni  al  del  naci- 
miento ;  otros  á  los  que  un  hombre  casado  procrea  en  mujer 
viuda  ó  soltera  ;  algunos  á  los  habidos  de  personas  ligadas 
con  profesión  religiosa  ó  con  orden  sacro  ;  no  pocos  á  los 
nacidos  de  soltera  que  ni  es  concubina,  ni  mujer  pública ,  ó 
á  los  nacidos  de  estupro,  ó  á  los  meramente  naturales;  y 
no  faltan  quienes  lo  contraen  á  los  que  el  noble  tiene  en 
mujer  plebeya  ó  el  plebeyo  en  mujer  ilustre  :  de  suerte  que 
la  palabra  bastardo  se  ha  hecho  tan  vaga  é  incierta,  que 
para  entender  á  los  autores  ó  á  cualesquiera  personas  que 
hablen  ó  escriban  sobre  los  hijos  bastardos,  es  indispensable 
averiguar  primero  cuáles  son  los  hijos  á  quienes  dan  esta 
calificación.  Lo  mas  común  empero  es  llamar  bastardos  en 
generalatos  hijos  ilegítimos  de  cualquiera  especie  que  sean, 
y  en  especial  á  los  hijos  de  padres  que  no  podian  contraer 
matrimonio  entre  sí  al  tiempo  de  la  concepción  ni  al  del  na- 
cimiento. Véase  Bastardo. 

Dícese  también  noto  el  hijo  ilegítimo.  Nolho  es  palabra 
griega ,  que  significa  propiamente  todo  lo  que  no  es  confor- 
me al  orden ,  y  se  aplica  al  hijo  que  no  ha  nacido  de  legítimo 
matrimonio  ,  como  enseñan  Julio  Polux  ,  Suidas,  Hesiquio, 
Escrevelio  y  Marco  Fabio,  y  en  este  sentido  la  usaron  Ho- 
mero en  su  Iliada  ,  Píndaro,  Plutarco  y  Dionisio  Areopagita , 
siendo  también  así  como  la  entiende  el  diccionario  de  la 


lengua  castellana  per  la  Academia.  Muchos,  sin  embargo, 
la  toman  en  una  acepción  mas  reducida  ;  unos  la  aplican  á 
los  espurios ,  escluyendo  á  los  naturales  ;  otros  tan  solo  á  los 
naturales;  algunos  la  limitan  á  los  que  nacen  de  padres  co- 
nocidos y  hábiles  para  contraer  matrimonio ,  sin  que  hayan 
vivido  en  concubinato;  estos  á  los  habidos  de  estupro  entre 
hombre  noble  y  mujer  plebeya  ,  aquellos  á  los  que  el  hom- 
bre casado  procrea  en  mujer  viuda  ó  soltera  ;  y  finalmente, 
la  ley  1 ,  lit.  1S,  Part,  h,  dice  que  notos  se  llaman  los  quo 
nacen  de  adulterio  ó  sea  de  mujer  casada  y  hombre  que  no 
es  su  marido,  porque  parece  que  son  hijos  conocidos  del 
marido  y  no  lo  son.  El  compilador  de  dicha  ley  de  Partida, 
así  como  el  de  la  glosa  magna  de  las  Decretales  ,  cap.  10, 
de  renunl.,  de  donde  aquella  doctrina  se  tomó,  supusieron 
erróneamente  que  la  palabra  griega  nolhus  significaba  cono- 
cido como  la  palabra  latina  nolus  escrita  sin  h.  Se  ve  pues 
que  la  palabra  noto  es  todavía  mas  vaga  é  incierta  "que  la 
palabra  bastardo  en  el  uso  que  de  ellas  hacen  los  juristas. 

Los  hijos  ilegítimos  se  dividen  en  naturales  y  espurios;  y 
los  espurios  se  subdividen  en  incestuosos ,  adulterinos  ,  sa- 
crilegos y  manceres. 

Todos  los  hijos  ilegítimos,  aun  los  incestuosos,  adulteri- 
nos y  sacrilegos ,  podian  antiguamente  según  el  Fuero  Juzpo 
heredar  en  defecto  de  legítimos  todos  los  bienes  del  padre  , 
con  preferencia  á  los  demás  parientes,  porque  aunque  fru- 
tos del  crimen ,  quedaron  purgados  por  el  bautismo  :  quia 
licèt  sint  scélérate  concepti,  sunt  lamen  unda  sacri  baplis- 
malis  expiali;  leyes  1  y  2  ,  tít.  5,  lib.  3,  Fuero  Juzgo.  Mas 
por  leyes  posteriores  se  han  restringido  y  modificado  los 
derechos  de  tales  hijos  según  sus  respectivas  clases  ,  como 
se  dice  en  su  lugar.  Véanse  los  artículos  siguientes. 

HIJO  natural.  El  hijo  habido  fuera  de  matrimonio  do 
personas  que  podian  casarse  entre  sí  al  tiempo  de  la  concep- 
ción ó  al  del  nacimiento  ;  ley  1 1  de  Toro. 

I.  Según  el  derecho  romano ,  no  era  hijo  natural  sino  pre- 
cisamente el  nacido  de  concubina  que  fuese  única  y  sola  y 
habitase  en  calidad  de  tal  en  la  misma  casa  del  padre ,  sien- 
do ambos  libres  ó  solteros  y  pudiendo  contraer  entre  sí 
legítimo  matrimonio  ;  Nov.  18 ,  cap.  S,  Nov.  89,  cap.  12  ,  le- 
yes 10  y  11 ,  C.  de  naluralibus  liberis,  y  ley  1,  D.  de  con- 
cubin. El  hijo  que  no  era  habido  ex  concubinalu,  sino  coa 
furtivo  accessu  au l  slupro  de  virgen  ó  viuda  honesta ,  las 
cuales  no  podian  ser  concubinas  ,  no  se  decía  natural  sino 
bastardo  ;  y  el  habido  de  mujer  pública  no  se  denominaba 
natural  ni  bastardo  ,  sino  mancer.  Véase  Concubina. 

Según  el  derecho  délas  Partidas,  que  en  esta  parte  sigue 
la  disposición  del  romano ,  se  entiende  igualmente  por  hijo 
natural  el  procreado  en  barragana  ó  concubina  libre  ó  sol- 
tera ,  que  sea  una  sola  y  no  virgen  ni  viuda  honesta ,  por 
hombre  también  soltero  que  al  tiempo  de  la  concepción  pu- 
diese casarse  con  ella;  ley  2,  tít.  Vt,  Parí.  h,ley  1,  lit.  1S, 
cl.  Part,  k,  y  ley  8,  tít.  13,  Part.  6.  Solo  hay  una  diferen- 
cia entre  el  derecho  romano  y  el  de  las  Partidas,  la  cual 
consiste  en  que  la  circunstancia  que  el  primero  exige  do 
que  la  concubina  haya  de  habitar  en  la  casa  dei  que  la  tieno 
no  se  encuentra  espresamente  señalada  en  el  segundo.  Véaso 
Barragana. 

Mas  la  ley  11  de  Toro  (  ley  1 ,  lit.  5  ,  ¿ib.  10 ,  Nov.  Rec.  ) 
dispone  que  el  hijo  se  diga  natural  cuando  al  tiempo  quo 
naciere  ó  fuere  concebido  podia  casarse  su  padre  con  su 
madre  justamente  sin  dispensa,  con  tal  que  el  padre  lo  re- 
conozca por  su  hijo,  aunque  no  haya  tenido  la  mujer  de  quien 
lo  engendró  en  su  casa  ni  sea  una  sola. No  es  ya  pues  nece- 
sario para  que  el  hijo  se  diga  natural,  que  nazca  de  concu- 
bina, ni  que  esta  viva  en  la  misma  casa  con  el  padre  ,  ni 
queseaunasola,  ni  que  pertenezca  á  la  clase  de  las  que  pue- 
den ser  concubinas ,  ni  que  precisamente  al  tiempo  de  la 
concepción  haya  de  haber  en  los  padres  aptitud  para  casar- 
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se ,  con  tal  que  si  no  la  hay  entonces  la  haya  despues  al 
tiempo  del  nacimiento  :  de  manera  que  en  el  dia  es  y  se  lla- 
ma hijo  natural  el  habido  de  padre  y  madre  que  al  tiempo 
de  la  concepción  ó  del  parto  podian  contraer  entre  sí  sin 
dispensa  legítimo  matrimonio,  con  tal  que  el  padre  le  reco- 
nozca por  suyo  ó  haya  tenido  en  su  casa  á  la  madre.        .     ■ 

II.  De  esta  disposición  de  la  ley  11  de  Toro  infieren  los 
autores  como  consecuencia  necesaria  :  —  Io.  que  si  al  tiem- 
po de  la  concepción  están  el  padre  y  la  madre  ó  el  uno  de 
los  dos  ligados  en  matrimonio  con  otras  personas,  y  al 
tiempo  del  parto  se  hallan  ya  espeditos  para  casarse  entre  sí 
por  haber  muerto  sus  consortes ,  el  hijo  del  adulterio  será, 
hijo  natural ,  porque  se  verifica  que  en  uno  de  los  dos  tiem- 
pos han  podido  los  padres  contraer  matrimonio  sin  dispen- 
sa :  —  2o.  que  por  el  contrario  ,  si  los  padres  al  tiempo  de  la 
concepción  se  hallan  ligados  con  uno  de  aquellos  impedi- 
mentos dirimentes  que  solo  se  remueven  por  dispensa, 
v.  gr.  el  de  parentesco ,  aunque  al  tiempo  del  parto  se  ha- 
llen habilitados  para  contraer  matrimonio  en  virtud  de  la 
dispensa  que  hayan  obtenido  del  impedimento,  no  será  ni 
podrá  llamarse  natural  el  hijo  del  incesto,  porque  se  verifica 
que  en  ninguno  de  los  dos  tiempos  han  podido  casarse  sin 
dispensa  los  padres  ,  y  que  de  consiguiente  no  ha  habido  en 
ellos  la  aptitud  exigida  por  la  ley. 

Estas  dos  consecuencias  parecen  con  efecto  legítimas,  y 
se  deducen  inmediata  y  necesariamente  de  la  disposición  de 
la  ley;  pero  ¿no  parece  también  que  envuelven  el  absurdo 
de  suponer  que  el  adulterio  es  un  crimen  mucho  mas  lijero 
que  el  incesto,  pues  que  hacen  al  hijo  adulterino  de  mejor 
condición  que  al  incestuoso?  El  hijo  adulterino, "según  ellas, 
el  hijo  habido  por  un  hombre  casado  en  una  mujer  casada 
podrá  ser  hijo  natural ,  podrá  por  lo  tanto  tener  derecho  de 
heredar  todos  los  bienes  de  su  padre  y  de  su  madre,  y  la 
madre  y  el  padre  podrán  reconocerle  y  hacer  alarde  de  su 
crimen,  de  un  crimen  que  tantos  agravios  y  tantas  alarmas 
produce  en  la  sociedad  ,  y  que  la  ley  castiga  con  severas 
penas  ;  mientras  que  el  hijo  habido  entre  dos  primos  her- 
manos ,  entre  dos  primos  segundos  ó  entre  dos  primos  ter- 
ceros ,  quedará  para  siempre  sumido  en  la  ignominia  ,  sin 
poder  arribar  á  la  clase  de  hijo  meramente  natural  y  sin 
derecho  de  heredar  á  su  padre  ,  aunque  la  culpa  de  que  es 
fruto,  culpa  que  á  nadie  tal  vez  causó  agravio  ni  alarma, 
se  haya  lavado  con  la  dispensa  pontificia.  Si  estas  doctrinas 
son  conforme  á  la  ley  11  de  Toro,  ¿podrá  decirse  que  lo  son 
igualmente  al  buen  sentido  y  á  la  moral?  Por  eso  la  comi- 
sión especial  de  las  Cortes  encargada  en  1820  del  proyecto 
de  código  civil  escluyó  el  tiempo  del  nacimiento  parala  ca- 
lificación de  los  hijos ,  y  propuso  que  solo  se  tuviesen  por 
naturales  los  ilegítimos  que  fuesen  habidos  de  personas  no 
impedidas  de  contraer  matrimonio  entre  sí  por  razón  de  su 
estado  ni  por  parentesco  al  tiempo  de  la  concepción,  resta- 
bleciendo así  en  el  fondo  la  disposición  de  las  citadas  leyes 
]  de  las  Partidas  y  de  los  códigos  romanos.  Véase  Hijo  adul- 
terino é  Hijo  incestuoso. 

III.  Para  que  el  hijo  sea  tenido  por  natural,  no  basta  que 
el  padre  y  la  madre  hayan  podido  casarse  entre  sí  justa- 
mente sin  dispensa  en  la  época  de  la  concepción  ó  del  naci- 
miento, sino  que  ademas  es  necesario,  como  ya  se  ha  insi- 
nuado con  arreglo  á  la  ley  11  de  Toro,  que  el  padre  le 
reconozca  por  suyo.  Esta  condición  del  reconocimiento  no 
se  exigía  en  el  derecho  romano  ni  en  el  de  las  Partidas ,  ni 
tampoco  ora  en  ellos  indispensable;  pues  habiendo  de  vivir 
la  concubina  en  la  casa  y  compañía  del  concubinario  ó  estar 
ligada  con  este  de  manera  que  no  se  dudase  que  era  su  con- 
cubina, se  presumía  por  la  ley  que  el  hijo  nacido  de  la  con- 
cubina era  hijo  del  concubinario,  y  esta  presunción  era  bas- 
tante para  fijar  su  estado.  Mas  como, la  ley  11  de  Toro 
cstendió  el  beneficio  do  la  naturalidad  aúnalos  hijos  de 


mujeres  que  no  sean  propiamente  concubinas  ó  no  conste 
que  lo  sean  ,  cesó  la  presunción  que  el  derecho  inducía  ,  y 
fué  necesario  establecer  en  su  lugar  el  reconocimiento  del 
padre,  como  lo  observa  el  señor  Covarrubias  ,  parte  2a.  de 
matrimonio ,  cap.  8,  §ft ,  n.  Ik;  de  que  se  infiere  que  es- 
tando la  concubina  en  casa  del  concubinario  y  siendo  cono- 
cida como  tal  concubina ,  no  seria  necesario  este  reconoci- 
miento. 

Puede  el  padre  hacer  el  reconocimiento  del  hijo  natural 
por  instrumento  auténtico  ó  fehaciente.  Se  tiene  por  instru- 
mento auténtico  ó  fehaciente  al  efecto  :  —  Io.  la  partida  do 
bautismo  en  que  el  padre  hubiese  hecho  espresar  su  nombro 
concurriendo  por  sí  personalmente  ó  por  escrito  ó  por  per- 
sona fidedigna  y  de  satisfacción  á  declarar  su  paternidad , 
aunque  algunos  dicen  que  los  libros  parroquiales  no  pre- 
sentan sino  prueba  semiplena  :  —  2o.  toda  carta  ó  escritura 
hecha  ante  escribano  público  ó  estendida  por  la  mano  misma 
del  padre  ,  y  confirmada  en  ambos  casos  por  tres  testigos, 
en  la  cual  manifieste  ser  suyo  el  hijo  de  que  se  trata;  ley  7, 
tít.  15,  Part.  Il  : — 5o.  el  testamento  en  que  el  padre  insti- 
tuyere por  su  heredero  al  hijo  natural,  espresando  que  lo 
hubo  de  tal  mujer;  ley  6,  til.  Ib,  Part,  h  :  —  h°.  el  acta 
autorizada  por  el  magistrado,  justicia  ó  concejo  del  pueblo, 
con  asistencia  del  escribano,  en  que  constare  la  declaración 
de  paternidad  hecha  por  el  padre;  ley  5,  til.  io,Part.  h. 
Las  citadas  leyes  8,  6  y  7,  tít.  15,  Part,  h,  no  hablan  pre- 
cisamente de  reconocimiento  sino  de  legitimación  ,  porque 
entonces  se  tenían  por  legítimos  los  hijos  que  uno  declaraba 
ser  suyos  por  cualquiera  de  dichos  medios ,  pues  como  en 
aquel  tiempo  se  permitían  los  matrimonios  clandestinos,  se 
suponía  que  el  que  declaraba  haber  tenido  tal  hijo  de  tal 
mujer  confesaba  de  un  modo  indirecto  que  estaba  casado  con 
ella  ;  y  así  era  que  todos  los  demás  hijos  habidos  en  la  mis- 
ma mujer  se  consideraban  igualmente  legítimos,  aunque  no 
se  nombrasen  en  el  instrumento.  Pero  como  en  el  dia  no 
hay  matrimonios  clandestinos,  y  no  existen  otros  medios  do 
legitimar  á  los  hijos  que  los  de  subsiguiente,  matrimonio  y 
concesión  real,  lo  que  antes  se  llamaba  legitimación  por 
testamento ,  por  escritura  y  por  presentación  á  la  corte  del 
rey  ó  al  concejo  del  pueblo  no  es  ahora  otra  cosa  que  un 
mero  reconocimiento. 

El  reconocimiento  hecho  por  cualquiera  de  los  modos  in- 
dicados es  un  reconocimiento  legal;  y  lo  es  también  y  surto 
los  mismos  efectos  que  el  voluntario  el  que  resulta  de  una 
acción  intentada  en  justicia  contra  el  padre  ,  cuando  en  las 
querellas  de  estupro , probado  el  delito,  manda  el  juez,  si 
ha  habido  prole,  que  el  reo  la  reconozca  por  suya,  suplien- 
do la  sentencia  el  reconocimiento  en  caso  de  que  el  reo  no 
quiera  hacerlo. 

El  reconocimiento  hecho  antes  del  nacimiento  del  hijo 
tiene  tanto  valor  como  el  hecho  después  del  nacimiento, 
porque  el  hijo  concebido  se  reputa  nacido  siempre  que  so 
trata  de  su  interés. 

No  solamente  el  mayor  de  edad  sino  también  el  menor 
puede  reconocer  al  hijo  natural;  porque  su  reconocimiento 
no  es  mas  que  la  reparación  de  una  especie  de  delito ,  y  los 
menores  no  están  esenlos  de  la  responsabilidad  de  los  actos 
criminales  que  cometen. 

Libre  de  reconocer  ó  no  reconoesr  á  su  hijo  natural ,  no 
puede  el  padre,  aunque  sea  menor,  revocar  el  reconoci- 
miento que  legalmenle  hubiere  hecho.  Este  reconocimiento  , 
en  efecto,  no  es  una  liberalidad  propiamente  dicha,  sino  la 
declaración  de  un  hecho  á  la  cual  confrère  la  ley  derlas  Ven- 
tajas,; pero  una  vez  hecha  esta  declaración  de  paternidad, 
adquiere  el  hijo  el  estado  de  filiación  de  que  ya  no  puedo 
ser  despojado. 

El  reconocimiento  de  un  hijo  natural  hecho  por  el  padre 
sin  aprobación  déla  madre  no  tiene  electo  ¿¡no  con  respecto 
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al  padre,  porque  no  puede  permitirse  á  un  hombre  el  atri- 
buir hijos  naturales  á  la  mujer  que  le  pluguiere  escoger  y 
deshonrar  de  este  modo  á  una  familia;  ni  tampoco  el  recono- 
cimiento hecho  por  la  madre  sin  aprobación  del  padre  pue- 
de surtir  efecto  sino  con  respecto  á  la  madre,  porque  tam- 
bién seria  injusto  el  permitir  que  una  madre  pudiese  hacer 
recaer  según  su  capricho  una  odiosa  paternidad  sobre  un 
hombre  inocente. 

Todo  reconocimiento  de  parte  del  padre  ó  de  la  madre, 
y  aun  toda  reclamación  de  parte  del  hijo  ,  podrán  contrade- 
cirse por  las  personas  que  tengan  interés  en  ello.  El  hijo 
como  primer  interesado  puede  combatir  el  reconocimiento 
que  de  él  hicieren  un  hombre  ó  una  mujer  que  tuviese  por 
estraños,  haciendo  ver  que  ni  el  uno  podia  ser  su  padre  ni 
la  otra  su  madre.  La  madre  puede  rechazar  también  el  re- 
conocimiento de  parte  del  pretendido  padre,  porque  no 
debe  dejarse  al  arbitrio  de  cualquier  aventurero  c!  hacerse 
pasar  por  padre  del  hijo  de  una  soltera  ó  viuda  opulenta 
que  hubiese  tenido  la  desgracia  do  faltarse  á  sí  misma.  El 
padre  igualmente  puede  repudiar  el  reconocimiento  que  tal 
vez  en  algún  caso,  aunque  raro,  hiciese  por  especulación 
una  pretendida  madre.  En  fin  ,  todo  reconocimiento  hecho 
contra  verdad  puede  combatirse  por  cualquiera  individuo  á 
quien  perjudique. 

IV.  El  hijo  natural  tiene  derecho  á  que  le  den  alimentos 
y  educación  no  solo  su  padre  y  su  madre  sino  también  sus 
abuelos  y  demás  ascendientes  por  ambas  lineas  ;  ley  S  , 
tít.  19,  Parí.  k.  La  ley  habla  solo  de  aquellos  hijos  «  que 
nascen  de  las  mujeres  que  tienen  los  homes  por  amigas 
manifiestamente  como  en  lugar  de  mujeres  ,  non  habiendo 
entre  ellos  embargo  de  parentesco  ó  de  orden  de  religion  ó 
de  casamiento;  »  pero  en  el  dia  debe  aplicarse  su  disposi- 
ción ,  según  opina  Gregorio  López  en  la  glosa  U,  á  todos  los 
hijos  que  la  ley  li  de  Toro  califica  de  naturales,  contal  que 
se  hallen  reconocidos  en  debida  forma.  —  Como  la  obliga- 
ción de  darse  alimentos  los  descendientes  y  ascendientes  es 
recíproca,  según  la  ley  2,  tít.  19,  Part.  4,  se  sigue  de  este 
principio  que  si  el  padre  y  la  madre  y  los  abuelos  paternos 
y  maternos  tienen  obligación  de  dar  alimentos  por  su  orden 
á  sus  hijos  y  demás  descendientes  naturales  ,  también  los 
hijos  y  descendientes  naturales  están  obligados  del  mismo 
modo  á  dar  alimentos  en  caso  necesario  á  su  padre  y  madre, 

■  ásus  abuelos  paternos  y  maternos.  Véase  Alimentos. 

V.  El  hijo  natural  no  tiene  en  cuanto  à  la  herencia  de  su 
padre  el  mismo  derecho  que  en  cuanto  á  la  de  su  madre; 
nunca  es  heredero  forzoso  del  padre  por  testamento,  pero 
en  algún  caso  lo  es  ab  inlestato;  mas  faltando  hijos  legíti- 
mos ,  es  heredero  forzoso  de  la  madre  así  ab  intestato  como 
por  testamento ,  según  vamos  á  ver. 

VI.  Habiendo  hijos  legítimos  ó  legitimados  por  subsi- 
guiente matrimonio ,  queda  escluido  el  hijo  natural  así  de 
la  herencia, materna  como  de  la  paterna.  Pero  en  tal  caso 
podrct,  el  padre  ó  la  madre  dejarle  por  via  de  alimentos  en 
plena  propiedad  el  quinto  de  sus  bienes  y  no  mas,  leyes  9 
y  10  de  Toro;  y  no  solo  podrá  ,  sino  que  deberá  dejárselo, 
cuando  menos  en  la  parte  que  sea  necesaria  para  sus  ali- 
mentos :  de  manera  que  si  le  dejase  el  quinto  y  ademas 
hiciere  algunos  legados,  se  deducirán  y  entregarán  efecti- 
vamente los  legados  á  los  legatarios  en  caso  de  que  el  quinto 
alcance  para  ellos  y  los  alimentos  del  hijo;  mas  en  caso 
contrarióse  rebajarán  del  quinto  solamente  los  gastos  del 
funeral  y  se  anularán  los  legados ,  porque  el  débito  de  los 
alimentos  tieae  preferencia  sobre  las  mandas. 

VIL  Si  el  padre  careciese  de  hijos  ó  descendientes  legíti- 
mos ,  podrá  instituir  heredero  á  su  hijo  natural  cu  todos  sus 
bienes  ó  en  la  parle  que  quisiere  de  ellos  ,  aunque  tenga 
ascendientes  legítimos,  ley  10  de  Toro,  ô  ley  6, "lit.  20," 
lib.  10,  Nov.  Rec;  y  si  nada  le  ck^ire,  será  cargo  de  los 


herederos  el  consignarle  alimentos  ,  cuya  regulación  habrá 
de  hacerse  à  juicio  de  hombres  buenos,  ley  8,  tít.  13, 
Part.  G. 

Si  la  madre  carece  de  hijos  ó  descendientes  legítimos, 
debe  instituir  heredero  á  su  hijo  natural,  aunque  tenga  padre 
ó  madre  ó  ascendientes  legítimos  ;  ley  9  cíe  Toro ,  ó  ley  5 , 
tít.  20,  lib.  10 ,  Nov.  Rec.  :  de  modo  que  si  le  desheredare 
injustamente  ó  le  omitiere  en  su  testamento,  podrá  el  hijo 
natural  usar  de  los  mismos  remedios  legales  que  los  hijos 
legítimos. 

VIII.  Muriendo  intestado  el  padre,  le  sucede  el  hijo  natu- 
ral, á  falta  de  hijos  y  descendientes  legítimos ,  solo  en  la 
sexta  parte  de  la  herencia  que  debe  partir  con  su  madre  , 
leyes  8  y  9,  tít.  13,  Parí.  6;  y  á  falta  de  descendientes 
y  ascendientes  legítimos  y  de  parientes  colaterales  hasta  el 
cuarto  grado  inclusive,  le  sucederá  en  toda  la  herencia  como 
heredero  legítimo  con  prelacion  á  la  viuda  y  á  los  colaterales 
del  quinto  y  demás  grados  ulteriores,  ley  de  16  de  mayo 
de  1855. 

Muriendo  intestada  la  madre,  le  sucede  el  hijo  natural,  á 
falta  de  hijos  y  descendientes  legítimos  ,  aunque  aquella  deje 
padre  ó  madre  ú  otros  ascendientes  legítimos;  porque  no 
habiendo  legítimos  descendientes,  son  los  naturales  herede- 
ros forzosos  de  la  madre  ex  testamento  y  ab  inlestato;  ley  9 
de  Toro. 

=  Véase  Heredero  legítimo,  en  el  primer  orden  de  suce- 
sión, n.  VI;  en  el  segundo,  n.  VI;  en  el  tercero,  n.  III, 
W.  ;  y  en  el  cuarto ,  n.  I ,  II  y  III.  Véase  también  Hijo  legi- 
timado. 

HIJO  espurio.  En  sentido  riguroso  es  el  nacido  de  mujer 
soltera  ó  viuda,  sin  que  conste  del  padre,  según  la  ley  1  , 
tít.  Ib,  Part.  4 ,  y  la  ley  11  ,  lit.  13,  Part.  6;  y  en  sentido 
lato  es  todo  hijo  nacido  de  adulterio ,  de  incesto  ó  de  sacrile- 
gio, según  la  ley  5,  tít.  ih ,  Pari.  Il ,  y  la  ley  1,  lit.  lo, 
Part.  il.  Mas  ahora  con  arreglo  al  espíritu  de  la  ley  1 1  de 
Toro ,  se  llama  espurio  el  hijo  ilegítimo  que  no  puede  con- 
tarse entre  los  hijos  naturales,  esto  es,  el  hijo  habido  fuera 
de  matrimonio  de  personas  que  no  podian  casarse  entre  sí 
al  tiempo  de  la  concepción  ni  al  del  nacimiento  ,  y  el  nacido 
de  mujer  soltera  ó  viuda  y  de  padre  incierto  y  no  conocido 
por  haber  tenido  la  mujer  ayuntamiento  con  muchos.  Véase 
Espurio. 

I.  Según  la  acepción  de  la  ley  de  Toro,  puede  un  mismo 
hijo  ser  natural  y  espurio  :  será  natural,  si  sus  padres  que 
no  podían  casarse  entre  sí  al  tiempo  de  la  concepción  ,  pu- 
dieron hacerlo  al  tiempo  del  nacimiento;  y  será  espurio,  si 
en  ninguno  de  los  dos  tiempos  tenían  aptitud  sus  padres  para 
contraer  entre  sí  legítimo  matrimonio.  Si  tú,  por  ejemplo  , 
estando  casado  con  María,  procreas  un  hijo  en  Antonia  que 
está  casada  con  Pedro,  será  reputado  natural  este  hijo  en 
el  caso  de  que  por  muerte  de  Pedro  y  de  María  estéis  libres 
tú  y  Antonia  para  casaros  cuando  nazca;  pero  si  en  esta 
última  época  viven  tu  esposa  María  y  Pedro  marido  de  An- 
tonia, quedará  él  hijo  en  la  clase  de  espurio,  sin  poder  ad- 
quirir la  de  natural,  porque  Antonia  y  tú  no  habéis  podido 
casaros  al  tiempo  de  su  concepción  ni  al  de  su  nacimiento. 

II.  El  hijo  espurio  se  suele  decir  también  bastardo,  como 
igualmente  fornecino.  Véase  Bastardo  ,  Fornecino  á  Hijo 
ilegítimo. 

Los  hijos  espurios  se  subdividen  en  incestuosos  ó  habidos 
entre  parientes,  adulterinos  ó  procedentes  de  adulterio, 
sacrilegos  ó  nacidos  de  clérigos  de  orden  sacro,  frailes  ó 
monjas  profesas  ,  y  manecres  ó  hijos  de  soltera  ó  viuda  que 
se  prostituye  á  muchos. 

Los  hijos  incestuosos ,  los  adulterinos  habidos  entre  casado 
y  soltera,  y  los  sacrilegos,  se  llaman  hijos  de  vedado  ayun- 
tamiento, ex  damnato  coilu;y  los  adulterinos  habidos  entro 
mujer  casada  y  hombre  que  no  es  su  marido,  esté  ó  no  esté 
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casado  con  otra,  se  denominan  hijos  de  vedado  y  punible 
ayuntamiento,  ex  damnato  et  punibili coilu. 

III.  Así  el  padre  como  la  madre  están  obligados  á  criar  y 
alimentar  á  todos  sus  hijos  de  cualquiera  clase  que  sean  ,  y 
por  consiguiente  á  los  espurios  :  i°.  porque  todas  las  cosas 
del  mundo  se  mueven  à  criar  y  guardar  lo  que' nace  de 
ellas  ;  2o.  por  el  amor  que  naturalmente  tienen  los  padres  â 
sus  hijos  ;  y  5o.  porque  asi  lo  exigen  el  derecho  natural  y  el 
positivo.  Ley  2,  lit.  19,  Pari.U,  y  Grey.  López  en  la 
glosa  i  de  dicha  ley. 

No  solamente  el  padre  y  la  madre  tienen  la  obligación  de 
criar  y  alimentar  á  los  hijos  espurios,  sino  también  los  as- 
cendientes de  parte  de  madre  en  su  caso  y  lugar,  pero  no 
los  de  parte  de  padre,  si  no  quisieren,  porque  la  madre 
siempre  es  cierta  y  no  así  el  padre.  Gon  efecto,  la  ley  5, 
tít.  19  ,  Part.  U,  después  do  establecer  que  los  ascendientes 
así  de  parle  de  padre  como  de  madre  están  obligados  á  criar 
á  sus  descendientes  legítimos  ó  naturales  ,  ó  como  ella  so 
espresa ,  á  los  que  nacen  de  mujeres  de  bendición  ó  de  mu- 
jeres libres  que  tienen  los  hombres  por  amigas,  prosigue 
diciendo  :  «  Mas  los  que  nascen  de  las  otras  mujeres,  así 
como  de  adulterio  ó  de  incesto  ó  de  otro  fornicio,  los  pa- 
rientes que  suben  por  la  liña  derecha  de  parte  del  padre  non 
son  lenudos  de  los  criar  si  non  quisieren  ;  fueras  ende  si  lo 
ficieren  por  su  mesura ,  moviéndose  naturalmente  á  criarlos 
ct  á  facerles  alguna  merced ,  así  como  farian  á  otros  eslra- 
fios ,  porque  non  mueran  :  mas  los  parientes  que  suben  por 
liña  derecha  de  parte  de  la  madre,  también  ella  como  ellos 
tenudos  son  de  los  criar  si  hubieren  riqueza  con  que  lo  pue- 
dan facer.  Et  esto  es  por  esta  razón ,  porque  la  madre  siem- 
pre es  cierta  del  fijo  que  nasce  della  que  es  suyo ,  lo  que 
non  es  el  padre  de  los  que  nascen  de  tales  mujeres.  » 

Cuando  el  padre  ó  la  madre  están  obligados  á  dar  alimen- 
tos á  un  hijo  espurio  ,  no  le  pueden  mandar  en  vida  ó  en 
muerte  mas  de  la  quinta  parte  de  sus  bienes,  de  la  cual 
podrá  el  hijo  disponer  como  y  cuando  le  pareciere.  Así  lo 
establece  la  ley  10  de  Toro  {ley  6,  tít.  20,  lib.  10,  Nov. 
llec),  y  los  términos  en  que  está  concebida,  dan  lugar  á 
varias  cuestiones.  —  Primera  :  ¿Cuál  es  el  caso  en  que  los 
padres  no  pueden  mandar  al  hijo  espurio  sino  hasta  la  quinta 
parte  de  sus  bienes  y  no  mas?  El  caso  en  que  existan  hijos 
legítimos,  á  quienes  pertenecen  las  cuatro  quintas  partes  de 
los  bienes  de  sus  padres ,  como  advierten  Gregorio  López 
en  la  glosa  3a.  de  dicha  ley  10,  tít.  15,  Part.  6,  y  Antonio 
Gómez  en  la  ley  10  de  Toro,  n.  ífO,  y  como  se  deduce  de 
esta  misma  ley  10,  en  que  se  indica  que  los  padres  podían 
disponer  de  este  quinto  en  favor  de  su  alma,  lo  cual  no  su- 
cede sino  cuando  hay  hijos  legítimos,  pues  no  habiéndolos 
pueden  disponer  del  tercio  como  quieran  si  hay  ascendien- 
tes, y  de  todo  en  defecto  de  unos  y  otros. — Segunda: 
i  Cuándo  están  obligados  el  padre  y  la  madre  á  dar  alimen- 
tos al  hijo  espurio?  Cuando  el  hijo  no  tiene  bienes  con  que 
poder  alimentarse,  ni  disposición  para  adquirirlos  por  me- 
dio de  su  industria ,  al  paso  que  los  tienen  los  padres,  y  el 
hijo  no  ha  cometido  contra  estos  ninguno  de  aquellos  actos 
de  ingratitud  que  hacen  á  los  hijos  indignos  de  los  beneficios 
de  sus  padres;  ley  6  ,  til.  19,  Parí.  h.  —  Tercera  :  Cuando 
el  hijo  espurio  tiene  medios  para  mantenerse,  ¿  podrán  el 
padre  y  la  madre  suministrarle  los  alimentos  que  permite  la 
citada  ley  10  de  Toro?  En  cuanto  á  la  madre ,  todos  convie- 
nen en  que  puede  suministrárselos;  pero  en  cuanto  al  pa- 
dre, sostienen  unos  que  no  puede ,  fundándose  en  la  ley  10, 
til.  13,  Part.  6,  la  cual  establece  que  el  espurio  no  es  capaz 
de  recibir  cosa  alguna  del  padre  por  testamento  ni  ab  inles- 
laLo  ni  por  donación  ;  y  otros  afirman  quepuede,  apoyándose 
en  la  ley  9 ,  tít.  3 ,  lib.  3  del  Fuero  Real ,  en  la  cual  se  con- 
cede al  padre  la  facultad  de  disponer  del  quinto  de  sus  bie- 
nes en  favor  de  eslraños,  de  que  deducen  que  con  mayor 


razón  podrá  disponer  de  él  en  favor  de  sus  hijos  espurios 
aunque  no  lo  necesiten.  Gregorio  López  en  la  glosa  3\  de 
dicha  ley  de  Partida  abraza  esta  última  opinion,  que  en 
efecto  parece  mas  razonable  y  mas  conforme  al  espíritu  de 
las  leyes  de  Toro  que  tanto  han  mejorado  la  condición  de  los 
hijos  ilegítimos.  —  Cuarta  :  Cuando  el  hijo  espurio  no  ne- 
cesita sino  de  par  te  del  quinto  para  mantenerse,  ¿tendrá 
derecho  de  exigir  el  quinto  integro  por  razón  de  alimentos? 
No  siendo  el  objeto  de  la  ley  señalar  el  quinto  como  canii- 
dad  fija  para  los  alimentos  del  espurio  sino  solo  como  maxi- 
mum que  no  ha  de  traspasarse  en  caso  de  haber  legitima 
prole  ,  es  consiguiente  que  si  basta  parte  del  quinto  no  ha 
de  exigirse  el  todo.  —  Quinta  ;  Cuando  por  el  contrario  no 
es  suficiente  el  quinto  para  los  alimentos  que  necesita  el 
hijo  espurio,  ¿deberá  asignársele  mayor  cantidad?  Habiendo 
hijos  legítimos,  no  se  le  puede  dar  mayor  cantidad  que  el 
valor  del  quinto,  pues  que  la  ley  ha  fijado  el  quinto  como 
maximum,  porque  los  otros  cuatro  quintos  pertenecen  por 
derecho  á  los  hijos  de  aquella  clase;  pero  si  no  los  hay,  se  le 
puede  y  debe  aumentar  la  cantidad  progresivamente  hasta 
el  tercio  según  la  necesidad  en  caso  de  haber  ascendientes, 
y  hasta  la  parle  que  sea  suficiente  en  caso  de  no  haberlos. 
Como  quiera  que  sea,  nunca  pueden  dejar  de  completarse 
los  alimentos  naturales  que  son  los  indispensables  para  la 
conservación  de  la  vida  ,  con  tal  que  quien  los  debe  se  halle 
con  medios  para  darlos  á  todas  aquellas  personas  á  quienes 
los  debe.  —  Sexta  :  Cuando  existen  cinco  ó  mas  hijos  legí- 
timos, ¿se  deberá  ó  podrá  todavía  dar  el  quinto  al  espurio? 
Si  los  legítimos  tienen  igual  necesidad  que  el  espurio  del 
quinto  para  su  decente  manutención  ,  no  se  deberá  ni  podrá 
dejar  el  quinto  al  espurio  en  perjuicio  délos  legítimos,  por- 
que seria  entonces  aquel  de  mejor  condición  que  estos;  y 
así  la  porción  que  se  asigne  al  espurio  no  ha  de  ser  superior 
á  la  que  perciba  cualquiera  de  los  legítimos  :  mas  si  por  el 
contrario  los  legítimos  no  tienen  igual  necesidad  que  el  espu- 
rio ,  habrá  de  dejarse  el  quinto  á  este  en  cuanto  le  sea  in- 
dispensable para  la  conservación  de  su  vida ,  sin  que  por  eso 
pueda  decirse  que  se  le  hace  de  mejor  condición,  pues  que 
es  mejor  no  haber  menester  socorros  que  tener  necesidad 
de  ellos. —  Séptima:  ¿De  qué  modo  deben  dejarse  los  ali- 
mentos al  espurio?  Pueden  dejársele  en  bienes  raices  con  su 
plena  propiedad,  ó  bien  en  el  usufructo  de  ciertos  bienes,  ó 
bien  en  una  prestación  anual  :  si  se  le  han  dejado  en  plena 
propiedad ,  podrá  disponer  de  ellos  en  vida  ó  muerte  como 
mas   le  acomode  y  trasmitirlos  á  sus  herederos  por  testa- 
mento ó  ab  intestato;  y  si  se  le  han  dejado  en  usufructo 
ó  legado  anuo  ú  otra  prestación  ,  se  acabarán  y  extinguirán 
con  su  muerte  sin  que  pasen  á  los  herederos.  =  Véase  Ali- 
mentos. 

IV.  Los  hijos  espurios  son  incapaces  de  suceder  por  testa- 
mento ó  ab  intestato  al  padre,  directa  ó  indirectamente, 
haya  ó  no  haya  hijos  legítimos,  ley  10,  lit.  13,  Part.  6;  sin 
perjuicio  del  derecho  que  tienen  á  los  alimentos ,  según  se 
ha  dicho  en  el  n.  III  que  precede.  —  Tampoco  son  capaces 
de  heredar  á  la  madre  por  testamento  ni  ab  intestato  cuando 
esta  tiene  descendientes  legítimos  ,  en  cuyo  caso  solo  podrá 
la  misma  dejarles  en  vida  ó  en  muerte  hasta  la  quinta  paito 
de  sus  bienes  de  que  podría  disponer  por  su  alma.  Mas  no 
teniendo  la  madre  hijos  ó  descendientes  legítimos  ni  natu- 
rales, aunque  tenga  padreó  madre  ó  ascendientes  legítimo?, 
serán  los  espurios  sus  herederos  forzosos  ex  testamento  y 
ab  inlcslato;  salvo  si  fueren  hijos  de  damnado  y  punible 
ayuntamiento,  es  decir,  de  ayuntamiento  por  el  cual  la 
madre  incurre  en  pena  de  muerte  natural  (que  es  cuando 
estando  casada  comete  adulterio  voluntariamente  y  a  sa- 
biendas ),  ó  si  lo  fueren  de  ayuntamiento  sacrilego,  oslo  es, 
de  clérigo ,  fraile  ó  monja  profesos,  pues  entonces  no  podrán 
heredar  á  la  madre  por  testamento  ni  ab  intestato,  bien  quo 
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podrá  esta  en  el  primer  caso  mandarles  en  vida  ó  muerte 
hasta  la  quinta  parte  de  sus  bienes  de  que  podría  disponer 
por  su  aima  ,  y  en  el  segundo  nada  mas  que  los  alimentos. 
Leyes  9  y  10  cíe  Toro,  leyes  h,  b  y  6,  tít.  20,  lib.  10  ,  Nov. 
Rec,  y  ley  o,  til.  19,  Part.  II.  —  Véase  Heredero  legítimo, 
en  el  primer  orden  de  sucesión,  n.  VIÍ;  en  el  segundo, 
n.  VI;  y  en  el  tercero  ,  n.  III ,  h°.  al  fin.  Véase  también 
Hijo  incestuoso,  Hijo  adulterino,  Hijo  sacrilego ,  é  Hijo 
manee?. 

Como  á  veces  los  padres  por  amor  que  tienen  a  sus  hijos 
espurios  ó  ilegítimos  de  cualquiera  clase  que  sean,  (raían 
y  buscan  medios  de  dejarles  mas  de  lo  que  el  derecho  les 
permite ,  ha  dispuesto  la  ley  à  fin  de  evitarlo  que  si  uno , 
después  de  dejar  á  su  hijo  ilegítimo  cuanto  legalmente  puede 
dejarle  ,  manda  en  su  testamento  á  los  herederos  que  le  res- 
tituyan tanta  cantidad  ,  espresando  que  se  la  dio  secreta- 
mente para  guardarla  por  él  un  pariente  suyo,  ó  que  la  re- 
cibió de  los  frutos  de  tal  heredamiento  propio  del  hijo  ó  do 
su  madre  ,  ó  que  pertenece  à  este  por  cualquier  otro  título 
que  indique,  no  estarán  obligados  los  herederos  á  entre- 
gársela en  virtud  de  esta  profesión  ó  declaración,  por  pre- 
sumirse que  el  difunto  usó  de  este  medio  en  fraude  de  la  ley 
para  hacer  bien  al  hijo  :  bien  que  acreditando  el  hijo  la 
verdad  de  la  deuda,  habrán  de  entregarle  entonces  los  here-" 
deres  cuanto  probare  que  se  le  debe.  Ley  3,  lit.  \U,  Part.  3. 
Í3Ó  incestuoso.  El  habido  en  parienta,  ley  1,  lit.  15  , 
Pari,  h  ;  esto  es,  el  nacido  de  personas  que  no  podían  con- 
traer matrimonio  entre  sí  por  hallarse  ligadas  con  vínculo 
de  parentesco.  Llámase  nefario  cuando  es  habido  entre  as- 
cendientes y  descendientes,  como  entre  un  padre  y  una  hija; 
y  simplemente  incestuoso  ,  cuando  es  habido  entre  parientes 
colaterales ,  como  entre  un  primo  y  una  prima  carnal ,  entre 
un  tio  y  una  sobrina. 

I.  El  hijo  incestuoso,  aunque  sea  nefario  ,  sigue  la  con- 
dición de  los  demás  espurios  en  general ,  tanto  por  lo  que 
hace  á  los  alimentos  como  en  lo  relativo  á  sucesiones  :  y  así 
es  que  sucede  á  su  madre  como  heredero  forzoso  por  testa- 
mento y  ab  intestato  á  falta  de  descendientes  legítimos  y 
naturales  con  esclusion  de  los  ascendientes  ,  pero  nunca 
sucede  al  padre  por  testamento  ni  ab  intestato  ;  bien  que 
tiene  derecho  á  que  este  le  crie  y  alimente ,  como  lo  tiene 
también  con  respecto  á  la  madre ,  la  cual  habiendo  hijos 
legítimos  podrá  dejarle  hasta  la  quinta  parte  de  sus  bienes; 
leyes  9  y  10  de  Toro,  ley  b,  tít.  19,  Part,  h,  y  ley  10,  lit.  13, 
Part.  6.  Véase  Hijo  espurio  y  Alimentos. 

No  faltan,  sin  embargo  ,  algunas  autores  que  aun  en  el 
caso  de  no  haber  hijos  legítimos  escluyen  de  la  materna 
sucesión  al  hijo  incestuoso,  fundados  en  la  ley  11 ,  tít.  13 , 
Part.  6  ,  y  en  la  ley  5  ,  tít.  18,  Part.  7,  suponiendo  que  la 
primera  niega  absolutamente  al  incestuoso  el  derecho  de 
heredar  á  la  madre,  y  que  la  segunda  quiere  se  imponga  á 
esta  por  el  incesto  la  pena  de  muerte  ,  en  cuyo  caso  no  po- 
dría ser  su  heredero  el  hijo  de  tal  crimen  según  la  ley  9  de 
Toro.  Pero  no  es  verdad  que  la  citada  ley  11,  tít.  13,  Part.  G, 
niegue  absolutamente  al  incestuoso  el  derecho  de  heredar  á 
su  madre  ;  lo  que  le  niega  es  el  derecho  de  heredarla  en 
union  coa  los  legítimos  :  «  Todo  fijo  ,  dice  ,  debo  heredar 
en  los  bienes  de  su  madre  en  uno  con  los  oíros  fijos  legítimos 
que  nascen  delta  ,  quier  sea  legitimo  ó  non ,  fueras  ende  si 
fuese  tal  fijo  como  el  que  llaman  en  latín  encestuoso.  » 
¿Puede  estar  mas  claro?  Esta  ley  admitía  simultáneamente 
en  la  sucesión  de  la  madre  á  los  hijos  legítimos  y  á  los  ilegí- 
timos, menos  á  los  incestuosos  y  á  otros  :  mas  la  ley  9  de 
Toro  solo  en  defecto  de  legítimos  admite  á  los  ilegítimos  , 
entre  los  cuales  se  cuentan  los  incestuosos,  pues  que  no  están 
entre  los  que  la  misma  esceptúa.  Tampoco  es  verdad  que 
la  ley  3 ,  tít.  18  ,  Part.  7,  imponga  á  la  mujer  que  comete 
incesto  la  pena  de  muerte  ;  lo  que  le  impone  es  la  pena  de 


adulterio ,  y  la  pena  de  adulterio ,  en  la  mujer  según  la 
ley  Ib,  tít.  17,  Part.  7,  no  es  la  de  muerte  ,  sino  la  de  azotes 
y  reclusión  en  un  monasterio.  Véase  Incesto. 

II.  El  hijo  incestuoso,  como  ya  se  ha  insinuado  en  el  artí- 
culo Hijo  natural,  tiene  una  desventaja  sobre  el  hijo  adul- 
terino, según  la  ley  11  de  Toro,  ó  por  mejor  decir,  según 
las  consecuencias  que  de  ella  deducen  los  intérpretes;  y  os 
que  el  adulterino  se  convierte  en  hijo  natural  si  logra  nacer 
á  tiempo  en  que  su  padre  y  su  madre  por  muerte  de  sus 
respectivos  consortes  se  hallan  en  aptitud  de  contraer  entro 
sí  legitimo  matrimonio,  al  paso  que  él  incestuoso  siempre 
se  queda  con  la  calidad  de  incestuoso  sin  poder  adquirir  la 
de  natural,  aunque  al  tiempo  de  su  nacimiento  estén  sus 
padres  habilitados  con  dispensa  para  casarse.  Véase  Hijo 
natural,  n.  II ,  c  Hijo  adulterino. 

III.  Mas  si  el  hijo  adulterino  tiene  sobre  el  incestuoso  la 
ventaja  de  poder  trasformarse  en  natural ,  el  hijo  incestuoso 
tiene  sobre  el  adulterino  la  de  ser  legitimado  por  el  subsi- 
guiente matrimonio  que  sus  padres  contrajeren  con  la  com- 
petente dispensa,  y  de  entrar  por  consiguiente  en  la  clase  y 
en  los  derechos  de  hijo  legítimo  ,  porque  la  dispensa  purga 
el  vicio  del  incesto.  Es  cierto  que  los  autores  no  han  estado 
acordes  sobre  este  punto  ;  que  la  ley  1  ,  tít.  13  ,  Part,  h  , 
que  es  la  que  habla  sobre  la  legitimación  de  los  hijos  por 
subsiguiente  matrimonio ,  no  la  concede  sino  á  los  hijos  ha- 
bidos de  barragana  ,  esto  es  ,  de  soltero  y  soltera  libres  ríe 
impedimento  para  casarse  entre  sí  ;  y  que  los  tribunales 
han  fallado  muchas  veces  contra.la  legitimación  de  los  hijos 
incestuosos  por  este  medio  del  matrimonio  celebrado  con 
dispensa  :  Incesluosi  (  dice  Gregorio  López  en  la  glosa  9 
de  d.  ley  1  ,  til.  15,  Part.  U,  aunque  solo  apoyado  en  la 
opinion  de  Baldo)  non  legilimanlur  per  subsequens  malri- 
monium  ,  licèt  ex  dispensa  lione  papce  sil  contraclum.  Per© 
muchos  autores  gravísimos  han  abrazado  la  opinion  de  que 
si  la  dispensa  del  parentesco  concedida  por  la  competente 
autoridad  produce  el  efecto  de  habilitar  á  los  padres  para 
contraer  legítimo  matrimonio  ,  debe  producir  también  el 
efecto  de  habilitar  á  los  hijos  antes  habidos  para  ser  legiti- 
mados por  el  mismo  matrimonio,  porque  siendo  tan  legítimo 
el  matrimonio  celebrado  entre  parientes  después  de  removido 
el  impedimento  como  el  celebrado  entre  personas  estrañas , 
no  hay  razón  para  negar  al  primero  la  virtud  que  tiene  el 
segundo  de  legitimar  á  los  hijos  nacidos  antes  de  su  cele- 
bración. El  impedimento  queda  destruido  con  respecto  á  los 
padrOE;  ¿porqué  no  ha  de  quedarlo  también  con  respecto 
á  los  hijos  ?  Por  el  matrimonio  de  personas  estrañas  se  con- 
sideran habidos  dentro  de  él  los  hijos  que  lo  precedieron  ; 
¿  porqué  no  habrían  de  reputarse  igualmente  habidos  dentro 
del  matrimonio  de  parientes  los  hijos  que  estos  hubieron 
antes, puesto  que  ya  por  la  dispensa  dejó  de  existir  el  obstá- 
culo que  à  ello  se  oponía  ? 

Cualquiera  que  sea  la  fuerza  de  estas  razones  ,  ya  no  es 
dudable  el  partido  que  en  esta  cuestión  debe  seguirse.  Ha 
triunfado  por  fin  la  opinion  que  quiere  sean  admitidos  á  le- 
gitimación por  subsiguiente  matrimonio  colebrado  con  dis- 
pensa los  hijos  incestuosos  habidos  entre  parientes  calato- 
rales  ;  y  en  este  sentido  ha  decidido  el  ley  varios  casos  á 
solicitud  de  partes  interesadas.  Tenemos  á  la  vista  dos  reales 
cédulas  que  confirman  esta  verdad,  espedida  la  una  por 
don  Carlos  IV  en  6  de  julio  de  1803,  y  la  otra  por  doña 
Isabel  II  y  en  su  nombre  por  la  reina  gobernadora  en  11 
de  enero  de  1857.  En  la  primera  se  declara,  que  doña  María 
Antonia  Gonzalez  Yebra,  natural  de  Ponferrada  en  la  pro- 
vincia de  León  ,  habida  por  don  José  Gonzalez  Balcárcei , 
estando  viudo  ,  ea  doña  Teresa  Gonzalez  Yebra,  soltera, 
parientes  afines  y  consanguíneos  en  grado  prohibido,  debía 
considerarse  legitimada  por  el  subsiguiente  matrimonio  que 
contrajeron  sus  padres  con  dispensación  apostólica,  y  que 
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por  consiguiente  no  necesitaba  de  la  real  cédula  de  legiti- 
mación por  privilegio  ó  rescripto  que  solicitaba.  En  la  se-, 
gunda  se  hace  igual  declaración  á  favor  de  doña  Ramona 
de  la  Vega  y  Caamaño  ,  natural  de  Santa  Eulalia  de  Araño 
en  la  provincia  de  Santiago ,  habida  por  don  Juan  de  la  Vega 
y  Calo ,  estando  viudo ,  en  doña  María  Luisa  Caamaño , 
soltera  ,  hermana  de  su  difunta  mujer  ;  por  haber  contraído 
después  el  don  Juan  y  la  doña  María  legítimo  matrimonio , 
previa  la  correspondiente  dispensa.  Como  ambas  cédulas 
son  muy  poco  conocidas,  y  deben  contribuir  á  fijar  la  juris- 
prudencia de  los  tribunales  que  tan  varia  se  ha  mostrado 
en  punto  tan  importante ,  creemos  hacer  un  servicio  al  pú- 
blico trasladándolas  literalmente  á  continuación,  no  obstante 
su  pesadez.  Son  como  siguen  : 

Primera  cédula.  «El  rey.  Por  cuanto  por  parte  de  vos, 
don  José  Alvarez  Lougedo  ,  vecino  de  Lombillo  de  los  Bar- 
rios de  Salas,  partido  de  Ponferrada  en  la  provincia  de 
León ,  me  fué  hecha  relación  que  vuestra  mujer  doña  María 
Antonia  Gonzalez  Yebra  fué  habida  por  don  José  Gonzalez 
Balcárcel ,  estando  viudo ,  en  doña  Teresa  Gonzalez  Yebra  , 
soltera,  parientes  afines  y  consanguíneos  en  grado  prohibi- 
do, pero  legitimada  por  subsecuente  matrimonio  de  ambos 
con  dispensación  apostólica  por  bula  de  veinte  y  seis  de  ene- 
ro de  mil  setecientos  sesenta  y  seis,  absolviéndoles  de  las 
penas  y  censuras  que  merecieron  por  ícizoa  de  la  cópula  an- 
terior, é  instituida  por  heredera  de  su  padre  con  otro  hijo  do 
este,  nacido  y  procreado  durante  matrimonio  ,  en  el  testa- 
mento que  otorgó  en  el  lugar  de  Campo  á  primero  de  se- 
tiembre de  mil  setecientos  setenta  y  nueve  ante  el  escribano 
José  Fernandez  Vidal  :  que  el  insinuado  hijo  legítimo,  lla- 
mado don  Antonio  Pedro  Gonzalez  Yebra ,  ha  demandado 
ahora  judicialmente  á  vosotros  los  referidos  actuales  marido 
ó  mujer  para  que  le  restituyáis  todos  los  bienes  que  esta 
hubo  de  la  herencia-de  su  padre ,  por  decir  que  le  pertene- 
cen libremente  como  hijo  único  legítimo  y  consiguientemente 
único  universal  heredero  de  sus  padres;  y  que  de  esta  in- 
esperada novedad ,  que  mirais  como  causa  de  un  total  tras- 
torno en  vuestra  honrada  familia,  os  puede  resultar,  no  solo 
la  privación  de  dichos  bienes  patrimoniales  de  dicha  mujer, 
que  llevó  en  dote  al  matrimonio,  sino  del  propio  lustre  y 
esplendor  dé  vuestro  nacimiento  que  creísteis  conservar  ca- 
sándoos con  mujer  de  igual  calidad ,  y  no  os  sorá  fácil ,  por 
la  nota  con  que  trata  de  afearla  su  propio  hermano,  propor- 
cionar á  los  cinco  hijos  que  hoy  tenéis  y  demás  que  podéis 
tener  en  adelante  los  enlaces  que  corresponden  á  su  nobleza  : 
suplicándome  en  esta  atención  y  en  la  de  que  un  suceso  tan 
raro  y  estraño  puede  ser  también  causa  de  grandes  turba- 
ciones en  la  paz  que  ha  reinado  hasta  aquí  en  el  matrimonio 
y  en  la  familia,  fuese  servido  de  conceder  á  ¡a  referida  doña 
María  Antonia  Gonzalez  Yebra  legitimación  absoluta  no  solo 
para  el  goce  de  la  nobleza  y  prerogativas  de  la  sangre  de 
sus  padres ,  sino  también  para  poder  continuar  en  el  goce 
libre  do  sus  bienes  y  herencias ,  y  para  todos  los  demás 
efectos  civiles,  dejándola  en  el  ser  de  verdadera  hija  legí- 
tima ,  según  entendió  su  padre  haber  quedado  á  virtud  de  la 
cláusula  de  dicha  dispensación  apostólica  y  del  matrimonio 
contraído  después  con  su  madre;  ó  como  la  mi  merced  fuere. 
—  Y  vista  esta  instancia  de  orden  mia  en  mi  consejo  de  la 
cámara  ,  con  un  testimonio  de  la  licencia  matrimonial  obte- 
nida por  dichos  don  José  Gonzalez  Balcárcel  y  doña  Teresa 
Gonzalez  Yebra  en  veinte  y  nueve  de  mayo  de  mil  setecien- 
los  sesenta  y  siete  ,  por  la  cual  el'  provisor  del  obispado  de 
Astorga ,  vicario  general  en  sede  vacante  ,  con  arreglo  á  la 
bula  pontificia  que  les  habia  sido  concedida  en  veinte  y  seis 
de  enero  de  mil  setecientos  sesenta  y  seis,  declaró  entro 
otras  cosas  «  por  legítimos  y  de  legítimo  matrimonio  los  hi- 
jos y  generación  que  durante  él  hubieren  y  procrearen,  y 
los  habidos  y  procreados  por  razón  de  dicha  cópula  ;  »  con 
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otro  testimonio  del  testamento  otorgado  por  el  mismo  don 
José  Gonzalez  Balcárcel  en  el  lugar  de  Campo  á  primero  de 
setiembre  de  mil  setecientos  setenta  y  nueve  ante  el  escri- 
bano José  Fernandez  Vidal,  entre  cuyas  cláusulas  dice: 
«  Instituyo  y  nombro  por  mis  únicos  y  universales  herede- 
ros á  don  Antonio  Pedro  y  á  doña  Maria  Antonia  Gonzalez 
Yebra  ,  mis  hijos  legítimos  y  de  la  referida  doña  Teresa  mi 
mujer,  por  iguales  partes;  »  con  otro  testimonio  en  relación 
de  la  hijuela  formada  á  dicha  doña  María  Antonia  Gonzalez 
Yebra  para  pago  del  haber  que  la  cupo  en  la  herencia  de  su 
padre ,  y  aprobada  por  el  corregidor  que  á  la  sazón  era  en 
la  villa  de  Ponferrada  en  auto  que  proveyó  en  ella  á  veinte  y 
nueve  de  marzo  de  mil  setecientos  ochenta  y  tres  ante  el  es- 
cribano Manuel  Gonzalez  Várela;  con  la  fe  de  vuestros  des- 
posorios en  la  parroquia  de  San  Martin  de  la  villa  de  Salas 
de  los  Barrios  en  el  dia  dos  de  julio  de  mil  setecientos  no- 
venta y  uno  ,  sin  nota  ni  particularidad  alguna  ;  y  con  lo 
informado  sobre  todo  por  mi  actual  corregidor  de  la  propia 
villa  de  Ponferrada  ,  principalmente  sobre  el  indicado  pleito 
incohado  en  su  juzgado  por  el  mencionado  don  Antonio  Pe- 
dro Gonzalez  Yebra  ,  el  cual  sigue  por  su  parte  con  el  mayor 
calor  apelando  y  mejorando  las  providencias  interlocutorias 
del  mismo  corregidor  al  tribunal  superior  :  y  por  resolución 
mia ,  á  consulta  del  citado  mi  consejo  de  la  cámara  de  pri- 
mero de  junio  próximo,  he  venido  en  declarar,  que  á  vues- 
tra mujer  doña  María  Antonia  Gonzalez  Yebra  no  la  falla 
circunstancia  alguna  para  ser  verdadera  hija  legitima  de 
don  José  Gonzalez  Balcárcel  y  doña  Teresa  Gonzalez  Yebra 
por  el  subsiguiente  matrimonio  de  estos  con  la  dispensación 
apostólica  que  precedió ,  y  que  por  consiguiente  no  hay  nece- 
sidad de  espedir  la  real  cédula  de  legitimación  que  solicitais, 
sino  esta  en  que  se  declare  esto  mismo  ;  mandando  al  propio 
tiempo  que  se  sobresea  en  los  autos  que  se  espresan  y  se 
archiven,  previniéndose  al  mencionado  don  Antonio  Pedro 
Gonzalez  Yebra  que  se  contenga  y  abstenga  de  promover 
unas  especies  que  amancillan  el  distinguido  nacimiento  de 
su  hermana  y  el  de  su  crecida  familia,  y  la  esponen  á  la 
turbación  de  la  paz  de  su  matrimonio.  Por  tanto  por  la  pre- 
sente usando  de  mi  suprema  potestad  declaro  ser  verdadera 
hija  legitima  de  don  José  Gonzalez  Balcárcel  y  de  doña  Te- 
resa Gonzalez  Yebra  la  referida  doña  María  Antonia  Gonza- 
lezaYebra,  actual  mujer  de  vos  el  nominado  don  José  Alva- 
rez Lougedo,  sin  embargo  de  que  la  hubieron  hallándose  el 
don  José  viudo  y  la  doña  Teresa  soltera ,  respecto  no  faltarla 
circunstancia  alguna  para  ser  considerada,  tenida  y  repu- 
tada por  tal  hija  legitima  para  heredar  y  gozar  de  todos  los 
demás  efectos  civiles,  por  el  subsiguiente  matrimonio  de 
aquellos  con  la  dispensación  apostólica  que  precedió,  sin 
necesidad  por  consecuencia  de  otra  habilitación  ni  del  res- 
cripto regio  establecido  por  derecho  para  su  legitimación  ; 
en  cuya  virtud  declaro  también  que  ni  ahora  ni  en  tiempo 
alguno  se  pueda  poner  ni  ponga  à  la  referida  doña  María 
Antonia  Gonzalez  Yebra  ni  á  los  hijos  que  al  presente  tiene, 
y  que  en  adelante  tuviere  ,  ni  que  contra  ella  y  ellos  se  pue- 
da decir  ni  alegar  mácula,  defecto,  tacha,  obstáculo,  ni 
otro  impedimento  para  el  goce  y  disfrute,  así  de  las  heren- 
cias que  hasta  aquí  la  hayan  correspondido  por  sus  padres 
ú  otros  ascendientes,  y  que  puedan  correspondería  en  lo  su- 
cesivo por  cualquiera  motivo,  como  de  los  domas  efectos  ci- 
viles que  también  la  corresponden ,  y  de  que  gozan  los  do- 
mas hijos  nacidos  y  procreados  de  legitimo  matrimonio  en 
estos  mis  reinos;  para  lo  cual  mando  se  sobresea  en  los 
autos  promovidos  sobre  su  ilegitimidad  por  el  cpresado  don 
Antonio  Pedro  Gonzalez  Yebra,  y  se  archiven  para  que  en 
ningún  tiempo  puedan  volver  á  tener  curso  ,  bien  en  el  juz- 
gado de  mi  corregidor  de  la  villa  de  Ponferrada  si  en  la  ac- 
tualidad permaneciesen  en  él  prosiguiéndose  su  sustancia- 
cion ,  ó  bien  en  el  tribunal  superior  territorial  si  se  hallaren 
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en  él  por  efecto  de  alguna  apelación,  á  ios  coales  respecti- 
vamente mando  que  provean  y  den  las  órdenes  convenien- 
tes á  que  así  se  ejecuto,  poniéndose  por  fe  y  diligencia  á 
continuación  de  esta  mi  cédula,  para  que  en  todo  tiempo 
conste  su  cumplimiento ,  y  no  se  pueda  ir  ni  pasar  contra  su 
tenor,  por  ser  así  mi  voluntad.  Y  asimismo  mando  á  mi  cor- 
regidor de  la  villa  de  Ponferrada  haga  saber  y  prevenga  al 
mencionado  don  Antonio  Pedro  Gonzalez  Yebra,  que  en  lo 
sucesivo  se  abstenga  y  contenga  de  promover  contra  la  re- 
ferida su  hermana  doña  María  Antonia  Gonzalez  Yebra,  ac- 
tual mujer  de  vos  el  nominado  don  José  Alvarez  Lougedo, 
especies  que  amancillen  su  distinguido  nacimiento  y  el  de 
vuestra  crecida  familia  ,  y  la  esponen  á  la  turbación  de  la 
paz  de  vuestro  matrimonio;  de  cuya  notificación  en  persona 
ha  de  constar  igualmente  por  otro  testimonio  de  escribano 
público  ,  puesto  á  continuación  de  esta  mi  cédula.  Y  últi- 
mamente mando  al  mi  gobernador  y  los  de  mi  Consejo  real, 
presidentes  y  oidores  de  mis  audiencias  y  cnancillerías  y 
otros  cualesquier  mis  jueces  y  justicias  de  estos  dichos  mis 
reinos  y  señoríos  que  la  guarden  y  cumplan ,  hagan  guardar 
y  cumplir  como  en  ella  se  espresa.  Fecha  en  Madrid  á  seis 
de  julio  de  mil  ochocientos  y  tres. — Yo  el  Rey.  —  Por  man- 
dado del  Rey  nuestro  Señor  :  Juan  Ignacio  de  Ayestarán. 
Cédula  segunda.  —  La  Reina  ,  y  en  su  nombre  doña  María 
Cristina  de  Borbon  regente  y  gobernadora  del  Reino  :  Por 
cuanto  por  parte  de  don  Juan  de  la  Vega  y  Calo,  capitán 
retirado  de  ejército,  y  vecino  de  Santa  Eulalia  de  Araño  en 
la  provincia  de  Santiago,  se  me  hizo  presente ,  que  habiendo 
fallecido  su  primera  mujer  doña  Micaela  Ramona  Caamaño 
en  doce  de  diciembre  de  mil  ochocientos  seis ,  dejando  un 
niño  nacido  en  su  matrimonio ,  que  después  falleció  también, 
le  recogieron  para  su  educación  sus  abuelos  maternos  don 
Pedro  Telmo  Caamaño  y  doña  María  Rosa  Pardo  ,  vecinos 
de  la  parroquia  de  San  Vicente  de  Cespon  ,  con  cuyo  motivo 
el  esponente  tuvo  ocasión  de  entablar  estrechas  relaciones 
de  amistad  y  cariño  con  doña  María  Luisa ,  soltera ,  hija  se- 
gunda de  los  mismos  y  hermana  de  su  difunta  mujer  :  que 
para  aquietar  sus  conciencias  determinaron  contraer  matri- 
trimonio,  á  cuyo  efecto  acudieron  al  muy  reverendo  Arzo- 
bispo de  Santiago,  solicitando  que  en  atención  á  la  incomu- 
nicación con  la  Santa  Sede  de  resullas  de  la  guerra  de  la 
independencia  tuviese  á  bien  dispensarles  el  parentesco  que 
tcnian  en  el  primer  grado  de  afinidad  :  que  aquel  prelado  en 
cuatro  de  enero  de  mil  ochocientos  nueve  decretó  lo  siguien- 
te :  =  «  Aunque  por  los  informes  que  hemos  tomado  resul- 
tan ser  ciertos  los  motivos  que  estos  interesados  nos  han 
espuesto  en  su  primera  súplica  ,  y  por  ello  y  por  la  inter- 
ceptación de  la  comunicación  con  el  Sumo  Pontífice  ,  desde 
luego  por  lo  que  á  nos  toca  les  dispensamos  para  que  pue- 
dan válida  y  lícitamente  contraer  matrimonio,  sin  embargo 
teniendo  presente  que  el  excelentísimo  señor  Nuncio  de  su 
Santidad  le  reprfcenla  en  estos  reinos  de  España ,  acudan 
a  S.  E.  :  »  que  á  pesar  de  que  así  lo  hicieron  y  le  reiteraron 
tercera  y  cuarta  súplica  en  solicitud  de  la  dispensa  ,  las  cua- 
jes fueron  apoyadas  por  aquel  prelado ,  atestando  tanto  él 
como  su  provisor  la  certeza  de  las  graves  causas  que  espo- 
lian ,  no  pudieron  conseguirla  por  efecto  de  los  trastornos 
de  dicha  guerra  hasta  trece  de  octubre  de  mil  ochocientos 
trece,  por  rescripto  del  citado  muy  reverendo  Nuncio  de  su 
Santidad ,  cometido  al  espresado  muy  reverendo  Arzobispo, 
quien  á  su  consecuencia  en  treinta  y  uno  del  mismo  mes  ,  en 
virtud  de  las  facultades  apostólicas  que  se  le  concedían  y 
las  demás  que  le  compelían ,  les  concedió  la  dispensa  del 
impedimento  del  primer  grado  de  afinidad,  y  contrajeron 
matrimonio  en  seis  de  noviembre  siguiente  :  que  en  este  in- 
termedio por  efecto  de  la  fragilidad  humana  los  espresados 
don  Juan  de  la  Vega  y  Calo,  viudo,  y  doña  María  Luisa 
Caamaño,  soltera,  tuvieron  y  procrearon  dos  hijas  doña 


Ramona  y  doña  Joaquina  que  ambos  reconocieron  por  suyas, 
la  primera  que  nació  en  veinte  y  cinco  de  mayo  de  mil  ocho- 
cientos diez ,  y  fué  bautizada  en  el  siguiente  en  la  parroquia 
de  San  Vicente  de  Cespon,  y  la  segunda  en  veinte  y  ocho 
de  octubre  de  mil  ochocienlos  doce ,  y  bautizada  en  dicho 
día  en  la  misma  parroquia  :  que  por  la  circunstancia  de  no 
espresarse  en  la  indicada  dispensa  del  parentesco  cosa  al- 
guna acerca  de  la  legitimidad  de  los  hijos  procreados  antes 
del  matrimonio  á  pesar  de  no  haberse  omitido  esta  circuns- 
tancia en  las  preces,  y  deseosos  dichos  cónyuges  de  conse- 
guir la  tranquilidad  di  sus  conciencias,  acudieron  de  nuevo 
al  mismo  muy  reverendo  Arzobispo  de  Santiago  solicitando 
hiciese  en  su  favor  y  en  el  de  sus  hijas  las  declaraciones 
que  estimase  oportunas,  recordándole  al  efecto  las  reitera- 
das gestiones ,  sacrificios  y  perseverancia  con  que  por  el 
espacio  de  mas  de  cuatro  años  de  penas,  disgustos  y  amar- 
guras habían  anhelado  la  dispensa ,  y  aquel  prelado  en 
treinta  y  uno  de  diciembre  del  mismo  año  de  mil  ochocien- 
tos trece  decretó  lo -que  sigue  :  «  En  atención  á  lo  que  se 
nos  representa  ,  atestamos  y  certificamos  para  que  conste 
donde  convenga  ser  cierto  lo  espuesto  en  este  memorial,  y 
no  siendo  justo  que  per  las  circunstancias  políticas  que  por 
tanto  tiempo  siguen  afligiendo  á  la  nación  sufran  estos  inte- 
resados los  perjuicios  que  recelan,  en  virtud  de  las  mismas 
facultades  apostólicas  que  nos  están  concedidas,  y  mas  que 
nos  competen  en  cuanto  valemos  y  podemos ,  aprobamos  el 
matrimonio  que  han  contraído  ante  el  cura  párroco  de  Santa 
Eulalia  de  Araño;  declaramos  legítima  la  prole  concebida  y 
mas  que  se  conciba  ,  y  á  mayor  abundamiento  mandamos 
que  dicho  matrimonio  y  dispensa  se  hayan  y  consideren  ce- 
lebrado y  concedida  para  lodos  los  efectos  así  civiles  como 
eclesiásticos  desde  el  enero  de  mil  ochocientos  nueve  en  que 
se  la  hemos  concedido  por  primera  vez  aunque  bajo  la  apro- 
bación y  consentimiento  del  Excmo.-Sr.  Nuncio  de  su  Santi- 
dad en  los  reinos  de  España,  como  representante  en  ellos 
de  nuestro  muy  santo  padre  Pío  Séptimo  :  »  Y  que  siendo  la 
mayor  de  dichas  sus  dos  hijas  ,  como  primogénita,  sucesora 
en  todos  los  vínculos  y  mayorazgos  que  posee  el  esponente 
don  Juan  de  la  Vega  y  Calo  ,  su  padre ,  y  de  los  que  la  cor- 
responden por  su  difunta  madre  doña  María  Luisa  Caamaño, 
y  sin  embargo  de  no  haber  duda  de  la  legitimidad  de  am- 
bas, en  fuerza  de  la  retroacción  que  da  la  ley  al  subsiguiente 
matrimonio,  y  por  otras  razones  legales  que  en  union  de 
las  vicisitudes  de  la  guerra  de  aquella  época  favorecían  la 
causa  de  dichas  sus  bijas,  y  mediante  haber  muerto  el  hijo 
de  su  primer  matrimonio  y  no  tener  mas  hijos  ni  esperanza 
de  ellos  ,  no  obstante  haber  pasado  á  terceras  nupcias  ,  por 
la  avanzada  edad  de  ambos  cónyuges  y  sus  achaques  habi- 
tuales, me  suplicó  tuviese  á  bien  no  solo  conceder  la  apro- 
bación de  la  dispensa  referida  ,  con  los  mismos  efectos  re- 
troactivos al  enero  de  mil  ochocientos  nueve,  sino  quitar 
cualquiera  otro  obstáculo  que  aun  pueda  ocurrir  de  nuevo  , 
declarando  ser  legitimas  y  de  legitimo  matrimonio  á  las 
mencionadas  sus  dos  hijas  doña  Ramona  y  doña  Joaquina 
de  la  Vega  y  Caamaño ,  en  virtud  del  subsiguiente  contraído 
in  facie  Ecclcsiœ  para  que  como  tales  sucedan  en  todos  los 
vínculos  y  mayorazgos  y  demás  derechos  y  acciones  quo 
por  cualquiera  titulo  ó  razón  las  pertenezcan  por  falleci- 
miento de  sus  padres  sin  diferencia  alguna  que  los  dernas 
hijos  habidos  durante  y  constante  matrimonio.  Vista  esta 
instancia  en  la  eslinguida  sección  de  gracia  y  justicia  del 
consejo  real  de  España  é  Indias  ,  con  los  testimonios  de  las 
partidas  de  bautismo,  casamiento,  atestados,  y  dispensa 
que  se  acompañaron  á  ella,  cuyos  documentos  comprueban 
la  certeza  de  los  hechos  espueslos;  lo  informado  en  su  razón 
por  la  audiencia  do  Galicia,  y  los  demás  dalos  que  apare- 
cen del  espediente  formado  en  su  consecuencia  ,  especial- 
mente un  testimonio  unido  á  él  de  una  real  cédula  fecha  en 
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Madrid  à  seis  de  julio  de  mil  ochocientos  tres,  por  la  que  el 
5r.  rey  don  Carlos  IV  declaró  entre  otras  cosas  á  consulta 
de  la  eslinguida  cámara  de  Castilla,  que  no  necesitaba  legi- 
timarse doña  María  Antonia  Gonzalez  Yebra  que  la  hubieron 
sus  padres,  siendo  solteros,  respecto  de  su  subsiguiente 
matrimonio  con  dispensación  apostólica  de  parentesco;  y 
finalmente  una  esposicion  de  vos  el  licenciado  don  Tomas 
José  Romero  de  Mier,  marido  de  la  referida  doña  Ramona  , 
hijo  mayor  del  espresado  don  Juan  de  la  Vega  y  Calo  y  de 
su  legítima  mujer  doña  María  Luisa  Caamaño,  difunta  ,  en 
que  solicitasteis  me  sirviese  hacer  igual  declaración  en  favor 
de  vuestra  esposa ,  que  la  que  contiene  la  real  cédula  indi- 
cada del  Sr.  rey  don  Carlos  IV  ,  y  que  únicamente  mi  real 
gracia  de  legitimación  fuera  estensiva  á  si  llegara  el  caso  de 
que  aparezca  alguna  fundación  vincular,  que  exija  que  los 
sucesores  en  ella  sean  procreados ,  habidos  y  nacidos  du- 
rante y  constante  matrimonio,  en  cuyo  caso,  atendidas  las 
urgencias  del  Estado  ofrecíais  contribuir  con  la  mitad  del 
servicio  que  deberia  pagar  vuestra  esposa  si  necesitase  de 
la  verdadera  legitimación  por  no  haber  contraído  matrimo- 
nio sus  padres;  y  por  resolución,  á  consulta  de  dicha  sec- 
ción de  gracia  y  justicia  del  consejo  real  de  diez  de  setiem- 
bre próximo  pasado,  conformándome  con  su  dictamen  ,  he 
tenido  á  bien  declarar  que  la  espresada  doña  Ramona  de  la 
Vega  y  Caamaño,  vuestra  esposa,  no  necesita  ni  real  res- 
cripto de  legitimación  por  estar  ya  legitimada  por  el  subsi- 
guiente matrimonio  de  sus  padres ,  ni  por  consiguiente  debe 
satisfacer  los  dos  mil  doscientos  reales  vellón  designados 
por  el  servicio  de  esta  gracia  para  la  hacienda  pública  en  el 
arancel  vigente,  por  no  ser  concesión  de  ella,  sino  declara- 
ción de  no  ser  necesaria;  pero  al  mismo  tiempo  he  tenido  á 
bien  resolver  que  la  dispensa  que  habéis  solicitado  de  la 
cláusula  de  las  fundaciones  que  escluyan  espresamente  á 
los  hijos  legitimados  por  subsiguiente  matrimonio ,  no  puede 
tener  arbitrio  por  ningún  servicio  ,  porque  seria  contraria  á 
la  mente  y  determinada  voluntad  de  los  fundadores ,  que 
debe  observarse.  Por  tanto,  por  la  presente  mi  real  cédula 
declaro  ser  hija  legitima  de  don  Juan  de  la  Vega  y  Calo  y  de 
doña  María  Luisa  Caamaño  ya  difunta  la  referida  doña  Ra- 
mona de  la  Vega  y  Caamaño  ,  actual  mujer  de  vos  el  licen- 
ciado don  Tomas  José  Romero  de  Mier,  sin  embargo  de  que  la 
hubieron  hallándose  el  don  Juan  viudo  y  la  doña  María  Luisa 
soliera ,  respecto  de  no  fallarla  circunstancia  alguna  para 
ser  considerada ,  tenida  y  reputada  por  tal  hija  legítima  para 
heredar  y  gozar  de  todos  los  demás  efectos  civiles  por  eí  sub- 
siguiente matrimonio  de  aquellos  con  la  competente  dispensa- 
ción de  parentesco  que  se  retrasó  involuntariamente  por  los 
trastornos  y  vicisitudes  de  la  guerra,  sin  necesidad  por  con- 
secuencia de  dicha  habilitación,  ni  del  rescripto  regio  esta- 
blecido por  derecho  para  su  legitimación,  con  la  única  es- 
cepcion  de  que  esta  mi  real  declaración  no  es  estensiva  á  la 
dispensa  de  las  cláusulas  de  las  fundaciones  que  escluyan 
espresamente  y  no  de  otro  modo  á  los  hijos  legitimados  por 
subsiguiente  matrimonio,  porque  seria  contraria  á  la  mente 
y  determinada  voluntad  de  los  fundadores  que  debe  obser- 
varse. En  su  consecuencia  declaro  también  que  ahora  ni  en 
tiempo  alguno  se  pueda  poner  ni  ponga,  á  la  referida  vues- 
tra mujer  doña  Ramona  de  la  Vega  y  Caamaño,  ni  á  los  hi- 
jos legítimos  que  al  presente  tenga  ó  en  lo  sucesivo  tuviere, 
ni  que  contra  ella  y  ellos  se  pueda  decir  ni  alegar  mácula, 
defecto ,  tacha ,  ni  obstáculo ,  ni  otro  impedimento  por  razón 
del  nacimiento  de  la  dicha  doña  Ramona  para  el  goce  y  dis- 
frute, así  de  los  vínculos  y  mayorazgos,  derechos  y  accio- 
nes que  hasta  aqui  la  han  correspondido  ó  debido  corres- 
ponder de  sus  padres  ú  otros  ascendientes  y  que  puedan 
correspondería  en  lo  sucesivo  por  cualquiera  motivo ,  como 
de  los  demás  efectos  civiles  de  que  gozan  los  hijos  nacidos  y 
procreados  de  legítimo  matrimonio  ,  sin  otra  escepcion  mas 


que  la  que  queda  referida;  para  lo  cual  mando  se  sobresea 
en  cualesquiera  autos  que  estén  ya  promovidos  ó  se  promo- 
vieren en  adelante  sobre  ilegitimidad  de  la  citada  vuestra 
esposa  doña  Ramona  ,  bien  por  sus  parientes  ó  por  otra  per- 
sona estraña,  y  se  archiven  para  que  en  ningún  tiempo  pue- 
dan tener  curso  en  el  tribunal  ó  juzgado  donde  pendieren, 
á  cuyos  ministros  y  jueces  respectivamente  mando  que 
dicten  las  providencias  convenientes  para  que  así  se  ejecute, 
poniéndose  á  continuación  de  esta  mi  cédula  por  diligencia 
para  que  en  todo  tiempo  conste  su  cumplimiento  y  no  se 
pueda  obrar  contra  su  tenor.  Y  también  mando  al  presiden- 
te y  magistrados  del  tribunal  supremo  de  justicia,  à  los  re- 
gentes y  ministros  de  las  audiencias  ,  á  los  jueces  de  primera 
instancia  y  alcaldes  constitucionales  del  reino,  y  álos  demás 
tribunales  ó  jueces  de  cualquiera  otra  jurisdicción  qnelacivil 
ordinaria  que  fueren  requeridos  con  esta  mi  real  cédula  ó  su 
traslado  auténtico  ,  que  la  guarden  y  cumplan  y  hagan  guar- 
dar, cumplir  y  ejecutar,  arreglando  sus  providencias  á  su 
literal  y  espreso  tenor,  y  previamente  se  ha  de  lomar  razón 
de  ella  en  la  contaduría  general  de  valores,  la  cual  espre- 
sará los  derechos  que  se  hayan  satisfecho  por  su  espedicion, 
sin  cuya  formalidad  no  tendrá  valor  ni  efecto.  Dada  en  Pa- 
lacio á  once  de  enero  de  mil  ochocientos  treinta  y  siete  :  Yo 
la  Reina  Gobernadora.  —  El  secretario  de  estado  y  del  des- 
pacho de  gracia  y  justicia  José  Landero  Corchado,  etc. 

IV.  Si  el  hijo  incestuoso  naciere  despues  que  su  padre  y 
su  madre  se  hubiesen  casado  con  dispensa,  se  reputará  le- 
gítimo, ó  mas  bien  legitimado  por  el  matrimonio  subsiguiente 
á  la  concepción  y  anterior  al  nacimiento;  pues  si  naciendo 
antes  del  matrimonio  queda  legitimado  cuando  estése  verifi- 
que ,  es  claro  que  con  mucha  razón  lo  quedará  naciendo 
después.  He  dicho  legitimado  mas  bien  que  legitimo ,  por- 
que la  legitimidad  ó  ilegitimidad  no  procede  del  nacimiento 
sino  precisamente  de  la  concepción;  y  el  que  una  vez  ha 
sido  concebido  de  vedado  ayuntamiento  ,  ex  damnato  co>n- 
plexu ,  no  puede  ya  verse  limpio  déla  mancha  de  su  ilegiti- 
midad sino  por  la  legitimación  ,  especialmente  por  la  que  le 
resulta  del  matrimonio  de  sus  padres,  si  fuere  capaz  do 
ella,  siendo  indiferente  al  efecto  que  el  matrimonio  se  con- 
traiga antes  ó  después  de  su  nacimiento. 

V.  Si  el  padre  y  la  madre  se  casaren  de  buena  fe  sin  dis- 
pensa, por  ignorar  ambos  ó  el  uno  de  ellos  que  estaban 
ligados  con  el  vínculo  del  parentesco ,  ¿quedará  legitimado 
por  este  matrimonio  putativo  el  hijo  que  anteriormente  hu- 
bieron del  incesto?  Es  regla  general  establecida  en  la  ley  5, 
tít.  5,  y  en  la  ley  2,  tít.  Ib,  Part,  h,  que  el  matrimonio 
putativo ,  esto  es ,  el  contraído  de  buena  fe  por  ignorar  am- 
bos cónyuges  ó  el  uno  de  ellos  el  impedimento  que  tenían 
para  casarse  entre  sí,  produce  el  efecto  de  hacer  legítimos  á 
los  hijos  habidos  en  él  mientras  dure  la  ignorancia  y  consi- 
guiente buena  fe  de  los  dos  ó  del  uno  de  los  consortes.  De 
aquí  deducen  muchos  autores  que  si  unoliene  un  hijo  fuera 
de  matrimonio  en  una  parienta  suya  y  después  se  casa  con 
ella  de  buena  fe  sin  noticia  del  parentesco  que  los  liga  ,  será 
legítimo  aquel  hijo  por  razón  del  subsiguiente  matrimonio; 
porque  no  hay  razón,  dicen  ,  para  que  un  mismo  matrimo- 
nio putativo  tenga  la  virtud  de  hacer  que  nazcan  los  hijos 
con  la  calidad  de  legítimos ,  y  no  tenga  la  de  legitimar  á 
los  hijos  ilegítimos  nacidos  antes,  especialmente  si  se  atiendo 
á  la  máxima  de  que  en  caso  de  duda  se  ha  de  seguir  la  opi- 
nion mas  benigna  ,  y  mas  cuando  se  trata  do  hacer  bien  á 
los  hijos.  No  faltan  sin  embargo  autores  no  menos  graves  , 
que  opinan  lo  contrario  ,  sosteniendo  que  el  matrimonio  pu- 
tativo puede  muy  bien  dar  la  calidad  de  legítimos  á  los  hijos 
que  de  él  nacieren,  sin  que  por  eso  se  siga  que  la  da  tam- 
bién á  los  que  anteriormente  á  él  hubiesen  nacido;  porque 
la  buena  fe  que  fácilmente  se  presume  cu  los  que  contraen 
matrimonio  público,  debo  surtir  naturalmente  sus  cfcctoâ 


Hl 


—  783 


HS 


con  respecto  á  la  prole  futura,  y  no  puede  estenderlos  á  la 
prole  que  se  procreó  de  mala  fe  con  menosprecio  de  las  leyes 
divinas  y  humanas  :  Contrahens  ma  Irimonium ,  dice  el  car- 
denal de  Palermo ,  dat  operara  rei  licitce ,  ideo  ignoranlia 
sua  excnsatur  :  sed  admiltens  virum  sinc  matrimonio  ,  dat 
operam  rei  illicilœ  ;  et  ex  quo  data  fuit  opera  rei  illicilœ, 
nihil  prodest  ignorantia.  Véase  Matrimonio  putativo. 

VI.  ¿Puede  ser  legitimado  por  rescripto  del  príncipe  ,  ó 
sea  por  concesión  del  rey,  el  hijo  incestuoso?  Según  la  No- 
vela 89,  cap.  9  y  Ib  ,  y  según  la  ley  9  ,  tít.  18,  Part.  3  ,  y 
la  ley  h ,  tít.  13  ,  Part.  4 ,  solo  se  admiten  ala  gracia  de  le- 
gitimación por  rescripto  del  príncipe  los  hijos  habidos  en 
concubina  con  quien  podia  eá  padre  casarse  al  tiempo  de  la 
concepción  :  quedan  pues  escluidos"  de  este  beneficio  los 
hijos  habidos  en  incesto.  Mas,  aunque  según  la  ley  no  pue- 
dan legitimarse  por  rescripto  sino  los  hijos  propiamente  na- 
turales ,  sientan  los  autores,  y  especialmente  Gregorio  López 
y  Covarrubias,  que  por  la  costumbre  se  ha  introducido  tam- 
bién la  legitimación  real  de  los  demás  hijos  ilegítimos,  y 
por  lo  tanto  de  los  incestuosos.  Indicios  da  de  esta  costum- 
bre en  cuanto  á  los  hijos  de  los  caballeros  profesos  dejas 
órdenes  de  clérigos  y  de  casados,  la  real  cédula  do  21  de 
diciembre  de  1800,  sobre  gracias  al  sacar,  en  la  cual  se  fija 
el  servicio  con  que  ha  de  contribuirse  por  las  legitima- 
ciones estraordinarias  de  dichos  hijos  ;  pero  ni  en  la  citada 
cédula  ni  en  el  real  decreto  de  8  de  agosto  de  1818  que  la 
sustituyó,  se  hace  mención  alguna  délos  hijos  incestuosos, 
á  no  ser  que  los  supongamos  comprendidos  entre  los  hijos 
habidos  por  sus  padres  siendo  solteros,  por  cuya  legitima- 
ción para  heredar  y  gozar  se  fija  en  el  artículo  15  de  dicho 
decreto  la  cantidad  de  doscientos  ducados  de  vellón  por  cada 
hijo  ó  hija ,  para  ejercer  oficios  de  república  indistintamente 
la  deciento  cincuenta  ducados,  y  para  oficio  determinado, 
como  abogado ,  escribano ,  procurador  ú  otro  de  esta  clase, 
la  de  ciento.  La  ley  de  14  de  abril  de  1838  autoriza  al  rey 
para  legitimar  á  los  hijos  naturales  según  los  define  la  ley  1 , 
tít.  5,  lib.  10,  Nov.  Rec.  :  mas  según  la  definición  que  nos 
da  esta  ley  nunca  podrán  ser  hijos  naturales  los  incestuo- 
sos, al  paso  que  podrán  serio  los  adulterinos,  como  es  de 
ver  mas  arriba  en  los  artículos  Hijo  natural,  n.  II,  é  Hijo 
adulterino,  n.  VI.  ¿Habrán  querido  pues  las  Cortes  de  1838 
hacer  de  mejor  condición  al  hijo  adulterino  que  al  incestuo- 
so? ¿Habrán  querido  que  se  presente  á  la  sociedad  el  es- 
cándalo de  ver  legitimados  por  el  rey  á  los  hijos  habidos  en 
doble  adulterio  por  un  hombre  casado  ó  una  mujer  casada 
que  han  faltado  á  la  fe  conyugal;  y  habrán  sido  al  mismo 
tiempo  tan  escrupulosas  que  hayan  temido  mancillar  las 
costumbres  públicas  con  la  legitimación  real  de  los  hijos 
habidos  entre  un  tio  y  una  sobrina  y  aun  entre  dos  primos 
terceros,  aunque  medie  dispensa  pontificia?  Está  muy  bien 
que  nunca  puedan  ser  legitimados  de  modo  alguno  los  hijos 
habidos  entre  ascendientes  y  descendientes  en  línea  recta  ,  y 
aun  entre  hermanos  ;  pero  ya  que  se  abra  la  puerta  á  la 
legitimación  de  otros  hijos  que  no  sean  de  soltero  y  soltera, 
no  es  justo  cerrarla  á  la  de  los  hijos  entre  parientes  cuando 
el  parentesco  pueda  dispensarse  por  el  papa.  Véase  Hijo 
adulterino  ,  n.  XIII,  Hijo  legitimado  y  Legitimación. 
;  VIL  La  ley  2,  tít.  17,  Part,  k ,  denomina  incestuosos  no 
solamente  á  los  hijos  habidos  en  parientas,  sino  también  á 
los  habidos  en  monjas  :  «  Non  son  en  poder  del  padre  ,  dice , 
los  hijos  que  son  llamados  en  latin  incesluosi,  que  quier  tanto 
decir  como  aquellos  que  han  los  homes  de  sus  parientas 
fasta  el  cuarto  grado,  ó  en  sus  cuñadas,  ó  en  las  mujeres 
religiosas.  »  Del  mismo  modo  la  ley  1 ,  tít.  29 ,  lib.  12 ,  Nov. 
Rec,  dice  que  el  incesto  se  comete  con  parienta  hasta  en 
cuarto  grado ,  ó  con  comadre,  ó  con  cuñada  ,  ó  con  mujer 
religiosa  profesa.  La  razón  es  ,  según  indica  Gregorio  López 
n  la  glosa  i\  de  la  ley  1  ,  tít.  19  ,  Part.  7,  que  la  religiosa 


profesa  tiene  la  investidura  de  esposa  de  Jesucristo ,  que  es 
nuestro  padre.  Sin  embargo ,  en  el  lenguaje  de  la  jurispru- 
dencia no  se  llaman  incestuosos  sino  los  hijos  habidos  entro 
parientes  ;  y  los  hijos  de  las  monjas  se  distinguen  con  la  de- 
nominación de  sacrilegos.  Véase  Incesto. 

HIJO  adulterino.  El  habido  de  adulterio;  ley  1 ,  tít.  lo, 
Part.  U. 

I.  Y  ¿  qué  es  adulterio?  Según  las  leyes  mos&icas  (Levil.., 
cap.  20,  v.  10,  y  Dealer.,  cap.  22,  u.  22),  según  las  romanas 
(ley  6,  §i,ley5k,§i,  D.,  y  ley  18 ,  C.  ad  leg.  Jul.  de 
adult.  ),  y  según  las  de  las  Partidas  (ley  1,  til.  \7,P«rl.  7), 
no  es  otra  cosa  que  el  concúbito  ó  acceso  de  un  hombre  con 
una  mujer  que  se  halla  casada  con  otro  :  Concubilas  cmn 
alterius  uxore  :  Alieni  tori  violatio:  «  Yerro  que  home  face 
á  sabiendas  (  como  dice  nuestra  citada  ley  de  Partida  ) 
yaciendo  con  mujer  casada  ó  desposada  con  otro.  »  No  co- 
mete pues  adulterio  según  estas  leyes  el  casado  que  yace 
con  mujer  soltera  ó  viuda,  quia  adullerium  non  nisi  in  nttp- 
íam  commitlilur;  ni  el  casado  ,  viudo  ó  soltero  que  yace 
con  mujer  casada  ,  creyéndola  soltera  ó  viuda  ,  ley  5,  lit.  17, 
Part.  7,  quia  adullerium  sine  dolo  malo  non  commil- 
iilur,  l.  h  ,  D.  ad  leg.  Jul.  de  adult.;  ni  la  mujer  casada 
que  con  justa  causa  se  creyere  viuda  y  se  casare  con  otro, 
d.  ley  3,  til.  17,  Parí.  7.  Sigúese  de  aquí,  que  según  las 
citadas  leyes  no  es  hijo  adulterino  sino  el  procreado  por 
hombre  de  cualquiera  estado  que  sea  en  mujer  casada  con 
otro. 

Blas  como  la  doctrina  evangélica  exige  del  marido  ha  misma 
fidelidad  que  de  la  mujer,  y  condena  igualmente  el  adulterio 
en  ambos  sexos  ,  se  tiene  por  adulterio  en  el  derecho  canó- 
nico no  solamente  el  acceso  de  un  hombre  de  cualquiera  es- 
tado con  una  mujer  casada ,  sino  también  el  de  un  hombre 
casado  con  una  mujer  soltera  ó  viuda:  Adullerium  nobisest, 
dicen  los  canonistas ,  concubilus  inter  personas  non  conjuges, 
quarum  sallem  altera  est  matrimonio  juncia.  De  aquí  viene 
la  division  del  adulterio  en  doble  y  sencillo:  adulterio  simple 
ó  sencillo  es  el  que  se  comete  entre  una  mujer  casada  y  un 
hombre  soltero  ó  viudo,  ó  bien  entre  un  hombre  casado  y 
una  mujer  viuda  ó  soltera  ;  y  adulterio  doble  es  el  que  se 
comete  entre  un  hombre  y  una  mujer  que  respectivamente 
se  hallan  casados  con  otras  personas.  Será  pues  hijo  adul- 
terino ,  según  el  derecho  canónico  ,  el  ilegitimo  habido  de 
personas  ligadas  ,  á  lo  menos  una ,  con  el  vínculo  del  matri- 
monio al  tiempo  de  la  concepción. 

También  en  nuestro  derecho  patrio  se  califica  de  adulte- 
rino al  hijo  habido  por  hombre  casado  en  mujer  que  no  lo 
es:  pues  si  bien  la  citada  ley  1,  tít.  17,  Part.  7,  que  de  pro- 
pósito habla  del  adulterio,  dice  que  este  es  yerro  que  home 
face  á  sabiendas  yaciendo  con  mujer  casada  con  otro  ,  nos 
encontramos  con  que  la  ley  2 ,  tít.  13 ,  Part,  k,  supone  cspre- 
samente  fechos  en  adulterio  los  hijos  que  un  casado  hiciese 
en  barragana;  y  por  real  orden  de  23  de  octubre  ele  1777 
(  ñola  1,  til.  28,  lib.  12,  Nov.  Rec.  )  se  comunicó  al  su- 
premo consejo  una  resolución  del  rey, -en  que  se  establece 
entre  otras  cosas  que  los  hijos  del  segundo  matrimonio  con- 
traído por  un  hombre  casado  viviendo  su  primera  mujer 
son  verdaderamente  adulterinos ,  aunque  se  tengan  por  legí- 
timos por  la.  buena  fe  de  la  madre  y  sucedan  á  sus  padres. 

Fuerza  es  por  lo  tanto  decir,  que  no  solo  por  el  derecho 
canónico  sino  también  por  el  derecho  real  se  considera  lujo 
adulterino,  así  el  habido  por  hombre  casado  en  mujer  viuda 
ó  soltera  ,  como  el  engendrado  por  hombre  soltero  ,  viudo  ó 
casado  en  mujer  casada  con  otro.  Mas  no  se  crea  por  eso  , 
como  erróneamente  sienta  algún  autor,  que  la  condición  del 
hijo  adulterino  habido  en  mujer  casada  es  igual  á  la  del  ha- 
bido en  mujer  soltera ,  sin  que  haya  diferencia  en  los  dere- 
chos ó  privaciones  del  uno  y  del  otro  ;  pues  la  hay,  y  no 
pequeña,  como  veremos  eu  el  discurso  de  esle  artículo. 
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TI.  El  hijo  adulterino,  habido  entre  casado  y  soltera  ,  se 
llama  hijo  de  vedado  ayuntamiento,  ex  damnalo  complexu, 
así  como  el  hijo  incestuoso  y  el  sacrilego  ,  y  el  hijo  adul- 
terino, habido  entre  mujer  casada  y  hombre  que  no  es  su 
marido,  se  denomina  hijo  de  vedado  y  punible  ayuntamiento, 
ex, damnalo  el  pvnibili  complexu,  porque  la  casada  y  no  la 
viuda  ó  soltera  incurría  antiguamente  por  el  adulterio  en 
pena  de  muerte  natural.  Véase  Adulterio.  Este  último  es 
designado  en  la  ley  i,  tít.  Ib,  Part.  Il,  con  el  epíteto  de  noto, 
porque  no  siendo  del  marido  parece  que  lo  es.  Véase  Hijo 
ilegítimo. 

III.  El  hijo  adulterino,  ya  procoda  de  mujer  casada  ,  ya 
de  soltera  ó  viuda ,  tiene  derecho  á  que  su  padre  y  su  madre 
y  sus  ascendientes  por  parte  de  madre  en  su  caso  y  lugar  le 
crien  y  alimenten ,  como  lo  tiene  todo  espurio  con  arreglo  á 
lo  dicho  en  el  artículo  Hijo  espurio ,  n.  III. 

Los  hijos  adulterinos  eran  entre  los  Romanos  los  mas  odio- 
sos de  todos;  y  aun  Justiniano  en  el  cap.  Id  de  la  Novela 89 
prohibió  á  los  padres  y  á  las  madres  darles  alimentos  :  bien 
que  los  intérpretes  entienden  esta  prohibición  solo  de  los 
alimentos  civiles  y  no  de  los  naturales  ,  pues  la  prohibición 
do  estos  últimos  hubiera  equivalido  á  condenar  á  muerte  á 
estas  criaturas  inocentes  ó  á  condenar  al  público  á  tomarlas 
á  su  cargo.  La  dureza  de  la  disposición  de  Justiniano  se  mi- 
tigó por  el  derecho  canónico  en  el  cap.  S  de  eo  qui  duxit  in 
matrim.  quampoll.  per  adull.,  donde  hablando  el  pontífice 
Clemente  III  de  ciertos  hijos  procedentes  de  adulterio  de- 
claró que  sus  padres  estaban  obligados  á  darles  alimentos 
con  respecto  á  sus  facultades;  y  Gregorio  López  se  inclina  á 
que  la  ley  5,  tít.  19,  Part,  h  ,  va  de  acuerdo  con  el  derecho 
canónico.  Se  ha  de  tener  presente ,  sin  embargo,  lo  que  se 
dice  mas  arriba  en  el  n.  III  del  art.  Hijo  espurio,  y  en  la  pa- 
labra Jumentos. 

IV.  El  hijo  adulterino,  procedente  de  hombre  casado  y 
mujer  soliera  o  viuda ,  es  heredero  forzoso  de  su  madre  por 
testamento  y  ab  intestato,  cuando  no  hay  descendientes  legí- 
timos ni  naturales,  aunque  haya  ascendientes;  y  en  caso  de 
haber  descendientes  de  dichas  clases  ,  no  podrá  heredar  á 
su  madre  por  testamento  ni  ab  intestato,  pero  podrá  la  madre 
en  vida  ó  en  muerte  dejarle  hasta  la  quinta  parte  de  sus 
bienes,  de  la  cual  podría  disponer  por  su  alma,  ley  9  de 
Toro ,  ó  ley  b,  til.  20,-  lib.  10,  Nov.  Rcc.  Este  quinto  que  la 
madre  puede  dejar  al  hijo  adulterino ,  como  á  cualquiera 
otro  espurio  ,  no  es  precisamente  por  razón  de  alimentos, 
sino  por  razón  de  sucesión  testamentaria  ;  pues  si  fuese  por 
razón  de  alknentos  ,  podria  reclamarlo  el  hijo,  en  caso  de- 
que la  madre  no  se  lo  dejase  :  de  suerte  que  la  ley  no  ha 
hecho  mas  que  limitar  á  la  madre  la  cantidad  en  que  puede 
instituir  heredero  á  un  hijo  espurio  cuando  tiene  hijos  legí- 
timos ó  naturales;  y  así  es  que  puede  dejarse  el  quinto  á 
dicho  hijo,  aunque  sea  rico.  Así  lo  advierten  Velazquez  de 
Avendaño  y  Tello  Fernandez  en  sus  glosas  á  la  ley  9  de  Toro. 
—  Mas  no  puede  suceder  al  padre  por  testamento  ni  ab  in- 
testato ,  ni  recibir  cosa  alguna  de  él  por  manda  ó  donación, 
ley  .10  ,  tít.  15  ,  Part.  6  ;  y  por  consiguiente  tampoco  podrá 
heredar  á  sus  parientes  paternos  :  bien  que  la  disposición  de 
esta  ley  se  entiende  solo  de  las  herencias,  mandas,  y  do- 
naciones que  el  padre  hiciere  ó  dejare  al  hijo  adulterino 
voluntaria  y  espontáneamente  por  mera  liberalidad,  y  no 
de  lo  que  le  diere  ó  dejare  en  virtud  de  la  obligación  que 
tiene  de  criarle  y  darle  alimentos ,  con  arreglo  á  lo  prescrito 
en  las  leyes  2  y  b,  tit.  19,  Part,  tí ,  y  en  la  ley  10  de  Toro, 
la  cual  le  permite  dejarle  hasta  la  quinta  parte  de  sus  bienes. 
Todavía  pnsa  mas  adelante  Antonio  Gómez  en  la  glosa  ik  do 
dicha  ley  10  de  Toro ,  pues  si  bien  reconoce  que  el  hijo  de 
casado  y  soltera  es  incapaz  de  suceder  á  su  padre  ab  intes-. 
tato,  cree  sin  embargo  que  puede  sucederle  por  testamento, 
como  cualquier  estraño,  no  habiendo  legítimos;  y  la  misma 


opinion  siguen  Palacios  Rubios  en  los  comentarios  de  la  ley  9 
de  Toro,n.  27, y  Solo,  Ub.hde  just.  el  jar.,  qnœst.  b,  art.  i, 
que  sienta  que  en  semejante  caso  puede  el  padre  darle  todos 
sus  bienes  :  ¡laque  omnia  sua  lona  polest  illi  paler  daré. 

V.  El  hijo  adulterino ,  procedente  de  mujer  casada  y  hom- 
bre casado  ,  viudo  ó  solle.ro,  no  puede  heredará  su  padre  ni 
é  su  madre  por  testamento  ni  ab  intestato,  aunque  no  con- 
curran descendientes  legitiros  ni  naturales  ;  ley  10,  til.  13, 
Part .  6 ,  y  ley  9  de  Toro  :  lo  cual  así  se  halla  establecido  en 
odio  del  adulterio.  Pero  bien  puede  la  madre  en  vida  ó  en 
muerte  mandarle  hasta  la  quinta  parte  de  sus  bienes  ,  y  no 
mas ,  de  la  que  podia  disponer  por  su  alma  ;  y  de  la  tal  parte, 
despues  que  la  hubiere,  podrá  disponer  en  su  vida  ó  al 
tiempo  de  su  muerte  el  dicho  hijo  adulterino  como  quisiere; 
ley  9  de  Toro.  Esta  ley  9  de  Toro  no  se  sirve  precisamente 
de  la  voz  adulterino  para  designar  al  hijo  de  que  hablamos, 
sinode  la  frase /uj o  cíe  dañado  y  punible  ayuntamiento  departe 
de  la  madre  :  mas  como  luego  quiere  que  entonces  se  en- 
tienda dañado  y  punible  ayuntamiento  cuando  por  él  incur- 
riere la  madre  en  pena  de  muerte  natural,  y  por  otra  parte 
según  las  leyes  1  y  3,  tít.  h,  lib.  5  del  Fuero  Juzgo,  1,  tit.  7, 
lib.  h  del  Fuero  Real,  i  ,  tít.  21  del  ordenamiento  de  Alcalá, 
y  81  y  82  de  Toro  ,  entonces  incurría  la  madre  en  pena  de 
muerte  natural  cuando  estando  casada  cometía  adulterio,  es 
claro  que  el  hijo  de  filien  trata  la  ley  9  de  Toro,  es  el  habido 
entre  mujer  casada  y  hombre  que  no  es  su  marido.  —  Con 
respecto  al  padre  ,  no  tiene  este  hijo  mas  derecho  que  á  la 
prestación  de  alimentos.  Aféase  Hijo  espurio ,  y  Heredero 
legítimo,  en  el  primer  orden  de  sucesión,  n.  VII;  en  el 
segundo  ,  n.  VI;  y  en  el  tercero,  n.  III,  h". 

VI.  El  hijo  adulterino ,  ora  sea  de  mujer  soltera  ó  viuda 
y  hombre  casado ,  ora  de  mujer  casada  y  hombre  que  no  es 
su  marido  ,  será  hijo  natural  y  gozará  por  consiguiente  de 
las  ventajas  y  derechos  de  los  hijos  naturales  si  al  tiempo  de 
su  nacimiento  se  hallaren  su  padre  y  su  madre.libres  y  es- 
peditos  para  contraer  entre  sí  legítimo  matrimonio  sin  dis- 
pensa ,  eon  tal  que  el  padre  le  reconozca  por  suyo.  Así  lo 
deducen  los  intérpretes",  y  especialmente  Palacios  Rubios 
que  como  ministro  asistió  á  las  Cortes  de  Toro ,  Velazquez 
Avendaño  y  don  Sancho  de  Llamas  y  Molina ,  de  la  ley  11 
de  las  mismas  Cortes,  en  la  cual  efectivamente  se  establece 
por  regla  general  «  que  entonces  se  digan  ser  los  fijos  natu- 
rales cuando  al  tiempo  que  nacieren  ó  fueren  concebidos  , 
sus  padres  podían  casar  con  sus  madres  justamente  sin  dis- 
pensación, etc.  »  Si  estando  pues  tú  casado  con  Antonia 
procreares  un  hijo  en  María  casada  con  Diego ,  y  en  la 
época  del  parto  os  encontraseis  tú  y  María  en  aptitud  para 
casaros  por  haber  muerto  anteriormente  Diego  y  Antonia  ; 
nacerá  el  hijo  revestido  del  carácter  de  hijo  natural,  á  pesar 
de  haber  sido  concebido  en  el  adulterio,  y  como  tal  disfru- 
tará los  derechos  concedidos  por  la  ley  á  los  hijos  naturales: 
mas  si  al  tiempo  del  parlo  viviesen  todavía  Diego  y  Antonia 
ó  cualquiera  de  los  dos,  el  hijo  conservará  todas  las  desven- 
tajas de  hijo  adulterino  por  la  razón  de  no  haber  estado  en- 
tonces María  y  tú  en  aptitud  de  casaros  el  uno  con  el  olro. 

Un  mismo  hijo,  concebido  en  adulterio  de  mujer  cafada, 
es  incapaz  de  heredar  á  su  padre  y  á  su  madre  por  testa- 
mento y  ab  intestato,  como  habido  de  vedado  y  punible 
ayuntamiento,  con  arreglo  á  la  ley  10,  tit.  13,  Part.  6,  y  á 
la  ley  9  de  Toro,  de  que  se  acaba  de  hablar  en  el  n.  V  quo 
precede  ;  y  si  nace  á  tiempo  de  que  su  madre  por  muerto 
de  su  marido  puede  contraer  matrimonio  sin  dispensa  con 
su  padre,  será  heredero  forzoso  de  su  madre  tanto  por  testa- 
mentó como  ab  inteslalo  en  defecto  de  hijos  ó  descendientes 
legitimes,  lo  podrá  ser  de  su  padre  por  testamento  en  todos 
los  bienes  y  lo  será  ab  inlestalo  en  la  sexta  parie  de  ellos  en 
el  mismo  caso  de  falla  de  hijos  legítimos,  y  aun  le  sucederá 
en  loda  la  herencia  como  heredero  legitimo  ó  ab  intestato  en 
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defecto  de  descendientes  y  ascendientes  legítimos  y  de  pa- 
rientes colaterales  hasta  el  cuarto  grado  inclusive  conforme 
á  las  leyes  9,  10  y  11  de  Toro  y  demás  citadas  en  el  artículo 
Hijo  natural ,  de  cuya  calidad  queda  revestido:  de  suerte 
que  la  fortuna  ó  la  desgracia  del  hijo  adulterino  en  esta  parte 
depende  precisamente  de  que  la  adúltera  lo  dé  á  luz  después 
ó  antes  de  la  muerte  de  su  marido.  No  deja  de  parecer  á 
primera  vista  ridicula  esta  doctrina,  y  aun  hay  autores  que 
la  han  calificado  de  tal;  pero  no  por  eso  es  menos  cierta ,  ni 
está  por  eso  menos  claramente  contenida  en  las  leyes  9,  10 
y  11  de  Toro  ,  á  las  cuales ,  como  que  se  hallan  vigentes  en 
el  dia  ,  tienen  que  arreglar  los  jueces  sus  decisiones,  cua- 
lesquiera que  sean  las  contradicciones,  inconsecuencias  ,  ó 
faltas  de  principios  ,  si  es  que  las  hay,  en  que  incurrieran 
los  redactores  de  los  acuerdos  de  aquellas  Cortes. 

Como  el  hijo  concebido  en  el  adulterio  no  puede  revestirse 
de  la  calidad  de  hijo  natural  sino  en  el  caso  de  que  al  tiempo 
del' nacimiento  pueda  su  padre  casarse  con  su  madre  sin 
dispensa,  es  evidente  que  si  los  adúlteros  maquinaron  la 
muerte  de  sus  cónyuges  respectivos  ó  se  dieron  palabra  de 
casarse  después  de  su  fallecimiento  ó  de  hecho  se  casaron 
á  sabiendas  en  vida  de  ellos,  no  será  natural  el  hijo  ;  aunque 
al  nacer  encuentre  á  sus  padres  libres  de  sus  primeros 
matrimonios  en  razón  de  haber  fallecido  los  cónyuges  con 
quienes  estaban  ligados,  porque  á  pesar  de  esta  libertad  no 
pueden  sin  dispensa  contraer  entre  sí  legítimo  matrimonio; 
y  así  habrá  de  quedar  el  hijo  en  su  clase  de  adulterino  y 
con  las  desventajas  propias  de  tal  estado  ;  ley  i9 ,  tít.  2, 
Part,  h,  y  ley  11  de  Toro  ,  combinadas. 

Como  para  que  un  hijo  ilegitimo  sea  tenido  por  natural 
no  basta  que  su  padre  haya  podido  casarse  con  su  madre 
sin  dispensa  en  la  época  de  la  concepción  ó  del  nacimiento, 
sino  que  ademas  se  requiere  su  reconocimiento  de  parte 
del  padre  ,  según  se  halla  establecido  por  regla  general  en 
la  ley  11  de  Toro  ,  es  claro  que  el  hijo  adulterino  no  será 
ni  podrá  llamarse  nunca  hijo  natural ,  aunque  al  tiempo  de 
su  nacimiento  se  hallaren  sus  padres  en  aptitud  de  casarse 
entre  sí  sin  dispensa,  si  su  padre  no  le  reconoce  por  suyo 
en  la  forma  que  mas  arriba  se  ha  espresado  en  el  artículo 
Hijonalural,  n. III. Mas  ¿noserá  una  especie  de  escándalo  el 
reconocimiento  del  desgraciado  fruto  de  un  crimen?  ¿No 
seria  preferible  la  condición  de  un  hijo  obscuro  y.  sin  pa- 
dres conocidos  á  la  de  un  hijo  públicamente  reconocido 
como  procedente  de  un  adulterio?  ¿Sufrirá  por  otra  parte 
la  moral  que  un  delincuente  pueda  dar  y  adquirir  para  sí 
derechos  con  la  confesión  de  un  delito  que  no  tanto  le  des- 
honra á  él  mismo  como  á  una  tercera  persona  y  á  su  familia? 
Lo  cierto  es  que  con  dificultad  se  encuentra  legislación  que 
permita  ó  no  prohiba  espresamente  á  los  padres  el  recono- 
cimiento de  los  hijos  habidos  en  adulterio  ,  sin  que  por  eso 
queden  exonerados  déla  obligación  natural  de  darles  alimen- 
tos, pues  que  la  paternidad  puede  constar  sin  necesidad  del 
reconocimiento. 

VII.  El  hijo  adulterino,  ya  proceda  de  mujer  casada  y 
hombre. soltero ,  ya  de  mujer  casada  ó  soltera  y  hombre 
casado ,  no  se  legitima  por  el  subsiguiente  matrimonio  de  sus 
padres.  Así  se  halla  establecido  en  el  derecho  romano, 
como  es  de  ver  por  las  Instituciones,  lib.  i  ,  lit.  10  ,  %  15 , 
por  ei  Código,  lib.  b,  til.  27,  leyes  10  y  1 1 ,  por  la  Novela  12, 
cap.  h ,  por  la  Novela  89,  cap.  8,  y  por  la  Novela  1 17,  cap.  % 
donde  constantemente  se  exige  para  la  legitimación  por  el 
subsiguiente  matrimonio  la  circunstancia  de  que  los  padres 
hayan  carecido  de  impedimento  dirimente  al  tiempo  de  su 
ilícito  comercio.  Por  eso  sientan  los  romanistas  sin  hesitación 
alguna  que  los  hijos  adulterinos  son  incapaces  de  legitima- 
ción. Así  está  decidido  igualmente  en  el  derecho  canónico , 
pues  en  el  cap.  6  de  la  decretal  qui  fûii  sint  legilimi  declara 
espresamente  Alejandro  III  que  el  concebido  de  adulterio , 


aunque  después  se  casen  sus  padres  por  haber  muerto  la 
mujer  del  adúltero  ó  el  marido  de  la  adúltera ,  queda  sin 
embargo  en  la  clase  de  espurio  y  no  pasa  á  la  de  legitimado  : 
Sí  aulem  vir,  vívente  uxore  sua ,  aliam  cognoveril ,  et  ex  ea 
prolem  susceperil ,  Uc'et  post  mortem  uxoris  eamdem  duxcrit , 
nihilominus  spurius  erit  filius , . . . .  quoniam  matrimonium 
legüimum  ínter  se  contrahere  nonpotuerunt.  Así  lo  resolvió 
por  fin  la  legislación  de  las  Partidas  adoptando  la  dispo- 
sición del  derecho  civil  y  canónico  :  «  Otrosí  decimos ,  dico 
la  ley  2  ,  tít.  lo ,  Part,  k ,  que  si  alguno  que  hubiese  mujer 
á  bendiciones  ,  ficiese  fijos  en  barragana  viviendo  su  mujer, 
que  estos  fijos  átales  non  serien  legítimos,  maguer  después 
desto  se  muriese  la  mujer  velada  et  casase  él  con  la  barra- 
gana :  et  esto  es  porque  fueron  fechos  en  adulterio.  »  Aunque 
la  ley  habla  solamente  de  los  hijos  de  hombre  casado  y  mujer 
soltera ,  es  indisputable  que  debe  entenderse  también ,  y  con 
mucha  mayor  razón  ,  de  los  hijos  de  hombre  casado  ó  sol- 
tero y  mujer  casada,  como  que  el  adulterio  de  mujer  casada 
es  delito  mas  grave  que  el  de  mujer  soltera. 

VIH.  Mas ,  si  cuando  nace  el  hijo  concebido  en  adulterio 
se  encuentran  sus  padres  en  aptitud  de  contraer  entre  sí 
legítimo  matrimonio  por  haber  muerto  anteriormente  el  ma- 
rido de  la  madre  ó  la  mujer  del  padre ,  ó  el  uno  y  la  otra 
en  caso  de  que  ambos  estuviesen  casados,  ¿se  reputará  en- 
tonces por  lo  menos  capaz  de  legitimación ,  y  quedará  efec- 
tivamente legitimado  por  el  subsiguiente  matrimonio  si  sus 
padres  llegaren  á  contraerlo?  No  :  el  hijo  concebido  de  adul- 
terio no  puede  ser  legitimado  por  el  subsiguiente  matri- 
monio ,  aunque  sus  padres  estén  hábiles  para  contraerlo  al 
tiempo  del  nacimiento ,  porque  es  necesario  que  lo  hayan 
estado  al  tiempo  de  la  concepción.  Con  efecto,  todas  las  leyes 
del  derecho  romano  que  en  el  precedente  número  hemos 
citado  convienen  en  no  dar  lugar  á  la  legitimación  de  los 
hijos  por  el  subsiguiente  matrimonio  sino  en  el  caso  de  que 
el  padre  pudiera  casarse  con  la  madre  al  tiempo  en  que  los 
procrearon:  Cujits  matrimonium  non  est  legibus  interdiclum; 
eam  tamen  cum  qua  poterat  liabere  connubium;  cujus  ma~ 
trimonium  minime  legibus  interdiclum  fuerat;  cui  omnino 
licet  copulan  ;  tales  son  las  espresiones  de  que  se  sirven 
dichas  leyes  para  designar  la  calidad  que  debia   tener  la 
madre  con  respecto  al  padre  en  la  época  de  la  concepción. 
También  el  derecho  canónico  exige  como  circunstancia  ne- 
cesaria para  dicho  beneficio  de  legitimación  que  el  padre  y 
la  madre  hayan  sido  libres  al  tiempo  de  la  concepción  para 
contraer  entre  sí  legítimo  matrimonio  si  hubiesen  querido 
celebrarlo ,  según  se  ve  por  el  cap.  6  qui  füü  sint  legilimi , 
que  mas  arriba  se  ha  copiado.  La  ley  2,  tít.  Ib  ,  Part.  4  , 
cuyo  texto  se  halla  transcrito  igualmente  en  el  número  quo 
precede ,  después  de  sentar  que  los  hijos  concebidos  da 
adulterio  permanecen  siempre  en  su  estado  de  ilegítimos  , 
aunque  sus  padres  hayan  contraído  matrimonio  ,  removido 
el  impedimento ,  manifiesta  el  fundamento  de  esta  resolución 
diciendo  es  porque  fueron  fechos  en  adulterio  ;  y  como  esta 
razón  subsiste  y  se  verifica,  tanto  en  el  caso  de  que  los  padres 
hayan  tenido  aptitud  para  casarse  al  tiempo  del  nacimiento 
como  en  el  de  que  hayan  carecido  de  ella  ,  se  infiere  que 
en  uno  y  otro  caso  quiere  la  ley  que  se  atienda  esclusiva- 
mente  al  tiempo  de  la  concepción  y  que  los  hijos  concebidos 
en  adulterio  sean  por  este  solo  hecho  incapaces  de  legitimarse 
por  el  subsiguiente  matrimonio.  ¿Qué  importa  que  el  hijo 
adulterino  nazca  después  ó  antes  de  la  muerte  de  la  mujer 
de  su  padre  ó  del  marido  de  su  madre?  ¿Dejará  por  eso  do 
haber  sido  concebido  en  adulterio?  ¿Qué  importa  que  la 
adúltera  haya  parido  estando  ya  viuda  ó  hallándose  todavía 
casada?  ¿Es  que  por  parir  mas  tarde  ó  mas  temprano  dejará 
de  ser  adúltera?  ¿Qué  importa  que  la  mujer  del  adúltero 
muera  antes  del  parto  de  la  adúltera?  ¿Es  que  por  la  anti- 
cipación de  la  muerte  de  una  mujer  inocente  consigue  ej 
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adúltero  lavar  la  mancha  de  su  infidelidad  y  hacer  que  su 
hijo  no  sea  lo  que  es?  ¿Daremos  à  los  adúlteros  la  facultad 
de  ennoblecer  el  origen  del  fruto  de  su  crimen  con  solo  que 
queden  libres  de  sus  consortes  en  el  intervalo  del  adulterio 
al  parto?  ¿Daremos  interés  ál  marido  en  la  muerte  de  su 
mujer  y  á  la  mujer  en  la  muerte  de  su  marido?  No  :  los  legis- 
ladores no  han  incurrido  en  semejante  falta  :  ellos  han  con- 
siderado el  matrimonio  como  la  única  fuente  de  la  legitimi- 
dad ,  y  solo  han  sido  indulgentes  con  los  hijos  nacidos  de 
soltero  y  soltera  ,  concediéndoles  la  legitimación  mediante 
el  subsiguiente  matrimonio  de  sus  padres  ,  porque  han  su- 
puesto que  estos  en  la  época  de  su  ilegítima  union  tenían 
intención  de  casarse  entre  sí ,  que  la  violencia  de  la  pasión 
recíproca  del  uno  por  el  otro  les  hizo  sucumbir  à  la  tentación 
de  adelantarse  al  casamiento,  que  este  comercio  ilícito  es 
una  especie  de  anticipación  del  matrimonio  que  se  proponían 
entonces  contraer  y  que  efectivamente  han  conlraido  des- 
pués, y  que  por  consiguiente  los  hijos  nacidos  de  aquel 
comercio  deben  ser  mirados  como  frito  anticipado  de  este 
matrimonio  y  como  si  hubiesen  nacido  de  él;  mas  como  no 
han  podido  los  legisladores  hacer  las  mismas  suposiciones 
con  respecto  álos  adúlteros,  quienes  al  tiempo  de  cometer 
el  adulterio  no  podían  casarse  sin  incurrir  en  crimen  y  en 
las  penas  que  le  están  prescritas ,  de  ahí  es  que  ni  han  con- 
cedido ni  querido  conceder  el  beneficio  de  legitimación  por 
subsiguiente  matrimonio  á  los  hijos  nacidos  de  casado  y  sol- 
tera ó  de  ambas  personas  casadas  con  otras,  siendo  indife- 
rente que  nazcan  antes  ó  después  de  quedar  sus  padres  en 
libertad  para  casarse  entre  sí ,  pues  que  la  calidad  de  adul- 
terinos que  los  hijos  llevan  consigo  se  contrajo  por  la  con- 
cepción y  no  se  borra  por  el  tiempo  del  nacimiento. 

IX.  Opinan  ,  sin  embargo ,  algunos  autores ,  que  para 
que  el  hijo  se  legitime  por  subsiguiente  matrimonio  no  es 
preciso  que  los  padres  hayan-  tenido  aptitud  para  casarse 
al  tiempo  de  la  concepción  ,  sino  que  basta  que  la  tengan 
al  tiempo  del  parto  ;  de  modo  que  si  un  hombre  casado  tiene 
relaciones  ilícitas  con  una  soltera,  y  después  fallece  su  mujer 
antes  que  la  adúltera  llegue  á  parir,  el  hijo  concebido  de  tal 
adulterio  se  legitimará,  según  ellos,  por  el  matrimonio 
que  contrajeren  sus  padres.  Tal  es  el  dictamen  del  señor 
Covarrubias,  demalrim.,  p.1,  cap.  8,  §2,  n.  2;  de  Sánchez, 
lib.  8,  disp.  7,  n.  19  ;  de  Molina,  tom.  1,  tract.  2,  de  just.  et 
jure,  disp.  172,  n.  k;  de  Reiffenstuel ,  lib.  K,  Decretal., 
tít.  17,  ti.  39;  de  Ponce,  lib.  11 ,  cap.  5,  n.  2,  y  de  algunos 
otros.  Pero  las  razones  en  que  se  apoyan  casi  no  son  dignas 
de  los  honores  de  la  refutación  sino  por  el  respeto  que  se 
merecen  tan  distinguidos  autores.  Pothier  mismo,  el  juicio- 
sísimo jurisconsulto  Pothier,  que  toca  lijeramente  esta  cues- 
tión y  la  decide  contra  los  hijos  adulterinos ,  dice  en  su  tra- 
tado de  las  sucesiones  (  cap.  1  ,  secc.  2 ,  §  V)  que  ni  aun  la 
hubiera  propuesto  si  no  hubiese  visto  que  Lebrun  era  de  un 
parecer  contrario  al  suyo.  Alucinados  en  efecto  aquellos 
autores  por  su  deseo  filantrópico  de  favorecer  á  los  frutos 
desgraciados  del  adulterio,  acumulan  principios  sacados 
de  las  leyes  romanas  que  no  son  aplicables  al  caso  ,  y  aun 
los  van  á  buscar  en  leyes  donde  precisamente  se  niega  ó 
no  se  concede  la  legitimación  por  matrimonio  al  ikgítimo 
que  no  haya  nacido  de  soltero  y  soltera  ,  arrancando  y  se- 
parando del  cuerpo  de  ellas  trozos  ó  períodos  que  en  su 
aislamiento  quedan  desnaturalizados ,  como  si  no  supiesen 
que  para  entender  é  interpretar  una  ley  es  menester  leerla 
toda.  Resuelve  Justiniano  en  la  ley  11,  C.  efe  naluralibns 
liberis ,  con  motivo  de  las  controversias  de  los  jurisconsultos 
sobre  ciertos  casos  que  ahora  seria  largo  enumerar  y  son 
relativos  á  la  legitimidad  de  los  hijos  nacidos  de  concubinato, 
que  en  las  cuestiones  sobre  el  estado  de  los  hijos  en  dichos 
casos  se  atienda  á  la  condición  de  los  padres  en  el  tiempo 
del  nacimiento  y  no  en  el  de  la  concepción ,  á  no  ser  que  sea 


mas  favorable  à  los  hijos  el  mirar  mas  bien  al  tiempo  de  su 
concepción  que  al  de  su  nacimiento  :  El  generaEler  defiui- 
mus,  dice,  el  quod  super  hujusmodi  casibns  variabaíur  , 
definilione  certa  conckidimus,  ul  semprr  in  hujusmodi  quses- 
tionibus,m  quibus  de  slatu  liberorutn  est  dubilnlio ,  non 
conceplionis  ,  sed  parlas  lempus  inspicialnr  ;  el  hoc  [atore 
facimus  liberorum  ,  ul  edilionis  lempus  slatuamus  csse  ins~ 
peclandum  :  exceptis  his  tanlummodo  casibus,  in  quibus 
conceplionem  magis  approbari  infantium  condilionis  ulUHa* 
cxposlulal.  Y  aprovechándose  los  dichos  autores  de  estas 
palabras  de  Justiniano  para  sostener  su  opinion  ,  y  lomán- 
dolas como  regla  general  para  todos  los  casos,  las  apli;  an 
á  los  hijos  adulterinos  y  pretenden  que  según  ellas  adquie- 
ren estos  la  capacidad  de  ser  legitimados  por  subsiguiente 
matrimonio  si  sus  padres  se  hallan  en  aptitud  de  casarse 
entre  sí  al  tiempo  de  su  nacimiento  ,  sin  observar  que  la 
misma  ley  en  que  se  establece  esta  regla  ,  exige  al  principio 
para  la  legitimación  la  aptitud  de  los  padres  para  casarse 
al  tiempo  de  la  concepción  ,  que  no  establece  la  citada  regla 
sino  para  los  casos  en  que  se  suscitaba  duda  entre  los  juris- 
consultos sobre  la  legitimidad  de  los  hijos ,  y  que  nunca 
se  suscitó  ni  pudo  suscitarse  antes  ni  después  de  dicha  ley 
duda  alguna  sobre  si  los  hijos  concebidos  de  adulterio  podían 
legitimarse  por  el  subsiguiente  matrimonio  de  sus  padres 
que  estuviesen  ó  no  estuviesen  libres  para  casarse  en  la  época 
del  nacimiento  ,  porque  ni  las  leyes  anteriores  ni  las  poste- 
riores concedieron  jamas  el  beneficio  de  la  legitimación  por 
matrimonio  sino  á  los  hijos  habidos  de  concubina  que  no 
podia  ser  una  mujer  casada  ni  ser  tenida  por  uu  hombre 
casado.  No  son  mas  á  propósito  para  su  objeto  las  demás 
leyes  romanas  que  deducen,  como  ya  se  ha  hecho  ver  mas 
arriba  en  el  artículo  Hijo  legitimo,  n.  VIH.  Mas  aun  cuando 
tales  no  fuesen  las  disposiciones  de  las  leyes  do  los  Romanos , 
no  podríamos  prescindir  de  atenernos  à  la  ley  1  ,  tít.  13  , 
Part,  h ,  que  solo  admite  la  legitimación  por  subsiguiente 
matrimonio  en  los  hijos  concebidos  de  soltero  y  soltera,  y  á 
la  ley  2,  tít.  15  de  la  misma  Part,  h  ,  que  absolutamente  y 
sin  distinción  de  casos  la  niega  en  los  hijos  habidos  de  casado 
y  soltera  ,  y  con  mas  razón  en  los  habidos  de  soltero  y  ca- 
sada ,  por  solo  el  hecho  de  haber  sido  concebidos  en  adul- 
terio. 

Diráse  tal  vez,  que  la  ley  11  de  Toro  que  quiere  se  ten- 
gan por  hijos  naturales  aquellos  cuyos  padres  al  tiempo  que 
nacieren  ó  fueren  concebidos,  podían  cac-ar  justamente  con 
sus  madres,  ha  causado  un  trastorno  en  la  legislación  de 
las  Partidas  sobre  legitimación  por  matrimonio,  pues  que 
trasformándose  ya  en  virtud  de  ella  los  hijos  adulterinos  en 
hijos  naturales  cuando  al  tiempo  de  su  nacimiento  se  hallan 
los  padres  en  aptitud  de  casarse  entre  sí  por  haber  muerto 
sus  cónyuges  respectivos,  y  siendo  precisamente  los  hijos 
naturales  los  que  tienen  el  derecho  de  quedar  legitimados 
por  el  matrimonio  de  sus  padres,  es  consiguiente  que  los 
hijos  adulterinos  adquieran  cuando  pasan  á  la  clase  de  na- 
turales los  mismos  derechos  de  que  gozan  estos  y  se  revis- 
tan por  lo  tanto  de  igual  capacidad  para  ser  legitimados. 
Bien  parece  á  primera  vista  que  este  raciocinio  tiene  alguna 
fuerza  ;  pero  no  es  mas  que  especioso ,  pues  que  gira  sobre 
un  supuesto  falso.  No  á  todo  natural  por  su  calidad  de  natu- 
ral precisamente  concede  la  ley  el  beneficio  de  la  legitima- 
ción ,  sino  al  engendrado  de  soltero  y  soltera  :  «  Otrosí , 
dice  la  ley  1  ,  tít.  15,  Part,  h ,  son  legítimos  los  fijos  que 
home  ha  en  la  mujer  que  tiene  por  barragana  (  esto  es ,  en 
mujer  soltera  siendo  el  hombre  también  soltero,  porque 
no  podia  haber  barragania  o  concubinato  sino  entre  solte- 
ros) si  después  desso  se  casa  con  ella  ;  ca  maguer  estos  fijos 
átales  non  son  legítimos  cuando  nascen,  tan  grant  fuerza 
ha  el  matrimonio  que  luego  que  el  padre  et  la  madre  son 
casados  se  facen  por  ende  los  lijos  legítimos.  »  Si  alguna  ve? 
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se  ha  sentado  que  los  hijos  naturales  se  legitimaban  por  el 
subsiguiente  matrimonio  de  sus  padres,  era  porque  según 
t  la  ley  8,tít.  15,  Part.  6,  no  se  entendía  por  hijo  natural  sino 
¡  el  engendrado  de  padre  que  al  tiempo  de  la  procreación  no 
tuviese  mujer  legítima  y  de  madre  que  no  tuviese  marido. 
Ahora  todavía  ,  no  obstante  los  términos  en  que  está  conce- 
bida la  ley  H  de  Toro,  hay  interpretes  de  nota,  y  entre  * 
ellos  Antonio  Gómez,  que  lejos  de  reconocer  como-naturales 
á  los  hijos  adulterinos  que  nacen  cuando  sus  padres  están 
ya  libres  para  casarse  entre  sí,  establecen  en  sus  comenta- 
rios sin  ningún  género  de  hesitación  que  hijo  natural  era  en 
lo  antiguo  según  la  legislación  romana  y  délas  Partidas  el 
habido  por  hombre  soltero  en  concubina  también  soltera 
tenida  como  tal  concubina  en  casa  del  ho  mbre ,  y  que  ahora 
según  la  ley  de  Toro  lo  es  el  habido  por  hombre  soltero  en 
mujer  soltera,  aunque  no  vivan  en  concubinato,  con  tal 
que  puedan  casarse  sin  dispensa,  suponiendo  que  la  ley  de 
Toro  apenas  ha  introducido  en  la  calificación  de  los  hijos 
naturales,  otra  novedad  que  la  de  suprimir  la  necesidad  del 
concubinato  y  déla  vivienda  de  la  madreen  casa  del  padre. 
Pero  sea  lo  que  se  quiera  del  verdadero  sentido  de  esta  fa- 
mosa ley  taurina,  tantas  veces  y  por  tantos  interpretada  y 
quizá  no  todavía  bien  entendida,  y  concediendo,  como  en  el 
articulo  Hijo  natural  hemos  concedido,  que  efectivamente 
hace  naturales  á  los  hijos  concebidos  de  adulterio  que  nacen 
á  tiempo  en  que  sus  padres  se  hallan  libres  para  contraer 
matrimonio  ,  no  podemos  convenir  en  que  ni  aun  después 
de  adquirido  de  este  modo  el  estado  dé  naturalidad  adquie- 
ran tales  hijos  por  el  mismo  hecho  la  capacidad  de  ser  legi- 
timados por  el  matrimonio  de  su  padre  con  su  madre.  La 
ley  de  Toro  no  les  confiere  tal  beneficio,  deja  intactas  las  dis- 
posiciones del  derecho  romano  ,  del  canónico  y  del  español 
sobre  este  punto ,  y  se  reduce  á  darles  cuando  mas  la  cali- 
dad de  naturales  para  poder  heredar  al  padre  por  testamento 
con  antelación  á  los  ascendientes  legítimos  de  este,  según 
la  ley  10  que  la  precede  :  de  manera  que  la  ley  H  de  Toro 
aumenta  el  número  de  los  hijos  naturales ,  pero  no  estiende 
el  beneficio  de  la  legitimación  á  otros  hijos  que  á  los  que 
anteriormente  lo  disfrutaban. 

Parece  casi  imposible  que  en  vista  de  todas  estas  consi- 
deraciones haya  defensores  de  la  legitimación  de  los  hijos 
adulterinos  aun  en  el  caso  de  quedar  convertidos  en  natu- 
rales; y  con  efecto  no  todos  están  seguros  de  la  certeza  de 
su  dictamen  que  realmente  no  estriba  sino  sobre  débiles 
fundamentos,  como  creemos  haber  demostrado.  El  mismo 
señor  Covarrubias ,  que  es  uno  de  sus  mas  fuertes  campeo- 
nes, habiendo  examinado  después  las  razones  con  que  la 
impugna  el  jurisconsulto  don  Francisco  Sarmiento  en  sus 
cuestiones  selectas  de  derecho  ,  lib.  1 ,  cap.  5,  n.  10,  duda 
y  vacila  sobre  la  verdad  delà  opinion  que  él  habia  abrazado 
y  llamado  común ,  y  aconseja  á  sus  lectores  que  procedan 
con  cautela  en  este  punto ,  de  modo  que  puede  decirse  que 
se  retracta.      & 

X.  Mas,  ¿qué  diremos  del  hijo  concebido  en  adulterio 
que  nace  á  tiempo  en  que  sus  padres ,  habiendo  muerto  sus 
cónyuges,  se  encuentran  ya  ligados  entre  si  con  legítimo 
matrimonio?  ¿Le  calificaremos  de  legítimo,  pues  que  nace 
do  padres  verdaderamente  casados?  ¿Le  consideraremos 
como  legitimado ,  pues  que  el  matrimonio  se  ha  contraído 
después  de  la  concepción,  aunque  no  antes  del  nacimiento? 
¿Le  tendremos  al  contrario  por  meramente  tiatural ,  pues 
que  nace  cuando  ya  se  ha  removido  el  impedimento  que  los 
padres  tenian  para  casarse?  Habiendo  sentado  y  probado 
mas  arriba  el  principio  de  que  para  que  haya  lugar  á  la  le- 
gitimación de  un  hijo  ilegítimo  es  preciso  que  sus  padres 
hayan  tenido  capacidad  para  casarse  entre  sí  en  la  época  de 
la  concepción  ,  sin  que  baste  tenerla  en  la  del  nacimiento, 
no  podemos  dar  la  calidad  de  legítimo  ni  de  legitimado  al 


concebido  de  adulterio,  aunque  nazca  dentro  del  matrimonio; 
pero  puede  y  debe  dársele  de  la  natural,  porque  si  es  tal 
cuando  al  nacer  encuentra  á  sus  padres  en  aptitud  para  ca- 
sarse, con  mas  razón  lo  será  cuando  ya  los  encuentra  ca- 
sados. Véase  Hijo  legítimo  ,  especialmente  en  los  números 
VII,  VIII  y  IX. 
*  XI.  Es  por  lo  visto  regla  general,  que  el  matrimonio  no 
puede  legitimar  á  los  hijos  habidos  de  comercio  adulterino. 
Pero  ¿  admitirá  escepcion  esta  regla  en  el  caso  de  que  una 
de  las  partes  haya  ignorado  que  la  otra  estaba  casada  en  la 
época  de  su  trato?  Un  hombre  casado  v.  gr.  tiene  hijos  en 
una  soltera ,  la  cual  ignorando  el  estado  de  su  amante  cree 
vivir  con  él  en  simple  concubinato,  mientras  que  realmente 
comete  verdadero  adulterio  ;  muere  la  mujer  legítima ,  y  el 
amante  viudo  se  casa  con  su  concubina  :  ¿  quedarán  legiti- 
mados dichos  hijos  por  este  matrimonio  ?  En  rigor  y  atendida 
la  regla  general  no  pueden  quedarlo  -  mas  la  buena  fe  de  la 
madre  ¿no  será  capaz  de  mudar  su  condición  y  de  hacer 
que  sean  mirados  como  naturales  y  susceptibles  de  legiti- 
mación, aunque  en  verdad  sean  adulterinos?  Sí,  responden 
con  admirable  seguridad  algunas  escritores;  la  buena  fe  de 
la  madre,  que  no  creia  cometer  adulterio,  hará  que  sus  hijos 
se  legitimen  por  el  matrimonio  que  el  padre  contraiga  des- 
pués con  ella  ,  porque  así  está  espresa  mente  resuelto  en  el 
derecho  canónico  ,  capítulo  Ex  Lenore  ,  ik ,  qui  fllii  sinl  legi- 
timi ,  y  así  lo  sostiene  la  opinion  común  de  los  doctores.  Sin 
embargo,  esta  cuestión  ha  sido  debatida  con  calor  entre  los 
jurisconsultos,  y  los  ha  tenido  y  tiene  todavía  divididos. 

Los  partidarios  de  la  opinion  afirmativa  se  apoyan  en  el 
citado  capítulo  Ex  tenor-e  de  las  Decretales ,  según  el  cual 
la  buena  fe  de  una  de  las  partes  que  se  ha  casado  en  faz  de 
la  Iglesia  con  la  otra,  sin  saber  que  esta  se  hallaba  casada, 
basta  para  legitimar  á  los  hijos  que  nazcan  del  matrimonio. 
La  misma  declaración  se  contiene  en  real  orden  de  2b  de 
octubre  de  1777  (nota  1  ,  til.  28,  lib.  12,  Nov.  Rcc),  donde 
hablando  del  hombre  que  se  casa  segunda  vez  viviendo  la 
primera  mujer,  se  dice  entre  otras»  cosas  que  invierte  el  or- 
den de  la  sucesión  y  de  la  legitimidad  establecida  por  las 
leyes  civiles,  en  cuanto  precisa  con  su  dolosa  malicia  á  que 
los  hijos  del  segundo  matrimonio,  siendo  verdaderamente 
adulterinos ,  se  tengan  por  legítimos  por  la  buena  fe  de 
la  madre ,  y  sucedan  á  sus  padres.  Basilio  Ponce  es  entre 
todos  el  que  mejor  desenvuelve  las  consecuencias  de  esta 
decisión.  Conviene  desde  luego  en  que  la  legitimación  por 
matrimonio  subsiguiente  esuna  ficción  que  da  efecto  retroac- 
tivo al  matrimonio ,  y  como  toda  ficción  supone  términos 
hábiles,  concede  la  necesidad  de  que  los  padres  sean  capa- 
ces de  casarse  en  ambos  tiempos,  esto  es,  en  el  tiempo  de 
la  celebración  del  matrimonio  y  en  el  tiempo  á  que  se  re- 
trotrae ;  pero  sostiene  que  lo  son  por  la  buena  fe ,  y  que  de- 
biendo mirarse  el  matrimonio  como  celebrado  en  tiempo  de 
la  concepción  de  los  hijos ,  porque  tal  es  el  efecto  que  pro- 
duce la  ficción  ,  es  consiguiente  que  hayan  de  ser  conside- 
rados estos  como  legítimos ,  pues  que  es  incontestable  que 
lo  serian  en  caso  de  que  realmente  el  matrimonio  se  hubiera 
contraído  entonces.  Si  se  le  opone  que  no  pudo  celebrarse 
el  matrimonio  en  la  época  de  la  concepción  de  los  hijos  por 
razón  del  impedimento  dirimente  con  que  entonces  se  halla- 
ban ligados  los  adúlteros ,  responde  que  esto  es  efectiva- 
mente cierto  y  verdadero  en  el  fondo  ,  pero  no  según  la 
opinion  común  que  basta  por  sí  sola  para  hacer  que  sean 
mirados  como  hábiles  los  que  en  realidad  son  incapaces.  Si 
se  hubiese  contraido  el  matrimonio  según  esta  opinion  pú- 
blica ,  los  hijos ,  dice,  serian  legítimos ,  ¿porqué  pues  no  1 
han  de  ser  igualmente  cuando  la  misma  opinion  hace  subi 
el  matrimonio  á  la  época  de  la  concepción?  Si  se  le  objet, 
que  el  que  comete  á  sabiendas  un  delito  queda  responsable 
de  todos  sus  resultados ,  hayalœp  no  previsto ,  contesta  que 
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îa  máxima  no  es  verdadera  cuando  la  perpetración  del  de- 
lito va  acompañada  de  ignorancia  invencible,  y  que  por  la 
ficción  que  da  efecto  retroactivo  al  matrimonio  cesa  de  ser 
ilícito  el  acto ,  pues  que  se  le  supone  posterior  á  la  celebra- 
ción de  aquel  contrato. 

Los  partidarios  de  la  opinion  negativa,  entre  quienes  se 
cuentan  el  Cardenal  de  Palermo ,  Gutiérrez ,  Covarrubias , 
Fajardo,  Molina,  Sarmiento  y  Pothier,  se  fundan  en  razones 
que  desenvuelve  muy  bien  en  la  alegación  hl  M.  d'Agues- 
seau. 

¿  Cuál  es,  dice  este  gran  magistrado  francés  ,  la  razón  del 
capítulo  Ex  tenorc  ?  Dos  son  los  motivos  principales  de  su 
decisión  :  Io.  el  nombre  de  matrimonio,  nombre  tan  pode- 
roso que  su  sombra  misma  basta  para  purificar  en  favor  de 
los  hijos  el  principio  de  su  nacimiento  : ....  2o.  la  buena  fe 
de  los  que  han  contraído  semejante  enlace...  Veamos  si  es- 
tos dos  motivos  tienen. alguna  aplicación  á  la  legitimación 
per  subsequens  matrimonium  de  los  hijos  que  son  fruto  de 
una  union  siempre  criminal. 

«  Io.  No  hay  matrimonio ,  ni  aun  putativo,  de  modo  que 
no  tenemos  ningún  título  colorado  que  acompañe  á  esta  es- 
pecie de  prescripción.  El  nacimiento  de  los  hijos  no  ha  sido 
posterior  sino  anterior  á  la  celebración  del  matrimonio  ,  y 
no  procede  sino  de  un  origen  impuro. 

»  2o.  Sobre  la  buena  fe  pueden  hacerse  dos  reflexiones 
importantes  : 

»  La  primera  es  que  esta  buena  fe  es  poco  probable  en 
personas  que  cometen  un  delito  :  la  presumiremos  fácilmente 
en  aquellos  que  contrayendo  matrimonio  público  se  entien- 
de que  quieren  y  creen  recibir  un  sacramento  y  no  hacer 
un  sacrilegio  ;  pero  no  en  los  que  menosprecian  las  leyes  di- 
vinas y  humanas  viviendo  en  concubinato. 

»  La  segunda  es  que  esta  pretendida  buena  fe  no  los  es- 
cusa ,  porque  empezando  como  empiezan  por  cometer  un 
delito  deben  imputarse  todas  sus  consecuencias.  Y  aquí  es 
donde  creemos  oportuno  desenvolver  este  gran  principio  , 
que  ha  sido  perfectamente  esplicado  por  el  juicioso  Carde- 
nal de  Palermo,  y  que  antes  lo  habia  sido  ya  por  Bartolo ,  y 
aun  si  queremos  subir  mas  arriba,  por  Papiniano. 

»  Hácese  este  gran  canonista  la  objeción  del  matrimonio 
putativo  ,  y  responde  manifestando  la  diferencia  que  hay 
entre  uno  y  otro  caso  :  Quia  contrahens  matrimonium ,  dal 
operam  rei  Hcitce,  ideo  ignorantia  sua  excusalur  :  sed  admit- 
lens  virum  sine  matrimonio ,  dat  operam  rei  illicitœ  ,  ideo 
ignorantia  sua  non  est  probabilis,  nec  débet  inde  conseguí 
prœmium ;  et  danli  operam  rei  illicites  impulantur  omnia 
quœsequunlur  prceter  voluMaiem  suam. 

»  Y  Bartolo  habia  dicho  antes  :  Quandocumqtie  coilus  fit 
sine  colore  matrimonii,  tune  indistincte  punilur  secundhm 
illud  quod  est  invéntate  ,  non  secundùm  id  quod  pulabat, 
quoniam  dabal  ab  inilio  operam  rei  illicitœ. 

»  Y  Papiniano,  de  quien  el  uno  y  el  otro  lomaron  estas  má- 
1  ximas  tan  sanas  en  sí  mismas,  distingue  espresamente,  cuan- 
do se  trata  de  castigar  un  incesto,  entre  el  caso  en  que  haya 
habido  á  lo  menos  la  apariencia  de  un  matrirhonio  que  pue- 
da hacer  presumir  la  buena  fe,  y  el  caso  en  que  por  el  con- 
trario el  crimen  que  se  ha  cometido  contiene  una  doble 
injuria  hecha  á  la  ley  y  á  la  naturaleza,  porque  multiim  in- 
ieresl  errore  illud  matrimonium  contrahatttr,  an  contumacia 
juris  el  sanguinis  contumelia  concurrent.  Ley  58,  §  1,  D. 
ad  Icficm  Juliam  de  adullcrüs. 

»  Así  que,  no  puede  presumirse  buena  fe  :  toda  presun- 
ción cesa  para  los  culpables;  y  aun  cuando  la  hubiese,  no 
aeüe  servir  de  escusa,  porque  dabat  operam  rei  illicitœ. 

»  ¿Qué  no  podríamos  decir  todavía  ,  si  nos  fuera  dable 
estendernos  aquí  sobre  este  punto  ?  Podríamos  recordaros 
la  ley  de  aquel  legislador  griego  que  castigaba  con  doble 
pena  los  crímenes  cometidas  en  la  embriaguez. 


»  En  efecto  ;  todo  se  reduce  á  este  simple  raciocinio ,  la 
ley  puede  recompensar  la  inocencia ,  tal  cual  se  halla  en  el 
que  contrae  de  buena  fe,  por  error  de  hecho  ,  un  matrimo- 
nio prohibido  ;  pero  que  la  ley  recompense  á  una  persona 
que  ha  querido  hacer  un  mal  menor  que  el  que  podia  haber 
hecho,  es  por  cierto  una  cosa  que  no  puede,  oirse. 

»  Añadamos  todavía  dos  reflexiones  :  una  es  que  no  se. 
trata  aquí  de  castigar  sino  de  no  estender,  una  gracia  ,  un 
beneficio  de  la  ley  :  la  otra  es  que  la  legitimación  per  subse- 
quens matrimonium  no  es  verdaderamente  favorable  á  la 
sociedad,  si  se  medita  bien  sobre  sus  consecuencias.  La  legi- 
timación no  se  otorgó  por  las  primeras  leyes  sino  para  lo 
pasado  ;y  tiene  la  propiedad  de  sostener,  fomentar  y  mul- 
tiplicar el  concubinato  con  la  esperanza  que  da  de  poder  un 
dia  conferir  un  estado  á  los  hijos.  » 

En  fuerza  de  tan  sólidas  razones  obtuvo  M.  d'Aguesseau  la 
célebre  sentencia  de  h  de  junio  de  1697,  por  la  cual  se  de- 
claró que  el  matrimonio  subsiguiente  de  Tiberio  Fiorelli  , 
conocido  bajo  el  nombre  de  Scaramouche,  con  María  Duval, 
no  habia  legitimado  á  una  hija  que  antes  habían  tenido 
ambos  estando  él  casado  con  otra  sin  que  ella  ni  el  público 
lo  supiesen. 

Parece  pues  mas  probable  la  opinion  que  niega  la  legiti- 
mación por  subsiguiente  matrimonio  á  los  hijos  habidos  de 
comercio  adulterino  ,  aunque  el  uno  de  los  adúlteros  igno- 
rase al  tiempo  de  su  amistad  ilícito  que  el  otro  estaba  casa- 
do. Esta  opinion  es  también  mas  conforme  á  las  leyes  roma- 
nas ,  canónicas  y  españolas  que  arriba  hemos  citado  en  eí 
número  VIL  Todas  ellas  dicen  de  un  modo  absoluto  y  gene- 
ral que  los  hijos  concebidos  en  adulterio  no  pueden  legiti- 
marse por  el  matrimonio  subsiguiente  de  sus  padres.  ¿Por- 
qué pues  nosotros  hemos  de  reducir  y  estrechar  los  límites 
de  una  decisión  que  no  los  tiene  ,  contrayéndola  precisa- 
mente al  caso  de  que  ambos  adúlteros  obrasen  de  mala  fe  y 
supiese  el  adúltero  libre  al  tiempo  de  su  trato  ilegítimo  que 
su  cómplice  estaba  ligado  en  matrimonio  con  otra  persona  ? 
¿  Porqué  hemos  de  hacer  una  distinción  que  no  hacen  las 
leyes?  Las  leyes  conceden  el  beneficio  de  la  legitimación 
solo  á  los  hijos  habidos  entre  solteros,  y  no  á  los  habidos 
entre  casado  y  soltera  ó  entre  soltero  y  casada.  ¿  Qué  im- 
porta que  cuaudo  una  soltera  tiene  relaciones  ilícitas  con  un 
casado,  sepa  ó'ignore  el  estado  de  su  cómplice?  ¿Es  que  por 
la  ignorancia  ó  la  ciencia  de  la  adulterase  cambia  ó  perma- 
nece el  estado  del  adúltero,  y  este  deja  por  eso  de  ser  casa- 
do ó  continúa  en  serlo?  Basta  que  los  hijos  sean  ex  conju- 
gato  et  soluta,  y  no  ex  soluto  el  soluta  ,  para  que  no  puedan 
ser  legitimados.  La  ignorancia  y  la  buene  fe  podrán  servir 
para  librar  del  castigo  al  que  creia  cometer  una  simple  for- 
nicación cuando  cometía  un  adulterio;  pero  ¿cómo  han  de 
alegarse  para  dar  á  una  union  criminal  ó  á  lo  menos  ¡licita 
los  efectos  civiles  que  la  ley  no  concede  sino  á  las  uniones 
legítimas  ó  á  lo  menos  reputadas  por  tales?  Los  hijos  habi- 
dos de  matrimonio  clandestino  ,  esto  es  ,  de  matrimonio  no 
autorizado  por  la  Iglesia,  que  antiguamente  fué,  válido  en 
1  España  hasta  la  admisión  del  concilio  de  Trento,  no  eran  le- 
gítimos si  se  descubría  después  la  existencia  de  algún  impe- 
dimento dirimente  que  debiese  anular  el  enlace  ,  aunque  los 
padres  ó  alguno  de  ellos  manifestasen  que  no  sabían  el  im- 
pedimento ,  porque  sospechaba  la  ley  por  solo  el  hecho  do 
la  clandestinidad  que  no  lo  habían  querido  saber,  según  se 
halla  dispuesto  en  la  ley  2,  tít.  15,  Part.  k.  Si  no  bastaba» 
pues  la  ignorancia  y  la  buena  fe  de  ambos  cónyuges  para 
la  legitimidad  de  los  hijos  tenidos  en  matrimonio  clandes- 
tino, que  en  el  caso  propuesto  parece  debía,  considerarse 
como  matrimonio  putativo  ,  pues  que  el  matrimonio  clan- 
destino no  era  nulo  por  ser  clandestino;  ¿cómo  podremos 
admitir,  sin  violentar  la  letra  y  el  espíritu  de  las  leyes  ,  la 
ignorancia  y  la  buena  fe  del  uno  ó  de  ambos  adúlteros  para 
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la  legitimación  délos  hijos  habidos  en  el  adulterio?  La  ley  que 
rechaza  la  ignorancia  que  alegan  de  su  impedimento  los 
cónyuges  unidos  en  matrimonio  clandestino,  ¿dejará  de  re- 
chazar con  mas  razón  la  ignorancia  que  uno  de  los  dos  adúl- 
teros alegue  sobre  el  matrimonio  del  otro? 

El  argumento  que  sacan  los  adversarios  del  capítulo  Ex 
Jenore  de  las  Decretales  ,  y  de  la  real  orden  de  25  de  octu- 
bre de  1777  confenida  en  la  nota  1,  tít.  28,  lib.  12,  Nov. 
Rec. ,  que  son  todo  el  fundamento  de  la  opinion  que  han 
abrazado,  no  tiene  por  cierto  la  fuerza  que  se  le  ha  querido 
dar,  y  aun  podríamos  decir  que  no  es  muy  á  propósito. 
I  Qué  paridad  ni  comparación  hay  entre  una  mujer  que 
cree  contraer  legítimo  matrimonio  casándose  con  un  hom- 
bre que  ella  ignora  estar  casado  con  otra  (que  es  el  ca- 
so del  cap.  Ex  tenore  y  de  dicha  real  orden),  y  una 
mujer  que  tiene  con  un  hombre  un  comercio  que  sa- 
be muy  bien  es  criminoso ,  aunque  ignore  que  es  adul- 
terino (que  es  el  caso  de  la  presente  cuestión)?  En  el  ca- 
so de  dicho  capítulo  y  de  dicha  real  orden  ,  la  mujer  que 
se  casa  con  un  hombre  casado  teniéndole  por  soltero  es  del 
todo  inocente  ,  pues  está  persuadida  de  que  contrae  un  ma- 
trimonio legítimo.  La  ley  le  toma  en  cuenta  la  buena  inten- 
ción que  tiene  de  dar  hijos  legítimos  al  Estado,  y  cree  justo 
recompensarla  confiriendo  á  los  hijos  nacidos  de  este  matri- 
monio, aunque  nulo,  los  títulos  y  derechos  de  los  hijos  legí- 
timos. En  la  especie  de  la  presente  cuestión,  por  el  contra- 
rio.la  mujer  que  tiene  trato  ilícito  con  un  hombre  que  ella 
ignora  que  está  casado,  no  es  por  cierto  inocente,  pues  aun- 
que crea  que  no  comete  con  él  mas  que  una  simple  fornica- 
ción y  no  un  adulterio,  sabe  que  su  comercio  esta  reprobado 
por  la  ley,  la  cual  no  solo  prohibe  el  adulterio  sino  también 
/a  fornicación.  Esta  mujer  con  su  conducta  rei  Ulicitce  ope- 
ramdabat;y  la  ignorancia  en  que  estaba  del  matrimonio 
de  su  cómplice  no  es  una  ignorancia  inculpable  capaz  de  im- 
pedir que  su  comercio  deba  ser  considerado  ,  no  cual  se  lo 
presentaba  en  su  opinion  ó  creencia,  sino  cual  era  efectiva- 
mente ,  esto  es ,  como  un  comercio  adulterino  ,  cuyo  vicio 
no  puede  subsanarse  por  el  matrimonio  legitimo  que  los  dos 
contraigan  después  entre  sí.  No  hay  pues  semejanza  ni  pa- 
ridad alguna  entre  el  caso  del  capítulo  Ex  ienorc  y  el  de  la 
presente  cuestión  ,  como  hace  ver  M.  d'Aguesseau  en  el 
fragmento  que  se  ha  transcrito  con  el  texto  del  Cardenal 
de  Palermo. 

XII.  Si  la  mujer  de  quien  yo  he  tenido  un  hijo  estaba  ca- 
sada ,  pero  creia  con  fundamento  que  su  marido  no  existia 
por  haber  recibido  pruebas  bastantes  de  su  muerte,  ¿podrá 
legitimarse  el  hijo  por  el  matrimonio  que  yo  contraiga  con 
ella  después  de  la  muerte  de  su  marido?  Polhier  hace  esta 
pregunta  en  su  tratado  de  sucesiones,  cap.  1,  secc.  2,  y  se 
inclina  á  la  opinion  afirmativa,  dando  por  razón  que  la  pro- 
creación del  hijo  en  semejante  hipótesis  no  es  adulterina, 
pues  que  sin  mala  fe  no  se  comete  adulterio  :  Adulterium 
sine  dolo  malo  non  commiltilur  ;  ley  W5 ,  cap.  11  ,  §12; 
ley  12,  D.  adleg.  Jul.  de  adult.  Tal  vez  habrá  quien  crea 
que  algunas  de  las  razones  alegadas  en  la  cuestión  que  £-3  ha 
ventilado  en  el  número  XI  que  precede  ,  pueden  aplicarse 
igualmente  á  la  cuestión  que  ahora  nos  ocupa,y  que  si  la 
buena  fe  de  uno  de  los  padres  no  puede  hacer  capaces  de 
legitimación  por  subsiguiente  matrimonio  á  los  hijos  habidos 
en  adulterio,  tampoco  podia  darles  tal  capacidad  la  buena 
fe  de  ambos.  Pero  aquí  como  la  buena  fe  no  se  funda  pre- 
cisamente en  una  mera  ignorancia,  mas  ó  menos  imputable, 
de  la  existencia  de  un  matrimonio ,  sino  en  las  pruebas  po- 
sitivas de  que  tal  matrimonio  no  existe,  debemos  considerar 
á  la  madre  como  si  realmente  se  hallase  en  estado  de  liber- 
tad para  casarse,  pues  que  podria  efectivamente  casarse  si 
quisiese ,  suponiendo  como  suponemos  que  ha  adquirido 
pruebas  fidedignas  de  la  muerte  de  su  marido,  quien  al  pre- 


sentarse vivo  no  podria  acusar  de  adulterio  á  su  mujer, 
aunque  la  encontrase  casada  con  otro ,  como  así  lo  dispone 
espresamcnle  la  ley  5,  tít.  17,  Part.  7.  La  mujer  es  viuda  en  su 
opinion  y  en  la  del  público,  opinion  legítima  y  bien  fundada, 
y  el  hombre  que  con  ella  traba  relaciones  es  también  viudo 
ó  soltero  :  estas  relaciones  pues  no  pueden  tener  el  concepto 
de  adulterinas,  sino  que  deben  reputarse  de  la  misma  clase 
que  las  habidas  entre  personas  solteras  ó  libres ,  y  los  hijos 
que  fueren  fruto  de  ellas  se  legitimarán  de  consiguiente  por 
el  matrimonio  que  los  padres  contrajeren  entre  sí  después 
de  la  muerte  real  del  marido  de  la  madre. 

XIII.  ¿Puede  el  hijo  adulterino  ser  legitimado  por  res- 
cripto del  príncipe,  esto  es,  por  concesión  del  rey  ?  No  puede 
serlo  según  el  derecho  romano,  ni  tampoco  según  el  dere- 
cho de  las  Partidas.  La  Novela  89,  cap.  9  y  lo,  exige  para 
dicha  legitimación  que  los  hijos  sean  naturales,  esto  es,  na- 
cidos de  concubina  con  quien  el  padre  hubiera  podido  ca- 
sarse al  tiempo  de  su  concepción.  La  ley  9 ,  tít.  18 ,  Part.  5, 
y  la  ley  k ,  tít.  15 ,  Part,  h ,  solo  presentan  como  capaces  do 
esta  gracia  á  los  hijos  habidos  en  barraganas;  y  lo  mismo 
hace  la  ley  17  ,  tit.  G  ,  lib.  3  del  Fuero  Real.  Gregorio  Ló- 
pez, sin  embargo,  en  la  glosa  Ia.  de  dicha  ley  9  y  en  la  glo- 
sa 8a.  de  dicha  ley  k,  indica  que  el  rey  puede  legitimar  no 
solamente  á  los  hijos  habidos  en  barragana  ,  sino  también  á 
los  adulterinos,  á  los  incestuosos  y  á  los  sacrilegos.  De  este 
parecer  son  también  Covarrubias  y  otros  autores.  Ademas, 
la  real  cédula  de  21  de  diciembre  de  1800  sobre  gracias  al 
sacar  colocó  entre  ehas  las  legitimaciones  de  los  hijos  ilegí- 
timos de  personas  casadas,  de  clérigos ,  y  de  caballeros  pro- 
fesos de  las  órdenes  :  «  Las  legitimaciones  estraordinarias , 
dice  en  su  artículo  2b  ,  para  heredar  y  gozar  de  la  nobleza 
de  sus  padres  á  hijos  de  caballeros  ¡wofesos  de  las  órdenes, 
de  clérigos  y  de  casados ,  sirvan  con  mil  ducados  de  vellón , 
siendo  la  legitimación  para  solo  heredar  y  obtener  oficios  : 
pero  comprendiendo  la  circunstancia  de  gozar  de  la  nobleza 
de  sus  padres ,  con  treinta  mil  reales,  entendiéndose  en  uno 
y  otro  caso  por  cada  hijo  ó  hija  que  lo  solicite.  »  Mas  es  muy 
de  notar  que  en  la  nueva  tarifa  de  los  servicios  con  que  se 
debe  contribuir  por  las  gracias  al  sacar,  aprobada  en  real 
decreto  de  S  de  agosto  de  1818  que  se  halla  vigente,  se  omi- 
tió la  legitimación  de  los  hijos  de  clérigos  y  de  casados,  que- 
dando solo  la  de  hijos  de  caballeros  profesos  de  las  órdenes, 
como  puede  verse  en  su  artículo  21,  que  por  lo  demás  está 
concebido  en  iguales  términos  que  el  25  de  la  real  cédula 
de  21  de  diciembre  de  1800  :  de  lo  cual  se  deduce  que  el 
rey  don  Fernando  VII  quiso  cerrar  la  puerta  á  toda  solicitud 
y  concesión  de  legitimaciones  de  hijos  de  clérigos  y  de  ca- 
sados. Por  último,  en  virtud  de  la  ley  de  \h  de  abril  de  1838 
formada  en  Cortes,  tiene  autoridad  el  rey  para  resolver  to- 
das las  instancias  sobre  legitimaciones  de  los  hijos  naturales 
según  los  defínela  ley  Ia.  til.  5,  lib.  10  de  la  Novísima  Reco- 
pilación; y  como  esta  ley  Ia.,  que  es  precisamente  la  famosa 
ley  11  de  Toro,  dice  ser  hijos  naturales  aquellos  cuyos  pa- 
dres podían  al  tiempo  de  su  concepción  ó  al  de  su  nacimiento 
casar  con  sus  madres  justamente  sin  dispensación  ,  parece 
consiguiente  que  podrá  el  rey  legitimar  á  los  hijos  concebi- 
dos en  adulterio  que  nacieren  á  tiempo  en  que  sus  padres 
por  muerte  de  sus  cónyuges  podían  ya  contraer  entre  sí  le- 
gítimo matrimonio;  pues  que  la  ley  no  exige  en  los  padrea 
la  aptitud  para  casarse  sino  en  uno  de  los  dos  tiempos,  con 
tal  empero  que  el  padre  los  reconozca  por  suyos,  como  quiero 
la  misma  ley.  Hay,  no  obstante,  mucho  que  decir  sobre  este 
punto  ,  porque  todavía  se  disputa  entre  los  jurisconsultos 
quiénes  sean  los  que  han  de  entenderse  por  hijos  naturales 
con  arreglo  á  la  ley  1 1  de  Toro  ,  y  no  faltan  autores  graves 
que  escluyan  de  esta  calificación  á  los  adulterinos,  aunque 
hayan  nacido  en  tiempo  en  que  sus  padres  tenian  libertad 
para  casarse,  insistiendo  siempre  en  la  necesidad  de  la  sol»- 
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tería  ó  libertad  de  padre  y  madre  al  tiempo  de  la  procrea- 
ción de  los  hijos.  Véanse  los  núms.  VI  y  IX  de  este  mismo 
artículo  hacia  el  fin,  ¡fijo  natural  y  Legitimación. 

HIJO  sacrílego.  El  habido  de  personas  que  al  tiempo 
de  la  concepción  estaban  ligadas,  á  lo  menos  una,  con  pro- 
fesión religiosa,  ó  con  orden  sacro  ;  esto  es ,  el  hijo  de  fraile 
ó  de  freile  profesos  ,  el  de  monja  también  profesa  ,  y  el  de 
clérigo  ordenado  in  sacris.  Llámase  sacrilego  por  ser  fruto 
de  un  sacrilegio  (pues  sacrilegio  es  el  comercio  ilícito  de 
un  fraile  ó  clérigo  de  orden  sacro  con  una  monja  ú  otra  mu- 
jer cualquiera,  y  el  de  un  hombre  cualquiera  con  una  mon- 
ja ),  aunque  con  mas  propiedad  podrían  llamarse  así  el  clé- 
rigo ,  el  fraile  ,  la  monja  y  sus  cómplices  que  cometen  este 
crimen. 

I.  El  hijo  de  clérigo  in  sacris ,  ó  de  fraile  ó  de  freile  ó  de 
monja  profesos ,  no  puede  suceder  por  testamento  ni  ab  in- 
testato  á  su  padre  ni  á  su  madre  ni  á  sus  parientes  pater- 
nos ó  maternos,  ni  tampoco  haber  de  unos  ni  de  otros  cosa 
alguna  por  via  de  manda,  donación  ó  contrato  ;  leijes  h  y  b, 
lit.  20,  lib.  10,  Nov.  Rec.  Esta  proposición  exige  que  nos 
detengamos  algún  tanto  en  demostrarla ,  porque  no  todos 
los  intérpretes  han  querido  entender  de  un  mismo  modo  las 
leyes  en  que  se  apoya. 

En  las  Cortes  de  Soria  de  1580  se  hizo  presente  al  rey  don 
Juan  I  por  los  procuradores — «que  en  algunas  Ciudades,  vi- 
llas y  lugares  tienen  cartas  y  privilegios,  que  los  hijos  de 
los  clérigos  que  hubieren  en  sus  barraganas,  que  hereden 
sus  bienes  é  de  otros  cualesquier  sus  parientes,  así  como  si 
fuesen  nacidos  de  legítimo  matrimonio;  é  que  por  esta  ra- 
zón que  dan  ocasión  para  que  otras  buenas  mujeres  ,  asi 
viudas  como  vírgenes ,  sean  sus  barraganas  :  —  »  y  en  su 
consecuencia  se  le  pidió  que  revocase  y  anulase  semejantes 
cartas  y  privilegios.  Accedió  el  rey  con  efecto  á  tan  justa 
demanda  en  estos  términos  :  «  Nos  place  é  tenemos  por  bien 
que  los  fijos  de  clérigos  habidos  en  sus  barraganas,  que  non 
hayan  nin  hereden  los  bienes  de  los  dichos  sus  padres,  ninde 
otros  parientes,  nin  hayan  cualquier  manda  ó  donación,  ó 
vendida  que  les  sea  fecha,  agora  nin  de  aquí  adelante.  »  De 
aquella  petición  y  de  esta  respuesta  se  formó  la  ley  llam¡ida 
de  Soria,  principiándola  de  este  modo  :  «  Por  non  dar  oca- 
sión que  las  mujeres  así  viudas  como  vírgenes  sean  barra- 
ganas de  clérigos  si  sus  hijos  heredasen  sus  bienes  y  de  sus 
padres  ó  parientes,  ordenamos  y  mandamos,  etc.  »  Si  aten- 
demos á  las  palabras  de  la  petición  de  las  Cortes  y  de  la  res- 
puesta del  rey,  parece  que  los  hijos  de  los  clérigos  sola- 
mente quedan  escluidos  de  la  herencia  paterna;  pero  si 
tomamos  en  cuenta  las  palabras  del  principio  de  la  ley  de 
Soria,  como  se  halla  redactada  en  la  ley  22,  til.  3,  lib.  1  de 
las  ordenanzas  reales  de  Montalvo,  en  la  ley  6 ,  tit.  8 ,  lib.  5 
de  la  Nueva  Recopilación,  y  aun  en  la  ley  4,  tít.  22,  lib.  10 
de  la  Novísima  ,  no  deja  de  parecer  probable  que  quedan 
ambien  escluidos  de  la  herencia  materna.  Lo  cierto  es,  que 
en  vista  de  la  ley  de  Soria  se  han  suscitado  dudas  sobre  si 
los  hijos  de  los  clérigos  pueden  heredar  los  bienes  de  sus 
madres.  Algunos  intérpretes  sostienen  que  no  pueden  fun- 
dándose en  que  el  motivo  de  la  ley,  según  está  recopilada  , 
es  el  mismo  y  tiene  la  misma  fuerza  tanto  respecto  de  los 
bienes  de  la  madre  como  del  padre.  El  ilustrador  de  las 
leyes  añadidas  al  Fuero  Real  que  van  impresas  al  principio 
del  tomo  primero  de  la  edición  de  1781  opina  del  mismo 
modo  en  su  advertencia  sobre  la  ley  27  :  «  La  petición  8\, 
dice,  del  ordenamiento  que  el  rey  don  Juan  fizo  en  las  Cor- 
tes de  Soria ,  era  de  l'i!8  años  (año  1580),  estrecha  mas  á 
estos  fijos  de  c'.érigos  cu  que  non  pueden  haber  cosa  alguna 
do  padre,  nin  de  madre,  nin  de  pariente  que  haya,  nin  por 
«compra,  nin  en  donación,  nin  en  otra  manera  alguna,  según 
mas  largo  por  ella  verás.  »  Otros  por  el  contrario  afirman 
que  pueden  los  hijos  de  clérigos  heredar  los  bienes  de  sus 


madres ,  porque  siendo  pena  i  y  odiosa  la  ley  de  Soria ,  debe 
limitarse  en  cuanto  sea  posible  ,  y  resolverse  toda  duda  en 
favor  de  los  hijos  ,  contrayendo  su  esclusion  á  los  bienes  de 
los  padres.  En  este  sentido  se  nos  presenta  por  fin  la  misma 
ley  por  razón  de  las  alteraciones  que  se  hicieron  en  su  texto 
al  insertarla  en  la  ley  U,  tít.  20,  lib.  10,  Nov.  Rec,  donde 
se  ordena  «  que  los  tales  hijos  de  clérigos  np  hayan  ni  here- 
den ,  ni  puedan  haber  ni  heredar  los  bienes  de  sus  padres 
clérigos,  ni  de  otros  parientes  de  parte  del  padre,  ni  hayan  ni 
puedan  gozar  de  cualquier  manda  ó  donación ,  ó  vendida 
que  les  sea  hecha  por  los  susodichos.  » 

Mas  cualquiera  que  sea  la  inteligencia  que  deba  darse  á 
la  ley  de  Soria  ,  ya  se  quiera  escluir  en  su  virtud  á  los  hijos 
de  clérigos  de  la  herencia  paterna  y  materna  ó  solo  de  la 
paterna,  no  se  adelanta  mucho  en  ninguna  de  las  dos  hipó- 
tesis á  favor  de  dichos  hijos  ,  pues  la  ley  9  de  Toro ,  que 
también  se  halla  inserta  en  la  Novísima  Recopilación  junto 
á  la  de  Soria,  y  es  la  ley  5,  tít.  20  del  lib.  10 ,  quiere  que  lo 
dispuesto  por  la  ley  de  Soria  acerca  de  la  esclusion  absoluta 
de  los  hijos  de  los  clérigos  de  los  bienes  de  sus  padres  y  pa- 
rientes paternos  ,  se  estienda  á-los  mismos  hijos  de  clérigos, 
como  igualmente  á  los  de  frailes ,  íreiles  y  monjas  profesas , 
con  respecto  á  los  bienes  de  sus  madres  y  de  sus  parientes  . 
maternos. 

En  efecto,  establece  la  ley  9  de  Toro  como  regla  general, 
que  los  hijos  ilegítimos  de  cualquier  calidad  que  sean  ,  na- 
turales ó  espurios  ,  sucedan  en  defecto  de  legítimos  á  sus 
madres  por  testamento  y  ab  intestato;  y  luego  esceptúa  de 
esta  regla  :  Io.  á  los  hijos  que  fueren  de  damnado  y  punible 
ayimlamienlo  por  el  cual  la  madre  incurriere  en  pena  de 
muerte  natural,  esto  es,  á  los  hijos  procedentes  de  adulterio 
de  mujer  casada  :  2o.  á  los  hijos  de  clérigos  ó  frailes  ó  frei- 
lesó  de  monjas  profesas,  con  respecto  á  los  cuales  manda 
que,  aunque  la  madre  no  incurra  por  el  tal  ayuntamiento  en 
pena  de  muerte  ,  se  guarde  lo  contenido  en  la  ley  que  hizo 
el  señor  rey  don  Juan  el  primero  en  la  ciudad  de  Soria,  que 
habla  sobre  la  sucesión  de  los  hijos  de  los  clérigos.  Forzoso 
es  reconocer  una  de  dos  cosas,  ó  que  la  ley  de  Toro  supuso 
que  por  la  del  rey  don  Juan  en  Soria  se  privaba  á  los  hijos 
de  los  clérigos  de  la  sucesión  de  sus  madres,  como  tal  vez 
se  suponía  entonces  comunmente  ,  ó  que  quiso  que  lo  dis- 
puesto en  ella  sobre  la  sucesión  de  los  hijos  de  los  clérigos 
en  cuanto  á  los  bienes  de  sus  padres,  se  entendiese  tam- 
bién dispuesto  sobre  la  sucesión  de  los  hijos  de  los  clérigos, 
frailes  ,  freiles  y  monjas  en  cuanto  á  los  bienes  de  sus  ma- 
dres; porque  á  no  ser  este  el  sentido  de  la  ley,  su  disposi- 
ción seria  vana  é  ilusoria.  Asi  es  que  Antonio  Gómez  no 
duda  en  sentar,  n.  Ib,  que  la  ley  9  de  Toro  dispone  espesa- 
mente que  los  citados  hijos  no  puedan  suceder  á  sus  madres  : 
ella  trata,  dice,  sobre  la  sucesión  de  los  hijos  á  sus  madres, 
y  en  la  última  parle  prescribe  que  si  los  hijos  que  esta  tiene 
son  de  clérigo  ó  fraile,  etc.,  debe  observarse  lo  que  se  or- 
dena en  la  ley  de  Soria  :  es  así  que  en  la  ley  de  Soria  se  or- 
dena que  tales  hijos  no  sucedan  á  su  padre  ;  luego  la  ley  de 
Toro  quiere  abiertamente  que  del  propio  modo  no  sua 
á  su  madre.  Lo  mismo  inculcan ,  en  sus  comentarios  à  esta 
ley,  Cifuentes,  n.  U,  Palacios  Rubios,  n.  57,  Tello  ,  n.  54, 
Velazquez  de  Avendaño,  ».  1  y  2;  y  Covarrubias  añade  en 
la  segunda  parle  de  matrimonio  ,  cap.  8,  §  5,  n.  17,  que  asi 
se  observa  en  la  práctica  ,  impugnando  á  Gregorio  López  , 
quien  en  la  glosa  5a.  de  la  ley  5,  tít.  21,  Part.  i\,  manifiesta 
creer,  fundado  en  errores  y  equivocaciones  ,  que  ni  por  la 
ley  de  Soria  ni  por  la  de  Toro  se  escluye  al  hijo  de  clérigo 
de  la  sucesión  de  su  madre  à  no  ser  que  esta  sea  casada ,  ó 
bien  parienta  ó  pública  concubina  del  clérigo  :  bien  quo 
luego  al  fin  de  la  glosa  5a.  de  la  ley  1 1  ,  tít.  15,  Part.  6,  tra  • 
tandode  si  los  hijos  de  los  clérigos  están  escluidos  de  la  su- 
cesión de  los  parientes  de  parle  de  madre,  afirma  que  no  lo 
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están,  dando  por  razón  que  la  ley  9  de  Toro  los  escluye  solo 
de  la  sucesión  de  la  madre  y  no  la- de  los  parientes  paternos. 

Pues  que  los  "hijos  de  los  clérigos,  frailes,  freiles  y  monjas 
profesas  ,  quedan  escluidos  de  la  sucesión  testada  é  intes- 
tada de  sus  madres  por  la  estension  que  ha  dado  la  ley  de 
Toro  á  la  disposición  de  la  de  Soria,  ¿podrán  percibir  algu- 
na parte  de  los  bienes  de  sus  madres,  ya  que  no  sea  por 
título  de  herencia,  á  lo  menos  por  via  de  legado,  contrato 
ó  donación  entre  vivos?  podrán  ser  herederos  por  testamento 
ó  ab  intestato  de  los  parientes  de  parte  de  madre?  La  res- 
puesta negativa  á  estas  dos  preguntas  es  una  consecuencia 
de  la  estension  dada  por  la  ley  de  Toro  á  la  de  Soria.  Dis- 
pone la  ley  soriana,  tratando  de  la  sucesión  de  los  hijos  de 
clérigos  á  sus  padres,  que  no  puedan  heredar  los  bienes  de 
cus  padres  ni  de  sus  parientes  paternos  ni  recibir  de  unos 
ni  de  otros  cosa  alguna  por  via  de  manda  ,  donación  ó  con- 
trato :  es  así  que  la  ley  laurina  quiere  que  lo  contenido  en 
la  soriana  se  guarde  general  é  indefinidamente  con  respecto 
á  los  mismos  hijos  de  clérigos ,  y  á  los  de  frailes  ,  freiles  y 
monjas  cuando  se  trata  de  sucesión  á  las  madres;  luego  slo 
podrán  tales  hijos  haber  cosa  alguna  por  título  general  ai 
particular  de  los  bienes  de  su  madre  ni  de  sus  parientes  ma- 
ternos. Así  lo  sostienen  con  estension  Antonio  Gómez  en  su 
comentario  á  la  ley  9  de  Toro,  n.  80,  y  el  doctor  Llamas  en 
su  comentario  á  la  misma  ley ,  n.  8b  y  sig. ,  contra  Gregorio 
López,  que  en  la  ley  li,  til.  13,  Part.  6,  glosa  Sa.  al  fin,  pre- 
tende que  á  lo  menos  deben  ser  capaces  dichos  hijos  de  su- 
ceder á  los  parientes  de  parte  de  madre.  La  opinion  de  Gre- 
gorio López  ha  sido  adoptado  por  Avendaño  en  la  glosa  10 
á  la  ley  9  de  Toro ,  n.  16  y  17 ,  y  por  Acevedo  en  la  ley  1  , 
tít.  8,  lib.  o  de  la  Recop.  n.  53. 

IT.  Es  de  observar  por  lo  visto  que  los  hijos  sacrilegos  son 
de  peor  condición  quelos adulterinos  de  mujer  casada,  pues 
á  estos  se  les  concedo  la  gracia  de  poder  percibir  de  sus  ma- 
dres hasta  la  quinta  parte  de  sus  bienes  ,  y  á  los  otros  se  les 
priva  de  toda  parle  de  los  bienes  de  sus  madres,  de  suerte 
que  nada  pueden  percibir  de  ellas  ni  aun  por  título  de  lega- 
do, donación  ó  contrato.  En  efecto  los  hijos  sacrilegos  han 
sido  siempre  mirados  con  mas  odiosidad  no  solo  por  las 
constituciones  del  derecho  canónico  sino  también  por  las 
leyes  del  reino,  como  consta  del  concilio  Toledano  IX, 
cap  10  ,  y  can.  cùm  mulla  15 ,  quecst.  8 ,  y  advierte  Covar- 
rubias  in  epilhomc  de  sponsulibiis ,  2  part.,  cap.  8 ,  §  S,  n.  17. 

III.  Si  los  hijos  sacrilegos  no  pueden  suceder  á  sus  padres 
ni  á  sus  madres,  ni  á  los  parientes  paternos  ni  maternos, 
como  se  ha  demostrado,  es  consiguiente  que  tampoco  los 
padres  y  madres  ni  sus  parientes  podrán  suceder  ab  intes- 
tato á  los  hijos  sacrilegos;  porque  siempre  se  entiende  recí- 
proca la  sucesión,  y  por  tanto  la  denegación  ó  privación  de 
sucesión,  mientras  la  ley  no  disponga  otra  cosa,  como  sos- 
tiene Antonio  Gómez  en  el  comentario  de  la  ley  9  de  Toro, 
».  50, 

IV.  Aunque  los  hijos  sacrilegos  no  tengan  derecho  de 
percibir  ni  puedan  percibir  cosa  alguna  de  sus  padres  ni  de 
sus  madres  ú  otros  cualesquiera  parientes  por  razón  de  he- 
rencia ,  legado ,  donación  ó  contrato ,  no  por  eso  pueden  los 
padres  y  madres  abandonarlos,  antes  por  el  contrario  de- 
ben procurarles  la  lactancia  y  darles  los  alimentos  precisos 
y  naturales ,  como  que  esta  obligación  es  de  rigurosa  y 
perfecta  justicia  ,  de  derecho  natural  propiamente  dicho;  y 
el  que  la  deja  de  cumplir,  permitiendo  que  un  hijo  suyo  de 
cualquiera  clase  y  condición  perezca  de  necesidad,  incurre 
en  las  penas  designadas  en  el  artículo  Exposición  de  paripé 
Y  no  solo  durante  la  infancia  de  los  hijos  sino  también  en  la 
edad  posterior  siempre  que  se  hallaren  en  la  indigencia, 
deben  socorrerlos  los  padres  en  la  forma  espresada  en  el 
artículo  Alimón  toa.  Las  leyes  que  prohiben  á  los  padresdar 
ó  dejar  algo  á  tales  hijos  por  via  de  herencia  s  manda  ó  do- 


nación, se  entienden  solo  de  lo  que  voluntariamente  se  les 
da  ó  se  les  deja  por  mera  liberalidad ,  pero  no  de  lo  que  se 
les  deja  ó  se  lçs  da  por  necesidad  en  virtud  de  la  obligación 
natural  que  tiene  todo  padre  y  toda  madre  de  atender  á  la 
crianza  y  subsistencia  de  sus  hijos.  El  clérigo  está  obligado 
á  dar  alimentos  á  sus  hijos  sacrilegos,  no  solo  de  sus  bienes- 
patrimoniales ,  sino  también  de  los  frutos  de  su  beneficio, 
como  generalmente  afirman  los  canonistas.  Los  frailes  y  las 
monjas  deben  darlos  de  aquellos  bienes  de  que  pudieren 
disponer  ;  y  si  nada  tuvieren  ,  recae  la  obligation  de  criar  y 
alimentar  á  tales  hijos  en  los  ascendientes  de  p'arte  de  la 
madre  y  no  en  los  de  parle  del  padre  ,  con  arreglo  á  lo  dis- 
puesto en  la  ley  S ,  tít.  1 9 ,  Part.  U.  Véase  Hijo  espurio. 

V.  Algunos  autores  han  discurrido  medios  para  que  el 
padre  y  la  madre  puedan  dejar,  sin  perjuicio  del  derecho  y 
de  su  conciencia,  algo  mas  que  los  alimentos  al  hijo  sacri- 
lego y  á  cualquiera  otro  espurio.  Uno  de  ellos  es  que  ins- 
tituyan simplemente  por  heredero  á  un  amigo  suyo  que  sea 
capaz  sin  gravarle  espresa  ni  tácitamente  con  la  restitución 
á  favor  del  hijo  incapaz;  pues  entonces  ,  si  el  amigo  insti- 
tuido quiere  restituir  la  herencia  ó  parle  de  ella  al  hijo  de 
que  se  trata,  podrá  entregársela  justamente  y  el  hijo  reci- 
birla, porque  como  los  bienes  hereditarios  después  de  la 
adición  se  hacen  patrimonio  del  heredero  ,  no  podrá  decirse 
que  el  hijo  los  recibe  de  su  padre  ó  de  su  madre,  sino  de 
un  estraño  á  quien  no  le  está  prohibido  suceder  y  de  quien 
puede  tomar  lo  que  le  diere.  Otro  medio  es  que  el  padre  ó  la 
madre  instituyan  heredero  al  mismo  hijo  bajo  la  condición 
de  si  fuere  legitimado  por  concesión  del  rey  ;  pues  entonces 
cumplida  la  condición  y  obtenida  la  legitimación  real,  podrá 
gozar  el  hijo  de  la  herencia.  Si  estos  medios  son  válidos  y 
legítimos,  no  será  difícil  hacer  siempre  ilusoria  la  disposi- 
ción de  la  ley,  que  no  por  cierto  en  odio  de  la  inocente  prole 
sino  en  odio  y  abominación  del  delito  y  por  evitar  la  cor- 
rupción de  las  costumbres  ,  priva  de  las  ventajas  de  los  hijos 
legítimos  á  los  que  no  son  sino  fruto  de  un  comercio  sacri- 
lego y  criminal. 

Todavía  mas  :  los  autores  han  sido  ingeniosísimos  para 
hacer  llegar  á  manos  de  los  hijos  sacrilegos  y  demás  espu- 
rios los  bienes  que  sus  padres  y  sus  madres  no  pueden  dar- 
les. Si  el  clérigo,  dicen  ,  ú  otra  cualquier  persona  tiene  un 
hijo  ó  hija  incapaz  de  recibir  sus  bienes  por  título  universal 
ó  particular,  puede  donar  estos  bienes  como  quiera  ó  bien 
dejarlos  en  testamento  á  la  mujer  del  hijo  ó  al  marido  de  la 
hija;  y  así  la  hija  ó  el  hijo,  no  obstante  su  incapacidad, 
disfrutarán  de  ellos  en  paz  y  sosiego.  Matrimonio  se  trataba 
ante  nuestra  santa  madre  la  Iglesia  entre  un  hijo  espurio  de 
un  clérigo  por  una  parte  y  una  hija  legítima  de  un  secular 
por  otra,  y  fué  convenido  entre  entre  ellos  que  el  padre  clé- 
rigo hiciese  donación  simple  de  ciertos  bienes  al  padre  ó  á 
madre  de  la  esposa  ó  mujer  del  espurio  ó  directamente  á  la 
misma  mujer  ó  esposa  :  hubo  luego  pleito  sobre  este  nego- 
cio, y  Antonio  Gómez,  como  asesor  del  juez  recusado,  de- 
cidió y  falló  que  era  válida  la  disputada  donación,  según 
nos  lo  cuenta  él  mismo  en  el  número  17  de  su  comentario  á 
la  ley  9  de  Toro. 

Y  no  solamente  á  su  nuera  ó  á  su  yerno  puede  donar  ó 
dejar  el  clérigo  ú  otro  padre  ilegítimo  sus  bienes  ,  sino  tam- 
bién á  sus  nietos,  esto  es,  á  los  hijos  legítimos  de  su  hijo 
espurio .  sea  que  el  hijo  espurio  viva ,  sea  que  se  haya  muer- 
to, y  tanto  en  el  caso  de  que  los  nietos  se  hallen  todavía 
bajo  la  patria  potestad  del  hijo  espurio  como  en  el  de  que 
estén  fuera  de  ella ,  con  tal  que  si  el  hijo  vive  no  haga  la 
donación  ó  instituya  herederos  á  los  nietos  por  contempla- 
ción al  hijo  sino  por  los  mismos  nietos.  Así  lo  afiman  Covar- 
rubias,  cíe  matrim.,  cap.  8  ,  §  5  ,  n.  l'i;  Cifuentes  ,  en  la 
ley  9  de  Toro ,  ñ.  7  ;  Gómez,  en  la  misma  ley,  n.  17  ;  Matien- 
zo,  en  la  ley  6 ,  lit.  8 ,    lib.  \i  de  la  iiecop.,  gl.  8,  n.  2^; 
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Dueñas ,  recjul.  36 ,  limitât.  2;  Mostazo,  de  causis  piis  t  lib.  8, 
cap.  12,  n.  56,  y  Parladorio,  lib.  1 ,  quotidian.,  cap.  16, 
dando  por  razón  que  los  nietos  no  se  comprenden  bajo  el 
nombre  genérico  de  hijos  sino  solo  en  lo  favorable.  Disputan 
Hiego  los  autores  si  en  el  caso  de  que  el  nielo  favorecido  por 
- 1  abuelo  exista  bajo  la  potestad  de  su  padre  espurio ,  tendrá 
reunidos  en  su  persona  la  propiedad  y  el  usufructo  de  los 
bienes  que  por  el  abuelo  se  le  donaron  ó  dejaron ,  ó  si  por 
el  contrario  tendrá  solo  la  propiedad ,  y  el  padre  ganará  el 
usufructo,  pues  que  todo  padre  goza  del  usufructo  sobre  los 
bienes  de  los  hijos  que  están  bajo  su  patria  potestad;: y  co- 
munmente resuelven  que  el  padre  espurio  no  adquiere  para 
sí  el  usufructo  de  estos  bienes,  pues  que  es  incapaz  de  ha- 
berlo por  su  propia  persona  y  por  interposición  de  otra ,  sino 
que  antes  bien  lo  hace  suyo  el  nieto  ,  por  presumirse  que  el 
abuelo  testador  ó  donador  así  lo  quiso  para  que  la  donación 
ó  institución  fuese  valedera ,  como  ensña  Antonio  Gómez  en 
el  citado  número  17  de  su  comentario  á  la  ley  9  de  Toro. 

Aun  pasan  mas  adelante  algunos  doctores,  diciendo  que 
el  padre  clérigo  no  tiene  necesidad  de  esperar  á  que  su  hijo 
sacrilego  haya  prole,  sino  que  desde  luego  puede  instituir 
heredero  válidamente  á  su  nieto  futuro,  ora  exista  ya  en 
el  vientre  de  su  madre  ,  ora  no  se  halle  todavía  concebido; 
Águila  ad  Rojas,  de  Incompatib.,p.  1,  cap.  6,  n.  140,  y 
Parladorio  ,  différent.  S  ,  §  2,  n.  U. 

VI.  Según  se  ha  espresado  en  la  definición,  para  que  el 
hijo  de  clérigo ,  fraile ,  freile  ó  monja  sea  sacrilego ,  es  ne- 
cesario que  haya  sido  concebido  después  de  la  profesión 
religiosa  de  la  monja,  fraile  ó  freile  ó  de  la  promoción  del 
clérigo  á  orden  sagrado,  estoes,  al  subdiaconado  cuando, 
menos.  ¿Cuál  será  pues  la  calificación  que  habrá  de  darse , 
y  el  derecho  que  corresponderá  al  hijo  de  cualquiera  de 
dichas  personas  que  hubiere  sido  concebido  antes  de  la  in- 
dicada profesión  religiosa  ó  recibimiento  de  orden  sacro,  y 
naciere  después  de  estos  acontecimientos?  La  calificación  y 
los  derechos  de  tal  hijo  dependerán  precisamente  del  estado 
en  que  al  tiempo  de  su  concepción  se  hallaren  su  padre  y  su' 
madre,  sin  que  nada  pueda  influir  en  sus  derechos  ni  en  su_ 
calificación  el  estado  que  tenga  el  padre  ó  la  madre  al  tiempo 
del  nacimiento.  Si  la  monja,  por  ejemplo  ,  y  el  que  con  ella 
tuvo  relaciones  podian  contraer  entre  sí  legítimo  matrimonio 
sin  dispensa  enlaepbcá  de  la  procreación  del  hijo,  tendrá  este 
hijo  la  calidad  de  hijo  natural,. aunque  nazca  después  de  la 
profesión  de  su  madre  y  gozará  por  consiguiente  de  todos 
los  derechos  que  la  ley  concede  á  loshijos  de  esta  clase  ;  de 
modo  que  además  de  sus  capacidades  y  derechos  con  res- 
pecto al  '  padre  ,  será  heredero  forzoso  de  la  madre  monja 
por  testamento  y  ab  intestato  ,  en  caso  de  que  esta  no  tenga, 
hijos  legítimos  ó  legitimados; por  subsiguiente  matrimonio, 
aunque  tenga  padre  y  madre  ,  con  arreglo  á  lo  dicho  mas  ar- 
riba en  el  artículo  Hijo  natural.  Mas  ¿  cómo,  se  dirá  ta,l  vez, 
ha  de  heredar  este  hijo  "por  testamento  y  ab  intestato  á  su 
madre  monja ,  si  esta  en  su  profesión  hizo  voto  solemne  de 
pobreza  ;  renunciando  los  bienes  temporales  que  le  pertene- 
cían,  ó  disponiendo  de  ellos  en  testamento  à  favor  de  otras 
personas,  é  inhabilitándose  para  poder  hacer  adquisiciones 
en  lo  sucesivo ,  sin  acordarse  del  hijo  que  llevaba  en  el  vien- 
tre ,  sea  por  no  haberse  apercibido  de  su  preñez ,  sea  por 
otra  causa?  El  hijo  de  la  monja  en  tal  caso  quebrantaría  y 
anularía  con  el  hecho  de  su  nacimiento  la  renuncia  y  el  tes- 
tamento de  su  madre,  y  recobraría  los  derechos  que  esta 
hubiese  abdicado;  porque  si  el  hijo  postumo,  que  es  el  nacido 
después  de  la  muerte  de  su  padre ,  rompe  al  nacer  el  testa- 
mento en  que  habia  sido  preterido  ú  olvidado,  estuviese  ó 
no  concebido  antes  del  otorgamiento  de  la  disposición  de 
última  voluntad,  según  la  ley  20,  til.  1 ,  Part.  6,  con  nías 
■  razón  el  hijo  concebido  antes  de  la  profesión  religiosa  de  su 
madre  y  nacido  después  de  ella  romperá  el  testamento  ó 


renuncia  materna  en  que  no  se  haya  hecho  mención  de  él  ; 
pues  si  la  muerte  natural  dej  testador,  por  la  que  se  confirma 
el  testamento ,  no  impide  que  este  se  revoque  por  el  naci- 
miento del  postumo ,  menos  lo  deberá  impedir  la  profesión 
religiosa,  que  aunque  también  confirme  el  testamento,  no  es 
una  muerte  natural  sino  meramente  civil  para  ciertos 
efectos. 

VII.  La  ley  9  de  Toro  comprendió  éntrelos  hijos  que  lla- 
man sacrilegos  y  que  son  por  lo  tanto  incapaces  de  recibir 
cosa  alguna  de  sus  padres,  madres. y  parientes,  no  sola- 
mente á  loshijos  de  clérigos ,  frailes  y  monjas  profesas ,  sino 
también  á  los  hijos  de  los  freiles,  esto  es ,  de  los  caballeros 
profesos  de  las  órdenes  militares  de  Alcántara  y  Calatrava  ; 
porque  como  estos  caballeros  hacían  voto  absoluto  y  per- 
petuo de  castidad,  quedaban  inhábiles  para  contraer  matri- 
monio, del  mismo  modo  que  los  demás  religiosos,  y  no 
siendo  menor  delito  en  unos  que  en  otros  la  infracción  del 
voto  solemne  que  en  todos  era  igual,  no  habia  razón  para 
que  los  hijos  ilegítimos  de  los  freiles  fuesen  de  mejor  condi- 
ción que  los  de  los  clérigos ,  frailes  y  monjas. 

He  insinuado  que  freiles  eran  en  la  citada  ley  los  caballe- 
ros profesos ,  pues  aunque  los  clérigos  de  las  mismas  órde- 
nes se  llaman  también  freiles ,  estaban  ya  comprendidos  en 
ella  como  clérigos;  y  he  añadido  de  las  órdenes  militares  de 
Alcántara  y  Calatrava ,  pues  aunque  también  existia  la  de 
Santiago  y  Montesa  ,  permitíase  contraer  matrimonio  á  los 
caballeros  de  la  de  Santiago  por  la  bula  de  Alejandro  III 
de  116b,  y  la  de  Montesa  no  pertenecía  á  la  corona  de  Gas- 
tilla  sino  á  la  de  Aragon  que  se  gobernaba  por  distintas  leyes. 

Mas  posteriormente  Paulo  III  en  su  bula  de  1S40,  en 
virtud  de  instancia  del  emperador  Carlos  V,  estendió  á  los 
caballeros  profesos  de  las  órdenes  de  Calatrava  y  Alcántara 
la  concesión  hecha  álos  de  Santiago  ,  permitiéndoles  que  el 
voto  solemne  que  antes  hacían  de  castidad  absoluta  so  limi- 
tase al  de  la  observancia  de  ella  fuera  de  matrimonio ,  y 
como  por  esta  concesión  quedó  removido  el  impedimento 
que  por  razón  del  voto  absoluto  tenian  antes  para  casarse 
los  caballeros  profesos  de  las  órdenes,  cesó  el  motivo  de  la 
disposición  de  la  ley  9  de  Toro  con  respecto  á  sus  hijos ,  los 
cuales  ya  no  debían  seguir  la  suerte  de  los  de  clérigos,  frai- 
les y  monjas  profesas.  De  aquí  és  que  al  trasladar  la  ley  9 
de  Toro  á  la  Recopilación  de  leyes  hecha  de  orden  de  Fe- 
lipe II  en  el  año  de  1376  (que  ahora  fórmala  ley  b ,  lit.  20, 
lib.  10,  Nov.Rec.),se  suprimió  la  palabra  freiles,  para 
dar  á  entender  que  sus  hijos  quedaban  escluidos  de  la  inca- 
pacidad á  que  la  ley  de  Toro  los  habia  condenado.  Hoy 
pues  loshijos  de  los  freiles  ó  sea  de  los  caballeros  profesos 
de  las  órdenes  militares  no  deben  ya  contarse  entre  los  sa- 
crilegos por  solo  el  hecho  de  ser  hijos  de  freiles,  sino  enlre 
los  legítimos  ó  naturaies  é  incestuoso  ó  adulterinos,  según 
la  condition  ó  estado  de  sus  padres  y  madres  al  tiempo  de 
la  concepción  ó  del  nacimiento ,  con  arreglo  á  las  disposi- 
ciones legales  esplicadas  en  los  artículos  que  anteceden,  á 
no  ser  que  fuesen  habidos  en  monja  profesa,  pues  entonces 
serian  sacrilegos  por  razón  de  la  madre. 

VIII.  j  Podrá  el  hijo  sacrilego  ser  legitimado  por  privilegio 
ó  rescripto  del  rey  ?  En  el  dia ,  con  arreglo  á  la  ley  de  14  de 
abril  de  1858,  no  pueden  ser  legitimados  por  el  rey  sino  los 
hijos  naturales,  según  los  define  la  ley  1,  lit.  b,  lib.  lOdcia 
Nov.  Rec,  esto  es  ,  los  hijos  ilegítimos  de  personas  que  al 
tiempo  de  la  concepción  ó  al  del  nacimiento  podian  contraer 
entre  sí  legítimo  matrimonio  sin  dispensa  ;  y  como  no  puede 
suponerse  que  los  padres  de  los  hijos  sacrilegos  puedan  con- 
traer entro  sí  matrimonio  legítimo  en  alguno  de  los  dos 
tiempos, ,  de  ahi  es  que  los  hijos  sacrilegos  no  entrarán  nunca 
en  la  clase  de  hijos  naturales,  y  que  de  consiguienle  no  po- 
drán ser  legitimados  por  concesión  real.  Véase  Hijo  adul^ 
terino,  n.  XIII. 
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HIJO  nancer.  El  hijo  espurio  nacido  de  ramera  pública, 
ex  scorlo  nalus.  «  Los  que  son  llamados  manceres,  dice  la 
ley  1  ,  tít.  15,  Part,  h,  nascen  de  las  mujeres  que  están  en 
la  pulería  ,  et  danse  á  todos  cuantos  á  ellas  vienen  :  et  por 
-  ende  non  pueden  saber  cuyos  fijos  son  los  que  nascen  de 
ellas.  »  Un  antiguo  autor  cree  que  se  dicen  manceres  los 
hijos  que  nacen  de  virgen  ó  viuda  noble  y  de  padre  plebeyo. 
El  nombre  de  mancer  es  bárbaro  ,  según  afirma  Conano,  y 
no  puede  ser  descifrado  sino  por  aquellos  de  cuya  lengua  se 
lia  tomado.  La  citada  ley  de  Partida  sienta,  sin  embargo, 
que  se  compone  de  las  palabras  latinas  mania  y  scelus ,  y 
que  significa  pecado  infernal,  aunque  mas  abajo  dice  que 
según  otros  mancer  es  lo  mismo  que  mancillado.  Los  hijos 
de  esta  clase  son  los  que  en  el  derecho  romano  se  llaman 
vulgo  quœsili ,  ó  vulgo  concepli,  esto  es,  hijos  adquiridos  ó 
concebidos  de  padre  incierto  ,  hijos  que  una  mujer  se  pro- 
cura ó  concibe  prostituyéndose  á  todos  y  cualesquiera  hom- 
bres que  se  le  presentan ,  hijos  del  público  ó  del  vulgo ,  hijos 
de  mancebía  ó  burdel .  Estos  son  los  hijos  vulgo  quœsiti,  y 
nunca  se  han  llamado  ni  se  llaman  entre  nosotros  vulgar- 
mente quesilos,  como  los  denomina  cierto  traductor  de  una 
obra  de  derecho  romano  :  quesilo  en  nuestra  lengua  no  es 
mas  que  diminutivo  de  queso.  Estos  hijos  habidos  ó  conce- 
bidos de  padre  incierto  ,  vulgo  quœsiti,  se  oponen  á  los  hijos 
habidos  de  legítimo  matrimonio  ,  ex  juslis  nupliis  quœsiti;  y 
tienen  cognados  y  no  agnados,  esto  es,  parientes  por  parte 
de  madre  y  no  por  la  de  padre. 

I.  El  hijo  mancer  era  tenido  por  impuro  entre  los  judíos, 
y  no  podia  ser  admitido  en  la  Iglesia  ,  según  el  cap.  23  del 
Deuteronomio ,  vers.  2  :  Non  ingredielur  manzer,  hoc  est, 
de  scorlo  natus,  in  ecclesiam  Domini,  asque  addccimam  gé- 
ncralionem. 

II.  Como  el  h\]0  mancer  se  considera  sin  padre,  pues  que 
prostituyéndose  su  madre  à  muchos  hombres  no  es  posible 
distinguir  al  que  le  ha  procreado  ,  es  consiguiente  que  no 
pueda  deducir  derechos  contra  ninguno  de  ellos  ;  y  así  es  de 
peor  condición  en  cuanto  al  padre  que  los  demás  espurios. 
Mas  como  la  madre  siempre  es  cierta,  tiene  el  hijo  mancer 
con  respecto  á  ella  los  mismos  derechos  que  los  otros  espu- 
rios. Véase  Hijo  espurio. 

III.  El  hijo  mancer  es  incapaz  de  legitimación  por  subsi- 
guiente matrimonio  ;  pues  aunque  la  madre  llegue  á  casarse 
con  alguno  de  aquellos  hombres  tjúe  tuvieron  comercio  ilícito 
con  ella  ,  nunca  podrá  saberse  si  este  hombre  es  efectiva- 
mente quien  le  procreó.  El  fundamento  de  la  legitimación  es 
una  ficción  del  derecho  poi*la  cual  se  supone  que  un  hijo 
ilegítimo  nació  dentro  del  matrimonio  contraído  por  su  padre 
y  su  madre,,  para  cuyo  efectose  retrotrae  el  matrimonio  al 
tiempo  de  la  procreación  del  hijo  ;  y  como  no  puede  fingirse 
matrimonio  de  un  hombre  con  una  ranura  en  la  época  misma 
en  que  á  todos  se  entregaba,  no  hay  lugar  tampoco  á  su- 
poner que  el  hijo  de  tales  tratos  es  fruto  del  matrimonio  que 
con  ella  contrae  después  un  hombre  cualquiera.  Así  es  que 
el  derecho  romano  le  escluyó  espresamente  de  la  legitima- 
ción por  matrimonio,  y  el  de  las  Partidas  le  escluye  implíci- 
tamente en  cuanto  solo  admite  á  legitimación  á  los  lijos  ha- 
bidos en  concubina  con  quien  podia  el  padre  casarse  al 
tiempo  de  la  concepción  ;  ley  1 ,  til.  15  ,  Part.  U.  Es  cierto 
que  una  prostituta  puede  casarse;  pero  su  matrimonio  no 
puede  retrotraerse  al  tiempo  de  su  prostitución  ni  su  marido 
puede  reconocer  como  suyos,  à  lo  menos  en  perjuicio  de 
tercero  ,  á  los  hijos  que  ella  tenia  en  su  comercio  ilícito  con 
todos.  El  marido  no  puede  reconocer  por  hijos  propíos  ni 
legitimar  sino  á  los  hijos  habidos  de  mujer  que  él  tenia  por 
suya  ;  y  ¿  cómo  habia  de  tener  por  suya  á  la  que  era  de 
todos  los  que  á  ella  querían  acercarse?  Si  hubiese  pues  un 
hombre  tan  insensato  que  se  propusiera  reconocer  ó  hubiera 
reconocido  ya  por  suyo  el  fruto  del  ramerismo  ó  prostitución 


de  una  mujer,  podría  oponerse  y  combatir  tal  reconoci- 
miento cualquier  interesado  á  quien  perjudicase.  Véase  Hijo 
natural,  n.  III. 

IV.  Mas  ya  que  el  hijo  de  prostituta  no  puede  ser  legiti- 
mado por  subsiguiente  matrimonio ,  ¿  podrá  serlo  á  lo  menos 
por  concesión  del  rey?  Tampoco  admiten  las  leyes  romanas 
ni  las  de  las  Partidas  á  la  gracia  de  la  legitimación  por  res- 
cripto real  sino  á  los  hijos  de  concubina  con  quien  podía  ca- 
sarseelconcubinario  en  la  época  de  la  concepción;  NovelaSO, 
cap.  9  y  15;  ley  9,  tít.  18,  Part.  3,  y  ley  h,  Ht.  15,  Part.  h. 
Sin  embargo,  como  por  la  costumbre  se  ha  introducido  la 
legitimación  real  de  los  hijos  espurios ,  según  lo  dicho  en  los 
artículos  Hijo  incestuoso,  n.  VI,  é  Hijo  adulterino,  n.XIII, 
no  parece  debe  negarse  á  los  manceres.  Pero  esta  legitima- 
ción no  puede  producir  efecto  alguno  con  respecto  al  padre, 
pues  que  le  suponemos  incierto  y  desconocido  ;  ni  tampoco 
puede  surtir  efectos  muy  notables  con  respecto  á  la  madre, 
pues  el  hijo  mancer,  esté  ó  no  esté  legitimado ,  tiene  siempre 
derecho  á  la  crianza  y  alimentos  de  parte  de  ella  ,  y  no  con- 
curriendo hijos  legítimos  ni  naturales  es  heredero  forzoso 
por  testamento  y  ab  intestato  de  la  misma ,  con  arreglo  á 
lo  que  mas  estensamente  se  espresa  en  el  artículo  Hijo  es- 
purio. Solo  servirá  pues  la  legitimación  para  limpiar  de  al- 
guna manera  la  mancha  del  origen  del  nacimiento,  para 
gozar  de  nobleza,  ó  para  obtener  ó  ejercer  empleos,  cargos 
ó  profesiones  de  que  estuviesen  escluídos  los  ilegítimos. 

HIJO  legitimado.  El  hijo  habido  fuera  de  matrimonio 
que  por  alguno  de  los  medios  establecidos  por  la  ley  ha  pa- 
sado á  la  clase  de  los  hijos  legítimos. 

I.  Puede  un  hijo  ilegítimo  ser  legitimado  de  dos  maneras  : 
Io.  por  subsiguiente  matrimonio:  2o.  por  concesión  real,  ó 
como  suele  decirse ,  por  rescripto  del  principe. 

Hijo  legitimado  por  matrimonio. 

II.  El  hijo  habido  fuera  de  matrimonio  se  legítima  por  el 
matrimonio  que  el  padre  y  la  madre  contrajeren  entre  sí 
según  la  ley  ;  ley  2 ,  lit.  6  ,  iib.  3  del  Fuero  Real,  y  ley  i , 
lit.  13,  Pcïrt.  il. 

Mas  no  todo  hijo  ilegítimo  puede  legitimarse  por  el  subsi- 
guiente matrimonio  de  sus  padres.  Las  leyes  no  conceden 
esta  capacidad  sino  al  hijo  de  soltero  y  soltera  que  podian 
casarse  entre  sí  al  tiempo  en  que  le  dieron  el  ser  ;  porque  el 
fundamento  de  la  legitimación  es  la  ficción  de  que  el  hijo  fué 
procreado  en  legítimo  matrimonio  ,  y  no  puede  fingirse  ma- 
trimonio en  la  época  de  la  procreación  sino  entre  personas 
que  podian  entonces  contraerlo.  Así  que,  son  incapaces  de 
ser  legitimados  por  este  medio:  Io.  el  hijo  adulterino,  ya 
proceda  de  padre  casado  y  madre  soltera,  ya  de  madre  ca- 
sada y  padre  soltero  ó  casado  :  2o.  el  hijo  incestuoso,  á  no 
ser  que  el  matrimonio  se  verifique  con  la  correspondiente 
dispensa  del  parentesco  :  3o.  el  hijo  sacrilego  :  h°.  el  hijo 
mancer,  esto  es ,  el  hijo  de  ramera.  Véase  Hijo  adulterino, 
n.  VII  y  sig.  ;  Hijo  incestuoso  ,  n.  III  y  sig.;  Hijo  sacrilego. 
n.  VIII:  Hijo  mancer,  n.  III. 

La  existencia  de  un  matrimonio  intermedio  no  es  obstáculo 
para  la  legitimación,  pues  que  la  ley  no  exige  para  que  sea 
legitimado  el  hijo  de  soltero  y  soltera  sino  que  estos  lleguen 
á  contraer  entre  sí  legítimo  matrimonio.  Así  es  que  si  ha- 
biendo tenido  tú  siendo  soltero  un  hijo  natural  en  Antonia 
también  soltera  ,  te  casaste  luego  con  María  ,  y  muerta  María 
tu  mujer  legítima ,  te  vuelves  á  casar  con  Antonia  ,  el  hijo 
de  Antonia  quedará  legitimado  por  el  matrimonio  que  al  fin 
contraes  con  ella.  Así  lo  sostienen  con  mucha  razón  ,  entre 
otros  distinguidos  autores,  Gregorio  López  en  la  glosa  9a., 
de  la  ley  1,  tít.  13,  Part,  tí,  y  Antonio  Gómez  en  los  números 
59  y  60  de  sus  comentarios  á  la  ley  12  de  Toro. 

El  hijo  capaz  de  recibir  el  beneficio  de    la  legitimación 
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queda  legitimado  ipso  jure,  en  fuerza  del  mismo  derecho , 
por  solo  el  hecho  del  matrimonio  de  sus  padres;  «  ca  tan 
grant  fuerza  ha  el  matrimonio,  como  dice  la  ley  1,  til.  13, 
Part.  4 ,  que  luego  que  el  padre  et  la  madre  son  casados ,  se 
facen  por  ende  los  lijos  legítimos.  »  Tanta  vis  est  matrimotiü, 
ut  qui  antea sunt  genili,  posl  conlracium  matrimonium  legi- 
timi  habeanlur,  como  dice  la  decretal  de  Alejandro  III , 
cap.  6,  extra  ,  qui  fîlii  sint  legitimi.  Sin  embargo,  siendo 
necesario  el  reconocimiento  de)  padre  para  que  un  hijo  sea 
tenido  por  natural  según  la  ley  li  de  Toro,  parece  que  con 
mas  razón  lo  será  para  que  quede  legitimado ,  á  no  ser  quo 
ya  hubiese  sido  reconocido  el  hijo  como  natural.  En  Aragon 
se  suele  hacer  el  reconocimiento  del  hijo  por  el  padre  y  la. 
madre  al  tiempo  de  casarse  estos ,  y  se  inserta  la  fe  ó  partida 
de  bautismo  en  lado  matrimonio. 

No  solo  quedan  legitimados  por  el  subsiguiente  matri- 
monio de  sus  padres  los  hijos  capaces  de  este  beneficio  que 
existen  al  tiempo  de  su  celebración  ,  sino  también  los  que 
ya  hubiesen  muerto  dejando  descendientes;  en  cuyo  caso 
estos  descendientes  se  reputarán  legitimados  por  el  matri- 
monio de  sus  abuelos ,  como  prueba  Antonio  Gómez  en  los 
números  61  y  62  de  sus  comentarios  á  la  ley  12  de  Toro. 

III.  El  hijo  legitimado  por  el  subsiguiente  matrimonio  de 
sus  padres  tiene  los  mismos  derechos  que  si  hubiese  nacido 
de  este  matrimonio  ,  como  que  efectivamente  se  considera 
nacido  dentro  de  él  ;  y  no  adquiere  la  legitimidad  sino  desde 
el  momento  de  su  celebración ,  según  se  infiere  claramente 
de  la  ley  1,  tít.  15,  Part.  4.  La  legitimación  pues  no  surte 
ni  puede  surtir  efecto  sino  desde  que  se  contrae  el  matri- 
monio ,  y  por  consiguiente  no  tiene  ni  puede  tener  efecto 
retroactivo.  Esa  retroacción  del  matrimonio  al  tiempo  de  la 
concepción  del  hijo,  de  que  mas  arriba  hemos  hablado,  no 
es  mas  que  una  ficción  de  derecho  inventada  solo  con  el 
objeto  de  establecer  la  necesidad  de  la  aptitud  de  los  padres 
para  casarse  en  aquella  época ,  y  no  con  el  de  asegurar  desde 
entonces  la  legitimidad  del  hijo  ,  pues  esto  podría  traer  re- 
sultados absurdos  y  quizá  funestos  que  no  pueden  admitirse. 
Sigúese  de  estos  principios  : 

1°.  Que  el  hijo  legitimado  no  tiene  derecho  alguno  como 
legitimado  á  las  sucesiones  de  los  parientes  que  hubiesen 
fallecido  antes  del  matrimonio  que  ha  producido  su  legiti- 
mación ,  aunque  al  tiempo  de  la  muerte  de  estos  parientes 
estuviera  ya  procreado  y  aun  hubiera  nacido;  pues  que  por 
su  legitimación  posterior  á  la  apertura  de  las  sucesiones  no 
puede'  ya  quitar  á  terceras  personas  un  derecho  que  legíti- 
mamente habian  adquirido.  Supongamos,  por  ejemplo,  que 
fallecen  los  abuelos  paternos  de  un  hijo  natural  no  legiti- 
mado, y  que  no  pudiendo  ó  no  queriendo  ser  heredero  su 
padre  por  causa  de  incapacidad  ó  indignidad  ó  renuncia , 
pasa  la  herencia  á  otros  hijos  ó  parientes  colaterales  de  los 
abuelos  ó  del  padre  ;  cásase  después  el  padre  con  la  madre , 
y  el  .hijo,  .natural  queda  legitimado:  ¿podrá  este  hijo  ya  legi- 
timado reclamar  la  herencia  de  sus  abuelos  y  despojar  de 
ella  ó  del  derecho. á  ella  á  los  que  por  incapacidad  ó  indig- 
nidad ó  renuncia  de  su  padre  la  adquirieron,  bajo  pretesto 
de  que  su  legitimación  ha  de  retrotraerse  y  considerarse 
anterior  á  la  muerte  de  sus  abuelos  ,  pues  que  entonces  es- 
taba ya  en  el  vientre  de  su  madre  ó  había  nacido?  No  :  el 
hijo  de  quien  hablamos  no  era  mas  que  hijo  natural  al  tiempo 
lie  la  apertura  de  la  sucesión  de  sus  abuelos ,  y  como  mera- 
mente natural  no  tenia  derecho  ni  era  llamado  á  ella  en  de- 
fecto de  su  padre  :  si  después  ha  sido  legitimado ,  tendrá  de- 
recho á  las  sucesiones  que  se  abran  después,  pero  no  á  las 
que  se  abrieron  antes  y  que  ya  pasaron  ó  deben  pasar  á  las 
personas  que  entonces  eran  llamadas  por  la  ley. 

2°.  Que  el  hijo  legitimado  se  reputará  primogénito  entre 
los  hijos  del  matrimonio  que  ha  producido  su  legitimación  , 
pero  no  entre  los  hijos  de  un  matrimonio  anterior,  aunque 


naturalmente  lo  sea  :  de  manera. que  existiendo  hijos  legí- 
timos habidos  antes  de  la  legitimación  ,  no  adquirirá  los 
derechos  personales  que  van  inherentes  á  la  prelacion  del 
nacimiento.  Pablo  ,  por  ejemplo ,  tiene  de  Isabel  un  hijo 
natural,  cásase  después  con  Julia  de  quien  tiene  hijos  legi-  ' 
timos ,  y  muerta  Julia  se  casa  en  segundas  nupcias  con 
Isabel  legitimando  al  hijo  que  tuvo  de  ella  :  este  hijo  no  será 
tenido  por  primogénito  en  perjuicio  de  los  hijos  de  Julia  , 
porque  el  derecho  de  primogenitura  estaba  ya  radicado  en 
estos ,  y  él  no  puede  entrar  á  gozar  de  los  beneficios  y  pre- 
rogativas  de  hijo  legítimo  sino  desde  el  tiempo  de  su  legi- 
timación que  no  debe  retrotraerse  al  de  su  nacimiento  ;  de 
suerte  que  si  hay  un  mayorazgo  ú  otro  cualquier  derecho 
trasmisible  por  orden  de  primogenitura,  pertenecerá  de 
preferencia  á  los  hijos  de  Julia  :  y  solo  á  falta  de  ellos  y  da 
sus  descendientes  pasará  al  hijo  legitimado  de  Isabel.  Lo 
mismo  ha  de  decirse ,  aun  en  el  caso  de  que  los  hijos  de 
Julia  sean  también  legitimados  y  hayan  nacido  despues  que 
el  de  Isabel;  porque  para  determinar  el  derecho  de  primo- 
genitura en  sus  efectos  legales  ,  no  debemos  atenernos  á  la 
época  del  nacimiento  sino  á  la  del  matrimonio.  No  faltan  , 
sin  embargo,  algunos  autores  que  pretenden  la  preferencia 
del  hijo  legitimado  para  la  primogenitura  ,  y  que  en  con- 
currencia de  hijos  legítimos  nacidos  despues  que  él ,  aunque 
antes  de  la  legitimación ,  quieren  se  le  confieran  los  derechos 
inherentes  á  la  prelacion  del  nacimiento;  pero  su  opinion, 
que  no  puede  ajustarse  con  los  términos  de  las  leyes  ni  con 
los  principios  verdaderos  y  no  fingidos,  no  encuentra  ya  en 
el  dia  partidarios. 

3°.  Que  si  el  hijo  capaz  de  legitimación  murió  antes  del 
matrimonio  de  sus  padres  y  por  ello  no  pudo  ser  legitimado , 
lo  serán  sus  hijos  y  descendientes  y  se  aprovecharán  de  esto 
beneficio  por  el  derecho  de  representación,  como  ya  se  ha 
indicado  mas  arriba. 

4°.  Que  el  hijo  legitimado,  como  que  se  considera  nacido 
dentro  del  matrimonio  ,  y  adquiere  por  lo  tanto  la  calidad 
de  legítimo,  queda  sujeto  á  la  patria  potestad  como  los  de- 
mas  legítimos  ,  es  heredero  forzoso  de  su  padre  y  de  su 
madre  y  de  sus  ascendientes  paternos  y  maternos  en  su 
caso  y  lugar  por  testamento  y  ab  intestato,  sucede  á  los  demás 
parientes  con  arreglo  á  las  leyes  ,  y  en  suma  tiene  los  mis- 
mos derechos  y  obligaciones  que  los  domas  hijos  legítimos, 
sin  distinción  alguna;  Icyl,  til.  13,  Part.  4.  Véase  Hijo 
legitimo,  Heredero  forzoso  y  Heredero  legitimo  ó  ab  intestato. 

5o.  Que  las  donaciones  entre,  vivos  que  el  padre  hubieso 
hecho  de  todos  sus  bienes  ó  de  gran  parte  de  ellos  por  no 
tener  hijos  legítimos  ni  esperanzado  tenerlos,  quedan  revo- 
cadas de  derecho  por  la  legitimación  del  hijo  natural  en 
virtud  del  subsiguiente  matrimonio  ;  porque  si  se  revocan 
por  sobrevenirle  al  donador  hijos  legítimos  de  mujer  con 
quien  casare  después,  como  establece  la  ley  8,  tít.  ti ,  Part.  8, 
también  deberán  revocarse  por  la  legitimación  que  el  matri- 
monio produce  á  favor  del  hijo  natural,  pues  que  en  este 
caso  puede  decirse  igualmente  que  le  sobreviene  al  donador 
un  hijo  legítimo,  en  razón  de  que  el  hijo  natural  legitimado 
se  considera  nacido  dentro  del  matrimonio. 

IV.  ¿Puede  el  hijo  repudiar  la  legitimación  que  le  produce 
el  matrimonio  de  sus  padres?  Según  el  derecho  romano  no 
puede  hacerse  la  legitimación  sin  el  consentimiento  de  los 
hijos  (ley  11 ,  O.  (íe  lus  qui  sai  vcl  alieni  juris  sunt  ),  por- 
que si  bien  la  legitimación  es  para  ellos  un  beneficio ,  no  deja 
de  ser  también  una  carga ,  pues  de  hombres  independientes 
pasan  á  ser  hijos  de  familia  y  á  sujetarse  á  la  patria  potes- 
tad, encuya  virtud  deben  adquirir  para  el  padre  cuando 
antes  adquirían  para  si  mismos.  Como  esta  razón  subsiste 
entre  nosotros  ,  no  parece  justo  que  desechemos  la  dispo- 
sición romana  que  en  ella  se  funda.  No  faltarán  ademas 
amunos  casos  en  que  se  trate  de  legitimar-  fraudulentamente 
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á  un  hijo  natural ,  no  por  su  interés  sino  por  el  de  porsonas 
á  quienes  no  deba  el  ser.  Puede  suceder  también  que  la 
madre,  con  objeto  de  dar  á  su  hijo  las  ventajas  inherentes 
á  .a  legitimidad  y  de  adquirir  el  goce  de  bienes  que  á  este 
se  hubiesen  donado  c, legado,  contraiga  matrimonio  para 
legitimarle  con  un  hombre  que  no  sea  el  padre.  En  seme- 
jantes casos  es  claro  que  el  hijo  podrá  atacar  y  destruir  el 
reconocimiento  que  de  su  filiación  se  hiciere,  para  impedir 
la  legitimación.  Véase  Legitimación. 

Hijo  legitimado  por  el  rey. 

V.  Hemos  hablado  hasta  aqui  del  hijo  legitimado  por  sub- 
siguiente matrimonio  :  pasemos  al  legitimado  por  concesión 
del  rey. 

El  rey  puede  legitimar  á  un  hijo  ilegítimo  ;  ley  17,  lit.  6  , 
lib.  3  del  Fuero  Real;  ley  h,  til.  Ib,  Part,  k  ;  y  ley  de  Ht 
de  abril  de  1838. 

La  ley  9,  tít.  18,  Part.  3,  y  la  ley  4,  tít.  15,  Part,  h,  así 
como  las  leyes  romanas,  no  admiten  á  todo  ilegítimo  á  la 
gracia  de  legitimación  por  rescripto  del  rey,  sino  solo  á  los 
hijos  habidos  en  concubina  con  quien  podia  el  padre  casarse 
al  tiempo  de  la  concepción.  Mas  por  muy  justa  que  sea  esta 
regla  ,  parece  haber  prevalecido  la  opinion  de  los  autores 
que  han  sostenido  la  legitimación  de  todos  los  demás  hijos 
ilegítimos,  sin  escluir  à  los  incestuosos  ,  ni  á  los  adulterinos, 
ni  á  los  sacrilegos,  ni  á  ningún  otro  de  los  espurios.  La  legi- 
timación de  estos  hijos,  dicen  ,  no  es  contraria  á  los  prin- 
cipios, porque  teniendo  el  soberano  la  potestad  de  abrogar 
las  leyes  civiles ,  tiene  por  consecuencia  necesaria  la  de 
relajarlas  ,  conceder  dispensa  de  ellas,  y  modificar  su  apli- 
cación. Si  les  opones  que  la  legitimación  es  una  imagen  del 
matrimonio  y  que  no  puede  por  lo  tanto  tener  lugar  en  los 
casos  en  que  el  padre  y  la  madre  eran  incapaces  de  casarse 
entre  sí  al  tiempo  de  la  concepción  de  los  hijos;  te  respon- 
den, que  en  el  orden  de  la  naturaleza  todos  los  hijos  nacen 
iguales,  que  la  distinción  de  legítimos  é  ilegítimos  no  se  ha 
introducido  sino  por  las  leyes  civiles ,  y  que  así  no  hay  razón 
que  impida  al  soberano  derogar  esta  distinción  cuando  lo 
crea  conveniente.  Lo  cierto  es  que  la  real  cédula  de  21  de 
diciembre  de  1800  sobre  gracias  al  sacar  supone  la  posibi- 
lidad de  la  legitimación  real  de  los  hijos  de  clérigos ,  de 
casados  y  de  caballeros  profesos  de  las  órdenes,  pues  que 
fija  el  servicio  pecuniario  con  que  en  su  caso  ha  de  contri- 
buirse por  la  legitimación  de  cada  uno  de  los  hijos  de  dichas 
clases  :  bien  que  en  el  real  decreto  de  b-de  agosto  de  i  S 18, 
que  es  el  que  ahora  rige  sobre  las  citadas  gracias ,  no  se  hace 
mención  alguna  de  los  hijos  de  clérigos  ni  de  los  de  casados. 
Por  fin  la  ley  de  Cortes  de  14  de  abril  de  1838  da  facultad 
al  rey  para  resolver  las  instancias  sobro  legitimaciones  de 
los  hijos  naturales  según  los  define  la  ley  1 ,  tít.  8,  lib.  10, 
Nov.  Rec,  ó  sgia  la  ley  IL.de.  Toro  ;  es  decir,  de  los  hijos 
ilegítimos  de  aquellas  personas  que  podían  casarse  entre  sí 
sin  dispensa  en  la  época  de  la  concepción  ó  del  nacimiento, 
con  tal  que  el  padre  los  reconozca  por  suyos. 

Podrá  pues  el  rey  legitimar  ahora  según  esta  ley  de  Ui 
de  abril  de  183H  :  Io.  al  hijo  de  soltero  y  soltera  que  no 
-tuviesen  entre  sí  relaciones  de  parentesco  en  grado  pro- 
hibido :  2o.  al  hijo  adulterino  de  personas  casadas  que  al 
tiempo  del  nacimiento  se  hubiesen  hallado  en  aptitud  para 
casarse  entre  sí  por  haber  muerto  los  cónyuges  con  quienes 
respectivamente  estaban  ligadas  al  tiempo  de  la  concepción. 
Pero  no  podrá  legitimar  :  Io.  al  hijo  de  soltero  y  soltera 
que  fuesen  parientes  en  grado  prohibido ,  porque  como  estos 
parientes  nunca  pueden  casarse  sin  dispensa,  nunca  podrá 
el  hijo  adquirir  la  consideración  de  natural  en  el  sentido  de 
la  ley  11  de  Toro  y  de  la  ley  de  14  de  abril  de  1838  ;  de  lo 
cual  resulta  la  anomalía  de  que  pudiendo  como  puede  ser 


legitimado  este  hijo  por  el  subsiguiente  matrimonio  de  sus 
padres  celebrado  con  dispensa  del  impedimento,  no  pueda 
serlo  por  rescripto  del  rey  cuando  por  el  contrario  el  res- 
cripto del  rey  no  debia  recaer  sino  sobre  hijos  que  no  se 
legitimasen  por  matrimonio  :  —  2o.  ni  al  hijo  adulterino  do 
padres  que  maquinaron  la  muerte  de  sus  respectivos  cón- 
yuges ó  de  uno  de  estos ,  ó  se  dieron  palabra  de  casarse 
después  que  el  casado  quedara  viudo ,  ó  de  hecho  so  casaron 
á  sabiendas  estando  todavía  enlazado  alguno  de  ellos  con 
otra  persona;  porque  como  los  adúlteros  que  se  hallan  en 
alguno  de  estos  tres  casos  ,  no  pueden  jamas  contraer  entre 
sí  legítimo  matrimonio  sin  dispensa  ,  aunqne  lleguen  á  que- 
dar libres  de  sus  anteriores  enlaces  ,  es  claro  que  tampoco 
el  hijo  que  concibieron  en  adulterio  podrá  nunca  pasar  á  la 
I  condición  de  los  naturales  según  los  entiende  la  ley  11  do 
Toro ,  aunque  al  nacer  encuentre  ya  libres  á  sus  padres  :  — 
3o.  ni  al  hijo  ilegítimo  de  clérigo  ordenado  in  sacris  ,  ni  al 
de  fraile  profeso,  ni  al  de  monja  profesa,  porque  ninguno 
de  estos  hijos  puede  nunca  revestirse  de  la  calidad  de  hijo 
natural,  respecto  de  que  ni  la  monja  ,  ni  el  fraile  ni  el  clérigo 
pueden  en  tiempo  alguno  casarse  sin  dispensa.  Véase  Hijo 
incestuoso,  n.  VI;  Hijo  adulterino,  n.  XIII  ;  Hijo  sacrilego, 
n.  VIH;  Hijo  tnancer,  n.  IV.  Las  legitimaciones  que  el  rey 
no  puede  otorgar  por  sí  solo,  quedan  reservadas  á  las  Cortes 
con  el  rey. 

VI.  Para  que  la  carta  real  de  legitimación  concedida  á  un 
espurio  sea  válida  y  no  pueda  calificarse  de  subrepticia  ,  es 
necesario  en  primer  lugar,  según  convienen  todos  los  auto- 
res ,  que  la  calidad  del  hijo  se  haya  espresado  en  la  súplica  ; 
porque  es  mas  difícil  otorgar  esta  gracia  al  hijo  espurio  que 
al  meramente  natural  de  soltero  y  soltera. 

¿Bastará  empero  decir  en  general,  que  el  hijo  es  bastardo 
ó  espurio,  nacido  de  vedado  ayuntamiento,  sin  espresar 
que  es  incestuoso  ó  adulterino?  Baldo  ,  Juan  Andrés,  Decio 
y  Juan  Antonio  de  San  Jorge  sostienen  la  afirmativa ,  fun- 
dándose en  el  principio  de  que  como  el  género  contiene  las 
especies,  lo  que  se  dice  de  aquel  se  entiende  también  de 
estas  :  Coqilalum  in  genérale  referlur  ad  specialia.  Pero  An- 
tonio de  Butrio  ,  Covarrubias  y  Mr.  d'Aguesseau  han  abra- 
zado la  opinion  que  lo  niega ,  porque  cuanto  mas  odioso  sea 
el  delito  en  la  parsona  del  padre  ,  mas  difícil  será  limpiar 
la  mancha  en  la  persona  del  hijo. 

Y  si  el  hijo  procede  de  doble  adulterio,  es  decir,  de  dos 
personas  casadas  con  otras,  ¿  quedará  válidamente  legitimado 
cuando  en  la  súplica  se  le  calificó  simplemente  de  hijo  adul- 
terino ?  Oldrado,  Juan  Antonio  de  San  Jorge  ,  Decio  y  Co- 
varrubias responden  que  la  legitimación  es  subrepticia  ; 
porque  el  rey  ha  podido  creer  que  el  adulterio  era  simple, 
y  es  mny  probable  que  habría  puesto  mas  dificultad  en 
otorgar  la  gracia  si  hubiera  sabido  que  el  hijo  debia  el  ser 
á  una  doble  violación  de  la  fe  conyugal.  Angelo  y  otros 
objetan  que  jamas  se  comete  adulterio  propiamente  tal  por 
parte  del  hombre ,  y  que  así  por  solo  el  hecho  de  manifestar 
al  rey  que  el  espurio,  á  cuyo  favor  se  pide  la  legitimación , 
es  adulterino,  se  da  bastante  á  entender  que  su  madre  ha 
violado  para  darle  la--vida  el  vínculo  que  la  ligaba  con  su 
esposo.  Mas  esta  objeción  no  está  fundada  con  respecto  á 
nosotros  sino  en  un  falso  principio.  Es  cierto  que  según  el 
derecho  romano  solo  se  cometía  adulterio  cuando  una  mujer 
casada  se  abandonaba  á  un  hombre  libre  ó  casado  :  Propriè 
adulterium  in  nupta  commiltilur  propler  partum  ex  altero 
conccplum ,  dice  la  ley  6,  §  1 ,  D.  ad  leg.  Jul.  de  adult.  Pero 
entre  nosotros  el  comercio  de  un  hombre  casado  con  una 
mujer  soltera  no  es  menos  adulterino  que  el  de  una  mujer 
casada  con  un  hombre  soltero  ,  según  se  echa  de  ver  en  la 
ley  2 ,  tít.  18,  Part,  k,  que  llama  fechos  en  adulterio  á  los 
hijos  que  un  casado  hiciese  en  barragana.  Hay  pues  doble 
adulterio  cuando  el  hombre  y  la  mujer  están  ligados  en  ma- 
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trimonio  con  otras  personas  ;  y  como  el  yerro  es  mas  gravo 
en  este  caso  que  cuando  el  uno  de  los  adúlteros  es  libre  ó 
soltero  ,  no  parece  debe  dudarse  que  la  omisión  de  la  cir- 
cunstancia del^oble  adulterio  en  la  súplica  hará  subrepticia 
la  carta  de  legitimación. 

Es  de  advertir  empero,  que  como  ahora  se  forma  espe- 
diente instructivo  en  el  competente  juzgado  de  primera  ins- 
tancia y  en  la  audiencia  territorial,  según  luego  veremos, 
cuando  alguno  solicita  la  legitimación  real  de  algún  hijo , 
bastará  que  la  especie  de  su  ilegitimidad  resulte  de  las 
diligencias  practicadas  ó  documentos  que  obren  en  el  espe- 
diente % aunque  no  se  haya  espresado  en  la  súplica,  para 
que  el  rescripto  del  rey  no  se  tenga  por  subrepticio. 
'  VIL  Exigía  el  derecho  romano  en  segundo  lugar  (cap.  2 
de  la  Nov.  lh  ,  y,  cap.  9  de  la  Nov.  89  )  para  la  validez  de  la . 
legitimación  por  rescripto  que  el  padre  careciese  de  hijos 
legítimos  ;  porque  no  tenia  por  justo  que  los  frutos  de  la  di- 
solución y  de  la  licencia  se  introdujesen  en  una  familia  y  se 
confundiesen  con  los  de  una  union  legítima  y  pura.  También 
nuestra  legislación  exige  esta  circunstancia;  pues  que  la 
ley  b ,  lit.  6  ,  lib.  5  del  Fuero  Real,  solo  al  hombre  que  no 
tuviere  hijos  de  bendición  permite  adoptar  á  un  estraño  y 
legitimar  al  hijo  que  hubiese  habido  en  barragana.  Por  eso 
Gregorio  López  en  la  glosa  2  de  la  ley  36 ,  tít.  18  ,  Part.  5 , 
y  en  la  glosa  3  de  la  ley  ">v2,  tít.  9,  Part.  6,  afirma  que  ha- 
biendo hijos  legítimos  no  puede  ser  legitimado  por  rescrip- 
to el  espurio  ni  aun  el  natural.  Sientan  sin  embargo  los 
autores  que  puede  el  rey  conceder  la  legitimación  aun  en 
concurrencia  de  hijos  legítimos  ,  y  que  será  válida  la  con- 
cesión ,  Qon  tal  que  en  la  súplica  se  haya  hecho  presente  la 
existencia  de  estos  hijos,  pero  que  en  el  caso  de  haberse  ca- 
llado esta  circunstanciare  tendrá  por  nula  y  de  ningún 
efecto  la  gracia,  como  obtenida  por  obrepción  ó  subrepción. 

Hase  preguntado  con  este  motivo ,  si  la  carta  de  legitima- 
ción obtenida  por  un  padre  que  no  tiene  mas  hijos  que  los 
naturales  ó  espurios  que  ha  legitimado,  caducará  y  quedará 
sin  efecto  en  el  caso  de  que  le  sobrevengan  hijos  legítimos? 
Los  autores  se  han  dividido  en  sus  respuestas  :  unos  han  sos- 
tenido que  la  supervención  de  hijos  legítimos  debe  hacer 
caduca  la  legitimación  de  los  naturales  ó  espurios  ,  porque 
en  el  caso  propuesto  la  gracia  del  rey  ha  venido  á  parar  cid 
casum  à, quo  inciperenonpolest  :  otros  por  el  contrario  han 
contestado ,  que  habiéndose  consumado  la  legitimación  por 
rescripto  en  tiempo  hábil ,  no  debe  revocarse  por  un  acon- 
tecimiento que  hubiera  impedido  su  concesión  en  el  prin- 
cipio, apoyándose  en  la  regla  de  que  non  esl  ncmim  ul  quœ 
scmcl  ulililcr  conslilula  sunl,  durent ,  licèl  Ule  casus  cxlilerit 
à  quo  incipere  non  posstinl ,  como  dice  la  ley  8b  ,  §  1 ,  D.  de 
requlis  inris;  la  cual  tiene  lugar  especialmente  cuando  del 
acto  hecho  en  tiempo  útil  resulta  un  derecho  adquirido  en 
beneficio  de  alguna  persona.  Los  primeros  tenían  á  su  favor 
la  ley  b ,  tít.  6°,  lib.  3,  y  las  leyes  1  y  7  ,  tít.  21  ,  lib.  U  del 
Fuero  Real ,  las  cuales  anulan  ó  dejan  sin  efecto  las  adop- 
ciones y  legitimaciones  por  la  supervención  de  hijos  legíti- 
mos; y  los  regundos  se  veian  apoyados  por  la  ley  9,  tít.  15, 
Part.  ft,la  cual  deja  subsistente  la  legitimación  por  rescripto, 
pues  que  ordena  que  los  legítimos  partan  la  herencia  con 
los  legitimados.  Mas  tratóse  de  este  asunto  en  las  Cortes  de 
Toro  :  disputóse  con  calor  sobre  si  habia  de  regir  la  disposi- 
ción do  las  citadas  leyes  del  Fuero  Real,  ó  la  do  la  ley  de 
Partida  ;  y  después  de  largas  altercaciones  convinieron  todos 
en  que  por  la  supervención  de  hijos  legítimos  no  se  revocase 
ni  tampoco  se  mantuviese  en  todos  sus  efectos  la  legitima- 
ción real ,  acordando  por  fin  que  el  hijo  legitimado  por  pri- 
vilegio del  rev  no  pueda  suceder  por  testamento  ni  ab  intes- 
talo  á  su  padre  ni  á  su  madre  ni  á  sus  abuelos  con  los  hijos 
legítimos  ó  legitimados  por  subsiguiente  matrimonio  quo  les 
sobrevinieron  ,  á  no  ser  en  la  quinta  parle  de  los  bienes  que 


quisieren  dejarle,  pero  que  en  la  sucesión  á  los  demás  parien- 
tes y  en  las  honras  y  preeminencias  sea  igual  á  los  nacidos 
de  legítimo  matrimonio. 

VIII.  Para  que  se  otorgase  y  fuese  válida  la  legitimación 
por  rescripto ,  era  necesario  en  tercer  lugar  por  el  derecho 
romano  que  el  padre  se  hallase  en  la  imposibilidad  física, 
moral  ó  legal  de  casarse  con  la  madre  de  sus  hijos  natura- 
les; física,  como  si  la  madre  habia  fallecido;  moral,  como  si 
se  habia  hecho  indigna  del  título  de  esposa  ;  y  legal ,  como  si 
después  del  nacimiento  de  los  hijos  habia  sobrevenido  algttn 
impedimento  dirimente  entre  los  padres;  Nov.  89,  cap.  9. 
Entre  nosotros  no  se  deduce  ley  alguna  que  requiera  esta 
condición;  pero  los  autores  la  establecen  afirmando  que  no 
puede  recurrirse  al  medio  de  la  legitimación  pur  rescripto 
mientras  pueda  echarse  mano  de  la  legitimación  por  subsi- 
guiente matrimonio  ;  de  modo  que  existiendo  este  último 
medio,  no  producirá  efecto  alguno  la  gracia  de  la  legitima- 
ción, ano  ser  que  el  rey  ia  otorgue  con  todo  conocimiento 
de  que  el  padre  podia  legitimar  al  hijo  casándose  con  la  ma- 
dre. Así  opinan  Gregorio  López  en  la  glosa  8  de  la  ley  U, 
tít.  Ib ,  Part.  U ,  Tello  en  el  núm.  8  de  su  comentario  á  la 
ley  12  de  Toro ,  y  el  doctor  Llamas  y  Molina  en  el  núm.  4b 
del  suyo  á  la  misma  ley. 

IX.  El  padre  es  quien  debe  pedir  en  su  caso  la  legitima- 
ción real ,  como  supone  la  ley  4,  tít.  15 ,  Part,  ti ,  sea  por  sí 
mismo ,  sea  por  medio  de  procurador  :  mas  no  puede  pedirla 
sin  el  consentimiento  espreso  ó  tácito  del  hijo,  porque  nin- 
gún hijo  ilegítimo  puede  ser  legitimado  de  modo  alguno 
contra  su  volrntad  ,  como  establece  el  cap.  11  de  la  Nove- 
la 89  y  afirman  comunmente  los  autores,  especialmente 
Gregorio  López  en  la  glosa  2  de  la  ley  9,  tít.  18,  Part.  3,  y 
en  la  glosa  1  de  la  ley  U,  tít.  Ib,  Part.  U,  y  el  doctor  Llamas 
en  su  comentario  á  la  ley  12  de  Toro.  Si  el  hijo  es  impúber, 
se  presume  que  consiente ,  pues  que  la  legitimación  se  tiene 
por  ventajosa  para  el  mismo;  pero  en  llegando  á  la  puber- 
tad puede  reclamar  contra  ella,  y  si  guarda  silencio  se  en- 
tiende que  la  ratifica. 

También  el  mismo  hijo ,  después  de  la  muerte  del  padre  , 
puede  pedir  su  legitimación  ,  acreditando  que  e-1  padre  no 
dejó  hijos  legítimos ,  que  le  reconoció  por  su  hijo  natural , 
que  le  instituyó  heredero  y  que  manifestó  deseo  de  que  fue- 
se legitimado  ;  ley  6,  Ul.  lo  ,  Parí.  k.  Todavía  añaden  algu- 
nos autores  que  puede  hacerse  la  legitimación  á  petición  del 
hijo  contra  la  voluntad  del  padre  ;  pero  que  entonces  no 
conseguirá  los  derechos  de  sucesión  á  la  herencia  paterna, 
sino  solamente  las  •preeminencias  y  honras  de  legítimo. 

X.  El  que  solicite  la  legitimación  debe  acudir  directa- 
mente á  la  audiencia  territorial,  presentando  en  ella  la  so- 
licitud para  el  rey  y  los  documentos  en  que  la  funde.  La 
audiencia  debe  remitirla  al  juez  de  primera  instancia  com- 
petente, el  cual  abrirá  un  espediente  informativo;  oirá  por 
via  de  instrucción  sin  figura  de  juicio  á  las  personas  ó  corpo- 
raciones que  puedan  tener  interés  en  el  asunto;  admitirá 
las  justificaciones  que  los  interesados  ofrecieren  ;  las  reci- 
birá en  su  caso  de  oficio,  y  devolverá  á  la  audiencia  el  es- 
pediente original  con  su  informe.  La  audiencia  ,  oyendo  al' 
fiscal ,  examinará  si  el  espediente  se  halla  debidamente  ins- 
truido ;  no  estándolo,  ampliará  convenientemente  la  instruc- 
ción; y  cuando  esta  se  halle  completa,  elevará  igualmente 
original  el  espediente  al  gobierno  con  la  censura  fiscal .  in- 
formando por  su  parte  lo  que  se  le  ofrezca  y  parezca.  Lnj 
de  \h  y  real  arden  de  19  de  abril  de  1838. 

XI.  La  gracia  de  legitimación  no  se  concede  ç/ralis,  sino 
por  cierto  servicio  pecuniario  que  debe  prestar  el  preten- 
diente. El  real  decreto  de  o  de  agosto  de  1818  sobre  gracias 
al  sacar,  dice  en  su  art.  ib  :  «  La  legitimación  á  hijo  ó  hija, 
que  lo  hubieron  sus  padres  siendo  solteros ,  para  heredar  y 
gozar,  servirá  con  doscientos  ducados  de  yellon  cada  hijo  ó 
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hija  ;  pero  si  la  legitimación  es  solo  para  ejercer  oficios  de 
república,  servirá  indistintamente  con  ciento  cincuenta  du- 
cados; ó  si  es  para  oficio  determinado,  como  abogado  ,  es- 
cribano, procurador  ú  otro  de  esta  clase,  servirá  con  cien 
ducados.  »  El  mismo  real  decreto  dice  en  sa  art.  21  :  «  La 
legitimación  eslraordinaria  para  heredar  y  gozar  de  la  no- 
bleza de  sus  padres  á  hijos  de  caballeros  profesos  de  las 
órdenes  servirá  con  mil  ducados  de  vellón  siendo  la  legitima- 
macion  para  solo  heredar  y  obtener  oficios  ;  pero  compren- 
diendo la  circunstancia  de  gozar  la  nobleza  de  sus  padres, 
con  treinta  mil  reales;  entendiéndose  en  uno  y  otro  caso  por 
cada  hijo  ó  hija  que  lo  solicite.  »  La  reai  cédula  de  21  de 
diciembre  de  1800,  que  era  la  que  antes  regia  sobre  este 
asunto,  incluía  con  los  hijos  de  caballeros  profesos  de  las  ór- 
denes álos  hijos  de  clérigos  y  de  casados;  pero  los  escluyó  ú 
omitió  después  el  real  decreto  de  5  de  agosto  de  1818,  como 
hemos  visto,  sin  duda  porque  se  quiso  cerrar  la  puerta  á  las 
legitimaciones  de  los  hijos  sacrilegos  y  de  los  adulterinos. 
Mas  como  ahora,  por  consecuencia  del  tenor  de  la  ley  de 
Cortes  de  14  de  abril  de  1838,  pueden  ser  legitimados  por 
rescripto  lo,}  adulterinos  que  por  haber  nacido  á  tiempo  en 
que  sus  paclres  se  hallaban  libres  para  casarse  entre  sí  sin 
dispensa ,  tienen  la  calidad  de  naturales ,  parece  puesto  en  el 
orden  que  los  consideremos  otra  vez  colocados  para  el  ser- 
vicio pecuniario  por  la  gracia  de  la  legitimación  entre  los 
hijos  de  los  caballeros  profesos  de  las  órdenes. 

El  gobierno  no  puede  relevar  á  los  que  obtengan  la  gra- 
cia de  la  legitimación,  del  pago  del  servicio  ó  derechos  se- 
ñalados en  los  aranceles  ó  tarifas  vigentes  (que  son  los  del 
real  decreto  de  8  de  agosto  de  1818)  sin  el  concurso  de  las 
Cortes  ;  ley  de  14  de  abril  de  1858. 

XII.  El  hijo  legitimado  por  el  rey  adquiría  todos  los  de- 
rechos de  hijo  legítimo,  según  las  leyes  4  y  9,  tít.  15, 
Part  4,  y  la  ley  9,  tít.  18,  Part.  3;  era  heredero  forzoso  de 
sus  padres  por  testamento  y  abinteslato,  en  union  có"n  los 
hijos  habidos  de  legítimo  matrimonio;  y  tenia  todos  los  ho- 
nores y  preeminencias  de  los  hijos  legítimos.  Mas  ahora, 
según  la  ley  12  de  Toro,  ó  sea  ley  7,  tít.  20,  lib.  10  ,  Nov. 
Rec.,aunquehayasidolegitimado  para  heredar  los  bienes  de 
su  padre  ó  madre  ó  de  sus  abuelos,  si  después  el  padre  ó  la 
madre  ó  los  abuelos  tuvieren  hijos  ó  nietos  legítimos  ó  legi- 
timados por  subsiguiente  matrimonio  ,  no  podrá  suceder  con 
ellos  por  testamento  ni  ab  intestato  en  los  bienes  de  dichos 
sus  ascendientes,  y  solo  será  capaz  de  hacer  lo  que  estos 
quieran  dejarle  de  la  quinta  parte  de  sus  bienes. 

Aunque  parece  que  la  ley  12  de  Toro  no  escluye  al  hijo 
legitimado  por  el  rey  del  derecho  de"  suceder  á  sus  ascen- 
dientes con  los  hijos  legítimos  ó  legitimados  por  matrimonio 
sino  en  el  caso  de  que  estos  sobrevinieren  después  de  su  le- 
gitimación real ,  no  se  crea  por  eso ,  como  han  creido  Pala- 
cios Rubios  y  algunos  otros  autores,  que  le  deja  el  derecho 
desucederles  con  los  legítimos  ó  legitimados  por  matrimonio 
que  ya  existían  al  tiempo  en  que  fué  legitimado.  Si  el  legi- 
timado por  el  rey  no  puede  suceder  con  los  legítimos  que 
¡lacen  después,  menos  podrá  suceder  con  los  que  nacieron 
antes;  porque  el  derecho  de  estos  á  su  legítima  estaba  ya 
adquirido  y  arraigado  en  sus  personas,  al  paso  que  el  de 
aquellas  no  existia  ni  podia  existir,  pues  que  no  hábian  na- 
cido. La  ley  de  Toro  supone  que  el  hijo  natural  no  ha  sido 
ni  podido  ser  legitimado  por  el  rey,  à  lo  menos  para  heredar, 
habiendo  en  la  época  de  la  legitimación  hijos  legítimos  ó  le- 
gitimados por  subsiguiente  matrimonio,  pues  que  según  el 
derecho  romano  y  el  español  solo  el  padre  que  no  tenia  hi- 
jos de  bendición  podia  pedir  la  legitimación  real  de  sus  hijos 
naturales  ;  y  así  es  que  se  limita  y  contrae  precisamente  al 
caso  en  qcie  podia  haber  alguna  duda,  esto  es  ,  al  caso  en 
que  los  hijos  legítimos  ó  legitimados  por' matrimonio  sobre- 
vengan después  de  otorgada  la  legitimación  del  natural  por 


el  rey,  decidiendo  que  ni  aun  en  este  caso  puede  el  legiti- 
mado por  concesión  real  perjudicar  á  los  hijos  legítimos  en 
su  legítima  ,  ó  sea  en  las  cuatro  quintas  partes  de  la  heren- 
cia que  les  corresponden. 

Sientan,  sin  embargo,  comunmente  los  autores,  quo  el 
hijo  legitimado  por  el  rey  entrará  á  participar  de  la  heren- 
cia de  sus  ascendientes  en  union  con  los  legítimos ,  si  el  rey 
en  su  privilegio  le  habilita  espresamenle  para  suceder  con 
los  hijos  legítimos  sin  diferencia  tanto  en  el  caso  de  que  hayan 
nacido  antes  de  la  legitimación  como  en  el  de  que  nazcan  des- 
pués; porque  el  rey,  dicen,  puede  en  la  plenitud  de  su  so- 
beranía disminuir  la  legítima  de  los  legítimos.  Pero  si  el  rey 
se  contenta  con  legitimarle  simplemente  sin  la  indicada  es- 
presion  ,  se  presume  que  no  quiere  perjudicar  á  los  legíti- 
mos nacidos  ó  por  nacer,  aunque  tenga  noticia  de  su  exis- 
tencia, y  que  así  no  le  concede  la  legitimación  sino  para 
heredar  en  defecto  de  los  legítimos  ó  para  limpiar  la  man- 
cha del  nacimiento  ó  para  otros  efectos  :  de  modo  que  siem- 
pre se  supone  en  el  privilegio  la  cláusula  de  sin  perjuicio  de 
los  legítimos,  aunque  se  haya  omitido,  como  entre  otros  en- 
señan Acevedo  y  Llamas  en  sus  comentarios  á  la  ley  12  de 
Toro,  n.  32  y  33. 

En  resumen ,  los  hijos  legitimados  por  el  rey  tienen  dere- 
cho y  deben  ser  admitidos  á  la  sucesión  de  sus  padres  por 
testamento  y  ab  intestato,  si  hubiesen  sido  legitimados  para 
este  fin  y  estuvieren  solos;  pero  habiendo  hijos  legítimos  ó 
legitimados  por  subsiguiente  matrimonio,  cualquiera  que  sea 
el  tiempo  en  que  nacieron  ,  no  podrán  perjudicarles  en  sus 
legítimas.  Es  por  último  de  advertir  aquí,  que  como  el  ejer- 
cicio de  la  soberanía  está  dividido  ahora  entre  las  Corles  y 
la  corona,  no  parece  que  puede  ya  el  rey  por  sí  solo  dismi- 
nuir las  legítimas  de  los  hijos  habidos  ó  considerados  «orno 
habidos  de  matrimonio  ,  ni  por  consiguiente  hacer  partici- 
pantes de  ellas  en  union  con  estos  á  los  hijos  naturales ,  sin 
que  baste  al  efecto  la  autorización  de  que  se  halla  revestido 
por  la  ley  de  14  de  abril  de  1838  para  resolver  las  instancias 
sobre  legitimaciones,  pues  esta  facultad  no  ha  de  ejercerse 
sino  con  arreglo  á  las  leyes,  y  nunca  en  detrimento  de  los 
derechos  que  las  leyes  confieren  á  los  hijos  legítimos  ó  teni- 
dos por  tales. 

En  defecto  de  hijos  y  descendientes  legítimos,  debe  ser 
preferido  el  legitimado  por  el  rey  á  los  ascendientes  en  la 
sucesión  de  sus  padres ,  así  por  testamento  como  ab  intes- 
tato ,  supuesto  el  caso  de  que  haya  sido  legitimado  para  he- 
redar, como  sostienen  Covarrübias,  lib.  4,  Variar.,  cap,  21  ; 
Dueñas,  recj.  5S0  ;  Pérez,  en  la  ley  22,  lit  i  5,  lib.  1,  Or~ 
denam.,  col.  1G3;  Malienzo,  en  la  ley  10,  tít.  8;  lib.  S, 
Nuev.  Recop.;  Cifuentes  ,  en  la  ley  12  de  Toro ,  n.  2  ;  y  Gó- 
mez, en  la  riiisnla  ley,  ú.  66.  Efl  'efecto  ,  como  la  ley  12  de 
Toro  no  escluye  al  legitimado  por  el  reyde  la  sucesión  de 
sus  padres  sino  cuando  hubiere  descendientes  legítimos,  se 
infiere  con  razón  que  no  habiendo  tales  descendientes  quiere 
dar  al  legitimado  los  mismos  derechos  que  correspondían  á 
los  legítimos  Con  preferencia  á  los  ascendientes. 

Aunque  el  hijo  legitimado  por  el  rey  no  puede  suceder 
por  testamento  ni  ab  intestato  à  su  padre  niásu  madre  ni  á  sus 
abuelos  con  los  hijos  legítimos  ó  legitimados  porsubsiguiente 
matrimonio,  sino  en  el  quinto  que  le  quisieren  dejar; es  em- 
pero igual  á  ellos  en  la  nobleza  y  demás  honores  civiles,  así 
como  en  el  derecho  de  suceder  por  testamento  y  ab  intestato 
á  los  demás  parientes  :  «  Pero  en  todas  las  otras  cosas,  con- 
cluye diciendo  la  ley  12  de  Toro ,  ansi  en  suceder  á  los  otros 
parientes,  como  en  honras  é  preeminencias  que  han  los  hi- 
jos legítimos  ,  mandamos  que  en  ninguna  cosa  difieran  de 
los  fijos  nascidos  de  legítimo  matrimonio.  »  Esta  última  dis- 
posición de  la  ley  de  Toro,  por  lo  que  hace  á  nobleza  y 
preeminencias ,  se  entiende  solo  con  el  hijo  natural  legiti- 
mado ,  pero  no  con  el  espurio;  pues  con  respecto  á  este  so 
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halla  derogada  por  las  leyes  5  y  6,  lit.  5,  lib.  10,  Nov.  Rec. 

La  legitimaeion  surte  sus  efectos  desde  que  se  espide  la 
real  gracia  :  «  Si  cabe  su  ruego  (  do  los  padres  que  piden  la 
legitimación  de  sus  hijos) ,  dice  la  ley  U  ,  tít.  15 ,  Part,  h ,  et 
los  legitiman  ,  son  dende  en  adelante  legítimos.  »  No  tiene 
pues  efecto  retroactivo  la  legitimación  real,  á  no  ser  que 
otra  cosa  se  disponga  en  el  rescripto ,  como  dice  Gregorio 
López. 

HIJO  postumo  (1).  El  que  nace  después  de  la  muerte  de 
su  padre  ;  ley  20 ,  til.  1 ,  Parí.  6.  Compónese  esta  voz  de  la 
partícula  post  y  de  la  dicción  humus,  y  se  ha  adoptado  para 
designar  al  hijo  nacido  después  de  muerto  ó  enterrado  su 
padre, post  humalum  palrem.  En  un  sentido  mas  estenso  é 
impropio,  se  ha  llamado  también  así  el  nacido  después  del 
último  testamento  de  su  padre ,  como  añade  la  citada  ley  20, 
tít.  1 ,  Part.  6.  Véase  Postumo. 

I.  El  hijo  postumo  tiene  los  mismos  derechos  que  el  hijo 
nacido  antes  de  la  muerte  de  su  padre;  y  mientras  existe  en 
el  vientre  de  su  madre ,  se  le  considera  nacido  para  los  efec- 
tos del  derecho  siempre  que  se  trata  de  su  bien  ó  utilidad  y 
particularmente  para  las  sucesiones  :  Qui  sunl  in  ulero,  pro 
{mu  nalis  habentur,  quolies  de  eorum  commodis  el  ulilitale 
aailur  :  «  Demientra  que  estoviere  la  criatura  en  el  vientre 
de  su  madre ,  dice  la  ley  3  ,  tít.  23  ,  Part.  4,  toda  cosa  que 
se  faga  ó  se  diga  á  pro  della,  aprovéchase  ende  ,  bien  assi 
como  si  fuese  nascida  ;  mas  lo  que  fuesse  dicho  ó  fecho  á 
daño  de  su  persona  ó  de  sus  cosas  nol  empesce.  » 

II.  Si  el  difunto  cuya  mujer  queda  en  cinta  dejare  otros 
hijos  ,  podrán  estos  proceder,  si  quisieren  ,  á  la  partición  de 
la  herencia  de  su  padre ,  destinando  al  hijo  que  está  por  na- 
ced-4a  porción  que  le  corresponda;  y  haciendo  que  se  le 
nombre  tutor  que  defienda  sus  derechos.  Pero  será  mas  con- 
veniente diferir  la  partición  hasta  después  del  nacimiento 
del  postumo ,  ya  por  razón  de  la  incertidumbre  que  hay  de 
que  nazca  con  las  circunstancias  necesarias  para  ser  here- 
dero ,  ya  porque  puede  suceder  que  la  viuda  dé  á  luz  dos 
gemelos. 

Si  el  difunto  no  hubiese  dejado  otros  hijos ,  deben  sus 
herederos  y  la  viuda,  formar  inventario  de  los  bienes  de  la 
herencia  según  las  reglas  espresadas  en  el  artículo  Beneficio 
de  inventario;  y  la  viuda  es  quien  ha  de  tener  y  conservar 
dichos  bienes;  ley  3,  tít.  6,  ¡lib.  3  del  Fuero  Real.  Por  la  ley 
16,  til.  6,  Part.  6, se  halla  ordenado,  que  mientras  se  dudare 
sobre  el  estado  de  preñez  en  que  quedó  la  viuda  ,  no  pueda 
el  hermano  ni  otro  pariente  del  difunto  entrar  en  la  heren- 
cia ,  sino  que  debe  esperar  al  parto  ó  á  que  se  desvanezca 
toda  sospecha  de  preñez. 

Sí  por  alguna  justa  razón  determinare  el  juez  que  los  bie- 
nes de  la  herencia  pasen  durante  la  preñez  en  depósito  ó 
secuestro  á  poder  de  otra  persona ,  se  habrán  de  señalar  y 
dar  á  la  viuda  sobre  ellos,  aunque  haya  gananciales,  ali- 
mentos correspondientes  á  la  calidad  de  las  personas  y  pro- 
porcionados á  la  cantidad  de  los  bienes ,  porque  en  este  caso 
se  supone  que  se  dan  los  alimentos  no  tanto  á  la  viuda  com3 
al  hijo  que  lleva  en  el  vientre. 

Estos  alimentos  no  deberán  denegarse ,  ni  tampoco  cesar 
después  de  concedidos,  aunque  haya  personas  interesadas 
que  contesten  y  disputen  la  legitimidad  del  postumo ,  antes 
bien  habrán  de  aumentarse  durante  el  pleito  á  proporción 
de  las  necesidades  del  mismo  postumo;  porque  en  una  con- 
testación de  esta  naturaleza  se  presume  que  el  hijo  es  legí- 
timo y  que  la  mujer  no  ha  sido  infiel  à  su  marido  mientras 
no  se  pruebe  lo  contrario.  Véase  Herencia,  n.  VIII ,  al  fin. 

III.  Los  parieni.es  mas  inmediatos  del  difunto,  cuya  viuda 
queda  realmente  ó  dice  que  queda  en  cinta ,  tienen  dere- 
cho á  tomar  precauciones  para  evitar  una  suposición  de 
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(4)  Algunos  intérpretes  cscribeu  ^óst/tumo  cou  h  ó  aspiración. 
Véase  el  artículo  Postumo. 


parto  ó  cualquier  otro  engaño.  La  ley  3,  tít.  6,  lib.  3  de, 
Fuero  Real  dice  que  el  alcalde  á  soliálud  de  los  parientes 
debe  poner  dos  mujeres  buenas  á  lo  menos  que  asistan  al 
nacimiento  del  hijo  con  luz  y  sin  mas  concurrencia  que  la 
de  la  partera  ó  comadre ,  la  cual  ha  de  ser  bien  reconocida 
para  que  no  pueda  cometer  fraude.  Mas  la  ley  17,  tít.  G, 
Part.  6,  dicta  medidas  mas  minuciosas  y  severas.  Según 
ella,  la  viuda  que  se  sintiere  en  cinta  debe  hacerlo  saber  de 
quince  en  quince  dias  á  los  parientes  mas  próximos  de  su 
marido  hasta  que  envíen  personas  que  se  aseguren  de  su 
estado  ;  y  pueden  con  efecto  comisionar  á  cinco  buenas  mu- 
jeres que  le  reconozcan  el  vientre  de  manera  que  no  se  lo 
toquen  contra  su  voluntad  ,  como  asimismo  pedir  al  juez  que 
la  ponga  en  alguna  casa  honesta  donde  more  y  sea  vigilada 
hasta  que  para.  Treinta  dias  antes  del  parlo  debe  la  viuda 
dar  otro  aviso  á  los  parientes  para  que  envien  otra  vez  mu- 
jeres expertas  que  le  reconozcan  el  vientre.  Si  en  la  habit? 
cion  hubiere  muchas  entradas,  deben  cerrarse  todas  no  d*~ 
jando  mas  que  una,  en  cuya  puerta  pueden  aquellos  poner 
tres  hombres  y  tres  mujeres  con  dos  compañeros  y  dos  com- 
pañeras que  la  guarden  :  siempre  que  saliere  de  la  casa  ó 
habitación  para  el  baño  ú  otro  cualquiera  objeto  ,  deben  los 
guardadores  registrar  el  paraje  á  que  se  dirige  para  impe- 
dir que  haya  en  él  mujer  preñada,  niño  escondido  ú  otra 
cosa  capaz  de  causar  engaño  ;  y  cuando  quisiere  entrar  al  - 
guna  persona  en  la  casa  ó  habitación  donde  se  hallare  la 
viuda,  débenla  reconocer  de  manera  que  no  pueda  resollar 
fraude.  Cuando  la  viuda  esperimentare  las  señales  de  la 
aproximación  iN  parto ,  debe  avisar  otra  vez  à  los  parientes 
para  que  envien  á  "econocerla  de  nuevo  y  guardarla  si  qui- 
sieren; y  estando  ya  con  los  dolores  ,  no  ha  de  haber  en  la 
habitación  hombre  alguno,  mas  pueden  concurrir  hasta  diez 
mujeres  buenas  que  sean  libres  ,  y  hasla  seis  sirvientas  que 
no  esté  ninguna  de  ellas  preñada  ,  y  otras  dos  mujeres  ex- 
pertas que  la  ayuden  á  parir,  debiendo  haber  por  la  noche 
en  el  aposento  tres  luces  á  lo  menos  para  precaver  el  fraude 
que  pudiera  cometerse  en  la  oscuridad  ;  y  por  fin  luego  que 
nazca  la  criatura ,  debe  mostrarse  á  los  parientes  del  marido 
si  la  quisieren  ver. 

«  Seyendo  guardadas  estas  cosas,  concluye  diciendo  la 
ley  de  Partida,  en  la  mujer  de  que  fuese  dubda  si  era  pre- 
ñada ó  non,  heredará  el  lijo  que  nasciese  della  después  de 
la  muerte  de  su  marido  los  bienes  dél.  Et  si  esta  mujer  so- 
bredicha de  que  fuese  dubda  si  era  preñada  ó  non  ,  non  se 
quisiere  dejar  catar  el  vientre,  ó  non  quisiese  que  la  guar- 
dasen así  como  sobredicho  es,  ó  en  otra  manera  que  fuese 
guisada  el  usada  en  el  logar  do  vive ,  maguer  pariese  et  vi- 
viese el  fijo,  non  le  entregarien  de  los  bienes  del  muerto  ,  á 
menos  de  seer  probado  que  la  criatura  nasciera  della  en 
tiempo  que  podiera  seer  fijo  ó  fija  de  su  marido.  »  De  estas 
últimas  palabras  en  que  se  halla  concebida  la  ley,  aparece  : 

—  Io.  que  para  evitar  la  sospecha  de  suposición  de  parlo 
no  se  han  de  observar  precisamente  las  precauciones  que  la 
ley  contiene,  sino  cualesquiera  otras  que  se  acostumbren 
en  el  pais;  y  aun  bastarán  las  que  dicte  la  prudencia  del 
juez  según  las  circunstancias  á  petición  de  los  interesados  : 

—  2o.  que  observándose  eslas  ú  otras  precauciones  exigidas 
por  los  parientes  del  difunto,  el  hijo  será  tenido  por  legi- 
timo, aunque  nazca  pasados  diez  meses  desde  el  fallecimien- 
to :  —  3«.  que  resistiéndose  la  viuda  al  reconocimiento  do 
su  vientre  ó  á  la  custodia  de  su  persona  ,  no  por  eso  per- 
derá el  hijo  su  derecho  á  los  bienes  paternos,  con  tal  que  se 
pruebe  que  nació  de  ella  y  á  debido  tiempo  ,  esto  es,  dentro 
de  diez  meses  desde  la  muerte  del  marido.  Todavía  añaden 
los  autores  ,  que  si  la  viuda  dejare  de  denunciar  su  preñez 
á  los  parientes  del  marido  por  ignorancia  ó  inadvertencia  y 
no  por  malicia  ,  no  le  perjudicará  esta  omisión  á  ella  ni  á  su 
hijo.  Véase  Hijo  legitimo,  ns.  XI,  XII  y  XIII. 
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TV,  Si  á  los  ojos  de  cieria  secta  de  filósofos  y  fisiologistas 
no  es  el  feto  mas  que  una  parte  de  las  entrañas  de  la  madré, 
pars  visccrum  malris,  á  los  del  legislador  por  el  contrario 
es  un  ente  que  vive,  una  persona  que  luego  teudrá  necesi- 
dad de  bienes,  y  que  por  lo  tanto  se  considera  ya  con  sufi- 
ciente capacidad  para  adquirirlos  ,  á  lo  menos  de  derecho. 
Por  eso  el  hijo  concebido  se  reputa  nacido  cuando  se  trata 
de  su  interés  ;  y  por  eso  la  ley,  para  que  un  hijo  pueda  su- 
ceder á  sus  padres,  no  exige  que  haya  nacido  antes  de  la 
apertura  de  la  sucesión,  sino  que  tiene  por  bastante  el  que 
en  esta  época  se  halle  concebido ,  con  tal  que  después  nazca 
vivo  ,  viva  por  lo  menos  veinte  y  cuatro  horas  naturales 
contadas  desde  su  total  salida  del  vientre  de  la  madre .  sea 
baulhado,  y  salga  á  luz  en  tiempo  en  que  pueda  vivir  natu- 
ralmente, esto  es,  á  los  seis  meses  y  un  dia  cuando  menos 
después  de  celebrado  el  matrimonio ,  y  á  los  diez  meses 
cuando  mas  sin  locar  ni  un  solo  dia  del  undécimo  después 
de  disuelto;  pues  faltando  alguna  de  estas  cuatro  circuns- 
tancias, no  se  tendrá  el  parto  por  natural  y  legítimo  ;  ley  Ü, 
lit.  23,  Part,  h ,  y  ley  13  de  Toro,  ó  sea  "ley  2,  lit.  b',  lib. 
10,  Nov.  Rec.  Véase  Abortivo  ,  Hijo  legítimo  y  Paternidad. 

V.  El  postumo  pues  que  nace  y  reúne  dichas  circunstan- 
cias, es  heredero  forzoso  de  su  padre  por  testamento  y  ab 
intestato  ;  y  si  fué  preterido  ú  omitido  en  la  disposición  de 
última  voluntad  que  hizo  su  padre ,  por  no  estar  entonces 
todavía  concebido  ó  por  otra  cualquiera  razón  ,  quebrantará 
y  dejará  sin  efecto  el  testamento,  y  percibirá  toda  la  heren- 
cia estando  solo,  ó  la  parte  que  le  correspondiere  habiendo 
otros  hijos  legítimos  ;  leyes  17  y  19 ,  til.  2  ,  lib.  k  del  Fuero 
Juzgo;  ley  3,  til.  6,  lib.  3  del  Fuero  Real;  ley  20,  til.  i  ,  y 
ley  16 ,  lit.  6  ,  Part.  6  ;  y  ley  15  rie  Toro. 

VI.  Mas  ¿quedará  el  testamento  ,  en  este  caso,  absolu- 
tamente nulo ,  como  si  el  padre  no  lo  hubiese  otorgado'? 
¿se  conservarán  por  el  contrario  las  mandas  y  mejoras  que 
en  él  se  hubiesen  hecho?  Es  regla  general  establecida  por  ei 
derecho  romano  y  por  el  nuestro,  que  cuando  se  quebranta 
el  testamento  por  causa  de  preterición  ó  desheredación,  se 
conservan  los  legados  y  demás  disposiciones  que  no  sean 
institución  de  heredero.  Ex  causa  exhœredationis  vel  prœ- 
terilionis  (dice  la  Auténtica  Ex  causa,  C.  de  liber,  prœter. 
el  exhœr.)  irritum  est  teslamenlum  quantum  ad  institulio- 
nes,  cœlera  namquc  firma  permanent.  Lo  mismo  se  espresa 
en  la  Novela  1  lo ,  cap.  3,  donde  después  de  decir  el  empe- 
rador Justiniano  que  no  es  permitido  al  padre  ni  á  la  madre 
ni  á  los  ascendientes  preterir  ó  desheredar  á  sus  hijos  ó 
nietos  sino  por  las  justas  causas  que  en  seguida  enumera , 
concluve  disponiendo  que  si  los  padres  no  observan  lo  que 
deja  prevenido  se  rescindirá  el  testamento  en  cuanto  á  la 
institución  de  herederos  y  sucederán  los  hijos  ab  intestato, 
pero  que  si  en  tal  testamento  se  hubiesen  dejado  legados  ó 
fideicomisos  ,  ó  se  hubiese  dado  libertad  á  esclavos ,  ó  se 
hubiesen  nombrado  tutores  ,  todas  estas  cosas  y  demás  per- 
mitidas por  las  leyes  habrán  de  cumplirse  y  ejecutarse, 
como  que  en  esta  parte  no  queda  rescindido  el  testamento. 
Nuestras  leyes  de  Partidas  siguen  al  derecho  romano  : 
«  Otrosí  decimos  (dice  la  ley  7,  tít.  8  ,  Part.  6)  que  como 
quier  que  el  fijo  ó  el  nieto  que  fuese  desheredado  en  el  testa- 
mento lo  quebrantase  por  alguna  de  las  razones  sobredichas 
(esto  es,  por  causa  de  desheredación  sinjusto  motivo,  ó  por 
causa  de  preterición  ,  como  añade  Gregorio  López  en  las 
glosas  1  y  7),  con  lodo  eso  las  mandas  que  fueren  hi  escriptas 
et  las  libertades  que  fueren  hi  mandadas  ó  otorgadas  á  los 
siervos ,  non  se  menguan  nin  se  desatan  por  esta  razón.  » 
Por  fin  la  ley  l'i  de  Toro  ,  que  es  la  ley  8  ,  tít.  G ,  lib.  10 , 
Nov.  Rec,  ordena  que  :  «  Cuando  el  testamento  se  rompiere 
ó  anulare  por  causa  de  preterición  ó  exheredacion ,  en  el 
cual  oviere  mejoría  de  tercio  ó  quinto,  no  por  eso  se  rompa, 


ni  menos  deje  de  valer  el  dicho  tercio  é  quinto,  como  si  el 
dicho  testamento  no  se  rompiese.  » 

Algunos  autores  ,  y  entre  ellos  el  doctor  Llamas ,  preten- 
den que  la  disposición  de  todas  estas  leyes  debe  aplicarse 
solo  á  la  preterición  de  los  hijos  hecha  por  la  madre ,  y  no 
á  la  hecha  por  el  padre:  de  suerte  que  si  la  madre  pretiere 
ú  omite  al  hijo,  el  hijo  romperá  ó  rescindirá  su  tesfame..io 
en  cuanto  á  la  institución  de  heredero  y  no  en  cuanto  á  las 
mandas,  mejoras  y  demás  ;  pero  si  es  el  padre  quien  hace 
la  preterición  ,  el  hijo  preterido  romperá  y  anular,*  todo  el 
testamento  ,  asi  en  cuanto  á  la  institución  del  heredero  nom- 
brado como  en  cuanto  á  los  legados  y  demás  cosas  que  en 
él  se  contuvieren.  Fúndanse  :  —  Io.  en  las  leyes  1  y  17, 
lib.  23  ,  tít.  3  del  Digesto  ,  en  las  cuales  se  califica  de  nulo 
y  de  ningún  valor  el  testamento  en  que  el  padre  hubiese 
preterido  ú  omitido  al  hijo  que  estaba  bajo  su  potestad  ,  y  se 
exime  por  consiguiente  al  hijo  preterido  de  la  manumisión 
de  los  siervos  y  de  la  entrega  de  los  legados  :  —  2o.  en  la 
ley  10,  lit.  7,  y  en  la  ley  1,  tit.  8,  Part.  6,  en  las  cuales  se 
declara  que  non  vale  nin  es  nada  ,  et  por  ende  pues  que  non 
debe  valer  non  se  puede  quebrantar  el  testamento  en  que  el 
padre  estableciese  algún  estraño  ú  otro  su  pariente  por  su 
heredero  ,  no  haciendo  mención  de  su  hijo.  —  Mas  las  dis- 
posiciones de  la  Auténtica  y  de  la  Novela  que  hemos  citado, 
según  las  cuales  el  testamento  en  que  sin  causa  justa  se  des- 
heredan ,  pretieren  ú  omiten  los  hijos  es  írrito  en  cuanto  á 
la  institución,  pero  no  en  cnanto  á  las  demás  cosas  con- 
tenidas en  el  mismo  ,  son  absolutas  y  sin  escepcion  alguna; 
comprenden  también  la  preterición  hecha  por  el  padre  , 
pues  que  Sancimns,  dice,  non  licere penitus  palri  vel  matri, 
avo  vel  aviœ  ,  proavo  vel  proaviœ  suum  fiiium  vel  filiam ,  vel 
cœteros  liberas  prœlerire  aut  exhœredes  in  suo  faceré  testa- 
mento ,  nisi  forsan  probabuntur  ingrati,  etc.;  son  posteriores 
y  derogan  por  consiguiente  á  las  del  Digesto  ,  y  aun  se 
ñafian  corroboradas  por  el  derecho  pretorio  y  por  la  ley  2  , 
C.  de  bon.  posses.  contra  tabulas,  que  concediendo  á  los  hijos 
de  familia  preteridos  el  que  puedan  pedir  la  posesión  de  los 
bienes  contra  el  testamento ,  da  bastante  á  entender  que 
tenia  por  válido  el  testamento  en  que  el  hijo  de  familia  habia 
sido  preterido.  Por  lo  que  hace  á  las  leyes  de  Partida  en  que 
se  apoyan  los  adversarios ,  puede  decirse  que  solo  quieren 
sea  tenido  por  nulo  el  testamento  en  cuanto  á  la  institución  , 
pues  que  no  hacen  mención  de  las  mandas ,  y  que  si  efecti- 
vamente establecen  su  completa  nulidad  en  cuanto  á  los  dos 
estremos  ,  están  derogadas  en  esta  parle  por  la  ley  2'4  de 
Toro  que  mas  arriba  se  ha  copiado.  Es  también  favorable  á 
esta  doctrina  la  ley  1 ,  tít.  18,  lib.  10,  Nov.  Rec,  en  la  cual 
se  dispone  que  el  testamento  ordenado  en  la  forma  y  con  las 
calidades  que  el  derecho  requiere ,  valga  -en  cuanto  á  las 
mandas  y  demás  <;os¡>s  en  él  contenidas,  aunque  el  testador 
no  haya  nombrado  heredero  alguno,  y  aunque  el  nombrado 
no  quisiese  aceptar  la  herencia  :  la  ley  da  validez  al  testa- 
mento por  el  solo  hecho  de  haberse  otorgado  coa  la  solem- 
nidad que  la  misma  prescribe  ,  y  quiere  por  regla  general , 
que  se  cumpla  en  cuanto  cumplirse  pueda  ,  así  como  según 
el  derecho  pretorio  entre  los  Romanos  se  reputaba  por  válido 
todo  testamento  que  se  hallaba  autorizado  coa  los  sellos  de 
siete  testigos  :  debe  pues  llevarse  á  efecto  en  cuanto  á  lega- 
dos y  mejoras,  y  rescindirse  ó  modificarse  solamente  en 
cuanto  á  la  institución  de  herederos  el  testamento  en  que  el 
padre  hubiese  preterido  á  un  hijo.  Esta  opinion  ha  sido 
adoptada  por  Gregorio  López  ,  en  lasqlosas  íy  7  de  la  ley  7, 
tít.  8,  Part.  6  ;  por  Antonio  Gómez  ,  en  su  cornent,  á  la  ley 
2'l  de  Toro,  n.  5  ;  por  Tello,  en  el  suyo  ¿i  la  misma  ley,  n.  2,  - 
por  Velazquez  de  Avendaño,¿d.  n.  1;  por  Acevedo  y  Ma- 
lienzo,  en  la  ley  8,  til.  6,  ab.  3  cíe  la  Nueva  Recop.;  por 
GovarrubiâS,  in  cap.  Ruinulim,  g  6 ,  «.  4-,  de  teslaimnlis, 
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por  Ayllon  ,  ad  Gom.,  1  Variar.,  cap.  H,  n.  2 ,  y  por  otros 
muchos. 

Sentada  y  probada  ya  la  regla  general  de  que  por  causa 
de  preterición  del  hijo  hecha  por  el  padre  se  anula  el  testa- 
mento solamente  en  cuanto  á  la  institución  de  heredero  y  no 
en  cuanto  á  los  legados  y  demás  disposiciones  que  contenga , 
parece  natural  y  sencillo  aplicarla  indistintamente  tanto  al 
caso  de  que  la  preterición .  recaiga  sobre  el  hijo  postumo 
que  no  se  hallaba  mas  que  concebido  en  la  época  de  la 
muerte  del  padre  como  al  de  que  recaiga  sobre  el  hijo  que 
ya  entonces  había  nacido.  Vemos  sin  embargo ,  no  sin  al-  "- 
guna  sorpresa,  que  algunos  de  los  mismos  autores  que  sos- 
tienen como  regla  general  la  conservación  de  los  legados  y 
mejoras  cuando  se  quebranta  ó  anula  el  testamento  por  pre- 
terición del  hijo  ,  la  limitan  luego  al  hijo  ya  nacido  ,  y  la 
desechan  con  respecto  al  hijo  postumo  y  aun  al  nacido 
cuya  existencia  ignoraba  el  padre  al  tiempo  de  otorgar  su 
testamento  ;  porque  debe  presumirse,  según  dicen  ,  que  si 
el  padre  hubiese  sabido  ó  pensado  que  tenia  ó  dejaba  pro- 
creado un  hijo  no  habría  hecho  mandas  sino  que  de  todo 
habría  dispuesto  en  favor  suyo.  ¡Rara  presunción  por  cierto! 
Nos  presentan  un  padre  haciendo  mandas  cuando  tiene  un 
hijo  conocido,  y  presumen  que  no  las  haria  en  perjuicio  de 
un  hijo  ignorado.  Son  válidas  las  mandas  que  hace  un  pa- 
dre, aun  cuando  tiene  hijos  à  quienes  ama  tiernamente 
con  tal  que  no  les  disminuyan  sus  legítimas  ;  y  no  quieren 
que  lo  sean  cuando  tiene  hijos  á  quienes  ni  ama  ni  aborrece, 
pues  que  ignora.su  existencia  !  No  nos  detendremos  en  com- 
batir esta  escepcion  con  que  Antonio  Gómez  trata  de  limitar 
y  ceñir  la  citada  ley  2'1  de  Toro;  ley  absoluta  y  general; 
ley  que  no  se  contrae  á  hijos  nacidos  ó  por  nacer,  á  hijos 
sabidos  ó  ignorados  ,  sino  que  abraza  todas  y  cualesquiera 
pretericiones  :  ni  tampoco  iremos  en  pos  de  las  restricciones 
que  á  esta  misma  escepcion  ponen  otros  autores  ,  pues  que 
nos  parece  que  absolutamente  y  del  todo  debe  desecharse. 
Todavía  combinando  la  ley  20,  tít.  I,  con  la  i ,  tít.  8,  Part.  6, 
resultan  razones  mas  fuertes  en  favor  de  la  conservación  de 
los  legados  cuando  quebranta  el  testamento  por  preterición 
el  hijo  postumo  que  cuando  lo  anula  por  la  propia  causa  el 
hijo  que  al  tiempo  de  su  otorgamiento  habia  ya  nacido. 
Pero  es  superfiuo  buscar  nuevos  argumentos  para  probar 
que  el  hijo  postumo  no  rompe  ó  rescinde  el  testamento  pa- 
terno en  que  ha  sido  preterido  sino  por  lo  que  hace  á  su 
legítima  ,  pues  que  tenemos  una  ley  que  espresamente  asi 
lo  decide;  ley  que  no  ha  sido  tomada  en  cuenta  por  ninguno 
de  los  autores  que  hemos  recorrido  ,  y  que  á  nuestro  modo 
de  ver  corta  toda  disputa.  Tal  es  la  ley  19  ,  tít.  2,  lib.  '(  del 
Fuero  Juzgo ,  en  la  cua'  se  establece,  entre  otras  cosas, 
que  si  el  marido  que  muere  dejando  la  mujer  preñada  hu- 
biese dispuesto  de  todos  sus  bienes  á  favor  de  otras  cuales- 
quiera personas  ,  por  creerse  sin  hijos  ,  tomará  el  postumo 
las  tres  cuartas  parles  de  dichos  bienes,  y  la  otra  parte 
que  resta  se  destinará  á  las  personas  referidas  :  Quum  vir 
prœvenlus  sorte  fatali,  fœlu  gravidam  cum  filiis  rclinquit 
uxorem ,  cum  qui  nascetur  postmodum  cuín  cœleris  qui  nali 
sunt,  ftcri  ccnsemus  hœredem.  Quàd  si  nusquam  forte  reli- 
querit  sobolem  ,  et  suam  quibuslibel  donaverit  facullatem , 
querría  rerum  eisporlio  divídanla  servetur  ;  tres  vero  parles^ 
quai  supersunt ,  poslhumus  absque  dubio  sortielur.  AcoiSO-  v 
dando  pues  esta  ley  á  los  tiempos  presentes  en  que  el  padre 
que  tiene  hijos  nacidos  ó  concebidos  no  puede  disponer  por 
testamento  en  perjuicio  de  ellos  sino  solo  de  la  quinta  parto 
de  sus  bienes,  percibirá  el  postuma  siendo  único,  ó  en  union 
con  los  demás  hijos  si  los  hubiere,  las  cuatro  quintas  partes 
de  la  herencia  paterna  ,  y  la  otra  quinta  se  repartirá  entre 
las  personas  agraciadas  por  el  difunto  en  proporción  de  lo 
que  á  cada  uno  se  hubiere  dejado ,  hecha  la  deducción  de 


los  gastos  que  corresponden  al  quinto  y  se  indican  en  el 
artículo  Leqílhna. 

VIL  El  postumo  no  puede  ser  desheredado  ,  pues  para  ello 
se  requiere  haber  llegado  á  la  edad  de  diez  años  y  medio  y 
haber  incurrido  en  alguna  de  las  causas  que  prescribe  la  ley. 
Así  pues ,  si  un  padre  llevase  su  capricho  al  estremo  de 
desheredar  al  hijo  que  su  mujer  llevaba  en  el  vientre,  la 
desheredación  seria  nula  y  el  hijo  al  nacer  quebrantaría  el 
testamento  paterno  en  este  punto  ,  dejándolo  empero  salvo 
y  estable  en  los  demás  que  contuviese,  según  aparece  de  las 
leyes  romanas  y  españolas  que  en  el  número  anterior  que- 
dan citadas. 

VIII.  El  postumo  es  heredero  ,  como  cualquiera  otro  le- 
gítimo ,  no  solamente  de  su  padre,  sino  también  faltando 
el  padre,  de  su  abuelo,  bisabuelo  y  demás  ascendientes, 
con  tal  que  hubiese  nacido  ó  estuviese  á  lo  menos  concebido 
en  vida  del  abuelo,  bisabuelo  ú  otro  ascendiente  de  cuya 
sucesión  se  trata  ;  pues  si  todavía  no  existiese  ni  aun  en  el 
vientre  de  su  madre  al  tiempo  de  la  apertura  de  la  sucesión, 
no  podría  reemplazar  al  difunto  ,  ni  recoger  sus  bienes,  ni 
adquirir  ni  ejercer  sus  derechos,  ni  seria  tampoco  pariente 
suyo ,  porque  la  nada  no  es  capaz  de  nada  y  el  que  no  existe 
no  puede  tener  calidades  :  Non  cnlis  nullœ  sunt  qualilates. 
Esta  doctrina  se  halla  espresamente  consignada  en  el  dere- 
cho romano  :  Licct  post  morían  avi  natus  sit  (dice  Justi- 
niano ,  Inst.,  lib.  3,  tít.  i,  %  8,  hablando  del  nieto),  lamen 
avo  vivo  conceplus,  morluo  paire  ejus,....  suus  (avi)  hceres 
efficilur.  Plané  si  et  conceplus  el  nalus  fuerit  post  morlem 
avi ,  morluo  paire  sito  ,....  suus  hceres  avo  non  existet,  quia 
nullo  jure  cognationis  parlan  .sui  patris  alligil.  La  ley  6, 
tít.  3,  lib.  28  del  Dig.,  habia  ya  establecido  anteriormente 
que  el  nieto  no  pudiera  suceder  ab  intestato  á  su  abuelo  sino 
en  el  caso  de  que  al  tiempo  del  fallecimiento  de  este  se 
hallase  ya  concebido  :  sed  hœc  ita  ,  dice ,  si  avi  morlis  tem- 
pore  in  ulero  nepos  fuit;  cœlerùm  si  postea  conceplus  fuit, 
Marcelltts  scribit  nec  ul  suum ,  nec  ut  nepotem ,  aul  cognalum 
ad  hœreditatem  vel  bonorum  possessionem  posse  admrlli. 
La  ley  en  efecto  defiere  la  sucesión  de  un  difunto  á  sus 
parientes  mas  próximos ,  y  la  defiere  precisamente  en  el  acto 
de  fallecer  el  difunto ,  porque  no  quiere  que  los  bienes  de  la 
herencia  permanezcan  sin  dueño  ni  que  su  propiedad  quede 
en  suspenso  indefinidamente  :  la  defiere  pues  ,  no  á  los  pa- 
rientes futuros  sino  á  los  parientes  que  existan  al  tiempo 
de  su  apertura ,  esto  es  ,  al  tiempo  de  la  muerte  del  que  la 
deja  ;  á  los  parientes  que  sean  capaces  de  recogerla  en  el 
acto,  y  no  á  los  que  puedan  venir  dentro  de  uno  ,  de  dos, 
de  diez  ó  de  treinta  años ,  aunque  si  existiesen  al  tiempo  de 
la  apertura  tuvieran  mejor  derecho.  Este  principio  nos  viene 
ya  desde  la  ley  de  las  xn  Tablas  :  Non  omnibus  simul 
agnalis,  dice  Gayo,  dat  lex  xa  Tabularían  hœrcdilalem , 
sed  liis  qui  lune  cuín  cerlum  est  aliquan  intestato  decessisse, 
próximo  grada  sunt  ;  y  se  encuentra  sancionado  por  Justi- 
niano  en  sus  Instituciones  (  lib.  3  ,  til.  1  ,  §  7  )  :  Cüm  aulem 
quecritur,  dice  ,  an  quis  suus  hœres  cxislere  possit,  eo  tem- 
pore  quœraidum  est,  quo  cerlum  est  aliquém  sine  testamento 
decessisse.  Vérnosle  también  adoptado  en  el  código  civil  de 
Francia  ,  cuyo  artículo  723  establece  ,  que  para  suceder  es 
necesario  existir  al  tiempo  de  la  apertura  de  la  sucesión , 
y  que  es  por  tanto  incapaz  de  suceder  el  que  todavía  no  ha 
sido  concebido.  Sostiénele  por  fin  Antonio  Gómez  en  el  libro 
primero  do  sus  Varias  resoluciones,  cap.  1  ,  n.  8  y  9,  afir- 
mando que  está  admitido  por  la  opinion  común  de  los  doc- 
tores. 

Así  pues  ,  si  Pedro  renuncia  la  sucesión  de  su  padre ,  ó  ea 
cscluido  de  ella  por  causa  do  indignidad  ,  ó  es  desheredado 
por  justa  causa,  pasará  la  herencia,  en  defecto  de  otros  hi- 
jos del  difunlo ,  á  sus  ascendientes  ó  colaterales;  y  si  Pedro 
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después  tiene  un  hijo  que  no  estaba  todavía  concebido  en  la 
época  de. la  apertura  de  la  sucesión,  no  podrá  este  hijo  pe- 
dir los  bienes  hereditarios  de  su  abuelo  á  las  personas  que 
los  obtuvieron,  aunque  la  línea  de  los  descendientes,  cual- 
quiera que  sea  el  grado  en  que  estos  se  hallen ,  se  prefiere 
siempre  à  los  ascendientes  y  colaterales;  porque  aquellas 
personas  obtuvieron  los  bienes  de  un  modo  irrevocable  como 
parientes  mas  próximos  que  entonces  eran  del  difunto,  como 
parientes  que  la  ley  llamaba  no  para  entregarles  la  herencia 
en  depósito  y  administración  hasta  que  con  el  tiempo  na- 
ciese un  sucesor  de  mejor  linea,  sino  p'ara  dársela  de  pre- 
sente en  plena  propiedad  sin  condiciones  y  sin  sujeción  á  la 
eventualidad  de  acontecimientos  posteriores,  Decir  como 
dicen  algunos  autores,  que  el  derecho  que  tienen  los  parien- 
tes mas  próximos  al  abrirse  la  sucesión  es  un  derecho  in- 
cierto hasta  tanto  que  se  sepa  con  seguridad  que  no  ha  de 
haber  otro  pariente  de  igual  ó  mayor  prerogativa ,  ó  que 
aun  cuando  sea  real  y  verdadero  lo  revocará  y  se  lo  quitará 
por  el  hecho  de  nacer  un  descendiente  la  ley  que  da  á  los 
descendientes  las  herencias  de  los  ascendientes,  es  querer 
dar  á  todas  ó  á  casi  todas  las  sucesiones  el  carácter  de  pro- 
visionales é  interinas ,  hacer  precaria  la  posesión  de  los  bie- 
nes que  las  constituyen  ,  revestirá  los  herederos  de  la  triste 
calidad  de  propietarios  amovibles,  ponerles  siempre  á  la 
vista  el  peligro  de  quedar  reducidos  á  la  clase  de  herederos 
cesantes,  contrariar  el  espíritu  de  las  leyes  que  por  dar  es- 
tabilidad y  firmeza  á  la  propiedad  han  inventado  el  sistema 
de  las  prescripciones  ,  y  crear  derechos  en  un  tiempo  para 
destruir  derechos  legalmente  adquiridos  en  otro. 

Mas,  aunque  los  nietos  y  demás  descendientes  hayan 
sido  concebidos  después  de  la  muerte  de  los  abuelos,  pasan 
sin  embargo  à  ellos  todos  aquellos  derechos  que  pertenecen 
ó  están  acordados  mas  bien  á  la  familia  que  á  las  personas. 
Tales  son  : — Io.  los  honores,  dignidades,  patronatos  y 
demás  prerogativas  y  derechos  que  no  forman  propiamente 
la  herencia  :  —  2o.  los  contratos  en  que  son  llamados  por 
el  abuelo  sus  descendientes ,  como  el  enfitéusis  :  —  3o.  los 
retractos  legítimos  ó  de  abolengo;  pues  si  el  abuelo  deja 
entre  sus  bienes  una  casa  que  después  el  hijo  llegare!  ven- 
der, podrá  retraerla  ó  lomarla  por  el  tanto  el  nieto,  cual- 
quiera que  sea  la  época  en  que  hubiere  nacido  :  —  h°.  la 
sustitución  fideicomisaria,  en  que  el  teslador  que  tiene 
v.  gr.  dos  hijos  los  instituye  herederos  con  el  gravamen  de 
que  á  la  muerte  del  uno  se  entregue  la  herencia  al  otro; 
pues  si  el  que  muera  primero  dejare  hijos,  estos  escluirán 
al  sustituto  y  se  llevarán  la  herencia  de  su  abuelo  ,  aunque 
su  Concepción  haya  sido  posterior  al  fallecimiento  del  mismo 
abuelo  que  hizo  la  sustitución  ;  ley  10 ,  til.  U ,  Parí.  6  :  — 
5o.  la  sucesión  en  los  mayorazgos ,  hayan  sido  constituidos 
por  contrato  entre  vivos  ó  por  última  voluntad;  pues  si  el 
fundador  llama  v.  gr.  al  hijo ,  y  después  aL  nieto ,  y  así  á  los 
demás  descendientes  por  orden  sucesivo  ,  todos 'habrán  de 
ser  admitidos  por  su  orden  al  mayorazgo,  aunque  nacidos  y 
concebidos  después  de  la  muerte  del  fundador. 

IX.  Se  ha  dicho  al  principio  de  este  artículo ,  que  no  solo 
se  llama  póslumo  el  que  nace  después  de  la  muerte  de  su 
padre,  sino  también,  en  un  sentido  mas  estenso  é  impro- 
pio ,  el  que  nace  despues  que  el  padre  hizo  su  último  testa- 
mento ,.  según  sienta  la  ley  20,  tít.  1 ,  Part.  6. 

El  hijo  que  nace  despues  que  su  padre  hizo  testamento , 
rompe  y  rescinde  el  testamento  si  en  él  fué  preterido  ú 
omitido,  ley  20  ,  til.  -1 ,  Parí.  6,  con  tal  que  reúna  en  su 
nacimiento  las  circunstancias  de  nacer  vivo  todo,  de  parto 
natural  y  legitimo  ,  vivir  veinte  y  cuatro  horas  ,  y  ser  bau- 
tizado, como  exige  la  ley  13  de  Toro  para  que  no  tenga  la 
calidad  de  abortivo.  Pero  si  naciere  y  muriere  también  en 
vida  de  su  padre,  recobra  ¡pso  jure  su  antiguo  valor  y  fuerza 
el  testamento  por  el  hecho  de  la  muerte ,  ya  sean  eslraños  ó 


forzosos  los  herederos  que  en  él  hubieren  sido  instituidos; 
porque  habiendo  sido  válido  en  su  principio  el  testamento 
vuelve  naturalmente  ásu  anterior  estado,  removida  la  causa 
de  su  quebrantamiento  ó  rescision.  Esta  doctrina  está  admi- 
tida comunmente  por  nuestros  autores,  como  apoyada  en  la 
razón  y  en  la  ley  12,  til.  3,  lib.  28  del  Digeslo,  que  dice 
así  :  Posthiimus  prœterilus  ,  vwo  teslalore  nalus  descessil  : 
licèl  juris  serupulositale  ,  nimiaque  sublililate  teslamentum 
ruplum  vtüeatur ,  allanten  si  signalum  fueril  teslamentum, 
-bonortim  possessionem  secundum  tabulas  accipere  lucres 
scriplus  polest,  remque  obtinebit,  ut  el  divus  Hadrianus  et 
imperalor  noster  rescripserunl. 

HIJO  de  bendición.  El  hijo  habido  de  legítimo  matri- 
monio. 

KIJO  de  ganancia.  El  hijo  habido  de  barragana  ó  con- 
cubina. «  El  nombre  de  barragana  se  tomó  (según  dice  la 
ley  1 ,  tít.  14,  Part.  U)  de  dos  palabras,  de  barraque  es  de 
arábigo ,  que  quier  tanto  decir  como  fuera,  el  gana  que  es 
de  ladino  (de  romance  ó  castellano  antiguo)  que  es  por  g-a- 
nancia  :  et  estas  dos  palabras  ayuntadas  en  uno  quieren 
tanto  decir  como  ganancia  que  es  fecha  de  fuera  de  manda- 
miento de  eglesia  :  et  por  ende  los  que  nascen  de  tales  mu- 
jeres son  llamados  fijos  de  ganancia.  »  Es  pues  hijo  de  ga- 
nancia ,  no  cualquiera  ilegítimo,  sino  precisamente  el  hijo 
natural,  habido  entre  soltero  y  soltera  que  podian  casarse 
entre  sí  al  tiempo  de  la  concepción  ,  porque  entre  personas 
que  lenian  impedimento  dirimente  de  matrimonio  no  podía 
haber  barraganía. 

HIJO  de  familias.  El  hijo  que  se  halla  bajo  la  potestad 
de  su  padre ;ley  12  ,  til.  17,  Parí.  ¡i.  Véase  Valria  potestad. 

HIJO  emancipado.  El  hijo  que  ha  salido  de  la  potestad 
de  su  padre.  Véase  Emancipación. 

HIJO  adoptivo.  El  que  uno  ha  prohijado  ó  recibido  como 
hijo  suyo,  aunque  naturalmente  no  lo  sea,  dándole  ciertos 
derechos  civiles  de  hijo  legítimo,  en  la  forma  establecida 
por  las  leyes;  til.  16,  Parí.  h.  V ease  Adopción,  Adopción 
especial  y  Arrogación. 

HIJOS  de  traidores.  Según  la  ley  2,  tít.  2,  Part.  7,  y  la 
ley  1 ,  tít.  7,  lib.  12  ,  Nov.  Rec,  lodos  los  hijos  varones  del 
que  hubiere  hecho  traición  al  rey  ó  al  reino  quedan  notados 
con  la  mancha  de  infamia  perpetua ,  de  manera  que  nunca 
podrán  tener  honra  de  caballería ,  dignidad  ni  oficio  público, 
ni  percibir  herencias  ó  mandas  de  parientes  ó  eslraños;  y 
las  hembras  solo  podrán  heredar  hasta  la  cuarta  parte  de 
los  bienes  de  su  madre  :  «  et  esto  es ,  dice  la  citada  ley  2  , 
porque  non  debe  home  asmar  (juzgar  ó  presumiry'que  las 
mujeres  ficiesen  traición ,  nin  se  metiesen  á  esto  tan  de 
lijero  á  ayudar  á  su  padre  como  los  varones;  et  por  ende 
non  deben  sofrir  tan  grant  pena  como  ellos.  » 

Mas  ¿cuáles  son  los  hijos  que  por  la  traición  del  padre 
.  incurren  en  dichas  incapacidades?  ¿Son  los  hijos  nacidos 
antes  del  delito, ó  los  nacidos  despues?  Si  atendemos  á  las 
primeras  palabras  de  la  ley,  parece  que  deben  serlo  unos  y 
otros  ,  pues  que  la  ley  dice  :  todos  sus  hijos;  y  si  solo  toma- 
mos en  cuenta  las  últimas  en  que  se  da  razón  de  la  pena, 
no  parece  que  puedan  entenderse  sino  los  hijos  que  ya  vi- 
vían al  tiempo  de  la  traición  y  podian  tener  parte  en  ella. 
Sin  embargo,  la  ley  6  ,  tít.  27,  Part.  2 ,  después  de  imponer 
la  pena  de  muerte,  confiscación  de  bienes  y  demolición  de> 
sus  casas  al  que  hiciese  traición  en  que  el  rey  fuese  muerto 
ó  preso.,  y  de  condenar  á  destierro  perpetuo  del  reino  á  sus 
descendientes,  declara  que  esta  pena  del  destierro  no  debe 
aplicarse  á  los  hijos  procreados  antes  de  la  perpetración  del 
delito,  sino  solo  á  los  que  el  traidor  tuviere  después  en  caso 
do  conservar  la  vida ,  dando  por  razón  de  esta  diferencia 
que  siempre  que  se  impone  pena  á  los  hijos  por  ra/.on 
del  padre  se  ha  de  entender  precisamente  de  los  h^os  ha- 
bidos después  del  crimen   y  no  de  los  habidos  antes  ,  por- 
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que  aquellos  y  no  estos  proceden  de  sangre  inficionada  : 
«  Pero  esto  non  se  entiende,  dice  la  ley,  de  los  fijos  que 
hobieren  fechos  ante  que  errasen  ,  mas  cíe  los  que  después 
ficiesen  seyendo  ellos  (los  traidores)  de  tan  malaventura  que 
fincasen  vivos  ;  ca  los  derechos  que  fallaron  los  antiguos  de 
España  en  todas  las  cosas  allí  do  pusieron  pena  á  los  fijos 
por  razón  del  padre,  siempre  guardaron  esto  que  non  hu- 
biesen pena  los  que  ante  habian  quel  fecho  malo  ficiesen , 
fueras  ende  si  fuesen  aparceros  con  él  en  el  yerro  :  et  á  los 
otros  que  metieron  en  la  pena  fué  porque  los  ficiera  después 
que  estaba  pozoñado  del  mal  que  habie  fecho  temiéndose 
que  en  alguna  sazón  recudirien  á  aquello  mismo.  »  En  vista 
de  tal  declaración,  parece  que  no  debe  haber  duda  de  que 
los  hijos  que  por  causa  de  la  traición  del  padre  incurren  en 
las  incapacidades  á  que  los  condena  la  ley  2 ,  tít.  2  ,  Part.  7, 
son  los  habidos  después  del  crimen  y  no  los  concebidos 
antes. 

Las  dos  citadas  leyes ,  esto  es ,  la  2 ,  tit.  2 ,  Part.  7,  y  la 
6,  tít.  27,  Part.  2,  presentan  todavía  algunas  dificultades  y 
cuestiones  con  respecto  al  punto  que  nos  ocupa  ;  pero  es  ya 
escusado  ventilarlas  y  decidirlas.  En  el  dia  ninguna  pena  es 
trascendental  á  la  familia  del  que  la  sufre,  ni  aun  en  los 
delitos  de  traición  ó  lesa  majestad  según  el  art.  303  (que  rige 
como  decreto)  de  laConst.  de  1812;  y  ademas  está  abolida 
la  confiscación  por  el  art.  10  de  la  Const.  de  1837  :  de  ma- 
nera que  han  cesado  ya  tanto  la  infamia  de  que  antes  que- 
daban cubiertos  los  hijos  de  los  traidores ,  como  la  incapaci- 
dad que  tenian  para  heredar  y  recibir  legados.  Este  princi- 
pio de  que  nadie  sino  el  delincuente  debe  haber  pena  estaba 
ya  consignado  en  la  ley  8 ,  tít.  1 ,  lib.  6  del  Fuero  Juzgo  : 
«  Todos  los  pecados ,  dice ,  deven  seguir  á  aquellos  que  los 
facen.  Assi  que  el  padre  non  sea  penado  por  el  fiio ,  ni  el 
fiio  por  el  padre,  ni  la  muier  por  el  marido ,  ni  el  marido 
por  la  muier,  ni  el  ermano  por  el  ermano,  ni  el  vizino  por 
el  vizino,  ni  el  pariente  por  el  pariente  non  sea  penado; 
mas  aquel  solo  sea  penado  que  fizier  el  pecado  y  el  pecado 
muera  con  él;  é  sus  fiios  ni  sus  erederos  non  sean  temidos 
por  ende.  »  Omnia  crimina,  dice  el  texto  latino,  suos  se- 
quanlur  auclores ,  nec  pater  pro  filio  ,  nec  füius  pro  paire , 
nec  uxor  pro  marilo  ,  nec  marilus  pro  uxore,  nec  fraler  pro 
fratre,  nec  vicinus  pro  vicino ,  nec  propinquus  pro  pro- 
pinquo-,  ullam  calumniam  perümescant  :  sed  Ule  solus  ju- 
dicelur  culpabilis  qui  culpanda  commisiti  et  crimen  cunv 
illo  qui  fecerit ,  morialur;  nec  successores  ,  au l  hœredes  pro 
/ "aclis  par entum  ullum  periculum  perlimcseant. 

HIJUELA.  El  instrumento  que  se  da  á  cada  uno  de  los 
herederos  del  difunto  por  donde  constan  los  bienes  y  alhajas 
que  les  tocan  en  la  partición  de  la  herencia;  —  y  también 
el  conjunto  de  los  mismos  bienes  que  tocan  á  cada  uno. 

HIPOTECA.  Un  derecho  real  que  tiene  el  acreedor  so- 
bre los  bienes  del  deudor  que  se  hallan  sujetos  por  la  ley  ó 
por  el  hombre  al  pago  ó  cumplimiento  de  la  deuda  ú  obliga- 
ción contraída  :  —  el  contrato  por  el  cual  uno  sujeta  sus 
bienes  para  seguridad  del  cumplimiento  de  una  obligación 
propia  ó  ajena  :  —  y  la  misma  cosa  ó  finca  que  queda  ligada 
y  afecta  ala  seguridad  y  saneamiento  del  crédito  ú  obligación. 

Naturaleza  de  la  hipoteca,  causas  que  la  producen , 
y  bienes  sobre  que  puede  recaer. 

I.  La  voz  hipoteca  es  griega  y  gramaticalmente  significa 
suposición  en  el  sentido  que  esta  palabra  tiene  en  latin ,  según 
c\cua\  supposilio  es  la  acción  y  efecto  de  poner  una  cosa  de- 
bajo de  otra  ó  de  sustituirla  ó  añadirla  ó  empeñarla;  de 
suerte  que  atendiendo  á  la  etimología,  hipoleca  viene  á  ser 
lo  mismo  que  cosa  puesta  pora  apoyar,  sostener  y  asegurar 
nna  obligación:  llypolUeca  autem  (dice  Calvino  en  su 
Lexicón  juris)  vi  ipsa  supt;osilionem  significal '  ;  ul  sil  res 
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oblhiaUoni  snpposita  ,  nihilque  in  co  verlo,  ni.û  supposilio 
el  ne.rus  inlellitjal'ir. 

La  hipoteca  se  confunde  á  veces  con  la  prenda  no  solo  por 
los  autores  sino  también  por  las  leyes;  y  así  es  que  el  código 
de  las  Partidas  trata  promiscuamente  de  una  y  otra  designán- 
dolas con  el  nombre  común  de  peños  en  el  título  15  de  la 
Partida  quinta.  La  hipoleca  y  la  prenda  convienen  con  efecto: 
—  Io.  en  queambas  se  conceden  á  los  acreedores  para  mayor 
seguridad  de  sus  créditos  :  —  2o.  en  que  así  la  una  como  la 
otra  consisten  en  un  derecho  sobre  una  cosa  para  el  cero  de 
que  no  se  pague  la  deuda  :  —  5o.  en  que  ninguna  de  las  des 
puede  empeñarse  á  otro  acreedor  en  perjuicio  del  primero. 
Pero  se  diferencian  :  —  Io.  en  que  la  prenda  consiste  regu- 
larmente en  cosas  muebles  y  la  hipoteca  en  raices:  —  2o.  en 
que  la  hipotecase  constituye  sin  tradición  ,  pues  que  la  cosa 
hipotecada  queda  en  poder  del  deudor;  y  la  prenda  no  so 
constituye  sino  mediante  tradición,  pues  que  la  cosa  empe- 
ñada ó  prometida  en  prenda  se  entrega  al  acreedor.  Ihler 
pignus  et  hypothecam  differenlia  est  (  dice  Justiniano,  Inst. 
lib.  tí,  tít.  6  ,  §  7),  nam  pignoris  appcllalione  cam  propriè 
rem  contineri  dicimus  quee  simul  eliam  tradilur  credilnri , 
maxime  simobilis  sit:  al  eam  quœ  sine  tradilionc  nuda  con- 
venlione  tenetur,  propriè  hxjpolhccœ  appcllalione  contineri 
dicimus. 

II.  La  hipoteca  en  su  principal  acepción  es,  como  hemos 
dicho ,  un  derecho  real ,  un  derecho  en  la  cosa  sobre  que  se 
constituye  ,jus  in  re ,  un  derecho  que  consiste  en  dar  facultad 
al  .acreedor  para  hacer  vender,  en  defecto  de  pago,  la  cosa 
hipotecada  y  ser  satisfecho  del  precio  que  produzca  con  pre- 
lacion  á  los  acreedores  de  interior  grado.  Mas  no  es  este  de- 
recho í  como  lo  es  el  de  las  servidumbres,  una  fracción  ó 
desmembramiento  de  la  propiedad  ,  pues  que  no  limita  ni 
restringe  su  goce  en  manos  del  propietario  :  es  solamente  un 
derecho  real  en  cnanto  la  finca  hipotecada  está  ligada  y 
afecta  al  pago  del  crédito  que  la  sigue  como  si  fuera  su 
sombra  ,  como  cosa  que  va  pegada  ó  inherente  á  ella. 

III.  La  hipoteca  es  indivisible  por  su  naturaleza ,  y  subsiste 
por  entero  en  todos ,  en  cada  uno  y  en  cada  parte  de  los 
bienes  gravados  :  Tota  est  in  loto,  el  tota  in  qualibet  parle. 
Así  es  que  si  tú  falleces  dejando  una  ó  mas  fincas  hipoteca- 
das por  cien  mil  reales,  y  uno  de  tus  herederos  pagare  su 
cuota  de  esta  deuda,  quedará  no  obstante  obligada  por  el 
resto  la  finca  ó  la  parte  de  finca  que  este  mismo  heredero 
tuviere  ,  corno  igualmente  la  que  tuviere  cualquiera  de  los 
otros.  Pero  esta  indivisibilidad  no  es  de  esencia  de  la  hipo- 
teca ,  sino  solo  de  su  naturaleza  ;  y  así  es  que  pueden  modi- 
ficarse masó  menos  sus  efectos  mediante  pacto  ó  convención. 

IV.  Como  la  hipoteca  es  un  derecho  real  que  se  constituye 
sobre  las  cosas  del  deudor  para  seguridad  de  la  deuda  ú 
obligación  ,  se  sigue  de  aquí  necesariamente,  que  para  que 
haya  hipoteca  es  indispensable  que  haya  también  una  obli- 
gación ó  deuda ,  pues  que  sin  cosa  principal  no  puede  haber 
cosa  accesoria  :  de  suerte  que  si  la  obligación  para  cuya 
seguridad  se  dio  la  hipoteca  ,  ó  no  existia  ó  se  rescindió  ó 
anuló  por  cualquiera  causa,  no  tuvo  tampoco  lugar  la  hipo- 
leca  ó  dejó  de  existir  al  mismo  tiempo;  y  todas  las  demás 
causas  que  estingan  la  obligación  principal,  producirán 
igualmente  la  estincion  de  la  hipoteca.  Mas  por  el  contrario, 
puede  muv  bien  no  haber  sido  válida  la  hipoteca  desde  su 
principio,  ó  haber  sido  remitida  después,  ó  dejar  de  existir 
por  otras  causas ,  y  ser  válida  sin  embargo  la  obligación 
principal  y  sobrevivir  á  la  hipoteca;  porque  si  lo  accesorio 
no  puede  subsistir  sin  lo  principal ,  puede  al  contrario  con- 
cebirse un  principal  sin  accesorio. 

V.  La  hipoteca  puedo  tener  lugar  por  cualquiera  especie 
de  deuda  ú  obligación,  como  v.  gr.  por  la  çoe  resulta  del 
mutuo  ó  préstamo  ,  de  la  dote,  de  la  compr'  y  venta  ,  del 
arrendamiento  ó  del  mandato;  así  por  la  obligación  pura  y 
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simple  ó  absoluta  como  por  la  condicional  ó  á  día  cierto, 
con  tal  que  se  cumpla  la  condición  ;  así  por  la  que  se  contrae 
de  presente  ó  se  contrajo  ya  en  tiempo  pasado  como  por  la 
que  se  piensa  contraer  en  lo  futuro  ;  no  solo  por  todo  el  im- 
porte de  la  deuda  sino  también  por  una  parte  de  ella;  tanto 
por  la  obligación  civil  como  por  la  meramente  natural ,  y  en 
lin  sea  por  la  propia  ó  por  la  ajena  :  Res  hypothecœ  dar  i 
posse  sciendum  est  (dice  la  ley  5,  tít.  1,  lib.  20  del  Dig.  ) 
pro  quacumque  obligations  ;  sive  mutua  pecunia  dalur,  sive 
dos,  ske  omptio  vel  vendilio  conlrahalur,  vcl  eliam  localio  et 
condticlio,  vcl  mandalum  ;  et  sive  pura  est  obligalio ,  vcl  in 
diem,  vel  sub  condilione,  el  sive  in  prcesenti  contraclu,  sive 
etiam  prœccdat  :  sed  et  futur  ce  obligalionis  nomine  dari  pos- 
sunl  ;  sed  et  non  ( solùm )  solvendœ  omnis  pecuniw  causa-, 
veritm  eliam  departe  ejus  ;  el  vel  pro  civili  obligalione  ,  vel 
honoraria  ,  vel  tanlüm  naturali  :  sed  (el)  in  condilionoli 
obligatione  non  alias  obliganlur,  nisi  condilio  axlileril.... 
Daré  autem  quis  hypolhecam  polest ,  sive  pro  sua  obligatione, 
sive  pro  aliena.  Véase  Fianza,  §  1,  ns.  V,  VI,  VM,  VIIÍ ,  IX 
y  X,  cuyas  doctrinas  pueden  aplicarse  respectivamente  á 
la  hipoteca ,  bien  cuando  el  hipotecante  sea  el  mismo  deudor, 
ó  bien  cuando  lo  sea  un  tercero. 

Guando  se  constituye  hipoteca  por  una  deuda  ú  obligación 
que  no  se  ha  contraído  todavía ,  pero  que  se  piensa  contraer 
mas  adelante,  no  se  entenderá  constituida  la  hipoteca  sino 
desde  el  día  en  que  realmente  se  contraiga  la  deuda ,  porque 
sin  que  haya  deuda  no  puede  haber  hipoteca.  Así  es  que  si 
hoy  día  primero  de  abrii  te  hipoteco  mi  casa  por  una  canti- 
dad de  cien  mil  reales  que  has  de  prestarme ,  y  tú  no  me 
haces  el  préstamo  hasta  el  primero  de  agosto  siguiente  ,  no 
tendrá  lugar  la  hipoteca  sino  desde  el  primero  de  agosto , 
porque  no  habiendo  yo  empezarlo  á  ser  tu  deudor  por  dicha 
cantidad  sino  desde  el  día  en  que  la  he  recibido ,  no  ha  po- 
dido nacer  antes  la  hipoteca ,  pues  que  no  hay  hipoteca  sin 
deuda.  Sigúese  de  aquí ,  que  para  que  sea  válida  la  hipoteca, 
es  necesario  que  yo  haya  sido  dueño  de  la  casa ,  no  precisa- 
mente al  tiempo  de  obligarla,  sino  al  tiempo  de  contraer  la 
deuda  por  la  entrega  y  recibo  del  dinero;  porque  como  tú 
no  has  podido  adquirir  el  derecho  de  hipoteca  sino  en  este 
último  tiempo ,  es  claro  ser  necesario  y  bastante  que  en  este 
mismo  tiempo  me  haya  pertenecido  la  casa  para  poder  tras- 
ferirte  el  mencionado  derecho. 

En  la  hipoteca  por  deuda  ú  obligación  condicional,  es 
necesario  distinguir  entre  la  condición  suspensiva  y  la  con- 
dición resolutoria.  Si  la  condición  es  resolutoria,  no  suspende 
el  efecto  de  la  obligación  ni  el  de  la  hipoteca  ;  pero  en  caso 
de  cumplirse  ó  realizarse,  todo  se  invalida  ó  anula  ,  tanto 
la  obligación  como  la  hipoteca,  y  las  cosas  vuelven  a!  mismo 
estado  que  tenian  antes.  —  Si  la  condición  es  suspensiva ,  de 
la  clase  de  aquellas  que  se  llaman  casuales  ó  mixtas,  deja 
suspenso  el  efecto  de  la  hipoteca  y  el  de  la  obligación  prin- 
cipal; pero  cuando  llega  á  cumplirse,  tiene  efecto  retroactivo 
tamo  para  la  una  como  para  la  otra  :  y  si  falla ,  falta  igual- 
mente para  las  dos.  Los  mismos  principios  deben  aplicarse 
al  caso  de  que  la  condición  suspensiva  pertenezca  á  la  clase 
de  aquellas  que  se  llaman  potestativas  ,  con  tal  que  lo  sea 
de  parte  del  acreedor;  pero  si  es  puramente  potestativa  do 
parte  del  deudor,  ni  la  hipoteca  ni  la  obligación  principal 
tendrán  efecto  ni  por  consiguiente  grado  sino  desde  el  dia 
en  que  realmente  haya  obligación. 

Supongamos  que  yo  he  hecho  una  estipulación  bajo  una 
condición  suspensiva,  habiéndoseme  dado  hipoteca  para  su 
seguridad  ;  que  pendiente  la  condición  ha  hipotecado  el 
deudor  pura  y  simplemente  la  misma  cosa  á  otra  persona 
eme  le  ha  prestado  dinero  ,  y  que  por  fin  se  cumple  la  con- 
dición de  que  mi  estipulación  dependia  :  ¿  quién  debe  tener 
la  prioridad  de  hipoteca,  yo  ó  el  otro  acreedor  prestamisla? 
El  jurisconsulto  Gayo,  que  se  hace  esta  pregunta  en  la  ley  H , 


tít.  U,  lib.  20  del  Digesto,  la  decide  á  favor  mió  ,  porque  en 
virtud  del  efecto  retroactivo  de  la  condición  me  encuentro 
realmente  revestido  de  la  calidad  de  primer  acreedor,  como 
si  mi  estipulación  hubiera  sido  pura  y  simple  :  cùm  enim 
semel  co  ndilio  exlitit,  perinde  habetur  ac  si  illo  tempore  quo 
slipulalio  inlerposita  est ,  sine  condilione  facía  essel. 

Por  el  contrario ,  en  el  principio  de  esta  misma  ley  11  su- 
pone Gayo  que  tú  y  yo  nos  hemos  convenido  en  que  si  yo  te 
presto  cierta  cantidad  me  quedará  hipotecada  tu  casa  ,  que 
después  hipotecas  tú  la  misma  casa  á  otra  persona  que  te 
hace  un  préstamo ,  y  que  por  fin  yo  te  entrego  la  cantidad 
que  te  habia  prometido  ;  y  decide  en  este  caso,  del  mismo 
modo  que  Papiniano  en  la  ley  1 ,  $  i  del  mismo  título ,  que 
no  soy  yo  quien  tiene  la  prioridad  de  hipoteca  ,  aunque  mi 
convención  sea  la  primera,  sino  el  que  le  entregó  primero 
real  y  efectivamente  la  suma  que  te  prestaba.  La  razón  es 
muy  sencilla  :  no  hay  hipoteca  sin  obligación  principal,  ni 
contrato  de  préstamo  sin  entrega  de  dinero  ú  otra  cosa  fun- 
gible  ;  y  como  estaba  en  tu  arbitrio  recibir  ó  no  recibir  la 
cantidad  que  yo  te  habia  prometido  ,  tu  obligación  de  resti- 
tuírmela dependia,  como  la  hipoteca,  de  una  condición  pu- 
ramente potestativa  de  tu  parte  :  de  manera  que  ni  la  obliga- 
ción ni  la  hipoteca  han  existido  sino  desde  el  dia  en  que  yo 
te  entregué  la  prometida  cantidad ,  y  no  te  la  entregué  sino 
después  de  haberte  hecho  su  préstamo  el  otro  acreedor.  El 
cumplimiento  de  la  condición  «  si  yo  te  presto  tal  cantidad  » 
no  puedo  tener  efecto  retroactivo  al  dia  de  la  convención, 
como  en  los  casos  ordinarios,  pues  que  esto  seria  suponer 
que  ha  habido  obligación  procedente  de  un  préstamo  en  un 
tiempo  en  que  nada  se  había  prestado.  Quiimdiu  mansil  in 
Intestate  ejus  quipignus  conslUuil  (dice  Cuyacio  ad  leg.  9, 
%  i' ,  til.  h,  lib.  20,  Dig.  )  mí  res  non  esset  pignori  nexa, 
non  polest  videri  pignus  conslilnlum.  Toda  esta  doctrina 
es  muy  conforme  á  las  leyes  27  y  32,  tít.  13,  Part.  5, 
que  efectivamente  resuelven  estas  cuestiones  en  el  mismo 
sentido. 

Mas  esta  última  decisión  debe  restringirse  con  todo  cui- 
dado al  caso  de  que  la  condición  sea  puramente  potestativa 
de  parte  del  deudor,  de  modo  que  solo  dependa  de  su  volun- 
tad y  no  déla  de  otra  persona  interesada. Prometes  tú,  por 
ejemplo,  cierta  dote  à  una  mujer  que  se  casa  :  oblígase  el 
esposo  en  el  contrato  matrimonial  á  restituírtela  después  de 
la  muerte  de  su  mujer;  y  para  seguridad  de  su  obligación  te 
hipoteca  todos  sus  bienes  :  algún  tiempo  después  constituye 
hipoteca  sobre  ellos  á favor  de  un  tercero;  y  posteriormente 
le  entregas  tú  la  dote  que  habías  prometido.  Dueño  era  por 
cierto  el  marido  de  no  recibirla  :  jdiráse  por  eso  que  tu  hi- 
poteca solo  debe  tener  efecto  desde  el  dia  en  que  el  marido 
recibió  la  dote?  No,  responde  la  ley  1 ,  tít.  tí,  lib.  20  del 
Digesto ,  porque  no  podia  el  marido  rehusar  la  prometida 
dote  cuando  tú  se  la  entregabas,  sin  dejar  indotada  á  su 
mujer  y  sin  privarla  del  derecho  que  tiene ,  durante  el  ma- 
trimonio, de  aprovecharse  con  él  de  los  frutos  é  intereses  de 
los  bienes  dotales.  La  misma  disposición  ha  sido  adoptada 
por  la  ley  33 ,  lit.  13 ,  Part.  S. 

VI.  La  hipoteca  es  un  derecho  escepcional  que  no  debe 
su  fuerza  sino  al  derecho  civil  ;  y  así  no  tiene  lugar  sino  en 
los  casos  y  según  las  formas  establecidas  por  la  ley. 

Las  causas  que  producen  la  hipoteca  son  :  —  Io.  la  ley 
sola  en  ciertos  casos;  —  2o.  el  mandamiento  judicial  en  cuya 
virtud  se  pone  al  acreedor  en  posesión  de  todos  ó  de  parte 
de  los  bienes  del  deudor  por  falta  de  respuesta  ó  por  causa 
de  rebeldía  ó  contumacia  ó  por  sentencia  dada  en  juicio  con- 
tradictorio ;  —  3o.  la  convención  de  las  partes  revestida  de 
las  solemnidades  que  el  derecho  exige.  Así  es  que  la  hipo- 
teca es  legal ,  judicial  ó  convencional.  Hipoteca  legal  es  la 
que  resulta  únicamente  déla  ley,  porque  la  ley  la  establece 
por  si  misma  en  favor  de  ciertos  créditos,  como  por  ejem-. 
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pío  en  favor  del  crédito  dotal  dé  la  mujer,  para  cuya  seguri- 
dad y  restitución  declara  obligados  los  bienes  del  marido- 
Hipoteca  judicial  es  la  que  se  constituye  por  el  juez  en  los 
bienes  del  deudor,  poniendo  al  acreedor  en  posesión  de  ellos 
por  la  via  de  asentamiento  ó  por  la  via  ejecutiva ,  para  que 
se  reintegre  de  su  crédito.  Hipoteca  convencional  es  la  que 
se  constituye  por  voluntad  de  las  partes  cuando  una  de  ellas 
empeña  ú  obliga  sus  bienes  á  la  otra  para  satisfacción  de  la 
deuda  ó  cumplimiento  del  contrato.  Ley  1 ,  tít.  13,  Part.  5. 
Luego  hablaremos  de  cada  especie  de  hipoteca,  después  de 
haber  tratado  de  las  cosas  que  son  hipotecables. 

VIL  La  constituciou  de  hipoteca  es  una  especie  de  enaje- 
nación ,  como  que  efectivamente  el.  acreedor  tiene  el  dere- 
cho de  hacer  vender  la  cosa  hipotecada  para  reintegrarse 
del  crédito  que  no  le  fuese  satisfecho  por  el  deudor  ;  y  asi 
puede  hipotecarse  todo  lo  que  puede  venderse  :  Qnod  emp- 
tionem  venditionemque  recipit ,  eliam  pignorationem  rccipere 
polest;  ley  9,  lit.  1 ,  lib.  20  del  Digeslo.  Son  pues  capaces 
de  hipoteca  todas  las  cosas  que  están  en  el  comercio  ,  de 
cualquier  naturaleza  que  sean  ,  muebles  ó  raices,  corpora- 
les ó  incorporales,  presentes  ó  futuras ,  propias  ó  ajenas. 
Las  muebles,  como  las  alhajas  y  los  ganados  :  las  raices,  como 
los  edificios  y  los  campos  :  las  corporales,  esto  es,  las  raices 
y  las  muebles  :  las  incorporales ,  como  los  oficios  públicos , 
los  censos,  las  herencias  ,  las  rentas  constituidas ,  los  dere- 
chos reales  que  uno  tiene  sobre  alguna  cosa,  los  créditos  y 
acciones  que  uno  tiene  contra  otro ,  la  parte  que  uno  tiene 
en  alguna  sociedad  ó  compañía,  y  en  fin  todo  derecho  que 
da  ó  puede  dar  alguna  utilidad  pecuniaria  :  las  presentes, 
.  esto  es ,  las  cosas  que  el  deudor  piensa  tiene  en  su  poder  al 
tiempo  de  constituírsela  hipoteca  :  las  futuras,  esto  es,  las 
que  el  deudor  piensa  tener  en  lo  sucesivo ,  como  los  frutos 
de  sus  ganados,  de  sus  árboles  ó  de  sus  tierras,  ó  las  que  trata 
de  comprar  ó  espera  adquirir  por  cualquier  título  :  las  pro- 
pias, esto  es,  las  que  pertenecen  al  deudor  en  el  acto  ó  le 
pertenecerán  en  adelante:  y  finalmente  las  ajenas,  con  tal  que 
medie  el  consentimiento  ó  la  ratificación  del  dueño.  Leyes  2, 
S  y  9,  lit.  13,  Part.  5,  ley  64 ,  tít.  18,  Part.  3 ,  con  las  glosas 
de  Gregorio  López,  y  ley  3,  tít.  16,  lib.  10,  Nov.  Rec, 
n.IV. 

Como  según  los  principios  sentados  es  capaz  de  hipoteca 
todo  derecho  que  uno  tiene  en  la  cosa  de  otro,  y  la  misma 
hipoteca  es  un  derecho  de  esta  clase,  se  sigue  necesaria- 
mente que  puede  también  hipotecarse  el  mismo  derecho  de 
hipoteca  :  Pignus  pignori  dari  polest,  dice  un  axioma  ro- 
mano. Así  es  que  puede  el  acreedor  hipotecario  dar  hipoteca 
â  su  acreedor  sobre  la  hipoteca  que  él  tiene  en  los  bienes 
de  su  deudor  ;  pero  luego  que  le  fuere  satisfecho  su  crédito , 
queda  estinguido  el  derecho  de  hipoteca  con  respecto  á  los 
dos  acreedores,  porque  el  primero  no  pudo  dar  al  segundo 
su  derecho  sino  mientras  él  lo  tuviese  ;  y  habrá  por  lo  tanto 
de  pagarle  su  deuda  ó  darle  otra  hipoteca  que  sea  suficiente 
para  cubrirla.  Ley  1 , .til.  24,  lib.  8  del  Código,  y  ley  55, 
ül.  13,  Parí.  5. 

Son  igualmente  susceptibles  de  hipoteca  los  derechos  en- 
fitéulicos;  y  aun  puede  el  enfiteuta  empeñar  ó  hipotecar  la 
cosa  enfitéutica  sin  noticia  del  dueño  directo  ;  ley  29,  tít.  8, 
Parí.  ü. 

¿Pueden  hipotecarse  las  servidumbres  reales?  Parece 
claro  que  no  puede  hipotecarse  un  derecho  de  servidumbre 
como  objeto  principal  ;  pues  para  que  la  hipoteca  diese  se- 
guridad al  acreedor  seria  necesario  que  en  defecto  de  pago 
se  pudiese  vender  la  servidumbre  y  trasferirla  á  favor  do 
otro  predio;  y  como  toda  servidumbre  se  ha  establecido  en 
favor  do  un  predio  determinado,  no  puede  trasl'erirse  á  otro 
sin  que  se  destruya  la  misma  servidumbre  y  se  forme  otra 
nueva.  Es  cierto  que  el  que  hipoteca  un  predio  que  tiene 
•ana  servidumbre  à  su  favor,  hipoteca  por  este  mismo  hecho 


la  servidumbre,  pero  no  la  hipoteca  como  cosa  principal  sino 
como  accesoria  ;  y  si  luego  el  deudor  la  remite  ,  puedo  el 
acreedor  hacerla  continuar  para  que  no  se  disminuya  el  va- 
lor de  la  hipoteca,  á  fin  de  que  el  predio  pueda  ser  vendido 
en  su  caso  con  la  servidumbre  de  que  goza  ,  como  dispone 
formalmente  la  ley  16,  tít.  1,  lib.  8  del  Digesto.  Sin  em- 
bargo, el  derecho  romano,  que  desecha  la  hipoteca  dé  las 
servidumbres  urbanas  por  la  ley  11 ,  tít.  1,  lib.  20  del  Di- 
gesto ,  admite  luego  por  la  siguiente  ley  12  la  de  las  rústi- 
cas. Dijo  el  jurisconsulto  Pomponio,  que  si  tu  acreedor  tie- 
ne un  predio  rústico  vecino  al  tuyo  ,  puedes  hacer  con  él  la 
convención  de  que  mientras  no  le  pagues  la  deuda  gozará 
sobre  tu  predio  de  tal  ó  tal  servidumbre,  como  por  ejemplo 
del  derecho  de  senda  ,  camino ,  carrera  ó  acueducto  ,  y  que 
si  no  le  pagas  dentro  de  cierto  dia  podrá  vender  la  servi- 
dumbre á  otro  propietario  que  sea  también  vecino.  El  dere- 
cho romano  adoptó  esta  decisión  propler  ulililatem  conlra- 
hcnlium  ,  formando  con  ella  la  citada,  ley  12  tít .  1,  lib.  20 
del  Digesto.  El  código  de  las  Partidas  ,  hablando  de  la  ena- 
jenación de  las  servidumbres,  establece  que  ni  las  rústicas 
ni  las  urbanas  pueden  venderse  ni  enajenarse  sin  el  predio 
á  cuyo  favor  están  constituidas,  á  no  ser  que  lo  consienta  el 
dueño  del  predio  sirviente  ,  ó  que  la  servidumbre  sea  de 
agua  para  regar  :  «  Debiendo  servidumbre  una  casa  ó  una 
heredat  á  otra,  dice  la  ley  12,  tít.  31  ,Part.  3,  el  señor  de 
la  servidumbre  non  la  puede  vender  nin  enajenar  apartada- 
miente  sin  aquella  cosa  á  quien  perlenesce,  porque  la  ser- 
vidumbre es  de  tal  natura  que  non  se  puede  apartar  de  la 
heredat  ó  del  edeficio  en  que  es  puesta,  fuerES  ende  si  lo 
consentiese  el  señor  cuyo  heredamiento  ó  casa  sirve,  ó  si  la 
servidumbre  fuese  de  agua  que  naciese  de  una  heredat  et 
regase  á  otra;  ca  este  á  quien  debiesen  tal  servidumbre, 
bien  podrie  élagua  que  fuese  ya  venida  á  su  heredat  otor- 
garla á  otro  para  regar  campo  ó  viña  que  fuese  cerca  de 
aquella  suya.  »  Siendo  así  pues  que  el  que  no  puede  anaje- 
nar  una  cosa  no  la  puede  tampoco  hipotecar,  es  consiguien- 
te que  el  dueño  del  predio  dominante  no  puede  hipotecar 
sin  el  mismo  predio  la  servidumbre  que  le  está  afecta,  sea 
rústica  ó  urbana;  que  podrá,  no  obstante,  hipotecarla,  cual- 
quiera que  ella  sea,  con  el  consentimiento  del  dueño  del 
predio  sirviente;  y  que  aun  sin  este  consentimiento  podrá 
hipotecar  la  servidumbre  de  agua  de  riego. 

¿Qué  diremos  de  las  servidumbres  personales  ,  esto  es  , 
del  usufructo,  del  uso  y  de  la  habitación?  En  el  derecho  de 
usufructo  hay  que  considerar  dos  cosas  :  Ia.  el  derecho  mis- 
mo inherente  á  la  persona  del  usufructuario;  2a.  la  utilidad 
ó  emolumento  de  este  derecho  que  consiste  en  la  percepción 
de  los  frutos  de  la  cosa  sujeta  al  usufructo.  El  derecho  mis- 
mo de  usufructo  no  puede  pasar  de  una  persona  à  otra ,  per- 
sonam  usufructuara  non  egrcdilur  ;  y  así  no  puede  enaje- 
narse ni  por  consiguiente  darse  en  hipoteca  :  de  modo  que 
si  se  enajenase  por  el  usufructuario,  quedaría  estinguido  y 
se  consolidaría  ó  reuniría  con  la  propiedad,  como  dispone 
la  ley  24,  tít.  51,  Part.  3.  Mas  la  utilidad  ó  emolumento 
puede  separarse  de  la  persona  del  usufructuario,  en  quien 
reside  el  derecho  ;  y  es  capaz  por  lo  tanto  de  enajenación  y 
de  hipoteca.  El  estraño  á  quien  se  vende  ó  cede  el  usufructo 
no  goza  de  él  comotle  un  derecho  subsistente  en  su  perso- 
na ,  sino  á  nombre  y  solo  durante  la  vida  de  aquel  en  cuya 
cabeza  se  ha  constituido  :  el  usufructuario  conserva  siempre 
el  derecho ,  y  el  comprador  ó  cesionario  no  adquiere  mas 
que  su  ejercicio.  Véase  la  ley  1  ,  tít.  24,  lib.  8  .del  Digesto, 
y  la  glosa  5a.  de  Gregorio  López  á  la  ley  24  ,  til.  31  de  la 
Partida  5a.  Puede  hipotecarse  pues  el  usufructo  mientras 
dure;  y  cuando  el  usufructo  cese,  cesará  igualmente  la  hi- 
poteca. Sin  embargo,  no  cesará  la  hipoteca  por  la  adquisi- 
ción que  el  usufructuario  hiciere  de  la  propiedad ,  aunquo 
se  estingue  entonces  el  usufructo  por  la  consolidación  ;  pues 
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ademas  de  que  no  debe  pender  de  la  voluntad  del  usufruc- 
tuario el  hacer  ilusoria  por  su  hecho  la  hipoteca  que  ha  dado, 
no  es  precisamente  el  derecho  mismo  de  usufructo  el  que  se 
ha  hipotecado,  sino  el  derecho  ó  la  facultad  de  percibir 
los  frutos;  derecho  y  facultad  que  subsiste  siempre  en  la 
persona  del  deudor  que  ha  adquirido  la  propiedad.  En  el 
«aso  de  que  por  abuso  ú  otra  razón  se  quitaren  al  usufruc- 
tuario los  bienes  en  que  goza  del  usufructo ,  dándosele  en 
su  lugar  cierta  cantidad  que  supla  sus  emolumentos  ;  el 
acreedor  que  tenia  hipoteca  sobre  el  usufructo  debe  ser  pre- 
ferido en  cuanto  á  dicha  cantidad  á  los  demás  acreedores, 
pues  que  la  cantidad  representa  en  tal  caso  el  derecho  de 
■usufructo  en  mano  del  usufructuario.  Si  el  usufructo  se  ven- 
diere ¿instancia  de  los  acreedores  del  usufructuario,  no  ce- 
sará por  la  muerte  del  comprador,  sino  por  la  del  usufruc- 
tuario expropiado,  ó  por  las  mismas  causas  que  debían 
producir  su  estincion;  y  el  comprador  trasmitirá  ásus  he- 
rederos el  disfrute  por  el  tiempo  que  restase,  si  llegare  á 
morir  antes  que  la  estincion  se  verifique. 

Así  como  puede  hipotecarse  el  usufructo ,  puede  también 
hipotecarse  la  nuda  propiedad  ;  y  si  habiéndose  hipotecado 
*la  nuda  propiedad  ,  se  consolidare  ó  reuniere  después  el  usu- 
fructo con  ella ,  quiere  el  derecho  romano  que  se  estienda 
por  el  mismo  hecho  la  hipoteca  al  usufructo  y  cubra  la  ple- 
na propiedad ,  así  como  la  hipoteca  constituida  sobre  un 
fundo  se  esliende  al  aluvión  que  lo  aumenta  :  Si  nuda  pro- 
prietas  pignori  dala  sit  (dice  la  ley  18  ,  §  1 ,  lit.  7,  lib.  13 
del  Digeslo),  ususfruclus ,  qui  postea  accreverit,  pignori 
cril  :  eadem  causa  est  alluvionis.  La  ley  15,  tít.  13,  Part.  3, 
dispone  que  se  estienda  la  hipoteca  al  aluvión  y  á  cuales- 
quiera mejoras  que  el  fundo  hipotecado  tuviere  por  obra  del 
deudor  ó  del  acreedor  ó  de  la  naturaleza  ó  por  aventura  ó 
de  otra  guisa;  y  Gregorio  López  en  su  glosa  6  opina  sin  duda 
que  según  dicha  ley  la  hipoteca  sobre  la  nuda  propiedad  se 
estiende  también  al  usufructo  que  le  acreciere  por  consoli- 
dación, considerando  en  este  caso  la  accesión  del  usufructo 
como  una  mejora  que  sobreviene  á  la  nuda  propiedad  del 
fundo,  pues  que  para  desarrollar  la  ley  de  Partida  que  nos 
ocupa  aduce  la  ley  si  convenerit,  §  si  nuda,  D.  depign.  act., 
que  es  precisamente  la  citada  ley  18 ,  §  1 ,  tít.  7,  lib.  13  del 
Digesto. 

El  derecho  de  uso ,  aunque  tiene  mucha  afinidad  con  el 
de  usufructo ,  no  es  por  su  naturaleza  susceptible  de  hipo- 
teca ,  porque  como  su  ejercicio  está  circunscrito  y  limitado 
á  las  necesidades  del  usuario,  no  puede  pasarse  á  otra  per- 
sona ni  presenta  por  consiguiente  seguridad  alguna  al  acree- 
dor. Sin  embargo ,  como  este  derecho  puede  tener  mas  ó 
menos  estension  según  el  título  que  lo  constituya  ó  según 
la  cosa  sobre  que  recaiga,  no  habría  razón  para  que  el 
usuario  no  pudiese  hipotecarlo  en  el  caso  de  que  se  le  per- 
mitiera por  el  título  su  libre  enajenación  ó  en  el  de  que  el 
uso  absorbiese  todos  los  frutos  de  la  cosa  sobre  que  estu- 
viese constituido  ;  porque  entonces  este  derecho  se  asemeja- 
ría en  todo  ó  casi  en  todo  al  derecho  de  usufructo.  Con  res- 
pecto al  que  tiene  el  derecho  y  no  precisamente  el  uso  de 
habitación ,  parece  natural  que  pudiendo  como  puede  darla 
en  arriendo ,  podrá  también  hipotecarla  del  mismo  modo 
que  el  usufructo. 

Si  tuvieres  acción  reivindicatoría  sobre  un  fundo  poseído 
por  un  tercero ,  como  por  ejemplo  si  Pablo  ha  vendido  y 
entregado  á  Juan  un  fundo  que  te  pertenece,  podrás  hipo- 
tecar este  fundo  aun  antes  de  ejercer  tu  acción  y  de  poseer- 
lo ;  porque  ó  el  fundo  te  pertenece  ó  no  te  pertenece  :  en  este 
último  caso  la  hipoteca  quedará  sin  efecto  ,  como  lo  queda- 
ría en  el  de  que  la  hubieses  constituido  sobre  urta  finca  que 
poseías  y  que  no  era  tuya ,  de  suerte  que  el  hecho  de  la  po- 
sesión es  indiferente  ;  y  en  el  primero ,  la  hipoteca  tendrá 
todo  su  efecto ,  pues  que  se  ha  constituido  sobre  una  cosa 


que  le  pertenecía  realmente  al  tiempo  de  la  constitución.  Lo 
cierto  es  que  la  hipoteca  tácita  que  tiene  tu  mujer  sobre  to- 
dos tus  bienes  para  seguridad  de  su  dote ,  se  estiende  á  este 
fundo,  aunque  poseído  por  un  tercero;  y  así  puede  muy 
bien  tener  lugar  en  él  igualmente  la  hipoteca  convencional 
ó  la  judicial. 

Lo  mismo  debe  decirse  de  la  hipoteca  que  constituyeres 
sobre  un  predio  que  vendiste  á  carta  de  gracia  ó  con  el 
pacto  de  redención  ó  retracto  ,  llamado  de  rclrovendendo , 
pues  que  puedes  recobrarlo  restituyendo  el  precio ,  y  el  que 
tiene  acción  para  recobrar  una  cosa  se  entiende  que  tiene 
la  misma  cosa  :  Is  qui  aclionem  habet  ad  rem  recuperandam, 
rem  ipsam  habere  videlur.  El  pacto  de  redención  ó  retracto 
no  supone  precisamente  la  idea  de  una  reventa  ó  retroce- 
sión de  la  propiedad  ,  sino  mas  bien  la  idea  de  una  condi- 
ción resolutoria  potestativa  de  parte  del  vendedor  :  y  el 
hecho  del  retracto,  aunque  de  parte  del  comprador  se  llama 
vulgarmente  retróbenla,  no  es  propiamente  una  nueva 
compra-venta,  ni  puede  decirse  que  el  vendedor  vuelve  á  com- 
prar la  cosa  que  habia  vendido,  sino  que  la  recobra  simple- 
mente del  comprador  en  virtud  del  derecho  que  se  habia 
reservado;  y  así  es  que  no  está  sujeto  al  derecho  de  alca- 
bala ,  según  se  ha  declarado  por  real  orden  de  1 1  de  julio 
de  1853.  El  vendedor,  en  efecto,  no  se  privó  absolutamente 
de  la  cosa  que  no  vendia  sino  bajo  cierta  condición,  conti- 
nuó siendo  propietario  de  ella  ,  y  en  el  acto  del  rescate  ó 
redención  la  recupera  franca  y  libre  de  todas  las  cargas  6 
hipotecas  con  que  tal  vez  la  hubiese  gravado  el  comprador. 
Es  pues  evidente,  que  puede  hipotecar  el  predio  así  vendido, 
aun  antes  de  ejercer  el  retracto. 

En  igual  caso  se  encuentra  el  que  tiene  acción  para  reco- 
brar un  predio  por  causa  de  dolo  ,  error,  lesión  enorme  ó 
violencia  que  padeció  en  el  contrato  en  que  lo  habia  enaje- 
nado; y  podrá  con  efecto  hipotecarlo  aun  antes  de  intentar 
la  acción  rescisoria.  La  acción  para  rescindir  ó  anular  la 
enajenación  supone  que  el  enajenante  tiene  á  lo  menos  una 
propiedad  condicional  en  la  cosa  enajenada ,  esto  es ,  bajo  la 
condición  de  que  se  pronuncie  la  rescision  ó  se  declare  la  nu- 
lidad ;  y  no  hay  duda  que  el  propietario  condicional  de  una 
cosa  guede  hipotecarla. 

También  el  donatario ,  el  legatario  ó  el  comprador  de  un 
predio  bajo  condición  suspensiva ,  puede  hipotecar  el  pre- 
dio así  donado,  legado  ó  comprado ,  mientras  esté  suspensa 
la  condición  ;  pero  la  hipoteca  quedará  subordinada  en  sus 
efectos  al  cumplimiento  de  la  condición  de  que  depende  la 
donación,  el  legado  ó  la  compra.  Y  no  solo  el  legatario ,  por 
ejemplo,  podrá  hipotecar  el  legado  condicional  ,  sino  tam- 
bién el  heredero  gravado  con  la  obligación  de  su  entrega  : 
con  la  diferencia  de  que  el  legatario  podrá  hipotecarlo  para 
el  caso  de  que  se  cumpla  la  condición,  y  el  heredero  para 
el  caso  de  que  no  se  cumpla  ,  sub  contraria  conditione;  de 
manera  que  una  de  las  dos  hipotecas  dejará  de  surtir  su 
efecto ,  según  que  se  realice  ó  que  falte  la  condición  puesta 
al  legado.  Supongamos  por  otra  parle  que  el  legatario  y  el 
heredero  están  casados  :  si  la  condición  del  legado  se  veri- 
fica, como  en  tal  caso  se  entenderá  que  el  legatario  ha  sido 
dueño  de  la  cosa  legada  desde  la  muerte  del  testador ,  pues 
que  la  condición  así  en  los  legados  como  en  los  contratos 
tiene  efecto  retroactivo  ,  se  entenderá  también  que  la  mujer 
ha  tenido  igualmente  desde  la  muerte  del  testador  en  la 
misma  cosa  legada  su  hipoteca  tácita  por  razón  de  la  dote  ; 
y  recíprocamente,  sí  fallare  la  condición,  la  mujer  del  here- 
dero gravado  habrá  tenido  del  mismo  modo  su  hipoteca  tá- 
cita en  la  propia  cosa  legada  desde  la  misma  época  :  de 
suerte  que,  estando  pendiente  la  condición,  ambas  mujeres 
tendrán  hipoteca  ;  la  una  bajo  condición  suspensiva ,  y  la 
otra  bajo  condición  resolutoria.  El  mismo  será  pues  el  re- 
sultado en  el  caso  de  dos  hipotecas  convencionales  consti- 
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luidas  por  les  maridos  :  lo  que  en  una  hipótesis  hace  la  ley, 
lo  puede  hacer  en  la  otra  la  convención. 

Las  acciones  del  Banco  español  de  San  Fernando  son  por 
fin  susceptibles  de  hipoteca,  pues  que  según  la  real  cédula 
de  erección  de  dicho  establecimiento  de  9  de  julio  de  1729 
se  pueden  vender,  ceder,  donar  y  enajenar  de  cualquiera 
otro  modo.  Véase  Acción  del  Banco  español. 

La  hipoteca  una  vez  constituida  subsiste  siempre  hasta  la 
estincion  de  la  deuda,  aunque  la  cosa  hipotecada  mude  de 
estado,  ora  empeorándose,  como  si  fuese  un  edificio  y  se 
derribase,  ora  mejorándose ,  como  si  fuese  tierra  calva  y  se 
plantase  de  árboles  ó  majuelos;  ley  15,  lit.  19,  Part.  S.  Y 
no  solamente  subsiste,  à  pesar  de  dicha  mudanza  de  estado, 
sino  que  se  estiende  á  todas  las  mejoras  que  á  la  cosa  hipo- 
tecada sobrevinieren  por  obra  del  deudor  ó  del  acreedor  ó 
de  la  naturaleza  ó  por  aventura  ó  accidente;  ley  15,  lit.  13  , 
Part.  5.  Así  pues,  la  hipoteca  establecida  sobre  un  campo  ó 
terreno  se  estenderá  á  los  aumentos  ó  mejoras  que  el  terreno 
ó  campo  recibiere  por  aluvión,  por  avulsion,  por  agregación 
de  isla  formada  en  rio  próximo  ó  de  álveo  que  el  rio  dejare 
seco ,  por  plantación  de  viña  ó  de  olivar  ó  de  otro  arbolado 
cualquiera,  por  desmonte  ó  descuaje,  por  desecación  de  la- 
guna ó  lago  que  en  él  hubiese,  por  establecimiento  de  jardin 
ó  de  prado  ,  y  por  construcción  de  edificios  ú  otras  obras  , 
pero  no  por  la  reunion  de  otro  campo  ,  aunque  los  dos  se 
comprendan  dentro  de  un  cercado  ;  y  la  hipoteca  estable- 
cida sobre  un  edificio  se  estenderá  á  los  aumentos  que  en 
el  mismo  edificio  se  hicieren ,  ya  añadiendo  nuevas  obras  á 
los  costados,  ya  abriendo  escavaciones y  construyendo  de- 
bajo de  tierra,  ya  principalmente  levantando  uno  ó  mas  pi- 
sos sobre  los  que  ya  tuviere  ,  mas  no  á  una  casa  ú  otra 
fábrica  que  el  deudor  adquiriese  y  agregase  ala  hipotecada. 
Si  las  mejoras  se  hubiesen  hecho  por  un  tercer  poseedor  de 
buena  fe ,  no  quedarían  sujetas  á  la  hipoteca  ;  y  el  acreedor 
no  podría  en  su  caso  despojarle  de  la  cosa  hipotecada  sin 
abonarle  primero  los  gastos  que  manifiestamente  aparecie- 
sen hechos  en  beneficio  de  ella  ,  como  dispone  la  ley  Ib, 
tit.  13,  Part.  S.  La  hipoteca  por  fin  se  estiende  también  á 
los  frutos  que  se  hallaren  pendientes  al  tiempo  que  el  deu- 
dor en  su  caso  enajenase  á  un  tercero  la  cosa  hipotecada, 
pero  no  á  los  frutos  sembrados  ó  producidos  despues  que  la 
cosa  estuviese  en  poder  del  tercero;  ley  16,  tit.  13,  Part.  S. 

Hemos  visto  hasta  aquí  cuáles  son  las  cosas  que  pueden 
hipotecarse;  y  ahora  nos  resta  saber  cuáles  son  las  que  se 
consideran  ó  entienden  incapaces  de  hipoteca. 

Gomo  la  constitución  de  hipoteca  es  una  especie  de  ena- 
jenación, sigúese  de  aquí  que  no  pueden  hipotecarse  las  co- 
sas que  no  pueden  venderse  :  Eam  rem  quam  quis  emerc 
non  polest ,  quia  commercium  ejus  non  est ,  jure  pignoris 
accipere  non  polest;  ley  1,  lit.  5,  lib.  20  del  Dig.  «  Toda  co- 
sa, dice  la  ley  8  ,  tit.  19 ,  lib.  3  del  Fuero  Real ,  que  es  de- 
fendida por  la  ley  que  non  se  pueda  vender,  defendemos 
que  non  se  pueda  empennar,  et  aquellas  cosas  que  se  pue- 
den vender  aquellas  se  pueden  empennar.  »  Así  pues ,  no 
son  capaces  de  hipoteca  las  cosas  que  se  dicen  de  derecho 
divino,  esto  es  ,  las  sagradas,  religiosas  y  santas,  á  no  ser 
como  accesorias  ó  adhérentes  á  otra  cosa  susceptible  de  ena- 
jenación, ni  tampoco  las  meramente  profanas  ó  temporales 
de  la  Iglesia,  sino  en  caso  de  grave  necesidad  ,  como  por 
cubrir  una  deuda  de  la  misma  Iglesia  que  no  puede  pagarse 
ilu  otro  modo,  por  redimir  de  cautiverio  á  los  parroquianos 
ipie  no  tuvieren  con  que  librarse  ,  por  dar  de  comer  á  los 
pobres  en  tiempo  de  hambre,  por  aumentar  el  cementerio, 
y  por  utilidad  de  la  Iglesia  ó  del  reino  ;  ley  5,  lit.  15,  Part,  5, 
ley  15,  lit.  5,  Part.  5,  leyes  del  tit.  üt,  Part.  1  ,  leyes  1,2, 
3  y  U,  lit.  5,  lib.  1,  Nov.  Rec.  y  otras  que  se  citan  en  el  ar- 
tículo Bienes  eclesiásticos  :  —  ni  las  cosas  de  uso  público,  co- 
mo plazas,  calles,  ejidos ,  caminos  ,  rios,  puertos  y  fuentes  . 
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que  son  del  Estado  ó  de  algún  concejo;  ley  13  ,  til.  5  , 
Part.  5  :  —  ni  los  mármoles  y  demás  piedras  ó  maderas  ú 
otras  cualesquiera  cosas  que  forman  parle  de  algún  edificio 
ó  están  colocadas  en  él  para  su  seguridad  ó  su  adorno  ; 
ley  16,  lit.  5,  Part.  5  :  —  ni  las  cosas  pertenecientes  á  ma- 
yorazgo, fideicomiso  ú  otra  vinculación  de  que  el  poseedor 
no  pudiere  disponer  libremente  :  —  ni  las  que  el  deudor 
necesita  indispensablemente  para  el  cultivo  de  la  tierra  ó 
para  el  ejercicio  de  su  industria,  como  los  animales  y  ape- 
ros de  labranzas,  y  los  instrumentos  de  las  artes,  fábricas, 
oficios,  manufacturas  ú  otras  cualesquiera  profesiones; 
leyh,  lit.  ip, 7l*art.  3,  y  leyes  15, 16,  18  y  19,  lit. 51,  lib  Al, 
Nov.  Rec. ,  como  se  verá  en  el  Juicio  ejecutivo  :  —  ni  tam- 
poco se  entienden  hipotecadas  las  cosas  que  fueren  necesa- 
rias al  deudor  para  el  servicio  diario  de  su  persona  y  de  las 
de  su  mujer,  hijos  y  familia,  como  vestidos,  camas ,  utensi- 
lios de  cocina  y  otras  semejantes;  ley  5,  tit.  13,  Part.  5  :  — 
ni  las  cosas  que  no  fuesen  propias  del  deudor,  á  no  ser  que 
el  dueño  haya  dado  su  consentimiento  para  la  constitución 
de  hipoteca,  ó  la  haya  aprobado  ó  confirmado  después,  ó  es- 
lando  presente  haya  callado  sin  contradecirla,  leyS),d.  til.  15,, 
Part.  5;  ó  sabiéndola  entonces  ó  posteriormente  haya  guar- 
dado silencio  en  fraude  del  acreedor,  ley  2,  lit.  16,  lib.  8 
del  Cad.;  ó  ignorándola  llegare  luego  á  ser  heredero  del  hi- 
potecante, pues  la  hipoteca  en  tal  caso  toma  por  equidad  la 
fuerza  que  antes  no  tenia,  ley  22,  til.  i,  lib.  20  del  Dig.  ;  ó  á 
no  ser  que  el  deudor  adquiriere  después  la  cosa  ajena  que 
habia  hipotecado,  leyhi,  lit.  7,  lib.  13  del  Dig.,  y  ley  1, 
til.  15,  Parí.  5  ;ó  que  la  haya  hipotecado  bajo  la  condición 
ó  para  el  caso  de  que  llegare  á  ser  suya  ,  ley  16,  §  7,  lit.  1, 
lib.  20  del  Dig.  :  —  ni  pueden  por  fin  hipotecarse  las  cosas 
que  ya  estuviesen  especialmente  hipotecadas  ,  á  no  ser  que 
intervenga  el  consentimiento  del  primer  acreedor,  ó  que 
sean  áe  tanto  valor  que  basten  para  pagar  sus  créditos  á  los 
dos;  pues  de  otro  modo  tendrá  el  deudor  que  hipotecar  otra 
cosa  á  favor  del  segundo ,  é  incurrirá  ademas  en  pena  arbi- 
traria por  el  estelionato  ó  engaño,  como  sucede  igualmente 
en  el  caso  de  que  hubiese  hipotecado  una  cosa  ajena  igno- 
rando esta  circunstancia  el  acreedor;  ley  10,  tit.  13,  Parí.  3. 

Diversas  especies  de  hipoteca. 

VIII.  Si  consideramos  la  hipoteca  solamente  en  cuanto  á 
sus  efectos,  podremos  decir  que  no  hay  mas  que  una  sola 
hipoteca  sin  especies;  porque  los  efectos  de  toda  hipoteca  so 
reducen  á  dar  al  acreedor  el  derecho  de  hacer  vender  los  bienes 
hipotecados  y  ser  pagado  del  producto  de  su  venta.  Mas  si  la 
consideramos  con  respecto  al  modo  de  constituirse,  distingui- 
remos tres  especies  ;  á  saber,  hipoteca  legal,  hipoteca  judicial, 
é  hipoteca  convencional  ;  porque  ó  bien  se  constituye  por  la 
ley,  ó  bien  por  el  juez,  ó  bien  por  convención  ,  como  ya  so 
ha  indicado  .mas  arriba,  según  la  ley  1,  tit.  13,  Part.  5. 
Puede  ser  ademas  general  ó  especial,  según  que  se  consti- 
tuya sobro  todos  los  bienes  del  deudor  ó  solamente  sobre 
algunos  bienes  señalados;  como  también  principal  ó  subsi- 
diaria, según  que  se  establezca  en  primer  lugar  para  la  se- 
guridad del  crédito  ó  solo  en  segundo  lugar  por  si  no  fucíe 
suficiente  la  primera;  y  por  fin  puede  ser  simple  o  privili- 
giada,  según  que  su  preferencia  dependa  del  tiempo  ó  fecha 
de  su  constitución  ó  de  la  causa  porque  se  ha  constituido 

Algunos  suelen  dividir  la  hipoteca  en  necesaria  y  volun- 
taria; y  luego  subdividen  la  necesaria  en  tácita  y  espresa,  y 
la  voluntaria  en  pública  y  privada.  Hipoteca  necesaria  es  la 
que  se  constituyo  sin  intervención  del  deudor,  y  voluntaria 
la  que  se  constituye  con  su  consentimiento.  La  necesaria  ó 
bien  es  tácita ,  que  es  la  que  se  constituye  por  la  ley  ;  ó  bien 
es  espresa ,  que  es  la  que  se  constituye  por  el  juez.  La  volun- 
taria ó  bien  es  publica  ,  que  es  la  que  se  forma  por  escritura 
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otorgada  ante  escribano  público  ó  por  documento  escrito  de 
mano  del  deudor  y  firmado  por  tres  testigos;  ó  bien  es  pri- 
maría, que  es  la  que  se  establece  entre  los  mismos  interesa- 
dos sin  escritura  pública  y  sin  la  concurrencia  y  firma  de 
tres  testigos.  Todavía  subdividen  la  privada  en  testamenta- 
ria y  convencional,  llamando  testamentaria  á  la  que  se  cons- 
tituí e  en  testamento,  y  convencional  á  la  que  se  constituye 
por  c  nitrato  celebrado  entre  las  partes  sin  asistencia  de  es- 
cribano, Pero  en  el  dia  no  hay  hipoteca  privada,  porque  no 
puede  constituirse  entre  los  interesados  obligación  ni  acción 
hipotecaria  sino  en  escritura  otorgada  ante  escribano  público 
y  registrada  en  el  oficio  de  hipotecas,  como  luego  veremos; 
y  por  otra  parte  aparece  de  las  definiciones  que  la  califica- 
ción de  necesaria  se  aplica  á  la  hipoteca  legal  y  á  la  judi- 
cial ,  la  de  tácita  á  la  legal ,  y  la  de  espresa  á  la  judicial  :  de 
suerte  que  en  último  resultado  la  division  fundamental  de 
la  hipoteca  es  en  legal ,  judicial  y  convencional,  que  tam- 
bién se  llama  espresa  por  contraposición  á  la  legal  ó  tácita. 

Hipoteca  legal. 

IX.  Todas  las  hipotecas  son  legales  en  cuanto  la  ley  arre- 
gla la  forma  y  condiciones  de  su  establecimiento;  pero  se 
llama  particularmente  legal  la  que  sin  estipulación  de  las 
partes  ni  condenación  judicial  resulta  precisamente  de  la 
ley.  Dásele  también  el  epíteto  de  tácita,  porque  no  es  el 
juez  ni  el  deudor  quien  la  constituye,  sino  solo  la  fuerza  de 
la  ley  que  tiene  dispuesta  preventivamente  esta  garantía  á 
favor  de  personas  que  necesitan  de  su  especial  protección  ó 
que  presentan  una  razón  conocida  de  preferencia  en  el  pago 
(¡e  sus  créditos.  La  ley  en  efecto  constituye  hipoteca  por  sí 
misma  ,  ó  porque  así  lo  exige  la  calidad  de  las  personas  ,  ó 
porque  interesa  en  ello  el  bien  del  Estado ,  ó  por  razón  de 
algún  benefició  notable  que  una  persona  hizo  á  otra,  6 
porque  presume  que  tal  es  ó  debe  ser  la  voluntad  del  deudor. 

X.  Por  razón  de  la  calidad  de  las  personas ,  constituye  la 
ley  hipoteca  tácita  : 

í°.  A  favor  del  marido  en  los  bienes  de  la  mujer  ó  de 
cualquiera  otra  persona  que  por  ella  le  prometiese  dote , 
desde  que  se  hace  la  promesa  hasta  su  cumplimiento  ;  ley%Z, 
til.  13,  Part.  b.  Entre  el  marido  y  la  mujer  y  su  familia 
deben  reinar  la  armonía  y  la  confianza,  y  no  seria  conforme 
áeste  principio  que  el  marido  tomase  las  precauciones  se- 
veras de  un  acreedor  ordinario  para  asegurarse  la  entrega 
de  la  dote  prometida:  por  eso  la  ley ,  mirando  por  el  interés 
del  marido  y  del  matrimonio,  ha  otorgado  esta  hipoteca  en 
los  bienes  del  promitente ,  con  el  fin  de  que  la  dote  no  sea 
ilusoria. 

2o.  A  favor  de  la  mujer  en  los  bienes  del  marido  para  la 
repetición  de  la  dote  y  de  los  bienes  parafernales  que  le 
hubiere  entregado;  Íey25,  lit,  13,  Part.  3,  y  ley  17.  lit.  Il, 
Part.  U  ;  como  igualmente  para  la  de  los  bienes  que  la  mu- 
jer adquiriere  durante  el  matrimonio  por  donación  ,  heren- 
cia ó  legado,  con  tal  que  el  maridóse  hubiese  obligado  á 
tenerlos  como  aumento  de  dote,  Nov.  97  ,  cap.  2  ,  y  doctr. 
de  nuestros  prácticos  ;  y  asimismo  para  la  de  las  arras  ó 
donación  propler  nuplias  que  el  marido  al  tiempo  del  casa- 
miento le  hubiese  ofrecido,  ley  29,  C.  dejare  doiium , 
Gregorio  López  en  la  glosa  2  ríe  la  ley  23 ,  lit.  13 ,  Part,  b ,  y 
Antonio  Gómez  en  la  ley  b3  de  Toro  ,  n.  'H  y  78  ;  y  última- 
mente por  razón  de  los  alimentos  que  el  marido  debe  darle, 
Gutiérrez,  de  matrim.,  part.  1 ,  cap.  üb ,  n.  b ,  y  Curia 
Fiüp.,  lib.  2  ,  cap.  3,  n.  26  :  mas  no  para  la  repetición  de 
los  bienes  parafernales  que  la  mujer  hubiese  administrado 
por  sí  ó  por  otro  sin  entregarlos  al  marido;  ni  tampoco  para 
la  de  la  mitad  que  le  corresponde  de  ios  bienes  gananciales, 
Covarr.  lib.  1  ,  Variar.,  cap.  7,  n.  b,  y  Castillo,  de  alim., 
cap.  66.  Dispútase  entre  los  autores  sobre  el  tiempo  en  que 


empieza  la  hipoteca  por  razón  de  la  dote  :  unos  le  dan  efecto 
desde  el  dia  de  la  celebración  del  matrimonio,  hayase  entre- 
gado la  dote  antes  ó  después  ;  otros  desde  el  dia  de  la  entre- 
ga; y  no  falta  quien  se  le  confiera  desde  el  dia  de  la  promesa. 
Si  examinamos  con  atención  las  palabras  de  la  ley,  parece 
que  no  compete  esta  hipoteca  sino  desde  que.el  marido  re- 
cibe la  dote  prometida  :  «  Los  bienes  del  marido ,  dice  la 
ley  23,  tít.  13,  Part,  b,  fincan  obligados  ala  mujer  por  razón 
de  la  dote  que  rescibió  con  ella.  »  Todavía  está  mas  clara  y 
terminantelaley  17,  tít.  11  ,  Part.  4,  en  la  cual  se  sienta  que 
«  luego  que  el  marido  recibe  la  dote  ó  las  otras  cosas  que  son 
llamadas  paraferna  son  obligados  por  ende  á  la  mujer  todos 
sus  bienes ,  también  los  que  ha  estonce ,  como  los  que  avrá  ¡ 
después,  »  La  hipoteca  por  razón  de  las  arras  ó  donación 
propler  nuptias  empieza  desde  la  celebración  del  matrimo- 
nio, ley  29,  C.  dejur.  doiium;  á  no  ser  que  se  constituyeren 
después,  en  cuyo  caso  empezaría  la  hipoteca  en  el  dia  de  la 
constitución  de  las  arras  ;  Cur.  Filíp.,-  lib.  2  ,  com.  lerr., 
cap.  3,  núm.  27.Véase  Doíe  en  la  parte  que  tFata  de  su  res- 
titución, Bienes  extradotales,  y  Arras  en  su  quinta  acepción. 

3o.  A  favor  de  los  hijos  :  Io.  en  los  bienes  paternos  para 
el  recobro  de  los  bienes  adventicios,  cuya  administración  y 
usufructo  pertenece  al  padre  durante  la  patria  potestad;  y  si 
habiendo  enajenado  el  padre  los  bienes  adventicios  no  fue- 
ren suficientes  los  paternos  para  su  reintegro ,  podrán  los 
hijos  demandarlos  á  cualquier  poseedor  á  quien  se  hubiesen 
enajenado ,  con  tal  empero  que  renuncien  la  herencia  pa- 
terna ,  pues  siendo  herederos  están  obligados  á  la  observan- 
cia y  cumplimiento  de  todos  los  contratos  legítimos  de  su 
padre,  ley  24,  tít.  13,  Part,  b  :  2o.  en  los  bienes  del  padre 
ó  de  la  madre  que  habiendo  enviudado  pasó  á  segundas  , 
nupcias,  para  la  repetición  de  los  bienes  que  el  mismo  pa- 
dre ó  madre  que  se  volvió  á  casar  hubiese  adquirido  del 
cónyuge  difunto  por  testamento  ó  ab  intestato  ,  legado,  ar- 
ras ,  donación  ,  fideicomiso  ú  otro  título  lucrativo  ,  y  cuyo 
propiedad  debió  reservar  en  dicho  caso  para  los  hijos  del 
primer  matrimonio,  ley  26,  tít.  13,  Part,  b,  con  las  glosas  de 
Greg .  López ,  y  ley  7,  tit.h,  lib.  10,  Nov.  Rec,  como  se  verá 
con  mas  estension  en  el  artículo  Bienes  reservables  ó  reserva- 
licios  :  3o.  en  los  bienes  de  la  madre  viuda  que  teniendo  su 
tutela  se  volviere  á  casar,  y  en  los  del  nuevo  marido  su  pa- 
drastro ,  para  la  responsabilidad  de  la  tutela,  hasta  que  pro- 
veyéndoseles de  nuevo  tutor  ó  curador  se  les  rinda  cuenta 
de  la  administración  de  los  bienes  de  su  pertenencia,  ley-2<S, 
til.  13,  Part,  b  :  y  así  para  librarse  de  esta  obligación  el 
que  trata  de  casarse  con  una  viuda  tutora  de  sus  hijos,  debe 
hacer  que  se  les  nombre  curador  y  dé  cuenta  con  pago  de 
sus  bienes  antes  de  pasar  á  contraer  el  matrimonio. 

tí0.  A  favor  de  los  huérfanos  menores  de  veinte  y  cinco 
años  y  de  sus  herederos  :  Io.  en  los  bienes  de  sus  tutores 
y  curadores  y  en  los  de  los  fiadores  y  herederos  de  los 
mismos  tutores  y  curadores  por  las  resultas  de  la  tutela 
ó  cúratela,  desde  el  dia  en  que  la  tomaron  ó  debieron  to- 
marla hasta  que  les  hubiesen  dado  cuentas  con  entrega  de 
bienes  y  pago  del  alcance  líquido  y  de  los  perjuicios  causa- 
dos por  mala  versación  ,  ley  23  ,  til.  lo  ,  Part,  b,  y  ley  21 , 
lit.  16,  Part.  6,  con  las  glosas  de  Gregorio  López  :  2o.  en 
las  cosas  compradas  para  si  por  los  tutores  ó  curadores  con 
dinero  de  los  menores  ;  pues  aunque  es  regla  general  que  la 
cosa  comprada  con  dinero  ajeno  debe  ser  del  que  hizo  ia 
compra  en  su  nombre  y  no  del  dueño  del  dinero  ,  tienen  aqui 
los  menores  en  el"  citado  caso  la  elección  de  tomar  la  cosa 
comprada  ó  bien  el  dinero,  según  quisieren;  ley  49,  til.  i>, 
y  ley  50,  til.  13,  Part.  b.  Véase  Tutor. 

b°.  A  favor  de  los  huérfanos  menores  de  catorce  años  en 
¡as. cosas  que  otro  les  hubiere  comprado  de  los  bienes  que 
les  pertenecen  ,  hasta  que  se  les  pague  todo  el  precio; 
íey2S,  lit,  13,  Pail.  b= 
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XI.  Pot  causa  del  interés  común  ó  del  Estado  concede  la 
ley  hipoteca  tácita  : 

Io.  Al  fisco  :  1°.  en  las  cosas  que  se  venden  ó  permutan , 
por  razón  de  la  alcabala ,  ley  9  ,  tít.  9 ,  lib.  1  ,  Nov.  Rec.  : 
2o.  en  todos  los  bienes  de  los  que  le  debieren  algún  tributo 
basta  que  lo  satisfagan,  ley  2b,  lit.  15,  Part.  S:  5o.  en 
todos  los  bienes  de  los  que  le  estuvieren  obligados  por  con- 
trato desde  que  lo  hicieron  hasta  que  lo  cumplan  ,  ley  23, 
til.  13,  Part.  b  :  h°.  en  todos  los  de  los  recaudadores  y 
tesoreros  de  las  rentas  y  derechos  que  le  pertenecen  ,  y  en 
los  de  los  administradores  de  las  cosas  de  su  propiedad  ,  por 
las  resultas  de  la  gestion  de  sus  encargos  ú  oficios,  ley  6, 
til.  19,  lib.  3  del  Fuero  Real,  y  leyes  23  y  25,  tít.  13, 
Part.  b.  Véase  Fisco. 

2°.  A  la  Iglesia  por  los  diezmos  en  las  cosas  de  que  se 
deben,  ley  26,  lit.  20,  Part.  1.  Los  autores  sientan  co- 
munmente que  compete  también  hipoteca  tácita  á  los  pue- 
blos en  los  bienes  de  los  que  manejan  los  caudales  públicos, 
por  los  alcances  que  les  resultaren;  y  á  los  hospitales  y 
demás  establecimientos  de  caridad  ó  beneficencia  en  los 
bienes  de  sus  administradores,  por  razón  asimismo  déla 
administración;  porque  sin  duda  consideran  álos  adminis- 
tradores de  los  caudales  de  los  pueblos  y  establecimientos 
de  beneficencia  como  revestidos  de  la  calidad  de  tutores  ó 
curadores ,  y  á  los  establecimientos  y  pueblos  como  pupilos 
ó  menores  de  edad. 

XÍI.  Por  causa  del  beneficio  notable  que  el  acreedor  hizo 
al  deudor,  tiene  constituida  hipoteca  legal  á  su  favor  : 

Io.  El  que  prestó  dinero  para  construir  de  nuevo  ó  bien 
para  reparar  una  casa  ú  otro  edificio  ,  en  la  misma  casa  ó 
edificio  construido  ó  reparado ,  para  el  recobro  de  su  prés- 
tamo, debiendo  hacerse  constar  la  inversion  del  dinero  en 
dicho  objeto  ;  ley  26,  til.  13  ,  Part.  b ,  con  la  glosa  10  de 
Gregorio  López. 

2o.  El  que  prestó  dinero  para  guarnecer  (esto  es,  proveer 
y  equipar)  ó  para  reparar  ó  componer  alguna  nave,  en  la 
misma  nave  reparada  ó  equipada  y  provista ,  hasta  reinte- 
grarse desús  desembolsos;  ley  26,  tít.  13  ,  Part.  b.  Véase 
Nave. 

5o.  Según  algunos  autores ,  el  que  prestó  dinero  para 
comprar  algún  ofició,'  tiene  tácita  hipoteca  en  él.  Mas  ¿  por- 
qué no  habria  de  decirse  lo  mismo  del  que  da  dinero  para 
lá  adquisición  dé  cualquiera  otra  cosa? 

XIII.  Por  la  presunta  voluntad  del  deudor,  se  concede 
hipoteca  tácita  por  la  ley  : 

Io.  Al  dueño  dé  la  casa  alquilada  en  todas  las  cosas  pro- 
pias del  inquilino  que  se  encontraren  en  ella,  así  para  el 
cobro  del  alquiler  que  se  le  debiere  ,  como  para  la  indemni- 
zación de  los  perjuicios  ó  deterioros  causados  por  el  inqui- 
lino en  la  misma  casa  ;  ley  9  ,  tít.  17 ,  lib.  3  del  Fuero  Raúl, 
y  ley  b,  lit.  8,  Part.  b.  Véase  Arrendatario,  $  1,  de  la 
obligación  de  pagar  el  ¡irecio. 

2o.  Al  dueño  de  las  heredades,  como  viñas,  huertas  ,  oli- 
vares ü  otros  predios  rústicos  arrendados,  en  las  cosas  que 
el  arrendatario  hubiese  introducido  en  ellos  con  noticia  del 
mismo  dueño,  y  en  los  frutos;  allí  nacidos,  no  solo  para  el 
cobro  de  la  renta  ó  precio  del  arrendamiento,  sino  también 
'  para  el  reintegro  de  los  dañoso  deterioros;  ley  b,  tít.  8, 
Parl.ü.y  ley  6,  lit.  11 ,  lib.  10,  Nov.  Rec.  Véase  Arrenda- 
tario. 

5".  Al  legatario  en  los  bienes  del  testador  para  la  repeti- 
ción de  la  cosa  ó  cantidad  legada;  ley  26  ,  til.  15,  Parí.  5. 
Esta  hipoteca  empieza  desde  el  dia  del  fallecimiento  del 
testador,  y  no  desde  el  cha  en  que  dejó  la  manda. 

h°.  A  los  acreedores ,  por  razón  de  operaciones  mercan- 
tiles ,  de  la  mujer  casada  ,  mayor  de  veinte  años ,  que  ejer- 
ciere el  comercio  con  autorización  espresa  de  su  marido , 
dada  en  escritura  pública ,  ó  bien  estando  separada  legíti- 


mamente de  su  cohabitación  :  con  la  diferencia  de  que  en 
el  primer  caso  están  obligados  á  las  resultas  del  tráfico  los 
bienes  dótales  ele  la  mercadera  ,  y  todos  los  derechos  que 
ambos  cónyuges  tengan  en  la  comunidad  social  ;  y  en  el 
segundo  lo  estarán  solamente  los  bienes'  de  que  la  mujer 
tuviese  la  propiedad,  usufructo  y  administración  cuando  sa 
dedicó  al  comercio,  los  dotales  que  se  le  restituyan  por  sen- 
tencia legal ,  y  los  que  adquiera  posteriormente  ;  art.  b  del 
cód.  de  coin.  Véase  Comercio. 

XIV.  El  acreedor  que  tiene  hipoteca  legal  sobre  todos 
los  bienes  del  deudor,  puede  ejercer  su  derecho  así  en  los 
bienes  presentes  como  en  los  futuros  ,  sin  distinción  alguna 
de  muebles  ,  raices  ,  semovientes,  derechos  y  acciones;  esto 
es ,  así  en  los  bienes  que  ya  pertenecían  al  deudor  al  tiempo 
en  que  empezó  la  hipoteca  ,  como  en  los  que  adquirió  des- 
pues y  en  los  que  adquiriere  hasta  el  entero  cumplimiento  do 
la  obligación  principal.  Así  es  que  la  acción  hipotecaria  de 
la  mujer,  por  ejemplo,  sobre  los  bienes  de  su  marido  para 
el  recobro  de  la  dote  y  de  los  bienes  parafernales  que  al 
mismo  marido  se  hubiesen  entregado,  no  solo  puede  ejer- 
cerse sobre  los  bienes  que  ya  tenia  el  marido  al  tiempo  del 
casamiento  ó  de!  recibo  de  la  dote  ó  de  laparaferña.  y  so- 
bre los  que  adquirió  durante  el  matrimonio,  sino  también 
sobre  los  que  adquiriere  después  de  disuelto  por  cualquiera 
Causa  el  enlacexonyugal  hasta  que  se  verifique  la  completa 
restitución  de  la  dote  y  de  los  citados  bienes  parafernales  ; 
y  del  mismo  modo  la  acción  de  los  menores  puede  ejercerse 
sobre  los  bienes  que  tenia  el  tutor  ó  curador  en  la  época  de 
la  aceptación  de  la  tutela  ó  curaduría ,  sobre  los  que  adqui- 
rió mientras  duraba  su  cargo ,  y  sobre  los  que  adquiriere 
después  de  acabado  este  mientras  fuese  deudor  de  alguna 
cosa  por  resultas  de  su  administración.  Es  cierto  que  algunos 
autores  escliiyen  de  la  obligación  hipotecaria  los  bienes  que 
el  marido  ó  el  tutor  adquieren  después  de  disuelto  el  matri- 
monio ó  de  acabada  la  tutela;  pero  esta  opinion  no  puede 
sostenerse  como  contraria  qué  es  á  la  letra  de  las  leyes,  las 
cuales  constituyen  la  hipoteca  tácita  en  los  bienes  que  tu- 
viere el  deudor  desde  que  contrae  la  obligación  hasta  que  la 
cumple  y  paga  lo  que  debe  :  «  Los  bienes  de  los  guardado- 
res de  les  huérfanos  que  son  menores  de  veinte  y  cinco 
años,  dice  la  ley  23,  tít.  15,  Part,  b,  fincan  todavía  obli- 
gados á  aquellos  que  los  tienen  en  guarda  ,  desde  el  dia  que 
comenzaron  á  usar  del  oficio  de  la  guarda  fasta  que  les  den 
cuenta  et  recabdo  de  las  cosas  que  tovieren  dellos.  »  «  Luego 
que  el  marido  recibe  la  elote  ó  las  otras  cosas  que  son  llama- 
das paraferna ,  dice  la  ley  17,  tít.  1 1 ,  Part,  h ,  son  obligados 
por  ende  á  la  mujer  todos  sus  bienes,  también  los  que  ha 
estonce  como  los  que  habrá  después.  »  «  Todos  los  bienes  de 
la  madre  (que  siendo  tutora  se  vuelve á  casar),  dice  la 
ley  26,  tít.  13,  Part,  b,  fincan  entonce  obligados  á  sus  fijos, 
et  aun  los  de  aquel  con  quien  casa,  fasta  que  hayan  guar- 
dador, et  que  les  den  cuenta  et  recábelo  de  lo  suyo.  »  Otras 
leyes  pudieran  acumularse  todavía  en  apoyo  de  esta  verdad, 
pero  bastan  las  citadas  para  ejemplo,  y  aun  es  suficiente  la 
ley  b  de  dicho  tít.  15,  Part,  b  ,  según  la  cual  quiere  el  le- 
gislador que  en  la  hipoteca  general  queden  comprendidas 
indefinidamente  todas  las  cosas  que  tuviere  el  dcudoi'  a  1 
tiempo  de  la  constitución  de  la  hipoteca  y  las  que  adqui- 
riere después  ,  sin  limitación  de  épocas  y  sin  otra  escopeion 
.  que  la  de  las  cosas  que  no  pueden  hipotecarse. 

El  que  no  tiene  hipoteca  legal  sino  en  ciertas  cosas  dolor- 
minadas,  es  claro  que  solo  en  ellas  puede  ejercer  su  derecho 
hipotecario  y  no  en  las  demás  que  poseyere  el  deudor,  aun- 
que las  hipotecadas  se  pierdan  ó  la  hipoteca  se  desvanezca  ó 
eslinga  de  otro  modo.  Asi  es  que  el  que  prestó  alguna  can- 
tidad para  reparar  una  casa  ó  embarcación  ,  no  puede  per- 
seguir como  acreedor  hipotecario  sino  la  casa  ó  embarcación 
reparada  con  su  dinero;  y  si  la  casa  se  destruye  ó  la  navo 
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se  pierde  en  un  naufragio,  solo  tendrá  conlra  su  deudor 
acción  personal  para  el  reintegro  del  préstamo  que  le  hizo. 

La  hipoteca  tácita  ó  legal  no  tiene  menos  fuerza  y  eficacia 
que  la  espresa  ó  convencional:  y  así  los  acreedores  que  se 
presenlen  en  concurso  con  cualquiera  de  ellas  no  deben  ser 
preferidos  porque  su  hipoteca  sea  tácita  ó  espresa  ,  sino  ó 
bien  por  razón  de  la  prioridad  de  la  constitución  de  su  hi- 
poteca, ó  bien  por  razón  del  privilegio  de  que  gozaren , 
como  mas  abajo  veremos. 

Hipoteca  judicial. 

XV.  Hipoteca  judicial  es,  como  ya  se  ha  indicado,  la  que 
se  constituye  por  el  juez  en  los  bienes  del  deudor,  poniendo 
al  acreedor  en  posesión  de  ellos  por  la  via  de  asentamiento 
ó  por  la  via  ejecutiva ,  para  que  quede  satisfecho  de  su  cré- 
dito. «  La  segunda  manera  de  peños,  dice  la  ley  ! ,  tít.  13, 
Part,  b,  es  cuando  los  juzgadores  mandan  entregar  á  alguna 
délas  parles  en  los  bienes  de  su  contendor  por  mengua  de 
respuesta  ó  por  razón  de  rebeldía  ó  por  juicio  que  es  dado 
entre  ellos  ó  por  cumplir  el  mandamiento  del  rey.  » 

Esta  hipoteca  se  dice  necesaria,  porque  no  se  constituye 
por  voluntad  del  deudor  sino  por  mandamiento  ó  apremio 
judicial;  y  también  se  dice  espresa,  porque  se  constituye 
por  palabras  espresas  y  positivas  del  juez ,  á  diferencia  de 
la  hipoteca  Icicila  que  por  solo  la  fuerza  de  la  ley  se  halla  es- 
tablecida á  favor  de  ciertos  acreedores ,  como  ya  hemos 
visto  mas  arriba. 

XVI.  Divídese  esta  hipoteca  en  pretoria  y  propiamente 
judicial.  Preloria  es  cuando  el  juez  ,  por  contumacia  del  de- 
mandado que  no  quiere  comparecer  ó  responder  á  la  de- 
manda, pone  en  posesión  de  todos  ó  de  parte  de  sus  bienes 
al  acreedor  para  que  pueda  reintegrarse  de  su  crédito ,  se- 
gún se  establece  en  las  leyes  del  lit.  8,  Part.  5,  y  del  lit.  S, 
lib.  11 ,  Nov.  Ri!C  Llámase  preloria,  no  porque  la  dio  el 
pretor  entre  los  Romanos,  pues  que  podían  darla  cuales- 
quiera jueces,  sino  porque  fué  introducida  por  el  derecho 
pretorio ,  esto  es .  por  el  edicto ,  según  resulta  de  la  ley  26 , 
tít.  7,  lib.  15,  de  la  ley  2,  tít.  4,  lib.  42  del  Digesto,  y  de 
lasleyesly2,  tít.  22,  lib.  8  del  Código.  Véase  Asenta- 
miento. Propiamente  judicial  es  cuando  el  juez ,  después  de 
haber  seguido  los  trámites  del  juicio  ejecutivo  en  virtud  de 
instrumento  que  trae  aparejada  ejecución,  pone  al  acreedor 
en  posesión  de  los  bienes  del  deudor  que  han  sido  ejecutados. 

XVII.  Entre  la  hipoteca  judicial  en  su  acepción  mas  es- 
tensa y  la  convencional  ó  voluntaria  hay  la  diferencia  im- 
portantísima de  que  en  la  primera  no  queda  obligada  la 
cosa  hasta  que  se  entrega  al  acreedor,  y  en  la  segunda  queda 
obligada  luego  que  se  otorga  la  hipoteca  por  las  partes  aun- 
que la  cosa  no  se  entregue  :  de  suerte  que  si  el  aeudor  hi- 
potecare á  otro  la  cosa  que  el  juez  ha  mandado  entregar, 
pero  no  ha  entregado  todavía  al  acreedor  demandante,  será 
preferido  en  ella  el  acreedor  á  quien  la  ha  hipotecado  el  mismo 
deudor,  y  no  el  acreedor  á  quien  la  ha  mandado  entregar 
el  juez,  ley  13,  til.  15,  Part.  ó.  Resulta  de  aquí  que  la  hi- 
poteca judicial  no  se  constituye  precisamente  por  el  man- 
damiento que  espide  el  juez  para  que  la  cosa  demandada  se 
entregue  al  acreedor  que  la  demanda  ó  ejecuta  ,  sino  por  el 
mandamiento,  y  la  tradición,  como  se  dispone  también  en 
el  derecho  romano  :  Sciendum  est,  dice  la  ley  20,  tít.  7, 
lib.  15  del  Dígesto  ,  ubijussu  magislralus  pignus  constilui- 
lur,  non  alias  constituí,  nisi  venlum  fuerit  inpossessioncm. 
Todavía  quiere  Gregorio  López  en  la  glosa  Ia.  de  dicha 
ley  13  ,  lit.  15  ,  Part,  b  .  que  la  posesión  haya  de  darse  y 
tomarse  real  y  verdaderamente  por  actos  positivos ,  no 
siendo  suficiente  la  tradición  llamada  de  larga  mano,  que 
es  la  que  se  hace  demostrando  desde  lejos  la  cosa  que  está 
á  la  vista. —Sigúese  igualmente  de  dicha  ley  15,  lit.  15, 


Part,  b  ,  que  la  hipoteca  judicial  mas  propiamente  puedo 
llamarse  prenda  que  hipoteca,  pues  que  no  f-a  constituye- 
sino  mediando  entrega  de  la  cosa  ,  como  la  prenda  ,  al  paso 
que  la  hipoteca  se  constituye  sin  entrega.  Deduce  de  la  mis- 
ma ley  el  autor  de  la  Curia  Filípica  (lib.  2,  com.  terrest., 
cap.  3,  n.  56)  la  doctrina  generaldeque  si  después  de  vendida 
una  cosa  y  antes  de  entregada  al  comprador,  la  hipotecare 
el  vendedor  á  un  tercero ,  será  válida  la  hipoteca  y  preferido 
por  ella  el  tercero  al  comprador  en  la  cosa  así  vendida  é  hi- 
potecada. 

XVIII.  La  hipoteca  preloria  no  produce  á  favor  del  acree- 
dor demandante  los  mismos  efectos  que  la  hipoleca  propia- 
mente judicial.  En  la  hipoteca  pretoria,  por  el  hecho  de 
darse  al  acreedor  demandante  la  posesión  de  los  bienes  de 
su  deudor  se  entiende  que  se  da  igualmente  á  lodos  los  de- 
mas  acreedores,  de  suerte  que  por  esta  posesión  no  adquiere 
aquel  ningún  derecho  de  preferencia  sobre  los  otros  :  Cùm 
antis  ex  creditoribus ,  dice  la  ley  12,  tít.  b  ,  lib.  42  del  Di- 
gesto ,  postulat  in  boña  debitoris  se  milli,  quecritur  ulrum 
sohts  is  qui  petit ,  possidere  polestî  an  cùm  unus  petit ,  et 
prœtor  permisit ,  omnibus  creditoribus  adilus  sil?  et  coin- 
modius  dicitur,  cùm  prœtor  permiserit ,  non  tam  personas 
solius  petenlis  quàm  creditoribus  elin  rem  permission  videri. 
Nec  videlur  libera  persona  adquirere  alii  :  quia  nec  sibi 
quidquam  adquirit ,   cui  prœtor  permillil  ;  sed  aliquid  ex 
ordine  facit  :  et  ideo  cœleris  quoqueprodest.  La  misma  dis- 
posición se  contiene    y  esplica  con  mas  estension  en  la 
ley  10,  tít.  72,  lib.  7  del  Código.  Mas  en  la  hipoteca  propia- 
mente judicial,  el  acreedor  que  ejecuta  primero  y  entra  en 
la  posesión  de  los  bienes  del  deudor  es  preferido  á  los  de- 
mas  ,  por  razón  de  la  prioridad  de  tiempo  en  la  constitución 
de  su  hipoteca  :  Sí  et  jure  judicatum ,  dice  la  ley  10  ,  tít.  tí, 
lib.  20  del  Digesto ,  et  pignus  in  causa  judicati  ex  auclorilale 
ejus  qui  jubere  potuit,  caplum  est,  privilegiis  temporis  fore 
poliorem  hœredem  ejus ,  in  cujas  persona  pignus  constitulum 
est.  Cree  Fornerio  que  en  esta  ley  se  quiere  decir,  que  el 
acreedor  ó  el  heredero  del  acreedor  á  quien  el  deudor  ha 
constituido  hipoteca  debe  ser  preferido  al  acreedor  que  des- 
pués ha  sido  puesto  por  el  juez  en  posesión  de  los  bienes  ; 
pero  aunque  esta  preferencia  sea  verdadera  en  el  fondo,  no 
la  estima  Cuyacio  objeto  de  esta  ley,  en  la  cual  según  él  no 
se  trata  sino  de  asentar  que  el  acreedor  ó  el  heredero  del 
acreedor  que  ha  sido  puesto  por  sentencia  judicial  en  pose- 
sión de  los  bienes  del  deudor  ejecutado  tiene  mejor  derecho 
por  la  prioridad  de  tiempo  en  los  bienes  así  ocupados  quo 
los  demás  acreedores  que  concurran  después.  Como  quiera 
que  fuere,  la  ley  2,  tit.  18  ,  lib.  8  del  Código,  está  bien 
clara  y  terminante  á  favor  de  la  preferencia  que  obtiene  el 
acreedor  á  quien  primero  se  da  la  posesión  de  los  bienes 

del  deudor  en  el  juicio  ejecutivo  :  Si  decreto  prœtoris, 

dice,  in  posseísionem  fundí....  prius  inducti  eslis,  quàm  ad~ 
versarius  vester  in  causaux  judicali  ejusdem  fundí  pignus 
oceupaverit ;  jussu  ejus,  qui  jure  sen tenliam  exequebatur, 
tempore  poliores  eslis  :  nam  cùm  de  pignore  utraqiic  pars 
contendil ,  prœvalel  jure ,  qui  prœvenil  tempore.  Estas  dis- 
posiciones de  las  leyes  romanas  han  sido  adoptadas  por 
nuestros  escritores  ,  y  especialmente  por  Gregorio  López  en 
la  glosa  3  de  la  ley  15,  tít.  13,  Parí,  b,  por  Gutiérrez,  de 
juram.  confirm.,  part.  1 ,  cap.  46  ,  y  por  la  Curia  Filípica  , 
lib.  2,  com.  terr.,  cap.  5,  n.  57. 

Mas  aunque  la  hipoteca  preloria  no  produzca  á  favor  del 
acreedor  demandante  los  mismos  efectos  que  la  hipoteca 
propiamente  judicial,  pues  que  la  posesión  de  los  bienes  en 
la  primera  no  le  confiere  derecho  hipotecario  con  prelacion 
álos  demás  acreedores  entonces  existentes,  al  paso  que  se 
lo  confiere  con  dicha  prelacion  en  la  segunda;  sin  embargo, 
no  por  eso  la  hipoteca  preloria  es  de  menos  fuerza  que  la 
judicial  con  respecto  al  acreedor  que  la  ha  obtenido ,  si  ça 
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que  traíamos  de  comparar  una  con  otra.  De  aquí  es  que  con- 
curriendo por  una  parte  hipoteca  pretoria  y  por  otra  parte 
hipoteca  judicial,  se  habrá  de  dar  preferencia  á  cualquiera 
de  las  dos  que  fuese  primera  en  tiempo,  esto  es,  á  la  que 
antes  se  hubiese  ganado,  ora  sea  la  judicial,  ora  la  pretoria, 
por  la  regla  general  de  que  no  habiendo  privilegio  se  ha  de 
atender  en  las  hipotecas  á  la  mayor  antigüedad  de  su  consti- 
tución. Prcevalel  jure  ,  qui  prœvalct  letppore.  El  la  m  in  pig- 
voribus  prœloriis ,  qui  prior  tempore  prior  est  jure,  como 
dice  la  glosa  de  dicha  ley  t,  tít.  18,  lib.  8  del  Código  de 
Justiniano. 

Es  por  último  de  advertir  que  ni  la  hipoteca  pretoria  ni  la 
judicial  estinguen  ni  modifican  la  fuerza  de  las  hipotecas 
tácitas  ó  convencionales  que  anteriormente  se  hallaren  cons- 
tituidas. 


Hipoteca  convencional. 


XIX.  La  hipoteca  convencionales  la  que  se  establece  por 
voluntad  de  las  partes,  obligando  el  deudor  todos  sus  bienes 
ó  parte  de  ellos  para  seguridad  del  pago  de  la  deuda  ó  del 
cumplimimiento  del  contrato  ;  ó  como  dice  la  ley  1 ,  tít.  13 , 
Part.  5 ,  es  la  que  fazen  los  homes  entre  sí  de  su  voluntad  , 
empeñando  de  sus  bienes  unos  á  otros  por  razón  de  alguna 
cosa  que  deban  dar  ó  facer.  Dícese  también  voluntaria, 
porque  en  ella  solo  interviene  el  consentimiento  del  que  la 
constituye ,  y  no  la  fuerza  de  la  ley  ni  el  apremio  del  juez; 
y  asimismo  se  denomina  espresa,  porque  se  establece  por 
palabras  ciertas  y  positivas  del  deudor,  á  diferencia  de  la 
tácita  que  proviene  solo  de  la  ley  sin  que  los  interesados  la 
estipulen. 

XX.  Puede  hipotecar  sus  bienes  el  que  puede  enajenarlos  ; 
y  por  el  contrario ,  el  que  no  puede  enajenarlos  ,  no  puede 
tampoco  hipotecarlos  ;  ley  7,  lit.  13,  Part.  5,  y  ley  10, 
lit.  33,  Part.  7.  La  razón  es  que  la  constitución  de  hipoteca 
se  considera  como  una  especie  de  enajenación  por  causa 
del  derecho  que  se  da  al  acreedor  sobre  los  bienes  hipote- 
cados. Véase  Enajenación. 

El  dueño  de  los  bienes  que  tiene  su  libre  administración 
puede  hipotecarlos  por  sí  mismo  ó  por  medio  de  su  apo- 
derado ó  procurador ,  dándole  al  efecto  poder  especial; 
ley  11,  §  7,  lit.  7  ,  lib.  15'  del  Digeslo.  Mas  si  el  procurador 
ó  apoderado  constituyere  por  sí  la  hipoteca  sin  mandato  ni 
noticia  del  dueño  de  los  bienes,  no  adquirirá  el  acreedor 
derecho  hipotecario  sobre  ellos  ,  aunque  bien  podrá  deman- 
dar al  dueño  la  cantidad  prestada  á  su  apoderado  é  inver- 
tida en  su  utilidad  ;  ley  8,  tít.  13,  Parí.  S.  Será,  no  obstante, 
válida  la  constitución  de  hipoteca  ,  si  el  dueño  la  aprobare 
ó  confirmare  después  ,  ó  estando  presente  callare  sin  con- 
tradecirla ,  ley  9,  lit.  15,  Part.  S,  Ó  sabiéndola  entonces  ó 
posteriormente  guardaré  silencio  en  fraude  del  acreedor, 
/et/ 2,  til.  16,  lib.  S  del  Código. 

Como  solo  puede  hipotecar  sus  bienes  el  que  puede  tras- 
pasar ó  otro  su  dominio,  es  claro  que  no  basta  ser  dueño 
de  los  bienes  para  poder  hipotecarlos  ,  sino  que  ademas  se 
necesita  tener  la  libre  administración  de  ellos  y  capacidad 
para  enajenarlos. 

Asi  que  ,  el  hijo  de  familias  no  puede  hipotecar  los  bienes 
de  su  peculio  adventicio ,  cuya  administración  y  usufructo 
pertenece  al  padre  ,  y  menos  los  del  peculio  profecticio  en 
que  el  padre  tiene  la  plena  propiedad  ;  pero  podrá  hipotecar 
los  de  sus  peculios  castrense  y  cuasi  cástrense ,  teniendo  edad 
competente  para  obligarse.  Véase  Patria  potestad.  El  hijo 
emancipado  no  podrá  hipotecar  sus  bienes  raices  sino  con 
decreto  del  juez  hasta  que  cumpla  la  edad  de  veinte  y  cinco 
años,  pues  aunque  tiene  la  administración  de  ellos,  no  tiene 
todavía  capacidad  para  enajenarlos;  pero  si  fuere  comer- 
ciante con  las  circunstancias  que  exige  el  código  de  comer- 
cio ,  podrá  hipotecar  libremente  los  bienes  inmuebles  de  su 


pertenencia  para  seguridad  de  las  obligaciones  mercantiles 
que  contraiga.  Véase  Comerciante  y  Emancipación. 

El  menor  que  no  ha  llegado  á  la  edad  de  la  pubertad  no 
puede  hipotecar  sus  bienes;  y  ni  aun  su 'tutor  podrá  hipo- 
tecar los  inmuebles  sino  por  causa  justa  y  con  decreto  del 
juez  ;  ley  8  ,  lit.  13,  Part.  S.  Mas  habiendo  cumplido  dicha 
edad  ,  podrá  hipotecarlos  con  otorgamiento  de  su  curador 
si  le  tuviere ,  ó  por  sí  mismo  si  no  le  tuviere ,  debiendo 
siempre  intervenir  la  autoridad  del  juez.  Véase  Menor. 

Tampoco  la  mujer  casada  puede  constituir  hipoteca  ni 
aun  sobre  los  bienes  parafernales  cuya  administración  se  ha 
r  eservado  ,  sino  con  licencia  de  su  marido ,  pues  que  sin  ella 
no  puede  celebrar  contratos.  Véase  Mujer  casada.  Pero  si 
fuere  mayor  de  veinte  años  ,  y  ejerciere  el  comercio  con 
autorización  espresa  de  su  marido,  dada  en  escritura  pú- 
blica ,  ó  bien  estando  separada  legítimamente  de  su  cohabi* 
tacion,  podrá  hipotecar  para  seguridad  de  las  obligaciones 
que  contraiga  como  comerciante,  en  el  primer  caso  sus 
bienes  propios  ,  los  dotales  ,  y  todos  los  derechos  que  ambos 
cónyuges  tengan  en  la  comunidad  social,  pero  no  los  bienes 
inmuebles  propios  del  marido,  ni  los  que  pertenezcan  en 
común  á  ambos  cónyuges  ,  á  no  ser  que  en  la  escritura  de 
autorización  se  le  hubiese  dado  espresamente  esta  facultad; 
y  en  el  segundo  caso  ,  solamente  los  bienes  de  que  ella  feo- 
viese  la  propiedad ,  usufructo  y  administración  cuando  se 
dedicó  al  comercio,  los  dotales  que  se  le  restituyan  por 
sentencia  legal ,  y  los  que  adquiera  posteriormente.  Véase 
Comerciante. 

XXI.  El  que  sobre  los  bienes  que  quiere  hipotecar  solo 
tiene  un  derecho  suspendido  por  una  condición  ó  reso- 
luble en  cierto  caso  ó  sujeto  à  rescision,  no  puede  cons^ 
tituir  en  ellos  sino  una  hipoteca  subordinada  á  las  mismas 
condiciones  ó  à  la  misma  rescision;  porque  nadie  puede 
dar  á  otro  mas  derechos  que  los  que  él  tiene  ;  y  cuando  se 
resuelve  ó  estingue  el  derecho  del  que  da,  se  estingue  ó  re- 
suelve también  el  derecho  del  que  recibe  :  Nono  plus  ja  ris 
in  alium  Iransferre  polest,  quám  Ipse  habet  ;  resoluto  jure 
danlis,  resolvilur  jus  accipientis.  Asi  es  que  el  legatario  á 
quien  se  ha  hecho  un  legado  condicional,  no  puede  consti- 
tuir sobre  la  cosa  legada  sino  una  hipoteca  sujeta  en  sus 
efectos  al  cumplimiento  de  la  condición.  Así  es  también  que 
el  donatario  à  quien  por  hallarle  tú  sin  prole  le  has  hecho 
donación  de  parte  de  tus  bienes,  no  puede  constituir  sobre 
los  bienes  donados  sino  una  hipoteca  que  se  resuelva  y  es- 
tinga en  el  caso  de  que  te  sobrevenga  algún  hijo,  pues  que 
en  el  mismo  caso  se  resuelve  y  estingue  en  fuerza  de  la  ley 
el  derecho  que  tenia  en  ellos.  Así  es  por  fin  que  el  que  posee 
los  bienes  de  una  herencia  en  virtud  de  un  testamento 
inoficioso  ,  no  podrá  constituir  sobre  ellos  sino  una  hipoteca 
que  habrá  de  quedar  rescindida  al  mismo  tiempo  que  se 
rescinda  el  testamento  por  la  querella  de  inoficiosidad  ;  y  lo 
mismo  ha  de  decirse  del  que  tratare  de  hipotecar  alguna 
finca  que  el  que  se  la  enajenó  pudiere  reclamar  por  causa 
de  dolo,  error,  lesión  enorme  ó  violencia.  Véase  el  n.  Vil 
de  este  mismo  artículo. 

XXII.  Puede  constituirse  la  hipoteca  convencional  pura 
y  absolutamente  ó  bajo  condición  ,  y  hasta  cierto  tiempo  ó 
desde  cierto  tiempo  determinado,  ley  17,  í¿'/.  13,  Pari,  j  ; 
como  igualmente  por  cualquiera  especie  de  contrato ,  deuda 
ú  obligación  ;  y  así  en  el  titulo  mismo  de  la  obligación  ó  con- 
trato principal  que  la  motiva  como  en  un  acto  ó  instrumento 
anterior  ó  posterior.  Véase  el  n.  V. 

La  ley  6  ,  tít.  15  ,  Part.  5  ,  dice  que  puede  constituirse  la 
hipoteca  convencional  por  los  mismos  interesados  hallán- 
dose presentes  ,  ora  estén  los  bienes  en  el  mismo  lugar  ú  en 
otro ,  ó  bien  por  apoderados  ó  por  cartas  ,  con  escritura  pú- 
blica ó  sin  ella.  Pero  según  las  leyes  l,2y  5,  lit.  16,  lib.  10, 
Nov.  íloc. ,  no  puede  ya  constituirse  hipoteca  convencional 
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sino  en  escritura  otorgada  ante  escribano  público  ;  y  aun 
para  que  surta  sus  efectos  es  indispensable  que  la  escritura 
que  la  contiene  sea  registrada  dentro  de  cierto  término  en 
el  oficio  de  bipotecas  del  partido  judicial  ó  distrito  tn  que 
se  bollen  sitos  los  bienes  que  se  hipotecan  :  de  modo  que  si 
se  omite  el  registro  ó  toma  de  razón  ,  no  se  tendrán  por 
hipotecados  los  bienes ,  y  el  contrato  ú  obligación  principal 
para  cuya  segundad  se  constituía  la  hipoteca,  quedará  en 
ia  clase  de  meramente  personal.  Véase  Oficio  de  Jiipolecas. 

De  esta  misma  disposición  de  las  leyes  del  tít.  16,  lib.  10, 
[íov.  Rec,  se  deduce  que  ya  no  basta  empeñar  y  entregar 
al  acreedor  el  título  ó  escritura  de  propiedad  para  que  la 
linca  se  entienda  hipotecada,  como  queria  la  ley  14,  tít.  13, 
Part.  S  ;  pues  que  es  necesario  para  que  haya  constitución 
de  hipoteca  el  otorgamiento  de  escritura  pública  y  su  toma 
de  razón  en  el  registro. 

Pueden  los  contrayentes  poner  en  la  constitución  de  hipo- 
teca los  pactos  y  condiciones  que  les  acomodaren  ,  con  tal 
que  no  sean  contrarias  á  las  leyes  ni  á  las  buenas  costum- 
bres. Está  prohibido  por  la  ley  y  es  por  consiguiente  nulo 
el  pacto  de  que  no  pagándose  la  deuda  dentro  de  cierto  tér- 
mino adquiera  el  acreedor  la  propiedad  de  la  cosa  hipote- 
cada como  si  la  hubiese  comprado  por  la  cantidad  del  prés- 
tamo; pero  está  permitido  el  pacto  de  que  no  pagándose^ 
la  deuda  en  el  plazo  asignado  sea  del  acreedor  la  cosa  hipo- 
tecada como  vendida  y  comprada  en  aquel  precio  que  esti- 
masen hombres  buenos  ;  ley  41 ,  lit,  5 ,  y  ley  12  ,  ¡il.  13 , 
Pari.  5. 

XXIII.  Puede  uno  hipotecar,  ó  bien  en  general  todos  sus 
bienes,  ó  bien  en  especial  algunos  bienes  determinados; 
ley  7,  lit.  19,  lib.  5  del  Fuero  Real ,  y  leyes  5  y  6,  lit.  15  , 
Part.  S. 

Cuando  uno  hipoteca  generalmente  todos  sus  bienes ,  se 
entienden  hipotecados  no  solamente  los  bienes  presentes  , 
esto  es,  los  que  tiene  al  tiempo  del  contrato,  sino  también 
los  futuros,  esto  es,  los  que  adquiera  después  hasta  el  cum- 
plimiento de  la  obligación  principal  que  hubiere  contraído; 
ley  1 .,  tít.  19,  lib.  3  del  Fuero  Real,  y  ley  S,  tít.  13,  Part.  5. 
Mas  no  quedan  comprendidos  en  la  hipoteca  general  los 
bienes  que  no  pueden  hipotecarse ,  ó  que  se  supone  que 
nadie  quiere  hipotecar,  según  lo  dicho  en  el  núm.  Vfl. 

Aunque  por  el  hecho  de  hipotecar  una  persona  todos  sus 
bienes,  se  entienden  hipotecados  no  solamente  los  muebles 
é  inmuebles ,  sino  también  los  derechos ,  créditos  y  acciones, 
pues  que  también  las  acciones,  créditos  y  derechos  se  com- 
prenden bajo  la  denominación  general  de  bienes  ;  opinan. 
sin  embargo  los  autores,  que  si  la  hipotecase  constituye 
precisamente  en  los  bienes  muebles  é  inmuebles,  no  quedan 
entonces  comprendidos  en  ella  los  derechos,  acciones  y  cré- 
ditos, porque  las  cosas  incorporales  forman  tercera  especie 
de  bienes  ,  distinta  de  las  de  muebles  y  raices  ;  bien  que  si 
alguno  hipoteca  todos  sus  bienes  y  luego  añade  los  muebles 
é  inmuebles,  no  creen  algunos  autores  que  por  la  mención 
de  estas  especies  deba  restringirse  la  locución  general  que 
las  precede.  Ha  de  tenerse  ademas  muy  presente  ,  que  los 
derechos ,  créditos  y  acciones  pueden  reducirse  y  se  reducen 
electivamente  en  muchos  casos  á  la  clase  de  muebles  é  in- 
muebles según  su  objeto.  Véase  Acción,  Bienes  muebles  y 
Bifitcs  inmuebles. 

El  que  hipoteca  sus  bienes  habidos  y  por  haber,  deja 
también  hipotecado  por  el  mismo  hecho  el  dinero  que  tomare 
prestado  de  un  tercero  ;  de  modo  que  aunque  al  tiempo  de 
hacerse  uso  del  derecho  de  hipoteca  existan  las  mismas 
monedas  prestadas ,  será  preferido  en  ellas  al  prestamista 
el  acreedor  hipotecario  anterior  en  tiempo,  porque  en  el 
mutuo  pasa  el  dinero  al  dominio  del  mutuatario.  Asilo  sienta 
la  Curia  Filípica,  citando  á  varios  autores,  en  el  lib.  2,  com. 
terr.,cap.  3,  n.  7;  y  así  lo  resuelve  formalmente  la  ley  54, 
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tít.  1 ,  lib.  20  del  Digesto  '.  Creditor,  dice  ,  pignori  accepil 
à  debitare  quidquid  in  bonis  habel ,  habilaruwc  esset  :  quee* 
silum  est,  an  corpora  pecuniœ ,  quam  idem  debitor  ab  alio 
muluam  accepit,  cùm  in  bonis  ejus  facía  sint ,  oblígala  cre- 
dilori  pignoris  ese  cœperinl?  Respondit  (Scœvola)  cœpisse. 
Quid  ?  añade  en  sus  notas  Gothofredo  ,  in  illis  corporibus 
pecuniœ  qvœ  extat ,  num  prœferlur  is  qui  eam  dedil?  an 
potius  anterior  creditor  ?  an  poiius  simul  admillenlvr  ?  An- 
terior prœferlur  :  nam  jure  singulari  depositoribus  id  pri' 
vilegü  dalum  est. 

Cuando  uno  hipoteca  especialmente  alguna  cosa  deter- 
minada, solo  esta  cosa  y  no  otra  queda  hipotecada  con  sus 
frutos  y  accesiones;  ley  7,  tít.  19,  lib.  3  del  Fuero  Real, 
y  leyes  15  y  16  ,  lit.  13  ,  Part.  5.  Véase  el  n.  VII,  hacia 
el  fin. 

La  cosa  especialmente  hipotecada  debe  designarse  ó  por 
su  nombre ,  ó  por  señales,  ó  por  medida  6  de  otro  cualquier 
modo,  para  que  se  sepa  ciertamente  cuál  es  y  no  se  con- 
funda con  otra;  ley  6,  tít.  13,  Part,  S.  Gregorio  López  añade 
que  esta  designación  conviene  al  deudor  y  al  acreedor  ;  al 
deudor,  para  que  si  al  fundo  hipotecado  se  agregare  después 
otro  nuevo  formándose  de  los  dos  uno  solo,  no  quede  com- 
prendido el  nuevo  en  la  hipoteca  por  no  haberse  espresado 
bien  los  linderos  ó  la  cabida  del  antiguo;  y  al  acreedor, 
para  que  si,  por  el  contrario,  del  fundo  hipotecado  se  hicie- 
ren dos,  no  pueda  perderse  el  derecho  de  hipoteca  en  uno 
de  ellos. 

No  solo  puede  el  deudor  hipotecar  especialmente  una  do 
sus  fincas  ,  sino  dos  ó  mas  y  aun  todas  las  que  posea  ,  con 
tal  que  nominalmente  las  designe  y  esprese  una  por  una  ; 
en  cuyo  caso  todas  y  cada  una  de  ellas  quedarán  sujetas  ú 
la  hipoteca  especial. 

El  que  hipoteca  su  tiendaó  almacén,  se  entiende  que  loshipo- 
teca  con  las  mercaderías  que  hay  en  ellos  siendo  propias 
del  deudor;  y  si  vendiere  las  mercaderías  y  las  reem- 
plazare con  otras,  se  entienden  hipotecadas  las  que  se  en- 
contraren al  tiempo  de  hacerse  uso  del  derecho  de  hipoteca; 
ley  54 ,  lit.  1  ,  lib,  20  del  Digesto. 

La  ley  3,  tít.  16,  lib.  10,  Nov.  Rec,  que  para  evitar  es- 
telionatos ,  pleitos  y  perjuicios  á  los  compradores  é  intere- 
sados en  los  bienes  hipotecados,  quiere  que  en  el  oficio  de 
hipotecas  se,  tome  razón  de  todos  los  instrumentos  que  con- 
tengan especial  y  espresa  hipoteca  ó  gravamen  de  bienes  rai- 
ces ;  dispone  al  mismo  tiempo,  que'los  bienes  gravados  ó  hi- 
potecados se  designen  con  espresion  desús  nombres, cabidas, 
situación  y  linderos;  que  por  bienes  raices,  ademas  de 
casas ,  heredades  y  otros  de  esta  cabdad  inherentes  al  suelo, 
se  entiendan  también  los  censos,  oficios  y. otos  derechos 
perpetuos  que  puedan  admitir  gravamen  ó  constituir  hipo- 
tecas; y  que  omitiéndose  el  registro  y  toma  de  razón,  no 
hagan  fe  los  instrumentos  en  juicio  ni  fuera  de  él  para  el 
efecto  de  perseguirlas  hipotecas  ni  para  q.ue  se  entiendan 
gravadas  las  fincas.  Sigúese  de  estas  disposiciones  :  Io.  que 
la  ley  considera  de  poco  ó  de  ningún  efecto  la  hipoteca  ge- 
neral que  el  deudor  constituyere  por  convención  sobre  to- 
dos sus  bienes  ;  pues  que  por  el  hecho  de  no  exigir  su  re- 
gistro, supone  que  no  puede  haber  estelionatos,  ni  pleitos 
ni  perjuicios  entre  compradores  é  interesados  en  los  bienes 
generalmente  hipotecados ,  y  que  estos  por  lo  tanto  no  llevan 
consigo  el  gravamen  de  la  hipoteca  cuando  pasan  à  terceras 
manos;  y  vemos  efectivamente  en  la  práctica  que  los  tribu- 
nales apenas  toman  en  cuenta  la  constitución  de  hipoteca 
general  hecha  por  convención ,  suponiéndola  por  lo  regular 
como  una  cláusula  rutinaria  de  los  escribanos  :  —  2o.  que 
debiendo  designarse  los  bienes  hipotecados  con  espresion  de 
sus  nombres,  cabidas,  situación  y  linderos,  no  son  capaces 
de  esta  clase  de  hipotecas  los  bienes  futuros  ,  pues  que  es 
imposible  declarar  de  antemano  las  indicadas  çirçunstan-. 
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cias;  bien  que  es  preciso  advertir  que  no  deben  reputarse 
por  bienes  futuros  sino  aquellos  en  que  el  deudor  no  tiene 
derecho  alguno  de  los  que  constituyen  la  propiedad ,  ni  puro 
y  simple  ni  condicional  ó  á  dia  cierto  :  — 5o.  que  tampoco 
son  susceptibles  de  hipoteca  especial  convencional  los  bienes 
muebles,  pues  que  la  ley  solo  hace  mención  de  los  inmue- 
bles y  de  los  derechos  considerados  como  tales  inmuebles: 
—  4o.  que  esta  ley  ha  introducido  en  nuestro  sistema  hipo- 
tecario la  especialidad  y  la  publicidad;  es  decir,  que  la 
voluntad  de  la  ley  es  que  no  se  puedan  perseguir  por  el 
acreedor  las  cosas  que  le  están  hipotecadas  por  contrato  ,  á 
lo  menos  en  caso  de  perjuicio  de  un  tercer  poseedor,  sino 
cuando  la  hipoteca  recae  especialmente  sobre  una ,  dos  ó 
mas  cosas  determinadas,  y  se  hizo  ademas  notoria  por  me- 
dio del  registro  de  modo  que  pudiera  enterarse  de  su  exis- 
tencia la  persona  que  tratando  de  celebrar  algún  contrato 
con  el  dueño  tuviese  interés  en  conocerla. 

Aunque ,  como  acabamos  de  decir,  no  son  capaces  de  hi- 
poteca especial  convencional ,  los  bienes  futuros ,  por  ser 
imposible  que  se  haga  en  ellos  la  designación  que  exige  la 
ísy,  parece  sin  embargo  que  en  caso  de  que  el  deudor  ca- 
rezca de  bienes  ó  que  los  bienes  que  tenga  no  sean  sufi- 
cientes para  la  seguridad  del  crédito,  podrá  consentir  en 
que  cada  una  de  las  cosas  inmuebles  que  adquiriere  en  lo 
sucesivo  quede  hipotecada  para  dicha  seguridad  á  medida 
de  la  adquisición  ;  en  cuyo  caso  no  solo  habrá  de  tomarse 
razón  de  la  escritura  en  que  se  constituya  la  hipoteca  ,  sino 
que  al  tiempo  de  la  adquisición  de  los  bienes  habrá  de  ha- 
cerse también  su  designación  en  la  forma  prevenida  por  la 
ley. 

El  que  hipoteca  una  finca ,  está  obligado  á  cuidarla  y  usar- 
la como  un  diligente  padre  de  familias:  y  si  por  su  culpa  ó 
negligencia  sufriere  la  finca  tal  pérdida  ó  deterioro  que  lle- 
gare á  quedar  insuficiente  para  cubrir  la  obligación  princi- 
pal, tendrá  derecho  el  acreedor  á  pedirle  un  suplemento  de 
hipoteca ,  ó  bien  la  satisfacción  del  crédito  ,  aunque  no  haya 
llegado  el  dia  de  su  vencimiento  ;  porque  toda  persona  que 
está  obligada  á  otra  ,  debe  responderle  de  los  daños  y  per- 
juicios que  por  su  culpa  ó  descuido  le  causare. 

La  ley  10,  tít.  13,  Part.  5,  prohibe  al  deudor  bajo-pena 
arbitraria,  el  hipotecar  á  un  segundo  acreedor  la  cosa  que 
ya  hubiese  hipotecado  áotro  á  no  ser  que  el  primero  preste 
su  consentimiento,  ó  que  el  valor  de  la  cosa  sea  superior  al 
importe  del  primer  crédito,  como  ya  se  ha  indicado  al  fin 
del  núm.  VIL  Mas  ahora  es  de  añadir,  que  esta  disposición 
de  la  ley  no  impide  el  que  el  deudor  hipoteque  al  segundo 
acreedor  la  misma  finca  que  tenia  hipotecada  por  todo  su 
valor  ó  mas  al  primero,  con  tal  que  el  segundo  convenga 
en  ello  á  sabiendas, .aunque  el  primero  lo  ignore  ó  lo  resis- 
la  ;  pues  que  el  objeto  de  la  ley  no  es  otro  que  el  de  evitar 
tocio  estelionato  ó  engaño.  Si  en  el  propuesto  caso  llegare  á 
cstinguirse  por  el  pago  de  la  deuda  ó  de  otro  modo  la  hipo- 
teca del  primer  acreedor,  surtirá  entonces  todo  su  efecto  la 
del  segundo. 

Hipoteca  general  ¿  hipoteca  especial. 

XXIV.  Hipoteca  general  es  la  que  abraza  todos  los  bie- 
nes del  deudor,  no  solamente  los  que  tiene  al  tiempo  de 
establecerse  la  hipoteca  ,  sino  también  los  que  adquiriere 
después  hasta  el  pago  de  la  deuda  ó  cumplimiento  de  la  obli- 
gación principal ,  incluyéndose  en  ellos  los  frutos  que  pro- 
ducen como  parte  que  son  délos  fundos  ó  cosas  hipotecadas,  y 
sin  otras  escepciones  que  las  de  aquellas  cosas  que  no  pue- 
den hipotecarse  ó  que  se  presume  que  nadie  quiere  hipote- 
car, de  modo  que  no  puede  trabarse  ejecución  en  ellas.  Véan- 
se los  núms.  VII  y  XXIII  de  este  mismo  artículo ,  y  Juicio 
ejecutivo.  —  Hipoteca  especial  es  la  que  se  establece  sobre 


alguna  ó  algunas  cosas  espresamente  designadas ,  y  no  sobre 
todos  los  bienes.  Mas  adelante  veremos  los  efectos  de  una  y 
otra. 

Las  calificaciones  de  hipoteca  general  y  especial  pueden 
aplicarse  á  toda  clase  de  hipotecas,  esto  es,  á  la  hipoteca 
legal,  á  la  judicial  y  á  la  convencional.  La  hipoteca  tácita  ó 
legal  es  con  efecto  unas  veces  general ,  y  comprende  toda 
clase  de  bienes ,  así  muebles  como  raices ,  derechos  y  accio» 
nes ,  como  por  ejemplo  la  que  tiene  la  mujer  en  los  bienes 
de  su  marido  para  la  restitución  de  la  dote ,  y  el  menor 
en  los  del  tutor  ó  curador  por  las  resultas  de  la  administra- 
ción de  la  tutela  ó  cúratela  ;  y  otras  veces  es  particular  ó 
especial  ,  cuando  están  señalados  por  la  ley  bienes  determi- 
nados sobre  que  debe  recaer,  como  por  ejemplo  la  que  tie- 
ne el  prestamista  en  la  casa  ó  nave  reparada  con  el  dinero 
prestado  ,  y  el  dueño  de  la  casa  ó  heredad  arrendada  en  las 
cosas  del  arrendatario  que  se  encontraren  en  ella  para  el 
cobro  del  arriendo  ó  alquiler.  La  hipoteca  judicial  puedeser 
también  general  ó  especial,  según  que  se  destinen  para 
pago  del  acreedor  ó  acreedores  todos  los  bienes  del  deudor 
ó  solo  algunas  cosas  determinadas;  bien  que  nunca  se  es- 
tiende  á  los  bienes  futuros,  pues  que  no  hay  hipoteca  judi- 
cial sin  tradición.  Es  asimismo  general  ó  especial  la  hipoteca 
convencional  ó  voluntaria,  según  que  el  deudor  obligue 
á  la  satisfacción  de  la  deuda  todos  sus  bienes  ó  solamente 
algunos  que  espresamente  designe  :  bien  que  en  el  dia  por 
efecto  de  la  especialidad  y  publicidad  que  la  ley  3,  tít,  16  , 
lib.  10  de  la  Noy.  Rec.  ha  establecido  como  bases  del  sis- 
tema hipotecario  convencional,  puede  decirse  que  esta  hi- 
poteca no  puede  ya  ser  sino  especial.  Véase  n.  XXIII. 

Hipoteca  principal  é  hipoteca  subsidiaría. 

'  XXV.  Hipoteca  principal  es  la  que  se  constituye  prima- 
riamente ó  en  primer  lugar  para  seguridad  de  una  deuda  ú 
obligación;  é  hipoteca  subsidiaria  es  la  que  se  establece  se- 
cundariamente ó  en  segundo  lugar  para  el  mismo  objeto 
por  si  no  fuese  suficiente  la  principal.  Es  claro  que  en  seme- 
jante caso  no  puede  el  acreedor  perseguir  la  hipoteca  sub- 
sidiaria sin  haber  hecho  antes  excusión  de  la  principal  ;  es 
decir,  sin  haber  visto  que  la  finca  obligada  primeramente 
no  es  bastante  para  cubrir  el  importe  de  la  deuda. 

Hipoteca  simple  é  hipoteca  privilegiada. 

XXVI.  Hipoteca  simple  ú  ordinaria  es  la  que  no  da  al 
acreedor  otra  preferencia  sobre  los  demás  de  su  misma  clase 
que  la  de  la  fecha  ó  dia  de  su  constitución  ,  según  la  regla 
de  que  el  primero  en  tiempo  lo  es  también  en  el  derecho  : 
Qui  prior  est  lempore ,  polior  est  jure.  H\poleca  privilegiada 
es  por  el  contrario  la  que  no  sigue  el  orden  de  antigüedad  ó 
de  fechas  cuando  hay  concurrencia  de  acreedores  hipoteca- 
rios, sino  que  da  derecho  al  acreedor  para  ser  preferido  á 
todos  los  demás,  aunque  sean  anteriores  ,  porque  el  privi- 
legio tiene  su  fundamento  en  la  causa  de  la  obligación.  La 
diferencia  pues  que  hay  entre  las  hipotecas  simples  y  las 
privilegiadas  consiste  en  que  las  primeras  siguen  en  la  dis- 
tribución de  bienes  del  deudor  común  el  orden  de  sus  fechas 
respectivas,  yendo  siempre  la  mas  antigua  delante  de  todas 
las  demás,  al  paso  que  la  prelacion  de  las  segundas  no  de- 
pende del  orden  del  tiempo,  sino  de  la  naturaleza  del  privi- 
legio que  las  acompaña ,  y  el  acreedor  hipotecario  privile- 
giado se  adelanta  siempro  ó  casi  siempre  á  todos  los 
hipotecarios  simples. 

XXVII.  Algunos  autores  confunden  por  equivocación  las 
hipotecas  privilegiadas  con  los  privilegios  propiamente  di- 
chos, sin  observar  que  hay  acreedores  simples  y  acreedores 
privilegiados  no  solo  en  la  clase  de  los  hipotecarios  sino 
también  en  la  de  los  personales.  Hay  mucha  diferencia  do 
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no  tener  mas  que  un  privilegio  personal  á  tener  una  hipote- 
ca ;  pues  los  que  tienen  hipoteca ,  sea  tácita  ó  espresa ,  sea 
simple  ó  privilegiada,  son  preferidos  á  todos  los  acreedores 
personales  privilegiados  :  Eos  qui  acceperunt  pignora,  dice 
la  ley  9,  tít.  18,  lib.  8  del  Código,  ¿uni  ïn  rem  actionem 
habcant,  privilegiis  omnibus  '  quce  personalibus  aclionibus 
compeluní,  prœferri  constat.  El  derecho  de  hipeteca  se  pre- 
fiere á  todos  los  privilegios  personales ,  como  el  derecho  real 
se  prefiere  al  personal ,  pues  que  verdaderamente  el  dere- 
cho de  hipoteca  es  un  derecho  real ,  un  derecho  en  la  cosa , 
jus  in  jure.  La  hipoteca ,  en  efecto ,  desposee  de  algnn  modo 
al  deudor,  distrae  de  su  patrimonio  hasta  cierto  punto  la 
cosa  hipotecada;  y  por  consiguiente  los  simples  privilegia- 
dos no  pueden  contarla  entre  los  bienes  del  deudor  común , 
mientras  no  sean  satisfechos  los  créditos  hipotecarios.  Solo 
hay  tres  escepciones  á  esta  regla  :  la  primera  es  por  los  gas- 
tos funerarios;  la  segunda  por  los  gastos  de  la  última  enfer- 
medad; y  la  tercera  por  los  gastos  de  justicia.  Estas  tres 
especies  de  créditos  ,  que  se  llaman  créditos  personales  sin- 
gularmente privilegiados ,  se  prefieren  á  las  hipotecas,  por- 
que así  lo  exige  el  bien  público  ;  pero  una  vez  satisfechos  , 
hacen  lugar  á  las  deudas -hipotecarias,  y  no  vienen  sino 
detras  de  estas  los  privilegios  que  carecen  de  hipoteca.  Véase 
Acreedor  personal ,  Acreedor  personal  singularmente  privile- 
giado ,  Acreedor  personal  simplemente  privilegiado ,  y  Acree- 
dor hipotecario. 

XXVIII.  No  se  ha  de  confundir  tampoco  la  hipoteca  pri- 
vilegiada con  el  desello  de  dominio ,  como  se  observa  en 
algunos  autores ,  quienes  colocando  entre  los  acreedores 
hipotecarios  privilegiados  á  los  dueños  de  las  cosas  que  se 
hallan  entre  los  bienes  del  deudor,  hacen  embarazosa  y 
complicada  la  esplicacion  de  las  hipotecas  y  de  los  privile- 
gios. Encuéntranse  á  veces  en  poder  del  deudor  algunas  co- 
sas que  no  le  pertenecen  ó  que  todavía  no  ha  hecho  suyas  de 
un  modo  irrevocable  ;  y  es  claro  que  los  verdaderos  dueños 
podrán  reclamarlas  ó  reivindicarlas,  no  á  título  de  hipoteca 
ó  de  privilegio ,  sino  á  título  de  dominio  ,  y  que  por  consi- 
guiente les  deben  ser  entregadas  desde  luego,  sin  que  nin- 
gún derecho  puedan  alegar  sobre  ellas  los  acreedores  del 
concurso,  por  antiguos  y  privilegiados  que  sean.  Tales  son  : 

Io.  Las  cosas  depositadas  que  no  sean  fungibles ,  ó  que 
siendo  fungibles ,  se  hayan  entregado  al  deudor  cerradas  ó 
selladas  para  que  como  depositario  las  custodie  y  no  para 
que  las  use;  ley  9,  tít.  3,  y  ley  II,  lit.  14,  Part.  5.  Véase 
Dep'jsilo. 

2°.  Las  cosas  dadas  al  deudor  en  arrendamiento  ó  admi- 
nistración ,  como  asimismo  las  dadas  en  confianza  para  que 
se  tengan  á  disposición  de  su  dueño ,  pues  que  la  persona  á 
quien  eslán  confiadas  no  tiene  en  ellas  derecho  de  dominio , 
y  se  asimila  al  depositario.  Véase  Confianza. 

3°.  Las  cosas  dadas  en  comodato  ,  esto  es,  las  cosas  que 
siendo  de  aquellas  que  pueden  usarse  sin  destruirse  ,  como 
un  caballo ,  un  coche  ó  un  tonel ,  se  han  prestado  al  deudor 
para  que  se  sirva  de  ellas  por  cierto  tiempo  ó  para  cierto 
lin  y  las  restituya  después  á  su  dueño.  Véase  Comodato. 

W.  Las  cosas  dotales ,  aunque  se  hayan  entregado  apre- 
ciadas al  marido  ;  pues  que  se  entiende  que  la  mujer  con- 
serva en  ellas  naturalmente  su  dominio  ,  mientras  existan  , 
hasta  ser  pagada;  sin  que  los  demás  acreedores  del  marido 
puedan  valerse  de  la  sutileza  del  derecho  que  las  supone 
trasladadas  por  la  estimación  al  dominio  del  mismo  marido  : 
fn  rebus  dolalibus,  dice  la  ley  30,  tít.  12,  lib.  S  del  Código, 
sive  mobitibus,  sive  immobilibus ,  seu  se  moventibus  (si  lamen 
exlanl).  sive  œstimatœ ,  sive  inœslimalœ  sint,  mulierem  in 
Jiis  vindicandin  omnem  habere  post  disolutum  matrimonium 
pra-rogalkam  (jubemus),  el  neminem  credilorum  marili , 
qui  anteriores  sunt,  posse  sibi  poliorem  causam  in  his  per  hy- 
pol!,  vann  vindicare,  ciim  eœdem  res  el  ab  inilio  uxoris  fuerint, 


el  naturaliter  in  ejus permanserint  dominio.  Non  enim  quod 
legum  subtililate  transilus  earum  in  patrhnonium  mariti 
videalur  fieri ,  ideo  rei  vertías  deleta  vel  confusa  est. 

8o.  Las  cosas  compradas  al  contado  y  todavía  no  paga- 
das ,  pues  aunque  el  comprador  las  tenga  ya  en  su  poder 
no  adquiere  su  dominio  hasta  que  paga  el  precio  ;  ley  46  , 
til.  28,  Part.  3. 

6o.  Las  cosas  compradas  al  fiado,  si  todavía  no  se  hubie- 
ren entregado  al  comprador,  pues  no  se  le  trasfiere  el  domi- 
nio sino  por  la  entrega  ;  —  ó  si  aunque  se  le  hayan  entre- 
gado ,  se  estipuló  en  el  instrumento  de  la  venta  que  el 
comprador  no  sea  considerado  como  dueño  de  ellas  hasta  la 
satisfacción  del  precio  ,  sino  que  las  tenga  como  poseedor 
precario  ó  en  arrendamiento  por  cierto  precio  anual  que  se 
prefije  ,  pues  cualquiera  puede  poner  en  sus  contratos  las 
condiciones  que  le  convengan;  —  ó  si  fuesen  cosas  de  me- 
nor, de  iglesia ,  del  fisco,  de  república  ó  concejo,  pues  la  tra- 
dición de  ellas  no  traspasa  el  dominio  al  comprador  hasta 
que  se  verifica  el  pago  ,  según  sientan  Gregorio  López  en  la 
glosa  4a.  de  la  ley  46,  tít.  28,  Part.  3,  y  la  Curia  Filípica  en 
el  lib.  2 ,  comerc.  terr.,  cap.  12,  n.  9  ;  —  ó  si  luego  después 
de  compradas  y  adquirida  la  posesión  huyere  ó  quebrare  el 
comprador,  de  manera  que  evidentemente  se  conozca  que 
procedió  con  dolo,  pues  en  tal  caso  se  tendrán  por  no  fiadas 
y  se  entenderá  que  el  vendedor  conserva  su  dominio,  como 
citando  varios  autores  lo  afirma  la  Curia  Filípica  en  el  indi- 
cado lugar,  n.  11. 

7o.  Las  cosas  que  espresa  el  artículo  Graduación  de  acree- 
dores en  el  comercio,  bajo  la  primera  clase. 

XXIX.  Entregados  á  sus  dueños  los  bienes  que  no  perte- 
necen al  deudor,  y  satisfechos  después  los  créditos  perso- 
nales singularmente  privilegiados  ,  entra  luego  en  la  distri- 
bución de  los  bienes  del  deudor  común  la  clase  de  los 
acreedores  que  tienen  hipoteca  privilegiada  ;  y  como  acon- 
tece con  frecuencia  que  unos  mismos  bienes  están  hipoteca- 
dos á  varios  acreedores  de  esta  clase ,  importa  mucho  saber 
quiénes  son  los  que  merecen  preferencia  ,  la  cual  depende 
mas  bien  de  la  causa  del  privilegio  que  del  orden  del  tiem- 
po. Tienen  pues  privilegio  ó  derecho  de  ser  preferidos  á 
los  demás  acreedores  hipotecarios  los  siguientes^   - 

Io.  La  Iglesia  debe  ser  preferida  á  todos  los  acreedores, 
por  privilegiados  que  sean,  para  el  cobro  del  diezmo  en  los 
frutos  de  que  se  debe  ;  leijes  6  y  26,  lit.  20,  Part.  1. 

2o.  El  dueño  de  la  casa  alquilada  es  preferido  en  las  co- 
sas propias  del  inquilino  que  se  encontraren  en  ella  ,  y  el 
dueño  déla  heredad  arrendada  en  las  cosas  introducidas  en 
ella  con  su  noticia  por  el  arrendatario  ó  colono  y  en  los  fru- 
tos allí  nacidos,  así  para  el  cobro  del  alquiler  ó  renta  que  so 
le  debiere  como  para  el  reintegro  de  los  daños  ó  deterioros 
causados  en  la  casa  ó  heredad  por  culpa  del  inquilino,  colo- 
no ó  arrendatario;  ley  S,  lit.  8,  Part,  b  ,  y  ley  6,  lit.  11, 
lib.  10,  Nov.  Rec.  :  de  modo  que  ni  aun  el  crédito  fiscal  ni  el 
dotal  ni  otro  ninguno,  aunque  sean  anteriores  en  tiempo,  po- 
drán alegar  mejor  derecho  en  los  bienes  mencionados)  por- 
que estos  son  prenda  natural  del  dueño  del  predio,  y  los 
frutos  ademas  no  se  hacen  propios  del  arrendatario  ó  colono 
hasta  que  paga  el  precio  del  arriendo. 

El  dueño  directo  debe  ser  también  preferido  á  cualesquiera 
otros  acreedores  en  los  frutos  de  la  cosa  enfitéutica  para  el 
cobro  de  su  pension  ó  canon,  como  se  deduce  de  dicha  ley  6, 
tít.  11,  lib.  10  ,  Nov.  Rec. ,  pues  que  se  halla  en  el  mismo 
caso  que  el  dueño  de  las  cosas  dadas  en  arrendamiento;  y 
aun  lo  habrá  de  ser  igualmente  en  la  misma  cosa  enfitéu- 
tica para  el  cobro  del  laudemio  y  de  la  renta  ó  canon,  pues 
que  conserva  en  ella  cierta  parte  del  dominio  y  tiene  dere- 
cho de  recuperarlo  por  entero  cuando  se  le  dejan  de  pagar 
las  pensiones  por  tres  años.  Véase  Enfiléusis. 

El  acreedor  de  censo  reservativo  debe  gozar  asimismo  do 


III 


—  814  — 


HI 


igual  derecho  de  prelacion  sobre  la  cosa  gravada  y  sus  fru- 
tos para  el  cobro  de  sus  pensiones  ;  pues  si  bien  el  censata- 
rio tiene  el  dominio  directo  y  útil  de  la  finca, no  lo  tiene  si- 
no sujeto  al  pago  del  censo. 

5o.  El  que  prestó  dinero  para  reparar  ó  conservar  una 
nave  ó  casa  ú  otro  edificio,  ó  para  proveer  la  nave  de  armas 
ó  subsistencias ú  otras  cosas  que  le  fueren  necesarias,  ó  para 
pagar  el  trasporte  de  mercaderías  ó  efectos  ó  el  alquiler  del 
edificio  ó  almacén  en  que  están  ó  han  estado  custodiadas,  es 
preferido  en  la  nave,  en  la  casa  ó  en  las  mercaderías  respec- 
tivamente á  cualquier  otro  acreedor  que  ya  anteriormente 
tuviese  hipoteca  sobre  ellas  ;  porque  es  muy  justo  que  aquel 
por  quien  la  cosa  existe  ó  se  mantiene  ó  se  libra  de  pérdida 
ó  deterioro  ó  se  pone  en  estado  de  producir  utilidad  ,  sea 
mas  atendido  en  ella  para  el  pago  de  su  crédito  que  los  de- 
mas  acreedores  ,  aunque  sean  anteriores  en  la  hipoteca  ; 
leyes  26,  28  y  29,  lit.  15,  Part.  5.  Si  el  que  prestó  dinero 
para  los  indicados  objetos  tiene  privilegio  de  prelacion  ,  es 
claro  que  con  mas  razón  le  tendrá  el  que  prestó  sus  mate- 
riales, sus  servicios,  sus  obras  ó  trabajo  personal,  sus  géne- 
ros ó  efectos,  sus  almacenes  ,  sus  caballerías  ,  carros  ú  otros 
medios  de  trasporte. 

El  acreedor  de  que  tratamos ,  se  llama  acreedor  refaccio~ 
nario  ó  refaccionisla ,  porque  contribuye  á  la  refacción , 
reparación  ó  conservación  de  la  finca;  y  si  concurren  simultá- 
neamente varios  refaccionarios  que  en  épocas  diversas  pres- 
taron cantidades  para  este  objeto ,  no  se  han  de  graduar  y 
pagar  por  orden  de  antigüedad  de  sus  créditos ,  sino  al  con- 
trario por  orden  inverso,  de  manera  que  ha  de  empezarse  el 
pago  por  el  último  y  acabar  retrocediendo  en  el  primero  , 
porque  el  último  es  quien  evitó  por  fin  la  pérdida  ó  deterioro 
de  la  finca  y  procuró  su  conservación  en  beneficio  de  todos 
en  cuanto  alcance  su  valor. 

Hemos  dicho  que  el  crédito  refaccionario  tiene  prelacion 
sobre  cualesquiera  oíros  créditos  hipotecarios,  aunque  le 
precedan  en  tiempo  :  mas  la  ley  que  ha  fijado  esta  regla ,  le 
pone  luego  dos  escepciones,  igualando  con  él  á  los  créditos 
dotales  y  á  los  fiscales  ,  y  concediendo  la  preferencia  entre 
los  1res  al  que  fuere  mas  antiguo;  de  suerte  que  concurriendo 
la  dote  ó  el  fisco  y  el  crédito  refaccionario,  habrá  de  pagarse 
primero  el  crédito  refaccionario  si  se  contrajo  antes  que 
empezase  la  hipoteca  del  fisco  ó  de  la  dote,  y  por  el  contra- 
rio si  esta  hipoteca  tuvo  principio  antes  de  haber  áclquirido 
la  suya  el  acreedor  refaccionista ,  el  crédito  de  la  dote  ó  del 
fisco  será  el  primero  que  deba  satisfacerse  ;  ley  29  ,  tit.  13 , 
Part.  S. 

De  estas  disposiciones  nace  una  cuestión  que  no  es  fácil 
de  resolver.  Supongamos  que  en  un  concurso  se  presentan 
tres  créditos  sucesivos  y  el  primero  y  el  tercero  refacciona- 
rios y  el  segundo  fiscal  :  el  fiscal  cede  al  primer  refacciona- 
rio, y  vence  al  segundo  ;  al  mismo  tiempo  que  por  la  natu- 
raleza de  la  refacción  el  segundo  refaccionario  vence  al 
primero.  ¿  Diremos  pues  que  el  fisco ,  por  el  hecho  de  ven- 
cer al  segundo  refaccionario  ,  debe  vencer  también  al  pri- 
mero, según  la  regla  de  que  si  vinco  vincenlem  le  ,  mulló 
magis  vincere  te  clebeo  ;  y  que  por  consiguiente  ha  de  ser 
preferido  á  los  dos  en  el  pago?  El  fisco  no  puede  privar  de 
sus  efectos  directa  ni  indirectamente  á  un  privilegio  quo 
existia  antes  que  el  suyo,  ni  anteponerse  á  él  cuando  la  ley 
lo  pospone.  ¿Anonadará  tal  vez  por  su  interposición  entre 
los  dos  créditos  refaccionarios,  ya  que  no  el  privilegio  del 
primero,  à  lo  menos  el  del  segundo,  eclipsándolo,  digámoslo 
así,  y  estorbando  el  ejercicio  de  la  prelacion  que  este  por 
su  naturaleza  tiene  sobre  aquel?  Ni  el  fisco  ni  otro  acreedor 
privilegiado  vence  ni  puede  vencer  á  otro  acreedor  de  la 
misma  ó  de  diferente  clase  sino  cuando  le  haya  de  vencer 
en  su  propio  beneficio  ;  y  pues  que  aquí  no  habría  de  obte- 
per  el  fisco  la  victoria  sino  en  utilidad  ajena,  parece  que  de- 


be considerarse  como  si  no  existiera  ,  y  que  quedanro  de 
consiguiente  solos  los  acreedores  refaccionarios  ,  tendrá  es- 
pedito  el  segundo  su  derecho  de  preferencia  sobre  el  prime- 
ro. Lo  mismo  debe  decirse  de  la  dote  ,  si  se  encontrare  en 
el  mismo  caso  en  que  suponemos  al  fisco. 

4o.  El  que  prestó  dinero  á  otro  para  la  adquisición  de  una  co  - 
sa  con  la  condición  de  que  le  quedase  especialmente  hipote- 
cada hasta  el  cobro  del  préstamo,  debe  ser  preferido  en  ella  á  los 
acreedores  anteriores  á  quienes  el  mutuatario  hubiese  obliga- 
do todos  sus  bienes  presentes  y  futuros;  ley  50,  lit.  15,  Parí.  5. 
Gregorio  López  añade  en  la  glosa  4a.  y  sostiene  la  Curia  Fi- 
lípica ,  lib.  2  ,  comerc.  terr. ,  cap.  12,  n.  16  ,  que  no  solo 
debe  ser  preferido  en  dicho  caso  el  prestamista  ó  mutuante 
á  los  acreedores  anteriores  que  tienen  hipoteca  convencio- 
nal, sino  también  á  los  que  la  tienen  legal  ó  tácita  ,  sin  es- 
ceptuar  al  fisco  ni  á  la  mujer  por  su  dote,  porque  la  finca  no 
pasó  á  los  bienes  del  mutuatario  sino  con  la  responsabilidad 
del  préstamo  ;  y  así  efectivamente  lo  quiere  la  ley  7,  tít.  18 , 
lib.  8  del  Código.  La  misma  prelacion  que  está  concedida  al 
prestamista  ,  compete  igualmente  al  vendedor  al  fiado  que 
puso  la  condición  de  que  la  cosa  vendida  le  habia  de  estar 
hipotecada  hasta  el  pago  del  precio ,  pues  que  milita  igual 
razón  á  favor  del  uno  que  á  favor  del  otro. 

B°.  El  menor,  con  cuyo  dinero  hubiese  uno  comprado  al- 
guna cosa  para  sí ,  es  preferido  en  ella  á  los  acreedores  á 
quienes  el  comprador  tuviese  hipotecados  todos  sus  bienes 
habidos  y  por  haber;  de  modo  que  puede  reivindicar  la  finca 
como  suya  ó  bien  reclamar  el  dinero  ,  según  mas  le  acomo- 
dare; ley  49,  tit.  b\  y  ley  30,  lit.  15,  Parí.  5. 

6o.  La  mujer  es  preferida  por  su  dote  en  los  bienes  de  su 
marido,  y  el  fisco  por  sus  créditos  en  los  bienes  de  sus  deu- 
dores, á  los  acreedores  anteriores  que  tengan  hipoteca  le- 
gal, y  á  los  posteriores  que  la  tengan  legal  ó  convencional, 
ora  sea  esta  general ,  ora  especial ,  pero  no  á  los  anteriores 
que  la  tengan  convencional ,  sea  especial  ó  general  :  «  Tal 
privillejo  ha  el  debdo  de  la  cámara  del  rey ,  dice  la  ley  55 , 
tít.  13,  Part.  5,  et  otrosí  lo  que  debe  el  marido  á  la  mujer 
por  dote,  que  maguer  estos  debdos  sean  postremeros,  primera- 
miente  debe  seer  entregada  la  cámara  del  rey  en  los  bienes 
de  su  debdor  que  otro  ninguno  á  quien  debiese  algo;  et 
otrosí  la  mujer  en  los  bienes  de  su  marido  ,  fueras  ende  en 
un  caso,  si  el  debdo  primero  fuese  sobre  peño  que  hobiese 
alguno  empeñado  señaladamiente,  ó  si  hobiese  obligado  por 
palabra  todos  sus  bienes  ;  ca  entonce  tal  debdo  como  este 
que  fuese  primero,  ante  debe  seer  pagado  quel  postremero 
de  la  cámara  del  rey  nin  el  de  la  dote  de  la  mujer.  »  Mas 
esta  preferencia  del  fisco  y  de  la  mujer  no  puede  perjudicar 
á  los  acreedores  anteriores  ó  posteriores  que  por  la  natura- 
leza de  sus  créditos  tengan  hipoteca  mas  privilegiada,  como 
es  de  observar  por  lo  que  se  lleva  dicho  en  este  núm.  XXIX. 

Cuando  concurren  el  crédito  fiscal  y  el  dotal ,  debe  ser 
preferido  el  que  fuere  mas  antiguo,  como  se  deduce  de  las 
leyes  27,  29  y  55,  tít.  15,  Part.  S,  y  está  espresamente  re- 
suelto en  el  derecho  romano.  Dolis  luce ,  dice  la  ley  9,  tít.  12, 
lib.  ü  del  Código  ,  poliorem  causam  magis  esse  convenit , 
quàni  reipublicce ,  cul  postea  ídem  marilus  obnoxhis  faclus 
est.  Quanwis  ex  causa  dolis,  añade  la  ley  2  ,  tít.  75,  lib.  7 
del  mismo  Código,  vir  quondam  tuus  Ubi  sil.  condem natas, 
taméñ  si  priusquam  resejus  Ubi  obligarcnlur,  cu  m  fisco  con- 
traxil,  jus  psei  causam  luam  provenu.  Siendo  ambos  crédi- 
tos iguales  en  el  tiempo,  sin  que  conste  cuál  es  el  primero,  la 
causa  de  la  dote  se  reputa  de  mejor  condición  que  la  del 
fisco,  según  la  regla  8a,  tít.  17,  lib.  h'O  del  Digesto  :  In  um- 
biguis  pro  dolíbus  responderé  melius  esl. 

=  Véase  Dole  y  Fisco. 

Es  de  advertir  aqui,  que  la  mujer  no  tiene  privilegio  de 
prelacion  sobre  los  demás  acreedores  por  sus  bienes  para- 
fernales, aun  cuando  hubieran  sido  entregados  al  marido, 
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Greg.  Lnpez  en  la  gl.  U  de  lalcy  17,  lit.  il  ,  Pari,  h;  ni  por 
las  arras  ó  donación  proplcr  nuplias ,  á  no  ser  que  se  le  hu- 
biesen dado  ó  prometido  como  aumento  de  la  dote  ,  ley  12 , 
til.  18,  lib.  8  del  Código  ,  ley  29,  tit.  13,  Part.  5  ,  y  gl.  2  de 
Greg.  López  ;  ni  tampoco  lo  tiene  el  marido  por  la  dote  que 
le  fué  prometida  y  no  entregada,  Greg.  López  eñ  la  gl.  1  de 
laleyffi,  lit.  13,  Pari.  5. 

7o.  El  acreedor  que  persiguiere  y  alcanzare  al  deudor  que 
huye  con  sus  bienes,  prendiéndole  ó  haciéndole  prender  y 
presentándole  al  juez,  tiene  derecho  á  ser  preferido  por  su 
crédito  en  todo  cuanto  se  le  encontrare  á  los  demás  acree- 
dores, los  cuales  habrán  de  contentarse  con  lo  que  sobre; 
ley  10,  lit.  15,  Part.  S.  Este  acreedor,  con  efecto  ,  puede 
asimilarse  al  refaccionario  ;  pues  así  como  sin  la  refacción  ó 
reparación  se  perdería  para  todos  la  casa  ó  nave  hipotecada , 
del  mismo  modo  sin  la  vigilancia  y  las  diligencias  del  acree- 
dor que  persigue  y  logra  prender  al  deudor  prófugo  se  per- 
derían para  todos  los  acreedores  los  bienes  que  este  llevaba 
consigo.  La  ley  concede  esta  preferencia  en  general  á  dicho 
acreedor  sobre  los  demás ,  sin  distinguir  de  clases  ;  pero  al- 
gunos autores ,  y  entre  ellos  el  de  la  Curia  Filípica  ,  lib.  2, 
comerc.  terr. ,  cap.  12,  número  66,  la  reducen  precisa- 
mente al  caso  de  que  los  demás  acreedores  no  sean  de  mejor- 
condición  por  su  acción  ,  anterioridad  ó  privilegio. 

8o.  Si  comprando  el  deudor  alguna  finca  pactare  con  él 
el  vendedor,  en  la  misma  escritura  de  venta  ,  que  haya  de 
quedar  hipotecada  especialmente  á  cierto  acreedor  del  com- 
prador, será  preferido  en  ella  este  acreedor  á  los  acreedores 
hipotecarios  del  comprador  que  le  precedan  en  tiempo ,  pues 
que  la  finca  así  vendida  no  pasó  al  dominio  del  comprador 
sino  gravada  de  dicha  hipoteca  especial. 

XXX.  Después  délos  acreedores  que  tienen  hipoteca 
privilegiada,  deben  ser  satisfechos  de  sus  créditos  los  acree- 
dores que  tengan  hipoteca  simple,  graduándose  el  lugar  de 
su  prelacion  respectiva,  en  caso  de  concurrir  dos  ó  mas  , 
por  el  de  la  fecha  de  la  constitución  de  cada  hipoteca  ,  de 
suerte  que  el  crédito  hipotecario  mas  antiguo  ha  de  ser  pre- 
ferido al  que  lo  es  menos,  sin  distinción  de  hipoteca  legal, 
judicial  ó  convencional ,  según  la  regla  general  de  que  el 
primero  en  tiempo,  lo  es  también  en  derecho  :  Qui  prior  est 
tempore,  polior  est  jure.  «  Guisada  cosa  es  et  derecha  ,  dice 
la  ley  27,  tít.  15,  Part.  5 ,  que  el  que  rescibe  primeramiente 
la  cosa  en  peños  ,  que  mayor  derecho  haya  en  ella  quel  otro 
que  la  rescibe  después.  » 

Aunque  esta  regla  de  prioridad  parece  tan  sencilla ,  no 
dejan  de  presentarse  á  veces  algunas  dudas  al  hacer  su  apli- 
cación ;  y  así  es  necesario  para  disolverlas  tomar  en  cuenta 
las  observaciones  siguientes  : 

Ia.  Concurriendo  dos  ó  mas  hipotecas  constituidas  en  un 
mismo  dia,  se  ha  de  atender  entonces,  para  fijar  su  respec- 
tiva antigüedad ,  á  la  diferencia  de  las  horas  ,  de  modo  que 
la  constituida  á  las  diez  de  la  mañana  se  calificará  de  mas 
antigua  que  la  constituida  á  las  once  :  no  constando  las  horas , 
habrá  de  estarse  al  orden  con  que  las  escrituras  de  su  cons- 
titución se  hayan  esteudido  en  el  libro ,  registro  ó  protocolo 
del  escribano  ,  de  suerte  que  la  anterior  en  el  orden  se  re- 
putará también  anterior  en  el  tiempo,  por  presumirse  que 
se  otorgó  antes  que  la  que  viene  después  ;  y  si  en  un  mismo 
instrumento  se  hubiesen  hipotecado  los  bienes  á  dos  acree- 
dores diferentes ,  primero  al  uno  y  después  al  otro ,  se  ten- 
drá por  acreedor  hipotecario  mas  antiguo  el  que  primero  se 
encontrare  nombrado,  porque  primero  es  en  tiempo  el  que 
lo  es  en  orden  de  escritura.  Así  lo  sientan  comunmente  sin 
hesitación  alguna  los  autores;  pero  ¿  se  habrá  de  abandonar 
así  al  descuido  ,  á  la  indiferencia ,  á  la  poca  exactitud  ó  al 
capricho  de  un  escribano  el  punto  importantísimo  de  la  prio- 
ridad ó  posterioridad  de  un  crédito  en  que  puedo  estar  en- 
vuelta la  suerte  de  una  familia  ? 


Cuando  no  puede  averiguarse  cuál  de  los  dos  créditos 
hipotecarios  es  anterior  ó  posterior,  ambos  se  consideran 
iguales  en  derecho,  y  ambos  deben  pagarse  á  prorala; 
leyes  10  y  16  ,  §  8 ,  til.  1 ,  lib.  20  del  Digesto,  y  Curia  Filíp., 
lib.  2,  comerc.  terr.,  cap.  12,  n.  h\. 

2a.  Como  la  regla  de  la  prioridad  de  tiempo  no  hace  dife- 
rencia entre  hipotecas  legales,  judiciales  ni  convencionales , 
es  claro  que  el  acreedor  hipotecario  que  sea  primero  en 
tiempo  será  preferido  á  todos  los.  anteriores,  ora  venga  él 
con  hipoteca  convencional ,  judicial  ó  legal  y  tos  otros  asi- 
mismo con  cualquiera  de  ellas ,  ora  se  presente  con  hipoteca 
general  y  los  otros  con  especial ,  ora  él  con  especial  y  los 
otros  con  general  ;  y  entendiéndose  que  en  la  hipoteca  pre- 
toria, cuando  esta  se  constituye  á  favor  de  cualquiera  dé- 
los acreedores ,  queda  constituida  por  ei  mismo  hecho  á 
favor  de  todos,  todos  ellos  se  considerarán  iguales  en  el 
tiempo  ,  y  todos  tendrán  por  consiguiente  hipoteca  de  igual 
derecho;  leyes  13  y  27,  tít.  15  ,  Part.  S  ,  con  las  glosas  de 
Greg.  Lnpez  ;  leyes  2  y  6,  lit.  18,  lib.  &del  Código,  y  leyes  2 
j-H,  lit.  U  ,  lib.  20  del  Digesto. 

3;'.  El  acreedor  hipotecario  de  cualquiera  clase,  que  fuero 
anterior  en  tiempo ,  no  solo  ha  de  ser  preferido  al  posterior 
por  su  deuda  principal  ,  sino  también  por  sus  pensiones , 
intereses  ,  y  demás  acciones  y  derechos  inherentes  ó  acce- 
sorios á  ella.  Así  lo  resuelve  el  derecho  romano  en  las  leyes  15 
y  18,  lit.  ti,  lib.  20  del  Digeslo  :  y  así  lo  afirman  nuestros 
autores,  especialmente  el  de  la  Curia  Filíp.,  lib.  2,  comerc. 
terr.,  cap.  12  ,  n.  48. 

4a.  La  hipoteca  condicional  se  reputa  anterior  y  se  pre- 
fiere por  lo  tanto  á  la  hipoteca  pura  posterior,  aunque  la  con- 
dición no  se  cumpla  sino  después  de  haberse  constituido  la 
hipoteca  pura  ,  con  tal  que  la  condición  sea  casual  ó  mixta , 
y  no  meramente  potestativa  de  parte  del  deudor;  porque  la 
condición  casual  ó  mixta,  cuando  llega  á  cumplirse,  se  re- 
trotrae al  tiempo  de  la  constitución  de  la  hipoteca  ;  ley  52  , 
tít.  13  ,  Parí.  5.  Supongamos  pues  que  yo  te  ofrezco  mil 
pesos  bajo  la  condición  de  que  te  cases  con  Fulgencia  ó  de 
que  llegue  á  España  dentro  de  cierto  tiempo  una  embarcación 
que  espero  de  América,  hipotecándote  mi  casa  para  el  pago 
de  dicha  cantidad  ,  y  que  pendiente  la  condición  hipoteco  la 
misma  casa  á  un  tercero  para  seguridad  de  una  obligación 
que  he  contraído  con  él  ;  si  por  fin  tú  te  casas  con  Fulgencia 
ó  llega  la  embarcación  dentro  del  término  designado ,  tú  ten- 
drás y  no  el  tercero  la  prioridad  de  la  hipoteca  sobre  mi 
casa  ,  porque  la  condición  del  casamiento  ó  de  la  venida  del 
buque,  condición  casual  y  no  potestativa  de  mi  parte,  se 
retrotrae  á  la  época  de  la  promesa  hipotecaria  que  te  hice. 
Mas  si  habiéndonos  convenido  tú  y  yo  en  que  si  tú  me  pres- 
tas cierta  cantidad  te  quedará  hipotecada  mi  casa  para  su 
restitución ,  hipoteco  yo  luego  la  misma  casa  á  otra  persona 
que  me  hace  un  préstamo  ,  y  tú  después  me  entregas  la  can- 
tidad que  me  habías  prometido  ;  no  serás  tú  por  cierto  quien 
tenga  la  prioridad  de  hipoteca  sobre  mi  casa ,  aunque  tu 
contrato  sea  el  primero,  sino  la  persona  que  me  entregó  real 
y  efectivamente  antes  que  tú  la  suma  que  yo  le  había  pedido, 
porque  siendo  yo  arbitro  de  recibir  ó  no  recibir  tu  dinero 
hasta  el  acto  de  la  entrega,  la  condición  del  préstamo  era 
puramente  potestativa  de  mi  parte  ,  y  no  puede  por  lo  tanto 
retrotraerse  al  tiempo  de  mi  promesa  hipotecaria  ,  en  el 
cual  no  existía  todavía  obligación  que  sirviese  de  funda-  ' 
mentó  á  la  hipoteca  ;  leyes  27,  52  y  53,  til.  13,  Part.  5. 
Véase  el  núm.  V  de  este  artículo. 

8a.  La  deuda  hipotecaria  anterior,  cuyo  plazo  no  ha  cum- 
plido todavía  ,  se  prefiere  á  las  deudas  hipotecarias  poste- 
riores de  plazo  ya  cumplido,  porque  para  fijar  la  prioridad 
no  se  atiende  al  tiempo  del  plazo  de  la  paga,  sino  al  de  la 
fecha  de  la  obligación  contraída  ,  ó  sea  al  de  la  constitución 
de  la  hipoteca  ;  y  asi  en  concurso  de  acreedores  no  ha  do 
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sor  postergado  el  acreedor  de  hipoteca  anterior  á  los  de 
hipotecas  posteriores,  por  la  razón  de  que  no  haya  llegado 
el  plazo  de  la  deuda  de  aquel  y  haya  llegado  el  de  la  de 
estos.  Así  lo  sostienen  nuestros  autores,  y  entre  ellos  el  de 
la  Curia  Filípica  ,  lib.  2  ,  comerc.  terr.,  cap.  12,  n.  Hí , 
fundados  en  el  derecho  romano  :  Quœsitum  est,  dice  la  ley  IU, 
tít.  1,  lib.  20  del  Digesto  ,  si  nondum  dies  pensionis  venit , 
an  et  medio  tempore  persequi  pignora  permitlendum  sit  ?  Et 
puto,  dandam  pi/jnoris  perseculionem ,  quia  interest  mea:  et 
îla  Celsns  scribil. 

6a.  Si  se  ha  hipotecado  una  misma  cosa,á  dos  acreedores 
diferentes  por  dos  distintos  deudores  que  no  sean  sus  dueños, 
será  preferido  en  ella  el  acreedor  que  la  poseyere,  aunque 
sea  el  segundo  :  mas  si  el  que  no  es  dueño  de  la  cosa  la  hi- 
potecare á  un  acreedor,  y  el  verdadero  dueño  á  otro ,  tendrá 
prelacion  el  acreedor  á  quien  el  dueño  la  ha  hipotecado  ,  ya 
sea  el  último  ó  el  primero  en  el  orden  del  tiempo  ;  ley  52 , 
lit.  15,  Part.  S. 

7a.  El  deudor  que  ha  hipotecado  una  finca  sucesivamente 
à  dos  ó  mas  acreedores ,  puede  conferir  á  un  tercero  el  dere- 
cho y  preferencia  del  primer  acreedor,  pagando  al  primero 
su  deuda  con  la  cantidad  que  al  efecto  le  prestare  el  tercero 
y  subrogando  á  este  en  el  lugar  de  aquel  ;  mas  si  el  segundo 
acreedor  pagare  al  tercero  la  cantidad  prestada  ,  sucederá 
en  su  derecho  ,  aunque  con  él  nada  pacte  ;  y  también  el 
primer  acreedor  puede  ceder  su  derecho  hipotecario  á  cual- 
quiera persona,  sea  ó  no  sea  acreedora  del  deudor,  la  cual 
en  tal  caso  tendrá  en  la  finca  la  misma  prelacion  que  si  se 
la  hubiese  hipotecado  antes  que  álos  otros  el  mismo  dueño; 
ley  olí,  til.  15,  Part.  3. 

8a.  Para  que  un  crédito  hipotecario  que  se  presenta  como 
anterior  en  tiempo,  sea  preferido  á  otros  que  aparecen 
posteriores ,  es  necesario  que  su  anterioridad  ó  prioridad 
conste  plenamente  de  un  modo  que  no  deje  lugar  á  la  duda. 
Así  es  que  la  hipoteca  pública,  esto  es,  la  que  se  constituye 
por  escritura  otorgada  ante  escribano  público  ó  por  docu- 
mento escrito  y  firmado  de  mano  del  deudor  y  corroborado 
con  las  firmas  de  1res  testigos  fidedignos  que  las  hagan  con 
sus  manos  mismas  y  no  por  medio  de  otros ,  se  prefiere  , 
aunque  sea  posterior,  á  la  hipoteca  privada,  esto  es,  á  la 
establecida  entre  los  mismos  interesados  sin  escritura  de 
escribano  público  ó  sin  documento  que  contenga  las  firmas 
del  deudor  y  de  los  tres  testigos ,  por  razón  del  peligro  que 
hay  de  que  en  los  instrumentos  privados  se  cometan  fraudes 
dándoles  con  antedatas  una  antigüedad  que  no  tienen;  ley  51, 
iíli  15,  Part.  S.  Quieren  ademas  los  autores  que  tengan 
fuerza  de  instrumento  público  para  prpbar  la  anterioridad 
de  un  crédito  hipotecario  :  —  Io.  la  confesión  que  hicieren 
los  acreedores  posteriores  de  escritura  pública,  de  que  es 
verdadero  en  cuanto  á  su  contenido  y  su  fecha  el  documento 
privado  que  se  presenta  por  el  acreedor  que  se  dice  mas 
antiguo,  pues  que  tal  confesión  hecha  por  adversarios  des- 
vanece todo  recelo;  —  y  2o.  el  reconocimiento  judicial  que 
(le  su  documento  privado  hubiere  hecho  el  deudor  antes  de 
contratar  en  escritura  pública  con  los  demás  acreedores, 
pues  que  tal  reconocimiento  da  fecha  segura  á  la  obligación 
hipotecaria  que  el  deudor  tenia  ya  contraída.  Mas  no  tienen 
ya  lugar  en  el  día  estas  doctrinas ,  ni  otras  que  sientan  sobre 
este  punto  los  autores;  porque  ya  no  hay  hipoteca  prkada, 
ni  puede  ya  constituirse  obligación  ni  acción  hipotecaria  por 
convención  sino  en  escritura  otorgada  ante  escribano  pú- 
blico y  registrada  en  el  oficio  de  hipotecas.  Véase  el  núm. 
XXIII  en  este  articulo,  y  Oficio  de  hipotecas. 

Aun  cuando  concurriendo  dos  deudas  hipotecarias,  so 
prueben  ambas  con  escrituras  otorgadas  ante  escribano  pú- 
blico, no  por  eso  se  ha  de  preferir  ciegamente  la  primera  á  la 
segunda  por  razón  de  su  anterioridad  ,  sino  que  ademas  ha 
de  constar  para  la  preferencia ,  según  pretenden  los  autores, 


que  la  cosa  ó  cantidad  de  que  respectivamente  proceden  fué 
entregada  real  y  efectivamente  al  deudor;  de  suerte  que  si 
la  primera  deuda  resulta  solo  por  confesión  del  deudor,  y  la 
segunda  por  entrega  de  la  cosa  ó  cantidad  ante  el  escribano 
y  testigos  del  instrumento,  tendrá  entonces  prelacion  la 
segunda  sobre  la  primera,  y  el  acreedor  posterior  de  cosa 
entregada  será  graduado  y  pagado  antes  que  el  acredor  an- 
terior de  deuda  confesada.  Matienzo,  sin  embargo,  en  la 
glosa  1 ,  n.  1 1  ,  de  la  ley  7,  lit.  16,  lib.  5  de  la  Recopila- 
ción ,  asegura  que  no  está  en  práctica  tal  preferencia. 

9a.  Aunque  el  legatario  tiene  hipoteca  tácita  en  los  bie- 
nes de  la  herencia  por  razón  de  su  legado  ,  según  la  ley  26 , 
tít.  15,  Part.  5,  no  ha  de  inferirse  de  aquí  que  debe  ser 
preferido  á  los  acreedores  personales  del  difunto;  pues  que 
el  legado  y  la  hipoteca  recaen  sobre  los  bienes  de  la  heren- 
cia ,  y  no  hay  herencia  sino  deducidas  las  deudas  de  cual- 
quiera clase  que  sean  ,  según  la  ley  8,  tít.  55 ,  Part.  7.  Así 
es  que,  como  dice  la  ley  7,  tít.  6,  Part.  6  ,  «  non  es  tenudo 
el  heredero  (que  aceptó  la  herencia  con  beneficio  de  inven- 
tario) de  dar  ó  de  pagar  las  mandas  que  fizo  el  fazedor  del 
testamento  ,  fasta  que  sean  pagadas  todas  las  deudas  prime- 
ramente que  el  finado  debia.  » 

10a.  Como  en  derecho  son  de  mejor  condición  los  que 
tratan  de  evitar  su  daño  que  los  que  intentan  adquirir  lu- 
cro,  sientan  comunmente  los  autores,  que  la  deuda  que 
procede  de  contrato  oneroso  posterior,  se  prefiere  à  la  que 
dimana  de  contrato  lucrativo  anterior,  aunque  esta  sea  hi- 
potecaria y  aquella  no  lo  sea.  Curia  Filíp.,  lib.  2,  com. 
terr.,  cap.  12,  si.  62. 

11a.  Si  un  procurador  ó  apoderado  mió,  sin  poder  espe- 
cial ni  bastante ,  contrae  en  mi  nombre  una  obligación 
hipotecaria,  que  yo  ratifico  después  al  cabo  de  algún  tiem- 
po, ¿tendrá  el  acreedor  su  derecho  de  hipoteca  en  mis 
bienes  desde  el  dia  del  contrato,  en  perjuicio  de  otros 
acreedores  que  por  convención  mia  ó  por  la  ley  hayan  ad- 
quirido hipoteca  en  ellos  durante  el  tiempo  intermedio  entre 
el  contrato  de  mi  apoderado  y.  mi  ratificación,  ó  lo  tendrá  tan 
solo  desde  el  dia- de  mi  ratificación  y  no  antes?  Es  indudable 
que  no  lo  tendrá  sino  desde  el  dia  de  la  ratificación.  Bien 
es  cierto  que  las  ratificaciones  tienen  efecto  retroactivo, 
según  la  regla  de  derecho  Ralihabilio  mandato  compárala); 
y  que  por  consiguiente  habiendo  yo  ratificado  la  obligación 
contraída  por  mi  apoderado  ,  es  lo  mismo  que  si  yo  le  hu- 
biese dado  poder  ó  mandato  especial  para  contraerla:  mas 
este  efecto  retroactivo  solo  tiene  lugar  con  respecto  á  mi  y 
al  acreedor,  y  no  puede  tenerlo  en  perjuicio  de  las  terceras 
personas  que  han  adquirido  en  el  tiempo  intermedio  hipo- 
leca  sobre  mis  bienes;  porque  no  teniendo  calidad  alguna 
para  hipotecarlos  el  que  contrajo  en  mi  nombre,  no  que- 
daron hipotecados  hasta  el  momento  Ge  mí  ratificación ,  y 
por  lo  tanto  yo  los  hipotequé  válidamente  á  los  acreedores 
intermedios,  quienes  adquirieron  sobre  ellos  un  derecho 
irrevocable  ,  de  que  yo  no  podia  ya  privarlos,  ratificando 
un  contrato  que  era  dueño  de  no  ratificar. 

XXXI.  Así  la  hipoteca  simple  como  la  privilegiada  es  á 
veces  general,  según  hemos  visto,  y  en  tal  caso  abraza  no 
solo  los  bienes  presentes  del  deudor,  sino  también  los  futu- 
ros. Mas  ¿se  sigue  de  aquí ,  que  habiendo  dos  hipotecas  de 
fechas  diferentes,  tiene  también  preferencia  la  primera  so- 
bre los  bienes  que  el  deudor  ha  adquirido  después  de  la 
constitución  de  la  segunda?  ¿ó  habrán  de  concurrir  por  ven- 
tura ambas  á  dos  sobre  estos  nuevos  bienes?  Gregorio  López 
en  la  glosa  Ia.  de  la  ley  27,  lit.  15,  Part,  o,  cree  mas  común 
la  opinion  de  Bartolo  de  que  efectivamente  el  primer  acree- 
dor de  hipoteca  general  ha  de  ser  preferido  al  segundo  aun 
en  los  bienes  adquiridos  por  el  deudor  después  de  la  exis- 
tencia de  ambos  créditos.  La  razón  es  ,  aunque  no  nos  la 
manifiesta  Gregorio  López,  que  una  vez  hipotecados  á  un 
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acreedor  por  la  convención  ó  por  la  ley  los  bienes  presentes 
y  futuros,  no  pueden  ya  hipotecarse  á  otro  en  perjuicio  del' 
primero;  y  que  por  consiguiente,  si  bien  parece  que  en  los 
bienes  que  entran  en  el  dominio  del  deudor  después  de  la 
existencia  de  ambos  créditos,  ambos  adquieren  á  un  mismo 
tiempo  el  derecho  de  hipoteca,  pues  que  no  puede  quedar 
realmente  hipotecada  una  cosa  sino  desde  el  dia  en  que 
pertenece  al  deudor,  debe  sin  embargo  ser  preferido  el  pri- 
mero al  segundo  y  el  segundo  al  tercero ,  porque  el  segundo 
acreedor  no  ha  podido  adquirir  su  derecho  de  hipoteca  sino 
solamente  sobre  los  bienes  que  queden  sobrantes  después  de 
satisfecho  completamente  el  crédito  del  primero. 

Mas  ya  }ue  vamos  á  buscar  la  solución  de  esta  duda  entre 
los  romanistas,  justo  será  que  veamos  si  en  efecto  la  deci- 
sión de  Bartolo  adoptada  por  Gregorio  López  es  conforme  ó 
contraria  al  derecho  romano.  Supone  el  jurisconsulto  Ulpia- 
no  ,  en  la  ley  7,  tí t.  h,  lib.  20  del  Digesto  ,  que  yo  te  he 
hipotecado  los  bienes  que  pudiere  adquirir  en  lo  sucesivo, 
que  ademas  he  hipotecado  especialmente  á  Ticio  cierta  he- 
redad bajo  la  condición  de  que  llegare  á  ser  mia,  y  que 
después  he  logrado  efectivamente  hacerme  propietario  de 
ella;  y  siguiendo  el  parecer  de  Marcelo  decide  que  los  dos 
acreedores,  esto  es,  tú  y  Ticio  ,  tenéis  derecho  de  venir  por 
concurrencia  sobre  el  precio  de  esta  misma  heredad  ,  sin 
que  importe  que  yo  la  haya  comprado  con  dinero  sujeto  á 
la  hipoteca  general  que  te  había  constituido  sobre  todos  mis 
bienes ,  porque  de  que  una  cosa  se  haya  comprado  y  pagado 
con  dinero  hipotecado  no  se  sigue  que  solo  por  esta  razón 
queda  hipotecada  la  misma  cosa  :  S*  Ubi,  qvje  habiturus 
SXJM  ,  obligaverim ,  et  Tilio  specialiler  fundum  ,  SI  IN  MEUM 
dominiüm  pervenerit,  mox  dominiüm  ejus  acquisiero  ;  pu- 
lai  Marccthis,  concurrere  utrumque  creditorem  in  pig- 
nore :  non  enim  niiillum  fácil ,  quod  de  suo  mínimos  debitor 
üc.deril ,  quippe  ciim  res  ex  nummis  pignoralisempta,  non 
sil  pignórala  ob  hoc  soUim  quod  pecunia,  pignórala  eral.  La 
razón  de  esta  decisión  de  la  ley  consiste  en  que,  si  bien  fué 
válida  desde  el  principio  la  obligación  hipotecaria  que  yo 
contraje  á  tu  favor  y  al  de  Ticio  ,  no  ha  podido  surtir  efecto 
ni  produciros  derecho  de  hipoteca  sobre  mis  bienes  futuros 
sino  desde  el  dia  de  su  adquisición,  porque  yo  no  puedo 
trasferir  derecho  alguno  sino  sobre  las  cosas  que  me  perte- 
necen, y  como  en  el  dia  en  que  adquirí  la  heredad  de  que  se 
trata  ,  recayeron  sobre  ella  simultáneamente  la  hipoteca  es- 
pecial de  Ticio  y  la  tuya  general,  es  consiguiente  que  ambas 
sean  iguales  en  derecho ,  pues  que  ambas  lo  son  en  tiempo  : 
Concurrunt  jure  qui  concurrunt  lempore.  Es  cierto  que 
Acursio  y  Cuyacio  han  sentado  que  en  el  caso  de  esta  ley 
las  dos  hipotecas  habian  sido  constituidas  á  un  mismo  tiem- 
po; pero  no  hay  en  el  texto  palabra  alguna  que  indique  esta 
circunstancia,  la  cual  no  dejaría  de  ser  bastante  estraordi- 
naria,  pues  que  cualquiera  intervalo  éntrelas  dos  conven- 
ciones impediria  su  simultaneidad; y  de  todos  modos  la  dis- 
posición de  la  ley  es  tan  aplicable  al  caso  de  que  se  hubiesen 
constituido  en  diversos  tiempos  las  dos  hipotecas  corno  al  de 
que  se  hubiesen  constituido  en  uno  mismo ,  según  dice  la 
Glosa  :  Cerlè  videlur  idem  elH  diversis  temporibus  ;  cüm  tune 
guando  pervenerit  insuum  dominiüm,  incipialfundus  utri- 
qne  obligan. 

En  el  mismo  sentido  decide  la  cuestión,  aunque  implíci- 
tamente, de  un  modo  bastante  claro  y  en  un  caso  en  que  se 
hallan  sucesivamente  constituidas  las  dos  hipotecas,  la 
ley  28,  lit.  18,  lib.  Ü9  del  Digesto  :  Si,  qui  mihi  obligaverat 
qimshabet,  HABiTURUSQUE  esset,  cum  jisco  conlraxerit  ; 
sciendum  est  in  re  postea  adquisila  /iscum  poliorem  esse  de~ 
berc ,  Papinianum  respondisse  :  quod  et  constilulum  est  : 
prcevenil  enim  causam  pignoris  fiscus.  Así  que ,  en  el  texto 
de  esta  ley,  que  es  igualmente  de  Ulpiano,  el  fisco  es,  aun- 
que último  acreedor,  quien  tiene  el  primer  lugar  hipotecario 


en  los  bienes  adquiridos  después  de  la  obligación  contraída 
en  su  favor  ;  pero  esto  depende' de  que  en  el  concurso  de 
dos  hipotecas  de  la  misma  fecha,  el  fisco  que  tiene  hipoteca 
general  en  los  bienes  de  sus  deudores ,  goza  también  en  ellos 
de  preferencia  privilegiada;  mientras  que  por  los  bienes 
adquiridos  antes  de  la  constitución  de  su  hipoteca  le  son 
preferidos  los  acreedores  anteriores  de  hipoteca  convenoio.- 
nal ,  como  claramente  se  infiere  de  este  mismo  texto.  Ahora 
bien  :  si  quitas  el  fisco  y  pones  en  el  lugar  que  él  ocupaba  á 
un  acreedor  particular,  no  tendrá  este  por  cierto  prelacion 
alguna  sobre  el  primer  acreedor  en  cuanto  á  los  bienes  ad- 
quiridos después  de  la  constitución  de  la  segunda  hipoteca, 
pero  á  lo  menos  vendrá  con  él  por  concurrencia  de  hipoteca 
sobre  estos  nuevos  bienes. 

Resulta  pues  que  los  jurisconsultos  romanos,  en  el  caso 
de  dos  hipotecas  creadas  sucesivamente  sobre  los  bienes 
futuros,  admitían  la  concurrencia  de  las  mismas  sobre  los 
bienes  que  el  deudor  adquiría  después  de  hallarse  ambas 
constituidas;  y  así  lo  reconoce  Pothier,  añadiendo  que  esta 
doctrina  es  conforme  á  los  principios  que  rigen  sobre  la 
materia. 

XXXII.  Hemos  hablado  del  orden  con  que  en  concurso 
de  acreedores  debe  hacerse  el  pago  de  los  créditos  hipote- 
carios ,  según  su  antigüedad  ó  la  condion  de  sus  privilegios. 
En  cuanto  á  los  créditos  personales,  pueden  verse  los  dife- 
rentes artículos  de  la  palabra  Acreedor  personal. 

Efectos  de  la  hipoteca. 

XXXIII.  Es  efecto  de  la  hipoteca ,  cualquiera  que  sea 
su  especie,  obligar  al  pago  de  toda  la  deuda  la  cosa 
hipotecada  y  cada  una  de  sus  partes.  De  aquí  es  que  si 
tu  deudor  enajena  una  parte  de  la  finca  que  te  ha  hipote- 
cado, tienes  derecho  de  hipoteca  por  el  total  de  tu  crédito 
tanto  sobre  la  parte  enajenada  como  sobre  la  que  con- 
serva en  su  dominio.  De  aquí  es  igualmente  que  si  fa- 
llece tu  deudor  dejando  v.  gr.  cuatro  herederos ,  entre 
quienes  se  divide  la  cosa  hipotecada,  podrás  ejercer  por 
entero  tu  acción  hipotecaria  en  la  parte  de  cada  uno  de  los 
cuatro.  Por  eso  se  dice,  que  la  hipoteca  est  tola  in  loto  ,  et 
tola  in  qualibel  parte;  y  en  eso  también  la  obligación  hipo- 
tecaria se  diferencia  de  la  obligación  personal ,  la  cual  se 
divide  entre  los  herederos  del  deudor  :  Aclio  quidem  perso- 
nalis,  dice  la  ley  2,  tít.  52,  lib.  8  del  Código,  inler  liœredes 
{débitons)  pro  singulis  porlionibus  quœsila  scindihir  :  pig- 
noris autem  jure  mullís  obligalis  rebus ,  quas  diversi possi- 
dent ,  cüm  ejus  vindicalio  non  personam  obligcl ,  sed  rem 
sequalur  :  qui  possidenl ,  léñenles  non  pro  modo  singularum 
rerum  subslanliœ  convenhmtur,  sed  in  solidum  ;  tít  vel  to- 
tum  debitum  reddanl,  veleo,  quod  delinent  ,cedánl.  Divídese 
asimismo  entre  los  herederos  tíel  acreedor  la  acción  perso- 
nal, y  permanece  indivisa  la  hipotecaria:  Manifesli  el  indu— 
bilali  juris  est ,  dice  la  ley  1 ,  tít.  52  ,  lib.  8  del  Código, 
defunclo  credilore  mullís  reliclis  hecredibus,  actionem  quidem 
personalem  inler  eos  ex  lege.  XII  Tabularum  dindi  ;  pignus 
vero  in  solidum  unicuique  fenert  :  de  lo  cual  se  sigue,  quo 
si  á  uno  de  ellos  se  hubiere  pagado  su  parte  de  crédito  , 
podrán  sin  embargo  los  demás  hacer  vender  toda  la  cosa 
hipotecada  para  el  cobro  de  las  suyas,  ofreciendo  al  deudor 
lo  satisfecho  á  su  coheredero  ,  como  declara  la  ley  1 1 ,  §  4, 
tít.  7,  lib.  15  del  Digesto. 

XXXIV.  Como  el  objeto  de  la  hipoteca  es  asegurar  íSI 
acreedor  el  pago  de  su  crédito  con  el  producto  de  la  venia 
de  la  cosa  hipotecada  cuando  el  deudor  no  se  lo  satisface  á 
debido  tiempo,  es  consiguiente  que  él  acreedor  tenga  de- 
recho de  perseguir  la  cosa  hipotecada,  cualesquiera  que 
sean  las  personas  en  cuyo  poder  se  encontrare;  y  de  este 
derecho  nace  la  acción  que  so  llama  hipotecaria.  Puede 
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ejercerse  pues  esta  acción  ,  no  solamente  contra  el  deudor 
y  sus  herederos  mientras  poseyeren  la  cosa  ,  sino  también 
contra  cualquier  teroro  á  quien  se  hubiese  enajenado; 
ley  \'i,  tít.  15,  Pari.  li. 

Esta  regla  tiene  lugar  en  la  hipoteca  especial,  ora  sea 
legal,  ora  convencional,  como  igualmente  en  la  hipoteca 
'general  cuando  es  legal  ;  de  modo  que  en  todos  estos  casos 
podrá  perseguirse  la  cosa  hipotecada,  aunque  se  halle  en 
manos  de  un  tercer  poseedor.  Así  se  infiere  de  dicha  ley  lü, 
con  sus  glosas  ,  tit.  13,  Part.  5,  que  concede  este  derecho 
sin  distinguir  de  hipotecas; — de  la  ley  17,  tít.  11,  Part.  U, 
que  declara  obligados  á  la  restitución  déla  dote  y  paraferna 
de  la  mujer  todos  los  bienes  del  marido  ti  quien  qiiier  que 
pasen,  declararacion  que  puede  considerarse  aplicable  á 
los  demás  casos  de  la  hipoteca  tácita  ;  —de  la  ley  57,  tít.  13, 
Part.  5  ,  que  si  bien  permite  al  deudor  que  tiene  hipoteca- 
dos todos  sus  bienes  dar  libertad  á  algún  siervo,  es  solo 
cuando  los  otros  bienes  que  le  quedan  son  suficientes  para 
el  pago  de  la  deuda  ;  —  del  principio  general  que  establece 
que  cuando  enajenamos  nuestras  cosas,  no  traspasamos  su 
dominio  sino  con  las  cargas  que  les  serian  inherentes  per- 
maneciendo en  nuestro  poder  :  Alienalio  cùm  fit ,  cum  sua 
causa  dominium  ad  alium  transferí  mus,  quœ  esset  futura,  si 
apud  nos  ea  res  mansisset  :  idque  tolo  jure  civili  ila  se  babel, 
prcelerquam  si  aliquid  nominalim  sit  coiislilulum  ;  ley  67, 
tít.  1  ,  lib.  18  del  Digesto;  —  y  en  fin ,  de  la  máxima  de 
derecho  que  no  permite  al  deudor  empeorar  con  sus  actos 
ó  contratos  la  condición  de  su  acreedor  :  Debilorem  ñeque 
vendenletn ,  ñeque  donantem,  ñeque  leganlem  ,  vel  fideicom- 
missum  rclinquentem,  posse  deterioren!  faceré  crediloris 
condilionem,  cerlisshnum  est.  Undc  si  Ubi  obligalam  rem 
probaré  posse  confiáis,  pignora  persequi  debes;  ley  15, 
tít.  \U,  lib.  8  del  Código.  Mas  en  la  hipoteca  general  cons- 
tituida por  convención  ,  no  puede  perseguirse  ninguna  de 
las  cosas  hipotecadas  que  hubieren  pasado  á  terceras  ma- 
nos, según  lo  dicho  en  el  núm.  XXIII  de  este  mismo  artí- 
culo con  arreglo  á  la  ley  5,  tít.  16,  lib.  10,  Nov.  Rec. 

XXXV.  No  puede  el  acreedor  ejercer  su  acción  hipote- 
caria contra  el  tercer  poseedor  de  las  cosas  hipotecadas,  sin 
reconvenir  primero  al  deudor  en  uso  de  la  acción  personal 
que  tiene  contra  él  y  hacer  excusión  en  sus  bienes  ;  pues  si 
pudiere  cobrar  del  deudor  todo  su  crédito  ,  debe  dejar  estar 
en  paz,  como  dice  la  ley,  al  tercer  poseedor  de  dichas  co- 
sas; ley  \.U ,  lit.  13,  Part.  5. 

Hay  sin  embargo  algunos  casos  en  que  el  acreedor  puede 
omitir  la  excusión  de  los  bienes  del  deudor  y  hacer  uso  des-, 
de  luego  de  su  acción  hipotecaria  contra  el  tercer  poseedor. 
Tales  son  : 

Io.  Cuando  el  deudor  enajenó  la  cosa  hipotecada  después 
de  habérsele  movido  pleito  sobre  ella  por  el  acreedor ;ley  ilí, 
til.  13,  Parí.  5. 

2°.  Cuando  el  deudor  se  obligó  á  conservar  en  su  poder  la 
cosa  hipotecada  sin  enajenarla  mientras  subsistiese  la  deu- 
da, y  á  peser  de  este  pacto  la  enajenó  después;  porque  en 
este  caso  se  considera  nula  la  enajenación  y  subsistente  la 
finca  en  poder  del  deudor;  ley  67,  lit.  5,  Part.  5. 

5o.  Cuando  el  deudor  dio  al  acreedor  por  razón  de  la  deu- 
da la  posesión  real  ó  ficta  de  la  cosa  hipotecada,  entregán- 
dole los  títulos  de  propiedad  ó  constituyéndose  por  inqui- 
lino,  arrendatario,  tenedor  ó  poseedor  precario  de  ella  en 
nombre  del  acreedor,  y  después  la  enajenó  al  tercero;  Greg. 
López  ,  gl.  8  de  d.  ley  Vi ,  tít.  15 ,  Part  5;  y  Cur.  Filíp., 
parí.  2,  Juic.  ejec,  %  H  ,  n.  12. 

!i°.  Cuando  el  deudor  hizo  cesión  de  bienes ,  ó  se  halla  au- 
sente, ó  estando  presente  no  puede  ser  reconvenido,  ó  es  no- 
torio que  se  encuentra  en  estado  de  insolvencia  ;  Greg.  López 
en  la  cil.  gl.  5. 

XXXVI.  El  tercer  poseedor,  contra  quien  dirigiere  el 


acreedor  su  acción  hipotecaria,  debe  restituir  la  cosa  hipo- 
tecada ,  pues  que  no  pasó  á  sus  manos  sino  con  este  grava- 
men, ó  satisfacer  la  cantidad  que  importare  la  deuda  ;  y  el 
acreedor  no  podrá  resistirse  á  la  aceptación  del  pago  que  en 
su  caso  se  le  ofreciere  ,  antes  bien  habrá  de  ceder  al  tercer 
poseedor  sus  derechos  si  se  los  demandare  ;  ley  18,  til.  13  , 
Parí.  5.  Mas  para  forzar  al  tercer  psseedor  á  elegir  uno  de 
estos  dos  medios,  es  preciso  que  el  acreedor  pruebe  dos  co- 
sas :  Ia.  que  la  cosa  que  reclama  le  fué  hipotecada;  2a.  que 
el  que  se  la  hipotecó  tenia  entonces  el  dominio  de  ella,  ó 
que  á  lo  menos  podía  hipotecarla,  d.  ley  IX.  Si  el  tercer  po- 
seedor, creyendo  de  buena  fe  que  la  cosa  hipotecada  era 
suya,  hubiese  hecho  en  ella  algunas  mejoras,  podrá  retenerla 
en  su  poder  hasta  que  el  acreedor  le  reintegre  de  los  gastos 
que  manifiestamente  aparezcan  invertidos  en  utilidad  de  la 
misma  cosa;  ley  15,  tít.  13,  Párt.  5.  Véase  Poseedor  de 
buena  fe. 

El  acreedor  no  solo  tiene  derecho  para  el  cobro  de  su  cré- 
dito á  la  misma  cosa  hipotecada  ,  sino  también  á  los  frutos 
que  habia  pendientes  en  ella  al  tiempo  de  la  enajenación , 
pero  no  á  los  frutos  que  fueron  sembrados  ó  concebidos  du- 
rante la  posesión  del  tercero  á  quien  la  cosa  fué  enajena- 
da; ley  16,  tit.  13,  Part.  5. 

Si  el  deudor,  después  de  la  constitución  de  la  hipoteca  , 
hubiese  concedido  á  una  persona  el  usufructo  de  la  cosa 
hipotecada,  y  enajenado  á  otra  la  propiedad,  podrá  el  acree- 
dor intentar  la  acción  hipotecaria  así  contra  el  propietario 
de  la  finca  como  contra  el  usufructuario;  y  del  mismo  modo 
si  se  hubiese  dado  la  finca  en  enfitéusis,  podrá  proceder  el 
acreedor  no  solo  contra  el  que  tiene  el  dominio  directo  sino 
también  contra  el  que  tuviere  el  dominio  útil;  porque  todos 
estos  derechos  son  capaces  de  hipoteca  y  disminuyen  el  va- 
lor de  las  heredades  sobre  que  recaen ,  y  el  deudor  no  pue- 
de empeorar  la  condición  de  su  acreedor  enajenando  la  pro- 
piedad de  las  cosas  hipotecadas  ó  los  diversos  derechos  que 
la  constituyen. 

XXXVII.  No  se  entrega  al  acreedor  la  cosa  hipotecada, 
sino  que  se  vende  en  pública  subasta  y  con  su  precio  se  le 
hace  pago  de  la  deuda  ,  á  no  ser  que  al  tiempo  de  la  consti- 
tución de  la  hipoteca  ó  después  haya  consentido  el  dueño  en 
que  se  la  quede  ó  la  tome  por  su  justo  valor  ;  ley  hi ,  tit,  a , 
y  ley  12,  tít.  13,  Part.  5. 

El  acreedor,  en  efecto,  armado  de  su  título  ejecutivo,  ó 
procurándoselo  si  no  lo  tiene  ,  pide  directamente  ejecución 
contra  la  cosa  hipotecada  siguiéndola  hasta  sentencia  de  re- 
mate ;  y  declarada  esta  en  cosa  juzgada  ,  manda  el  juez  á  su 
solicitud  sacar  la  finca  á  pública  subasta  :  se  lasa  y  prego- 
na por  treinta  dias  útiles  ;  se  fijan  cédulas  en  los  sitios  pú- 
blicos por  1res  veces,  de  nueve  en  nueve  dias  útiles,  que 
con  los  tres  de  la  fijación  componen  los  treinta  :  se  admiten 
las  posturas  y  mejoras,  con  tal  que  escedan  de  las  dos  ter- 
ceras parles  de  la  tasa  ,  haciéndose  saber  á  los  postores  an- 
teriores y  al  deudor  :  se  celebra  el  remate,  y  declarado  en 
cosa  juzgada,  y  dado  el  cuarto  pregón  ,  deposita  el  compra- 
dor el  precio  y  se  le  pone  en  posesión  de  la  finca,  otorgan- 
do el  juez  á  su  favor  en  nombre  del  deudor  venta  judicial  en 
forma.  No  habiendo  comprador  que  ofrezca  á  lo  menos  las 
dos  terceras  partes  de  la  tasa ,  puede  el  acreedor  pedir  que 
se  le  adjudique  la  finca  en  pago  de  la  deuda  por  el  valor  que 
se  le  hubiere  dado  ,  devolviendo  el  esceso  que  resultare. 
Véase  Juicio  ejcculh'O. 

Eslincion  de  la  hipoteca. 

XXXVIII.  La  hipoteca  se  estinguc  :  Io.  por  la  pérdida  de 
la  cosa  hipotecada;  2o.  por  la  confusion  ó  consolidación; 
5o.  por  la  resolución  del  derecho  del  que  la  ha  constituido; 
h".  por  la  eslincion  de  la  obligación  principal;  5°.  por  la 
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renuncia  ó  remisión  espresa  ó  tácita  que  de  ella  hiciere  el 
acreedor;  6o.  por  la  prescripción. 

Io.  Cuando  perece  ó  se  pierde  la  cosa  hipotecada,  es  claro 
que  se  cstingue  con  ella  la  hipoteca;  porque  siendo  la  hipo- 
teca un  derecho  en  la  cosa,  un  accidente,  un  accesorio  de 
ella,  no  puede  subsistir  sin  su  principal.  Mas  como  la  hipo- 
teca recae  sobre  toda  la  cosa  y  cada  una  de  sus  parles  ,  de 
ahí  es  que  si  la  cosa  perece  solo  en  parte  y  no  del  todo ,  lo 
que  se  conservare  quedará  todavía  hipotecado  á  la  totalidad 
de  la  deuda.  Si  es,  por  ejemplo,  un  ediñcio  y  se  destruye 
por  efecto  de  un  huracán  ,  de  una  inundación  ó  de  un  incen- 
dio, ó  por  cualquiera  otra  causa  culpable  ó  inculpable  ,  con- 
tinuarán siempre  hipotecados  el  área  ó  suelo,  y  aun  los  es- 
combros ó  materiales  mientras  parezcan  destinados  para  la 
reconstrucción  del  edificio;  ley  Ib  ,  lit.  13,  y  leyes  28  y  51 , 
iit.  S,Part.  5. 

2o.  La  hipoteca  se  estingue  por  la  confusion  ó  consolida- 
ción, cuando  el  acreedor  adquiere  la  cosa  que  le  estaba  hi- 
potecada ,  porque  la  hipoteca  es  necesariamente  un  derecho 
que  tenemos  en  la  cosa  de  otro  para  segundad  de  lo  que  se 
nos  debe  ,  y  no  puede  una  misma  cosa  pertenecer  y  servir 
á  la  vez  de  caución  á  una  misma  persona. 

Mas  para  que  la  confusion  produzca  la  estincion  de  hipo- 
teca, es  necesario  que  la  adquisición  sea  irrevocable;  pues 
si  el  acreedor  no  adquiere  sino  de  un  modo  revocable  la  cosa 
hipotecada ,  y  llegare  con  efecto  á  verificarse  la  revocación, 
recobrará  entonces  su  fuerza  el  derecho  de  hipoteca.  Si  des- 
pués que  yo  he  comprado  ,  por  ejemplo ,  una  casa ,  usa  so- 
bre ella  del  retracto  de  abolengo  un  pariente  del  vendedor; 
si  despues  que  se  me  ha  donado  un  olivar,  se  revoca  la 
donación  por  supervención  de  hijos  ;  si  despues  que  he  ad- 
quirido una  viña  con  el  pacto  de  rclroocndendo ,  la  redime 
el  que  me  la  vendió  con  esta  reserva;  en  todos  estos  casos 
y  otros  semejantes  renacerá  la  hipoteca  que  yo  tenia  sobre 
estas  fincas  ,  porque  la  adquisición  que  yo  habia  hecho  de 
ellas  se  ha  revocado  en  virtud  de  una  causa  anterior  á  mi 
contrato  do  adquisición. 

5o.  La  hipoteca  se  estingue  por  la  resolución  ó  estincion 
del  derecho  del  que  la  ha  constituido ,  según  los  axiomas  de 
que  la  resolución  del  derecho  del  que  ha  dado  una  cosa 
lleva  consigo  la  resolución  del  derecho  del  que  la  ha  recibi- 
do,  y  de  que  nadie  puede  trspasar  á  otro  mas  derechos  que 
los  que  él  tiene  :  Resoluto  jure  danlis ,  resolvilur  jus  acci- 
pionlis  :  Neyío  plusjuris  in  alium  conferre  polest ,  quàm  ipse 
luibet. 

Mas  para  entender  bien  esta  regla  y  aplicarla  con  exacti- 
tud ,  es  preciso  hacer  distinción  entre  la  resolución  necesa- 
ria y  la  resolución  voluntaria,  y  entre  la  resolución  volun- 
taria que  no  puede  imputarse  sino  indirectamente  á  la 
voluntad  del  poseedor  de  una  finca,  y  la  resolución  volun- 
taria que  es  efecto  directo  é  inmediato  de  la  mera  voluntad 
del  poseedor. 

Siempre  que  la  resolución  ó  estincion  del  derecho  que  el 
poseedor  de  una  finca  tenia  en  ella,  es  efecto  de  una  causa 
necesaria  é  inherente  al  acto  ó  contrato  de  adquisición  de  la 
finca  ,  no  puede  dudarse  que  se  resuelve  ,  estingue  y  des- 
vanece la  hipoteca  que  el  poseedor  ha  constituido  en  la  mis- 
ma finca  durante  el  tiempo  de  su  posesión.  Por  eso  la  hipo- 
teca constituida  sobre  una  heredad  por  una  persona  que  no 
üene  en  ella  mas  que  el  usufructo  ,  queda  estinguida  por  la 
muerte  del  usufructuario  y  por  cualquiera  otra  de  las  causas 
que  hacen  cesar  el  usufructo ,  como  establece  la  ley  8 ,  tít. 
6.  lib.  20  del  Digesto.  Por  eso  la  hipoteca  constituida  por  un 
heredero  sobre  una  cosa  legada  bajo  condición  á  un  ter- 
cero ,  se  desvanece  tan  pronto  como  se  cumple  la  condición, 
según  dispone  formalmente  la  ley  13  ,  §  t",  tít.  1 ,  lib.  20 
del  Digoslo.  Por  eso  la  hipoteca  constituida  por  un  donatario 
sobre  los  bienes  donados ,  pierde  sus  efectos  desde  el  mo- 


mento en  que  la  donación  queda  revocada  por  la  superven- 
ción de  hijos  al  donador.  Véanse  los  núms.  VH  y  XXI  de 
este  artículo. 

Cuando  por  el  contrario  la  resolución  del  derecho  del  po- 
seedor de  una  finca  es  efecto  directo  é  inmediato  de  su  vo- 
luntad ,  permanece  entonces  y  se  conserva  en  ella  la  hipo- 
teca constituida  por  él ,  porque  no  debe  estar  en  su. mano  el 
quitar  á  terceras  personas  por  mera  voluntad  los  dere- 
chos que  legítimamente  han  adquirido.  Compras ,  por  ejem- 
plo, una  heredad  bajo  la  condición  de  que  si  en  el  término 
de  tres  meses  te  llegare  á  desagradar,  podrás  deshacer  eí 
contrato  :  la  das  luego  durante  dicho  tiempo  en  hipoteca  á 
tus  acreedores;  y  por  fin  arrepentido  de  tu  adquisición  la 
restituyes  al  vendedor.  ¿Subsistirá  la  hipoteca  que  has 
constituido,  no  obstante  la  resolución  del  derecho  que  te- 
nias en  la  heredad?  Subsistirá,  responde  la  ley  3,  tít.  6, 
lib.  20  del  Digesto  ,  porque  no  está  en  tu  arbitrio  anonadar 
con  tu  hecho  la  obligación  que  has  contraído  á  favor  de  un 
tercero.  La  ley  h  del  mismo  título,  y  los  %%  1  y  8  do  las  leyes 
21  y  ?i2,  tít.  1 ,  lib.  21  ,  nos  presentan  otra  especie  ó  caso 
de  igual  naturaleza.  Después  de  haber  comprado  Ticio  una 
heredad,  la  obliga  en  hipoleca  à  uno  de  sus  acreedores; 
apercíbese  luego  de  que  es  mal  sana  y  pestilencial;  y  usan- 
do de  la  acción  redhibitoria  ,  compele  al  vendedor  á  su  re- 
cobro y  á  la  restitución  del  dinero  :  hácese  sobre  este  caso 
la  misma  pregunta  que  sobre  el  precedente  en  cuanto  á  1a 
subsistencia  de  la  hipoteca,  y  las  citadas  leyes  deciden  la 
cuestión  de  la  misma  manera.  Revócase  una  donación  por 
causa  de  ingratitud  :  los  bienes  que  el  donatario  ha  hipote- 
cado antes  de  intentarse  la  acción  contra  él,  ¿vuelven  al 
donador  libres  de  todo  gravamen?  La  ley  7,  lit.  56,  lib.  8 
del  Código,  resuelve  que  no  :  la  hipoteca  subsiste  en  ellos  á 
favor  de  los  acreedores  del  donatario.  Abandona  un  enfi- 
teuta  el  predio  enfitéutico  al  dueño  directo  :  ¿  quedará  estin- 
guida por  este  abandono  la  hipoteca  que  el  enliteuta  consti- 
tuyó á  favor  de  sus  acreedores  durante  la  enfitéusis?  Esto 
abandono  es  absolutamente  voluntario  de  parte  del  que  le 
hace:  su  objeto  directo  é  inmediato  es  resolverla  enfitéusis, 
devolver  el  predio  al  dueño  directo,  y  estinguir  el  canon  ó 
censo  anual  inherente  á  su  posesión  :  continuará  por  lo  tan- 
to aun  después  del  abandono  la  hipoteca  constituida  por  el 
enfiteuta.  -  Se  objetará  sin  duda ,  que  parece  muy  duro  para 
el  dueño  directo ,  para  el  donador,  y  para  el  vendedor  con- 
tra quien  se  usa  de  la  acción  redhibitoria  ó  de  la  reserva  do 
rescindir  la  venta ,  el  verse  obligado  á  mantener  una  carga 
en  cuya  imposición  no  ha  tenido  parte;  y  que  habiendo  sa- 
lido de  sus  manos  libre  la  heredad  ,  debe  asimismo  volver  á 
ellas  libre  de  todo  gravamen.  Mas  estas  consideraciones  no 
se  tienen  por  bastante  fuertes  para  producir  de  derecho  la 
estincion  de  las  hipotecas  constituidas  por  el  enfiteuta,  por 
el  donatario  y  por  el  comprador  en  los  supuestos  casos  ;  y 
solo  sirven  para  dar  al  vendedor,  al  donador  y  al  dueño  di- 
recto la  acción  de  compeler  al  comprador,  al  donatario  y  al 
enfiteuta  á  exonerar  la  finca  y  devolverla  libre  de  toda  car- 
ga ;  ley  /|3,  g  8,  y  ley  21,  §  1,  tít.  1,  lib.  21  del  Digesto. 

Cuando  en  fin  la  resolución  del  derecho  del  poseedor  de  la 
cosa  no  es  sino  un  efecto  indirecto  y  remoto  de  su  voluntad, 
se  estingue  entonces  absolutamente  la  hipoteca  ,  como  en  el 
caso  de  resolverse  el  citado  derecho  en  virtud  de  causa  ne- 
cesaria. Así  es  que  si  habiendo  estipulado  un  vendedor  quo 
en  el  caso  de  presentársele  dentro  de  cuatro  meses  quien 
!e  ofrezca  mayor  precio  ha  de  quedar  nula  la  venia  se  pone 
entretanto  el  comprador  en  posesión  de  la  cosa  que  con  este 
pacto  le  ha  sido  vendida ,  y  la  obliga  en  hipoteca  á  su  acree- 
dor, y  antes  de  cumplirse  los  cuatro  meses  ofrece  un  tercero 
mayor  precio  ,  de  modo  que  la  primera  venta  queda  nula  , 
se  resolverá  igualmente  y  quedará  sin  efecto  la  hipoteca 
constituida  por  el  primer  comprador;  ley  H- ,  §5,  ttt,  2, 


820  — 


m 


lib.  IR,  y  ley  3,  lit.  6,  Mb.  20  fH  DigeM'o.  Así  es  que  si  un 
enfiteuta  incurre  en  comiso  de  su  heredad  por  no  pagar  el 
canon ,  se  desvanecen  las  hipotecas  que  antes  de  su  espul- 
sion  hubiere  impuesto  en  ella  ;  ley  51  -,  til.  1  ,  lib.  20  del 
Digeslo.  Así  es  también  que  revocándose  una  donación  entr" 
vivos  por  inejecución  de  las  cargas  ó  condiciones  con  que5 
se  ha  hecho,  los  biene3  donados  habrán  de  volver  al  dona- 
dor libres  de  las  hipotecas  con  que  los  hubiere  gravado  el 
donatario.  Así  es  por  último  que  si  uno  hipoteca  á  su  acree- 
dor una  heredad  que  acaba  de  comprar,  y  el  vendedor 
después  obtiene  la  rescision  de  la  venta  por  falta  de  pago 
del  precio  ó  por  causa  de  lesión ,  se  resolverá  también  la 
hipoteca.  Es  cierto  que  en  estos  cuatro  casos  podia  el  posee- 
dor de  la  cosa  evitar  la  resolución  de  sus  derechos  tomando 
á  su  cargo  en  el  primero  la  puja  ó  mejora  de  precio,  pagando 
en  el  segundo  los  réditos  ó  pensiones  que  debía ,  cumpliendo 
en  el  tercero  las  condiciones  ó  cargas  con  que  se  le  habia 
hecho  la  donación ,  y  satisfaciendo  en  el  cuarto  el  precio 
convenido  ó  el  suplemento  necesario  para  cubrir  el  verda- 
dero valor  de  la  cosa  :  mas  en  ninguno  de  ellos  se  propone 
directamente  anular  su  contrato  ni  manifiesta  que  el  deseo 
de  resolver  sus  derechos  sea  el  móvil  de  su  conducta,  en  la 
cual  quizá  no  influye  sino  la  falta  de  medios  ó  la  esperanza 
de  hacer  sucumbir  á  su  adversario. 

h°.  Como  la  hipoteca  es  un  accesorio,  y  lo  accesorio  no 
puede  subsistir  sin  lo  principal ,  es  claro  que  eslinguida  de 
cualquiera  modo  la  deuda  ú  obligación  para  cuya  seguridad 
estaba  constituida,  debecesar  y  estinguirse  al  mismo  tiempo 
la  hipoteca,  sin  cpie  pueda  sobrevivir  á  la  deuda  ;  ley  38  , 
til.  13,  Parí.  í>. 

Mas  como  la  hipoteca  es  indivisible  en  sus  efectos,  es  ne- 
cesario para  que  se  verifique  su  estincion,  que  la  deuda  ú 
obligación  principal  se  haya  estinguido  por  entero;-  pues  si 
soie  se  pagase,  por  ejemplo,  una  parle  de  la  deuda,  la 
■  hipoteca  continuaría  sin  alteración  por  el  resto  sobre  toda  ó 
:  'odas  las  fincas  que  le  estaban  sujetas  ;  ley  19,  lit.  i  ,  lib.  20 
del  Digeslo,  y  ley  /|5,  lit.  13,  Part.  S. 

Si  estando  hipotecada  una  misma  cosa  á  dos  acreedores 
diferentes,  se  diere  al  primero  en  pago  por  el  deudor,  ten- 
drá facultad  el  segundo  para  recobrarla  del  primero  pagán- 
dole la  deuda ,  y  podrá  ejercer  en  ella  su  derecho  hipote- 
cario; ley  U6,  til.  ¡5,  Part.  3. 

Si  un  fiador  constituye  hipoteca  sobre  sus  bienes  para 
seguridad  do  su  obligación ,  y  después  llega  á  ser  heredero 
del  deudor  ó  el  deudor  de  él,  quedará  eslinguida  la  fianza 
por  la  confusion,  porque  nadie  puede  ser  fiador  de  sí  mismo  ; 
pero  continuará  subsistiendo  la  hipoteca,  pues  que  por  el 
hecho  de  haberse  constituido  para  seguridad  de  la  obliga- 
ción procedente  de  la  fianza,  se  supone  constituida  también 
para  seguridad  de  la  obligación  ó  deuda  principal  que  per» 
manece  siempre  ;  ley  58,  §  S,  tít.  o,  lib.  íi6  del  Digesto. 

\>°.  Aunque  la  hipoteca  no  puede  sobrevivir  á  la  obliga- 
ción principal,  por  no  ser  mas  que  un  accesorio  de  ella  , 
puede  por  el  contrario  subsistir  la  obligación  principal  y 
quedar  estinguida  la  hipoteca.  Así  sucede  cuando  el  acreedor 
hace  renuncia  ó  remisión  de  su  derecho  de  hipoteca,  sin 
perdonar  al  mismo  tiempo  la  deuda.  Esta  remisión  ó  renun- 
cia puede  ser  espresa  ó  tácita  :  será  espresa  cuando  se 
verifica  por  medio  de  algún  acto  en  que  el  acreedor  formal- 
mente manifiesta  que  renuncia  ó  remite  el  derecho  que  tiene 
sobre  la  cosa  hipotecada;  y  será  tácita  ,  cuando  se  deducf 
ó  infiere  de  ciertos  hechos ,  como  per  ejemplo  cuando  eí 
acreedor,  libre  de  miedo,  fuerza  ó  engaño  cancela  ó  rompe 
ó  devuelve  al  deudor  la  escritura  de  la  constitución  de  hipo- 
leca  ;  ley  ftO,  til.  13,  Part.  5. 

También  se  entiende  que  hace  renuncia  tacita  de  su  dere- 
cho do  hipoteca  el  acreedor  que  presta  su  consentimiento 
para  que  el  deudor  enajene  la  cosa  hipotecada,  ó  que  no 


habiendo  intervenido  en  la  enajenación  la  aprueba  ó  ratifica 
después,  sin  reservarse  su  derecho:  Si  in  venditione  pignoris 
consenserit  creditor,  dice  la  ley  h,  §  1  ,  lit.  6,  lib.  20  del 
Digesto  ,  vel  til  debilor  banc  rem  permulet ,  vel  donet,  vel  in 
dotem  det,  dicendttm  eril  pignus  liberar  i  :  nisi  salm  causa 

•pignoris  sui  consensit  vel  vendilioni  vel  cwleris Sed  el  si 

non  concesserat  pignus  venundari ,  sed  ralam  líábuit  véti- 
ditionem,  idem  eril  probandvm.  Y  aun  la  ley  11)8,  tít.  17, 
lib.  SO  del  mismo  Digesto,  coloca  esta  disposición  entre  las 
reglas  del  derecho  :  Credilor,  qui  permitid  rem  vertiré \ 
pignus  dimillit.  La  razón  es  que  como  el  deudor  no  liene 
necesidad  del  consentimiento  del  acreedor  para  enajenar  sus 
bienes  con  el  gravamen  de  las  hipotecas,  no  puede  supo- 
nerse pedido  ni  dado  para  otro  fin  sino  para  que  resulte 
remitirlo  el  derecho  hipotecario.  Mas  si  la  enajenación  con- 
sentida ó  aprobada  por  el  acreedor  se  anulase  ó  rescindiese 
ó  revocase  ó  resolviese  por  cualquiera  causa ,  se  conservaría 
ó  resucitaría  el  derecho  de  hipoteca  ,  porque  se  presume 
que  el  acreedor  no  consintió  en  la  estincion  de  su  derecho 
sino  en  vista  de  una  enajenación  válida  y  subsistente  de  la 
cosa  que  le  estaba  hipotecada  ,  y  porque  así  como  el  deudor 
recobra  su  antiguo  derecho,  debe  también  el  acreedor  re- 
cobrar el  suyo;  ley  h  ,  §  2,  y  ley  10,  tít.  6,  lib.  20  del 
Digeslo.  t . 

Ticio,  que  tenia  hipotecados  todos  sus  bienes  présenles  y 
futuros ,  enajenó  una  de  sus  fincas  con  permiso  del  acreedor, 
,  y  luego  la  volvió  á  adquirir  por  efecto  de  un  nuevo  con- 
trato, como  por  compra  ó  donación,  ó  bien  por  sucesión  ó 
legado  :  esta  finca  que  volvió  así  á  formar  parte  de  los  bie- 
nes del  deudor,  ¿  recayó  también  por  el  mismo  hecho  en  el 
gravamen  de  la  hipoteca  general?  Grande  controversia  hubo 
sobre  esta  cuestión  entre  los  jurisconsultos  romanos  :  pre- 
tendían unos  que  el  derecho  hipotecario  del  acreedor  sobre 
está  finca  se  renovaba  por  el  hecho  de  su  retorno  á  manos 
del  deudor,  porque  este  retorno  debia  reputarse  y  era  en 
realidad  una  nueva  adquisición  ,  pues  que  la  finca  no  volvía 
á  manos  del  deudor  por  haber  estado  ya  en  ellas  ,  sino  que 
este  la  adquiría  como  cualquiera  otra  que  nunca  hubiera 
sido  suya  :  mas  otros  sostenían  por  el  contrario  que  el 
acreedor,  por  el  hecho  de  haber  consentido  ó  aprobado  la 
enajenación  de  la  citada  finca ,  habia  renunciado  su  derecho 
de  hipoteca  sobre  ella  de  un  modo  absoluto  y  definitivo. 
Justiniano  cortó  la  contienda  ,  sancionando  la  opinion  do 
esíos  últimos  :  Nobis  autem  visum  est,  dice  en  la  ley  li, 
til.  26,  lib.  8  del  Código,  eum  qui  semel  consensit  aliena- 
tioni  hypolhecœ ,  et  hoc  modo  suum  jus  respuit,  indignum 
esse  eamdem  rem.,  utpoleab  iiiitio  ci  supposilam ,  vindicare, 
vel  lenenlem  inquietare.  Nuestros  autores,  y  especialmente 
el  de  la  Curia  Filípica,  lib.  2,  com.  terr.,  y  cap.  5  ,  n.  5, 
han  adoptado  esta  decisión  ,  aunque  la  razón  que  da  Justi- 
niano  puede  calificarse  de  falsa  ,  y  se  presenta  por  cierto 
con  mas  fuerza  la  de  los  adversarios,  como  que  apenas  hay 
persona  que  enterada  de  la  cuestión  no  la  resuelva  natu- 
ralmente con  arreglo  á  las  ideas  que  estos  manifestaban. 

Finalmente,  según  la  ley  12,  tít.  6,  lib.  20  del  Digeslo, 
si  un  primer  acreedor  hipotecario  presta  su  consentimiento 
para  que  el  deudor  hipoteque  á  olro  acreedor  la  cosa  hipo- 
tecada, se  entiende  que  renuncia  de  un  modo  absoluto  su 
derecho  de  hipoteca  y  no  solamente  su  prioridad  ,  de  suerte 
que  en  el  caso  de  haber  otros  acreedores  intermedios,  po- 
.  drán  también  estos  aprovecharse  de  esta  renuncia  ;  porque 
como  el  deudor  no  necesita  del  consentimiento  del  primer 
acreedor  para  constituir  á  favor  de  otro  nuevo  una  hipoteca 
que  no  habría  de  tener  lugar  sino  después  de  la  primera  , 
no  parece  que  el  primer  acreedor  presta  su  consentimiento 
sino  con  intención  de  remitir  su  hipoteca:  Paulus  responda, 
dicela  ley,  Sempronium  anliquiorem  credilorem  consenlien~ 
lem  .  cù»i  debitor  «amdem  rem  tertio  credilori  abligaret , 
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jus  suum  pignoris  remississe  videri ,  non  eliam  tertium  in 
locum  ejus  svccessissc  :  cl  ideo  medii  crediloris  meliorem 
causant  effectam.  Mas  ,  aunque  esta  sea  la  regla  general ,  es 
necesario  sin  embargo  examinar  en  cada  caso  por  las  cir- 
cunstancias la  verdadera  intención  que  tuvo  el  primer 
acreedor  al  consentir  la  constitución  de  la  segunda  hipoteca, 
pues  tal  vez  quiso  ceder  al  nuevo  acreedor  tan  solo  su  dere- 
cho de  prioridad  y  no  su  derecho  hipotecario  ;  en  cuyo  caso  , 
satisfecha  la  deuda  del  segundo,  podrá  el  primero  perseguir 
la  cosa  hipotecada  ,  como  establece  la  ley  12,  §  U  ,  lit.  h, 
lib.  20  del  Digesto. 

6o.  La  hipoteca  se  estingue  por  la.  prescripción  ;  de  suerte 
que  el  acreedor  que  no  hace  uso  de  su  acción  hipotecaria 
dentro  del  tiempo  marcado  por  la  ley,  pierde  su  derecho  de 
hipoteca  y  no  puede  ya  reclamar  la  cosa  hipotecada  para  el 
pago  de  su  deuda.  Y  ¿cuál  es  el  tiempo  marcado  por  la  ley 
para  reclamar  la  cosa  hipotecada?  La  ley  27,  tít.  29,  Part.  3, 
y  la  ley  59,  tít.  13,  Part.  5,  hacen  distinción  entre  el  caso 
de  que  la  cosa  hipotecada  se  halle  en  manos  del  mismo 
deudor  ó  de  sus  herederos,  y  el  caso  de  que  haya  pasado  á 
las  de  un  tercer  poseedor  á  quien  se  hubiese  enajenado.  Si 
el  acreedor  á  quien  fué  hipotecada  la  cosa  no  la  demandare 
al  tercer  poseedor  de  buena  fe  dentro  del  término  de  diez 
años  estando  presente  en  la  tierra,  ó  dentro  de  veinte  hallán- 
dose en  otra  parte  ,  no  podrá  demandársela  después  ;  y  sa- 
biendo el  tercer  poseedor  que  la  cosa  estaba  hipotecada, 
podrá  pedírsela  el  acreedor  dentro  del  término  de  treinta 
años  :  mas  en  el  caso  de  que  la  cosa  hipotecada  permanezca 
o  se  encuentre  en  poder  del  deudor  ó  de  su  heredero  ó  de 
alguno  á  quien  el  mismo  deudor  la  hubiese  hipotecado  pos- 
teriormente ,  tendrá  entonces  el  acreedor  para  reclamarla 
el  término  de  cuarenta  años.  Así  pues,  según  las  citadas  leyes 
de  las  Partidas ,  se  prescribe  ó  estingue  la  acción  hipote- 
caria por  diez  años  entre  presentes  y  veinte  entre  ausentes 
con  respecto  al  tercer  poseedor  de  buena  fe  ;  por  treinta  años 
entre  présenles  ó  ausentes  con  respecto  al  tercer  poseedor 
de  mala  fe  ;  y  por  el  espacio  de  cuarenta  años  con  respecto 
al  deudor  ó  su  heredero  ó  á  otro  cualquiera  que  poseyere  la 
cosa  en  nombre  del  deudor.  Pero  la  ley  65  de  Toro ,  que  es 
la  ley  5,  lit.  8,  lib.  11,  Nov.  Rec,  señala  indistinta  y  gene- 
ralmente á  la  acción  hipotecaria  la  duración  de  treinta  años , 
sin  hacer  diferencia  alguna  entre  el  caso  de  que  la  cosa 
hipotecada  permanezca  en  poder  del  deudor  ó  de  sus  here- 
deros, y  el  caso  de  que  haya  pasado  á  poder  de  cualquier 
estraño  que  la  posea  con  buena  ó  mala  fe.  La  prescripción 
empieza  á  correr  desde  el  dia  en  que  el  deudor  se  constituye 
en  mora,  y  puede  interrumpirse  por  los  mismos  actos  que 
cualquiera  otra  prescripción.  Véase  Prescripción  de  acciones. 

HIPOTECASTE.  Lo  que  se  puede  hipotecar ,  ó  es 
susceptible  ó  capaz  de  hipoteca.  Véase  Hipoteca  ,  n.  VIL 

HIPOTECAS.  Asegurar  algún  crédito  con  bienes  que 
sean  suficientes  para  su  pago;ú  obligar  los  bienes  para  el 
cumplimiento  de  lo  que  se  promete  dar  ó  hacer. 

HIPOTECARIO.  Lo  perteneciente  o  relativo  á  hipo- 
teca :  y  asi  se  aplica  al  acreedor  que  tiene  derecho  de  hipo- 
teca, al  crédito  que  está  asegurado  con  hipoteca  ,  y  á  la  ac- 
ción que  tiene  el  acreedor  para  hacer  vender  la  cos3  que  se 
le  ha  hipotecado  á  fin  de  obtener  con  su  importe  el  cobro  de 
la  deuda. 

f  HOJA  suelta.  Se  entiende  por  hoja  suelta  cualquier 
impreso  que  se  publique  sin  los  requisitos  que  se  exigen 
para  los  periódicos,  y  que  no  esceda  de  la  marca  del  papel 
sellado ,  con  tal  que  contenga  alguna  noticia  ó  articulo  que 
tenga  relación  con  la  política,  Arl,  17  del  decr.  de  10  de  abril 
de  IBM. 


HOLGA2AW.  El  vagabundo  y  ocioso  que  no  quiere 
trabajar.  Véase  Ociosidad  y  Vagos. 

HOIiÓGSAFO.  Aplícase  al  papel,  documento,  disposi- 
ción, y  con  mas  especialidad  al  testamento  que  está  entera- 
mente escrito  y  firmado  de  la  mano  del  que  le  ha  hecho  ú 
otorgado.  Holographum,  opud  Fcstum,appellalur  teslamen- 
tum,  quodlolum  manu  teslaloris  scriplum  esl  et  subsignaíum. 

HOSÏAGIO.  Voz  del  lenguaje  feudal,  que  significa  sumi- 
sión de  un  hombre  á  otro  ,  ó  prestación  de  juramento  de 
fidelidad;  y  mas  comunmente  se  dice  homenaje. 

HOMBftE.  Todo  individuo  de  la  especie  humana,  cual- 
quiera que  sea  su  edad  ó  su  sexo.  ïïominis  appellations,  dice 
la  ley  152,  til.  16,  lib.  50  del  Digeslo  ,  tam  fœminam  quàm 
niasculum  cohtineri  non  dubitalur.  Càm  nominan  dicimus, 
añade  Alciato  con  arreglo  á  la  ley  3,  §  1,  tít.  29,  lib.  k~>  del 
mismo  Dig. ,  quemeunique  conlincri  constat ,  non  solkm  sive 
masculus,  sivefœmînâ  sil,  sed  sive  liber,  sive  servus,  sive  pu- 
bes, sive  impubes. 

De  aquí  es  que  en  las  leyes  no  suele  usarse  sino  de  la  pa- 
labra hombre  para  designar  el  sexo  masculino  y  el  femenino  ; 
y  cuando  la  ley  se  dirige  al  primero,  se  entiende  que  habla 
también  con  el  segundo ,  á  no  ser  que  el  contenido  de  la  ley 
manifieste  lo  contrario:  Pronunlialio  sermonis  in  sexu mas- 
culino ad  ulrumque  sexum  pleriimque  porrígitur  ;  ley  195, 
til.  Ki,  lib.  50  del  Digeslo.  «  Usamos,  dice  la  ley  6  ,  tít.  35, 
Part.  7,  á  poner  en  algunas  leyes  de  este  nuestro  libro  ,  di- 
ciendo :  todo  home  que  tal  cosa  ficiere,  haya  tal  pena.  Et 
entendemos  por  aquella  palabra  que  el  defendimiento  perte- 
nesce  también  á  la  mujer  como  al  varón ,  maguer  non  faga- 
mos hi  emiente  della ,  fueras  ende  en  aquellas  cosas  que 
señaladamente  les  otorgan  m'ejoría  las  leyes  deste  nuestro 
libro.  » 

El  hombre  en  su  acepción  general  y  considerado  según  el 
estado  natural,  es  ó  nacido  ó  solo  concebido;  varón  ó  hem- 
bra; mayor  ó  menor  de  edad.  Mas  considerado  según  su 
estado  civil,  es  ó  libre  ó  esclavo  ;  noble  ó  del  estado  general; 
clérigo  ó  lego;  vecino  ó  transeúnte;  natural  ó  cstranjero  ; 
padre  ó  hijo  de  familia.  Véase  Estado  de  las  personas. 

En  una  acepción  mas  estrecha  se  toma  la  palabra  hombre 
por  varón  ,  y  entonces  se  contrapone  á  hembra  ó  mujer. 
Aunque  ordinariamente  y  en'caso  de  duela  no  se  entienden 
concedidas  al  hombre  mayores  ventajas  que  á  la  mujer,  es 
cierto  sin  embargo  que  la  diferencia  de  sexo  hace  á  veces 
diferente  su  condición  en  el  derecho.  Ei  hombre  no  desar- 
rolla su  cuerpo  ni  su  inteligencia  tan  pronto  como  la  mujer, 
pero  llega  por  fin  á  un  grado  mas  alto  de  fuerza  física  é  in- 
telectual. Be  aquí  es  que  si  el  hombre  tarda  mas  á  hacerse 
capaz  del  matrimonio  y  de  algunos  actos  civiles ,  y  la  mujer 
queda  luego  en  un  estado  mayor  de  flaqueza  y  fragilidad  , 
también  despses  es  mas  ventajosa  la  condición  de  aquel,  y 
la  de  esta  menos  onerosa.  Solo  el  hombre  es  admitido,  por 
ejemplo  ,  á  las  dignidades  y  cargos  públicos  por  su  mayor 
prudencia,  constancia  y  tesón;  y  la  mujer  encuentra  á  ve- 
ces una  escusa  en  la  debilidad  de  su  sexo,  de  modo  que  no 
le  causa  perjuicio  la  ignorancia  de  las  leyes.  Véase  Mujer. 

nODIEBE  bueno.  Por  hombre  bueno  se  entiende  en  de- 
recho el  juez  ordinario  de!  distrito;  y  de  ahí  es  que  siempre 
que  se  halla  escrito  en  ley  ó  contrato  que  alguna  cosa  se  ha 
de  librar  por  albedrío  de  hombre  bueno,  se  entiende  que  lia 
de  librarse  ó  decidirse  por  el  juez  ordinario.  Así  lo  establece 
la  regla  31 ,  tít.  5!í ,  Part.  7(1).  Mas  ahora  no  suele  enten- 

(1)  En  el  juicio  do  conciliación  se  entiende  por  hombres  bue- 
nos los  dos  que  se  nombran,  uno  por  cada  parte,  para  que  aso- 
ciándose con  el  alcalde  constitucional  ,  le  aconsejen  en  su  fallo 
conciliatorio  :  art.  i ,  cap.  5  del  decreto  de  9  de  octubre  de  1812. 
Esto  mismo  se  entiende  en  los  juicios  verbales  cuando  se  célébrait 
«ule  tos  alcaldes  ;  art.  5.  cap,  5  ¡  del  decsetQ  citiulo. 
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dcrse  por  hombre  bueno  sino  el  arbitro  ó  arbilrador  á 
quien  camelen  las  partes  la  decisión  de  algún  negocio. 

Llamábase  también  hombre  bueno  cualquiera  de  los  indi- 
viduos del  estado  general  que  pagaba  pechos  y  tributos 
reales,  a  diferencia  del  noble  ó  fijodalgo  que  estaba  esento 
de  ellos. 

Hombre  bueno  se  denominaba  igualmente  lodo  hombre 
adornado  de  las  calidades  necesarias  para  dar  testimonio 
en  juicio  :  «  En  todo  pleito ,  dice  la  ley  1  ,  tít.  8  ,  lib.  2  del 
Fuero  Real,  vala  testimonia  de  dos  homes  buenos.  » 

Eran  asimismo  conocidos  con  el  dictado  de  hombres  bue- 
nos ciertos  sugelos  de  honradez  é  integridad  que  habia  dis- 
tribuidos en  los  pueblos  por  collaciones,  esto  es,  por  barrios 
ó  parroquias,  y  que  en  union  con  el  alcalde  nombraban  tres 
de  su  mismo  seno  para  hacer  en  el  término  de  seis  dias  la 
pesquisa  y  averiguación  de  los  homicidios  y  de  las  personas 
que  los  habían  cometido,  cuando  no  habia  acusador  ó  no  se 
sabia  quién  fuese  el  delincuente.  Presentadas  las  pruebas 
por  los  tres  hombres  buenos,  debian  los  alcaldes  dar  su  sen- 
tencia dentro  tres  dias.  Ley  3 ,  lit.  8 ,  lib  2  del  Fuero  Real. 
Parece  que  estos  hombres  buenos  suplían  en  los  pueblos  la 
falta  de  escribanos  ;  pero  aun  después  de  la  creación  de  es- 
tos últimos  permanecieron  todavía  mucho  tiempo  en  el  ejer- 
cicio de  sus  funciones. 

Hombres  buenos  se  decían  en  fin  los  sugetos  mas  distin- 
guidos ,  como  aparece ,  entre  otras  ,  de  la  ley  19,  tít.  13, 
Part.  2  ,  en  que  se  manda  que  asistan  al  entierro  del  rey 
«  los  homes  honrados,  así  como  los  perlados  et  los  otros  ri- 
cos homes,  et  los  maestros  de  las  órdenes  et  los  otros  Immcs 
buenos  de  las  cibdades  et  de  las  villas  grandes  de  su 
señorío.  » 

-J-  Cuando  á  falta  de  escribano  practique  el  hombre  bueno 
algunas  diligencias  de  orden  de  los  alcaldes ,  jueces  de  pri- 
mera instancia  ó  personas  particulares,  cobrará  por  ellas  dos 
terceras  partes  de  los  derechos  que  se  señalan  á  los  escriba- 
nos. Art.  SH4  de  los  arañe,  jud.  de  22  de  mayo  de  1846. 

HOMECÎLLO  ú  homicillo.  Antiguamente  era  lo  mis- 
mo que  homicidio  ;  y  con  mas  particularidad  se  designaba 
con  esta  palabra  cierta  pena  pecuniaria  en  que  incurría  el 
que  llamado  segunda  vez  por  juez  competente  porque  re- 
sultaba reo  de  algún  delito  digno  de  pena  capital,  no  com- 
parecía en  el  juzgado  y  daba  lugar  á  que  se  sentenciase  su 
causa  en  rebeldía  ,  con  arreglo  á  la  ley  1,  tít.  57,  lib.  12, 
Nov.  Rec.  Esta  pena  en  lo  antiguo  consistía  en  seiscientos 
maravedís,  que  son  treinta  y  cinco  reales  y  algunos  mara- 
vedís de  vellón;  pero  pasó  por  necesidad  á  ser  arbitraria, 
como  todas  las  demás  condenaciones  pecuniarias  estableci- 
das en  las  antiguas  leyes,  por  efecto  de  la  diminución  del 
valor  de  la  moneda;  y  por  fin  se  ha  suprimido  en  la  prác- 
tica. 

HOMENAJE.  Voz  feudal  que  según  unos  se  deriva  por 
contracción  de  las  palabras  latinas  homincm  agere,  porque 
quien  presta  homenaje,  se  dice  que  se  hace  hombre  de  otro  ; 
y  según  Covarrubías,  dimana  de  dos  voces  griegas  que 
equivalen  á  juramento  santo.  Como  quiera  que  sea,  por  ho- 
menaje 6  pleito  homenaje  se  entendía  el  pacto  que  un  hom- 
bre hacia  de  ser  fiel  à  otro,  como  si  personalmente  le  estu- 
viese sujeto  á  manera  de  siervo ,  en  el  cumplimiento  de  las 
cosas  que  le  prometía  dar  ó  hacer  :  «  Homenaje  lanto  quiere 
decir,  según  espresion  de  la  ley  U,  tit.  2b,  Part,  h,  como 
tornarse  home  de  otri,  et  facerse  como  suyo  para  darle  se- 
guranza sobre  la  cosa  que  promete  de  dar  ó  de  facer  que  la 
cumpla.  » 

El  homenaje  tenia  lugar  no  solamente  en  los  feudos  ó 
contratos  entre  señores  y  vasallos  ,  sino  también  en  cuales- 
quiera contratos  celebrados  entre  particulares  ;  ley  U,  til.  25, 
Part.  h.  Prestábase  en  el  acto  de  reconocer  y  de  jurar  so- 
lemnemente sumisión  y  fidelidad  al  nuevo  rey  después  de 
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la  muerte  de  su  antecesor;  leyes  20.  21, 22,  23 y  Ti,  tit.  13, 
Part.  2  :  prestábase  así  por  los  vasallos  en  la  constitución 
de  los  feudos  á  favor  de  los  que  los  constituían  ,  como  pol- 
los fijosdalgo  en  el  acto  de  recibir  el  encargo  de  guardar  y 
defender  los  castillos  ó  fortalezas  que  al  efeclo  les  entrega- 
ban los  ricoshombres;  leyh,  tit.  26,  Part,  h  :  y  prestábase 
igualmente  por  los  sucesores  de  algunos  mayorazgos  funda- 
dos con  este  requisito,  prometiendo  con  juramento  en  manos 
de  un  caballero  hijodalgo  observar  exactamente  todas  las 
condiciones  de  la  erección,  sin  alterarlas,  tergiversarlas  ni 
interpretarlas  con  preteslo  alguno,  bajo  la  pena  de  incurrir 
en  las  condenaciones  impuestas  por  derecho  contra  los  que 
no  cumplían  el  pleito  homenaje. 

Los  infractores  del  pleito  homenaje  incurrían  unas  veces 
en  la  pena  de  traidores  ó  alevosos,  y  otras  en  la  de  infamia, 
S3gun  los  casos. 

HOMICIDA.  El  que  ha  privado  á  otro  de  la  vida.  In- 
curre en  diferentes  penas,  ó  bien  está  esento  de  ellas,  según 
la  especie  de  homicidio  que  hubiere  cometido.  Véase 
Homicidio. 

HOMICIDIO.  Cierto  tributo  que  se  imponía  en  lo  anti- 
guo á  los  pueblos  qus  se  negaban  á  entregar  el  reo  que  ha- 
bia cometido  en  ellos  ó  en  su  término  alguna  muerte. 

HOMICIDIO.  El  acto  de  privar  á  uno  déla  vida,  ó  la 
muerte  de  un  hombre  hecha  por  otro  :  «  matamiento  de  ho- 
me »  dice  la  ley  1 ,  tít.  8,  Part.  7.  Este  es  el  mayor  de  los 
crímenes  que  pueden  cometerse  contra  un  individuo  de  'a 
sociedad,  porque  se  le  despoja  de  la  existencia  ,  que  es  el 
primero  y  el  mayor  beneficio  que  ha  recibido  de  la  natura- 
leza. La  palabra  homicidio  se  ha  formado  por  contracción 
de  las  palabras  latinas  hominis  ccedes. 

El  homicidio  se  divide  en  voluntario  é  involuntario  :  el 
voluntario  puede  ser  simple  ó  calificado;  y  el  involuntario 
puede  ser  culpable  ó  inculpable  :  será  culpable  cuando  se 
comete  por  imprudencia  ó  impericia;  y  será  inculpable 
cuando  es  puramente  casual.  El  homicidio  voluntario  se 
dice  necesario  por  la  ley,  cuando  se  comete  contra  un  injusto 
agresor,  de  cuyas  manos  no  podemos  librar  nuestra  vida 
sino  matándole. 

I.  Homicidio  voluntario  es  el  que  se  comete  á  sabiendas 
y  con  intención,  esto  es,  con  conocimiento  de  lo  que  se  hace 
y  con  ánimo  de  quitar  la  vida.  Puede  ser  simple  ó  calificado. 
Simple  es  el  que  no  va  acompañado  de  circunstancias  que  lo 
agraven;  y  calificado  el  que  por  razón  de  la  persona,  del 
lugar,  del  fin,  del  instrumento  ó  del  modo  adquiere  un  gra- 
do de  gravedad  que  inspira  mas  aversion  contra  el  delin- 
cuente. 

El  que  comete  homicidio  simple  ,  aunque  sea  en  pelea  ó 
riña,  incurre  en  la  pena  de  muerte;  pero  queda  esento  de 
toda  pena  el  que  matare  al  que  halle  yaciendo  con  su  mujer 
donde  quiera  que  sea,  ó  con  su  hija  ó  hermana  en  su  propia 
casa  ;  al  que  encuentre  llevándose  una  mujer  forzada  para 
yacer  con  ella  ó  con  quien  haya  yacido;  al  ladrón  que  ha- 
llare de  noche  en  su  casa  hurtando  ú  horadándola,  ó  huyen- 
do con  el  hurto  sin  querer  darse  á  prisión;  al  salteador  fa- 
moso de  caminos  que  no  se  deja  prender;  al  que  de  noche 
le  quema  ó  destruye  sus  casas,  campos,  árboles  ó  míeses  ; 
al  que  aun  de  día  quisiere  apoderarse  por  fuerza  de  sus  co- 
sas; al  que  le  acometiere  á  él ,  á  su  mujer,  ó  á  pariente 
dentro  del  cuarto  grado  con  cuchillo ,  espada  ú  olra  arma 
capaz  de  matarle  ;  al  soldado  que  abandonando  sus  bande- 
ras en  el  campo  de  batalla  ó  pasándose  al  enemigo  liaco 
íesi.-iencia  cuando  se  le. quiere  prender  en  el  camino;  leyes 
2y3,  til.  8,  l'art.  7,  leyes  1,2  y 'i,  lit.  Sil,  y  ley  1,  (<í.  2  '., 
lib.  12,  Nov.  ¡lee.  Hay  también  otras  circunstancias  que  si 
no  libran  de  toda  pena  al  homicida  simple  ,  contribuyen  sin 
embargo  á  sustituir  por  olra  la  de  muerte.  Véase  Adulterio, 
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Agresor,  Circunstancias,  Defensas,  Excusa,  Ladrón,  Incen- 
diario, Raptor,  Embriaguez,  Loco. 

El  homicidio  voluntario  puede  ser  calificado ,  como  hemos 
dicho,  por  razón  de  la  persona  ,  del  lugar,  del  fin  ,  del  ins- 
trumento ó  del  modo.  — Lo  es  por  razón  de  la  persona, 
cuando  se  comete  por  el  padre  ,  madre,  hijo,  hermano  ú 
otro  pariente  inmediato,  por  la  mujer  ó  por  el  marido;  ó 
en  un  recién  nacido,  ó  que  está  por  nacer,  ó  en  el  rey,  ó  en 
un  eclesiástico,  magistrado,  juez  ú  otro  funcionario  ;  ó  bien 
por  un  juez,  médico  ,  cirujano  ó  boticario  en  el  ejercicio  de 
sus  profesiones.  Véase  Exposición  departo,  Infanticidio, 
Parricidio  ,  Boticario  ,  Medico ,  Aborto ,  Juez ,  Resistencia  á 
la  justicia,  Sacrilegio,  y  L"sa  majestad.  —  Lo  es  por  razón 
del  lugar,  cuando  se  comete  en  la  iglesia  ó  en  el  cementerio , 
ó  en  el  palacio  del  rey,  y  aun  en  la  corte  ó  su  rastro.  Véase 
Sacrilegio  y  Palacio  del  rey.  —  Lo  es  por  razón  del  fin  con 
que  se  causa ,  como  cuando  se  hace  robando  en  un  camino, 
en  cuyo  caso  incurre  el  ladrón  homicida  en  ias  penas  de 
muerte  y  de  confiscación  de  la  mitad  de  sus  bienes;  ley  9, 
til.  21 ,  lib.  12,  Nov.  Rec.  —  Lo  es  por  razón  del  arma  ó 
instrumento ,  como  si  se  hace  con  escopeta  ,  fusil  ó  pistolete  ; 
en  cuyo  caso  aun  cuando  solo  se  hiera,  el  agresor  es  tenido 
por  alevoso,  y  pierde  lodos  sus  bienes,  la  mitad  para  el  fisco 
y  la  otra  mitad  para  el  herido  ó  herederos  del  muerto;  ley  12, 
til.  21,  lib.  12,  Nov.  Rec.  —  Lo  es  finalmente  por  razón  del 
modo,  como  si  se  comete  premeditadamente,  á  traición  ó 
con  alevosía  ,  acechando  en  algún  paraje  á  su  enemigo , 
disfrazándose  ó  valiéndose  de  alguna  otra  industria,  cogién- 
dole desprevenido,  ahogándole,  ahorcándole,  dándole  ve- 
neno, ó  bien  en  desafio,  ó  incendiando  la  casa  en  que  se 
encontrare.  El  homicidio  alevoso ,  que  es  el  que  se  hace  á 
muerte  segura,  esloes,  sin  pelea  ,  guerra  ó  riña  ,  se  castiga 
con  la  pena  capital ,  la  de  ser  arrastrado,  y  la  confiscación 
de  la  mitad  de  los  bienes;  y  el  homicidio  á  traición,  coulas 
mismas  penas  de  muerte  y  arrastramiento  y  confiscación  de 
todos  los  bienes;  ley 'i,  lit.  21  ,  lib.  12,  Nov.  Rec.  Véase 
Alevosía,  Asesínalo,  Envenenamiento,  Herida.,  Ahogado, 
Ahorcado ,  I iiccndiario  y  Confiscación.  El  homicidio  come- 
tido en  duelo  ó  desafío  ,  yaun  el  duelo  mismo  aunque  no 
resulte  muerte  ni  herida  ,  lleva  consigo  la  pena  capital  y  la 
confiscación  de  bienes,  sin  contar  las  penas  gravísimas  que 
se  imponen  á  los  interventores  y  testigos  y  aun  á  los  jueces 
morosos;  pero  estos  delitos  no  se  castigan  con  el  rigor  que 
prescribe  la  ley,  y  aun  el  mero  desafío  suele  quedar  impune. 
Véase  Duelo  y  Confiscación. 

Son  tratados  como  homicidas  :  —  1°.  el  que  hiriere  á  otro 
por  asechanzas  ,  aunque  el  herido  no  muera  de  la  herida  , 
ley  5,  til.  21 ,  lib.  12,  Nov.  Rec.  :  —  2o.  el  que  hiriere  á  otro  . 
en  la  corte  y  dentro  de  su  rastro ,  ley  5 ,  d.  Ut.  y  lib.;  bien 
que  no  eslá  en  observancia  esta  ley  por  lo  que  hace  al  que 
hiere  y  no  mata  :  —  5o.  el  que  hiriere  á  alguna  persona, 
disparando  arma  de  fuego  ó  tirando  con  ballesta  dentro  de 
poblado,  ley  11 ,  d.  til.  y  lib.:  —  k°.  el  que  hiere  con  ar- 
cabuz ó  pistolete,  ley  12,  </.  lit.  y  lib.:  —  5°.  el  que  castra  ó 
manda  castrar  á  otro,  ley  13,  lit.  3,  Part.  7:  —  6o.  el  que 
diere  á  sabiendas  armas  á  un  colérico,  embriagado,  enfermó 
ó  demente  que  se  las  pidiere'  para  matarse  ó  matar  á  otro, 
y  en  efecto  llevare  á  cabo  su  intento ,  ley  10,  à.  lit.  y  Part. 
—  7o.  el  que  compra  ó  vende  ó  proporciona  veneno  á  sa- 
biendas para  matar,  ley  7,  d.  til.  y  Parí. 

II.  Homicidio  por  imprudencia  ó  impericia  es  él  que  se 
comete,  no  con  designio  de  matar,  sino  por  falta  de  cuidado 
ó  de  ciencia.  Hay  homicidio  por  imprudencia,  cuando  riñendo 
dos  personas  quitan  la  vida  Sin  querer  á  otra  que  se  acerca  ; 
cuando  algún  embrigado  hace  por  osearlo  alguna  muerte; 
cuando  el  padre  castiga  al  hijo  ,  el  maestro  al  discípulo  ,  y 
el  amo  al  criado,  de  manera  que  el  castigado  muere  de  las 
heridas  ó  de  los  golpes;  cuando  alguno  cortando  árboles, 
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labrando  casas  ó  corriendo  á  caballo  en  camino  ó  calle  pú- 
blica de  paso  acostumbrado,  causa  la  muerte  de  algún  tran- 
seúnte por  no  avisar  oportunamei  te  á  los  pasajeros  para 
que  se  guarden  ;  cuando  empujando  uno  á  otro  por  juego, 
le  ocasiona  la  muerte  á  resultas  de  la  caida  ó  de  otro  modo  ; 
cuando  teniendo  uno  la  mala  costumbre  de  levantarse  dor- 
mido y  tomar  armas  para  herir,  no  advierte  de  ella  á  los 
compañeros  que  duerman  con  él ,  para  que  se  precavan ,  y 
po  r  fin  en  otros  casos  semejantes  en  que  no  interviene  ma- 
licia alguna  sino  solo  culpa  ó  negligencia. 

Hay  homicidio  por  impericia,  cuando  el  médico  diere  al 
enfermo  medicina  ffin  fuerte  que  le  mata  :  cuando  el  ciru- 
jano en  la  curación  del  herido  ó  llagado  se  conduce  de  tal 
modo  que  le  causa  la  muerte  ;  y  cuando  alguno  para  hacer 
embarazada  á  una  mujer  le  suministra  yerbas  ú  otra  cosa 
de  que  llega  á  fallecer. 

En  el  homicidio  por  imprudencia  se  halla  prescrita  por  las 
leyes  de  Partida  la  pena  de  cinco  años  de  destierro  á  una 
isla;  y  en  el  homicidio  por  impericia  la  misma  pena  de  des- 
tierro y  ademas  la  de  privación  de  oficio  ;  leyes  ti, 6  y  9,  lit.  8, 
Pari.  7  :  mas  parece  que  las  leyes  6  y  7,  tít.  17,  lib.  h  del 
Fuero  Real,  que  son  las  leyes  15  y  14  ,  tít.  21  ,  lib.  12, 
Nov.  Rec,  solo  quieren  que  se  imponga  pena  pecuniaria 
según  la  mayor  ó  menor  gravedad  de  la  culpa.  Los  tribu- 
nales, sin  embargo,  combinando  las  leyes  del  Fuero  Real  y 
las  de  las  Partidas,  condenan  al  reo  en  cada  caso  á  la  pena 
que  creen  mas  proporcionada  según  las  circunstancias. 

III.  Homicidio  casual  es  el  que  se  ejecuta  por  mero  acci- 
dente ó  caso  fortuito  sin  culpa  ni  falta  alguna  del  que  le 
causa  ;  como  si  corriendo  uno  á  caballo  en  lugar  destinado 
para  ello  ,  se  atravesase  improvisamente  alguna  persona  y 
muriese  atropellada;  ó  como  si  cortando  árboles,  ó  haciendo 
algún  edificio  ,  y  avisando  con  oportunidad  á  los  pasajeros 
que  se  guardasen,  cayere  sobre  alguno  de  estos  árbol ,  pie- 
dra ,  teja  ú  otra  cosa  que  le  mate.  Como  en  el  homicidio 
puramente  casual  no  hay  delito  ni  cuasi  delito  ,  pues  se  su- 
pone que  no  hay  malicia  ,  descuido  ni  imprudencia,  no 
puede  imputarse  á  persona  alguna ,  ni  por  consiguiente  im- 
ponerse pena  :  bien  que  en  estos  casos  y  otros  semejantes 
deberá  jurar  el  homicida  que  la  muerte  fué  casual ,  y  probar 
con  testimonio  de  hombres  buenos  que  no  tenia  enemistad 
con  el  muerto;  pues  sin  tal  prueba  y  juramento  será  tenido 
por  sospechoso  de  malicia  ,  y  digno  de  pena  arbitraria  ; 
ley  h ,  tít.  8  ,  Part.  7,  y  ley  7,  lit.  17,  lib.  k  del  Fuero  Real. 
—  Algunos  adoptan  la  division  de  homicidio  casual  sin  culpa, 
y  homicidio  casual  con  culpa  ;  pero  este  segundo  no  es 
puramente  casual ,  sino  el  cometido  por  imprudencia  c» 
impericia. 

IV  .  Homicidio  necesario  es  el  que  se  comete  por  defender 
su  propia  vida  ;  y  se  llama  necesario  ó  por  premia  porque 
no  se  puede  evitar  sino  á  riesgo  de  perecer;  ley  i6,  lit.  6, 
Part.  1.  Si  algún  injusto  agresor  me  acomete  llevando  en  la 
mano  cuchillo  desenvainado,  espada,  palo,  piedra  ú  otro 
instrumento  con  que  puede  matarme,  no  he  de  esperar  á 
que  me  hiera  antes ,  pues  podría  suceder  que  al  primer  golpe 
me  quitase  la  vida  :  tengo  derecho  para  prevenir  su  acción 
rechazándole  y  aun  dándolo  la  muerte ,  sino  puedo  conservar 
mi  persona  de  otro  modo;  ley  16,  til.  6,  Part.  1,  y  lcycl, 
lil.fi,  Parí.  7.  Defensor  propriœ  salulis  inmuto  pecca-.se 
videlur,  si  agrjrcssorem  occiderit ,  modo  illud  fuerit  faclum 
cum  moderaminc  incúlpales,  tuteles;  id  est ,  modo  qui  occidit, 
viiœ  periculum  aliler  non  pómfááél  effugere.  No  incurro  pues 
en  pena  alguna  si  por  guardar  mi  vida  me  veo  en  la  nece- 
sidad de  quitarla  á  mi  contrario;  pero  si  puedo  salir  del 
lance  sin  peligro  y  sin  deshonor,  huyendo,  dando  voces, 
recurriendo  á  la  protección  del  juez  ó  de  otra  persona,  ó 
hiriendo  al  agresor  sin  causarle  la  muerte  ,  incurriré  por  mi 
esceso  en  alguna  pena  eslraordinaría  y  proporcionada  á  la 
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culpa.  Si  nadie  ha  presenciado  el  lance,  se  tendrán  en  con- 
sideración las  circunstancias  de  las  personas  y  del  caso  ,  la 
especie  de  instrumento  y  otras  particularidades  para  calificar 
de  necesario  ó  escesivo  el  homicidio;  aunque  siempre  que 
conste  que  un  hombre  ha  quitado  á  otro  la  vida  por  defen- 
derse, como  es  difícil  justificar  si  se  escedió  ó  no  en  su  de- 
fensa ,  se  le  tendrá  que  escusar  mientras  no  se  pruebe  que 
abusó  de  las  circunstancias  para  cometer  un  verdadero 
crimen. 

También  se  reputa  necesario  el  homicidio  ejecutado  por 
salvar  la  vida  de  las  personas  que  nos  esián  unidas  con  los 
lazos  de  la  sangre  y  de  la  naturaleza,  éSto  es,  de  nuestros 
ascendientes  y  descendientes  y  de  nuestros  parientes  cola- 
terales hasta  el" cuarto  grado,  y  aun  de  nuestros  amos,  en 
•caso  de  que  no  hubiere  otro  medio  de  librarlos  del  peligro; 
ley  1,  til.  21 ,  lib.  12,  Nov.  Rec:  lo  es  con  mas  razón  el  que 
hiciere  el  marido  por  salvar  á  la  mujer  y  la  mujer  por  salvar 
al  marido  ,  pues  que  ambos  son  tenidos  por  una  misma  per- 
sona: lo  es  asimismo  el  que  una  mujer  cometiere  en  defensa 
del  honor  que  un  atrevido  quisiere  quitarle  con  violencia; 
y  si  no  necesario  será  cuando  menos  escusable  ,  y  tal  vez 
laudable  ,  el  cometido  por  un  tercero  en  defensa  de  cual- 
quiera persona  injustamente  atacada.  Véase  Defensa  y  Auxilio 
contra  el  injusto  agresor. 

=  Véase  Cadáver. 

HOMICIDIO  de  sí  mismo.  Véase  Suicidio. 

HOMICIDIO  proditorio.  El  homicidio  alevoso. 

HOMOLOGACIÓN.  Palabra  griega  que  significa  con- 
sentimiento ó  aprobación.  Llámase  homologación  el  consen- 
timiento tácito  que  dan  las  partes  á  la  sentencia  arbitral 
cuando  dejan  pasar  diez  dias  desde  su  pronunciamiento  sin 
contradecirla;  y  la  confirmación  que  da  el  juez  á  ciertos 
actos  y  convenciones  para  hacerlos  mas  firmes,  ejecutivos 
y  solemnes. 

HONESTIDAD  pública.  Cierta  especie  de  parentesco 
de  afinidad  que  nace  de  los  esponsales  válidos  y  del  matri- 
monio ralo  ;  produce  impedimento  dirimente  entre  la  despo- 
sada y  los  parientes  del  desposado,  y  entre  el  desposado  y 
los  parientes  de  la  desposada.  En  los  esponsales  comprende 
solo  el  primer  grado ,  y  en  el  matrimonio  rato  llega  hasta  el 
cuarto  inclusive,  contándolos  siempre  según  la  computación 
canónica,  que  es  la  que  se  sigue  en  materia  de  matrimonios. 
Si  celebro  pues  esponsales  con  María  ,  ya  no  podré  casarme 
después  con  su  madre  ni  con  sus  hermanas  ,  ni  ella  con  mi 
padre  ni  con  mis  hermanos  ;  y  si  contraje  con  la  misma  ma- 
trimonio ralo,  aunque  ella  muriese  luego  antes  de  consu- 
marle, no  podría  contraer  otro  con  ninguna  de  sus  parientes 
hasta  el  cuarto  grado,  por  razón  del  impedimento  de  pública 
honestidad.  Véase  Impedimento  dirimente. 

HONESTO.  Lo  que  es  decente  ,  decoroso,  razonable  y 
justo.  El  primer  precepto  de  la  justicia ,  según  la  ley  o,  lit.  1, 
Part.  5,  es  que  el  hombre  viva  honestamente ,  esto  es,  que 
no  haga  cosa  alguna  que  repugne  alas  buenas  costumbres  y 
al  decoro  público,  aunque  no  esté  prohibida  espresaraenle 
por  las  leyes.  No  solo  hemos  de  atender  á  si  una  cosa  es 
lícita  ó  no  está  prohibida  ,  sino  también  á  si  es  honesta  : 
Non  soliim  quid  liceut,  consideranduiu  est,  sed  el  quid  lio- 
neslnm  sil,  como  dice  la  regla  197,  tít.  17,  lib.  50  del 
Digesto.  No  todo  lo  que  es  lícito ,  es  también  honesto  :  Non 
omne  quod  licel,  honeslum  est,  como  dice  la  regla  l'i'i.  Sa 
dice  licito  lo  que  las  leyes  no  castigan  ;  pero  si  no  es  honesto, 
lo  castiga  la  sanción  popular.  De  aquí  es  que  lo  que  no  es 
honesto ,  no  es  tampoco  útil  :  Nihil  utile  (  dico  Cicerón , 
Ve  orne.,  lib.  5),  quod  Ídem  non  honeslum;  acequia  uiile, 
honeslum  est,  sed  ,  quia  honeslum,  utile. 

HONOR.  Cierta  renta  que  señalaba  ol  rey  á  los  ricos- 
hombres  ó  caballeros  en  algunos  lugares  de  su  señorío  ; 
como  cuando  les  daba  todas  loo  renias  de  alguna  villa  ó  cas- 


tillo ,  sin  el  gravamen  de  que  le  sirviesen  à  su  costa  ó  con 
cierto  número  de  tropas  en  la  guerra  ,  aunque  con  la  con- 
dición tácita  de  servirle  con  lealtad;  ley  2,  til.  26,  Part.  h. 
Este  honor  ó  señalamiento  de  renta  llevaba  consigo  el  seño- 
río, ó  sea  el  gobierno  de  la  villa ,  castillo  ó  lugar,  con  el 
ejercicio  de  la  jurisdicción  civil  y  criminal ,  y  se  conservaba 
en  la  persona  del  agraciado  durante  su  vida  ,  mientras  no 
daba  motivo  para  que  se  le  quitase.  Véase  Alfoz. 

HONOR.  La  acción  ó  demostración  csterior  por  la  cual 
se  da  á  conocer  la  veneración ,  respeto  ó  estimación  que  al- 
guno tiene  por  su  dignidad  ó  por  su  mérito  :  —  la  gloria  ó 
buena  reputación  que  sigue  á  la  virtud  ,  al  mérito  ó  á  las 
acciones  heroicas ,  la  cual  trasciende  á  las  familias ,  personas 
y  acciones  mismas  del  que  se  la  granjea  ;  —  la  honestidad 
y  recato  en  las  mujeres,  y  la  buena  opinion  que  se  granjean 
con  estas  virtudes.  Véase  Injuria. 

HONORES.  Las  dignidades ,  cargos  ó  empleos  ;  y  así  so 
dice  :  aspirar  á  los  honores  de  la  república,  de  la  magistra- 
tura, de  la  milicia,  etc.;  —  y  el  titulo  ó  preeminencia  que 
se  concede  á  alguno  de  poderse  nombrar  en  alguna  dignidad 
ó  empleo  como  si  realmente  le  tuviera,  aunque  le  falte  el 
ejercicio  y  no  goce  gajes  algunos;  y  así  se  dice  que  N.  goza 
honores  de  magistrado  ,  de  intendente  ,  de  consejero  ,  etc. 
Véase  Honorario. 

HONORARIO.  Dícese  del  que  tiene  los  honores,  pre- 
rogativas  y  distinciones  ,  y  no  la  propiedad  ni  el  ejercicio 
de  alguna  dignidad  ó  emp'.eo  ;  como  magistrado  honorario  , 
intendente  honorario.  Los  honores  de  la  toga  no  se  debían 
sino  por  circunstancias  muy  especiales  ,  y  siempre  oyendo 
á  la  audiencia  ó  tribunal  de  que  hayan  de  concederse.  Para 
los  honores  de  la  toga  con  antigüedad  ,  ademas  del  mérito 
ó  servicio  especial  por  que  debieran  concederse ,  habían  de 
concurrir  en  el  que  los  solicitase  los  requisitos  que  se  exigen 
para  la  toga  misma  ;  y  en  los  honores  sin  antigüedad  se  pro- 
cedería también  con  la  mayor  conformidad  posible  á  lo  que 
se  exige  para  la  toga.  Real  decreto  de  20  de  diciembre  de  1858. 
Véase  Ministros. 

Observadas  puntualmente  estas  razonables  disposiciones 
habrían  conservado  en  la  carrera  judicial  un  premió  y  un 
estímulo  tanto  mas  apreciables,  cuanto  que  hubieran  signi- 
ficado méritos  ó  servicios  peculiares  á  ella  ;  pero  hubo  tal 
profusion  eu  las  concesiones ,  y  se  estendieron  á  premiar 
servicios  tan  inconexos  con  la  magistratura  ,  que  sobre  no 
ganar  nada  el  prestigio  de  esta  ,  se  trastornaban  á  cada  paso 
sus  consideraciones  jerárquicas  en  actos  oficiales.  Por  estos 
y  otros  inconvenientes  que  se  hacían  sentir,  se  espidió  en  19 
de  setiembre  de  18'ib'  el  real  decreto  siguiente,  que  también 
se  comunicó  á  las  posesiones  ultramarinas  y  rige  en  ellas 
como  en  la  península  é  islas  adyacentes. 

«  Teniendo  en  consideración  las  razones  que  me  ha  es- 
puesto mi  Ministro  de  Gracia  y  Justicia,  conformes  con  el 
parecer  do  la  Sala  de  Gobierno  del  Tribunal  Supremo  y  con 
lo  propuesto  por  mi  Fiscal  del  mismo  Tribunal,  sobre  la 
conveniencia  de  prohibir  la  concesión  de  honores  de  la  loga, 
he  venido  en  decretar  lo  siguiente  : 

Artículo  1°.  En  lo  sucesivo  no  se  concederá  ninguna  clase 
de  honores  de  la  magistratura. 

2o.  Tampoco  se  hará  ninguna  declaración  de  que  los  ser- 
vicios prestados  en  un  destino  de  judicatura  se  entiendan 
como  hechos  cu  Juzgado  de  mayor  graduación. 

5o.  Me  reservo  atender  al  mérito  y  premiar  los  buenos 
servicios  de  los  empleados  y  funcionarios  de  la  administra- 
ción de  justicia  por  los  medios  establecidos  para  las  demás 
clases  del  Estado  ,  ó  por  los  que  mi  Gobierno  ere}  ere  con- 
veniente proponerme.  » 

Desde  la  fecha  de  la  anterior  prohibición  no  se  han  con- 
cedido por  Gracia  y  Justicia  honores  ni  consideración  ¡supe- 
rior al  empico  electivo  ;  pues  si  bien  se  observa  en  algunos 
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nombramientos  la  cláusula  de  con  la  consideración  de  ascenso, 
término,  etc.,  es  porque  el  nombrado  habia  becho  servicios 
en  la  calidad  que  espresa  su  provision  antes  del  decreto 
de  19  de  setiembre  de  18&5 ,  que  cerró  la  puerta  á  tales  gra- 
cias sin  anular  las  concedidas. 

La  misma  prohibición  absoluta  de  concederse  honores  en 
la  carrera  judicial  del  departamento  de  la  guerra  ,  se  hizo 
en  26  de  diciembre  de  18^6  por  el  real  decreto  siguiente  : 

«  Suprimidos  los  honores  de  la  toga  en  la  magistratura 
civil,  y  los  de  ministro  del  tribunal  supremo  de  justicia, 
es  consecuencia  natural  que  cuantos  por  aquel  medio  hu- 
bieran aspirado  á  una  consideración  mas  elevada  que  la  de 
los  deslinos  que  sirvan  ó  la  profesión  que  ejerzan ,  procuren 
buscarla  en  la  militar.  No  es  estraño  por  lo  mismo,  se  mul- 
tipliquen tanto  las  solicitudes  á  los  honores  de  auditor  de 
guerra  cuyo  empleo  en  la  carrera  jurídico-militar  corres- 
ponda aide  magistrado  de  audiencia  en  la  cual,  promovidos 
por  personas ,  quienes  por  su  carrera  y  antecedentes  de- 
bieran considerarse  muy  satisfechas  con  un  juzgado  de  pri- 
mera instancia  ;  y  es  todavía  mas  sorprendente  que  aquellos 
que  no  son  ni  menos  pueden  ser  nombrados  togados ,  ni  re- 
gentes ,  de  audiencia ,  ni  ministros  de  la  de  Madrid ,  y  cuyos 
servicios  ó  no  salen  de  la  esfera  común  en  los  de  su  clase  , 
ó  no  fueron  contraidos  en  la  carrera  militar,  aspiren  á  los 
de  ministros  del  tribunal  supremo  de  guerra  y  marina  cuyo 
carácter  y  dignidad  es  al  menos  el  de  los  del  supremo  tri- 
bunal de  justicia,  por  la  importancia  ,  variedad  y  estension 
de  sus  funciones  ,  y  por  la  distinción  y  rango  preeminente 
en  que  siempre  estuvo  y  ahora  está  colocado  aquel  cuerpo. 
No  es  esto  solo;  la  concesión  de  estas  gracias,  facilitando  á 
algunos  subalternos  de  los  juzgados  y  tribunales  por  razón 
de  los  honores  que  hayan  podido  obtener,  mayor  conside- 
ración y  carácter  que  sus  superiores  y  presidentes,  perpe- 
tuarían así  en  la  magistratura  militar,  como  en  la  civil ,  una 
anomalía  repugnante  y  en  contradicción  con  aquella  regula- 
ridad de  orden  jerárquico  tan  conveniente  en  todas  las  clases 
del  Estado  ,  como  necesario  en  la  magistratura.  Enterada  la 
Reina  (  q.  D.  g.  )  de  esta  y  otras  reflexiones  que  le  fueron 
espuestas  por  el  espresado  supremo  tribunal ,  y  deseando 
que  la  consideración  y  prestigio  de  la  magistratura  militar 
y  con  especialidad  la  del  supremo  tribunal  de  la  milicia  es- 
pañola de  mar  y  tierra  ,  se  mantenga  tan  digna  y  elevada 
como  siempre  lo  estuvo  ,  sin  que  quede  ni  aun  el  mas  leve 
peligro  de  que  pueda  menoscabarse  en  ningún  tiempo  con 
sola  la  concesión  de  sus  honores,  ha  venido  en  suprimir 
como  para  en  lo  sucesivo  suprime  los  de  auditor  de  guerra 
y  los  de  ministro  del  espresado  tribunal  supremo  de  guerra 
y  marina  ;  á  cuyo  efecto  es  la  voluntad  de  S.  M.  que  no  se 
admita  ni  dé  curso  en  este  ministerio  á  solicitud  ni  escrito 
de  ninguna  especie ,  cuyo  objeto  sea  la  obtención  de  los 
espresados  honores.  » 

HONORARIO.  El  gaje  ,  sueldo  ó  estipendio  de  honor 
que  se  da  á  alguno  por  su  trabajo  ;  ó  la  retribución  que  so 
concede  en  recompensa  de  ciertos  servicios.  Úsase  la  pala- 
bra lionorario ,  cuando  se  trata  de  pagar  á  los  médicos , 
abogados,  eclesiásticos  y  otras  personas  á  quienes  el  honor 
de  su  profesión  no  permite  recibir  sala-rio  :  Honorarium 
dicilur  quod  non  mercedis  nomine ,  sed  honoris  causa  ullro 
el  sponle  alicui  offerlur,  in  remunerationem  p'óllus  acccpli 
ab  eo  bencficii  quam  in  laboris  compensationem.  Si  los  clientes 
ó  interesados  se  niegan  á  dar  el  honorario  correspondiente 
por  el  servicio  que  se  les  ha  hecho,  se  tiene  acción  para 
pedírselo  y  hacerles  conocer  y  cumplir  la  obligación  en 
que  están,  como  dispone  la  ley  14,  tít.  6,  Part.  5  :  Advócalo 
honorarii  pelilio  est ,  quia  ejus  ofjicium  quanluiwis  nobilo 
graluilum  esse  non  debel  ;  nem'tnem  enim  jusla  laboris  sui 
mercede  convertit  de  fraudar  i.  Pero  esta  acción  de  los  abo- 
gados y  deroas  personas  solo  dura  tres  años  contados  desde 


que  devengaron  sus  honorarios  ó  derechos  ;  pues  pasado 
este  término  queda  prescrita,  y  las  partes  no  están  ya  obli- 
gadas al  pago ,  á  no  haberse  contestado  antes  la  demanda 
que  tal  vez  9e  les  puso  ;  ley  9 ,  tít.  11  ,  lib.  10  ,  Nov.  Rec. 
Véase  Abogado,  %  VI. 

HONRADO  El  que  procede  con  honradez  ;  y  el  que  goza 
de  dignidad,  oficio  ,  cargo  ó  empleo  honorífico. 

HONRAR  Á  estilo  de  sala.  Desdecirse  uno  ante  el  juez 
y  testigos  de  las  injurias  y  denuestos  que  hubiere  dicho  á  otra 
persona.  Véase  Injuria. 

HORCA.  Máquina  compuesta  de  1res  palos,  dos  hincados 
en  la  tierra  ,  y  el  tercero  encima  trabando  los  dos,  en  el  cual 
á  manos  del  verdugo  mueren  colgados  los  delincuentes  con- 
denados á  esta  pena.  Es  suplicio  infamatorio ,  que  adoptó 
el  emperador  Justiniano  en  su  código,  prescribiendo  que  el 
reo  permaneciese  suspenso  doce  horas,  y  que  sin  ceremonia 
ni  acompañamiento  se  le  enterrase  después  en  una  sepultura 
aislada.  Por  razón  de  la  afrenta  que  causa,  no  se  impone 
esta  pena  á  los  nobles,  sino  la  de  garrote  y  antiguamente  la 
decapitación,  que  se  considera  menos  indecorosa,  de  ma- 
nera que  ha  habido  hombre  que  no  ha  abgado  mas  prueba 
de  su  nobleza  que  la  de  haberse  cortado  la  cabeza  á  su 
abuelo.  En  la  China  sin  embargo  se  ahorca  á  los  grandes, 
y  se  decapita  al  ciudadano  ordinario.  La  pena  de  horca  ha 
sido  abolida  por  real  cédula  de  28  de  abril  de  1852.  Véase 
Garrote. 

HORCA.  Antiguamente  se  llamaba  también  así  un  palo 
con  dos  puntas  y  otro  que  atravesaba,  en  el  cual  metian  el 
pescuezo  del  esclavo  ó  persona  que  se  quería  afrentar,  y  para 
escarmiento  le  paseaban  por  las  calles  públicas. 

HORCA  t  cuchillo.  Señales  de  jurisdicción  criminal;  y 
así  tener  horca  y  cuchillo  significaba  en  lo  antiguo  tener 
jurisdicción  para  castigar  hasta  con  pena  capital.  Era  un 
derecho  señorial  que  ha  cesado  con  la  abolición  del  feuda- 
lismo. 

HORRO.  Se  aplica  al  que  habiendo  sido  esclavo  ha  con- 
seguido su  libertad. 

HOSPICIO  y  hospital.  Casas  destinadas  para  albergar 
y  recibir  los  peregrinos  y  pobres,  para  criar  y  educar  á  los 
niños  expósitos  ,  y  para  curar  á  los  enfermos  que  carecen 
de  medios  ó  facultades  al  efecto.  Estos  establecimientos  de 
piedad  tienen  hipoteca  tácita  en  los  bienes  de  sus  adminis- 
tradores ;  son  preferidos  á  los  particulares  en  los  legados 
que  se  les  dejaren  ;  gozan  el  beneficio  de  restitución  in  inle- 
(jrum  ,  así  como  el  de  caso  de  corte  que  ahora  está  abolido; 
y  en  fin  son  considerados  como  menores,  cuyos  privilegios 
les  están  concedidos.  Greg.  López  en  la  glosa  1,  ley  10, 
tít.  19,  Part.  <). 

HOSTERÍA.  La  casa  donde  se  da  por  dinero  alojamiento 
y  de  comer  á  todos  los  que  lo  piden  ,  y  en  especial  á  pasa- 
jeros y  forasteros.  El  dueño  de  la  hostería  es  responsable, 
como  depositario  ,  de  los  efectos  robados  ó  perdidos  en  ella  ; 
y  si  el  ladrón  fuere  alguno  de  sus  domésticos  ,  ha  de  pagar 
doblada  la  cosa  hurtada  por  la  culpa  de  tener  malhechores 
en  su  casa  :  mas  cesa  su  responsabilidad  en  los  casos  de 
fuerza  armada ,  ó  de  otra  fuerza  mayor  que  él  no  ha  podido 
evitar;  ley  20,  til.  8,  Pari.  S  ,  y  ley  7,  lit.  14 ,  Pari.  7. 

HOSTILIDAD.  El  daño  que  por  parte  de  una  potencia 
se  hace  á  otra  estando  en  guerra  ó  antes  de  declararla  for- 
malmente. 

IIU 

HUÉRFANO.  La  persona  de  menor  edad  á  quien  han 
faltado  su  padre  y  su  madre  ó  alguno  de  los  dos  y  especial- 
mente el  padre  ;  Greg.  López  en  la  gl.  h,  ley  ;i,  til.  3,  Parí  o. 
El  huérfano  que  carece  de  padre  debe  estar  bajo  el  cuidado 
de  su  tutor  lcslan¡entario  ,  legitimo  ó  dativo. 
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Si  alguno  por  compasión  recoge  en  su  casa  algún  huérfano 
desamparado  ,  suministrándole  lo  necesario  para  su  manu- 
tención y  cuidando  de  sus  cosas  mientras  que  le  tiene  en  su 
compañía  ,  no  podrá  cobrar  después  las  espensas ,  por  enten- 
derse que  las  hizo  movido  de  caridad,  aunque  el  huérfano 
deberá  venerar  y  bonrar  á  su  bienhechor  durante  su  vida; 
ley  "5,  lit,  12,  Pari.  S.  Pero  si  fuese  huérfana,  y  quisiere 
después  su  bienhechor  ó  alguno  de  sus  hijos  casarse  con  ella 
no  siendo  enfermizo  ni  estropeado  ni  de  mucho  mayor  edad, 
y  ella  rehusare  el  matrimonio,  quedará  obligada  al  reintegro 
de  los  gastos  causados  en  su  crianza  ;  ley  35,  lit1.  \U,  Pari.  5, 
con  la  glosa  3  fíe  Greg.  López  ;  y  Sala ,  lib.  2  ,  lit.  21  ,  n.  5. 

La  madre  ó  abuela  ,  tutora  de  sus  hijos  ó  nietos  por  muer- 
te de  su  padre,  y  curadora  de  sus  bienes,  que  les  diere  la 
comida,  vestido  y  demás  necesario,  puede  cobrar  de  dichos 
bienes  estas  espensas,  con  tal  que  produzcan  lo  indipensable 
para  el  reintegro  y  la  manutención  de  los  hijos  ó  nietos.  Mas 
si  los  bienes  no  estuviesen  en  poder  de  la  madre  ó  abuela  5 
aunque  los  hijos  ó  nietos  sean  ricos  ,  no  podrá  recobrar  los 
gastos  hechos  en  su  crianza  y  educación  sino  solo  en  .el  caso 
de  haber  protestado  que  los  hacia  con  calidad  de  reintegro; 
ley  56,  lit.  12,  Pari.  5. 

El  padrastro  que  tuviere  al  entenado  en  su  casa  dándole 
alimentos,  puede  cobrarlos  de  sus  bienes,  habiendo  protes- 
tado que  se  los  daba  con  este  ánimo;  pero  si  se  sirviese  de 
él  por  ser  ya  grande,  no  debe  recobrar  los  gastos  hechos 
por  razón  de  la  persona  ,  pues  es  muy  justo  que  el  servicio 
tenga  su  recompensa  ,  sino  solamente  los  que  hubiere  hecho 
en  la  recaudación  y  beneficio  de  sus  cosas;  ley  57,  til.  12  , 
Parí.  7.  Lo  dicho  del  padrastro  se  entiende  también,  según 
esta  ley,  de  cualesquiera  otros  sugetos  que  alimentan  á  huér- 
fanos eslraños  y  recaudan  sus  bienes;  y  aun  se  debe  aña- 
dir, que  si  el  huérfano  es  tan  aplica'do  y  robusto  como  los 
criados  que  ganan  soldada,  no  hay  razón  para  que  se  la  deje 
de  abonar  también  el  que  le  tiene  en  su  casa. 

HliMAZGA.  Cierto  tributo  que  se  pagaba  á  algunos  se- 
ñores territoriales  por  cada  hogar  ó  chimenea.  Es  clara  la 
etimología  de  este  nombre. 

XSLIVIO.  La  sustracción  fraudulenta  de  la  cosa  ajena  sin 
voluntad  del  dueño  con  ánimo  de  apropiarse  el  dominio,  la 
posesión  ó  el  uso  de  ella  :  «  Furto  es,  dice  la  ley  1,  tít.  \k, 
Part.  7,  malfetría  que  facen  los  homes  que  toman  alguna 
cosa  mueble  ajena  ascondidamente  sin  placer  de  su  señor, 
con  entencion  de  ganar  el  señorío  ó  la  posesión  ó  el  uso 
della.  »  La  palabra  hurlo  se  deriva  de  la  latina  fitrlum ,  la 
cual  viene  de  furto ,  id  esl,  niyro,  e¡uód  furlum  cíam  el  obs- 
curo fíat,  el  plerumque  nocle  ;  vcl  ¿i  fraude,  vel  à  ferendo, 
el  au¡crenúo;  ley  1 ,  tít.  2 ,  lib.  líl  del  Dig.  YA  hurto  solo  pue- 
de recaer  sobre  las  cosas  muebles,  pues  solo  ellas  pueden  ser 
sustraídas  y  trasportadas  de  un  lugar  á  otro  :  el  acto  de 
apoderarse  de  las  inmuebles  contra  la  voluntad  desús  due- 
ños se  llama  usurpación  ,  invasion  ó  intrusion. 

I  lin  el  modo  común  de  hablar  se  suele  confundir  el  hurlo 
y  el  robo  ,  de  manera  que  estas  dos  palabras  se  loman  in- 
distintamente para  designar  una  misma  cosa;  pero  hablando 
con  propiedad  y  exactitud ,  hay  notable  diferencia  entre 
una  y  otra  :  el  hurlo  se  hace  con  fraude  y  á  escondidas,  sin 
que  tal  vez  se  aperciba  el  dueño  hasta  mucho  tiempo  des- 
pués de  ejecutado  ;  y  el  robo  se  comete  abiertamente  con 
violencia  ,  intimidando  al  dueño  ó  poseedor  con  armas  ó 
amenazas  :  «  Furto  es,  dice  la  ley  2,  tít.  18,  Part.  1,  loque 
toman  á  excuso,  et  robo  es  lo  que  toman  públicamente  por 
fuerza.  » 

Para  que  haya  hurto,  es  necesario  según  la  definición 
que  la  o¿sa  sea  ajena;  y  como  no  puede  decirse  que  los  bie- 
nes ton  absolutamente  ajenos  entre  ios  individuos  de  una 
misma  familia  ,  de  ahí  es  que  si  á  uno  lo  sustrae  alguna  cosa 
su  hijo,  su  nieto  ó  su  mujer,  no  tiene  acción  penal,  ni  pue- 


de proceder  en  juicio  contra  ellos,  sino  contra  los  que  les 
hubiesen  dado  ayuda  ó  consejo,  y  podrá  recobrarla  del  com- 
prador, quien  perderá  el  precio  que  dio  por  ella  si  sabia 
que  era  hurlada,  y  tendrá  derecho  de  pedirlo  al  vendedor 
si  la  compró  de  buena  fe;  ley  h  ,  lit.  l!i ,  Part.  7.  —  Corno 
el  tutor  ó  curador  hace  las  veces  de  padre  de  su  pupilo  ó 
menor,  no  puede  tampoco  ser  perseguido  como  ladrón  por 
haberle  tomado  ocultameníe  alguna  cosa  de  sus  bienes  ; 
pero  tiene  que  pagar  duplicado  al  huérfano  todo  cuanto  le 
hubiere  sustraído;  Inj  5,  lit.  \h  ,  Perl.  7.  —  El  que  toma  ú 
oculta  algunos  muebles  de  una  herencia  yacente  cuyos  he- 
rederos están  ausentes  ó  se  ignora  quiénes  sean ,  no  incurre 
en  la-pena  de  hurto  á  causa  de  no  tener  dueño  dichos  bie- 
nes ;  pero  como  en  fin  toma  cosas  que  no  le  pertenecen . 
ademas  de  volverlas  con  los  frutos  que  hubiese  percibido , 
debe  ser  condenado  á  destierro  en  isla  ó  á  trabajos  públicos 
ó  á  otra  pena  arbitraria  según  la  calidad  de  la  persona  y  la 
cantidad  de  lo  ocultado  ;  ley  24  ,  d.  til.  y  Part.  Véase 
Êx'pilacibn. 

De  que  la  sustracción  haya  de  hacerse  contra  la  voluntad 
del  dueño,  es  consiguiente  que  si  uno  toma  la  cosa  de  otro 
creyendo  de  buena  fe  que  no  lo  llevará  á  mal,  no  cometo 
hurto,  pues  que  no  tuvo  ánimo  de  cometerlo  ;  ley  1 ,  d.  lit. 
y  Part. 

Como  el  hurto  se  hace  con  el  objeto  de  aprovecharse  de  la 
cosa  hurlada ,  pues  que  ha  de  haber  ánimo  de  ganar  su  do- 
minio ,  posesión  ó  uso,  es  evidente  que  si  uno  toma  la  cosa 
ajena  y  la  destruye  en  el  acto  solo  por  causar  daño  ó  inju- 
ria ,  no  ha.de  ser  perseguido  como  ladrón,  sino  por  el  mal 
ó  daño  que  hubiese  causado  :  Nec  enim  factum  quœritar.  sed 
causa  faciendi,  como  dice  la  ley  59  ,  tít.  2,  lib.  Ii7  del  Dig. 
Véase  Daño. 

Según  se  ha  visto  en  la  definición ,  no  solo  puede  recaer  el 
hurto  sobre  el  dominio  de  una  cosa ,  sino  también  sobre  el 
usó  y  la  posesión.  Comete  hurlo  de  uso  el  que  usa  de  una 
cosa  que  no  se  le  ha  concedido  para  ello,  y  el  que  habién- 
dola recibido  para  usarla  traspasa  en  el  uso  la  voluntad  del 
propietario  ;  como  por  ejemplo  el  depositario  que  usa  de  la 
cosa  depositada,  el  acreedor  pignoraticio  que  usa  de  la 
prenda,  el  comodatario  que  habiendo  pedido  un  caballo 
prestado  para  hacer  un  viaje  á  cierto  punió  por  un  día  ,  se 
sirve  de  él  para  ir  á  otro  paraje  mas  distanteó  después  del 
tiempo  determinado;  ley  5  ,  lit.  Mi ,  Parí.  7.  Comete  hurlo 
de  posesión  el  deudor  que  quita  clandestinamente  á  su  acree- 
dor la  prenda  que  le  había  dado  para  seguridad  de  la  deuda, 
de  suerte  que  deberá  restituírsela  ó  pagarle  el  crédito,  ademas 
de  satisfacerle  la  multa  que  el  juez  lo  impusiere  ;  ley  9,  d.  lit. 
y  Part  — Pero  estas  dos  especies  de  hurto  de  uso  y  posesión 
apenas  merecen  el  nombre  de  hurto;  y  efectivamente  no  so 
suele  condenar  á  sus  autores  sino  al  resarcimiento  de  per- 
juicios. 

II.  El  hurto  se  divide  en  manifiesto  y  encubierta;  y  así  el 
uno  como  el  otro  puede  ser  simple  ó  ratificado.  Por  lodos  se 
incurre  en  pena  pecuniaria  y  corporal,  como  luego  vere- 
mos. En  general  es  de  advertir,  que  cualquiera  que  sor  la 
especie  de  hurto  ,  no'  solo  el  dueño  de  la  cosa  hurlada  sino 
también  sus  herederos  pueden  reconvenir  en  juicio  al  ladren 
y  sus  herederos  para  que  les  devuelvan  la  coía  ó  su  estima- 
ción ;  mas  la  acción  de  pedir  la  pena  que  debe  pagarse  por 
razón  del  hurto  no  puede  ejercerse  contra  los  heredero*  sino 
solo  en  el  caso  de  haberse  contestado  la  causa  en  vida  del 
delincuente  y  del  ofendido;  ley  25,  til.  1,  y  ley  20,  til.  I'i, 
Part.  7.  El  ladrón  ó  sus  herederos  deben  restituir  la  cosa 
hurtada  con  todos  los  frutos  que  podría  haber  percibido  su 
dueño,  y  con  todos  los  daños  y  menoscabos  que  le  sobre- 
vinieron por  causa  del  hurto;  ley  20,  tít.  Vi,  Parí.  7.  Si 
por  ventura  la  cosa  hunaaa  se  hubiese  muerto  ó  perdido, 
se  pagará  por  ella  el  mayor  vilor  que  hubiese  tenido  desde 
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cl  dia  <îel  hurto  hasla  el  de  ta  demanda  ;  pero  no  se  dará  la 
estimación ,  .«i  la  muerte  ó  pérdida  acaeció  sin  culpa  des- 
pués de  haber  querido  volver  lo  hurtado  á  su  dueño  ó  here- 
deros, y  de  haber  estos  rehusado  el  recibirlo;  d.  ley  20. 
Cuando  son  muchos  los  ladrones  ,  cada  uno  está  obligado  á 
restituir  ó  pagar  la  cosa  hurtada  al  propietario;  mas  habién- 
dola enl  egado  ó  satisfecho  uno  de  ellos,  no  se  puede  pedir 
á  los  demás  ;  d.  ley  20.  Véase  Acción  persecutoria  de  la  cosa, 
Ace'ou  penal  y  Acción  mixta. 

Hay  sin  embargo  un  caso  especial  en  que  no  se  restituye 
la  cosa  hurtada  ;  y  es  cuando  esta  consiste  en  pilares,  pie- 
dras, tejas  ,  ladrillos,  madera  ú  otras  cosas,  que  el  ladrón 
ha  empleado  ya  en  sus  obras,  pues  por  no  destruir  el  edi- 
ficio deben  permanecer  donde  se  hallan  ;  pero  se  tendrá  que 
satisfacer  al  dueño  dos  tantos  de  su  valor,  sin  perjuicio  de 
la  pena  correspondiente  al  hurto;  ley  Ifi,  til.  2,  Parí.  3, 
ley  58,  lít.%*,  Part,  ó,  y  ley  10,  til.  Ml,  Part.  7. Véase 
/tcccüim  industrial.  —  También  dice  la  ley  que  el  que  aco- 
giere en  su  casa  tahúres  ó  truanes  para  jugar,  si  estos  le 
hurtaron  alguna  cosa,  ó  le  hicieren  agravio,  daño  ú  otra 
injuria  que  no  sea  homicidio ,  no  puede  demandarlos  ni 
ejercer  acción  alguna  contra  ellos,  pues  que  todo  lo  debe 
sufrir  por  la  culpa  de  admitir  la  compañía  de  unos  bellacos 
que,  usando  de  la  tahurería  ,  por  fuerza  han  de  ser  ladrones 
y  de  mala  vida;  ley  6,  til.  14,  Parí.  7.  Véase  Juego. 

III.  Hurto  manifiesto  y  hurto  encubierto.  Se^dice  mani- 
fiesto,  cuando  el  ladrón  es  cogido  en  fragante,  esto  es, 
cuando  es  sorprendido  ó  visto  con  la  cosa  hurtada  antes  de 
llevarla  y  esconderla;  y  se  llama  encubierto,  cuando  el  la- 
drón toma  y  se  lleva  la  cosa  á  escondidas  de  modo  que  no 
se  le  sorprende  con  ella.  En  el  hurto  manifiesto  debe  el  la- 
drón restituir  al  dueño  la  cosa  hurtada  con  sus  frutos  y  au- 
mentos ó  su  estimación  si  se  hubiese  muerto  ó  perdido,  y 
pagarle  ademas  el  cuadruplo,  esto  es,  cuatro  tantos  de  su 
valor;  y  en  el  encubierto,  lia  de  volverla  también  del  pro- 
pio modo  con  el  duplo,  esto  es,  con  dos  tantos  mas  :  cuyas 
penas  tienen  también  lugar  contra  los  que  dieron  tal  ayuda 
ó  consejo,  que  sin  ellos  no  se  habría  ejecutado  el  hurto; 
ley  18,  til.  ik,  Part.  7.  Es  mayor  la  pena  del  hurto  ma- 
nifiesto que  la  del  encubierto ,  porque  en  aquel  es  mayor 
que  en  este  el  peligro  del  dueño,  pues  los  ladrones  cogidos 
en  fragante  suelen  en  su  despecho  acometer  con  armas  á  los 
que  tratan  de  prenderlos.  Pero  estas  penas  del  cuadruplo  y 
duplo  no  están  ya  en  uso ,  habiendo  quedado  solamente  el 
resarcimiento  de  daños  y  perjuicios.  Véase  Acción  persecu- 
toria de  la  cosa,  Acción  penal  y  Acción  mixta. 

IV.  Burlo  simple  ó  sencillo  es  el  que  no  va  acompañado 
de  circunstancia  agravante.  Ademas  de  la  restitución  de  la 
cesa  hurlada  con  sus  frutos  y  aumentos  y  de  la  satisfacción 
de  daños  y  perjuicios,  de  que  se  acaba  de  hablar  en  los 
núms.  II  y  III,  quiere  la  ley  18  ,  tít.  lh ,  Part.  7  ,  que  el 
ladrón  sea  castigado  con  azotes  ú  otra  pena  arbitraria  do 
manera  que  sufra  pena  y  vergüenza,  mas  no  con  la  de  mu- 
tilación ni  la  de  muerte  sino  en  ciertos  hurtos  y  robos  ca- 
lificados que  designa  y  luego  veremos.  La  ley  1  ,  tit.  U, 
lib..  12,Novis.  Recop.,  dispone  que  al  ladran  mayor  do 
veinte  años,  en  lugar  de  la  pena  de  azotes,  se  le  imponga 
la  de  vergüenza  y  cuatro  años  de  galeras  por  la  primera 
vez,  y  la  de  cien  azotes  y  servicio  perpetuo  do  galeras  por 
la  segunda;  y  que  el  menor  de  dicha  edad  no  sea  echado  á 
las  galeras,  sino  que  sea  castigado  conforme  á  las  leyes  del 
reino.  La  ley  2  del  mismo  tít.  y  lib.  aumenta  hasta  seis  los 
cuatro  años  de  galeras  ;  quiere  que  se  impongan  aun  al  me- 
nor de  veinte  años,  con  tal  que  sea  mayor  de  diez  y  siete  y 
tenga  disposición  para  servir  en  ellas;  y  añade  que  las  pe- 
nas de  los  ladrones  deben  estendrrse  à  los  encubridores  y 
receptadores  y  partícipes  en  los  hurtos. 

Mas  las  penas  de  vergüenza  y  azotes  están  en  desuso  ,  la 


de  galeras  quedó  suprimirla  y  reemplazada  por  la  de  arse- 
nales en  pragmática  de  12  de  marzo  de  l77l;  v  ¡>or  -  sin 
misma  pragmática  ,  que  es  la  ley  7,  l't.  ItO  .  lib.  12  ,  NT;>v 
Rec.,  se  abolió  la  perpetuidad  de  las  condenas,  Lis  cuales 
no  pueden  eslenderse  á  mas  de  diez  años;  hi<>n  que  podrá 
ponerse  en  ellas  la  calidad  de  retención  con  respecto  á  los 
reos  mas  agravados.  Así  es  que  las  penas  del  hurto  son  ar- 
bitrarias en  el  día,  y  suele  casligar.-e  este  delito  con  la  ás 
trabajos  en  minas,  presidio  ,  arsenales  ú  otras  obras  públi- 
cas por  mas  ó  menos  tiempo  según  los  casos  ,  tomándose  en 
consideración  por  los  jueces  y  magisirados  la  especie  y  las 
circunstancias  del  hurto  ,  el  valor  de  la  cosa  robada,  la  re- 
petición ó  reincidencia  ,  la  calidad  de  la  persona  á  quien  se 
hace  el  hurlo  y  la  del  delincuente  ,  con  arreglo  á  lo  preve- 
nido en  la  ley  17, til.  i  A,  Part.  7,y  en  la  ley  fi,  til.  14,  lib.  12, 
Nov.  Rec. 

No  dicen  las  leyes  cuál  es  la  pena  que  debe  imponerse 
por  el  tercer  hurlo  que  uno  cometiere  ;  pero  los  autores, 
dando  la  calificación  de  ladrón  famoso  al  que  por  1res  veces 
comete  este  delito,  le  consideran  digno  de  la  pena  de  muer- 
te, con  tal  que  los  tres  hurtos  sean  distintos  en  las  cosas  v 
en  el  tiempo ,  y  los  tres  sean  graduados  de  grandes  ó  im- 
portantes por  el  juez;  Anl.  Gómez,  tom.  3,  Var.,  cap.  S  , 
».  6}'  sig.  (I).  Véase  Azotes  ,  Galeras,  Arsenales,  Mutila- 
ción, Cómplice  y  Encubridor. 

V.  Harto  calificado  es  el  que  va  acompañado  de  albina 
circunstancia  que  lo  agrava.  Son  hunos  calificados  : 

Io.  El  hurto  de  cosa  santa  ó  sagraoa  cometido  en  iglesia 
ú  otro  lugar  religioso;  y  por  él  incurieu  en  pena  de  muerte 
el  ladrón,  sus  ausiliadores ,  consejeros  y  encubridores: 
ley  18,  tít.  Mi,  Parí.  7  .Véase  Auxiltudor,  Complice,  Con- 
sejo v  Encubridor. 

2o.  El  hurto  cometido  en  la  corte  o  sn  rasiro.  La  ley  I ,  tít. 
Vi,  lib.  12,  Nov.  Rec.  (pragm.  de  2o  de  noviembre  de  IH'í2) 
impone  por  el  primer  hurto  en  la  -corte  cien  azotes  y  ocho 
años  deservicio  en  las  galeras,  y  por, ei  segundo-doscientos 
azotes  y  servicio  perpetuo  en  las  galeras  ,  siendo  el  ladrón 
mayor  de  veinte  años.  La  ley  2  del  mismo  titulo  (pragm.  de 
rgayo  de  1*60)  aumenta  elservicio  de  ocho  años  hasla  diez; 
y  quiere  que  esta  y  las  demás  penas  se  impongan  á  los 
mayores  de  diez  y  siete  años,  y  se  estiendan  á  los  encubri- 
dores y  receptadores  y  partícipes  en  los  hurtos.  La  ley  3 
(pragm.  de  25  de  febrero  de  175'i)  establece  :  que  el  mayor 
de  diez  y  siete  años,  á  quien  se  pruebe  haber  robado  á  otro 
en  la  corte  y  cinco  leguas  de  su  rastro  .  entrando  en  las  ca- 
sas ó  acometiéndole  en  calles  ó  caminos,  con  armas  ó  sin 
ellas,  solo  ó  acompañado,  y  aunque  no  se  siga  herida  ó 
muerte  en  la  ejecución  del  delito ,  sea  condenado  en  pena 
capital ,  sin  arbitrio  para  templarla  ni  conmutarla  en  otra 
mas  benigna  :  —  que  si  el  reo  no  tuviere  diez  y  siete  años 
y  pasare  de  los  quince,  sufra  la  pena  de  doscien-tos  azotes 
y  diez  años  de  galeras  ,  y  pasados  estos  no  salga  de  ellas  sin 
real  licencia  :  —  que  siendo  noble  el  delincuente,  no  quede 
por  eso  libro  de  la  pena  capital,  sino  que  se  le  dé  la  de 
garrote  :  —  que  todos  los  que  dieren  ausilio  cooperativo  á 


(I  )  Leyes  1,2^5,  tít.  Ht,  lib.  i  2  ,  Nov.  Kec.  ;  pero  l:i  6  del 
mismo  titulo  y  bbro,  declara  que  las  pena»  en  ios  hurtos  simples 
seun  arbitrarias.  Mas  en  la  república  de  Méjico ,  por  el  ait.  2  del 
decreto  de  22  de  julio  de  1855,  en  los  robos  simples  cuyo  valor 
no  pase  de  cien  pesos,  pueden  los  jueces  imponer  bastaseis  me- 
ses de  reclusión  ,  servicio  de  cárcel ,  ohras  publicas  ú  otras  seme- 
jantes ,  conforme  á  la  práctica  de  los  tribunales  ,  y  doble  tiempo 
en  caso  de  reincidencia.  El  art.  2  üe  la  ley  de  29  de  octubre 
de  1855,  esceptuó  á  los  ladrones  rateros  de  la  jurisdicción  militar 
que  conoce  de  las  causas  de  ladrones,  homicidas  y  sus  cómplices: 
pero  téngase  presente  que  esta  ley  cesó  por  la  de  25  de  mayo 
de  1837. 
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(an  grave  delito,  sean  condenados  en  la  misma  pena  ordi- 
naria de  muerte  como  cómplices  y  perpetradores.:  —  que 
los  que  receptaren  ó  encubrieren  maliciosamente  algunos 
bienes  de  los  robados,  incurran  en  la  pena  de  doscientos 
azotes  y  diez  años  de  galeras  :  —  que  en  esta  misma  pena 
de  galeras  y  azotes  incurran  aquellos  que  acometiendo  la 
ejecución  del  burlo  no  lograren  su  perfecta  consumación 
por  algún  accidente  ó  acaso  :  —  que  si  los  reos  de  recepta- 
ción y  encubrimiento  ó  de  tentativa  fuesen  nobles,  sean 
condenados  en  diez  años  de  presidio  cerrado  en  África  con 
retención  :  —  que  para  la  justificación  del  hurto  é  imposi- 
ción de  la  pena  capital  basten  la  declaración  de  un  solo  tes- 
tigo idóneo,  aunque  sea  el  robado  ,  ó  el  cómplice  confeso 
de  sí,  y  purgada  su  infamia  ,  y  otros  dos  indicioso  argu- 
mentos graves  que  conspiren  al  mismo  fin  y  hagan  creer 
prudentemente  que  el  acusado  es  el  perpetrador  del  delito  : 
—  y  que  para  evitar  competencias  que  entorpezcan  la  ad- 
ministración de  justicia,  no  conozca  de  este  delito  de  hurto 
ó  robo  dentro  de  la  corte  y  su  rastro  sino  la  jurisdicción 
ordinaria,  con  inhibición  de  otras  cualesquiera  por  privile- 
giadas que  sean.  La  ley  S  subsiguiente  (pragm  de  5  de  no- 
viembre de  1735)  declara  que  todo  hurto,  calificado  ó  no, 
de  poca  ó  mucha  cantidad,  debe  estar  sujeto  á  la  pena  de  la 
ley  5:  y  dispone  ademas  que  las  causas  formadas  de  oficio 
ó  por  querella  departe  sobre  hurtos,  robos  y  latrocinios  en 
la  corte  y  su  rastróse  sustancien  y  determinen  precisamente 
en  el  término  de  treinta  dias.  La  ley  6  de  dicho  título  y  li- 
bro (resol,  de  9  de  abril  y  23  de  noviembre  de  17ÜS)  deter- 
mina que  las  penas  de  los  hurtos  simples  en  la  corte  sean 
arbitrarias,  según  y  como  la  Sala  regulare  la  cualidad  del 
hurto,  teniendo  presente  para  ello  la  repetición  ó  reinciden- 
cia, el  valor  délo  que  se  regulare  del  robo,  la  calidad  de 
la  persona  á  quien  se  robó ,  y  la  del  delincuente,  con  lo 
demás  que  se  halla  prevenido  por  el  derecho.  En  real  de- 
creto de  1 5  de  abril  de  1  fflh  se  halla  resuello  que  se  observe 
la  pragmática  de  23  de  febrero  re  1734  (dicha  ley  3)  con 
tal  que  la  cantidad  hurtada  llegue  á  cincuenta  pesos;  que 
se  practique  igualmente  en  todo  el  reino  y  corona  de  Ara- 
gon; y  que  se  comprendan  en  la  pragmática  los  hurtos  eje- 
cutados por  los  domésticos.  Finalmente,  por  real  decreto  de 
22  de  febrero  de  176o  se  previene  :  que  todo  hurto  que  lle- 
gare a  cincuenta  pesos  y  se  cometiere  por  una  ó  muchas 
personas  en  caminos  públicos,  despoblados  y  campos,  se 
castigue  con  la  pena  de  muerte,  como  igualmente  el  que  se 
cometiere  en  las  casas  forzando  puertas  ó  cofres  ó  entrando 
por  ventanas  ó  tejados,  de  manera  que  haya  violencia;  que 
los  hurtos  que  se  cometan  en  las  calles  de  Madrid  y  demás 
ciudades  y  pueblos,  tanto  de  dia  como  de  noche,  se  casti- 
guen también  con  la  misma  pena  de  muerte  llegando  á  la 
cantidad  de  cincuenta  pesos;  y  que  en  los  demás  hurtos 
menores  ó  de  otra  distinción  se  observe  la  ley  de  Partida. 

5o.  El  hurlo  de  caudales,  tributos  ó  derechos  reales 
cometido  por  el  empleado  público  encargado  de  su  recauda- 
ción ó  custodia  ;  y  el  de  los  caudales  del  rey  ó  del  concejo , 
cometido  por  el  juez  durante  su  oficio.  El  juez  y  el  empleado 
que  tal  hurlo  hicieren ,  así  como  sus  ausiliadores  y  encubri- 
dores, incurren  en  la  pena  de  muerte  :  pero  si  no  fueren 
acusados  dentro  del  término  de  cinco  años  tlesde  la  noticia 
del  hurto,  no  se  les  podrá  imponer  la  pena  capital,  sino 
tan  solo  la  del  cuadruplo  ó  cuatro  tanto;  ley  18,  lil.  14, 
Parí.  7.  Véase  Encubridor  y  Peculado. 

h°.  El  ahíncalo  ,  esto  es,  el  hurto  de  ganados  ó  bestias.  El 
abigeo  ó  cuatrero,  ó  sea  el  que  hurla  ganados  ó  bestias, 
incurre  en  la  pena  de  muerte  si  tiene  la  costumbre  de  hacer 
hurtos  de  esta  clase  ó  si  de  una  vez  hurtare  el  número  que 
forma  grey,  es  decir,  diez  ó  mas  ovejas,  cinco  ó  mas  puer- 
cos, cuatro  ó  mas  yeguas,  ú  oíros  tantos  animales  de  los 
cjue  nacen  de  estos  ;  el  que  no  siendo  abigeo  con*uetudiaa- 


rio  hurtare  alguna  bestia  ó  vm  número  de  cabezas  que  no 
llega  á  formar  grey,  debe  ser  condenado  á  trabajos  públicos; 
y  el  receptador  ó  encubridor  á  destierro  del  reino  por  diez 
años;  ley  19  ,  til.  14, Parí.  7.  Véase  Abigeo. 

h°.  El  hurto  cometido  en  una  casa  incendiada  por  los  que 
aparentan  acudir  á  prestar  socorro  para  la  estincion  del  in- 
cendio ó  para  salvar  los  efectos  que  en  ella  se  encuentran. 
Véase  Depósito  y  Fuerza. 

G°.  El  hurto  cometido  con  escalamiento  de  edificio,  pared 
ó  cerca;  con  fractura  de  pared  ,  puerta,  ventana,  reja,  te- 
cho, armario,  escritorio,  cofre ,  arca,  cómoda,  maleta, 
papelera  ó  de  cualquiera  otra  cosa  cerrada,  y  de  las  sogas, 
correas  ó  ataduras  de  cualquiera  cosa  atada  ;  con  abertura 
de  agujeros  ó  conductos  subterráneos  ó  por  debajo  de  las 
puertas  ó  paredes ,  ó  con  uso  de  llave  falsa ,  ganzúa  ú  otro 
instrumento  semejante,  según  supone  la  leyó,  tít.  14, 
lib.  12,  Nov.  Rec.  Véase  el  n.  2o.  que  antecede,  Fractura 
y  Robo. 

7o.  El  hurto  de  aperos,  yuntas,  ó  instrumentos  de  labor 
ó  ganadería,  ó  instrumentos,  máquinas  y  utensilios  de  las 
artes  y  oficios  ,  cuando  por  su  falta  tiene  que  cesar  por  al- 
gún tiempo  el  labrador,  ganadero,  artista,  meneslral , 
operario  ú  oficial  en  el  ejercicio  de  su  industria. 

8o.  El  hurto  hecho  á  personas  necesitadas  ,  especialmente 
si  estas  en  su  razón  quedaren  reducidas  á  la  indigencia. 

9o.  El  hurto  ó  robo  de  valor  de  doscientos  rs.  vn.  arriba 
cometido  por  el  soldado  dentro  del  cuartel,  casa  de  oficial, 
dependiente  dei  ejército  ó  la  del  paisano  en  que  eslé  alo- 
jado; y  el  de  armas  ó  municiones  de  sus  camaradas,  ó  de 
almacén  real,  parque  ó  depósito;  y  se  castigan  ambos  con 
pena  de  muerte;  real  orden  de  51  de  agosto  de  1772,  y 
Ord.  del  ejérc,  Irat.  8,  lil.  10  ,  arl.  «9.  Los  demás  hurtos 
se  castigan  con  presidio,  obras  públicas  y  carreras  de 
baquetas,  según  los  casos  ,  con  arreglo  á  la  real  orden  do 
51  de  agosto 'de  1772.  Véase  Fractura. 

Las  leyes  prodigan,  como  hemos  visto,  la  pena  de  muerto 
por  el  hurlo  calificado;  pero  en  la  práctica  se  mira  con  suma 
escrupulosidad  esta  pena ,  y  por  lo  regular  no  se  impone 
por  el  hurto  sino  en  algunos  casos  de  estraordinaria  grave- 
dad :  de  manera  que  estando  por  otra  parte  en  desuso  la 
pena  de  azotes  ,  la  de  vergüenza  y  la  de  galeras,  apenas 
se  castiga  con  otra  el  hurto  simple  ó  calificado  que  con  la 
de  presidio  por  mas  ó  menos  años  sin  poder  esceder  de 
diez,  ora  con  la  calidad  de  retención,  ora  sin  ella,  según 
la  mayor  ó  menor  gravedad  del  delito  y  las  reincidencias 
del  delincuente.  La  complicidad  ,  el  consejo,  el  ausilio  y  la 
receptación  ó  encubrimiento  no  suelen  castigarse  sino  con 
penas  menos  graves  que  las  que  se  imponen  al  delito  prin- 
cipal.Véase  Azotes,  Vergüenza  ,  Galeras,  Arsenales,  Presi- 
dio ,  Auxiliador,  Cómplice,  Consejo  y  Encubridor. 

VI.  Aunque  todo  hurto  es  digno  de  castigo,  hay  sin  em- 
bargo algún  caso  en  que  el  acto  de  tomar  la  cosa  ajena  no 
se  considera  propia  y  rigurosamente  hurto,  y  de  consi- 
guiente no  debe  castigarse.  Tal  es  el  caso  de  estrema  nece- 
sidad. Este  hurto  suele  llamarse  por  los  canonistas  j 
teólogos  hurto  necesario,  y  dicen  ser  el  cometido  por  una 
persona  que  de  otro  modo  no  puede  librarse  de  la  muerte 
con  que  le  amenaza  el  hambre.  El  hombre  constituido  en 
eslrema  necesidad  tiene  el  derecho  natural  y  aun  la  obliga- 
ción de  conservar  su  vida,  y  por  lo  tanto  puede  para  eilo 
echar  mano  de  las  cosas  ajenas  cuando  no  las  tiene  propias, 
sin  que  por  eso  pueda  decirse  que  comete  hurlo,  puesquo 
por  una  parte  no  hay  fraude  ni  malicia  alguna ,  y  por  olía 
se  deba  presumir  la  voluntad  del  propietario,  quien  aun 
hallándose  presente  no  podría  rehusarse  razonablemente  al 
socorro  de  una  persona  colocada  en  tan  terrible  situación, 
ademas  de  que  en  la  estrema  necesidad  lodos  los  bienes  se 
consideran  comunes  en  cuanto  al  derecho  de  usar  de  ellos 
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para  la  conservación  de  la  vida.  Esta  doctrina  no  se  halla 
espresamente  sancionada  por  nuestras  leyes;  pero  lo  está 
por  el  derecho  canónico ,  especialmente  por  el  canon  26,  de 
consecratione ,  dist.  5,  por  el  cap.  3,  ele  furtis,  en  las  De- 
cretales, por  el  cap.  4  de  las  Extravagantes,  lit.  de  regulis 
juris,  y  por  el  cap.  Exiit ,  §  Nequidquam ,  de  verb.  signif. 
in  6  :  Nec  jure  poli  in  extremen  necessilatis  articulo  adprovi- 
dendum  sustenlalioni  naturas  via  orr.nibus  extrema  necessitate 
detentis  concessd  prcecluditur ,  cüm  ab  omni  lege  extrema 
nécessitas  sit  exempta.  Y  no  solamente  el  mismo  necesitado 
puede  tomar  lo  ajeno  en  tan  apurado  lance,  sino  también 
cualquiera  otra  persona  que  se  halla  en  la  imposibilidad  de 
socorrerle  con  lo  suyo,  pues  que  entonces  obrará  como 
instrumento  del  indigente. 

Cuando  la  necesidad  no  es  estreñía,  aunque  sea  grave,  no 
se  cree  lícito  tomar  entonces  lo  ajeno  para  salir  de  ella  ;  y* 
así  es  que  Inocencio  XI  condenó  con  mucha  razón  en  2  de 
marzo  de  1679  la  siguiente  proposición  :  Permissum  est  fu- 
rari  non  solùm  in  extrema  necessitate,  sed  cliam  in  gravi. 
Mas  si  la  grave,  necesidad  fuere  tan  urgente  que  lleve  con- 
sigo el  riesgo  próximo  de  caer  en  la  estreñía ,  como  si  una 
enfermedad  grave,  por  ejemplo  ,  haya  de  venir  á  parar  en 
mortal  ó  perpetua  si  no  se  la  ataja  á  tiempo  con  el  oportuno 
remedio,  ó  como  si  uno  se  encuentra  en  peligro  inminente 
de  caer  en  poder  de  enemigos  ó  en  infamia  gravísima  si  no  se 
vale  de  un  caballo  ajeno  para  escaparse  ,  lícito  será  en  tales 
casos  y  otros  semejantes  apoderarse  y  servirse  de  la  cosa  de 
otro  para  evitar  el  mal  que  tan  de  cerca  nos  amenaza.  Sin 
embargo,  si  el  dueño  ó  el  poseedor  se  hallare  en  igual  ne- 
cesidad, sea  grave  ó  estrema,  no  podemos  entonces  privarle 
de  la  cosa  que  le  pertenece  ó  que  tiene  en  su  poder,  por  la 
regla  general  de  que  en  un  caso  igual  es  mejor  la  condición 
del  que  posee  :  In  pari  causa  melior  est  condilio  possidentis. 

El  que  en  estrema  necesidad  tomó  la  cosa  ajena,  ¿deberá 
restituir  la  misma  cosa  ó  su  importe  si  llegare  después  á 
mejor  fortuna?  Esta  pregunta  se  hacen  los  teólogos  y  cano- 
nistas, y  comunmente  se  responden,  que  si  la  cosa  se  con- 
sumió en  el  alivio  de  la  indigencia,  nunca  estará  obligado 
el  indigente  á  restituirla,  porque  al  lomarla  no  hizo  mas  que 
usar  de  su  derecho,  y  por  efecto  de  su  legítima  ocupación 
adquirió  irrevocablemente  su  dominio;  pero  que  si  no  se 
consumió  en  dicho  objeto  ,  sino  que  todavía  existe  después 
de  superada  la  necesidad  ,  como  el  caballo  v.  gr.  de  que 
se  ha  echado  mano  para  salvarse  de  enemigos  ,  habrá  de 
devolverse  á  su  dueño  sin  demora,  porque  la  estrema  nece- 
sidad no  nos  da  derecho  á  lo  ajeno  sino  en  cuanto  sea  indis- 
pensable para  librarnos  de  ella,  y  es  claro  que  en  el  propuesto 
caso  solo  nos  era  indispensable  el  uso  momentáneo  y  no  el 
dominio.  Mas  no  deja  de  parecer  mas  puesto  en  el  orden  y 
mas  conforme  á  los  principios  de  justicia ,  que  aun  en  el  caso 
de  haberse  consumido  la  cosa  ajena  en  el  socorro  de  la  es- 
trema necesidad  ,  deba  restituirse  su  valor  al  propietario 
por  el  indigente  que  llegare  al  estado  de  poder  hacerlo , 
pues  lo  mas  natural  es  suponer  que  asi  de  parte  del  dueño 
como  del  necesitado  concurrió  presuntivamente  la  voluntad 
do  celebrar  un  contrato  de  préstamo  condicional  mas  bien 
que  una  donación  con  traslación  absoluta  de  dominio.  El 
principio  de  que  en  caso  de  necesidad  todas  las  cosas  se 
hacen  comunes  es  demasiado  peligroso  para  que  pueda  sen- 
tarse en  obras  de  legislación  ó  de  moral  :  es  sin  duda  mas 
sano  y  filosófico  fijar  el  principio  de  que  en  caso  de  necesi- 
dad todos  los  hombres  deben  ausiliarso  y  socorrerse  mutua- 
mente ,  y  sacar  luego  de  él  las  consecuencias  que  natural- 
mente produce. 

La  necesidad,  la  terrible  necesidad,  es  muchas  veces 
causa  de  los  hurtos.  ¡Oh  gobiernos!  esclama  un  sabio  escri- 
tor, quitad  á  la  pobreza  la  necesidad  de  perecer  en  los  bra- 
zos del  hambre  ó  en  los  del  verdugo:  mas  bien  que  de 


hacer  leyes  sanguinarias,  cuidad  de  proporcionar  á  los  sub- 
ditos que  carecen  de  renta  ó  propiedad  un  trabajo  útil  quo 
les  sumistre  el  sustento  :  averiguad  las  causas  que  producen 
la  miseria,  y  aplicadles  las  precauciones  y  remedios  conve- 
nientes. Es  inútil  combatir  la  indigencia  solo  con  el  temor 
de  la  pena  :  el  indigente  cometerá  todos  los  delitos  por  los 
cuales  pueda  satisfacer  sus  necesidades;  porque  ¿  qué  pena 
puede  haber  mayor  ni  mas  próxima  ni  mas  cierta  que  el  morir 
de  hambre?  Solo  pueden  prevenirse  los  efectos  de  la  indigen- 
cia  procurando  lo  necesario  á  los  que  carecen  de  ello  ,  ya 
promoviendo  y  protegiendo  todos  los  géneros  de  industria 
en  que  puedan  emplearse,  ya  proporcionándoles  ocupación 
dentro  ó  fuera  de  establecimientos  destinados  al  intento,  ya 
instituyendo  cajas  de  economía  en  que  por  el  atractivo  de  la 
seguridad  y  de  la  ganancia  se  inclinen  las  clases  laboriosas 
á  poner  sus  mas  pequeños  ahorros  para  no  caer  en  el  esta- 
do de  miseria,  ya  poniendo  en  planta  otras  medidas  propias 
de  cada  pais,  ya  por  fin  estableciendo  á  falta  de  otros  me- 
dios una  contribución  regular  entre  las  clases  acomodadas, 
porque  la  pena  de  muerte  que  al  fin  caeria  sobre  el  pobre 
abandonado  seria  un  mal  mas  grave  que  la  pena  que  tiene 
el  rico  cuando  se  le  quita  una  parte  limitada  de  su  sobrante. 

Los  Egipcios,  que  creian  inevitables  los  hurtos, llegaron á 
adoptar  el  absurdo  de  tolerar  los  ladrones,  así  como  en  al- 
gunos pueblos  civilizados  se  toleran  las  mujeres  públicas;  y 
anotándolos  en  registros  ó  padrones  los  obligaban  á  dar 
cuenta  diaria  de  lo  que  robaban ,  les  hacían  restituir  las  tres 
cuartas  partes  á  los  propietarios,  y  les  permitían  retener  el 
resto,  porque  como  decia  la  ley,  no  pudiéndose  esterminar 
el  perverso  ejercicio  del  latrocinio,  mejor  era  que  los  due- 
ños descuidados  conservasen  por  este  medio  la  mayor  parto 
de  lo  que  se  les  sustraía  que  no  que  lo  perdiesen  todo. 

Mas  también  es  preciso  confesar  que  la  propension  al  hurlo 
no  es  hija  muchas  veces  de  la  verdadera  é  inculpable  nece- 
sidad. En  las  campiñas  y  pueblos  cortos  ,  el  ejemplo  de  la 
comunidad  entera  que  trabaja  y  conoce  y  odia  á  los  que  no 
quieren  trabajar,  aleja  la  idea  de  vivir  á  costa  de  lo  ajeno  ; 
se  satisfacen  allí  con  poco  las  primeras  necesidades  de  la 
vida,  y  solo  una  verdadera  desgracia  suele  arrojar  al  hom- 
bre al  primer  delito.  Por  el  contrario  en  las  grandes  pobla- 
ciones ,  la  vista  continua  de  personas  opulentas  que  no 
hacen  mas  que  gozar,  la  de  fortunas  repentinas  que  desqui- 
cian á  otras  de  la  clase  humilde  á  que  pertenecían,  y  hasta 
la  instabilidad  y  automatismo,  por  decirlo  así',  del  trabajo 
personal,  van  inspirando  á  muchos  hombres  odio  á  las  ocu- 
paciones que  solo  dan  el  sustento  diario,  y  afición  á  empre- 
sas arriesgadas,  cuyo  primer  escalón  suele  ser  el  juego  y  el 
robo  el  último.  Las  causas  de  este  desarreglo  noson  de 
aquellas  que  tienen  remedio  fácil ,  pues  que  al  contrario  se 
aumentan  con  el  progreso  y  movimiento  de  la  sociedad, 
viéndonos  reducidos  en  este  caso  á  disculpar  con  la  necesi- 
dad la  dureza  de  ciertas  disposiciones  penales,  de  circuns- 
tancias unas  ,  y  locales  otras ,  que  no  faltan  en  nuestros 
códigos.  Mal  remedio  es  el  temor  de  la  pena  ;  pero  ¿cuál 
otro,  mientras  no  pueden  evitarse  tantos  estímulos  para  el 
delito,  y  cuando  por  otra  parte  no  se  puede  atenuar  con 
falta  de  malicia  ni  de  esperiencia  en  el  delincuente? 

Vil.  La  acción  de  hurto  se  concede  por  el  derecho  á  to- 
das las  personas  que  tienen  interés  en  que  la  cosa  no  se 
pierda  ;  es  decir,  no  solo  al  verdadero  dueño ,  sino  también 
al  que  la  posee  ó  detenta  con  título  legítimo  y  es  responsa- 
ble de  su  conservación.  —  Si  al  acreedor  le  fuere  hurtada  ó 
robada  la  cosa  que  tiene  en  prenda,  el  acreedor  es  y  no  el 
deudor  ó  dueño  quien  puede  demandarla  ,  ya  porque  debo 
restituir  la  prenda  verificado  el  pago  de  su  crédito  ai  le  fué 
hurtada  por  su  culpa  o  descuido,  ya  porque  le  importa  quo 
su  crédito  esté  asegurado  con  prenda;  pero  debe  descontar 
de  la  deuda  ó  entregar  al  dueño  la  pena  pecuniaria  en  que 
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fuere  condenado  el  bdron  y  que  se  le  adjudicare,  deducien- 
do íos  gastos  que  le  hubiese  ocasionado  la  demanda  ;  ley  9  , 
til.  l'i  ,sParl.  7.  Si  al  artista,  artesano  ó  menestral  le  fuere 
robada  la  cosa  que  se  le  dio  para  hacer  en  ella  ó  con  ella  al- 
guna obra,  la  podrá  demandar  por  si  mismo  en  caso  de  ser 
abonado  para  pngarla  al  dueño,  y  aun  estará  obligado  á  re- 
clamarla en  él  caso  de  que  este  se  hallare  ausente ,  aprove- 
cbándoseen  ambos  casos  de  la  pena  pecuniaria  en  que  el 
ladrón  fuere  condenado  ,  con  tal  que  satisfaga  al  dueño  el 
valor  de  la  cosa  ;  y  si  no  fuere  abonado  para  salisfacerlo, 
habrá  de  hacer  saber  el  hurto  al  dueño  en  caso  de  hallarse 
presente,  y  este  deberá  entonces  demandar  la  cosa  hurtada 
y  haber  la  pena  pecuniaria  :  mas  siendo  culpable  el  artesano 
fi  artista  por  no  haber  puesto  el  debido  cuidado  en  la  custo- 
dia de  la  cosa  que  se  le  entregó ,  tendrá  acción  el  dueño  . 
para  pediría  al  ladrón  ó  al  mismo  artista  ó  artesano ,  según 
mas  le  pcomodare;  ley  10,  fit.  \U ,  Parí.  7.  —  Hurtada  ó 
robada  la  cosa  dada  en  comodato,  tiene  opción  el  dueño 
para  demandarla  al  ladrón  ó  al  comodatario;  y  una  vez  en- 
tablada la  arción  contra  cualquiera  de  ellos  ,  no  podrá  ya 
intentarla  contra  el  otro  :  el  comodatario  podrá  dirigirse 
centra  el  ladrón  cuando  se  viere  reconvenido  por  el  dueño, 
ley  11,  lit.  Vi,  Parí.  7;  y  aun  sin  esta  circunstancia  deberá 
en  ausencia  del  dueño  perseguir  al  ladrón  para  asegurar  el 
recobro  de  una  cosa  de  que  es  responsable.  —  Hurtada  ó 
robada  la  cosa  dada  en  depósito ,  puede  demandarla  el  de- 
positario á  quien  la  tuviere,  pero  la  acción  á  la  pena  pecu- 
niaria solo  compete  al  dueño,  á  no  ser  que  el  depositario  se 
hubiese  constituido  responsable  de  todo  peligro  de  pérdida" 
ó  fnere  tutor  ó  mayordomo  del  dueño  ,  pues  entonces  podría 
pedir  la  cosa  hurlada  y  la  pena  del  hurto;  ley  12,  d.  til.  y 
Parí.  —  Hurtada  ó  robada  una  cosa  en  que  uno  tiene  el 
usufructo  y  otro  la  propiedad  ,  puede  demandarla  el  usu- 
fructuario con  la  parte  de  pena  pecuniaria  que  le  corres- 
pondiere por  razón  del  usufructo,  y  el  propietario  puede 
pedir  la  parte  de  pena  que  le  pertenezca  por  razón  de  la 
propiedad.  Si  siendo  el  usufructo  de  cosa  raiz  fuere  hurtado 
el  fruto  de  ella  ,  puede  entonces  el  usufructuario  deman- 
darlo todo  con  la  pena  del  hurto.  Más  si  teniendo  parte  en 
los  productos  de  una  heredad  el  dueño  y  el  labrador  que  la 
cultiva  fuere  robado  el  fruto  antes  de  su  partición  ,  podrá  el 
dueño  reclamarlo  del  ladrón  con  la  pena,  debiendo  luego 
devolver  al  labrador  lo  que  le  tocare  por  su  parte  ;  Inj  12.  d. 
lit.  y  Parí.  —  Hurtada  la  cosa  vendida  antes  de  haber  sido 
entregada  al  comprador,  está  obligado  el  vendedor  á  recla- 
marla del  ladrón  y  darla  después  al  comprador  con  la  pena 
que  hubiere  obtenido,  ó  bien  á  otorgar  su  poder  al  compra- 
dor para  que  haga  por  sí  mismo  la  demanda.  Si  la  cosa  hur- 
tada no  hubiese  sido  vendida  sino  prometida  en  donación  , 
puede  pedirla  el  donador  con  la  pena  del  hurto  ,  pero  no 
está  obligado  á  dar  al  donatario  sino  la  cosa  ó  su  estimación 
y  no  la  pena  que  se  le  hubiere  adjudicado.  El  legatario  tie- 
ne derecho  de  pedir  al  ladrón  no  solamente  la  cosa  legada 
que  hubiere  sido  hurlada  después  de  la  muerte  del  testador, 
sino  también  la  pena  pecuniaria  correspondiente  por  razón 
del  hurto.  Ley  13,  d.  lit.  y  Part. 

VIH.  El  hurto,  especialmente  cuando  es  simple,  suele  ser 
de  difícil  justificación  ;  y  las  diligencias  que  deben  practi- 
carse para  averiguarlo  tienen  que  ser  tan  varias  como  los 
casos,  de  modo  que  apenas  pueden  darse  reglas  generales 
al  efecto.  Véase  hubo. 

-j-  A  lin  de  evitar  en  cuanto  sea  posible  los  robos  de  do- 
cumentos de  crédito  contra  el  Estado,  y  precaver  la  impu- 
nidad de  los  que  los  cometan,  se  ha  servido  disponer  la 
Reina  nuestra  Señora,  de  acuerdo  con  el  parecer  de  la  sala 
de  gobierno  del  tribunal  supremo,  que  los  jueces  de  primera 
instancia,  al  principiar  los  sumarios  por  esta  clase  de  deli- 
tos, y  antes  de  anunciar  en  los  periódicos  la  sustracción  de 


dichos  documentos,  den  aviso  oficial  á  la  dirección  general 
de  Liquidación  de  la  deuda  pública  ,  para  que  por  sus  de- 
pendencias sean  detenidas  à  disposición  de  los  mismos  jue- 
ces las  personas  que,  no  siendo  dueñas  legítimas  de  dichos 
créditos  ,  y  presentándose  á  recoger  los  documentos  que 
reemplazan  à  los  convertidos,  infundan  juslas sospechas  do 
su  criminalidad.  Rl.  ord.  de  Io.  de  mayo  de  18/(6. 

[  *  Por  lo  que  toca  á  la  república  de  Méjico,  acerca  de  la 
materia  del  presente  artículo  solo  debemos  recordar  que  la 
pena  deazotes  con  que  las  leyes  de  España  mandan  castigar 
á  los  ladrones  (véase  el  n  IV,  donde  el  autor  cita  la  ley  18, 
tít.  Vi,  Part  7)  ,  está  abolida  por  decreto  de  Corles  de  s  de 
setiembre  de  1815  ,  y  el  art.  179  de  las  Üases  de  ornaniz.  po- 
lit, de  12  de  junio  de  18ft5.  —  Por  lo  demás  véase  la  nota 
puesta  arriba,  pág.  827. 

**  La  legislación  de  la  república  de  Venezuela  prescinde 
de  las  circunstancias  accidentales  en  que  se  funda  la  divi- 
sion de  este  delito  en  hurto ^  rapiña  ,  y  la  del  hurto  en  ma- 
nifiesto y  no  manifiesto  que  esplica  el  autor  cu  los  os.  I  y  III 
de  este  artículo  ;  y  atendiendo  solo  al  valor  de  la  cosa  roba- 
da, distingue  únicamente  el  delito  con  los  nombres  de  hurlo 
de  mayor  y  de  menor  cuantía.  Llámase  de  menor  cuantía 
el  que  se  hace  por  valor  de  hasta  cíen  pesos,  y  de  mayor 
el  que  escede  de  esa  suma  :  arls.  12  y  21 ,  ley  de  25  de 
mayo  de  1*36. 

La  ley  de  23  de  mayo  de  1856  confirma  el  desuso  de  la 
pena  pecuniaria,  de  que  habla  el  autor  en  el  n.  111  ;  y  solo , 
á  mas  de  las  corporales  con  que  castiga  este  delito  ,  sujeta 
á  restituir  ejecutivamente  en  todo  tie  upo  la  cantidad  ó  el 
valor  de  las  cosas  robadas.  En  lo  que  sí  que  conviene  con  el 
derecho  español ,  es  en  castigar  á  los  cómp  lices ,  ausiliado- 
res,  receptadores  y  encubridores  con  la  misma  responsabi- 
lidad y  penas  que  á  los  autores  principales  :  arls.  56  y  Ul , 
ley  citada. 

Con  referencia  al  n.  I  del  artículo  que  nos  ocupa,  es-de 
notar  lo  siguiente.  El  hurto  cometido  por  el  hijo  de  familia 
á  su  padre,  sin  escalamiento,  fractura  ,  llave  falsa  ni  vio- 
lencia de  ninguna  especie,  y  sin  ser  ladrón  público  de  ciudad 
ó  de  camino,  debe  ser  castigado  domésticamente  por  dicho 
padre,  sea  cual  fuere  la  suma  robada;  pero  si  el  ofendido 
es  un  tercero ,  solo  podrá  castigarse  de  este  modo  ,  cuando 
este  se  conforme  con  la  indemnización  que  el  padre  le  ofrez- 
ca ,  ó  aun  cuando  no  se  conforme ,  cuando  la  suma  del  delito 
no  esceda  de  veinte  y  cinco  pesos.  Si  el  ladrón  es  un  esclavo 
y  el  ofendido  su  amo,  supuesla  la  misma  ausencia  de  las 
citadas  circunstancias  agravantes,  el  delito  puede  y  debe 
ser  castigado  domésticamente,  mientras  no  esceda  de  cien 
pesos  la  suma  robada  ;  y  cuando  el  agraviado  es  un  tercero, 
deberá  serlo  del  mismo  modo ,  si  este  se  conforma  con  la 
indemnización  que  el  amo  le  ofrezca,  y  aun  cuando  no,  en 
el  caso  de  que  la  cantidad  ó  valor  sustraídos  no  escedan  do 
los  citados  veinte  y  cinco  pesos.  En  este  último  caso  y  en  los 
demás  que  se  ofrezcan  de  la  misma  naturaleza ,  el  amo  so 
libra  de  toda  responsabilidad  dando  al  esclavo  en  noxa  ,  si 
quiere  aceptarlo  el  ofendido  ,  ó  entregándole  al  juez  para 
que  le  castigue  con  arreglo  á  derecho.  Cuando  este  amo  y 
el  padre  castigan  domésticamente  el  robo  del  hijo  ó  siervo 
respectivo,  ni  ellos  quedan  privados  de  la  facultad  de  acu- 
sar enjuicio  á  los  cómplices,  ni  los  jueces  relevados  de  la 
obligación  de  perseguirlos  de  oficio  :  arls.  58  y  59,  ley  da 
23  de  mayo  de  |K3ó. 

Por  Lo  dicho  so  ve  la  reforma  que  la  legislación  de  la  re- 
pública de  Venezuela  lia  hecho  en  el  punto  de  que  se  trata 
respecto  á  las  penas  pecuniarias  y  á  la  restitución  de  la 
robada.  Por  lo  qjue  toca  á  las  penas  corporales,  la  reíonna 
no  es  menos  capital;  y  asi  ele  bia  esperarse  en  efecto  ,  aun- 
que no  fuese  mas  que  por  acomodarse  á  la  nueva  division  y 
clasificación  de  este  delito.  Según  el  nuevo  sistema }  el  hurlo 
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es  mas  ó  monos  grave  :  Io.  Por  la  suma  robada  :  2o.  Por  el 
modo  como  fué  ejecutado.  Por  el  valor  se  divide  el  delito  en 
luirlo  de  menor  y  de  mayor  cuantía ,  siendo  de  la  primera 
clase  el  que  no  pasa  de  cien  pesos,  y  de  la  segunda  el  que 
crccdo  de  esta  suma.  El  hurto  de  menor  cuantía  debe  ser 
castigado  con  veinte  v  cinco  azotes  en  la  cárcel  y  seis  meses 
de  obras  públicas,  si  la  cosa  robada  no  vale  arriba  de  cin- 
cuenla  pesos  ;  y  si  pasa  de  esta  cantidad  ,  con  cuarenta  azo- 
tes y  doce  mese?  de  dichas  obras.  El  de  mayor  cuantía  desde 
ciento  hasta  quinientos  pesos,  reclama  las  penas  de  cin- 
cuenta azotes  de  dolor  en  la  cárcel  del  lugar  del  juicio,  y 
dos  años  de  trabajo  en  las  obras  públicas  del  canton  ó  de  la 
provincia  respectiva;  rlesde  mas  de  quinientos  hasta  mil, 
los  mismos  cincuenta  azotes  de  dolor  y  cuatro  años  de  dichas 
obras  ;  y  el  de  mas  de  mil  pesos  ,  setenta  y  cinco  azotes  de 
dolor  y  seis  años  de  presidio  Esto  por  lo  que  respecta  á  la 
suma.  En  cuanto  á  las  circunstancias  del  hecho ,  el  que  ro- 
bare por  medio  de  escalamiento  ,  fractura  ,  llaves  falsas  ,  ó 
haciendo  violencia  de  cualquier  otro  género,  llevare  armas 
ó  hiciere  uso  de  ellas  para  cometer  el  delito,  sin  llegará 
causar  el  homicidio  ,  debe  ser  espuesto  á  la  vergüenza  pú- 
blica con  una  argolla  al  cuello  por  espacio  de  cuatro  horas 
con  esta  inscripción  ?n  letras  grandes,  POR  LADRÓN,  y  su- 
frir después  cien  azotes  de  dolor  en  dos  veces ,  con  ocho 
dias  de  intervalo,  y  ocho  años  de  presidio,  que  ninguna 
autoridad  puede  relajar,  bajo  la  pena  de  destitución,  mas 
que  en  el  caso  de  enfermedad  urgente  comprobada.  Los  la- 
drones en  cuadrilla  que  infesten  las  ciudades  ó  caminos, 
deben  ser  casligados  con  ciento  cincuenta  azotes,  distribui- 
dos en  tres  porciones, de  quince  en  quince  dias.  y  diez  años 
de  presidio;  y  sus  capitanes  ó  cabezas  con  el  último  supli- 
cio. —  La  reincidencia  en  el  hurto  de  menor  cuantía  es  cas- 
tigada en  sus  dos  casos  con  el  duplo  de  la  pena  que  á  cada 
uno  corresponde  ;  y  en  el  de  mayor  cuantía  con  el  aumento 
de  un  año  de  obras  públicas  ó  presidio  en  sus  casos  respec- 
tivos ,  á  escepcion  de  aquel  en  que  haya  efraccion ,  escala- 
miento ú  otra  de  las  circunstancias  agravantes  mencionadas, 
en  el  cual  deben  ser  dos  los  años  aumenlados.  —  Los  ausi- 
liadores,  receptadores  y  encubridores  de  este  delito,  ó  sus 
perpetradores  ,  están  sujetos  en  su  caso  y  lugar  á  las  mis- 
mas penas  que  los  autores  principales  ;  esoeptuando  los  que 
lo  sean  de  los  capitanes  ó  cabezas  de  gavilla  de  que  hemos 
hablado,  los  cuales  solo  deben  sufrir  como  cómplices  los 
ciento  cincuenta  azotes,  distribuidos  en  tres  porciones  de 
quince  en  quince  dias,  y  diez  años  de  presidio.  —  El  cono- 
cimiento de  esle  delito  corresponde  á  la  jurisdicción  civil 
ordinaria ,  con  derogación  de  lodo  fuero ,  bajo  el  méiodo 
especial  de  sustanciacion  que  en  la  ley  se  especifica  :  arte. 
1,  12,  20,  21,  26  à  53,  y  36,  ley  de  23  de  mayo  de  1836. 

***  En  la  república  de  Chile  prevalece  la  pena  de  azotes, 
porque  está  especialmente  mencionada  entre  las  que  pueden 
entrar  en  el  arbitrio  del  juez,  al  fallar  en  el  juicio  verbal 
en  que  conoce  de  este  delito  ;  pero  al  mismo  tiempo  se  han 
fijado  sus  límites,  y  no  pueden  imponerse  arriba  de  cin- 
cuenla  azotes  por  el  hurto  simple.  Este  también  se  halla  cla- 
ramente determinado ,  y  solo  puede  considerarse  como  tal 
el  que ,  libre  de  las  circunstancias  de  que  hablaremos  des- 
pués ,  que  lo  convierten  en  calificado  ,  no  esceda  de  quince 
pesos,  sin  incluir  las  costas  ni  la  reparación  de  perjuicios, 
aunque  la  cosa  robada  sea  cabeza  ó  cabezas  de  ganado  de 
cualquier  especie  :  art.  51 ,  Reglam.  de  adm.  de  just.  de  % 
de  junio  de  1824  ,  y  %  5,  art.  1  y  art.  2,  decr.  de  13  de 
marzo  de  1857. 

El  hurto,  como  hemos  visto,  es  simple  ó  calificado.  La 
legislación  de  esta  república  declara  hurto  calificado  el  ele 


cualquiera  suma  ,  aunque  sea  menor  de  quince  pe=os. ,  <-n  el 
cual  concurran  las  circunstancias  de  liaberse  hecho  cor 
fuerza,,  perforamienlo ,  efraccion,  uso  de  llaves  falsas,  es- 
calamiento de  murallas  (  no  reputándose  por  tales  las  cercas 
vivas  ó  muertas),  en  la  iglesia  ó  en  el  cementerio ,  durante 
/algún  incendio,  después  de  un  naufragio,  y  cuando  la  cosa 
robada  es  sagrada ,  ó  bien  son  especies  ó  caudales  fiscales 
ó  municipales  :  %  3,  art.  I,  derr.  de  13  de  marzo  de  1^57. 

Las  penas  de  que  se  trata  en  el  n.  V,  aparte  5°.,  estable- 
cidas contra  el  abigeo  ó  cuatrero,  han  sido  reemplazadas  en 
la  república  por  las  siguientes.  El  burlo  de  un  buey,  una 
vaca  ,  una  caballería  ,  ó  hasta  cuatro  cabezas  de  ganado 
menor  de  cualquier  especie,  debe  ser  castigado  á  arbitrio 
deljuezconla  pena  de  25  hasta  50  azotes,  y  de  8  á  18  meses 
de  obras  públicas,  por  junto  ó  separadamente;  aumentando 
25  azotes  ó  seis  meses  de  obras  públicas  por  cada  caballería 
ó  cabeza  de  ganado  mayor,  ó  por  cada  cuatro  del  menor , 
que  pasen  de  dicho  número.  Si  al  tiempo  de  ser  procesado 
el  abigeo  ,  se  le  encontrase  reo  de  dos  ó  mas  hurtos  de  esta 
naturaleza  cometidos  anteriormente,  y  no  tan  solo  de  aquel 
que  ha  dado  margen  al  juicio,  debe  imponérsele  el  máximum 
de  cada  una  de  estas  penas  cumulativamente  ó  por  separado 
al  arbitrio  del  juez;  y  aun  puede  aumentarlas  en  una  cuarta 
parte  cada  una  de  por  sí  ó  las  dos  á  un  tiempo.  La  reinci- 
dencia en  este  delito  como  autor  principal,  cómplice  ó  re- 
ceptador, es  castigada  sin  la  menor  intervención  del  arbitrio 
del  juez,  con  las  penas  de  ciento  á  doscientos  azotes  y  de  seis 
á  ocho  años  de  presidio  ú  obras  públicas  á  un  tiempo;  y  el 
que  lo  comete  por  tercera  vez,  debe  sufrir  del  mismo  modo 
doscientos  azotes  y  trabajo  perpetuo  en  un  presidio.  Todo 
el  que  sea  condenado  ademas  por  este  delito,  sea  cual  fuere 
la  gravedad  de  la  pena  ,  debe  serlo  al  mismo  tiempo  á  que- 
dar sujeto  por  espacio  de  uno  á  cinco  años  ,  á  la  vigilancia 
general  de  las  autoridades,  ó  á  la  especial  de  alguna  que  el 
juez  determine,  después  de  haberla  cumplido;  lo  cual  en- 
cierra la  obligación  de  presentarse  á  dicha  autoridad  en  las 
épocas  que  se  le  prescriba  ,  de  no  salir  sin  su  permiso  del 
lugar  de  la  residencia,  de  darle  cuenta  de  su  ocupación  y 
destino  en  la  forma  y  tiempo  que  se  le  mande  ,  y  de  dar 
fianza  de  buena  conducta  por  un  tiempo  determinado,  siem- 
pre que  se  le  exija  :  decr.  de  %ïde  julio  de  1*37.] 

HURÓN.  Cierto  cuadrúpedo  de  medio  pié  de  largo,  do 
color  rojo  oscuro  ,  con  el  hocico  y  las  orejas  blancas  :  des- 
pide por  el  ano  un  olor  sumamente  desagradable,  vive  ocul- 
to entre  tas  piedras  y  se  alimenta  de  cuadrúpedos  y  aves. 
En  varias  partes  le  conservan  y  propagan  para  la  caza  do 
conejos,  á  quienes  persigue  en  sus  madrigueras  hasta  lanzar- 
los á  las  escopetas  ó  redes  preparadas  en  las  bocas.  Fn  el 
párrafo  8°.,  ley  11,  fit.  50 ,  lib.  7,  Nov.  Rec. ,  está  mandado 
por  punto  general,  que  se  maten  los  hurones  porque  des- 
truyen la  caza;  pero  que  si  algunas  personas  los  necesitan 
para  la  saca  de  conejos  en  sitios  vedados,  obtengan  en  sala 
de  justicia  del  supremo  consejo  la  correspondiente  licencia 
que  deben  luego  presentar  á  la  jurisdicción  de  la  villa  do 
Arganda,  donde  se  halla  establecida  la  ca  a,  para  que  se  les 
entreguen  los  precisos  con  las  seguridades  que  están  preve- 
nidas. Puede  dudarse  de  que  esta  disposición  produjese 
efecto  alguno,  al  ver  eslendida  en  todas  las  provincias  y  en 
terrenos  vedados  y  abiertos  la  caza  con  hurones  que  segu- 
ramente no  procedían  del  depósito  de  Arganda;  y  por  de 
contado  no  rige  en  la  actualidad  ,  porque  según  el  párrafo 
11,  tít.  2o.  del  real  decreto  de  5  de  mayo  de  1N5Ü,  está  pro- 
hibido el  cazar  con  hurones  sin  escepcion  alguna  de  épocas 
ni  terrenos. 
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SBEE3.  Palabra  latina  qne  significa  el  mismo  ó  lo  mismo, 
y  se  suele  usar  para  repetir  las  citas  de  un  mismo  autor, 
y  en  las  cuentas  y  listas  para  denotar  diferentes  partidas  de- 
una  misma  especie. 

IDENTIDAD  de  persona.  La  calidad  de  ser  una  per- 
sona que  s*?  encuentra  precisamente  la  misma  que  se  busca; 
y  cierta  ficción  de  derecho  por  la  cual  el  heredero  se  tiene 
por  una  misma  persona  con  el  testador  en  cuanto  á  las  ac- 
ciones activas  y  pasivas.  Véase  Heredero ,  n.  II. 

IDENTIDAD  de  razón.  Véase  Arbitrio  de  juez,  g 
Analogía. 

IDUS,  nonas  y  calendas.  Nombres  de  que  se  servían 
los  Romanos  para  designar  los  dias  del  mes.  Las  calendas 
eran  el  primero  de  cada  mes  :  las  nonas  el  quinto ,  menos  en 
marzo,  mayo,  julio  y  octubre,  que  eran  el  séptimo  ;  los  idus 
el  trece, menos  en  marzo,  mayo,  julio  y  octubre,  que  eran  el 
quince.  Los  demás  dias  se  contaban  según  el  orden  de  an- 
terioridad con  respecto  á  cada  una  de  las  tres  épocas  que 
estaban  para  llegar.  Así  pues  el  primer  día  del  mes  se  decía 
calendis;e\  segundo  sexto  nonas  cuando  estas  eran  el  siete  , 
y  quarto  nonas  cuando  estas  eran  el  cinco  ,  que  quiere  decir 
seis  ó  cuatro  dias  antes  de  las  nonas ,  y  así  en  el  orden  su- 
cesivo. Los  dias  que  preceden  á  los  idus  se  computaban  á 
proporción  en  igual  forma.  El  dia  siguiente  á  los  idus  em- 
pezaba ya  á  contarse  con  respecto  á  las  calendas  del  mes 
siguiente,  diciéndose  décimo  nono  ,  décimo  octavo,  décimo 
séptimo  calendas,  etc.,  según  los  dias  que  faltaban  para 
concluirse  el  mes.  Importa  conocer  este  modo  de  contar  los 
días  para  reducir  las  fechas  de  algunas  disposiciones  del 
derecho  romano  y  aun  de  la  curia  pontifical,  como  asimis- 
mo para  comprender  algunas  de  nuestras  leyes  antiguas. 
Véase  Calendas. 

ÍG 

IGLESIA.  Palabra  griega  que  significa  en  general  con- 
vocación ó  reunion,  y  se  ha  adoptado  éntrelos  cristianos  para 
denotar  :  Io.  en  sentirlo  moral  y  espiritual ,  la  congregación 
de  lodos  los  fieles  que  reunidos  por  la  profesión  de  una  misma 
fe  viven  bajo  el  régimen  espiritual  de  sus  pastores  legítimos, 
teniendo  por  cabeza  visible  al  papa  vicario  de  Cristo  ;  y 
2o.  en  sentido  material  y  físico,  el  templo  ó  edificio  en  que 
se  reúnen  los  fieles  para  orar,  oir  la  palabra  divina ,  recibir 
los  sacramentos  y  dar  culto  á  Dios  y  á  los  santos.  Véase 
Bienes  eclesiíisticos ,  Inmunidad  eclesiástica,  Jurisdicción 
cclcsictstica ,  y  Sacrilegio. 

IGLESIA.  La  inmunidad  que  goza  quien  se  refugia  en 
el  templo  por  temor  de  verse  perseguido  de  la  justicia.  Véase 
Ahitó'. 

IGLESIA  fría.  El  derecho  que  conservaba  el  que  estra- 
jeron de  sagrado  y  no  le  habían  restituido,  para  alegarle  si  le 
volvían  á  prendar.  Algunos  reos  hacían  maliciosamente  que 
los  estrajesen  de  la  iglesia  por  delitos  leves,  de  que  los  ab- 
solvían sin  restituirlos  á  ella;  y  si  después  los  prendían  por 
otros*  delitos,  pretendían  conservar  su  derecho  de  asilo  pura 
librarse  de  las  penas  en  que  tiabian  incurrido;  y  aun  otros 
sin  aquella  circunstancia,  viéndose  aprehendidos  fuera  de 
lugar  sagrado  alegaban  inmunidad,  y  pretendían  ser  resn- 
tuulos  á  la  iglesia,  diciendo  que  habían  sido  estraidos  de 
ella  con  caricias,  engaños  ó  violencia.  La  practica  de  oir  y 
favorecer  á  tales  reos  ,  que  se  habia  introducido  en  alguna* 
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partes,  y  era  conocida  con  el  nombre  de  iglesia  fria,  fuá 
por  fin  abolida  por  el  artículo  3o.  del  concordato  celebrado 
en  26  de  setiembre  de  1737  entre  las  cortes  de  Roma  y  Es- 
paña y  consiguiente  breve  de  su  Santidad  de  Vi  de  noviem- 
bre del  mismo  año;  ley  h  y  su  nota  7,  lit.  h  ,  Ub.  1  ,  Nov. 
Rec:  Véase  Asilo. 

IGNORANCIA.  La  falta  de  ciencia ,  de  letras  y  noticias, 
sea  general  ó  particular.  La  ignorancia  considerada  en  sí 
misma  se  distingue  del  error  ;  pues  aquella  no  es  mas  que 
una  privación  de  ideas  ó  conocimientos ,  y  esta  es  la  falta 
de  conformidad  ó  la  oposicien  de  las  ideas  con  la  naturaleza 
ó  astado  de  las  cosas.  Mas  considerada  como  principio  de 
nuestras  acciones ,  la  ignorancia  casi  no  se  diferencia  del 
error;  y  ambos  suelen  ir  juntos  casi  siempre. 

La  ignorancia ,  así  como  el  error,  es  de  muchas  maneras  : 
en  cuanto  á  su  objeto ,  es  de  hecho  ó  de  derecho  ;  en  cuanto 
á  su  origen,  voluntaria  ó  involuntaria;  en  cuanto  á  su  in- 
fluencia sobre  las  acciones  ó  negocios  de  los  hombres,  esen- 
cial ó  accidental. 

La  ignorancia  es  de  hecho  ó  de  derecho ,  según  que  recae 
sobre  un  hecho  ó  sobre  la  disposición  de  una  ley.  La  igno- 
rancia de  derecho  suele  ponerse  en  la  clase  de  las  faltas  ó 
culpas  latas;  y  por  eso  no  sirve  de  escusa  á  nadie,  sino  es 
en  ciertas  cosas  al  menor,  á  la  mujer,  al  labrador  sencillo  y 
al  soldado  ;  ley  3,  tít.  1,  Ub.  2.  y  ley  5,  lit.  h,  lil>.  6  del  Fuero 
Juzgo;  ley  U,  til.  6,  Ub.  \  del  Fuero  Real;  leyes  15,  20  y 
21 ,  til.  1 ,  Part,  i ,  ley  51 ,  til.  Ul,  Part.  5;  y  ley  2,  tít.  2, 
¡ib.  3,  Nov.  Rec.  (l)Véáse  Ley.  La  ignorancia  de  hecho  es  ve- 
rosímil ó  crasa  y  afectada  :  es  verosímil  cuando  se  trata  de 
hechos  estraños  ;  y  es  crasa  ó  afectada  cuando  se  trata  de 
hechos  propios,  ó  de  hechos  estraños  de  notoriedad  públi- 
ca. La  ignorancia  verosímil  escusa  ;  pero  la  crasa  ó  afectada 
no  suele  tener  disculpa.  Sobre  todo  la  ignorancia  de  su 
propio  hecho  no  puede  alegarse  por  nadie  ,  cuando  se  trata 
de  sacar  provecho  de  ella  en  perjuicio  de  un  tercero;  por- 
que ¿qué  probabilidad  hay  de  que  una  persona  piérdala 
memoria  de  lo  que  ha  ejecutado,  á  no  ser  que  el  hecho  sea 
muy  antiguo?  Puede  alegarse  sin  embargo  la  ignorancia  de 
su  propio  hecho  ,  cuando  se  trata  de  evitar  alguna  pérdida  ; 
como  si  un  hombre  hiciese  tan  poca  reflexión  sobre  sus  ne- 
gocios, que  no  acordándose  de  haber  paga  lo  á  su  acreedor 
lo  que  le  debía  ,  le  satisfaciese  el  crédito  segunda  vez;  pues 
de  otro  modo  este  acreedor  se  aprovecharla  de  la  sencillez 
de  su  deudor  contra  toda  equidad  y  por  una  mala  fe  que  no 
debe  soportarse;  ley  5,  fíí.  15,  Ub.  h  del  Fuero  Real  ;  ley 
10,  til.  9,  Part.  6,  ley  12,  til.  1,  Paît.  7,  y  leyes  28  y  29, 
til.  \ll,  Parí,  b  (2).  Véase  Eror  y  Paga  indebido. 

La  ignorancia  es  voluntaria  cuando  procede  de  negligen- 


(1)  Pero  no  es  cierta  la  generalidad  con  que  dice  EsCridie  (y 
Fehr.,  tom.  I,  pág.  1'+,  n.  l'i,  y  i  Iros  autores!  que  escusa  la  igno- 
rancia del  derecho  á  las  mujeres  :  la  ley  dfl  Partida  dice  que  à  las 
mujeres  que  morasen  en  tales  lugares  co'iw  estos,  es  decir,  las 
que  habitan  eu  despaldado,  montes,  vertaos,  etc.;  y  por  eso  dice 
Gffig.  López  :  «  A'oii  diciUur  cíe  omnibus  mulieribti* ,  sed  ¡le  rus- 

tiCÍS  llinlhl».    » 

(-2)  La  5a.  lev  constitucional  dice  en  su  art.  42  :  «  Publicada 
la  ley  en  e;ula  |  araje,  obliga  en  01  desde  la  f.  cha  de  su  publica- 
ción, á  no  ser  que  ella  misma  prefije  plazo  ulterior  para  la  obli- 
gación. Ninguna  ley  preceptúa  obligará  antes  del  mencionada 
requisito.  » 
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cía  en  aprender  ó  inquirir  lo  que  puede  saberse  ;  y  es  invo- 
luntaria, cuando  es  efecto  de  la  falta  de  medios  físicos  ó 
morales  para  evitarla.  La  ignorancia  involuntaria  es  escu- 
sable,  como  se  deja  conocer;  mas  no  lo  es  la  voluntaria. 
Los  faltas  que  uno  comete  por  ignorancia  de  su  profesión 
dan  lugar  al  resarcimiento  de  perjuicios  (1),  porque  nadie 
debe  ejercer  una  profesión  sin  haber  adquirido  los  conoci- 
mientos necesarios  para  su  desempeño,  como  se  verá  en  el 
art.  Impericia. 

Ignorancia  esencial  es  la  que  recae  sobre  alguna  circuns- 
tancia necesaria  en  un  negocio ,  y  que  por  tanto  influye  de 
lal  manera  en  la  ejecución  del  mismo,  que  no  se  hubiera 
verificado  este  si  se  hubiese  sabido  la  naturaleza  ó  el  estado 
real  de  las  cosas.  Ignorancia  accidental  es  la  que  por  sí  mis- 
ma no  tiene  relación  con  el  negocio  de  que  se  trata,  y  por 
tanto  no  puede  considerarse  como  la  verdadera  causa  de  la 
acción.  Véase  Error. 

IGUALA.  La  composición  ,  ajuste  ó  pacto  en  los  tratos, 
compras  ó  ventas;  y  el  estipendio  ó  la  cosa  que  se  da  en 
virtud  de  ajuste. 

IL 

ILEGAL.  Lo  que  es  contra  ley. 

ILEGITIMAR.  Privar  á  alguno  de  la  legitimidad,  y  ha- 
cer que  se  tenga  por  ilegitimo  al  que  realmente  era  legítimo 
ó  se  tenia  por  lal. 

ILEGITIMIDAD.  Falta  de  alguna  circunstancia  ó  re- 
quisito para  ser  una  cosa  legítima;  —  y  especialmente  la 
calidad  que  uno  tiene  de  no  haber  nacido  de  legítimo  ma- 
trimonio. 

ILEGÍTIMO.  Todo  lo  que  se  hace  contra  la  disposición 
de  las  leyes  ,  ó  no  es  conforme  á  ellas  ;  y  así  se  dice  ilegíti- 
mo el  hijo  habido  de  un  enlace  que  no  está  autorizado  por 
las  leyes.  Véase  Hijo  ilegítimo. 

ILÍCITO.  Lo  que  es  contrario  ajusticia  ó  razón,  ó  no  está 
permitido  por  las  leyes.  Illicitum  dicilur,  quod  per  leges,  se- 
nalusconsulla,  edicta,  consliluliones  principum,  faceré  non 
licet,  quodve  vetilum  et  prohibition  est.  ■ 

ILÍQUIDO.  Lo  que  todavía  está  por  liquidar  ó  aclarar, 
como  alguna  cuenta  ó  deuda. 

ILUSORIO.  Lo  que  es  de  ningún  valor  ó  efecto. 

ILUSTRE.  El  que  es  de  distinguida  prosapia  ;  y  también 
se  usa  como  título  de  dignidad. 

«  Ilustres  personas  son  llamadas  en  latin,  dice  la  ley  5, 
tit.  14,  Part.  U,  las  personas  honradas  et  de  grant  guisa, 
et  que  son  puestas  en  dignidades,  así  como  los  reyes  et  los 
que  descienden  dellos ,  et  los  condes ,  et  otrosí  los  que  des- 
cienden de  ellos ,  et  los  otros  homes  honrados  semejantes 
destos.  » 

IM 

IMAGEN.  Véase  Estatua  y  Academia  de  nobles  arles. 

IMBURSACION.  Lo  mismo  que  insaculación. 

IMPARTIR  ó  impertir.  Repartir,  comunicar  ó  prestar 
á  otro  una  cosa  que  se  tiene  ó  posee;  y  así  impartir  elausi- 
lio  es  prestar  ausilio  ó  socorro  una  jurisdicción  ó  autoridad 
á  otra.  También  se  usa  de  esta  frase  en  Bl  sentido  de  pedir  ó 
implorar  una  jurisdicción  el  ausilio  de  otra,  especialmente 
la  eclesiástica  de  la  civil ,  para  la  ejecución  de  aquellas 
providencias  que  no  puede  llevar  á  efecto  por  sí  misma. 

(1)  Sobre  obligación  de  indemnizarlos  el  abogado  ignorante 
del  derecho ,  véase  la  ley  9 ,  lit.  22,lib.  5,  Nov.  Uec. ,  y  12, 
lit.  19 ,  lib.  2,  del  Ordenamiento  Real.  —  Sobreestá  materia 
véase  á  Molina  ,  de  just.  eljur.,  disp.  71,  Iract.  5.  Num  ignoran- 
iialegis  seujuris  excuset  :  et  qualiter  legis  ignorantia  probar  i 
possit.  —  También  el  P.  Wurillo ,  lib.  1 ,  t.  2,  mims.  55  á  35. 


IMPEDIMENTO  matrimonial.  La  prohibición  do  con- 
traer matrimonio  hecha  por  la  ley  á  los  que  no.  reúnen  todas 
las  cualidades  ó  no  cumplen  todas  las  condiciones  prescritas 
al  efecto  :  el  obstáculo  que  se  opone  perpetua  ó  temporal- 
mente áque  dos  personas  se  casen  entre  sí;  ó  como  dice  el 
diccionario  de  la  Academia  española,  cualquiera  de  las  cir- 
cunstancias que  hacen  ilícito  ó  nulo  el  matrimonio.  Hay  pues 
circunstancias  que  hacen  nulo  el  matrimonio,  y  circunstan- 
cias que  le  hacen  ilícito  sin  anularle,  y  de  aquí  nace  la  cla- 
sificación de  impedimentos  dirimentes  é  impedimentos  im- 
pedientes  ó  prohibitivos. 

IMPEDIMENTO  dirimente  (2).  El  que  estorba  que  se 
contraiga  matrimonio  entre  ciertas  personas,  y  lo  anula  si 
se  contrae.  Llámase  dirimente  del  verbo  latino  divirtiere  que 
significa  destruir.  Se  cuentan  catorce  impedimentos  diri- 
mentes, que  están  comprendidos  en  los  versos  que  siguen  : 

Error,  conditio  ,  votum ,  cognatio ,  crimen , 
Cultus  disparitas ,  vis ,  ordo ,  ligamen ,  honestas , 
Si  sis  af finis,  si  forte  coire  nequibis, 
Si  parochi  et  duplicis  desit  prœsentia  testis, 
Raptave  sit  millier,  nec  parti  reddita  tulœ. 
Hœc  facienda  vêtant  connubia,  facta  rétractant. 

—  Error;  el  error  que  recae  en  la  persona,  no  en  la  cali- 
dad ó  fortuna  ;  porque  el  consentimiento  es  de  esencia  del 
matrimonio,  y  el  que  yerra  en  cuanto  á  la  persona  casán- 
dose con  una  en  concepto  de  ser  otra  de  quien  tuviese  cono- 
cimiento de  vista ,  fama  ú  oidas ,  se  supone  que  no  con- 
siente, y  por  ello  no  hace  un  contrato  válido  :  mas  no  se 
anula  el  matrimonio,  si  el  error  se  subsana  después  de  sabida 
la  verdad  mediante  nuevo  consentimiento  prestado  por 
palabras  ó  por  hechos ,  ó  si  recae  solo  sobre  el  nombre  ó 
sobre  la  calidad  ó  fortuna,  como  cuando  se  cree  que  la  novia 
se  llama  Sofía ,  ó  que  es  noble  ó  rica ,  llamándose  Irene  y 
siendo  plebeya  ó  pobre;  ley  10,  til.  2,  Part,  il;  can.  Quod 
autem,  caus.  29,  q.  1.  Véase  Error,  §  I,  ns.  8o.  9o,  y  10. 

—  Conditio  ;£Sto  es ,  así  la  calidad  del  nacimiento  ó  estado 
de  las  personas ,  como  la  calidad  ó  circunstancia  con  que  se 
hace  el  contrato.  Se  anula  pues  el  matrimonio  por  la  con- 
dición ó  estado  servil ,  cuando  una  persona  libre  se  casa 
con  otra  que  creia  libre  y  es  sierva  ó  esclava  (3)  á  no  ser 
que  después  de  conocido  el  estado  servil  consienta  en  el 
matrimonio  de  palabra  ó  de  hecho;  y  por  la  condición  ó  cir- 
cunstancia que  uno  estipula  ,  cuando  esta  es  contra  la  natu- 
raleza ó  fin  del  matrimonio ,  mas  no  cuando  solo  es  torpe  ó 
imposible  de  hecho;  ley  11  ,  lit.  2,  y  leyes  5  y  6,  til.  4, 
Part.  Il  ;  cap.  Ad  noslram,  U,  de  conj.  serv.;  can.  Si  quis  in- 
geniáis, 4,  caus.  29,  q.  2.  Véase  Condición  desconvenible  y 
Condición  deshonesta. 

—  Volum  ;  el  voto  solemne  de  castidad  hecho  antes  del 
matrimonio  mediante  la  profesión  monástica  ó  religiosa  en 
alguno  de  los  institutos  aprobados  por  el  papa;  ley  11,  fií.2, 
Pari,  4  ;  Conc.  Trident.,  sess.  24  de  sacram.  tnatrim. , 
can.  9  (U).  Este  voto  solemne  de  la  profesión  religiosa  no  solo 

(2)  En  la  famosa  obra  titulada  Tradition  ou.  Histoire  de  l'É- 
glise sur  le  Sacrement  de  mariage  se  encuentra  también  l'ffi's- 
loire  des  empêchements  diriments ,  et  du  pouvoir  de  les  établir. 
Se  trata  allí  difusamente  del  def<fcto  dé  edad,  de  consentimiento, 
de  la  condición  servil ,  de  la  impotencia  con  sus  diversas  clases  y 
causasen  capítulos  separados,  con  descripción  de  las  prácticas  en 
cada  caso  y  respuestas  á  las  objeciones.  (  Esla  obra ,  según  nota  do 
un  literato  mejicano  que  se  funda  en  las  anotaciones  pacíficas  de 
Marcheti,  está  escrita  por  Gibert.) 

(5)  Según  Berardi,  esto  se  debe  referir  al  error.  Qusest.  1, 
Disert.  4. 

(4)  Can.  8,  dist.  27;  can.  40,  caus.  27,  q.  1.  Según  Berardi 
(dis.  4,  q.  1  ),  el  orden  se  debe  referir  al  voto. 
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dirime  eí  matrimonio  que  se  contraiga  despues,  sino  tam- 
bién el  matrimonio  ya  contraído ,  con  tal  que  no  se  haya 
consumado  ;  Conc.  Trident. ,  sess.  24  de  sacram.  matrim. , 
can.  6.  Véase  Divorcio. 

—  Cognalio ,  el  parentesco  de  consanguinidad  legitima  ó 
natural,  en  la  línea  recta  sin  limitación  de  grados,  y  en  la 
transversal  hasta  el  cuarto  inclusive  :  —  el  parentesco  civil 
contraído  por  la  adopción ,  entre  el  adoptante  y  el  adoptado 
aunque  se  deshaga  la  adopción,  entre  el  adoptado  y  los  hijos 
carnales  del  adoptante  mientras  la  adopción  subsista ,  y  entre 
el  adoptado  y  el  cónyuge  del  adoptante  ,  así  como  entre  el 
adoptante  y  el  cónyuge  del  adoptado.,  sea  que  se  disuelva 
ó  que  dure  la  adopción  :  —  el  parentesco  espiritual  contraído 
por  el  bautismo,  entre  el  bautizante  y  el  bautizado  y  sus 
padres,  así  como  entre  el  padrino  ó  madrina  y  la  ahijada  ó 
ahijado  y  sus  padres  ;  y  el  contraído  por  la  confirmación 
también  en  la  propia  forma  entre  el  confirmante  y  los  padri- 
nos con  el  confirmado  y  sus  padres.  Leyes  li  y  5,  lit.  6, 
y  leyes  2,5  y  7 ,  tít.  7,  Part.  4.  Véase  Consanguinidad , 
Adopción,  Bautismo,  Confirmación,  Grado  y  Parentesco. 

—  Crimen  ;  el  delito  de  adulterio  ,  y  el  de  homicidio  del 
primer  cónyuge ,  cometidos  con  esperanza  ó  promesa  ó  cele- 
bración de  casamiento  :  de  modo  que  son  cuatro  los  crímenes 
que  dirimen  el  matrimonio  :  Io.  homicidio  sin  adulterio  ; 
2o.  homicidio  con  adulterio;  5o.  adulterio  solo  con  promesa 
de  matrimonio  ;  y  4o.  adulterio  solo  con  celebración  de  olro 
matrimonio  ;  ó  sea  segundo  matrimonio  contraído  de  mala  fe. 
Ley  12,  tít.  1,  lib.  3  del  Fuero  Real,  y  leyes  14  y  19,  tít.  %, 
Part.  4. 

Io.  El  homicidio  solo ,  esto  es,  el  uxoricidio  ó  mariticidio  , 
es  impedimento  dirimente ,  cuando  el  hombre  ó  la  mujer , 
aun  sin  adulterio ,  mata  por  mutuo  convenio  á  su  consorte  ó 
al  del  otro  con  ánimo  de  casarse  luego  entre  sí.  Mas  para 
que  tal  homicidio  sin  adulterio  produzca  impedimento  se  re- 
quiere :  Io.  que  tanto  el  hombre  como  la  mujer  concurran 
física  ó  moralmente  á  la  muerte  del  cónyuge  inocente ,  pues 
no  basta  que  la  haya  hecho  alguno  de  ellos  sin  noticia  ó  con- 
sentimiento del  otro  ;  2o.  que  se  siga  real  y  efectivamente  la 
muerte  á  resultas  de  la  maquinación  de  ambos;  3o.  que  la 
conspiración  contra  la  vida  del  cónyuge  inocente  se  haya 
tramado  con  intención  de  contraer  entre  sí  matrimonio  los 
cómplices  del  delito,  no  bastando  que  se  haya  ejecutado 
por  otra  cualquiera  causa,  como  v.  gr.  por  odio  ó  por  ven- 
ganza. Cap.  Laudabilem,  1  ,  de  convers.  infidelium  ;  can. 
Si  quis  vívente ,  5  ,  caus.  o  1 .  <¡.  1 . 

2o.  El  homicidio  con  adulterio  es  impedimento  dirimente, 
cuando  solo  el  adúltero  después  de  cometido  el  adulterio 
mata  á  su  mujer,  ó  sola  la  adúltera  á  su  marido ,  aun  sin 
conspiración  entre  ambos ,  pero  con  intención  de  casarse 
con  el  cómplice  en  el  adulterio.  Para  que  el  homicidio  con 
adulterio  produzca  impedimento  se  requiere  :  Io.  que  el  uno 
de  los  cómplices  en  el  adulterio  sea  verdadera  causa  física 
ó  moral  de  la  muerte  del  cónyuge  inocente ,  pues  no  basta 
la  ratihabición  ó  aprobación  de  la  muerte  ya  ejecutada , 
sin  que  sea  necesario  que  el  otro  adúltero  concurra  á  la 
muerte  ó  tenga  noticia  de  que  su  cómplice  la  intenta  ;  2o.  que 
se  siga  real  y  efectivamente  la  muerte;  5o.  que  la  maquina- 
ción contra  la  vida  del  cónyuge  se  haga  por  cualquiera  de 
los  adúlteros  con  ánimo  de  cacarse  con  su  cómplice,  y  no 
con  olro  motivo.  Cup.  Significavit  nobis,  2;  et  cap.  Super  Itoc, 
3 ,  de  eo  qui  duxil  in  matrimonium  ;  el  can.  Si  quis  vívente , 
5,  caus.  51 ,  q.  1  ;  et  cap.  Laudabilem ,  1 ,  de  convers.  infidel. 

3o.  El  adulterio  solo  con  promesa  ó  pacto  de  casamiento 
es  impedimento  dirimente,  cuando  los  adúlteros  antes  ó  des- 
pués del  adulterio  se  prometen  y  dan  palabra  de  contraer 
matrimonio  el  uno  con  el  otro  despues  que  enviude  el  que 
se  halla  casado ,  aunque  no  atenten  contra  la  vtóa  del  cón- 
yuge inocente.  Para  que  el  adulterio  con  tal  pacto  cause  im- 


pedimento se  requiere  :  Io.  que  intervenga  promesa  seria 
de  casamiento  hecha  por  la  una  parte  y  aceptada  por  la  otra , 
siendo  indiferente  que  la  promesa  sea  anterior  ó  posterior 
al  adulterio;  2o.  que  la  promesa  y  el  adulterio  se  hayan 
hecho  viviendo  el  cónyuge  inocente  ,  pues  si  el  adulterio 
se  hizo  antes  de  su  muerte  y  la  promesa  después,  no  habrá 
impedimento  ;  3o.  que  cada  adúltero  sepa  que  el  otro  está 
casado  ;  4o.  que  el  adulterio  sea  consumado  y  no  solo  inten- 
tado. Can.  Relalumesl,  4,  cates.  31 ,  q.  1  ;  cap.  Propositum, 
1  ;  cap.  Ex  litlerarum.tuarum ,  4  ;  cap.  Significasli,  6  ;  cap. 
Veniensj  7;  el  cap.  Si  quis,  8,  de  eo  qui  duxil  in  matrim. 

4o.  El  adulterio  solo  con  otro  matrimonio  contraído  es 
impedimento  dirimente,  cuando  el  adúltero  viviendo  su 
mujer  legítima  se  casa  con  la  adúltera,  ó  la  adúltera  viviendo 
su  marido  se  casa  con  el  adúltero;  pues  en  este  caso,  no 
solamente  es  nulo  tal  matrimonio  ,  sino  que  nunca  ya  podrán 
casarse  entre  sí  los  adúlteros  después  de  la  muerte  de  la 
mujer  del  adúltero  ó  del  marido  de  la  adúltera.  Mas  para 
que  este  adulterio  cause  impedimento  dirimente,  se  requiere: 
Io.  que  el  matrimonio  con  el  primer  cónyuge  sea  válido; 
2o.  que  este  mismo  matrimonio  con  el  primer  cónyuge  sea 
conocido  del  segundo.  Cap.  Propositum,  1;  cap.  Cùm  ha- 
beret ,  5;  cap.  Veniens,  7;  cap.  Significavit,  2;  cap.  Si  quis. 
8,  de  eo  qui  duxit  in  matrimonium. 

La  nulidad  del  matrimonio  en  los  cuatro  casos  que  se  han 
espuesto,  no  es  de  derecho  natural  ó  divino,  sino  solo  do 
derecho  eclesiástico  y  real  ;  y  así  es  que  fuera  de  ellos  no 
son  impedimento  dirimente  el  conyugicidio  ni  el  adulterio. 
De  aquí  es  también  que  si  dos  infieles  cometiesen  en  su  estado 
de  infidelidad  alguno  de  los  espresados  delitos ,  y  después 
se  convirtiesen  á  la  fe  católica ,  podrían  contraer  entre  si 
matrimonio  válido ,  por  haberlos  cometido  en  tiempo  en  quo 
no  estaban  sujetos  á  las  leyes  eclesiásticas;  cap.  Laudabilem, 
1,  de  convers.  infidel. 

—  Cullus  disparitas;  la  diferencia  de  culto  ó  de  religion, 
cuando  el  uno  es  católico  y  el  olro  infiel ,  judio  ó  mahome- 
tano; mas  no  si  el  uno  es  católico  y  el  otro  hereje  (1).  La 
razón  es  que  como  el  bautismo  es  la  puerta  de  los  demás 
sacramentos,  no  puede  recibirse  ninguno  de  estos  ni  por 
consiguiente  el  del  matrimonio  sin  haberse  recibido  antes 
el  primero.  Can.  Cave,  Ib  ,  caus.  28  ,  q.  1.  La  ley  lo,  tít.  2, 
Part,  4  ,  declara  nulo  el  matrimonio  entre  católicos  y  here- 
jes: pero  lo  tiene  por  válido  el  derecho  canónico ,  al  cual  nos 
atinemos  en  esta  materia.  Véase  Divorcio. 

—  Vis;  la  fuerza  ó  miedo  grave  que  se  hiciere  injusta- 
mente á  una  persona  para  que  se  case  ,  porque  el  consen- 
timiento debe  ser  libre  ;  pero  si  cesando  la  fuerza  ó  el  miedo, 
consintiere  voluntariamente  de  palabra  ó  de  hecho  el  for- 
zado, será  válido  el  matrimonio  ;  ley  lo,  til.  2,  Part.  4; 
Cap.  Jbbas,  2;  cap.  Ad  audienliam,  ti;  el  cap.  Citm  dilectus, 
6,  de  his  quee  vi,  melusve  causa  fiunt.  Véase  Violencia  y 
Miedo. 

—  Ordo;  el  orden  de  presbítero  ,  diácono  ó  subdiácono  ; 
de  suerte  que  el  que  recibe  cualquiera  de  las  órdenes 
mayores ,  no  puede  ya  casarse  válidamente  ;  mas  la  recep- 
ción de  orden  sacro  no  anula  el  matrimonio  que  se  hubiese 
contraído  antes ,  aunque  no  se  haya  consumado  ;  ley  16 , 
tít.  2,  Part.  4;  cap. .unie.  De  voló,  in  0;  cap.  De  diácono, 
1  ;  cap.  Ex  litterarum ,  2,  qui  clerici  vel  voventes;  cap.  Si 
quis  clericorum,  1 ,  de  clericis  conjugatis,  et  Conc.  Trident., 
sess.  24  de  matrim.,  can.  9. 

—  Ligamen;  el  vínculo  del  matrimonio  que  se  tiene  con- 
traído anteriormente  con  otra  persona.  En  las  Decretales  so 
entiende  por  ligamen  el  maleficio  ó  encantamiento  con  quo 

(1)  Ley  15,  tít.  2,  Part.  4  ,  en  la  que  son  notables  estas  pala- 
bras, nin  con  hereja  ;  sobre  lo  que  debe  verse  á  Morillo ,  lil).  4, 
n.  50',  y  á  tíerardi,  disert.  4,  cap.  4,  §  2  cerca  del  lin. 
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mediante  la  magia  so  creia  quedar  ligada  la  facultad  de  la 
generación  :  mas  aquí  no  es  otra  cosa  que  el  vínculo  de  los 
cónyuges  nacido  del  matrimonio  rato  ó  consumado,  durante 
el  cual  no  puede  contraerse  otro  ;  de  suerte  que  una  vez 
■  casarlo  el  varón,  no  puede  volverse  á  casar  mientras  viva 
su  mujer,  ni  ella  mientras  viva  su  marido  ;  que  es  lo  mismo 
que  decir,  que  no  está  permitida  la  poligamia  simultánea  ; 
Conc.  Trident.,  sess.  24  de  sacram.  malrim.,  can.  2;  y  ley 
10,  lil.  17,  Part.  7  (l).  Véase  Ausente  en  su  última  acepción, 
Bigamo  y  Poligamia. 

—  Honestas;  la  pública  honestidad,  esto  es,  la  afinidad 
que  resulta  de  los  esponsales  válidos  y  del  matrimonio  rato, 
en  cuya  virtud  el  que  contrajo  esponsales  válidos  con  alguna 
mujer,  no  puede  contraer  matrimonio  válido  con  ninguna 
de  las  parientas  consanguíneas  de  ella  en  primer  grado  ;  y 
el  que  contrajo  matrimonio  rato  con  una  no  podrá  casarse 
después  con  ninguna  de  las  parientas  consanguíneas  de  la 
misma  hasta  el  cuarto  grado  inclusive,  y  vice  versa  ,  aunque 
el  matrimonio  hubiese  sido  nulo  por  cualquiera  causa,  á  no 
haberlo  sido  por  falta  de  consentimiento;  Conc.  Trident., 
sess.  24  de  reformat,  matrim.,  cap.  5  ;  cap.  unie,  de  sponsa- 
libns,  in  6  ;y  declaración  de  san  Pió  V,  constit.  incip.  Ad 
romanum.  Véase  Honestidad  pública. 

—  Si  sis  affinis;  si  fueres  afin.  La  afinidad  por  la  cual  el 
varón  se  hace  pariente  de  la  familia  de  la  mujer,  y  la  mujer 
de  la  del  varón ,  dirime  el  matrimonio  en  linea  recta  sin 
dislincion  de  grados ,  y  en  línea  colateral  hasta  el  cuarto 
grado  inclusive  cuando  nace  de  cópula  legítima,  y  solo  hasta 
el  segundo  cuando  proviene  de  una  union  ilegítima  (2).  Tú 
pues  que  estás  casado  con  Antonia ,  no  podrás  casarte  des- 
pués de  su  muerte  con  ninguna  de  sus  parientas  consan- 
guíneas hasta  el  cuarto  grado,  porque  son  tus  afines  ;  pero 
si  no  estás  casado  con  ella  sino  que  tuviste  acceso  fuera  de 
matrimonio ,  solo  tendrás  impedimento  dirimente  para  ca- 
sarte con  sus  consanguíneas  hasta  el  segundo  grado  inclu- 
sive ;  debiendo  decirse  otro  tanto  de  Antonia  con  respecto 
h  tus  parientes  en  iguales  casos.  Véase  Afinidad. 

—  Si  forte  coire  nequibis;  si  no  pudieres  consumar  el 
matrimonio.  La  impotenciaes  impedimento  dirimente  cuando 
precede  al  matrimonio,  pero  no  cuando  se  origina  de  alguna 
causa  posterior  à  la' celebración  ;  leyes  16  y  17,  til.  2, 
Part,  h  "(5).  Véase  Impotencia. 

—  Si  parochi  el  duplicis  desil  prœscnlia  leslis;  si  falta  la 
asistencia  del  párroco  y  de  dos  testigos.  El  matrimonio  debe 
celebrarse  en  presencia  del  párroco  ó  de  otro  sacerdote  au- 
torizado por  el  mismo  párroco  ó  por  el  ordinario ,  y  de  dos 
ó  tres  testigos ,  pues  de  otro  modo  es  absolutamente  nulo  ; 
Conc.  Trident.,  sess.  24  de  reformat,  malrim.,  cap.  1  (4)  : 
de  manera  que  ya  en  el  dia  no  puede  haber  matrimonio 
clandestino.  Véase  Matrimonio . 

—  Si  mulier  sil  rapta,  loco  nec  reddita  luto  ;  si  la  mujer 
hubiere  sido  robada  y  no  depositada  en  lugar  seguro.  El 
rapto  de  una  mujer  hecho  con  el  objeto  de  casarse  con  ella 
dirime  el  matrimonio  entre  el  raptor  y  la  robada,  pues  no  se 
considera  válido  el  consentimiento  dado  por  esta  mientras 
se  hallare  bajo  la  potestad  de  aquel;  pero  si  fuere  deposi- 
tada en  lugar  seguro  ,  donde  el  raptor  no  tenga  influjo ,  y 
allí  diere  libremente  su  consentimiento  ,  será  válido  el  ma- 
trimonio. Conc.  Trident.,  de  reformât,  malrim.,  cap  6. Véase 
Rapto. 

Tales  son  los  impedimentos  que  según  las  leyes  eclesiás- 

(1)  Sobre  esto  puede  verse  á  Berardi ,  dis.  4 ,  cap.  5  ,  al  prin- 
cipio. I.ey  9,  tit.  1,  l'art.  4. 

(2)  Conc.  Trid.',  ses.  2'i,  cap.  4  de  reform.  matrim,;  cap.  8 
de  consang.  el  affinit.  I.ey  5,  tít.  fi,  Part.  4. 

(5)  Can.  29,  caus.  ¿7,  q.  2. 

{k)  Ley  5,  tít.  2,  lil).  10  de  la  Nov.  Rcc. 


ticas  y  civiles  hacen  nulo  el  matrimonio.  Ellos  se  dividen, 
como  es  de  observar,  en  relativos  y  absolutos  :  son  relativos 
los  que  popen  obstáculo  al  matrimonio  de  ciertas  personas 
solo  entre  ellas ,  como  por  ejemplo  el  que  resulta  del  paren- 
tesco; y  son  absolutos  los  que  se  oponen  al  matrimonio  de 
una  persona  con  cualquiera  otra ,  como  por  ejemplo  el  or- 
den sagrado ,  la  profesión  religiosa  y  la  existencia  de.  un 
matrimonio  anterior.  ¿ 

Dispensa  de  impedimentos  dirimentes. 

De  los  impedimentos  dirimentes ,  sean  absolutos  ó  relati- 
vos, hay  unos  que  no  admiten  dispensa,  y  otros  que  pue- 
den dispensarse  por  legítima  autoridad. 

Dispensa  no  es  otra  cosa  que  la  licencia  ó  autorización 
que  se  concede  para  contraer  matrimonio  á  ciertas  personas' 
que  de  otro  modo  no  podrían  celebrarle  válidamente  por 
tener  alguno  de  los  impedimentos  que  le  dirimen.  ¿A  quién 
pertenece  el  poder  de  conceder  tales  dispensas?  ¿Cuáles  son 
las  especies  de  impedimentos  que  pueden  dispensarse?  ¿Qué 
principios  rigen  en  la  concesión  de  las  dispensas?  ¿Qué 
causas  han  de  alegarse  para  obtenerlas?  ¿Qué  debe  conte- 
ner la  súplica  en  que  se  piden,  y  cuál  es  la  forma  de  ellas? 
Há  aquí  las  cuestiones  á  que  vamos  á  satisfacer  por  su  orden. 

Primero.  ¿A quién  pertenece  la  facultad  de  conceder  dis- 
pensas de  los  impedimentos  de  matrimonio?  El  matrimonio 
debe  considerarse  como  contrato  y  como  sacramento  :  como 
contrato  está  sujeto  á  las  leyes  seculares ,  y  como  sacramento 
á  las  reglas  de  la  Iglesia.  De  aquí  es  que,  en  principio,  así  la 
potestad  eclesiástica  como  la  secular  pueden  establecer  im- 
pedimentos dirimentes  y  dispensar  de  ellos.  Todos  los  que 
se  establecieron  en  los  primeros  siglos  de  la  Iglesia  lo  fueron 
por  las  leyes  de  los  emperadores  :  Teodosio  el  Grande  fué 
quien  prohibió  el  matrimonio  entre  primos  hermanos  bajo 
pena  de  nulidad  :  Justiniano  quien  hizo  del  parentesco  es- 
piritual un  impedimento  dirimente;  y  el  de  disparidad  de 
culto  ó  diferencia  de  religion  fué  introducido  por  Valen- 
tiniano,  ValoJile,  Teodosio  y  Arcadio,  que  prohibieron  los 
matrimonios  de  los  cristianos  con  los  judíos.  Así  que,  la  po- 
testad secular  era  á  quien  pertenecía  el  poder  de  dispensar 
de  ellos ,  porque  el  legislador  es  el  único  que  tiene  derecho 
de  conceder  esenciones  de  sus  leyes  ;  y  efectivamente  los 
príncipes  se  reservaron  y  usaron  la  facultad  de  conceder 
dispensas,  sin  que  nadie  creyese  que  cometían  una  usur- 
pación, como  es  de  ver  por  la  historia  y  por  las  leyes  1  y 
2  ,  tít.  5  ,  lib.  5  del  Fuero  Juzgo.  Los  protestantes  han  con- 
testado á  la  Iglesia  el  derecho  de  establecer  impedimentos 
dirimentes  y  el  de  acordar  dispensas;  pero  contra  la  doc- 
trina de  estos  sectarios  se  hizo  el  canon  3  de  la  sesión  24 
del  concilio  de  Trento  que  dice  :  Si  quis  dixeril  eos  tantiim 
consanguinitatis  et  affinilalis  gradus  qui  in  Levilico  expri- 
munlur,  posse  impediré  matrimonium  conlrahendum ,  et 
contractum  dirimere,  nec  posse  Ecclesiam  in  nonnulis  eorum 
dispensare,  aut  constituera  ut  plures  impediant  aut  diri- 
mant,  anathema  sil.  Mas  es  de  observar  que  como  el  ma- 
trimonio no  está  sometido,  en  principio,  á  la  potestad  ecle-» 
siástica  sino  en  cuanto  es  sacramento,  los  impedimentos 
establecidos  por  ella  debían  recaer  por  sí  mismos  solamente 
sobre  el  sacramento  y  no  sobre  el  contrato  civil;  y  por  la 
propia  razón ,  las  dispensas  concedidas  por  la  misma  po- 
testad no  podían  ser  suficientes  para  la  celebración  del 
contrato  ,  que  es  la  materia  del  sacramento.  Sin  embar- 
go ,  tanto  los  impedimentos  establecidos  por  la  Iglesia 
como  sus  dispensas  recaen  sobre  el  matrimonio,  ya  sa 
considere  como  sacramento  ,  ya  como  contrato  civil  ;  por- 
que la  potestad  secular  ha  recibido  y  convertido  en  leyes 
los  cánones  en  que  se  establecen  los  impedimentos,  y  auto- 
rízalas dispensas  que  á  sus  subditos  concede  la  eclesiástica. 
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—  Sentado  ya  este  principio ,  ¿  tiene  cada  obispo  en  su  dió- 
cesis el  derecho  de  ejercer  el  poder  que  goza  la  Iglesia  de 
dispensar  los  impedimentos  del  matrimonio,  ó  está  reservada 
esta  facultad  al  papa  esclusivamente?  No  hay  canon  que 
haya  decidido  esta  cuestión.  En  el  concilio  de  Trento  se  di- 
vidieron las  opiniones  :  los  Padres  franceses  y  españoles  se 
declararon  á  favor  de  los  obispos,  y  los  italianos  á  favor  del 
papa,  de  modo  queelpunto  quedó  indeciso,  contentándose 
el  concilio  con  decir  en  términos  generales  que  cuando  hu- 
biese lugar  á  la  dispensa  se  concediese  por  aquellos  á  quie- 
nes perteneciere  :  Si  urgens  juslaque  ratio  postulaverit  cuín 
aliquibus  dispensandum  esse ,  id  causa  cognita  ac  summa 
■maturilatc ,  alque  gratis ,  A  quibtjscumque  ab  qtjos  bispen- 
satio  pertinebit  ERiT  PR^stANDUM.  Sess.  2b  (fe  reformai., 
cap.  18.  El  uso  pues  no  es  uniforme  en  todas  partes.  En 
muchas  diócesis  fuera  de  estos  reinos  se  han  mantenido  los 
obispos  en  la  posesión  de  conceder  dispensas  de  los  impe- 
dimentos de  parentesco  y  afinidad  en  tercero  y  cuarto  gra- 
do :  en  otras  no  las  conceden  los  obispos  sino  álos  pobres; 
y  en  otras,  como  entre  nosotros  ,  solo  el  supremo  pontífice 
ejerce  el  poder  de  dispensar,  con  esclusion  de  los  obispos. 

Mas  el  supremo  pontífice  puede  delegar  este  poder,  como 
efectivamente  lo  ha  delegado  y  delega  muchas  veces.  Cle- 
mente XIV  por  su  breve  de  27  de  marzo  de  1770  concedió 
á  los  arzobispos  y  obispos  de  los  estados  españoles  de  ul- 
tramar facultad  por  veinte  años  para  dispensar  en  los  matri- 
monios ya  contraidos  y  los  que  se  pretendiesen  contraer 
entre  parientes  de  cualquier  grado  de  consanguinidad  ó 
afinidad.  Por  otro  breve  de  23  de  julio  de  1778  el  papa 
Pió  VI  amplió  por  diez  años  á  dichos  prelados  la  facultad 
de  dispensar  en  tercero  y  segundo  grado  de  afinidad  con 
atingencia  del  primero ,  solo  en  la  línea  transversal.  Y  por 
otro  breve  de  8  de  setiembre  de  1789,  inserto  en  cédula 
de  18  de  agosto  de  1790,  se  otorgó  indulto  á  los  mismos 
■  prelados  por  otros  veinte  años  para  dispensar  en  ambos  fue- 
ros los  impedimentos  de  consanguinidad  y  afinidad  en  cua- 
lesquiera grados  de  la  línea  colateral,  así  con  respecto  á  los 
matrimonios  futuros  como  á  los  ya  celebrados  con  noticia 
del  impedimento  ,  y  para  declarar  legítima  la  prole  habida 
de  semejantes  matrimonios.  Nota  8,  lit.  2 ,  lib.  10,  Nov.  Rcc. 

Ei  comisario  general  de  la  Cruzada  tiene  jurisdicción  de- 
legada del  papa  para  dispensar  por  lo  que  haco  al  fuero  de 
la  conciencia  en  el  impedimento  dirimente  de  afinidad,  na- 
cida de  cópula  ilícita ,  cualquiera  que  sea  el  grado  y  la 
línea,  concurriendo  las  condiciones  siguientes  :  Ia.  que  en 
el  matrimonio  contraído  con  dicho  impedimento  se  hayan 
observado  las  formalidades  prescritas  por  el  concilio  de 
Trento  ;  %\ .que  el  impedimento  permanezca  oculto  ;  5\  que 
el  uno  de  los  cónyuges  se  haya  casado  con  buena  fé  ;  y 
4a.  que  se  dé  noticia  de  la  nulidad  del  matrimonio  al  cón- 
yuge que  lo  ignora,  callándole  la  causa  si  conviniere,  á  fin 
de  que  el  matrimonio  se  revalide,  aunque  sea  en  secreto. 
Disp.  de  la  misma  bula ,  y  opinion  común  de  los  teólogos  y 
canonistas. 

Los  obispos  pueden  dispensar  para  el  fuero  internó  en  los 
impedimentos  dirimentes  después  de  contraído  el  matrimo- 
nio, concurriendo  las  condiciones  que  siguen  :  Ia.  que  el 
impedimento  sea  oculto  y  el  matrimonio  público;  2;i.  que 
los  cónyuges  ó  el  uno  de  ellos  se  hayan  casado  de  buena  fe 
por  ignorancia  del  impedimento;  5;".  que  no  puedan  fácil- 
mente separarse  sin  grave  inconveniente  ;  '¡:1.  que  haya  pe- 
ligro de  incontinencia  ó  de  infamia  ó  de  olro  grave  nial  en 
la  dilación ,  de  modo  que  no  pueda  esperarse  la  dispensa 
üiel  papa  ó  de  quien  haga  sus  veces.  Opinion  común  de  los 
doctores,  y  especialmente  de  Benedicto  XIV  en  su  obra  De 
Synodo  diœcesana  ,  lib.  9,  cap.  2,  n.  2. 

También  pueden  dispensar  los  obispos  unies  de  la  cele- 
bración del  matrimonio,  según  la  opinion  común,  de  los  im- 


pedimentos dirimentes  quesean  ocultos,  cuándo  son  tales 
las  circunstancias  que  no  puede  diferirse  sin  escándalo ,  in- 
famia ú  otro  grave  mal  la  celebración  del  matrimonio  hasta 
que  se  obtenga  la  dispensa  del  papa. 

El  nuncio  ó  legado  apostólico  tiene  jurisdicción  delegada 
del  papa  para  dispensar  en  el  distrito  de  su  legacía  sobre  el 
impedimento  de  pública  honestidad  antes  y  después  de  con- 
traído el  matrimonio  :  puede  dispensar  igualmente  en  los 
casos  en  que  pueden  los  obispos;  y  ademas  suele  traer  fa- 
cultades especiales  del  pontífice  para  otras  dispensaciones. 

Por  rescripto  pontificio  de  12  de  enero  de  1859,  á  que  so 
dio  el  pase  regio  en  20  de  setiembre  del  mismo  año ,  se  halla 
autorizado  el  vicegerente  en  la  nunciatura  apostólica  de 
Madrid  : 

«  Io.  Para  revalidar  en  ambos  fueros  las  letras  de  dispen- 
sación espedidas  por  la  sede  apostólica  sobre  el  impedimento 
del  tercer  grado ,  ó  de  tercero  y  cuarto ,  ó  del  cuarto  simple 
de  consanguinidad  ó  afinidad,  las  cuales  fuesen  nulas  por 
causa  de  incesto  callado  en  las  preces  ,  ó  cometido  ó  reite- 
rado después  de  remitidas  las  preces  yantes  de  la  ejecución 
de  la  dispensa ,  con  absolución. 

»  2o.  Para  revalidar  igualmente  en  ambos  fueros  los  nia- 
trimonios  contraidos  de  buena  fe  que  tengan  el  vicio  de  nu- 
lidad por 'causa  de  impedimento  canónico  descubierto 
después ,  pero  no  pasando  del  tercer  grado  de  consanguini- 
dad ó  afinidad. 

»  3o.  Para  dispensar  también  en  ambos  fueros  sobre  los 
impedimentos  citados  en  el  número  primero,  previa  la  ab- 
solución ,  si  fuere  necesario ,  en  los  matrimonios  que  hayan 
de  contraerse ,  si  se  descubriere  alguno  de  los  impedimentos 
sobredichos  ,  después  de  obtenida  dispensa  apostólica  sobre 
otro  impedimento,  y  pudiesen  orignarse  escándalos  ú  otros 
perjuicios  por  la  dilación  de  recurso  á  Roma,  y  estando 
todas  las  cosas  preparadas  para  la  boda,  previa  sin  embargo 
atestación  del  Ordinario,  y  encargando  su  conciencia  en  la 
ejecución. 

»  'i°.  Para  dispensar  en  cuanto  al  fuero  interno,  previa 
en  cuanto  fuere  necesario  la  absolución ,  sobre  el  impedi- 
mento oculto  de  crimen  en  los  matrimonios,  tanto  contraidos 
como  que  se  hayan  de  contraer,  con  tal  que  sea  sin  maqui- 
nación alguna. 

»  S°.  Para  conmutar  igualmente  en  cuanto  al  fuero  inter- 
no, habiendo  causa  justa  y  razonable ,  los  votos  de  castidad 
perpetua,  con  tal  que  fueren  simples  y  hechos  privadamente, 
en  la  confesión  sacramental  todos  los  meses,  solamente  para 
el  efecto  de  contraer  matrimonio. 

Los  núms.  6°.,  7o.  y  8o.  se  refieren  á  otros  objetos. 

»  9°.  Para  dispensar  ademas  en  el  fuero  interno,  para 
pedir  el  débito  conyugal  al  transgresor  del  voto  de  castidad 
que  hubiere  contraído  matrimonio  con  dicho  impedimento. 

»  10.  Para  dispensar  en  el  fuero  interno  con  el  incestuoso 
ó  incestuosa  para  pedir  el  débito  conyugal,  cuyo  derecho 
perdió  por  la  afinidad  oculta  sobreviniente  por  la  cópula 
carnal  tenida  con  consanguíneo  ó  consanguínea,  ya  sea  ert 
primer  grado  ó  en  primero  y  segundo ,  ó  en  segundo  grado, 
cío  su  marido  ó  de  su  respectiva  mujer. 

»  1 1 .  Para  dispensar  asimismo  en  el  fuero  interno  sobre- 
el  impedimento  oculto  de  primer  grado,  y  del  primero  y 
segundo  ,  y  del  segundo  solo  de  afinidad  proveniente  de 
ilícita  cópula  carnal ,  tanto  en  los  matrimonios  contraídos 
con  dicho  impedimento,  como  en  los  que  se  hubieren  do 
con!  raer. 

»  12.  Para  dispensar  finalmente,  también  en  el  fuerointerno, 
en  los  matrimonios  que  hubieren  de  contraerse  ,  previa  en 
cuanto  fuere  necesario  1*  absolución ,  sobre  el  impedimento 
oculto  de  parentesco  espiritual ,  á  escepcion  de  entre  el  bau- 
tizado v  su  padrino  ,  ó  vice-versa.  » 

Segundo.  ¿Cuáles  son  las  especies  de  impedimentos  quo 
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pueden  dispensarse?  Es  claro  que  no  puede  obtenerse  dis- 
pensa de  aquellos  impedimentos  que  se  fundan  en  la  natu- 
raleza misma  del  matrimonio  ó  en  el  derecho  natural  ó  di- 
vino ;  como  la  falta  de  razón  ó  de  pubertad ,  la  impotencia,  la 
existencia  de  un  matrimonio  anterior,  etc.  —  El  impedi- 
mento que  resulta  de  la  promoción  «  las  órdenes-  sagradas 
no  suele  dispensarse,  aunque  solo  es  de  derecho  posilivo;  y 
todavía  es  mas  difícil  de  lograrse  la  dispensa  del  impedi- 
mento de  la  profesión  religiosa.  Sostienen  sin  embargo  los 
teólogos  y  canonistas  que  pueden  dispensarse  en  caso  de 
que  así  lo  exija  la  utilidad  común  de  la  Iglesia  ó  de  algún 
reino  ó  estado  ;  y  no  han  faltado  papas  que  han  aprobado  do 
hecho  esta  opinion,  concediendo  dispensas  á  cardenales, 
obispos,  religiosos  y  monjas  profesas  para  contraer  matri- 
monio. Celestino  III  la  otorgó  á  Constancia  hija  de  Roger  rey 
de  Sicilia,  la  cual  siendo  monja  profesa  en  Palermo  se  casó 
con  Enrique  VI  :  Alejandro  III,  á  Nicolas  Justiniano  monje 
sacerdote  en  el  monasterio  de  San  Nicolas  del  orden  de  san 
Benito  :  Gregorio  XIII ,  á  un  hermano  del  cardenal  Joyosa, 
sacerdote  profeso  y  provincial  del  orden  de  capuchinos;  y 
Alejandro  VIII  á  Francisco  Leopoldo  ,  canónigo  subdiácono. 
Igual  dispensa  obtuvieron  César  Borgia,  cardenal  diácono; 
el  rey  don  Ramiro  de  Aragon ,  llamado  el  rey  monje  ;  Judita , 
monja  de  Ralisbona  ,  que  después  fuá  mujer  de  tres  reyes; 
y  otros  varios  presbíteros ,  diáconos  y  subdiáconos  ,  como 
asimismo  rehgiosos  profesos  de  ambos  sexos  que  nos  refieren 
los  autores. 

También  conceden  al  pontífice  la  facultad  de  dispensar  y 
disolver  el  matrimonio  ralo ,  consintiendo  en  ello  los  cónyu- 
ges y  mediando  justa  causa;  y  efectivamente  usaron  de  este 
poder  Gregorio  VII ,  Marti  no  V,  Eugenio  IV,  san  Pió  V, 
Gregorio  XII  y  Urbano  VIH.  Solo  en  un  dia  disolvió  qnoad 
vinculum  Gregorio  XIII  catorce  matrimonios  que  no  se  ha- 
bían consumado. 

Por  lo  que  hace  al  parentesco,  se  ha  de  distinguir  de  líneas 
y  de  grados.  El  impedimento  de  parentesco  en  línea  recta 
no  es  capaz  de  dispensa  en  ningún  grado,  porque  tiene  su 
fundamento  en  el  derecho  natural,  que  ha  hecho. mirar  por 
todas  las  naciones  como  incestuosa  y  nefaria  la  union  entre 
ascendientes  y  descendientes.  —  Con  respecto  á  la  línea 
colateral  no  se  dispensa  jamas  entre  hermano  y  hermana, 
porque  este  impedimento  está  fundado  en  el  derecho  natural 
yen  el  Levítico  :  Qui  acceperit  sororem  suam,  dice  el  ver.  17, 
cap.  20,  fiiiam  palris  sui ,  vcl  fdiam  malris  suœ  ,  et  viderit 
turpiludinem  ejus  ,  iliaque  conspexcril  fralris  ignominiam , 
nefariam  rem  operali  sunt,  occidenlur  in  conspcclu  populi 
sui.  Tampoco  parece  susceptible  de  dispensa  el  matrimonio 
del  sobrino  con  su  lia,  porque  ademas  de  que  el  respeto  que 
el  sobrino  debe  á  la  tia  tiene  cierta  incompatibilidad  con  la 
sumisión  que  la  tia  debería  como  mujer  al  sobrino  como  ma- 
rido, está  prohibido  espresamente  este  enlace  por  el  ver.  19 
de  dicho  cap.  20  del  Levítico,  que  dice  :  Turpiludinem  ma- 
icrlcrœ  cl  amilœ  luœ  non  discooperies.  No  puede  decirse 
otro  tanto  del  matrimonio  del  lio  con  su  sobrina,  pues  ni 
está  prohibido  por  el  Levítico  ,  ni  el  respeto  que  la  sobrina 
debe  al  tio  se  opone  á  la  sumisión  que  le  debería  como 
mujer.  Así  es  que  aunque  este  matrimonio  ha  sido  mirado 
siempre  como  contrario  al  derecho  natural;  y  aunque  el 
emperador  Zenon  lo  llama  nefandum  scelus,  prohibiendo  que 
se  le  pida  licencia  para  contraerle,  tenemos  sin  embargo 
-muchos  ejemplos  de  dispensas  concedidas  por  los  papas  en- 
tre tios  y  sobrinas,  como  las  que  se  otorgaron  á  Waldemaro, 
rey  de  Suecia  ,  para  casarse  con  Sofía  hija  de  su  hermano 
Erico,  rey  de  Dinamarca,  y  à  Felipe  II,  rey  de  España  , 
para  casarse  en  cuartas  nupcias  con  Ana  de  Austria,  hija  de 
su  hermano  el  emperador  Maximiliano;  y  ya  después  han 
llegado  à  ser  tan  frecuentes ,  que  cada  áia  vemos  las  logran 


sin  dificultad  los  simples  particulares.  •—  El  concilio  de 
Trento  prohibió  dispensar  entre  primos  hermanos ,  sino  es 
á  grandes  príncipes  y  por  razones  de  estado  :  In  secundo 
gradunumquam  dispenselur,  nisi  inter  magnos  principes , 
el  ob  publicam  causant  ;  sess.  24  ,  cap/8  ,  lit.  de  reformat 
malrim.  Es  costumbre,  no  obstante,  en  la  corte  de  Rom» 
conceder  dispensas  para  el  matrimonio  de  primos  hermanos 
á  todos  los  que  las  piden;  y  con  mayor  razón  se  otorgan  á 
los  primos  que  se  hallan  en  grado  mas  remoto. 

En  cuanto  al  impedimento  de  afinidad,  es  necesario  dis- 
tinguir también,  como  en  el  parentesco,  las  líneas  y  los 
grados.  En  la  línea  recta  no  es  capaz  de  dispensa  este  impe- 
dimento, cualquiera  que  sea  el  grado,  por  fundarse  en  la 
ley  natural  y  en  el  Levítico  :  Qui  dormierü  cum  noverca  sua, 
cl  revelaverit  ignominiam  palris  sui ,  mor  le  morialur;  Levil. 
-20,  v.  11.  Si  quis  dormieril  cum  nuru  sua,  ulerque  moría- 
tur;  v.  12.  —  En  la  línea  colateral ,  aunque  el  Levítico  pro- 
hibe espresamente  el  matrimonio  de  un  hermano  con  la 
viuda  de  su  hermano  :  Turpiludinem  uxoris  fralris  lui  non 
revelabis ,  quia  lurpiludo  fralris  lui  est;  cap.  18,  v.  10; 
tenemos  no  obstante  célebres  ejemplos  de  dispensas  conce- 
didas en  tal  caso ,  como  el  de  la  otorgada  por  Julio  II  á  En- 
rique VIII,  rey  de  Inglaterra,  para  casarse  con  Catalina  de 
Aragon  ,  viuda  de  su  hermano  Arthuro  ,  y  el  de  la  concedida 
por  el  papa  Inocencio  X  á  Casimiro,  rey  de  Polonia,  para 
casarse  con  María  de  Gonzaga  ,  viuda  de  su  hermano  Ula- 
dislao  ;  bien  que  se  dice  que  los  matrimonios  de  Arthuro  y 
Uladiálao  no  habían  sido  consumados.  Por  las  demás  espe- 
cies de  afinidad  de  la  línea  oblicua  no  se  niega  la  dispensa; 
y  así  vemos  con  frecuencia  ejemplos  de  particulares  quo 
obtienen  permiso  del  papa  para  casarse  con  hermanas  de  sus 
difuntas  mujeres;  á  pesar  del  horror  que  causaba  á  sart 
Basilio  la  pregunta  sobre  la  posibilidad  de  semejantes  en- 
laces. Hanse  visto  también  ejemplos  de  dispensas  concedidas 
á  sobrinos  para  casarse  con  las  viudas  de  sus  tios,  aunque  tal 
matrimonio  parece  espresamente  prohibido  por  el  Levítico: 
Turpiludinem  palrui  tui  non  revelabis,  nec  accedes  ad 
uxorem  ejus  ;  Levil.  18  ,  ik. 

El  parentesco  civil ,  que  es  el  que  resulta  de  la  adopción, 
produce  impedimento  dirimente  del  matrimonio  :  pero  como 
no  está  ya  en  uso  la  adopción  solemne,  no  puede  haber  lugar 
al  impedimento  ni  á  la  dispensa.  —  El  impedimento  que  nace 
del  parentesco  espiritual,  esto  es ,  del  parentesco  que  se  con- 
trae por  el  bautizante  ó  confirmante  y  el  padrino  ó  madrina 
con  la  persona  bautizada  ó  confirmada  y  con  el  padre  y  la 
madre  de  esta  persona,  suele  dispensarse  con  facilidad. 

El  impedimento  de  publica  honestidad  -,  que  es  el  que  re- 
sulta de  los  esponsales  y  del  matrimonio  no  consumado,  no 
admite  dispensa  en  la  línea  recta  ,  pues  no  puede  permitirse 
honestamente  lo  que  por  la  pública  honestidad  se  halla  pro- 
hibido ;  y  así  no  puede  darse  licencia  á  ninguno  de  los  des- 
posados ó  de  los  consortes  unidos  por  matrimonio  rato  para 
casarse  con  los  parientes  en  línea  recta  del  otro  desposado  ó 
consorte.  No  debe  decirse  lo  mismo  de  los  matrimonios  del 
uno  de  los  desposados  ó  consortes  con  los  parientes  de  la 
linea  colateral  del  otro;  porque  habiéndose  permitido  y  mi- 
rado mucho  tiempo  como  honestos  tales  enlaces  ,  no  pueden 
parecer  contrarios  ala  pública  honestidad  propiamente  dicha, 
que  es  invariable  :  de  manera  que  la  honestidad  pública  que 
sirve  de  pretesto  al  impedimento  de  estos  matrimonios,  es 
solo  de  derecho  arbitrario  ,  y  por  consiguiente  puede  dis- 
pensarse. 

El  impedimento  del  rapto  es  incapaz  de  dispensa  ,  porque 
el  permiso  que  se  diese  á  un  raptor  para  casarse  con  la  ro- 
bada que  retiene  en  su  poder,  seria  contrario  á  las  buenas 
costumbres",  pues  que  autorizaría  el  crimen.  Lo  propio  debo 
decirse  del  delito  de  adulterio,  y  del  de  homicidio  del  primer 
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cónyuge,  cometidos  con  esperanza  ó  promesa  de  casamiento; 
de  modo  que  no  puede  concederse  dispensa  á  una  mujer  para 
casarse  con  su  adúltero  ó  con  el  asesino  de  su  marido,  siem- 
pre que  el  adulterio  se  hubiese  cometido  con  nromesa  de 
casamiento,  ó  el  homicidio  se  hubiese  ejeesí o  con  la  par- 
ticipación ó  consentimiento  de  ella  ó  hubiese  concurrido  con 
el  adulterio.  Pero  es  de  observar  que  cuando  los  interesados 
han  pasado  á  casarse,  á  pesar  de  este  impedimento  diri- 
mente ,  si  el  crimen  se  ha  mantenido  oculto  entre  ellos  se 
acostumbra  espedirles  en  Roma  un  breve  de  Penitenciaría, 
en  que  seles  concede  dispensa  para  revalidar  su  matrimonio, 
á  fin  de  evitar  el  escándalo  que  resultaría  de  su  separación 
y  de  la  manifestación  de  su  delito. 

Tercero.  ¿  Cuáles  son  los  principios  que  rigen  en  la  con- 
concesion  de  las  dispensas?  Los  superiores  eclesiásticos  no 
ejercen  la  soberanía  en  la  Iglesia  sno  solo  un  ministerio  do 
que  son  responsables.  Todos  ellos ,  sin  esc-eptuar  el  papa  , 
están  sometidos  á  las  reglas  que  la  Iglesia  ha  establecido  ;  y 
no  pueden  derogarlas  ó  alterarlas,  ni  permitir  á  los  fieles  que 
las  infrinjan  concediéndoles  sin  justo  motivo  la  dispensa  de 
su  observancia.  Pero  como  estas  reglas  son  obra  de  los 
hombres,  y  están  por  consiguiente  sujetas  á  escepciones, 
del  mismo  modo  que  las  demás  leyes  humanas,  ha  dejado 
la  Iglesia  à  sus  ministros  el  poder  de  conceder  dispensa  de 
ellas  en  los  casos  que  les  parezcan  de  tal  naturaleza  que  si 
se  hubieran  previsto  al  formarlas  se  habrían  esceptuado 
de  las  decisiones  generales.  Solo  pues  en  estos  casos  pueden 
los  superiores  eclesiásticos,  incluso  el  papa,  otorgar  váli- 
damente ,  á  lo  menos  por  lo  que  hace  al  fuero  de  la  con- 
ciencia ,  dispensas  de  las  reglas  de  la  Iglesia  :  las  que  con- 
cedan fuera  de  tales  casos  no  son  sino  abusos  de  poder;  y 
aunque  sean  válidas  en  el  fuero  esterno ,  por  presumirse 
que  el  superior  tuvo  justo  motivo  para  concederlas ,  no 
pueden  los  interesados  servirse  de  tales  gracias  en  el  fuero 
de  la  conciencia  sin  hacerse  culpables  ante  Dios  de  la  infrac- 
ción de  la  regla ,  como  enseña  Van-Espen  apoyándose  en 
Belarmino  :  Plerique  se  securas  existimant ,  dicentes  :  Papa 
dispensavit,  ipse  viderit,  ego  sum  immunis.  Hic  cavillus,  dice 
Belarmino,  securos  mullos  reddit ,  tutum  verá  neminem, 
quoniam  papa  non  est  dominus,  sed  dispensator  ;  idcoQue 
qui  iniquam  dispensalionem  petit ,  iniquilalis  causa  est ,  et 
qui  eadem  utilur,  eadem  semper  irretitur  iniquilale. 

De  estos  principios  sacó  por  consecuencia  el  concilio  de 
Trento  que  no  deben  concederse  sino  muy  rara  vez  dispensas 
de  los  impedimentos  de  matrimonio,  porque  muy  rara  vez 
sucede  que  las  personas  que  las  piden  se  encuentren  en  los 
casos  que  habrían  sido  esceptuados  de  la  regla  si  hubieran 
sido  previstos.  Por  eso  no  se  vio  en  los  doce  ó  trece  primeros 
siglos  de  la  Iglesia  casi  ningún  ejemplo  de  dispensas  conce- 
didas para  contraer  matrimonio  en  los  grados  prohibidos  de 
parentesco  ó  afinidad.  Una  de  las  primeras  dispensas  por 
causa  de  parentesco  fué  ,  según  se  dice ,  la  que  el  papa  Ino- 
cencio III  concedió  al  emperador  Othon  IV  para  casarse  con 
la  hija  de  Felipe  ,  su  competidor,  la  cual  era  su  pariente  en 
cuarto  grado  ;  y  aun  esta  concesión  no  tuvo  lugar  sino  en 
virtud  de  las  mas  vivas  instancias  del  clero  y  del  pueblo 
parala  pacificación  del  imperio.  El  concilio  de  Trento  quiso 
renovar  el  antiguo  espíritu  de  la  Iglesia ,  estableciendo  que 
no  se  concedan  dispensas  para  contraer  matrimonio  contra 
lo  dispuesto  por  los  cánones ,  ó  a  lo  menos  que  no  se  concedan 
sino  rara  vez  ,  por  eausas  justas  y  gratuitamente  :  In  cou- 
trahendis  malrimoniis ,  vel  nulla  omnino  delur  dispensai  ¡o , 
vcl  rara,  idque  ex  causa,  el  gratis  concedalur  ;  sess.  2'l , 
cap.  8,  de  reformât,  malrim.  Pero  este  decreto  del  concilio 
no  se  observa  con  gran  rigor,  pues  bastan  las-  causas  mas 
lijeras  para  que  la  corte  de  Roma  conceda  dispensas  de  los 
impedimentos  de  parentesco  ó  afinidad,  à  lo  menos  en  los 
grados  mas  remotos  aue  el  de  crimos  hermanos  :  bien  que 


para  escusar  esta  relajación  de  disciplina  puede  decirse  que 
la  dificultad  quehabia  en  lo  antiguo  para  acordar  estas  dis- 
pensas, no  procedía  sino  de  la  persuasion  inspirada  por  las 
falsas  decretales  de  que  siempre  habia  tenido  lugar  en  la 
Iglesia  la  prohibición  de  los  matrimonios  en  los  grados  ulte- 
riores al  de  primos  hermanos,  y  que  habiéndose  descubierto 
después  por  la  sana  crítica  la  falsedad  de  dichas  decretales, 
y  siendo  constante  en  el  día  de  hoy  que  la  prohibición  de 
los  matrimonios  mas  allá  de  dicho  grado  no  empezó  á  intro- 
ducirse hasta  el  siglo  vi,  sin  que  las  razones  de  tal  pro- 
hibición sean  de  importancia ,  se  ha  creido  que  no  debia 
ponerse  inconveniente  en  la  dispensa  de  los  impedimentos 
de  parentesco  y  afinidad  en  dichos  grados,  hasta  que  la 
Iglesia  tenga  un  concilio  general  que  los  abrogue. 

Los  superiores  eclesiásticos  han  de  hacer  gran  diferencia 
entre  las  dispensas  que  se  les  piden  para  contraer  un  matri- 
monio que  todavía  no  se  ha  celebrado,  y  las  que  se  les  pi- 
den para  revalidar  un  matrimonio  que  ya  se  ha  contraído 
contra  las  reglas  de  la  Iglesia.  En  el  primer  caso  deben  ser 
muy  difíciles  en  la  concesión  de  la  dispensa;  porque  enton- 
ces permiten  espresamente  ,  y  aun  aprueban  y  autorizan  la 
infracción  de  la  regla  :  mas  en  el  segundo  deben  tener  ma- 
yor facilidad  en  el  otorgamiento;  porque  entonces  no  aprue- 
ban ni  autorizan,  sino  que  solo  toleran  la  infracción  que  ya 
se  ha  cometido,  para  evitar  el  escándalo  y  los  inconvenien- 
tes que  causaría  la  disolución  del  matrimonio.  Todavía  hay 
qué  hacer  otra  distinción  importante  en  este  segundo  caso  , 
y  consiste  en  saber  si  los  interesados  han  pasado  á  la  cele- 
bración del  matrimonio  por  ignorancia  ó  con  conocimiento 
de  la  infracción  que  cometian  :  si  obraron  por  ignorancia  , 
no  debe  habar  dificultad  en  la  dispensa;  pero  si  obraron 
con  conocimiento ,  no  debe  haber  facilidad  en  la  concesión, 
pues  esta  podría  inclinar  á  otras  personas  á  infringir  espre- 
samente la  regla  en  la  confianza  de  obtener  la  dispensa. 
Esta  distinción  se  halla  en  el  concilio  de  Trento,  sess.  2'i, 
cap.  S,  de  reform.  maírim.,  que  dice  así  :  Si  quis  inlra 
gradus  prohibitos  scienter  malrimonium  conlrahere  prxe- 
sumpseril,  separetur,  el  spe  dispensqlíonis  consequendee  ca- 
real:....  quod  si  ignoranter  íd  feccril...  ct  solcmnilv.libus 
adkibitis,  impedimenlum  aliquod  postea  subesxe  cognoscalur, 
cujas  Ule  probabilem  ignorantiam  habu'tl ,  lune  faciliùs  cum 
eo,cl  gratis  dispensari  polerit.  Los  interesados  merecen 
principalmente  esta  gracia,  cuando  luego  que  supieron  el 
impedimento  ,  se  apartaron  de  la  vida  maridable;  y  por  eso 
debe  esponerse  en  la  súplica  esta  última  circunstancia.  La 
primera  parte  del  decreto  del  concilio  de  Trento  que  pro- 
hibe otorgar  dispensa  á  los  que  tenían  noticia  del  impedi- 
mento cuando  celebraron  el  matrimonio,  no  se  ve  observada 
con  exactitud  ,  pues  se  conceden  tales  dispensas  en  la  corte 
de  Roma;  pero  para  que  no  se  tengan  por  obrepticias  so 
exige  que  las  partes  espongan  en  la  súplica  que  sabían  el  im- 
pedimento cuando  se  casaron  y  que  consumaron  el  matrímo- 
nion  con  este  conocimiento  ,  como  igualmente  si  lo  hic 
con  la  mira  de  obtener  la  dispensa  con  mas  facilidad. 

Cuarto.  ¿Qué  causas  han  de  alegarse  para  conseguir  las 
dispensas?  Las  principales  causas  que  suelen  espoñéYsJe  a  1  > 
corte  de  Roma  para  obtener  dispensa  de  los  impedim 
de  parentesco  y  afinidad,  son  las  siguientes.  La  primera  es 
la  que  se  llama  ob  angusüam  loa i,  cuando  espone  una  ¿al- 
tera que  si  se  viese  obligada  á  casarse  fuera  de  su  ] 
tela  tendría  mucha  dificultad  en  encontrar  dentro  del  i 
de  su  domicilio  personas  de  su  estado  con  quienes  pudiese 
contraer  enlace.  —  La  segunda  es  la  que  se  llama  pro  indo- 
tala,  y  la  tercera  la  llamada  ob  incompetenliam  ilolis,  pol- 
las cuales  manifiesta  una  soltera  que  carece  absolutamente 
de  dote,  ó  que  no  tiene  una  dote  suficiente  pava  llevar  las 
cargas  del  matrimonio  con  un  hombre  de  su  estado,  y  que  en 
tal  situación  correría  riesgo  de  no  encontrar  con  quien  ca- 
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sarse ,  si  no  se  le  permite  hacerlo  con  tal  sugeto ,  pariente 
suyo,  que  la  quiere  tomar  sin  dote  ó  solo  con  una  dote  muy 
corta.  — La  cuarta  ,  que  se  llama  pro  vidua  filiis  grávala, 
es  cuando  una  viuda  espone  que  se  halla  cargada  de  hijos , 
y  sin  otros  medios  para  atender  á  su  educación  que  el  de  un 
ramo  de  comercio  que  ella  no  puede  continuar  sino  casán- 
dose con  su  pariente.  En  esta  especie  de  dispensa  se  suele 
insertar  esta  cláusula  :  poslquam  dictus  orator  caveril  se  dic- 
lis  filiis  alimenta  prœslilurum.  —  La  quinta  es  la  que  se  de- 
nomina pro  oratrice  excedente  vigesimum  quarlttm  annum, 
por  la  cual  espone  una  soltera  que  pasando  ya  de  veinte  y 
cuatro  años  sin  haber  encontrado  con  quien  casarse ,  cor- 
rería riesgo  de  quedarse  en  el  celibato  si  no  se  le  permitía 
enlazarse  con  tal  sugeto.  —  La  sexta  razón  es  ob  conserva- 
lionem  fidei,  cuando  espone  una  soltera  que  hay  en  su  pais 
muchos  herejes  ocultos,  y  que  si  no  se  le  da  licencia  para 
casarse  con  fulano  su  primo ,  cuyo  catolicismo  le  es  bien  co- 
nocido ,  quedaría  en  peligro  de  casarse  con  algún  hereje 
oculto  que  podria  pervertirla.  Se  tiene  igualmente  por  justa 
causa  para  obtener  dispensa ,  el  esponer  los  interesados  que 
en  el  pueblo  de  su  domicilio  es  tan  grande  la  corrupción  de 
costumbres  y  tan  corto  el  número  de  timoratos,  que  si  no 
se  les  permite  contraer  entre  sí  matrimonio  tendrán  trabajo 
en  encontrar  allí  otras  personas  de  su  estado  con  quienes 
puedan  convenirse  en  llevar  una  vida  apartada  de  las  com- 
pañías mundanas  y  en  dar  una  educación  cristiana  á  sus  hi- 
jos.—  La  séptima  causa  es  ob  infamiam,  cuando  esponen 
los  interesados  que  la  violencia  de  su  pasión ,  y  no  el  desig- 
nio de  obtener  dispensa  mas  fácilmente,  los  ha  llevado  al 
estremo  de  tener  trato  y  amistad  entre  sí ,  de  modo  que  solo 
el  matrimonio  es  ya  capaz  de  reparar  su  honor  y  evitar  el 
escándalo.  Cuando  los  interesados  no  han  tenido  trato,  se 
dice  solamente  que  se  hallan  poseídos  de  una  violenta  pa- 
sión el  uno  por  el  otro ,  y  que  las  frecuentes  ocasiones  en 
que  tienen  que  verse  los  esponen  á  un  riesgo  manifiesto  de 
sucumbir  á  la  tentación,  si  no  se  les  permite  contraer  ma- 
trimonio. Pueden  todavía  deducirse  otras  muchas  causas  de 
dispensa  ,  como  la  de  poner  fin  á  pleitos  considerables,  la 
de  conservar  los  bienes  de  una  familia  ilustre  ,  la  de  esta- 
blecer la  concordia  por  medio  del  matrimonio  entre  dos  fa- 
milias que  se  han  mirado  como  enemigas ,  ad  sedandas  lites, 
ob  iiiimicilias ,  pro  confirmalionc  pacis,  etc.  —  También  se 
conceden  alguna  vez  dispensas  de  impedimentos  de  paren- 
tesco y  afinidad ,  sin  que  los  interesados  hayan  alegado  en 
la  súplica  motivo  alguno  para  obtenerlas.  Los  canonistas 
dicen  para  autorizar  tales  dispensas ,  que  el  buen  uso  que 
se  hace  de  las  cantidades  que  se  dan  para  conseguirlas  es 
una  causa  justa  para  otorgarlas  ;  pero  esto  no  se  concilia 
muy  bien  con  el  decreto  del  concilio  de  Trento ,  que  ordena 
no  se  concedan  dispensas  sino  rara  vez,  con  justa  causa  y 
gratuitamente,  raro,  idque  ex  causa,  et  gratis  concedalur. 
Mas  aunque  en  la  súplica  no  se  esprese  ninguna  causa  de- 
terminada, suele  decirse  en  términos  vagos  que  los  intere- 
sados piden  la  dispensa  ex  cerlis  ralionalibus  causis  eorum 
ánimos  movenlibus ,  por  ciertas  causas  razonables  que  mue- 
ven sus  ánimos. 

Es  de  advertir  aquí  que  las  súplicas  ó  preces  en  que  se 
piden  las  dispensas  ,  deben  presentarse  al  prelado  diocesano 
ó  á  la  persona  diputada  por  él ,  para  que  con  su  informe  les 
dé  la  dirección  ó  curso  que  corresponde  ;  circuí,  de  11  de  se- 
tiembre de  1778.  Véase  Bula. 

Quinto.  ¿Qué  debe  contener  la  súplica  en  que  se  pide  la 
dispensa?  La  súplica  que  se  dirige  à  la  Dataría  ,  para  obte- 
ner dispensa  de  algún  impedimento  de  matrimonio ,  debe 
contener  en  primer  lugar  los  nombres  de  las  personas  para 
quienes  se  pide.  Guando  el  impedimento  es  particular  al  uno 
de  los  interesados  que  se  proponen  casarse ,  como  v.  gr.  el 
del  subdiáconado  ,  basta  que  se  esprese  su  nombre ,  sin  que 


sea  preciso"  hacer  mención  del  de  la  otra  parte ,  porque  solo 
él  necesita  de  dispensa  ;  pero  cuando  el  impedimento  es  co- 
mún á  los  dos,  como  el  de  parentesco  y  afinidad ,  se  han  de 
manifestar  los  nombres  de  ambos  ,  porque  á  los  dos  se  ha 
de  otorgar  la  dispensa.  Por  lo  demás,  la  dispensa  está  váli- 
damente concedida  á  las  personas  nombradas  en  la  súplica  , 
aun  cuando  estas  personas  no  hayan  dado  su  orden  para 
obtenerla.  Así  es  que  si  tratando  yo  de  casarme  con  una  jo- 
ven ,  me  veo  embarazado  en  mi  proyecto  por  razón  de  afi- 
nidad resultante  de  un  comercio  ilegítimo  que  tuve  con  su 
madre,  ignorándolo  ella ,  puedo  sin  su  participación  y  sin 
su  noticia  solicitar  en  mi  nombre  y  en  el  suyo  la  dispensa 
de  este  impedimento. 

La  súplica  debe  contener  en  segundo  lugar  la  especie  de 
impedimento  cuya  dispensa  se  pide ,  y  la  causa  que  hay 
para  pedirla.  Si  se  enunciase  otra  especie  de  impedimento 
diferente  del  que  en  realidad  tienen  los  interesados ,  la  dis- 
pensa seria  nula.  —  No  basta  decir  que  las  partes  piden  dis- 
pensa por  un  impedimanto  de  parentesco  ó  afinidad  ,  sino 
que  es  necesario  espresar  el  grado  en  que  scm  parientes  ó 
afines  ,  porque  las  dispensas  se  otorgan  mas  ó  menos  fácil- 
mente ,  según  que  el  grado  es  mas  próximo  ó  mas  remoto. 
En  caso  de  desigualdad  de  grados ,  como  cuando  el  paren- 
tesco es  de  segundo  con  tercero  ,  cual  es  el  que  yo  tengo 
con  la  hija  de  mi  primo  hermano  ,  basta  espresar  el  grado 
mas  remoto  ,  según  la  constitución  de  Pió  V,  y  conforme  á 
la  regla  de  los  canonistas  :  ln  linea  inœquali  quolo  gradu 
remolior  persona  dislata  communi  slipite,  tot  gradibuscog- 
nali  distant  inler  se.  Pero  si  se  pidiese  dispensa  para  el  ca- 
samiento de  un  tio  con  su  sobrina  ó  resobrina,  no  se  conten- 
ta Pió  V  con  que  se  diga  que  los  interesados  son  parientes 
en  segundo  ó  tercer  grado,  sino  que  exige  la  espresion  de 
que  son  lio  y  sobrina  ó  resobrina ,  porque  el  impedimento 
de  estas  personas  es  mas  considerable  que  el  de  los  primos. 
Mas  es  de  observar  que  si  la  falta  de  esta  declaración  es 
bastante  para  impedir  al  ordinario  eclesiástico  la  fulmina- 
ción de  la  dispensa,  no  lo  es  para  atacar  el  matrimonio  con- 
traído de  buena  fe  entre  el  tio  y  la  sobrina  en  el  caso  de  que 
el  ordinario  hubiere  hecho  la  fulminación  sin  tomar  en  con- 
sideración dicho  defecto.  —  Cuando  hay  dos  parentescos 
entre  los  interesados,  no  basta  decir  en  la  súplica  que  son 
parientes  en  tal  grado,  sino  que  es  necesario  espresar  los 
dos  parentescos,  porque  realmente  forman  dos  impedimen- 
tos que  necesitan  de  dispensa;  y  así  para  el  matrimonio  de 
dos  primos  hermanos  es  preciso  manifestar  si  son  tales  pri- 
mos así  por  parte  de  padre  como  por  la  de  madre.  Pero 
cuando  el  un  impedimento  supone  al  otro ,  no  es  necesario 
enunciar  sino  el  uno  solo  :  de  manera  que  si  habiendo  tú 
v.  gr.  celebrado  esponsales  con  una  mujer  y  contraído  en 
seguida  matrimonio  con  ella ,  te  quieres  casar  después  de 
su  muerte  con  una  de  sus  hermanas ,  no  necesitáis  manifes- 
tar el  impedimento  de  pública  honestidad  que  resultó  de  los 
desposorios ,  sino  solo  el  de  afinidad  procedente  del  matri- 
monio consumado ,  porque  en  este  impedimento  se  supone  y 
contiene  aquel  eminenter.  í 

Finalmente  cuando  los  interesados  que  han  tenido  entre 
sí  trato  ilícito ,  piden  dispensa  de  parentesco  ó  afinidad  ,  la  \. 
súplica  debe  contener  la  confesión  ó  declaración  del  trato  ,  '•■ 
manifestando  si  lo  han  tenido  con  conocimiento  de  su  pa- 
rentesco ó  afinidad  ó  sin  tal  conocimiento,  como  también  si 
han  procedido  á  este  estremo  con  la  mira  de  obtener  mas 
fácilmente  dispensa  ó  sin  este  designio.  Así  está  ordenado 
en  la  bula  de  Pió  V,bajo  la  pena  de  que  la  omisión  de  la  de- 
claración del  trato  ilícito  Ó  de  sus  citadas  circunstancias  ha- 
ria  obrepticia  y  nula  la  dispensa.  Algunos  autores  añaden 
que  el  trato  ilícito  que  interviniese  después  de  la  espedicion 
hecha  por  la  corte  de  Roma,  pero  antes  de  la  fulminación  , 
haría  nula  la  dispensa  ,  la  cual  no  podria  ya  fulminarse -vá- 
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lidamente ,  porque  el  papa  no  da  poder  de  dispensar  al  or- 
dinario á  quien  se  dirige  sino  bajo  la  condición  de  que  el 
contenido  de  la  súplica  sea  verdadero  al  tiempo  de  la  fulmi- 
nación :  si  Ha  est ,  dispensa.  En  todos  estos  casos  se  tiene 
que  acudir  nuevamente  á  Roma  en  solicitud  de  nuevas  le- 
tras que  revaliden  ó  habiliten  la  dispensa ,  las  cuales  se  lla- 
man letras  de  perinde  valere  :  bien  que  en  algunas  partes  se 
acostumbra  en  tales  casos  dirigirse  al  obispo ,  quien  en  vista 
de  la  esposicion  que  se  le  presenta  permite  á  los  interesados 
servirse  de  la  dispensa,  no  obstante  estas  omisiones,  prin- 
cipalmente cuando  la  tardanza  podría  causar  algún  escán- 
dalo ó  inconveniente.  El  trato  ilícito  posterior  á  la  fulmina- 
ción de  la  dispensa ,  no  la  invalida  ni  produce  necesidad  de 
confirmación. 

Sixto.  ¿Cuál  ¡es  la  forma  de  las  dispensas?  Las  dispensas 
de  los  impedimentos  de  matrimonio  se  despachan  en  la  Da- 
taría de  Roma  in  forma  commissoria ,  esto  es,  en  forma  de 
comisión.  Esta  forma  se  llama  así ,  porque  en  virtud  de  la 
súplica  que  se  presenta  ó  dirige  al  papa  por  los  interesados 
se  les  despacha  por  la  Dataría  un  instrumento  en  que  el  papa 
comete  y  delega  al  ordinario  eclesiástico  de  la  diócesis  de 
aquellos  para  que  les  conceda  la  dispensa  pedida,  s¿  preces 
vertíale  nilaniur,  es  decir,  si  mediante  información  reco- 
noce que  son  verdaderos  los  hechos  espuestos  en  la  súplica 
o  demanda,  la  cual  se  le  copia  ó  transcribe  por  entero  en 
las  letras.  De  donde  resulta  que  esto  despacho  ó  rescripto 
no  es  propiamente  la  dispensa  ,  sino  solo  un  poder  ó  comi- 
sión que  da  el  papa  al  ordinario  para  conceder  la  dispensa. 
Cuando  hay  muchos  ordinarios,  las  letras  se  entienden 
dirigidas  al  ordinario  diocesano  del  territorio  de  los  inte- 
resados; y  cuando  estos  son  de  diferentes  diócesis,  las  letras 
se  dirigen  regularmente  al  ordinario  de  la  diócesis  de  la  mu- 
jer. El  ordinario  es  delegado  en  su  calidad  de  ordinario;  y 
así  es  que  en  caso  de  muerte  ó  destitución  ,  el  poder  pasa 
por  derecho  al  sucesor.  Por  la  misma  razón ,  el  poder  conr 
cedido  en  el  breve  no  se  estingue  por  la  muerte  del  pontífice 
acaecida  antes  de  la  fulminación  ,  porque  el  papa  lo  ha 
otorgado  como  papa  y  no  en  su  propio  nombre. 

Cuando  los  interesados  no  tienen  medios  para  pagar  la 
cantidad  señalada  en  el  arancel  de  la  Dataría  por  las  letras 
de  dispensa,  deben,  manifestar  en  la  súplica  su  estado  de 
pobreza  y  acompañar  un  atestado  auténtico  espedido  en 
forma  por  el  ordinario,  en  que  se  afirme  que  ambos  son  po- 
bres y  no  viven  sino  de  su  trabajo;  en  cuya  vista  so  les 
espídela  dispensa  in  forma  pauperum  con  inserción  de  estas 
palabras  :  qui  pauperes  et  miserabiles  exislv.nl ,  et  ,ex  labore 
el  industrial  sua  lunlàm  vivunt ,  con  lo  que  se  escusan  del 
pago  de  la  cantidad  que  suele  llevar  la  Dataría. 

Cuando  los  interesados  tienen  muchos  impedimentos  di- 
rimentes, debe  concederse  su  dispensa  en  unas  mismas  le- 
tras; pues  concediéndose  en  letras  distintas,  seria  nula, 
como  que  se  tendría  por  una  obrepción  hecha  al  papa,  quien 
habría  podido  tener  mas  dificultad  en  dispensar  si  hubiera 
sabido  el  concurso  de  los  dos  impedimentos.  —  Las  dispen- 
sas que  se  sofrita»,  ppr.  un  impedimento  secreto  para  reva- 
lidar en  el  fuero  de  la  conciencia  un  matrimonio  que  ya  se 
ha  contraído ,  se  espiden  por  un  breve  ó  despacho  de  la 
Penitenciaría ,  dirigido  á  un  sacerdote  aprobado  que  los 
partes  se  habrán  elegido  por  su  confesor,  quien  después  de 
hacer  uso  de  dicho  breve ,  debe  hacerlo  pedazos  ó  quemar- 
lo ,  de  modo  que  no  quede  vestigio  alguno  de  él.  Semejantes 
dispensas  no  producen  efecto  sino  en  el  fuero  de  la  concien- 
cia ;  mas  por  lo  que  hace  al  fuero  esterno  no  son  capaces  de 
revalidar  el  matrimonio  en  caso  de  que  el  impedimento 


secreto  llegase  á  descubrirse. 
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Por  el  oficio  de  la  sagrada  Penitenciada  se  pueden  conce- 
der dispensas  en  ambos  fueros  de  los  impedimentos  de 
ovarte-  grado  simple,  ó  de  cuarto  mixto  con  tercero  sola- 


mente, por  lo  respectivo  á  matrimonios  ya  contraidos,  con- 
curriendo las  circunstancias  siguientes  :  Ia.  que  los  matri- 
monios se  hayan  contraído  de  buena  fe  con  ignorancia  ríe) 
impedimento  y  observada  la  forma  prescrita  en  el  concilio 
de  T rento;  2a.  que  los  suplicantes,  después  de  descubierto 
el  impedimento  ,  se  hayan  abstenido  entre  sí  decónula  car- 
nal ;  5a.  que  las  súplicas  ó  preces  se  presenten  en  la  Data- 
ría apostólica,  y  por  ella  se  remitan  á  la  Penitenciaria  con 
las  facultades  necesarias  y  conducentes  á  efecto  de  que  las 
conceda  graciosamente.  Breve  de  28  de  junio  de  1780  ,  in- 
serto en  real  cédula  de  ii  de  marzo  de  1781 . 

Séptimo.  ¿Qué  es  y  cómo  se  hace  la  fulminación  ó  ejecu- 
ción de  las  dispensas?  La  fulminación  de  la  dispensa  no  es 
otra  cosa  que  una  sentencia  por  la  que  el  ordinario,  después 
de  hacer  una  información  sobre  la  verdad  de  los  hechos  es- 
puestos en  la  súplica  ,  dispone  que  los  interesados  gocen  de 
los  efectos  de  la  dispensa,  y  les  permite  en  su  virtud  con- 
traer el  matrimonio  que  desean.  Esta  sentencia  de  fulmina- 
ción es  pues  la  que  propiamente  contiene  la  concesión  de  la 
dispensa,  y  las  letras  espedidas  en  Roma  no  contienen  pro- 
piamente sino  una  comisión  ó  delegación  dada  por  el  papa 
al  ordinario  á  quien  van  dirigidas,  como  ya  se  ha  insinua- 
do.— Para  lograr  la  fulminación ,  presentan  los  interesados 
sus  letras  de  dispensa  al  ordinario  á quien  se  dirigen,  con 
un  pedimento  para  que  proceda  á  fulminar  la  dispensa.  El 
ordinario  pone  al  pié  del  pedimento  un  auto  ó  decreto  por  el 
cual  acepta  la  comisión  y  manda  comunicarla  al  promotor 
fiscal  :  en  vista  de  lo  informado  ó  pedido  por  este,  hace 
sufrir  un  interrogatorio  á  los  interesados  sobre  la  verdad  de 
los  hechos  deducidos  en  la  súplica,  y  procede  al  examen  de 
los  testigos,  que  lo  pueden  ser  los  parientes  de  las  partes  : 
finalmente,  después  de  haberlo  comunicado  todo  al  promo- 
tor fiscal  que  pide  lo  que  estima  justo ,  fulmina  la  dispensa, 
ó  declara  no  haber  lugar  á  ella. 

No  debe  fulminarse  la  dispe¡*sa  cuando  en  la  súplica  so 
advierte  alguna  falsedad  sobre  alguna  cosa  esencial ,  esto 
es,  sobre  la  calidad  del  impedimento  ó  sobre  el  fondo  de  la 
causa  porque  se  pide ,  como  si  se  dice ,  por  ejemplo,  quo 
los  suplicantes  son  parientes  en  cuarto  grado,  siéndolo  en 
tercero,  ó  que  han  tenido  trato  ilícito  no  siendo  así,  oque 
la  soltera  ha  pasado  ya  de  veinte  y  cuatro  años  sin  haber 
encontrado  con  quien  casarse,  no  teniendo  mas  que  veinte 
y  dos  ó  veinte  y  tres;  ya  sea  que  la  falsedad  se  haya  intro- 
ducido con  anuencia  de  los  interesados  ó  sin  su  noticia  ;  ya 
sea  que  existiese  al  tiempo  de  la  impetración  de  la  dispensa 
en  Roma  ó  que  haya  sobrevenido  posteriormente  antes  de 
la  fulminación  ,  como  si  habiéndose  manifestado  con  verdad 
en  la  súplica  que  una  soltera  estaba  sin  dote,  indotata,  lo 
ha  caido  después  una  rica*  herencia  antes  de  fulminarse  la 
dispensa ,  ó  si  habiéndose  dicho  entonces  que  la  soltera  ca- 
recía do  dote  siendo  así  que  la  tenia  suficiente,  llega  des- 
pués á  quedar  pobre  por  perder  lodos  sus  bienes.  Mas 
cuando  la  falsedad  no  recae  sino  sobre  alguna  cosa  indife- 
rente, no  debe  impedirla  fulminación  de  la  dispensa, como 
si  se  hubiese  espuesto  v.  gr.  que  una  soltera  tenia  treinta 
y  cinco  años  cumplidos  sin  haber  hallado  con  quien  casarse , 
no  teniendo  en  realidad  mas  que  treinta  y  cuatro  ;  porque 
en  una  edad  tan  avanzada  es  indiferente  que  la  soltera  tenga 
un  año  mas  ó  menos.  También  es  de  ninguna  importancia  el 
error  que  haya  podido  cometerse  en  la  súplica  sobre  el 
nombre  de  alguno  de  los  interesados,  con  tal  que  la  persona 
resulte  por  otra  parte  suficientemente  designada. 

Si  en  la  justificación  que  se  ha  do  hacer  de  la  narrativa 
que  se  espone  en  el  tenor  de  las  letras  apostólicas  de  dis- 
pensas ante  su  ejecutor,  se  hallare  que  los  impetrantes  están 
en  grado  de  parentesco  mas  remoto  al  tronco  que  el  dispen- 
sado en  ellas,  deben  llevarse  á  efecto,  sin  necesidad  de 
nuevo  recurso  al  papa.  Pero  si  concurre  otro  impedimento 
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mas  que  el  espresado  en  las  letras,  como  sí  en  una  dispensa 
concedida  de  tercer  grado  simple  se  hallaro  que  ademas 
obsta  también  otro  de  cuarto  con  tercero  que  provenga  del 
tronco  común,  en  este  caso  y  otros  semejantes  se  deberá 
recurrir  á  la  sede  apostólica  para  que  la  nueva  dispensa 
comprenda  los  grados  que  no  se  hayan  espresado  en  la  pri- 
mitiva concesión  ;  y  para  que  esto  no  suceda  con  frecuencia 
está  mandado  que  ervlos  atestados  que  se  den  por  las  curias 
arzobispales  y  episcopales  para  impetrar  las  dispensas  in 
forma  pauperum ,  se  espresen  con  toda  distinción  los  grados 
de  parentesco  en  que  los  suplicantes  estuvieren  mutuamente 
enlazados.  Brete  de  28  de  junio  de  1780,  inserto  en  real  cé- 
dula de  11  de  marzo  de  1781. 

Cuando  no  puede  fulminarse  la  dispensa  por  ser  obrepticia 
ó  subrepticia,  estoes,  porque  en  la  súplica  se  callaron  cosas 
que  debian  manifestarse,  ó  se  dijeron  cosas  que  no.  eran 
verdaderas,  según  lo  que  hemos  sentado,  es  preciso  acudir 
de  nuevo  á  Roma  para  obtener  otras  letras  mediante  otra 
esposicion  mas  verídica  ó  completa;  pero  en  algunas  partes 
se  halla  establecida  la  costumbre  de  no  acudir  en  tal  caso 
sino  ante  el  obispo,  quien  suple  lo  que  falta  á  la  dispensa 
del  papa  y  permite  á  su  provisor  el  fulminarla,  "porque  se 
supone  que  el  breve  de  dispensa  que  el  papa  dirige  al  ordi- 
nario no  es  puramente  atributivo  sino  escitativo,  de  modo 
que  resucita  y  restituye  al  obispo  para  el  presente  caso  la 
facultad  ó  poder  que  tenia  este  obispo  como  tal  para  conce- 
der dispensas  y  que  se  había  dejado  estínguir  por  la  pres- 
cripción. 

Véase  el  breve  de  12  de  enero  de  1839  que  se  halla  al  fin 
de  la  cuestión  primera  en  este  mismo  artículo. 

IMPEDIMENTO  ijipediente  ó  prohibitivo.  El  que  es- 
torba que  se  contraiga  matrimonio  por  ciertas  personas, 
pero  no  lo  anula  si  se  ha  contraído.  Los  impedimentos  impe- 
dientes  eran  en  lo  antiguo  los  contenidos  en  los  siguientes 
versos  : 

Jnceslus,  raplus,  sponsalia,  mors  muliebris, 
Susceptus  propriœ  sobolis,  mors  presbyterális , 
Vel  si  pœnileat  solemnitcr,  aut  monialem 
Accipint  quisquam,  voium  simplex ,  calcchismus  , 
Ecclcsix  vetilum,  nec  non  tempus  feriarum  ¡ 
Impediunt  fier  i',  permiltunt  facía  teneri. 

Incestus  ;  el  incesto  que  se  comete  á  sabiendas  entre  pa- 
rientes ó  afines  dentro  de  los  grados  prohibidos.  —  Raplus; 
el  rapto  de  la  mujer  que  hubiese  contraído  esponsales  con 
otro.  —  Sponsalia; los  esponsales  válidos,  pues  estos  ligan 
de  tal  manera  á  los  esposos,  que  no  pueden  casarse  licita- 
mente con  otras  personas,  á  no  ser  que  se  disuelvan  por 
justa  causa.  —  Mors  muliebris  ;  la  muerte  de  la  mujer  come- 
tida por  el  marido  (1).  —  Susceptus  propriœ  sobolis;  el  ser 
padrino  de  su  propio  hijo  en  el  bautismo.  —  Mors  presbylc- 
ralis;  el  homicidio  de  algún  sacerdote. — Vel  sipœnileal  so- 
lemnitcr ;  la  penitencia  solemne  que  se  hacía  antiguamente 
á  la  puerta  de  la  iglesia. — Aut  monialem  accipiat  quisquam; 
el  crimen  de  casarse  á  sabiendas  con  una  monja.  —  Volnm 
simplex  ;  el  voto  simple  de  castidad.  —  Calcchismus  ;  cierta 
especie  de  parentesco  espiritual  que  contraía  el  que  respon- 
día por  el  infante  cuando  se  suplían  en  la  iglesia  las  cere- 
monias después  de  haberse  administrado  privadamente  por 
causa  de  necesidad  el  bautismo.  — Ecdcsiœ  velilum;  la  pro- 
hibición de  la  Iglesia ,  hecha  por  el  papa ,  por  el  obispo  ó 
por  el  párroco  en  virtud  de  justa  causa  ,  como  v.  gr.  para 
evitar  algún  escándalo  ó  tumulto,  ó  para  averiguar  la  cer- 
teza de  algún  impedimento  que  se  opone.  —  Tempus  feria- 

(1)  Esto  caso  y  los  siguientes  véanse  en  la  ley  14,  tit.  2,  Part.  4, 
íeniénduse  presente  que  habiendo  cesado  la  penitencia  pública, 
ta  mbie.il  cesaron  las  penitencias  canónicas  por  crímenes  atroces. 


rum;  el  tiempo  deferías  ,  esto  es,  desde  el  primer  domingo 
de  Adviento  hasta  la  Epifanía ,  y  desde  el  dia  de  Ceniza 
hasta  la  Pascua  de  resurrección  ;  bien  que  en  estas  épocas 
se  celebra  el  matrimonio,  aunque  sin  velaciones. 

No  podian  pues  en  lo  antiguo  contraer  matrimonio  lícita- 
mente con  persona  alguna  los  incestuosos,  los  raptores  de 
mujeres  desposadas,  los  matadores  de  sus  mujeres  ó  de  sus 
maridos  ó  de  sacerdotes,  los  que  habian  incurrido  en  peni- 
tencia pública,  los  que  se  habian  casado  á  sabiendas  con 
alguna  monja,  los  que  sacaban  maliciosamente  de  pila  á 
sus  hijos  porque  los  separasen  de  sus  mujeres.  Mas  estos 
impedimentos  fueron  cesando  con  el  trascurso  de  los  tiem- 
pos, y  según  la  presente  disciplina  de  la  Iglesia,  ya  no  se 
conocen  otros  que  los  que  proceden  délos  esponsales,  del 
voto  simple  de  castidad ,  de  la  herejía ,  de  la  prohibición  dé 
la  Iglesia  y  del  tiempo  sagrado  en  que  están  cerradas  las 
velaciones  .Véase  Esponsales ,  Voto,  Velación  y  Matrimonio. 

El  impedimento  de  los  esponsales  no  es  susceptible  de 
dispensa ,  pues  que  en  virtud  de  ellos  ha  adquirido  derecho 
cada  uno  de  los  esposos  al  matrimonio  futuro  ;  y  nadie  pue- 
de dispensar  á  una  persona  del  cumplimiento  de  una  obli- 
gación que  ha  contraído  á  favor  de  un  tercero.  Podrán  pues 
disolverse  los  esponsales  por  alguna  de  las  causas  legítimas 
que  las  leyes  designan  ;  pero  no  podrán  suprimirse  arbitra- 
riamente sus  efectos  en  menoscabo  de  derechos  adquiridos. 
Algunos  teólogos ,  sin  embargo  ,  atribuyen  al  papa  la 
facultad  de  otorgar  dicha  dispensa  por  causas  muy  ur- 
gentes. 

La  dispensa  del  voto  simple  de  castidad  perpetua  es  de 
las  reservadas  al  papa;  pero  si  el  voto  es  solo  temporal,  ó 
aunque  sea  perpetuo  es  condicional  ó  penal ,  ó  solo  de  no 
casarse  ó  de  recibir  orden  sacro,  podrán  conceder  su  dis- 
pensa los  obispos;  y  aun  podrán  conceder  también  la  del 
voto  de  castidad  perpetua  ,  cuando  haya  causa  muy  urgen- 
te para  no  dilatar  el  matrimonio,  como  grande  peligro  de 
incontinencia,  grande  escándalo,  ó  grande  perjuicio  de  ter- 
cero. El  vicegerente  en  la  nunciatura  apostólica  de  Madrid 
está  autorizado  por  rescripto  pontificio  de  12  de  enero  de 
1839  para  conmutar  en  cuanto  al  fuero  interno,  habiendo 
causa  justa  y  razonable,  los  votos  simples  y  privados  de 
castidad  perpetua  en  la  confesión  sacramental  todos  los  me- 
ses, solamente  para  el  efecto  de  contraer  matrimonio;  y 
para  dispensar  ademas  en  el  fuero  interno  para  pedir  el  dé- 
bito conyugal  al  transgresor  del  voto  de  castidad  que  hubiere 
contraído  matrimonio  con  dicho  impedimento. 

El  impedimento  que  proviene  de  la  herejía  no  puede  re- 
lajarse sino  por  el  papa  ;  y  así  no  podrá  casarse  lícitamente 
una  persona  católica  con  una  que  sea  hereje  sin  que  preceda 
dispensación  apostólica ,  la  cual  no  suele  concederse  sino 
concausa  grave  ,  como  lo  es  la  probabilidad  de  su  conver- 
sion. Benedicto  XIV,  De  Sijnod.  diœces.,  lib.  9,  cap.  2 

IMPERICIA.  La  falta  de  habilidad  en  una  ciencia  ó  arle 
que  se  profesa.  La  impericia  es  inescusable  cuando  causa 
perjuicio  á  alguna  persona,  lmprudenliœ  arlificis  non  suc— 
currilur;quia unusquisque  periliam  in  arle  sua  prœslare  dé- 
bet :  quam  obran  si  quis  perimperitiam  alicuinocueril,  lene- 
bilur ,  siqtiidcm  imperilia  culpce  adnumerafur ;  sicque  nemo 
débet  suscipere  id  in  quo  novit  suam  imperUiam  vel  imprü- 
denliam  alteri  damnosam  fore:  ley  132,  D.  de  reg.juris. 
Así  es  que  las  faltas  cometidas  por  impericia  en  las  profesio- 
nes de  médico  ,  cirujano,  boticario,  y  en  las  de  las  artes  y 
oficios ,  son  castigadas  judicialmente  con  proporción  al  per- 
juicio que  hubieren  causado;  y  el  juez  que  por  impericia 
diere  sentencia  injusta,  queda  obligado  á  pagar  los  daños 
al  litigante  agraviado  (2)  :  quia  scilicel  imperilia  culpa:  adnu- 

(2)  Ley  24,  tít.  22,  Part.  5;  pero  el  art.  7  del  decreto  do  24 
de  marzo  de  1815  dice  que  el  magistrado  ó  juez  que  por  falta  d"" 
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mera  tur,  et  citlpœ  reus  est  qui  arlem  quant  profdetur  igno- 
ra!. Véase  Cuasi  delito,  Culpa  ,  Daño,  Médico  ,  Cirujano, 
Homicidio  por  impericia,  y  Artesano. 

SMPERIO.  La  potestad  que  tienen  los  jueces  para  pro- 
nunciar las  sentencias  y  hacerlas  ejecutar.  Se  divide  en  mero 
y  mixto.  Imperio  mero  es  la  potestad  que  reside  en  el  sobe- 
rano, y  por  su  disposición  en  los  jueces  y  magistrados  para 
imponer  á  los  delincuentes  con  conocimiento  de  causa  las 
penas  de  muerte,  perdimiento  de  miembro,  destierro  per- 
petuo ú  otras  de  gravedad.  Imperio  mixto  es  la  facultad 
que  compete  à  los  jueces  y  magistrados  para  decidir  las 
causas  civiles,  y  llevar  á  efecto  sus  sentencias,  como  igual- 
mente para  determinar  las  causas  criminales  cuya  pena  es 
menos  grave  que  las  indicadas.  Ley  18,  lit.  4,  Part.  3. 
Véase  Jurisdicción. 

IMPERTINENTE.  Lo  que  no  pertenece  á  la  cuestión 
de  que  se  trata,  y  no  puede  servir  para  su  decisión.  Cuando 
los  hechos  de  que  se  quiere  hacer  prueba  ó  las  tachas  que 
se  oponen  contra  los  testigos,  no  vienen  al  caso  y  son  fuera 
de  propósito,  el  juez  las  declara  impertinentes  é  inadmi- 
sibles (1). 

IMPETRA.  Facultad ,  licencia  ó  permiso  ;  —  y  la  bula 
en  que  se  conceden  beneficios  dudosos  con  obligación  de 
achirarlos  de  su  cuenta  y  riesgo  el  que  los  consigue.  — Im- 
pelrablc  se  dice  de  la  cosa  ó  gracia  que  puede  obtenerse. 
Impetrante  es  aquel  á  quien  se  ha  concedido  alguna  gracia 
por  el  príncipe  ;  é  impetrar  significa  conseguir  algún  favor, 
don,  gracia  ó  privilegio  que  se  ha  solicitado. 

IMPLORAR  el  oficio  noble  del  juez.  Algunos  suelen 
terminar  las  demandas  diciendo  que  imploran  el  oficio  noble 
del  juez.  Mas  esta  cláusula  es  inútil  en  nuestros  juicios,  y 
solo  podría  venir  al  caso  en  los  de  los  Romanos.  Entre  estos 
habiá  oficio  noble  y  oficio  mercenario  de  juez  :  el  noble  cor- 
respondía al  pretor;  y  el  mercenario  á  los  jueces  subalter- 
nos. El  pretor  ejercía  su  oficio  noble ,  cuando  por  su  propia 
autoridad  concedía  á  los  menores  el  beneficio  de  la  restitu- 
ción, daba  tutores  ó  curadores  á  los  que  no  los  tenian,  y  ha- 
cia cjecular  las  sentencias  de  los  jueces,  etc.;  —  y  los  jueces 
ejercían  su  oficio  mercenario,  cuando  conocían  y  decidían 
las  causas  que  les  enviaba  el  pretor,  el  cual  as!  por  sus  gra- 
ves ocupaciones  como  por  razón  de  su  dignidad  no  deter- 
minaba los  litigios  privados,  sino  que  después  do  ciertas 
diligencias  preparatorias  que  se  practicaban  ante  él,  desig- 
naba al  litigante  la  acción  ,  la  fórmula  y  el  juez  que  había 
de  entender  en  su  causa. 

EMPORT  ACIÓN.  La  introducción  de  géneros  estranje- 
ros.  Véase  Contrabando. 

EISFÓSIBI.E.  Lo  que  no  puede  existir  ni  suceder  ni 
ejecutarse,  ora  por  repugnarlo  el  orden  natural  de  las  cosas, 
ora  por  ser  contrario  á  las  leyes  ó  á  las  buenas  costumbres  : 
ïmpossibUe  est  illud ,  cui  natura  vel  lex  impedimento  est, 
quominus  existât.  La  imposibilidad  pues  es  de  dos  especies  ; 
imposibilidad  de  hecho  ó  por  la  naturaleza,  é  imposibilidad 
de  derecho  ó  por  la  ley.  En  efecto,  no  solo  se  tiene  por  im- 
posible lo  que  físicamente  no  puede  hacer  el  hombre  ,  como 
tocar  el  cielo  con  la  mano,  beberse  toda  el  agua  del  mar  ó 
dar  un  monte  de  oro ,  sino  también  lo  que  legal  ó  moralmen- 
te  no  puede  ejecutar,  aunque  lo  pueda  hacer  físicamente, 
como  malar  á  una  persona,  cometer  un  adulterio,  abando- 
nar á  sus  jiljos  ó  andar  desnudo  por  la  callo  :  Nam  qiue  facía 

instrucción  ó  por  descuido  falle  contra  ley  espresa ,  pagará  to- 
das las  cosías  y  perjuicios  ,  y  será  suspenso  de  empleo  y  sueldo 
por  un  año  ,  y  en  caso  de  reincidencia  sufrirá  igual  pago  y  será 
privado  de  empleo. 

({)  Ley  7,  tit.  \H  ,  l'art.  3.  —  Que  los  abogados  no  hagan  pro- 
banzas ni  preguntas' impertinentes,  nirsean  admitidas;  leyes  8 
v  18,  tít.  2'i,  lib.  2,  Kec.  de  liid.  :  y  8?  tít.  22,  lib.  5,  Noy.  Ucc. 


leedunt  pietatem ,  existimalionem  ,  verecundiam  noslram ,  et 
{ut  generaliter  dixerim  )  contra  bonos  mores  finnt,  nec  fa- 
ceré nos  posse  credendum  est;  ley  15,  tít.  7,  lib.  28  del  Di- 
gesto. 

Es  un  axioma  de  derecho  que  nadie  puede  obligarse  á 
cosas  imposibles:  Impossibilium  nulla  obligalio  est;  ley  185, 
lit.  17,  lib.  50  del  Digesto.  Quod  impossibile  csí ,  nequepae- 
to ,  ñeque  slipülationc  potest  comprehendi ,  ul  titilan  actio- 
nem  aut  faclum  cfficcrc  possil ;  ley  31,  de  d.  til.  y  lib.  Quce 
rerum  natura  prohibentur,  nulla  lege  confírmala  sunl ';  ley 
188  ,  ibi.  Ea,  quœ  dari  impossibilia  sunl ,  vel  qnœ  in  rerum 
natura  non  sunl,  pro  non  adjeclis  habenlur  ;  ley  135  ,  ibi. 
Véase  Condición  imposible ,  Obligación  condicional ,  y  Obli- 
gación nula. 

Ninguno  es  responsable  de  las  cosas  que  son  superiores  á 
sus  fuerzas,  y  que  no  puede  hacer  ni  impedir  con  toda  su 
diligencia  y  toda  su  industria  ;  ley  27,  lit.  11,  Part.  3  ,  á  no 
ser  que  so  haya  puesto  en  esta  imposibilidad  por  su  propia 
culpa. 

No  es  culpable  quien  no  impide  la  perpetración  de  un  cri- 
men ó  delito  cuando  le  es  imposible  el  impedirla  :  Culpa 
caret,  qui  scit,  sed  prohibere  non  potest:  NuVum  crimen 
palituris,  qui  non  prohibet ,  ciim  prohibere  non  potest  ;  le- 
yes 50  y  109,  tít.  17,  lib.  50  del  Digesto.  Si  la  imposibili- 
dad escusa  de  culpa  ,  es  consiguiente  que  la  posibilidad  de 
impedir  un  delito  produce  responsabilidad  contra  el  que  pu- 
diendo  no  lo  estorba.  Así  con  efecto  lo  deciden  los  juriscon- 
sultos romanos  :  Qui  palilur  alteri  injuriam  inferri,  cùm 
eam  prohibere  possil,  lene  tur.  Véase  Auxilio  contra  el  injusto 
agresor. 

IMPOSICIÓN.  La  carga ,  tributo  ú  obligación  que  so 
impone  ;  — y  también  el  impuesto  público.  Véase  Arbitrios  y 
Contribuciones. 

IMPOSTOR.  El  que  atribuye  falsamente  à  otro  alguna 
cosa  ;  ó  el  que  finge  ó  engaña  con  apariencia  de  verdad.  Es 
mas  ó  menos  criminal  según  el  daño  que  causa.  Impostores 
dicunlur  deceplores  el  qui  fallunt  prœsligiis  quibusdam,  ab 
imponendo,  idesl,  decipiendo  dicli.  Calv.  Lex.jurid.  Véase 
Calumniador,  Dolo  y  Falsedad. 

IMPOSTURA.  La  imputación  falsa  y  maliciosa;  —  y  el 
fingimiento  ó  engaño  con  apariencia  de  verdad.  Si  quis  ÍAi- 
posluram  feceril ,  dice  la  ley  5 ,  tít.  20 ,  lib.  47  del  Digesto , 
vel  collusionem  in  necem  allerius,  stellionatus  polcrit  poslu- 
lari.  Véase  Calumnia  ,  Falsedad,  Engaño  y  Estelionato. 

IMPOTENCIA.  En  una  acepción  general  es  la  falta  de 
poder  para  hacer  alguna  cosa  ;  pero  en  jurisprudencia  se 
toma  por  la  incapacidad  de  llenar  el  objeto  del  matrimonio, 
que  es  la  cohabitación  entre  el  hombre  y  la  mujer  para  la 
procreación  de  los  hijos. 

La  impotencia  puede  ser  natural  ó  casual;  perpetua  ó 
temporal  ;  absoluta  ó  relativa.  Es  natural  ó  intrínseca  cuan- 
do proviene  de  algún  defecto  de  la  naturaleza  ,  como  de 
frialdad  en  el  hombre,  nimirum  defeclu  ereclionis,  inlro- 
missionis,  el  immissionis  seminis  in  vas  fámineüm  ;de  estre- 
chez en  la  mujer,  quœ  adeo  arela  est  ut  cum  ea  camalc 
commcrcium  haber  i  nequeat  ;  y  de  menor  edad  en  las  per- 
sonas que  no  han  llegado  todavía  á  la  puberlad.  Es  casual 
ó  estrínseca,  cuando  proviene  de  algún  accidente,  como  de 
castración  ó  amputación.  Es  perpetua,  cuando  no  hay  nin- 
guna esperanza  de  que  pueda  cesar, como  la  de  los  eunucos; 
y  temporal,  cuando  del»e  cesar  con  el  tiempo,  como  la  do 
los  impúberes  ,  ó  puede  curarse  con  remedios  ordinarios  sin 
necesidad  de  recurrir  á  los  estraordinarios  y  viólenlos  que 
acarrearían  el  riesgo  de  perder  la  vida  (2).  Absoluta  es  la 
que  se  encuentra  en  un  hombre  ron  respecto  á  cualesquiera 

(2)  Ley  2,  tít.  8,  Part.  4,  y  tit.  15,  lib.  4,  Décret.  De  frigidis 
ctmaleficialis  et  impotenlia  coeundi, 
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mujeres ,  ó  en  una  mujer  con  respeclo  á  cualesquiera  hom- 
bres ;  y  relativa  la  que  se  encuentra  en  un  hombre  ó  mujer 
con  respecto  á  una  mujer  ú  hombre  determinado  y  no  con 
respecto  á  los  demás  hombres  ó  mujeres.  Leyes  1,2  y  3  , 
iil.  8,  Part.  U. 

La  impotencia  perpetua ,  sea  natural  ó  casual,  es  impe- 
dimento dirimente  del  matrimonio ,  el  cual  se  anula  si  ya  es- 
tuviese contraido  á  instancia  de  alguno  de  los  cónyuges, 
quedando  libre  el  potente  para  casarse  con  otra  persona  (1)  : 
mas  para  ello  la  impotencia  debe  ser  anterior  al  matrimonio; 
jues  si  sobreviene  después  de  su  celebración ,  ya  no  da 
lugar  á  la  nulidad,  respecto  de  que  el  matrimonio  válida- 
mente contraido  es  indisoluble;  leyes  6  y  16  ,  lit.  2,  y  leyes 
l ,  2,  5  y  h,  iít.  8,  Part,  h  (2).  Nadie  puede  pedir  la  anula- 
ción del  matrimonio  por  impotencia ,  sino  los  mismos  cón- 
yuges; y  si  ellos  callaren  su  impedimento  conviniéndose  en 
vivir  juntos  como  hermanos ,  no  se  les  podrá  separar;  ley  1, 
tit.  9,  Part,  h  (3). 

La  impotencia  temporal,  sea  natural  ó  casual ,  no  anula 
el  matrimonio ,  pues  no  impide  absolutamente  y  para  siem- 
pre los  fines  de  esta  institución  ;  ley  2  ,  tit.  8 ,  Part.  h. 

Cuando  la  impotencia  es  dudosa ,  ó  no  se  puede  averiguar 
si  es  temporal  ó  perpetua ,  á  los  casados  que  por  razón  de 
ella  pretendan  separarse  se  debe  dar  el  plazo  de  tres  años 
para  que  vivan  juntos,  recibiéndoles  juramento  de  que  pro- 
curarán la  cohabitación,  y  si  en  este  tiempo  no  la  hubie- 
sen podido  conseguir,  se  declarará  perpetua  la  impotencia 
mediante  su  instancia,  precedidos  los  competentes  recono- 
cimientos, y  después  de  tomar  juramento  á  cada  uno  délos 
dos  sobre  haber  procurado  y  no  conseguido  la  cohabitación, 
debiendo  jurar  asimismo  siete  parientes  del  varón  y  otros 
siete  do  la  mujer,  ó  en  su  defecto  igual  número  de  personas 
de  ¡a  vecindad ,  que  creen  y  están  persuadidos  de  que  así  el 
varón  como  la  mujer  prestaron  con  verdad  su  juramento; 
leyes  5  y  6,  lit.  8,  Part.  h.  La  mujer  que  no  fuere  virgen 
debe  presentar  su  demanda  de  separación  dentro  de  un  mes 
contado  desde  que  conociere  la  impotencia  de  su  marido  , 
pues  pasado  este  tiempo  no  será  creída  ni  admitida  á  la 
prueba  de  los  tres  años  en  caso  de  que  el  marido  jure  que 
consumó  el  matrimonio  ;  ley  ù,  d.  tit.  8 ,  Part.  h. 

Si  pasado  el  trienio  de  prueba  declara  el  marido  de  cuya 
potencia  se  duda  que  no  ha  podido  consumar  el  matrimonio, 
y  la  mujer  afirma  que  lo  ha  consumado  ,  no  apareciendo 
señales  ciertas  sino  dudosas  de  la  impotencia  debe  creerse 
á  la  mujer  y  no  al  marido  ;  y  si  por  el  contrario  la  mujer 
niega  la  consumación  y  el  marido  la  afirma ,  no  habiendo 
señales  ciertas,  debe  creerse  al  marido  y  no  á  la  mujer,  de 
suerte  que  en  uno  y  otro  caso  habrá  de  estarse  por  la  validez 
del  matrimonio,  como  uniformemente  asientan  los  cano- 
nistas. 

Cuando  constando  de  un  modo  evidente  la  impotencia 
perpetua,  ce  duda  sobre  su  anterioridad  ó  posterioridad  á  la 
celebración  del  matrimonio,  se  presume  anterior  en  caso 
de  ser  natural  ó  intrínseca;  pero  en  el  de  ser  estrínseca  ó 
accidental ,  se  presume  posterior,  á  no  ser  que  el  cónyuge 
potente  se  querellase  dentro  del  primer  mes  siguiente  al 
casamiento  ;  arg.  de  la  ley  6  ,  til.  8 ,  Part,  h  ,  y  opin.  corn. 
de  los  caiionisibj. 

Declarada  la  perpetuidad  de  la  impotencia  y  su  anterio- 
ridad á  la  celebración  del  enlace  conyugal,  queda  disuelto 
cl  matrimonio  ,  y  los  cónyuges  vuelven  à  la  libertad  que 
lenian  antes  de  contraerlo.  Pero  si  el  cónyuge  reputado  por 

(1)  Ley  2  cit.  ,y  cap.  i  ,  y  cap.  Ex  lilteris,  de  frigidis  et  ma- 
lef.;  can.  lin.,  eau.  35,  q.  1,  Sixto  V  ln  motu  proprio  Cuto  fré- 
quenter, 27  junii  1587. 

(2)  Can.  18,  c;iu.  52,  q.  5  ;  can.  23,cau.  32,  q.  7.  P.  Murillo, 
lib.  U,  n.  152. 

(5) Cap.  5  Laudabilem,  de  frigidis  et  malef. 


impotente  se  casare  con  otra  persona. y  con  ella  tuviere  có- 
pula perfecta,  será  nulo  este  segundo  matrimonio, /y  habrá 
de  restablecerse  el  primero  ,  á  no  ser  que  resallare  que  su 
impotencia  perpetua  es  solo  relativa  á  la  persona  ron  quien 
primeramente  se  había  casado  y  no  respecto  de  1;  s  demás  ; 
leyesZ  y  7,  til.  8,  Part,  k,  que  concuerdan  con  el  dendo 
canónico. 

IPvïPBENTA.  El  arte  de  imprimir  libros  ,  y  la  oficina 
ó  el  lugar  donde  se  imprime.  Véase  Libertad  de  imprenta. 

lESPBESGBIPTZBLE.  Lo  que  no  se  puede  prescribir. 
Véase  Prescripción. 

ir,lPBSSOH.  El  artífice  que  imprime  y  el  dueño  de  al- 
guna im.prenta.  • 

Los  impresores  no  deben  tener  prensas,  ocultas;  ley  22  , 
|  7,  til.  16,  lib.  8-,  Nov.  Rec. 

En  real  cédula  de  12  de  julio  de  1830  se  halla  dispuesto , 
que  los  impresores  tengan  sus  prensas  en  paraje  público  de 
sus  casas,  de  modo  que  puedan  ser  visitadas,  y  de  ningún;) 
manera  en  subterráneos,  sótanos  ó  parajes  ocultos;  poniendo 
sobre  su  puerta  la  tarjeta  ó  rótulo  que  publique  la  oficina , 
pena  al  contraventor  de  quinientos  ducados  y  cuatro  años 
de  destierro. 

;  Según  el  real  decreto  de  h  de  enero  de  185fi  ,  deben  ciar 
parte  los  impresores  á  los  subdelegados  de  fomento  (  boy 
jefes  políticos)  del  pueblo,  sitio  ó  calle  y  casa  donde  esta- 
blezcan su  imprenta ,  y  lo  mismo  ejecutarán  cuando  muden 
de  localidad,  bajóla  multa  de  cien  ducados  al  que  fuere 
omiso. 

Los  impresores  están  obligados  á  poner  sus  nombres  y 
apellidos  y  el  lugar  y  año  de  la  impresión  en  todo  impreso, 
cualquiera  que  sea  su  volumen  ;  y  omitiendo  estos  requisitos 
ó  cometiendo  falsedad  en  alguno  de  ellos  ,  incurren  en  la 
multa  de  cincuenta  ducados ,  aun  cuando  los  escritos  no 
hayan  sido  denunciados  ó  fueren  declarados  absueltos  :  mas 
si  hubiesen  omitido  ó  falsificado  alguno  de  los  espresados 
requisitos  en  los  escritos  calificados  con  las  notas  de  subver- 
sivos ,  sediciosos,  incitadores  á  la  desobediencia,  obscenos 
ó  contrarios  á  las  buenas  costumbres,  ó  de  libelos  infama- 
torios ,  serán  castigados  con  quinientos  ducados  de  mnUa  ; 
ley  de  12  de  noviembre  de  1820,  restabl.  por  real  decr.  de  ¡7 
de  agosto  de  1856,  arts.  23,  29  y  50.  Los  impresores  de  perió- 
dicos deben  imprimir  ademas,  al.  pié  de  cada  número  el 
nombre  del  editor  responsable,  bajo  la  multa  de  quinientos 
reales  por  la  omisión  ;  ley  de  22  de  marzo  de  1837,  arl.  :j. 

Los  impresores  son  responsables  de  los  abusos  que  se 
cometan  contra  la  libertad  de  imprenta  en  los  casos  siguien- 
tes :  —  Io.  cuando  siendo  requeridos  judicialmente  para 
presentar  el  original  firmado  por  el  autor  ó  éditer,  no  lo 
hicieren  :  —  2o.  cuando  ignorándose  el  domicilio  del  autor 
ó  editor  llamado  á  responder  en  juicio,  no  den  razón  fija 
del  espresado  domicilio,  ó  no  presenten  alguna  persona 
abonada  que  responda  del  conocimiento  del  autor  ó  editor  de 
la  obra,  para  que  no  quede  el  juicio  ilusorio  :  —  5o.  cuando 
reimprimieren  por  sí  algún  escrito  ,  aunque  ya  se  nnÉiese 
publicado  en  otra  parte,  si  fuere  denunciado  ,  como  puede 
serlo,  en  el  lugar  de  la  reimpresión  :  —  h°.  cuando  el  autor 
de  algún  folleto  ú  hoja  suelta  que  saliere  de  sus  imprentas  , 
no  sea  conocido,  ó  se  fugue  ,  ó  no  comparezca  despues  de 
tres  citaciones  ,  ó  sea  insolvente  ,  ó  tenga  incapacidad  civil 
que  impida  aplicarle  las  penas  en  que  haya  incurrido.  íry 
citada  de  12  de  noviembre  de  1820  ,  arts.  26  y  27  ;  ley  odie. 
de  13  de  febrero  de  1822,  reslab!.  por  decr.  de  17  de  agosto 
de  1836,  arl.  9  ;  y  ley  de  22  de  marzo  de  1837,  arts.  6  y  7. 

No  están  obligados  los  impresores  á  manifestar  el  nombre 
del  autor  ó  editor  de  un  impreso  denunciado  hasta  que  so 
declare  que  halagar  á  la  formación  de  causa;  ley  de  12 
de  noviembre  de  1820,  arl.  SO. 

f  Hay  otro  real  decreto  mas  reciente  ¡  de  10  de  abril 
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de  1814,  que  marca  las  obligaciones  de  los  impresores  en 
los  términos  siguientes  : 

Art.  2o.  Todos  los  impresores  establecidos  en  las  provin- 
cias, ó  que  en  adelante  se  establezcan  ,  tendrán  obligación 
de  darse  á  conocer  al  jefe  político  respectivo  ,  para  que  en 
un  registro ,  que  se  llevará  al  efecto,  se  anote  su  nombre  , 
el  pueblo  de  su  residencia,  la  calle  y  número  de  su  habi- 
tación. 

El  que  en  el  término  de  un  mes ,  después  de  publicada 
la  presente  ley,  ó  de  estar  abierta  su  oficina  no  cumpla  con 
esta  disposición ,  pagará  una  multa  de  300  á  1,000  reales. 

Art.  5°.  Los  impresores  tendrán  asimismo  obligación  de 
poner  á  la  puerta  de  su  establecimiento  un  letrero  que  in- 
dique la  existencia  de  la  imprenta  y  el  nombre  de  su  dueño. 
La  imprenta  que  carezca  de  este  requisito  pagará  de  200 
á  500  rs.,  si  estuviere  matriculada  ,  según  el  articulo  ante- 
rior: pero  si  no  lo  estuviere  se  considerará  como  clandestina, 
será  embargada  por  la  autoridad  gubernativa  ,  y  su  dueño 
sufrirá  el  perdimiento  de  ella. 

Art.  k°.  Deberán  ademas  los  impresores  poner  en  los  im- 
presos su  nombre  y  apellido,  y  el  lugar  y  año  de  la  impre- 
sión. El  que  no  lo  hiciere  sufrirá  por  primera  vez  la  multa 
de  300  rs.,  1 ,000  la  segunda,  y  á  la  tercera  será  considerado 
como  impresor  clandestino  ,  incurriendo  en  las  penas  del 
artículo  anterior.  La  falsedad  ú  omisión  de  cualquiera  de  los 
requisitos  anteriores  se  castigará  con  la  multa  de  200  á  1,000 
reates. 

Art.  5o.  Antes  de  proceder  á  la  espendicion  de  cualquier 
impreso  se  entregará  un  ejemplar  al  jefe  político,  y  si  no 
residiese  en  el  pueblo  donde  se  haga  la  publicación,  al 
alcalde  ;  y  otro  al  promotor  fiscal. 

Estos  dos  ejemplares  estarán  corregidos  y,  firmados  por 
el  editor  responsable,  y  el  primero  será  remitido  antes  de 
un  mes  á  la  biblioteca  nacional,  y  el  segundo  á  la  provincial, 
si  la  hubiese1,  y  si  no  devuelto  al  interesado. 

La  contravención  á  este  artículo  se  castigará  con  unamulta 
de'SOOá  2,000  reales. 

••'IMPRUDENCIA.  El  defecto  de  la  advertencia  ó  pre- 
visión :  que  debia  haberse  puesto  en  alguna  cosa.  La  falta 
cometida  por  imprudencia  no  es  escusable  cuando  ha  cau- 
sado dañó  ó  perjuicio  á  alguna  persona.  Véase  Culpa  y  Ho- 
micidio por  imprudencia. 
^IMPtfBEIl'JElque-no  ha  llegado  á  la  edad  de  la  puber- 
ttfd1,  ésto 'és ,  á  los  catorce  años  cumplidos  siendo  varón,  y 
á'ios  doce  siendo  hembra.1  El  impúber,  á  quien  también  so 
da  la  denominación  de  pupilo  ,  es  ó  infante,  ó  próximo  á  la 
infancia,  ó  próximo  á  la  pubertad.  Es  infante  desde  su  naci- 
miento'basta  que  cumple  los  siete  años;  próximo  á  la  in- 
fancia desde  los  Siete  años  hasta  los  diez  y  medio  siendo 
varón';  y  hasta  los  nueve  y  medio  siendo  hembra  ;  y  próximo 
á  la  pubertad  (I)  desde  los  diez  años  y  mouio  ó  nueve  y  me- 
dio hasta  los  catorce  ó  doce  respectivamente  según  el  sexo. 
Véase  Edad  , %  II ,  ns.  II,  Hl  y  IV. 

Los  impúberes  no  'pueden  casarse,  ni  hacer  testamento  , 
ni  ser  testigos ,  ni  disponer  libremente  de  sus  cosas  ,  ni  obli- 
garse, ni  presentarse  en  juicio,  ni  ser  castigados  con  las 
penas  establecidas  por  las  leyes,  sino  con  otras  menores 
acomodadas  á  sus  conocimientos  ,  á  sus  hábitos  y  á  su  edad, 
con  tal  que  esta  pase  de  diez  años  y  medio.  Véase  Edad 
para  casarse ,  Ador,  Testamento,  Testigo,  Menor,  Tutor, 
y  Aceptación  de  herencia. 

Aunque  según  acabamos  de  decir,  no  pueden  obligarse  , 
pueden  no  obstante  obligar  á  otros  ;  de  modo  que  los  próxi- 
mos á  la  pubertad  pueden  hacer  mejor  su  condición  por  si 

(1)  Estas  clases  de  proximidad  se  fundan  en  leyó,  romanas, 
aunque  en  las  nuestras  surten  sus  efectos.  Véase  el  toin.  1  de 
Febr.,  t.  del  estado  de  las  personas. 


mismos  sin  la  autoridad  de  su  tutor,  pero  no  peor  sin  esta 
autoridad  :  resultando  de  aquí  que  los  contratos  que  celebren 
no  valdrán  en  cuanto  les  dañen,  pero  sí  en  cuanto  les  sean 
provechosos.  Véase  Menor. 

Los  infantes  y  los  próximos  á  la  infancia,  esto  es ,  los  me- 
nores de  diez  años  y  medio,  no  incurren  en  las  penas  legales 
por  delito  que  cometan ,  porque  no  se  les  contempla  capaces 
de  dolo  y  malicia  ,  ley  9,  tít.  1,  Parí.  7  :  quia  scilicel  sunt 
doli  incapaces,  deliclum  autem  inlclligi  non  potcsl  absquo 
dolo.  Los  próximos  á  la  pubertad  pueden  ser  castigados  por 
delitos  de  robo ,  hurto ,  homicidio  ú  otros  que  no  sean  do 
lujuria,  con  aquella  pena  que  graduare  la  prudencia  del  juez 
atendiendo  á  la  mayor  ó  menor  jra vedad  del  delito  y  á  las 
circunstancias  del  culpable ,  mas  nunca  con  la  que  se  hallare 
establecida  por  la  ley  contra  los  delincuentes;  ley  9,  til.  1  , 
Part.7.  Publiée  inlcresl  omni  ralione  impuberibus  subvcuiri, 
Ha  ul  celali  sit  condonandum;  sed  magis  publiée  interest 
delicta  non  numere  impunita ,  si  à  doli  capacibus  admissa 
sint ,  ne  scilicel  spe  impunitalis  alii  iwitentur  ad  deünquen- 
dum.  Ilaque  impúberes  pubertali  proximi ,  ulpote  doli  capa- 
ces ,  puniri  possunt  ex  deliclis,  Ha  lamen  ut  pœnœ  alrocilas 
mitigelur  celalis  commiser ■alione.  Dije  que  los  próximos  á  la 
pubertad  podían  ser  castigados  de  algún  modo  por  delitos 
que  no  sean  de  lujuria;  pues  por  los  de  esta  clase  no  in- 
curren en  pena  alguna  hasta  después  de  haber  cumplido 
los  catorce  años  ;  ley  lí,  til.  19 ,  Part.  6.  Véase  Acusado. 

IMPUESTO.  La  contribución ,  carga  ó  tributo  con  que 
se  gravan  las  haciendas,  frutos,  mercancías  y  ramos  de 
industria  para  atender  á  las  necesidades  del  Estado  y  á  las 
particulares  de  los  pueblos.  No  puede  establecerse  sino  por 
el  soberano  (2)  ó  con  su  autorización.  Véase  Arbitrios  y 


Contribuciones. 


f  IMPUESTO  ESPECIAL  SOBRE  GRANDEZAS  Y  TÍTULOS.  Ha 

sustituido  á  los  conocidos  con  los  Dombres  de  servicio  de 
lanzas  y  derecho  de  media  anata ,  según  aparece  del  real 
decreto  de  28  de  diciembre  de  1846,  que  no  podemos  in- 
sertar aquí  por  ser  muy  largo.  Se  hallará  en  el  Suplemento 
al  Diccionario  de  Escriche. 

IMPUNIDAD.  La  falta  de  castigo  ,  esto  es  ,  la  libertad 
que  un  delincuente  logra  de  la  pena  en  que  ha  incurrido. 
La  impunidad  puede  provenir,  ó  de  no  haberse  descubierto 
el  delito  ó  su  perpetrador,  ó  de  no  haberse  probado  la  delin- 
cuencia ó  criminalidad  del  acusado  ,  ó  de  haberse  sustraído 
el  delincuente  por  la  fuga  ó  por  el  refugio  en  lugar  de  asilo , 
ó  de  haber  obtenido  perder,  ó  Indulto  ,  ó  de  haber  quedado 
prescrita  la  acción  criminal.  La  impunidad  no  debe  pender 
del  juez,  cuando  el  crimen  está  plenamente  probado  en  jus- 
ticia; pero  mientras  hubiere  duda,  vale  mas  esponerse  al 
riesgo  da  absolver  al  culpable  que  condenar  á  un  hombre 
que  puede  ser  inocente.  La  impunidad  es  un  gran  mal , 
porque  fomenta  los  delitos;  mas  el  castigo  de  la  inocencia 
es  un  mal  todavía  mas  grande,  porque  lleva  la  alarma  y  el 
terror  á  todos  los  individuos  de  la  sociedad.  Véase  Absolu- 
ción, Acusado ,  Acusador,  Instancia ,  Asilo,  Fuga,  Indulto  , 
y  Prescripción  de  delito. 

IMPUTACIÓN.  El  acto  de  atribuir  á  otro  alguna  culpa, 
delito  ó  acción  ;  —  y  la  compensación  de  una  cantidad  con 
otra,  ó  la  deducción  de  una  suma  sobre  otra.  Cuando  un 
deudor  de  muchas  obligaciones  hacia  un  acreedor  le  hace 
algunos  pagos  parciales ,  se  hará  la  imputación  ó  aplicación 
de  ellos  á  la  deuda  que  él  mismo  quisiere  ;  si  calla ,  á  la  que 

(2)  La 5a.  ley  conslit.  de  Méjico  en  el  art.  k'4  dice:  Corres- 
ponde al  congreso  general  esclusivamente.... 

5o.  Decretar  anualmente  los  gastos  que  se  lian  de  hacer  en  el 
siguiente  año,  y  las  contribuciones  con  que  deben  cubrirse. 

Toda  contribución  cesa  con  el  año  ,  en  el  hecho  de  no  habci 
sido  prorogada  para  el  siguiente. 
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escoja  el  acreedor  ;  si  ninguno  la  señala ,  á  la  mas  gravosa 
por  razón  de  pena ,  usuras  ú  otro  motivo  ,  mimirurn  in  du- 
riorein  causean  quam  magis  debitori  expédiât  extinguí;  y  si 
son  iguales,  á  todas  proporcioaalmente  (.1).  Véase  Acusación, 
Calumnia  y  Pago. 

* 

INALIENABLE.  Lo  que  no  se  puede  enajenar  válida- 
incnle  ;  como  por  ejemplo  las  cosas  que  están  fuera  del 
comercio  .  las  sagradas,  religiosas  y  santas  sino  es  como 
accesorias  ,  las  públicas  ó  pertenecientes  á  los  pueblos,  las; 
de  mayorazgos  ó  fideicomisos  ,  las  piedras  ó  maderas  que 
están  constituyendo  algún  edificio,  las  cosas  litigiosas,  las 
de  los  menores,  las  de  los  que  tienen  puesta  interdicción  , 
y  otras  semejantes,  cuyo  dominio  no  puede  traspasarse  á 
otro  sino  en  los  casos  y  con  las  formalidades  prescritas  por 
las  leyes.  Véase  Enajenación ,  Bienes  eclesiásticos,  Bienes 
vinculados ,  Hipoteca  y  Venia. 

INAPELABLE.  Aplícase  á  la  sentencia  de  que  no  se 
puede  apelar.  Véase  Apelable. 

INCAPACIDAD.  La  falta  de  las  calidades  ó  disposi- 
ciones necesarias  para  bacer,dar,  recibir,  trasmitir  ó  recoger 
alguna  cosa.  La  incapacidad  proviene  de  la  naturaleza  ó  de 
la  ley,  ó  de  la  naturaleza  y  de  la  ley  juntamente.  De  la  natu- 
raleza ,  como  en  el  caso  del  niño  que  naceinforme  ó  sin  vida, 
ó  del  sordo-mudó  ó  del  mentecato  :  de  la  ley,  como  en  el 
estado  del  condenado  á  una  pena  que  lleva  consigo  la  muerte 
civil ,  del  hijo  ilegitimo ,  del  estranjero  y  del  religioso.  Véase 
Heredero  ,  n.  V  y  sig.,  Indignidad ,  Hijos,  etc. 

INCENDIARIO.  El  que  maliciosamente  pone  fuego  á 
edificio,  mieses  ú  otra  cosa  ajena.  Entre  los  Romanos  el  in- 
cendiario de  una  casa  era  apaleado  y  arrojado  al  fuego , 
según  las  leyes  de  las  xn  Tablas  :  mas  según  las  leyes 
posteriores  ,  el  de  baja  condición  era  echado  al  fuego  ó  á  las 
bestias;  y  el  de  mas  alta  clase  era  condenado  á  muerte  ó  á 
deportación  ,  según  el  arbitrio  del  juez.  Por  las  leyes  1  y  2  , 
tít.  2,  lib,  8  del  Fuero  Juzgo  ,  el  incendiario  de  casa  ajena 
en  ciudad  era  castigado  con  la  muerte  de  quema  ;  y  el  de 
casa  fuera  de  ciudad  ,  como  también  el  de  monté  ó  árboles 
ajenos  ,  con  la  pena  de  cien  azotes  ,  debiendo  en  todos  los 
casos  satisfacer  al  dueño  todos  los  daños  y  perjuicios.  Según 
el  derecho  canónico  incurre  el  incendiario  en  la  pena  de 
escomunion  mayor  (2),  y  no  goza  del  beneficio  de  asilo. 
Por  la  ley  9,  tít.  10,  Part.  7,  se  dispone,  que  si  habiéndose 
uríido  algunas  personas  para  hacer  alguna  violencia  con  ar- 
mas pusiesen  ó  mandasen  poner  fuego  á  edificio  ó  á  mieses 
de  otro  ,  el  que  de  ellos  fuere  hidalgo  ú  hombre  honrado  ha 
de  ser  desterrado  para  siempre ,  y  el  de  mas  baja  condición 
quemado  vivo  ,  ademas  de  sufrir  las  penas  impuestas  á  los 
forzadores  ,  de  que  hemos  hablado  en  el  artículo  Fuer:a  ,  y 
de  satisfacer  al  dueño  todos' les  daños  que  se  le  hubieren 
ocasionado.  Seguirla  ley  S  ,  tit.  -15  ,  lib.  12,  Nov.  Rec,  el 
que  á  sabiendas  quema  casas  ó  mieses  ó  tala  viñas,  incurre 
en  la  pena  de  muerte  ;  y  según  la  ley  7,  tít.  21  del  mismo 
libro  ,  el  que  por  quitar  á  otro  la  vida  pone  fuego  en  una 
casa ,  pierde  la  mitad  de  sus  bienes  á  favor  del  fisco,  aunque 
el  perseguido  no  perezca  ,  ademas  de  las  penas  corporales 
y  pago  de  perjuicios.  En  la  imposición  de  castigo  á  los  in- 
cendiarios ,  se  atiende  ahora  á  las  circunstancias  de  las  per- 
sonas y  de  los  casos ,  y  según  ellas  se  les  mitiga  ó  no  la 
pena  ;  teniéndose  presente  que  cuando  se  les  condene  á  pre- 
sidio ,  no  se  les  debe  destinar  á  los  arsenales  por  el  recelo 
fundado  de  que  intenten  reiterar  en  ellos  sus  delitos  con 

(1)  Ley  i0,tít.  14,  Part.  5;  Cur.  Filíp.,  coin,  terr.,  cap.  Vil , 
núms.  54  y  53. 

(2)  Cap.  Tua  nos,  de  sentent,  excommun. ;  can. Tum  devotis, 
cau.  2,  q.  2.  Ley  2,  tít.  9,  Part.  1. 


grande  perjuicio  del  Estado  ;  real  provision  de  23  de  febrero 
de  1773  y  real  arden  da  19  de  abril  de  177a. 

Puede  el  propietario  matar  impunemente  al  incendiario 
que  de  nuche  le  quemare  sus  casas,  campos,  árboles  ó 
mieses;  ley  5,  tít.  8,  Parí.  7. 

f  Los  que  así  en  tiempo  de  paz  como'de  guerra ,  tanto  en 
los  dominios  del  rey  como  en  países  estrânjeros  y  de  ene- 
migos, fueren  convencidos  del  crimen  de  incendiarios ,  serán 
condenados  á  pena  de- muerte;  y  si  lo  fueren  de  lugares  sa- 
grados, casas  ó  sitios  reales,  cuarteles  en  quehaya  tropa,  par- 
ques ó  almacenes  de  víveres  ó  municiones,  serán  ahorcados  y 
descuartizados.  Orden,  del  ejérc,  art.  80,  lit.  10,  Irai.  8o. 

Se  debe  entender  por  incendiario,  no  solo  el  que  lo  fuere 
de  montes ,  dehesas  ó  mieses,  sino  todo  el  que  de  algún  modo 
hubiere  puesto  fuego  á  casa  particular,  edificio  público  ó 
prisión  para  procurarse  la  fuga ,  ó  con  cualquiera  otro  mo- 
tivo ;  y  en  caso  de  no  haber  pruebas  suficientes  para  probar 
el  delito,  y  haya  que  imponerse  penas  estraordinarias ,  no 
se  destinen  los  reos'á  arsenales,  sino  á  uno  de  los  presidios 
cerrados  de  África.  Rl.  órd.  de  19  de  abril  de  1775. 

INCENDIO.  Fuego  grande  que  abrasa  edificios,  mieses, 
árboles ,  ú  otras  propiedades.  Los  incendios  deben  conside- 
rarse bajo  dos  aspectos;  ó  bajóla  relación  que  tienen  con  el 
orden  público,  ó  bajo  la  que  tienen  con  los  intereses  de  los 
particulares.  En  el  orden  público ,  él  primer  cuidado  del 
gobierno  debe  ser  el  de  prevenir  los  incendios  con  regla- 
mentos sabios  y  severamente  ejecutados;  y  el  de  los  jueces 
y  magistrados  ,  el  de  castigar  á  los  incendiarios.  En  el  orden 
civil,  la  responsabilidad  de  los  que  han  ocasionado  incen- 
dios por  malicia ,  culpa  ó  negligencia  ,  y  aun  por  accidentes 
que  pudieron  prevenir,  debe  ofrecer  una  garantía  á  los  pro- 
pietarios y  arrendatarios  de  los  edificios  ó  propiedades  in- 
cendiadas. Para  evitar  y  cortar  los*incendios  en  Madrid  so 
ha  dado  por  real  orden  de  6  de  julio  de  185'i  una  instrucoiofli 
larga  y  minuciosa  que  se  compone  de  69  artículos.  ■, 

El  incendio  puede  ser  causado  por  malicia,  por, culpa,  ó 
por  caso  fortuito.  Guando  es  causado  por  malicia,  so  im- 
ponen al  incendiario  las  penas  de  que  se  ha  hecho  mención 
en  el  artículo  antecedente  con  el  resarcimiento  de  daños  y 
perjuicios.  — Cuando  es  causado,  por  culpa,  esto  es,  por 
falta ,  negligencia ,  descuido  ó  imprudencia  ,  incurre  el  cul- 
pable en  la  obligación  de  reparar  el  daño,  y  en  alguna 
pena,  arbitraria  según  las  circunstancias  y  la  mayor  ó  menor 
gravedad  de  la  culpa  ;  ley  9,  til, .10,  y  leyes  10  y  II,  til.  15, 
Part.  7.  Si  se  ocasiona  el  incendio  por  contravenir  á  la 
prohibición  de  hacer  lumbre,  de  entrar  con  luz,  ó  de  en- 
cender cigarro  en  algún  sitio  ó  edificio,  como  en  los  almace- 
nes de  pólvora  ,  azufre  ú  otros  materiales  combustibles,  ha 
de  imponer  el  juez  pena  arbitraria  teniendo  en  considera- 
ción la  culpa,  descuido  ó  contravención.  Finalmente  cuando 
el  incendio  es  causado  por  caso  fortuito,  v.  gr.  por  un  rayo, 
ninguna  persona  es  responsable;  y  la  pérdida  de  las  cosas 
que  se  queman  ó  se  echan  á  perder,  recae  sobre  aquellos  á 
quienes  pertenecen  ,  según  la  máxima  Res  domino  sao  perit. 

Guando  estallaun  incendio  ,  debe  traaíadarse  al,  paraje  el 
magistrado  que  tiene  á  su  cargo  la  policía,  y  tomar  inme- 
diatamente las  medidas  mas  eficaces  para;  apagarlo,  exi- 
giendo los  socorros  y  cooperación  que  están  en  .uso  i  en  se- 
mejantes casos;  y  si  ve  que  el  fuego  ha  tomado  tanto 
cuerpo,  que  ya  hay  un  peligro  evidente  de  que  se  propague 
al  barrio,  puede  por  su  propia  autoridad  disponer  que  se 
derriben  las  casas  inmediatas  en  la  forma  que  convenga 
para  cortarlo  (5). 

(5)  Véanselas  leyes 9,  10  y  H  y  sus  notas,  tít.  19,  lit».  5, 
Nov.  Ucc.  Entre  los  ¡Mejicanos,  para  prevenir  y  corlar  los  incen- 
dios, se  han  tomado  las  mas  bellas  disposiciones ,  que  pueden 
Y«rse  en  el  Reglamento  de  incendios. 
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Puede  igualmente  en  el  mismo  caso  derribar  un  vecino 
la  casa  ajena  que  media  entre  la  suya  y  la  incendiada,  para 
impedirlos  progresos  del  fuego,  sin  incurrir  por  eso  en  pena 
ni  en  la  obligación  de  repararle  el  daño,  pues  que  con  tal 
derribo  no  solo  se  hace  bien  á  sí  mismo  sino  también  al  bar- 
rio y  quizá  á  toda  la  población  ;  ley  12,  tít.  15,  Part.  7. 
Mas  ¿  tendrá  derecho  el  dueño  de  la  casa  derribada  para 
pedir  una  indemnización  á  los  que  por  este  medio  conserva- 
roii  sus  edificios?  Este  punto  se  ha  tratado  ya  en  la  palabra 
Arrendatario ,  §  III,  hacia  el  fin  ;  y  allí  nos  inclinamos  á  la 
opinion  que  quiere  se  apliquen  al  caso  de  incendio  los  prin- 
cipios del  derecho  marítimo  sobre  echazón.  Sostienen  ,  sin 
embargo,  algunos  con  Voët,  que  hay  mucha  diferencia  en- 
tre el  caso  de  echazón  y  el  de  incendio;  que  es  muy  justo 
que  en  aquel  contribuyan  todos  los  interesados  á  la  indem- 
nización de  las  cosas  arrojadas  al  mar,  pues  que  sin  la  echa- 
zón amenazaba  igual  peligro  á  todas  las  cosas  cargadas  en 
la  nave,  tanto  á  las  conservadas  como  á  las  echadas;  y  que 
en  el  caso  de  incendio  no  es  igual  el  peligro  que  amenazaba 
á  todas  las  casas  del  barrio  ó  de  la  vecindad,  pues  es  mayor 
con  respecto  á  las  inmediatas  y  menor  con  respecto  á  las 
remotas.  Mas  lo  que  se  sigue  de  esta  reflexion  no  es  que 
ninguna  de  las  casas  conservadas  haya  de  contribuir  á  la 
reparación  de  la  destruida,  sino  que  cada  una  deba  contri- 
buir con  la  cantidad  proporcional  que  le  corresponda  en 
razón  de  su  mayor  ó  menor  distancia  ó  del  mayor  ó  menor 
peligro  que  corriere.  Véase  Arrendatario ,  §  III. 

Como  en  los  incendios  se  tienen  que  entregar  las  cosas 
mas  preciosas  á  cualesquiera  personas  que  se  presentan  para 
dar  ausilio  ,  aunque  no  se  las  conozca,  se  reputa  por  lan 
sagrado  este  género  de  depósito ,  llamado  miserable  ó  nece- 
sario por  las  leyes,  que  si  alguno  tiene  la  perversidad  do 
negarlo  y  se  le  prueba ,  queda  obligado  á  pagar  la  estima- 
ción doblada  por  pena  de  su  maldad;  ley  8,  üt.  5,  Part.  8. 
Véase  Fuerza. 

INCERTIDUMBRE.  La  incertidumbre  de  las  personas 
ácuyo  favor  se  han  hecho  algunas  disposiciones  entre  vivos 
ó  testamentarias ,  de  manera  que  no  puede  atinarse  quiénes 
son  ,  hace  nulas  y  de  ningún  efecto  semejantes  disposicio-" 
nes;  ley  10,  tít.  3,  y  ley  9,  til.  9 ,  Part.  6.  Véase  Heredero 
extraño,  ns.  III  y  IV. 

INCESTO.  El  acceso  carnal  habido  á  sabiendas  entre 
personas  que  no  pueden  casarse  entre  sí  por  razón  de  pa- 
rentesco de  consanguinidad  ó  de  afinidad  ó  espiritual  ó  le- 
gal; ley  13*  til.  2,  Part,  h,  y  ley  1 ,  lit.  18,  Part.  7.  La 
ley  1  ,  tít.  29,  lib.  12,  Nov.  Rec,  califiea  también  de  in- 
cesto el  acceso  habido  con  monja  profesa  y  el  habido  por 
mujer  católica  con  hombre  que  no  sea  cristiano.  Las  penas 
que  en  el  Fuero  Juzgo  y  el  Fuero  Real  se  prescriben  contra 
los  incestuosos ,  no  son  otras  que  su  separación ,  el  destierro 
ó  la  reclusión  perpetua  en  monasterios  para  hacer  penitencia 
y  la  aplicación  de  sus  bienes  á  los  hijos  ó  parientes  ;  leyes  i 
y  2  ,  lit.  5  ,  lib.  3  del  Fuero  Juzgo  ,  y  leyes  1 ,  2  y  3  ,  tít.  8, 
lib.  h  del  Fuero  Real.  Pero  las  leyes  de  las  Partidas  y  aun 
las  de  la  Recopilación  ,  mas  severas  y  rigurosas,  imponen  á 
los  incestuosos ,  tanto  á  la  mujer  como  al  hombre ,  la  misma 
pena  que  á  los  adúlteros  y  la  confiscación  de  la  mitad  de  los 
bienes,  no  mediando  casamiento;  y  si  mediare  casamiento 
sin  dispensa  del  papa ,  señalan  contra  el  incestuoso  que  fuero 
honrado  la  pérdida  de  la  honra  y  empleos  honoríficos ,  la 
confiscación  de  todos  sus  bienes  en  caso  de  no  tener  hijos 
legítimos  de  otro  matrimonio,  y  destierro  perpetuo á  alguna 
ish  ;  y  contra  el  que  fuere  hombre  vil,  ademas  del  des- 
tierr;  ,  la  pena  de  azotes  públicos;  ley  "5  ,  tít.  18,  Parí.  7,  y 
ley  i,  tít.  29,  lib.  12  ,  Nov.  Rec.  En  el  dia  está  en  desuso  la 
pena  de  azotes  y  abolida  la  de  confiscación  ;  y  debe  decirso 
del  incesto  lo  que  en  su  lugar  se  ha  dicho  del  adulterio  :  de 
modo  que  ahora  la  pena  del  incesto  es  arbitraria  y  mas  ó 


menos  rigurosa  según  la  mayor  ó  menor  proximidad  del  pa- 
rentesco que  media  entre  los  incestuosos ,  y  la  mayor  ó  me- 
nor difi-cultad  ó  posibilidad  de  obtener  dispensa  para  ca- 
sarse. 

Puede  acusar  de  este  d-elito  cualquiera  persona ,  ante  el 
juez  del  reo  ó  del  lugar  en  que  se  comelió ,  y  dentro  del 
término  de  cinco  años  desde  su  perpetración,  ó  del  de  treinta 
en  caso  de  haber  sido  violento  ;  y  no  puede  ser  acusado  el 
varón  menor  de  catorce  años  ni  la  hembra  menor  de  doce, 
ley  2 ,  til.  18 ,  Part.  7.  En  el  dia  no  se  persigue  el  incesto 
sino  habiendo  difamación  ó  escándalo  tan  grave  que  por  el 
procedimiento  judicial  no  se  comprometa  mas  el  honor  de 
las  familias. 

El  incesto  era  en  lo  antiguo  impedimento  impediente  del 
matrimonio;  de  suerte  que  el  incestuoso  no  podia  casarse 
lícitamente  con  persona  alguna,  aunque  si  se  casaba  era 
válido  el  matrimonio;  ley  lo,  lit.  2,  Part.  U  :  mas  en  el  dia 
está  abolido  tal  impedimento.  Véase  Impedimento  impe- 
diente. 

Según  el  concilio  de  Trento,  cap.  5,  sess.  24  de  refor- 
mai, malrim.,  el  que  contrae  á  sabiendas  matrimonio  dentro 
délos  grados  prohibidos  de  parentesco,  debe  ser  separado 
de  su  consorte  y  quedar  privado  de  la  esperanza  de  conse- 
guir dispensa;  y  las  mismas  penas  habrá  de  sufrir,  aunque 
lo  contrajere  por  ignorancia,  en  caso  de  haber  despreciado 
el  cumplimiento  de  las  solemnidades  prescritas  para  su  ce- 
lebración :  mas  si  observadas  estas  se  descubriere  después 
algún  impedimento  que  probablemente  ignoró  el  contrayen- 
te, se  le  podrá  en  tal  caso  conceder  lá"dispensa  mas  fácil- 
mente y  de  gracia. 

La  palabra  latina  incestas ,  de  donde  viene  incesto  ,  es  lo 
mismo  que  non  caslws  según  unos;  pero  según  otros,  trae 
su  origen  de  cestus ,  que  entre  los  antiguos  significaba  la 
cintura  de  Vénus,  la  cual  se  daba  á  los  casados,  menos 
cuando  habia  algún  impedimento  para  casarse;  de  suerte 
que  el  matrimonio  contraído  á  pesar  del  impedimento  se 
llamaba  incestuoso  ,  esto  es,  sin  cintura,  como  si  se  tuviese 
por  indecoroso  el  hacer  intervenir  la  diosa  del  amor  en  una 
union  tan  repugnante  al  orden  de  la  naturaleza. 

INCESTUOSO.  El  que  comete  incesto ,  y  el  hijo  que  es 
fruto  del  incesto.  Véase  Hijo  incestuoso. 

INCIDENCIA.  Lo  que  sobreviene  en  el  discurso  de  al- 
gún asunto,  negocio  ó  pleito. 

INCIDENTE.  La  cuestión  ó  contestación  que  sobreviene 
entre  los  litigantes  durante  el  curso  de  la  acción  principal. 
Los  incidentes  son  de  dos  especies  :  unos  tienen  tal  carácter 
y  naturaleza  que  no  puede  pasarse  adelante  en  el  pleito  sin 
que  se  resuelvan  primero,  porque  son  unos  preliminares  de 
cuya  verdad  ó  falsedad  pende  la  decisión  del  asunto  princi- 
pal :  otros  son  solamente  unos  accesorios  que  no  embarazan 
la  continuación  del  juicio,  y  se  reservan  unidos  al  proceso 
para  determinarse  en' la  sentencia  definitiva  al  mismo  tiempo 
que  la  demanda  puesta  desde  el  principio. 

INCIERTO .  ¿ícese  en  derecho  incierta  una  cosa  cuando 
no  se  sabe  su  esencia,  calidad  y  cantidad  :  Incerlum  est 
quod  iicscilur  quid,  quale,  quanlumque  sit  aut  fuil;  le- 
yes 74  y  75 ,  tít.  1 ,  lib.  45  del  Digesto. 

INCITATIVA.  La  provision  que  despacha  el  tribunal 
superior  para  que  los  jueces  ordinarios  hagan  justicia  y  no 
agravio  á  las  partes. 

INCLUSA.  La  casa  en  donde  se  recogen  y  crian  los  ni- 
ños expósitos.  Véase  Expósitos  y  Hospicios. 

INCLUSION.  Una  especie  de  accesión  por  la  que  una 
cosa  ajena  puesta  en  una  mia,  v.  gr.  una  piedra  preciosa 
en  una  sortija  ,  pasa  á  mi  dominio  en  virtud  do  la  reglado 
que  lo  accesorio  sigue  á  lo  principal.  Véase  Accesión  indus- 
trial. 

INCLUSIVE  ó  inclusivamente.  Esta  palabra  denota 
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que  la  cesa  de  que  se  habla  está  comprendida  en  lo  que  se 
sienta  ó  avanza.  Guando  se  dice,  por  ejemplo,  que  el  matri- 
monio está  prohibido  por  el  derecho  canónico  entre  parien- 
tes hasta  el  cuarto  grado  inclusive  se  quiere  decir  que  el 
cuarto, grado  está  comprendido  en  la  prohibición.  Así  es  que 
esta  palabra  inclusive  se  opone  á  la  palabra  exclusive  quo 
significa  lo  contrario. 

m  COMPATIBILIDAD.  Nos  servimos  de  esta  palabra 
para  espresar  que  dos  cosas  no  deben  encontrarse  á  un 
tiempo  en  una  misma  persona,  como  dos  mayorazgos,  dos 
beneficios,  dos  cargos  ó  empleos,  v.  gr.  el  de  juez  y  es- 
cribano. Véase  Mayorazgo. 

INCOMPATIBLE .  Lo  que  no  puede  poseerse  ó  ejercerse 
á  un  tiempo  por  una  misma  persona.  Conviene  sin  duda  que 
los  mayorazgos ,  empleos  y  beneficios  no  se  acumulen  en 
una  persona,  ya  para  que  las  riquezas  estén  repartidas  en 
mayor  número  de  manos,  ya  para  que  sean  mas  los  que  as- 
piren á  merecer  y  lograr  la  recompensa  del  trabajo  y  la 
virtud  ,  ya  para  que  sea  mas  activo  el  servicio  de  la  admi- 
nistración pública. 

INCOMPETENCIA.  La  falta  de  jurisdicción  en  un  juez 
para  conocer  de  una  causa.  La  incompetencia  puede  ser  ma- 
terial, ralione  malcrice ;  y  personal,  ralione  personœ.  La 
primera  tiene  lugar  cuando  un  juez  conoce  de  un  asunto  que 
corresponde  á  otro  juez;  y  la  segunda  ,  cuando  en  asuntos 
de  su  atribución  pronuncia  el  juez  contra  personas  que  no 
le  están  sujetas.  El  vicio  de  la  incompetencia  material  es  ra- 
dical ,  y  no  puede  subsanarse  ni  por  el  consentimiento  ni 
por  la  comparecencia  de  las  partes;  mas  el  de  la  incompe- 
tencia personal  puede  cubrirse  no  solo  por  el  consentimento 
espreso  de  las  partes ,  sino  también  por  la  contestación  ó 
defensa  que  bace  el  demandado  sobre  el  fondo  de  la  causa. 
Véase  Competencia. 

INCOMUNICACIÓN.  El  estado  de  un  preso  á  quien  no 
se  permite  ver  ni  hablar  á  las  personas  que  fueren  á  visitarle. 
A  ninguna  persona  tratada  como  reo  se  puede  tener  en  in- 
comunicación ,  como  no  sea  con  especial  orden  del  juez  res- 
pectivo, el  cual  no  lo  podrá  mandar  sino  cuando  lo  exija  la 
naturaleza  de  las  averiguaciones  sumarias,  y  por  solo  aquel 
tiempo  quesea  realmente  necesario.  Asi  lo  dispone  el  art.  7 
del  reglamento  provisional  de  ü¿6  de  setiembre  de  183o,  y 
así  estaba  prescrito  y  se  practicaba  anteriormente.  El  juez 
decreta  la  incomunicación  como  medida  interesante  para 
que  el  procesado  no  adquiera  conocimiento  anticipado  de  lo 
que  pueden  deponer  contra  él  los  testigos  ni  trate  de  cor- 
romperlos ó  concertarse  con  ellos ,  como  asimismo  para  que 
no  procure  borrar  ó  hacer  desaparecer  los  vestigios  y  demás 
pruebas  de  su  delito.  Luego  que  cese  este  peligro  ,  debe 
cesar  también  la  incomunicación  ;  lo  cual  se  verifica  en  el 
momento  de  recibir  la  confesión  al  procesado. 

INCONFESO.  Aplícase  al  reo  que  no  confiesa  en  juicio 
el  delito  de  que  se  le  pregunta.  Véase  Confesión. 

INCONGPiUO.  El  eclesiástico  que  no  tiene  congrua;  — 
y  el  beneficio  ó  pieza  eclesiástica  que  no  llega  á  la  congrua 
señalada  por  el  sínodo.  Véase  Beneficio  eclesiástico. 

INCONTINENCIA.  El  abuso  de  los  placeres  sensuales, 
y  toda  especie  de  union  ilegítima  entre  personas  de  diverso^ 
sexo.  Los  delitos  de  incontinencia  son  el  adulterio  ,  el  aman- 
cebamiento ó  concubinato,  la  bigamia  ó  poligamia,  el  estu- 
pro, el  incesto,  el  lenocinio  ,  el  rapto,  la  sodomía  ó  pede- 
rastía ,  y  la  bestialidad.  En  los  delitos  de  incontinencia  se 
ha  mitigado  mucho  el  rigor  de  las  penas  establecidas  por  las 
leyes  ;  y  sobre  todo  está  en  desuso  la  de  muerte  (l).  Véanse 
estos  delitos  en  sus  respectivos  lugares. 

(i)  Sobre  arbitrios  para  cortar  la  incontinencia  pública,  edu-  ' 
cando  bien  la  juventud  ,  facilitando  los  matrimonios  ,  proporcio- 
nando ocupación  ,  industria,  ele,  véase  á  Dou,  tom.  4,  pág.  40, 
núms.  67  y  68. 


INCONTINENTI.  Prontamente,  al  instante  ,  al  punto. 
Mas  no  siempre  se  ha  de  entender  así  materialmente  esta 
palabra  sino  civil  ó  moralmente ,  según  el  asunto  do  que  se 
trata.  Se  dice  que  se  hace  inconiinenli  una  cosa  cuando  se 
hace  antes  de  pasar  á  otros  actos  ,  ó  cuando  no  media  mas 
que  algún  corto  espacio  de  tiempo  ;  y  aun  à  veces  se  tiene 
por  hecho  inconiinenli  lo  que  se  hace  en  el  intervalo  de  tres 
dias  :  el  herido ,  por  ejemplo,  que  muere  dentro  de  tres  días 
á  resultas  de  la  herida  que  ha  recibido  ,  se  reputa  muerto 
incontinenti ,  como  se  colige  de  la  ley  Sciendum,  Dig.  de 
œdil.  edict. 

ÏMCOHPOÎÎAL.  Lo  que  no  puede  tocarse  ó  demostrarse 
ó  no  está  sujeto  á  la  percepción  de  los  sentidos  ,  pero  puede 
concebirse  y  entenderse  ;  como  por  ejemplo  la  herencia,  el 
usufructo,  el  uso,  y  toda  obligación  ó  derecho.  Véase  Cosa. 
INCULPAS».  Acusar  á  uno  de  alguna  cosa. 
INCUBJRÎB.  Junto  este  verbo  neutro  con  sustantivos 
que  significan  delito,  falta,  error,  etç,,  es  cometer  alguna 
acción  criminal ,  culpable  ,  errada  ó  defectuosa  ;  —  y  junto 
con  sustantivos  que  significan  odio,  indignación  ,  pena  ,  cas- 
tigo ,  etc. ,  es  hacerse  merecedor  de  estas  cosas ,  ó  cometer 
una  acción  á  que  está  impuesta  y  aneja  cierta  y  determinada 
pena. 

INDEBIDO.  Lo  que  no  se  debe  por  derecho  natural  ni 
por  derecho  civil  :  lo  que  si  bien  se  debe  por  derecho  civil, 
no  se  debe  por  derecho  natural  ;  y  lo  que  ,  aunque  se  deba 
por  derecho  natural ,  no  se  debe  por  derecho  civil.  Véase 
Obligación  y  Pago  indebido. 

INDECLINABLE.  Dícese  de  la  jurisdicción  que  no  se 
puede  declinar,  esto  es,  que  no  puede  menos  de  reconocerse 
por  legítima  y  competente  para  entender  en  el  asunto  de 
que  se  trata. 

INDEMNE.  El  que  está  libre  ó.esento  de  algnn  daño: 
Indemnes  fieri  el  darnnum  sentiré  opponunlur  ;  ley  5,  §  si 
pluris ,  Dig.  de  Iribulor. 

INDEMNIDAD.  La  seguridad  que  se  da  á  alguno  do 
que  no  padecerá  daño  ó  perjuicio  por  la  obligación  que  con- 
trajo. La  indemnidad  ,  que  no  es  otra  cosa  que  una  es- 
pecie de  caución,,  suele  otorgarse  mediante  escritura  que 
también  llaman  de  sacar  á  paz  y  á  salvo  ,  para  resguardo 
del  que  se  obligó  por  fiador  de  otro,  ó  del  que  siendo  real- 
mente simple  fiador  se  obliga  como  principal  do  mancomún, 
ó  del  que  siendo  principal  con  otros  mancomunados  en  una 
deuda,  no  disfruta  igual  utilidad  ó  beneficio,  etc.;  en  cuyos 
casos  el  que  ofrece  la  indemnidad  debe  satisfacer  al  que  lu 
acepta  los  daños  y  perjuicios  que  se  le  siguieren  por  el  cum- 
plimiento de  la  obligación  que  no  contrajo  sino  con  dicha 
caución.  Yéase  Fianza  de  indemnidad,  y  Caución  de  indem- 
nidad. 

SííBSransZAGION.  El  resarcimiento  de  los  daños  cau- 
sados (2).  La  indemnización  debe  tomarse  de  la  hacienda 
del  que  ha  causado  el  daño;  pero  si  este  carece  do  bienes, 
¿  habrá  de  quedarse  sin  satisfacción  el  perjudicado?  Así  es 
como  sucede."Mas  son  muy  notables  las  reflexiones  que  hace 
Bontham  sobre  este  punto  :  Seria,  dice,  un  gran  bien  que 
en  semejante  caso  quedase  la  indemnización  á  cargo  del  le- . 
soro  público ,  porque  la  seguridad  de  todos  está  interesada 
en  ello  ,  y  porque  una  pérdida  pecuniaria  dividida  en  la  to- 
talidad de  los  individuos  seria  nada  para  cada  uno  de  ellos 
en  comparación  de  lo  que  es  para  uno  solo.  Esta  indemni- 
zación seria  una  especie  de  seguro  por  la  que  los  ciudadanos 
se  asegurarían  unos  á  otros  sus  pérdidas;  y  si  el  sueño  del 

(2)  Sobre  la  obligación  de  reparar  el  perjuicio  que  be  ha  cau- 
sado ,  véase  á  Burlamatjui  en  su  obra  de  Derecho  natural,  tom.  1, 
part.  5,  cap.  2,  donde  con  estension  considera  las  diversas  mane- 
ras de  daños  ,  su  origen  y  los  diversos  principios  para  calificar  la 
reparación.  —  Molina,  de  just.  ci  jar.,  tract.  5 ,  disp.  703  ,  in~ 
fectum  dainnum. 
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propietario  es  mas  tranquilo  en  una  casa  asegurada  contra 
los  incendios ,  aun  lo  seria  mas  si  estuviese  asegurada  tam- 
bién contra  los  delitos.  Tal  vez  se  opondrán  contra  esta  idea 
de  un  gran  filósofo  los  peligros  de  la  negligencia  y  del  fraude, 
suponiendo  que  los  dueños  no  velarían  tanto  sobre  sus  pro- 
piedades ,  y  que  habria  quienes  fingiesen  pérdidas  ó  las 
abultasen  con  el  objeto  de  arrancar  indemnizaciones  inde- 
bidas. Pero  en  cuanto  á  la  negligencia,  no  debe  temerse  que 
nadie  descuide  su  posesión  actual,  que  es  un  bien  cierto  y 
presente  ,  por  la  esperanza  de  recobrar  no  sin  cuidados , 
gastos,  molestias  y  dilaciones,  un  equivalente  de  la  cosa 
perdida;  y  en  cuanto  al  fraude ,  deben  tomarse  para  preve- 
nirlo las  mas  minuciosas  precauciones,  siendo  indispensable 
la  averiguación  del  delincuente  para  concederse  la  satisfac- 
ción ,  pues  sin  este  requisito  seria  saqueado  el  tesoro  público 
con  supuestos  robos  cometidos  por  personas  desconocidas 
que  han  huido ,  ó  de  un  modo  clandestino  y  en  las  tinieblas. 
Y  no  solamente  en  caso  de  pérdidas  por  delitos  ajenos  debería 
estar  á  cargo  del  tesoro  público  la  indemnización ,  sino  tam- 
bién en  las  pérdidas  y  desgracias  por  hostilidades ,  porque  el 
que  padece  por  la  nación  tiene  derecho  á  un  resarcimiento' 
público;  —  en  las  ocasionadas  por  calamidades  físicas,  como 
inundaciones ,  incendios  y  otras,  porque  ademas  de  que  el 
peso  del  mal  repartido  entre  todos  se  hace  mas  lijero ,  el 
Estado  como  protector  de  la  riqueza  nacional  tiene  interés 
en  restablecer  los  medios  de  reproducción  en  las  partes  que 
han  padecido;  —  y  sobre  lodo  en  los  perjuicios  que  son 
efecto  de  los  errores  involuntarios  de  los  ministros  de  justicia, 
porque  el  Estado  debe  seguir  las  reglas  de  equidad  que  él  - 
impone  á  los  individuos. 

Hay  efectivamente  algunos  infelices  que  sumidos  en  una 
cárcel  por  la  malignidad  ó  por  el  error,  pasan  allí  las  sema- 
nas, los  meses  y  los  años,  hacen  gastos"  exorbitantes  para 
procurarse  los  medios  de  su  defensa ,  consumen  entera- 
mente su  patrimonio ,  tienen  ociosos  unos  brazos  que  alimen- 
taban á  su  mujer  é  hijos ,  y  logrando  por  fin  el  triunfo  de  su 
inocencia,  vuelven  estenuados  de  miseria  y  enfermedades 
al  seno  de  una  familia  hambrienta  é  indigente.  ¿  Qué  razón 
hay  para  que  no  se  les  resarzan  en  cuanto  sea  posible  unos 
perjuicios  que  se  les  han  causado  sin  culpa  suya?  ¿  Porqué 
al  tiempo  de  leerles  la  sentencia  de  absolución  no  se  les  ha 
de  entregar  á  nombre  del  soberano  el  importe  de  sus  pérdi- 
das? ¿Porqué  no  se  les  ha  de  sacar  del  estado  miserable  á 
que  se  les  ha  reducido?  Mas  no  solamente  se  les  ha  ocasio- 
nado la  pérdida  de  sus  bienes  y  del  fruto  de  su  industria, 
sino  que  quizá  se  les  ha  hecho  también  una  profunda  herida 
en  el  honor.  Justo  será  pues  que  se  les  concedan  igualmente 
indemnizaciones  honoríficas  con  que  puedan  recuperar  la 
estimación  de'  sus  conciudadanos,  celebrándose  solemne- 
mente el  día  de  su  libertad  como  un  día  de  triunfo  para  la 
inocencia.  Véase  Daño ,  y  Daños  y  perjuicios. 

INDICCIÓN.  La  convocación  ó  llamamiento  para  alguna 
junta  ó  concurrencia  sinodal  ó  conciliar;  —  y  el  período  que 
se  forma  contando  de  quince  en  quince  años,  de  cuyo  cóm- 
puto se  usa  en  las  bulas  pontificias. 

ÍNDICE  expurgatorio.  El  catálogo  de  los  libros  que  se 
prohiben  ó  se  mandan  corregir. 

INDICIAR.  Descubrir  algún  reo  por  indicios. 

INDICIO.  Cualquier  acción  ó  señal  que  da  á  conocer  lo 
que  está  oculto  ;  —  la  conjetura  producida  por  las  circuns- 
tancias de  un  hecho  ;  —  la  sospecha  que  hace  formar  un 
hecho  conocido  por  su  relación  con  un  hecho  desconocido 
de  que  se  trata. 

Los  indicios  tienen  mas  ó  menos  fuerza  para  probar  un 
hecho  según  sea  mayor  ó  menor  la  relación  ó  el  enlace  que 
tengan  con  el  mismo  hecho  que  se  quiere  acreditar.  Asi  es 
que  los  criminalistas  dividen  los  indicios  en  próximos  y  re- 
motos, leves  y  graves,  urgentes  ó  vehementes  ó  violentos 
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y  equívocos  ó  medianos,  claros  ó  indudables  y  obscuros  ó 
duíosos ,  etc.;  pero  en  la  esplicacion  que  hacen  de  ellos  for- 
man un  verdadero  laberinto ,  cruzando  y  confundiendo  las 
ideas ,  y  llenando  muchas  páginas  con  aserciones  que  fre- 
cuentemente son  hijas  de  la  cavilosidad  y  que  rara  vez  dejan 
de  ser  inexactas.  No  es  fácil  en  efecto  dividir,  subdividir, 
clasificar  ni  sujetar  á  cálculo  lo  que  por  su  naturaleza  es  in- 
calculable ,  indivisible  y  vago  :  no  es  posible  formar  una 
tabla  ó  escala  en  que  se  aprecie  y  fije  en  abstracto  el  valor 
real  de  los  indicios  simples  ó  combinados  :  los  indicios  no 
pueden  considerarse  ni  apreciarse  sino  en  cada  uno  de  los 
casos  particulares  en  que  se  presenten  ;  porque  los  indicios 
varían  en  razón  de  las  circunstancias ,  y  estas  variaciones 
no  pueden  menos  de  producir  combinaciones  infinitas. 

No  puede  sentarse  en  general  que  dos  indicios  forman 
prueba  semiplena ,  y  que  tres,  cuatro  ó  mas  la  forman  com- 
pleta :  dos  solos  ponen  á  veces  la  verdad  en  evidencia  ;  y 
cuatro  reunidos  no  hacen  en  algunos  casos  mas  que  mostrar- 
nos el  camino  que  conduce  á  ella  ,  ó  tal  vez  no  se  hallan 
reunidos  sino  por  el  acaso  ó  el  azar  sin  conexión  alguna  con 
el  hecho  principal  que  se  está  averiguando.  Elindicio  á  veces 
no  es  una  prueba,  es  solo  una  luz  que  puede  guiar  al  juez 
en  la  indagación  y  descubrimiento  de  la  verdad.  La  concur- 
rencia de  muchos  indicios  puede  formar  un  aparato  terrible 
contra  el  acusado  ;  pero  para  ello  es  necesario  que  sean 
fuertes  y  no  dependan  unos  de  otros.  Encuéntrase  un  ca- 
dáver, en  cuyo  pecho  está  clavado  el  cuchillo  que  le  quitó 
la  vida.  Dos  testigos  idóneos  declaran  que  estando  poco  dis- 
tantes de  aquel  sitio  vieron  huir  al  acusado  despavorido  al 
mismo  tiempo  que  se  cometió  el  delito  :  otros  dos  testigos 
aseguran  haberle  visto  manchado  de  sangre  ;  y  otros  dos 
afirman  que  le  vieron  comprar  el  cuchillo  hallado  en  el 
pecho  del  muerto ,  lo  cual  confirma  también  el  vendedor.  Hé 
aquí  tres  indicios  fuertes ,  é  independientes  uno  de  otro , 
porque  cada  uno  de  ellos  se  prueba  aparte  y  con  distinción: 
los  tres  concurren  á  hacernos  creer  que  el  acusado  es  efecti- 
vamente reo,  formando  un  cargo  espantoso  contra  él  ;  y 
aunque  no  escluyen  del  todo  la  posibilidad  de  su  inocencia , 
pueden  sin  embargo  bastar  por  sí  solos  para  declararle  de- 
lincuente, si  no  presenta  medios  de  justificación  ,  ni  esplíca 
satisfactoriamente  unos  hechos  que  á  primera  vista  le  con- 
denan. Mas  cuando  los  indicios  dependen  unos  de  otros, 
cuando  la  fuerza  de  todos  consiste  en  la  verdad  de  uno  solo, 
cuando  destruido  el  uno  quedan  destruidos  los  demás,  en- 
tonces merecen  poca  consideración  ,  y  su  número  no  añade 
ni  quita  nada  á  la  probabilidad  del  hecho.  Dos  testigos  de- 
ponen haber  visto  huir  al  acusado  ,  otros  dos  aseguran  ha- 
berle visto  volver  á  su  casa  apresuradamente ,  y  otros  dos 
declaran  haberle  visto  alquilar  una  muía  para  escapar  del 
pais.  Hé  aquí  tres  indicios  ,  pero  tres  indicios  que  dependen 
mutuamente  entre  sí ,  y  que  en  realidad  no  son  mas  quo  uno 
solo,  cual  es  la  fuga  (1). 

Hay  indicios  que  según  las  personas  y  las  circunstancias 
pueden  ser  débiles  ó  fuertes ,  y  que  por  lo  tanto  son  equí- 
vocos :  tales  son  la  alteración  del  acusado ,  el  temblor  de  su 
cuerpo ,  cu  cambio  de  color,  la  fuga  y  la  fama  pública, 
tiembla  el  inocente  al  verse  acusado  y  al  considerar  el  po- 
der terrible  del  juez  ,  múdasele  el  color  al  oír  la  feald;\ci  de 
los  cargos  que  se  le  hacen,  y  teme  el  resultado  de  las  intri- 
gas de  sus  enemigos  ;  mientras  que  tal  vez  el  verdadero  de- 
lincuente so  presenta  con  descaro  ,  responde  con  despejo  ,  y 
muestra  la  mayor  insensibilidad  aun  al  oir  la  sentencia  que 
le  condena.  ¿Y  qué  diremos  de  la  fuga  y  de  la  fama  pública? 
Aquella  es  á  veces  un  medio  que  toma  el  inocente  para  no 
•esponerso  á  las  vejaciones  de  la  prisión  y  á  los  peligros  del 


(1)  Toda  esta  doctrina  se  halla  en  Gutiérrez  (D.  José  Marcos) 
en  su  Prict.  crim.,  tom,  i ,  cap.  8,  pág.  230,  desde  el  n.  SI. 
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proceso  ;  y  esta  puede  haber  tenido  su  origen  de  una  calum- 
nia ó  de  un  error.  Pero  lo  mas  común  y  natural  es  ,  que  el 
verdadero  reo  ,  que  queda  sorprendido  con  una  pregunta  ó 
cargo  que  se  le  hace  ,  tiemble  y  palidezca  ,  ó  que  sabiendo 
que  se  le  persigue  tome  el  partido  de  la  evasión  ;  y  la  mala^ 
fama  no  suele  ser  patrimonio  de  la  inocencia.  Véase  Fama  y 
Fuga.  La  mala  fisonomía  del. acusado  ,  la  proximidad  de  su  . 
casaallugar  del  delito,  y  otras  circunstancias  semejantes, 
son  indicios  demasiado  débiles  por  sí  solos  :  mas  la  conducta 
•  conocida  del  mismo  puede  ser  un  indicio  considerable  en  su 
favor  ó  en  contra  (1). 

La  confesión  estrajudicial  del  reo  probada  por  dos  testi- 
gos; el  hallazgo  de  la  cosa  hurtada  en  poder  de  persona  sos- 
pechosa que  no  diere  razón  del  modo  ó  título  de.su  adqui- 
sición; la  transición  repentina  de,  un  estado  de  miseria  ó 
estrechez  á  otro  de  disipación  ó  de  lujo  que  se  observare  en 
•un  sugeto  que  ha  estado  en  comunicación  con  las  personas 
de  la  casa  robada ,  sin  que  sea  conocido  el  origen  de  sus 
nuevas  facultades  ;  los  escritos  firmados  por  el  reo,  como  las 
cartas  amatorias  ;  el  retiramiento  de  un  hombre  y  una  mujer 
casada  en  lugar  secreto  ,  oscuro  y  sospechoso;  las  amena- 
zas que  poco  antes  del  homicidio  hubiese  hecho  algún  suge- 
to al  asesinado,  mediando  entre  los  dos  causas  de  odio  ,  de 
enemistad  ó  de  celos;  las  variaciones  notables  que  el  reo 
hiciere  en  su  confesión  ,  las  contradicciones  en  que  incur- 
riere ,  las  mentiras  que  se  le  justificaren  :  todos  estos  indi- 
cios, y  otros  m\i clios  que  pueden  acumularse  ,  son  indicios 
•mas  ó  menos  graves  que  en  los  respectives  delitos  no  pue- 
:  '  de  menos  de  tomar  en  consideración  el  juez  para  formar  su 
juicio  ,  pero  sin  que  por  ellos  solos  deba  decidirse  á  la  con- 
denación ,  pues  no  deja  de  haber  casos  en  que  los  mas  ve^ 
hementes  son  falaces.  La  mentira  es  ,  por  ejemplo,  uno  de 
los  indicios  de  mas  fuerza  ;  y  la  inocencia,  sin  embargo  ,  se 
ha  valido  alguna  vez  de  este  medio  peligroso  para  alejar  mas 
y  mas  de  sí'ó  de  una  persona  amada  la  sospecha  de  delin- 
cuencia. El  silencio  del  acusado  que  se  obstina  en  callar 
cuando  el  juez  le  pregunta,  se  considera  por  algunos  como 
una  confesión  tácita  del  delito;  hanse  visto,  sin  embargo, 
procesados  que  en  medio  de  su  inocencia  han  guardado  si- 
lencio. Véase  Callar. 

El  hallazgo  de  un  hombre  muerto  ó  herido  en  alguna  casa 
se  tiene  por  un  indicio  de  los  mas  vehementes  contra  el 
morador  do  ella  cuando  no  se  sabe  quién  fué  el  agresor;  y 
la  ley  16,  tít.  2Î ,  lib.  12,  Nov.  Rec,  le  hace  responsable, 
dejándole  salvo  su  derecho  para  defenderse  si  pudiere. 

El  juez  ha  de  proceder  al  castigo  del  acusado,  solo  cuan- 
do el  delito  resulta  demostrado  completamente  con  pruebas 
mas  claras  que  la  luz;  y  de  lo  contrarío  ha  de  absolverle, 
aunque  tenga  contra  sí  algunos  indicios  ó  presunciones ,  con 
especialidad  si  la  pena  habia  de  ser  de  las  mas  graves.  La 
ley  quiere  que  la"s  pruebas  sean  ciertas  et  claras  como  la 
luz,  de  manera  que  non  pueda  sobre  ellas  venir  dubda  nin- 
guna: que  no  se  imponga  castigo  á ninguno  por  sospechas, 
ninpor  señales,  nin por  presunciones  :  que  el  pleito  crimi- 
nal debe  ser  probado  abiertamente  por  testigos ,  ó  por  cartas 
ó  por  conoscencia  del  acusado ,  et  non  por  sospechas  tan  sola- 
mente :  el  que  los  juzgadores  todavía  deben  estar  mas  apare- 
jados á  quitar  los  homes  de  pena,  que  á  condenarlos,  en  los 
pleitos  que  claramente  non  pudieren  ser  probados  ó  que  fue- 
ren dubdosos:  ca  mas  santa  cosa  es  el  mas  derecha  quitar  al 
home  de  la  pena  que  meresciere  por  el  yerro  que  hobiere  fe- 
cho, que  darla  al  que  non  la  meresce  nin  fizo  por  qué;  ley 
12,  tít.  IU,  Part.  5,  ley  26,  tít.  1  ,  y  leyes  7  y  9,  tít.  51 , 
Part.  7. 

Mas  no  se  deduzca  de  aquí  que  la  ley  tiene  por  insuficien- 
te la  prueba  de  indicios  para  condenar,  cuando  no  concurre 

(1)  Gutiérrez,  Práct.  crim.,  tom.  cit.,  pág.  252,  n.  36. 


la  de  testigos  que  hayan  presenciado  el  hecho  ,  ó  la  de  con- 
fesión judicial  ó  la  de  instrumentos.  Si  tal  deducción  fuese 
legítima  y  necesaria,  muchos  habrían  de  ser  los  crímenes  que 
debieran  quedar  impunes,  pues  que  son  muchos  los  que  se 
cometen  sin  que  intervengan  testigos,  sin  que  medien  es- 
critos ,  y  sin  que  después  los  confiesen  los  delincuentes.  La 
ley  que  prohibe  la  condenación  por  sospechas,  por  señales 
ó  presunciones,  habla. solo  de  las  presunciones,  señales  y 
sospechas  que  dejan  lugar  á  la  duda,  como  que  efectiva- 
mente estas  palabras  no  presentan  en  su  sentido  natural  y 
común  ideas  de  claridad  y  certeza;  pero  si  en  lugar  de  me- 
ras .sospechas  ,  señales  ó  presunciones,  concurren  hechos  y 
circunstancias  tan  .íntimamente  ligadas  con  el  crimen  que 
llegan  á  formar  un  convencimiento  irresistible  de  que  el 
acusado  lo  ha  cometido  ,  estos  indicios  entonces  serán  ver- 
daderas demostraciones ,  inferencias  necesarias,  pruebas 
tan  claras  como  la  luz,  y  aunque  no  haya  confesión  ni  es- 
critos ni  testigos  presenciales  del  hecho  principal ,  podrán 
servir  de  base  para  imponer  al  reo  la  pena  que  por  el  delito 
la  ley  ha  designado.  Así  es  que  la  ley  25  ,  tít.  19,  lib.  h  del 
Código ,  coloca  entre  las  pruebas  completas ,  á  la  par  de  la 
de  testigos  idóneos  y  de  la  de  instrumentos  auténticos ,  la 
de  indicios  que  sean  indudables  y  mas  claros  que  la  luz: 
Sciant,  dice,  cune  ti  aecusatores  eam  se  rem  déferre  in  pu- 
blicam  notionem  deberé  ,  quœ  munila  sitidoneis  tesübus,  vel 
inslructa  aperlissimis  documentis ,  vel  indiciis  ad  probatio- 
nem  indubitatis  el  luce  clarioribus  expedita.  Así  es  también 
que  la  ordenanza  del  ejército ,  trat.  8>  tít.  3  ,  art.  /i8,  quiere 
que  cuando  los  indicios  son  tan  vehementes  y  claros  que 
correspondan  á  la  prueba  de  testigos  y  convenzan  el  ánimo, 
se  proceda  á  la  pena  ordinaria,  como  si  el  reo  estuviese 
confeso  (2).  Véase  Absolución,  Instancia,  Presunción  y 
Prueba. 

INDIGENTE.  Véase  Hurto,  n.  VI,  y  Pobre. 

INDIGNIDAD.  La  falta  de  mérito  para  alguna  cosa  : 
Indignus  non  semper  est  reprobus ,  sed  propriè  immeritus, 
qui  dignus  non  est  seu  qui  non  merelur  id  de  quo  agi  tur. 
Esta  voz  suele  aplicarse  en  jurisprudencia  á  los  que  por 
faltar  á  sus  deberes  para  con  un  difunto,  bien  en  vida  de  él, 
bien  después  de  su  muerte ,  desmerecen  sus  favores,  y  pier- 
den la  herencia  que  se  les  habia  dejado  ó  á  que  tenian  de- 
recho. Entre  la  indignidad  y  la  incapacidad  hay  la  diferencia 
de  que  el  incapaz  no  puede  adquirir  ni  recibir,  en  vez  de 
que  el  indigno,  capaz  de  lo  uno  y  de  lo  otro  ,  no  puede  con- 
servar lo  que  ha  recibido  ó  adquirido.  Véase  Heredero  ,  ns. 
V  y  si  g .  hasta  el  XV. 

INDIRECTAMENTE.  Lo  que  se  hace  contra  las  reglas 
por  rodeos  y  caminos  tortuosos,  contraviniendo  de  este 
modo  á  las  prohibiciones  establecidas  por  las  leyes.  Se  pro- 
hibe, por  ejemplo,  que  el  clérigo  instituya  heredero  á  su  hijo 
espurio  directa  ó  indirectamente;  directamente,  eslo  es, 
dejándole  la  hacienda  nominalmente  á  él  mismo;  indirecta- 
mente ,  esto  es ,  instituyendo  á  una  persona  interpuesta  con 
la  secreta  condición  de  entregar  la  herencia  al  hijo.  En  este 
y  los  demás  casos  en  que  se  justifique  que  se  ha  querido 
eludir  la  disposición  de  la  ley,  todo  lo  que  se  hace  indirec- 
tamente contra  ella,  queda  nulo  y  sin  efecto.  Véase  Here- 
dero, n.  XII,  Hijo  sacrilego,  n.  V,  y  Fideicomiso,  ai  fin. 

INDISOLUBLE.  Lo  que  no  puede  disolverse  ó  desha- 
cerse. Llámase  indisoluble  el  matrimonio  contraído  ínter 
fidèles ,  porque  es  un  lazo  sagrado  que  ya  no  puede  desatar- 
se. Véase  Matrimonio. 

INDIVIDUO  ó  indivisible.  Lo  que  no  admite  division, 

(2)  Sobre  indicios  en  general,  y  en  particular  como  presuncio- 
nes de  derecho  y  presunciones  de  hombre ,  véase  á  Dou  ,  tom.  8  , 
•  pág.  2SG  á  274.  —  Sobre  los  indicios  bastantes  á  proceder  á  la 
prisión  según  las  leyes  constitue,  de  Méjico .  véase  Arrestar, 
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sea  por  razón  de  su  naturaleza ,  como  un  caballo ,  un  ins- 
trumento, sea  por  disposición  del  derecho,  como  algunas 
especies  de  obligaciones.  Véase  Bienes  individuos,  Obliga- 
ción divisible,  y  Obligación  indivisible. 

INDIVISO.  Lo  que  no  está  separado  ó  dividido  en  par- 
tes. Gozar  pro  indiviso  es  poseer  en  común  un  cuerpo  de 
bienes  cuya  propiedad  no  está  dividida.  Hay  quienes  poseen 
una  cosa  pro  indiviso  en  virtud  de  una  convención ,  como 
los  que  han  hecho  al  efecto  un  contrato  de  sociedad;  y  hay 
quienes  la  poseen  del  propio  modo  sin  que  entre  ellos  haya 
mediado  convención  alguna,  como  los  donatarios  ó  legata- 
rios de  una  misma  hacienda,  y  los  coherederos  de  una  mis- 
ma sucesión  legítima  ó  testamentaria ,  mientras  no  estén 
hechas  las  particiones.  Véase  Común,  Comunero,  Comuni- 
dad ó  comunión  de  bienes  entre  cónyuges  y  entre  coherede- 
ros, colegatarios  ,  etc.,  y  Sociedad. 

INDUCCIÓN  ó  inducimiento.  La  instigación  ó  persua- 
sion con  que  uno  impele  á  otro  para  que  haga  alguna  cosa  ó 
cometa  algún  delito.  Véase  Consejo. 

-|-  INDUCCIÓN  Á  riñas. Todo  sargento,  cabo,  soldado 
ó  tambor  que  en  una  pendencia  llamare  ó  apellidare  en  su 
ayuda  á  una  nación,  regimiento,  compañía,  piquete  ó  guar- 
dia ,  será  pasado  por  las  armas . 

El  que  tuviere  pendencia  con  alguno ,  y  llamare  en  su 
ayuda  otro  que  le  acompañare  á  sostenerla ,  será  también 
pasado  por  las  armas;  y  en  la  misma  pena  incurren  los 
que  llamados  le  acompañen.  Orden,  delejérc,  arts.  62  y 
63,  til.  10,  trat.  8o. 

INDULGENCIA.  La  lenidad  ó  condescendencia  con  los 
delincuentes  ó  culpables  ;  — la  remisión  de  la  pena  que  uno 
ha  merecido  por  su  delito  ;— y  la  remisión  que  hace  la  Igle- 
sia de  las  penas  temporales  debidas  por  los  pecados.  Véase 
Bula, art.  6o.  de  lapragm.  de  16  de  junio  de  1768,  é  Indulto. 

INDULTARIO.  El  sugeto  que  en  virtud  de  indulto  ó 
gracia  pontificia  podía  conceder  beneficios  eclesiásticos.  Mas 
todas  las  presentaciones  ó  nóminas  de  prebendas  y  benefi- 
cios que  hacían  muchas  personas  ilustres  por  gracia  ó  in- 
dulto apostólico  caducaron  á  virtud  del  concordato  de  1753. 
Véanse  las  observaciones  del  conde  de  la  Cañada  sóbrelos 
recursos  de  fuerza,  part.  3,  cap.  6. 

INDULTO.  La  facultad  ó  el  privilegio  concedido  á  alguno 
para  que  pueda  hacer  lo  que  sin  él  no  podría  ;  —  y  la  gracia 
por  la  cual  el  superior  remite  la  pena  en  que  el  inferior  ha 
incurrido ,  ó  esceptúa  y  exime  á  alguno  de  la  ley  ó  regla  ó 
de  otra  cualquiera  obligación. 

INDULTO.  La  condonación  ó  remisión  de  la  pena  que 
un  delincuente  merecía  por  su  delito;  ley  1,  lit.  52, 
Part.  7  (1). 

I.  A  los  tribunales  y  juzgados ,  que  administran  la  justi- 
cia en  nombre  del  rey,  pertenece  esclusivamente  la  potestad 
de  aplicar  las  leyes  en  los  juicios  civiles  y  criminales  ;  y  el 
rey  es  el  único  á  quien  corresponde  la  prerogativa  de  con- 

(1)  Elart.44dela5a. ley  constitue. deMéjicodiceensuglS, que 
corresponde  al  congreso  general  esclusivamente  «  conceder  am- 
nistías generales  en  los  casos  y  del  modo  que  prescriba  la  ley.  » 
La  4a.  ley  constitue,  dice  enel§26  de  su  art.  17,  que  son  atribu- 
ciones del  presidente  de  la  república  «  conceder  ó  negar  de 
acuerdo  coa  el  consejo  y  con  arreglo  á  las  leyes,  los  indultos  que 
se  le  pidan,  oidos  los  tribunales  cuyo  fallo  haya  causado  la  ejecu- 
toria y  la  suprema  corte  de  justicia,  suspendiéndose  la  ejecución 
de  la  sentencia  mientras  resuelve.  »  —  Para  impetrarlo  del  con- 
greso, debia  antes  de  la  actual  Constitución  ocurrirse  por  con- 
ducto del  gobierno  con  la  pretensión  informada  según  previene 
el  decreto  de  5  de  abril  de  1824  ;  y  para  que  se  cntiemja  conce- 
dido se  necesitaba  ademas  el  voto  de  los  dos  tercios  de  los  indi- 
viduos presentes  del  congreso  geueral }  según  la  ley  de  50  de  oc- 
tubre de  1  bou. 


mutar  por  otras  menores  ó  remitir  y  perdonar  absolutamen- 
te las  penas  impuestas  por  aquellos.  Esta  prerogaliva  de  la 
corona ,  que  se  conoce  con  la  denominación  de  derecho  de 
gracia  y  con  la  de  poder  de  indultar  ó  perdonar  se  hallaba 
ya  establecida  entre  los  Romanos,  como  es  de  ver  por  la 
ley  31 ,  tít.  19,  lib.  48  del  Dígesto,  y  por  las  leyes  del  tít. 
51  ,  lib.  9  del  Código.  Hánsela  reservado  igualmente  los  mo- 
narcas en  todas  las  naciones  de  Europa  ;  y  entre  nosotros 
asimismo  se  encuentra  sancionada  y  puesta  en  uso  por  las 
leyes  antiguas  y  modernas,  según  aparece  de  la  ley  7,  tít.  1, 
lib.  6  del  Fuero  Juzgo  ,  de  las  leyes  del  tit.  52,  Part.  7,  de 
las  leyes  38,59,126,  141  y  224  del  Estilo,  délas  del  lit.  42, 
lib.  12,  Nov.  Rec,  del  art.  171  de  la  Const.  de  1812  y  del 
art.  45  de  la  de  1845. 

II.  Ha  tenido  ,  sin  embargo,  el  derecho  de  gracia  enemi- 
gos acérrimos  que  le  han  combatido  con  calor.  Toda  gracia, 
dicen,  concedida  á  un  delincuente  es  una  derogación  de  la 
ley  :  si  la  gracia  es  justa ,  la  ley  es  mala  y  debe  corregirse; 
y  si  la  ley  es  buena,  la  gracia  no  es  mas  que  un  atentado 
contraía  ley.  No  hay  otro  remedio,  añaden,  contra  las  pe- 
nas demasiado  duras  que  su  reforma  y  el  establecimiento 
de  otras  mas  suaves;  pero  mientras  existan  es  indispensable 
aplicarlas  tales  cuales  son  sin  remisión  alguna,  porque  el 
rigor  es  menos  funesto  que  la  clemencia  :  el  rigor  no  causa 
mal  sino  á  muy  pocos,  y  la  clemencia  incita  á  todos  al  de- 
lito, ofreciéndoles  la  esperanza  de  la  impunidad  ,  como  dice 
un  poeta  alemán  en  los  siguientes  versos  : 

Plus  sœpe  nocet  paticntia  Regis, 

Quàm  rigor:  Ule  nocet  paucis  ;  hœc  incitât  omnes, 
Dum  se  ferre  suos  sperant  impune  reatus. 

Ademas,  concluyen  ,  el  poder  de  perdonar  es  un  poder  do 
hacer  lo  contrario  de  lo  que  la  ley  ordena  ,  es  por  consi- 
guiente un  poder  superior  á  la  ley,  un  poder  arbitrario  ,  un 
poder  capaz  de  hacer  dueño  de  la  vida  de  todos  al  que  lo 
ejerce,  y  no  debe  existir  un  poder  de  esta  especie. 

Tales  son  en  resumen  las  razones  que  se  acumulan  contra 
el  derecho  de  gracia;  pero  si  bien  parecen  sólidas  á  pri- 
mera vista ,  se  ve  cuando  se  las  examima  que  no  son  sino 
especiosas.  Si  toda  gracia  es  una  derogación  de  la  ley,  no 
por  eso  es  una  derogación  de  la  justicia  universal  :  la  razón, 
la  verdad  y  la  justicia,  como  oberva  fundadamente  un  es- 
critor filósofo ,  Mr.  Guizot,  no  siempre  se  dejan  encerrar  en 
los  estrechos  límites  del  texto  de  una  ley,  ni  pueden  perte- 
necer en  toda  su  plenitud  y  perfección  á  ciertas  formas  ó  á 
ciertos  poderes.  Las  leyes  pueden  ser  buenas ,  perfectas  y 
justísimas,  consideradas  como  reglas  generales  para  los 
casos  comunes  ;  pero  pueden  ser  defectuosas  en  su  aplica- 
ción á  ciertos  casos  particulares  que  se  presentan  revestidos 
de  circunstancias  que  no  se  previeron  al  tiempo  de  su  for- 
mación. Si  para  cada  caso  tuviésemos  una  ley,  su  aplicación 
entonces  seria  necesaria,  y  no  se  podría  sin  injusticia  con- 
ceder dispensa  de  ella  por  ningún  medio  ;  pero  las  leyes  no 
se  hacen  ni  pueden  hacerse  sino  sobre  casos  generales,  mo- 
dificados cuando  mas  por  circunstancias  generales  también, 
y  los  jueces  no  pueden  tomar  en  consideración  para  juzgar 
contra  la  letra  de  las  disposiciones  legales  muchas  modifi- 
caciones que  ocurren  en  la  práctica  y  que  exigirían  á  los 
ojos  de  la  razón  y  de  la  justicia  natural  una  variación  im- 
portante en  la  sentencia.  De  aquí  pues  la  conveniencia  y 
aun  necesidad  del  derecho  de  gracia  que  modere  y  oscluya 
en  algunos  casos  la  severidad  de  los  fallos  legales,  sin  que 
nadie  por  eso  pueda  tener  aliciente  para  arrojarse  al  crimen 
con  la  esperanza  de  obtener  una  gracia  que  no  se  ha  do 
otorgar  sino  cuando  la  humanidad  y  la  razón  la  hicieren 
necesaria.  Será,  sise  quiere,  arbitrario  hasta  cierto  punto  el 
ejercicio  de  esle  derecho;  pero  también  es  arbitrario  y  muy 
arbitrario  el  poder  del  jurado  (porque  ¿qué  cosa  es  el  jurado 
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sino  la  sustitución  de  la  conciencia ,  esto  es ,  de  la  arbitra- 
riedad, á  la  ley  fija  en  la  calificación  de  las  pruebas?)  ;  y 
sin  embargo  se  está  proclamando  la  escelencia  de  esta  insti- 
tución sobre  los  tribunales  comunes.  En  la  imperfección 
inevitable  de  las  leyes ,  la  conciencia  ó  sea  la  arbitrariedad 
del  monarca  les  sirve  de  complemento;  y  si  la  inflexibili- 
dad  de  las  leyes  es  una  garantía  contra  la  arbitrariedad  de 
ios  jueces,  la  arbitrariedad  ó  conciencia  del  jefe  supremo 
del  Estado  es  una  garantía  contra  la  inflexibilidad  de  las 
leyes,  que  no  teniendo  bastante  elasticidad  para  ajustarse 
á  la  variación  de  las  situaciones  y  de  los  tiempos  y  lugares 
podrían  alguna  vez  ejercer  cierta  especie  de  tiranía  sobre  el 
nombre.  Los  mismos  adversarios  del  derecho  de  gracia, 
después  de  desahogarse  en  declamaciones  contra  él ,  no  han 
podido  desconocer  su  necesida'd  ,  declarando  que  no  repro- 
baban el  uso  sino  el  abuso  ;  y  si  en  el  calor  de  las  revueltas 
políticas  de  algunos  estados  han  llegado  á  proscribirlo, 
desengañados  por  fin  han  tenido  cuidado  de  restablecerlo  3 
sujetándolo  cuando  mas  á  la  responsabilidad  delministerio. 

III.  El  induto  puede  ser  general  ó  particular.  Llámase  in- 
dulto general  el  que  se  concede  á  todas  las  clases  de  reos, 
fuera  de  los  esceptuaclos  de  la  gracia,  y  aun  el  que  se  con- 
cede solo  á  los  de  cierta  clase,  como  álos  contrabandistas,  á 
los  desertores ,  ó  á  los  delincuentes  políticos  ;  é  indulto  par- 
ticular ó  especial  se  denomina  el  que  se  otorga  á  alguna 
persona  determinada,  ley  1 ,  til.  32,  Part.  7. 

IV.  El  indulto  general  no  suele  darse  sino  por  alguna 
causa  justa  ó  motivo  plausible  ;  como  v.  gr.  por  una  victoria 
importante,  por  el  ajuste  de  una  paz  ventajosa,  por  el  na- 
cimiento del  príncipe  heredero ,  por  su  matrimonio ,  por  su 
exaltación  al  trono,  por  el  feliz  alumbramiento  déla  reina  , 
por  la  terminación  de  una  guerra  civil,  ó  por  cualquiera 
otra  ocasión  de  regocijo  público  en  que  se  quiere  tomen 
parte  los  que  no  se  han  hecho  del  todo  indignos  de  él. 

En  todo  indulto  general  se  espresan  los  delitos  que  en  él 
se  comprenden,  ó  á  lo  menos  los  que  se  escluyen.  No  ha- 
biendo espresion  alguna ,  se  entienden  escluidos  los  de  lesa 
majestad  divina  ó  humana,  blasfemia,  incendio  malicioso, 
fabricación  de  moneda  falsa,  destrucción  ó  tala  de  montes, 
alevosía  ó  traición  ó  muerte  segura ,  homicidio  de  sacer- 
dote, falsedad,  robo  ,  cohecho  y  baratería,  resistencia  á  la 
justicia,  malversación  de  la  hacienda  pública,  estraccion 
de  cosas  prohibidas  á  naciones  que  están  en  guerra  con  la 
nuestra,  sodomía  ,  lenocinio,  desafío,  rapto  y  violencia  de 
mujeres;  ya  porque  es  práctica  constante  escluirlos  de 
indulto ,  ya  porque  las  leyes  mandan  que  así  se  haga  res- 
pecto de  algunos  de  ellos  :  leyes  1 ,  li  y  S,  y  notas  1  y  9, 
til.  42,  lib.  12,  Nov.Rec;  reales  cèd.  de  17  de  octubre 
de  1771 ,  22  de  diciembre  de  1795  ,  y  otras  varias. 

Ningún  indulto  general  comprende  ni  puede  comprender 
los  delitos  cometidos  después  de  su  publicación,  sino  sola- 
mente los  anteriores,  á  fin  de  que  nadie  delinca  con  la  es- 
peranza de  la  impunidad  que  el  indulto  pudiera  presentarle. 

En  los  indultos  generales  se  entienden  comprendidos, 
aunque  no  se  nombren,  los  delincuentes  eclesiásticos, 
contra  quienes  estuvieren  conociendo  susjueces;  realcéd.de 
21  de  diciembre  de  1787,  ó  nota  10,  til.  42,  lib.  12,  Nov. 
Rcc;  pero  no  los  vagos  que  estén  destinados  á  las  armas, 
marina,  y  recogimiento  de  hospicios  ó  casas  de  misericor- 
dia, para  que  se  apliquen  al  trabajo;  ni  los  reos  de  causas 
de  montes  y  puramente  civiles;  ley  11  y  nota  9,  lit.  42, 
lib.  12,  Nov.Rec. 

No  solo  gozan  del  indulto  general  los  reos  que  se  hallan 
presos  y  son  capaces  de  él ,  sino  también  los  ausentes,  re- 
beldes y  fugitivos  que  se  presentan  á  solicitarlo  dentro  del 
término  que  se  les  hubiere  señalado,  sea  en  el  tribunal  en 
que  pendiere  la  causa,  sea  ante  cualquiera  justicia,  la  cual 
deberá  dar  conocimiento  de  lsftpresentacion  á  los  tribunales 


respectivos  para  que  hagan  la  declaración  correspondiente 
sobre  aplicación  del  indulto. 

En  algunos  indultos  generales  no  se  concede  la  gracia  á 
los  rematados  á  presidio  ó  arsenales  sino  en  el  caso  de  que 
no  estén  todavía  remitidos  ó  en  camino  para  cumplir  sus 
condenas  :  en  otros  se  estiende  á  los  rematados  que  se  halla- 
ren ya  en  camino,  no  habiendo  llegado  aun  á  sus  destinos;  y 
en  otros  se  amplía  á  los  que  ya  estuvieren  cumpliendo  sus 
condenas  en  cualquiera  de  los  presidios  de  la  península  ó  de 
África.  Por  regla  general,  los  indultos  generales  y  comunes 
no  se  pueden  aplicar ,  ni  aun  por  delitos  no  esceptuados  ,  á 
los  rematados  que  se  hallen  ya  en  los  depósitos  correcciona- 
les ó  presidios  cumpliendo  sus  condenas ,  ó  que  estén  en 
marcha  para  ellos ,  á  no  ser  que  en  los  mismos  indultos  se 
prevenga  espresamente  lo  contrario  ;  pero  les  alcanzan  los 
indultos  generales  por  delitos  no  esceptuados  y  con  perdón 
de  parte  cuando  la  haya  ofendida,  si  estos  los  hubiesen  co- 
metido después  de  su  ingreso  en  los  depósitos  y  presidios  , 
quedando  únicamente  sujetos  al  cumplimiento  de  la  conde- 
na, relevados  de  las  recargas.  —  La  declaración  de  si  en 
estos  casos  corresponde  ó  no  el  beneficio  del  indulto  gene- 
ral, compete  al  juez  que  entienda  en  la  causa  pendiente 
contra  el  rematado  ,  y  respecto  de  los  de  África  al  tribunal 
supremo  de  guerra  y  marina.  —  Si  algún  indulto  estraordi- 
nario  como  el  concedido  en  1828  estendiese  los  beneficios 
de  su  aplicación  á  los  presidarios  por  los  delitos  que  causa- 
ron sus  condenas  cuando  no  pasan  estas  de  cierto  número 
de  años,  corresponde  al  comandante  de  cada  presidio,  pre- 
via solicitud  ó  sin  ella,  si  alcanza  á  algún  presidario  la 
gracia,  formar  espediente  gubernativo  en  papel  común  y 
dirigirlo  al  jefe  político  en  la  península  ó  al  gobernador  en 
África  para  que  remitiéndolo  al  tribunal  que  impuso  la  con- 
dena declare  en  vista  de  la  causa  y  del  indulto  si  ha  ó  no 
lugar  á  su  aplicación,  y  el  certificado  de  la  determinación 
que  recaiga  debe  pasarse  al  jefe  político  en  la  península  y  al 
gobernador  en  África  para  que  por  medio  del  comandanta 
se  comunique  al  presidario  ;  dándose  conocimiento  de  todo, 
en  caso  de  aplicación  del  indulto,  al  director  general  de 
presidios  para  que  espida  la  licencia  al  agraciado  qon  es- 
presion de  la  circunstancia  estraordinaria  que  la  motiva 
antes  del  tiempo  que  debia  cumplir  en  el  presidio.  —  Si 
algún  indulto  como  los  de  los  años  de  1814  y  1857  conce- 
diese rebaja  general  en  las  condenas  ,  no  se  entiende  apli- 
cable esta  gracia  á  los  sentenciados  con  retención  ,  como 
espresamente  no  lo  prevenga.  Art.  283  y  sig.  de  la  orde- 
nanza de  presid.  de  14  de  abril  de  1834.  Véase  Presidio. 

La  aplicación  de  los  indultos  generales  corresponde  á  las 
audiencias  y  no  á  los  juzgados  de  primera  instancia.  Las 
audiencias  la  hacen  en  el  acto  de  la  visita  general  que  cele- 
bran luego  después  de  la  publicación  de  la  real  gracia,  res- 
pecto de  los  reos  presos  de  cuyas  causas  están  conociendo. 
En  cuanto  á  los  presos  que  se  hallan  á  disposición  de  los 
jueces  de  primera  instancia,  deben  estos  jueces  remitir  sin 
dilación  á  las  respectivas  audiencias  las  causas  de  aquellos 
á  quienes,  después  de  oir  al  promotor  fiscal,  estimen  que 
debe  aplicarse  el  indulto;  yen  su  vístalas  salas  respectivas, 
oido  el  dictamen  escrito  ó  verbal  del  fiscal,  declaran  si  ha 
ó  no  lugar  á  la  aplicación,  devolviendo  los  procesos  al  juez 
para  que  aplique  la  gracia  en  el  primer  caso ,  y  continúe 
el  juicio  en  el  segundo  con  arreglo  á  derecho.  Toca  también 
á  las  mismas  audiencias  en  su  caso  aplicar  el  indulto  á  los 
reos  que  se  hallen  sufriendo  la  pena  de  prisión  ó  la  do  pre- 
sidio ,  y  á  los  sentenciados  á  esta  pena  que  no  hubiesen  in- 
gresado aun  en  el  presidio ,  con  tal  que  el  indulto  los  com- 
prenda. 

Al  reo  anteriormente  indultado  por  cualquiera  delito  n® 
se  le  puede  aplicar  el  indulto  general,  ni  tampoco  el  parti- 
cular ïie  tal  vez  obtuviese ,  á  no  ser  que  en  la  nueva  gra- 
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cia  se  haga  mención  de  la  primera;  ley  2,  til.  42,  Ub.  12 , 
Nov.  Rec.  Ademas,  tanto  en  los  indultos  generales  como  en 
los  particulares  suele  ponerse  la  cláusuladeque  reincidiendo 
los  indultados  en  delitos  de  igual  género,  se  entienda  no 
concedida  la  real  gracia  :  en  cuyo  caso  no  solamente  habrán 
de  sufrir  la  pena  que  merezcan  por  su  reincidencia  ,  sino 
que  también  deberán  cumplir  la  condena  de  que  fueron  in- 
dultados como  si  no  lo  hubieran  sido;  real  arden  de  18  da 
julio  de  1810. 

En  los  delitos  en  que  hay  parte  agraviada,  aunque  se  haya 
procedido  de  oficio ,  no  se  aplica  el  indulto  ,  sea  general  ó 
particular,  sin  que  preceda  el  perdón  y  satisfacción  de  aque- 
ja, como  está  espresamente  mandado  en  la  ley  1 ,  tífc.  42, 
ïib.  12,  Nov.  Rec.  (1),  y  se  suele  poner  por  cláusula  en  los 
decretos,  cédulas  y  órdenes  de  indulto.  Este  perdón  debe 
ser  puro,  simple,  sin  restricción  alguna;  gratuito  y  no  por 
precio,  y  otorgado  en  escritura  que  queda  unida  al  proceso  ; 
bien  que  también  causaría  todos  sus  efectos,  aunque  el  otor- 
gamiento se  hiciese  apud  acia.  No  puede  suplirle  la  dili- 
gencia de  notificación  de  estado  que  se  hace  á  las  parles 
interesadas,  concluido  el  sumario  ,  para  saber. si  quieren  ó 
no  salir  á  los  autos ,  por  mas  que  entonces  hayan  contestado 
que  nada  pedian  ni  demandaban,  que  la  justicia  obrase  por 
sí  sola  y  otras  espresiones  semejantes ,  hijas  unas  veces  del 
recelo  de  embarazarse  en  una  causa  que  aumente  disgustos 
á  los  sufridos  por  el  delito  sobre  el  cual  se  forma,  y  obra 
otras  déla  fecunda  pluma  de  algunos  escribanos. 

V.  El  indulto  particular,  que  es  el  que  se  concede  á  una 
persona  determinada,  suele  otorgarse  por  alguna  razón 
especial ,  como  v.  gr.  por  servicios  importantes  que  el  delin- 
cuente ó  sus  progenitores  hubiesen  hecho  al  rey  ó  á  la  na- 
ción, por  los  que  todavía  pueden  esperarse  de  sus  virtudes , 
de  su  valor,  de  su  talento  ó  de  otras  prendas  que  le  adornen, 
por  su  extraordinaria  habilidad  en  alguna  ciencia  ó  arte,  por 
ruego  de  sus  propios  jueces  ó  de  muchos  vecinos  del  pueblo 
de  su  residencia  que  recomiendan  sus  méritos  ó  loable  con- 
ducta ,  por  haber  sido  el  delito  mero  efecto  del  impulso  de 
una  pasión  y  no  de  la  perversidad  ,  por  compasión  hacia  su 
familia,  por  ofrecer  el  perdón  un  estímulo  á  la  virtud  y  no 
un  incentivo  á  la  maldad ,  por  alguna  otra  razón  de  utilidad 
pública,  ó  en  fin  por  pura  gracia;  ley  12,  til.  18,  Part.h, 
y  leyes  1  y  5,  tít.  32,  Part.  7. 

Los  espedientes  que  en  solicitud  de  indulto  promovieren 
los  reos  juzgados  por  la  real  jurisdicción  ordinaria,  se  ins- 
truyen y  resuelyen  por  el  ministerio  de  gracia  y  justicia  , 
aunque  los  reos  se  hallen  confinados  en  los  presidios  ;  real 
decreto  de  16  de  abril  de  1856.  Mas  no  se  admiten  en  el  mi- 
nisterio las  solicitudes  de  indulto  que  no  vengan  por  con- 
ducto de  los  jefes  de  presidio  cuando  los  pretendientes  son 
rematados  ,  ó  por  el  regente  de  la  audiencia  respectiva 
cuando  no  lo  son  ;  debiendo  aquellos  y  este  remitir  las  ins- 
tancias con  su  informe  motivado  en  caso  de  que  su  parecer 
!  sea  favorable;  pues  si  fuere  negativo,  no  darán  curso  á  las 
solicitudes ,  pero  enterarán  á  los  interesados  :  bien  que  se 
esceplúan  de  esta  regla  las  solicitudes  de  indulto  que  per- 
sonalmente entregan  los  interesados  á  la  real  persona  y 
S.  M.  se  digna  admitir  ;  art.  8o.  de  la  real  orden  de  28  de  fe- 
brero de  1838. 

Como  suelen  acudir  al  ministerio  de  gracia  y  justicia  en  so- 
licitud de  indulto  personas  que  se  han  fugado  de  las  cár- 
celes y  presidios,  ó  que  han  logrado  eludir  su  arresto  antes 
le  ser  ejecutado,  y  que  fácilmente  hallan  medios  de  ocul- 
tarse, se  remiten  por  dicho  ministerio  en  íin  de  cada  mes  á 
las  respectivas  audiencias  listas  circunstanciadas  de  lasper- 


(1)  Mas  en  cuanto  á  perjuicios  causados  en  caso  de  pronuncia- 
miento en  la  república  de  Méjico,  véanse  las  notas  del  ar- 
tículo //sonada. 


sonas  que  estando  sujetas  à  un  juicio  criminal,  hayan  pedi- 
do indulto  desde  Madrid  ó  desde  otro  punto  que  no  sea  el 
del  juicio ,  é  iguales  listas  se  pasan  al  ministerio  de  la  go- 
bernación de  la  península  de  los  reos  rematados  que  hagan 
sus  instancias  desde  un  lugar  diferente  del  de  su  destino;  en 
cuya  vista,  sin  embargo  de  lo  que  S.  M.  se  digne  resolver 
sobre  la  concesión  de  la  real  gracia  ,  deben  los  tribunales 
espedir  las  correspondientes  requisitorias  y  practicar  las  de- 
mas  diligencias  oportunas  para  la  captura  de  los  reos  pró- 
fugos pendientes  de  juicio ,  y  dar  sus  órdenes  el  ministerio 
de  la  gobernación  á  los  jefes  políticos  para  la  de  los  rema- 
tados; real  arden  de  22  de  marzo  de  1838. 

Por  regla  general,  no  deben  elevarse  á  la  real  considera- 
ción de  S.  M.  pretensiones  sobre  indultos  particulares  sino 
después  de  haber  recaído  sentencia  que  cause  ejecutoria;  y 
aun  cuando  los  reos  aspirantes  á  la  gracia  se  hallen  ya 
cumpliendo  su  condena,  deben  siempre  pedirse  informes  al 
tribunal  sentenciador,  el  cual  no  ha  de  evacuarlos  sino  con 
audiencia  fiscal;  arts.  1°.,  2o.  y  3o.  de  la  real  orden  de  18 
de  junio  de  1840. 

En  los  informes  que  evacúen  los  tribunales  y  en  las  pro- 
puestas que  ellos  hagan  de  indulto,  debe  espresarse  la  edad, 
profesión,  conducta  anterior,  estado  y  modo  de  vivir  ó  for- 
tuna de  los  reos,  manifestando  en  el  caso  de  ser  padres  de 
familia  los  individuos  de  que  esta  se  compone  y  la  asistencia 
que  de  aquel  recibían,  cuya  circunstancia  se  espresará  tam- 
bién respecto  de  los  reos  que  aun  siendo  solteros  mantenían 
á  sus  padres,  hermanos  ó  parientes  ;  y  también  se  espresará 
en  cuanto  sea  posible  la  calidad  del  delito  ,  la  parte  que  ha- 
ya tenido  el  reo  en  su  perpetración,  las  circunstancias  agra- 
vantes y  las  atenuantes,  el  tiempo  que  llevase  de  prisión  y  de 
rematado ,  y  su  conducta  posterior  al  delito.  Las  mismas  cir- 
cunstancias han  de  contener  los  informes  que  dieren  los  tri- 
bunales á  la  dirección  general  de  presidios  y  á  los  jefes 
políticos  con  respecto  á  los  indultos  que  aquella  hubiere  de 
proponer  de  reos  rematados ,  y  estos  de  mujeres  reclusas 
en  virtud  de  sentencia  en  casas  de  corrección.  La  dirección 
general  de  presidios  debe  remitir  al  ministerio  de  gracia  y 
justicia,  original  ó  por  copia  á  la  letra,  el  informe  del  tri- 
bunal sentenciador  siempre  que  proponga  algún  indulto,  re- 
baja ú  otra  gracia,  y  ademas  la  hoja  comprensiva  del  ingre- 
so, conducta  y  vicisitudes  del  interesado  en  el  presidio.  Real 
orden  de  2  de  abril  de  1839. 

Como  ha  enseñado  la  esperiencia  que  hay  hombres  por 
desgracia  que  no  obtienen  el  indulto  sino  para  delinquir  do 
nuevo  con  más  arrojo  y  confianza,  frustrando  así  à  la  vez  los 
efectos  de  la  justicia  y  los  de  la  clemencia ,  se  ha  adoptado 
para  la  reparación  de  este  abuso  en  el  ministerio  de  gracia  y 
justicia  tanto  en  los' indultos  generales  como  en  los  particu- 
lares, cuando  la  índole  del  delito  asi  lo  reclama,  la  fórmula 
constante  de  que  «  reincidiendo  en  delitos  de  igual  géne- 
ro, se  entienda  no  concedida  la  real  gracia.  »  Y  para  que 
los  efectos  de  este  rigor  saludable  sean  ciertos  y  seguros  , 
como  igualmente  para  que  no  sean  eludidas  las  sentencias  , 
se  hallan  acordadas  por  la  citada  real  orden  de  18  de  julio 
de  1840,  ademas  de  las  medidas  mas  arriba  indicadas,  las 
prevenciones  siguientes:— Que  de  todo  indulto  se  dé  conoci- 
miento á  los  regentes  de  las  audiencias,  por  su  medio  á  los 
fiscales,  y  por  el  de  estos  á  los  promotores  :  —  Que  en  la 
secretaría  del  despacho  de  gracia  y  justicia  los  liseak  ;  y 
promotores  abran  un  registro  en  que  consten  los  nombras  y 
circunstancias  de  los  sentenciados  en  el  tribunal,  y  los  in- 
dultos concedidos ,  con  la  nota  de  reincidencia  en  su  capo  : 
—  Que  á  este  efecto  en  los  indultos  generales  se  dé  una  no- 
ticia nominal  de  los  indultados  á  los  fiscales ,  y  por  estos  á 
los  promotores,  para  cuyo  fin  y  demás  efectos  conveniente 
la  dirección  de  presidios  remitirá  estados  personales  á  dicho 
ministerio  :  —  Que  por  medio  de  estos  registros  los  fiscales 
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y  promotores  al  tiempo  de  acusar  en  las  causas  criminales, 
y  al  evacuar  los  primeros  el  informe  sobre  indulto  ,  mani- 
fiesten si  el  reo  ha  sido  antes  indultado  ,  y  de  qué  delito: 
»-  Que  los  tribunales  al  remitir  los  estados  de  semestre  y 
datos  estadísticos  que  les  están  mandados,  espresen  el  nú- 
mero de  reincidentes  :  —  Que  los  reincidentes  cuyo  indulto 
hubiese  sido  concedido  con  la  cláusula  arriba  indicada,  ade- 
mas de  la  pena  á  que  se  hayan  hecho  acreedores,  sufrirán 
la  parte  de  condena  de  que  fueron  indultados  como  si  no  lo  hu- 
biesen sido  ;  —  Y  que  los  fiscales  y  promotores  ejercerán 
especial  vigilancia  para  que  no  sean  eludidos  fraudulenta- 
mente los  efectos  de  las  sentencias  ,  como  no  sin  frecuencia 
sucede ,  ya  permaneciendo  los  rematados  en  las  cárceles  y 
aun  en  sus  casas  por  mucho  tiempo  sin  marchar  á  sus  des- 
tinos, ya  volviendo  de  estos  antes  do  tiempo  sin  licencia  ni 
autorización  en  toda  regla  ;  en  cuyos  casos  es  la  voluntad  de 
S.  M.  ejerzan  los  fiscales  y  promotores  toda  la  severidad  de 
su  encargo,  pidiendo  lo  que  convenga  en  justicia ,  ó  repre- 
sentando à  S.  M.  lo  conveniente  por  el  ministerio  de  gracia 
y  justicia. 

VI.  Cuéntase  entre  los  indultos  particulares  el  indulto 
anual  del  viernes  sanio,  que  es  el  que  se  acostumbra  conce- 
der por  el  rey  lodos  los  años  el  dia  del  viernes  santo  al 
tiempo  de  la  adoración  de  la  cruz  á  dos  reos  de  la  cárcel  de 
corte  y  á  uno  de  cada  capital  donde  hay  audiencia.  Para  la 
concesión  de  este  indulto  se  pide  por  el  ministerio  de 
gracia  y  justicia  al  principio  de  cada  año  á  los  regentes  de 
las  audiencias  una  causa  original  de  homicidio  ,  en  que  no 
haya  interesado  que  pida,  ni  medie  alevosía,  robo  ú  otro  de 
aquellos  crímenes  feos  y  enormes  que  por  sus  circunstan- 
cias son  indignos  de  perdón  y  en  cuyo  castigo  se  interesa 
sumamente  la  vindicta  pública.  En  vista  de  esta  orden  cada 
Audiencia  examina  las  causas  y  elige  una  que  con  su  infor- 
me y  el  estrado  del  relator  envia  original  al  ministerio. 
Llegado  el  dia  del  viernes  santo ,  dos  capellanes  de  honor 
presentan  al  rey  en  una  bandeja  todas  las  dichas  causas 
reunidas  con  los  memoriales  de  los  reos;  y  al  tiempo  de 
adorar  S.  M.  la  santa  cruz  pone  su  real  mano  sobre  las  cau- 
sas diciendo  :  yo  os  perdono  porque  Dios  me  perdone.  Hecha 
esta  ceremonia  se  estiende  y  remite  el  indulto  á  los  respec- 
tivos tribunales  en  cuyas  cárceles  se  hallan  los  reos  perdo- 
nados", y  en  su  virtud  se  les  pone  en  libertad.  Ley'üynota  1, 
tit.  42,  lib.  12,  Nov.  Rec.,  y  la  práctica. 

VIL  La  ley  7,  tít.  18  ,  lib.  12,  Nov.  Rec,  después  de  im- 
poner la  pena  de  muerte  á  los  que  en  sus  casas  ó  heredades 
recepten  y  encubran  ó  socorran  à  los  salteadores  y  bandi- 
dos, concede  indulto  y  remisión  de  dicha  pena  al  que  ha- 
biéndola merecido  entregare  vivo  ó  muerto  alguno  de  los 
bandidos  ó  salteadores  :  y  por  real  cédula  de  21  de  setiem- 
bre de  1776  se  dispensa  la  gracia  de  no  imponer  penas 
afrentosas  al  reo  que  fuere  presentado  á  la  justicia  por  sus 
parientes. 

La  ley  k,  tít.  8,  lib.  12,  Nov.  Rec,  después  de  prescribir 
las  penas  de  muerte  y  confiscación  de  bienes  contra  los  que 
fabricaren  ó  introdujeren  en  el  reino  moneda  falsa,  y  de  man- 
dar que  basten  para  la  comprobación  de  este  delito  proban- 
zas privilegiadas  ó  tres  testigos  singulares  que  depongan 
cada  uno  de  su  hecho  ,  ordena  en  el  artículo  10  «  que  el 
cómplice  que  denunciare  al  compañero,  estando,  en  estos 
reinos  donde  se  pueda  prender,  consiga  liberación  de  su 
persona  y  bienes.  » 

Según  la  ley  5,  tít.  2,  Part.  7,  el  cómplice  en  una  traición 
que  la  descubriere  antes  que  se  lleve  á  cabo ,  debe  ser  per- 
donado del  crimen  que  cometió  entrando  en  ella  ;  y  aun  si 
la  descubriere  desde  luego  antes  de  comprometerse  en  la 
conspiración  con  juramento  ,  no  solo  merece  indulto  sino 
premio, 


Algunos  autores  quieren  que  el  indulto  ofrecido  por  estas 
leyes  á  los  descubridores  de  sus  cómplices  en  los  casos  de- 
terminados que  espresan,  se  estienda  por  una  ley  general  al 
cómplice  que  voluntariamente  delate  á  sus  compañeros  eü 
cualesquiera  delitos,  á  lo  menos  en  los  mas  graves  ó  atroces, 
á  fin  de  evitar,  con  el  temor  recíproco  que  cada  cómplice 
debe  tener  de  que  otro  le  descubra ,  las  asociaciones  crimi- 
nales que  puedan  contraer  los  hombres  para  hacer  mal  al 
Estado  ó  á  los  particulares.  La  legislación  inglesa  lo  tiene 
admitido  así  por  punto  general,  concediendo  entero  perdón 
al  cómplice  denunciante  y  dándole  en  la  seguida  del  pro- 
ceso el  nombre  y  carácter  de  testigo  del  rey  :  un  ejemplar 
muy  señalado  acaba  déverse  en  el  reciente  proceso  del  ase- 
sino Burke.  Véase  Revelación. 

VIII.  En  los  casos  de  conmociones  populares,  tumultos, 
asonadas  ,  conspiraciones  ó  sediciones ,  todos  los  bullicioso? 
que  al  oir  la  publicación  del  bando  prevenido  por  las  leyes 
obedecieren  y  se  retiraren  pacíficamente ,  quedarán  indul- 
tados de  la  pena  en  que  hubieren  incurrido  ,  no  siendo  los 
principales  autores  de  la  conspiración  ó  asonada  y  no  ha- 
biendo cometido  otro  delito  que  el  de  haberse  reunido  á 
ella  ;  leyes  5  y  b,  tit.  1 1 ,  lib.  12,  Nov.  Rec,  y  ley  de  17  de 
abril  de  1821  ,  restabl.  por  decr.  de  30  de  agosto  de  1836. 
Véase  Asonada. 

Los  indultos  ó  perdones  que  se  concedieren  por  los  ma- 
gistrados, ayuntamientos  ú  otros  cualesquiera  á  los  perpe- 
tradores, ausiliadores  y  motores  de  asonadas  y  violencias , 
son  ineficaces  y  no  pueden  surtir  efecto  alguno ,  por  ser 
materias  privativas  de  la  suprema  regalía  inherente  en  la 
persona  del  rey;  ley  15  ,  tít.  17,  lib.  7,  y  ley  5  ,  til.  11  , 
lib.  12,  Nov.  Rec. 

Cuando  todo  un  pueblo  ó  gran  número  de  individuos 
comete  un  delito ,  suele  el  rey  perdonar  ó  disminuir  la  pena 
á  los  menos  culpables ,  y  mandar  que  se  castigue  con  el 
rigor  de  la  ley  solamente  á  los  que  fueron  cabezas  y  reos 
principales  ,  uniendo  así  la  clemencia  con  la  necesidad  del 
escarmiento ,  ya  para  no  causar  un  perjuicio  notable  á  la 
población  ni  de  consiguiente  á  la  agricultura,  artes  y  comer- 
cio ,  ya  también  para  evitar  el  espectáculo  horroroso  que 
habría  de  presentar  el  suplicio  de  muchas  personas.  Si  todo 
un  ejército  se  ha  rebelado  contra  su  general ,  necesaria  es 
la  indulgencia  (  dice  Séneca,  De  ira ,  lib.  2,  cap.  10)  :  In  sin- 
gulis  severilas  imperaloris  distringilur  ;  at  necessaria  venia 
est,  ubi  lotus  deseruit  exercilus.  Quid  tollit  iram  sapienlis? 
turba  peccanlium.  Intelligit  quíim  el  iniquum  sit ,  et  peri- 
culosum,  irasci  publico  vitio. 

Cautius  ingentes  morbos,  et  próxima  cordi 

Ulcera  pœoniœ  tractai  solertia  curca, 

Parcendoque  secat ,  ferro  ne  largius  acto 

Irrcvocandus  eat  sectis  vilalibus  error. 

Claudiano  ,  de  Bello  Gclico  ,  v.  120  y  sig. 

IX.  El  indulto ,  cualquiera  que  sea  ,.no  se  estiende  á  otros 
delitos  que  á  los  que  se  hallan  espresados  en  la  cédula , 
decreto  ú.  orden  que  lo  contiene  :  «  Otrosí,  dice  la  ley  12  , 
tít.  18 ,  Part.  5,  non  es  quito  (el  indultado  )  sinon  de  aquellla 
cosa  que  señaladamente  fuere  nombrada  en  la  carta  de  que 
el  rey  le  perdona  ;  »  y  lo  mismo  repite  la  ley  2 ,  tit.  42 , 
lib.  12,  Nov.  Rec  De  aqui  es  que  el  indultado  por  un  delito 
político  queda  sujeto  á  los  procedimientos  judiciales  que  se 
hubiesen  incoado  ó  se  incoaren  por  delitos  anteriormente 
cometidos;  rs.  órds.  de  6  de  setiembre  de  1856  y  de  20  da 
febrero  de  1857.  De  aquí  es  también  que  el  indulto  general 
que  á  uno  se  concediese  de  todos  sus  delitos,  seria  nulo  y  de 
ningún  efecto ,  como  observa  Gregorio  López  en  la  glosa  5a, 
de  dicha  ley  12 ,  tít.  18 ,  Part.  3. 

No  puede  darse  indulto  en  perjuicio  de  tercero;  y  así 
queda  obligado  en  todo  caso  el  indultado  á  devolver  á  te 
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parte  agraviada  los  bienes  que  le  hubiere  ocupado  ,  como 
igualmente  á  resarcirle  los  daños  y  perjuicios  que  del  delito 
le  resultaren  ,  y  á  satisfacerle  las  penas  pecuniarias  que  por 
la  ley  estuvieren  prescritas  en  su  favor;  «  ca  el  rey  non  quita 
sinon  tan  solamente  la  su  justicia  :  »  ley  12,  lit.  18,  Part.  5, 
y  ley  5,  üt.  42,  lib.  12,  Nov.  Rec.  La  opinion  de  Febrero 
y  otros  autores  de  que  el  rey  en  uso  de  su  autoridad  y  por 
justa  causa  puede  remitir  el  derecho  de  la  parte  agraviada , 
es  una  opinion  errónea  y  conocidamente  contraria  á  la  letra 
clara  y  espresa  de  muchas  leyes  y  con  especialidad  á  la 
citada  ley  12,  y  á  las  leyes  50,  51  y  52,  tít.  18  ,  Part.  5  , 
en  las  cuales  se  establece  que  el  indultado  non  se  puede 
excusar  de  facer  derecho  por  el  fuero  á  los  que  querella 
hobieren  del,  y  que  las  cartas  que  sean  ganadas  contra 
derecho  de  alguno  non  han  fuerza  ninguna  nin  se  deben 
cumplir.  La  parte  agraviada  puede  perdonar  ó  remitir  su 
derecho  como  quisiere  y  en  cuanto  quisiere  ;  pero  nadie 
puede  remitirlo  por  ella  sin  su  consentimiento  ó  aquiescen- 
cia :  el  rey,  como  jefe  y  representante  de  la  sociedad,  no 
puede  perdonar  sinon  tan  solamente  la  su  justicia  ,  esto  es  3 
la  pena  que  la  vindicta  pública  exigía. 

Tampoco  se  entienden  comprendidos  en  el  indulto  los 
gastos  y  costas  judiciales  ;  y  asi  tendrá  que  satisfacerlos  el 
indultado ,  á  no  ser  que  espresamente  se  comprendan ,  como 
en  efecto  se  verifica  algunas  veces. 

Cuando  el  indulto  se  espide  antes  de  la  pronunciación 
de  la  sentencia,  no  solamente  queda  el  reo  libre  de  la  pena 
■que  merecía  y  de  la  infamia  de  derecho ,  sino  que  conserva 
también  ó  recobra  su  estado,  y  sus  bienes  como  los  tenia 
antes  ;  pero  cuando  no  se  espide  sino  después  de  la  sentencia, 
solo  se  liberta  de  la  pena  corporal,  mas  no  recobra  la  fama 
Mi  los  bienes  que  por  la  sentencia  hubiese  perdido  ,  á  no  ser 
jue  en  el  indulto  se  esprese  que  se  le  entregue  todo  lo  suyo 
ó  que  se  le  reponga  en  su  primer  estado;  ley  2,  tít.  32  , 
Parí.  7.  Véase  Conmutación  de  pena ,  Perdón  y  Visita  de 
cárcel. 

El  indulto  surte  sus  efectos,  cualquiera  que  sea  la  forma 
en  que  se  espida;  pues  aunque  la  ley  2,  tít.  42 ,  üb.  12 , 
Nov.  Rec,  no  queria  que  fuese  válido  sino  el  que  se  espi- 
diese por  carta  que  llevase  la  firma  y  el  sello  del  rey  y  estu- 
viese escrita  por  mano  de  escribano  de  la  real  cámara  y 
firmada  en  la  espalda  por  dos  consejeros,  ha  caido  en  desuso 
esta  disposición,  y  es  ahora  lo  común  que  para  los  indultos 
generales  se  espida  solo  un  real  decreto  ,  y  para  los  parti- 
culares una  real  orden,  sin  las  indicadas  formalidades  (1). 

f  En  real  orden  de  8  de  marzo  de  1841  se  mandó  quedase 
sin  efecto  la  de  18  de  julio  de  1840  ,  continuando  á  cargo 
del  ministerio  de  Gracia  y  Justicia  la  dirección  ó  curso  de 
las  peticiones  de  indulto  según  la  naturaleza  y  circunstancias 
de  cada  caso  particular. 

INDUSTRIA.  La  ocupación  ó  el  trabajo  que  se  emplea 
en  la  agricultura  ,  artes,  fábricas  y  comercio. 

Todos  los  Españoles  y  los  estranjeros  avecindados  ó  que 
se  avecinden  en  los  pueblos  de  la  monarquía,  pueden  libre- 
mente establecer  las  fábricas  ó  artefactos  de  cualquiera  clase 
que  les  acomode  ,  sin  necesidad  de  permiso  ni  licencia  al- 
guna ,  con  tal  que  se  sujeten  á  las  reglas  de  policía  adoptadas 
ó  que  se  adopten  para  la  salubridad  de  los  mismos  pueblos; 
—  y  también  pueden  ejercer  libremente  cualquiera  indus- 
tria ú  oficio  útil  sin  necesidad  de  examen ,  titulo  ó  incor- 
poración á  los  gremios  respectivos,  cuyas  ordenanzas  están 
derogadas  en  esta  parte  ;  decr.  de  Corles  de  8  de  junio  de  1813, 
reslabl.  por  olro  de  6  de  diciembre  de  1856.  Véase  Gremio. 

Los  dueños  de  heredades ,  dehesas  y  demás  tierras  do 
cualquiera  clase,  pueden  libremente  destinarlas  á  labor  ó  á 

(1)  Sobre  la  materia  de  indultos  véase  áDou,  pág.  531  á  538 
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pasto ,  ó  á  plantío,  ó  al  uso  que  mas  les  acomode,  no  obstante 
las  leyes  que  prefijaban  la  clase  de  disfrute  á  que  debían 
destinarse  estas  fincas  ;  decr.  de  Corles  de  8  efe  junio  de  1813, 
reslabl.  por  real  decr.  de  6  de  setiembre  de  1836. 

Ningún  fruto  ni  producción  de  la  tierra,  ni  los  ganados  y 
sus  esquilmos,  ni  los  productos  de  la  caza  y  pesca,  ni  las 
obras  del  trabajo  y  de  la  industria,  están  sujetas  en  sus  pri- 
meras ventas  ni  en  las  ulteriores  á  tasas  ni  posturas ,  sin 
embargo  de  cualesquiera  leyes  generales  :  áníes  bien  todo 
se  puede  vender  y  revender  al  precio  y  en  la  manera  que 
mas  acomode  á  sus  dueños,  con  tal  que  no  perjudiquen  á  la 
salud  pública;  y  ninguna  persona  ,  corporación  ni  estable- 
cimiento tiene  privilegio  de  preferencia  en  las  compras; 
debiendo  empero  observarse  las  leyes  vigentes  sobre  estrac- 
cion  á  pais  estranjero.  Véase  Granos  y  Postura. 

INDUSTRIA.  La  ciencia ,  habilidad  y  destreza  que  tieno 
una  persona  en  el  ejercicio  de  la  profesión  ,  arle  ú  oficio  á 
que  se  dedica.  Cuando  se  dice  que  uno  ha  elegido  la  indus- 
tria de  la  persona ,  se  quiere  dar  á  entender  que  ha  encar- 
gado à  la  persona  de  que  se  trata,  con  preferencia  á  otras, 
la  ejecución  de  la  obra  ó  servicio  que  necesitaba ,  por  razón 
de  su  mayor  ciencia,  destreza  ó  habilidad.  Véase  Arrenda- 
miento de  trabajo  personal ,  Arquitecto  y  Artesano. 

INDUSTRIAL.  Lo  que  se  hace  ó  produce  en  virtud  ó 
con  el  ausilio  de  la  obra  .  artificio  ó  diligencia  del  hombre. 
Véase  Accesión  industrial ,  Accesión  mixta,  y  Frutos. 

INESTIMADO.  Lo  que  está  sin  apreciar  ni  tasar;  y  así 
se  dice  inestimada  la  dote  que  se  entrega  al  marido  sin  fijar 
el  valor  de  los  bienes  en  que  consiste. 

INFAMADOR.  El  que  quita  la  fama ,  honra  y  estimación 
á  alguna  persona. 

El  infamador  es  peor  que  el  ladrón  ,  porque  este  roba  los 
bienes  y  aquel  la  honra ,  que  es  un  bien  mas  apreciable 
que  los  bienes  materiales;  Greg.  López  en  la  glosa  1 ,  ley  8, 
tít.  6,  Parí.  7. 

El  infamador  es  tenido  en  derecho  por  enemigo  de  la  per- 
sona á  quien  ha  infamado  :  «  Non  es  ninguno  mayor  enemigo, 
dice  la  ley  2,  tít.  2,  lib.  1  del  Fuero  Real,  que  aquel  que 
daña  la  fama  del  otro.  »  Véase  Enemigo. 

El  infamador  que  atribuye  á  otro  un  hecho  digno  de  pena 
de  muerte  ó  destierro  perpetuo ,  incurre  en  la  pena  del 
talion  ;  y  si  le  atribuye  un  hecho  digno  de  menor  pena',  debe 
ser  castigado  con  pena  pecuniaria  ú  otra  que  fuere  propor- 
cionada según  el  arbitrio  del  juez  :  bien  que  si  probare  que 
el  hecho  imputado  es  verdadero ,  quedará  impune;  d.  ley  8, 
tít.  6 ,  Part.  7.  Véase  sin  embargo  lo  que  se  dice  sobre  esta 
materia  en  los  artículos  Calumnia ,  Injuria  y  Libelo  infa- 
matorio. 

INFAMIA.  La  pérdida  ó  lesión  del  honor  y  reputación, 
ó  sea  el  descrédito,  abominación  ó  mala  fama  en  que  cao 
alguno  por  su  mal  obrar;  proem.  y  ley  1  ,  til.  6  ,  Part.  7. 
Puede  considerarse  como  una  especie  de  escomunion  civil, 
pues  hace  que  el  que  ha  incurrido  en  ella  sea  escluido  del 
trato  de  los  hombres  de  bien ,  que  le  miran  con  desprecio  y 
evitan  su  sociedad. 

I.  La  infamia  es  de  hecho  ó  de  derecho;  pues  aunquo 
toda  infamia  nace  de  hechos  deshonrosos,  hay  sin  embargo 
algunos  hechos  de  esta  clase  que  el  derecho  mismo  califica 
de  tales,  y  hay  otros  que  no  tienen  esta  nota  sino  por  la 
opinion  y  el  juicio  délos  hombres  sensatos  y  de  probidad. 
Es  pues  infamia  de  hecho  la  que  proviene  de  acciones  que 
en  el  concepto  de  las  personas  honradas  son  indecorosas  ó 
contrarias  á  las  buenas  costumbres ,  aunque  la  ley  no  las 
castigue  ;  é  infamia  de  derecho  ,  la  que  se  impone  ó  declara 
por  la  ley,  sea  con  independencia  de  sentencia  judicial,  sea 
con  dependencia  de  ella. 

II.  Como  la  infamia  de  hecho  pende  precisamente  del 
sentir  de  los  hombres ,  no  es  posible  fijar  una  regla  que  siua 
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en  lodos  los  casos  para  calificar  las  acciones  que  la  producen. 
Sin  embargo ,  la  ley  2,  tít.  6 ,  Part.  7,  dice  que  son  infames 
de  hecho  :  Io.  el  que  no  ha  nacido  de  matrimonio  legítimo  ; 
—  2°.  el  infamado  por  su  padre  en  testamento  ;  —  3o.  el  re- 
prendido públicamente  por  el  rey  ó  por  el  juez,  no  enjuicio 
sino  por  via  de  corrección  ,  para  que  mejore  de  conducta, 
ó  para  que  no  entable  acusaciones  injustamente;  —  4o.  el 
infamado  por  alguna  persona  fidedigna  que  anduviere  des- 
cubriendo sus  yerros  en  muchas  partes  ,  de  modo  que  sea 
creido  y  repetido  su  dicho  por  las  gentes  ;  —  5o.  el  senten- 
ciado civilmente  al  pago  ó  restitución  do  cosa  hurtada  o 
tomada  por  fuerza.  Mas  después  que  por  la  ley  h  ,  lit.  37, 
lib.  7,  Nov.  Rec,  se  ha  declarado  á  los  expósitos  por  capaces 
de  todos  los  honores  y  cargos  ,  parece  que  ya  no  deben  ser 
reputados  infames  de  hecho  los  hijos  ilegítimos  de  cual- 
quiera clase  que  sean ,  principalmente  si  se  atiende  á  que 
por  el  hecho  de  nacer  de  padres  que  no  están  casados  entre 
sí  nadie  comete  una  acción  buena  ni  mala.  El  derecho  ro- 
mano no  consideraba  infames  á  los  ilegítimos ,  antes  bien 
los  admitía  á  las  dignidades  :  Spurii,  dice  la  ley  6  ,  tít.  2, 
lib.  50  del  Digesto ,  decuriones  fiurií ,  el  ideo  fieri  poterit  ex 
inccslu  qitoque  nalus ,  non  enhn  impedienda  est  dignitas  ejus, 
qui  nihil  admisil.  La  razón  de  esta  disposición  es  que  no 
por  el  delito  ni  por  la  pena  del  padre  puede  ni  debe  recaer 
mancha  alguna  sobre  el  hijo ,  pues  que  nadie  es  responsable 
sino  de  sus  acciones ,  y  nadie  se  constituye  sucesor  del  de- 
lito ajeno  :  Crimen ,  vel  pcena  paterna,  dice  la  ley  26,  tít.  19, 
lib.  48  del  Dig.,  nullam  maculam  filio  infligere  polestj  nam- 
que  unusqiúsquc  ex  suo  admisso  sorti  subjicilur,  nec  alieni 
criminis  successor  consliluilur.  Este  mismo  principio  se  halla 
establecido  en  la  ley  8,  tít.  1  ,  lib.  G  del  Fuero  Juzgo  ,  según 
se  puede  ver  al  fin  del  artículo  Hijos  de  traidores;  y  está 
igualmente  sancionado  por  la  ley  9,  tít.  5 ,  tít.  4  del  Fuero 
real ,  donde  se  sienta  que  «"todo  el  mal  debe  seguir  al  que 
'o  face ,  que  cada  uno  sufra  la  pena  por  lo  que  fiçiere  segunt 
fuero  manda,  y  que  el  mal  se  cumpla  en  aquel  que  lo  fi- 
ciere  (1).  »  Véase  Exposición  de  parto  ,  n.  VIII. 

III.  La  infamia  de  derecho  se  subdivide  en  dos  clases, 
pues  ó  bien  se  impone  por  la  ley  en  razón  de  ciertos  hechos 
del  hombre  independientemente  de  sentencia  judicial,  ó  bien 
dimana  de  una  sentencia  condenatoria  en-  razón  de  ciertos 
delitos. 

Son  infames  por  la  ley  :  —  Io.  la  mujer  sorprendida  en 
adullerio  :  —  2o.  la  viuda  que  se  casare  ó  viviere  lujurio- 
samente dentro  del  año  del  luto,  el  que  á  sabiendas  contra- 
jere matrimonio  con  ella  dentro  de  dicho  tiempo ,  y  el  padre 
de  cualquiera  de  los  dos  que  teniéndole  en  la  patria  potestad 
ordenare  ó  dispusiere  el  enlace  ;  bien  que  esta  especie  de 
infamia  ha  sido  abolida  por  la  ley  4  ,  tít.  2,  lib.  10,  Nov. 
Rec,  como  puede  verse  en  el  artículo  Año' de  lulo:  — 
5o.  el  lenon  ,  alcahuete  ó  rufián  :  —  4o.  los  farsantes  ,  reme- 
dadores ,  moharraches  ó  figurones  ridículos  que  andan 
públicamente  por  el  pueblo  ó  cantan  ó  hacen  juegos  por 
precio  :  —  5o.  los  que  lidian  por  precio  con  otros  hombres 
ó  con  animales  bravos;  pues  los  que  así  aventuran  su  vida 
por  dinero  ,  se  entiende  que  por  él  se  arrojarían  fácilmente 
í  cualquier  maldad  :  —  6o.  el  militar  espelido  ignominio- 
samente del  ejército  por  delito:  —  7o.  el  caballero  que  fuere 
privado  del  honor  de  caballería  :  —  8o.  los  usureros  (2)  :  — 

(1)  Por  eso  sabiamente  la  5a.  ley  constitucional  de  Méjico  en 
su  articulo  51  establece  que  «  toda  pena,  así  como  el  delito  ,  es 
precisamente  personal  del  delincuente,  y  nunca  será  trascenden- 
tal á  su  familia.  » 

(2)  Aunque  subsiste  una  tasa  legal  del  ínteres,  no  por  eso  es 
obligatoria,  ni  puede  llamarse  ningún  premio  ilícito  en  la  repú- 
blica de  Chile;  y  así  la  8a.  infamia  de  que  habla  aquí  el  autor 
como  otra  délas  de  derecho,  debe  entenderse  abolida,  porque  la 
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9o.  los  que  quebrantan  las  transacciones  ó  contratos  jurados: 

—  10°.  los  que  cometen  pecados  nefandos  ó  contra  natura- 
leza :  —  11°.  el  abogado  que  hiciere  con  sus  clientes  el  pacto 
llamado  de  quota  litis ,  ó  descubriere  los  secretos  de  su  parte 
ó  diere  consejo  á  la  contraria  :  —  12°.  el  acusador  que  sin 
licencia  del  juez  abandonare  la  acusación  que  contra  alguno 
hubiese  puesto  :  —  15°.  los  que  cometen  el  delito  de  desafío 
ó  duelo  :  —  14°.  el  juez  que  á  sabiendas  diere  sentencia  in- 
justa. Leyes  3  y  4  ,  lit.  6  ,  Part.  7  ;  leyes  9,  11  y  14,  til.  6; 
ley  24  ,  lit.  22,  Part.  3;  leyes  17  y  19,  til.  1  ,  Part.  7;  y 
ley  2  ,  tít.  20  ,  m.  12,  Nov.  Rec. 

Son  infames  por  la  sentencia:  —  Io.  los  condenados  por 
razón  de  traición ,  falsedad ,  adulterio  ú  otro  delito  público  : 

—  2o.  el  que  viéndose  acusado  de  hurto,  robo,  engaño  ú 
otro  delito  cometido  contra  tercero  ,  le  cohechare  ó  transi- 
giere con  él  dándole  alguna  cosa  sin  permiso  del  juez  por- 
que no  le  acuse  ó  no  siga  la  acusación ,  pues  parece  confesar 
por  este  hecho  el  delito  de  que  se  le  acusa  :  —  5o.  el  conde- 
nado á  restitución  ó  indemnización  por  dolo  hecho  en  ad- 
ministración de  tutela  ó  curaduría ,  ó  en  contrato  de  compa- 
ñía ó  sociedad ,  ó  en  depósito ,  ó  en  procuración  ó  mandato  : 

—  4o.  el  que  hubiese  sido  sorprendido  en  alguno  de  los 
espresjdos  delitos,  ó  lo  confesare  después  en  juicio  : — b°.  el 
que  por  algún  delito  haya  sido  castigado  con  pena  de  azotes 
ú  otra  pena  pública.  Ley  5,  tít.  6,  Part.  7.  Véase  Acusado, 
Acusador,  Azotes  y  Penas  infamatorias. 

IV.  La  infamia  de  hecho  ,  aunque  no  se  haya  adquirido 
con  razón  sino  solo  por  la  calumnia  ó  el  error  de  los  hom- 
bres, no  se  borra  jamas;  ley  6,  tít.  6,  Part.  7.  Puede  la- 
varse ,  sin  embargo,  con  el  ejercicio  de  la  virtud  y  con  la 
enmienda  ó  mejora  de  conducta.  Mas  la  infamia  de  derecho 
se  quita  ó  queda  abolida  :  —  Io.  por  el  indulto ,  según  lo  di- 
cho en  esta  palabra  ,  n.  IX ,  hacia  el  fin;  —2o.  por  la  revo- 
cación de  la  seotencia  ;  —  3o.  cuando  es  injusta  la  senten- 
cia ,  como  si  el  juez  impuso  pena  corporal  por  delito  que  solo 
merecía  pena  pecuniaria~scgun  las  leyes  ;  —  4o.  cuando  el 
juez  por  alguna  causa  justa  impone  mayor  ó  menor  pena 
corporal  que  la  prescrita  por  la  ley.  Ley  6  ,  lit.  6,  Part.  7. 

El  infame  (sea  de  hecho  ó  de  derecho,  según  advierte 
Gregorio  López  )  no  puede  adquirir  ninguna  de  aquellas 
dignidades  ú  honras  que  requieren  buena  fama,  y  debe  ser 
privado  dé  las  que  hubiese  adquirido  ,  luego  que  la  infamia 
fuere  probada  :  no  puede  ser  juez  ,  ni  consejero  del  rey  ó  de 
común  de  algún  concejo ,  ni  abogado  ,  ni  asesor,  ni  relator 
ni  escribano  ,  ni  aun  acusador  ni  testigo  ;  ,pero  bien  puede 
ser  procurador  ó  mandatario,  tutor  testamentario  y  juez  ar- 
bitro ,  y  tener  los  oficios  ó  cargos  que  le  fueren  gravosos  á 
él ,  y  útiles  ó  beneficiosos  al  rey  ó  al  común  de  algún  con- 
cejo; ley  8,  lit.  16,  Part.  3,  ley  2,  lit.  1 ,  Part.  7,  ley  7, 
lit.  6,  Part.  7,  y  otras  que  se  citan  en  sus  respectivos  lu- 
gares. 

No  pueden  ser  electores  ni  diputados  ni  senadores  los  que 
por  sentencia  legal  hayan  padecido  penas  corporales  aflic- 
tivas ó  infamatorias  sin  haber  obtenido  rehabilitación  ;  ni  los 
que  se  hallen  procesados  criminalmente  si  hubiese  recaído 
contra  ellos  auto  de  prisión;  ley  clect.  de  18  de  julio  de  1857, 
arts.  11,  55  y  86. 

El  que  incurre  en  infamia,  sea  de  hecho  ó  de  derecho, 
no  por  eso  pierde  la  hidalguía  ó  nobleza,  como  que  es  una 
calidad  inherente  mas  bien  al  linaje  que  ala  persona;  pero 

ley  concede  una  libertad  ilimitada  sobre  este  particular  á  los  con- 
trayentes :  ley  de  \h  de  setiembre  de  183á. —  Lo  mismo  debe  de- 
cirse de  la  república  de  Venezuela,  donde  la  usura  es  lícita,  sin 
ninguna  restricción,  por  el  art.  2  de  la  ley  de  10  de  abril  de  1854, 
según  el  cual  las  partes  pueden  estipular  toda  la  suma  de  interés 
que  quieran  en  cualquier  género  de  contrato,  y  debe  guardarse 
estrictamente  su  yoluntad  en  este  como  en  los  demás  puntos. 
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pierde  el  ejercicio  de  sus  prerogativas  y  esenciones,  sin  que 
esta  pérdida  ó  privación  sea  trascendental  à  sus  hijos,  pues 
no  se  deriva  en  ellos  la  nobleza  é  hidalguía  por  el  infamado 
sino  por  sus  predecesores  y  la  gracia  del  rey. 

Aunque  por  regla  general  no  puede  ser  testigo  el  infame , 
como  ya  se  ha  indicado ,  habia  sin  embargo  en  lo  antiguo 
algunos  casos  en  que  podia  serlo.  Tal  era  el  caso  de  traición 
intentada  ó  cometida  contra  el  rey  ó  contra  el  reino ,  pues 
entonces  era  válida  la  declaración  del  infame ,  precediendo 
á  ella  el  tormento  ;  ley  8 ,  líl.  lfi,  Part.  5.  Asimismo,  el  reo 
cómplice  en  un  delito  ,  que  habiendo  declarado  contra  su 
compañero  no  se  reputaba  ni  se  reputa  por  testigo  idóneo 
por  estar  infamado  como  delincuente  ,  era  puesto  en  el  tor- 
mento del  potro  ;  y  ratificando  allí  su  declaración  ,  adquiría 
esta  el  valor  que  antes  no  tenia.  Se  creia  que  el  infame  pur- 
gaba su  in  furnia  por  medio  del  tormento ,  y  recobraba  así  la 
idoneidad  para  dar  testimonio. 

V.  La  infamia  en  que  uno  haya  incurrido,  no  pasa  ni  tras- 
ciende á  sus  descendientes  ni  á  otras  personas  que  con  él 
tengan  conexión  de  parentesco.  Gregorio  López,  en  la  glo- 
sa 3a.  de  la  ley  7,  y  en  la  2a.  de  la  ley  9,-tít.  18,  Part.  2, 
sienta  lo  contrario:  Infamia  progenilorum,  dice,  transitin 
posteros;  et  quanta  quis  estproximior,  tanto  prœsumitur  in- 
festior.  Previenen  estas  leyes  que  para  guardar  los  castillos 
no  se  ponga  hombre  alguno  que  venga  de  linaje  de  traidores; 
pero  aun  cuando  de  tal  disposición  qviiera  deducirse  que  los 
hijos  de  los  traidores  sean  infames  ,  como  lo  son  efectiva- 
mente por  la  ley  2 ,  lit.  2 ,  Part.  7,  y  por  la  ley  1 ,  tít.  7,  lib. 
12,  Nov.  Rec,  no  puede  fundarse  en  ellas  de  modo  alguno 
la  regla  general  de  que  la  infamia  sea  trascendental  á  los 
hijos  del  delincuente  ;  antes  por  el  contrario ,  de  la  imposi- 
ción especial  de  infamia  á  los  hijos  de  los  traidores  se  sigue 
naturalmente  que  la  ley  supone  que  los  hijos  de  los  perpe- 
tradores de  otros  crímenes  no  adquieren  semejante  mancha, 
según  el  principio  de  que  toda  escepcion  supone  una  regla 
que  le  es  contraria.  Véase  Hijos  de  traidores  y  Penas  infa- 
matorias, y  lo  dicho  en  el  n.  II  del  presente  artículo. 

INFANCIA.  El  primer  grado  de  nuestra  vida;  esto  es, 
la  edad  que  uno  tiene  desde  que  nace  hasta  que  cumple  sie- 
te años.  Parece  que  la  infancia  debiera  empezar  á  contarse 
desde  él  momento  de  la  concepción  ó  á  lo  menos  desde  la 
animación  del  feto ,  pues  que  desde  entonces  empieza  el  ser 
humano  á  existir  y  aun  á  llamar  la  atención  de  la  ley,  que 
ya  en  el  seno  materno  le  protege  y  le  confiere  y  asegura 
derechos;  pert)  como  el  tiempo  de  la  concepción  y  elde  la 
animación  son  tan  varios  é  inciertos  que  no  es  fácil  deslindar- 
los ni  fijarlos ,  por  eso  los  filósofos  y  los  jurisconsultos  cuen- 
tan uniformemente  nuestra  edad  desde  la  época  del  naci- 
miento. Véase  Infante  y  Edad ,  %  II. 

INFANTE.  El  menor  de  siete  años,  sea  varón  ó  hem- 
bra ;  ley  i,lít.  7,  Part.  2,  y  ley  4,  líl.  16,  Part.  h.  Compónese 
esta  palabra  de  las  latinas  in  y  fans  que  reunidas  significan 
:     el  que  no  habla,  y  se  aplica  al  menor  de  siete  años,  porque 
[    durante  este  primer  período  de  la  vida  no  puede  ó  no  sabe 
7  el  hombre  hablar  todavía  con  orden  y  soltura  :  Infans ,  id 
;  .  esl ,  qui  fari  non  poíest,  quasi  fandi  impos,  inlelligilur  qui 
\    sepiem  annis  minor  esl.  El  que  ha  cumplido  siete  años  se 
dice  próximo  «  la  infancia  hasta  los  diez  y  medio  siendo 
varón ,  y  hasta  los  nueve  y  medio  siendo  hembra.  Véase 
Edad,  |  IV,  n.  III,  Impúber  y  Menor. 

INFANTE.  En  España  se  llaman  infantes  los  hijos  legí- 
timos de  los  reyes,  é  infantas  las  hijas  y  las  que  están  casa- 
das con  los  infantes,  sin  distinción  de  edad;  porque  deben 
siempre  conservar  su  inocencia  como  los  menores  de  siete 
años  y  obedecer  al  rey  en  todo  como  niños;  ley  1,  til.  7, 
Parí.  2,  y  glosas  de  Greg.  López.  La  denominación  de  in- 
fante comprendía  en  lo  antiguo,  no  solo  á  los  hijos  segun- 
dos, terceros  y  demás,  sino  también  al  prirnogéaUi     on  la 


diferencia  de  que  este  se  apellidaba  infante  primero ,  hasta 
que  en  los  tiempos  de  Juan  I  empezó  á  distinguirse  con  el 
conotado  de  príncipe.  También  se  hizo  estensiva  la  voz  de 
infante  á  todo  descendiente  de  casa  y  sangre  real;  y  por 
eso  se  llamaron  así  los  siete  infantes  de  Lara  :  mas  nadio 
puede  usurpar  esta  apelación ,  así  como  tampoco  puede  usar 
de  ninguna  de  aquellas  insignias  con  que  se  distingue  la  real 
familia. 

INFANTADO  ó  infantazgo.  El  territorio  destinado 
parala  manutención  de  algún  infante  ó  infanta,  hijos  de  re- 
yes. Mas  cuando  en  algunos  instrumentos  se  encuentra  co- 
nocido con  el  nombre  de  infantado  algún  estado  ó  territorio, 
no  se  ha  de  inferir  precisamente  haber  sido  patrimonio  de 
algún  hijo  segundo  de  rey,  pues  que  puede  haberlo  sido  de 
algún  otro  descendiente  de  familia  real. 

INFANTICIDIO.  Según  el  diccionario  de  la  Academia 
española  ,  es  la  muerte  dada  violentamente  á  algún  niño  á 
infante  ;  y  como  según  el  mismo  diccionario  y  aun  en  el 
lenguaje  legal ,  por  infante  se  entiende  el  niño  que  aun  no 
ha  llegado  á  la  edad  de  siete  años ,  parece  claro  que  la  voz 
de  infanticidio  debería  aplicarse  precisamente  á  la  muerte 
dada  á  un  niño  menor  de  siete  años  contados  desde  su  naci- 
miento. No  es  esta  sin  embargo,  la  significación  que  se  le 
ha  dado  en  el  lenguaje  de  la  medicina  legal  ni  en  el  de  la 
jurisprudencia.  En  la  acepción  mas  eslensa  de  esta  palabra, 
infanticidio  es  la  muerte  dada  á  un  niño  desde  el  estado  de 
embrión  hasta  la  edad  de  la  pubertad  :  mas  luego  los  médi- 
cos dan  el  nombre  de  embrioclonia  á  la  acción  de  hacer  pe- 
recer en  el  seno  materno  el  producto  de  la  concepción  mien- 
tras se  mantiene  en  estado  de  embrión  ,  esto  es ,  durante  los 
dos  primeros  meses  ;  designan  con  el  de  feticidio  la  destruc- 
ción voluntaria  del  feto  desde  el  principio  de  su  desarrollo, 
que  es  á  los  dos  meses  de  concebido ,  hasta  la  época  de  su 
espulsion  ;  y  reservan  el  de  infanticidio  para  la  muerte  dada 
á  un  niño  viable  en  el  acto  de  nacer  ó  poco  tiempo  después 
de  haber  nacido.  La  jurisprudencia  ha  debido  de  acomodar- 
se en  este  punto  al  lenguaje  de  la  medicina  legal  ;  y  así  es 
que  si  bien  en  sentido  lato  tiene  por  infanticidio  te  muerte 
dada  á  un  niño  en  el  seno  de  su  madre  ó  después  de  su  na- 
cimiento, no  toma  en  sentido  riguroso  esta  palabra  sino  para 
denotar  el  homicidio  de  un  niño  en  el  momento  de  nacer  ó 
después  de  nacido;  y  aun  mas  propiamente,  no  el  homici- 
dio ejecutado  en  el  niño  por  cualquiera  persona,  sino  el  co- 
metido por  la  madre  ó  el  padre  ó  con  su  consentimiento. 

I.  De  la  embrioclonia  y  del  felicidio  hemos  hablado  ya  , 
aunque  sin  usar  de  estos  nombres,  en  el  artículo  Aborto;  de 
modo  que  ahora  solo  resta  tratar  del  infanticidio  propiamen- 
te dicho.  Este  puede  resultar  de  violencias  ejercidas  sobre 
el  niño,  ó  bien  del  abandono  ó  esposicion  de  su  persona,  ó 
de  la  falta  de  los  ausilios  que  se  le  deben  suministrar  para 
preservarle  de  los  peligros  que  le  rodean  á  su  entrada  en  Fa 
vida  ó  para  sostener  su  frágil  existencia  ;  y  de  aqui  naco  la 
division  del  infanticidio  en  infanticidio  por  comisión  é  infan- 
ticidio por  omisión.  En  cuanto  al  abandono  del  niño,  puedo 
verse  lo  dicho  en  el  artículo  Exposición  de  parlo. 

II.  El  infanticidio  voluntario  tiene  el  carácter  de  homici- 
dio alevoso,  pues  que  el  niño  que  es  víctima  de  él  no  puede 
defenderse  ni  huir  ni  pedir  socorro,  y  lejos  do  escuar  la 
cólera  ó  el  aborrecimiento  no  inspira  sino  sentimientos  de 
làètima  y  compasión.  Parece  por  lo  tanto  que  cualquiera 
persona  que  lo  cometiere ,  debe  sufrir  la  pena  del  asesino. 
Cuando  el  infanticida  es  el  mismo  padre  ó  la  madre  de  tu 
víctima,  dicen  generalmente  los  escritores  que  debe  impo*. 
nórsele  la  pena  del  parricida ,  en  cuya  clase  suponen  que  lia 
de  ser  considerado  con  arreglo  á  la  ley  1:2,  lii.  8,  Parí.  7, 
por  no  haber  ley  alguna  en  nuestros  códigos ,  segon  afirman, 
que  traté  específicamente  de  este  horrendo  delito.  Pero  si 
abrimus  el  primer  código  nacional;  esto  es,  el  Fuero  Juzgo} 
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que  tiene  la  preferencia  sobre  el  de  las  Partidas  en  cuanto  no 
esté  derogado  por  leyes  posteriores  ó  no  sea  contrario  á 
nuestras  actuales  costumbres,  hallamos  allí  en  la  ley  7-del 
libro  k  una  disposición,  que  precisamente  se  contrae  á  los 
infanticidios  que  ya  entonces  como  ahora  se  cometían  con 
demasiada  frecuencia  por  los  padres ,  y  que  prescribe  tanto 
contra  el  padre  como  contra  la  madre  la  pena  de  muerte  ó 
la  de  cegamicnlo.  «  Ninguna  cosa,  dice,  non  es  peor  de  los 
padres  que  non  an  piadat  é  matan  sus  fiios.  E  porque  el  pe- 
cado destos  átales  es  spendudo  (estendido)  tanto  por  nues- 
tro regno  que  muchos  varones  é  muchas  muieres  son  culpa- 
dos do  tal  fecho,  por  ende  defendemos  que  lo  non  fagan,  y 
establecemos  que  si  alguna  muier  libre  ó  sierva  matar  su 
fiio  pues  (despues)  que  es  nado  (nacido)  ó  ante  que  sea 
nado  prender  yerbas  por  abortar,  ó  en  alguna  manera  lo 
afogare  (ahogare),  el  iuezde  la  tierra  luego  que  lo  sopíere 
condémp.nela  por  muerte;  é  si  la  non  quisier  matar,  riegúela  : 
é  si  el  mando  ie  lo  mandar  facer,  ó  lo  sofrir,  otra  tal  pena 
debe  aver.  »  Tenemos  pues  que  la  pena  del  padre  ó  de  la 
madre  infanticida,  ya  que  no  está  en  uso  la  de  cegar  ni  la 
de  sacar  los  ojos,  no  es  otra  que  la  de  muerte  simple,  sin 
las  accesorias  que  lleva  consigo  la  del  parricidio. 

III.  Mas  la  pena  de  muerte  no  suele  imponerse  sino  rara 
vez  á  la  madre  infanticida ,  no  solo  por  la  dificultad  que  hay 
de  reunir  las  pruebas  necesarias  para  calificar  de  voluntario 
el  infanticidio,  sino  también  por  la  necesidad  de  tomar  en 
consideración  el  estado  particular  en  que  se  encontraba  la 
madre,  y  el  móvil  ó  causa  principal  que  ¡a  arrojó  al  delito. 
«  La  pena  de  muerte  por  el  infanticidio  cometido  por  la  ma- 
dre ,  dice  Bentham  con  otros  jurisconsultos ,  es  la  violación 
mas  manifiesta  de  la  humanidad  ;  porque  ¿que  proporción 
hay  entre  el  mal  del  delito  y  el  mal  de  la  pena?  La  muerte 
do  un  niño  que  ha  dejado  de  existir  antes  de  haber  conocido 
la  existencia,  solo  puede  causar  sentimiento  á  la  misma  per- 
sona que  por  pudor  y  por  compasión  no  ha  querido  que  se 
prolongase  una  vida  empezada  bajo  tristes  auspicios  ;  y  la 
pena  es  un  suplicio  bárbaro  y  afrentoso  impuesto  á  una  ma- 
dre desgraciada  y  ciega  por  la  desesperación ,  que  casi  á 
nadie  ha  hecho  mal  sino  á  sí  misma  ,  resistiéndose  al  mas 
dulce  instinto  de  la  naturaleza.  »  Hay  con  efecto  mujeres 
desventuradas  que  viéndose  con  un  hijo  ilegítimo,  y  no  ha- 
biendo podido  darle  á  luz  en  una  casa  de  refugio ,  ni  pu- 
diendo  esponerle  con  reserva  y  sin  peligro ,  agitada  su  ima- 
ginación con  la  idea  de  la  infamia  que  va  á  cubrirlas  ó  de  la 
indignación  de  un  padre  severo  ,  ó  despechadas  por  el  aban- 
dono en  que  un  amante  infiel  las  ha  dejado,  caen  en  una 
especie  de  delirio  atroz  y  se  precipitan  á  esterminar  y 
hacer  desaparecer  el  fruto  de  su  fragilidad.  No  hay  duda 
que  estas  madres  deben  ser  tratadas  con  alguna  indulgen- 
cia ;  y  así  es  que  los  tribunales  no  suelen  castigarlas  con 
otra  pena  que  con  la  de  reclusión  por  mas  ó  meaos  tiempo 
según  la  mayor  ó  menor  importancia  de  las  circunstancias 
atenuantes.  Pero  cuando  la  infanticida  es  una  mujer  de  cor- 
rompidas costumbres  ó  de  mala  fama  anterior,  cuando  no 
comete  el  crimen  sino  por  desembarazarse  de  una  carga  ó 
por  aversion  á  su  marido  ó  por  soborno  ó  por  otro  torcido 
fin  ,.  cuando  teniendo  medios  lícitos  de  encubrir  el  olvido  de 
sí  misma  prefiere  el  sacrificio  sangriento  del  fruto  de  su  es- 
traviado  amor,  cuando  no  siendo  la  primera  vez  que  ha 
incurrido  en  un  atentado  de  esta  especie,  muestra  bastante 
con  su  reincidencia  que  abriga  en  su  pecho  un  corazón  de- 
pravado ;  el  rigor  de  la  ley  debe  caer  entonces  sobre  su 
cabeza ,  y  venir  á  proteger  esos  seres  desvalidos  que  produce 
la  desmoralización  para  lanzarlos  desde  el  seno  materno  en 
el  sepulcro. 

IV.  La  dificultad  está  en  reunir  los  datos  suficientes  para 
probar  el  infanticidio ,  pues  apenas  hay  otro  delito  de  mas 
difícil  jusùncaçion ¿  especialmente  siendo  la  misma  madre 


laque  lo  ha  cometido,  á  «o  ser  que  se  la  sorprenda  en  el 
acto  ó  ella  misma  confiese  su  atentado  ;  y  así  es  que  no  basta 
examinar  á  los  testigos  que  puedan  tener  algún  conocimiento 
del  hecho  principal  ó  de  sus  accesorios,  sino  que  es  preciso 
ademas  valerse  del  ausilio  de  dos  médicos  ó  dos  cirujanos 
hábiles  ó  de  un  médico  y  un  cirujano  que  hagan  el  compe- 
tente reconocimiento  de  la  criatura  y  de  la  madre.  Debe 
examinarse  en  primer  lugar  el  estado  esterior  del  niño  con 
-respecto  al  grado  de  desarrollo  físico  necesario  para  la  vida 
extra-uterina  y  á  las  causas  esteríores  que  han  podido  obrar 
en  él  antes  ó  después  de  la  muerte  :  se  pasa  luego  á  averi- 
guar si  el  estado  de  los  órganos  internos  demuestra  que  ha 
habido  vida  después  del  nacimiento,  y  si  los  estragos  ó  des- 
órdenes internos  mas  ó  menos  relacionados  con  los  estemos 
dan  lugar  á  inferir  que  ha  habido  muerte  violenta ,  espli- 
cando  su  especie  y  el  modo  ó  instrumento  con  que  parece 
haberse  ejecutado  :  inquiérese  entonces  quién  ha  podido  ser 
el  autor  de  esta  muerte;  y  cuando  las  sospechas  recaen  so- 
bre una  mujer  que  se  cree  madre  de  la  víctima ,  se  procede 
á  examinar  si  el  estado  físico  en  que  la  misma  se  encuentra 
confirma  las  prevenciones  que  se  suscitan  contra  ella  :  y 
reuniendo  y  comparando  los  datos  obtenidos  del  examen  do 
la  criatura  y  de  la  madre  se  llega  de  este  modo  á  sacar  in- 
ducciones que  acumuladas  con  las  demás  circunstancias 
físicas  y  morales  que  resultan  del  proceso,  producen  en  el 
ánimo  del  juez  la  coaviccion  que  necesita  para  condenar  ó 
absolver  á  la  acusada. 

Para  admitir  pues  ó  escluir  la  realidad  del  infanticidio,  es 
necesario  atender  :  — .1°.  á  las  circunstancias  relativas  al 
estado  del  niño; —  2o.  á  las  circunstancias  relativas  al  es- 
tado físico  y  moral  de  la  madre;  —  5°.  al  conjunto  y  mutua 
relación  de  estas  diversas  circunstancias.  La  frecuencia  de 
los  infanticidios,  la  necesidad  por  una  parte  y  la  delicadeza 
por  otra  de  las  operaciones  que  hay  que  practicar  para  pro- 
barlos ,  la  escasez  de  conocimientos  que  por  desgracia  se 
observa  en  no  pocos  facultativos  sobre  esta  materia  por  la 
imperfección  de  la  enseñanza ,  y  la  insuficiencia  de  las 
luces  que  nos  prestan  sobre  la  misma  las  obras  y  escritos 
de  medicina  legal  que  poseemos  en  nuestra  lengua ,  nos 
empeñan  á  detenernos  aquí  mas  quizá  de  lo  que  exige  nues- 
tro instituto,  y  á  desenvolver  con  alguna  ostensión  los  tres 
puntos  importantísimos  que  quedan  indicados,  tomando  de 
los  escritos  del  distinguido  médico  alemán  Mr.  Marc  las  doc- 
trinas que  son  mas  conducentes  para  que  los  fiscales,  los 
abogados  y  los  jueces  puedan  caminar  respectivamente  con 
alguna  seguridad  y  sin  temor  de  errores  ó  equivocaciones 
trascendentales  en  sus  acusaciones,  en  sus  defensas  y  en  sus 
juicios. 

Circunstancias  relativas  al  estado  del  niño. 

V.  Una  de  las  condiciones  que  se  requieren  para  que 
haya  infanticidio,  es  que  el  niño  haya  nacido  cumplido  j 
vividero,  esto  es ,  en  eslado  de  vivir  fuera  del  seno  materno  ; 
pues  si  por  razón  de  su  corta  edad  intra-uterina  ó  de  su 
imperfecta  organización  se  viese  que  la  vida  que  parece 
haberle  animado  rio  era  mas  que  un  soplo  pasajero,  no  se 
tendria  entonces  por  hijo  á  los  ojos  de  la  ley  ni  se  reputaría 
haber  existido.  Véase  Abortivo,  y  Edad,  §  I. 

VI.  Como  el  crimen  de  infanticidio  no  puede  ejecutarse 
sino  sobre  un  niño  vivo ,  es  muy  importante  averiguar  si 
efectivamente  ha  vivido  después  de  su  nacimiento;  y  para 
resolver  esta  cuestión  ha  de  recurrirse  al  examen  interno  y 
esterno  del  cadáver,  sin  que  deba  impedirlo  la  putrefacción 
cuando  todavía  permanecen  intactas  ó  en  estado  de  poder 
sujetarse  á  los  esperimentos  las  partes  que  han  de  ser  ins- 
peccionadas. El  examen  interno  del  cadáver,  para  saber  si 
hubo  respiración  después  del  nacimiento,  consiste  princj- 
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pálmente  en  una  serie  de  investigaciones  y  esperimentos 
que  se  practican  sobre  los  órganos  respiratorios,  y  que  se 
llama  docimasia  pulmonal.  No  pudiendo  respirar  el  feto 
mientras  se  halla  encerrado  en  el  seno  materno,  no  toman 
los  pulmones  mas  parte  que  los  otros  órganos  en  la  circu- 
lación de  la  sangre  ;  pero  luego  que  cesa  la  comunicación 
entre  el  feto  y  su  madre,  es  para  él  la  respiración  una  fun- 
ción indispensable,  sin  la  cual  no  puede  empezar  á  vivir  ni 
continuar  viviendo  aisladamente  por  sí  mismo.  Mas  no  puede 
verificársela  respiración  sin  producir  grandes  mudanzas  en 
los  pulmones.  La  introducción  del -aire  en  sus  celdillas  au- 
menta á  un  mismo  tiempo  su  lijereza  específica  y  su  grave- 
dad absoluta  :  la  lijereza  específica  se  debe  á  ia  introducción 
del  aire,  y  la  gravedad  aboluta  á  la  consiguiente  entrada  de  la 
sangre  en  sus  vasos;  y  por  efecto  de  la  introducción  del  aire 
y  de  la  sangre  cambian  los  pulmones  de  volumen  ,  de  situa- 
ción y  de  color.  Marchitos  en  cierto  modo  hasta  entonces  , 
de  un  color  rojo  obscuro,  y  reducidos  á  un  cortísimo  espacio 
en  el  fondo  del  tórax  ó  sea  del  pecho,  llenan  enteramente 
después  de  la  respiración  la  cavidad  torácica,  cubren  mas 
órnenos  el  pericardio,  y  adquieren  un  color  mas  claro  y 
mas  ó  menos  pálido  según  el  grado  de  repleción  sanguínea 
de  los  vasos.  Las  celdillas  pulmonales  llenas  de  aire  dan  por 
este  mismo  hecho  á  la  sustancia  pulmonal ,  antes  compacta 
y  semejante  à  la  del  bazo ,  cierto  aspecto  enfisematoso  :  la 
sangre  de  los  vasos  pulmonales  es  espumosa  :  el  tórax,  quo 
antes  de  la  respiración  estaba  como  aplanado  y  comprimido, 
so  presenta  mas  elevado;  y  habiendo  bajado  el  diafragma 
por  efecto  de  las  inspiraciones ,  no  se  halla  tan  profunda- 
mente situado  en  la  cavidad  torácica  su  centro  tendinoso. 
Estas  diversas  mutaciones  se  realizan  desde  las  primeras 
inspiraciones  cuando  la  respiración  ha  sido  completa;  pero 
hay  otras  que  sobrevienen  mas  tarde ,  como  son  el  cerra- 
miento del  agujero  oval ,  la  obliteración  del  conducto  arte- 
rial ó  pulmo-aórtico,  y  la  del  conducto  venoso  que  antes 
de  la  respiración  llevaba  directamente  una  porción  de  san- 
gre de  la  vena  umbilical  á  la  vena-cava  inferior. 

Todas  estas  mutaciones,  y  especialmente  el  aumento  de 
volumen,  de  lijereza  específica  y  de  gravedad  absoluta  de 
los  pulmones,  son  los  principales  resultados  de  la  respira- 
ción ;  y  asi  para  saber  si  esta  se  ha  verificado,  se  hace  ne- 
cesario demostrar  la  existencia  ó  la  falta  de  aquellas.  Para 
esta  demostración  se  han  inventado  por  los  facultativos  di- 
ferentes métodos  de  docimasia  pulmonal. 

VIL  El  primero  y  mas  antiguo  de  todos  es  da  docimasia 
hidroslálica  ,  pues  que  ya  se  encuentran  indicios  de  ella  en 
las  obras  de  Galeno  :  bien  que  no  se  puso  en  práctica  sino 
á  fines  del  siglo  xvii  en  que  Schreger  hizo  por  primera  vez 
su  aplicación  á  la  medicina  legal ,  y  desde  entonces  ha  ser- 
vido de  base  para  las  decisiones  en  materia  de  infanticidios. 
Para  ejecutar  este  esperimento  se  sacan  de  la  cavidad  torá- 
cica los  pulmones  con  el  corazón ,  cuyos  grandes  troncos 
vasculares  se  habrán  ligado  de  antemano.  La  resección  de 
la  traquiarteria  debe  hacerse  por  la  parte  de  su  inserción  en 
los  pulmones,  y  después  de  haber  limpiado  con  una  esponja 
la  sangre  que  se  hallare  esteriormente  sobre  estas  visceras, 
se  ias  pone  suavemente  en  una  vasija  llena  de  agua.  Esta 
vasija  debe  ser  espaciosa  y  contener  un  pié  de  agua ,  á  fin 
de  que  la  columna  líquida  sea  proporcionada  al  volumen  y 
al  peso  de  los  pulmones  y  del  corazón ,  y  pueda  sostenerlos 
encaso  de  que  sean  capaces  do  sobrenadar.  Es  indispensa- 
ble quo  el  agua  sea  pura ,  limpia ,  no  salobre  ó  salada ,  y  en 
general  que  nada  contenga  que  pueda  aumentar  su  densi- 
dad; y  así  es  preferible  la  de  rio  á  la  de  pozo.  En  cuanto  á 
su  temperatura,  no  debe  ser  caliento,  porque  podría  au- 
mentar la  dilatación  de  los  pulmones  y  promover  así  su 
supernatacion ,  especialmente  en  el  caso  de  que  la  putrefac- 
ción empezase  ya'á  declararse  s  ni  tampoco  ha  de  ser  ¿tlàcial 


ó  muy  fría ,  porque  contrayendo  los  pulmones  podría  espe- 
ler  alguna  parte  del  aire  que  retuvieren  :  en  suma ,  la  tem- 
peratura no  debe  pasar  del  décimo  grado  ni  bajar  del  quinto 
sobre  cero  del  termómetro  de  Reaumur.  Colocados  sobre  el 
agua  los  pulmones  con  el  corazón  en  la  forma  que  se  ha  di- 
cho ,  se  ha  de  observar  atentamente  si  sobrenadan  ó  se  van 
al  fondo ,  si  caen  con  rapidez  ó  despacio ,  si  una  parte  de  los 
pulmones  desciende  con  mas  dificultad  ó  si  se  sumergen 
igualmente  y  por  entero,  y  si  se  detienen  ó  no  en  medio  de 
la  vasija.  Sepárase  luego  de  los  pulmones  el  corazón  con  su 
pericardio,  y  se  reitera  el  mismo  esperimento  con  los  pul- 
mones solos;  y  aquí  es  esencial  el  observar  si  mudando  la 
situación  de  los  pulmones  en  el  agua  ó  poniendo  encima  la 
superficie  que  estaba  debajo,  se  sumergen  mas  fácil  ó  mas 
difícilmente,  y  si  una  parte  nada  constantemente  y  no  se 
deja  arrastrar  hacia  el  fondo  sino  por  el  peso  de  las  otras, 
en  cuyo  caso  se  la  designará  con  exactitud.  El  propio  en- 
sayo ha  de  practicarse  igualmente  con  cada  lóbulo  de  los 
pulmones  ,  para  ver  si  ambos  siguen  el  mismo  rumbo,  ó  si 
el  uno  sobrenada  mientras  que  el  otro  se  hunde,  y  si  en  tal 
caso  es  precisamente  el  pulmón  derecho ,  como  suele  suce- 
der, el  que  sobrenada  ;  y  otro  tanto,  por  fin  ,  se  ha  de  eje- 
cutar con  cada  lóbulo  cortado  en  muchos  pedazos,  para  ver 
si  todos  sobrenadan  ó  si  hay  algunos  que  no  lo  verifican  , 
siendo  importante  distinguir  los  fragmentos  del  pulmón 
derecho  de  los  del  izquierdo ,  y  evitar  con  cuidado  todo  lo 
que  pudiera  contribuir  á  que  se  confundan  los  unos  con  los 
otros.  Después  de  haber  sometido  los  fragmentos  pulmona- 
les á  la  prueba  hidrostática  ,  se  esprime  con  los  dedos  den- 
tro del  agua  cada  uno  de  ellos,  para  notar  si  se  desprenden 
ó  forman  burbujas  ó  ampollas  de  aire ,  y  si  después  de  espri- 
midos  sobrenadan  todavía  ó  se  van  á  fondo.  Cuando  se  pro- 
cede á  la  division  de  los  pulmones  en  muchos  fragmentos,  es 
también  necesario  advertir  si  al  tajar  la  sustancia  pulmonal 
hay  crepitación  ó  bien  si  esta  sustancia  es  compacta,  si  está 
ó  no  en  su  estado  natural  ó  normal,  y  si  los  vasos  que  la 
penetran  contienen  mucha  ó  poca  sangre.  Luego  se  verá  el 
objeto  de  estas  precauciones ,  en  las  cuales  debe  precederse 
con  toda  exactitud  ,  pues  quede  la  mayor  ó  menor  superna- 
tacion de  los  pulmones  se  infiere  la  respiración  mas  ó  menos 
completa  del  infante  después  de  nacido,  y  la  sumersión  ó 
hundimiento  por  el  contrario  es  una  prueba  dfe  haber  salido 
ya  muerto  del  seno  materno. 

VÍÍI.  El  segundo  esperimento  es  el  de  Ploucquet,  y  se  hace 
por  medio  de  una  balanza  y  de  un  hilo  de  plomo.  El  método 
de  la  balanza  se  funda  en  que  como  la  respiración  tiene  por 
resultado  la  entrada  franca  de  la  sangre  en  los  vasos  pulmo- 
nales, es  consiguiente  que  la  existencia  de  este  líquido  en 
los  pulmones  del  infante  que  ha  respirado  deba  necesaria- 
mente mudar  las  relaciones  entre  el  peso  de  este  órgano  y 
el  de  todo  el  cuerpo.  Según  Ploucquet,  el  peso  de  los  pul- 
mones de  un  infante  que  no  ha  respirado  es  al  de  su  cuerpo 
entero  como  de  uno  á  setenta,  mientras  que  la  relación  entro 
ambos  pesos  en  el  que  ha  respirado  es  de  dos  á  setenta  ó  (¡3 
uno  á  treinta  y  cinco ,  de  modo  que  la  respiración  duplica  o. 
peso  relativo  de  los  pulmones.  El  esperimento  pues  de  qu3 
se  trata  se  reduce  à  pesar  primero  el  cuerpo  del  infante  an- 
tes de  proceder  á  su  examen  anatómico ,  y  en  seguida  los 
pulmones  solos ,  separados  de  sus  accesorios ,  á  fin  de  com- 
parar su  peso  total  con  el  del  cuerpo.  La  operación  del  lulo 
de  plomo  es  un  complemento  de  la  quo  precede;  y  quiere 
Ploucquet  que  se  combinen  las  inducciones  que  ambas  á  dos 
sugieran  para  determinar  si  su  concordancia  justifica  ó  no 
el  hecho  de  la  respiración.  Esta  prueba  está  fundada  en  que 
a  consecuencia  ciel  acto  de  la  inspiración  se  baja  el  diafragma 
hacia  la  cavidad  del  vientre,  resultando  que  antes  de  prin- 
cipiar á  efectuarse  la  respiración  la  cara  inferior  de  este  mús- 
culo que  mira  al  vientre  está  mucho  mas  convexa  que  des- 
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pues  dehaber  principiado.  Determinadoel  grado  demudanza 
en  esta  convexidad,  se  podría,  según  Ploucquet,  deducir 
la  consecuencia  de  si  se  habia  ó  no  principiado  á  efectuar  la 
respiración ,  y  para  determinarle  propone  que  despues  de 
estraidas  con  mucho  cuidado  las  visceras  del  vientre  ,  á  fin 
do  poder  descubrir  la  situación  del  diafragma,  se  coloque 
porpendicularmente  un  hilo  de  plomo  desde  eí  medio  del 
esternón  y  se  vea  á  .cuál  de  los  dos  lados  corresponde  el 
centro  tendinoso  común  que  es  la  parte  media  y  mas  alta  de 
la  bóveda  que  forma  el  diafragma  ,  para  ver  si  ha  habido 
algún  cambio  en  sa  situación  natural.  Ploucquet  aconseja 
ademas  que  se  note  con  cuidado  si  es  ó  no  posible  empujar 
el  diafragma  hacia  el  pecho  ,  pues  en  el  caso  de  no  poder 
hacerle  mudar  fácilmente  de  situación  hacia  arriba ,  habría 
una  presunción  fuerte  de  que  el  infante  no  habia  respirado, 
ó  en  otros  términos  de  que  no  habia  cambiado  la  posición 
natural  que  este  músculo  tiene  antes  de  principiarse  á  efec- 
tuar la  respiración. 

IX.  El  tercer  esperimento  es  el  que  ha  propuesto  Daniel , 
fundado  también  en  el  aumento  de  volumen  y  de  peso  que 
los  pulmones  adquieren  por  la  respiración  ;  pero  es  tan  com- 
plicado y  exige  instrumentos  tan  exactos  y  precauciones  tan 
minuciosas,  que  no  se  puede  adoptar  en  la  práctica  de  la 
medicina  legal. 

X.  El  cuarto  es  el  de  la  nueva  docimasia  hidrostálica ,  pu- 
blicado en  el  año  de  1821  por  el  doctor  alemán  M.  Bernt; 
pero  si  bien  esta  nueva  docimasia  presenta  grandes  ventajas 
sobre  la  antigua  ,  pues  que  nos  indica  de  un  modo  relativo 
el  peso  absoluto  y  el  aumento  del  volumen  de  los  pulmones 
que  no  han  respirado  ,  que  han  respirado  incompletamente 
y  que  han  respirado  completamente,  mientras  que  la  antigua 
solo  nos  ilustra  sobre  las  variaciones  del  peso  específico  de 
esta  viscera  ,  no  parece  se  está  todavía  en  el  caso  de  adop- 
tarla en  la  práctica  por  no  saberse  que  se  hayan  hecho  hasta 
ahora  los  suficientes  ensayos  para  ello. 

XI.  Hay  todavía  algunos  otros  medios  amillares  para  re- 
conocer si  el  infante  ha  respirado  después  de  nacido ,  y  con-- 
sisten:  Io.  en  el  grado  de  encorvadura  del  tórax;  2°.  en  la 
situación  y  volumen  de  los  pulmones  ;  5o.  en  su  color  ;  k°.  en 
el  estado  del  canal  ó  conducto  arterioso,  del  agujero  oval , 
del  canal  ó  conducto  venoso,  y  del  cordon  umbilical;  5°.  en 
el  estado  de  los  intestinos  y  de  la  vejiga.  —  Mas  aunque  la 
encorvadura  del  tórax  es  uno  de  los  indicios  de  la  respira- 
ción, no  se  debe  tomar  en  cuenta  sino  cuando  concuerda 
con  los  demás  accidentes.  —  Tampoco  presentan  prueba 
afirmativa  ó  negativa  de  la  respiración  después  del  naci- 
miento la  situación  y  el  volumen  de  los  pulmones  sino  cuando 
están  en  relación  con  el  conjunto  délas  demás  circunstancias. 
Es  indudable  que  los  pulmones  al  principiar  á  efectuarse  la 
respiración  han  de  dilatarse  y  mudar  hasta  cierto  punto  de 
la  situación  en  que  se  hallaban  colocados  antes  en  el  tórax; 
pero  aunque  el  aumento  que  esperimenta  entonces  su  volu- 
men sea  generalmente  relativo  al  grado  de  espansion,  pueden 
modificarse  los  resultados  de  este  efecto  natural  por  tantas 
circunstancias  particulares ,  que  seria  muy  desacertado  per- 
der de  vista  las  irregularidades  qdtS  pueden  sobrevenir  á 
consecuencia  de  la  acción  de  estas  circunstancias.  Así,  por 
ejemplo,  en  cuatro  casos  referidos  por  Mr.  Schmítt,  los  pul- 
mones de  fetos  que  nacieron  muertos  tenían  un  volumen  que 
llenaba  la  cavidad  torácica;  y  en  otro  caso ,  por  el  contrario, 
en  que  el  infante  habia  respirado  por  espacio  de  treinta  y 
seis  horas  ,  los  pulmones ,  aunque  llenos  de  aire  ,  eran  tan 
pequeños  que  no  se  les  divisó  á  primera  vista.  —  El  color 
de  los  pulmones  en  el  feto  que  no  ha  respirado  es  ordinaria- 
mente moreno  ó  violado ,  y  después  de  la  respiración  se 
vuelve  rosado.  Tal  es  á  lo  menos  la  regla  general  ;  y  sin 
embargo  Chaussier  y  Schmitt  han  probado  que  los  pulmones 
pueden  presentar  colores  muy  variados ,  no  solamente  según 


los  diversos  grados  de  la  respiración  ,  sino  también  según 
la  influencia  de  una  infinidad  de  causas  así  esternas  como 
internas  que  no  siempre  son  fáciles  de  apreciar.  Así,  por 
ejemplo ,  el  contacto  de  los  pulmones  con  el  aire  esterior 
convierte  pocos  minutos  después  de  la  apertura  del  tórax  su 
obscura  tinta  esterior  en  una  tinta  mucho  mas  clara ,  y 
otras  veces  los  pulmones  de  fetos  que  notoriamente  nacieron 
muertos  tienen  una  tinta  casi  de  rosa.  Este  fenómeno  es 
tanto  menos  raro  cuanto  mas  distante  se  halle  el  feto  del 
término  de  su  madurez.  En  otros  casos  una  fuerte  congestion 
sanguínea  pulmonal  ó  un  estado  inflamatorio  pueden  dar  á 
los  pulmones  un  color  violáceo  aunque  hayan  respirado. 
No  debe  apreciarse  pues  el  color  de  los  pulmones  sino  en 
cuanto  se  halla  en  armonía  conlos  demás  signos  que  se  pre- 
senten en  favor  ó  contra  la  respiración.  —  La  obliteración  y 
'a  marchitez  de  los  canales  arterial  y  venoso,  del  agujero 
oval  y.  ciel  cordon  umbilical  se  miran  con  razón  como  una  de 
las  mejores  pruebas  de  que  la  respiración  se  ha  efsetuado  ; 
pero  siendo  así  que  estas  mutaciones  no  se  verifican  de  un 
modo  sensible  luego  después  del  nacimiento  sino  con  lentitud 
y  al  cabo  de  un  tiempo  bastante  considerable,  es  evidente 
que  muy  rara  vez  podrá  ser  útil  examiiyQ;las  ,  pues  que  el 
crimen  de  infanticidio  casi  nunca  se  comete  sino  en  niños 
recien  nacidos.  —  Las  inducciones  que  se  pueden  sacar  del 
estado  de  los  intestinos  y  de  la  vejiga  se  fundan  ta  que  la  res- 
piración empuja  el  diafragma  hacia  las.  visceras  abdominales 
y  provoca  así  las  evacuaciones  de  la  vejiga  y  de  los  intes- 
tinos ;  pero  estas  evacuaciones  pueden  también  ser  efecto  do 
otras  muchas  causas  que  son  capaces  de  promoverlas  aun 
antes  del  nacimiento  ó  de  retardarlas  después  en  el  feto  que 
ha  respirado. 

XII.  Los  diversos  esperimentos  docimàslicos  mas  arriba 
esplicados  ,  que  tienen  por  objeto  averiguar  por  el  examen 
de  los  pulmones  si  el  niño  ha  respirado  después  de  su  naci- 
miento, pueden  dar  lugar  en  el  mayor  número  de  casos  á 
inducciones  justas  y  precisas  en  pro  ó  en  contra  de  la  res- 
piración ;  pero  como  también  pueden  presentarse  circuns- 
tancias, aunque  bien  raras  por  cierto,  en  que  las  inducciones 
que  sin  restricción  se  sacasen  de  estos  esperimentos  nos  con- 
ducirían á  funestos  errores ,  se  hace  indispensable  conocerlas 
y  distinguirlas ,  pues  que  forman  otras  tantas  escepciones  de 
la  regla  ú  otras  tantas  objeciones  contra  los  esperimentos. 
fca  primera  objeción  consiste  en  que  puede  suceder  que  el 
feto  respire  antes  de  nacer  y  matera  despues  durante  el  liarlo. 
La  posibilidad  de  este  fenómeno  tan  estraordinario  ha  adqui- 
rido con  efecto  muchos  grados  de  probabilidad  desde  el  año 
1823,  pues  que  desde  entonces  se  han  hecho  observaciones 
de  fetos  que  han  dado  algunos  quejidos  antes  de  salir  del 
seno  materno,  sin  duda  porque  el  aire  esterior  habria  lie-? 
gado  hasta  ellos  á  consecuencia  de  la  rotura  de  las  mem- 
branas que  los  cubrían ,  verificada  por  causas  conocidas  ó 
desconocidas.  Maa  como  quiera  que  sea,  aun  supuesta  la 
realidad  de  este  raro  fenómeno,  llamado  vagido  uterino,  no 
se  ha  de  renunciar  por  eso  á  los  esperimentos  pulmonales, 
pues  haciéndose  con  la  atención  necesaria  serán  siempre 
concluyentes  cuando  indicaren  que  la  respiración  no  se  ha 
verificado  ,  y  si  por  el  contrario  anunciaren  la  respiración 
formarán  á  favor  de  ella  un  argumento  que  será  mas  ó  me- 
nos fuerte  según  la  concurrencia  de  los  demás  datos  físicos 
y  morales  que  contribuyan  á  admitir  ó  escluir  el  acto  de 
infanticidio. 

La  segunda  objeción  se  reduce  á  que  puede  impedirse  y 
evitarse  con  ciertas  maniobras  la  respiración  del  feto,  dotado 
por  otra  parte  de  todas  las  facultades  necesarias  para  la  vida 
extra-uterina  ;  como  por  ejemplo  pariendo  la  madre  de  pro- 
pósito dentro  de  un  baño  y  dejando  allí  el  niño ,  ó  bien  aho- 
gándole en  el  agua  ó  entre  mantas  ó  colchones  luego  después 
del  nacimiento  sin  darle  tiempo  de  respirar,  ó  en  fin  cerrán- 
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dolé  !a  boca  y  las  narices  en  el  momento  en  que  asome  la 
cabeza  por  la  boca  de  la  vulva ,  y  en  laies  casos  es  claro  que 
aunque  la  docimasia  pulmonal  demueslre  que  el  niño  no  ha 
vivido  despues  de  su  nacimiento  ,  no  por  eso  habrá,  dejado  de 
tener  luqar  el  infanticidio.  Es  cierto  que  pueden  ocurrir  es- 
tos casos  ;  pero  el  feto  en  ellos  ó  bien  aspirará  agua  y  pre- 
sentará los  signos  de  la  muerte  por  sumersión,  ó  bien 
respirará  aunque  imperfectamente,  ó  bien  tendrá  vestigios 
esteriores  de  violencias  ;  y  ele  todos  modos  la  docimasia  pul- 
monal no  será  por  eso  menos  útil  en  otros  muchos  casos. 

La  tercera  objeción  opone  que  puede  un  feto  haber  respi- 
rado y  no  haber  vivido.  Fúndase  esta  objeción  paradójica  en 
unhecho  observado  en  1812  por  el  doctor  Benedict  en  Chem- 
niíz.  Asegura  este  médico  que  en  un  feto  de  término ,  hidro- 
céfalo,  y  con  vicios  muy  notables  de  conformación  en  la 
cabeza,  se  encontraron  los  pulmones  con  todas  las  señales 
de  la  respiración  completa ,  aunque  jamas  habia  respirado. 
Mas  prescindiendo  de  la  exactitud  del  referido  hecho,  dejan- 
do á  un  lado  la  observación  de  que  en  otro  feto  hidrocéfalo 
nacido  muerto  no  se  presentaron  los  pulmones  sino  como  en 
un  feto  que  no  ha  respirado,  y  suponiendo  que  la  respiración 
pueda  tener  lugar  en  ciertos  hidrocéfalos  cuyos  vicios  de 
conformación  escluyan  por  otra  parte  la  posibilidad  de  la 
vida  extra-uterina ,  no  resultaría  de  aquí  sino  á  lo  mas  que 
las  pruebas  que  tienen  por  objeto  determinar  si  la  respira- 
ción se  ha  verificado  no  serian  aplicables  á  semejantes  ca- 
aos; y  hace  ya  seguramente  mucho  tiempo  que  los  mayores 
partidarios  de  estos  esperimentos  han  declarado  que  no  los 
tienen  por  concluyentes  sino  cuando  no  existe  ningún  estado 
morboso ,  ó  en  otros  términos  cuando  los  órganos  del  recien 
nacido  se  hallen  en  tal  estado  que  no  quede  la  menor  duda 
de  que  han  podido  efectuarse  las  funciones  de  la  vida  extra- 
uterina. 

La  cuarta  objeción  que  se  hace  contra  la  docimasia  pul- 
monal es  que  los  pulmones  pueden  sobrenadar  por  efecto  de 
otras  causas  diferentes  de  la  respiración ,  esto  es,  por  la  pu- 
trefacción ,  por  un  estado  enfisemaloso  particular  del  mismo 
órgano,  y  por  la  insuflación  artificial.  La  putrefacción  puede 
en  verdad  producir  en  los  pulmones  un  desarrollo  bastante 
considerable  de  sustancias  gaseosas  para  que  los  bagan  so- 
brenadar en  el  agua;  pero  hay  medios  seguros  de  distinguir 
estos  efectos  de  la  putrefacción  de  los  déla  respiración, 
pues  cortando  los  "pulmones  en  pedacitos  y  esprimiendo  cada 
fragmento  entre  los  dedos,  se  desprenden  los  gases  produ- 
cidos por  la  putrefacción ,  y  recobran  los  fragmentos  la  gra- 
vedad especifica  que  tenían  antes  de  la  descomposición 
pútrida.  Esta  señal ,  aunque  cierta  ,  puede  todavía  corrobo- 
rarse con  la  siguiente  operación  :  hay  algunas  visceras, 
como  son  el  timo,  los  intestinos,  la  vejiga  y  el  hígado, cuya 
putrefacción  aumenta  su  lijereza  específica  casi  eu  la  mis- 
ma proporción  que  la  putrefacción  de  los  pulmones  aumenta 
la  lijereza  de  estos  cuando  no  han  respirado  :  compárese 
pues  su  modo  de  obrar  en  el  agua  con  el  de  los  pulmones, 
y  véase  si  se  van  también  á  fondo  luego  que  se  las  haya 
esprimido  entre  los  dedos.  No  es  necesario  advertir  que  no 
pueden  practicarse  estas  investigaciones  cuando  la  putre- 
facción ha  llegado  á  un  grado  que  escluye  toda  certeza.— El 
esludo  çnfisemalosû  de  los  pulmones  puede  producir  en  ellos 
cierta  lijereza  accidental  que  so  atribuya  tal  vez  á  la  respi- 
ración ,  sin  que  esta  sa  haya  verificado.  Mr.  Chaussier  lia 
observado  muchas  veces  que  sobrenadaba  una  parle  de  los 
pulmones  en  niños  que  habían  sido  cstraidos  por  los  pies  , 
sobre  todo  cuando  el  bacinete  era  estrecho,  aunque  estos  ni- 
ños no  hubiesen  respirado  y  hubiesen  muerto  en  el  trabajo 
del  parto,  lista  lijereza  accidental  no  podia  atribuirse  á  la 
putrefacción,  de  la  cual  no  existia  señal  alguna  :  mas  según 
esle  célebre  profesor,  era  efecto  do  una  especie  do  contu- 
gipn  que  los  pulmones  habían  e&pcrimonlado  al  tiempo  üe  la 


estraccion  del  feto  ;  contusion  que  habia  ocasionado  en  el 
tejido  de  los  mismos  una  efusión  de  sangre  cuya  alteración 
habia  hecho  salir  algunas  burbujas  aeriformes  y  producido 
así  la  lijereza  específica  de  una  parte  de  dicha  viscera.  Pero 
es  fácil  reconocer  y  distinguir  esta  lijereza  accidental,  ob- 
servando que  en  este  caso  el  aire  ó  fluido  aeriforme  se  con- 
tiene en  el  tejido  esponjoso  de  los  pulmones,  que  se  le  hace 
salir  por  la  presión  ,  y  que  entonces  los  pulmones  echados 
en  el  agua  se  precipitan  de  golpe,  lo  que  no  sucedería  si  el 
aire  estuviese  contenido  en  las  vesículas  bronquiales.  —  La 
insuflación  artif¡cial\\d,m%  muy  particularmente  la  atención 
de  los  facultativos,  y  debe  llamar  también  la  de  los  jueces. 
Supongamos,  en  efecto ,  que  nace  un  niño  privado  de  vida, 
y  que  creyendo  poder  reanimarle  se  esfuerza  su  madre  en 
insuflarle  ó  introducirle  aire  en  los  pulmones;  ¿podrá  esta 
maniobra  agravar  la  acusación  de  infanticidio,  cuando  por 
el  contrario  es  una  prueba  de  amor  maternal?  Los  defenso- 
res de  la  -docimasia  pulmonal  hidrostática  sostienen  que  la 
insuflación  puede  reconocerse  por  caracteres  particulares 
que  la  distinguen  de  la  respiración  ;  á  saber,  por  la  dilata- 
ción incompleta  de  los  pulmones,  por  la  falta  de  encorva- 
dura del  tórax ,  por  no  haber  crepitación  en  el  acto  de  cortar 
los  pulmones,  y  en  fin  por  la  vacuidad  de  los  vasos  sanguí- 
neos pulmonales  :  mas  si  bien  estos  caracteres  son  casi  lodos 
aplicables  al  mayor  número  de  casos  ,  no  son  sin  embargo 
tan  constantes  que  merezcan  entera  confianza ,  pues  resulta 
por  el  contrario  de  numerosas  observaciones  hechas  con 
cuidado  por  Mr.  Schmitt  en  Viena  y  confirmadas  por  otros 
médicos  :  Io.  que  es  posible  insuflar  los  pulmones  de  niños 
que  nazcan  muertos  ó  en  estado  de  asfixia  ;  2o.  que  esta  in- 
suflación tiene  un  éxito  fácil  y  completo  cuando  se  practica 
de  un  modo  conveniente  y  no  hay  obstáculo  mecánico  que 
impídala  introducción  del  aire;  5o.  que  por  el  contrario  no 
se  consigue  sino  difícil  é  imperfectamente,  y  aun  se  frustra 
del  todo  ,  cuando  las  vías  de  la  respiración  se  hallan  emba- 
razadas con  mucosidades  ;  4o.  que  el  aumento  de  volumen  , 
el  estado  esponjoso  ,  el  color  rosado  y  la  facultad  de  nadar 
de  los  pulmones  insuflados  varían  mas  ó  menos  según  el 
mayor  ó  menor  éxito  de  la  operación ,  y  que  estos  caracte- 
res físicos  se  manifiestan  en  razón  directa  de  la  cantidad  de 
aire  que  ha  penetrado  en  las  celdillas  pulmonales;  5o.  que 
los  pulmones  bien  insuflados  presentan  el  fenómeno  de  la 
crepitación  como  los  que  han  respirado,  y  que  comprimién- 
dolos entre  los  dedos  se  ve  también  salir  en  los  puntos  cor- 
respondientes á  las  incisiones  una  espuma  blanca  mas  ó  me- 
nos sanguinolenta;  6o.  que  la  insuflación  produce  siempre 
cierta  elevación  del  tórax  y  del  abdomen ,  y  que  la  dilatación 
del  pecho  que  de  ella  resulta  puede  conocerse  y  distinguirse 
después  de  la  muerte  ;  7o.  que  la  insuflación ,  aun  la  mas 
completa  ,  no  puede  aumentar  de  un  modo  sensible  el  peso 
de  los  pulmones  de  un  niño  que  no  ha  respirado  ;  y  que  en 
el  mayor  número  de  casos  la  relación  entre  el  peso  de  los 
pulmones  insuflados  y  el  de  la  totalidad  del  cuerpo  es  igual 
al  que  existe  en  un  feto  que  no  ha  respirado.  Este  último 
carácter  es  incontestablemente  el  mas  positivo  de  todos , 
porque  se  funda  en  la  vacuidad  de  los  vasos  pulmonares. 
Sin  embargo,  esta  vacuidad  que  .  menos  en  el  caso  de  una 
hemorragia  mortal ,  no  puede  atribuirse  sino  á  la  falta  de  la 
respiración,  presenta  todavía  dificultades;  porque  no  ha- 
llándose jamas  absolutamente  vacio  el  sistema  vascular  de 
los  pulmones  que  no  han  respirado  ,  los  medios  propuestos 
para  este  aprecio  ,  como  el  de  roco-er  la  sangre  y  estimar 
su  cantidad  ,  el  de  calificarla  por  la  intensidad  del  color  que 
diese  al  aguacil  que  se  hubiesen  lava  lo  los  pulmones  ,  etc., 
son  otras  tantas  operaciones  á  que  será  preciso  renunciar, 
por  la  razón  do  que  siempre  que  so  trata  de  evaluar  una 
cantidad  á  la  simple  visla,  lo  que  á  uno  parezca  mas  podrá 
parecer  menos  à  otro  ;  y  en  una  nuiicriu  tan  grav$  debe 
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desecharse  todo  juicio  espuesto  á  la  arbitrariedad  y  á  los 
errores  de  nuestros  sentidos. 

Quinta  objeción.  Suponiendo  que  la  prueba  pulmonal  hi- 
drostática  sirva  para  demostrar  que  un  niño  no  lia  respirado, 
no  por  eso  puede  acreditar  que  no  ha  vivido.  Esta  objeción 
no  es  mas  que  una  sutileza.  Si  es  cierto ,  como  parece  haber 
resultado  de  las  esperiencias  hechas  por  Buffon  y  Schurig , 
que  las  causas  capaces  de  producir  de  repente  una  asfixia 
en  niños  que  han  gozado  algún  tiempo  de  la  vida  extra-ute- 
rina, deben  obrar  por  mas  tiempo  sobre  los  que  acaban  de 
nacer  para  producir  en  ellos  el  mismo  efecto  ;  y  si  es  cierto 
por  consiguiente  que  muchos  actos  y  movimientos  depen- 
dientes de  la  vida  orgánica  pueden  alguna  vez  prolongarse 
en  los  mismos  niños  sin  que  haya  habido  respiración ,  se 
descubrirán  fácilmente  por  una  parte  los  obstáculos  que 
hayan  impedido  el  que  esta  se  verificase,  como  por  ejem- 
plo una  debilidad  escesiva  de  constitución ,  el  hallarse  cer- 
rados ó  atascados  los  conductos  respiratorios  por  cualquiera 
causa  ,  la  existencia  de  un  vicio  orgánico ,  etc.,  y  por  otra 
parte  no  habrá  reunido  aun  la  vida  las  condiciones  necesa- 
rias para  que  haya  posibilidad  de  infanticidio  ;,y  la  sumer- 
sión de  los  pulmones  que  en  semejantes  casos  se  verificase, 
no  indicará  seguramente  si  en  el  feto  habia  vida  imperfecta 
y  si  esta  vida  imperfecta  habria  podido  desarrollarse  por 
medio  de  los  convenientes  ausilios,  pero  acreditará  que  no 
habiendo  respirado  el  feto  no  puede  considerarse  legalmente 
que  haya  vivido. 

Sexta  objeción.  Puede  suceder  que  un  recién  nacido  haya 
respirado  ,  y  que  sin  embargo  no  sobrenaden  sus  pulmones. 
La  sumersión  completa  de  los  pulmones  ,  esto  es,  la  sumer- 
sión de  los  pulmones  enteros  y  de  cada  uno  de  sus  fragmen- 
tos ,  no  se  ha  observado  en  fetos  que  habían  vivido  algún 
tiempo  después  de  nacer  sino  cuando  no  habian  llegado 
mas  que  al  término  de  siete  meses;  y  por  el  contrario  en  los 
que  habian  pasado  de  este  término  ,  sin  llegar  empero  á  su 
entera  madurez ,  han  sobrenadado  á  lo  menos  algunos  frag- 
mentos pulmonales.  Puede  esplicarse  pues  eHenómeno  en 
que  se  funda  esta  objeción  ,  por  la  posibilidad  de  una  pro- 
longación cualquiera  de  la  vida  extra -uterina,  aunque  la 
respiración  sea  muy  incompleta  ;  y  si  se  tiene  presente  lo 
que  se  ha  dicho  al  examinar  la  objeción  que  precede ,  se  con- 
vendrá en  que  esta  posibilidad  es  tanto  mayor  cuanto  mas 
distante  se  halle  el  feto  de  la  época  de  su  madurez.  Bajo 
este  supuesto  ,  siendo  en  algunos  casos  ,  aunque  raros  ,  de- 
masiado débil  la  respiración  para  que  el  aire  penetre  en  las 
vesículas  bronquiales  ,  no  llega  este  sino  á  la  traquiarteria 
y  à  sus  ramificaciones  bronquiales  menos  delgadas.  Esta 
respiración,  que  en  algún  modo  puede  llamarse  traqueal , 
podrá  mantener  mas  ó  menos  tiempo  la  vida  del  feto  que 
acaba  de  nacer;  y  aun  permitirá  la  emisión  de  algunos  so- 
nidos ;  pero  no  tardará  en  ser  insuficiente,  y  lo  será  tanto 
rnas  pronto  cuanto  mas  cerca  se  halle  el  feto  del  término  de 
su  madurez,  ó  cuanto  mayor  sea  el  obstáculo  mecánico  que 
impida  la  respiración.  Algunos  han  admitido  también  como 
causa  de  la  sumersión  de  los  pulmones  en  un  niño  que  haya 
respirado ,  el  escesivo  infarto  ú  obstrucción  sanguínea  de 
este  órgano  por  efecto  de  la  sufocación  ;  pero  ademas  de  que 
no  existe  hecho  alguno  que  venga  en  apoyo  de  esta  suposi- 
ción ,  seria  fácil ,  admitiendo  el  fenómeno  ,  desembarazar 
por  medio  de  la  espresion  los  fragmentos  pulmonales  de  la 
sangre  que  les  impedia  mantenerse  à  flor  del  agua. 

XIII.  Hemos  visto  cuáles  son  las  pruebas  que  deben  ha- 
cerse para  averiguar  si  un  niño  recien  nacido  que  se  en- 
cuentra muerto ,  ha  respirado  ó  no  después  de  su  nacimien- 
to. Ahora  es  necesario  examinar  si  habia  muerto  antes  de 
nacer,  ó  si  murió  en  el  mismo  acto  del  parto ,  ó  si  ha  muer- 
to despues ,  y  si  en  cualquiera  de  estas  épocas  es  efecto  su 
muerte  de  alguna  causa  natural  ó  de  maniobras  criminales. 


XIV.  En  todas  las  épocas  de  la  preñez  puede  perecer  el 
feto  en  la  matriz ,  y  permanecer  después  en  ella  mas  allá 
del  término  ordinario  de  la  gestación  ,  desecarse  allí,  con- 
vertirse en  materia  adipocirosa  ó  lapídea,  etc.  Cuando  tales 
fenómenos  se  presentan  ,  no  puede  haber  suposición  de  in- 
fanticidio; pero  hay  casos  mas  comunes  en  que  el  feto, 
después  de  haber  perecido  en  el  útero ,  esperimenta  las 
diversas  fases  de  la  descomposición  pútrida,  y  entonces 
pueden  efectivamente  suscitarse  dudas  sobre  la  verdadera 
causa  de  la  muerte.  Para  resolverlas ,  es  preciso  examinar 
con  cuidado  los  caracteres  que  indican  haber  sucumbido  el 
feto  en  el  útero.  Si  un  feto  que  á  lo  menos  sea  de  cinco  me- 
ses muere  en  medio  de  las  aguas  del  amnios  y  queda  en  la 
matriz  muchos  dias  ó  muchas  semanas  ,  su  cuerpo  tiene  en- 
tonces poca  consistencia  ;  las  carnes  están  muy  flojas  y  sin 
elasticidad;  la  epidermis  se  desprende  al  simple  contacto; 
la  piel  presenta  un  color  rojo  de  guinda  ó  que  tira  á  moreno, 
ora  en  toda  su  estension ,  ora  solo  en  algunas  de  sus  partes; 
hay  infiltración  serosa  sanguinolenta  en  el  tejido  celular 
subcutáneo  y  especialmente  debajo  del  cuero  cabelludo , 
donde  suele  encontrarse  una  materia  semejante  por  su  color 
y  consistencia  á  la  gelatina  de  grosella  ;  se  halla  también 
una  serosidad  sanguinolenta  en  las  tres  cavidades  y  prin- 
cipalmente en  el  pericardio  :  las  arterias ,  las  venas  y  las 
diversas  membranas  están  igualmente  rojas;  la  consistencia 
de  las  visceras  se  halla  muy  disminuida  ;  los  huesos  del 
cráneo  están  movibles ,  vacilantes  y  despojados  de  su  pe- 
riostio ,  y  las  suturas  del  mismo  se  encuentran  muy  sepa- 
radas; de  suerte  que  la  cabeza  se  desfigura  y  aplana  por  su 
propio  peso  ;  y  algunas  veces  está  reducido  el  cerebro  á  un 
estado  de  colicuación  ;  el  tórax  está  muy  deprimido ,  y  basta 
un  lijero  examen  de  los  órganos  de  la  respiración  y  circu- 
lación para  convencerse  de  que  el  feto  no  ha  respirado  ;  el 
cordon  umbilical  se  encuentra  casi  siempre  grueso,  blando, 
infiltrado  de  sucos  rojizos  ó  lívidos,  y  se  rasga  fácilmente; 
y  algunas  veces  se  ven  grietas  y  quebrajas  al  rededor-  del 
ombligo.  Estas  alteraciones  presentan  una  especie  de  des- 
composición particular,  diferente  de  la  putrefacción  de  los 
fetos  espuestos  al  aire.  A  estos  signos  puede  añadirse  el 
estado  de  las  pares  ó  secundinas,  cuyo  reblandecimiento 
ó  descomposición  pútrida  suele  seguirse  muy  luego  después 
de  la  muerte  del  feto.  —  También  debe  hacerse ,  si  es  po- 
sible ,  el  examen  de  la  madre  ^investigando  no  solamente 
las  caus-as  que  durante  la  preñez  han  podido  hacer  perecer 
el  feto,  sino  también  los  fenómenos  que  habrán  anunciado 
su  muerte.  A  las  primeras ,  sin  contar  las  causas  descono- 
cidas que  dependen  del  estado  mismo  del  feto ,  pertenecen 
las  enfermedades  graves  que  la  madre  hubiese  padecido, 
las  afecciones  morales  vivas  y  violentas  ,  los  desarreglos  en 
la  comida  y  bebida  ,  los  escesivos  trabajos  corporales ,  las 
caidas ,  los  golpes  recibidos  en  el  vientre  ,  etc.;  y  los  otros 
se  componen  de  un  conjunto  de  síntomas,  que  son  princi- 
palmente los  que  siguen  :  cesación  de  todo  movimiento  del 
feto  en  la  matriz  después  de  un  movimiento  cstraordinario  ; 
entumecencia  y  dolor  y  luego  aflojamiento  súbito  de  los 
pechos  ;  sensación  de  pesadez  en  el  lado  sobre  que  so 
acuesta ,  y  traqueo  incómodo  sobre  la  vejiga  ó  el  recto  ; 
palidez  del  semblante ,  hundimiento  de  los  ojos ,  circulo 
lívido,  negruzco  ó  aplomado  en  torno  de  los  párpados;  mal 
sabor  en  la  boca,  bostezos  frecuentes,  inapetencia,  náuseas, 
vómitos,  síncopes,  cansancio,  depresión  del  vientre,  retrac- 
ción del  ombligo  ,  fiebre  lenta  ,  fetidez  del  aliento  ,  humor 
melancólico  y  evacuación  de  materias  negruzcas  y  pútridas 
por  la  vulva.  Véase  Aborto. 

XV.  Hay  diversas  causas  que  pueden  ocasionarla  muerte 
del  feto  durante  su  nacimiento ,  y  es  muy  importante  no 
perderlas  de  vista  para  no  incurrir  en  errores  funestos. 
Io.  La  larga  duración  del  parlo,  sea  por  electo  de  la  dema- 
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siada  estrechez  de  la  pelvis,  de  la  rigidez  del  orificio  del 
útero  ó  de  las  fibras  de  la  vulva,  sea  por  la  posición  del  feto 
ó  por  su  desproporcionado  volumen,  ó  en  fin  por  la  poca 
energía  de  los  dolores,  puede  producir  violentas  y  largas 
contracciones  uterinas  que  empujando  la  cabeza  contra  los 
huesos  de  la  pelvis,  comprimiendo  el  cordon  umbilical  y  la 
placenta,  y  determinando  la  apoplejía,  ó  haciendo  contu- 
siones, fracturas  ú  otros  estragos  en  la  cabeza  ,  en  el  tronco 
ó  en  los  miembros ,  lleguen  á  ser  causa  de  la  muerte  del  feto, 
cuyas  lesiones  podrán  entonces  confundirse  fácilmente  por 
un  facultativo  poco  atento  con  los  efectos  de  violencias  cri- 
minales. 2o.  El  feto  puede  también  perecer  naturalmente 
por  efecto  de  una  estrangulación  producida  por  el  cordon 
umbilical  que  se  le  haya  rodeado  al  cuello.  3o.  Cuéntase 
igualmente  entre  las  causas  naturales  de  la  muerte  del  feto 
durante  su  nacimiento  la  hemorragia  umbilical  producida 
por  el  desprendimiento  total  ó  parcial  de  la  placenta  ,  ó  por 
la  rotura  de  la  matriz  ó  del  cordon  umbilical.  En  estos  casos 
presenta  el  feto  todas  las  señales  de  la  anemia.  k°.  La  com- 
presión del  cordon  umbilical  á  resultas  de  su  salida  prema- 
tura y  de  su  apretamiento  por  la  boca  de  la  matriz  ó  por  la 
cabeza  del  niño  contra  los  huesos  de  la  pelvis,  ha  producido 
muchas  veces  en  este  la  apoplejía  :  en  cuyo  caso  presenta 
el  niño  todos  los  signos  de  una  congestion  cerebral  mortal , 
y  ninguno  de  los  que  caracterizan  la  respiración.  5o.  La 
debilidad  del  feto  puede  asimismo  acarrear  su  muerte  ;  pero 
como  esta  debilidad  ha  de  ser  siempre  resultado  de  la  falta 
de  madurez  del  feto  ó  de  su  estado  de  enfermedad  ,  deberá 
examinarse  en  sus  relaciones  con  las  demás  circunstancias, 
porque  es  imposible  graduarla  de  manera  que  se  pueda 
juzgar  si  ella  sola  ha  determinado  la  muerte  ,  á  no  ser  tal  la 
falta  de  madurez  que  no  pueda  reputarse  el  niño  por  viable 
ó  vividero.  6o.  La  obstrucción  ó  infarto  de  las  vías  aéreas 
por  espesas  mucosidades  ó  por  el  agua  del  amnios  es  no 
pocas  veces  causa  de  la  muerte  del  niño,  como  que  le 
impide  la  respiración;  y  así  es  necesario  distinguir  esta 
obstrucción  natural  de  la  que  resulta  de  la  introducción  de 
líquidos  estraños.  Para  ello  se  establecen  las  reglas  siguien- 
tes :  Ia.  cuando  el  líquido  contenido  en  la  traquiarteria  es 
claro  y  limpio  y  no  forma  burbujas  de  aire  ó  no  se  convierte 
en  espuma ,  puede  sentarse  con  certeza  que  el  niño  no  ha 
respirado  :  2a.  si  por  el  contrario  el  líquido  consiste  en  una 
espuma,  se  puede  inferir  que  el  niño  ha  respirado  ó  que  se 
le  ha  insuflado  aire  ;  y  5a.  cuando  este  líquido  contiene 
mucho  moco  ó  meconio  ó  es  muy  espeso  ó  tenaz,  el  feto 
entonces  ,  aunque  haya  nacido  vivo  y  haya  respirado  ,  ha- 
brá podido  sucumbir  por  la  sola  razón  de  no  haber  sido  la 
respiración  bastante  perfecta.  Mas  es  de  advertir  que  la 
existencia  de  burbujas  de  aire  en  el  líquido  puede  ser  efecto 
del  desarrollo  de  sustancias  gaseosas  producidas  por  un 
estado  de  enfermedad  ó  por  un  principio  de  fermentación 
pútrida ,  de  modo  que  no  se  podrá  calificar  este  estado  es- 
pumoso del  líquido  sino  en  sus  relaciones  con  las  demás 
circunstancias.  7o.  Puede  ser  por" fin  una  de  las  causas  na- 
turales de  la  muerte  del  feto  la  necesidad  que  haya  habido 
de  terminar  el  trabajo  del  parlo  ,  por  razón  del  peligro  en 
que  se  hallase  la  madre  ;  pero  no  es  fácil  que  esta  causa 
pueda  comprometer  á  una  mujer  sobre  quien  recaigan  sos- 
pechas de  infanticidio,  á  no  ser  que  se  quiera  envolver  en  la 
acusación  al  comadrón  ó  á  la  partera. 

XVI.  Debiendo  ahora  recorrer  las  causas  que  producen 
la  muerte  violenta  de  los  recien  nacidos,  distinguiremos  el 
infanticidio  por  omisión  del  infanticidio  por  cwnision.  Entre 
las  causas  del  uno  y  del  otro  hay  muchas  que  en  ciertos 
casos  pueden  ser  involuntarias  y  en  otros  son  el  resultado 
de  una  intención  criminal.  Esta  diferencia  puede  reconocerse 
unas  veces  con  el  ausilio  de  los  facultativos,  y  otras  no  puede 
acreditarse  sino  con  pruebae  morales. 


XVII.  Causas  del  infanticidio  por  omisión.  El  niño  recien 
nacido  exige  ciertos  cuidados  que  son  necesarios  para  la 
conservación  de  su  existencia  ;  y  la  omisión  de  estos  cui- 
dados produce  las  causas  de  su  muerte,  las  cuales  podrán 
imputarse  ó  no  á  la  madre,  según  que  sean  ó  no  sean  efecto 
de  su  voluntad.  Estas  causas  se  reducen  á  las  siguientes  : 
Ia.  acción  dañosa  de  la  temperatura;  2a.  inanición;  5\  he- 
morragia umbilical  por  no  haberse  ligado  el  cordon  ;  4\  as- 
fixia ó  privación  de  aire  respirable.  —  Acción  de  la  tempera- 
tura. Una  temperatura  demasiado  fria  ó  demasiado  caliente 
puede  causar  la  muerte  de  un  recien  nacido;  pero  es  difícil 
fijar  el  grado  á.  que  debe  llegar  para  producir  tal  efecto , 
pues  todo  pende  aquí  no  solo  de  la  constitución  individual 
del  niño  sino  también  de  la  mayor  ó  menor  duración  de  su 
permanencia  en  el  paraje  demasiado  caliente  ó  demasiado 
frió.  Una  temperatura  caliente  de  32  grados  de  Reaumur 
que  obrase  uniformemente  sobre  todo  el  cuerpo  no  seria 
tan  eficaz  para  hacer  morir  al  niño  como  el  mismo  grado  de 
calor  causado  por  los  rayos  del  sol  que  le  diese  en  la  cabeza. 
La  influencia  del  frió  sobre  los  recien  nacidos  es  todavía 
mas  mortífera  que  la  del  calor,  sin  que  sea  necesario  que 
llegue  al  grado  de  yelo  :  un  recien  nacido  que  estando  des- 
nudo ó  mal  cubierto  quedase  espuesto  por  una  noche  á  un 
frió  de  cinco  grados  sobre  cero,  perecería  infaliblemente. 
—  Privación  de  alimento  ó  muerte  por  inanición.  Este  género 
de  muerte  concurre  casi  siempre  con  el  precedente  al  infan- 
ticidio por  omisión.  No  es  fácil  decir  cuánto  tiempo  puede 
pasar  sin  alimento  un  recien  nacido  ;  pero  es  de  suponer 
que  la  muerte  por  inanición  será  mas  pronta  si  se  reúnen 
otras  causas  escitantes  ó  debilitantes  que  contribuyan  á  ella. 
Así  que,  si  se  encuentra  en  un  lugar  solitario  un  nifjp 
muerto ,  espuesto  á  la  acción  de  la  temperatura  atmosférica^ 
con  señales  de  haber  respirado  después  del  nacimiento,  sin 
vestigio  alguno  de  violencia  esterior  ni  de  enfermedad  , 
con  los  intestinos  y  el  estómago  vacíos ,  podrá  concluirse  que 
ha  fallecido  por  la  influencia  de  la  temperatura  y  de  la 
inanición  ;  y  aun  esta  última  especie  de  muerte  se  confir- 
mará mas  y  mas  por  el  estado  de  sequedad,  contracción  y 
flogosis  ó  inflamación  del  tubo  digestivo.  —  Hemorragia 
umbilical.  La  ligadura  del  cordon  umbilical  es  una  práctica 
que  viene  desde  la  antigüedad  mas  remota ,  y  se  creyó  siem- 
pre que  su  omisión  daba  lugar  á  una  hemorragia  necesaria 
y  absolutamente  mortal,  hasta  que  desde  fines  del  siglo  xvii 
se  empezó  á  combatir  esta  opinion  por  algunos  médicos  que 
se  han  esforzado  en  demostrar  que  la  omisión  de  dicha  liga- 
dura no  es  capaz  de  causar  la  muerte  del  recien  nacido  : 
los  partidarios  de  ambas  opiniones  alegan  en  su  favor  hechos 
y  teorías  ;  pero  unos  y  otros  se  equivocan  igualmente  cuando 
sientan  de  un  modo  absoluto  sus  contrarias  aserciones , 
pues  que  se  ha  visto  que  en  ciertas  circunstancias  la  falta 
de  ligadura  no  acarrea  hemorragia  umbilical,  y  que  en  otras 
la  produce  hasta  el  estremo  de  ocasionar  la  muerte  :  de  lo 
cual  se  sigue  que  esta  ligadura  debe  practicarse  siempre, 
y  que  las  consecuencias  de  su  omisión  no  pueden  apreciarse 
-sino  individualmente.  La  hemorragia  umbilical  es  tanto  mas 
fácil,  funesta  y  probable,  cuanto  mas  cerca  del  abdomen 
del  niño  se  haya  hecho  la  separación  del  cordon  ,  especial- 
mente si  esta  separación  se  ha  hecho  mas  bien  cortando  el 
cordon  con  un  instrumento  que  rasgándole  ó  rompiéndole. 
La  vacuidad  general  de  los  vasos  sanguíneos  en  el  feto,  la 
lividez  de  color  de  cera  de  la  superficie  del  cuerpo ,  la  pali- 
dez de  las  visceras  y  de  los  músculos,  la  falta  de  sangre  en 
los  grandes  vasos  venosos  y  en  las  aurículas  del  corazón  , 
particularmente  en  la  derecha,  prueban  la  hemorragia 
umbilical ,  en  el  caso  de  que  no  se  descubra  otra  causa  de 
hemorragia,  de  que  el  feto  se  halle  perfectamente  confor- 
mado ,  do  que  el  cordon  no  esté  marchito  ,  de  que  la  pla- 
centa se  mantenga  entera ,  y  de  que  se  pueda  establecer 
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que  ha  habido  vida  despues  del  nacimiento.  Cuando  de  todas 
estas  circunstancias  resulta  la  hemorragia  mortal  por  el 
cordon  umbilical ,  no  por  eso  se  ha  de  afirmar  que  ha  sido 
provocada  de  propósito  ó  que  se  ha  verificado  por  negli- 
gencia; pues  que  ha  podido  tener  lugar  por  circunstancias 
independientes  de  la  voluntad  de  la  madre  :  es  á  saber,  por 
implantación  de  la  placenta  sobre  el  cuello  del  útero  ,  por 
espulsion  rápida  y  simultánea  de  la  placenta  y  del  feto ,  y 
por  rotura  del  cordon  en  virtud  de  movimientos  convulsivos 
del  niño  ó  de  la  madre  que  haya  caido  en  síncope.  —  Asfixia 
ó  privación  de  aire  respirable  y  de  diferentes  ausilios  de  que 
puede  necesitar  el  recien  nacido.  El  niño  que  acaba  de  nacer 
queda  tal  vez  en  una  posición  que  le  impide  la  libre  respi- 
ración ó  que  le  sujeta  á  recibir  en  la  boca  y  las  narices  las 
materias  que  espele  su  madre  por  el  útero,  la  vejiga  y  el  ano, 
ó  bien  tiene  la  lengua  pegada  al  paladar  ó  la  boca  llena  de 
mucosidades  ,  ó  nace  en  estado  de  asfixia  ;  y  en  tales  casos 
necesita  de  cuidados  ,  precauciones  y  socorros  particulares  , 
cuya  omisión  le  acarrea  indefectiblemente  la  muerte  :  mas 
su  ejecución  pide  sangre  fria  y  conocimientos  prácticos  que 
no  es  fácil  encontrar  en  mujeres  que  paren  en  secreto  sin 
ausilio  ajeno,  especialmente  si  son  primerizas  y  se  hallan 
inopinadamente  sobrecogidas  del  parto.— Del  examen  de  to- 
das estas  causas  de  infanticidio  por  omisión  ,  y  de  las  nume- 
rosas escepciones  que  admiten,  se  puede  concluir  que, 
prescindiendo  de  uno  ú  otro  caso  en  que  la  madre  quiera  ó 
pueda  dar  noticias  precisas  sobre  las  circunstancias  del 
parto  y  en  que  concurran  ademas  otros  indicios  agravantes 
que  confirmen  sus  declaraciones ,  será  casi  imposible  afirmar 
que  el  infanticidio  por  omisión  ha  sido  obra  ó  resultado  del 
crimen. 

XVIII.  Causas  del  infanticidio  por  comisión.  El  examen  de 
las  causas  del  infanticidio  pov  comisión  exige  la  misma  pru- 
dencia y  reserva  que  el  de  las  causas  del  infanticidio  por 
omisión,  porque  entre  las  violencias  esleriores  que  una  mano 
criminal  puede  ejecutar  sobre  el  feto  ,  hay  muchas  que  pue- 
den tamLien  provenir  de  accidentes  en  que  no  haya  tenido 
parte  la  voluntad  de  persona  alguna.  Las  violencias  que  se 
han  imaginado  para  dar  muerte  á  los  recien  nacidos  son  las 
contusiones,  las  fracturas,  las  luxaciones,  las  lesiones  he- 
chas con  instrumentos  cortantes  ó  agudos,  la  asfixia  por 
sumersión  ,  por  inspiración  de  gases  deletéreos,  por  sufoca- 
ción y  por  estrangulación  ,  la  destroncacion,  el  envenena- 
miento, y  en  fin  la  combustion  y  la  torrefacción.  —  Contu- 
siones. Las  contusiones  pueden  resultar  no  solamente  de 
golpes  dados  por  una  mano  bárbara  en  el  cuerpo  del  niño 
sino  también  de  una  fuerza  interna  comprimente  puesta  eu 
acción  poruña  causa  involuntaria,  y  así  estas  como  aque- 
llas producen  en  lo  esterior  efectos  muy  semejantes.  Ettos 
efectos  son  las  equimoses,  cuya  estension  y  profundidad 
suelen  estar  en  razón  de  la  superficie  del  cuerpo  contundente 
y  de  la  fuerza  con  que  haya  obrado;  siendo  necesario  y  fácil 
distinguirlas  déla  lividez  cadavérica,  la  cual  no  pasa  de  la 
red  vascular  de  la  piel,  al  paso  que  las  equimoses  presentan 
en  los  tejidos  subcutáneos  un  derramamiento  sanguíneo  , 
mas  ó  menos  profundo.  Las  contusiones  y  equimoses  que 
debeu  examinarse  con  mas  cuidado ,  son  las  que  se  obser- 
varen en  la  cabeza  y  en  el  cuello,  no  solamente  porque  de 
ordinario  son  las  mas  peligrosas  y  frecuentes  en  los  casos  de 
infanticidio ,  sino  también  porque  si  muchas  veces  proceden 
de  maniobras  criminales,  pueden  asimismo  traer  su  origen 
de  circunstancias  particulares  del  parto ,  esto  es ,  de  la  com- 
presión que  el  feto  hubiese  esperimentado  al  pasar  por  el 
orificio  uterino  ó  por  habérsele  rodeado  al  cuello  el  cordon 
umbilical,  como  ya  se  ha  indicado  mas  arriba  en  la  esposi- 
cion  de  las  causas  naturales  de  la  muerte  del  feto  al  tiempo 
de  su  nacimiento;  y  así  para  distinguir  sus  diferentes  causas, 
se  habrá  de  atender  á  su  forma  y  al  estado  de  la  piel ,  pues 


si  las  equimoses  son  irregulares  y  no  circulares  ni  uniformes 
sobre  todos  los  puntos,  y  la  piel  presenta  escoriaciones  y 
tal  vez  señales  de  violencias  hechas  con  los  dedos ,  es  claro 
que  la  sospecha  de  criminalidad  adquirirá  nuevos  grados  do 
fuerza.  —  Nótanse  alguna  vez  en  el  cuerpo  del  feto  ciertos 
tumores  que  deben  atribuirse  á  violencias  hechas  en  él  des- 
pués de  su  espulsion  ,  pero  que  en  algunos  casos  son  efecto 
de  la  compresión  que  ha  sufrido  durante  el  trabajo  del  parto. 
Los  primeros  pueden  hallarse  en  todas  y  cualesquiera  par- 
tes del  cuerpo,  y  son  mas  irregulares,  mas  profundos  ,  mas 
rojos  ó  negruzcos  que  los  otros ,  poique  contienen  sangre 
derramada  :  mas  los  segundos  por  el  contrario  no  tienen  su 
asiento  sino  en  ciertos  puntos  de  la  cabeza ,  esto  es ,  en  la 
coronilla ,  en  el  hueso  occipital  ó  en  los  parietales  ;  son  por 
lo  común  superficiales  ;  no  contienen  sino  una  infiltración 
serosa  en  el  tejido  celular-;  y  no  van  acompañados,  como 
suelen  ir  los  primeros,  de  estragos  profundos  á  que  pueda 
atribuirse  la  muerte.  Sin  embargo,  si  el  niño  ha  perecido 
en  el  trabajo  del  parto  á  resulta  de  las  contracciones  prolon- 
gadas de  la  matriz  que  haya  empujado  la  cabeza  contra  la 
pelvis  ó  comprimido  el  cordon  umbilical  ó  la  placenta  y 
ocasionado  así  la  apoplejía,  puede  suceder  muy  bien  que 
los  tumores  de  que  acabamos  de  hablar  presenten  todos  los 
caracteres  de  los  tumores  causados  por  violencia  esterior 
independiente  del  acto  del  parto,  y  que  vayan  acompañados 
no  solo  de  lividez,  derramamiento  sanguíneo  y  desarrollo 
del  tejido  celular,  etc.,  sino  también  de  hundimiento  y  frac- 
tura de  los  huesos  del  cráneo.  — Fracturas  y  luxaciones. 
Las  fracturas  y  luxaciones,  especialmente  las  primeras,  son 
muchas  veces  efecto  de  maniobras  criminales;  pero  también 
pueden  ser  producidas  por  solo  el  trabajo  del  parlo  y  por 
las  tentativas  hechas  para  acelerarlo,  ó  bien  por  un  parto 
precipitado  seguido  de  la  caida  del  feto  sobre  un  cuerpo 
duro.  Las  fracturas  y  luxaciones  en  otros  puntos  que  la  ca- 
beza ó  el  cuello  rara  vez  son  obra  del  crimen  ;  y  cuando  lo 
son  ,  se  encuentran  otras  señales  de  sevicia  que  puedan  dar 
luz  sobre  la  verdadera  causa  de  la  muerte  :  de  manera  que 
no  existiendo  estas  señales,  es  de  presumir  que  las  lesiones 
huesosas  no  provienen  sino  de  las  tentativas  hechas  con 
poca  habilidad  para  promoverla  salida  del  feto.  —  Hay  mu- 
chos ejemplos  do  infanticidio  ejecutado  por  luxación  de  las 
vertebras  cervicales;  y  este  género  de  muerte,  que  es  mas 
fácil  en  los  niños  que  en  los  adultos ,  se  reconoce  por  el  exa- 
men anatómico  de  las  vértebras  del  cuello  y  sus  ligamentos, 
por  la  dislocación  de  las  apófisis  articulares ,  por  la  inclina- 
ción de  la  cabeza  del  lado  opuesto  á  la  luxación,  por  la  pa- 
lidez del  semblante ,  por  la  falta  de  signos  de  congestion 
cerebral ,  y  por  las  impresiones  de  los  dedos  en  el  cuello  : 
de  suerte  que  si  por  otra  parle  resulta  que  el  niño  ha  respi- 
rado completamente  después  de  nacido,  que  no  ha  sido 
estraído  artificialmente  por  la  dificultad  del  parto  ,  y  que  no 
ha  caido  en  tierra  al  tiempo  de  su  espulsion  ,  será  difícil 
poder  dejar  de  atribuir  su  muerte  á  violencias  criminales. 
—  Las  lesiones  que  mas  comunmente  se  encuentran  en  los 
casos  de  infanticidio  son  las  fracturas  del  cráneo  ;  y  es  por 
lo  tanto  muy  importante  averiguar  cuáles  hayan  podido  ser 
las  causas  que  las  han  producido.  Todos  los  médicos  con- 
vienen en  que  cuando  es  ancha  la  pelvis  de  la  mujer,  pe- 
queña la  cabeza  del  niño ,  y  fuertes  los  dolores  del  parto , 
puede  entonces  efectuarse  con  tanta  rapidez  la  espulsion 
del  feto  que  la  madre  se  halle  sorprendida  y  no  tenga  tiempo 
de  tomar  precaución  alguna  para  evitar  la  caida  de  su  hijo; 
pero  no  están  de  acuerdo  sobre  las  consecuencias  que  pueden 
resultar  de  semejante  posibilidad.  Algunos  médicos  distin- 
guidos han  establecido  como  principio,  que  la  salida  preci- 
pitada del  feto  y. su  caida  sobre  un  cuerpo  duro  pueden 
acarrearle  lesiones  graves  en  la  cabeza,  fracturas  en  el 
cráneo  •  conmociones  mortales  y  derrames  sanguíneos  en  el 
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Serebro;  pero  otros  no  ménos  célebres  lian  presentado  he- 
chos que  contradicen  estas  consecuencias  ó  que  á  lo  menos 
debilitan  en  gran  manera  las  aserciones  de  sus  adversarios. 
Comparando  las  esperiencias  y  observaciones  alegadas  por 
unos  y  por  otros,  que  seria  largo  referir,  concluye  el  doc- 
tor Pslarc  :  Io.  que  no  es  imposible  que  la  espulsion  impre- 
vista y  precipitada  del  feto  y  su  caida  sobre  un  cuerpo  duro 
le  produzcan  fracturas  y  otras  lesiones  graves  en  la  cabeza  ; 
2o.  que  este  efecto  es  generalmente  muy  raro  ,  y  que  casi  es 
imposible  cuando  el  feto  no  cae  sino  de  una  altura  igual  á  la 
distancia  ordinaria  que  media  entre  la  vulva  de  la  mujer  y 
el  suelo;  o°.  que  á  no  ser  que  el  niño  caiga  de  una  altura 
considerable ,  es  poco  probable  que  la  caida  le  cause  instan- 
táneamente la  muerte  ;  k°.  que  estando  regularmente  cons- 
tituido el  niño,  es  imposible  que  esta  muerte  le  sobrevenga 
en  las  primeras  horas  de  su  nacimiento  por  solo  la  razón  de 
su  caida  en  el  suelo  desde  la  vulva  de  la  madre  ,  aunque 
esta  se  halle  en  pié;  b°.  que  es  necesario  un  grado  de  vio- 
lencia mucho  mayor  para  fracturar  el  cráneo  de  un  niño 
vivo  que  para  fracturar  el  de  un  niño  muerto. — Lesiones  can- 
sadas por  instrumentos  cortantes.  Muy  difícil  seria  por  cierto 
atribuir  á  un  accidente  lasheridashechas  á  un  recien  nacido 
con  un  instrumento  cortante  :  si  estas  son  tan  graves  que 
han  podido  acarrearla  muerte  ó  contribuir  á  ocasionarla  y 
el  niño  estaba  vivo  cuando  las  recibió,  no  podrá  dudarse  de 
la  intención  criminal  de  la  persona  que  las  hizo.  La. decapi- 
tación y  las  desmembraciones  no  suelen  hacerse  sino  para 
mejor  sustraer  el  cuerpo  del  delito  á  las  pesquisas  de  la jus- 
Scia  :  en  cuyo  caso  debe  comprobarse  si  las  diferentes  par- 
ís encontradas  en  diversos  lugares  pertenecen  al  mismo 
cadáver,  y  tambiease  ha  de  procurar  descubrir  la  causa  de 
la  muerte  que  haya  precedido  á  las  mutilaciones.  Consta 
por  la  espertencia  que  cuando  la  desmembración  se  ha  eje- 
cutado en  un  niño  vivo ,  hay  contracción  de  carnes  :  mas  es 
necesario  tener  presente  que  este  fenómeno  pertenece  á  la 
vida  orgánica,  y  que  en  su  consecuencia  ,  si  no  puede  pro- 
bar que  la  mutilación  se  ha  hecho  en  un  individuo  que  go- 
zaba de  la  vida  extra-uterina ,  demuestra  cuando  menos  que 
se  ha  practicado  muy  poco  después  de  la  muerte. — Lesiones 
causadas  con  instrumentos  agudos.  Lo  que  se  acaba  de  de- 
cir en  general  sobre  las  lesiones  hechas  con  instrumentos 
cortantes ,  puede  aplicarse  también  á  las  lesiones  hechas 
con  instrumentos  punzantes  ó  agudos.  Entre  estas  últimas 
merece  especial  mención  la  acupuntura ,  porque  la  herida 
que  hace  esteriormente  es  tan  pequeña  y  á  veces  tan  disi- 
mulada que  puede  escaparse  fácilmente  á  la  vista.  La  acu- 
puntura consiste  en  la  introducción  de  una  aguja  mas  ó 
menos  delgada  y  larga  en  el  cerebro  por  las  narices  ,  oidos, 
sienes,  fontanelas  ó  suturas,  ó  en  la  médula  espinal  por 
entre  las  vértebras  cervicales ,  ó  en  el  corazón  por  la  región 
torácica  izquierda,  ó  en  las  visceras  abdominales  por  el 
recto  y  la  pelvis.  Por  muy  sutil  que  sea  la  aguja  que  se  hu- 
biese clavado  de  fuera  á  dentro  hasta  un  órgano  esencial  á 
la  vida,  habrá  siempre  en  el  punto  esterior  de  su  inserción 
una  equimosis  que  el  facultativo  deberá  seguir  con  el  escal- 
pelo y  la  sonda  por  entre  los  tejidos,  porque  ella  indicará  la 
dirección  dada  al  instrumento  vulnerante.  Las  investigacio- 
nes esteriores  é  interiores  de  la  acupuntura  están  indicadas 
principalmente  cuando  no  se  descubre  en  lo  esterior  ninguna 
ütra  causa  de  la  muerte,  y  entonces  deben  dirigirse  parti- 
cularmente sobre  los  lugares  mas  ocultos ,  rasurando  en  caso 
necesario  la  parte  de  piel  cubierta  de  pelo  para  reconocer 
mejor  su  estado.  Si  habiéndose  escapado  á  todo  escudri- 
ñamiento esterior  la  acupuntura  ,  se  descubriere  luego  por 
las  huellas  ó  señales  que  hubiere  dejado  en  lo  interior,  como 
podría  suceder  en  caso  de  haberse  metido  la  aguja  por  el 
ano,  la  vajina  ó  el  oído,  será  necesario  entonces  seguir  su 
dirección  de  dentro  à  fuera.  —  Asfixia.  Reconociéndose  que 


un  niño  ha  perecido  por  sufocación,  y  encontrándosele  én 
las  cavidades  bucales  y  nasales  paja  ,  heno  ú  otro  cuerpo 
estraño ,  no  debe  dudarse  que  esta  violencia  ha  sido  la  causa 
de  la  muerte  ;  pero  si  está  encerrado  en  un  cofre  ó  en  otro 
lugar  estrecho  donde  ha  debido  ahogarse  sin  necesidad  do 
taparle  la  boca  y  las  narices,  habrá  de  redoblar  el  médico 
su  atención  y  reserva,  pues  que  podrá  suceder  que  el  niño 
haya  perecido  por  otra  causa  y  no  haya  sido  puesto  sino 
después  de  su  muerte  en  el  paraje  en  que  se  le  ha  descu- 
bierto. —  Asfixia  por  sumersión.  En  el  artículo  Ahogado  so 
dan  los  pormenores  necesarios  sobre  este  género  de  muerte; 
y  aquí  nos  limitaremos  á  decir  que  si  el  niño  presenta  todos 
los  signos  que  prueban  haber  respirado  después  de  su  na- 
cimiento, si  se  le  encuentran  los  pulmones  obstruidos  por 
un  líquido  que  tiene  las  mismas  propiedades  físicas  y  quí- 
micas que  aquel  en  que  se  hallaba  el  cadáver,  y  si  por  fin 
no  se  descubre  en  él  ninguna  otra  causa  de  muerte,  podrá 
sentarse  entonces  que  esta  se  ha  verificado  por  sumersión. 
Si  entre  estas  circunstancias  falta  la  de  la  obstrucción  cau- 
sada por  el  liquido,  la  muerte  por  sumersión  no  será  posi- 
tiva sino  solo  probable.  Es  necesario  sobre  todo  examinar  la 
naturaleza  del  líquido  contenido  en  el  estómago  ;  porque  si 
bien  está  probado  que  la  muerte  por  sumersión  puede  tener 
lugar  sin  que  el  sumergido  trague  cantidad  alguna  del  liquido 
en  que  ha  perecido ,  es  igualmente  cierto  que  la  existencia 
de  este  líquido  en  el  estómago  es  una  de  las  circunstancias 
mas  ordinarias  en  los  ahogados ,  y  que  indica  que  la  su- 
mersión se  ha  ejecutado  en  vida  y  no  después  de  la  muerte 
del  niño.  —  Asfixia  por  gases  deletéreos.  Esta  asfixia  se  dará 
á  conocer  por  la  naturaleza  del  aire  ó  del  fluido  aeriforme 
en  medio  del  cual  haya  sido  encontrado  el  niño ,  como  tam- 
bién por  el  conjunto  de  los  fenómenos  que  indican  la  acción 
mortífera  de  estos  gases.  Entre  estas  asfixias  la  menos  rara 
en  casos  de  infanticidio  es  la  que  se  causa  por  los  gases  de 
las  letrinas  ó  pozos  de  inmundicia  :  pero  como  el  niño  puede 
haber  sido  arrojado  en  uno  de  estos  pozos  así  por  efecto  de 
su  espulsion  imprevista  y  precipitada  como  por  el  de  una 
maniobra  criminal ,  será  preciso  poner  el  mayor  cuidado  en 
las  investigaciones  que  se  emprendan  y  en  las  inducciones 
que  se  quieran  sacar  de  ellas.  —  Asfixia  por  sufocación.  El 
infanticidio  por  sufocación  es  á  veces  fácil  de  probar,  cuando 
se  pueden  descubrir  los  medios  con  que  se  ha  privado  al  feto 
de  aire  respirable,  y  estos  medios  no  pueden  imputarse  por 
su  naturaleza  sino  á  una  intención  criminal.  Mas  cuando  por 
el  contrario  se  encuentra  al  niño  envuelto  en  algunas  ropas 
dentro  de  un  pozo  ó  letrina  ó  metido  en  tierra  ó  encerrado 
en  una  caja ,  etc.,  puede  ser  que  el  infanticidio  no  se  haya 
cometido  sino  por  amisión,  sin  intención  criminal,  ó  que 
no  se  haya  puesto  al  niño  donde  estaba  sino  después  de  sn 
muerte.  —  Asfixia  por  estrangulación.  Puede  verse  sobre 
este  punto  lo  que  se  ha  dicho  mas  arriba  en  el  principio  de 
este  mismo  número  sobre  las  contusiones  y  en  la  palabra 
Ahorcado.  —  Destroncamiento.  Los  médicos  que  han  escrito 
sobre  el  infanticidio  cuentan  especialmente  el  destronca- 
miento entre  los  modos  de  cometer  este  delito;  pero  debe 
tenerse  presente  que  esta  mutilación  puede  ser  también  re- 
sultado involuntario  de  la  poca  destreza  de  una  mano  que 
haya  ausiliado  á  la  mujer  en  el  parto.  La  posibilidad  de  la 
deslroncacion  por  el  arrancamiento  de  la  cabeza  resulta 
entre  otros  de  un  ejemplo  consignado  por  Butiner,  en  que 
una  madre  furiosa,  queriendo  torcer  el  cuello  á  su  hijo,  le 
separe  la  cabeza  del  tronco  al  entregarse  á  este  acto  de  vio- 
lencia.— Envenenamiento. Muy  rarodebedeser  el  infanticidio 
por  este  medio ,  pues  la  madre  que  sea  bastante  desnatura- 
lizada para  combinar  fríamente  la  ejecución  de  este  crimen, 
no  elegirá  el  veneno ,  cuyo  efecto  no  es  bastante  pronto 
para  que  los  gritos  del  recien  nacido  no  descubran  su  secre- 
to ;  pero  si  ocurriese  un  caso  semejante,  se  habrían  de  hacer 
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las  investigaciones  que  se  indican  en  la  palabra  Veneno.  — 
Combustión.  La  combustion  del  cuerpo  del  recien  nacido  no 
admile  medio  alguno  facullativo  de  averiguar  el  crimen  de 
infanticidio.  Es  verdad  que  por  el  examen  de  algunas  partes 
huesosas  que  se  hayan  salvado  del  fuego  podrá  juzgarse  si 
el  niño  ha  sido  quemado;  pero  à  esto  se  reduce  todo.  La 
torrefacción ,  que  puede  mirarse  como  un  grado  inferior, 
permite  tal  vez  algunas  investigaciones.  Si  los  tegumentos, 
por  ejemplo ,  presentan  flictenas ,  deberá  sentarse  que  el 
niño  estaba  vivo  cuando  se  le  espuso  á  la  acción  del  fuego. 
Otras  veces  será  posible  someter  los  pulmones  á  las  pruebas 
necesarias  para  averiguar  si  hubo  respiración.  Mas  todo  de- 
pende aquí  del  mayor  ó  meuor  estrago  que  el  fuego  hubiese 
ocasionado. 

Examen  de  las  circunstancias  relativas  al  estado  de 

la  madre  que  hacen  probable  ó  improbable  la  realidad 

del  infanticidio. 

XIX.  Circunstancias  físicas.  La  instrucción  judicial  en 
materia  de  infanticidio  no  se  limita,  como  ya  se  ha  dicho  al 
principio  de  este  artículo,  á  las  investigaciones  relativas  al 
estado  cadavérico  del  feto  que  se  cree  haber  sido  víctima  de 
maniobras  criminales ,  sino  que  se  estiende  á  indagar  al 
mismo  tiempo  todo  lo  que  puede  contribuir  al  descubri- 
miento del  autor  del  crimen;  y  este  descubrimiento  no  po- 
drá lograrse  si  no  se  llega  á  saber  quién  es  la  madre  del 
niño,  porque  ella  sola  puede  dar  razón  de  lo  que  ha  ocurrido 
antes  del  parto ,  en  el  parto  y  después  del  parto  ,  y  ella  sola 
es  responsable  ante  la  ley  cuando  ha  parido  sin  testigos. 

Mas  para  entablar  y  seguir  contra  una  mujer  un  procedi- 
miento de  esta  especie,  es  necesario  probar  :  Io.  que  ha  pa- 
rido recientemente;  2o.  que  la  época  del  parto  cuadra  con 
el  estado  del  cadáver  del  niño;  5o.  que  el  niño  que  forma  el 
cuerpo  del  delito  pertenece  á  la  madre  á  quien  se  acusa.  — 
En  cuanto  al  primer  punto  ,  debe  hacerse  un  examen  exacto 
y  una  calificación  rigurosa  de  las  señales  que  se  indicarán 
en  la  palabra  Parto.  —  En  cuanto  al  segundo ,  es  preciso 
ante  todo  averiguar  la  época  del  parto ,  examinar  el  estado 
en  que  se  conserva  el  cuerpo  del  niño,  y  ver  por  la  compa- 
ración de  estos  datos  si  el  uno  conviene  ó  se  ajusta  con  el 
otro,  debiendo  aquí  suplir  la  instrucción  científica  del  facul- 
tativo la  falta  de  reglas  fijas  que  es  muy  difícil  establecer 
sobre  esta  materia.  Asi  que,  si  el  cadáver  de  un  recien  na- 
cido presenta  señales  manifiestas  de  putrefacción  ,  aunque 
haga  pocos  dias  que  se  ha  verificado  el  parto ,  será  necesa- 
rio apreciar  bien  la  naturaleza  de  las  causas  que  hayan  po- 
dido acelerarla;  y  asimismo  se  habrá  de  tomar  en  cuenta 
las  que  hayan  podido  retardarla  en  el  caso  igualmente  po- 
sible de  que  no  se  haya  declarado  todavía  la  descomposi- 
ción pútrida,  á  pesar  de  haber  pasado  ya  muchos  dias  desde 
el  parto.  También  ha  de  tenerse  cuidado  de  comparar  la 
edad  del  niño  con  la  época  del  parto ,  para  calcular  si  hay  ó 
no  relación  entre  una  y  otra.  Si  consta,  por  ejemplo  ,  que  la 
parida  ha  estado  en  cinta  todo  el  tiempo  ordinario  de  la  ges- 
tación, y  el  feto  encontrado  no  presenta  las  señales  de  ma- 
durez ,  habrá  cuando  menos  una  razón  fuerte  para"  dudar 
que  este  sea  el  verdadero  feto  que  aquella  ha  dado  á  luz. 
El  facultativo  consultado  por  los  tribunales,  según  advierte 
el  doctor  Marc  ,  si  en  muchos  casos  puede  declarar  que  el 
conjunto  de  circunstancias  le  inclina  á  creer  que  el  feto  so- 
metido á  su  examen  ha  salido  del  seno  de  la  mujer  que  pa- 
rece haber  parido  recientemente  ,  debe  empero  guardarse 
bien  de  incurrir  en  la  falta  demasiado  cGmun  de  fijar  con 
precisión  la  época  del  nacimiento  del  feto  haciéndola  coin- 
cidir rigurosamente  con  el  dia  que  el  proceso  ó  la  fama  pú- 
blica indican  haber  sido  el  del  parlo ,  porque  el  arte  no  po- 
see medio  alguno  para   poder  fundar  y  emitir  una  opinion 

tan  positiva  y  que  tanto  mal  podría  causar  á  una  mujer  in- 


justamente acusada.  En  cuanto  al  tercer  punto,  esto  es,  á  si 
el  niño  en  cuestión  pertenece  á  la  madre  à  quien  se  acusa 
de  su  muerte  ,  apenas  puede  dar  luz  alguna  la  ciencia  del 
médico  para  resolver  el  problema  ,  á  no  ser  en  el  caso  de 
que  aplicando  una  á  otra  las  dos  estremidades  sueltas  de  las 
porciones  del  cordon  umbilical  adhérentes  al  feto  y  á  las  se- 
cundinas, aparezca  que  ambas  se  corresponden  y  han  for- 
mado un  solo  todo. 

XX.  Circunstancias  morales.  Aunque  se  hayín  probado 
los  tres  puntos  indicados ,  esto  es ,  que  la  mujer  acusada  de 
infanticidio  ha  parido  hace  poco  tiempo  ,  que  la  época  del 
parto  cuadra  perfectamente  con  la  edad  y  el  estado  cadavé- 
rico del  niño,  y  que  este  niño  cuyo  cadáver  se  ha  encontrado 
es  el  mismo  que  salió  de  su  seno,  no  por  eso  se  sigue  nece- 
sariamente que  ella  es  la  que  cometió  el  delito  :  han  podido 
cometerle  sin  noticia  de  la  madre  otras  personas  ,  sea  por 
librarse  de  cierta  nota  ó  de  una  carga  ,  sea  por  aversion  , 
por  espíritu  de  venganza  ó  por  otras  razones;  y  aun  cuando 
lo  haya  cometido  la  misma  madre  ,  pudo  haberse  hallado 
entonces  en  un  estado  en  que  la  ley  la  exoneraba  de  la  res- 
ponsabilidad de  sus  acciones.  Hay  sin  duda  mujeres  desna- 
turalizadas que  desoyendo  la  voz  de  la  humanidad  y  aho- 
gando ese  instinto  vivo  y  poderoso  que  el  Criador  ha  impreso 
en  el  corazón  de  todas  las  madres  ,  meditan  á  sangre  fria  y 
llevan  á  cabo  resueltamente  el  asesinato  de  sus  propios  hi- 
jos, tal  vez  aunque  puedan  conservarlos  sin  menoscabo  de 
su  honor,  tal  vez  porque  corriendo  desenfrenadamente  tras 
todo  género  de  placeres  miran  sin  remordimiento  un  crimen 
tan  horroroso  :  la  execración  general  y  la  espada  de  la  jus- 
ticia deben  unirse  para  imponerles  el  merecido  castigo.  Pero 
hay  también  alguna  mujer  virtuosa  y  amable  que  habiendo 
tenido  la  desgracia  de  olvidar  un  momento  su  virtud,  no 
puede  sostener  la  idea  de  su  afrenta  y  arde  por  conservar 
su  reputación  :  ella  no  se  siente  con  bastante  valor  para 
guardar  y  confesar  su  infamia  ;  y  á  medida  que  va  perdiendo 
la  esperanza  de  haberse  equivocado  en  el  juicio  de  su  pre- 
ñez ó  de  librarse  de  su  temor  por  algún  repentino  accidente, 
y  ve  aumentarse  de  dia  en  dia  y  acercarse  el  peligro,  se  lle- 
na mas  de  espanto  y  desesperación  ,  y  quizá  recurriría  al 
suicidio  si  no  supiese  que  semejante  acción  habia  de  motivar 
la  formación  de  un  proceso  que  desde  luego  descubriría  lo 
que  ella  desea  tanto  tener  secreto.  En  esta  perplejidad,  en 
que  ni  aun  se  presenta  á  su  imaginación  la  idea  de  dar 
muerte  á  su  hijo,  forma  diversos  planes  para  ocultar  su  na- 
cimiento, busca  los  medios  de  vencer  las  dificultades  que  le 
brotan  por  todas  partes,  y  sorprendida  de  repente  por  los 
dolores  del  parto ,  huye  adonde  la  lleva  su  confusion  ,  da  á 
luz  lejos  de  todo  ausilio  el  fruto  de  su  debilidad,  pierde  el 
sentido  en  la  fuerza  de  sus  padecimientos  y  de  su  vergüenza, 
y  cuando  vuelve  en  sí  casi  sin  saber  lo  que  le  ha  pasarlo,  en- 
cuentra una  criatura  que  acaba  de  dar  el  último  suspiro. 
¿Será  estraño  que  entonces  trate  de  ocultar  su  secreto,  que 
salve  de  cualquier  modo  su  reputación,  que  haga  desapare- 
cer lodo  vestigio  de  semejante  acontecimiento?  ¿No  será 
posible  también  que  en  una  situación  tan  apurada  como 
nueva  para  ella  ,  en  su  eslado  de  aturdimiento  y  de  terror, 
en  su  agitación  por  la  idea  espantosa  de  su  ignominia,  pier- 
da momentáneamente  la  razón  y  caiga  en  una  especie  do 
locura  accidental  que  la  precipite  en  un  esceso  de  que  des-, 
pues  ella  misma  se  horrorice? 

Combinación  de  los  fenómenos  y  circunstancias  que  asi 
en  el  feto  como  en  la  madre  dan  testimonio  en  pro  ó 
en  contra  del  infanticidio,  y  reglas  que  de  ella  se  de- 
rivan para  justificar  definitivamente  este  delito. 
XXI.  Reuniendo  y  comparando  unos  con  otros  los  fenó- 
menos que  así  en  el  feto  como  en  la  madre  sirven  para  pro- 
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bar  el  infanticidio,  y  distinguiendo  de  lo  cierto  lo  que  no  es 
mas  que  probable  ,  puede  llegarse  muchas  veces  á  descu- 
brir la  verdad  ;  á  cuyo  efecto  expondremos  sumariamente 
los  principales  corolarios  de  las  doctrinas  que  preceden. 
w  Las  mutilaciones  del  feto  ó  los  estragos  causados  en  él 
por  la  putrefacción  pueden  ser  de  tal  naturaleza  que  hagan 
imposible  el  ausilio  de  la  medicina  legal  para  averiguar  si  el 
"niño  vivió  ó  no  después  del  nacimiento. 

Fuera  de  estos  dos  casos  ,  la  sumersión  total  de  los  pul- 
mones en  el  agua ,  verificada  después  de  haber  observado 
las  reglas  que  se  han  espresado  mas  arriba,  debe  considerarse 
como  una  prueba  de  que  el  niño  no  ha  respirado,  y  por  con- 
siguiente de  que  no  ha  vivido. 

Cuando  por  el  contrario  el  esperimento  de  los  pulmones 
indica  el  hecho  de  la  respiración,  todavía  no  puede  asegu- 
rarse con  certeza  que  el  niño  efectivamente  ha  respirado 
sino  coincidiendo  las  circunstancias  siguientes  : 

El  feto  debe  ser  de  término ,  perfectamente  viable  ó  vivi- 
dero, y  sin  vicios  de  conformación  ni  obstáculos  patológicos 
que  hayan  podido  impedir  ol  desarrollo  y  continuación  de 
la  respiración  completa. 

Ha  debido  tenerse  cuidado  de  adoptar  las  precauciones  y 
reglas  indicadas,.á  fin  de  evitar  que  la  supernatacion  de  los 
pulmones  sea  efecto  de  algún  principio  de  putrefacción  ó  de 
un  estado  enfisematoso. 

Han  de  concurrir  y  concordar  en  favor  de  la  completa 
respiración  los  resultados  de  la  docimasia  hidrostática  y  los 
de  la  balanza,  como  igualmente  las  señales  sacadas  del  es- 
tado de  los  pulmones  ,  del  tórax ,  del  diafragma,  de  las  vis- 
ceras abdominales ,  etc. 

Ha  de  resultar  del  proceso  la  prueba  de  que  no  ha  habido 
insuflación. 

Han  debido  tomarse  todas  las  precauciones  para  asegu- 
rarse de  que  no  ha  habido  vagido  uterino ,  esto  es ,  de  que 
el  feto  no  ha  podido  respirar  antes  de  nacer. 

Finalmente ,  han  de  encontrarse  en  el  feto  señales  de  ma- 
niobras criminales  á  las  cuales  pueda  atribuirse  su  muerte. 

XXII.  Todas  estas  circunstancias  reunidas  en  apoyo  de 
la  completa  respiración  del  feto  no  son  todavía  por  sí  solas 
bastante  fuertes  para  acreditar  el  infanticidio ,  si  no  se  con- 
firman por  la  prueba  de  que  aquel  no  ha  perecido  antes  ni 
en  el  acto  de  su  espulsion.  Para  obtener  esta  prueba  es  ne- 
cesario saber  todo  lo  que  ha  pasado  antes  del  parto  ,  averi- 
guando con  cuidado  si  el  estado  de  la  madre  y  los  síntomas 
por  ella  esperimentados  indican  que  el  feto  había  muerto 
mas  ó  menos  tiempo  antes  de  su  salida. 

No  estando  bien  indicada  la  muerte  del  feto  antes  de  esta 
época ,  se  debe  examinar  atentamente  si  ha  podido  morir 
durante  el  trabajo  del  parto ,  indagando  y  demostrando  las 
causas  de  esta  muerte- 
Una  de  las  causas  principales  de  ella  es  la  prolongación 
del  parlo.  Si  la  mujer  no  es  primeriza;  si  la  cabeza  se  ha 
presentado  en  buena  posición  ;  si  las  dimensiones  de  la  pelvis, 
especialmente  las  del  estrecho  superior,  comparadas,  con  las 
de  la  cabeza  del  feto  dan  proporciones  regulares;  y  si  el 
cadáver  del  niño  no  presenta  en  la  cabeza  tumefacción  al- 
guna, ^deberá  deducirse  que  el  trabajo  del  parto  no  ha  sido 
largo  ni  penoso  :  pero  se  habrá  de  decir  lo  contrario  cuando 
liayan  concurrido  circunstancias  opuestas  á  las  mencionadas. 

La  muerte  del  feto  por  apoplejía  durante  el  acto  del  naci- 
miento resultará  de  las  señales  que  se  encuentren  de  conges- 
tion cerebral ,  del  conjunto  de  las  circunstancias  que  indican 
que  el  parto  ha  sido  largo  y  trabajoso ,  de  la  falta  de  todo 
vestigio  de  lesión  violenta,  y  de  la  no  concurrencia  de  las 
señales  que  demuestran  haberse  efectuado  ó  á  lo  menos  lj^ 
ber  sido  completa  la  respiración. 

La  muerte  del  feto  causada  por  el  enredamiento  del  cordon 
umbilical  al  rededor  del  cuello  quedará  demostrada  por  las 


señales  de  la  estrangulación  ,  por  la  demasiada  longitud  del 
cordon ,  por  la  declaración  de  la  madre,  y  tal  vez  porque  la 
respiración  no  se  habrá  completado. 

XXIII.  Cuando  de  todas  estas  investigaciones  resultare 
que  el  niño  no  ha  perecido  durante  el  parto  sino  después  de 
su  nacimiento,  será  preciso  examinar  entonces  si  ha  sido 
víctima  de  la  omisión  de  aquellos  cuidados  que  exige  su 
situación,  ó  de  violencias  mortales  cometidas  sobre  su  cuerpo. 
Como  la  omisión  de  dichos  cuidados  no  siempre  es  efecto  de 
intención  criminal ,  convendrá  penetrarle  bien  de  lo  que  se 
ha  dicho  mas  arriba  sobre  el  infanticidio  por  omisión  ,  y 
aplicar  con  discernimiento  los  principios  que  allí  se  han 
espuesto.  En  cuanto  al  infanticidio  por  comisión,  se  deberán 
calificar  según  las  reglas  del  arte  las  lesiones  que  se  descu- 
brieren en  el  feto,  apreciando  sobre  todo  con  exactitud  su 
mayor  ó  menor  gravedad ,  y  teniendo  presente  lo  que  se  ha 
dicho  sobre  las  fracturas  del  cráneo  para  atribuirlas  á  sus 
verdaderas  causas. 

Trátese  de  infanticidio  por  omisión  ó  de  infanticidio  por 
comisión,  debe  el  médico  hacer  á  la  mujer  acusada  todas 
aquellas  preguntas  que  convengan  para  formar  juicio  exacto 
no  solo  de  todos  los  fenómenos  y  circunstancias  de  la  preñez 
y  del  parto  sino  también  de  las  alteraciones  y  lesiones  del 
feto ,  así  como  de  las  causas  á  que  deban  atribuirse  unas  y 
otras,  á  fin  de  poder  estender  con  todo  conocimiento  la  con- 
sulta que  ha  de  servir  de  guia  al  magistrado  en  el  segui- 
miento del  proceso  y  pronunciación  de  la  sentencia. 

XXIV.  Toda  la  doctrina  médico-legal  en  este  artículo 
contenida  y  tomada  de  los  escritos  del  médico  alemán 
Mr.  Marc ,  que  son  quizá  los  mas  luminosos  que  sobre  esta 
materia  se  han  publicado  hasta  el  dia  ,  manifiesta  cumpli- 
damente el  ausilio  inmenso  que  la  medicina  puede  prestar  á 
la  justicia  en  la  averiguación  del  infanticidio  ,  la  multitud 
de  dificultades  que  de  todas  partes  se  levantan  para  probar 
este  grave  delito ,  la  trascendencia  de  las  cuestiones  previas 
que  deben  resolverse,  la  delicadeza  de  las  operaciones  quo 
hay  que  practicar  para  poner  estas  cuestiones  en  estado  de 
resolución,  la  facilidad  de  equivocarse  en  las  inducciones, 
y  el  peligro  de  caer  en  errores  funestos  que  absuelvan  al 
crimen  ó  condenen  á  la  inocencia.  La  medicina  legal  se  ha 
perfeccionado,  ha  examinado  mas  á  fondo  los  fenómenos  de 
la  vida  y  de  la  muerte ,  ha  descubierto  el  error  donde  antes 
se  creyó  que  existia  la  realidad ,  y  ha  convertido  en  dudas 
las  supuestas  certezas  de  otros  tiempos.  Si  tal  vez  ha  perdido 
algún  tanto  de  su  prestigio  á  los  ojos  de  algunos  legistas , 
porque  ya  no  nos  presenta  tan  fácil  como  antes  la  resolución 
de  las  cuestiones  de  infanticidio,  ha  adquirido  por  otra  parte 
mas  peso  y  merece  mas  confianza  ante  los  magistrados  filán- 
tropos que  no  aplican  las  leyes  de  nuestros  códigos  sin  res- 
petar las  de  la  naturaleza.  Se  ha  dicho  que  la  medicina  do 
los  tribunales  asegura  la  impunidad  de  los  infanticidios  ; 
pero  lo  que  debiera  decirse  es  que  mide  los  límites  de  w 
inteligencia  humana  ,  que  separa  lo  oierto  de  lo  incierto,  y 
que  si  alguna  vez  logra  ocultarse  el  crimen  bajo  su  egida  , 
con  mas  frecuencia  todavía  encuentra  en  ella  su  amparo  la 
inocencia. 

INFANZÓN.  El  hijodalgo  libre  de  todo  género  de  ser- 
vicio ,  que  en  sus  tierras  y  heredamientos  no  ejercía  otra 
potestad  ni  señorío  mas  que  el  que  le  permitían  sus  privile- 
gios y  donaciones.  «  Catanes  et  valvasores,  dice  la  loy  13, 
tít.  i.  Parí.  2,  son  algunos  fijosdalgo  en  Italia  á  que  dicen 
en  España  infanzones;  et  como  quier  que  estos  vengan  an- 
tiguamente de  buen  linaje,  et  hayan  grandes  heredamientos, 
pero  non  son  en  cuenta  destos  grandes  señores  que  desuso 
deximos  (esto  es ,  de  los  duques  ,  condes  ,  marqueses ,  jueces 
y  vizcondes):  et  por  ende  non  pueden  nín  deben  usar  de 
poder  de  señorío  en  las  tierras  que  han,  fueras  ende  en  tanto 
quanto  les  fuere  otorgado  por  los  previllejos  de  los  empera- 
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dores  ó  de  los  reyes.  »  En  Aragon  se  llamaban  antiguamente 
infanzones  los  nobles  de  todas  las  clases  ;  pero  después  los 
meros  infanzones  no  equivalían  sino  á  los  hijosdalgo  de 
Castilla  ;.y  la  opinion  mas  fundada  los  hacia  descendientes 
de  los  capitanes  do  las  tropas  délos  infantes  y  ricoshombres. 
Aunque  al  principio  no  habia  mas  infanzones  que  los  de  san- 
gre ,  los  hubo  por  fin  de  privilegio  ;  y  todos  los  ciudadanos 
de  Zaragoza  ,  sus  hijos  y  descendientes  gozaban  el  privilegio 
de  infanzones  y  podían  ser  armados  caballeros.  Según  santo 
Tomasen  su  opúsculo  de  Regimine  principum ,  los  infan- 
zones se  llamaban  así  por  el  menor  poder  que  tenían  compa- 
rados con  los  demás  señores ,  así  como  los  niños  ó  infantes 
pueden  menos  que  los  adultos. 

ÎNFEUDACÎON.  Lo  mismo  que  enfeudación,  aunque 
no  tan  usado.  Véase  Enfeudación  y  Feudo. 

INFIDENCIA.  En  general  es  la  falta  que  uno  comete 
por  el  hecho  de  no  corresponder  á  la  confianza  que  se  ha 
puesto  en  él,  ó  sea  la  violación  de  la  fidelidad  debida  á 
otro;  pero  se  aplica  principalmente  esta  denominación  al 
delito  político  en  que  uno  incurre  por  su  inteligencia  con  los 
enemigos  del  rey  ó  del  Estado,  y  se  usa  con  mas  especialidad 
en  la  milicia.  —  Según  la  ordenanza  del  ejército ,  el  que  en 
tiempo  de  guerra  tuviere  inteligencia  con  los  enemigos,  ó 
correspondencia  por  escrito  ó  verbal  en  cualquiera  puesto , 
sufrirá  la  pena  de  muerte  con  ejecución  de  ella  en  el  modo 
que  corresponda  á  la  calidad  y  carácter  del  delincuente  ;  y 
el  que  á  los  enemigos  revelare  el  santo ,  seña  ó  contraseña 
ó  la  orden  reservada  que  se  le  hubiere  dado  de  palabra  ó 
por  escrito,  será  también  castigado  de  muerte;  mas  si  la 
revelase  á  otra  persona  será  castigado  corporalmente  según 
la  entidad  del  perjuicio  que  pudiera  seguirse;  trat.  8,  lit.  10, 
arts,  ho  y  Uñ.  El  oficial  que  mantuviere  correspondencia  con 
los  enemigos ,  sin  orden  ó  noticia  del  capitán  general  bajo 
cuyas  órdenes  sirviere,  incurre  en  pena  de  suspension  de 
empleo  y  destierro  á  un  presidio,  aunque  solo  trate  de  ma- 
terias indiferentes;  y  en  pena  de  la  vida,  si  se  mezclare  en 
las  que  tengan  conexión  con  el  real  servicio;  Irat.  8,  tít.  5, 
art.  5.  El  oficial  á  quien  se  fiare  reservadamente  alguna 
comisión  del  real  servicio,  si  revelase  alguna  circunstancia 
en  que  se  le  mande  guardar  secreto,  será  condenado  á  pri- 
vación de  empleo  y  destierro  á  voluntad  del  rey,  y  si  de  la 
revelación  resultare  malograrse  la  diligencia,  sufrirá  la  pena 
de  muerte  ;  trat.  8 ,  tít.  5 ,  art.  9.  —  Véase  Lesa  majestad  y 
Espía,. 

INFLIGIR.  Hablando  de  castigos  y  penas  corporales,  es 
imponerlas  ó  condenar  á  ellas. 

INFORMADO.  La  segunda  parte  del  Digesto  ó  Pan- 
dectas de  Justiniano.  Los  comentadores  antiguos  del  derecho 
romano  dividieron  el  Digesto  en  viejo ,  inforciado  y  nuevo; 
pero  los  modernos  no  han  querido  adoptar  esta  diferencia. 
La  voz  inforiialum  es  bárbara. 

INFORMACIÓN.  La  averiguación  jurídica  y  legal  de 
algún  hecho  ó  delito.  Véase  Juicio  criminal  y  Testigos. 

INFORMACIÓN   AD    PERPETUAM,    Ó   AD  PERPETUAI!  BEI 

ïiemoriam.  La  averiguación  ó  prueba  que  se  hace  judicial- 
mente y  á  prevención  para  que  conste  en  lo  sucesivo  alguna 
cosa.  Generalmente  hablando,  no  se  reciben  deposiciones 
de  testigos  sino  en  los  pleitos  ó  causas;  pero  sucede  alguna 
vez  que  una  persona  puede  perder  su  derecho  ,  si  no  se  le , 
admite  desde  luego  á  formar  su  prueba  testimonial  para 
cuando  se  halle  en  el  caso  de  hacer  uso  de  ella  ;  como  si 
uno  teme,  por  ejemplo,  que  su  adversario  trata  ó  puede 
tratar  de  moverle  pleito  después  de  la  muerte  de  algunas 
personas  ancianas  ó  enfermas  ó  de  la  ausencia  de  otras  con 
cuya  declaración  habia  de  apoyar  sus  derechos  ó  escep- 
ciones.  En  este  caso  pues  y  en  otros  semejantes  tiene  facul- 
tad el  interesado  para  pedir  al  juez  que  reciba  anticipada- 
mente la:  aeclaracion  á  los  testigos  con  citación  del  sugelo 


que  tiene  interés  contrario  en  el  asunto,  y  por  su  falta  ó  au- 
sencia con  la  intervención  de  dos  hombres  buenos  que  pre- 
sencien el  juramento  ;  ley  2,  til.  16,  Part.  3  (l).  En  vez  de 
los  dos  hombres  buenos  se  hace  ahora  la  citación  al  síndico 
procurador,  á  quien  se  pasa  luego  la  información  para  que 
dé  su  dictamen ,  el  cual  se  reduce  à  manifestar  si  tiene  ó  no 
algo  que  decir  contra  los  testigos.  Añade  la  citada  ley,  que 
si  la  información  se  hubiese  hecho  en  ausencia  de  la  per- 
sona contra  quien  ha  de  presentarse,  le  debe  ser  notificada 
ó  denunciada  dentro  de  un  año  después  de  su  regreso ,  ó 
bien  se  ha  de  empezar  el  pleito  dentro  de  dicho  término, 
bajo  la  pena  de  que  pasado  el  año  no  tendrá  ya  fuerza  alguna 
la  información.  También  advierte  la  misma  ley  que  esta  in- 
formación no  tiene  lugar  en  causas  criminales  en  que  pu- 
diese venir  muerte  ó  perdimiento  de  miembro  ó  echamiento 
de  la  tierra ,  á  no  ser  en  pesquisas  generales  hechas  de  oficio. 

INFORMACIÓN  ó  papel  en  derecho.  El  escrito  que 
hace  el  abogado  á  favor  de  su  parte,  después  de  conclusos 
los  autos  para  informar  é  instruir  á  los  jueces  de  su  derecho, 
alegando  leyes,  decretos ,  fueros ,  autoridades  y  reflexiones. 
No  en  todos  los  pleitos  se  hace  información  en  derecho,  sino 
solo  en  aquellos  en  que  los  jueces  la  creyesen  necesaria,  de- 
clarándolo así  la  sala  á  petición  del  interesado  luego  que  se 
acabare  de  ver  el  pleito;  leu  31,  tít.  1,  lib.  b,  ley  5,  til.  14, 
lib.  1 1 ,  Nov.  Rec,  y  art.  80  del  decr.  de  26  de  setiembre  de 
183b.  No  se  pueden  dar  ni  recibir  en  una  instancia  mas  de 
dos  informaciones  en  derecho  por  cada  parte  ,  de  las  cuales 
la  primera  no  ha  de  esceder  de  veinte  hojas  ni  la  segunda 
de  doce,  de  letra  y  papel  ordinario,  impresas  ó  manuscritas, 
aunque  el  pleito  conste  de  muchos  capítulos  independientes 
unos  de  otros  ó  de  diferente  inspección  cada  uno;  Ze«/2, 
tít.  Í4,  lib.  11,  Nov.  Rec.  Toda  información  en  derecho  debe 
estar  firmada  por  abogado  ,  contener  al  pié  la  espresion  de 
haberse  estendido  con  licencia  de  la  sala,  y  pasarse  al  re-> 
lator  del  pleito  para  que  cotejando  el  derecho  con  el  hecha 
vea  si  está  conforme  á  lo  prevenido  por  la  ley,  y  la  reparta 
á  los  jueces  que  hayan  de  dar  sentencia.  No  viniendo  la  in- 
formación con  estas  circunstancias  ,  debe  desecharse;  y  todo 
lo  invertido  en  la  impresión  y  demás  gastos  ha  de  ser  á 
costa  del  abogado  que  la  firmó  y  del  procurador  que  la 
hubiese  repartido  ;  leyes  1  y  3,  tít.  \k,  lib.  11,  Nov.  Rec, 
siendo  evidente  que  según  el  espíritu  de  estas  leyes  debe 
perder  el  abogado  los  honorarios  que  hubiese  devengado 
por  la  formación  del  papel  en  derecho  que  por  carecer  de 
las  mencionadas  circunstancias  no  fuere  admitido.  Las  infor- 
maciones en  derecho  han  de  entregarse  á  los  jueces  dentro 
de  tre,inta  dias  contados  desde  la  vista  del  pleito;  y  con  ella9 
ó  sin  ellas  deben  proceder  á  determinarlo  dentro  de  otros 
tres  meses,  según  la  ley  31 ,  tít.  1 ,  lib.  b,  Nov,  Rec.  :  mas 
según  el  citado  art.  80  del  decreto  de  26  de  setiembre  de 
183b  ,  deberá  darse  la  sentencia  dentro  de  sesenta  dias  im- 
prorogables ,  contados  desde  el  de  la  vista  ,  preséntense  ó 
no  las  informaciones  de  las  partes. 

INFORMACIÓN  de  pobreza.  La  justificación  que  al- 
guno hace  de  su  falta  de  bienes,  á  fin  de  gozar  el  privilegio 
de  no  usar  en  lo  judicial  sino  del  papel  sellado  de  pobres  y 
de  eximirse  de  pagar  los  derechos  que  se  originan  en  el  se- 
guimiento de  algún  pleito  ó  recurso. 

La  justificación  de  pobreza  se  hace  con  tres  testigos  ante 
escribano  y  con  autoridad  judicial  si  se  trata  de  asuntos 
contenciosos  ;  ó  por  informe  del  párroco  ó  de  la  diputación 
de  caridad  del  domicilio  del  pobre  si  las  solicitudes  fueren 
de  otra  clase;  arts.  82  y  83,  ley  11  ,  lit.  th,  lib.  10 ,  Nov. 
Rec.,  y  art.  60  de  la  real  céd.  de  12  de  mayo  de  182/».  Tara 
evitar  todo  abuso  que  pueda  cometerse  suponiendo  una  po- 
breza que  en  realidad  no  haya,  en  perjuicio  de  los  intereses 


(1)  Febrero  mej.,  tom.  5,  fol.  88,  n.  i<*. 
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del  Estado  y  de  los  curiales ,  parece  necesario  que  las  infor- 
maciones de  esta  clase  no  se  hagan  sino  con  citación  y  au- 
diencia de  la  parte  fiscal ,  así  como  se  cita  y  oye  á  la  parte 
contraria.  Véase  Caso  de  corle. 

Antiguamente  era  tenida  por  pobre  toda  persona  cuyo 
caudal  no  llegaba  á  tres  mil  maravedís  :  después  se  dejó  la 
calificación  de  la  pobreza  al  arbitrio  del  juez  ,  quien  para 
hacerla  tomaba  en  consideración  la  clase  de  las  personas  y 
lo  que  cada  uno  necesitaba  para  su  manutención  :  la  cédula 
de  12  de  mayo  de  1824  en  su  art.  61  quiso  que  se  reputa- 
sen pobres  los  jornaleros  y  braceros  que  se  mantienen  con  su 
jornal  y  no  tienen  propiedad  que  produzca  trescientos  duca- 
dos, las  viudas  que  no  tengan  viudedad  que  esceda  de 
cuatrocientos,  el  que  tenga  vínculo,  legado  vitalicio,  me- 
moria ó  capellanía ,  sueldo  por  el  gobierno ,  ó  renta  de  cual- 
quiera clase  que  no  pase  de  trescientos  ducados  :  mas  en 
fin  por  real  orden  de  30  de  setiembre  de  1834  se  redujeron 
las  cantidades  designadas  en  el  citado  art.  61  de  la  cédula 
de  12  de  mayo  de  18% ,  disponiéndose  que  no  se  entiendan 
comprendidas  en  la  clase  de  pobres  las  corporaciones  y 
personas  que  tengan  renta  de  cualquiera  clase  ó  sueldo  por 
el  gobierno  que  pase  de  ciento  cincuenta  ducados  anuales  y 
las  viudas  que  gocen  mas  de  doscientos  de  viudedad.  Gozan 
también  del  privilegio  de  pobres  ,  según  la  ley  5  ,  tít.  55  , 
lib.  11,  Nov.  Rec. ,  la  mencionada  cédula  de  1824  y  real 
orden  de  20  do  julio  de  1838,  los  hospitales,  hospicios  y  de- 
mas  establecimientos  de  beneficencia. 

Todos  los  que  se  hallan  en  la  clase  de  pobres  disfrutan  el 
beneficio  de  no  usar  de  otro  papel  sellado  en  sus  pleitos  y  re- 
cursos que  del  llamado  de  pobres,  cuyo  precio  es  solo  de 
cuatro  maravedís  por  pliego  entero  :  bien*  que  si  el  pleito 
versare  sobre  intereses  y  el  pobre  obtuviese  sentencia  con- 
sentida ó  ejecutoriada  ,  tendrá  que  abonar  el  importe  del 
papel  consumido  en  el  proceso;  art.  60  de  d.  céd.  de  12  de 
mayo  de  1824.  Ademas  de  este  beneficio,  tienen  el  de  estar 
escusados  de  pagar  en  sus  pleitos  y  causas  derechos  de 
juez,  escribano,  abogado,  procurador,  solicitador  y  cual- 
quiera otro  curial,  según  está  dispuesto  en  las  leyes  y  espe- 
cialmente en  el  reglamento  de  administración  de  justicia  de 
26  de  setiembre  de  1855  :  «  Deberán  (los  magistrados  y 
jueces)  dice  en  su  art.  2,  bajo  la  mas  estrecha  responsabili- 
dad, cada  uno  en  cuanto  le  pertenezca,  administrar  y  hacer 
que  se  administre  gratuitamente  cumplida  justicia  á  los  que 
según  las  leyes  estén  en  la  clase  de  pobres  ,  lo  mismo  que  á 
los  que  paguen  derechos;  cuidando  también  de  que  en  sus 
pleitos  y  causas  los  defiendan  y  ayuden  de  balde,  como  de- 
ben, los  abogados  y  curiales.  »  Mas  si  el  litigio  fuese  sobre 
intereses  y  el  pobre  obtuviere  la  victoria,  deberá  entonces 
satisfacer  los  gastos  y  derechos  ocasionados  en  su  defensa  , 
así  como  tiene  que  satisfacer  en  tal  caso  los  del  pa- 
pel. Y  si  recayere  condenación  de  costas  contra  perso- 
na solvente,  ó  el  pobre  llegare  á  mejor  fortuna,  bastante 
para  satisfacer  los  derechos,  podrán  exigirlos  en  ambos  ca- 
sos el  abogado  y  los  curiales  ;  ordenanzas  de  las  Audiencias 
de  20  de  diciembre  de  1853 ,  art.  199.  Véase  Abonado, 
%  VIH. 

-J-  Para  la  declaración  de  pobreza  no  atenderán  ios  tri- 
bunales y  juzgados  solo  á  la  renta  ó  sueldo  que  la  parte 
que  la  solicite  disfrutare,  sino  á  las  demás  circunstancias 
que  influyan  para  reputarla  en  clase  de  verdadero  pobre , 
ya  por  la  corta  cantidad  de  su  renta  ,  sueldo  ,  salario  ó  pro- 
ductos de  su  industria  ,  ya  también  por  la  población  ,  fa- 
milia ,  casa  que  habito  y  demás  circunstancias  de  este 
género;  y  en  ningún  casóse  decidirá  este  artículo  sin  au- 
diencia del  ministerio  fiscal.  Arl.  625  <í<;  los  arana,  judie. 
de  22  de  mayo   de  i». 4 6.  Véase  Aranceles  judiciales. 

INFORMACIÓN  de  commodo  et  íxcojiíiono.  La  ave- 
riguación que  se  hace  para  conocer  las  ventajas  y  los  incon- 


venientes que  pueden  resultar  de  alguna  variación  ó  mudanza 
proyectada  en  algún  establecimiento,  de  la  construcción  de 
una  manufactura,  fábrica,  obrador,  laboratorio  ú  otra  cosa 
que  pueda  incomodar  al  vecindario  ó  causar  algún  daño  ala 
salud  pública. 

INFORMACIÓN  de  vita  et  moribus.  La  indagación 
ó  prueba  que  se  hace  de  la  vida  y  costumbres  de  alguna 
persona,  sea  para  admitirla  en  alguna  comunidad  ó  proveer- 
la en  alguna  dignidad,  cargo  ú  oficio,  sea  para  conocer  y  to- 
mar en  cuenta  sus  antecedentes  en  causa  criminal  que  se  le 
sigue.  En  los  juzgados  y  tribunales  se  hace  à  veces  de  oficio 
ó  bien  se  admite  á  instancia  de  parte  información  testimo- 
nial de  la  vida  y  costumbres  del  procesado;  pero  como 
apenas  hay  reo  alguno  que  no  pueda  presentar  testigos  que 
por  temor,  condescendencia  ó  compasión  declaren  favora- 
blemente sobre  su  anterior  conducta ,  de  ahí  es  que  esta  in- 
formación se  tiene  casi  por  inútil,  y  aun  se  suele  llamar  vul- 
garmente la  prueba  del  gitano.  Lo  que  se  suele  practicar  con 
mas  fruto  en  algunos  juzgados  es  pedir  informe  sobre  la 
conducta  del  procesado  al  cura  párroco,  ó  al  alcalde  consti- 
tucional, al  de  barrio  ó  al  de  cuartel,  ó  á  otra  autoridad  que 
pueda  dar  conocimiento  de  este  punto;  y  si  se  adquiriere 
noticia  de  haber  sido  procesado  alguna  otra  vez  el  reo  ,  se 
pide  y  une  á  la  sumaria  testimonio  de  la  causa  y  sentencia 
dictada  contra  él. 

INFORMACIÓN  sumaria.  La  investigación  que  por  la 
naturaleza  y  calidad  del  negocio  se  hace  por  el  juez  breve- 
mente y  sin  las  solemnidades  que  se  observan  regularmente 
en  las  demás  informaciones  jurídicas.  Así,  por  ejemplo  ,  pa- 
ra proceder  á  la  prisión  ó  arresto  de  una  persona  contra 
quien  concurren  sospechas  de  haber  cometido  un  delito 
digno  de  pena  corporal,  se  hace  una  breve  información  que 
produzca  la  realidad  ó  probabilidad  del  hecho  y  algún  mo- 
tivo ó  indicio  para  creer  que  tal  persona  lo  ha  cometido. 
Véase  Arrestar  y  Juicio  criminal. 

INFORMACIONES.  Suelen  llamarse  así  en  plural  las 
pruebas  que  se  hacen  de  la  calidad  y  circunstancias  nece- 
sarias en  un  sugeto  para  algún  empleo  ú  honor. 

INFORMAL.  Lo  que  no  guarda  las  leyes  y  circunstan- 
cias prevenidas,  ó  no  está  con  arreglo  á  lo  dispuesto  en  el 
derecho. 

INFORMANTE.  El  que  tiene  el  encargo  y  comisión 
de  hacer  las  informaciones  de  limpieza  de  sangre  ó  nobleza 
y  circunstancias  de  alguna  persona. 

INFORME.  La  noticia  é  instrucción  que  se  da  de  alguna 
cosa.  Todos  los  jueces  inferiores  están  obligados  á  remitir  á 
la  audiencia  de  su  territorio  los  informes  y  noticias  que 
respecto  á  las  causas  civiles  y  criminales  fenecidas  y  al  es- 
tado de  las  pendientes  les  pidiese  para  promover  la  admi- 
nistración de  justicia  ;  y  la  misma  obligación  tienen  las 
audiencias  para  con  el  tribunal  supremo  ,  arts.  53  ,  59  y 
92  del  reglam.  de  26  de  setiembre  de  1855.  Mas  ni  las  au- 
diencias ni  los  jueces  inferiores  han  de  retardar  ni  suspen- 
der por  eso  el  curso  de  las  causas  pendientes;  ley  5,  tit.  2. 
lib.  4 ,  Nov.  Rec  Véase  Audiencia  y  Tribunal  supremo 
de  justicia. 

Los  fiscales  del  tribunal  supremo  están  autorizados  para 
pedir  y  exigir  por  si  á  los  fiscales  de  las  audiencias ,  á  los 
promotores  fiscales  de  los  juzgados  inferiores,  y  á  cuales- 
quier  otros  funcionarios  públicos  ,  y  estos  tienen  obligación 
de  darles,  en  cuanto  legalmente  puedan,  los  informes  y  no- 
ticias que  necesiten  para  el  mejor  desempeño  desús  atribu- 
ciones :  la  misma  autorización  tienen  los  fiscales  de  las 
audiencias  con  respecto  á  los  promotores  fiscales  y  á  cua- 
lesquiera otros  funcionarios;  y  los  promotores  fiscales  con 
respecto  à  estos  últimos,  arls.  104,  105  y  106  del  reglam. 
de  26  de  setiembre  de  1855.  Véase  Fiscal ',  ns.  XII,  Xlíl 
y  XIV. 
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Los  regentes  y  los  tribunales  deben  evacuar  sin  tardanza 
y  sin  dar  lugar  á  recuerdos  los  informes  que  se  les  pidieren 
por  el  Gobierno,  y  remitir  aquellos  al  > v misterio  de  gracia  y 
justicia  en  fin  de  cada  mes  una  nota  iormal  y  espresiva  de 
todos  los  informes  que  se  hayan  pedido  desde  la  nota  ante- 
rior á  los  mismos  regentes  ó  á  las  audiencias  plenas  ó  á  al- 
guna de  sus  salas,  manifestando  los  que  se  hayan  evacua- 
do, con  sus  fechas,  y  los  que  queden  pendientes  ,  con  los 
motivos  ó  razones  que  hubieren  impedido  su  despacho.  La 
misma  obligación  tienen  los  jueces  de  primera  instancia  en 
cuanto  á  los  informes  que  les  pidan  los  regentes,  las  audien- 
cias ó  sus  salas,  debiendo  también  remitir  igual  nota  en  fin 
de  cada  mes  al  regente  respectivo,  quien  en  caso  de  morosi- 
dad ha  de  dar  parte  al  ministerio  para  la  providencia  cor- 
respondiente; real  orden  de  \  1  de  enero  de  1836. 

Todas  las  autoridades  políticas  deben  evacuar  con  la  po- 
sible diligencia  los  informes  que  se  les  pidieren  directamente 
por  el  ministerio  de  gracia  y  justicia  ,  por  los  tribunales  ó 
por  los  jueces  de  primera  instancia,  sin  necesidad  de  que  se 
les  dirijan,  tales  pedidos  por  conducto  de  la  superioridad  á 
que  están  subordinadas  ;  real  orden  de  17  de  abril  de  1858, 

Ni  en  los  tribunales  de  la  corte  ni  en  otro  alguno  de  estos 
reinos  pueden  los  jueces  ni  escribanos  exigir  derechos ,  con 
cualquier  nombre  que  sea,  por  los  informes  que  el  rey  ó  las 
autoridades  superiores  pidan  á  las  subalternas  gradualmente; 
pues  que  deben  tenerse  y  reputarse  siempre  como  trabajos 
de  oficio  los  que  se  prestaren  ,  sean  los  negocios  de  que  en 
los  informes  se  trata,  de  partes  ó  á  resultas  de  queja 
de  estas;  en  inteligencia  de  que  el  inobediente  á  esta  sobe- 
rana resolución  pagará  el  cuatro  tanto  de  lo  que  hubiere 
percibido,  y  las  demás  penas  según  el  caso;  circ.  del  conse- 
jo real  de  9  de  noviembre,  de  1819. 

INFORME.  La  esposicion  que  al  tiempo  de  la  vista  de 
una  causa  civil  ó  criminal  hace  verbalmente  en  estrados  el 
abogado  de  cuanto  conduce  á  la  defensa  de  su  cliente  ;  como 
asimismo  la  que  hace  en  igual  acto  y  en  su  caso  el  ministe- 
rio fiscal  de  las  razones  que  le  asisten  en  defensa  de  los  inte- 
reses del  Estado  ó  de  la  vindicta  pública.  Véase  Abogado, 
|  V,  oblig.  8a.,  11a.  y  12a.; g  VIII,  orden,  de  las  Aud.,ns.  193, 
194,  19b,  196  y  201;  y  el  primer  artículo  de  la  palabra 
Autoridad,  hacia  el  fin. 

INFRACCIÓN.  La  transgresión,  violación  ó  quebranta- 
miento de  alguna  ley,  pacto  ó  tratado.  Toda  persona  es  res- 
ponsable de  la  infracción  de  las  leyes,  así  como  de  la  de  los 
contratos  que  hubiese  celebrado,  é  incurre  en  las  penas  que 
respectivamente  estuvieren  señaladas ,  ó  á  lo  menos  en  la 
obligación  de  resarcir  los  daños  y  perjuicios  que  de  su  in- 
fracción se  siguieren.  «  Los  jueces  son  responsables  perso- 
nalmente de  toda  infracción  de  ley  que  cometan  ;  »  arl.  67 
de  la  Consl.  de  1837.  Véase  Culpa,  Contrato,  Delito  y  Juez. 
V.  ley  de  22  de  marzo  de  1837. 

-j-  INFRACTORES  de  la  ordenanza.  Los  capitanes 
generales  de  provincia,  y  los  que  fueren  jefes  de  un  ejército 
en  campaña,  no  permitirán  que  en  la  mas  leve  cosa  se  alte- 
ren ni  relajen  las  reglas  que  en  las  reales  ordenanzas  se 
prescriben ,  celando  con  vigilancia  su  exacto  cumplimiento, 
castigando  con  severidad  al  que  faltare  en  obedecerlas,  disi- 
pando con  su  autoridad  toda  conversación  ó  discurso  que 
conspire  á  interpretarlas,  pues  siempre  se  han  de  entender 
literalmente.  Orden,  del  ejérc,  art.  ik,  lit.  Io.,  Irai.  6o. 

1NFRA&ANTE.  Coger  á  uno  infragante  es  sorpren- 
derle en  el  mismo  hecho,  es  decir*  en  el  punto  ó  instante  de 
la  ejecución  del  delito.  Véase  Flagrante  delito. 

INFURCION.  Cierto  tributo  anual  que  pagaban  los  co- 
lonos al  señor  de  un  lugar  en  dinero  ó  especie  por  razón  del 
solar  de  las  casas  que  construían.  Lo  que  estaba  sujeto* 
este  tributo  se  llamaba  infurcioniego. 

INGENIEROS.  Cuerpo  facultativo  del  ejército,  á  cuyo 


cargo  está  la  dirección  y  ejecución  de  los  edificios  militares 
y  de  todas  las  obras  de  fortificación  para  la  defensa  y  ataque 
de  las  plazas  y  campamentos. 

El  cuerpo  de  ingenieros  tiene,  como  el  de  artillería,  juris- 
dicción privativa  sobre  sus  individuos  y  dependientes,  con- 
forme al  reglamento  décimo  de  la  ordenanza  que  se  le  espi- 
dió en  U  de  julio  de  1803.  Para  ejercerla  hay  en  la  corte  un 
juzgado  general,  compuesto  del  ingeniero  general ,  del  ase- 
sor general  (  que  debe  ser  siempre  un  ministro  del  supremo 
tribunal  de  guerra  y  marina),  de  un  abogado  fiscal  y  de  un 
escribano  ;  y  en  cada  subinspeccion  ó  comandancia  un  juz- 
gado subalterno,  compuesto  del  director  subinspector  ó  in- 
geniero comandante,  de  un  asesor,  un  abogado  fiscal  y  un 
escribano.  En  cada  uno  de  los  parajes  donde  el  cuerpo  de 
ingenieros  tiene  á  su  cargo  escuelas  militares  hay  también 
un  juzgado  especial  para  ellas  compuesto  de  su  director  y 
de  igual  número  y  calidad  de  individuos  que  los  otros; 
arts.  1  y  2. 

Así  el  juzgado  de  la  corte  como  los  subalternos  conocen 
privativamente  en  sus  respectivos  distritos  de  todas  las  cau- 
sas civiles  y  criminales  en  que  sean  demandados  ó  reos  los 
individuos  empleados  y  dependientes,  así  del  ramo  militar 
como  de  los  demás  que  comprende  dicho  cuerpo,  inclusas 
sus  mujeres,  hijos  y  criados  asalariados  en  servicio  actual, 
los  alumnos  y  dependientes  de  los  indicados  colegios  ó  es- 
cuelas militares  y  los  asentistas,  empleados  y  operarios  que 
se  hallen  trabajando  en  las  obras  de  fortificación  ú  otras  di- 
rigidas por  oficiales  del  mismo  cuerpo,  art.  3;  bien  que  si 
los  trabajadores  fuesen  presidiarios,  solo  estarán  bajo  la  ju- 
risdicción de  los  ingenieros  durante  las  horas  de  trabajo, 
según  se  declaró  por  reales  órdenes  de  20  de  febrero  de  1804 
y  25  de  agosto  de  180b. 

Conocen  asimismo  dichos  juzgados  de,  los  inventarios, 
testamentarias  y  abintestatos  de  todos  los  individuos  que 
quedan  espresados,  entendiéndose  en  cuanto  á  las  mujeres 
si  falleciesen  durante  el  matrimonio,  pues  si  fuesen  viudas 
el  conocimiento  de  todas  sus  causas  corresponderá  á  la  ju- 
risdicción militar  ordinaria;  art.  i. 

El  conocimiento  de  todas  las  causas  sobre  robo  ó  insulto 
hecho  en  los  almacenes,  maestranzas,  parques  ,  obras  ,  fá- 
bricas y  escuelas  militares  al  cargo  del  cuerpo  de  ingenieros, 
guardias  y  salvaguardias  de  zapadores  y  minadores,  y  el 
de  las  que  resultaren  por  incidentes  ó  descuidos  que  hayan 
dado  ocasión  á  estos  delitos ,  corresponde  esclusivamente  á 
los  juzgados  de  este  cuerpo,  aun  cuando  los  reos  sean  de 
distinta  jurisdicción ,  así  en  Indias  como  en  España;  art.  S. 

Siempre  que  haya  complicidad  de  reos  y  sea  alguno  indi- 
viduo ó  dependiente  del  cuerpo  de  ingenieros,  deben  ser 
reclamados  en  el  juzgado  ó  consejo  ordinario  de  este,  según 
la  calidad  del  delito ,  pues  han  de  ser  juzgados  todos  por  di- 
cho cuerpo ,  sin  que  sobre  ello  pueda  formarse  competencia, 
porque  como  privilegiado  tiene  acción  atractiva.  Mas  no  se 
entiende  esta  atracción  cuando  alguno  de  los  reos  sea  indi- 
viduo de  las  tropas  de  casa  real  ó  del  cuerpo  de  artillería; 
pues  en  ei  primer  caso  corresponde  el  conocimiento  de  todos 
al  juzgado  de  las  tropas  de  casa  real ,  y  en  el  segundo  al  del 
cuerpo  cuyo  jefe  diere  las  primeras  disposiciones  para  la 
averiguación  del  delito;  arts.  7 y 8. 

Cuando  se  hallen  algunas  tropas  del  ejército  ó  individuos 
de  ellas  agregados  al  regimiento  de  zapadores  ó  hacienda 
otro  servicio  peculiar  del  cuerpo  de  ingenieros  ,  disfrutan 
durante  su  agregación  de  los  mismos  fueros  y  preeminencias 
y  están  sujetos  al  juzgado  de  este  cuerpo  y  á  sus  consejos 
de  guerra  ordinarios  en  todo  aquello  que  tenga  conexión  con 
dicho  servicio;  pero  en  los  demás  delitos  lo  están  al  de  los 
cuerpos  respectivos  del  ejército  de  que  sean  individuos  los 
reos  por  los  cuales  han  de  ser  juzgados;  arl.  9. 

Todas  las  instancias  judiciales  deben  dirigirse  en  la  corte 
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al  ingeniero  general  según  la  calidad  ,  y  en  las  provincias  á 
los  respeclivos  jefes,  quienes  las  pasan  á  los  asesores  con  el 
conducente  decreto  para  que  oigan  á  los  interesados  y  pro- 
vean lo  que  corresponda  á  justicia  hasta  verificar  la  senten- 
cia ,  que  ha  de  estenderse  á  nombre  del  jefe  ,  pasándosela  á 
este  para  que  la  firme  antes  de  su  publicación  ;  art.  25. 

Las  apelaciones  que  en  su  caso  y  lugar  se  interpusiesen 
por  los  reos  y  partes  interesadas  habían  de  ser  precisamen- 
te, según  el  art.  26,  para  el  consejo  supremo  de  la  guerra, 
donde  se  ejecutoriaban  los  pleitos  y  causas.  Pero  por  real 
orden  de  19  de  setiembre  de  1807,  queriendo  el  rey  unifor- 
mar los  juzgados  privativos  de  los  cuerpos  de  artillería  y  de 
ingenieros  ,  se  sirvió  resolver  :  Que  en  todas  las  causas  ci- 
viles y  criminales  en  que  sean  reos  demandados  los  indivi- 
duos y  dependientes  del  cuerpo  de  ingenieros,  en  lugar  de 
lo  prevenido  en  dicho  art.  26  ,  conozca  el  juzgado  general 
de  este  cuerpo  establecido  en  Madrid  ,  con  inhibición  abso- 
luta del  supremo  consejo  de  la  guerra  ;  y  que  las  sentencias 
que  fueren  consultadas,  y  recaiga  en  ellas  su  real  aproba- 
ción, queden  ejecutoriadas  :  Que  todas  las  apelaciones  que 
se  interpongan  de  los  juzgados  provinciales  en  España  sean 
y  se  admitan  en  su  caso  y  lugar  para  el  juzgado  general  es- 
tablecido en  Madrid ,  donde  se  ejecutoriarán  los  pleitos  y 
causas  con  arreglo  á  justicia  ,  dejando  espedíto  á  las  partes 
el  recurso  á  S.  M,,  según  tuvo  á  bien  determinar  para  el 
juzgado  del  cuerpo  de  artillería  en  orden  de  20  de  febrero 
del  mismo  año  :  Que  por  lo  respectivo  á  la  division  del  pro- 
pio cuerpo  de  ingenieros  de  Indias  ,  quede  á  la  parte  que  se 
considere  agraviada  de  las  sentencias  dadas  en  primera 
instancia  por  los  juzgados  provinciales  del  mismo  cuerpo  , 
la  libertad  de  interponer  la  apelación,  ya  sea  en  el  juzgado 
general  de  Madrid ,  ó  ya  en  el  tribunal  inmediato  de  los 
vireyes,  capitanes  generales  y  gobernadores  independien- 
tes que  previene  la  real  orden  de  h  de  febrero  de  180b  para 
el  cuerpo  de  artillería;  y  cuando  los  interesados  se  sintiesen 
aun  agraviados  de  las  sentencias  pronunciadas  por  alguno 
de  los  dos  tribunales,  tengan  también  espedíto  el  último  re- 
curso de  súplica  á  S.  M.,  según  está  mandado  observar  al 
cuerpo  de  artillería  por  la  enunciada  real  orden  de  10  de 
febrero  de  1807. 

Se  esceptúan  del  conocimiento  déla  jurisdicción  de  inge- 
nieros en  lo  civil,  entre  otras  las  demandas  Sobre  mayoraz- 
gos ,  tanto  en  posesión  como  en  propiedad  y  las  de  particio- 
nes de  herencias  como  estas  no  provengan  de  disposiciones 
testamentarias  de  los  mismos  ingenieros;  y  en  lo  criminal , 
entre  otros  ,  los  delitos  cometidos  antes  del  alistamiento  do 
los  mismos  aforados,  y  los  que  provienen  de  algún  empleo 
político  estraño  á  la  jurisdicción  del  cuerpo.  En  fin,  tanto  en 
lo  civil  como  en  lo  criminal  se  esceptúan  de  esta  jurisdicción 
los  mismos  negocios  y  delitos  que  están  esceptuados  de  la 
de  los  juzgados  de  artillería,  según  el  art.  28.  Véase  Arti- 
llería al  fin  ,  y  Jurisdicción  militar. 

INGENUIDAD.  El  estado  ó  condición  del  que  ha  nacido 
libre.  Llámase  así  en  contraposición  al  estado  y  condición 
del  que  ha  conseguido  su  libertad  por  manumisión. 

INGENUO.  El  que  nació  libre  y  no  ha  perdido  su  liber- 
tad. Entre  los  Romanos  los  hombres  eran  libres  ó  esclavos, 
y  los  hombres  libres  eran  ingenuos  ó  libertinos.  Los  inge- 
nuos eran  los  que  habiendo  nacido  libres  no  habían  caído 
jamasen  servidumbre;  y  los  libertinos  por  el  contrario  eran 
los  que  hallándose  en  servidumbre  habían  sido  puestos  en 
libertad  por  su  señor.  Nuestras  leyes  adoptaron  las  disposi- 
ciones de  las  romanas  ;  pero  como  entre  nosotros  ya  no 
nay  esclavitud,  apenas  queda  vestigio  de  esta  clasificación 
sino  en  las  colonias.  Véase  Esclavitud 

INGLES.  Todo  subdito  del  rey  de  Inglaterra. 

Cuando  en  algún  punto  de  los  dominios  españoles  fallece 
ab  intestato  algún  inglés  transeúnte,  esto  es,  algún  ingles 


que  no  esté  avecindado  y  arraigado  en  ellos  con  ánimo  de 
perseverar  en  los  mismos  (ánimo  que  debe  presumirse  del 
largo  transcurso  del  tiempo  si  es  que  no  consta  de  otro 
modo),  puede  el  cónsul ,  vice-cónsul ,  ú  otro  ministro  que 
hubiere  de  su  nación  inventariar  sus  bienes  ,  papeles  y  li- 
bros de  cuentas  y  depositarlos  en  poder  de  dos  ó  tres"  co- 
merciantes para  entregarlos  á  su  tiempo  á  sus  herederos  ó 
acreedores,  con  arreglo  al  artículo  d'l  de  la  paz  ajustada  coa 
Inglaterra  en  Utrecht. 

La  justicia  ordinaria  del  pueblo  debe  hacer  al  mismo 
tiempo  que  el  cónsul  ó  ministro  inglés  otro  inventario  de 
dichos  bienes  y  papgles  del  ab  intestato  para  evitar  oculta- 
ciones de  ellos  y  perjuicios  de  tercero,  embargándolos  en 
los  mismos  comerciantes  en  quienes  se  hiciere  el  depósito  , 
y  llamando  por  edictos  á  los  acreedores  del  difunto  para  que 
acudan  dentro  de  cierto  término  competente  á  deducir  sus 
acciones. 

No  compareciendo  acreedor  alguno  dentro  de  los  térmi- 
nos asignados,  ó  satisfechos  ya  los  créditos  de  los  que  hu- 
biesen comparecido ,  debe  alzarse  el  embargo  y  dejarse  li- 
bres los  bienes  y  papeles  al  ministro  inglés  para  que  pueda 
remitirlos  ó  entregarlos  á  los  herederos  del  difunto  ab  intes- 
tato ó  á  quien  por  derecho  se  debieren.  Decr.  de  20  de  no- 
viembre de  1724,  ó  ley  tí,  lit.  11,  lib.  6,  Nov.  liec.  Véase 
Extranjero. 

INGRATITUD.  El  desagradecimiento ,  olvido  ó  des- 
precio de  los  beneficios  recibidos.  La  ingratitud  es  justa  cau- 
sa para  revocar  una  donación  entre  vivos  ,  aunque  esta  sea 
irrevocable  por  su  naturaleza  ,  como  igualmente  para  des- 
heredar à  una  persona  que  tiene  derecho  á  la  sucesión  ,  y 
aun  para  perder  la  herencia  ya  adquirida.  Véase  Donación, 
Desheredación ,  Heredero  y  Herencia. 

INHÁBIL.  El  que  es  incapaz  de  hacer  ó  recibir  alguna 
cosa.  El  impotente  es  inhábil  para  el  matrimonio  :  el  hijo 
desheredado  por  justa  causa  es  inhábil  para  suceder  á  su 
padre  :  el  menor  de  catorce  y  doce  años  es  inhábil  para  tes- 
tar :  el  condenado  por  delitos  infamantes  es  inhábil  para 
obtener  empleos  honoríficos,  etc. 

SNHABSiLITAK.  Declarar  á  uno  inhábil  ó  incapaz  de 
ejercer  ú  obtener  algún  empleo  ,  oficio,  cargo  ó  ventaja. 

INHISIK.  Impedir  que  un  juez  prosiga  en  el  conoci- 
miento de  alguna  causa. 

INH23ITOBIA  ó  inhibición.  El  despacho ,  decreto  ó 
letras  que  se  dirigen  á  un  juez  para  que  so  inhiba  ó  absten- 
ga del  conocimiento  de  una  causa,  y  remita  los  autos  ó  di- 
ligencias hechas  al  juez  competente. 

INXSUB2ACÎON.  El  acto  de  enterrar  ó  meter  en  la  se- 
pultura algún  cadáver.  Viene  del  verbo  latino  humare  que 
significa  enterrar,  y  sale  de  humus  que  siguiíica  tierra. 
Véase  Cadítvcr,  Cementerio  y  Funerales. 

INICIATIVA.  La  proposición  ó  diligencia  que  se.  i 
para  dar  principio  á  alguna  cosa  ;  y  así,  cuando  la  Gonsii- 
titucion  de  1845  dice  en  su  artículo  5o  que  el  rey  y  i 
uno  de  los  cuerpos  colegisladores  tienen  la  iniciativa  de  las 
leyes,  quiere  dar  á  entender  que  cualquiera  de  ellos,  i 
es ,  el  rey,  el  senado  ó  el  congreso  de  los  diputados  puode 
proponer  un  proyecto  de  ley  para  que  se  discuta  y  adopte  y 
se  sancione. 

ININTELIGIBLE.  Lo  que  no  puede  entenderse.  Lo  in 
inteligible  se  tiene  por  no  escrito  :  Scripla  non  videnUtr  </"<l' 
scripla  non  possuut  inlelliiji.  Ea  quœ  in  [estamento,  dice  la 
ley  73,  tít.  17,  lib.  50  dCl  Digcslo  ,  Ha  scripla  sunt  til  iu- 
lelligi  non  possinl ,  perinde  sunt  uc  si  scripla  non  essent. 
Véase  .¡mtti.jnt'ihtd  ,  Antinomia,  Duda  é  Interpretación. 

INIQUIDAD.  Todo  acto  de  maldad  ó  injusticia,  toda 
lesión  ó  injuria  grave  ,  la  calumnia,  la  falta  de  buena  fe  en 
los  contratos,  el  desprecio  de  las  leyes  y  de  las  costumbres, 
la  insubordinación  á  la  autoridad  publica,  la  violación  do 
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las  obligaciones  que  por  razón  de  su  oficio  tiene  uno  con 
respecto  á  otros  ,  la  prevaricación  ,  la  simulación  de  huma- 
nidad, la  falsedad  y  el  engaño.  Iniquitalis  est,  dice  Aris- 
tóteles ,  mores  ritusque  patrios  prœvaricari ,  legibus  et 
auclorilati  públicos  subesse  non  velle,  menliri  eliam  aepeje- 
rare,  pac  taque  transgredí ,  et  fidem  fallere.  Hanc  calumnia 
jaclantiuque  ac  humanilatis  simulalio,  et  perversitas ,  dolus- 
qxie  matus  sequunlur. 

INJURIA.  En  sentido  lato  se  llama  injuria  todo  lo  que 
es  contra  razón  y  justicia,  quod  non  jure  fit;  pero  en  sentido 
mas  propio  y  especial  no  se  entiende  por  injuria  sino  lo  que 
uno  dice,  hace  ó  escribe  con  intención  de  deshonrar,  afren- 
tar, envilecer,  desacreditar,  hacer  odiosa  ,  despreciable  ó 
sospechosa ,  ó  mofar  ó  poner  en  ridiculo  á  otra  persona. 
«  Injuria  en  latin  ,  dice  la  ley  1,  tít.  9  ,  Parí.  7,  tanto  quie- 
re decir  en  romance  como  deshonra  que  es  fecha  ó  dicha  á 
otri  á  tuerto  ó  á  despreciamiento  del.  » 

Naturaleza  y  division  de  la  injuria. 

I.  Pudiendo  cometerse  la  injuria  por  medio  de  palabras 
ó  de  hechos  ó  de  escritos  ,  es  natural  su  division  en  injuria 
verbal ,  injuria  real ,  é  injuria  literal  ó  escrita  ;  y  esta  es 
efectivamente  la  division  que  se  deduce  de  las  leyes  1  y  5  , 
tít.  9,  Part.  7,  aunque  en  la  ley  1  se  sienta  que  todas  las 
maneras  de  deshonra  descienden  de  dos  raices ,  esto  es ,  de 
palabra  ó  de  fecho.  Algunos  añaden  á  las  injurias  verbal , 
real  y  escrita  la  pintada  ,  que  es  la  que  se  hace  por  medio 
de  dibujos  ,  pinturas  ó  grabados  ;  y  otros  admiten  solamente 
la  injuria  verbal  y  la  real ,  reduciendo  la  escrita  á  la  verbal , 
y  la  pintada  á  la  real  ó  de  hecho  :  mas  en  el  estado  presente 
de  la  legislación  creemos  mas  exacta  y  cómoda  la  division 
trimembre  que  hemos  adoptado  ,  distinguiendo  de  la  verbal 
la  injuria  escrita  que  todavía  subdividiremos  en  manuscrita 
é  impresa  por  razón  de  los  diferentes  aspectos  bajo  que  cada 
una  de  ellas  debe  considerarse  ,  y  confundiendo  con  la  es- 
crita y  no  con  la  real  la  pintada  por  ser  esta  de  la  misma 
naturaleza  que  la  primera  y  seguirse  los  mismos  trámites 
en  la  persecución  de  una  y  otra. 

II.  Como  hay  grande  diferencia  entre  las  injurias ,  cual- 
quiera que  sea  su  especie,  pues  unas  son  mayores  ó  menores 
que  otras,  la  ley  las  divide  en  dos  clases,  esto  es,  en  leves 
ó  simples  y  en  graves  ó  -atroces.  Pueden  ser  graves  las  inju- 
rias según  la  ley  20,  tít.  9,  Part.  7  :  —  Io.  por  la  naturaleza 
ó  importancia  del  hecho;  como  por  ejemplo  ,  si  se  diese  á 
uno  afrentosamente  de  bofetadas,  puntapiés,  palos,  azotes 
ó  latigazos,  ó  se  le  hiriese  hasta  sacarle  sangre  ó  dejarle 
lisiado  de  algún  miembro  :  —  2o.  por  razón  de  la  parte  del 
cuerpo  en  que  se  haga  el  daño  ;  como  si  se  hace  en  los  ojos 
ó  en  la  cara  :  —  5o.  por  razón  del  lugar;  como  si  se  hiciese 
el  agravio  en  presencia  del  rey,  en  tribunal ,  en  concejo ,  en 
iglesia,  en  plaza  ú  otro  lugar  público  delante  de  muchas  per- 
sonas:—  k°.  por  razón  de  la  dignidad,  carácter  ó  calidad  del 
injuriado  ;  como  si  el  superior  recibe  la  ofensa  del  inferior 
que  le  está  subordinado  ,  el  juez  ó  magistrado  de  la  persona 
sobre  quien  tiene  jurisdicción  ,  ó  de  cualquiera  otra  dentro 
de  su  distrito ,  el  padre  del  hijo ,  el  abuelo  del  nieto ,  el  amo 
del  criado ,  el  patrono  del  liberto  ;  leyes  85  y  143  del  Estilo  : 
—  5o.  por  razón  del  modo  ;  como  si  se  hacen  por  escrito 
ó  libelo  famoso ,  quia  verba  volant  et  scripta  manent  :  — 
6o.  por  razón  de  la  solemnidad  del  tiempo  ó  de  las  circuns- 
tancias ;  como  si  se  insulta  ó  ultraja  á  una  persona  en  el  acto 
de  celebrar  su  matrimonio  ó  de  hacer  el  entierro  de  algún 
deudo  ó  de  hallarse  padeciendo  alguna  grave  enfermedad; 
ley  12 ,  Ut.  5 ,  lib.  k  del  Fuero  Real,  yleyU,  Ht.  9,  Part.  7. 
Yéase  Boda  :  —  7o.  por  la  trascendencia  de  la  imputación 
injuriosa  ;  como  si  se  anuncia  ó  dice  de  alguno  ó  se  le  echa 
en  cara  á  presencia  de  otra  ú  otras  personas  cualquier  delito, 


culpa,  vicio,  mala  accionó  mala  propiedad  determinada 
que  pueda  atraerle  responsabilidad  criminal,  ó  el  odio, 
aversion  ó  desprecio  de  las  gentes  del  pueblo;  indue,  de.  la 
ley  1,  tít.  25,  lib.  12,  Nov.  Rec,  y  de  la  ley  3,  tít.  9,  Part.  7. 
—  Todas  las  demás  injurias  que  no  van  acompañadas  de  las 
referidas  circunstancias  se  consideran  como  simples  ó  livia- 
nas ;  íet/  20 ,  tít.  9,  Part.  7. 

III.  Ño  puede  haber  injuria  sin  intención  de  injuriar, 
según  se  deduce  de  la  definición,  por  la  regla  general  de 
que  no  hay  delito  sin  malicia.  De  aquí  se  sigue  :  —  Io.  que 
no  puede  ser  reo  de  injuria  el  menor  de  diez  años  y  medio 
ni  el  loco  ó  desmemoriado,  aunque  hagan  ó  digan  cosas 
capaces  de  deshonrar,  porque  se  les  considera  sin  el  cono- 
cimiento necesario  para  responder  de  sus  acciones;  pero 
podrán  ser  demandados  por  ellas  sus  tutores,  curadores  ó 
guardadores  que  hayan  sido  negligentes  eri.  6u  custodia  ; 
ley  8,  til.  9,  Part.  7  :  —  2o.  que  tampoco  es  reo  de  injuria 
el  que  hace  ó  dice  alguna  cosa  por  chanza,  con  tal  que  en  ella 
no  haya  irreverencia  ó  falta  del  respeto  que  se  debe  á  lí 
personas  constituidas  en  dignidad  :  —  3o.  que  está  libre 
asimismo  de  la  acusación  de  injuria  el  que  yendo  á  dar  un 
bofetón  v.  gr.  á  una  persona  sobre  quien  tiene  autoridad 
para  castigarla  moderadamente,  lo  diese  por  casualidad  ó 
por  error  á  otro  sugeto  ;  bien  que  siempre  será  responsable 
del  daño  que  en  su  caso  le  causare  :  —  4o.  que  se  halla 
esento  también  de  la  demanda  de  injuria  el  que  cumpliendo 
con  su  obligación  y  sin  escederse  de  las  facultades  que  le 
competen ,  como  por  ejemplo  ,  el  padre  ú  otro  ascendiente, 
el  tutor  ó  curador,  el  maestro  ,  el  amo  ,  el  jefe  ,  el  superior 
ó  el  funcionario  público,  reconviniere,  tachare,  reprendiere, 
ó  castigare  arregladamente  por  algún  delito,  culpa,  falta, 
vicio  ó  esceso  á  las  personas  que  le  están  sometidas  ó  sobre 
quienes  tiene  autoridad  ,  no  con  intención  de  deshonrarlas 
ó  envilecerlas  sino  con  la  de  corregirlas  y  enmendarlas  :  — 
5o.  que  no  puede  ser  castigado  como  injuriante  el  que  por 
medio  de  la  imprenta  imputare  delitos  cometidos  por  alguna 
corporación  ó  empleado  en  el  desempeño  de  su  destino,  ó 
anunciare  ó  publicare  crímenes  ó  maquinaciones  tramadas 
por  cualquiera  persona  contra  el  Estado,  con  tal  que  pruebe 
su  aserto,  arts.  8  y  9  de  la  ley  de  22  de  octubre  de  1820  ; 
pues  se  supone  que  no  hace  la  inculpación  con  ánimo  de 
injuriar  sino  con  el  de  mirar  por  el  interés  común  y  con- 
tener á  los  empleados  públicos  dentro  de  sus  deberes  :  — 
6o.  que  con  mucha  mas  razón  y  por  la  misma  causa  debe 
quedar  libre  de  toda  pena  el  que  ó  por  medio  de  la  imprenta 
ó  por  escrito  ó  de  palabra  publique,  anuncio  ó  censure  de- 
lito ,  culpa  ó  èsceso  cometido  por  un  funcionario  público  en 
el  ejercicio  de  sus  funciones  y  con  relación  á  ellas,  ó  crimen 
ó  maquinación  tramada  por  cualquiera  persona  contra  el 
Estado,  con  tal  asimismo  que  pruebe  la  certeza  de  lo  que 
diga;  pues  es  claro  que  quien  puede  hacer  lo  que  es  mas, 
podrá  también  hacer  impunemente  lo  que  es  menos,  según 
los  axiomas  :  Non  débet  cui  plus  licet ,  id  quod  minus  est  non 
licere  :  In  eo  quod  plus  sil,  semper  inesl  et  minus:  leyes  21 
y  110,  D.  de  reg.  jur.  :  — 7o.  que  no  es  culpable  de  injuria 
el  que  imputa  ó  atribuye  á  otro  algún  delito  ó  defecto  ,  no 
por  afrentarle  ó  envilecerle ,  sino  por  defenderse  ó  por  no 
arriesgar  sus  intereses  ;  como  si  uno  pone  tachas  al  testigo 
de  su  adversario  y  las  prueba  por  disminuir  ó  enervar  la 
fuerza  de  su  testimonio  ,  ó  deja  de  admitir  al  fiador  que  se 
le  presenta  por  persona  que  le  está  obligada  diciendo  que 
no  es  idóneo  :  —  8o.  y  finalmente ,  que  tampoco  debe  sufrir 
la  pena  de  injuriante  el  que  eche  en  cara  ó  impute  de  palabra 
y  no  por  escrito  á  otro  algún  delito  de  la  clase  de  aquellos 
en  que  hay  acción  popular  y  en  cuyo  descubrimiento  y  cas- 
tigo está  interesada  la  sociedad  ,  con  tal  que  lo  justifique  y 
el  delincuente  no  haya  sido  indultado  ni  esté  ya  condenado, 
ni  sea  ascendiente  ó  patrono  del  injuriante,  ni  sea  ó  haya 
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sido  su  amo  ó  jefe  con  quien  viva  ó  haya  vivido  como  pro- 
tegido ,  familiar,  siervo  ó  sirviente  asalariado  ;  leyes  1  y  2, 
til.  9 ,  Part.  7,  con  las  glosas  de  Gregorio  López ,  y  doctr. 
de  los  demás  intérpretes  y  autores  :  mas  luego  volveremos 
sobre  este  punto. 

IV.  Es  y  puede  castigarse  como  injuria  no  solo  la  que  se 
hace  á  una  persona  que  está  presente  sino  también  la  que 
se  hace  á  la  que  se  halla  ausente  ;  y  así  la  que  se  hace  á  una 
persona  que  la  conoce  y  la  siente,  como  la  que  se  hace  á 
una  persona  incapaz  de  conocerla  ó  de  sentirla ,  como  por 
ejemplo  a  un  niño,  á  un  loco,  á  un  desmemoriado  ó  mente- 
cato ,  á  un  muerto  :  en  cuyos  casos  pueden  intentar  la  ac- 
ción de  injuria  respectivamente  los  padres,  los  hijos,  los 
guardadores,  los  herederos  ú  otros  interesados  ;  leyes  1  ,  9 
y  12,  lit.  9,  Part.  7. 

Es  reo  de  injuria,  y  por  consiguiente  responsable  de  ella, 
no  solo  el  que  la  ha  cometido  ,  sino  también  el  que  se  la 
hubiere  mandado  cometer,  ó  le  hubiere  dado  esfuerzo  ó  con- 
sejo ó  ayuda  para  cometerla  ;  «  ca  guisada  cosa  es  et  dere- 
cha que  los  facedores  del  mal  et  los  consentidores  del  que 
reciban  egual  pena  ;  »  ley  10,  d.  tit.  y  Part.  Véase  sin  em- 
bargo lo  que  se  dice  en  los  artículos  Cómplice  y  Consejo. 

V.  La  injuria  puede  ser  directa  ó  indirecta  contra  un 
sugeto  :  será  directa  cuando  uno  es  injuriado  en  su  misma 
persona  ;  y  será  indirecta  cuando  uno  es  injuriado  en  las  per- 
sonas de  su  familia.  Así  es  que  tenemos  acción  para  perse- 
guir las  injurias  que  se  hicieren  á  nuestros  hijos  y  á  nues- 
tras mujeres;  y  aun  las  hechas  en  desdoro  ó  perjuicio  nues- 
tro á  nuestros  dependientes  y  criados;  leyese  y  10,  tit.  9, 
Parí.  7.  También  considera  la  ley  como  trascendentales  á 
nosotros  mismos  y  nos  da  por  lo  tanto  derecho  de  perseguir 
las  injurias  que  á  nuestros  parientes  ó  á  otras  personas  de 
quienes  somos  herederos  se  hicieron  en  su  última  enferme- 
dad ó  después  de  su  muerte ,  sea  antes  de  enterrados  sea 
cuando  yacieren  en  el  sepulcro;  y  aun  las  que  se  les  hubie- 
sen hecho  en  vida,  con  tal  que  en  este  último  caso  hayan 
dejado  empezado  el  pleito  por  demanda  y  respuesta;  leyes  11, 
12,  15y23,í2'í.  9,  Part.  7. 

Satisfacción  y  penas  de  la  injuria. 

VI.  Hemos  visto  la  definición,  esencia  y  division  de  la  in- 
juria ,  y  quiénes  son  las  personas  á  las  cuales  puede  afectar 
y  que  tienen  por  consiguiente  acción  para  pedir  satisfacción 
ó  enmienda  de  ella  ;  y  ahora  vamos  à  ver  la  satisfacción  ó 
pena  que  puede  pedir  el  injuriado.  Entre  las  injurias  graves 
unas  lo  son  mucho  mas  que  otras  ,  y  entre  las  livianas  hay 
también  notable  diferencia  ,  de  suerte  que  considerándolas 
todas  en  general  se  advierte  tanta  variedad  en  ellas  que  es 
muy  difícil ,  si  no  imposible ,  fijar  aun  para  cada  especie  una 
pena  proporcionada.  Asi  es  que  la  ley,  si  bien  ha  establecido 
penas  determinadas  para  ciertas  ofensas,  se  ha  visto  en  la 
precisión  de  dejar  casi  siempre  al  arbitrio  del  juez  el  seña- 
lamiento de  la  pena  en  todo  ó  en  parte ,  dando  facultad  al 
agraviado  para  demandar  civilmente  la  indemnización  ó 
satisfacción  que  con  juramento  eslimare  corresponderle  por 
la  injuria  y  que  el  juez  le  debe  conceder  en  cuanto  le  parezca 
equitativa,  ó  bien  para  pedir  criminalmente  que  se  castigue 
al  reo  con  multa ,  la  cual  en  su  caso  será  para  el  fisco ,  ó  con 
pena  corporal  ú  otra  que  no  lo  sea,  según  la  mayor  ó  menor 
gravedad  de  las  circunstancias  ,  sin  que  el  ofendido  pueda 
usar  de  las  dos  acciones  á  un  tiempo ,  ni  dejar  la  que  una 
vez  hubiere  elegido  y  entablar  la  otra;  leyes  1,  6,  20  y  21  , 
til.  9,  Parí.  7  :  bien  que  el  injuriante  estará  siempre  obli- 
gado á  reparar  los  daños  y  perjuicios  que  con  la  injuria 
hubiere  ocasionado  ;  Anl.  Gómez  ,  lib.  5,  Variar. ,  cap.  6  , 
tu.  6,  7,  8  y  9.  Recorreremos  pues  las  diversas  especies  de 
injuria  que  ya  hemos  indicado ,  y  notaremos  las  penas  que 


con  arreglo  á  la  ley  ó  por  el  arbitrio  del  juez  pueden  im* 
ponerse. 

VII.  Injuria  verbal.  Comete  injuria  verbal  el  que  denuesta 
á  otro  ,  ó  le  escarnece,  ó  le  pone  apodos,  ó  le  dice  palabras 
con  que  se  tiene  por  deshonrado ,  ó  habla  mal  de  él  en  su 
presencia  ó  en  ausencia  ,  ó  le  echa  en  cara  ó  le  imputa  de 
viva  voz  ante  otras  personas  aigan  yerro  que  le  espone  á  la 
infamia  ó  al  desprecio,  ya  lo  haga  por  sí  mismo ,  ya  se  valga 
para  ello  de  cualquiera  otro  sugeto  ,  y  según  la  calidad  ó 
trascendencia  de  las  palabras  injuriosas  incurre  en  mayor 
ó  menor  pena. 

El  que  denostare  á  otro  llamándole  gafo  ó  leproso .  sodo- 
mítico ,  cornudo  ,  traidor,  hereje ,  ó  á  mujer  casada  pula , 
ó  diciéndole  otras  palabras  semejantes  ,  debe  ser  multado 
en  mil  y  doscientos  maravedís,  la  mitad  para  penas  de  cá- 
mara ,  y  la  otra  mitad  para  el  injuriado,  y  desdecirse  ante 
el  juez  y  testigos  al  plazo  que  se  le  señale  ;  y  si  el  ofensor 
fuere  hidalgo  no  ha  de  ser  condenado  á  desdecirse  sino  á 
pagar  dos  mil  maravedís  con  la  misma  aplicación,  y  ademas 
á  la  pena  que  el  juez  crea  proporcionada  á  la  calidad  de  las 
personas  y  de  las  palabras  ;  ley  2,  tit.  3,  lib.  4  del  Fuero 
Real,  y  ley  1 ,  til.  2b,  lib.  12,  Nov.  Rec. 

El  que  al  hombre  de  otra  ley  que  se  hubiese  hecho  cris- 
tiano le  insultare  con  los  dicterios  de  tornadizo,  marrano 
ú  otros  semejantes,  incurre  en  la  multa  de  veinte  mil  mara- 
vedís con  aplicación  por  mitad  á  la  cámara  y  al  querelloso  ; 
y  si  no  pudiere  aprontar  desde  luego  esta  cantidad ,  dará 
la  que  tenga  ,  y  por  la  restante  estará  un  año  en  el  cepo , 
á  no  ser  que  antes  la  complete  ;  d.  ley  1 ,  ít'í.  25,  ¿¡'6.  12  , 
Nov.  Rec. 

El  que  dijere  á  otro  alguna  palabra  injuriosa  ó  fea  de 
menor  gravedad  que  las  precedentes  ,  debe  pagar  á  la  cá- 
mara del  rey  doscientos  maravedís,  pudiendo  el  juez  impo- 
nerle mayor  pena  según  la  calidad  de  las  personas  y  de  las 
injurias  (ley  2,  d.  lit.  2b,  lib.  12  ,  Nov.  Rec. 

Se  han  declarado  injuriosas  las  voces  de  gitanos  y  casle- 
llanos  nuevos;  y  así  está  prohibido  denominar  con  ellas  á  las 
gentes  de  esta  raza  que  hayan  dejado  su  lengua  ,  traje  y 
vida  vagabunda,  bajo  las  penas  de  los  que  injurian  á  otros 
de  palabra  ó  por  escrito  ;  ley  1 1 ,  til.  16  ,  lib.  12 ,  Nov.  Rec. 

El  que  llame  á  un  expósito  con  los  nombres  de  borde,  ile- 
gítimo, bastardo,  espurio,  incestuoso  ó  adulterino ,  debe 
retractarse  judicialmente,  y  satisfacer  una  multa  pecuniaria 
que  fuere  proporcionada  á  las  circunstancias,  dándosele  la 
ordinaria  aplicación;  ley  4  ,  tit.  37,  lib.  7,  Nov.  Rec. 

El  que  denostare  á  su  padre  ó  á  su  madre  en  público  ó 
en  secreto  ,  en  su  presencia  ó  en  su  ausencia,  ademas  de 
incurrir  en  las  penas  que  prescriben  las  leyes  de  las  siete 
Partidas,  ha  de  sufrir  veinte  dias  de  cárcel  ó  pagar  al  padre 
ó  madre  injuriada  seis  mil  maravedís  á  elección  de  estos, 
debiendo  darse  de  dicha  cantidad  dos  mil  maravedís  al  acu- 
sador;  ley  II,  d.  tit.  2b,  lib.  12  ,  Nov.  Rec.  Las  leyes  de  las 
Partidas  que  cita  la  recopilada  ,  son  las  leyes  1 ,  6 ,  20  y  21, 
tit.  9,  Part.  7,  que  hablan  en  general  de  las  especies  y  gra- 
duation de  las  injurias  y  de  la  obligación  que  tiene  el  in- 
juriante de  dar  satisfacción  y  enmienda  según  estime  fil 
injuriado  y  el  juez  arbitre ,  como  ya  so  ha  indicado  mas 
arriba  ;  y  la  ley  U  ,  tit.  7,  Part.  6  ,  en  que  se  contienen  las 
razones  ó  causas  por  las  que  pueden  los  padres  desheredar 
á  sus  hijos,  y  que  ya  quedan  espresadas  en  el  artículo  Des- 
heredación. 

Cuando  el  injuriante  profiere  muchos  denuestos  contra  el 
injuriado,  no  se  le  debe  imponer  otra  pena  que  la  merecida 
por  la  palabra  que  se  reputare  mas  injuriosa  :  «  Si  en  una 
pelea  ó  en  contienda,  dice  la  ley  81  del  Estilo ,  muchas  pa- 
labras de  denuestos  se  dicen ,  non  se  juzga  sinon  la  pena  del 
un  mayor  denuesto.  » 

Tales  son  las  penas  pecuniarias  que  se  prescriben  <?n  la 


IN 


"873  ~ 


IN 


ley  por  las  injurias  verbales;  pero  como  desde  que  fueron 
prescriras  hasta  el  dia  se  ha  disminuido  mucho  con  respecto 
á  los  demás  efectos  comerciales  el  valor  de  la  moneda ,  seria 
ahora  insignificante  y  de  ningún  efecto  su  exacta  aplica- 
ción, y  así  se  está  en  el  caso  de  que  los  jueces  impongan 
mullas  arbitrarias  mas  ó  menos  fuertes  según  la  calidad  de 
las  personas  y  la  fortuna  del  injuriante  y  en  proporción  de 
la  mayor  ó  menor  gravedad  de  las  injurias. 

El  acto  de  desdecirse  ó  retractarse  ante  juez  y  testigos, 
que  se  llama  cantar  la  palinodia,  debe  verificarse,  según 
la  ley  2,  tít.  5,  lib.  U  del  Fuero  Real,  diciendo  el  injuriador 
que  mintió  en  cuanto  dijo  contra  el  injuriado.  Pero  ^pali- 
nodia no  se  impone  sino  en  las  injurias  graves  ó  atroces  : 
en  las  simples  ó  livianas  que  por  otra  parte  están  claras  y 
espresivas ,  se  decreta  solo  la  deprecación  ó  súplica  de  per- 
don  ,  por  la  cual  manifiesta  el  injuriante  que  se  arrepiente 
de  sus  denuestos  y  ruega  al  ofendido  le  perdone  como  cris- 
tiano; y  en  las  injurias  de  sentido  ambiguo  se  prescribe  la 
declaración  de  honor,  obligando  al  reo  á  decir  que  tiene  y 
ha  tenido  siempre  al  ofendido  por  persona  honrada ,  honesta 
y  de  buen  proceder,  y  que  no  fué  su  intención  causarle 
agravio.  Algunos  tribunales,  para  evitar  los  incidentes  que 
suelen  ocurrir  entre  el  injuriador  y  el  injuriado  por  las  es- 
presiones poco  satisfactorias  con  que  aquel  se  produce  á 
veces  en  su  palinodia  ó  retracción ,  acostumbran  omitir  esta 
diligencia,  limitándose  á  hacer  en  la  sentencia  la  competente 
declaración  honorífica  en  favor  del  injuriado  y  á  condenar 
al  injuriante  en  las  penas  é  indemnizaciones  que  creen  mas 
análogas  y  proporcionadas. 

Según  el  código  penal  de  1822,  la  injuria  grave  cometida 
(n  discurso  ó  acto  público,  en  papel  leido  ,  ó  en  conversa- 
ción tenida  abiertamente  en  sitio  ó  reunion  pública,  ó  en 
concurrencia  particular  numerosa  que  pasase  de  diez  per- 
sonas ademas  de  los  habitantes  de  la  casa,  era  castigada 
con  la  satisfacción  pública ,  y  con  una  reclusión  ó  prisión  de 
cuatro  meses  ó  cinco  años  ;  y  ademas  con  una  multa  de 
quince  á  ciento  cincuenta  duros  si  se  habia  cometido  en 
sermon  ó  discurso  al  público  ,  pronunciado  en  sitio  pú- 
blico :  —  la  injuria  grave  cometida  privadamente  contra  al- 
guno á  presencia  de  otra  ú  otras  personas,  con  un  arresto 
de  un  mes  á  un  año  ,  y  con  la  satisfacción  que  el  injuriador 
debia  dar  al  injuriado  á  presencia  del  juez  y  escribano,  de 
los  testigos  del  suceso,  y  de  cuatro  hombres  buenos  :  —  la 
injuria  leve  cometida  en  público  de  cualquiera  de  los  modos 
espresados,  con  la  satisfacción  pública  ,  y  un  arresto  de 
ocho  dias  á  seis  meses  :  —  la  injuria  leve  cometida  priva- 
damente á  presencia  de  otra  ú  otras  personas,  con  una  multa 
de  dos  á  veinte  duros  y  la  satisfacción  ante  el  juez  y  escri- 
bano, testigos  del  suceso  y  cuatro  hombres  buenos  :  —  en 
las  injurias  leves,  no  resultando  malicia  ni  intención  de  in- 
juriar, y  protestando  el  reo  no  haber  sido  su  ánimo  hacerlo 
ni  perjudicar  en  cosa  alguna  al  ofendido ,  se  reducía  la  pena 
al  pago  de  cosías,  y  á  la  satisfacción  pública  ó  ante  el  juez, 
escribano,  testigos  y  hombres  buenos ,  según  fuese  pública 
ó  privada  la  injuria  :  —  y  en  las  injurias  graves  cometidas 
pública  ó  privadamente ,  resultando  asimismo  no  haber  ha- 
bido malicia  ni  intención  de  injuriar  ,  se  reducía  también  la 
pena  á  la  misma  satisfacción  y  á  un  arresto  de  cuatro  dias  á 
dos  meses  ;  orí.  707  y  sig. 

Preséntase  aquí  una  cuestión  gravísima  que  han  discutido 
con  calor  los  autores.  ¿  Deberá  quedar  libre  de  toda  pena  el 
que  ha  proferido  una  injuria  verbal,  si  prueba  la  certeza  de 
lo  que  dijo  ó  echó  en  cara  al  injuriado?  La  ley  1 ,  tít.  9  , 
Part.  7,  decide  al  parecer  la  cuestión  en  favor  del  injuriante  : 
«  Pero  si  aquel,  dice,  que  deshonrase  áotro  por  tales  pala- 
labras  ó  por  otras  semejantes  délias  (esto  es ,  por  palabras 
infamatorias)  las  otorgase  et  pudiese  probar  que  es  verdat 
aquel  mal  que  dijo  del ,  non  cae  en  pena  ninguna  si  la  pro- 


bare. Et  esto  es  por  dos  razones  :  la  primera  porque  dijo 
verdat  :  la  segunda  porque  los  facedores  del  mal  se  rezelen 
de  lo  facer  por  el  efruento  et  por  el  escarnio  que  recibirían 
del.  »  Mas  en  primer  lugar,  esta  disposición  de  la  ley  no  es 
general  ni  se  estiende  á  todos  los  casos  ,  pues  se  ciñe  preci- 
samente al  caso  de  que  el  mal  que  se  atribuye  ó  echa  en 
cara  al  injuriado  sea  un  delito  ó  culpa ,  como  se  deduce  cla- 
ramente de  las  cláusulas  que  preceden  al  trozo  que  se  ha 
copiado  y  de  la  segunda  razón  que  en  este  se  da,  y  como  se 
previene  esplícila  y  terminantemente  en  cieita  cláusula  que 
se  encuentra  en  algunos  códices  de  las  Partidas,  donde  des- 
pués de  las  palabras  non  cae  en  pena  ninguna  si  lo  probare, 
se  añaden  estas  otras  :  «  seyendo  el  mal  que  del  dixo  atal  en 
que  él  hobiese  culpa ,  así  comojsi  dixiese  que  era  traidor,  ó 
ladrón,  ó  mintroso,  ó  malo  ó  otro  mal  semejante  deslos.  Et 
esto  es  por  dos  razones ,  etc.  Mas  si  el  mal  que  del  dixo  fuese 
atal  en  que  él  non  hobiese  culpa,  así  como  si  dixiese  que 
era  fijo  de  mala  mujier,  ó  tuerto,  ó  coxo,  ó  otra  cosa  seme- 
jante que  en  él  hobiese  sin  su  culpa  ,  entonce  aunque  fuese 
verdat  lo  que  dixo ,  seria  tenudo  de  la  injuria.  »  En  segundo 
lugar,  no  se  refiere  ni  puede  referirse  la  citada  disposición 
á  los  delitos  privados  de  que  solo  el  ofendido  puede  quere- 
llarse, sino  en  su  caso  á  los  delitos  públicos  que  cualquiera 
del  pueblo  puede  acusar  par  estar  interesada  "en  su  revela- 
ción y  castigo  la  sociedad  entera,  como  sientan  comunmente 
los  intérpretes,  y  entre  ellos  Gregorio  López  en  la  glosa  7a. 
de  esta  ley,  y  Antonio  Gómez,  lib.  5,  Variar.,  cap.  6, 
n.  2,  con  otros  muchos  citados  por  estos.  En  tercer  lugar, 
aun  en  los  delitos  públicos  no  debe  admitirse  la  prueba  de 
ellos  ni  eximirse  de  la  pena  de  injuria  al  que  los  imputa  ó 
echa  en  cara  al  delincuente  después  de  haber  sido  este  con- 
denado por  sentencia  ó  indultado  por  el  rey,  porque  enton- 
ces el  injuriante  no  hace  servicio  alguno  al  Estado,  sino  que 
obra  solo  por  saña  ó  pura  malicia  y  sin  mas  objeto  que  el 
de  afrentar  al  ofendido ,  á  no  ser  que  manifieste  algún  justo 
motivo  que  le  escuse  de  la  inculpación,  como  afirma  con 
otros  Gregorio  López  en  dicha  glosa.  En  cuarlo  lugar,  siem- 
pre es  reo  de  injuria  y  no  se  escusa  con  la  verdad  de  la  im- 
putación ni  por  consiguiente  es  admitido  á  probarla  el  que 
deshonra  de  palabra  á  alguno  de  sus  ascendientes  ó  á  su 
patrono  ó  ásu  amo  ó  á  la  persona  que  le  crió;  ley  2,  til.  9, 
Parí.  7.  En  quinto  lugar,  aun  para  que  la  verdad  del  delrto 
público  atribuido  á  otro  quite  ó  destruya  la  acción  de  inju- 
ria ,  se  tiene  por  necesario  que  el  injuriante  lo  haya  echado 
en  cara  por  exigirlo  así  el  interés  del  Estado  ó  su  propia 
defensa  ó  la  conservación  de  su  derecho  ó  á  lo  menos  por 
haber  sido  provocado  con  otras  ofensas,  pues  si  lo  imputó 
ó  echó  en  cara  con  solo  el  propósito  de  humillar  ó  envilecer 
al  injuriado  sin  causa  legítima,  no  podrá  librarse  de  la  pena 
de  injuria,  como  entre  otros  sostiene  Govarrubias  en  el 
lib.  1 ,  Variar.,  cap.  11  ,  n.  6.  Con  efecto,  es  un  principio 
adoptado  por  el  derecho  romano  que  el  que  profiere  pala- 
bras contumeliosas  ó  difamatorias  contra  otro  con  el  mero 
objeto  de  injuriarle  ó  deshoniarle,  no  queda  libre  de  la  ac- 
ción de  injuria  por  la  verdad  y  certeza  de  los  hechos  impu- 
tados :  Sinon  convicii  consilio  ,  dice  la  ley  5,  tít.  53,  lib.  9 
del  Código,  ie  aliquid  injuriosum  dixisse  probare  pules,  ¡Mes 
veri  ¿i  calumnia  le  défendit  :  si  aulem  in  rixam  inconsulto 
calore  prolapsus  homicidü  convicium  objecisli,  et  ex  co  die 
annas  excessit ,  cuín  injuriarwm  aclio  annuo  lemporc  prœs- 
cripta  sil,  ob  injurien  admissum  conveniri  non  potes  :  de 
suerte  que  según  esta  ley,  para  que  la  verdad  de  lo  que  di- 
jiste contra  alguno  te  escuse  de  la  pena  de  injuria ,  será  pre- 
ciso que  pruebes  que  no  lo  dijiste  meramente  por  ultrajarle, 
ó  que  se  haya  prescrito  la  acción  de  injuria  por  el  trascurso 
de  un  año  ,  como  así  lo  sientan  los  intérpretes.  Quod  reipu- 
blicœ  vencrundœ  causa  secunditm  bonos  mores  /tí,  dice  la 
ley  53,  tít.  10,  lib.  W  del  Digesto,  etiam  si  ad  contumctktm 
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aíiciijíispertinet¡  quia  tamen  non  ea  mente  magistratus  fácil, 
ut  injuriam  faciat,  sed  ad  vindiclam  majeslalis  publicœ 
respiciat,  aclione  injuriarum  non  lene tur  :  en  las  cuales 
palabras  supone  la  ley,  como  también  afirman  los  intérpre- 
tes, que  la  verdad  del  hecho  no  escusa  al  que  lo  imputa  con 
solo  el  ánimo  de  injuriar.  Este  principio  ha  sido  proclamado 
igualmente  en  la  legislación  ó  en  la  jurisprudencia  de  las  na- 
ciones estranjeras,  como  por  ejemplo  en  Francia  ,  donde 
antiguamente  se  rechazaba  por  la  jurisprudencia  de  los  tri- 
bunales y  ahora  se  rechaza  por  las  leyes  modernas  y  espe- 
cialmente por  la  ley  de  26  de  mayo  de  1819  la  prueba  que 
para  eximirse  de  la  pena  de  injuria  ofreciese  hacer  de  la 
verdad  de  los  hechos  difamatorios  el  que  los  hubiese  echado 
en  cara  á  un  particular  con  ánimo  de  injuriarle.  Finalmente, 
la  ley  2,  tít.  3,  lib.  4  del  Fuero  Real,  y  las  leyes  1  y  2 , 
tít.  25,  lib.  12,  y  otras  varias  de  la  Nov.  Rec,  mas  arriba 
citadas,  que  imponen  penas  por  toda  injuria  verbal,  esclu- 
yen  implícitamente  la  prueba  que  para  librarse  de  ellas 
quisieran  los  injuriantes  presentar  de  la  verdad  de  sus  di- 
chos ó  imputaciones,  pues  que  todas  guardan  absoluto  si- 
lencio sobre  este  medio  de  escusa  y  algunas  condenan  dic- 
terios que  son  verdaderos  y  ciertos,  dando  á  entender 
bastante  que.su  objeto  es  castigar  á  los  que  hacen  imputa- 
ciones contumeliosas  á  un  persona  con  ánimo  solo  de  inju- 
riarla, tanto  en  el  caso  de  que  los  hechos  sobre  que  recaen 
sean  ciertos  como  en  el  de  que  sean  falsos.  Este  mismo  sis- 
tema siguió  con  mas  espresion  el  código  penal  de  1822, 
pues  en  su  artículo  710  establece  que  en  ninguno  de  los 
casos  de  injuria  grave  cometida  públicamente  ,  de  que  mas 
arriba  en  este  mismo  núm.  VII  hemos  hecho  mención ,  ser- 
virá al  reo  de  disculpa  el  ser  notorio  ó  estar  declarado  judi- 
cialmente el  hecho  en  que  consista  la  injuria,  ni  se  le  ad- 
mitirá de  modo  alguno  á  probar  su  certeza,  á  menos  que 
el  ofendido  le  acuse  de  calumnia  ;  y  que  aunque  en  este  caso 
lo  pruebe ,  el  ofensor  quedará  siempre  sujeto  á  la  pena  de 
injuria.  La  razón  en  que  se  funda  esta  disposición  ó  el  prin- 
cipio de  que  ver  Mas  convicii  no  excusât ,  es  que  si  bien  la  ley 
puede  autorizar  á  todas  y  cualesquiera  personas  para  acusar 
y  denunciar  los  delitos,  no  puede  sin  embargo  darles  liber- 
tad para  que  todas  indistintamente  y  en  todo  tiempo  y  lugar 
persigan  y  escarnezcan  y  ultrajen  á  sus  perpetradores ,  por- 
que esto  seria  abrir  la  puerta  á  la  anarquía  y  romper  todos 
los  lazos  de  la  organización  social. 

Resta  hablar  aquí  de  las  injurias  verbales  proferidas  con- 
-tra  el  rey  y  las  personas  de  la  real  familia.  Segun  ia  ley  17, 
tít.  13,  Part.  2,  el  que  á  sabiendas  profiriese  contra  el  rey 
palabras  que  le  deshonren  ó  envilezcan,  debe  ser  tenido  por 
traidor  y  sufrir  la  pena  que  corresponda  segun  la  calidad  de 
las  palabras;  y  del  mismo  modo  ha  de  ser  castigado  el  que 
deshonre  á  sus  hijos  ó  á  la  reina,  segun  las  leyes  1  y  2  del 
tít.  14,  y  1  y  2  del  tít.  15  de  la  misma  Partida.  —  La  ley  2, 
tít.  1,  lib.  5  de  la  Novís.  Rec.  quiere  sea  tenido  por  alevoso 
y  pierda  la  mitad  de  sus  bienes  y  sufra  ademas  la  pena  cor- 
poral que  el  rey  arbitre,  el  que  dijere  palabras  injuriosas  y 
feas  contra  el  rey  ó  la  reina  ó  sus  hijos  el  príncipe  ó  los  in- 
fantes. —  Finalmente  el  código  penal  de  1822  disponía  que 
cualquiera  persona  que  á  presencia  del  rey  ó  reina  ó  del 
príncipe  heredero  le  insultase  á  sabiendas  con  acción  ó  pa- 
labra injuriosa  ú  ofensiva,  sufriría  la  pena  de  ocho  á  catorce 
años  de  obras  públicas  :  que  si  cometiese  este  delito  no 
siendo  á  presencia  de  las  mismas  personas  ofendidas,  habría 
de  sufrir  la  pena  de  cinco  á  diez  años  de  reclusión  siendo  la 
injuria  pública  ,  y  de  uno  á  seis  años  si  fuere  privada  :  y 
que  si  la  injuria  fuere  cometida  por  medio  de  un  libelo  infa- 
matorio ,  ó  en  sermon  ó  discurso  al  pueblo  pronunciado  en 
sitio  público  ,  se  aumentarían  dos  años  de  pena  en  ios  ca- 
sos respectivos. 

VIH.  Injuria  literal  ó  por  escrito.  Comete  injuria  literal 


ó  escrita  el  que  por  medio  de  cartel ,  anuncio  ,  pasquín  ,  lá- 
mina, pintura,  dibujo,  grabado,  ú  otro  documento  puesto  al 
público,  ó  en  papel  impreso  ó  en  manuscrito  que  paladina  ó 
encubiertamente  haya  sido  distribuido  ó  circulado,  mancilla 
de  algún  modo  la  honra  y  fama  de  alguna  persona  ;  ley  5, 
tít.  9,  Part.  7,  y  ley  8,  tít.  25,  lib.  12,  Nov.  Rec.  El  que  co- 
mete injuria  por  cualquiera  de  estos  medios  se  considera  reo 
de  libelo  infamatorio  ;  pero  es  preciso  hacer  distinción  en- 
tre la  injuria  que  se  comete  en  papel  manuscrito  y  la  que  se 
comete  en  papel  impreso,  porque  cada  una  de  ellas  se  per- 
sigue en  el  dia  de  diferente  modo  y  cada  una  tiene  diferente 
pena.  Ademas  la  acción  del  injuriado  en  manuscrito  debe 
ejercerse  ante  los  tribunales  comunes  que  sean  competentes, 
como  otra  cualquiera ,  y  la  del  injuriado  en  impreso  en  el 
juicio  de  jurados ,  con  derogación  de  todo  fuero  :  aquella  se 
estingue  por  el  trascurso  de  un  año  ,  y  esta  por  el  trascurso 
de  un  año  entre  presentes  y  de  dos  entre  ausentes  ;  ley  22  , 
tít.  9,  Part.  7,  art.  74  de  la  ley  de  22  de  octubre  de  1820,  y 
art.  16  de  la  de  17  de  octubre  de  1857. 

La  ley  3 ,  tít.  9  ,  Part.  7,  dispone  en  general  :  que  el  que 
infamare  á  otro  por  escrito ,  llamado  libelo  famoso ,  sufra  la 
pena  de  muerte  ,  destierro  ú  otra  cualquiera  que  merecería 
el  infamado  si  se  le  probase  en  juicio  el  crimen  ó  delito  que 
en  el  libelo  se  le  imputa  ;  que  en  esta  pena  incurra  no  solo 
el  que  hubiese  compuesto  el  papel  ó  libelo ,  sino  también  el 
que  lo  hubiese  escrito  ,  y  aun  el  que  encontrándolo  no  lo 
rompa  desde  luego  sin  mostrarlo  á  nadie;  que  el  que  can- 
tare ó  recitare  versos  ó  dictados  compuestos  en  deshonra  o 
denuesto  de  otro,  debe  ser  infamado  y  recibir  ademas  pena 
corporal  ó  pecuniaria  á  arbitrio  del  juez  del  lugar  donde  es- 
to acaeciere  ;  que  el  que  tuviese  que  decir  mal  de  otro  debe 
acusarlo  en  juicio  y  no  infamarlo  de  un  modo  ilegal ,  pues 
probándolo  quedará  el  acusador  libre  de  pena  y  al  acusado 
se  impondrá  la  que  merezca;  que  si  bien  el  injuriador  de 
palabra  se  libra  de  pena  en  caso  de  que  pruebe  la  verdad 
del  delito  que  hubiere  imputado  á  otro  ,  no  debe  ser  oído  el 
injuriador  por  escrito  ni  admitido  á  justificar  sus  imputacio- 
nes ,  porque  la  infamia  ó  deshonra  que  causan  los  libelos  si 
no  se  pierden  dura  siempre,  mientras  que  la  que  proviene 
de  las  ofensas  verbales  se  olvida  mas  pronto. Véase  Cuncion. 
—  Por  auto  acordado  del  Consejo  de  14  de  abril  de  1766  y 
real  resolución  de  18  de  diciembre  de  1804,  que  es  la  ley  8, 
tít.  25,  lib.  12,  Nov.  Rec,  se  renueva  bajo  las  penas  e 
blecidas  en  las  leyes  la  prohibición  de  componer,  escribir, 
trasladar,  distribuir  y  espender  pasquines,  sátiras  ,  versos, 
manifiestos  y  otros  papeles  sediciosos  é  injuriosos  á  personas 
públicas  ó  á  cualquiera  particular,  mandando  al  mismo 
tiempo  que  todos  los  que  los  tuvieren  los  entreguen  á  la 
justicia  en  el  término  preciso  de  veinte  y  cuatro  horas  ,  y 
que  se  proceda  á  la  averiguación,  formación  de  causa  ,  pri- 
sión y  castigo  de  los  contraventores,  manteniéndose  en  se- 
creto el  nombre  del  delator  en  testimonio  separado  (1). 
Véase  Pasquín  y  Anónimo. 

Segun  las  nuevas  leyes  de  22  de  qptubre  de  1820  y  12  de 
febrero  de  1822  sobre  libertad  de  imprenta,  restablecidas 
por  real  decr.  de  17  de  agosto  de  1856,  son  libelos  infama- 
torios los  escritos  (impresos) ,  dibujos,  pinturas  ó  grabados 
en  que  se  vulnera  la  reputación  ó  el  honor  de  los  particula- 
res, tachando  su  conducta  privada,  aunque  no  se  les  designo 
con  sus  nombres,  sino  por  anagramas,  alegorías ,  ó  en  otra 
forma,  siempre  que  los  jueces  de  hecho  creyeren  según  su 
conciencia  que  se  habla  ó  hace  alusión  á  persona  ó  perso- 
nas determinadas  ;  art.  16  de  la  ley  de  1820,  y  4  y  5  </<•  la  de 
1822.  —  Los  libelos  infamatorios  pueden  ser  injuriosos  en 
primero,  segundo  ó  tercer  grado,  según  la  verdad  de  las  in- 

(1)  En  bando  de  22  de  marzo  de  1834  ,  se  prohibió  en  Méjico 
lijar  pasquines  ó  caricatures  insultantes.  Véase  al  fin  del  artículo. 
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jurias,  atendidas  todas  las  circunstancias;  y  su  calificación 
pertenece  á  los  jueces  de  hecho.  Por  el  libelo  injurioso  en 
primer  grado  se  impone  al  injuriante  la  pena  de  seis  meses 
de  prisión  en  un  castillo  ó  fortaleza  la  mas  inmediata,  y  una 
multa  de  mil  y  quinientos  reales  :  por  el  injurioso  en  segun- 
do grado  cuatro  meses  de  prisión  y  la  multa  de  mil  reales; 
y  por  el  /injurioso  en  tercer  grado  dos  meses  de  prisión  y 
quinientos  reales.  La  pena  pecuniaria  es  doble  en  ultramar; 
y  al  que  no  pudiere  pagarla  se  le  duplica  el  tiempo  de  la  pri- 
sión. La  reincidencia  se<  castiga  con  la  pena  dupla  corres- 
pondiente al  grado  en  que  se  verifica.  Ademas  de  estas  pe- 
nas, deben  recogerse  cuantos  ejemplares  existan  por  vender 
del  libelo  infamatorio;  pero  si  en  la  calificación  de  injuria 
solo  se  declara  comprendida  una  parte  del  impreso  ,  debe 
suprimirse  esta  ,  quedando  libre  y  corriente  el  resto  de  la 
obra  :  cualquiera  que  venda  uno  ó  mas  ejemplares  del  es- 
crito mandado  recoger,  ha  de  pagar  el  valor  de  mil  de  ellos 
á  precio  de  venta  ;  y  el  que  lo  reimprimiere  incurre  por  el 
mismo  hecho  en  la  pena  que  se  haya  impuesto  á  consecuen- 
cia de  la  calificación.  Arls.  23,  24,  25,  51  y  75  de  la  ley  da 
1820,  y  arts.  7  y  8  de  la  de  1822.  —  Los  responsables  de  la 
publicación  de  libelos  infamatorios  no  se  eximen  de  las  pe- 
aas  espresadas,  aun  cuando  ofrezcan  probar  la  imputación 
injuriosa  ;  quedando  ademas  al  agraviado  la  acción  espedita 
para  acusar  de  calumnia  al  injuriante  ante  los  tribunales 
competentes.  Pero  si  en  algún  escrito  se  imputaren  delitos 
cometidos  por  alguna  corporación  ó  empleado  en  el  desem- 
peño de  su  destino  ,  y  el  autor  ó  editor  probare  su  aserto  , 
queda  entonces  este  libre  de  toda  pena  ;  y  lo  mismo  se  ve- 
rifica en  el  caso  de  que  la  inculpación  contenida  en  el 
impreso  se  refiera  á  crímenes  ó  maquinaciones  tramadas  por 
cualquier  persona  contra  el  Estado.  Arls.  7,  8  y  9  de  la  ley 
de  1820.  Véase  Libertad  de  imprenta. 

Según  el  art.  1  de  la  ley  de  12  de  febrero  de  1822  son 
subversivos  los  escritos  (impresos)  en  que  se  injuria  la  sa- 
grada é  inviolable  persona  del  rey,  ó  se  propalan  máximas 
ó  doctrinas  que  le  supongan  sujeto  á  responsabilidad  :  y  de 
consiguiente  el  que  fuere  responsable  de  ellos  debe  ser  cas- 
tigado con  la  pena  de  seis  años  de  prisión  si  el  escrito  fuere 
calificado  de  subversivo  en  primer  grado ,  con  la  de  cuatro 
años  si  lo  fuere  eu  segundo,  y  con  la  de  dos  si  lo  fuere  en 
tercero  ;  quedando  ademas  privado  el  delincuente  de  su  em- 
pleo y  honores,  y  ocupándosele  también  las  temporalidades 
si  fuese  eclesiástico. 

Por  esta  reseña  de  las  disposiciones  que  contienen  las 
leyes  de  las  Partidas  y  de  la  Recopilación  y  las  modernas  de 
1820  y  1822  sobre  libelos  infamatorios,  se  ve  que  estas  últi- 
mas se  refieren  á  las  injurias  cometidas  por  medio  de  lo  im- 
prenta ,  del  dibujo ,  de  la  pintura  y  del  grabado,  y  que 
por  consiguiente  las  primeras  quedan  reducidas  á  las  inju- 
rias cometidas  por  medio  de  manuscritos.  Las  injurias  co- 
metidas en  manuscrito  son  sin  duda  menos  trascendentales 
por  razón  del  medio  que  las  cometidas  en  impreso ,  y  sin 
embargo  llevan  consigo  penas  mucho  mas  graves  ,  pues  la 
pena  del  talion  que  por  ellas  se  impone  puede  llegar  hasta  la 
de  muerte,  cuando  la  mayor  pena  de  las  injurias  cometidas 
en  impreso  se  reduce  á  seis  meses  de  prisión  y  mil  y  qui- 
nientos reales  de  multa.  Pero  la  pena  del  talion,  que  ha  ca- 
ducado para  el  delito  de  calumnia,  ha  debido  de  caducar 
con  mas  razón  para  el  de  injuria;  y  así  es  que  en  la  práctica 
se  ha  sustituido  por  penas  arbitrarias  mas  ó  menos  graves 
según  la  mayor  ó  menor  trascendencia  de  las  imputaciones 
hechas  en  los  libelos  manuscritos.  El  código  penal  de  1822 
confunde  la  injuria  impresa  con  la  manuscrita  ,  é  impone 
por  ellas,  siendo  graves,  la  satisfacción  pública,  la  reclusión 
ó  prisión  de  cuatro  meses  á  cinco  años  ,  y  una  multa  de 
quince  á  ciento  y  cincuenta  duros,  aun  cuando  el  delito  im- 
putado en  el  libelo  sea  notorio  ó  esté  declarado  judicial- 


mente, y  aun  cuando  el  mismo  injuriante  haya  presentado 
pruebas  de  su  certeza  ,  las  cuales  no  le  son  admitidas  sino 
solo  en  el  caso  de  que  el  injuriado  le  acuse  de  calumnia  : 
siendo  leves  diclics  injurias ,  las  castiga  con  la  satisfac- 
ción pública  y  un  arresto  de  ocho  di  as  à  seis  meses  ;  y  tanto 
en  el  caso  de  que  sean  lèves  como  en  el  de  que  sean 
graves,  manda  recoger  ó  inutilizar  todas  las  copias  ó  ejem- 
plares del  libelo  ,  imponiendo  una  multa  de  dos  á  veinte 
duros  al  que  lo  conserve  ,  á  no  ser  que  la  injuria  se  haya 
cometido  en  papel  cuya  conservación  sea  necesaria  ,  pues 
en  este  caso  se  contenta  con  que  se  testen  y  borren  los 
pasajes  injuriosos.  Es  muy  de  estrañar  que  estas  disposicio- 
nes del  código  de  9  de  julio  de  1822  no  estén  en  completa 
armonía  y  correlación  con  las  que  mas  arriba  hemos  estfâc- 
tado  de  la  ley  de  22  de  octubre  de  1820  y  su  adicional  de 
12  de  febrero  de  1822  sobre  abusos  de  la  libertad  de  im- 
prenta, las  cuales  siguieron  en  observancia  después  de  la 
promulgación  del  código  penal.  ¿No  podríamos  decir  que  la 
incoherencia  de  las  leyes  es  un  mal  irremediable ,  pues  que 
se  nos  presenta  de  un  modo  tan  chocante  en  leyes  modernas 
discutidas  en  Cortes,  y  hechas  en  una  misma  época,  bajo  un 
mismo  sistema  y  quizá  por  las  mismas  personas? 

Antes  de  concluir  esta  materia  de  la  injuria  literal  ó  por 
escrito  ,  importa  examinar  una  cuestión  de  alguna  trascen- 
dencia. Una  carta  injuriosa  á  la  persona  á  quien  fe  ha  escrito 
¿constituye  el  delito  de  injuria  literal,  y  puede  por  con- 
siguiente ser  perseguido  su  autor  como  reo  de  libelo  infa- 
matorio? No  :  una  carta  en  que  se  denuesta  ó  ultraja  á  la 
misma  persona  á  quien  se  dirige ,  no  es  un  libelo  infamato- 
torio,  ni  su  autor  puede  ser  castigado  como  reo  de  este  de- 
lito. Según  el  espíritu  de  las  leyes  que  se  han  citado  ,  no 
hay  libelo  infamatorio  sino  cuando  se  tiene  intención  de 
mancillar  con  ét  la  honra  y  fama  de  alguna  persona,  y  esta 
intención  no  aparece  por  cierto  en  una  simple  carta  misiva 
que  ni  se  espone  al  público  ni  se  hace  circular  de  mano  en 
mano  :  el  injuriado  en  ella  es  dueño  de  guardarla  ó  de  rom- 
perla ó  inutilizarla  de  otro  modo;  y  nadie,  si  él  no  quiere, 
será  sabedor  de  su  contenido.  Mas  si  una  carta  de  esta  es- 
pecie no  debe  ser  considerada  como  libelo  ,  podrá  serlo 
como  injuria  verbal,  como  injuria  ó  denuesto  que  se  ha  di- 
cho al  ofendido  cara  á  cara,  pues  el  que  envia  una  carta  á 
otro  se  entiende  que  le  habla  como  si  le  tuviese  delante  : 
Epístola  absenti,  dice  Bartolo,  idem  est  quod  sermo  prœsen- 
libus;  el  qui  mittit  alteri  lüicras,  intelligilur  prcesens  prœ- 
senti  loqui. 

IX.  Injuria  real.  Comete  injuria  real  el  que  ofende  á  otro 
de  obra  ó  de  hecho  ;  como  por  ejemplo  el  que  ultraja  ó  in- 
sulta á  otro  con  remedos  ó  gestos  delante  de  otras  personas, 
ó  le  hiere  con  mano  ,  pié  ,  palo,  piedra,  arma  ú  otro  cual- 
quier instrumento  ,  ó  alza  la  mano  con  palo  ú  otra  cosa  para 
herirle,  aunque  no  le  hiera,  ó  le  escupe  en  la  cara,  ole 
rasga  los  vestidos  ó  le  despoja  de  ellos ,  ó  arroja  ,  pisa  ó  en- 
sucia sus  cosas,  ó  le  sigue  ó  corre  en  pos  de  él  para  herirle 
ó  cogerle  ,  ó  le  encierra  en  algún  lugar ,  ó  se  le  mete  por 
fuerza  en  su  casa  ,  ó  le  prende  ó  le  toma  alguna  cosa  contra 
su  voluntad ,  ó  le  pone  á  la  ventana  ó  puerta  de  su  casa 
cuernos  ú  otros  signos  de  alusión  injuriosa,  ó  le  echa  agua  ú 
otra  cosa  sucia  en  su  persona  ó  en  su  casa  por  causarle  des- 
honra ó  enojo  ,  ó  viviendo  en  un  piso  inferior  de  la  misma 
casa  hace  fuego  de  paja  mojada,  leña  verde  ó  de  otra  cosa 
cualquiera  sin  mas  intención  que  la  de  incomodarle  con  el 
humo  ,  ó  le  mueve  pleito  y  hace  emplazar  maliciosamente 
por  causarle  gastos  ú  obligarle  á  dejar  ó  suspender  sus  ne- 
gocios ó  arrancarle  alguna  cantidad  ó  ventaja;  leyes  U,  6 y 
7,  lit.  9 ,  Part.  7,  y  ley  1 ,  lit.  5 ,  lib.  h  del  Fuero  Real. 

Siendo  tan  diversas  las  injurias  reales  ,  como  se  echa 
de  ver,  y  unas  mas  ó  menos  graves  que  otras  ,  no  es  posi- 
ble (Jar  una  regla  general  sobre  el  modo  con  que  deben  cas- 
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tigarse;  y  asi  es  que  las  citadas  leyes  dejan  al  arbitrio  del 
juez  la  imposición  de  las  penas  ,  quien  deberá  graduarlas 
según  la  naturaleza  de  la  ofensa  y  las  circunstancias  de  las 
personas,  atendiendo  también  á  los  daños  y  perjuicios  del 
injuriado  que  habrá  de  pagar  el  injuriante,  y  á  la  mayor  ó 
menor  alarma  que  la  injuria  produjere  en  los  demás  indivi- 
duos de  la  sociedad.  Véase  el  n.  VI  de  este  mismo  artículo, 
y  las  palabras  Herida,  Herido  y  Agresor. 

El  criado  que  de  obra  injuriare  á  su  amo  poniendo  las 
/nanos  en  él ,  ademas  de  las  otras  penas  prescritas  por  tal 
delito  ,  es  tenido  por  aleve,  como  quebrantador  de  la  fide- 
lidad y  seguridad  que  debia  ;  pero  si  solo  echare  mano  á  la 
espada  ó  tomare  armas  contra  é'  5  ademas  de  dichas  penas, 
debe  sufrir  treinta  dias  de  cárcel  y  dos  años  de  destierro 
siendo  hidalgo,  y  no  siéndolo  debe  ser  traído  á  la  vergüen- 
za. Si  la  injuria  no  fuere  mas  que  de  palabra  ,  será  casti- 
gado según  la  calidad  del  caso  y  de  las  personas.  Ley  5, 
tít.  25,  lib.  12,  íVop.  Rec. 

El  hombre  que  persiguiere  á  una  mujer  doncella  ,  casada 
ó  viuda ,  honesta  y  de  buena  fama ,  ora  yendo  frecuente- 
mente á  su  casa  con  torcido  fin  ,  ora  siguiéndola  en  las  ca- 
lles, iglesias  ú  otros  parajes  públicos,  ora  enviándole  ocul- 
tamente joyas,  ú  otros  regalos  con  objeto  de  corromperla,  ya 
tratando  de  conquistar  sus  favores  por  conducto  de  alcahue- 
tas ú  otrospoedios  ,  se  entiende  que  comete  injuria  real ,  no 
solo  contra  ella,  sino  también  contra  sus  padres  ,  marido  y 
demás  parientes;,  y  así  está  sujeto  ala  acción  de  injuria  que 
pueden  entablar  contra  él  los  interesados  ,  y  el  juez  debe 
mandarle  que  desista  de  su  empeño ,  amenazándole  que  será 
castigado  en  otro  caso  ;  ley  5 ,  tít.  9 ,  Part.  7. 

El  que  entrando  sin  orden  judicial  en  casa  de  un  mori- 
bundo ,  le  tomare  sus  bienes  ó  parte  de  ellos  bajo  pretesto 
de  deuda  ,  hace  injuria  real  al  enfermo  y  á«sus  herederos  y 
parientes.  La  ley  considera  de  tanta  gravedad  este  género 
de  aflicción  causada  al  afligido,  que  quiere  sea  castigado  el 
tal  acreedor,  si  lo  es,  con  la  pérdida  de  su  crédito,  con  la 
satisfacción  de  otro  tanto  á  los  herederos  del  difunto,  con  la 
confiscación  de  la  tercera  parte  de  sus  bienes,  y  con  infamia 
perpetua  ;  y  si  no  fuese  acreedor  del  agraviado,  con  la  con- 
fiscación de  la  tercera  parte  de  sus  bienes ,  y  con  la  satis- 
facción pecuniaria  que  se  estimare  justa  por  el  juez  á  favor 
de  los  parientes;  ley  11 ,  d.  tít.  9,  Part.  7. 

El  que  por  deuda  ú  otra  razón  impidiere  la  inhumación  de 
un  difunto  ó  cometiere  algún  acto  deshonroso  en  su  cadáver 
ó  infamare  su  memoria ,  hace  injuria  á  Dios  y  á  los  hombres 
y  á  sus  herederos,  y  queda  obligado  á  la  pena  que  el  juez 
arbitre  según  las  circunstancias  del  hecho  y  de  las  perso- 
nas; ley  13,  id.  Véase  Cadáver,  n.  II. 

El  que  quebrantare  un  sepulcro,  por  llevarse  las  piedras 
ó  ladrillos  ú  otros  materiales  de  que  se  compone ,  ó  por  des- 
pojar al  cadáver  de  sus  vestiduras  y  adornos,  ó  por  deshon- 
rar al  muerto  que  allí  yace  arrastrando  ó  esparciendo  sus 
huesos,  comete  injuria  grave  contra  los  vivos  y  los  muer- 
tos, puede  ser  perseguido  judicialmente  por  los  parientes  y 
por  cualquiera  del  pueblo ,  é  incurre  en  las  penas  mas  rigu- 
rosas. Véase  Cadíiver,  n.  III. 

El  que  injuriare  ó  insultare  de  hecho  á  un  soldado  que 
está  de  centinela  ,  ya  acometiéndole  con  arma  blanca ,  ya 
apuntándole  con  arma  de  fuego  ,  ó  dándole  golpes  con  la 
mano,  ó  bien  con  palo  ó  piedra,  incurre  en  la  pena  de 
muerte  y  es  juzgado  en  consejo  de  guerra,  aunque  sea  pai- 
sano ,  según  el  art.  2,  tít.  10,  trat.  8  de  las  ordenanzas  del 
ejército.  También  es  castigado  con  severidad  el  que  le  inju- 
riare de  palabra,  pues  que  ni  los  mismos  oficiales  pueden 
castigarle  entonces  ni  reprenderle,  siendo  preciso  para  ello 
relevarle  primero. 

El  que  injuriare  ó  maltratare  de  hecho  al  rey  en  su  per- 
sona ,  en  su  Imagen  ;  retrato  ó  estatua ,  incurre  como  trai- 


dor en  la  pena  de  muerte ,  ley  18,  tít.  13,  Part.  2,  leyes  i 
y  2  ,  til.  2,  Parí.  7,  ley  1,  tít.  7,  lib.  12,  Nov.  Rec;  y  lo 
mismo  debe  decirse  del  que  injuriare  de  obra  á  la  reina  ó  al 
príncipe  heredero  y  aun  á  los  otros  hijos,  ley  i,  tít.  14, 
leyes  1  y  2  ,  til.  13  ,  Parí.  2,  y  ley  1 ,  lit.  7,  lib.  12,  Nov. 
Rec.  Si  el  injuriante  de  hecho  fuere  hombre  honrado,  quiere 
la  ley  18  ,  tít.  13  ,  Part.  2  ,  que  sea  echado  de  la  tierra  para 
siempre  y  pierda  lo  que  del  rey  tuviere. 

Modo  de  proceder  en  los  juicios  de  injurias. 

X.  En  las  injurias  de  palabras  livianas  que  pasaren  entre 
cualesquier  vecinos,  si  no  intervinieren  armas  ni  efusión  de 
sangre,  ó  no  hubiere  queja  de  parte,  y  aunque  la  haya,  si 
se  apartaren  de  ella  ,  no  deben  los  jueces  hacer  pesquisas 
de  oficio  ni  proceder  contra  los  culpados  á  prisión  ni  á  im- 
ponerles pena  alguna;  ley  3,  tít.  25,  lib.  12,  Nov.  Rec,  y 
real  cédula  de  15  de  mayo  de  1788 ,  art.  6. 

Tampoco  deben  mezclarse  los  jueces  según  dichas  leyes, 
si  no  hubiese  querella  de  parte,  en  las  injurias  de  palabras 
graves  por  las  cuales  se  impone  pena  de  trescientos  sueldos 
ó  sea  de  mil  y  doscientos  maravedís  en  la  ley  1 ,  tít.  22 , 
lib.  15,  Nov.  Rec,  ya  citada  en  el  n.  VII ,  esto  es,  en  aque- 
llas injurias  que  consisten  en  decir  á  otro  gafo  ó  leproso , 
sodomilico,  cornudo,  traidor  ó  hereje,  ó  á  mujer  casada  puta, 
ú  otros  denuestos  semejantes,  por  convenir  así  á  la  quietud 
de  los  pueblos,  y  para  evitar  muchas  disensiones  ,  enemis- 
tades, y  dispendio  de  los  bienes  con  detrimento  de  las  fami- 
lias ;  pero  una  vez  principiado  el  procedimiento  judicial  á 
instancia  de  parte  por  alguna  de  dichas  palabras ,  debe  el 
juez  continuarlo  de  oficio  y  castigar  al  injuriador,  aunque  el 
querellante  se  separe  de  su  querella. 

Lo  que  dice  la  ley  acerca  de  las  injurias  de  palabras  livia- 
nas y  de  las  injurias  de  las  palabras  graves  que  menciona, 
debe  aplicarse  también  á  las  injurias  reales  ó  de  hecho  según 
su  respectiva  lijereza  ó  gravedad.  Así  que,  no  deberá  el 
juez  proceder  de  oficio  sobre  las  ofensas  simples  de  hecho 
que  no  causen  sino  un  daño  de  poca  consideración  y  nin- 
guna trascendencia  á  la  persona  ofendida  ,  como  que  estas 
no  se  reputan  sino  por  injurias  livianas.  Ni  deberá  tampoco 
mezclarse,  si  no  hubiere  querella  de  parte,  en  aquellas 
ofensas  de  hecho  que  aunque  de  alguna  gravedad  no  son  de 
tanta  consecuencia  que  puedan  inutilizar  en  todo  ó  en  parte 
al  ofendido  ó  producirle  detrimento  para  lo  futuro  en  su  sa- 
lud ,  á  no  ser  que  hayan  sido  acompañadas  de  alguna  cir- 
cunstancia" alarmante  ,  como  de  uso  de  armas  ó  efusión  de 
sangre;  pero  una  vez  provocado  por  la  querella,  debe  con- 
tinuar el  procedimiento  y  hacer  justicia  ,  aunque  el  quere- 
llante abandone  la  acusación. 

Mas  cuando  las  injurias  verbales  ó  reales  son  de  mucha 
gravedad  ,  ya  por  razón  del  daño  trascendental  que  produ- 
cen ,  ya  por  ir  acompañadas  de  circunstancias  alarmantes , 
como  de  uso  de  armas  ó  efusión  de  sangre ,  ya  por  razón  de 
las  personas  injuriantes  é  injuriadas,  ya  por  razón  de  la  ir- 
reverencia ó  desacato  que  consigo  llevaren ,  según  lo  dicho 
en  el  núm.  II  de  este  mismo  articulo,  de  modo  que  la  socie- 
dad no  pueda  quedar  satisfecha  sino  con  su  castigo  ;  está 
obligado  entonces  el  juez  á  formar  causa,  queréllese  ó  no 
el  ofendido,  como  también  á  continuarla  y  decidirla,  aun- 
que habiéndose  querellado  el  ofendido  desista  luego  de  su 
acción. 

De  aquí  es  que  pueden  dividirse  las  injurias  en  tres  cla- 
ses :  á  saber,  en  leves,  graves  y  gravísimas;  ó  en  leves, 
semigraves  y  graves,  como  dice  un  ilustrado  escritor  del 
Boletín  de  jurisprudencia  y  legislación  ;  ó  en  injurias  de  pri- 
mero, de  segundo  y  de  tercer  grado ,  según  el  método  adop- 
tado en  las  leyes  relativas  á  los  abusos  de  la  libertad  de  im- 
prenta. En  la  primera  clase,  esto  es,  en  la  clase  de  las 
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injurias  leves  ó  de  tercer  grado,  pondremos  las  injurias  de 
que  solo  puede  conocerse  á  instancia  del  ofendido  :  en  la 
segunda  ,  esto  es  ,  en  la  de  las  injurias  graves ,  ó  sea  semi- 
graves  ó  de  segundo  orden,  colocaremos  las  injurias  de  que 
si  bien  no  puede  empezar  á  conocer  el  juez  sino  á  instancia 
de  parte,  puede  sin  embargo  y  debe  continuar  conociendo 
hasta  terminar  el  procedimiento  ya  principiado,  aunque  el 
actor  lo  abandone  :  y  en  la  tercera  clase,  esto  es,  en  la  de 
las  injurias  gravísimas,  ó  sea  graves  ó  de  primer  orden  ,  se 
incluirán  las  injurias  en  que  el  juez  ha  de  comenzar  y  conti- 
nuar el  procedimiento,  queréllese  ó  no  y  desista  ó  no  la 
parle  ofendida. 

XI.  La  demanda  ó  querella  de  injuria  puede  ponerse  ante 
el  juez  del  reo  ,  ó  ante  el  del  lugar  en  que  se  hubiere  come- 
tido el  delito;  ley  9,  tít.  9,  Parí.  7. 

Siendo  la  injuria  de  la  clase  de  las  livianas  ó  de  tercer 
grado ,  que  no  merezca  otra  pena  que  alguna  reprensión  ó 
corrección  lijera ,  como  v.  gr.  una  multa  de  corta  cantidad 
ó  un  arresto  de  pocos  dias,  puede  conocer  de  ella  el  aicalde 
del  pueblo  ,  á  prevención  con  el  juez  letrado  de  primera  ins- 
tancia donde  le  hubiere  ,  determinándola  en  juicio  verbal, 
sin  necesidad  de  que  preceda  juicio  de  conciliación;  reglam. 
de  2fi  setiembre  de  1835,  arts.  21 ,  '<0  y  51.  Véase  Juicio  de 
conciliación  y  Juicio  verbal. 

Si  la  injuria  fuese  de  la  clase  délas  graves  ó  sea  semigra- 
ves  ó  de  segundo  grado ,  en  que  sin  detrimento  de  la  justicia 
se  repara  la  ofensa  con  sola  la  condonación  ó  perdón  del 
ofendido  ,  ha  de  conocer  de  ella  en  juicio  escrito  el  juez  le- 
trado de  primera  instancia,  quien  no  admitirá  la  querella 
sin  que  la  acompañe  una  certificación  del  juez  de  paz  ó  al- 
calde respectivo  que  acredite  haberse  intentado  ante  él  el 
medio  de  la  conciliación  y  que  no  se  avinieron  las  partes, 
ni  exhortadas  se  conformaron  en  comprometer  sus  diferen- 
cias; reglam.  de  26  de  setiembre  de  1835,  arts.  21  y  47.  Y 
aunque  si  después  de' comenzado  el  procedimiento  desistiere 
el  injuriado,  tiene  que  continuarse  de  oficio  ,  debe  no  obs- 
tante el  juez,  terminado  que  sea  el  sumario  y  apurada  la 
verdad  del  hecho ,  proveer  en  caso  de  injuria  real  el  sobre- 
seimiento, conforme  á  la  regla  4a.  del  art.  51,  tan  luego 
como  resulte  la  completa  sanidad  del  ofendido,  condenando 
al  injuriante  en  los  gastos  de  curación,  resarcimiento  de 
perjuicios,  costas  procesales,  y  alguna  otra  pena  correccio- 
nal ,  si  lo  exigieren  las  circunstancias;  y  en  caso  de  injuria 
verbal,  habrá  de  sobreseer  igualmente  en  el  proceso,  con- 
denando al  injuriante  en  las  costas  procesales  y  en  la  mulla 
que  corresponda  según  lo  dicho  mas  arriba,  núm.  VII,  y 
apercibiéndole,  pero  absteniéndose  de  obligarle  á  la  retrac- 
tación ó  palinodia ,  la  cual  se  tiene  por  dispensada  en  virtud 
del  desistimiento  del  injurado ,  á  cuyo  favor  se  halla  esta- 
blecida. 

Siendo  por  fin  la  injuria  de  la  clase  de  las  gravísimas  ó  de 
primer  grado,  compete  asimismo  su  conocimiento  enjuicio 
escrito  al  juez  de  primera  instancia  ,  quien  debe  comenzar 
y  continuar  de  oficio  el  procedimiento ,  aunque  la  parte 
agraviada  deje  de  presentar  querella  ó  después  de  presen- 
tada la  abandone  y  se  desista ,  sin  que  haya  necesidad  por 
consiguiente  de  previo  juicio  de  conciliación ,  la  cual  no  tie- 
ne lugar  cuando  la  ofensa  no  se  repara  con  sola  la  condona- 
ción del  ofendido. 

XII.  Hemos  hablado  del  modo  de  proceder  en  los  juicios 
de  injurias  verbales  y  reales.  ¿Qué  será  si  la  injuria  es  literal 
ó  por  escrito  ?  La  injuria  literal  ha  podido  cometerse  en  un 
papel  impreso  ó  en  un  papel  manuscrito.  Si  se  ha  cometido 
en  impreso,  compete  su  denuncia  al  interesado ,  y  su  califi- 
cación y  decisión,  como  la  de  cualquier  otro  delito  por  abuso 
de  libertad  de  imprenta ,  á  los  jueces  de  hecho  y  de  derecho 
con  arreglo  á  las  leyes  de  22  de  octubre  de  1*20  y  12  de 
febrero  de  1822.  Véase  Libertad  de  imprenta.  Si  se  ha  co- 


metido en  manuscrito ,  debe  procederse ,  á  instancia  de  parle, 
por  el  juez  á  quien  competa,  el  conocimiento  de  los  demás 
negocios  criminales.  Véase  Anónimo  en  sus  acepciones  3a., 
4a.  y  5a.,  Cotejo  de  letras  y  Pasquín. 

Modo  de  estinguirse  la  acción  de  injuria. 

XIII.  La  acción  de  injuria  cesa ,  se  estingue  ó  acaba  : 
Io.  Por  la  retorsión,  esto  es,  por  la  venganza  privada  que 
toma  el  injuriado  contra  el  injuriante  repeliendo  su  injuria 
con  otra.  ¿Cómo  ha  de  pedir  justicia  el  que  ya  se  la  ha  lo- 
mado por  su  mano?  Qui  accepit  salisfaclionem,  dice  la  ley  17, 
§  6,  tít.  10,  lib.  47  del  Digesto,  hablando  de  este  asunto, 
injuriam  suam  remisit.  Si  el  injuriado  que  repele  su  injuria 
con  otra  no  puede  pedir  justicia,  menos  la  podrá  pedir  el 
injuriante  provocador  que  se  ve  injuriado  á  su  vez  por  el 
provocado.  Así  en  efecto  lo  decide  la  ley  7,  tít.  4,  lib.  6  del 
Fuero  Juzgo,  la  cual  después  de  prescribir  la  pena  de  azotes 
en  que  incurría  el  siervo  que  injuriaba  á  un  hombre  libre, 
añade  que  si  el  hombre  libre  ó  noble  provocó  ó  dio  motivo 
al  siervo  ajeno  para  que  le  denostase,  debe  entonces  im- 
putarse á  sí  mismo  la  injuria  que  se  le  hizo  ,  pues  que  olvi- 
dado de  su  propio  decoro  recibió  lo  que  merecía,  quód 
oblitus  honeslatis  el  palientiœ ,  quod  merebalur,  eœcepit.  «Si 
los  denuestos  fueron  de  ambas  las  partes,  sienta  la  ley  81 
del  Estilo,  maguer  mas  sean  los  unos  que  los  otros,  vayan 
los  unos  por  los  otros,  salvo  si  fueron  dichos  mayores  de- 
nuestos déla  una  parte,  et  menores  denuestos  de  la  otra 
parte,  estonce  non  se  igualarán  los  menores  con  los  mayores.» 
«  En  el  caso  de  injurias  recíprocas  entre  el  ofensor  y  el  ofen- 
dido en  el  mismo  acto,  cualesquiera  que  ellas  sean,  decia 
en  su  art.  714  el  código  penal  de  1822,  ninguno  de  los  dos 
tendrá  derecho  para  querellarse ,  y  se  sobreseerá  en  el  pro- 
cedimiento si  estuviere  empezado  :  pero  si  hubieren  causado 
escándalo  ,  corregirá  el  juez  á  uno  y  otro  según  crea  que 
merezcan  ;  no  pudiendo  pasar  la  pena  de  un  arresto  de  quince 
dias ,  ó  de  una  multa  de  diez  duros.  »  Parece  con  efecto  muy 
natural  que  cuando  el  injuriado  responde  al  injuriante  con 
otra  injuria  de  la  misma  naturaleza,  deba  quedar  mutua- 
mente compensada  la  injuria  del  uno  con  la  del  otro,  con 
tal  empero  que  ambos  sean  de  igual  condición  ;  pero  si  el 
uno  fuese  superior  y  el  otro  inferior ,  el  uno  amo  y  el  otro 
criado,  el  uno  magistrado  en  el  ejercicio  de  sus  funciones  y 
el  otro  subalterno  ó  simple  particular,  no  podrían  entonces 
compensarse  sus  recíprocas  injurias.  Y  no  solo  debe  admi- 
tirse lacompensacion  en  las  injurias  verbales,  sino  también 
en  las  reales  que  no  sean  de  aquellas  cuyo  castigo  exige  la 
vindicta  pública  :  bien  que  en  todas  habrá  de  reprender  ó 
apercibir  el  juez  á  los  culpados ,  imponiéndoles  alguna  pena 
en  caso  de  que  la  merezcan  por  la  calidad  de  las  inju- 
rias y  el  escándalo  que  hubieren  ocasionado  ,  y  usando  de 
mayor  severidad  con  el  que  resultare  haber  sido  el  agresor. 
Véase  Agresor,  y  Compensación  hacia  el  fin. 

2o.  Por  la  remisión,  esto  es,  por  el  perdón  del  injuriado  al 
injuriante;  porque  ¿cómo  ha  de  querellarse  uno  ante  el  juez 
de  una  injuria  que  ha  condonado?  Remissa  injuria  recolinon 
polest.  La  remisión,  puede  hacerse  espresamehte  por  palabras, 
como  si  el  injuriado  dice  al  injuriante  que  no  se  tiene  por 
ofendido  ó  que  le  perdona,  ó  transige  con  él ,  ó  le  promete 
que  no  usará  de  su  acción  ;  ó  bien  tácitamente  por  hechos , 
como  si  después  de  la  injuria  se  abrazan,  ó  se  tratan  como 
amigos,  ó  se  hacen  mutuos  servicios,  ó  se  acompañan  de 
su  grado  y  comen  y  beben  juntos  en  su  casa  ó  en  otra  ;  ley  22, 
tít.  9,  Part.  7.  Mas  si  los  dos  se  encontrasen  por  casualidad 
ó  por  convite  á  una  mesa  ó  en  una  sociedad  ó  reunion  y  aun 
se  saludasen  por  exigirlo  así  la  urbanidad  y  el  decoro  ,  no 
por  eso  habrian  de  considerarse  reconciliados ,  á  m  ser  que 
brindasen  mutuamente  el  uno  à  la  salud  del  otro,  ó  que  so 
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diesen  otras  muestras  de  haber  olvidado  sus  agravios.  Sin 
embargo  ,  la  reconciliación  del  injuriado  y  del  injuriante  no 
estingue  la  acción  que  tuviere  un  tercero  afectado  por  la  in- 
juria ,  ni  menos  la  acción  que  compitiere  en  su  caso  al  mi- 
nisterio fiscal  por  la  vindicta  pública  en  razón  de  la  calidad 
de  los  hechos. 

5o.  Por  la  prescripción,  esto  es  ,  por  el  trascurso  de  u,* 
año  en  las  injurias  cometidas  de  palabra  ó  de  hecho  ó  en 
papel  manuscrito,  y  por  el  trascurso  de  un  año  entre  pre- 
sentes y  dos  entre  ausentes  en  las  injurias  cometidas  por 
medio  de  la  imprenta  ;  de  suerte  que  si  el.  injuriado  deja 
pasar  este  término  contado  desde  el  dia  de  la  perpetración 
de  la  injuria  sin  pedir  judicialmente  satisfacción  de  ella  ,  no 
podrá  ya  demandarla  en  adelante,  porque  con  tan  largo 
silencio  hace  presumir  que  no  se  tuvo  por  deshonrado  ó  que 
perdonó  la  ofensa;  ley  22,  til.  9,  Part.  7,  y  ley  de  17  de  oc- 
tubre de  1857,  art.  16. 

4o.  Por  la  muerte  del  injuriante  ó  del  injuriado;  pues  la 
acción  de  injuria  no  pasa  á  los  herederos  ni  contra  los  here- 
deros, á  no  ser  que  la  muerte  acaeciere  después  de  contes- 
tado el  pleito ,  ó  que  la  injuria  se  hubiese  hecho  á  uno  en  la 
enfermedad  de  que  murió  ó  después  de  muerto.  Así  pues,  si 
el  injuriado  muriere  antes  deponer  su  querella  y  de  ser  con- 
testada ,  no  podrá  ya  ponerla  el  heredero;  pero  si  muriere 
después  de  la  introducción  de  la  querella  y  de  su  contesta- 
ción ,  podrá"  el  heredero  continuarla  hasta  sentencia  ,  y  el 
injuriante  estará  obligado  á  responderle  del  mismo  modo 
que  al  injuriado  si  viviera  :  bien  que  si  la  injuria  se  hiciese 
á  una  persona  durante  su  última  enfermedad  ,  ó  luego  des- 
pués de  muerta,  ó  cuando  yace  en  el  sepulcro  .  podrán  en- 
tonces sus  herederos  ó  parientes  pedir  enmienda  y  satisfac- 
ción como  si  ellos  fuesen  los  injuriados,  con  arreglo  á  lo 
dicho  en  el  número  IX  de  este  artículo.  De  la  misma  manera, 
si  el  injuriante  muriere  antes  de  hacer  enmienda  de  la  in- 
iuria  ,  no  se  les  puede  demandar  á  sus  herederos  ;  pero  si 
muriere  después  de  entablada  y  contestada  la  demanda  ó 
querella ,  estarán  obligados  sus  herederos  á  seguir  el  pleito 
en  el  estado  en  que  se  encontraba  ,  y  á  dar  en  caso  de  ser 
vencidos  la  satisfacción  y  reparación  que  habría  debido  dar 
el  difunto.  Ley  25 ,  tít.  9,  Part.  7. 

[*En  la  república  de  Méjico,  la  acción  de  injuria  no 
puede  intentarse  sin  celebrar  antes  juicio  de  conciliación 
ante  el  alcalde,  bien  se  demande  civilmente,  ó  bien  se 
acuse.  La  pena  de  confiscación,  de  que  habla  el  autor  en  el 
aparte  5o.  del  n.  IX  de  este  articulo  con  referencia  á  leyes 
de  Partida ,  está  abolida ,  como  varias  veces  hemos  adver- 
tido: art.  89 ,  ley  de  25  de  mayo  de  1857  ;  y  179  y  186, 
Bases  de  organiz.  polit,  de  12  de  junio  de  1845. 

Si  la  injuria  se  estampare  en  un  papel  impreso,  y  el  in- 
juriado fuere  un  empleado  público  ,  á  quien  se  eche  en  cara 
alguna  falta  cometida  en  el  desempeño  de  su  cargo  ,  debe 
conocerse  deldelito  por  el  tribunal  y  en  la  forma  que  se  juz- 
gan los  abusos  de  la  libertad  de  imprenta  ,  según  veremos 
en  el  artículo  Libertad  de  imprenta  ;  y  la  pena  que  se  im- 
ponga ,  será  la  de  tres  meses  de  prisión  y  mil  y  quinientos 
reales  de  multa,  sise  califica  el  libelo  de  injurioso  en  primer 
grado;  dos  meses  y  mil  reales,  si  en  segundo  ;  y  un  mes  y 
quinientos  reales,  si  en  tercero.  El  autor  ó  editor  del  libelo 
está  autorizado  en  este  caso  para  ofrecer  la  prueba  de-su 
imputación  ,  y  si  la  da  cumplida,  queda  libre  de  toda  pena. 
Si  el  injuriado  en  un  impreso  es  un  particular,  esta  circuns- 
tancia agrava  el  delito,  sin  alterar  su  naturaleza  ;  de  manera 
que  el  juicio  y  la  pena  serán  los  designados  por  las  leyes 
comunes:  art.  25,  decr.  de  Corles  de  22  de  octubre  y  12  de 
noviembre  de  1820 ,  mandado  guardar  por  otro  de  la  sobe- 
rana junta  provisional  de  9  de  octubre  de  1821,  y  §  5, 
art.  9,  y  arts.  1%  y  196,  Bases  de  organiz.  polit,  de  12  de 
junio  de  1845.  —  Respecta  á  los  pasquines,  está  prohibido 


fijar  en  público  caricaturas  ó  impresos  sediciosos  ó  insultan- 
tes, bajo  la  multa  de  2b  pesos  por  la  primera  vez ,  SO  por  la 
segunda,  y  100  por  la  tercera,  sin  perjuicio  de  las  demás 
penas  que  correspondan  á  la  gravedad  del  esceso  y  de  las 
consecuencias:  bandos  de  14  de  febrero  de  1824,  19  <v  fe- 
brero de  1823  ,  12  de  agosto  de  1829 ,  17  de  abril  de  1852,  y 
22  de  marzo  de  1K54. 

**  La  legislación  de  la  república  de  Venezuela,  sin  adop- 
tar la  severidad  de  algunas  leyes  de  Partida  (tít.  9,  Part.  7), 
ni  dejarlo  todo  al  arbitrio  del  juez,  ha  reformado  esta  mate- 
ria ,  disponiendo  que  el  injuriante  ,  bien  lo  sea  de  palabra, 
por  escrito  ó  de  hecho,  siempre  que  en  este  último  caso  no 
haya  habido  efusión  desangre  causada  con  arma,  ó  con- 
tusion grave,  sea  condenado,  aun  cuando  ofrezca  probarla 
injuria,  á  la  indemnización  de  ios  daños  irrogados,  á  pagar 
una  multa  de  cincuenta  á  mil  pesos,  ó  á  sufrir  la  pena  de 
dos  meses  á  dos  años  de  obras  públicas,  si  fuere  insolvente, 
á  dar  al  injuriado  una  satisfacción  en  el  tribunal  bajo  la  pena 
de  ocho  dias  de  arresto  por  cada  vez  que  se  niegue  á  ha- 
cerlo ,  y  á  pagar  las  costas  y  la  suma  impuesta  para  gastos 
de  justicia.  —  En  cuanto  á  lo  que  dice  el  autor  en  el  aparte 
penúltimo  del  n.  X ,  de  que  en  los  casos  que  allí  indica  está 
obligado  el  juez  á  formar  causa,  queréllese  ó  no  el  ofendi- 
do ,  como  también  á  continuarla  y  decidirla  aunque  habién- 
dose querellado  el  ofendido  desista  luego  de  su  acción ,  está 
también  corregida  esta  doctrina  por  la  citada  legislación,  la 
cual  resuelve  por  el  contrario  ,  que  en  cualquier  estado  del 
proceso  en  que  las  partes  se  convinieren  ,  con  tal  que  aun 
no  se  haya  pronunciado  el  fallo  de  primera  instancia,  debe 
cesar  el  procedimiento  :  arts  14  y  15,  ley  única,  tít.  15, 
Cód.  de  proced.  jitd.,  reformada  en  9  de  mayo  de  1842.  — 
Tocante  á  la  confiscación  de  bienes,  repetimos  que  esta  pena 
ha  sido  abolida  por  el  art.  206  de  la  Conslit.  de  1850. 

Ya  hemos  visto  que  al  variar  las  penas  de  la  injuria  la 
legislación  de  esta  república,  comprende  la  que  se  hace  por 
escrito,  y  aun  la  iguala  á  la  que  pueda  hacerse  de  obra  ó 
de  palabra;  pero  debe  tenerse  presente  ademas,  que  si  el 
escrito  injurioso  fuese  dado  á  luz  por  medio  de  la  prensa,  el 
injuriante  debe  ser  castigado  primero  por  el  abuso  de  libertad 
de  imprenta  con  seis  meses  de  prisión  y  trescientos  pesos 
de  multa,  si  la  calificación  es  de  infamatorio  en  primer  gra- 
da ,  tres  meses  de  prisión  y  doscientos  pesos  de  multa  ,  si 
en  segundo ,  y  un  mes  de  prisión  y  cien  pesos  de  multa,  si 
en  tercero;  debiendo,  en  caso  de  insolvencia,  sufrir  triple 
tiempo  de  encierro  ,  y  si  no  puede  soportar  la  prisión  ,  pa- 
gar triplicada  la  correspondiente  multa;  entregando  luego 
el  reo  al  juzgado  ó  tribunal  civil  ordinario,  para  que  le  im- 
ponga las  penas  comunes  que  antes  hemos  dicho  :  art.  6, 
ley  i  y  2  cíe  la  de  27  de  abril  de  1859. 

El  término  de  un  año  que  se  señala  en  el  n.  XIII,  aparte 
5°.,  para  intentar  las  injurias  cometidas  de  palabra  ó  de 
hecho  ó  en  papel  manuscrito ,  es  el  señalado  en  la  república 
de  Venezuela  para  intentar  la  denuncia  del  abuso  de  la 
libertad  de  imprenta ,  cometido  por  la  publicación  de  un 
libelo  injurioso ,  contándose  este  período  desde  el  dia  en 
que  circuló  el  impreso  en  el  lugar  en  donde  resida  el  inju- 
riado :  art.  5  ,  ley  4  de  la  de  abril  de  1859. 

***  En  la  república  de  Chile,  entre  las  injurias  escritas  se 
halla  también  la  que  se  hace  por  medio  de  la  imprenta  , 
divulgando  especiescontrarias  al  honor  y  buena  opinion  de 
cualquiera  persona;  de  las  cuales  se  esceptúan  las  omisio- 
nes ó  escesos  cometidos  por  empleados  públicos  en  el  ejer- 
cicio de  sus  funciones  ,  y  los  crímenes  que  producen  acción 
popular,  siempre  que  se  justifique  la  verdad  del  hecho. 
Estas  injurias  se  juzgan  por  un  tribunal  especial,  y  son  cas- 
tigadas con  doscientos  pesos  de  multa  ó  treinta  dias  de  cár- 
cel, cuando  son  estimadas  como  de  primera  clase,  doble 
multa  ó  cárcel,  cuando  de  segunda,  y  triple,  cuando  de 
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ley  de  II  de  diciembre 


tercera  :  arls.  15  á  17,  y  19  à  21 
de  1828. 

Cuando  la  injuria  es  impresa ,  el  derecho  de  acusar  ante 
el  jurado  queda  prescrito  dentro  de  tres  meses  contados 
desde  el  dia  de  la  publicación  del  libelo;  y  durante  este 
plazo  solo  pueden  ejercerlo  el  injuriado  ó  su  procurador,  y 
los  parientes  hasta  el  cuarto  grado  :  arls.  24  y  25 ,  ley  de  11  de 
diciembre  de  1828. 

•  En  esta  república  la  confiscación  de  bienes  está  también 
abolida  por  el  art.  14b  de  laConslit.  de  1853,  como  hemos 
dicho  en  otros  lugares.  ] 

INJUSTICIA  notoria.  La  opresión  ó  sinrazón  que  pa- 
dece el  litigante  vencido  en  juicio,  cuando  por  lo  que  re- 
sulta del  proceso  sin  necesidad  de  nuevas  pruebas  se  ve 
claramente  que  la  decisión  del  tribunal  no  puede  sostenerse, 
ora  por  falta  de  citación,  de  poder  en  los  procuradores,  ó 
de  alguna  de  las  solemnidades  sustanciales  del  juicio  ,  ora 
por  no  ser  conforme  al  sentido  y  espíritu  déla  ley,  al  sistema 
de  jurisprudencia  adoptado  constantemente  por  los  tribu- 
nales superiores  ,  al  derecho  natural,  á  las  buenas  costum- 
bres, ó  á  lo  deducido  y  probado  por  las  partes.  El  código  de 
comercio  en  su  art.  1218  dice  que  «  la  declaración  de  injus- 
ticia notoria  no  tiene  lugar  en  las  causas  de  comercio  sino 
por  violación  manifiesta  en  el  proceso  de  las  formas  sustan- 
ciales del  juicio  en  la  última  instancia  ,  ó  por  ser  el  fallo 
dado  en  esta  contra  ley  espresa.  »  Véase  Recurso  de  injus- 
ticia notoria. 

¡NMEMOBÏAL.  Loque  es  tan  antiguo  que  no  se  sabe  ó 
no  hay  memoria  de  cuándo  comenzó  ;  y  así  se  dice  posesión 
inmemorial  aquella  cuyo  principio  no  puede  averiguarse. 
Véase  Tiempo  inmemorial. 

INMISCUIRSE.  Mezclarse  ó  meterse  en  un  negocio  sin 
tener  derecho  para  ello. 

INMUEBLES.  Los  bienes  que  no  pueden  ser  traspor- 
tados de  un  lugar  á  otro ,  como  los  edificios  y  heredades. 
Véase  Bienes  inmuebles. 

INMUNE.  El  que  está  libre  de  alguna  obligación  ó  carga. 
Compórtese  de  la  preposición  in  y  la  palabra  munis,  que  reu- 
nidas valen  tanto  como  no  obligado.  Véase  Inmunidad. 

INMUNIDAD.  La  libertad  ó  esencion  de  alguna  carga  , 
impuesto  ú obligación.  Se  deriva  de  la  palabra  latina  munus, 
la  cual,  aunque  tomada  en  general  significa  don  ó  regalo  , 
oficio  público  con  gravamen,  y  carga  sin  honor,  empevo  en 
su  sentido  mas  propio  y  riguroso  no  denota  sino  la  carga  sin 
honor,  esto  es,  la  obligación  que  nos  está  impuesta  ó  nos  in- 
cumbe por  ley,  por  costumbre  ó  por  mandato  de  nuestro 
superior.  Munus  propriè  est,  dice  la  ley  214,  tít.  16,  lib.  50 
del  Digesto  ,  quod  necessariè  obimus ,  lege ,  more ,  imperiove 
ejus ,  qui  jubendi  habet  polestatem.  Así  pues ,  el  que  está 
libre  ó  esento  de  tal  obligación  ó  carga ,  se  dice  que  está 
inmune  ó  que  goza  de  inmunidad.  Por  regla  general ,  la  in- 
munidad concedida  á  una  persona  se  estingue  con  su  muerte: 
personis  quidem  data  immunitas  cum  persona  exlinguilur; 
y  la  inmunidad  concedida  á  las  cosas  no  se  estingue  jamas  : 
rebus  nunquam  exlinguilur.  La  inmunidad  concedida  á  una 
ciudad  ó  población  se  trasmite  á  la  posteridad  de  los  habi- 
tantes. Véase  Privilegio. 

INMUNIDAD  eclesiástica.  El  conjunto  de  los  privi- 
legios y  esenciones  concedidas  á  las  iglesias  y  á  las  personas 
eclesiásticas.  Divídese  comunmente  en  personal,  real  y 
local  :  personal  es  la  que  compete  à  las  personas  eclesiás- 
ticas ;  real ,  la  que  compete  á  las  cosas  eclesiásticas ,  esto 
es,  álos  bienes  pertenecientes  á  las  iglesias  y  á  sus  minis- 
tros ;  y  local,  la  que  compete  á  las  iglesias  y  otros  lugares 
piadosos  ó  religiosos. 

En  virtud  de  la  inmunidad  personal  ó  clerical,  están  esentos 
los  eclesiásticos  de  todos  los  oficios  y  cargas  personales  im- 
puestas à  los  seculares  por  las  leyes  civiles ,  y  gozan  el  pri- 
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vilegio  del  fuero,  en  cuanto  deben  ser  convenidos  ante  lo3 
tribunales  eclesiásticos  y  no  ante  los  seculares.  Véase  Clé- 
rigo, y  Jurisdicción  cclesicislica.- 

La  inmunidad  real  consiste  en  que  los  bienes  de  las  igle- 
sias y  de  las  personas  eclesiásticas  estén  libres  y  esentos  de 
los  tributos ,  pechos  y  contribuciones  reales  que  se  imponen 
á  los  demás  en  favor  del  Estado.  Véase  Bienes  eclesiásticos. 

Por  fin  ,  la  i nmuniíki diocal  es  un  privilegio  que  hace  mi- 
rar á  los  templos  y  demás  sitios  religiosos  como  esentos  de 
todo  uso  profano  ,  y  como  lugares  de  asilo  ,  de  donde  no 
pueden  ser  estraidos  sin  licencia  del  superior  eclesiástico  ni 
ser  castigados  con  la  pena  ordinaria  los  delincuentes  que  allí 
se  hubieren  refugiado.  Esta  inmunidad  es  tan  antigua,  que 
se  hace  difícil  averiguar  su, origen  ó  la  época  de  su  primera 
introducción.  Quizá  principió  en  el  eslado  de  barbarie, 
cuando  los  individuos  no  habían  renunciado  todavía  el  de- 
recho ó  la  costumbre  de  tomar  por  sí  mismos  la  satisfacción 
de  sus  agravios  ,  ó  cuando  por  falta  de  leyes  y  fuerza  pú- 
blica no  era  fácil  poner  un  freno  á  la  cólera  de  los  ofendi- 
dos (1).  La  inmunidad  de  los  templos  libraba  entonces  á  los 
delincuentes  del  escesivo  rigor  de  las  venganzas  particulares, 
y  daba  lugar  á  las  transacciones  y  á  la  reconciliación.  Man- 
túvose después  á  solicitud  de  los  antiguos  obispos,  que  mi- 
rando con  horror  la  efusión  de  sangre,  se  esforzaban  por 
librar  de  la  pena  capital  á  los  delincuentes  refugiados,  to- 
mando empero  á  su  cargo  el  convertirlos  en  ciudadanos  útiles 
y  hacerles  purgar  sus  delitos  con  públicas  penitencias  ;  pero 
luego  no  sirvió  sino  para  fomentar  los  crímenes  mas  espan- 
tosos, y  convertir  las  casas  de  la  divinidad  en  cuevas  de 
ladrones  y  asesinos  (2).  Los  emperadores  romanos  y  nuestros 
príncipes  concedieron  en  diferentes  épocas  mas  ó  menos  es- 
tension  á  esta  inmunidad  ;  hasta  que  con  motivo  de  la  re- 
cepción de  las  falsas  decretales  divulgadas  entre  las  tinieblas 
del  siglo  ix  por  el  famoso  Isidoro  Pecador,  se  pretendió 
que  la  silla  pontificia  era  á  quien  tocaba  espedir  leyes  sobre 
este  asunto.  Desde  entonces  se  han  originado  ruidosas  con- 
tiendas entre  la  Iglesia  y  el  imperio,  entre  los  obispos  y  los 
magistrados  civiles,  así  sobre  el  privilegio  como  sobre  sus 
consecuencias  ;  y  por  fin  poniéndose  de  acuerdo  las  dos  po- 
testades, se  han  fijado  los  templos  que  deben  gozar  de  esta 
prerogativa,  las  clases  de  delitos  que  han  de  quedar  escep- 
tuados  ,  y  el  modo  de  proceder  á  la  estraccion  y  castigo  de 
los  delincuentes  acogidos. 

En  virtud  de  la  bula  de  Clemente  XIV  de  12  de  setiem- 
bre de  1772  y  de.  la  ley  5,  tít.  4,  lib.  1  de  la  Nov.  Rec. 
sobre  reducción  de  asilos,  se  designó  para  el  goce  de 
este  privilegio  la  iglesia  matriz  ó  mayor  de  cada  pueblo  con 
esclusion  absoluta  de  las  demás  ;  y  aun  con  arreglo  al  con- 
cordato de  23  de  setiembre  de  1737  y  al  breve  de  14  de 
noviembre  del  mismo  año  se  determinó  que  no  gocen  de 
inmunidad  las  iglesias  rurales  y  ermitas,  en  que  no  se  con- 
serva el  Santísimo  Sacramento ,  ó  en  que  la  casa  del  sacer- 
dote que  tiene  cura  de  almas  no  está  contigua  á  ellas  ,  con 
tal  que  no  se  celebre  en  las  mismas  con  frecuencia  el  sacri- 
ficio de  la  misa. 

En  la  palabra  Asilo  se  han  espresado  ya  los  delitos  que 
están  esceptuados  de  este  beneficio  ;  y  se  ha  espuesto  asi- 
mismo el  modo  de  proceder  á  la  estracion  y  castigo  de  los 
delincuentes  que  han  tomado  iglesia  ,  conforme  á  lo  que  pre- 
viene la  real  cédula  de  11  de  noviembre  de  1800,  que  es  la 
ley  6,  tít.  4  ,  lib.  1,  Nov.  Rec,  copiada  literalmente  en  di- 


(1  )  Así  lo  dice  Filangieri ,  Ciencia  de  la  legislación ,  part.  2  , 
cap.  55. 

(2)  Por  eso  la  ley  5,  tít.  I  i ,  Part,  i ,  dice  que  ciertos  yerros  no 
gozan  inmunidad,  porque  seria  contra  lo  que  dijo  Jesucristo,  que 
la  su  casa  era  llamada  casa  de  oración,  et  non  debe  ser  fecha  cueva 
de  ladrones. 
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cho  lugar.  Mas  como  el  reglamento  de  26  de  setiembre 
de  185b  lia  introducido  algunas  novedades  en  la  adminis- 
tración de  justicia  ,  se  hace  necesario  tenerlas  aquí  presen- 
tes para  conciliar  con  ellas  las  disposiciones  de  la  citada 
cédula. 

Dice  el  art.  2  de  la  cédula  que  si  de  las  diligencias  prac- 
ticadas resultare  que  la  causa  del  retraimiento  ó  toma  de 
iglesia  no  es  otra  que  algún  esceso  lijero,  debe  el  juez  cor- 
regir arbitraria  y  prudentemente  al  reo,  y  ponerle  en  liber- 
tad con  el  apercibimiento  que  gradúe  oportuno  ;  y  ahora  es 
preciso  añadir,  que  equivaliendo  esta  providencia  à  un  so- 
breseimiento en  sumario ,  por  no  ser  el  reo  acreedor  mas  que 
á  pena  lijera,  debe  ademas  el  juez  remitir  la  causa  en  con- 
sulta al  tribunal  superior  para  que  apruebe  ó  reforme  el  auto 
con  arreglo  al  art.  51,  dispos.  4a.  de  dicho  reglamento. 

Por  los  arts.  5,  4,  5  y  6  de  la  cédula  se  dispone  :  Que  en 
caso  de  que  el  delito  ó  esceso  constituya  al  refugiado  acree- 
dor á  sufrir  pena  formal ,  se  le  haga  el  correspondiente  su- 
mario, y  evacuada  su  confesión  con  las  citas  que  resulten, 
en  el  término  preciso  de  tres  dias  (  cuando  no  haya  motivo 
urgente  que  lo  dilate)  se  remitan  los  autos  á  la  audiencia 
del  territorio ,  donde  con  dictamen  fiscal  se  providenciará 
sin  demora  según  la  calidad  de  los  casos  :  Que  si  del  suma- 
rio resulta  que  el  delito  no  es  de  los  esceptuados,  ó  que  la 
prueba  no  puede  bastar  para  que  el  reo  pierda  la  inmuni- 
dad ,  se  le  destine  por  providencia  y  cierto  tiempo  que  nun- 
ca pase  de  diez  años  á  presidio ,  arsenales  (  sin  aplicación 
al  trabajo  de  las  bombas  ) ,  bajeles,  trabajos  públicos,  ser- 
vicio de  las  armas  ó  destierro,  ó  se  le  multe  ó  corrija  arbi- 
trariamente según  las  circunstancias  del  delincuente  y  cali- 
dad del  esceso  cometido ,  reteniendo  los  autos  el  mismo 
tribunal:  Y  que  cuando  el  delito  fuere  de  los  esceptuados 
de  la  inmunidad  local ,' habiendo  pruebas  suficientes ,  se  de- 
vuelvan los  autos  al  juez  inferior  para  que  con  copia  auto- 
rizada de  la  culpa  que  resulte  y  oficio  en  papel  simple  pida 
al  juez  eclesiástico  la  consignación  y  llana  entrega ,  sin  cau- 
ción, déla  persona  del  reo.  Mas  como  por  una  parte  no 
pueden  ya  las  audiencias  conocer  sino  en  segunda  y  tercera 
instancia  de  los  asuntos  civiles  y  criminales ,  por  correspon- 
der el  conocimiento  de  ellos  en  primera  á  los  jueces  letrados 
de  partido,  y  como  por  otra  parte  no  es  lícito  imponer  de 
plano  y  por  via  de  providencia  las  penas  que  la  cédula  in- 
dica, sin  que  antes  sea  oido  y  juzgado  el  reo  con  arreglo  á 
derecho  ,  según  la  Const.  de  1812,  art.  263,  y  el  reglamento 
de  26  de  setiembre  de  183o,  arts.  12,  56  y  59  ;  parece  con- 
siguiente que  deban  reputarse  caducadas  en  el  dia  las  dis- 
posiciones de  los  arts.  3,  4,  5  y  6  de  la  cédula  de  1800  en 
cuanto  á  la  remisión  de  los  autos  á  la  audiencia  territorial 
para  los  efectos  que  se  han  espresado.  Así  es  que  el  juez  de 
primera  instancia,  luego  que  le  fuere  entregado  el  reo  bajo 
la  caución  de  que  se  habla  en  la  palabra  Asilo ,  debe  formar 
ó  continuar  el  sumario  ;  y  en  caso  de  resultar  de  él  que  el 
delito  no  es  de  los  esceptuados,  ha  de  seguir  y  proceder  con 
arreglo  á  los  trámites  establecidos  para  los  juicios  crimina- 
les ,  ya  poniendo  en  libertad  al  reo  bajo  fianza  si  no  fuere 
acreedor  á  pena  corporal ,  ya  sobreseyendo  en  el  sumario  y 
remitiendo  la  causa  en  consulta  al  tribunal  superior  si  viese 
que  el  reo  solo  es  digno  de  alguna  pena  leve  que  no  pase  de 
reprensión ,  arresto  ó  multa  ,  ó  ya  llevando  adelante  el  pro- 
ceso hasta  sentencia  definitiva  si  el  reo  mereciese  pena  mas 
'grave ,  pero  sin  imponerle  nunca  pena  que  pase  de  diez  años 
de  presidio ,  trabajos  públicos ,  servicio  de  las  armas  ó  des- 
tierro ,  pues  que  en  esta  parte  ha  de  atenerse  á  lo  dispuesto 
en  el  art.  5o.  de  la  cédula.  Mas  en  caso  de  que  el  delito  sea 
do  los  esceptuados  del  beneficio  de  la  inmunidad  ,  debe  el 
juez  proceder  por  sí  ó  á  reclamación  del  promotor  fiscal  á 
exigir  del  juez  eclesiástico  (  sin  perjuicio  de  ia  prosecución 
de  la  causa  )  la  formal  consignación  y  entrega  del  reo  sin 


caución  alguna ,  pasándole  con  oficio  simple  una  copia  au- 
torizada ó  tanto  de  la  culpa  que  resulte  ;  y  hecha  la  entrega 
ó  consignación  formal  dentro  de  las  veinte  y  cuatro  horas, 
obrará  el  juez  con  arreglo  á  lo  prescrito  en  los  arts.  8  °.  y  9  o. 
Si  el  eclesiástico  se  negare  á  la  consignación  y  entrega  del 
reo  ó  procediere  de  un  modo  irregular,  debe  el  juez  de  pri- 
mera instancia  remitir  inmediatamente  los  autos  al  tribunal 
superior  con  la  esposicion  correspondiente  para  que  por  el 
fiscal  de  S.  M.  se  introduzca  y  sostenga  el  recurso  de  fuerza, 
conforme  al  art.  10.  Decidido  este  recurso  con  la  declara- 
ción de  que  el  eclesiástico  hace  fuerza,  se  devuelven  los 
autos  al  juez  inferior  para  que  los  prosiga  y  falle  como  si  el 
reo  no  se  hubiese  acogido  á  sagrado,  según  los  arts.  9  y  1 1; 
y  declarándose  por  el  contrario  que  no  hace  fuerza  en  lo 
sustancial ,  aunque  según  el  art.  11  debía  el  tribunal  supe- 
rior dar  al  reo  el  destino  competente  con  arreglo  al  art.  5o, 
se  devuelven  también  ahora  los  autos  al  juez  de  primera  ins- 
tancia para  que  los  continúe  hasta  definitiva,  pero  sin  que 
pueda  imponer  al  reo  la  pena  de  muerte,  ni  la  de  presidio 
con  retención  ,  sino  á  lo  mas  la  de  diez  años  de  presidio,  etc., 
según  el  art.  5o. 

INNOMINADO.  Lo  que  no  tiene  nombre.  Llámanse  in- 
nominados los  contratos  que  carecen  de  nombre  particular 
dado  ó  confirmado  por  el  derecho,  á  diferencia  de  los  nomi- 
nados que  son  los  que  tienen  nombre  propio.  Véase  Con- 
tratos . 

INNOVACIÓN.  En  los  pleitos  es  la  mudanza  del  estado 
que  tenia  la  cosa  litigiosa  antes  del  proceso.  Es  regla  gene- 
ral que  durante  la  litispendencia  ninguno  de  los  litigantes 
puede  innovar,  esto  es  ,  hacer  mudar  de  estado  ó  enajenar 
de  modo  alguno  las  cosas  que  son  objeto  del  pleito,  pues  es- 
tas deben  permanecer  en  disposición  de  ser  entregadas  al 
que  salga  victorioso  :  Lite  pendente  nihil  innovelur  :  omnia 
in  suo  statu  esse  deben!,  doñee  res  finialur .De  aquí  es  que  la 
enajenación  hecha  fraudulentamente  después  del  emplaza- 
miento, no  solamente  es  nula ,  sino  que  deja  obligado  al 
enajenante  á  responder  de  la  cosa  enajenada,  á  devolver  el 
precio  al  comprador  ignorante  del  fraude  ,  y  á  pagar  otro 
tanto  por  el  engaño  con  aplicación  de  los  dos  tercios  al  fis- 
co y  del  otro  al  comprador;  mas  si  este  sabia  el  fraude,  le- 
jos de  percibir  dicho  tercio,  perderá  el  precio  á  favor  del 
fisco.  Es  sin  embargo  inculpable  la  enajenación  de  la  cosa 
litigiosa  en  los  casos  siguientes  :  Io.  si  se  diese  á  otro  por 
razón  de  matrimonio  después  del  emplazamiento  :  —  2o.  si 
perteneciendo  á  muchos,  la  partieren  y  enajenaren  los  unos 
á  los  otros;  pero  en  estos  dos  casos  ,  aquel  á  quien  pase  la 
cosa  debe  responder  á  la  demanda  :  —  5o.  si  fuese  enaje- 
nada por  razón  de  manda  hecha  en  muerte  por  el  tenedor 
de  ella;  en  cuyo  caso  debe  el  heredero  seguir  el  pleito  pen- 
diente. Leyes  15  y  14,  lit.  7,  Part.  5.  Véase  Litigioso. 

INNOVACIÓN.  La  mudanza  ó  alteración  de  los  cosas 
introduciendo  novedades.  Es  un  principio  de  derecho  que 
no  debe  hacerse  innovación  en  las  leyes  sino  cuando  evi- 
dentemente aparezca  necesaria  :  Jn  rebus  novis  consti- 
luendis  evidens  esse  ulililas  débet,  ut  reccdahir  ab  eo  jure 
quod  diu  œquum  visum  est;  ley  2,  tít.  U,  lib.  1  del  Digesto. 
«  En  las  cosas  que  se  facen  de  nuevo  ,  dice  la  regla  57, 
tít.  54,  Part.  7,  debe  seer  catado  en  cierto  la  pro  que  sale 
délias  ante  que  se  partan  de  las  otras  que  fueron  antigua- 
mente tenidas  por  buenas  et  por  derechas.  »  Mas  cuando  se 
demuestra  que  las  leyes  tenidas  antes  por  justas  y  buenas 
han  dejado  ya  de  tener  estas  propiedades  por  haber  variado 
las  circunstancias,  ó  que  nunca  las  han  tenido  realmente  si- 
no en  un  concepto  nacido  de  ideas  falsas  ó  de  preocupacio- 
nes que  ya  se  han  desvanecido,  es  un  absurdo  tratar  de  sos- 
tenerlas por  razón  de  su  antigüedad,  y  combatir  las  nuevas 
con  la  nota  de  innovación.  Desechar  toda  innovación  es 
oponerse  neciamente  á  lodo  progreso  y  mejora;  y  como  to- 
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do  lo  que  existe  ha  empezado,  como  lodo  lo  que  es  estableci- 
miento ha  sido  innovación  ,  los  que  sostienen  ciegamente 
una  ley  como  antigua,  la  hubieran  rechazado  en  otro  tiempo 
como  nueva,  y  por  consiguiente  con  semejante  principio  to- 
davía nos  hallaríamos  hoy  sin  leyes  y  sin  instituciones.  Seria 
empero  una  desgracia,  una  gran  calamidad  para  una  nación, 
el  que  la  innovación  ó  la  reforma  de  sus  leyes  se  hiciese  en 
épocas  de  iniquidad  ,  de  tiranía  ,  de  desmoralización  y  de 
desorden.  Las  innovaciones  serian  entonces,  según  frase  de 
Bacon,  partos  espurios  del  tiempo.  Illud  valde  interest,  dice 
otro  célebre  jurisconsulto ,  ut  in  temporíbiis  bonis  ac  mode— 
ralis,  elnec  aulce  nec  fori  agitatis  factionibus ,  experialur 
legam  revisio  :  aliter  enim  tota  legislalio  in  unius  factionis 
gratiam  etin  allcriiis  delrimentum  componelur. 

INOCENTE.  El  que  está  libre  del  delito  que  se  le  im- 
puta. Todo  hombre  tiene  derecho  à  ser  considerado  inocente 
mientras  no  se  prueba  que  es  culpado.  Mas  cuando  habién- 
dose cometido  un  delito  se  reúnen  contra  alguno  indicios  de 
ser  su  autor,  tiene  que  responder  judicialmente  de  su  con- 
ducta y  sujetarse  á  ser  procesado.  En  cualquier  estado  de  la 
causa  en  que  resulte  su  inocencia ,  se  le  debe  poner  inme- 
diatamente en  libertad  sin  costas  algunas,  si  es  que  se  ha- 
llaba arrestado  ó  preso  por  ser  el  delito  digno  de  pena  cor- 
poral; art.  II,  decr.  de,  26  de  setiembre  de  1853;  y  si  por 
una  parte  no  aparece  bien  justificada  su  inocencia  ,  ni  por 
otra  está  bien  probada  su  criminalidad,  se  le  debe  absolver 
en  la  duda,  porque  es  menos  malo  esponerse  á  salvar  á  un 
criminal  que  á  condenar  à  un  inocente  :  Salius  est ,  dice  la 
ley  S,  tít.  19,  lib.  Ü8  del  Digesto,  impunilum  relinqui  faci- 
nus  noecnlis,  quàm  innocentem  damnare.  «Mas  santa  cosa  es 
et  mas  derecha  ,  repite  la  ley  9,  tít.  31,  Part.  7,  quitar  al 
home  de  la  pena  que  meresciere  por  el  yerro  que  hobiere 
fecho,  que  darla  al  que  la  non  meresce  nin  fizo  por  qué.  » 
Un  delincuente  castigado,  decia  Mr.  de  La  Bruyère,  es  un 
ejemplo  para  la  canalla;  fíias  un  inocente  condenado  es 
negocio  de  lodos  los  hombres  de  bien.  Véase  Absolución, 
Indemnización,  Indicio  é  Instancia. 

3NOFICIOSIDAB.  Todo  lo  que  se  hace  contra  el  deber 
ú  obligación  en  que  estamos  constituidos ,  ó  contra  los  sen- 
timientos de  piedad  y  afección  que  nos  dicta  la  naturaleza  : 
■iuofficiosum  dicilur  id  omne  quod  contra  piclatis  officium 
facíum  est.  La  inoficiosidad  puede  recaer  en  los  testamen- 
tos, en  las  donaciones  y  en  las  dotes.  El  testamento  se  dice 
inoficioso,  cuando  el  testador  ha  desheredado  injustamente 
ú  omitido  las  personas  á  quienes  debia  dejar  la  herencia  :  la 
donación,  cuando  el  donador  lia  dado  tanto  á  uno  de  sus  hi- 
jos, que  en  los  bienes  que  quedan  no  hay  bastante  para  cu- 
brir la  legítima  de  los  otros;  y  la  dote,  cuando  es  tan  escesiva 
que  impide  á  los  demás  hijos  el  tener  su  legítima  en  la  su- 
cesión de  sus  padres.  Véase  Donación  inoficiosa,  Dote  al 
fin,  y  Testamento  inoficioso. 

INQUIETAR.  Intentar  despojar  á  uno  de  la  quieta  y 
pacífica  posesión  de  alguna  cosa,  ó  perturbarle  en  ella. 
Véase  Interdictos. 

INQUILINATO.  El  derecho  que  adquiere  el  inquilino 
en  la  casa  arrendada  ;  el  precio  que  paga  por  este  derecho  ; 
y  el  contrato  mismo  de  arrendamiento  ó  alquiler  de  la  casa. 
El  conocimiento  de  todos  los  asuntos  sobre  inquilinatos  de 
casas  compete  esclusiva  y  privativamente  à  la  real  juris- 
dicción ordinaria ,  cualquiera  que  sea  el  fuero  y  clase  de  los 
inquilinos  ;  rls.  órd.  de  23  de  junio  y  29  de  julio  de  181o,  y 
10  de  oclubre  de  1817. 

INQUILINO.  El  arrendatario  de  una  casa  ;  esto  es,  el  que 
la  ha  tomado  en  alquiler  para  habitarla.  Procede  esta  pala- 
bra de  las  latinas  in  y  coló ,  y  vale  tanto  como  habitador  de 
casa  ajena  :  lnquilinus  ab  in  el  coló ,  hoc  esl  habito ,  is  dicilur 
qui  in  alieno  habitat,  ske  ruri ,  sivè  in  cívilale  ,  quanquam 
frequcnliüs  ad  civilalemreferalur;CÛ\.,  Lex.  jurid.  Véase 


Arrendamiento  de  cosas ,  Arrendamiento  de  casas  en  Madrid, 
Arrendador  y  Arrendatario. 

INQUISICIÓN.  La  pesquisa  ó  averiguación  que  hace  el 
juez  del  delito  y  del  delincuente,  en  virtud  de  delación  judi- 
cial ó  de  noticias  estrajudiciales.  Véase  Pesquisa. 

INQUISICIÓN.  Cierto  tribunal  eclesiástico  establecido 
para  inquirir  y  castigar  los  delitos  contra  la  fe.  Se  hizo  fa- 
moso por  las  estraordinarias  facultades  que  le  concedieron 
los  príncipes  y  los  papas ,  por  la  clase  do  causas  en  que 
conocía ,  por  el  fuego  y  ardor  de  sus  individuos  en  las  pes- 
quisas ,  por  el  modo  de  enjuiciar,  por  el  misterio  de  sus 
procedimientos,  por  la  imponente  solemnidad  y  el  terror 
en  la  ejecución  de  sus  sentencias.  Fué  abolido  por  reales 
decretos  de  9  de  marzo  de  1820  y  15  de  julio  de  183^ ,  y  sus 
bienes  se  adjudicaron  á  la  estincion  de  la  deuda  pública. 
El  conocimiento  de  las  causas  en  que  entendía  este  tribunal, 
corresponde  ahora  á  los  prelados  diocesanos  y  sus  vicarios. 
Véase  Fe. 

INQUISIDOR.  El  juez  eclesiástico  que  conocía  de  las 
causas  de  fe  ;  —  antiguamente  el  juez  pesquisidor  que  pro- 
cedía de  oficio  á  la  averiguación  de  los  delitos  y  de  los  reos  ; 
—  y  en  Aragon  cada  uno  de  los  jueces  que  el  rey  ó  el  lugar- 
teniente ó  los  diputados  nombraban  cada  dos  años  para  hacer 
inquisición  de  la  impericia,  negligencia,  dolo  y  corrupción 
ó  cualesquier  contrafueros  del  vicecanciller,  regente  de  la 
cnancillería,  asesor  del  gobernador,  y  de  los  oidores ,  y  para 
castigarlos  según  las  calidades  de  sus  delitos. 

INQUISIDOR  de  estado.  En  la  república  de  Venecia 
se  llamaba  así  cada  uno  de  los  tres  nobles  elegidos  del  con- 
sejo de  los  diez  ,  que  estaban  diputados  para  inquirir  los 
crímenes  de  estado  ,  y  con  poder  tan  absoluto  que  podían 
condenar  á  muerte  al  dux  mismo  si  estaban  conformes  , 
debiendo  dar  cuenta  al  consejo  de  los  diez  en  caso  de  dis- 
cordia. Oian  las  delaciones  de  los  espías  y  les  recompen- 
saban. Tenían  llave  de  los  aposentos  mas  retirados  del  pala- 
cio de  San  Marcos,  y  á  cualquier  hora  del  dia  ó  de  la  noche 
los  registraban. 

INSACULACIÓN.  Un  modo  de  elegir  alcaldes  ,  regi- 
dores ú  otros  oficiales  de  justicia  y  gobierno,  poniendo  en 
un  saco ,  bolsa  ó  cántaro  ciertas  bolillas  con  los  nombres 
de  las  personas  capaces,  y  sacando  luego  á  la  aventura, 
después  de  haberlas  mezclado  bien,  las  necesarias  para  que 
los  sugetos  cuyos  nombres  se  contienen  en  ellas  sirvan  los 
empleos  ó  cargos  que  se  trata  de  proveer.  —  Este  medio  se 
halló  muy  usado  en  Estremadura,  Murcia  y  la  Mancha;  y 
podia  practicarse  en  cualquiera -pueblo  donde  se  consideraba 
necesario  por  la  autoridad  política  de  la  provincia  para  evi- 
tar los  efectos  de  la  rivalidad  ó  ambición  de  los  partidos  ó 
familias  prepotentes  que  aspiraban  á  ejercer  y  tener  vin- 
culada la  jurisdicción  con  el  objeto  de  gozar  esclusivaEiente 
de  ciertas  ventajas  y  oprimir  á  sus  adversarios. 

La  insaculación  se  decretaba  de  oficio  ó  á  instancia  de 
parte;  y  se  hacia  por  el  comisionado  de  la  autoridad  supe- 
rior, ó  por  el  vecindario  con  la  intervención  de  aquel.  Si 
habia  de  hacerla  el  comisionado  por  sí  mismo  con  arreglo 
á  las  instrucciones  que  se  le  hubiesen  dado  ,  debia  tomar 
informes  secretos  de  personas  imparables  y  de  probidad  , 
así  en  el  pueblo  interesado  como  en  los  circunvecinos  ; 
hacia  una  lista  de  los  sugetos  que  conceptuaba  capaces  de 
servir  los  oficios  de  justicia ,  formando  pieza  separada  de  los 
informes  originales  sobre  sus  calidades;  insaculaba  luego  ó 
metia  en  la  bolsa  con  sus  correspondientes  bolas  los  nom- 
bres de  los  mas  idóneos  en  el  número  necesario  para  los 
cinco  ó  mas  años  que  habia  de  durar  la  insaculación,  in- 
cluyendo ademas  un  supernumerario  para  cada  clase  de 
empleo  con  el  objeto  de  suplir  la  falta  del  que  falleciesa  ó  se 
imposibilitase;  cerraba  el  arca,  cajón  ó  cántaro  con  1res 
llaves  según  la  costumbre ,  entregando  estas  al  alcalde  ,  re- 
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gidor  decano,  escribano,  cura  párroco  ú  otras  personas 
que  tenían  derecho  de  custodiarlas,  y  depositando  aquella 
en  las  salas  consistoriales  ,  para  que  á  su  tiempo  se  proce- 
diese á  la  estraccion  ;  y  por  fin  remitía  á  la  cnancillería  ó 
audiencia  que  le  dio  la  comisión  todas  las  diligencias  origi- 
nales cerradas  y  selladas  para  que  se  custodiasen  con  el 
correspondiente  sigilo  en  la  escribanía  de  cámara. 

Si  la  insaculación  habia  de  hacerse  por  el  vecindario  con 
asistencia  del  comisionado  ,  se  procedía  á  votar  por  el  con- 
cejo abierto  ó  por  cada  vecino  casa  y  calle  hita  las  personas 
que  se  necesitaban  para  llenar  el  número  de  los  que  habían 
de  insacularse  para  los  oficios  de  ayuntamiento,  como  se 
practicaba  en  las  elecciones  ordinarias;  y  finalizado  el  acto  , 
pasaba  el  comisionado  á  hacer  por  sí  solo  el  escrutinio  de  las 
personas  que  resultaban  insaculables  con  mas  votos  para 
alcaldes  y  regidores ,  y  ejecutaba  luego  las  demás  diligen- 
cias que  quedan  espresadas  sobre  insaculación,  depósito 
de  arca,  entrega  de  llaves ,  y  envío  del  espediente. 

La  estraccion  se  hacia  por  el  comisionado  cuando  la  auto- 
ridad superior  lo  estimaba  necesario  atendidas  las  circuns- 
tancias ,  ó  por  el  mismo  concejo  en  el  último  día  de  cada 
.  año ,  á  cuyo  fin  se  convocaban  todos  sus  individuos  y  asistían 
las  personas  que  tenían  las  llaves  del  arca ,  la  cual  se  abría 
en  presencia  de  todos  ,  y  se  iban  sacando  por  un  niño  las 
bolas  que  contenían  las  cédulas  con  los  nombres  de  los  in- 
saculados ,  hasta  que  así  quedaban  elegidos  por  suerte  todos 
los  que  habían  de  componer  el  ayuntamiento  del  año  in- 
mediato. 

INSINUACIÓN.  La  manifestación  ó  presentación  de  un 
instrumento  público  ante  juez  competente  para  que  este  in- 
terponga en  él  su  autoridad  y  decreto  judicial  de  aprobación; 
—  y  la  manifestación  y  reducción  á  escritura  pública,  hecha 
ante  el  juez ,  de  lo  que  uno  hace ,  da  ó  entrega  á  otro  : 
Insinuatio  est  ejus  quod  íraditur,  sive  agilur,  coram  quo- 
cumque  judice  in  scripluram  redactio.  Es  necesaria  en  las 
donaciones  que  pasan  de  500  maravedís  de  oro ,  esto  es , 
de  25,600  reales  vellón  según  unos  ,  ó  de  7,352  reales  y  52 
maravedís  vellón  según  otros  (1)  ;  y  debe  hacerse  por  el 
donante ,  á  fin  de  que  enterado  el  juez  de  no  haber  mediado 
violencia,  dolo  ni  colusión,  apruebe  y  confirme  su  libera- 
lidad para  que  sea  valedera  y  estable  ;  pues  sin  este  requi- 
sito seria  nula,  no  con  respecto  á  toda  la  cantidad,  sino  solo 
en  cuanto  al  esceso.  Hade  hacerse  precisamente  ante  el  juez 
mayor  del  lugar,  como  dice  la  ley  (2) ,  no  ante  el  escribano 
como  algunos  acostumbran  ;  y  no  puede  renunciarse  de 
ningún  modo ,  pues  es  una  condición  tan  esencial  que  los 
interesados  podrían  por  su  falta  reclamar  la  cantidad  que 
sobrepujase  (5). 

Mas  hay  donaciones  que  no  necesitan  de  insinuarse  , 
aunque  pasen  de  500  maravedís  de  oro.  Tales  son  las  anti- 
dora'ies  ó  remuneratorias ,  porque  no  son  sino-  compensa- 
ciones de  los  beneficios  recibidos  {ti);  las  del  tercio  y  rema- 
nente del  quinto  hechas  á  los  descendientes  legítimos,  porque 
hasta  la  muerte  del  donador  no  puede  sabersa  si  pasarán 
de  dicha  cantidad;  las  hechas  por  causa  de  muerte;  las  que 
se  hicieren  por  el  rey  ó  al  rey  ;  las  que  tienen  por  objeto  la 
redención  de  cautivos  ó  la  reparación  de  casa  derribada , 
ó  cualquiera  otra  obra  piadosa  ;  las  dotes  y  donacionesprapícr 
nuptias  ó  por  razón  de  casamiento  ;  las  renuncias  de  heren- 
cias y  derechos  futuros;  las  recíprocas  y  otras.  Véase  Dona- 
ción cnlre  vivos. 

(1)  Véase  á  Febrero,  loin.  5,  pág.  290,  n.  8,  y  Alvarez,  Instit., 
lib.  2,  t.  7,  donde  dice  que  los  500  maravedís  en  pesos  fuertes  de 
la  moneda  de  Méjico  hacen  1280. 

(2)  Ley  9,  tít.  4,  Part.  5. 

(3)  Comez,  l¡b..2,  Variar.,  cap.  4,  n.  7,  et  ibi  Ayllon,  n.  8. 

(4)  "Véase  al  P.  Murillo,  lib.  5,  t.  14,  n.  222  al  lin. 


INSOLIDUM..  Espresion  latina  que  significa  por  enicro, 
por  el  todo  ;  y  suele  usarse  para  denotar  la  obligación  que 
tienen  dos  ó  mas  personas  que  se  obligaron  juntas  á  pagar 
una  sola  portadas  ¡adeuda  común.  Véase  Acreedor  solidario, 
Deudores  solidarios ,  y  Obligación  solidaria. 

IN  solutum.  Espresion  latina  que  significa  en  pago  ;  y 
suele  usarse  cuando  se  da  ó  adjudica  al  acreedor  alguna  cosa 
mueble  ó  raiz  del  deudor  en  pago  de  la  deuda.  Véase  Adju- 
dicación en  pago,  y  Dación  in  sotutum. 

INSOLVENCIA.  La  incapacidad  en  que  uno  se  halla 
de  pagar  alguna  deuda. 

INSOLVENTE .  El  que  no  tiene  con  que  pagar  las  deudas 
que  ha  contraído.  Véase  Acreedor,  Deudor  y  Bancarrota. 

INSPECCIÓN  ocular  (5).  El  examen  ó  reconocimiento 
que  hace  el  juez  por  sí  mismo  ó  por  peritos  de  la  cosa  liti- 
giosa ó  controvertida  para  enterarse  de  su  estado  y  juzgar 
con  mas  acierto.  Suele  hacerse  en  los  pleitos  sobre  términos 
de  pueblos  y  heredades,  servidumbres  rústicas  ó  urbanas  , 
edificios  ruinosos  ,  heridas,  daños,  y  otros  en  que  las  parles 
la  piden  ó  el  juez  la  manda  hacer  de  oficio  para  mejor  pro- 
veer; bajo  el  concepto  de  que  este  género  de  prueba  se 
admite  en  cualquier  estado  de  la  causa ,  aunque  sea  después 
de  la  conclusion  para  sentencia.  Guando  la  cosa  sobre  que 
ha  de  recaer  la  inspección  pide  conocimientos  facultativos, 
el  juez  debe  acompañarse  de  peritos  nombrados  por  las 
partes  ó  por  él  mismo  si  aquellas  no  lo  hicieren  :  hace  que 
se  les  notifique  el  nombramiento  ,  los  cita  para  que  acepten 
el  encargo  y  juren  cumplirle  fielmente,  les  señala  dia  y  hora 
para  hacer  el  reconocimiento  ,  manda  dar  aviso  á  las  partes 
para  que  asistan  á  él  si  quieren  ,  y  luego  procede  al  acto , 
asistido  siempre  del  escribano  con  los  peritos  que  examinan 
el  asunto  litigioso  y  estienden  sus  declaraciones ,  las  cuales 
se  entregan  al  juez  para  que  las  apruebe.  Si  los  peritos  no 
se  convinieren ,  se  nombra  un  tercero  en  discordia  por  las 
partes  ó  por  el  mismo  juez  si  hubiere  desavenencia  entre 
ellas.  Cuando  el  asunto  no  exige  conocimientos  facultativos, 
el  juez  nombra  testigos ,  y  á  su  presencia  procede  á  practicar 
el  reconocimiento  con  citación  de  las  partes.  —  Ejecutado 
este  en  uno  ú  otro  caso  con  las  indicadas  formalidades ,  el 
escribano  lo  pone  por  diligencia  ,  y  autorizado  el  acto  por 
los  que  han  intervenido  en  él ,  se  une  á  los  autos,  y  forma 
una  prueba  mas  ó  menos  completa  según  los  casos.  Leyes  8 
y  13,  tít.  IU,  Part.  3,  y  la  práctica.  Véase  Peritos. 

-J-  INSPECCIÓN  GENERAL  DEL  CUERPO  DE  GUARDIAS  CI- 
VILES. La  autoridad  superior  de  quien  dependen  todos  los 
ramos  del  servicio,  así  como  el  régimen  interior,  adminis- 
tración y  disciplina  del  cuerpo.  Dirige  su  organización  pro- 
poniendo á  la  real  aprobación  las  mejoras  ó  variaciones  que 
el  tiempo  y  la  esperiencia  acrediten  ser  necesarias,  y  vigi- 
lando sobre  la  rigurosa  observancia  de  las  órdenes  que  arre- 
glan esta  fuerza  ,  entendiéndose  al  efecto  con  los  ministerios 
de  la  Guerra  y  Gobernación  en  la  parte  que  á  cada  uno 
compete.  Reglam.  de  15  de  octubre  de  i&lik.  Véase  Guardia 
civil. 

INSPECTOR.  El  oficial  público  ó  agente  del  gobierno 
que  revestido  de  algún  poder  especial  tiene  el  cuidado  habi- 
tual ó  momentáneo  de  velar  sobre  la  gestion  ó  desempeño 
de  las  diferentes  partes  de  la  administración  publica.  Tales 
son  los  inspectores  del  ejército ,  los  de  hospitales  ,  provi- 
siones, utensilios,  etc. 

INSTALACIÓN.  La  toma  de  posesión  de  algún  empleo, 
cargo  ó  beneficio.  Se  compone  de  dos  palabras  latinas,  á 
saber,  de  la  preposición  in  que  significa  m  ó  sobre,  y  del 
sustantivo  slallum  que  significa  escabel;  porque  cuando  se 
da  la  posesión  de  algún  oficio,  se  pone  solemnemente  al  in- 

'")  Véase  la  rey  51,  tít.  16,  lib.  2,  Rccop.  (tetad. 
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teresado  en  la  plaza  ó  sitio  que  debe  ocupar  para  su  desem- 
peño. Véase  Posesión. 

INSTALAR.  Poner  á  alguno  en  posesión  de  un  empleo 
ú  oficio ,  colocándole  en  la  plaza  ó  lugar  que  le  pertenece. 

INSTANCIA.  La  súplica,  petición  ó  solicitud;  y  así 
cuando  se  dice  que  el  juez  debe  proceder  á  instancia  de 
parte ,  se  quiere  dar  á  entender  que  debe  proceder  á  peti- 
ción del  interesado  y  no  de  oficio. 

INSTANCIA.  El  ejercicio  délas  acción  en  juicio  desde 
la  contestación  hasta  la  sentencia  definitiva.  Se  llama  primera 
■instancia  el  ejercicio  de  la  acción  ante  el  primer  juez  que 
debe  conocer  del  asunto  :  segunda  instancia  el  ejercicio  de 
la  misma  acción  ante  el  juez  ó  tribunal  de  apelación  ,  para 
que  se  reforme  la  sentencia  del  primer  juez  ;  y  tercera  ins- 
tancia el  ejercicio  de  la  acción  reproducida  ante  el  mismo 
tribunal  de  apelación  ó  ante  otro  mas  elevado  ,  según  la  clase 
de  jurisdicciones ,  para  que  se  revea  el  proceso  y  se  corrija 
ó  revoque  la  segunda  sentencia. 

I.  La  primera  instancia  en  las  causas  civiles  se  debia  aca- 
bar y  determinar  dentro  de  tres  años  ,  y  en  las  criminales 
dentro  de  dos,  según  se  halla  dispuesto  en  la  ley  9  ,  lit.  6  , 
Part.  6,  y  en  la  ley  7,  tít.  29,  Part.  7.  «Otrosí  mandamos, 
dice  la  última ,  que  ningunt  pleyto  criminal  non  pueda  durar 
mas  de  dos  años;  et  si  en  esle  comedio  non  podiere  seer  sa- 
bida la  verdat  del  acusado ,  tenemos  por  bien  que  sea  saca- 
do de  la  cárcel  en  que  estaba  preso  et  dado  por  quilo,  et 
den  pena  al  acusador  así  como  diximos  en  el  título  de  las 
acusaciones  en  las  leyes  que  fablan  en  esta  razón.  »  Mas  esta 
disposición  no  se  halla  en  uso ,  como  ya  manifiesta  de  su 
tiempo  Gregorio  López  en  las  glosas  de  dichas  leyes. 

II.  Por  regla  general,  se  admiten  tres  instancias,  asi  en 
los  negocios  civiles  como  en  los  criminales  ,  á  fin  de  que  sea 
mas  seguro  el  acierto  en  los  fallos  ,  y  se  eviten  en  la  admi- 
nistración de  la  justicia  los  efectos  de  la  ignorancia,  del  er- 
ror, de  la  pasión  y  del  soborno  ;  pero  á  veces  la  ley,  según 
la  entidad  de  los  negocios  y  la  naturaleza  y  calidad  de  los 
diferentes  juicios  ,  quiere  que  la  primera  ó  la  segunda  sen- 
tencia cause  ejecutoria.  «  En  todo  negocio  ,  dice  el  art.  285 
de  la  Const.  de  1812  (que  rige  como  decreto)  ,  cualquiera 
que  sea  su  cuantía,  habrá  á  lo  mas  1res  instancias  y  tres 
sentencias  definitivas  pronunciadas  en  ellas.  » 

III.  Los  jueces  letrados  de  partido  son  en  general  los  úni- 
cos á  quienes  dentro  de  su  distrito  compete  conocer  en  pri- 
mera instancia  de  todas  las  causas  civiles  y  criminales  que 
en  él  ocurran  correspondientes  á  la  real  jurisdicción  ordi- 
naria, inclusas  las  que  antes  se  llamaban  casos  de  corte; 
esceptuándose  algunas  que  se  reservan  á  las  audiencias  ter- 
ritoriales y  al  supremo  tribunal  de  justicia  ,  como  también 
las  pertenecientes  á  las  jurisdicciones  eclesiástica  ,. de  ha- 
cienda pública,  de  guerra  y  marina  y  otros  juzgados  ó  tri- 
bunales especiales,  como  se  verá  en  sus  lugares  respectivos. 
Las  audiencias  conocen  en  segunda  y  tercera  instancia  de 
todas  las  causas  civiles  y  criminales  de  los  juzgados  inferio- 
res de  su  demarcación  ,  y  aun  en  primera  de  las  que  se  les 
reservan  ;  y  no  pueden  de  manera  alguna  avocar  causa  pen- 
diente ante  juez  inferior  en  primera  instancia,  ni  entreme- 
terse en  el  fondo  de  ella  cuando  promuevan  su  curso  ó  se 
informen  de  su  estado  ,  ni  pedírsela  aun  ad  effectum  videndi, 
ni  retener  su  conocimiento  en  dicha  instancia  cuando  haya 
apelación  de  auto  interlocutorio ,  ni  embarazar  de  otro  modo 
á  dichos  jueces  en  el  ejercicio  de  la  jurisdicción  que  les  com- 
pete de  lleno  en  la  instancia  espresada. Véanse  los  diferentes 
artículos  de  las  palabras  Fuero  ,  Juicio  y  Jurisdicción ,  como 
igualmente  Audiencia,  Caso  de  corle,  Apelación,  Juez, 
Suplica  y  Tribunal  supremo  de  justicia. 

IV.  Ño  debe  haber  en  cada  negocio  mas  instancias  que 
las  designadas  por  las  leyes,  ni  puede  separarse  su  conoci- 
miento de  los  tribunales  y  juzgados  competentes ,  ni  hay  lu- 


gar á  solicitudes  ó  recursos  sobre  alteración  de  los  trámites 
y  formas  con  que  en  ellas  ha  de  precederse  según  derecho. 
Así  está  decidido  espresamente  por  real  decreto  de  21  de 
marzo  de  1834.  «  Considerando,  dice  la  reina  gobernadora, 
la  índole  peculiar  de  los  negocios  contenciosos;  la  imposi- 
bilidad de  conocer  acertadamente  de  ellos  sin  las  formali- 
dades establecidas  para  su  curso  y  terminación;  la  nece- 
sidad de  poner  fin  á  la  admisión  del  considerable  número  de 
instancias  estraordinarias  sobre  asuntos  judiciales  que  dia- 
riamente se  me  dirigen  por  la  secretaría  de  vuestro  cargo 
(  por  la  de  gracia  y  justicia);  y  la  utilidad  y  conveniencia 
de  restituir  á  los  tribunales  el  Heno  de  facultades  que  exige 
la  ordenada  administración  de  justicia ,  sin  privar  por  ello  á 
los  agraviados  del  recurso  de  queja  á  mi  real  persona ,  ni 
menoscabar  la  protectora  vigilancia  que  corresponde  á  mi 
gobierno,  he  venido  en  mandar  :  —  Io.  que  no  se  dé  curso 
á  ninguna  de  las  instancias  que  se  me  dirijan  por  cualquiera 
de  las  secretarías  del  despacho,  sobre  la  justicia  ó  injusticia 
de  pretensiones  ó  negocios  que  se  hallen  pendientes  en  los 
tribunales  :  —  2o.  tampoco  lo  tendrán  las  en  que  se  trate  de 
alterar  los  trámites  establecidos  para  la  sustanciacion  de  los 
juicios  :  —  5o.  las  que  tengan  por  objeto  separar  de  los  tri- 
bunales y  juzgados  competentes,  según  las  leyes,  el  cono- 
cimiento de  negocios  por  incoar  ó  ya  radicados  en  ellos  :  — 
U°.  las  que  se  dirijan  á  variar  las  formas  establecidas  para 
el  fallo  de  los  pleitos  y  causas  ,  bien  se  solicite  que  se  au- 
menten ,  muden  ó  disminuyan  los  jueces  que  han  de  sen- 
tenciarlos, ó  bien  cualquiera  otra  novedad  en  su  vista  ó 
votación  :  —  S°.  las  que  versen  sobre  obtener  revisiones 
estraordinarias,  ó  sobre  volver  á  abrir  juicios  ya  fenecidos.» 

V.  Causar  instancia  es  seguir  juicio  formal  sobre  una 
cosa  por  el  término  y  con  las  solemnidades  establecidas  por 
las  leyes;  y  así  cuando  en  alguna  petición  toca  un  interesa- 
do algún  punto  sobre  el  cual  no  quiere  entablar  litigio,  sue- 
le decir  :  «  con  la  prolesta  que  ante  todas  cosas  hago  de  no  - 
causar  instancias.  » 

INSTANCIA  (  absolución  de  la).  En  el  artículo  Abso- 
lución se  esplicó  ya  la  naturaleza  de  la  absolución  de  la  ins- 
tancia, y  la  diferencia  que  hay  entre  ella  y  la  absolución 
libre  y  definitiva.  Indicóse  al  mismo  tiempo  que  la  absolu- 
ción de  la  instancia  usada  en  procesos  criminales  para  de- 
jarlos pendientes  bajo  cierto  aspecto  hasta  que  resulten 
nuevos  méritos  para  absolver  ó  condenar  libremente  al  acu- 
sado ,  no  tiene  raiz  en  disposición  espre-sa  de  nuestras  le- 
yes; pero  tratando  ahora  mas  de  propósito  esta  materia  , 
debemos  añadir  que  quizá  hoy  es  práctica  necesaria,  ó 
saludable  á  lo  menos ,  la  que  fué  un  abuso  mientras  estuvo 
vigente  en  todas  sus  partes  la  ley  26 ,  tít.  1,  Part.  7.  En- 
tonces no  cabia  mas  que  absolver  ó  condenar  al  acusado  ; 
no  se  podia  dejar  indecisa  su  suerte  ;  no  se  podia  menos  de 
acabar  el  juicio  ;  porque  la  ley  autorizaba  no  solo  los  medios 
ordinarios  de  averiguación  y  prueba,  sino  también  los  es- 
traordinarios  de  purgación  de  indicios.  «  Et  si  las  pruebas 
que  fuesen  dadas  contra  el  acusado  (dice  la  citada  ley)  non 
dixiesen  nin  testiguasen  claramente  el  yerro  sobre  que  fué 
fecha  la  acusación, et  el  acusado  fuese  home  de  buena  fama, 
débelo  el  judgador  quitar  por  sentencia.  »  Pero  luego  añade 
la  ley  :  «  Et  si  por  aventura  fu¿se  home  mal  enfamado ,  et 
otrosí  fallase  por  las  pruebas  algunas  psesunciones  contra 
él ,  bien  le  puede  estonce  facer  atormentar  de  manera  que 
pueda  saber  la  verdat  del.  »  Asi  pues,  un  proceso  en  el  cual 
conforme  á  esta  ley  se  había  purgado  la  mala  fama  del  acu- 
sado y  se  habían  desvanecido  los  indicios  por  el  tormento, 
que  según  la  ley  1 ,  lit.  50,  Part.  7,  «  es  manera  de  prue- 
ba.... que  tiene  muy  grant  pro  para  cumplirse  la  justicia,» 
no  podia  concluir  sino  con  una  sentencia  que  con  todos  los 
caracteres  ó  efectos  de  definitiva  dejara  ejecutoriada  la  ino-< 
cencía  ó  culpabilidad  del  acusado. 
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Aprobamos  pues  de  nuevo  la  opinion  de  Antonio  Gomez 
que  en  aquel  estado  de  la  legislación  no  encontraba  camino 
para  absolver  de  la  instancia,  y  estrañamos  la  condescen- 
dencia de  Gregorio  López  que  transige  con  esta  fórmula  en 
ciertos  delitos. 

Pero  ya  las  cosas  tienen  otro  aspecto  desde  que  el  tor- 
mento se  borró  de  nuestra  legislación;  ya  puede  suceder,  y 
sucede  con  frecuencia ,  que  en  la  conclusion  de  unos  autos 
quedan  en  pié  la  mala  fama  y  los  indicios  que  han  motivado 
su  formación  ;  ¿procede  entonces  la  absolución  eompleta  del 
acusado  ?  No ,  conforme  á  la  razón  legal  ;  porque  una  decla- 
ración definitiva  de  inocencia  no  puede  darse  sino  sobre 
demostraciones  procesales  que  no  dejen  duda  de  ella  ;  y  aquí 
hay  esta  duda  en  tanto  grado,  como  que  ha  servido  para 
abrir  un  proceso  y  acusar  á  un  individuo  determinado  : 
tampoco  procede  según  lo  dispuesto  en  la  citada  ley,  la 
cual  no  quiere  absolver  al  hombre  de  mala  fama  é  indiciado 
del  delito  sino  purgados  fama  é  indicios  por  un  medió  que 
hoy  no  se  conoce.  ¿Qué  hará  pues  el  juez?  ¿absolver  libre- 
mente? no  consta  la  inocencia  :  ¿condenar?  no  hay  méritos 
sino  de  acusación.  Dejará  pues  conforme  á  la  práctica  el 
proceso  en  el  estado  en  que  se  encuentra  ,  le  dejará  pen- 
diente ,  abierto ,  en  estado  de  seguirse  cuando  la  suerte  de- 
pare mas  luz  para  absolver  ó  condenar  al  acusado  ;  que  otro 
tanto  quiere  decir  absolverle  de  la  instancia.  Si  la  ley  de 
Partida  no  hubiera  conocido  el  tormento  para  acabalar  las 
pruebas,  natural  es  que  después  de  proponerse  el  caso  de 
suficiencia  de  los  medios  ordinarios  de  prueba  y  subsisten- 
cia de  indicios  á  pesar  de  aquellos,  hubiera  mandado  ,  no  la 
terminación,  sino  meramente  la  suspension  del  proceso, 
adoptando  elnon  liquet  délos  Romanos,  que  desconocian  en 
el  estado  normal  de  sus  juicios  el  medio  de  purgación  por  el 
tormento.  Es  gravoso  sin  duda  para  el  acusado  el  quedar 
pendiente  de  una  acusación  ;  pero  no  tanto  como  parece  á 
primera  vista  ,  si  bien  se  consulta  la  generalidad  de  los  ca- 
sos ,  pues  que  recobrada  la  libertad  ,  en  pocos  de  ellos  lle- 
garán á  ser  materiales  los  perjuicios  de  esta  especie  de  su- 
jeción á  causa.  Por  otra  parte,  se  ha  oido  al  procesado,  ha 
probado  ó  tenido  términos  á  probar,  y  no  ha  querido  ó  no 
ha  alcanzado  á  desvanecer  los  indicios  que  le  acriminaban  ; 
cúlpese  pues  á  sí  mismo ,  quéjese  de  su  mala  suerte  y  nunca 
de  la  administración  de  justicia,  que  por  mas  propensa  que 
sea  à  la  libre  absolución  no  tiene  facultades  para  pasar  de 
oficio  la  esponja  sobre  méritos  que  quedan  vivos  en  los  au- 
tos. Quod  non  est  plena  probalio  ,  plané  nidia  est  probalio, 
se  ha  dicho  con  muchísima  razón  ;  pero  adviértase  que  este 
canon  solo  tiene  verdadera  y  justa  aplicación  cuando  se  em- 
plea para  escepcionar  el  rigor  de  la  pena  legal,  y  que  surte 
todos  sus  efectos  favorables  siempre  que  á  pesar  de  haber 
algunos  cargos  contra  el  acusado  se  remite  el  proceso  á  mas 
completa  prueba. 

¿  Será  lícito  absolver  de  la  instancia  en  un  proceso  en  el 
cual  una  prueba  plena  de  criminalidad  no  ha  bastado  para 
producir  el  convencimiento  moral  del  juez?  Compadecería- 
mos al  que  se  hallase  en  semejante  caso;  porque  creemos  que 
si  no  condenaba  incurriria  en  grave  responsabilidad  siem- 
pre que  se  le  hiciese  cargo  con  el  proceso  en  la  mano.  Y  del 
mismo  modo  que  nunca  se  le  admitiría  la  justificación  de  su 
convencimiento  de  hombre  para  lavarse  de  una  sentencia 
condenatoria  cuando  los  autos  no  la  produjeran ,  tampoco 
su  falta  de  convencimiento  lo  absolvería  cuando  el  proceso 
le  obligaba  á  condenar.  Nuestras  leyes  han  determinado  los 
indicios  y  su  naturaleza  ;  han  señalado  los  trámites  y  las 
pruebas;  les  han  dado  nombre  y  clasificádolas;  y  la  ley 
supone  que  cuando  por  los  medios  que  ha  determinado  se 
viene  á  una  prueba  plena  de  las  que  ha  admitido  como  tales, 
se  produce  simultáneamente  el  convencimiento  moral  de  la 
certeza  del  delito  y  delincuente,  y  esclaviza  al  juez  á  fallar 


por  lo  escrito.  Si  libertad  le  diera  para  separarse  de  este  , 
puede  ser  que  alguna  vez  ganase  la  justicia  originaria  ;  pero 
quedaba  habitualmente  espuesta  á  los  comboles  de  la  amia 
fe,  á  las  ilusiones  de  la  buena  y  á  los  estravíos  de  la  igno- 
rancia ,  y  la  responsabilidad  judicial  se  anulaba  entera- 
mente. 

INSTITOB.  El  factor  entre  comerciantes ,  esto  es  ,  el 
e&cargado  de  hacer  compras ,  ventas  ú  otras  negociacio- 
nes mercantiles  en  tienda  ,  despacho  ú  otro  establecimiento  á 
nombre  y  por  cuenta  de  otra  persona.  Institor  viene  del 
verbo  instar,  y  se  llama  así  el  factor  porque  su  oficio  es  ins- 
tar y  solicitar  á  los  que  con  él  tratan  de  negocios,  quod  nc- 
gotio  ejerendo  instet.  Mas  esta  denominación  no  tiene  ya  uso 
entre  nosotros.  Véase  Acción  insliloria  y  Factor. 

INSTITUCIÓN.  El  establecimiento  ó  fundación  de  algu- 
na cosa;  —  y  la  instrucción,  educación  ó  enseñanza. 

INSTITUCIÓN  de  heredero.  El  nombramiento  ó  de- 
signación que  hace  un  testador  de  la  persona  ó  personas  que 
quiere  le  sucedan  después  de  su  muerte  en  todos  sus  dere- 
chos y  obligaciones.  Esta  institución  puede  ser  espresa  ó 
tácita ,  y  universal  ó  particular.  Es  espresa  cuando  el  testa- 
dor nombra  con  términos  claros  y  formales  la  persona  que 
ha  de  heredarle;  y  tácita,  cuando  no  designando  el  testador 
persona  alguna  que  le  suceda ,  manifiesta  indirectamente 
ser  su  voluntad  que  la  herencia  recaiga  sobre  los  herederos 
legítimos  ó  llamados  por  la  ley.  Universal  es  la  que  abraza 
todos  los  bienes  y  derechos  del  difunto;  y  particular,  la  que 
se  limita  á  cierta  cuota  ó  á  cierta  especie. 

La  institución  espresa  de  heredero  era  en  lo  antiguo  de 
esencia  del  testamento,  el  cual  sin  ella  no  podia  surtir  efecto 
alguno  :  mas  ahora  no  es  ya  necesaria  para  la  validez  del 
testamento;  pues  en  caso  de  que  no  la  haya  van  los  bienes 
á  los  herederos  legítimos  ó  ab  intestato  ,  y  estos  tienen  la 
obligación  de  cumplir  las  mandas  y  demás  cosas  ordenadas 
por  el  difunto;  ley  1,  lit.  18  ,  lib.  10,  Nov.  Rec.  También 
antiguamente  la  institución  particular  se  eslendia  á  todos  los 
bienes,  cuando  se  dejaban  algunos  á  una  persona  y  no  se 
disponía  de  los  demás ,  por  el  principio  que  regia  entonces 
de  que  nadie  podía  morir  testado  enparle  y  cu  parle  intes- 
tado ;  y  así  era  que  el  heredero  instituido  en  una  cosa  se 
llevaba  toda  la  herencia  si  no  habia  otro  instituido  en  la 
parte  que  quedaba ,  ó  si  aunque  lo  hubiese  no  quería  perci- 
birla ;  leyes  14  ,  1S  y  17,  til.  5 ,  Part.  3.  Mas  al  presente  se 
halla  ya  derogado  tan  estraño  principio,  que  si  era  conforme 
á  las  instituciones  y  costumbres  de  los  Romanos  ,  desdice 
mucho  de  las  nuestras  :  por  lo  cual  en  el  caso  de  que  el  tes- 
tador haya  instituido  á  un  heredero  en  alguna  parte  de  sa 
hacienda  sin  hacer  mención  del  destino  que  quiere  dar  á  la 
restante,  percibirá  él  heredero  testamentario  tan  solamente 
las  cosas  que  se  le  dejan,  y  entrarán  en  las  demás  los  here- 
deros legítimos  como  si  el  testador  los  hubiese  nombrado  ; 
ley  1 ,  lit.  18  ,  lib.  10,  Nov.  Rae.  (1). Véase  Heredero  c.clra- 
ño  ó  voluntario. 

INSTITUCIÓN  captatoria.  Véase  Captatoria. 
INSTITUCIÓN  canónica.  El  acto  de  conferir  canóni- 
camente algún  beneficio  eclesiástico.  La  institución  se  dis- 
tingue de  la  colación;  porque  la  colación  es  una  concesión 
espontánea  de  algún  beneficio,  hecha  libremente  por  el 
ordinario  diocesano;  y  la  institución  es  una  concesión  ne- 
cesaria de  algún  beneficio  ,  hecha  en  virtud  de  la  pre- 
sentación del  patrono.  Dícese  necesaria ,  porque  el  ordina- 
rio no  puede  repeler  al  presentado  por  el  patrono,  con  tal 
que  no  sea  indigno.  Mas  generalmente  hablando,  bajo  el 
nombro  de  institución  se  entiende  cualquiera  concesión  de 
beneficio.  —  Cuatro  son  las  reglas  principales  relativas  á  la 
institución.  La  primera  es,  que  los  beneficios  no  pueden 


(1)  Véase  á  Sala,  tom.  i,  pág.  511,  n. 


l(i. 


IN 


——   h  Ou 


ÎN 


obtenerse  sin  institución  canónica  :  1a  Wë^nêa-l  que  no  de- 
ben instituirse  sino  personas  idóneas  por  su  edad  ,  su  virtud 
y  su  ciencia  :  !a  tercera ,  que  nadie  puede  instituirse  á  sí 
mismo ,  porque  debe  haber  distinción  personal  entre  el 
que  da  y  el  que  recibe  :  la  cuarta  ,  que  el  derecho  de  insti- 
tuir pertenece  regularmente  al  obispo,  á  no  ser  que  competa 
á  otros  por  costumbre  ó  privilegio.  Véase  Patronato. 

INSTITUCIÓN  corporal.  El  acto  de  poner  à  uno  en 
posesión  de  algún  beneficio,  instalándole  ó  colocándole  en  la 
plaza  ó  sitio  que  debe  ocupar,  y  haciéndole  ejecutar  algunos 
actos  concernientes  al  desempeño  de  sus  funciones. 

INSTITUCIONES.  La  colección  metódica  de  los  prin- 
cipios ó  elementos  de  alguna  ciencia ,  principalmente  de  la 
del  derecho. 

INSTITUTA.  Los  primeros  elementos  de  jurispruden- 
cia, y  con  especialidad  el  compendio  del  derecho  civil  délos 
■Romanos.  Entre  estos  se  conocian  tres  instituías ,  la  deCayo, 
la  de  Jiistinianoyla  de  Teófilo.  La  de  Cayo  era  un  estrado 
del  derecho  romano  que  hizo  el  célebre  jurisconsulto  Gayo  ó 
Gayo  en  tiempo  de  Marco  Aurelio.  La  de  Justiniano  es  un 
compendio  del  derecho  del  Código  y  del  Digesto,  compuesto 
de  orden  de  este  emperador,  al  mismo  tiempo  que  hacia  tra- 
bajar el  Digesto  ,  por  los  jurisconsultos  Triboniano,  Teófilo 
y  Doroteo.  La  de  Teófilo[es  una  paráfrasis  de  la  de  Justinia- 
no ,  compuesta  en  griego  por  orden  del  emperador  Focas. 
Véase  Derecho  romano. 

■j-  INSTITUTOS.  Se  llaman  de  este  modo  los  estable- 
cimientos en  que  se  da  la  segunda  enseñanza.  Los  hay 
provinciales  y  lócales.  Cada  provincia  debe  tener  uno  colo- 
cado en  la  capital ,  aunque  mediando  razones  especiales 
puede  establecerse  en  otro  punto  de  la  misma  provincia.  — 
Los  institutos  provinciales  dan  los  cinco  años  de  la  segunda 
enseñanza ,  hallándose  provistos  de  los  medios  materiales 
necesarios  al  efecto. 

Los  institutos  tienen  su  director  nombrado  por  el  Gobierno, 
formando  su  claustro  la  reunion  de  todos  los  catedráticos  de 
los  mismos,  y  existiendo  una  junta  inspectora  para  vigilar 
la  parte  gubernativa  y  económica.  Rl.  decr.  de  8  de  julio 
de  18'í7.  Yéase  Director  de  instituto  y  Junta  inspectora  de 
instituto. 

INSTRUCCIÓN.  La  reunion  de  pruebas,  procedimientos 
y  formalidades  para  poner  un  negocio  en  estado  de  ser  juz- 
gado. 

-j-  INSTRUCCIÓN  primaria.  Por  la  ley  de  21  de  julio 
de  1838  recibió  su  arreglo  este  importante  ramo  de  la  ad- 
ministración. —  Puede  verse  el  Suplemento  al  Diccionario 
de  Escriche. 

INSTRUCTIVAMENTE.  Para  instrucción  ;  y  así  se 
suele  decir  que  se  ha  oido  á  las  partes  instructivamente. 

INSTRUIR.  Formalizar  un  proceso  ó  espediente  con- 
forme á  las  reglas  de  derecho  y  prácticas  recibidas. 

INSTRUMENTAL.  Lo  perteneciente  á  los  instrumen- 
tos ó  escrituras  públicas;  y  así  se  llama  prueba  instrumental 
la  que  se  hace  solo  con  estos  instrumentos ,  y  testigo  instru- 
mental el  que  asiste  al  otorgamiento  de  un  instrumento  ó 
escritura. 

INSTRUMENTO.  Cualquiera  de  las  herramientas, 
utensilios  y  máquinas  de  que  se  sirven  los  hombres  para 
trabajar  en  los  oficios,  artes,  fábricas  ó  en  cualquiera  es- 
pecie de  industria  á  que  se  dedican.  Los  instrumentos  de 
esta  clase  no  pueden  embargarse  ni  ocuparse  en  las  ejecu- 
ciones por  deudas  civiles  ó  causas  livianas,  áfin  de  no  pri- 
var á  los  operarios  de  los  medios  con.  que  ganan  la  subsis- 
tencia de  sus  familias ,  y  de  no  embarazar  los  efectos  de  la 
industria;  ley  19  ,  til.  31 ,  lib.  11 ,  Nov.  Rec.  —  Bajo  la  pa- 
labra instrumento  se  comprende ,  cuando  se  trata  de  un 
fundo  ,  todo  lo  que  puede  servir  para  su  cultivo  y  esplota- 
cion  :  cuando  se  trata  de  pesca .  todo  lo  que  es  útil  para  el 


ejercicio  de  este  ramo  de  industria,  no  solo  las  redes  sino 
también  las  barcas  que  se  emplean  en  ella  :  cuando  se  trata 
de  pintura  ,  todo  lo  necesario  para  hacerla,  como  las  tintas, 
colores  ,  pinceles ,  etc. 

INSTRUMENTO.  En  general  es  todo  lo  que  sirve  para 
instruir  una  causa,  todo  lo  que  nos  conduce  á  la  averigua- 
ción de  la  verdad ,  todo  lo  que  nos  da  luz  sobre  la  existencia 
de  un  hecho  ó  convenio  ;  de  modo  que  en  este  sentido  pue- 
den llamarse  instrumentos  las  deposiciones  de  testigos  y  sus 
promesas  :  Instrumenlorum  nomine ,  dice  la  ley  1 ,  tít.  U , 
lib.  22  del  Digesto ,  ea  omnia  accipienda  sunt ,  quibus  causa 
instruí  potest  ;  et  ideo  tam  testimonia ,  quam  personan  ins~ 
trumentorum  loco  habentur.  La  voz  instrumento  se  deriva 
efectivamente  del  verbo  latino  ins'ruere  ,  instruir,  porque 
está  destinado  á  instruirnos  é  informarnos  de  lo  que  ha  pa- 
sado i  y  por  eso  no  es  estraño  que  se  haya  comprendido 
también  bajo  esta  apelación  á  los  testigos.  Mas  en  sentido 
propio  y  riguroso  no  se  entiende  por  instrumento  sino  el  es- 
crito en  que  se  perpetúa  la  memoria  de  un  hecho ,  el  papel 
ó  docum'ento  con  que  se  justifica  ó  prueba  alguna  cosa  ,  la 
descripción,  memoria  ó  nota  de  lo  que  uno  ha  dispuesto  ó 
ejecutado  ó  de  lo  que  ha  sido  convenido  entre  dos  ó  mas 
personas  :  Fiunl  scriplurœ,  ut  quod  aclum  est, per  cas  fa- 
ciliüs  probari  possit  ;  1.  h,  tít.  k,  lib.  22 ,  D.  La  palabra  ins- 
trumento suele  confundirse  con  la  palabra  titulo,  tomándose 
frecuentemente  la  una  por  la  otra;  pero  en  rigor  son  muy 
diversas  y  significan  cosas  distintas.  Título  es  la  causa  del 
derecho  que  tenemos  :  el  título  de  un  comprador  v.  gr.  es 
la  compra  ;  el  título  de  un  donatario  es  la  donación;  el 
título  de  un  arrendatario  es  el  arrendamiento;  el  título 
de  un  heredero  es  la  institución  ;  de  modo  que  el  título 
viene  á  ser  lo  mismo  que  la  convención  ó  el  contrato  ó  la 
institución,  mientras  que  el  instrumento  no  es  otra  cosa 
que  la  prueba  escrita  del  título.  Podemos  pues  tener  un 
título  sin  tener  un  instrumento;  y  por  lo  contrario  podemos 
tener  un  instrumento  sin  tener  un  título.  El  que  compra 
verbalmente  una  cosa  tiene  un  título  y  no  un  instrumento  ; 
y  el  que  compra  por  escrito ,  pero  de  mala  fe ,  una  cosa  de 
que  el  vendedor  no  puede  disponer,  tiene  un  instrumento  y 
no  un  título ,  quia  non  habet  justam  causam  possidendi.Yéase 
Título. 

El  instrumento  es  público  ó  privado.  Es  instrumento  pú- 
blico el  que  una  persona  constituida  en  dignidad  ó  cargo 
público  autoriza  en  los  negocios  correspondientes  á  su  em- 
pleo ú  oficio  ;  y  es  instrumento  privado  el  que  se  hace  por 
personas  particulares  sin  intervención  de  persona  legalmenle 
autorizada,  ó  por  personas  públicas  en  actos  que  no  son  de 
oficio.  Algunos  dividen  los  instrumentos  en  auténticos,  pú- 
blicos y  privados;  pero  esta  division  trimembre  carece  de 
exactitud  y  precisión ,  pues  que  todo  instrumento  auténtico 
es  también  público,  respecto  de  que  no  hay  verdadera  au- 
tenticidad que  no  dimane  de  autoridad  pública  ,  y  todo  ins- 
trumento público  es  igualmente  auténtico  por  razón  de  la 
fe  ó  crédito  que  merece.  Véanse  los  artículos  siguientes. 

INSTRUMENTO  auténtico.  Dícese  auténtico  todo  es- 
crito ,  papel  ó  documento  que  se  halla  autorizado  de  manera 
que  haga  fe  y  deba  ser  creido.  La  palabra  auténtico  es  griega 
y  vale  lo  mismo  que  cosa  autorizada  ó  de  fe  cierta.  Es  ins- 
trumento auténtico,  según  Gregorio  López  en  las  glosas  de 
la  ley  1 ,  tít.  18,  Part.  3,  todo  escrito  que  hace  fe  por  sí 
mismo  y  no  requiere  ningún  otro  adminículo  para  su  validez; 
como  por  ejemplo  los  siguientes  :  —  Io.  las  cartas  ó  docu- 
mentos corroborados  con  sello  de  rey,  príncipe,  arzobispo, 
obispo,  cabildo ,  concejo ,  abad  bendito,  maestre  de  órdenes 
militares  ,  duque,  conde  ,  marques,  ricohombre  ú  otra  per- 
sona ó  corporación  constituida  en  dignidad  con  privilegio 
de  sello  ,  conforme  á  las  leyes  1  y  114  de  d.  tít.  y  Part.  ; 
—  2o.  los  documentos  hechos  ó  espedidos  por  algún  oficial 
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ô  funcionario  en  las  cosas  pertenecientes  albricio  que  ejerce 
con  autoridad  pública;  —  5o.  las  escrituras,  papeles,  docu- 
mentos, libros  de  actas,  de  estatutos,  de  matrículas  y  re- 
gistros ó  catastros  de  bienes  que  se  conservan  ea  los  archi- 
vos públicos;  y  las  copias  que  de  ellos  sacan  y  autorizan 
los  archiveros  por  mandato  del  rey,  juez  ó  persona  que  tenga 
.autoridad  para  ello;  —  k°.  los  documentos  que  están  com- 
i  probados  ó  corroborados  por  la  autoridad  de  muchas  perso- 
nas ó  por  la  observancia  de  largo  tiempo  ó  por  la  costumbre 
del  lugar  ;  — y  5o. como  añaden  generalmente  los  aulores,las 
partidas  de  bautismo ,  matrimonio  ó  entierro ,  y  demás 
certificaciones  dadas  por  los  párrocos  conforme  á  los  asientos 
que  constan  en  los  libros  parroquiales.  Después  de  admitir 
Febrero  como  auténticos  los  mismos  documentos  que  califica 
de  tales  Gregorio  López ,  procede  á  sentar  que  el  instru- 
mento auténtico  se  diferencia  del  público  en  que  el  primero 
está  autorizado  por  el  mismo  que  lo  hizo  y  contiene  hecho 
suyo  privativo  y  no  ajeno ,  mientras  que  el  segundo  se 
halla  autorizado  por  persona  en  quien  reside  autoridad  pú- 
blica ,  esto  es ,  ante  escribano ,  y  contiene  hechoS  y  cosas 
ajenas  que  pasan  á  su  presencia  :  bien  que  luego  da  también 
la  calificación  de  auténtico  al  instrumento  público  ,  aunque 
niegue  la  de  público  al  auténtico ,  porque  este  no  se  .otorga  , 
según  dice,  ante  persona  pública  ni  testigos  ni  con  solemni- 
dad alguna,  estableciendo  sin  embargo  que  ambos  convier.en 
en  la  estabilidad  y  en  la  fe  ó  crédito  que  merecen.  Mas  consolo 
recorrer  las  especies  que  hemos  mencionado  de  los  docu- 
mentos que  Gregorio  López  y  el  mismo  Febrero  admiten 
como  auténticos,  se  podrá  echar  de  ver  que  la  doctrina  que 
vierte  sobre  el  asunto  este  escritor  no  puede  aplicarse  sino 
cuando  mas  á  los  documentos  indicados  bajo  el  núm.  1°., 
eslo  es ,  á  los  dados  y  sellados  por  el  rey,  prelado ,  conde  y 
cualquiera  de  las  demás  personas  constituidas  en  dignidad; 
y  no  todavía  á  todos  y  cualesquiera  documentos  por  dichas 
personas  espedidos ,  sino  precisamente  á  aquellos  en  que  se 
obliguen  ellas  mismas,  pues  que  solamente  de  estos  últimos 
puede  decirse  de  algún  modo  que  son  auténticos  y  no  públi- 
cos ;  y  de  estos  instrumentos  dice  la  ley  1 14  3  tít.  18,  Part,  o, 
que  deben  valer  tan  solo  contra  el  que  los  mandó  sellar  para 
probar  su  contenido.  Todos  los  demás  instrumentos  autori- 
zados en  debida  forma  por  personas  públicas  en  los  negocios 
correspondientes  á  su  cargo  ó  empleo;  como  los  diplomas  , 
decretos,  mandatos,  edictos  de  cualesquiera  jefes  civiles, 
eclesiásticos ,  militares ,  de  hacienda  ú  otros;  las  provisio- 
nes, requisitorias,  exhortos  ú  otros  despachos  de  autoridad 
competente;  las  certificaciones  ó  testimonios  de  una  actua- 
ción ó  procedimiento  gubernativo  ó  judicial  librados  por  el 
jefe  ó  por  el  secretario  ó  escribano  respectivo  con  decreto 
del  jefe;  los  escritos  en  que  se  consignan  hechos  practica- 
dos ó  convenios  otorgados  por  ante  escribano  público  con 
arreglo  á  la  ley;  los  asientos  de  los  libros  de  contadores, 
administradores,  interventores  ú  otros  oficiales  de  hacienda 
pública ,  así  como  los  de  los  corredores  y  agentes  de  cam- 
bios y  otras  personas  autorizadas  por  la  ley,  estando  arre- 
glados á  lo  prevenido  por  sus  respectivas  instrucciones  y 
reglamentos;  todos  ellos  son  y  se  reputan  instrumentos  au- 
ténticos y  públicos,  y  como  tales  hacen  fe  y  prueba  completa 
acerca  de  los  hechos  y  asuntos  principales  de  su  contexto, 
y  en  cuanto  respectivamente  se  manda  ó  se  dispone  ó  se 
conviene  ú  otorga  en  los  mismos. 

La  diferencia  que  hay  entre  un  instrumento  auténtico  ó 
público  y  un  instrumento  privado  consiste  en  que  la  per- 
sona que  presenta  en  apoyo  de  su  demanda  un  instrumento 
público  ó  auténtico  no  está  obligada  á  justificar  la  verdad 
del  mismo  instrumento ,  sino  que  la  parte  que  pretende  que 
es  falso  es  quien  debe  acreditarlo;  y  por  el  contrario  la  per- 
sona que  presenta  un  instrumento  privado  está  obligada  á 
probar  que  es  verdadero  si  la  demandada  lo  niega.  La  razón 


es  que  en  el  primer  caso,  estando  autorizado  el  instrumento 
auténtico  por  un  funcionario  público,  se  presume  verdadero 
y  merece  entera  fe  mientras  no  se  demuestre  que  es  falso; 
y  en  el  segundo  caso  ,  no  debiendo  darse  mas  crédito  á  la 
parte  que  presenta  el  documento  como  verdadero  que  á  la 
que  lo  niega,  se  tiene  que  recurrir  naturalmente  al  princi- 
pio general  que  impone  al  demandante  la  necesidad  ú  obli- 
gación de  probar  su  acción  ó  demanda  :  Ei  incumbil  proba- 
tio  qui  dicil,  non  qui  negat.  En  suma,  el  instrumento  público 
prueba,  el  privado  refiere;  y  así  se  dice  de  prueba  probada 
el  primero  ,  y  de  prueba  articulada  el  segundo  (i).  — 
Véase  Instrumento  público,  Instrumento  privado,  Pri- 
vilegio. 

INSTRUMENTO  público.  En  general,  es  todo  escrito 
autorizado  por  un  funcionario  público  en  los  negocios' cor- 
respondientes á  su  oficio  ó  empleo  ,  como  ya  se  ha  indica- 
do en  los  dos  artículos  que  preceden  :  pero  mas  especial- 
mente se  entiende  por  instrumento  ó  escritura  pública  el 
escrito  en  que  se  consigna  una  disposición  ó  un  convenio 
otorgado  por  ante  escribano  público  con  arreglo  á  la  ley;  y 
de  esta  especie  de  instrumento  vamos  á  ocuparnos  en  este 
artículo. 

I.  Para  que  el  instrumento  público  sea  tenido  por  au- 
téntico y  arreglado  á  la  ley,  se  requieren  las  circunstancias 
siguientes  : 

Ia.  Que  las  personas  otorgantes  tengan  capacidad  para 
el  otorgamiento,  así  por  razón  de  su  edad  ,  como  por  la  de 
su  sano  juicio  y  do  su  estado  natural  ó  civil;  y  que  ti  objeto 
sobre  que  racae  sea  lícito  y  honesto.  Véase  Contrato,  Do- 
nación y  Testamento. 

2a.  Que  el  escribano  sea  competente  y  capaz.  No  es  com- 
petente para  la  redacción  de  un  instrumento  público  sino  so- 
lo el  escribano  público  del  número  del  pueblo  en  que  se 
hace  el  contrato,  obligación  ó  disposición  testamentaria  ;  de 
manera  que  si  otro  escribano  que  no  fuese  numerario  del 
pueblo  autorizase  el  acto ,  incurriría  en  la  pena  de  veinte 
mil  maravedís  y  privación  de  oficio ,  y  ademas  el  instru- 
mento seria  nulo  :  mas  en  los  pueblos  donde  no  hay  escri- 
banos numerarios  ,  y  asimismo  en  la  corte  ,  sitios  reales  y 
lugares  donde  había  cnancillerías  ,  pueden  otorgarse  con- 
tratos, obligaciones  y  testamentos  ante  cualesquierJÉecri- 
banos  reales  ó  notarios  de  reinos,  ley!,  tít.  23,  lit.  10  ríe 
la  Nov.  Rec;  en  cuyo  caso  deben  archivarse  los  registros  ó 
matrices  de  estos  instrumentos  en  el  protocolo  de  alguna  es- 
cribanía numeraria,  advirtiéndolo  así  al  fin  de  cada  instru- 
mento el  mismo  escribano  real  que  lo  estiende.  Sin  embar- 
go, está  prohibido  á  los  escribanos  reales  autorizar  en  Ma- 
drid y  en  cualesquiera  otros  pueblos  escrituras  de  ventas  ó 
permutas  de  bienes  raices  que  causen  alcabala  :  bien  que 
dice  Febrero  que  esta  prohibición  no  se  observa  en  Madrid. 
Véase  Alcabala  en  el  Modo  de  asegurar  su  pago,  Archivo  ,  y 
Escribano,  ns.  Vil  y  VIH. —  No  es  copas  el  escribano  que  se 
halla  públicamente  escomulgado,  ley  177  del  Estilo;  ni  el 
que  está  suspendido  de  sus  funciones,  mientras  dure  la  sus- 
pension; ni  mucho  menos  el  que  ha  sido  privado  de  oficio, 
como  es  claro;  y  así  es  que  carecerá  de  autenticidad  el  ins- 
trumento que  autorizare  un  escribano  que  se  encontrase  con 
alguna  de  estas  especies  de  incapacidad,  sea  que  la  sepan  ó 
la  ignórenlos  otorgantes  :  bien  que  el  escribano  será  casti- 
gado como  falsario,  y  habrá  de  responder  ademas  de  los  da- 
ños y  perjuicios  que  á  las  partes  se  siguieren.  La  incapaci- 
dad del  escriban/)  no  empieza  sino  desde  que  se  le  notificare 
la  sentencia  deescomunion,  suspension  ó  destitución  desús 
funciones;  y  por  consiguiente  los  instrumentos  que  hubiese 

(i)  Sobre  diferencias  entre  el  inslnuoeitlo  público  y  auténtico, 
véase  á  Fcbr.  mej.,  tom.  5,  pág.  3l> ,  S  100;  y  Sala,  tom.4, 
pág,  259,  n.  18. 
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autorizado  durante  la  causa  formada  contra  él  y  antes  do  la 
notificación  de  la  sentencia ,  serán  válidos  como  auténticos , 
aunque  la  sentencia  estuviese  ya  pronunciada  ;  Grec.  López 
en  las  glosas  6  y  7  de  la  ley  16,  til.  19,  Part.  3. —Los  instru- 
mentos que  dejan  de  ser  auténticos  por  razón  de  la  incom- 
petencia ó  incapacidad  del  escribano,  pueden  valer  como 
instrumentos  privados  si  se  hallan  firmados  por  los  otorgantes, 
y  los  actos  ó  negocios  de  que  en  ellos  se  trata  no  exigen 
precisamente  autorización  de  escribano  público  ;  porque 
siendo  indiferente  en  los  documentos  de  esta  especie  la  per- 
sona que  los  escribe  cuando  llevan  la  firma  de  las  partes  , 
importa  poco  en  este  caso  que  el  escribano  que  los  estiende 
se  halle  privado  de  su  carácter  de  funcionario.  Así  se  dedu- 
ce, con  efecto,  de  la  citada  ley  7,  tít.  25,  lib.  10,  Nov.  Rec, 
la  cual  después  de  establecer  que  no  hagan  fe  ni  prueba 
completa  las  escrituras  hechas  por  escribanos  que  no  sean 
numerarios,  permite  sin  embargo  que  su  contenido  se  pue- 
da justificar  por  otro  (¡enero  de  probanza;  y  es  claro  que 
entre  los  demás  medios  de  probanza  debe  comprenderse  la 
misma  escritura  del  escribano  considerada  como  documento 
privado. 

4 Se  deberá  considerar  también  como  incapaz  el  escri- 
bano que  no  reúne  las  circunstancias  que  la  ley  exige  para 
ser  tal  escribano,  ó  para  ejercer  sus  funciones?  Supongamos 
que  un  escribano  ,  después  de  haber  sido  condenado  á  una 
pena  infamante  que  le  quita  para  siempre  el  ejercicio  de  sus 
funciones  públicas,  logra  por  sorpresa  y  por  medio  de  ma- 
niobras engañar  á  la  autoridad  que  ignora  su  estado ,  y  ha- 
cerse conferir  la  escribanía  numeraria  de  un  pueblo.  Su- 
pongamos asimismo  que  un  hombre  cualquiera,  que  todavía 
no  tiene  los  veinte  y  cinco  años  que  se  requieren  para  este 
oficio  ,  consigue  igualmente  por  dolo  su  nombramiento  de 
notario  presentando  una  partida  de  nacimiento  ó  bautismo 
de  otro  individuo  del  mismo  nombre.  ¿Serán  realmente  in- 
capaces estos  escribanos  para  el  ejercicio  de  las  funcio- 
nes de  su  empleo?  Los  instrumentos  que  autoricen  ¿carece- 
rán de  la  fuerza  y  autenticidad  de  los  instrumentos  públicos? 
No  por  cierto  :  cualquiera  que  sea  la  capacidad  ó  incapa- 
cidad de  estos  escribanos  ,  cualquiera  que  sea  la  nulidad  ó 
validez  de  su  nombramiento  ,  los  instrumentos  que  autori- 
cen con'ta  calidad  de  que  se  hallan  revestidos  serán  válidos 
y  auténticos  si  es  que  no  son  nulos  por  otra  causa:  porque 
no  estando  en  mano  de  los  particulares  examinar  y  verificar 
la  legalidad  del  nombramiento  de  un  funcionario  público 
hecho  por  la  autoridad  á  quien  compete  asegurarse  de  sus 
calidades  ,  no  deben  ser  víctimas  de  un  error  nacido  del 
error,  engaño  ó  culpa  de  dicha  autoridad.  Así  se  infiere  de 
la  ley  118,  tít.  18,  Part.  3,  en  la  cual  se  establece  que  ââbe 
ser  creída  en  juicio  la  carta  pública  hecha  por  el  que  «  era 
escribano  público,  ó  que  en  el  lugar  do  fué  fecha  estaba  por 
escribano  público,  ó  era  fama  entre  los  homes  de  aquel  lu- 
gar que  lo  era  et  usaba  de  aquel  menester.  »  El  error  pú- 
blico y  común  confirma  en  efecto  por  razón  del  interés  de 
la  sociedad  los  actos  hechos  en  virtud  de  poderes  ilegales 
malamente  conferidos  por  el  gobierno  :  Error  communis  facit 
jus  es  una  máxima  general  adoptada  por  los  jurisconsultos 
y  deducida  de  la  célebre  ley  Barbarius  Philippus,  que  es  la 
3,  tít.  14,  lib.  1  del  Digesto.  Barbario  Filipo  era  un  esclavo 
prófugo  que  pasaba  por  libre  y  llegó  á  obtener  y  desempe- 
ñar el  alto  cargo  de  pretor  de  Roma.  Ulpiano  dice  termi- 
nantemente en  dicha  ley  que  este  hombre  no  era  ni  podia 
ser  verdadero  pretor,  sino  que  ejercía  la  pretura  cubierto 
con  el  manto  de  esta  dignidad,  así  como  Valerio  III  escribe 
que  el  cónsul  Perpena,  que  había  obtenido  el  consulado 
siendo  estranjero,  no  tenia  de  cónsul  mas  que  el  nombre  : 
caliginis  simile  imperium  et  adiimbratum  ñamen.  Sin  em- 
bargo, todos  los  edictos,  decretos  y  juicios  dados  por 
este  falso    pretor ,   lodos   los  actos  de  su  jurisdicción , 


fueron  mantenidos  como  firmes  y  valederos  por  razón  de  la 
buena  fe  de  las  partes  y  por  la  utilidad  general  :  propter 
eorum  utililalem  quiapudeum  egerant,  el  vel  olii  et  quietis 
causa,  ut  Mar  cus  Tullius  adAtlicum  scribil,  según  manifiesta 
la  misma  ley  y  sienta  Cuyacio  ,  Observ.,  lib.  18  ,  cap.  33. 
Con  arreglo  á  los  mismos  principios  enseña  Grocio,  de  jure 
belli  etpacis,  lib.  i,  cap.  4,  %  15  ,  que  las  sentencias  dadas 
en  negocios  civiles  y  los  instrumentos  autorizados  por  jueces 
y  funcionarios  nombrados  por  una  autoridad  usurpadora  en 
tiempo  de  revueltas  y  de  anarquía  deben  ser  mantenidos 
como  válidos,  aunque  no  se  confirmen  .después  estos  nom- 
bramientos por  la  autoridad  legítima  ya  restablecida. 

Todo  escribano  se  considera  incompetente  para  autorizar 
instrumentos  de  disposiciones  testamentarias  ó  entre  vivos 
otorgadas  à  favor  suyo  ó  de  su  mujer,  padre,  madre  ,  hijo , 
hermano,  yerno,  suegro  y  demás  parientes  hasta  el  cuarto 
grado  ,  porque  siendo  los  escribanos  «  como  testigos  públi- 
cos en  los  pleytos  et  en  las  posturas  que  los  homes  facen 
entre  sí,  »  según  espresion  de  la  ley  5,  tít.  19,  Part.  3,  no  de- 
ben ni  pueden  asistir  con  este  carácter  á  los  actos  ó  negocios 
en  que  tengan  ó  puedan  tener  interés ,  como  sientan  efecti- 
vamente algunos  autores  ,  y  entre  ellos  Febrero  y  otros  es- 
cribanos que  han  escrito  sobre  este  punto  :  pero  bien  pue- 
den autorizar  documentos  que  contengan  obligación  contra 
sí  mismos  ó  contra  los  espresados  parientes  ,  y  otorgar  su 
testamento  por  sí  y  ante  sí ,  y  sustituir  los  poderes  que  se 
les  confieran  ,  sin  necesidad  de  valerse  de  otro  escribano  ; 
pues  en  estos  actos  pueden  usar,  sin  inconveniente  de  sos- 
pecha, de  las  dos  calidades  de  persona  pública  y  privada. 

5a.  Que  concurran  al  otorgamiento  de  los  contratos  dos  ó 
tres  testigos  idóneos ,  cuyos  nombres  y  apellidos  deben  es- 
presarse en  el  instrumento  ,  el  cual  seria  nulo  en  caso  de 
faltar  esta  circunstancia,  ?et/es54,  111  y  114,  tít.  18,  Part. 
3.  No  es  indispensable  que  los  testigos  sean  vecinos  del 
pueblo  en  que  se  hace  el  otorgamiento,  pues  que  no  hay 
ley  que  así  lo  prevenga  ;  pero  debe  espresarse  su  vecindad , 
por  si  fuese  necesario  averiguar  su  paradero  para  tomarles 
declaración  en  caso  de  ocurrir  alguna  duda  ,  y  para  saber 
si  eran  idóneos  ,  como  advierte  Febrero ,  y  como  está  dis- 
puesto en  cuanto  á  los  testigos  de  conocimiento  por  la  ley  2, 
tít.  23,  lib.  10 ,  Nov.  Rec,  según  luego  veremos.  Los  testi- 
gos han  de  ser  varones  ,  sin  tacha  legal ,  y  mayores  de  ca- 
torce años  ,  sin  que  baste  haber  entrado  en  ellos  como  pre- 
tende Febrero,  pues  la  ley  9,  tít.  16,  Part.  5,  exige  catorce 
años  cumplidos.  ¿Deben  los  testigos  firmar  el  instrumento? 
Así  parece  lo  quiere  la  ley  54,  tít.  18 ,  Part.  5 ,  la  cual  des- 
pués de  ordenar  «  que  en  toda  carta  pública  sean  dos  escri- 
banos públicos  por  testigos  sin  aquel  que  face  la  carta  que 
escriban  en  ella  sus  nombres,»  añade  enseguida  «  que  si 
por  ventura  tantos  escribanos  públicos  non  podieren  haber 
en  el  logar,  tomen  1res  homes  bonos  por  testigos  que  escri- 
ban hi  sus  nombres  (esto  es,  que  la  firmen)  :  »  mas  luego 
la  ley  111  del  mismo  título  se  contenta  con  «  dos  testigos 
que  sean  hi  escriptos  de  sus  manos  mesmas  ó  de  mano  del  es- 
cribano público  que  fizo  la  carta  según  costumbre  de  la  tier- 
ra; »  y  en  la  práctica,  con  efecto,  no  se  reputa  necesaria  la 
firma ,  aunque  no  deja  de  ser  muy  conveniente.  En  cuanto  á 
los  testigos  de  los  testamentos  hay  reglas  diferentes  que  po- 
drán verse  en  su  lugar.  Véase  Testigos. 

4a.  Que  el  escribano  conozca  personalmente  á  los  otor- 
gantes y  dé  fe  de  ello  al  fin  de  la  escritura  ;  y  no  conocién- 
dolos haga  que  los  mismos  otorgantes  le  presenten  dos  tes- 
tigos que  con  juramento  aseguren  que  los  conocen  y  firmen 
el  instrumento,  en  cuyo  caso  dará  fe  de  que  conoce  á  dichos 
testigos  y  espresará  sus  nombres  y  vecindad  ;  ley  54,  til.  18, 
Part.  3 ,  y  ley  2 ,  til.  23 ,  lib.  10,  ÍVov.  Rec.  Esta  disposición, 
que  tiene  por  objeto  evitar  fraudes  y  perjuicios ,  no  está 
dada  bajo  nulidad  del  instrumento,  y  ni  aun  prescribe  pena 
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alguna  contra  el  escribano  contraventor.  Sin  embargo  , 
como  la  ley  no  puede  estar  destituida  de  toda  especie  de 
sanción  ,  debe  tenerse  por  seguro  que  la  inobservancia  de  lo 
que  manda  daria  lugar  al  resarcimiento  de  daños  y  per- 
juicios de  parte  del  escribano  á  favor  de  las  personas  que 
por  ella  padeciesen  lesión  en  sus  intereses,  por  el  principio 
general  de  que  lodo  hombre  está  obligado  á  reparar  los  daños 
y  perjuicios  que  por  su  hecho  ó  por  la  omisión  de  su  deber 
ocasionare  á  otro.  Tal  seria  también  el  caso  de  un  falso 
poder  dado  por  un  sugeto  no  conocido  del  escribano,  si  la 
ejecución  de  este  falso  poder  perjudicase  á  la  persona  en 
cuyo  nombre  se  habia  creido  dado.  Tal  seria  también  el  caso 
de  un  testamento  que  los  verdaderos  herederos  hubiesen 
tenido  que  atacar  ó  redargüir  de  falso  para  impedir  su  cum- 
plimiento. Mas  como  las  personas  que  celebran  una  con- 
vención se  supone  que  se  conocen  mutuamente  la  una  á  la 
otra ,  parece  que  entonces  aun  cuando  en  un  contrato  sina- 
lagmático no  fuese  alguna  de  ellas  la  persona  que  dice  ser 
ó  no  tuviese  la  calidad  con  que  obra  ó  procede,  no  debe 
hacerse  responsable  al  escribano  en  favor  de  la  otra  parte 
sino  con  mucha  dificultad  y  en  algún  caso  muy  raro  ,  pues 
que  esta  habria  de  imputarse  á  sí  misma  su  propia  falta  de 
haber  contratado  con  una  persona  á  quien  no  conocía  ;  y  aun 
evitará  el  escribano  todo  peligro  de  responsabilidad  á  favor 
de  cualquiera  de  las  partes,  haciendo  que  ambas  se  den 
por  satisfechas  de  su  mutuo  conocimiento ,  diciendo  que 
manifestaron  tener  tales  ó  tales  nombres  y  tal  ó  tal  vecindad , 
y  absteniéndose  de  suponer  ó  dar  á  entender  que  las  conoce 
cuando  así  no  fuere ,  como  advierte  Febrero.  Pero  como  la  fe 
del  conocimiento  no  se  ha  establecido  precisamente  para 
que  un  contrayente  no  engañe  al  otro  ,  aunque  así  lo  cree 
Febrero ,  sino  para  que  ni  los  contrayentes  se  engañen  á  sí 
mismos  ni  se  concierten  ambos  tomando  nombres  ajenos 
con  objeto  de  perjudicar  à  un  tercero,  de  aquí  es  que  si  bien 
el  escribano  quedará  esento  de  responsabilidad 'hacia  los 
contrayentes  cuando  cada  uno  de  ellos  se  dé  por  contento  y 
satisfecho  del  conocimiento  del  otro ,  no  por  eso  lo  quedará 
también  hacia  una  tercera  persona  á  quien  se  hubiese  usur- 
pado el  nombre  por  alguno  de  aquellos  y  á  quien  en  su 
consecuencia  resultase  perjuicio.  ¿  Habrá  pues  de  abstenerse 
el  escribano  de  autorizar  una  convención  cuando  no  conoce 
á  los  contrayentes  ni  estos  presentan  testigos  que  los  conoz- 
can? Sí  :  debe  abstenerse,  si  quiere  quedar  libre  de  toda 
especie  de  responsabilidad,  porque  así  se  lo  previene  re- 
donda y  absolutamente  la  ley  :  «  Mandamos,  dice  la  ley  2, 
tít.  23,  lib.  10,  Nov.  Rec,  que  si  por  ventura  el  escribano 
no  conosciere  á  algunas  de  las  partes  que  quisieren  otorgar 
el  tal  contrato  ó  escritura,  que  no  la  haga  ni  resciba;  salvo 
si  las  dichas  partes  que  así  no  conosciere  presentaren  dos 
testigos  que  digan  que  las  conoscen ,  etc.  »  «  Ningún  escri- 
bano ,  habia  dicho  antes  la  ley  7,  tít.  8,  lib.  2  del  Fuero  Real, 
;  non  faga  carta  entre  ningunos  omcs ,  á  menos  de  los  conos- 
cer  é  de  saber  sus  nombres  si  fueren  de  la  tierra,  é  si  no 
;  fueren  de  la  tierra ,  sean  los  testimonios  de  la  tierra  é  ornes 
i  conoscidos.  »  Solo  en  el  caso  de  que  el  otorgante  desconocido 
pruebe  la  identidad  de  su  persona  con  documentos  feha- 
cientes ,  como  por  ejemplo  con  un  buen  pasaporte  cuyas 
señas  concuerdcn  con  las  suyas  personales  ,  parece  que  po- 
drá el  escribaco  acceder'sin  peligro  á  la  autorización  que  le 
pidiere  del  contrato  que  intenta  celebrar. 

5a.  Que  lo  convenido  ú  otorgado  se  redacte  y  escriba 
con  letras,  palabras  y  cláusulas  claras  é  inequívocas,  de 
modo  que  pueda  leerse  el  instrumento  y  entenderse  su  con- 
tenido y  comprenderse  bien  la  voluntad  de  los  interesados, 
pues  que  según  espresion  de  la  ley ,  «  se  puedo  desechar 
con  derecho  delante  los  judgadores  la  carta  que  fuere  atal 
que  non  se  pueda  leer  nin  lomar  verdadero  entendimiento 
dclla;  »  ley  lil  ,  til.  18 ,  Part,  o, y  ley  1 ,  lit  23  f  lib.  10» 


Nov.  Rec.  Mas  antes  de  desecharse  una  escritura  como 
ininteligible  ,  ha  de  recurrirse  á  las  reglas  de  la  interpre- 
tación para  resolver  las  dudas  que  ocurrieren  sobre  su  con- 
texto. Véase  Interpretación. 

6a.  Que  se  espresen  el  dia  ,  el  mes ,  el  año  y  el  lugar  ó 
pueblo  en  que  se  hace  el  otorgamiento,  como  asimismo  los 
nombres ,  apellidos  y  vecindad  de  los  otorgantes  y  de  los 
testigos;  que  no  se  pongan  los  nombres  de  personas  y  pue- 
blos con  solo  sus  iniciales  ,  ni  se  use  de  otras  abreviaturas 
ó  cifras  que  puedan  producir  en  cosas  sustanciales  obscu- 
ridad ,  equivocaciones  y  contiendas  ;  y  que  se  designen 
con  letras  y  no  con  números  ó  guarismos  las  cantidades  y 
las  fechas  :  bajo  pena  de  nulidad  del  instrumento,  y  de  res- 
ponsabilidad del  escribano  por  los  daños  y  perjuicios  que 
de  su  falta  resultaren  á  los  interesados;  ley  3  ,  lit.  9  ,  lib.  2 
del  Fuero  Real  ;  leyes  M,  1H  y  llft,  til.  18,  y  leyes  7  y  12, 
tít.  19 ,  Part.  3;  leyes  1  y  2,  til.  23»  lib.  10,  Nov.  Rec. 

7a.  Que  hecho  el  escrito,  se  lea  por  el  escribano  á  los 
otorgantes  y  á  los  testigos  ,  y  conformándose  aquellos  con 
su  redacción  lo  firmen  con  sus  nombres  y  apellidos  ;  «  y  si 
no  supieren  firmar,  firmen  por  ellos  cualquiera  de  los  testi- 
gos ù  otro  que  sepa  escribir,  »  haciendo  mención  al  fin  el 
escribano  «  de  como  el  testigo  firmó  por  la  parte  que  no 
sabia  escribir;  »  ley  1,  tít.  23,  lib.  10,  Nov.  Rec.  Febrero  y 
otros  escritores  que  le  siguen  á  ciegas ,  sientan  con  inespli- 
cable  seguridad  que  quien  debe  firmar  por  la  parte  que  no 
sabe  hacerlo  ha  de  ser  precisamente  uno  de  los  testigos 
instrumentales  y  no  otro.  La  ley  sin  embargo  establece  lo 
contrario:  la  ley  dice  ,  como  se  ve,  que  firme  cualquiera 
de  los  testigos  ú  otro  que  sepa  escribir  ;  y  aunque  la  ley  así 
no  lo  previniese ,  podria  firmar  un  tercero ,  no  solo  sin  in- 
conveniente sino  con  utilidad  y  ventaja  de  la  fe  y  autenti- 
cidad del  instrumento,  el  cual  nunca  podria  ser  desechado 
por  sobra  ó  superfluidad  de  garantías.  Debe  pues  seguirse 
la  disposición  de  la  ley  y  no  el  error  de  Febrero  y  compañía; 
y  aun  obrará  siempre  con  mejor  consejo  el  que  prefiera  la 
firma  de  un  tercero  á  la  de  los  testigos  instrumentales.  La  ley 
exige  la  firma  de  un  testigo  ó' de  otra  persona  por  el  otor- 
gante que  no  sabe  escribir  :  ¿  qué  será  si ,  aunque  sepa  es- 
cribir, "jio  puede  hacerlo?  Los  autores  y  la  práct^a.  están 
conformes  en  que  también  en  este  último  caso  ha  de  firmar 
otra  persona  por  el  otorgante  y  á  su  ruego ,  debiendo  espre- 
sarse la  causa  de  su  imposibilidad  por  el  escribano.  Si  los 
otorgantes  son  muchos  y  hay  dos  ó  mas  que  no  sepan  escri- 
bir, ó  tal  vez  no  sabe  ó  no  puede  hacerlo  ninguno  de  ellos, 
¿  bastará  que  un  solo  individuo ,  sea  ó  no  sea  de  los  testigos , 
firme  por  todos  ;  ó  será  necesario  que  por  cada  uno  de  los 
otorgantes  que  no  saben  ó  no  pueden  escribir  firme  una 
persona  diferente?  Febrero  responde  que  basta  que  uno 
firme  por  todos  ,  pues  que  la  ley  no  manda  lo  contrario  , 
escepto  en  los  testamentos  y  codicilos  cerrados  ;  y  que  así 
se  observa  en  la  práctica. 

8a.  Que  se  escriba  el  documento  con  limpieza,  sin  blanco, 
raspadura,  testadura,  entrerenglonado  ni  enmienda;  espe- 
cialmente en  parte  sustancial ,  como  por  ejemplo  e;i  ios 
nombres  y  apellidos  de  los  otorgantes,  del  escribano  y  de 
los  testigos  ,  en  los  plazos,  en  la  cantidad  ó  cosa  sobre  que 
se  hace  el  escrito  ,  ó  en  los  pactos  y  condiciones ,  ó  en  ¿1  (lia  , 
mes  ó  año  de  la  fecha  ,  ó  en  el  lugar  del  otorgamiento  ;  y  que 
en  caso  de  hacerse  alguna  enmienda  ,  lesdura  ó  adición  al 
tiempo  de  leerse  el  escrito  á  las  partes,  la  salve  al  fin  de  él 
y  antes  de  las  firmas  el  escribano  ,  de  modo  que  se  evito 
toda  sospecha  de  fraude  ;  ley  111  ,  ííí.  18  ,  Port.  Ô,  ley  il, 
lit.  19  ,  d.  Part.  5,  ley  I,  til.  23,  lib.  10,  Nov.  Rec,  y  cod. 
de  coin.,  art.  2'fO.  Las  dos  leyes  de  Partida  que  acabamos 
de  citar,  califican  de  sospechosa  é  indigna  de  crédito  la  es- 
critura que  estuviere  raida,  enmendada,  sopuntada,  testada, 
rota  0  tajada  en  alguna  de  las  partes  sustanciales  que  se  han 
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indicado  ,  à  no  ser  que  quien  la  presenta  justifique  haber 
ocurrido  el  defecto  por  fuerza  ú  ocasión  ;  y  quieren  por  el 
contrario  que  sea  admitida  como  eficaz  la  que  no  tuviere 
alguno  de  dichos  defectos  sino  en  parte  que  no  sea  esencial 
ni  induzca  sospecha  de  malicia.  Justísima  es  siempre  con 
respecto  á  todo  instrumento  ,  sea  matriz  ó  copia  original , 
la  segunda  parte  de  la  disposición  de  estas  leyes,  pues  que 
seria  intolerable  que  por  un  vicio  ó  defecto  sin  trascendencia 
se  hubiese  de  desechar  una  escritura.  También  se  presenta 
justa  la  primera  parte  de  la  disposición  con  respecto  á  la 
copia  llamada  original  que  un  interesado  aduce  ó  exhibe  en 
apoyo  de  su  derecho  ;  pues  que  habiendo  obrado  ó  debido 
obrar  la  escritura  en  su  poder,  á  él  y  no  á  otro  deben  atri- 
buirse las  alteraciones  esenciales  que  en  ella  se  observen  y 
no  estén  salvadas  por  el  escribano  ,  mientras  no  demuestro 
lo  contrario  ;  y  con  efecto  ,  de  esta  escritura  parece  que  ha- 
blan las  citadas  leyes.  Pero  ¿habremos  de  aplicar  igualmente 
dicha  primera  parte  de  la  disposición  á  la  escritura  matriz 
que  el  escribano  conserva  en  su  protocolo  ?  Si  esta  escritura 
matriz  aparece  con  testaduras,  adiciones,  enmiendas  ú  otras 
alteraciones  que  no  estén  salvadas,  como  manda  la  ley, 
¿será  nula  y  de  ningún  efecto  en  perjuicio  de  alguna  de  las 
partes  ó  quizá  de  las  dos  ?  ¿  supondremos  que  la  escritura 
se  cerró  y  firmó  después  de  hechas  las  alteraciones ,  ó  que 
por  el  contrario  no  se  hicieron  las  alteraciones  sino  después 
de  estendida  y  firmada  la  escritura?  Natural  es  pensar  que 
la*escritura  se  cerró  y  firmó  sin  las  alteraciones,  porque 
debe  presumirse  que  el  escribano  al  redactarla  se  conformó 
con  lo  que  le  prescribía  la  ley,  y  la  ley  le  prescribía  men- 
cionarlas y  salvarlas  antes  de  las  firmas  si  realmente  las 
habia  entonces.  No  será  pues  nulo  el  instrumento  por  razón 
de  las  alteraciones  ne  aprobadas  ó  salvadas  que  en  él  se 
encontraren  ,  porque  no  puede  ni  debe  estar  al  arbitrio  del 
escribano  ni  de  otra  persona  el  destruir  así  los  efectos  de  un 
documento  auténtico  en  perjuicio  de  los  interesados  :  las 
alteraciones  serán  por  el  contrario  las  que  tendrán  el  vicio 
de  nulidad;  las  adiciones,  testaduras ,  raspaduras  y  enmien- 
das se  reputarán  por  no  hechas  ;  y  las  palabras  ilegalmente 
testadas  ó  raspadas  ó  enmendadas  se  considerarán  como 
existentes  y  surtirán  todo  su  efecto  siempre  que  se  pueda 
descubrir  su  tenor  ó  que  por  la  interpretación  ó  combinación 
con  lo  que  precede  ó  lo  que  sigue  se  pueda  colegir  natu- 
ralmente su  sentido.  Diráse  tal  vez  que  esto  es  suponer 
fraude  de  parte  del  escribano ,  contra  la  regla  general  de 
que  el  fraude  no  se  presume;  y  que  es  mas  razonable  su- 
poner en  él  una  simple  negligencia,  creyendo  que  por  des- 
cuido dejó  de  salvar  las  enmiendas  que  ya  estaban  hechas 
al  tiempo  de  las  firmas.  Pero  en  primer  lugar  es  muy  posible 
que  no  sea  el  escribano  sino  otra  persona  quien  haya  hecho 
las  alteraciones;  en  segundo  lugar,  el  escribano  debe  impu- 
tarse á  sí  mismo  el  haber  dado  lugar  á  esta  presunción  contra 
él;  y  en  tercer  lugar,  no  debe  quedar  abandonada  la  suerte 
de  los  instrumentos  á  merced  de  un  escribano,  de  su  ama- 
nuense ú  otro  que  puede  ser  seducido  por  una  de  las  partes. 
Ademas  ,  si  la  copia  original  existe ,  por  la  circunstancia  de 
estar  reproducidas  ú  omitidas  en  ella  las  palabras  testadas 
ó  aumentadas  se  podrá  venir  en  conocimiento  de  si  las  alte- 
raciones se  hicieron  antes  ó  después  de  cerradas  y  firmada 
la  escritura  principal  ;  y  entonces  se  verá  si  hay  lugar  á  creer 
que  hubo  fraude  ó  simple  omisión.  Como  quiera  que  sea, 
ora  haya  habido  fraude  en  hacer  las  alteraciones,  ora  negli- 
gencia en  salvarlas ,  no  por  eso  debe  desecharse  la  escritura  ; 
y  así  en  efecto  parece  inferirse  de  la  ley  111,  tít.  18,  Part.  3, 
según  el  texto  de  las  ediciones  de  Gregorio  López  ,  que  en 
esta  parte  se  diferencia  del  de  la  edición  de  la  Academia  de 
la  historia  :  «  Pero  si  la  raedura  ,  dice  ,  ó  la  letra  fué  fecha  ó 
camiada  ó  dejada  (en  parte  esencial  )  por  yerro  del  escribano, 
ó  fuere  en  otro  lugar  de  la  carta  que  non  se  camíe  por  hi  la 


razón,  ó  que  non  deba  dubdar  en  ella  el  judgador  ó  otro  home 
sabio  que  fuese  fecho  á  mala  parte,  dezimos  que  non  debe 
(  la  carta)  ser  desechada  por  ende.  »  Si  por  el  modo  con  que 
en  la  escritura  matriz  están  hechas  las  alteraciones  no  se 
pudiere  descubrir  ni  colegir  el  tenor  de  lo  raspado  ó  testado, 
deberá  el  escribano  satisfacer  á  la  parte  interesada  los  daños 
y  perjuicios ,  por  la  regla  general  de  que  todo  hombre  está 
obligado  á  reparar  el  mal  que  resultare  de  su  fraude  ó  de  la 
omisión  de  sus  deberes  ;  y  habrá  de  ser  ademas  admitida 
la  parte  á  probar  la  realidad  del  contrato  ú  otorgamiento. 

Para  evitar  la  necesidad  de  hacer  alteraciones  esenciales 
en  la  escritura  matriz  cuando  al  tiempo  de  su  lectura  las 
exigen  los  interesados,  se  halla  introducida  la  costumbre  de 
que  el  escribano  redacte  primero  en  borrador  en  un  cua- 
derno de  papel  común,  llamado  minutario  ó  bastárdelo,  lo 
convenido,  dispuesto  ú  otorgado  por  las  partes  ,  y  después 
de  la  conformidad  de  estas  lo  estienda  en  debida  forma  y 
con  la  conveniente  limpieza  en  la  escritura  que  ha  de  servir 
de  matriz  ,  registro  ó  protocolo.  Todavía  en  lo  antiguo  no  fir- 
maban los  interesados  sino  esta  minuta  ó  apunte  ;  pero  como 
por  una  parte  no  puede  ser  auténtico  este  documento,  y  por 
otra  suele  hallarse  cubierto  de  testaduras  y  correcciones ,, ha 
querido  la  ley  que  las  firmas  se  pongan  en  la  escritura  ma- 
triz ,  como  acabamos  de  ver  en  la  7a.  circunstancia.  Véase 
Minutario. 

9a.  Que  después  de  haber  estendido  el  instrumento  y  sal- 
vado las  enmiendas  y  firmádolo  las  partes ,  lo  autorice  el 
escribano  con  su  firma  y  su  signo,  y  lo  ponga  y  guarde  en 
el  libro  de  protocolos  ó  registros ,  no  pudiendo  dar  á  los  in- 
teresados copia^ignada  del  instrumento  sin  que  preceda  esta 
diligencia  ,  bajo  las  penas  de  nulidad  de  la  copia  ,  pérdida 
del  oficio,  inhabilidad  para  obtener  otro,  y  obligación  de 
pagar  á  la  parte  los  daños  y  perjuicios;  ley  bit,  til.  18, 
Parí.  3,  ley  3,  tít.  8,  lib.  1  del  Fuero  Real,  leyes  1  y  6,  til.  25, 
lib.  10,  Nov.  ñec.Mas  aunque  según  el  espíritu  y  aun  la  letra 
de  la  ley  debiera  el  escribano  signar  todas  las  escrituras  ma- 
trices á  medida  que  las  incorpora  en  el  libro  de  protocolos, 
porque  el  signo  ó  sello  es  el  que  les  da  carácter  público  y  las 
reviste  de  autenticidad  y  fuerza  ;  en  la  práctica  sin  embargo 
se  tiene  por  bastante  que  ponga  su  signo  al  fin  del  libro  de 
protocolos  de  cada  año  ,  dando  fe  de  que  las  escrituras  é 
instrumentos  que  en  él  se  contienen  en  tantas  hojas  útiles 
son  los  únicos  que  han  pasado  ante  el  mismo  escribano  du- 
rante el  año  á  que  se  refieren;  y  con  este  signo  general  se 
entienden  signados  todos  los  instrumentos  en  el  libro  del  año 
contenidos  como  si  en  todos  y  cada  uno  de  ellos  se  hubiese 
puesto  :  bien  que  han  de  signarse  ademas  todas  las  copias 
llamadas  originales  que  de  los  instrumentos  de  dicho  libro 
se  espidieren.  La  ley  6,  tít.  23,  lib.  10,  Nov.  Rec. ,  impone 
las  penas  de  diez  mil  maravedís  para  la  real  cámara  y  sus- 
pension de  oficio  por  un  año  al  escribano  que  al  fin  de  cada 
año  dejare  de  signar  los  registros  que  en  el  curso  del  mismo 
hubiere  hecho;  y  aunque  la  ley  no  lo  espresa,  es  claro  que 
el  escribano  descuidado  deberá  también  satisfacer  á  las 
partes  los  daños  y  perjuicios  que  por  su  omisión  se  les  si- 
guieren. El  escribano  no  debe  nunca,  sin  espresa  facultad 
del  rey,  mudar  la  forma  de  la  firma  que  echó  al  tiempo  de 
su  aprobación,  ni  variar  bajo  pretesto  alguno  el  signo  que 
puso  en  el  real  título  de  un  nombramiento,  pues  que  toda 
alteración  en  la  firma  ó  en  el  signo  haria  sospechosos  los 
instrumentos  é  imposible  ó  muy  difícil  su  comprobación  en 
caso  de  duda. 

10a.  Que  así  la  escritura  matriz  como  la  copia  original  que 
de  ella  se  diere ,  se  estiendan  en  el  idioma  vulgar  del  reino, 
aunque  los  otorgantes  sean  estranjeros  ó  hablen  alguno  do 
los  dialectos  usados  en  varias  provincias,  y  aunque  el  escri- 
bano los  entienda  ,  ya  por  evitar  interpretaciones  arbitrarias, 
ya  porque  los  testigos  han  de  enterarse  del  otorgamiento  á 
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que  asisten  para  deponer  en  caso  necesario  de  su  contexto. 
Mas  el  instrumento  que  á  pesar  de  lodo  se  estendiere  en 
lengua  diferente  de  la  vulgar  del  reino,  ¿  será  por  eso  nulo 
y  carecerá  de  fe  ,  ó  solo  dará  lugar  á  pena  contra  el  escri- 
bano? No  hay  ley  general  que  establezca  directamente  su 
nulidad;  pero  si  es  circunstancia  indispensable  para  la  va- 
lidez de  una  escritura  pública  que  los  testigos  á  quienes  debe 
leerse  queden  enterados  de  su  contenido,  es  consiguiente 
que  el  instrumento  escrito  en  una  lengua  estraña  que  estos 
no  entiendan  no  tendrá  fuerza  ni  vigor  de  instrumento  pú- 
blico î  Tendrála  empero  si  así  los  testigos  como  el  escribano 
entendiesen  la  lengua?  En  los  negocios  mercantiles  no  la 
tiene  en  caso  alguno  :  «  Las  escrituras  ó  pólizas  de  los  con- 
tratos celebrados  en  territorio  español ,  dice  el  art.  259  del 
código  de  comercio,  se  estenderán  en  el  idioma  vulgar  del 
reino  ;  y  en  otra  forma  no  se  les  dará  curso  en  juicio.  »  Tam- 
poco parece  que  debe  tenerla ,  y  quizá  con  mas  razón ,  en 
los  negocios  que  no  sean  comerciales.  Sin  embargo,  si  una 
de  las  partes  interesadas  en  un  instrumento  otorgado  en  len- 
gua estraña  dentro  del  reino  ante  escribano  y  testigos  que  la 
entendían ,  pidiere  con  citación  de  la  contraria  su  traducción 
por  intérpretes  juramentados,  creemos  queentónces  no  de- 
bería negarse  la  calidad  de  auténtico  al  documento  original 
presentado  con  su  traducción  en  los  tribunales.  Véase  In- 
térprete. 

1  Ia.  Que  la  escritura  se  estienda  en  papel  sellado ,  esto  es , 
la  matriz  en  el  del  sello  cuarto  y  la  copia  ó  saca  en  el  del 
sello  que  la  ley  prescriba  para  cada  especie  de  instrumento 
según  su  calidad  y  cantidad;  pues  sin  este  requisito  no  hará 
fe  ni  tendrá  curso  en  juicio,  y  ademas  el  que  la  estienda  , 
presente  ó  reciba  incurre  en  varias  penas;  leyes  del  lit.  Ik, 
lib.  10,  Nov.  Rec.,  y  real  cea.  de  12  de  mayo  de  1824  y  sus 
aclaraciones.  Yéase  Papel  sellado. 

II.  Hemos  recorrido  las  circunstancias  esenciales  que  se 
requieren  para  que  el  instrumento  hecho  por  un  escribano 
sea  tenido  por  público  y  haga  fe  en  juicio  y  fuera  de  juicio  ; 
y  ahora  vamos  á  ver  sus  clases  ó  especies  y  sus  efectos.  El 
instrumento  público  se  divide  en  tres  clases,  esto  es,  en 
protocolo  ó  registro,  original  y  traslado  (1). 

Protocolo  ó  registro  es  la  misma  escritura  matriz  firmada 
por  los  otorgantes  y  el  escribano  y  estendida  en  la  forma  y 
con  las  circunstancias  que  hemos  indicado.  Esta  escritura  se 
estiende  en  un  libro  encuadernado  de  papel  del  sello  cuarto 
que  el  escribano  debe  formar  cada  año  para  estender  en  él 
las  escrituras  matrices  á  medida  que  se  vayan  otorgando;  ó 
bien  se  estiende  como  todas  las  demás  en  cuadernos  ó  plie- 
gos sueltos  de  dicho  sello  ,  y  al  fin  del  año  se  unen  y  encua- 
dernan todas  formando  el  libro  de  protocolos  ó  registros  que 
también  se  denomina  simplemente  registro  ó  protocolo  :  bajo 
el  concepto  de  que  cualquiera  que  sea  el  modo  con  que  se 
haya  formado  el  libro  ,  debe  el  escribano  poner  al  fin  su 
signo  y  dar  fe  de  no  haber  autorizado  durante  el  año  mas 
escrituras  que  las  en' él  contenidas,  como  ya  se  ha  dicho 
con  mas  estension  en  la  esplicacion  de  la  9a.  circunstancia. 
Véase  Protocolo. 

Esta  escritura  se  llama  protocolo,  porque  es  la  primera  ó 
principal;  registro,  porque  queda  en  el  oficio  del  escribano 
para  que  con  ella  en  caso  de  duda  se  cotejen  las  copias;  y 
matriz,  porque  ella  es  la  fuente  y  origen  de  donde  se  sacan 
las  copias,  traslados  y  testimonios  que  piden  los  interesados; 
leyes  8  y  9,  til.  19,  Part.  5 ,  ley  1,  iít.  23 ,  lib.  10,  Nov.  Rec, 
y  ley 'i,  tít.  8,  lib.  1  del  Fuero  Real.  Así  es  que  el  escribano 

(1)  De  registro  ó  protocolo,  original  y  traslado  ,  véase  la  Cur. 
Filíp.,  part.  1  ,  1 17,  n.  31  ;  Sala  reforui. ,  tom.  4,  págs.  129  y 
238  al  medio  del  n.  7  ;  Febr.  mej.,  tom.  5,  pág.  43,  n.  80  ;  y 
con  toda  estension  la  obra  de  Dou,  lib.  3,  t.  2,  cap.  10  ,  sec.  4, 
»úms.  3  al  9,  con  cuanto  se  puede  desear. 


está  obligado  á  custodiar  y  conservar  los  libros  de  los  regis- 
tros y  protocolos,  de  modo  que  si  por  su  culpa  ó  negligencia 
se  perdieren  ó  estraviaren  ó  no  se  formaren  tiene  que  re- 
sarcir á  los  interesados  los  daños  y  perjuicios  que  se  les  si- 
guieren ,  é  incurre  ademas  enmulta  y  suspension  ó  privación 
de  oficio  según  la  mayor  ó  menor  estension  y  trascendencia 
de  su  descuido  ó  malicia;  ley  2,  ííí,  8,  lib.  1  del  Fuero  Rea!, 
y  leyes  k  y  6,  tít.  23 ,  lib.  10,  Nov.  Rec;  y  aun  una  vez  otor- 
gado un  instrumento ,  no  puede  romperlo  ni  inutilizarlo  ni 
estraerlo  del  libro,  aunque  los  otorgantes  así  lo  quieran  á 
pretesto  de  haberlo  revocado  ó  de  haber  rescindido  el  con- 
trato ,  pues  como  archivero  público  que  es  de  los  registros 
que  obran  en  su  poder  no  tiene  facultad  para  ello,  y  lo  único 
que  debe  hacer  en  semejante  caso  es  poner  en  él  la  compe- 
tente nota  de  revocación  ó  rescision. 

Dícese  original  ó  primordial  la  primera  copia  que  literal 
y  fielmente  se  saca  de  la  escritura  matriz  ,  ó  sea  del  proto- 
colo ó  registro,  por  el  mismo  escribano  que  lo  hizo  y  auto- 
rizó. En  rigor  solamente  la  escritura  matriz  debiera  llamarse 
original,  porque  toda  escritura  que  no  sea  la  matriz  no  es 
mas  que  una  copia  ,  y  porque  solo  ella  está  firmada  de 
los  otorgantes  y  de  los  testigos  en  su  caso;  pero  á  pesar  ele 
todo  se  da  el  nombre  de  original,  aunque  con  cierta  especie 
de  implicación  en  los  términos,  á  la  primera  copia  que  so 
saca  de  la  matriz,  porque  se  estrae  inmediatamente  de  su 
fuente ,  porque  es  el  origen  de  todos  los  ejemplares  ,  tra- 
suntos y  traslados  que  de  ella  se  sacan  sin  acudir  al  proto- 
colo ,  y  porque  va  dada,  suscrita  y  signada  por  el  misino 
escribano  que  hizo ,  perfeccionó  y  autorizó  el  protocolo. 

Traslado,  trasunto  ó  ejemplar,  que  vulgarmente  se 
llama  testimonio  por  concuerda  ,  es  la  copia  que  por  exhibi- 
ción se  saca ,  no  de  la  escritura  matriz  ,  sino  de  la  original , 
ó  de  la  que  hace  las  veces  de  tal ,  aunque  no  sea  la  primera. 
El  traslado  puede  autorizarse  por  el  mismo  escribano  ante 
quien  se  hizo  el  otorgamiento,  ó  por  otro  á  quien  se  exhibo 
ó  presenta  al  efecto  el  instrumento  original;  y  debe  esten- 
derse en  papel  del  mismo  sello  que  el  original ,  escribiéndose 
el  primero  y  último  pliego  en  el  papel  sellado  asignado  á  la 
cantidad  de  su  contenido ,  y  los  pliegos  intermedios  en  el 
del  sello  cuarto,  escepto  los  traslados  que  hubieren  de  que- 
dar en  autos  por  la  devolución  de  cualquiera  escritura  ori- 
ginal que  hubiere  sido  presentada  en  ellos  por  exhibición  , 
pues  estos  deben  escribirse  en  papel  del  sello  cuarto;  real 
orden  de  12  de  enero  de  1852. 

III.  La  escritura  original  no  puede  darse  signada  por  el 
escribano  sino  después  de  estendida  en  el  libro  de  proto- 
colos la  matriz,  y  ha  de  ser  una  copia  fiel  y  exacta  de  esta 
última  ,  con  inclusion  de  las  firmas  de  los  otorgantes  y  de 
los  testigos  en  su  caso,  sin  aumento  ni  omisión  de  palabra 
alguna,  salvo  la  suscripción,  bajo  pena  de  nulidad,  y  de  que 
el  escribano  pierda  el  oficio,  quede  inhábil  para  haber  otro 
y  pague  á  la  pártelos  perjuicios;  ley  1,  tít.  23,  lib.  10, 
Nov.  Rec. 

Debe  el  escribano  eslender  la  escritura  original  en  papel 
sellado  del  sello  que  corresponda  según  la  calidad  ó  cantidad 
del  negocio  ;  y  si  fuere  voluminosa,  poner  el  primero  y  el 
último  pliego  de  dicho  sello  ,  y  los  intermedios  del  sello 
cuarto,  metiendo  unos  pliegos  dentro  de  otros  y  rubricando 
todas  las  hojas  :  —  anotar  la  saca  ó  estraccion  al  pió  ó  al 
margen  de  la  matriz  ó  registro:  —  hacer  en  ella  la  adver- 
tencia de  que  se  ha  de  tomar  razón  en  el  oficio  de  hipotecas 
cuando  fuere  de  la  clase  de  aquellas  que  exigen  esta  circuns- 
tancia, según  lo  que  se  dirá  en  el  articulo  Oficio  de  hipo- 
tecas: —  dar  fe  de  haber  asistido  al  otorgamiento  :  —  y 
poner  su  firma  y  su  signo  que  es  el  que  da  vigor  y  autenti- 
cidad al  documento;  espresándolo  todo  al  fin  con  la  formula 
siguiente  que  es  la  acostumbrada  :  «  Yo  el  infrascrito  escri- 
bano de  S.  M.  público  del  número  (,  ó  real ,  según  sea)  do 
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esta  ciudad  ó  villa  fui  presente  á  su  otorgamiento  con  los 
testigos  mencionados  ;  y  en  fe  de  ello  doy  esta  copia  original, 
que  signo  y  firmo  en  tantas  hojas,  la  primera  y  última  en 
papel  del  sello  primero ,  segundo  (  ó  del  que  sea  ).,  y  las  in- 
termedias en  el  del  cuarto  mayor,  quedando  su  matriz  á  que 
me  remito  en  el  registro  en  papel  de  este  último  sello  ,  y 
anotada  en  él  esta  saca ,  en  tal  parte  á  tantos  de  tal  mes  y 
año.  »  Ley  S4,  úl.  13,  Part.  3;  ley  5,  til.  8,  lib.  i,  y  ley  o, 
til.  9,  lib:  2  del  Fuero  Real;  real  céd.  de  i 2  de  mayo  de  1824, 
arls.  46 ,  48  y  49  ;  y  la  práctica.  Yéase  Papel  sellado. 

En  la  escritura  original  debe  ponerse  al  pié,  no  la  misma 
fecha  de  la  matriz,  sino  la  del  dia  en  que  se  saca  ,  ya  por- 
que así  lo  manda  espresamente  la  cédula  de  12  de  mayo  de 
1824  en  su  art.  49,  ya  porque  comenzando  á  correr  de¿de 
la  fecha  el  término  perentorio  para  la  toma  de  razón  de  los 
documentos  que  la  requieren  en  el  oficio  de  hipotecas,  se 
podrían  causar  perjuicios  á  las  partes  si  se  pusiese  en  la  fe- 
cha el  dia  del  otorgamiento  en  lugar  del  de  la  saca. 

Tiene  obligación  el  escribano  de  dar  á  la  parte  interesada 
la  escritura  original  dentro  de  tres  dias  contados  desde  que 
se  la  pidiere  si  no  pasare  de  dos  pliegos,  y  dentro  da  ocho 
dias  si  pasare  de  los  dos  pliegos,  bajo  la  pena  de  pagarle 
los  daños  y  perjuicios  que  se  le  siguieren  por  la  dilación  ,  y 
ademas  cien  maravedís  por  cada  dia  de  tardanza  :  y  si  la 
escritura  se  hubiese  de  dar  à  las  dos  parles  ,  debe  darla  á  la 
que  la  pidiere  aunque  la  otra  no  la  pida  :  leyes  5  y  S,  til.  23, 
lib.  10,  Nov.  Rcc. 

Como  es  muy  fácil  que  la  copia  llamada  original  desapa- 
rezca de  poder  de  la  parte  interesada  á  quien  se  entregó, 
por  pérdida ,  estravío ,  quema,  sustracción  ó  hurto  ,  y  como 
puede  suceder  asimismo  que  el  interesado  alegue  falsamente 
alguno  de  estos  acontecimientos  para  pedir  segunda  copia 
con  torcida  intención ,  se  hace  necesario  saber  cuándo  po- 
drá el  escribano  dar  sin  inconveniente  la  segunda  copia  que 
se  le  demandare,  y  cuándo  habrá  de  negarla  mientras  no 
medie  mandamiento  judicial,  siempre  que  el  instrumento 
sea  de  tal  naturaleza  que  aunque  aparezca  duplicado  no 
pueda  causar  perjuicio  á  la  otra  parte  por  no  dar  acción  para 
reclamar  su  cumplimiento  tantas  cuantas  veces  se  presente, 
como  lo  son,  por  ejemplo,  los  instrumentos  de  poder  ó  pro- 
curación ,  venta,  permuta  ,  donación  ,  testamento  ó  codicilo 
ó  poder  para  testar  (habiendo  ya  fallecido  el  testador),  so- 
ciedad ,  redención  de  censo  ú  otro  gravamen ,  carta  de  pago, 
renuncia,  lasto  ,  espera  ,  adopción  ,  emancipación  ,  contra- 
tos de  obra  y  otros  semejantes ,  puede  y  debe  el  escribano 
ante  quien  se  otorgaron ,  y  no  otro ,  dar  en  cualquier  tiempo 
á  los  verdaderos  interesados  y  no  á  los  que  no  lo  sean ,  se- 
gunda, tercera  y  todas  las  demás  copias  que  quieran  y  le 
pidan,  sin  que  necesite  para  ello  mandato  de  juez*ni  cita- 
ción de  la  parte  contraria  ni  justificación  de  la  pérdida  , 
hurto  ,  sustracción ,  quema  ó  estravío  de  la  primera  copia  ; 
y  todas  serán  y  deberán  llamarse  originales  como  la  primera 
porque  todas  se  sacan  de  la  matriz  y  se  autorizan  por  quien 
hizo  el  protocolo  :  mas  ni  el  escribano  sucesor  en  el  oficio 
ni  otro  alguno  puede  darlas  sin  que  preceda  mandamiento 
judicial  á  solicitud  de  persona  interesada  con  citación  de  la 
contraria,  ya  se  hubiese  ó  no  dado  copia  por  el  que  autori- 
zó el  otorgamiento  ;  Ic-y  10,  úl.  19,  Part.  5,  con  las  glosas  de 
Greg.  López.  Pero  si  el  instrumento  es  de  aquellos  en  cuya 
virtud  se  puede  pedir  el  cumplimiento  de  la  obligación  tan- 
tas cuantas  veces  se  presente  el  original ,  como  v.  gr.  el  de 
dar,  pagar  ó  hacer  alguna  cosa,  el  de  imposición  de  censo, 
arrendamiento ,  ú  otro  cuya  duplicación  puede  perjudicar  á 
la  parte  contraria  ,  no  puede  el  escribano  ante  quien  se 
otorgó  ni  otro  alguno  dar  de  su  propia  autoridad  mas  copias 
que  la  primera,  aunque  el  acreedor  ó  interesado  alegue  su 
pérdida  ú  otro  cualquiera  pretesto ,  bajo  la  pena  de  priva- 
ción de  oficio  y  de  resarcimiento  de  los  daños  y  perjuicios 


que  de  la  duplicación  de  la  escritura  resultaren  à  la  otra 
parte  ;  ley  10,  tít.  19,  Parí.  3  ,  y  ley  o,  í/í.25,  lib.  10. 
Nov.  Rec.  ¿Quedará  pues  desarmado  el  acreedor  ó  intere- 
sado sin  medio  alguno  eficaz  para  hacerse  pagar  su  crédito 
ó  exigir  el  cumplimiento  de  la  obligación  á  su  favor  con- 
traída, por  causa  de  la  pérdida  ó  sustracción  de  la  copia 
original  del  instrumento?  Puede  en  tal  caso  el  acreedor  ó 
interesado  acudir  en  solicitud  de  nueva  copia  ante  el  juez 
de  primera  instancia  del  partido  en  que  esté  protocolizado 
el  instrumento,  afirmando  con  juramento  que  la  primera 
copia  ú  original  se  le  perdió  ó  quemó  ó  le  fué  sustraída  sin 
culpa  ni  malicia  suya,  que  habiéndosele  perdido  ignora  sa 
paradero ,  que  no  se  le  ha  reintegrado  de  su  crédito  ó  no  se 
le  ha  cumplido  la  obligación  que  contenia  ,  y  que  si  pare- 
ciere la  escritura  estraviada  no  hará  uso  de  ella  sino  que  la 
presentará  al  escribano  que  la  autorizó  para  que  la  rompa 
y  cancele  :  el  juez  en  vista  de  la  solicitud  manda  que  se  cite 
ó  haga  saber  al  deudor,  y  si  este  confiesa  la  deuda  ú  obliga- 
ción ó  dentro  de  tercero  dia  nada  alega  en  contrario,  acce- 
de á  la  pretensión  y  espide  mandamiento  compulsorio  para 
que  se  le  dé  otra  copia  original  por  el  escribano,  quien  de- 
berá estenderla  á  continuación  del  mandamiento  y  no  sepa- 
radamente ,  poniéndolo  todo  por  nota  en  el  protocolo  para 
que  conste  en  lo  sucesivo  haberse  dado  segunda  copia  y  que 
el  acreedor  no  pueda  cobrar  dos  veces  su  crédito  :  mas  si 
el  deudor  comparece  y  alega  que  la  deuda  está  remitida  ó 
satisfecha,  se  le  concede  término  competente  para  justifi- 
carlo ,  y  se  accede  ó  no  á  la  solicitud  del  acreedor  en  vista 
del  resultado;  leyes  10  y  11  ,  lit.  19,  Part.  3,  y  ley  5,  ti  t. 
23,  lib.  iO,  Nov.Rec. 

Para  la  renovación  que  el  acreedor  pidiere  de  una  escri- 
tura original  de  deuda  por  causa  de  vejez  ó  deterioración, 
no  estando  rozada  ni  rota  ni  destrozada  en  lugar  sustancial, 
ha  de  ser  emplazado  el  deudor  ante  el  juez  ;  y  si  no  la 
contradijere  ó  no  probare  el  pago  ó  liberación  de  la  deuda, 
debe  mandar  el  juez  al  escribano  que  renueve  la  escritura 
conforme  al  registro;  pero  siendo  de  donación,  compra, 
cambio,  ú  otra  tal  que  duplicada  no  pueda  causar  perjuicio, 
y  no  estando  rota  hasta  las  letras ,  ni  cancelada  ó  raida  en 
lugar  sustancial ,  como  por  ejemplo  en  los  nombres  de  los 
olorgantes ,  testigos  ó  escribano  ,  ó  en  el  precio  ó  la  cosa ,  ó 
en  el  dia,  mes  ó  año,  ó  en  el  lugar  del  otorgamiento,  bien 
podrá  renovarla  el  escribano  por  sí  mismo  sin  mandato  ju- 
dicial concertándola  con  el  registro  de  donde  fué  primera- 
mente sacada.  Mas  si  la  rotura  ó  cancelación  estuviere  en 
alguno  de  los  lugares  esenciales  que  se  han  indicado,  no 
tendrá  valor  en  juicio  ni  podrá  ser  renovada  la  escritura ,  á 
menos  que  pruebe  el  interesado  que  otro  hizo  la  cancelación 
ó  rotura  por  casualidad  ó  por  fuerza  :  en  cuyo  caso  el  escri- 
bano que  la  renovare  habrá  de  espresar  en  la  suscripción 
las  razones  que  al  efecto  se  hubiesen  acreditado.  Ley  12, 
til.  19,  Part.  3. 

Cuando  el  escribano  ha  muerto  y  no  parece  en  su  proto- 
colo la  escritura  matriz  por  haberse  perdido  ó  eslraviado  ó 
por  otro  motivo ,  y  el  interesado  en  ella  tiene  en  su  poder  la 
copia  original ,  puede  presentarla  al  juez  pidiendo  que, 
después  de  comprobados  su  signo  y  firma,  y  de  recibida 
información  así  del  otorgamiento  de  la  escritura  con  los  tes- 
tigos instrumentales  si  viven ,  como  de  la  legalidad ,  buena 
fama  y  descuido  del  escribano  ante  quien  pasó,  se  mande 
protocolizar  y  de  ella  se  den  los  traslados  conducentes;  en 
cuya  vista  defiriendo  el  juez  á  esta  pretensión  ,  y  practica- 
das dichas  diligencias  ,  se  protocoliza  en  efecto  con  los  au- 
tos obrados  la  escritura  original,  que  en  adelante  servirá  de 
matriz  ó  registro,  dándose  copia  de  todo  á  los  interesados. 
Sí  se  hubiese  tomado  razón,  de  la  escritura  original  en  el 
oficio  de  hi patecas,  no  es  necesario  practicar  para  su  proto- 
colización las  diligencias  espresadas ,  pues  el  registro  de  di- 
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cho  oficio  sirve  de  libro  de  protocolos  en  caso  de  haberse 
perdido  el  del  escribano;  y  aun  si  se  hubiese  perdido  tam- 
bién la  escritura  original,  puede  acudirse  al  mismo  registro 
y  sacar  de  él  copia  autorizada  que  se  tendrá  por  original  y 
surtirá  sus  efectos;  íej/2  ,  til.  16  ,  Ub.  10,  Nov.  Rec.  Véase 
Oficio  de  hipotecas  y  Archivo. 

IV.  El  instrumento  público  hecho  en  debida  forma  por 
escribano  competente  y  capaz  hace  plena  fe  y  prueba  com- 
pleta acerca  de  la  convención  ó  disposición  que  en  él  se 
contiene;  leyes  i  y  114,  til.  18,  Parí.  3. 

Y  no  solamente  la  hace  respecto  del  asunto  ó  negocio 
principal  que  los  otorgantes  se  han  propuesto  por  objeto  de 
su  disposición  ó  contrato ,  sino  también  en  cuanlo  á  las 
enunciativas  que  aunque  puedan  quitarse  sin  alteración  de 
lo  otorgado  ó  convenido  ,  tienen  relación  directa  con  la  sus- 
tancia del  acto.  Así  es  que  si  en  una  escritura  de  reconoci- 
miento de  censo  dice  Antonio  que  confiesa  y  reconoce  que  la 
casa  B  que  le  pertenece  está  gravada  á  favor  de  Francisco  , 
que  se  halla  presente,  de  un  censo  de  tantos  mil  reales  de  ca- 
pital, cuyos  réditos  de  tanto  al  año  han  sido  pagados  hasta 
este  dia,  y  en  su  consecuencia  se  obliga  ó  satisfacer  los  suce- 
sivos, etc.;  estas  palabras  cuyos  réditos  han  sido  pagados 
hasta  este  dia  ,  aunque  solo  sean  enunciativas  ,  pues  que  no 
se  espresa  que  Francisco  reconozca  haber  recibido  los  rédi- 
tos vencidos ,  hacen  sin  embargo  entera  fe  del  pago  contra 
Francisco  que  concurre  como  parte  al  reconocimiento  del 
censo  ,  porque  tienen  relación  directa  con  la  sustancia  del 
acto  ,  y  ademas  Francisco  no  habría  permitido  su  inserción 
si  no  se  le  hubiesen  satisfecho  los  réditos  de  que  se  trata.— 
Mas  las  enunciativas  que  son  absolutamente  estrañas  al  ob- 
jeto de  la  disposición  ó  convenio  de  los  otorgantes  ,  pueden 
tal  vez  inducir  alguna  presunción  ,  pero  no  hacen  prueba 
completa  ni  aun  contra  las  personas  que  han  sido  partes  en 
el  otorgamiento  de  la  escritura.  Supongamos,  por  ejemplo, 
que  en  la  escritura  de  venta  que  te  hizo  Pablo  de  una  casa 
que  poseía,  se  halla  enunciado  que  esta  casa  le  vino  por  he- 
rencia de  su  tio  Felipe  :  si  presentándose  luego  un  tercero 
con  la  calidad  de  heredero  parcial  del  mismo  Felipe  pone 
demanda  contra  tí  en  reivindicación  de  la  parte  que  preten- 
de tener  en  la  casa,  no  podrá  servirle  esta  simple  enuncia- 
tiva para  justificar  con  ella  sola  que  realmente  Pablo  poseia 
esta  casa  como  heredero  de  Felipe ,  aunque  tú  seas  parle  en 
el  contrato  en  que  se  encuentra,  porque  es  absolutamente 
estraña  al  objeto  de  la  escritura  que  se  reduce  precisamente 
á  la  venta  de  la  casa  hecha  á  tu  favor.  Tú  no  tenias  entonces 
ínteres  alguno  en  oponerte  á  su  inserción ,  pues  que  que- 
dando obligado  Pablo  al  saneamiento  en  caso  de  eviccion , 
le  debia  ser  indiferente  que  tu  vendedor  poseyese  la  casa 
por  herencia  ó  donación  ó  compra  ú  otro  cualquiera  título  ,  • 
y  era  natural  por  otra  parte  que  dieses  crédito  á  lo  que  in- 
dicaba Pablo  sobre  el  origen  de  su  derecho. 

El  instrumento  hace  fe  solo  de  aquellas  cosas  que  el  es- 
cribano puede  atestiguar  ó  certificar  como  tal  escribano, 
esto  es,  de  la  presencia  de  los  otorgantes,  de  la  declaración 
de  su  voluntad  ,  etc.;  pero  no  la  hace  de  las  cosas  que  se 
hallan  fuera  del  alcance  de  las  atribuciones  del  escribano. 
Así  es  que  la  atestación  que  el  escribano  suele  hacer  de  que 
los  otorgantes  se  hallan  en  su  sano  y  cabal  juicio  ,  no  tiene 
el  mismo  vigor  que  la  atestación  de  lo  convenido  ú  otorga- 
do por  ellos  ,  porque  el  escribano  no  está  autorizado  para 
calificar  el  estado  moral  ó  físico  de  las  personas.  No  es  decir 
por  eso  que  dicha  atestación  sea  inútil ,  antes  bien  inducirá 
presunción  y  habrá  de  ser  creída  mientras  no  se  demuestre 
lo  contrario  ,  porque  el  estado  de  sana  razón  y  juicio  cabal 
es  el  estado  normal  de  los  hombres ,  y  el  de  demencia  ó 
enajenación  mental  no  es  mas  que  un  estado  de  escepcion 
que  es  necesario  acreditar  en  su  caso.  Por  el  mismo  princi- 
pio debe  desecharse  la  opinion  de  Febrero  y  otros  autores 


que  no  dudan  en  establecer  que  de  un  instrumento  escrito 
en  castellano  puede  el  escribano  dar  capias  en  un  idioma 
estranjero  siempre  que  lo  entienda  con  toda  perfección  y  d  j 
fe  de  estar  hecha  literal  y  fielmente  la  traducción.  El  escri- 
bano como  tal-no  tiene  calidad  para  traducir,  ni  menos  para 
dar  el  carácter  de  autenticidad  á  sus  traducciones  :  el  escri- 
bano podrá  saber  perfectamente  muchos  idiomas;  pero  la  fç 
que  diese  de  su  propia  ciencia ,  no  seria  fe  pública  sino 
privada. 

El  instrumento  hace  plena  fe  no  solamente  entre  los  otor- 
gantes y  sus  herederos ,  sino  también  con  respecto  á  terce- 
ras personas,  no  por  cierto  para  obligarlas  ,  pues  que  los 
contratos  únicamente  obligan  á  los  que  los  celebran  y  á  sus 
herederos,  sino  en  cuanto  acredita  la  existencia  de  la  dis- 
posición ó  convenio  ,  rem  ipsam.  De  aquí  es  que  como  prue- 
ba de  justo  título  de  adquisición  puede  servir  de  base  á  la 
prescripción  de  diez  y  veinte  años,  concurriendo  buena  fe 
y  posesión  continuada  por  el  tiempo  de  la  ley.  Supongamos, 
por  ejemplo,  que  tú  compraste  de  bueua  fe  á  Martínez  un 
olivar  perteneciente  á  Fernandez,  y  que  después  de  haberlo 
poseído  entre  los  dos  durante  el  tiempo  que  la  ley  exige 
para  la  prescripción  ,  hace  uso  Fernandez  contra  tí  de  su 
acción  reivindicatoria  :  tú  le  opondrás  entonces  tu  título  de 
compra  ,  presentando  en  prueba  la  escritura  pública  que  le 
hizo  Martínez,  y  justificada  la  referida  posesión,  rechazarás 
la  demanda  de  Fernandez  ,  salvo  su  recurso  contra  quien 
dispuso  de  su  olivar  sin  su  consentimiento.  La  escritura  pues 
de  la  compra  de  que  tratamos  ,  hará  fe  y  surtirá  su  efec- 
to_con  respecto  á  Fernandez,  no  para  imponerle  obligación 
alguna  personal,  pues  que  no  tuvo  parte  en  la  venta,  sino 
para  probar  una  de  las  condiciones  que  para  la  prescripción 
se  requieren  por  la  ley.  Pero  las  simples  enunciativas,  aun- 
que sean  directas,  no  prueban  la  verdad  del  hecho  enuncia- 
do, con  respecto  á  terceras  personas  que  no  hayan  tenido 
parle  en  el  acto,  al  paso  que  la  prueban  entre  los  otorgantes 
y  sus  herederos. -Así  que ,  si  en  la  escritura  de  venta  de  una 
casa  se  enuncia  que  esta  tiene  derecho  de  vista  sobre  la 
casa  vecina,  no  hará  prueba  esta  enunciativa,  aunque  di- 
recta ,  contra  el  dueño  de  dicha  casa  ,  porque  ni  este  ha  sido 
parte  en  la  venta,  ni  puede  estar  en  arbitrio  del  vendedor 
el  gravarle  la  casa  con  una  servidumbre. 

V.  Mas  ¿cuál  es  el  instrumento  público  que  hace  plena  ío 
y  completa  prueba?  ¿es  el  registro,  protocolo  ó  matriz;  es 
la  copia  llamada  original  ;  es  acaso  también  el  traslado;  son 
por  ventura. todos? 

Antonio  del  Canario,  Galesio,  Parladorio  ,  Hevia  Bolaños 
en  su  Curia  Filípica  y  Febrero  sientan  que  la  escritura  ma- 
triz, como  que  está  destinada  á  obrar  siempre  en  poder  del 
escribano  para  sacar  de  ella  las  copias  que  necesiten  los 
interesados  y  confrontar  ó  comprobar  las  que  se  hubiesen 
sacado  en  caso  de  dudarse  de  la  verdad  ó  exactitud  de  su 
contenido,  y  conufque  por  otra  parte  carece  del  signo  ó 
carácter  real  que  la  autorice  ,  no  tiene  uso  ni  vigor  ni  hace 
fe  ni  prueba  en  juicio.  Es  constante,  en  efecto,  que  el  es- 
cribano debe  conservar  en  su  poder  toda  escritura  matriz 
para  los  efectos  que  se  indican,  como  ya  se  ha  sentado  mas 
arriba.  Es  también  lo  regular  que  cuando  se  duda  de  la  ver- 
dad ó  exactitud  de  un  instrumento  presentado  enjuicio,  se 
da  comisión,  en  virtud  de  petición  del  interesado,  á  un  es- 
cribano ó  receptor  para  que  pasando  con  citación  de  aquel 
á  la  casa  del  escribano  en  cuyo  poder  se  encuentra  la  ma- 
triz ,  haga  escrupulosamente  con  esta  el  cotejo  de  la  escri- 
tura en  cuestión  ,  y  note  y  esprese  la  conformidad  ó  las 
diferencias  que  entre  ambas  hubiere.  Pero  hay  á  veces 
circunstancias  particulares  en  que  los  tribunales  creen  in- 
dispensable, para  fallar  con  acierto,  la  inspección  ocular,  y 
proveen  la  presentación  de  la  matriz  que  usando  de  las  de- 
bidas precauciones ,  y  conduciéndola  tal  vez  el  mismo  es- 
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eribano  que  la  tiene  en  su  archivo,  se  lleva  efectivamente  á 
la  vista  de  los  jueces  con  el  libro  de  protocolos  de  que  hace 
parte  ;  y  entonces  seguramente  hallándola  en  regla ,  no 
puede  negársele  plena  fe,  y  aun  debe  estarse  mas  á  ella  que 
á  la  copia  original ,  como  siempre  se  está  y  tiene  que  estar- 
se. La  matriz  es  realmente  la  verdadera  original;  ella  es  la 
piedra  de  toque  de  todas  las  copias  y  trasuntos;  por  ella  se 
descubre  la  falsedad  y  el  fraude  que  en  estas  puede  haber, 
como  dice  la  Novela  hh  de  tabellionib'us ;  el  trasunto  que  con 
ella  no  concuerda  en  cosa  esencial  se  reputa  por  falso  y  so 
desecha;  y  no  hay  copia  alguna  que  haga  prueba  sino  en 
cuanto  se  supone  que  está  literal  y  fielmente  sacada  de  la 
matriz.  Si  queremos  pues  dar  plena  fe  á  las  copias  llamadas 
originales ,  es  necesario  que  la  demos  mucho  mayor  á  la 
matriz  de  donde  se  han  estraido  ,  según  el  axioma  común  : 
Propler  quod  unumquodque  tale ,  el  illud  magis  tale.  En 
vano  se  dice  que  la  matriz  carece  del  signo  del  escribano 
que  la  autorizó  :  si  es  que  no  le  lleva  á  su  pié ,  le  lleva  al  fin 
del  libro  de  protocolos  en  que  va  inserta  ;  y  es  seguro  que 
el  signo  final  da  vigor  y  autenticidad  á  todas  las  escrituras 
matrices  en  el  libro  contenidas  como  si  á  continuación  de 
cada  una  estuviese  puesto  ,  según  ya  se  ha  sentado  mas  ar- 
riba. Y  p*  último,  ¿se  querrá  que  la  matriz  haga  fe  á  los 
ojos  de  un  comisionado  que  no  va  por  cierto  á  autorizarla 
sino  solo  á  examinarla ,  y  no  la  haga  á  los  ojos  del  tribunal 
que  la  examina  por  sí  mismo,  ó  la  hace  examinar  á  su  pre- 
sencia por  peritos?  Se  replicará  tal  vez  que  la  ley  1S ,  tí  t.  10, 
lib.  11 ,  Nov.  Rec,  prohibe  espresamente  á  los  informantes 
sacar  délos  oficios  de  escribanos  y  demás  archivos  los  pro- 
tocolos ,  escrituras  y  otros  papeles  para  pruebas  algunas , 
pues  que  les  basta  copiar  de  ellos,  en  presencia  de  las  per- 
sonas encargadas  de  su  custodia,  las  partidas  é  instrumentos 
que  necesitaren  parasus  informaciones;  pero  prescindiendo 
ahora  de  que  esta  prohibición  parece  limitada  á  las  pruebas 
de  hábitos  de  las  órdenes  militares  y  otras  semejantes,  y  de 
que  no  es  aplicable  á  los  casos  en  que  un  tribunal  crea  in- 
dispensable y  decrete  de  oficio  ó  á  instancia  de  parte  la  pre- 
sentación de  un  protocolo  que  obre  en  un  archivo  situado  en 
el  territorio  de  su  jurisdicción,  no  se  deduce  de  ella  que  el 
protocolo  ó  escritura  matriz  no  hace  plena  prueba  en  caso 
de  presentarse  en  juicio,  sino  que  no  debe  presentarse  en 
juicio,  á  no  ser  en  un  caso  estraordinario  y  con  las  debidas 
precauciones,  para  evitar  el  peligro  que  podría  correr  de 
estravío  ó  alteración  durante  su  trasporte  en  perjuicio  de 
las  personas  responsables  y  délas  interesadas. 

La  copia  original  es  la  que  ordinariamente  se  presenta  en 
juicio  y  la  que  en  él  hace  plena  fe  y  trae  aparejada  ejecu- 
ción ,  estando  sacada  por  el  mismo  escribano  que  asistió  al 
otorgamiento  y  autorizó  la  matriz,  como  que  se  llama  por  esto 
■prueba  probada  y  acabada  à  perfecta.  Mas  la'sacada  por  otro 
escribano  ,  aunque  este  sea  el  sucesor  en  el  oficio ,  y  aunque 
no  se  haya  estraido  otra  alguna  del  protocolo  ,  no  hará  fe  ni 
prueba  en  juicio,  á  no  haberse  sacado  con  autoridad  judi- 
cial y  citación  de  la  parte  contraría ,  ó  á  no  comprobarse 
con  la  matriz,  previa  la  misma  citación  :  bien  que  si  no  se 
redarguye  de  falsa  por  la  parte  contra  quien  se  produce,  no 
es  necesario  cotejarla  ,  pues  es  visto  que  la  parte  la  aprueba 
y  no  duda  de  la  verdad  de  su  contenido;  ley  bb,  til.  18, 
Part.  5;  leyes  10  y  11  ,  tít.  23,  lib.  10,  Nov.  Rcc.  ;  Curia 
Filíp.,  i.  p.,  Juic.  civ.,  1 17,  n.  31;  y  Febr.  Nov.,  lib.  Io. , 
ííi .  6,  'cap.  2  ,  n.  10. 

El  iraslado,  ejemplar,  trasunto  ó  testimonio  por  concuerda 
no  hace  fe  sino  contra  quien  lo  produce  ,  á  no  ser  que  se 
hubiese  dado  con  autoridad  judicial  y  citación  de  la  parte 
contraria,  pues  entonces  haria  fe  también  contra  esta; 
ky  lift,  lit.  18,  Part.  3,  al  fin,  con  laqlosa  de  Gregorio 
López.  No  obstante ,  si  estuviese  dado  por  el  mismo  escri- 
bano que  autorizó  la  matriz  y  la  copia  original,  siendo  de 


aquellos  de  que  puede  y  debe  dar  cuantas  copias  le  pidan, 
quieren  los  autores  que  aun  sin  haber  mediado  autoridad 
de  juez  ni  citación  de  parte,  haga  entera  fe  ,  porque  milita 
entonces  la  misma  razón  para  darle  crédito  que  si -se  sacara 
del  protocolo;  bien  que  no  traerá  aparejada  ejecución  como 
el  original;  Covarr.,  Pract.,  cap.  21  ,  n.  2;  Molin.,  lib.  3  de 
primogen.,  cap.  13,  n.  llk  ;  Curia  Filíp.,  -1  part.,  §  17, 
n.  51  ;  y  Febr.  Nov.,  lug.  cit.  El  traslado  antiguo,  sacado 
por  cualquiera  escribano,  aun  sin  decreto  de  juez  ni  cita- 
ción de  parte,  se  considera  digno  de  fe  cuando  en  virtud  y 
á  consecuencia  de  él  se  dio  posesión  del  derecho  pretendido 
al  que  le  presenta,  óá  su  causante,  bastando  el  trascurso  de 
treinta  años  ;  Covarr.,  Praet.,  cap.  21 ,  n.  7  ;  y  Febr.  Nov., 
lib.  3,  tít.  2,  cap.  11 ,  n.  85,  quien  añade  haberlo  así  visto 
ejecutoriado  por  el  consejo  real  en  un  pleito  de  patronato 
real  de  legos. 

El  instrumento  autorizado  por  escribano  que  no  es  cono- 
cido en  el  tribunal  ó  juzgado  en  que  se  presenta,  no  hará  fe 
ni  será  creído,  si  rio  va  legalizado  por  dos  ó  tres  escribanos 
que  certifiquen  de  la  firma  ,  signo  y  legitimidad  de  dicho 
escribano  ,  diciendo  que  este  es  tal  escribano  cual  se  titula, 
y  que  la  firma  y  signo  son  efectivamente  suyos  ;  Curia  Fi- 
líp., part.  1  ,  |  17,  n.  52,  y  la  práctica;  y  si  á  falta  de  la 
indicada  legalización  objetare  la  parte  contraria  que  el  su- 
geto  que  suena  haber  autorizado  el  documento  no  era  ni 
había  sido  tal  escribano ,  se  deberá  justificar  á  lo  manos  por 
la  fama  pública  entre  los  vecinos  de  su  pueblo  que  como  tal 
escribano  público  habia  sido  tenido  y  usado  de  su  oficio  ; 
ley  US ,  til.  18,  Parí.  3  :  mas  si  el  instrumento  es  tan  an- 
tiguo que  pase  de. cien  años  ,  hace  fe,  aunque  no  esté  com- 
probado ó  legalizado  ,  ni  conste  que  fué  escribano  el  que  lo 
autorizó,  por  la  dificultad  que  hay  de  hallar  testigos  con 
quienes  se  pueda  acreditar;  Grcg.  López  en  la  glosa  b  de  d. 
ley  lio  ,  til.  18,  Parí.  5;  Covarr.,  Pract.,  cap.  2,n.  7; 
Pareja,  de  edil,  inslrum.,  til.  1  ,  resol.  3,  §  2,  n.  5b  y  59; 
Curia  Filíp.,  lug.  cit.  ;y  Febr.  Nov.,  lib.  5,  lit.  2,  cap.  11 , 
n.  76.— Si  el  instrumento  se  hubiese  otorgado  en  otro  reino 
ó  estado,  ha  de  venir  corroborado  al  pié  con  una  certifica- 
ción del  embajador,  cónsul  ú  otro  ministro  ó  representante 
que  allí  tenga  S.  M.  C.  sobre  su  legitimidad  y  conformidad 
con  las  leyes  y  práctica  del  pais  ;  y  en  defecto  de  esta  cer- 
tificación, podrá  el  juez  tomar  informe  de  los  cónsules  ú 
otras  personas  instruidas  del  país  de  donde  procede  el  do- 
cumento; real  orden  de  9  de  octubre  de  1785,  citada  por  Dou 
en  su  Derecho  público,  lomo  ,6,  pág.  234,  n.  18.  Presen- 
tándose en  idioma  estranjero,  debe  acompañar  la  traduc- 
ción legalmente  autorizada  ;  real  orden  de  50  de  junio  de 
1857.  —  Los  documentos  otorgados  en  país  sujeto  á  la  do- 
minación de  don  Carlos  deberán  ser  refrendados  por  la  legí- 
tima autoridad  superior  política  de  la  provincia  en  que  se 
hubieren  otorgado ,  certificando  ademas  de  que  el  otorga- 
miento se  ha  hecho  ante  escribano  legítimamente  instituido, 
y  haciendo  que  se  legalicen  por  1res  escribanos  de  la  capi- 
tal, ó  en  su  defecto  por  otro  medio  oportuno;  y  así  visados 
deben  ser  admitidos  después  de  tacharse  todas  las  espresio- 
nes que  propendan  á  reconocer  el  gobierno  de  don  Carlos,  y 
surtirán  enjuicio  todos  sus  efectos;  real  orden  de  lí  de 
noviembre  de  1858. 

VI.  La  parte  contra  quien  se  presenta  un  instrumento 
público, puede  redargüirle  de  falso  criminal  ó  civilmente,  si 
lo  creyere  sospechoso,  con  la  protesta  ordinaria;  esto  es, 
con  la  protesta  de  que  no  procede  con  malicia  ,  ni  por  dife- 
rir el  pleito  ,  ni  por  causar  costas  á  su  colitigante ,  sino  me- 
ramente por  convenir  á  su  defensa.  La  copia  original ,  dice 
Febrero ,  no  debe  redargüirse  de  falsa  civilmente ,  porque 
es  prueba  probada  y  acabada  ó  perfecta  ;  pero  puede  re- 
dargüirse de  falsa  absoluta  y  criminalmente,  si  en  realidad 
es  falsa  y  suplantada  ;  mas  la  mayor  parte  de  las  causas 
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que  luego  nos  presenta  el  mismo  Febrero  para  poder  redar- 
güir de  falso  civilmente  un  documento,  son  de  tal  natura- 
leza que  mas  bien  que  en  los  simples  traslados  se  encontra- 
rán en  las  matrices  y  originales. 

Es  falso  criminalmente  un  instrumento ,  cuando  se  ha 
fabricado  ó  fingido  maliciosamente  por  un  escribano  ú  otro 
individuo  con  perjuicio  de  alguna  persona,  ó  cuando  siendo 
verdadero  ha  sido  suplantado  naciéndose  en  él  con  dolo  al- 
teraciones; y  se  dice  falso  civilmente,  cuando  carece  de 
alguna  de  aquellas  circunstancias  ó  requisitos  que  la  ley 
exige  para  que  haga  fe  :  de  manera  que  la  falsedad  crimi- 
nal de  un  instrumento  equivale  á  su  falta  de  verdad;  y  la 
falsedad  civil  á  su  falta  de  solidez  y  firmeza.  Véase  falsedad. 
Todo  instrumento  que  es  criminalmente  falso,  lo  es  también 
civilmente,  porque  en  su  confección  han  debido  de  faltar 
siempre  algunas  de  las  circunstancias  que  son  necesarias 
para  su  validez;  y  como  el  falsario  por  otra  parte,  ademas 
de  la  pena  ei\que  incurre ,  contrae  por  el  mismo  hecho  de 
su  fraude  la  obligación  de  reparar  el  mal  que  hubiere  cau- 
sado ,  de  ahí  es  que  la  persona  contra  quien  se  presenta  un 
documento  criminalmente  falso  puede  redargüirlo  tan  solo 
de  falso  civilmente ,  dejando  su  acción  criminal  y  haciendo 
uso  de  la  civil  para  pedir  la  declaración  de  falsedad  ó  nuli- 
dad del  instrumento  y  la  indemnización  de  perjuicios. 

Inducen  presunción  de  falsedad  criminal  en  un  instru- 
mento :  la  mala  fama  de  la  persona  que  lo  presenta,  si  está 
acostumbrada  á  producir  otros  falsos,  y  el  actual  contiene 
algún  vicio  ;  la  diferencia  de  estilo  del  sugeto  que  sa- supone 
haberlo  hecho;  las  cláusulas  ó  cautelas  no  acostumbradas 
que  contenga,  á  no  ser  que  hubiese  habido  justa  causa  para 
ponerlas  ;  la  diferencia  de  papel ,  firma  y  signo  ;  la  tardanza 
no  motivada  en  producirlo;  el  hallarse  en  un  libro  antiguo 
cuando  consta  que  entonces  no  se  hacian  tales  documentos, 
ó  el  estar  escrito  en  papel  ó  libro  reciente  siendo  el  docu- 
mento antiguo;  la  inverosimilitud  del  contrato  que  en  él  se 
contiene  ;  el  no  nombrarse  en  él  sino  testigos  muertos  siendo 
el  documento  moderno,  ó  haber  muerto  el  uno  y  afirmar  el 
otro  que  no  presenció  su  otorgamiento  ;  el  haberse  estre- 
chado ó  ensanchado  los  renglones  para  concluirlo, habiendo 
Campo  ó  espacio  bastante  al  principio;  el  estar  corlado, 
roto  ,  agujereado  ó  manchado  en  lugar  sustancial,  etc. 

Se  invalida  y  puede  ser  redargüido  de  criminalmente  falso 
un  instrumento  público  :  —  Io.  cuando  por  otro  instrumento 
igualmente  público  ó  por  deposición  de  cuatro  testigos  idóneos 
resulta  que  la  parte  que  se  supone  haber  asistido  personal- 
mente al  otorgamiento  se  hallaba  entonces  en  otro  lugar  tan 
remoto,  que  no  pudo  naturalmente  haber  venido  y  concur- 
rido al  acto  durante  el  dia  en  que  suena  hecho;  ley  117, 
tít.  18,  Parí.  g, y  ley  32,  tít.  Il ,  Part.  5  :  —  2o.  cuando 
el  escribano,  siendo  de  buena  fama,  afirma  positivamente 
ante  el  juez,  que  no  hizo  el  instrumento,  á  no  ser  que  por 
la  parte  interesada  se  pruebe  lo  contrario;  ley  11b,  id.  :  — 
3o.  cuando  los  testigos  instrumentales,  siendo  mayores  do 
toda  escepcion,  declaran  uniformemente  que  no  se  hallaron 
presentes  al  otorgamiento ,  con  tal  que  el  escribano  tenga 
mala  fama ,  y  el  instrumento  sea  recientemente  hecho  ;  pues 
en  otro  caso  el  escribano  debe  ser  creído  y  no  los  testigos, 
•  si  la  copia  concuerda  con  el  protocolo;  d.  ley  115  :  — 

h°,  cuando  consta  de  un  modo  indudable  por  otro  instru- 
mento público  ó  por  deposición  de  cuatro  personas  dignas 
jde  crédito,  que  alguno  de  los  supuestos  testigos  instrumen- 
tales habia  fallecido  anteriormente  ó  por  razón  de  ausencia 
en  pais  remoto  se  hallaba  en  la  imposibilidad  material  de 
presenciar  el  otorgamiento;  <irg.  de  d.  ley  117  :— 5o.  cuando 
negándose  la  calidad  de  escribano  al  sugeto  que  suena  haber 
autorizado  el  documento ,  no  la  prueba  ni  aun  por  fama  ó 
posesión  la  parle  que  en  él  se  apoya,  d.  ley  115;  á  no  ser 
que  el  instrumento  sea  muy  antiguo  :  —6o.  cuando  alegando 


la  parte  que  el  instrumento  deducido  contra  ella  no  está 
autorizado  por  el  escribano  que  se  supone ,  por  no  parecerse 
en  la  letra  ni  en  la  forma  á  los  demás  instrumentos  indubi- 
tables del  mismo  ,  y  mostrándolo  el  juez  al  propio  escriba- 
no, contesta  este  que  efectivamente  no  lo  ha  autorizado  ,  y 
que  no  son  suyas  la  letra  ni  la  forma  ó  signo  que  en  él  apa- 
recen; ley  118,  lit.  18,  Part.  3.  Mas  si  por  el  contrario 
afirmare  el  escribano  que  él  hizo  el  instrumento,  habrá  de  ser 
creído,  aunque  haya  desemejanza  en  la  letra  ó  en  la  forma  ; 
porque  esta  circunstancia  puede  provenir  de  mayor  deten- 
ción ó  precipitación,  de  enfermedad  ó  vejez,  y  aun  de  la 
diferencia  de  papel,  pluma  ó  tinta;  d.  ley  118.  En  caso  do 
haber  muerto  el  escribano  ó  de  estar  en  tierras  tan  distantes 
que  no  pueda  ser  preguntado ,  ha  de  proceder  el  juez  al 
examen  y  cotejo  de  la  letra  y  signo  acompañándose  do  pe- 
titos  juramenlados;  y  por  fin  decidirá  lo  que  crea  mas  justo 
y  equilativo,  ateniéndose  mas  bien  á  los  demás  adminículos 
y  circunstancias  del  caso,  que  no  precisamente  al  resultado 
de  la  comparación ,  ya  porque  las  letras  desemejantes  pue- 
den ser  de  una  misma  persona  por  las  razones  insinuadas, 
ya  porque  las  letras  semejantes  pueden  haber  sido  hechas 
por  personas  diferentes,  pues  que  hay  quien  sabe  fingir  é 
imitar  con  toda  perfección  cualquiera  especie  de  letra  ó  ca- 
rácter; d.  ley  118.  Véase    Cotejo  de  lefras. 

Se  invalida  y  puede  ser  redargüido  de  civilmente  falso  un 
instrumento  por  una  de  cuatro  causas;  á  saber  :  Io.  por 
causa  eficiente,  esto  es  ,  por  haber  sido  hecho  por  persona 
inhábil ,  v.  gr.  por  quien  no  era  escribano  público  ,  ó  aun- 
que lo  fuese  estaba  escomulgado  ó  suspenso  ó  privado  de 
oficio  :  —  2o.  por  causa  material,  esto  es,  por  recaer  sobre 
cosa  reprobada  por  derecho,  v.  gr.  sobre  pago  de  lo  per- 
dido en  el  juego  :  —  5o.  por  causa  formal,  esto  es  ,  por  no 
haberse  observado  en  su  formación  todas  las  solemnidades 
y  circunstancias  exigidas  por  las  leyes,  como  si  faltó  la 
fecha,  suscripción  ú  otra  cosa  sustancial,  ó  si  se  compulsó 
el  traslado  sin  citación  de  la  parle  contraria  :  —  ü°.  por 
causa  final,  y.  gr.  por  haberse  hecho  ó  sacado  con  vicio  do 
obrepción  ó  subrepción  ,  por  estar  raido  ó  roto  en  alguna 
de  las  partes  esenciales,  ó  por  contener  algún  otro  defecto 
sustancial. 

Para  remover  el  vicio  y  sospecha  de  falsedad  ó  suplanta- 
ción de  un  instrumento  que  procede,  de  otro  ,  se  debe  com- 
probar ó  cotejar,  á  solicitud  de  parte  interesada ,  con  el 
ptotocolo  ú  original  de  donde  se  sacó,  precedida  citación 
de  la  contraria  con  señalamiento  de  dia  y  hora  para  que 
asista  si  quisiere;  y  el  escribano  ó  receptor  ha  de  hacer  el 
cotejo  con  la  mayor  escrupulosidad  y  cuidado,  describiendo 
las  señas  ó  circunstancias  del  instrumento  ó  libro  exhibido, 
espresando  los  defectos  que  advierta  así  en  el  protocolo 
como  en  el  original  y  traslado,  v.  gr.  las  enmiendas  ,  testa- 
duras,  raspaduras,  entrerenglonados,  falta  de  rúbricas  ó 
de  numeración  de  folios,  diversidad  de  letras  ó  tintas,  y 
enumerando  las  diferencias  notables  que  se  observasen  entre 
uno  y  otro  ,  ó  manifestando  su  conformidad.  El  que  tuviese 
en  su  poder  la  matriz  ú  original  con  que  ha  do  hacerse  el 
cotejo,  está  obligado  á  manifestarla  ó  exhibirla;  ky  17, 
tít.  2,  Parí,  o,  y  ley  2  ,  fit.  7,  lib.  11  ,  Nov.  Rec.  Mas  no 
se  deben  estraer  los  papeles  originales  de  los  archivos  pú- 
blicos ó  de  comunidades  en  que  están  ,  ni  de  los  oficios  de 
escríbanoslos  protocolos,  ni  tampoco  de  las  iglesias  los  li- 
bros parroquiales,  antes  bien  á  presencia  de  las  personas  á 
cuyo  cargo  está  la  custodia  de  unos  y  otros  se  han  de  sacar 
y  compulsar  las  partidas  é  insimúlenlos  que  se  necesiten  ,  á 
fin  de  evitar  su  pérdida  ó  estravíoy  precaver  los  daños  y 
perjuicios  que  podrían  seguirse;  ley  15,  tít.  10,  fíb.  H, 
Nov.  lire  Tampoco  se  deben  estraer  de  los  archivos  de 
personas  particulares  los  documentos  originales  que  en  ellos 
existen  :  bien  que  hallándose  los  archivos  en  el  mismo  puc- 
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blo  del  juicio,  se  suele  compeler  á  sus  dueños  á  que  mues- 
tren ó  exhiban  en  el  juzgado  los  papeles  originales  para  co- 
tejarlos con  las  copias  producidas  ó  sacarlas  de  ellos  con  la 
correspondiente  citación  de  la  parte  contraria,  devolvién- 
doselos sin  dilación  después  de  haber  evacuado  la  compro- 
bación ó  compulsa.  Véase  Acción  ad  exhibendum. 

Si  la  parte  que  presenta  un  instrumento  público  en  apoyo 
de  su  demanda,  al  ver  la  redargución  de  falsedad  que  la 
contraria  le  opone ,  dijere  que  ya  no  quiere  hacer  uso  de 
este  documento,  no  se  admitirá  prueba  alguna  sobre  la 
falsedad  ;  pero  no  podrá  en  adelante  deducirlo  de  nuevo  en 
juicio ,  aunque  quiera  probar  que  es  verdadero  :  ley  16 , 
tit.  18 ,  Part.  3.  Gregorio  López  añade  en  la  glosa  2  de  esta 
ley,  que  la  parte  que  una  vez  retira  el  instrumento  por  causa 
de  la  redargución  de  falsedad  ,  no  podrá  ya  hacer  uso  de  él 
en  juicio  alguno ,  esto  es,  no  solo  en  el  pleito  en  que  lo  ha- 
bia  presentado,  pero  ni  tampoco  en  otro  que  variando  la 
acción  entablare  después  ;  y  en  efecto ,  la  glosa  de  Gregorio 
López  es  muy  conforme  á  la  letra  y  al  espíritu  de  la  ley,  la 
cual  por  el  hecho  de  decir  que  ya  no  debe  ser  creído  ni  ad- 
mitido en  juicio  el  instrumento,  da  bastante  á  entender  que 
leescluye  absolutamente  de  lodo  juicio,  pues  si  solo  hubiera 
querido  contraerse  al  pleito  en  que  fué  presentado  y  luego 
retirado  ,  se  habria  valido  naturalmente  de  la  espresion  en 
el  juicio  ,  añadiendo  el  artículo  el  para  limitar  la  disposi- 
ción. En  este  sentido  se  halla  igualmente  escrita  la  ley  ro- 
mana que  habla  sobre  el  asunto  :  Si  adversarius  luus  apud 
acia  prcesidis  provincice  ,  dice  la  ley  3,  tít.  21  ,  lib.  h  del 
Código,  cian  fides  inslrumenti  quod  proferebat,  in  dubium 
revocarelur,  non  usurum  se  contéstalas  fit-,  vereri  non  de- 
bes ,  ne  ex  ea  scriptura  ,  quam  non  esse  veram  eliatnprofes- 
sione  ejus  constitü,  negolhtni  denuo  repetatur.  El  que 
contesta  que  no  se  aprovechará  del  instrumento,  sienta 
Gotofredo  en  su  nota,  confiesa  tácitamente  que  el  instru- 
mento es  falso  ó  inútil. 

La  parte  que  quiere  redargüir  de  falso  el  instrumento 
producido  contra  ella ,  puede  alegar  y  probar  la  falsedad 
liasta  la  sentencia  definitiva  y  aun  después  en  el  juicio  de 
apelación;  y  si  habiéndola  propuesto  en  la  primera  instan- 
cia fuere  vencida  en  la  sentencia  definitiva  "y  no  apelare  de 
ella .  ó  habiendo  apelado  sucumbiere  también  en  la  segunda, 
no  podrá  ya  proponer  ni  alegar  la  escepcion  de  falsedad  en 
tiempo  alguno  para  atacar  por  esta  razón  la  sentencia  eje- 
cutoriada. Mas  no  habiéndola  propuesto  durante  el  pleito, 
podrá  alegarla  despues  y  pedir  la  revocación  de  la  sentencia 
dada  en  virtud  del  instrumento  falso,  sea  por  via  de  resti- 
tución ante  el  juez  de  primera  instancia  ,  sea  por  via  de 
agravio  ante  el  superior,  dentro  de  veinte  años  contados 
desde  el  pronunciamiento  de  la  sentencia,  aunque  no  se 
hubiese  alzado  de  ella  en  su  tiempo;  ley  116,  lit.  18,  y 
leyes  1  y  2,  lit.  26,  Part.  3. 

VIL  Cuando  alguna  de  las  partes  presentare  en  apoyo  de 
su  demanda  dos  instrumentos  de  los  cuales  el  uno  estuviese 
en  contradicción  con  el  otro  sobre  un  mismo  hecho  de  los 
esenciales  ,  no  hará  fe  ninguno  de  ellos  y  ambos  por  consi- 
guiente habrán  de  ser  desechados  ,  porque  estaba  en  mano 
de  !a  parte  mostrar  solo  el  que  le  favorecía  y  no  el  otro  ; 
ley  7,  til.  9,  lib.  2  del  Fuero  Real,  y  ley  111,  lit.  18,  Part.  3. 
Scriplurœ  diversœ  ftdem  sibi  invicem  derogantes,  ab  una 
cademque  parte  prolalce  ,  nihil  firmilatis  habere  polerunt; 
ley  \U ,  lit.  21 ,  lib.  k  del  Código.  Si  el  contexto  de  un  mismo 
instrumento  fuese  contradictorio  en  parte  sustancial ,  parece 
que  debe  quedar  destruido  su  valor  ;  pero  como  no  es  de 
presumir  que  los  otorgantes  tratasen  de  hacer  un  acto  que 
en  sí  mismo  llevase  el  germen  de  su  destrucción  ,  debe  re- 
currirse ,  antes  de  declararle  nulo  ,  á  las  reglas  de  la  buena 
interpretación  para  darle  el  efecto  que  aquellos  se  propu- 
sieron, según  el  principio  de  que  verba  cum  effectu  sunt 


accipienda;  ley  5  ,  tít.  7,  lib.  2  del  Digesto.  Aunque  la  parte 
que  produce  el  instrumento  diga  y  proteste  que  solo  quiero 
usar  y  aprovecharse  de  él  en  lo  que  le  sea  favorable  ,  le 
dañará  no  obstante  lo  que  contenga  contra  ella ,  pues  que  se 
considera  indivisible  por  su  naturaleza ,  y  no  puede  ser 
aceptado  en  parte,  y  en  parte  repudiado. 

VIII.  Aunque  el  instrumento  público  sea  nulo  ó  se  inva- 
lide por  defecto  de  solemnidad  ó  de  forma,  no  por  eso  se 
entiende  que  caduca  y  pierde  su  fuerza  la  disposición  ú 
obligación  en  él  contenida,  la  cual  habrá  de  ejecutarse,  á 
pesar  de  todo,  si  es  que  existe  por  sí  mjsma  y  se  prueba 
por  los  demás  medios  que  las  leyes  han  establecido,  como 
se  infiere  déla  ley  32,  tít.  16,  de  la  117,  tít.  18,  Part.  3, 
de  la  7,  tít.  23,  lib.  10,  Nov.  Rec,  y  de  otras  que  luego 
veremos.  Así  es  que  en  el  caso  de  un  préstamo,  por  ejem- 
plo, como  la  obligación  no  nace  precisamente  de  la  escritura 
sino  de  la  entrega  del  dinero,  si  el  acreedor  justifica  el  prés- 
tamo por  medio  del  juramento  decisorio  ó  de  la  confesión 
del  deudor  ó  del  testimonio  de  personas  irrecusables,  de- 
berá ser  condenado  el  deudor  à  la  devolución  de  la  cantidad 
que  le  fué  prestada,  aunque  sea  nulo  ó  se  haya  perdido  el 
instrumento  que  para  prueba  se  habia  redactado.  Así  tam- 
bién ,  en  caso  de  haberse  obligado  en  instrumento  público 
un  deudor  por  razón  de  una  causa  que  ya  existia,  como 
v.  gr.  por  haber  cobrado  á  nombre  del  acreedor  cierta  can- 
tidad en  la  gestion  desús  negocios,  obtendrá  el  acreedor  el 
pago  de  su  deuda,  aunque  el  documento  sea  nulo ,  probán- 
dola por  cualquiera  de  dichos  medios.  Tendrá  valor  asi- 
mismo y  deberá  cumplirse  la  disposición  testamentaria, 
aunque  el  instrumento  público  que  la  contiene  sea  nulo  por 
incompetencia  ó  incapacidad  del  escribano  ó  por  vicio  de 
forma  ó  solemnidad,  si  se  acredita  haber  intervenido  en  ella 
el  suficiente  número  de  testigos  y  no  haber  faltado  ninguna 
de  aquellas  circunstancias  que  la  ley  prescribe  para  la  va- 
lidez de  la  misma  disposición.  Tampoco  dejará  de  ser  válido 
un  contrato ,  generalmente  hablando ,  por  razón  de  la  nuli- 
dad del  instrumento  ,  con  tal  que  se  pruebe  de  otro  modo 
su  contenido  ;  porque  siendo  regla  general  que  las  conven- 
ciones pueden  celebrarse  de  palabra  ó  por  escrito  simple 
entre  los  contrayentes  ó  por  escritura  hecha  ante  escribano, 
es  consiguiente  que  la  nulidad  de  la  escritura  pública  no 
debe  acarrear  la  destrucción  del  convenio  ;  ley  3  ,  lit.  h , 
lib.  5  del  Fuero  Juzgo;  ley  3,  lit.  iU,  Part.  1;  ley  28, 
til.  8  ,  Part.  S  \fW§  1 ,  lit.  1  ,  lib.  10  ,  Nov.  Rec.  Si  en 
algunos  casos ,  como  en  los  de  donación  entre  vivos  que 
esceda  de  quinientos  maravedís  de  oro,  y  en  los  de  hipo- 
teca ,  censo  y  enfitéusis ,  exige  la  ley  instrumentos  públicos 
para  la  constitución  y  validez  de  la  convención  en  sí  misma, 
estos  son  precisamente  casos  de  escepcion  ,  casos  que  con- 
firman la  regla  general  :  mas  en  principio ,  los  instrumentos 
públicos  no  se  requieren  para  la  formación  de  los  contratos , 
sino  solamente  para  su  prueba;  de  suerte  que  si  esta  puede 
hacerse  por  otro  medio,  no  se  anulan  por  falta  de  aquellos 
las  obligaciones.  Fiunl  scripturce ,  ut  quod  aclum  est ,  per 
eas  facüius  probari  possil  :  et  sine  his  aulem  valet  quod  ac- 
lum est,  si  habeas  probalionem;  sicut  el  nuptiœ  sunt,  liect 
lestatiosine  scriptis  habita  est;  ley  lt  ,  tít.  tí,  lib.  22  del  Di- 
gesto. Si  res  gesta,  sine  lit  1er arum  quoque  consigna tione, 
vcrilale  / 'aclum  suum  prcsbeál ,  non  ideo  minus  valebit,  quod 
inslrumentum  nullumde  ea  intercessit;  ley  5  ,  id.  Debilores 
tuos  quibuscumque  rationibus  deberé  Ubi  peeuniam  si  pro- 
bcweris,  ad  solutionem  compellet  adilus  prceses  provincice  : 
nec  oberit  Ubi  amissio  instrumentorum  ,  si  modo  manifeslis 
probationibus  eos  debitores  esse  apparuerit ;  ley  1  ,  tít.  21 , 
lib.  4  del  Código.  Alguna  vez ,  sin  embargo,  pactan  los 
contrayentes  que  no  haya  de  entenderse  hecho  y  cerrado  el 
contrato  hasta  que  se  otorgue  escritura  pública  ante  escri- 
bano ;  y  entonces  seguramente  no  servirá  el  instrumento  tan 
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solo  para  la  prueba  sino  también  para  la  formación  ó  cons- 
titución del  contrato,  el  cual  por  consiguiente,  mientras 
no  se  llene  dicba  circunstancia,  se  considerará  como  un 
mero  proyecto  de  que  podrá  arrepentirse  libremente  cual- 
quiera de  las  partes:  ley  6  ,  tít.  S ,  Part.  5. 

IX.  El  instrumento  público  tiene  siempre  grandes  venta- 
jas sobre  el  privado ,  no  solamente  por  razón  de  la  mayor 
fuerza  que  hace  para  probar  su  contenido ,  sino  también 
por  la  preferencia  que  merece  en  el  orden  de  los  pagos  ; 
pues  el  acreedor  escriturario  debe  ser  satisfecho  de  su  cré- 
dito antes  que  los  acreedores  quirografarios  y  los  verbales. 
Véase  Acreedor  personal  escriturario ,  etc. 

INSTRUMENTO  privado.  El  escrito  hecho  por  perso- 
nas particulares  sin  intervención  de  escribano  ni  de  otra 
persona  legalmente  autorizada  ,  ó  por  personas  púHicas  en 
a^tos  que  no  son  de  oficio,  para  perpetuar  la  memoria  de 
urnjiecho  ó  hacer  constar  alguna  disposición  ó  convenio. 

I.  Los  instrumentos  privados  suelen  reducirse  por  los  au- 
tores á  tres  especies;  esto  es  ,  á  quirógrafos,  papeles  do- 
mésticos como  libros  de  cuentas  y  de  inventarios,  y  cartas 
misivas.  —  Quirógrafo  ,  palabra  griega  que  en  latin  equi- 
vale á  manitscriplinn ,  es  en  general  todo  escrito  privado 
estendido  ó  firmado  de  mano  de  cualquiera  persona;  pero  se 
aplica  mas  particularmente  al  papel  en  que  un  deudor  con- 
fiesa la  deuda  ú  obligación  que  ha  contraído.  El  quirógrafo, 
tomado  en  su  general  acepción,  abraza  la  apoca,  la  antápo- 
ca  y  la  síngrafa ,  que  también  son  voces  griegas.  Apoca,  que 
en  latin  vale  tanto  como  receptio ,  es  el  papel  ó  resguardo 
que  da  el  acreedor  á  su  deudor  confesando  haber  recibido 
de  él  la  cantidad  ó  cosa  que  le  debia  ;  y  es  mas  conocida 
entre  nosotros  con  los  nombres  de  recibo,  carta  de  pago  y 
finiquito.  Anlápoca,  por  el  contrario,  es  el  papel  que  da  el 
deudor  á  su  acreedor  manifestando  haberle  pagado  tanta 
cantidad  por  razón  de  censo ,  pension ,  rédito ,  interés  ú  otra 
prestación  anual  ó  mensual.  La  apoca  sirve  al  deudor  para 
probar  el  pago  de  la  deuda  y  escluir  ó  rechazar  la  acción 
del  acreedor;  y  la  anlápoca  es  útil  al  acreedor  para  justifi- 
car no  solo  que  anual  ó  mensualmenle  se  le  debe  tal  ó  tal 
prestación ,  sino  también  que  en  efecto  se  le  ha  satisfecho 
la  correspondiente  átales  meses  ó  años,  á  fin  de  precaver  é 
impedir  de  este  modo  las  asechanzas  de  la  prescripción. 
También  se  dice  anlápoca  el  papel,  vale  ó  pagaré  en  que 
el  deudor  confiesa  haber  recibido  del  acreedor  tanta  canti- 
dad á  préstamo  ó*4  censo  ó  de  otro  modo  y  se  obliga  á  des- 
volverla ó  á  pagar  la  pension  ó  rédito  estipulado.  Síngrafa , 
en  latin  conscriplio ,  así  llamada  quóal  ulriusque  manu 
conscripta  sit,  es  el  papel  ó  instrumento  de  un  convenio  fir- 
mado por  las  dos  partes  contratantes.  No  todas  estas  voces 
son  muy  usadas  en  el  lenguaje  común  ;  pero  como  por  una 
parte  se  encuentran  en  los  libros  de  derecho  ,  y  por  otra  no 
son  del  todo  estrañas  en  algunas  provincias ,  es  necesario 
conocer  y  distinguir  su  diversa  índole  y  naturaleza  que  al- 
gunos confunden.  —  Libro  de  cuentas  es  el  escrito  en  que 
alguno  sienta  lo  que  da  y  lo  que  recibe  :  libro  de  inventarios, 
el  escrito  en  que  uno  sienta  los  bienes  que  le  pertenecen  ó 
que  tiene  á  su  cuidado  ;  y  carta  misiva,  el  escrito  que  uno 
dirige  à  otro  que  se  halla  ausente  comunicándole  sus  ideas, 
propuestas  ó  resoluciones  sobre  algún  asunto.  Véase  Carla, 
Finiquito  ,  Instrumento  ejecutivo  ,  Inventario  ,  Pagaré  y 
Vale.  > 

II.  El  instrumento  privado,  oien  sea  obligatorio ,  como 
un  vale,  pagaré,  conocimiento  ú  otro  papel  en  que  uno  se 
obligue  á  dar  ó  devolver  ó  hacer  alguna  cosa ,  ya  sea  libe- 
ratorio ,  como  una  apoca  ,  carta  de  pago ,  finiquito  ú  otro 
escrito  en  que  uno  manifieste  quedar  satisfecho  de  la  deuda 
ú  obligación  á  su  favor  contraída ,  produce  prueba  completa 
contra  el  que  lo  hizo  ó  mandó  hacer  y  sus  herederos,  del 
mismo  modo  que  el  instrumento  público  y  auténtico ,  en  loa 


casos  siguientes  :  —  Io.  si  su  autor,  esto  es,  el  que  le  hizo 
ó  mandó  hacer,  le  reconoce  como  suyo  ante  el  juez  ó  en  es- 
critura pública  :  — 2o.  si  negándose  su  autor  al  reconoci- 
miento y  defiriéndole  juramento  la  otra  parte  ,  no  le  quisie- 
siere  prestar  ni  tampoco  referírsele  á  la  misma  :  —  5o.  si 
habiendo  muerto  el  autor  ó  negando  ser  suyo,  lo  aseguran 
de  cierta  ciencia  dos  testigos  de  competente  edad,  contestes 
y  sin  tacha,  que  declaren  en  juicio  contradictorio  y  bajo 
juramento  haberle  visto  hacer  por  el  mismo  antor  ó  por  otro 
de  su  orden;  á  no  ser  que  el  asunto  sobre  que  versa  el  ins- 
trumento, exija  para  su  prueba  mayor  número  de  testigos; 
leyes  iHí  y  119  ,  lit.  18  ,  Part.  3.  —  k°.  si  la  parte  contra 
quien  se  presenta  no  le  redarguye  de  falso  ni  opone  defecto 
que  destruya  su  legitimidad ,  aunque  espresamente  no  le 
reconozca  ni  se  compruebe  por  testigos  ,  porque  se  presume 
que  le  confiesa  y  aprueba  tácita  y  virtualmente  con  su  silen- 
cio ,  como  sienta  Febrero  diciendo  haberlo  visto  declarado 
en  juicio. 

III.  La  comparaciotí  d  cotejo  de  letra  y  firma  con  otros 
escritos  indudables  del  autor  no  prueba  por  sí  la  legitimidad 
ni  la  falsedad  del  instrumento  en  cuestión ,  ya  por  haber 
muchas  personas  que  saben  imitar  con  perfección  toda  es- 
pecie de  letras ,  ya  porque  una  misma  persona  hace  á  veces 
una  letra  que  no  se  parece  á  la  que  hizo  en  otras  ocasiones 
por  causa  de  lentitud,  precipitación,  poca  seguridad  en  el 
pulso,  vejez,  enfermedad,  ó  variación  de  tinta,  pluma  ó 
papel.  Así  es  que  ni  la  parte  que  presenta  un  documento 
acreditará  su  legitimidad  exhibiendo  otro  escrito  verdadero 
del  mismo  autor  que  sea  del  todo  semejante  en  la  letra  y  en 
la  forma  ;  ni  la  parte  contraria  justificará  su  falsedad  con 
solo  demostrar  otro  escrito  que  sea  desemejante;  leyes  118 
y  119,  tít.  18,  Part.  3.  Mas  no  por  eso  deberá  siempre  des- 
echarse absolutamente  el  cotejo  de  letras ,  pues  si  bien  no 
basta  por  sí  solo  para  probar  que  un  documento  ha  sido  ó 
no  escrito  ó  firmado  por  la  persona  á  quien  se  atribuye  , 
forma  sin  embargo  algún  indicio,  y  no  deja  de  contribuir  á 
la  fuerza  de  la  justificación  cuando  se  reúne  con  otros  admi- 
nículos ,  como  v.  gr.  con  el  sello  de  la  persona  que  se  supo- 
ne haberle  firmado,  con  el  sello  de  la  administración  de 
correos  si  se  trata  de  alguna  carta,  con  las  firmas  de  testi- 
gos ,  con  las  deposiciones  de  personas  que  de  boca  del  mis- 
mo autor  del  documento  hayan  oido  decir  que  efectivamente 
lo  estendió  ó  hizo  la  disposición  ó  convención  ó  promesa  en  él 
contenida ,  etc.  En  caso  de  decretarse  el  cotejo  de  letras  , 

-ha  de  verificarse  con  escritos  de  cuya  autenticidad  no  se 
dude ,  y  por  peritos  ó  espertos  que  juren  primero  que  se  ! 
conducirán  bien  y  fielmente  en  el  desempeño  de  su  encargo 
y  que  no  dejarán  de  decir  la  verdad  de  lo  que  entendieren 
por  ruego  ni  por  miedo  ni  por  amor  ni  por  odio  ni  por  otra 
razón  ninguna  ;  ley  118,  til.  18,  Part.  5,  y  íey  20 ,  lit.  21  , 
lib.  h  del  Digesto. 

IV.  La  parte  contra  quien  se  presenta  un  documento  pri- 
vado puede  también  redargúirle  de  falso ,  y  oponerle  las 
escepciones  que  tuviere.  Si  alegare  que  durante  el  dia  de  su 
fecha  no  pudo  estar  en  el  lugar  supuesto  de  su  otorgamiento 
por  hallarse  en  otro  muy  distante  de  él  ,  debe  ser  oido  y 
creido  presentando  dos  testigos  idóneos  que  confirmen  lo 
que  deduce  ó  probando  que  asistió  como  parte  ó  testigo  al 
otorgamiento  de  una  escritura  pública  estendida  en  el  paraje 
donde  se  encontraba;  ley  117,  fit.  18  ,  Part.  5. 

V.  Si  tratándose  de  un  préstamo  de  dinero ,  reconociere 
cl  deudor  como  suyo  el  vale  ó -instrumento  en  que  confiesa 
haber  recibido  la  cantidad  en  él  espresada  ,  pero  opusiere 
al  mismo  tiempo  la  escepcion  llamada  por  los  Romanos  non 
numerata:  pecunia; ,  afirmando  que  á  pesar  del  vale  no  se 
había  efectuado  el  préstamo,  no  podrá  ser  condenado  á  la 
devolución  del  dinero  en  caso  de  que  todavía  no  hayan  pa- 
sado dos  años  desde  la  fecha  del  vale ,  á  no  ser  que  el  aeree- 
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dor  pruebe  la  certeza  de  la  entrega  del  dinero,  ó  que  el  deu- 
dor hubiese  renunciado  la  indicada  escepcion  en  el  mismo 
vale  ó  en  otro  documento  :  mas  en  caso  de  haber  trascurri- 
do el  término  de  los  dos  años  ,  ya  no  podrá  el  deudor  escu- 
darse con  la  escepcion  del  dinero  no  entregado,  sino  que 
tendrá  que  satisfacer  la  cantidad  que  en  el  vale  confiesa  ha- 
ber recibido ,  aunque  realmente  no  le  haya  sido  entregada  ; 
ley  9,  tít.  1  ,  Part.  S.  Resulta  pues  que  la  confesión  escrita 
de  un  préstamo  no  tiene  fuerza  alguna  durante  los  dos  pri- 
fmeros  años  contados  desde  que  se  hizo,  y  que  después  de 
este  período  no  solo  es  prueba  completa  sino  causa  también 
de  la  obligación  de  satisfacer  su  importe.  Pregúntase  ,  no 
obstante  ,  entre  los  jurisconsultos ,  si  todavía  después  del 
trascurso  de  los  dos  años  tendrá  derecho  el  autor  del  vale  á 
proponer  la  escepcion  non  nnmeratce  pecunice,  con  tal  que  él 
mismo  se  ofrezca  á  probarla.  Si  atendemos  al  texto  de  las 
leyes ,  así  al  de  las  patrias  como  al  de  las  romanas ,  debemos 
decir  que  no  puede  ya  proponerla  ni  ser  admitido  á  probar- 
la, porque  espresa  y  absolutamente  disponen  que  no  habien- 
do hecho  dentro  de  los  dos  años  la  reclamación  del  dinero  ó 
del  vale  no  lapueda  hacer  despues,  y  que  en  caso  de  pedír- 
sele los  maravedís  esté  obligado  á  entregarlos  bien  así  como 
si  los  hobiese  rescebidos  :  de  suerte  que  suponiendo  la  ley  el 
caso  de  que  el  autor  del  escrito  no  haya  recibido  la  cantidad 
y  cargándole  á  pesar  de  eso  la  obligación  de  pagarla  aun  en 
el  supuesto  caso,escluye  del  modo  mas  terminante  y  mani- 
fiesto la  admisión  de  la  prueba  que  el  deudor  quisiera  pre- 
sentar sobre  la  escepcion  de  no  haberse  realizado  el  présta- 
mo cuya  restitución  se  le  demanda.  La  ley,  en  efecto,  ha 
querido  establecer  una  nueva  especie  de  obligación ,  una 
obligación  literal,  una  obligación  que  no  nace  precisamente 
de  la  recepción  del  dinero ,  sino  del  vale  no  retractado  den- 
tro del  término  de  dos  años ,  non  ex  numeratione  pecunice, 
sed  ex  lilteris  inlra  biennium  non  relraclalis  ;  y  no  existiría 
por  cierto  esta  obligación  literal ,  ni  debería  mantenerse  en- 
tre las  verdaderas  obligaciones,  si  después  de  formada  pu- 
diera destruirse  por  una  escepcion  perpetua  de  dinero  no 
recibido.  Varios  autores,  sin  embargo,  se  esfuerzan  en  sos- 
tener que  el  deudor  debe  ser  admitido  en  todo  tiempo  á 
proponer  y  probar  esta  escepcion ,  fundados  en  razones  que 
Heineccio,  Vinio  y  otros  muchos  combaten  victoriosamente 
con  las  leyes  8  ,  10  y  \h  ,  tít.  50,  lib.  h  del  Código;  pero 
Antonio  Gómez,  lib.  2,  Variar.,  cap.  6,  n.  7,  y  Gregorio 
López,  glosa  6  de  la  ley  9,  tít.  1,  Part.  5.  si  bien  quisieran 
inclinarse  ex  œquitate  canónica  á  la  opinion  de  aquellos ,  no 
pueden  menos  de  confesar  que  ex  rigore  juris  debe  des- 
echarse la  escepcion  aunque  el  deudor  tome  á  su  cargo  la 
prueba,  porque  consideran  efectivamente  que  la  citada  ley 
9,  tít.  1  ,  Part.  5,  ha  resuello  en  este  sentido  la  cuestión  de 
un  modo  que  no  deja  lugar  á  la  duda.  Véase  Mutuo  y  Prés- 
tamo. 

VI.  El  instrumento  privado  hace  fe  y  tiene  antigüedad 
entre  las  partes  y  sus  herederos  desde  su  fecha  ;  pero  como 
pudieran  haberse  entendido  y  convenido  las  partes  en  an- 
tedatarle para  defraudar  á  otras  personas ,  de  ahí  es  que 
contra  terceras  personas  no  puede  hacer  fe  ni  tener  ?nti- 
güedad  (  para  probar  el  hecho  de  la  convención  ó  disposi- 
ción en  él  contenida)  sinp  desde  que  adquiere  fecha  cierta,  de 
modo  que  no  pueda  recaer  sospecha  de  haber  sido  ante- 
datado. Un  instrumento  privado  adquiere  fecha  cierta  y  an- 
tigüedad contra  tercero  :  —  Io.  desde  el  dia  en  que  la  per- 
sona que  le  firmó  se  puso  por  muerte  ó  por  la  pérdida  de  los 
dos  brazos  en  la  imposibilidad  de  escribir  y  por  lo  tanto  en 
la  de  antedatarle:  —  2o.  desde  el  dia  en  que  se  hizo  constar 
su  contenido  en  algún  acto  auténtico ,  como  por  ejemplo  en 
un  inventario  solemne ,  en  un  embargo  ,  en  un  proceso  ,  ó 
en  un  documento  autorizado  por  un  funcionario  público  :  — 
5o.  desde  el  dia  de  su  presentación  en  juicio ,  con  tal  que 


sea  reconocido  ó  atestiguado  ó  comprobado  en  la  forma  quo 
mas  arriba  se  ha  dicho  :  — h°.  desde  el  dia  de  su  propia 
fecha ,  si  estuviese  firmado  por  el  deudor  y  tres  testigos , 
pues  que  en  este  caso  tiene  la  misma  fuerza  que  el  público , 
según  la  ley  31 ,  tít.  13 ,  Part.  5  :  —  S°.  desde  el  dia  igual- 
mente de  su  propia  fecha  ,  si  estuviese  estendido  en  el  papel 
sellado  que  le  correspondiere  por  la  calidad  y  cantidad  de 
su  contenido  según  lo  dispuesto  para  las  escrituras  públicas; 
porque  entonces  cesa  el  peligro  de  las  antedatas  y  postda- 
tas ,  como  dice  la  ley  5 ,  tít.  *2k ,  lib.  10,  Nov.  Rec.  Véase  , 
sin  embargo ,  lo  que  se  dice  en  los  arts.  Acreedor  personal 
escriturario ,  y  Acreedor  personal  quirografario. 

VIL  El  instrumento  privado,  sea  de  obligación  sea  de 
liberación ,  no  hace  fe  contra  el  que  le  ha  suscrito ,  cuando 
se  encuentra  en  su  poder.  Así  que,  si  entre  mis  papeles  se 
halla  un  vale  en  que  yo  confieso  deberte  cierta  cantidad ,  es 
de  presumir  ó  que  yo  había  escrito  este  vale  con  la  espe- 
ranza de  que  tú  me  prestarías  la  cantidad  enunciada ,  y  que 
no  habiéndomela  prestado  he  conservado  el  vale  sin  tener 
la  precaución  de  romperle,  ó  que  por  el  contrario  habién- 
doseme verificado  el  préstamo ,  he  satisfecho  su  importe  ó 
tú  me  lo  has  condonado  y  he  recogido  el  vale.  Dala  misma 
manera,  si  entre  los  papeles  de  mi  acreedor  se  encuentra 
una  carta  de  pago  firmada  por  él  de  una  cantidad  que  le 
debo,  habrá  de  suponerse  que  la  habia  estendido  de  ante- 
mano para  remitírmela  y  recobrar  su  dinero  ó  para  tenerla 
preparada  cuando  yo  fuese  á  entregárselo.  Esta  es  la  re- 
gla general ,  que  podrá  tener  algunas  escepciones  ;  pero 
estas  en  su  caso  resultarán  de  circunstancias  particulares. 

VIII.  Los  libros  de  cuentas,  registros  ó  asientos  que  uno 
lleva  y  conserva  en  su  poder,  hacen  fe  contra  él  mismo  y 
no  contra  terceras  personas  :  Exemplo  etenim  perniciosum 
est,  ut  ei  scripturœ  credalur,  qua  unusquisque  sibi  adno- 
tatione  propria  debitorem  consliluit.  Unde  ñeque  fiscum  ñe- 
que alium  quemlibet  ex  suis  subnotationibus  debili  probalio— 
nem  prcebere  posseoportet  ;  ley  7,  lit.  19,  lib.  U  del  Código. 
«  Por  ende  decimos,  dice  la  ley  121,  tit.  18,  Part  5,  que  si 
fallaren  en  quaderno  de  algún  home  finado  quel  deben  dar 
ó  facer  otros  alguna  cosa  ,  que  tal  escriptura  como  esta  non 
debe  seer  creída,  nin  facer  prueba,  maguer  paresciese  buen 
home  aquel  que  la  fizo  escribir,  et  hobiese  jurado  que  era 
verdadera  ;  ca  serie  cosa  sin  razón  et  contra  derecho  de  ha- 
ber home  poderío  de  facer  á  otros  sus  debdores  por  sus  es- 
cripturas  quando  él  se  quisiese.  »  Si  alguno  al  tiempo  de  su 
muerte,  según  añade  la  misma  ley,  dijere  y  mandare  es- 
cribir que  fulano  le  debe  cierta  cantidad  determinada,  como 
por  ejemplo  diez  maravedís,  y  luego  resultare  deberle  veinte 
por  prueba  de  sus  herederos,  no  debe  obstarles  la  espresion 
ni  el  escrito  del  difunto  para  demandar  y  cobrar  los  veinte, 
por  presumirse  que  padeció  equivocación  ;  á  no  ser  que  el 
difunto  hubiese  dicho  ó  dejado  escrito  por  su  mano  ó  la  de 
otro  que  en  caso  de  deberle  mas  de  diez  maravedís  se  lo 
perdonaba,  ó  hubiese  jurado  que  no  le  debia  mas  de  diez, 
pues  entonces  los  herederos  no  podrían  pedir  el  esceso,  aun- 
que lo  probasen.  Mas  aunque  los  libros,  cuadernos  ó  regis- 
tros de  que  hablamos,  no  hagan  prueba  completa  á  favor  de 
su  dueño,  inducen  sin  embargo  presunción  de  verosimilitud 
cuando  están  estendidos  con  formalidad  y  se  reúnen  otros 
adminículos  que  corroboran  su  contenido  ;  Greg.  López  en 
la  glosa  de  dicha  ley  121,  tit.  18 ,  Parí.  3. 

Como  los  libros  de  cuentas  y  demás  asientos  domésticos 
hacen  fe  contra  su  dueño ,  es  claro  que  si  en  ellos  se  enun- 
cia formalmente  un  pago  recibido  ó  una  deuda  contraída,  se 
tendrá  por  recibido  el  pago. y  por  contraída  la  deuda,  pues 
no  es  de  presumir  que  el  autor  de  los  asientos  se  declare 
deudor  sin  serlo,  ni  se  dé  por  satisfecho  de  su  créciko  es- 
tando todavía  pendiente.  Pero  el  que  quiera  aprovecharse 
de  estos  asientos,  no  podrá  dividirlos  tomando  de  ellos  lo 
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quesea  favorable  á  su  pretensión  y  dejando  lo  que  le  sea 
adverso ,  pues  ó  bien  ha  de  aceptarlos  en  todo  ó  bien  dese- 
charlos enteramente,  según  la  regla  de  que  Fides  scriplurce 
est  indivisibilis.  Así  es  que  si  de  tu  libro  de  cuentas  resulta 
que  yo  te  he  prestado  mil  pesos  y  después  se  añade  en  él 
que  me  has  devuelto  seiscientos,  no  podré  yo  acreditar  por 
el  mismo  libro  que  todavía  me  debes  los  mil ,  pues  ó  he  de 
admitir  las  dos  partidas  de  cargo  y  descargo  ó  repudiarlas 
ambas ,  y  valerme  de  otros  medios  de  prueba  si  es  que  los 
tengo. 

IX.  Como  el  deudor  que  paga  su  deuda  ó  parte  de  ella 
se  suele  contentar  á  veces  con  que  el  acreedor  anote  el  pago 
en  el  mismo  título  de  crédito ,  exige  la  justicia  que  el  es- 
crito puesto  por  el  acreedor  al  pió ,  al  margen  ó  al  dorso  de 
un  instrumento  público  ó  privado  que  conserva  ó  ha  con- 
servado en  su  poder,  haga  fe  aunque  no  esté  firmado  ni  fe- 
chado por  el  mismo  ,  cuando  tiene  por  objeto  la  liberación 
del  deudor,  como  v.  gr.  cuando  espresa  que  ha  recibido  del 
deudor  todo  el  importe  de  la  deuda  ó  alguna  cantidad  á 
buena  cuenta  ;  salvo  empero  su  derecho  á  probar  que  no 
puso  el  escrito  sino  por  error,  sorpresa  ó  dolo.  También  hace 
fe  dicho  escrito  en  el  caso  de  que  haya  sido  puesto  por  un 
tercero ,  y  aun  por  el  mismo  deudor,  con  tal  que  el  instru- 
mento en  que  se  halla  no  haya  salido  nunca  de  mano  del 
acreedor,  pues  se  presume  que  este  no  habría  permitido  que 
se  pusiera  sin  tener  motivo  para  ello,  esto  es,  sin  haber  re- 
cibido la  cosa  ó  cantidad  que  en  él  se  menciona  ;  siendo  de 
su  cargo  el  probar  la  pérdida  ó  estravío  del  instrumento,  si 
quisiere  alegar  que  el  escrito  liberatorio  puesto  en  él  por 
una  mano  estraña  es  fraudulento,  porque  la  pérdida  ó  es- 
travío es  un  acontecimiento  que  no  se  supone,  antes  por  el 
contrario  se  presume  que  cada  uno  guarda  sus  títulos  con 
cuidado.  No  es  necesario  advertir  que  si  el  instrumento  ori- 
ginal se  halla  en  poder  del  deudor,  el  escrito  de  liberación 
puesto  en  él  hará  todavía  mas  fe  que  en  los  demás' casos; 
ademas  de  que  no  teniendo  ya  su  título  el  acreedor,  no  podrá 
hacer  reclamación  alguna  de  la  deuda ,  la  cual  se  supone 
pagada  ó  remitida  por  solo  el  hecho  de  la  restitución  del  ins- 
trumento, como  establece  la  ley  UO,  tít.  13,  Part.  S. 

X.  Todavía  hay  otra  especie  de  instrumento  privado ,  que 
si  bien  no  es  escrito ,  se  asimila  sin  embargo  á  él.  Tales  son 
las  tarjas  ó  cañas  que  se  usan  en  las  ventas  de  comestibles 
por  menor  y  al  fiado  ;  las  cuales ,  cuando  se  duda  de  las 
cantidades ,  hacen  fe  si  resultan  comprobadas.  Véase  Tarja. 

XI.  Las  disposiciones  y  doctrinas  que  hemos  espuesto  en 
este  artículo,  se  refieren  á  los  negocios  comunes,  pero  no  á 
los  actos  mercantiles  celebrados  entre  comerciantes  sino  en 
cuanto  no  están  modificadas  por  las  leyes  del  código  de  co- 
mercio. Sobre  las  pruebas  de  los  contratos  que  estos  hacen, 
y  sobre  la  fe  de  sus  libros ,  registros,  papeles  y  documen- 
tos, se  trata  con  separación  en  los  artículos  Carta  al  fin, 
Carla  de  crédito ,  Conocimiento,  Contrato  mercantil,  Libros 
de  comercio,  Letra  de  cambio,  Libranza,  Pagaré,  Póliza, 
Agente  de  bolsa,  Corredor,  etc. 

INSTRUMENTO  ejecutivo.  El  título  que  trae  apare- 
jada ejecución  ;  esto  es ,  el  título  que  por  sí  mismo  produce 
prueba  plena ,  y  en  cuya  virtud  por  lo  tanto  se  puede  pro- 
ceder sumariamente ,  sin  las  dilaciones  y  dispendios  del 
juicio  ordinario ,  á  la  aprehensión  de  la  persona  ó  bienes  del 
deudor  moroso  para  el  pago  de  la  deuda  (i). 

Son  instrumentos  ejecutivos  :  —  Io.  la  sentencia  pasada  en 
autoridad  de  cosa  juzgada  :  —  2o.  la  ejecutoria  espedida  por 
los  tribunales  :  —  5o.  !a  sentencia  arbitral  :  —  h°.  la  tran- 
sacción hecha  ante  escribano  :  —  b°.  el  juicio  uniforme  de 


(i)  La  ley  8,  tit.  10 ,  lib.  5  ,  Rec.  de  Ind.,  previene  bajo  grave 
pena  que  no  se  bagan  embargos  ui  secuestros  sino  en  los  casos 
prevenidos  por  las  leyes. 


contadores  confirmado  por  el  juez  :  —  6o.  la  escritura  pú- 
blica que  acredite  la  obligación  de  alguna  deuda  en  canti- 
dad líquida  ,  cuyo  plazo  haya  venc'.Jo  :  —  7o.  la  confesión 
de  la  deuda  hecha  en  juicio  :  —  8o.  el  vale,  carta  ú  otro 
papel  ó  documento  privado  reconocido  con  juramento  por  el 
deudor  ante  el  juez ,  ó  de  su  orden  por  escrito  ante  el  al- 
guacil ó  el  escribano  :  —  í)°.  la  letra  de  cambio  :  —  10.  las 
cédulas  y  provisiones  del  rey  que  no  sean  contrarias  á  de- 
recho, ni  dadas  en  perjuicio  de  alguno  sin  haber  sido  citado 
ni  oido  :  —  H.  las  libranzas  espedidas  con  autoridad  judi- 
cial para  hacer  pago  al  acreedor  del  dinero  depositado. 

Io.  y  2o.  Una  sentencia  puede  pasar  en  autoridad  de  cosa 
juzgada ,  ó  bien  por  voluntad  de  las  "partes  ó  bien  por  dispo- 
sición de  la  ley.  Pasa  en  autoridad  de  cosa  juzgada  por  vo- 
luntad de  las  partes,  cuando  estas  se  conforman  espresa- 
mente  con  ella,  cuando  no  interponen  apelación  dentro  del 
término  prescrito  por  la  ley,  cuando  habiéndola  interpuesto 
no  la  mejoran  ante  el  tribunal  superior,  y  cuando  habién- 
dola mejorado  la  desamparan  ó  no  la  prosiguen.  Pasa  en 
autoridad  de  cosa  juzgada  por  disposición  de  la  ley,  aun 
contra  la  voluntad  de  los  litigantes ,  siempre  que  la  ley  pro- 
hibe que  se  admita  apelación,  súplica  ú  otro  recurso,  como 
por  ejemplo  en  los  juicios  verbales ,  y  en  los  pleitos  en  que 
hay  tres  sentencias  conformes  ó  no  conformes.  En  uno  y 
otro  caso ,  es  decir,  en  los  de  pasar  en  autoridad  de  cosa 
juzgada  por  disposición  de  la  ley  ó  por  voluntad  de  los  liti- 
gantes, trae  la  sentencia  aparejada  ejecución ,  y  ha  de  cum- 
plirse y  llevarse  á  efecto  por  el  juez  á  quien  competa  ;  esto 
es,  por  el  juez  en  cuyo  territorio  se  halla  la  cosa  sobro  que 
se  ha  fallado  :  con  la  diferencia  de  que  si  este  es  el  mismo 
que  ha  pronunciado  la  sentencia  ejecutiva ,  puede  y  debe 
darle  cumplimiento  en  virtud  de  simple  solicitud  de  la  parte 
interesada;  pero  si  fuere  otro  distinto,  no  debe  ni  puede 
cumplirla  sino  en  virtud  de  certificación  ó  carta  ejecutoria 
espedida  por  el  juzgado  ó  tribunal  sentenciador  y  presen- 
tada por  la  parte  vencedora  con  el  correspondiente  pedw 
mentó.  Ley  19,  tít.  22,  Part.  3,  leyes  1  y  2,  tít.  27,  Part.  3; 
leyes  1,  3,  4  y  b,  tit.  17,  leyes  3  y  S,  lit.  20,  y  ley  3,  lit.  28, 
lib.  11,  Nov.  Rec. 

No  solamente  la  sentencia  pasada  en  autoridad  de  cosa 
juzgada  es  ejecutiva,  sino  también  la  sentencia  de  que  no 
se  admite  apelación  sino  en  el  efecto  devolutivo.  Así  pues, 
debe  ejecutarse ,  sin  embargo  de  apelación ,  toda  sentencia 
que  se  diere  sobre  causas  urgentes,  como  v.  gr.  sobre  se- 
pultura de  algún  difunto,  provision  de  tutor  á  los  menores, 
colección  de  uvas  y  otros  frutos,  siega  de  mieses,  disposi- 
ción ó  destino  de  otras  cualesquiera  cosas  que  no  pueden 
conservarse,  ley  22,  lit.  20,  lib.  11,  Nov.  Rec;  —  la  que 
recayere  sobre  dote  y  alimentos  á  favor  del  peticionario  ó 
suplicante  que  fuere  pobre ,  aunque  no  sea  propiamente  de- 
finitiva sino  de  aquellas  que  se  proveen  como  interlocuto- 
rias,  fundadas  en  las  pruebas  y  presunciones  de  la  calidad 
del  que  litiga  y  de  su  buen  derecho ,  como  dice  el  conde  de 
la  Cañada,  Instit.  prácl.,  p.  2,  cap.  11,  n.  60; —  la  dada 
sobrepago  de  salarios,  estipendios,  servicios,  jornales,  y 
trabajo  de  oficiales  y  artesanos ,  según  opinion  común  de  loa 
autores  ;  —  la  condenación  hecha  por  las  justicias  de  los 
pueblos  hasta  la  cantidad  de  mil  maravedís  inclusive  en  ra- 
zón de  infracciones  de  ordenanzas  sobre  mantenimientos, 
ley  16,  tít.  20,  lib.  11,  Nov.  Rec;  —  la  sentencia  dada  en 
juicios  sumarísimos  de  posesión,  arl.  49,  reglam.  de  26  de 
setiembre  de  185b  ;  —  y  la  dada  en  juicio  ejecutivo,  ley  12, 
tít.  28,  lib.  11,  Nov.  Rec 

No  trae  aparejada  ejecución  ó  á  lo  menos  no  debe  ejecu- 
tarse el  mero  mandato  del  juez  en  que  ordena  á  alguno  que 
haga  ,  dé  ó  pague  á  otro  cierta  cosa  ó  cantidad  sin  citarle 
ni  oirle ,  pues  por  este  defecto  se  convierte  en  simple  cita- 
tion ,  ley  22,  tít.  22,  Parí.  3  :  —  ni  la  sentencia  contra  la 
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cual  pide  restitución  el  que  goza  de  este  beneficio  ,  ley  2, 
tít.  2b  ,  Parí.  3  ;  á  no  ser  que  por  conjeturas  ó  presunciones 
aparezca  que  se  pide  por  malicia  :  —  ni  la  sentencia  contra 
la  cual  se  entabla  recurso  de  nulidad;  Cur.  Filíp.,  part.  2, 
juic.  ejecul.,  §  3  ,  núm.  6.  —  Véase  Apelable,  Apelación, 
Cosa  juzgada ,  Sentencia  definitiva ,  Sentencia  pasada  en  au- 
toridad de  cosa  juzgada. 

3o.  La  sentencia  arbitral ,  así  la  dada  por  arbitros  de 
derecho  como  por  arbitros  de  hecho  ó  amigables  compone- 
dores ,  trae  aparejada  ejecución ,  no  solamente  en  el  caso 
de  que  haya  sido  consentida  ú  oinologada  por  las  partes , 
sino  también  en  el  de  que  se  haya  reclamado  contra  ella 
por  via  de  apelación,  reducción  ó  nulidad  :  con  la  diferencia 
de  que  en  el  primer  caso  se  ha  de  llevar  á  efecto  sin  nece- 
sidad de  fianzas  ,  pues  que  es  irrevocable  ;  y  en  el  segundo 
no  ha  de  ejecutarse  sino  con  fianzas  dadas  por  la  parte  ven- 
cedora, por  si  fuere  revocada  á  instancia  de  la  otra  parte; 
leyes  23  y  35,  iít.  h  ,  Part.  5,  y  ley  h,  lit.  17,  lib.  11 ,  Nov. 
Rec.  Véase  Arbitro,  en  la  parte  que  trata  de  la  fuerza  de  la 
sentencia  arbitral. 

La  Constitución  de  1812  ,  en  su  título  S0,  que  rige  como 
decreto,  art.  281,  dice  que  «  la  sentencia  que  dieren  los 
arbitros  se  ejecutará  ,  si  las  partes  al  hacer  el  compromiso 
no  se  hubieren  reservado  el  derecho  de  apelar.  »  De  aquí 
se  deduce  :  —  Io.  que  si  las  partes  al  hacer  el  compromiso 
se  reservaron  el  derecho  de  apelar,  no  será  ejecutiva  la 
sentencia  ,  á  no  ser  que  fuere  consentida  ú  omologada  por 
aquellas  :  —  2o.  que  no  habiendo  reserva  del  derecho  de 
apelación  ,  será  ejecutiva  la  sentencia ,  sin  perjuicio  del  re- 
curso de  nulidad  en  caso  de  que  haya  lugar  á  él  :  —  3o.  que 
aunque  no  habiendo  reserva  del  derecho  de  apelar  sea  ejecu- 
tiva la  sentencia ,  no  por  eso  ha  de~  dejarse  de  admitir  en  el 
efecto  devolutivo  la  apelación  que  la  parte  vencida  inter- 
pusiere ;  pues  que  la  ley  no  suprime  absolutamente  el  derecho 
de  apelación  por  solo  el  hecho  de  que  las  partes  no  se  le  hu- 
bieren reservado  ,  sino  que  se  contenta  con  dar  en  este  caso 
la  calidad  de  ejecutiva  á  la  sentencia  :  de  manera  que  por 
la  omisión  de  la  reservado  ha  de  suponerse  que  las  partes 
quedan  privadas  del  derecho  de  apelación  y  demás  recursos 
que  les  conceden  las  leyes ,  á  no  ser  que  los  renuncien  , 
porque  para  hacer  uso  á  su  tiempo  de  un  derecho  que  tene- 
mos no  es  necesario  que  nos  hayamos  reservado  la  facultad 
de  usarle.  Véase  Juicio  arbitral  ó  de  avenencia. 

lí°.  Las  transacciones  que  fueren  hechas  entre  partes  por 
ante  escribano  público,  traen  también  aparejada  ejecución 
y  deben  llevarse  á  efecto  del  mismo  modo  que  las  sen- 
tencias arbitrales  ;  ley  k,  tít.  17,  lib.  11  ,  Nov.  Rec.  Véase 
Transacción. 

b°.  Es  asimismo  ejecutiva ,  sin  embargo  de  apelación  ,  la 
sentencia  que  confirma  ó  aprueba  los  pareceres  conformes 
de  los  contadores  ,  no  solo  en  el  caso  de  que  ambos  hayan 
sido  nombrados  por  las  partes,  sino  también  en  el  de  que 
uno  haya  sido  nombrado  por  la  una  parte  ,  y  otro  de  oficio 
por  el  juez  en  rebeldía  de  la  otra  que  habiéndosele  notificado 
en  persona  que  le  nombrase  no  quiso  hacerlo;  bien  que 
la  parte  vencedora  habrá  de  dar  fianzas  llanas  y  abonadas 
para  asegurar  la  restitución  de  lo  que  recibiere  con  sus  frutos 
y  rentas,  del  mismo  modo  que  en  la  ejecución  de  la  sen- 
tencia arbitral  ;  ley  5  y  su  nota,  tít.  17,  lib.  11 ,  Nov.  Rec. 
Como  la  ley  habla  precisamente  del  caso  en  que  los  conta- 
dores hayan  sido  nombrados  por  las  partes ,  ó  el  uno  de  ellos 
por  una  parte  y  el  otro  por  el  juez  en  rebeldía  de  la  otra  , 
se  infiere  de  aquí,  quecuando por  razón  de  discordia  se  nom- 
brare un  tercero  por  el  juez  ó  por  los  mismos  contadores  en  vir- 
tud de  facultad  al  efecto  conferida,  no  producirá  ejecución  la 
sentencia  confirmatoria  del  parecer  del  tercero  que  estuviere 
conforme  con  el  de  uno  de  los  primeros ,  á  no  ser  que  la  parte 
vencida  no  interpusiere  apelación  en  tiempo  y  forma. 


6o.  Tiene  fuerza  ejecutiva  la  escritura  pública  original  ó 
de  primera  saca ,  que  ha  sido  otorgada  con  las  solemnidades 
legales,  y  la  copia  que  habiendo  sido  estraidaposteriomente 
del  registro  en  debida  forma  hace  las  veces  de  original , 
según  lo  esplicado  en  el  artículo  Instrumento  público;  sin 
que  sea  necesario  que  el  deudor  la  reconozca  como  el 
instrumento  privado,  ni  que  haya  en  ella  cláusula  guaren- 
tigia;  leyes  1,  2,  3 y  12  ,  iít.  28,  lib.  11,  Nov.  Rec; y  Cur. 
Filíp.,  parí.  %juic.  ejecut.,%7,  n.  1.  No  trae  pues  aparejada 
ejecución  la  segunda,  tercera  ú  otra  copia  que  el  escribano 
sacare  del  protocolo  por  su  propia  autoridad  en  los  casos 
en  que  no  puede  darlas  sin  decreto  del  juez  y  citación  de  la 
parte  contraria  (i)  :  —  ni  el  traslado  ó  testimonio  por  concuer- 
da ó  sacado  del  protocolo  ó  de  la  copia  original, pues  una  cosa 
es  que  pruebe  y  haga  fe  en  la  via  ordinaria ,  y  otra  el  que 
tenga  fuerza  ejecutiva  :  —  ni  la  escritura  otorgada  ante  es- 
cribano que  no  sea  numerario ,  á  no  ser  que  no  le  hubiese 
en  el  pueblo  ,  ó  que  se  hubiese  otorgado  con  anuencia  del 
numerario  para  su  protocolo  ,  ó  que  se  hiciese  en  la  corte  ó 
en  lugares  de  residencia  de  las  cnancillerías  ó  en  otra  cual- 
quiera parte  donde  por  ley  ó  costumbre  pueden  actuar  los 
escribanos  reales,  aun  habiéndolos  numerarios ,  ley  3,  tít.  Ib, 
lib.  7,  y  ley  7,  lit.  23,  lib.  10,  Nov.  Rec.  :  —  ni  la  que  carece 
del  signo  del  escribano  ,  aunque  sea  secretario  del  rey, 
porque  el  signo  es  indispensable  en  los  instrumentos  aun 
para  el  efecto  de  hacer  fe  (2). 

Sientan  comunmente  los  autores  que  no  solamente  es  eje- 
cutivo el  instrumento  público  que  se  ha  otorgado  dentro  del 
reino,  sino  también  el  que  se  ha  otorgado  en  el  estranjero 
aunque  allí  no  lo  sea  ;  dando  por  razón  que  en  todo  lo  con- 
cerniente al  orden  del  juicio  debemos  siempre  atender  al 
lugar  en  que  el  juicio  se  instaura  y  no  al  del  contrato  ú 
obligación ,  al  paso  que  en  la  decisión  de  la  causa  ó  sustan- 
cia del  instrumento  se  ha  de  considerar  el  fuero  donde  se 
hizo;  Curia  Filíp.,  lug.  cit.,  n.  3  ;  Gómez,  en  la  ley  64  de 
Toro ,  n.  8  ;  Pareja,  de  edil,  inslrum.,  tít.  1  ,  res.  5,  §  2, 
n.  kh  ;  Febr.  Nov.  y  otros  muchos.  Es  claro  que  para  pedir 
ejecución  en  virtud  de  un  instrumento  de  esta  clase,  es  in- 
dispensable que  venga  legalizado-en  la  forma  que  mas  arriba 
se  ha  indicado  en  el  artículo  Instrumento  público ,  n.  V  hacia 
el  fin. 

El  instrumento  público  trae  aparejada  ejecución ,  no  solo 
cuando  es  pura  y  absoluta  la  obligación  que  contiene  ,  sino 
también  cuando  es  condicional  ó  á  dia  cierto ,  con  tal  quo 
se  haya  verificado  la  condición  ó  haya  llegado  el  dia  ,  y  la 
cantidad  sea  líquida  ó  se  liquide  con  citación  de  la  parte 
contraria ,  según  opinion  común  de  los  autores  ;  y  así  en  el 
caso  de  que  la  obligación  sea  de  alguna  cantidad  que  debe 
pagarse  ó  devolverse  ,  como  en  el  de  que  recaiga  sobre  la 
prestación  de  algún  hecho  prometido,  v.  gr.  sobre  la  edifi- 
cación de  una  casa;  de  modo  que  el  obligado  no  tendrá  la 
alternativa  de  hacer  lo  prometido  ó  de  satisfacer  los  per- 
juicios ,  sino  que  habrá  de  ser  apremiado  al  cumplimiento 
de  su  obligación  por  todos  los  medios  de  derecho,  á  no  ser 
que  por  efecto  de  su  morosidad  río  tenga  ya  interés  el  acree- 
dor en  la  realización  de  la  promesa;  ley  b,  til.  27,  Part.  3, 
leyes  13  y  3b  ,  tít.  11 ,  Part,  b  ,  y  ley  3,  lit.  14  ,  Part,  b, 
con  la  glosa  U  de  Grerj.  López,  y  ley  1 ,  lit.  1 ,  lib.  10,  Nov. 
Rec.  Véase  Hecho  y  Obligación  de  hacer  ó  no  hacer. 

9i  la  obligación  fuere  nula,  es  consiguiente  que  tampoco 
será  válido  ni  mucho  menos  ejecutivo  el  instrumento  que  la 
contenga.  Así  es  que  no  tiene  fuerza  ejecutiva  la  escritura 
de  obligación  de  satisfacer  lo  que'se  perdió  en  el  juego, 
aunque  este  sea  de  los  permitidos ,  leyes  7,  8  y  Ib  ,  tít.  23  , 
lib.  12,  Nov.  Rec.  :  —  ni  la  de  pagar  lo  que  los  mercaderes , 

.. — - — —  -  -*» 

(t)  Febr.  mej.,  tom.  í>,  pñg.  457,  n.  28. 

(2)  Febr.  mej.,  en  dicho  lugar  ,  n.  29. 
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plateros  y  otros  negociantes  fian  á  los  novios  para  las  bodas, 
ley  2  ,  tít.  8  ,  lib.  10 ,  Nov.  Rec.  :  —  ni  la  de  satisfacer  lo 
prestado  ó  fiado  á  hijos  de  familia  ó  á  menores  de  edad  sin 
permiso  de  sus  padres  ó  tutores;  ni  tampoco  lo  prestado  ó 
fiado  á  otras  cualesquiera  personas  mayores  ó  menores  con 
el  pacto  de  pagar  cuando  se  casen  ó  sucedan  en  alguna  he- 
rencia ó  mayorazgo  ó  tengan  mayor  renta  ó  hacienda  ;  ley  17, 
tít.  1  ,  lib.  10  ,  Nov.  Rec.  :  —  ni  la  de  obligación  contraída 
por  mujer  casada  sin  licencia  del  marido  ó  del  juez ,  leyes  1 1 , 
12,  13,  iU  y  15,  d.  tít.  y  lib.  :  —  ni  la  de  obligación  en  que 
hay  intereses  y  falta  el  juramento  de  su  importe  que  deben 
hacer  el  acreedor  y  el  deudor,  para  evitar  contratos  usura- 
rios; ley  22  ,  d.  tít.  1  y  lib.  10,  Nov.  Rec.  (1). 

También  se  reputa  ejecutivo  el  testamento  solemne  por 
la  deuda ,  legado ,  fideicomiso ,  mejora ,  ó  prelegado  de  cosa 
específica ,  como  que  es  instrumento  público  hecho  ante 
escribano.  Pero  lo  que  se  acostumbra  es  sacar  testimonio 
de  la  cláusula  con  citación  del  heredero  ,  hacer  que  este  lo 
reconozca  judicialmente ,  y  proceder  en  su  virtud  contra  él 
por  la  via  ejecutiva  ;  no  siendo  necesario  el  reconocimiento 
cuando  el  testador  manda  que  se  pueda  pedir  ejecutiva- 
mente la  cosa  legada  ó  debida;  Curia  Filíp.,  2  part.,  §  7, 
n.  2. 

7o.  Trae  aparejada  ejecución  la  confesión  clara  y  simple 
hecha  con  juramento  por  el  deudor  ante  juez  competente  y 
escribano ,  ó  ante  alguacil  ó  escribano  solamente  en  virtud 
de  mandato  escrito  del  juez ,  hágase  antes  ó  después  de  la 
contestación  de  la  causa;  ley  7,  tít.  3,  ley  2,  tít.  15,  Part.  3; 
y  leyes  'i  y  5,  lit.  28  ,  lib.  11  ,  Nov.  Rec. 

Es  clara  la  confesión  ,  no  solo  cuando  el  deudor  mani- 
fiesta paladinamente  que  debe  lo  que  se  le  pide  ,  sino  tam- 
bién cuando  dice  que  cree  deberlo  ó  que  lo  debe  sobre  poco 
mas  ó  menos;  y  así  se  despachará  la  ejecución  por  toda  la 
cantidad  pedida,  quedándole  salvo  el  derecho  de  justificar 
á  su  tiempo  lo  que  le  conviniere  sobre  el  menor  importe  de 
la  deuda. 

Es  simple  la  confesión  cuando  el  deudor  declara  lisa  y 
llanamente  que  está  debiendo  en  aquel  acto  y  no  á  plazo  ni 
bajo  condición  lo  que  le  pide  su  colitigante.  Si  la  confesión 
llevase  la  calidad  de  condición  ó  de  plazo  ,  no  produciría 
ejecución  hasta  que  este  venciese  ó  aquella  se  verificase, 
ya  porque  no  puede  pedirse  la  deuda  que  no  sea  exigible 
en  el  momento ,  ya  porque  una  confesión  de  esta  clase  es 
individua  y  no  puede  aceptarse  en  una  parte  y  desecharse 
en  otra. 

De  la  declaración  que  hiciere  el  deudor  confesando  ó  ne- 
gando, se  da  traslado  al  acreedor  ó  ejecutante  ,  para  que 
en  su  vista  pida  la  ejecución  ó  lo  que  le  convenga  ;  y  pidiendo 
este  la  ejecución  por  haber  hecho  aquel  la  confesión  clara  y 
simple,  se  despacha  el  mandamiento  por  el  juez  para  com- 
peler al  deudor  al_pago  de  la  deuda  ó  proceder  al  embargo 
de  bienes,  aunque  el  deudor  al  tiempo  de  la  confesión  haya 
opuesto  la  escepcion  de  haber  ya  hecho  el  pago  ó  de  habér- 
selo remitido  ó  prometido  no  pedírselo  el  acreedor ,  pues 
no  se  admite  prueba  de  ninguna  de  estas  escepciones  hasta 
después  en  el  término  legal,  como  se  verá  en  el  Juicio 
ejecutivo. 

No  trae  aparejada  ejecución ,  según  se  infiere  de  lo  dicho  : 

—  la  confesión  exlrajudicial  ;  leyes  U  y  7,  til.  13  ,  Part.  5  : 

—  ni  la  que  se  hace  en  pedimento  presentado  en  juicio , 
porque  falta  en  ella  el  requisito  del  juramento  formal,  á  no 
ser  que  el  deudor  se  ratifique  bajo  de  él  ante  el  juez  ó  el 
escribano  de  su  orden  :  —  ni  la  calificada  en  que  el  deudor 

(1)  Pero  entre  los  Mejicanos  desgraciadamente  por  la  ley  de  50 
de  diciembre  de  1835  se  derogaron  todas  las  prohibitivas  del  mu- 
tuo usurario ,  y  así  no  se  requiere  tal  juramento  en  las  escrituras 
de  mutuo. 


destruye  la  intención  de  su  adversario  poniendo  alguna  cir- 
cunstancia que  hace  variar  la  naturaleza  del  hecho ,  como 
si  confesando  haber  recibido  la  cantidad  que  se  le  pide  dice 
al  mismo  tiempo  que  fué  en  pago  de  un  crédito  que  tenia  á 
su  favor  :  —  ni  la  ficta  ó  presunta  ,  que  es  la  que  el  derecho 
estima  hecha  por  no  declarar  el  deudor  ó  no  declarar  con- 
forme se  debe  :  —  ni  la  obscura  ó  dudosa  que  no  recae  sobre 
cantidad  ó  cosa  cierta  y  determinada  (2):  —  ni  la  confesión 
segunda  que  está  en  contradicción  con  la  primera  :  —  ni  la 
que  hace  el  menor  sin  que  el  curador  intervenga  en  el  jura- 
mento que  debe  precederla.  Yéase  Confesión  en  sus  dife- 
rentes artículos. 

El  juramento  decisorio  ó  voluntario ,  que  es  el  que  una 
parte  defiere  á  la  otra  ,  trae  aparejada  ejecución ,  porque  es 
confesión  verdadera  y  tiene  fuerza  de  transacción  y  sen- 
tencia pasada  en  autoridad  de  cosa  juzgada  ;  pero  no  la 
trae  el  juramento  supletorio;  ley  15,  iít.  H,  Part.  3.  Véase 
Juramento  decisorio. 

8o.  El  vale,  conocimiento,  carta  y  cualquier  otro  instru- 
mento privado  de  obligación  ,  con  fecha  ó  sin  ella,  trae  eje- 
cución aparejada  cuando  el  deudor  le  reconoce  paladina- 
mente con  juramento  ante  el  juez ,  alguacil  ó  escribano 
comisionado  por  aquel  ;  ya  le  haya  escrito  por  sí  mismo,  ya 
le  haya  firmado  solamente,  ya  no  le  haya  escrito  ni  firmado 
por  no  saber  ó  no  poder,  pero  le  haya  mandado  hacer  á 
otro;  ley  119,  tit.  18,  Part.  3,  y  leyes  ky  5,  tít.  28,  lib.  11, 
Nov.  Rec. 

El  reconocimiento  del  papel  privado  se  dirige  solo  á  la 
firma  ó  á  la  certeza  de  su  formación,  y  no  á  la  verdad  de  su 
contenido  ;  y  así  para  que  se  tenga  por  reconocido  el  papel, 
basta  que  diga  el  deudor  que  la  firma  es  suya  ó  que  cree 
que  lo  es,  sin  que  sirva  de  obstáculo  el  alegar  que  lo  firmó 
sin  haberlo  leido ,  y  sin  que  sea  necesario  que  confiese  es- 
presamente  la  deuda,  pues  que  esta  se  halla  contenida  en  el 
documento. 

Es  tan  necesario  el  reconocimiento  del  deudor  para  que 
sea  ejecutivo  el  instrumento  privado,  que  si  aquel  es  contu- 
maz ó  rebelde  no  queriendo  comparecer ,  ó  bien  niega  la 
deuda  y  también  su  firma  ó  la  orden  para  estender  el  docu- 
mento, no  basta  la  declaración  de  los  testigos  que  digan  ha- 
berle visto  firmar  ó  haberlo  hecho  ó  firmado  ellos  de  su 
orden  ó  á  su  ruego  y  aseguren  al  mismo  tiempo  la  certeza 
de  su  contenido  ,  ni  tampoco  el  cotejo  ó  comparación  de  le- 
tras ,  ni  aun  la  cláusula  de  que  sea  estimado  como  instru- 
mento público  sin  necesidad  de  ser  reconocido;  pues  todas 
estas  circunstancias  son  buenas  para  proceder  á  la  condena- 
ción del  deudor  en  juicio  ordinario,  mas  no  para  despachar 
mandamiento  de  ejecución,  el  cual  solo  procede  cuando  los 
conoscimientos  son  reconoscidos  por  las  partes  ante  el  juez 
que  manda  ejecutar,  según  espresion  de  la  ley. 

Si  el  deudor  en  el  acto  del  reconocimiento  del  vale  ú  otro 
papel  privado  opone  la  escepcion  de  no  habérsele  entregado 
el  dinero  que  se  le  pide,  no  puede  despacharse  el  manda- 
miento ejecutivo,  á  no  ser  en  el  caso  de  que  hubiere  renun- 
ciado espresamente  en  el  mismo  vale  ú  otro  papel  separado 
dicha  escepcion  ,  ó  de  que  la  opusiere  después  del  acto  del 
reconocimiento  ,  ó  de  que  hubiere  dejado  correr  dos  años 
desde  que  contrajo  la  obligación  sin  pedir  la  restitución  del 
vale  ó  la  entrega  del  dinero;  ley  9  ,  lit.  1 ,  Part.  5.  Véase 
Instrumento  privado,  n.  V. 

Mas  si  antes  ó  después  de  trascurridos  los  dos  años  pido 
el  acreedor  el  reconocimiento  del  escrito,  y  el  deudor  de- 
clara que  la  firma  es  suya  ó  que  el  escrito  se  estendió  de  su 
orden,  pero  niega  la  deuda  ú  obligación  esponiendo  que  ya 
está  satisfecha  ó  que  no  la  contrajo  ó  que  tiene  cuentas  pen- 

(2)  Doctrinas  de  Febrero  con  los  autores  que  ciU  el  mejicano, 
pág.  148,  desde  el  n.  10  á  la  150  n.  10,  del  t.  5. 
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dientes  ú  otra  cosa  semejante ,  se  despachará  el  manda- 
miento ejecutivo  á  pesar  de  las  escepciones  (  no  siendo  la  de 
dinero  no  entregado,  con  respecto  á  la  cual  ha  de  tenerse 
presente  lo  que  se  acaba  de  indicar);  ya  porque  del  he- 
cho de  no  haber  recogido  el  vale  ó  algún  resguardo  se  co- 
lige que  no  le  satisfizo,  ya  porque  en  el  caso  de  cuentas  no 
debe  retardarse  lo  líquido  por  lo  iliquido  :  bien  que  luego  po- 
drá usar  de  su  derecho  y  probar  sus  escepciones  en  el  tér- 
mino legal  del  juicio  ejecutivo  ó  en  la  via  ordinaria,  según  la 
naturaleza  ó  calidad  de  aquellas. 

Para  que  sea  ejecutivo  el  instrumento  privado,  no  basta 
que  la  parte  contra  quien  se  aduce  le  reconozca  en  la  espre- 
sada forma  ,  sino  que  ademas  es  necesario  que  la  cantidad 
que  por  él  se  reclama  sea  cierta  y  determinada;  de  manera 
que  si  no  lo  fuere,  no  podrá  precederse  ejecutivamente  hasta 
que  se  haga  la  liquidación  y  sea  consentida  por  la  parte  que 
resulte  deudora  ,  seguu  la  opinion  mas  común  de  los  auto- 
res. Mas  si  la  deuda  ú  obligación  en  el  instrumento  conte- 
nida fuese  líquida  en  una  parte  é  ilíquida  en  otra  ,  podrá 
despacharse  el  mandamiento  de  ejecución  por  aquella  y 
suspenderse  por  esta,  á  no  ser  que  la  parte  líquida  y  la  ilí- 
quida de  tal  suerte  se  hallen  complicadas  que  por  razón  de 
la  una  queden  ambas  reducidas  á  la  incertidumbre. 

Los  libros  de  asientos  y  las  cuentas  que  se  hacen  extraju- 
dicialmente  por  las  partes  ó  contadores  por  ellas  nombrados, 
no  traen  tampoco  aparejada  ejecución  sino  en  el  caso  de 
que  se  prueben  ó  reconozcan  en  juicio  ó  por  instrumento 
público.  Cuando  alguno  solicita  judicialmente  que  le  dé 
cuentas  otro  que  tiene  esta  obligación  y  se  resiste  á  cum- 
plirla ,  debe  en  efecto  mandarle  el  juez  que  las  rinda;  y 
para  formarlas  ó  liquidarlas  nombra  cada  parte  un  con- 
tador, y  por  defecto  de  la  que  no  le  nombrare  le  nom- 
bra el  juez  ,  el  cual  nombrará  también  tercero  en  caso  de 
discordia  si  la  hubiere.  Los  contadores ,  previo  juramento, 
hacen  ó  arreglan  las  cuentas  y  las  presentan  al  juez  ,  quien 
da  traslado  de  ellas  á  las  partes  para  que  las  vean  y  adicio- 
nen dentro  del  término  que  les  señala,  con  apercibimiento 
de  que  pasado  las  aprobará  y  mandará  ejecutar.  Si  no  las 
adicionan  en  dicho  término  los  interesados,  las  aprueba  y 
confirma  el  juez  designando  un  breve  plazo  para  que  se  sa- 
tisfaga el  alcance;  y  no  verificándose  el  pago,  se  despacha 
el  mandamiento  ejecutivo  ,  no  obstante  cualquiera  apelación 
ó  contradicción  que  se  interponga.  Mas  si  las  cuentas  se 
adicionan  en  el  término  señalado ,  se  da  traslado  de  las  adi- 
ciones á  la  parte ,  se  sigue  un  juicio  ordinario ,  y  se  decide 
por  el  juez  confirmando  ó  revocando  las  cuentas  según  le 
parezca  justo.  De  la  sentencia  del  juez,  cualquiera  que  ella 
sea ,  puede  interponerse  apelación  :  pero  en  lo  que  se  con- 
formaren los  contadores  ó  su  mayor  parte  y  fuere  confirma- 
do por  el  juez ,  traerá  la  sentencia  ejecución  aparejada  y 
habrá  de  ejecutarse  á  pesar  de  la  apelación,  dando  el  acree- 
dor fianzas  llanas  y  abonadas  de  restiluir  lo  que  por  la 
sentencia  hubiese  recibido  con  los  frutos  y  rentas  en  caso  de 
que  fuere  revocada,  según  lo  dispuesto  en  la  ley  S  y  su  no- 
la,  lit.  17,  lib.  11 ,  Nov.  Rec;  Gur.  Filíp.,  2a.  part.,juic„ 
ejecut. ,  §  6. 

9o.  Según  la  ley  7,  tít.  5,  lib.  9,  Nov.  Rec,  «  toda  letra 
de  cambio  aceptada  es  ejecutiva  como  instrumento  público, 
y  en  defecto  de  pago  del  aceptante  debe  pagarla  ejecutiva- 
mente el  que  la  endosó  á  favor  del  tenedor  de  la  letra ,  y  en 
falta  de  este  el  que  la  hubiese  endosado  antes  ,  hasta  el  que 
la  haya  girado  por  su  orden  ,  sin  que  sobre  este  punto  se 
admitan  dudas  ,  opiniones  ni  controversias;  y  el  tenedor  de 
la  letra  tampoco  tiene  necesidad  de  hacer  excusión,  cuando 
los  primeros  aceptantes  hubiesen  hecho  concurso  ó  cesión 
de  bienes,  ó  se  hallase  implicada  y  difícil  la  paga  por  ocur- 
rencia de  derechos  ú  otro  motivo  ,  pues  basta  certificación 
del  impedimento  para  recurrir  pronta  y  ejecutivamente 


contra  los  demás  obligados  al  pago.  »  La  ley  8  que  la  subsi- 
gue declara  «  que  para  repetir  contra  los  endosantes  y  li- 
brador bastará  el  protesto  debidamente  formalizado  y  pre- 
sentado por  falla  de  pago  del  aceptante;  que  esta  repetición 
podrá  hacerla  el  portador  ó  tenedor  de  la  letra  mercantil  ó 
judicialmente  contra  cualquiera  de  los  anteriormente  obli- 
gados en  ella,  cual  mas  le  convenga  ,  según  lo  previene  la 
ordenanza  de  Bilbao;  y  que  con  arreglo  á  ello  y  á  lo  qiu 
prescriben  los  artículos  20,  21  y  22,  cap.  15  de  la  misma,  se 
entienda  y  observe  lo  dispuesto  en  la  pragmática  sanción 
de  2  de  junio  de  1782,  »  esto  es  ,  en  la  ley  7  que  se  ha  co- 
piado. —  Por  los  tres  citados  artículos  de  la  ordenanza  de 
Bilbao  se  previene  :  —  que  los  tenedores  de  letras  acudan 
en  debido  tiempo  á  las  personas  sobre  quienes  fueren  libra- 
das ,  y  no  pagándolas  ,  á  las  señaladas  en  falta  de  paga- 
mento; practicando  esta   diligencia  y  avisando  su  resulta 
( con  el  protesto   si  le  hubiere)  al  librador  ó  endosante, 
cual  mas  le  convenga,  precisamente  por  el  primer  corree  ; 
so  pena  que  de  lo  contrario  serán  de  cargo  de  dichos  tene- 
dores los  riesgos  de  la  cobrenza  :  —  que  el  librador  ó  en- 
dosantes á  quienes  se  recurriere  por  el  tenedor  con  letras  y 
protestos  ,  deberán  pagar  su  importe  con  los  cambios  ,  re- 
cambios ó  intereses ,  comisión  y  gastos ,  breve  y  sumaria- 
mente ;  y  en  defecto  sé  les  apremie  por  la  via  mas  ejecutiva, 
sin  admitirles  escepcion  de  no  tener  provision  ,  de  que  se 
hallan  con  reconvención,  compensación,  ni  otra  alguna,  ni 
pretesto  por  legítimo  que  sea;  pues  todo  se  les  ha  de  reser- 
var, si  lo  alegaren  ,  para  otro  juicio  :  —  y  que  en  caso  de 
pagarse  por  cualquiera  de  los  endosantes  el  importe  de  la 
letra  devuelta  y  protestada,  tenga  el  tal  pagador  el  derecho 
de  recurso  á  otro  de  los  endosantes  anteriores  á  él  hasta  el 
mismo  librador,  y  á  cualquiera  de  ellos  in  solidum:  y  que 
aquel  contra  quien  se  pidiere  pague  y  sea  apremiado  á  ello, 
y  lo  mismo  los  demás,  hasta  que  el  último  endosante  quede 
con  solo  el  derecho  al  librador  ó  aceptante  ;  procediendose 
sumaria  y  ejecutivamente  en  unos  y  otros  juicios. 

Hemos  estraclado  casi  á  la  letra  estas  disposiciones  de 
nuestras  leyes  ,  para  evitar  la  inexactitud,  confusion  ó  in- 
suficiencia con  que  las  vemos  presentadas  en  algunas  obras 
de  derecho  que  tenemos  á  la  vista.  También  es  de  advertir, 
que  algunos  escritores  dan  fuerza  ejecutiva  á  las  letras  de 
cambio  aceptadas  y  no  reconocidas  (  esto  es,  aunque  no  es- 
tén reconocidas)  no  solo  contra  el  aceptante  sino  también 
contra  los  endosantes  ;  al  paso  que  otros  no  se  la  dan  ni 
aun  contra  el  aceptante  sino  en  caso  de  haber  sido  reconoci- 
das. Ambas  opiniones  nos  parecen  falsas  ó  á  lo  menos  inex- 
actas. Las  letras  de  cambio  no  pueden  ejecutarse  contra  el 
librador  ó  el  endosante  demandado,  sin  que  estos  hagan  judi- 
cialmente el  reconocimiento  de  su  firma  :  mas  con  respecto 
al  aceptante  que  no  hubiere  opuesto  tacha  de  falsedad  á  sa 
aceptación  al  tiempo  de  protestarse  la  letra  por  falta  de  pa- 
go, no  es  necesario  el  reconocimiento  judicial  de  la  firma 
para  procederse  contra  él  á  la  ejecución  ;  y  así  en  efecto  lo 
decide  el  art.  5íl4  del  código  de  comercio. 

Las  disposiciones  legales  de  que  hemos  hecho  mención 
deben  entenderse  sin  perjuicio  de  lo  dispuesto  en  el  código 
de  comercio  respecto  de  los  asuntos  mercantiles  y  de  las 
personas  de  los  comerciantes.  Véase  Letra  de  cambio. 

Aquí  sin  embargo  ha  de  tenerse  presente  el  artículo  hoh, 
que  dice  así  :  «  No  siendo  comerciantes  los  libradores  ó 
aceptantes  de  las  letras  de  cambio,  se  considerarán  estas  en 
cuanto  á  los  que  no  tengan  aquella  cualidad  simples  paga- 
rés, sobre  cuyos  efectos  serán  juzgados  por  las  leyes  comu- 
nes en  los  tribunales  de  su  fuero  respectivo  ,  sin  perjuicio 
del  derecho  de  los  tenedores  á  exigir  el  importe  de  estas  le- 
tras ,  conforme  á  las  reglas  de  la  jurisprudencia  mercantil , 
de  cualquiera  comerciante  que  haya  intervenido  en  ellas. 
Pero  si  dichas  personas  no  comerciantes  hubieren  librado  ó 
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aceptado  las  letras  por  consecuencia  de  una  operación  mer- 
cantil ,  probando  el  tenedor  esta  circunstancia  ,  quedarán 
sujetas  en  cuanto  á  la  responsabilidad  contraída  en  ellas  á 
las  leyes  y  jurisdicción  del  comercio.  El  endoso  ,  sea  ó  no 
comerciante  el  que  lo  ponga,  produce  garantía  del  valor  déla 
letra  endosada,  salva  la  reserva  de  su  fuero  respectivo  á  los 
endosantes  que  no  sean  comerciantes.  » 

Es  por  último  de  advertir,  que  toda  letra  de  cambio,  li- 
branza á  la  orden,  pagaré  ó  carta  orden  de  crédito  por  can- 
tidad fija  ,  ha  de  estar  estendida  en  el  papel  sellado  que  se 
ha  establecido  al  efecto;  pues  de  lo  contrario  será  ilegal  y 
no  tendrá  fuerza  alguna  ,  si  no  es  purgada  de  su  vicio  , 
uniendo  á  ella  otra  del  sello  correspondiente,  y  acreditando 
haber  satisfecho  la  multa  impuesta  por  la  ley,  que  debe  ser 
igual  al  tres  por  ciento  de  la  cantidad  librada ,  pero  que 
nunca  puede  pasar  de  tres  mil  reales;  ley  de  26  de  mayo  de 
1855.  Véase  Papel  sellado  para  los  documentos  de  giro. 

10.  Las  cédulas,  provisiones,  privilegios  y  rescriptos  del 
rey  traen  aparejada  ejecución ,  con  tal  que  no  se  opongan 
al  derecho  divino,  al  natural  ó  al  positivo ,  ni  cedan  en  per- 
juicio de  tercero  ó  del  público,  ni  hayan  sido  obtenidas  con 
el  vicio  de  obrepción  ó  subrepción  ;  leyes  28  y  sig.  hasta  la 
53  incl.,  lit.  18  ,  Part.  3 ,  y  leyes  del  lit.  4,  lib.  3,  Nov.  Rec. 
Yéase  Ley,  Privilegio  y  Rescripto. 

11.  Las  libranzas  que  se  despachan  con  autoridad  judicial 
para  hacer  pago  al  acreedor  del  dinero  depositado ,' traen 
aparejada  ejecución  ,  por  la  misma  razón  que  la  traen  los 
libramientos  de  los  contadores  mayores  y  otros  jefes  de  la 
hacienda  pública  contra  los  recaudadores,  tesoreros,  arren- 
dadores y  sus  fiadores  ,  según  las  leyes  14  del  tít.  7,  y  7,  8, 
9  y  24  del  tít.  16,  lib.  9  de  la  Recopilación  ,  que  se  han  su- 
primido en  la  Novísima  ;  y  en  efecto ,  toda  persona  que  tiene 
en  su  poder  un  dinero  ú  otra  cosa  que  no  le  pertenezca,  debe 
apresurarse  á  hacer  su  entrega  á  quien  se  le  mandare  hacer 
por  la  competente  autoridad ,  pudiendo  compelérsele  por  la 
via  ejecutiva;  Carleval,  tít.  3,  disp.  6,  ».  2. 

=  Véase  Juicio  ejecutivo. 

INSTRUMENTO  ejecutivo  en  el  comercio.  En  los 
negocios  y  obligaciones  mercantiles  tienen  fuerza  ejecutiva, 
según  la  ley  de  enjuiciamiento  de  24  de  julio  de  1830  :  — 
Io.  la  sentencia  judicial  ejecutoriada  que  condena  á  la  en- 
trega de  algunos  efectos  de  comercio,  ó  al  pago  de  cantidad 
determinada  :  —  2o.  la  escritura  pública  original  ó  de  pri- 
mera saca ,  y  las  copias  estráidas  posteriormente  del  registro 
en  virtud  de  decreto  judicial  y  con  citación  del  deudor  :  — 
3o.  la  sentencia  arbitrai  que  sea  irrevocable  con  arreglo  á 
los  términos  del  compromiso  :  —  4o.  la  confesión  judicial 
del  deudor  :  —  5o.  las  letras  de  cambio ,  libranzas  y  vales 
ó  pagarés  de  comercio  en  los  términos  que  disponen  los  ar- 
tículos 545,  844  y  566  del  código  (  véase  Letra  de  cambio  )  : 
—  6o.  las  pólizas  originales  de  contratos  celebrados  con  in- 
tervención de  corredor  público ,  que  estén  firmadas  por  los 
contratantes  y  por  el  mismo  corredor  que  intervino  en  el 
contrato  :  —  7o.  las  facturas,  cuentas  corrientes  y  liquida- 
ciones aprobadas  por  el  deudor,  precediendo  el  reconoci- 
miento judicial  que  este  haga  de  su  firma  :  —  8o.  las  con- 
tratas privadas  suscritas  por  los  interesados  contratantes  ,  y 
reconocidas  en  juicio  como  legítimas  y  ciertas.  Art.  306. 

El  procedimiento  ejecutivo  no  puede  recaer  sino  sobre 
cantidad  numeraria,  determinada  y  líquida;  art.  507.  Si  del 
título  de  la  ejecución  resultare  deuda  de  cantidad  liquida,  y 
otra  que  fuese  indeterminada  é  ilíquida ,  se  procederá  ejecu- 
tivamente por  la  liquida ,  reservando  la  repetición  de  lo  ilí- 
quido para  otro  juicio;  art.  508.  Cuando  la  deuda  consista 
en  efectos  de  comercio  ,  se  liquidará  su  equivalencia  en  nu- 
merario por  los  precios  del  mercado  de  la  plaza ,  según  cer- 
tificación de  los  síndicos  del  colegio  de  corredores,  si  lo  hu- 
biere en  ella ,  ó  no  habiendo  colegio ,  por  la  dedos  corredores 


nombrados  de  oficio ,  quedando  á  salvo  su  derecho  al  deudor 
para  pedir  la  reducción  si  hubiere  esceso,  mediante  su 
prueba  en  el  término  del  encargado  ;  art.  309.  Reconociendo 
el  deudor  la  firma  puesta  en  la  letra ,  libranza  ,  pagaré  ó 
contrata  en  que  conste  su  obligación  ó  responsabilidad  ,  ten- 
drá lugar  la  ejecución,  aun  cuando  niegúela  deuda;  orí.  510. 
Las  obligaciones  mercantiles  contraidas  en  países  estran- 
jeros  no  serán  ejecutivas  en  el  territorio  español  sino  con  ar- 
reglo á  las  disposiciones  del  código  de  comercio  y  de  esta 
ley  de  enjuiciamiento;  art.  511.  =  Véase  Juicio  ejecutivo. 

INSULTO.  La  ofensa  que  se  hace  á  otro  provocándole  é 
irritándole  con  palabras  ó  acciones.  Véase  Injuria. 

f  INSULTO  Á  centinela.  El  que  atacare  á  cualquiera 
soldado  que  estuviese  de  centinela ,  sea  con  arma  blanca ,  ó 
apuntando  con  arma  de  fuego  ,  ó  golpe  de  piedra  ,  de  palo, 
ó  de  manos,  será  condenado  á  muerte;  y  si  fuere  paisano, 
será  juzgado  por  el  consejo  de  guerra  de  la  plaza,  con  inhi- 
bición del  tribunal  á  que  competa.  Orden,  del  ejérc,  art.  61, 
tít.  10,  irai.  8o. 

f  INSULTO  Á  imágenes  divinas.  El  que  con  irreverencia 
y  deliberación  conocida  de  desprecio ,  ajare  de  obra  las  sa- 
gradas imágenes,  ornamentos  ó  cualquiera  de  las  obras  de- 
dicadas al  divino  culto  ,  será  ahorcado.  Orden,  del  ejérc. , 
art.  4,  lit.  10,  Irai.  8o. 

f  INSULTO  Á  sacerdotes.  El  que  maltratare  de  obra 
con  arma  de  fuego,  blanca,  palo ,  pedrada,  ó  golpes  de  mano 
á  los  sacerdotes ,  religiosos ,  ó  cualesquiera  ministros  de  Dios 
que  hubieren  recibido  órdenes  sagradas,  hallándose  estos 
en  el  traje  propio  de  su  estado  ,  sufrirá  la  pena  de  cortarle 
la  mano  derecha  ;  y  si  resultase  muerte  ó  mutilación  do 
miembro  será  ahorcado  ;  pero  si  en  otro  cualquiera  modo 
menos  grave  les  faltase  al  respeto ,  sufrirá  el  culpado  el  cas- 
tigo corporal  de  que  según  las  circunstancias  fuere  digno  ; 
bien  entendido  que  uno  y  otro  ha  de  verificarse  que  fué  vo- 
luntario impulso  del  maltratante,  pues  sieste  lo  ejecutare 
por  defensa  natural ,  ó  estando  en  facción  por  la  del  puesto 
que  ocupa,  ó  por  violencia  que  se  le  haga  contra  la  obser- 
vancia de  las  órdenes  que  tenga ,  no  debe  considerarse 
acreedor  ala  pena  señalada.  Orden,  del  ejérc,  art.  o,  tít.  10, 
trat.  8o. 

-j-  INSULTO  Á  lugares  sagrados.  El  que  escalare  ó 
entrare  furtivamente  ó  con  violencia  en  iglesia  ,  convento  , 
monasterio  ,  ú  otro  lugar  sagrado ,  para  robar  ó  hacer  cual- 
quiera estorsion  ó  desacato,  será  castigado  con  pena  de 
muerte  ó  corporal  según  las  circunstancias  del  caso.  Orden, 
del  ejérc,  art.  6,  tít.  10,  trat.  8o. 

f  INSULTO  Á  superiores.  Todos  los  sargentos ,  cabos 
y  soldados  que  maltrataren  de  obra  á  cualquier  oficial  de  mis 
tropas,  ó  que  los  insultaren  ó  amenazaren,  poniendo  mano 
á  cualquier  arma  ofensiva,  de  cualquiera  modo  que  pueda 
ser,  y  aun  cuando  lo  ejecutasen  por  haber  sido  castigados  ó 
maltratados  por  dichos  oficiales,  serán  castigados  con  la 
pena  de  cortarles  la  mano,  y  consiguientemente  con  la 
horca. 

Todo  cabo  y  soldado  que  maltratare  de  obra  al  sargento 
de  su  compañía,  oque  hiciere  la  acción  de  echar  la  mano  á 
las  armas  para  ofenderle,  aunque  lo  ejecute  por  haber  sido 
castigado  por  el  dicho  sargento,  será  castigado  de  muerte. 

Véase  sobre  esta  materia  la  Orden,  del  ejérc,  arls.  16.  17, 
18, 1 9,  20,  21,  23  y  48,  tít.  10,  trat.  8°.,  y  cl  art.  7,  til.  10, 
Irai.  2o. 

f  INSULTO  Á  patrullas.  Castígase  con  las  mismas  penas 
que  el  insulto  á  centinela.  Rl.  órd.  de  5  de  agosto  de  1771.  So 
reputa  por  calificada  resistencia  á  la  justicia  militar,  y  es 
por  consiguiente  de  los  esceptuados;  el  reo  pierde  su  fuero, 
y  las  causas  se  deben  formar  y  sustanciar  por  el  juzgado  del 
gobernador  de  la  plaza  en  que  fuese  insultada  la  patrulla. 
Rls.  ords.  de  10  de  abril  de  1782  y  22  de  noviembre  de  1790. 
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•f-  INSULTO  DE  SOLDADO  Á  CUALQUIERA  PERSONA  ESTANDO 

de  facción.  El  soldado  que  estando  de  guarnición ,  á  la 
orden  ó  empleado  en  cualquier  acto  del  servicio,  ultrajare 
de  palabra  ó  hiciere  ademan  de  ofender  de  obra,  sin  causa 
ni  motivo ,  á  otro  á  quien  no  esté  subordinado ,  será  casti- 
gado corpcralmente  sobre  el  mismo  hecho;  y  si  estuviese  de 
centinela,  se  le  hará  mudar  para  que  sufra  la  pena  que  cor- 
responde. Orden,  del  ejérc,  art.  SO,  til.  10,  frai.  8o. 

-f  INSULTO  Á  otro  en  presencia  de  tropa.  El  soldado 
que  hallándose  en  el  campo ,  de  guarnición ,  cuartel ,  mar- 
cha, ó  cualquiera  otro  paraje  ó  establecimiento  que  tengan 
las  tropas ,  pusiere  mano  á  las  armas  para  ofender  á  otro  en 
presencia  de  la  guardia  ,  dentro  del  cuartel,  ó  delante  de 
un  cuerpo  de  tropa  armado,  de  modo  que  pueda  ocasionar 
un  desorden  en  ella,  ó  alterar  la  quietud  pública ,  sufrirá  la 
pena  de  cortarle  la  mano.  Orden,  del  ejérc..  art.  SI ,  tít.  10, 
tral.  8o. 

INTENCIÓN.  La  determinación  de  la  voluntad  en  orden 
á  algún  fin  :  el  espíritu  con  que  se  hace  alguna  cosa;  ó  el 
objeto  que  uno  se  propone  en  sus  acciones  ó  palabras.  En 
las  leyes  se  ha  de  mirar  mas  bien  á  la  intención  del  legis- 
lador que  á  la  significación  aislada  de  los  términos  que  ha 
empleado  :  Scire  leges ,  non  est  verba  earum  lenere ,  sed  vim 
acpotestatcm;  ley  17,  D.  de  leg.  En  las  convenciones  se  debe 
indagar  cuál  ha  sido  la  intención  común  délos  contrayentes 
antes  que  fijarse  escrupulosamente  en  el  sentido  literal  de 
las  palabras  :  In  conventionibus  contrahentitim  voluntatem 
potius  quàm  verba  speclari  plaçait  ;  ley  219,  D.  deverb.  signif. 
En  las  últimas  voluntades  siempre  ha  de  examinarse  \A  in- 
tención del  testador  para  seguirla  con  exactitud ,  dándole  la 
interpretación  mas  lata  y  favorable  que  sea  posible  :  In  les- 
talis  pleniits  volunlates  leslanthim  interpretamur  ;  ley  12 , 
D.  de  rcg.  jur.  En  materia  criminal  se  ha  de  considerar  la 
intención  mas  bien  que  el  hecho,  porque  sin  intención  no 
hay  criminalidad  :  el  que  no  ha  tenido  intención  de  hacer 
mal,  no  es  culpable  de  delito  ;  y  el  daño  que  ha  causado  no 
puede  pasar  sino  por  un  cuasi  delito  :  mas  en  todo  hecho 
ilícito  ,  en  toda  infracción  libre  de  la  ley,  se  supone  inten- 
ción, ó  sea  voluntad  y  malicia,  mientras  que  no  se  pruebe 
ó  no  resulte  claramente  lo  contrario.  La  intención  es  la  que 
determina  el  género  del  delito  que  uno  ha  cometido  :  de 
aquí  es  que  el  que  separa  la  fruta  de  los  árboles  de  su  ve- 
cino con  el  fin  de  aprovecharse  de  ella  ,  es  culpable  de 
hurto  ;  en  vez  de  que  si  la  destruye  solo  con  el  objeto  de 
hacer  mal,  sin  querer  lomar  para  sí  ningún  provecho  ,  no 
es  responsable  sino  del  daño  que  hubiere  causado  :  Voluntas 
et  proposilum  maleficia  distinguant.  Mas  aunque  se  haya  de 
atender  principalmente  á  la  intención  antes  que  al  hecho,  no 
por  eso  se  quiere  decir  que  la  intención  por  sí  sola  es  digna 
de  castigo ,  aun  cuando  no  se  manifieste  por  actos  estemos 
prohibidos  por  la  ley,  sino  que  por  regla  general  no  puede 
haber  delito  sino  donde  hay  un  hecho  criminal  y  una  inten- 
ción culpable  reconocida.  Véase  Interprelacio7i ,  Delito,  Ar- 
repentimiento y  Tentativa. 

INTENCIÓN.  Fundar  ó  tener  fundada  intención  contra 
alguno ,  es  asistir  ó  favorecer  á  uno  el  derecho  común  para 
ejercer  alguna  facultad  ,  ó  continuar  en  alguna  costumbre, 
uso  y  ejercicio  de  cualquier  derecho  sin  necesidad  de  pro- 
barlo. 

INTENDENTE.  El  agente  inmediato  del  ministerio  de 
hacienda  ,  ó  sea  el  primer  jefe  y  director  de  los  ramos  per- 
tenecientes á  la  hacienda  pública  en  cada  una  de  las  provin- 
cias en  que  está  dividida  la  monarquía. 

Los  intendentes  tenían  en  lo  antiguo  atribuciones  mas 
estensas  que  en  el  dia  :  ellos  fueron  creados  por  Felipe  V 
con  el  fin  de  restituir  á  su  antiguo  esplendor  el  gobierno 
económico,  la  administración  de  justicia  y  la  causa  pública, 
confundido  todo  por  los  acontecimientos  de  la  guerra;  y  así 


según  la  ordenanza  de  1718 ,  reformada  después  por  la  de 
17Ü9,  y  otras  órdenes  posteriores ,  no  solo  tenían  á  su  cargo, 
como  todavía  tienen  ahora  ,  el  cuidado  de  la  exacta  recau- 
dación é  inversion  de  las  contribuciones  ,  rentas  ,  derechos 
y  cualesquiera  caudales  del  erario,  con  jurisdicción  conten- 
ciosa en  causas  de  contrabando  y  fraude  y  en  las  civiles  y 
criminales  de  los  empleados  de  hacienda  que  procedan  de 
sus  empleos  ú  oficios  ó  por  consecuencia  de  ellos,  sino  que 
también  era  de  su  incumbencia  entender  en  los  negocios: 
comunes  de  justicia  y  policía  ,  á  cuyo  efecto  estaban  revesa 
tidos  del  carácter  de  corregidores ,  y  ademas  debían  cuidar 
de  la  mejor  administración  de  los  propios  y  arbitrios  de  los 
pueblos,  velar  sobre  la  ejecución  de  las  distribuciones  de 
tierras  concejiles,  hacer  por  medio  de  la  contaduría  y  cir- 
cular á  los  pueblos  el  repartimiento  de  quintos  para  el  reem- 
plazo del  ejército,  promover  el  aumento  de  la  población,  y 
fomentar  la  agricultura ,  las  fábricas,  las  artes,  el  comercio 
y  la  ganadería.  Mas  por  fin  los  corregimientos  se  separaron 
de  las  intendencias  ;  y  con  el  establecimiento  del  ministerio 
de  la  gobernación  y  de  los  gobiernos  políticos  y  diputaciones 
provinciales,  no  quedan  á  los  intendentes  mas  facultades 
que  las  meramente  relativas  á  la  hacienda  pública  que  ya 
se  han  indicado-(l).  Véase  Jurisdicción  de  hacienda. 

f  INTENDENTE  de  rentas.  El  jefe  superior  de  todos 
los  ramos  de  la  Hacienda  pública  en  cada  provincia  con  de- 
pendencia directa  del  ministerio  del  ramo. 

Sobre  sus  atribuciones  y  demás  relativo  á  estos  funcio- 
narios pueden  verse  las  rls.  ords.  de  15  de  agosto  de  18'iS 
y  \h  de  marzo  de  1846,  y  la  real  instruc.  de  23  de  mayo 
de  18¿iS  ;  ó  el  Suplemento  al  Diccionario  de  Escriche. 

INTENTAR.  Instituir,  proponer  ó  deducir  el  actor  su 
acción  en  juicio. 

INTERDICCIÓN.  La  suspension  de  oficio ,  ó  la  prohi- 
bición que  se  hace  á  uno  de  continuar  en  el  ejercicio  de  su 
empleo,  cargo,  profesión  ó  ministerio.  Puede  ser  espresa  ó 
tácita:  la  espresa  ,  que  también  se  llama  judicial ,  es  la  que 
se  pronuncia  mediante  sentencia  de  condenación;  y  la  tácita, 
que  asimismo  puede  llamarse  legal,  es  la  que  proviene  de  la 
infamia  en  que  uno  incurra  por  alguno  de  aquellos  crímenes 
que  inducen  privación  de  honras  y  dignidades.  Es  voz  poco 
usada  en  el  foro  en  este  sentido  ,  siendo  mas  comunes  las  de 
suspension  ó  privación  de  oficio  según  los  casos. 

INTERDICCIÓN.  El  estado  de  una  persona  á  quien  se 
ha  declarado  incapaz  de  los  actos  de  la  vida  civil  por  causa 
de  mentecatez ,  demencia  ó  prodigalidad ,  privándola  en  su 
consecuencia  del  manejo  y  administración  de  sus  bienes  y 
negocios ,  para  cuyo  cuidado  se  le  nombra  un  curador  sujeto 
á  las  mismas  reglas  y  obligaciones  que  los  tutores  ó  cura- 
dores de  los  menores.  Véase  Pródigo. 

INTERDICCIÓN  de  comercio.  La  prohibición  que  hace 
el  rey  de  toda  negociación  de  mercaderías ,  ó  á  lo  menos  de 
las  mercaderías  de  cierta  clase  ,  con  los  enemigos  del  Esta- 
do. La  interdicción  de  comercio  suele  hacerse  al  mismo 
tiempo  que  la  declaración  de  guerra ,  y  por  lo  regular  no  se 
levanta  sino  con  la  declaración  de  paz.  Mientras  subsiste  la 
interdicción,  toda  mercancía  que  se  conduce  á  pais  enemi- 
go es  de  contrabando  y  queda  por  consiguiente  sujeta  á  con- 
fiscación, del  mismo  modo  que  los  carruajes,  caballerías  y 
embarcaciones  que  se  emplean  en  su  trasporte.  Véase  Fle- 
tamenlù,  art-.  768. 

INTERDICCIÓN  de  fuego  y  agua.  Así  se  llamaba  an- 
tiguamente entre  los  Romanos  el  destierro,  á  cuya  pena 

(1)  Quien  quisiere  formarse  mejor  idea  de  las  atribuciones  de 
estos  funcionarios ,  puede  ver  la  Real  Ordenanza  de  Intendentes. 
—  Véase  también  el  decreto  de  12  de  mayo  de  1821 ,  y  no  se  ca- 
lificará por  algunos  como  cstravagante  é  inaudita  la  ley  que  en 
20  de  enero  del  año  1857  concedió  el  uso  de  facultades  econó- 
mico-coactivas à  favor  del  erario  público. 
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sucedió  después  la  deportación  :  exilium  ,  hoc  est,  aquœ  et 
ignis  intcrdiclio.  Ningún  ciudadano  romano  podia  perder 
sus  derechos  de  ciudadanía  sino  por  su  voluntad  ,  y  así  na- 
die podia  ser  echado  del  territorio  de  la  república  por  sen- 
tencia de  juez;  pero  cuando  alguno  se  hacia  indigno  por 
sus  delitos  de  morar  entre  sus  conciudadanos  ,  se  le  prohi- 
bía el  uso  del  fuego  y  del  agua ,  y  no  pudiendo  ya  sostener 
la  vida  sin  estos  dos  elementos  quedaba  constituido  en  la  ne- 
cesidad de  alejarse  de  su  patria  y  de  imponerse  así  la  pena 
de  destierro. 

INTERDICTO  (1).  La  acción  que  uno  tiene  para  recla- 
mar en  juicio  sumario  la  posesión  actual  ó  momentánea  que 
le  corresponde  sobre  alguna  cosa.  Decimos  aclual  ó  momen- 
tcinea,  y  no  de  hecho  como  dicen  algunos,  porque  la  inten- 
ción del  que  por  medio  del  interdicto  reclama  la  posesión  no 
se  dirige  á  la  posesión  de  hecho ,  ó  sea  á  la  simple  tenencia 
de  la  cosa,  sino  á  la  posesión  de  derecho,  esto  es ,  á  la  po- 
sesión que  cree  que  por  derecho  tiene  ó  le  pertenece.  Se 
dirá  tal  vez  que  en  el  interdicto  solo  se  ventila  el  hecho  de 
la  posesión  :  convenimos  en  ello  :  es  verdad  que  solo  se  ven- 
tila el  hecho  de  la  posesión  ,  esto  es,  quién  la  tiene  ó  debe 
tenerla  en  el  acto;  pero  hay  mucha  diferencia  entre  el  he- 
cho de  la  posesión  y  la  posesión  de  hecho  :  el  hecbo  de  la 
posesión  puede  recaer  y  se  suponene  aquí  que  recae  sobre 
la  posesión  legal  ;  y  la  posesión  de  hecho  no  es  de  suyo  mas 
que  una  mera  tenencia,  de  la  cual  aquí  no  se  trata. 

I.  La  denominación  de  interdicto  se  ha  tomado  de  los 
Romanos,  entre  los  cuales  antiguamente  no  significaba  esta 
palabra  sino  el  decreto  que  bajo  cierta  fórmula  pronunciaba 
el  pretor  mandando  que  tuviese  interinamente  la  posesión 
uno  de  los  litigantes  para  evitar  ó  cortar  desavenencias  y 
riñas  hasta  que  se  juzgase  con  mas  conocimiento  sobre  la 
cuestión  de  propiedad  y  aun  sobre  la  de  mejor  derecho  á  la 
posesión  :  de  manera  que  interdicto  no  era  mas  que  una 
sentencia,  ó  por  mejor  decir,  una  providencia  interina,  sen- 
tentia  intérim  dicta.  Justiniano ,  sin  embargo  ,  dice  que  se 
llama  así  quia  ínter  duos  dicitur;  y  otros  muchos  aseguran 
que  proviene  del  verbo  latino  interdicere,  que  significa  pro- 
hibir ó  vedar,  ya  porque  los  primeros  interdictos  fueron 
prohibitorios,  ya  porque  lodos  ellos,  si  bien  se  analizan, 
contienen  prohibición  tácita  ó  espresa.  Dióse  después  el  mis- 
mo nombre  á  todas  las  acciones  estraordinarias  que  tenian 
por  principal  objeto  terminar  sumariamente  las  cuestiones 
posesorias,  designándose  la  demanda  con  la  misma  deno- 
minación que  la  providencia  ó  decisión  que  se  solicita- 
ba; y  finalmente,  se  aplicó  también  por  estension  la  apela- 
ción de  interdictos  á  ciertas  demandas  que  recaían  sobre  la 
propiedad  misma ,  pero  que  tenian  con  corta  diferencia  el 
mismo  curso  que  las  acciones  posesorias.  Nuestra  jurispru- 
dencia adoptó  los  interdictos,  especialmente  en  su  segunda 
acepción,  por  la  necesidad  que  hay  también  entre  nosotros, 
como  la  había  entre  los  Romanos,  de  hacer  uso  de  remedios 
breves  para  fijar  desde  luego  la  persona  del  poseedor  y  evi- 
tar los  disturbios  que  produciría  la  inclinación  que  tienen 
los  hombres  de  hacerse  justicia  por  sí  mismos  en  materias 
de  posesión  por  razón  de  las  ventajas  que  esta  lleva  consigo 
en  los  litigios  sobre  propiedad. 

II.  Puede  litigarse  pues  sobre  la  posesión  en  juicio  suma- 
rio ó  en  juicio plenario  :  se  litiga  en  juicio  sumario,  cuando 
se  trata  solo  de  la  posesión  actual  ó  momentánea  ,  esto  es  , 
de  la  posesión  que  uno  tiene  ó  debe  tener  en  el  acto  ó  mo- 
mento, no  por  cierto  de  la  posesión  natural  ó  de  /tcc/io,cual 
es  la  del  arrendatario,  colono  ó  comodatario,  sino  de  la  civil 
ó  de  derecho,  cual  es  la  del  que  posee  la  cosa  con  justo  título, 
como  advierte  Heineccio;  y  se  litiga  en  juicio,  plenario  , 

(i)  Interdicto  significando  también  censura  eclesiástica.  Véase 
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cuando  se  disputa  sobre  la  posesión  permanente  y  perpetua 
que  uno  tiene  ó  debe  tener  en  virtud  de  la  ley,  aunque  en  el 
acto  no  la  tenga.  Ambos  juicios  se  dicen  juicios  posesorios; 
y  las  acciones  que  en  ambos  se  ejercen  se  llaman  también 
acciones  posesorias;  con  la  diferencia  de  que  la  acción 
que  se  deduce  en  el  plenario  no  tiene  nombre  particular, 
y  la  que  se  propone  en  el  sumario  es  la  que  se  denomina  in- 
terdicto, cuyo  nombre  se  da  también  al  juicio  mismo.  Pero 
el  juicio  sumario  se  sustancia  brevemente  sin  las  solemni- 
dades del  ordinario  ,  no  admitiéndose  apelación  de  la  sen- 
tencia ó  providencia  sino  á  lo  mas  en  el  efecto  devolutivo  ; 
y  el  juicio  plenario  se  sustancia  por  el  método  y  términos 
del  juicio  ordinario.  En  el  plenario  se  procede  con  pleno  co- 
nocimiento de  causa  y  se  requiere  por  lo  tanto  una  prueba 
completa  de  la  posesión  y  de  sus  calidades ,  al  paso  que  en 
el  sumario  basta  una  justificación  semiplena.  En  el  plenario 
se  confiere  ó  declara  la  posesión  definitivamente;  y  en  el 
sumario  solo  interinamente  sin  perjuicio  del  que  tenga  me- 
jor derecho.  Así  es  que  después  de  la  decisión  del  interdicto, 
ó  sea  después  de  la  terminación  del  sumario,  puede  entrarse 
en  el  plenario  sobre  la  posesión  ó  la  propiedad. 

III.  El  interdicto  puede  tener  por  objeto  adquirir  de 
pronto  una  posesión  en  que  todavía  no  hemos  entrado,  pero 
á  que  tenemos  un  derecho  evidente  ó  manifiesto;  ó  bien 
conservar  una  posesión  que  ya  disfrutamos  ,  pero  que  otro 
trata  de  quitarnos  legal  ó  ilegalmenle;  ó  por  fin  recobrar 
una  posesión  que  teníamos  y  de  que  fuimos  despojados  , 
sea  violentamente  por  otro,  sea  injustamente  por  el  juez  sin 
habe»'  sido  citados  ni  oídos.  En  el  primer  caso  se  llama  in- 
terdicto de  adquirir,  en  el  segundo  de  retener,  y  en  el  ter- 
cero de  recobrar  la  posesión  :  Alia  interdicta  sunt  adipis- 
cendœ,  alia  retinendee,  alia  recuperando?  possessionis. 

También  se  dividen  los  interdictos  por  los  autores,  con 
arreglo  al  derecho  romano,  en  prohibitorios ,  restitutorios  y 
exhibítorios;  y  esta  es  por  cierto  la  division  mas  general, 
pues  que  no  solo  contiene  los  interdictos  que  miran  al  inte- 
rés particular,  cuales  son  los  de  adquirir,  conservar  ó  reco- 
brar la  posesión  y  algunos  otros  ,  sino  que  abraza  también 
los  relativos  al  ínteres  público  y  á  las  cosas  que  se  hallan 
fuera  del  comercio  de  los  hombres. 

Divídense  por  último  los  interdictos  en  simples  y  dobles.  So 
dicen  simples  aquellos  en  que  un  litigante  es  precisamente 
actor  y  otro  reo  ,  cuales  son  todos  los  restitutorios  y  los 
exhibítorios;  y  se  llaman  dobles  aquellos  en  que  cada  uno 
de  los  litigantes  puede  ser  indistintamente  actor  y  reo,  cua- 
les son  algunos  de  los  prohibitorios  cuando  es  dudosa  la  po- 
sesión, pues  cualquiera  de  los  interesados  puede  entonces 
entablar  su  demanda,  y  el  que  se  anticipe  será  tenido  por 
actor. 

La  primera  division,  según  dicen  algunos  comentadores, 
se  toma  del  fin  de  los  interdictos;  la  segunda  de  su  forma; 
y  la  tercera  de  las  personas  de  los  litigantes  :  mas  serun 
otros  ,  la  primera  se  refiere  al  estado  del  que  se  sirve  del 
interdicto  ;  y  la  segunda  al  fin  ú  objeto  del  juicio. 

IV. El  inlerdiclo  de  adquirir  la  posesión  es,  como  ya  se  ha 
indicado  ,  el  que  nos  compete  para  pedir  una  posesión  en 
que  todavía  no  hemos  entrado  ,  pero  á  que  tenemos  un  de- 
recho evidente.  Dos  son  los  casos  mas  frecuentes  en  que  so 
usa  de  este  interdicto.  —  El  primero  es  cuando  los  hijos  ó 
parientes  mas  próximos  de  un  difunto,  que  tienen  derecho 
á  heredarle  por  testamento  ó  abintestato,  acuden  al  juez 
para  que  los  ponga  en  posesión  pacifica  de  los  bienes  here- 
ditarios. Informado  el  juez  de  la  verdad  por  los  títulos  que 
se  le  presentaren  ó  la  justificación  que  so  hiciere  por  los  in- 
teresados ,  debe  acceder  desde  luego  á  su  petición  sin  per- 
juicio de  tercero  de  mejor  derecho;  habiendo  de  reputarse 
como  intrusos,  y  de  perder  el  derecho  que  tuvieren  á  dichos 
bii-nes  y  si  no  le  tuvieren  su  estimación,  las  terceras  perso- 
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nas  que  sin  intervención  de  la  autoridad  judicial  se  hubie- 
sen apoderado  ose  apoderaren  de  ellos;  ley  "5,  tit.'hh,  lib.il, 
Nov.  Rec.  —  El  segundo  caso  es  cuando  uno  presenta  un 
testamento  hecho  en  debida  forma  que  no  está  raido  ni  can- 
celado ni  tiene  otro  vicio  visible  en  parte  sustancial,  pi- 
diendo que  se  le  ponga  en  posesión  de  los  bienes  heredita- 
rios que  en  él  se  le  dejan.  El  juez  en  su  vista  debe  mandar 
que  se  le  dé  la  posesión  que  solicita  ,  sin  que  pueda  impe- 
dirlo la  oposición  que  alguno  hiciere  bajo  pretesto  de  false- 
dad del  teslamento  ó  de  imposibilidad  de  haberlo  hecho  el 
que  aparece  testador,  á  no  ser  que  el  opositor  se  ofrezca  á 
probar  inmediatamente  su  aserto  ,  pues  en  este  caso  ha  de 
oir  y  admitir  el  juez  las  razones  y  pruebas  de  los  dos  pre- 
tendientes y  entregar  la  herencia  al  que  muestre  mejor  de- 
recho ;  leyes  2  y  3,  til.  ül ,  Part.  6.  Véase  Herencia. 

V.  El  interdicto  de  conservar  la  posesión  es  la  acción  que 
tiene  por  objeto  retener  ó  conservar  la  posesión  en  que  ya 
estamos,  pero  que  otro  pretende  quitarnos  por  medios  vio- 
lentos ó  legales.  Compete  este  interdicto  no  solo  al  que  tiene 
la  posesión  civil  y  natural  sino  también  al-  que  tiene 
únicamente  la  civil ,  pero  no  al  mero  detentador ,  esto 
es,  al  que  posee  la  cosa  en  nombre  de  otro,  como  el 
arrendatario,  inquilino,  colono,  depositario  y  comodatario, 
quienes  pueden  cuando  mas  implorar  el  oficio  del  juez  con- 
tra los  perturbadores  de  su  detentación.  Úsase  de  este  in- 
terdicto cuando  el  poseedor  es  inquietado  por  otro  en  su 
posesión,  y  cuando  dos  que  quieren  litigar  sobre  la  propie- 
dad de  una  cosa  pretenden  ambos  hallarse  poseyendo.  — 
Si  estando  tú  pues  en  posesión  de  una  cosa ,  viene  alguno  á 
inquietarte  impidiéndote  su  libre  uso  ó  intentando  despo- 
jarte de  ella ,  puedes  acudir  al  juez  para  que  te  ampare  en 
la  posesión ,  ofreciendo  una  información  sumaria  sobre  el 
hecho  de  estar  poseyendo  y  sobre  la  circunstancia  de  per- 
turbarte tu  contrario ,  y  pidiendo  en  consecuencia  que  el 
juez  te  declare  poseedor  y  mande  al  reo  que  no  te  moleste 
en  lo  sucesivo  y  que  te  satisfaga  los  perjuicios  que  te  hu- 
biere causado  :  todo  lo  cual  debe  efectivamente  ordenar  el 
juez  á  este  tenor.  —  Cuando  queriendo  dos  litigar  sobre  la 
propiedad  de  una  cosa  pretenden  ambos  hallarse  poseyen- 
do, debe  cada  uno  de  ios  litigantes  ,  antes  de  entablar  el 
juicio  petitorio ,  alegar  y  justificar  los  hechos  que  acreditan 
su  posesión  actual  ;  y  en  vista  de  la  justificación  que  cada 
cual  hiciere,  declara  el  juez  por  sentencia  interlocutoria  á 
quién  corresponde  la  posesión  interina  sin  perjuicio  de  las 
portes  en  posesión  y  propiedad  ;  de  modo  que  no  obstante 
esla  sentencia  puede  verse  después,  como  en  los  demás  ca- 
sos, no  solo  el  pleito  de  propiedad  sino  el  de  posesión  ple- 
naria.  Gómez,  en  la  ley  45  de  Toro,  n.  168  y  sig. 

VI.  El  interdicto  de  recobrar  la  posesión  es  la  acción  que 
nos  corresponde  para  reclamar  la  posesión  de  una  cosa  mue- 
ble ó  raiz,  de  que  se  nos  ha  despojado  por  otro  ,  ó  por  el 
juez  sin  haber  sido  citados  ni  oídos.  El  agraviado  presenta 
un  pedimento  en  que  ofrece  información  así  de  hallarse  po- 
seyendo como  de  haber  sido  despojado,  y  solicita  en  conse- 
cuencia se  le  restituya  á  la  posesión,  y  se  condene  á  la  parte 
contraria  en  las  costas ,  daños  y  perjuicios  y  en  las  demás 
penas  de  derecho.  El  juez  en  efecto,  en  vista  de  la  justifica- 
ción de  ambos  estremos ,  repone  al  despojado  en  su  pose- 
sión ;  y  el  despojante  pierde  por  su  violencia  ú  osadía  cual- 
quier derecho  que  en  la  cosa  tuviere  ,  y  no  teniéndole  debe 
pagar  al  despojado  tanto  como  valiere  la  cosa  tomada,  ade- 
mas de  la  restitución  de  ella  con  todos  los  frutos  y  utilida- 
des que  hubiese  percibido  y  la  estimación  de  los  detrimen- 
tos que  la  misma  hubiese  esperimentado;  ley  10,  lit.  10, 
Pari.  7,  y  leyes  1  y  %,  lit.  "ôh,  lib.  11,  Nov.  Rec.  Véase 
Despojo. 

Vil.  Aunque  es  regla  general  que  sin  hacer  constar  que 
se  ha  intentado  el  medio  de  la  conciliación  y  que  esta  no  ha 


tenido  efecto,  no  puede  entablarse  en  juicio  ninguna  deman- 
da civil  ni  ejecutiva  sobre  negocio  susceptible  de  ser  com- 
pletamente terminado  por  avenencia  de  las  partes  ,  no  es 
necesario  sin  embargo  que  preceda  el  juicio  de  concilia- 
ción al  uso  de  cualquiera  de  los  interdictos  de  que  hemos 
hablado,  pues  que  están  esceptuados  de  la  regla  los  inter- 
dictos posesorios  ;  art.  21  del  real,  de  26  de  setiembre  de  1835. 
En  ninguno  de  estos  interdictos  es  necesaria  la  audiencia  de 
la  parte  contraria;  y  así  es  que  todos  ellos  se  admiten  y  deter- 
minan sin  llamar  ni  citar  á  nadie ,  y  sin  que  nadie  pueda 
impedirlo  contra  la  voluntad  del  que  usa  de  este  medio,  ní 
aun  provocando  el  juicio  plenario  de  posesión  ó  propiedad, 
el  cual  no  tiene  lugar  hasta  despues  de  la  decisión  del  in- 
terdicto, á  no  ser  por  convenio  ó  aquiescencia  de  todos  los 
interesados.  No  es  decir  por  esto  que  durante  el  interdicto 
se  niega  la  audiencia  á  la  parte  contraria  :  si  se  presentare 
en  tiempo  oportuno,  especialmente  en  el  interdicto  de  adqui- 
rir y  en  el  de  retener,  se  le  admite  su  reclamación  y  la  jus- 
tificación de  la  calidad  en  que  la  funda;  y  en  vista  de  los 
documentos  presentados  ó  informaciones  hechas  por  una  y 
otra  parte,  se  declara  ó  mantiene  la  posesión  á  la  que  apa- 
rece tener  mejor  derecho  á  ella  ,  según  mas  arriba  se  ha 
manifestado.  Mas  mientras  el  juicio  conserve  la  naturaleza 
de  sumario,  sea  que  se  presente  ó  no  la  parte  contraria ,  no 
será  necesario  intentar  el  medio  de  avenencia  ;  pero  en  el 
caso  de  que  por  abandono  espontáneo  ó  por  terminación  del 
interdicto  se  procediere  al  juicio  plenario  de  posesión  ó  de 
propiedad,  no  podrá  darse  curso  á  la  demanda  propuesta 
sin  que  se  haga  constar  primero  que  se  ha  intentado  la  con- 
ciliación y  que  esta  no  ha  tenido  efecto. 

VIII.  En  los  interdictos  de  conservar  y  recuperar  la  po- 
sesión, y  aun  en  los  juicios  plenarios  que  se  suscitaren  sobre 
el  mismo  asunto ,  cualesquiera  que  sean  las  cosas  y  las  per- 
sonas, debe  entender  el  juez  letrado  de  primera  instancia 
del  partido  ,  con  derogación  de  todo  fuero  :  «  Toda  persona 
(dice  el  art.  Uí  del  regí,  de  26  de  setiembre  de  1835)  que 
en  cualquiera  provincia  de  la  monarquía  fuere  despojada  ó 
perturbada  en  la  posesión  de  alguna  cosa  profana  ó  espiri- 
tual, sea  lego ,  eclesiástico  ó  militar  el  despojante  ó  pertur- 
bador, podrá  acudir  al  juez  letrado  de  primera  instancia  del 
partido  ó  distrito  para  que  la  restituya  y  ampare  :  y  dicho 
juez  conocerá  de  estos  recursos  por  medio  del  juicio  suma- 
rísimo  que  corresponda ,  y  aun  por  el  plenario  de  posesión 
si  las  partes  lo  promovieren  con  las  apelaciones  á  la  Au- 
diencia respectiva  ;  reservándose  el  juicio  de  propiedad  á 
los  jueces  competentes  ,  siempre  que  se  trate  de  cosa  ó  de 
persona  que  goce  de  fuero  privilegiado.  »  En  estos  juicios  de 
despojo  y  manutención  se  trata  puramente  de  un  hecho,  del 
hecho  de  la  posesión,  y  de  cuestiones  motivadas  por  hechos 
que  pueden  comprometer  el  orden  social  y  que  la  potestad 
real  tiene  interés  en  calificar  y  decidir  ;  y  no  estraño  por  lo 
tanto  que  la  ley  atribuya  su  conocimiento  á  los  jueces  que 
ejercen  la  real  jurisdicción  ordinaria,  cualesquiera  que  sean 
las  personas  y  las  cosas,  porque  la  autoridad  real  como  protec- 
tora del  orden  público  y  de  los  intereses  de  todos  los  individuos 
del  Estado  debe  impedir  que  se  despoje  ó  perturbe  á  un  ciu- 
dadano por  medios  ilegítimos  en  la  posesión  de  un  objeto 
cualquiera.  Mas  como  no  puede  decirse  otro  tanto  de  las 
cuestiones  que  ocurran  sobre  la  adquisición  de  una  pose- 
sión que  todavía  no  tenemos,  de  ahí  es  que  la  disposición 
del  citado  artículo  no  se  estiende  al  interdicto  de  adquirir 
la  posesión,  en  el  cual  no  se  trata  precisamente  de  calificar 
un  hecho  puro  y  aislado  ni  de  reprimir  infracciones  de  ley 
ó  atentados  contra  el  orden  ,  sino  de  examinar  ios  títulos 
que  producen  los  interesados  y  el  derecho  que  respectiva- 
mente les  asiste. 

IX.  En  los  interdictos  ó  juicios  sumarísimos  de  posesión 
es  siempre  ejecutiva  la  sentencia  del  juez  de  primera  ins- 
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tancia,  sin  embargo  de  apelación,  la  cual  no  se  admite  sino 
solo  en  el  efecto  devolutivo  :  é  interpuesta  y  admitida,  debe 
hacer  el  juez  que,  á  elección  del  apelante,  ó  se  remitan  los 
autos  á  la  Audiencia  en  compulsa  á  costa  de  este,  ó  se 
aguarde  para  remitirlos  originales  á  que  sea  plenamente 
ejecutada  dicha  sentencia  ;  citándose  siempre  y  emplazán- 
dose previamente  á  los  interesados  para  que  acudan  á  usar 
de  su  derecho  ante  eiítribunal  superior  ;  art.  U9  del  regla- 
mento de  26  de  setiembre  de  1833.  Mas  la  disposición  de  este 
artículo  en  cuanto  á  que  se  admita  la  apelación  solo  en  el 
efecto  devolutivo ,  y  se  saque  la  compulsa  de  los  autos,  ó  se 

.  aguarde  para  remitir  los  originales  á  que  la  sentencia  sea 
plenamente  ejecutada,  no  puede  tener  lugar  sino  cuando  la 
sentencia  haya  sido  favorable  al  actor,  esto  es,  cuando  por 
ella  se  haya  mandado  darle ,  mantenerle  ó  restituirle  la  po- 
sesión ;  pues  si  se  le  ha  denegado  la  dación ,  manutención  ó 
restitucior¿i}ue  solicitaba,  como  en  estos  casos  nada  hay  que 
hacer  en  el  juzgado  de  primera  instancia  para  la  ejecución 
de  la  providencia  ,  no  tiene  objeto  la  retención  de  los  autos 
originales ,  y  así  habrá  de  admitirse  en  ambos  efectos  la  ape- 
lación que  se  interpusiere,  y  mandarse  que  se  remitan 
desde  luego  los  autos  originales  á  la  Audiencia  respectiva. 

Como  las  sentencias  dadas  por  el  juez  de  primera  instan- 
cia en  los  interdictos  posesorios  tienen  el  carácter  de  inter- 
locutorias  ó  de  providencias  interinas,  no  deben  admitirse 
en  el  juicio  de  apelación  nuevos  escritos ,  alegatos  ni  prue- 
bas, á  no  ser  que  estas  últimas  sean  indispensables  para  la 
aclaración  de  la  verdad  ;  y  así  es  que  pasándose  los  autos  por 
su  orden  á  las  partes  y  luego  al  relator,  habrá  de  procederse 
á  la  vista  y  á  la  decisión  del  negocio  con  el  informe  verbal 
de  los  defensores.  Según  el  art.  69  del  reglam.  de  26  de  se- 
tiembre y  el  real  decreto  adicional  de  8  de  octubre  de  1855 
(  que  hablan  de  las  apelaciones  de  autos  interlocutorios  y  de 
otros  recursos)  la  sustanciacion  debe  reducirse  á  la  entrega 
de  los  autos  á  las  partes  por  su  orden  y  á  cada  una  por  un 
término  que  no  pase  de  nueve  dias ,  para  solo  el  objeto  de 
que  se  instruyan  los  defensores  á  fin  de  hablar  en  estrados  ; 
y  pasado  el  último  término  ,  sin  necesidad  de  otra  cosa ,  se 
llama  el  negocio  con  citación  de  los  interesados  para  fallar 
lo  que  corresponda. 

Cualquiera  que  sea  la  sentencia  de  vista,  ora  confir- 
me, ora  revoque  la  del  juez  inferior,  no  habrá  lugar  á  sú- 
plica en  estos  juicios  sumarísimos  de  posesión  :  mas  en  los 
plenarios  se  permite  este  recurso,  con  tal  que  la  sentencia 
de  vista  no  sea  enteramente  conforme  á  la  de  primera  ins- 
tancia, y  que  la  entidad  del  negocio  esceda  de  quinientos 
duros  en  la  península  é  islas  adyacentes,  y  de  mil  en  ultra- 
mar; art.  66  de  d,  reglam.  de  26  de  setiembre  de  1835. 

X.  El  interdicto  prolábitorio  es  la  acción  que  tiene  por 
objeto  el  que  se  impida  á  otro  hacer  alguna  cosa  que  puedo 
perjudicarnos.  Usamos  de  este  interdicto,  cuando  alguno 
levanta  algún  edificio  ó  fábrica  ó  ajguna  obra  nueva  que  ha 
de  causarnos  algún  daño  ó  embarazarnos  el  ejercicio  de  un 
derecho  :  cuando  el  vecino  abre  un  pozo  en  su  casa  ó  here- 
dad sin  otro  objeto  que  el  de  quitarnos  el  agua  del  nuestro , 
ó  con  peligro  de  que  se  arruinen  nuestras  paredes  :  cuando 
uno  corta  maliciosamente  el  agua  que  pasaba  por  su  campo 
á  beneficiar  el  mió  :  cuando  alguno  hace  molino ,  casa  ú  otra 
obra  en  algún  rio  ó  en  sus  riberas,  de  modo  que  embaraza 
la  navegación  :  cuando  un  particular  fabrica  en  ejidos,  pla- 
zas, calles  ó  caminos  que  son  comunes  :  cuando  hay  quien 
nos  estorba  hacer  las  obras  convenientes  á  las  cloacas  ó  con- 
ductos para  la  limpieza  de  nuestras  casas  :  cuando  se  nos 
hace  violencia  para  que  no  hagamos  uso  de  la  servidumbre 

*de  senda,  carrera  ó  camino,  de  que  nos  hemos  servido 
treinta  dias  en  el  año  sin  fuerza  ni  clandestinamente  ni  por 
ruego  :  cuando  se  nos  incomoda  en  la  posesión  de  alguna- 
cosa  ;  y  en  otros  muchos  casos  semejantes.  Véase  Denuncia 


de  obra  nueva,  Denuncia  de  obra  vieja,  Agua ,  Árbol,  Calle, 
Camino ,  Edificio ,  Ribera ,  Rio  y  Servidumbres. 

XI.  El  interdicto  restitulorio  es  la  acción  que  tiene  por 
objeto  el  que  vuelvan  las  cosas  al  estado  que  tenían  antes. 
Tal  es  el  interdicto  de  que  hacemos  uso  cuando  pedimos  que 
se  nos  reponga  en  la  posesión  de  que  se  nos  habia  despoja- 
do ;  que  se  nos  repare  la  obra  que  otro  nos  habia  destruido 
sin  razón  ;  y  que  se  derribe  la  que  en  perjuicio  nuestro  ha- 
bia hecho  alguno  por  fuerza  ó  clandestinamente.  Se  entiendo 
haber  hecho  la  obra  por  fuerza  no  solo  el  que  ha  usado  abier- 
tamente de  violencia  para  construirla ,  sino  también  el  que 
la  ha  ejecutado  á  pesar  de  la  competente  prohibición,  el  que 
previno  la  prohibición  ó  denuncia  con  amenazas ,  y  el  que 
habiendo  desistido  en  virtud  de  la  denuncia  volvió  después 
á  continuarla  sin  el  permiso  correspondiente.  Se  entiende 
haber  habido  clandestinidad,  cuando  se  hizo  la  obra  ocul- 
tándonos lo  que  se  iba  á  hacer,  ó  anunciándola  en  tiempo 
en  que  se  sabia  que  no  podíamos  embarazarla,  ó  tan  tarde 
que  no  podíamos  intentar  el  remedio  antes  de  estar  con- 
cluida la  obra ,  ó  de  manera  que  pudimos  quedar  indu- 
cidos en  error.  —  El  que  hizo  la  obra  ,  si  la  posee ,  debe 
prestar  la  paciencia  de  que  se  demuela  y  los  gastos  de  la 
demolición  :  el  que  la  hizo  y  no  la  posee,  solo  las  espen- 
sas  de  la  destrucción  ;  y  el  que  la  posee  y  no  la  hizo  ,  solo 
la  paciencia  de  que  se  derribe.  La  cosa  debe  restituirse  al 
mismo  estado  que  tenia  antes,  y  resarcirse  los  perjuicios 
causados  por  el  que  dio  motivo  al  interdicto.  Mas  aunque 
la  obra  se  haya  ejecutado  con  fuerza  ó  clandestinamente, 
no  puede  hacerse  uso  del  interdicto,  cuando  se  dejó  pasar 
un  año  sin  hacerlo ,  ni  cuando  nuestro  suelo  no  recibió  daño, 
ni  cuando  el  vecino  hizo  la  obra  por  librarse  de  algún  mal, 
como  si  fortificó  la  orilla  de  su  campo  ó  heredamiento  para 
preservarla  de  inundación.  Leyes  1,  lit.  13,  y  1,  5,  5,  7, 11, 
15 y  16,  lit.  %t,  lib.  UZdelDig.(l). 

XII.  El  interdicto  exhibilorio  es  por  fin  la  acción  que 
tiene  por  objeto  el  que  se  nos  exhiba,  presente  ó  ponga  de 
manifiesto  alguna  cosa,  para  usar  mas  seguramente  de  nues- 
tro derecho.  Véase  Acción  exhibiloria. 

XIII.  Hemos  dicho  mas  arriba  que  la  autoridad  judicial 
que  ejerce  la  real  jurisdicción  ordinaria  es  la  que  debe  cono- 
cer de  los  interdictos  posesorios,  especialmente  de  los  de  ma- 
nutención y  restitución ,  cualesquiera  que  sean  las  personas 
que  los  intenten,  cualesquiera  que  sean  los  perturbadores 
ó  despojantes  ,  y  cualesquiera  que  sean  las  cosas  sobre  que 
recaigan.  Mas  es  ahora  de  advertir,  que  para  evitar  que  las 
providencias  gubernativas,  dictadas  por  los  ayuntamientos 
y  diputaciones  provinciales  dentro  del  límite  de  sus  facul- 
tades, puedan  anularse  recurriendo  á  la  autoridad  judicial 
para  pedir  amparo  en  la  posesión  ó  restitución  por  el  que  se 
diga  despojado,  se  ha  declarado  por  punto  general  en  real 
orden  de  8  de  mayo  de  1839,  «  que  las  disposiciones  y  pro- 
videncias que  dicten  los  ayuntamientos  y  en  su  caso  las  di- 
putaciones provinciales  en  los  negocios  que  pertenecen  á  sus 
atribuciones  según  las  leyes,  forman  estado  y  deben  llevarse 
á  efecto,  sin  que  los  tribunales  admitan  contra  ellas  los  in- 
terdictos posesorios  de  manutención  ó  restitución,  aunque 
deberán  administrar  justicia  á  las  partes  cuando  entablen 
las  otras  acciones  que  legalmente  les  competan.  »  Esta  dis- 
posición se  ha  tomado  con  el  fin  de  precaver  la  reproduc- 
ción de  los  graves  y  perjudiciales  conflictos  que  mas  de  una 
vez  han  tenido  lugar  entre  las  autoridades  judiciales  y  las 
administrativas  ;  pero  como  por  una  parte  no  están  todavía 
bien  deslindadas  las  facultades  de  las  diputaciones  y  ayun- 
tamientos ,  y  es  muy  natural  por  otra  que  estas  corporacio- 
nes aspiren  constantemente  á  ensanchar  el  desmedido  poder 

(1)  Sala,  tom.  4,  pág.  587,  n.  17,  fundándose  en  leyes  ro- 
manas. 
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que  ya  ejercen ,  no  puede  ser  otro  su  resultado  sino  ó  el  de 
que  se  aumenten  de  un  modo  funesto  las  competencias,  ó  el 
de  que  los  particulares  no  puedan  en  muchos  casos  obtener 
justicia  sino  por  medios  lentos  y  costosos. 

INTERÉS.  La  acción  ó  parle  que  uno  tiene  en  alguna 
sociedad  ,  empresa  ó  negociación.  Véase  Acción,  en  su  ar- 
tículo primero. 

INTERÉS.  El  importe  de  los  daños  y  perjuicios  que  se 
siguen  á  una  de  las  partes  por  no  cumplir  la  otra  la  obliga- 
ción que  habia  contraído.  Cuando  la  palabra  interés  ó  me- 
noscabo va  unida  en  las  leyes  con  la  de  daño ,  y  como  re- 
gularmente sucede ,  esta  última  denota  la  pérdida  que  sufre 
el  acreedor  por  la  inejecución  del  contrato  de  parte  del  deu- 
dor, y  aquella  se  contrae  à  la  ganancia  que  el  mismo  acree- 
dor ha  dejado  de  hacer  por  la  propia  causa  ;  pero  cuando 
va  sola  sin  que  la  otra  la  acompañe,  suele  abrazar  entonces 
la  significación  de  ambas  comprendiendo  por  consiguiente 
tanto  las  pérdidas  ocasionadas  como  la  falta  de  adquisición 
de  las  ganancias. 

El  interés,  tomado  en  este  último  sentido,  se  divide  en 
interés  de  daño  emergente  é  interés  de  lucro  cesante.  — 
Dícese  ínteres  de  daño  emergente  el  importe  de  las  pérdidas 
que  resultan  al  acreedor  por  retardar  ó  abandonar  el  deu- 
dor el  cumplimiento  de  lo  que  debia  dar  ó  hacer  ;  como  por 
ejemplo  si  á  consecuencia  de  esta  falta  se  hubiese  visto  el 
acreedor  en  la  necesidad  de  pagar  una  deuda  de  plazo  fijo 
con  costas  ó  intereses,  ó  en  la  de  buscar  dinero  prestado  á 
usura  ó  vender  por  menos  de  su  valor  parte  ó  el  todo  de  sus 
bienes  para  salir  de  algún  apuro,  ó  en  la  de  comprar  mas 
caro  lo  que  habia  menester  para  el  cultivo  de  su  hacienda  ó 
el  ejercicio  de  su  industria  ó  las  atenciones  de  su  casa.  — 
Llámase  interés  de  lucro  cesante  el  importe  de  las  ganan- 
cias que  el  acreedor  pudiera  haber  adquirido  con  su  dinero 
si  lo  hubiese  tenido  en  su  poder  ó  con  la  cosa  ó  hecho  pro- 
metido por  el  deudor,  y  que  dejó  de  adquirir  por  la  falta  del 
dinero  ó  por  la  inejecución  del  hecho  ó  de  la  promesa. 

El  que  estando  obligado  á  la  entrega  ó  devolución  de  al- 
guna cosa  ó  cantidad  ó  á  la  ejecución  de  un  hecho ,  deja  de 
cumplir  su  obligación,  sin  que  medie  causa  independiente 
de  su  voluntad  que  se  lo  impida,  se  hace  responsable,  por 
regla  general ,  del  interés  del  daño  emergente  y  del  lucro 
cesante.  Véase  Daños  y  perjuicios  y  el  articulo  que  sigue. 

INTERÉS.  El  provecho,  utilidad  ó  ganancia  que  se 
saca  de  alguna  cosa  ;  y  especialmente  el  beneficio  que  saca 
un  acreedor  del  dinero  que  se  le  debe,  esto  es,  la  cantidad 
que  el  acreedor  percibe  del  deudor  ademas  del  importe  de 
la  deuda. 

El  interés  se  divide  en  compensatorio ,  punitorio  y  lucra- 
torio. 

I.  Es  ínteres  compensatorio ,  que  por  algunos  se  dice  tam- 
bién reslauralorio ,  el  que  se  exige  por  razón  de  daño  emer- 
gente ó  de  lucro  cesante ,  esto  es ,  por  razón  de  las  pérdi- 
das que  el  acreedor  tiene  que  sufrir  en  sus  bienes  ó  de  las 
ganancias  de  que  ha  de  verse  privado  por  carecer  de  su  di- 
jero ,  como  se  ha  esplicado  en  el  artículo  que  antecede.  Es 
interés  punitorio  ,  ó  como  dicen  algunos  moratoria ,  el  que 
se  exige  ó  impone  como  pena  de  la  morosidad  ó  tardanza 
del  deudor  en  la  satisfacción  de  la  deuda.  Es  por  fin  interés 
lucralorio  ó  lucrativo  el  que  se  exige  de  la  persona  á  quien 
se  presta  dinero  ú  otra  cosa  fungible  ,  no  por  razón  de  daño 
emergente  ó  lucro  cesante  ó  por  morosidad  en  su  devolu- 
ción ,  sino  precisamente  por  razón  del  préstamo ,  ex  vi 
mului. 

ínteres  compensatorio. 

II.  El  interés  compensatorio  está  admitido  por  los  teólogos, 
por  los  canonistas ,  por  los  jurisconsultos  y  por  Sas  leyes. 
En  cuanto  al  interés  por  razón  de  daño  emergente  puede 


citarse  desde  luego  la  autoridad  de  santo  Tomas,  quien 
afirma  espresamente  que  puede  pactar  el  prestamista  la 
compensación  del  daño  que  se  le  siguiere  por  prestar  su 
dinero  :  Ule ,  qui  mutuum  dal. ,  polesl  absque  peccalo  in  pac- 
tum  deducere  compensationem  damni,per  quod  sublrahilur 
sibi  aliquíd ,  quod  débet  haber e ;  nam  hoc  non  est  venderé 
usum  pecunice ,  sed  damnum  vitare';  2.  2.  quœsl.  78,  art.  2, 
ad  1.  La  razón  es  que  nadie  está  obligado  á  hacer  á  otro  un 
beneficio  con  daño  propio.  Así  es  que  si  teniendo  tú  cierta 
cantidad  para  comprar  en  la  época  de  la  cosecha  la  pro- 
vision de  granos  que  necesilas  para  tu  casa,  te  la  pide  pres- 
tada Pedro  y  se  la  das  de  manera  que  quedas  en  la  impo- 
sibilidad de  hacer  la  compra  que  intentabas  en  tiempo 
oportuno  y  te  ves  obligado  á  ejecutarla  después  cuando  es 
mas  alto  el  precio  de  los  granos  ,  podrás  justamente  exigir 
de  Pedro  que  te  indemnice  de  la  pérdida  que  has  de  sufrir , 
comprometiéndose  á  darte  sobre  la  cantidad  que  le  prestas 
un  interés  proporcionado  al  cálculo  aproximativo  que  se 
haga  de  la  diferencia  de  precios. 

Por  lo  que  hace  al  lucro  cesante  ,  Se  tiene  también  por 
favorable  la  opinion  del  Doctor  angélico,  pues  que  en  el 
lugar  citado  ,  cuestión  62 ,  art.  k  ,  después  de  esponer  que 
se  puede  causar  daño  á  uno  de  dos  modos  ,  ya  quitándole 
lo  que  tiene  en  el  acto  ,  ya  impidiéndole  adquirir  lo  que 
estaba  en  camino  de  tener,  concluye  diciendo  que  en  el  pri- 
mer caso  se  le  ha  de  resarcir  todo  el  daño ,  y  en  el  segundo 
se  le  ha  de  hacer  alguna  compensación  según  la  calidad  de 
las  personas  y  de  los  negocios,  porque  si  bien  en  este  último 
caso  todavía  no  posee  en  el  acto  lo  que  está  en  camino  de 
adquirir,  lo  tiene  sin  embargo  secundiim  vlrlutem  et  potes- 
tatem.  Así  pues  si  prestas  á  Juan  la  cantidad  de  dinero  que 
tenias  dispuesta  para  negociar  con  ella,  puedes  exigirle 
algún  interés  en  compensación  de  la  ganancia  de  que  te 
privas  por  servirle. 

Estos  principios  se  hallan  sancionados  por  nuestras  leyes, 
particularmente  por  la  ley  21  ,  tít.  1 ,  y  la  8  ,  tít.  8,  lib.  10, 
Nov.  Rec.  La  primera  ,  que  es  la  famosa  pragmática  do 
Aranjuez  de  1608,  establece  que  ninguna  persona  pueda 
llevar  interés  alguno  de  dinero  que  diere  en  depósito  ó  pres- 
tare á  mercader,  hombre  de  negocios  ú  otro  sugeto,  aunquo 
sea  con  color  de  daño  emergente  ó  lucro  cesante  ú  otro 
que  no  fuere  en  los  casos  permitidos  por  derecho;  y  de  aquí 
deducen  los  intérpretes  que  siempre  que  el  daño  emergente 
y  el  lucro  cesante  cean  verdaderos  y  no  meramente  un  color 
ó  prelesto ,  será  lícito  el  interés ,  pues  que  la  ley  no  escluye 
sino  los  fingidos  ó  simulados.  La  segunda  ley,  que  es  una 
cédula  de  Carlos  IV  de  16  de  julio  de  1790  ,  permite  á  los 
comerciantes  que  hicieren  préstamos  entre  año  á  los  labra- 
dores y  cosecheros ,  percibir  sus  créditos  con  la  prorala 
del  interés  del  seis  por  ciento  al  año. 

ínteres  punitorio. 

III.  Aun  cuando  no  haya  daño  emergente  ni  lucro  cesante , 
y  el  préstamo  se  haga  gratuitamente,  puede  sin  embargo 
el  prestador  exigir  de  la  persona  á  quien  presta  ,  ó  sea  del 
mutuatario,  como  suele  decirse,  algún  interés  por  razón  de 
pena  convencional  ;  esto  es,  puede  estipular  con  el  mutua- 
tario que  si  este  no  le  restituye  al  tiempo  señalado  la  cosa 
prestada,  haya  de  darle  ademas  del  capital  cierto  interés  en 
pena  de  la  tardanza  ;  ley  ItO  ,  tít.  11 ,  Part.  S.  La  razón  es 
que  no  verificándose  la  restitución  dentro  del  tiempo  con- 
venido, el  mutuatario  retiene  el  dinero  contraía  voluntad 
de  su  dueño  ;  y  así  es  muy  justo  que  pague  á  este  la  pena 
pecuniaria  que  se  hubiese  estipulado  ,  y  no  habiendo  pena 
pactada  los  daños  y  perjuicios  causados  al  dueño  en  la  de- 
manda de  la  restitución ,  como  establece  la  ley  10 ,  tit.  i, 
Part.  5. 
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No  solo  debe  pagarse  interés  punitorio  ó  moralorio  cuando 
se  halla  establecido  por  las  partes  como  pena  convencional, 
sino  también  aunque  falte  esta  pena ,  siempre  que  la  una 
parte  retenga  el  dinero  que  debe  dar  á  la  otra.  Así  es  que 
el  comprador  que  no  pagare  la  cosa  comprada  en  el  tiempo 
y  lugar  que  se  hubiere  señalado  ó  en  el  que  se  le  hubiese 
hecho  su  entrega  está  obligado  á  satisfacer  el  interés  legal 
del  precio  desde  el  dia  de  la  demora  ;  ley  8,  lit.  4,  lib.  Î»  del 
Fuero  Juzgo:  —  el  que  no  pagare  lo  que  debe  á  menestrales 
y  artesanos,  ha  de  satisfacer  desde  el  dia  de  la  interpela- 
ción judicial  por  la  retardación  los  intereses  mercantiles  del 
seis  por  ciento  ,  para  resarcirles  el  menoscabo  que  reciben 
en  la  demora  ;  ley  12,  lit'.  11,  lib.  10,  Nov.  Rec.  :  —  el  que 
retardare  á  sus  criados  el  pago  de  los  salarios  ,  debe  abo- 
narles el  interés  del  tres  por  ciento  igualmente  desde  la  in- 
terpelación judicial;  ley  13  ,  id.  :  —  el  que  no  entregare  á 
su  tiempo  la  dote  prometida  ,  se  hace  responsable  del  inte- 
rés legal  á  favor  del  marido  ,  con  tal  que  este  sostenga  las 
cargas  del  matrimonio  ;  y  si  para  seguridad  de  la  entrega 
de  la  dote  se  hubiese  dado  al  marido  prenda  fructífera, 
podrá  el  mismo  percibir  sus  frutos  sin  imputarlos  en  el  ca- 
pital de  la  dote;  cap.  Salubriler,  de  usuris ,  y  Anl.  Gómez 
en  la  ley  85  de  Toro  ,  n.  30  :  —  y  en  fin,  como  es  regla 
general  establecida  en  las  leyes  que  quien  retarda  el  cum- 
plimiento de  una  obligación  incurre  en  la  pena  de  daños  y 
perjuicios,  según  se  ha  dicho  en  el  artículo  anterior  y  otros, 
parece  consiguiente  que  quien  no  entrega  ó  devuelve  à  de- 
bido tiempo  el  dinero  que  debe  ,  haya  de  satisfacer  cierto 
interés  proporcionado  por  la  razón  indicada  de  que  retiene 
lo  ajeno  contra  la  voluntad  de  su  dueño. 

ínteres  lucraiorio. 

IV.  El  interés  lucratorio,  que  es  todo  lo  que  por  el  uso 
del  dinero  exige  el  prestamista  ademas  de  la  suma  prestada, 
ha  suscitado  en  todos  tiempos  disputas  muy  acaloradas  que 
todavía  no  han  terminado,  y  ha  dado  lugar  á  decisiones 
eclesiásticas  y  civiles  que  absolutamente  y  bajo  censuras  y 
penas  severísimas  le  han  proscrito.  Pero  el  interés  lucra- 
torio  ,  tan  conocido  y  detestado  con  el  odioso  nombre  de 
usura  ,  ha  marchado  siempre  triunfante  por  entre  las  penas 
y  las  censuras  y  la  infamia  con  que  se  ha  pretendido  cubrirle; 
y  cuanto  mas  terrible  y  constante  ha  sido  el  empeño  de  la 
ley  en  su  persecución  y  anonadamiento  ,  tanto  mayores 
fuerzas  ha  cobrado  el  supuesto  monstruo ,  tanto  mas  tiránico 
ha  sido  su  imperio ,  tanto  mas  funesto  su  poder  ;  porque 
siendo  infinitos  los  que  sin  él  habrían  de  perecer  ó  quedar 
siempre  en  la  imposibilidad  de  desplegar  su  industria ,  son 
infinitos  los  que  se  han  visto,  se  ven  y  se  verán  en  la  nece- 
sidad de  buscarle  y  de  solicitar  su  amparo  y  protección  y 
de  someterse  á  las  condiciones  duras  ó  suaves  que  quiera 
dictarles;  y  él,  que  cuando  puede  obrar  con  libertad  y 
franqueza  y  á  la  luz  del  dia  contribuye  eficazmente  á  la 
prosperidad  de  las  sociedades  y  de  sus  individuos,  escatima 
por  el  contrario  y  vende  carísimos  sus  favores  cuando  tiene 
que  obrar  en  la  obscuridad  y  en  el  misterio  y  por  tortuosas 
vías  ocultándose  á  los  ojos  de  la  ley  que  le  está  acechando  : 
de  manera  que  la  ley  que  con  sus  prohibiciones  y  restric- 
ciones ha  querido  proteger  al  "necesitado  y  al  industrioso, 
no  ha  hecho  mas  que  agravar  los  males  del  primero  y  poner 
trabas  á  los  adelantamientos  del  segundo. 

V.  Y  ¿cuál  ha  sido  la  causa  de  tan  funesta  y  trascendental 
equivocación?  ¿Porqué  la  ley  que  me  permite  el  alquiler  ó 
arrendamiento  del  caballo ,  del  tonel,  de  la  casa ,  de  la  viña, 
me  prohibe  el  arrendamiento  ó  alquiler  del  dinero?  Prestar 
dinero  á  interés  no  es  electivamente  otra  cosa  que  alquilarle, 
conceder  su  uso  á  otro  por  cierto  tiempo  ;  y  si  puedo  llevar 
precio  por  conceder  el  uso  de  mis  otras  cosas  muebles  ó 


raices  ,  no  aparece  razón  para  que  se  me  niegue  el  dereclu? 
de  llevarle  igualmente  por  la  cesión  del  uso  de  mi  dinero. 
Sí  cuando  doy  mi  casa  en  alquiler,  me  privo  de  la  como- 
didad de  habitarla  por  mi  mismo  ,  también  cuando  presto 
alguna  cantidad  pecuniaria  me  privo  realmente  de  todas  las 
cosas  que  podria  adquirir  y  de  todos  los  beneficios  que  po- 
dría sacar  con  ella  ;  porque  si  bien  el  dinero  es  una  cosa 
que  por  sí  misma  no  puede  servir  á  la  satisfacción  de  las 
necesidades  de  la  vida ,  sirve  sin  embargo  para  la  adqui- 
sición de  todas  las  cosas  naturales  é  industriales  que  al  efecto 
se  requieren. 

Esto  es  claro  y  palpable  ;  pero  aquel  gran  filósofo  pagano 
que  por  tantos  siglos  ha  ejercido  un  imperio  despótico  en 
el  mundo  cristiano ,  á  pesar  del  trabajo  que  se  tomó  para 
aclarar  la  cuestión  de  la  generación  no  pudo  nunca  llegar  á 
descubrir  en  ninguna  de  las  muchas  piezas  de  moneda  que 
entraron  en  su  bolsillo  algún  órgano  particular  que  la  hiciese 
propia  para  engendrar  ó  producir  otra  moneda  ,  y  se  aven- 
turó por  fin  á  sentar  como  resultado  de  sus  observaciones 
que  el  dinero  no  pare  dinero  ,  pecunia  non  paril  pecuniam. 
Al  oír  el  mundo  sorprendido  tan  importante  descubrimiento, 
proclamó  con  entusiasmo  la  nueva  verdad  :  el  dinero  es 
estéril,  gritaron  los  filósofos;  el  dinero  es  estéril,  repitió  la 
muchedumbre  :  pues  si  el  dinero  es  estéril ,  concluyeron 
todos,  es  una  injusticia  exigir  interés  ó  ganancia  por  pres- 
tarlo. Del  mismo  modo  y  con  la  misma  razón  podian  ha- 
ber gritado  aquellos  sabios  y  aquellos  ignorantes  que  los 
edificios  son  estériles  ,  que  lo  son  las  naves,  y  que  lo  son 
las  muías  y  los  machos ,  pues  que  ni  las  muías  ni  los  machos 
producen  otros  machos  ni  otras  muías  ,  ni  las  naves  otras 
naves ,  ni  los  edificios  otros  edificios  ;  y  haber  concluido 
por  lo  tanto  que  todas  estas  cosas  y  otras  semejantes  deben 
prestarse  ó  arrendarse  de  balde.  Motivo  hay  para  dudar  si 
Aristóteles  y  sus  sectarios  hablaron  de  buena  fe  sobre  este 
asunto  ,  pues  que  después  de  haber  reconocido  que  el  dinero 
era  estéril ,  no  por  eso  dejaron  de  correr  y  afanarse  tras  él 
como  tras  la  cosa  mas  fecunda  que  había  en  el  mundo  :  mas 
sí  en  efecto  procedían  seriamente  en  la  proclamación  de  su 
famosa  máxima ,  es  muy  de  estrañar  que  no  se  ofreciese  á 
su  talento  y  penetración  que  aunque  una  moneda  fuese  tan 
incapaz  de  engendrar  otra  moneda  como  de  engendrar  un 
morueco  ó  una  oveja  ,  podria  un  hombre  sin  embargo  con 
una  moneda  prestada  comprar  un  morueco  y  dos  ovejas 
que  al  cabo  del  año  le  produjesen  naturalmente  dos  ó  tres 
corderos,  de  manera  que  vendiendo  este  hombre  al  fin  de 
dicho  término  su  morueco  y  sus  dos  ovejas  para  volver  la 
moneda  al  prestamista,  y  dándole  ademas  uno  de  los  cor- 
deros por  el  uso  de  la  suma ,  debia  encontrarse  todavía  con 
dos  corderos  ó  á  lo  menos  con  uno  mas  de  riqueza  que  no 
hubiera  tenido  sin  el  préstamo  (I). 

(1)  No  necesitaba  Aristóteles  de  su  raro  talento  ,  y  le  bastaba 
tener  ojos  para  ver  que  con  el  dinero  se  compraban  las  cosas  pro- 
ductivas, como  los  moruecos  y  las  ovejas,  y  así  nada  le  sorpren- 
derla el  cálculo  ó  el  ejemplo  propuesto  por  el  autor.  Pero  des- 
preciando sus  insulsas  chanzas  sobre  los  órganos  de  la  generación 
de  las  monedas,  le  habría  contestado  que  el  dinero  por  si  no  pro- 
duce ningún  fruto  natural ,  y  tal  que  debiera  esperarlo  el  pres- 
tador por  solo  tener  el  dinero  en  su  poder,  como  se  espera 
el  fruto  del  árbol  que  está  en  su  huerta.  Si  algo  se  espera  del  di- 
nero ,  es  por  efecto  de  la  industria  del  quo  lo  maneja.  Si  esta  se 
ejerce  sobre  dinero  ajeno,  hay  título  para  partir  las  utilidades, 
como  sucede  entre  el  socio  habilitador  y  el  industrioso;  pero  si 
se  ejerce  con  difiero  propio  ,  toda  la  ganancia  ha  de  ser  p.ira  uno 
solo  por  doble  titulo.  Pues  ahora  bien,  el  que  recibió  dinero  pres- 
fado  ,  se  hizo  desde  luego  dueño  de  él .  y  no  está  obligado  á  em- 
plearlo en  moruecos  y  ovejas,  porque  esta  obligación  es  estr  <íia  al 
mutuo,  y  si  se  puso,  es  ya  otro  contrato,  y  cesa  la  cuestión  de  la 
usura.  Tampoco  está  obligado,  ya  que  compre  moruecos  y  ovejas, 
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VI.  Como  quiera  que  fuese  ,  la  máxima  de  Aristóteles  se. 
encarnó  en  la  masa  de  los  pueblos  combinándose  con  el 
espíritu  de  aversion  que  siempre  se  ha  tenido  á  los  presta- 
dores con  interés,  ó  sea  á  los  usureros  ;  pues  por  mas  dulce 
que  sea  el  hallar  quien  preste ,  es  muy  duro  después  el  verse 
obligado  á  devolver  lo  recibido  y  su  premio;  y  se  discurrie- 
ron y  amontonaron  nuevos  sofismas  contra  la  legitimidad 
de!  préstamo  á  interés ,  y  prevaleció  y  se  estendió  general- 
mente la  opinion  que  reprobaba  y  condenaba  casi  en  todas 
partes  dicho  préstamo  bajo  el  nombre  de  usura.  La  au- 
toridad de  los  teólogos  rigoristas  vino  en  apoyo  de  esta 
opinion  (1).  Era  en  efecto  muy  natural  que  al  aparecer  el 

á  destinarlos  á  la  procreación,  pues  puede  consumirlos  en  su  uso, 
regalarlos,  ele.  ;  pero  una  vez  que  lo  baya  hecho ,  desde  aquí  co- 
mienza su  industria,  con  cuya  continuación  ,  si  llega  á  lograr  tres 
corderos,  todos  son  suyos,  por  el  doble  título  de  capital  é  indus- 
tria, al  paso  que  el  prestador  ninguno  tiene  para  exigirle  parte 
de  ellos;  y  si  al  tiempo  de  recibir  su  dinero  y  restablecido  ya  el 
equilibrio  entre  lo  dado  y  lo  recibido,  demandara  ademas  un  cor- 
dero, violaría  la  justicia  conmutativa. 

(4)  Anles  de  los  teólogos  escolásticos,  que  Escriche  llama  ri~ 
gori  las ,  encaprichados  y  obcecados,  y  son  del  siglo  xn  ,  vinie- 
ron ¡os  Santos  Padres,  y  aun  antes  de  eslos  vinieron  Moisés,  Da- 
vid y  Ezequiel ,  cuyos  conceptos  ,  reprobando  la  usura  ,  podrán 
verse  en  los  siguientes  lugares  :  S.  Basilius,  in  Psalm.  14;  Greg. 
Nissenus  ,  Hom.  4  in  Ecclesiastem.  Ítem  Oratio  contra  usura- 
rios; S.Joann.  Chrys. ,  Homil.  4t  in  Genesim  ;  Lactanlius ,  lib.  6, 
Divinarum  institulionum,  cap.  18  ;  dmbrosius,  lib.  de  Tobia,  fe- 
re  per  tot.  ;  Hieronymus ,  in  cap.  18,  Ezech.;  Auqustinus  ,  in 
Psalm.  56,  serm.  5;  Exod.  xxu ,  25.  —  Aquí  podríamos  presen- 
tar un  gran  número  de  textos  del  nuevo  Testamento  que ,  á  nues- 
tro entender,  reprueban  evidentemente  la  usura  ;  pero  dejamos 
de  hacerlo  porque  el  autor  los  trac  casi  todos  y  los  interpreta  y 
esplica  á  continuación  del  modo  que  se  verá  :  el  que  no  sea  de- 
fensor de  las  usuras,  en  vista  de  todo  opinará  sin  duda  de  otro 
modo  que  Escriche.  No  aprobamos  que  este  escritor  trale  á  veces 
con  chocarrerías  esta  materia,  que  es  doctrina  de  Jesucristo,  des- 
pués de  haber  visto  cuanto  contiene  el  nuevo  Testamento  sobre 
<i\  particular  y  lo  que  han  dicho  los  papas  y  los  concilios.  Alejan- 
dro III  in  c.  4  de  usuris  dice  :  «  Quod  chin  usurarían  crimen  utriusque 
tcstamenti  pagina  delestelur  ,  super  hoc  dispensationem  aliquam 
posse  non  videmus.  »  Concil.  Viennens. ,  ¡n  Clem.  un.,  §  fin. 
de  usuris:  «  Si  quis  in  illum  errorem  inciderit,  ut  perlinaciter 
af firmare  prœsumat,  exercere  usuras,  non  esse  peccatum ,  decer- 
nimus  eum  ,  velut  hcereticum  puniendum.  »  Un  concilio  general 
Lateranense  sub  Leone  X,  sess.  10,  ha  declarado  que  por  precep- 
to del  Señor  eslán  prohibidas  las  usuras  :  Dominus  nosler,  dice, 
Luca  Evangelista  attestante ,  aperlo  nos  prœcepto  obslrinxit ,  ne 
ex  dalo  mutuo  quidquam  ultra  sortem  sperare  debeamus  :  ea 
enim  est  propria  usurarum  inlerprclatio  ,  quando  videlicet  ex 
vsu  rei,  quee  non  germinat,  nullo  labore ,  nidio  sumplu,  nullove 
periculo,  lucrum  fcenvsque  conquiri  studelur.  — Aun  nuestra 
ley  Ia.,  lit.  22,  lilr.  12,  Nov.  Rec.,A'\ee  :  «  Porque  se  halla  que 
el  logro  es  muy  gran  pecado  y  vedado  así  en  la  ley  de  natura  co- 
mo de  escritura  y  de  gracia  ,  y  cosa  que  pesa  mucho  á  Dios  ;  y 
porque  vienen  daños  y  tribulaciones  á  las  tierras  do  se  usa,  y  con- 
sentirlo y  juzgarlo  y  mandarlo  entregar  es  muy  gran  pecado,  y 
sin  esto  es  gran  quebrantamiento  y  destruimiento  de  los  algos  y 
ríe  los  bienes  de  los  moradores  de  la  tierra  do  se  usa ,  etc....  » 

No  tratan  burlescamente  la  materia  de  usura  los  teólogos  :  Richard 
en  el  Diccionario  moral,  que  está  al  fin  de  su  obra  Analysis  Con- 
ciliorum,  en  la  palabra  Usura  propone  sencilla  y  fielmente  vein- 
tiuna dificultades  que  objetan  á  la  sentencia  común  los  autores 
modernos,  y  las  disuelve;  y  en  el  suplemento  añade  otras  diez 
tomadas  de  una  obra  que  se  publicó  por  aquel  tiempo.  Véanse  en 
Ja  obra  Thésaurus  Thcoloqicus,  tom.  8  ,  los  profundos  tratados  si- 
guientes :  Opusculum  1  P.  Francisci  Xavierii  ZECH  S.  J.  de 
usuris  ad  eneyelieam  Benedicti  XIV.  Dissertatio  1  (comprende 
ocho  capítulos).  Io.  Usura  est  lucrum  ultra  sorlem  ratione  mu- 


cristianismo,  cuyo  carácter  distintivo  es  el  amor  hacia  todos 
los  hombres  y  la  conmiseración  por  los  desgraciados  ,  tra- 
tasen los  predicadores  de  ablandar  el  corazón  del  rico  y 
procurar  consuelos  y  socorros  al  pobre  ;  pero  dejándose 
llevar  del  ardor  de  su  celo ,  no  contentos  con  inculcar  la 
obligación  que  todos  tenemos  de  ejercer  la  candad  con  los 
que  se  encuentran  en  la  indigencia  y  de  prestarles  sin  in  ■ 
teres  y  aun  de  darles  en  caso  necesario,  pasaron  á  lanzar 
sus  anatemas  contra  los  que  no  prestaban  sino  con  interés 
á  los  pobres  ,  y  después  en  general  contra  los  que  prestaban 
con  interés  ,  ora  fuese  á  los  pobres ,  ora  á  los  ricos ,  y  con- 
cluyeron por  mirar  y  hacer  mirar  como  ilícito  el  préstamo 
á  interés,  oscureciendo  las  ideas  sobre  la  naturaleza  ,  prin- 
cipios y  consecuencias  de  este  contrato.  Mas  ¿qué  estraño 
es  esto?  Los  teólogos  se  vieron  impelidos  por  la  tendencia 
del  siglo  ,  encontraron  ya  formadas  las  preocupaciones  sobre 
la  usura ,  estaban  encaprichados  con  las  falsas  máximas 
que  habian  bebido  en  la  escuela  de  Aristóteles  ,  y  creyeron 
luego  hallarlas  confirmadas  en  el  Evangelio. 

Mulnnm  dale,  nihil  inde  spcranlcs,  dijo  Jesucristo  según 
san  Lúeas,  cap.  6,  v.  55  :  «  Dad  prestado  sin  esperar  por 
eso  nada;  »  y  de  estas  palabras  coligieron  buenamente  los 
teólogos  escolásticos  que  Jesucristo  condenaba  absoluta- 
mente el  préstamo  á  interés.  Pero  en  primer  lugar,  basta 
considerar  con  alguna  atención  este  texto ,  ya  en  las  palabras 
con  que  eslá  concebido  ,  ya  en  su  conexión  y  enlace  con  las 
que  preceden  y  las  que  siguen  ,  para  conocer  que  no  se  re- 
fiere á  dicho  préstamo,  y  que  por  consiguiente  ni  le  prohibe 
ni  le  aprueba.  «  Si  amáis  á  los  que  os  aman,  dice  primera- 
mente Jesucristo,  ¿qué  mérito  tendréis?  porque  los  pecado- 
res también  aman  á  los  que  los  aman  á  ellos;  vers.  52.  Y  si 
hiciereis  bien  á  los  que  os  hacen  bien,  ¿qué  mérito  tendréis? 
porque  también  lo  hacen  así  los  pecadores;  vers.  53.  Y  si 
prestareis ,  añade  ,  á  aquellos  de  quienes  esperáis  recibir, 
¿qué  mérito  tendréis  ?  porque  también  los  pecadores  prestan 
unos  à  otros,  para  recibir  otro  servicio  igual;  vers.  54. 
Amad  pues  á  vuestros  enemigos  :  haced  bien,  y  dad  pres- 
tado ,  sin  esperar  por  eso  nada  :  y  vuestro  galardón  será 
grande  ,  y  seréis  hijos  del  Altísimo  ;  porque  él  es  bueno  aun 
para  los  ingratos  y  malos  ;  vers.  53.  »  Esta  espresion  sin 

tui  perceptum;  2o.  Usura  omni  jure  est  prohibila;  5o.  Etiam 
moderatum  lucrum  ex  mutuo  est  usura  prohibila;  4o.  Ex  lucro 
muluatarii  non  fil  licilum  lucrum  mutuantis;  5o.  Usura  obligat 
ad  rcslilutionem  ex  justitia  conmutativa  ;  6o.  Non  in  quolibet 
mutuo  oceurrit  tilulus  capiendi  lucrum  ;  7o.  Non  ubique  oceurrit 
contractus  juslus  lucrativus  ;  8o.  Quceslio  de  usuris  non  est  de 
solo  nomine.  —  La  disertación  2,  Potest  cum  mutuo  concurrere 
titulus  aliquid  exigendi  ultra  sortem  ,  comprende  seis  secciones: 
Ia.  De  damno  emergente  ;  2a.  De  lucro  cessanle;  5a.  De  periculo 
sortis  ;4a.  Dejurepignoris;  5a.  De  statu  Principis  et  consuetudine; 
GX  De  monlibus  pietatis.  Allí  mismo  véase  la  disertación  jurídica 
sobre  usura  del  P.  Biner.  Véase  también  la  obra  de  teología  de 
Natal  Alex.,  tom.  5,  De  peccatis ,  cap.  7,  art.  5,  prop/5.  Así 
se  manejan  los  encaprichados  :  los  ilustrados  salen  del  paso  con 
un  par  de  frivolas  chocarrerías  ó  cuando  mas  con  sutilezas  poco 
conformes  al  espíritu  del  Evangelio,  sin  tener  presente  la  natu- 
raleza del  mutuo,  que  haciendo  mió  el  dinero  y  estando  á  mi  car- 
go su  pérdida  ,  hace  también  solo  mios  los  lucros. 

Véase  el  tratado  déla  usura  de  Bossuet,  principalmente  el  de 
la  edición  mejicana  del  año  1834,  ilustrado  con  eruditas  notas  por 
el  Dr.  D.  Miguel  Alfaro.  Si  se  quiere  dejar  las  doctrinas  de  la 
Iglesia  católica  y  seguir  las  de  Salmasio,  Molineo,  Grocio,  etc., 
y  en  genera!  las  de  la  secta  Luterana  ,  dígase  con  franqueza  ,  y 
no  hablemos  artificiosamente  de  teólogos  para  reprobar  la  tradi- 
ción constantemente  trasmitida  por  medio  de  los  Sanios  Padres  é 
innumerables  Concilios  provinciales,  y  confirmada  después  por 
las  decisiones  espresas  de  los  Sumos  Pontífices  y  Concilios  gene- 
rales,, 
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esperar  por  eso  nada  no  se  refiere  menos  al  amad  à  vuestros 
enemigos  y  al  haced  bien  que  al  dad  prestado,  y  así  el  dad 
prestado  sin  esperar  por  eso  nada  no  significa  precisamente 
prestad  sin  exigir  interés ,  sino  prestad ,  aunque  no  esperéis^ 
correspondencia ,  prestad,  aunque  temáis  que  aquel  á  quien 
prestáis  no  os  liará  otro  servicio  igual  en  caso  de  que  lo  ne- 
cesitéis ,  prestad  ,  aunque  sepáis  que  aquel  á  quien  prestáis 
os  lia  de  ser  ingrato.  La  razón  que  da  Jesucristo  para  que 
se  preste ,  sacada  del  noble  motivo  de  imitar  á  Dios,  que  es 
bueno  y  benéfico  aun  para  los  ingratos  y  los  malos,  acaba  de 
poner  en  plena  evidencia  el  sentido  genuino  y  natural  de 
sus  palabras. 

Mas  en  segundo  lugar,  cualquiera  que  sea  la  significación 
que  se  pretenda  dar  al  indicado  texto  ,  nunca  veremos  es- 
tablecido en  él  como  principio  de  justicia  el  préstamo  gra- 
tuito ,  ni  reprobado  el  interés  como  criminal  é  incompatible 
con  el  espíritu  del  Evangelio.  Admitamos  que  las  palabras 
Muluum  dale  nihil  inde  sperantes  significan  Dad  prestado  sin 
exigir  interés,  aunque  atendiendo  á  la  letra  y  al  espíritu  y 
al  conjunto  y  enlace  de  los  versículos  que  hemos  transcrito 
parezca  violenta  ó  á  lo  menos  impropia  esta  version.  En  ta- 
les palabras,  aun  así  entendidas,  no  encontrará  el  que  las 
lea  sin  prevención  sino  aquel  precepto  de  caridad  que  manda 
á  todos  los  hombres  socorrerse  mutuamente  unos  á  otros. 
Un  rico  que  viendo  à  su  semejante  en  la  miseria,  en  vez  de 
aliviar  sus  necesidades,  le  vendiere  sus  socorros  ,  faltaría  á 
los  deberes  del  cristianismo  y  á  los  de  la  humanidad.  En 
semejantes  circunstancias.no  solo  prescribe  la  caridad  que 
se  preste  sin  ínteres,  sino  que  ordena  también  que  se  pres- 
te, y  aun  se  dé  en  caso  necesario.  El  hacer  de  este  precepto 
de  caridad  un  precepto  de  rigurosa  justicia ,  hasta  el  estremo 
de  calificar  de  pecado  ,  de  delito  ,  de  crimen  el  hecho  de 
prestar  con  ínteres ,  aunque  este  sea  cortísimo ,  á  un  rico , 
a  un  negociante,  á  un  emprendedor,  aun  cuando  con  la 
cantidad  prestada  haya  de  aumentar  sa  fortuna  ó  comprar 
nuevos  predios  ó  hacer  negocios  lucrosísimos ,  como  efecti- 
vamente así  se  ha  calificado,  es  chocar  igualmente  con  la 
razón  y  con  el  sentido  del  sagrado  texto. 

Lo  mas  singular  y  estraño  es  que  conviniendo  todos  en 
que  las  primeras  palabras  del  pasaje  Muluum  date  no  en- 
cierran mas  que  un  precepto  de  caridad ,  salvo  el  caso  de 
necesidad  absoluta,  quieren  sin  embargo  que  las  últimas 
Nihil  inde  sperantes  se  entiendan  de  una  obligación  de  justi- 
cia, de  modo  que  no  siendo  el  préstamo  por  sí  mismo  un 
precepto  riguroso,  lo  ha  de  ser  según  ellos  la  condición  ac- 
cesoria del  préstamo.  Esto  equivale  á  decir,  que  Jesucristo 
permite  á  los  hombres  prestar  ó  no  prestar  ;  pero  que  en 
caso  de  que  se  decidan  á  prestar,  les  prohibe  tomar  ínteres 
alguno  por  su  dinero  :  de  suerte  que  es  necesario  absoluta- 
mente, según  tal  interpretación,  ó  prestar  gratuitamente  al 
que  nos  pida ,  ó  no  prestarle  de  ninguna  de  las  maneras. 
Lo  que  Jesucristo  ordena  realmente  es  que  todos  los  hom- 
bres se  traten  como  hermanos  ,  que  el  bolsillo  del  uno  esté 
abierto  para  el  otro  en  sus  necesidades,  y  que  no  se  vendan 
los  socorros  que  mutuamente  se  deben.  La  obligación  de 
prestar  sin  ínteres  y  la  de  prestar  son  relativas  y  del  mismo 
orden  ;  y  ambas  espresan  un  deber  de  caridad ,  y  no  un 
precepto  de  rigurosa  justicia,  aplicable  á  todos  los  casos  en 
que  se  puede  prestar.  Todo  esto  es  tanto  mas  indudable , 
cuanto  que  el  referido  pasaje  se  halla  en  el  mismo  capítulo 
después  de  todas  aquellas  máximas  conocidas  con  el  nom- 
bre de  consejos  evangélicos  que  Jesucristo  propuso  como  un 
medio  para  llegar  á  la  perfección  á  que  no  todos  son  llama- 
dos ,  y  que  aun  para  los  que  lo  fueren  no  son  aplicables  en 
su  sentido  literal  á  todas  las  circunstancias  de  la  vida. 
«  Amad  á  vuestros  enemigos,  haced  bien  á  los  que  os  abor- 
recen ,  se  dice  en  el  vers.  27  de  dicho  cap.  6  :  —  bendecid  á 
Jos  que  os  maldicen ,  y  orad  por  los  que  os  calumnian  ; 


vers.  28  :  —  y  al  que  te  hiriese  en  una  mejilla  párale  tam- 
bién la  otra;  y  al  que  te  quitare  la  capa ,  déjale  que  se  lleve 
también  la  túnica  ;  vers.  29  :  —  da  á  todos  los  que  te  pidan  ; 
y  al  que  tomare  lo  que  es  suyo ,  no  se  lo  reclames  ;  vers. 
30.»  Despues  de  todos  estos  preceptos  y  en  el  mismo  discurso 
se  encuentra  el  pasaje  sobre  el  préstamo  gratuito  ,  conce- 
bido en  los  términos  que  mas  arriba  hemos  manifestado  se- 
gún los  versículos  32 ,  33 ,  34  y  38 ,  y  siguen  todavía  detras 
otros  preceptos  ó  consejos  de  perfección.  Leido  pues  con 
atención  todo  el  capítulo ,  no  puede  concebirse  como ,  no 
habiéndosele  ocurrido  á  nadie  el  mirar  las  otras  máximas 
que  contiene  como  preceptos  de  rigurosa  justicia  ,  se  hayan 
obstinado  algunos  en  querer  interpretar  de  distinto  modo  las 
palabras  concernientes  al  préstamo  gratuito. 

En  el  mismo  sentido  que  el  texto  de  san  Lúeas  están  es- 
critos los  del  antiguo  Testamento  que  se  aducen  también 
contra  el  préstamo  á  ínteres.  «  Si  prestares  dinero  al  me- 
nesteroso de  mi  pueblo  que  mora  contigo  (dice  el  Éxodo, 
cap.  22,  vers.  28) ,  no  le  apremiarás  como  un  cobrador 
de  tributos,  ni  le  acabarás  con  usuras  :  Si  pecuniam  mu- 
luam  dederis  populo  meo  pauperi  qui  habitat  lecum ,  non 
urgebis  eum  quasi  exactor,  nec  usuris  opprimes.»  «  Si  tu  her- 
mano viniere  ámenos  (repite  el  Levítico ,  cap.  28,  vers.  58, 
36  y  37)  y  no  pudiere  sustentarse ,  y  le  recibieres  como 
advenedizo  y  forastero ,  y  viviere  contigo,  no  tomarás  usu- 
ras de  él,  ni  mas  de  loque  le  diste  :  no  le  darás  tu  dinero 
á  usura ,  y  de  los  granos  no  le  exigirás  mas  de  lo  que  le  hu- 
bieres dado  :  Si  attenuatus  fuerit  frater  luus,  et  infirmas 
manu ,  el  susceperis  eum  quasi  advenam  et  peregrinum  ,  el 
vixerit  tecum ,  ne  accipias  usuras  ab  eo ,  nec  amplius  quàm 

dedisli  : pecuniam  luam  non  dabis  ei  ad  usuram  ,  et  fru- 

gum  superabundanliam non  exiges.»  «No  prestarás  á  usura  à 
tu  hermano  (inculca  de  nuevo  el  Deuteronomio,  cap.  23, 
vers.  19  y  20)  ni  dinero  ni  granos  ni  otra  cualquiera  cosa, 
sino  al  eslranjero  :  mas  á  tu  hermano  le  prestarás  sin  usura- 
aquello  que  ha  menester  :  Non  fœnerabis  fralri  tuo  ad  usu- 
ram pecuniam  ,  nec  f ruges ,  nec  quamlibel  aliam  rem  ,  sed 
alieno  :  fralri  autem  tuo  absque  usura  id ,  quo  indiget,  com- 
modabis.  »  Los  ojos  mas  linces  no  podrán  descubrir  en  estos 
pasajes  sino  el  precepto  de  la  caridad  y  humanidad  que  los 
judíos,  así  como  todos  los  demás  hombres,  debian  ejercer 
con  sus  hermanos  ,  ó  sea  con  los  demás  judíos  menestero- 
sos, venidos  á  menos  ,  ó  que  se  hallaban  en  la  imposibilidad 
de  trabajar  para  sustentarse ,  pues  que  en  efecto  no  se  or- 
dena en  ellos  el  préstamo  gratuito  sino  á  favor  de  las  per- 
sonas constituidas  en  tal  estado,  pauperibus,  attenualis, 
infir mis  manu,  indigentibus.  Mas  ya  que  algunos  judíos  en- 
tendieron tan  rigurosamente  el  precitado  texto  del  Deutero- 
nomio, que  en  efecto  creyeron  que  por  él  se  les  prohibía 
prestar  con  ínteres  á  cualesquiera  otros  judíos ,  y  aun  lleva- 
ron tan  adelante  su  escrupulosidad  que  hasta  los  oficios  de 
humanidad ,  de  cortesía  y  de  buena  educación  ejercidos  con 
sus  prestamistas  les  parecían  usura;  no  tenemos  inconve- 
niente en  conceder  que  el  Deuteronomio  les  mandaba  de  un 
modo  absoluto  y  general  abstenerse  de  ejercer  la  usura  con 
sus  hermanos ,  ó  sea  de  exigirles  ínteres  alguno  por  los  prés- 
tamos que  les  hiciesen.  Pero  se  nos  permitirá  observar  : 
—  Io.  que  como  en  aquel  tiempo  todas  las  rentas  de  los  Is- 
raelitas se  sacaban  de  la  ganadería,  de  la  agricultura  y  de 
las  artes,  y  como  su  comercio  era  muy  sencillo  y  limitado, 
siéndoles  todavía  desconocidos  los  secretos  del  tráfico  y  del 
giro  y  el  uso  de  la  navegación ,  todos  los  que  tomaban 
prestado  lo  tomaban  precisamente  porque  los  obligaba  á  ello 
la  necesidad  ó  la  indigencia;  y  como  en  razón  del  destino 
que  daban  al  dinero  que  se  les  prestaba  no  podían  sacar  de 
él  sino  utilidades  muy  cortas,  se  veían  en  duras  penas  para 
recoger  con  que  pagar  el  capital,  de  modo  que  cualquiera 
ínteres  ó  aumento  que  se  les  exigiese  les  hubiera  sido  suma- 
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mente  gravoso,  y  por  eso  el  Deuteronomio,  que  se  proponía 
en  cnanto  fuese  posible  el  que  todos  conservasen  sus  bienes, 
prescribía  el  préstamo  gratuito  como  uno  de  los  medios  es- 
cogitados á  este  efecto,  así  como  habia  instituido  con  el 
mismo  fin  el  año  sabático  que  de  siete  en  siete  años  abolía 
todas  las  deudas,  y  el  año  del  jubileo  que  de  cincuenta  en 
cincuenta  traía, la  restitución  de  todos  los  bienes  enajena- 
dos :  —  2o.  que  según  el  Talmud  y  los  intérpretes  de  la  ley 
divina  y  las  declaraciones  del  gran  sanedrín  compuesto  de 
diputados  de  todas  las  sinagogas  de  Europa ,  y  constituido 
en  Paris  el  7  de  febrero  de  1807,  podian  y  pueden  los  judíos 
licitamente  prestarse  á  interés  unos  á  otros  para  especula- 
ciones y  empresas  de  comercio  que  hacen  correr  algún 
riesgo  á  los  capitales  del  prestamista  ,  de  suerte  que  solo 
debía  y  debe  ser  gratuito  el  préstamo  entre  ellos  cuando  se 
hace  para  sostener  á  una  familia  necesitada  :  —  3o.  que  la 
violación  de  esta  medida  del  Deuteronomio  sobre  el  préstamo 
gratuito  no  estaba  sujeta  á  pena  alguna  corporal ,  como  lo 
estaba  la  infracción  délas  demás  leyes  divinas,  sino  que  los 
tribunales  se  contentaban  con  la  simple  restitución  de  loque 
en  su  caso  se  babia  tomado  por  razón  de  usura  :  —  4o.  que 
si  bien  los  prestamistas  legos  no  podian  recibir  presentes  ni 
regalos  de  su  deudor,  podian  sin  embargo  recibirlos  los 
doctores  de  la  ley,  porque  se  presumía  que  cuando  se  daba 
á  los  primeros  llevaban  el  título  de  usura  ,  y  cuando  se  da- 
ban á  los  segundos  solo  el  título  de  atención  y  liberalidad  : 
—  b°.  que  la  disposición  del  Deuteronomio  no  era  una  ley 
de  derecho  natural  ni  de  derecho  divino  positivo  y  univer- 
sal que  debiera  obligar  siempre  y  á  todos  los  pueblos  ,  sino 
una  ley  de  derecho  positivo  ,  una  ley  de  derecho  judaico, 
una  ley  hecha  solo  para  los  judíos  por  razones  particulares 
que  tenían  su  fundamento  en  la  constitución  del  Estado  y  en 
la  organización  del  pueblo  de  Israel ,  una  ley  en  fin  que  de- 
bía observarse  durante  el  gobierno  de  Israel  y  caducar  ó  ce- 
sar cuando  él  se  estinguiese  : — 6o.  que  una  de  las  mayores 
pruebas  que  pueden  presentarse  de  que  la  ley  que  nos  ocupa 
era  una  mera  ley  civil  del  pueblo  judaico,  y  no  una  ley 
natural  y  divina  promulgada  para  todos  los  hombres  ,  es  el 
permiso  espreso  que  en  la  misma  ley  se  concede  á  los  ju- 
díos para  prestar  á  interés  á  los  estranjeros.  La  ley  divina 
no  pudo  en  efecto  permitir  espresamente  á  los  judíos  que 
practicasen  con  los  estranjeros  lo  que  estaba  prohibido  por 
derecho  natural ,  pues  Dios  no  puede  autorizar  la  injusticia. 
Embarazados  con  esta  reflexión  algunos  teólogos  han  pro- 
curado desvanecerla  con  diferentes  contestaciones  :  unos 
dicen  que  Dios  permitía  á  los  judíos  ejercer  la  profesión  de 
usureros  con  los  estraños  para  evitar  el  mal  de  que  la  ejer- 
ciesen con  sus  hermanos  por  causa  de  su  inclinación  á  la 
avaricia ,  sin  que  por  razón  de  tal  permiso  dejasen  de  pecar 
ó  delinquir  contra  la  ley  natural ,  si  en  efecto  prestaban  con 
interés  á  los  estranjeros  ;  y  otros  por  el  contrario  absuelven 
de  todo  delito  á  los  judíos  que  usaban  de  este  permiso  ,  sos- 
teniendo que  Dios  como  Señor  supremo  de  todas  las  cosas 
les  trasladaba  la  propiedad  de  los  bienes  de  los  estranjeros, 
ó  á  lo  menos  de  lo  que  sacaban  de  ellos  por  via  de  usuras , 
con  el  fin  de  empobrecer  y  arruinar  á  estos  últimos  y  enri- 
quecer á  los  primeros.  Yo  no  sé  si  tales  respuestas  pueden 
satisfacer  á  los  hombres  de  sentido  común  que  no  estén  ob- 
cecados por  las  preocupaciones  :  lo  que  sé  es  que  han  de- 
jado y  dejan  muy  satisfechos  á  los  que  se  hallan  nutridos 
del  principio  aristotélico;  pero  veo  también  que  en  la  misma 
Biblia,  prescindiendo  ahora  de  la  razón,  se  encuentran  textos 
para  combatir  semejantes  doctrinas.  No  hay  duda  de  que  el 
Deuteronomio  y  los  demás  libros  sagrados  querían  que  los 
judíos  se  amasen  muy  particular  y  estrechamente  unos  á 
otros  :  mas  no  por  eso  los  dispensaban  de  practicar  con 
todos  los  demás  hombres ,  de  cualquiera  nación  que  fuesen, 
los  deberes  generales  de  la  ley  natural  y  de  gentes ,  antes 


por  el  contrario  les  mandaban  espresamente,  que  no  con- 
tristasen ni  afligiesen  ni  causasen  molestia  alguna  al  estran- 
jero  ,  que  no  le  hiciesen  agravio  ,  sino  que  le  amasen  como 
á  sí  mismos,  pues  que  también  ellos  habían  sido  estranjeros 
en  tierra  de  Egipto,  y  en  fin  que  maldijesen  á  los  que  lo 
engañasen  ó  le  hiciesen  injusticia  ó  torciesen  su  derecho  : 
Advenam  non  conlristabis ,  ñeque  affliges  eum  ;  vers.  21 , 
cap.  22,  Éxodo  -.Peregrino  molestus  non  eris,  scilis  enim 
advenarum  animas;  vers.  9,  cap.  23  ,  id.  :  Si  habitaverit 
advena  in  terra  vestra ,  et  moratus  fuerit  ínter  vos,  non  ex- 
probrelis  ci  :  sed  sit  ínter  vos  quasi  indigena  :  et  diligetis  eum 
quasi  vosmetipsos  ;  fuistis  enim  et  vos  advenœ  in  terra  Mgyp- 
ti  ;  vers.  33  y  34,  cap.  19,  Levit.  :  Maledictus  qui  pervertit 
judicium  advenœ,  pupilli  et  viduœ;  et  dicet  omnis  populus : 
Amen  /vers.  19,  cap.  27,  Deuteron.  ¿Cómo  á  la  vista  de 
unos  preceptos  tan  claros  y  terminantes  ,  tan  politicos ,  tan 
dignos  de  un  sabio  legislador,  para  que  se  respetase  y  se 
tuviese  toda  consideración  á  los  estranjeros,  podremos  decir 
todavía  que  cuando  Dios  permitía  á  los  judíos  prestarles  á 
interés  les  daba  facultad  para  infringir  con  respecto  á  aque- 
llos los  principios  eternos  del  derecho  natural,  ó  quitaba  á 
esta  infracción  la  calidad  de  delito  trasfiriendo  á  los  judíos 
el  dominio  de  los  bienes  de  los  estranjeros  y  santificando  así 
el  despojo  de  estos  para  arruinarlos  por  este  medio?  Tam- 
bién permitía  Dios  á  los  judíos  tomar  prestado  á  interés  de 
los  estranjeros  :  ¿habremos  de  decir  por  esto  que  Dios 
quería  igualmente  que  los  estranjeros  empobreciesen  y  ar- 
ruinasen del  mismo  modo  á  los  judíos? 

VIL  Mal  seguros  los  teólogos  en  el  terreno  de  la  sagrada 
Escritura  donde  habían  pretendido  hacerse  fuertes ,  y  lle- 
gando á  confesar  algunos  de  ellos  que  efectivamente  los  tex- 
tos en  que  creian  apoyarse  son  susceptibles  de  otros  sentidos 
que  los  que  ellos  les  daban ,  se  reunieron  estrechamente  con 
los  filósofos  y  los  jurisconsultos  ,  y  todos  de  mancomún  acu- 
dieron á  la  razón  para  que  les  prestase  argumentos  con  que 
probar  que  el  derecho  natural  condena  el  interés  lucratorío 
del  dinero.  Mas  la  razón  se  les  hizo  sorda;  y  ellos  corriendo 
tras  ilusiones  y  vanas  sombras  no  pudieron  presentarnos  * 
sino  sutilezas  y  sofismas.  Estos  sofismas  y  estas  sutilezas  se 
fundan  en  tres  principios  :  Io.  en  la  esterilidad  del  dinero  : 
2o.  en  la  igualdad  de  valores  que  debe  haber  en  todo  con.» 
trato  por  una  y  otra  parte  :  3o.  en  que  la  propiedad  del  di- 
nero prestado  pasa  al  tomador.  Vamos  á  examinar  con 
rapidez  la  verdad  ó  falsedad  de  estos  principios  y  de  las 
consecuencias  que  de  ellos  deducen. 

Io.  Hemos  tocado  ya  mas  arriba  en  el  núm.  V  el  primer 
principio;  y  así  solo  añadiremos  ahora  con  Turgot,  que  los 
que  por  la  esterilidad  del  dinero  concluyen  ser  ilícito  el  inte- 
rés del  préstamo  ,  olvidan  que  una  alhaja,  un  mueble,  y 
cualquiera  otra  cosa ,  escepto  las  propiedades  territoriales  y 
los  animales  y  estos  no  todos ,  son  tan  estériles  como  el  di- 
nero, y  sin  embargo  á  ninguno  se  le  ha  ocurrido  jamas  que 
sea  contra  derecho  natural  el  alquilarlas  :  olvidan ,  que  si  se 
podia  sacar  alguna  consecuencia  de  la  supuesta  esterilidad, 
seria  el  hacer  tan  criminal  el  interés  de  un  capital  enajena- 
do para  siempre  como  el  interés  del  capital  enajenado  para 
cierto  tiempo  ,  y  sin  embargo  aprueban  el  censo ,  el  cual  no 
es  otra  cosa  en  el  fondo  sino  un  préstamo  á  interés  asegura- 
do con  una  finca  :  olvidan,  que  este  dinero  que  se  supone 
estéril  es  en  todas  las  naciones  del  mundo  el  equivalente, 
no' solo  de  todas  las  mercaderías  y  efectos  muebles  tan  esté- 
riles como  él,  sino  también  de  las  tierras  que  producen  una 
renta  muy  real  y  efectiva  :  olvidan  ,  que  este  dinero  es  el 
instrumento  necesario  de  todas  las  empresas  de  agricultura, 
fábricas  y  comercio  ;  que  con  él  se  proporcionan  el  labra- 
dor, el  fabricante  y  el  negociante  inmensos  beneficios  que 
no  podrían  obtener  de  otro  modo;  y  que  por  consiguiente 
su  esterilidad  supuesta  en  el  comercio  no  es  mas  que  un  er- 


m 


—  912  — 


IN 


ror  palpable,  fundado  en  una  miserable  anfibología  :  olvi- 
dan ,  que  si  el  dinero  no  produce  frutos  naturales ,  los  pro- 
duce industriales,  y  si  no  quieren  concederle  tampoco  los 
industriales,  los  produce  coando  menos  civiles:  olvidan  por 
fin,  que  la  legitimidad  del  precio  que  se  saca  tanto  de  la 
venta  como  del  alquiler  de  cualquiera  cosa ,  no  está  funda- 
da sino  en  el  derecho  de  propiedad  que  tiene  sobre  la  misma 
cosa  el  que  la  vende  ó  alquila,  y  no  en  ningún  otro  princi- 
pio, y  que  teniendo  el  prestamista  el  derecho  de  propiedad 
sobre  su  dinero ,  á  lo  menos  antes  de  prestarle ,  puede  ven- 
derle ó  alquilarle  (1)  con  las  condiciones  que  mejores  le  pa- 
rezcan :  sobre  lo  cual  luego  volveremos. 

2o.  El  segundo  principio  en  que  se  apoyan  es  la  igualdad 
de  valores  que  debe  haber  en  todo  contrato  por  una  y  otra 
parte.  La  equidad  ,  dicen ,  exige  que  en  un  contrato  que  no 
es  gratuito  sean  iguales  los  valores  que  se  den  por  ambas 
partes  ,  de  modo  que  la  una  no  dé  mas  de  lo  que  ha  recibi- 
do ,  ni  la  otra  reciba  tampoco  mas  de  lo  que  ha  dado  :  es 
así  que  en  el  préstamo,  restituyendo  el  tomador  la  cantidad 
que  le  dio  el  prestamista  restituye  precisamente  el  equiva- 
lente exacto  de  lo  que  ha  recibido;  luego  no  puede  el  pres- 
tamista exigir  del  tomador  cantidad  alguna  ademas  del  ca- 
pital que  le  ha  prestado ,  pues  que  entonces  exigiría  mas  de 
lo  que  ha  dado,  y  no  serian  iguales  los  valores  que  recípro- 
camente se  entregan  por  una  y  otra  parte. 

La  primera  proposición  es  indudable  si  se  contrae  al 
tiempo  del  contrato  :  en  el  momento  del  contrato  es  cuando 
se  ha  de  establecer  la  igualdad  de  valores  entre  las  cosas 
que  recíprocamente  se  entregan  los  contratantes;  entonces 
es  cuando  se  ha  de  considerar  respectivamente  cada  cosa , 

(1  )  ¡  Qué  espresion  esta  tan  propia  de  un  jurista  !  El  dinero 
podría  alquilarse,  v.  gr.,  para  que  lo  presenten  en  un  teatro  y  lo 
vuelvan  después;  pero  para  uso  en  que  se  consuma  no  puede  al- 
quilarse, porque  es  de  esencia  del  alquiler  entre  los  juristas  el 
que  se  conserve  la  cosa  alquilada  y  se  restituya  la  misma  en  espe- 
•  cié,  no  en  género.  Ademas,  en  el  alquiler  solo  se  presta  la  culpa 
leve  ;  y  en  los  préstamos  la  levísima  ,  y  aun  el  caso  fortuito  en  el 
mutuo  ,  no  escusan  de  pagar.  Para  este  caso  son  las  hipotecas, 
las  fianzas,  las  libranzas  aceptadas  y  otros  modos  de  asegurar  en 
todo  evento  la  restitución  del  capital  y  del  interés.  Lo  demás 
es  confundir  el  contrato  real  mutuo  con  el  consensual  locación  : 
y  ¿quién  trastorna  las  ideas,  los  apologistas  de  la  usura  ó  los 
teólogos  ?  ¿  Serán  estos  los  principios  luminosos  de  la  economía 
política  ,  que  van  triunfando  por  fin  de  las  ideas  que  han  reinado 
en  esta  parte  ? 

Hablemos  ahora  de  la  venta  del  dinero.  Esta  la  habrá  si  se 
quiere,  cuando  con  él  se  compra  alguna  otra  cosa  que  pueda  ser 
precio  del  dinero  ;  pero  decir  que  si  yo  presto  hoy  diez  pesos  pa- 
ra recibirlos  mañana  ,  vendí  diez  pesos  por  otros  tantos,  es  con- 
fundir las  nociones  y  estinguir  la  del  préstamo.  Pero  supongamos 
que  baya  venta;  ¿cómo  puede  por  esto  sostenerse  la  licitud  del 
interés,  y  que  si  yo  vendo  doce  pesos  reciba  por  ellos  en  calidad 
de  precio  quince  ó  veinte  ?  O  el  precio  del  dinero  es  fijo  ó  conven- 
cional. Si  lo  primero ,  la  venta  es  injusta  ,  pues  recibo  un  precio 
notoriamente  mayor  que  el  valor  sumo  de  la  cosa  vendida.  Si  lo 
segundo,  ¿en  qué  juicio  cabe  que  el  peso  A  se  eslime  convencio- 
nalmentc  en  menos  que  el  peso  B?  ¿Será  la  justicia  la  que  me 
dicte  proponerle  á  mi  prójimo  las  bases  de  este  convenio?  Ade- 
mas, si  el  dinero  dado  á  interés  se  considera  vendido,  ¿cómo  es 
que  no  se  fija  su  precio  al  tiempo  de  la  venta ,  sino  que  crece 
cada  mes  ó  cada  afio  mientras  no  se  paga?  Pero  enhorabuena, 
démoslo  por  vendido.  Entonces  ya  es  del  comprador,  y  si  lo  vuel- 
ve moruecos  y  ovejas,  el  fruto  de  estas  y  aquellos  será  tan  esclu- 
sivamente  suyo,  como  si  hubiera  comprado  una  yegua  y  esla  pa- 
riera en  su  poder.  ¿  Poiqué  pues  ha  de  tener  derecho  á  un  cor- 
dero el  vendedor  del  dinero  ?  Múdense  las  palabras  ó  saqúense  de 
su  legítima  acepción  ;  pero  la  naturaleza  de  las  cosas  será  siempre 
la  misma. 


y  examinar  si  la  una  vale  tanto  como  la  otra.  En  este  sen- 
tido la  proposición  es  verdadera  :  en  efecto  los  valores  de- 
ben ser  iguales  al  tiempo  del  cambio. 

Veamos  ahora  si  al  hacer  el  contrato  del  préstamo  recibe 
el  prestamista  del  tomador  tanto  como  el  tomador  del  pres- 
tamista. ¿Qué  es  lo  que  da  el  prestamista  al  tomador?  una 
cantidad  de  dinero  de  veinte  mil  reales  por  ejemplo,  con  la 
facultad  de  servirse  de  ella.  Y  ¿qué  es  lo  que  da  en  cambio 
el  tomador  al  prestamista?  una  promesa  de  restituirle  la  ci- 
tada cantidad  á  cierto  plazo,  por  ejemplo  al  cabo  de  un  año. 
Y  la  promesa  de  restituir  veinte  mil  reales  dentro  de  un  año 
¿es  igual  á  la  misma  cantidad  que  se  da  de  presente  y  con 
la  facultad  de  convertirla  el  tomador  en  beneficio  propio? 
Si  así  es ,  socórrase  el  tomador  con  su  promesa ,  y  guarde 
el  prestamista  su  dinero  en  el  arca  :  entre  dos  valores  equi- 
valentes ¿qué  razón  hay  para  escoger  mas  bien  el  uno  que 
el  otro?  Sin  embargo  el  proverbio  trivial  «  mas  vale  un  toma 
que  dos  te  daré  ,  que  es  lo  mismo  que  decir  que  el  bien  que 
se  disfruta  de  presente  es  preferible  á  las  esperanzas  y  pro- 
mesas, aunque  sean  mayores  y  mas  halagüeñas  ,  nos  ense- 
ña con  sencillez  la  diferencia  de  utilidad  que  puede  haber 
entre  una  suma  de  dinero  que  se  posee  en  la  actualidad  y 
otra  igual  que  se  recibirá  en  una  época  remota.  Minus  solvit, 
qui  lardiùs  solvit;  nam  et  lempore  minus  solvitur  ,  dice  en 
el  mismo  sentido  la  ley  12,  tít.  16,  lib.  SO  del  Digesto.  Aho- 
ra bien  :  si  por  un  lado  no  hay  mas  que  una  promesa  y  por 
otro  una  cantidad  de  dinero,  es  claro  que  por  una  parte  se 
recibe  menos  que  por  la  otra;  y  si  se  recibe  menos  ,  ¿por- 
qué no  se  ha -de  compensar  esta  diferencia  estipulando  sobre 
la  cantidad  un  aumento  que  sea  proporcionado  al  tiempo  en 
que  la  tenga  el  tomador  aprovechándose  de  ella?  Esta  com- 
pensación es  precisamente  el  interés  del  dinero.  Quitad  esta 
compensación ,  y  os  resultará  un  contrato  leonino. 

Es  seguramente  muy  estraño  que  se  parta  del  principio 
de  la  igualdad  de  valores  que  debe  haber  en  los  contratos  , 
para  establecer  un  sistema  que  da  toda  la  utilidad  á  una  de 
las  partes  dejando  á  la  otra  sin  nada.  No  hay  á  la  verdad 
una  cosa  mas  palpable  ;  porque  cuando  al  cabo  de  algunos 
años  me  vuelven  el  dinero  que  yo  he  prestado  sin  interés , 
es  muy  claro  que  no  he  ganado  nada  ,  y  que  después  de  ha- 
ber estado  privado  de  su  uso  y  de  haber  corrido  el  riesgo  de 
perderlo  ,  no  tengo  precisamente  mas  de  lo  que  tendría  si  lo 
hubiera  guardado  en  mi  cofre  durante  todo  este  tiempo.  No 
es  menos  cierto  que  el  tomador  ha  sacado  ventaja  de  este 
dinero  ,  pues  que  no  tuvo  otro  motivo  para  pedirlo  sino  su 
propia  utilidad.  Yo  habré  pues  dado  una  cosa  por  nada,  y 
habré  sido  generoso;  pero  si  por  mi  generosidad  he  dado  al- 
guna cosa  real  y  efectiva ,  he  podido  por  consiguiente  ven- 
derla sin  injusticia. 

5o.  El  tercer  principio  en  que  se  fundan  los  que  comba- 
ten el  interés  del  dinero,  es  que  la  propiedad  del  dinero 
prestado  pasa  al  tomador  en  el  momento  del  préstamo;  de 
donde  infieren  que  no  debe  ni  puede  estipularse  premio  al- 
guno por  su  uso.  Es  contra  el  derecho  natural ,  dicen,  el  que 
uno  perciba  frutos  de  una  cosa  que  no  es  suya  sino  ajena, 
pues  que  los  frutos  de  una  cosa  pertenecen  por  su  naturaleza 
al  dueño  de  la  misma  cosa  :  es  así  que  si  el  prestamista  re- 
cibiese interés  del  préstamo  ó  mutuo  ,  percibiría  frutos  do 
una  cosa  ajena  ,  pues  que  el  dominio  del  dinero  del  presta- 
mista se  trasfierc  por  el  préstamo  en  el  tomador  ;  luego  es 
contra  el  derecho  natural  el  interés  del  dinero. 

Es  verdad  que  el  tomador  se  hace  propietario  del  dinero 
considerado  física  y  materialmente  como  una  cantidad  do 
metal  ;  pero  no  es  en  realidad  propietario  del  valor  de  este  ' 
dinero,  pues  no  se  le  ha  confiado  este  valor  sino  por  un 
tiempo  determinado,  y  con  obligación  devolverlo  luego  que 
se  cumpla  el  plazo.  Que  este  valor  se  devuelva  en  las  mis- 
mas piezas  de  moneda  que  se  habían  entregado  ó  ea  otras , 
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es  una  circunstancia  del  todo  indiferente,  pues  que  siempre 
se  devuelve  el  equivalente  de  lo  que  se  ha  recibido,  y  en  las 
cosas  fungibles  ó  que  se  consumen  natural  ó  civilmente  con 
el  primer  uso  que  se  hace  de  ellas  tanlumdem  est  idem,  como 
dicen  los  juristas. 

Pero  sin  llevar  mas  adelante  esta  discusión ,  que  viene  á 
ser  una  verdadera  cuestión  de  palabras,  ¿  qué  puede  infe- 
rirse de  la  propiedad  que  dicen  tengo  yo  del  dinero  que  se 
me  ha  prestado  ?  ¿  No  he  obtenido  por  ventura  esta  propie- 
dad del  que  me  ha  prestado  el  dinero?  ¿No  es  así  que  la  he 
logrado  por  su  consentimiento,  habiendo  arreglado  ambos  de 
común  acuerdo  las  condiciones?  El  prestamista,  que  era 
dueño  de  su  dinero  antes  del  préstamo ,  no  me  lo  ha  cedido 
sino  con  el  pacto  de  que  yo  le  he  de  dar  cierto  interés  por 
su  uso  ó  aprovechamiento,  ó  sea  cierta  parte  de  los  frutos 
civiles  que  produce  ;  y  yo  no  he  adquirido  su  dominio  sino 
aceptando  el  pacto.  El  raciocinio  propuesto  probará  pues, 
si  se  quiere ,  que  no  debo  pagar  el  uso  de  una  cosa  cuando 
ya  tengo  la  propiedad  de  ella;  pero  no  prueba  en  ninguna 
manera  que  cuando  me  determiné  á  adquirir  esta  propiedad, 
no  pude  fijar  su  precio  tomando  en  consideración  el  uso  in- 
herente á  la  misma.  li 

Estos  son  los  1res  argumentos  que  contra  el  interés  del 
préstamo  han  discurrido  sus  enemigos  para  probar  que  está 
prohibido  por  el  derecho  natural.  La  esposicion  y  refutación 
que  hemos  hecho  de  ellos  manifiestan  bastante  que  son  mas 
bien  frivolos  sofismas  que  sólidos  razonamientos.  Lo  cierto  es 
que  jamas  han  convencido  á  ninguna  de  aquellas  personas 
que  han  tratado  de  examinarlos  con  detención  y  á  sangre 
fria;  pero  cuando  estamos  prevenidos  por  las  preocupacio- 
nes de  la  educación  ,  por  las  autoridades  que  respetamos ,  y 
por  la  supuesta  conexión  de  un  sistema  con  algunos  princi- 
pios consagrados,  entonces  trabajamos  con  todas  las  fuerzas 
de  nuestra  imaginación  por  hacernos  ilusión  á  nosotros  mis- 
mos ,  y  logran  á  veces  hacérsela  realmente  los  talentos  mas 
aventajados. 

Algunos,  para  conciliar  doctrinas  tan  opuestas,  han  hecho 
distinción  entre  el  mutuo  y  el  préstamo ,  diciendo  que  en  el 
mutuo  no  puede  estipularse  interés ,  porque  es  esencialmente 
gratuito ,  pero  que  puede  estipularse  en  el  préstamo,  porque 
este  puede  ser  gratuito  ú  oneroso.  Si  así  fuese  ,  habian  ter- 
miuado  todas  las  disputas,  las  cuales  no  recaerían  entonces 
sino  sobre  la  denominación  que  habria  de  darse  á  este  con- 
trato. Préstamo  es  una  palabra  general  que  comprende  el 
comodato  y  el  mutuo  :  comodato  es  el  préstamo  de  una  cosa 
que  puede  usarse  sin  destruirse ,  como  por  ejemplo  el  de  un 
caballo  ;  y  mutuo  es  el  préstamo  de  una  cosa  que  se  consume 
con  el  primer  uso  que  se  hace  de  ella  ,  como  v.  gr.  el  de 
aceite,  vino  ó  dinero.  Así  pues  la  denominación  de  mutuo  ó 
préstamo  aplicada  al  dinero  y  demás  cosas  fungibles  ó  de 
consumo ,  tiene  siempre  la  misma  significación ,  y  no  admite 
la  distinción  indicada.  Ademas,  los  adversarios  del  interés 
del  dinero  han  puesto  la  cuestión  en  términos  tan  claros  y 
positivos  que  no  es  posible  tergiversarla  ni  eludirla  con  dis- 
tinciones semejantes  ,  pues  lo  que  preguntan  es  si  puede 
lícitamente  el  prestamista  ó  mutuante  llevar  interés  por  el 
uso  del  dinero  que  concede  á  otro  ,  y  responden  negativa- 
mente suponiéndolo  contrario  al  derecho  divino  y  al  natural, 
como  ya  hemos  visto.  Es  cierto  que  el  préstamo ,  así  élmuluo 
como  el  comodato ,  es  gratuito  por  su  naturaleza  ;  es  decir, 
que  si  yo  te  presto  ó  doy  en  comodato  un  caballo  para  ir  á 
Zaragoza  ó  te  presto  ó  doy  en  mutuo  una  cantidad  de  dinero 
para  cualquier  negocio ,  no  podré  después  al  tiempo  de  su 
devolución  exigirte  interés  ni  renta  ni  compensación  alguna 
por  el  uso  que  has  hecho  de  mi  dinero  ó  de  mi  caballo;  por- 
que habiéndote  prestado  simplemente  el  uno  ó  el  otro ,  no 
puede  haber  razón  para  demandarte  una  cosa  que  no  se  ha 
estipulado.  Pero  yo  puedo  concederte  el  uso  de  mi  caballo 


de  dos  maneras ,  ó  bien  gratuita  mente ,  ó  bien  por  cierto 
precio ,  resultando  en  el  primer  caso  un  contrato  de  préstamo 
ó  comodato,  y  en  el  segundo  un  contrato  de  alquiler.  ¿Podré 
del  mismo  modo  concederte  el  uso  de  mi  dinero  gratuita- 
mente ó  por  cierto  precio ,  esto  es ,  sin  interés  ó  por  interés? 
Esta  es  la  cuestión  que  se  ventila  :  en  uno  y  otro  caso  se 
llama  préstamo  la  concesión  del  uso  del  dinero ,  con  la  dife- 
rencia de  que  en  el  primero  se  denomina  simplemente  prés- 
tamo, y  en  el  según  do  préstamo  á  ínteres.  Si  se  quiere  que  todo 
préstamo  ,  propiamente  así  llamado,  sea  gratuito,  es  nsce- 
sario  que  pongamos  otro  nombre  al  contrato  en  que  un  acree- 
dor estipula  algún  interés  por  el  dinero  que  presta. 

VIII.  Hemos  visto  que  los  teólogos ,  los  filósofos  y  los 
jurisconsultos  han  condenado  el  préstamo  á  interés ,  y  hemos 
combalido  las  razones  en  que  se  fundan.  Veamos  ahora  cuál 
es  el  rumbo  que  han  seguido  la  Iglesia  y  el  imperio ,  cuál  es 
el  partido  que  han  tomado  en  esta  materia  la  potestad  ecle- 
siástica y  la  civil. 

Guando  por  la  poca  estension  del  comercio  y  de  las  em- 
presas lucrativas  apenas  habia  otras  personas  que  pidiesen 
prestado  sino  los  labradores  ,  artesanos  y  demás  que  por  al- 
guna desgracia  se  veian  reducidos  á  la  indigencia;  cuando 
los  prestadores ,  abusando  de  la  necesidad  de  los  que  acu- 
dían á  ellos ,  les  exigían  intereses  ó  réditos  tan  enormes  que 
á  veces  llegaban  al  cincuenta  por  ciento  y  aun  pasaban  ; 
cuando  después  al  tiempo  del  cobro  se  valían  los  mismos  de 
la  dureza  de  los  procedimientos  autorizados  por  las  leyes  , 
las  cuales  sujetaban  todos  los  bienes  y  hasta  la  persona  del 
deudor  á  la  seguridad  de  la  deuda,  de  modo  que  si  este  no 
podia  pagar  quedaba  esclavo  de  su  acreedor  ;  cuando  en 
medio  de  esta  opresión  de  los  pobres ,  que  siempre  son  en 
mayor  número  que  los  ricos  ,  se  levantaba  un  grito  de  in- 
dignación contra  los  que  dedicaban  sus  capitales  al  ejercicio 
de  una  usura  espoliadora  ;  cuando  los  teólogos  y  los  filósofos 
y  los  jurisconsultos  ,  poniéndose  de  parte  de  la  opinion  mas 
rígida  y  popular  que  condenaba  con  razón  la  avaricia  de  los 
logreros ,  buscaban  razones  para  condenar  el  rédito  del 
dinero,  y  creían  encontrarlas  en  la  Biblia  y  en  el  derecho  de 
la  naturaleza  ;  ¿  qué  habian  de  hacer  entonces  los  legisla- 
dores sino  seguir  el  torrente  de  las  ideas  que  reinaban  ?  ¿qué 
habian  de  hacer  sino  sancionarlas  con  sus  decretos?  ¿qué 
habian  de  hacer  sino  recordar  los  derechos  de  la  humanidad 
demasiado  olvidados,  y  apoyarlos  en  los  preceptos  de  cari- 
dad proclamados  en  el  Evangelio ,  y  dispensar  su  protección 
á  los  necesitados  y  menesterosos? 

IX.  Así  pues ,  la  Iglesia  prohibió  la  usura  primeramente  á 
los  clérigos  y  luego  también  á  los  legos,  bajo  pena  de  sus- 
pension de  todo  oficio  y  beneficio  eclesiástico  á  los  primeros, 
y  de  escomunion  á  los  segundos,  delarando  ademas  infames 
é  indignos  del  sacramento  de  la  Eucaristía  y  de  sepultura 
eclesiástica  à  los  usureros  manifiestos,  y  calificando  de  he- 
reje al  que  pertinazmente  afirmare  no  ser  pecado  el  ejercer 
la  usura;  til.  19,  de  tisuris,  lib.  b,  Décret.  Grey., et  cap.  un., 
§  2 ,  til.  5,  lib.  b ,  Clément.  Estas  prohibiciones  y  estas  penas 
se  entendían  por  canonistas  y  teólogos  distinguidos  tan  solo 
de  aquellas  usuras  escesivas  que  se  llevaban  en  aquellos 
tiempos  y  que  eran  capaces  por  sí  solas  de  acabar  de  ar- 
ruinar á  los  indigentes  :  mas  otros  querían  aplicarlas  igual- 
mente á  toda  especie  de  interés  del  préstamo ,  por  corto 
que  fuese  ;  pretendiendo  que  la  usura  moderada  y  la  esce- 
siva  no  se  diferencian  entre  sí  sino  del  mismo  modo  que  el 
hurto  leve  y  el  grave.  Por  fin  el  papa  Benedicto  XIV,  de- 
seando fijar  una  docírina  cierta  sobre  la  usura ,  formó  una 
junta  de  cardenales ,  teólogos  y  canonistas ,  que  habiendo 
tenido  dos  sesiones  en  18  de  julio  y  Io.  de  agosto  de  174a, 
declararon  por  unanimidad  :  —  Io.  que  aquel  género  de  pe- 
cado, que  se  llama  usura  y  que  tiene  un  asiento  propio  en 
el  contrato  del  mutuo  ,  consiste  precisamente  en  que  por 
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razón  del  mismo  mutuo,  que  por  su  propia  naturaleza  solo 
exige  la  restitución  de  otro  tanto  como  se  ha  recibido,  pre- 
tenda alguno  llevarse  mas  de  lo  que  ha  dado  ;  y  que  po* 
consiguiente  todo  lucro  que  se  pida  sobre  el  capital ,  ipsius 
ralione  mului ,  es  ilícito  y  usurario  :  —  2o.  que  este  lucro  ó 
interés  lleva  siempre  consigo  la  nota  de  usura,  aunque  sea 
moderado  y  corto  y  no  escesivo  ni  grande  ,  aunque  el  mu- 
tuatario no  sea  pobre  sino  rico ,  y  aunque  este  no  haya  de 
>  tener  ocioso  el  dinero  que  se  le  ha  prestado  ,  sino  que  lo 
haya  de  emplear  con  mucha  utilidad  suya  en  aumentar  su 
fortuna  ó  sus  riquezas ,  en  comprar  nuevas  haciendas ,  ó 
hacer  negocios  que  le  dejen  grandes  ganancias;  porque  la 
ley  del  mutuo  quiere  siempre  la  igualdad  entre  lo  recibido  y 
lo  devuelto  :  —  3o.  que  no  por  esto  se  niega  que  pueden  con- 
currir juntamente  con  el  contrato  de  mutuo  algunos  otros 
títulos  que  no  sean  innatos  é  intrínsecos  á  la  naturaleza  misma 
del  mutuo ,  de  los  cuales  resulte  una  causa  justa  y  legítima 
para  exigir  con  razón  algo  mas  sobre  el  capital  prestado  ;  y 
que  puede  también  cualquiera  colocar  y  emplear  legalmente 
su  dinero  por  medio  de  otros  contratos  de  diferente  natura- 
leza que  la  del  mutuo,  sea  para  crearse  una  renta  anual, 
sea  para  ejercer  el  comercio  ú  otra  negociación  ó  empresa 
lícita ,  y  sacar  así  un  lucro  honesto  :  —  li°.  que  en  estas 
diversas  especies  de  contratos ,  no  observándose  la  debida 
igualdad  de  una  y  otra  parte  ,  todo  lo  que  se  exige  mas  de 
lo  justo  constituye,  ya  que  no  usura  (  pues  que  ha  de  evi- 
tarse todo  mutuo  tanto  manifiesto  como  paliado  ),  á  lo  menos 
otra  verdadera  injusticia  que  lleva  igualmente  consigo  la 
necesidad  de  la  restitución  ;  y  que  por  el  contrario,  habiendo 
igualdad  por  ambas  partes  y  arreglándolo  todo  conforme  á 
justicia ,  se  ofrecerán  en  ellos  muchos  modos  lícitos  de  em- 
prender lucrosas  negociaciones  y  hacer  florecer  el  comercio  : 
—  5o.  que  será  una  persuasion  falsa  y  temeraria  la  que  uno 
tenga  de  que  siempre  se  encuentran  con  el  mutuo  otros  títulos 
legítimos,  ó  sin  el  mutuo  otros  contratos  justos ,  en  cuya 
virtud  sea  lícito  llevarse  un  interés  ó  aumento  moderado  so- 
bre la  suerte  ó  capital  en  todos  los  casos  en  que  se  fie  ó 
preste  á  otra  cualquiera  persona  dinero  ,  trigo  ú  otro  artí- 
culo ó  efecto  de  esta  clase ,  pues  que  á  nadie  puede  ocultarse 
que  muchas  veces  está  obligado  el  hombre  á  socorrer  á  su 
prójimo  con  un  simple  y  nudo  mutuo  ;  y  que  del  mismo  modo 
en  muchas  circunstancias  no  puede  haber  lugar  á  otro  ver- 
dadero y  justo  contrato  sino  al  mutuo  tan  solamente.  —  Be- 
nedicto XIV  aprobó  estas  declaraciones  y  las  comunicó  á 
los  patriarcas  ,  arzobispos  ,  obispos  y  ordinarios  de  Italia  en 
su  encíclica  de  Io.  de  noviembre  de  174b,  previniéndoles  al 
mismo  tiempo ,  entre  otras  cosas  :  Io.  que  en  las  cuestiones 
)  sobre  contratos  usurarios  se  abstengan  de  incurrir  en  los 
.  estremos  que  siempre  son  viciosos,  pues  que  algunos  juzgan 
:  con  tanta  severidad  acerca  de  estas  cosas  que  acusan  de 
j  ilícita  y  usuraria  cualquiera  utilidad  sacada  del  dinero ,  y 
j¡  otros  por  el  contrario  son  tan  indulgentes  y  remisos  que 
creen  libre  del  vicio  de  usura  cualquiera  emolumento  :  — 
2o.  que  á  los  que  pretendan  quedar  limpios  de  toda  nota  de 
usura ,  y  dar  á  otro  su  dinero  de  modo  que  tan  solamente 
perciban  un  interés  ó  fruto  legítimo,  se  les  debe  amonestar 
que  declaren  antes  el  contrato  que  quieren  celebrar,  las  con- 
diciones que  en  él  se  han  de  poner,  y  el  fruto  ó  interés  que 
por  el  mismo  dinero  exijan  :  —  3o.  que  no  es  hoy  ociosa  ni 
meramente  nominal ,  como  dicen  algunos ,  la  cuestión  sobre 
la  usura,  aunque  sea  cierto  que  casi  siempre  produce  frutos 
el  dinero  que  por  cualquiera  título  se  concede  á  otro;  pues 
que  hay  una  diferencia  manifiesta  entre  los  diversos  con- 
tratos que  pueden  hacerse,  así  como  entre  el  fruto  que  por 
derecho  lícito  se  saca  del  dinero  y  puede  por  lo  tanto  rete- 
nerse en  ambos  fueros ,  y  el  fruto  que  no  se  adquire  sino 
ilícitamente  del  mismo  dinero  y  que  de  consiguiente  en  am- 
bos fueros  debe  restituirse. 


X.  Sin  entrar  ahofa  en  un  examen  escrupuloso  sobre  si 
las  espresiones  del  papa  Benedicto  XIV  están  perfectamente 
de  acuerdo  con  las  de  la  junta  de  cardenales ,  teólogos  y  ca- 
nonistas, ó  si  por  el  contrario  dan  mas  latitud  á  la  facultad 
de  exigir  interés  por  el  dinero  que  se  presta ,  observaremos 
desde  luego  que  todo  el  empeño  del  papa  y  de  la  junta  se 
reduce  á  sostener  que  no  puede  exigirse  interés  del  mutuo 
en  virtud  del  mismo  mutuo  ,  ex  vi  ipsius  mului ,  alegando 
razones  que  ya  hemos  tomado  en  consideración  mas  arriba  > 
pero  que  puede  exigirse  en  virtud  de  algunos  títulos  que 
suelen  concurrir  con  el  mutuo ,  y  de  otros  contratos'de  dife- 
rente naturaleza  que  la  del  propio  mutuo.  Ni  la  junta  ni  el 
papa  nos  designan  estos  títulos  ni  estos  contratos;  pero  los 
enumeran  los  teólogos  ,  los  canonistas  y  los  jurisconsultos. 

El  primer  título  que  suele  concurrir  con  el  mutuo  y  que 
justifica  el  interés  del  dinero  prestado,  es  el  daño  emer- 
gente ,  del  cual  hemos  hablado  ya  en  el  número  II  y  en  el 
artículo  que  antecede. 

El  segundo  título  es  el  lucro  cesante ,  que  ya  hemos  exa- 
minado igualmente  en  los  mismos  lugares. 

El  tercer  título  es  él  peligro  de  pérdida  ó  de  difícil  recobro 
del  capital  prestado.  Los  teólogos  distinguen  dos  especies  de 
peligros  :  uno  intrínseco  ó  general,  que  es  de  temer  en  todo 
mutuo ,  pues  que  en  todo  mutuo  puede  perecer  el  capital, 
cualquiera  que  sea  la  persona  á  quien  se  haya  prestado;  y 
otro  extrínseco  ó  especial,  que  proviene  de  la  calidad  del 
mutuatario  ó  de  la  negociación  ó  empresa ,  como  si  se  presta 
por  ejemplo  á  un  pródigo  ,  caviloso  ,  enredador  ó  de  mala 
conciencia ,  á  un  proyectista  ,  ó  á  uno  que  acomete  negocios 
arriesgados  por  mar  ó  por  tierra.  Hecha  esta  distinción  ,  ase- 
guran que  nada  puede  pedirse  por  el  peligro  intrínseco  ó 
general,  pero  que  por  razón  del  extrínseco  ó  especial  puede 
exigirse  algún  interés  proporcionado.  Así  es  que  habiendo 
consultado  á  Roma  los  misioneros  de  la  China  sobre  si  ha- 
llándose establecido  por  la  ley  en  aquel  imperio  el  interés 
del  treinta  por  ciento  en  el  mutuo,  sin  consideración  al  lucro 
cesante  ó  daño  emergente,  podrían  ellos  considerarle  como 
lícito ,  respecto  de  que  habia  algún  peligro  en  el  recobro 
del  dinero  prestado,  porque  ó  bien  huian  ó  retardaban  el 
pago  los  mutuatarios,  ó  bien  tenían  que  demandarlos  judi- 
cialmente los  mutuantes ,  ó  bien  solían  ocurrir  otras  razones 
de  esta  clase  ;  respondieron  los  calificadores  del  santo  oficio 
y  la  sagrada  congregación  de  la  propagación  de  la  fe  con 
aprobación  del  sumo  pontífice  en  12  de  setiembre  de  1645: 
«  que  por  razón  del  mutuo  inmediata  y  precisamente  ningún 
interés  podían  pedir  los  mutuantes  ó  prestamistas  ;  pero  que 
si  exigían  algo  por  el  peligro  que  probablemente  habia  según 
lo  consultado ,  no  se  les  debía  inquietar  de  modo  alguno , 
con  tal  que  se  tuviese  cuenta  de  la  calidad  y  probabilidad 
del  peligro ,  y  se  guardase  proporción  entre  el  mismo  peligro 
y  el  interés  exigido.  » 

XI.  Admitidos  ya  estos  tres  títulos  de  daño  emergente, 
lucro  cesante  y  peligro  del  capital ,  ¿cuál  será  el  mutuo  ó 
préstamo  en  que  deje  de  concurrir  alguno  de  ellos?  Ya  no 
hay  en  los  tiempos  presentes  quien  tenga  ocioso  su  dinero 
mientras  pueda  emplearle  en  negocios  ó  especulaciones  que 
sean  capaces  de  producirle  alguna  utilidad  ;  y  por  fortuna 
las  artes ,  las  fábricas  y  el  comercio  han  desplegado  una 
actividad  desconocida  á  los  pueblos  antiguos  :  esta  multitud 
de  trabajos  y  las  anticipaciones  que  necesariamente  exigen , 
presentan  por  todas  partes  al  dinero  un  empleo  lucrativo  : 
las  empresas  de  toda  especie  multiplicadas  al  infinito  in- 
vierten capitales  inmensos.  Todos  los  gobiernos  ademas , 
incluso  el  del  papa,  han  abierto  empréstitos  y  creado  rentas 
conocidas  con  la  denominación  de  efectos  públicos,  con- 
vidando á  todas  y  cualesquiera  personas  á  que  les  den  pres- 
tado bajo  el  interés  que  ellos  mismos  les  ofrecen.  En  tal 
estado  de  cosas ,  ¿quién  será  el  capitalista  que  cuando  se  le 
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pide  prestada  una  cantidad  ,  no  pueda  alegar  con  verdad  y 
razón  que  de  prestarla  se  le  seguirá  daño  ó  se  verá  privadc 
de  una  ganancia  ,  y  exigir  de  consiguiente  por  el  préstamo 
algún  interés  que  la  compense?  Y  cuando  no  haya  daño 
emergente  ni  lucro  cesante,  ¿no  habrá  por  lo  monos  algún 
peligro  probable  de  pérdida  ó  difícil  recobro  del  capital 
prestado  ? 

XII.  Mas  prescindiendo  de  estos  titulos;  si  puedo  yo  líci- 
tamente ,  sea  ó  no  sea  comerciante ,  tenga  ó  no  tenga  cos- 
tumbre d«  sacar  provecho  de  mi  dinero  ,  prestarlo  á  interés 
al  mismo  romano  pontífice  para  las  atenciones  del  Estado 
de  que  es  príncipe  soberano ,  ¿  no  podré  prestártelo  á  tí  del 
mismo  modo  para  las  tuyas?  El  papa,  que  voluntariamente 
ofrece  interés  por  los  préstamos  que  se  le  hagan ,  ¿condenará 
el  interés  que  tú  me  ofrezcas  por  el  préstamo  que  te  veas 
en  la  necesidad  de  pedirme?  El  papa  satisface  con  tanta 
puntualidad  los  intereses  de  sus  empréstitos  ,  que  las  obli- 
gaciones romanas  se  hallan  en  el  dia  á  mas  de  ciento  y  tres 
por  ciento  en  la  Bolsa  de  Paris. 

Los  Montes  de  piedad  suponen  también  lícito  el  interés 
del  préstamo  sin  necesidad  de  ninguno  de  dichos  títulos. 
Estos  establecimientos ,  creados  en  Italia  en  el  siglo  xv  con- 
tra las  escesi  vas  usuras  de  los  judíos,  y  aprobados  por  León  X 
en  el  concilio  V  de  Letran ,  se  hallan  autorizados  :  — 
Io.  para  prestar  á  los  indigentes  sobre  prenda  con  un  interés 
proporcionado  á  los  gastos  de  custodia  y  conservación  de 
las  prendas ,  alquiler  de  casa  y  sueldos  de  los  empleados  : 
—  2o.  á  tomar  prestado  á  interés  de  cualesquiera  personas 
que  quieran  prestarles ,  cuando  no  tienen  fondos  propios  y 
cargar  este  interés  con  el  aumento  del  que  se  llevan  los 
mismos  Montes  á  los  pobres  á  quienes  prestan ,  como  es  de 
ver  por  los  ejemplos  de  los  Montes  de  piedad  de  Bolonia,  Mó- 
dena,  Verona  y  Ferrara  ,  à  los  cuales  concedieron  licencia 
los  pontífices  para  buscar  al  interés  de  cinco  por  ciento  el 
dinero  que  necesitaban  à  fin  de  atender  á  las  obligaciones 
de  su  instituto.  En  este  segundo  caso  los  Montes  no  son  mas 
que  unos  intermedios  entre  los  verdaderos  prestamistas  y 
los  tomadores  ;  de  modo  que  si  los  interesados  se  entendie- 
ran directamente  entre  sí  mismos ,  los  Montes  estarían  de 
sobra  ,  y  los  tomadores  se  ahorrarían  el  aumento  de  ínteres 
que  tienen  que  darles.  Mas  así  en  el  segundo  caso  como  en 
el  primero ,  si  los  tomadores  no  satisfacen  dentro  del  término 
señalado  el  capital  y  ademas  los  intereses  que  en  algunas 
partes  suben  al  doce  por  ciento,  se  venden  en  pública 
subasta  las  prendas  depositadas;  y  como  de  ellas  no  suele 
sacarse  por  este  medio  sino  la  mitad  ó  á  lo  mas  las  dos  ter- 
ceras partes  de  su  valor,  es  el  resultado  que  para  los  toma- 
dores equivale  á  veces  el  interés  de  los  préstamos  del  Monte 
al  treinta ,  al  cuarenta ,  y  aun  al  cincuenta  por  ciento. 
Cualquiera  pues  observará  que  los  Montes  de  piedad  no  son 
establecimientos  suficientes  para  atender  al  socorro  de  los 
pobres ,  por  dos  razones  que  saltan  á  la  vista  :  Ia.  porque 
no  prestan  sino  sobre  prenda ,  y  no  todos  la  tienen  :  2a.  por- 
que los  que  la  presentan ,  se  ven  muchas  veces  en  la  impo- 
sibilidad de  rescatarla  ,  y  compran  de  consiguiente  á  muy 
alto  precio  los  ausilios  que  se  les  facilitan.  Es  por  lo  tanto 
muchas  veces  mas  ventajoso  á  los  indigentes ,  aun  en  los 
lugares  donde  hay  Montes,  acudir  mas  bien  á  los  parti- 
culares y  estipular  con  ellos  el  préstamo  con  prenda  ó  sin  ella 
al  menor  interés  que  puedan  ;  y  así  vemos  que  lo  hacen  en 
efecto.  La  dificultad  está  en  si  los  particulares  pueden  ó  no 
pueden  lícitamente  llevarles  interés  por  los  prestamos  que 
les  hagan ,  aunque  no  les  asista  ninguno  de  los  títulos  de 
daño  emergente  y  lucro  cesante;  y  creemos  que  en  el  estado 
presente  del  derecho  canónico  pueden  efectivamente  lle- 
varlo, pues  que  por  el  hecho  mismo  de  ofrecerlo  espontá- 
neamente los  papas  en  sus  empréstitos  y  autorizar  á  los 
Montes  para  que  lo  ofrezcan  à  sus  prestamistas  y  lo  exijan 


á  su  vez  de  las  personas  á  quienes  prestan ,  parece  que  ¡a 
.  íienen  por  lícito  en  general  siendo  moderado,  y  que  re- 
prueban  implícitamente  la  opinion  de  aquellos  teólogos  rigo- 
ristas que  califican  de  pecado  el  acto  de  ofrecer  interés 
cuando  se  pide  un  préstamo  á  cualquiera  que  no  acostumbra 
dar  su  dinero  sino  de  este  modo.  Ademas ,  ¿no  podrán  hacer 
por  sí  mismos  los  particulares  lo  que  pueden  hacer  por  me- 
dio de  los  Montes?  y  lo  que  hacen  los  Montes ,  ¿no  podrán 
hacerlo  también  los  particulares  ?  Se  dice  que  los  Montes 
tienen  un  título  legítimo  para  exigir  interés ,  esto  es  ,  la  ne- 
cesidad de  atender  con  su  producto  á  la  manutención  de  sus 
empleados  :  ¿no  es  acaso  igualmente  justo  que  los  parti- 
culares atiendan  á  la  suya  y  á  la  de  sus  familias  con  el  pro- 
ducto de  sus  capitales  ?  ¿  no  está  decidido  así  con  respecto 
á  la  dote  por  el  papa  Inocencio  III  (cap.  7 ,  lit.  20,  lib.  4 , 
Décret.  Greg.),  quien  por  hallarse  un  nombre  en  estado  de 
prodigalidad  mandó  que  el  dinero  dotal  de  su  mujer  se  entre- 
gase á  un  comerciante  para  que  con  parte  de  su  honesto 
lucro  se  pudieran  sostener  las  cargas  del  matrimonio? 

XIII.  Examinados  ya  los  títulos  que  según  los  teólogos  y 
canonistas  pueden  concurrir  con  el  mutuo  y  justificar  el  in- 
terés del  dinero  prestado  ,  veamos  ahora  los  contratos  que 
siendo  de  otra  naturaleza  que  el  mutuo  sirven  según  los 
mismos  para  que  uno  coloque  sus  caudales  y  saque  algún 
beneficio  de  ellos  sin  nota  de  usura. 

El  primero  es  el  contrato  trino ,  que  comprende  la  socie- 
dad ,  la  aseguración  del  capital,  y  la  venta  de  ¿na  ganancia 
incierta  por  otra  cierta ,  como  ya  queda  esplicado  en  su 
lugar.  Todos  estos  contratos  y  cada  uno  de  ellos  son  justos 
y  lícitos  en  sí  mismos  cuando  se  celebran  con  tres  diversas 
personas,  según  todos  confiesan;  y  deben  por  lo  tanto  serlo 
del  mismo  modo  cuando  se  celebran  junta  ó  sucesivamente 
con  una  misma  persona ,  según  la  opinion  mas  común  y  pro- 
bable, porque  ni  la  identidad  ni  la  diversidad  de  las  personas 
destruye  ó  varía  la  sustancia  ó  razón  de  cada  contrato  ni 
muda  ó  altera  los  precios  de  las  cosas.  Es  cierto  que  algunos 
pretenden  que  Sixto  V  en  su  bula  Deteslabilis  del  año  1586 
condenó  como  usura  paliada  la  reunion  de  estos  tres  con- 
tratos celebrados  con  una  misma  persona  ;  pero  preguntados 
sobre  el  sentido  de  esta  bula  el  mismo  Sixto  V  y  los  carde- 
nales de  Toledo  y  de  Santa  Severina ,  que  la  estendieron  de 
su  orden ,  contestaron  unánimes  que  solo  habían  querido 
prohibir  con  ella  en  los  contratos  de  sociedad  aquellos  pactos 
injustos  que  los  doctores  clásicos  condenaban.  Así  es  que  los 
autores  mas  graves,  comoLesio,  el  cardenal  de  Lugo,  y 
Covarrubias ,  dicen  que  Sixto  V  solamente  prohibió  estos 
pactos  cuando  se  ponen  en  virtud  de  sola  la  sociedad , 
pero  no  cuando  á  la  sociedad  se  añade  otro  contrato  por  el 
cual  uno  de  los  socios  toma  sobre  sí  mediante  justo  precio 
el  peligro  del  capital  asegurándole ,  ó  compra  la  esperanza 
de  una  ganancia  incierta  ofreciendo  por  ella  otra  ganancia 
cierta  mas  moderada;  y  en  fin  el  papa  Benedicto  XIV  (cíe 
Synod.  diœces.,  lib.  10,  cap.  7)  después  de  esponer  las  razo- 
nes en  que  se  fundan  las  dos  opiniones  ,  concluye  sentando 
que  la  sede  apostólica  no  ha  lanzado  ninguna  censura  con- 
tra la  opinion  que  absuelve  de  la  nota  de  usurario  al  contrato 
trino ,  aunque  esta  parece  menos  conforme  á  la  bula  de 
Sixto  V,  y  que  por  consiguiente  tampoco  deben  lanzarla  lo» 
obispos.  Supongamos  pues  que  tú  me  entregas  mil  pesos 
para  negociar  con  ellos,  y  que  esperamos  prudentemente 
sacar  trescientos  de  ganancia  que  nos  hemos  de  repartir 
con  igualdad  :  yo  te  aseguro  luego  el  capital  de  los  mil  pesos, 
obligándome  à  devolvértelo  por  entero  en  cualquier  evento, 
y  tú  te  convienes  en  recibir  solamente  ciento  en  vez  de  los 
ciento  cincuenta  que  te  locaban  de  la  ganancia  calculada  , 
dejándome  á  mí  cincuenta  en  recompensa  ó  premio  del  se- 
guro :  como  tú  tienes  todavía  en  peligro  los  cien  pesos , 
pues  que  yo  no  t«  los  he  de  dar  sino  en  caso  de  que  haya 
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utilidades ,  nie  vendes  la  esperanza  de  percibirlos  por  cin- 
cuenta ó  sesenta  que  yo  le  he  de  pagar  fijamente ,  haya  ó 
no  haya  ganancias  ;  de  suerte  que  en  último  resultado  tienes 
asegurado  tu  capital  y  un  lucro  de  cincuenta  ó  sesenta  pesos. 
Estos  tres  contratos  bien  analizados  se  resuelven  en  un  ver- 
dadero préstamo  à  interés ,  porque  en  resumen  el  hecho  es 
que  tú  me  entregaste  mil  pesos  y  yo  te  los  devuelvo  con  un 
interés  de  cinco  ó  seis  por  ciento  ;  pero  como  no  suenan  los 
nombres  de  mutuo  ni  de  préstamo  ni  de  interés  ni  de  usura , 
sino  los  de  sociedad,  seguro  y  venta,  se  consideran  todos 
lícitos  y  honestos  y  realmente  lo  son,  pues  que  la  usura  , 
como  dicen  los  teólogos ,  no  tiene  su  asiento  sino  en  el  mu- 
tuo. ¿  No  tendríamos  por  lo  tanto  razón  para  decir  que  dis- 
putamos sobre  palabras  y  no  sobre  cosas  ? 

El  segundo  es  el  censo  consignativo ,  esto  es  ,  el  contrato 
por  el  cual  mediante  una  cantidad  que  yo  te  doy  te  obligas 
tú  á  pagarme  cierta  pension  ó  rédito  anual  sobre  alguna 
finca  fructífera  que  posees.  Este  contrato  es  una  verdadera 
compra-venta  :  la  cosa  comprada  es  el  derecho  de  exigir 
las  pensiones  sobre  los  frutos  de  la.  finca  ;  y  el  precio  es  el 
capital  que  te  entrego.  Tú  podrás  redimir  el  censo  cuando 
quieras ,  devolviéndome  el  capital  y  satisfaciéndome  los  ré- 
ditos que  á  su  tiempo  no  me  hubieres  pagado  ;  y  yo  tendré 
derecho  á  que  me  abandones  la  finca  si  no  me  pagares  los 
réditos  vencidos.  Tiene  pues  cierta  semejanza  este  contrato 
con  el  préstamo  á  interés  sobre  prenda  ó  hipoteca;  y  sin 
embargo  ,  como  no  lleva  el  nombre  de  préstamo  ó  mutuo, 
se  reputa  lícito  por  los  teólogos  y  canonistas ,  y  así  en  efecto 
fué  calificado  por  los  papas  Martino  V  y  Calixto  III.  Véase 
Censo  consignativo. 

El  tercero  es  la  compra-venta  con  el  pacto  de  redención 
ó  sea  de  retroventa.  Vienes  tú,  por  ejemplo,  á  pedirme 
prestado  ;  y  yo  te  respondo  «  no  ,  no  quiero  prestarte  si  no 
me  vendes  tal  heredad  para  que  yo  pueda  percibir  sus  frutos 
en  lugar  de  intereses  hasta  que  me  devuelvas  el  precio  y 
rescates  tu  finca.  »  Celebramos  en  efecto  el  contrato  de 
compra-venta  bajo  esta  condición ,  y  yo  percibo  lícitamente 
según  todos  los  teólogos  y  canonistas  los  frutos  de  la  cosa 
comprada,  mientras  que  tú  te  aprovechas  de  mi  dinero  y  no 
haces  uso  del  derecho  de  redención  que  te  reservaste.  Véase 
Anticrésis. 

Véase  pues  como  los  mismos  teólogos  y  canonistas  que 
reprueban  la  usura,  han  inventado  títulos  y  aprobado 
contratos  que  desvanecen  ó  eluden  el  rigor  de  sus  princi- 
pios, y  que  apenas  dejan  algún  caso  en  que  no  se  pueda 
llevar  interés  por  el  dinero  prestado.  Mas  ya  es  tiempo  de 
pasar  á  las  leyes  civiles.  • 

XIV.  El  derecho  romano,  que  cual  hoy  existe  se  formó 
precisamente  cuando  el  cristianismo  era  la  única  religion 
del  imperio ,  autorizó  espresamente  el  préstamo  á  interés  ; 
de  que  puede  deducirse  de  un  modo  incontestable  que  no  se 
consideraba  prohibido  por  la  religion. 

Los  Romanos,  aunque  enemigos  de  la  usura,  reconocie- 
ron que  la  prosperidad  del  comercio  exigía  que  cada  uno  sa- 
case alguna  utilidad  de  su  dinero.  Así  es  que  la  ley  de  las 
xii  Tablas  permitió  el  préstamo  á  doce  por  ciento  al  año,  y 
condenaba  en  la  restitución  del  cuadruplo  al  que  exigía  un 
interés  mas  elevado.  Habiendo  crecido  la  avaricia  con  el 
lujo,  se  introdujo  la  costumbre  de  pedir  intereses  tan  altos, 
que  Licinio  propuso  en  376  una  ley  llamada  de  su  nombre 
Licinia,  para  detener  el  curso  de  semejantes  usuras;  y  no 
habiendo  tenido  efecto  esta  ley,  los  tribunos  del  puelo  Duilio 
y  Menio  propusieron  otra  denominada  Duilia-Menia  que 
renovó  la  disposición  de  la  ley  de  las  xn  Tablas.  —  Los  usu- 
reros tomaron  otras  medidas  para  continuar  sus  vejaciones, 
mas  el  pueblo  por  su  parte ,  no  queriendo  ya  someterse  ni 
aun  á  la  tasa  prescrita  por  las  leyes ,  la  redujo  al  seis  por 
ciento  á  propuesta  de  los  tribunos  ;  y  luego  á  la  del  tribuno 


Genucio  hizo  la  ley  llamada  Genucia ,  que  proscribió  ente- 
ramente los  intereses.  Este  plebiscito  quedó  limitado  en  el 
principio  al  territorio  de  Roma,  y  no  tuvo  lugar  en  el  resto 
del  pais  latino  ;  de  suerte  que  un  romano  que  habia  prestado 
su  dinero  á  uno  de  sus  conciudadanos ,  trasmitía  su  crédita 
á  un  latino  que  le  pagaba  el  interés  y  luego  lo  exigía  del 
deudor,  hasta  que  para  evitar  estos  inconvenientes  propuso 
el  tribuno  Sempronio  la  ley  Sempronia,en  que  se  ordenó  que- 
los  latinos  y  demás  pueblos  aliados  del  pueblo  romano  estu- 
viesen sujetos  á  la  ley  Genucia.  —  Pero  no  tardó  en  hacerse 
otra  vez  legítimo  el  interés  de  doce  por  ciento ,  y  aun  cor- 
ría mayor  en  las  estipulaciones;  bien  que  como  estaba  pro- 
hibido,  se  embebía  el  esceso  en  el  capital.  La  ley  Gabiniat 
el  edicto  del  pretor  y  muchos  senadoconsultos  reprobaron 
de  nuevo  el  interés  que  pasase  del  doce  ;  pero  siempre  fue- 
ron eludidas  las  mejores  leyes.  —  Constantino  el  Grands 
aprobó  el  interés  del  doce.  Justiniano  permitió  á  las  perso- 
nas ilustres  estipular  en  sus  préstamos  el  interés  de  cuatro 
por  ciento  al  año  ;  á  los  mercaderes  y  negociantes  el  de 
ocho  ;  y  á  todos  los  demás  el  de  seis;  disponiendo  al  mismo 
tiempo  que  los  intereses  acumulados  no  podrían  en  caso  al- 
guno esceder  al  capital.  El  emperador  Basilio  prohibió  toda 
estipulación  de  interés  ;  y  el  emperador  León  permitió  la 
del  cuatro. 

En  cuanto  al  préstamo  de  frutos  y  demás  cosas  fungibles 
que  se  consumen  por  el  primer  uso  que  se  hace  de  ellas ,  se 
tomaba  un  ínteres  tan  elevado  que  á  veces  llegaba  á  la  mitad 
del  principal. 

Según  el  úllimo  estado  del  derecho  romamo,  en  los  con- 
tratos de  buena  fe  se  debian  los  intereses  en  virtud  de  la 
estipulación ,  ó  por  el  oficio  del  juez  á  causa  de  la  demora 
del  deudor;  pero  en  los  contratos  de  riguroso  derecho,  cual 
era  el  préstamo  llamado  mutuo ,  no  se  debian  sino  en  el 
caso  de  haber  sido  estipulados. 

XV.  Entre  nosotros  ha  esperimentado  también  iguaíes  al- 
ternativas el  ínteres  del  dinero  en  los  préstamos  según  la 
diversidad  de  las  épocas  y  la  mayor  ó  menor  influencia  de 
los  principios  teológicos  en  la  formación  de  las  leyes. 

El  Fuero  Juzgo  autoriza  en  el  préstamo  de  dinero  el  ínte- 
res ó  usura  de  uno  por  ocho ,  que  equivale  al  doce  y  medio, 
por  ciento  al  año ,  bajo  la  pena  de  perder  todos  los  intere- 
ses ,  pero  no  el  capital ,  en  caso  de  esceso  ;  y  en  el  préstamo 
de  pan  ,  vino ,  aceite  ú  otra  cosa  fungible  permite  el  ínteres 
ó  usura  de  la  tercera  parte  de  la  cosa  prestada  ,  de  suerte 
que  el  que  tomara  dos  moyos  ha  de  dar  tres  al  cabo  del  año; 
sin  que  en  uno  ni  en  otro  exija  la  ley  los  títulos  de  daño 
emergente,  lucro  cesante,  ó  peligro  del  capital  ;  leyes  8  y  9, 
tít.  5,  lib.  5  del  Fuero  Juzgo. 

El  Fuero  Real  alzó  el  interés  del  dinero  hasta  el  veinte  y 
cinco  por  ciento ,  bajo  la  pena  de  restituirlo  doblado  en  caso 
de  esceder  de  esta  cuota  ;  y  probibió  al  mismo  tiempo  al 
prestamista  el  uso  de  la  prenda  que  se  le  diere ,  á  no  ser 
que  se  hubiese  convenido  en  no  llevar  otra  ganancia  ;  ley  6, 
tít.  2  ,  lib.  h  del  Fuero  Real. 

El  código  de  las  Partidas  siguió  un  rumbo  enteramente 
contrario  ,  pues  prohibió  absolutamente  toda  usura  ó  interés, 
declarando  nulos  los  contratos  en  que  interviniese  ,  y  suje- 
tando á  los  usureros  al  juicio  de  los  tribunales  eclesiásticos; 
bien  que,  á  pesar  de  eso,  quiso  que  el  tomador  ó  mutuatario 
restituyese  el  capital  al  prestamista  ó  dueño  ;  ley  58,  til.  0_. 
Part,  i  ,  y  leyes  31  y  40,  tít.  i  i  ,  Part.  5. 

Las  leyes  1  y  2 ,  tít.  23  del  Ordenamiento  de  Alcalá  man- 
daron que  ningún  judío  ni  judía  ni  moro  ni  mora  diese  á 
logro  por  sí  ni  por  otro,  revocando  las  cartas,  fueros  y  pri- 
vilegios que  al  efecto  les  habian  sido  dados  ;  y  que  el  cris- 
tiano ó  cristiana  que  diere  á  usura,  no  pudiese  recobrar  lo 
dado  ó  prestado  que  debia  quedar  á  favor  del  mismo  toma- 
dor ó  mutuatario,  y  perdiese  ademas  por  la  primera  vez  otro 
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¡tanto  ,  por  la  segunda  la  mitad  de  sus  bienes,  y  por  la  ter- 
cera todos  ,  con  aplicación  siempre  de  la  tercera  parte  al 
acusador  y  de  las  otras  dos  á  la  cámara  ;  bastando  para  la 
prueba  del  delito  de  usura  el  testimonio  singular  de  dos  ó 
toes  personas  fidedignas  que  jurasen  haber  recibido  á  logro, 
con  tal  que  concurriesen  algunas  otras  presunciones  :  bien 
•que  no  habrían  de  adquirir  nada  para  sí  estos  testigos  inte- 
resados, á  no  hacer  prueba  completa  cada  uno  de  su  hecho. 
íLos  reyes  católicos  don  Fernando  y  doña  Isabel  confirmaron 
«en  Toledo  el  año  de  1480  las  disposiciones  de  dicha  ley  1 , 
faciendo  solo  alguna  variación  en  el  destino  de  las  penas , 
«cuya  mitad  querían  se  aplicase  á  la  cámara  y  la  otra  mitad 
■si  acusador  y  á  los  muros  ó  edificios  públicos ,  y  declarando 
infame  perpetuamente  al  usurario  ó  logrero.  Leyes  1,  2  y  4, 
tit.n,lib.  12,  Nov.  Rec. 

Fué  tal  en  aquellos  tiempos  el  empeño  de  todos  por  ester- 
minar  ia  usura ,  que  don  Enrique  III  no  satisfecho  con  las 
leyes  de  sus  predecesores  que  la  prohibían ,  á  petición  de 
los  procuradores  de  las  Corles  de  Valladolid  y  de  Madrid 
de  1405  publicó  una  ley  por  la  cual  anuló  todo  contrato  en- 
tre judios  y  cristianos  á  fin  de  cortar  de  raiz  no  solamente 
¡el  mal  sino  también  la  ocasión  del  mal ,  pues  que  los  judíos 
•eran  los  que  principalmente  se  dedicaban  al  ejercicio  de  lo- 
greros. Mas  como  de  la  observancia  rigurosa  de  esta  ley  se 
seguían  perjuicios  gravísimos  al  comercio  y  á  todos  los  cris- 
tianos, hubieron  de  pedir  su  revocación  las  Cortes  de  To- 
3edo  de  1462  al  rey  Enrique  IV,  y  las  de  Madrigal  de  1476 
;á  los  reyes  católicos  ,  quienes  en  efecto  tomaron  una  provi- 
dencia media  que  forma  la  ley  3,  tít.  22,  lib.  12,  Nov.  Rec, 
con  la  cual  si  bien  se  atrajeron  otra  vez  al  comercio  de  los 
cristianos  los  caudales  de  los  judíos ,  no  se  evitó  ni  podia 
tampoco  evitarse  el  supuesto  mal  de  la  usura. 

Don  Carlos  y  doña  Juana  ,  à  petición  de  las  Cortes  de  Ma- 
drid de  1534 ,  "de  las  de  Toledo  de  1539  y  de  las  de  Vallado- 
lid  de  1548,  (ley  20,  tít.  1,  lib.  10,  Nov.  Rec.)  prohibieron 
los  contratos  simulados  en  fraude  de  usuras ,  y  ordenaron 
que  en  los  permitidos  no  se  pueda  llevar  ni  lleve  mas  de  à  ra- 
zón de  diez  por  ciento  por  año.  Mas  ¿cuáles  son  estos  contra- 
feos permitidos  en  que  se  puede  llevar  el  interés  anual  de 
diez  por  ciento?  La  ley  no  lo  dice;  pero  los  intérpretes  con- 
vienen en  que  son  lodos  aquellos  en  que  hay  daño  emer- 
gente ó  lucro  cesante  ó  peligro  de  pérdida  del  capital  ó  tar- 
danza en  la  devolución ,  esto  es ,  todos  aquellos  en  que  el 
interés  que  se  exige  no  es  mas  que  compensatorio  ó  punitorio, 
de  los  cuales  hemos  hablado  ya  en  este  mismo  artículo ,  ns. 
II,  III  y  X.  Véase  la  Curia  Filíp.,  lib.  2,  com.  terr.,  cap.  2, 
ns.  1,  2,  5,4,  5,7,  8  y  26. 

Don  Felipe  III  en  Aranjuez  por  pragmática  de  1608  (ley 
21 ,  tít.  1 ,  lib.  10,  Nov.  Rec.)  después  de  ordenar  que  nadie 
pudiese  dar  cantidad  alguna  á  mercaderes  ó  negociantes 
para  que  con  ella  tratasen  ó  contratasen  sino  es  á  pérdidas 
y  ganancias ,  prohibió  exigir  ínteres  del  dinero  dado  á  los 
mismos  en  depósito ,  préstamo  ú  otra  cualquier  manera , 
á  no  ser  en  los  casos  permitidos  por  derecho ,  bajo  la  pena 
de  nulidad  del  contrato  y  de  perder  el  dador  ó  prestamista 
el  dinero  así  dado  y  el  tomador  ó  mutuatario  otra  tanta  canti- 
dad, con  aplicación  de  todo  por  terceras  partes  á  la  cámara, 
juez  y  denunciador.  Véase  el  n.  II  de  este  mismo  artículo  , 
al  fin ,  donde  se  esplica  esta  ley. 

En  pragmática  de  14  de  noviembre  de  1652,  consideran- 
do Felipe  IV  que  por  haberse  desconcertado  las  monedas  y 
los  contratos  hechos  con  ellas ,  se  habían  desordenado  los 
intereses  del  dinero  anticipado,  tomado  á  daño  ó  retardado, 
y  era  justo  que  moderándose  el  precio  de  todas  las  cosas  se 
reformase  al  mismo  tiempo  este  esceso ,  revocó  la  disposi- 
ción mas  arriba  citada  de  don  Carlos  y  doña  Juana  en  que 
se  permita  el  interés  de  diez  por  cíenlo ,  y  ordenó  y  mandó  : 
—  Io.  que  no  se  llevase  en  adelante  mas  ínteres  del  cinco 


por  ciento  en  los  contratos  y  obligaciones  en  que  se  podia 
llevar  conforme  á  derecho  :  —  2o.  que  para  evitttr  las  obli- 
gaciones simuladas  en  que  pudieran  incluirse  los  intereses 
como  suerte  principal ,  el  que  por  escritura  ó  cédula  se  obli- 
gase á  pagar  alguna  cantidad  debia  declarar  en  ella  con  ju- 
ramento si  habia  intereses  y  lo  que  montaban  ;  que  el  escri- 
bano diese  fe  del  tal  juramento  ;  que  lo  hiciese  asimismo  el 
acreedor  al  tiempo  de  usar  de  la  cédula  ó  escritura  ;  y  que 
sin  estos  requisitos  no  se  pudiese  ejecutar  ningún  instru- 
mento ,  aunque  estuviese  reconocido ,  ni  aun  hacer  fe  ni 
probanza  para  ningún  caso  ni  efecto. 

Esta  pragmática  no  subsistió  mas  que  tres  dias ,  pues  Cóit 
fecha  de  17  del  mismo  mes  y  año  espidió  el- mismo  Fe'/ipé 
una  real  cédula  en  que  suspendía  su  ejecución  y  la  dejaba 
sin  efecto  en  todos  sus  capítulos ,  escepto  en  algunas  cosas" 
que  no  hacen  al  asunto,,  hasta  ajustar  y  perfeccionar  la  re-3 
formación  de  los  precios ,  así  en  la  corte  como  en  los  demaâ 
lugares  del  reino  :  de  suerte  que  quedó  en  todo  su  vigor  la 
ley  de  don  Carlos  y  doña  Juana,  y  siguió  éiinteresdel  diez 
por  ciento  como  en  ella  se  prescribía.  Pero  el  redactor  de  la 
Novísima  Recopilación  ,  cuya  misión,  así  como  la  de  sus  an- 
tecesores, no  era  porcierto  formar  un  nuevo  código  de  nuevas 
leyes,  sino  recoger  y  compilar  con  orden  y  método  todas  las 
leyesüliles  y  vivas,  generales  y  perpetuas,  publicadas  desde  la, 
formación  de  las  siete  Partidas  y  Fuero  Real,  como  se  espre- 
sa con  estas  mismas  palabras  en  la  real  cédula  de  2  de  junio 
de  1805 ,  orilló  por  capricho ,  olvido  ú  otra  razón  la  cédula 
revocatoria  de  Felipe  IV  de  17  de  noviembre,  y  tomó  por 
su  cuenta  la  pragmática  revocada  del  14  anterior  del  mismo 
mes  que  habia  muerto  en  la  cuna  á  los  tres  dias  de  su  naci- 
miento ,  le  cortó  la  cabeza ,  los  brazos  y  las  piernas ,  y  con 
su  tronco  exánime  pretendió  darnos'  una  ley  viva ,  la  ley  22, 
título  1  del  libro  10 ,  la  cual  &a  sido  puesta  en  observancia 
por  algunos  tribunales  con  preferencia  á  la  de  don  Carlos  y 
doña  Juana,  aunque  está  probado  y  haremos  ver  en  su  lu- 
gar que  no  porque  una  ley  se  encuentre  en  la  Novísima 
debe  por  solo  este  hecho  considerarse  con  fuerza,  ni  porque 
no  esté  comprendida  en  dicho  código  deja  por  eso  de  con- 
servar su  vigor  si  es  que  antes  lo  tenia ,  pues  que  las  leyes 
deben  ser  guardadas,  aunque  no  estén  incluidas  en  la  Reco- 
pilación ,  según  se  halla  declarado  por  auto  acordado  del 
Consejo  pleno  de  4  de  diciembre  de  1713  puesto  por  estrado 
en  la  nota  2a.,  tít.  2,  lib.  3  de  la  Novísima.  Lo  mas  particu- 
lar es  que  la  ley  de  don  Carlos  y  doña  Juana  en  que  se  auto- 
riza el  interés  del  diez  se  halla  también  incorporada  en  I¿. 
Novísima  ;  y  estando  anulada  ó  suspendida  la  ley  posterior 
del  interés  del  cinco ,  es  claro  que  aquella  quedaba  subsis- 
tente. 

No  obstante  la  pragmática  de  Felipe  III  de  1608  que  mas 
arriba  queda  estractada  ,  se  sirvió  el  señor  don  Carlos  III 
en  cédula  de  10  de  julio  de  1764  (ley  23,  tít.  1  ,  lib.  10, 
Nov.  Rec.)  conformándose  con  el  dictamen  uniforme  de  va- 
rios hombres  de  integridad  y  sana  doctrina ,  declarar  legí- 
timos y  obligatorios  los  contratos  celebrados  entre  la  diputa- 
ción de  los  cinco  gremios  mayores  de  Madrid  y  diferentes 
personas  de  todas  clases ,  especialmente  viudas  y  pupilos , 
que  ponían  sus  caudales  en  la  caja  común  de  aquella  cor- 
poración, la  cual  se  obligaba  á  devolverles  el  capital  dentro 
del  tiempo  que  capitulaban  y  á  satisfacerles  entre  tanto  el 
interés  de  un  tres  ó  dos  y  medio  por  ciento.  De  esta  real 
cédula  han  querido  algunos  deducir  falsamente  que  quedaba 
autorizado  como  tasa  !«gal  el  interés  del  tres  por  ciento; 
pero  en  ella  no  se  trata  verdaderamente  sino  de  aprobar  unos 
contratos  con  interés  que  antes  estaban  prohibidos,  sin  es- 
presarse directa  ni  indirectamente  que  el  de  un  tres  sea  el 
mayor  á  que  se  pueda  llegar.  Lo  que  en  realidad  se  deduce 
de  esta  cédula  es  que  según  ella  para  la  legitimidad  del  in- 
terés del  dinero  prestado  no  es  indispensable  ya  el  título  do 
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daño  emergente  ni  el  de  lucro  cesante,  sino  que  basta  el 
titulo  de  lucro  naciente;  es  decir,  que  el  prestamista,  cual- 
quiera que  sea,  aunque  no  haya  de  sufrir  pérdidas  ni  per- 
juicios ni  privaciones  de  ganancias  por  carecer  de  su  dinero, 
puede  no  obstante  llevar  por  él  un  interés  ó  premio  siempre 
que  el  tomador  ó  mutuatario  sea  alguna  de  aquellas  personas 
ó  corporaciones  que  se  ocupan  en  algún  ramo  de  industria 
ó  de  comercio  :  de  modo  que  ya  es  lícito  dar  dinero  á  los 
comerciantes  y  hombres  de  negocios ,  no  solo  á  pérdidas  y 
ganancias  como  quería  la  pragmática  de  1608,  sino  también 
á  interés  aun  en  los  casos  en  que  no  lo  permitía  antigua- 
mente el  derecho.  Mas  cuál  haya  de  ser  este  ínteres ,  no  lo 
decide  la  ley  de  que  ahora  tratamos,  ni  tampoco  se  propo- 
nía tal  ofejeto  :  el  ínteres  máximo  de  que  no  se  podía  pasar, 
debía  ser  el  que  ya  se  hallaba  establecido  por  las  leyes  en 
ios  casos  en  que  era  permitido  ;  esto  es ,  el  de  diez  por  ciento 
de  la  ley  de  don  Carlos  y  doña  Juana,  ó  el  de  cinco  de  la 
ley  de  don  Felipe  IV,  según  la  que  se  creyese  vigente. 

El  mismo  don  Carlos  III  en  cédulas  de  Io.  de"  setiembre 
de  1772  y  28  de  marzo  de  1784,  y  don  Carlos  IV  en  orden 
de  21  de  abril  de  1792  y  cédula  de  14  de  febrero  de  1803 
(leyes  ik  ,  17,  18  y  21 ,  til.  13,  lib.  10,  Nov.  Bec.)  autori- 
zaron el  mismo  ínteres  de  seis  por  ciento  entre  mercaderes  y 
fabricantes. 

Don  Carlos  IV  permitió  por  cédula  de  16  de  julio  de  1790 
(ley  b,  tít.  8,  lib.  10,  Nov.  Bec.)  el  mismo  ínteres  del  seis  en 
los  préstamos  de  dinero  ó  géneros  apreciados  que  los  co- 
merciantes hicieren  entre  año  á  los  labradores  y  coseche- 
ros para  sostener  su  labranza. 

El  código  de  comercio  de  1829  ordena  en  sus  artículos  397 
y  398 ,  que  «  en  los  casos  en  que  por  disposición  legal  está 
obligado  el  deudor  á  pagar  al  acreedor  réditos  de  los  valo- 
res que  tiene  en  su  poder,  serán  estos  réditos  de  un  seis  por 
ciento  al  año  sobre  la  capitalidad  de  la  deuda  ;  y  que  el  ré- 
dito convencional  que  los  comerciantes  establezcan  en  sus 
préstamos ,  no  podrá  esceder  del  mismo  seis  por  ciento.  » 
Véase  Préstamo  mercantil. 

El  Banco  español  de  San  Fernando ,  en  virtud  del  art.  3 
de  la  real  cédula  de  su  erección  de  9  de  julio  de  1829,  puede 
hacer  préstamos  á  cualesquiera  particulares ,  sobre  garan- 
tías de  alhajas  de  oro  y  plata,  al  mismo  interés  ó  premio 
que  se  arreglare  para  los  descuentos  de  letras ,  el  cual  suele 
ser  de  sete  por  ciento  al  año.  Véase  Banco  español. 

Finalmente,  por  real  orden  de  8  de  octubre  de  1838  se 
resolvió  que  para  cubrir  los  gastos  del  Monte  de  piedad  de 
Madrid  y  aumentar  su  capital  se  abone  á  este  establecimiento 
en  lo  sucesivo ,  por  los  préstamos  que  verifique ,  un  ínteres 
ó  renta  anual  de  un  cinco  por  ciento  pagadero  en  el  acto  de 
desempeñar  las  alhajas  y  en  proporción  al  tiempo  que  haya 
trascurrido  desde  el  dia  del  empeño ,  y  se  autorizó  al  mis- 
mo tiempo  á  la  junta  general  del  Monte  para  que  en  casos 
necesarios  pueda  tomar  dinero  á  préstamo  bajo  su  propia 
responsabilidad,  sin  que  el  ínteres  que  abone  esceda  nunca 
•jl  que  el  Monte  ha  de  exigir  por  los  empeños. 
1  Ademas ,  la  costumbre  introducida  y  arraigada  en  estos 
últimos  tiempos  á  vista,  ciencia  y  paciencia  del  legislador, 
y  consentida  y  adoptada  prácticamente  por  los  tribunales  de 
justicia ,  según  confiesan  los  enemigos  mismos  de  la  usura  , 
lia  legitimado  por  fin  la  eslension  del  interés  del  seis  ,  esta- 
blecido en  el  comercio ,  á  todos  los  demás  préstamos  cele- 
brados entre  particulares  ,  sean  ó  no  sean  estos  de  la  clase 
de  aquellos  que  se  dedican  al  comercio  ó  á  la  industria;  y 
así  vemos  todos  los  días  en  los  periódicos  anuncios  de  prés- 
taos que  se  piden  y  préstamos  que  se  ofrecen  por  todo 
«maje  de  personas  al  ínteres  del  seis  sobre  fincas,  alhajas  y 
papel  del  Estado ,  sin  que  haya  reclamación  de  parte  del 
gobierno  ni  de  la  policía  ni  de  la  justicia  ,  antes  por  el  con- 
trario considera  esta  última  obligatorios  estos  contratos 


cuando  tiene  que  entender  en  algún  incidente  ocurrido  so- 
bre ellos  (1). 

XVI.  De  esta  reseña  de  nuestras  leyes  sobre  la  usura  ó 
interés  del  dinero  resulta  : 

Io.  Que  en  nuestro  derecho  ,  así  como  en  el  canónico,  se 
tiene  por  usura  cualquier  interés  que  se  exija  del  dinero 
prestado ,  sea  corto  ó  escesivo ,  sea  legal  ó  extralegal ,  como 
es  de  ver  por  las  leyes  8  y  9,  tít.  5,  lib.  5  del  Fuero  Juzgo, 
y  por  la  leyó,  tít.  2,  lib.  k  del  Fuero  Real,  que  llaman 
usura  al  mismo  ínteres  que  aprueban,  por  la  ley  31,  tít.  11, 
Part.  8,  que  manda  espresamente  que  quien  recibió  pres- 
tados veinte  maravedís  no  devuelva  mas  de  los  veinte,  aun- 
que hubiese  prometido  dar  algo  mas ,  porque  esto  seria 
usura,  y  en  fin  por  el  contexto  de  las  demás  leyes  que  hemos 
recorrido ,  y  particularmente  de  la  ley  2  ,  tít.  22,  lib.  12 , 
Nov.  Rec,  en  que  se  dice  que  los  prestadores  no  puedan 
haber  mas  de  lo  que  dieron  y  prestaron,  calificando  de  usura 
el  esceso  ;  lo  cual  nos  vemos  en  la  necesidad  de  advertir 
para  desvanecer  el  error  de  algunos  nuevos  escritores  que 
sin  duda  por  no  haber  leído  las  leyes  sientan  que  en  el  sen- 
tido de  estas  no  es  usura  sino  el  interés  inmoderado  ó  su- 
perior ala  tasa  legal,  y  de  aquí  deducen  consecuencias  y 
doctrinas  falsas. 

2o.  Que  los  comerciantes,  fabricantes,  negociantes,  em- 
presarios y  demás  personas  que  emplean  sus  fondos  en  al- 
gún ramo  de  industria  pueden  prestarse  legalmente  unos  á 
otros  al  interés  anual  del  seis  por  ciento  ,  porque  de  parte 
del  prestador  se  supone  siempre  lucro  cesante ,  y  de  parte 
del  tomador  lucro  naciente. 

3o.  Que  las  mismas  personas  pueden  igualmente  hacer 
préstamos  con  el  mismo  interés  del  seis  á  labradores ,  cose- 
cheros y  á  otros  cualesquiera  que  se  los  pidan  para  atender 
á  sus  necesidades ,  por  la  razón  que  les  asiste  de  lucro  ce- 
sante. 

lí°.  Que  todas  las  personas  de  cualquiera  clase  y  condi- 
ción que  sean,  inclusas  las  viudas  y  los  pupilos  que  carez- 
can de  todo  medio  de  hacer  productivos  sus  capitales  ,  pue- 
den darlos  en  préstamo  á  mercaderes  y  hombres  de  negocios 
ó  de  industria,  al  ínteres  que  se  convengan  hasta  llegar  al 
seis  :  porque  si  bien  de  parte  de  aquellos  prestadores  no 
hay  título  de  lucro  cesante,  hay  de  parte  de  estos  tomadores 
lucro  naciente  ,  y  ademas  puede  haber  daño  emergente  en 
los  primeros ,  y  porque  si  los  hombres  dedicados  á  la  indus- 
tria ó  al  comercio  pueden  prestar  al  seis  á  todas  y  cuales- 
quiera personas,  como  hemos  visto,  justa  será  la  reciproci- 
dad de  que  todas  y  cualesquiera  personas  puedan  prestarles 
á  ellos  bajo  igual  premio. 

b°.  Qíie  todos,  en  fin,  todos  pueden  en  virtud  de  la  cos- 
tumbre que  ha  llegado  á  tener  fuerza  de  ley,  ó  á  lo  menos 
una  fuerza  que  en  vano  tratarían  de  combatir  los  tribunales, 
prestarse  mutuamente  unos  á  otros  al  dicho  interés  del  seis, 
ora  para  cualquiera  objeto  que  haya  de  contribuir  al  au- 
mento de  su  fortuna ,  ora  para  socorrerse  en  sus  apuros  y 
necesidades  (fuera  de  aquellos  casos  en  que  la  caridad  evan- 
gélica y  la  humanidad  nos  prescriben  prestar  graciosamente 

(1)  En  la  república  de  Méjico,  por  la  ley  de  50  de  diciembre 
de  1855  se  derogaron  las  leyes  prohibitivas  del  mutuo  usurario, 
no  comprendiendo  la  derogación  la  imposición  de  capitales  de  ca- 
pellanías y  obras  pias.  —  En  cuanto  á  la  república  de  Venezuela, 
en  la  nota  2  del  artículo  Infamia  dijimos  que  alli  la  usura  es  lí- 
cita, sin  ninguna  restricción,  por  el  <i>f.  2  de  la  ley  de  10  de  abril 
de  1854  ,  según  la  cual  las  partes  pueden  estipular  toda  la  suma 
de  interés  que  quieran  en  cualquier  género  de  contrato,  y  debe 
guardarse  estrictamente  su  voluntad.  —  En  la  república  de  Chi- 
le, aunque  existe  una  tasa  legal ,  no  por  eso  es  obligatoria  ;  la  ley 
de  14  de  setiembre  de  1852  concede  una  libertad  ilimitada  sobre 
este  particular  á  los  contrayentes.  Véase  también  lo  que  dijimos 
al  fin  del  artículo  Censo  consignaliyo. 
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y  aun  dar  á  nuestros  prójimos  que  se  hallan  en  la  indigen- 
cia) ,  porque  apenas  puede  concebirse  caso  en  que  el  pres- 
tador no  sufra  por  prestar  su  dinero  algún  daño  ó  perjuicio, 
ó  pierda  alguna  utilidad  ú  ocasión  de  tenerla ,  ó  ponga  en 
aventura  la  cantidad  de  cuyo  dominio  se  desprende ,  y  siem- 
pre por  lo  menos  se  priva  del  derecho  de  usar  de  su  pro- 
piedad cuando  le  convenga  ó  le  acomode  por  trasferirla  á 
otro ,  y  porque  el  ejemplo  de  los  Montes  de  piedad  que  to- 
man prestado  de  cualesquiera  personas  y  prestan  á  los  indi- 
gentes sobre  prenda  con  cierto  interés  que  cubra  sus  gastos 
y  aumente  su  capital ,  y  el  ejemplo  del  supremo  Gobierno 
que  abriendo  empréstitos  á  cada  paso  ofrece  un  interés  cre- 
cido á  toda  clase  de  subditos  y  estranjeros  que  le  presten , 
han  quitado  ya  enteramente  al  préstamo  á  interés  en  todos 
los  casos  y  respecto  de  todas  las  personas  aquella  nota  ó  ca- 
rácter de  malicia  intrínseca  y  de  criminalidad  que  le  habían 
puesto  las  antiguas  leyes. 

6o.  Que  habiendo  caducado  ya  las  penas  de  infamia,  de 
pérdida  del  capital  y  otro  tanto  por  la  primera  vez,  de  la 
mitad  de  los  bienes  por  la  segunda  y  de  todos  por  la  tercera, 
prescritas  en  las  leyes  mas  arriba  citadas  contra  los  usure- 
ros, porque  no  se  prescribieron  sino  en  el  concepto  de  que 
el  dar  dinero  á  logro  ó  interés ,  cualquiera  que  este  fuese , 
era  gran  pecado ,  vedado  así  en  la  ley  de  Natura  como  de 
Escritura  y  de  Gracia,  y  causador  de  daños  y  tribulaciones  á 
las  tierras  do  se  usaba ,  no  se  pueden  ya  imponer  en  el  día 
por  los  tribunales  ni  aun  á  los  que  en  sus  préstamos  exigen 
un  interés  mayor  que  el  tasado  por  la  ley,  pues  que  no  se 
lanzaron  contra  el  esceso  del  interés  sino  contra  el  interés 
mismo  que  se  creia  entonces  criminal  en  su  fondo.  Así  es 
que  en  caso  de  esceso  y  de  querella  de  parte ,  no  se  suele 
hacer  otra  cosa  por  la  primera  vez ,  que  condenar  al  logrero 
en  la  restitución  del  esceso  y  pago  de  costas;  por  la  segunda 
parece  muy  natural  la  pena  de  perder  todos  los  intereses 
establecida  en  el  Fuero  Juzgo  ;  y  por  tercera  es  muy  con- 
forme la  pena  de  pérdida  de  los  intereses  y  otro  tanto  pres- 
crita en  el  Fuero  Real  ;  pero  nunca  la  de  perder  el  capital, 
pues  que  ni  las  mismas  Partidas  la  imponían. 

XVII.  Aunque  en  el  lenguaje  legal  se  ha  llamado  usurero 
ó  logrero  al  que  presta  sus  capitales  á  un  interés  cualquiera, 
como  hemos  visto  mas  arriba,  casi  no  se  da  ya  este  nombre 
en  el  lenguaje  común  sino  á  los  que  prestan  con  réditos 
enormes  á  plazos  muy  cortos  à  los  vecinos  pobres  ,  á  los 
artesanos  en  sus  apuros  y  á  los  que  necesitan  algún  adelanto 
para  ejercer  su  pequeña  industria.  Hay  logreros  de  estos  en 
Madrid  que  prestan  al  uno  por  veinte  al  mes,  que  es  lo 
mismo  que  al  sesenta  por  ciento  al  año  ;  y  hay  otros  que 
prestan  al  uno  por  veinte  á  la  semana  ó  al  dia,  que  equivale 
al  cabo  del  año  al  doscientos  sesenta  en  el  primer  caso  y  al 
mil  ochocientos  en  el  segundo  !  Una  usura  tan  escandalosa 
se  pretende  cubrir  con  el  riesgo  que  corre  el  capital  por  la 
insolvencia  frecuente  de  los  tomadores  ó  mutuatarios  y  con 
el  envilecimiento  que  lleva  consigo  este  modo  de  hacer  va- 
ler su  dinero  ;  pues  por  este  envilecimiento  y  aquel  riesgo  se 
retiran  necesariamente  de  semejante  género  de  comercio 
muchos  capitalistas  cuya  sola  concurrencia  podria  disminuir 
el  interés ,  y  solo  quedan  los  que  se  determinan  á  pasar  por 
esta  vergüenza  mediante  una  ganancia  exorbitante.  Los 
pequeños  tenderos  y  los  regatones  que  toman  prestado  á 
estos  plazos ,  están  muy  distantes  de  quejarse  de  los  presta- 
dores ,  de  quienes  necesitan  á  cada  momento ,  y  que  en  rea- 
lidad los  ponen  en  estado  de  ganarse  la  vida.  Un  verdulero 
ambulante ,  por  ejemplo ,  toma  prestados  veinte  reales  por 
dia ,  compra  con  ellos  en  alguna  huerta  un  gran  cesto  de 
verduras  y  legumbres,  las  vende  por  las  calles  y  saca  de 
ellas  veinte  y  seis ,  veinte  y  ocho  ó  treinta  reales  ;  vuelve 
por  la  noche  al  prestamista ,  le  presenta  los  veinte  reales 
del  capital  y  uno  mas  á  título  de  interés,  y  él  se  queda,  el 


resto  de  la  ganancia  con  que  se  sostiene  á  sí  mismo  y  á  su 
familia  ;  recoge  otra  vez  en  seguida  el  duro  prestado,  y  re- 
pite al  otro  dia  y  al  otro  las  mismas  operaciones.  Persiga  la 
policía  á  estos  logreros ,  á  estos  especuladores  sobre  las  ne- 
cesidades del  prójimo ,  castigúelos  luego  la  justicia  con  las 
penas  de  los  ladrones ,  como  algunos  escritores  quisieran; 
y  veréis  hundirse  al  mismo  tiempo  algunas  familias ,  cer- 
rarse varias  casas ,  y  desaparecer  del  teatro  de  la  industria 
los  agentes  de  un  tráfico  indispensable  que  no  pueden  vivir1 
ni  prosperar  sino  con  ellos.  Esterminad  á  los  usureros  ,  y 
veréis  que  sus  víctimas  cuya  suerte  lamentais ,  cuya  causa 
defendéis  y  á  quienes  quisierais  arrancar  de  las  garras  de 
su  codicia  ,  caen  por  vuestra  mal  entendida  filantropía  en 
los  brazos  del  hambre  y  de  la  muerte.  Ellos  venden  por 
cierto  á  muy  subido  precio  sus  socorros  ;  pero  mientras  vos- 
otros no  los  deis  ó  vendais  á  precio  mas  bajo ,  los  meneste- 
rosos los  buscarán  donde  y  como  puedan  ,  y  al  mismo  tiem- 
po que  besarán  reconocidos  la  mano  que  de  cualquier  modo 
se  los  procure ,  detestarán  vuestra  estéril  compasión  y  os 
mirarán  como  á  enemigos ,  como  á  perseguidores  de  los  que 
les  favorecen.  El  medio  de  estinguir  las  usuras  enormes,  no 
es  seguramente  el  de  considerarlas  como  hurtos,  porque 
cuanto  mayor  sea  la  infamia  con  que  las  cubráis ,  tanto  mas 
habrán  de  crecer,  tanto  mas  tendrá  de  que  recompensarse 
el  infamado  prestamista ,  tanto  menor  será  la  concurrencia 
de  los  que  quieran  arrostrar  el  peligro  de  estos  préstamos  ; 
de  suerte  que  cuando  penséis  que  alargáis  una  mano  conso- 
ladora al  necesitado ,  no  haréis  mas  que  imposibilitarle  el 
modo  de  salir  de  su  miseria.  Ademas  ,  el  interés  ,  aunque 
sea  muy  elevado  ,  nunca  puede  con  verdad  asimilarse  al 
hurto  ,  pues  que  se  estipula  en  un  contrato  libre  y  espontá- 
neo entre  las  partes  ;  ni  aun  los  judíos  le  dieron  jamas  se- 
mejante calificación ,  porque  como  dice  la  regla  145,  tít.  17, 
lib.  SO  del  Digesto ,  nemo  videtur  fraudare  eos  qui  sciunt  et 
consentiunt  :  si  yo  tomo  prestado  de  Pedro  al  cuarenta  por 
ciento,  es  porque  aun  bajo  esta  condición  me  conviene  lo- 
marlo ,  y  porque  ni  tú  ni  otro  queréis  prestarme  al  diez  ni 
al  veinte  ni  al  treinta. 

No  se  crea  por  esto  que  nos  constituimos  defensores  de 
tales  usureros  :  nos  repugna  tan  monstruosa  codicia  ;  pero 
vemos  que  en  una  población  como  Madrid  hay  muchos  in- 
felices que  no  tienen  otro  recurso  que  acudir  á  ellos  para 
salvar  su  vida ,  para  cubrir  su  honor,  para  ponerse  en  es- 
tado de  adquirir  medios  de  subsistencia  ;  vemos  que  el  Monte 
no  ejerce  su  piedad  sino  con  los  que  le  presentan  alguna 
prenda  de  mas  valor  que  el  socorro  que  les  da  ;  vemos  que 
aun  muchos  que  pudieran  presentarla ,  prefieren  por  razo- 
nes que  ellos  se  sabrán,  recurrir  mas  bien  á  los  usureros 
que  al  Monte  ;  y  de  todo  deducimos ,  que  si  la  existencia  de 
los  usureros  es  un  mal ,  en  el  presente  estado  de  cosas  es  un 
mal  necesario  ,  un  mal  que  produce  un  bien  mayor  ;  dedu- 
cimos que  las  penas  que  se  lanzasen  contra  ellos ,  serian  una 
sobrecarga  que  habrían  de  pagar  siempre  los  tomadores  ; 
deducimos  por  fin ,  que  si  la  prohibición ,  la  infamia  y  las 
demás  penas  retiran  los  capitales  y  aumentan  la  usura ,  la 
libertad  por  el  contrario  del  comercio  del  dinero ,  la  liber- 
tad de  venderlo  ó  alquilarlo  al  precio  que  cada  uno  pudiere, 
do  darlo  á  usura  ó  sin  ella  ,  traeria  á  la  circulación  muchos 
fondos  que  se  hallan  muertos  y  por  razón  de  la  concurrencia 
produciría  necesariamente  el  efecto  de  hacer  bajar  en  todas 
partes  el  precio  del  interés. 

XVIII.  Si  nos  atenemos  al  orden  natural  de  las  cosas ,  el 
dinero  debe  mirarse  en  realidad  ,  según  dice  Turgot,  como 
una  mercancía  que  el  propietario  tiene  derecho  de  vender  ó 
alquilar  libremente  por  razón  de  su  dominio;  y  así  la  ley  no 
debería  fijar  la  tasa  del  interés ,  la  cual  habría  de  determi- 
narse del  mismo  modo  que  el  precio  de  todas  las  cosas  co- 
merciables ,  por  la  libre  convención  de  los  contrayentes  y 
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por  la  relación  que  haya  entre  las  ofertas  y  las  demandas. 
Si  no  hay  mercancía  en  que  el  gobierno  mas  ilustrado  pueda 
pesar  todas  las  circunstancias  que  deben  influir  en  la  fija- 
ción del  precio ,  y  establecer  uno  que  no  sea  desventajoso 
al  vendedor  ó  al  comprador,  es  todavía  mucho  mas  difícil  fijar 
la  tasa  del  dinero,  por  cuanto  depende  de  circunstancias  y 
consideraciones  mas  delicadas  y  variables ,  cuales  son  la  del 
tiempo  en  que  se  hace  el  préstamo  ,  la  de  la  época  en  que 
se  haya  estipulado  el  reembolso ,  y  sobre  todo  la  del  riesgo 
ó  de  la  opinion  del  riesgo  que  el  capital  ha  de  correr.  Esta 
opinion  varía  á  cada  momento ,  pues  una  alarma  repentina, 
algunas  quiebras  y  las  voces  de  guerra  pueden  causar  una 
inquietud  general  que  produzca  de  golpe  una  subida  en  to- 
das las  negociaciones  pecuniarias.  La  opinion  y  la  realidad 
del  riesgo  varían  aun  mas  de  un  hombre  ó  otro,  y  se  au- 
mentan ó  disminuyen  de  mil  maneras.  Una  mercancía  tiene 
el  mismo  precio  para  todos ,  porque  todos  la  pagan  con  la 
misma  cantidad  de  moneda  ;  pero  en  el  préstamo  no  tiene 
el  dinero  el  mismo  precio  ni  para  todos  los  hombres  ni  en 
todos  los  tiempos ,  porque  en  el  préstamo  no  se  paga  el  di- 
nero sino  con  una  promesa  ;  y  aunque  el  dinero  de  todos  los 
compradores  sea  igual ,  no  lo  son  las  promesas  de  todos  los 
que  toman  prestado.  El  fijar  pues  por  una  ley  la  tasa  del  in- 
terés es  privar  del  recurso  del  préstamo  á  todos  los  que  no 
pueden  ofrecer  una  seguridad  proporcionada  á  la  cortedad 
del  interés  fijado  por  la  ley,  y  es  por  consiguiente  impedir 
una  multitud  de  empresas  de  comercio  y  de  industria  que 
no  pueden  hacerse  sin  riesgo  del  capital.  Concluyamos  por 
lo  tanto  sentando  el  principio  de  que  no  siendo  el  interés 
mas  que  el  precio  del  uso  del  dinero,  debe  abandonarse 
al  curso  de  los  acontecimientos  y  á  las  convenciones  parti- 
culares (1). 

(1)  Prescindiendo  de  lo  que  dice  Escriche  del  verdulero  ambu- 
lante de  Madrid  y  otras  personas  semejantes  que  con  pequeñas 
cantidades  hacen  el  comercio  que  dice  y  ganan  así  una  subsisten- 
cia precaria  con  que  se  sostienen  á  sí  mismos  y  á  sus  familias , 
esa  regla  que  aquí  sienta  no  tiene  otro  resultado  que  la  necesaria 
ruina  del  que  toma  el  dinero,  pues  si  no  guarda  proporción  el  in- 
terés con  la  cantidad  que  ha  de  producirlo  y  con  el  tiempo  de  su 
goce,  escederá  en  breve  de  las  posibilidades  del  deudor.  Así 
pues,  se  sabe  que  en  Méjico  hay  quienes  acostumbran  dar  su  di- 
nero con  interés  de  tres  y  cuatro  por  ciento  mensual ,  no  faltando 
quienes  exijan  cantidad  mayor  :  ese  premio  no  espauta  al  hombre 
angustiado  ó  codicioso ,  que  no  calcula  todo  su  peso ,  y  con  espe- 
ranza de  lucrar  mas  en  tal  giro,  solo  trata  de  recibir  creyendo  fá- 
cil el  pagar,  pareciéndole  muy  suave  compromiso  el  de  recibir, 
por  ejemplo,  mil  pesos  con  el  plazo  de  dos  años,  pagando  durante 
olios  cuatro  por  ciento  cada  raes.  Yo  pregunto ,  ¿  qué  giro  ó  nego- 
ciación se  conoce  tan  feliz  que  de  un  modo  indefectible  y  del  todo 
seguro  duplique  su  fondo  en  dos  años,  ademas  de  cubrir  todos  sus 
gastos?  Ninguno  en  verdad  :  pues  hé  aquí  que  el  compromiso  del 
que  recibe  el  dinero  equivale  á  tanto  como  duplicar  el  capital  ademas 
de  sacar  los  gastos  de  la  negociación,  según  que  á  los  dos  años  re- 
sulta que  ha  dado  casi  íntegros  los  mil  pesos  bajo  el  nombre  de 
interés,  ha  hecho  los  gastos  y  debe  los  mil  pesos  bajo  el  título  de 
capital.  Y  si  ha  tenido  la  felicidad,  que  no  es  fácil,  de  doblar  su 
capital,  ¿  qué  fruto  ha  sacado  ?  Ha  trabajado  única  y  solamente  pa- 
ra el  prestamista,  y  ni  aun  ha  salido ,  como  suele  decirse ,  á  ma- 
so, puesto  que  ha  perdido  el  considerable  tiempo  de  dos  años.  Y 
si  el  tiempo  hubiera  sido  mayor,  ¿  qué  suerte  hubiera  corrido  ? 

Esa  regla  con  que  concluye  Escriche,  en  su  generalidad  es  fal- 
sa, y  solo  puede  tener  lugar  en  los  casos  en  que  so  trata  de  graduar 
el  lucro  cesante,  el  daño  emergente,  ó  el  peligro  que  se  corre  de 
perder  el  capital.  Pero  estas  calificaciones  no  han  de  ser  arbitra- 
rias, ni  hechas  solo  con  el  objeto  de  abrir  la  puerta  á  cualquier 
interés  coloreándolo  con  estos  títulos.  —  Podría  utilizarse  el 
dinero,  celebrando  cualquiera  especie  de  contrato  que  no  sea  prés- 
tamo, pueshay  muchos  con  que  siempre  se  han  promovido,  y  hoysc 


XIX.  ¿  Qué  diremos  por  fin  de  aquellos  hombres  infames 
que  hacen  oficio  de  suministrar  con  grandes  intereses  á  los 
hijos  de  familia  de  una  conducta  desarreglada  los  medios  de 
satisfacer  su  libertinaje  y  ocurrir  á  sus  locos  y  superfluos 
gastos  ?  Estos  hombres  son  verdaderamente  nocivos  á  la  so- 
ciedad ;  pero  su,delito  no  consiste  precisamente  en  prestar  á 
interés,  ni  aun  en  prestar  á  un  interés  crecido  ,  sino  en  fa- 
cilitar y  fomentar  por  un  vil  interés  los  desórdenes  de  los 
jóvenes ,  y  poner  á  estos  en  la  alternativa  de  arruinarse  ó  de 
deshonrarse.  Mas  estos  préstamos  son  absolutamente  nulos, 
y  no  pueden  los  usureros  pedir  los  intereses  ni  aun  el  capi- 
tal á  los  hijos  de  familia ,  ni  á  sus  fiadores ,  ni  á  sus  padres, 
según  se  halla  dispuesto  en  la  ley  h ,  tít.  1,  Part.  5,  y  en  la 
ley  17,  tít.  i,  lib.  10,  Nov.  Rec.  Véase  Préstamo. 

Causas  por  las  cuales  se  estinguen  à  dejan  de  correr 
los  intereses. 

XX.  Aunque  los  intereses  cesan  ó  se  estinguen  por  las 
mismas  causas  que  las  demás  deudas  ú  obligaciones  ,  hay 
sin  embargo  que  hacer  sobre  ellos  las  observaciones  si- 
guientes : 

Io.  Siempre  que  un  acreedor  á  quien  se  debia  un  capital 
que  producía  intereses,  hubiere  dado  á  su  deudor  docu- 
mento de  recibo  puro  y  simple  por  la  totalidad  del  capital 
de  la  deuda  ,  sin  reservarse  de  modo  alguno  la  reclamación 
de  los  intereses  ó  réditos  ,  se  entiende  haberlos  recibido  ó 
condonado  y  no  puede  ya  pedirlos.  Así  en  efecto  lo  pres- 
cribe espresamente  el  código  de  comercio  en  su  artículo  403 
tomado  del  1908  del  código  civil  de  Francia  ;  y  así  parece 
debe  decidirse  en  general  con  respecto  á  todas  las  deudas 
en  que  haya  interés ,  aunque  no  sean  mercantiles.  Fúndase 
esta  presunción  en  que  como  los  intereses  no  son  mas  que 
productos  del  capital ,  debe  el  deudor  naturalmente  satis- 
facer estos  productos  antes  de  restituir  el  capital  ;  pues  de 
otra  manera  no  dejaría  de  imputar  sobre  el  capital  todos 
los  pagos  que  hiciese ,  á  fin  de  estinguir  una  deuda  que  lleva 
intereses  y  reemplazarla  por  otra  que  no  los  lleva.  Así  es 
que  cuando  ni  el  deudor  ni  el  acreedor  declaran  su  volun- 
tad al  tiempo  del  pago ,  so  imputa  ó  aplica  este  primera- 
mente à  los  intereses  y  después  al  capital,  como  asienta 
Gregorio  López  en  la  glosa  6a.  de  la  ley  10,  tít.  Oí,  Part.  S, 
con  arreglo  á  lo  espresamente  dispuesto  en  la  ley  S ,  tít.  3, 
lib.  46  del  Digesto,  y  en  la  ley  1,  tít.  45,  lib.  8  del  Código, 
que  dice:  Si  neuter  volunlatem  suam  expressit,  prius  in 
usuras  id  quod  solvilur,  deinde  in  sorlem  accepto  ferclur. 
Sin  embargo  ,  la  presunción  de  que  el  documento  de  recibo 
puro  y  simple  del  capital  supone  el  pago  ó  condonación  de 
los  intereses,  no  puede  ser  del  número  de  aquellas  que  es- 
cluyen  toda  prueba  contraria  ;  y  así  habrá  de  ceder  á  la  evi- 
dencia de  la  prueba  que  hiciere  el  acreedor  de  que  ni  los 
habia  recibido  ni  condonado,  lo  que  podria  resultar  de  la 
confesión  del  mismo  deudor,  del  juramento  que  el  acreedor 
le  defiriese ,  ó  de  un  papel ,  carta  ú  otro  instrumento  en  que 

pueden  promover  las  artes ,  agricultura  y  comercio.  El  depósito 
irregular  al  cinco  por  ciento  de  que  ya  hablamos  en  su  respectivo 
artículo,  ha  sido  para  Méjico  una  fuente  perenne  de  beneficio  pú- 
blico que  cegó  en  parte  la  consolidación,  y  lia  acabado  de  des- 
truir el  uso  de  las  nuevas  teorías,  y  el  esceso  del  interés  que  á 
tantas  familias  ha  arruinado.  Véase  el  citado  Opúsculo  primero 
de  Zech,  controversia  5,  cap.  2,  Polcst  pecunia  per  varios  con- 
tractas coüoca'ri  ad  lucrum.  Allí  en  la  Sección  i.  De  honéstale  et 
utililatc  contractuum  per  quos pecunia  coUocalur  ad  lucrum,  se 
examina  la  licitud  de  algunos  en  los  siguientes  tratados:  De  cam- 
bio ;  De  Societate  ;  De  conlractu  assecurationis  ;  De  contractu  lu- 
cri  minoris  cerli  pro  majore  incerto;  De  contractu  trino;  De 
conlractu.  censuali. 
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el  deudor  reconociese  que  todavía  debe  los  intereses  y  que 
por  razón  de  tal  ó  tal  circunstancia  pidió  y  el  acreedor  le  dio 
el  recibo  del  capital  sin  hacer  la  reserva  de  aquellos. 

2o.  Cuando  el  deudor  de  un  capital  que  produce  intere- 
ses, se  encuentra  acreedor  de  la  persona  á  quien  lo  debe, 
por  una  suma  que  no  los  produce,  y  hay  lugar  á  compen- 
sación entre  las  partes,  debe  cesar  el  curso  de  los  intereses 
que  produce  el  capital  hasta  la  concurrente  cantidad  con  que 
este  queda  compensado  :  de  manera  que  como  los  intereses 
han  de  ser  satisfechos  antes  que  el  capital ,  según  lo  dicho 
mas  arriba ,  debe  la  persona  que  los  percibe  reunir  el  capi- 
tal y  los  intereses  formando  con  estos  y  aquel  una  suma ,  y 
compensar  el  todo  hasta  la  cantidad  concurrente  del  capital 
de  que  ella  misma  es  deudora  ;  y  si  despues  de  esta  com- 
pensación quedare  algo  del  capital  que  producía  intereses , 
continuará  produciéndolos  en  proporción  de  la  cantidad  de 
que  se  componga.  Yo  te  debo,  por  ejemplo,  1000  pesos  por 
un  préstamo  que  me  hiciste  al  interés  del  seis  por  ciento  en 
el  dia  Io.  de  noviembre  del  año  próximo  pasado,  y  hoy  i°.  de 
noviembre  del  año  actual  tienes  tú  que  darme  600  por  un 
legado  que  me  ha  dejado  tu  padre  :  como  en  este  caso  pro- 
cede de  derecho  la  compensación,  reunes  para  hacerla  los 
60  pesos  que  importan  los  intereses  del  año  que  no  te  he  pa- 
gado con  los  1000  del  capital  del  préstamo,  y  compensas  la 
suma  total  de  1060  hasta  la  concurrente  cantidad  de  los  600 
del  legado,  de  suerte  que  desde  hoy  en  adelante  cesarán  los 
intereses  de  los  600  pesos  que  se  deducen  de  tu  capital,  y 
solo  correrán  los  correspondientes  á  los  Ü60  pesos  á  que 
aquel  queda  reducido. 

3o.  Cuando  el  acreedor  ó  deudor  de  un  capital  que  pro- 
duce intereses,  llega  á  ser  heredero  de  su  deudor  ó  acree- 
dor, se  estingue  de  derecho  la  deuda  en  cuanto  á  los  intere- 
ses y  al  capital  por  razón  de  la  confusion  de  las  dos  calidades 
de  acreedor  y  deudor  en  una  persona ,  no  pudiendo  nadie 
ser  á  un  mismo  tiempo  deudor  y  acreeder  de  sí  mismo  :  mas 
si  este  acreedor  ó  deudor  no  es  único  heredero  del  difunto, 
no  tiene  lugar  la  confusion  sino  por  la  parte  de  que  él  es  he- 
redero ;  y  podrá  por  lo  tanto  repetir  ó  estará  obligado  á  pa- 
gar el  esceso  de  la  deuda  relativamente  á  la  parte  que  sus 
coherederos  tuvieren  en  la  sucesión. 

Otra  cosa  será  si  el  acreedor  ó  deudor  heredero  del  di- 
funto no  acepta  la  sucesión  sino  con  beneficio  de  inventario; 
pues  como  entonces  se  impide  por  este  medio  toda  confu- 
sion de  los  bienes  del  heredero  con  los  de  la  herencia,  puede 
el  heredero  en  la  cuenta  que  diere  á  los  acreedores  del  di- 
funto poner  su  crédito  con  los  intereses  que  se  le  deban  ;  ó 
siendo  deudor  de  la  sucesión  tiene  que  poner  en  esta  misma 
cuenta  as!  su  deuda  como  los  intereses  que  él  debiere ,  salvo 
las  compensaciones  competentes  que  hayan  de  hacerse  al  fin 
de  la  cuenta  de  lo  activo  y  pasivo  de  la  sucesión  ,  y  sin  per- 
juicio del  pago  del  alcance  que  resultare. 

h°.  Sucede  alguna  vez  que  eí  deudor  de  una  cantidad  que 
produce  intereses  no  es  arbitro  de  pagar  á  su  acreedor  lo 
que  le  debe ,  sea  porque  se  ha  embargado  en  su  poder  el 
crédito  del  acreedor,  sea  porque  el  acreedor  rehusa  reci- 
birlo ó  no  se  halla  en  estado  de  facilitar  al  deudor  el  conve- 
niente descargo.  En  todos  estos  casos,  el  deudor  que  quiere 
exonerarse  y  estinguir  los  intereses  que  corren  contra  él, 
tiene  que  hacer  la  oferta  real  de  todo  lo  que  debe  así  por  el 
capital  como  por  intereses  y  gastos ,  y  consignar  su  importe 
á  presencia  del  acreedor  ó  de  quien  le  represente  ó  con  su 
citación  hecha  en  debida  forma.  Véase  Consignación. 

b°.  Cuando  un  deudor  de  muchas  cantidades,  de  las  cuales 
solo  algunas  producen  intereses ,  pasa  cuentas  con  su  acree- 
dor á  consecuencia  de  diversos  pagoá  que  le  ha  hecho  ,  y 
este  acreedor  se  contenta  con  una  nueva  obligación  que  el 
deudor  le  hace  de  pagarle  el  resto  ,  sin  reserva  alguna  de 
las  antiguas  deudas  y  de  los  intereses  que  producían,  resulta 


una  novación  cuyo  efecto  es  estinguir  las  deudas  antiguas 
por  medio  de  la  nueva  que  ha  contraído  el  deudor ,  quien 
por  consiguiente  no  debe  ya  sino  un  capital  que  no  produce 
intereses.  Véase  Novación. 

INTERÉS  legal  é  ínteres  convencional.  ínteres  legal 
es  el  fijado  por  la  ley;  y  convencional  el  que  se  designa 
por  los  contrayentes.  El  interés  convencional  no  puede  ser 
mayor  que  el  iegal.  Véase  el  artículo  que  antecede,  espe- 
cialmente en  los  ns.  III  y  XVI. 

INTERÉS  compuesto.  El  interés  de  los  intereses  ;  esto 
es ,  el  ínteres  ó  rédito  que  se  exige  de  los  intereses  deven- 
gados y  no  pagados,  considerándolos  añadidos  al  capital 
desde  el  dia  en  que  debió  hacerse  el  pago  de  ellos. 

Según  el  derecho  romano,  está  severamente  prohibido 
el  interés  de  los  intereses ,  ó  sea  el  anatocismo  como  suele 
llamarse  ;  y  así  no  es  lícito  acumular  al  capital  los  intereses 
del  tiempo  pasado  ni  los  del  futuro,  y  estipular  por  ellos 
nuevo  rédito  ó  pena  convencional;  leycs9y  29,  tít.  1,  lib.%% 
ley  27,  til.  1,  lib.  42  del  Digeslo;  ley  28,  lit.  52,  lib.  h  del 
Código.  Pero  no  comete  anatocismo:  —  Io.  el  que  recogiendo 
los  intereses  del  deudor,  los  presta  como  capital  con  interés 
á  un  tercero;  —  2o.  el  que  exige  de  su  tutor,  mandatario, 
procurador,  gestor  de  negocios  ó  administrador  interés  de 
los  intereses  que  cualquiera  de  ellos  ha  cobrado  de  otros  y 
empieado  en  sus  propios  usos;  —  5o.  el  que  habiendo  pagado 
los  intereses  que  otro  debia ,  para  evitarle  la  venta  que  el 
acreedor  intentaba  de  su  prenda,  le  pide  interés  del  dinero 
invertido  en  dicho  pago  ;  ley  7 ,  §  12  ,  ley  88  ,  §  1 ,  lit.  7 , 
lib.  26  ;  ley  10 ,  §  3  ,  ley  12,  §  9  y  10,  lit.  1,  lib.  17  ;  ley  37, 
tít.  i ,  lib.  22  del  Digeslo. 

Si  entre  los  Romanos  que  permitían  la  usura ,  estaba 
prohibida  la  usura  de  las  usuras,  ó  sea  el  interés  de  los 
intereses ,  ¡  con  qué  horror  no  habrá  sido  mirada  entre  nos- 
otros que  fuera  de  ciertos  casos  hemos  condenado  hasta  la 
usura  simple  !  Sin  embargo,  si  fuera  posible  hallar  en  las 
leyes  aquella  consecuencia  y  armonía  que  no  se  han  encon- 
trado jamas  en  la  conducta  de  ningún  hombre  ,  y  que  quizá 
no  pertenecen  al  patrimonio  de  la  naturaleza  humana ,  no  se 
habría  negado  nunca  el  ínteres  compuesto.  Sin  duda  han 
sido  muy  loables  los  motivos  que  han  sugerido  la  idea  de  esta 
denegación  ;  pero  las  consecuencias  de  esta  medida  han  sido 
muy  perniciosas.  El  prestamista  tiene  derecho  á  cobrar  al 
vencimiento  del  plazo  los  intereses  del  capital  que  ha  pres- 
tado. 

Si  los  cobra,  puede  prestarlos  como  capital  á  un  tercero, 
y  sacar  de  ellos  el  ínteres  correspondiente;  y  aun  puede 
también  prestarlos  como  nuevo  capital  con  interés  al  mismo 
de  quien  los  ha  cobrado;  porque  si  puede  hacerle  un  nuevo 
préstamo  ,  nada  importa  que  este  consista  en  el  dinero  de 
los  intereses  percibidos  ,  ó  en  otro  dinero  diferente  que  el 
acreedor  tenia  de  antemano  en  su  poder,  pues  que  los  dine- 
ros todos  son  iguales.  Ahora  bien  ,  si  puede  el  prestamista 
cobrar  de  su  deudor  el  importe  de  los  intereses ,  y  sacar 
de  él  efectivamente  un  interés  compuesto  prestándoselo  de 
nuevo ,  j  qué  razón  hay  para  prohibirle  el  hacer  con  su 
deudor  la  convención  de  que  este  ,  en  lugar  de  pagarle  los 
intereses  cuando  llegue  el  plazo  ,  se  los  guarde  si  quiere , 
y  los  convierta  en  un  nuevo  capital  acumulándolos  al  anti- 
guo ,  con  la  condición  de  satisfacerle  el  ínteres  proporcio- 
nado á  la  suma  total  de  ambos  capitales?  ¿No  está  por  otra 
parte  autorizada  por  la  ley  la  tradición  llamada  de  breve 
mano,  por  la  cual  se  finge  ó  supone  en  cualquiera  contrato 
que  entregamos  á  la  persona  con  quien  lo  celebramos,  cierta 
cosa  que  ya  posee  por  otra  causa?  ¿cuál  es  la  diferencia 
positiva  que  se  encuentra  en  el  presente  caso  entre  la  entrega 
real  y  la  entrega  ficticia ,  pues  que  de  todos  modos  el  deudor 
adquiere  ó  conserva  por  la  voluntad  de  su  acreedor  una 
cantidad  de  que  solo  este  puede  disponer  ? 
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Mas  si  el  prestamista  no  cobra  en  el  plazo  convenido  los 
intereses  del  capital  prestado ,  esperimenta  un  perjuicio  por 
la  privación  de  un  dinero  que  se  le  retiene  contra  su  volun- 
tad i  mientras  que  el  deudor,  que  nada  pierde  por  pagar 
en  cumplimiento  del  empeño  que  contrajo ,  gana  por  el  con- 
trario alguna  cosa  por  faltar  á  su  obligación.  No  permitién- 
dose pues  al  primero  estipular  con  el  segundo  algún  interés 
por  la  suma  de  los  intereses  vencidos  y  no  cobrados ,  la 
causa  del  hombre  que  quiere  hacer  una  ganancia  se  encuen- 
tra de  este  modo  preferida  á  la  causa  del  que  tiene  por  objeto 
evitar  una  pérdida ,  contra  la  sabia  y  saludable  máxima  : 
Favelar  magis  ei  qui  agit  de  damno  vitando  ,  quàm  qui 
de  lucro  captando  cerlal.  Se  dirá,  que  puede  el  acreedor 
apremiar  judicialmente  á  su  deudor  al  pago  de  los  intereses; 
pero  si  el  deudor  se  halla  en  la  imposibilidad  de  satisfacerlos 
cuando  vence  el  plazo,  ¿será  por  ventura  mas  humano  y 
mas  ventajoso  para  él  que  el  acreedor  le  persiga  y  le  arruine 
ó  le  haga  cuando  menos  gastar  diez  veces  mas  de  lo  que 
importaría  el  interés  compuesto  ,  que  no  él  que  se  contente 
con  un  resarcimiento  por  el  daño  ó  pérdida  que  le  ocasiona 
su  falta  de  puntualidad  ? 

Por  eso  el  código  francés  establece  en  su  artículo  1154 
que  los  intereses  caídos  de  los  capitales  pueden  producir 
intereses,  ora  en  virtud  de  una  demanda  judicial,  ora  en 
virtud  de  una  convención  especial  entre  las  partes,  bien  que 
exige  la  circunstancia  de  que  en  la  demanda  ó  en  la  con- 
vención se  trate  d6  intereses  que  se  deban  á  lo  menos  por 
un  año  entero. 

Según  nuestro  código  de  comercio  en  su  artículo  401  , 
«  no  se  debe  rédito  de  réditos  devengados  en  los  préstamos 
mercantiles ,  ni  en  otra  especie  de  deuda  comercial ,  mien- 
tras que  hecha  liquidación  de  estos  no  se  incluyen  en  un 
nuevo  contrato ,  como  aumento  de  capital  ;  ó  que  bien  de 
común  acuerdo  ,  ó  bien  por  una  declaración  judicial ,  se  fija 
el  saldo  de  cuentas,  incluyendo  en  él  los  réditos  devengados 
hasta  entonces  ;  lo  cual  no  podrá  tener  lugar  sino  cuando 
las  obligaciones  de  qué  procedan  estén  vencidas ,  y  sean 
exigibles  de  contado.  »  Y  según  el  art.  402,  «  despues  de 
intentada  la  demanda  judicial  contra  el  deudor  por  el  capital 
y  réditos ,  no  puede  hacerse  acumulación  de  los  que  se  vayan 
devengando  para  formar  un  aumento  de  capital  que  pro- 
duzca réditos.  » 

Tenemos  pues  autorizado  ya  entre  nosotros  el  anatocismo , 
ó  sea  el  interés  de  los  intereses  ,  en  los  préstamos  y  demás 
especies  de  deudas  comerciales  ;  y  habiendo  la  misma  razón 
en  los  préstamos  y  demás  obligaciones  civiles ,  podemos 
considerarle  lícito  en  todas  ellas  ,  de  modo  que  podrán  con- 
venirse el  acreedor  y  el  deudor  en  aumentar  el  capital  con 
los  intereses  devengados  y  hacerlos  productivos ,  en  la  forma 
establecida  por  el  código  de  comercio  (I). 

INTERESES  Á  proporción.  Cuenta  usada  en  la  conta- 
duría mayor,  que  se  reduce  á  tener  separada  la  razón  del 
capital  debido  y  la  de  los  intereses  que  va  produciendo,  y 
al  tiempo  de  hacerse  algún  pagamento  à  cuenta  se  divide 
este  en  dos  partes ,  de  suerte  que  sean  proporcionales  á  la 
cantidad  del  débito  y  á  la  suma  de  los  intereses  devengados, 
y  se  aplican  en  parte  de  estincion  de  uno  y  otro  ;  como  por 
ejemplo  si  el  débito  fuese  veinte ,  y  los  intereses  adeudados 
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(l)  Véase  Usura  ,  y  ténganse  presentes  estas  reglas  5  y  6,  de 
la  obra  de  teología  de  Nat.  Alex.,  toni.  3,  De  peccalis ,  cap.  7, 
art.  3,  prop.  3.  Soíít  debitoris  mora  non  est  legilimus  lilulus, 
id'aUquid  ultra  sorlem  exigalur,  nisi  damnum  acccplum,  aut 
hicrum  inlerceplutn  concurrant.  —  Omnis  pœna  conventione 
parliam  mutuo  adjecla ,  usuraria  censenda  est,  nisi  debilis 
condilionibus  ab  usuree  labe  ac  suspicione  hujusmodi  convenlio 
purqelur,  —  Yéasc  también  al  P.  Murillo  Ànatocismo,  lib.  5, 
n.  224. 


diez  ,  y  el  pago  es  de  seis,  se  aplican  cuatro  al  capital  y  dos 
á  los  intereses. 

INTERÉS  á  prorata.  Cuenta  usada  en  la  contaduría 
mayor,  que  consiste  en  suponer  el  débito  que  han  de  pro- 
ducir los  intereses  en  cierto  dia  ;  y  al  tiempo  de  pagarse 
alguna  porción  á  cuenta  se  divide  esta  en  dos  partes ,  con  tal 
artificio ,  que  la  una  sea  todo  lo  que  corresponde  al  interés 
devengado  desde  el  dia  de  la  deuda  sobre  el  importe  de  la 
otra  parte  que  se  ha  de  aplicar  en  cuenta  del  débito  prin- 
cipal ,  el  cual  se  queda  establecido  en  el  mismo  dia  que  sa 
causó,  y  desde  él  produce  los  intereses  que  corresponden 
á  la  cantidad  á  que  queda  reducido. 

INTERESADO.  El  que  tiene  interés  en  una  cosa  ó  saca 
utilidad  y  provecho  de  ella;  y  el  que  toma  parle  en  alguna 
negociación ,  empresa  ó  sociedad. 

INTERINAR.  Palabra  anticuada  que  significa  aprobar, 
ratificar  ó  confirmarse  una  cosa  jurídicamente  ó  por  auto- 
ridad pública. 

INTERLINEAL.  Lo  que  se  escribe  en  el  blanco  que 
hay  entre  dos  líneas  ó  renglones.  Si  no  está  sacado  y  salvado 
antes  de  las  firmas  en  los  instrumentos  ,  no  hace  fe  ,  y  aun 
induce  sospecha  de  fraude.  Véase  Instrumento  público,  n.  I, 
circunst.  8a. 

INTERLOCUTORIO.  Se  aplica  al  auto  ó  sentencia 
que  no  decide  el  fondo  de  la  contestación,  sino  que  solo  or- 
dena alguna  cosa  para  la  instrucción  de  la  causa,  y  para 
llegar  al  conocimiento  de  algunos  hechos,  ó  al  examen  y 
prueba  de  algún  punto  de  derecho.  Véase  Sentencia. 

INTERPELACIÓN.  El  requerimiento  que  se  hace  á 
uno  para  que  pague  alguna  deuda,  ó  lleve  á  afecto  alguna 
obligación ,  ó  cumpla  algún  mandato  ,  ó  responda  la  verdad 
sobre  lo  que  se  le  pregunta  ;  —  y  el  acto  de  recurrir  á  otro 
solicitando  su  amparo  y  protección.  Véase  Callar. 

INTERFOSITA  persona.  El  sugeto  que  hace  alguna 
cosa  por  otro.  Es  regla  general  que  lo  que  no  podemos  hacer 
directamente  por  nosotros  mismos,  por  habérnoslo  prohibido 
la  ley,  no  lo  podemos  hacer  tampoco  indirectamente  por 
medio  de  interpósitas  personas.  Véase  Indirectamente. 

INTERPRETACIÓN.  La  esplicacion  ó  declaración  del 
sentido  de  alguna  cosa  que  parece  obscura  ó  dudosa.  Puede 
haber  duda  ú  obscuridad  en  las  leyes ,  en  las  demandas  y 
contestaciones,  en  las  sentencias,  en  las  convenciones  ó  con- 
tratos ,  en  los  testamentos  y  en  los  hechos  ;  y  así  es  que 
tenemos  que  recurrir  con  mucha  frecuencia  á  la  interpre- 
tación. Véanse  los  artículos  siguientes. 

INTERPRETACIÓN  de  las  leyes  (2).  La  conveniente 
aclaración  del  texto  y  espíritu  de  la  ley  para  conocer  el 
verdadero  sentido  que  el  legislador  quiso  darle;  ósea,  la 
verdadera ,  recta  y  provechosa  inteligencia  de  la  ley  según 
la  letra  y  la  razón  ;  ley  15,  til.  1  ,  Part.  i. 

I.  Lcx  inlerpretalione  adjuvanda,  senló  en  principio  la 
ley  64  ,  tít.  1 ,  lib.  55  del  Digesto  :  la  ley  necesita  del  ausilio 
de  la  interpretación  ;  «  ca  saber  las  leyes ,  como  dice  la  ci- 
tada ley  15  ,  tít.  1  ,  Part.  1 ,  non  es  tan  solamente  en  apren- 
der et  decorar  las  letras  délias ,  mas  en  saber  el  su  ver- 
dadero entendimiento  :  »  Scire  leges  non  est  earum  verba 
lenere  ,  sed  earum  vim  ac  polestalem  ;  ley  17,  D.  de  leg.  La 
necesidad  de  la  interpretación ,  que  ya  fué  proclamada  en 
tiempos  tan  antiguo*,  y  que  ha  sido  después  umversalmente 
reconocida  por  los  sabios  de  todos  los  paises  y  de  todos  los 
siglos ,  ha  sido  considerada  por  algunos  como  efecto  de  la 
evidente  imperfección  de  las  leyes  y  del  vicioso  sistema 
casuístico  bajo  el  cual  han  sido  redactadas ,  creyendo  de 
buena  fe,  aun  personas  no  estrañas  á  la  ciencia  del  derecho, 


(2)  Véase  la  ley  4 ,  lit.  53 ,  Part.  7,  y  el  art.  44  de  la  5a.  ley 
constitucional  de  Méjico  en  su  g  1°.,  que  dice  corresponder  esciu- 
sivaiuente  al  congreso  general  interpretar  las  leyes. 
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que  formados  nuevos  códigos  con  mas  esmero  y  filosofía, 
con  mas  claridad  y  sencillez ,  no  tendremos  que  acudir 
constantemente  y  á  cada  paso  á  la  interpretación ,  y  que 
podrá  siempre  aplicarse  sin  dificultad  alguna  la  letra  termi- 
nante de  la  ley.  Pero  este  error  en  que  han  caido  no  pocos 
hombres  de  talento ,  se  desvanece  fácilmente  con  el  ejemplo 
de  esos  códigos  modernos  que  ordenados  por  sabios  distin- 
guidos se  han  publicado  en  varias  naciones,  y  que  han  dado 
ya  lugar  á  que  otros  y  otros  sabios  sucesiva  y  simultánea- 
mente hayan  tomado  la  pluma  para  esplicar  sus  disposicio- 
nes, notar  sus  defectos,  llenar  sus  vacíos,  conciliar  sus 
contradicciones  ,  resolver  las  dudas  que  nacen  á  cada  paso , 
y  aclarar  los  lugares  obscuros,  recurriendo  para  ello  no 
solamente  à  sus  antiguas  leyes  ya  abolidas  y  á  los  autores 
de  los  tiempos  pasados  y  á  la  jurisprudencia  formada  de 
atrás  y  que  se  va  formando  de  nuevo ,  sino  también  á  la 
fuente  general  donde  todavía  beben  hoy  los  jurisconsultos 
de  todo  el  mundo  civilizado ,  á  las  Pandectas  romanas  y  al 
Código  y  Novelas  de  Justiniano.  Muchas  y  voluminosas  son 
ya  las  obras  que  se  han  dado  á  luz  comentando  el  código 
civil  de  Francia  :  otras  se  preparan  todavía,  porque  aquellas 
no  se  consideran  suficientes  para  llenar  su  objeto  ;  y  después 
de  unas  y  otras  y  de  las  que  en  lo  sucesivo  se  publicarán, 
será  siempre  abundante  la  cosecha  de  dificultades  que  sur- 
girán de  todos  lados.  ¿Qué  diremos  de  nuestras  leyes,  de 
nuestras  leyes  mas  recientes ,  de  nuestras  leyes  hechas  por 
comisiones  ó  discutidas  en  Cortes ,  de  esas  leyes  que  se  ha 
procurado  redactar  con  sencillez ,  claridad  y  exactitud  ? 
Unas  han  tenido  que  ser  declaradas  primera,  segunda  y 
tercera  vez  por  los  mismos  legisladores  :  otras  han  sido 
interpretadas  por  jurisconsultos  particulares  :  algunas  han 
producido  resultados  funestos  que  ya  fueron  previstos  por 
hombres  versados  en  la  teoría  y  en  la  práctica  :  estas  se 
hallan  en  contradicción  consigo  mismas  ó  con  otras  dadas 
en  la  misma  época  ;  y  aquellas  presentan  en  su  aplicación 
dificultades  insuperables.  No  pretendemos  criticarlas,  ni 
queremos  lachar  á  los  que  las  hicieron  :  nuestro  intento  es 
únicamente  hacer  ver,  que  la  perfección  de  las  leyes  que 
tanto  se  anhela  es  ideal  é  imaginaria  ;  que  las  mas  claras  y 
sencillas  no  lo  son  à  veces  sino  en  su  enunciación  abstracta 
y  absoluta;  que  aplicadas  á  los  casos  especiales  que  van 
ocurriendo ,  descubren  entonces  con  sorpresa  nuestra  su  in- 
suficiencia, su  obscuridad  ó  los  inconvenientes  de  su  ejecu- 
ción textual  y  sin  modificaciones  ;  y  que  por  lo  tanto ,  mien- 
tras no  tengamos  una  ley  para  cada  caso  ,  lo  cual  por  una 
parte  es  un  absurdo  y  por  otra  un  imposible ,  no  podremos 
eximirnos ,  con  ningún  código  ni  sistema  ,  de  la  necesidad 
de  acudir  á  las  reglas  y  á  la  práctica  de  la  interpretación  : 
Lex  interprelaüone  adjuvanda.  Véase  Arbitrio  de  juez , 
Autor  al  fin,  Autoridad ,  Equidad  ,  é  Indulto,  n.  II. 

II.  La  interpretación  es  de  tres  maneras,  auténtica,  usual 
y  doctrinal.  Interpretación  auténtica  es  la  que  hace  el  mis- 
mo legislador,  que  es  el  único  que  tiene  autoridad  para  re- 
solver las  dudas  y  fijar  el  sentido  de  las  palabras  por  medio 
de  una  decisión  que  para  todos  sea  obligatoria  ;  ley  14,  til.  I , 
Part.  I,  y  ley  3,  tít.  2,  lib.  5,  Nov.  Rec.  Interpretación  usual 
es  la  que  proviene  del  modo  con  que  los  tribunales  han  en- 
tendido siempre  la  ley  en  los  casos  en  que  ha  sido  necesaria 
su  aplicación;  y  se  llama  usual,  porque  se  funda  en  el  uso 
y  práctica  anterior,  ó  sea  en  los  precedentes  que  forman  ya 
una  jurisprudencia  consuetudinaria.  Finalmente,  interpre- 
tación doclritial  es  la  que  para  casos  especiales  fijan  por 
medio  del  raciocinio  los  escritores  y  juristas,  esplicando, 
restringiendo  ó  estendiendo  la  ley.  La  interpretación  autén- 
tica forma  regla  general  que  debe  seguirse  judicial  y  extraju- 
dicialmente  como  que  es  verdadera  ley  :  la  usual,  que  es  hija 
de  la  doctrinal ,  tiene  también  fuerza  legal  cuando  ha  llega- 
do á  formar  jurisprudencia  consuetudinaria,  según  lo  dicho 


en  la  palabra  Costumbre;  y  la  doctrinal  no  tiene  mas  fuerza 
que  la  que  le  dan  las  razones  en  que  se  apoya.  Vamos  á  re- 
correr por  separado  cada  una  de  estas  especies  de  interpre- 
tación. 

Interpretación  auténtica. 

i 

III.  Es  un  principio  general  establecido  ya  en  el  derecho 
romano  que  la  interpretación  de  la  ley  corresponde  al  poder 
legislativo  :  Ejus  est  legem  mterpretari,  cujus  est  conderc  ; 
ley  12,  tít.  14,  lib.  1  del  Código.  Unde  jus  prodiit ,  dice 
igualmente  el  derecho  canónico  (cap.  ínter  alia,  31,  de 
sent,  excommun.),  inlerpretalio  quoque  procédât.  La  ley  14, 
tít.  1 ,  Part.  1 ,  y  la  ley  3,  tít.  2,  lib.  3, Nov.  Rec,  quieren 
asimismo  que  siendo  dudosas,  obscuras  ó  insuficientes  algu- 
nas leyes,  se  recurra  en  tal  caso  al  rey  para  que  las  interpre- 
te ,  declare  ó  supla  con  otras  (1).  Finalmente ,  el  reglamento 
provisional  de  26  de  setiembre  de  185b  para  la  administra- 
ción de  justicia  previene  en  sus  arts.  86  y  90 ,  que  cuando 
á  las  Audiencias  les  ocurriere  alguna  duda  de  ley  ó  alguna 
otra  cosa  que  esponer  relativa  á  la  legislación ,  acordarán 
sobre  ello  en  tribunal  pleno  después  de  oir  á  su  fiscal  ó  fis- 
cales, y  con  inserción  del  dictamen  de  estos  y  de  los  votos 
particulares  si  los  hubiese,  consultarán  á  S.  M.  por  medio 
del  tribunal  supremo  ,  el  cual  dirigirá  á  S.  M.  con  su  dicta- 
men estas  consultas,  y  hará  también  por  sí  mismo  y  en  la 
propia  forma  las  que  considere  necesarias  ó  convenientes  en 
igual  caso  parala  mejor  administración  de  justicia. 

Mas  no  se  deduzca  de  este  principio,  como  han  hecho  al- 
gunos escritores  en  los  tiempos  pasados  y  en  los  modernos , 
que  cuando  los  jueces  ó  tribunales  se  encuentran  embaraza- 
dos en  la  decisión  de  los  pleitos  ó  causas  pendientes  por 
razón  del  silencio, obscuridad  é  insuficiencia  déla  ley,  deben 
suspender  y  diferir  la  pronunciación  de  la  sentencia  hasta 
que  consultando  al  legislador  obtengan  de  él  una  respuesta 
que  les  sirva  de  guia.  Las  citadas  disposiciones  solo  quieren 
dar  á  entender  que  para  que  una  interpretación  sea  general 
y  necesaria,  esto  es,  para  que  obligue  á  todos  y  todos  ten- 
gan que  someterse  á  ella,  ha  de  hacerse  por  el  príncipe  ó 
por  quien  ejerza  la  soberanía ,  porque  solo  este  puede  re- 
solver las  dudas  y  fijar  el  sentido  de  una  ley  por  via  de  au- 
toridad; pero  no  escluyen  la  interpretación  usual  ó  por  via 
de  costumbre ,  ni  la  judicial  ó  por  via  de  doctrina,  como  en- 
señan Gregorio  López  en  la  glosa  de  dicha  ley  14,  tít.  1 , 
Part.  3 ,  y  don  Sancho  de  Llamas  y  Molina  en  el  comentario 
de  la  ley  Ia.  de  Toro,  n.  268;  antes  por  el  contrario  la 
ley  S ,  tít.  2 ,  Part.  1 ,  la  H  ,  tít.  22  ,  Part.  5 ,  la  regla  5G , 
tít.  33,  Part.  7,  la  nota  2a.,  tít.  2,  lib.  3,  y  la  ley  7,  tít.  40, 
lib.  12,  Nov.  Rec,  mandan  i'espectivamente  que  en  defecto 
de  espresion  literal  de  la  ley  ó  en  casos  de  obscuridad  ó  de 
duda  se  atengan  los  jueces  á  la  costumbre  legítimamente 
introducida  ,  al  parecer  de  los  hombres  sabidores  el  sin  sos- 
pecha, á  la  analogía,  á  la  equivalencia  de  razón  ,  á  /a  doc- 
trina de  los  autores  que  con  larga  esperiencia  esplicaron  , 
interpretaron  y  glosaron  las  leyes,  ordenanzas,  fueros,  usos 
y  costumbres  de  estos  reinos ,  y  aun  á  las  leyes  ó  pragmá- 
ticas suspendidas  ó  revocadas  que  puedan  decidir  y  aclarar 
las  dudas  ;  de  manera  que  según  dicha  ley  11,  tít.  22 , 
Part.  3  ,  el  juez  que  consultare  al  rey  por  escusarse  de  tra- 
bajo ,  ó  por  alargar  el  pleito ,  ó  por  miedo ,  amor  ú  odio-á 
alguna  de  las  parles ,  debe  por  ende  rescebir  pena  según  en- 
tendiere el  rey  que  la  meresce.  Es  cierto  que  cuando,  á  pesar 

(1)  Dice  la  5a.  ley  constit.  de  Méjico,  en  su  art.  44,  que  «  cor- 
responde al  congreso  general  esclusivamente  :  Io.  Dictar  las  leyes 
á  que  debe  arreglarse  la  administración  pública  en  todos  y  cada  uno 
de  sus  ramos,  derogarlas,  interpretarlas  y  dispensar  su  observan- 
cia. j>  —  Sobre  las  leyes  y  sus  intérpretes  ,  véanse  los  discursos 
críticos  del  Dr.  D,  Jwn  Francisco  de  Castro, 
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del  uso  de  todos  estos  medios,  no  puede  el  juez  salir  del  es- 
tado de  perplejidad  en  que  se  encuentra  ,  se  le  prescribe 
entonces  por  algunas  de  las  citadas  leyes  la  consulta  al  sobe- 
rano; pero  la  observancia  de  esta  disposición,  que  en  algún 
caso  muy  raro  podria  haber  tenido  lugar  en  los  tiempos  an- 
tiguos, y  que  siempre  traería  inconvenientes  ,  es  ahora  in- 
compatible con  el  estado  de  nuestra  legislación  sobre  pro- 
cedimientos y  con  la  actual  division  é  independencia  de  los 
poderes  legislativo,  ejecutivo  y  judicial.  ¿Quesería  en  efec- 
to si  á  pretesto  del  silencio,  obscuridad  ó  insuficiencia  de  la 
ley  pudieran  detenerse  y  escusarse  de  juzgar  los  jueces  y  tri- 
bunales? La  administración  de  justicia  quedaría  embarazada 
á  cada  paso ,  y  los  interesados  habrían  de  estar  largos  años 
ein'obtener  la  declaración  de  sus  derechos  :  el  gobierno  se 
vería  abrumado  oon  el  peso  de  una  multitud  inmensa  de 
cuestiones  particulares;  y  el  poder  legislativo,  que  no  puede 
dar  sino  disposiciones  generales  y  uniformes  para  lo  suce- 
sivo, ó  bien  tendría  que  espedir  nuevas  leyes  para  que  con 
arreglo  á  ellas  se  decidiesen  los  casos  ya  pasados  ,  ó  bien 
habría  de  descender  á  tomar  conocimiento  de  cada  negocio 
aislado  invadiendo  de  este  modo  las  atribuciones  judiciales. 
Obligados  están  pues  los  jueces  y  tribunales,  cualesquiera 
que  sean  las  dudas  y  dificultades  que  se  les  presenten ,  á 
seguir  y  fallar  los  pleitos  y  las  causas  ,  recurriendo  á  las 
reglas  de  la  buena  interpretación  ;  y  solo  en  abstracto  y  en 
general ,  sin  contraerse  á  negocios  pendientes  entre  parles, 
podrán  hacer  consultas  esponiendo  la  necesidad  de  aclarar 
ciertas  leyes  que  les  parezcan  ambiguas ,  ó  de  dar  otras 
nuevas  que  completen  las  que  ya  existen ,  en  la  forma  que 
quieren  los  artículos  86  y  90  del  reglamento  para  la  admi- 
nistración de  justicia.  Véase  Arbitrio  de  juez ,  en  el  último 
párrafo. 

Interpretación  usual. 

IV.  Si  los  tribunales  han  entendido  siempre  de  un  mismo 
modo  una  ley  que  parecía  obscura  ó  dudosa,  aplicándola 
siempre  en  un  sentido  á  los  casos  de  la  misma  especie,  ó 
han  fallado  de  la  misma  manera  una  cuestión  todas  las  veces 
que  se  ha  presentado ,  esta  serie  de  sentencias  uniformes 
llega  á  constituir  un  uso,  una  costumbre,  una  jurisprudencia 
consuetudinaria,  que  es  el  mejor  intérprete  de  las  leyes,  y 
que  debe  por  lo  tanto  servir  de  regla  estable  á  los  jueces 
para  la  decisión  de  los  negocios  de  la  misma  naturaleza  que 
en  adelante  les  ocurrieren.  Este  principio  de  que  la  costum- 
bre tiene  fuerza  de  ley  está  consagrado  en  todos  los  códigos, 
y  entre  nosotros  lo  está  especialmente  en  las  leyes  b  y  6  , 
tít.  2,  Part.  1.  Así  es  que  suelen  citarse  como  axiomas  en 
las  escuelas  y  en  el  foro  los  siguientes  textos  del  derecho  ro- 
mano, tomados  de  las  leyes  23,  32,  57  y  38,  tít.  3,  lib.  1 
del  Digesto  :  Minime  sunl  mu  tanda  quce  interpretationem 
ccrlam  scmper  habuerunt  :  Invelerala  consueludo  pro  lecjc 
non  immerilà  custoditur  :  Óptima  est  legum  interpres  consue- 
ludo :  In  ambigu ilalibus,  quce  ex  legibus  pro ficiscunlur,  con- 
sueludo ,  AUT  RERUM  PERPETUO  SIMILITER  JÜDICATARUM  AUC- 
TORiTAS  ,  vim  legis  oblinere  débet. 

Mas  ¿cuál  es  el  número  de  sentencias  que  se  considera 
suficiente  para  formar  jurisprudencia  consuetudinaria?  La 
ley  romana  no  le  fija,  pues  que  solo  dice  que  tiene  fuerza 
de  ley  la  costumbre ,  ó  sea  la  autoridad  de  las  cosas  que 
siempre  y  constantemente ,  perpetuo  ,  han  sido  juzgadas  de 
un  mismo  modo.  La  ley  S,  tít.  2,  Part.  \  ,  hablando  de  la 
costumbre  introducida  por  el  pueblo  ,  exige  para  su  legiti- 
midad y  eficacia  que  sea  conforme  á  razón  ,  que  no  se  opon- 
ga al  derecho  divino  ni  al  natural  ni  al  bien  de  la  tierra , 
que  no  se  haya  puesto  por  yerro  ni  por  antojo ,  que  se  haya 
observado  por  espacio  de  diez  ó  veinte  años  á  ciencia  y  pa- 
ciencia del  legislador,  y  que  esté  confirmada  por  dos  ó  (se- 


gún otras  ediciones  también  auténticas)  por  treinta  sentencias 
uniformes  de  homes  sabidores  el  entendidos  de  juzgar.  ¿Serán 
pues  necesarias  asimismo  treinta  sentencias  uniformes  para 
constituir  la  costumbre  introducida  por  los  tribunales ,  ó  sea 
la  jurisprudencia  de  precedentes?  Desde  luego  puede  sen- 
tarse que  no  bastan  dos,  pues  que  si  bien  pueden  ser  sufi- 
cientes en  la  costumbre  introducida  por  el  pueblo ,  es  por- 
que esta  no  nace  ni  trae  su  origen  de  las  sentencias ,  las 
cuales  no  hacen  mas  que  confirmarla ,  mientras  que  la  cos- 
tumbre ó  jurisprudencia  de  los  tribunales  no  se  forma  ni 
establece  sino  precisamente  por  las  sentencias  mismas  que 
ellos  dan  ;  y  siendo  indispensable  para  toda  costumbre  la 
repetición  y  multiplicidad  de  los  actos  que  la  constituyen  , 
es  claro  que  para  la  costumbre  judicial  de  que  estamos  ha- 
blando deben  exigirse  muchas  sentencias  dadas  en  un  mis- 
mo sentido.  Nos  parece  sin  embargo  escesivo  el  número  de 
treinta ,  y  creemos  que  bastan  muchas  menos ,  con  tal  em- 
pero que  no  sean  contrarias  á  la  equidad  ni  dadas  por  error 
ó  por  capricho ,  pues  que  deben  estar  apoyadas  en  las  reglas 
de  la  interpretación  doctrinal ,  de  la  cual  es  hija  la  usual , 
como  se  ha  indicado  mas  arriba.  Hay  en  efecto  algunos 
tiempos  fatales ,  tiempos  de  partidos ,  de  facciones  y  de 
anarquía ,  tiempos  en  que  no  la  ciencia ,  la  rectitud  y  la 
probidad  ,  sino  la  ignorancia  ,  la  presunción  ,  la  avaricia  y 
la  iniquidad  logran  sentarse  en  el  solio  de  la  justicia,  tiem- 
pos en  que  hay  acepción  de  personas,  en  que  hoy  se  juzga 
de  un  modo  y  mañana  de  otro  sobre  negocios  de  igual  espe- 
cie según  el  color  político  de  los  litigantes,  tiempos  en  que 
reina  solo  el  torrente  desenfrenado  de  las  pasiones  antiso- 
ciales que  ahogan  hasta  en  los  tribunales  la  voz  de  la  ley 
y  el  grito  mismo  de  la  razón.  No  busquéis  en  ellos  ejemplos 
que  imitar,  no  busquéis  precedentes  que  seguir,  no  busquéis 
interpretaciones  legítimas  ni  jurisprudencia  de  costumbre, 
aunque  se  os  presenten  treinta ,  cuarenta  y  cien  sentencias 
uniformes.  Exempta,  como  dice  Bacon  en  su  aforismo  22,' 
à  lemporibus  bonis  el  moderalis  pelenda  sunt  ;  non  Ujranni- 
cis,aut  facliosis,  aul  dissolutis  :  hujusmodi  enim  exempta 
temporis  partus  spurii  sunt;  elmagis  nocent  quàm  docent. 
Véase  Arbitrio  de  juez  en  la  parte  que  trata  de  los  ejemplos 
ó  precedentes;  y  véase  asimismo  Ejemplar  ó  ejemplo. 

Interpretación  doctrinal. 

V.  Hemos  dicho  que  la  interpretación  doctrinal  es  la  que 
hacen  los  escritores  y  juristas  esplicando ,  estendiendo  ó  res- 
tringiendo la  ley.  De  aquí  es  que  se  subdivide  comunmente 
por  los  autores  en  declarativa  ,  estensiva  y  restrictiva. 

Interpretación  declarativa  no  es  otra  cosa  que  la  esposi- 
cion  propia  y  adecuada  de  las  palabras  dudosas  ú  obscuras  ; 
y  tiene  lugar,  ó  por  mejor  decir,  basta  ella  sola ,  cuando  la 
razón  de  la  ley  no  se  estiende  mas  ni  menos  que  los  términos 
en  que  esta  se  halla  concebida ,  de  suerte  que  no  se  necesita 
mas  que  explicarlos.  Dice,  por  ejemplo,  la  ley  que  el  ene- 
migo de  una  persona  no  puede  ser  testigo  contra  ella ,  que 
el  padre  está  obligado  á  dar  alimentos  á  su  hijo  natural ,  que 
el  menor  no  puede  enajenar  sus  bienes  :  sí  me  esplicas  aquí 
quién  se  llama  enemigo  legalmente,  quién  testigo,  qué  se 
entiende  por  alimentos,  quién  es  hijo  natural,  quién  menor, 
y  qué  cosa  es  enajenar,  comprenderé  desde  luego  todas  estas 
disposiciones. 

Interpretación  estensiva  es  la  ampliación  de  la  ley  à  los 
casos  en  ella  no  espresados ,  cuando  la  razón  de  la  misma 
ley  se  estiende  mas  que  sus  palabras  ;  y  esta  es  de  dos  ma- 
neras ,  ó  meramente  estensiva,  que  es  la  ampliación  de  la  ley 
por  paridad  ó  semejanza  de  razón  á  un  caso  que  no  está  con- 
tenido en  las  palabras  ni  en  la  intención  del  legislador,  ó 
bien  comprensiva,  que  es  la  ampliación  de  la  ley  por  iden- 
tidad de  razón  á  un  caso  que  no  está  incluido  en  las  palabras 
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sino  en  el  espíritu  de  îa  misma  ley,  ó  sea  en  la  mente  ó  in- 
tención del  legislador.  Si  se  prohibe ,  por  ejemplo ,  la  estrac- 
cion  del  trigo  ,  se  entiende  prohibida  también  la  estraccion 
de  la  harina,  aunque  de  ella  no  se  haga  mención  en  el  texto 
de  la  ley,  porque  la  razón  de  la  prohibición  es  evitar  la  es- 
casez, la  cual  igualmente  amenaza  con  la  esportacion  de  la 
harina  que  con  la  del  trigo. 

Interpretación  restrictiva  por  el  contrario  es  la  limitación 
ó  coartación  que  por  equidad  hacemos  de  las  palabras  de  la 
ley  en  su  significación  general,  esceptuando  de  ellas  algún 
caso  que  abrazan  á  primera  vista  cuando  las  palabras  se 
estiende» mas  que  la  razón  de  la  ley.  Habia  ,  por  ejemplo, 
en  Bolonia  una  ley  que  imponía  la  pena  de  muerte  á  cual- 
quiera que  derramase  sangre  humana  en  la  plaza  pública  : 
vióse  en  ella  acometido  un  hombre  de  apoplejía  y  hubo  de 
sangrarle  un  barbero,  del  cual  se  preguntaba  si  habia  in- 
currido en  la  pena ,  y  se  decidió  que  no ,  á  pesar  de  ser  tan 
generales  las  palabras  en  que  la  ley  estaba  concebida ,  por- 
que la  razón  de  la  ley  era  la  pública  seguridad ,  que  por 
cierto  no  podia  quedar  turbada  con  la  sangría. 

VI.  En  la  interpretación  doctrinal  deben  observarse  las 
siguientes  reglas  ,  que  aunque  tomadas  en  su  mayor  parte 
del  derecho  romano ,  han  llegado  á  ser  por  su  notoria  equi- 
dad y  sana  critica  axiomas  de  derecho  universal  adoptados 
por  la  jurisprudencia  de  todas  las  naciones ,  y  especialmente 
por  la  nuestra. 

Ia.  Cuando  la  ley  está  concebida  con  palabras  tan  claras, 
que  en  ellas  aparece  bien  espresa  y  terminante  la  voluntad 
del  legislador,  no  debemos  eludir  su  tenor  literal  à  pretesto 
de  penetrar  en  su  espíritu  :  Cüm  in  verbis  nulla  ambiguilas 
est ,  non  débet  admilli  voluntalis  quœslio  :  Ubi  verba  non 
sunt  ambigua,  non  est  locus  interprétation^  Será  tal  vez 
dura  la  ley¿pero  si  así  está  escrita,  tenemos  que  seguirla 
literalmente:  Durum,  sed  Ha  lex  scripta  est;  ley  12,  §  1, 
íib.9,  tít.  40  del  Digesto. 

2a.  Las  palabras  de  la  ley  deben  entenderse  según  su  sig- 
nificación propia  y  natural ,  á  no  constar  que  el  legislador 
las  entendió  de  otro  modo  :  Non  aliter  à  significatione  ver- 
borum  recedi  oportet ,  qucim  cüm  manifeslum  est  aliud  sen- 
tisse testatorem;  ley  69 ,  de  legatis  3 ,  lib.  52  del  Digeslo.  In 
re  dubia  melius  est  verbis  edicti  serviré  ;  ley  1 ,  §  20,  tít.  1 , 
lib.  14  del  Digesto.  «  Las  palabras  del  facedor  del  testamento, 
dice  la  ley  b,  tít.  55,  Part.  7,  deben  ser  entendidas  llana- 
mente ,  así  como  ellas  suenan ,  et  non  se  debe  el  judgador 
partir  del  entendimiento  délias ,  fueras  ende  cuando  pares- 
ciere  ciertamente  que  la  voluntad  del  testador  fuera  otra  que 
non  como  suenan  las  palabras  que  están  escritas.  »  Aunque 
estas  leyes  hablan  del  testador  y  no  del  legislador,  se  aplican 
jgualmente  por  los  autores  tanto  al  segundo  como  al  primero, 
porque  el  testador  tiene  el  concepto  de  legislador  en  cuanto 
dispone  de  sus  cosas  :  Dicat  testator,  et  erit  lex.  Si  las  pala- 
iras  tienen  dos  significaciones,  una  propia  y  otra  impropia, 
.debe  estarse  á  la  propia  y  no  á  la  impropia  ;  y  si  tienen  dos 
.significaciones  propias,  no  ha  de  tomarse  sino  la  que  viene 
,mas  al  caso  según  la  materia  de  que  se  trata ,  como  dice  muy 
Lion  Gregorio  López  en  la  glosa  Ia.  de  dicha  ley,  fundándose 
e\\  la  regla  67,  tít.  17,  lib.  SO  del  Digesto  :  Quoties  idem 
sermo  duas  sententias  exprimit ,  ea  polissimum  excipialur 
quœ  rci  gerendœ  aplior  est.  El  sentido  propio  y  genuino  de 
las  palabras,  como  asienta  el  código  de  comercio  en  su 
art.  247,  no  se  debe  tergiversar  con  interpretaciones  arbi- 
trarias. 

Las  palabras  déla  ley  han  de  tener  realmente  algún  efecto 
y  no  han  de  ser  un  vano  sonido  :  Verba  cum  ejfectu  sunt 
accipienda;  ley  b,  tit.  7,  lib.  2  del  Digesto.  Si  se  encuentra 
pues  alguna  ambigüedad  en  las  espresiones  de  la  ley,  es 
necesario  entonces  tomarlas  en  el  sentido  mas  razonable, 
esto  es ,  en  aquel  sentido  que  mas  se  acomode  con  la  volun- 


tad de  la  ley ,  ó  que  sea  mas  propio  para  hacérnosla  conocer 
ó  mas  verosímil  ó  mas  frecuentemente  usado:  In  ambigua 
voce  legis  ,  ea  polissimum  accipenda  est  significatio  quee  vitio 
carel ,  prceserlim  cum  eliam  voluntas  legis  ex  hoc  colligi 
possit  ;  ley  19,  tít.  5,  lib.  1  del  Dig.  In  obscuris  inspici  soleré 
quodverisimilius  est,  aut  quod plerumque  fieri  solet  ;ley  114, 
tít.  17,  lib.  SO  del  Dig.  Sobre  todo  ,  para  conocer  bien  la 
fuerza  de  las  palabras  y  aun  el  espíritu  de  la  ley,  es  nece- 
sario examinarla  toda  y  enterarse  bien  de  todo  su  contexto, 
debiendo  abstenerse  de  fallar  el  juez  y  de  dar  su  parecer  el 
jurisconsulto  por  alguna  parte  aislada  de  las  disposiciones 
que  contiene  :  Incivile  est,  nisi  tola  lege  perspecta  ,  una  ali— 
quaparücula  ejus proposita ,  judicare  vel  responderé  ;  ley  24, 
tít.  5,  lib.  1  del  Digesto. 

3a.  Cuando  consta  la  mente  ,  intención  ó  voluntad  del  le- 
gislador, debe  hacerse  la  interpretación  mas  bien  según  ella 
que  según  las  palabras  de  la  ley.  Non  débet  aliquis  verba 
considerare  (nudè  et  simplieiter)  sed  volunlalem  et  inten- 
tionem  ,  quia  non  débet  inlentio  verbis  deserviré  ,  sed  verba 
intentioni  ;  can.  Humanœ  aures ,  11,  caus.  22,  q.  b.  Volun- 
tatem  polius  quàm  verba  speclari  oportet  ;  ley  219,  tít.  16, 
lib.  SO  del  Dig.  Non  oportet  jus  civile  calumniari ,  ñeque 
verba  captari  ;  sed  qua  mente  quid  dicitur,  animadverlerc 
convenit  ;  ley  19,  tít.  4,  lib.  10  del  Dig.  Nam  et  si  maxime 
verba  legis  hunc  habeantintelleclum  ,  lamen  mens  legislatoris 
aliud  vult;  ley  15,  §  2,  tít.  1,  lib.  27  del  Dig.  en  cuya  nota 
añade  Gothofredo  con  Baldo  que  quoties  ex  verbis  legis  sim- 
plieiter inlelleclis,  prœfertur  iniquum  œquo ,  recedimus  à 
verbis ,  et  slamus  menti  rationique  legis.  Obra  pues  contra  la 
ley  el  que  hace  lo  que  ella  prohibe;  obra  en  fraude  de  la 
misma  el  que  hace  servir  sus  propias  espresiones  para  elu- 
dir su  sentido  ;  y  es  por  fin  rebelde  á  su  disposición  el  que 
combate  su  verdadero  espíritu  ateniéndose  à  los  términos  en 
que  está  concebida  ;  mas  no  evitará  por  cierto  las  penas  en 
ella  establecidas  el  culpable  que  contra  la  voluntad  de  la  ley 
solo  tenga  la  escusa  fraudulenta  de  las  palabras  de  la  misma  : 
Contra  legem  facit,  qui  id  facit  ,  quod  lex  prohibet:  in  frau- 
dem  vero ,  qui  suivis  verbis  legis,  sententiam  ejus  circumvenit; 
ley  29,  tít.  3  ,  lib.  1  del  Dig.  :  Non  est  dubium  committere  in 
legem,  qui  verba  legis  amplexus,  contra  legis  nitilur  volun- 
latem;  necpœnas  insertas  legibus  evitabit ,  qui  se  contra  juris 
sentenliam ,  salva  prœrogativa  verborum,  fraudulento-  ex- 
cusât ;  ley  b  ,  tít.  14  ,  lib.  1  del  Código.  La  mente  de  la  ley 
ó  del  legislador  debe  tomarse  ,  ya  de  la  materia  ú  objeto  de 
la  ley,  ya  de  las  circunstancias  de  los  tiempos ,  lugares  y 
personas  ,  y  principalmente  de  la  razón  puesta  en  la  misma 
ley. 

4a.  La  ley  se  ha  de  entender  general  é  indistintamente  : 
Generalia  generaliler  intelligenda  sunt ,  dice  Gothofredo  en 
'la  glosa  de  la  ley  1 ,  tít.  b,  lib.  57  del  Dig.  :  Lex  quee  gene- 
raliler loquitur,  generaliler  débet  inlelligi  ;  Greg.  López , 
glos.  12 ,  ley  8 ,  tít.  4 ,  Part.  b.  Cuando  la  ley  no  hace  escep- 
cion  alguna  pudiendo  haberla  hecho,  cum  nihil  exceperit, 
el  polerat  excepisse  (  como  dice  el  cap.  Quia  circa ,  22  ,  de 
privileg.  ) ,  y  ni  de  las  palabras  ni  de  la  razón  se  deduce  que 
la  ley  deba  limitarse  ,  no  podemos  separarnos  de  su  dispo- 
sición general  por  medio  de  una  distinción  que  ella  no  ha 
hecho.  De  aquí  el  axioma  común  de  los  juristas  :  Ubi  lex  non 
distinguit ,  nec  nos  distinguere  debemus.  El  juez  que  pusiere 
escepcion  à  una  ley  concebida  en  términos  generales  y  ab- 
solutos ,  comete  una  arbitrariedad ,  un  atentado ,  un  esceso 
de  poder. 

b\  La  escepcion  confirma  la  regla  en  los  casos  no  escep- 
tuados  :  Exceplio  à  regula  firmat  regulam  in  aliis,  dice  la 
glosa  de  la  ley  Ib  ,  tít.  2  ,  lib.  1  del  Dig.  Exceplio  firmat 
vim  legis  in  casibus  non  exceptis ,  sienta  Bacon  en  su  afo- 
rismo 17.  Este  principio,  que  fué  establecido  en  el  derecho- 
romano  para  la  decisión  de  varios  casos  ,  como  se  ve  por  la 
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ley  12,  tít.  1 ,  lib.  S ,  y  por  la  ley  1 2 ,  %  43  ,  tít.  7,  lib.  33  del 
Dig. ,  ha  sido  adoptado  como  axioma  por  los  jurisconsultos 
de  todos  los  tiempos  y  países  y  ha  producido  estos  otros 
principios  que  le  son  subalternos  :  Inclusio  unius ,  alterins 
est  exchisio;  et  contra,  prohibilio  unius ,  alterius  est  inclusio. 
Véase  Arbitrio  de  juez  en  la  parte  que  trata  de  la  Analogía. 
6a.  Cuando  concurre  la  misma  razón ,  debe  concurrir  tam- 
bién la  misma  disposición  del  derecho  :  Ubi  eadem  est  ratio, 
eadem est  juris dispnsilio ;  leyes  12  y  15,  tít.  3,  lib.  1, ley 32, 
tít.  2,  lib.  9  del  Dig.;  y  regla  36,  tít.  34,  Part.  7.  Semper 
quasi  hoc  legibus  inesse  credi  oportet ,  ut  ad  cas  queque  -per- 
sonas el  ad  eas  res  périmèrent ,  quee  quandoque  símiles  erunt; 
ley  27,  tít.  3,  lib.  1  del  Dig.  De  similibus  idem  judicium  est 
habendum;  cap.  ínter  corporalia ,  2,  de  translat.  episc.  En 
fuerza  de  la  identidad  de  razón  ,  se  puede  estender  una  ley 
á  casos,  personas  y  cosas  que  no  se  espresaron  en  ella, 
teniéndose  presente  que  no  es  lo  mismo  la  ocasión  de  la  ley 
que  la  razón  de  la  ley  ;  pues  la  ocasión  suele  ser  alguna  con- 
testación particular  que  se  suscitó  entre  algunos  sugetos ,  al 
paso  que  la  razón  es  siempre  general  y  se  aplica  á  todos  los 
casos  semejantes  en  que  se  ve  la  misma  utilidad  ó  necesidad 
que  se  encontraba  en  aquel  caso  particular  que  escitó  al  le- 
gislador al  establecimiento  de  la  ley.  También  á  veces,  en 
vista  de  la  razón ,  se  puede  y  debe  limitar  la  ley  á  ciertos 
casos ,  cuando  se  ve  que  aquella  no  es  aplicable  sino  á  ellos, 
y  que  hay  otros  á  que  no  puede  estenderse.  Véase  Arbitrio 
de  juez  en  la  parte  que  trata  de  la  Analogía ,  donde  se  des- 
envuelve mas  esta  materia. 

7a.  En  todas  las  causas  debe  tenerse  cuenta  con  la  equidad 
mas  bien  que  con  el  rigor  del  derecho  :  In  omnibus  causis 
polior  débet  esse  ratio  œquitalis,  quàm  stricti  juris.  El  de- 
recho romano  está  sembrado  de  máximas  que  contienen  esta 
verdad .  Placuit ,  in  omnibus  rébus  prœcipuam  esse  justitiœ 
œquilalisque ,  quàm  slricti  juris  rationem;  ley  8,  tít.  1, 
lib.  3  del  Código.  In  omnibus  quidem ,  maxime  tamen  in 
jure,  œquilas  speclanda  est;  ley  90,  tít.  17,  lib.  SO  del  Dig. 
/Equitas  religio  judicantis ;  ley  13,  tít.  5  ,  lib.  22  del  Dig. 
Subtilis  juris  regula  et  humanitas  opponunlur;  ley  13,  tít.  2, 
lib.  28  del  Dig.  Si  queremos  pues  no  apartarnos  de  la/  inten- 
ción de  las  leyes ,  debemos  interpretarlas  en  el  sentido  mas 
favorable  á  la  humanidad  ;  y  no  hay  en  efecto  razón  al- 
guna de  derecho  ó  equidad  que  nos  autorice  para  convertir 
contra  el  interés  de  los  hombres ,  por  medio  de  una  inter- 
pretación demasiado  severa  y  dura ,  las  disposiciones  y  re- 
glas que  no  se  han  establecido  sino  para  el  bien  y  utilidad 
de  los  mismos  :  Benigniùs  leges  interpretandœ  sunt ,  quo  fa- 
cilius  earum  voluntas  conservetur  :  Nulla  juris  ratio  ,  aut 
œquilalis  benignitas  palitur,  ut  quœ  salubriter  pro  ulüitale 
hominum  introducuntur,  ea  nos  duriore  interprelatione 
contra  ipsorum  commodum  producamus  ad  severilalcm  ; 
leyes  18  y  25,  tít.  3 ,  lib.  1  del  Dig.  Las  leyes  deben  enten- 
derse, dice  la  ley  13,  tít.  i,  Part.  1,  bien  y  rectamente 
en  el  sentido  mas  sano  y  provechoso  :  de  lo  cual  deduce 
Gregorio  López  quod  inlelleclus  judiéis  débet  esse  benignus; 
y  añade  con  Baldo  el  ejemplo  de  que  la  pena  de  muerte  que 
lanzase  la  ley  contra  el  raptor  de  mujer  casada,  no  debería 
imponerse  al  que  la  robase  encontrándola  en  un  lupanar. 
Véase  Equidad. 

8a.  El  argumento  à  contrario  sensu  tiene  bastante  fuerza 
cuando  se  trata  de  interpretar  una  ley.  Tal  es  la  opinion 
común  fundada  en  la  ley  1  y  sus  glosas,  tít.  21 ,  lib.  1  del 
Dig.;  en  el  can.  Qualis  hinc  ,  distinc.  25,  donde  se  dice: 
Quod  enim  de  uno  negatur,  consequens  inlelleclus  patet, 
quia  de  quibusdam  conceditur  ;  y  en  la  glosa  in  cap.  Cum 
Apostólica,  verb.  Dalur  inlelligi,  de  his  quœ  fiunt  àprela- 
tis,  en  que  espresamente  se  dice  que  à  contrario  sensu  da- 
tur  fortissimum  argumenlum.  Mas  para  que  proceda  y  sea 
vál\do  este  argumento ,  es  necesario  que  no  se  siga  de  él 


ningún  absurdo  ó  inconveniente  ó  corrección  de  derecho, 
como  dice  muy  bien  Gregorio  López  en  la  glosa  Ia.  de  la 
ley  3,  til.  26 ,  Part,  4 ,  y  en  la  glosa  6a.  de  la  ley  17 ,  tít.  1 , 
Part.  6,  y  como  afirma  la  glosa  in  cap.  Significasti , 
verb.  Clerici,  de  foro  compet. ,  con  estas  palabras  :  Argu- 
menlum à  sensu  contrario  non  habet  locum ,  cum  alia  jura 
contradicunt. 

9a.  No  se  entiende  alterada,  corregida  ni  derogada  la 
ley  anterior  sino  en  cuanto  espresa  la  posterior.  Quidquid 
aulem  hac  lege  specialiter  non  videlur  expressum ,  id  ve- 
terum  legum  constitulionumque  regulis  omnes  reliclum  in- 
telligant;  ley  32,  tít.  62,  lib.  7  del  Código.  Provisio  legis 
contra  jus  commune  non  extenditur  ultra  illud ,  quod  expri- 
mit,  licèt  eadem  si  t  ratio;  sumario  de  la  ley  64,  §  9, 
tít.  3,  lib.  24  del  Dig.  De  aquí  es,  que  si  bien  cuando  las 
leyes  posteriores  son  absolutamente  contrarias  á  las  an- 
teriores ,  quedan  abrogadas  y  abolidas  estas  por  aque- 
llas, según  el  principio  de  que  Leges  et  constituciones 
temporeposteriores,  poliores  sunt  his  quœ  ipsas  prœcesserunl ; 
sin  embargo,  cuando  las  leyes  nuevas  no  mandan  sino  cosas 
que  solo  en  parte  son  contrarias  ó  diversas  de  las  mandadas 
en  las  antiguas ,  subsisten  entonces  tanto  las  unas  como  las 
otras,  y  deben  esplicarse  mutuamente  las  antiguas  por  las 
nuevas  y  las  nuevas  por  las  antiguas  :  Non  est  novum  ut 
priores  leges  ad  posteriores  trahanlur  ;  sed  et  posteriores 
leges  ad  priores  pertinent,  nisi  contrariœ  sint;  leyes  26 
y  28,  tít.  3,  y  ley  4,  tít.  4,  lib.  1  del  Dig.  Mas  para 
interpretar  con  acierto  las  unas  leyes  por  las  otras ,  es 
necesario  usar  de  crítica  y  filosofía,  y  distinguir  el  origen  , 
las  épocas ,  los  motivos  y  las  tendencias  de  todas  ellas. 

10.  Las  leyes  penales  y  todas  las  demás  que  sean  odiosas, 
han  de  interpretarse  estrechamente  en  caso  de  duda,  y  no 
deben  estenderse  fuera  de  los  casos  y  personas  para  que  se 
han  dado.  Interprelatione  legum  pœnœ  molliendœ  sunt  po- 
tius,  quàm  asperandœ  ;  ley  42,  tít.  19,  lib.  48  del  Dig.  In 
ambiguis  rebus  humaniorem  senlenliam  sequi  oportet  ; 
ley  10 ,  tít.  5 ,  lib.  34  del  Dig.  In  pœnalibus  causis  benigniùs 
inlerprelandum  esf;reg.  155,  tít.  17,  lib.  50  del  Dig.  Odia 
restringí ,  et  favores  convenu  ampliari;  reg.  15 ,  de  reg.  jur. 
in  6.  Se  ha  dicho  en  caso  de  duda;  pues  si  las  palabras  y  la 
intención  de  la  ley  odiosa  ó  penal  son  tan  claras  que  no  ad- 
miten interpretación ,  habrá  de  observarse  la  ley  con  toda 
exactitud,  por  mas  dura  y  rigurosa  que  parezca  :  Quod  qui- 
dem perquam  durum  est;  sed  Ha  lex  scripta  est.  Véase  Ar- 
bitrio de  juez  en  la  parte  que  trata  de  la  Analogía. 

11.  En  matria  favorable  deben  tomarse  las  palabras  de  la 
ley  según  su  mas  amplia  y  estensa  significación  :  Favores 
convenu  ampliari;  reg.  15 ,  de  reg.  jur.  in  6  :  con  tal  empero 
que  otra  cosa  no  se  esprese  ó  aparezca  de  las  palabras  de  la 
ley  ó  de  otra  disposición,  ó  que  no  quede  por  eso  eludida  y 
sin  efecto  la  ley  misma ,  como  advierte  el  derecho  canónico 
incap.Sisententia,i&,  el  cap.  Si  civitas,  17,  de  sent,  ex- 
commun, in  6. 

Los  privilegios  que  son  contra  el  derecho  común  ó  ceden 
en  detrimento  de  tercero ,  se  deben  interpretar  estrecha- 
mente limitándose  á  lo  mínimo  posible,  porque  todo  lo  odioso 
ha  de  restringirse  :  mas  los  que  no  son  contra  derecho  sino 
fuera  de  él  ni  ceden  en  perjuicio  de  otro ,  se  deben  inter- 
pretar latamente,  por  ser  meras  gracias  ó  beneficios  que 
parece  mas  natural  estender  que  reducir;  leyes  %1  y  sig., 
Ut.  18,  Part.  5,  y  regla  28  ,  tít.  54,  Part.  7. 

12.  La  ley  que  concede  ó  permite  loque  es  mas,  se  entiende 
que  permite  ó  concede  lo  que  es  menos  ;  y  por  el  contrario, 
la  ley  que  prohibe  lo  que  es  menos,  se  entiende  que  prohibe 
lo  que  es  mas  :  Non  debel,  cui  j)/us  licet ,  id  quod  minus  est 
nonlicere  :  In  co  quod  plussit ,  semper  inest  et  minus;  re- 
glas 21  y  110,  tít.  17,  lib.  50  del  Dig.  Así  es  que  quien  por 
la  ley  puede  donar,  puede  también  vender  ;  y  al  contrario, 
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quien  no  puede  vender,  mucho  ménos  podrá  donar;  regí. 
163  y  165  ,  lit.  17,  lib.  50  del  Dig. 

15.  Cuando  la  ley  se  muestra  indulgente  por  lo  pasado,  se 
entiende  que  prohibe  para  lo  futuro  :  Cum  lex  in  prceteri- 
tum  quid  indulget ,  in  futurum  veíat;  ley  22,  lit.  3,  lib.  1 
del  Dig. 

INTERPRETACIÓN  de  tAS  demandas  y  contesta- 
ciones. Todo  pedimento  debe  estar  estendido  con  claridad  y 
sencillez,  de  modo  que  así  el  juez  como  la  otra  parte  pue- 
dan penetrar  su  verdadero  sentido.  Si  las  palabras  con  que 
está  concebida  alguna  demanda,  produjeren  alguna  duda 
por  razón  de  su  obscuridad ,  ambigüedad  ó  confusion ,  de- 
ben entenderse  precisamente  como  el  demandante  las  en- 
tiende y  no  de  otra  manera,  ley  1  ,  tít.  32,  Part.  7  ;  y  así 
el  juez,  ó  bien  de  oficio,  ó  bien  á  petición  del  mismo  de- 
mandante ,  podrá  devolverle  antes  de  la  contestación  la 
demanda  en  que  hubiere  alguno  de  estos  defectos ,  para  que 
la  aclare  y  fije  el  sentido  que  quiere  darle.  Después  de  la 
contestación  ,  no  puede  ya  el  juez  desechar  de  oficio  la  de- 
manda ;  pero  á  solicitud  del  demandado  ,  debe  apremiar  al 
demandante  á  que  haga  su  aclaración;  y  del  mismo  modo, 
á  solicitud  del  demandante ,  debe  apremiar  al  demandado  á 
que  fije  el  sentido  del  contexto  de  la  contestación  que  hu- 
biere dado.  Habiendo  dudas  en  el  discurso  del  pleito  sobre 
las  preguntas  que  hiciere  alguna  de  las  partes  ó  las  respues- 
tas que  diere  la  otra ,  debe  compeler  ó  apremiar  el  juez  á 
que  se  hagan  aquellas  ó  se  den  estas  con  la  competente  cla- 
ridad ;  y  no  haciéndolo  así  el  apremiado ,  se  habrá  de  dar  á 
sus  palabras  obscuras  el  sentido  que  le  perjudique  á  él  y 
favoreza  á  su  adversario  :  d.  ley  3,  tít.  53  ,  Part.  7,  y  Greg. 
López  en  sus  glosas.  Véase  Excepción  é  Interrogatorio. 

Según  los  arts,  41  y  42  de  la  ley  de  enjuiciamiento  de  24 
de  julio  de  1830  sobre  los  negocios  y  causas  de  comercio, 
las  demandas  y  demás  escritos  ó  alegaciones  deben  esten- 
derse con  la  claridad  posible,  escusándose  redundancias 
y  repeticiones,  y  fijándoselas  pretensiones  en  términos  po- 
sitivos y  precisos  ;  de  suerte  que  los  tribunales  podrán  des- 
echar de  oficio  las  acciones  que  se  propongan  indetermi- 
nada ó  confusamente,  previniendo  à  las  partes  que  las 
aclaren  y  especifiquen  conforme  á  derecho  ;  y  en  defecto  de 
hacerlo  ,, quedará  á  salvo  su  derecho  á  la  parte  á  quien  pare 
perjuicio  la  acción  entablada  defectuosamente,  para  opo- 
nerse al  progreso  de  ella  hasta  que  se  proponga  según  cor- 
responde. 

INTERPRETACIÓN  de  las  sentencias.  Cuando  en 
la  sentencia  interlocutoria  hubiere  palabras  obscuras  ó  am- 
biguas, puede  el  juez  que  la  dio,  declararlas  ó  variarlas 
en  cualquier  estado  del  pleito  antes  de  la  sentencia  defini- 
tiva ;  porque  si  puede  revocar  ó  enmendar  la  misma  senten- 
cia interlocutoria,  como  dice  la  ley  2,  tít.  22  ,  Part.  3,  con 
mucha  mas  razón  podrá  corregir,  mudar  ó  interpretar  las 
palabras  dudosas,  siendo  así  que  quien  puede  lo  mas,  puede 
también  lo  ménos.  En  la  sentencia  definitiva  ,  aunque  por 
regla  general  no  puede  el  juez  que  la  dio,  revocarla  ,  ni  en- 
mendarla después  de  haberla  dado ,  puede  sin  embargo 
mudar  las  palabras  dudosas  ú  obscuras  y  poner  otras  mas 
apuestas,  con  tal  que  no  cambie  la  fuerza  ni  el  sentido  de  la 
sentencia  dada  :  con  la  diferencia  de  que  el  juez  ordinario 
(esto  es,  el  que  tiene  mero  imperio,  según  advierte  Grego- 
rio López)  puede  usar  de  esta  facultad  en  todo  tiempo ,  y  el 
inferior  (esto  es,  el  delegado  ó  el  que  no  tiene  mero  impe- 
rio) solamente  en  el  dia  de  la  pronunciación  de  la  senten- 
cia ;  ley  3  ,  tít.  22 ,  ley  15  ,  til.  23 ,  Parí.  3  ,  y  ley  3,  lit.  33, 
Part.  7.  Aunque  esta  última  ley  dice,  que  el  mismo  juez 
ordinario  puede  cuando  quisiere  declarar  las  palabras  du- 
dosas de  la  sentencia  que  dio ,  y  Gregorio  López  añade  en 
su  glosa ,  que  puede  hacerlo  durante  su  oficio  ,  con  citación 
de  las  partes  y  conocimiento  de  causa ,  sienta  no  obstante 


Febrero  Novísimo  en  el  n.  21  ,  cap.  15 ,  tít.  2,  lib.  5,  que 
según  la  práctica  debe  pedirse  la  declaración  por  alguno  do 
los  litigantes  antes  que  espire  el  término  de  apelar  y  se  intro- 
duzca la  apelación ,  para  que  este  no  empiece  á  correr  sino 
desde  que  se  haga  saber  la  declaración  de  las  dudas.  Sin 
embargo,  como  puede  suceder  que  las  dudas  no  se  ofrezcan 
á  los  interesados  sino  al  tiempo  de  la  ejecución  de  la  senten- 
cia ,  entendiéndola  entonces  cada  uno  de  modo  diferente  , 
no  puede  negárseles  la  facultad  que  les  supone  la  citada 
ley  15 ,  tít.  23 ,  Part.*3 ,  de  acudir  al  juez  para  que  aclare  y 
fije  el  sentido  que  quiso  dar  á  sus  palabras,  y  de  apelar  al 
superior  la  parte  que  se  sintiere  agraviada  sobre  la  inter- 
pretación que  el  inferior  hubiere  dado. 

La  ley  de  enjuiciamiento  sobre  los  negocios  y  causas  de 
comercio,  después  de  establecer  en  su  art.  90,  que  firmada 
ya  la  sentencia  no  puede  el  tribunal  hacer  alteración  alguna 
en  ella  ,  y  que  se  habrá  de  publicar  según  se  hallare  redac- 
tada bajo  pena  de  nulidad  de  lo  que  se  haya  sustituido  á  lo 
redactado  y  firmado,  que  se  tendrá  por  valedero,  salvo  el 
recurso  que  competa  á  las  partes  según  la  calidad  que  tenga 
la  sentencia;  añade  á  continuación  ,  que  si  esta  contuviere 
algún  concepto  obscuro ,  ó  se  hubiere  omitido  la  decisión  de 
algún  punto  controvertido  en  el  proceso  ,  podrá  el  tribunal 
esplicarla  y  ampliarla  dentro  de  las  veinte  y  cuatro  horas 
siguientes  á  la  publicación  y  no  después.  Véase  Sentencia. 

INTERPRETACIÓN  de  las  convenciones  ó  contra- 
tos. Las  dudas  que  ocurrieren  en  la  inteligencia  de  las 
cláusulas  de  los  contratos ,  deben  resolverse  conforme  áias 
siguientes  reglas  de  interpretación  : 

Ia.  En  todo  contrato  debe  atenderse  mas  á  la  intención 
común  de  las  partes ,  que  al  sentido  literal  de  las  palabras; 
arts.  247  y  2'i8  del  cód.  de  com.  Así  es  que  si  yo  le  alquilo 
una  habitación  en  mi  casa  por  mil  reales ,  y  al  año  siguiente 
renuevo  el  alquiler  diciendo  que  te  doy  mi  casa  por  el  mismo 
precio  que  en  el  año  anterior,  no  se  entenderá  que  te  ar- 
riendo toda  la  casa ,  pues  es  evidente  mi  intención  de  no 
arrendarte  sino  la  habitación  que  ocupabas  antes  :  In  con- 
ventionibus  contrahentium  voluntas  potius  quant  verba  spec- 
tari  placuit;  ley  219,  tít.  16 ,  lib.  50  del  Dig. 

La  intención  de  las  partes  puede  conocerse,  tomando  en 
consideración  la  naturaleza  del  negocio,  las  circunstancias 
en  que  se  hizo  el  contrato  ,  los  motivos  que  razonablemente 
podían  haber  influido  en  su  celebración  según  las  circuns- 
tancias ,  los  hechos  de  las  mismas  partes  subsiguientes  al 
contrato  que  tengan  relación  con  lo  que  se  dispula ,  lo  que 
parece  mas  verosímil  según  la  costumbre  de  los  contrayen- 
tes y  de  la  tierra ,  y  las  palabras  y  sentido  que  les  da  el  que 
hablaba  en  la  cláusula  dudosa  :  Quod  faclum  est,  cùm  in 
obscuro  sit ,  ex  affeclione .  cujusque  capit  interpretationem  ; 
ley  168  ,  tít.  17,  lib.  50  del  Dig.  :  In  ambiguis  orationibus 
maxime  senientia  spectanda  est  ejus  qui  eas  prolulisset; 
ley  98 ,  ibid  :  In  obscuris  inspici  solet  quod  verisimilius  est , 
aut  quod  plerumque  fieri  solet;  ley  114,  ibid.  Véanse  los 
arts.  248  y  249  del  cód.  de  com.  en  la  palabra  Contrato 
mercantil. 

2a.  Cuando  una  cláusula  presenta  dos  sentidos,  uno  adap- 
table y  otro  contrario  á  su  validación ,  debe  declararse  según 
el  sentido  que  puede  darle  efecto  ;  pues  no  es  de  presumir 
que  dos  personas  dotadas  de  razón  hayan  querido  estipular 
cosas  inútiles  ;  ley  2 ,  til.  55,  Part.  7.  Si  en  una  partición, 
por  ejemplo,  se  han  convenido  Pedro  y  Pablo  en  que  este 
podrá  pasar  por  la  heredad  que  le  ha  tocado ,  deberá  enten- 
derse la  heredad  de  Pedro ,  porque  de  otro  modo  no  tendría 
la  cláusula  un  buen  sentido  ni  produciría  efecto  alguno  : 
Quolics  in  stipulalionibus  ambigua  oralio  est ,  commodissi— 
mum  est  id  accipi  quo  res  de  qua  agitur  in  tuto  sil;  ley  80, 
tít.  1,  lib.  45,  Dig.:  Actus  inlelligendi  snnl potius  ul  valeant 
quàm  utpereant;  ley  12,  tít.  5,  lib.  34,  Dig.  Sin  embargo, 
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si  la  cláusula, para  surtir  algún  efecto,  se  hubiera  de  enten- 
der en  un  sentido  contrario  à  la  ley  ó  á  las  buenas  costumbres 
ó  á  la  intención  manifiesta  de  los  contrayentes  ó  de  alguno 
de  ellos,  debería  desecharse  y  tenerse  por  no  puesta. 

3a.  Surtiendo  efecto  la  cláusula  dudosa,  tanto  en  el  sen- 
tido que  le  da  la  una  de  las  partes  como  en  el  que  le  da  la 
otra ,  debe  preferirse  el  sentido  que  mas  se  acercare  á  la  ver- 
dad y  á  la  justicia  ;  y  así  en  la  venta  de  una  cosa  por  mil 
reales  sin  haberse  espresado  ni  podetse  averiguar  si  estos 
habían  de  ser  de  vellón  ó  de  plata,  ha  de  atenderse  al  pre- 
cio que  mas  se  aproxime  al  verdadero  valor  de  la  cosa  ven- 
dida :  no  pudiendo  todavía  descubrirse  de  este  modo  la  ver- 
dad ,  deben  interpretarse  las  palabras  obscuras  contra  el  que 
las  puso  ó  usó  y  en  favor  de  la  otra  parte  ;  ley  'i,  tít.  35, 
Part.  7.  In  obscuris  inspici  solet  quod  verisimilius  est;  regla 
i  14,  tít.  17,  lib.  50  del  Dig.  Obscura  vel  ambigua  pactio  ei 
nocet,  in  cujus  fuit  potestale  legem  apertiùs  conscribere  ; 
ley  39,  tít.  14,  lib.  2,  y  ley  21,  tít.  1,  lib.  18  del  Dig., con 
las  notas  de  Gothofredo. 

4a.  Los  términos  susceptibles  de  dos  sentidos  deben  to- 
marse en  el  que  mas  conviene  à  la  naturaleza  ó  á  la  materia 
del  contrato.  Si  te  alquilo  mi  casa  por  nueve  años  mediante 
el  precio  de  mil  reales ,  no  se  entiende  que  hemos  estipulado 
mil  reales  una  vez  pagados  ,  sino  mil  reales  en  cada  un  año, 
por  ser  propio  del  contrato  de  alquiler  que  el  precio  consista 
en  una  suma  anual  :  Quoties  idem  sermo  duas  sententias  ex- 
prima ,  ea  potissimum  accipienda  quœ  rei  gercndœ aptior  est; 
ley  67,  tít.  17,  lib.  50  del  Digesto. 

5a.  En  caso  de  duda  por  obscuridad  ó  ambigüedad,  cuando 
no  aparece  la  voluntad  de  las  partes ,  debe  estarse  á  la  prác- 
tica observada  en  el  pais  en  los  casos  de  igual  naturaleza  ; 
art.  249  del  cód.  de  com.  Si  yo  he  cometido  á  un  labrador 
el  encargo  de  cultivar  mi  viña ,  sin  estipular  el  número  de 
labores ,  se  supone  que  debe  dar  todas  las  cavas  que  se  acos- 
tumbran en  el  pais  :  Si  non  appareat  quid  actum  est,  erit 
consequens  ut  id  sequamur  quod  in  ea  regione  in  qua  actum 
est  frequentalur  ;  ley  34,  tít.  17,  lib.  50  del  Dig.  No  habiendo 
en  el  lugar  del  contrato  uso  ni  práctica  que  sea  capaz  de  qui- 
tar la  duda  ó  incertidumbre  ,  sea  por  no  haber  absolutamente 
uso  alguno  sobre  el  asunto,  sea  por  haber  usos  contrarios  ó 
diversos  que  el  tiempo  todavía  no  ha  fijado ,  habrá  de  se- 
guirse entonces  el  partido  mas  favorable  al  obligado ,  reba- 
jándole á  lo  mínimo  la  obligación  ó  deuda  :  Quid  crgo,  si 
ñeque  regionis  mos  appareat,  quia  varius  fuit  ?  ad  id,  quod 
■minimum  est ,  redigenda  summa  est  ;  d.  ley  34. 

6a.  Deben  suplirse  en  los  contratos  las  cláusulas  que  son 
de  estilo  ó  de  necesidad ,  aunque  no  se  hayan  espresado  ; 
porque  los  contratos  no  solamente  obligan  á  lo  que  en  ellos 
se  espresa,  sino  también  á  todas  las  consecuencias  que  se- 
gún su  naturaleza  les  da  la  equidad ,  el  uso  ó  la  ley  ;  art.  230 
del  cód.  de  com.  En  un  arriendo,  por  ejemplo,  se  supone  la 
cláusula  de  que  el  precio  ha  de  pagarse  á  los  plazos  que  son  de 
costumbre ,  aunque  nada  se  haya  estipulado  sobre  este  pun- 
to :  In  contractibus  tacite  veniunt  ea  quœ  sunt  moris  et  con- 
suetudinis.  En  una  venta  se  supone  la  cláusula  de  la  respon- 
sabilidad del  vendedor  á  la  eviccion ,  aunque  no  se  haya 
puesto  en  la  escritura. 

7a.  Todas  las  cláusulas  del  contrato  se  interpretan  las  unas 
por  las  otras,  dando  à  cada  una  de  ellas  el  sentido  que  re- 
sulta de  la  totalidad  de  la  escritura  ;  art.  249  del  cód.  de  com. 
Así  es  que  si  en  un  contrato  de  venta  dice  el  vendedor  en 
una  cláusula  que  la  cosa  está  esenta  de  toda  carga,  y  luego 
añade  en  otra  que  no  responde  sino  de  sus  propios  hechos  ; 
!a  primera  cláusula  deberá  espücarse  por  la  segunda,  supo- 
niendo que  el  vendedor  no  ha  declarado  la  cosa  libre  y 
esenta  sino  do  cargas  consentidas  por  él  mismo ,  mas  no  de 
las  que  aparecieron  impuestas  ó  consentidas  por  otros  po- 
seedores ;  ley  126,  tít.  16,  lib.  50  del  Digcslo. 


dos 


111 

Si  la  duda  no  puede  resolverse  por  los  medios  indica- 
debe  decidirse  contra  el  estipulante  y  en  favor  del  deu- 


dor, porque  se  supone  que  el  que  se  obliga  no  ha  querido 
contraer  sino  el  empeño  menos  riguroso ,  art.  252  del  cód. 
de  com.  :  Ambiguitas  contra  stipulatorem  est  :  In  stipulatioh 
nibv.s  cùm  quœritur  quid  actum  sil ,  verba  contra  stipulato- 
rem interprelanda  sunt;  ley  58,  §  18,  tít.  1,  lib.  hb  del  Dig. 
Esta  regla  es  aplicable  mas  particularmente  á  los  contratos 
unilaterales  y  á  los  lucrativos  ó  de  beneficencia  ;  y  está  su- 
jeta á  escepcion  cuando  alguna  de  las  partes  podia  y  debia 
haberse  esplicado  mas  claramente  sobre  la  obligación  que 
entendía  contraer.  Así  es  que  en  las  ventas  y  en  los  arren- 
damientos todo  pacto  obscuro  ó  ambiguo  se  interpreta  con- 
tra el  vendedor  ó  el  arrendador,  ya  porque  el  comprador  ó 
el  arrendatario  que  debe  el  precio  se  considera  como  deudor 
principal ,  ya  porque  el  vendedor  ó  el  arrendador  debia  ha- 
berse esplicado  con  mas  claridad  ;  ley  39 ,  tit.  14 ,  lib.  2  del 
Dig.  Sin  embargo,  si  como  observa  juiciosamente  Gothofredo 
en  sus  uotas  sobre  la  ley  21,  tít.  1,  lib.  18  del  Dig.  que  ha- 
bla sobre  el  mismo  asunto ,  la  obscuridad  ó  ambigüedad  se 
encontrase  en  una  cláusula  relativa  á  las  obligaciones  que  el 
comprador  ó  el  arrendatario  contraía  ,  la  interpretación  se 
haria  entonces  contra  él,  precisamente  en  virtud  del  mismo 
principio,  quiapotuit  apertiùs  legem  dicere.  Esta  esplicacion 
es  muy  conforme  á  la  ley  2,  tít.  55,  Part.  7,  la  cual  sienta 
en  su  fin  el  principio  general  de  que  se  «  debe  interpretar  la 
dubda  contra  aquel  que  dijo  la  palabra  ó  el  pleito  escura- 
mente  á  daño  de  él  et  á  pro  de  la  otra  parte.  » 

9a.  Por  muy  generales  que  sean  los  términos  en  que  se 
halla  concebida  la  convención,  jamas  podrá  comprender  otras 
cosas  que  aquellas  en  que  pensaron  y  sobre  que  se  propu- 
sieron contraer  los  otorgantes.  Si  yo  transijo  v.  gr.  sobre 
todos  los  derechos  que  podia  ejercer  contra  tí ,  no  deberá 
estenderse  esta  estipulación  á  un  derecho  que  me  viene  por 
herencia  de  una  persona  cuya  muerte  ignoraba  ;  porque  no 
fué  mi  intención  renunciar  todos  los  derechos  que  en  cual- 
quier tiempo  y  por  cualquiera  título  me  compitiesen  contra 
tí ,  sino  solo  aquellos  que  me  eran  conocidos  y  tenían  rela- 
ción con  nuestras  diferencias  :  Iniquum  est  perimi  pacto  id 
de  quo  cogitatum  non  docetur  ;  ley  9,  tít.  15  ,  lib.  2  del  Dig. 
Véase  Transacción. 

10.  Cuando  en  un  contrato  se  espresa  un  caso  particular 
para  evitar  toda  duda  sobre  el  mismo  caso,  no  por  eso  se 
entiende  restringida  la  eslension  que  las  leyes  conceden  á  la 
obligación  de  que  se  trata  con  respecto  á  los  casos  no  espre- 
sados :  Quœ  dubitationis  lollendœ  causa  in  contractibus  in~ 
seruntur,  jus  commune  non  lœdutit  ;  ley  81,  tít.  17,  lib.  50 
del  Dig.  Si  en  un  contrato  matrimonial,  por  ejemplo,  se  dice 
simplemente  que  entrarán  en  la  sociedad  conyugal  todos  los 
bienes  que  cualquiera  de  los  cónyuges  adquiera  por  titulo 
oneroso ,  no  por  eso  quedarán  escluidos  de  dicha  sociedad 
los  productos  de  los  bienes  que  ambos  llevasen  al  matrimo- 
nio ,  ni  los  de  la  industria  ó  profesión  que  cualquiera  de  ellos 
ejerciese  ,  etc.  Aquella  cláusula  se  supone  haberse  insertado 
para  esplicacion  de  la  voluntad  de  los  otorgantes ,  quienes 
tal  vez  por  su  ignorancia  del  derecho  tenían  alguna  duda 
sobre  si  los  espresados  bienes  pertenecerían  á  la  sociedad 
conyugal  por  solo  el  efecto  de  la  ley.  El  adagio  inclusio  unius 
est  alterhis  «adusto  no  puede  aplicarse  á  este  caso. 

1 1 .  Cuando  no  se  puede  hacer  interpretación  alguna  sin 
tropezar  siempre  en  algún  mal ,  daño  ó  perjuicio  ,  debe  en- 
tonces adoptarse  lo  que  sea  ráenos  injusto  ,  por  la  regla  ge- 
neral de  que  entre  dos  males  ha  de  elegirse  el  menor  :  Quo- 
ties nihil  sine  capitoné  investigar!  polest ,  cligendum  est  quod 
minimum  liabent  iniquilatis;  regla  200 ,  tit.  17,  lib.  50  del 
Dig.  Semper  in  obscuris,  quod  minimum  est  sequinmr  ;  re- 
gla 9 ,  id. 

12.  Cuando  en  una  contienda  sobre  la  inteligencia  ó  las 
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consecuencias  de  un  contrato,  «na  de  las  partes  reclama  lo 
suyo  ó  trata  de  evitar  su  daño,  y  la  otra  no  aspira  sino  á 
obtener  alguna  ganancia,  debe  favorecerse  en  caso  de  duda 
mas  bien  á  la  primera  que  á  la  segunda  :  In  re  obscura  me- 
lius  est  favcrc  repclitioni,  quàm  adventitio  lucro  ;  regla  41, 
tít.  17,  lib.  SO  del  Digesto. 

13.  En  todo  negocio  importa  mucho  distinguir  entre  la 
declaración  de  la  obligación  y  la  de  la  liberación.  Si  se  trata 
de  una  oLligacion,  debemos  estar  en  caso  de  duda  mas  in- 
clinados á  negarla  que  á  afirmarla";  y  si  por  el  contrario  se 
trata  de  una  liberación,  debemos  en  la  incertidumbre  ser 
mas  fáciles  para  afirmarla  que  para  negarla  :  Multum  inte- 
rés!, quœras,  utriim  aliquis  obligetur,  an  aliquis  liberelur? 
Ubi  de  obligando  quœrilur  propensiores  esse  debemus ,  si  ha- 
beamns  occasionem ,  ad  negandum  :  ubi  de  liberando ,  ex  di- 
verso ut  facilior  sis  ad  liberationem  ;  ley  47,  tít.  7,  lib.  44 
del  Digeslo. 

INTERPRETACIÓN  de  ws  testamentos.  Las  reglas 
establecidas  para  la  interpretación  de  las  leyes  y  de  las  con- 
venciones en  general  pueden  servir  también  para  la  inter- 
pretación de  las  cláusulas  obscuras  de  las  disposiciones  tes- 
tamentarias. Hay  sin  embargo  muchas  reglas  de  derecho 
que  mas  especialmente  pueden  aplicarse  á  estos  últimos  ac- 
tos que  á  las  convenciones ,  porque  siendo  los  testamentos 
obra  de  una  sola  persona  solo  se  trata  de  investigar  cuál 
ha  podido  ser  su  voluntad,  de  penetrarse  bien  de  ella  y  de 
ejecutarla,  mientras  que  en  los  contratos  es  necesario  aten- 
der generalmente  á  la  voluntad  probable  de  la  una  y  de  la 
otra  parte  ,  pues  que  son  obra  de  ambas.  Aproximaremos 
pues  las  reglas  mas  importantes  de  una  y  otra  especie,  ó  in- 
dicaremos las  que  deben  seguirse  con  preferencia  en  los  tes- 
tamentos. 

Regla  Ia.  Si  en  los  contratos  mismos,  no  tanto  debemos 
atenernos  al  sentido  literal  délas  palabras  como  á  la  inten- 
ción común  de  las  partes,  con  mucha  mas  razón  en  los  les.- 
tamentos  habremos  de  atender  mas  particularmente  á  la  vo- 
luntad del  difunto  que  al  sentido  literal  de  los  términos  que 
ha  empleado ,  pues  los  testamentos  sacan  toda  su  fuerza  de 
sola  la  voluntad  del  testador  :  In  conditionibus  testamento- 
rum,  volunlalem  polius,  quàm  verba  consideran  oportet  ; 
ley  101,  tít.  1,  lib.  55  del  Dig.  Es  necesario  sobre  todo  to- 
mar las  espresiones  dudosas  del  testador  en  el  sentido  que 
probablemente  ha  querido  darles ,  según  su  educación  y  sus 
costumbres ,  pues  que  muchos  suelen  esplicarse  de  un  modo 
abusivo,  y  no  siempre  se^irven  de  los  vocablos  y  nombres 
propios  de  las  personas  y  de  las  cosas  :  Non  cnim  in  causa 
teslamentorum ,  ad  verborum  definilionem  utique  descenden- 
dumest,  cùm  plerumque  abusive  loquanlur,  nec  propriis  no- 
minibus  ac  vocabulis  semper  ulanlur  ;  ley  69,  §  I,  lib.  52 
del  Dig.,  de  legalis  5.  Esta  regla,  sin  embargo,  no  ha  de  apli- 
carse sino  con  prudencia  ;  porque  generalmente  las  palabras 
se  emplean  en  su  significación  habitual ,  y  por  eso  dice  con 
razón  la  ley  o ,  tít.  33 ,  Part.  7,  en  consonancia  con  el  prin- 
cipio de  dicha  ley  romana,  que  las  palabras  del  testador  de- 
ben entenderse  llanamente  como  suenan,  á  no  ser  que  apa- 
rezca de  cierto  que  su  voluntad  era  otra.Véanse  las  reglas  2a. 
y  3a.  de  la  Interpretación  doctrinal  de  las  leyes. 

2a.  Mas  siendo  ambiguo  el  sentido  de  una  cláusula  ,  se 
ha  de  interpretar  generalmente  á  favor  de  la  validez  de  la 
disposición  testamentaria  :  Quum  in  testamento  ambiguë  aut 
eiiam  perpe.ram  scriplum  est,  bénigne  interpretar-i,  el  secun- 
düm  id  quod  credibile  est  cogilalum ,  credendum  est  ;  ley  24, 
tít.  8,  lib.  34  del  Digesto. 

3a.  En  los  contratos,  se  interpreta  lo  ambiguo  según  el 
«so  común  y  práctica  observada  en  el  pais  ;  pero  en  los  tes- 
tamentos se  hace  la  interpretación  según  la  costumbre  y 
modo  conocido  que  tenia  el  testador  de  espresarse  y  enten- 
der tas  cosas  ;  ley  8 ,  fíí.  55  .  Purl.  7. 


4a.  En  las  convenciones ,  la  cláusula  que  presenta  dos 
sentidos  ha  de  entenderse  mas  bien  en  el  que  le  da  algún 
efecto  que  no  en  el  que  no  le  da  ninguno;  y  esta  regla  se 
aplica  también  á  los  legados;  ley  109,  lib.  30  del  Dig.,  de 
legalis  1.  Sin  embargo  ,  si  el  sentido  atribuido  á  la  cláusula 
fuese  contrario  á  las  leyes  ú  ofendiese  á  las  buenas  costum- 
bres ó  hiciese  la  cosa  imposible,  habría  de  desecharse; 
ley  8,  lit.  33,  Part.  7.  Véase  la  regla  2a.  de  la  Interpreta- 
ción de  las  convenciones. 

8a.  Todas  las  cláusulas  de  un  contrato  se  interpretan  las 
unas  por  las  otras ,  dando  á  cada  una  de  ellas  el  sentido  que 
resulta  de  toda  la  escritura  ;  y  del  mismo  modo  en  los  testa- 
mentos será  preciso  interpretar  y  esplicar  unas  por  otras  to- 
das las  disposiciones  hechas  en  beneficio  de  una  misma  per- 
sona ,  si  el  sentido  de  algunas  de  ellas  ofreciere  alguna 
obscuridad  ,  ambigüedad  ó  duda:  Una  pars  leslamenti per 
aliam  declaratur ;ley  80,  §  últ.,  lib.  50 del  Dig.,  de  legatisl. 

6a.  Mas  cuando  dos  cláusulas  de  un  mismo  testamentóse 
combaten  y  contradicen  mutuamente,  ambas  se  neutralizan 
y  quedan  sin  efecto.  Ubi  pugnanlia  inter  se  in  testamento 
juberentur,  neulrum  ratum  est;  ley  188,  tít.  17,  lib.  80  del 
Dig.  Esta  regla  ,  sin  embargo,  solo  debe  entenderse  del 
caso  en  que  el  testador  claramente  quiere  que  surtan  su 
efecto  las  dos  disposiciones  ;  pues  en  caso  contrario  ,  ha  de 
seguirse  y  ejecutarse  la  última  cláusula ,  como  que  por  ella 
queda  abrogada  la  primera  :  Clari  el  aperlijuris  est,  inft- 
deicommissis  posteriores  volunlates  esse  firmiores ;  ley  19  del 
Cód.  de  fideicomm.  :  In  legalis  novissimœ  scripturce  valent; 
ley  12,  |  3,  lib.  50  del  Dig., de  legalis  1.  Y  con  mayor  ra- 
zón ,  cuando  las  dos  disposiciones  contradictorias  se  halla- 
ren en  testamentos  diversos,  habremos  de  atenernos  á  la 
última ,  pues  que  revoca  la  primera. 

7a.  En  las  convenciones,  las  cláusulas  dudosas  se  inter- 
pretan en  favor  del  deudor;  y  lo  mismo  sucede  en  los  testa- 
mentos con  respecto  á  las  cláusulas  absolutamente  dudosas 
ú  obscuras  que  no  dejen  descubrir  la  intención  del  testador, 
pues  entonces  (á  diferencia  del  caso  en  que  á  pesar  de  la 
duda  ó  ambigüedad  se  pueda  entrever  todavía  la  intención 
probable  de  este  con  el  ausilio  de  la  interpretación)  será 
necesario  decidir  en  favor  del  que  se  hallare  obligado  á  eje- 
cutar la  disposición  testamentaria  ;  ley  27,  til.  8 ,  lib.  54  del 
Dig.,  y  leyes  9  y  28,  tít.  9,  Parí.  6. 

8a.  En  caso  de  duda  sobre  la  cantidad  de  las  cosas  pro- 
metidas ,  se  sigue  siempre  en  materia  de  convención  el  par- 
tido mas  favorable  al  deudor  :  semper  in  obscuris  quod  mi- 
nimum est  sequimur;  y  el  mismo  principio  debe  regir 
igualmente  en  los  legados,  de  modo  que  la  interpretación 
ha  de  hacerse,  generalmente  hablando,  en  favor  del  que 
debe  satisfacerlos  ;  ley  i,  til.  33,  Part.  7. 

9a.  Esta  regla  de  que  la  duda  sobre  la  cantidad  ó  cosa 
legada  se  debe  decidir,  del  mismo  modo  que  la  duda  sobre 
lo  prometido  en  los  contratos,  en  favor  del  deudor  del  le- 
gado ,  parece  opuesta  á  la  otra  regla  del  derecho  romano 
que  quiere  mas  bien  la  estension  que  la  restricción  de  la 
voluntad  de  los  testadores  :  In  teslamenlis  pleniüs  volunta- 
tes  lestanlium  interpretando;  siínf,ley  12,  tít.  17,  lib.  80 
del  Dig.  Pero  se  concilian  fácilmente  estas  dos  reglas  apli- 
cando la  última  á  los  casos  en  que  la  cláusula  obscura  ó  am- 
bigua es  la  misma  disposición  testamentaria  ;  mientras  que 
cuando  la  duda  recae  solamente  sobre  la  suma  ó  cantidad  do 
las  cosas  legadas,  ó  en  una  palabra,  sobre  el  objeto  del  le- 
gado ,  se  sigue  la  interpretación  mas  favorable  al  heredero , 
que  es  el  deudor. 

10:'.  La  interpretación  de  una  cláusula  obscura  se  hace  mas 
fácilmente  en  favor  del  legatario ,  cuando  este  habia  hecho 
buenos  servicios  al  testador  ó  le  estaba  unido  con  los  víncu- 
los del  parentesco  ,  aunque  el  deudor  del  legado  tuviese 
iguales  relaciones  con  el  difunto  :  Quod  faclum  est,  cùm  in 
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obscuro  sît ,  exaffcctione  cvjusque  capit  interprelationern ; 
ley  168,  lit.  17,  lib.  SO  del  Dig. 

11a.  Si  se  deja  un  legado  à  una  persona,  y  habiendo  dos 
ó  mas  personas  del  mismo  nombre  ,  como  por  ejemplo  dos 
hermanos  ó  dos  primos  hermanos  ú  oíros,  no  pudiere  ave- 
riguarse de  modo  alguno  el  verdadero  legatario ,  será  nulo 
el  legado,  como  hecho  á  persona  incierta  ;  ley  9  ,  lit.  9, 
Pari.  6.  En  semejante  hipótesis  no  podria  partirse  la  cosa 
legada  entre  las  dos  personas;  porque  el  difunto  no  quiso 
darla  á  una  de  ellas ,  y  porque  siendo  necesario  para  la  par- 
tición que  ambas  tuviesen  derecho,  ninguna  precisamente 
puede  justificar  que  lo  tiene.  Pero  muy  raro  debe  de  ser  el 
caso  en  que  no  se  desvanezca  la  incertidumbre  por  las  cir- 
cunstancias, pues  siempre  ó  casi  siempre  se  podrá  venir  en 
conocimiento  de  cuál  es  la  persona  á  quien  ha  querido  favo- 
recer el  testador,  ya  por  razón  del  mayor  ó  menor  grado  de 
parentesco  de  consanguinidad  ó  afinidad  .  ya  por  la  amistad 
que  mediase  entre  ellos,  ya  por  relaciones  de  sociedad  ó 
compañía  ,  ya  en  fin  por  servicios  que  le  hubiese  prestado. 

12a.  El  error  en  el  nombre  ó  apellido  del  legatario,  no 
vicia  el  legado,  con  tal  que  por  otras  señales  conste  cuál  es 
la  persona  á  quien  se  ha  querido  agraciar  :  Si  quis  in  nomi- 
ne vel  cognomine  legatarii  teslalor  erraverit ,  si  de  persona 
constat,  nildlominus  valet  legalum;  §  Si  quis,  Inst.  de  legal. 
Lo  mismo  debe  decirse  del  error  en  el  nombre  ó  apellido 
del  heredero.  Véase  Heredero  extraño,  ns.  III  y  V. 

13a.  Si  el  testador  legare  á  uno  todos  sus  papeles,  no  se 
comprenden  los  libros ,  salvo  siendo  el  testador  letrado  y  el 
legatario  estudiante  ó  amigo  de  aprender,  y  no  teniendo 
aquel  mas  papeles  que  los  libros.  Si  mandare  generalmente 
sus  aves ,  las  habrá  todas  el  legatario ,  sean  domésticas  ó  de 
caza  ,  con  sus  jaulas  ,  lonjas  ó  correas  y  prisiones.  Si  legare 
sus  vinos,  se  entenderán  legados  con  las  botellas  ,  toneles, 
tinajas  ó  cubas  en  que  estuviesen  encerrados;  á  no  ser  que 
las  vasijas  fuesen  de  materias  preciosas,  como  advierte 
Gregorio  López,  ó  se  hallaren  empotradas  ó  de  otro  modo 
que  deban  considerarse  como  parle  de  la  casa  ó  bodega. 
Finalmente,  si  legare  los  alimentos  á  una  persona,  se  en- 
tiende legarle  lo  necesario  para  comer,  beber,  vestir  y  curar 
las  enfermedades.  Ley  S,  til.  53,  Part.  7.  Véase  Legado. 

INTERPRETACIÓN  de  los  hechos.  En  materia  cri- 
minal ,  la  interpretación  de  un  hecho  que  no  está  bien  claro 
y  evidente ,  se  hace  siempre  en  descargo  del  acusado ,  cuan- 
do por  otra  parte  no  hay  pruebas  suficientes  contra  él.  De 
aquí  es  que  en  caso  de  empate  en  los  votos  de  los  jueces,  se 
pronuncia  la  absolución  y  no  la  condenación  ;  y  cuando  el 
empate  recae  sobre  la  especie  de  pena,  no  se  condena  al  de- 
lincuente sino  á  la  pena  menor.  Véase  Empale. 

INTERPRETACIÓN  de  lenguas.  Cierta  secretaría  es- 
tablecida en  Madrid  cerca  del  Gobierno  supremo  para  tra- 
ducir al  castellano  las  bulas  pontificias  y  otros  documentos 
públicos  escritos  en  lenguas  estranjeras  ó  provinciales,  como 
asimismo  los  papeles  privados  que  al  efecto  le  presenten  los 
particulares  para  que  puedan  hacer  fe. 

Por  el  ministerio  de  estado  y  del  despacho  se  comunicó 
en  24  de  setiembre  de  1841  al  de  gracia  y  justicia  y  á  los 
demás  ministerios  la  orden  que  sigue  :  «  Habiéndose  notado 
la  suma  facilidad  con  que  se  admiten  en  los  tribunales  y  ofi- 
cinas públicas  documentos  estranjeros  originales  ,  ó  las  tra- 
ducciones de  intérpretes  intrusos  sin  el  pase  por  la  inter- 
pretación de  lenguas,  que  es  como  únicamente  pueden  hacer 
fe;  ha  tenido  á  bien  resolver  S.  A.  el  regente  del  reino  diga 
á  V.  E.,  como  de  su  orden  lo  ejecuto ,  se  sirva  ordenar  á  los 
tribunales  y  demás  dependencias  de  ese  ministerio  no  ad- 
mitan traducción  alguna  de  documentos  estranjeros  sin  que 
esta  sea  hecha  auténtica  y  legalmente  por  la  citada  inter- 
pretación de  lenguas.  » 

Esta  providencia  estraña ,  que  sin  duda  so  ha  dado  con 


poca  meditación  y  sin  conocimiento  de  causa,  no  puede 
menos  de  ser  muy  gravosa  á  los  interesados,  de  causar  no- 
table paralización  en  el  comercio,  y  de  entorpecer  la  admi- 
nistración de  justicia.  En  efecto,  con  fecha  de  8  de  marzo 
de  1843  dijo  el  ministro  de  Estado  al  de  Gracia  y  Justicia  lo 
siguiente  :  «  Sin  embargo  de  lo  comunicado  á  ese  ministerio 
en  24  de  setiembre  de  1841 ,  y  vistas  las  reclamaciones  de 
los  tribunales  de  comercio  y  el  informe  que  sobre  el  parti- 
cular ha  evacuado  el  tribunal  supremo  de  justicia ,  S.  A.  el 
regente  del  reino  ha  tenido  á  bien  declarar  que  la  citada 
orden  de  24  de  setiembre  de  1841  solo  tenga  efecto  en  esta 
corte ,  y  que  en  los  demás  puntos  del  reino  sigan  como  has- 
ta aquí  haciendo  traducciones  de  documentos  estranjeros  los 
intérpretes  jurados  que  hasta  ahora  las  han  hecho ,  conser- 
vando las  partes  interesadas  en  litigios  el  derecho  de  acudir 
á  la  secretaría  de  interpretación  de  lenguas  caso  de  no  estai 
satisfechas  con  las  traducciones  de  los  intérpretes  de  los 
puntos  donde  se  hallen  para  certificarla  ó  asegurarse  de  su 
fiel  traducción.  »  =  Véase  Instrumento  público,  circunst. 
/0a.,  y  ns.  IV  y  V  hacia  el  fin. 

INTÉRPRETE.  El  que  esplica  ó  declara  el  sentido  de 
alguna  cosa ,  y  el  que  traduce  de  una  lengua  en  otra. 

El  ministerio  de  los  intérpretes  se  emplea  en  los  tribuna- 
les ,  así  en  materia  civil  como  en  materia  criminal ,  no  solo 
para  la  traducción  de  las  piezas  que  se  presentan  ,  sino  tam- 
bién para  el  interrogatorio  del  acusado  y  el  examen  de  los 
testigos  que  no  hablan  sino  una  lengua  eslranjera  ó  provin- 
cial (1  ).  En  el  caso  pues  de  no  saber  algún  testigo  la  lengua 
vulgar,  debe  el  juez  examinarle  por  medio  de  dos  intérpretes 
á  quienes  antes  hará  jurar  que  dirán  fielmente  en  idioma 
castellano  lo  mismo  que  aquel  deponga  en  el  suyo,  sin  aña- 
dir, quitar  ni  alterar  cosa  alguna;  bien  que  si  no  hubiese 
mas  que  un  intérprete  en  el  pueblo ,  ó  se  conviniesen  las 
partes  en  que  sea  uno  solo ,  se  podrá  estar  también  á  su  di- 
cho. Lo  mismo  ha  de  practicarse  con  el  acusado  que  se  ha- 
llare en  igual  caso  de  ignorar  la  lengua  del  pais. 

Cuando  alguno  que  no  sabe  el  idioma  castellano,  se  halla 
enfermo  y  quiere  hcer  testamento  nuncupativo  por  no  saber 
ó  no  poder  escribir,  hará  el  escribano  que  se' llame  al  se- 
cretario de  la  interpretación  de  lenguas,  y  que  este  exami- 
ne su  voluntad  á  presencia  suya  y  de  los  testigos  instrumen- 
tales; á  cuyo  efecto  le  irá  previniendo  lo  que  ha  de  pregun- 
tarle ,  estenderá  la  pregunta  y  á  su  continuación  la  respuesta 
que  diere  el  testador  por  boca  del  intérprete;  y  concluido 
todo  con  este  orden  ,  lo  firmarán  el  testador,  los  testigos  ins- 
trumentales y  el  intérprete,  y  luego  lo  autorizará  el  escri- 
bano. Si  en  el  pueblo  no  hubiere  intérprete  juramentado,  se 
buscarán  personas  fidedignas  que  entiendan  al  testador,  se 
les  tomará  juramento,  y  se  practicarán  las  espresadas  dili- 
gencias. Esta  doctrina  que  sienta  Febrero  y  no  está  apoyada 
en  las  leyes  ,  no  deja  de  presentar  dificultades  de  conside- 
ración. Si  para  evitar  todo  género  de  fraude,  deben  los  tes- 
tigos ver,  oir  y  entender  al  testador,  ¿  cómo  podrá  decirse 
que  le  entienden  cuando  suponemos  que  se  esplica  en  una 
lengua  que  les  es  desconocida  ?  Es  cierto  que  entienden  al 
intérprete;  pero  por  eso  podrán  llamarse  solo  testigos  del 
intérprete  y  no  del  testador.  Aquel  será  sin  duda  persona 
muy  respetable  y  digna  de  todo  crédito;  mas  para  que  nos 
conste  en  debida  forma  la  voluntad  del-que  dispone  de  sus 
bienes  para  después  de  su  muerte,  quiere  la  ley  positiva- 
mente que  nos  la  testifiquen  por  sí  mismos  y  no  con  referen- 
cia á  otro  cuando  menos  tres  sugetos  eme  sean  tan  fidedig- 
nos como  los  intérpretes  mas  aulorizados.  Parece  pues  que 
no  puede  considerarse  válido  el  testamento  nuncupalivo  de 
uno  que  ignora  el  idioma  vulgar,  si  no  asisten  á  su  otorga- 

(1)  Véase  sobre  traduciré  interpretar  instrumentos,  la  ley  ¿t, 
tít.  20,  lib.  2,  Rao   ,'.p  r.-wt    v  o)  Ut  29 ,  lib.  2 ,  Rec.  de  Ind. 
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miento  1res  intérpretes  ó  testigos  que  entiendan  bien  lo  que 
dice.  Véase  Testamento. 

INTERROGATORIO.  La  serie  ó  catálogo  de  preguntas 
que  se  hacen  á  los  testigos  para  probar  ó  averiguar  la  ver- 
dad de  los  hechos.  Luego  que  se  abre  la  causa  á  prueba  , 
cada  litigante  forma  su  interrogatorio  (1)  con  varios  artí- 
culos ó  preguntas,  de  las  cuales  la  primera  y  última  se 
llaman  generales  porque  en  todos  se  ponen  ,  y  las  demás 
especiales  ó  útiles  porque  conciernen  al  punto  que  se  con- 
trovierte ;  y  le  presenta  al  juez  con  un  pedimento  para  que 
á  su  tenor  sean  examinados  los  testigos  que  se  presentaren 
á  este  fin.  Las  preguntas  generales  se  reducen  á  si  el  testigo 
conoce  á  las  partes  que  litigan;  si  tiene  noticia  del  pleito  ; 
si  es  pariente  por  consanguinidad  ó  afinidad  de  alguna  de 
ellas  ,  y  en  qué  grado;  si  es  amigo  íntimo  suyo  ó  enemigo 
capital  ;  si  tiene  ínteres  en  la  causa  ;  si  desea  que  gane  al- 
guno de  los  litigantes,  y  cuál,  aunque  no  tenga  razón;  si 
fué  sobornado  ó  intimidado  para  que  mienta  ú  oculte  la  ver- 
dad; y  si  está  pronto  à  decirla,  aunque  se  halle  en  alguna 
de  estas  circunstancias.  Estas  preguntas  tienen  por  objeto 
saber  si  los  testigos  tienen  alguna  tacha  que  desvanezca 
ó  disminuya  la  fuerza  de  su  deposición  ;  y  así  es  que  no 
debe  el  juez  dejar  de  examinarlos,  aunque  vea  que  pueden 
ser  tachados.  También  les  ha  de  preguntar,  aunque  en  el 
interrogatorio  no  se  mencione,  la  edad ,  el  oficio  ó  destino , 
y  la  vecindad  :  la  edad ,  para  saber  si  tienen  la  que  el  de- 
recho exige  para  dar  testimonio  :  el  oficio  ó  destino ,  porque 
si  este  fuere  vil ,  se  supone  al  testigo  capaz  de  soborno  y  de 
mentira  :  la  vecindad  ,  para  averiguar  en  caso  necesario  su 
carácter  y  conducta,  buscarle  y  castigarle  en  caso  de  per- 
jurio ,  y  para  otros  fines  que  convengan  al  colitigante. 

Las  preguntas  útiles  ó  especiales  que  son  las  que  con- 
ciernen al  asunto  litigioso  ,  han  de  espresarse  con  toda  cla- 
ridad y  distinción  ,  formando  artículo  separado  de  cada 
hecho  que  intente  probarse,  y  han  de  ceñirse  á  lo  alegado 
y  escepcionado  en  el  pleito  ;  bajo  el  concepto  que  el  juez 
debe  desechar  todas  aquellas  preguntas  ó  artículos  imper- 
tinentes que  no  conduzcan  á  la  averiguación  de  lo  contro- 
vertido; bien  que  como  el  cúmulo  de  negocios  no  le  suele 
dar  tiempo  para  el  examen  é  inspección  de  cada  interro- 
gatorio ,  está  puesto  en  uso  que  lo  haya  por  presentado  en 
cuanto  es  pertinente  ;  con  cuya  cláusula  se  pone  á  cubierto 
de  la  ley,  y  desestima  luego  los  dichos  de  los  testigos  sobre 
los  artículos  inconducentes.  La  última  pregunta  que  se  hace 
á  los  testigos,  pertenece  á  las  generales,  como  hemos  in- 
sinuado, y  se  reduce  á  una  mera  fórmula  relativa  á  la  fama  , 
y  concebida  en  estos  términos  :  Mas ,  de  público  y  notorio  , 
pública  voz  y  fama,  común  opinion  ,  digan  y  den  razón. 

Del  interrogatorio  de  cada  parte  parece  seria  conveniente 
dar  traslado  á  la  otra  ,  para  que  en  su  vista  formase  otro  de 
repreguntas  ,  á  fin  de  que  los  testigos  espusiesen  mejor  el 
hecho  y  la  razón  de  sus  dichos  ;  pero  según  la  práctica  casi 
no  se  comunica  el  interrogatorio  sino  en  los  tribunales  ecle- 
siásticos. En  aquellos  en  que  se  admiten  repreguntas,  se 
forma  el  interrogatorio  como  el  de  preguntas,  refiriéndose 
;  I  de  estas  en  el  pedimento  con  que  aquel  se  presenta ,  pre- 
!■  ndiendo  que  á  los  testigos  que  fueren  interrogados  se  re- 
pregunte tal  ó  tal  cosa,  etc.  También  se  estila  en  algunas 
i  rovincias  nombrar  acompañados  que  asistan  al  examen  de 
los  testigos ,  y  les  hagan  repreguntas  con  el  objeto  de  apurar 
la  verdad  de  los  hechos  (2).  Véase  Testigos,  Posiciones 
y  Pregunta. 

JJITERRUPCÏQN.  Todo  lo  que  estorba  ó  impide  la  con- 
tinuación de  la  posesión ,  la  cual  si  durase  el  tiempo  esta- 

(1)  Este  interrogatorio  lia  de  ir  firmado  de  abogado;  leyes  15, 
tít.  25,  y  21,  tít.  27,  lib.  2,  Uec.  de  Iud 

(2)  Febf.,  tora.  5,  pág.  28,  n,  49. 


blecido  por  la  ley  serviría  para  adquirir  la  propiedad  de  una 
cosa  ó  para  estinguir  algún  derecho.  La  interrupción  puede 
ser  natural  ó  civil  :  es  natural,  cuando  de  hecho  y  real- 
mente se  pierde  la  posesión  ,  la  cual  queda  cortada  de  tal 
suerte  que  aunque  después  se  recobre  no  se  puede  unir  el 
tiempo  pasado  con  el  futuro ,  sino  que  desde  el  día  del  re- 
cobro debe  empezarse  á  contar  de  nuevo;  es  civil ,  cuando 
él  dueño  de  la  cosa  interpela  ó  demanda  en  juicio  al  posee- 
dor, dándole  á  conocer  que  la  cosa  que  posee  no  le  perte- 
nece,  y  constituyéndole  por  consiguiente  en  mala  fe.  —  La 
prescripción  de  la  deuda  que  el  deudor  habia  empezado  à 
ganar  por  no  demandársela  el  acreedor,  queda  interrumpida 
por  renovación  con  escritura  ,  fianza  ó  prenda ,  por  satis- 
facción de  alguna  parte ,  por  indemnización  de  algún  per- 
juicio, por  petición  en  presencia  de  amigos  ó  avenidores, 
ó  por  otra  causa  semejante  ;  ley  29,  tít.  29,  Part.  3.  Véase 
k  Posesión  y  Prescripción. 

INTERSTICIO.  El  espacio  de  tiempo  que  según  las  leyes 
eclesiásticas  debe  mediar  entre  la  recepción  de  dos  órdenes 
sagradas. 

INTERUSURIO.  El  interés  de  un  cierto  tiempo,  ó  el 
provecho  y  utilidad  que  resulta  del  goce  ó  posesión  de  alguna 
cosa. 

INTERUSURIO  dotal.  El  interés  que  se  debe  á  la 
mujer  por  la  retardación  en  la  restitución  de  su  dote. 

INTERVALOS  lúcidos.  El  espacio  de  tiempo  en  que 
una  persona  que  ha  perdido  el  juicio  habla  en  razón  y  buen 
sentido.  Un  intervalo  lúcido  en  un  demente  no  es  una  tran- 
quilidad superficial  ni  una  sombra  de  calma,  inumbrata 
quies ,  como  observa  la  ley  18,  §  1,  tit.  2  ,  lib.  h\  del  Dig.: 
no  es  una  simple  disminución  ó  remisión  del  mal ,  sino  una 
especie  de  curación  pasajera  ,  una  intermisión  tan  marcada, 
que  se  parece  en  un  todo  al  restablecimiento  de  la  salud  ; 
y  como  es  imposible  calificar  por  razón  de  un  momento  el 
intervalo,  preciso  es  que  dure  un  tiempo  bastante  largo 
para  que  pueda  producir  certidumbre  del  retorno  pasajero 
de  la  razón  ,  preciso  es  que  haya  una  entera  suspension  de 
la  demencia,  una  verdadera  tregua,  inducios,  como  dice 
la  ley  9  ,  tít.  22,  lib.  6  del  Código.  Sigúese  de  aquí  que  no 
ha  de  confundirse  una  acción  de  cordura  ó  de  juicio  con  un 
intervalo  lúcido,  porque  puede  ser  cuerda  en  apariencia 
una  acción,  sin  que  por  eso  su  autor  sea  cuerdo  en  realidad. 
La  acción  no  es  mas  que  un  efecto  rápido  y  momentáneo 
del  alma;  y  el  intervalo  dura  y  se  sostiene.  La  acción  de 
cordura  es  un  acto  ;  el  intervalo  lúcido  es  un  estado.  Véase 
Loco  y  Testamento. 

INTERVENCIÓN.  La  asistencia  de  algún  sugeto  nom- 
brado por  el  juez  ú  otro  superior  para  intervenir  en  algún 
negocio  ,  sin  cuya  presencia  y  asenso  nada  se  puede  hacer. 
Véase  Intervenir. 

INTERVENCIÓN  en  la  aceptación  y  pago  de  letra. 
En  el  comercio  es  la  declaración  que  hace  un  tercero  de  que 
acepta  ó  está  pronto  á  pagar  una  letra  de  cambio  que  ha  sido 
protestada.  En  el  artículo  Aceptación  por  intervención  hemos 
hablado  ya  del  primer  punto ,  y  así  no  trataremos  aquí  sino 
del  segundo. 

I.  En  caso  de  protesto  de  una  letra  de  cambio  por  falta 
de  pago  ,  debe  admitirse  la  intervención  de  un  tercero  que 
se  ofrezca  á  pagarla  por  cuenta  del  girante  ó  de  cualquiera 
de  los  endosantes,  aun  cuando  no  haya  recibido  previo  man- 
dato para  hacerlo;  y  esta  intervención  ha  de  hacerse  constar 
á  continuación  del  protesto  bajo  la  firma  del  interveniente 
y  del  escribano  ,  espresándose  el  nombre  de  la  persona 
por  cuya  cuenta  intervenga  ;  arts.  S26  y  527  del  código  de 
comercio. 

=  El  pago  por  intervención  no  tiene  lugar  antes  que  la 
letra  de  cambio  haya  sido  protestada ,  porque  mientras  no 
hay  protesto  uo  se  sabe  si  será  pagada  por  la  persona  contra 
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quien  se  giró ,  y  porque  no  pudiendo  ejercerse  hasta  des- 
pues del  protesto  reclamación  alguna  contra  el  librador  y 
los  endosantes,  aquel  pago  es  inútil  y  sin  objeto,  pues  que 
todavía  no  hay  de  que  garantizar  á  los  firmantes. 

No  solo  puede  hacer  el  pago  por  intervención  cualquiera 
persona  que  nada  tenga  que  ver  con  la  letra,  haya  recibido 
ó  no  orden  para  ello  ,  sino  que  aun  el  mismo  á  cuyo  cargo 
está  girada  puede  también  ,  en  caso  de  no  habérsele  hecho 
provision ,  pagar  como  interveniente  por  cualquiera  de  los 
firmantes  que  mas  le  acomode ,  quedando  de  este  modo 
subrogado  en  los  derechos  del  portador. 

II.  Si  concurrieren  varias  personas  para  intervenir  en  el 
pago  de  una  letra,  será  preferido  el  que  intervenga  por  el 
librador;  y  si  todos  pretendieren  intervenir  por  los  endo- 
santes ,  se  admitirá  al  que  lo  haga  por  el  de  fecha  mas  anti- 
gua ;  art.  533  ;  porque  con  la  aplicación  de  esta  regla 
queda  libre  de  su  responsabilidad  mayor  número  de  per- 
sonas. 

JIL  Si  el  que  rehusó  aceptar  la  letra  dando  lugar  á  que 
se  protestara  por  falta  de  aceptación ,  se  prestare  á  pagarla 
á  su  vencimiento  ,  le  será  admitido  el  pago  con  preferencia 
al  que  intervino  en  la  aceptación  y  á  cualquiera  otro  que 
quisiere  intervenir  para  pagarla;  pero  estará  obligado  á 
satisfacer  también  los  gastos  ocasionados  por  no  haber  acep- 
tado la  letra  á  su  tiempo;  art.  530. 

=  Esta  preferencia  es  muy  justa ,  no  solo  porque  la  per- 
sona á  cuyo  cargo  está  girada  la  letra  es  la  que  tiene  orden 
del  librador  para  pagarla  ,  sino  también  porque  pudiera 
suceder  que  el  que  intervino  en  la  aceptación  y  cualquiera 
otro  que  quisiere  intervenir  en  el  pago  sea  mas  bien  que 
amigo  del  honor  de  las  firmas  un  verdadero  especulador 
que  se  proponga  por  objeto  arrancar  algunos  sacrificios  de 
parte  de  alguna  de  las  personas  responsables. 

IV.  El  que  paga  una  letra  por  intervención  se  subroga 
en  los  derechos  del  portador,  mediante  que  cumple  con  las 
obligaciones  prescritas  á  este,  y  con  las  limitaciones  si- 
guientes :  —  Ia.  Pagando  por  cuenta  del  librador,  solo  este 
le  responde  de  la  cantidad  desembolsada  ,  y  quedan  libres 
todos  los  endosantes  :  —  2a.  Si  pagare  por  cuenta  de  un 
endosante,  tiene  la  misma  repetición  contra  el  librador,  é 
igualmente  contra  el  endosante  por  quien  intervino  ,  y  los 
demás  que  le  precedan  en  el  orden  de  los  endosos  ;  pero  no 
contra  los  endosantes  posteriores  que  quedan  exonerados 
de  su  responsabilidad  ;  art.  551. 

=  Según  la  ley  civil ,  el  tercero  que  voluntariamente  paga 
una  deuda  ajena  á  nombre  del  deudor  y  por  libertarle  de 
ella,  sin  mandato  alguno  y  aun  con  ignorancia  de  osle, 
no  queda  subrogado  por  derecho  en  las  acciones  del  acree- 
dor, antes  bien  deja  estinguida  la  deuda  y  libres  las  fianzas , 
hipotecas  y  prendas  que  la  garantizaban ,  y  solo  adquiero 
acción  como  gestor  de  negocios  ó  administrador  voluntario. 
para  pedir  al  deudor  lo  que  por  él  ha  pagado  ;  leyes  !  y  3  , 
til.  Ih,  y  ley  52,  lit.  12,  Part.  5.  Mas  la  ley  mercantil  ha 
establecido  por  el  interés  del  comercio  que  el  que  paga  una 
letra  por  intervención  quede  subrogado  en  los  derechos  del 
portador,  á  fin  de  empeñar  á  los  amigos  del  librador  y  de  los 
endosantes  á  hacerles  este  servicio  y  conservar  por  este 
medio  el  honor  del  comercio  y  el  crédito  de  los  negociantes. 
Si  el  interveniente  pagare  por  cuenta  del  librador,  solo 
tendrá  recurso  contra  él  y  no  contra  los  endosantes,  porque 
con  su  pago  solamente  se  hace  acreedor  de  aquel  y  no  do 
estos  ;  y  si  pagare  por  cuenta  de  un  endosante,  no  quedarán 
libres  de  su  repetición  sino  los  endosantes  posteriores ,  por 
la  misma  razón  de  que  se  hace  acreedor  de  lodos,  menos 
de  estos  últimos.  Supongamos,  por  ejemplo,  que  una  letra 
de  cambio  se  libra  por  Pedro  á  cargo  de  Juan  ,  y  se  endosa 
Io.  por  Pablo,  2o.  por  José,  5o.  por  Luis,  h°.  por  León  :  llega 
el  dia  del  vencimiento,  Juan  se  niega  á  pagarla ,  el  portador 


la  protesta,  yo  me  presento  en  intervención  y  hago  el  pago 
por  cuenta  de  José:  los  endosantes  posteriores  á  José, esto  es, 
Luis  y  León ,  quedan  libres  de  responsabilidad  ;  pero  siguen 
todavía  obligados  Pedro ,  Pablo  y  José  :  José  para  conmigo, 
pues  que  he  pagado  por  él;  Pablo  para  con  José  ,  y  el  libra- 
dor Pedro  para  con  Pablo. 

V.  El  que  interviniere  en  el  pago  de  una  letra  perjudicada 
no  tendrá  mas  acción  que  la  que  competiría  al  portador 
contra  el  librador  que  no  hubiese  hecho  á  su  tiempo  la  pro- 
vision de  fondos;  artículo  552.  Véase  Aceptación  por  inter- 
vención. 

INTERVENIR.  Asistir  con  autoridad  á  algún  negocio  ; 
interponer  su  autoridad  en  algún  contrato  ;  suscribir  una 
convención  celebrada  entre  otras  personas,  ya  aprobándola 
ó  ratificándola  por  las  resultas  que  pudiera  tener  contra  el 
que  suscribe,  ya  constituyéndose  garante  ó  fiador  de  alguna 
de  las  partes;  mostrarse  parte  en  un  pleito;  y  ocurrir  ó 
sobrevenir  algún  incidente  en  el  curso  de  un  litigio. 

ÍNTER  VIVOS.  Frase  latina  que  significa  entre  vivos,  y 
se  aplica  á  las  donaciones  que  una  persona  hace  á  otra  de 
presente  y  de  un  modo  irrevocable ,  á  no  ser  por  ciertas 
causas  que  el  derecho  designa  ;  á  diferencia  de  las  donacio- 
nes mortis  causa  ó  por  causa  de  muerte ,  que  son  las  que  se 
hacen  á  manera  de  legados  y  no  reciben  fuerza  entera  hasta 
después  de  la  muerte  del  que  las  hizo. 

INTESTABLE.  En  el  derecho  romano  es  el  que  no 
puede  testar,  y  el  que  no  puede  ser  testigo.  Si  quis  ob  car- 
inen famostim  damnetur,  senalusconsullo  expressum  est ,  ut 
inlestabilis  sit  :  erejo  nec  testamenlum  faceré  polerit ,  nec  ad 
lestamentum  adhiberi  ;  ley  18  ,  tít.  1 ,  lib.  28  delDig. 

INTESTADO.  El  que  muere  sin  testamento  ,  ó  porque 
no  le  hizo  absolutamente ,  ó  porque  no  le  hizo  válido,  ó 
porque  habiéndole  hecho  válido  fué  revocado  ó  rescindido  ó 
quedó  sin  efecto  por  alguna  razón.  También  se  aplica  esta 
voz  á  la  sucesión  del  que  muere  sin  testamento.  Está  abo- 
lido el  antiguo  principio  de  que  nadie  podía  morir  en  parte 
testado  y  en  parte  intestado.  Véase  Institución  de  heredero, 
Heredero  legítimo  ó  ab  inlestalo,  y  Herencia. 

INTIMACIÓN.  La  declaración  ó  notificación  que  se 
hace  á  uno  de  algún  mandamiento  ú  orden.  Véase  Nulifi- 
cación. 

INTIMATORIO.  Se  aplica  al  despacho  con  que  se  in- 
tima ó  hace  saber  algún  decreto  ú  orden. 

INTRUSION.  La  acción  de  introducirse  sin  derecho  en 
alguna  dignidad ,  jurisdicción  ,  oficio,  etc.  ;  —  y  el  acto  de 
apoderarse  de  una  cosa  raiz  ó  inmueble  contra  la  voluntad 
de  su  dueño.  Véase  Invasion. 

INTRUSO.  El  que  se  introduce  sin  derecho,  ó  á  la 
fuerza  y  por  via  de  hecho,  en  alguna  dignidad,  jurisdicción! 
ú  oficio;  —  y  el  que  se  ha  apoderado  de  una  cosa  inmueble 
contra  la  voluntad  de  su  dueño. 

INUNDACIÓN.  La  abundancia  de  las  aguas  cuando- 
cubren  los  campos  ó  salen  de  madre  los  rios  ó  el  mar.  La 
inundación  de  una  heredad  puede  provenir  de  tres  causas- 
diferentes  :  puede  ser  ordenada  por  el  bien  público,  como- 
en  caso  de  sitio  de  una  plaza  de  guerra  ;  y  entonces  debe  el 
Estado  satisfacer  los  perjuicios  :  puede  ser  efecto  de  una 
fuerza  mayor  ;  y  en  este  caso  nadie  es  responsable  :  puedo 
resultar  en  fin  de  alguna  obra  ejecutada  en  una  heredad 
inmediata,  ó  de  la  negligencia  ó  malicia  de  un  vecino;  y 
este  es  en  tal  caso  el  que  debe  dar  la  competente  indemni- 
zación. Mientras  la  heredad  se  hallare  cubierta  de  las  aguas, 
conserva  el  dueño  su  dominio  ó  señorío;  y  aunque  por  en- 
tonces pierde  la  posesión  ó  tenencia  ,  la  vuelve  á  ncobrat' 
luego  que  las  aguas  se  retiran  ;  ley  52,  til.  2^,  Parí.  5. 

INÚTIL.  Lo  que  no  puedo  servir  ni  aprovechar  para 
cosa  alguna.  Lo  útil  no  se  vicia  por  lo  inútil  ;  y  asi  es  que 
por  muchas  que  sean  las  palabras  y  cláusulas  inútiles  ó  su- 
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perfluas  que  se  pongan  en  un  instrumento  de  disposición 
convencional  ó  testamentaria,  no  por  eso  este  sufre  diminu- 
ción alguna  en  su  valor;  regla  26  ,  til.  34,  Part.  7.  Non 
soient,  quœ  abundant ,  vüiare  scripluras;  regla  94  .  tít.  17, 
lib.  SOdelDigeslo. 

INVÁ1LIDO.  Lo  que  es  nulo  y  de  ningún  valor  por  no 
tener  las  condiciones  que  exigen  las  leyes.  Invalidar  es  ha- 
cer ó  declarar  nula  y  de  ningún  electo  alguna  cosa. 

INVÁLIDO.  El  soldado  que  por  haber  quedado  estro- 
peado, cansado  ó  inutilizado  en  el  servicio  militar,  ha  obte- 
nido cédula  de  retiro  con  deslino  á  alguno  de  los  cuerpos  ó 
establecimientos  de  inválidos ,  ó  á  dispersos. 

Los  oficiales,  sargentos,  cabos  y  soldados  destinados  á 
las  coRipañías  de  inválidos  hábiles  é  inhábiles  gozan  del 
fuero  militar  en  todas  sus  causas  civiles  y  criminales  del 
mismo  modo  que  los  de  la  tropa  viva ,  y  están  sujetos  á  sus 
respectivos  comandantes  con  dependencia  del  capitán  gene- 
ral. Los  oficiales  agregados  á  plazas  gozan  también  de  fuero 
civil  y  criminal  en  sus  causas  ,  sacando  la  cédula  de  pree- 
minencias correspondiente  á  su  clase;  pero  los  oficiales  re- 
tirados desde  alférez  ó  subteniente  inclusive  arriba ,  que 
también  tuvieren  cédula  de  preeminencias,  gozan  solo  del 
fuero  militar  en  lo  criminal ,  quedando  sujetos  en  lo  civil  y 
en  los  casos  esceptuados  á  la  justicia  ordinaria;  Colon, 
tomo  2  ,  ns.  1516  y  1517. 

INVASION.  El  acto  de  apoderarse  á  la  fuerza  ó  por  via 
de  hecho  de  una  cosa  raiz  ó  inmueble  contra  la  voluntad  de 
su  dueño.  Véase  Fuerza,  Despojo  ó  Interdicto. 

INVENCIÓN.  El  hallazgo  y  ocupación  de  una  cosa  que 
carece  de  dueño  ,  ó  porque  nunca  le  ha  tenido,  ó  porque 
habiéndole  tenido  ha  sido  echada  ó  desamparada  por  él  con 
intención  de  no  contarla  por  suya,  ó  porque  aunque  le  tenga 
no  se  puede  averiguar  quién  es.  Véase  Hallazgo. 

INVENCIÓN.  El  medio,  procedimiento  ó  aparato  qua 
uno  ha  inventado,  discurrido  ó  descubierto  para  el  progreso 
y  mejora  de  la  agricultura ,  fabricación  ú  otro  cualquier 
ramo  de  industria.  En  real  decreto  de  27  do  marzo  de  1820, 
y  reales  órdenes  de  14  de  junio  y  27  de  diciembre  de  1829, 
5  de  setiembre  de  1854  ,  y  26  de  marzo  de  1838  ,  se  trata 
minuciosamente  sobre  la  concesión  de  privilegios  esclusivos 
por  la  invención  ,  introducción  y  mejoras  de  objetos  de  uso 
artístico. 

INVENTARIO.  El  instrumento  en  que  se  escriben  y 
sientan  los  bienes  de  alguno  por  muerte  suya  ó  por  razón 
de  tutela  ó  por  embargo  ú  otro  cualquier  motivo  ;  leyes  99 
y  100 ,  lit.  18 ,  Part.  3,  y  ley  S,  til.  6,  Part.  6.  Esta  palabra 
viene  del  latin,  derivándose  del  supino  invenlum  del  verbo 
invenire  que  significa  hallar;  y  se  aplica  á  dicho  instru- 
mento, ya  porque  este  es  un  verdadero  repertorio  de  todos 
los  bienes  de  una  persona  ó  casa,  ya  porque  contiene  artí- 
culo por  artículo  los  bienes  de  la  pertenencia  de  una  per- 
sona ó  casa  que  se  han  hallado  ó  encontrado. 

I.  El  inventario  es  un  acto  conservatorio  que  tiene  por 
objeto  hacer  constar  el  estado  de  una  sucesión  ó  herencia,  ó 
del  patrimonio  de  un  menor,  ó  de  otro  que  está  en  tutela  ó 
curaduría  ,  ó  de  la  hacienda  ajena  que  uno  tiene  en  usufruc- 
to, administración  ó  custodia,  ó  de  los  bienes  de  un  comer- 
ciante ó  sociedad  de  comercio,  ó  de  los  de  un  deudor  moroso 
ó  quebrado,  á  fin  de  mantener  ilesos  los  derechos  de  cualquier 
interesado ,  como  por  ejemplo  del  sobreviviente  de  los  cón- 
yuges ó  consortes ,  de  los  menores ,  ausentes ,  legatarios  y 
acreedores. 

II.  El  inventario  se  divide  en  simple  y  solemne.  Inventa- 
rio simple  no  es  mas  que  una  sencilla  descripción  ó  nómina 
de  bienes  hecha  por  los  mismos  interesados  con  asistencia 
de  escribano  y  testigos  ó  sin  ella  ;  y  el  solemne  es  el  que  se 
hace  con  asistencia  de  escribano  público  y  testigos  obser- 
vando las  formalidades  prescritas  por  derecho  según  los  ca- 
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sos,  ya  interviniendo  y  presenciándolo  el  juez,  ya  dando 
solo  un  auto  ó  mandato  previo  para  que  se  forme,  sea  de 
oficio ,  sea  á  petición  de  algún  interesado. 

III.  Debe  hacer  inventario  solemne  de  los  bienes  de  una 
herencia  lodo  heredero  ,  cualquiera  que  sea ,  ya  suceda  por 
testamento  ,  ya  ab  intestato ,  si  quiere  librarse  de  la  obliga- 
ción de  pagar  todas  las  deudas  y  mandas  del  difunto  aun 
cuando  importen  mucho  mas  que  los  bienes  que  este  hubiere 
dejado.  Véase  Beneficio  de  inventario,  y  Aceptación  de  he- 
rencia en  la  parte  que  habla  de  sus  efectos,  n.  7o. 

IV.  También  el  fisco  debe  hacer  inventario  solemne  ,  no 
solamente  de  los  bienes  en  que  es  instituido  heredero  por 
testamento  ,  sino  asimismo  de  los  bienes  de  las  sucesiones 
intestadas  que  recaigan  en  él  por  no  haber  dejado  el  difunto 
personas  capaces  de  sucederle  con  arreglo  á  las  leyes;  ley 
de  9  de  mayo  de  183b  :  con  la  diferencia  de  que  en  el  pri- 
mer caso,  no  haciendo  inventario,  quedará  obligado  á  los 
acreedores  y  legatarios  aun  á  mas  de  lo  que  alcance  la  he- 
rencia ,  como  cualquier  otro  heredero  ;  y  en  el  segundo  no 
tendrá  obligación  de  satisfacer  las  deudas  y  legados  sino  en 
cuanto  impórtenlos  bienes  de  la  sucesión,  según  sientan  co- 
munmente los  autores, fundados  en  la  ley  16,  tít.  7,  Part.  6, 
con  la  glosa  4a.  de  Gregorio  López.  Véase  Estado,  y  Heren- 
cia, n.  X. 

V.  El  tutor  y  el  curador,  después  de  discernida  la  tutela 
ó  curaduría  ,  eslán  obligados  á  hacer  inventario  solemne  de 
todos  los  bienes  del  pupilo  ó  menor,  sin  que  sea  necesaria 
la  presencia  del  juez,  aunque  lo  es  su  otorgamiento;  veste 
inventario  tiene  tanta  fuerza  que  no  se  admite  después  con- 
tradicción del  tutor  ó  curador,  aunque  hayan  puesto  mas 
bienes  de  los  que  tenia  el  pupilo  ó  menor,  y  quieran  probarlo 
al  tiempo  de  dar  las  cuentas;  ley  Ib,  til.  16,  Parí.  6  ; 
leyes  99  y  120,  tít.  18,  Part.  3  ;  y  ley  2,  til.  7,  lib.  3  del 
Fuero  Real.  La  ley  no  prefija  término  al  tutor  ó  al  curador 
para  principiar  y  concluir  el  inventario,  y  solo  les  manda 
formalizarle  lo  mas  pronto  que  puedan  después  del  discer- 
nimiento déla  tutela  ó  cúratela,  añadiendo  que  se  los  pueda 
remover  por  sospechosos  si  tardan  mucho  tiempo  en  hacerle 
no  teniendo  justo  impedimento.  Mas  en  la  práctica,  se  les 
entregan  los  bienes  por  inventario  antes  que  empiecen  el 
uso  de  su  oficio,  à  cuya  responsabilidad  se  obligan  en  el 
instrumento  que  otorgan  ,  para  evitar  todo  fraude  y  sospe- 
cha de  ocultación.  Véase  Tutor. 

VI.  El  usufructuario  particular  ó  universal  debe  hacer 
inventario  simple  ó  descripción  de  los  bienes  con  interven- 
ción del  propietario ,  aunque  el  testador  le  hubiese  dis-" 
pensado  de  hacerla,  á  fin  de  que  después  pueda  conocerse 
si  disfrutó  de  ellos  à  arbitrio  de  buen  varón  y  si  restituye 
plenamente  todos  los  que  entraron  en  su  poder  :  bajo  el 
concepto  de  que  no  ejecutándola  ,  será  responsable  de  los 
daños  y  perjuicios  según  el  juramento  del  propietario.  Véase 
Usufructuario. 

VIL  El  padre  no  está  obligado  á  hacer  inventario  solem- 
ne, ni  aun  ante  ecribano  y  testigos  ,  sino  solo  una  descrip- 
ción individual  en  relación  jurada  y  firmada  por  él ,  de  los 
bienes  adventicios  del  hijo  que  tiene  en  su  potestad;  pero  si 
quiere  volver  á  contraer  matrimonio  ,  deberá  hacer  inven- 
tario de  ellos  ante  escribano  y  dos  testigos  á  presencia  del 
hijo  siendo  capaz,  á  fin  de  que  no  se  presuman  adquiridos 
en  el  segundo  matrimonio.  Encaso  de  que  el  padre  no  tenga 
el  usufructo ,  por  ser  castrenses  ó  cuasi  castrenses  los  bienes, 
ó  por  estar  casado  ó  emancipado  el  hijo,  ó  por  otro  cualquier 
motivo,  debe  entonces  hacer  inventario  de  ellos  en  la  misma 
forma  que  cuando  traía  de  volver  á  casarse,  pues  que  tieue 
que  rendir  cuentas.  Gómez  en  la  ley  48  de  Toro  ,  n.  16;  y 
Ayora,  part.  1  ,  cap.  2,  n.  16. 

VIII.  Si  el  marido  ó  su  mujer,  sin  hijos  que  no  se  institu- 
yeron recíprocamente  herederos ,  se  apoderare  de  todos  sus 
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bienes  y  de  los  del  consorte  difunto ,  deberá  hacer  descrip- 
ción de  ellos  por  razón  de  la  sociedad  conyugal ,  porque 
tiene  que  dar  cuenta  á  los  herederos  de  aquel  :  mas  por 
omitir  la  formación  del  inventario  solemne  no  incurre  en 
las  penas  impuestas  á  los  que  estando  obligados  á  hacerle 
no  le  hacen.  Ayora,  part.  1 ,  cap.  2  ,  n.  10  al  lk. 

IX.  Todo  comerciante  al  tiempo  de  comenzar  su  giro  debe 
hacer  en  el  libro  llamado  de  inventarios ,  la  descripción 
exacta  del  dinero,  bienes  muebles  é  inmuebles,  créditos  y  otra 
cualquiera  especie  de  valores  que  formen  su  capital  ;  y  des- 
pués formará  anualmente  el  balance  general  de  su  giro, 
comprendiendo  en  él  todos  sus  bienes,  créditos  y  acciones, 
así  como  también  todas  susdeudasy  obligaciones  pendientes 
en  la  fecha  del  balance,  sin  reserva  ni  omisión  alguna.  — 
Todos  los  inventarios  y  balances  generales  se  firmarán  por 
lodos  los  interesados  en  el  establecimiento  mercantil  á  que 
correspondan  que  se  hallen  presentes  á  su  formación.  —  En 
los  inventarios  y  balances  generales  de  las  sociedades  mer- 
cantiles, será  suficiente  que  se  haga  espresion  de  las  perte- 
nencias y  obligaciones  comunes  de  la  masa  social ,  sin  es- 
tenderse á  las  peculiares  de  cada  socio  en  particular.  Artí- 
culos 36  y  37  del  cód.  de  com. 

En  caso  de  quiebra  de  un  comerciante ,  los  síndicos  deben 
hacer  inventario  formal  y  general  de  todos  los  bienes  ,  efec- 
tos, libros  ,  documentos  y  papeles  de  la  quiebra,  que  auto- 
rizará con  su  asistencia  el  juez  comisario.  —  Los  bienes  y 
efectos  que  estén  en  manos  de  consignatarios  ,  ó  que  por 
cualquiera  otra  razón  se  hallen  en  pueblo  distinto  de  donde 
esté  radicada  la  quiebra  se  comprenderán  en  el  inventario 
por  lo  que  resulte  del  balance ,  libros  y  papeles  del  quebrado, 
con  las  notas  que  correspondan  según  las  contestaciones  que 
se  hayan  recibido  de  sus  tenedores  ó  depositarios.  —  El 
quebrado  será  citado  para  la  formación  del  inventario , 
y  podrá  asistir  á  ella  por  sí  ó  por  medio  de  apoderado. 
Arts.  1079  y  1080. 

X.  Hablando  en  general,  debe  hacerse  todo  inventario 
con  la  rectitud ,  pureza  ,  claridad  é  individualidad  corres- 
pondientes, de  manera  que  al  tiempo  de  la  restitución  pueda 
el  interesado  en  ella  reclamar  con  certeza  y  seguridad  cuanto 
le  pertenezca  ;  pues  de  otro  modo  se  tendría  por  no  hecho , 
y  la  persona  que  debió  formalizarle  habría  de  sufrir  las  con- 
secuencias de  la  falta  de  dicho  instrumento  según  su  culpa 
ó  malicia. 

INVESTIDURA.  Véase  Envestidura. 

INVIOLABILIDAD.  El  privilegio  de  no  poder  ser 
preso ,  perseguido  ni  condenado ,  bien  en  todos  y  cuales- 
quiera casos,  bien  solo  por  razón  de  ciertos  hechos.  Según 
la  Const.de  18Ü5,  la  persona  del  rey  es  sagrada  é  inviolable, 
y  no  está  sujeta  á  responsabilidad.  Son  responsables  los  mi- 
nistros ;  art.  42.  —  Los  senadores  y  los  diputados  son  invio- 
lables por  sus  opiniones  y  votos  en  el  ejercicio  de  su  encargo  ; 
art.  40  (1).  Véase  Fuero  de  los  senadores  y  diputados. 

IP 

IPSO  facto.  Locución  puramente  latina  usada  en  caste- 
llano, que  significa  por  el  mismo  hecho.. 
IPSO  jure.  Locución  latina  que  significa  por  el  mismo 

(1  )  El  art.  35  de  la  5a.  ley  coiist.  de  Méjico  dice  :  «  Los  dipu- 
tados y  senadores  serán  inviolables  por  las  opiniones  manifestadas 
<in  el  ejercicio  de  sus  encargos,  y  en  ningún  tiempo  y  por  ningu- 
ùa  autoridad  podrán  ser  reconvenidos  ni  molestados  por  ellas.  » 


derecho,  y  se  usa  en  el  foro  para  denotar  que  una  cosa  no 
necesita  declaración  del  juez ,  pues  consta  por  la  misma  ley. 
El  menor,  por  ejemplo,  queda  emancipado  ipso  jure  por  el 
matrimonio. 

IR 

IRA.  Pasión  del  alma  que  mueve  á  indignación  y  enojo. 
Lo  que  uno  hace  ó  dice  por  saña  ó  ira  no  se  debe  juzgar  por 
firme ,  á  no  ser  que  subsista  en  ello  sin  arrepentirse  :  lo  que 
debe  entenderse  cuando  no  lo  hace  ó  dice  á  daño  ó  denuesto 
de  otro  ;  porque  si  así  fuese ,  no  se  escusará  de  pena  ,  aun- 
que siendo  la  ira  con  razón  disminuye  la  culpa  ;  regla  16  , 
tít.  34,  Part.  7.  Véase  Excusa,  número  5°. 

IRADO  y  pagado.  Espresion  que  se  halla  en  donaciones 
antiguas  de  los  reyes ,  de  la  cual  se  usaba  al  tiempo  de  nom- 
brar lo  que  se  reservaban  en  los  lugares  donados.  Entre 
estas  reservas  una  era  que  el  rey  habia  de  poder  entrar  en 
los  tales  lugares  siempre  que  quisiese,  irado  y  pagado,  esto 
es,  airado  ó  apaciguado,  enojado  ó  no  enojado,  de  guerra 
ó  de  paz. 

IRENARCA.  Entre  los  Romanos  se  llamaba  así  el  ma- 
gistrado'destinado  á  cuidar  de  la  quietud  y  tranquilidad  del 
pueblo. 

IRREGULARIDAD.  Impedimento  canónico  para  re- 
cibir los  órdenes  ó  ejercitarlos  por  razón  de  ciertos  defectos 
naturales  ó  delitos. 

IRRITAR.  Anular,  invalidar  ó  hacer  inútil  alguna  cosa. 
Irrito  es  lo  mismo  que  inválido,  sin  fuerza  ni  obligación. 
Véase  Cláusula  irritante. 

IS 

ISLA.  Cierta  porción  de  tierra  rodeada  enteramente  de 
agua  por  el  mar  ó  por  algún  rio.  La  isla  formada  de  nuevo 
en  el  mar  debe  ser  del  que  primero  la  ocupare;  y  sus  po- 
bladores han  de  obedecer  al  príncipe  del  lugar  en  que  se 
formó;  ley  29  ,  tít.  28,  Part.  3.  La  isla  que  se  formare  en 
medio  del  rio,  debe  dividirse  entre  los  dueños  de  las  here- 
dades sitas  en  los  dos  lados  del  mismo,  con  proporción  á  la 
ostensión  que  cada  una  tenga  á  lo  largo  de  la  orilla  ,  y  par- 
tiendo de  la  línea  que  se  supone  trazada  en  medio  del  rio, 
aunque  toque  mas  á  los  propietarios  de  la  una  ribera  que  á 
los  de  la  otra  ;  mas  si  estuviere  toda  la  isla  en  la  una  parle 
de  la  mitad  del  rio  ,  pertenece  del  propio  modo  à  los  dueños 
de  las  heredades  de  la  ribera  mas  inmediata  :  bajo  el  con- 
cepto de  que  el  usufructo  de  la  isla  no  corresponde  en  ningún 
caso  al  usufructuario  de  dichas  heredades,  sino  al  dueñu  <lo 
ellas  que  lo  adquiere  con  la  propiedad ,  aunque  sucede  lo 
contrario  en  el  aluvión,  cuyo  usufructo  acrece  al  usufruc- 
tuario de  la  heredad  á  que  se  agrega  ;  leyes  27  y  50,  Itl.  !2S, 
Part.  3.  —  Cuando  el  rio  con  sus  avenidas  ó  de  otro  modo 
se  forma  un  nuevo  brazo  y  hace  una  isla  corlando  ó  atrave- 
sando una  heredad,  no  hay  que  hacer  partición  alguna  do 
la  isla ,  pues  esta  no  es  una  cosa  nueva  sin  dueño  ,  sino  qua 
permanece  en  el  dominio  del  propietario;  ley  28,  id. 

IT 

ITEM.  Adverbio  latino  de  que  se  usa  para  hacer  distin- 
ción de  artículos  ó  capítulos  en  alguna  escritura  ú  otro  ins- 
trumento, y  también  por  señal  de  adición.  Dicese  también 
Uem  mas.  Ilœc  diclio  inducit  repetilionem  prœcedcnlis  qua- 
niaiis  4  ubi  persomrum  vel  rerum  identilas  est. 


JA 
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JACTANCIA.  En  el  lenguaje  común  no  es  otra  cosa 
que  la  alabanza  desordenada  ó  injusta  que  uno  hace  de  sí 
mií-mo  ;  pero  en  el  lenguaje  legal  se  toma  por  la  manifesta- 
ción que  uno  hace  de  cosas  que  pueden  causar  á  otro  algún 
perjuicio  ó  menoscabo  en  su  estado  personal  ó  en  su  repu- 
tación; como  si  uno  fuese  diciendo,  por  ejemplo,  que  otro  era 
su  siervo,  ó  que  la  hacienda  que  poscia  como  propia  no  era 
suya  en  realidad  por  haberla  adquirido  por  medios  ilícitos  ó 
injustos.  En  estos  y  otros  casos  semejantes  ,  puede  pedir  al 
juez  el  agraviado  que  obligue  al  jactancioso  á  poner  demanda 
para  probar  sus  manifestaciones,  ó  á  desdecirse  judicialmente 
de  ellas  ó  á  darle  la  satisfacción  que  corresponda  ;  y  siendo 
rebelde  ó  contumaz  el  ofensor  en  la  presentación  de  la  de- 
manda ó  en  la  deducción  ó  prueba  del  derecho  ó  acción  que 
creyere  tener,  debe  el  juez  imponerle  perpetuo  silencio  y 
desechar  en  lo  sucesivo  cualquier  demanda  que  él  ú  otro  en 
su  nombre  intentare  sobre  el  asunto  ,  castigándole  de  modo 
que  sirva  de  escarmiento  á  otros  si  repitiere  el  agravio  ó 
jactancia  ;  ley  /i6,  tít.  2  ,  Part.  3.  Véase  Injuria  y  Calumnia. 

JARCIAS.  Los  aparejos  y  cabos  de  la  nave.  —  Los  prés- 
tamos á  la  gruesa  pueden  constituirse  sobre  las  jarcias  ;  y 
cuando  se  constituyen  sobre  el  casco  y  quilla  del  buque , 
se  entienden  hipotecadas  las  jarcias  al  capital  y  premios; 
arts.  817  y  818  del  cód.  de  com.  —  Las  jarcias  pueden  ser 
objeto  del  seguro  ,  en  todo  ó  en  parte  ,  por  sí  solas  ó  juntas 
con  otros  efectos ,  y  se  entienden  comprendidas  en  el  seguro 
genérico  de  la  nave;  art.  SUS  y  sig. 

JE 

JEA.  Tributo  que  se  pagaba  antiguamente  por  la  entrada 
de  los  géneros  de  tierra  de  moros  á  Castilla  y  Andalucía. 

JERA  ó  jeera.  La  tierra  que  dejan  en  seco  los  esteros  , 
esto  es  ,  los  brazos  que  salen  de  un  rio  y  participan  de  las 
crecientes  y  menguantes  del  mar.  Debe  decirse  de  la  jera 
lo  mismo  que  de  la  playa  en  cuanto  á  su  uso  ó  aprovecha- 
miento. 

JO 

JOBAS,  trajis  y  batudas.  En  el  lenguaje  de  la  feuda- 
lidad  se  dieron  estos  nombres  á  los  servicios  que  en  prados, 
mieses  y  viñas  tenian  que  satisfacer  á  los  señores  los  vecinos 
que  recibian  de  su  mano  tierras  en  arrendamiento,  hacién- 
dose por  este  medio  hombres  libres  ,  sujetos  solamente  al 
pago  déla  renta  y  del  servicio ,  que  con  el  trascurso  del 
tiempo  se  redujo  á  dinero. 

JORNADA  ó  dieta.  El  camino  que  yendo  de  viaje  se 
anda  regularmente  en  un  dia.  Según  las  leyes  9  y  lü,  tít.  1, 
lib.  9  del  Fuero  Juzgo,  la  ley  8 ,  tít.  3,  lib.  2  del  Fuero  Real, 
y  la  ley  2,  n.  3,  tít.  6,  lib.  8  ,  Nov.  Rec,  se  componía  de 
diez  leguas  la  jornada  ó  dieta  civil  ó  legal  ;  y  según  la  ley  8, 
tít.  28,  lib.  5,  y  las  leyes  1  y  5  ,  tít.  19,  lib.  6,  Nov.  Rec, 
no  se  compone  ahora  sino  de  odio.  Mas  no  por  eso  hay  una 
diferencia  notable  entre  la  jornada  antigua  y  la  moderna , 
pues  constando  antes  cada  legua  de  lo, 900  pies  según  cál- 
culo de  algunos  escritores,  y  ahora  de  20,000  según  real  or- 
den de  26  de  enerode  1801  (ley  S,  lit.  9,  lib.  9,"lVov.  ¡ice), 
resulta  que  la  jornada  anügua  de  diez  leguas  tenia  139,000 
pies  ,  y  la  moderna  de  ocho  leguas  tiene  160,000 ,  de  modo 
que  todavía  la  primera  es  menor  en  mil  pies  que  la  segunda. 


JORNAL.  El  estipendio  que  gana  el  trabajador  en  un  dia 
entero  por  su  trabajo.  A  jornal  es  un  modo  adverbial  con 
que  se  esplica  el  ajuste  que  se  hace  de  alguna  obra  pagando 
por  los  dias  que  el  trabajador  emplea  en  ella ,  en  contra- 
posición de  cuando  se  ajusta  á  destajo,  ó  sea  por  un  tanto  ó 
una  cantidad  alzada.  Véase  Arrendamiento  de  trabajo  per- 
sonal,  |  I. 

JORNALERO.  El  que  trabaja  por  su  jornal  en  algún  arte 
ú  oficio.  Véase  Arrendamiento  de  trabajo  personal,  %  I ,  Ar- 
tesano y  Juego. 

JOVEN.  Según  el  diccionario  de  la  Academia,  es  el  que 
se  halla  en  la  edad  que  media  entre  la  niñez  y  la  edad  viril; 
pero  según  los  médicos  y  los  filósofos  ,  es  el  que  se  halla  en 
la  edad  que  media  entre  la  adolescencia  y  la  virilidad.  Véase 
Adolescencia  y  Edad,  §  II,  n.  VI,  y  §  IV,  ns.  V  y  VI. 

JOYAS.  Las  piezas  de  plata  ú  oro  trabajadas  con  primor 
en  que  suelen  estar  engastadas  piedras  preciosas  ,  y  que 
sirven  para  adorno  de  la  persona,  especialmente  de  las  mu- 
jeres; —  y  en  general  todos  los  adornos,  preseas  y  vestidos 
que  pertenecen  á  una  mujer,  principalmente  cuando  sale  de 
su  casa  para  casarse.  Véase  Arras,  Donación  esponsalicia, 
Contraste,  Oro  y  Plata. 

JU 

JUBILACIÓN.  La  relevación  del  trabajo  ó  carga  de  al- 
gún empleo ,  conservando  al  que  le  tenia  los  honores  y  el 
sueldo  en  todo  ó  en  parte. 

Según  la  ley  de  presupuestos  de  26  de  mayo  de  1835,  el 
máximum  de  sueldos  para  jubilados  es  de  íiO.OOO  rs.  vn., 
cualquiera  que  sea  su  destino  y  clase  ,  no  pudiendo  acumu- 
lar dobles  sueldos  bajo  pretesto  alguno;  art.  15. 

No  se  conceden  jubilaciones  sino  á  los  empleados  que  pa- 
sen de  cincuenta  años  de  edad  ó  á  los  que  por  sus  achaques 
se  hallen  en  absoluta  imposibilidad  de  servir;  debiendo  en 
ambos  casos  tener  á  lo  menos  veinte  años  de  servicio; 
art.  17. 

Para  graduar  el  haber  de  los  jubilados  en  las  clases  civi- 
les, sirve  de  base  el  sueldo  del  mayor  empleo  que  hayan 
desempeñado  en  propiedad  con  nombramiento  real  ó  de  las 
Cortes,  según  las  reglas  siguientes  :  —  Ia.  Los  que  hayan 
servido  veinte  años  efectivos  gozarán  dos  quintas  partes  de 
sueldo  :  —  2a.  Los  que  pasen  de  veinte  y  cinco  años  goza- 
rán tres  quintas  partes  :  —  5a.  Los  que  hayan  completado 
treinta  y  cinco  años  gozarán  cuatro  quintas  partes  : — 4a. 
Ningún  jubilado  percibirá  cuota  mayor  :  —  5a.  El  tiempo  de 
servicio  se  contará  desde  que  los  empleados  en  propiedad 
hayan  tomado  posesión  de  sus  destinos  con  nombramiento 
real  ó  de  las  Cortes,  cumplida  la  edad  de  diez  y  seis  años,- 
antes  de  la  cual  no  se  abonará  servicio  alguno  :  —  6a.  A  los 
jueces  y  ministros  de  los  tribunales  se  abonarán  ocho  años 
para  completar  los  veinte  que  exige  el  primer  grado  de  ju- 
bilación y  sucesivos,  atendidos  los  esludios  y  anticipaciones 
que  exige  esta  carrera  :  —  7a.  A  los  catedráticos  se  les  hará 
el  mismo  abono  que  á  los  togados  :  —  8a.  A  los  militares 
que  hubieren  pasado  ó  pasen  á  las  carreras  civiles  se  les 
hará  en  estas  el  abono  de  campaña  ú  otro  cualquiera  que 
debidamente  justifiquen  les  correspondía  en  su  anterior  em- 
pleo ó  destino,  con  tal  que  cuenten  veinte  y  cinco  años  do 
activo  servicio ,  según  está  prevenido  en  el  reglamento  mi- 


litar,  y  fijando  seis  años  por  máximum  de  abono  :  —  9 
militares  que  tengan  retiro  como  inutilizados  en  campaña  y 
pasen  á  las  carreras  civiles,  optarán  entre  este  y  la  jubila- 
ción que  les  corresponda,  según  les  acomode;  arí.  26. 

A  los  empleados  que  quedaron  privados  de  sus  destinos  á 
virtud  del  real  decreto  de  Io.  de  octubre  de  1823,  y  han 
sido  rehabilitados  por  el  de  30  de  diciembre  de  1834  y  por 
la  amnistía  concedida  en  1832  y  sus  declaraciones,  se  les 
abona  por  entero ,  tanto  para  la  clase  de  cesantes  como  para 
la  de  jubilados,  el  tiempo  trascurrido  entre  ambas  épocas; 
arl.  19. 

Los  jubilados  ,  asi  como  los  cesantes,  que  estén  o  pasen 
á  paises  estranjeros ,  no  pueden  disfrutar  de  sus  respectivos 
haberes  fuera  del  reino  sino  por  el  preciso  término  de  cuatro 
meses  improrogables  ;  arl.  27  (1). 

JUDIGANTE.  En  Aragon  cada  uno  de  los  jueces  que 
condenaban  ó  absolvian  à  los  ministros  de.  justicia  denun- 
ciados ó  acusados  por  delincuentes  en  sus  oficios. 

JUDICATURA.  El  ejercicio  de  juzgar;  — la  dignidad 
ó  el  empleo  de  juez;  y  el  tiempo  que  dura. 

JUDICIAL.  Lo  que  pertenece  al  juicio  ó  á  la  adminis- 
tración" de  la  justicia;  y  lo  que  se  hace  en  justicia  ó  por  au- 
toridad de  justicia. 

JUDICIALMENTE.  En  juicio,  en  justicia,  ante  los 
tribunales. 

JUDÍOS.  Los  israelitas  que  después  del  cautiverio  de 
Babilonia  volvieron  á  la  Palestina,  de  donde  fueron  echados 
y  enteramente  dispersados  por  el  emperador  Tito  hacia  los 
primeros  tiempos  de  la  era  cristiana.  Tomaron  el  nombre 
de  judíos  de  la  tribu  de  Judá,  que  era  la  mas  noble  y  esforza- 
da de  todas,  y  la  que  debia  darles  rey. 

Desde  la  época  de  su  dispersion  so  derramaron  por  todas 
partes  j  sin  formar  pueblo  en  ninguna,  como  ya  lo  habían 
anunciado  sus  mismos  profetas;  y  habiendo  venido  también 
á  España  en  tiempos  muy  remotos,  se  establecieron  en  ella  . 
y  obtuvieron  vecindad  y  todos  los  derechos  de  ciudadanos , 
hasta  que  por  razón  de  sus  enormes  usuras ,  de  sus  riquezas 
y  valimiento  ,  como  asimismo  por  efecto  de  los  decretos  da- 
dos en  algunos  concilios  contra  ellos ,  fueron  mirados  por  el 
pueblo  con  cierto  género  de  horror  ;  y  por  fin  don  Fernando 
y  doña  Isabel  llevados  de  varios  motivos  políticos  determi- 
naron en  pragmática  de  50  de  marzo  de  1492  desterrarlos 
para  siempre  dé  todos  sus  dominios,  prohibiéndoles  su  per- 
manencia y  su  regreso  bajo  las  penas  de  muerte  y  de  con- 
fiscación de  todos  sus  bienes,  y  estendiendo  luego  esta  pro- 
hibición y  estas  penus  por  pragmática  de  h'  de  setiembre  de 
1499 ,  á  cualesquiera  judíos  que  por  traer  su  origen  de  otros 
reinos  y  no  ser  de  los,  echados  pretendiesen  entrar  en  el 
territorio  español  ;  leyes  Zyk,  til.  1 ,  lib.  12,  Nov.  Rec. 

Permitióse  sin  embargo  por  esta  última  pragmática  así  á 
los  unos  como  á  los  otros  entrar  y  residir  en  España,  con 
tal  que  antes  de  su  entrada  enviasen  á  decir  que  venían  á 
tornarse  cristianos,  y  lo  pusiesen  por  obra  ante  escribano  y 
testigos  en  el  primer  lugar  donde  entrasen. 

Por  auto  del  consejo  real  de  19  de  julio  de  1861  consul- 
tado con  S.  M.  con  motivo  de  haber  pedido  el  condado  de 
Vizcaya  la  ejecución  de  ciertas  provisiones  y  cédulas  para 
que  en  él  no  hubiese  judío  ni  moro  ni  descendiente  de  ellos 
y  que  saliesen  los  que  hubiera ,  se  acordó  que  por  entonces 
ni  en  adelante  no  se  ejecutaran ,  atentas  muchas  causas  ;  — 
i     - 

(i  )  Por  lo  tocante  á  Méjico ,  véanse  los  arls.  Io.  y  2o.  de  la  ley 
de  2  de  maya  de  1857,  que  marcan  el  sueldo  que  ha  díi  darse  á 
los  empleados  de  la  hacienda  pública  según  los  años  de  servicio 
que  lle\en.  El  art.  5o.  habla  de  lai  jubilaciones  de  empleados 
de  aduanas  marítimas  :  «1  5o.  de  los  empleados  provisionales;  y 
el  10°.  previene  lo  que  han  de  hacer  los  jueces  que  conozcan  en 
las  causas  que  su  forman  á  los  empicados  de  hacienda. 
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Los     y  en  otro  auto  de  31  de 


agosto  de  1563  se  denegó  al  mismo 
condado  el  uso  y  licencia  que  pedia  para  el  cumplimiento 
de  algunas  cartas  ejecutorias  ganadas  á  efecto  de  que  los 
nuevamente  convertidos  saliesen  del  señorío  ;  ñolas  Ia.  y 
2a., 'til.  1,  lib.  12,  Nov.  Rec. 

Felipe  II  en  cédula  de  1566  prohibió  injuriar  á  los  judíos 
convertidos  al  cristianismo  con  los  dicterios  de  tornadizos  ó 
marranos  ú  otros  semejantes  ,  bajo  la  multa  de  veinte  mil 
maravedís  con  aplicación  por  mitad  al  fisco  y  al  injuriado, 
ó  en  su  defecto  bajo  la  pena  de  estar  un  año  en  el  cepo  ; 
ley  I,  lit.  25,  lib.  i%Nov.  Rec. 

Por  cédula  de  13  de  abril  de  1788  hubo  de  declarar  el 
señor  don  Carlos  III  que  los  individuos  cristianos  de  estirpe 
judaica  residentes  en  Mallorca  son  aptos  é  idóneos  así  para 
el  servicio  de  mar  y  tierra  en  el  ejército  y  armada  y  para 
otro  cualquier  servicio  del  Estado  ,  como  para  ejercer  las 
artes  ,  oficios  y  labranza ,  del  mismo  modo  que  los  demás 
subditos  del  estado  general  de  aquel  reino  ;  y  prohibió  al  mismo 
tiempo  insultarlos,  maltratarlos  ó  llamarlos  con  voces  odiosas 
y  de  menosprecio,  y  mucho  menos  con  las  de  judíos  ó  he- 
breos y  chuetas,  bajo  la  pena  de  cuatro  años  de  presidio  á 
los  nobles ,  de  otros  tantos  de  arsenales  à  los  que  no  lo  fue- 
sen ,  y  de  ocho  de  servicio  en  la  marina  à  los  contraventores 
de  corta  edad;  ley  6,  lit.  i,  lib.  12,  Nov.  Rec. 

Finalmente,  por  reales  órdenes  y  cédulas  de  23  de  abril 
de  1786,  de  8  de  junio  de  1802  y  de  16  de  agosto  de  1819 
se  mandó  á  las  autoridades  políticas  y  judiciales  de  los  puer- 
tos y  fronteras,  que  no  permitiesen  sallaren  tierra  ni  inter- 
narse en  estos  dominios  á  ningún  hebreo  sin  preceder  per- 
miso del  rey  y  aviso  al  fiscal  de  inquisición  donde  le  hu- 
biese, y  donde  no  á  sus  ministros,  para  que  pudieran  celar 
y  observar  su  conducta. 

Resulta  pues  de  todas  estas  órdenes  y  leyes  que  los  judíos 
que  observan  la  ley  antigua  de  Moisés  no  pueden  entrar  ni 
permanecer  en  España  sin  real  licencia  ;  y  que  los  conver- 
tidos á  la  religion  católica  han  podido  y  pueden  establecerse 
en  este  reino  y  obtener  todas  las  honras  y  ejercer  todas  las 
ciencias ,  artes  y  oficios  como  los  demás  cristianos ,  sin  que 
nadie  pueda  ofenderlos  con  dicterios  ni  apodos  que  les  re- 
cuerden su  origen.  Sin  embargo,  cuando  algún  sugeto  que- 
ría entrar  en  algún  instituto  religioso,  colegio  ó  gremio  do 
alguna  profesión ,  arte  ú  oficio,  se  pedían  informes  de  lim- 
pieza de  sangre  con  arreglo  á  los  estatutos  para  averiguar, 
entre  otras  cosas ,  si  era  judío  ó  descendiente  de  judíos ,  en 
cuyo  caso  no  se  le  admitía  en  el  instituto,  gremio  ó  colegio, 
resultando  de  aquí  que  no  podía  ejercer  la  profesión  ú  oficio 
á  que  aspiraba,  y  que  los  judíos  y  sus  descendientes,  aun- 
que convertidos  al  cristianismo ,  se  veian  embarazados  en  el 
ejercicio  de  los  derechos  que  lenian  los  demás  españoles; 
pero  habiéndose  abolido  por  fin  las  pruebas  de  limpieza  de 
sangre  ,  no  debe  ni  puede  haber  ya  diferencia  alguna  entre 
españoles,  cualquiera  que  haya  sido  su  procedencia  ú  orí- 
gen.  La  civilización  ,  por  otra  parte  ,  que  no  habia  dejado 
de  penetrar  aun  en  el  recinto  de  la  Inquisición  cuan- 
do existía,  no  permitió  la  petición  ni  la  imposición  de  las 
penas  prescritas  por  las  leyes  contra  los  judíos  que  sin  ha- 
cer su  conversion  entraban  y  discurrían  por  el  reino;  y  se 
ha  visto  en  los  últimos  tiempos  judíos  establecidos  con  casas 
de  comercio  en  diversos  puntos,  aun  á  ciencia  y  paciencia 
de  los  inquisidores ,  sin  que  nadie  tratase  de  averiguar  su 
religion  y  mucho  menos  de  perseguirlos. 

JUEGO.  Un  entretenimiento  ó  diversion,  como  dice  con 
vaguedad  el  diccionario  de  la  Academia  :  un  ejercicio  ea 
que  suele  arriesgarse  dinero,  como  dicen  otros  ;  ó  sea,  un 
contrato  por  el  cual  convienen  dos  ó  mas  personas  en  que  la 
que  perdiere  ha  de  pagar  á  la  otra  cierta  cantidad  ú  otra 
cosa  fijada  de  antemano. 

I.  El  juego  es  contrato  aleatorio ,  porque  sus  decios  en 
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cuanto  á  las  ganancias  y  á  las  pérdidas  dependen  para  am- 
bas parles  de  un  acontecimiento  incierto  ;  y  es  también  de 
la  clase  de  los  contratos  conmutativos  ,  porque  si  bien  oi  quo 
gana  recibe  la  cantidad  ó  cosa  convenida  sin  dar  otra  por 
ella,  no  la  recibe  sin  embargo  gratuitamente  sino  como  pre- 
cio del  riesgo  que  ha  corrido  de  dar  otra  cantidad  ó  cosa 
igual  á  la  otra  parte  en  caso  de  que  esta  hubiera  ganado. 

II.  Hay  tres  clases  ó  especies  de  juegos  :  juegos  de  suerte 
y  azar,  que  son  los  que  dependen  precisamente  de  la  fortu- 
na ó  acaso  y  no  de  la  habilidad  ó  destreza  del  jugador,  como 
los  de  lotería,  carleta  y  banca  :  juegos  de  dcslreza'y  habi- 
lidad, que  dependen  solo  de  la  capacidad  é  inteligencia  ó 
bien  de  ¡a  disposición  ,  soltura  ó  ejercicio  delíuerpo ,  como 
los  de  ajedrez,  damas  ,  trucos ,  billar  y  pelota  ;  y  juegos  de 
suerte  y  habilidad,  llamados  por  eso  juegos  mixtos,  que  son 
aquellos  en  que  no  solo  la  fortuna  ó  el  acaso  sino  también  la 
respectiva  destreza  y  tino  de  los  jugadores  tienen  su  influen- 
cia en  la  ganancia  ó  pérdida  de  la  partida,  como  el  de  cha- 
quete, y  los  de  malilla,  mediator,  tresillo  y  demás  de  nai- 
pes que  llaman  carteados. 

III.  Todos  los  juegos ,,  considerados  generalmente  y  en  sí 
mismos,  son  lícitos  y  válidos  por  derecho  natural,  con  tal 
que  concurran  las  cuatro  circunstancias  siguientes  :  —  Ia. 
que  ninguno  de  los  jugadores  use  de  maniobras  fraudulen- 
tas :  —  2a.  que  el  consentimiento  de  todos  sea  libre  y  per- 
fecto ,  y  no  arrancado  por  fuerza  ó  por  palabras  injuriosas  : 
—5'.  que  los  jugadores  tengan  derecho  para  disponer  por 
sí  de  la  cantidad  ó  cosa  que  arriesgan  en  el  juego  :— 'ta.  que 
haya  igualdad  entre  los  jugadores;  esto  es,  que  el  riesgo 
que  corre  el  uno  sea  igual  al  riesgo  que  corre  el  otro,  ya  po- 
niendo ambos  el  mismo  valor  en  los  juegos  de  pura  suerte, 
ya  dando  en  los  do  habilidad  ó  fuerza  alguna  ventaja  el  que 
sea  mas  diestro  ó  mas  fuerte  al  que  lo  sea  menos  ,  de  modo 
que  resulte  la  misma  probabilidad  de  ganar  por  una  y  otra 
parte ,  á  no  ser  que  el  uno  con  pleno  conocimiento  de  la 
superioridad  del  otro  renuncie  voluntaria  y  libremente  toda 
compensación  ,  en  cuyo  caso  se  presumirá  que  quiere  obrar 
así  por  razón  de  beneficencia  ó  do  benevolencia.  Observán- 
dose pues  estas  circunstancias,  no  solo  serán  conformes  á 
las  reglas  de  justicia  los  juegos  de  habilidad  y  destreza,  sino 
también  los  mixtos,  y  aun  los  de  pura  suerte  y  azar;  por- 
que si  uno  puede  donar  á  otro  absolutamente  una  cosa  suya, 
podrá  donársela  también  bajo  condición,  ora  esta  sea  casual 
ó  fortuita,  ora  sea  potestativa. 

IV.  Pero  si  todos  los  juegos  son  lícitos  y  válidos  por  dere- 
cho natural  considerados  en  sí  mismos,  no  siempre  podemos 
darles  las  mismas  calificaciones  cuando  los  consideramos  con 
respecto  al  fin  que  se  proponen  los  jugadores.  Si  estos  no 
buscan  en  ellos  el  recreo  y  descanso  de  su  espíritu  fatigado, 
ni  el  desarrollo  de  sus  fuerzas,  ni  la  soltura  y  agilidad  de  su 
cuerpo,  ni  el  recobro  de  la  salud  perdida  por  la  pereza  ó 
las  enfermedades,  sino  que  solo  tratan  de  despojarse  mutua- 
mente de  sus  bienes,  como  dos  duelistas  procuran  recípro- 
camente quitarse  la  vida,  los  juegos  entonces ,  cualesquiera 
que  sean ,  se  oponen  directamente  al  derecho  natural ,  á  las 
buenas  costumbres  y  á  los  principios  de  la  sociedad  civil, 
la  cual  ha  establecido  y  sancionado  los  contratos  para  que 
los  hombres  se  hagan  mutuos  servicios  y  no  por  cierto  para  que 
se  arruinen.  Acercaos  una  vez  en  vuestra  vida  á  una  casa  de 
juego  ,  y  veréis  allí  muchos  hombres  amontonados  y  silen- 
ciosos esperando  con  ansia  y  terror  que  salga  un  rey,  un 
rey  el  mas  arbitrario  y  déspota  de  cuantos  han  existido  ja- 
mas sobre  la  tierra,  un  rey  loco  ,  ciego  y  sordo-mudo  que 
reparte  el  bien  y  el  mal  sin  justicia  ni  razón,  un  rey  sin  em- 
bargo tan  deseado  como  el  Mesías,  un  rey  á  quien  ellos  mis- 
mos, los  mismos  que  le  esperan  ,  enemigos  tal  vez  de  todos 
los  reyes,  han  hecho  á  sabiendas  dueño  absoluto  de  sus  for- 
tunas y  de  sus  vidas ,  un  rey  pues  de  inmenso  poder  por 


nadie  contestado,  y  á  quien  nadie  ha  hecho  traición  ni  usur- 
pádole  el  trono ,  un  rey  por  fin  pintado  en  un  carton  ,  el 
bey  de  copas;....  y  fijos  y  enclavados  en  él  los  desencaja- 
dos ojos  de  la  confusa  multitud,  descubre  al  cabo  su  cabeza 
el  rey  abigarrado,  con  despecho  de  los  unos  y  sonrisa  diabó- 
lica de  los  otros  :  aparece  el  tan  esperado  como  temido  rey 
de  copas;  y  con  solo  aparecer,  sin  discusión  de  Cortes  ni 
ausilio  de  ministros  responsables ,  trasfiere  de  golpe  á  estos 
el  oro  de  aquellos  para  quitárselo  mañana,  y  despoja  á  aque- 
llos del  fruto  de  los  ahorros  y  economías  de  sus  antepasados 
para  no  devolvérselos  jamas  ¿  porque  asi  es  su  voluntad  y 
buen  placer,  conculcando  los  principios  del  derecho  natural 
y  del  derecho  escrito  que  no  permiten  dar  á  uno  lo  que  es 
de  otro,  como  ciertos  gobernantes  conculcan  con  idéntico  re- 
sultado la  Constitución  y  las  leyes  que  con  gritos  hipócritas 
proclaman.  Llévanse  á  efecto,  sin  embargo,  ejecutivamente 
los  bárbaros  decretos  del  inexorable  rey  de  copas;  y  den 
fortunas  desaparecen  y  cien  casas  se  hunden  y  cien  familias 
lloran  su  desgracia  ;  y  tal  vez  los  jugadores  que  ya  no  pue- 
den dar  pan  á  sus  hijos  ni  vestido  á  sus  esposas ,  se 
lanzan  en  la  carrera  del  crimen,  ó  acallan  sus  remordimien- 
tos con  el  suicidio,  ó  se  revisten  de  la  máscara  de  patriotas 
y  asaltan  los  deslinos  públicos  para  reparar  sus  descala- 
bros. 

V.  No  sin  razón  pues  los  legisladores  de  todas  las  nacio- 
nes han  mirado  siempre  de  mal  ojo  los  juegos.  El  juriscon- 
sulto Paulo,  enla  ley  2,  tit.  5,  lib.  1 1  del Dig.,  hace  mención  de 
un  senadoconsulto  que  prohibía  arriesgar  dinero  en  el  jue- 
go, cualquiera  que  fuese  su  especie,  escepto  en  aquellos  que 
podian  contribuir  al  mejor  manejo  y  ejercicio  de  las  armas 
ó  al  desarrollo  de  la  agilidad  y  fuerza  del  cuerpo  :  Ssnalus- 
consultum  veluil  in  pecuniam  ludere,  prœterquam  si  quis 
cerlet  hasta,  vel  pilo  jaciendo ,  vel  currendo,  saliendo, 
luclando,  pugnando,  quod  virlutis  causa  fíat.  No  se  limitaba 
este  senadoconsullo  á  negar  toda  acción  para  reclamar  lo 
que  se  habia  ganado  en  un  juego  prohibido,  sino  que  ade- 
mas daba  acción  al  que  habia  perdido  para  repetir  lo  que 
hubiese  pagado  ,  aunque  el  pago  hubiera  sido  voluntario, 
pues  que  se  consideraba  hecho  sin  causa  ó  por  causa  injusta. 
Los  que  en  su  casa  tenían  juegos  de  azar  eran  tan  odiosos 
que  el  pretor  les  denegaba  toda  acción  por  los  insultos,  da- 
ños y  hurtos  que  se  les  hubiesen  hecho  ;  ley  l,  til.  5,  lib.  1 1 
del  Dig. 

El  emperador  Justiniano  prohibió  también,  como  el  anti- 
guo senadoconsulto  ,  arriesgar  dinero  en  el  juego ,  escep- 
luando  solamente  ciertos  juegos  que  se  especifican  en  su 
constitución  y  que  se  refieren  á  la  destreza  y  ejercicio  cor- 
poral; pero  en  vez  de  que  el  senadoconsulto  habia  permitido 
poner  dinero  á  estos  juegos  sin  limitar  la  suma  ,  Justiniano 
ordenó  que  no  podria  jugarse  mas  de  un  escudo  de  oro  por 
partida.  Con  respecto  á  los  demás  juegos,  después  de  con- 
firmar la  acción  concedida  por  el  senadoconsulto  á  los  per- 
dedores para  repetir  lo  que  habian  pagado,  añadió  á  esta 
disposición  dos  cosas  importantes  :  —  Io.  que  esta  acción 
de  repetición  no  quedaba  sujeta  á  la  prescripción  de  Ireinta 
años  como  las- demás  acciones,  sino  que  podrían  ejercerla  el 
perdedor  y  sus  herederos  por  espacio  de  cincuenta  :  — 
2o.  que  en  caso  de  que  el  perdedor  no  repitiese  la  cantidad 
perdida  y  satisfecha ,  pudiesen  reclamarla  los  oficiales  mu- 
nicipales para  invertirla  en  obras  públicas  concernientes  á 
la  utilidad  y  adorno  de  la  ciudad  ó  pueblo  en  que  se  habia 
verificado  el  juego;  leyes  l,2y  o,  til.  ha,  lib.  5  del  Código. 

Así  es  que  según  las  ideas  de  los  Romanos,  estaba  el  jue- 
go bien  lejos  de  producir  obligación  natural ,  pues  que  ad- 
mitían la  repetición  de  lo  que  voluntariamente  se  habia  pa- 
gado por  una  deuda  de  juego,  mientras  que  denegaban  la 
repetición  de  lo  que  se  habia  pagado ,  aun  por  error,  en  el 
caso  de  que  hubiese  deuda  natural,  como  es  de  ver  por  mu- 
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chas  leyes  del  título  de  condictione  indebiti ,  asi  en  el  Có- 
digo como  en  elDigesto.  *■< 

VI.  Nuestras  leyes  son  todavía  mas  severas  que  las  ro- 
manas contra  el  juego.  La  ley  6,  tít.  \h,  Part.  7,  siguiendo 
el  ejemplo  de  la  citada  ley  1,  tít.  15,  lib.  11  del  Digesto,  pre- 
viene que  el  que  acogiere  en  su  casa  tahúres  y  truhanes  para 
jugar,  no  puedo  demandarlos  ni  ejercer  acción  alguna  con- 
tra ellos  por  los  hurtos  ,  agravios  ,  daños  ú  otra  injuria  que 
le  hicieren,  con  tal  que  no  sea  homicidio ,  pues  que  todo  lo 
debe  sufrir  por  la  culpa  de  admitir  la  compañía  de  unos 
hombres  que  por  el  hecho  de  entregarse  á  la  tahurería  de- 
ben de  ser  ladrones  y  de  mala  vida. 

Permitió  sin  embargo  el  mismo  rey  don  Alonso  X,  autor 
de  las  Partidas,  las  casas  públicas  de  juego  de  suerte  y  azar, 
llamadas  entonces  tafurerías,  las  cuales  estaban  arrendadas 
por  cuenta  del  Estado  ó  de  las  ciudades,  villas  y  lugares  á 
quienes  se  había  concedido  el  privilegio  de  tenerlas  ;  y  aun 
encargó  al  distinguido  jurisconsulto  maestre  Roldan  la  for- 
mación de  la  obra  legal  conocida  con  el  el  título  de  Ordena- 
miento de  las  tafurerías,  y  compuesta  de  cuarenta  y  cuatro 
leyes,  que  fué  publicada  en  el  año  de  1276 ,  sobre  el  modo 
de  jugar  á  los  dados,  y  de  impedir  y  castigar  las  trampas  , 
los  engaños  ,  las  riñas  y  las  muertes  que  solían  ocurrir  en 
dichas  casas,  nam  ludus  genuil  strepitum,  certamen  et  iram. 
Pero  al  cabo  de  poco  mas  de  cincuenta  años,  en  vista  de  la 
inmoralidad  de  las  tafurerías  y  de  los  grandes  males  que 
ocasionaban  á  las  familias  y  al  Estado,  se  mandó  cerrarlas 
en  todos  los  pueblos  del  reino  ,  se  impusieron  penas  á  los 
que  tuviesen  tablero  para  jugar  dados  ó  naipes,  como  igual- 
mente á  los  que  los  jugasen  en  público  ó  en  secreto  ;  y  se 
ordenó  que  las  ciudades,  villas  y  lugares  que  tenían  porpri- 
vilegio  las  rentas  de  los  tableros,  disfrutasen  por  via  de  in- 
demnización las  penas  de  los  jugadores. 

VII.  Son  muchas  las  leyes  que  desde  entonces  se  han  ido 
dando  en  diferentes  reinados  para  reprimir  la  pasión  del 
juego,  ya  á  petición  de  Cortes,  ya  por  movimiento  espontá- 
neo de  los  monarcas  ;  pero  todas  están  comprendidas  y  me- 
joradas en.  la  célebre  pragmática  de  6  de  octubre  de  1771 
espedida  por  el  señor  don  Carlos  III,  y  que  forma  la  ley  13, 
tít.  23,  lib.  12  de  la  Novísima  Recopilación. 

Por  esta  ley,  que  es  la  vigente  en  el  dia,  están  absoluta- 
mente prohibidos  los  juegos  de  suerte  y  azar  ó  de  fortuna  ó 
en  que  intervenga  envite,  los  de  alhajas  ,  prendas  ú  otros 
cualesquiera  bienes  muebles  ó  raices,  en  poca  ó  mucha  can- 
tidad, como  también  los  juegos  á  crédito,  al  fiado  ó  sobro 
palabra;  —  y  en  los  permitidos,  que  son  aquellos  en  que  no 
concurre  ninguna  de  estas  circunstancias,  el  tanto  suelto  que 
se  jugare  no  puede  esceder  de  un  real  de  vellón,  y  toda  la 
cantidad  no  ha  de  pasar  de  treinta  ducados,  aunque  sea  en 
muchas  partidas  siempre  que  intervenga  en  ellas  alguno  de 
los  mismos  jugadores  ;  ni  en  ellos  puede  haber  traviesas  ó 
apuestas;  arts.  1,  6  y  7  (1). 

Los  contraventores,  si  fueren  nobles  ó  empleados  civiles  ó 
militares,  incurren  en  la  multa  de  doscientos  ducados  (2)  ; 
y  si  fuesen  personas  de  inferior  condición  destinadas  á  algún 
arte,  oficio  ó  ejercicio  honesto ,  en  la  de  cincuenta  ducados  : 
por  la  segunda  vez  en  multa  doblada  respectivamente;  y 
por  la  tercera  en  dicha  multa  doble  como  en  la  segunda,  y 
en  la  pena  de  un  año  de  destierro  del  pueblo  de  su  residen- 
cia ,  dándose  ademas  cuenta  al  gobierno  con  testimonio  de 
la  sumaria  si  los  reincidentes  por  tercera  vez  fuesen  em- 
pleados ó  personas  de  notable  carácter  para  que  tome  las 

(1)  En  Méjico,  decreto  de  25  de  febrero  de  1850,  que  declaró 
vigentes  las  leyes  prohibitivas  de  juegos  de  suerte  y  a/.ar  ;  y  pro- 
videncia que  se  ve  en  el  tom.  2  de  la  colección  de  Montemayor  y 
lîeleîia,  n.  48. 

(c¿)  Doscientos  pesos,  dice  el  ait.  2  do  esa  providencia. 


demás  providencias  que  juzgue  convenientes.  Los  dueños  de 
las  casas  en  que  se  jugare  quedan  sujetos  respectivamente  á 
penas  dobladas  ,  según  sus  clases.  Si  los  transgresores  no 
tienen  bienes,  en  que  hacer  efectivas  las  multas,  estarán  por 
la  primera  vez  diez  días  en  la  cárcel,  por  la  segunda  veinte, 
y  por  la  tercera  treinta  ,  saliendo  ademas  desterrados  por 
esta  última  según  queda  dicho,  y  los  dueños  de  las  casas  su-< 
frirán  la  misma  pena  por  tiempo  duplicado;  arts.  2,  3,  k, 
5  y  7. 

Los  vagos  ó  mal  entretenidos,  sin  oficio,  arraigo  ú  ocupa- 
ción, quo  se  entregan  habitualmente  al  juego,  y  los  tahúres, 
fulleros  ó  garitos,  ademas  de  las  penas  pecuniarias  incurren 
desde  la  primera  vez  si  fuesen  nobles  en  la  de  cinco  años  de 
presidio  para  servir  en  los  regimientos  fijos,  y  si  son  plebe- 
yos en  la  de  cinco  años  de  arsenales  ;  y  los  dueños  de  las  ca- 
sas que  las  tengan  habitualmente  destinadas  á  este  fin,  su- 
frirán las  mismas  penas  según  su  clase  por  tiempo  de  ocho 
años",  art.  5. 

Los  que  perdieren  cualquiera  cantidad  á  los  juegos  pro- 
hibidos ó  alguna  que  esceda  de  la  suma  señalada  en  los  per- 
mitidos, y  los  que  jugaren  prendas,  bienes,  alhajas,  ó  can- 
tidades al  fiado,  á  crédito  ó  sobre  palabra,  no  están  obligados 
á  su  pago ,  antes  bien  pueden  reclamar  dentro  de  ocho  dias 
lo  que  tal  vez  hubieren  satisfecho;  y  si  no  hiciesen  la  de- 
nuncia y  reclamación  dentro  de  los  ocho  dias  siguientes  al 
pago  ,  adquirirá  para  si  las  cantidades  perdidas  cualquiera 
persona  que  las  pidiere,  denunciare  y  probare,  castigándose 
ademas  á  los  jugadores;  art.  8. 

Los  artesanos  y  menestrales  ,  así  los  maestros  como  los 
oficiales  y  aprendices,  y  los  jornaleros  de  todas  clases,  si  se 
entregan  á  juegos  permitidos  en  dias  y  horas  de  trabajo,  es- 
to es  ,  desde  las  seis  de  la  mañana  hasta  las  doce  del  dia  y 
desde  las  dos  de  la  tarde  hasta  las  ocho  de  la  noche,  incur- 
ren por  la  primera  vez  en  seiscientos  maravedís  de  multa, 
por  la  segunda  en  mil  doscientos  ,  por  la  tercera  en  mil 
ochocientos,  y  de  ahí  en  adelante  en  tres  mil  porcada  vez;  y 
en  defecto  de  bienes  se  les  impone  la  pena  de  diez  dias  de 
cárcel  por  la  primera  contravención,  de  veinte  por  la  se- 
gunda, y  de  treinta  por  la  tercera  y  cada  una  de  las  siguien- 
tes; art.  9. 

Está  prohibida  toda  especie  de  juego  en  las  tabernas ,  fi- 
gones, hosterías,  mesones ,  botillerías,  cafés  y  demás  casas 
públicas;  y  solo  se  permiten  los  de  damas,  ajedrez,  tablas 
reales  y  chaquete  en  las  de  trucos  ó  billar  :  bajo  el  concepto 
de  que  en  casó  de  contravención  quedan  sujetos  los  dueños 
de  las  casas  á  las  penas  prescritas  en  el  articulo  5o.  contra 
los  tablajeros,  esto  es,  contra  los  que  tienen  casas  destinadas 
al  juego';  art.  10. 

Las  multas  se  distribuyen  por  terceras  partes  entre  fisco , 
juez  y  denunciador,  dándose  la  parte  de  este  cuando  no  le 
hubiere  á  los  alguaciles  y  oficiales  de  justicia  aprehensores  ; 
art.  II. 

Habiendo  interesado  que  pida  ,  ó  denunciador  que  solicito 
dicha  tercera  parte,  se  admite  la  instancia  ó  denunc'a  con 
prueba  de  testigos,  aunque  por  esta  última  solo  ha  de  pro- 
cederse  dentro  de  los  dos  meses  siguientes  á  la  contraven- 
ción. Si  resulta  delito  de  la  sumaria  ,  se  oye  breve  y  suma- 
riamente al  denunciado  para  proceder  á  la  imposición  de  la 
pena;  y  probándose  haber  sido  calumniosa  la  delación  ,  se 
castiga  al  delator  con  las  mismas  penas  con  que  se  castiga- 
ría al  delatado  á  ser  cierto  el  delito,  aumentándose  aquellas 
conforme  à  derecho  á  proporción  de  la  gravedad  y  perjui- 
cios de  la  calumnia  ;  art.  12. 

Cuando  no  hay  interesado  ni  delator,  debe  el  juez  proce- 
der por  aprehensión  real ,  bastando  fundados  recelos  de  con- 
travención para  el  reconocimiento  de  casas  públicas,  y  sien- 
do precisa  información  sumaria  para  el  de  particulares  ;  pero 
no  es  necesaria  aprehensión  real  ni  formal  denuncia  para 
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proceder  contra  los  tahúres  y  vagos  entregados  habitual- 
mente  á  este  género  de  vicio  ;  art.  13. 

Todos  los  que  contravinieren  á  esta  pragmática  ocupán- 
dose en  los  espresados  juegos  ó  consintiéndolos  en  sus 
casas ,  quedan  sujetos  en  cuanto  á  este  delito  á  la  real  juris- 
dicción ordinaria,  aunque  sean  del  fuero  mas  privilegiado  ; 
art.  14. 

Sin  embargo  si  los  contraventores  son  eclesiásticos ,  des- 
pués de  hacerse  efectivas  las  penas  y  restituciones  en  sus 
temporalidades,  se  pasa  testimonio  á  sus  prelados  de  lo  que 
teSuítare  contra  ellos  para  que  los  corrijan  conforme  á  los 
cánones. 

Siendo  aprehendidos  en  juegos  ilícitos  los  militares,  debe 
la  justicia  ordinaria  tomar  sus  nombres  y  dar  noticia  á  sus 
respectivos  jefes  para  que  los  corrijan  y  les  exijan  las  multas 
que  deberán  remitir  á  la  justicia  ordinaria  para  su  distribu- 
ción con  arreglo  á  la  pragmática  ;  real  orden  de  17  de  agosto 
de  1807  :  mas  si  fuesen  vestidos  de  paisanos  sin  sus  respec- 
tivas divisas  ,  puede  el  juez  que  los  aprehendiere  proceder 
contra  ellos,  como  si  efectivamente  fuesen  paisanos,  dando 
parte  al  comandante  de  armas  para  que  lo  ponga  en  noticia 
de  S.  M.  ;  real  orden  de  20  de  febrero  de  1815. 

[*  Las  leyes  prohibitivas  de  los  juegos  de  suerte  y  azar 
vienen  á  ser  las  mismas  en  América  que  en  España ,  con  la 
diferencia  de  que  las  penas  pecuniarias  han  de  entenderse 
cuadruplicadas  en  la  primera  ;  y  en  Méjico  todas  ellas  están 
declaradas  vigentes  y  como  restablecidas  por  el  art.  Io.  de 
la  ley  de  23  de  febrero  de  1850,  tít.  2,  lib.  7,  Rec.  de  Ind., 
y  bando  de  14  de  julio  de  1784  (Beleña,  tomo  2°.,  pág.  203). 

El  art.  G  de  la  ley  de  elecciones  de  diputados  y  juntas 
departamentales  dice  ,  que  no  se  dará  boleta  á  los  que  man- 
tengan juegos  prohibidos  ó  sirvan  en  ellos.  Y  el  art.  24  dice, 
que  no  pueden  ser  compromisarios  los  comprendidos  en  ese 
art.  6.  —  El  bando  da  9  de  mayo  de  1832  prohibió  el  juego 
del  Domino  en  los  calés  y  lugares  de  concurrencia  pública  ; 
el  de  26  de  noviembre  de  1833  renovó  la  prohibición  del 
de  Imperial  y  Lotería  ;  el  de  10  de  diciembre,  en  fin,  prohibió 
el  llamado  Bagatela. 

**  En  la  república  de  Venezuela  se  hallan  también  vigen- 
tes las  leyes  del  lit.  2,  lib.  7  de  la  Rec.  de  Ind.,  y  no  hay  mas 
que  tener  presente  lo  dicho  con  respecto  á  Méjico. 

***  Siendo  como  es  tan  común  en  la  pragmática  de  Car- 
los III ,  citada  por  el  autor,  señalar  diversas  penas  en  un 
mismo  caso,  según  la  clase  á  que  pertenezca  el  delincuente 
debe  recordarse  que  la  legislación  de  la  república  de  Chile 
deja  en  tal  supuesto  al  arbitrio  del  juez  la  aplicación  de 
aquella  que  juzgue  mas  adecuada  á  las  circunstancias  per- 
sonales del  reo.  No  será  inoportuno  notar  ademas ,  que 
siendo  como  es  esta  materia  meramente  de  policía,  sucede 
con  frecuencia  que  sus  reglamentos  alteran  la  naturaleza  ó 
la  gravedad  de  la  pena,  en  particular  respecto  á  las  casas 
de  juego  ;  y  asi  por  ejemplo  el  decreto  de  21  de  mayo  de  1823 
impone  á  los  dueños  que  permitan  juegos  ilícitos,  la  supre- 
sión de  su  establecimiento  y  la  multa  de  cincuenta  pesos  ó 
dos  meses  de  prisión.  Repetimos  que  en  cuanto  al  fondo  de 
la  doctrina,  viene  á  ser  la  misma  la  de  Indias  que  la  de  Es- 
paña, con  la  circunstancia  de  que  las  penas  pecuniarias  de- 
ben entenderse  cuadruplicadas  en  América  :  til.  2  ,  lib.  7, 
Rec.  Ind.,  art.  12,  %  1°.,  Const.  de  1833  ,  Reglam.  de  adm. 
de  just.  de  2  de  junio  de  1824,  y  decr.  de  a  de  enero  de  1838.] 

JUEZ.  El  que  está  revestido  de  la  potestad  de  adminis- 
trar justicia  á  los  particulares,  ó  sea  de  aplicar  las  leyes  en 
los  juicios  civiles  ó  en  los  criminales  ó  así  en  unos  como  en 
otros.  «  Los  judgadores,  dice  la  ley  1,  tít.  4,  Part.  3,  han 
nombre  de  jueces,  que  quiere  tanto  decir,  como  homes  bo- 
nos que  son  puestos  para  mandar  et  facer  derecho.  »  Esta 
definición  de  las  Partidas  ,  à  la  cual  hemos  procurado  arre- 
glar la  nuestra,  es  la  mas  completa  y  general ,  porque  abraza 


todas  las  clases  ó  especies  en  que  los  jueces  se  dividen  ,  al 
paso  que  algunas  dé  estas  quedan  escluidasen  las  definicio- 
nes que  comunmente  establecen  los  autores  y  que  por  con- 
siguiente son  defectuosas.  La  palabra  juez  es  genérica  y 
comprensiva  de  todos  los  que  administran  justicia  ;  pero  los 
que  desempeñan  este  cargo  con  autoridad  superior,  y  mas 
especialmente  los  que  lo  ejercen  en  los  tribunales  de  alzada , 
se  distinguen  con  el  nombre  de  magistrados  ó  ministros. 

I.  En  el  principio  ú  origen  de  las  sociedades  no  se  dis- 
tinguían los  jueces  entre  sí  mismos  sino  por  los  límites  do 
sus  jurisdicciones  ;  y  cada  uno  tenia  el  cuidado  de  adminis- 
trar justicia  á  los  pueblos  sobre  todas  y  cualesquiera  pfpe- 
cies  de  negocios  indistintamente  dentro  de  su  distrito  ■'* 
territorio.  Pero  habiéndose  ensanchado  y  engrandecido  ¡  - 
teriormente  con  el  tiempo  los  Estados,  y  adquirido  en  eü  ; 
nuevo  brio  la  agricultura,  las  arles  y  la  industria,  se  nv,;'- 
tiplicaron  dentro  y  fuera  de  un  modo  prodigioso  las  relacio- 
nes de  sus  individuos  ;  y  de  la  combinación  de  los  difere;tes 
intereses  que  estas  relaciones  producían,  hubo  de  resultar 
una  multitud  de  discusiones  que  aumentando  asombrosa- 
mente los  negocios  y  sus  especies,  hicieron  necesario  el  es- 
tablecimiento de  diversos  juzgados  ó  tribunales  para  deci- 
dirlos. La  competencia  pues  de  los  jueces,  esto  es,  el  derecho 
que  tienen  de  conocer  de  ciertas  materias  ó  entre  ciertas 
personas,  con  esclusion  unos  de  otros  ,  es  la  que  propia- 
mente los  distingue  ahora  ;  y  esta  distinción  está  marcada 
con  denominaciones  particulares  que  suelen  denotar  por  sí 
mismas  la  naturaleza  y  estension  de  sus  poderes. 

La  citada  ley  1 ,  lit.  4,  Part.  3,  divide  los  jueces  en  or- 
dinarios, delegados  y  arbitros,  llamando  ordinarios  á  todos 
los  que  se  establecen  con  oficio  permanente  para  juzgar  á 
los  subditos  de  su  distrito  ó  jurisdicción  (  entre  los  cuales  no 
solo  cuenta  los  jueces  inferiores  de  la  corte  y  de  las  ciudades 
ó  villas ,  sino  también  los  superiores  ó  de  alzadas  ó  sea  los 
sobrejueces  y  los  adelantados,  y  aun  los  puestos  por  los  me- 
nestrales de  cada  lugar  para  decidir  los  negocios  que  les  ocur- 
rieren por  razón  de  sus  oficios  )  ;  delegados  á  los  que  solo  tie- 
nen facultad  cometida  por  el  rey  ó  por  algún  tribunal  ó-juez 
ordinario  para  sustanciar  ó  decidir  algunos  pleitos  señala- 
dos ;  y  arbitros  ó  jueces  de  alveario  á  los  escogidos  por  am- 
bas parles  para  librar  alguna  contienda  que  hubiere  entre 
ellas. 

Mas  tomando  á  los  jueces  en  mayor  escala  y  bajo  sus  di- 
ferentes puntos  de  vista,  pueden  establecerse  entre  ellos  las 
divisiones  siguientes. 

Considerados  con  respecto  à  la  distinción  de  las  dos  po- 
testades espiritual  y  temporal ,  fuente  de  dos  especies  de 
jurisdicciones  absolutamente  estrañas  la  una  á  la  otra  ,  se 
dividen  en  jueces  eclesiásticos  y  jueces  seculares  :  con  res- 
pecto á  la  estension  y  duración  de  su  poder,  en  ordinarios  y 
cstraordinarios  :  con  respecto  á  la  ciencia ,  en  legos  y  letra- 
dos :  con  respecto  á  la  materia  de  que  conocen  ,  en  civiles  y 
criminales  :  con  respecto  á  su  grado  ,  en  inferiores  -,  supe- 
riores y  supremos  :  con  respecto  á  la  validez  de  sus  actos  v 
decisiones,  en  competentes  é  incompetentes  ;  y  con  respecto 
al  objeto  y  al  modo  de  fallar,  en  jueces  de  hecho  y  jueces  de 
derecho. 

De  todas  estas  especies  de  jueces  se  hablará  en  artículos 
separados  siguiendo  el  orden  de  las  divisiones  indicadas, 
después  de  haber  espuesto  en  el  presente  algunos  principios 
ó  reglas  generales  que  son  comunes  á  todos  ó  á  casi  todos 
los  jueces. 

II.  La  potestad  que  tienen  los  jueces  de  juzgar  y  hacer  que 
se  ejecute  lo  juzgado,  y  que  se  llama  jurisdicción  ,  dimana 
del  rey.  Así  es  que  la  justicia  se  administra  en  su  nombre, 
Const.  de  1845, 'art.  71;  que  en  su  nombre  también  se  en- 
cabezan las  ejecutorias  y  provisiones  de  los  tribunales  su- 
periores,  Const.  de  1812,  art.  257;  que  le  corresponde 
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cuidar  de  que  en  todo  el  reino  se  administre  pronta  y  cunv 
plidamente  la  justicia,  Const.  de  1845  ,  art.  45,  atrib.  2a. _ 
que  tiene  la  prerogaliva  de  indultar  á  los  delincuentes,  id. i, 
atrib.  3».  ;  que  nombra  los  jueces  y  magistrados  y  concede 
los  honores  de  la  toga,  id'.,  atrib.  9a.  ;  que  puede  suspender 
á  les  jueces  y  magistrados,  cuando  con  motivos  fundados  los 
mande  juzgar  por  el  tribunal  competente,  id.,  art.  69  ;  y  por 
fin,  que  se  designa  con  el  epíteto  áereal  la  jurisdicción  or- 
dinaria ;  regí,  de  justicia  de  26  de  setiembre  de  1835.  No  di- 
manando pues  el  poder  judicial  inmediatamente  de  la  nación 
sino  del  rey  su  jefe,  se  ve  desde  luego  con  cuánta  impro- 
piedad algunos  abogados  se  denominan  abogados  de  los  tri- 
bunales nacionales ,  y  no  de  los  tribunales  del  reino  ,  como 
está  escrito  en  los  títulos  modernos  :  esto  en  unos  puede  ser 
afectación  de  democratismo,  y  en  otros  falta  de  atención  ó 
advertencia. 

Mas  aunque  el  poder  judicial  sea  una  emanación  del  po- 
der real  ó  ejecutivo,  es  sin  embargo  independiente  de  él  en  el 
ejercicio  de  sus  funciones.  Ni  el  poder  ejecutivo  ni  el  legis- 
lativo deben  influir  directa  ni  indirectamente  en  los  fallos  de 
la  justicia.  Por  eso  está  escrito  :  que  «  álos  tribunales  y  juz- 
gados pertenece  esclusivamente  la  potestad  de  aplicar  las 
leyes  en  los  juicios  civiles  y  criminales ,  sin  que  puedan  ejer- 
cer otras  funciones  que 'las  de  juzgar  y  hacer  que  se  ejecute 
lo  juzgado,  »  Conslit.  de  1845,  art.  66  :  que  «  ni  las  Cortes  ni 
él  rey  podrán  ejercer  en  ningún  caso  las  funciones  judicia- 
les, avocar  causas  pendientes,  ni  mandar  abrir  los  juicios 
fenecidos,  »  Const.  de  1812,  art.  245  :  que  «  ningún  español 
*iuede  ser  procesado  ni  sentenciado  sino  por  el  juez  ó  tri— 
ounal  competente,  en  virtud  de  leyes  anteriores  al  delito  y 
en  la  forma  que  estas  prescriban,  »  Const.  de  1845,  art.  9  : 
que  de  consiguiente  no  podrá  serlo  por  ninguna'comision, 
Const.  de  1812,  art.  247  ;  y  finalmente,  que  «  ningún  ma- 
gistrado ó  juez  podrá  ser  depuesto  de  su  destino ,  temporal 
ó  perpetuo  ,  sino  por  sentencia  ejecutoriada  ;  ni  suspendido 
sino  por  auto  judicial ,  ó  en  virtud  de  orden  del  rey  cuando 
este  con  motivos  fundados  le  mande  juzgar  por  el  tribunal 
competente,  »  Const.  de  1845,  art.  69. 

En  efecto  ,  la  independencia  del  poder  judicial  seria  nin- 
guna, ó  al  menos  estaría  mal  asegurada  ,  si  los  magistrados 
y  jueces  pudieran  ser  removidos  á  voluntad  del  gobierno, 
que  separando  á  los  que  no  tratasen  de  complacerle  en  los 
fallos  judiciales  ,  se  haria  arbitro  de  la  justicia ,  como  decían 
con  mucha  razón  en  escrito  de  50  de  octubre  de  1858  los  tres 
fiscales  del  supremo  tribunal  de  justicia  y  demostró  luego 
con  gran  copia  de  argumentos  el  mismo  tribunal  pleno  en 
consulta  de  5  de  febrero  de  1839.  «  Ciertamente ,  repetía 
después  á  coro  en  sus  Observaciones  sobre  el  estado  del  poder 
judicial  en  España,  publicadas  en  1859,  otro  magistrado  del 
mismo  tribunal  supremo  ;  ciertamente ,  mientras  los  jueces 
sean  amovibles ,  no  se  pueden  decir  independientes.  ¿Cómo 
sostendrá  su  independencia  el  poder  judicial ,  si  sus  indivi- 
duos pueden  ser  removidos  por  la  sola  voluntad  del  gobierno? 
¿De  qué  servirá  que  magistrados  de  carácter  recto  y  firme, 
lo  despleguen  con  toda  su  energía,  para  contrarestar  el  in- 
flujo y  las  invasiones  de  otro  poder,  si  el  gobierno  puede 
separarlos ,  y  conferir  sus  plazas  á  otros  mas  dóciles ,  mas 
condescendientes  y  aun  dispuestos  á  prostituir  su  respe- 
table y  delicado  ministerio?  Estas  verdades  no  pudieron 
ocultarse  á  nuestros  mayores,  hasta  el  punto  de  dejar  de 
conocer,  que  sin  la  inamovibilidad  no  existia  la  indepen- 
dencia. No  encontramos  escrito  en  las  leyes  antiguas  como 
principio  ,  que  los  magistrados  y  jueces  son  inamovibles  ; 
pero  ¿dónde  está  escrito  tampoco  que  el  rey  podía  remover 
á  su  libre  arbitrio  á  los  magistrados  y  jueces?  En  ninguna 
parle....  Según  el  espíritu  de  nuestra  legislación ,  de  muchos 
siglos  acá  los  magistrados  y  jueces  han  sido  inamovibles  en 
España....  ¿  Qué  hallamos  establecido  en  las  leyes  para  el 


caso  en  que  los  magistrados  y  jueces  se  hagan  responsables 
ó  cometan  otro  delito  ?  ¿  Queel  rey  los  deponga ,  ó  que  una 
orden  del  ministro  los  separe  ?  No  :  las  leyes  espresan  las 
penas  que  se  les  han  de  imponer;  y  cuando  se  hablad© 
penas  y  de  su  imposición,  nadie  desconoce  la  necesidad  do 
que  preceda  un  juicio.  Las  leyes  mandan  que  se  les  formo 
causa  y  se  les  oiga.  Está  en  esto  bien  claro  el  espíritu  do 
nuestra  legislación.  Cuando  algún  magistrado  ó  juez  deba 
ser  separado  ,  se  ha  de  hacer  por  medios  de  justicia  ,  no  por 
medios  de  gobierno.  Así  se  ha  entendido  y  así  se  ha  practi- 
cado constantemente.  Cuando  se  ha  provisto  una  toga,  todos 
han  creído  que  el  agraciado  obtenía  un  empleo  perpetuo, 
del  cual  no  se  vería  privado  si  no  cometía  un  delito.  Cuando 
se  nombraba  á  un  corregidor  ó  alcalde  mayor,  todos  enten- 
dían que  habia  de  servir  su  destino  ,  antes  por  tres ,  y  des- 
pués por  seis  años.  El  mismo  gobierno  supremo  pensaba  de 
este  modo  ;  y  jamas  hubo  un  ministro  bastante  osado  ó  im- 
pudente para  atreverse  á  decir  que  era  arbitro  de  separar 
á  los  magistrados  y  jueces  ,  ni  tampoco  que  el  monarca  tenia 
esta  facultad  libre  y  voluntaria.  De  esta  manera  la  opinion 
pública  generalmente  recibida  y  la  aquiescencia  manifiesta 
del  gobierno  reconocian  la  inamovibilidad  de  los  magistrados 
y  jueces.  » 

Así  escribía  el  señor  don  Alvaro  Gómez  Becerra;  así  sos- 
tenia  los  principios  de  la  independencia  y  de  la  inamovibilidad 
del  poder  judicial ,  reconocidos  de  hecho  por  el  gobierno 
absoluto ,  escritos  por  el  representativo  en  las  leyes  funda- 
mentales del  Estado,  y  jamas  por  nadie  combatidos.  Mas 
luego  en  1840  vuelve  á  subir  á  la  silla  ministerial ,  donde  ya 
otra  vez  sebabia  sentado  ;  y  tiene  á  bien  separar  ó  dar  por 
separados,  no  por  medios  de  justicia  sino  por  medios  de 
gobierno  ,  á  centenares  de  magistrados  y  jueces  que  habian 
sido  ya'  calificados  y  declarados  beneméritos  y  dignos  de 
continuar  desempeñando  sus  augustas  funciones,  por  una 
junta  pesquisidora  ,  formada  en  virtud  de  real  decreto  do 
22  de  setiembre  de  1856,  presidida  por  el  mismo  señor 
Becerra ,  é  ilustrada  con  los  espedientes  que  existían  en  el 
ministerio  y  con  informes  razonados  de  los  jefes  políticos  , 
diputaciones  provinciales,  ayuntamientos  y  otras  personas 
de  su  mayor  confianza  !!! 

III.  Para  que  los  jueces  no  abusen  de  su  elevado  minis- 
terio por  razón  de  su  inamovibilidad  é  independencia  ,  sino 
que  ejerzan  siempre  con  rectitud  y  celo  las  obligaciones 
que  el  mismo  les  impone,  se  halla  establecida  su  responsa- 
bilidad ,  freno  saludable  contra  la  ignorancia  y  la  corrupción. 
«  Toda  falta  de  observancia  de  las  leyes  que  arreglan  el  pro- 
ceso en  lo  civil  y  en  lo  criminal ,  dice  el  art.  254  de  la  Const. 
de  1812,  hace  responsables  personalmente  álos  jueces  que 
la  cometieren.  »  «  Los  jueces,  repite  todavía  con  mas  gene- 
ralidad el  art.  70  de  la  Const.  de  1S45,  son  responsables 
personalmente  de  toda  infracción  de  ley  que  cometan.  » 
«  El  soborno ,  el  cohecho  y  la  prevaricación  de  los  magis- 
trados y  jueces,  según  declara  el  artículo  255  de  la  Const. 
de  1812,  producen  acción  popular  contra  los  que  los  come- 
tan. »  Véanse  los  números  que  siguen ,  Baratería  y  Abuso 
de  poder. 

IV.  Como  el  poder  judicial  dimana  del  ejecutivo  ,  solo  el 
rey  puede  nombrar  los  jueces;  ley  2,  lit.  4,  Part.  5;  ley  1, 
tit.  i,lib.  11,  Nov.  Rec.;yart.  48,  alrib.0\,  Const.  de  1845. 
Antiguamente  ,  sin  embargo,  tenían  esta  facultad  por  pres- 
cripción inmemorial  ó  por  concesión  de  los  reyes  algunos 
señores  de  pueblos;  pero  habiéndose  abolido  toda  juris- 
dicción señorial  por  decreto  de  Cortes  de  6  de  agosto  de  181  i, 
confirmado  en  esta  parte  por  don  Fernando  Vil  en  15  de 
setiembre  de  1815  y  restablecido  enteramente  por  otro  de- 
creto de  2  de  febrero  de  1857,  no  pertenece  ya  sino  al  rey 
el  nombramiento  de  jueces  para  todos  los  pueblos  de  la 
monarquía ,  esceptuando  empero  el  de  jueces  delegados 
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que  puede  hacerse  por  los  ordinarios,  y  el  de  arbitros  ó 
avenidores  que  no  se  hace  sino  por  convenio  de  las  partes. 

[*  Etí  la  república  de  Méjico,  como  en  las  demás  de 
América,  al  monarca  y  á  la  fuerza  de  su  voluntad,  de  que 
habla  el  autor  en  el  n.  IV  de  este  articulo,  debe  subrogarse 
la  ley  y  la  autoridad  que  ella  designa  para  hacer  el  nombra- 
miento de  los  jueces;  dando  por  supuesto  que  en  América 
nunca  hubo  señores  territoriales, quienes  antiguamente  te- 
nían en  España  la  jurisdicción  que  se  indica  en  dicho  n.  IV. 
Los  jueces  inferiores  y  ministros  de  los  tribunales.de  segun- 
da instancia  son  nombrados  por  el  Presidente  de  la  repú- 
blica ,  á  propuesta  en  terna  hecha  por  el  Gobernador  del 
departamento,  con  acuerdo  de  la  Asamblea  departamental  y 
oyendo  al  tribunal  superior.  Los  ministros  do  la  Suprema, 
Corte  de  justicia  son  elegidos  por  todas  estas  Asambleas  reu- 
nidas, computando  sus  votos  las  Cámaras  en  Congreso  en  la 
forma  prescrita  para  la  elección  de  Presidente  :  §  S,  arts,  1  /i2, 
y  166 ,  Bases  de  organiz.  polít.  de  12  de  junio  de  1845. 

Los  magistrados  y  jueces  son  perpetuos  en  sus  cargos ,  y 
no  pueden  ser  suspendidos  sino  en  virtud  de  auto  judicial , 
ó  á  consecuencia  de  haber  reunido  el  Presidente  de  la  re- 
pública ó  el  Gobernador  del  departamento  los  datos  suficien- 
tes para  exigir  la  responsabilidad;  ni  privados  de  su  inves- 
tidura ,  sino  en  fuerza  de  sentencia  ejecutoriada  que  les 
imponga  este  despojo  como  pena  :  arls.  188  y  189  de  d.  Ba- 
ses de  12  de  junio  de  18'í5. 

**  En  la  república  de  Venezuela  los  jueces  de  paz  y  los 
alcaldes  son  nombrados  por  la  asamblea  municipal;  los  jue- 
ces de  primera  instancia  por  los  Gobernadores,  á  propuesta 
ó  indicación ,  como  dice  la  ley,  de  la  Diputación  provincial  ; 
lag  magistrados  de  las  Corles  superiores  por  el  Gobierno,  á, 
propuesta  en  terna  de  la  Corle  suprema,  sacada  de  entre 
los  presentados  por  la  Diputación  citada  ;  y  los  ministros  de 
la  Corte  suprema  por  el  Senado ,  á  propuesta  de  la  Cámara 
de  Representantes,  hecha  en  virtud  de  la  presentación  pre- 
via que  á  esta  hace  el  Presidente  :  arls.  117,  §  14,  146  y 
147,  %  7,  161,  §  3,  Consl.it.  de  24  de  setiembre  de  1830,  art. 
CO  ,  ley  de  24  de  abril  de  1858 ,  y  art.  18,  Ipj  de  23  de  marzo 
de  1841.  Los  magistrados  y  jueces  no  pueden  ser  suspendi- 
dos de  sus  destinos  sino  por  acusación  legalmente  admitida, 
ni  depuestos  sino  por  causa  probada  y  sentenciada  :  art.  1S5, 
Constit.  citada. 

***  En  la  república  de  Chile  el  nombramiento  de  los  jueces 
corresponde  á  su  Presidente ,  á  propuesta  en  terna  del  Con- 
sejo de  Estado»La  terna  ha  de  tomarla  el  Consejo  de  los  pro- 
puestos en  los  informes  que  la  Corte  Suprema  de  justicia  y 
la  de  apelaciones  reúnen  y  elevan  al  Gobierno  cada  año  en 
época  determinada,  acerca  del  mérito,  aptitud  y  servicios 
de  cuantos  jueces  y  abogados  se  han  distinguido  en  el  cum- 
plimiento de  sus  obligaciones,  y  del  puesto  á  que  resultan 
acreedores.  El  Consejo,  sin  embargo,  no  está  obligado  á  su- 
jetarse á  está  última  declaración  especial  de  aptitud  para 
tal  ó  cual  magistratura  ,  y  aun  puede  proponer  al  que  no 
aparezca  en  dichos  informes  ;  pero  en  este  último  caso  se 
requiere  una  mayoría  de  las  dos  terceras  partes  de  votos  , 
y  ha  de  ecpresarse  esta  circunstancia  en  la  propuesta.  El 
Presidente  elige;  y  aun  está  autorizado  á  mandar  por  una 
sola  vez  que  se  le  presente  nueva  terna.  Concedida  ya  la 
investidura,  nadie  puede  ser  suspendido  de  su  ejercicio, 
sino  por  haber  cometido  un  delito,  y  con  la  precisa  circuns- 
tancia de  someterlo  inmediatamente  al  juicio  ante  la  autori- 
dad competente  ;  y  su  despojo  ,  ó  la  deposición  ,  no  puede 
provenir  mas  que  de  sentencia  dada  con  arreglo  á  las  leyes  : 
arls.  82,  §  7,  104,  %  2,  y  110,  Consul,  de  1853,  y  arls.  1  ú 
b,  y  8 ,  ley  de  50  de  diciembre  de  1842.] 

V.  Para  ser  juez  se  necesita  edad  competente ,  ciencia  y 
capacidad. 

En  cuanto  á  la  edad,  la  ley  S,  tít,  4,  Part.  3,  según  la 


edición  de  la  Academia  de  la  historia  ,  pide  veinte  y  cinco 
años  en  los  jueces  ordinarios  y  en  los  delegados,  mientras 
que  según  la  edición  de  Gregorio  López  no  exige  mas  que 
veinte  en  unos  y  otros.  La  ley  5 ,  tit.  1 ,  lib.  11,  Nov.  Rec, 
se  contenta  con  veinte  años  cumplidos  en  los  jueces  ordi- 
narios ó  delegados;  y  luego  la  ley  6. quiere  veinte  y  seis  años 
en  los  jueces  letrados  ,  de  que  infieren  los,  intérpretes  que 
bastan  veinte  en  los  legos.  Mas  en  real  cédula  de  27  de  enero 
de  1855,  hablándose  de  jueces  letrados,  se  adapta  la  edad 
de  veinte  y  cinco  años  conforme  á  la  ley  de  Partida  de  la 
edición  de  la  Academia.  La  misma  edad  de  veinte  y  cinco 
años  se  requiere  en  general  por  el  art.  2b  l  de  la  Const. 
de  1812  para  ser  magistrado  ó  juez ,  y  por  el  art.  517  para 
ser  alcalderi  que  es  juez  lego  y  ejerce  también  jurisdicción, 
ordinaria.  Para  ser  magistrado  ó  ministro  de  una  audiencia 
se  exige  la  edad  de  treinta  años  cumplidos ,  y  de  cuarenta 
para  ministro  del  tribunal  supremo  de  justicia  ,  según  real 
decreto  de  29  de  diciembre  de  1858.  Para  ser  juez  en  un  tri- 
bunal de  comercio ,  se  requiere  haber  cumplido  treinta  años 
de  edad  ;  art.  1186  del  cod.  de  com.  Para  ser  arbitro  basta 
haber  cumplido  catorce  años,  sabiéndolo  las  partes,  ley  5, 
tít.  1 ,  lib.  H,  Nov.  Rec. ;escepto  en  el  comercio,  en  que  es 
indispensable  la  edad  de  veinte  y  cinco  años  cumplidos  : 
art.  266  de  ta  ley  de  enjuiciamiento. 

En  cuanto  á  la  ciencia  ,  se  requiere  que  el  que  ha  de  ad- 
ministrar justicia  se  halle  instruido  en  el  derecho;  lo  cual 
se  prueba  con  el  titulo  de  licenciado  en  leyes  ó  de  abogado , 
sin  el  cual  nadie  puede  ser  juez  letrado  ;  ley  5,  lit.  4,  Part.  3; 
ley  52  ,  art.  2  ,  lit.  11  ,  lib.  7,  y  leyes  1  y  6,  tít.  1,  lib.  1 1  , 
Nov.  Rec.  Si  el  juez  fuere  lego,  tiene  que  tomar  dictamen 
de  asesor  para  sustanciar  y  decidir  los  negocios  con  acierto  ; 
ley  9  ,  lit.  16,  lib.  11,  Nov.  Rec.  El  juez  que  por  no  saber  ó 
no  entender  el  derecho  diere  sentencia  injusta  en  negocios 
civiles ,  queda  obligado  á  satisfacer  á  la  persona  contra  quien 
la  dio  todo  el  daño  ó  el  menoscabo  que  le  vino  por  razón 
de  la  sentencia ,  á  bien  vista  del  tribunal  superior,  jurando 
que  no  la  dio  por  malicia  sino  por  error  ó  ignorancia;  ley  24, 
lit.  22,  Part.  3  :  pero  en  causas  criminales ,  ha  de  ser  casti- 
gado ademas  según  su  culpa  con  pena  estraordinaria ,  la  cual 
ha  de  ser  siempre  mucho  menor  que  si  hubiese  procedido 
con  malicia  ;  Grey.  López  ,  glosa  4  de  la  ley  25. 

Por  lo  que  hace  á  la  capacidad,  es  menester  no  hallarse 
comprendido  en  el  número  de  aquellos  que  por  razón  de  su 
estado  ó  por  algún  defecto  no  pueden  desempeñar  la  judi- 
catura. Tales  son  las  personas  siguientes  :  —  1°.  los  que  se 
hallan  privados  de  sus  facultades  intelectuales  por  mente-: 
catez ,  demencia  ó  prodigalidad  declarada  :  —  2o.  los  mudos,, 
porque  no  podrían  preguntar  á  las  partes  ni  responder  ni 
dar  juicio  por  palabra  :  —  5o.  los  absolutamente  sordos , 
porque  no  oirían  lo  que  ante  ellos  fuese  razonado  ó  alegado. 
—  4o.  los  ciegos,  porque  no  verian  á  los  litigantes  ni  á  los 
testigos  ni  á  las  demás  personas  que  ante  ellos  compare- 
ciesen :  —  b°.  los  enfermos  habituales  imposibilitados  para 
desempeñar  su  cargo  ó  para  soportar  el  trabajo  según  con- 
viene al  pronto  despacho  de  los  pleitos  :  —  6o.  los  que  tuvie- 
ren mala  fama  y  hubieren  hecho  cosa  por  que  valgan  menos, 
pues  que  no  seria  justo  que  juzgasen  á  los  otros  :  —  7o.  los 
religiosos  ,  porque  habiendo  dejado  el  mundo  deben  dedi- 
carse al  servicio  de  Dios  :  —  8o.  las  mujeres,  porque  no  seria 
decoroso  que  anduviesen  entre  los  hombres  librando  los 
pleitos  ;  bien  que  antiguamente  se  permitía  el  ejercicio  de  la 
judicatura  á  las  reinas ,  condesas  y  otras  señoras  ilustres 
con  dictamen  ó  consejo  de  asesores ,  y  por  particular  pri- 
vilegio tenia  también  jurisdicción  la  abadesa  del  monasterio 
de  las  Huelgas  inmediato  á  Burgos  :  —  9o.  los  clérigos  do 
órdenes  mayores  en  asuntos  que  no  sean  eclesiásticos  :  — 
10°.  los  esclavos,  por  depender  de  la  voluntad  desús  señores; 
bien  que  si  teniéndolos  por  libres  se  les  nombrase  jueces., 
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serian  válidos  todos  los  actos  judiciales  que  practicasen 
mientras  no  se  descubriese  su  condición.  Ley  4,  lit.  4, 
Parí.  5;  y  leyes  4  y  5,  lit.  1 ,  lib.  11,  Nov.  Rec. 

[*  En  la  república  de  Méjico,  el  señalamiento  de  los 
requisitos  necesarios  para  ser  juez  ordinario,  ha  sido  reser- 
vado à  la  autoridad  de  las  Asambleas  departamentales, 
como  también  el  de  las  circunstancias  que  ha  de  reunir  el 
que  ocupe  una  plaza  de  ministro  en  los  tribunales  superiores. 
Solo  respecto  de  la  Suprema  Corte  de  justicia  se  halla  deter- 
minado, que  para  ser  nombrado  miembro  de  ella  deben 
concurrir  en  el  candidato  los  requisitos  de  ciudadano  con 
ejercicio  de  sus  derechos  ,  la  edad  de  40  años  cumplidos  , 
ser  abogado  recibido  conforme  á  las  leyes ,  y  haber  ejercido 
la  profesión  por  espacio  de  diez  años  en  la  judicatura  ó 
quince  en  el  foro  con  estudio  abierto,  y  no  haber  sido  con- 
denado judicialmente  en  virtud  de  proceso  legal ,  por  algún 
crimen  ó  delito  que  tenga  impuesta  pena  infamante;art.  117, 
y  %  14  ,  art.  134,  Bases  de  organiz.  políl.  de  12  de  junio 
de  1843. 

**  En  la  república  de  Venezuela ,  puede  establecerse 
como  regla  general ,  que  son  requisitos  necesarios  para  ser 
juez  únicamente  la  edad  y  la  renta  competente ,  tratándose 
de  los  inferiores,  y  la  edad  y  ademas  las  circunstancias  de 
ser  abogado  y  de  haber  desempeñado  por  algún  tiempo 
cierto  puesto, cuando  se  trate  de  los  colegiados,  ó  supremos 
y  superiores.  Así,  por  ejemplo,  para  ser  individuo  del  juz- 
gado de  arbitramento  ó  alcalde ,  se  necesita  ser  mayor  de 
2o  años  y  poseer  una  renta  anual  de  trescientos  pesos  si 
proviene  de  bienes  raices  ,  y  de  cuatrocientos  si  de  finca  ó 
establecimiento  arrendado  ú  otro  linaje  de  industria  :  para 
ser  juez  de  primera  instancia,  tener  dicha  edad  y  una  renta 
anual  de  cuatrocientos  pesos  si  proviene  de  finca ,  de  qui- 
nientos si  de  oficio  ó  industria,  y  de  seiscientos  si  se  trata 
de  sueldo  ,  sin  necesidad  de  ser  abogado ,  sino  solo  de  tener 
la  capacidad  necesaria  á  juicio  de  la  Diputación  que  lo  pro- 
pone :  para  ser  magistrado  de  las  Cortes  superiores  ,  tener 
treinta  años  ,  ser  abogado  no  suspenso,  y  haber  sido  juez  , 
auditor  ó  asesor  por  tres  años  cuando  menos  ,  ó  haber  ejer- 
cido con  crédito  por  espacio  de  cinco  la  profesión  de  abo- 
gado :  y  para  ser  ministro  de  la  Corte  suprema ,  tener  cua- 
renta años  cumplidos  y  haber  sido  magistrado  de  alguna 
de  las  superiores.  Escusado  es  advertir,  que  á  todas  estas 
circunstancias  es  necesario  reunir  siempre  la  de  ser  vene- 
zolano, estar  en  posesión  de  los  derechos  de  ciudadano,  y 
saber  leer  y  escribir,  cuando  se  trata  de  los  jueces  inferio- 
res ;  y  por  demás  estaría  también  hacer  notar,  que  en  la 
república  no  hay  señoríos  con  jurisdicción  que  den  á  las 
mujeres  la  facultad  de  ser  jueces  ,  ni  el  gobierno  ha  reem- 
plazado al  monarca  en  la  atribución  de  suplir  con  su  espreso 
beneplácito  la  falta  de  edad  del  juez  delegado:  arls.  145 
y  151  ,  Constit.  de  24  ríe  setiembre  de  1830  ,  y  18  ,  25  y  27, 
ley  de.  23  cíe  marzo  de  1841. 

***  En  la  república  de  Chile  ,  para  ser  juez  es  necesario 
ser  chileno  por  nacimiento  en  alguna  de  las  dos  maneras 
que  se  espondrán  en  el  artículo  Natural,  y  reunir  ademas 
las  circunstancias  siguientes.  El  ministro  de  la  Corte  suprema 
ha  de  tener  30  años  de  edad,  y  haber  ejercido  por  espacio 
de  seis  la  profesión  de  abogado.  El  magistrado  de  la  Corte 
de  apelaciones,. y  el  juez  letrado  de  primera  instancia  basta 
que  tengan  la  edad  de  25  años  cumplidos;  poro  han  de 
haber  desempeñado  la  abogacía  ,  el  primero  durante  cua- 
tro años,  y  el  segundo  por  espacio  de  dos  :  arts.  95,  99 
y  102,  Constit.  de  1828  ,  y  112  y  5  rie  las  disposic.  transit, 
de  la  de  1M55.] 

VI.  El  juez  debe  ser  impartial  ;  y  es  de  temer  que  no  lo 
sea  cuando  tiene  interés  en  la  causa,  ó  afección  ú  odio  por 
alguno  de  los  litigantes.  Así  es  que  no  puedo  ser  juez  en 
causa  propia ,  ni  en  la  de  su  padre  ,  hijo  ó  familiar;  ni  en  la 


que  hubiere  sido  abogado  ó  consultor;  ni  en  la  de  mujer  á 
quien  hubiese  querido  violentar  para  que  se  casara  con  él  ó 
intentar  hacer  fuerza  de  otro  modo;  ni  en  la  de  persona  que 
viva  en  compañía  de  dicha  mujer;  Íei/es9y  10,  til.  Ii,yley6, 
til.  7,  Part.  3. 

Se  cree  qm;  el  juez  tiene  inferes  en  la  causa  ,  aunque  esta 
no  sea  suya  propia  ni  le  pertenezca  á  él  mismo  ni  á  sus 
padres  ó  hijos,  cuando  las  consecuencias  del  juicio  sean 
capaces  de  favorecerle  ó  perjudicarle  de  un  modo  próximo 
ó  remoto ,  directo  ó  indirecto  :  se  supone  que  profesa  afección 
á  una  de  las  parles ,  no  solo  cuando  está  ligado  con  ella 
por  paternidad  ó  filiación  ,  sino  también  cuando  lo  está  por 
otras  relaciones  mas  remotas  de  parentesco  de  consangui- 
nidad ó  afinidad  ,  y  aun  por  las  de  sociedad  ,  dependencia 
ó  subordinación  ,  amistad  ó  gratitud;  y  se  presume  que  le 
tiene  odio  ó  resentimiento,  no  solo  cuando  ha  querido  forzar 
inútilmente  su  voluntad,  sino  también  cuando  han  mediado 
otros  motivos  mas  ó  menos  graves  de  desavenencia  entre 
los  dos ,  como  amenazas ,  pleitos  civiles  ó  criminales  ,  daños 
en  la  persona  ,  honor  ó  bienes.  En  todos  estos  casos  y  otros 
semejantes  ,  el  litigante  que  teme  parcialidad  en  su  juez, 
puede  recusarle  ó  para  que  se  inhiba  del  conocimiento  de  la 
causa,  ó  para  que  se  acompañe  con  otro.  Véase  Recusación. 

El  juez  que  por  afección  á  una  de  las  partes  ó  por  odio  ó 
resentimiento  à  la  otra,  y  no  por  dádivas  ó  promesas,  diere 
á  sabiendas  sentencia  injusta  en  negocios  civiles,  está  obli- 
gado á  satisfacer  á  la  parle  contra  quien  la  dio,  lo  que  le 
hizo  perder  con  los  daños  ,  perjuicios  y  costas  que  esta  jure 
habérsele  ocasionado  ,  queda  infamado  para  siempre  como 
violador  del  juramento  que  hizo  en  el  ingreso  de  su  oficio , 
y  debe  ser  privado  de  la  facultad  de  juzgar  por  razón  de  su 
abuso  :  mas  en  causas  criminales  ,  incurre  ademas  en  la 
misma  pena  que  él  impuso  al  agraviado,  aunque  sea  la  de 
muerte;  leyes  24  y  25  ,  lit.  22,  Part.  5. 

VII.  Para  asegurar  mas  y  mas  la  imparcialidad  de  los 
jueces,  se  halla  establecido  por  las  leyes  que  no  sean  vecinos 
ni  naturales  de  la  tierra  en  que  han  de  administrar  justicia , 
y  que  no  se  proponga  dispensación  de  naturaleza  de  los 
pueblos  ó  jurisdicciones  ;  leyes  14  y  2^ ,  til.  II,  lib.  7,  JW. 
Rec.  Con  el  mismo  objeto  de  que  no  encuentren  obstáculos 
para  administrar  la  justicia  con  toda  la  entereza  y  libertad 
correspondiente  ,  les  está  prohibido  comprar  por  si  ó  por 
interpósitas  personas  heredades  ú  otras  posesiones  durante 
su  oficio  en  las  lierras  de  su  jurisdicción  ,  tener  trato,  co- 
mercio ó  granjeria  en  ellas,  y  traer  ganados  am  los  términos 
y  baldíos  de  los  pueblos  de  su  distrito;  ley  5,  til.  5,  Part.  S, 
y  leyes  3  y  27,  lit.  11,  lib.  7,  Nov.  Rec. 

VIII.  Por  razón  de  la  imparcialidad  que  deben  guardar 
los  jueces  en  todos  sus  actos,  les  está  mandado  en  real 
cédula  de  15  de  mayo  de  1788  que  no  re;iban  directa  ni 
indirectamente,  por  sí  ni  por  sus  mujeres,  hijos,  familiares  , 
dependientes  ó  domésticos,  dones  ó  regalos  de  personas 
que  tuvieren  ó  probablemente  pudieren  tener  pleito  ante 
ellos  ,  bajo  las  penas  de  devolución  del  cuatro  lanío  de  lo 
recibido  ,  de  privación  de  oficio,  y  de  inhabilitación  perpe- 
tua para  obtener  otro  en  la  administración  de  justicia  :  de 
suerte  que  el  solo  hecho  de  recibir  regalos  de  los  litigantes 
ó  de  los  que  probablemente  han  de  serlo,  aun  prescindiendo 
del  modo  mas  ó  menos  justo  con  que  luego  procedan  en  el 
pleito  ,  es  por  sí  mismo  un  delito ,  calificado  de  tal  por  la  ley; 
delito  que  en  defecto  de  prueba  cumplida  se  considera  bas- 
tante justificado  con  el  testimonio  jurado  de  1res  personas 
fidedignas  que  depongan  haber  dado  regalos  al  juez,  aunque 
cada  una  diga  solo  de  su  hecho,  con  tal  que  concurran  al- 
gunas oirás  presunciones  y  circunstancias  ;  bien  que  tales 
testigos  como  estos  no  recobrarán  lo  que  dieron  ,  salvo  si  lo 
probaren  con  prueba  cumplida  ;  leyes  8  y  9,  til.  1 ,  lib.  11, 
Nov.  Rec.  Los  dones,  en  efecto ,  ciegan  aun  á  los  sabios  y 
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mudan  ó  trastornan  las  palabras  de  los  justos  :  Non  accipias 
muñera ,  quœ  eliam  excœcanl  prudentes,  et  subvertunl  verba 
justorum;  Exod.,  cap.  25  :  Non  accipias  personam,  nec  mu- 
ñera, quia  muñera  excœcant  oculOs  judicum;  Deuteron., 
cap.  16  :  Xenia  et  dona  excœcant  oculos  judicum  ;  Eccle- 
siastic,  cap.  20.  De  aquí  es  que  Isaías,  cap.  1,  llama  socios 
furum  á  los  jueces  que  solicitan  ó  admiten  regalos. 

El  juez  que  por  dádivas  ó  promesas  diere  sentencia  in- 
justa ,  incurre  en  las  penas  que  se  espresan  en  el  artículo 
Baratería. 

Si  delinque  el  juez  por  solo  el  hecho  de  admitir  los  dones 
ó  regalos  que  se  le  ofrecen,  delinquirá  sin  duda  mucho  mas 
el  que  á  la  fuerza  ó  con  amenazas  ó  vejaciones  ó  con  pro- 
mesas ó  de  otro  cualquier  modo  exija  dinero  ú  otra  cosa  de 
alguno  de  los  litigantes  ;  y  por  este  delito,  que  propiamente 
se  llama  concusión  ó  excusión,  no  solo  merece  las  penas  del 
que  admite  los  regalos  que  voluntariamente  le  prometen  ó 
presentan  los  que  tienen  ante  él  negocios  pendientes  ,  sino 
también  las  de  forzador  armado  ,  pues  que  no  hay  armas 
tan  terribles  como  las  de  un  juez  que  abusa  ó  está  pronto 
á  abusar  de  la  autoridad  que  se  le  ha  conferido  ;  sin  perjuicio 
todavía  de  las  penas  en  que  incurriese  por  las  injusticias  ó 
prevaricaciones  cometidas  en  los  procedimientos  judiciales 
ó  en  la  sentencia.  Véase  Extorsion,  Fuerza,  Falsedad  y  Pre- 
varicato. 

IX.  Los  jueces  deben  dedicarse  esclusivamente  á  la  admi- 
nistración de  justicia.  Así  es  que  les  está  prevenido  :  1°.  que 
no  ejerzan  otras  funciones  que  las  de  juzgar  y  hacer  que  se 
ejecute  lo  juzgado,  Const.  de  1812,  art.  245, y  Const.de  1845, 
art.  66;  pero  pueden  ser  diputados  á  Cortes  y  senadores, 
y  aun  desempeñar  por  encargo  del  gobierno  algún  servicio 
eslraordinario ,  según  el  art.  11  de  las  ordenanzas  de  las 
Audiencias  de  20  de  diciembre  de  1835,  las  cuales  se  obser- 
van también  en  esta  parte  como  vemos,  aunque  al  parecer 
están  en  contradicción  con  la  letra ,  el  espíritu  y  el  objeto 
de  lo  dispuesto  en  la  ley  fundamental  :  —  2o.  que  no  sean 
abogados,  procuradores  ni  agentes  de  los  pleitos  que  se  sigan 
dentro  de  su  territorio,  y  que  no  ayuden  á  persona  de  fuera 
del  mismo ,  aunque  el  negocio  se  trate  dentro  ó  fuera  ante 
otros  jueces  seglares  ó  eclesiásticos;  ley  11,  til.  11  ,  lib.  7, 
Nov.  Rec.  :  —  3o.  que  estén  lodos  los  dias  no  feriados  sen- 
tados en  su  tribunal  ó  juzgado  oyendo  y  sentenciando  los 
pleitos  desde  el  principio  de  la  mañana  hasta  mediodía  y 
aun  por  la  tarde  desde  las  tres  hasta  el  sol  puesto,  si  fuesen 
muchos  los  negocios ,  no  debiendo  estar  nunca  en  paraje 
donde  no  pueda  encontrárseles  en  caso  necesario  ;  ley  7 , 
til.  U ,  Part.  5. 

X.  Deben  ademas  los  jueces  :  —  Io.  tener  designado  un 
lugar  abierto  á  todos  los  que  vayan  ante  ellos  á  demandar 
justicia;  ley  7,  til.  U,Parl.  3  :  —  2o.  servirse  de  escribano 
que  redacte  y  autorice  con  su  firma  cuanto  pase  en  el  jui- 
cio ;  d.  ley  7  :  —  5o.  recibir  y  oir  benignamente  á  los  liti- 
gantes, sin  permitir  que  se  interrumpan  mutuamente,  ni 
que  les  pierdan  el  respeto  ó  abusen  y  tomen  confianza  que 
produzca  menosprecio;  ley  8,  d.  tit.h  :  —  4o.  mostrarse 
siempre  afables  y  accesibles  al  mismo  tiempo  que  graves  y 
circunspectos  ,  sin  dar  nunca  señales  de  debilidad  ni  aun  de 
indignación  contra  los  malos  ;  teniendo  siempre  oculto  su  sen. 
tir  hasta  dar  la  sentencia  definitiva,  aun  cuando  entiendan 
que  alguno  litiga  injustamente,  ó  que  es  reo  del  delito  que 
se  le  imputa;  ley  15,  d.  til.  ti  :  —  5o.  cuidar  muy  particu- 
larmente del  breve  despacho  de  las  causas  y  negocios  de  su 
conocimiento;  de  que  no  se  moleste  á  las  partes  con  dila- 
ciones inútiles  ó  con  artículos  impertinentes  ó  maliciosos;  y 
de  que  los  abogados ,  procuradores  y  demás  oficiales  de  jus- 
ticia cumplan  puntualmente  lo  que  en  esta  parte  previenen 
las  leyes;  ley  10,  lit.  1 ,  lib.  11  ,  Nov.  Rec.  :  —  6o.  evitar 
çn  cuanto  puedan  los  pleitos,  procurando  que  las  partes  so 


compongan   amistosa   y  voluntariamente;  d.    ley  10  :  — 
1°.  dar  abogado  á  la  parte  que  no  le  encontrare  por  ser  des- 
valida y  el  contrario  poderoso;  ley  6,  til.  6,  Part.  3;  ley  H, 
til.  22,  lib.  5,  y  ley  2,  lit.  6,  lib.  11,  Nov.  .Rec, como  es  de 
ver  en  el  artículo  Abogado  ,  obligac.  4a.  y  5a.  :  —  8o.  ad- 
ministrar y  hacer  que  se  administre  gratuitamente  cumplida 
justicia  á  los  que  según  las  leyes  estén  en  la  clase  de  po- 
bres ,  lo  mismo  que  á  los  que  paguen  derechos  ;  cuidando 
también  de  que  en  sus  pleitos  y  causas  los  defiendan  y 
ayuden  de  balde  ,  como  deben  ,  los  abogados  y  curiales, 
según  puede  verse  con  mas  estension  en  el  artículo  /»- 
formación  de  pobreza  :  — 9o.  tener  también  entendido  que, 
aun  cuando  no  esté  en  la  clase  de  pobre,  á  todo  español 
que  denuncie  ó  acuse  criminalmente  algún  atentado  que 
se  haya  cometido  contra  su  persona  ,   honra  ó  propiedad, 
se  le  debe   administrar  eficazmente  toda  la  justicia  que 
el  caso  requiera,  sin  éxigírsele  para  ello  derechos  algunos 
ni  por  los  jueces  inferiores  ni  por  los  curiales,  siempre  que 
fuere  persona  conocida  y  suficientemente  abonada  ,  ó  que 
diere  fianza  de  estar  á  las  resultas  del  juicio;  bien  que  todos 
los  derechos  que  se  devenguen,  serán  pagados  después  del 
juicio  por  medio  de  la  condenación  de  costas  que  se  impon- 
gan al  reo  ó  al  acusador  ó  denunciador,  el  cual  debe  sufrirla 
siempre  que  aparezca  haberse  quejado  sin  fundamento  ; 
arl.  3  delrccjlam.  de  26  de  setiembre  de  2835: —  10.  obser- 
var y  hacer  que  se  observen  con    toda  exactitud,  bajo  su 
responsabilidad ,  en  la  sustanciacion  de  los  negocios  civiles 
y  criminales  los  sencillos  trámites  y  demás  disposiciones  que 
las  leyes  recopiladas  y  posteriores  prescriben  para  cada 
instancia,  según  la  clase  del  juicio  ó  del  recurso  ,  sin  dar 
lugar  á  que  por  su  inobservancia  se  prolonguen  y  compli- 
quen los  procedimientos  ó  se  causen  indebidos  gastos  á  las 
partes ,  y  sin  que  sobre  esto  pueda  servir  de   escusa  á  los 
jueces  ninguna  práctica  contraria  á  la  ley;  art.  h  de  d.  ré- 
glant. :  —  11.  arreglarse  y  cuidar  que  los  escribanos  y  de- 
mas  oficiales  de  justicia  se  arreglen  en  la  percepción  de 
derechos  procesales  á  los  aranceles  vigentes ,  bajo  las  penas 
establecidas  en  las  leyes,  según  lo  dicho  en  el  artículo  Aran- 
cel ;  ley  U ,  lit.  17,  /¡"6.~  h ,  ley  1  y  sig.,  lit.  55  ,  lib.  1 1 ,  Nov. 
Rec.  ;  ai't.  18  de  la  inslr.  de  correg.,yreal  orden  de  29  de  no- 
viembre de  1857:  — 12.  enterarse  bien  del  hecho  y  del  derecho 
antes  de  dar  la  sentencia,  y  atender  en  ella  mas  bien  á  la 
verdad  probada  en  el  proceso  que  á  las  meras  formalidades 
del  orden   de  los  juicios,  no  siendo  sustanciales;  ley  2, 
lit.  16  ,  lib.  H  ,  Nov.  Rec.  :  —  13.  guardar  armonía  con  los 
demás  jueces  dándose  mutuamente  con  prontitud  y  atención 
todo  el  ausilio  que  necesiten  :  —  \h.  ejecutar  con  puntuali- 
dad y  exactitud  todas  las  demás  cosas  que  les  están  pres- 
critas por   las  leyes,  y  que  se  indican  oportunamente  en 
otros  artículos. 

XI.  Los  jueces,  por  regla  general,  deben  juzgar  según  lo 
alegado  y  probado  por  las  partes,  secundkm  allégala  et 
probala.  »  Establescemos  ,  dice  la  ley  2,  tít.  16,  lib.  H, 
Nov.  Rec,  así  en  los  pleitos  civiles  como  criminales,  que.... 
seyendo  hallada  y  probada  la  verdad  del  fecho  por  el  pro- 
ceso, en  cualquier  ite  las  instancias  que  se  viere,  sobre  que 
se  pueda  dar  cierta  sentencia,  los  jueces  que  conoscieren 
de  los  pleitos  y  los  hobieren  de  librar,  los  determinen  y  juz- 
guen según  la  verdad  que  hallaren  probada  en  tales  pleitos.» 
Mas  ¿habrá  de  sentenciar  un  juez  según  lo  alegado  y  pro- 
bado cuando  por  sí  mismo  sabe  que  todo  es  falso?  ¿habrá 
de  firmar  contra  su  conciencia  la  condenación  de  un  hom- 
bre que  le  consta  de  cierto  ser  inocente,  solo  porque  del  pro- 
ceso resulta  culpado?  Sí,  responden  con  santo  Tomas  (2. 
2.,q.  64,  art.Q,  ad  3.,eí  q.  67,  art.  2,  ad  U.)  todos  sus 
discípulos  y  Bartolo  ,  Julio  Claro,  Covarrubias,  Juan  Andrés 
y  otros  muchos  jurisconsultos,  canonistas  y  teólogos  :  sí; 
aunaue  el  juez-  seca  jpor  su  ciencia  privada  que  es  inocente 
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un  acusado  á  quien  con  falsas  pruebas  se  ha  convencido 
de  criminal,  se  ve»  por  su  oficio  en  la  triste  necesidad  de 
condenarle,  si  es  que  no  encuentra  medios  de  descubrir  la 
falsedad  ó  la  ilusión  de  los  testigos;  porque  el  juez  debe 
proceder  por  lo  que  le  consta  como  persona  pública ,  esto 
es,  por  lo  que  resulta  del  proceso,  y  no  por  lo  que  sabe 
como  persona  particular;  porque  no  puede  prescindir  de 
atenerse  á  las  leyes  que  prescriben  el  orden  de  los  juicios  y 
Ja  calificación  de  las  pruebas,  y  porque  de  otro  modo  ten- 
dría abierta  la  puerta  de  la  arbitrariedad  y  del  capricho  y 
podría  librarse  de  toda  responsabilidad  ,  resultando  de  aquí 
la  alarma  pública  y  la  desautorización  de  los  juicios  de  los 
magistrados. 

No,  contestan  otros,  éntrelos  cuales  se  distinguen  el  Abad 
de  Palermo  y  Lesio ,  jamas  puede  un  juez  fallar  contra  su 
propia  conciencia,  y  condenar  á  un  hombre  de  quien  sabe 
de  cierto  que  no  ha  delinquido.  Declararle  criminal ,  seria 
pronunciar  una  mentira,  que  siempre  es  ilícita  como  intrín- 
secamente mala  ;  seria  tomar  parte  con  los  impíos  en  el 
atropellamíento  de  la  verdad  y  de  la  inocencia  ;  seria  asesi- 
nar al  justo;  seria  hollar  las  leyes  naturales  y  divinas.  El 
Éxodo,  en  efecto ,  manda  espresamente  á  todo  juez  (cap.  23) 
que  no  tome  la  voz  de  la  mentira,  ni  se  adhiera  en  sus  fallos 
ala  opinion  de  muchos  para  desviarse  de  la  verdad,  ni  mate 

al  inocente  y  al  justo  :  Non  suscipies  vocem  mendacii nec 

injudicio,  plurimoriim  acquiesces  sententiœ,  ut  à  vero  de- 
vies  :....  Insonlem  et  justum  non  occides.  San  Pablo  igual- 
mente en  su  epístola  á  los  Romanos  (cap.  ik)  sienta  como 
principio  que  todo  lo  que  se  hace  contra  la  conciencia  es 
pecado  :  Omne  quod  non  est  ex  fide,  peccalum  est.  El  fin  que 
se  propone  la  ley  al  prevenir  al  juez  que  se  atenga  á  lo  ale- 
gado y  probado,  es  el  de  evitarle  el  peligro  de  errar  en  sus 
juicios  :  luego  cuando  sabe  por  otra  parte  que  efectivamente 
yerra  si  se  atiene  â  las  alegaciones  y  probanzas ,  no  está 
obligado  á  pasar  por  ellas  ;  porque  el  precepto  de  no  matar 
al  inocente  es  natural  y  divino ,  y  el  de  juzgar  según  lo  ale- 
gado y  probado  por  las  partes  es  solo  positivo  y  humano. 

Así  se  esplican  los  partidarios  de  esta  última  opinion: 
pero  replican  los  de  la  primera  con  santo  Tomas ,  que  no  es 
el  juez  quien  en  la  propuesta  hipótesis  mala  al  inocente,  sino 
los  que  le  proclaman  delincuente;  que  el  juez  nunca  debe 
formar  su  conciencia  por  lo  que  él  sabe  como  persona  pri- 
vada, sino  por  lo  que  se  le  hace  saber  como  persona  públi- 
ca ;  que  en  lodo  juicio  está  obligado  á  seguir  las  pruebas 
que  no  puede  repeler  por  derecho ,  sin  que  por  eso  pueda 
decirse  que  cuando  estas  son  falsas  toma  la  voz  de  la  men- 
tira y  se  asocia  á  los  impíos  y  falsarios  ,  pues  que  no  obra 
por  su  voluntad  sino  por  la  necesidad  de  cumplir  con  los 
deberes  de  su  oficio;  que  en  realidad  cuando  condena  al 
inocente  no  se  pone  en  contradicción  con  su  propia  concien- 
cia, pues  no  declara  absolutamente  que  es  culpado,  sino 
que  del  proceso  resulta  que  lo  es;  que  se  le  manda  juzgar 
según  lo  alegado  y  probado ,  no  solo  para  que  no  yerre,  sino 
principalmente  para  que  no  proceda  en  sus  juicios  de  un 
modo  arbitrario  y  caprichoso  con  trastorno  de  la  pública 
tranquilidad  y  detrimento  del  bien  común;  y  que  este  man- 
damiento no  es  meramente  de  derecho  positivo,  sino  tam- 
bién de  derecho  natural ,  porque  de  derecho  natural  es  la 
necesidad  de  asegurar  la  responsabilidad  de  los  jueces  y  de 
evitar  motivos  diarios  de  escándalos  y  de  perturbación  de  la 
paz  del  Estado.  En  vista  de  estas  razones  se  ha  hecho  co- 
mún y  general  la  opinion  que  obliga  al  juez  á  conformarse 
siempre  con  lo  que  resulta  del  proceso ,  aunque  privada- 
mente le  conste  la  falsedad  de  las  pruebas.  Ademas  ¿  no 
puede  el  juez  en  tal  caso  inhibirse  del  conocimiento  de  la 
causa  ,  y  presentarse  en  ella  corno  testigo? 

Si  el  juez  debe  condenar  al  que  le  consta  que  es  inocente 
cuando  del  proceso  aparece  culpado ,  es  claro  que  debo 


también  por  el  contrario  absolver  al  que  sabe  de  cierto  que 
es  culpado  cuando  del  proceso  resulta  que  es  inocente , 
aunque  él  mismo  con  sus  propios  ojos  le  hubiese  visto  co- 
meter el  crimen.  Esta  es  una  consecuencia  necesaria  de  la 
doctrina  que  hemos  sentado,  y  está  en  efecto  sostenida  como 
lal  por  santo  Tomas,  Navarro,  el  Abad,  Covarrubias,  Ca- 
yetano, Lesio,  Rciffenstuel  y  otros  muchos.  Obra  también 
en  su  favor  el  principio  general  de  que  :  Adore  non  pro- 
bante, reits  est  absolvendus.  Ni  tampoco  en  este  caso  se  pone 
el  juez  en  contradicción  con  su  conciencia  ;  pues  no  declara 
de  un  modo  absoluto  que  el  acusado  es  inocente,  sino  que 
de  las  pruebas  hechas  contra  él  no  resulta  su  culpabilidad  ó 
delincuencia. 

XII.  Los  jueces  ejecutan  la  ley  aplicándola  á  las  contesta- 
ciones que  se  someten  á  su  decisión  ,  y  no  pueden  interpre- 
tarla de  un  modo  auténtico  ni  tampoco  suplirla,  pues  en  el 
primer  caso  usurparían  las  atribucionesdela  potestad  legis- 
lativa, y  en  el  segundo  harían  arbitraria  la  justicia,  aunque 
bien  pueden  y  aun  deben  valerse  de  la  interpretación 
doctrinal  de  la  ley  para  entender  su  espíritu  y  su  verdadero 
sentido.  Los  jueces  han  de  tener  constantemente  en  la  me- 
moria, que  deciden  de  la  fortuna,  de  la  honra  y  de  la  vida 
de  los  ciudadanos  ,  y  que  no  pueden  hacerlas  depender  de 
sola  su  opinion;  en  una  palabra,  que  son  los  órganos  y  no 
los  autores  de  la  ley. 

Pero  no  es  necesario  que  los  casos  sobre  que  han  de  fallar 
se  hallen  comprendidos  in  terminis  en  las  mismas  leyes; 
porque  es  imposible  que  estas,  que  no  hacen  ni  pueden  ha- 
cer mas  que  establecer  de  antemano  reglas  generales,  pre- 
vean y  decidan  todos  los  casos  que  pueden  ocurrir  y  que  no 
suelen  presentarse  sino  con  muchas  y  diferentes  modifica- 
ciones. Así  que,  deben  tener  por  suficiente  los  jueces,  para 
asegurar  su  conciencia,  el  encontrar  analogía  éntrelos  prin- 
cipios generales  ó  particulares  de  la  legislación  y  el  objeto 
del  litigio  que  han  de  terminar.  Los  juicios  de  esta  especie 
son  los  que  establecen  la  jurisprudencia ,  la  cual  es  un  su- 
plemento del  texto  preciso  de  la  ley  escrita. 

En  defecto  de  esta  analogía  y  de  toda  especie  de  relación 
entre  el  hecho  que  se  ha  de  decidir  y  las  leyes  existentes, 
¿podrá  el  juez  resolver  ex  œquo  el  bono ,  es  decir,  según  las 
inspiraciones  de  la  razón  natural ,  ó  habrá  de  recurrir  mas 
bien  á  la  interpretación  del  legislador?  En  el  primer  caso 
¿no  se  pone  en  lugar  de  la  ley  ,  no  cesa  de  ser  juez,  no  se 
constituye  arbitro  ó  arbitrador  por  sola  su  voluntad?  En  el 
segundo  caso,  si  el  legislador  interpreta  una  ley  para  apli- 
carla ó  estenderla  á  un  caso  particular,  ¿no  acumula  sus 
funciones  legislativas  con  las  judiciales?  Y  si  hace  una  ley 
nueva  ,  podrá  aplicarse  á  un  caso  ya  pasado  ,  sin  que  so  la 
revista  de  potestad  retroactiva?  De  esta  observación  deduce 
un  escritor  ilustre,  Mr.  de  Rayneval  en  sus  Instituciones  de 
Derecho  natural  y  de  gentes  ,  cuan  irregular  seria  la  prác- 
tica de  los  tribunales  que  en  cualquier  caso  dudoso  recur- 
riesen en  consulta  ó  al  legislador  ó  al  poder  ejecutivo  :  esta 
conducta,  añade,  indicaría  de  su  parle  una  grande  igno- 
rancia ó  una  sujeción  servil  ;  y  si  la  ley  constitucional  orde- 
nase un  recurso  semejante  ,  en  tal  caso  no  se  conservaría 
en  toda  su  integridad  la  independencia  del  orden  judicial. 
Por  eso  concluye  con  mucha  razón  el  señor  de  Rayneval ,  si- 
guiendo á  los  escritores  de  los  paises  donde  el  poder  judi- 
cial es  independiente  del  legislativo  y  del  ejecutivo,  que 
nunca  debe  el  juez  detener  sus  fallos  por  razón  del  silencio, 
obscuridad  ó  insuficiencia  de  la  ley  ,  sino  que  está  obligado 
entonces  á  buscar  el  ausilío  de  la  ley  natural ,  que  es  la  ley 
inmutable  del  hombre.  Podríamos  aquí  reforzar  con  nuevas 
razones  esta  opinion  ,  que  ya  no  puede  llamarse  propia- 
mente opinion  sino  doctrina  generalmente  adoptada,  y  des- 
hacer las  dificultades  que  todavía  se  suscitan  por  algunos; 
pero  queda  ya  desenvuelta  con  mas  estension  esta  materia 
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cu  el  articulo  Inlerprelaeion  de  las  leyes,  especialmente  en 
la-parte  que  trata  de  la  interpretación  auténtica  ,  adonde 
remitimos  al  lector.  Véase  también  Arbitrio  de  juez,  Efecto 
retroactivo,  §111,  n.  V,  il0.,  y  Equidad. 

Solamente  añadiremos  en  este  lugar,  que  cuando  el  juez 
se  ve  combatido  de  dos  opiniones  contrarias ,  ambas  verda- 
deramente probables  por  las  razones  en  que  se  fundan ,  pero 
de  las  cuales  la  una  es  mas  probable  que  la  otra,  no  puede 
sentenciar  según  la  opinion  menos  probable,  dejándola  mas 
probable;  ya  porque  esto  seria  dar  la  razón  á  quien  menos 
la  tiene  ,  ya  porque  el  papa  Inocencio  XI  condenó  en  2:de 
marzo  de  1679  entre  otras  proposiciones  la  que  decia  ser 
probable  que  puede  el  juez  juzgar  según  opinion  menos  pro- 
bable :  Probabiliter  existimo  judicem  posse  judicare  juxta 
opinionem  etiam  minus  probabilem.  Así  es  que  aun  los  par- 
tidarios del  probabilismo  esceptúan  de  sus  doctrinas  á  los 
jueces,  de  quienes  dicen  que  no  pueden  seguir  en  sus  jui- 
cios la  opinion  menos  probable,  sin  hacerse  reos  de  injusti- 
cia y  responsables  de  los  daños  y  perjuicios  que  á  la  parte 
agraviada  se  siguieren. 

.  Y  no  solo  cuando  entre  dos  opiniones  la  una  es  mas  pro- 
bable que  la  otra  ,  pero  aun  cuando  ambas  son  igualmente 
probables  ,  no  puede  abrazar  el  juez  libremente  la  que  mas 
le  acomode,  pues  que  está  ya  establecido  por  los  principios 
del  derecho  cuál  es  la  parte  á  cuyo  favor  deba  inclinarse, 
esto  es,  á  favor  del  reo,  del  poseedor  ó  del  que  trata  de 
evitar  su  daño  contra  el  que  trata  de  adquirir  ganancia: 
Farorabiliores  reí  polius  quam  actores  habenlur  :  In  pari 
causa  possessor  polior  haberi  débet  :  In  re  obscura  melius  est 
favere  ropetilioni ,  quàm  adventitio  lucro;  reglas  41  ,  125 
y  128,  tít.  17,  lib.  SO  del  Dig.  Esceptúanse  sin  embargo  las 
causas  privilegiadas,  como  las  de  matrimonio,  libertad, 
dote  y  testamento  ,  á  cuyo  favor  se  juzga  en  caso  de  duda  ó 
de  igualdad  de  pruebas,  según  los  versos  : 

Slat  leslamenium,  libertas,  conjugium,  dos, 
Si  sant  œquales  qui  producuntur  atrinque. 

XIII.  Los  jueces  no  podían  antes  ser  acusados  durante 
su  judicatura ,  escepto  de  los  delitos  cometidos  por  razón  de 
su  oficio  ó  contra  las  personas  á  quienes  hubiesen  de  juzgar; 
bien  que  los  agraviados  podían  querellarse  al  rey  para  que 
dispusiera  de  la  averiguación  y  castigo  de  sus  yerros  y  mal- 
fetrías;  ley  11,  lit.  1,  Part.  7.  Mas  hoy  los  jueces  de  pri- 
mera instancia  que  tienen  á  su  cargo  la  reai  jurisdicción  or- 
dinaria ,  se  han  igualado  á  los  demás  ciudadanos  en  lo 
respectivo  á  los  delitos  comunes  que  pueden  cometer,  así 
como  lo  están  en  las  causas  civiles  que  se  ofrezcan  contra 
olios;  de  modo  que  cualquiera  puede  acusar  á  un  juez  de 
primera  instancia  de  un  delito  común  y  ponerle  demanda 
por-  negocio  civil  ante  cualquiera  otro  de  los  del  mismo  pue- 
blo si  en  él  hubiere  dos  ó  mas  jueces ,  ó  en  su  defecto  ante 
íljuez  departido  cuya  capital  esté  mas  inmediata;  art.  46 
del  reglam.  de  26  de  setiembre  de  1835.  Pero  de  las  culpas 
ó  delitos  relativos  al  ejercicio  del  ministerio  judicial  que  co- 
metieren los  jueces  de  primera  instancia  y  demás  inferiores, 
entre  los  cuales  se  comprenden  los  provisores ,  vicarios  ge- 
nerales y  demás  jueces  inferiores  eclesiásticos  cuando  por 
tales  delitos  hubiese  de  juzgarlos  la  jurisdicción  real  (y  de- 
ben comprenderse  también  los  subdelegados  de  rentas, 
como  jueces  que  son  de  primera  instancia  con  sujeción  á  las 
Audiencias)  ha  de  conocer  en  primera  y  segunda  instancia 
la  Audiencia  del  territorio,  ante  la  cual  habrá  de  presen- 
tarse la  acusación  ó  querella  ;  art.  58  ,  alrib.  2  .,  d.  regí. 
El  tribunal  supremo  de  justicia  conoce  asimismo  en  primera 
y  segunda  instancia  de  las  causas  criminales  que  por  delitos 
comunes  ocurrieren  contra  los  magistrados  del  mismo  tri- 
bunal y  de  las  Audiencias  ,  como  igualmente  de  las  aue  por 


culpas  ó  delitos  cometidos  en  el  ejercicio  de  sus  funciones 
hubiere  que  formar  contra  magistrados  de  las  Audiencias 
del  reino  ;  art.  90  de  dicho  regí.  Véase  Audiencia  ,  arts'.  58, 
59  y  73,  Tribunal  supremo  de  justicia ,  y  los  artículos  si- 
guientes. 

JUEZ  eclesiástico.  El  que  ejerce  la  jurisdicción  ecle- 
siástica. Véase  Jurisdicción  eclesiástica. 

JUEZ  secular.  El  que  ejerce  la  real  jurisdicción  ordina- 
ria ó  común,  llamado  así  por  contraposición  al  que  ejerce 
la  eclesiástica.  Véase  Jurisdicción  ordinaria. 

JUEZ  ordinario.  Hablando  en  general  es  juez  ordinario 
todo  el  que  juzga  ó  ejerce  jurisdicción  por  derecho  propio  de 
su  oficio ,  ya  ejerza  la  jurisdicción  real  ó  común  ó  cualquiera 
de  las  especiales  ó  privilegiadas ,  como  la  eclesiástica ,  la 
militar,  la  de  hacienda  ,  la  de  comercio ,  ya  la  ejerza  en  pri- 
mera ,  segunda  ó  tercera  instancia;  de  suerte  que  el  juez 
ordinario  en  este  sentido  lato  no  se  opone  sino  al  juez  dele- 
gado y  al  arbitro  ó  avenidor  ;  ley  1 ,  lit.  k,  Part.  3.  Son 
pues  jueces  ordinarios  los  alcaldes  de  los  pueblos,  los  jue- 
ces de  partido ,  los  magistrados  de  las  Audiencias  territoria- 
les y  los  del  tribunal  supremo  de  justicia ,  así  como  los  obis- 
pos y  arzobispos ,  los  capitanes  generales  ,  los  gobernadores 
militares ,  los  ministros  del  supremo  tribunal  de  guerra  y 
marina  ,  los  intendentes  y  demás  que  se  llaman  subdelega- 
dos de  rentas  ,  los  individuos  de  los  tribunales  de  comercio, 
y  en  fin,  como  dicela  citada  ley  de  Partida,  «todos  los  hoines 
que  son  puestos  ordenadamente  para  facer  su  oficio  sobre 
aquellos  que  han  de  judgar  cada  uno  en  los  logares  que 
tienen.  » 

Pero  en  sentido  mas  estrecho  se  llaman  jueces  ordinarios 
tan  solamente  los  que  ejercen  la  real  jurisdicción  ordinaria 
ó  común,  por  contraposición  á  los  que  ejercen  las  especia- 
les ó  privilegiadas  ;  porque  aquella  es  la  jurisdicción  gene- 
ral que  naturalmente  comprende  á  todos  los  individuos  del 
Estado  y  abraza  todas  las  causas  que  se  les  pueden  ofrecer, 
al  paso  que  estas  no  son  mas  que  desmembraciones  de  ella, 
escepciones  de  la  regla ,  concesiones  hechas  á  ciertas  clases 
de  individuos  por  razón  de  su  profesión  ó  de  su  estado,  ó 
instituciones  excéntricas  creadas  por  razón  de  ciertas  mate- 
rias que  exigen  en  los  jueces  conocimientos  particulares. 
Así  es  que  dudándose  cuál  es  el  juzgado  á  que  corresponde 
conocer  de  cierto  negocio  determinado ,  sea  por  razón  de  la 
persona  ,  sea  por  razón  de  la  materia ,  debe  decidirse  natu- 
ralmente la  competencia  en  favor  del  juzgado  ó  fuero  ordi- 
nario, pues  que  este  atrae  á  sí  como  centro  todas  las  mate- 
rias y  personas  que  no  están  expresamente  sometidas  por  la 
ley  á  la  jurisdicción  de  jueces  especiales.  Son  por  lo  tanto 
Jueces  ordinarios  en  este  sentido  los  alcaldes  de  los  pueblos, 
los  jueces  letrados  de  primera  instancia  de  los  partidos  ,  los 
magistrados  de  las  Audiencias  y  los  del  tribunal  supremo  de 
justicia  ,  así  como  antes  lo  eran  los  propios  alcaldes  de  los 
pueblos  aunque  fuesen  meramente  pedáneos,  los  corregido- 
res y  alcaldes  mayores ,  los  oidores  y  alcaldes  del  crimen,  y 
los  consejeros  de  Castilla.  Véase  Alcalde,  Juez  de  primera 
instancia  de  partido,  Audiencia  ,  Tribunal  supremo  de  jus- 
ticia ,  y  Jurisdicción  en  sus  diferentes  artículos. 

JUEZ  de  primera  instancia.  El  juez  à  quien  toca  cono- 
cer en  primer  grado  de  las  causas  civiles  ó  criminales  per- 
tenecientes á  la  jurisdicción  que  ejerce  ,  ora  sea  esta  la 
ordinaria  ó  común ,  ora  sea  alguna  de  las  especiales  ó  pri- 
vilegiadas. Así  que,  son  jueces  de  primera  instancia  los 
jueces  de  partido,  los  obispos  y  sus  delegados  los  vicarios 
diocesanos ,  los  capitanes  generales  con  sus  auditores  ,  los 
intendentes  de  rentas  con  sus  asesores ,  los  tribunales  de  co- 
mercio con  sus  letrados  consultores  ,  etc. 

JUEZ  déprimera  instancia  de  partido.  El  juez  letrado 
establecido  en  cada  uno  de  los  partidos  ó  distritos  en  quo 
está  dividido  el  territorio  de  cada  Audiencia  ,  para  conocer 
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en  primer  gradó  de  las  causas  civiles  y  criminales  que  per- 
tenecen á  la  real  jurisdicción  ordinaria. 

I.  En  cada  partido  ó  distrito ,  compuesto  de  mayor  ó  me- 
nor número  de  pueblos  según  su  respectivo  vecindario,  hay 
un  juzgarlo  de  primera  instancia  con  un  juez  letrado  que 
conoce  de  lodos  los  negocios  que  no  están  sometidos  à  juris- 
dicciones especiales,  con  dos  ó  mas  escribanos  que  auto- 
rizan los  actos  judiciales,  con  un  promotor  fiscal  que  repre- 
senta y  defiende  los  derechos  de  la  sociedad  en  general,  con 
procuradores  que  representando  las  personas  que  litigan , 
siguen  los  pleitos  á  nombre  de  estas ,  con  alguaciles  que 
ejecutan  las  diligencias  que  el  juez  pone  á  su  cargo,  y  con 
un  subalterno  ínfimo  llamado  pregonero  ó  voz  pública  para 
ciertas  actuaciones. 

Los  juzgados  de  primera  instancia  están  divididos  en  tres 
clases,  de  entrada,  de  ascenso,  y  de  término,  aunque  todos 
son  iguales  y  de  la  misma  categoría.  Los  jueces,  los  promo- 
tores y  los  alguaciles  tienen  señalada  dotación  en  la  ley  de 
psesupuestos  ,  y  ademas  pueden  percibirlos  derechos  esta- 
blecidos en  los  aranceles  generales  ;  pero  los  escribanos,  los 
procuradores  y  la  voz  pública  no  gozan  sueldo,  sino  sola- 
mente los  emolumentos  ó  derechos  prevenidos  en  los  mismos 
aranceles.  —  Los  jueces  de  entrada,  según  la  ley  de  presu- 
puestos de  26  de  mayo  de  1855  y  la  de  27  de  julio  de  1838 
tienen  asignado  sobre  las  respectivas  tesorerías  de  rentas 
el  sueldo  de  7,300  reales  vellón  anuales  ;  los  de  ascenso  el 
de  8,600;  y  los  de  término,  inclusos  los  de  Madrid,  el  de 
11,500.  —  Los  promotores  fiscales  de  los  juzgados  de  entra- 
da gozan  el  sueldo  de  3,500  rs.;  los  de  juzgados  de  ascenso 
h,ii00;  los  de  juzgados  de  término  5,500  ;  y  los  de  Madrid 
8,800.  —  La  dotación  de  los  alguaciles  es  de  1,100  rs.  para 
cada  uno  de  los  dos  que  ha  de  haber  en  los  juzgados  de  en- 
trada; de  l,£i00  para  cada  uno  de  los  tres  asignados  á  los  de 
ascenso;  de  1,500  para  igual  número  délos  de  término  ; 
de  k,UQQ  para  cada  uno  de  los  dos  que  hay  en  cada  uno  de 
los  juzgados  de  Madrid;  y  de  2,200  para  cada  uno  de  los 
diez  y  ocho  porteros  de  los  mismos.  —  Para  los  gastos  de 
oficio  que  puedan  ocurrir,  como  son  papel  blanco  y  demás 
útiles  de  escritorio,  formación  de  estados,  suscricion  de  ga- 
ceta ó  boletines  y  otros  de  Igual  naturaleza,  tienen  los  juz- 
gados de  entrada  la  consignación  de  400  rs.;  los  de  ascenso 
y  de  término  800;  y  los  de  Madrid  1,200. — Enlréganse 
francos  de  porte  á  todos  los  juzgados  los  pliegos  que  con- 
tengan correspondencia  de  oficio  ó  sean  relativos  á  causas 
criminales  ó  civiles  de  pobres  ,  certificándolo  así  en  el  sobre 
ó  cubierta  el  escribano  con  el  visto  bueno  del  juez  ;  y  se  cer- 
tifican también  gratuitamente  en  el  correo  los  mismos  plie- 
gos cuando  los  juzgados  así  lo  disponen  ;  ley  de  presup.  de 
27  de  julio  de  1838 ,  real  orden  de  5  de  marzo  de  1859  y  or- 
denanza de  correos.  — Dáseles  asimismo  gratuitamente  por 
las  oficinas  de  hacienda  pública  el  papel  sellado  necesario 
para  los  negocios  de  oficio;  pero  tanto  de  la  diferencia  que 
hay  del  precio  del  papel  de  oficio  como  del  de  pobres  con 
que  se  forman  muchos  procesos ,  al  de  los  sellos  mayores  en 
que  deberían  haberse  escrito,  ha  de  hacerse  el  competente 
reintegro  á  la  hacienda  pública  cuando  en  los  fallos  definiti- 
vos se  impone  condenación  de  costas  y  hay  parte  que  las 
abone;  dicha  ley  de  presupuestos  y  reales  órds.  de  50 de  se- 
tiembre de  1834  y  5  cíe  diciembre  de  1838. 

II.  Para  ser  nombrado  juez  letrado  de  primera  instancia  se 
requiere  haber  nacido  en  el  territorio  español  y  ser  mayor 
de  veinte  y  cinco  años;  Const.  de  1812  ,  art.  251.  También 
es  necesaria  á  este  efecto  la  reunion  de  las  demás  -calidades 
que  exigen  las  leyes  y  que  se  han  espresado  en  el  artículo 
Juez. 

Según  real  decreto  de  29  de  diciembre  de  1838,  deben 
proponerse  para  jueces  de  primera  instancia  de  entrada  por 
su  orden  de  preferencia  :  Io.  los  que  hayan  servido  por  dos 


años  con  buena  nota  una  promotoría  fiscal  :  2o.  los  que  ha- 
yan ejercido  por  cuatro  años  la  abogacía  con  estudio  abierto  y 
reputación,  cuyas  circunstancias  han  de  acreditarse  medíanle 
informe  del  tribunal  en  que  los  propuestos  hubiesen  ejerci- 
do su  profesión  :  5o.  los  que  hayan  desempeñado  por  igual 
tiempo  en  comisión ,  sustitución  ó  propiedad  alguna  relato- 
ría,  agencia  fiscal,  asesoría  de  rentas  ú  otros  encargos  seme- 
jantes :  k°.  los  que  hayan  esplicado  por  dicho  tiempo  alguna 
cátedra  de  derecho  en  establecimiento  aprobado;  art.  k. 

Para  juzgados  de  ascenso  han  de  proponerse  por  su  orden 
también  de  preferencia  :  Io.  los  que  hayan  servido  en  judi- 
catura de  entrada  por  lo  menos  tres  años  :  2o.  los  que  hayan 
desempeñado  por  cinco  años  promotorías  fiscales  :  5o.  los 
que  reúnan  los  requisitos  espresados  para  poder  obtener  ju- 
dicatura de  entrada,  aunque  entendiéndose  de  ocho  años  el 
tiempo  señalado,  y  bastando  solo  siete  si  la  obogacía  se  hu- 
biere ejercido  con  crédito  en  tribunales  superiores  ;  art.  5. 

Para  juzgados  de  término  deben  proponerse  :  Io.  los  que 
hayan  servido  por  lo  menos  dos  años  en  juzgados  de  ascenso, 
ó  cinco  en  los  de  entrada  :  2o.  los  que  lleven  de  servicio 
siete  años  lo  menos  en  promotorías  fiscales  :  5o.  los  que  hu- 
bieren ejercido  por  diez  años  las  funciones  que  se  requieren 
para  ser  juez  de  entrada,  bastando  nueve  años  de  abogacía 
si  esta  se  hubiere  ejercido  con  reputación  en  tribunales  su- 
periores; orí.  6. 

Para  completar  el  número  de  años  que  respectivamente 
se  exigen  para  cada  uno  de  los  casos  espresados  ,  pueden 
computarse  los  años  servidos  en  cada  uno  de  los  cargos  que 
en  ellos  se  mencionan  y  los  de  ejercicio  de  la  abogacía ,  ob- 
servándose siempre  la  preferencia  indicada  :  Io.  de  los  años 
de  judicatura  :  2o.  de  los  servidos  en  promotorías  :  5o.  de 
los  demás  cargos  ó  profesiones  por  el  orden  allí  señalado. 

III.  El  que  hubiere  sido  nombrado  juez  de  primera  ins- 
tancia debe  presentarse  en  la  Audiencia  del  territorio  á  pres- 
tar juramento  de  guardar  la  Constitución  ,  ser  fiel  al  rey, 
observar  las  leyes  ,  y  administrar  imparcialmente  la 
justicia,  art.  279  de  la  Const.  de  1812,  como  igualmente  á 
tomar  posesión  de  su  destino  en  la  cabeza  del  partido  dentro 
de  los  cincuenta  dias  que  por  regla  general  están  señalados 
en  real  orden  de  12  de  enero  de  1855  ,  á  no  ser  que  se  le 
haya  concedido  otro  término  en  la  orden  ó  título  de  nom- 
bramiento; bajo  la  inteligencia  deque  no  haciéndolo  así  ó 
solicitando  próroga ,  se  entiende  que  renuncia  la  judicatura, 
y  aun  queda  sin  efecto  la  posesión  que  se  le  diere  después 
de  finalizado  el  plazo;  real  orden  de  28  de  febrero  de  1858. 

La  posesión  se  da  al  nuevo  juez  por  el  juez  cesante  si  se 
hallare  todavía  em  ejercicio,  ó  en  su  defecto  por  el  que  des- 
empeña la  jurisdicción,  en  vista  de  la  certificación  de  haber 
prestado  el  correspondiente  juramento  ante  la  Audiencia; 
real  orden  de  9  rie  noviembre  de  1855  ;  y  de  este  acto  se  es- 
tiende diligencia  autorizada  por  escribano. 

IV.  Ningún  juez  puede  ausentarse  de  su  partido  sin  pre- 
via licencia  del  rey  ó  del  regente  de  la  Audiencia.  El  re- 
gente puede  concederla  por  causa  justa  y  necesaria  hasta 
un  mes  ,  dando  cuenta  al  Gobierno  cuando  escediere  de 
ocho  dias  ;  y  solo  el  rey  puede  otorgarla  por  mas  tiempo  ó 
para  pasar  á  la  corte;  art.  76  rie  las  orden,  de  las  Jud.  de 
20  de  diciembre  de  1835,  )■  reales  órds.  de  24  de  setiembre  de 
1836  y  26  rie  enero  de  1837. 

Toda  solicitud  de  licencia  que  se  haga  al  Gobierno  debe 
dirigirse  por  conduelo  del  regente,  el  cual,  oyendo  al  fiscal 
ó  fiscales  sí  los  hubiere,  informa  sobre  la  legitimidad  y  jus- 
tificación de  las  causas  en  que  se  funde  el  interesado  y  so- 
bre la  oportunidad  de  la  licencia ,  espresando  si  el  servicio 
público  queda  bien  atendido  ;  real  orden  de  28  de  febrero 
de  1858. 

Los  subalternos  de  los  juzgados  de  primera  instancia  de- 
ben dirigirse  al  juez,  quien  pasa  las  instancias  con  su  in- 
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lomie  al  regente  ,  y  este  obra  como  queda  indicado  ;  cl.  real 
órd.  de  28  de  febrero. 

No  debe  el  regente  dar  curso  á  solicitud  alguna  de  licen- 
cia que  se  funde  en  interés  particular  ó  de  familia;  y  res- 
pecto á  las  que  se  apoyen  en  falta  de  salud  ,  ha  de  procurar 
asegurarse  para  emitir  su  dictamen  de  si  la  enfermedad 
alegada  es  de  tal  naturaleza  que  exija  precisamanle  la  mu- 
danza de  .aires  y  alimentos  ó  de  clima  ,  tomando  sobre  el 
particular  las  noticias  que  le  parezcan  mas  exactas  y  fide- 
dignas ;  real  arden  de  50  de  junio  de  1833. 

El  juez  que  se  ausenta  de  su  destino  sin  la  correspondiente 
licencia,  incurre  en  la  pena  de  suspension  de  oficio  por  seis 
meses  á  la  primera  vez,  en  la  de  un  año  à  la  segunda,  y  en 
la  de  privación  de  empleo  á  la  tercera;  real  orden  de  4  de 
tnarzo  de  1819. 

El  que  deja  pasar  el  término  de  su  licencia  sin  volver  á  su 
(festino,  se  entiende  haber  renunciado  á  su  cargo  y  queda 
por  consiguiente  privado  de  él,  á  menos  que  se  haya  encon- 
trado en  la  imposibilidad  de  volver  por  causa  del  real  servi- 
cio, de  enfermedad  ó  de  fuerza  mayor,  ó  que  obtenga  antes 
nueva  real  licencia  que  no  debe  concederse  sino  por  causa 
legítima;  ley  10,  tít.  11,  lib.  7,  Nov.  Rec.,  y  real  orden  de 
24  de  setiembre  de  1836. 

V.  Los  jueces  letrados  de  primera  instancia  deben  resi- 
dir en  !a  cabeza  del  partido  ;  y  en  caso  de  que  tengan  que 
salir  de  ella  con  el  objeto  de  evacuar  diligencias  de  impor- 
tancia en  alguno  de  los  pueblos  del  mismo ,  como  también 
en  los  casos  de  ausencia  por  cualquiera  otra  razón,  y  en  los 
de  muerte  ,  enfermedad  ú  otro  impedimento  legitimo  ,  son 
sustituidos  por  el  alcalde  del  pueblo  de  su  residencia,  y  ha- 
biendo dos  ó  mas  alcaldes  ó  tenientes  de  alcaldes  de  los  cua- 
les alguno  sea  letrado  habrán  de  ser  sustituidos  por  este 
con  preferencia  al  alcalde  lego  :  mas  en  ultramar,  si  el  juez 
muriese  ó  se  imposibilitase  sin  esperanza  de  pronto  restable- 
cimiento ,  la  autoridad  superior  gubernativa  debe  nombrar 
interinamente  á  propuesta  de  la  Audiencia  un  letrado  que  le 
reemplace,  dando  cuenta  al  Gobierno;  real  orden  de 3  de 
enero,  y  arl.  b4  del  reglam.  de  26  de  setiembre  de  1855. 

Cuando  en  una  población  hay  dos  ó  mas  jueces  de  pri- 
mera instancia,  como  sucede  en  Madrid  ,  Zaragoza  ,  Barce- 
lona y  otras  capitales  de  provincia,  debe  ser  sustituido  un 
juez  por  otro  en  caso  de  muerte  ,  enfermedad  ,  ausencia  ú 
otro  impedimento  de  alguno  de  ellos,  ya  porque  todos  tie- 
nen igual  jurisdicción  en  el  partido,  ya  porque  siendo  con- 
secuencia de  este  principio  que  nunca  esta  jurisdicción  se 
halla  vacante  por  faltar  uno  de  los  jueces  ,  uo  es  necesario 
buscar  fuera  de  ellos  persona  que  la  desempeñe  ,  ni  es  por 
lo  tanto  aplicable  entonces  la  disposición  del  artículo  b4  del 
reglamento ,  que  parece  limitada  únicamente  al  caso  de  que 
no  haya  otros  jueces  letrados  en  el  pueblo.  Así  en  efecto  se 
ha  decidido  por  real  orden  de  7  de  marzo  de  1840,  la  cual 
no  se  halla  en  la  colección  de  leyes,  decretos  y  órdenes  que, 
publica  el  Gobierno. 

Aunque  el  juez  debe  residir  en  el  pueblo  que  es  cabeza 
del  partido,  puede  sin  embargo,  cuando  este  no  ofrezca  se- 
guridad por  razón  de  enemigos  ó  facciosos,  trasladar  su  do- 
micilio con  conocimiento  y  aprobación  de  la  Audiencia  á 
otro  punto  que  la  ofrezca,  desde  el  cual  administrará  justicia 
en  cuanto  le  sea  posible  á  los  pueblos  de  su  partido  jurisdic- 
cional. Si  estando  así  emigrado  tuviere  que  ausentarse  ó  no 
pudiere  despachar  los  negocios  de  su  competencia  por  en- 
fermedad, traslación  ó  cualquier  otro  motivo  legítimo,  ha  de 
ser  sustituido  por  el  juez  de  primera  instancia  del  partido 
en  que  estuviese  refugiado  ;  pero  si  en  este  mismo  partido 
se  hallare  algún  otro  juez  refugiado  por  la  misma  causa,  se- 
rá sustituido  entonces  por  el  juez  del  partido  cuya  capital 
esté  mas  inmediata  á  la  del  suyo,  ora  lo  sea  uno  de  los  re- 
fugiados, ora  el  titular  ó  propietario  del  pueblo  en  que  resi- 


den. Desde  el  momento  en  que  cese  la  inseguridad,  cesa  por 
el  mismo  hecho  la  facultad  concedida  para  la  traslación  ;  y 
por  consecuencia  ,  no  presentándose  en  su  partido  el  juez 
emigrado  de  él,  sobre  lo  que  corresponde  velar  al  fiscal  de 
S.  M.,  debe  encargarse  del  ejercicio  de  la  Jurisdicción  el  al- 
calde de  la  capital  del  propio  partido.  Real  arden  de  31  de 
agosto  de  1838.      ' 

[  *  En  la  república  de  Méjico  ,  en  caso  de  ausencia  ó 
de  enfermedad  de  los  ministros  de  la  Suprema  Corte  de  jus- 
ticia deben  ocupar  su  puesto  los  suplentes  que  se  nombran 
según  el  art.  1 16  de  las  Bases  de  organiz.  polít.  de  12  de  junio 
de  1843.  Y  aunquecon  arreglo  al  §  Uldel  art.  134  de  las  mis- 
mas Bases,  corresponde  á  las  Asambleas  departamentales  es- 
tablecer y  organizar  los  juzgados  inferiores  y  los  tribunales 
superiores  ,  no  será  inoportuno  notar  que  por  la  legislación 
anterior  debia  reemplazar  al  ministro  del  tribunal  superior 
el  suplente  á  quien  correspondiese  por  el  orden  de  su  nom- 
bramiento, y  al  juez  de  primera  instancia  el  alcalde  del 
Ayuntamiento  de  la  cabecera  respectiva;  y  donde  no  le  hu- 
biese ,  el  juez  de  paz  ;  unos  y  otros  por  el  orden  de  su  elec- 
ción ,  á  menos  que  alguno  de  ellos  fuese  letrado  ,  en  cuyo* 
caso  debia  dársele  á  este  la  preferencia  :  cuando  el  impedi- 
mento del  juez  de  primera  instancia  duraba  mas  de  quince 
dias  ,  el  tribunal  superior  nombraba  un  letrado  que  mere- 
ciese la  confianza  del  Gobernador  para  que  le  sustituyese  : 
arts.  11  y  48,  ley  de  23  de  mayo  de  1837,  Zy  b,  ley  de  Ib 
de  julio  de  1859,  y  decreto  publicado  por  bando  de  28  de 
diciembre  de  1841. 

**  En  la  república  de  Venezuela,  en  los  casos  de  enfer- 
medad y  ausencia  los  alcaldes  son  sustituidos  por  los  su- 
plentes que  el  Consejo  municipal  nombra  en  su  caso.  Los 
jueces  de  primera  instancia  son  suplidos  por  el  mas  inme- 
diato de  la  provincia ,  y  si  no  lo  hay-espedito  ,  por  el  mas 
próximo  del  distrito ,  ó  por  uno  interino  que  nombra  el  Go- 
bernador en  caso  de  enfermedad  grave  ú  ocupación  pública 
incompatible.  En  las  Cortes  superiores  y  suprema  nombran 
los  magistrados  espeditos  en  caso  de  urgencia ,  y  después  ó 
fuera  de  él  el  Gobierno.,  un  ministro  interino  :  arts.  14,  21 
y  26  ,  ley  de- 23  de  marzo  de  1841. 

***  Para  estos  casos  de  ausencia,  enfermedad  ú  otro  impe- 
dimento pasajero,  la  legislación  de  la  república  de  Chile  dis- 
ponía como  regla  general,  que  el  juez  letrado  fuese  susti- 
tuido ,  en  la  capital ,  por  el  otro  que  hubiese  en  ella  de 
igual  clase  ,  y  en  su  defecto  por  el  abogado  secretario  de  la 
municipalidad;  y  en  los  departamentos  por  los  abogados, 
no  habiéndolos  por  el  alcalde  en  turno ,  y  á  falta  de  alcal- 
des por  los  regidores,  según  el  orden  de  precedencia,  de- 
terminado por  el  mayor  número  de  votos  obtenidos  en  la 
elección.  Pero  si  la  enfermedad  debidamente  calificada  se 
dilataba,  ó  el  impedimento  provenía  áe  alguna  comisión  que 
se  les  hubiese  encargado ,  el  Gobierno  estaba  autorizado 
para  nombrarles  un  suplente.  Hoy  empero,  si  bien  deben 
tenerse  presentes  estas  disposiciones ,  para  ocurrir  en  los 
primeros  momentos  á  esta  clase  de  obstáculos  al  ejercicio 
de  la  jurisdicción  en  primera  instancia ,  no  ha  de  perderse 
de  vista ,  que  la  facultad  de  removerlos  está  deferida  al  Pre- 
sidente de  la  república.  En  tales  casos  en  efecto ,  él  es  quien 
debe  nombrar  los  suplentes  que  han  de  reemplazar  á  los  im- 
pedidos; por  sí  solo,  cuando  se  trate  de  jueces  letrados  de 
primera  instancia,  y  cuando  de  ministros  de  los  tribunales 
superiores,  con  acuerdo  del  Consejo  de  estado  :  art.  al, 
Reglam  de  adrn.  de  just.  de  2  de  junio  de  1824,  art.  9,  decr. 
de  15  de  agosto  del  mismo  año  ,  ley  de  50  de  agosto  de  1834, 
arts,  h  y  8,  decr.  de  17  de  octubre  de  1842*  art.  6,  ley  de  50 
de  diciembre  de  1842.]  *   * 

YI.  Los  jueces  de  primera  instancia  no  son  nombrados 
ahora  como  antes  los  corregidores  y  alcaldes  mayores  por 
tiempo  determinado  ;  pero  si  alguno  hubiere  obtenido  su  título 
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con  esta  circunslancia  de  restricción ,  no  tiene  que  cesar  en 
su  empleo  por  sola  la  espiración  del  tiempo  concedido , 
pues  podrá  continuar  sirviéndole  sin  necesidad  de  próroga 
espresa,  hasta  que  S.  M.  resolviere  otra  cosa;  art.  55  del 
reglam.  de  26  de  setiembre  de  1835.  Mas  el  juez  que  hubiere 
sido  separado  ó  removido  en  virtud  de  formación  de  causa  ó 
por  otra  razón ,  no  podrá  continuar  administrando  justicia, 
pues  que  ha  perdido  la  confianza  que  S.  M.  le  habia  dis- 
pensado. 

El  juez  que  fuere  trasladado  ó  ascendido  á  otro  juzgado  ó 
destino,  debe  entregar  la  jurisdicción  ,  luego  que  reciba  la 
orden  de  su  nombramiento  ,  á  la  persona  designada  por  las 
disposiciones  vigentes  ,  á  menos  que  se  le  previniese  otra 
cosa  por  la  secretaría  del  despacho  de  gracia  y  justicia; 
real  orden  de  20  de  diciembre  de  1859. 

VII.  La  autoridad  de  los  jueces  letrados  de  primera  ins- 
tancia se  limita  precisamente  á  lo  contencioso  (estoes, á  lo 
judicial),  á  la  persecución  y  castigo  de  los  delitos  comunes 
y  á  la  parte  de  policía  judicial  que  las  leyes  y  reglamentos  le 
atribuyen  ;  y  nunca  puede  mezclarse  en  lo  gubernativo  ó 
.económico  de  los  pueblos,  como  antes  se  mezclaba  la  de  los 
corregidores  y  alcaldes  mayores;  art.  39  del  reglam.  de  26 
de  setiembre  de  1855. 

Los  jueces  de  primera  instancia  son ,  cada  uno  en  el  par- 
tido ó  distrito  que  le  esté  asignado  ,  los  únicos  á  quienes 
compele  conocer  en  primer  grado  de  todas  las  causas  civi- 
les y  criminales  que  en  él  ocurran  correspondientes  á  la  real 
jurisdicción  ordinaria  ,  inclusas  las  que  antes  se  llamaban 
casos  de  corle,  y  salvo  lo  dispuesto  con  respecto  á  los  alcal- 
des ,  exceptuándose  solamente  las  causas  que  en  primera 
instancia  están  reservadas  á  las  Audiencias  territoriales  y  al 
supremo  tribunal  de  justicia  ,  como  asimismo  las  que  perte- 
necen á  jurisdicciones  privilegiadas  ó  especiales;  art.  36 
del  reglamento.  Véase  Alcalde,  Caso  de  corle  y  Jurisdicción 
en  sus  diferentes  artículos. 

Como  ha  habido  hasta  estos  últimos  tiempos  tantas  juris- 
dicciones privilegiadas,  de  las  cuales  unas  subsisten  todavía 
y  otras  han  cesado  en  todo  ó  en  parte ,  creemos  oportuno 
poner  aquí  á  la  vista  que  ,  sin  perjuicio  y  aun  en  virtud  de 
la  regla  general  establecida,  corresponden  á  la  real  jurisdic- 
ción ordinaria  ó  común  de  los  jueces  letrados  de  primera 
instancia  de  los  partidos  los  negocios  siguientes  : 

Io.  Los  pleitos  civiles  de  menor  y  de  mayor  cuantía  per- 
tenecientes á  personas  ó  cosas  que  no  estén  sometidas  á  otro 
fuero  ,  entendiéndose  por  pleitos  de  menor  cuantía  todos 
aquellos  en  que  la  cantidad  ó  valor  de  la  cosa  que  se  litiga 
no  escede  de  dos  mil  reales  vellón  en  la  península  é  islas 
adyacentes  y  de  cuatro  mil  setecientos  cinco  reales  y  treinta 
maravedís  en  ultramar,  y  por  pleitos  de  mayor  cuantía  to- 
dos los  que  pasan  de  las  indicadas  cantidades  :  con  la  dife- 
rencia que  de  las  demandas  civiles  cuya  entidad  no  pase  de 
diez  duros  en  la  penínsnla  é  islas  adyacentes  y  de  treinta  en 
ultramar  pueden  conocer  en  juicio  verbal  los  alcaldes  de  los 
pueblos  á  prevención  con  el  juez  de  primera  instancia  donde 
le  hubiere;  de  las  demandas  que  pasando  de  estas  cantida- 
des no  escedan  de  veinte  y  cinco  duros  en  la  península  y 
de  ciento  en  ultramar,  conocen  en  todos  los  pueblos  del 
partido  solamente  los  jueces  de  primera  instancia,  también 
enjuicio  verbal,  con  esclusion  de  los  alcaldes;  de  lasde- 
mandas  que  pasan  de  estas  últimas  cantidades  y  no  esceden 
de  cien  duros  en  la  península  é  islas  y  de  cuatro  mil  sete- 
cientos cinco  reales  y  treinta  maravedís  en  ultramar,  cono- 
cen asimismo  esclusivamenle  los  jueces  déprimera  instancia 
en  juicio  escrito,  aunque  por  trámites  mas  breves  que  los 
juicios  ordinarios;  y  con  mucha  mas  razón  conocen  ellos 
solos  en  juicio  ordinario  de  todos  los  dèmaè  pleitos  de 
mayor  importancia;  regí,  de  26  de  setiembre  de  1835,  arts. 
31  ;  40,  41  y  43,  y  ley  de  10  de  enero  de  1838.  Véase  Al- 


calde, Juicio  verbal,  Juicio  ordinario  civil,  y  Pleitos  de  menor 
cuantía. 

2o.  Los  juicios  sumarios  que  en  cualquiera  provincia  so 
intenten  sobre  despojo  ó  perturbación  en  la  posesión  de 
alguna  cosa  profana  ó  espiritual ,  sea  lego ,  eclesiástico  ó 
militar  el  despojante  ó  perturbador,  y  aun  los  juicios  plena- 
rios  de  posesión  si  las  partes  los  promovieren  con  las  apela- 
ciones á  las  Audiencias;  reservándose  los  de  propiedad  á 
los  jueces  competentes  ,  siempre  que  se  trate  de  cosa  ó  do 
persona  que  goce  de  fuero  privilegiado  ;  orí.  44  del  regí. 
Véase  Interdicto  y  Despojo. 

3o.  El  conocimiento ,  aunque  á  prevención  con  los  alcal- 
des respecto  al  pueblo  donde  residan ,  de  todas  las  diligen- 
cias judiciales  sobre  asuntos  civiles ,  aunque  no  sean  con- 
tenciosas ;  arts.  52  y  45  del  regí.  Véase  Alcalde. 

4o.  Las  causas  civiles  y  las  criminales  sobre  delitos 
comunes,  que  ocurran  contra  los  alcaldes  de  los  pueblos  do 
su  partido  ;  art.  46  del  regí.  ;  pero  no  las  causas  criminales 
por  delitos  ó  escesos  que  estos  cometieren  en  el  ejercicio  de 
las  funciones  judiciales  que  les  están  encomendadas,  pues 
estas  causas  deben  seguirse  en  primera  y  segunda  instancia 
ante  la  Audiencia  del  territorio  ,  ya  porque  los  alcaldes  se 
califican  en  los  arts.  31 ,  52  y  54  del  reglamento  como 
jueces  ordinarios  de  sus  respectivos  pueblos  y  por  consi- 
guiente como  jueces  inferiores  de  cuyos  delitos  cometidos 
en  el  oficio  no  conocen  sino  las  Audiencias  según  cl  art.  58, 
ya  porque  dichos  tribunales  superiores  han  admitido  gene- 
ralmente y  aplicado  esta  doctrina  en  los  muchos  casos  qué 
han  ocurrido  :  bien  que  no  por  eso  dejan  de  tener  faeultad 
los  jueces  de  primera  instancia  para  obligar  á  los  alcaldes 
á  subsanar  los  defectos  de  las  diligencias  ó  actos  judiciales 
en  que  proceden  como  dependientes  ó  comisionados  suyos. 

5o.  Las  causas  criminales  sobre  delitos  cometidos  por  los 
alcaldes  y  demás  concejales  en  el  ejercicio  de  sus  funciones 
administrativas,  como  por  ejemplo  sobre  exacción  de  im- 
puestos abusivos,  concusión ,  malversación  ó  peculado  res- 
pecto de  los  fondos  municipales  ;  pero  no  las  causas  sobre 
delitos  cometidos  en  aquellos  ramos  ó  negocios  en  que  tiene 
interés  ó  puede  ser  perjudicada  la  hacienda  pública,  pues 
estas  son  de  la  competencia  de  los  subdelegados  de  rentas, 
según  reales  órdenes  de  12  de  marzo  de  1828,  de  27  de 
octubre  de  1829,  y  de  2  y  3  de  agosto  de  1831.  Véase  Ju- 
risdicción de  la  hacienda  pitblica. 

6o.  Las  causas  civiles  y  las  criminales  sobre  delitos  comu- 
nes que  ocurran  contra  un  juez  letrado  de  primera  instan- 
cia, las  cuales  han  de  empezarse  y  seguirse  anle  cualquiera 
otro  de  los  del  mismo  pueblo  si  en  él  hubiere  dos  ó  mas 
jueces,  ó  en  su  defecto  ante  el  juez  de  partido  cuya  capital 
esté  mas  inmediata  ,  art.  46  del  regí.  ;  y  también  las  causas 
civiles  contra  los  magistrados  de  las  Audiencias  y  del  su- 
premo tribunal  de  justicia. 

7o.  Las  causas  criminales  contra  eslesiásticos  por  delitos 
atroces  ó  graves  ;  reputándose  tales  para  este  efecto  aquellos 
que  por  las  leyes  del  reino  ó  decretos  vigentes  se  castiguen 
con  pena  capital,  estrañamiento  perpetuo,  minas,  galeras, 
bombas  ó  arsenales;  real  decreto  de  17  de  octubre  de  1855  : 
bien  que  las  que  ocurrieren  de  esta  clase  contra  los  arzobis- 
pos, obispos  ó  los  que  en  la  corte  ejerzan  autoridad  ó 
dignidad  eclesiástica  suprema  ó  superior,  han  de  seguirse  y 
fallarse  en  primera  y  segunda  instancia  por  el  tribunal  su- 
premo de  justicia,  como  igualmente  las  que  se  formaren 
contra  los  mismos  por  aquellos  delitos  oficiales  de  que  deba 
conocer  la  jurisdicción  real;  orí.  90  del  regí.  Véase  Jurisdic- 
ción cclesitistica. 

8o.  Las  causas  civiles  y  criminales  contra  senadores  y 
diputados  á  Cortes,  pues  no  gozan  de  fuero  privilegiado  como 
tales,  ni  existe  la  jurisdicción  de  Cortes  que  reconocían  el 
Estatuto  real  de  1854  y  la  Constitución  de  1812  y  que  supo- 
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nia  el  art.  36  del  reglamento  de  25  de  setiembre  de  185o. 
Véase  Fuero  desviadores  y  diputados á  Corles. 

Í)'J.  Las  causas  civiles  y  criminales  relativas  á  las  personas 
de  la  real  servidumbre  y  á  las  cosas  del  real  patrimonio, 
pues  se  han  declarado  suprimidos  el  juzgado  privilegiado 
de  la  casa  real  y  la  suprema  junta  patrimonial  de  apelacio- 
nes que  neconocia  el  reglamento  de  1835;  real  orden  de 
29  de  setiembre  de  1856.  Véase  Fuero  de  casa  real. 

10°.  Las  causas  tanto  criminales  como  civiles  contra  los 
milicianos  nacionales,  pues  se  hallan  en  la  clase  de  los  de- 
más ciudadanos  y  sometidos  como  ellos  á  las  leyes  y  tribu- 
nales establecidos;  pero  por  las  faltas  ó  escesos  que  cometan 
como  milicianos ,  deben  ser  corregidos  por  el  consejo  de 
subordinación  y  disciplina  ;  y  cuando  hacen  servicio  en 
plaza  sitiada  ó  en  punto  acometido  por  enemigos  ó  en  per- 
secución de  ellos,  están  sujetos  á  las  penas  de  la  ordenanza 
militar;  arls.  iOO,  157  y  159  de  la  ley  de  14  de  julio  de  1822 
restablecida  en  17  de  agosto  de  1836.  Véase  Miliciano  na- 
cional. 

11°.  Las  causas  sobre  los  crímenes  ó  delitos  que  cometan 
l«s  presidiarios,  pues  han  quedado  suprimidos  los  juzgados 
conocidos  con  el  título  de  rematados,  cualquiera  que  fuese 
la  autoridad  que  los  desempeñaba  ,  y  el  ministerio  de  que 
la  misma  dependía  :  de  modo  que  ahora  el  juez  competente 
para  juzgar  á  los  presidiarios,  cualquiera  que  sea  la  clase 
de  los  presidios  á  que  estén  confinados  ,  es  el  juez  de  pri- 
mera instancia  del  partido  en  que  cometieren  el  delito  ,  ora 
lo  hayan  cometido  en  sus  cuarteles,  brigadas  ó  puntos  de 
su  destino ,  ora  en  otros  lugares  después  de  desertados  ;  es- 
ceptuándose  sin  embargo  los  casos  de  pura  corrección  y  de 
las  deserciones  simples,  en  los  cuales  se  procede  guberna- 
tivamente por  los  jefes  de  los  presidios  según  la  forma  esta- 
blecida por  ordenanza.  Real  orden  de  5  de  agosto  de  185o, 
por  la  cual  se  confirman  ó  modifican  respectivamente  los 
arts.  340  y  siguientes  de  la  ordenanza  de  presidios  de  14  de 
abril  de  1834.  Véase  Presidiario. 

12°.  Las  demandas  de  reversion  é  incorporación  á  la  co- 
rona de  los  bienes  de  señorío ,  cuyo  conocimiento  estaba 
reservado  por  el  articulo  90  del  reglamento  de  26  de  setiem- 
bre de  1835  al  tribunal  supremo  de  justicia;  ley  de  26  de 
agosto  de  1857.  Véase  Señorío. 

15°.  Los  negocios  judiciales  mercantiles  que  se  susciten 
en  los  partidos  ó  distritos  donde  no  hubiere  tribunal  de  co- 
mercio; y  las  causas  sobre  delitos  cometidos  por  los  comer- 
ciantes en  el  ejercicio  de  su  profesión,  aunque  lo  haya,  pues 
los  tribunales  de  comercio  no  tienen  jurisdicción  criminal; 
arls.  1179  y  1202  del  cód.  de  com.  Véase  Tribunal  de  co- 
mercio. 

14°.  Los  negocios  relativos  á  la  ganadería  trashumante 
ó  mesteña  de  que  antes  conocía  la  subdelegacion  de  la 
Mesta,  la  cual  ha  sido  suprimida.  Véase  Alcaldes  de  la 
Mesla ,  Asociación  general  de  ganaderos  ,  Concejo  de  la 
Mesta,  y  Mesta;  debiéndose  advertir  aquí  que  el  real  decreto 
de  4  de  setiembre  de  1858  quedó  derogado  por  otro  de  27 
de  junio  de  1859,  y  se  restableció  en  su  lugar  el  de  15  de 
julio  de  1856  :  mas  de  todos  modos ,  los  jueces  letrados  de 
primera  instancia  son  los  que  deben  conocer  de  todos  los 
asuntos  judiciales  relativos  á  la  Mesta  con  apelación  á  las 
Audiencias  del  territorio. 

15°.  Los  pleitos  sobre  posesión  ó  pertenencia  de  los  bie- 
nes mostrencos ,  habiéndose  suprimido  la  subdelegacion 
que  entendía  en  este  ramo  ;  ley  de  16  de  mayo  de  1835. Véase 
Estado  y  Bienes  mostrencos. 

1G°.  Los  negocios  contenciosos  relativos  al  caudal  de  los 
pósitos,  por  haber  cesado  las  subdelegaciones  de  este  ramo; 
real  orden  de  22  de  marzo  de  1854,  y  arls.  217  y  218  de 
la  ley  de  3  de  febrero  de  1825  restablecida  por  real  decreto 
de  15  de  octubre  de  1856.  Véase  Pósitos. 


17°.  Los  pleitos  que  se  susciten  sobre  los  bienes  ,  perte- 
nencia ó  productos  de  los  propios  y  arbitrios  de  los  pue- 
blos, de  que  conocían  antes  las  subdelegaciones  de  rentas; 
ley  28,  art.  5,  til.  16,  lib.  7,  Nov.  Rec.,yarts.  217  y  218  de 
la  ley  de  5  de  febrero  de  18j¡5.  Véase  Propios  y  arbitrios. 

18°.  Las  acciones  que  se  ejerciten  sobre  pastos,  posesión, 
despojo  y  tasa  de.  dehesas,  y  cualquier  otro  negocio  relativo 
á  esta  materia  ,  cualquiera  que  sea  el  dueño  de  las  fincas,  y 
aunque  lo  sean  las  órdenes  militares;  real  orden  de  31  de 
mayo  de  1856. 

19°.  Las  causas  relativas  á  talas,  incendios  y  daños  en  los 
montes  y  arbolados  públicos  y  de  particulares ,  que  antes 
eran  de  la  competencia  de  las  subdelegaciones  de  montes  y 
plantíos  ;  real  ordenanza  de  22  de  diciembre  de  1855  ,  tit.  5, 
y  real  decreto  de  2  de  abril  de  1855.  Véase  Montes. 

20.  Los  negocios  contenciosos  y  las  causas  criminales 
relativas  á  los  canales  de  riego  y  navegación,  de  que  antes 
conocían  sus  juzgados  privativos,  que  han  sido  suprimidos  ; 
reales  órds.  de  22  de  noviembre  de  1836  y  20  de  julio  de  1859. 
Véase  Canal  y  Fuero  de  canales. 

21.  Por  último  ,  los  negocios  civiles  á  que  no  alcanzan  ni 
aun  con  respecto  á  las  personas  aforadas  las  jurisdicciones 
especiales  y  las  causas  criminales  sobre  delitos  ó  casos  do 
desafuero  cometidos  por  eclesiásticos ,  militares  ú  otros  quo 
gozan  de  fuero  privilegiado. 

=  Véase  Fuero  en  sus  diferentes  artículos  desde  Fuero 
'activo  y  pasivo,  y  la  palabra  Jurisdicción.    ■ 

VIÍí.  La  autoridad  de  los  jueces  de  primera  instancia  no. 
se  esliende  sino  á  los  pueblos  comprendidos  en  el  partido  ó 
distrito  que  les  está  asignado.  Sin  embargo,  cuando  ocurra 
algún  delito  de  tales  ramificaciones  ó  de  tales  circunstancias 
que  no  permitan  seguir  bien  la  causa  sino  en  la  capital  de  la 
provincia  ó  del  reinoó  en  otro  juzgado  diferente  del  del  fuero 
del  delito,  puede  cometer  el  rey  su  conocimiento  al  juez  le- 
trado de  primera  instancia  que  le  parezca  mas  á  propósito  ;  y 
esto  mismo  en  igual  caso,  si  no  mediare  real  disposición  , 
pueden  hacer  por  sí  las  Audiencias  á  petición  de  su  fiscal , 
cada  una  respecto  á  su  territorio  ,  dando  inmediatamente 
cuenta  de  ello  al  gobierno  ;  art.  58  del  reglam.  de  26  íáe 
setiembre  de  1855. 

IX.  Los  jueces  de  primera  instancia ,  así  como  todos  los 
demás  jueces  inferiores  ,  están  obligados  á  remitir  á  la  Au- 
diencia de  su  territorio  las  listas ,  informes  y  noticias  que 
respecto  á  las  causas  civiles  y  criminales  fenecidas  ,  y  al  es- 
tado de  las  pendientes ,  les  pidiere  para  promover  la  admi- 
nistración de  justicia;  art.  55  del  reglam.  ;  y  deben  asimis- 
mo remitirle  listas  generales  cada  seis  meses  de  las  causas 
civiles,  y  cada  tres  de  las  criminales  que  pendieren  en  sus 
juzgados ,  con  espresion  de  su  estado;  art.  277  de  la  Const. 
de  1812.  Véase  Informe. 

=  Véase  Fisila  de  cárcel,  Penas  de  cámara  ,  y  Gracias 
al  sacar. 

X.  Como  desde  el  dia  en  que  vacan  las  promotorías  fis- 
cales de  los  juzgados  de  primera  instancia  hasta  el  de  su 
provision ,  suele  trascurrir  un  periodo  de  tiempo  bastante 
largo ,  pero  necesario,  para  hacerla  en  el  sugeto  mas  digno, 
están  autorizados  los  jueces  de  primera  instancia  del  partido 
en  que  vacare  una  promotoría  fiscal  para  elegir  entre  los 
abogados  de  mas  conocimientos  y  mejores  costumbres  uno 
que  la  desempeñe  hasta  el  dia  en  qué  sea  provista  por  S.  M., 
dando  cuenta  de  la  elección  á  la  Audiencia  del  territorio,  la 
cual  debe  aprobarla  si  no  hallare  justos  inconvenientes,  y 
ponerla  en  conocimiento  de  S.  M,  ;  y  los  promotores  inte- 
rinos así  nombrados  gozan  el  sueldo  correspondiente  á  sus 
plazas  por  todo  el  tiempo  que  las  sirvan  ;  real  orden  de  20  de 
julio  de  1858.  Véase  Promotor  fiscal. 

f  En  30  de  junio  de  1836  se  dispuso  que  los  jueces  de 
primera  instancia  dirijan  por  conducto  del  regente  de  la  au- 
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diencia  las  solicitudes  de  su  interés  personal,  cualquiera 
que  sea ,  no  conteniendo  queja  contra  el  mismo,  sobre  lo 
que  podrán  representar  directamente  ,  el  cual  informado 
acerca  de  la  certeza  de  los  hechos  que  se  espongan,  espre- 
sará su  dictamen  sobmola  pretensión;  y  que  los  mismos  jue- 
ces hagan  presente  á  la  audiencia ,  hoy  á  la  junta  guberna- 
tiva ,  las  debidas  observaciones  y  cosas  de  un  interés  público 
que  ocurran  en  sus  juzgados  ,  relativas  al  ejercicio  de  sus 
funciones  y  á  la  administración  de  justicia,  para  que  aquella 
determine  en  uso  de  sus  facultades  lo  que  corresponda  con 
arreglo  á  las  leyes,  ó  promueva  en  su  caso  la  declaración  ó 
resolución  del  Gobierno,  conforme  á  lo  dispuesto  en  el  artí- 
culo 86  del  reglamento  provisional  para  la  administración 
de  justicia. 

Los  jueces  á  quienes  competa  recibir  declaraciones  á  los 
confinados  en  los  presidios  pasen  en  persona  á  verificarlo  á 
su  respectivo  cuartel.  Rl.  órd.  de  25  de  octubre  de  1839. 

Teniendo  los  juzgados  una  cantidad  asignada  para  gastos 
de  los  mismos ,  con  ella  paguen  la  suscricion  al  Boletín  ofi- 
cial. Rl.  órd.  de  26  de  junio  de  1842. 

JUEZ  extraordinario.  Si  por  jueces  ordinarios  se  en- 
tienden en  sentido  lato  todos  los  que  se  hallan  establecidos 
con  oficio  permanente  para  administrar  justicia  en  todos  los 
asuntos  sometidos  á  la  jurisdicción  que  ejercen ,  cualquiera 
que  esta  sea,  no  son  entonces  jueces  estraordinarios  sino 
precisamente  los  que  son  nombrados  de  un  modo  accidental 
por  un  tribunal ,  por  un  superior  ó  por  las  mismas  partes 
solo  para  entender  en  algunas  causas  ó  negocios  determi- 
nados ,  cuales  son  los  jueces  delegados  ,  los  pesquisidores  , 
los  arbitros  ó  avenidores,  y  en  general  todos  los  que  juzgan 
por  comisión.  Mas  cuando  por  jueces  ordinarios  solo  se 
toman  en  sentido  estrecho  los  que  ejercen  la  real  jurisdic- 
ción ordinaria  ó  común ,  es  claro  que  en  tal  caso  pueden 
llamarse  por  contraposición  jueces  estraordinarios  todos  los 
que  ejercen  jurisdicciones  especiales,  como  la  militar,  la  de 
hacienda,  la  de  comercio,  la  de  minas,  la  de  correos  y 
caminos  y  otras  cualesquiera  de  escepcion  ,  relativas  tan 
solo  á  ciertas  materias  que  la  ley  ha  distraído  ó  separado 
de  la  jurisdicción  universal.  Sin  embargo  ,  la  denominación 
de  jueces  estraordinarios  no  se  aplica  en  el  uso  á  los  que 
ejercen  jurisdicciones  especiales.  Véase  Juez  ordinario. 

JUEZ  delegado.  El  que  tiene  facultad  cometida  por  el 
rey  ó  por  algún  tribunal  ó  juez  ordinario  para  sustanciar 
ó  decidir  algún  pleito  ó  negocio  señalado;  ley  1,  lit.  h, 
Part.  3. 

I.  El  juez  delegado  puesto  por  mano  del  ordinario  para 
librar  algún  pleito  debe  ser  mayor  de  veinte  años  ;  y  si  no 
quisiere  aceptar  ó  cumplir  el  encargo ,  puede  ser  apremiado 
á  ello  por  el  ordinario  en  caso  de  que  tenga  dicha  edad  y 
esté  sujeto  á  su  jurisdicción  ;  pero  siendo  menor  de  veinte 
años,  no  puede  ser  apremiado,  aunque  esté  sujeto  á  la  juris- 
dicción del  que  le  nombró  ,  bien  que  si  fuere  mayor  de  diez 
y  ocho  y  aceptare  y  Cumpliere  voluntariamente  y  de  su 
grado  la  comisión  ,  será  válido  cuanto  practicare  y  el  juicio 
que  diere  :  mas  si  alguno  fuere  constituido  juez  delegado 
á  voluntad  de  ambas  parles  ó  por  comisión  ü  otorgamiento 
del  rey ,  bastará  para  la  validez  de  sus  actos  que  sea  mayor 
de  catorce  años  ,  con  tal  que  al  tiempo  del  nombramiento 
se  supiese  que  era  menor  de  diez  y  ocho.  Así  lo  disponen 
la  ley  5,  tít.  h  ,  Part.  5,  y  la  ley  3,  tít.  1,  lib.  H,Nov.  Rec, 
con  la  diferencia  de  que  en  la  edición  de  las  Partidas  hecha 
por  la  Academia  de  la  historia  se  exigen  veinte  y  cinco  años 
donde  en  las  demás  así  como  en  la  Recopilación  se  leen  solo 
veinte,  que  era  la  edad  que  según  ellas  bastaba  también 
para  ser  juez  ordinario;  pero  como  en  el  dia  es  indispen- 
sable en  general  para  ser  juez  la  edad  de  veinte  y  cinco  años, 
según  se  ha  indicado  en  el  artículo  Juez,  n.  V,  paroce  que 
ya  no  puede  ser  delegado  sino  el  que  haya  cumplido  esta 


última  edad ,  especialmente  si  ha  de  ejercer  su  comisión 
como  letrado. 

II.  El  juez  delegado  no  puede  ejercer  la  jurisdicción  que 
se  le  ha  cometido  sino  en  territorio  del  delegante  ;  —  ni  re- 
cargarse de  causa  ó  pleito  que  no  sea  de" la  competencia 
del  delegante,  ó  que  por  su  naturaleza  no  pueda  delegarse; 

—  ni  traspasar  ó  esceder  los  límites  de  las  facultades  que 
se  le  hubieren  dado  ,  de  modo  que  solo  podrá  oir  ó  senten- 
ciar la  causa  delegada  con  lo  accesorio  á  ella  y  con  las  re- 
convenciones y  compromisos  de  las  partes  relativas  á  la 
misma  ;  —  ni  subdetegar  ó  cometer  su  jurisdicción  á  otro  , 
sino  en  el  caso  de  ser  delegado  por  el  rey,  ó  después  de  la 
contestación  de  la  demanda  ;  leyes  17,  19  y  20 ,  lit.  k  y  ley 
lü/lít.  18,  Parí.  3. 

III.  Las  causas  ó  negocios  que  no  pueden  delegarse  son  : 

—  Io.  las  causas  criminales  en  que  pueda  recaer  sentencia 
de  muerte  ,  perdimiento  de  miembro  ,  destierro,  ó  restitu- 
ción á  servidumbre  ó  libertad  ,  á  no  ser  eu  caso  de  ausencia 
ú  otro  motivo  inescusable  del  delegante  por  el  servicio 
público ,  y  aun  entonces  solo  hasta  el  estado  de  sentencia  : 

—  2°.  los  asuntos  ó  pleitos  civiles  sobre  nombramiento  ¿e 
tutores  ó  curadores  de  huérfanos  ,  locos  ó  desmemoriados , 
sobre  intereses  de  mas  de  trescientos  maravedís  de  oro,  y 
sobre  herencias  y  entrega  ó  posesión  de  bienes,  á  no  ser 
en  el  citado  caso  de  a  usencia  ó  comisión  por  el  bien  común  y  en 
el  de  mucha  complicación  de  negocios;  ley  1  8,  til.  h,  Part.  5. 

IV.  La  autoridad  ó  jurisdicción  del  delegado  se  acaba  : 

—  Io.  por  revocación  del  delegante  para  darla  á  otro  ó  co- 
nocer por  sí  del  pleito  :  —  2o.  por  muerte  ó  pérdida  del 
oficio  del  delegante  antes  de  la  citación,  porque  después 
de  esta  se  perpetúa  ó  radica  en  aquel  :  —  5o.  por  mejora 
de  estado  del  delegado,  que  por  ascenso  se  hiciere  igual  ó 
superior  al  delegante  :  —  U°.  por  no  hacer  uso  de  la  comi- 
sión el  delegado  en  el  término  de  un  año  :  —  b°.  por  muerte 
del  delegado ,  á  no  ser  que  se  le  hubiese  conferido  como  á 
persona  constituida  en  alguna  dignidad  ú  oficio,  pues  en 
este  caso  continuaría  en  ella  el  sucesor,  porque  el  oficio 
nunca  muere  :  —  6o.  por  conclusion  del  negocio  ó  tiempo 
para  que  se  confirió,  ley  21 ,  tít.  k,  y  leyes  55  y  kl,  til.  18, 
Part.  5  ;  y  Curia  Filip.,  part.  1 ,  §  U. 

V.  Tales  son  las  disposiciones  de  las  leyes  del  código  de 
las  Partidas  sobre  los  jueces  delegados;  pero  en  el  dia  apenas 
puede  decirse  que  los  haya.  Ningún  español  puecV  ser  juz- 
gado en  causas  civiles  ni  criminales  por  ninguna  comisión, 
sino  por  el  tribunal  competente,  determinado  con  anterio- 
ridad por  la  ley  ;  art.  247  de  la  Const.  de  1812.  Ningún 
español  puede  ser  procesado  ni  sentenciado  sino  por  el  juez 
ó  tribunal  competente  ,  en  virtud  de  leyes  anteriores  al  do- 
lito  y  en  la  forma  que  estas  prescriban  ;  art.  9  de  la  Const. 
de  1857.  Así  que  ,  no  puede  ya  el  gobierno  ni  los  tribunales 
ni  los  jueces  ordinarios  crear  comisiones  ni  nombrar  jueces 
delegados  para  decidir  los  litigios  ni  para  procesar  ni  sen- 
tenciar á  persona  alguna  que  se  viere  acusada  ó  delatada  ; 
y  solo  pueden,  cuando  mas,  cometer  ó  encargar  en  algu:i 
caso  la  ejecución  ó  práctica  de  algunas  diligencias  de  sus- 
tanciacion.  Si  se  han  visto  por  desgracia  ciertos  casos  c:: 

se  ha  verificado  lo  contrario  con  descrédito  de  las  institu- 
ciones y  délos  gobernantes,  no  pueden  citarse  por  cierto 
como  ejemplos  ó  precedentes  ,  sino  como  atentados  contra 
las  leyes  fundamentales.  Véase  Comisión. 

Sin  embargo,  algunas  jurisdicciones  especiales  ó  privi- 
legiadas se  ejercen  omnímodamente  por  jueces  delega  los  , 
según  veremos  en  su  lugar  ;  pero  como  estos  no  son  nom- 
brados extraordinariamente  para  juzgar  tal  ó  tal  causa  de- 
terminada ,  sino  ordinariamente  para  conocer  de  todas  (as 
causas  pertenecientes  á  la  jurisdicción  del  ramo  que  tienen 
á  su  cargo  ,  pueden  ser  tenidos  por  delegados  ó  subdelega- 
dos mas  bien  en  el  nombre  que  en  el  fondo. 
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JUEZ  pesquisidor.  El  juez  de  comisión  que  alguna  vez 
nombraban  los  tribunales  superiores  ,  como  el  consejo  real , 
las  cbancillerías  y  audiencias,  ya  únicamente  para  averi- 
guar ciertos  delitos  y  descubrir  sus  autores,  ya  también 
para  castigarlos  ,  con  inhibición  de  la  justicia  ordinaria.  No 
solia  enviarse  juez  pesquisidor  sino  cuando  los  jueces  ordi- 
narios eran  omisos  y  negligentes  en  la  persecución  y  castigo 
de  los  culpados,  ó  cuando  se  recelaba  que  por  la  prepotencia 
de  los  delincuentes  ó  por  la  gravedad  y  complicación  de  los 
delitos  no  tendrían  la  entereza  ó  la  sagacidad  necesarias 
para  hacer  la  averiguación  de  estos  y  proceder  al  debido 
escarmiento  de  aquellos  ;  pero  como  ya  no  puede  ser  pro- 
cesado ni  sentenciado  español  alguno  sino  por  el  juez  ó  tri- 
bunal competente ,  determinado  con  anterioridad  por  la  ley, 
no  hay  lugar  en  el  dia  al  nombramiento  de  pesquisidores. 
De  ellos  tratan,  todas  las  leyes  del  tít.  17,  las  leyes  43  ,  46 
y  47  del  lit.  18,  Part.  3,  y  las  del  tít.  54 ,  lib.  12  ,  Nov.  Rec. 
Véase  Comisión,  Juez  delegado,  n.  V,  y  Pesquisa. 

JUEZ  de  residencia.  El  juez  delegado  que  cuando  cum- 
plían el  tiempo  de  sus  oficios  los  corregidores ,  alcaldes 
mayores  y  demás  que  administraban  justicia  ó  tenian  cargo 
de  gobierno,  ó  bien  de  tres  en  tres  años  si  eran  también  in- 
tendentes ó  gobernadores  militares ,  se  enviaba  regularmente 
por  el  supremo  consejo  á  reasumir  la  real  jurisdicción  ordi- 
naria por  cierto  tiempo  y  examinar  la  conducta  que  dichos 
funcionarios  habian  observado  en  el  desempeño  de  sus 
atribuciones,  ya  recibiendo  las  quejas  y  probanzas  que  le 
presentasen  los  agraviados,  ya  procediendo  de  oficio  á  tomar 
noticias  é  informaciones,  y  decidiendo  siempre  las  causas 
con  arreglo  á  derecho  y  con  apelación  al  Consejo;  leyes  de 
los  títs.  12  x  13,  lib.  7,  Nov.  Rec.  No  tiene  lugar  en  el  dia 
el  nombramiento  da  jueces  de  residencia  ,  así  coino  no  le 
tiene  tampoco  el  de  pesquisidores ,  ni  el  de  otros  delegados 
ó  de  comisión,  ya  por  las  razones  dadas  al  fin  de  los  artículos 
Juez  delegado  y  Juez  pesquisidor,  ya  porque  los  jueces  infe- 
riores ó  de  primera  instancia  que  delinquieren  en  sus  oficios 
deben  ser  juzgados  por  las  Audiencias  de  su  respectivo 
territorio  ;  art.  88  del  reglam.  de  26  de  setiembre  de  183b. 

JUEZ  visitador.  Cada  uno  de  los  delegados  que  se  en- 
viaban antiguamente  y  anclaban  por  las  provincias  y  pueblos 
haciendo  indagaciones  y  pesquisas  sobre  el  modo  con  que 
se  administraba  la  justicia,  sobre  la  seguridad  de  los  cami- 
nos ,  sobre  los  agravios  y  vejaciones  que  sufrian  los  pueblos , 
sobre  imposición  é  inversion  de  contribuciones  y  derramas  , 
sobre  cuentas  de  propios ,  reparos  de  caminos  ,  puentes 
y  calzadas,  y  otros  asuntos  de  interés  común,  con  facultad 
de  proveer  lo  necesario  en  cada  ramo  y  castigar  á  los  in- 
fractores délas  leyes  y  providencias  del  gobierno  supremo; 
leyes  del  tít.  14,  lib.  7 ,  Nov.  Rec. 

JUEZ  arbitro  ó  compromisario.  La  persona  elegida 
por  las  partes  para  decidir  las  cuestiones  que  se  suscitan 
entre  ellas  sobre  sus  negocios.  Véase  Arbitro  y  Arbitrador. 

JUEZ  avenidor  ó  de  avenencia.  En  el  lenguaje  de  las 
Partidas  es  el  juez  arbitro  y  el  arbitrador.  Arbitros  en  latin, 
dice  la  ley  25,  tít.  4,  Part.  3,  tanto  quiere  decir  en  romaneo 
como  jueces  avenidores  que  son  escogidos  et  puestos  de  las 
partes  para  librar  la  contienda  que  es  entre  ellas  ;  et  estos 
son  en  dos  maneras ,  etc.  Véase  Arbitro.  Mas  en  el  comercio 
se  llama  juez  avenidor,  no  el  arbitro  ,  sino  el  juez  de  conci- 
liación ó  de  paz  ante  quien  deben  comparecer  los  comer- 
ciantes antes  de  intentar  demanda  alguna  judicial  sobre  actos 
de  comercio  en  causas  de  mayor  cuantía ,  esto  es  ,  en  causas 
cuyo  intires  esceda  de  mil  reales  vellón  cuando  se  hayan 
de  seguir  en  los  tribunales  de  comercio  ,  y  de  quinientos 
en  los  juzgados  ordinarios;  art.  1205  y  sig.  delcód.  decom., 
y  tít.  1  de  la  ley  de  enjuiciam.  Este  juez  avenidor  era  el"  prior 
que  cesaba  en  el  ejercicio  de  este  cargo  por  todo  el  año  in- 
mediato siguiente ,  y  en  los  partidos  judiciales  donde  no  hay 


tribunales  de  comercio  el  comerciante  que  cada  tres  años 
nombraba  el  rey  á  propuesta  de  los  intendentes;  pero  por 
decreto  de  las  Cortes  de  28  de  mayo  de  1857  se  declaró  que 
los  alcaldes  constitucionales  son  ahora  los  que  deben  ejercer 
el  oficio  de  conciliadores  así  en  los  negocios  mercantiles 
como  en  los  demás.  Véase  Juicio  de  conciliación. 

JUEZ  de  paz  ó  conciliador.  El  alcalde  de  cada  pueblo, 
ó  cualquiera  de  ellos  si  hubiere  dos  ó  mas  ,  ante  quien  debe 
presentarse  á  intentar  el  medio  de  la  conciliación  todo  el 
que  tenga  que  demandar  á  otro  sobre  negocio  civil  suscep- 
tible de  ser  terminado  completamente  por  avenencia  de  las 
partes  ,  ó  sobre  meras  injurias,  de  aquellas  en  que  sin  de- 
trimento de  la  justicia  se  repara  la  ofensa  con  sola  La  con- 
donación del  ofendido.  Véase  Juicio  de  conciliación. 

JUEZ  pedáneo.  Llamáronse  jueces  pedáneos  entre  los 
Romanos:  Io.  los  asesores  ó  consejeros  de  los  pretores, 
porque  estos  se  sentaban  en  lugar  eminente  y  aquellos  en 
bancos  ó  asientos  bajos,  quasi  ad  pedes  prœloris:  —  2o.  los 
jueces  delegados  y  los  compromisarios,  porque  no  tenian 
tribunal  como  los  pretores;  non  pro  tribunali  sedebant ,  sed 
quasi  plano  pede  judicabant  ;  —  3o.  los  jueces  que  no  tenian 
autoridad  sino  para  conocer  de  las  causas  leves  y  de  los  ne- 
gocios de  poca  importancia  ,  porque  no  necesitaban  sentarse 
pro  tribunali  para  dar  audiencia,  sino  que  solían  oír  á  los 
litigantes  y  decidir  sus  contiendas  de  plano  y  en  pié.  En  este 
último  sentido  «g  introdujo  entre  nosotros  la  denominación 
de  jueces  pedáneos,  y  se  aplicó  á  los  alcaldes  de  las  aldeas 
ó  lugares  cortos  que  tenian  una  jurisdicción  muy  limitada  y 
dependían  de  los  alcaldes  ordinarios  de  las  ciudades  ó  villas 
ó  del  corregidor  ó  alcalde  mayor  del  partido.  Véase  Alcalde 
pedáneo. 

JUEZ  lego.  El  que  no  tiene  ó  al  menos  no  necesita  pre- 
sentar título  de  licenciado  ó  abogado  para  desempeñar  la 
judicatura  que  se  le  confia  ó  va  inherente  á  su  destino  ó 
empleo. 

I.  Son  ó  se  consideran  jueces  legos  Jos  alcaldes  1  !  >-•-  iue- 
blos,  los  capitanes  y  comandantes  generales,  los  gober  m- 
dores  militares,  los  vocales  de  los  consejos  de  guerra  ordi- 
narios y  los  de  oficiales  generales  ,  los  intendentes  y  demás 
subdelegados  de  rentas  ,  los  individuos  de  los  tribunales  de 
comercio,  etc.,  y  en  lo  antiguo  lo  eran  también  los  corregi- 
dores de  capa  y  espada. 

II.  Para  ser  juez  lego  se  cree  que  basta  la  edad  de  veinte 
años,  porque  la  ley  5,  tít.  4,  Part.  3,  y  la  ley  3,  tít.  1,  lib.  ■  1, 
Nov.  Rec,  no  exigen  mas  que  esta  edad  indistintamente 
respecto  de  todos  los  jueces  ordinarios ,  y  porque  la  ley  6  de 
dicho  tít.  y  lib.  de  la  Nov.  Rec. ,  que  pide  veinte  y  seis  en 
los  letrados  ,  nada  dice  de  los  legos  ;  de  lo  cual  inducen  los 
autores  que  la  ley  los  deja  con  sus  veinte  años,  añadiendo 
que  no  debe  estrañarse  esta  diferencia  entre  unos  y  otros  , 
porque  el  juez  letrado  administra  justicia  por  sí  solo ,  y  el 
lego  no  la  administra  sino  con  acuerdo  de  asesor,  quien  in- 
tegra, digámoslo  así,  su  persona  y  suple  su  falta  deciencia  (1). 
Pero  como  la  citada  ley  5,  tít.  4,  Part.  3,  según  la  edición 
hecha  por  la  Academia  de  la  historia ,  la  cédula  de  27  de 
enero  de  1833,  y  los  arts.  231  y  317  de  la  Const.  de  1812 , 
adoptan  la  edad  de  veinte  y  cinco  años  indistintamente  para 
los  jueces  ordinarios,  para  los  letrados  y  para  los  alcaldes, 
es  claro  que  nadie  podrá  ser  juez  lego  sin  que  la  tenga  ;  y 
aun  para  juez  de  comercio  se  requieren  treinta  cumplidos 
por  el  artículo  1186  del  código  de  este  ramo.  f 

III.  El  juez  lego  no  puede  entender  ni  fallar  por  sí  solo 
sino  en  los  juicios  verbales  y  de  poca  importancia  ;  y  en  los 
que  son  de  lal  naturaleza  que  no  pueden  sustanciarse  ni  de- 

(I)  Ka  la  república  de  Méjico,  ya  sea  el  lego  alcalde,  ya  juez  de 
paz  ,  debe  tener  al  menos  veinte  y  cinco  híios,  como  dijimos  en 
una  nota  al  artículo  Edad  para  los  cargos  ú  oficios  públicos. 
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cidirse  con  acierto  sin  la  competente  instrucción  en  el  dere- 
cho, tiene  que  valerse  del  ausilio  del  asesor  ó  consultor  letra- 
do que  le  haya  nombrado  el  rey  ó  del  de  alguno  do  los  abo- 
gados residentes  dentro  ó  fuera  del  pueblo  que  él  mismo  elija. 

Los  gobernadores,  intendentes,  corregidores  y  demás 
jueces  legos  á  quienes  el  rey  nombra  asesor,  no  son  respon- 
sables á  las  resultas  de  las  providencias  y  sentencias  que 
dieren  con  acuerdo  y  parecer  del  mismo- asesor,  el  cual  úni- 
camente lo  deberá  ser  ;  no  pueden  nombrar  ni  valerse  de 
asesor  distinto  del  que  el  rey  les  hubiere  señalado  ;  pero  si 
en  algún  caso  creyeren  tener  razones  para  no  conformarse 
con  su  dictamen,  pueden  suspender  el  acuerdo  ó  sentencia  y 
consultar  á  la  superioridad  con  espresion  de  los  fundamentos 
y  remisión  del  espediente.  Los  alcaldes  y  jueces  ordinarios 
que  determinan  asuntos  con  acuerdo  de  asesor  que  ellos 
mismos  nombran,  tampoco  son  responsables,  y  sí  solo  el 
asesor,  no  probándose  que  en  el  nombramiento  ó  acuerdo 
haya  habido  colusión  ó  fraude. 

Así  lo  dispone  la  ley  9,  til.  16,  Iib.  U,  Nov.  Rec;  pero 
creemos  que  en,  el  dia  no  puede  en  caso  alguno  el  juez  lego 
suspender  el  acuerdo  ó  sentencia  y  consultar  á  la  superiori- 
dad. El  juez  superior  no  puede  nunca  entremeterse  en  el 
fondo  de  causa  pendiente  ante  juez  inferior,  ni  aun  pedír- 
sela para  verla  ,  porque  à  este  compete  de  lleno  su  conoci- 
miento en  primera  instancia  ,  en  lo  cual  nadie  puede  emba- 
razarle ,  como  dice  el  art.  59  del  reglamento  de  26  de 
setiembre  de  1835  :  luego  tampoco  el  juez  inferior,  sea  lego 
ó  letrado  podrá  remitírsela  para  que  la  decida  ó  le  dicte  la 
decisión  que  corresponde ,  ya  porque  la  disposición  del  re- 
glamento quedaría  de  este  modo  ilusoria,  ya  porque  dic- 
tando el  superior  la  sentencia  de  primera  instancia  antici- 
paría la  que  había  de  dar  en  la  segunda,  y  se  verían  los 
litigantes  privados  de  una  de  ellas.  ¿  Qué  hará  pues  el  juez 
lego  cuando  creyere  tener  razones  para  no  conformarse  con 
el  dictamen  del  asesor  que  el  rey  le  ha  nombrado?  Elegir 
otro  asesor  para  la  decisión  de  aquel  punto  ó  negocio,  ó  bien 
arreglar  el  fallo  según  su  conciencia  bajo  su  responsabili- 
dad ,  como  hacen  ó  pueden  hacer  los  tribunales  de  comercio 
en  virtud  del  art.  55  de  la  ley  de  enjuiciamiento.  Y  si  el  juez 
lego ,  desechando  el  dictamen  del  asesor  nombrado  por  el 
rey,  elige  otro  letrado  y  provee  con  arreglo  al  dictamen  de 
este,  |  quién  será  responsable  de  cualquier  error  de  derecho 
que  hubiere  en  la  providencia?  La  citada  tey  de  enjuicia- 
miento quiere  lo  sea  el  juez  que  la  haya  acordado,  sin  per- 
juicio de  la  responsabilidad  que  por  su  ministerio  tenga  el 
letrado  que  hubiere  dado  el  dictamen  erróneo.  Sin  embargo, 
no  habiendo  habido  fraude ,  colusión  ,  parcialidad  ó  cohecho 
en  la  conducta  del  juez  lego  al  desechar  c  dictamen  del  ase- 
sor nombrado  por  el  rey  y  adoptar  el  partido  de  elegir  otro, 
parece  conforme  al  espíritu  de  las  últimas  palabras  de  la 
í! '.endonada  ley  9,  tít.  16,  lib.  11,  Nov.  Rec,  que  la  respon- 
dí.iüdad  recaiga  únicamente  sobre  el  letrado  ;  y  esta  es  la 
■  prudencia  que  siguen  algunos  tribunales  superiores  en 
;  .-i:, tos  que  no  sean  de  comercio. 

S  .  Hoy  tienen  los  intendentes  para  el  despacho  del  juz- 

¡  de  hacienda  pública  dos  asesores,  uno  nombrado  por 
y  y  otro  por  la  respectiva  diputación  provincial.  Véase 
Jurtsiliccion  de  hacienda  pública. 

Los  capitanes  ó  comandantes  generales  de  ejército  ó  dis- 
trito y  los  de  marina  tienen  auditor  ó  asesor  nombrado  por 
la  corona,  el  cual  instruye  y  sustancia  las  causas  corres- 
pondientes á  la  jurisdicción  de  su  jefe,  acuerda  y  firma  con 
él  las  sentencias,  le  espone  su  dictamen  sobre  los  defectos 
de  los  procesos  seguidos  en  los  consejos  de  guerra  ordina- 
rios y  sobre  la  aprobación  ó  desaprobación  de  los  fallos  pro- 
nunciados en  ellos,  y  asiste  á  los  consejos  de  guerra  de  ofi- 
ciales generales.  Véase  Auditor  y  Capitán  ó  comandante 
general* 


Los  tribunales  de  comercio  tienen  también  asesores  ó  con- 
sultores nombrados  por  el  rey  á  propuesta  en  terna  de  aque- 
llos, para  que  les  den  su  dictamen  sobre  las  dudas  de  de- 
recho que  les  ocurran  en  el  orden  de  sustanciacion  ó  en  la 
decisión  de  los  negocios  de  su  competencia  ;  arts,  1  1 96  y  1 197 
del  cód.  de  com.  Véase  Tribunal  de  comercio. 

V.  Aunque  por  juez  lego  se  entiende  regularmente  el  qno 
no  es  letrado  ,  como  se  ha  indicado  al  principio  de  este  ar- 
tículo ,  sin  embargo  en  la  jurisprudencia  canónica  cualquiera 
de  los  jueces  que  ejercen  la  jurisdicción  ordinaria  ó  común, 
sea  lego  ó  letrado,  se  suele  designar  con  la  denominación 
de  juez  lego  en  contraposición  al  juez  eclesiástico,  aunque 
con  mas  propiedad  se  le  llama  también  juez  seglar  ó  se- 
cular. 

JUEZ  letrado.  El  juez  que  tiene  título  de  licenciado  en 
leyes  ó  de  abogado ,  y  administra  justicia  por  sí  mismo  sin 
necesidad  de  asesor.  Son  jueces  letrados  los  jueces  de  pri- 
mera instancia  de  los  partidos ,  los  magistrados  de  las  au- 
diencias y  del  tribunal  supremo  de  justicia  ,  algunos  de  los 
del  tribunal  supremo  de  guerra  y  marina  ,  los  provisores  ó 
vicarios  ge-nerales  de  las  diócesis,  etc.  Aunque  la  ley  6,  tít.  1, 
lib.  11,  Nov.  Rec,  exija  la  edad  de  veinte  y  seis  años  en  los 
jueces  letrados,  basta  ahora  la  de  veinte  y  cinco  según  la 
real  cédula  de  27  de  enero  de  1853  y  el  art.  251  de  la  Const. 
de  1812  :  bien  que  para  ser  magistrado  de  una  audiencia  se 
requiere  la  edad  de  treinta  años  cumplidos,  y  de  cuarenta 
para  serlo  del  tribunal  supremo  de  justicia ,  según  real  de- 
creto de  29  de  noviembre  de  1838.  Véase  Juez  de  primera 
instancia  de  partido. 

JUEZ  civil.  El  que  conoce  de  los  negocios  contenciosos 
en  que  solo  se  trata  de  intereses  pecuniarios,  sin  mezclarse 
en  la  persecución  y  castigo  de  los  delitos  ;  como  por  ejem- 
plo antiguamente  los  oidores,  y  ahora  los  jueces  de  comercio. 
También  suele  llamarse  juez  civil  el  que  ejerce  la  juris- 
dicción ordinaria  ó  común  en  asuntos  civiles  ó  criminales, 
por  contraposición  al  juez  eclesiástico,  al  militar  y  al  de  cual- 
quiera otro  fuero  privilegiado. 

[*  Con  respecto  á  la  república  de  M¿j:co  .,  el  srt.  75  de  la 
ley  de  23  de  mayo  de  1857  sobre  administración  de  justicia 
dice  :  Los  juzgados  inferiores  se  dividirán  en  civiles  y  crimina- 
les en  todas  las  cabeceras  de  distrito  ó  de  partido  donde  hu- 
biere dos  ó  mas  jueces,  destinándose  la  mitad  de  estos,  ó 
su  mayoría  si  el  número  fuere  impar,  única  y  esclusiva- 
mente  al  despacho  del  ramo  criminal,  y  el  resto  ó  la  orja 
mitad  al  ramo  civil ,  sin  que  los  de  aquella  clase  puedan  por 
ningún  motivo  llevar  derechos  algunos. —  Art.  7Ü.  Los  jue- 
ces de  lo  civil  conocerán  también  de  todos  los  incidentes  cri- 
minales que  ocurran  en  las  causas  de  su  inspección,  y  los  de 
lo  criminal  en  igual  caso  de  los  civiles.—  Art.  88.  Todos  los 
pleitos  y  causas  civiles  ó  criminales  de  cualquiera  clase  y 
naturaleza  que  sean ,  se  entablarán  y  seguirán  necesaria- 
mente ante  el  juez  respectivo  del  mismo  en  primera  instancia, 
esceptuándose  los  casos  en  que  los  eclesiásticos  y  militares 
deban  gozar  fuero,  con  arreglo  á  las  leyes  constitucionales  y 
demás  vigentes]. 

JUEZ  criminal.  El  que  conoce  de  las  causas  en  que  solo 
se  trata  de  la  persecución  y  castigo  de  los  delitos,  sin  mez- 
clarse en  asuntos  que  solo  versan  sobre  intereses  ;  como  por 
ejemplo  los  antiguos  alcaldes  del  crimen  ,  y  en  lo  militar  los 
consejos  de  guerra. 

[  *  Por  lo  que  toca  à  la  república  de  Méjico  ,  en  el  art.  76 
de  la  citada  ley  sobre  administración  de  justicia  so  eslabieco 
que  en  los  juzgados  crimínales  de  Ia.  instancia  habrá  un 
escribano,  un  escribiente  y  un  comisario,  que  servirá  asi- 
mismo de  ministro  ejecutor.  Los  mismos  subalternos  habrá 
en  el  distrito  ó  partido  en  que  por  ser  uno  solo  el  juez  ,  tenga 
reunidos  los  dos  ramos  espresados,  y  los  juzgados  civiles 
tendrán  un  ministro  ejecutor  y  un  comisario.  —  Art.  78.  Eu 
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la  ciudad  de  Méjico  se  formarán  los  juzgados  criminales  con 
un  escribano,  que  lo  será  nato  del  tribunal  :  otro  que  se 
denominará  de  diligencias,  dos  escribientes,  un  ministro 
ejecutor  y  dos  comisarios.  Y  los  civiles  tendrán  un  ministro 
ejecutor  y  un  comisario.  ] 

JUEZ  civil  y  criminal.  El  que  tiene  facultad  para  en- 
tender indistintamente  así  en  las  causas  que  versan  sobre 
intereses  pecuniarios  como  en  las  relativas  al  castigo  de  los 
delitos.  Son  jueces  civiles  y  criminales  ,  por  ejemplo  ,  los 
que  ejercen  la  jurisdicción  ordinaria  en  todos  sus  grados, 
así  como  los  que  ejercen  la  eclesiástica  ,  y  los  capitanes  ó 
comandantes  generales  de  las  provincias. 

JUEZ  inferior.  El  juez  que  administra  justicia  bajo  la 
dependencia  ,  inspección  ó  revision  de  otro  de  superior 
grado.  Son  jueces  inferiores  los  alcaldes  de  los  pueblos ,  los 
jueces  de  primera  instancia  de  los  partidos,  los  intendentes 
y  demás  subdelegados  de  rentas  ,  los  jueces  de  comercio,  y 
todos  aquellos  que  no  administran  justicia  sino  en  primera 
instancia  con  apelación  á  la  Audiencia  del  territorio.  Son 
también  jueces  inferiores  en  su  ramo  respectivo  los  provi- 
sores y  vicarios  generales  délas  diócesis,  los  capitanes  ó 
comandantes  generales  de  distritos  y  los  gobernadores  mili- 
tares de  plazas.  Véase  Jurisdicción  en  sus  diferentes  artí- 
culos. 

Los  jueces  inferiores  que  después  de  haber  hecho  todas  las 
diligencias  posibles  para  juzgar  con  acierto  ,  no  encuentran 
todavía  clara  la  justicia  ó  el  derecho  á  favor  de  una  ó  de  otra 
parte  ,  pareciéndoles  que  la  probabilidad  está  igualmente 
por  entrambas,  deben  remitir  la  causa  al  superior  para  que 
la  decida  ,  según  sientan  comunmente  los  autores  fundados 
en  la  ley  H,  tít.  22,  Part.  5  (i);  pero  en  el  dia  ya  no  puede 
tener  lugar  esta  doctrina.  La  primera  instancia  compete  de 
lleno  á  los  jueces  inferiores  ,  y  la  segunda  y  demás  á  los 
superiores  :  estos  no  pueden  entrar  en  el  fondo  de  las  causa* 
pendientes  ante  aquellos ,  ni  aquellos  remitírselas  á  estos  aun 
<:d  effeclum  videndi,  como  se  ha  dicho  en  el  artículo  Juez 
leyó,  n.  III.  Fuerza  será  pues  que  el  juez  inferior,  sea  lego 
ó  letrado  ,  falle  y  resuelva  en  todo  caso  las  causas  y  negocios 
que  fueren  de  su  atribución,  sin  que  jamas  puedan  servirle 
de  escusa  la  obscuridad,  la  insuficiencia  ó  el  silencio  de  la 
ley,  ni  la  igualdad  ó  la  complicación  de  las  pruebas  que  por 
ambas  partes  se  presentaren  ,  y  sin  que  se  valga  del  medio 
de  dirigir  consultas  sobre  estos  puntos  al  superior,  que  no 
debe  por  cierto  convertirse  en  su  asesor  nato  ni  comprometer 
y  anticipar  sus  fallos  en  causas  el  que  luego  ha  de  conocer 
en  la  instancia  que  de  compete.  Véase  Juez,  n.  XII,  con 
los  artículos  que  allí  se  citan  ,  y  Juez  superior. 

JUEZ  superior.  El  que  tiene  autoridad  para  juzgar  las 
causas  en  apelación  y  conocer  de  las  quejas  que  dedujeren 
los  litigantes  contra  el  juez  inferior.  La  ley  1 ,  tít.  h ,  Part.  5, 
le  llama  sobrejuez. 

No  pueden  ya  los  jueces  superiores  quitar  á  los  inferiores 
el  conocimiento  de  las  causas  que  en  primera  instancia  les 
corresponden  por  la  ley,  ni  conocer  de  ellas  á  prevención 
con  estos ,  ni  avocarlas  cuando  todavía  se  hallaren  pendientes 
en  dicha  instancia  ,  ni  entremeterse  en  el  fondo  de  ellas 
cuando  promuevan  su  curso  ó  se  informen  de  su  estado,  ni 
pedírselas  aun  ad  effeclum  videndi ,  ni  retener  su  conoci- 
miento cuando  haya  apelación  de  auto  interlocutorio ,  ni 
embarazarles  de  otro  modo  el  ejercicio  de  su  jurisdicción  : 
pero  en  virtud  de  la  inspección  que  tienen  sobre  la  adminis- 
tración de  justicia  y  los  encargados  de  ella,  pueden  exigirles 
las  listas,  informes  y  noticias  que  estimen  respecto  á  las 


(1)  Gom.  Negro,  clem.  de  práct. ,  pág.  140.  Véase  la  Cur.  Fi- 
h'p.,  juic.  civ.  ,  §  18,  n.  4;  pero  entre  los  Mejicanos  ténganse 
presentes,  si  es  duda  de  ley,  las  órdenes  de  18  y  22  de  julio 
de  1820. 


causas  civiles  ó  criminales  fenecidas  y  al  estado  de  las  pen- 
dientes ,  prevenirles  lo  que  convenga  para  su  mejor  y  mas 
pronta  espedicion ,  y  cuando  haya  justo  motivo  censurarlos, 
reprenderlos ,  apercibirlos,  multarlos,  y  aun  formarles  causa, 
de  oficio  ó  á  instancia  de  parte,  por  los  retrasos,  descuidos 
y  abusos  graves  que  notaren ,  aunque  oyéndolos  en  justicia 
siempre  que  reclamen  contra  cualquiera  corrección  que  les 
impongan  sin  haberles  formado  causa,  absteniéndose  de  mo- 
lestarlos ó  desautorizarlos  con  apercibimientos ,  reprensiones 
ú  otras  condenas  por  leves  y  escusables  faltas  ,  ó  por  errores 
de  opinion  en  casos  dudosos ,  y  no  dejando  nunca  de  tra- 
tarlos con  aquel  decoro  y  consideración  que  se  debe  á  su 
ministerio  ;  arts.  20,  56  y  S9  del  regí,  de  26  de  setiembre  de 
1 85b.  Véase  Juez  de  primera  instancia  de  partido  y  Juris- 
dicción real  ordinaria. 

JUEZ  a  quo.  El  juez  de  quien  se  apela  para  ante  el  su- 
perior. 

JUEZad  quem.  El  juez  para  ante  quien  se  interpone  la 
apelación  de  otro  inferior. 

JUEZ  de  alzadas  ó  apelaciones.  Cualquier  juez  supe- 
rior á  quien  van  las  apelaciones  de  los  inferiores. 

JUEZ  supremo.  Cualquiera  de  los  magistrados  que  se 
hallan  en  el  último  grado  del  orden  judicial  ;  pero  esta  deno- 
minación no  suele  aplicarse  á  los  magistrados  personalmente 
considerados,  sino  solo  al  tribunal  de  que  son  individuos. 
Véase  Tribunal  supremo. 

JUEZ  acompañado.  El  juez  que  se  nombra  para  quo 
acompañe  al  originario  de  la  causa,  cuando  este  ha  sido 
recusado  por  el  actor  ó  el  reo.  Véase  Recusación. 

JUEZ  competente.  El  juez  que  tiene  jurisdicción  para 
conocer  de  un  asunto  ó  negocio  en  cuestión;  ó  el  que  no 
conoce  sino  de  los  asuntos  que  le. atribuye  la  ley  entre  per- 
sonas sorhetidas  á  su  jurisdicción  (2). 

Todo  juez,  cualquiera  que  sea  la  jurisdicción  que  ejerza, 
ora  la  real  ordinaria,  ora  alguna  de  las  especiales  ó  privile- 
giadas, debe  limitarse  en  el  ejercicio  de  sus  funciones  al 
territorio  que  le  está  asignado  y  á  las  personas  y  cosas  quo 
la  ley  ha  sujetado  á  su  autoridad  ;  y  mientras  así  se  conduzca, 
será  juez  competente  y  podrá  pedir  de  oficio  ó  á  instancia 
de  parte  la  inhibición  de  cualquier  otro  que  le  usurpe  sus 
atribuciones.  Véase  Competencia  en  materia  civil ,  Compe- 
tencia en  materia  criminal,  Fuero  y  Jurisdicción. 

JUEZ  incompetente.  El  que  no  tiene  jurisdicción  para 
conocer  de  una  causa  de  que  se  trata ,  ya  sea  por  razón  de 
la  materia,  ya  sea  por  razón  de  la  persona.  Carece  de  ju- 
risdicción por  razón  de  la  materia ,  cuando  el  asunto  perte- 
nece á  otro  juez  :  carece  por  razón  de  la  persona ,  cuando 
siendo  el  asunto  de  su  atribución ,  no  le  está  sujeta  la  per- 
sona contra  quien  se  quiere  proceder. 

En  caso  de  que  un  juez  quiera  usurpar  la  jurisdicción  que 
no  le  compete  conociendo  de  un  negocio  que  corresponde  á 
otro  fuero  por  cualquiera  de  las  dos  razones  de  la  persona 
ó  de  la  materia,  puede  impedirlo  el  litigante  interesado  ,  ó 
bien  el  juez  competente  :  este  defendiendo  su  jurisdicción  y 
formando  contienda  de  competencia  al  usurpador  en  la 
forma  indicada  en  el  articulo  Competencia  :  aquel  declinando 
la  jurisdicción  del  usurpador,  esto  es,  pidiéndole  que  so 
inhiba  del  conocimiento  del  negocio,  que  se  declare  incom- 
petente, y  mande  al  actor  use  de  su  derecho  donde  corres- 
ponda. Si  el  juez  tenido  por  incompetente  no  quiere  decla- 
rarse tal  en  vista  de  la  declinatoria,  ó  si  el  competente  á 
pesar  de  la  escitacion  del  interesado  rehusa  defender  su 

(2)  Téngase  presente  todo  lo  dicho  en  el  art.  Competencia,  y 
la  ley  21,  tít.  4,  lib.  6,  Nov.  Rec,  y  sus  ñolas,  que  es  el  real  de- 
creto de  9  de  febrero  de  1793  ,  acerca  del  fuero  militar  en  causas 
civiles  y  criminales,  publicado  en  Méjico  por  el  conde  de  Revilla- 
gigedo,  A  22  de  mayo  de  ITùo. 
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jurisdicción  usurpada  ,  como  asimismo  en  cualquiera  délos 
casos  contrarios,  puede  interponerse  apelación  por  la  parte 
que  se  sintiere  agraviada  ,  pues  que  el  auto  de  uno  y  otro 
juez  tendría  fuerza  de  definitivo.  Gonlosjuzgadosó  tribunales 
eclesiásticos  no  se  promueven  ni  sostienen  competencias, 
sino  que  se  usa  del  recurso  de  fuerza.  Véase  Competencia , 
Excepción  declinatoria ,  y  Recurso  de  fuerza. 

Mas  un  juez  incompetente  puede  hacerse  competente  por 
Voluntad  espresa  ó  tácita  de  las  partes  :  por  voluntad  es- 
presa, sometiéndose  á  él  personas  que  no  le  estaban  sujetas, 
con  renuncia  positiva  de  su  propio  fuero  :  por  voluntad 
tácita ,  compareciendo  en  su  tribunal  personas  que  no  le 
estaban  sujetas  ,  sin  declinar  su  jurisdicción.  Pero  al  efecto 
es  indispensable  que  la  causa  no  sea  de  tal  naturaleza  que 
no  pueda  entablarse  ante  el  juez  incompetente,  y  que  los 
litigantes  puedan  renunciar  su  propio  fuero  y  someterse  á 
otro  juez.  Véase  Jurisdicción  prorogada. 

Como  las  competencias  de  jurisdicción ,  maliciosas  mu- 
chas veces  ó  enteramente  voluntarias  por  capricho  de  parte 
de  algunos  jueces,  contribuyen  en  gran  manera  á  dilatarlas 
causas  criminales,  está  declarado  por  el  art.  6o.  del  decreto 
de  Cortes  de  11  de  setiembre  de  1820,  restablecido  en  30  de 
agosto  de  1836,  que  los  que  las  promuevan  y  sostengan 
contra  ley  espresa  y  terminante  incurren  en  la  pena  señalada 
por  el  art.  7o.  de  la  ley  de  responsabilidad  de  %k  de  marzo 
de  1813  ,  esto  es ,  en  la  del  pago  de  todas  las  costas  y  per- 
juicios y  en  la  de  suspension  de  empleo  y  6ueldo  por  un 
año ,  y  por  la  reincidencia  en  igual  pago ,  privación  de  em- 
pleo é  inhabilitación  para  volverá  ejercer  la  judicatura; 
debiendo  el  mismo  tribunal  que  dirima  la  competencia ,  im- 
poner al  propio  tiempo  y  hacer  efectiva  la  pena,  ejecutándola 
irremisiblemente ,  desde  luego ,  sin  perjuicio  de  que  después 
se  oiga  al  juez  que  la  sufra  si  reclamase.  Mas  nft  estando 
restablecida  la  citada  ley  de  responsabilidad  de  1813,  parece 
que  no  se  está  en  el  caso  de  imponer  la  pena  que  en  ella  se 
contiene;  bien  que:  alguna  habrá  de  imponerse ,  y  cuando 
menos  la  satisfacción  de  costas  y  perjuicios,  pues  que  todo 
juez  es  responsable  de  lo  que  practicare  contra  las  leyes. 

JUEZ  de  competencias.  Cualquiera  de  los  dos  ministros 
de  cada  uno  de  los  consejos  ó  tribunales  supremos  que 
anualmente  designaba  el  rey  para  decidir  á  pluralidad  de 
votos  las  competencias  formadas  por  las  diferentes  jurisdic- 
ciones. Véase  Competencia,  art.  3o. 

JUEZ  ó  canciller  de  competencias.  En  la  corona  de 
Aragon  era  el  eclesiástico ,  nombrado  por  el  rey  para  deci- 
dir las  competencias  entre  la  jurisdicción  real  y  la  eclesiás- 
tica. Véase  Canciller  de  contenciones. 

JUEZ  privativo.  El  que  tiene  facultad  para  conocer  de 
una  causa  con  inhibición  ó  esclusion  del  juez  ordinario  que 
debería  determinarla.  Tal  es  el  que  ha  sido  delegado  por 
juez  superior  al  del  partido  ,  pues  inhibe  y  priva  á  los  ordi- 
narios del  conocimiento  de  las  causas  contenidas  en  su  co- 
misión, aunque  pendan  ante  ellos  :  bien  que  hoy  no  puede 
haber  jueces  privativos  de  esta  especie,  porque  nadie  puede 
ser  juzgado  por  comisión  alguna,  según  se  ha  dicho  al  fin 
del  artículo  Juez  delegado.  Tal  es  también  el  que  ejerce 
alguna  jurisdicción  privilegiada  ó  especial  en  ordena  ciertas 
causas  ó  personas  que  se  han  sustraído  por  la  ley  á  la  juris- 
dicción real  ordinaria  ó  común;  como  por  ejemplo  el  juez 
eclesiástico,  el  militar,  el  de  hacienda  y  el  de  comercio. 

JUEZ  apartado.  Llamábase  así  en  nuestra  antigua  le- 
gislación todo  juez  que  por  comisión  peculiar  ó  especial 
entendía  en  los  negocios  que  se  ponian  á  su  cargo ,  con  in- 
hibición de  las  justicias  ordinarias;  y  también  el  que  ejercía 
alguna  jurisdicción  privilegiada  ,  como  por  ejemplo  la  de  la 
Mesta  :  de  suerte  que  viene  á  ser  lo  mismo  que  juez  priva- 
tivo ;  y  decíase  apartado,  porque  su  jurisdicción  se  apartaba 
ó  desmembtuba  de  la  común  ú  ordinaria. 


JUEZ  ó  alcalde  entregador.  Véase  Alcaldes  de  la 
Mesta. 

JUEZ  de  arribadas.  El  juez  de  marina  encargado  de 
entender  en  los  negocios  pertenecientes  á  los  buques  en  los 
puertos  de  mar. 

JUEZ  militar.  Véase  Jurisdicción  militar. 

JUEZ  de  hacienda.  V éase  Jurisdicción  de  hacienda. 

JUEZ  de  comercio.  Véase  Tribunal  de  comercio. 

JUEZ  escolástico  ó  juez  del  estudio.  Véase  Fuero 
académico  o  escolar. 

JUEZ  conservador  ó  protector.  El  juez  eclesiástico  ó 
secular  nombrado  por  el  papa  con  jurisdicción  y  potestad 
para  defender  de  violencias  á  alguna  iglesia,  monasterio  , 
convento  ,  comunidad  regular  y  militar,  ú  otros  eclesiásti- 
cos: —  el  nombrado  por  privilegio  del  rey  para  conocer  pri- 
vativamente de  los  asuntos  civiles  de  alguna  comunidad  ó 
gremio  ,  como  de  los  intereses,  haciendas  ó  recaudación  de 
sus  rentas; — y  el  juez  nombrado  por  el  rey  con  jurisdicción 
privativa  para  conocer  en  primera  instancia  de  ciertos  liti- 
gios de  los  estranjeros  transeúntes. 

Los  jueces  conservadores  de  iglesias  no  podian  perturbar 
la  jurisdicción  real,  ni  entremeterse  à  conocer  sino  de  in- 
jurias y  ofensas  manifiestas  y  notorias  que  se  hiciesen  á  las 
iglesias  ó  monasterios  y  personas  eclesiásticas  ,  bajo  las 
penas  de  estragamiento  del  reino  y  pérdida  de  las  tempora- 
lidades ;  leyes  6  ,  7  y  8  ,  lit.  1 ,  lib.  2  ,  Nov.  Rec. 

El  nombramiento  de  juez  conservador  de  estranjeros  solia 
recaer  en  alguno  de  los  magistrados  de  la  real  Audiencia  del 
distrito  en  que  se  establecía  el  juzgado ,  y  su  jurisdicción  se 
limitaba  á  conocer  privativamente,  con  apelación  al  supre- 
mo consejo  de  guerra  ,  de  las  causas  que  se  movian  entre 
los  estranjeros  transeúntes  de  una  misma  nación  que  venían 
á  comerciar  por  mayor,  y  de  aquellas  en  que  estos  eran  reoB 
convenidos  por  otro  cualquiera,  ora  fuese  subdito  español, 
ora  de  otro  pais;  ley  5  ,  til.  11  ,  lib.  6  ,  Nov.  Rec.  Véase 
Extranjero ,  n.  VI. 

JUEZ  in  curia.  Cualquiera  de  los  seis  jueces  ó  protono- 
tarios  apostólicos  españoles  ,  á  quienes  el  nuncio  del  papa 
en  Madrid  debia  cometer  el  conocimiento  de  las  causas  que 
venian  en  apelación  á  su  tribunal,  no  pudiendo  él  conocer 
por  sí  sino  en  los  casos  en  que  su  sentencia  causaba  ejecu- 
toria. Después  del  establecimento  de  la  Rota  española  ,  he- 
cha por  el  sumo  pontífice  Clemente  XIV  á  solicitud  del  señor 
don  Carlos  III ,  se  dio  nueva  forma  al  conocimiento  do  las 
causas  eclesiásticas  en  el  reino  :  se  suprimieron  los  jueces  in 
curia,  los  cuales  se  llamaban  así  porque  debían  residir  en 
la  corte;  y  hoy  conoce  la  Rota  de  las  causas  de  que  ellos 
conocían.  Véase  Rola. 

JUEZ  de  enquesta.  Ministro  togado  de  Aragon,  que 
hacia  inquisición  ó  pesquisas  contra  los  ministros  de  justicia, 
notarios,  escribanos  y  demás  curiales  por  los  escesos  y  de- 
litos cometidos  en  el  ejercicio  de  sus  empleos ,  y  los  casti- 
gaba procediendo  de  oficio  y  no  á  instancia  de  parle. 

JUEZ  mayor  de  Vizcaya.  Uno  de  los  magistrados  de  la 
cnancillería  de  Valladolid  ,  el  cual  formaba  tribunal  por  sí 
solo  y  conocía  en  segunda  instancia  de  las  causas  civiles  j 
criminales  de  los  vizcaínos  ,  que  iban  en  apelación  del  eos 
regidor  y  justicias  ordinarias  de  Vizcaya,  y  que  luego  pa- 
saban en  grado  de  revista  á  la  sala  titulada  también  tnayoi 
de  Vizcaya  establecida  en  la  misma  cnancillería  y  compuesta 
del  presidente  y  de  cierto  número  de  magistrados  ;  leyrs  del 
tit.  16,  lib.  5,  Nov.  Rec.  Hoy  van  las  apelaciones  de  los 
jueces  ordinarios  de  Vizcaya  á  la  Audiencia  territorial  de 
Burgos. 

JUEZ  oficial  de  capa  y  espada.  Cada  uno  de  los  mi- 
nistros de  capa  y  espada  que  había  en  la  Audiencia  de  la 
contratación  á  Indias  en  Cádiz,  cuando  existia  este  tribu- 
nal. 
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JUEZ  subdelegado.  La  persona  á  quien  el  juez  delegado 
cómele  su  jurisdicción  ó  da  sus  veces.  Véase  Juez  delegado. 

JUEZ  de  hecho.  El  que  sin  tener  carácter  público  do 
magistratura  es  llamado  ante  el  tribunal  para  calificarlas 
pruebas  y  decidir  sobre  los  puntos  de  hecho,  guiándose 
para  ello,  no  por  las  reglas  de  derecho  ,  sino  por  su  buen 
sentido ,  por  su  propia  convicción ,  por  su  conciencia ,  sin 
responsabilidad  alguna  de  los  errores  que  cometa  en  sus 
fallos.  Véase  Jurado. 

JUEZ  de  derecho.  El  juez  letrado  que  en  vista  de  la  de- 
claración de  los  jueces  de  hecho  sobre  las  pruebas  no  hace 
mas  que  aplicar  la  ley  al  caso  de  que  se  trata.  Véase 
Jurado. 

f  JUEZ  fiscal.  El  oficial  encargado  de  instruir  y  diri- 
gir los  procedimientos  en  los  delitos  sujetos  al  conocimiento 
.délos  tribunales  militares. 

>  Generalmente  hablando  corresponde  este  cargo  á  los  ayu- 
dantes ,  aunque  el  jefe  competente  puede  nombrar  también 
á  cualquiera  oficial  en  activo  servicio,  retirado  ó  en  cuar- 
tel ,  de  graduación  proporcionada  á  la  del  presunto  reo ,  ó  á 
la  entidad  del  crimen  que  se  pesquisa ,  ó  procedimientos 
que  se  instruyen.  —  Ningún  oficial  podrá  escusarse  de  ad- 
mitir el  cargo  de  juez  fiscal  si  no  tuviese  justas  causas  para 
ello,  como  parentesco  inmediato  con  el  presunto  reo,  moti- 
vos públicos  y  probados  de  enemistad  ú  odio,  tener  que  ser- 
vir de  testigo  en  el  proceso  por  haber  presenciado  el  delito 
ú  otras  semejantes.  Una  vez  empezado  el  fiscal  á  ejercer  su 
cargo,  han  de  mediar  razones  muy  poderosas  para  que  de- 
sista de  los  procedimientos,  y  el  capitán  general,  ó  general 
en  jefe ,  de  acuerdo  con  su  auditor,  han  de  resolver  la  con- 
sulta que  el  fiscal  les  dirigiese  sobre  el  objeto.  Rl.  órd.  de 
10  de  mayo  de  I8hlô. 

JUGLAK.  El  que  con  juegos,  bufonadas,  gestos,  cuen- 
tos ó  patrañas  y  chocarrerías  procura  divertir  y  hacer  reir 
á  otros.  Son  infames  por  .derecho,  según  la  ley  k,  tít.  6, 
Part.  7,  los  juglares  et  los  remedadores  et  los  fazedores  de 
los  zaharrones  (moharraches  ó  botargas)  que  públicamente 
andan  por  el  pueblo  ó  cantan  ó  fazen  juegos  por  precio;  et 
esto  es  porque  se  envilecen  ante  todos  por  aquel  precio  que 
les  dan  :  mas  los  que  tanxiesen  estrumentos  ó  cantasen  por 
solazar  á  sí  mesmos ,  ó  por  fazer  plazer  á  sus  amigos  ó  dar 
alegría  á  los  reyes  ó  á  los  otros  señores,  non  serien  por  ende 
enfaenados. 

JUICIO.  La  controversia  y  decisión  legítima  de  una  cau- 
sa ante  y  por  el  juez  competente  ;  ó  sea,  la  legítima  discu- 
sión de  un  negocio  entre  actor  y  reo  ante  juez  competente 
que  la  dirige  y  determina  con  su  decisión  ó  sentencia  defini- 
tiva :  Legitima  rei  controversée  apud  judicem  inter  litigantes 
Iraclaiio,  seu  disceptatio,  et  dijudicalio,  como  dicen  con  exac- 
titud los  canonistas  conforme  á  la  glosa  in  cap.  Forus  10, 
de  verb.  signifie.  La  serie  de  las  actuaciones  judiciales  no 
es  propiamente  el  juicio  como  algunos  le  definen ,  sino  el 
método  con  que  en  él  se  procede  ;  y  así  es  que  no  llamamos 
juicio  al  proceso. 

I.  La  palabra  juicio  significa  ademas  :  — Io.  la  sentencia  y 
aun  lodo  mandamiento  del  juez;  ley  1 ,  tít.  %%,  Part.  3  :  — 
2o.  el  tribunal  del  juez  ó  el  lugar  donde  se  juzga;  y  en  este 
sentido  se  dice  «  citar  à  juicio ,  »  que  es  avisar  judicialmen- 
te á  uno  para  que  se  presente  en  el  tribunal;  «  parecer  en 
juicio ,  »  que  es  deducir  ante  el  juez  la  acción  o  derecho  que 
se  tiene  ,  ó  las  escepciones  que  escluyen  la  acción  contra- 
ria ;  «pedir  enjuicio,  »  que  es  presentarse  uno  en  el  juzga- 
do proponiendo  sus  acciones.y  derechos  : — 3o.  la  instancia; 
y  así  se  "dice  «  abrir  el  juicio,»  que  es  conceder  una  instancia 
estraordinaria  después  de  ejecutoriado  el  juicio,  para  que 
las  parles  deduzcan  de  nuevo  sus  acciónese  escepciones  : — 
tí0,  el  modo  de  proceder  ;  y  así  se  dice  «  sin  estrépito  ó  forma 
de  juicio,»  con  cuya  locución  se  esplica  que  en  algunos 


pleitos  o  causas  no  se  procede  con  las  solemnidades  de  de- 
recho, sino  de  plano,  breve  y  sumariamente  ;  —  b°.  la  ju- 
risdicción, la  autoridad,  el  fuero;  y  en  este  sentido  se  sien- 
la  en  los  caps.  Decemimus  y  Quanto  ,  exlr.  de  judiciis,  que 
los  negocios  eclesiásticos  no  se  han  de  dejar  al  juicio  de  los 
legos  ,  y  que  las  causas  relativas  al  derecho  de  patronato 
deben  decidirse  en  juicio  eclesiástico  :  —  6o.  la  discreción  , 
la  cordura,  la  prudencia;  como  cuando  decimos  que  los  im- 
púberes, los  mentecatos  y  los  dementes  no  pueden  obligarse 
ni  ser  jueces,  porque  carecen  de  juicio  :  —  7o.  la  opinic*  y 
el  parecer  ó  dictamen;  como  cuando  para  la  decisión  acer- 
tada de  algún  punto  ó  negocio  se  requiere  el  juicio  de  peri- 
tos :  —  8o.  en  la  sagrada  Escritura,  por  fin  ,  la  condenación, 
la  perdición  ó  la  pena  ;  como  en  la  epíst.  Ia.  á  los  de  Co- 
rinto  ,  cap.  XI,  en  las  palabras  judicium  sibi  manducal  et 
bibil,  se  come  y  bebe  su  juicio,  esto  es,  su  condenación  ó 
perdición  ;  y  en  el  Evangelio  de  san  Mateo  ,  cap.  V,  en  las 
palabras  qui  occideril,  reus  erit  judíelo,  el  que  matare  será 
reo  de  juicio,  esto  es,  digno  de  pena. 

II.  El  juicio,  tomado  en  su  acepción  principal ,  esto  es, 
por  la  discusión  y  determinación  judicial  de  un  negocio,  que 
es  de  la  que  se  trata  en  este  artículo  y  en  los  siguientes,  se 
divide  :  —  Io.  por  razón  de  los  medios  que  se  adoptan  para 
que  las  partes  obtengan  su  derecho  ,  en  juicio  de  concilia- 
ción ó  de  paz ,  juicio  arbitral  ó  de  avenencia  ,  y  juicio  con- 
tencioso :  —  2°.  por  razón  de  la  materia  ó  causa  que  en  él 
se  trata,  en  civil ,  criminal  y  mixto  :  —  3o.  por  razón  de  la 
entidad  ó  importancia  de  la  misma  causa  ó  materia  ,  en  jui- 
cio ó  pleito  de  menor  y  de  mayor  cuantía  :  —  h°.  por  razón 
del  objeto,  en  petitorio  y  posesorio  :  —  5o.  por  razón  de  sus 
formas,  ó  sea  por  el  modo  de  proceder,  en  verbal  y  escrito, 
ordinario  ó  plenario  y  estraordinario  ó  sumario  y  sumarí- 
simo  :— 6o.  por  razón  del  fin,  en  declarativo  y  ejecutivo  :— 
7o.  por  razón  de  los  litigantes,  en  doble  y  sencillo  :— 8o.  por 
razón  de  la  concurrencia  de  uno  ó  de  muchos  acreedores , 
en  universal  y  particular  :  —  9o.  por  razón  del  fuero  ,  en 
secular,  eclesiástico  ,  militar,  etc.  Véanse  los  artículos  que 
subsiguen. 

III.  En  todos  los  juicios  se  requieren  esencialmente  tres 
personas  principales  ;  á  saber  :  —  Io.  el  juez  que  dirige  el 
orden  del  proceso  con  sus  providencias  ó  autos  interlocuto- 
rios  y  decide  con  arreglo  á  las  leyes  la  cuestión  principal 
por  medio  de  su  sentencia  definitiva  :  —  2o.  el  actor  llamado 
así  ab  agendo  ,  que  es  quien  propone  la  acción  y  provoca  el 
juicio ,  y  que  en  las  causas  civiles  se  dice  también  deman- 
dante y  en  las  criminales  acusador  :  —  3o.  el  reo ,  llamado 
así  non  à  realu,  sed  à  re,  que  es  la  persona  provocada  á  jui- 
cio por  el  actor  y  contra  la  cual  se  pide  y  procede  en  él ,  y 
en  los  negocios  civiles  se  denomina  también  demandado. 
Ademas  de  estas  tres  personas  principales ,  suelen  interve- 
nir oíros  agentes  accesorios  para  ausiliar  la  acción  de  la  au- 
toridad judicial  ó  el  interés  de  los  litigantes.  Intervienen  para 
ayudar  al  juez  :  —  Io.  el  escribano  que  redacta  y  autoriza 
con  su  firma  euanlo  pasa  en  el  juicio,  principalmente  los 
autos  interlocutorios  ,  providencias  y  decisiones  del  juez  : 
—  2o.  el  asesor  que  cuando  el  juez  es  lego  le  asisle  con  su 
dictámeu  ,  integrando  en  cierto  modo  su  persona  :  —  3o.  los 
alguaciles  que  llevan  á  efecto  las  providencias  ó  mandamien- 
tos que  el  juez  pone  á  su  cargo  :  —  k°.  los  peritos  ó  espertas 
de  que  á  veces  tiene  que  acompañarse  el  juez  para  hacer 
algún  reconocimiento.  Intervienen  para  ayudar  á  los  liti- 
gantes :  Io.  los  procuradores  que  los  representan  y  obran  á 
nombre  de  ellos  :  2o.  los  abogados  que  los  patrocinan  y  de- 
fienden :  3o.  los  testigos  que  66  presentan  para  probar  sus 
acciones  ó  escepciones.  Véase  Juez,  Actor,  Reo,  Escribano, 
Asesor,  Juez  lego  ,  Alguacil,  Procurador,  Abogado,  Peritos 
y  Testigos. 

IV.  Las  partes  principales  da^ne.  hablando  en  general, 
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se  componen  los  juicios  ,  son  la  demanda ,  la  citación  ó  em- 
plazamiento, la  contestación,  las  pruebas  y  la  sentencia, 
que  podrán  verse  en  sus  respectivos  artículos. 

V.  Todos  los  actos  de  los  juicios  se  redactan  en  papel 
sellado ,  se  coordinan  por  orden  cronológico  ,  y  se  unen  to- 
dos para  que  no  se  estravien ,  formando,  un  volumen  que  se 
llama  autos  ó  proceso  ;  y  cuando  llega  á  ser  muy  abultado, 
ó  cuando  conviene  seguir  por  separado  algún  artículo  ó 
cuestión  incidente ,  se  forma  otro  volumen,  pieza  ó  ramo, 
que  unas  veces  corre  unido  á  los  autos  principales  y  otras 
con  absoluta  separación.  Los  autos  ó  procesos  no  se  confian 
á  los  mismos  litigantes ,  cuando  podría  cometerse  en  ellos 
algún  abuso,  sino  precisamente  á  sus  procuradores ,  yen  su 
defecto  á  sus  abogados.  Véase  Autos  y  Papel  sellado. 

VI.  No  puede  hacerse  acto  alguno  judicial  en  los  dias  fe- 
riados ,  esto  es,  en  los  dias  de  las  fiestas  religiosas  ó  civiles 
reservadas  espresamante  por  las  leyes,  bajo  pena  de  nuli- 
dad de  lo  actuado,  aunque  medie  el  consentimiento  de  am- 
bas partes  :  bien  que  se  esceptúan  de  esta  regla  las  causas 
criminales,  las  cuales  pueden  actuarse  y  decidirse  en  cual- 
quier dia  ,  como  también  ciertos  negocios  civiles  que  por 
las  leyes  se  consideran  de  urgencia  ;  y  aun  suelen  habili- 
tarse por  el  juez  á  petición  de  parte  y  con  justa  causa  ¡os 
dias  feriados  para  la  ejecución  de  determinados  actos  judi- 
ciales,  como  por  ejemplo  cuando  están  corriendo  los  térmi- 
nos que  se  llaman  perentorios  ,  ó  cuando  hay  riesgo  mani- 
fiesto de  quedar  ilusoria  una  providencia  judicial,  ó  de 
malograrse  una  diligencia  importante  para  acreditar  el  de- 
recho de  las  partes  por  diferirse  la  actuación  al  dia  no  fe- 
riado; leyes  34  y  55,  lit.  1,  Part.  3,  y  arts.  29,  30  y  31  de 
la  ley  de  enjuiciamiento  de  comercio. 

En  la  designacion'de  dias  feriados ,  de  que  hemos  hablado 
ya  en  el  artículo  Dia  feriado,  ha  habido  posteriormente  al- 
guna reducción,  pues  en  orden  del  regente  del  reino  de  25 
de  setiembre  de  1841  se  dispone  que  sin  embargo  del  real 
decreto  de  18  de  octubre  de  1832  sigan  en  observancia  el 
de  1823  y  real  orden  de  2  de  febrero  de  1826,  y  q*e  en  su 
consecuencia  los  tribunales  del  reino  solo  vaquen  en  la  se- 
mana santa  ,  en  los  dos  primeros  dias  de  las  Pascuas,  en  el 
primero  de  carnaval ,  y  en  todos  los  en  que  no  se  permite 
trabajar.  Véase  Dia  feriado  y  Vacaciones. 

JUICIO  de  conciliación  ó  de  paz.  Un  acto  judicial  que 
tiene  por  objeto  evitar  el  pleito  que  alguno  quiere  entablar, 
procurando  que  las  partes  se  avengan  ó  transijan  sobre  el 
asunto  que  da  motivo  á  él. 

I.  El  juicio  de  conciliación  no  fué  conocido  entre  nosotros 
hasta  que  se  estableció  en  la  Constitución  de  1812  y  se  consig- 
nó con  el  nombre  de  juicio  de  paz  en  el  reglamento  de  26  de 
setiembre  de  183a;  y  ahora  es  tan  indispensable  que  sin  ha- 
cer constar  que  se  ha  intentado  el  medio  de  la  conciliación 
y  que  esta  no  ha  tenido  efecto,  no  puede  entablarse  en  jui- 
cio contra  persona  alguna  ,  aunque  sea  eclesiástica  ó  mili- 
tar, ninguna  demanda  civil  ni  ejecutiva  sobre  negocio  sus- 
ceptible de  ser  completamente  terminado  por  avenencia  de 
las  partes  ,  ni  sobre  divorcio  ,  como  que  es  causa  meramente 
civil,  ni  tampoco  querella  alguna  sobre  meras  injurias  ,  de 
aquellas  en  que  sin  detrimento  de  la  justicia  se  repara  la 
ofensa  con  sola  la  condonación  ó  remisión  del  ofendido; 
orí.  28ÎJ.  de  la  Const.  de  1812,  2t  y  47  del  reglamento,  y 
decr.  de  Cortes  de  18  de  mayo  de  1821 ,  sanción,  en  5  de  ju- 
nio del  mismo  año  y  reslabl.  por  real  decr.  de  30  de  agosto 
de  1856  y  por  otro  de  25  de  enero  de  1857.  Véase  lo  que  se 
dice  en  el  artículo  Injuria ,  ns.  X  y  XI ,  acerca  de  la  clasi- 
ficación de  las  injurias"  y  de  los  casos  en  que  debe  ó  no  pre- 
ceder al  juicio  sobre  ellas  el  medio  de  la  conciliación. 

II.  Hay  sin  embargo  algunos  negocios  que  ó  bien  por  los 
breves  y  sencillos  trámites  con  que  se  determinan ,  ó  bien 
por  razón  de  su  urgencia ,  ó  bien  pornue  no  cabe  avenencia 


*  en  ellos ,  están  esceptuados  del  acto  de  la  conciliación ,  y 
pueden  desde  luego  deducirse  enjuicio  sin  sujetarse  á  ella. 
Tales  son  : 

Por  sus  brevísimos  trámites  ; 

Los  negocios  de  que  se  debe  conocer  en  juicio  verbal  ; 
art.  21  del  reglam.,  y  4  déla  ley  de  5  de  junio  de  1821. 

Por  razón  de  su  urgencia; 

Io.  Los  interdictos  sumarios  y  sumarísimos  de  posesión  : 

2P.  Las  denuncias  de  nueva  obra  : 

5°.  Los  recursos  de  retracto  y  de  tanteo  : 

4°.  Los  de  retención  de  alguna  gracia  : 

.5°.  Los  de  prevención  de  sucesión  testamentaria  ó  legí- 
tima ,  y  por  consiguiente  los  de  inventario  y  partición  do 
bienes  : 

6°.  Los  demás  asuntos  urgentes  de  igual  naturaleza  que 
los  mencionados.=  Art.  21  del  reglam.,  y  6  de  la  ley  de  3  de 
junio  de  1821. 

Por  no  ser  susceptibles  de  avenencia; 

1°.  Los  juicios  de  concurso  á  capellanías  colativas,  y  las 
demás  causas  eclesiásticas  de  la  misma  clase  en  que  no  cabe 
avenencia  previa  de  los  interesados  : 

2°.  Las  causas  que  interesan  á  la  hacienda  pública  ,  á  los 
pósitos  y  propios  de  los  pueblos,  y  á  los  establecimientos 
públicos  ;  debiendo  entenderse  por  establecimientos  públi- 
cos para  este  efecto ,  según  los  autores ,  las  iglesias ,  ó  en  su 
nombre  los  cabildos  eclesiásticos  ,  curas  párrocos ,  benefi- 
ciados, administradores  ó  hermandades  que  las  representen, 
las  cofradías  ,  obras  pias  ó  manos  muertas  ,  los  bancos  na- 
cionales, las  universidades  literarias  ,  colegios  y  otras  casas 
de  enseñanza  pública,  costeadas  en  el  todo  ó  en  parte  por 
el  gobierno  ó  por  los  fondos  en  que  este  tiene  intervención, 
los  hospitales,  hospicios,  juntas  de  caridad  ó  beneficencia, 
casas  de  expósitos ,  y  demás  establecimientos  de  esta  clase 
que  dependen  de  rentas  públicas  y  estén  bajo  la  inspección 
de  la  autoridad. 

5°.  Las  que  interesan  á  los  menores  de  edad  y  á  los  pri- 
vados de  la  administración  de  sus  bienes  : 

4°.  Las  que  interesan  á  personas  ausentes  cuyo  paradero 
se  ignora,  si  estas  no  han  dejado  apoderado  con  faculta- 
des suficientes  para  transigir  ;  pues  aunque  la  ley  nada 
dice  de  ellas  ,  están  comprendidas  en  la  razón  que  las  mo- 
tiva : 

5°.  Las  de  las  herencias  vacantes  : 

6°.  Las  diligencias  necesarias  para  hacer  efectivo  el  pago 
de  todo  género  de  contribuciones  ó  impuestos,  así  naciona- 
les como  municipales,  y  para  el  de  los  créditos  dimanantes 
del  mismo  origen  : 

7°.  Los  litigios  sobre  incorporación  de  señoríos  á  la  co- 
rona : 

8°.  Los  juicios  de  concurso  de  acreedores,  pues  que  el 
concursado  pertenece  á  la  clase  de  los  que  se  hallan  priva- 
dos de  la  administración  de  sus  bienes.  =  Art.  21  de!  regí., 
arts,  h,  5  y  7  de  la  ley  de  3  de  junio  de  1821 ,  y  art.  13  de 
la  l'y  de  26  de  agosto  de  1857. 

Mas  si  en  los  negocios  urgentes  se  hubiere  de  proponer, 
despues  que  pase  el  motivo  de  la  urgencia,  alguna  demanda 
formal  que  produzca  juicio  contencioso  por  escrito,  hade 
preceder  precisamente  el  juicio  de  conciliación  ;  art.  21  del 
regí.,  y  6  de  la  ley  de  5  de  junio. 

Aunque  en  los  juicios  de  concurso,  como  ya  se  ha  indi- 
cado, no  es  necesario  el  medio  de  la  conciliación  para  que 
los  acreedores  puedan  repetir  sus  créditos  ;  sin  embargo , 
para  pedir  judicialmente  cualquier  ciudadano  el  pago  do  una 
deuda,  aunque  dimane  de  escritura  pública  ,  debe  intentarte 
antes  dicho  juicio  de  conciliación  ;  y  no  aviniéndose  las  par- 
tes ,  ha  de  precederse  acto  continuo  al  embargo  de  bienes  si 
el  acreeder  lo  solicita ,  para  evitarle  todo  perjuicio  ;  arl.  7 
de  la  ley  de  3  de  junio. 
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Si  la  demanda  ante  el  juez  de  paz  fuere  sobre  retención 
de  efectos  de  un  deudor  que  intente  sustraerlos,  ó  sobre  al- 
gún otro  punto  de  igual  urgencia ,  y  el  actor  pidiere  á  dicho 
juez  que  desde  luego  provea  provisionalmente  para  evitar 
los  perjuicios  de  la  dilación ,  lo  hará  este  así  sin  retraso,  y 
procederá  inmediatamente  al  juicio  conciliatorio;  art.  27  del 
reglam. 

Si  el  deudor  gozare  de  fuero  privilegiado ,  parece  claro 
que  no  ha  de  procederse  en  ninguno  de  estos  dos  casos  al 
embargo  de  bienes  ó  retención  de  efectos  por  el  alcalde , 
?ino  por  su  juez  competente,  á  quien  deberá  el  acreedor 
presentar  al  efecto  en  el  primer  caso  la  certificación  de  no 
haber  habido  avenencia,  y  pedir  en  el  segundo  á  su  perjui- 
cio y  bajo  su  responsabilidad  la  provision  interina  de  la  re- 
tención ó  embargo  hasta  que  se  celebre  el  juicio  de  conci- 
liación. El  alcalde,  en  efecto,  no  puede  ejecutar  lo  resuelto 
y  convenido  en  el  juicio  conciliatorio ,  cuando  la  persona 
contra  quien  ha  de  procederse  goza  de  fuero  privilegiado  ; 
ni  tampoco  puede  exigirle  la  multa  en  que  la  haya  declarado 
incursa  por  no  haber  concurrido, al  juicio;  pues  la  ejecución 
de  ambas  cosas  pertenece  al  juez  de  su  fuero  privativo,  como 
luego  veremos  en  los  ns.  V  y  VII  :  luego  tampoco  podrá  en 
los  casos  propuestos  proceder  al  embargo  ó  retención  de 
bienes  ;  ademas  de  que  en  los  negocios  urgentes,  cuales  son 
los  de  que  se  trata  ó  á  lo  menos  el  último,  no  es  necesario 
que  preceda  el  juicio  de  conciliación ,  como  hemos  visto  mas 
arriba  ,  y  así  podrá  proveer  sin  él  interinamente  el  juez  com- 
petente lo  que  corresponda  para  asegurar  los  intereses  del 
acreedor.  Algunos ,  empero ,  quieren  que  en  los  dos  casos 
de  que  hablamos  sea  el  alcalde  quien  lleve  á  efecto  el  em- 
bargo ó  retención  de  los  bienes  del  privilegiado ,  por  el  gra- 
vísimo perjuicio  que  se  originaria  al  demandante  dando  lu- 
gar al  deudor  para  ocultar  ó  enajenar  sus  bienes;  y  creemos 
que  su  opinion  podría  seguirse  únicamente  cuando  no  fuese 
fácil  ni  pronto  ni  igualmente  eficaz  el  acceso  al  juez  compe- 
ten le. 

III.  El  juez  de  conciliación  ó  de  paz  es  en  cada  pueblo  él 
alcalde  ó  cualquiera  de  ellos  si  hubiere  dos  ó  mas  ;  arl.  282 
de  la  Comí.,  y  22  del  reglam.  de  1855.  Siendo  el  demandante 
y  el  demandado  de  diverso  domicilio ,  es  competente  para  el 
conocimiento  del  juicio  el  alcalde  del  pueblo  del  demandado, 
ya  porque  es  regla  general  de  derecho  que  el  actor  debe  se- 
guir el  fuero  del  reo,  ya  porque  así  se  deduce  del  art.  9'\  de 
la  ley  de  5  de  junio  de  1821  que  no  impone  al  demandado  la 
obligación  de  concurrir  al  juicio  conciliatorio  sino  cuando 
reside,  esto  es,  cuando  está  domiciliado  en  el  pueblo  del 
alcalde  que  le  cita.  No  se  opone  á  esta  doctrina  el  artículo  26 
del  reglamento,  en  el  cual  se  previene  que  toda  persona  de- 
mandada, à  quien  cite  un  juez  de  paz  para  la  conciliación, 
eslá  obligada  á  concurrir  ante  él  para  este  efeclo ,  y  que  si 
residiere  en  otro  pueblo,  la  citará  el  juez  de  paz  por  medio 
de  oficio  áfca  justicia  respectiva;  pues  esta  residencia  de  otro 
pueblo  debe  entenderse  accidental,  de  la  que  no  fija  el  do- 
micilio. 

Cuando  son  demandantes  ó  demandados  el  alcalde  único 
ó  lodos  los  de  un  pueblo ,  ha  de  celebrarse  el  acto  de  la  con- 
ciliación ante  el  regidor  primero  en  orden  ;  y  si  lo  fueren  los 
alcaldes  y  el  ayuntamiento  en  cuerpo,  ha  dé  ejercer  las  fun- 
ciones de  conciliador  el  alcalde  del  año  último  ;  pero  si  se  tra- 
tase de  un  asunto  de  interés  común  de  los  vecinos,  debe  ocur- 
rirse al  del  pueblo  mas  inmediato  que  no  lo  tuviere  ;  art.  il 
de  la  ley  de  5  de  junio. 

Suscitándose  competencias  entre  alcaldes  do  diferentes 
pueblos  sobre  cuál  de  ellos  es  quien  debe  celebrar  un  juicio 
de  conciliación,  se  siguen  y  dirimeti ,  según  la  práctica  in- 
troducida ,  por  la  Audiencia  del  territorio  ,  del  mismo  modo 
que  las  de  los  jueces  ordinarios  ;  pero  si  los  alcaldes  conten- 
dientes fuesen  de  pueblos  sujetos  á  distintas  Audiencias , 


habría  de  decidirse  entonces  la  cuestión  de  fuero  por  el  tri- 
bunal supremo  de  justicia. 

IV.  Todo  juicio  de  conciliación  ha  de  celebrarse  precisa- 
mente ante  el  alcalde ,  cualquiera  que  sea  el  fuero  del  de- 
mandante ó  del  demandado,  y  aunque  el  asunto  sobre  que 
haya  de  recaer  pertenezca  á  la  clase  de  los  puramente  mer- 
cantiles que  antes  se  hallaban  sometidos  para  este  efecto  á 
los  jueces  avenidores  de  comercio  ,  sin  perjuicio  empero  del 
fuero  que  competa  al  demandado  para  que  no  se  le  juzgue 
sino  por  su  juez  competente  cuando  no  se  eoncilien  las  par- 
tes; arl.  Io.  y  2°.  de  la  ley  de  5  de  junio,  y  decr.  de  Corles  de  29 
de  mayo  de  1837.  Esceptúanse  sin  embargo  los  juicios  de 
conciliación  en  cuestiones  sobre  minas,  pues  estos  han  de 
verificarse  ante  el  inspector  del  distrito  y  en  su  defecto  ante 
el  respectivo  jefe  político,  según  se  dispone  por  real  orden 
de  o  de  noviembre  de  1838,  dándose  para  ello  la  singular 
razón  de  que  si  en  lo  principal  contencioso  está  en  ejercicio 
el  tribunal  de  minas,  es  una  consecuencia  legítima  que  no 
puede  menos  de  estarlo  igualmente  en  los  juicios  de  avenen- 
cia que  no  son  mas  que  una  disposición  previa  para  cuales- 
quiera otros.  El  señor  ministro  que  firmó  esta  orden,  no  echó 
de  ver  que  está  en  contradicción  con  la  regla  establecida  en 
el  art.  282  de  la  Const.  de  1812,  con  los  arts.  Io.  y  2o.  de  la 
ley  de  3  de  junio  de  1821  y  con  el  decr.  de  Cortes  de  29  de 
mayo  de  1837.  Tampoco  advirtió  la  falsedad  de  la  espresada 
razón  en  que  se  apoya,  pues  qué  también  subsisten  y  están 
en  ejercicio  en  lo  principal  contencioso  los  juzgados  ecle- 
siásticos, los  militares  y  los  de  comercio ,  y  no  por  eso  se  ha 
tenido  por  consecuencia  legítima  el  que  deban  estarlo  igual- 
mente en  los  juicios  de  avenencia.  Tampoco  observó  las  fal- 
tas gramaticales  y  otros  vicios  mas  importantes  que  deslucen 
su  redacción  y  aun  obscurecen  su  sentido,  y  se  olvidó  por 
fin  de  mandar  que  se  insertase  en  la  colección  de  leyes , 
decretos  y  órdenes  que  se  publican  por  el  Gobierno ,  para 
que  llegase  á  noticia  de  todos  los  que  tienen  interés  en  sa- 
berla :  descuido  que  se  ha  padecido  también  con  la  real 
orden  que  cita  de  2b  (13)  de  mayo  de  1837  y  con  oirás 
muchas  en  perjuicio  de  los  particulares. 

V.  Para  celebrar  el  juicio  de  conciliación  no  es  necesaria 
petición  por  escrito  ;  basta  que  se  solicite  verbalmente  para 
que  el  alcalde  mande  citar  desde  luego  al  demandado ,  evi- 
tando dilaciones  ;  y  este  tiene  obligación  de  concurrir  el  día 
y  hora  que  se  le  señale  si  reside  en  el  pueblo ,  sea  personal- 
mente, sea  por  medjo  de  procurador  autorizado  con  poder 
especial  al  efecto.  Si  no  comparece,  ha  de  citársele  segunda 
vez  á  costa  suya,  conminándole  el  alcalde  con  una  multa  do 
veinte  á  cien  reales  vellón  según  las  circunstancias  del  caso 
y  de  la  persona;  y  si  aun  así  no  obedeciere  ,  ha  de  dar  el 
alcalde  por  terminado  el  acto,  franqueando  al  demandante 
certificación  de  haberse  intentado  el  medio  de  conciliación 
y  no  haber  tenido  efecto  por  culpa  del  demandado  ,  y  de- 
clarando á  este  incurso  en  la  multa  con  que  le  conminó,  á 
cuya  exacción  ha  de  proceder  el  mismo  alcalde  si  el  multado 
no  tuviese  fuero  privilegiado ,  y  en  el  caso  de  tenerle  ha  do 
pasar  certificación  de  la  condena  al  juez  respectivo  para  quu 
la  exija  desde  luego  y  le  remita  su  importe  ;  arts.  3,  9  y  10 
de  la  ley  de  3  de  junio. 

VI.  Compareciendo  las  partes  personalmente  ó  por  medie 
de  apoderados  con  poder  especial ,  y  asistiendo  dos  hombres 
buenos,  esto  es,  dos  vecinos  honrados,  nombrados  uno  por 
cada  una  de  ellas  (cuyo  encargo  puede  ser  confiado  no  so- 
lamente á  los  seglares  sino  también  á  los  párrocos  y  demar. 
eclesiásticos  y  à  cualesquiera  otras  personas  que  gocen  do 
fuero  privilegiado  según  real  orden  de  3  de  marzo  do  1859), 
oye  el  alcalde  al  demandante  y  al  demandado,  sin  necesi- 
dad de  que  intervenga  escribano  ,  se  entera  de  las  razoness 
en  que  respectivamente  apoyen  su  intención,  los  exhorta  à 

que  transijan  sus  diferencias ,  procura  en  easo  de  no  conse- 
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guirlo  que  las  comprometan  en  arbitros  ó  amigables  compo- 
nedores ;  y  cuando  á  todo  se  niegan,  oido  igualmente  el 
dictamen  de  los  hombres  buenos,  dicta  en  el  acto  ó  á  lo  mas 
dentro  de  cuatro  dias  la  providencia  que  le  parece  propia 
para  el  fin  de  terminar  la  desavenencia  sin  mas  progreso, 
como  se  termina  en  efecto  si  las  partes  se  aquietan  con  esta 
decisión  exlrajudicial ,  la  cual  con  espresion  de  si  las  partes 
se  conforman  ó  no,  se  asienta  en  un  libço  que  debe  llevar 
el  alcalde  con  este  objeto ,  firmando  él ,  los  hombres  buenos 
y  los  interesados  si  supieren;  y  se  dan  á  estos  las  certifica- 
ciones que  pidan  :  art.  283  de  la  Const.  de  1812 ,  10  de  la 
ley  de  5  de  junio  de  1821 ,  y  23 ,  24  y  2S  del  regí. 

VIL  Si  el  demandado  no  comparece  al  juicio  en  virtud  de 
la  segunda  citación,  ó  si  aunque  comparezca  no  resulta 
transacción  de  diferencias  ni  compromiso  ni  conformidad 
con  la  providencia  del  alcalde,  puede  entonces  el  deman- 
dante acudir  á  entablar  el  pleito  ante  el  juez  competente 
presentándole  con  la  demanda  la  certificación  de  haberse 
intentado  y  no  haber  habido  avenencia.  Pero  habiendo 
avenencia  ó  conformidad  de  parte  de  los  interesados,  todo 
lo  resuelto  y  convenido  en  el  juicio  de  conciliación  debe  ser 
ejecutado  sin  escusa  ni  tergiversación  alguna  por  el  mismo 
alcalde ,  á  no  ser  que  la  persona  contra  quien  ha  de  prece- 
derse goce  de  fuero  privilegiado ,  en  cuyo  caso  habrá  de 
verificarse  todo  del  mismo  modo  por  su  juez  legítimo  en 
vista  de  la  certificación  del  resultado  del  juicio;  art.  24  del 
rccjl.  de  185a  ,  y  8  de  la  ley  de  3  de  junio  de  1821. 

VIH.  Cuando  por  gozar  de  fuero  privilegiado  la  persona 
contra  quien  haya  de  procederse ,  nO/ha  de  llevar  á  efecto 
sino  su  juez  especial  y  privativo  lo  resuelto  y  convenido  en 
el  juicio  de  conciliación ,  sábense  ya  los  trámites  que  ha  de 
seguir  y  el  modo  con  que  ha  de  conducirse  en  los  incidentes 
de  hecho  y  de  derecho  que  puedan  sobrevenir  en  el  discurso 
del  negocio  ;  pero  cuando  por  estar  sujeto  el  demandado  al 
fuero  común  es  precisamente  el  mismo  alcalde  conciliador 
quien  ha  de  ejecutarlo ,  se  ofrecen  tales  dudas  y  dificultades 
sobre  la  estension  de  su  jurisdicción  y  el  orden  y  método 
de  sus  procedimientos,  que  no  hay  quien  pueda  dispensarse 
de  mirar  como  desacertada  la  disposición  de  los  artículos  24 
del  reglamento  y  8  de  la  ley  de  junio  ,  considerando  mas 
sencillo  y  conveniente  el  que  se  hubiera  encargado  á  los 
jueces  letrados  de  partido  el  conocimiento  de  las  demandas 
sobre  cumplimiento  de  las  transacciones  y  convenios  ó  pro- 
videncias consentidas  en  los  juicios  conciliatorios.  Sin  em- 
bargo para  dar  cumplimiento  en  lo  posible  á  dicha  disposi- 
ción y  evitar  por  otra  parte  los  graves  inconvenientes  que 
habrían  de  seguirse  del  ensanche  que  se  diese  á  las  faculta- 
des de  un  mero  juez  de  paz ,  parece  haberse  adoptado  ge- 
neralmente la  práctica  de  que  el  alcalde  lleve  á  cabo  y 
ejecute  con  asistencia  de  escribano  si  le  hubiere  en  el  pueblo 
lo  que  en  el  juicio  conciliatorio  hubiese  quedado  resuelto  y 
convenido  entre  las  partes  mientras  pueda  hacerlo  por 
trámites  sencillos  y  de  mero  apremio  ;  pero  que  en  el  mo- 
mento en  que  se  susciten  cuestiones  que  exijan  conocimiento 
de  causa  y  decisión  formal,  como  demandas  de  tercería  so- 
bre los  bienes  embargados,  reclamaciones  de  falsedad  ó 
nulidad  del  acta,  controversias  sobre  la  inteligencia  de  los 
términos  en  que  esta  se  halla  concebida ,  quejas  de  haberse 
arrancado  á  una  de  las  partes  su  conformidad  por  la  fuerza , 
por  la  seducción  ó  el  engaño,  y  otras  escepciones  de  las 
que  proceden  según  derecho  en  la  via  ejecutiva ,  haya  de 
posar  el  espediente  al  juez  letrado  del  partido  para  que  de- 
cida en  primera  instancia  el  punto  contencioso  con  apela- 
ción, cuando  sea  admisible,  á  la  Audiencia  del  territorio. 

IX.  Aunque  las  leyes  y  decretos  que  se  han  citado  ,  pre- 
vienen á  los  jueces  que  fuera  de  los  casos  escepluados  no 
admitan  demanda  alguna  civil  ni  ejecutiva ,  ni  criminal 
sobre  meras  injurias ,  sin  que  acompañe  á  ella  una  certi-  . 


ficacion  del  juez  de  paz  respectivo  que  acredite  haberse 
intentado  ante  él  el  medio  de  la  conciliación  ,  y  que  "no  se 
avinieron  las  partes  ,  ni  exhortadas  se  conformaron  en 
comprometer  sus  diferencias;  han  omitido  sin  embargóla 
designación  de  la  pena  en  que  hayan  de  incurrir  los  infrac- 
tores de  esta  disposición  ,  y  los  efectos  que  deba  producir 
la  reclamación  de  su  observancia.  No  se  olvidó  por  cierto 
de  lo  uno  ni  do  lo  otro  la  ley  de  enjuiciamiento  sobre  los 
negocios  y  causas  de  comercio  ,  pues  en  sus  arts.  Io.  y  2o. 
dispone  que  el  juez  y  escribano  que  dieren  curso  á  demanda 
que  no  vaya  acompañada  déla  certificación  de  compare- 
cencia ante  el  juez  avenidor  competente ,  incurrirán  indi- 
vidualmente en  la  multa  de  mil  reales  vellón ,  y  que  serán 
nulas  todas  las  diligencias  judiciales  obradas  sobre  ella  , 
resarciéndose  por  el  demandante  las  costas  ,  daños  y  perjui- 
cios causados  á  la  parte  contra  quien  se  hubiere  procedido. 
Pero  esta  ley  no  es  general,  sino  limitada  únicamente  á  los 
asuntos  mercantiles  ;  no  parece  justo  por  otra  parle  que  al 
escribano  ,  á  quien  no  se  supone  versado  en  el  derecho , 
se  le  condene  en  una  multa  por  una  responsabilidad  que  no 
debe  recaer  sino  sobre  el  juez,  que  es  á  quien  compete  exa- 
minar si  las  demandas  se  hallan  ó  no  legalmenle  prepa- 
radas: —  el  juez  quedaría  bastante  castigado  con  la  pérdida 
de  sus  derechos  ,  y  con  el  aumento  de  alguna  multa  en  caso 
de  reincidencia  :  —  el  demandante  no  habria  de  ser  con- 
denado en  favor  del  demandado  sino  al  abono  de  los  gastos 
de  la  solicitud  que  este  último  hiciese  formando  articulo  de 
incontestacion  á  la  demanda  hasta  la  celebración  del  acto 
conciliatorio;  pues  si  el  demandado  entrase  en  el  juicio  sin 
exigir  el  cumplimiento  de  este  requisito,  seria  tan  culpable 
como  el  demandante  en  la  infracción  de  la  ley  que  lo  pre- 
viene :  —  y  por  fin  ,  nunca  deberían  declararse  nulas  las 
diligencias  judiciales  practicadas  á  consecuencia  de  la  de- 
manda y  su  contestación  á  que  no  ha  precedido  el  medio 
de  la  avenencia  ,  ya  porque  esta  pena  es  demasiado  tras- 
cendental para  los  litigantes  que  tal  vez  ignoraban  la  nece- 
sidad del  previo  uso  de  este  medio  ,  ya  porque  este  requisito 
es  estrínseco  al  juicio  contencioso ,  pues  que  no  se  establece 
sino  para  evitar  litigios,  y  no  puede  por  tanto  ser  consi- 
derado como  esencial  para  la  validez  de  sus  actos  ,  ya  por- 
que no  deben  tenerse  por  causas  de  nulidad  las  que  la  ley 
no  ha  declarado  tales.  Así  que,  si  en  cualquier  estado  del 
pleito  pidiere  alguno  de  los  interesados  la  celebración  del 
juicio  de  conciliación  que  se  habia  omitido ,  debe  ordenar 
el  juez  que  se  preceda  sin  dilación  á  ella ,  y  aun  puede  y 
debe  ordenarla  por  sí  mismo  de  oficio  luego  que  advirtiere 
este  defecto,  prosiguiendo  despues  la  causa  desde  el  estado 
en  que  la  habia  suspendido  en  caso  de  no  conciliarse  los  liti- 
gantes, sin  necesidad  de  comenzar  de  nuevo  el  proceso  ni 
de  que  las  parles  ratifiquen  de  conformidad  todo  lo  obrado. 
Esta  es  en  efecto  la  jurisprudencia  que  han  adoptado  algunos 
tribunales  superiores ,  á  pesar  de  las  razones  que  por  la 
contraria  opinion  alegan  escritores  que  respetamos. 

X.  Es  por  último  de  advertir,  que  los  alcaldes  y  demás 
personas  que  concurran  al  juicio  de  conciliación  no  deben 
llevar  por  este  acto  derecho  alguno  :  mas  para  atender  al 
gasto  necesario  del  libro  en  que  se  sientan  las  actas  y  para 
pago  de  escribiente  puede  el  alcalde  exigir  del  demandante 
ó  demandantes  y  del  demandado  ó  demandados  dos  reales 
vellón  en  la  corte  y  en  los  juzgados  de  primera  y  segunda 
clase  ,  y  solo  un  real  en  los  de  tercera  ;  por  la  certificación 
que  debe  darse  á  la  parle  que  la  pida ,  cuatro  reales  cu  la 
corle,  tres  en  los  juzgados  de  primera  clase,  y  dos  en  los 
de  segunda  y  tercera  ;  y  el  alguacil  ó  portero  puede  llevar 
por  cada  citación  cuatro  reales  en  la  corte  y  en  los  juzgados 
de  primera  clase  ,  tres  en  los  de  segunda  ,  y  dos  en  los  de 
tercera;  art.  12  de  la  ley  de  5  de  junio  de  1821 ,  y  arancele* 
de  29  de  noviembre  de  1837. 
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[*El  art.  ftOde  la  8".  ley  constitucional  de  Méjico  pre- 
viene que  «  para  entablar  cualquiera  pleito  civil  ó  criminal 
sobre  injurias  puramente  personales,  debe  intentarse  antes 
el  medio  de  la  conciliación.  La  ley  arreglará  la  forma  con 
que  debe  precederse  en  esos  actos,  los  casos  en  que  no  ten- 
ga lugar,  y  todo  lo  demás  relativo  á  esta  materia.  »  El  2G 
de  la  6a.  dijo  :  «  Estará  á  cargo  de  los  alcaldes  ejercer  en 
sus  pueblos  el  oficio  de  conciliadores.  » 

En  efecto,  ya  la  ley  de  25  de  mayo  de  1837,  aunque  pro- 
visionalmente ,  ha  dicho  en  la  materia  lo  siguiente  : 

Art.  100.  A  los  alcaldes  de  los  ayuntamientos  y  á  los  jue- 
ces de  paz  de  los  lugares  cuya  población  sea  de  mil  almas  ó 
mas  ,  corresponde  esclusivamente  ejercer  en  su  territorio  , 
respecto  de  toda  clase  de  personas,  sin  escepcion  alguna ,  el 
oficio  de  conciliadores,  según  lo  prevenido  en  el  art.  29  de 
la  6a.  ley  constitucional.  / 

Art.  10Ü.  Para  que  se  verifique  el  juicio  de  conciliación, 
el  que  tenga  de  entablar  cualquiera  demanda  civil  cuyo  in- 
terés pase  de  cien  pesos  ,  ó  criminal  sobre  injurias  graves 
puramente  personales,  ocurrirá  al  alcalde  ó  juez  de  paz  com- 
petente ,  pidiéndole  en  lo  verbal  que  mande  citar  á  la  per- 
sona que  ha  de  ser  demandada ,  á  fin  de  que  se  proceda  á 
juicio  de  conciliación  ;  y  el  alcalde  ó  juez  de  paz  librará  in- 
mediatamente la  cita,  en  la  que  se  indicará  el  objeto  de  la 
demanda,  señalará  el  dia ,  hora  y  lugar  en  que  ha  de  ser  la 
comparecencia  ,  y  se  prevendrá,  tanto  al  demandado  como 
al  actor,  que  concurran  con  su  hombre  bueno ,  que  deberá 
ser  ciudadano  en  el  ejercicio  de  sus  derechos  y  mayor  de 
veinticinco  años. 

Art.  10b.  El  demandado  deberá  concurrir  à  la  junta  en 
cumplimiento  de  la  cita  del  alcalde  ó  juez  de  paz  ;  pero  si 
no  lo  hiciere,  se  le  librará  segunda  cita  para  su  compare- 
cencia en  el  dia  que  señale  de  nuevo  ,  bajo  la  multa  de  dos 
pesos  hasta  diez;  y  si  ni  aun  entonces  concurriere  ,  se  ten- 
drá por  intentado  el  medio  de  la  conciliación  ,  dándose  por 
concluido  el  juicio,  y  se  exigirá  irremisiblemente  al  deman- 
dado la  multa  con  que  se  le  conminó. 

Art.  106.  También  se  dará  por  intentado  el  medio  de  la 
conciliación  ,  y  por  concluido  este  juicio  ,  si  el  demandado 
comparece  ante  el  alcalde  ó  juez  de  paz,  en  virtud  de  la  pri- 
mera ó  segunda  cita ,  y  dijere  que  renuncia  el  beneficio  de 
la  conciliación. 

Art.  107.  En  los  dos  casos  de  que  tratan  los  dos  artículos 
anteriores,  se  asentará  la  correspondiente  diligencia  en  el  li- 
bro respectivo ,  firmándose  en  el  primer  caso  por  el  alcalde 
ó  juez  de  paz,  por  el  demandante  y  por  el  escribano  si  lo  hu- 
biere, y  no  habiéndolo ,  por  dos  testigos  de  asistencia;  y  en 
el  caso  segundo  ,  por  el  alcalde  ó  juez  de  paz ,  y  por  el  de- 
mandante y  demandado;  y  siempre  que  este  no  concurra, 
y  renunciare  dicho  beneficio ,  lo  hará  precisamente  por 
escrito. 

Art.  108.  Cuando  aquellos  asistieren,  ya  por  sí  ó  por  per- 
sonas, que  los  representen  legítimamente  ,  para  celebrar  el 
juicio  de  conciliación,  el.alcalde  ó  juez  de  paz  y  los  hombres 
buenos  se  impondrán  de  lo  que  espongan  los  interesados  so- 
bre la  demanda,  y  retirados  estos,  el  alcalde  ó  juez  de  paz 
oirá  el  dictamen  de  los  hombres  buenos,  y  dará  en  seguida , 
ó  dentro  de  ocho  dias  á  lo  mas,  la  providencia  que  le  parezca 
conveniente  para  evitar  el  pleito  y  lograr  la  avenencia  de 
los  mismos  interesados. 

Art.  109.  Cada  alcalde  ó  juez  de  paz  tendrá  un  libro  ti- 
tulado :  Libro  de  conciliaciones ,  en  el  que  se  asentará  una 
razón  sucinta  de  lo  que  se  practique  en  los  juicios  de  conci- 
liación, según  lo  que  se  previene  en  el  artículo  anterior,  po- 
niéndose en  seguida  la  providencia  conciliatoria  dictada  por 
el  alcalde  ó  juez  ,  la  que  se  hará  saber  á  los  interesados  á 
presencia  de  los  hombres  buenos  ,  para  que  espresen  si  se 
conforman  ó  no  con  ella ,  lo  que  se  asentará  también  en  la 


diligencia  ,  firmándose  esta  por  el  alcalde  ó  juez  de  paz , 
por  los  hombres  buenos  y  por  los  interesados. 

Art.  110.  Cuando  estos  se  conformaren  con  dicha  provi- 
dencia, se  les  darán  las  copias  lenificadas  que  pidan  de  la 
diligencia  asentada,  para  que  se  lleve  á  efecto  por  la  autori- 
dad que  corresponda;  y  si  alguno  de  ellos  no  se  conformare, 
se  le  dará  por  el  alcalde  ó  juez  de  paz  certificación  de  ha- 
berse intentado  la  conciliación  ,  y  no  haberse  avenido  las 
partes  ;  pagándose  únicamente  por  los  interesados  los  costos 
de  estos  certificados  en  la  forma  acostumbrada. 

■  Art.  111.  En  el  mismo  libro  de  conciliaciones  se  asenta- 
ran las  diligencias  prevenidas  en  el  art.  107.  Este  libróse 
archivará  luego  que  se  concluya  el  tiempo  del  encargo  de 
los  alcaldes  y  jueces  de  paz. 

Art.  112.  Las  multas  de  que  trata  el  art.  IOS  se  entrega- 
ran en  las  tesorerías  de  los  respectivos  ayuntamientos,  para 
que  con  su  importe  se  ausilien  los  gastos  de  los  libros  que 
deben  darse  á  los  alcaldes  y  jueces  de  paz. 

Art.  -118.  Las  diligencias  de  que  tratan  los  artículos  103 
y  1M,  se  practicarán  por  los  alcaldes  y  jueces  de  paz,  preci- 
samente por  ante  escribanos,  si  los  hubiere,  y  por  su  defec- 
to, ante  dos  testigos  de  asistencia. 

Art.  119.  Cuando  las  diligencias  que  se  promuevan  ante 
los  alcaldes  ó  jueces  de  paz  fueren  sobre  retención  de  efec- 
tos de  un  deudor  que  pretenda  sustraerlos  ,  sobre  interdic- 
ción de  nueva  obra,  ó  sobre  otras  cosas  de  igual  urgencia, 
proveerán  inmediatamente  los  propios  alcaldes  ó  jueces  de 
paz  lo  que  corresponda  para  evitar  el  perjuicio  de  la  dilación, 
y  prevendrán  á  los  interesados  que  procedan  en  seguida  á 
intentar  el  medio  de  la  conciliación. 
También  establece  dicha  ley  lo  siguiente  : 
Art.  89.  Ninguna  demanda,  ya  sea  civil  ó  criminal,  sobre 
injurias  puramente  personales,  se  podrá  admitir,  sin  queso 
acredite  con  la  certificación  correspondiente  haberse  inten- 
tado antes  el  medio  de  la  conciliación. 

Art.  90.  Se  esceptúan  del  artículo  anterior  los  juicios  ver- 
bales, los  de  concurso  á  capellanías  colativas ,  y  demás  cau- 
sas eclesiásticas  de  la  misma  clase  en  que  no  cabe  previa 
avenencia  de  los  interesados ,  las  causas  que  interesen  á  la 
hacienda  pública,  á  los  fondos  ó  propios  de  los  pueblos,  á 
los  establecimientos  públicos,  á  los  menores,  á  los  privados 
de  la  administración  de  sus  bienes  y  á  las  herencias  va- 
cantes. Asimismo  no  deberá  preceder  la  conciliación  para 
hacer  efectivo  el  pago  de  todo  género  de  contribuciones  é 
impuestos,  así  nacionales  como  municipales,  ni  para  el  de 
los  créditos  que  tengan  el  mismo  origen. 

No  es  necesaria  tampoco  para  intentar  los  interdictos  su- 
marios y  sumarísimos  de  posesión ,  el  de  denuncia  de  nueva 
obra  ó  un  retracto  ;  ni  para  promover  la  facción  de  inventa- 
rios y  partición  de  herencia  ,  ni  para  otros  casos  urgentes 
de  igual  naturaleza  ;  pero  si  después  hubiese  de  ponerse  de- 
manda formal  que  haya  de  causar  juicio  contencioso,  de- 
berá preceder  entonces  el  de  conciliación  que  tampoco  ten- 
drá lugar  en  los  concursos,  para  que  los  acreedores  puedan 
repetir  sus  créditos  ;  pero  sí,  cuando  algún  ciudadano  tu- 
viere que  pedir  judicialmente  el  pago  de  una  deuda,  aunque 
dimane  de  escritura  pública.] 

JUICIO  arbitral  ó  de  avenencia.  Véase  Arbitro,  espe- 
cialmente en  la  parle  que  trata  del  modo  de  proceder,  de  la 
fuerza  de  la  sentencia  y  de  los  remedios  contra  ella  ;  y 
Arbitros  de  comercio.  Solo  resta  añadir  aquí  que  según  los 
artículos  80  y  81  de  la  Const.  de  1812  «  no  se  podrá  privar 
á  ningún  español  del  derecho  de  terminar  sus  diferencias 
por  medio  de  jueces  arbitros,  elegidos  por  ambas  partes; 
y  que  la  sentencia  que  dieren  los  arbitros  se  ejecutará  ,  si 
las  parles  al  hacer  el  compromiso  no  se  hubieren  reservado 
el  derecho  de  apelar.  » 
Por  la  primera  de  estas  disposiciones  no  se  hace  novedad 
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alguna  en  lo  establecido  anteriormente  por  derecho  ,  pues 
todo  español  ha  tenido  siempre  la  facultad  de  terminar  sus 
cuestiones  ó  diferencias  con  otro  por  medio  de  arbitros 
nombrados  por  ambos  ;  pero  la  segunda  introduce  una  inno- 
vación muy  importante,  erando  á  las  sentencias  arbitrales 
la  calidad  de  ejecutivas  solo  en  el  caso  de  que  las  partes 
no  se  hubieren  reservado  en  el  compromiso  el  derecho  de 
apelar,  y  negándosela  por  el  contrario  en  el  caso  de  haber 
hecho  esta  reserva,  aunque  antes  de  todos  modos  y  en  ambos 
casos  eran  ejecutivas.  Algunos  escritores  que  veneramos 
entienden  de  muy  diferente  manera  el  articulo  constitucional, 
creyendo  que  la  espresion  «  se  ejecutará  »  equivale  aquí  á 
«  será  inapelable  :  »  de  lo  cual  deducen  que  en  el  sentido 
del  artículo  queda  abolido  el  derecho  de  apelar  de  las  sen- 
ífincias  arbitrales  cuando  las  partes  no  se  lo  reservaron  en 
el  compromiso;  de  suerte  que  según  ellos  es  necesaria  una 
reserva  espresa  para  poder  apelar,  y  no  habiéndola  se  tiene 
por  renunciado  este  derecho ,  y  aun  sostienen  al  mismo 
tiempo  que  aunque  se  interponga  apelación  por  haberse  re- 
servado las  partes  el  derecho  de  interponerla  ,  la  sentencia 
arbitral  tendrá  siempre  fuerza  ejecutiva.  No  es  fácil  por 
cierto  conciliar  esta  interpretación  con  el  texto  de  la  ley  : 
el  ser  ejecutiva  una  sentencia  no  es  lo  mismo  que  ser  inape- 
lable, pues  que  puede  ser  ejecutiva  y  apelable  al  mismo 
tiempo  en  el  efecto  devolutivo.  No  nos  detendremos  aquí 
sobre  este  punto,  del  cual  hemos  hablado  ya  en  el  artículo 
Instrumento  ejecutivo,  n.  5o.  Como  quiera  que  sea,  la  apela- 
ción en  su  caso  ha  de  ser  á  la  Audiencia,  sin  que  pueda  ya 
considerarse  como  un  recurso  de  primera  instancia  ante  el 
juez  inferior;  porque  disponiendo  el  art.  285  de  la  Const. 
de  1812  que  en  todo  negocio  ha  de  haber  á  lo  mas  tres  ins- 
tancias y  tres  sentencias  definitivas,  no  puede  estar  en 
manos  de  los  particulares  introducir  cuatro ,  es  á  saber  ; 
una  ante  el  arbitro ,  otra  ante  el  inferior,  y  las  dos  restantes 
ante  la  Audiencia  respectiva.  El  recurso  de  nulidad  y  el  de 
reducción  quedan  vigentes  ,  aunque  las  partes  no  se  hubie- 
sen reservado  en  el  compromiso  el  derecho  de  intentarlos  , 
pues  que  la  Constitución  en  su  art.  281  habla  solo  del  de 
apelación. 

JUICIO  verbal.  El  juicio  en  que  no  se  ventila  ni  decide 
por  escrito  sino  puramente  de  palabra  el  negocio  sujeto  á  él, 
aun  cuando  se  escriba  ó  asiente  su  resultado. 

I.  Según  la  ley  6,  tít.  22,  Part.  3  ,  debian  decidirse  ver- 
balmente  y  no  por  escrito  los  pleitos  de  diez  maravedís  abajo 
ó  cosa  de  este  valor,  mayormente  siendo  entre  personas  mi- 
serables, á  fin  de  evitarles  costas  por  razón  de  los  autos; 
y  lo  mismo  habia  de  observarse  cuando  los  oficiales  diesen 
cuenta  de  lo  hecho  en  sus  oficios ,  y  cuando  los  obispos 
oyesen  y  librasen  pleitos  entre  sus  clérigos. 

'Por  la  ley  8  (de  1S%).  tít.  3,  lib.  11,  Nov.  Rec,  estaba 
mandado,  que  en  los  pleitos  civiles  sobre  deudas  de  mil 
maravedís  y  de  ahí  abajo  no  hubiese  orden  ni  forma  de  pro- 
ceso ni  tela  de  juicio  ,  ni  solemnidad  alguna  ;  que  la  justicia 
procediese  sumariamente  sabida  la  verdad  ;  que  no  se  asen- 
tase- por  escrito  sino  la  condenación  ó  absolución  ;  que  no  se 
admitiesen  escritos  ni  alegaciones  de  abogados  ;  que  no 
hubiese  apelación  ni  otro  remedio  alguno;  y  que  el  escri- 
bano no  pudiese  llevar  de  derechos  mas  de  medio  real. 

Los  alcaldes  de  cuartel,  según  la  ley  1  (de  1769),  tít.  13, 
lib.  S,Nov.  Rec,  podían  resolver  verbalmenle  hasta  en  can- 
tidad de  quinientos  reales  vellón. 

Por  real  resolución  de  18  de  diciembre  de  179G  («oía  2a. 
del  lit.  3,  lib.  11 ,  Nov.  Rec.)  se  previno  que  en  los  juzgados 
militares  no  se  formen  procesos  sobre  intereses  pecuniarios 
de  quinientos  reales  en  España ,  y  de  cien  pesos  en  Indias , 
ni  en  lo  criminal  sobre  palabras  y  hechos  livianos  y  demás 
puntos  que  por  su  naturaleza  y  circunstancias  no  merezcan 
otra  pena  que  una  lijera  advertencia  ó  corrección  econó- 


mica ;  y  que  se  evacúen  unos  y  otros  puntos  precisamento 
en  juicios  verbales,  de  cuyas  determinaciones  no  haya  res- 
titución ,  recurso  ni  otro  remedio. 

II.  Últimamente,  el  reglamento  provisional  para  la  admi- 
nistración de  justicia  en  lo  respectivo  á  la  real  jurisdicción 
ordinaria,  decretado  en  26  de  setiembre  de  1833,  imitando 
hasta  cierto  punto  lo  dispuesto  por  la  ley  militar  y  la  do 
comercio  de  que  se  hablará  en  el  articulo  siguiente,  ha  fijado 
los  negocios  que  han  de  ventilarse  de  palabra  y  determinado 
los  jueces  que  deben  decidirlos.  Según  él ,  los  negocios 
sujetos  ajuicio  verbal  pueden  dividirse  en  dos  clases  :  á  la 
primera  pertenecen  las  demandas  civiles  cuya  entidad  no 
pasa  de  diez  duros  en  la  península  é  islas  adyacentes  y  de 
treinta  en  ultramar,  y  los  negocios  criminales  sobre  injurias 
y  faltas  livianas  que  no  merezcan  otra  pena  que  alguna  re- 
prensión ó  corrección  lijera  ;  —  y  á  la  segunda  las  deman- 
das civiles  que  pasando  de  dichas  cantidades  no  escedan 
de  veinte  y  cinco  duros  en  la  península  é  islas  adyacentes 
y  de  ciento  en  ultramar. 

III.  Los  alcaldes  de  los  pueblos  donde  no  reside  juez  de 
primera  instancia  ,  son  los  únicos  jueces  que  pueden  cono- 
cer de  los  negocios  de  la  primera  clase  ;  y  los  de  los  pueblos 
en  que  hay  juez  de  primera  instancia ,  están  autorizados 
para  conocer  de  dichos  negocios  á  prevención  con  este. 
Pero  de  los  negocios  de  la  segunda  clase  únicamente  pueden 
conocer  los  jueces  de  primera  instancia,  asi  en  los  pueblos 
de  su  residencia  como  en  todos  los  demás  de  la  comprensión 
de  su  partido.  Para  todos  estos  juicios  verbales,  no  sola- 
mente en  los  negocios  de  la  primera  clase  sino  también  en 
los  de  la  segunda  ,  han  de  observar  respectivamente  los 
alcaldes  y  los  jueces  letrados  las  mismas  formalidades. 
Arts.  31  y  ZlO  del  reglam. 

Si  se  suscitaren  competencias  de  jurisdicción  por  razón 
de  las  personas  ó  de  la  materia  ó  de  la  prevención  entre  dos 
alcaldes  de  diferentes  pueblos  ó  entre  un  alcalde  y  un  juez 
de  primera  instancia  ,  deben  dirimirse  por  la  Audiencia 
cuando  los  que  las  suscitan  son  jueces  inferiores  de  su  terri- 
torio ,  y  por  el  tribunal  supremo  de  justicia  cuando  perte- 
necen á  diversos. 

IV.  Para  determinar  en  juicio  verbal  los  negocios  de  la 
primera  y  de  la  segunda  clase  ha  de  asociarse  el  alcalde  ó  el 
juez  de  partido  en  su  caso  con  dos  hombres  buenos  nom- 
brados uno  por  cada  parte  ,  y  después  de  oir  al  demandante 
y  al  demandado  y  el  dictamen  de  los  dos  asociados  ,  debe 
ciar  ante  escribano  la  providencia  que  sea  justa  ;  y  de  ella 
no  habrá  apelación,  ni  otra  formalidad  que  asentarla  ,  con 
espresion  sucinta  de  los  antecedentes,  en  un  libro  que  de- 
berá llevarse  para  los  juicios  verbales  ,  firmando  el  alcalde 
ó  juez,  los  hombres  buenos  y  el  escribano  ;  orfs.  51  y  40 
del  reglam. 

V.  No  contiene  mas  disposiciones  sobre  el  asunto  el  citado 
reglamento;  pero  la  práctica  ha  debido  llenar  sus  vaeios 
conforme  á  los  principios  generales  del  derecho  y  al  uso  do 
los  tribunales. 

El  demandante  por  negocio  de  la  primera  clase  (  n.  II) 
debe  acudir  al  alcalde,  ó  si  le  parece  mejor  al  juez  letrado 
de  primera  instancia  donde  le  hubiere,  refiriendo  el  hecho 
y  deduciendo  su  pretensión ,  sea  de  palabra ,  sea  por  es- 
crito ,  pues  este  último  medio  no  altera  la  naturaleza  del 
juicio. 

Viendo  el  alcalde  que  se  trata  efectivamente  de  una  de- 
manda ó  querella  de  que  no  ha  de  conocerse  sino  enjuicio 
verbal  ,  manda  citar  al  demandado  mediante  cédula  en  que 
se  espresen  el  objeto  del  juicio  ,  la  persona  que  lo  provoca , 
la  hora  y  sitio  en  que  se  ha  de  celebrar,  y  la  prevención  de 
concurrir  acompañado  de  un  hombre  bueno.  La  cédula  se 
entrega  por  el  portero  ó  alguacil  al  mismo  citado  en  persona 
ó  en  su  defecto  á  la  familia  de  su  casa,  y  hallándose  ausento 
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se  remite  con  oficio  á  la  justicia  del  pueblo  en  que  resida 
para  que  se  la  entregue  del  mismo  modo. 

Entre  la  citación  y  el  juicio,  á  no  haber  urgencia,  debe 
siempre  mediar  el  tiempo  suficiente  para  que  los  interesados 
puedan  disponerse,  examinar  algunos  documentos,  silos 
tienen ,  relativos  al  asunto  que  da  motivo  á  la  cuestión ,  y 
buscar  la  persona  que  con  el  carácter  de  hombre  bueno  ha 
de  concurrir  al  juicio  por  cada  una  de  las  partes. 

Llegada  la  hora  de  su  celebración,  se  informa  el  alcaide 
si  se  han  hecho  ó  no  las  citaciones  al  demandante  y  al  de- 
mandado ;  manda  en  caso  negativo  que  se  hagan ,  señalando 
otra  hora,  y  en  el  afirmativo  procede  á  celebrarlo.  Si  nin- 
guna de  las  partes  concurre  ,  es  muy  justo  condenarlas  por 
mitad  en  las  costas  ocasionadas  ,  quedándoles  su  derecho  á 
salvo  para  provocar  de  nuevo  el  juicio.  Si  concurriere  una 
sola ,  conviene  decretar  nueva  citación ,  señalando  otro  dia , 
ú  otra  horade  aquel  mismo  cuando  haya  urgencia,  y  aper- 
cibiendo al  que  hubiere  faltado  de  que  se  procederá  en  su 
rebeldía  á  lo  que  corresponda  sobre  la  demanda  ó  querella; 
y  efectivamente,  dejando  de  obedecer  cualquiera  de  las 
parles  al  segundo  llamamiento  ,  debe  celebrarse  el  juicio  y 
decidirse  la  cuestión  con  audiencia  del  compareciente  y  de 
su  hombre  bueno,  porque  el  derecho  de  una  parte  no  ha  de 
estar  pendiente  de  la  voluntad  de  la  otra  ,  á  no  ser  que  la 
que  no  se  presenta  hiciere  constar  la  imposibilidad  de  su 
asistencia  por  alguna  ocupación  ó  accidente  imprevisto  é 
irremediable. 

Compareciendo  ambas  partes  ,  sea  personalmente  ,  sea 
por  medio  de  procurador  autorizado  con  poder  especial  al 
efecto ,  y  acompañada  cada  una  de  su  hombre  bueno ,  debe 
el  alcalde  oir  primeramente  al  demandante  hasta  enterarse 
bien  del  objeto  de  su  pretensión  y  de  las  razones  en  que  la 
funda  ,  y  luego  al  demandado  hasta  enterarse  igualmente 
de  las  defensas,  escepciones  y  reconvenciones  que  esponga; 
ha  de  admitir  las  pruebas  que  cada  uno  deduzca  para  justi- 
ficar sus  aserciones,  ya  consistan  en  documentos,  ya  en 
información  de  testigos  que  se  presenten  á  declarar,  ya  en 
el  juramento  decisorio  que  alguna  de  las  partes  quisiere  de- 
ferir á  la  otra  ;  permitirá  que  ambas  se  hagan  mutuamente 
preguntas  concernientes  al  asunto  y  se  respondan  á  ellas; 
podrá  él  mismo  hacerles  de  oficio  las  que  estime  oportunas 
para  aclarar  los  hechos  en  que  estuvieren  discordes;  y  cuando 
ya  se  creyere  cerciorado  de  la  verdad,  pedirá  su  dictamen 
á  los  dos  hombres  buenos  ó  asociados ,  y  sin  que  tenga  ne- 
cesidad de  conformarse  con  él,  dará  ante  escribano  la  sen- 
tencia que  sea  justa. 

El  escribano  irá  apuntando  sucesivamente  todas  estas  ac- 
tuaciones formando  una  relación  sucinta  de  todo  lo  sustancial 
de  ellas,  que  estenderá  en  el  libro  de  los  juicios  verbales  , 
debiendo  firmar  el  acta  no  solamente  el  alcalde  ,  los  hom- 
bres buenos  y  el  mismo  escribano ,  como  manda  la  ley,  sino 
también  los  testigos  cuando  se  hubiesen  presentado  para 
prueba.  No  habiendo  escribano  en  el  pueblo  ó  hallándose 
impedido  física  ó  legalmente  ,  debe  hacer  sus  veces  el  fiel 
de  fechos  ó  secretario  de  ayuntamiento,  pues  que  por  el 
art.  221  de  la  ley  de  3  de  febrero  de  1823  está  facultado 
este  empleado  para  ejercer  en  dichos  casos  las  funciones  de 
escribano  en  los  negocios  de  que  por  su  menor  cuantía 
pueden  conocer  los  alcaldes  como  jueces. 

Si  el  alcalde  viere  que  el  negocio  no  se  halla  suficiente- 
mente instruido  para  poderlo  decidir,  y  las  partes  ofrecieren 
la  presentación  de  nuevos  documentos  ó  de  otros  testigos, 
habrá  de  prorogar  el  juicio  para  otra  audiencia ,  dándoles  el 
tiempo  que  se  considere  necesario  y  emplazando  en  el  acto 
á  los  mismos  intoresados  y  á  los  hombres  buenos  para  ella 
sin  necesidad  de  otra  citación  ;  y  otro  tanto  podrá  hacer  en 
el  caso  de  que  agitándose  una  cuestión  de  derecho  quo  ni 
él  sea  capaz  de  resolver  ni  los  asociados  de  ilustrar,  crea 


oportuno  consultar  confidencialmente  á  personas  versadas  en 
la  jurisprudencia. 

VI.  Deben  abstenerse  con  todo  cuidado  los  alcaldes  de 
tomar  conocimiento  ,  con  motivo  de  los  juicios  verbales ,  en 
asuntos  que  por  su  entidad  no  están  sometidos  á  su  jurisdic- 
ción ni  pueden  ventilarse  ante  ellos  de  palabra ,  pues  el 
juicio  entonces  seria  nulo.  Así  que,  si  con  la  reclamación  de 
una  corta  cantidad  se  pide  la  declaración  de  un  derecho  de 
mayor  importancia,  como  por  ejemplo  el  reconocimiento  do 
un  censo  cuyo  capital  por  sí  solo  ó  con  los  réditos  vencidos 
pasa  de  los  diez  duros  en  la  península  y  de  los  treinta  en 
ultramar;  si  se  solicita  la  restitución  de  una  cosa  ó  la  pres- 
tación de  un  servicio  cuyo  valor  se  ignora ,  y  del  dictamen 
de  peritos  que  deben  llamarse  resulta  ser  de  mayor  cuantía 
la  cosa  ó  el  servicio;  si  se  reclama  la  prestación  ó  la  decla- 
ración de  que  no  hay  obligación  de  prestar  una  servidumbre 
ó  un  servicio  inestimable,  y  cualquiera  de  los  interesados  lo 
califica  de  mayor  entidad  ;  si  se  presenta  una  querella  sobre 
injurias  que  aparezcan  de  alguna  gravedad  y  que  no  pueden 
repararse  con  alguna  reprensión  ó  corrección  lijera,  como 
una  multa  de  corta  cantidad,  la  condena  de  costas  ,  ó  un  ar- 
resto de  muy  pocos  dias;  deberá  el  alcalde  en  todos  estos 
casos  y  otros  semejantes ,  inhibirse  del  conocimiento  del 
negocio  y  hacer  entender  á  las  partes  que  promuevan  el 
juicio  que  corresponda  ante  el  juez  de  primera  instancia;  y 
estas  podrán  verificarlo  así,  previa  la  celebración  del  juicio 
conciliatorio  cuando  este  sea  indispensable.  Véase  Injurias, 
especialmente  en  los  números  X  y  XI,  donde  sé  esplica  su 
division  ,  la  forma  de  proceder  en  cada  clase,  y  cuál  es  el 
juez  que  debe  conocer  de  cada  una  de  ellas. 

Del  principio  que  se  acaba  de  establecer  se  sigue  asimismo, 
que  si  bien  el  alcalde  ha  de  admitir  y  calificar  las  escepciones 
y  la  reconvención  que  oponga  el  demandado  y  fallar  en  vista 
de  todo,  siempre  que  estay  aquellas  sean  de  menor  entidad 
como  la  demanda;  sin  embargo,  cuando  las  escepciones  ó 
reconvención  escedan  de  la  espresada  cantidad  de  los  diez 
ó  treinta  duros  respectivamente,  ha  de  pasarse  el  asunto  al 
juez  de  primera  instancia  para  que  lo  decida  en  el  juicio  que 
corresponda  según  lo  indicado  en  el  artículo  Juez  de  primera 
instancia  de  partido ,  n.  VII ,  Io. 

Sigúese  igualmente  de  dicho  principio  que  si  al  llevarse  á 
efecto  la  providencia  dictada  por  el  alcalde  en  un  juicio  ver- 
bal ,  al  embargarse  para  ello  los  bienes  del  deudor  ó  al  tratar 
de  venderlos  ,  se  interpone  una  tercería  de  preferencia  ó  de 
dominio  ,  debe  decidirla  el  mismo  alcalde  cuando  sea  rela- 
tiva á  una  cantidad  ó  valor  que  no  esceda  de  los  diez  ó 
treinta  duros,  oyendo  también  verbalmente  al  primer  de- 
mandante, al  primer  demandado  y  al  tercero,  como  asi- 
mismo á  los  hombres  buenos  que  los  tres  nombren  al  efecto, 
y  examinando  como  en  el  primer  juicio  los  testigos  ó  docu- 
mentos que  se  presenten  ;  pero  que  si  la  cantidad  ó  el  valor 
de  la  cosa  por  que  se  ha  deducido  la  tercería  importa  mas  de 
diez  duros  en  la  península  ó  de  treinta  en  ultramar,  no  debe 
conocer  de  este  incidente  el  mismo  alcalde  sino  el  juez  de 
primera  instancia  del  partido  en  el  juicio  que  según  la  can- 
tidad correspondiere,  pasándose  después  por  el  juez  al  re- 
ferido alcalde  testimonio  de  lo  determinado  sobre  la  tercería 
para  que  pueda  llevar  adelante  ó  dejar  sin  efecto  la  provi- 
dencia dictada  en  el  juicio  verbal  que  entretanto  habrá  de- 
bido estar  en  suspenso. 

VII.  De  la  providencia  dictada  por  el  alcalde  ó  el  juez  en 
el  juicio  verbal  no  hay  apelación  ,  según  dice  espresamente 
el  art.  31  del  reglamento;  y  de  aquí  deducen  algunos  escri- 
tores que  tampoco  debe  haber  recurso  de  nulidad  ni  de- 
manda civil  de  falsedad ,  porque  así  respecto  deestos  recursos 
como  del  de  apelación  milita  la  misma  razón  para  negarlos, 
á  saber,  que  atendida  la  corta  entidad  del  asunto ,  seria 
mayor  él  mal  que  se  seguiría  de  admitirlos  y  dar  entrada  á 
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una  disputa  larga  y  costosa ,  que  de  ejecutar  la  providencia 
tal  vez  injusta  ó  nula,  dictada  en  dicho  juicio.  Convenimos 
desde  luego  en  que  no  debe  admitirse  demanda  civil  de  fal- 
sedad ;  pero  no  podemos  convenir  en  que  no  se  admita  la 
de  nulidad ,  ya  porque  la  ley  por  el  hecho  de  cerrar  la¿ 
puerta  solo  ala  apelación,  parece  que  la  deja  abierta  í 
dicho  recurso,  ya  porque  la  nulidad  produce  el  efecto  de 
que  no  se  tenga  por  celebrado  el  juicio  ó  de  que  este  no  sea 
legítimo.  Si  el  alcalde  se  ha  entrometido  á  conocer  en  juicio 
verbal  de  un  negocio  grave  ó  de  mayor  cuantía  que  no  podia 
ventilarse  sino  en  juicio  escrito;  si  decide  contra  la  autoridad 
de  la  cosa  juzgada;  si  el  demandante  ó  el  demandado  carecen 
de  legitimidad  personal  ó  de  capacidad  legal  para  compa- 
recer en  juicio  ;  si  el  que  se  dice  representante  del  uno  ó  del 
otro  no  tiene  poder  suficiente  para  representarle  ;  si  el  de- 
mandado no  ha  sido  citado  por  omisión  ó  malicia  del  portero 
ó  alguacil  ó  de  otra  persona ,  y  sin  embargo  se  le  ha  juzgado 
en  concepto  de  contumaz  ó  rebelde  ;  si  no  se  ha  permitido 
que  alguna  de  las  partes  espusiera  sus  razones  ó  presentara 
las  pruebas  de  su  derecho  ;  seria  en  tales  casos  una  atrocidad 
dar  por  válido  el  juicio  y  por  firme  y  sin  remedio  alguno  la 
providencia  que  en  él  recayese.  Los  que  niegan  el  recurso 
de  nulidad ,  suponen  sin  duda  que  el  juicio  verbal  se  ha  ce- 
lebrado entre  personas  hábiles,  sobre  negocios  sujetos  á  él, 
y  con  los  requisitos  esenciales  que  la  ley  previene  y  que  son 
comunes  á  todos  los  juicios  ;  porque  no  ha  podido  entrar  en 
su  mente  dar  valor  á  un  juicio  que  no  es  propiamente  juicio 
y  que  no  puede  perjudicar  á  los  interesados.  Pásese  enhora- 
buena, si  se  quiere,  por  una  injusticia  notoria ,  por  una 
providencia  dada  contra  ley  espresa  y  terminante;  pero  no 
creemos  que  deba  pasarse  por  una  providencia  dada  en  un 
juicio  que  radicalmente  es  nulo  por  alguno  de  los  defectos 
indicados.  La  declaración  de  nulidad  ha  de  pedirse  ante  la 
Audiencia  del  territorio  ,  á  no  ser  que  proviniendo  de  falla 
de  citación  se  convenga  el  alcalde  en  celebrar  nuevo  juicio , 
ó  que  en  cualquiera  caso  desisla  la  parte  contraria  de  pedir 
la  ejecución  de  la  providencia  nula.  El  señor  Bravo  Murillo 
trata  con  mas  estension  esta  materia  en  las  observaciones 
que  hace  sobre  el  arlículo  31  del  reglamento  en  el  Boletín 
de  jurisprudencia  y  legislación ,  de  donde  hemos  tomado  al- 
gunas ideas  ,  sin  adherirnos  empero  á  todas  sus  doctrinas 
que  por  otra  parle  respetamos. 

[*  En  la  república  de  Méjico  los  alcaldes  de  los  ayunta- 
mientos y  los  jueces  de  paz  de  los  lugares ,  cuya  población 
sea  de  mil  ó  mas  almas ,  ó  las  auloridades  que  á  estas  hayan 
sustituido  las  Asambleas  departamentales,  son  los  jueces 
privativos  que  han  de  conocer  en  juicio  verbal  de  las  acusa- 
ciones entre  legos  por  injurias  y  faltas  livianas  merecedoras 
de  alguna  corrección  lijera,yde  las  demandas  entre  los 
mismos  hasta  el  valor  de  cien  pesos.  El  que  pretende  obte- 
ner en  juicio  la  debida  satisfacción  en  cualquiera  de  estos 
dos  casos,  se  presenta  al  alcalde  ó  juez  de  paz  ,  ó  á  las  auto- 
ridades equivalentes  que  hayan  sido  designadas  (advirtiendo 
que  han  de  ser  las  del  domicilio  del  acusado  ó  reconvenido) , 
y  le  pide  de  palabra  que  cite'áeste  para  el  día,  hora  y 
lugar  determinados ,  á  fin  de  responder  ante  el  que  haya 
elegido ,  sobre  el  asunto  que  el  demandante  indica  ;  y  el  que 
ha  de  ser  juez ,  accede  á  ello,  haciendo  saber  á  entrambos 
que  deben  concurrir  acompañados  de  un  ciudadano  en  el 
ejercicio  de  sus  derechos  y  mayor  de  25  años,  en  calidad 
de  hombre  bueno.  Llegados  el  dia  y  hora  ,  el  juez  debe  ha- 
llarse en  el  lugar  fijado,  asistido  de  un  escribano,  ó  en  su 
defecto  de  dos  testigos,  y  compareciendo  las  partes  con  sus 
hombres  buenos,  espone  de  palabra  el  demandante  los  fun- 
damentos de  su  prelension,  y  responde  el  demandado  ale- 
gando sus  escusas  ó  escepciones.  El  juez  y  los  hombres 
buenos  examinan  las  pruebas  que  se  aduzcan ,  y  hacen  las 
preguntas  y  observaciones  que  creen  conducentes  para  l'or- 
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mar  un  juicio  cabal  sobre  el  asunto  :  y  cuando  se  juzgan  su- 
ficientemente instruidos,  manda  el  juez  salir  á  las  parles  á 
otra  pieza  contigua.  Quedando  á  solas  con  el  escribano  ó 
testigos  y  los  hombres  buenos,  pide  á  cada  uno  de  estos  su 

t  parecer  ;  y  oído  su  dictamen  ,  ó  falla  en  el  acto,  ó  se  reserva 
hacerlo  mas  adelante.  Si  sentencia  desde  luego  ,  manda  en- 
trar á  los  interesados  para  que  oigan  su  sentencia,  y  si 
difiere  la  resolución,  los  despide  citándolos  paraque  vengan 
á  oir  el  fallo  el  dia  que  señale ,  el  cual  no  puede  dejar  de 
ser  uno  de  los  ocho  siguientes  á  la  celebración  del  juicio. 
En  uno  y  otro  caso,  el  escribano  ó  testigos  estienden  una 
sucinta  relación  del  juicio  en  un  libro  llamado  de  juictes 
verbales ,  cerrándola  con  el  fallo  del  juez;  y  este ,  los  nom- 
bres buenos  ,  las  parles  y  el  escribano  ó  testigos  firman  al 
pié  por  el  orden  en  que  acabamos  de  nombrarlos. 

Contra  el  fallo  dado  en  este  juicio  no  queda  mas  recurso 
que  el  de  exigirle  la  responsabilidad  al  juez  ,  si  al  dictarlo 
ha  incurrido  en  ella ,  sin  que  pueda  tener  cabida  la  apela- 
ción ni  otro  remedio  alguno.  Si  la  sentencia  condena  á 
hacer  alguna  cosa,  debe  dársele  cumplimiento  dentro  del 
plazo  que  ella  fije  ;  y  si  no  señala  término ,  ha  de  llevarse  á 
efecto  dentro  de  diez  días ,  tratándose  de  pago  de  cantidad , 
y  de  tres ,  versando  sobre  cosa  raiz  ó  mueble.  El  mismo 
juez  tiene ,  como  es  de  suponer,  jurisdicción  suficiente  para 
llevar  á  efecto  su  sentencia  ;  pero  á  mayor  abundamiento 
cualquiera  otra  autoridad  judicial  puede  y  debe  hacer  lo 
propio  en  vista  de  la  certificación  competente  del  juicio  y 
fallo  con  referencia  al  Libro  de  juicios  verbales.  Escusado  es 
advertir,  que  ni  para  este  efecto  de  dar  cumplimiento ,  ni 
para  el  de  intentar  el  juicio,  es  necesaria  la  celebración  pre- 
via del  de  conciliación  ;  pero  no  será  inoportuno  añadir  que 
los  verbales  son  gratuitos,  sin  que  en  ellos  puedan  llevarse 
derechos,  mas  que  los  correspondientes  á  las  certificaciones 
que  se  espidan  à  petición  de  parte  interesada:  arts.  90,  101, 
IQIíy  113  á  117,  ley  de  23  de  mayo  de  1837,  y  art.  33, 
decr.  de  15  de  noviembre  de  1641. 

**  En  cuanto  á  la  república  de  Venezuela,  según  ya 
hemos  notado  en  otro  lugar,  de  todo  pleito  que  no  esceda 
del  valor  de  cien  pesos ,  debe  conocerse  en  juicio  ver- 
bal por  los  jueces  de  paz  y  los  alcaldes  ;  pero  no  todos 
tienen  unos  mismos  trámites,  ni  es  omnímoda  y  esclusiva  la 
jurisdicción  de  estos  funcionarios.  En  aquellos  que  no  pasen 
de  veinte  pesos,  tanto  el  juez  de  paz  como  el  alcalde  deben 
hacer  comparecer  al  demandado  ,  y  oidas  sus  escepciones, 
fallar  en  el  acto,  si  se  juzgan  bastante  instruidos  del  nego- 
cio, y  si  no,  señalar  un  breve  plazo  para  que  se  presenten 
las  pruebas,  dando  la  sentencia  en  el  dia  fijado  para  dicho 
efecto.  Contra  este  fallo  .no  hay  apelación  ni  otro  recurso 
que  el  de  queja  ,  para  hacer  efectiva  la  responsabilidad  del 
que  lo  dictó;  y  de  todo  el  juicio  no  queda  mas  testimonio 
que  el  texto  de  esta  sentencia  ,  porque  el  juez  eslá  obligado 
á  escribirla  en  el  libro  que  lleva  al  efecto.  Si  el  negocio  vale 
arriba  de  veinte,  pero  no  de  cincuenta  pesos,  también  son 
jueces  competentes  por  sí  solos  el  juez  de  paz  y  el  alcalde; 
pero  si  pasa  de  esta  última  suma  ,  el  juez  de  paz  debe  oir  el 
dictamen  de  un  hombre  bueno  ,  presentado  por  cada  parte, 
de  cuya  obligación  está  relevado  siempre  el  alcalde,  bien 
proceda  como  juez  de  paz  ó  con  su  propio  carácter.  En  uno 
y  en  otro  caso  los  trámites  no  están  encomendados  al  pru- 
dente arbitrio  del  juez  como  en  el  primer  supuesto,  sino 
que  se  hallan  determinados  por  la  ley  en  su  forma  y  en  su 
duración ,  sin  dejar  de  ser  idénticos  en  el  fondo.  Así  es  que 
recibida  la  demanda,  se  cita  al  reconvenido  por  medio  de 

.violeta  ,  en  la  cual  deben  espresarse  el  nombre,  apellido  y 
lomicilio  del  demandante ,  el  objeto  de  su  petición  y  sus  fun- 
damentos; y  al  segundo  dia  de  haberla  recibido,  ha  de  com- 
parecer aquel  ante  el  juez,  señalándose  si  no  el  nuevo  plazo, 
imponiendo  la  multa  y  cargando  con  la  responsabilidad  de 
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la  demora  ,  en  los  casos  y  de  la  manera  que  se  esplicará 
hablando  del  juicio  civil  ordinario ,  con  la  sola  diferencia 
de  ser  menores  el  máximum  y  mínimum  de  la  multa.  Reuni- 
dos los  litigantes  ante  el  juez,  oye  al  demandado,  y  amones- 
ta después  á  entrambos  para  que  se  concilien  ,  quedando 
terminado  el  juicio,  si  puede  conseguirlo;  pero  si  no  lo  lo- 
gra, examina  si  bastan  ó  no  las  pruebas  aducidas  para  dar 
su  fallo  con  acierto.  Si  las  juzga  suficientes  ,  falla  desde  lue- 
go el  pleito;  pero  si  cree  oportunas  ó  necesarias  algunas 
otras,  suspende  este  acto  ,  concede  cuatro  dias  y  el  término 
ademas  de  la  distancia,  si  los  testigos  ó  documentos  se  ha- 
llan fuera  del  lugar  del  juicio  ;  señala  dia  y  hora  en  que  de- 
ban reunirse  de  nuevo  las  partes ,  y  en  él  examina  las  prue- 
bas y  dicta  irremisiblemente  la  sentencia.  En  un  libro 
destinado  al  efecto,  se  escriben  en  forma  de  diligencia  los 
nombres,  apellidos  y  domicilio  de  las  partes,  el  contenido 
de  la  demanda  ,  la  fecha  de  la  citación ,  las  escepciones  del 
demandado,  una  relación  de  las  pruebas  y  la  sentencia;  y 
si  esta  se  suspende  para  procurarse  nuevas  justificaciones, 
se  añade  esta  circunstancia,  y  el  dia  señalado  para  la  nueva 
reunion  ;  firmándolo  todo  el  juez ,  el  secretario  y  los  litigan- 
tes, siempre  que  sepan  hacerlo. 

Cuando  es  el  juez  de  paz  quien  conoce  de  estos  litigios  , 
puede  apelarse  dentro  del  dia  siguiente  del  pronunciamiento 
de  la  sentencia  ,  para  ante  el  alcalde  en  los  negocios  desde 
veinte  hasta  cincuenta  pesos,  y  desde  esta  última  suma 
hasta  la  de  ciento  para  ante  el  juzgado  de  arbitramento;  y 
si  el  juez  que  falla  es  el  alcalde  ,  causa  ejecutoria  su  senten- 
cia en  los  pleitos  hasta  cincuenta  pesos,  y  desde  esta  cuan- 
tía hasta  la  de  ciento  puede  apelarse  para  ante  el  juzgado 
do  arbitramento.  En  los  casos  en  que  el  juez  de  apelación 
es  el  alcalde ,  el  mismo  dia  en  que  recibe  la  copia  del  juicio, 
señala  uno  que  no  sea  antes  del  segundo  ni  después  del 
cuarto  siguientes,  fijando  el  anuncio  alas  puertas  del  tribu- 
nal,  y  llegado  este,  oye  á  las  partes ,  si  desean  hablar  y 
están  presentes,  y  dicta  su  sentencia  ,  que  causa  ejecutoria , 
estendiéndola  original  á  continuación  de  la  citada  copia  del 
juicio ,  y  guardando  un  traslado  que  debe  firmar  con  el  se- 
cretario :  leyes  2  y  3,  tit.  9,  Cód.  de  proced.  jud.,  reforma- 
das en  3  de  mayo  de  1838. 

***  Veamos  ahora  lo  que  se  halla  establecido  en  la  repú- 
blica de  Chile  en  orden  al  juicio  verbal  ó  de  menor  cuantía, 
y  i uego  hablaremos  del  que  en  dicha  república  se  llama  jui- 
cio práctico.  Para  toda  demanda  cuyo  valor  no  pase  de  los 
ciento  cincuenta  pesos  ,  que  es  el  mínimum  fijado  para  el 
juicio  escrito,  ha  creído  el  legislador  que  los  trámites  que 
en  este  deben  guardarse,  eran  sobrado  dispendiosos  con  re- 
lación á  la  suma  de  que  podia  tratarse  ;  suma  que  por  otra 
parte  era  una  segura  garantía  de  que  el  asunto  debia  ser 
llano,  la  prueba  fácil,  y  suficiente  el  recto  juicio  sin  la  ciencia 
especial  del  derecho  para  comprenderlo  y  determinarlo  con 
acierto.  Al  poner  en  práctica  sin  embargo  estos  principios , 
no  pudo  ni  debió  hacerlo  de  un  modo  absoluto;  sino  que 
hermanando  la  llaneza  con  la  justicia  ,  la  brevedad  con  el 
respeto  debido  á  intereses ,  que  no  por  ser  de  poca  cuantía , 
dejan  de  ser  relativamente  de  mucha  monta  para  personas 
miserables ,  fué  acomodando  algunas  garantías,  como  las  de 
aumentar  la  dignidad  del  juez  y  conceder  segunda  instan- 
cia, á  medida  que  crecía  la  importancia  de  la  suma.  Si  pues 
de  toda  demanda  sobre  negocio  civil  que  no  esceda  de  ciento 
cincuenta  pesos,  debe  conocerse  en  juicio  verbal,  no  todas 
están  comprendidas  bajo  una  regla  común  ,  sino  que  deben 
acomodarse  á  su  cuantía  las  siguientes. 

Cuando  la  suma  de  que  se  trata  ,  no  escede  de  cuarenta 
pesos,  el  demandante  debe  comparecer  ante  el  Inspector 
del  distrito  á  que  pertenezca  el  que  ha  de  ser  reconvenido  , 
para  que  le  cite  á  juicio  en  dia,  hora  y  lugar  determinados; 
y  compareciendo  ambos  á  su  presencia ,  espone  el  primero 


de  palabra  su  pretensión  y  alega  el  segundo  del  mismo  mo- 
do sus  escepciones ,  mostrando  uno  y  otro  los  documentos 
ó  pruebas  en  que  se  hayan  fundado.  El  demandante  y  el  de- 
mandado pueden  en  este  acto  recusar  al  inspector,  del  modo 
y  por  las  causas  que  se  espondrán  en  el  articulo  Recusación, 
así  como  el  inspector  debe  separarse  del  conocimiento  , 
cuando  esté  impedido  por  alguna  de  las  mismas  razones;  en 
cuyos  casos  le  reemplaza  el  inspector  del  distrito  inmediato 
por  su  orden  numérico;  en  cuyo  orden  se  cuenta  como  si- 
guiente al  último  de  dichos  distritos  el  primero  de  los  de 
aquella  subdelegacion.  Bien  sea  pues  el  mismo  inspector,  ó 
bien  el  teniente  ó  inmediato  que  en  su  caso  le  sustituyan  , 
oidas  las  partes ,  fallan  según  creen  procedente  en  justicia. 
Esta  sentencia  causa  ejecutoria,  si  la  cuantía  de  la  demanda 
no  llega  á  doce  pesos  ;  mas  si  cubre  esta  cantidad  ó  pasa  de 
ella  hasta  la  de  cuarenta  ,  puede  la  parte  que  se  crea  agra- 
viada, apelar  verbalmente  para  ante  el  subdelegado  respec- 
tivo. En  esta  segunda  instancia  debe  precederse  como  en  la 
primera  que  acabamos  de  esplicar,  sin  mas  diferencia  que 
la  de  escribirse  precisamente  la  sentencia ,  con  la  firma  del 
juez  y  de  las  partes ,  en  el  libro  que  á  este  efecto  lleva  él 
mismo. 

Si  la  demanda  escede  de  cuarenta  pesos,  pero  no  pasa  de 
ciento  cincuenta,  debe  interponerse  ante  el  subdelegado" 
á  quien  pertenezca  la  subdelegacion  del  demandado  ; 
el  cual  conocerá  de  ella,  del  mismo  modo  que  acaba- 
mos de  esponer  tocante  á  las  de  menor  suma ,  escri- 
biendo -la  sentencia  firmada  por  él  y  por  las  partes  ,  en  el 
libro  que  también  debe  llevar  él  mismo.  De  esta  sentencia 
puede  alzarse  el  litigante  agraviado  para  ante  el  subdelega- 
do siguiente  en  el  orden  numérico,  entendiéndose  por  inme- 
diato al  último  el  primero  de  este  orden  en  el  departamento; 
el  cual  debe  oir  á  las  partes ,  asociado  coa  dos  hombres 
buenos  nombrados  uno  por  cada  litigante,  y  pedirles  luego 
su  dictamen,  fallando  después  verbalmente  por  sí  conforme 
á  derecho  ;  y  esta  sentencia  debe  estenderse  igualmente  con 
su  firma,  la  de  los  hombres  buenos  y  la  de  las  partes  en  el  li- 
bro que  también  lleva  él  mismo  :  arts.  1  á  6  ,  Reglam.  de 
adm.  de  just.  de  2  de  junio  de  1824,  art.  1 ,  decr.  de  13  de 
agosto  de  1824,  arts.  1  y  2,  decr.  de  26  de  enero  de  1836, 
ley  de  10  de  noviembre  de  1836,  y  art.  115,  Conslit.  de  1853, 
Estas  sentencias  dictadas  en  segunda  instancia  por  loa 
subdelegados,  causan  siempre  ejecutoria,  y  contra  ellas  no 
cabe  mas  recurso  que  el  de  nulidad  ,  en  el  solo  caso  de  que 
no  haya  sido  citado  el  reconvenido  para  contestar  á  la  de- 
manda :  art.  23,  decr.  de  Io.  de  marzo  de  1837. 

Lo  que  hemos  dicho  hasta  aquí,  debe  entenderse  de  los 
negocios  civiles  ordinarios,  porque  en  los  de  comercio,  por 
ejemplo,  se  ha  de  conocer  en  juicio  verbal  de  toda  demanda 
que  no  pase  de  seiscientos  pesos.  Y  aun  en  los  mismos  civi- 
les ordinarios  de  mayor  cuantía  debe  tenerse  presente,  que 
el  juicio  escrito  no  puede  comenzar,  hasta  que  después  de 
haber  invitado  el  juez  de  primera  instancia  á  las  partes  á 
que  se  convengan  en  que  sea  verbal ,  y  à  que  celebren  á 
este  fin  un  compromiso  que  deberá  constar  por  escritura  pú- 
blica ,  se  niegue  alguna  de  ellas  á  dar  al  pleito  este  giro  : 
art.  24,  Reglam.  de  adm.  de  just.  de  2  de  junio  de  1824,  art. 
6  ,  decr.  de  6  de  agosto  de  1824,  y  art.  25,  decr.  de  29  de 
mayo  de  1839. 

Llegamos  por  fin  á  los  juicios  prácticos,  innovación  pecu- 
liar de  la  república,  para  conciliar  la  brevedad  con  el  acierto 
en  los  pleitos  sobre  deslindes ,  localidades ,  curso  de  las 
aguas,  internaciones ,  pertenencias  de  minas  y  demás  mate- 
rias que  esencialmente  exigen  conocimientos  locales.  En 
estos  asuntos,  luego  que  el  juez  de  primera  instancia  des- 
cubre su  naturaleza  en  vista  de  la  demanda ,  declara  quo 
de  aquel  litigio  debe  conocerse  enjuicio  práctico  ;  declara- 
ción de  la  cual  por  su  importancia  puede  alzarse  la  parte 
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que  se  crea  agraviada  ,  para  ante  la  Corte  de  apelaciones. 
Ejecutoriada  esta ,  ya  por  haberse  conformado  con  ella  las 
.partes,  ó  por  haber  dejado  pasar  el  término  de  la  apelación 
'isin  interponerla,  ó  por  haber  sido  confirmada  en  la  segunda 
j  instancia  ;  el  mismo  juez  de  letras  cita  á  los  litigantes ,  para 
j  que  nombren  al  que  debe  conocer  de  aquel  negocio  ,  bien 
j  sea  uno  solo  en  quien  ambos  convengan,  ó  bien  uno  por  cada 
parte  y  tercero  para  el  caso  de  discordia  :  el  juez  elige  el 
tercero ,  si  las  partes  no  se  avienen  en  su  nombramiento.  En 
cualquiera  de  los  dos  casos  deben  declarar  espresamenle  , 
al  hacer  esta  elección ,  si  los  nombran  como  simples  jueces 
ó  como  arbitradores  ,  es  decir,  si  su  fallo  ha  de  causar  eje- 
cutoria, ó  si  se  reservan  la  apelación ,  porque  esta  reserva , 
hecha  precisamente  en  tal  sazón,  es  el  único  medio  de  que 
pueda  darse  segunda  instancia  en  tales  juicios.  Con  la  cer- 
tificación de  todas  estas  diligencias  se  presenta  el  actor  á 
interponer  su  demanda  ,  y  de  él  y  del  reconvenido  depende 
que  el  juicio  sea  verbal  ó  bien  escrito.  Si  entrambos  convie- 
nen en  que  sea  verbal,  el  juez  ó  los  jueces,  oidas  la  demanda 
y  la  contestación  ,  los  citan  para  el  examen  del  objeto  con- 
trovertido ;  y  después  de  haberlo  verificado ,  reciben  las 
pruebas  ó  justificaciones  que  ofrezca  cada  parte  y  sean  con- 
ducentes ,  dictando  por  fin  su  sentencia.  Si  prefieren  que  el 
juicio  sea  escrito  ,  reciben  en  esta  forma  la  demanda  y  su 
contestación,  citan  álos  interesados  para  el  reconocimiento, 
reciben  luego  la  causa  á  prueba ,  si  lo  juzgan  necesario  ,  y 
oyéndolas  de  nuevo  en  un  alegato  de  bien  probado  por  cada 
parte,  acuerdan  su  fallo  definitivo.  Este  causa  ejecutoria,  si 
el  juez  ó  jueces  fueron  nombrados  con  el  carácter  de  arbi- 
tradores, ó  las  partes  se  conforman  con  él  espresa  ó  tácita- 
mente; pero  si  al  hacer  el  nombramiento  se  reservaron  Ja 
facultad  de  apelar,  y  ejerce  su  derecho  dentro  del  término 
de  la  ley  alguno  de  los  litigantes  ,  debe  procederse  desde 
luego  á  la  elección  de  jueces  de  alzada.  Estos  han  de  ser  tres, 
y  su  nombramiento  debe  hacerse  por  las  partes  directa  y 
simplemente,  si  convienen  en  ello,  y  si  no,  cada  una  de 
por  sí  presenta  recíprocamente  á  la  contraria  tres  indivi- 
duos, calificados  previamente  por  el  juez  como  hombres 
buenos,  á  fin  de  que  elija  uno,  y  luego  proceden  reunidas 
al  nombramiento  del  tercero,  que  designa  por  fin  el  juez,  si 
no  pueden  avenirse.  Constituido  así  el  tribunal,  oye  los  agra- 
vios que  tiene  que  esponerle  el  apelante  y  la  contestación 
que  á  ellos  da  la  otra  parte,  cita  luego  á  los  interesados  para 
el  reconocimiento,  y  hecho  este,  pronuncia  su  fallo  defini- 
tivo ;  el  cual  no  puede  menos  de  causar  ejecutoria  ,  salvo  el 
recurso  de  nulidad,  en  el  que,  si  es  del  fallo  definitivo  de  los 
jueces  prácticos  de  primera  instancia  ,  conoce  la  Corte  de 
apelaciones,  y  sj  es  del  de  los  de  segunda  instancia,  la  Corte 
suprema.  Los  primeros  se  suponen  ocupando  el  lugar  de  los 
jueces  de  letras,  y  los  segundos  el  de  la  Corte  de  apelacio- 
nes :  arls.  58  à  kh,  Reglam.  de  adm.  de  jusl.  de  2  de  junio 
de  1824,  arls.  3  y  k,  ley  de  10  fíe  noviembre  de  1856,  y  auto 
de  la  Corte  suprema  de  7  de  marzo  de  185(5.] 

JUICIO  VERBAL    EN  ASUNTOS  MERCANTILES.  El  juicio  en 

que  se  instruyen  y  ventilan  de  palabra  y  no  por  escrito  las 
causas  de  menor  cuantía  relativas  á  negocios  do  comercio. 

I.  Son  causas  de  menor  cuantía  en  el  comercio  ,  y  sujetas 
por  lo  tanto  á  juicio  verbal ,  las  demandas  cuyo  interés  no 
escede  de  mil  reales  vellón  en  los  tribunales  de  comercio, 
y  de  quinientos  en  los  juzgados  ordinarios;  arls.  1209  y 
1210  del  cód.  de  com. 

Habiendo  pues  tribunal  especial  de  comercio,  él  es  el  que 
debe  conocer  en  juicio  verbal  dentro  de  su  territorio  (  que 
es  precisamente  el  mismo  del  partido  judicial,  art.  1178) 
de  los  negocios  mercantiles  que  no  pasen  de  mil  reales.  Mas 
no  habiendo  tribunal  de  comercio,  habrá  de  combinarse  la 
disposición  de  los  citados  artículos  del  código  de  este  ramo 
con  la  del  articulo  51  del  reglamento  de  2ü  de  setiembre 


de  183b  sobre  los  juicios  verbales  en  asuntos  comunes,  de 
que  hemos  hablado  en  el  artículo  que  antecede;  de  manera 
que  los  alcaldes  délos  pueblos,  que  ya  no  son  jueces  ordi- 
narios de  primera"  instancia  como  lo  eran  al  tiempo  déla 
publicación  de  las  leyes  comerciales ,  solo  entenderán,  á 
prevención  con  el  juez  letrado  de  primera  instancia  donde 
le  hubiere,  en  los  negocios  mercantiles  que  no  pasen  de  dos- 
cientos reales ,  pues  que  no  están  autorizados  para  conocer 
de  mayor  cantidad;  y  los  jueces  letrados  de  primera  instan- 
cia conocerán  en  igual  juicio  esclusivamente,  en  todos  los 
pueblos  de  su  territorio  jurisdiccional,  de  los  negocios  de 
dicha  clase  que  pasando  de  doscientos  reales  no  es"cedan  de 
quinientos. 

Como  quiera  que  sea ,  tanto  los  alcaldes  como  los  jueces 
letrados  de  primera  instancia  han  de  arreglar  sus  procedi- 
mientos y  decisiones  en  los  juicios  verbales  y  demás  sobre 
negocios  mercantiles  á  las  disposiciones  del  código  de  co- 
mercio y  de  la  ley  de  enjuiciamiento  de  24  de  julio  de  1830, 
y  solo  en  defecto  de  ellas  habrán  de  atenerse  á  las  leyes  co- 
munes ;arts.  1182  del  cód.  de  com.,  y  462  de  la  ley  de  enjtiic. 

II.  Las  demandas  sobre  negocios  mercantiles  de  menor 
cuantía  que  se  han  de  resolver  en  juicio  verbal,  deben  in- 
tentarse por  medio  de  memorial  dirigido  al  prior  del  tribu- 
nal de  comercio  ,  ó  al  juez  ordinario  ó  alcalde  á  quien  en  su 
defecto  corresponda  su  conocimiento ,  en  el  cual  espondrá  el 
demandante  con  brevedad  y  sencillez  su  acción  y  el  título 
en  que  la  funda ,  acompañando  los  documentos  que  puedan 
comprobarlo  ;  y  en  su  consecuencia  se  ha  de  proveer  la  ci- 
tación del  demandado  con  señalamiento  de  dia  y  hora  para 
el  juicio  verbal ,  y  se  ha  de  hacer  saber  el  auto  al  deman- 
dante ;  art.  UU&  de  la  cit.  ley. 

La  citación  se  ejecuta  por  medio  de  cédula  en  que  instru- 
yéndose al  demandado  de  la  pretensión  del  actor  y  título  en 
que  la  funda ,  se  le  emplaza  para  que  en  el  dia  señalado  se 
presente  al  juicio  con  los  documentos  necesarios  para  pro- 
bar cualquiera  escepcion  que  pretenda  oponer  á  la  deman- 
da ;  art.  hhl .  Esta  cédula  de  citación  ha  de  ser  entregada 
por  el  alguacil  á  la  persona  à  quien  vaya  dirigida ,  y  en  su 
defecto  á  su  mujer,  pariente,  criados  ó  vecinos,  haciéndose 
constar  por  diligencia  á  continuación  del  memorial  del  de- 
mandante con  espresion  del  nombre  y  apellido  de  la  persona 
á  quien  se  hubiere  entregado;  arts.  112  y  hhS.  El  plazo  de 
la  citación  para  que  el  demandado  acuda  al  juicio  es  ordi- 
nariamente de  tres  dias  ;  pero  con  justos  motivos  de  urgen- 
cia puede  el  juez  reducirlo ,  con  tal  que  siempre  se  verifique 
la  citación  la  víspera  del  dia  señalado  para  el  juicio  ; 
art.  liM. 

No  compareciendo  el  demandado ,  se  le  ha  de  mandar  ci- 
tar de  nuevo  para  la  audiencia  mas  próxima  con  apercibi- 
miento de  procederse  en  su  rebeldía  á  lo  que  corresponda 
sobre  la  demanda  entablada  ;  y  son  de  cargo  del  demandado 
las  costas  de  esta  providencia  ,  de  su  notificación  al  deman- 
dante y  de  la  nueva  citación;  art.  UoO. 

III.  Presentes  las  partes  en  la  audiencia  por  sí  ó  por  me- 
dio de  apoderado  legítimo,  el  escribano  debe  leer  la  solici- 
tud del  demandante  y  los  documentos  que  la  acompañen  si 
los  hubiere,  oyéndose  en  seguida  sobre  todo  ello  lo  que  con- 
tradictoriamente espongan  ambos  interesados,  á  quienes  se 
ha  de  permitir  probar  su  intención  en  el  acto  por  los  medios 
siguientes  :  Io.  por  confesión  judicial  :  2o.  por  todo  género 
de  documentos  concernientes  al  negocio  :  5o.  por  informa- 
ción de  testigos  que  voluntariamente  se  presenten  à  decla- 
rar ;  y  'i°.  por  juramento  decisorio.  También  puede  el  tri- 
bunal ó  juez  hacerles  de  oficio  las  preguntas  que  estime 
oportunas  para  aclarar  los  hechos  en  que  haya  discordancia, 
y  en  caso  necesario  exigirles  para  mejor  proveer  que  decla- 
ren sobre  ollas  bajo  juramento.  Estas  actuaciones  han  de 
hacerse  constar  por  relación  circunstanciada  de  todo  lo  sus- 
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tancial  de  ellas,  que  debe  estender  el  escribano  en  el  libro 
de  juicios  verbales ,  firmándose  el  acta ,  antes  de  dictarse 
providencia  por  el  juez,  por  los  interesados,  los  testigos  y  el 
escribano  del  juicio;  art.  /loi. 

Si  en  la  primera  audiencia  no  bailare  el  tribunal  ó  el  juez 
que  el  negocio  se  haya  instruido  suficientemente,  y  las  par- 
tes propusieren  la  presentación  de  nuevos  documentos  ó  de 
otros  testigos,  se  debe  prorogar  el  juicio  para  otra  ,  desig- 
nándose en  el  acto  y  quedando  emplazados  para  ella  los  in- 
teresados sin  necesidad  de  nueva  citación  ;  y  á  su  instancia 
puede  acordarse  la  de  los  testigos  de  que  les  convenga  va- 
lerse, si  rehusan  presentarse  voluntariamente;  art.  452. 

IV.  Concluida  la  instrucción  en  dicha  forma,  se  ha  de 
fallar  la  demanda  con  arreglo  á  derecho  en  la  misma  audien- 
cia ,  ó  á  mas  tardar  en  la  inmediata  ,  estendiéndose  la  pro- 
videncia en  seguida  del  acta  de  instrucción  verbal,  y  hacién- 
dose saber  á  las  partes  ;  siendo  las  costas  de  cargo  del  actor 
si  el  reo  es  absuelto,  y  de  cargo  del  reo  cuando  sea  conde- 
nado por  deuda  liquida  y  reconocida  ;  arts.  455  y  454. 

Las  providencias  dadas  en  los  juicios  verbales  con  audien- 
cia de  ambas  partes ,  son  ejecutivas,  sin  admitirse  sobre 
ellas  apelación  ni  otro  recurso;  art.  45a  :  y  deben  llevarse 
á  efecto  por  el  procedimiento  de  apremio  ;  art,  1209  del  cod. 
de  com.  Véase  Apremio  en  el  artículo  quinto. 

V.  En  el  caso  de  no  presentarse  al  juicio  el  demandado 
que  hubiere  sido  citado  por  segunda  vez  ,  debe  celebrarse 
el  juicio  en  su  rebeldía,  oyéndose  al  demandante,  admitién- 
dosele las  pruebas  que  le  convengan  en  apoyo  de  su  acción, 
y  proveyendo  el  tribunal  ó  el  juez  lo  que  corresponda  en 
derecho,  art.  456.  Mas  de  las  providencias  dadas  en  rebel- 
día ^  puede  pedirse  reposición  por  la  parte  condenada  en  el 
término  de  ocho  dias  cuando  el  interés  del  negocio  esceda 
de  doscientos  cincuenta  reales  vellón  en  los  juzgados  ordina- 
rios y  de  quinientos  en  los  tribunales  de  comercio  ;  y  en  vir- 
tud de  esta  reclamación  que  ha  de  hacerse  por  medio  de 
memorial ,  se  debe  abrir  el  juicio  oyéndose  de  nuevo  á  las 
partes  por  el  mismo  orden  prevenido,  y  lo  que  se  resuelva 
ha  de  ejecutarse  sin  mas  recurso;  condenándose  siempre  al 
demandado  en  las  costas  del  nuevo  juicio  verbal  si  el  se- 
gundo fallo  fuese  conforme  al  anterior  ;  art.  457. 

VI.  En  los  tribunales  de  comercio  debe  asistir  el  letrado 
consultor  á  los  juicios  verbales  para  contestar  de  palabra  en 
el  acto  á  cualquiera  duda  de  derecho  que  se  le  proponga  por 
el  tribunal;  art.  458. 

JUICIO  escrito.  Dícese  así ,  por  contraposición  al  juicio 
verbal j  aquel  en  que  se  instruyen,  ventilan  y  deciden  las 
causas  y  negocios  contenciosos,  no  de  palabra  ó  por  me- 
dio de  una  simple  acta  que  abrace  todo  el  resultado,  sino 
por  escrito  y  asentándose  sucesiva  ó  cronológicamente  y  por 
separado  todos  los  procedimientos  judiciales. 

JUICIO  contencioso.  El  que  se  sigue  contradictoria- 
mente entre  partes  según  el  orden  establecido  por  las  leyes  ; 
á  diferencia  de  aquellos  en  queel  juez  admite  la  acción  y  su 
justificación  y  decide  sobre  ella  sin  audiencia  ni  conoci- 
miento de  la  parte  contra  quien  se  ejercita,  como  sucede  en 
los  juicios  sumarísimos  llamados  interdictos. 

JUICIO  declarativo.  El  que  versa  sobre  derechos  du- 
dosos y  controvertidos  que  deben  ser  determinados  por  el 
juoz;  á  diferencia  del  juicio  ejecutivo  en  que  solo  se  trata  de 
llevar  á  efecto  lo  ya  determinado  ó  lo  que  consta  de- un  tí- 
tulo á  que  la  ley  da  tanta  fuerza  como  á  la  decisión  judicial. 

JUICIO  doble  y  juicio  sencillo.  Dícese  juicio  sencillo 
aquel  en  que  uno  de  los  litigantes  ha  de  ser  precisamente  ac- 
tor ó  demandante  y  el  otro  tiene  que  ser  reo  ó  demandado, 
por  estar  ya  deslindado  el  diferente  carácter  que  según  el 
estado  de  las  cosas  corresponde  ácada  uno;  como  por  ejem- 
plo el  juicio  en  que  uno  pide  ó  reivindica  una  cosa  que  otro 
posee  como  suya  propia,  pues  si  quiere  obtenerla  es  pre^ 


ciso  que  se  constituya  en  actor  y  provoque  el  juicio ,  mien- 
tras que  el  poseedor  no  puede  hacer  otro  papel  que  el  de 
reo.  Se  dice  por  el  contrario  juicio  doble  aquel  en  que  cual- 
quiera de  los  interesados  puede  ser  actor  ó  reo,  porque  cada 
uno  de  ellos  puede  igualmente  ejercitar  su  acción  contra 
los  otros ,  de  modo  que  será  considerado  como  actor  el  pri- 
mero que  se  adelanta  á  entablar  la  demanda:  tal  es  poi 
ejemplo  el  juicio  de  filiación  ó  paternidad  ,  el  de  demarca- 
ción de  linderos  (finium  regundorum) ,  y  el  de  division  de 
bienes  que  dos  ó  mas  personas  poseen  en  común  por  título 
de  sucesión  ó  por  otro  cualquiera  (familiœ  erciscundœ ,  com- 
muni  dividundo).  Véase  Acción  perjudicial,  Amojonamiento 
y  Comunero. 

JUICIO  universal  y  juicio  particular.  Llámase  uni- 
versal ó  general  el  juicio  en  que  se  ventilan  y  deciden  todas 
las  acciones  y  derechos  que  contra  los  bienes  de  alguna  per- 
sona tienen  todos  sus  acreedores ,  cuales  son  los  juicios  de 
concurso  de  acreedores ,  y  los  de  testamentaría  y  ab  inles- 
t3to  ;  —  y  se  dice  particular  el  juicio  que  solo  versa  sobre  el 
interés  .de  una  ó  mas  personas  determinadas.  Véase  Acu- 
mulación de  autos,  Cesión  de  bienes,  Concurso  de  acreedores, 
Espera,  Quila,  y  Juicios  de  testamentaría  y  ab  intestalo. 

JUICIO  petitorio  y  juicio  posesorio.  Se  denominape- 
lilorio  el  juicio  en  que  litigamos  principalmente  sobre  la 
propiedad  ,  dominio  ó  cuasi  dominio  de  alguna  cosa,  ó  so- 
bre el  derecho  que  en  ella  ó  á  ella  nos  compete,  como  cuan- 
do reivindicamos  una  cosa  que  es  nuestra ,  ó  pedimos  una 
herencia  que  por  testamento  ó  ab  intestato  nos  pertenece ,  ó 
intentamos  la  acción  que  proviene  de  la  compra  ,  del  depó- 
sito ,  del  comodato  ó  de  otra  convención  que  hemos  celebra- 
do, ó  pedimos  el  cumplimiento  de  la  obligación  en  que  otro 
se  halla  constituido  por  la  ley  ó  por  su  propio  hecho  para 
con  nosotros.  Tiene  por  el  contrario  el  nombre  de  posesorio 
el  juicio  en  que  no  disputamos  sobre  la  propiedad ,  dominio 
ó  cuasi  dominio  de  alguna  cosa  ó  derecho ,  sino  sobre  la  ad- 
quisición ,  retención  ó  recobro  de  la  posesión  ó  cuasi  pose- 
sión de  una  cosa  corporal  ó  incorporal. 

I.  El  juicio  posesorio  es  de  dos  especies ,  sumario  y  ple- 
nario.  Sumario  es  el  que  se  sustancia  brevemente  sin  las 
solemnidades  del  ordinario  por  la  necesidad  que  hay  de  dar 
una  pronta  resolución,  no  admitiéndose  apelación  de  la  sen- 
tencia ó  providencia  sino  á  lo  mas  en  el  efecto  devolutivo  ; 
—  y  plenario  es  el  que  se  sustancia  por  el  método  y  trámi- 
tes largos  y  solemnes  del  juicio  ordinario.  Las  causas  que 
se  deciden  en  juicio  sumario  son  las  que  versan  sobre  la 
posesión  actual  ó  momentánea,  esto  es,  sobre  la  posesión 
que  uno  tiene  ó  debe  tener  en  el  acto  ó  momento  ;  y  las  que 
se  ventilan  y  determinan  en  juicio  plenario  son  las  que  re- 
caen sobre  la  posesión  permanente  y  perpetua  que  uno  tiene 
ó  debe  tener  en  virtud  de  la  ley,  aunque  en  el  acto  no  la 
tenga.  La  providencia  que  se  da  en  el  sumario  tiene  solo  el 
carácter  de  interina  ó  provisional ,  como  que  se  suele  pro- 
ceder en  él  sin  audiencia  de  la  parte  contraria  ;  y  la  que  se 
da  en  el  plenario  es  propiamente  definitiva ,  pues  que  no  se 
da  sino  con  pleno  conocimiento  de  causa  y  audiencia  de 
ambas  partes.  Véase  Interdicto ,  donde  se  trata  con  mas 
estension  de  esta  materia. 

II.  Como  la  posesión  produce  tantas  ventajas,  pues  que 
el  poseedor  conserva  la  cosa  mientras  otro  no  pruebe  que  es 
suya ,  y  se  tiene  por  de  mejor  condición  en  igualdad  de 
causa  ,  se  suele  litigar  previamente  sobre  ella ,  ya  en  suma- 
rio, ya  también  en  plenario  ,  antes  de  entablar  el  juicio  pe- 
titorio ;  roas  á  veces  el  actor  cree  mas  conveniente  á  sus  in- 
tereses pedir  á  un  mismo  tiempo  y  en  la  misma  demanda  la 
posesión  y  la  propiedad,  y  la  ley  le  concede  la  reunion  de 
estas  dos  acciones  siempre  que  no  sean  incompatibles. 

Así  pues,  el  que  ha  sido  despojado  de  la  tenencia  ó  pose- 
sión de  una  cosa  suya  ó  del  ejercicio  de  un  derecho  que 
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disfrutaba,  puede  pedir  en  una  misma  demanda  la  posesión 
y  el  dominio  ó  cuasi  dominio:  ley  27,  lit.  2.  Pari.  3;  pero 
será  una  consecuencia  de  esta  acumulación  ,  que  si  el  des- 
pojante opone  la  escepcion  de  dominio  ,  habrá  de  suspen- 
derse la  restitución  ó  reposición  del  despojado  hasta  la  sen- 
tencia definitiva  sobre  la  pertenencia  de  la  propiedad.  Véase 
Despojo. 

También  el  que  se  cree  con  derecho  á  la  posesión  que 
todavía  no  tiene  y  al  dominio  ó  cuasi  dominio  de  alguna 
cosa,  puede  intentar  en  una  misma  demanda  la  acción  po- 
sesoria y  la  petitoria  :  mas  el  que  se  viere  perturbado  por 
otro  en  la  posesión  de  que  ya  goza,  no  puede  intentar  á  un 
mismo  tiempo  la  acción  posesoria  y  la  petitoria,  á  no  ser  en 
los  derechos  incorpóreos ,  como  las  servidumbres  ;  porque 
usando  del  primer  medio  supone  que  posee ,  y  usando  del 
segundo  parece  confesar  que  no  posee. 

III.  Las  dos  acciones  posesoria  y  petitoria  deben  seguirse 
y  determinarse  en  un  mismo  juicio  y  por  el  mismo  juez , 
cuando  se  proponen  juntas  por  el  demandante.  Pero  no 
puede  el  demandante  proponer  juntas  ambas  acciones , 
cuando  el  conocimiento  de  la  posesión  corresponde  á  un 
juez  y  el  de  la  propiedad  á  otro.  El  conocimiento  de  la  po- 
sesión en  los  interdictos  de  conservarla  y  recuperarla ,  y 
aun  en  los  juicios  plenarios  que  se  promovieren  sobre  los 
mismos  objetos ,  cualesquiera  que  sean  las  cosas  y  las  per- 
sonas, corresponde  siempre  á  la  real  jurisdicción  ordinaria  y 
por  consiguiente  al  juez  letrado  de  primera  instancia  del 
partido ,  con  derogación  de  todo  fuero ,  según  el  art.  hk  del 
regí,  de  26  de  setiembre  de  1 85o  ;  y  se  reservan  el  juicio  de 
propiedad  y  aun  elsumarísimo  y  el  plenario  sobre  adquisición 
de  la  posesión  á  los  jueces  competentes  siempre  que  se  trate 
de  cosa  ó  de  persona  que  goce  de  fuero  privilegiado.  Así 
que ,  el  aforado  que  se  viere  despojado  ó  perturbado  en  su 
posesión  no  puede  acumular  los  interdictos  de  recuperar  ó 
conservar  con  la  acción  petitoria  ante  el  juez  real  ordinario; 
pero  bien  podrá  reunir  en  una  misma  demanda  la  acción 
petitoria  con  el  interdicto  de  adquirir  la  posesión  ,  y  aun 
con  la  acción  posesoria  que  abandonando  el  uso  de  los  de- 
mas  interdictos  quisiere  solo  ejercer  en  juicio  plenario , 
cuando  tuviere  que  recurrir  ante  su  propio  juez  por  ser  del 
mismo  fuero  el  demandado.  Así  es  también  que  la  persona 
sujeta  á  la  real  jurisdicción  ordinaria  que  contra  una  persona 
aforada  hiciere  uso  de  los  interdictos  de  recobrar  ó  conser- 
var la  posesión  ,  no  podrá  tampoco  proponerlos  ante  el  juez 
ordinario  del  partido  en  union  con  la  acción  petitoria,  pues 
en  caso  de  ser  vencida  en  el  juicio  sumarísimo  ó  en  el  ple- 
nario tiene  que  introducir  la  demanda  de  propiedad  ante  el 
juez  propio  del  aforado.  Véase  Interdicto,  n.  VII,  y  Acu- 
mulación de  las  causas  de  posesión  y  propiedad. 

JUICIO    DE   MAYOR    Y   DE  MENOR    CUANTÍA.    Es  juicio  de 

mayor  cuantía ,  según  los  artículos  'il  y  '»5  del  regí,  de  26  • 
de  setiembre  de  1835,  el  juicio  civil  en  que  la  cantidad 
ó  el  valor  de  la  cosa  que  se  litiga  pasa  de  cuarenta  mil  ma- 
ravedís en  la  península  é  islas  adyacentes  y  del  cuadruplo 
en  ultramar  (esto  es,  de  1176  rs.  16  mrs.  y  de  4705  rs.  y 
30  mrs.  respectivamente):  mas  según  la  ley  de  10  de  enero 
de  1838,  no  es  juicio  de  mayor  cuantía  sino  aquel  en  que 
el  valor  de  la  cosa  litigiosa  pasa  de  dos  mil  rs.  vn.  ;  y  como 
esta  ley  no  hace  variación  con  respecto  á  ultramar,  parece 
natural  creer  que  su  voluntad  es  que  en  aquellos  paises 
continúen  con  la  calidad  de  pleitos  de  mayor  cuantía  las 
demandas  civiles  que  pasen  de  los  mencionados  4705  rs.  y 
30  mrs.  Juicio  de  menor  cuantía,  por  el  contrario,  es  aquel 
en  que  el  valor  de  la  cosa  litigiosa  no  escede  de  dos  mil  rs. 
en  la  península  é  islas  adyacentes,  y  de  cuatro  mil  sete- 
cientos cinco  reales  y  treinta  maravedís  en  ultramar. 

El  juicio  de  menor  cuantía,  así  definido,  se  divide  en 
tres  clases  ó  especies  ;  á  la  primera  pertenecen  los  negocios 


que  no  escedan  de  doscientos  reales  vellón  en  la  península 
é  islas  adyacentes  y  de  seiscientos  en  ultramar  :  á  la  segunda 
los  que  pasando  de  las  cantidades  espresadas  no  escedan 
de  quinientos  reales  en  la  península  y  dichas  islas  y  de  dos 
mil  en  ultramar  ;  y  á  la  tercera  los  que  pasen  de  quinientos 
y  de  dos  mil  rs.  respectivamente,  y  no  escedan  de  dos  mil 
reales  en  la  península  é  islas  y  de  cuatro  mil  setecientos  cinco 
reales  y  treinta  maravedís  en  las  provincias  ultramarinas. 

De  los  negocios  de  la  primera  clase  ,  cuando  son  de  la 
competencia  de  la  real  jurisdicción  ordinaria  ,  conocen  en 
juicio  verbal  los  alcaldes  de  los  pueblos  á  prevención  con  el 
juez  de  primera  instancia  donde  le  hubiere  :  —  de  los  de 
la  segunda  conocen  en  todos  los  pueblos  del  partido  sola- 
mente los  jueces  de  primera  instancia,  también  enjuicio 
verbal,  con  esclusion  de  los  alcaldes;  —  y  de  los  de  la  ter- 
cera conocen  asimismo  esclusivamente  los  jueces  de  primera 
instancia ,  aunque  por  trámites  mas  breves  que  en  los  juicios 
ordinarios,  debiendo  preceder  á  la  introducción  de  la  de- 
manda el  juicio  de  conciliación  :  arts.  31 ,  40  y  41  del  rceji. 
de  26  de  setiembre  de  1855,  ley  de  10  de  enero  de  1858  y  real 
orden  de  30  de  enero  de  1840.  Véase  Juicio  verbal  y  Pleitos 
de  menor  cuantía. 

En  el  comercio  ,  son  causas  de  menor  cuantía  las  deman- 
das cuyo  interés  no  esceda  de  mil  reales  vellón  en  los  tri- 
bunales especiales  del  ramo,  y  de  quinientos  en  los  juzgados 
ordinarios  ;  y  en  todas  ellas  es  verbal  la  instrucción  ,  redac- 
tándose solo  un  acta  en  que  se  espresan  los  nombres  del 
demandante  y  demandado,  sus  pretensiones  respectivas, 
el  resultado  breve  de  las  pruebas  que  presentaren  ,  y  la  re- 
solución judicial,  que  se  lleva  á  efecto  por  el  procedimiento 
de  apremio,  sin  admitirse  recurso  alguno  contra  ella  ; ma>  ts. 
1209  y  1210  del  cód.  de  com.  Véase  Juicio  verbal  en  asuntos 
mercantiles ,  y  ¿premio  en  el  comercio. 

JUICIO  ORDINARIO   Y  JUICIO    EXTRAORDINARIO.    Es  JUÍCÍO 

ordinario  aquel  en  que  se  procede  por  los  trámites  largos  y 
solemnes  que  la  ley  ha  establecido  para  que  detenidamente 
se  controvierta  el  derecho  de  cada  parte  ó  se  averigüe  la 
verdad  de  los  hechos,  y  recaiga  la  decisión  judicial  después 
de  un  prolijo  conocimiento  de  causa.  Juicio  cstraortiinario 
es  por  el  contrario  aquel  en  que  no  se  observan  todos  los 
trámites,  formas  y  solemnidades  que  para  el  juicio  ordinario 
se  prescriben.  Algunos  autores  dicen  ser  juicio  ordinario 
aquel  en  que  se  procede  por  via  de  acción  ó  acusación ,  ob- 
servando todos  los  trámites  y  solemnidades  prescritas  por 
el  derecho  positivo;  y  eslraordinario  aquel  en  que  no  so 
procede  mediante  acción  ó  acusación  verdadera,  sino  de 
oficio  por  el  juez  sin  guardar  el  orden  y  las  solemnidades 
legales.  Mas  como  la  diferencia  esencial  entre  el  juicio  ordi- 
nario y  el  estraordinario  no  consiste  precisamente  en  que 
el  juez  conozca  de  oficio  ó  á  instancia  de  parte  ,  sino  en  el 
modo  de  proceder  con  sencillez  y  brevedad  ó  con  sujeción 
á  las  ritualidades  establecidas ,  parecen  menos  exactas  estas 
últimas  definiciones.  Judicium  ordinarium,  dice  Calvino 
(Lexicón  jurid.)  Itodie  nuncupamus  ab  ordine  proceden;!/  : 
extraordinarium  vero ,  quod  non  itajustam  omnibusqne  tiu- 
mcris  absoluiam  ordinis  rationem  exigü.  Véase  Juicio  ordi- 
nario civil. 

JUICIO   PLENARIO   y   JUICIO    SUMARIO.  JuÍCÍO  ph'IUirio  CU 

lo  civil  es  lo  mismo  que  juicio  ordinario  ;  y  se  llama  plena- 
rio, porque  se  procede  en  él  con  pleno  conocimiento  de 
causa  y  observando  plena  y  totalmente  las  solemnidades 
prescritas  por  derecho  :  mas  en  lo  criminal  se  entiende  por 
plenario  el  procedimiento  ó  juicio  que  después  de  descubierto 
por  la  sumaria  el  delito  y  su  autor,  se  sigue  casi  en  la  misma 
forma  que  el  ordinario  civil  con  el  fin  de  acreditar  la  ino- 
cencia ó  culpabilidad  del  procesado  y  dar  la  sentencia  abso- 
lutoria ó  condenatoria. 
Juicio  sumario ,  que  viene  á  ser  lo  mismo  que  estraordi- 
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nario ,  es  aquel  en  que  se  conoce  brevemente  de  la  causa  , 
omitiendo  las  largas  solemnidades  establecidas  para  los 
juicios  comunes,  y  atendiendo  solamente  á  la  verdad  del 
hecho.  Mas  en  el  juicio  sumario  no  pueden  omitirse  las  for- 
malidades esenciales  que  por  derecho  natural  ó  de  gentes 
son  necesarias  para  la  averiguación  de  la  verdad  y  la  de- 
cisión legítima  de  la  causa,  sino  únicamente  las  acciden- 
tales, accesorias  ó  secundarias,  las  que  solo  se  requieren 
por  derecho  positivo,  las  largas  dilaciones  cuya  omisión  no 
puede  hacer  inicua  la  sentencia.  Así  es  que  no  debe  pro- 
cederse  por  la  via  estraordinaria  ó  sumaria  sino  en  las  cau- 
sas en  que  lejos  de  peligrar  ó  quedar  espuestas  por  la  bre- 
vedad la  justicia  y  la  inocencia,  exige  por  el  contrarióla 
equidad  que  se  destierre  toda  lentitud  que  pueda  ocasionar 
inconvenientes  ó  perjuicios  á  los  interesados;  y  por  ello  no 
se  suele  admitir  apelación  de  las  sentencias  sino  solo  en  el 
efecto  devolutivo. 

El  juicio  sumario  es  simplemente  sumario  ó  sumarísimo  : 
entendemos  por  simplemente  sumario  aquel  en  que,  si  bien 
por  trámites  breves  y  sencillos  ,  se  oye  sin  embargo  á  las 
dos  partes  ;  y  por  sumarísimo  el  que  se  reduce  solo  á  ad- 
mitir la  acción  ó  demanda  y  su  justificación  y  á  decidir 
sobre  ella,  sin  audiencia  ni  conocimiento  de  la  parte  con- 
traria. El  juicio  simplemente  sumario  puede  recaer  así  sobre 
asuntos  civiles  como  sobre  los  criminales;  pero  el  sumarí- 
simo nunca  tiene  lugar  sino  en  negocios  civiles.  —  Las  causas 
que  suelen  tratarse  en  juicio  sumario  son  :  1.°  las  de  poca 
importancia,  como  las  llamadas  de  mentir  cuantía;  y  2.°  las 
que  exigen  celeridad  ,  como  las  de  alimentos  y  las  que  se 
entablan  en  virtud  de  instrumentos  que  traen  aparejada  eje- 
cución. Las  que  se  tratan  en  juicio  sumarísimo  son  las  que 
tienen  por  objeto  el  amparo  judicial  contra  un  despojo  que 
se  nos  ha  hecho  ó  se  nos  pretenda  hacer,  ó  contra  un  daño 
que  nos  amenaza ,  y  las  que  versan  sobre  la  adquisición 
provisional  de  una  posesión  en  que  todavía  no  hemos  en- 
trado, pero  á  que  tenemos  un  derecho  evidente.  Véase 
Juicio  de  menor  cuantía,  Juicio  ejecutivo,  Juicio  de  alimen- 
tos, Herencia,  Interdicto,  Denuncia  de  obra  nueva  y  De- 
nuncia de  obra  vieja. 

Llámase  también  en  lo  criminal  juicio  sumario  ó  simple- 
mente sumaria  la  información  ó  juicio  informativo  que  tiene 
por  objeto  averiguar  la  existencia  ó  perpetración  del  delito 
con  todas  sus  circunstancias  y  la  persona  del  que  lo  ha  co- 
metido. Véase  Juicio  criminal. 

JUICIO  civil.  Aquel  en  que  se  trata  de  alguna  acción 
civil  que  tiene  ó  cree  tener  el  demandante,  esto  es  ,  de  la 
reclamación  de  una  cosa  ó  derecho,  del  cumplimiento  de  una 
obligación ,  de  la  indemnización  de  daños  y  perjuicios  :  Ju- 
dicium  civile  est  in  quo  principaliter  agilur  de  re  familiar  i , 
seu  de  privatis  commodis  actoris  et  rei.  Véase  Acción  civil. 
El  juicio  civil  se  conoce  comunmente  con  el  nombre  genérico 
de  pleito  ó  litigio,  á  diferencia  del  juicio  criminal,  que  suele 
llamarse  causa,  aunque  esta  denominación  se  aplica  también 
al  juicio  civil.  —  El  juicio  civil  puede  ser  ordinario  ó  su- 
mario, posesorio  ó  petitorio ,  verbal  ó  escrito,  de  mayor  ó  de 
menor  cuantía,  declarativo  ó  ejecutivo,  doble  ó  sencillo, uni- 
versal ó  particular,  etc.  Véanse  los  artículos  que  anteceden. 

JUICIO  civil  ordinario.  El  juicio  en  que  se  disputa 
cobre  cosas  ó  derechos  de  mayor  cuantía  pertenecientes  al 
patrimonio  de  cada  uno,  observando  todos  los  trámites  y 
solemnidades  que  se  previenen  por  las  leyes  para  que  no 
recaiga  la  sentencia  sino  con  pleno  conocimiento  de  causa. 

Son  negocios  de  mayor  cuantía  que  no  deben  tratarse  sino 
en  juicio  ordinario  civil,  aquellos  en  que  la  cantidad  ó  el 
valor  de  la  cosa  que  se  litiga  pasa  de  dos  mil  reales  vellón 
en  la  península  é  islas  adyacentes,  y  de  cuatro  mil  setecientos 
cinco  reales  y  treinta  maravedís  en  las  provincias  ultrama- 
rinas. Véase  Juicio  de  mayor  y  de  menor  cuantía. 


I.  El  juicio  civil  ordinario  empieza  por  la  demanda  del 
actor,  acompañada  de  la  certificación  de  haberse  intentado 
y  no  haber  surtido  efecto  el  juicio  conciliatorio ,  como  asi- 
mismo de  todos  los  documentos  con  que  haya  de  apoyarse. 
Véase  Actor,  Demanda,  Interpretación  de  las  demandas, 
Juicio  de  conciliación  y  Procurador. 

El  actor  debe  tener  cuidado  de  no  pedir  mas  de  lo  que  se 
le  debe,  ni  otra  cosa  que  aquella  que  se  le  debe,  ni  fuera  del 
lugar  ó  del  tiempo  en  que  se  le  debe. Véase  Pluspelicion. 

Aunque  por  regla  general ,  todo  juicio  civil  ha  de  empezar 
por  la  demanda  ,  hay  sin  embargo  ciertos  casos  en  que  pue- 
den preceder  algunos  pedimentos  preparatorios  ó  diligen- 
cias de  precaución. 

Así  es  que  si  el  actor  necesita,  para  preparar  el  uso  de  su 
acción  ó  dar  al  pleito  curso  cierto,  que  el  reo  declare  sobre 
algunos  hechos,  puede  pedir  entonces  que  se  le  hagan  las 
preguntas  oportunas,  con  el  objeto  de  fundar  en  la  respuesta 
que  diere ,  la  demanda  que  intenta  introducir.  Las  preguntas 
han  de  ser  concernientes  al  pleito,  y  se  tienen  por  tales  :  — 
i°.  las  que  se  hacen  al  que  se  quiere  demandar  como  here- 
dero ,  á  fin  de  que  manifieste  si  lo  es  ó  no ,  por  testamento 
ó  ab  intestato,  y  en  qué  parte  de  la  herencia  :  —  2o.  las  que 
se  dirigen  al  padre  acerca  del  peculio  de  su  hijo,  á  fin  de 
averiguar  si  este  lo  tiene  ó  no  :  —  3o.  las  que  tienen  por 
objeto  saber  si  el  reo  es  mayor  ó  menor  de  edad  ,  para  que 
en  el  caso  de  ser  menor  se  le  provea  ante  todo  de  curador 
ad  lilem  con  quien  se  sustancie  el  juicio  :  —  k°.  las  que  se 
propongan  para  indagar  si  el  reo  es  ó  no  poseedor  de  la  cosa 
cuya  propiedad  se  trata  de  pedir.  A  todas  estas  preguntas  y 
otras  semejantes  ,  que  se  llaman  posiciones,  debe  contestar 
clara  y  categóricamente  y  bajo  de  juramento  la  persona  in- 
terrogada; y  después  de  evacuadas,  ha  de  comunicarse  el 
espediente  al  actor  para  que  formalice  la  demanda.  Véase 
Posiciones. 

Así  es  también  que  habiendo  peligro  de  que  el  reo  huya  ó 
se  oculte  con  la  cosa  litigiosa  si  fuere  mueble,  ó  la  deteriore 
ó  consuma  ó  disipe  sus  frutos  si  fuere  raíz,  puede  el  actor 
solicitar  según  los  casos  el  embargo ,  retención  ó  secuestro, 
ó  el  nombramiento  de  interventor  sin  cuyo  asenso  no  pueda 
disponerse  de  ella  ni  de  sus  productos.  Véase  Embargo  y 
Secuestro. 

Así  es  por  último  que  aun  antes  de  entablar  la  demanda 
puede  el  actor  hacer  alguna  justificación  de  su  derecho 
cuando  por  su  omisión  habria  de  quedar  espuesto  á  perder 
los  medios  de  acreditarlo. Véase  Información  ad  perpeluam. 

II.  Presentada  la  demanda,  se  confiere  traslado  al  reo  ó 
demandado  emplazándole  para  que  comparezca  á  contestarla 
dentro  de  nueve  días  perentorios  si  estuviere  en  el  mismo 
pueblo  del  litigio  ,  y  dentro  del  término  que  atendida  la  dis- 
tancia se  creyere  suficiente  por  el  juez  si  se  hallare  en  otro 
punto;  leyes  i  y  3,  til.  6,  lib.  11,  Nov.  Rec. 

La  notificación  del  auto  de  traslado  y  emplazamiento  ha 
de  verificarse  lo  mas  tarde  en  el  día  siguiente  al  en  que  se 
hubiere  dado  el  auto ,  art.  5  del  real  decreto  de  22  de  fe- 
brero de  1853;  y  el  juez  que  por  dolo  ó  malicia  rehusare  ó 
retardare  el  emplazamiento  ó  alargare  mas  de  lo  justo  el 
término  para  la  comparecencia  ,  se  hace  responsable  de  los 
gastos  y  perjuicios  ocasionados  al  demandante,  quien  sobre 
el  importe  de  ellos  ha  de  ser  creido  por  su  juramento  á  bien 
vista  del  tribunal  superior;  ley  9 ,  til.  7,  Parí.  5. 

El  emplazamiento  ó  citación  debe  hacerse  al  demandado 
mismo  en  persona  cuando  es  habido  hasta  las  tres  diligencias 
en  su  busca  :  por  cédula ,  cuando  no  se  le  encuentra  des- 
pués de  buscado  tres  veces,  en  cuyo  caso  se  deja  aquella  á 
cualquiera  individuo  de  su  familia  y  en  su  defecto  al  vecino 
mas  inmediato  :  por  edictos  ó  pregones  y  su  inserción  en  los 
periódicos  oficiales ,  cuando  no  pudiendo  ser  hallado  ni  te- 
niendo morada  fija  en  el  pueblo ,  se  ignora  su  paradero  : 
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por  exhorto  o  requisitoria  cuando  tione  su  domicilio  ó  resi- 
dencia en  algún  pueblo  de  otro  partido  judicial ,  invitando 
al  juez  de  este  para  que  mande  hacerle  la  notificación ,  y 
señalando  en  el  mismo  despacho  exhortatorio  el  plazo  que 
se  considere  suficiente;  y  por  orden  ó  despacho  librado  al 
alcalde  ,  cuando  reside  ó  está  domiciliado  en  un  pueblo  que 
no  sea  la  cabeza  del  mismo  partido  del  juez  de  la  causa , 
para  que  mande  practicar  igual  diligencia.  Yéase  Citación , 
Exhorto  y  Requisitoria. 

En  el  exhorto  dirigido  á  otro  juez,  asi  como  en  la  orden,  ó 
despacho  librado  al  alcalde ,  se  inserta  à  la  letra  la  demanda 
del  actor  y  se  hace  relación  de  los  documentos  presentados, 
para  que  pueda  el  demandado  preparar  con  todo  conoci- 
miento su  contestación.  Si  el  emplazado  por  exhorto  creyere 
que  el  juez  competente  para  conocer  del  negocio  de  que  se 
trata  es  precisamente  el  juez  exhortado  y  no  el  exhortante , 
tiene  la  facultad  de  pedir  ante  el  exhortado  que  le  mande 
entregar  el  exhorto  para  instruirse,  y  en  su  vista  podrá  so- 
licitar del  mismo  la  retención  de  este  despacho;  en  cuyo 
caso  el  juez,  oyendo  al  promotor  fiscal  por  tratarse  del  punto 
de  jurisdicción,  y  teniendo  por  bastantes  los  fundamentos 
que  se  alegaren  en  favor  dé  su  propia  competencia,  debe 
retener  el  exhorto  y  contraexhortar  al  otro  juez  con  inser- 
ción del  escrito  del  demandado  y  del  dictamen  del  promotor 
para  que  se  inhiba  del  conocimiento  del  negocio  y  le  envie 
las  diligencias  que  sobre  él  se  hubieren  practicado.  Véase 
Exhorto  y  Requisitoria. 

Si  el  demandado  es  menor  de  edad  ,  la  citación  ó  empla- 
zamiento ha  de  hacerse  á  su  tutor  ó  curador  ;  y  no  tenién- 
dole, es  preciso  habilitarle  de  curador  ad  litem  para  que  le 
represente  y  sé  entiendan  con  él  todas  las  diligencias  que 
ocurran  en  el  juicio  hasta  su  fin;  ley  11,  til.  2,  Part.  3. 
Véase  Menor. 

En  las  demandas  contra  un  ayuntamiento  ó  corporación , 
se  puede  hacer  la  citación  á  su  procurador,  síndico  ó  perso- 
nero  ,  ley  15,  lit.  2,  Part.  5;  pero  según  la  práctica  mas 
común  ,  se  oficia  por  el  juez  á  su  presidente  para  que  señale 
dia  y  hora  en  qué  estando  '  reunido  el  cuerpo  haya  de  pasar 
el  escribano  y -verifique  la  citación  á  presencia  de  todos  ó  de 
la  mayor  parte  de  sus  individuos: 

En  las  demandas  contra  bienes  de  algún  ausente  cuyo 
paradero  se  ignora ,  ó  cuyo  pronto  regreso  no  se  espera  por 
hallarse  en  cautiverio  ó  en  paises  remotos,  debe  hacerse  la 
citación  al  procurador  que  hubiese  dejado,  y  en  su  defecto  al 
defensor  judicial  que  á  solicitud  delacreedor  se  le  nombrare  ; 
ley  12,  lit.  2 ,  Part.  5.  Véase  Ausente  én  sus  diferentes  artí- 
culos. 

III.  El  emplazado  debe  comparecer  por  sí  ó  por  procura- 
dor ante  el  juez  que  le  emplazó  ,  dentro  del  término  que  se 
le.  hubiere  prescrito,  aunque  goce  de  otro  fuero;  pues  si  le 
goza  tiene  que  hacerlo  constar  ante  el  juez  citante  para  que 
se  le  exima  de  responder  ante  él',  ley  2,  fit.  7,  Part.  5  : 
bien  que ,  según  dice  Febrero  Novísimo,  basta  que  el  privi- 
legiado exhiba  en  el  acto  de  lá  notificación  el  título  ó  pri- 
vilegio dé  su  esencion  al  escribano  ,  y  que  este  ponga  por 
diligencia  lo  que  de  él  resulte  devolviéndoselo  en  el  mismo 
acto 

El  plazo  ó  término  corre  aun  en  los  dias  feriados,  por 
ser  continuo,  preciso  y  perentorio,  à  fin  de  no  alargar  los 
pleitos  con  voluntarias  ó  maliciosas  dilaciones;  y  así  puede 
el  demandado  hacer  en  ellos  las  diligencias  que  le  conven- 
gan ;  ley  i 3 ,  til.  Il ,  y  leyes  1  y  5  ,  til.  6  ,  lib.  1 1 ,  Nov.  Rec. 

IV.  Si  ol  emplazado  no  comparece,  ó  no  contesta  á  la  de- 
manda dentro  de  los  nueve  dias  contados  desde  el  siguiente 
al  de  la  notificación  del  auto  del  traslado  en  el  caso  de  ha- 
llarse éri  el  mismo  pueblo  del  litigio,  ó  dentro  del  término 
fijado  por  el  juez  en  caso  de  hallarse  fuera,  se  le  acusa uua 
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sola  vez  la  rebeldía  por  el  demandante ,  se  le  declara  efecti- 
vamente rebelde  ó  contumaz  por  el  juez  ,  se  tiene  por  con- 
testada y  confesada  la  demanda,  y  se  sigue  el  juicio  en 
estrados  ó  se  adopta  la  via  de  asentamiento  á  voluntad  del 
mismo  demandante,  que  puede  elegir  cualquiera  de  los  dos 
medios  que  le  parezca  mas  oportuno  ;  leyes  1  y  2  ,  lit.  o, 
leyes  1  y  3,  tit.  6,  lib.  11 ,  Nov.  Rec,  art.  48,  regí.  2*.  del 
decr.  de  26  de  setiembre  de  1855;  y  Conde  de  la  Cañada  en 
sus  Instituciones  prciclicas  ,  part.  1,  cap.  ti,  ns.  6,7  y  8. 

Consiste  el  primer  medio  en  continuar  los  procedimientos 
como  si  estuviera  presente  el  demandado ,  haciéndosele  las 
notificaciones  en  los  estrados  del  tribunal  que  se  le  señalan 
por  procurador,  escepto  la  del  escrito  en  que  se  solicita  la 
prueba  y  la  citación  para  sentencia  definitiva,  las  cuales  se 
han  de  hacer  al  interesado  en  la  misma  forma  que  la  de 
emplazamiento.  Consiste  el  segundo  en  pedir  el  demandante 
la  entrega  de  la  cosa  demandada  cuando  procede  por  ac- 
ción real,  ó  de  bienes  suficientes  del  demandado  para  cubrir 
la  cantidad  de  la  deuda  cuando  procede  por  acción  personal. 
Véase  Estrados  y  Asentamiento. 

Mas  como  en  el  dia  no  está  en  uso  el  medio  de  asentar 
miento,  se  elige  según  la  práctica  el  primer  medio;  y  así, 
después  de  acusada  la  rebeldía  por  la  falta  de  comparecencia 
del  demandado ,  se  llevan  los  autos  á  la  vista ,  se  da  por 
contestada  la  demanda,  y  se  recibe  el  pleito  á  prueba  ;  jus- 
tifica su  acción  el  demandante,  y  pasado  el  término  de  prueba 
y  hecha  publicación  ,  alega  de  bien  probado  ,  y  concluye 
luego  para  sentencia;  el  juez  la  pronuncia  efectivamente,  la 
declara  por  pasada  en  autoridad  de  cosa  juzgada  después 
de  trascurrido  el  término  apelatorio,  y  procede  por  fin  á  su 
ejecución  ;  verificándose  todoá  instancia  del  mismo  deman- 
dante y  notificándose  las  diligencias  y  autos  de  sustancia- 
cion  en  tos  estrados  de  la  audiencia,  á  escepcion  del  auto 
de  recibimiento  á  prueba  y  del  de  citación  para  sentencia 
definitiva,  los  cuales  se  hacen  saber  al  demandado  en  per- 
sona ,  y  no  pudiendo  ser  habido  á  su  mujer,  hijos,  ó  cria- 
dos, y  en  defecto  de  todos  á  sus  vecinos  mas  cercanos,  ó 
bien  por  exhorto  al  juez  del  lugar  de  su  residencia  ó  domi- 
cilio ,  según  lo  esplicado  mas  arriba. 

Si  el  demandado  contra  quien  se  procede  en  rebeldía  ,  si; 
presenta  en  cualquier  tiempo  al  juez  y  justifica  haberse  ha- 
llado en  la  imposibilidad  de  responder  á  la  demanda  dentro 
del  plazo  señalado,  ya  sea  por  no  haber  tenido  noticia  de 
ella ,  ya  por  enfermedad  ú  otro  caso  fortuito,  se  le  proroga 
el  término  por  otros  nueve  dias,  ó  por  mejor  decir  le  con- 
serva y  goza  de  él  para  contestar  ó  propener  escepciones 
dilatatorias,  reponiéndose  la  confesión  presunta  en  que  se 
suponía  haber  incurrido  ;  ley  11 ,  lit.  7,  Part.  5,  y  ley  1 , 
lit.  7,  lib.  11  ,  Nov.  Rec.  Pero  si  se  presenta  en  cualquier 
estado  del  juicio  sin  alegar  ni  probar  causa  alguna  legitima 
que  escuse  sufalta  de  comparecencia  dentro  de  los  nueve 
dias,  debe  no  obstante  admitírsele  la  defensa  que  propusiere 
y  la  alegación  y  prueba  de  sus  escepciones  perentorias  :  pues 
que  la  confesión  presunta  por  defecto  de  contestación  nunca 
hace  las  veces  de  la  confesión  espresa  ó  verdadera,  y  nunca 
surte  otro  efecto  que  elde  cerrar  la  puerta  á  las  escepciones 
dilatorias  é  imponer  al  demandado  el  gravamen  de  la  prueba 
que  en  otro  caso  habria  de  hacer  el  demandante;  Car.  Fi- 
lip.,  parí.  I ,  |  ih,  n.  9  ;  y  Conde  de  la  Cañada,  Instit.  práct., 
part.  1  ,  cap.  h,  n.  22  y  sig.  Véase  Confesión  expresa  y 
tácita,  Contestación  y  Rebeldía. 

V.  El  demandado  que  se  presenta  dentro  del  término  del 
emplazamiento  y  tiene  alguna  escepcion  dilatoria,  como  por 
ejemplo  la  de  incompetencia  de  fuero ,  la  de  falta  de  perso- 
nalidad en  el  actor  para  comparecer  en  juicio,  lado  peti- 
ción antes  del  plazo ,  ú  otra  de  aquellas  que  retardan  la  en- 
trada en  el  juicio  ,  debe  oponerla  y  probarla  dentro  de  los 
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nueve  días  contados  desde  el  fin  del  término  concedido  para 
comparecer;  ley  \  ,  tít.  7,  Ub.  11,  Nov.  Rec. ;  y  no  está 
obligado  á  contestar  directamente  la  demanda  hasta  que 
recaiga  decisión  sobre  este  artículo  de  previo  y  especial 
pronunciamiento;  el  cual  se  sustancia  sumariamente  dán- 
dose iraslado  al  demandante  del  escrito  del  demandado,  re- 
cibiéndose el  incidente  á  prueba  por  un  brever  término  si  el 
asunto  lo  exige,  y  resolviéndose  después  de  ella,  ó  desde 
luego  si  no  es  necesario  término  para  la  prueba  ,  con  cita- 
ción de  los  liliganles,  quienes  podrán  interponer  recurso  de 
apelación  si  se  sintieren  agraviados  de  la  providencia. Véase 
Excepción,  Excepción  dilatoria,  Excepción  declinatoria, 
Excepción  mixta  ó  anómala,  Excepciones  de  division  y  de 
excusión,  Acumulación  de  autos ,  Artículo  inhibitorio,  Artí- 
culo de  iuconlestacion,  Artículo  de  previo  y  especial  pronun- 
ciamiento ,  y  Jurisdicción prorogada. 

VI.  Si  el  demandado  no  tiene  escepciones  dilatorias,  ó  si 
teniéndolas  y  habiéndolas  propuesto  se  ha  declarado  no  haber 
lugar  á  ellas,  debe  contestar  directamente  á  la  demanda 
dentro  de  los  nueve  dias ,  contados  en  el  primer  caso  desde 
la  época  que  mas  arriba  se  ha  indicado ,  y  en  el  segundo 
desde  la  notificación  de  la  providencia  sobre  la  escepcion  ;  y 
puede  hacerlo  de  tres  maneras  :  Io.  confesando  llanamente 
lo  que  se  solicita  en  la  demanda  :  26.  confesándolo ,  pero  aña- 
diendo al  mismo  tiempo  alguna  circunstancia  ó  razón  parti- 
cular que  la  desvirtúe  ó  destruya,  esto  es,  alguna  escepcion 
perentoria  ó  alguna  compensación  ;  y  5o.  conlradiciéndola 
terminantemente. 

En  el  primer  caso  ,  si  el  demandado  ha  firmado  ó  ratifi- 
cado el  escrito ,  cesa  el  motivo  del  pleito  ;  y  sin  mas  sustan- 
ciacion,  debe  el  juez  mandar  citar  á  los  litigantes  para  la 
vista  ,  y  fallar  contra  el  demandado  condenándole  al  pago  ó 
restitución  de  la  cosa  que  se  le  pide ,  y  dándole  al  efecto  el 
término  de  diez  dias  ú  otro  mayor  que  estime  necesario; 
ley  7,  lit.  o,  y  ley%,  tít.  13,  Parí.  5;  y  es  de  advertir,  que 
de  la  sentencia  ó  mandamiento  que  diere  el  juez  por  efecto 
de  la  confesión  esplícita  del  demandado  ,  no  hay  apelación 
sino  en  el  caso  de  que  este  alegue  y  se  ofrezca  á  probar  que 
la  hizo  con  error;  Greg.  López  en  la  glosa  1  de  la  ley  7,  lit.  5, 
y  en  la  ley  16,  lit.  23,  Part.  ô;y  conde  de  la  Cañada,  Inslil. 
prácl.,  pari,  i,  cap.  h,  ti.  M  y  sig.  Véase  Confesión  judicial, 
ó  Instrumento  ejecutivo,  n.  7o. 

En  el  segundo  caso  ,  es  preciso  examinar  el  valor  de  las 
circunstancias  ó  escepciones  perentorias  que  se  oponen  para 
destruir  ó  enervar  la  demanda;  siendo  de  notar,  que  aun- 
que el  demandado  tiene  para  oponerlas  el  término  legal  de 
veinte  dias,  que  empiezan  á  correr  después  de  los  nueve 
que  se  conceden  para  contestar  á  la  demanda  del  actor,  y 
aunque  puede  oponer  en  cualquier  tiempo  la  compensación, 
es  sin  embargo  lo  mas  regular  oponerlas  al  tiempo  de  dal- 
la contestación  ó  respuesta  á  dicha  demanda.  Véase  Excep- 
ción perentoria,  Excepción  mixta  ó  anómalay  Compensación. 

En  el  tercer  caso  ,  es  indispensable  averiguar  la  verdad 
de  los  hechos  alegados  por  el  demandante  llevando  el  pleito 
por  todos  sus  trámites  en  la  forma  que  se  dirá  ,  para  que  en 
vista  de  las  razones  de  ambas  partes  pueda  recaer  sentencia 
con  lodo  conocimiento. 

Si  el  demandado  tuviere  algún  derecho  contra  el  deman- 
dante ,  aunque  este  derecho  no  tenga  relación  alguna  con 
la  demanda ,  podrá  no  obstante  pedirlo  ante  el  mismo  juez 
por  quien  ha  sido  emplazado ,  aunque  no  sea  competente 
para  el  demandante,  entablando  su  petición  al  tiempo  de 
contestar  à  la  demanda  ó  dentro  de  los  mismos  veinte  dias 
lijados  para  las  escepciones  perentorias  ;  y  esto  es  lo  que  se  lla- 
ma reconvención  ó  mutua  petición ,  la  cual  se  sigue  en  el  mismo 
juicio  que  la  demanda  principal,  discutiéndose  simultánea- 
mente las  respectivas  acciones  del  demandante  y  del  deman- 
dado ;  ley  1,  tít.  7,  Ub.  11,  Nov.  Rec.  Véase  Reconvención. 


El  demandado  debe  presentar  con  la  contestación ,  con 
las  escepciones  perentorias  y  con  la  reconvención ,  así  como 
el  actor  con  la  demanda ,  los  documentos  en  que  las  funde , 
pues  mas  adelante  no  le  pueden  ser  admitidos  sino  con  el 
juramento  de  no  haberlos  podido  adquirir  hasta  entonces  ó 
de  no  haber  tenido  noticia  de  ellos;  y  si  intentare  probarlas 
con  testigos ,  ha  de  jurar  que  los  tiene  y  que  con  sus  decla- 
raciones cree  poder  acreditar  su  derecho;  ley  1  y  2,  tít.  3, 
y  ley  l,  tít.  7,  Ub.  11,  Nov.  Rec.  Véase  Contestación. 

VII.  De  la  contestación  del  demandado  se  da  traslado  al 
demandante,  quien  por  medio  de  otro  escrito  que  se  llama 
réplica  ó  replicacion  procura  impugnar  ó  destruir  lo  que  es- 
puso el  demandado  en  su  contestación ,  y  corroborar  los  fun- 
damentos do  su  demanda.  Para  este  escrito  de'  réplica  está 
concedido  al  actor  el  término  de  seis  dias ,  y  con  él  debe 
también  presentarlos  documentos  que  comprueben  los  nue- 
vos hechos  que  alegue  para  destruir  las  defensas  ó  escep- 
ciones del  reo;  á  no  ser  que  no  tenga  conocimiento  de  ellos 
ó  no  haya  podido  adquirirlos ,  en  cuyo  caso  le  serán  admi- 
tidos después  con  el  juramento  ordinario.  Si  el  demandado 
hubiere  propuesto  reconvención  ,  se  confiere  igualmente 
traslado  de  ella  al  demandante;  y  este  tiene  entonces  el  tér- 
mino de  nueve  dias  para  responder  y  poner  sus  escepciones 
y  presentar  sus  documentos.  Ley  5,  lit.  7,  Ub.  11,  Nov.  Rec. 

De  la  contestación  ó  réplica  del  demandante  se  confiere 
asimismo  traslado  al  demandado ,  el  cual  dentro  de  otros  seis 
dias  presenta  otro  pedimento,  llamado  duplica,  duplicación 
ó  conlraréplica ,  y  acompañado  de  los  documentos  que  tu- 
viere ,  rebatiendo  las  razones  alegadas  por  aquel  y  esfor- 
zando las  que  él  espuso  en  su  contestación  á  la  demanda  y 
en  su  reconvención  si  la  hubiere  hecho  ;  dicha  ley  3 ,  til.  7, 
Ub.  11,  Nov.  Rec. 

Con  estos  dos  escritos  de  cada  parte,  esto  es,  con  el  de 
demanda,  contestación,  réplica  y  duplica,  queda  fijada  la 
cuestión  principal  que  da  motivo  al  juicio,  y  ya  no  se  ad- 
miten por  entonces  mas  pedimentos;  siendo  errónea  la  opi- 
nion de  aquellos  que  dejan  al  arbitrio  del  juez  la  facultad  de 
admitir  otros,  pues  que  la  ley  tiene  por  nulos  los  que  pasen 
de  dos  ,  à  no  ser  que  se  presenten  escrituras  con  juramento 
de  que  nuevamente  vienen  á  noticia  ó  poder  del  que  hace 
uso  de  ellas;  ley  3,  tít.  7,  ley  1,  lit.  ili,  ley  1,  til.  15  ,  Ub.  H, 
Nov.  Rcc. ,  y  regla  5a.,  art.  48  del  decreto  de  26  de  setiembre 
de  i 85 o. 

Del  último  escrito  del  demandado  se  da  traslado  al  actor, 
no  para  que  conteste  ni  replique,  sino  para  que  se  entere 
de  las  razones  espuestas  por  el  demandado,  y  concluya  en 
el  término  de  seis  dias  para  prueba  si  el  pleito  la  necesita  , 
ó  para  sentencia  definitiva  en  caso  contrario;  leyes  1  y  5, 
fit".  15  ,  Ub.  1 1 ,  Nov.  Rec,  y  conde  de  la  Cañada,  Inslit. 
pr'acl.,  parí,  i,  cap.  7,  n.  22  y  sig. 

VIII.  No  siempre  es  necesaria ,  para  fijar  el  estado  de  la 
cuestión  ,  la  presentación  de  dos  escritos  por  cada  una  de 
las  partes ,  pues  á  veces  basta  para  ello  el  de  demanda  y  el 
de  contestación  :  la  ley  no  quiere  precisamente  que  cada 
parte  presente  dos  escritos  ,  sino  que  nunca  presente  mas 
de  dos ,  á  fin  de  que  no  se  alarguen  los  pleitos;  y  así  es  que 
el  actor  en  vista  de  la  contestación  del  demandado  ,  no  en- 
contrando en  ella  cosa  digna  de  réplica  puede  contentarse 
con  decir  simplemente  que  niega  y  contradice  lo  que  le  es 
adverso  y  concluir  para  prueba  ó  definitiva. 

Los  términos  que  se  han  designado  y  están  prescritos  por 
las  leyes  recopiladas  para  el  emplazamiento  del  demandado, 
contestación  á  la  demanda,  oposición  y  prueba  de  las  escep- 
ciones y  reconvenciones,  y  escritos  de  réplica  y  duplica, 
son  precisos  y  perentorios  ;  y  así  el  juez  no  puede  nunca 
prorogarlos ,  bajo  su  mas  estrecha  responsabilidad ,  sino  por 
causa  justa  y.  verdadera  que  se  esponga,  y  por  el  tiempo 
absolutamente  necesario ,  con  tal  que  la  próroga  no  escéda 
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en  ningún  caso  del  término  señalado  por  la  ley  :  debiendo 
bastar  siempre  el  que  se  acuse  una  sola  rebeldía,  cumplido 
que  sea  el  término  respectivo ,  para  que  sin  necesidad  de 
especial  providencia  se  despache  el  apremio  y  se  recojan  los 
autos  á  fin  de  darles  su  debido  curso;  regla  2a.,  art.  48, 
decr.  de  26  de  setiembre  de  183b. 

IX.  Fijado  el  estado  de  la  cuestión  ,  sea  con  dos  escritos 
de  cada  parte  .  sea  con  uno  solo  ,  y  concluyendo  alguna  de 
las  partes  ó  incurriendo  en  contumacia  por  no  concluir  dentro 
del  término  de  los  seis  dias,  declara  el  juez  por  conclusa  la 
causa  y  manda  llevar  los  autos  á  la  vista  con  citación  de  las 
partes.  Llegado  el  dia  de  la  vista  ,  reconoce  los  autos  por  sí 
mismo  y  no,  por  relación  del  escribano ,  bien  que  en  los  juz- 
gados de  la  corte  y  en  algunos  otros  se  ha  introducido  la 
costumbre  de  que  los  escribanos  ordinarios  hagan  relación 
á  presencia  de  los  litigantes  ó  de  sus  defensores  :  examina 
si  la  cuestión  está  reducida  meramente  á  un  punto  de  de- 
recho ,  ó  si  se  trata  de  hechos  controvertidos  cuya  certeza 
sea  necesario  comprobar  :  en  el  primer  caso,  cuando  las 
partes  nada  tienen  que  probar  ó  cuando  no  quieren  probar 
sino  cosas  que  probadas  no  pueden  aprovechar  en  el  pleito 
á  la  parte,  que  las  propone  ni  dañar  á  la  contraria ,  debe 
dictar  sentencia  definitiva  ;  pero  en  el  segundo  caso  ,  si  las 
partes  han  pedido  prueba  ó  el  juez  la  estima  necesaria ,  es 
indispensable  recibir  el  pleito  á  prueba  ;  para  lo  cual  tiene 
el  juez  el  término  de  seis  dias  contados  desde  la  conclusion  , 
bajóla  pena,  si  dejare  pasar  este  plazo,  de  pagar  dobladas 
las  costas  que  se  causaren  y  ademas  la  multa  de  cincuenta 
mil  maravedís  para  el  fisco  ;  en  cuya  pena  incurre  también 
por  dilatar  mas  de  seis  dias  cualquier  otro  auto  interlocu- 
torio;  ley  7,  tít.  14,  Part.  5;  ley  b,  lit.  10,  leyes  1  y  3, 
til.  15,  y  leyes  1  y  5,  tít.  16  ,  lib.  11,  Nov.  Rec,  y  regla  4a. 
del  art.  48,  decreto  de  26  de  setiembre  de  185b.  Si  el  juez  re- 
cibiere el  pleito  á  prueba  sobre  cosa  que  no  concierne  al 
asunto  litigioso  ó  que  no  puede  aprovechar  á  la  una  parte 
ni  dañar  á  la  otra  ó  que  consiste  en  puro  derecho  que  debe 
saber  el  juez,  ó  si  por  el  contrario  declarare  no  haber  lugar 
á  la  prueba  cuando  los  interesados  la  creyeren  conveniente 
para  acreditar  lo  espuesto  en  sus  escritos ,  puede  el  agraviado 
pedir  reposición  del  auto  formando  articulo  sobre  ello  y  aun 
apelar  al  tribunal  superior  para  que  lo  revoque. 

X.  El  auto  en  que.se  recibe  ó  abre  la  causa  á  prueba  de- 
be hacerse  saber  ó  notificarse  á  los  litigantes  ,  ora  se  siga 
el  litigio  en  presencia  de  todos  ,  ora  en  rebeldía  de  alguno  ; 
debiéndose  hacer  saber  al  que  no  pudiere  ser  habido,  por 
cédula  ó  memoria  entregada  á  su  mujer,  hijos,  criados  ó  ve- 
cinos mas  cercanos  para  que  lo  pongan  en  su  noticia. 

XI.  En  el  mismo  auto  en  que  se  abre  la  causa  á  prueba, 
señala  el  juez  el  término  que  le  parece  suficiente  para  que 
las  partes  puedan  hacerla,  y  que  nunca  debe  pasar  del  se- 
ñalado por  ¡a  ley. 

La  ley  concede  para  la  prueba  ochenta  dias  cuando  esta 
ha  de  hacerse  de  puertos  aquende,  esto  es,  dentro  del  terri- 
torio de  la  Audiencia  á  que  pertenece  el  juzgado;  ciento 
veinte  dias  cuando  ha  de  evacuarse  de  puertos  allende ,  es- 
to es,  en  el  distrito  de  otra  Audiencia  ;  seis  meses,  ó  el  térmi- 
mino  mas  ó  menos  largo  que  atendidas  la  distancia  de  la 
tierra  y  la  calidad  de  la  causa  se  estimare  suficiente  ó  nece- 
sario por  el  juez,  cuando  ha  de  practicarse  fuera  del  reino  ó 
de  la  otra  parte  del  mar,  esto  es,  en  cualquiera  pais  de  Eu- 
ropa fuera  del  territorio  de  la  península  española  ,  ó  en  las- 
islas  Canarias  ú  otras  ;  año  y  medio  si  hubiere  de  verificarse 
en  Nueva  España;  dos  años  si  en  el' Perú  ,  y  1res  años  si  en 
Filipinas;  leyes  1 ,  2  y  5,  y  nota  2a. ,  til.  10,  lib.  11 ,  Nov. 
Rcc.  Véase  Puertos  y  Termino  probatorio. 

Pero  los  términos  señalados  por  la  ley  no  siempre  lo 
son  por  el  juez,  quien  suele  designar  un  término  mas  cor- 
to ,  como  de  quince ,  veinte  ó  treinta  dias ,  que  luego  va 


prorogando  hasta  el  máximo  si  la  necesidad  lo  exige  y  al- 
guno de  los  litigantes  lo  pide  antes  de  finalizado  el  concedi- 
do ,  y  aun  después  de  finalizado  si  no  ha  trascurrido  to- 
do el  legal,  con  tal  que  jure  que  se  halló  en  la  imposibilidad 
de  hacer  su  prueba  ,  en  cuyo  caso  se  oye  á  la  otra  parte  y 
se  decide  si  procede  ó  no  la  prorogacion.  El  juez  en  efecto 
puede  abreviar  los  términos  legales,  tomando  en  considera- 
ción la  calidad  é  importancia  del  negocio  ,  la  distancia  de 
los  lugares  y  las  circunstancias  de  las  personas;  pero  no 
puede  alargarlos  ni  prorogarlos  ,  pues  que  son  precisos  y 
perentorios  ;  ley  1,  tít.  10,  lib.  11,  Nov.  Rcc.  Sin  embargo, 
en  la  práctica  se  ha  hecho  ilusoria  esta  prohibición  termi- 
nante de  la  ley  con  el  abuso  que  se  ha  introducido  de  sus- 
pender sin  bastante  motivo  el  término  legal  de  prueba  dete- 
niéndole en  cualquiera  estado  de  su  carrera  para  que  esté 
parado  durante  cierto  tiempo ,  así  como  Josué  mandó  al  sol 
y  á  la  luna  que  no  se  moviesen  hasta  completar  la  derrota 
de  los  Amorreos;  pero  el  reglamento  de  justicia  en  la  regla 
4  de  su  art.  48,  ya  que  no  ha  podido  abolir  una  práctica  que 
los  tribunales  se  han  visto  en  la  precisión  de  adoptar,  porque 
cuando  ocurre  un  obstáculo  insuperable  para  hacer  la  prue- 
ba en  el  término  legal,  seria  sacrificar  el  fin  á  los  medios , 
como  dice  muy  bien  en  sus  observaciones  el  señor  Bravo 
Murillo  ,  no  conceder  otro  en  el  cual  pueda  el  interesado 
atender  á  su  defensa,  ha  tratado  á  lo  menos  de  reprimir  el 
abuso  no  permitiendo  á  los  jueces  la  suspension  del  término 
probatorio  sino  solo  por  causa  de  manifiesta  necesidad  que 
se  esprese  en  el  proceso. 

Los  términos  probatorios  y  sus  prórogas  son  siempre 
comunes  á  todos  los  que  litigan  en  el  mismo  juicio ,  y  les 
aprovechan  á  la  vez,  aun  cuando  uno  solo  haya  solicitado 
estas  ó  aquellos  :  —  corren  de  momento  á  momento  y  sin 
intermisión  ó  descuento  délos  dias  feriados,  los  cuales  pue- 
den habilitarse  para  las  diligencias  que  á  las  partes  convenga 
practicar  :  —  se  empiezan  á  contar  desde  el  dia  siguiente 
al  de  la  última  notificación  que  se  haya  hecho  ;  á  no  ser 
que  la  próroga  se  haga  y  notifique  antes  que  espire  el  tér- 
mino anterior,  pues  en  este  caso  no  se  cuenta  el  prorogado 
hasta  que  se  haya  concluido  el  primero  :  —  y  mientras  du- 
ran, no  puede  hacerse  en  el  pleito  cosa  alguna  que  no  sea 
concerniente  á  la  prueba  ;  ley  2  ,  lit.  Ib,  Part.  o. 

Cuando  el  asunto  es  de  poca  entidad  y  la  cuestión  no  exige 
una  prueba  muy  complicada ,  se  suelen  recibir  los  autos  á 
prueba  por  via  de  justificación  con  un  término  regularmente 
perentorio  ;  en  cuyo  caso  no  se  concede  próroga  sin  justa 
causa,  ni  se  admiten  alegatos  de  bien  probado,  sino  que  se 
procede  á  la  vista  luego  que  las  partes  se  instruyen  de  las 
justificaciones  en  virtud  del  traslado  recíproco  que  se  les 
comunica  ;  Febr.  Nov.,  lib.  3,  til.  2,  cap.  H,  n.  1 1  :  mas  esto 
modo  de  proceder  no  debe  usarse  sino  con  mucha  economía 
y  en  muy  pocos  casos  ,  pues  que  no  está  fundado  en  ley 
alguna  y  pudiera  causar  perjuicios  de  difícil  reparación.  5= 
Véase  Término  probatorio. 

XII.  Abierta  la  causa  à  prueba,  se  entrega  el  proceso  á 
los  litigantes  por  su  orden,  esto  es  ,  primero  al  actor  y  des- 
pués al  demandado  ,  para  que  cada  uno  se  instruya  de  lo 
que  de  él  resulta  y  proponga  la  prueba  que  le  convenga  ; 
porque  si  el  actor  tiene  que  acreditar  lo  espuesto  en  su  de- 
manda y  negado  por  el  demandado  en  su  contestación ,  el 
demandado  tiene  también  que  acreditar  á  su  vez  sus  escep- 
ciones,  reconvenciones ,  y  aun  sus  proposiciones  negativas 
que  envuelvan  ó  lleven  consigo  afirmativas. 

Se  ha  dicho  que  el  proceso  se  entrega  primero  al  actor  y 
después  al  demandado,  porque  esle  es  el  orden  regular 
adoptado  generalmente  en  todos  los  procedimientos  del  jui- 
cio ;  pero  bien  pudiera  entregarse  primero  al  demandado 
si  este  se  presentase  antes  á  pedirlo,  porque  el  término  pro- 
batorio es  común  á  los  dos  y  ninguno  tiene  derecho  de  pre- 
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ferencia  para  empezar  el  primero  á  aprovecharse  de  él.. 
Como  quiera ,  sea  el  actor  ó  el  demandado  quien  primero 
tome  los  autos,  y  especialmente  si  es  el  actor,  no  debe  con- 
servarlos en  su  poder  durante  la  mitad  del  término  conce- 
dido para  la  prueba  ,  como  erróneamente  creen  algunos  , 
porque  entonces  él  gozaría  de  todo  el  término  mientras  que 
el  otro  solo  tendría  la  última  mitad;  y  asi,  cuando  una  de  las 
parles  se  queja  de  que  la  otra  no  devuelve  los  autos  que 
tomó,  á  pesar  de  haber  trascurrido  el  tiempo  suGoiente 
para  enterarse  de  ellos  y  formar  sus  probanzas ,  debe  el  juez 
ordenar  su  devolución  ,  si  así  fuese,  para  que  se  entreguen 
con  el  mismo  objeto  á  la  que  los  pide ,  teniendo  en  con- 
sideración los  hechos  que  cada  uno  ha  de  acreditar,  y  no 
olvidándose  de  que  el  actor  necesita  menos  tiempo  que  el 
demandado  para  dicho  fin ,  pues  que  aquel  suele  presentarse 
al  juicio  bien  preparado,  al  paso  que  este  se  ve  atacado  á 
veces  de  sorpresa. 

Para  proceder  á  las  probanzas,  debecada  litigante  presen- 
tar al  juez  un  escrito ,  solicitando  en  el  mismo  cuerpo  de  él  ó 
por  otrosíes  según  los  casos ,  que  se  practiquen  aquellas  dili- 
gencias ó  se  le  admitan  aquellas  justificaciones  que  proponga 
y  estime  necesarias  para  la  demostración  de  su  derecho  ;  co- 
mo por  ejemplo  :  —  que  con  citación  de  la  parte  contraria  se 
comprueben  con  su  matriz  ó  protocolo  los  instrumentos  ó  tras- 
lados que  de  nuevo  presenta  por  no  haber  llegado  hasta  el 
momento  á  su  poder  ó  noticia,  ó  los  producidos  antes  en  el 
proceso  si  están  redargüidos  civilmente  de  falsos  por  no  ser 
los  originales  y  haberse  sacado  sin  la  referida  citación  ;  — 
que  se  le  facilite  compulsa  de  tales  ó  tales  documentos  que 
le  conviene  aducir  según  lo  alegado  ;  —  que  se  reconozcan 
por  el  adversario  tales  cartas  ó  papeles  ó  se  cotejen  sus  fir- 
mas por  peritos;  —  que  se  ratifiquen  los  testigos  que  fueron 
examinados  sin  citación  contraria  antes  de  principiar  el  pleito 
ó  de  contestar  la  demanda,  y  se  reciba  información  de  abono 
de  los  muertos  y  ausentes  ;  —  que  se  examine  con  arreglo 
al  interrogatorio,  que  por  separado  acompaña,  á  los  testigos 
que  presentará  ;  —  que  se  haga  declarar  á  la  parte  contraria 
al  tenor  de  las  posiciones  que  se  articulan ,  ó  se  le  exija 
juramento  decisorio  que  le  defiere  para  terminar  el  pleito; 
—  que  se  pase  por  el  juez  á  la  inspección  ó  vista  ocular  , 
cuando  el  objeto  litigioso  es  susceptible  de  ella  ;  —  que  se 
haga  reconocimiento  de  peritos  ó  expertos,  cuando  la  cues- 
tión comprende  algún  punto  sujeto  á  conocimientos  faculta- 
tivos por  referirse  los  hechos  á  algún  arte,  oficio,  ciencia 
ó  profesión  ;  —  y  finalmente  ,  que  se  practique  cualquiera 
otra  gestion  que  crea  conducente  para  averiguar  la  certeza 
ó  verdad  de  lo  alegado.  Véase  Prueba ,  Instrumento  en  sus 
diferentes  artículos,  Compulsa,  Cotejo  de  letras,  Ratificación 
de  testigos ,  Abono  de  testigos ,  Interrogatorio ,  Testigos , 
posiciones,  Confesión,  Juramento  decisorio,  Inspección 
ocular,  y  Peritos. 

Al  pedimento  de  prueba  se  provee  auto  por  el  juez ,  man- 
dando que  se  admita  el  interrogatorio  en  cuanto  sea  perti- 
nente ,  es  decir,  en  cuanto  no  sea  inoportuna  la  justificación 
que  se  propone ,  y  que  se  proceda  á  examinar  á  su  tenor 
los  testigos  que  la  parte  presente  ,  como  asimismo  á  evacuar 
las  demás  diligencias  que  pide  ,  todo  en  el  término  proba- 
torio y  con  citación  de  la  parte  contraria  ,  á  la  cual  se  da 
traslado  del  pedimento,  pero  no  del  interrogatorio,  pues 
este  se  reserva  en  la  escribanía.  El  examen  de  los  testigos 
se  hace  sigilosamente,  sin  asistencia  del  litigante  contrario, 
quien  solo  puede  presenciar  el  juramento  de  aquellos  ,  con 
cuyo  motivo  tendrá  ocasión  de  conocerlos  y  prepararse  á 
tacharlos  si  en  ellos  concurriere  algún  defecto  legal  ;  y  aun 
podrá  también  presentar  interrogatorio  de  repreguntas  para 
que  à  los  mismos  testigos  después  de  contestar  al  interro- 
gatorio principal  se  les  repregunte  sobre  algunas  circuns- 
tancias ó  hechos  especiales  concernientes  á  la  mejor  ave- 


riguación de  la  verdad  ,  pues  aunque  por  no  habérsele 
comunicado  el  interrogatorio  de  su  adve.sario  ignore  su 
contenido ,  puede  sin  embargo  inferirlo  por  lo  alegado  en  el 
juicio.  Véasela  palabra  Testigos,  donde  se  habla  con  esten- 
sion  sobre  este  asunto,  así  como  los  artículos  que  mas  arriba 
se  han  citado  ,  en  los  cuales  se  esponen  y  desenvuelven  las 
pruebas  de  todas  clases  y  el  modo  de  proceder  en  ellas. 

XIII.  Concluido  el  término  probatorio ,  quiere  la  ley  y 
exige  el  derecho  de  la  propia  defensa  que  se  hagan  públicas 
las  probanzas ,  ya  para  que  cada  una  de  las  partes  vea  si  su 
acción  ó  escepcion  queda  completamente  justificada  ,  ya  para 
que  se  instruya  de  las  pruebas  hechas  por  la  contraria  y 
pueda  combatirlas  y  alegar  en  su  vista  lo  que  le  convenga  ; 
ley  37,  lit.  16 ,  y  ley  II.,  til.  17,  Part.  3.  Pero  como  ni  la  ky 
ha  fijado  término  para  hacer  dicha  publicación  ,  ni  el  kwz 
puede  decretarla  de  oficio  en  los  pleitos  civiles,  es  necesario 
esperar  á  que  alguno  de  los  litigantes  la  pida;  de  modo  que 
entre  la  conclusion  del  término  probatorio  y  la  publicación 
de  probanzas  puede  trascurrir  un  tiempo  mas  ó  menos  largo 
á  voluntad  de  las  parles. 

¿Podrán  pues  durante  este  intermedio  hacer  los  litigantes 
y  admitir  el  juez  nuevas  pruebas?  La  ley  ZU,  tít.  16,  Part.  3, 
sienta  de  un  modo  terminante  que  podrán  admitirse  pruebas 
instrumentales,  pero  no  pruebas  de  testigos.  Sin  embargo, 
las  pruebas  instrumentales  no  deben  admitirse  sino  con  e 
juramento  ordinario  de  no  haber  llegado  antes  á  noticia  ó 
poder  del  que  las  presenta ,  como  así  está  declarado  por 
leyes  posteriores  que  se  han  citado  ;  y  en  cuanto  á  las  de 
testigos  es  de  parecer  el  conde  de  la  Cañada  (Instil.  práct., 
part.  1,  cap.  8  ,  n.  54  y  sig.  hasta  el  72  inclusive)  que  deben 
admitirse  ,  previa  citación  de  la  parle  contraria  y  conce- 
diendo para  que  comparezcan  aquellos  á  hacer  sus  deposi- 
ciones un  breve  término  que  no  produzca  considerable 
dilación  ,  con  tal  que  la  parte  que  los  presenta  jure  que  no 
sabe  lo  que  dijeron  los  que  había  presentado  ánles  ni  los 
de  su  contendor,  y  que  no  ha  dilatado  por  malicia  su  pre- 
sentación dentro  del  término  legal,  sino  porque  entonces 
se  hallaban  ausentes  ó  no  se  acordó  de  ellos  aunque  estaban 
en  el  lugar  del  juicio  ó  sus  inmediaciones. 

Como  quiera,  pasado  el  término  de  prueba  ,  puede  cual- 
quiera de  las  partes  pedir  que  se  haga  la  publicación  de 
probanzas  ;  y  regularmente  suele  pedirla  la  que  tiene  ínte- 
res en  la  brevedad.  De  este  pedimento  se  da  traslado  al 
otro  litigante  por  término  de  tres  dias  para  que  esponga  si 
está  conforme  con  dicha  solicitud  ó  si  tiene  alguna  razón 
para  oponerse  á  ella  por  entonces  ,  á  cuyo  fin  puede  tomar 
la  pieza  corriente  ó  todos  los  autos  menos  las  probanzas; 
porque  puede  muy  bien  suceder  que  haya  equivocación  en 
la  cuenta  de  los  dias  corridos  y  no  haya  finalizado  el  térmi- 
no probatorio,  ó  que  no  se  hayan  practicado  ó  reunido  todas 
las  diligencias  pedidas  y  decretadas  en  tiempo  oportuno. 
En  el  primer  paso  manda  el  juez  al  escribano  hacer  liquida 
cion  de  los  dias  por  que  el  pleito  fué  recibido  á  prueba,  de  las 
prórogas  concedidas  y  del  tiempo  trascurrido,  y  en  su  vista 
puede  decidirse  con  conocimiento  si  procede  ó  no  la  publi- 
cación ó  si  hay  todavía  lugar  para  hacer  nuevas  justifica- 
ciones ;  y  en  el  segundo  caso,  que  se  habrá  podido  verificar 
cuando  se  encargó  la  ejecución  de  las  diligencias  á  un  alcal- 
de ó  á  un  juez  de  otro  partido,  se  despacha  mandamiento  ú 
aquel  ú  oficio  recordatorio  á  este  para  que  las  remitan 
Vencidos  estos  obstáculos,  ó  hallándose  conforme  la  parte 
contraria,  ó  no  contestando  dentro  de  los  1res  dias  y  acusada 
en  este  caso  una  rebeldía,  debe  el  juez  deferir  á  la  preten- 
sión y  mandar  que  se  haga  la  publicación  de  probanzas,  quo 
se  unan  estas  á  los  autos,  y  se  entreguen  á  las  parles  por  su 
orden  ,  esto  es  ,  primero  al  demandante  y  después  al  de- 
mandado ,  para  que  cada  uno  se  instruya  y  alegue  de  bien 
probado  ó  ponga  tachas  á  los  testigos  del  otro. 
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Cuando  los  litigantes  no  hubiesen  hecho  prueba  alguna, 
pueden  á  su  arbitrio  ,  después  de  finalizado  el  término  se- 
ñalado para  probar  por  el  juez  ó  por  la  ley,  ó  bien  concluir 
para  definitiva  ,  ó  bien  pedir  que  se  les  entreguen  los  aulos 
para  alegar  de  su  derecho  ;  pero  es  mas  acertado  pedir  la 
publicación ,  porque  aunque  el  uno  no  haya  hecho  prueba  , 
puede  ignorar  si  el  otro  ha  practicado  cualquiera  de  aque- 
llas que  no  necesitan  citación. 

Si  por  ser  el  negocio  de  poca  entidad  se  hizo  el  recibi- 
miento á  prueba  con  la  calidad  y  fórmula  de  por  via  de  jus- 
tificación ,  se  entregan  los  aulos  después  de  la  publicación 
solo  para  el  efecto  de  que  las  partes  se  instruyan  recíproca- 
mente de  las  probanzas ,  y  no  para  que  presenten  el  alegato 
de  bien  probado,  por  considerarse  innecesario. 

XIV.  Se  acaba  de  indicar  mas  arriba  ,  que  finalizado  el 
término  probatorio  no  pueden  admitirse  regularmente  nue- 
vas pruebas  de  testigos,  y  con  mayor  razón  deben  desecharse 
las  que  se  propusieren  después  de  la  publicación  de  pro- 
banzas, según  previene  la  ley  9,  lit.  lljlib.  11 ,  Nov.  Rec. 
Hay  sin  embargo  una  escepcion  importante  de  esta  regla. 
Si  alguno  de  los  litigantes  fuere  menor  de  edad  al  tiempo 
de  hacerse  el  recibimiento  á  prueba ,  ó  gozare  del  privilegio 
de  menor,  como  el  fisco,  la  Iglesia  ,  los  concejos  ó  ayunta- 
mientos, universidades,  establecimientos  de  beneficencia, 
colegios  aprobados  por  el  gobierno  ú  otras  corporaciones  lí- 
citas, podrá  invocar  el  beneficio  que  le  compete  de  la  resti- 
tución in  inlegrum  contra  el  lapso  del  término  probatorio , 
pidiendo  en  su  virtud  que  se  le  conceda  nuevo  plazo  para 
hacer  la  prueba  que  omitió  en  el  término  ordinario  ó  para 
alegar  y  probar  nueva  escepcion  ,  sin  necesidad  de  acredi- 
tar que  ha  esperimentado  lesión  ó  perjuicio  ;  y  el  juez  en 
tal  caso  debe  concederle  por  una  sola  vez  y  sin  necesidad  de 
oir  ni  dar  traslado  al  contrario  (bien  que  se  le  suele  dar  por 
tres  dias)  un  término  perentorio  que  no  pase  de  la  mitad  del 
que  se  otorgó  á  las  partes  de  una  vez  ó  con  prórogas  suce- 
sivas para  la  probanza  anterior,  ya  se  hubiese  otorgado  en 
presencia  ó  en  rebeldía;  con  tal  que  el  menor  ó  privilegiado 
acredite  su  menoría  ó  su  privilegio,  que  pida  la  restitución 
luego  que  espire  el  término  ordinario  ó  á  lo  mas  tarde  den- 
tro de  quince  dias  contados  desde  el  siguiente  al  en  que  se 
notificó  la  publicación  de  probanzas,  y  que  deposite  la  can- 
tidad que  se  le  designe  por  el  juez  para  pagarla  por  via  de 
multa  en  caso  Je  rio  justificar  lo  que  propusiere,  aunque  en 
la  práctica  no  se  acostumbra  exigir  este  depósito  ni  imponer 
la  multa  ;  leyes  1 ,  2  y  3,  lit.  15,  lib.  11 ,  Nov.  Rec;  Inslit. 
práct.  del  conde  de  la  Cañada,  parí.  Ia.,  cap.  9,  ns.  65  y 
66  ;  y  Febr.  Nov.,  lib.  5,  til.  2,  cap.  12. 

Para  gozar  el  menor  del  beneficio  de  la  restitución  ha  de 
haber  tenido  su  calidad  de  menor  durante  el  término  proba- 
torio ó  la  mayor  parte  de  él.  De  aquí  se  sigue  :  —  Io.  que 
si  cumpliere  los  veinte  y  cinco  años  antes  de  recibirse  el 
pleito  á  prueba  ,  ó  antes  de  concluirse  el  término  señalado 
de  modo  que  todavía  le  quede  el  tiempo  suficiente  para  pro- 
bar, no  podrá  ya  pedir  la  restitución  por  haber  cesado  la 
causa  que  daba  motivo  á  ella  :  —  2o.  que  si  los  cumpliere 
pasado  el  término  ordinario  de  la  pru^a,  ó  pendiente  to- 
davía este  mismo  término,  pero  cuantío  ya  no  queda  de  él 
sino  un  tiempo  insuficiente,  podrá  hacer  uso  de  dicho  bene- 
ficio ,  pues  que  todavía  subsiste  la  causa  que  lo  motiva  : 
—  3o.  que  si  el  menor,  en  vez  de  cumplir  los  veinte  y  cinco 
años,  falleciere  en  alguna  de  las  épocas  espresadas  en  el 
número  2o.  que  antecede ,  podrá  su  heredero ,  aunque  sea 
mayor,  invocar  el  ausilio  de  la  restitución  que  competía  al 
menor,  porque  este  derecho  se  trasfiere  con  la  herencia  del 
menor  á  sus  sucesores ,  según  lo  dispuesto  en  la  ley  8 , 
lit.  19 ,  Part.  6  :  —  h°.  que  si  al  contrario,  siendo  mayor  el 
litigante  muriere  pendiente  el  término  probatorio  cuando 
todavía  se  hallaba  en  estado  de  poder  hacer  su  prueba ,  y  le 


sucediere  un  menor  en  sus  derechos ,  gozará  este  menor  del 
beneficio  de  la  restitución ,  pues  que  pasó  á  ser  suyo  el  tér- 
mino probatorio;  pero  si  falleció  el  mayor  después  de  fina- 
lizado el  término  ó  en  tiempo  en  que  ya  no  pudo  probar,  no 
podrá  el  heredero  menor  pedir  restitución  de  un  término 
que  no  ha  sido  suyo  y  que  habia  pasado  ya  para  el  difunto, 
pues  que  el  heredero  mayor  ó  menor  no  recibe  las  cosas  ó 
derechos  sino  en  el  estado  en  que  se  hallaban  al  tiempo  do 
la  muerte  de  su  causante. 

El  beneficio  de  restitución,  Según  afirman  algunos  auto- 
res ,  no  solo  compete  á  los  menores  y  demás  privilegiados 
cuando  son  partes  principales  en  el  pleito,  sino  también 
cuando  se  presentan  como  opositores  ó  coadyuvantes  al  de- 
recho de  un  tercero  ;  Febr.  Nov.,  lib.  3 ,  lit.  2,  cap.  12. 

Si  ambos  litigantes  fueren  privilegiados  ,  ninguno  de  ellos 
tiene  derecho  á  la  restitución  ;  á,  menos  que  uno  trate  de  lu- 
cro captando,  y  el  otro  de  dañino  vitando ,  en  cuyo  caso 
compete  á  este  como  leso  ;  y  á  menos  también  que  uno 
acredite  no  haber  podido  hacer  su  prueba  en  el  término  or- 
dinario habiéndola  hecho  el  otro ,  pues  entonces  se  le  debe 
conceder  el  término  restitutorio  para  que  no  quede  inde- 
fenso ;  Febr.  Nov.,  lug.  cit. 

Si  la  cosa  litigiosa  es  individua  y  pertenece  en  común  á 
dos  ,  uno  mayor  y  otro  menor,  y  ambos  litigan  sobre  ella 
contra  otro  que  sea  mayor,  puede  el  consocio  del  menor  ser- 
virse del  beneficio  restitutorio  de  su  compañero;  pero  no 
cuando  la  cosa  es.dividua  de  modo  que  á  cada  uno  corres- 
ponde su  parte;  Febr.  Nov.,  id. 

Los  efectos  que  produce  la  restitución  pedida  por  el  me- 
nor ó  privilegiado  y  otorgada  por  el  juez  son  los  siguientes  : 
—  Io.  que  el  pleito  se  repone  ó  vuelve  al  estado  que  tenia 
antes  de  haber  fenecido  el  término  probatorio,  y  que  de  con- 
siguiente el  nuevo  término  que  se  concede  por  via  de  resti- 
tución ha  de  ser  común  al  que  lo  ha  pretendido  y  à  su  ad- 
versario ;  ley  3 ,  lit.  13  ,  lib.  11 ,  Nov.  Rec.  :  —  2o.  que  el 
adversario  puede  hacer  ó  ampliar  su  probanza  sobre  lo  arti- 
culado y  alegado  del  mismo  modo  que  el  litigante  á  quien 
se  hubiere  otorgado  la  restitución ,  d.  ley  5  ;  pero  si  ya  se 
hubiere  hecho  publicación  de  probanzas ,  no  podrá  alegar 
el  no  privilegiado  escepciones  nuevas  en  la  misma  instancia 
para  justificarlas  por  medio  de  testigos,  por  presumirse  que 
teniendo  ya  noticia  de  la  prueba  del  contrario  intentaría  so* 
bornar  los  testigos  para  contradecirla  ,  bien  que  podrá  ale- 
garlas y  justificarlas  por  medio  de  la  confesión  de  la  parle 
contraria  ó  por  instrumentos  públicos  que  habrá  de  presen- 
tar con  el  juramento  ordinario  de  no  haber  llegado  ánles  ú 
su  poder  ó  noticia  ;  ley  l,  d.  lit.  y  lib.  :  —  3o.  que  una  vez 
pedida  y  concedida  la  restitución,  no  puede  volverse  atrás 
y  renunciarla  el  privilegiado,  á  no  ser  con  el  consentimiento 
del  contrario ,  porque  este  adquirió  derecho  para  aprove- 
charse del  nuevo  plazo  y  no  debe  ser  despojado  de  él  contra 
su  voluntad  ,  según  afirman  los  autores  :  —  4°.  que  si  la 
restitución  aprovecha  al  adversario  del  mismo  modo  que  al 
privilegiado,  con  mucha  mas  razón  aprovechará  al  compa- 
ñero ó  consocio  de  este  último  en  la  cosa  litigiosa,  ora  sea 
esta  dividua  ,  ora  individua  :  —  5°.  que  como  en  virtud'dc 
la  restitución  se  repone  el  pleito  al  estado  de  prueba  y  se 
consideran  como  no  existentes  las  actuaciones  posteriores, 
es  de  necesidad  que  fenecido  el  nuevo  término  ¿c  haga  otra 
vez  publicación  de  probanzas  y  se  conceda  nuevo  plazo  para 
alegar  de  lachas  :  —  6o.  que  Si  el  litigante  no  privilegiado 
hubiera  alegado  tachas  después  de  la  primera  publicación 
de  probanzas  y  antes  que  el  menor  solicitase  y  obtuviese  la 
restitución  ,  debe  diferirse  el  juicio  sobre  aquellas  duranlo 
el  término  restitutorio  para  abrirse  despues  que  este  hubiere 
fenecido. 

XV.  En  efecto  el  menor,  como  ya  se  ha  indicado,  puede 
pedir  restitución  del  término  probatorio  en  dos  tiempos , 
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esto  es,  ó  bien  ánles  de  la  publicación  de  probanzas  luego 
que  aquel  espiró,  óbien  dentro  de  los  quince  dias  siguientes 
á  la  publicación.  Si  la  pide  en  el  primer  tiempo,  no  debe  so- 
licitarse ni  concederse  publicación  de  las  probanzas  hechas 
dentro  del  término  ordinario,  pues  ha  de  esperarse  á  que 
fenezca  también  el  término restitutorio,  á  fin  de  hacer  simul- 
táneamente la  publicación  de  todas  las  practicadas  dentro 
de  los  dos  plazos.  Si  lejos  de  pedirla  en  el  primer' tiempo  así 
que  espira  el  término  ordinario  de  prueba,  diere  lugar  á 
que  su  adversario  demande  la  publicación  de  las  probanzas 
principales ,  debe  decretarse  sin  demora  esta  publicación 
en  la  forma  que  mas  arriba  se  ha  esplicado  ,  ya  porque  todo 
litigante  tiene  derecho  para  reclamarla  cuando  quiera  des- 
pues de  dicho  término ,  ya  porque  es  indispensable  en  tal 
caso  lijar  la  base  de  la  época  en  que  el  menor  ha  de  pedir 
la  restitución  del  término  probatorio.  Una  vez  hecha1  la  pu- 
blicación puede  el  litigante  no  privilegiado  proponer  tachas 
contra  los  testigos  del  menor;  pero  debe  el  juez  suspender 
la  admisión  de  la  prueba  de  ellas  hasta  pasados  los  quince 
dias  que  el  menor  tiene  designados  por  la  ley  para  pedir  la 
restitución ,  como  previene  'la  ley  5  ,  tít.  13 ,  lib.  11 ,  Nov. 
Rec,  por  evitar  el  peligro  de  la  nulidad  de  esta  prueba.  Sí 
el  menor  no  hiciere  uso  de  su  privilegio  dentro  de  dichos 
quince  dias,  puede  entonces  el  juez  luego  que  son  pasados 
recibirla  prueba  de  las  tachas  propuestas;  pero  si  el  menor 
hiciere  uso  de  su  privilegio  pidiendo  la  restitución  del  tér- 
mino probatorio ,  no  ha  de  recibirse  la  prueba  de  las  tachas 
hasta  que  pase  todo  el  término  restitutorio  que  se  haya  con- 
cedido al  menor  para  hacer  su  probanza,  y  aun  ha  de  es- 
perarse también  á  que  se  pida  y  haga  publicación  de  las 
probanzas  que  haya  hecho  el  menor  en  uso  de  la  restitución 
y  de  las  que  igualmente  haya  podido  hacer  el  adversario 
durante  el  mismo  término ,  pues  que  tanto  este  como  el  pri- 
mero es  común  á  tudas  las  partes;  Conde  de  la  Cañada, Inst. 
priicl.,  part,  i, cap.  10,  n.  72  y  sig.  hasla  el  98.  Sientan  sin 
embargo  algunos  autores  antiguos  y  modernos  (entre  estos 
los  señores  Tapia  en  su  Febrero  Novísimo,  Laserna  y  Mon- 
talban  en  sus  Elementos  de  derecho  civil  y  penal ,  Ortiz  de 
Zúñiga  en  su  Biblioteca  judicial  y  en  sus  Elementos  de  prác- 
tica forense  que  el  término  de  prueba  por  via  de  restitución 
y  el  de  la  prueba  de  tachas  deben  correr  à  un  mismo  tiem- 
po para  abreviar  en  lo  posible  la  causa,  ó  que  por  mejor 
decir  es  todo  uno ,  dentro  del  cual  se  han  de  presentar  y 
examinar  los  testigos  de  ambas  probanzas  ;  pero  nos  parece 
mas  sólida ,  mas  conforme  á  los  principios  legales ,  y  mas 
propia  todavía  para  abreviar  los  pleitos  y  evitar  complica- 
ciones la  opinion  que  hemos  abrazado  del  señor  conde  de  la 
Cañada  y  que  vemos  adoptada  igualmente  por  los  señores 
García  Goyena  y  Aguirre  en  su  nueva  edición  de  Febrero. 
XVI.  Hecha  pues  la  publicación  de  las  probanzas  practi- 
cadas en  el  término  ordinario  cuando  no  litiga  menor  ú  otro 
que  tenga  privilegio  de  menor  edad  ,  ó  la  de  las  practicadas 
en  el  término  restitutorio  y  en  el  ordinario  cuando  litigando' 
menor  ú  otro  privilegiado  pidió  y  obtuvo  restitución ,  según 
lo  que  se  acaba  de  esplicar  en  el  párrafo  que  antecede,  pue- 
de cualquiera  de  las  partes  oponer  y  pedir  que  se  le  ad- 
mitan á  prueba  las  tachas  y  defectos  que  tuvieren  los  testi- 
gos de  la  contraria;  sea  en  razón  de  sus  personas,  por 
carecer  de  capacidad  legal  ó  natural  para  testificar  en  todo 
género  de  causas  ó  en  aquella  de  que  se  trata;  sea  en  razón 
de  sus  declaraciones,  por  ser  estas  obscuras,  inciertas,  va- 
cilantes ,  contradictorias ,  inverosímiles ,  falsas  ,  singulares , 
inconducentes  al  hecho  litigioso ,  estrañas  á  lo  articulado  ó 
no  motivadas  ;  sea  en  razón  de  su  examen  por  no  haberse 
hecho  este  en  la  forma ,  orden  y  tiempo  que  prescriben  las 
leyes  ,  como  si  se  hizo  v.  gr.  por  quien  carecía  de  jurisdic- 
ción, ó  fuera  del  término  competente  ;  ó  sin  guardar  secreto, 
ó  recibiendo  declaración  á  muchos  testigos  á.  la  vez,  ó  sin 


hacerles  prestar  juramento,  ó  sin  citación  déla  parte  con- 
traria ;  leyes  22 ,  28  y  51 ,  til.  16 ,  Part.  3 ,  ley  6 ,  líl.  33, 
Part.  7,  y  ley  2,  lit.  12,  lib  11 ,  Nov.  Rec.  Véase  Testigos. 

Las  tachas,  para  que  puedan  ser  admitidas,  han  de- 
especificarse  con  toda  claridad  y  distinción  manifestando  las 
causas  de  que  provienen  ,  de  modo  que  si  á  un  testigo  se  le 
pone  la  nota  de  falsario  ,  se  ha  de  espresar  en  qué  tiempo 
y  en  qué  pleito  ó  causa  dijo  falso  testimonio;  si  la  de  homi- 
cida alevoso,  á  quién  mató,  cómo  y  en  qué  sitio;  si  la  de 
perjuro ,  en  qué  caso ,  lugar  y  tiempo  y  porqué  se  perjuró  ; 
y  así  de  las  demás;  ley  2 ,  tít.  12,  lib.  ii ,  Nov.  Rec. 

La  parte  que  presentó  ciertos  testigos  para  causa  propia, 
no  puede  tachar  despues  sus  personas  en  el  mismo  juicio  ni 
en  otro  cualquiera  si  fueren  presentados  para  deponer  con- 
tra ella  misma,  ano  ser  que  pruebe  haber  sobrevenido  ó 
llegado  á  su  noticia  posteriormente  enemistad  ú  otra  causa 
legal  para  desecharlos  ;  pero  bien  puede  tachar  sus  dichos 
por  razón  de  falsedad,  contrariedad  ,  error,  equivocación  ú 
otro  cualquier  motivo;  íej/ 31 ,  til.  16,  Part.  3. 

Las  tachas  deben  proponerse  dentro  del  término  de  seis 
dias  siguientes  al  de  la  notificación  de  la  publicación  do 
probanzas  y  no  después,  porque  este  término  es  preciso, 
perentorio  é  improrogable  aun  por  via  de  restitución  ;  le- 
yes 1  y  2,  tít.  12  ,  lib.  11  ,  Nov.  Rec.  El  término  de  los  seis 
dias  no  es  común  á  las  parles ,  sino  que  cada  una  tiene  de- 
recho de  gozar  de  él  por  entero  cuando  ambas  quieren  ale- 
gar de  tachas  ;  ya  porque  así  se  infiere  de  la  ley  1 ,  tít.  h, 
lib.  3  del  Ordenamiento,  y  de  la  ley  37,  tít.  16,  Part.  3,las 
cuales  convienen  en  que  el  término  para  alegar  de  tachas 
debe  contarse  desde  que  á  cada  litigante  le  fuere  comunicado 
el  proceso;  ya  porque  no  es  conforme  á  justicia  ni  á  razón 
que  tomando  los  autos  el  actor  y  reteniéndolos  en  su  poder 
como  tiene  derecho  de  hacerlo  por  los  seis  dias,  se  obligue 
al  reo  á  que  alegue  de  tachas  cuando  estas  no  han  podido 
todavía  llegar  á  su  noticia  ;  ya  porque  la  ley  1  ,  tít.  12,  lib. 
11 ,  Nov.  Rec,  concede  espresamente  ei  término  de  los  seis 
dias ,  no  á  las  dos  partes  en  común ,  sino  á  caria  una  de  ellas 
que  quisere  decir  su  intención  de  bien  probado  ó  lachar  ó  con- 
tradecir~én  dichos  ó  en  personas  los  testigos  y  probanzas  de  la 
otra;  ya  finalmenle  porque  entendiéndose  como  en  efecto  se 
entienden  concedidos  á  cada  parte  los  seis  dias  designados 
en  esta  última  ley  para  alegar  de  bien  probado  ,  es  claro  á 
todas  luces  que  también  deben  entenderse  concedidos  á 
cada  parte  los  seis  dias  designados  en  la  misma  para  tachar, 
pues  que  el  dicho  término  se  establece  en  la  misma  cláu- 
sula ,  con  las  mismas  palabras  y  sin  diferencia  alguna  para 
ambas  cosas.  A  pesar  de  estas  razones  .sostiene  Febrero  que 
los  seis  dias  para  lachar  se  deben  entender  por  todas  las  par- 
tes indistintamente  y  no  por  cada  una  de  ellas,  fundando  esta 
aserción  Io.  en  que  si  se  entendiesen  por  cada  parte  y  fuesen 
muchos  los  litigantes,  se  consumida  largo  tiempo,  y  2o.  en  que 
cada  parte  puede  indagar  durante  el  término  probatorio  las 
tachas  que  tengan  los  testigos  de  la  otra,  pues  que  se  la  cita 
para  que  asista  á  su  juramento  y  los  conozca.-  Mas  desde 
luego  se  echa  de  ver  la  debilidad  de  estos  dos  fundamentos: 
el  primero  haria  también  comunes  á  las  dos  partes  los  seis 
dias  señalados  para  alegar  de  bien  probado,  lo  que  por  cier- 
to no  es  así  ;  y  el  segundo  no  es  exacto  ni  aplicable  á  todas 
las  tachas  que  pueden  oponerse ,  pues  si  bien  cada  litigante 
puede  averiguar  en  el  término  probatorio  las  tachas  que  ten- 
gan los  testigos  del  otro  por  razón  de  su  incapacidad  perso- 
nal, no  podrá  por  lo  menos  adquirir  conocimiento  alguno  de 
las  relativas  á  sus  dichos  y  declaraciones,  y  al  orden  ,  forma 
y  tiempo  en  que  fueron  examinados,  hasta  que  haya  recogi- 
do los  autos  que  estaban  reservados  en  la  escribanía  ó  en- 
tregados à  la  otra  parte. 

Pueden  ponerse  las  tachas  en  el  mismo  pedimento  en  que 
se  solicita  su  admisión  á  prueba ,  ó  bien  en  interrogatorio 
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separado ,  como  el  que  se  presenta  para  la  prueba  principal. 
En  el  pedimento ,  despues  de  esponer  el  interesado  que  sus 
testigos  son  fidedignos  ,  sin  vicio  ni  defecto  alguno,  que  los 
presentados  por  la  parte  contraria,  ademas  de  no  hacer 
prueba  como  á  su  tiempo  se  manifestará ,  padecen  varias 
fachas  legales ,  que  para  acreditarlas  conviene  á  su  derecho 
que  con  citación  del  adversario  se  le  reciba  información  al 
tenor  de  los  capítulos  que  siguen  en  el  mismo  pedimento  ó 
que  so  espresan  en  el  interrogatorio  que  acompaña  ,  con- 
cluye suplicando  al  juez  se  sirva  admitir  y  estimar  por  legí- 
timas las  tachas  propuestas  y  recibir  la  causa  á  prueba  de 
ellas  por  el  término  que  gradúe  competente  con  arreglo  á  la 
ley,  y  protestando  y  jurando  en  forma  de  derecho  que  no 
las  pone  con  malicia  ni  por  infamar  á  los  testigos  sino  úni- 
camente por  convenir  à  su  defensa;  pues  con  esta  protesta, 
no  habiendo  malicia,  se  libertará  de  la  pena  de  injuriante  ó 
calumniador,  según  dicen  los  autores,  aunque  no  justifique 
las  tachas. 

Así  del  pedimento  como  del  interrogatorio  se  confiere 
traslado  á  la  parte  contraria  (aunque  algunos  autores  y  entre 
ellos  el  señor  conde  de  la  Cañada  no  lo  creen  necesario) 
para  que  diga  si  son  ó  no  admisibles  las  tachas  y  oponga  á 
los  testigos  de  la  otra  las  que  tal  vez  tuvieren.  Los  autores 
señalan  comunmente  para  responder  al  traslado  los  1res  dias 
siguientes  al  de  la  notificación  sin  que  para  ello  citen  ley 
que  así  lo. establezca  ;  pero  como  acabamos  de  demostrar  mas 
arriba  que  el  término  de  seis  dias  para  tachar  está  conce- 
dido á  cada  una  de  las  partes  por  separado  y  no  á  todas  en 
común ,  es  consiguiente  que  cuando  se  confiere  traslado  á 
un  litigante  del  alegato  de  tachas  presentado  por  el  otro , 
no  solo  para  que  diga  si  son  admisibles,  sino  también  para 
que  tache  á  su  vez  á  los  testigos  del  contrario,  no  ha  de 
podérsele  obligar  á  responder  al  traslado  ni  acusársele  la 
rebeldía  á  los  tres  dias  sino  á  los  seis. 

Si  en  virtud  de  las  razones  espuestas  por  una  y  otra  parte 
creyere  el  juez  que  no  son  admisibles  las  tachas  y  que  se 
proponen  solo  con  el  ánimo  de  dilatar  el  pleito  ,  debe  des- 
preciarlas y  declarar  no  haber  lugar  á  su  admisión  :  mas  si 
por  el  contrario  las  estimare  legítimas ,  debe  recibirlas  á 
prueba  por  un  término  arbitrario  y  perentorio,  común  á  las 
partes ,  que  no  esceda  de  la  mitad  del  probatorio  concedido 
para  la  probanza  principar,  sean  ó  no  menores  los  litigantes, 
pues  tampoco  tiene  aquí  lugar  la  restitución  para  ampliarle; 
ley  l,  tít.  12,  lib.  11,  Nov.  Rec. 

Aunque  las  partes  no  tachen  á  los  testigos,  puede  el  juez 
repelerlos  de  oficio  cuando  son  inhábiles ,  porque  la  ley  les 
prohibe  testificar  en  todo  género  de  causas  por  razones  que 
miran  al  bien  público,  v.  gr.  por  culpa,  infamia  ó  edad  pu- 
pilar,  de  modo  que  las  partes  no  tienen  facultad  para  habi- 
litarlos; pero  no  puede  desecharlos  sino  á  instancia  de  parte 
cuando  la  inhabilidad  es  solo  respectiva  á  los  litigantes  y 
estos  la  pueden  remitir,  v.  gr.  por  domesticidad ,  paren- 
tesco, amistad  ó  enemistad,  pues  con  su  silencio  se  supone 
que  los  aprueban  y  habilitan;  Curia  Filip.,  part.  1 ,  $  17, 
ns.  ih  y  15. 

Para  justificar  las  tachas  propuestas  conviene  presentar 
testigos  fidedignos  que  ninguna  tengan  por  su  parte  ,  pues 
no  se  admiten  en  el  fuero  secular  pruebas  de  tachas  contra 
tachas,  es  decir,  que  no  se  oye  á  los  testigos  ni  se  admiten 
otras  pruebas  que  se  quisieren  presentar  para  tachar  á  los 
testigos  que  declararon  las  tachas  de  los  examinados  en  la 
causa  principal;  ó  mas  breve,  que  los  testigos  presentados 
para  la  justificación  de  las  tachas  no  pueden  ser  lachados  á 
su  vez,  para  no  hacer  este  trámite  interminable. 

Fenecido  el  término  concedido  para  las  pruebas  de  tachas, 
so  hace  también  publicación  de  aquellas  ;  pero  no  recae 
sobre  estas  providencia  ni  sentencia  particular,  pues  solo 
Sirven  para  instrucción  y  gobierno  del  juez ,  á  fin  de  que  al 


dar  la  definitiva  pueda  calcular  su  valor  y  calificar. el  de  las 
pruebas  principales. 

XVII.  Publicadas  las  probanzas,  ya  las  generales,  ya  las 
de  restitución  y  de  tachas  si  las  hubiere,  se  entregan  loa 
autos  á  las  partes  por  su  orden  para  que  aleguen  de  bien 
probado;  esto  es  ,  para  que  cada  una  de  ellas  haga  las  de< 
ducciones  y  reflexiones  que  suministren  las  pruebas  y  refuta 
los  argumentos  contrarios  ,  esforzándose  cuanto  pueda  parí 
justificar  la  verdad  de  sus  asertos  y  la  justicia,  de  su  pre- 
tensión. 

El  actor,  que  es  el  primero  que  toma  los  autos,  tiene  el 
término  de  seis  dias  para  presentar  su  alegato ,  y  otro  tér- 
mino igual  tiene  el  demandado  para  contestar  á  él,  pudiendo 
cada  parte  presentar  hasta  dos  escritos  y  no  mas  con  dicho 
objeto;  ley  1,  til.  12,  ley  i,  tü.  14,  y  ley  1,  til.  15,  lib.  H, 
Nov.  Rec. ,  y  art.  48,  regla  5a,  decr.  de  26  de  setiembre  de  1 855. 
Afirma ,  sin  embargo  ,  Febrero  que  los  seis  dias  legales  son 
para  los  pleitos  lijeros,  y  que  en  los  demás  debe  el  juez 
señalar  á  las  partes  para  estos  alegatos  el  término  que  le 
parezca  necesario. 

Al  fin  del  último  escrito  suelen  decir  los  litigantes  que 
concluyen  para  definitiva  añadiendo  la  espresion  latina 
«  novalione  cessante,»  con  la  cual  dan  á  entender  que  si  antes 
de  pronunciarse  la  sentencia  se  les  proporcionase  algún  medio 
de  prueba  que  no  sea  de  testigos,  es  su  ánimo  valerse  de  él; 
pero  no  es  necesaria  esta  espresion  para  que  según  la  prác- 
tica se  les  admitan  después  los  nuevos  documentos  que 
descubrieren  y  puedan  influir  en  la  aclaración  de  la  ver- 
dad ,  como  luego  diremos. 

El  alegato  de  bien  probado  no  es  de  esencia  del  juicio,  y 
así  pueden  los  litigantes  omitirlo  concluyendo  desde  luego 
para  definitiva  ;  pero  el  juez  no  puede  prescindir  de  mandar 
que  se  publiquen  y  se  les  comuniquen  las  probanzas  ,  ya 
porque  tienen  derecho  de  examinarlas,  ya  para  que  puedan 
alegar  de  bien  probado  si  quisieren  ,  ya  para  que  en  su  vista 
puedan  deliberar  sobre  si  les  conviene  mas  continuar  el 
pleito,  ó  ceder  y  transigirá  fin  de  librarse  de  ulteriores 
gastos  y  molestias. 

XVIII.  Después  de  presentados  los  alegatos  de  bien  pro- 
bado ,  es  preciso  que  el  juez  declare  la  conclusion  de  los 
autos  para  sentencia  definitiva,  pues  que  esta  conclusion  es 
una  parte  sustancial  del  juicio. 

Esta  conclusion  surte  dos  efectos  :  1 .°  cerrar  la  puerta  á 
nuevas  alegaciones  y  probanzas  :  2.°  dejar  el  proceso  al  ar- 
bitrio y  disposición  del  juez  para  que  lo  examine  y  se  entere 
bien  de  su  contenido  á  fin  de  dictar  con  acierto  la  sentencia. 

Por  lo  regular  ambos  litigantes  al  fin  del  único  escrito  de 
bien  probado  que  cado  uno  de  ellos  suele  presentar,  ponen 
la  fórmula  de  conclusion  diciendo  que  concluyen  para  defi- 
nitiva; y  entonces  el  juez  ,  como  que  consta  la  conformidad 
de  las  partes,  declara  la  conclusion  luego  que  se  presenta  el 
escrito  del  último  que  concluye. 

Si  alguno  de  los  litigantes  no  quisiere  tomar  los  autos  para 
alegar  de  bien  probado ,  ó  habiéndolos  tomado  no  alegare 
dentro  del  término  que  se  le  hubiese  concedido,  basta  en- 
tonces que  el  otro  le  acuse  una  sola  vez  la  rebeldía  para  que 
el  juez  declare  el  pleito  por  concluso  ;  ley  2,  ííí.  Ib,  lib.  11, 
Nov.  Rec. 

Cuando  cada  uno  de  los  litigantes  hubiere  presentado  dos 
escritos  de  bien  probado ,  debe  el  juez  dar  por  conclusos 
los  autos  aunque  ninguna  de  las  partes  concluya  ;  porque 
ya  no  se  pueden  admitir  en  este  estado  mas  pedimentos  ni 
alegaciones;  ley  1,  lílAh,  y  ley  1,  ííí.  lo,  lib.  11,  Nov.  Rec. 

Cuando  no  se  practicaron  pruebas  y  un  litigante  pide  la 
conclusion, se  confiere  traslado  al  otro;  y  si  este  nada  con- 
testa ,  acusada  una  rebeldía  se  declara  concluso  el  pleito  ; 
ley  5,  lit.  15,  lib.  11,  Nov.  Rec. 
..Como  uno  de  los  efectos  de  la  conclusion  es  cerrar  la 
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entrada  á  nuevas  alegaciones  y  probanzas  ,  parecía  natural 

que  el  juez  debiese  desechar  todas  las  que  se  propusieren 

después  por  los  litigantes,  ora  consistiesen  en  testigos,  ora 
'  en  documentos  ;  y  así  en  efecto  lo  previene  la  ley  54,  tít.  16, 
Part.  5.  Pero  en  el  dia  apenas  se  cierra  la  puerta  sino  á  la 
prueba  de  testigos.  Si  alguna  de  las  partes  presenta  después 
de  la  conclusion  una  escritura  que  puede  conducir  á  la  acla- 
ración de  -la  verdad  ,  jurando  que  basta  entonces  no  tuvr  • 
noticia  de  ella  y  que  no  la  presenta  con  malicia  ni  por  diferir 
el  pleito  sino  únicamente  por  convenir  á  la  demostración  de 
la  justicia  que  le  asiste,  debe  admitirla  el  juez  y  dar  traslado 
á  la  otra  parte ,  la  cual  podrá  esponer  lo  que  le  convenga 
sobre  su  contenido,  impugnarla,  pedir  su  cotejo,  y  redar- 
güiría de  falsa  civil  ó  criminalmente,  á  cuyo  efecto  se  le 
habrá  de  conceder  el  término  competente,  suspendiéndose 
entretanto  la  sentencia  definitiva;  ley  3,  lit.  7,  lib.  II,  Nov. 
Rec;  Curia  Filíp.,  part.  1,  §  16,  n.  32;  Conde  de  la  Cañada, 
Institución,  práct.,  part.  1 ,  cap.  11  ,  n.  48  y  sig.  ;  Febrero 
Nov.,  lib.  3,  tít.  2,  cap.  14,  n.  3.  Asimismo,  si  alguno  de 
los  litigantes  supiere  despues  de  la  conclusion  que  el  instru- 
mento presentado  en  cualquiera  parte  del  juicio  por  el  otro 
era  falso  ó  suplantado  ,  y  tuviere  pruebas  claras  y  con- 
cluyentes  para  demostrarlo  ,  podrá  pedir  que  se  le  admitan 
con  el  juramento  legal,  y  el  juez  habrá  de  admitirlas  con 
trasladoal  adversario,  suspendiendo  igualmente  la  sentencia; 
leyes  1  y  2,  tít.  26,  y  ley  116,  lit.  18,  Part.5;Curia  Filíp., y 
Febr.  Novís.,  luq.  cil. 

Como  otro  de  los  efectos  de  la  conclusion  es  dejar  tiempo 
al  juez  para  que  examine  el  proceso,  y  se  entere  de  la  ver- 
dad á  fin  de  sentenciar  con  acierto  ,  es  consiguiente  que  si 
para  salir  de  alguna  duda  que  se  le  originare  con  motivo  de 
dicho  examen  creyere  oportuna  ó  necesaria  alguna  dili- 
gencia ,  pueda  decretarla  de  oficio  y  proceder  á  su  veri- 
ficación, pues  que  para  él  nunca  concluye  el  pleito  hasta  la 
sentencia.  Así  que ,  dando  un  auto  para,  mejor  proveer,  puede 
hacer  preguntas  á  cualquiera  de  los  litigantes,  exigirles  ju- 
ramento supletorio,  proceder  á  la  inspección  ó  vista  ocular 
en  los  casos  en  que  haya  lugar  á  ella,  llamar  á  alguno  de  ■ 
los  testigos  ya  examinados  para  que  esplique  las  espre- 
siones confusas  ú  obscuras  de  su  primera  declaración  ó  con- 
teste á  las  preguntas  del  interrogatorio  que  se  le  dejaron  de 
hacer  por  inadvertencia  ú  olvido,  y  aun  podrá  evacuar  estas 
diligencias  á  instancia  de  parte;  ley  2,  tít.  12,  Part.  3,  con 
las  gis.  de  Gregorio  López ,  y  ley  30,  tít.  16,  d.  Part.  3; 
Curia  Filíp.,  lug.  cit., n. 33 ;yFebr.Nov., id.,  ns.  lly  b. Véase 
Auto  para  mejor  proveer. 

Puede  también  consultar  confidencialmente  sobre  las  du- 
das que  le  ocurrieren  á  personas  versadas  en  el  derecho  , 
ley  11  ,  tít.  22  ,  Part.  3,  como  asimismo  recibir  informes 
escritos  ó  verbales  de  cada  una  de  las  partes  ó  de  sus  abo- 
gados ó  procuradores  ,  ley  i ,  lit.  14  ,  lib.  11 ,  Nov.  Rec.  ;  y 
aunen  algunos  juzgados  es  costumbre  pedir  los  litigantes 
señalamiento  de  dia  y  hora  para  la  vista  del  pleito ,  á  lo 
cual  se  accede  siempre ,  asistiendo  en  este  caso  los  letrados 
defensores  délas  partes  para  informar  de  palabra  sobre  el 
derecho  de  sus  clientes  y  fundarlo  en  leyes  y  doctrinas. 

El  juez  ha  de  ver  y  examinar  por  sí  mismo  los  autos,  y 
no  por  relación  de  escribano  ni  tampoco  por  relator;  ley  3, 
tít.  16,  lib.  11 ,  Nov.  Rec.  Sin  embargo,  en  los  juzgados  de 
la  corte  y  de  otros  pueblos  donde  hay  gran  copia  de  nego- 
cios se  observa  la  práctica  abusiva  de  hacerse  relación  del 
pleito  por  el  escribano  y  pedirse  por  las  partes  comunica- 
ción del  apuntamiento  con  los  autos  para  su  comprobación  y 
enmienda. 

XIX.  Vista  y  examinada  la  causa  debe  el  juez  pronunciar 
la  sentencia  definitiva  dentro  de  los  veinte  dias  siguientes  al 
de  la  conclusion ,  bajo  la  pena  de  pagar  dobladas  las  costas 
que  por  su  morosidad  ocasionare  á  los  litigantes  y  cincuenta 
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mil  maravedís  de  multa  si  viéndose  requerido  por  alguno  de 
ellos  dilatare  mas  tiempo  su  pronunciamiento;  ley  l,  tít.  16, 
Ub.  11  ,  Nov.  Rec,  y  art.  48,  regla  6a.,  decr.  de  26  de  se- 
tiembre de  183o.  Como  para  fijar  el  punto  de  que  debe  par- 
tir el  término  de  los  veinte  dias  se  sirve  laleydelaespresion 
«  desque  fueren  las  razones  cerradas  en  el  pleito  ,  »  cree 
un  escritor  moderno  que  si  los  abogados  informan  verbal- 
■■  mente  en  la  vista  del  pleito  no  corre  el  término  en  tal  caso 
hasta  que  se  han  hecho  los  informes  ,  suponiendo  que  hasta 
entices  no  están  cerradas  las  razones.  Para  desvanecer 
esta  idea  basta  observar  que  la  frase  «cerrar  las  razones  » 
no  significa  otra  cosa  en  el  lenguaje  legal  sino  concluir  el 
pleito,  según  es  de  ver  por  el  epígrafe  de  la  misma  ley  y 
por  el  uso  constante  que  en  este  sentido  se  ha  hech,o  de  tales 
palabras  en  el  foro  y  en  las  obras  de  jurisprudencia.  Ade- 
mas, los  informes  verbales  de  los  abogados  en  la  vista  del 
pleito  no  son  necesarios  al  juicio  ni  pueden  contener  alega- 
ciones nuevas;  son  tan  solamente  accidentales  y  de  la  cíase 
de  aquellos  que  sin  embarazar  el  curso  de  los  términos  pue- 
den darse  por  las  partes  ó  sus  defensores  para  instruir  al 
juez  de  su  derecho  después  de  concluso  el  pleito  y  ¿mies  de 
la  sentencia  y  aun  en  lodo  tiempo  que  quisieren ,  como  dice 
la  ley  1  ,  tít.  14,  lib.  11  ,  Nov.  Rec,  de  que  mas  arriba  he- 
mos hablado. 

No  puede  pronunciarse  la  sentencia  sino  citados  previa- 
mente los  litigantes  para  oiría ,  pues  sin  esta  circunstancia 
seria  nula  ;  ley  S,  tít.  22,  y  ley  5,  til.  26,  Part.  3.  La 
citación  se  manda  hacer  en  el  mismo  auto  en  que  se  declara 
la  conclusion  ,  el  cual  suele  proveerse  con  estas  palabras  : 
«  Por  concluso,  y  autos ,  citadas  las  partes.  »  La  espresion 
«  por  concluso  »  manifiesta  ,  que  el  juez  queda  enterado  de 
que  las  partes  no  tienen  ó  no  quieren  decir  mas  en  su  de- 
fensa que  lo  espuesto  y  probado  :  la  palabra  «  autos  »  da  á 
entender  que  el  juez  pide  al  escribano  los  autos  para  verlos 
é  instruirse  de  su  contenido;  y  las  palabras  «citadas  las 
partes  »  incluyen  el  mandamiento  para  que  el  escribano 
haga  la  citación  á  los  litigantes  á  fin  de  que  concurran  á 
oir  la  sentencia. 

La  sentencia  se  pronuncia  por  el  juez ,  se  redacta  por  es- 
crito en  los  autos  ,  se  firma  por  aquel  y  el  escribano,  y  se 
notifica  á  los  litigantes  ó  sus  procuradores  en  el  mismo  dia  ó 
á  mas  tardar  en  el  inmediato. 

Si  los  litigantes  dejan  pasar  el  término  de  cinco  dias  sin 
apelar,  se  declara  la  sentencia  por  pasada  en  autoridad  de 
cosa  juzgada  á  solicitud  del  que  obtuvo  la  victoria  ;  y  se 
lleva  á  efecto  por  via  de  apremio.  Véase  Apelable  y  Apela- 
ción. 

Si  la  sentencia  fuere  nula,  debe  pedirse  que  así  se  declare 
en  el  término  de  sesenta  dias,  contados  desde  su  notifica- 
ción ,  ante  el  juez  y  en  la  forma  que  se  dirá  en  el  articulo 
Sentencia  nula. 

=  Véase  Sentencia  en  todos  sus  artículos,  Interpretación 
de  las  sentencias,  Interpretación  auténtica  de  las  leyes,  Juez, 
n.  XII,  Autos,  Juicio  y  Notificación. 

Fenecida  la  causa  ,  si  alguien  pidiere  que  á  su  costa  se 
le  dé  testimonio  de  ella  para  imprimirlo  ó  para  otro  uso  , 
está  oligado  el  juez  á  mandarlo  así  ;  art.  14  del  reglam.  de 
26  de  setiembre  de  185S. 

[**  República  de  Venezuela.  Con  referencia  al  n°.  I  de 
este  artículo,  ha  de  advertirse,  como  ya  hemos  notado  en  el 
artículo  Demanda,  que  en  dicha  república  al  presentar  la 
demanda,  deben  exhibirse  igualmente  todos  los  documentos 
originales  en  que  se  funde  el  derecho  que  se  alega,  y  si  no 
puede  hacerlo  el  actor  por  no  tenerlos  en  su  poder,  está 
obligado  à  lo  menos  á  mencionarlos  específicamente,  espre- 
sando qué  es  lo  que  de  ellos  resulta,  y  designando  el  archivo, 
oficina  ú  otro  lugar  en  donde  se  hallen  los  originales  ;  de 
manera,  que  para  que  luego  pueda  admitirse  algún  docu- 
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mentó  que  no  se  baya  presentado,  ó  de  que  no  se  haya  hecho 
mérito  en  estos  términos  en  la  demanda,  es  necesario  que 
sea  de  fecha  posterior,  ó  que  siendo  de  anterior,  se  jure  que 
hasta  entonces  no  ha  podido  ser  obtenido.  Respecto  á  la  prue- 
ba por  medio  de  posiciones, es  denotar  que  no  pueden  propo- 
nerse sino  en  el  dia  y  acto  mismo  de  presentarse  á  dar  su  con- 
testación el  demandado,  lo  mas  presto,  y  que  tanto  la  pregunta 
como  la  contestación  deben  darse  y  hacerse  verbalmente. 

En  cuanto  al  n°.  II,  ha  de  tenerse  presente  que  el  plazo 
que  se  concede  en  la  república  al  reconvenido ,  para  que  se 
presente  á  contestar  á  la  demanda,  es  el  de  seis  (lias  peren- 
torios desde  el  de  la  citación,  y  ademas  los  que  correspondan 
á  la  distancia  en  que  se  halle;  y  si  dentro  de  él  no  compa- 
rece ,  ni  se  presenta  tampoco  ante  el  juzgado  en  virtud  de 
la  segunda  citación  que  se  le  hace ,  entonces  sin  mas  término 
que  el  de  la  distancia  ,  el  pleito  continúa  como  si  hubiese 
comparecido  y  contestado  á  la  demanda  ,  y  se  le  tiene 
por  confeso,  si  nada  justifica  que  le  sea  favorable  durante  el 
término  de  prueba  :  art.  i,  ley  5,  lit.  1,  Cód.  de  proced.  jud. 
de  19  de  mayo  de  1856. 

Con  respecto  al  n°.  V,  debemos  decir  que  dejando  á  un  lado 
las  escepciones  de  cosa  juzgada  y  de  incompetencia  de  juez, 
que  pueden  proponerse  después,  todas  las  demás  deben  serlo 
precisamente  al  tiempo  de  contestar  á  la  demanda.  Tanto 
este  artículo  como  todos  los  demás  que  se  formen  en  el  dis- 
curso de  la  causa ,  tienen  de  término ,  para  hacer  las  justi- 
ficaciones que  en  ellos  se  juzguen  necesarias  ,  tres  dias,  si 
el  negocio  principal  no  vale  arriba  de  quinientos  pesos,  y 
ocho  si  pasa  de  esa  suma.  El  plazo  para  dar  la  prueba  en  lo 
principal  del  pleito ,  es  el  de  ocho  dias  en  los  primeros ,  y 
de  treinta  en  los  segundos  ;  y  solo  durante  la  primera  mitad 
de  este  periodo  ,  y  cinco  dias  mas  en  los  negocios  que  pasen 
de  quinientos  pesos  ,  pueden  proponerse  las  tachas  que 
tengan  las  personas  de  los  testigos ,  quedando  para  justifi- 
carlas el  resto  de  dicho  término.  A  este  se  añade  siempre 
en  uno  y  otro  caso  el  que  corresponde  á  la  distancia  del 
lugar  en  donde  debe  darse  la  prueba ,  bien  se  halle  esto 
dentro  del  territorio  de  la  república ,  ó  bien  en  e!  estranjero  : 
arls.  1,  ley  4,  til.  1,  y  8,  ley  II,  lit.  2,  Cód.  de  proced.  jud. 
de  19  de  mayo  de  1836  ]  2  y 4,  ley  1,  y  ,13,  ley  2,  lit.  2,  y  2 
y  5,  ley  \ ,  lit.  9,  Cotí.  cit. ,  reformadas  en  3  de  mayo  de  1858. 

Relativamente  al  n°.  XIV,  es  denotar  que  la  legislación 
de  esta  república  no  permite  la  restitución  in  integrum  del 
término  de  prueba  ,  ni  la  suspension  ,  próroga  ó  abertura 
del  mismo  despues  de  cumplido,  por  motivo  alguno  que  no 
esté  declarado  legitimo  por  ella.  Tampoco  puede  este  ni  otro 
alguno  judicial  abreviarse,  sino  por  renuncia  espresa  de 
las  dos  partes  ó  de  aquella  á  quien  favorezcan,  hecha  ante 
el  juzgado  ó  tribunal ,  bajo  su  firma  ó  la  de  un  testigo  por  la 
que  no  sepa ,  escepto  los  señalados  para  la  citación  y  com- 
parecencia del  reconvenido  ,  los  cuales  pueden  restringirse 
en  caso  de  urgencia  comprobada  cen  el  juramento  del  de- 
mandante. En  ninguno  de  ellos  se  cuenta  el  dia  desde  el 
cual  da  principio,  ni  tampoco  los  feriados  que  ocurran  en 
el  inlermedio  ,  si  no  han  sido  habilitados  ;  y  si  el  término  se 
cuenta  de  hora  en  hora ,  comenzará  a  hacerse  desde  la  si- 
guiente á  aquella  en  que  empieza  ,  espresando  cuál  sea  esta 
por  medio  de  diligencia ,  y  escluyendo  siempre  las  de  los 
dias  feriados  no  habilitados  :  arts,  4  ,  8  y  6  ,  ley  única , 
til.  11  ,  Cód.  de  proced.  jud.,  reformada  en  3  de  mayo 
de  1858.] 

JUICIO  ORDINARIO    EN  ASUNTOS  DE  COMERCIO.    El  juicio 

en  que  se  instruyen  y  ventilan  por  escrito,  siguiendo  el 
orden  establecido  por  las  leyes  comerciales  para  que  re- 
caiga sentencia  con  pleno  conocimiento  de  causa,  las  con- 
testaciones judiciales  ó  causas  de-mayor  cuantía  sobre  obli- 
gaciones y  derechos  procedentes  de  negociaciones,  contratos 
y  operaciones  mercantiles. 


I.  Son  causas  de  mayor  cuantía  en  el  comercio  las  de- 
mandas cuyo  interés  pasa  de  mil  reales  vellón  en  los  tribu- 
nales«especiales  del  ramo,  y  de  quinientos  en  los  juzgados 
ordinarios;  art.  1210  dei  cód.  de  com.  Habiendo  pues  tri- 
bunal especial  de  comercio,  él  es  el  que  debe  conocer  en 
juicio  ordinario  dentro  de  su  territorio  de  los  negocios  mer- 
cantiles que  escedan  de  mil  reales;  y  en  defecto  de  dicho 
tribunal,  habrá  de  conocer  también  en  juicio  ordinario  el 
juez  de  primera  instancia  del  partido  de  los  negocios  mer- 
cantiles que  escedan  de  quinientos  reales  ;  debiendo  el  uno 
y  el  otro  arreglar  sus  procedimientos  y  decisiones  á  las 
disposiciones  del  código  de  comercio  y  de  la  ley  de  enjui- 
ciamiento de  24  de  julio  de  1830  ,  y  solo  en  cuanto  por  estas 
no  se  haya  hecho  determinación  especial,  estarán  á  lo  que 
prescriben  las  leyes  comunes  ;  art.  1182  del  cód.  de  com.,  y 
462  de  la  ley  de  enjuiciam.  Es  cierto  que  la  ley  de  10  de 
enero  de  1838  declara  en  general  pleitos  de  menor  cuantía 
aquellos  en  que  el  valor  de  la  cosa  litigiosa  escediendo  de 
quinientos  reales  no  pasa  de  dos  mil ,  y  prescribe  para  su 
suslanciacion  trámites  mas  breves  que  los  que  se  observan 
en  los  juicios  ordinarios  comunes;  pero  está  declarado  por 
real  orden  de  30  de  enero  de  1840  que  las  disposiciones  de 
esta  ley  solo  comprenden  los  asuntos  civiles  de  la  compe- 
tencia de  los  tribunales  ordinarios. 

Esceptúanse  del  juicio  ordinario  los  negocios  mercantiles 
en  que  se  procede  por  la  via  ejecutiva  ó  por  la  de  apremio, 
aunque  sean  de  mayor  cuantía.  Véase  Apremio  en  el  comer- 
cio y  Procedimiento  ejecutivo. 

II.  El  juicio  ordinario  en  materias  mercantiles  comienza 
como  en  las  comunes  por  la  demanda  del  actor  ;  pero  ni 
antes  de  ella  ni  en  ella  pueden  pedirse  posiciones  juradas  á 
la  parte  demandada  ,  informaciones  de  testigos,  ni  género 
alguno  de  diligencias  probatorias;  arts.  108 y  109  de  la  ley 
de  24  de  julio  de  1830.  Véase  el  articulo  primero  de  la 
palabra  Autoridad  al  fin ,  Interpretación  de  las  demandas 
también  al  fin  ,  Litigante  y  Procurador. 

El  actor  ha  de  producir  con  su  demanda  la  certificación 
de  haberse  intentado  y  no  haber  surtido  efecto  el  juicio  con- 
ciliatorio, como  asimismo  las  escrituras  y  documentos  ori- 
ginales que  justifiquen  el  derecho  que  deduce;  y  de  los  que 
no  pueda  presentar  por  no  obrar  en  su  poder  ha  de  hacer  la 
debida  mención  con  la  individualidad  posible  sobre  lo  que 
de  ellos?  resulte,. y  del  archivo,  oficina  pública  ú  otro  lugar  en 
donde  se  encuentren  los  originales.  Después  ya  no  se  le  ad- 
miten nuevos  documentos  que  no  sean  de  fecha  posterior  á 
la  demanda,  ó  bajo  juramento  que  haga,  si  fueren  de  fecha 
anterior,  de  que  antes  no  habia  tenido  noticia  de  ellos  : 
art.  48  de  dicha  ley,  y  120a  del  cód.  de  com.  A'éasc  Juicio 
de  conciliación. 

III.  De  la  demanda  se  confiere  traslado  al  demandado , 
emplazándole  para  que  comparezca  á  contestarla  en  el  tér- 
mino de  nueve  dias  perentorios  ;  art.  1 10  de  dicha  ley. 

El  emplazamiento  se  hace  por  medio  de  cédula  que  com- 
prenda á  la  letra  la  demanda  y  el  auto  proveído  sobre 
ella,  espresándose  en  relación  estar  acreditada  la  personali- 
dad del  procurador  si  lo  hubiese  ,  y  haciéndose  mención  de 
hallarse  presentados  y  unidos  á  la  demanda  los  documentos 
producidos  en  su  apoyo;  art.  111. 

La  cédula  de  citación  se  entrega  por  el  alguacil  del  juzgado 
á  la  persona  á  quien  va  dirigida ,  y  no  hallándola  se  deja  en 
su  domicilio  á  su  mujer,  parientes,  criados  ó  vecinos,  ha- 
ciendo relación  ante  el  escribano  de  haberlo  así  practicado, 
y  del  nombre  y  apellido  de  la  persona  que  la  hubiere  reci- 
bido; art.  112. 

Cuando  siendo  de  ajeno  domicilio  el  demandado  no  resido 
á  la  sazón  en  el  lugar  del  juicio,  se  pasa  exhorto  requisitorio 
al  tribunal  de  comercio  ó  en  su  defecto  al  juzgado  de  su 
vecindad  para  que  se  le  haga  en  la  indicada  forma  el  empla- 
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zamiento,  en  el  cual  debe  fijarse  el  término  déla  compare- 
cencia con  relación  á  la  distancia  ;  art.  113. 

Si  no  se  conoced  domicilio  del  demandado ,  debe  empla- 
zársele en  cualquiera  punto  donde  resida  ;  y  no  pudiéndose 
este  descubrir,  en  el  último  pueblo  donde  haya  estado  ave- 
cindado, entregándosela  cédula  de  emplazamiento  al  acalde 
para  que  la  haga  fijar  en  las  casas  consistoriales,  poniéndose 
otra  igual  en  los  estrados  d-el  tribunal  donde  penda  el  jui- 
cio ,  y  publicándose  también  en  el  diario  ó  boletín  de  la 
provincia;  art.  liZt. 

Si  ocurriere  el  fallecimiento  del  emplazado  antes  de  la 
contestación  de  la  demanda ,  debe  hacerse  nuevo  emplaza- 
miento á  sus  herederos  ;  y  en  su  defecto  no  les  pararán  per- 
juicio las  actuaciones  ulteriores;  art.  123. 

IV.  Trascurrido  el  término  del  emplazamiento  sin  haberse 
hecho  oposición  á  la  demanda ,  con  solo  una  rebeldía  de 
parte  del  demandante  y  sin  nuevo  término  se  da  por  contes- 
tada ,  y  se  mandan  llevar  los  autos  para  proveer  lo  que  cor- 
responda en  derecho,  citadas  las  partes  ;  entendiéndose  la 
citación  del  demandado  con  los  estrados  del  tribunal ,  si  no 
se  hallare  presente  en  el  lugar  del  juicio  ;  art.  113. 

V.  Si  el  demandado  propone  alguna  escepcion dilatoria, 
no  está  obligado  á  contestará  la  demanda  hasta  que  recaiga 
decisión  formal  sobre  este  articulo  previo.  Pero  no  se  admi- 
ten otras  escepciones  dilatorias  que  las  siguientes  :  Io.  falta 
de  personalidad  en  el  demandante  ó  su  procurador  :  2o.  in- 
competencia de  jurisdicción  en  el  juez  ó  tribunal  que  haya 
decretado  el  emplazamiento  :  5o.  litispendencia  en  otro  tri- 
bunal competente  :  h°.  defecto  legal  en  el  modo  de  proponer 
la  demanda.  Las  escepciones  de  otro  cualquiera  género  no 
impiden  el  progreso  de  la  demanda  ,  y  se  propondrán  con- 
testando á  esta;  arts.  116y  117. 

Del  escrito  en  que  se  propone  la  escepcion  dilatoria  se 
confiere  traslado  por  tres  dias  precisos  al  demandante  ,  y 
con  lo  que  este  espone  se  recibe  á  prueba  el  artículo  en  el 
caso  de  que  por  alguna  de  las  partes  se  hayan  alegado  he- 
chos que  la  necesiten ,  ó  en  su  defecto  se  decide  desde  luego 
si  tiene  ó  no  lugar  la  escepcion  propuesta. 

El  término  de  prueba  sobre  escepciones  dilatorias  no 
puede  esceder  de  ocho  dias  ,  en  el  que  ambas  partes  deben 
presentar  las  que  les  convengan  :  y  trascurrido,  se  mandan 
llevar  los  autos  á  la  vista ,  sin  admitirse  nuevos  escritos  ni 
documentos  ;  se  oye  en  voz  á  las  partes  ó  sus  defensores  en 
la  audiencia  en  que  se  da  cuenta ,  y  se  provee  sobre  la  es- 
cepcion dilatoria  :  la  cual  providencia  causa  ejecutoria  de 
derecho  sin  necesidad  de  que  se  declare  por  pasada  en  au- 
toridad de  cosa  juzgada ,  vencido  que  sea  el  término  de  la 
ley  para  apelar  de  las  sentencias  interlocutorias  que  causen 
estado;  arts.  119  y  120. 

VI.  Si  conforme  alo  decidido  sóbrela  escepcion  dilatoria 
tuviere  lugar  la  contestación  de  la  demanda,  debe  darla  el 
demandado  en  el  término  de  seis  dias;  y  no  haciéndolo  se 
procede  en  la  misma  forma  que  cuando  deja  trascurrir  el  tér- 
mino del  emplazamiento  sin  hacer  oposición  á  la  demanda  , 
según  se  ha  dicho  mas  arriba  en  el  párrafo  IV,  art.  121. 

Despues  de  tenerse  por  contestada  la  demanda  en  rebel- 
día del  demandado,  ó  de  haberse  contestado  de  hecho  ,  no 
debe  admitirse  ninguna  escepcion  dilatoria  :  mas  en  la  con- 
testación tiene  lugar  toda  escepcion  que  obste  al  derecho 
deducido  por  el  actor,  sea  por  falta  de  título  para  fundarlo, 
por  la  invalidación  de  este  ó  por  su  ineficacia ,  por  su  falsa 
aplicación  ó  por  haber  prescrito  ;  art.  122  y  12ft. 

El  demandado  debe  presentar  con  la  contestación  ,  del 
mismo  mcdo  que  el  demandante  con  la  demanda  ,  los  do- 
cumentos en  que  funde  la  impugnación  ,  quedándole  la  fa- 
cultad de  producir  en  el  progreso  del  juicio  los  demás  que 
descubra  posteriormente  para  justificar  sus  escepciones; 
arl.  l¡9. 


Contestada  la  demanda,  se  da  traslado  al  actor  del  es- 
crito de  contestación  por  término  de  tres  dias ,  y  de  su  ré- 
plica otro  traslado  al  demandado  con  igual  plazo  ,  y  sin  ad- 
mitirse nuevos  escritos  se  llaman  los  autos  á  la  vista,  citadas 
las  parles  ;  art.  123. 

VIL  No  habiéndose  solicitado  prueba  por  ninguno  de  los 
litigantes,  se  procede  á  la  determinación  definitiva  del  plei- 
to ;  pero  si  la  piden  ó  consienten  todos  los  litigantes  ó  la  es- 
tima necesaria  el  juez  ó  tribunal  á  petición  de  cualquiera  de 
ellos,  es  indispensable  recibir  á  prueba  la  causa  ;  arls.  126 
y  127. 

Si  alguna  de  las  partes  hubiere  Hecho  oposición  á  la 
prueba,  y  el  tribunal  ó  juez  estimare  que  esta  tiene  lugar, 
debe  por  un  mismo  auto  declarar  no  haber  lugar  á  la  oposi- 
ción y  recibir  ios  autos  á  prueba,  llevándose  á  efecto  desde 
luego  esta  providencia  :  mas  si  hallare  fundada  la  oposición, 
no  puede  proceder  á  sentenciar  los  autos  en  definitiva  sin  de- 
clarar previamente  no  haber  lugar  á  la  prueba  y  mandar 
citar  de  nuevo  las  partes  para  sentencia ,  que  ha  de  pronun- 
ciar en  efecto  luego  que  esta  providencia  quede  ejecutoriada  ; 
arls.  128  y  129. 

VIH.  En  el  auto  en  que  se  recibe  á  prueba  la  causa,  fija 
el  tribunal  ó  juez  el  término  que  cree  suficiente  para  hacerla 
según  las  circunstancias  del  negocio,  prorogándolo  á  peti- 
ción de  cualquiera  de  las  partes  hasta  el  cumplimiento  de  la 
ley,  con  tal  que  las  prórogas  se  pidan  antes  de  cumplirse  el 
término  que  estuviere  concedido  anteriormente,  pues  de  otro 
modo  queda  cerrada  la  puerta  al  vencimiento  de  este  ; 
art.  131. 

El  término  ordinario  de  la  ley  para  la  prueba  no  puede 
esceder  de  ochenta  dias,  cuando  no  han  de  hacerse  diligen- 
cias probatorias  fuera  del  territorio  español  de  la  península 
é  islas  Baleares  ;  arl.  130.  El  término  estraordinario  es  de 
seis  meses  cuando  la  prueba  ha  de  hacerse  en  cualquiera  país 
de  Europa  fuera  del  territorio  español  ó  en  las  islas  Cana- 
rias ;  àe  un  año  si  ha  de  practicarse  en  las  islas  Antillas, 
continentes  de  América  ó  África  ,  ó  las  escalas  de  Levante  ; 
y  de  dos  años  para  las  diligencias  probatorias  quj  se  hu- 
bieren de  practicar  en  las  islas  Filipinas  y  cualquiera  otra 
parte  del  mundo  de  que  aquí  no  queda  hecha  mención  ; 
arts.  130 y  152.  Véase  Término  probatorio  en  el  comercio. 

Los  autos  se  entregan  por  su  orden  á  los  litigantes  para 
proponer  su  prueba  ,  y  por  solo  el  término  de  tres  dias  á  cada 
uno  de  ellos  ;  art.  157. 

Los  medios  de  prueba  que  sç  admiten  en  las  causas  de 
comercio  son  :  —  Io.  las  escrituras  públicas  ó  solemnes  ;  — 
2o.  los  documentos  hechos  privadamente  entre  las  partes, 
de  cualquiera  especie  que  sean  ;  —  5o.  los  libros  de  cuentas; 
—  k°.  la  correspondencia  epistolar  ;—  5o.  la  confesión  ju- 
dicial ;  —  6o.  el  juramento  decisorio  ;  —  7o.  el  juicio  de  ex- 
pertos ;  —  8o.  el  reconocimiento  judicial  ;  —  9o.  la  vista 
ocular  ;  —  10.  la  confesión  extrajudicial  hecha  de  propósito 
con  palabras  positivas  á  presencia  de  testigos  y  de  la  per- 
sona á  quien  aproveche  ;  —  11 .  ias  informaciones  de  testi- 
gos ;  art.  158. 

No  se  da  lugar  á  diligencias  de  prueba  soûre  hechos  que  r,o 
tengan  un  efecto  inmediato  y  directo  para  calificarla  acción 
del  demandante  ó  la  escepcion  del  demandado;  art.  159. 

Para  la  práctica  de  toda  diligencia  de  prueba  ha  de  pre- 
ceder citación  de  los  litigantes,  en  cuyo  perjuicio  se  haya 
decretado,  haciéndose  á  lo  mas  tarde  la  víspera  del  dia  en 
que  ha  de  practicarse  ;  pero  no  se  comprenden  en  esta  dis- 
posición la  confesión  judicial,  ni  el  reconocimiento  de  los 
libros  y  papeles  de  la  misma  partea  quien  estos  pertenezcan  ; 
arl.  1'jO. 

La  prueba  documental  puede  producirse  por  las  partes  en 
cualquiera  estado  del  juicio  antes  de  estar  legítimamente 
concluso,  observándose  en  cuanto  á  los  documentos  que 
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deban  respectivamente  producir  el  actor  con  la  demanda  y 
el  demandado  con  la  contestación ,  lo  que  se  ha  indicado  mas 
arriba  en  los  párrafos  II  y  VI  con  referencia  á  los  artículos  48 
y  49  de  la  ley  de  enjuiciamiento  ;  art.  141. 

Todo  instrumento  público  presentado  en  el  proceso  por 
copia  ó  testimonio  sacado  sin  citación  de  la  parte  á  quien 
perjudique,  ha  de  ser  cotejado  con  su  original  dentro  del 
término  de  prueba ,  sin  lo  cual  podrá  aquella  argüirlo  de  ine- 
ficaz para  probar  en  el  juicio  en  que  haya  sido  presentada 
la  copia  ó  testimonio  ;  art.  142. 

Las  posiciones  que  se  articulen  por  alguna  de  las  partes 
para  que  la  contraria  declare  al  tenor  de  ellas,  han  de  te- 
nerse reservadas  en  la  escribanía,  bajo  la  responsabilidad 
del  actuario ,  sin  publicarse  hasta  que  el  juez  las  mande  unir 
al  proceso  después  de  evacuadas  las  respuestas  por  la  parte 
confesante.  No  se  pueden  admitir  á  esta  en  la  confesión  ju- 
dicial respuestas  ambiguas  ó  evasivas ,  pues  tiene  obligación 
de  contestar  directa  y  categóricamente  á  cada  pregunta , 
confesando  ó  negando  con  las  esplicaciones  que  le  conven- 
gan :  no  haciéndolo  así ,  se  le  debe  apercibir  en  el  acto,  que 
se  le  tendrá  por  confeso  sobre  la  posición  á  que  no  haya  con- 
testado en  debida  forma  ;  y  en  efecto,  si  después  del  aper- 
cibimiento no  contesta  debidamente  á  la  posición  ,  se  Je  de- 
clara confeso  sobre  ella,  exigiéndolola  parte  queha  presentado 
las  posiciones  despues  que  estas  se  hubieren  publicado  ; 
arts.  143  ,  144  y  14a. 

El  juicio  de  expertos  no  puede  tener  lugar  sino  sobre  pun- 
tos de  hecho ,  y  cuando  lo  tenga  ha  de  ser  nombrado  igual 
número  por  cada  parte  :  mas  discordando  estos,  han  de  po- 
nerse de  acuerdo  los  litigantes  dentro  de  segundo  dia  en  el 
nombramiento  del  tercero  que  dirímala  discordia,  y  en  su 
defecto  le  nombra  de  oficio  el  juez  ó  tribunal  ;  arl.  146. 

Para  el  examen  de  testigos  se  presenta  interrogatorio  por 
capítulos ,  de  que  se  da  copia  á  la  parte  contraria  para  los 
usos  que  le  convengan  :  el  examen  no  puede  verificarse 
hasta  que  hayan  trascurrido  dos  dias  naturales  después  de 
haberse  entregado  la  copia  del  interrogatorio  ;  y  á  ninguna 
de  las  partes  se  permite  esta  prueba  testifical  sobre  los  he- 
chos ya  probados  por  confesión  judicial  ;  arts.  147,  148 
y  149. 

Los  testigos  presentados  por  una  parte  pueden  ser  repre- 
guntados á  instancia  de  la  contraria  sobre  las  circunstancias 
de  los  mismos  hechos  contenidos  en  el  interrogatorio  de  pre- 
guntas ,  bajo  cuya  regla  el  tribunal  ó  juez  ha  de  desechar  ó 
admitir  en  todo  ó  en  parte  el  interrogatorio  de  repregun- 
tas, el  cual  ha  de  tenerse  reservado  en  la  escribanía  ;  pero 
bajo  el  nombre  de  repreguntas  no  se  deben  admitir  pregun- 
tas hipotéticas  ó  condicionales  ni  antepreguntas;  arts.  ISO 
y  151. 

Las  partes  litigantes  pueden"  asistir  por  sí  ó  por  sus  pro- 
curadores al  juramento  de  los  testigos  que  contra  ellas  se  pre- 
senten ;  y  para  ello  se  debe  hacer  espresion  en  la  citación  de 
esta  prueba  del  lugar,  dia  y  hora  en  que  se  haya  de  proce- 
der al  examen  ;  art.  152. 

Las  declaraciones  de  las  partes  litigantes  y  el  examen  de 
los  testigos,  peritos,  ó  personas  que  en  cualquier  otro  con- 
cepto deban  declarar  en  las  causas  de  comercio ,  el  cotejo 
de  documentos  y  toda  especie  de  diligencias  probatorias  se 
cometen  á  uno  de  los  jueces  del  tribunal,  habiéndose  de  prac- 
ticar en  el  lugar  donde  este  resida  ;  y  si  hubieren  de  eva- 
cuarse en  diferente  pueblo,  á  la  autoridad  judicial  del  que 
sea  ;  y  no  á  los  escribanos  actuarios  de  diligencias  ni  recep- 
tores ;  art.  65. 

IX.  Concluido  el  término  de  prueba  ,  se  hace  publicación 
de  probanzas  á  pedimento  de  cualquiera  do  las  partos  sin 
otra  sustanciacion ,  y  se  entregan  á  cada  una  de  estas  por  su 
orden  por  el  término  de  seis  dias ,  art.  153  ;  sin  que  ninguno 
de  los  litigantes,  aunque  sea  menor  ó  goce  del  privilegio  de 


tal,  pueda  pedir  restitución  contra  el  lapso  dal  término  se- 
ñalado por  la  ley  para  las  pruebas,  pues  que  este  como  tér- 
mino fatal  no  puede  suspenderse ,  prorogarse  ni  abrirse  des- 
pués de  cumplido  por  via  de  restitución  ni  por  otro  motivo 
cualquiera  que  al  intento  se  esponga  ;  arls.  73  y  74.  Es  pues 
un  error  la  aserción  contraria  que  sienta  un  autor  moderno, 
suponiendo  equivocadamente  que  la  ley  de  sustanciacion 
guarda  silencio  acerca  de  la  restitución  contra  el  lapso  del 
término  probatorio  ,  é  induciendo  de  este  supuesto  silencio 
que  debe  observarse  en  los  asuntos  mercantiles  lo  dispuesto 
por  las  leyes  comunes  sobre  esta  materia. 

Cada  una  de  las  partes  ha  de  ceñirse  á  presentar  un  solo 
alegato  de  bien  probado;  y  si  tuviere  que  poner  tachas  á  los 
testigos  de  la  contraria  debe  ponerlas  precisamente  en  el 
mismo  alegato  ,  no  pudiendo  hacerse  la  justificación  de  ellas 
sino  por  documentos  ópor  confesión  judicial;  arls.  154  y  155. 

Resultando  de  las  pruebas  algún  hecho  dudoso,  puede  el 
litigante  à  quien  interese  probarlo  pedir  sobre  él  la  confesión 
judicial  de  la  parte  contraria  ,  ó  deferirle  el  juramento  ;  de 
cuya  facultad  no  se  permite  hacer  uso  mas  que  una  sola  vez  ; 
art.  155. 

En  los  alegatos  de  bien  probado  se  concluye  para  defini- 
tiva; y  si  no  lo  hicieren  ambas  partes,  se  declara  el  pleito 
por  concluso  á  instancia  de  la  que  lo  hubiere  verificado,  y 
se  cita  á  todas  ellas  para  sentencia  señalándose  dia  para  la 
vista;  art.  157. 

Despues  de  concluso  el  pleito  para  definitiva  no  se  admiten 
nuevos  escritos  ni  documentos  ni  probanzas  de  especie  al- 
guna ,  cualquiera  que  sea  la  causa  que  para  ello  se  esponga  ; 
ni  pueden  tampoco  las  partes  ni  sus  defensores  hacer  mérito 
en  sus  alegaciones  verbales  al  tiempo  de  la  vista  de  docu- 
mentos que  no  obren  en  los  autos  ,  ni  menos  se  les  permite 
su  lectura  ;  arts.  77, 158  y  159.  Véase  el  primer  artículo  do 
la  palabra  Autoridad  al  fin. 

El  juez  ordinario  ha  de  ver  la  causa  por  sí  mismo  para  dar 
su  fallo,  sin  valerse  de  relator  ni  estar  á  la  relación  que  haga 
el  escribano:  pero  el  tribunal  de  comercio  ,  habida  conside- 
ración á  la  complicación  del  negocio  y  al  volumen  de  los 
autos,  en  la  misma  providencia  en  que  declare  la  causa  por 
conclusa  v  la  mande  traer  á  la  vista  ,  ha  de  decidir  si  se  ha 
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de  formar  apuntamiento  del  proceso  ó  si  el  escribano  deberá 
hacer  relación  de  él;  y  en  el  primer  caso  se  forma  el  estracto 
por  el  letrado  consultor,  y  hecho  se  pasa  al  escribano  para 
que  haga  su  lectura  el  dia  de  la  vista ,  sin  que  por  esto  deje 
de  ser  obligación  del  mismo  escribano  instruirse  del  proceso 
para  satisfacer  á  las  preguntas  que  le  haga  el  tribunal  sobre 
lo  que  de  él  resulte;  arts.  75  y  76. 

En  la  pronunciación,  publicación  y  notificación  de  la  sen- 
tencia ,  debe  observarse  lo  dispuesto  en  las  reglas  comunes 
de  los  juicios  de  comercio ,  de  que  se  hablará  en  la  palabra 
Sentencia  en  materias  mercantiles. 

X.  Solo  resta  en  este  lugar  indicar  el  modo  de  proceder 
en  caso  de  contumacia  ó  rebeldía  del  demandado  ó  del  de- 
mandante. 

Las  demandas  contra  personas  contumaces  que  no  compa- 
rezcan al  juicio  sin  embargo  del  emplazamiento ,  ó  que  lo 
abandonen  después  de  haber  comparecido ,  deben  sustan- 
ciarse con  los  estrados  del  tribunal  por  los  trámites  deter- 
minados en  la  ley  de  enjuiciamiento  que  se  acaban  de 
recorrer,  notificándose  en  persona  á  los  demandados,  si 
constare  su  paradero ,  el  auto  de  prueba  y  la  sentencia  defi- 
nitiva; art.  161. 

No  obsta  al  demandado  contumaz  la  declaración  de  ha- 
berse por  contestada  la  demanda  en  su  rebeldía,  para  que 
en  el  progreso  del  juicio  hasta  que  se  haga  publicación  de 
probanzas  proponga  y  pruebe  las  escepciones  perentorias 
que  le  competan  ,  entendiéndose  desde  entonces  con  la  per- 
sona ó  el  procurador  que  la  represente ,  la  sustanciacion  del 
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proceso  ;  el  cual  ha  de  continuar  suf  trámites  según  el  estado 
que  tenga ,  confiriéndose  traslado  al  demandante  de  lo  es- 
puesto por  el  demandado ,  y  documentos  que  haya  presen- 
tado; art.  162. 

El  demandado  contumaz  puede  interponer  apelación  de  la 
sentencia  definitiva  dada  en  su  ausencia  y  rebeldía,  hacién- 
dolo en  tiempo  y  forma;  art.  163.  m 

Por  el  fallecimiento  del  demandado  contumaz  se  debe 
hacer  saber  el  estado  de  los  autos  á  sus  herederos  para  que 
salgan  á  su  defensa  si  les  conviniere,  y  de  otro  modo  no 
puede  pararles  perjuicio  la  sentencia;  art.  164. 

Todo  demandado  contumaz  contra  quien  se  pronuncie 
sentencia  condenatoria,  debe  ser  también  condenado  en 
costas;  art.  16S. 

La  via  de  asentamiento  establecida  en  el  derecho  común 
contra  los  demandados  contumaces  ,  no  tiene  lugar  en  las 
demandas  sobre  negocios  mercantiles;  art.  166. 

Si  el  actor  abandonare  su  demanda  después  de  contes- 
tada, y  el  reo  instare  la  continuación  del  juicio,  se  le  debe 
citar  para  que  comparezca  á  seguirle  en  un  término  igual 
al  del  emplazamiento  del  demandado;  y  no  haciéndolo,  se 
sigue  adelante  la  causa  hasta  sentencia  definitiva,  sustan- 
ciándose con  los  estrados  ,  menos  el  auto  de  prueba  que  se 
le  ha  de  notificar  en  persona ,  á  no  ser  que  tenga  procurador 
acreditado  en  los  autos  ;  art.  167. 

Todo  actor  que  no  pruebe  su  acción  ó  que  la  abandone , 
debe  ser  condenado  en  costas  ;  art.  168. 

=  Véase  Julos ,  Juicio,  párrafos  V  y  VI ,  Litigantes  en  el 
comercio ,  Procurador  en  el  comercio  ,  Letrado  consultor  ,  - 
Notificación  en  el  comercio,  Términos  en  juicios  de  comercio. 
Sentencia  en  juicios  de  comercio  ,  y  Tribunal  de  comercio. 

JUICIO  ejecutivo.  Un  juicio  sumario. en  que  no  se  trata 
de  declarar  derechos  dudosos  y  controvertidos,  sino  solo 
de  llevar  á  efecto  lo  que  ya  está  determinado  por  el  juez  ó 
consta  evidentemente  de  uno  de  aquellos  títulos  que  por  sí 
mismos  hacen  prueba  plena  y  á  que  la  ley  da  tanta  fuerza 
como  á  la  decisión  judicial.  Este  juicio  pues  no  es  propia- 
mente juicio,  sino  mas  bien  un  modo  de  proceder  para  que 
se  ejecuten  y  no  queden  ilusorias  las  obligaciones  ó  deudas 
ventiladas  y  decididas  en  juicio  ó  comprobadas  por  títulos 
ó  instrumentos  tan  eficaces  como  los  juicios;  y  así  tiene  por 
objeto  la  aprehensión  ó  embargo  y  la  venta  ó  adjudicación 
de  los  bienes  del  deudor  moroso  en  favor  de  su  acreedor. 

Títulos  que  dan  lugar  al  juicio  ejecutivo. 

I.  Los  títulos  ó  instrumentos  que  dan  lugar  al  juicio  eje- 
cutivo, y  que  por  eso  se  dice  que  traen  aparejada  ejecución 
ó  que  producen  via  ejecutiva,  han  sido  ya  enumerados  y 
esplicados  con  alguna  estension  en  el  artículo  Instrumento 
ejecutivo,  que  debe  tenerse  aquí  presente.  Entre  ellos  se  en- 
cuentra la  sentencia  pasada  en  autoridad  de  cosa  juzgada  , 
la  ejecutoria  espedida  por  los  tribunales  y  la  sentencia  ar- 
bitral ;  y  de  estos  tres  medios  ó  títulos  de  ejecución  dicen 
los  autores  que  pueden  llevarse  á  efecto  por  apremio ,  esto 
es ,  sin  observarse  mas  trámites  que  los  precisos  para  la 
venta  de  bienes,  y  sin  que  preceda  el  orden  del  juicio  eje- 
cutivo. Véase  mas  abajo  en  este  artículo  Fia  de  apremio, 
párrafo  XXXVIII ,  y  en  su  lugar  Sentencia  pasada  en  cosíi 
juzgada  ,  y  Pleitos  de  menor  cuantía. 

Quiénes  pueden  ejecutar  y  ser  ejecutados. 

II.  Puede  pedir  la  ejecución  en  virtud  del  instrumento 
que  la  trae  aparejada  no  solamente  el  acreedor  á  cuyo  favor 
estuviese  otorgado  ,  sino  también  cualquiera  otra  persona 
que  tenga  interés  en  él  ó  represente  los 


dor  principal  (1).  Así  es  que  pueden  pedir  la  ejecución  :  — 
Io.  el  socio  por  los  créditos  de  la  compañía,  aunque  no  tenga 
poder  ni  cesión  de  sus  consocios,  ley  6,  lit.  10,  Part.  S  : 

—  2o.  el  marido  por  la  dote  que  le  fué  prometida  y  no  entre- 
gada ,  y  aun  por  los  bienes  parafernales  como  representante 
de  su  mujer,  bien  que  para  cobrarlos  necesita  poder  de  esta  : 

—  5o.  el  heredero  del  acreedor  difunto,  y  si  hubiere  dos  ó 
mas  cada  uno  por  su  parte  respectiva  :  —  4o.  el  comprador 
de  la  herencia  contra  los  deudores  de  esta  :  —  b°.  el  albacea 
ó  testamentario  universal  á  quien  dio  facultad  el  testador 
para  la  distribución  de  sus  bienes ,  pues  que  tiene  las  accio- 
nes útiles  y  directas  del  testador:  —  6o.  el  legatario  ó  fidei- 
comisario contra  el  que  tiene  en  su  poder  la  cosa  legada  : 

—  7U.  el  fiador  contra  el  deudor  á  quien  fió ,  por  lo  que  hu- 
biere pagado  en  su  nombre  voluntariamente  ó  apremiado  , 
presentando  ademas  de  la  escritura  de  obligación  la  cesión 
ó  carta  de  lasto  del  acreedor  :  —  8o.  el  fiador  contra  sus 
compañeros  en  la  fianza  por  lo  que  pagó  por  ellos  ,  presen- 
tando igualmente  la  carta  de  lasto  del  acreedor  :  —  9o.  la 
mujer,  disuelto  el  matrimonio ,  contra  los  herederos  de  su 
marido ,  por  la  dote  que  este  recibió  y  arras  que  le  prometió  ; 
y  también  por  su  mitad  de  gananciales  contrajos  deudores 
de  su  marido  :  —  10°.  el  cesionario  del  acreedor  :  —  11°.  el 
procurador  ó  apoderado  del  acreedor,  ya  tenga  poder  espe- 
cial para  ejecutar,  ya  solo  general  para  pleitos  ;  bien  que 
no  podrá  cobrar  la  deuda  sin  que  en  el  poder  se  le  faculto 
para  ello  ,  ley  7,  lit.  14 ,  Part.  3;  pero  podrá  pedir  que  se 
asegurehasta  que  el  principal  acuda  á  cobrarla.  Curia  Filíp., 
part.  2,  |  9  ,  y  Febr.  Nov.,  lib  §,  lit.  3  ,  cap.  3,  n.  1  y 
sig.  hasta  el  8. 

III.  La  ejecución  puede  pedirse  no  solamente  contra  la 
persona  que  resulta  obligada  en  el  instrumento  ejecutivo , 
sino  también  contra  las  siguientes  :  —  Io.  contra  el  heredero 
del  deudor,  por  toda  la  deuda,  aunque  importe  mas  que  los 
bienes  hereditarios,  si  aquel  aceptó  la  herencia  llana  y  sim- 
plemente ;  y  solo  en  cuanto  alcancen  dichos  bienes  si  la 
aceptó  con  beneficio  de  inventario  :  mas  si  fueren  muchos 
los  herederos,  no  se  puede  ejecutar  á  cada  uno  de  ellos 
insolidum  por  toda  la  deuda,  sino  solo  por  su  parte  respec- 
tiva ,  á  menos  que  se  persiga  una  cosa  hipotecada  por  el 
difunto,  en  cuyo  caso  procede  la  ejecución  contra  el  que  la 
posea  ;  pero  entonces  el  heredero  que  pague  mas  de  lo  que 
le  corresponde ,  tiene  derecho  para  pedir  ejecutivamente 
el  esceso  con  el  lasto  del  acreedor  á  los  coherederos  :  — 
2o.  contra  el  hijo  mejorado  en  tercio  y  quinto  ,  por  las  deudas 
de  la  herencia  paterna ,  materna  ó  abolenga  á  prorata  de  la 
parte  que  conste  haberle  tocado  en  ella ,  ley  S,  til.  6,  lib.  10, 
Nov.  Úcc.  :  —  5o.  contra  el  heredero  usufructuario  de  todos 
los  bienes  del  deudor  difunto  ,  bien  que  se  ha  de  pedir  con- 
tra el  usufructuario  y  el  propietario  al  mismo  tiempo ,  pues 
que  se  trata  del  perjuicio  de  ambos  :  —  4o.  contra  los  que 
poseen  la  herencia  del  deudor,  como  el  fideicomisario  uni- 
versal ,  el  legatario  de  todos  los  bienes ,  el  fisco  que  sucedió 
en  los  del  delincuente  ó  del  que  falleció  intestado  sin  dejar 
personas  capaces  de  heredarle  con  arreglo  á  las  leyes,  y  los 
testamentarios  ó  albaceas  universales  á  quienes  el  testador 
cometió  la  distribución  de  todos  sus  bienes  en  sufragios 
por  su  alma  ó  en  otros  fines  :  —  5o.  contra  la  mujer  por  la 
mitad  de  las  deudas  que  durante  el  matrimonio  contrajo 
juntamente  con  su  marido  ó  este  solo  ,  en  cuanto  alcance  su 
mitad  de  gananciales  y  no  mas;  bien  que  si  ambos  se  obli- 
garon insolidum  por  el  todo  ,  se  le  puede  pedir  todo  el  im- 
porte de  la  deuda  ;  á  no  ser  que  renunciare  los  gananciales, 

(1)  El  autor  de  la  Cur.  Filíp.,  §  9,  n.  i,  dice  constar  asi  de  la 
ley  que  hoy  es  1 ,  tít.  28.  lib.  di  ,  Nov.  Ree.  ;  pero  esle  tercero 
interesado,  como  dice  Febrero  ,  lta  de  tener  acción  por  el  instru- 
mento ,  ser  hábil  para  presentarse  en  juicio  y  legitimar  su  per-. 
sona. 
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ley  Ui,  til.  20,  lib.  3  del  Fuero  Real,  y  ley  60  de  Toro  :-~ 
6o.  contra  cualquiera  individuo  de  una  sociedad  ó  compañía 
por  la  parte  que  le  toca  de  las  deudas  que  esta  hubiere 
contraído,  ley  16,  til.  10,  Part.  b  :  —  7o.  contra  el  deudor 
del  deudor  principal ,  con  tal  que  primero  se  haya  hecho 
excusión  en'  los  bienes  de  este  y  conste  por  confesión  ú  otro 
medio  legal  el  débito  de  aquel  :  —  8o.  contra  el  fiador  del 
deudor,  previa  excusión  en  los  bienes  de  este  ;  y  sin  nece- 
sidad de  hacer  la  excusión  cuando  puede  ser  reconvenido 
el  fiador  antes  que  el  deudor  principal ,  según  lo  dicho  en 
la  palabra  Fianza,  §  II. 

IV.  Por  regla  general ,  no  tiene  lugar  la  ejecución  contra 
los  terceros  poseedores  de  los  bienes  del  deudor,  que  los 
adquirieron  por  título  particular  de  venta ,  permuta ,  dona- 
ción ú  otro  semejante.  Esceptúanse  sin  embargo  los  casos 
siguientes  en  que  puede  hacerse  ejecución  contra  el  tercer 
poseedor,  sin  necesidad  de  previa  excusión  contra  el  deu- 
dor :  —  Io.  cuando  la  cosa  que  pasó  á  tercer  poseedor  se 
halla  hipotecada  especialmente  á  la  deuda,  con  tal  empero 
que  concurra  alguna  de  las  cuatro  circunstancias  que  se  han 
espuesto  en  la  palabra  Hipoteca ,  párrafo  XXXV,  pues  fuera 
de  ellas  no  se  rjuede  proceder  ejecutivamente  contra  el  tercer 
poseedor  sin  que  primero  se  haga  excusión  en  los  bienes 
del  deudor  :  —  2o.  cuando  el  tercer  poseedor  adquirió  la 
cosa  por  título  evidentemente  nulo ,  ó  por  contrato  simulado  ; 
y  así  es  que  el  que  compró  la  cosa  enfitéutica  sin  previo 
consentimiento  del  dueño  directo  ,  puede  ser  ejecutado  en 
ella  por  las  pensiones  que  se  debieren  y  por  razón  del 
comiso  :  —  5o.  cuando  el  tercer  poseedor  tiene  la  cosa  en 
calidad  de  empréstito ,  comodato  ,  depósito  ó  arrendamiento , 
pues  que  entonces  no  posee  en  nombre  suyo:  —  h°.  cuando 
el  tercer  poseedor  tiene  los  bienes  de  la  mujer  deudora  en 
calidad  de  dote,  por  no  ser  justo  que  la  mujer  por  el  hecho 
de  casarse  y  dar  sus  bienes  en  dote  al  marido ,  haga  ilusorias 
las  deudas  que  habia  contraído  anteriormente  :  —  b°.  cuando 
el  deudor,  por  eludir  el  derecho  del  acreedor,  enajenó  sus 
bienes  ó  la  cosa  demandada  después  de  emplazado  judicial- 
mente ó  de  empezado  el  juicio  ejecutivo,  pues  que  en  estos 
casos  es  nula  la  enajenación  ;  leyes  13  ,  ik  ,  18  y  16  ,  til.  7, 
Parí.  3 ,  y  ley  Vt ,  til.  13 ,  Part.  S  :  —  6o.  cuando  el  tercer 
poseedor  compró  al  contado  la  cosa  del  deudor  y  no  ha 
pagado  el  precio  ,  pues  que  el  deudor  que  la  vendió  con- 
serva sobre  ella  el  derecho  de  dominio;  ley  hb,  til.  28, 
Parí.  5  :  —  7o.  cuando  el  deudor  enajenó  en  cualquier  tiempo 
sus  bienes  á  un  tercero ,  pero  no  le  ha  hecho  todavía  la  tra- 
dición ó  entrega  real,  verdadera  ó  ficta  de  ellos,  pues  que 
hasta  la  tradición  no  se  constituye  dueño  ni  poseedor  el  ter- 
cero ,  según  la  ley  Ul ,  tít.  13 ,  Part.  b,  escepto  en  las  deudas 
y  acciones  ,  en  que  con  solo  el  título  de  enajenación  se  le 
transfiere  su  dominio;  bien  que  en  tal  caso  es  claro  que  la 
ejecución  ha  de  hacerse  contra  el  deudor  y  no  contra  el 
tercero,  pues  que  aquel  y  no  este  es  todavía  quien  tiene  el 
dominio  y  posesión  de  los  bienes. 

Bienes  esceptuados  de  embargo  y  ejecución. 

V.  Aunque  por  regla  general  todos  los  bienes  del  deudor 
están  afectos  al  pago  de  sus  deudas  ,  no  pueden  ser  objeto 
de  la  ejecución  y  embargo  los  siguientes  : 

1°.  Las  cosas  que  so  dicen  de  derecho  divino  ,  esto  es  , 
las  sagradas  ,  religiosas  y  santas,  de  las  cuales  se  trata  en 
los  artículos  de  la  palabra  Cosa  ;  ley  o,  lit.  15  ,  Part,  b  ,  y 
ley  3,  tít.  b  ,  lib.  1 ,  Nov.  Rcc. 

2o.  Las  cosas  de  uso  público  ,  como  plazas  ,  calles ,  ejidos , 
caminos,  rios,  puertos  y  fuentes  ,  que  son  del  Estado  ó  de 
algún  concejo  ;  ley  Ib  ,  til.  b  ,  Parí.  b. 

3o.  Los  mármoles  y  demás  piedras  ó  maderas  ú  otras 
cualesquiera  cosas  que  forman  parlo  de  algún  edificio  ó  están 


colocadas  en  él  para  su  seguridad  ó  su  adorno ,  á  no  soi' 
que  se  ejecuten  con  el  mismo  edificio  ;  ley  16,  til.  b,  Part.  $, 

h°.  Las  servidumbres  reales ,  sean  rústicas  ó  urbanas , 
á  menos  que  se  ejecuten  con  el  predio  dominante  ;  íey  i2, 
til.  31  ,  Part.  3. 

b°.  El  derecho  de  usufructo  por  ser  personal  y  no  poderse 
trasmitir  á  otro,  ley  2ít,  tít.  31,  Parí.  3;  pero  bien  puede 
ejecutarse  la  utilidad  ó  emolumento  de  este  derecho,  esto 
es  ,  la  percepción  de  los  frutos  y  rentas  de  la  cosa  sujeta  al 
usufructo ,  en  cuyo  caso  el  acreedor  á  quien  se  adjudicase 
podría  percibir  los  frutos  y  rentas  hasta  la  eslincion  de  la 
deuda  mientras  el  usufructuario  conservase  su  derecho. 

6o.  El  derecho  de  uso,  porque  como  está  limitado  y  cir- 
cunscrito á  las  necesidades  del  usuario  ,  no  puede  pasarse  á 
otra  persona,  dicha  ley  2'l  ;  pero  si  el  uso  absorbiese  todos 
los  frutos  de  la  cosa  en  que  está  constituido,  podria  enton- 
ces ser  objeto  de  la  ejecución  la  percepción  de  estos  frutos, 
en  la  misma  forma  que  la  de  los  frutos  y  rentas  de  la  cosa 
usufructuaria;  y  también  podrá  ejecutarse  el  ejercicio  del 
derecho  de  habitación,  del  mismo  modo  que  el  del  usufruc- 
to, pues  que  puede  darse  en  arriendo. 

7o.  Las  cosas  pertenecientes  á  mayorazgo ,  fideicomiso  ú 
otra  vinculación  de  que  el  poseedor  no  pudiere  disponer  li- 
bremente ;  pero  bien  puede  trabarse  la  ejecución  en  sus  fru- 
tos y  rentas  ,  dejando  al  deudor  lo  necesario  para  su  decen- 
te manutención  en  caso  de  tener  título  anejo  ó  dignidad. 

8o.  La  pension  alimentaria ,  pues  que  se  da  para  conservar 
la  vida  del  alimentista  y  no  para  pagar  sus  deudas,  ley  2, 
tít.  19  ,  Part,  h;  y  aunque  la  Curia  Filípica  y  Febrero  No- 
vísimo afirman  que  si  bien  no  debe  hacerse  la  ejecución  en 
el  mismo  derecho  de  los  alimentos  ,  puede  sin  embargo  ha- 
cerse en  la  comodidad  ,  esto  es,  en  los  frutos  ó  cantidad  que 
han  de  servir  para  los  alimentos ,  no  no3  parece  digna  de 
adoptarse  su  opinion  ,  ya  porque  no  aducen  razón  alguna 
para  fundarla  ,  ya  porque  los  alimentos  no  pueden  mirarse, 
bajo  el  mismo  punto  de  vista  que  el  usufructo ,  ya  porque- 
si  se  pudiera  hacer  ejecución  en  los  alimentos,  quedaría 
otra  vez  el  alimentista  reducido  al  estado  de  indigencia,  y 
el  que  está  obligado  á  mantenerle  habría  de  hacerle  nueva 
provision ,  lo  cual  equivaldría  á  tener  que  pagar  sus  deudas  ; 
pero  el  que  le  surte  de  las  cosas  necesarias  para  vivir  tiene 
derecho  á  hacerse  pagar  de  la  referida  pension  alimenta- 
ria ,  cuyo  destino  es  precisamente  la  adquisición  de  dichas 
cosas. 

9o.  Los  animales  ,  aperos  ,  aparejos  y  pertrechos  que  el 
deudor  siendo  labrador  tuviere  destinados  para  la  agricul- 
tura ,  como  asimismo  sus  sembrados  y  barbechos,  aunque 
carezca  de  otros  bienes  ,  escepto  por  las  contribuciones  de- 
bidas al  Estado  ,  por  las  rentas  de  las  tierras,  ó  por  lo  que 
el  dueño  de  estas  le  hubiere  prestado  para  la  labor;  pero 
aun  en  estos  tres  casos  no  ha  de  tener  otros  bienes  en  quo 
pueda  trabarse  la  ejecución  ,  y  se  le  habrá  de  dejar  libre  un 
par  de  bueyes  ,  muías  ú  otras  bestias  de  arar  ;  leyes  ib  y  16, 
tít.  51,  lib.  11  ,  Nov.  Rcc.  < 

10.  Asimismo  y  en  la  misma  forma  las  mieses  que  los  la- 
bradores cogieren  de  sus  labores  y  que  después  de  segadas 
existan  en  los  rastrojos  ó  en  las  eras  hasta  que  estén  limpios 
y  entrojados  los  granos,  y  si  después  del  entrojamiento  se 
hubieren  de  ejecutar,  no  podrán  venderse  ni  darse  en  pago 
al  acreedor  sino  por  el  precio  corriente;  dicha  ley  16  :  mas 
si  bien  no  ha  de  hacerse  ejecución  en  las  mieses  que  existan 
en  los  rastrojos  ó  en  las  eras ,  podrá  sin  embargo  ponerse  in- 
terventor cuando  el  deudor  no  tenga  arraigo  y  no  dé  fianza 
suficiente  ;  art.  10  del  decr.  de  Corles  de  8  de  junio  de  1812, 
restabl.  en  6  de  setiembre  de  1856. 

11.  Cien  cabezas  del  ganado  lanar  que  tuvieren  los  labra- 
dores para  fertilizar  las  tierras  que  cultivan,  pues  se  les  han 
de  reservar  siempre  sin  poder  ejecutarse  á  no  ser  por  lo  quo 
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debieren  de  diezmo  ó  del  sustento  del  mismo  ganado  ;  ley  17, 
til.  51 ,  lib.  11  ,  Nov.  Rec. 

12.  Los  granos  de  los  pósitos  ,  por  deudas  que  haya  con- 
traído ó  de  que  sea  responsable  el  pueblo  ó  concejo  ;  ley  2 , 
til.  20,  lib.  7,  Nov.  Rec. 

13.  Los  granos  de  dichos  pósitos  que  se  hubieren  repartido 
á  los  labradores,  aunque  el  mismo  deudor  consienta  el  em- 
bargo ó  su  entrega  ,  pues  que  no  pueden  invertirse  en  otra 
cosa  que  en  la  sementera;  ley  h,  art.  27  ,  til.  20,  lib.  7  , 
Nov.  Rec. 

Ul.  Los  caballos  padres,  las  yeguas  cerriles  y  los  potros 
recien  alados  en  los  meses  de  su  doma ,  á  menos  que  el  deu- 
dor no  tenga  absolutamente  otros  bienes  ;  real  decr.  de  17 
de  febrero  de  1834. 

15.  Los  tornos,  telares  y  demás  instrumentos  que  los  fa- 
bricantes, operarios,  artistas,  artesanos  y  otros  cualesquiera 
oficiales  tuvieren  destinados  al  ejercicio  de  sus  fábricas , 
profesiones  ,  artes,  oficios  ,  manufacturas  ó  labores,  escepto 
por  deudas  del  fisco  ó  por  las  que  provengan  de  delito  ó 
cuasi  delito  en  que  se  haya  mezclado  fraude,  ocultación, 
falsedad  ,  ú  otro  esceso  de  que  pueda  resultar  pena  corpo- 
ral; leyes  18  y  19,  lit.  31  ,  lib.  11 ,  Nov.  Rec. 

16.  Los  esclavos  empleados  en  las  minas  y  en  los  ingenios 
de  azúcar ,  y  las  provisiones  hechas  para  su  sustento  ,  como 
igualmente  las  ^herramientas  y  máquinas  destinadas  al  be- 
neficio y  laboreo  ,  según  está  decidido  en  las  leyes  de  In- 
dias (1). 

17.  Los  caballos  ó  muías  de  montar,  las  armas  y  la  casa 
morada  de  los  caballeros  é  hijosdalgo ,  no  siendo  por  deudas 
del  fisco  ;  leyes  1 ,  2,  9  ,  13  y  15,  til.  2,  lib.  6,  y  ley  13, 
til.  51,  lib.  11 ,  Nov.  Rec.  (2):  pero  como  esta  esencion  no 
se  concedió  á  los  caballeros  é  hijosdalgo  sino  porque  con 
ellos  hacian  los  reyes  sus  conquistas  y  dellos  se  servían  en 
tiempo  de  paz  y  de  guerra  ,  según  espresion  de  dicha  ley  9, 
no  parece  debe  tener  lugar  en  el  dia  cuando  el  sistema  del 
servicio  militar  no  es  ya  el  mismo  que  el  de  aquellos  tiempos. 

18.  Los  libros  de  los  estudiantes  y  de  los  abogados,  ya 
porque  se  equiparan  á  las  armas  según  la  ley  14  ,  lit.  7, 
lib.  2  del  Código  ,  ya  porque  sin  ellos  no  podrán  aquellos 
aprender  las  ciencias  ni  estos  ejercer  su  profesión;  por  lo 
cual  se  deben  igualmente  considerar  esentos  de  embargos 
los  libros  de  los  magistrados,  jueces  ,  médicos,  arquitectos 
y  demás  personas  que  los  necesitan  para  el  buen  desem- 
peño de  sus  oficios  ó  para  cultivar  y  hacer  progresar  las 
ciencias  y  las  artes  ,  como  ya  se  ha  indicado  en  la  palabra 
Biblioteca  al  fin. 

(1)  A  los  efectos  señalados  aquí  bajo  el  n.  16 ,  según  las  leyes  de 
Indias  deben  añadirse  los  siguientes  :  Io.  Las  canoas  y  aparejos 
para  la  pesca  de  perlas,  siempre  que  haya  otros  bienes  en  que 
pueda  hacerse  efectiva  la  ejecución,  y  no  se  haya  despachado  esta 
por  deuda  contraída  en  favor  de  la  hacienda  pública  :  2o.  Las 
herramientas,  avíos  y  demás  cosas  pertenecientes  al  beneficio  de 
las  minas,  y  á  ios  ingenios  de  azúcar  y  de  moler  metales,  con  tal 
que  sean  necesarias  para  la  fabricación,  molienda  y  laboreo  ,  á 
menos  que  el  crédito  se  ejerza  por  dicha  hacienda  pública;  pero 
pueden  embargarse  siempre  los  productos  de  la  mina  y  de  los  in- 
genios ,  y  aun  estos  mismos  por  entero,  cuando  la  deuda  sea  por 
una  suma  igual  al  valor  de  uno  de  ellos  con  todo  lo  necesario  pa- 
ra su  avío,  siempre  que  el  deudor  no  tenga  otros  bienes  y  el  eje- 
cutante dé  lianzas  llanas  de  conservarlo  entero,  en  buen  estado,  y 
cu  ejercicio  como  lo  tenga  el  ejecutado  ;  leyes  2  á  5,  til.  14,  lib.  5, 
Rec.  de  Ir.d. 

(2)  Debe  tenerse  presente  que  la  ley  6,  tít.  Ü,  lib.  o  de  la 
Rec.  de  Iná.  esceptuó  en  general  de  esta  traba  las  armas  y  caba- 
llos de  todos  los  que  estuviesen  obligados  á  tenerlos,  aunque  solo 
cuando  tuviesen  otros  bienes  en  que  pudiese  hacerse  efectiva  la 
deuda,  porque  no  habiéndolos,  sí  que  podían  incluirse  en  el  em- 
bargo. 


19.  El  estipendio,  sueldo  ó  salario  de  los  militares,  jue- 
ces, catedráticos  ú  otros  empleados  públicos  y  de  los  cléri- 
gos, en  la  parle  que  se  considera  necesaria  para  sus  alimen- 
tos ,  esto  es ,  en  las  tres  cuartas  partes  ,  en  las  dos  terceras 
ó  en  la  mitad,  según  la  importancia  del  sueldo  ó  estipendio 
y  la  clase  y  familia  del  deudor  ;  ley  3 ,  til.  27,  Part.  3,  y 
cap.  3  de  solulionibus. 

20.  Las  camas,  vestidos,  utensilios  y  demás  cosas  indis- 
pensables al  uso  diario  del  deudor  y  su  familia;  ley  5, 

■  til.  13,  Parí.  5. 

21.  Las  naves  estranjeras  que  traen  al  reino  mercaderías, 
ó  bastimentos,  por  deudas  contraidas  por  sus  dueños  á  faror 
de  estranjeros  ,  á  menos  que  los  mismos  dueños  las  consig- 
nen para  el  pago  ;  ley  h,  lit.  51 ,  lib.  11 ,  Nov.  Rec. 

Demanda ,   examen  del  titulo  ,  y  mandamiento 
de  ejecución. 

VI.  Al  juicio  ejecutivo  debe  preceder,  del  mismo  modo 
que  al  ordinario,  el  juicio  do  conciliación,  como  ya  se  ha 
indicado  en  su  lugar;  pero  si  el  acreedor  temiere  que  con 
motivo  de  este  juicio  y  mientras  prepara  la  demanda  ejecu- 
tiva sustraiga  ú  oculte  sus  bienes  muebles  ó  sus  efectos  el 
deudor  que  por  otra  parte  no  tiene  arraigo ,  puede  pedir  al 
alcalde  del  pueblo  ó  á  cualquier  juez  competente  la  reten- 
ción interina  ó  embargo  provisional  de  dichos  bienes  de 
cuenta  y  riesgo  del  mismo  acreedor,  esto  es ,  quedando  este 
responsable  de  los  daños  y  perjuicios  que  al  deudor  se  cau- 
sen por  esta  diligencia  de  precaución  en  caso  de  no  presen- 
tar después  los  documentos  oportunos  para  fundar  el  juicio 
ejecutivo  ;  art.  27  del  regí,  de  26  de  setiembre  de  1855.  Véase 
Juicio  de  conciliación ,  párrafo  II  hacia  el  fin,  Embargo,  y 
Embargo  provisional. 

No  habiendo  habido  avenencia  en  el  juicio  conciliatorio  , 
presenta  el  acreedor  su  demanda,  acompañada  de  la  certi- 
ficación de  haberse  intentado  y  no  haber  surtido  efecto  dicho 
juicio  ,  como  asimismo  del  título  ó  instrumento  ejecutivo 
que  tenga  para  apoyarla ,  pidiendo  se  libre  el  correspon- 
diente mandamiento  de  ejecución  contra  los  bienes  de  su 
deudor  por  la  cantidad  de  la  deuda ,  cuyo  importe  ha  de  ju- 
rar en  el  mismo  escrito  ó  después  de  presentado  ,  como  tam- 
bién por  la  décima  donde  estuviere  en  práctica  y  por  las 
costas  causadas  y  que  se  causaren  hasta  su  cumplido  rein- 
tegro, y  protestando  admitir  en  cuenta  los  pagos  que  sean 
legítimos  á  fin  de  no  incurrir  en  la  pena  de  satisfacer  el  es- 
ceso y  otro  tanto  que  por  la  plus-peticion  impone  la  ley  6, 
tít.  28,  lib.  11,  Nov.  Rec. 

VII.  El  juez  en  vista  de  la  demanda  debe  examinar  con 
cuidado  si  el  título  ó  instrumento  es  en  efecto  realmente 
ejecutivo,  si  ha  llegado  el  tiempo  de  la  ejecución  ó  sí  toda- 
vía no  ha  vencido  el  plazo ,  si  se  ha  cumplido  la  condición 
en  caso  de  haberla ,  ó  si  se  ha  prescrito  la  acción  ejecutiva 
por  haber  trascurrido  el  tiempo  fijado  por  la  ley;  pues  si 
por  su  omisión  ó  negligencia  despachase  el  mandamiento 
sin  deber  hacerlo ,  y  la  ejecución  se  declarase  nula ,  debería 
restituir  los  derechos  cobrados  con  el  cuadruplo  y  las  costas 
originadas  á  las  partes;  ley  8,  tít.  28 ,  y  ley  11,  lit.  50, 
lib.  11,  Nov.  Rec. 

VIH.  Así  que,  si  después  de  examinado  el  título  creyere 
el  juez  que  no  tiene  lugar  la  ejecución,  debe  mandar  a' 
acreedor  que  pida  conforme  ¿t  derecho,  ó  proveer  auto  \v 
y  llano  de  traslado  al  deudor,  ó  prevenirle  que  pague  d 
tro  de  tercero  dia  y  que  si  tuviere  razón  para  no  par 
deduzca  dentro  del  propio  término,  lo  cual  equivale 
denegación  espresa  de  la  via  ejecutiva.  El  acreedor  t 
si  viere  que  se  le  priva  injustamente  del  derecho-' 
lar,  puede  pedir  reposición  del  auto  de  traslad 
en  que  se  despache  el  mandamiento  pedido;  y 


JU  - 

juez  persistiere  en  dar  traslado  á  la  otra  parte ,  podrá  usar 
del  recurso  de  apelación. 

IX.  Si  el  juez  tuviere  alguna  duda  sobre  la  calidad  ejecu- 
tiva del  título  y  juzgare  oportuno  oir  al  deudor  para  resol- 
ver con  mas  conocimiento ,  puede  mandar  que  se  dé  al  deu- 
dor por  un  breve  término  traslado  sin  perjuicio,  esto  es,  sin 
que  por  razón  del  traslado  se  entienda  que  se  trata  de  ne- 
gar ó  debilitar  la  acción  ejecutiva  que  pueda  compeler  al 
.acreedor,  el  cual  no  debe  tener  inconveniente  en  consentir 
una  providencia  que  no  le  perjudica  :  toma  el  deudor  los 
autos  y  espone  las  razones  que  le  asisten  para  impedir  que 
la  ejecución  se  despache  ;  y  en  su  vista  el  juez  ó  bien  provee 
que  se  libre  el  mandamiento  ejecutivo,  ó  bien  declara  no 
haber  lugar  á  la  ejecución.  En  el  primer  caso  no  puede  el 
deudor  apelar  ni  usar  de  otro  recurso  que  impida  ó  entor- 
pezca el  cumplimiento  de  la  providencia;  pero  en  el  segundo 
puede  el  acreedor  pedir  reposición  del  auto  y  aun  interpo- 
ner apelación  si  no  consigue  su  reforma. 

X.  Finalmente,  si  el  juez  encuentra  que  el  título  produ- 
cido por  el  acreedor  está  revestido  según  su  especie  de  las 
circunstancias  que  con  arreglo  á  lo  esplicado  en  el  artículo 
Instrumento  ejecutivo  le  dan  efectivamente  fuerza  ejecutiva 
ó  el  carácter  de  prueba  plena,  está  obligado  á  proveer  sin 
citación  del  deudor  que  se  despache  el  mandamiento  de 
ejecución  contra  sus  bienes  y  en  particular  contra  los  que 
especialmente  se  hallen  hipotecados  al  pago  de  la  deuda  , 
previniendo  que  se  haga  la  traba  en  bienes  muebles  y  á  falta 
de  ellos  en  bienes  raices  con  fianzas  de  saneamiento,  y  que 
en  defecto  de  las  dichas  fianzas  sea  preso  el  deudor  ,  á  no 
ser  tal  que  conforme  á  las  leyes  no  pueda  ser  preso  por  deu- 
da; ley  12,  tít.  28,  lib.  11 ,  Nov.  Rec:  debiendo  ya  consi- 
derarse como  impertinente  y  abusiva,  si  es  que  antes  no  lo 
era,  la  práctica  observada  en  algunos  juzgados  de  mandar 
que  se  notifique  al  deudor  pague  dentro  de  tercero  dia  con 
apercibimiento  de  ejecución ,  pues  que  no  habiéndose  apro- 
vechado de  las  dilaciones  -del  medio  conciliatorio  que  ahora 
se  requiere  para  poder  intentar  la  acción  ejecutiva  ,  no  es 
justo  concederle  nuevo  término  en  perjuicio  del  acreedor. 

Embargo,  tiraba  ó  ejecución  de  bienes,  deposito  de 
ellos,  fianza  de  saneamiento,  y  prisión  del  deudor. 

XI.  El  mandamiento  ejecutivo,  firmado  por  el  juez  y  au- 
torizado por  el  escribano,  debe  entregarse  al  actor  para  que 
use  de  él  cuando  le  pareciere  y  lo  dé  para  su  cumplimiento 
al  alguacil  que  elija  de  los  del  juzgado,  pues  de  lo  contra- 
rio la  ejecucionseria  nula;  ley  10,  tít.  28,  lib.  11,  Nov. 
Rec.  :  bien  que  la  costumbre  es  entregarlo  á  un  alguacil  con 
el  consentimiento  del  acreedor. 

Pasa  en  su  consecuencia  el  alguacil  con  el  escribano  á  la 
casa  del  deudor;  le  requiere  para  que  en  el  acto  satisfaga 
la  deuda  con  las  costas  ó  de  lo  contrario  designe  bienes 
muebles  ó  en  su  falta  raices  en  que  hacer  la  ejecución  ;  hace 
en  seguida  la  traba  ó  embargo  de  los  bienes  designados  ; 
los  deposita  en  persona  llana  y  abonada  que  los  tendrá  á 
disposición  del  juez;  y  exige  al  deudor  fianza  de  sanea- 
miento ,  ó  en  su  defecto  le  lleva  á  la  cárcel  no  siendo  de  la 
clase  de  aquellas  personas  que  no  pueden  ser  encarceladas 
por  deudas  que  provengan  de  causa  civil (1).  Tal  es  la  suma 
de  las  diligencias  que  deben  practicarse;  y  sobro  cada  tina 
de  ellas  vamos  á  hablar  con  mas  estension. 

(1)  Entre  los  Mejicanos  es  ley  general  que  nadie  sea  encarce- 
lado por  deuda  puramente  civil.  Y  el  cap.  8  de  la  Instrucción  de 
>rregidores  les  previene  que  no  sean  fáciles  en  decretar  autos  de 
'on  no  siendo  el  delito  grave  ó  temiéndose  fuga ,  y  que  esto  se 
'de  mayormente  con  las  mujeres  y  gentes  que  ganen  tu  vida 
'r  abajo. 
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XII.  Si  el  deudor  no  puede  ser  habido  para  requerirle  en 
persona  en  tres  diligencias  hechas  para  encontrarle  con  el 
intervalo  de  algunas  horas,  se  deja  copia  del  mandamiento 
ejecutivo  á  su  familia ,  y  se  procede  en  el  acto  á  la  ejecu- 
ción ;  y  si  el  deudor  ó  su  familia  no  quisieren  abrir  la 
puerta ,  no  puede  el  alguacil  ejecutor  allanarla  violenta- 
mente sin  espresa  orden  del  juez,  al  cual  debe  avisar  inme- 
diatamente para  que  resuelva,  poniendo  entretanto  guardas 
de  vista  que  impidan  la  estraccion  de  todo  lo  que  puede  ser 
objeto  del  embargo. 

Estando  ausente  el  deudor  y  su  casa  cerrada,  previene  la 
ley  11,  tít.  29,  lib.  1 1 ,  Nov.  Rec. ,  que  el  alguacil  y  escri- 
bano deben  dar  aviso  al  juez  ,  dejando  guarda  á  la  puerta  , 
para  que  mande  lo  que  se  ha  de  ejecutar,  y  si  fuere  en  alguno 
de  los  lugares  ó  aldeas  de  su  jurisdicción  ,  al  alcalde  del 
pueblo  ó  en  su  defecto  á  un  regidor,  y  no  hallándose  uno  ni 
otro  á  dos  vecinos  honrados  que  concurran  á  ver  abrir  las 
puertas  y  asistir  á  la  formación  del  puntual  inventario  que 
harán  ,  dejando  entregadas  las  llaves  al  alcalde  ,  regidor  ó 
vecinos ,  bajo  la  pena  de  que  haciendo  lo  contrario  han  de 
ser  castigados  á  arbitrio  del  juez.  Mas  en  el  dia  todas  las 
diligencias  que  hayan  de  practicarse  en  los  pueblos  del  par- 
tido judicial  fuera  del  de  la  residencia  del  juez,  deben  come- 
terse á  los  alcaldes ,  según  lo  dicho  en  el  artículo  Comisión; 
y  ya  antes  estaba  mandado  á  los  corregidores  en  el  cap.  12 
de  la  instrucción  de  Vó  de  mayo  de  1788  que  no  enviasen 
ejecutor  ni  otra  persona  alguna  con  jurisdicción,  comisión, 
instrucción  ni  en  otra  forma  á  los  lugares  de  su  corregi- 
miento y  partido  á  costa  de  las  partes  ni  en  otra  manera  á 
la  ejecución  ni  cobranza  de  ningunos  maravedís;  y  que  en 
los  casos  necesarios  cometiesen  dichas  diligencias  á  las  jus- 
ticias ordinarias  de  los  lugares  en  donde  se  hubiera  de  ha- 
cer la  ejecución  y  cobranza. 

XIII.  Si  el  deudor  no  está  presente  ó  si  estándolo  "no 
quiere  designar  bienes  ,  puede  designarlos  el  acreedor,  ó 
bien  el  alguacil  hace  la  traba  en  cualesquiera  bienes  que 
encuentre  en  la  casa  y  en  los  demás  que  constare  ó  fuere  no- 
lorio  ser  de  su  pertenencia  ,  no  siendo  de  los  que  están  es- 
ceptuados  y  se  han  enumerado  mas  arriba  ;  debiendo  em- 
pezar siempre  por  los  muebles  ó  semovientes,  seguir  por 
insuficiencia  ó  defecto  de  ellos  en  los  inmuebles,  y  acabar 
por  los  créditos,  derechos  y  acciones  que  el  deudor  tuviera 
á  su  favor  ;  ley  12,  til.  28,  «¡6.  11 ,  Nov.  Rec.,  y  ley  Ô,  tít.  27, 
Part.  3.  Este  orden  de  proceder  se  halla  establecido  en  favor 
del  deudor;  y  así  es  que  si  habiéndose  invertido,  no  ape- 
lare ni  pidiere  nulidad  el  deudor  antes  de  hacer  acto  alguno 
en  la  causa  ,  se  entiende  que  aprueba  tácitamente  la  traba , 
la  cual  por  consiguiente  queda  válida  en  la  forma  que  se  ha 
verificado;  Cur.  Füip.,part.  2,  §  1S,  ns.  5 y  h  :  mas  no  es 
necesario  observar  el  orden  referido  en  las  ejecuciones  que 
se  practican  á  solicitud  del  fisco  ,  según  afirma  Febrero. 
Cuando  se  despacha  la  ejecución  contra  el  fiador,  puedo 
este  señalar  para  la  traba  todos  los  bienes  que  el  deudor 
principal  tenga  dentro  ó  fuera  de  su  casa,  como  asienta  el 
mismo  Febrero  con  Olea,  Castillo  ,  Noguerol  y  rarladodo. 

XIV.  Como  la  traba  ó  embargo  tiene  por  objeto  asegurar 
el  pago  de  la  deuda,  no  ha  de  ejecutarse  en  todos  los  bienes 
del  deudor,  sino  solo  en  aquellos-qne  basten  para  su  reinte- 
gro y  satisfacción  de  las  costas  ,  señalándolos  uno* por  uno 
ó  ¡nventariándolos  con  toda  claridad  y  especificación  en  la 
diligencia  ,  y  poniendo  en  esta  por  via  do  precaución  la 
protesta  de  mejorar  la  ejecución  ó  ampliarla  en  cualquiera 
estado  del  pleito,  siempre  que  convenga  y  lo  pida  el  acree- 
dor; bien  que  sin  esta  protesta  deberá  hacerse  la  amplia- 
ción ó  mejora  cuando  resulte  que  los  bienes  embargados 
son  insuficientes  ó  pertenecen  á  otra  persona.  1.a  práctica 
que  se  observa  en  la  corte  y  en  otras  parles  de  hacer  la  traba 
en  una  sola  cosa  á  nombre  de  las  demás  que  conste  perte- 
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necer  al  deudor  al  tiempo  del  remate,  es  abusiva  y  peligrosa, 
porque  da  lugar  á  que  el  deudor  oculte  ó  sustraiga  sus  bie- 
nes durante  el  juicio  y  sea  después  ilusoria  la  sentencia  de 
remate  ;  y  asi  no  debe  observarse  sino  en  caso  de  que  el 
acreedor  la  consienta. 

XV.  Cuando  el  acreedor  tiene  acción  hipotecaria  espe- 
cial, debe  hacerse  la  traba  en  los  bienes  que  especialmente 
le  están  hipotecados,  ya  porque  se  presume  que  son  suficien- 
tes para  el  pago  de  la  deuda,  ya  porque  habiéndose  conten- 
tado con  ellos  el  acreedor  para  su  seguridad  se  entiende 
haber  querido  que  en  ellos  se  hiciese,  ya  porque  de  lo  con- 
trario podria  causarse  perjuicio  á  otro  acreedor  de  inferior 
grado.  Asimismo  cuando  la  ejecución  se  despacha  en  virtud 
de  sentencia ,  debe  trabarse  en  las  cosas  espresadas  en  ella 
y  no  en  otras  ;  ley  47 ,  tít.  18,  y  ley  Sal  fin,  til.  27,  Part.  3. 
Mas  en  uno  y  otro  caso,  despachándose  contra  todos  los  bie- 
nes y  en  particular  contra  los  especialmente  hipotecados  ó 
los  que  son  objeto  de  la  sentencia  ,  no  se  anulará  aunque  se 
trabe  en  todos  ,  por  la  razón  general  de  que  lo  que  abunda 
no  daña. 

XVI.  Los  bienes  comprendidos  en  la  traba  ó  embargo 
deben  ser  depositados  por  inventario,  siendo  muebles (á 
presencia  de  tres  testigos,  según  dice  Febrero)  en  persona 
lega,  llana  y  abonada  del  pueblo,  sin  que  el  alguacil  pueda 
llevarlos  ni  tenerlos  en  su  poder  ni  dejarlos  en  el  del  deudor; 
ley  1,  til.  30,  lib.  11,  Nov.  Rec,  y  sin  que  nadie  pueda  es- 
cusarse  á  la  admisión  de  este  encargo  no  estando  esento  de 
cargos  vecinales  :  si  consistieren  en  dinero  ,  ha  de  hacerse 
su  depósito  en  el  Banco  de  San  Fernando  ó  en  sus  comisio- 
nados en  las  provincias  :  si  fueren  raices,  juros,  censos  ú 
otros  efectos  redituables,  se  requiere  á  los  arrendatarios, 
colonos,  inquilinosy  demás  que  deben  acudir  con  sus  rentas 
al  deudor,  para  que  las  retengan  á  ley  de  depósito  y  á 
disposición  del  juez  de  la  causa ,  y  no  las  entreguen  á  per- 
sona alguna  sin  su  mandato,  bajo  la  pena  de  volverlas  á  pa- 
gar si  lo  contrario  hicieren  ;  y  si  los  raices  estuvieren  admi- 
nistrados por  el  mismo  deudor,  ó  bien  se  le  pone  interventor 
que  asista  á  la  recolección  de  los  frutos  y  los  tenga  en  depó- 
sito, ó  bien  se  nombra  administrador  que  atienda  á  su  cul- 
tivo ó  beneficio.  Véase  Embargo.  Si  el  alguacil  no  hallare 
depositario  adornado  de  las  espresadas  circunstancias,  puede 
hacer  que  el  acreedor  busque  de  su  cuenta  y  riesgo  quien 
lo  sea  ,  ó  bien  nombrar  depositario  al  mismo  acreedor,  se- 
gún asienta  Febrero. 

XVII.  No  basta  hacer  la  traba  y  depósito  de  los  bienes 
del  deudor  ;  es  preciso  ademas  que  este  dé  fianza  de  sanea- 
miento de  los  bienes  ejecutados,  ora  sean  muebles  ó  raices, 
esto  es,  que  presente  fiador  que  responda  con  sus  bienes  de 
que  los  embargados  pertenecen  al  deudor  y  serán  suficien- 
tes para  el  pago  de  la  deuda  y  de  las  costas,  como  se  ha  di- 
cho en  el  artículo  Fianza  de  saneamiento.  No  dando  el  deu- 
dor esta  fianza,  ó  manifestando  que  carece  de  bienes  ,  debe 
ser  llevado  á  la  cárcel,  á  no  ser  persona  que  goce  del  privi- 
legio de  no  poder  ser  encarcelada  por  deuda  puramente 
civil;  ley  12,  tít.  28,  lib.  11,  Nov.  Rec.  Gozan  de  este  privi- 
legio ,  y  por  consiguiente  no  están  obligadas  á  dar  la  fianza 
ni  deben  ser  encarceladas  las  personas  siguientes  : 

Io.  Los  nobles  é  hijosdalgo;  leyes  2  y  10,  lit.  2,  lib.  6, 
Nov.  Rec. 

2o.  Los  jueces ,  los  doctores  ó  licenciados  en  cualquiera 
ciencia  y  los  abogados;  ¡q/3,  til.  10,  ley  8,  lit.  31,  Part.  2, 
leyes  14  y  \o,  tít.  18  ,  lib.  6,  Nov.  Rec. ,  ley  Advocali  y  ley 
Laudubile  C.  de  advoca  t.  divers,  jitd. 

5o.  Los  maestros  de  primeras  letras  con  titulo  del  consejo 
real  y  ahora  de  la  dirección  general  de  estudios;  real  céd. 
de  Io.  de  setiembre  de  1743. 

4o.  Los  que  ejercen  las  artes  de  arquitectura  ,  escultura 
y  pintura,  pues  que  están  declarados  nobles. 


b°.  Los  labradores ,  los  operarios  de  todas  las  fábricas , 
los  artistas  y  los  artesanos  ,  de  cualquiera  clase  que  sean  ; 
ley  19/íí'í.  31.  lib.  11,  Nov.  Rec. 

6o.  Las  mujeres  de  cualquiera  clase  y  estado  que  sean,  á 
no  ser  conocidamente  malas  de  su  persona;  ley  3  ,  til.  7, 
Parí.  3,  y  leyes  2  y  4,  tít.  11,  lib.  10,  Nov.  Rec. 

7o.  Los  herederos  por  las  deudas  de  la  herencia  ,  con  tal 
que  la  hayan  aceptado  á  beneficio  de  inventario  y  manifies- 
ten los  bienes  de  que  se  compone;  leyes  8,  6 ,  7  y  10, 
tít.  6,  Parí.  6. 

8o.  Los  tutores,  factores  y  administradores  por  las  deu- 
das de  su  tutela  ó  administración,  escepto  en  el  caso  de  no 
manifestar  los  bienes  de  estas. 

9o.  Los  criadores  de  muías  y  caballos  que  tengan  doce  ó 
mas  yeguas  de  vientre  propias  ó  tres  caballos  padres  apro- 
bados para  la  monta  por  tiempo  de  tres  años  continuos; 
ley  11 ,  art.  3 ,  lit.  29 ,  lib.  7,  Nov.  Rec.  :  bien  que  de  esta 
esencion  de  los  criadores  no  se  hace  mención  en  el  real 
decreto  de  17  de  febrero  de  1834,  que  es  el  que  ahora  rige 
y  ha  derogado  los  anteriores. 

10.  Los  procuradores  á  Cortes,  durante  el  tiempo  de  su 
encargo ,  escepto  por  contrato  hecho  en  la  corte  ó  por  dé- 
bitos reales;  ley  4,  lit.  3,  Part.  3,  y  ley  S ,  lit.  8  ,  lib.  3, 
Nov.  Rec.  :  mas  sobre  este  asunto  podrá  verse  lo  que  se  ha 
dicho  en  el  artículo  Fuero  de  senadores  y  diputados. 

11.  Los  mineros  y  los  ingenieros  del  azúcar,  mientras  es- 
tuvieren ocupados  en  las  minas  ó  en  los  ingenios  ;  Car.  Fi- 
líp.,part.  2,  |  17,  n.  21. 

»  12.  Los  que  no  pueden  ser  reconvenidos  en  mas  de  lo 
que  pudieren  pagar  después  de  atender  á  su  congrua  sus- 
tentación. Véase  Beneficio  de  competencia. 

Si  el  deudor  ejecutado  fuere  de  alguna  de  estas  clases 
esceptuadas,  solo  tiene  lugar  el  mandamiento  de  ejecución 
contra  sus  bienes  y  no  contra  su  persona  :  mas  como  de 
este  cúmulo  de  escepciones  resulta  que  apenas  habrá  ya 
quien  pueda  ser  preso  por  deuda  civil,  á  no  ser  el  holgazán 
y  vagamundo ,  puede  sentarse  por  regla  general  que  la  pri- 
sión por  deudas  ha  quedado  abolida  de  hecho  y  de  derecho, 
de  suerte  que  lo  que  antes  era  un  privilegio  ó  escepcion  ha 
llegade  á  ser  una  ley  general  con  muy  pocas  escepciones. 
Tenemos  ademas  en  el  dia  el  art.  287  que  todavía  rige  de 
la  Constit.  de  1812,  en  el  cual  se  previene  «  que  ningún 
español  podrá  ser  preso  sin  que  preceda  información  sumaria 
del  hecho  por  el  que  merezca  según  la  ley  ser  castigado  con 
pena  corporal  ;  »  y  como  nunca  puede  tener  lugar  la  pena 
corporal  en  el  caso  de  deudas  puramente  civiles,  concluyen 
algunos  que  tampoco  podrá  tener  lugar  en  ellas  la  prisión. 

Notificación  ele  estado  y  pregones. 

XVIII.  Hecha  ya  la  traba  ó  embargo,  se  notifica  el  estado 
de  la  ejecución  al  deudor  en  persona,  pudiendo  ser  habido, 
sin  necesidad  de  pedimento  del  acreedor,  como  dice  Fe- 
brero ;  y  si  no  pudiere  ser  habido,  se  hace  saber  en  su  casa 
á  su  mujer,  hijos  ó  criados  ,  y  en  su  defecto  á  sus  vecinos 
mas  cercanos ,  debiendo  espresarse  en  uno  y  otro  caso  la 
hora  de  la  notificación  para  los  efectos  que  luego  veremos, 
bajo  la  pena  de  nulidad  y  de  pagar  las  costas  el  escribano; 
ley  14,  tít.  30,  lib.  11,  Nov.  Rec. 

Esta  notificación ,  que  se  llama  de  estado ,  ha  de  hacerse 
por  cédula  ó  memoria  cuando  el  deudor  no  puede  ser  habido 
à  la  primera  diligencia  practicada  en  su  busca  ,  habiéndose 
reducido  á  una  sola  diligencia  las  tres  que  antes  eran  nece- 
sarias; y  aun  para  hacer  la  notificación  en  esta  formase 
requiere  mandato  judicial  que  no  se  da  sino  á  instancia  del 
acreedor  ejecutante;  ley  de  4  de  junio  de  1837.  Véase  No- 
tificación. 

En  el  mismo  acto  de  la  notificación  de  estado  se  apercibe 
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al  deudor  que  si  dentro  de  setenta  y  dos  horas  no  satisface 
la  deuda  incurrirá  en  la  pena  do  pagar  ademas  de  las  costas 
la  décima  parte  de  aquella  (donde  hubiere  esta  costumbre  )  ; 
se  le  hace  saber  al  mismo  tiempo  que  se  van  à  dar  los  pre- 
gones ,  y  se  le  pregunta  si  quiere  que  se  den  ó  si  los  renuncia 
y  quiere  aprovecharse  de  su  término  ó  si  renuncia  tanto  el 
término  como  los  pregones;  debiendo  espresar  el  escribano 
en  la  diligencia  la  respuesta  que  se  le  diere.  Los  menores  y 
los  que  gozan  del  privilegio  de  tales  no  pueden  renunciar  los 
pregones ,  por  la  razón  general  de  que  no  pueden  renunciar 
los  beneficios  que  les  están  concedidos  por  el  derecho ,  ley  3, 
lit.  19,  Part,  6  :  y  así  es  que  la  omisión  de  los  pregones,  aun 
habiendo  renuncia  ,  causaria  nulidad. 

XIX.  Si  dentro  de  veinte  y  cuatro  horas  contadas  desde 
aquella  en  que  se  hizo  la  notificación  del  estado  de  la  ejecu- 
ción ,  paga  el  deudor  la  cantidad  que  se  le  pide  ,  ó  muestra 
contenió  del  ejecutante,  esto  es,  carta  de  pago  ó  allana- 
miento, ó  hace  depósito  de  la  deuda  en  persona  lega  y  abo- 
nada ante  el  juez  ó  ante  un  alcalde  y  en  su  ausencia  ante  un 
regidor  para  que  se  entregue  al  acreedor,  poniéndolo  en  co- 
nocimiento de  este  dentro  de  tercero  dia  ,  en  caso  de  que 
no  haya  obligación  de  hacer  la  paga  en  algún  lugar  deter- 
minado ,  corta  el  progreso  del  juicio  ejecutivo  y  se  liberta 
de  las  costas  y  de  la  décima;  pero  si  hiciere  dicho  pago 
dentro  de  setenta  y  dos  horas  contadas  desde  la  misma 
época  citada,  se  libra  solo  de  la  décima  y  no  de  las  costas; 
lexjes  lfí,  15,  16  y  17,  lit.  50,  lib.  11,  Nov.  Rec.  En  la  práctica 
sin  embargo  no  se  exime  al  deudor  del  pago  de  las  costas  , 
aunque  satisfágala  deuda  antes  de  las  veinte  y  cuatro  horas, 
cuando  esta  proviene  de  réditos ,  rentas ,  salarios  ú  otras 
obligaciones  de  tracto  sucesivo  ,  para  evitar  los  descuentos 
considerables  que  siempre  que  se  tratase  del  cobro  del  cré- 
dito habria  de  sufrir  el  acreedor  por  la  malicia  del  deudor 
que  podria  siempre  dejarse  ejecutar  hasta  la  notificación  de 
estado  por  el  maligno  placer  de  cargar  al  acreedor  con  el 
pago  de  las  costas  hasta  allí  causadas. 

XX.  Hecha  la  notificación  de  estado ,  y  sin  necesidad  de 
esperar  el  trascurso  de  las  veinte  y  cuatro  ni  de  las  setenta 
y  dos  horas,  debe  mandar  el  juez  á  petición  del  actor  que 
para  proceder  á  la  venta  pública  de  los  bienes  embargados 
se  den  tres  pregones  en  caso  de  que  el  deudor  no  los  haya 
renunciado.  Si  los  bienes  son  muebles  han  de  darse  los  pre- 
gones en  el  espacio  de  nueve  días,  de  tres  en  tres  cada  pre- 
gón ;  y  si  son  raices ,  en  el  espacio  de  veinte  y  siete  dias , 
de  nueve  en  nueve  cada  uno  :  los  tres  pregones  han  de  darse 
en  el  lugar  donde  se  celebra  el  juicio  ,  y  el  primero  también 
en  el  de  la  residencia  del  reo  ejecutado;  leyes  12 y  15,  lit.  28, 
lib.  11,  Nov.  Rec.  :  mas  como  según  la  práctica  no  se  cuen- 
tan para  dichos  términos  los  dias  en  que  se  dan  los  prego- 
nes, viene  á  resultar  que  en  el  primer  caso  el  término  es  de 
doce  dias,  y  en  el  segundo  de  treinta.  Cuando  el  fisco  es  el 
ejecutante,  se  pregonan  los  bienes  muebles  por  tres  dias,  y 
los  raices  por  nueve ,  dándose  en  el  primer  caso  un  pregón 
cada  dia,  y  en  el  segundo  cada  tres  ;  ley  45,  lit.  15,  lib.  8, 
y  leyes  17  y  18,  tít.  7,  lib.  9,  Recop.,  suprim.  en  la  Novís. 
Cuando  la  traba  se  hizo  en  bienes  muebles  y  raices  junta- 
mente, se  han  de  dar  los  pregones  en  el  término  prefijado 
para  los  segundos ,  sin  necesidad  de  darlos  también  en  el  de 
los  primeros,  porque  en  el  término  mayor  queda  compren- 
dido el  menor  ;  y  cuando  se  mejora  ó  hace  de  nuevo  en  otros 
que  no  se  han  pregonado,  es  preciso  repetir  los  pregones  con 
respecto  á  ellos  según  su  clase  ;  Curia  Filíp.,  parí.  2,  §  18, 
ns.  ¡i  y  G,  y  Febr.  Nov.  No  habiendo  pregonero  en  el  pue- 
blo, basta  fijar  edictos  ó  carteles  en  los  parajes  públicos  de 
costumbre.  Así  en  los  edictos  como  en  los  pregones  deben 
especificarse  los  bienes  que  so  venden,  y  las  posturas  que 
tal  vez  se  hicieren  á  ellos.  Si  los  pregones  ó  edictos  se  hu- 
bieren dado  en  menor  tiempo  que  el  prefijado  por  la  ley,  dice 


Febrero  con  Covarrubias ,  Parladorio  y  Rodríguez  que  son 
absolutamente  nulos,  aunque  haya  intervenido  el  consenti- 
miento del  ejecutado,  y  que  así  es  preciso  darlos  de  nuevo; 
pero  si  el  ejecutado  puede  renunciar  los  pregones  y  todo  su 
término,  que  es  lo  mas,  es  claro  que  podrá  renunciar  tam- 
bién lo  que  es  menos. 

Los  dias  en  que  sé  den  los  pregones  ó  se  fijen  los  edictos 
deben  ser  útiles  y  no  feriados,  por  estar  prohibido  en  estos 
todo  acto  de  juicio  civil  que  no  sea  urgente  ;  y  del  mismo 
modo  han  de  ser  útiles  los  doce  y  los  treinta  dias  que  respec- 
tivamente se  señalan  de  término  para  darlos  ó  fijarlos,  según 
afirma  Febrero  con  otros  autores  prácticos. 

Como  los  pregones  se  dan  y  los  edictos  se  fijan  para  que 
la  venta  de  los  bienes  embargados  llegue  á  noticia  de  todos 
y  puedan  presentarse  compradores ,  es  claro  que  no  hay  ne- 
cesidad de  edictos  ni  de  pregones  cuando  la  traba  se  hizo  en 
dinero  que  el  deudor  tenia  en  su  poder  ó  estaba  depositado 
en  un  tercero ,  ni  cuando  la  obligación  del  ejecutado  es  de 
pagar  en  especie  determinada ,  como  trigo  ó  aceite ,  y  la  eje- 
cución se  trabó  en  ella ,  pues  en  el  primer  caso  ha  de  hacerse 
pago  al  acreedor  con  el  dinero  ocupado  y  en  el  segundo  con 
la  cosa  que  se  le  debe  ;  y  así  es  que  en  acto  continuo  de  no- 
tificarse al  deudor  el  estado  de  la  ejecución  puede  citársele 
de  remate  para  que  pueda  oponerse  á  ella  con  las  escep- 
ciones  que  tuviere. 

Citación  de  remate. 

XXI.  Dados  los  pregones  y  pasado  su  término ,  ó  antes  si 
este  y  aquellos  se  hubiesen  renunciado  ó  no  fuesen  necesa- 
rios, se  hace  al  deudor  á  instancia  del  acreedor  y  mediante 
auto  judicial  la  citación  de  remate,  apercibiéndole  que  si 
dentro  de  los  tres  dias  siguientes  al  de  la  citación  no  com- 
pareciere en  el  juicio  á  mostrar  paga ,  quita  ú  otra  escep- 
cion  legítima ,  se  procederá  á  la  pronunciación  de  la  senten- 
cia de  remate  y  á  la  enajenación  de  los  bienes  ejecutados 
por  el  importe  de  la  deuda,  su  décima  y  costas  causadas 
y  que  se  causaren  hasta  el  efectivo  pago  de  todo;  leyes  12, 
lo  y  Ib,  lit.  28,  y  ley  lk,  lit.  h,  lib.  H,  Nov.  Rec. 

Esta  citación  debe  hacerse  al  mismo  deudor  en  persona  ; 
y  si  no  se  le  encontrare  á  la  primera  diligencia  en  su  busca 
(  aunque  antes  eran  necesarias  tres  )  se  ha  de  hacer  por  cé- 
dula ó  memoria ,  dada  en  virtud  de  auto  judicial ,  en  la  casa 
de  su  habitación  á  su  mujer,  hijos  ó  criados ,  y  en  defecto  á 
sus  vecinos  mas  cercanos  ;  ley  12,  tit.  28,  lib.  11,  Nov.  Rec, 
y  art.  5  de  la  ley  de  k  de  junio  de  1857.  Si  fuere  vagabundo, 
se  le  cita  en  el  lugar  donde  asiste  con  mas  frecuencia ,  se- 
gún sienta  Febrero  con  otros  autores  :  si  se  hallare  fuera  del 
territorio  jurisdiccional  del  juez  que  conoce  de  los  autos  eje- 
cutivos, se  le  cita  como  en  el  juicio  ordinario  por  medio  de 
exhorto  dirigido  al  juez  del  distrito  en  que  está  domiciliado, 
ley  5,  til.  h,  lib.  11,  Nov.  Rec;  y  constando  por  informa- 
ción hecha  en  el  juicio  que  se  halla  ausente  y  que  se  ignora 
su  paradero  y  la  época  de  su  regreso,  se  le  ha  de  citar  por 
edictos  ó  carteles  y  nombrar  defensor  con  quien  se  entiendan 
las  diligencias  de  venta  y  remate,  según  la  Curia  Filípica  y 
Febrero.  Véase  Notificación. 

Habiéndose  trabado  la  ejecución  en  réditos  de  censos,  ó  en 
créditos  ,  derechos  y  acciones  que  á  su  favor  tuviere  el  eje- 
cutado ,  es  útil  citar  á  los  deudores  para  que  puedan  alegar 
lo  que  les  convenga  y  no  haya  que  seguir  con  ellos  nuevos 
autos  ;  y  del  mismo  modo,  hallándose  los  bienes  ejecutados 
en  poder  de  terceros  poseedores,  ha  de  citarse  á  estos  en 
sus  personas  si  pudieren  ser  habidos,  y  por  edictos  ó  prego- 
nes si  son  inciertos  ó  se  ignora  su  paradero. 

Si  el  ejecutado  comparece  y  se  opone  antes  que  se  le  cite 
de  remate  ,  aunque  todavía  no  haya  espirado  el  término  de 
los  pregones,  no  es  ya  necesaria  la  citación  ,  pues  que  por 
el  hecho  de  la  comparecencia  y  oposición  se  entiende  que 
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renuncia  tácitamente  el  término  restante  y  que  se  da  por 
citado  ;  y  asi  se  le  habrá  por  opuesto  y  se  seguirá  adelante 
en  el  juicio,  ley  13,  lit.  28,  lib.  14,  Nov.  Rec. 

Si  por  ser  insuficientes  los  bienes  ejecutados  para  la  sa- 
tisfacción de  la  deuda,  su  décima  y  costas,  se  hiciere  nueva 
ejecución  ó  se  mejorare  en  otros  la  ya  despachada,  debe 
citarse  nuevamente  al  deudor  para  el  remate  de  estos,  aun- 
que la  traba  se  hubiese  hecho  por  todos  los  demás  que  al 
tiempo  del  remate  pareciesen  pertenecerle. 

Cuando  por  omisión  del  ejecutante  queda  suspenso  el 
juicio  por  un  año  ó  mas  en  estado  de  citación  ú  otro  ,  no 
deben  llevarse  adelante  las  diligencias  sin  que  se  cite  de 
nuevo  al  deudor  ó  se  le  haga  saber  el  estado  en  que  á  la 
sazón  se  hallare  el  pleito. 

Oposición  del  deudor  á  la  ejecución,  escepciones  que 
puede  oponer,  y  término  para  probarlas. 

XXII.  Después  de  hecha  la  citación  de  remate  tiene  el 
deudor  el  plazo  de  tres  dias  perentorios  para  oponerse  á  la 
ejecución  ;  y  si  los  dejare  pasar  sin  oponerse ,  debe  el  juez 
sin  mas  citación  y  acusada  una  rebeldía  por  el  ejecutante 
llamar  los  autos  y  pronunciar  la  sentencia  de  remate  ,  man- 
dando proceder  á  la  venta  de  los  bienes  embargados  y  que 
de  ellos  se  haga  pago  al  acreedor;  ley  12,  lit.  28,  lib.  11, 
Nov.  Rec. ,  y  Fe.br.  Nov. 

Si  el  deudor  hiciere  oposición  dentro  de  dichos  tres  dias 
(  y  aun  después  de  ellos ,  como  quieren  comunmente  los  au- 
tores ,  con  tal  que  todavía  no  se  haya  dado  la  sentencia)  se 
provee  auto  teniéndosele  por  opuesto ,  mandándose  que  se 
le  entreguen  las  actuaciones  para  que  proponga  su  escepcion, 
y  encargándose  á  ambas  partes  los  diez  dias  de  la  ley,  esto 
es,  advirtiéndoles  que  dentro  de  ellos  han  de  alegar  y  pro- 
bar lo  que  respectivamente  les  convenga  ;  ley  12,  lit.  28, 
lib.  1 1 ,  Nov.  Rec. 

XXIII.  Según  la  Curia  Filípica  puede  proponer  .el  ejecu- 
tado para  eludir  la  via  ejecutiva  é  impedir  la  sentencia  de 
remate  cualquiera  escepcion  legítima  que  tuviere,  y  todas 
deben  serle  admitidas  sin  distinción  ni  especialidad  alguna, 
del  mismo  modo  que  en  la  via  ordinaria.  Fúndase  para  ello 
el  autor  de  la  Curia  en  las  leyes  1,  2  y  19,  tít.  21,  lib.  U,  Rec. 
(  leyes  1  ,  3  y  12 ,  tít.  28 ,  lib.  11  déla  Nov.  )  esplicadas  por 
Acevedo  ,  y  en  la  autoridad  de  Olea  ,  Salgado  y  Carleval. 
Mas  otros  autores  distinguen  tres  clases  de  escepciones  para 
el  efecto  de  ser  ó  no  admitidas  en  el  juicio  ejecutivo;  á  sa- 
ber, escepciones  directas,  escepciones  útiles  y  escepciones 
de  largo  examen. 

Llaman  escepcioues  directas  á  lasque  se  hallan  espresadas 
en  dicha  ley  3,  tít.  28,  lib.  11 ,  Nov.  Rec,  sin  otra  razón 
que  la  de  hallarse  espresadas  en  ella  ;  y  son  :  Io.  el  pago  de 
la  deuda;  2o.  el  pacto  ó  la  promesa  de  no  pedirla  ,  ó  la  re- 
misión ;  5o.  la  falsedad  del  título  ;  lí°.  la  usura,  esto  es,  la 
calidad  de  usurario  que  llevare  el  contrato  ;  y  5°.  la  fuerza 
ó  el  miedo  que  se  hubiese  empleado  para  arrancar  el  con- 
sentimiento ó  suscripción  de  la  obligación.  Véase  Paga, 
Perdón,  Instrumento  público,  §  VI,  Usura,  Violencia  y  Miedo. 

Llaman  escepciones  útiles  á  las  que  no  estando  literal- 
mente espresadas  en  la  citada  ley  se  contienen  sin  embargo 
implícita  ó  virtualmente  en  el  texto  ó  espíritu  de  ella,  pues 
que  después  de  haber  enumerado  las  escepciones  que  deja- 
mos mencionadas  añade  la  espresion  «  y  tal  que  de  derecho 
se  deba  rescebir,  »  con  la  cual  parece  quiere  dar  á  entender 
que  no  solo  deben  admitirse  las  escepciones  que  indica  sino 
también  las  demás  que  sean  equivalentes,  ó  que  destruyan, 
eludan  ó  difieran  la  intención  del  ejecutante;  cuales  se  re- 
putan: Io.  la  compensación  ,  la  cual  tiene  toda  la  fuerza  y 
efectos  de  verdadera  paga;  2o.  la  reconvención  ó  mutua 
petición ,  bien  que  será  mas  acertado  usarla  en  forma  de 


compensación  ;  3o.  la  transacción  hecha  ante  juez  ó  ante  es- 
cribano público;  h°.  la  novación  y  la  delegación;  5o.  la  nu-l 
lidad  del  contrato  ó  del  instrumento;  6o.  la  simulación  de 
contrato;  7o.  la  omisión  de  la  causa  de  la  obligación  ,  aun- 
que algunos  no  consideran  necesaria  la  espresion  de  esta 
causa  en  el  instrumento;  8o.  la  prescripción  ó  caducidad  de 
la  acción  ejecutiva  ,  aunque  se  haya  pactado  la  imprescrip- 
tibilidad  en  el  instrumento  de  la  deuda ,  pues  que  la  pres- 
cripción no  puede  renunciarse  de  antemano,  como  diremos 
en  su  lugar;  9o.  el  compromiso  pendiente  acerca  de  lo  que 
so  pide,  pues  por  el  hecho  de  comprometerse  las  partes  en 
arbitros,  cesan  ó  se  suspenden  los  efectos  de  la  acción  que 
pudiera  tener  el  acreedor  ;  10°.  la  falla  de  personalidad  en  el 
ejecutante,  como  si  es  menor,  hijo  de  familia  ó  mujer  casada, 
y  no  presenta  la  competente  autorización  del  tutor,  curador, 
padre  ó  marido;  11°.  la  incompetencia  de  fuero  ;  teniéndose 
empero  presente  que  según  la  ley  12,  tít.  11,  lib.  10,  Nov. 
Rec,  solamente  á  los  jueces  ordinarios  corresponde  el  cono- 
cimiento de  los  juicios  ejecutivos  que  se  entablen  contra 
cualesquiera  personas,  aunque  gocen  de  fuero  privilegiado 
(sin  otra  escepcion  que  la  de  los  militares  que  se  hallaren 
en  sus  respectivos  cuerpos  ó  estuvieren  empleados  en  el 
lugar  de  sus  destinos  ),  por  créditos  de  artesanos  y  menes- 
trales, jornaleros,  criados,  acreedores  alimentarios,  posa- 
deros y  dueños  de  las  casas  en  que  vivieren;  12°.  la  escep- 
cion de  non  numerata  pecunia  ó  de  no  haberse  entregado  el 
dinero  ó  la  cosa  que  es  objeto  de  la  demanda  ,  con  tal  que 
no  se  haya  renunciado  ó  no  hayan  trascurrido  los  dos  años 
que  la  ley  prefija,  según  lo  espueslo  en  los  artículos  Instru- 
mento ejecutivo,  n.  8o. ,  é  Instrumento  privado,  §  V;  15°.  las 
faltas  ó  defectos  que  tuviere  para  ser  ejecutivo  el  instru- 
mento en  cuya  virtud  se  hubiere  despachado  la  ejecución; 
14°.  la  omisión  ó  inobservancia  que  en  el  mismo  juicio  se 
hubiere  padecido  de  alguna  de  las  circunstancias,  formali- 
dades ó  actuaciones  que  la  ley  prescribe  como  esenciales 
bajo  nulidad,  según  lo  que  anteriormente  dejamos  esplicado. 
Véase  Compensación ,  Reconvención,  Transacción,  Novación, 
Delegación  ,  Nulidad,  Error,  Obligación  nula  ,  Simulación  , 
Prescripción  exlintiva,  Compromiso,  Menor,  Hijo  de  familia, 
Mujer  casada  ,  Competencia  ,  Excepción  de  non  numerata 
pecunia  ,  é  Instrumento  ejecutivo 

Llaman  por  fin  escepciones  de  largo  examen  á  todas  aque- 
llas que  por  su  naturaleza  exigen  una  indagación  ó  averi- 
guación detenida  y  escrupulosa,  de  modo  que  no  pueden 
probarse  y  liquidarse  dentro  del  término  legal  de  los  diez 
dias.  Cuéntanse  entre  ellas  por  los  mismos  autores  :  Io.  la 
escepcion  del  dolo  ó  engaño  que  hubiere  intervenido  en  el 
contrato  ;  2o.  la  de  lesión  en  mas  de  la  mitad  del  justo  precio 
que  en  los  contratos  de  venta,  arrendamiento  y  otros  seme- 
jantes compete  al  perjudicado  ;  3o.  la  del  error,  y  especial- 
mente del  de  los  partidores  ó  apreciadores  que  hubieren 
estimado  en  mas  ó  menos  de  su  valor  la  cosa  que  es  objeto 
del  litigio;  h°.  la  restitución  in  inlegrum  por  lesión  y  no 
por  menor  edad.  Véase  Dolo  ,  Lesión,  Error,  y  Restitución 
in  inlegrum. 

XXIV.  Todos  convienen  en  que  deben  admitirse  en  el 
juicio  ejecutivo  las  escepciones  directas ,  como  que  están 
nominalmente  espresadas  por  la  ley. 

En  cuanto  á  lasülües  acceden  los  mas  á  la  admisión  de 
todas  ellas;  pero  algunos,  si  bien  admiten  las  que  hemos 
designado  en  los  núms.  5°.,  6°.,  7°.,  8°.,  10°.,  11°.,  15°.  y 
ik0.,  como  que  son  relativas  á  la  calidad  de  ejecutivo  quo 
debe  tener  el  instrumento  ,  ó  á  la  personalidad  del  deman- 
dante ,  ó  á  la  jurisdicción  del  juez  ó  á  los  trámites  esenciales 
del  juicio,  desechan  sin  embargólas  mencionadas  en  los 
núms.  1°.,  2°.,  3°.,  k0.,  9o.  y  12°.,  sin  otra  razón  que  la  de 
no  encontrarlas  entre  las  cinco  ó  seis  escepciones  enumera- 
das por  la  ley  3,  tít.  28,  lib.  1 1 ,  Nov.  Rec  Ellos  conoide- 
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ran  estas  cinco  ó  seis  escepciones  como  taxativas, y  no  como 
puestas  por  via  de  ejemplo,  porque  después  de  haberlas 
enumerado  añade  la  ley  que  si  otra  cualquier  escepeion  se 
alegare  no  sea  rescebida  ,ni  el  que  la  opusiere  sea  oido  :  mas 
no  toman  en  cuenta,  que  la  ley  no  rechaza  cualquiera  otra 
escepeion  fuera  precisamente  de  las  seis  que  menciona,  sino 
fuera  de  las  seis  y  de  las  demás  que  sean  tales  que  de  dere- 
cho se  deban  rescebir,  esto  es  ,  fuera  de  la  paga  ó  legítima 
escepeion  que  se  muestre  dentro  de  diez  dias  ,  sin  alonga- 
miento de  malicia ,  como  dice  la  ley  Ia.  de  d.  tit.  y  lib.  que 
es  de  fecha  posterior  á  la  3a.,  aunque  el  redactor  de  la  No- 
vísima Recopilación  invirtió  sin  causa  conocida  el  orden 
cronológico  de  su  colocación  en  la  Nueva  ;  y  tampoco  echan 
de  ver,  que  si  quieren  mirar  como  taxativas  las  seis  escep- 
ciones directas  de  la  ley,  incurren  en  inconsecuencia  cuando 
admiten  ,  como  hemos  visto,  otras  que  no  están  compren- 
didas en  ella. 

Por  lo  que  hace  á  las  escepciones  de  largo  examen ,  sien- 
tan como  regla  general  los  autores  que  no  deben  admitirse 
en  la  via  ejecutiva;  y  luego  añaden  que  deben  admitirse  si 
se  prueban  y  liquidan  incontinenti,  es  decir,  en  el  término 
legal  de  los  diez  dias  :  mas  como  no  es  posible  que  el  eje- 
cutado las  pruebe  si  no  se  le  admiten  á  prueba,  es  claro  que 
también  las  escepciones  de  largo  examen  han  de  ser  admiti- 
das cuando  el  ejecutado  las  propone  por  si  logra  probarlas 
dentro  de  dicho  término. 

Dedúcese  de  todo  con  evidencia ,  que  no  carece  de  razón 
Hevia  Bolaños  cuando  con  Acevedo ,  Olea ,  Salgado  y  Car- 
leval  asegura  que  para  impedir  la  sentencia  de  remate  puede 
oponer  el  ejecutado  toda  escepeion  legítima  sin  distinción 
alguna ,  del  mismo  modo  que  en  el  juicio  ordinario,  con 
tal  que  sea  capaz  de  obstar  á  la  ejecución ,  y  no  haya  sido 
propuesta  en  juicio  ordinario ,  y  sin  perjuicio  de  que  se  pro- 
nuncie la  sentencia  y  se  lleve  adelante  la  ejecución  si  no  se 
hace  la  prueba  en  los  diez  dias. 

XXV.  Cualquiera  que  sea  en  efecto  la  escepeion  que  pro- 
ponga el  ejecutado ,  ha  de  probarse  precisamente  dentro  del 
término  de  los  diez  dias  que  prefijan  las  leyes  1 ,  2  y  12, 
tít.  28,  lib.  11,  Nov.  Rec,  y  que  se  llama  el  término  del  en- 
cargado; y  aunque  sean  muchos  los  ejecutados  por  un  acree- 
dor, con  tal  que  todos  estén  comprendidos  en  un  mismo 
mandamiento  ejecutivo,  todos  tendrán  tan  solos  los  diez 
dias  para  justificar  sus  escepciones,  según  afirma  Febrero  , 
y  no  diez  cada  uno  de  ellos.  Mas  ¿desde  cuándo  ha  de  em- 
pezar á  correr  el  término  de  los  diez  dias?  Las  leyes  2  y  12 
declaran  y  mandan  que  corra  desde  el  dia  en  que  el  ejecu- 
tado se  opusiere  á  la  ejecución  ;  pero  la  práctica  por  evitar 
los  efectos  de  la  omisión  voluntaria  ó  involuntaria  del  escri- 
bano ó  de  las  demasiadas  ocupaciones  del  juez,  no  ha  que- 
rido que  corra  sino  desde  que  se  hace  saber  á  entrambos 
litigantes  el  auto  en  que  se  admite  la  oposición  y  se  encarga 
el  término.  Si  por  razón  del  tiempo  de  la  notificación  tocase 
el  principio  del  término  en  dias  feriados  ,  como  en  los  de 
Pascuas  por  ejemplo  ,  no  se  cuenta  sino  desde  el  dia  si- 
guiente al  de  la  cesación  de  las  vacaciones.;  y  si  solo  inter- 
vienen algunos  dias  feriados ,  se  habilitan  estos  por  el  juez. 

Como  por  una  parle  se  ha  establecido  en  beneficio  del 
deudor  el  término  del  encargado  para  que  pueda  hacer 
su  defensa ,  y  como  por  otra  se  ha  fijado  en  beneficio  del 
acreedor  la  brevedad  ó  perentoriedad  del  mismo  término 
para  que  no  se  retarde  la  cobranza  de  su  crédito,  es  consi- 
guiente :  Io.  que  el  deudor  puede  renunciar  todo  el  término 
ó  la  parte  que  quisiere;  2o.  que  si  no  le  renuncia  ,  puede 
disfrutarle  por  entero,  reteniéndose  los  autos  durante  los 
diez  días,  bien  que  algunos  dicen  que  el  deudor  debe  te- 
nerlos cinco  dias  y  el  acreedor  otros  cinco;  5o.  que  el  acree- 
dor no  puede  renunciarle  ;  U°.  que  solo  el  acreedor,  y  no  el 
deudor,  puede  pedir  su  próroga ,  con  tal  empero  que  lapida, 


antes  de  su  conclusion  y  que  ni  él  ni  su  abogado  hayan 
visto  la  prueba  del  deudor,  à  fin  de  que  se  evite  de  esta 
suerte  el  soborno  de  otros  testigos,  según  se  observa  en  la 
via  ordinaria  con  arreglo  á  la  ley  34,  tít.  16  ,  Part.  3  ,  y  á 
la  ley  9  ,  tít.  1 1 ,  lib.  1 1 ,  Nov.  Rec. 

Así  el  término  regular  de  los  diez  dias  como  el  de  las  pró- 
rogas  en  su  caso  son  comunes  à  ambas  partes,  y  no  corren 
hasta  que  se  los  notifican ,  ni  perjudican  al  ignorante,  ni 
por  las  prórogas  se  convierte  la  causa  en  ordinaria  ,  pues 
que  se  entienden  concedidas  con  la  misma  calidad  que  el 
término  del  encargado. 

Trámites  de  la  oposición  del  deudor,  modo  de  probar 
sus  escepciones ,  suspension  del  término  del  encar- 
gado ,  y  comunicación  de  las  probanzas. 

XXVI.  Luego  que  el  deudor  después  de  admitida  su  opo- 
sición toma  los  autos ,  debe  formalizarla  esponiendo  la  es- 
cepeion especial  que  le  asiste  para  que  se  declare  que  no 
hubo  lugar  al  despacho  de  la  ejecución  ó  que  esta  es  nula 
y  de  ningún  efecto  y  en  su  consecuencia  se  deniegue  la 
sentencia  de  remate  con  espresa  condenación  de  costas 
á  la  parte  contraria  ;  y  por  medio  de  otrosíes  propone  la 
prueba  que  le  conviene  para  justificar  la  escepeion  alegada, 
del  mismo  modo  que  en  el  juicio  ordinario.  De  este  es- 
crito se  da  al  acreedor,  en  cuanto  á  lo  principal,  traslado 
sin  perjuicio;  y  con  respecto  á  los  otrosíes  se  manda  eje- 
cutar la  prueba  que  se  solicita.  Contesta  el  acreedor  lo  que 
le  parece  rebatiendo  la  escepeion  é  insistiendo  en  que  se 
sentencien  los  autos  de  remate ,  y  pide  también  por  me- 
dio de  otrosíes  la  admisión  de  la  prueba  que  en  su  caso  tu- 
viese que  hacer  contra  las  alegaciones  del  deudor;  y  el  juez 
provee  un  auto  mandando  que  en  cuanto  á  lo  principal  se 
tenga  presente  el  escrito  al  tiempo  de  la  vista ,  y  respecto 
de  los  otrosíes  se  haga  como  se  pide. 

XXVII.  Puede  el  deudor  justificar  sus  escepciones  con 
instrumentos  públicos  ó  privados,  información  de  testigos, 
confesión  de  la  parte  contraria  y  demás  medios  legales  que 
se  emplean  en  la  via  ordinaria,  cualquiera  que  sea  el  título 
que  haya  dado  motivo  á  la  ejecución  ;  ley  1  ,  lit.  28,  lib.  11, 
Nov.  Rec.  ;  y  de  las  mismas  especies  de  prueba  podrá  igual- 
mente valerse  el  acreedor  para  rebatir  la  que  el  deudor 
haya  propuesto. 

Los  testigos  que  presente  el  deudor,  no  solo  han  de  ser 
juramentados  sino  examinados  también  con  citación  del 
acreedor  dentro  de  los  diez  dias,  como  se  deduce  de  dicha 
ley  Ia.  ;  y  en  el  mismo  término  ha  de  hacerse  el  reconoci- 
miento de  peritos  y  la  presentación  de  documentos ,  bajo  la 
pena  déla  ineficacia  de  la  prueba,  á  no  ser  que  la  falta  ó 
demora  provenga  de  omisión  ó  imposibilidad  del  juez  ó  del 
scribano. 

Cuando  el  deudor  intenta  probar  sus  escepciones  por  tes- 
tigos, debe  nombrarlos,  manifestar  donde  viven,  y  jurar 
que  no  procede  con  malicia;  ley  i ,  tít.  28,  lib.  11,  Nov. 
Rec.;  y  si  se  hallaren  en  otro  distrito  judicial,  ha  de  pedir 
que  se  libre  requisitoria  al  juez  de  su  domicilio  para  quo 
dentro  del  término  legal  les  reciba  sus  declaraciones,  se¿;un 
se  practica  en  el  juicio  ordinario.  Si  los  testigos  estuvieren 
aquende  los  puertos  fuera  de  la  diócesis  en  que  el  juicio  se 
celebra,  tiene  el  deudor  el  término  de  un  mes  para  traer 
sus  dichos  ;  el  de  dos  meses  si  estuvieren  allende  los  puertos 
por  todo  el  reino;  y  el  de  seis  hallándose  en  el  estranjero, 
como  en  Roma ,  Paris  ó  Jcrusalen  :  mas  en  ninguno  de  estos 
casos  se  suspende  la  ejecución ,  pues  no  probándose  la  es- 
cepeion en  los  diez  dias  se  lleva  adelante  aquella  y  se  hace 
pago  al  acreedor  dando  este  la  fianza  de  que  luego  habla- 
remos. 

Los  interrogatorios  que  se  formen  por  cada  parte  para  el 
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examen  de  los  testigos,  se  reservan  en  la  escribanía  sin  co- 
municarse á  los  litigantes. 

En  este  juicio,  como  ni  en  los  demás  sumarios,  no  se 
admiten  tachas  ni  repulsas  de  testigos,  y  por  consiguiente 
no  se  concede  término  para  probarlas. 

Aunque  fuera  de  los  diez  días  no  se  admite  prueba,  puede 
sin  embargo  el  deudor  pedir  después  de  finados  que  el 
acreedor  jure  de  calumnia  y  posiciones  y  reconozca  al^un 
papel ,  con  tal  que  sea  áníes  de  la  sentencia  de  remate,  se- 
gún dispone  la  ley  72  ,  tít.  ii,  lib.  3  de  la  Recop.  (que  se 
halla  en  práctica,  á  pesar  de  no  haberse  insertado  en  la 
Novísima) ,  porque  la  confesión  no  es  propiamente  prueba , 
sino  mas  bien  relevación  de  ella. 

XXVIII.  Se  ha  dicho  mas  arriba  que  el  término  del  en- 
cargado no  puede  prorogarse  á  instancia  del  deudor  ;  pero 
¿  podrá  suspenderse  ?  Los  autores  se  dividen  sobre  este  punto 
en  bandos  opuestos  :  unos  admiten  la  suspension  siempre 
que  el  deudor  acredite  justa  causa,  como  enfermedad  ó  au- 
sencia temporal  de  sus  testigos  ,  imposibilidad  de  presentar 
ó  compulsar  dentro  del  término  el  instrumento  con  que  hade 
probar  su  escepcion  ,  ausencia  ú  ocultación  maliciosa  del 
acreedor  á  quien  tiene  que  exigir  confesión  jurada,  fundando 
principalmente  su  opinion  en  que  no  estando  la  suspension 
espresamente  prohibida  por  la'  ley  debe  entenderse  permi- 
tida ,  y  en  que  seria  cosa  inhumana  que  por  no  aguardar 
algunos  dias  mas  se  gravase  al  ejecutado  con  el  pago  de  lo 
que  tal  vez  no  debe  y  ademas  con  las  costas,  décima  y  otros 
perjuicios  irreparables.  Otros  por  el  contrario  niegan  la  sus- 
pensiorym  todos  los  casos  y  cualquiera  que  sea  la  causa  que 
se  alegue  ,  porque  la  consideran  como  un  medio  directo  de 
hacer  ilusoria  la  inte  cion  de  la  ley,  y  aun  como  opuesta  á 
su  espíritu  y  á  su  letra,  porque  el  ejecutado  ha  tenido  bas- 
tante tiempo  para  preparar  su  defensa  desde  que  se  le  hizo 
la  notificación  de  estado  y  aun  desde  el  juicio  de  conciliación 
que  debió  preceder  á  la  demanda,  y  porque  los  perjuicios 
que  en  su  casóse  le  puedan  seguir  de  una  ejecución  indebida 
se  hallan  suficientemente  precavidos  con  la  fianza  que  tiene 
que  prestar  el  acreedor  para  lograr  el  cobro  del  crédito  re- 
clamado. Sin  embargo  de  estas  razones,  tal  vez  podrá  tener 
lugar  en  algún  caso  raro  la  suspension  por  cansa  de  mani- 
fiesta necesidad  con  arreglo  á  lo  dicho  en  el  §  XI  del  articuló 
Juicio  ordinario. 

XXIX.  Trascurrido  el  término  de  los  diez  dias,  se  unen 
las  probanzas  á  los  autos  y  se  entregan  por  un  breve  tér- 
mino á  cada  una  de  las  partes  si  los  pidiesen ,  primero  al 
ejecutante  y  después  al  ejecutado,  ora  para  solo  el  efecto 
de  instruirse  de  sus  méritos  é  informar  verbalmente  al  juez, 
ora  para  alegar  en  su  vista  lo  que  á  su  derecho  convenga. 
En  estos  traslados  se  pone  siempre  la  fórmula  de  sin  per- 
juicio ,  para  dar  á  entender  que  no  por  eso  se  convierte  el 
juicio  en  ordinario  perdiendo  su  calidad  ejecutiva. 

Sentencia  de  remate ,  y  su  ejecución  ,  previo  afianza- 
miento. 

XXX.  Hechos  los  alegatos  por  las  partes  ó  bien  sin  ellos 
si  no  los  ha  habido ,  llama  el  juez  los  autos  á  instancia  de 
cualquiera  de  los  litigantes  y  no  de  oficio,  con  señalamiento 
de  dia  y  hora  para  su  vista  si  hay  costumbre  de  ello ,  y  con 
citación  de  entrambos  por  si  quieren  asistir  á  informarle 
verbalmente  de  su  derecho  ;  y  concluida  la  vista  si  la  hubo, 
ó  pasados  si  no  la  hubo  tres  dias  desde  la  citación  para  sen- 
tencia, examínalos  autos  y  los  determina,  teniendo  presente 
que  no  es  necesaria  dicha  citación  cuando  el  ejecutado  no 
alegó  escepcion  ni  hizo  prueba. 

Para  la  determinación  de  los  autos  debe  atender  el  juez 
cuidadosamente  á  lo  que  de  ellos  resultare. 
XXXI.  Si  el  reo  ejecutado  desvirtuó  la  demanda  con  las 


escepciones  alegadas  y  probadas  en  el  término  de  la  ley,  so 
declara  no  haber  lugar  á  la  sentencia  de  remate,  se  le  ab- 
suelve de  la  acción  ejecutiva  ,  se  revoca  la  ejecución ,  se 
manda  alzar  los  embargos  hechos  y  entregarle  libremente 
los  bienes  trabados,  y  se  condena  en  las  costas  al  ejecutante. 
Si  se  demostró  no  haber  habido  lugar  al  despacho  de  la 
ejecución  porque  el  instrumento  en  que  se  fundó  no  la  traía 
aparejada,  no  solamente  debe  el  juez  dLtar  las  providencias 
que  se  acaban  de  indicar  menos  la  última ,  sino  que  ademas 
en  pena  de  su  impericia  ó  descuido  ha  de  restituir  con  el 
cuatro  tanto  los  derechos  percibidos  y  pagar  las  costas  cau- 
sadas á  las  partes,  como  dispone  la  ley  II,  tít.  50,  lib.  i  I, 
Nov.  Rec.  • 

XXXII.  Si  habiendo  propuesto  el  ejecutado  una  escep- 
cion que  aparece  legítima  ,  manifiesta  que  no  puede  probarla 
suficientemente  dentro  del  término  legal,  pero  ee  ofrece  á 
verificarlo  dentro  de  otro  término  mayor,  no  por  eso  ha. 
de  detenerse  el  curso  de  la  ejecución  ,  sino  que  cumplidos 
los  diez  dias  se  debe  sentenciar  la  causa  de  remate  si  hay 
méritos  para  ello ,  y  condenarle  al  pago  de  la  deuda  bajo  la 
fianza  que  debe  prestar  el  ejecutante,  sin  darse  lugar  á 
largas  pruebas  en  el  juicio  ejecutivo,  quedando  salvo  el  de- 
recho del  ejecutado  para  que  use  de  él  ene!  juicio  ordinario; 
ley  i,  tít,  28,  lib.  II,  Nov.  Rec.  Febrero,  sin  embargo,  des- 
pués de  confesar  que  este  modo  de  proceder  es  mas  seguro 
y  conforme  á  ley,  dice  luego  que  según  la  práctica  se  de- 
clara en  el  caso  propuesto  no  haber  lugar  á  sentenciar  la 
causa  de  remate,  y  que  sin  absolver  al  ejecutado  ni  deferir  al 
desembargo  de  los  bienes  en  que  se  hizo  la  traba,  se  recibe 
el  pleito  à  prueba  por  via  de  justificación  con  el  término  que 
se  contempla  suficiente,  y  el  juicio  muda  de  naturaleza  pa- 
sando de  ejecutivo  á  ordinario. 

De  la  misma  manera  ,  si  habiendo  propuesto  y  justificado 
el  reo  dentro  del  término  legal  escepciones  que  impiden  el 
curso  de  la  via  ejecutiva  ,  se  ofreciere  el  actor  á  desvane- 
cerlas dentro  de  término  mas  largo ,  debe  en  rigor  deses- 
timarse su  solicitud  ,  absolverse  al  ejecutado  de  la  acción 
ejecutiva ,  alzarse  el  embargo  de  los  bienes  ,  y  condenarse 
en  las  costas  al  ejecutante,  dejándole  salvo  su  derecho  para 
la  via  ordinaria  :  mas  según  dice  Febrero,  se  suele  declarar 
no  haber  lugar  á  sentenciar  la  causa,  y  se  recibe  el  pleito 
á  prueba  por  vía  de  justificación,  convirtiéndole  como  en  el 
caso  anterior.de  ejecutivo  en  ordinario. 

XXXIII.  Finalmente,  si  el  ejecutado  no  se  hubiere  opuesto 
á  la  ejecución ,  ó  si  habiéndose  opuesto  no  hubiere  alegado 
y  probado  escepcion  legítima  dentro  de  los  diez  dias,  debe 
el  juez  pronunciar  la  sentencia  mandando  continuar  la  eje- 
cución y  hacer  trance  y  remate  de  los  bienes  embargados 
por  la  cantidad  de  la  deuda ,  su  décima  y  costas  procesales 
causadas  y  que  se  causen  hasta  su  completo  reintegro,  y  li- 
brando al  efecto,  previa  tasación  de  las  costas  y  dada  por  el 
ejecutante  la  fianza  de  la  ley  de  Toledo  ó  de  la  de  Madrid 
según  los  casos  ,  el  correspondiente  mandamiento  de  pago  ; 
ley  12,  lit.  28,  lib.  H,  Nov.  Rec. 

XXXIV.  La  sentencia  absolutoria  se  notifica  á  ambos  liti- 
gantes; y  si  el  actor  apela  ó  usa  de  otro  medio  contra  ella, 
debe  admitírsele  el  recurso,  sin  que  por  eso  se  suspendan 
los  efectos  de  la  misma  sentencia,  esto  es,  el  desembargo  y 
entrega  de  los  bienes  al  ejecutado  y  la  condenación  del  eje- 
cutante en  las  costas. 

Mas  si  la  sentencia  es  condenatoria  ,  se  notifica  solo  al 
ejecutante  ;  y  si  este  presenta  en  efecto  la  fianza  de  la  ley 
de  Toledo  ó  cíe  la  de  Madrid  según  la  que  corresponda  ,  so 
espide  á  su  solicitud  el  mandamiento  de  apremio  á  fin  de 
que  requerido  con  él  el  reo  ejecutado  haga  el  pago  de  la 
deuda  y  demás  que  en  él  se  contuviere. 

XXXV.  La  fianza  de  la  ley  de  Madrid  tiene  por  objeto 
asegurar  la  restitución  de  lo  cobrado  por  el  ejecutante  con 
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los  frulos  y  renias  en  caso  de  revocación  de  la  sentencia ,  y 
se  exige  en  las  ejecuciones  que  dimanan  de  sentencia  arbi- 
tral, de  transacción  hecha  por  ante  escribano  público  ,  y  de 
sentencia  confirmatoria  de  pareceres  conformes  de  los  con- 
tadores nombrados  por  las  partes,  ó  de  oficio  por  la  justicia 
en  rebeldía  de  alguna  de  ellas;  leyes  ky  S,  lit.  17,  lib.  11, 
Nov.  Rec.  La  fianza  de  la  ley  de  Toiedo  tiene  por  objeto 
asegurar  asimismo  la  restitución  de  lo  cobrado  por  el  eje- 
cutante con  el  duplo  por  pena  en  nombre  de  intereses  en 
igual  caso  de  revocación ,  y  se  exige  en  las  ejecuciones  que 
proceden  de  otros  instrumentos  que  los  espresados  ;  leyes  1 
y  12,  lit.  28,  lib.  11,  Nov.  Rec.  Véase  Fianza  de  la  ley  de 
Madrid  y  Fianza  de  la  ley  de  Toledo.  Mas  no  estando  en 
uso  la  pena  del  duplo  ó  del  otro  tanto,  no  hay  ya  diferencia 
real  entre  una  y  otra  fianza;  y  así  basta  que  el  acreedor 
afiance  la  devolución  de  la  cantidad  que  el  deudor  le  pagare. 
La  presentación  de  la  fianza  es  tan  indispensable  que  si 
el  juez  lleva  á  efecto  sin  ella  la  sentencia  de  remate  se  hace 
responsable  de  los  perjuicios  que  puedan  resultar,  aunque 
el  ejecutado  no  la  pida. No  es  necesaria,  sin  embargo,  cuando 
el  ejecutante  hace  que  se  notifique  la  sentencia  al  ejecutado, 
y  por  haber  dejado  este  correr  todo  el  término  legal  de  la 
apelación  sin  hacer  uso  de  este  recurso,  pida  aquel  que  se 
declare  por  pasada  en  autoridad  de  cosa  juzgada  ,  y  se  de- 
clara así  efectivamente  antes  que  perciba  su  crédito  ;  ni 
cuando  habiendo  apelado  de  la  sentencia  el  ejecutado ,  y 
validóse  de  todos  sus  remedios  contra  ella  ante  los  tribu- 
nales superiores,  fué  confirmada  y  mandada  llevar  á  efecto  ; 
porque  en  estos  casos  queda  concluido  enteramente  el  juicio 
sobre  el  pago  sin  que  haya  de  haber  otro  que  lo  revoque. 

XXXVI.  Presentándose  la  fianza  por  el  ejecutante ,  debe 
ejecutarse  y  llevarse  á  cumplido  efecto  la  sentencia  de  re- 
mate, sin  embargo  de  cualquiera  apelación  que  el  ejecutado 
interpusiere,  ó  de  cualquier  nulidad  que  se  alegare;  ley  2, 
til.  28,  lib.  1 1,  Nov.  Rec.  Mas  á  pesar  de  una  decisión  tan 
clara  y  terminante  de  la  ley,  quieren  graves  jurisconsultos 
que  interponiendo  el  ejecutado  recurso  de  injusticia  notoria 
ó  de  mulidad  se  suspenda  la  sentencia  hasta  que  quede  eje- 
cutoriada por  el  tribunal' superior,  cuando  la  injusticia  ó  la 
nulidad  resulta  evidentemente  de  los  mismos  autos  ,  como 
por  falta  de  jurisdicción  ,  citación  ú  otra  semejante. 

Pero  es  lo  mas  regular  y  conforme  á  la  ley  que  si  el  eje- 
cutado apela  por  cualquiera  razón  que  sea ,  se  le  admita  la 
apelación  solo  en  el  efecto  devolutivo  y  no  en  el  suspensivo, 
llevándose  á  cabo  la  sentencia  bajo  fianza ,  y  practicándose 
lo  que  previene  el  artículo'  íf9  del  reglamento  de  26  de  se- 
tiembre de  183b,  esto  es,  que  á  elección  del  apelante  ó  se 
remitan  los  autos  á  la  audiencia  territorial  en  compulsa  á 
costa  del  mismo  ,  ó  se  aguarde  para  remitir  los  originales  á 
que  sea  plenamente  ejecutada  la  sentencia.  Las  leyes  no  do- 
signan  los  trámites  que  hayan  de  seguirse  en  el  juicio  de 
apelación  de  una  sentencia  de  remate;  pero  según  la  prác- 
tica común  parece  que  sin  admisión  de  escritos  se  decido 
por  la  audiencia  y  termina  el  pleito  en  vista  con  solo  el  in- 
forme verbal  de  los  letrados  defensores. 

XXXVII.  La  sentencia  dada  en  via  ejecutiva  no  produce 
escepcion  dé  cosa  juzgada  para  la  ordinaria;  y  así  es  que 
aunque  no  se  apele  de  ella ,  queda  siempre  salvo  su  derecho 
á  cada  una  de  las  partes  para  deducirlo  en  la  via  ordinaria 
según  le  convenga. 

VIA   DE   APREMIO. 

Requerimiento  al  deudor,  justiprecio  de  los  bienes , 
nuevos  términos  y  pregones ,  y  admisión  de  pos- 
turas. 

XXXVIII.  Pronunciada  la  sentencia  de  remate  y  dada  la 
fianza,  se  entra  eu  la  via  de  apremio,  que  asi  se  llama  el 


procedimiento  desde  dicha  sentencia  hasta  su  total  ejecu- 
ción. Requiérese  en  efecto  al  deudor  con  el  mandamiento 
de  pago  para  que  satisfaga  al  acreedor  la  cantidad  de  la 
deuda  y  de  las  costas  ;  y  si  en  el  acto  no  la  satisface  ,  se 
manda  hacer  la  tasación  de  los  bienes  embargados  por  pe- 
ritos que  nombren  ambas  partes  ó  el  juez  de  oficio  por  la 
que  no  lo  hiciere,  debiendo  ademas  el  juez  nombrar  tercero 
en  caso  de  discordia. 

Hecha  la  tasación  ó  justiprecio  con  citación  del  ejecutante 
y  del  ejecutado ,  se  sacan  los  bienes  à  pública  subasta  por 
el  término  designado  por  el  juez,  que  generalmente  es  el  de 
nueve  dias  en  las  cosas  muebles  y  el  de  veinte  y  siete  en 
las  inmuebles,  anunciándose  dichos  bienes  y  sus  precios  no 
solo  por  pregones  sino  también  por  cédulas  ó  edictos  fijados 
en  los  sitios  públicos  y  en  el  boletín  oficial  ú  otros  periódicos. 
Es  de  observar  aquí  que  habiendo  andado  ya  los  bienes  al 
pregón  antes  de  la  sentencia  de  remate  por  el  término  de 
nueve  ó  veinte  y  siete  dias  respectivamente  según  su  calidad 
de  muebles  ó  raices  al  tenor  de  lo  que  se  lleva  dicho  en  el 
párrafo  XX ,  parecia  natural  que  después  de  la  sentencia  , 
no  pagando  el  ejecutado  ,  se  procediese  desde  luego  á  la 
venta  sin  otro  término  y  sin  mas  gestion  que  la  de  anun- 
ciarla por  última  vez,  á  fin  de  evitar  esa  duplicación  de 
términos  que  á  favor  del  ejecutado  resulta  precisamente  en 
un  juicio  que  por  su  naturaleza  se  resiste  mas  á  las  dila- 
ciones ;  pero  como  por  otra  parte  no  se  justiprecian  los  bienes 
antes  de  la  sentencia  por  escusar  al  deudor  los  gastos  de  la 
tasación  (pues  que  durante  el  término  de  los  pregones  y  el 
del  encargado  podrá  tal  vez  facilitar  el  pago  de  la  deuda  ó 
rechazar  con  sus  escepciones  la  demanda),  y  de  consiguiente 
nadie  querrá  ni  aun  podrá  entonces  hacer  postura  por  igno- 
rar el  precio;  de  ahí  es  que  en  la  práctica,  verificada  la 
tasación  después  de  la  sentencia  de  remate,  se  vuelven  á 
publicar  los  bienes,  como  acabamos  de  indicar,  con  espresion 
de  sus  precios  ,  por  nuevos  pregones  y  cédulas  ó  edictos,  y 
se  da  lugar  con  designación  de  nuevo  término  á  que  se  pre- 
senten postores.  En  la  corte  ,  según  dice  Febrero ,  á  pesar 
de  lo  dispuesto  por  la  ley  se  omiten  como  inútiles  los  pre- 
gones anteriores  á  la  sentencia  de  remate,  sin  perjuicio  de 
que  el  ejecutado  goce  de  su  término ,  y  solo  se  dan  los  pos- 
teriores á  la  sentencia  y  al  justiprecio.  Mas  acertada  parece 
la  disposición  de  la  ley  mercantil,  que  reserva  no  solamente 
los  pregones  sino  también  sus  términos  esclusivamente  para 
después  de  la  sentencia  de  remate  ,  como  se  verá  en  el  Pro- 
cedimiento ejecutivo  sobre  asuntos  de  comercio. 

XXXIX.  Durante  los  nueve  ó  veinte  y  siete  dias  de  la 
subasta,  se  admiten  las  posturas  y  mejoras  que  por  escrito 
hicieren  los  que  aspiren  á  comprar  los  bienes  pregonados, 
con  tal  que  escedan  de  las  dos  terceras  partes  de  la  tasación , 
que  se  hagan  á  pagar  en  dinero  y  no  en  otra  cosa  ni  bajo 
condición  á  no  mediar  el  consentimiento  del  ejecutante,  y 
que  los  postores  ó  pujadores  sean  abonados  ó  presenten 
quien  los  abone;  se  anuncian  sucesivamente  unas  y  otras 
por  nuevos  pregones  y  cédulas;  y  cumplido  el  término  de- 
signado, señala  el  juez  á  petición  del  último  postor  ó  del 
ejecutante  dia  y  hora  para  el  remate  ó  venta  judicial ,  man- 
dando que  se  cite  con  la  anticipación  de  un  dia  cuando 
menos  al  ejecutado ,  como  previene  la  ley  15 ,  tit.  28,  lib.  II, 
Nov.  Rec,  que  se  haga  saber  igualmente  al  acreedor  y  á  los 
postores  que  hubiere,  y  que  se  vuelvan  á  fijar  cédulas  con 
espresion  de  los  bienes,  de  su  valor,  del  precio  que  dan 
por  ellos  ,  y  del  dia  ,  hora  y  lugar  cu  que  han  de  rematarse 
para  que  llegue  á  noticia  de  todos.  Si  el  deudor  se  hubiere 
ausentado ,  se  le  nombra  defensor,  con  quien  ,  precediendo 
su  obligación,  fianza  y  discernimiento,  se  sustancia  la  venia 
y  remate  de  los  bienes  ejecutados.  El  remate  ha  de  cele- 
brarse no  solamente  en  el  lugar  del  juicio  sino  también , 
siendo  posible  y  bajo  nulidad ,  en  el  paraje  donde  radican 
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los  bienes,  para  que  viéndolos  los  concurrentes  se  inclinen 
á  comprarlos  ;  ley  32,  til.  26,  Part.  2. 

àcto  del  remate,  y  venta  ó  adjudicación  de  los  bienes. 

XL.  Llegando  el  dia  y  la  hora  del  remate ,  concurre  el  juez 
con  el  escribano  al  sitio  designado  para  celebrarlo  ;  anuncia 
en  alta  voz  el  pregonero  los  bienes  que  se  van  á  vender ,  el 
precio  en  que  están  tasados ,  y  la  postura  mas  importante 
que  en  su  caso  se  hubiere  hecho,  advirtiendo  que  se  van  á 
rematar  en  el  acto  á  favor  del  que  mas  ofrezca  :  preséntanse 
entonces  los  licitadores ,  esto  es  ,  los  que  quieren  comprar 
los  bienes,  y  hacen  verbal  y  sucesivamente  las  proposicio- 
nes y  pujas  ó  mejoras  que  les  parecen  :  repítelas  en  alta  voz 
también  por  orden  sucesivo  el  pregonero ,  y  el  juez  las  va 
admitiendo  y  el  escribano  apuntando ,  hasta  que  no  habiendo 
ya  quien  mas  puje  y  estinguida  la  candela  ó  dada  la  señal 
que  en  el  pais  fuere  de  costumbre,  declara  el  juez  ejecutada 
la  venta  en  favor  del  que  haya  ofrecido  mayor  precio ,  quien 
acepta  el  remate  obligándose  á  cumplirlo  y  firma  el  acta 
con  dos  testigos,  el  juez  y  el  escribano  ;  leyes  32 ,  35  j  54  , 
lit.  26,  Part.  2,  y  ley  82,  til.  S,  Part.  S. 

El  primer  postor  queda  libre  de  su  postura  luego  que  se 
admite  la  del  segundo  ,  el  segundo  lo  queda  de  la  suya  luego 
que  se  admite  la  del  tercero,  y  así  sucesivamente  ;  pero  se 
esceptúan  de  esta  regla  las  subastas  de  las  rentas  de  la  ha- 
cienda pública ,  en  las  cuales  todos  los  postores  quedan 
obligados  gradual  y  subsidiariamente  por  sus  posturas  res- 
pectivas, de  manera  que  por  insolvencia  de  los  posteriores 
se  puede  repetir  contra  los  anteriores  compeliéndolos  de 
grado  en  grado  á  llevar  á  cabo  sus  posturas  y  exigiéndole 
los  posteriores  fallidos  por  el  mismo  orden  la  quiebra  del 
menor  precio,  ó  sea  el  esceso  de  su  puja  ;  leyes  7  hasta  la  16, 
tít.  11  ,  y  leyes  8  hasta  la  H,  til.  12,  lib.  9,  Rccop. 

El  juez  debe  cuidar  de  que  en  las  posturas  y  pujas  ó  me- 
joras reine  la  mas  absoluta  libertad;  y  si  para  impedirla 
hubiese  habido  fraude,  dolo,  fuerza  ó  seducción,  tiene 
acción  el  interesado  para  pedir  que  se  repita  el  remate  con 
¡señalamiento  de  nuevo  término ,  ó  que  se  le  resarzan  los 
daños  y  perjuicios ,  y  se  castigue  ademas  al  perpetrador 
eegun  los  casos. 

El  deudor  ó  interesado  puede  ofrecer  prometido  para 
hacer  subir  las  posturas  ;  Curia  Filíp.,  part.  2  ,  §  22  ,  con 
los  autores  que  cita.  Véase  Prometido. 

No  pueden  hacer  postura  ni  comprar  los  bienes  ejecutados 
por  sí  mismos  ni  por  otras  personas  el  juez  que  entiende  en 
la  subasta  y  sus  ministros,  bajo  la  pena  de  restituirlos  con 
el  cuatro  tanto  ,  ley  U,  Ut.  IU,  lib.  S,  y  leyU,  lit.  29,  lib.  11, 
Nov.  Rec;  pero  bien  puede  hacerlo  el  tutor  ó  curador,  pues 
que  no  le  está  prohibida  sino  la  compra  privada  de  los  bie- 
nes del  pupilo  bajo  la  pena  del  cuatro  tanto  ,  ley  h  ,  lit.  S  , 
Part,  S,  y  ley  1,  til.  12  ,  lib.  10  ,  Nov.  Rec. 

Nadie  puede  ser  competido  á  comprar  los  bienes  que  se 
sacan  á  subasta ,  aunque  esta  tenga  por  objeto  el  pago  de 
las  costas  del  proceso  ó  de  las  multas  ó  penas  pecuniarias 
que  á  favor  del  fisco  se  imponen  á  los  reos ,  y  aunque  sea 
para  la  exacción  délas  rentas,  alcances  y  demás  créditos 
que  se  deban  á  la  hacienda  pública ,  pues  la  antigua  práctica 
de  que  se  habla  en  el  art.  Adjudicación  forzada,  y  que  ya 
no  podia  llevarse  á  efecto  sin  real  licencia,  ha  quedado 
implícitamente  suprimida  en  virtud  de  las  disposiciones 
adoptadas  por  real  orden  de  10  de  agosto  de  1854  ,  como 
veremos  en  el  Procedimiento  ejecutivo  contra  deudores  de  la 
hacienda  pública. 

XLI.  Cuando  no  se  presenta  postor,  ó  el  que  se  presenta 
no  es  idóneo  ,  ó  la  postura  no  pasa  de  los  dos  tercios  del 
justiprecio,  se  da  vista  del  resultado  de  la  diligencia  al  eje- 
cutante, quien  puede  pedir  una  de  tres  cosas,  ó  bien  que 


se  haga  nuevo  justiprecio,  de  los  bienes  si  cree  que  han  sido 
tasados  en  mayor-  cantidad  de  la  que  valen  ,  ó  bien  que  se 
celebre  otro  remate,  ó  bien  que  se  le  adjudiquen  y  entre- 
guen á  él  mismo  en  pago  ó  parte  de  pago  de  su  crédito. 
De  cualquiera  de  las  pretensiones  se  confiere  traslado  al 
ejecutado  para  que  ó  manifieste  su  conformidad  ó  esponga 
las  razones  que  en  contrario  tuviere  ;  y  si  conviene  en  la 
solicitud  del  acreedor  ó  no  la  contradice  en  el  término  do 
tercero  dia ,  se  procede  á  la  retasa  y  á  nuevo  remate ,  ó  bien 
á  la  adjudicación  in  solutitm  ó  en  pago  ,  según  la  petición  ; 
en  cuyo  último  caso  si  el  precio  de  los  bienes  escede  á  la 
cantidad  de  la  deuda ,  debe  el  acreedor  restituir  el  esceso  , 
y  si  no  alcanza  á  cubrirla  puede  repetir  contra  los  demás 
bienes  del  deudor  por  el  resto  y  las  costas  ,  ley  hk ,  'til.  13, 
Part.  5 ,  y  ley  6  ,  lit.  27,  Part.  5.  Estas  dos  leyes  dan  á  en- 
tender que  en  la  adjudicación  ha  de  computarse  todo  el 
valor  de  los  bienes  de  suerte  que  el  acreedor  tiene  que  reci- 
birlos por  la  tasación  que  de  ellos  se  hubiere  hecho  ;  pero 
algunos  autores  dicen  que  suele  rebajársele  la  sexta  parto 
del  justiprecio  ,  y  otros  quieren  que  pueda  lomarlos  por  las 
dos  terceras  partes  cuando  no  se  ha  presentado  mejor  lid- 
iador. —  Si  el  acreedor  no  pidiere  la  adjudicación  en  el  caso 
de  no  haber  postores  que  ofrezcan  á  lo  menos  los  dos  tercios, 
puede  el  deudor  compelerle  á  que  la  admita ,  con  tal  quo 
no  tenga  otros  bienes ,  como  asientan  la  Curia  Filípica  y 
Febrero.  Véase  Adjudicación  en  pago.  Todos  los  autores  , 
aun  los  mas  modernos ,  afirman  que  de  la  adjudicación  en 
pago  no  se  devenga  alcabala  ;  pero  por  reales  órdenes  de  24 
de  diciembre  de  1832  y  Ib  de  junio  de  1855  está  declarado  , 
que  las  adjudicaciones  in  solulum  ,  forzosas  y  voluntarias, 
de  bienes  pertenecientes  á  los  deudores,  que  se  hagan  para 
pago  de  acreedores  por  sus  respectivos  créditos,  se  hallan 
sujetas  al  derecho  de  alcabala ,  el  cual  debe  satisfacerse . 
aunque  el  valor  de  los  bienes  adjudicados  no  llegue  á  cubrir 
el  todo  de  la  deuda.  Véase  Alcabala. 

XLII.  Habiendo  tenido  efecto  el  remate  y  quedando  acep- 
tado por  el  postor,  se  hace  saber  al  ejecutado  para  que  en 
el  término  de  tercero  dia  presente  postor  mas  ventajoso  ó  se 
conforme  con  la  venta  hecha.  Si  en  efecto  presenta  postor 
mas  ventajoso ,  se  entiende  á  su  favor  la  venta  después  de 
oir  al  acreedor  y  aun  al  comprador  ó  rematante  por  si  tuvie- 
ren razones  para  oponerse  ;  y  si  se  conforma  con  la  venta 
hecha  ó  no  responde  en  los  tres  dias  ,  se  aprueba  el  remate 
á  solicitud  del  comprador,  previa  una  acusación  de  rebeldía 
en  caso  de  falla  de  respuesta ,  y  se  manda  que  para  llevarlo 
á  efecto  se  liquiden  por  el  escribano  las  cargas  que  en  su 
caso  tuviere  la  finca  vendida,  y  que  el  deudor  presente  los 
títulos  de  su  pertenencia.  Hecha  la  liquidación  de  cargas  y 
aprobada  por  el  juez  con  audiencia  del  ejecutado ,  del  ejecu- 
tante y  del  comprador,  á  quienes  debe  hacerse  saber  para 
que  se  conformen  con  ella  ú  opongan  los  reparos  que  les 
ocurran  ,  deposila  este  último  el  precio  líquido  en  la  persona 
que  se  designare ,  pide  y  se  le  da  posesión  de  la  cosa  com- 
prada ,  y  luego  procede  el  juez  á  otorgar  á  su  favor  en 
nombre  del  deudor  venta  judicial ,  y  manda  que  se  le  entre- 
guen ios  títulos  de  pertenencia  con  copia  de  la  escritura  de 
venta. 

Así  en  el  caso  de  adjudicación  en  pago  como  en  el  de 
venta  de  los  bienes  del  deudor  ejecutado ,  queda  este  último 
responsable  de  la  eviccion  y  obligado  por  consiguiente  al 
saneamiento;  ley  KO  ,  lit.  15  ,  Part.  S. 

XLTII.  Puede  el  comprador  hacer  cesión  del  remate, 
aunque  sea  en  favor  del  acreedor  según  la  práctica  ,  sin  que 
por  ella  se  devengue  nueva  alcabala  ,  con  tal  que  al  tiempo 
de  la  postura  se  haya  reservado  esta  facultad  para  usarla 
dentro  de  cierto  número  de  dias,  ó  que  en  el  momento  de  la 
aceptación  del  mismo'remate  ó  antes  de  despacharse  a  su 
favor  la  escritura  de  venta  manifieste  y  declare  que  no  ha 
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hecho  la  compra  sino  como  mandatario  y  por  cuenta  y  con 
dinero  del  cesionario  ;  el  cual  presentando  al  juez  copia 
de  la  cesión  hecha  ante  el  escribano  pretende  por  medio  de 
pedimento  que  á  consecuencia  de  lo  que  de  ella  resulta 
mande  formalizar  á  su  favor  la  escritura  de  venta  y  entre- 
garle los  títulos  de  pertenencia  de  los  bienes  rematados , 
como  así  en  efecto  debe  verificarse. 

Repetición  del  remate  por  via  de  restitución. 

XLIV.  Una  vez  que  se  haya  celebrado  el  remate  con  la 
debida  solemnidad  y  que  haya  sido  aceptado  por  el  postor 
y  aprobado  por  el  juez,  no  es  ya  lícito  abrir  nueva  subasta 
ni  admitir  mas  pujas ,  pues  que  tiene  la  misma  fuerza  que 
un  contrato  voluntario  de  venta  perfecto  y  acabado  ;  y  así 
puede  ser  compelido  por  via  de  apremio  el  postor  ó  rema- 
tante al  cumplimiento  de  la  obligación  contraída  y  á  la 
entrega  del  precio  convenido;  ley  52,  Ut.  5,  Part.  5,  y  ley  i, 
Ut.  1 ,  lïb.  10 ,  Nov.  Rec. 

Sin  embargo,  en  la  subasta  de  bienes  de  un  menor,  si 
despues  de  hecho  el  remate  ofrece  otro  lidiador  mucho  mas 
precio,  de  suerte  que  el  juez  entiende  que  de  ello  le  resulta 
gran  pro ,  debe  admitirse  por  via  de-  restitución  la  mejora  y 
entregarse  los  bienes  al  mejorante  aunque  ya  los  posea  el 
sugeto  á  cuyo  favor  quedó  el  remate,  á  no  ser  que  este  los 
quiera  por  el  tanto,  pues  entonces  habrá  de  ser  preferido  al 
otro.  Así  está  dispuesto  por  dos  leyes  combinadas,  esto  es, 
por  la  5 ,  tít.  19 ,  Part.  6  ,  y  la  40 ,  tít.  5 ,  Part.  5  :  mas  al- 
gunos autores,  como  el  de  la  Curia  Filípica  y  Febrero  ,  di- 
cen que  si  la  persona  en  quien  se  hizo  el  remate  no  quisiere 
los  bienes  por  el  tanto  ,  se  han  de  volver  á  la  subasta  y  re- 
matarse en  el  mejor  postor  que  en  ella  se  presentare  ;  y  otros 
aseguran  con  Bobadilla ,  Gutiérrez  y  el  señor  conde  de  la 
Cañada,  que  así  en  el  caso  de  que  el  rematante  ó  primer 
comprador  quiera  los  bienes  por  el  tanto  como  en  el  de  que 
los  rehuse,  debe  continuársela  almoneda  ó  subasta  sobre  la 
segunda  postura  por  el  término  que  señalare  el  juez  (  el  cual 
suele  ser  la  mitad  del  primer  término  )  y  admitirse  dentro 
de  él  cualesquiera  mejoras  que  se  hiciesen  ,  ya  sea  por  el 
primer  comprador  ó  por  otro,  rematándose  en  el  dia  que 
señalare  á  favor  del  que  mas  diere  ;  y  que  en  el  caso  de  no 
adelantarse  la  mejora  hecha  por  el  que  motivó  la  restitu- 
ción ,  se  ha  de  considerar  celebrado  á  favor  de  este  mismo 
el  remate.  —  Y  ¿  cuál  ha  de  ser  la  cantidad  de  aumento  que 
ha  de  ofrecer  el  nuevo  licitador  para  que  tenga  lugar  la  res- 
titución ?  El  señor  conde  de  la  Cañada  siguiendo  la  letra  y 
espíritu  de  la  ley  deja  su  graduación  al  prudente  arbitrio  del 
juez,  quien  ha  de  acomodarse  á  las  diferentes  circunstancias 
de  los  casos  que  no  pueden  sujetarse  á  regla  cierta  ;  y  Fe- 
brero quiere  que  á  lo  menos  sea  la  sexta  parte.  —  Otra  di- 
ficultad ocurre  aquí  mucho  mas  grave  :  ¿  cuál  es  el  término 
en  que  debe  hacerse  el  ofrecimiento  de  la  mejora  para  que 
esta  pueda  ser  admitida  y  motivar  la  rescision  de  la  venta 
ya  celebrada  y  la  nueva  apertura  ó  continuación  de  la  su- 
basta? el  de  cuatro  años,  responden  generalmente  los  auto- 
res con  Hevia  Bolaños  y  Febrero ,  y  no  contados  precisa- 
mente desde  el  dia  de  la  celebración  del  remate  sino  desde 
que  el  menor  cumpliere  los  veinte  y  cinco  de  su  edad  ,  por- 
que este  es  el  tiempo  en  que  el  menor  puede  hacer  uso  del 
beneficio  de  la  restitución  in  integrum  ;  lo  cual  equivalen 
decir  que  la  subasta  de  los  bienes  de  un  menor  está  siempre 
abierta  por  todo  el  tiempo  de  la  menoría  y  cuatro  años  mas, 
de  modo  que  el  comprador  habrá  de  estar  inquieto  en  su  po- 
sesión y  dominio  por  diez,  quince,  veinte  ó  veinte  y  ocho 
años,  recelando  á  cada  momento  verse  por  razón  de  una  pro- 
puesta de  mejora  ó  puja  en  la  necesidad  de  restituir  los  bie- 
nes comprados  y  de  sufrir  un  costoso  pleito  para  liquidar  y 
recobrar  las  espensasque  hubiere  hecho.  Nosotros  somos  de 


parecer  que  debe  distinguirse  entre  la  restitución  por  causa 
de  lesión  enorme  ,  dolo  ó  malicia  en  el  justiprecio  de  los  bie- 
nes ó  en  el  remate ,  y  la  restitución  por  causa  de  mayor 
ganancia  que  lograría  el  menor  si  se  rescindiese  la  venta  ce- 
lebrada en  pública  subasta  y  se  admitiese  el  aumento  poste- 
riormente ofrecido  ;  y  bajo  esta  distinción  creemos  que  si 
bien  la  primera  restitución  ha  de  tener  lugar  durante  la  me- 
noría y  el  cuadrienio  que  la  subsigue,  no  puede  tenerlo  la 
segunda  sino  durante  un  corto  plazo  contado  desde  la  cele- 
bración del  remate,  así  como  la  restitución  contra  el  lapso 
del  término  probatorio  en  el  juicio  ordinario  no  puede  pe- 
dirse sino  dentro  de  los  quince  dias  siguientes  á  la  publica- 
ción de  probanzas  :  de  manera  que  toda  propuesta  de  puja 
ó  mejora  que  se  haga  después  de  pasado  un  término  razo- 
nable debe  desecharse  como  inadmisible  por  razón  del  tras- 
curso del  tiempo  ,  considerándose  ya  definitivamente  con- 
cluida y  cerrada  la  subasta.  De  esta  opinion  viene  á  ser  el 
señor  conde  de  la  Cañada,  quien  después  de  sentar  en  el  cap.  9 
de  su  parte  primera  del  Juicio  civil  el  principio  común  de  que 
no  es  tan  recomendable  la  condición  del  que  trata  de  captar 
lucro  como  la  del  que  solicita  evitar  su  daño ,  concluye  en  el 
núm.  58  que  mientras  no  se  determine  por  la  ley  el  tiempo  en 
que  puedan  hacerse  pujas  ó  mejoras  sobre  los  bienes  rema- 
tados de  menores,  ha  de  usar  el  juez  de  un  arbitrio  prudente, 
admitiendo  dichas  mejoras  siendo  próximas  al  remate  y  den- 
tro de  aquel  tiempo  que  considere  oportuno,  de  modo  que 
no  resulte  gran  daño  al  comprador  en  volver  los  bienes  y 
recoger  su  precio ,  pues  si  no  se  precaviese  este  temor,  se 
retraerían  los  compradores  y  vendría  á  resultar  un  daño  ge- 
neral á  los  mismos  menores. —  Lo  que  acabamos  de  decir 
acerca  de  los  menores  debe  aplicarse  igualmente  á  las  demás 
personas  y  corporaciones ,  á  quienes  compete  el  beneficio 
de  restitución.  Véase  Restitución  in  inlegrum.  —  Ademas, 
mientras  por  una  parte  no  se  haya  entregado  el  precio  ni 
por  otra  los  bienes  rematados,  suelen  admitir  los  jueces, 
según  asegura  Febrero  ,  las  nuevas  pujas  que  se  presentan , 
si  ven  que  de  ellas  resulta  utilidad  al  mismo  deudor,  aunquo 
sea  mayor  de  edad ,  ó  á  los  acreedores. 

Recobro  de  los  bienes  vendidos  ô  adjudicados,  retracto 
de  abolengo,  y  pago  de  la  deuda  y  costas. 

XLV.  Aunque  el  remate  se  haya  celebrado  con  la  debida 
solemnidad  y  haya  sido  aceptado  por  el  postor  y  aprobado 
por  el  juez,  ó  por  falta  de  postor  se  haya  hecho  adjudicación 
á  favor  del  ejecutante,  tiene  no  obstante  el  ejecutado ,  según 
práctica  equitativa  de  los  tribunales ,  la  facultad  de  recobrar 
ó  retraer  los  bienes  muebles  dentro  de  tres  dias  y  los  raices 
dentro  de  nueve,  contados  unos  y  otros  desde  el  dia  de  la 
venta  ó  adjudicación  exclusive ,  con  tal  que  entregue  no 
precisamente  el  importe  de  la  deuda ,  de  las  costas  y  de  los 
intereses,  como  indica  Febrero,  sino  el  precio  por  que  fueron 
vendidos  ó  adjudicados  con  todo  lo  que  el  comprador  ó  el 
adjudicatario  hubiesen  satisfecho.  Mas  habiendo  intervenido 
dolo  ó  lesión  enorme,  podrá  retraerlos  ó  pedir  el  resarci- 
miento de  daños  y  perjuicios  mientras  no  quede  prescrita  la 
acción  que  del  dolo  ó  de  la  lesión  le  resulta.  Véase  Dolo , 
Lesión  y  Prescripción  de  acciones. 

No  solamente  puede  recobrar  sus  bienes  muebles  ó  raices 
el  deudor  en  el  término  indicado ,  sino  que  también  tiene 
derecho  de  retraer  dentro  de  nueve  dias  los  raices,  con  tal 
que  sean  patrimoniales  ó  abolengos,  cualquiera  de  sus  pa- 
rientes dentro  del  cuarto  grado  si  la  venta  ó  adjudicación  so 
ha  hecho  á  favor  de  persona  estraña.  Estos  nueve  dias,  según 
dicen  comunmente  los  autores,  deben  contarse  asimismo 
desde  el  dia  del 'remate;  pero  como  la  venta  ó  adjudicación 
judicial  no  puede  considerarse  perfeccionada  mientras  el 
ejecutado  tenga  la  facultad  de  deshacerla,  es  claro  que  los 
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nueve  días  concedidos  al  pariente  para  usar  de  su  derecho 
de  retracto  no  deben  empezar  á  correr  sino  desde  el  mo- 
mento en  que  espiren  ks  nueve  que  tiene  para  igual  efecto 
el  ejecutado.  Véase  Retracto. 

XL VI.  Con  el  precio  de  los  bienes  rematados  se  hace  pago 
de  la  deuda  y  fie  las  costas  de  ejecución,  pregones,  remate, 
venta  y  demás  que  hubieren  ocurrido  ;  y  no  siendo  suficiente 
para  cubrir  el  importo  de  todos  estos  objetos ,  se  despacha 
mandamiento  de  apremio  contra  el  deudor  por  los  demás 
bienes  que  tuviere ,  y  en  su  defecto  contra  el  fiador  de  sanea- 
miento ,  al  cual  se  embargan  y  venden  con  igual  solemnidad 
los  bienes  necesarios  para  el  complemento  de  todo.  Véase 
Fianza  de  saneamiento.  Si  el  fiador  hiciere  el  pago  volunta- 
riamente ó  por  apremio,  podrá  usar  de  acción  ejecutiva  con 
el  lasto  del  acreedor  contra  el  deudor  principal  ante  el  pro- 
pio juez  por  la  cantidad  que  satisfizo  ,  así  como  también  por 
las  costas  y  por  los  daños  y  perjuicios  que  se  le  siguieren. 
Véase  Fianza ,  especialmente  en  su  §  III. 

Décima. 

XLVII.  Ademas  de  la  deuda  y  de  las  costas,  tiene  que 
pagar  el  ejecutado,  donde  hubiere  esta  costumbre  ,  la  dé- 
cima ó  diez  por  ciento  de  la  cantidad  de  la  deuda  que  motivó 
la  ejecución;  ley  1 ,  til.  50,  lib.  II ,  Nov.  Iiec.  Esta  décima, 
que  no  se  exige  generalmente  sino  solo  en  algunos  juzgados, 
se  aplica  en  unas  parles  al  alguacil  ejecutor  por  todos  sus 
derechos  ,  en  otras  á  la  dotación  de  todos  los  alguaciles  y 
demás  ministros  de  justicia  ,  en  otras  al  erario  que  tiene  á 
su  cargo  el  pago  de  la  dotación  de  estos  ministros ,  y  en 
otras  es  una  especie  de  derecho  municipal  enajenado  cíe  la 
corona  que  se  suele  arrendar  y  se  aboba  al  arrendatario  por 
un  ajuste  ó  concierto  ;  leyes  1,  10,  19  y  20,  til.  50  ,  lib.  11 , 
Nov.  Rec. 

Para  exigir  la  décima,  es  indispensable  que  haya  costum- 
bre de  exigirla  en  el  lugar  en  que  están  los  bienes  ejecu- 
tados ó  en  el  del  domicilio  del  deudor,  no  bastando  que  la 
haya  en  el  del  juicio;  leyes  1  y  7,  ti.  til.  y  lib. 

XLVIII.  No  se  debe  pedir  la  décima  hasta  que  el  acreedor 
esté  ya  pagado  de  su  crédito,  ó  se  dé  por  satisfecho  de  su 
importe ,  ó  conceda  espera  al  deudor,  ó  se  convenga  con  él , 
ó  no  quiera  continuar  la  ejecución  siendo  requerido  á  este 
efecto  por  el  alguacil  que  la  hizo  ;  pero  puede  pedirse  veri- 
ficándose cualquiera  de  estos  cinco  casos  ;  y  si  los  bienes 
vendidos  no  alcanzaren  á  cubrir  la  deuda  ,  se  ha  de  cobrar 
aquella  solo  á  prorata  del  precio  de  lo  que  se  pagare  ,  y  no 
del  residuo  hasta  que  se  pague  ó  concierte;  leyes  1 ,  5  y  7, 
lit.  30,  lib.  11,  Nov.  Rec. 

XLIX.  Por  una  misma  deuda  no  se  debe  mas  que  una  dé- 
cima, aunque  se  hagan  muchas  ejecuciones  para  su  satis- 
facción ,  ó  el  acreedor  conceda  espera  al  deudor  ó  suspenda 
la  ejecución  y  luego  la  continúe  ó  vuelva  á  hacer  de  nuevo, 
ó  el  fiador  ejecutado  que  pagó  por  el  deudor  principal  eje- 
cute después  á  este ,  y  aunque  un  juez  despache  la  ejecución 
y  otro  la  concluya  ;  en  la  inteligencia  de  que  si  se  exigiere 
mas  de  una  décima  por  una  misma  deuda  ,  incurre  el  con- 
traventor en  la  pena  de  la  restitución  con  el  cuatro  tanto  ; 
leyes  \ ,  3  ,  S  y  9  ,  tit.  50 ,  lib.  11,  Nov.  Rec.  :  mas  habiendo 
novación,  de  modo  que  por  ella  resulte  otra  deuda  dife- 
rente, opinan  los  autores  que  se  causará  nueva  décima  en 
caso  de  que  por  la  nueva  deuda  se  repita  la  ejecución. 

L.  No  está  obligarlo  á  pagar  décima  el  deudor  en  los  ca- 
sos siguientes  :  —  Io.  cuando  en  virtud  de  apremio  judicial 
se  da  posesión  de  sus  bienes  al  acreedor  para  que  se  reinte- 
gre de  su  crédito  ,  porque  falla  entonces  el  orden  del  juicio 
para  devengarla  :  —  2o.  cuando  algunos  de  los  acreedores 
se  oponen  á  la  ejecución  principiada  por  otro ,  pretendiendo 
ser  preferidos  á  este  ó  entre  sí  ;  pues  entonces  la  debe  solo 
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de  la  cantidad  por  la  cual  fué  realmente  ejecutado ,  aunque 
para  el  pago  de  todos  se  estimen  los  bienes  por  árbitrus  :  — 
3o.  cuando  forma  concurso  ó  hace  cesión  de  todos  sus  bienes 
en  manos  del  juez  para  que  satisfaga  con  ellos  á  sus  acree- 
dores según  su  prelacion  ;  porque  en  este  caso  no  solo  falta 
el  orden  del  juicio  para  devengarla,  sino  que  si  se  deven- 
gase resultaría  que  como  no  hay  bienes  para  todos  no  la  sa- 
tisfaría el  deudor  sino  los  mismos  acreedores  :  —  k°.  cuando 
se  declaró  nula  la  ejecución,  por  no  traerla  aparejada  el 
instrumento,  ó  por  no  haberse  guardado  en  ella  ó  en  el  or- 
den del  juicio  las  solemnidades  prescritas  por  la  ley  ;  en  cuyo 
caso  no  solo  no  debe  exigirse  derecho  alguno,  sino  que  el 
que  lo  llevare  ha  de  restituirlo  con  el  cuatro  tanto  y  las  cos- 
tas ;  ley  41,  til.  50,  lib.  11,  Nov.  Rec.  :  mas  si  la  nulidad 
provino  de  culpa  del  acreedor,  ya  por  pedir  mas  de  lo  que 
se  le  debia ,  ya  por  no  haberlo  pedido  según  derecho  ,  este 
tiene  que.pagar  la  décima  y  no  el  deudor,  según  dicen  los 
autores  por  inducción  de  la  ley  6,  tít.  28 ,  lib.  11,  Nov.  Rec.  : 

—  b°.  cuando  se  hace  ejecución  por  ptna  ó  condenación  pe- 
cuniaria en  favor  del  fisco ,  pues  ni  décima  ni  otro  derecho 
alguno  debe  llevarse  ;  ley  12,  tít.  13,  lib.  2,  Recop.,  y  ley  i, 
tít.  50,  lib.  11,  Nov.  Rec.  :  —  6o.  cuando  es  ejecutado  por 
deuda  perteneciente  al  fisco ,  pues  no  debe  pagar  entonces 
por  via  de  décima  sinfl  un  treinta  por  cada  millar,  ora  lle- 
gue la  deuda  á  ciño  mil  maravedís,  ora  esceda  mucho  ó 
poco  de  ellos,  á  no  ser  que  todavía  haya  costumbre  de  pa- 
gar menos  ;  ley  5,  tit.  50,  lib.  II,  Nov.  Rec.  :  ley  8,  til.  21, 
lib.  k  ,  y  ley  15 ,  til.  7,  lib.  9,  Recop.  :  —  7o.  cuando  se  eje- 
cuta á  los  ecónomos,  mayordomos  y  tesoreros  de  la  iglesia 
por  lo  que  á  esta  deben ,  á  menos  que  haya  costumbre  de 
exigirla  :  —  8°.  cuando  paga  la  deuda  á  su  acreedor  ó  ma- 
nifiesta contento  de  él  dentro  de  las  setenta  y  dos  horas  si- 
guientes á  aquella  en  que  se  le  notificó  el  estado  de  la  ejecu- 
ción ,  como  ya  se  ha  dicho  en  el  §  XIX  de  este  artículo  ; 
leyes  13,  14,  Ib,  16  y  17  combinadas ,  tit.  30,  lib.  11, 
Nov.  Rec.  : —  9o.  cuando  el  ejecutor  delegado  ó  diputado 
por  ciertos  dias  para  hacer  la  ejecución,  lleva  salario  con- 
signado ,  pues  que  por  ejercer  un  oficio  ó  comisión  no  han 
de  exigirse  dos  estipendios;  ley  5 ,  til.  50 ,  lib.  11,  Nov.  Rec.  : 

—  10.  y  último,  cuando  el  ejecutado  goza  de  fuero  de  casa 
real  ;  bien  que  en  el  dia  no  existe  ya  este  fuero,  ni  por  lo 
tanto  pueden  conservarse  los  privilegios  que  á  él  estaban  in- 
herentes. 

LI.  La  décima  es  un  tributo  demasiado  duro  para  los  deu- 
dores que  tienen  que  pagar  al  mismo  tiempo  la  alcabala  y 
que  precisamente  se  ven  ejecutados  porque  carecen  de  me- 
dios para  devolver  sus  deudas.  Los  alguaciles,  por  otra 
parte,  y  demás  ministros  de  justicia  de  todos  los  juzgados 
tienen  señaladas  sus  competentes  dotaciones  en  la  ley  de 
presupuestos,  y  asignados  ademas  en  los  aranceles  generales 
los  derechos  que  deben  percibir  por  cada  uno  de  sus  actos 
y  diligencias  ,  como  es  de  ver  en  el  artículo  Juez  de  primera 
instancia  de  partido ,  n.  I.  Parece  pues  natural  y  consi- 
guiente"que  deba  cesar  la  décima  en  las  ejecuciones  ,  pero 
todavía  se  exige  en  Madrid  á  favor  del  fisco. 

tercerías. 

L1I.  En  cualquiera  estado  del  juicio  ejecutivo  ,  aunque  sea 
después  de  la  sentencia  de  remate  ,  con  tal  que  todavía  no 
se  haya  hecho  el  pago  al  acreedor  ó  dado  al  comprador  la 
posesión  de  los  bienes  ejecutados,  puede  salir  á  los  autos 
ante  el  mismo  juez  que  conoce  del  juicio  ,  y  previo  el  de 
conciliación  ,  un  tercer  opositor,  ó  bien  para  apoyar  la  ac- 
ción ó  derecho  del  ejecutante  ó  del  ejecutado  por  tener  algún 
interés  común  con  alguno  de  ellos,  ó  bien  para  hacer  valer 
un  derecho  peculiar  suyo  que  escluye  los  del  ejecutado  y 
del  ejecutante.  En  el  primer  caso  se  llama  opositor  coadyu- 
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vante,  y  en  el  segundo  oposi tor  escluyente;  denominándose 
en  ambos  tercero  porque  sobreviene  al  demandante  y  al  de- 
mandado, y  opositor  porque  se  ha  de  oponer  necesaria- 
mente á  la  pretensión  del  uno  ó  del  otro  ó  á  las  de  los  dos. 
Así  la  oposición  como  el  juicio  que  se  sigue  en  virtud  de  la 
acción  deducida  por  el  tercero  opositor,  se  llama  tercería. 

Lili.  El  tercer  opositor  coayuvante  debe  aceptar  el  juicio 
en  el  estado  en  que  le  encuentra  ,  sin  que  pueda  con  sus  pe- 
ticiones suspender  su  curso,  ni  hacerle  retroceder,  ni  pro- 
moverle de  nuevo ,  ley  17,  til.  2,  lib.  11,  Nov.  Rec.;  porque 
se  identifica  y  reputa  por  una  misma  persona  con  el  prin- 
cipal que  litiga  y  á  quien  ayuda:  Idem  est  spiriíus  íertii 
coadjwantis,  eademque  inlenlio ,  el  eadem persona  repulalur 
cam  principali;  et  ideo  ulriusque  jus  idem  considerandum  est. 

LIV.  Mas  el  tercer  opositor  escluyente,  según  la  ley  16  » 
tít.  28,  lib.  U,Nov.  Rec,  y  la  esplicacion  que  de  ella  hace 
con  otros  autores  el  señor  conde  de  la  Cañada  (Juic.  civ., 
part.  2,  cap.  10,  n.  21  y  sig.),  con  solo  el  hecho  de  su  opo- 
sición interrumpe  el  Juicio  ejecutivo  ,  debiendo  este  sus- 
penderse hasta  que  en  la  via  ordinaria  se  determine  la  ter- 
cería; pero  la  práctica  ,  que  aplica  dicha  ley  solamente  á 
las  tercerías  de  la  mujer  del  ejecutado,  como  luego  veremos, 
conformándose  mas  bien  con  leyes  anteriores  ,  hace  distin- 
ción de  casos  ,  y  supone  que  el  terfler  opositor  escluyente 
puede  alegar  una  de  dos  cosas,  esto  es,  ó  que  los  bienes  em- 
bargados son  suyos  propios  ,  ó  que  tiene  contra  el  deudor 
un  crédito  que  debe  ser  preferido  al  del  ejecutante  por  ra- 
zón de  hipoteca  legal  ó  convencional  ú  otra  causa. 

LV.  En  la  primera  hipótesis,  es  decir,  cuando  el  tercero 
escluyente  viene  con  derecho  de  dominio ,  presentando  en 
el  acto  prueba  documental  ó  testifical  que  lo  acredite,  se 
suspende  el  juicio  ejecutivo  ,  y  se  procede  llanamente  à  sa- 
ber la  verdad;  à  cuyo  efecto  se  da  traslado  al  ejecutante  y 
ejecutado  por  su  orden  con  un  breve  término,  y  á  seguida 
de  la  presentación  de  sus  escritos  se  pasa  con  citación  do 
todos  los  litigantes  á  la  vista  y  decisión  del  artículo  de  opo- 
sición ,  ó  bien  se  recibe  la  causa  á  prueba  también  por  un 
término  breve  á  petición  de  cualquiera  de  las  partes  si  en 
vista  de  lo  que  espongan  hubiere  méritos  para  estimarla  ne- 
cesaria ,  se  manda  luego  en  su  caso  entregar  los  autos  á 
cada  una  por  pocos  dias  para  que  se  instruyan  de  las  pro- 
banzas hechas  ,  y  se  pronuncia  después  de  trascurridos  la 
sentencia  con  dicha  citación  :  y  si  en  efecto  se  declara  ha- 
ber lugar  à  la  tercería  ,  esto  es ,  pertenecer  al  tercer  oposi- 
tor los  bienes  que  reclama,  se  alza  el  embargo  de  ellos  y  se 
le  entregan ,  pudiendo  el  ejecutante  usar  de  su  derecho  se- 
gún le  convenga  contra  los  demás  embargados  ó  mejorar  la 
ejecución  en  otros  del  deudor  ó  por  su  defecto  en  los  del  fia- 
dor de  saneamiento  ;  ley  3  ,  tít.  27,  Part.  5  ,  y  Cur.  Filíp. , 
parh  2,  |  26,  n.  10.  Pero  si  el  opositor  no  pudiere  acreditar 
sumariamente  su  dominio,  se  desestima  su  oposición  man- 
dándole usar  de  su  derecho  en  forma,  ó  bien  se  le  admite 
por  la  vía  ordinaria  en  ramo  separado,  y  entretanto  se  lleva 
adelante  el  procedimiento  ejecutivo,  dándose  al  opositor  la 
correspondiente  caución  ó  seguridad. 

LVI.  En  la  segunda  hipótesis,  esto  es  ,  cuando  el  tercero 
escluyente  funda  su  oposición  en  la  calidad  preferente  de  su 
crédito,  quieren  algunos  autores  que  si  para  apoyar  su  pre- 
ferencia presenta  documento  que  trae  aparejada  ejecución, 
se  haya  de  suspender  también  el  procedimiento  ejecutivo, 
hasta  que  se  determine  quién  de  los  dos  acreedores  tiene 
mejor  derecho ,  y  que  no  presentando  instrumento  de  esta 
dase  se  le  haya  de  mandar  que  use  de  su  acción  en  via  or- 
dinaria ,  y  se  deba  seguir  la  ejecutiva  y  hacer  pago  al  eje- 
cutante, previa  fianza  de  restituir  lo  que  en  el  juicio  ordina- 
rio se  resolvíere  á  favor  del  tercero;  Cur.  FHip.,parl.  2, 
1,26,  n.  11.  Pero  parece  mas  ventajoso,  como  pretenden 
Otros  ,  que  cualquiera  que  sea  el  instrumento  que  se  pre- 
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sente  por  el  opositor  para  acreditar  su  derecho  de  prefe- 
rencia, no  se  suspenda  por  eso  el  juicio  ejecutivo ,  sino  que 
se  forme  siempre  ramo  separado  sobre  la  oposición  lleván- 
dola por  la  via  ordinaria,  y  siga  sus  trámites  la  ejecutiva  en 
la  pieza  principal  bástala  venta  de  los  bienes  embargados, 
cuyo  producto  se  depositará  para  entregarse  al  acreedor 
que  obtenga  la  preferencia  en  la  tercería;  y  este  es  el  siste- 
ma que  se  halla  adoptado  por  la  ley  de  enjuiciamiento  en 
los  asuntos  de  comercio. 

LVII.  Si  la  mujer  del  ejecutado  se  presenta  en  tercería  , 
debe  suspenderse  el  juicio  ejecutivo  hasta  que  se  declare 
su  derecho  en  cualquiera  de  los  casos  siguientes:  — 1°.  cuan- 
do reclama  sus  bienes  dotales,  ya  se  hayan  entregado  apre- 
ciados ó  inapreciados  al  marido ,  pues  siempre  se  entiende 
que  conserva  naturalmente  aun  en  los  apreciados  su  domi- 
nio mientras  existan  hasta  ser  pagada  ,  sin  que  los  demás 
acreedores  del  marido  puedan  valerse  de  la  sutileza  del  de- 
recho que  los  supone  trasladados  por  la  estimación  al  domi- 
nio del  mismo  marido  :  —  2o.  cuando  alega  solo  la  prefe- 
rencia de  su  crédito  dotal  por  razón  de  la  hipoteca  privilegiada 
que  tiene  sobre  los  bienes  del  marido,  porque  durante  la 
oposición  le  compele  á  la  mujer  la  retención  de  los  bienes 
ejecutados  ,  los  cuales  siéndole  favorable  el  éxito  del  inci- 
dente han  de  quedar  en  poder  del  mismo  marido  sin  ven- 
derse á  favor  de  la  mujer  :  — 3o.  cuando  reclama  sus  bie- 
nes parafernales  ó  estradotales  que  se  han  embargado  como 
si  fueran  del  deudor,  pues  conserva  en  ellos  su  dominio 
aunque  los  haya  entregado  al  marido  para  su  administra- 
ción y  cuidado  :  —  h°.  cuando  alega  la  preferencia  de  su 
crédito  eslradolal  por  razón  de  su  prioridad  en  el  tiempo  ó 
por  la  hipoteca  tácita  que  para  el  recobro  de  sus  bienes  es- 
tradotales tiene  en  los  del  marido  si  se  entregaron  á  este 
para  que  los  administrase  como  los  dotal  es,  porque  tampoco 
en  este  caso  han  de  venderse  los  bienes  embargados  que- 
dando victoriosa  la  mujer  opositora.  Esta  doctrina  se  funda 
en  la  ley  16,  tít.  28,  lib.  11,  Nov.  Rec,  la  cual  según  la  es- 
plicacion de  Bolaños  en  la  Curia  Filípica  (  part.  2  ,  §  26  , 
».  1 1  )  y  de  otros  varios  autores  quiere  que  por  la  tercería 
de  la  mujer  se  suspenda  el  curso  de  la  ejecución  hasta  quo 
se  decida  en  juicio  ordinario  cuál  es  el  mejor  derecho  com- 
parativo entre  el  de  la  mujer  opositora ,  y  el  del  acreedor 
ejecutante.  Véase  Bienes  exlradotalcs,  é  Hipoteca,  párrafo  X, 
n.  2,  XXVIII ,  n.  k ,  y  XXIX ,  n.  6o. 

LVIII.  Ocurriendo  durante  el  juicio  de  tercería  otro  ó  mas 
terceros  opositores ,  seria  muy  embarazoso  seguir  con  cada 
uno  de  ellos  un  juicio  aparte  sobre  la  calificación  y  prefe- 
rencia de  sus  créditos  y  ejecutar  sucesivamente  los  fallos 
dando  cada  vencedor  la  lianza  de  acreedor  de  mejor  dere- 
cho, según  quieren  algunos;  y  así  lo  que  se  observa  en  la 
práctica  como  mas  equitativo  ,  mas  breve  y  menos  costoso , 
es  seguir  con  todos  los  opositores  en  ramo  separado  un  juicio 
ordinario  sobre  sus  respectivas  oposiciones  y  graduar  en 
una  misma  sentencia  sus  créditos  ,  ora  suspendiendo  entre- 
tanto el  juicio  ejecutivo  sí  así  lo  exige  la  clase  ó  naturaleza 
de  las  tercenas,  ora  llevándolo  á  cabo  en  la  pieza  principal 
hastalaventadelos  bienes  embargados  y  depositando  su  pro- 
ducto para  entregarlo  á  los  acreedores  según  el  orden  en  quo 
sean  graduados.  Véase  Graduación  de  acreedores  con  los 
artículos  que  allí  se  citan ,  Juicio  de  concurso  de  acreedores , 
é  Hipoteca ,  principalmente  desde  el  párrafo  XXVI  en 
adelante. 

LIX.  Siempre  que  haya  oposición  ,  ya  se  funde  en  título 
de  dominio  sobre  los  bienes  ejecutados,  ya  en  crédito  pre- 
ferente sobre  ellos  ,  puede  pedir  el  ejecutante  que  se  amplío 
la  ejecución  en  los  domas  bienes  del  deudor  que  cubran  su 
crédito  en  caso  de  declararse  legítima  la  tercería  ,  sin  per- 
juicio de  sostener  el  pleito  contra  el  tercero  opositor  por  si 
no  pudiere  conseguir  de  otro  modo  la  entera  cobranza  de 
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su  crédito;  pero  si  el  deudor  careciese  de  otros  bienes  ó  no 
tuviese  los  suficientes  para  el  ejecutante  y  el  tercero,  no 
podrá  el  ejecutante  dirigir  su  acción  contra  el  fiador  de 
saneamiento  hasta  después  de  haber  sucumbido  en  la  tercería. 
LX.  Cuando  el  tercer  opositor  es  solo  coadyuvante,  debe 
ejecutarse  y  llevarse  á  efecto,  no  obstante  apelación ,  bajo  la 
competente  fianza  la  sentencia  dada  en  el  juicio  ejecutivo, 
pues  que  aquel  no  vino  al  juicio  sino  formando  una  misma 
persona  con  el  coadyuvado  ;  pero  cuando  es  escluyenle ,  no 
ha  de  cumplirse  la  sentencia  dada  en  el  pleito  de  tercería 
hasta  que  se  consienta  ó  quede  ejecutoriada;  Cur.  Filíp., 
parí.  2,  §26,  n.  15. 

LXI.  Aunque  las  tercerías  suelen  ocurrir  por  lo  común  en 
los  juicios  ejecutivos  ,  tienen  también  lugar  en  cualesquiera 
otros,  y  por  consiguiente  en  los  ordinarios.  Véase  Tercería. 
[**  Segu\  la  legislación  de  la  república  de  Venezuela  , 
de  los  títulos  ó  instrumentos  que  dan  lugar  al  juicio  ejeculi 
vo,  y  que  en  el  n°.  I  de  este  artículo ,  pág.  979,  dice  el  autor 
haber  esplicado  en  el  artículo  Instrumento  ejecutivo  ,  tienen 
únicamente  fuerza  ejecutiva  la  escritura  pública  ú  otro  do- 
cumento auténtico  ,  y  el  vale  ó  documento  privado  judicial- 
mente reconocido ,  del  cual  aparezca  de  un  modo  claro  y 
cierto  la  obligación  de  pagar  alguna  cantidad  líquida  ó  de 
ejecutar  alguna  cosa  determinada  dentro  de  un  plazo  que 
está  ya  cumplido.  Según  dicha  legislación ,  en  efecto  las  sen- 
tencias que  causan  ejecutoria,  bien  provengan  de  los  tribu- 
nales de  justicia  ó  bien  de  los  arbitros  ó  arbitradores ,  y  que 
se  mencionan  en  el  citado  n°.  I ,  son  llevadas  á  efecto  por  el 
juez  competente  ,  de  oficio  y  por  via  de  apremio,  à  los  tres 
dias  de  recibidos  los  autos  con  el  testimonio  de  dicha  sen- 
tencia ,  y  por  el  mero  hecho  de  no  haberse  presentado  la 
parle  favorecida  à  declarar  durante  este  término ,  que  se  da 
por  satisfecha  ó  que  dispensa  su  cumplimiento  :  arts.  2  y  5, 
ley  única,  lit.  6,  art,  1 ,  ley  l,  art,  10,  ley  9  ,  lit.  1,  Cad, 
de  proccd.jud,  de  19  de  mayo  de  1836. 

Aunque  la  legislación  de  la  república  confirma  en  muchas 
partes  las  disposiciones  del  derecho  español,  nos  parece 
conveniente  reunir  bajo  un  punto  de  vista  todas  las  que  son 
propias  de  la  primera,  porque  entre  uno  y  otro  derecho  me- 
dia la  diferencia  capital,  de  que  el  español  mira  este  proce- 
dimiento como  un  verdadero  juicio,  mientras  que  el  venezo- 
lano lo  considera  tan  solo  como  una  hijuela  del  ordinario, 
que  sirve  para  tener  pronta  la  ejecución  de  la  sentencia 
que  en  él  se  dicte,  cuando  esta  cause  ejecutoria.  En  la  re- 
pública en  efecto ,  el  que  tiene  en  su  poder  un  documento 
de  la  fuerza  y  naturaleza  espuestas  en  el  aparte  precedente, 
no  intenta  como  en  el  derecho  español  una  demanda  ejecu- 
tiva, sino  simplemente  una  instancia  ordinaria  ,  en  la  cual 
el  juez  recibe  el  escrito  con  sus  documentos ,  cita  y  oye  al 
reconvenido  ,  é  invita  á  entrambas  partes  á  la  conciliación 
como  en  el  juicio  ordinario.  Si  esta  escitacion  no  surte  su 
efecto,  entonces  el  demandado  puede  precaver  toda  provi- 
dencia ejecutiva  presentando  bienes  suficientes  para  cubrir 
la  deuda,  y  lianza  abonada  que  responda  con  los  suyos  de 
que  con  ellos  puede  hacerse  efectiva  la  suma  demandada  ; 
pero  no  dando  este  paso  ,  el  juez  libra  desde  luego  manda- 
miento de  ejecución  por  la  suma  debida,  ó  aquella  en  que 
bajo  juramento  estime  el  demandante  ó  regule  él  los  per- 
juicios de  no  haber  cumplido  la  obligación  de  hacer  una  cosa 
determinada.  Este  mandamiento  es  un  despacho  firmado 
por  el  juez  ,  refrendado  por  el  secretario  ,  y  sellado  con  el 
sello  del  tribunal ,  en  el  cual  se  manda  ó  requiere  á  toda 
autoridad  judicial  á  quien  fuere  presentado,  que  en  su  vista 
proceda  bajo  mulla  ,  dentro  de  las  2't  horas  de  su  presenta- 
ción^ practicar  las  diligencias  siguientes  :  Ia.  Embargar  la 
cosa  hipotecada  al  pago  de  la  deuda  ó  cujmplimiento  de  la 
obligación ,  si  hubiere  tal  hipoteca  ;  ó  en  el  caso  de  no  ha- 
berla ,  ó  no  cubrir  dicha  cosa  la  suma  demandada  y  la  que 


corresponde  al  pleito  por  razón  del  impuesto  para  gastos  de 
justicia  ,  exigir  del  ejecutado  bienes  equivalentes  á  entram- 
bas cantidades ,  ó  designarlos  por  sí ,  cuando  este  se  nieguo 
á  presentarlos  ,  empezando  siempre  por  las  cosas  muebles  , 
y  no  llegando  nunca  á  las  raices  sino  cuando  se  hallen  ago- 
tadas las  primeras  :  2a.  Exigir  fianza  de  saneamiento,  es  de- 
cir, la  presentación  de  persona  abonada  que  asegure  bajo 
su  responsabilidad  ,  que  pertenecen  al  reconvenido  los  bie- 
nes embargados  :  3a.  Nombrar  depositario  de  los  muebles 
que  hubiere  entre  estos  bienes  ,  á  persona  de  responsabili- 
dad :  W.  Suepender  el  pago  de  cualquiera  pension  ó  renta, 
ó  la  entrega  de  algún  depósito  que  corresponda  al  deman- 
dado, cuando  no  habiendo  hipoteca  ó  no  siendo  suficiente,  el 
deudor  no  presente  otros  bienes  ,  ó  el  acreedor  prefiera  di- 
cha pension  ó  depósito  :  5a.  Nombrar  en  este  caso  igual- 
mente depositario  que  se  encargue  de  percibir  y  guardar  la 
renta  ,  pension  ó  depósito  citados  :  6a.  Arrestar  al  ejecutado, 
cuando  no  presente  bienes  suficientes ,  ó  designando  los  bas-  ' 
tantes ,  no  dé  fianza  de  saneamiento.  Para  todo  esto  da  facul- 
tades, ó  mas  bien  comisión  el  citado  mandamiento,  el  cual 
debe  entregarse  á  la  parle  para  que  requiera ,  cuando  lo 
juzgue  oportuno,  su  cumplimiento;  pero  una  vez  puesto  á 
este  fin  en  manos  del  juez  de  paz  ó  alcalde  ,  ya  no  puede 
dicho  ejecutante  intervenir  en  ningún  caso  en  el  acto  de  la 
intimación  y  secuestro,  sino  tan  solo  informar  al  citado  juez 
ejecutor  de  todo  lo  que  estime  conducente  al  buen  desem- 
peño de  su  encargo.  Cumplido  este,  al  ejecutante  le  queda 
todavía  el  arbitrio  de  pedir  el  embargo  de  otros  bienes  del 
deudor,  siempre  que  no  hayan  sido  incluidos  en  aquel  por 
estar  hipotecados  al  cumplimiento  de  la  obligación ,  y  sean 
bastante  cuantiosos  para  cubrirla  juntamente  con  el  impues- 
to para  gastos  de  justicia;  pero  tanto  en  el  caso  de  que 
dichos  bienes  no  sean  hipotecados,  como  en  el  de  que  sién- 
dolo no  basten  á  satisfacer  la  deuda  principal  y  el  impuesto, 
nunca  puede  quedar  embargada  mayor  suma  de  bienes  que 
la  necesaria  para  cubrir  estos  dos  créditos ,  de  manera  que 
en  la  parte  que  esceda  de  esa  suma  ,  queda  firme  la  última 
traba ,  pero  se  alza  el  embargo  hecho  en  otros  bienes  por 
valor  equivalente.  Este  secuestro  queda  levantado  en  cual- 
quier estado  del  juicio  desde  el  momento  en  que  el  deudor 
presenta  fianza  aceptada  por  el  ejecutante  ;  y  tanto  por  esto 
paso  como  por  el  de  la  cesión  de  bienes ,  se  consigue  tam- 
bién que  sea  alzado  el  arresto. 

Verificado  el  embargo,  se  hacen  cuatro  anuncios  de  su 
venta  ,  para  el  caso  en  que  sea  condenado  al  pago  el  recon- 
venido; tres  por  el  juez  de  la  causa  con  nueve  dias  de  in- 
termedio ,  y  uno  por  el  de  paz  ó  alcalde  que  hubiere  hecho 
el  embargo  en  el  lugar  en  donde  se  hallen  los  bienes  ;  los 
cuales  deben  darse  precisamente  por  medio  de  edictos  ,  y  si 
es  posible  mandándolos  insertar  en  los  periódicos.  Durante 
este  plazo,  si  no  consta  de  algún  modo  que  los  bienes  em- 
bargados están  libres  de  toda  hipoteca ,  censo  ó  gravamen  , 
debe  pedirse  de  oficio  una  noticia  sobre  este  particular  á  la 
oficina  de  registro  correspondiente,  la  cual  está  obligada  á 
darla  dentro  de  veinte  y  cuatro  horas  bajo  multa  ;  y  en  el 
mismo  término,  y  ya  en  la  dilación  de  los  primeros  nueve 
dias  ,  deben  también  las  partes  nombrar  peritos  que  proce- 
dan al  justiprecio  de  dichos  bienes,  so  pena  de  hacer  el  juez 
dicho  nombramiento  ,  si  no  lo  hubieren  estas  verificado  al 
fijar  el  segundo  edicto  anunciando  la  venta.  Como  que  estos 
anuncios,  y  los  plazos  intermedios  que  han  de  guardarse 
para  hacerlos,  son  diligencias  y  términos  inlroducidos  en 
favor  del  deudor  ó  ejecutado ,  es  ocioso  advertir  que  puede 
renunciarlos. 

Hemos  dicho  al  comenzar,  y  ahora  repetimos ,  que  el  pro- 
cedimiento á  que  da  margen  la  acción  ejecutiva,  no  es  en  la 
república  un  juicio  especial ,  sino  meramente  una  hijuela 
del  ordinario  ,  ó  como  si  dijéramos  un  ramo  suyo  separado  ; 
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de  manera  que  el  pleito  no  sufre  la  menor  alteración  en  sus 
trámites  comunes  ,  por  medio  de  los  cuales  alegan  y  justifi- 
can las  partes  sus  derechos  y  escepciones ,  poniéndose  todo 
en  el  cuaderno  ó  autos  que  forma  el  secretario  ,  luego  que 
recibe  una  demanda  ordinaria.  Las  diligencias  pues  de  que 
hasta  ahora  hemos  hablado ,  no  se  proponen  otro  fin  que  el 
de  tener  dispuesta  y  pronta  á  cumplirse  la  sentencia  que 
recaiga  en  el  juicio  ordinario ,  y  así  es  que  todo  lo  que  se 
practique  en  virtud  del  mandamiento  de  ejecución,  las  dili- 
gencias para  anunciar  la  venta  de  los  bienes  embargados  , 
las  .que  puedan  ocurrir  en  su  justiprecio,  y  cualesquiera 
otras  que  tengan  relación  con  el  embargo  y  venta  de  los 
bienes  en  que  se  haya  hecho  la  traba ,  ó  con  la  prisión  ó 
libertad  del  deudor,  forman  un  cuaderno  separado  que  co- 
mienza en  el  citado  mandamiento,  del  cual  puede  enterarse 
el  deudor  ó  ejecutado,  siempre  que  lo  desee,  en  el  mismo 
tribunal,  sin  que  nunca  pueda  confiársele.  De  tal  espedien- 
te no  puede  hacerse  uso  alguno  hasta  que  recaiga  ejecutoria 
en  el  pleito  ;  y  entonces  es  cuando ,  si  ha  trascurrido  el  tér- 
mino de  los  anuncios  ,  y  los  bienes  están  justipreciados  ,  se 
señala  desde  luego  dia  para  el  remate  en  las  puertas  del  tri- 
bunal, en  el  mercado  público,  ó  en  cualquiera  otro  lugar 
que  elijan  las  partes  de  consuno.  Al  comenzar  esta  diligen- 
cia ,  el  juez  ó  cualquier  otra  persona  encargada  de  ella  debe 
señalar  precisamente  el  tiempo  que  destina  á  recibir  las 
proposiciones  de  los  licitadores,  pasado  el  cual  no  puede 
ya  recibirse  ninguna;  siendo  de  notar  ademas,  que  en  la 
república  pueden  ser  licitadores  los  mismos  ejecutantes.  No 
puede  admitirse  postura  alguna  que  no  llegue  á  las  dos  ter- 
ceras partes  del  justiprecio ,  á  menos  que  al  contrato  se  haya 
añadido  el  pacto ,  lícito  en  Venezuela ,  de  que  se  haga  la 
venta  por  la  cantidad  que  se  ofrezca  ;  y  dando  por  supuesto 
que  las  posturas  cubren  los  citados  dos  tercios  en  el  caso 
mas  común ,  que  es  el  primero  ,  se  tiene  por  mejor  postor 
al  que  ofrece  mayor  suma  ,  aunque  sea  en  plazos,  siempre 
que  el  acreedor  los  admita  descargando  de  toda  responsabi- 
lidad al  ejecutado.  Pasado  el  término  que,  según  hemos  di- 
cho, debe  señalar  el  juez  para  admitir  las  licitaciones,  y 
llegada  la  hora  del  remate ,  publica  el  que  la  preside  la 
proposición  mas  beneficiosa ,  y  espide  la  orden  para  que 
se  entreguen  desde  luego  á  su  autor  los  bienes  rematados  ; 
quedando  por  este  hecho  perfeccionada  irrevocablemente  la 
venta ,  sin  que  pueda  admitirse  contra  ella  reclamación  al- 
guna, ni  aun  por  via  de  restitución  in  iníegrum ,  ni  por 
derecho  de  retracto.  La  certificación  del  remate  es  suficiente 
título  de  propiedad  para  el  postor  que  la  adquiere  en  este 
acto;  pero  tiene  ademas  acción  para  obligar  al  deudor  eje- 
cutado á  que  le  entregue  los  títulos  con  que  poseía  los  bie- 
nes rematados,  y  esto  dentro  de  un  plazo  perentorio  que 
graduará  el  juez,  atendidas  las  circunstancias.  Pasado  este 
término,  el  mismo,  á  solicitud  verbal  del  acreedor,  debe 
compelerle  á  entregar  dichos  títulos  por  los  medios  de  mul- 
la ó  apremio  que  se  emplean  en  la  república  para  obtener  el 
cumplimiento  de  las  sentencias  ejecutorias  ;  y  estos  mismos 
son  los  que  debe  poner  en  práctica  el  juez  para  compeler  al 
rematador  á  cumplir  las  condiciones  del  remate.  —  En  el ,. 
caso  de  que  no  se  ofrezca  postura  que  cubra  las  dos  terceras 
parles  del  justiprecio ,  se  suspende  la  adjudicación  ,  y  se 
repite  la  diligencia  á  los  ocho  dias ,  avisando  al  público ,  por 
edictos  ó  por  medio  de  los  periódicos  ,  el  dia  señalado  para 
el  nuevo  remate;  y  si  tampoco  pudiere  hacerse  la  adjudica- 
ción por  la  misma  causa  en  este  segundo ,  el  acreedor  pue- 
de pedir  que  se  le  adjudiquen  por  las  dos  terceras  partes  de 
su  valor,  y  así  debe  acordarlo  el  juez  en  el  acto.  Este  paso 
sin  embargo  obliga  al  acreedor  á  satisfacer  ante  todo  el  im- 
puesto para  gastos  de  justicia;  pero  le  deja  al  mismo  tiempo 
sn  plena  libertad  do  reclamar  entonces  mismo  ó  en  cual- 
quier tiempo  después ,  mientras  no  esté  prescrita  su  acción, 


los  demás  bienes  que  averigüe  que  pertenecen  al  deudor, 
para  cubrir  el  déficit  que  resulte  de  la  adjudicación  por  las 
dos  terceras  partes  del  justiprecio  :  atHs.  1 ,  h  ,  S  y  6,  ley 
de  10  de  abril  de  1834,  y  ley  1  ,  Ut.  7,  Cad.  de  proced.  jud. 
de  19  de  mayo  de  1836. 

***  Ahora  vamos  á  hablar  de  la  legislación  de  la  república 
de  Chile  sobre  el  punto  de  que  se  trata.  Aunque  di- 
cha legislación  ha  conservado  los  trámites  esenciales  y  los 
puntos  cardinales  de  la  doctrina  que  espone  el  autor  en  el 
presente  artículo  ,  ha  creído  sin  embargo  que  el  conjunto  de 
todas  las  disposiciones  del  derecho  español  acerca  de  esta 
materia  no  protegía  la  buena  fe,  ni  hacia  efectivo  el  cum- 
plimiento de  los  empeños,  ni  facilitaba  el  logro  de  los  dere- 
chos con  toda. la  brevedad  y  eficacia  apetecibles  ;  y  con  este 
objeto  ha  derogado  espresamente  todas  las  leyes  existentes 
sobre  las  materias  de  que  se  trata  en  este  articulo,  y  las  ha 
reemplazado  para  mayor  claridad  con  una  sola ,  que  abraza 
las  mas  principales.  »», 

Y  comenzando  por  la  âeihamïa,  despues  de  repetir  que  no 
puede  proponerse  con  el  carácter  de  ejecutiva  la  que  no  se 
funde  en  alguno  de  los  títulos  ,  á  los  cuales  dé  la  ley  espre- 
samente tal  fuerza,  declara  comprendidos  en  la  clase  de 
ejecutivos  á  los  siguientes  :  í9.  La  sentencia  pasada  en  au- 
toridad de  cosa  juzgada,  aunque  hubiese  sido  pronunciada 
por  arbitros  ó  amigables  componedores  :  %°.  El  avenimiento 
de  las  partes  hecho  ante  el  juez ,  siempre  que  conste  de  una 
acta  firmada  por  este  ,  dichos  litigantes  y  el  escribano  : 
5o.  La  confesión  judicial  :  U°.  El  instrumento  público  ó  autén- 
tico :  b°.  Los  vales ,  contratos,  cartas  y  papeles  reconocidos 
judicialmente  por  la  parte  contra  quien  se  dirige  la  ejecu- 
ción ,  y  estendidos  los  dos  primeros  en  el  papel  sellado  cor- 
respondiente :  6o.  Las  letras  de  cambio  ,  libranzas  ó  pagarés 
reconocidos  judiciamente  por  el  librador,  aceptante  ó  en- 
dosante contra  quien  se  intenta  el  juicio ,  y  estendidos  igual- 
mente en  el  papel  del  sello  que  corresponda  :  7o.  Las  pólizas 
originales  de  contratos  celebrados  con  intervención  de  cor- 
redor público,  que  estén  firmadas  por  los  contratantes  y 
por  el  mismo  corredor  que  ¡nervino  en  el  contrato  :  8°.  Las 
facturas  ,  cuentas  corrientes  y  liquidaciones  aprobadas  por 
el  deudor,  siempre  que  este  haya  reconocido  judicialmente 
su  firma.  Autorizado  con  uno  de  estos  títulos  ,  el  actor  debe 
proponer  su  demanda  ante  el  juez  de  primera  instancia  del 
fuero  del  reconvenido  ,  estendiéndola  por  escrito ,  jurando 
ser  cierta  la  deuda ,  y  poniendo  con  todas  sus  letras  el  dia  , 
mes  y  año  en  que  la  presenta.  Entre  los  documentos  deque 
acabamos  de  hablar,  hemos  visto  que  hay  algunos  que  re- 
quieren el  reconocimiento  del  deudor,  y  que  la  confesión 
departe  ha  de  ser  judicial  y  no  privada;  y  por  lo  tanto 
en  estos  casos  el  actor  debe  dar  el  paso  previo  de  pedir  al 
juez  que  hemos  dicho  ,  que  mande  comparecer  al  reconve- 
nido á  hacer  la  confesión  ó  el  reconocimiento  ;  después  do 
lo  cual  propondrá  del  modo  espuesto  su  demanda ,  si  la  otra 
parte  reconoce  ó  confiesa ,  porque  en  el  caso  contrario  es 
preciso  que  recurra  á  un  juicio  ordinario  para  probar  la  le- 
gitimidad de  su  crédito.  Y  respecto  del  reconocimiento,  de- 
berá tenerse  presente  que  si  el  documento  no  pasa  de  diez 
años ,  basta  que  el  demandado  reconozca  su  firma ,  aun 
cuando  niegue  la  deuda;  mas  si  pasa  de  esta  fecha,  ya  es 
necesario  que  confiese  ademas  que  debe  aquella  ruma,  ó 
que  se  obligó  como  allí  se  dice,  porque  osla  confesión  judi- 
cial hace  renacer  en  cierto  modo  la  acción  ejecuTiva  «¡uc  so 
prescribe  por  el  trascurso  de  diez  años.  Pero  tanto  en  el 
caso  de  confesión  ó  reconocimiento,  como  en  el  de  presen- 
tación de  cualquiera  otro  de  los  títulos  que  dejamos  enume- 
rados, es  indispensable  que  resulto  de  ellos  una  cantidad 
líquida,  porque  solo  en  este  caso  puede  tener  lugar  el  juicio 
ejecutivo,  debiendo  reservarse  para  el  ordinario  la  parto 
que  en  los  documentos  apareciere  como  ilíquida. 
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En  visfa  pues  de  una  demanda  preparada  con  los  requisi- 
tos de  que  acabamos  de  hablar  en  sus  casos  respectivos  ,  el 
juez  debe  espedir  en  el  acto  mandamiento  de  ejecución  y 
embargo  contra  la  persona  y  bienes  del  deudor  ;  el  cual  no 
es  otra  cosa  que  una  orden  dirigida  á  cualquiera  de  los  al- 
guaciles del  juzgado ,  para  que  en  su  vista ,  y  á  requeri- 
miento del  actor  á  quien  se  entrega ,  proceda  á  practicar 
las  diligencias  siguientes  :  Ia.  Intimar  al  deudor  que  pague, 
y  si  no  lo  verifica  en  el  acto  ,  embargarle  bienes  en  la  can- 
tidad suficiente  para  cubrir  la  deuda  y  costas  ,  declarándo- 
los sujetos  á  aquel  juicio,  y  depositándolos  en  persona  co- 
nocida y  de  responsabilidad  :  2a.  Si  no  tuviere  bienes  ó  los 
embargados  no  fuesen  bastantes  á  juicio  del  ejecutor  para 
cubrir  el  pago  decretado,  conducir  al  deudor  á  una  prisión  : 
3a.  Conducirle  igualmente  á  la  cárcel,  si  teniendo  bienes 
suficientes  ,  y  despuesde  hecho  el  embargo,  no  presenta  fia- 
dor que  con  los  suyos  se  obligue  á  salir  garante  de  que  los 
trabados  son  propios  del  deudor,  y  que  son  suficientes  para 
cubrir  la  deuda  y  costas  ;  que  es  lo  que  se  llama  fianza  de 
saneamiento  :  4a.  Suspender  todo  embargo  y  prisión ,  si 
antes  de  concluirse  sus  diligencias  ,  consigna  el  deudor  la 
cantidad  mandada  abonar,  ó  da  fianza  á  satisfacción  del  eje- 
cutante, de  que  entregará  llanamente  dicha  cantidad  ala 
orden  del  juez,  luego  que  se  le  notifique  la  sentencia  de 
trance  y  remate  ,  dando  cuenta  al  juzgado  con  el  testimonio 
de  la  fianza  otorgada  en  estos  términos,  y  la  nota  de  haberse 
conformado  con  ella  el  ejecutante. 

Examinemos  por  separado  cada  una  de  estas  diligencias. 
Respecto  al  embargo ,  la  deuda  puede  ser  de  una  especie 
determinada  ,  y  entonces ,  si  es  que  existe ,  el  mandamiento 
de  ejecución  contiene  la  orden  de  embargarla  directamen- 
te; mas  si  no  existe,  se  valúa  á  precio  corriente  por  uno  ó 
dos  peritos  que  nombra  el  juez  de  oficio,  y  el  mandamiento 
de  ejecución  se  libra  por  la  suma  en  que  hubiere  sido 
apreciada ,  quedando  á  salvo  su  derecho  al  deudor  para 
pedir  la  reducción  correspondiente,  si  en  el  término  del 
encargado ,  de  que  hablaremos  después ,  probare  que  el 
justiprecio  fué  escesivo.  Fuera  de  este  caso,  la  ejecución 
debe  trabarse  en  los  bienes  que  el  deudor  presente  al  efecto, 
siempre  que  el  acreedor  consienta  en  ello  ,  y  si  no ,  en  los 
que  este  designe  ;  siendo  la  ley  la  que  en  el  supuesto  de  que 
ni  uno  ni  otro  ejerzan  este  derecho,  manda  al  alguacil  que 
embargue  ante  todo  los  bienes  muebles,  y  solo  á  falta  de  es- 
tos, por  no  haberlos  ó  por  no  ser  suficientes,  proceda á  hacer 
la  traba  en  los  inmuebles.  De  entre  los  primeros  sin  em- 
bargo esceptúa  los  siguientes  :  Io.  La  cama  completa  nece- 
saria del  ejecutado,  la  de  sus  hijos  ,  y  la  ropa  con  que  unos 
y  otros  estén  vestidos  :  2o.  Los  libros  relativos  á  la  profesión 
del  ejecutado  ,  que  sean  indispensables  para  el  ejercicio  de 
su  facultad  :  5o.  Las  máquinas  ó  instrumentos  que  sirven  al 
ejecutado  para  la  enseñanza  ó  ejercicio  actual  de  su  ciencia 
3  arte  :  U°.  Las  armas ,  caballo  y  preciso  equipaje  de  los  mi- 
litares :  b°.  Las  dos  terceras  partes  del  sueldo  de  los  militares 
y  empleados,  no  escediendo  este  de  mil  pesos  ,  y  la  mitad  , 
si  escediere  de  esta  suma  :  6o.  Los  instrumentos  precisos  de 
labranza  :  7o.  Los  frutos  rurales  antes  de  recolectarlos.  —  El 
dinero  ó  efectos  que  pertenezcan  al  deudor  y  estén  en  poder 
de  un  tercero ,  deben  ser  embargados  en  la  suma  necesa- 
ria; pero  esto  no  lo  puede  decretar  el  juez,  sino  á  reque- 
rimiento del  ejecutante.  Este  ademas ,  si  entendiere  que  no 
son  suficientes  los  bienes  comprendidos  en  la  traba,  ó  que 
han  dejado  de  incluirse  en  ella  los  necesarios  ,  por  haberlos 
ocultado,  puede  reclamar  su  mejora  en  el  progreso  del  jui- 
cio ,  pidiendo  que  se  amplíe  á  los  que  estén  de  manifiesto  ó 
álos  que  se  hayan  ocultado;  debiendo  en  este  último  caso 
designar  cuáles  sean  y  en  dónde  se  hallan,  y  justificar 
ademas  que  son  propiedad  del  deudor,  si  estuvieren  en  po- 
der de  un  tercero  y  este  lo  negare.  Las  partes  pueden  pre- 


senciar el  embargo  por  sí  ó  por  sus  apoderados  ,  debiendo 
firmar  la  diligencia  cuando  ejerzan  este  derecho  ;  y  aun 
en  el  caso  de  que  no  asistan  ,  ó  de  que  asistiendo  no  sepan 
firmar,  deben  constar  estas  circunstancias  en  la  citada  di- 
ligencia. —  En  cuanto  á  la  prisión,  tiene  esta  lugar  contra 
todo  deudor,  sea  cual  fuere  su  clase  ó  fuero  ,  á  escepcion 
únicamente  de  las  personas  siguientes:  Io.  Las  mujeres, 
siempre  que  la  deuda  no  provenga  de  delito  ó  cuasi  delito  , 
y  siempre  que  no  tengan  fábrica,  almacén  ó  tienda  abierta 
en  que  públicamente  comercien  en  nombre  propio  :  2o.  Los 
Senadores  y  Diputados  ,  mientras  su  respectivo  cuerpo ,  ó 
la  Comisión  conservadora ,  cuando  este  no  se  halle  reunido, 
no  haya  autorizado  previamente  la  prisión  :  3o.  Los  inten- 
dentes y  gobernadores  de  plaza  y  departamento  :  'Io.  El  con- 
sorte ,  ascendiente ,  descendiente,  suegro ,  yerro  ó  hermano 
del  ejecutante.  Contra  estos  no  puede  el  juez  decretar  la 
prisión  por  deudas,  y  aun  contra  todos  los  demás  solo  en 
el  caso  de  que  el  actor  la  pida  ;  mas  si  la  deuda  procede  de 
depósito,  de  emisión  ó  aceptación  de  letra  de  cambio,  de 
libranza  ó  de  alguna  obligación  con  el  fisco  ó  con  estableci- 
mientos de  educación  ó  beneficencia ,  creados  ó  sostenidos 
por  el  Gobierno  ó  sujetos  á  su  inmediata  inspección  ,  la  pri- 
sión procede  y  ha  de  disponerla  el  juez  de  oficio  ,  sin  nece- 
sidad de  que  la  pida  el  ejecutante.  Este  se  halla  obligado  á 
abonar  al  deudor  preso  un  real  diario  por  semanas  antici- 
padas ,  debiendo  entregarle  cada  sábado  en  presencia  del 
alcaide  los  siete  reales  que  corresponden  á  la  semana  si- 
guiente,  so  pena  de  que  el  deudor  pueda  pedir,  y  el  juez 
deba  acordar  la  libertad  ,  si  en  alguna  de  ellas  deja  de  cum- 
plirlo; pero  este  gasto  debe  agregarse  á  las  costas  concluido 
el  juicio ,  para  que  le  sea  abonado  al  ejecutante.  Si  el  preso 
no  tuviere  apoderado,  deben  hacérsele  saber  en  la  cárcel 
todas  las  providencias  ;  y  cuando  fuere  necesario  compare- 
cer en  juicio  ,  tiene  derecho  para  reclamar  que  se  le  per- 
mita hacerlo  personalmente  bajo  la  custodia  ó  seguridad 
que  corresponda.  —  Tocante  á  la  fianza  de  saneamiento, 
hemos  dicho  ya  en  qué  consiste  ;  y  solo  falta  añadir  que  el 
fiador  ha  de  ser  á  satisfacción  del  ejecutante ,  para  lo  cual 
puede  pedir  al  juez  que  se  mejore  la  admitida  ;  y  que  para 
este  solo  caso  puede  el  mismo  ejecutante  admitir  la  garantía 
del  propio  deudor,  si  consta  que  á  mas  de  los  bienes  em- 
bargados tiene  otros  que  son  suficientes  para  asegurar  el 
saneamiento.  —  En  todas  estas  diligencias  que  acabamos 
de  esplicar  circunstanciadamente ,  el  ejecutor  es  responsa- 
ble con  su  persona  y  bienes  de  cualquier  esceso  que  cometa 
al  darles  cumplimiento,  y  de  los  perjuicios  que  cause  por 
no  haberse  arreglado  á  derecho  ;  sin  que  pueda  exigir  mas 
emolumentos  que  los  señalados  por  arancel,  con  esclusion 
de  la  décima  que  concedía  el  derecho  español  y  ha  abolido 
la  ley  q.ue  estamos  esponiendo. 

Hecho  el  embargo  ó  traba,  y  notificado  al  deudor,  si  na 
lo  hubiere  presenciado ,  se  le  cita  de  remate  ;  con  lo  cual 
tiene  dos  dias  naturales,  contados  desde  el  en  que  se  le  hu- 
biere hecho  esta  citación  ,  para  hacer  el  pago  de  la  deuda 
ú  oponerse  à  la  ejecución  ;  á  cuyo  efecto  está  autorizado 
para  examinar  los  autos  sin  sacarlos  de  la  oficina  en  donde 
se  hallen.  Para  que  sea  admisible  su  oposición ,  es  nece- 
sario que  se  funde  en  alguna  de  las  escepciones  siguientes  : 
Ia.  Incapacidad  ó  falla  de  representación  para  demandar  : 
2a.  Pago  de  la  deuda:  3a.  Falsedad  del  título,  ó  insuficiencia 
para  despachar  mandamiento  de  ejecución:  lía.  Prescripción 
ó  caducidad  de  este  titulo  :  oa.  Pacto  de  no  pedir  :  6a.  Con- 
cesión de  quita  ó  espera  :  7a.  Transacción  :  8'.  Compensa- 
ción de  la  deuda  que  se  reclama ,  pero  por  crédito  líquido  y 
ejecutivo  :  9a.  Novación  del  contrato,  siempre  que  se  haya 
variado  la  sustancia  de  él ,  ó  las  personas  principales  quo 
intervinieron  en  el  primero  :  10".  Fuerza  con  daño  grave  ó 
inminente  contra  la  persona  para  arrancar  su  consenti- 
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miento:  IIa.  Temor  que  pueda  doblar  là  voluntad  de  un 
Varón  constante  :  12a.  Incompetencia  del  juez  :  15a.  Litis- 
pendencia  :  14a.  Cosa  juzgada.  Si  el  documento  en  cuya  vir- 
tud se  ha  despachado  la  ejecución ,  es  alguna  letra  de  cam- 
bio, no  es  admisible  la  oposición  que  se  funde  en  otras 
escepciones  que  las  siguientes  :  Ia.  Pago  :  2a.  Falsedad  : 
5a.  Prescripción  ó  caducidad  de  la  letra  :  4a.  Espera  ó  quita  : 
5a.  Quiebra  del  librador  ó  endosante  antes  de  vencer  el  plazo  : 
Ca.  Incompetencia  :  7a.  Litispendencia  :  8a.  Cosa  juzgada. 
Oponiendo  pues  el  ejecutado  alguna  de  estas  escepciones, 
el  juez  debe  admitirla  desde  luego ,  mandando  dar  en  el  acto 
copia  del  escrito  al  ejecutante,  y  encargando  á  entrambos 
los  diez  dias  de  la  ley  ;  por  cuya  frase  se  da  á  entender  en 
el  foro  que  se  comuniquen  los  autos  á  las  partes  por  ese 
espacio  de  tiempo ,  para  que  durante  él  presente  cada  una 
las  pruebas  que  en  su  vista  estime  conducentes.  En  virtud 
de  este  acuerdo  han  de  entregarse  los  autos  al  ejecutado 
por  los  primeros  cinco  dias  ,  y  por  los  otros  cinco  restantes 
al  actor  ;  y  uno  y  otro  deben  ,  no  precisamente  en  alguno 
de  los  cinco  dias  en  que  tienen  encargados  ó  en  su  poder 
los  autos ,  sino  en  cualquiera  de  los  diez,  suministrar  las 
pruebas  que  tengan  dispuestas.  La  recepción  de  estas  prue- 
bas debe  hacerse'del  mismo  modo  y  bajo  las  propias  forma- 
lidades que  dejamos  esplicadas  al  hablar  del  juicio  ordina- 
rio; pero  el  término  de  los  diez  dias  es  fatal,  y  prorogable  solo 
á  petición  del  ejecutante ,  en  cuyo  favor  está  introducida 
la  perentoriedad,  cuando  el  deudor  no  se  halle  encarcelado. 
Como  pudiera  suceder  sin  embargo  ,  que  por  circunstancias 
particulares  no  le  fuera  dable  al  ejecutado  probar  plena- 
mente sus  escepciones  ,  por  otra  parte  ciertas  y  legítimas, 
dentro  de  tan  breve  plazo,  el  legislador  ha  tomado  en  cuenta 
este  acaso  probable ,  no  para  suspender  el  juicio  ni  para 
hacer  mas  duradero  el  citado  término ,  sino  para  dejar  á 
cubierto  los  intereses  del  reconvenido  y  asegurar  el  cum- 
plimiento de  la  cabal  justicia  ;  y  así,  cuando  el  ejecutado 
manifiesta  bajo  juramento,  al  proponer  su  escepcion  ,  que 
no  le  será  posible  justificarla  dentro  del  término  del  encar- 
gado ,  ó  hace  presente  al  espirar  este  ,  también  bajo  jura- 
mento ,  que  si  la  prueba  suministrada  no  es  tan  concluyente 
y  completa  como  fuera  de  desear,  es  porque  la  falta  de 
tiempo  le  impide  presentar  la  que  se  echa  de  menos  y  él 
pudiera  aducir,  si  el  plazo  fuese  mas  largo;  el  juez  no  lo 
proroga  por  esta  razón  ,  ni  menos  suspende  el  curso  del 
juicio ,  sino  que  antes  de  llevar  adelante  la  ejecución  ,  exige 
como  condición  precisa ,  que  el  actor  dé  fianza  de  estar  á  las 
resultas  del  juicio  ordinario ,  para  el  cual  se  reserva  la  plena 
justificación  el  reconvenido. 

Al  trámite  que  acabamos  de  esponer,  sigue  por  su  orden 
la  sentencia  de  remate.  Esta  no  es  otra  cosa  que  un  decreto 
del  juez,  por  el  cual  se  manda  llevar  adelante  la  ejecución  , 
tasando  los  bienes  embargados ,  vendiéndolos  en  pública 
subasta ,  y  haciendo  pago  de  su  producto  al  ejecutante  de 
su  deuda  y  espensas,  con  el  abono  ademas  de  los  gastos 
del  juicio.  Esta  sentencia  por  lo  tanto  debe  dictarse ,  cuando 
citado  de  remate  el  ejecutado  ,  no  verifica  el  pago  ni  hace 
su  oposición  dentro  de  los  dos  dias  que  tiene  de  término  , 
ó  la  escepcion  que  alega  ,  no  es  de  las  que  la  ley  marca 
como  únicas  admisibles;  y  cuando,  si  bien  se  opone  en 
tiempo,  manifiesta  bajo  juramento  en  el  mismo  escrito  en  quo 
alega  su  legítima  escepcion  ,  que  no  bastándole  para  pro- 
barla el  término  del  encargado  ,  se  reserva  su  justificación 
para  el  juicio  ordinario  ,  en  cuyo  caso  puede  el  juez  dictar 
la  sentencia,  siempre  que  el  ejecutante  dé  la  fianza  de  estar 
á  las  resultas  de  que  antes  hemos  hablado.  Según  se  echa 
de  ver,  en  uno  como  en  otro  supuesto  no  hay  término  del 
encargado ,  y  la  sentencia  de  remate  debe  dictarse  luego 
que  espiran  los  dos  dias  siguientes  á  la  citación  llamada 
también  de  remate  ;  pero  una  vez  concedido  el  primero  , 


debe  esperar  el  juez  á  su  conclusion ,  y  meditar  con  mas 
calma  el  fallo  que  proceda.  En  efecto  ,  cuando  las  partes 
han  suministrado  pruebas,  aun  cuando  el  ejecutado  haya 
protestado  bajo  juramento  al  cerrar  las  suyas,  que  si  hay 
en  ellas  algún  vacío  ,  culpa  es  de  la  falta  de  tiempo  que  él 
se  propone  reparar  en  el  juicio  ordinario  ;  concluido  el  tér- 
•mino  del  encargado  ,  el  juez  debe  señalar  la  audiencia  va- 
cante mas  inmediata  para  la  vista  de  la  causa ,  citando  á  las 
partes  para  que  acudan  á  la  escribanía  á  enterarse  de  la 
prueba  suministrada  y  méritos  de  los  autos,  y  puedan  ,  si 
quieren  ,  comparecer  por  sí  ó  por  medio  de  sus  apoderados 
á  sostener  su  derecho  en  los  estrados.  En  el  mismo  dia  de  la 
vista,  ó  á  mas  tardar  en  los  dos  inmediatos,  el  juez  debe 
dar  su  sentencia  según  el  mérito  de  los  autos  ,  ó  bien  dic- 
tando la  de  remate  que  hemos  esplicado  ,  si  el  reconvenido 
no  ha  probado  sus  escepciones  ,  ó  bien  ,  si  las  ha  justificado , 
revocando  la  ejecución  ,  absolviendo  de  ella  al  reo  ,  man- 
dando alzar  el  embargo  ,  entregar  libremente  los  bienes  y 
cancelar  las  fianzas,  y  condenando  en  las  costas  al  ejecu- 
tante. Nada  importa  que  de  los  mismos  autos  aparezca  que 
la  falta  de  justificación  de  las  escepciones  propuestas  pro- 
viene de  hallarse  ausentes  los  testigos ,  de  no  haberse  podido 
presentar  los  documentos  ,  ó  de  otro  cualquier  motivo  , 
porque  el  juez  no  debe  atender  mas  que  al  mérito  de  los 
autos  para  dar  su  fallo,  quedando  luego  espedito  á  las  partes 
el  juicio  ordinario  para  subsanar  todas  las  faltas  que  pro- 
vengan del  breve  plazo  del  ejecutivo.  Ya  hemos  visto  los 
casos  en  que  la  misma  parte  previene  este  inconveniente, 
allanándose  á  que  se  lleve  adelante  la  ejecución,  pero  reser- 
vándose la  justificación  de  su  derecho  en  el  juicio  ordina- 
rio, para  lo  cual  exige  fianza  al  ejecutante  ;  y  solo  falta  aàadir 
que  en  estos  supuestos ,  si  el  ejecutado  no  propone  su  de- 
manda por  la  via  ordinaria  dentro  de  los  quince  dias  siguien- 
tes al  otorgamiento  de  la  fianza ,  queda  esta  cancelada. 

De  esta  sentencia  de  remate  puede  apelar  el  ejecutado,  y 
en  este  caso  se  le  admitirá  la  apelación  tan  solo  en  el  efecto 
devolutivo  ;  porque  una  vez  dada  ,  debe  llevarse  á  puro  y 
debido  cumplimiento;  y  solo  cuando  llegue  el  acto  de  hacer 
el  pago  al  acreedor,  debe  este  dar  fianza  de  estar  á  las  re- 
sultas del  nuevo  juicio,  si  se  hubiere  alzado  de  dicha  sen- 
tencia el  reconvenido.  Notificada  pues  esta  sentencia  de 
remate,  se  procede  desde  luego  á  entregarle  al  acreedor  la 
especie  embargada  ,  si  es  de  las  que  no  deben  subastarse, 
cancelando  ademas  la  fianza  de  saneamiento  y  el  depósito 
otorgados  al  tiempo  de  hacer  la  traba  ,  como  así  deberá  ha- 
berlo dispuesto  el  juez  en  la  sentencia;  pero  si  el  objeto 
embargado  es  de  los  que  deben  subastarse,  la  primera  dili- 
gencia después  de  la  notificación  es  la  tasa  de  los  bienes 
trabados.  À  este  fin  cada  parte  debe  nombrar  un  perito  den- 
tro de  las  veinte  y  cuatro  horas,  haciéndolo  el  juez  de  oficio 
por  la  que  no  lo  verifique  en  este  término;  y  hecho  el  justi- 
precio ,  se  sacan  á  pública  subasta.  Para  ello  se  clan  tres 
pregones  de  dos  en  dos  dias ,  si  los  bienes  son  muebles,  y  de 
seis  en  seis  ,  si  fueren  raices  ,  anotándolos  en  los  autos  el 
escribano  :  todos  han  de  darse  en  el  lugar  del  juicio  ,  y  el 
primero  ademas  en  aquel  en  donde  se  hallen  los  bienes;  y 
para  mayor  publicidad  deben  fijarse  también  carteles  y  pu- 
blicarse avisos  en  los  diarios  del  citado  lugar  del  juicio. 
Durante  este  período  de  la  tasación  y  de  los  pregones  puedo 
el  deudor  redimir  los  bienes  embargados ,  satisfaciendo  la 
deuda  y  las  costas  causadas  hasta  entonces.  Si  no  los  redime, 
dado  el  último  pregón,  se  procede  en  el  dia  señalado  á  su 
remate,  en  el  cual  no  puede  admitirse  postura  que  no  cubra 
las  dos  terceras  partes  del  justiprecio.  Si  bajo  este  supuesto 
no  hubiere  ninguna  competente  ,  ó  la  mejor  no  hiciere  mas 
que  cubrir  las  dos  terceras  partes  de  la  tasación,  el  acreedor 
ó  ejecutante  puede  pedir,  y  el  juez  está  obligado  á  acordar, 
que  se  le  adjudiquen  los  bienes  por  este  precio.  Si  al  ador 


JU 


997  — 


JU 


no  le  pareciere  bien  este  medio,  y  en  su  lugar  prefiriese 
que  se  retasen  los  bienes  ,  por  si  era  sobrado  alto  el  primer 
justiprecio  ,  el  juez  lo  acordará  así,  si  lo  cree  conveniente  , 
después  de  haber  oido  al  ejecutado  ;  y  en  este  caso  se 
verificará  la  segunda  tasa  del  mismo  modo  que  la  primera, 
procediéndose  después ,  sin  dar  mas  que  el  último  pregón , 
á  la  nueva  subasta.  Si  en  esta  no  aparecieren  tampoco  postores 
competentes  ,  y  el  ejecutante  no  quisiere  usar  del  arbitrio 
ya  indicado  de  la  adjudicación  ,  puede  apelar  á  los  medios 
que  vamos  á  esponer,  los  cuales  están  también  á  su  dispo- 
sición desde  que  en  el  primer  remate  no  aparece  postor 
competente  ,  si  quiere  escusar  la  retasa.  Los  medios  á  que 
le  es  dado  recurrir,  son  los  siguientes  :  1°.  Que  se  mejore  el 
embargo,  trasladándolo  ó  ampliándolo,  según  al  juez  le  pa- 
reciere preferible ,  á  otra  propiedad  del  deudor  que  apa- 
rezca de  mas  fácil  venta  :  2o.  Que  se  le  entreguen  en  prenda 
pretoria  los  bienes  embargados ,  para  hacerse  pago  con 
sus  productos,  llevando  cuenta  documentada  de  su  admi- 
nistración ,  para  rendirla  á  su  tiempo  :  5o.  Que  se  arrienden 
al  mejor  postor  para  ir  estinguiendo  la  deuda  con  su  renta. 
No  ocurriendo  ninguno  de  los  casos  esplicados,  y  siendo 
las  posturas  superiores  á  las  dos  terceras  partes  del  justi- 
precio ,  deben  rematarse  los  bienes  á  favor  del  postor  mas 
beneficioso  ;  y  hecha  la  declaración  ,  queda  ya  irrevocable 
la  venta.  La  de  los  efectos  de  comercio  endosables  no  se 
hace  en  pública  subasta,  sino  por  mano  del  corredor  que 
nombre  el  juez,  haciéndolo  saber  á  las  partes;  y  el  corredor 
debe  negociarlos  al  cambio  corriente  en  el  dia  de  la  enaje- 
nación, según  lo  ha  de  justificar  al  rendir  la  cuenta  que 
está  obligado  á  dar  de  su  cometido. 

Terminada  con  esto  la  doctrina  relativa  á  la  sustanciacion 
del  juicio ,  debemos  hablar  ahora  de  la  suerte  del  deudor 
quo  hubiere  sido  encarcelado.  Hemos  visto  ya  las  causas 
por  las  cuales  puede  ser  reducido  á  prisión ,  y  uno  de  los 
casos  en  que  debe  ser  puesto  en  libertad,  es  decir,  cuando 
el  deudor  dejare  de  anticiparle  al  fin  de  una  semana  los 
siete  reales  de  alimentos  que  corresponden  á  la  siguiente. 
Veamos  ahora  lasdemas  por  las  cuales  debe  ser  escarcelado: 
Io.  Cuando  en  cualquier  estado  de  la  causa  consigne  la 
cantidad  demandada  y  la  correspondiente  al  cálculo  que  se 
Iiicier%de  las  costas  causadas  ,  ádé  fianza  abonada  de  sa- 
neamiento ó  de  estar  á  las  resultas  del  juicio  :  2o.  Cuando 
terminada  la  subasta,  alcance  su  producto  á  cubrir  la  deuda 
y  las  costas:  3o.  Luego  que  por  no  haber  postura  competente, 
se  le  adjudiquen  al  acreedor  en  pago  los  bienes  embargados , 
se  le  den  en  prenda  pretoria,  ó  se  arrienden  :  h°.  Siempre 
que  el  ejecutante  pida  su  libertad  ó  se  conforme  con  ella. 
Fuera  de  estos  casos  ,  el  deudor  debe  continuar  en  la  pri- 
sión del  modo  que  hemos  dicho  ,  hasta  que  deje  cubierta 
totalmente  su  deuda  ;  pero  á  los  seis  meses  de  cárcel  puede 
solicitar  que  se  le  admita  prueba  sobre  su  inocencia,  y  se  le 
declare  en  su  virtud  insolvente  inculpable.  El  mismo  juez 
que  conoció  de  la  demanda  ejecutiva,  no  puede  dejar  de 
acceder  á  la  primera  de  estas  dos  peticiones,  que  el  deudor 
debe  haberle  dirigido,  como  único  competente  ;  y  al  efecto 
señala  el  término  que  juzga  prudente ,  para  que  con  citación 
del  acreedor  se  reciba  la  prueba  ofrecida  ;  término  que  es 
común  á  entrambas  partes,  á  fin  de  que  el  ejecutante  pueda 
oponer  á  las  justificaciones  del  deudor  la  prueba  de  su  mala 
conducta.  Concluido  este  plazo ,  manda  el  juez  entregar  los 
autos  por  tres  dias  á  cada  una'  de  las  partes  ,  primero  al 
acreedor  y  después  al  deudor  ;  y  recogidos  luego ,  con  escrito 
ó  sin  él,  manda  traerlos  para  la  vista  con  citación  de  en- 
trambos. Si  el  juez  declara  en  su  sentencia  que  el  deudor 
debe  gozar  del  beneficio  de  insolvencia  inculpable  ,  se  le 
manda  prestar  por  medio  de  instrumento  público  caución 
jurada  ,  por  la  cual  se  obligue  à  pagar,  siempre  que  tuviere 
bienes ,  el  todo  ó  la  parte  que  hubiere  dejado  de  satisfacer 


á  su  acreedor,  y  se  le  pone  en  libertad  inmediatamente.  Si 
el  fallo  le  es  adverso ,  al  cabo  de  otros  seis  meses  de  cárcel, 
contados  desde  el  dia  en  que  le  fué  notificado ,  puede  reite- 
rar su  demanda;  y  entonces  procede  el  juez  como  en  lavez 
primera,  teniendo  ambas  parles  la  facultad  de  insistir  en 
los  puntos  que  en  ella  se  propusieron  justificar,  ampliando 
ó  mejorando  la  prueba.  Pero  en  este  segundo  juicio  ya  no 
es  arbitro  el  juez  de  acordar  ó  negar  el  beneficio  de  insol- 
vencia ,  sino  que  debe  precisamente  concederlo,  si  el  acree- 
dor no  prueba  en  él  alguno  de  los  hechos  ó  cargos  siguien- 
tes :  1".  Ocultación  de  bienes  :  2o.  Hechos  que  induzcan  á 
vehementísimas  sospechas  de  que  ha  habido  semejante  ocul- 
tación :  5°.  Dilapidación  :  lí°.  Esceso  en  los  gastos  domésticos 
ó  personales,  atendidos  su  caudal  y  las  circunstancias  de 
clase  y  familia  :  b°.  Pérdidas  en  cualquiera  especie  de  juego, 
en  apuestas  cuantiosas  ,  ó  en  otras  operaciones  pendientes 
absolutamente  de  la  suerte.  Si  no  justifica  pues  el  acreedor 
ninguno  de  estos  estremos  ,  el  juez  acuerda  la  libertad  del 
deudor,  previa  la  obligación  jurada  que  hemos  dicho;  pero 
si  aquel  prueba  alguna  de  las  circunstancias  espresadas  , 
debe  imponer  al  segundo  la  pena,  correspondiente,  y  después 
que  la  haya  cumplido ,  se  le  pondrá  en  libertad  ,  previa 
siempre  la  caución  jurada  ,  estendida  en  escritura  pública  , 
de  abonar  la  parte  ó  el  todo  de  la  deuda  que  deje  en  des- 
cubierto ,  si  llega  á  mejorar  de  fortuna.  Y  esta  disposición 
de  imponerle  al  deudor  el  castigo  que  marca  la  ley  yno  darle 
libertad  hasta  que  la  haya  cumplido,  previa  dicha  fianza  , 
debe  tomarla  el  juez  ,  no  solo  en  esta  segunda  demanda  del 
beneficio  de  insolvencia  inculpable,  sino  en  la  primera  yen 
cualquier  otro  estado  del  juicio  ejecutivo ,  en  que  el  ejecu- 
tante pruebe  que  el  deudor  ha  ocultado  bienes  ;  pero  con  el 
bien  eutendido  de  que,  tanto  en  este  caso,  como  en  todos 
los  demás  de  que  hemos  hablado ,  en  los  cuales  se  trate  de 
imponer  alguna  pena  al  deudor,  debe  tomarse  en  cuenta  , 
como  parte  de  ella,  el  tiempo  que  haya  estado  preso. 

Para  mayor  claridad  hemos  reservado  para  este  lugar  los 
dos  incidentes  ó  nuevos  juicios  á  que  puede  dar  margen  el 
ejecutivo ,  que  son  la  tercería  y  el  concurso  de  acreedores. 
Llámase  tercería  la  interposición  de  un  acreedor  ó  de  un 
dueño  en  un  juicio  ejecutivo  comenzado ,  alegando  su  dere- 
cho á  recobrar  ó  á  ser  satisfecho  de  los  bienes  embargados, 
con  preferencia  al  ejecutante.  Para  terciar  pues  en  un  juicio 
de  esta  naturaleza ,  es  necesario  que  la  demanda  se  funde  en 
un  título  de  dominio ,  ó  en  el  de  acreedor  de  mejor  derecho, 
y  que  este  acreedor  no  sea  mas  de  uno  :  dicha  demanda  debe 
estenderse  por  escrito  ,  y  presentarse  al  juez  que  entiende 
en  el  ejecutivo.  Si  este  la  juzga  admisible ,  dispone  desde 
luego  que  se  dé  copia  de  ella  al  ejecutante  y  al  ejecutado ,  y 
se  cite  á  estos  y  al  opositor,  para  que  dentro  de  tercero  dia 
comparezcan  á  esponer  verbalmente  lo  que  juzguen  opor- 
tuno en  apoyo  de  su  derecho  ;  y  ademas,  si  la  tercería  se 
funda  en  algún  título  de  dominio  cuyo  documento  se  presenta 
á  la  par  de  la  demanda ,  y  el  juez  lo  estima  suficiente ,  sus- 
pende el  procedimiento  ejecutivo ,  sin  levantar  el  embargo 
de  los  bienes,  hasta  la  terminación  del  incidente  de  la  ter- 
cería. Si  esta  estriba  en  la  preferencia  de  crédito ,  dispone 
que  se  formen  dos  ramos  ó  cuadernos,  uno  bajo  el  título  do 
cuaderno  de  embargo,  en  el  cual  siga  sus  trámites  la  ejecu- 
ción hasta  depositar  el  producto  del  remate ,  constando  en  él 
especialmente  las  diligencias  relativas  á  la  traba  y  su  amplia- 
ción ,  seguridad  ,  administración  y  subasta  de  los  bienes  em- 
bargados, y  nombramiento  de  síndico,  si  hubiere  lugar  ;  y 
otro  bajo  el  de  cuaderno  de  prelacion,  formado  de  las  dili- 
gencias y  trámites  pertenecientes  á  la  calificación  y  prueba 
de  los  créditos ,  y  resolución  que  se  diere  sobre  el  orden  de 
su  pago.  El  dia  señalado  para  la  comparecencia,  el  juez, 
oidas  las  partes  si  concurren ,  y  si  no  en  rebeldía  de  los  au- 
sentes, sin  necesidad  de  nueva  citación ,  decide  el  articulo 
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de  oposición,  si  lo  juzga  bastante  instruido  ;  y  si  cree  nece- 
saria alguna  justificación  ,  recibe  á  prueba  el  incidente.  Para 
este  último  Gn  debe  señalar  el  término  que  estime  bastante, 
con  tal  que  no  esceda  de  veinte  y  cinco  dias ,  si  la  prueba 
ba  de  suministrarse  en  el  mismo  lugar  del  juicio,  y  de  se- 
tenta ,  si  en  cualquiera  otro  de  la  república  ;  y  en  este  mismo 
auto  de  recepción  á  prueba  debe  citarlos  ya ,  para  que  tres 
dias  después  de  espirado  el  término  que  se  señale,  compa- 
rezcan á  la  vista  y  fallo  del  artículo.  Escusado  es  advertir 
que  este  término  de  prueba  es  común  al  opositor,  al  ejecu- 
tante y  al  ejecutado.  Llegados  á  este  punto ,  puede  muy  bien 
acaecer  que  no  haya  lugar  á  que  el  juez  dicte  sentencia , 
porque,  bien  se  funde  la  tercería  en  el  dominio,  ó  bien  en 
la  preferencia  de  crédito ,  el  ejecutante  puede  pedir  en  cual- 
quier tiempo  que  se  amplíe  el  embargo  de  bienes,  hacién- 
dolo estensivo  á  otros  del  deudor,  para  que  en  el  caso  de  que 
se  declare  legítima  la  tercería ,  quede  siempre  cubierto  su 
crédito  ;  y  si  de  esta  ampliación  resulta  que  hay  bienes  su- 
ficientes para  dejar  satisfecho  al  opositor  y  pagada  la  deuda 
por  la  cual  se  le  ejecuta,  cada  uno  se  dirige  por  la  misma 
via  ejecutiva  contra  la  porción  de  bienes  que  le  corresponde. 
Pero  fuera  de  este  caso  ,  pasados  los  tres  dias  siguientes  á  la 
conclusion  del  término  de  prueba ,  celebra  el  juez  la  vista 
de  los  autos  y  falla  el  artículo.  Hasta  este  acto  debe  estar 
suspenso  el  remate  de  los  bienes  embargadQS,  caso  de  haber 
llegado  á  este  punto  el  juicio  ejecutivo  durante  la  sustancia- 
cion  de  la  tercería  de  dominio  ,  en  el  supuesto  en  que  este 
continúa  á  pesar  de  la  oposición  ,  es  decir,  cuando  el  oposi- 
tor no  presenta  algún  documento  á  la  par  de  su  demanda,  ó 
el  que  acompaña  no  es  en  el  concepto  del  juez  bastante  con- 
cluyente  ;  y  en  el  caso  de  que  la  oposición  se  funde  en  la 
preferencia  de  crédito ,  como  que  también  puede  caminar  la 
ejecución  á  la  par  de  la  tercena,  es  dado  pasar  mas  ade- 
lante y  rematar  los  bienes,  pero  no  puede  distribuirse  su 
producto,  sino  que  debe  depositarse  hasta  que  decida  la 
cuestión  la  indicada  sentencia.  La  ley  nada  dice  acerca  de 
si  este  fallo  es  apelable,  y  en  cuántos  efectos  procede  la  al- 
zada ;  pero  este  silencio  bien  puede  atribuirse  á  que  bastan 
en  concepto  del  legislador  los  principios  generales  sobre  esta 
materia,  para  conocer  que  la  apelación  procede  de  tal  sen- 
tencia ,  pero  únicamente  en  el  efecto  devolutivo. 

Al  dar  la  definición  de  la  tercería ,  hemos  señalado  como 
lina  de  sus  circunstancias  esenciales,  la  de  que  no  sea  mas 
que  uno  el  que  la  interponga  como  acreedor  de  mejor  dere- 
cho ,  porque  habiendo  dos  ó  mas  que  intenten  la  oposición 
con  el  mismo  fin ,  pero  con  títulos  diversos  ,  no  es  ya  ter- 
cería ,  sino  concurso  de  acreedores.  En  este  caso  en  efecto , 
el  juez  ,  admitida  la  oposición  por  juzgarla  procedente,  de- 
creta Uanaioente  la  formación  de  concurso.  En  virtud  de  este 
decreto  tienen  entrada  en  el  juicio  todo  linaje  de  créditos, 
sean  ó  no  ejecutivos,  y  reclamen  ó  no  la  preferencia;  y  á 
fin  de  que  todos  concurran ,  si  alguno  espone  ó  consta  de 
otro  modo  que  hay  mas  acreedores ,  se  cita  y  emplaza  á  los 
conocidos,  para  que  acudan  á  deducir  su  derecho,  y  á  los 
ausentes  y  desconocidos  se  les  hace  saber  la  formación  de 
concurso  con  el  mismo  objeto  por  medio  de  edictos.  Compa- 
recidos los  acreedores  ,  el  juez  manda  dar  copia  de  la  espo- 
sicion  ó  demanda  de  cada  uno  al  ejecutante,  al  ejecutado  y 
á  los  demás  acreedores  ;  y  en  proporción  al  número  ele  estos 
señala  el  dia  en  que  todos  deben  comparecer  á  esponer  ver- 
balmente  lo  que  crean  oportuno  en  apoyo  de  su  derecho , 
debiendo  durante  este  término  estar  de  manifiesto  los  autos 
en  la  escribanía ,  para  que  puedan  examinarlos ,  si  gustan , 
los  interesados.  Celebrada  esta  comparecencia ,  en  una  ó 
mas  sesiones  al  arbitrio  del  juez ,  aun  cuando  no  hubiere  es- 
pirado el  término  por  el  cual  deben  estar  fijados  los  carteles 
en  que  se  anuncia  el  concurso,  se  abre  el  pleito  á  prueba  del 
modo  y  por  el  tiempo  que  hemos  espuesto  al  hablar  de  la 


tercería  ;  y  como  allí  hemos  dicho  también ,  en  el  mismo 
auto  de  recepción  se  les  cita  para  la  vista  ,  que  debe  cele- 
brarse á  los  1res  dias  de  concluido  el  término  de  prueba.  En 
este  y  en  cualquier  otro  estado  del  juicio  debe  admitirse  y 
oirse  al  acreedor*  que  se  presente.  La  vista  puede  celebrarse 
como  la  primera  comparecencia,  en  una  ó  mas  sesiones  al 
arbitrio  del  juez  ,  según  el  número  de  acreedores  y  circuns- 
tancias de  sus  acciones  ;  pero  la  sentencia  no  puede  pronun- 
ciarse hasta  que  haya  trascurrido  el  término  por  el  cual  se 
ha  dispuesto  que  estén  fijados  los  edictos.  Puede  suceder 
muy  bien  que  el  juez  no  tenga  que  pronunciarla  mas  que 
sobre  uno  de  los  objetos  del  concurso  ,  á  que  se  habrán  con- 
cretado también  los  alegatos  ó  informes  de  las  partes  en  la 
vista  ;  porque  si ,  como  hemos  dicho  en  el  juicio  de  tercería , 
se  ha  ampliado  la  traba  ,  y  con  el  embargo  de  los  nuevos 
bienes  resultan  los  suficientes  para  dejar  cumplidas  todas  las 
demandas  de  dominio  y  satisfechos  los  demás  créditos ,  las 
partes  y  el  juez  omitirán  toda  discusión  y  fallo  acerca  del 
valor  respectivo  ó  preferencia  entre  sí  de  las  acciones  adu- 
cidas, y  se  limitarán  á  debatir  y  declarar,  cuáles  son  los 
créditos  legítimos  ,  mandando  abonar  sin  la  menor  distinción 
los  que  resulten  tales ,  con  audiencia  del  deudor  ó  ejecutado. 
Pero  si  á  pesar  de  la  ampliación  no  puede  alcanzar  á  todos 
su  producto,  al  mismo  tiempo  que  la  legitimidad,  declara 
el  juez  el  lugar  que  debe  ocupar  cada  crédito  ;  y  por  es;e 
orden  ,  poniendo  en  primer  lugar  las  costas  del  pleito  ,  se 
satisfacen  las  deudas.  Hasta  esta  hora,  ó  lo  que  es  lo  mismo, 
durante  el  juicio,  no  puede  entregarse  cantidad  alguna,  ni 
aun  bajo  la  fianza  de  acreedor  de  mejor  derecho ,  es  decir, 
ni  aun  dando  fiador  de  que  se  devolverá  la  suma  recibida  , 
si  en  la  sentencia  se  declara  que  debe  percibirla  con  prefe- 
rencia otro  de  los  acreedores. 

La  doctrina  que  acaba  de  esponerse  está  fundada  en  los 
decretos  de  8  de  febrero,  16  de  marzo  ,  26  de  julio  y  22  de 
agosto  de  1857,  y  en  el  art.  i  de  la  ley  de  19  de  noviembre 
de  i 842. 

Hay  otro  juicio  ejecutivo  especial ,  establecido  señalada- 
mente para  las  deudas  hipotecadas.  Los  acreedores  que  tie- 
nen asegurados  sus  créditos  con  esta  garantía ,  están  dis- 
pensados de  reclamar  su  cumplimiento  por  la  via  ejecutiva 
ordinaria  ;  mas  para  gozar  de  este  privilegio  ,  es  mresario 
que  la  hipoteca  se  halle  establecida  con  las  formalidades 
prevenidas  por  las  leyes,  que  sea  espresa  ,  y  que  contenga 
la  cláusula  de  que  durante  la  responsabilidad  es  inajenable 
la  propiedad  hipotecada.  Ni  basta  esto  todavía  para  que 
pueda  intentarse  el  juicio  de  que  nos  proponemos  hablar  al 
presente,  sino  que  es  menester  ademas  que  en  la  escritura 
de  deuda  se  halle  especificada  la  suma  que  constituye  su 
principal;  y  si  se  hubiere  estipulado  interés,  ademas  de 
constar  en  la  misma  escritura  cuál  fué  la  tasa  que  quedó 
convenida-,  se  ha  de  presentar  liquidada  la  suma  que  al 
tiempo  de  intentar  la  demanda  constituye  el  principal  de 
estos  intereses ,  y  este  principal  ha  de  ser  previa  y  judicial- 
mente reconocido  por  el  deudor;  reconocimiento  que  surte 
su  efecto,  aunque  no  lo  haga  en  términos  espresos,  mien- 
tras no  presente  recibo  ó  documento  del  acreedor  que  men- 
güe ó  estinga  la  deuda. 

Con  estos  requisitos ,  el  acreedor  que  lo  fuere  directa- 
mente ,  ú  otro  tercero  que  haya  adquirido  su  acción ,  propo- 
ne su  demanda  por  escrito  ante  el  juez  de  primera  instancia 
del  domicilio  del  que  ha  de  ser  reconvenido,  y  este  en  su 
vista  manda  citar  á  ambas  partes,  y  acuerda  las  disposicio- 
nes necesarias  ,  para  que  al  dia  siguiente  de  la  presentación 
de  dicha  demanda  ,  se  celebre  el  juicio  verbal  en  que  debe 
conocerse  de  estos  negocios.  En  él,  la  parte  actora  debe 
presentar  la  escritura  de  constitución  de  hipoteca  y  los  de- 
mas  instrumentos  que  tenga  en  su  poder  y  corroboren  la 
legitimidad  de  la  deuda  ;  contra  los  cuales  no  se  le  admiten 
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al  deudor  mas  pruebas  que  los  recibos  ó  documentos  que 
procedan  del  acreedor,  y  estingan  ó  disminuyan  la  deuda. 
Si  el  reconvenido  no  presentare  ninguno  de  esta  naturaleza, 
ó  no  hubiere  comparecido  al  juicio,  el  juez  le  condenará  al 
pago  del  crédito  reclamado;  y  no  verificándolo  en  el  acto 
de  intimarle  el  precepto,  ó  dentro  del  plazo  que  el  acreedor 
venga  en  concederle,  el  mismo  juez  dispone  acto  continuo 
que  se  proceda  á  la  tasación  y  remate  judicial  de  la  propie- 
dad hipotecada ,  y  que  se  haga  saber  á  las  partes  esta  pro- 
videncia. En  su  vista  el  demandante  y  el  reconvenido  nom- 
bran cada  uno  su  perito,  participando  de  palabra  el  escribano 
quién  es  el  elegido ,  y  el  juez  designa  luego  un  tercero , 
cómo  también  el  que  corresponde  al  deudor,  si  no  lo  hubiere 
nombrado  á  su  tiempo  ;  todo  esto  en  el  acto  mismo  del  jui- 
cio verbal ,  ó  á  mas  tardar  en  el  dia  inmediato.  Los  peritos 
deben  proceder  inmediatamente  á  la  tasación ,  à  lo  cual 
puede  apremiarlos  el  juez  por  medio  de  una  multa  condicio- 
nal ,  si  alguna  délas  partes  lo  pide,  poFque  la  demoran  con 
malicia  ó  sin  ella  ;  y  hecha  esta ,  se  anuncia  el  remate , 
lijando  carteles  por  tres  veces ,  de  tres  en  tres  dias ,  é  in- 
sertando el  aviso  ademas  en  los  periódicos.  Trascurrido  el 
último  plazo,  se  celebra  el  remate  con  las  solemnidades  de 
derecho  ,  que  son  las  que  hemos  espuesto  hablando  del  jui- 
cio ejecutivo  ordinario  :  si  hubiere  postura  competente ,  se 
da  la  finca  en  venta  judicial  al  postor  mas  beneficioso ,  y  si 
no ,  se  le  adjudica  en  propiedad  al  acreedor  por  las  dos  ter- 
ceras partes  de  la  tasación  ,  ó  se  le  da  en  prenda  pretoria, 
para  que  vaya  haciéndose  pago  de  sus  productos ,  hasta  de- 
jar cubiertos  el  capital  y  los  intereses.  En  cualquiera  de  estos 
casos  ,  bien  sea  el  precio  del  remate  en  la  venta  judicial ,  ó  ' 
bien  las  dos  terceras  partes  del  justiprecio  en  la  adjudica- 
ción ,  ó  los  rendimientos  en  la  prenda  pretoria,  han  de  cu- 
brir las  costas  del  pleito,  las  de  la  tasación,  la  alcabala,  y  el 
principal  é  intereses  de  la  ejecución  ;  y  si  después  de  satis- 
fechas estas  atenciones  queda  algún  residuo,  debe  entregár- 
sele al  ejecutado. 

Como  la  recusación  puede  interponerse  en  cualquier  es- 
lado  del  pleito  concurriendo  ciertas  circunstancias,  aunque 
por  punto  general  debe  hacerse  al  proponer  la  demanda  ó  al 
dar  la  contestación,  hemos  reservado  para  este  lugar,  como 
una  advertencia  general,  la  de  que  en  este  juicio  no  puede 
recusarse  mas  que  un  juez  ;  pero  este  lo  ha  de  ser  con  cau- 
sa, porque  en  esta  parte  creemos  derogado  el  art.  9  de  là 
ley  que  vamos  esponiendo,  por  el  art.  23  del  decreto  de  2 
de  febrero  de  1857.  Fuera  de  esta  particularidad,  solo  queda 
que  añadir  lo  perteneciente  á  los  remedios  de  que  puede 
hacerse  uso  contra  los  fallos  dados  en  este  juicio.  La  ley  es- 
cluye  el  de  la  apelación  y  demás  ordinarios  ,  y  solo  concede 
el  recurso  de  nulidad.  A  este  da-lugar  en  el  caso  determina- 
do de  infracción  literal  y  espresa  de  la  ley  que  arregla  estos 
juicios,  y  en  el  de  falsificación  de  escritura.  Por  cualquiera 
de  las  dos  causas,  la  parte  que  se  sintiere  agraviada,  y 
quiera  hacer  uso  de  este  remedio ,  debe  interponer  el  recur- 
so por  escrito,  señalando  el  vicio  ó  causa  de  la  nulidad, 
ante  el  mismo  juez  del  pleito ,  dentro  de  los  cinco  dias  si- 
guientes á  la  notificación  de  la  sentencia,  y  después  de  haber 
reclamado  la  nulidad  al  cometerla  ;  y  el  juez ,  sin  suspender 
por  esta  causa  el  cumplimiento  de  lo  que  estuviere  pendien- 
te, sino  que  antes  bien  llevándolo  á  debido  cabo,  y  sin 
turbar  la  posesión  del  que  haya  obtenido  la  propiedad  hipo- 
tecada ,  remite  á  la  Corte  de  apelaciones  las  diligencias  ori- 
ginales, citadas  las  partes.  Llegadas  á  este  tribunal,  se  falla 
el  recurso  del  modo  que  diremos  en  el  articulo  Sentencia, 
y  según  allí  se  dirá,  no  queda  ya  ningún  remedio  legal  contra 
esta  sentencia.  —  La  doctrina  que  acabamos  de  esponer  res- 
pecto á  la  interposición ,  admisión  y  sustanciacion  del  re- 
curso de  nulidad  en  este  juicio,  no  es  la  que  se  deduce  del 
contesto  de  la  ley  de  2  cíe  febrero  de  1829,  á  la  cual  nos  he- 


mos acomodado  en  todo  lo  demás  literalmente ,  fuera  de  lo 
notado  acerca  de  la  recusación;  sino  que  es  la  que  resulta 
de  los  arts.  10  a  ik  de  la  misma,  combinados  con  las  dis- 
posiciones del  decreto  de  Io.  de  marzo  de  1857,  que  implí- 
citamente los  modifican  en  los  términos  que  dejamos  es- 
puestos. =  Por  la  conexión  que  hay  entre  estas  materias, 
véanse  los  artículos  Cesión  de  bienes  y  Espera  en  la  parte  to- 
cante al  derecho  americano.] 

JUICIO    EJECUTIVO  EN    ASUNTOS    DE    HACIENDA  PUBLICA. 

Véase  Procedimiento  ejecutivo. 

JUICIO  EJECUTIVO  EN  NEGOCIOS  MERCANTILES.  Véase 
Procedimiento  ejecutivo. 

JUICIO  DE  CONCURSO    DE  ACREEDORES.  El  juicio  prOmO- 

vido  por  un  deudor  que  tiene  varios  acreedores,  ó  por  los 
mismos  acreedores,  para  que  sean  satisfechos  sus  créditos, 
en  la  forma  y  orden  que  corresponda  cuando  los  bienes  no 
alcanzan  á  cubrirlos  todos  por  entero. 

El  concurso  promovido  por  el  deudor  se  llama  concurso 
voluntario  ó  preventivo  ;  y  el  promovido  por  los  acreedores , 
concurso  necesario.  Las  diferencias  que  hay  entre  uno  y  otro 
quedan  esplicadas  en  el  artículo  Concurso  de  acreedores.  ■ 

Así  el  concurso  voluntario  como  el  necesario  se  han  intro- 
ducido no  solamente  en  beneficio  del  deudor  que  de  este 
modo  evita  el  gravamen  de  diferentes  ejecuciones,  sino  tam- 
bién en  provecho  de  los  acreedores  que  logran  en  cuanto  es 
posible  el  pago  de  sus  créditos  con  la  igualdad  ó  preferencia 
que  les  da  la  ley. 

El  concurso  voluntario  puede  ser  de  cesión  de  bienes,  dé 
espera  ó  moratoria,  y  de  quila  ó  remisión  parcial  délas  deu- 
das. Los  trámites  que  en  cada  uno  de  ellos  se  siguen,  pueden 
verse  en  sus  artículos  respectivos. 

El  concurso  necesario  solamente  en  el  modo  de  empezarse 
se  diferencia  del  de  cesión  de  bienes  ;  y  suele  formarse  á 
instancia  de  cualquiera  de  los  acreedores  que  pida  la  acu- 
mulación de  todos  los  autos  que  contra  el  mismo  deudor  se 
sigan  ya  en  diversos  juzgados,  ya  en  distintas  escribanías 
de  un  mismo  juzgado,  á  fin  de  evitarla  division  de  la  conti- 
nencia de  la  causa.  De  la  solicitud  se  confiere  traslado  al 
deudor,  y  con  su  audiencia  se  declara  la  procedencia  del 
concurso  ;  en  cuyo  caso  y  acumulados  los  pleitos  ante  el 
juez  que  tomó  primero  el  conocimiento  ó  á  quien  acudió 
mayor  número  de  acreedores ,  se  convoca  á  junta  general 
del  mismo  modo  que  en  el  juicio  de  cesión ,  y  en  ella  se 
acuerda  por  la  mayoría  el  depósito,  secuestro  ó  intervención 
de  los  bienes  concursados ,  el  nombramiento  de  defensor  ó 
síndico  del  concurso  y  administrador  de  los  bienes,  y  las 
demás  medidas  que  se  estimen  oportunas  para  su  seguridad 
y  conservación. 

Precédese  después  de  la  junta  á  legitimar  en  piezas  sepa- 
radas cada  uno  de  los  créditos  deducidos  que  ya  no  estu- 
vieren justificados,  dándose  traslado  al  síndico  ó  repre- 
sentante del  concurso  y  al  deudor.  Si  estos  manifiestan  su 
conformidad  ,  se  manda  sin  mas  trámites  que  se  tenga  por 
legítimo  el  crédito  para  ser  satisfecho  á  su  tiempo  según  su 
grado  y  lugar  ;  pero  si  se  oponen  á  su  reconocimiento ,  sa 
sigue  sobre  él  un  juicio  ordinario  hasta  que  por  sentencia 
ejecutoriada  quede  declarado  si  es  ó  no  legítimo. 

Justificados  todos  los  créditos  en  debida  forma  ,  se  pasg 
luego  en  los  autos  principales  del  concurso  al  juicio  ordina-^ 
rio  de  graduación,  en  el  cual  cada  acreedor  alega  las  razo- 
nes en  que  pretende  apoyar  el  privilegio  ó  preferencia  de 
su  crédito  ;  confiérese  traslado  del  escrito  al  defensor  ó  re- 
presentante del  concurso  para  que  manifieste  su  conformi- 
dad ú  oposición  ;  recíbese  á  prueba  el  punto  de  hecho  sobre 
que  hubiere  alguna  duda  ;  se  da  por  fin  con  citación  de  las 
partes  la  sentencia.de  graduación,  en  la  cual  se  designa  el 
orden  de  preferencia  con  que  cado  uno  de  los  créditos  debo 
ser  satisfecho  según  lo  esplicado  en  los  artículos  citados  en 
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el  de  Graduación  de  acreedores  y  en  la  palabra  Hipoteca , 
párrafo  XXVI  y  sig.  ;  contra  el  fallo  se  admiten  en  ambos 
efectos  los  recursos  legales  propios  de  todo  juicio  ordinario; 
se  ejecuta' sin  embargo  de  súplica  la  sentencia  que  profiera 
en  visla  el  tribunal  superior,  ya  sea  confirmatoria ,  ya  revo- 
catoria de  la  primera  instancia  ;  y  se  paga  por  su  orden  á 
los  acreedores  ,  dando  estos  fianza  de  acreedor  de  mejor  de- 
recho. Véase  Cesión  de  bienes$\  fin. 

Si  durante  la  sustanciacion  clel  juicio  ocurriere  algún  in- 
cidente que  no  pudiere  resolverse  sin  la  espresa  y  personal 
audiencia  de  cada  uno  de  los  acreedores,  se  convoca  á  junta 
general  á  todos  ellos,  y  se  lleva  á  efecto  lo  que, acuerda  la 
mayoría,  si  merece  la  aprobación  judicial;  siendo  muy 
oportuno  formar  sobre  ello  pieza  separada  para  no  interrum- 
pir el  curso  de  los  autos  principales. 

JUICIO  de  quiebra.  Véase  Quiebra. 

JUICIO  DE  TESTAMENTARÍA  Y  AB  INTESTAT0.E1  JUÍCÍO  que 

tiene  por  objeto  satisfacer  las  deudas  de  un  difunto  y  distri- 
buir el  resto  de  sus  bienes  entre  sus  herederos  y  legatarios 
con  arreglo  ásu  testamento,  ó  entre  sus  parientes  mas  in- 
mediatos con  arreglo  á  la  ley  en  caso  de  haber  muertointes- 
tado.  Véase  Herencia,  Hijo  postumo  y  Partición  de  he- 
rencia. 

JUICIO  de  inventario  y  partición.  Véase  Partición  de 
herencia. 

JUICIO  divisorio.  El  juicio  que  tiene  por  objeto  la  divi- 
sion ó  partición  de  una  cosa  común  entre  las  personas  á 
quienes  esta  pertenece.  Véase  Comunero  y  Partición  de  he- 
rencia. 

JUICIO  de  alimentos.  El  juicio  en  que  se  trata  del  de- 
recho que  una  persona  tiene  á  que  otra  le  suministre  ali- 
mentos. 

I.  Este  derecho  puede  provenir,  ó  bien  de  la  ley  ó  equi- 
dad natural ,  apoyada  por  la  ley  positiva  ó  por  la  costumbre, 
ó  bien  de  contrato  ó  de  disposición  testamentaria.  Los 
alimentos  cuyo  derecho  proviene  del  primer  origen ,  solo 
tienen  lugar  cuando  es  rico  ó  pudiente  el  que  los  ha  de  dar 
y  pobre  el  que  los  ha  de  recibir  ;  y  los  deL  segundo  no  se 
escluyen  por  la  pobreza  del"  que  debe  darlos  ni  por  la  ri- 
queza del  que  ha  de  recibirlos.  Las  contestaciones  que  se 
suscitan  sobre  alimentos  que  se  deben  precisamente  por  dis- 
posición testamentaria  ó  por  contrato,  se  ventilan  enjuicio 
ordinario,  pudiéndose  apelar  del  fallo  en  ambos  efectos;  y 
las  de  los  que  se  deben  por  ley  ó  equidad  se  tratan  en  jui- 
cio sumario  ,  por  considerarse  asunto  de  urgencia ,  sin  que 
de  la  sentencia  se  admita  apelación  en  cuanto  al  efecto  sus*- 
pensivo.  Véase  Alimentos. 

II.  El  que  pretende  alimentos  por  ley  ó  equidad  debe  pre- 
sentar su  demanda  ,  acompañando  los  documentos  que  tu- 
viere y  ofreciendo  información  de  la  calidad  en  que  funda 
su  derecho  y  de  la  falta  de  medios  para  subsistir;  y  si  en 
los  documentos  ó  en  la  información  y  aun  en  las  diligencias 
que  de  oficio  practicare ,  hallare  el  juez  presunciones  vehe- 
mentes del  buen  derecho  y  del  estado  de  pobreza  del  deman- 
dante, que  no  destruye  victoriosamente  dentro  de  un  breve 
término  el  demandado  ,  debe  mandar  à  este  que  suministre 
desde  luego  al  primero  los  alimentos  á  que  fuere  acreedor, 
obligándole  a  ello  en  caso  necesario  por  via  de  apremio,  y 
reservándole  su  derecho  para  deducir  y  probar  lo  que  le 
convenga  en  juicio  ordinario  ,  sin  admitirle  apelación  ,  sino 
solo  en  el  efecto  devolutivo,  así  de  esta  sentencia  inlerlocu- 
toria ,  provisional  ó  interina  como  de  la  definitiva  que  en  el 
mismo  sentido  diere  después  de  un  serio  y  maduro  examen 
del  pleito  ;  ley  1 ,  til.  19  ,  Part,  h ,  y  conde  de  la  Cañada  en 
su  Juicio  civil,  part.  2,  cap.  11,  n.  60  y  sig. 

III.  Mas  si  la  sentencia  provisional  ó  definitiva  de  la  pres- 
tación de  alimentos  fuere  revocada  despues  ,  porque  el  de- 
mandado llega  á  probar  en  el  juicio  ordinario  ?  en  el  apela- 


torio  que  el  demandante  no  tiene  la  calidad  que  la  motivó, 
como  por  ejemplo  que  no  es  descendiente  ó  ascendiente  del 
demandado ,  ó  que  es  falso  por  otro  titulo  el  derecho  que 
dedujo;  ¿estará  obligado  el  alimentista  á  restituir  el  impor- 
te de  los  alimentos  que  hubiere  recibido  y  consumido ,  y  á 
prestar  por  lo  tanto  la  fianza  correspondiente  antes  de  reci- 
birlos? Varios  autores,  entre  los  cuales  se  cuentan  el  señor 
Covarrubias  en  el  cap.  6  de  sus  Prácticas,  Molina,  de  pri- 
mogen.,  lib.  2,  cap.  16,  ns.  K%  y  45,  y  Molina,  de  juslil.  et 
jure,disp.  616  ,  n.  13,  después  de  hacer  una  distinción 
muy  esencial  entre  los  alimentistas  que  se  presentan  con  la 
calidad  de  hijos  ó  descendientes ,  y  los  que  alegan  otros  tí- 
tulos que  no  sean  los  de  hijos ,  dicen  que  los  primeros  no 
son  responsables  del  importe  de  los  alimentos  que  han  reci- 
bido, aunque  sean  vencidos  en  la  sentencia  definitiva  ó  en 
otra  instancia,  pero  que  lo  son  los  segundos  en  semejante 
caso,  y  que  así  estos  y  no  aquellos  deben  prestar  fianza. 
Mas  otros  autores  no  menos  eminentes,  como  Masuero  y 
Boerio  citados  por  el  mismo  señor  Covarrubias ,  Velasco, 
queest.  59,  til  62,  Manoquio,  de  prœsumptionibus ,  lib.  i, 
quœst.  5b,  n.  57,  Paria  en  sus  adiciones  á  la  cuestión  del 
señor  Covarrubias,  y  sobre  todo  el  señor  conde  de  la  Caña- 
da en  su  Juicio  civil,  part.  2,  cap.  11 ,  n.  61  y  sig.,  sostie- 
nen con  empeño  que  ni  los  hijos  y  demás  descendientes ,  ni 
otras  cualesquiera  personas  parientas  ó  estrañas  ,  están  en 
la  obligación  de  restituir,  por  razón  de  su  derrota  en  la  úl- 
tima sentencia ,  los  alimentos  provisionales  que  en  vista  de 
sus  títulos  les  hubieren  sido  señalados  por  el  juez  en  la  inte- 
rina ó  interlocutoria. 

IV.  Fúndanse  unos  y  otros  escritores  con  respecto  á  los 
hijos  y  demás  descendientes:  — Io.  en  la  ley  7,  tít.  19, 
Part,  ti  ,  la  cual  no  impone  al  hijo  que  ha  de  percibir  los  ali- 
mentos, obligación  de  dar  fianzas  para  asegurar  su  restitu- 
ción en  el  caso  de  declararse  por  sentencia  definitiva  que 
no  es  tal  hijo  cual  se  titula  ,  siendo  así  que  cuando  quiere  la 
ley  que  se  restituya  lo  que  se  percibe  en  virtud  de  una  sen- 
tencia ejecutiva,  previene  espresamente  la  fianza  ó  caución 
que  debe  darse  :  —2o.  en  la  ley  27,  §  5  ,  tit.  2,  lib.  b  del 
Digesto ,  la  cual  obligando  al  heredero  escrito  á  dar  alimen- 
tos al  que  en  concepto  de  hijo  ó  nieto  argüía  de  inoficioso 
el  testamento  y  había  obtenido  á  su  favor  una  sentencia,  no 
exige  de  este  fianza  ni  caución  por  no  considerarle  respon- 
sable á  la  restitución  de  los  alimentos  percibidos,  aunque 
fuese  vencido  en  la  definitiva  del  juicio  :  —  5o.  en  la  lev  1 

§  7,  tít.  6 ,  lib.  2b  del  Digesto  ,  la  cual  declara  espresamente 
que  la  madre  que  pidió  y  obtuvo  alimentos  á  nombre  del 
hijo  que  creía  llevar  en  el  vientre  ,  no  está  obligada  después 
á  su  restitución  ,  aunque  por  fin  aparezca  falsa  la  preñez ,  á 
no  ser  que  se  pruebe  haber  pretestado  esta  causa  por  calum- 
nia ó  dolo. 

V.  Por  lo  que  hace  á  las  personas  que  se  presentaron  en 
juicio  á  pedir  alimentos,  no  con  la  calidad  de  descendientes, 
sino  con  cualquiera  otra  que  les  da  también  este  derecho,  so 
apoyan  los  autores  que  les  imponen  la  obligación  de  resti- 
tuir en  caso  de  ser  vencidas  en  la  sentencia  definitiva,  los 
alimentos  que  percibieron  por  virtud  de  la  provisional,  so 
apoyan,  repito,  en  las  razones  siguientes  :  —  Ia.  en  que  no 
hay  ley  que  dispense  á  estos  alimentistas  de  la  obligación  do 
restituir  dichos  alimentos: — 2a.  en  que  obligándolos  á  la 
restitución  y  por  consiguiente  á  dar  fianzas,  se  contendrán, 
por  esto  medio  los  pobres  para  no  litigar  incautamente  y  con 
temeridad  al  abrigo  de  la  esperanza  de  recibir  alimentos 
durante  el  pleito  :  —  5'\  en  que  descubriéndose  por  la  sen- 
tencia final  la  falsedad  de  la  causa  ó  protesto  que  dio  lugar 
á  la  asignación  provisional  de  alimomos,  tiene  entonces  el 
que  los  dio  espeditas  dos  acciones  para  repetirlos,  por  no 
ser  verdadera  la  causa  que  al  principio  se  presentaba  como 
tal.  y  por  no  haberse  pagado  sino  por  error  lo  que  en  reali- 
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dad  no  se  debia;  acciones  que  entre  los  Romanos  se  llamá- 
banla primera  condictio  ob  causam  dalam ,  causant  non 
sequulam;  y  la  segunda,  condictio  indebili  per  errorem 
soluli. 

Pero  no  han  advertido  estos  escritores  la  debilidad  é  ine- 
ficacia de  las  tres  razones  que  en  apoyo  de  su  opinion  ale- 
gan. En  cuanto  á  la  primera  puede  decirse,  que  si  no  hay 
ley  que  quite  á  estos  alimentistas  la  obligación  de  restituir 
los  alimentos  percibidos  ,  tampoco  hay  ley  que  se  la  im- 
ponga ;  y  en  cuanto  á  la  segunda  y  á  la  tercera,  salta  desde 
luego  á  la  vista  que  si  en  efecto  tienen  alguna  fuerza ,  la  tie- 
nen igualmente  contra  los  alimentistas  de  todas  las  clases, 
no  solo  contra  los"  parientes  de  cualquier  grado  y  línea  y 
contra  los  estraños,  sino  también  contra  los  hijos  y  demás 
descendientes  :  ellas  son  realmente  comunes  á  todos  ellos  ,  y 
todos  ellos  habrían  de  quedar  obligados  en  su  virtud  á  la 
carga  de  la  restitución.  Pues  qué ,  ¿no  seria  también  un  obs- 
táculo la  obligación  de  restituir  para  que  un  pobre  entrase 
incauta  y  temerariamente  en  un  litigio  sobre  su  filiación  con 
el  objeto  de  arrancar  durante  el  pleito  alimentos  que  tal  vez 
no  se  le  debian?  ¿Es  acaso  muy  necesario  contener  á  un 
hombre  para  que  no  se  revista  sin  mucha  seguridad  del  tí- 
tulo de  padre  ó  de  abuelo  ó  deshermano  ó  de  otro  cualquie- 
ra de  acreedor  de  alimentos;  y  no  lo  será  contenerle  para 
que  no  tome  lijeramente  el  carácter  de  hijo  ó  nieto  con  la 
misma  intención?  Pues  qué  ,  si  entablando  un  hombre  algún 
pleito  con  la  calidad  de  hijo  y  asignándosele  por  ella  los  ali- 
mentos provisionales,  se  llega  después  á  probar  y  fallar  la 
falsedad  de  tal  filiación,  ¿no  resultará  efectivamente  que 
faltó  en  realidad  en  su  principio ,  que  no  existió  ,  que  era 
falsa  ó  errónea  la  causa  que  dio  lugar  à  dicho  señalamiento? 
¿Qué  mayor  error  que  el  de  mandar  el  juez  contribuir  con 
alimentos  al  que  se  tenia  por  hijo  y  no  lo  era?  ¿Qué  mayor 
razón  para  repetirlos  quien  los  había  dado  ,  que  la  de  ha- 
berlos dado  sin  existir  realmente  la  filiación  que  se  había 
deducido  para  exigirlos? 

Infiérese  de  estas  observaciones,  que  si  á  pesar  de  ellas 
no  se  tienen  por  bastantes  las  tres  razones  indicadas  para 
obligar  à  los  supuestos  hijos  á  la  devolución  de  los  alimen- 
tos percibidos ,  tampoco  deben  considerarse  de  eficacia  al- 
guna con  respecto  á  los  demás  alimentistas;  y  que  por  consi- 
guiente tanto  estos  últimos  como  los  primeros  deben  quedar 
esentos  de  la  restitución,  aunque  definitivamente  se  les 
declare  sin  el  derecho  que  alegaron. 

VI.  Mas ,  i  cuál  es ,  se  dirá ,  el  justo  título  que  tienen  unos 
y  otros  para  percibir  y  consumir  sin  responsabilidad  los  ali- 
mentos provisionales,  cuando  aparece  después  por  la  sen- 
tencia definitiva  que  carecían  en  verdad  del  derecho  con 
que  se  presentaron?  La  posesión  ó  cuasi  posesión  en  que 
estaban  de  su  calidad  al  empezarse  el  pleito  ,  ó  en  que  fue- 
ron puestos  por  la  sentencia  provisional  á  vista  de  las  prue- 
bas que  adujeron.  Esta  posesión  ó  cuasi  posesión  es  un  título 
justo  y  legítimo  ,  un  título  á  lo  menos  colorado  y  suficiente  y 
de  fuerza  actual  para  decretar  y  percibir  los  alimentos  ac- 
luales,  un  título  que  constituye  buena  fe,  un  título  que  no 
se  invierte  ni  altera  de  un  modo  retroactivo  por  el  descubri- 
miento posterior  de  la  falla  de  la  causa  primitiva  ó  sea  de 
la  calidad  del  alimentista  ;  porque  lo  que  una  vez  se  ha  he- 
cho y  consumado  legítimamente  ,  debe  tenerse  por  hecho  y 
consumado  sin  admitir  revocación  en  cuanto  á  lo  pasado 
cuando  menos,  aunque  después  sobrevenga  ó  se  descubra 
un  caso  que  hubiera  impedido  el  acto  :  Faclum  legitimé  re- 
iractari  non  débet ,  ticèt  casus  postea  evenial ,  à  quo  non 
poluit  inchoari;  cap.  75  de  regul.  juris  in  Sexto  :  Non  est 
nomm  ,  ulquœsemel  uliliter  constituía  sant,  durent,  licèt 
Ule  casus  exlilerit ,  à  quo  initium  capere  non  poluerunt  ; 
ley  85,  tít.  17,  Ub.  50  del  Dig.  Así  es  que  por  la  decisían 
del  cap.  19,-ea;(ra?  dep.tr.  patron,,  se  autoriza  en,  cuanto,  á  Ja 


percepción  de  frutos  la  presentación  del  que  está  en  posesión 
del  patronato,  aunque  después  se  declare  en  juicio  de  pro- 
piedad que  en  realidad  no  era  patrono.  Así  es  también  que 
según  la  ley  6,  tít.  21,  lib.  11 ,  Nov.  Rec,  debe  ejecutarse 
la  sentencia  de  tenuta  en  los  bienes  de  mayorazgo ,  y  en  los 
frutos  que  hasta  entonces  han  producido,  sin  obligación  de 
restituirlos  ,  aunque  el  poseedor  sea  vencido  en  la  propiedad. 
En  efecto  ,  los  poseedores  del  patronato  y  del  mayorazgo  sC 
consideran  por  presunción  legal  legítimos  sucesores  del  ma< 
yorazgo  y  del  patronato;  y  aunque  después  se  descubra  por 
las  sentenciasposteriores  que  en  realidad  no  lo  eran ,  no  por 
eso  se  revocan  los  efectos  de  la  posesión  ni  se  restituyen  los 
frutos  que  durante  ella  se  consumieron.  De  la  misma  ma- 
nera los  alimentistas  eran  tenidos  por  verdaderos  acreedores 
de  los  alimentos  en  el  tiempo  en  que  estos  se  les  dieron  , 
porque  existia  entonces  la  causa  en  que  se  motivaron;  y  así 
no  pueden  repetirse  los  alimentos  percibidos  por  la.,  acción 
ó  condición  ob  causam  datam,  causam  non  sequulam,  ni 
por  la  de  indebiti  per  errorem  soluti. 

VII.  No  se  crea  por  esto,  que  todos  los  alimentistas  de 
que  tratamos ,  están  en  cualquiera  caso  libres  y  esentos  de 
la  restitución  del  importe  de  los  alimentos  que  percibieron. 
Esta  esencion  es  solo  aplicable  á  los  que  se  presentaron  en 
juicio  con  buena  fe,  á  los  que  creian  que  efectivamente  te- 
nían derecho  á  ser  alimentados ,  y  que  no  sucumbieron  en 
definitiva  sino  porque  no  pudieron  probarlo  cumplidamente, 
pues  que  por  falta  de  prueba  pierde  á  veces  el  pleito  el  que 
tiene  mas  razón.  Pero  si  uno,  usurpando  de  mala  fe  la  cali- 
dad de  descendiente  ó  ascendiente  ó  de  hermano  ó  de  su- 
cesor de  otro  ,  logra  con  sus  artificios  ó  amaños  dar  tal  co- 
lorido á  su  título  que  el  juez  inducido  de  este  modo  en  error 
le  decreta  los  alimentos  provisionales  ,  y  después  en  el  pro- 
greso del  juicio  se  descubre  y  acredita  la  calumnia  ó  dolo 
que  ha  empleado,  es  claro  que  entonces  habrá  de  restituir 
todo  lo  que  hubiese  percibido,  como  quiere  la  ley  1 ,  §  7, 
tít.  6 ,  lib.  25  del  Digesto ,  en  la  cual  se  impone  la  obligación 
de  la  restitución  aun  á  la  madre  que  maliciosamente  pidió 
y  obtuvo  alimentos  á  nombre  del  hijo  que  dijo  llevar  en  el 
vientre  sabiendo  que  no  era  verdadero  tal  aserto.  ==  Véase 
Alimentos. 

JUICIO  de  tenuta.  Véase  Tenuta. 

JUICIO  de  apeo.  El  orden  de  proceder  al  deslinde  y 
amojonamiento  de  heredades  ó  tierras. 

Cuando  alguno  de  los  dueños  de  dos  ó  mas  heredades 
contiguas  quisiere  fijar  ó  determinar  por  primera  vez  y  se- 
ñalar con  mojones  la  línea  que  las  separa,  ó  bien  restablecer 
dicha  línea  y  reponer  los  mojones  en  caso  de  que  aquella 
se  hubiese  oscurecido  ó  de  que  estos  hubiesen  desaparecido 
ó  esperimentado  algún  trastorno  por  malicia  ó  descuido, 
debe  hacer  primero  las  gestiones  oportunas  para  atraer  á 
los  dueños  de  las  otras  á  practicar  la  operación  del  modo  y 
forma  en  que  se  convengan;  y  si  ni  por  ellas  ni  por  medio 
del  juicio  de  conciliación  lograse  avenencia  ,  puede  entonces 
presentar  demanda  ante  el  juez  competente  con  los  instru- 
mentos que  acrediten  la  eslension  de  su  heredad ,  pidién- 
dole que  en  compañía  del  perito  agrimensor  que  él  nombra 
desde  luego  y  de  los  que  nombren  los  adversarios  á  quienes 
se  cite  y  haga  saber,  se  sirva  proceder  al  apeo  de  las  he- 
redades y  fijación-  ó  restablecimiento  de  mojones  con  seña- 
lamiento de  dia  y  hora  y  citación  de  los  interesados. 

El  juez  accede,  como  debe,  á  la  petición  ;  cita  en  la  forma 
ordinaria  á  los  dueños  de  los  predios  limítrofes;  les  manda 
nombrar  peritos  agrimensores ,  ó  los  nombra  él  mismo  de 
oficio  en  rebeldía  de  aquellos  ;  y  procede  á  las  demás  dili- 
gencias pedidas;  todo  en  la  forma  que  se  ha  esplicado  en 
los  artículos  Inspección  ocular  y  Peritos. 

Si  alguna  de  las  partes  protestare  contra  alguno  de  los 
actos  de  la  medición  ó  del  señalamiento  de  límites,  se  ad- 
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mite  la  protesta  y  se  hace  mención  de  ella  en  el  acta,  unién- 
dose ademas  á  los  autos  en  caso  de  haberse  hecho  por  es- 
crito, sin  que  por  eso  se  suspenda  la  operación  del  apeo  ó 
deslinde. 

Después  de  concluido  el  apeo ,  pide  su  aprobación  el  de- 
mandante, confiérese  traslado  á  los  dueños  de  los  predios 
limítrofes,  y  si  no  contestan  en  el  término  señalado,  se  íes 
acusa  la  rebeldía  ,  y  se  da  el  auto  de  aprobación  con  la  ca- 
lidad de  sin  perjuicio  :  mas  si  todos  ó  algunos  de  ellos  se 
oponen  ,  se  les  oye  en  juicio  ovdinarifl  hasta  sentencia  de- 
finitiva. —  Leyes  del  til.  3  ,  lib.  10  del  Fuero  Juzgo  ;  ley  6, 
lit.  h ,  lib.  k  del  Fuero  Real  ;  ley  10 ,  til.  Ib ,  Part,  6  ;  ley  17, 
lit.  17,  lib.  1 ,  Nov.  Re.c.  ;  leyes  del  lit.  1,  lib.  10  del  Digesto, 
y  leyes  del  til.  39,  lib.  3  del  Código. Véase  Amojonamiento  y 
Apeo. 

JUICIO  de  expertos.  Véase  Peritos. 

JUICIO  de  retracto.   Véase  Retracto. 

JUICIO  en  rebeldía.  El  orden  de  proceder  contra  el  que 
habiendo  sido  citado  á  juicio  no  comparece.Véase  Rebeldía, 
Asentamiento ,  Juicio  civil  ordinario,  §IV,  Juicio  criminal 
contra  reos  ausenles  y  Acusador. 

JUIflIO  criminal.  El  juicio  que  tiene  por  objeto  la  ave- 
riguación de  un  delito,  el  descubrimiento  y  convicción  del 
que  lo  ha  cometido,  y  la  imposición  de  la  pena  merecida. 
Denomínase  criminal  à.crimine  ,  palabra  latina  que  signi- 
fica crimen  ó  delito. 

Reglas  preliminares. 

I.  La  potestad  de  declarar  que  un  hecho  está  reconocido 
por  la  ley  como  crimen  ó  delito,  y  que  la  persona  perse- 
guida ó  acusada  es  inocente  ó  culpable  ,  como  igualmente 
la  de  imponerle  en  este  último  caso  la  pena  merecida,  cor- 
responde esclusivamente  á  los  jueces  y  tribunales  determi- 
nados con  anterioridad  por  la  ley,  y  no  á  otras  autoridades 
ni  á  comisión  alguna;  arts.  2Ü2,  245  y  247  de  la  Const. 
de  1812,  y  arts.  9  y  63  de  la  Consl.  de  1837.  Véase  Comi- 
sión, y  Juez  ,  |  II.  ■ 

II.  Los  jueces  y  tribunales  no  pueden  nunca  detener, 
prender  ni  separar  de  su  domicilio  á  ningún  español ,  ni 
allanar  su  casa  ,  sino  en  los  casos  y  en  la.  forma  que  las  leyes 
prescriban ,  ni  rehusar,  impedir  ni  coartar  á  ningún  proce- 
sado ninguno  de  sus  legítimos  medios  de  defensa  ,  ni  impo- 
nerle pena  alguna  sin  oírle  y  juzgarle  antes  con  arreglo  á 
derecho;  son  personalmente  responsables  de  toda  falta  de 
observancia  de  las  leyes  que  arreglan  el  proceso  ;  y  no 
pueden  tampoco  seguir  en  los  procedimientos  criminales 
otras  formas  ni  señalar  en  las  sentencias  otras  penas  que  las 
prescritas  por  leyes  anteriores  al  delito;  art.  12  del  reglam. 
de  26  de  setiembre  de  1835,  art.  2b4  de  la  Consl.  de  1812  ,  y 
art.  7  y  9  de  la  de  1837.  Véase  Efecto  retroactivo  ,  §  I, 
n.  III,  y  |  III,  n.  b0.,  6°.,  7°.,  8o.  y  9o. 

Ll  juez  ó  tribunal  que  en  contravención  á  estas  disposi- 
ciones (que  son -disposiciones  de  todos  los  tiempos  y  de 
todos  países  civilizados)  condenare  á  un  acusado  sin  oírle  y 
juzgarle  con  arreglo  á  derecho  ó  sin  admitirle  los  medios 
legítimos  de  su  defensa,  comete  un  abuso  escandaloso  de 
autoridad,  atenta  á  los  derechos  de  la  sociedad  entera  ,  é 
insulta  de  un  modo  atroz  á  la  justicia,  á  la  razón  y  á  la  hu- 
manidad ;  incurriendo  por  lo  tanto  en  infamia  perpetua, 
en  privación  del  oficio  é  inhabilidad  para  obtener  otro,  en 
una  pena  igual  á  laque  hizo  sufrir  al  agraviado,  aunque 
sea  la  de  muerte ,  y  en  la  obligación  de  resarcirle  los  daños 
y  perjuicios;  leyes  24  y  2b,  til.  22,  Part.  5. 

Y  si  hubiese  jefes  ó  superiores  tan  insensatos,  tan  demen- 
tes ó  tan  malvados  ,  que  sabiendo  que  algún  juez,  algún 
tribunal  ó  algún  agente  suyo  revestido  de  autoridad  pública 
condenaba  á  uno  ó  mas  acusados  sin  oírlos  y  juzgarlos  con 
arreglo  á  las  leyes ,  le  aprobasen  ó  tolerasen  sus  desafueros 


y  no  tomasen  las  medidas  competentes  para  impedirlos  (lo 
eual  apenas  puede  concebirse  sino  en  aquellos  estados  en  quo 
ha  llegado  á  entronizarse  el  fiero  despotismo  de  la  anarquía), 
se  harían  responsables  de  los  delitos ,  crímenes  y  atentados 
del  juez,  del  tribunal  ó  del  agente ,  é  incurrirían  en  las 
mismas  penas  que  estos.  Ñeque  enim  mullum  interesl,  prœ- 
sertim  in  consule ,  utrùm  ipse  perniciosis  legibus ,  improbis 
concionibus  rempublicam  vexel,an  alios  vexare palialur ; 
Cicerón  contra  Pisón,  cap.  b.  Aliena?  igitur,  inquies,  culpa; 
me  reuní  faciès  ?  prorsus  alieno?,  si  provideri  poluit  ne  exis- 
terel;  Cicerón á  Bruto,  epíst.  bb.  Par  est  delinquere  el  de- 
linquenles  non  prohibere;  Agapeto  á  Justiniano  ,  Parœne- 
tic,  cap.  28.  Quisquís  patitur  neceare  peccantcm ,  is  vires 
subministra!  audacia?;  Arnobio  ,  Adv.  gen.,  lib.  4,  p.  149. 
In  cujus  manu  est  ut  prohibeat ,  jubel  agí  si  nonprohibel 
admilli  ;  Salviano,  De  gubernat.  Dei,  lib.  7,  cap.  19.  Si  ser- 
vas sciente  domino  occidil,  in  solidum  dominum  obliga!  ; 
ipse  enim  videlur  dominus  octídisse  ;  ley  2,  tít.  U,  lib.  9 
del  Dig.  Qui  prohibere  potuil ,  tenelur,  si  non  feceril  ; 
ley  4b,  lit.  2  ,  lib.  9  del  Dig.  «  El  señor  (ó  superior)  que 
vee  facer  el  mal  á  aquel  á  quien  lo  puede  vedar,  si  lo  non 
vieda,  semeja  que  lo  consiente,  et  que  es  aparcero  en  él  ;» 
regla  7*.,  tít.  54,  Part.  7. 

III.  Los  delitos  pueden  producir  dos  acciones  contra  las 
personas  que  los  han  cometido;  á  saber,  acción  civil  y  ac- 
ción criminal. 

La  acción  civil  puede  tener  dos  objetos  :  Io.  reclamar  la 
cosa  misma  que  por  razón  del  delito  ha  desaparecido  de 
nuestro  patrimonio ,  ó  bien  su  valor  ó  estimación  si  es  que 
ya  no  existe  por  muerte  ó  pérdida  ,  con  la  indemnización  ó 
resarcimiento,  en  ambos  casos,  así  de  los  daños  causados 
por  el  hecho,  como  de  los  perjuicios  por  él  originados; 
2o.  pedir  la  pena  pecuniaria  establecida  por  la  ley  á  favor 
del  perjudicado  en  algunos  delitos,  como  la  del  duplo  en  el 
hurto  encubierto ,  la  del  cuadruplo  en  el  manifiesto,  y  la  del 
triplo  en  el  robo  ó  rapiña.  La  acción  civil  considerada  con 
respecto  al  primer  objeto  se  llama  meramente  civil,  y  con 
respecto  al  segundo  se  dice  penal  ,  sin  que  ni  aun  en  este 
último  caso  pierda  su  carácter  civil,  pues  que  siempre  so 
refiere  á  intereses  pecuniarios  del  ofendido. 

La  acción  criminal  se  dirige  por  lo  contrario  á  pedir  que 
se  escarmiente  y  castigue  al  delincuente  en  su  persona  ó  en 
sus  bienes  con  aquella  pena  que  estuviere  señalada  por  de- 
recho para  satisfacer  á  la  vindicta  pública. 

La  acción  puramente  civil,  dirigida  á  recobrar  la  cosa  ó 
su  estimación  y  la  reparación  de  daños  y  perjuicios,  puede 
ejercerse  por  el  ofendido  en  un  mismo  libelo  juntamente 
con  la  acción  civil  penal  ó  con  la  criminal,  pero  no  con 
ambas  á  un  tiempo,  respecto  de  que  la  acción  civil  penal  y 
la  acción  criminal  se  escluyen  mutuamente,  «  porque  de  un 
yerro  non  debe  home  rescebir  dos  penas  por  ende.  »  Ley  9 
con  las  glosas  b  y  6  (fe  Gregorio  López ,  ley  18  con  la  glo- 
sa 2,  ley  20,  lit.  14  ,  ley  21  ,  tít.  9,  y  ley  2  .  lit.  15,  Part.  7. 
Véase  Injuria,  §  VI,  y  Hurlo,  %  II  y  III. 

La  acción  puramente  civil  para  el  recobro  de  la  cosa  ó  do 
su  estimación  y  de  los  daños  y  perjuicios  no  solo  competa 
al  ofendido  por  el  delito  sino  también  á  sus  herederos  ,  y 
no  solo  contra  el  ofensor  sino  también  contra  los  herederos 
de  este  en  cuanto  alcancen  los  bienes  que  les  hubiere  dejado  ; 
ley  9,  til.  15  ,  y  ley  9,  lit.  20,  lib.  4  del  Fuero  Real  :  pero 
la  acción  civil  penal  para  la  percepción  de  la  pena  pecuniaria 
no  pasa  á  los  herederos  del  ofendido  ni  contra  los  del  ofen- 
sor sino  solo  en  el  caso  de  haberse  entablado  y  contestado 
la  causa  en  vida  de  ambos.  Ley  2b,  fit.  1,  ley  25,  ííí.  9, 
ley  2  y  5  ,  til.  13  ,  ley  20,  til.  14 ,  ley  5,  lit.  Ib  .  y  ley  3, 
til.  16,  Parí.  7.  Véase  Acción  persecutoria  de  la  caxa , 
Acción  penal  y  Acción  mixta,  Hurlo,  §  II,  Injuria  ,  Daño 
y  Daños  y  perjuicios. 
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fV.  Mas  estando  ahora  en  desuso  la  acción  civil  penal 
(  de  la  cual  solo  liemos  hablado  con  el  objeto  de  csplicar  las 
leyes  relativas  al  asunto  y  deslindar  las  diferencias  entre  las 
acciones  puramente  civiles  y  las  civiles  penales  y  entre  estas 
y  las  acciones  criminales  que  algunos  confunden)  ,  quedan 
únicamente  la  acción  propiamente  civil  para  reclamar  la 
cosa  ó  su  estimación  con  el  resarcimiento  de  daños  y  per- 
juicios ,  y  la  acción  criminal,  que  también  puede  llamarse 
penal ,  para  pedir  el  castigo  y  escarmiento  del  delincuente. 
La  acción  criminal  para  la  imposición  de  penas  por  delitos 
privados  pertenece  solamente  á  los  ofendidos,  y  por  su  im- 
posibilidad para  ejercitarla,  á  sus  representantes  ó  intere- 
sados, los  cuales  pueden  desampararla  y  desistir  de  ella 
no  habiéndose  causado  perjuicio  ni  molestia  á  tercero,  y  de 
consentimiento  de  este  si  se  le  hubiese  causado;  pero  deberá 
darse  vista  del  desistimiento  al  ministerio  fiscal  por  la  tras- 
cendencia que  el  delito  pueda  tener  en  el  orden  público. 
Véase  Injuria,  §§  IV,  V,  X  y  XI,  y  Promotor  fiscal. 

La  acción  criminal  por  delitos  públicos  corresponde  no 
solo  á  los  funcionarios  á  quienes  está  confiada  por  la  ley, 
sino  también  á  cualquier  español  que  no  sea  inhábil  para 
ejercitarla  ,  pues  que  es  esencialmente  pública  y  popular, 
y  especialmente  al  ofendido  si  le  hubiere  y  por  su  imposi- 
bilidad á  sus  deudos  ,  representantes  y  demás  interesados, 
aunque  sean  inhábiles  por  la  ley  para  acusar  por  otros. 
Mas  como  el  castigo  de  los  delitos  públicos  no  solo  interesa 
al  ofendido  sino  también  y  principalmente  al  cuerpo  social 
por  la  necesidad  que  hay  de  contener  y  escarmentar  á  los 
malhechores  para  que  no  repitan  sus  atentados,  de  ahí  es  que 
el  que  una  vez  tomó  à  su  cargo  la  persecución  de  un  delito  de 
esta  clase  no  puede  según  el  rigor  de  los  principios  desam- 
parar por  precio  ni  gratuitamente  la  acusación  que  hubiere 
entablado  y  se  le  hubiese  admitido,  pues  que  no  puede  dis- 
poner á  su  arbitrio  de  los  derechos  de  la  sociedad;  y  si  á 
pesar  de  todo  la  desampara  ó  desiste  de  ella  ,  debe  conti- 
nuarse la  causa  de  oficio  por  el  juez  ó  á  petición  del  minis- 
terio fiscal  :  para  lo  cual  se  dispone  en  la  regla  15a,  art.  51 
del  reglamento  de  26  de  setiembre  de  1855,  que  en  toda 
cansa  criminal  sobre  delito  que  por  pertenecer  á  la  clase  de 
público  puede  perseguirse  de  oficio,  debe  ser  parte  el  pro- 
motor fiscal  del  juzgado,  aunque  haya  acusador  ó  querellante 
particular.  Véase  Acusador,  é  Injuria  ,  §  XI. 

La  acción  civil  para  la  repetición  de  la  cosa  ó  su  estima- 
ción y  la  reparación  de  daños  y  perjuicios  causados  por 
cualquier  delito  ó  culpa  ,  ora  sea  público  aquel ,  ora  privado, 
corresponde  al  ofendido  ó  á  los  que  legahnente  le  repre- 
senten ;  esto  es,  al  marido  por  los  daños  y  perjuicios  cau- 
sados á  su  mujer,  al  viudo  y  viuda  contra  los  autores  de  la 
muerte  de  su  respectivo  consorte,  á  los  padres  por  ios  daños 
y  perjuicios  causados  á  sus  hijos  que  estén  bajo  la  patria 
potestad  ,  á  los  hijos  y  en  su  defecto  á  los  nietos  contra  los 
autores  de  la  muerte  de  sus  padres  ó  abuelos ,  á  los  parientes 
y  aun  estraños  que  sean  herederos  del  que  sufrió  los  daños 
y  perjuicios ,  al  tutor  por  los  que  sufrió  su  pupilo ,  y  al  cura- 
dor por  los  del  incapaz  de  quien  lo  sea.  Mas  aunque  la 
acción  civil  no  deba  nunca  ejercerse  sino  por  la  persona  per- 
judicada ó  sus  representantes,  por  ser  meramente  de  dere- 
cho privado  ;  sin  embargo,  como  en  los  delitos  públicos  no 
siempre  se  presentan  á  usar  de  sus  acciones  los  interesados, 
y  aun  cuando  se  les  ofrece  la  causa  que  se  ha  empezado 
de  oficio  ó  á  escitacion  del  ministerio  fiscal  suelen  contestar 
que  no  quieren  mostrarse  parte  y  que  la  justicia  haga  su  ' 
oficio ,  añadiendo  á  lo  mas  que  piden  la  reparación  de  daños 
y  perjuicios,  sin  que  por  eso  se  sujeten  á  la  causa  ,  y  como 
por  otra  parte  no  está  fuera  del  alcance  de  la  autoridad 
judicial  y  del  ministerio  fiscal  la  protección  de  las  personas 
agraviadas  ó  perjudicadas  ,  que  sin  ella  quedarían  muchas 
veces  por  su  ignorancia  ó  pobreza  privadas  de  las  indemni- 


zaciones que  las  leyes  les  conceden ,  es  práctica  comento 
pedir  el  ministerio  fiscal,  al  mismo  tiempo  que  la  pena  para 
satisfacción  del  cuerpo  social,  la  reparación  de  daños  y  per- 
juicios para  satisfacción  del  ofendido,  y  ordenarla  los  jueces 
y  tribunales,  aun  sin  que  el  ministerio  fiscal  la  demande. 

La  acción  criminal ,  sea  pública  ó  privada ,  no  puede  diri- 
girse sino  contra  los  que  hubiesen  intervenido  en  el  delito 
como  autores  principales  ,  como  cómplices  ,  como  ausilia- 
doresy  fautores,  ó  como  receptadores  y  encubridores;  pero 
la  acción  civil  puede  dirigirse  contra  los  autores  y  partici- 
pantes del  hecho  ó  contra  las  personas  que  son  legalmento 
responsables  de  los  actos  de  aquellos,  ó  contra  todos  con- 
juntamente. 

La  acción  civil  puede  proponerse  y  seguirse  al  mismo 
tiempo  y  ante  los  mismos  jueces  que  la  acción  criminal, 
como  ya  se  ha  indicado  mas  arriba,  bien  sea  usando  de 
ambas  el  ofendido  en  el  mismo  cuerpo  del  escrito,  según 
suele  practicarse ,  bien  sea  usando  principalmente  de  la  cri- 
minal y  secundariamente  ó  por  incidencia  ó  por  un  otrosí 
de  la  civil ,  según  dicen  comunmente  los  autores  y  se  prac- 
tica también.  En  efecto  ,  las  dos  acciones  traen  su  origen 
de  una  misma  causa,  las  dos  competen  á  un  mismo  actor 
y  contra  un  mismo  reo  ,  las  dos  se  dirigen  á  objetos  que  no 
son  contrarios  ni  se  escluyen  el  uno  al  otro ,  y  las  dos  pueden 
tratarse  en  un  mismo  juicio  y  decidirse  en  una  misma  sen- 
tencia. Mas  también  puede  intentarse  y  seguirseda  acción 
civil  con  separación  de  la  criminal  :  en  cuyo  caso  habrá  de 
dejársela  civil  para  después  de  la  determinación  definitiva  do 
la  criminal,  que  es  la  que  mas  interesa  á  la  causa  pública. 
No  puede  entablarse  ni  seguirse  la  acción  criminal  en  los 
casos  siguientes  :  —  1°.  cuando  sobre  el  delito  en  que 
tenga  lugar  se  hubiese  publicado  una  ley  de  amnistía:  — 
2o.  cuando  sobre  el  delito  hubiere  recaído  ya  sentencia 
pasada  en  autoridad  de  cosa  juzgada,  debiendo  empero 
tenerse  presente  cuanto  se  ha  dicho  en  los  artículos  Abrir  el 
juicio  ,  Absolución,  Instancia  y  Cosa  juzgada  :  —  3o.  cuando 
hubiese  fallecido  el  delincuente  ó  acusado ,  á  no  ser  el  delito 
de  la  clase  de  aquellos  por  los  que  pueden  ser  acusados  los 
hombres  aun  después  de  muertos,  según  lo  espuesto  en  el 
artículo  Acusado  :  —  h°.  cuando  siendo  privado  el  delito 
concediere  su  perdón  ó  remisión  el  ofendido  ó  su  represen- 
tante :  —  5o.  cuando  la  misma  acción  criminal  quedase  estin- 
guida  ó  prescrita  por  el  trascurso  del  tiempo,  según  se  dirá 
en  el  artículo  Prescripción. 

La  acción  civil  se  eslingue  igualmente:  —  Io.  por  la  pres- 
cripción ,  según  se  verá  en  su  lugar  :  —  2o.  por  la  remisión 
ó  renuncia  del  interesado,  con  tal  que  la  renuncia  ó  remi- 
sión recaiga  espresamente  sobre  ella  y  no  simplemente  sóbre- 
la injuria  ó  delito  ,  pues  en  este  caso  se  entiende  remitida 
tan  solamente  la  pena  y  no  la  reparación  de  daños  y  per- 
juicios ;  Cur.  Filíp.,  parí.  5  ,  §  8 ,  n.  10  :  bien  que  si  el  de- 
lito fuese  público  ,  la  remisión  ó  renuncia  que  hiciere  de  su 
acción  el  interesado  se  entenderá  de  la  acción  civil  y  no  da 
ia  criminal ,  pues  que  aquella  es  la  única  que  le  pertenece 
á  él ,  y  esta  que  no  corresponde  sino  al  cuerpo  social ,  no 
puede  considerarse  estinguida  por  la  renuncia  ó  remisión 
de  la  primera.  Pero  no  se  estingue  por  el  indulto  general , 
pues  que  este  nunca  recae  sobre  el  interés  de  los  parti- 
culares ;  ni  por  la  sentencia  absolutoria  de  la  acción  crimi- 
nal ,  siempre  que  conste  un  hecho  que  produzca  obligación 
civil  de  reparar  los  daños  y  perjuicios  que  de  él  se  hubieren 
seguido;  ni  tampoco  por  la  muerte  del  delincuente  ó  acu- 
sado ,  pues  queda  vigente  contra  sus  bienes  ó  personas  res- 
ponsables si  las  hay,  siendo  constante  que  la  acción  civil 
pasa  y  se  trasmite  ,  como  se  ha  dicho  mas  arriba  ,  á  los 
herederos  del  ofendido  y  contra  los  herederos  del  ofensor, 
aun  cuando  no  se  hubiese  intentado  ni  contestado  en  vid» 
de  ambos. 
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V.  Todo  español  que  fuera  del  territorio  del  reino  cometa 
ün  delito  contra  la  segundad  del  Estado,  ó  falsifique  los 
sellos  reales  ó  la  moneda  corriente  ó  los  documentos  de  la 
deuda  nacional  ó  los  billetes  de  bancos  autorizados  por  la  ley 
ú  otro  papel  moneda  garantido  por  el  Estado,  puede  ser 
perseguido ,  juzgado  y  castigado  en  España  con  arreglo  á  las 
leyes  españolas  ;  y  aun  pueden  serlo  también  los  estranjeros 
autores  ó  cómplices  de  los  mismos  delitos ,  si  fuesen  presos 
en  ella  ó  se  lograse  su  extradición  ó  entrega ,  salvos  empero 
los  tratados  que  tal  vez  rigieren  con  las  naciones  á  que  per- 
tenezcan. Los  Españoles  en  efecto  ,  como  miembros  que  son 
del  Estado,  están  sujetos  á  sus  leyes,  y  no  pueden  sustraerse 
á  su  imperio  ni  tramar  impunemente  crímenes  atentatorios 
á  la  seguridad  ó  á  la  fe  pública  ó  al  crédito  de  su  patria  ,  por 
el  hecho  de  buscar  para  ejecutarlos  un  lugar  en  tierra  estran- 
jera.  La  nación  á  que  pertenecen ,  así  como  conserva  con 
respecto  á  ellos  la  obligación  de  protegerlos  donde  quiera 
que  se  encuentren,  conserva  también  sus  derechos  sobre 
los  mismos,  y  tiene  para  juzgarlos  por  delitos  que  la  atacan 
en  su  existencia  un  poder  y  una  jurisdicción  que  ninguna 
otra  potencia  puede  disputarle.  Podrán  los  acusados  defen- 
derse si  se  les  coge  en  España  ó  si  son  entregados  por  la 
potencia  del  territorio  en  que  delinquieren  ó  si  voluntaria- 
mente se  presentan  al  juicio;  pero  en  caso  contrario  tendrán 
que  sufrir  la  pena  del  destierro  ó  estragamiento ,  tal  vez  per- 
petuo, á  que  ellos  mismos  habrán  de  condenarse.  En  cuanto 
á  los  estranjeros  que  dentro  de  su  propio  pais  ó  de  otro 
cometieren  iguales  delitos  contra  España ,  no  tienen  nues- 
tros tribunales  poder  para  juzgarlos,  porque  no  pueden 
ejercer  su  jurisdicción  sobre  personas  que  no  están  sujetas 
á  nuestras  leyes  ni  se  hallan  en  nuestro  territorio;  pero  si 
son  cogidos  en  España  ó  se  nos  hace  su  extradición,  podre- 
mos entonces  juzgarlos  y  castigarlos  con  arreglo  á  las  leyes 
españolas  ,  pues  que  por  el  hecho  de  habernos  hecho  el  mal 
se  constituyeron  en  la  obligación  ó  necesidad  de  responder- 
nos de  él  y  nosdieron  el  derecho  de  exigirles  satisfacción 
así  que  viniesen  á  nuestras  manos. 

También  el  español  que  en  territorio  estranjero  come- 
tiere un  delito  grave  contra  otro  español,  podrá  ser  persegui- 
do y  juzgado  en  España  si  vuelve  á  ella  voluntariamente  y 
el  ofendido  ó  sus  representantes  entablan  querella  contra 
él,  con  tal  que  no  haya  sido  juzgado  por  el  mismo  delito 
fuera  del  territorio  español.  La  razón  no  es  otra  que  la  que 
mas  arriba  hemos  espuesto.  El  español  no  deja  de  ser  espa- 
ñol por  estar  ausente  ó  residir  fuera  del  reino,  ni  por  eso 
pierde  los  derechos  que  como  á  tal  le  competen  ,  ni  puedo 
quebrantar  impunemente  los  vínculos  que  le  tienen  unido 
con  su  patria  y  con  sus  conciudadanos.  Así  pues  ,  si  contra 
aquella  ó  contra  estos  comete  un  crimen,  no  podrá  librarse 
de  la  justicia  de  su  pais  por  solo  el  hecho  de  haberlo  come- 
tido fuera  do  él.  Es  cierto  que  la  nación  en  que  se  cometió 
el  crimen  es  la  primera  que  tiene  el  derecho  de  castigarlo, 
porque  ha  sido  violado  su  territorio,  porque  han  sido  que- 
brantadas sus  leyes,  porque  debe  protección,  seguridad  y 
i  justicia  á  cuantas  personas  se  encuentren  dentro  de  los  lí- 
mites à  que  se  estiende  su  soberanía  ,  y  porque  es  respon- 
sable para  con  la  nación  á  que  pertenece  el  individuo  ofen- 
dido. Pero  si  ella  no  persigue  ni  juzga  al  delincuente,  cual- 
quiera que  sea  la  razón  que  para  ello  tenga,  y  el  delincuente 
se  presenta  impune  en  su  patria ,  queda  entonces  espedita 
contra  él  la  jurisdicción  de  los  tribunales  del  pais  á  que  per- 
tenecen el  ofendido  y  el  ofensor,  y  puede  aquel  ó  su  repre- 
sentante perseguir  á  este  ante  el  juez  competente  ,  esto  es , 
ante  el  juez  del  lugar  del  domicilio  ó  residencia  del  ofensor, 
ó  ante  el  del  lugar  en  que  se  le  encontrare,  ó  ante  el  del  lu- 
gar de  su  última  residencia  ó  domicilio  conocido.  El  delito 
no  puede  quedar  sin  castigo;  y  si  no  lo  impuso  el  juez  prin- 
cipal, esto  es,  el  juez  del  lugar  en  que  aquel  se  cometió,  debe 


imponerlo  el  juez  supletorio ,  porque  ambos  son  compe- 
tentes. 

Estas  doctrinas,  que  tan  conformes  son  á  razón  y  justicia, 
y  que  tan  en  armonía  están  con  el  objeto  y  el  interés  de  las 
sociedades  ,  se  hallan  establecidas  espresamente  como  leyes 
en  los  códigos  de  algunas  naciones,  se  encuentran  asimismo 
reconocidas  y  adoptadas  en  diferentes  proyectos  que  se  han 
formado  entre  nosotros  para  fijar  el  modo  de  proceder  en 
materias  criminales,  y  aun  puede  decirse  que  se  suponen 
como  principios  en  nuestra  legislación.  Así  es  que  la  ley  26, 
tít.  13,  Part.  2,  quiere  que  sea  castigado  como  traidor  el 
natural  de  España  que  aunque  sea  subdito  de  otro  rey,  hi- 
ciere armas  contra  las  banderas  de  su  patria  dentro  ó  fuera 
de  ella.  Así  es  también  que  la  ley  2,  tít.  20  sobre  duelos  y 
desafíos,  lib.  12,  Nov.  Rec. ,  -considerando  que  «algunos 
por  satisfacer  con  mas  libertad  á  su  venganza ,  se  pueden 
valer  del  medio  de  desafiar  á  otros,  señalando  lugar  fuera 
de  estos  reinos  ó  en  las  fronteras  de  ellos,  declara  que  estos 
tales  sean  comprendidos  en  la  misma  ley  y  queden  sujetos 
á  sus  penas,  aunque  el  lugar  donde  hubieren  reñido  ó 
hubieren  acudido  esté  fuer$  de  los  reinos  y  dominios  de 
España. 

Los  estranjeros  están  sujetos  á  las  leyes  y  á  los  tribunales 
de  España  por  los  crímenes  y  delitos  que  cometan  dentro 
de  ella,  á  no  ser  que  hubiere  tratados  especiales  sobre  este. 
punto  con  las  naciones  á  que  pertenezcan,  como  los  hay 
en  efecto  con  el  gobierno  de  Marruecos.  Mas  por  los  que 
cometieren  ó  hubieren  cometido  fuera  del  reino,  no  pueden 
ser  juzgados  por  los  tribunales  españoles,  ni  deben  tampoco 
ser  entregados  á  los  gobiernos  respectivos  sino  en  los  casos 
y  términos  prescritos  en  los  tratados  existentes,  salvas  las 
facultades  del  gobierno  para  permitirles  ó  denegarles  su 
permanencia  en  los  dominios  españoles.  Véase  Extranjero, 
Extradición  y  Asilo  territorial. 

VI.  Debe  administrarse  gratuitamente  cumplida  justicia 
á  los  que  según  las  leyes  estén  en  la  clase  de  pobres ,  lo 
mismo  que  á  los  que  paguen  derechos;  debiendo  tambieu 
cuidarse  por  los  magistrados  y  jueces  de  que  en  sus  pleitos 
y  causas  los  defiendan  y  ayuden  de  balde,  como  deben,  los 
abogados  y  curiales.  Véase  Véase  Información  de  j>obreza. 
Y  aun  cuando  no  esté  en  la  clase  de  pobre,  á  todo  español 
que  denuncie  ó  acuse  criminalmente  algún  atentado  que  se 
haya  cometido  contra  su  persona,  honra  ó  propiedad,  se  le 
debe  administrar  eficazmente  toda  la  justicia  que  el  caso 
requiera,  sin  exigirsele  para  ello  derechos  algunos  ni  por 
los  jueces  inferiores  ni  por  los  curiales  ,  siempre  que  fuere 
persona  conocida  y  suficientemente  abonada,  ó  que  diere 
fianza  de  estar  á  las  resultas  del  juicio;  pero  todos  los  dere- 
chos que  se  devenguen,  serán  pagados  después  del  juicio 
por  medio  de  la  condenación  de  costas  que  se  imponga  al 
reo  ó  al  acusador  ó  denunciador,  el  cual  debe  sufrirla  siem- 
pre que  aparezca  haberse  quejado  sin  fundamento  ;  art.  5°., 
rcglam.  de  26  de  setiembre  de  1855. 

Considérase  acusador  de  ofensa  propia  para  el  efecto  de 
gozar  de  dicho  beneficio,  no  solo  al  ofendido  sino  también  al 
que  legalmente  le  representa  ,  como  al  marido  que  acusa 
por  la  mujer,  al  padre  por  el  hijo  y  al  tutor,  por  el  pupilo; 
y  aun  en  el  delito  de  homicidio  al  que  trata  do  vengar  la 
muerte  de  su  cónyuge ,  ó  de  alguno  de  sus  descendientes  ó 
ascendientes  colaterales  hasta  el  grado  en  que  tiene  derecho 
de  heredarlos,  ó  de  su  suegro  ó  suegra  ó  yerno  ó  entenado 
ó  padrastro ,  ó  de  su  liberto  ó  patrono;  leyes  1,  2,  6,  20,  21 
y  26,  tít.  1,  Part.  7. 

No  se  cuentan  los  abogados  entre  los  curiales,  porque  no 
son  funcionarios  judiciales  ni  empleados  subalternos  de  los 
tribunales  de  justicia;  y  asi  no  están  obligados,  como  los 
curiales  y  los  jueces,  à  reservar  para  el  fin  de  la  causa  con- 
fia el  condenado  en  costas  la  exacción  de  sus  derechos  v¡ 
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honorarios,  cuando  el  acusador  de  ofensa  propia  á  quien 
defienden  no  está  en  la  clase  de  pobre. 

Cuando  el  acusador  ó  querellante  reclame  el  beneficio  de 
que  se  le  defienda  sin  derechos ,  pueden  el  acusado  y  el 
promotor  oponer  alguna  razón  que  obste  para  concedérselo: 
en  cuyo  caso,  para  que  no  se  entorpezca  el  curso  de  la  su- 
maria, habrá  de  formarse  pieza  separada,  admitiendo  el 
juez  en  ella  las  peticiones  que  ambas  partes  hagan  sobre  el 
asunto  ,  dándoles  un  breve  término  para  las  pruebas  que 
fueren  necesarias  sobre  la  cualidad  de  abono  que  se  requiere 
en  el  acusador  ó  sobre  la  suficiencia  de  la  fianza ,  y  deci- 
diendo el  artículo  con  apelación  à  la  Audiencia. 

VII.  Toda  actuación  judicial  debe  pasar  ante  escribano 
público,  y  no  puede  hacerse  en  ninguna  parte  del  proceso 
enmienda ,  entrerenglonado,  raspadura  ú  otra  reparación  sin 
que  se  salve  al  final  del  escrito  ó  actuación  y  se  rubrique  ó 
firme  por  las  personas  que  lo  autoricen.  Véase  Escribano. 

Aunque  es  regla  general  que  no  puede  hacerse  acto  alguno 
judicial  en  dias  feriados,  se  esceplúan  de  ella  las  causas 
criminales,  pues  estas  no  pueden  sufrir  demora  sin  per- 
juicio de  la  sociedad  que  tanto  interés  tiene  en  el  pronto  cas- 
tigo de  los  delincuentes;  ley  55,  tít.  2,  Part.  5. 

Todo  proceso  debe  ser  público  desde  la  confesión  en 
adelante ,  y  ninguna  pieza ,  documento  ni  actuación  en  él  se 
puede  nunca  reservar  à  las  partes  ;  art.  10  del  regí,  de  just. 
de  26  de  setiembre  de  1835.  Todas  las  providencias  y  demás 
actos  en  el  plenario,  inclusa  principalmente  la  celebración 
del  juicio,  han  de  ser  siempre  en  audiencia  pública ,  escepto 
aquellas  causas  en  que  la  decencia  exija  que  se  vean  á 
puerta  cerrada,  pero  en  unas  y  otras  pueden  siempre,  asistir 
los  interesados  y  sus  defensores  si  quisieren  ;  dicho  art.  10. 
Fenecida  cualquiera  causa  civil  ó  criminal ,  si  alguien  pi- 
diere que  á  su  costa  se  le  dé  testimonio  de  ella ,  ó  del  memo- 
rial ajustado  para  imprimirlo  ó  para  otro  uso,  está  obligado 
á  mandarlo  así  el  juez  ó  tribunal  respectivo ,  art.  ih  ;  pero 
según  la  declaración  del  art.  10,  parece  claro  que  no  se  debe 
dar  testimoniare  aquellas  causas  que  se  han  visto  ó  debían 
haberse  visto^uerta  cerrada ,  sino  á  las  partes  interesadas 
en  ellas  ó  á  quien  lo  reclamase  para  hacer  uso  de  él  en  otro 
proceso.  Esta  publicidad  ,  como  dice  el  señor  Bravo  Muríllo 
en  sus  observaciones  al  reglamento  ,  es  una  parte  de  pena 
para  los  criminales  ,  es  una  parte.de  indemnización  para 
los  inocentes,  es  un  freno  saludable  para  los  jueces  ,  cuya 
•conducta  se  califica  por  todos  los  que  tienen  capacidad 
para  comparar  la  sentencia  con  el  resultado  de  las  actua- 
ciones, y  es  en  fin  un  testimonio  del  poder  de  las  leyes  , 
que  retrae  á  los  que  se  sienten  tentados  de  entrar  en  la 
carrera  del  crimen ,  é  inspira  seguridad  y  confianza  en  los 
que  caminan  por  la  senda  del  deber  y  de  la  virtud. 

Jueces  á  quienes  corresponde  el  conocimiento  y  decisión 
de  las  causas  criminales. 

VIII.  Los  jueces  de  primera  instancia  de  partido  son,  cada 
uno  en  el  distrito  que  le  esté  asignado ,  los  únicos  á  quienes 
compete  conocer  en  dicha  primera  instancia  de  todas  las 
causas  criminales  que  en  él  ocurran ,  inclusas  las  que  antes 
se  llamaban  casos  de  corte,  y  salvo  lo  dispuesto  con  respecto 
al  conocimiento  que  en  estas  materias  se  atribuye  á  los  al- 
caldes; esceptuándose  solamente  las  causas  que  en  primera 
instancia  están  reservadas  á  las  audiencias  territoriales  y  al 
supremo  tribunal  de  justicia ,  como  asimismo  las  que  per- 
tenecen á  juzgados  especiales,  ó  jurisdicciones  privativas  ó 
privilegiadas;  art.  56  del  regí,  de  26  de  setiembre  de  1855. 
Véase  Alcalde,  Juez  de  primera  instancia  de  partido,  §  VII, 
y  Jurisdicción  en  sus  diferentes  artículos. 

Según  esta  disposición  del  art.  56  del  reglamento  de  26  de 
setiembre  de  1855,  parece  que  el  único  juez  competente 


para  el  conocimiento  de  una  causa  es  el  juez  del  partido  en 
que  se  cometió  el  delito.  En  el  lugar  del  delito  es  en  efecto 
donde  naturalmente  deben  hallarse  por  una  parte  las  prue- 
bas, y  por  otra  los  medios  de  defensa;  allí  por  lo  tanto  será 
el  juicio  mas  breve  y  fácil  y  menos  dispendioso;  y  allí  será 
el  castigo  mas  ejemplar  y  saludable  en  sus  consecuencias. 
Ademas  ,  todo  juez  tiene  el  derecho  y  el  deber  de  castigar 
los  malos  hechos  que  en  su  distrito  se  cometen  :  todo  ofen- 
dido tiene  también  el  derecho  de  que  así  se  verifique;  y  no 
hay  ofensor  que  pueda  eximirse  de  recibir  la  pena  allí  donde 
cayó  en  la  culpa.  Por  eso  nuestras  leyes  antiguas  dan  asi- 
mismo la  preferencia  al  juez  del  lugar  del  delito  ;  pero  seña- 
lan también  como  competente  al  juez  del  domicilio  del  reo, 
al  juez  del  lugar  en  que  el  reo  tuviere  la  mayor  parte  de  sus 
bienes  (con  tal  que  en  él  fuere  hallado  ,  como  añade  Gre- 
gorio López),  y  al  juez  del  lugar  en  que  el  reo  fuere  en- 
contrado si  ante  él  quisiere  responder  no  declinando  su 
jurisdicción  ó  si  fuere  prófugo  ó  vagamundo  ;  ley  15,  lit.  1, 
ley  1,  til.  29,  Part.  7,  y  ley  1,  tít.  56,  lib.  12,  Nov.  Rec. 
Como  estas  leyes  no  se  consideran  derogadas  ni  caducadas 
por  el  citado  reglamento  ,  puede  ser  perseguido  todavía  un 
delincuente  ante  cualquiera  de  dichos  jueces  :  mas  si  lo  re- 
clamase el  juez  del  lugar  del  delito,  y  el  delito  fuese  digno  de 
pena  de  muerte  ú  otra  corporal ,  no  podrá  prescindir  de  re- 
mitírselo con  las  diligencias  practicadas  el  juez  que  hubiere 
empezado  á  conocer  de  la  causa  ,  á  no  ser  que  el  agraviado 
prefiriese  al  juez  del  domicilio,  según  sientan  comunmente 
los  autores  con  arreglo  á  la  ley  1,  tít.  36,  lib.  12,  Nov.  Rec. 

De  lo  dicho  es  fácil  inferir,  que  ya  por  razón  de  la  diver- 
sidad de  jurisdicciones  ó  fueros  especiales ,  ya  por  razón  de 
los  lugares  en  que  puede  principiarse  una  causa,  no  dejarán 
de  ser  frecuentes  entre  los  jueces  las  contiendas  ó  disputas 
sobre  cuál  de  ellos  es  quien  debe  conocer  de  tal  ó  tal  delito 
que  haya  ocurrido  ;  y  como  contribuyen  en  gran  manera  á 
dilatar  las  causas  criminales  las  competencias  de  jurisdic- 
ción ,  maliciosas  muchas  veces  ó'  enteramente  voluntarias 
por  capricho  de  parte  de  algunos  jueces  ,  se  halla  declarado 
por  decreto  de  Cortes  de  11  de  setiembre  de  1820  restable- 
cido por  real  decreto  de  30  de  agosto  de  1836 ,  que  los  que 
las  promuevan  y  sostengan  contra  ley  espresa  y  terminante 
incurren  en  la  pena  señalada  por  el  art.  7o.  de  la  ley  de 
responsabilidad  de  2'l  de  marzo  de  1813",  y  que  el  tribunal 
que  dirima  la  competencia  conforme  á  la  de  19  de  abril  del 
mismo  año  debe  imponer  al  tiempo  de  resolverla  y  hacer 
efectiva  esta  pena  ,  ejecutándola  irremisiblemente  desde 
luego,  sin  perjuicio  de  que  después  se  oiga  al  juez  que  la 
sufra  si  reclamase.  La  pena  señalada  por  el  citado  art.  7o.  es 
la  de  pagar  todas  las  costas  y  perjuicios  y  ser  suspenso  de 
empleo  y  sueldo  por  un  año  ;  y  en  caso  de  reincidencia  sufrir 
igual-pago  y  ser  privado  de  empleo  é  inhabilitado  para  vol- 
ver á  ejercer  la  judicatura  :  mas  como  no  ha  sido  restable- 
cida dicha  ley  de  responsabilidad  ,  se  cree  comunmente  que 
el  tribunal  que  dirima  la  competencia  promovida  y  sosteni- 
da contra  ley  espresa  y  terminante  no  podrá  imponer  sino 
la  pena  arbitraria  que  estime  mas  á  propósito  según  el  gra- 
do de  malicia  ó  voluntariedad  del  juez.  Véase  la  palabra 
Competencia  en  los  arts.  2o. ,  5o.  y  5o. 

IX.  Aunque  según  la  regla  que  se  acaba  de  sentar,  cada 
juez  de  partido  es  el  único  que  debe  conocer  en  primera 
instancia  de  las  causas  criminales  correspondientes  á  la  ju- 
risdicción ordinaria  que  ocurran  en  su  territorio  ;  sin  em- 
bargo, cuando  ocurre  algún  delito  de  tales  ramificaciones 
ó  circunstancias  que  no  permitan  seguir  bien  la  causa  sino 
en  la  capital  de  la  provincia  ó  del  reino  ó  en  otro  juzgado 
diferente  del  del  fuero  del  delito ,  pueder  cometer  el  rey  su 
conocimiento  por  el  ministerio  de  gracia  y  justicia  al  juez 
letrado  de  primera  instancia  que  le  parezca  mas  á  propósito; 
y  esto  mismo  en  igual  caso,  si  no  mediare  real  disposición, 
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pueden  hacer  por  si  las  Audiencias  á  peüoion  de  su  fiscal , 
cada  una  respecto  á  su  territorio ,  dando  inmediatamente 
cuenta  de  ello  al  gobierno;  art.  38,  regí,  de  26  de  setiembre 
de  185b.  Así  es  que  si  una  gavilla  de  salteadores  de  cami- 
nos hubiere  ejecutado  varios  robos  en  distritos  de  diferentes 
jueces ,  podrá  encargarse  á  un  solo  juez  el  conocimiento  de 
todos  aquellos  delitos,  aunque  todos  los  jueces  sean  compe- 
tentes, á  fin  de  evitar  la  involucracion,  confusion  y  lentitud 
en  los  procedimientos ,  y  lograr  con  mas  prontitud  el  descu- 
brimiento y  castigo  de  los  criminales.  Así  es  también  que  si 
en  cualquiera  punto  del  reino  se  descubriere  una  conspi- 
ración ,  cuyo  foco  principal,  cuyos  agentes  y  cómplices  se 
hallen  en  otros  muchos  y  diversos  ,  puede  ser  muy  conve- 
niente cometer  el  conocimiento  de  la  causa  á  un  juez  que  se 
eslime  ¿propósito  aunque  no  sea  el  que  por  las  reglas  gene- 
rales debiera  conocer  de  ella.  Así  es  igualmente  que  si  contra 
una  t  varias  personas  se  siguieren  procesos  diferentes  en 
distintos  juzgados  por  crímenes  ó  delitos  que,  ya  sean  seme- 
jantes ó  distintos  ,  tengan  entre  sí  cierta  conexión  ,  ora  por 
presentarse  con  apariencias  de  proceder  de  un  mismo  origen 
ó  de  dirigirse  á  un  objeto  común  ó  con  caracteres  que  mar- 
quen un  concierto  ó  plan  combinado  anteriormente ,  ora  por 
haberse  cometido  con  el  fin  de  realizar  ó  consumar  otro 
crimen  ya  proyectado  ó  incoado ,  ó  para  encubrir  algún 
crimen  ó  delito  anterior  y  procurar  su  impunidad  ó  apro- 
vecharse de  sus  efectos  ó  consecuencias  ,  puede  acordarse 
respectivamente  por  la  audiencia  ó  el  rey  (según  que  los 
juzgados  que  conocen  de  dichos  delitos  dependan  de  una  ó 
de  dos  ó  mas  audiencias)  la  acumulación  de  todos  los 
procesos  en  el  juzgado  en  que  puedan  hacerse  ias  justi- 
ficaciones con  mayor  facilidad  según  las  circunstancias. 
Todavía  las  audiencias,  en  virtud  de  esta  autorización, 
han  comisionado  á  veces ,  según  dice  un  escritor,  á  alguno 
de  los  jueces  inmediatos  al  punto  de  otro  distrito  en  que  se 
ha  cometido  un  crimen  de  mucha  gravedad  ,  para  pasar  al 
lugar  de  su  perpetración  y  ejercer  allí  su  ministerio  sola  y 
esclusivamente  para  aquel  caso,  separando  del  conocimiento 
de  la  causa  al  juez  á  quien  correspondiera  en  circunstancias 
comunes;  pero  no  creemos  que  puedan  las  Audiencias  ejer- 
cer tal  facultad  sino  cuando  el  juez  del  partido  esté  ausente 
ó  enfermo  ó  resulte  inhabilitado  para  conocer  del  suceso ,  y 
el  crimen  sea  precisamente  algún  atentado  contra  el  orden 
público ,  como  se  esplicará  mas  abajo. 

X.  Hemos  dicho  que  los  jueces  de  primera  instancia  son 
los  únicos  que  pueden  conocer  de  las  causas  que  ocurran 
en  su  territorio,  salvo  lo  dispuesto  sobre  el  conocimiento 
que  en  materias  criminales  se  atribuye  á  los  alcaldes. 

En  efecto ,  los  alcaldes  de  los  pueblos  donde  no  reside 
juez  de  primera  instancia,  son  los  únicos  que  tienen  gotes- 
tad  para  conocer  de  los  negocios  criminales  sobre  injurias  y 
faltas  livianas  que  no  merezcan  otra  pena  que  alguna  re- 
prensión ó  corrección  lijera ,  debiendo  determinarlos  en 
juicio  verbal;  y  los  de  los  pueblos  en  que  hay  juez  de  pri- 
mera instancia ,  están  autorizados  para  conocer  de  dichos 
negocios  en  igual  juicio  á  prevención  con  el  juez. Véase  Jui- 
cio verbal,  é  Injuria,  especialmente  desde  el  §  X. 

De  los  crímenes  y  delitos  que  no  sean  injurias  ó  faltas 
livianas,  no  pueden  conocer  y  decidir  los  alcaldes;  pero 
siempre  que  dentro  de  sus  pueblos  ó  en  sus  términos  se  co- 
metiere alguno  de  ellos,  pueden  y  deben  proceder,  de  oficio 
ó  á  instancia  de  parte,  á  formar  las  primeras  diligencias  del 
sumario  y  arrestar  á  los  reos,  con  tal  que  conste  que  lo  son,  ó 
haya  fundamento  suficiente  para  considerarlos  ó  presumir- 
los tales  y  merezcan  por  el  hecho  ,  según  la  ley,  ser  casti- 
gados con  pena  corporal  :  mas  deberán  dar  cuenta  inmedia- 
tamente al  respectivo  juez  letrado  de  primera  instancia,  y 
le  remitiráu  las  diligencias,  poniendo  á  su  disposición  los 
reos  que  hubieren  sido  capturados;  art.  53  del  regí,  de  26 


de  setiembre  de  I83B  ,  287  de  la  Const.  de  1812 ,  y  200  de  la 
ley  de  3  de  febrero  de  1825.  Tiénense  por  primeras  diligen- 
cias del  sumario  aquellas  indagaciones  mas  urgentes  é  inte- 
resantes que  son  indispensables  y  no  pueden  diferirse  para 
la  comprobación  del  cuerpo  del  delito  por  el  medio  que  su 
naturaleza  exija  y  para  el  descubrimiento  de  los  criminales, 
como  el  reconocimiento  del  cadáver  en  el  caso  de  homici- 
dio, de  la  persona  ofendida  en  el  de  heridas,  de  la  casa  ó 
heredad  quemada  en  el  de  incendio ,  de  las  fracturas  ó  rom- 
pimientos enel  de  robo,  etc.,  la  declaración  del  ofendido  si  lo 
hay,  el  examen  de  los  testigos  presenciales,  la  detención  ó 
arresto  de  las  personas  que  aparezcan  sospechosas ,  la  de- 
claración indagatoria  de  estas  si  no  pudiere  verificarse  su 
remisión  al  juez  antes  de  cumplirse  las  veinte  y  cuatro  horas 
de  haber  sido  arrestadas.  Son  también  primeras  diligencias 
las  que  interesan  á  la  humanidad ,  á  la  salud  pública,  ó  á  la 
reparación  del  daño,  como  la  curación  del  herido,  el  en- 
terramiento del  cadáver,  las  medidas  para  cortar  el  incendio 
y  para  recoger  y  poner  en  depósito  las  cosas  robadas ,  etc. 

En  los  pueblos  donde  residan  los  jueces  letrados ,  pueden 
y  deben  igualmente  los  alcaldes  tomar  á  prevención  con  ellos 
este  primer  conocimiento  de  los  delitos ,  hasta  que  avisado 
el  juez  sin  dilación  pueda  continuar  por  sí  los  procedimien- 
tos ;  dicho  art.  35  del  real.  Mas  como  en  los  pueblos  de  la 
residencia  de  los  jueces  de  primera  instancia  pueden  y  de- 
ben estos  encargarse  desde  luego  de  la  continuación  de  las 
diligencias,  no  deben  los  alcaldes  practicar  otras  que  las 
mas  urgentes  é  indispensables  en  los  primeros  momentos 
de  haberse  perpetrado  el  delito  para  hacer  constar  el  hecho 
y  evitar  la  fuga  ú  ocultación  de  los  delincuentes  ;  siendo  un 
abuso  la  práctica  que  se  ha  introducido  en  algunas  partes 
de  seguir  los  alcaldes  la  sumaria  por  dos ,  tres  y  mas  dias 
sin  pasarla  al  juzgado  con  la  brevedad  que  la  ley  recomien- 
da ,  para  que  el  juez  que  se  supone  mas  instruido  no  malo- 
gre la  mejor  oportunidad  de  averiguar  los  delitos  y  sus  per- 
petradores. 

XI.  Aunque  los  jueces  de  primera  instaafip  deben  tener 
su  residencia  y  su  juzgado  en  las  cabezas  departido  y  recibir 
y  continuar  allí  las  sumarias  que  les  remitan  los  alcaldes,  no 
por  eso  están  privados  de  la  facultad  de  trasladarse  perso- 
nalmente á  cualquiera  pueblo  luego  que  reciban  aviso  de 
haberse  cometido  en  él  un  delito  grave,  á  fin  de  instruir  por 
sí  mismos  el  sumario,  siempre  que  crean  exigirlo  asi  la 
calidad  y  trascendencia  y  complicación  del  crimen  y  las 
circunstancias  de  las  personas  que  en  él  han  tomado  parte 
ó  las  del  alcalde  y  demás  sugetos  que  han  de  intervenir  en 
las  primeras  diligencias.  En  las  causas  de  atentado  contra  el 
orden  público  ,  está  espresamente  mandado ,  que  no  se  fien 
los  primeros  procedimientos  á  los  alcaldes  mas  que  el  tiempo 
necesario  para  que  el  hecho  pueda  llegar  á  noticia  del  juez 
del  partido ,  ó  trasladarse  él  mismo  al  punto  en  donde  haya 
ocurrido  el  desorden;  y  que  en  el  caso  de  no  haber  juez  en 
el  partido  ,  hallarse  ausente  ó  enfermo,  ó  bien  que  resulte 
inhabilitado  para  conocer  por  la  naturaleza  misma  de  los 
sucesos  ,  mas  bien  que  abandonar  los  procedimientos  á  los 
alcaldes  la  Audiencia  del  distrito  nombre  al  primer  aviso  un 
letrado  de  reputación  conocida  que  provisionalmente  se 
encargue  de  la  jurisdicción.  Reales  órdenes  de  50  de  7io- 
viembre  de  1 85ít ,  51  de  marzo  y  14  de  mayo  de  1857,  7  de 
enero  y  20  de  diciembre  de  1858,  y  11  de  enero  de  1840. 
Véase  Juez  de  primera  instancia  de  partido  ,  §  V.  En  la 
órdon  de  20  de  diciembre  de  1838  se  halla  también  preve- 
nido ,  que  en  los  casos  de  rebelión .  asonada  ó  motín  ,  si 
hubiere  dos  ó  mas  jueces  de  primera  instancia,  y  se  dudare 
por  el  pronto  en  qué  distrito  habia  ocurrido  el  acontecimien- 
to, todos  á  prevención  deben  instruir  espediente  informa- 
tivo ,  que  luego  pasarán  al  juez  que  sea  competente  par£ 
que  produzca  en  autos  los  efectos  que  haya  lugar. 
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XII.  Cuando  las  personas  ó  las  cosas  sobre  que  deben 
recaer  las  diligencias  judiciales  no  se  hallan  en  el  mismo 
pueblo  de  la  residencia  del  juez  ,  es  necesario  que  este  di- 
rija exhortos,  oficios  ó  requisitorias  á  los  jueces  del  terri- 
torio ó  á  los  alcaldes  de  los  pueblos  del  mismo  partido  en 
que  se  encontraren  ,  para  que  ejecuten  las  gestiones  ó  pro- 
videncias que  hubiere  dictado  á  fin  de  poder  llevar  á  cabo 
la  causa  ,  como  la  prisión  de  un  reo  ,.la  declaración  ó  ratifi- 
cación de  un  testigo ,  la  evacuación  de  una  cita  ,  el  embargo 
de  bienes  ,  ú  otras  diligencias  semejantes.  Los  jueces  ex- 
hortados ó  requeridos  y  los  alcaldes  deben  desempeñar  estas 
comisiones  sin  pérdida  de  momento  y  con  preferencia  á 
todo ,  y  devolver  cumplimentados  los  despachos  ú  oficios 
al  requirente,  quedando  responsables  de  toda  morosidad  ó 
negligencia.  En  el  caso  de  que  por  circunstancias  particula- 
res creyese  el  juez  de  la  causa  que  no  es  conveniente  al 
bien  público  encargar  al  alcalde  del  respectivo  pueblo  la 
evacuación  de  alguna  diligencia  ,  podrá  dar  este  encargo  á 
otra  persona  de  su  confianza.  Art.  34  del  regí,  de  26  de  se- 
tiembre de  1855 ,  y  7  y  9  del  decr.  restabl.  de  11  de  setiem- 
bre de  1820.  Véase  Exhorto.  Mas  los  alcaldes  de  los  pue- 
blos no  solo  pueden  y  deben  proceder  al  arresto  del  reo 
que  se  hallare  en  su  distrito  cuando  es  reclamado  por  el  juez 
ele  la  causa,  sino  también  cuando  por  notoriedad  ó  por  ma- 
nifestación de  alguna  persona  fidedigna  conste  su  delincuen- 
cia; bien  que  en  el  segundo  caso  habrán  de  practicar  infor- 
mación sumaria  por  la  que  se  acredite  la  perpetración  del 
hecho  y  la  participación  del  arrestado,  debiendo  remitir 
inmediatamente  al  juez  de  la  causa  el  reo  y  las  diligencias, 
art.  55  del  regí.  ;  y  lo  mismo  deben  hacer  los  jueces  de 
cualquiera  distrito  en  que  se  'encontrare  una  persona  que 
hubiere  cometido  en  otro  algún  delito  grave  ,  ley  18,  lit.  I, 
Part.  7.  Véase  Arrestar. 

XÏII.  Si  en  los  negocios  civiles  es  necesaria  la  imparcia- 
lidad de  los  jueces,  mucho  mas  deberá  serlo  en  los  crimi- 
nales en  que  suele  tratarse  de  la  vida  ,  del  honor  y  de  la 
existencia  social  de  los  individuos.  Así  que  ,  si  alguna  de  las 
partes  tuviere  motivos  para  temer  que  el  juez  no  será  im- 
parcial, puede  usar  del  remedio  de  la  recusación;  pero 
parece  que  según  la  práctica  mas  autorizada  no  suele  ad- 
mitirse este  remedio  durante  la  sustanciacion  del  sumario,  á 
fin  de  evitar  dilaciones  tal  vez  maliciosas  que  podrían  im- 
pedir el  descubrimiento  de  la  verdad.  Véase  Recusación. 

XIV.  Todos  los  jueces  de  los  tribunales  inferiores  deben 
dar  cuenta ,  á  mas  tardar  dentro  de  tercero  dia ,  á  su  res- 
pectiva Audiencia  de  las  causas  que  se  formen  por  delitos 
cometidos  en  su  territorio  ,  y  continuar  después  dando 
cuenta  de  su  estado  en  las  épocas  que  la  Audiencia  les  pres- 
criba, art.  276  de  la  Const.  de  1812;  que  regularmente  es 
cada  quince  ó  cada  ocho  dias,  y  en  los  atentados  contra  el 
orden  público  de  tres  en  tres  dias  ,  art.  46  de  las  orden,  de 
las  Aud.,  y k  déla  real  orden  de  20  de  diciembre  de  1838. 
Deben  asimismo  remitir  á  la  Audiencia  cada  tres  meses 
listas  generales  de  las  causas  criminales  que  pendieren  en 
sus  juzgados,  con  espresion  de  su  estado ,  art.  277  de  la 
Const.  de  1812  ;  y  darle  ademas  los  informes  y  noticias  que 
para  promover  la  administración  de  justicia  les  pidiere  res- 
pecto á  las  causas  fenecidas  y  al  estado  de  las  pendientes, 
arts.  55  y  59  del  regí,  de  1835.Véase  Informe.  LaAudiencia 
en  su  vista  podrá  prevenirles  lo  que  convenga  para  la  mejor 
y  mas  pronta  espedicion  de  las  causas  ;  y  cuando  haya  justo 
motivo,  censurarlos,  reprenderlos,  apercibirlos,  multarlos, 
y  aun  formarles  causa  ,  de  oficio  ó  á  instancia  de  parte,  por 
los  retrasos  ,  descuidos  y  abusos  graves  que  notare  ;  bien 
que  deberá  oírlos  en  justicia  siempre  que  reclamen  contra 
cualquiera  corrección  que  sin  formarles  causa  se  les 
imponga  :  mas  fuera  de  aquellas  facultades  legítimas  que 
las  Audiencias  tienen  en  los  casos  de  apelación,  competes- 


cía',  y  recurso  de  fuerza ,  de  protección  ó  de  nulidad ,  no 
pueden  de  manera  alguna  avocar  causa  pendiente  ante  juez 
inferior  en  primera  instancia ,  ni  entrometerse  en  el  fondo 
de  ella ,  cuando  promuevan  su  curso  ó  se  informen  de  su 
estado  ,  ni  pedírsela  aun  ad  effecltim  videndi ,  ni  retener  su 
conocimiento  en  dicha  instancia  cuando  haya  apelación  do 
auto  interlocutorio ,  ni  embarazar  de  otro  modo  á  dichos 
jueces  en  el  ejercicio  de  la  jurisdicción  que  les  compete  de 
lleno  en  la  instancia  espresada;  art.  59  del  regí,  de  1835. 

XV.  Si  del  sumario  aparecieren  complicados  en  un  mis- 
mo delito  dos  ó  mas  reos  que  se  hallen  sujetos  á  diferentes 
juzgados  ó  tribunales  entre  los  que  ejercen  la  real  jurisdic- 
ción ordinaria  (como  por  ejemplo  cuando  habiendo  delin- 
quido en  union  con  algunos  ciudadanos  particulares  un  juez 
de  primera  instancia,  corresponda  por  las  reglas  generales 
conocer  de  la  causa  respecto  de  los  particulares  al  que  ejerza 
la  jurisdicción  del  partido  en  que  se  cometió  el  delito,  y 
respecto  del  juez  á  otro  del  partido  mas  inmediato),  será  ne- 
cesario en  tal  caso  examinar  si  para  la  recta  y  mas  pronta 
administración  de  justicia  podrá  ser  perjudicial  la  separación 
del  procedimiento  respecto  de  cada  uno  de  los  codelincuen- 
tes ó  cómplices  que  dependan  de  diverso  juzgado ,  como 
v.  gr.  en  la  hipótesis  propuesta  respecto  del  juez  inculpado 
y  de  los  otros  que  se  presumen  sus  cómplices  ó  compañeros 
en  el  delito.  Si  se  encuentra  inconveniente  muy  grave  en  la 
separación  ,  puede  la  Audiencia  del  territorio,  á  quien  debe 
acudirse  en  su  caso ,  determinar  por  sí ,  á  petición  de  su  fis- 
cal y  dando  cuenta  al  gobierno  conforme  al  art.  58  del  re- 
glamento, citado  en  el  §  IX,  que  se  encargue  de  la  forma- 
ción y  prosecución  de  la  causa  contra  todos  los  presuntos 
delincuentes  el  juez  letrado  de  primera  instancia  que  le  pa- 
rezca mas  á  propósito,  el  cual  en  la  supuesta  hipótesis  habría 
<le  ser  el  mismo  juez  del  partido  inmediato  que  hubiera  de 
seguirla  contra  el  juez  presunto  criminal,  pues  que  él  seria 
el  único  que  podria  conocer  contra  el  juez  y  de  consiguiente 
contra  todos.  No  habiendo  inconveniente  grave  en  la  separa- 
ción ,  puede  cada  juez  seguir  por  separado  la  causa  contra 
el  respectivo  reo  que  esté  sujeto  á  su  jurisdicción  ,  sacán- 
dose de  las  diligencias  del  sumario  el  tanto  de  culpa  que  re- 
sulte contra  el  otro  reo  ,  y  pasándose  mutuamente  los  jueces, 
de  oficio  ó  á  instancia  de  parle  ,  testimonios  oportunos  de  los 
documentos  y  comprobantes  que  el  curso  de  la  causa  vaya 
produciendo  en  cada  proceso  á  favor  ó  en  contra  de  los  de- 
mas  inculpados.  —  Mas  si  los  que  aparecen  complicados  en 
un  mismo  delito  pertenecen  unos  á  la  jurisdicción  ordinaria 
y  otros  á  algunas  de  las  privilegiadas  ó  especiales  ,  no  podrá 
entonces  según  el  estado  presente  de  nuestra  legislación 
prescindirse  de  la  separación  de  los  procedimientos,  cuales- 
quiera que  sean  los  inconvenientes  que  produzca,  y  cada 
reo  habrá  de  ser  procesado  y  juzgado  por  el  tribunal  de  su 
fuero,  en  la  forma  que  acabamos  de  espresar  respecto  do 
los  que  son  encausados  con  separación  por  diversos  juzgados 
de  la  jurisdicción  ordinaria.  Véase  Acumulación  de  autos. 
Siempre  ó  casi  siempre  produce,  en  efecto  ,  considerables 
perjuicios  ala  recta  administración  de  justicia  la  separación 
de  causas  contra  diferentes  reos  de  un  mismo  delito  para 
que  se  sigan  por  diversos  tribunales;  produce  la  diversidad 
y  aun  la  contrariedad  del  resultado  de  las  actuaciones,  aun- 
que los  cargos  sean  los  mismos;  produce  por  consiguiente  la 
diversidad  y  aun  la  contrariedad  de  las  sentencias  ,  aunque 
todos  los  acusados  sean  igualmente  inocentes  ó  igualmente 
criminales;  produce  mas  de  una  vez  la  condenación  del  reo 
principal  en  una  pena  mucho  menor  que  la  del  cómplice  se- 
cundario ,  y  quizá  la  absolución  de  aquel  y  la  condenación 
de  este.  Seria  por  lo  tanto  muy  de  desear  que  se  fijase  como 
principio  por  la  ley ,  que  siempre  que  hubiese  diferentes 
reos  de  un  mismo  delito,  cualquiera  que  fuese  la  diversidad 
de  fueros  ó  jurisdicciones  á  que  cada  uno  de  ellos  pertene» 
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cía ,  fuesen  todos  procesados  y  juzgados  por  un  mismo  tri- 
bunal ,  ora  por  el  ordinario  ,  ora  por  el  de  mayor  jerarquía  , 
ora  por  el  que  tenga  potestad  para  castigar  el  crimen  especial 
que  se  persiga  ,  según  la  clase  de  los  reos  y  la  naturaleza  de 
los  casos,  debiendo  acumularse  en  él  todas  las  diligencias 
*jue  por  cualquier  juez  se  hubieran  incoado. 

XVI.  Si  la  separación  de  causas  contra  diferentes  reos  de 
un  mismo  delito  para  que  conozcan  de  ellas  diversos  tribu- 
nales suele  siempre  producir  gravísimos  inconvenientes,  no 
deja  de  producirlos  también  ,  aunque  quizá  no  tan  graves, 
la  separación  de  piezas  de  una  misma  causa  cuando  esta  se 
sigue  por  un  mismo  tribunal  ó  juzgado.  Tiénese  que  ocupar 
muchos  dias  en  la  formación  de  los  ramos ,  habiendo  que 
sacar  del  principal ,  para  que  sirvan  en  cada  uno  de  aque- 
llos ,-  difusos  y  multiplicados  testimonios  :  vense  las  partes 
respectivamente  á  cada  paso  en  la  necesidad  de  pedir  que 
se  ponga  en  una  délas  piezas  testimonio  de  las  actuaciones 
de  otra  que  estiman  favorables  :  otro  tanto  tiene  que  pedir 
el  ministerio  público  ó  mandar  el  juez  con  respecto  á  los  do- 
cumentos y  comprobantes  relativos  á  la  participación  que 
cada  reo  haya  tenido  en  el  crimen  :  es  necesario  ejecutar  en 
cada  una  de  las  piezas  la  ratificación  de  los  testigos  del  su- 
mario, pues  no  serviría  la  practicada  en  otra  sin  citación  de 
los  interesados;  y  puede  muy  bien  suceder  que  los  testigos 
se  ratifiquen  llanamente  y  sin  alteración  en  una  de  las  pie- 
zas, y  varíen  en  otra  el  concepto  de  lo  que  hayan  declara- 
do ,  por  las  reconvenciones  ó  repreguntas  que  les  haa;a  el 
inculpado  ó  su  defensor.  De  aquí  es  que  de  la  separación  de 
piezas  suele  seguirse  un  resultado  opuesto  al  que  se  apetecía; 
la  complicación  y  la  confusion  en  lugar  de  la  claridad ,  la 
prolongación  en  lugar  de  la  brevedad ,  y  tal  vez  la  contra- 
dicción y  la  inconsecuencia  de  los  fallos  y  el  sacrificio  de  la 
verdad  y  de  la  justicia.  Por  esto  à  veces  los  tribunales  ,  des- 
pués de  tanto  trabajo ,  y  tanto  tiempo  invertido  en  la  forma- 
ción y  seguimiento  de  las  piezas ,  tienen  por  mas  acertado 
decretar  que  todas  las  piezas  à  la  vez  se  lleven  á  la  vista 
para  pronunciar  con  conocimiento  del  resultado  de  todas 
ellas  la  sentencia  definitiva. 

Es  nues  regla  general ,  que  cuando  un  juez  ó  tribunal  for- 
me causa  contra  diferentes  reos  de  un  mismo  delito ,  deba 
seguirla  conjuntamente  contra  todos  ellos  en  una  sola  pieza 
ó  sea  en  un  mismo  proceso.  Asi  en  efecto  está  ordenado  por 
la  ley  9,  tít.  54,  lib.  12,  Nov.  Rec.  :  «Mandamos,  dice, 
que  los  jueces  pesquisidores  y  de  comisión  y  ordinarios  en 
una  causa  sobre  un  delito  que  les  fuere  cometido  ó  enten- 
dieren en  ella,  no  fagan  mas  de  un  proceso  , aunque  sean 
muchos  los  delincuentes  ;  so  pena  que  sean  obligados ,  lo 
contrario  haciendo,  á  todas  las  costas ,  derechos  y  daños 
que  á  las  partes  se  siguieren ,  y  mas  el  dos  tanto  para  la  cá- 
mara. »  Pero  las  tercerías  dotales  ó  de  dominio  sobre  los 
bienes  embargados  ó  aprehendidos  á  los  reos,  y  las  averi- 
guaciones de  efectos  pertenecientes  á  estos  cuando  hay  em- 
bargo ,  como  asimismo  cualesquiera  otros  particulares  inde- 
pendientes de  la  causa  principal,  deben  tratarse,  hacerse  y 
seguirse  en  piezas  separadas  ,  pues  que  estos  incidentes  ac- 
cesorios ó  secundarios  no  deben  nunca  embarazar  el  curso 
de  los  procedimientos  criminales,  según  dispone  en  su  art.  14 
la  ley  restablecida  de  11  de  setiembre  de  1820,  y  según  de- 
bería practicarse,  aunque  no  existiese  esta  ley. 

Sin  embargo  de  la  regla  general  que  se  acaba  de  estable- 
cer, no  deja  de  haber  casos  en  que  se  considera  convenien- 
te ó  necesaria  la  formación  de  piezas  separadas.  Primero  :  En 
las  causas  de  cómplices  en  que  convenga  hacer  un  pronto  y 
saludable  escarmiento,  deben  losjueces  proseguirlas  y  deter- 
minarlas rápidamente  con  respecto  al  reo  ó  reos  principales 
que  se  hallen  convencidos  ,  sin  perjuicio  de  conlinuar  las 
actuaciones  en  pieza  separada  para  la  averiguación  y  casti- 
go de  los  demás  culpados,  como  se  previene  en  el  art.  15  de 
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la  ley  de  11  de  setiembre  de  1820.  Segundo  :En  las  causas 
formadas  contra  reos  ausentes  y  presentes,  podria  resultar  in- 
conveniente grave  de  continuarlas  contra  unos  y  otros  á  un 
mismo  tiempo  ,  ya  porque  los  presentes  tendrian  que  aguar- 
dar al  llamamiento  de  los  ausentes,  ya  porque  presentán- 
dose ó  siendo  capturados  estos  durante  el  término  de  prueba 
ó  después  de  ella  se  habría  de  detener  la  prosecución  de  la 
causa  respecto  de  aquellos  á  fin  de  oír  á  los  últimos;  y  así 
es  lo  mas  acertado  y  oportuno,  para  no  entorpecerla  acción 
de  la  justicia  respecto  de  los  presentes,  formar  desde  luego 
pieza  separada  contra  los  ausentes  con  testimonio  de  las  ac- 
tuaciones del  sumario  que  les  conciernan.  Véase  Juicio 
contra  reos  ausentes.  Tercero  :  Cuando  uno  de  los  acusados 
pidiere  el  término  ultramarino  necesario  para  hacer  una 
prueba  que  ni  directa  ni  indirectamente  pueda  aprovechar 
á  ninguno  de  los  otros,  seria  perjudicial  á  estos  y  á  la  causa 
pública  detener  el  procedimiento  respecto  de  ellos  todo  el 
tiempo  que  se  consuma  en  la  prueba  ultramarina  ;  y  conven- 
drá por  lo  tanto  seguir  la  sustanciacion  de  la  causa  en  la 
pieza  principal  contra  los  demás  reos  y  formar  pieza  separa- 
da respecto  de  aquel  á  quien  se  ha  concedido  término  tan 
largo.  Cuarto  :  Cuando  algunos  de  los  acusados  no  estén 
complicados  en  el  delito  principal  sino  solo  en  algún  hecho 
accesorio,  ó  no  hayan  tomado  parte  en  todos  los  delitos  de 
que  se  trata  ,  podrá  ser  útil  y  conforme  á  justicia  y  carecer 
de  todo  inconveniente  la  formación  de  pieza  separada  para 
juzgarlos  independientemente  de  los  otros,  sin  necesidad  de 
esperar  á  la  terminación  de  la  causa  general,  especialmente 
si  esta  es  enmarañada  y  exige  mucho  tiempo. 

Medios  de  prevenir  o  xlar  principio  a  una  causa 
criminal. 

XVII,  El  procedimiento  en  las  causas  sobre  delitos  públi- 
cos puede  principar  :  Io.  por  escitacion  ó  á  instancia  del  mi- 
nisterio fiscal  ;  2o.  por  querella  ó  denuncia  de  la  parte  agra- 
viada ó  de  quien  pueda  ejercitar  sus  acciones  ;  5o.  por 
acusación  de  cualquiera  persona  que  no  sea  inhábil  para 
entablarla;  4o.  por  denuncia  ó  delación  de  quien  pueda  ha- 
cerla ;  y  5o.  por  pesquisa  judicial  ó  de  oficio  decretada  por 
el  juez  en  virtud  de  aviso  confidencial  ó  de  notoriedad  ó 
fama  pública.  Véase  Delito  y  Escándalo. 

Io.  Por  escitacion  ó  à  instancia  del  ministerio  fiscal.  El 
promotor  fiscal  es  en  cada  partido  el  defensor  y  represen- 
tante de  la  sociedad  en  las  causas  criminales  sobre  delitos 
públicos,  y  el  encargado  por  consiguiente  de  inquirirlos, 
denunciarlos  y  perseguirlos,  debiendo  emplear  todo  el  celo 
y  energía  propia  de  su  oficio  á  fin  de  que  no  se  verifique  un 
solo  caso  de  impunidad  por  omisión  en  la  formación  de 
causa  ó  por  falta  de  actividad  é  inteligencia  en  su  continua- 
ción y  pronta  terminación  ;  art.  101  del  regí,  de  justicia, 
art.  S  de  la  real  orden  de  20  de  diciembre  de  1838,  y  7-eal 
orden  de  11  de  enero  de  1840.  Asi  pues,  en  el  momento  que 
un  promotor  fiscal  tenga  noticia  de  que  se  ha  cometido  un 
delito  público  y  de  que  no  se  han  prevenido  las  primeras 
actuaciones  para  su  comprobación  y  castigo  en  virtud  de 
querella,  acusación,  denuncia  ó  pesquisa  judicial ,  debe 
presentar  escrito  ante  el  juez  de  primera  instancia  delpar- 
lido  haciéndole  la  denuncia  con  espresion  de  todas  las  cir- 
cunstancias conducentes,  y  de  los  reos  y  sú  paradero  si  lo 
supiere ,  como  asimismo  de  las  personas  que  presenciaron 
la  ejecución  del  hecho  ó  tengan  noticia  exacta  ó  puedan  dar 
razón  de  ella ,  y  de  las  diligencias  que  convendrá  practicar 
para  la  averiguación  legal  del  delito  y  de  los  delincuentes  y 
su  detención  ó  prisión  si  es  que  corresponde  por  merecer 
pena  corporal.  Después  de  hecha  la  escitacion  ó  denuncia, 
debe  también  el  promotor  fiscal  poner  mucho  cuidado  en 
que  se  lleve  adelante  la  causa  con  toda  actividad  y  en  que 
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no  se  omila  ninguna  de  aquellas  gestiones  que  sean  conve- 
nientes para  llenar  el  objeto  de  la  denuncia  y  para  la  mas 
pronta  y  cabal  administración  de  justicia,  haciendo  con 
prudencia  y  oportunidad  las  peticiones  y  reclamaciones  que 
el  caso  exija,  asi  para  la  persecución  de  los  criminales  y  la 
protección  de  las  personas  agraviadas  ó  perjudicadas ,  como 
para  que  se  respeten  los  legítimos  derechos  de  los  procesa- 
dos y  no  se  trate  nunca  á  estos  sino  conforme  á  lo-  que  la 
verdad  y  la  justicia  requieran  ;  sin  que  por  eso  haya  de  mez- 
clarse ,  como  algunos  pretenden  ,  en  todas  las  actuaciones 
del  sumario  ni  exigir  la  consulla  ó  comunicación  de  todas  las 
providencias  que  el  juez  diclare,  pues  que  semejante  inter- 
vención, lejos  de  ser  útil  ó  necesaria  ,  no  produciría  otro 
efecto  que  el  de  entorpecer  la  marcha  del  procedimiento , 
como  diariamente  acredita  la  esperiencia;  bien  que  se  le 
habrán  de  dar  las  noticias  que  pida,  y  admitirle  á  presen- 
ciar ciertos  actos  interesantes,  como  el  reconocimiento  de 
un  herido  y  la  aprehensión  de  los  instrumentos  del  delito; 
arts.  51  ,  101  ,  10b,  106  y  107  del  regí,  de  justicia ,  con  las 
rs.  órds.  de  20  de  diciembre  de  1838,  9  de  mayo  de  1839 ,  y 
1 1  de  enero  de  18'iO.  Mas  no  solo  cuando  él  provoca  la  for- 
mación de  causa  por  medio  de  la  denuncia  ,  sino  también 
cuando  por  querella  privada,  por  delación  pública  ó  secre- 
ta ó  por  rumor  popular  se  hubiese  ya  dado  principio  á  los 
procedimientos  indagatorios  ,  está  obligado  el  promotor  fis- 
cal á  sostener  la  acusación  en  nombre  de  la  sociedad  y  lle- 
nar cumplidamente  todos  los  deberes  de  su  oficio ,  sea  que 
el  acusador  ó  querellante  particular  abandone  su  querella, 
sea  que  la  lleve  adelante  con  tesón;  regla  15a.  del  arl.  51 
del  regí,  de  justicia.  Véase  mas  arriba  §  IV,  y  el  art.  Fiscal. 

2o.  Por  querella  ó  denuncia  de  la  parle  agraviada  ó  de 
quien  pueda  ejercitar  sus  acciones.  Toda  persona  que  se  crea 
ofendida  por  un  crimen  ó  delito  público  ó  bien  la  que  tenga 
derecho  de  ejercer  su  acción,  puede  acudir  al  juez  esponiendo 
el  hecho  y  sus  circunstancias  para  que  sean  perseguidos  sus 
autores  con  arreglo  á  las  leyes.  Si  el  delito  es  de  los  que  se 
dicen  ó  reputan  in  fraganli ,  ó  de  los  que  no  dejan  señales 
de  rastro  permanente  ,  ó  de  los  que  no  dejan  sino  señales 
que  pueden  borrarse ,  alterarse  ú  ocultarse  naturalmente  ó 
de  intento  si  se  demorase  el  justificarlas  ,  de  modo  que  la 
dilación  puede  perjudicar  los  medios  de  prueba  ó  la  captura 
del  delincuente,  podrá  acudir  el  agraviado,  ó  quien  le  repre- 
sente al  juez,  alcalde  constitucional  ó  alcalde  de  barrio  que 
mas  pronto  se  encuentre,  para  que  valiéndose  de  cualquier 
escribano  pase  en  el  momento  al  sitio  del  delito  á  formar  las 
diligencias  mas  urgentes  del  sumario.  Pero  si  el  delito  no 
fuere  de  las  clases  espresadas,  no  debe  acudir  el  agraviado 
ó  su  representante  sino  al  juez  de  primera  instancia  del  par- 
tido en  caso  de  que  quisiere  usar  del  medio  de  la  querella, 
y  puede  acudir  al  mismo  juez  ó  al  promotor  fiscal  en  caso 
de  que  prefiriere  usar  del  medio  de  la  denuncia ,  para  que 
el  primero  proceda  de  oficio  á  la  averiguación  del  delito  y 
de  su  autor,  ó  el  segundo  promueva  la  sumaria  y  entable  y 
siga  en  nombre  de  la  sociedad  la  acción  criminal  que  le 
compete. 

La  querella  se  hace  por  medio  de  un  escrito  que  regular- 
mente ha  de  contener:  Io.  el  nombre  del  querellante;  2o.  el 
nombre  ó  designación  del  inculpado;  5o.  la  relación  circuns- 
tanciada del  delito;  h°.  el  lugar,  mes  y  año  en  que  se  ha 
cometido,  según  dice  la  ley  ,  y  aun  los  autores  añaden  que 
también  el  (lia  ,  y  no  fallan  quienes  exigen  igualmente  la 
hora;  5°.  la  petición  de  que  se  admita  sumaria  información 
de  los  testigos  que  serán  presentados  ó  de  que  se  practique 
taló  tal  diligencia  para  justificar  lo  espueslo ,  y  de  que  si 
después  de  hecha  resultan  motivos  suficientes  se  decrete  la 
prisión  y  embargo  de  bienes  del  inculpado  y  se  proceda  á 
lo  demás  que  corresponda;  G°.  la  protesta  de  formalizar  el 
querellante  su  acusación  y  pedir  lo  que  le  convenga  cuando 


se  le  entregue  el  sumario  después  de  instruido  y  terminado  ; 
7o.  el  juramento  de  que  no  procede  con  malicia  ;  8o.  la  fir- 
ma del  querellante  ó  de  su  procurador  habilitado  con  poder 
especial  ;  ley  ih,  lit.  1 ,  Part.  7,  y  leyes  7  y  8 ,  til.  35  ,  lib.  12, 
Nov.  Rec.  El  juez  admite  la  querella  y  practica  las  diligen- 
cias que  se  le  piden  con  arreglo  al  escrito ,  haciendo  que  se 
notifiquen  al  querellante  los  autos  que  dictare  para  que  con 
conocimiento  de  lo  que  se  adelante  en  el  sumario  pueda  es- 
poner y  pedir  cuanto  crea  conveniente  á  la  justificación  del 
hecho  y  al  ejercicio  de  su  acción.  Pero  no  debe  exigirle 
fianza  de  calumnia  ,  porque  ni  el  agraviado  ni  el  que  tiene 
derecho  ú  obligación  de  ejercitar  sus  acciones  incurren  en  la 
pena  de  calumnia  ,  aunque  no  prueben  la  acusación ,  á  no 
ser  que  se  les  justifique  haber  procedido  con  malicia  ;  bien 
que  no  probando  la  acusación  habrán  de  pagar  al  acusado 
las  costas  y  daños  que  por  razón  de  ella  se  le  hubieren  se- 
guido ;  ley  5,  tit.  20,  lib.  U  del  Fuero  Real,  y  leyes  f ,  6,  21 
y  26,  lit.  1  ,  Part.  7.  Véase  mas  arriba  §  VI,  y  los  artículos 
Acusación ,  Acusador,  Calumnia  y  Fianza  de  calumnia. 

La  denuncia  puede  hacerse  por  escrito  ó  de  palabra,  per- 
sonalmente ó  por  medio  de  procurador  habilitado  con  po- 
der especial  al  intento.  Si  se  hace  por  escrito,  ha  de  estar 
firmada  por  el  denunciante  ó  por  persona  conocida  si  él 
no  pudiere  ó  no  supiere  ;  y  si  se  hace  de  palabra,  debe  com- 
parecer el  denunciador  ante  el  juez  Ó  el  ministro  fiscal.  Así 
en  la  denuncia  escrita  como  en  la  verbal  debe  el  denunciante 
referir  bajo  juramento  el  delito  con  todas  sus  circunstan- 
cias y  con  designación  de  los  autores  si  los  conoce  ó  de  sus 
señas  y  de  las  personas  que  puedan  dar  razón,  y  puede  mani- 
festar al  mismo  tiempo  si  quiere  usar  de  la  acción  civil  ó  si 
la  renuncia  ó  la  deja  al  prudente  arbitrio  de  los  tribunales 
ó  se  reserva  ejercitarla  después  de  la  terminación  del  pro- 
ceso criminal.  De  la  denuncia  verbal  ha  de  estenderse  acta, 
que  deben  firmar  los  que'inlervengan  en  ella  con  el  denun- 
ciante. Véase  mas  arriba  §  IV.  Si  el  agraviado  ó  el  que  le 
representa  no  está  obligado  á  prestar  fianza  de  calumnia 
cuando  pone  querella  formal,  es  claro  que  tampoco  lo  estará 
cuando  hace  la  denuncia. 

5o.  Por  acusación  de  cualquiera  persona  que  no  sea  in- 
hábil para  enlabiarla.  No  solamente  el  agraviado  ó  el  que 
tenga  derecho  ú  obligación  de  ejercitar  sus  acciones  y  el 
ministerio  fiscal  pueden  acusar  al  que  haya  cometido  alguno 
de  los  delitos  llamados  públicos  ,  sino  también  cualquiera 
español  que  no  se  halle  inhabilitado  al  efecto  por  la  ley; 
porque  como  todos  los  delitos  públicos,  aunque  á  veces  recai- 
gan especialmente  en  perjuicio  directo  de  alguna  persona  , 
producen  siempre  en  mayor  ó  menor  grado  algún  mal  físico 
ó  moral  á  lodos  los  miembros  del  cuerpo  social,  se  ha  creido 
justo  dar  acción  popular  y  cometer  el  ejercicio  de  ella  á  todo 
individuo  que  quiera  tomarlo  á  su  cargo  para  perseguir  en 
nombre  de  todos  al  que  á  lodos  ha  ofendido  :  bien  que  para 
refrenar  el  abuso  que  algunos  pudieran  hacer  de  esta  facul- 
tad se  ha  establecido  la  fianza  de  calumnia,  so  han  señalado 
penas  al  que  no  pruebe  su  acusación ,  y  se  ha  prohibido 
admitirla  de  quien  por  sus  circunstancias  personales  no  pre- 
senta garantías  de  integridad  y  buena  fe,  ó  de  quien  no  po- 
dría hacerla  sin  darnos  un  espectáculo  de  inmoralidad  ó  cor- 
rupción. Pero  como  no  se  hallan  fácilmente  personas  que 
por  ofensas  que  directamente  no  les  atañen  quieran  arros- 
trar los  disgustos,  los  peligros  y  la  responsabilidad  que  la 
prosecución  de  una  causa  de  esta  especie  habría  de  produ- 
cirles, de  ahí  es  que  apenas  se  hace  uso  en  el  dia  de  la  ac- 
ción popular  y  que  casi  no  se  persiguen  los  delitos  públicos 
sino  á  instancia  de  los  agraviados  ó  de  los  funcionarios  espe- 
ciales destinados  al  efecto  ó  bien  de  oficio  por  los  jueces. 
Véase  Acusación,  Acusado  y  Acusador. 

W.  Por  denuncia  ó  delación  de  quien  pueda  hacerla.  Es 
necesario  empezar  aquí  por  esplicar  las  acepciones  de  estas 

64 


Jü 


1010 


dos  voces.  Ambas  á  dos  nos  presentan  una  idea'  que  les  es 
común  :  asi  la  palabra  denuncia  como  la  palabra  delación 
significan  el  descubrimiento  de  una  infracción  de  ley,  de  un 
crimen  ,  de  un  delito,  de  una  contravención  al  juez  ó  auto-, 
ridad  competente,  para  que  pueda  proceder  en  su  conse-. 
cuencia  á  hacer  constar  el  hecho  y  á  imponer  al  criminal, 
delincuente  ó  contraventor  la  pena  en  que  hubiere  incurrido; 
pero  cada  una  de  ellas  tiene  ademas  un  sentido  que  le  es 
propio  y  que  la  distingue  déla  otra.  La  denuncia  supone  un 
objeto  en  que  tiene  menos  parte  el  interés  personal  que  el 
deseo  de  evitar  ó  reparar  el  daño  y  las  consecuencias  del 
delito  ;  y  la  delación  por  el  contrario  supone  un  objeto  en 
que  tiene  menos  parte  el  deseo  de  la  justicia  que  el  interés 
personal.  Por  eso  se  dice  que  denuncia  una  conspiración 
que  descubre,  un  buen  ciudadano  ,  un  hombre  que  desea 
la  pública  tranquilidad  ;  y  que  la  delata  uno  de  los  cómplices 
por  el  miedo  del  castigo  ó  por  lograr  un  premio  ó  por  ven- 
garse de  algún  enemigo  suyo  que  ve  comprometido  en  ella  : 
que  denuncia  una  mala  vecindad  el  que  desea  evitar  el  es- 
cándalo á  su  familia  ;  y  que  delata  un  contrabando  el  que 
espera  la  recompensa  que  á  él  le  toca  :  que  denuncia  á  un 
delincuente  oculto  el  ofendido  por  él  ó  el  funcionario  público 
encargado  de  perseguirle  ;  y  que  le  delata  uno  de  sus  cóm- 
plices ó  ausiliadores  que  no  suelen  hacerlo  sino  por  el  ali- 
ciente del  perdón  ,  por  lucro  ó  por  venganza.  De  aquí  nace 
ese  carácter  de  odiosidad  y  esa  nota  de  infamia  que  lleva 
impresa  sobre  su  frente  el  delator,  mientras  que  el  nombre 
de  denunciante  se  oye  sin  aversion  ni  repugnancia.  Ya  fué 
conocida  entre  los  Romanos  esta  diferencia  ;  pues  que  llama- 
ban denuntiatorcs,  así  á  los  ofendidos  que  ponian  en  noticia 
de  los  jueces  prolegendœ  suce  causee  gratia  los  agravios  que 
recibian ,  como  á  los  irenarcas  y  estacionarios  encargados 
de  dar  parte  á  los  magistrados  de  los  delitos  graves  para 
que  por  falta  de  acusadores  no  quedasen  impunes  ;  y  no 
designaban  con  el  nombre  de  delatores  sino  á  los  acusadores 
ocultos ,  á  los  que  se  movian  á  descubrir  los  delincuentes 
por  envidia  ú  otra  pasión  ruin,  á  los  calumniadores,  y  á  los 
que  se  dedicaban  á  indagar  y  descubrir  los  bienes  que  de- 
bían confiscarse,  por  el  interés  ó  premio  que  se  les  daba  de 
la  cuarta  parte  de  los  bienes  que  delatasen  ,  por  lo  cual  se 
decían  también  quadruplatores .  Así  también  nuestras  leyes 
tienen  cuidado  de  llamar  denunciadores  y  no  delatores  á  los 
fiscales  y  promotores,  á  los  agraviados  que  se  querellan  ó 
dan  parte  de  las  ofensas  que  han  recibido  contra  su  persona, 
honra  ó  propiedad,  y  á  los  que  manifiestan  al  juez  el  hallazgo 
de  algún  hombre  muerto  en  algún  sitio ,  ó  la  existencia  ó 
los  delitos  de  los  ladrones  famosos  ,  salteadores  de  caminos 
y  otros  perpetradores  de  crímenes  que  producen  daño  co- 
mún ,  y  cuya  denuncia  ó  acusación  pertenezca  á  cualquiera 
del  pueblo,  como  es  de  ver  por  las  leyes  1  y  U,  tít.  53, 
lib.  12,  Nov.  Rec,  y  por  el  art.  3o.  del  reglam.  de  justicia. 
A  veces ,  sin  embafgo,  se  tiene  la  palabra  denuncia  por  sinó- 
nima de  delación. 

Mas  cualquiera  que  sea  la  diferencia  que  hay  entre  dela- 
ción y  denuncia,  ambas  se  distinguen  esencialmante  de  la 
acusación.  El  denunciador  ó  delator  no  hace  mas  que  mani- 
festar al  juez  el  crimen  ó  delito  y  su  autor  si  lo  sabe,  para 
que  proceda  en  su  virtud  á  lo  que  corresponda  y  deba  prac- 
ticar por  razón  de  su  oficio  ;  y  el  acusador  no  solo  denuncia 
ó  manifiesta  el  delito  ,  sino  que  persigue  judicialmente  á  su 
autor,  solicitando  que  se  le  imponga  la  merecida  pena.  El 
denunciador  no  es  parte  en  el  juicio  ni  está  obligado  á  pro-" 
bar  su  denuncia,  ni  es  responsable  de  ella  ,  ni  incurre  en 
pena  alguna ,  aunque  el  delito  no  se  pruebe,  á  no  ser  que 
se  hubiese  ofrecido  á  probarlo  ó  que  resulte  haber  hecho 
maliciosa  y  calumniosamente  la  denuncia  por  odio  al  in- 
culpado ó  por  reportar  algún  lucro.  El  acusador  por  el  con- 
trario es  en  el  juicio  la  parte  actora,  tiene  que  prestar  fianza 


de  calumnia  no  siendo  de  los  que  están  esentos  de  ella , 
está  obligado  á  probar  su  acusación ,  y  basta  que  no  la 
pruebe  para  ser  condenado  en  todas  las  costas  del  proceso  ; 

•  ?eyes  i  y  27,  tít.  1,  Part.  7.  Las  leyes  recopiladas,  especial- 
mente la  2  y  3  del  tít.  53  del  libro  12,  parece  han  confundido 
al  denunciador  ó  delator  con  el  acusador,  gravando  al  pri- 
mero con  la  obligación  de  probar  el  hecho  denunciado  ó 
delatado ,  y  sujetándole  á  sufrir  la  pena  de  la  calumnia  si  no 
lo  prueba ,  salvo  si  tuviere  justa  causa  porque  de  derecho 
deba  ser  escusado  ;  y  también  el  art.  5o.  del  reglamento  de 
justicia  de  183b  toma  la  palabra  denunciador  por  sinónima 
de  acusador,  pues  que  quiere  que  al  que  denuncie  ó  acuse 
en  causa  propia  se  le  defienda  sin  derechos  hasta  la  termi- 
nación del  juicio  ,  que  se  le  exija  fianza  por  ellos  no  siendo 
persona  abonada,  y  que  se  le  condene  en  costas  apareciendo 
haberse  quejado  sin  fundamento.  Pero  como  este  denun- 
ciador de  que  hablan  las  leyes  recopiladas  y  el  reglamento 
es  un  verdadero  acusador,  á  lo  menos  en  cuanto  á  los  prin- 
cipales efectos ,  no  hay  razón  para  que ,  según  dicen  algunos 
autores,  se  consideren  derogadas  por  dichas  leyes  las  dis- 
posiciones del  derecho  de  las  Partidas  ,  relativas  á  los  que 
propia  y  rigurosamente  hablando  son  y  se  llaman  simples 
denunciadores ,  á  no  ser  que  se  pretenda  que  debamos  optar 
precisamente  entre  la  acusación  con  todas  sus  consecuencias 
y  el  sufrimiento  silencioso  de  todos  los  crímenes  que  se 
cometan  contra  nosotros  ó  contra  la  sociedad.  Justo  es  sin 
duda  que  aun  el  simple  denunciador  responda  de  su  denun- 
cia cuando  resultare  haberla  hecho  de  mala  fe  y  calumnio- 
samente ;  justo  es  que  se  le  castigue  entonces  por  falso 
delator  sin  ninguna  dispensación  ni  moderación  ,  como  dice , 
y  no  dice  otra  cosa,  la  ley  6  ,  tít.  6,  lib.  12  ,  Nov.  Rec; 
pero  ligarle  desde  el  principio  contra  su  voluntad  á  los  trá- 
mites y  peligros  del  procedimiento  ,  é  imponerle  la  carga 
de  justificar  su  aserto,  es  lo  mismo  que  sellar  los  labios  á  toda 
persona  que  vea  cometer  ó  que  se  está  tramando  un  delito 
grave  contra  los  particulares  ó  contra  la  seguridad  interior 
ó  esterior  del  Estado ,  es  lo  mismo  que  privarse  del  medio 
mas  pronto  y  mas  seguro  de  averiguar  los  crímenes  y  sus 
perpetradores ,  es  por  consiguiente  lo  mismo  que  establecer 
un  modo  de  dejar  impunes  los  delitos  mas  trascendentales. 
Lo  mas  estraño  es  ,  que  rechazando  algunos  autores  moder- 
nos la  denuncia  formal  si  no  va  acompañada  de  fianza  de 
calumnia  y  de  obligación  de  probarla ,  admitan  luego  la 
denuncia  confidencial ,  la  denuncia  hecha  bajo  sigilo  ,  la 
denuncia  secreta.  ¿No  es  acaso  mas  franca,  mas  noble, 
menos  espuesta  al  peligro  de  la  calumnia  y  de  la  alevosía  , 
la  denuncia  que  uno  hace  dando  su  nombre  y  firmando  el 
escrito  que  presenta  ó  al  pié  del  acta  que  se  estiende ,  que 
no  la  denuncia  que  uno  hace  sin  darse  á  conocer,  sin  mani- 
festar su  nombre  en  la  cabeza  del  proceso ,  y  sin  quedar 
sujeto  á  responsabilidad  alguna  ? 

Opinamos  pues ,  que  con  arreglo  á  la  ley  27,  tít.  1,  Part.  7, 
que  creemos  vigente  y  no  derogada  por  las  citadas  leyes  de 
la  Recopilación,  puede  cualquiera  sin  constituirse  acusador 
denunciar  por  escrito  ó  de  palabra,  en  la  forma  indicada  en 
el  núm.  2o.  que  precede  ,  un  delito  público  al  juez  ó  al  pro- 
motor fiscal  ó  á  la  autoridad  que  corresponda  ,  para  que 
tome  la  providencia  conveniente;  que  no  tendrá  responsa- 
bilidad alguna  por  solo  el  hecho  de  no  probarse  el  delito  ; 
pero  que  incurrirá  en  la  pena  de  calumnia  en  caso  de  que 
resulte  haber  procedido  con  malicia.  Cualquiera  persona  sin 

'  escepcion  puede  denunciar,  según  algunos  autores,  aunque 
no  pueda  acusar;  pero  la  ley  rechaza  la  denuncia  hecha  por 
un  infame  ó  por  un  enemigo  del  denunciado  ó  por  una  per- 
sona no  conocida,  ley  27,  til.  1,  Part.  7,  y  leyes  7  y  8, 
tít.  55,  lib.  12  ,  Nov.  Rec.  ;  y  tampoco  puede  admitirse  de- 
nuncia de  ascendientes  contra  descendientes,  ni  de  estos 
contra  aquellos,  ni  de  marido  contra  mujer,  ni  de  mujer 
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contra  marido ,  ni  de  pariente  colateral  contra  otro  hasta  el 
grado  en  que  no  puede  acusarle ,  ni  de  criado  ó  comensal 
contra  su  amo  ó  principal;  porque  el  que  acallando  la  voz 
de  la  naturaleza  ó  de  la  gratitud  es  capaz  de  presentarse  á 
di  latar  á  personas  tan  allegadas  à  la  suya,  que  no  le  perju- 
dican á  él  ni  atacan  sus  propios  derechos,  muestra  en  el 
mismo  hecho  que  no  es  un  hombre  de  mucha  honradez,  ó 
que  se  halla  pervertido  por  algún  interés  que  no  es  el  de  la 
sociedad  ,  ó  por  alguna  pasión  que  no  puede  ser  laudable, 
hcmesta  ni  justa. 

Si  hay  personas  que  pueden  denunciar  ó  dejar  de  denun- 
ciar los  crímenes  de  que  tuvieren  noticia ,  escepto  el  de  trai- 
ción ó  lesa  majestad  ,  de  que  se  hablará  en  su  lugar,  hay 
otras  que  no  solo  pueden  sino  que  están  obligadas  á  hacer 
denuncias, aunque  no  puedan  hacer  acusaciones. Toda  auto- 
ridad ,  empleado  ó  funcionario  público ,  agente  ó  ausiliar  de 
la  policía  judicial,  ministro  de  justicia  ,  guarda  de  monte  ó 
campo  etc.,  que  en  el  ejercicio  de  sus  funciones  descubra 
delincuente  ó  halle  pruebas  ó  indicios  de  la  comisión  de  un 
crimen  ó  delito  ,  debe  dar  inmediatamente  noticia  circuns- 
tanciada de  todo  al  juez  ó  autoridad  á  quien  competa  el  cono- 
cimiento ,  trasmitiéndole  todos  los  comprobantes  ó  datos  que 
tuviere,  sin  que  por  su  denuncia  quede  sujeto  á  responsa- 
bilidad alguna  ,  no  habiendo  procedido  con  malicia  ;  ley  5, 
til.  1 ,  Parí.  7.  Igualmente  el  cirujano  ó  facultativo  que 
fuere  llamado  á  curar  á  un  herido  de  mano  violenta  ó  de 
casualidad,  debe  dar  parte  á  la  justicia  luego  después  de  la 
curación  ;  ñolas  1  y  2,  til.  11,  lib.  8,  Nov.  Rec.  Véase  Ci- 
rujano y  Médico. 

El  juez  á  quien  competa  el  conocimiento ,  debe  admitir  sin 
escusa  la  denuncia  que  se  le  hiciere  de  oficio  por  quien  tiene 
obligación  de  hacerla,  y  en  su  virtud  ha  de  proceder  á  prac- 
ticar las  diligencias  quesean  conducentes.  Mas  si  ladenuncia 
se  hiciere  por  una  persona  particular,  no  está  obligado  el 
juez  á  recibirla  y  proceder  á  la  pesquisa  ó  averiguación 
del  delito  sino  en  cuanto  entendiere  que  el  denunciador  es 
hombre  de  buena  reputación  y  que  el  denunciado  no  es  un 
enemigo  suyo  á  quien  trate  de  hacer  daño  ,  como  asimismo 
que  por  razón  de  la  fama  pública  es  probable  que  sea  cierto 
el  hecho  que  se  alega:  /ey  27,  lit.  1  ,  Parí.  7.  Tampoco 
puede  dar  curso  el  juez  á  una  denuncia  que  se  le  haga  en  un 
papel  anónimo,  porque  este  es  el  medio  que  suele  elegirse 
para  asestar  alevosamente  contra  alguno  los  tiros  de  la  ca- 
lumnia; leyes  7  y  8,  tít.  3o,  lib.  12,  Nov.  Rec.  Pero  si  la 
denuncia  hecha  en  anónimo  ó  por  persona  desconocida  ó  de 
mata  fama  recayere  sobre  crimen  ó  delito  in  fraganli  ó  he- 
cho que  produzca  efectos  permanentes,  debe  el  juez  hacer 
las  averiguaciones  secretas  y  extrajudiciales  que  le  parezcan 
mas  oportunas  ,  y  resultando  datos  que  le  hagan  probable  la. 
existencia  del  delito ,  proceder  á  la  formación  de  sumario. 
Véase  Anónimo. 

5o.  Por  pesquisa  judicial  ó  de  oficio  decretada  por  el 
juez  en  virtud  de  aviso  confidencial  ó  de  notoriedad  ó 
fama  pública.  No  es  indispensable  la  escitacion  del  minis- 
terio fiscal,  ni  la  querella  ó  denuncia  de  la  parte  agraviada, 
ni  la  acusación ,  denuncia  ó  delación  formal  de  persona  al- 
guna ,  para  que  el  juez  pueda  proceder  á  la  persecución  de 
los  delitos  públicos  :  si  el  ministerio  fiscal  guarda  silencio, 
si  el  ofendido  no  se  queja  ,  si  no  se  levanta  voz  alguna  pi- 
diendo justicia  ,  todavía  el  juez  que  por  aviso  confidencial, 
por  notoriedad  ó  fama  pública  ó  por  otro  cualquiera  medio 
llegare  á  saber  que  en  su  distrito  se  está  cometiendo  ó  se  ha 
cometido  un  delito  grave  de  esta  especie,  puede  y  debe  en 
desempeño  de  la  obligación  que  le  está  impuesta  de  velar 
por  la  seguridad  del  cuerpo  social  y  de  sus  miembros ,  obrar 
por  si  mismo  de  oficio  y  abrir  proceso,  proveyendo  desde 
luego  por  cabeza  de  él  un  auto  en  que  se  refiera  el  hecho 
acaecido  y  el  tiempo  en  que  ha  llegado  á  su  noticia ,  y  se 


mande  proceder  à  su  averiguación  ,  al  examen  de  los  testi- 
gos presenciales  ó  sabedores  del  suceso  ,  á  la  evacuación  de 
las  citas  oportunas,  al  arresto  de  los  presuntos  culpables  y 
embargo  de  sus  bienes ,  y  á  la  verificación  de  todas  aquellas 
diligencias  y  gestiones  que  según  la  naturaleza  y  circuns- 
tancias del  crimen  sean  precisas  ó  conducentes  ;  leyes  1  ,  2 
y  3,  til.  17,  Part.  3,  ley  28,  lit.  1,  Pari.  7;  ley  k,  tít.  33 , 
leyes  2,  k  y  7,  lit.  M,  lib.  12,  Nov.  Rec;  art.  33  del  reglam. 
de  justicia,  y  200  de  la  ley  de  3  de  febrero  de  1823. 

XVIII.  Hemos  recorrido  los  medios  de  incoar  ó  dar  prin- 
cipio al  procedimiento  sobre  delitos  públicos:  veamos  ahora 
cuáles  son  los  que  pueden  dar  principio  al  procedimiento 
sobre  delitos  privados. 

En  los  delitos  privados ,  es  decir,  en  aquellos  que  ofenden 
ó  dañan  directamente  á  los  particulares,  sin  producir  alarma 
ni  peligro  común  á  los  demás  individuos  de  la  sociedad ,  no 
puede  empezarse  el  procedimiento  por  escitacion  del  minis- 
terio fiscal,  á  no  interesar  de  algún  modo  á  la  causa  pública, 
ni  por  acusación  ó  denuncia  de  cualquiera  persona  estraña, 
ni  por  pesquisa  judicial  ó  de  oficio,  sino  solamente  por  queja, 
aviso  ,  denuncia  ó  querella  del  agraviado  ó  de  quien  pueda 
ejercitar  sus  acciones;  regla  15  del  art.  81,  decr.  de  26  de 
setiembre  de  1835,  y  leyes  del  til.  25 ,  lib.  12 ,  Nov.  Rec. 

Así  es  que  sin  mediar  queja  del  agraviado  ó  de  su  repre- 
sentante no  puede  formarse  causa  en  los  delitos  siguientes: 

Io.  En  las  injurias  ú  ofensas  verbales  aunque  sean  graves, 
ni  en  las  literales  hechas  por  medio  de  papel  manuscrito  ó 
impreso ,  ni  en  las  reales  ó  de  hecho  que  no  sean  capaces  de 
inutilizar  en  todo  ó  en  parte  al  ofendido  ó  de  producirle  de- 
trimento para  lo  futuro  en  su  salud  ,  á  no  ir  acompañadas  de 
ciertas  circunstancias  alarmantes  ó  trascendentales.  Véase 
Injuria,  especialmente  desde  el  §  X ,  donde  se  trata  esta 
materia  con  estension. 

2o.  En  los  escesos  que  los  padres  cometieren  castigando 
por  via  de  corrección  á  sus  hijos,  ó  los  maestros  á  sus  dis- 
cípulos ,  ó  los  superiores  á  los  inferiores  que  están  bajo  su 
mando  y  dirección  ,  á  no  rayar  en  crueldad  ó  haber  heridas; 
graves;  ley  9,  lit.  8,  Part.  7,  y  común  opinion  de  los  autores. 

5o.  En  asuntos  de  disensiones  domésticas  interiores  entre 
padres  é  hijos ,  marido  y  mujer,  ó  amos  y  criados  ,  no  siendo 
tales  que  causen  grave  escándalo  ó  esciten  la  pública  indig-. 
nación;  art.  20  de  la  real  cédula  de  15  de  mayo  de  1788, 
Véase  Escándalo. 

lí°.  En  los  hurtos  domésticos  de  hijos  de  familias  á  sus  pa- 
dres ó  de  mujeres  á  sus  maridos.  Véase  Hurto,  § 1. 

5o.  En  los  hurtos  de  corta  cantidad  cometidos  .por  los 
criados. 

6o.  En  el  delito  de  usura,  si  es  que  la  usura  es  ahora  de- 
lito. Véase  ínteres  del  dinero  ,  especialmente  en  el  §  XVI , 
n.  6o. 

7o.  En  «1  de  estupro  ,  aunque  se  haga  público,  no  ha- 
biendo habido  rapto.  Véase  Estupro  ,  |IX,  y  Rapio. 

8o.  En  el  de  incesto  (  aunque  este  es  delito  público)  no 
habiendo  difamación  ó  escándalo  grave.  Véase  Incesto. 

9o.  En  el  de  adulterio ,  á  no  ser  que  se  haya  cometido  con 
beneplácito  del  marido;  en  cuyo  caso  podrá  seguirse  la 
causa  de  oficio  por  el  delito  de  lenocinio  ,  tocando  p\)r  inci- 
dencia el  de  adulterio.  Véase  Adulterio. 

10.  En  el  de  parto  fingido.  Véase  Suposición  de  parto. 

SUSTANCIARON  DEL  JUICIO   CRIMINAL. 

XIX.  El  juicio  criminal  se  divide  en  dos  partes  ó  secciones 
principales,  que  son  :  Ia.  el  sumario;  y  2a.  eiplenario.  El 
sumario  tiene  por  primero  y  principal  objeto  la  justificación 
del  delito  y  de  sus  autores,  esto  es,  la  adquisición  de  todos 
los  datos  posibles  para  acreditar  que  se  ha  cometido  un  he- 
cho digno  de  castigo,  y  que  los  autores,  cómplices  y  ausi- 
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liadores  del  hecho  son  tales  ó  tales  personas  determinadas; 
y  el  plenario  se  dirige  á  discutir  contradictoriamente  la 
culpabilidad  ó  la  inocencia  de  los  procesados  y  á  dar  la  sen- 
tencia condenatoria  ó  absolutoria ,  porque  puede  suceder 
muy  bien  que  una  acción  que  en  el  sumario  aparecía  cri-  - 
minai ,  se  demuestre  en  el  plenario  no  haber  tenido  tal  ca- 
rácter ó  haber  sido  disculpable.  El  sumario  debe  contener  : 
Io.  la  comprobación  de  un  hecho  real  y  efectivo  que  sea 
punible,  porque  ella  es  el  fundamento  cardinal  del  proceso, 
y  sin  ella  es  ilegitima  toda  actuación  ulterior  :  2o.  la  reunion 
do  datos  que  descubran  ó  indiquen  al  delincuente  y  que  en 
caso  de  duda  identifiquen  su  persona  :  3o.  las  diligencias 
practicadas  para  su  detención ,  arresto  ó  prisión ,  y  para  ase- 
gurar las  resultas  del  juicio ,  porque  debiendo  el  reo  respon- 
der del  hecho  con  su  persona  y  bienes ,  es  muy  justo  que  ni 
estos  ni  aquella  queden  á  su  libre  disposición:  li°.  la  decla- 
ración indagatoria  del  inculpado,  esto  es,  la  interrogación 
que  al  mismo  se  hiciere  como  á  testigo  citado  por  los  hechos 
ó  por  las  personas  ,  para  que  manifieste  lo  que  sepa  sobre  el 
delito  y  sus  autores  :  5o.  la  confesión  con  cargos,  esto  es, 
el  acto  en  que  el  juez ,  á  presencia  del  escribano,  muestra 
al  inculpado  todos  los  datos  que  del  sumario  aparecen  contra 
él ,  para  que  verbalmente  los  esplique  y  desvanezca ,  ó  se 
disculpe  ó  confiese  el  delito  que  se  le  imputa.  El  plenario, 
que  principia  cuando  acaba  el  sumario ,  y  que  se  asemeja  al 
ordinario  civil,  contiene:  Io.  la  acusación  puesta  por  el 
querellante  ó  por  el  ministerio  fiscal  ó  por  ambos  en  vista 
de  los  datos  que  el  sumario  arroja  de  sí  :  2o.  la  defensa  quo 
el  acusado  hace  de  su  inocencia  ó  de  la  menor  culpabilidad 
que  la  que  se  le  atribuye  :  3o.  las  pruebas  que  cada  una  de 
las  partes  hace  de  sus  asertos  :  h°.  la  sentencia.  El  sumario 
es  reservado  por  su  naturaleza  ,  y  el  plenario  es  público  : 
el  primero  no  es  mas  que  preparatorio  ó  informativo,  y  los 
datos  que  en  él  se  acumulan  contra  las  personas  no  producen 
pruebas  legales  hasta  su  discusión  ,  sino  solamente  indica- 
ciones de  cierto  valor  para  legitimar  medidas  preventivas  y 
precaucionales  ,  como  la  prisión  y  el  embargo.de  bienes  ;  y 
el  segundo  es  contradictorio  ó  contencioso  y  el  único  que  pone 
al  juez  en  estado  de  saber  plenamente  la  verdad  y  fallar  con 
todo  conocimiento  la  causa  :  de  manera  que  el  plenario  y 
no  el  sumario  es  el  que  propia  y  rigurosamente  debe  lla- 
marse juicio,  aunque  no  deja  de  serlo  también  el  sumario 
en  cierto  sentido  ,  pues  que  en  él  se  hacen  pruebas ,  en  él 
se  manifiestan  al  inculpado,  en  él  puede  el  inculpado  des- 
virtuarlas con  sus  respuestas  y  esplicaciones,  en  él  puede 
aparecer  su  inocencia  ó  su  falta  de  grave  culpabilidad  ,  y  en 
él  puede  darse  en  ambos  casos  el  fallo  definitivo,  como  ve- 
remos mas  abajo. 

Juicio  sumario  ó  informativo. 

XX.  Hemos  espuesto  ya  en  los  §§  XYH  y  XVííI  los  me- 
dios de  dar  principio  a!  procedimiento  criminal  ;'y  por  lo 
allí  dicho  se  ve ,  que  en  todos  casos  el  juez.,  ora  se  mueva  á 
obrar  por  oscitación  del  ministerio  público  ,  ora  por  querella 
ó  denuncia  del  agraviado  ó  de  su  representante,  ora  por 
acusaciojí,  denuncia  ó  delación  de  cualquiera  persona,  ora 
por  el  deber  que  le  impone  su  cargo  ,  tiene  siempre  que  pro- 
veer un  auto  ó  decreto,  sea  al  pié  del  cscrilo  presentado, 
sea  de  oficio  como  cabeza  de  proceso  scp;un  los  casos,  orde- 
nando en  él  la  admisión  de  la  información  ofrecida .  la  cvaT 
cuacion  de  las  diligencias  solicitadas,  y  en  una  palabra  la 
práctica  ó  verificación  de  lodos  aquellos  médius  de  justifica- 
ción que  por  el  promotor  ó  el  querellante  se  le  propusieren 
ó  él  en  caso  de  pesquisa  estimare  conducentes  para  averi- 
guar la  verdad  do  los  hechos.  La  verdad  de  los  hechos,  la 
existencia  ó  realización  ó  el  cuerpo  del  delilo  como  suele  de- 
cirse, es  eu  efecto  lo  primero  que  ha  de  averiguara  por  el 


juez,  quien  debe. aprovechar  los  primeros  momentos  para 
recoger  las  pruebas  del  crimen  y  no  dar  lugar  á  que  desa- 
parezcan ó  á  que  "los  delincuentes  huyan  ó  se  oculten  ó  so 
pongan  de  acuerdo  y  forjen  declaraciones  que  produzcan  su 
impunidad.  Los  medios  de  justificación  son  tan  varios  como 
diversa 'es  la  naturaleza  de  los  delitos  y  distinta  la  forma  do 
su  perpetración  ;  y  así  el  querellante  ó  el  promotor  habrán 
de  solicitar  y  el  juez  en  su  caso  elegir  con  su  tino ,  su  prác- 
tica y  su  prudencia  los  que  sean  mas  á  propósito  y  mas  di- 
rectos para  la  comprobación  del  hecho  que  se  investiga  :  mas 
hablando  en  general,  pueden  dividirse  en  dos  clases,  esto 
es,  en  medios  ó  pruebas  reales  ó  materiales,  y  en  medios  ó 
pruebas  personales  ó  morales  :  á  la  primera  clase  pertenecen 
todos  aquellos  datos  que  se  fundan  en  objetos  subordinados 
á  la  inspección  de  los  sentidos,  y  á  la  segunda  los  datos  que 
no  se  fundan  sino  en  el  testimonio  de  las  personas.  Las 
pruebas  materiales  ó  reales  son  pruebas  de  demostración  ;  y 
las  morales  ó  personales  son  solo  pruebas  de  confianza  :  por 
eso  las  primeras  deben  considerarse  como  principales,  y  las 
segundas  como  accesorias  ó  supletorias  :  aquellas  deben 
practicarse  precisamente  siempre  que  puedan  tener  lugar, 
esto  es,  siempre  que  los  delitos  dejan  rastro  permanente, 
como  los  de  homicidio,  heridas,  incendio  y  otros  que  se  pue- 
den conocer  por  señales  físicas  ;  y  estas  solo  deben  adop- 
tarse cuando  no  son  posibles  aquellas  ,  esto  es,  cuando  los 
delitos  son  transitorios  y  no  dejan  rastro,  como  los  hurtos 
simples,  las  blasfemias  y  las  injurias  de  palabra,  y  aun  en- 
tonces no  ha  de  dárseles  otro  carácter  que  el  de  supletorias. 
Este  orden  y  este  valor  respectivo  de  las  pruebas  no  puede 
invertirse  sin  grave  riesgo  de  caer  en  el  error  y  en  el  en- 
gaño :  pruébese,  por  ejemplo,  un  homicidio  por  el  testimonio 
de  personas  que  vieron  muerto  á  un  individuo  con  señales 
que  no  dejaban  duda  de  ser  de  mano  airada ,  por  la  falta  ó 
desaparición  de  este  individuo,  por  los  rastros  de  sangre, 
por  la  opinion  pública  pronunciada,  por  antecedentes  que 
fortifiquen  esta  creencia,  y  todavía  no  podrá  negarse  la  po- 
sibilidad del  error,  porque  la  suplantación ,  la  falacia ,  la  fas- 
cinación y  la  credulidad  han  podido  dar  las  apariencias  de 
realidad  al  supuesto  hecho,  como  se  ha  visto  mas  de  una 
vez;  pero  si  se  justifica  con  pruebas  materiales,  exami- 
nando el  juez  por  sí  mismo  el  cadáver  y  asegurándose  de  que 
se  le  privó  de  la  vida  por  mano  estraña,  no  podrá  entonces 
equivocarse  en  cuanto  al  hecho,  porque  la  inspección  del 
cadáver  responde  por  toda  demostración.  Si  en  un  hecho 
concurrieren  varias  circunstancias  ,  susceptibles  unas  de  la 
prueba  material  ó  real  y  otras  de  la  moral  ó  personal,  debe 
hacerse  la  justificación  de  cada  una  por  el  medio  de  que  sea 
susceptible  ;  y  otro  tanto  ha  de  practicarse  cuando  parto  de 
un  hecho  ó  de  una  circunstancia  se  pueda  acreditar  por  la 
comprobación  material  y  la  otra  solo  por  la  moral  ó  suple- 
loria.  Véase  Cuerpo  del  delito. 

"XXI.  Así  pues,  en  todos  los  casos  de  delito  grave  in  fra- 
ganti,  ó  reputado  como  tal,  es  decir,  siempre  que  el  delito 
se  está  cometiendo  actualmente  ó  acaba  de  cometerse ,  siem- 
pre que  el  autor  ó  cómplice  es  perseguido  acto  continuo  y 
designado  como  tal  por  la  voz  pública  de  los  que  lo  presen- 
ciaron, ó  es  aprehendido  también  en  acto  continuo  con  las 
armas,  instrumentos  ú  otros  efectos,  ó  con  señales  en  su 
persona  ó  vestidura  que  indiquen  su  delincuencia,  siempre 
que  el  delito ,  aunque  esté  ya  cometido  y  se  ignore  su  autor, 
haya  dejado  señales  en  persona ,  sitio  ó  cosa  que  puedan 
borrarse  ,  alterarse  ú  ocultarse,  y  aun  siempre  que  el  dueño 
de  una  casa  en  cuyo  interior  se  ha  cometido  el  delito,  aun- 
que esté  ya  consumado  ,  solicita  que  el  juez  ó  el  alcalde  lo 
justifiquen  ;  en  todos  estos  casos,  repetimos,  debe  pasar  in- 
mediatamente el  juez  ó  el  alcalde  al  sitio  de  su  perpel ración 
con  el  escribano  y  el  alguacil  ó  alguaciles  que  necesite,  avi- 
sando al  ministro  fiscal  para  que  también  concurra  si  quiero 
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á  presenciar  las  diligencias  y  pedir  en  el  acto  la  práctica  de 
las  que  crea  conducentes,  pero  sin  esperar  su  llegada  para 
empezar  el  procedimiento. 

Si  para  la  calificación  del  delito  ó  de  sus  circunstancias 
fuere  necesario  reconocimiento  de  facultativos  de  medicina, 
cirugía  ó  farmacia,  ó  de  peritos  en  las  artes  ú  oficios,- ha  de 
llevar  consigo  ó  mandar  que  acudan  inmediatamente  dos  de 
ellos,  aunque  sea  necesario  buscarlos  en  los  pueblos  inme- 
diatos oficiando  al  efecto  á  las  justicias  respectivas  ;  y  si  ab- 
solutamente no  pudieren  reunirse  dos,  ora  por  no  haberlos, 
ora  por  la  urgencia  del  caso ,  preciso  será  valerse  del  que  se 
encuentro  mas  á  mano  ,  quien  hará  el  reconocimiento  peri- 
cial con  esplicaciones  tan  circunstanciadas  que  pueda  some- 
terse en  caso  necesario  al  juicio  de  otros  facultativos.  Los 
facultativos  y  peritos  no  pueden  dejar  de  concurrir  inmedia- 
tamente al  llamamiento  del  juez,  y  si  lo  rehusaren  sin  tener 
justa  causa  que  se  lo  impida,  deberá  el  juez  multarlos  ó  cas- 
tigarlos de  otro  modo  según  las  circunstancias  y  compelerlos 
á  obedecer  lo  mandado. 

Añaden  algunos  autores  que  el  juez  debe  hacer  concurrir 
también  dos  personas  por  lo  menos  en  calidad  de  testigos  < 
para  presenciar  la  ejecución  de  las  pruebas  materiales  y  de- 
clarar luego  que  los  instrumentos,  efectos  y  demás  que  se 
les  presentan  son  precisamente  los  mismos  que  se  encon- 
traron ;  pero  advierte  el  señor  Tapia  en  su  Febrero  Noví- 
simo que  esta  práctica  no  se  observa  ya  generalmente ,  y 
que  según  nuestras  leyes  basta  la  asistencia  del  juez  y  es- 
cribano ,  acompañados  de  peritos  cuando  es  necesario  hacer 
reconocimientos.  Parece  no  obstante  que  la  asistencia  de 
testigos  es  una  garantía  que  no  siempre  conviene  despreciar. 

XXII.  Luego  que  el  juez  ó  el  alcalde  llegue  al  sitio  del  de- 
lito, debe  practicar  lo  siguiente  :  —  Io.  procurar  ante  todas 
cosas  y  con  la  mayor  eficacia  prestar  á  las  personas  perju- 
dicadas ó  amenazadas  por  el  delito  los  socorros ,  remedios  ó 
protección  que  pueda  y  legalmente  deba  darles,  según  pre- 
viene el  reglamento  de  justicia  en  la  regla  1'.  del  art.  51  : 
—  2o.  examinar  bajo  juramento  al  agraviado  ó  su  represen- 
tante ,  como  también  al  que  hubiese  dado  aviso ,  para  que 
digan  quién,  cómo,  cuándo,  dónde,  con  qué,  porqué  y 
ante  quién  cometió  el  delito  :  á  no  ser  que  ya  estuviese  ve- 
rificada esta  diligencia  en  el  caso  de  procedersc  por  que- 
rella ó  denuncia  :  —  5o.  hacer  que  el  escribano  estienda  en 
su  presencia  un  acta  ó  diligencia  circunstanciada  de  todas 
las  señales  y  rastros  que  en  persona ,  cosa  ó  sitio  hayan  que- 
dado de  resultas  de  la  ejecución  ó  conato  del  delito,  como 
también  de  las  armas,  instrumentos  y  cualesquiera  otros 
efectos  que  hubiesen  servido  ó  estuviesen  preparados  para 
cometerlo  ;  teniendo  muy  particular  cuidado  de  que  entre- 
unto no  se  alteren,  borren  ni  oculten,  siguiendo  los  rastros 
desde  donde  principian  hasta  donde  acaban,  aunque  sea  ne- 
cesario entrar  en  distinto  partido,  y  disponiendo  que  no  sal- 
gan de  la  casa  ni  se  ausenten  del  sitio  las  personas  que  estime 
oportuno  hasta  la  conclusion  de  las  diligencias  :  —  h°.  dis- 
poner que  los  facultativos  ó  peritos  hagan  en  el  acto ,  si  fuere 
posible  sin  inconveniente,  los  reconocimientos,  ensayos  ó 
cotejos  que  estimen  necesarios,  declarando  luego  bajo  jura- 
mento lo  que  hubieren  advertido  y  el  juicio  que  hayan  for- 
mado sobre  la  causa,  esencia,  estado  y  calidad  de  las  heridas, 
señales,  armas,  efectos  y  demás  que  han  reconocido,  y  rela- 
ción que  tengan  ó  puedan  tener  con  el  delito  de  que  se  trate  ; 
sobre  todo  lo  cual  podrán  el  juez  y  el  ministro  fiscal  hacerles 
preguntas  y  pedirles  las  aclaraciones  que  tuviesen  por  con- 
venientes ;  pero  si  para  mejor  fundar  su  dictamen  los  facul- 
tativos ó  peritos  necesitasen  hacer  disección  anatómica  de  un 
cadáver,  ó  prolijosreconocimientos  ó  ensayos  de  algunos  lí- 
quidos ó  materiales  ,  se  dispondrá  que  el  cadáver  y  demás 
objetos  que  convenga  se  custodien  de  modo  que  no  pueda 
hacerse  en  ellos  ninguna  alteración ,  hasta  que  concluidas  las 


primeras  diligencias  se  ejecuten  en  debida  forma  los  recono- 
cimientos y  demás  operaciones,  y  declaren  los  facultativos 
ó  peritos  acerca  de  su  resultado  :  —  5o.  recoger  y  asegu- 
rar todos  los  instrumentos  y  efectos  que  se  presuma  haber 
servido  ó  estar  preparados  para  cometer  el  delito ,  ó  que  pue- 
dan reputarse  producto  del  mismo  ó  servir  para  su  averi- 
guación ó  descubrimiento  del  reo ,  al  cual  se  pondrán  todos 
de  manifiesto  si  estuviese  presente  para  que  los  reconozca  y 
declare  acerca  de  su  pertenencia ,  uso  y  demás  que  fuese 
conveniente  preguntarle  :  —  6o.  examinar  bajo  de  juramento 
sobre  todo  lo  relativo  á  la  justificación  del  delito,  sus  cir- 
cunstancias, autores  y  cómplices  á  cuantas  personas  hubiesen 
presenciado  el  hecho,  ó  vivan  en  la  inmediación  del  sitio 
de  su  perpetración  ,  que  puedan  dar  noticias  útiles  para  la 
averiguación  de  la  verdad  ó  citar  otras  personas  que  puedan 
darlas  :  —  7o.  trasladarse  inmediatamente  á  la  casa  del  pro- 
cesado ó  á  cualquiera  otra  en  que  presumieren  con  algún 
fundamento  que  pueden  existir  papeles,  documentos  ú  otros 
efectos  que  sirvan  para  la  justificación  del  delito  ó  sus  cir- 
cunstancias; reconocer  para  encontrarlos,  si  voluntariamente 
no  se  los  pusiesen  de  manifiesto,  los  sitios,  muebles  y  demás 
en  que  pudieran  estar  escondidos ,  con  intervención  empero 
del  procesado ,  ó  si  no  hubiere  sido  habido  con  la  de  su  mu- 
jer ó  de  alguno  de  sus  hijos  ó  parientes  mas  próximos  ,  ó  la 
de  su  apoderado ,  y  con  la  del  dueño  ó  habitador  de  la  casa 
en  que  en  su  caso  se  hiciere  el  registro;  y  recoger  ó  asegu- 
rar cuantos  papeles  y  efectos  tengan  conexión  con  el  delito 
de  que  se  trata,  sea  para  comprobación  ó  para  descargo, 
haciendo  inventario  exacto  de  ellos  con  señas  suficientes  para 
que  nunca  puedan  ser  confundidos  con  otros  semejantes, 
numerando  los  papeles  que  convendrá  se  rubriquen  también 
en  todas  sus  hojas  por  el  juez ,  el  escribano  y  el  reo  ó  su  re- 
presentante, ó  bien  envolviéndolos  en  una  cubierta  queso 
sellará  por  el  juez  y  se  rubricará  por  los  mismos ,  y  encer- 
rando los  demás  efectos  en  papol,  caja  ó  saco  ó  de  otro  modo 
que  impida  el  que  puedan  sacarse  ó  sustituirse  por  otros  sin 
romper  el  papel  ó  faja  que  se  colocará  donde  sea  oportuno, 
rubricada  igualmente  por  las  indicadas  personas ,  ó  bien  po- 
niéndolos ó  dejándolos  en  cuarto  ó  habitación  que  se  cerrará 
con  llave  y  asegurará  de  manera  que  quede  inviolable  el 
depósito  :  —  8o.  pasar  oficio  al  administrador  de  correos  del 
pueblo,  cuando  creyere  que  la  correspondencia  del  incul- 
pado preso  ó  arrestado  puede  contribuir  á  la  averiguación 
del  delito  ó  del  delincuente ,  para  que  por  sí  mismo  ó  por 
medio  de  alguno  de  sus  oficiales  la  lleve  y  entregue  al  reo  á 
presencia  del  juez  ó  alcalde ,  quien  después  de  abierta  por  el 
interesado  puede  mandar  que  se  una  si  fuere  del  caso  á  la 
sumaria  para  los  efectos  convenientes,  según  lo  dicho  en  el 
artículo  Carta  :  —  9o.  mandar  detener  ó  arrestar  á  cual- 
quiera de  las  personas  presentes  contra  quien  resultaren  in- 
dicios bastantes  para  presumir  que  es  autor  ó  cómplice  del 
delito ,  con  tal  que  por  él  merezca  según  la  ley  ser  castigada 
con  pena  corporal  ;  y  si  los  indicios  fuesen  contra  personas 
no  presentes  ,  ha  de  mandar  que  se  las  conduzca  arresta-das 
á  su  presencia  ;  y  en  uno  y  otro  caso  ha  de  recibirles  decla- 
ración en  el  momento ,  siempre  que  no  haya  cosa  que  lo  es- 
torbe ,  mas  habiéndola  debe  hacer  que  se  las  lleve  á  la  cárcel 
en  calidad  de  detenidas  y  tomarles  la  declaración  dentro  de 
veinte  y  cuatro  horas  :  —  10°.  proceder  al  embargo  de  los 
bienes  del  delincuente  para  evitar  su*  ocultación  ó  enajena- 
ción, cuando  el  delito  lleve  consigo  responsabilidad  pecu- 
niaria, y  solo  en  proporción  á  la  cantidad  á  que  esta  pueda 
estenderse  :  —  il°.  firmar  todas  las  diligencias  y  hacer  que 
las  firmen  el  promotor  fiscal  si  asistiere ,  y  el  escribano  ; 
como  también  los  facultativos,  peritos,  testigos  y  reos  ó  sus 
apoderados  ó  representantes  las  en  que  respectivamente  hu- 
biesen intervenido,  haciéndose  espresion  de  los  que  no  su- 
piesen ó  no  quisiesen  hacerlo  ;  —  12°.  entregar  el  alcalde  del 
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pueblo  las  diligencias  que  estuviere  practicando  en  su  caso 
al  juez  de  partido  si  se  presentare  ó  remitírselas  después  de 
concluidas,  con  los  efectos  y  comprobantes  para  que  las 
reconozca  y  rectifique  en  todo  ó  en  parte  si  estuviesen  de- 
fectuosas y  las  continúe ,  sin  perjuicio  de  encargar  á  aquel 
las  que  convengan  para  la  mas  pronta  y  fácil  espedicion  del 
asunto. 

Estas  son  en  resumen  y  bablando  en  general  las  primeras 
diligencias  que  deben  practicarse  por  el  juez  ó  alcalde  en  el 
procedimiento  por  delitos  in  fraganíi  y  reputados .  como 
tales;  y  las  mismas  habrán  de  ponerse  en  ejecución  por  el 
juez  de  partido  en  cuanto  sean  aplicables,  según  la  calidad 
y  circunstancias  de  los  hechos,  en  el  procedimiento  por  de- 
litos que  no  son  ni  se  reputan  in  fraganíi..  Todas  ellas  son 
reglas  generales  ;  y  el  modo  de  la  aplicación  de  algunas  y 
sus  variaciones  se  especifican  mas  particularmente  en  los 
artículos  relativos  á  cada  especie  de  delitos.  Véase  Cadáver, 
Abogado ,  Ahorcado  ,  Envenenamiento  y  Veneno ,  Aborto 
Y  Abortivo,  Infanticidio,  Exposición  de  parlo ,  Ocultación 
de  parto,  Suposición  de  parlo,  Herida  y  Herido,  Armas  pro-* 
hibidas ,  Asonada  ,  Adulterio  ,  Estupro  ,  Fuerza  hecha  à 
mujeres ,  Monedero  falso ,  Pasquín ,  Robo ,  Fractura,  Ins- 
trumento público,   %  VI,   Cotejo  de  letras ,  Juego ,  ele. 

XXIII.  Hemos  enumerado  con  rapidez  las  primeras  y  mas 
urgentes  diligencias  del  sumario ,  sin  detenernos  en  la  espli- 
cacion  de  cada  una  de  ellas  ,  por  presentarlas  bajo  un  punto 
de  vista  y  no  cortar  el  hilo  de  su  narración.  Vamos  pues 
ahora  á  esplanar  las  que  lo  necesitan  manifestando  el  modo 
y  tiempo  en  que  deben  practicarse,  y  á proseguir  las  demás 
que  son  relativas  al  juicio  informativo.  Lo  natural  es  hacer 
las  primeras  diligencias  por  el  ór-den  en  que  van  colocadas; 
pero  puede  convenir  á  veces  anticipar  algunas  de  ellas  á 
las  otras  por  razón  de  su  mayor  urgencia  ,  como  por  ejemplo 
la  del  arresto  del  presunto  delincuente  y  el  embargo  de  sus 
bienes ,  á  fin  de  que  sea  efectiva  la  ley  penal  y  no  quede 
eludido  el  juicio. 

XXIV.  Arresto  ó  detención  del  presunto  reo.  En  efecto , 
aunque  es  regla  general ,  establecida  por  el  art.  287  de  la 
Const.  de  1812,  que  ningún  español  pueda  ser  preso  sin  que 
preceda  información  sumaria  del  hecho  y  por  el  que  me- 
rezca según  la  ley  ser  castigado  con  pena  corporal ,  y  asi- 
mismo un  mandamiento  del  juez  por  escrito  que  se  le  noti- 
ficará en  el  acto  mismo  de  la  prisión  ;  sin  embargo ,  son 
muy  deobservarlas  modificaciones  y  escepciones  siguientes: 
—  Ia.  que  puede  el  juez  proceder  á  la  prisión  luego  que 
por  cualquier  medio  resulten  de  la  información  sumaria  el 
acaecimiento  de  un  hecho  que  merezca  según  la  ley  ser 
castigado  con  pena  corporal,  y  algún  motivo  ó  indicio  sufi- 
ciente según  las  leyes  para  creer  que  tal  ó  tal  persona  ha 
cometido  aquel  hecho,  sin  ser  necesario  esperar  à  que  la  su- 
maria produzca  una  prueba  plena  ni  semiplena  del  delito  ni 
de  quién  sea  el  verdadero  delincuente  ;  decr.  de  Cortes  de  11 
de  setiembre  de  1820,  restabl.  en  50  de  agosto  de  1856  :  — 
2a.  que  si  la  urgencia  ó  la  complicación  de  circunstancias 
impidieren  que  se  pueda  verificar  la  información  sumaria 
del  hecho  ó  el  mandamiento  por  escrito ,  puede  el  juez  man- 
dar detener  y  custodiar  en  calidad  de  detenida  à  cualquiera 
persona  que  le  parezca  sospechosa  ,  mientras  hace  con  la 
mayor  brevedad  posible  la  precisa  información  sumaria  ; 
sin  que  esta  detención  sea  prisión  ,  ni  pueda  pasar  de  veinte 
y  cuatro  horas  ,  ni  la  persona  así  detenida  deba  ser  puesta 
en  la  cárcel  hasta  que  se  cumplan  los  requisitos  que  exige 
dicho  art.  287  de  la  Const.  de  1812:  —  5?,  que  no  sola- 
mente las  autoridades,  funcionarios  y  ministros  de  justicia, 
sino  todas  y  cualesquiera  personas  pueden  arrestar  y  con- 
ducir á  la  presencia  del  juez  al  que  hallaren  delinquiendo  in 
fraganíi,  ley  11,  til.  58,  lib.  12,  Nov.  Iicc,  art.  292  de  la 
Const.  de  1812,y  arts.  28  j'29cíei  decr, de  21  de  abril  de  1821, 


esto  es,  al  que  actualmente  está  cometiendo  el  delito,  al 
que  acaba  de  cometerlo  ,  al  que  acto  continuo  es  perse- 
guido y  designado  como  autor  ó  cómplice  por  la  voz  púbiiea 
de  los  que  presenciaron  el  hecho ,  y  al  que  es  encontrado 
también  en  acto  continuo  con  las  armas,  instrumentos  ú 
otros  efectos  ,  ó  con  señales  en  su  persona  ó  vestidura  que 
indiquen  ser  el  autor  ó  cómplice  del  delito  :  —  4a.  que  los 
ministros  de  justicia  y  las  partidas  destinadas  á  la  perse- 
cución de  malhechores  pueden  detener  á  las  personas  que 
les  parezcan  sospechosas  para  el  solo  efecto  de  presentar- 
las á  los  jueces,  art.  29  del  decr.  de  17  de  abril  de  1821  : 
—  3a.  que  cuando  por  persona  fidedigna  se  diere  parte 
de  que  acaba  de  cometerse  un  delito  y  de  que  los  de- 
lincuentes se  hallan  ocultos  disponiéndose  para  la  fuga, 
podrá  con  mas  razón  el  juez  ordenar  su  arresto,  sin  en- 
trar previamente  en  la  averiguación  del  delito ,  á  fin 
de  evitar  la  impunidad  ,  pues  que  ya  tiene  algún  motivo 
racional  según  el  art.  5  del  reglamento  de  justicia  para  creer 
sospechosos  á  aquellos  individuos,  y  no  debe  gozar  de  menos 
facultades  que  un  alguacil  ó  una  partida  de  persecución  de 
malhechores  pera  detenerlos  :  —  Ga.  que  cualquiera  puede 
arrestar  donde  quiera  que  lo  hallare  y  presentar  al  juez  sin 
su  mandato  previo,  por  el  grande  interés  que  en  ello  tiene 
la  sociedad,  al  infamado  ó  acusado  de  falsa  moneda,  al  de- 
sertor del  ejército  en  campaña  ó  guerra  .  al  ladrón  famoso  , 
al  incendiario  nocturno  de  casa  ,  al  talador  de  viñas  ó  ár- 
boles, al  incendiario  de  mieses,  y  al  forzador  ó  raptor  de 
doncella  ó  religiosa  ,  según  dispone  la  ley  2,  tít.  29,  Part.  5, 
que  se  considera  todavía  vigente. 

Dedúcese  de  estas  modificaciones,  y  especialmeníe  de  la 
Ia.  y  2a.,  que  si  para  arrestar  ó  detener  á  un  español  y 
custodiarle  en  calidad  de  detenido  por  espacio  de  veinte  y 
cuatro  horas  bastan  sospeclias ,  y  sospechas  arbitrarias, 
pues  que  no  están  fijadas  por  la  ley,  tampoco  parece  que 
para  prenderle  en  solemne  forma  ni  para  dar  por  escrito 
ese  mandamiento  motivado  que  se  le  ha  de  notificar  en  el 
acto  mismo  de  la  prisión  se  requieren  ya  mas  que  sospechas, 
y  sospechas  igualmente  arbitrarias ,  pues  que  tampoco  las 
ha  fijado  la  ley  ;  sospechas  solo  sobre  la  existencia  del 
crimen,  sospechas- solo  sobre  la  persona  del  criminal!!! 
«  Para  proceder  á  la  prisión  de  cualquier  español ,  previa 
siempre  la  información  sumaria  del  hecho  ,  dice  el  (lecreio 
de  Cortes  de  11  de  setiembre  de  1820  restablecido  en  50  de 
agosto  de  18ofi,  no  se  necesita  que  esta  produzca  ana  pj 
plena  M  semiplena  del  delUo  ni  de  quién  sea  el  verdadero 
delincuente.  »  Si  se  quita  pues  la  necesidad  de  una  prueba 
semiplena  del  delito  y  del  delincuente,  ¿ qué  es  lo  que  queda 
debajo  de  ella  sino  solo  meras  sospechas  sobre  ambos  pun- 
ios ?  Tiénese  por  prueba  semiplena  la  declaración  de  un 
testigo  fidedigno,  un  indicio  vehemente  ,  la  confesión  extra- 
judicial,  el  cotejo  de  letras  y  otras  de  este  jaez:  si  fôley 
quiere  que  consideres  como  superabundante  cualquier, 
ellas,  y  que  te  contentes  con  menos  para  creer  que 
cometido  un  crimen  y  que  tal  ó  tal  individuo  lo  ha  perpe- 
trado, ¿qué  otra  cosa  es  la  que  quiere  sino  que  obres  por 
indicios  livianos  y  que  procedas  á  la  prisión  de  un  hombre 
en  virtud  de  un  testimonio  ,  aunque  sea  poco  digno  <:e  fe  ? 
La  única  diferencia  que  establece  la  famosa  ley  entre  les 
requisitos  para  la  detención  y  para  la  prisión  *  consiste  en 
que  para  la  primera  no  exige  como  para  la  segunda  la  in- 
formación sumaria  del  hecho  ;  pero  por  lo  demás,  con  sos- 
pechas ó  indicios  leves  se  contenta  en  realidad  respecto  do 
la  segunda  así  como  de  la  primera,  con  tal  que  en  el  un 
caso  resulten  de  lo  escrito  y  en  el  otro  por  cualquier  medio. 
¿Quién  creyera  que  por  un  decreto  se  había  de  desvirtuar 
de  este  modo  uno  de  los  principales  artículos  del  sagrado 
código;  artículo  en  que  se  pensaba  y  toda\ia  se  piensa  que 
se  halla  muy  bien  afianzada  la  libertad  individual  del  ciu~ 
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dadano?  ¿Quién  imaginara  que  esta  libertad  tan  proclamada, 
tan  cantada,  tan  exagerada  en  cantos  y  proclamas,  habia  de 
perecerá  manos  de  sus  mismos  fundadores,  ó  habia  de 
quedar  al  menos  reducida  á  tal  estado  de  nulidad  cual  no 
tenia  ya  en  los  últimos  tiempos  de  la  monarquía  pura  ? 
s  Quién  por  fin  se  persuadiera  jamas  de  que  en  agosto  de 
1856  los  mismos  hombres  que  levantaban  el  código  tantas 
veces  muerto  y  tantas  resucitado ,  el  código  en  que  hacia  un 
papel  tan  principal  \a  libertad  civil,  habian  de  ponerá  su  lado 
ese  decreto  de  1820  que  con  sus  esplicaciones  la  destruye  ? 
Por  fortuna  el  buen  sentido  de  los  jueces  y  magistrados  no 
ha  querido  ver  en  esa  ley  la  arbitrariedad  que  se  les  con- 
cede: y  creyendo  sin  duda  que  las  Cortes  dijeron  en  ella  mas 
de  lo  que  quisieron  y  que  las  palabras  no  estaban  en  armonía 
con  su  verdadera  intención ,  no  suelen  proceder  á  la  prisión 
sino  cuando  la  información  sumaria  produce  una  prueba 
plena  ó  casi  plena  del  delito  y  una  prueba  semiplena  de  la 
persona  del  que  lo  ha  cometido,  conformándose  con  el 
espíritu  de  nuestras  antiguas  leyes  y  con  la  opinion  mas 
generalmente  recibida  de  nuestros  criminalistas.  —  Véase 
Arrestar,  Alguacil,  Auxilio  contra  el  injusto  agresor,  Fuerza 
pública  ,  Prisión ,  y  mas  abajo  el  §  XXXII. 

XXV.  Embargo  de  bienes.  Cuando  el  juez  encuentra  ya  en 
la  sumaria  motivos  suficientes  para  proceder  á  la  prisión 
del  presunto  reo,  ó  por  mejor  decir,  para  creerle  culpable 
según  lo  dicho  en  el  §  que  precede,  debe  al  mismo  tiempo 
ó  después ,  según  convenga  ,  en  los  delitos  que  lleven  consigo 
responsabilidad  pecuniaria  decretar  el  embargo  de  bienes, 
especialmente  si  hay  razón  para  temer  la  ocultación  de  ellos. 

El  embargo  ha  de  ejecutarse  únicamente  en  la  cantidad  á 
que  la  responsabilidad  pecuniaria  pueda  estenderse  ;  art.  294 
de  la  Const.  de  1812.  Esta  cantidad  ha  de  fijarse  por  el  juez 
regulando  prudencialmente  lo  que  atendida  la  calidad  y 
naturaleza  del  delito  ó  culpa  podrán  importar  todas  las  con- 
denaciones pecuniarias  ,  las  cuales  pueden  reducirse  :  Io.  á 
la  satisfacción  de  una  multa,  ó  de  una  suma  determinada  en 
favor  del  ofendido,  cuando  esta  sea  el  todo  ó  parte  de  la  pena 
del  delito;  2o.  ala  restitución  de  bienes  robados  ó  de  su 
valor;  3o.  al  resarcimiento  de  daños  y  perjuicios  que  el  de- 
lito hubiese  ocasionado  en  personas  ó  bienes;  k°.  al  pago 
de  las  costas  procesales. 

Puede  hacerse  el  embargo  :  Io.  en  dinero  y  bienes 
muebles  y  semovientes ,  que  se  depositarán  por  inventario 
en  persona  llana  y  abonada  á  satisfacción  del  juez,  ley  U, 
lit.  35,  lib.  5  ,  Nov.  Rec.  :  2o.  en  bienes  raices,  que  aunque 
según  dicha  ley  deben  igualmente  ponerse  en  depósito  ó 
secuestro  ,  pues  que  ella  habla  de  toda  clase  de  bienes  sin 
distinción ,  se  acostumbra  en  algunas  partes  y  conviene  de- 
jar al  libre  uso  y  disfrute  del  reo  ó  su  familia,  tomándose 
razón  del  embargo  en  el  oficio  de  hipotecas  :  5o.  en  la  tercera 
ó  cuarta  parte  ó  en  la  mitad  de  las  rentas  que  por  su  des- 
tino correspondiesen  al  reo ,  según  la  importancia  de  ellas  y 
la  clase  y  familia  de  este ,  cesando  la  retención  luego  que  se 
complete  la  cantidad  mandada  embargar. 

Aunque  los  bienes  que  están  esentos  de  embargo  por 
deuda  civil,  no  lo  están  por  deuda  ú  obligación  que  nazca 
de  delito  grave ,  es  opinion  generalmente  recibida  que  de- 
ben ser  respetados  ,  á  lo  menos  en  el  caso  de  que  el  proce- 
sado tenga  otros  bienes  de  que.  pueda  echarse  mano  ;  y 
parece  que  la  equidad  y  la  humanidad  recomiendan  que 
nunca  se  sujeten  á  embargo  las  ropas  del  uso  cotidiano  del 
reo  y  su  familia ,  las  camas  ,  aperos. y  ganados  indispensa- 
bles de  labor,  las  armas,  libros,  instrumentos  ni  herra-~ 
mientas  de  las  respectivas  profesiones,  artes  ú  oficios.Véase 
Juicio  ejecutivo  ,  %  V. 

El  reo  ó  su  representante  pueden  en  todo  caso  hacer  el 
señalamiento  de  bienes  para  el  embargo ,  con  tal  que  cubran 
a  cantidad  mandada  asegurar;  y  aun  evitar  el  embargo  en 


el  principio  ,  y  solicitar  después  de  hecho  que  se  alce,  de- 
positando una  cantidad  equivalente ,  ó  presentando  fianza 
de  responder  de  ella,  pues  que  no  siendo  otro  el  objeto  del 
embargo  que  el  asegurar  el  pago  de  las  condenaciones  pe- 
cuniarias, no  debe  rechazarse  ninguno  de  los  medios  que  se 
propongan  y  sean  suficientes  para  llenarlo. 

Para  la  admisión  de  la  fianza  ,  señalamiento  de  su  cuantía/ 
y  declaración  de  ser  bastantes  los  bienes  propuestos  ó  losf 
embargados,  ha  de  oirse  al  ministerio  fiscal  y  ala  parler 
ofendida  ,  como  igualmente  en  el  caso  de  suscitarse  sobre! 
ellos  tercería  de  dote  ó  de  dominio  ó  cualquiera  otra  que : 
sea  admisible  ,  todo  en  pieza  separada,  para  que  no  se  en« 
torpezca  el  curso  de  la  causa.  Véase  mas  arriba  f  XVI. 

El  auto  de  embargo  es  ejecutivo,  como  el  de  prisión,  f 
no  admite  por  consiguiente  apelación  ni  otro  recurso  sino 
solo  en  un  efecto  (1).  =  Véase  Embargo. 

XXVI.  Reconocimientos ,  ensayos  y  colejos  de  objetos  ma- 
teriales. Cuando  habiéndose  encontrado ,  recogido  y  depo- 
sitado algunos  objetos  de  prueba  material  del  delito ,  se 
hubiere  de  hacer  ó  repetir  el  reconocimiento  ,  ensayo  ó  co- 
tejo de  ellos  ,  que  deberá  ser  luego  que  lo  permitan  las  dili- 
gencias mas  urgentes  del  sumario ,  se  principia  el  acto 
acreditando  que  el  depósito  no  ha  sido  alterado^  ni  quebran- 
tado,  á  cuyo  efecto  se  pone  de  manifiesto  á  los  que  asistieron 
á  él  el  pliego ,  saco ,  arca  ó  lugar  en  que  se  hizo ,  para  que 
reconozan  las  cerraduras ,  sellos  ó  rúbricas ,  ó  bien  el  objeto 
para  que  vean  que  es  el  mismo. 

Abierto  el  pliego  ,  el  juez  reconoce  por  sí  los  papeles , 
separa  los  que  no  tienen  conexión  con  el  asunto  y  los  entrega 
al  interesado  ó  su  representante;  reserva  los  que  sean  úti- 
les, y  haciéndolos  rubricar  por  el  mismo  interesado  ó  su 
representante  y  por  los  demás  que  asistan  á  la  diligencia,  y 
anotar  específicamente  los  que  sean  con  espresion  de  su 
principio  y  fin, y  de  si  tienen  ó  no  enmiendas,  entrerenglo- 
nados  ó  testaduras ,  manda  que  corran  unidos  á  los  autos. 

Abiertos  igualmente  los  demás  depósitos  en  su  caso  ó 
exhibidas  las  cosas  depositadas,  se  hace  por  los  facultativos 
ó  peritos  ya  nombrados  ó  que  se  nombren,  á  presencia  del 
juez  y  del  escribano,  el  examen,  reconocimiento,  ensayo  ó 
cotejo  que  corresponda  según  su  naturaleza  y  la  especie  del 
delito;  y  si  el  punto  que  se  somete  á  sus  observaciones  es 
muy  arduo  ó  delicado,  ó  bien  siendo  dos  como  á  lo  menos 
deben  ser  los  peritos  ó  facultativos  no  están  conformes  en  su 
opinion  ,  puede  el  juez  nombrar  el  número  de  ellos  que  es- 
time conveniente ,  ó  acudir  en  su  caso  á  la  academia  de 
medicina  y  cirugía  ó  al  colegio  ó  cuerpo  competente ,  á  Gn 
de  adquirir  toda  la  instrucción  posible  para  dictar  el  fallo 
con  acierto.  Véase  Academia  médico-quirúrgica. 

Como  á  veces  no  es  posible  fijar  incontestablemente  con 
un  solo  reconocimiento  la  calidad  del  hecho  ó  la  relación 
que  tenga  con  este  la  cosa  examinada,  conviene  mucho  te- 
ner presente ,  que  cuando  para  practicar  el  reconocimiento 
pericial  sea  indispensable  ú  oportuno  destruir  el  objeto 
sobre  que  ha  de  recaer,  debe  dividirse  el  objeto  si  fuere  po- 
sible y  practicarse  el  reconocimiento  en  una  parte  ,  depo- 
sitándose la  otra  en  debida  forma  para  que  sobre  ella  pueda, 
repetirse  en  caso  necesario. 

Cuando  el  reconocimiento  de  un  objeto  material  no  haya 
de  hacerse  por  peritos  ,  sino  por  cualquiera  persona,  cuyo 
testimonio  circunstanciado  se  crea  útil  para  acieditar  la 
verdad  de  un  hecho  ó  la  identidad  del  mismo  objef»  ó  de 
sus  circunstancias ,  es  muy  conveniente  que  se  le  pongan  de 
manifiesto  varios  objetos  semejantes  ó  de  la  misma  especie 

(1)  Véase  todo  el  cap.  5  De  la  prisión  del  reo  y  del  embargo  de 
bienes,  en  el  Febr.  ihej.,  tora.  7,  pág.  273  ;  y  por  lo  tocante  á 
Méjico  téngase  presente  lo  que  se  dice  en  la  nota  del  artículo 
Arrestar,  pág.  252,  y  la  adición  puesta  al  fin  del  mismo. 
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que  el  que  da  márgeii  á  la  celebración  del  acto ,  para  que 
diga  cuál  es  entre  todos  el  que  se  busca. 

Si  alguna  persona  hubiere  alterado ,  sustraído  ,  ocultado 
ó  hecho  desaparecer  los  comprobantes  materiales  del  delito 
para  impedir  la  averiguación  déla  verdad  ,  debe  procederse 
contra  ella  como  encubridora  del  delito ,  sin  perjuicio  de 
suplir  la  falta  de  aquellos  por  las  pruebas  que  permita  la 
naturaleza  del  hecho. 

XXVII.  Examen  de  testigos.  El  juez  debe  examinar  por  si 
mismo  ante  solo  el  escribano  alas  personas  que  aparezcan 
enunciadas  como  sabedoras  del  delito  ó  de  sus  autores  en 
las  primeras  diligencias  y  en  la  denuncia  ó  querella  ,  á  las 
que  pida  el  promotor  fiscal ,  y  á  todas  las  demás  que  puedan 
darrazon  del  hecho,  sus  circunstancias,  reos,  cómplices  y 
ausiliadores ,  recibiendo  á  cada  testigo  su  declaración  por 
separado,  y  sin  usarla  cautela  de  tomar  el  escribano  á  solas 
las' deposiciones  de  los  testigos  y  leerlas  después  ante  el 
juez  ,  so  pena  de  ser  castigados  por  la  contravención  y  de 
nulidad  del  proceso;  ley  26,  lit.  16,  Part.  5,  leyes  10 .y  16; 
til.  5%,  lib.  í2,'2Voe.  Rec,  y  art.  S  del  regí,  de  26  de  se- 
tiembre de  1835.  El  juez  que  contraviniere  á  esta  disposi- 
ción, incurre  por  la  primera  vez  en  la  multa  de  cinco  mil 
maravedís  i  y  el  escribano  de  dos  mil;  por  la  segunda  en 
inulta  doblada  respectivamente;  y  por  la  tercera  en  priva- 
ción de  sus  oficios;  d.  ley  16,  tít.  32  ,  lib.  12  ,  2Vot>.  Rec.  Es 
claro  que  las  multas  deben  ser  ahora  mucho  mayores  por  la 
diferencia  de  los  tiempos,  y  que  las  actuaciones  nulas  del 
proceso  han  de  reponerse  á  costa  de  los  contraventores. 

XXVIII.  Toda  persona-de  cualquiera  clase,  fuero  y  con- 
dición que  sea:,  cuando  tenga  que  declarar  como  testigo  en 
una  causa  criminal,  está  obligada  á  comparecer  para  este 
efecto  ante  el  juez  que  conozca'  de  ella  luego  que  sea  citada 
por  el  mismo,  sin  necesidad  de;  previo  permiso  del  jefe  ó 
superior  respectivo  ;  teniendo  igual  autoridad  para  este  fin 
el  juez  ordinario  respecto  á  las  personas  eclesiásticasLy  mi- 
litares, que  los  juecestailitares  y  eclesiásticos  respecto  á  las 
de  los  otros  fueros-,  los  cuales  no  pueden  ni  deben  conside- 
rarse perjudicados  por  el  mero  acto  de  decir  lo  que  se  sabe 
como  testigo  ante  un  juez  autorizado  por  la  ley;  y  toda  per- 
sona en  estos  casos,  cualquiera  que  sea  su  clase,  debe  dar 
su  testimonio,  no  por  certificación  ó  informe,  sino  por  de- 
claración bajo  juramento  en  forma ,  que  deberá  prestar  se- 
gún su  estado  respectivo  ante  el  juez  de  la  causa  ó  el  auto- 
rizado por1  estd;'óí-ís.  2  y  5  del  decr.  de  Cortes  de  11  do 
setiembre  de  1820  restabl.  c n  50  de  agosto  de  1856,  ley  12, 
til.  8,  M.2 'del  Fuero  Real,  y  ley  51 ,  tít.  10,  Part.  5. 

Cuando  el  testigo  estuviese  físicamente  impedido,  debe  el 
juez  pasar  con  el  escribano  á  su  casa  á  recibirle  la  declara- 
ción ,  ley  55,  til.  16,  Part.  7;  y  si  estuviere  confinado  en 
presidio  ,  ha  de  pasar  igualmente  el  juez  en  persona  con  el 
escribano  al  cuartel  en  que  se  halle,  real  orden  de  25  de 
octubre  de  1859;  debiendo  practicarse  lo  mismo  con  los 
presos. 

El  testigo  que  constando  haber  sido  citado  no  compare- 
ciese á  declarar  en  el  término  que  se  le  hubiere  asignado, 
debe  ser  compelido  y  apremiado  á  ello  con  penas  pecunia- 
rias y  aun  con  prisión  ó  arresto  ;  ley  5o ,  til.  16 ,  Parí.  5  ,  y 
ley  1 ,  lit.  1  i ,  tib.  1 1  ,  Nov.  licc.  Lo  natural  es  que  el  juez 
le  imponga  por  la  talla  de  comparecencia  una  multa  pro- 
porcionada ,  haciéndole  citar  de  nuevo;  que  si  tampoco 
compareciere,  le  exija  doble  multa,  y  lo  haga  conducir 
arrestado  á  su  presencia  para  solo  el  efecto  de  recibirle  in- 
mediatamente su  declaración;  que  si  no  pudiere  pagar  la 
mulla  ,  le  haga  sufrir  uno  ó  mas  dias  de  prisión  ó  arresto 
según  las  circunstancias  ;  y  que  si  compareciese  á  la  se- 
gunda citación,  y  acreditase  escusas  legitimas  de  su  primera, 
falta,  le  pueda  alzar  la  multa  con  audiencia  del  ministro 
fiscal.  Mas  los  ascendientes  y  descendientes,  los  parientes 


colaterales  hasta  el  cuarto  grado ,  los  cónyuges ,  los  suegros, 
suegras  ,  yernos  y  nueras ,  los  padrastros ,  madrastras  y 
entenados,  no  pueden  ser  apremiados  á  declarar  unos  contra 
otros;  ley  11  ,  lit.  16  ,  Part.  5,  y  ley  0,  til.  50,  Parí.  7. 

XXIX.  Como  en  el  sumario  no  se  trata  precisa  y  única- 
mente de  probar  sino  mas  bien  de  inquirir,  debe  el  juez 
admitir  aquí  á  todo  testigo,  aunque  sea  menos  hábil  para 
hacer  prueba,  dejando  el  examen  de  su  idoneidad  para  el 
plenario,  según  dicen  los  autores,  y  es  fácil  inferir  de  1? 
ley  9,  tít.  16,  Part.  3;  y  tampoco  se  cita  por  ahora  al  reo, 
aunque  se  sepa  quién  es,  para  que  conozca  álos  testigos  y 
presencie  su  juramento. 

XXX.  Si  los  testigos  residieren  en  otro  pueblo  pertene- 
ciente al  territorio  jurisdiccional  del  juez  de  la  causa,  han 
de  ser  examinados ,  también  ante  escribano  ,  por  el  alcalde 
del  mismo  pueblo  ó  por  quien  sus  veces  haga,  ó  bien  por 
otra  persona  de  confianza  á  quien  el  juez  creyere  mas  con- 
veniente al  mejor  servicio  dar  esta  comisión  ;  arts.  8  y  51 
del  regí,  de  justicia  de  1835  ,  y  art.  9  del  decr.  de  1 1  de  se- 
tiembre de  1820;  y  si  residieren  fuera  del  territorio  juris- 
diccional ,  han  de  ser  examinados  por  medio  de  exhortos 
que  se  libren  á  los  respectivos  jueces  de  partido ,  los  que  los 
harán  comparecer  ó  pasarán  á  examinarlos  ó  lo  encargarán 
al  alcalde  según  los  casos  :  á  cuyo  fin  han  de  estenderse  en 
la  orden  ó  despacho  de  comisión  ó  en  el  exhortólas  preguntas 
que  deban  hacérseles ,  para  que  el  alcalde  ó  el  delegado  ó  el 
juez  de  partido  les  reciban  al  tenor  de  ellas  sus  declaracio- 
nes y  las  remitan  cerradas.  Pero  si  la  causa  fuere  tan  grave 
que  por  el  delito  que  la  motiva  estuviere  impuesta  por  la 
ley  la  pena  de  muerte  ó  la  de  perdimiento  de  miembro  ó  la 
de  destierro,  ó  si  los  testigos  hubiesen  de  reconocer  algún 
objeto  material  que  no  puede  remitirse  fácilmente  ó  sin  pe- 
ligro, debe  entonces  el  juez  de  la  causa  hacerlos  compare- 
cer en  su  juzgado,  cualquiera  que  sea  el  distrito  ó  provincia 
en  que  se  hallen  ,  á  no  estar  imposibilitados,  y  recibirles 
por  sí  mismo  sus  declaraciones;  ley  10,  til.  8,  lib.  2rfcí 
Fuero  Real ,  y  ley  27,  lit.  16,  Part.  5  ,  con  las  glosas  do 
Gregorio  López  :  bien  que  si  el  reconocimiento  no  fuese  muy 
esencial  ó  conducente  para  la  averiguación  del  hecho,  y  si 
los  testigos  se  encontraren  á  larga  distancia,  habrán  de  ser 
examin  ados  por  exhorto ,  siempre  que  asi  pueda  hacerse  sin 
perjuicio  de  la  justicia. 

XXXI.  Debe  empezar  el  juez ,  acompañado  del  escribano, 
el  examen  de  cada  testigo  tomándole  juramento  de  que  dirá 
verdad  en  cuanto  supiere  y  fuere  preguntado,  de  que  no 
dejará  de  decirla  por  odio  ó  afición  a  persona  alguna ,  ni  por 
temor  ó  esperanza,  ni  por  seducción  ú  otro  medio  reproba- 
do ,  y  de  que  no  descubrirá  su  dicho  à  ninguna  de  las  par- 
tes hasta  su  publicación  por  el  juez;  y  luego  mirándole  á  la 
cara  para  descubrir  la  impresión  que  cada  pregunta  le  hace 
y  el  modo  con  que  satisface  á  ella ,  le  preguntará  por  su 
nombre,  apellido,  edad,  estado,  oficio  ó  profesión  y  vecin- 
dad ,  y  por  el  hecho  que  se  inquiere  y  sus  circunstancias, 
por  el  lugar,  dia  y  hora  en  que  fué  cometido,  por  el  nombre 
ó  señas  del  que  lo  cometió  y  desús  cómplices,  sin  manifes- 
tarlo quiénes  son,  aunque  ya  se  sepa,  y  por  las  personas  qüó 
se  hallaron  presentes  al  acto  ó  que  puedan  dar  noticia  do 
él ,  como  asimismo  por  la  razón  que  tiene  para  decir  lo  quo 
depone ,  si  es  por  haberlo  visto  ó  por  haberlo  oido  á  otros  ó 
por  creerlo  así.  El  escribano  estenderá  en  el  acto  las  pre- 
guntas y  respuestas  en  los  mismos  términos  en  queso  hicie- 
ren y  dieren,  sin  añadir  ni  quitar  cosa  alguna  ,  concretán- 
dose empero  á  solo  el  asunto  de  que  se  trate;  ó  bien  el 
mismo  testigo  escribirá  por  su  mano,  si  quisiere,  ó  dictará 
su  declaración;  y  después  de  terminada,  se  le  leerá  ínte- 
gramente para  que  se  ratifique  en  ella,  ola  enmiende  y 
reforme,  y  la  firmarán  el  juez ,  escribano  y  testigo,  espresán- 
dose si  este  no  sabe  ó  no  puede  ó  no  quiere  firmar  ;  sin  per- 
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juicio  empero  de  volver  à  interrogarle  posteriormente  cuando 
el  juez  lo  crea  del  caso;  Zei/es21,2S,  26  ,  28  y  30,  lit.  16, 
Part.  3,  ley  3,  lit.  50,  Parí.  7,  y  ley  3,  íít.  11 ,  lib.  11 , 
Nov.  Rec. 

Ha  de  interrogar  el  juez  á  los  testigos  con  prudencia  y 
cordura,  lia  de  escucharlos  con  mansedumbre,  no  ha  de 
hacerles  nunca  sino  preguntas  directas ,  y  de  ningún  modo 
capciosas  ni  sugestivas  ;  y  será  estrechamente  responsable  , 
si  para  hacerlos  declarar  á  su  gusto  empleare  alguna  coac- 
ción física  ó  moral  ó  alguna  promesa,  dádiva ,  engaño  ó  im- 
propio artificio;  ley  26,  lit.  16,  Pari.  3,  y  art.  8  dclregl.  de 
26  de  setiembre  de  1855.  Véase  Pregunta  y  Prevaricación. 
En  el  mismo  acto  de  la  declaración  se  verificará  por  los  tes- 
tigos el  del  reconocimiento  de  las  armas  ú  otros  efectos  que 
conviniere. 

Si  el  testigo-que  se  examina ,  designare  otra  ú  otras  per- 
sonas que  pueden  saber  algo  sobre  el  hecho  criminal  ó  su 
autor,  se  evacuará  la  cita  en  la  forma  que  luego  diremos  en 
el  |  XL1X;  y  si  dijere  que  vio  al  delincuente,  y  que  no 
sabe  quién  es ,  pero  que  le  conocería  si  le  volviese  á  ver, 
debe  entonces  procederse  al  reconocimiento  ó  confrontación 
en  rueda  de  presos ,  según  se  indicará  mas  abajo  en  el  §  LI. 

Si  el  testigo  se  esplica  con  indecisión  ó  perplejidad,  y  pre- 
guntado sobre  ella  no  da  razón  que  la  justifique  ,  si  comete 
desvarios  ó  contradicciones  ó  inconsecuencias,  sise  esfuerza 
en  cohonestar  ciertos  hechos  de  mala  especie,  si  presenta 
intempestivamente  disculpas  que  no  se  le  piden  ,  si  tergi- 
versa las  cosas ,  si  al  oir  las  preguntas  que  se  le  hacen  da 
señales  de  sorpresa  y  turbación ,  de  manera  que  no  parece 
sino  que  la  conciencia  le  descubre  ;  puede  entonces  presu- 
mirse según  las  circunstancias  ,  ó  que  falta  á  sabiendas  á  la 
verdad,  ó  que  es  participante  del  delito,  y  en  ambos  casos 
habrá  de  tratársele  como  á  presunto  reo  y  procederse  á  su 
detención  ó  arresto ,  á  no  ser  que  haya  motivos  para  creer 
que  su  conducta  no  procede  sino  de  noticias  ó  recelos  que 
tenga  de  que  el  delincuente  que  se  busca  es  una  de  aquellas 
personas  contra  quienes  no  puede  ser  apremiado  á  declarar. 

XXXII.  Prisión  y  declaración  indagatoria  del  reo.  Luego 
que  de  la  información  sumaria  resultan  la  existencia  de  un 
delito  grave  por  el  que  la  ley  imponga  pena  corporal,  y  al- 
gun  motivo  racional  bastante  para  creer  que  tal  ó  tal  per- 
sona lo  ha  cometido  ,  con  arreglo  á  lo  dicho  en  el  §  XXIV, 
debe  el  juez  proveer  contra  ella,  un  auto  motivado  de  prisión, 
así  en  el  caso  de  que  ya  se  halle  en  calidad  de  detenida  en 
la  cárcel  ó  en  cualquiera  otro  sitio  como  en  el  de  que  todavía 
so  encuentre  libre  ,  oyendo  al  ministro  fiscal ,  si  lo  estimase 
oportuno,  para  calificar  los  datos  del  sumario.  En  el  primer 
caso  basta  que  se  entregue  al  alcaide  copia  del  auto  motivado 
Dará  que  la  inserte  en  el  libro  de  presos,  y  que  se  notifique 
el  auto  al  detenido  para  que  sepa  que  se  le  pone  en  la  cárcel 
ó  permanece  en  ella  con  la  calidad  de  preso  ;  y  en  el  segundo 
caso  se  libra  mandamiento  de  prisión  firmado  por  el  juez  y 
escribano  ,  en  que  se  esprese  :  Io.  el  nombre  y  apellido  y 
la  calidad  del  juez  que  lo  espide  ;  2o.  la  persona  ó  personas 
á  quienes  se  comete ,  que  regularmente  son  los  ministros  , 
alguaciles  y  dependientes  del  juzgado;  5o.  el  delito  por  que- 
so procede  ;  'i-0,  el  nombre  y  apellido  del  reo,  con  alguna 
seña  particular,  como  el  nombre  del  pueblo  de  su  naturaleza 
ó  domicilio  ,  el  de  su  padre  ,  algún  sobrenombre  ó  apodo 
con  que  sea  conocido,  ú  otra  que  lo  distinga  claramente  do 
otro  cualquiera  de  su  mismo  nombre  y  apellido  ;  y  si  estos 
no  resultasen  del  sumario  ,  la  designación  mas  clara  y  dis- 
tinta que  pueda  hacerse  de  él ,  según  las  noticias  que  sobre 
su  persona  se  hubiesen  adquirido  ;  5°.  la  cárcel  á  que  el  reo 
ha  de  ser  conducido;  y  6d.  la  circunstancia  de  si  ha  de  estar 
ó  no  privado  de  comunicación.  En  el  acto  de  la  prisión  ha 
de  notificarse  al  reo  el  mandamiento,  y  dársele  copia  de  él 
si  la  pidiese ,  debiendo  asimismo  aprehenderse  las  armas, 


papeles  ú  otros  efectos  que  se  le  encuentren  y  tengan  reía* 
cion  con  el  delito  que  la  motiva. 

XXXIII.  Si  residiere  el  reo  en  otro  pueblo  del  partido , 
puede  encargarse  su  prisión  al  alcalde  ú  otro  delegado  en 
quien  el  juez  tuviere  mas  confianza  ,  dirigiéndole  al  efecto 
el  mandamiento.  Si  existiere  fuera  del  partido,  ha  de  librarse 
exhorto  ó  requisitoria,  con  inserción  del  auto  motivado  ,  al 
juez  que  corresponda.  Si  se  ignora  su  residencia  ó  paradero, 
se  despachan  requisitorias  á  los  pueblos  donde  se  presume 
que  puede  estar ,  ó  bien  una  sola  para  todos  los  jueces  y 
alcaldes  que  se  anotan  al  margen  ,  los  cuales  van  cumpli- 
mentándola sucesivamente  ,  esto  es ,  quedándose  con  copia 
del  mandamiento  y  requisitorio  para  hacerlo  ejecutar  luego 
que  sea  posible  ;  y  aun  suele  pasarse  oficio  al  jefe  político 
de  la  provincia  para  que  como  encargado  de  la  seguridad 
pública  disponga  que  por  medio  de  las  autoridades  y  agentes 
que  le  están  subordinados  se  verifique  la -captura  del  reo  que 
se  busca.  Finalmente,  si  se  hubiese  refugiado  á  pais  eslian- 
jero,  y  tuviésemos  con  su  gobierno  algún  tratado  de  mutua 
extradición  de  reos ,  como  lo  tenemos  con  el  de  Francia, 
Portugal  y  Marruecos  ,  debe  el  juez  de  la  causa  remitir  á  la 
Audiencia  territorial  ó  á  su  inmediato  superior  una  esposi- 
cion  ó  suplicatoria ,  acompañada  de  un  testimonio  en  que 
consten  la  naturaleza  del  delito,  la  gravedad  de  los  cargos  y 
todas  las  demás  circunstancias  conducentes  ;  y  el  tribunal , 
hallando  completa  la  instrucción  ó  completándola  en  otro 
caso ,  y  viendo  que  el  delito  es  de  los  comprendidos  en  el 
tratado  ,  lo  dirige  todo  al  respectivo  ministerio  con  su  in- 
forme fundado  en  los  tratados  existentes  y  en  las  reglas  de 
derecho  internacional ,  para  que  pasándose  por  este  al  mi- 
nisterio de  estado  se  exija  al  gobierno  estranjero  la  entrega 
del  reo  refugiado;  real  orden  de  10  de  setiembre  de  1859. 
Véase  Exhorto  y  Requisitoria ,  Asilo  territorial  y  Extra- 
dición. 

XXXIV.  Todos  sin  distinción  alguna  están  obligados,  en 
cuanto  la  ley  no  los  exima ,  á  ayudar  á  las  autoridades 
cuando  sean  interpelados  por  ellas  para  el  descubrimiento, 
persecución  y  arresto  de  los  delincuentes;  art.  Io.  del  decr. 
de  11  de  setiembre  de  1820.  Toda  persona  debe  obedecer  los 
mandamientos  de  prisión  ;  y  cualquiera  resistencia  se  reputa 
delito  grave,  art.  288  de  la  Const.  de  1812.  Cuando  hubiere 
resistencia  ó  se  temiere  la  fuga,  se  podrá  usar  de  la  fuerza 
para  asegurar  la  persona  ;  art.  289  de  id.  Véase  Resistencia 
á  la  justicia  y  Fuga,  y  mas  abajo  el  §  LVIII  sobre  allana- 
miento. 

Si  el  reo  mandado  prender  estuviere  gravemente  enfermo, 
ó  fuere  mujer  embarazada  ó  recien  parida  ,  no  han  de  tras- 
ladarse á  la  cárcel  hasta  que  el  facultativo  declare  que  puede 
hacerse  sin  peligro;  y  entretanto  se  cuida  de  la  seguridad 
de  la  persona  por  medio  de  fianzas  ,  guardas  ú  otro  que  el 
juez  estime  suficiente  ,  según  las  circunstancias  y  calidad 
del  procesado. 

Si  el  reo  se  hubiese  acogido  á  lugar  sagrado,  se  practican 
las  diligencias  y  procedimientos  que  se  espresan  en  los  artí- 
culos Asilo  é  Inmunidad  eclesiástica. 

XXXV.  El  auto  de  prisión  es  ejecutivo  ;  y  así  es  que  si 
el  reo  interpone  apelación  de  él,  no  se  le  debe  admitir  du- 
rante el  sumario  sino  solo  en  el  efecto  devolutivo,  porque  no 
deben  quedar  suspensas  las  actuaciones  mas  interesantes  del 
juicio  criminal  ni  perderse  los  momentos  mas  preciosos  para 
el  descubrimiento  de  los  hechos.  En  el  caso  pues  de  haberse 
interpuesto  este  recurso  ,  se  remite  testimonio  de  lo  ac- 
tuado al  tribunal  superior  para  que  decida  brevemente ,  y 
sin  comunicar  este  documento  al  reo ,  sobre  su  prisión  ó  li- 
bertad. 

XXXVI.  No  se  puede  mortificar  al  preso  con  hierros, 
ataduras  ni  otras  vejaciones  que  no  sean  necesarias  para  su 
seguridad  :  pero  si  por  su  calidad  ó  la  del  delito  se  prestí- 
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miere  que  puede  intentar  su  fuga ,  ó  si  turbare  la  quietud  de 
los  demás  presos ,  podrá  entonces  asegurársele  ,  mediante 
orden  del  juez,  con  prisiones  ó  grillos  lijeros  que  basten  á 
impedir  el  efecto  de  sus  conatos ,  pero  nunca  poniéndole  en 
calabozos  subterráneos  ni  mal  sanos  ;  y  si  la  cárcel  donde 
exisla  no  fuere  segura ,  será  remitido  á  la  mas  inmediata  que 
lo  sea  ;  art.  7  del  regí,  de  26  de  setiembre ,  art.  178  y  sig. 
de  las  orden,  de  las  Aud.  de  20  de  diciembre  del83b,y  ctrí.297 
de  la  Const.  de  1812.  Véase  Alcaide. 

XXXVII.  Tampoco  puede  tenerse  al  preso  en  incomuni- 
cación ,  como  no  sea  con  especial  orden  del  juez,  el  cual  no 
lo  podrá  mandar  sino  cuando  lo  exija  la  naturaleza  de  las 
averiguaciones  sumarias,  y  por  solo  aquel  tiempo  que  sea 
realmente  necesario  ;  art.  7  del  regí,  de  26  de  setiembre 
de  1855.  La  incomunicación  suele  decretarse  cuando  hay  pe- 
ligro de  que  el  reo  trate  de  corromper  á  los  testigos  ó  de  con- 
certarse con  ellos  ó  de  borrar  ó  hacer  desaparecer  los  vesti- 
gios y  demás  pruebas  de  su  delito  ;  y  así  luego  que  cese  este 
peligro,  debe  cesar  también  la  incomunicación  ;  lo  cual  se 
verifica ,  no  solo  cuando  ya  se  está  en  el  caso  de  recibir  la 
confesión  al  procesado,  sino  también  en  muchos  casos  luego 
que  se  han  evacuado  las  declaraciones  y  citas  y  se  ha  hecho 
la  comprobación  material  del  crimen.  La  incomunicación  se 
reduce  á  privar  al  reo  de  hablar  con  los  demás  presos  ú 
otras  personas,  pero  no  impide  que  se  le  faciliten  lodos  los 
ausilios  compatibles  con  el  objeto  de  esta  precaución ,  y  los 
medios  de  recreo  y  distracción  que  no  la  hagan  ilusoria. 

XXXVIII.  Dentro  de  las  veinte  y  cuatro  horas  siguientes 
á  la  prisión  ó  arresto  del  presunto  reo,  si  ya  no  se  hubiese 
verificado  inmediatamente  después  ó  antes  del  aresto  ó  pri- 
sión ,  debe  el  juez  tomarle  por  sí  mismo  la  primera  declara- 
ción indagatoria  ó  inquisitiva ,  sin  cometerla  en  ningún  caso 
al  escribano,  ley  10,  til.  32 ,  lib.  12,  Rov.  Rec.,yart.  290 
de  la  Const.  de  1812,  que  altera  la  2a.  parle  del  art.  6  del 
regí,  de  justicia;  sin  exigirle  juramento,  que  á  nadie  ha  de 
tomarse  en  materias  criminales  sobre  hecho  propio ,  art.  291 
de  d.  Const.;  sin  compelerle  con  tormentos  ni  con  apremios, 
ni  emplear  para  hacerle  declarar  á  su  gusto  coacción  alguna 
física  ó  moral,  ó  alguna  promesa,  dádiva,  engaño  ó  impro- 
pio artificio,  real  céd.  de  2b  de  julio  de  1814,  arls.  7  y  8  del 
regí.,  y  art.  303  de  la  Const.;  absteniéndose  de  hacerle  pre- 
guntas capciosas  ó  sugestivas,  art.  8  del  regí.  ;  y  manifes- 
tándole la  causa  de  su  prisión  y  el  nombre  de  su  acusador  si 
lo  hubiere,  art.  300  de  la  Const.  Véase  Apremio,  art.  k°.  Ju- 
ramento ,  Perdón  y  Pregunta. 

XXXIX.  Debe  el  juez  empezar  el  examen  del  reo  ante  el 
escribano  preguntándole  su  nombre  y  apellido ,  sobrenom- 
bre ó  apodo  si  le  tuviere,  edad,  estado,  profesión  ú  oficio, 
patria  ó  naturaleza  ,  vecindad  ó  residencia  ,  y  aun  según 
quieren  algunos,  los  nombres  de  sus  padres  y  el  número  de 
hijos  que  tuviere,  como  asimismo,  quién  le  prendió,  en 
qué  dia ,  hora  y  sitio  y  por  qué  causa,  y  si  sabe  el  nombre 
de  su  acusador  en  caso  de  haberlo.  Seguirá  luego  pregun- 
tándole ,  si  ha  tenido  noticia  del  delito  de  que  se  trata  ,  á 
quién  la  ha  oido  ,  en  qué  sitio  ó  Jugar  se  hallaba  él  cuando 
se  cometió ,  pasos  que  dio  en  aquel  dia ,  con  qué  personas 
se  acompañaba,  qué  conversación  tuvo  con  ellas,  si  sabe 
quién  es  el  autor  del  hecho  y  sus  cómplices,  si  conoce  a 
aquel  ó  á  estos  ó  al  agraviado ,  si  estuvo  junto  con  todos  ó 
algunos  de  ellos  antes  ó  después  de  su  ejecución,  de  qué 
asuntos  trataron  ,  y  en  fin  todo  lo  demás  que  pueda  condu- 
cir á  la  averiguación  del  delito  y  de  la  parte  que  él  hubiese 
tenido  ,  concluyendo  por  preguntarle  si  ha  sido  preso  ó  pro- 
cesado en  alguna  otra  ocasión,  y  en  su  caso  por  qué  causa, 
en  qué  juzgado  y  qué  sentencia  recayó ,  y  si  ha  cumplido 
la  pena  que  se  le  impuso.  El  escribano  estenderá  en  el  acto 
las  respuestas ,  como  en  el  examen  de  testigos,  en  los  mis- 
mos términos  que  las  diere  el  reo,  sin  alterarlas  á  prelesto 


de  corregir  el  lenguaje  ni  otro  alguno  ;  y  después  de  con- 
cluida la  declaración  ,  ha  de  leerse  íntegramente  al  reo  para 
que  manifieste  si  está  conforme  y  se  ratifica  en  su  conteni- 
do, ó  si  tiene  algo  que  añadir  ó  enmendar;  lo  cual  verifi- 
cado ,  ha  de  firmarla  si  sabe  con  el  juez  y  escribano,  pu- 
diendo  firmar  también  ó  rubricar  si  quiere  cada  uno  de  sus 
folios.  No  puede  impedirse  al  reo  que  lea  por  sí  mismo  su 
declaración ,  ni  tampoco  que  la  dicte  ó  escriba  si  lo  exigiere. 
La  declaración  del  reo,  como  tampoco  la  de  testigos,  nunca 
queda  cerrada  ;  y  asi  puede  continuarse  ó  ampliarse  cuando 
convenga ,  y  siempre  que  aparezcan  hechos  sustanciales 
sobre  que  deba  interrogársele  ,  como  igualmente  siempre 
que  el  mismo  preso  ó  arrestado  pida  ser  oido;  ai  l.  18  del 
regí,  de  jusl. 

XL.  Está  obligado  el  reo  á  contestar  á  las  preguntas  que 
se  le  hicieren ,  aunque  crea  que  el  juez  que  se  las  hace 
no  es  competente  ,  sin  perjuicio  de  protestar  en  el  acto  si 
lo  estimare  oportuno;  pero  si  se  negare  á  ello  ,  creemos 
que  no  puede  el  juez  compelerle  á  responder  multándole  , 
poniéndole  grillos ,  cercenándole  la  ración .  incomunicándole 
ni  usando  de  otro  cualquiera  medio  mas  ó  menos  severo, 
como  se  hacia  antiguamente  y  como  todavía  quieren  algunos 
autores  que  se  haga  hoy,  á  pesar  de  la  real  cédula  de  2b  de 
julio  de  1814,  de  los  arts.  7  y  8  del  regí,  de  justicia,  y  del 
art.  503  de  la  Const.  de  1812  que  mas  arriba  se  han  cilado. 
Todos  estos  medios  son  en  realidad  verdaderos  apremios,  y 
todos  los  apremios  están  prohibidos  por  la  loy.  Se  pretende 
que  los  apremios  que  se  acaban  de  indicar  ton  moderados  y 
prudentes,  y  que  hay  una  distancia  sin  lími:cs  enlre  ellos  v 
las  antiguas  prácticas  inhumanas  é  inicuas  con  que  se  mar- 
tirizaba á  los  hombres  para  arrancarles  sus  declaraciones  ó 
confesiones.  Pero  ¿quién  será  el  que  tire  una  linea  divisoria 
entre  los  apremios  inhumanos  y  los  apremios  prudentes? 
Permítase  à  los  jueces  usar  de  los  que  les  parezcan  de  esta 
última  clase;  y  luego  veremos  la  distancia  que  hay  do  la 
prudencia  de  los  unos  á  la  de  los  otros  ;  veremos  á  los  pre- 
sos ,  ora  cargados  de  hierro ,  ora  escuálidos  del  hambre,  ora 
sepultados  en  un  aislamiento  insoportable ,  ora  despojados 
gradualmente  de  sus  bienes  ;  veremos  al  fin  con  sorpresa 
nuestra  recorrida  toda  la  escala  de  los  apremios  suaves  y 
severos,  y  subiendo  de  grada  en  grada  volveremos  á  la  tor- 
tura. La  ley  ha  desterrado  toda  coacción  física  ó  moral  para 
las  declaraciones  :  no  quiere  los  grillos  ni  las  ataduras  ni  las 
vejaciones  sino  cuando  sean  indispensables  para  la  seguri- 
dad de  la  persona;  no  quiere  la  incomunicacion-sino  cuando 
la  exija  la  naturaleza  de  las  averiguaciones  sumarias."  Lo 
único  pues  que  el  juez  puede  hacer  para  obligar  al  reo  á 
prestar  su  declaración ,  es  manifestarle  que  su  silencio  no  le 
favorece,  que  es  un  indicio  de  su  criminalidad,  que  desde 
luego  dará  lugar  á  que  se  le  trate  como  á  culpable  para  to- 
dos los  efectos  legales  del  sumario ,  y  que  habrá  de  tenerso 
presente  y  acumularse  con  las  demás  pruebas  que  resulten 
contra  él  al  tiempo  de  dar  la  sentencia.  Si  el  reo  persistiere 
pbstinadamente  en  su  negaliva  á  declarar  ó  en  su  silencio, 
se  habrá  de  poner  por  diligencia,  q'íie  firmará  con  el  juez  v 
escribano  ;  y  no  sabiendo  ó  no  queriendo  hacerlo ,  será  con- 
veniente llamar  dos  testigos  que  lo  ejecuten  después  de  ha- 
berso  ratificado  el  reo  á  su  presencia  en  que  no  quiere  de- 
clarar. 

XLI.  Habiendo  cómplices  en  el  delito,  debe  recibirse  á 
cada  uno  de  ellos  la  declaración  en  acto  continuo  de  la  del 
otro,  á  fin  de  evitar  el  que  puedan  manifestarse  mutuamente 
lo  que  declararon. 

XLII.  En  caso  de  no  entender  la  lengua  castellana  el  pro- 
cesado, será  examinado  por  medio  de  dos  intérpretes,  ó 
por  uno  solo  si  no  pudiese  encontrarse  otro. 

XL1II.  En  caso  de  "ser  sordo-mudo,  si  sabe  escribir, 
hará  su  declaración  por  escrito  ;  si  no  supiere ,  se  le  exa- 
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minará  por  el  alfabeto  manual;  y  si  lo  ignorase ,  habrá  de 
declarar  por  medio  de  dos  personas  acostumbradas  á  enten- 
derle y  hacerse  entender  de  él;  sin  perjuicio  empero  de 
examinar  su  estado  intelectual  y  moral  para  no  imponerle 
sino  una  pena  proporcionada  al  grado  de  malicia  con  que  hu- 
biese obrado.  Véase  Sordo-mudo. 

XL1V.  En  caso  de  decir  que  es  menor  de  veinte  y  cinco 
años,  no  se  suspende  ahora  su  declaración  en  algunos  juz- 
gados como  antes  se  hacia  generalmente  hasta  que  nombra- 
se ó  se  le  nombrase  curador  ad  tii'em  que  presenciase  el  ju- 
ramento ,  sino  que  se  va  adelante  en  el  examen  por  no 
exigirse  ya  el  juramento  del  reo,  y  se  reserva  el  nombra- 
miento de  curador  para  cuando  se  le  haya  de  recibir  la  con- 
fesión con  cargos ,  como  luego  veremos;  pero  parece  mas 
acertada  la  antigua  práctica  que  todavía  se  observa  on  el 
territorio  de  varias  Audiencias ,  porque  el  oficio  del  cura- 
dor no  ha  de  reducirse  á  presenciar  el  juramento ,  sino 
que  debe  estenderse  también  á  impedir  cualquiera  vejación 
que  al  menor  se  hiciere.  Dudándose  cuál  sea  la  edad  del  reo 
que  se  dice  menor,  convendrá  pedir  al  respectivo  cura  pár- 
roco la  partida  de  su  bautismo ,  y  en  caso  de  ignorarse  ó  de 
hallarse  en  pais  distante  la  parroquia  donde  fué  bautizado, 
recurrir  al  testimonio  de  las  personas  que  puedan  saber  su 
edad  y  hacer  que  se  le  reconozca  por  profesores  de  medici- 
na que  calculen  y  declaren  por  aproximación  la  edad  que  po- 
drá tener.  Resultando  no  haber  cumplido  los  diez  años  y 
medio,  debe  cesar  el  procedimiento  contra  él,  pues  que  la 
ley  no  le  considera  capaz  de  delinquir  hasta  despues  de  esta 
época  de  su  vida ,  pero  son  responsables  de  los  daños  y  per- 
juicios que  hubiere  causado  sus  tutores,  curadores  ó  guar- 
dadores que  hubiesen  sido  negligentes  en  su  custodia ,  ley  8, 
til.  9,  y  ley  9,  til.  i ,  Parí.  7  :  y  si  aparece  haber  cumplido 
los  diez  años  y  medio  y  no  los  diez  y  siete ,  habrá  de  exami- 
narse entonces  por  facultativos  y  por  los  demás  medios  que 
se  estimen  oportunos  el  mayor  ó  menor  desarrollo  de  sus 
facultades  intelectuales  y  su  estado  moral,  para  calcular  la  ' 
mayor  ó  menor  malicia  con  que  hubiere  obrado,  pues  que 
la  pena  que  se  le  imponga  ha  de  ser  proporcionada  á  su  gra- 
do de  malicia  y  nunca  la  señalada  por  el  delito ,  sin  que  por 
eso  hayan  de  suspenderse  entretanto  los  procedimientos. 
Véase£Jací,S|IIIyIV. 

XLV.  En  caso  de  que  el  procesado  aparezca  privado  del 
uso  de  su  razón ,  es  necesario  averiguar,  ya  por  información 
de  personas  que  le  hayan  tratado  ,  ya  por  reconocimientos 
periciales  de  facultativos  ,  ya  por  medio  de  esperimentos  y 
observaciones,  si  esta  privación  era  anterior  al  delito  ó  ha 
sobrevenido  á  él ,  si  forma  un  estado  permanente  ó  si  es  solo 
eventual  y  pasajera,  y  si  es  cierta  y  real  ó  simulada;  ácuyo 
efecto  habrá  de  nomhrársele  carador  ad  litem  que  le  repre- 
sente y  le  defienda.  Resultando  que  la  enajenación  mental 
exisfia  ya  en  el  tiempo  de  la  perpetración  del  delito,  ha  de 
sobreseerse  en  la  causa  con  respecto  al  procesado,  oyendo 
primero  al  ministerio  fiscal;  pero  se  tomarán  precauciones 
para  que  en  adelante  no  haga  mal  á  nadie,  y  se  procederá 
por  los  daños  y  perjuicios  contra  sus  guardadores  ó  contra 
sus  parientes  mas  próximos  que  debian  haberle  tenido  en 
custodia  ;  ley  8,  líl.  9,  y  ley  9 ,  til.  i  ,  Part.  7.  Si  se  acre- 
ditase que  la  demencia  es  posterior  al  delito,  pero  que  no  es 
sino  eventual  y  pasajera,  ó  que  siendo  anterior  se  cometió  el 
delito  en  un  lúcido  intervalo, habrá  de  esperarse  á  que  el  reo 
se  haya  restablecido  en  su  sano  juicio  para  tomarle  declara- 
¡cion  y  seguir  el  procedimiento  contra  su  persona,  sin  que. 
por  eso  deje  de  llevarse  á  efecto  el  embargo  de  sus  bienes 
para  cubrir  con  ellos,  en  cuanto  sea  posible,  los  daños  y 
perjuicios  que  hubiese  causado  al  ofendido.  Si  la  demencia 
posterior  al  delito  se  declarare  permanente  ó  de  larga  dura- 
ción ,  ha  de  seguirse  el  pleito  con  el  curador  ad  litem  sobre 
ios  daños  y  perjuicios ,  y  demás  penas  pecuniarias  ;  y  nun- 


ca se  impondrá  ni  se  ejecutará  pena  alguna  corporal  en  el 
reo  mientras,  permanezca  en  el  estado  de  locura.  Y  por  fin 
si  se  descubre  ser  fingida  ó  simulada  la  enajenación,  debe 
llevarse  adelante  la  causa ,  tanto  para  la  imposición  de  la 
pena  corporal  que  corresponda  como  para  la  de  las  demás 
en  que  hubiese  incurrido  el  reo.  Véase  Loco. 

XLVI.  Si  el  reo  hubiese  manifestado  en  su  declaración  ó 
se  supiere  por  otra  parle  que  ya  otra  vez  ha  sido  procesado, 
se  espide  mandamiento  á  los  escribanos  del  juzgado  ú  oficio 
ó  exhorto  al  respectivo  juezpara  que  pasen  ó  remitan  una  re- 
lación sucinta  del  resultado  de  la  causa  y  copia  à  la  letrado 
la  sentencia  que  hubiese  recaido  ,  á  fin  de  unirla  á  la  suma- 
ria ;  y  si  dicha  causa  no  estuviese  todavía  finalizada  ,  ó  se 
hubiese  fallado  en  ausencia  y  rebeldía,  debe  hacerse  acu- 
mulación de  la  una  á  la  otra ,  y  por  lo  regular  de  la  mas  re^ 
cíente  á  la  mas  antigua,  para  que  corran  juntos  ambos  pro- 
cedimientos ,  ó  habiendo  inconveniente  en  la  acumulación 
por  cualquiera  de  las  razones  mas  arriba  espresadas  ha  de 
pasarse  ó  pedirse  el  tanto  de  culpa  ó  sea  testimonio  de  las 
declaraciones  ,  diligencias  y  pruebas  adversas  ó  favorables 
al  reo  que  de  la  una  causa  le  resulten  ,  para  que  reunidos 
en  la  otra  todos  los  cargos  y  comprobantes  de  uno  y  otro 
delito ,  se  le  juzgue  á  la  vez  por  ambos. 

Si  la  perpetración  de  crímenes  anteriores  puede  aumentar 
hasta  cierto  punto  las  sospechas  de  delincuencia  que  resultan 
del  sumario  contra  el  presunto  reo,  y  por  eso  se  le  pregunta 
si  otra  vez  ha  sido  procesado  y  se  recogen  y  reúnen  en  su 
caso  la  relación  y  sentencia  de  la  causa  que  se  le  siguió  , 
también  por  el  contrario  el  haber  sido  constantemente  bue- 
na su  conducta  anterior  debe  contribuir  á  debilitar  el  valor 
de  los  indicios  que  contra  él  surgieren  ;  y  aunque  por  fin 
aparezca  probada  su  delincuencia ,  el  ser  empero  su  primer 
delito  el  hecho  que  da  motivo  á  la  causa  ,  y  haber  llevado 
hasta  entonces  una  vida  esenta  de  toda  tacha ,  ó  haber  pres- 
tado servicios  importantes  al  Estado ,  se  cuenta  por  los  cri- 
minalistas y  aun  por  los  códigos  entre  las  circunstancias 
que  disminuyen  el  grado  del  delito ,  como  puede  verse  en 
la  palabra  Circunstancias.  No  es  de  estrañar  por  lo  tanto  la 
práctica  que  hay  en  algunas  partes  de  hacer  una  informa- 
ción de  la  vida  y  costumbres  del  reo  por  medio  de  testigos, 
ó  de  pedir  informe  al  cura  párroco,  alcalde  de  barrio  ,  di- 
putado de  cuartel,  alcalde  del  pueblo  ú  otra  autoridad  ó 
persona  que  pueda  dar  noticia  oficial  sobre  el  asunto  ;  y  aun 
si  el  reo  solicitare  esta  gestion,  no  debe  el  juez  negarla. 

XLVII.  Si  el  procesado  al  recibirle  su  declaración  negare 
su  nombre  y  apellido  ,  su  naturaleza  ó  domicilio ,  ó  los  fin- 
giere ó  faltare  á  la  verdad  ,  debe  procederse  por  separado  á 
identificar  la  persona  y  á  lo  demás  que  haya  lugar  según  las 
circunstancias  ;  y  si  la  causa  se  terminare  sin  haberse  aun 
depurado  la  identidad  de  la  persona  y  lo  demás  que  fuere 
objeto  de  la  investigación  ,  no  por  eso  ha  de  suspenderse  la 
ejecución  de  la  pena  que  se  le  impusiere,  con  tal  que  cons- 
te que  él  es  quien  cometió  el  delito. 

XLVIII.  La  declaración  indagatoria  se  distingue  de  la 
confesión,  en  que  la  primera  se  dirige  solo  á  indagar  ó  in- 
quirir el  delito  y  el  delincuente  con  maña  y  cautela  ,  y  la 
segunda  tiene  por  objeto  hacer  al  presunto  reo  los  cargos  y 
reconvenciones  que  del  sumario  resultan  contra  él  :  en  la 
primera  se  considera  al  presunto  reo,  no  precisamente  como 
reo  ,  sino  como  testigo  citado  por  los  hechos  ó  por  las  perso- 
nas, como  testigo  presencial  ó  con  conocimiento  exacto  de 
lo  acaecido ,  como  testigo  sospechoso  á  quien  debe  oirse, 
pero  oirse  con  prevención;  y  en  la  segunda  se  mira  ya  de 
frente  à  un  hombre  contra  quien  se  han  acumulado  indicios 
de  criminalidad  ,  indicios  que  resultan  de  la  comprobación 
material  del  hecho,  de  las  deposiciones  de  testigos  y  tal  vez 
de  su  misma  declaración,  indicios  por  tanto  que  es  preciso 
manifestarle  para  que  ó  bien  queden  desvanecidos  ó  bien 
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confirmados  con  sus  contestaciones.  Así  es  que ,  si  bien  la 
declaración  indagatoria  es  un  acto  ordinario  y  regular  del 
juicio  informativo,  y  como  tal  se  supone  por  las  leyes,  es- 
pecialmente por  la  ley  10 ,  lit.  52 ,  lib.  12  ,  Nov.  Rec,  por 
el  art.  6  y  siguientes  del  regí,  de  1855  ,  y  por  el  art.  291  de 
la  Gonstit.  de  1812,  suele  omitirse  sin  embargo  alguna  rara 
vez,  ó  por  mejor  decir,  confundirse  con  la  confesión,  lomán- 
dose Jo  que  se  llama  declaración  con  cargos  en  la  forma  que 
luego  se  dirá  al  tratarse  de  la  confesión ,  cuando  el  reo  no  es 
aprehendido  ó  no  se  presenta  hasta  después  de  estar  ya  con- 
cluido ó  casi  concluido  el  sumario  y  de  constar  el  delito  y 
aun  el  delincuente. 

XL1X.  Evacuación  de  citas.  Así  el  reo  como  los  testigos 
suelen  citar  ó  designar  en  sus  declaraciones  algunas  per- 
sonas que  se  hallaron  presentes  al  hecho  en  cuestión  ó  que 
pueden  dar  noticias  conducentes  sobre  él  ó  sus  circunstan- 
cias. El  juez  en  este  caso  debe  apresurarse  á  evacuar  las 
citas,  con  tal  que  sean  necesarias  ó  convenientes  para  el  des- 
cubrimiento de  la  verdad ,  no  dando  lugar  á  que  los  citados 
se  oculten  ó  sean  sobornados  ;  y  para  dicha  evacuación, 
después  de  tomar  juramento  á  cada  uno  de  los  citados, 
mandaque  se  le  lea,  no  por  cierto  toda  la  declaración  de 
citante  si  es  que  no  conviene  leérsela  toda ,,. sino  precisa- 
mente aquella  parte  en  que  se  le  cita ,  y  luego  procede  á 
examinarle  como  á  cualquiera  otro  testigo ,  debiendo  esten- 
derse minuciosamente,  su  contestación,  sin  contentarse  con 
la  práctica  abusiva  de  decir, que  eso  no  cierta  la  citaen 
lodo  ó  en  parte ,  porque  todas  las  declaraciones  de  los  testi- 
gos han  de  estenderse,  según  quiere  la. ley,  en  los  mismos 
términos  con  que  ellos  las  dieren. 

Se  ha  dicho  que  deben  evacuarse  las  citas  ,  con  tal  que 
sean  necesarias  ó  convenientes  para  el  descubrimiento  de  la" 
verdad  que  se  busca  ;  pues  que  si  son  de  lodo  punto  super- 
finas ,  inútiles  ó  impertinentes ,  han  de  omitirse  por  no  pro- 
longar el  sumario  ni  aumentar  el  importe  de  las  costas; 
art.  SI ,  disp.  5a..,,/-e</L  de  183o ,  y  art.  8  del  decr.  de  ll-de 
setiembre  de  1 820  (!)■  Dícense  citas  impertinentes  é  inútiles  las 
que  no  vienen  al  caso,  las  que  no  tienen  conexión  con  el 
delito  sobre  que  se  procede ,  las  que  no  se  proponen  por 
objeto  la  demostración  del  hecho  criminal  ó  de  sus  circuns- 
tancias esenciales  ni  el  descubrimiento  del  reo,  las  quo 
después  de  evacuadas  no  son  capaces  de  contribuir  á  la 
convicción  del  acusado  ni  á  la  ilustración  del  juez,  las  que 
no  recaen  sino  sobre  un  hecho  ó  dicho  que  no  interesa  ni 
conduce  al  asunto  deque  se.trata  ,,  las  que  son  tan  indeter- 
minadas ó  genéricas  que  nada  aprovechen  en  la  causa.  Se 
llaman  citas  super/tyas  las  que  si  bien  tienen  todas  las  cali- 
dades que  faltan  á  las  impertinentes  ó  inútiles  ,  y  pueden 
por  lo  tanto  aumentar  los  medios  de  comprobar  los  hechos 
•y- la  parte  que  en  estos  han  tenido  tales  ó  tales  personas, 
so  estiman  sin  embargo  innecesarias,  sobrantes,  super- 
numerarias ,  como  dice  Juan  Calvino ,  porque  lo  que  habían 
de  justificar  está  ya  justificado.  Mas  es  indispensable  que  el 
juez  ponga  mucho  cuidado  en  la  calificación  de  las  citas , 
que,  no  confunda  jamas  las  unas  con  las  otras ,  que  rechace 
siempre  las  inútiles  c  impertinentes  ,  pero  que  sea  muy 
cauto  y  muy  parco  en  desechar  corno  supcv/luas  las  que  si 
en  el  sumario  aparecen  tales ,  pueden  después  en  el  pie- 
nano  echarse  menos  como  necesarias.  Supongamos  por 
ejemplo,  que  de  doce  testigos  presenciales  du  un  hecho  se 
contenta  el  juez  con  el  examen  de  dos,  porque  viéndolos 


(1)  Véase  el  Febr.  mej. ,  toni.  7,  jx'ig.  265  ,  íiúms.  5  y  4 ,  y  lo 
que  se  dijo  en  la  nota  al  articulo  Cíín;  pero  teniéndose  presento 
para  Méjico  cl  art.  127  de  la  ley  de  arreglo  de  la  administración 
de  justicia,  que  dice  :  «  No  se  evacuará  cita  alguna  que  no  tenga 
relación  con  el  delito,  ó  que  se  caliüquc  inútil  ó  impertinente, 
para  la  averiguación  do  la  verdad.  » 


contestes  y  uniformes  sobre  el  delito  y  la  persona  del  delin- 
cuente y  teniendo  ya  por  bien  comprobada  la  verdad,  como 
en  efecto  puede  tenerla  según  las  leyes  ,  cree  superfluo  y 
omite  por  lo  tanto  el  examen  de  los  otros  que  son  citados 
por  los  primeros  :  si  después  en  el  plenario  se  retracta  alguno 
de  los  testigos  examinados ,  ó  se  descubre  que  tiene  tacha 
legal,  ó  algunos  de  los  no  examinados  declaran  lo  contrario 
que  aquellos  ,  sea  por  soborno ,  sea  por  una  mal  entendida 
compasión,  sea  por  otro  cualquier  motivo,  se  veráentóncees, 
aunque  tarde ,  la  necesidad  que  hubo  de  lomar  declaración 
en  el  sumario  á  lodos  ó  á  casi  todos  los  testigos  presenciales, 
y  aparecerá  el  error  que  se  cometió  en  tener  por  superfluo 
y  redundante  lo  que  en  realidad  era  necesario.  Así  pues , 
creemos  con  el  señor  Bravo  Murillo  en  sus  observaciones 
al  reglamento ,  que  el  juez  debe  examinar  á  todos  los  testigos 
presenciales  de  los  hechos ,  á  no  ser  que  su  examen  pro- 
duzca dilación  considerable ,  y  resulte  ademas  por  otros 
medios  bien  acreditada  la  verdad  que  se  busca.  En  todo 
caso,  es  preciso  que  el  juez  no  pierda  de  vista  que  serán 
mucho  mas  perjudiciales  y  de  mayor  trascendencia  los  erro- 
res que  en  este  punto  cometa  por  defecto  que  no  los  que 
cometa  por  esceso  ,  esto  es  ,  que  menos  mal  resultará  de 
practicar  una  cita  ó  diligencia  superfluay  aun  inconducente, 
que  de  omitir  la  ejecución  de  la  que  sea  ó  pueda  ser  inte-  i 
resante  ;  y  asi  en  caso  de  duda  debe  decidirse  mas  bien  por 
practicarla  que  por  omitirla.  En  este  sentido  está  efectiva- 
mente concebido  el  art.  8o.  del  decreto  de  1 1  de  setiembre 
de  1820  cuando  solo  califica  de  abuso  ,  en  perjuicio  de  la 
brevedad  de  las  causas,  la  evacuación  de  las  citas  imperti- 
nentes é  inútiles,  y  no  la  de  las  superfinas,  de  las  cuales  no 
hace  mención  como  el  reglamento ,  antes  bien  declarando 
por  regla  general  que  deben  evacuarse  las  citas  necesarias 
ó  convenientes,-  parece  quiere  dar  á  entender  que  no  han  do 
omitirse  las  que  apareciendo  en  un  principio  superfluas 
ó  redundantes  puedan  necesitarse  ó  convenir  despues  para 
hacer  prueba. 

L.  Careo.  Las  personas  que  declaran  en  un  proceso  pue- 
den faltar  á  la  verdad  ó  desfigurarla  por  hallarse  animadas 
de  encontrados  intereses;  y  si  en  efecto  dos  ó  mas  de  ellas 
afirman  hechos  contradictorios,  de  modo  que  el  resultado 
de  sus  declaraciones  aparece  incompatible ,  es  claro  que 
alguna  de  ellas  ha  faltado  á  la  verdad  ó  la  ha  desfigurado. 
¿  Qué  hará  entonces  el  juez  para  saber  cuáles  son  los  labios 
que  han  pronunciado  la  mentira?  Todo  hombre  que  se  pre- 
senta sin  tacha ,  tiene  igual  derecho  à  ser  creido  :  no  siempre 
abundan  los  medios  de  comprobación,  no  siempre  hay  gran 
copia  de  testimonios  ,  para  poder  descartar  los  contradic- 
torios y  fundar  el  juicio  en  los  demás  ;  y  aunque  fuesen 
muchos  los  testigos  y  pudieran  reforzarse  las  otras  pruebas, 
el  dicho  de  una  persona  es  siempre  atendible  y  mas  de  una 
vez  pone  al  juez  en  conflicto»,  porque  no  siempre  dicen  ver- 
dad los  muchos  y  mentira  los  pocos.  No  hay  pues  otro  arbi- 
trio en  semejante  caso  que  presentar  la  verdad  frente  á 
frente  de  la  mentira  para  que  ellas  mismas  luchen  y  con- 
troviertan ,  y  de  esta  lucha  salga  triunfante  aquella,  porqup 
la  verdad  es  naturalmente  enérgica,  valiente  y  firmo,  al  par 
que  la  mentira  es  débil,  cobarde  y  vacilante.  Esta  especia 
de  batalla  moral ,  esto  acto  en  que  dos  ó  mas  personas  peo* 
curan  convencerse  recíprocamente  de  la  realidad  ó  cir- 
cunstancias de  un  hecho  en  que  hayan  discordado,  es  lo  quo 
se  llama  careo;  el  cual  debe  practicarse  en  su  caso  entre 
testigos  y  procesados,  entre  testigos  ó  procesados  entré  si , 
y  entre  unos  y  otros  con  el  ofendido.  En  estos  términos 
discurre  el  señor  Seijas  en  su  Teoría  de  las  instituciones 
judiciarias ,  obra  que  merece  ser  leida  por  los  hacedores  de 
leyes,  por  los  administradores  de  la  justicia  y  por  los  juris- 
consultos. Mas  otros  escritores  rechazan  absolutamente  toda 
especio  do  careos .  considerándolos  uo  solamente  como 
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inútiles  sino  como  perjudiciales,  porque  á  veces  no  es  la 
verdad  sencilla  é  incauta  sino  la  mentira  impudente  y  astuta 
la  que  obtiene  la  victoria.  Entre  estas  dos  opuestas  opinio- 
nes se  ha  levantado  una  tercera,  que  siguiendo  un  camino 
medio  desaprueba  los  careos  del  inculpado  con  los  testigos, 
y  con  el  ofendido  ó  acusador,  y  admite  solo  cuando  sean 
indispensables  los  del  inculpado  con  sus  cómplices  y  los  de 
los  testigos  entre  sí  mismos. 

LI.  En  España  se  halla  establecido  el  careo  para  los  jui- 
cios militares  por  el  art.  23,  tít.  b,  trat.  8o.  de  la  ordenanza  ; 
y  no  solamente  se  carean  y  confrontan  con  el  reo  uno  por  uno 
después  de  ratificados  todos  los  testigos  según  ella  dispone , 
sino  también  testigos  con  testigos ,  reos  con  reos ,  y  así  estos 
domo  aquellos  con  el  agraviado.  Adoptaron  esta  institución 
los  tribunales  ordinarios ,  convencidos  de  los  buenos  efectos 
que  producía  para  la  aclaración  de  la  verdad  ;  pero  la  limi- 
taron á  los  testigos  entre  sí  cuando  discuerdan  ,  y  á  los  reos 
y  cómplices  cuando  están  en  igual  situación  ,  mas  no  solían 
carear  al  testigo  con  el  reo  sino  en  algún  caso  particular 
que  así  lo  exigia.  Las  leyes  han  tolerado  mas  bien  que  apro- 
bado el  uso  del  careo  en  los  juicios  de  la  jurisdicción  ordi- 
naria; y  aun  por  real  orden  de  26  de  julio  de  1803  (que 
forma  en  eslracto  la  nota  16  ,  tít.  17,  lib.  12  ,  Nov.  Ree.) 
se  mandó  por  punto  general  que  en  las  causas  y  procesos 
formados  por  la  jurisdicción  militar  contra  malhechores  y 
contrabandistas  no  se  ejecuten  careos  sino  cuando  sean  con- 
ducentes ,  ó  bien  por  la  discordancia  de  los  testigos  en  he- 
chos que  recordados  mutuamente  puedan  aclarar  la  verdad , 
ó  por  otras  justas  causas  que  las  mismas  circunstancias  de  '' 
los  procesos  pongan  de  manifiesto  ,  á  imitación  de  lo  que  se 
practica  en  la  jurisdicción  ordinaria.  Por  decreto  de  Cortes 
de  11  de  setiembre  de  1820  sobre  sustanciacion  de  causas 
criminales,  restablecido  en  30  de  agosto  de  1836  ,  se  pre- 
viene en  su  art.  8o.  que  los  jueces  no  deben  practicar  mas 
careos  que  aquellos  que  sean  necesarios  ó  convenientes  para 
la  averiguación  de  la  verdad  en  el  asunto  de  que  se  trate  ; 
y  por  otro  decreto  de  Cortes  de  17  de  abril  de  1821  sobre  el 
modo  de  proceder  en  las  causas  de  conspiración  ,  restable- 
cido también  en  30  de  agosto  de  1836,  se  ordena  igualmente 
en  su  art.  11  que  en  todos  los  procesos  que  se  formen  mili- 
tarmente sobre  dichas  causas  á  virtud  de  lo  que  en  el  mismo 
se  dispone,  se  escusen  cuanto  sea  posible  los  careos,  con 
arreglo  á  la  real  orden  mencionada  en  la  nota  16,  t¡t.  17,  ' 
lib.  12,  Nov.  Rec¿,  que  acabamos  de  espresar  (1). 

LII.  Resulta  pues  que  en  el  presente  estado  de  cosas  la 
diligencia  del  careo  debe  practicarse  siempre  que  se  crea 
necesaria  ó  conveniente  para  la  aclaración  de  la  verdad; 
que  en  caso  contrario  debe  omitirse  como  inútil ,  superílua 
y  dilatoria;  y  que  la  calificación  de  su  necesidad  ó  conve- 
niencia queda  cometida  á  la  prudencia  del  juez,  quien  en 
cada  caso  determinado  habrá  de  oir  para  ello  al  ministerio 
fiscal ,  y  tomar  en  consideración  las  especiales  circunstan- 
cias que  concurran.  En  caso  do  duda,  deben  estar  mas  bien 
dispuestos  á  la  verificación  de  esta  medida  que  á  su  omisión  ; 
porque  mediante  el  careo  se  termina  á  veces  un  proceso 
por  descubrirse  en  él  la  inocencia  del  inculpado ,  ó  se  acre- 
dita un  crimen  que  sin  esta  diligencia  quedaría  impune  por 
falta  de  fundamentos  para  la  acusación.  Entre  testigos  dis- 
cordes ó  contrarios  en  sus  dichos  rara  vez  dejará  de  ser 
indispensable  :  entre  correos  ó  codelincuentes  que  se  en- 
cuentren en  igual  contrariedad  ó  discordancia ,  será  útil  ó  ' 
necesario  casi  siempre;  y  entre  el  testigo  y  el  procesado 
no  podrá  escusarse  algunas  veces. 

Lili. -Sienta  un  escritor  moderno  de  procedimientos  mili- 
tares ,  que  «  la  luz  de  la  filosofía  que  se  ha  ido  derramando 

(1)  Véaselo  dicho  en  la  nota  al  art.  Carear,  y  el  derecho  ame- 
ricano añadido  al  fin  del  presente  artículo. 


en  la  legislación ,  y  la  esperiencia  de  una  práctica  constante , 
han  hecho  conocer  las  fatales  consecuencias  del  careo ,  el 
cual  debiera  absolutamente  abolirse ,  á  pesar  de  que  la  orde- 
nanza lo  prevenga,  como  también  prevenía  el  tormento  ;  » 
y  añade  redondamente  «  que  jamas  aparece  la  verdad  en  el 
careo.  »  No  pensaban  así  por  cierto  los  legisladores  anti- 
guos ;  no  piensan  así  tampoco  los  legisladores  modernos. 
Entre  los  Romanos  se  examinaba  á  los  testigos  en  pre- 
sencia del  acusado,  quien  podía  responderles  y  replicarles 
y  hacerles  preguntas  y  repreguntas  por  sí  mismo  ó  por 
medio  de  un  ahogado  ;  y  el  mismo  derecho  tenia  el  acusador 
para  con  los  testigos  presentados  por  el  reo.  La  luz  de  la 
filosofía  ha  sancionado  la  práctica  romana,  ha  demostrado 
que  ella  es  el  medio  mas  seguro  de  descubrir  la  verdad  y  la 
mentira ,  y  la  ha  hecho  'adoptar  en  todas  las  legislaciones 
modernas,  las  cuales  han  establecido  los  debates,  en  que  el 
acusado  y  el  acusador  ven  ,  oyen  y  reconvienen  à  su  vez  á 
cada  uno  de  los  testigos  de  su  adversario  ,  de  manera  que 
los  jueces  por  las  esplicaciones  recíprocas  de  unos  y  otros 
llegan  á  conocer  mas  á  fondo  la  verdad  ó  falsedad  de  los 
hechos.  Es  claro  que  este  careo  y  estos  debates  deben  de 
producir  efectos  mas  ventajosos  en  el  plenario  ,  cuando  ya 
pueden  ir  acompañados  de  la  publicidad,  y  por  eso  las  legis- 
laciones modernas  los  han  alejado  del  sumario;  pero  no 
puede  negarse  su  necesidad  ó  utilidad  en  esta  parte  del  pro- 
ceso por  lo  que  ya  llevamos  dicho,  tomándose  empero  lá 
precaución  de  no  leer  á  los  careados  sino  la  parte  de  las 
declaraciones  en  que  exista  la  contradicción,  para  evitar 
que  se  hagan  públicos  los  demás  resultados  de  las  actua- 
ciones. 

LIV.  Una  vez  decretado  el  careo,  hace  el  juez  que  com- 
parezcan à  su  presencia  las  personas  que  hayan  de  carearse, 
tómales  el  correspondiente  juramento  de  decir  verdad  no 
siendo  reos ,  y  después  de  leídas  por  el  escribano  las  decla- 
raciones que  tengan  prestadas  y  en  que  discuerdan,  les 
pregunta  si  se  ratifican  en  ellas  ó  tienen  que  modificar  el 
todo  ó  parte  de  las  mismas.  Si  alguno  de  los  careados  rec- 
tifica su  declaración  concordando  con  el  otro  en  los  hechos, 
debe  esponer  la  razón  que  antes  tuvo  para  ella  y  la  que 
ahora  le  asiste  para  modificarla  ó  cambiarla.  Afirmándose 
ambos  en  sus  respectivas  declaraciones,  les  hace  ver  el  juez 
la  diferencia  que  existe  entre  una  y  otra,  y  los  invita  á  que 
se  reconvengan  mutuamente  ,  á  que  procuren  convencerse 
ó  darse  por  convencidos  según  la  seguridad  que  tengan  de 
sus  dichos  ,  y  á  que  aclaren  los  puntos  en  que  hay  contra- 
dicción ó  divergencia ,  sin  permitirles  estravio  alguno  de  la 
cuestión ,  ni  faltas  de  decoro,  y  sin  darles  mas  ensanche  que 
el  necesario  para' fijar  el  hecho  si  fuere  posible  ó  para  des- 
cubrir si  hubo  falsedad  voluntaria  de  parte  de  alguno.  El 
acta  ó  diligencia  del  careo  ha  de  estenderse  con  toda  exac- 
titud y  prolijidad  ,  espresando  las  preguntas ,  reconven- 
ciones y  respuestas  que  recíprocamente  se  hicieren  y 
dieren  los  careados,  como  igualmente  la  impresión  ó  sen- 
timientos que  las  del  uno  causaren  al  otro,  á  fin  de  que  todo 
conste  por  escrito  y  pueda  servir  para  formar  juicio  sobre 
la  inocencia  ó  culpabilidad  del  acusado.  Como  el  careó  es 
un  acto  importantísimo,  debe  siempre  hacerse  por  el  juez  y 
no  fiarse  al  escribano;  y  parece  superíluo  advertir  que  cuando 
dos'ó  mas  personas  han  de  ser  careadas  con  otra ,  cada  una 
'le  ellas  debe  serlo  por  separado  y  no  todas  á  un  tiempo. 

LV.  Confrontación  ó  reconocimiento  en  rueda  depresos.  Así 
los  testigos  como  el  acusador  ó  querellante  deben  designar 
al  reo  de  un  modo  claro  y  distinto  que  no  deje  lugar  á  la 
duda  sobre  su  persona,  espresando  su  nombre,  apellido  y 
demás  circunstancias  que  sean  necesarias  para  que  no  pueda 
ser  confundido  con  ningún  otro  :  pero  sucede  aveces  que  el 
querellante  ó  los  testigos  no  dan  sino  señales  vagas  é  inde- 
terminadas ,  ó  bien  toman  una  persona  por  otra  inculpando 


JU 


—  \om  — 


jti 


á  un  inocente  por  atribuirle  el  nombre  que  otro  lleva  ó  por 
haber  adoptado  el  criminal  uno  supuesto  para  no  ser  cono- 
cido. En  tales  casos,  si  el  ofendido  ó  los  testigos  mani- 
festaren ,  aunque  sea  en  duda ,  que  conocerían  ó  podrían 
conocer  al  reo  en  llegando  á  verle,  no  puede  prescindírse 
de  proceder  á  la  identificación  de  su  persona,  para  no  caer 
en  un  error  trascendental  y  peligroso  ;  á  cuyo  efecto  debe 
practicarse  la  diligencia  que  en  el  foro  se  llama  confron- 
tación ó  reconocimiento  en  rueda  de  presos ,  y  acto  de  vistas 
en  los  juicios  militares. 

Para  evitar  el  mal  éxito  de  esta  diligencia  y  los  efectos 
de  la  intriga  y  de  la  mala  fe ,  conviene  mucho  que  el  juez  , 
cuando  presuma  que  habrá  lugar  .al  reconocimiento  ,  haga 
tener  al  reo  en  absoluta  incomunicación  hasta  que  se  haya 
verificado,  no  bastando  encargar  al  alcaide  que  no  le  deje 
ver  de  los  testigos. 

LVI.  Cuando  llegue  el  acto  del  reconocimiento  ,  ha  de 
formarse  una  rueda  ó  fila  de  ocho  á  doce  hombres,  incluso 
el  reo ,  bien  sean  de  los  presos ,  bien  de  otros  á  falta  de  estos, 
observándose  las  precauciones  siguientes  :  —  Ia.  que  el  reo 
se  presente,  si  ser  pudiere  ,  con  la  misma  ropa  que  tenia 
cuando  ejecutó  el  delito,  sin  disfrazarse  ni  desfigurarse  para 
borrar  las  impresiones  recibidas  por  el  que  ha  de  recono- 
cerle :  —  2a.  que  se  elijan  para  la  fila  ios  mas  parecidos  al 
reo  ,  principalmente  en  la  estatura  y  color,  clase  ,  modales 
y  demás  circunstancias  aparentes  :  —  5a.  que  todos  lleven 
trajes  análogos  ó  semejantes  al  del  reo  ;  y  aun  las  mismas 
señales  marcadas  que  este  tenga,  siendo  posible:  —  4a.  que 
todos  aparezcan  con  igual  aseo  ,  pues  si  el  reo  tiene  la  barba 
larga  y  descompuesto  el  cabello  y  los  otros  van  limpios  y 
peinados,  será  fácil  distinguirle  de  estos  :  —  b\  que  todos 
sean  personas  desconocidas  para  el  que  ha  de  hacer  el  re- 
conocimiento :  —  6a.  que  el  reo  pueda  elegir  el  punto  en  que 
haya  de  colocarse  entre  los  que  le  acompañen  al  acto,  escluir 
de  la  fila  al  que  le  parezca  sospechoso ,  y  reclamar  la  con- 
currencia de  las  circunstancias  que  estime  conducentes,  con 
tal  que  no  sean  exorbitantes  ,  maliciosas  ó  puramente  dila- 
torias. 

Formada  ya  la  rueda  ó  fila,  debe  interrogarse,  previo 
juramento ,  al  reconocedor  si  persiste  en  su  anterior  decla- 
ración ,  y  si  después  de  ella  ha  visto  á  la  persona  á  quien 
atribuyó  el  hecho  ,  en  qué  lugar,  por  qué  motivo  y  con  qué 
objeto  ;  y  se  le  introduce  luego  en  el  sitio  donde  está  la  rueda 
de  presos,  para  que  reconociéndola  diga  si  entre  estos  se 
encuentra  la  persona  á  quien  se  refiere  en  su  deposición. 
El  reconocedor,  después  de  haber  examinado  la  rueda 
cuantas  veces  tenga  por  conveniente  ,  sacará  de  ella  al  que 
lo  pareciere,  diciendo  «  este  es,  ó  me  parece  ser  el  reo  ;  »  y  si 
á  ninguno  pudiere  sacar,  manifestará,  ó  que  allí  no  existe, 
ó  que  no  puede  reconocer  al  reo.  En  el  caso  de  haberle  re- 
conocido, ha  de  designar  las  diferencias  y  semejanzas  que 
encuentre  en  su  actual  estado  y  el  que  tenia  cuando  cometió 
el  delito,  con  las  razories  que  le  asistan  para  la  seguridad 
de  su  aserción.  Esta  operación  del  reconocimiento  se  suele 
repetir  ó  practicar  hasta  tres  veces ,  variando  de  posición 
los  inviduos  de  la  rueda  en  cada  una  de  ellas,  y  seestionde 
por  diligencia ,  que  firma  si  sabe  el  reconocedor  con  el  juez 
y  el  escribano. 

Si  dos  ó  mas  personas  hubiesen  de  hacer  el  reconoci- 
miento, deben  ejecutarlo  en  actos  distintos  ,  impidiéndose 
toda  comunicación  entre  las  que  lo  hubieren  hecho  y  las 
que  tengan  que  hacerlo. 

El  acto  del  reconocimiento  se  hace  regularmente  en  el 
sumario  y  antes  del  careo  ;  pero  puede  también  hacerse  en 
el  plenario. 

LVII.  No  faltan  prácticos  que  desechan  el  reconocimiento 
en  rueda  de  presos  como  falible  y  peligroso ,  del  mismo  modo 
que  el  careo ,  ya  porque  puede  suceder  que  el  reconocedor 


no  proceda  de  buena  fe,  ya  porque  es  muy  fácil  que  se 
equivoque  tomando  auna  persona  por  otra,  principalmente 
si  solo  vio  de  paso  y  en  medio  déla  turbación  al  delincuente. 
Cítanse  en  efecto  muchos  casos  en  que  lejos  de  servir  este 
medio  para  obtener  la  identidad  de  la  persona,  no  ha  ser- 
vido sino  para  favorecer  la  malicia  y  obscurecer  la  ver- 
dad :  cítanse  también  otros  en  que  los  reeonocedores  han 
sacado  hasta  tercera  vez  de  la  rueda  de  presos  á  personas 
que  no  pudieron  haberse  hallado  en  el  lugar  del'delito.  Pero 
apenas  hay  medio  de  prueba  que  no  esté  sujeto  á  la  equi- 
vocación y  al  engaño  ;  y  no  por  eso  hay  alguno  que  abso- 
lutamente deba  rechazarse.  El  reconocimiento  es  á  veces 
indispensable  ,   porque  no  hay  A  veces   otro   medio  de 
averiguar  si  el  reo  que  se  busca  es  precisamente  el  que  está 
preso;  y  si  no  es  tan  seguro  que  en  algunas  ocasiones  no 
falle,  produce  en  otras  efectos  ventajosos  disipando  errores 
que  se  habian  padecido  ,  y  siempre  aumenta  el  cúmulo  do 
los  indicios  adversos  ó  favorables.  La  práctica  lo  tiene  ad- 
mitido, así  en  los  juicios  de  la  jurisdicción  militar  como  en 
los  de  la  ordinaria  ;  y  la  ley  está  muy  lejos  de  reprobarlo; 
solo  quiere  que  no  se  abuse  de  este  medio ,  y  que  no  se 
ponga  en  ejecución  sino  cuando  sea  necesario  ó  conveniente , 
como  el  de  la  evacuación  de  citas  y  el  del  careo ,  según  es 
de  ver  por  el  art.  8o.  del  decreto  de  il  de  setiembre  de  1820. 
Lo  que  importa  es  tomar  en  su  caso  todas  las  precauciones 
posibles  para  impedir  las  maniobras  y  amaños  que  con  ob- 
jeto de  desvirtuarlo  suelen  emplearse  por  una  ú  otra  parle. 
LVIII.  Allanamiento  è  inspección  domiciliaria.  No  puede 
ser  allanada  la  casa  de  un  español  sino  en  los  casos  y  en  la 
forma  que  las  leyes  prescriban ,  art.  7  de  ío  Const.  de  18'iS. 
La  casa  es  el  asilo  inviolable  del  ciudadano  y  de  su  familia,  es 
el  velo  que  cubre  aquellos  actos  que  fuera  de  ella  no  deben 
salir  ni  publicarse ,  es  el  muro  que  segrega  á  la  familia  de 
las  otras  familias  y  de  la  ciudad,  y  está  con  respecto  á  ellas 
en  la  misma  relación  que  una  población  con  respecto  á  las 
otras  poblaciones  y  una  nación  con  respecto  á  las  demás 
naciones.  Nadie  pues  tiene  derecho  para  quebrantar  ese 
muro,  para  penetraren  ese  recinto  sagrado,  para  descorrer 
ese  velo  que  la  ley  misma  debe  respetar.  Mas  si  el  hombre 
abusa  de  la  seguridad  del  asilo  doméstico  para  herir  á  la 
sociedad  de  que  es  miembro  y  atacar  los  elementos  que 
constituyen  su  existencia  ó  hacer  ilusorias  las  leyes,  puede 
entonces  la  autoridad  pública,  encargada  de  velar  por  los 
derechos  sociales,  allanar  el  albergue  del  ciudadano  que 
faltó  á  sus  deberes ,  é  inspeccionarlo  en  cuanto  sea  preciso , 
para  reprimir  los  actos  dañosos  á  las  demás  familias  ,  para 
adquirir  las  pruebas  materiales  del  delito  que  no  puedan 
hallarse  en  otra  parte  ,  y  para  asegurar  la  responsabilidad 
del  delincuente,  observando  empero  las  formas  que  la  ley 
tenga  establecidas  para  que  nunca  se  menosprecien  los  fueros 
de  aquel  lugar. 

LIX.  Podrá  por  lo  tanto  ser  allanada  la  casa  de  un  español 
en  los  casos  siguientes  :  —  Io.  para  buscar  y  aprehender 
las  cosas  robadas,  armas,  documentos  y  otros  cualesquiera 
efectos  ó  comprobantes  que  puedan  servir  para  la  justifica- 
ción del  hecho  ó  su  autor,  según  lo  dicho  en  el  núm.  7  del 
§  XXII  :  —  2o.  para  aprehender  efectos  prohibidos  :  — 
5o.  para  prender  á  un  reo,  contra  quien  se  ha  librado  man- 
damiento en  forma  por  juez  competente,  sea  en  su  propia 
casa,  sea  en  cualquiera  otra  donde  resulte  haberse  refu- 
giado :  — h°.  para  prender,  arrestar  ó  detener  en  fraganli 
á  cualquier  reo  de  delito  que  merezca  pena  corporal,  cual- 
quiera que  sea  la  casa  en  que  se  refugie;  como  igualmente, 
aunque  no  sea  en  fraga nli,  á  los  ladrones  ú  otros  delincuentes 
famosos  y  conocidos  notoriamente  por  tales,  y  á  los  que 
conste  estar  mandados  prender  ó  haberse  fugado  de  la 
cárcel  ú  otro  establecimiento  de  corrección  ó  castigo:  — 
5o.  para  impedir  ó  cerciorarse  de  un  delito  que  va  á  come- 
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terse,  ó  se  está  cometiendo,  si  fuese  llamado  el  juez  ó  al- 
calde por  el  dueño  de*la  casa ,  sus  familiares  ó  vecinos  ó  de 
ello  tuviese  noticias  fundadas  :  —  6o.  para  hacer  embargo 
de  bienes  y  buscarlos  donde  se  justifique  haberse  ocultado 
con  objeto  de  hacer  ilusoria  esta  diligencia. 

LX.  Nadie  puede  allanar  por  sí,  ni  aun  los  ministros  infe- 
riores de  justicia ,  casa  alguna  ú  otro  edificio  ni  sus  oficinas 
ó  cercados  adyacentes ,  no  llevando  auto  de  juez  que  espre- 
samcnte  lo  mande,  ñola  9,  lit.  50,  lib.  4,  Nov.  Rec,  á  no  ser 
que  lo  consienta  el  dueño  ,  ó  lo  autorice  y  presencie  el'  al- 
calde; y  si  el  dueño  no  lo  consiente  ,  podrán  dejar  guardas 
de  vista  que  impidan  la  estraccion  de  los  efectos  que  deben 
ser  aprehendidos  ó  reconocidos ,  entretanto  que  dan  cuenta 
á  quien  corresponda.  Blas  bien  pueden  entrar  en  casa  ó  edi- 
ficio á  detener  ó  arrestar  á  los  delincuentes  en  fraganti  ;  y 
á  los  que  ,  según  se  acaba  de  decir,  pueden  ser  presos  sin 
previo  mandato  del  juez,  habiendo  peligro  de  fuga. 

LXI.  No  puede  procederse  al  allanamiento  ó  inspección 
de  casas  particulares  ,  sin  que  previamente  se  forme  pro- 
ceso en  que  por  notoriedad  ó  fama  pública ,  por  hechos  que 
induzcan  presunción  vehemente  ó  por  denuncia  ó  deposi- 
ción de  sugeto  fidedigno  resulte  la  existencia  de  alguna  de 
las  causas  legitimas  para  ello ,  y  se  estienda  providencia 
formal  por  escrito  en  que  así  se  acuerde;  ley  U ,  lit.  26 , 
ley  \)},arts.  12  y  13,  lit.  23,  lib.  12,  Nov.  Rec,  y  arts.  114 
y  US  de  la  ley  de  3  de-mayo  de  1850  ;  salvos  empero  los  ca- 
sos en  fraganti,  los  urgentísimos,  y  los  de  requerimiento  de 
parte  del  dueño  de  la  casa.  Mas  para  el  allanamiento  de  lu- 
gares públicos,  como  tabernas,  botillerías,  posadas,  figones 
y  cafés,  bastan  noticias  ó  recelos  fundados  de  la  existencia 
de  la  causa  que  da  ocasión  á  él,  ley  Ib  ,  art.  13  ,  lit.  23  , 
lib.  12,  Nov.  Rec. 

LXII.  Cuando  el  juez  ó  su  delegado  se  presente  á  inspec- 
cionar ó  reconocer  una  casa  ú  otro  edificio  para  adquirir 
pruebas  materiales  de  un  delito  ó  del  que  lo  ha  perpetrado  , 
debe  requerir  al  'dueño  ó  jefe  de  la  familia  para  que  exhiba 
las  cosas  que  se  buscan  ;  y  solo  en  el  caso  de  negar  que  las 
tiene  ó  de  no  presentarlas  todas,  habrá  de  pasar  adelante  á 
practicar  el  reconocimiento  ó  registro  ,  según  lo  dicho  en  el 
núm.  7o.  del |  XXII.  Habiendo  reo  presunto,  debe  ser  lla- 
mado á  presenciar  el  acto  siempre  que  se  halle  en  el  lugar 
en  que  este  haya  de  verificarse,  á  fin  de  que  pueda  produ- 
cirle perjuicio  y  se  evite  toda  sospecha  de  abuso  ;  y  si  estu- 
viere detenido  ,  arrestado  ó  preso  ,  se  le  conducirá  con  el 
mismo  objeto  ,  á  no  resistirlo  él  ó  mediar  impedimento 
grave  :  en  cuyo  caso  se  le  intimará  que  nombre  persona 
que  le  represente;  y  no  queriendo  ó  no  pudiendo  asistir  y 
negándose  á  nombrar  representante  ,  debe  llamarse  á  uno 
de  sus  parientes  mas  próximos  que  sea  capaz  de  parecer  en 
juicio,  ó  en  su  defecto  á  dos  vecinos  honrados.  También  pa- 
rece indispensable  la  asistencia  del  jefe  de  la  casa  ó  finca , 
aunque  no  sea  reo  presunto  del  hecho  que  produzca  el  pro- 
cedimiento ,  porque  él  es  dentro  de  su  casa  una  autoridad 
suprema  sin  cuyo  conocimiento  nada  debe  practicarse  en 
ella  por  otra  autoridad  que  ha  de  mostrarle  su  legitimidad 
para  penetrar  en  su  recinto. 

Para  el  reconocimiento  de  un  real  palacio  ó  sitio  en  que 
resida  S.  M. ,  es  indispensable  previa  licencia  real;  y  para 
ei  de  un  palacio  ó  sitio  que  no  esté  habitado  por  S.  M.,  basta 
la  citación  y  concurrencia  del  encargado  superior  del  patri- 
monio real  en  aquel  punto  :  para  el  de  alguno  de  los  palacios 
de  los  cuerpos  colegisladores  ,  se  necesita  espresa  licencia 
del  respectivo  presidente  hallándose  reunidos  los  cuerpos  ; 
y  no  estando  reunidos,  basta  la  citación  y  concurrencia  del 
jefe  político  de  la  provincia  :  para  el  del  edificio  de  algún 
tribunal  ó  de  una  secretaría  del  despacho,  se  imparte  res- 
pectivamente la  venia  del  presidente  de  aquel  ó  del  ministro 
del  ramo  :  para  el  de  una  iglesia,  santuario  ú  otro  lugar  sa- 
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grado  ó  religioso,  ha  de  darse  aviso  y  citarse  al  vicario,  cu- 
ra, prelado  ó  eclesiástico  de  quien  aquel  dependa  :  para  el 
de  un  establecimiento  militar,  se  da  conocimiento  al  jefe  ó 
autoridad  militar  local:  para  eldelahabitacion.tiendaóesta- 
blccimiento  de  un  estranjero ,  se  requiere  aviso  al  cónsul  de 
su  nación  si  le  hubiere  en  el  mismo  pueblo  :  mas  las  casas 
de  los  embajadores,  ministros  plenipotenciarios  ó  residentes 
y  cualesquiera  otros  representantes  de  las  potencias  estran- 
jeras  en  el  reino  ,  no  pueden  ser  allanadas  ni  reconocidas; 
bien  que  si  en  ellas  se  traman  crímenes,  se  depositan  docu- 
mentos ó  instrumentos  relativos  á  ellos,  ó  en  cualquiera  otra 
forma  se  procede  contra  las  leyes  ó  en  riesgo  del  pais,  de- 
be darse  cuenta  circunstanciada  al  ministro  de  gracia  y  jus- 
ticia para  que  el  gobierno  obre  como  corresponda.  Cual- 
quiera de  las  personas ,  autoridades  ó  jefes  á  quienes  so 
avisa  ó  cita  para  la  inspección  ó  reconocimiento  de  una  casa 
ú  otro  edificio,  puede  concurrir  al  acto  por  sí  ó  por  medio 
de  otro  sugeto  de  su  confianza.  Finalmente,  cuando  la  au- 
toridad ó  funcionario  que  ha  de  hacer  el  reconocimiento  no 
ejerciere  la  jurisdicción  ordinaria  ó  no  tuviere  su  residen- 
cia en  el  pueblo  en  que  acfuel  ha  de  practicarse  -,  debe  dar 
previo  aviso  al  alcalde  del  mismo  pueblo,  para  que  asista  al 
acto  por  sí  ó  por  medio  de  un  alcalde  de  barrio  ú  otro  de 
sus  subalternos.  Ind.  del  princ.  general  y  de  los  arts.  102  y 
sig.  de  la  ley  penal  de  5  de  mayo  de  1850. 

LXHI.  Si  el  presunto  delincuente  ó  su  familia  ó  el  dueño 
de  la  casa  ó  las  personas  que  la  habitan,  constando  que  es- 
tán dentro  de  ella,  no  respondiesen  después  de  haber  llama- 
do á  su  puerta  por  tres  ó  mas  veces  con  los  intervalos  cor- 
respondientes y  anunciando  que  es  la  justicia ,  ó  después 
de  haber  respondido  diesen  lugar  á  iguales  llamamientos,  se 
podrán  franquear  las  puertas  para  proceder  al  reconocimiento 
ó  á  la  diligencia  que  se  llevare  por  objeto,  y  aun  se  podrá 
imponer  alguna  pena  á  quien  corresponda  por  su  desobe- 
diencia. Mas  si  en  la  casa  no  hubiese  persona  alguna,  deben 
ponerse  guardas  que  detengan  á  cualquiera  que  se  presente 
á  abrirla ,  hasta  que  concurra  el  juez ,  á  quien  se  dará  aviso 
en  el  momento;  y  si  trascurriese  demasiado  tiempo  sin  que 
nadie  se  presente ,  podrán  entonces  franquearse  las  puertas 
con  asistencia  de  dos  vecinos  inmediatos  que  presencien  y 
autoricen  con  su  firma ,  si  supiesen  escribir,  la  diligencia 
del  franqueo  y  las  demás  que  se  practiquen;  ley  11 ,  lit.  29, 
lib.  11 ,  Nov.  Rec.  Véase  Juicio  ejecutivo,  |XII. 

LXIV.  El  dueño  de  la  casa  que  va  á  reconocerse,  el  pre- 
sunto reo  ó  su  representante  y  cualquiera  otro  interesado 
tienen  derecho  para  exigir  del  juez  ó  su  delegado  que  les 
manifieste  el  objeto  del  allanamiento,  y  que  no  permita  que 
las  personas  que  le  acompañan  entren  á  hacer  el  registro  si- 
no á  cuerpo  descubierto,  á  fin  de  evitar  que  puedan  llevar 
ocultos  los  efectos  que  se  buscan,  y  hacerlos  luego  aparecer 
como  encontrados  en  alguna  parte  de  la  casa.  Algunos 
ejemplos  escandalosos  que  pudieran  citarse,  especialmente 
en  materias  políticas,  justifican  demasiado  esta  precaución. 
Los  antiguos  Griegos  y  Romanos  habrían  sin  duda  recibido 
muchos  escarmientos,  cuando  no  franqueaban  sus  habitación 
nes  á  los  que  iban  á  buscar  las  cosas  que  les  habían  sido 
hurtadas,  si  no  se  presentaban  desnudos,  sin  mas  vestidura 
que  una  faja,  jurando  ademas  á  los  dioses  que  no  procedían 
de  mala  fe,  sino  con  la  esperanza  de  encontrar  lo  que  bus- 
caban. 

LXV.  El  reconocimiento  ó  registro  debe  siempre  diri- 
girse y  limitarse  á  la  comprobación  del  hecho  que  lo  moti- 
vó ,  y  de  ningún  modo  ha  de  estenderse  á  pesquisar  crime- 
nés,  delitos  ó  pruebas  en  general  :  pero  si  de  la  inspección 
domiciliaria  resultare  la  invención  de  un  crimen  ó  sus  prue- 
bas, aunque  no  hayan  sido  objeto  directo  del  reconocimien- 
to ,  ha  de  procederse  á  la  instrucción  del  correspondiente 
sumario  sobre  él ,  siempre  que  no  sea  de  los  que  no  pueden 


JU 


—  mi  — 


JU 


persegtirse  sin  el  consentimiento  ó  querella  de  la  parte  agra- 
viada, pues  con  respecto  á  los  de  esta  clase  no  puede  prece- 
derse á  cosa  alguna  ni  aun  revelarse  el  descubrimiento, 
como  dice  muy  bien  el  señor  Seijas  en  su  Teoría  de  las 
instituciones  jud  ici  arias. 

LXVI.  Confesión.  Después  de  hecha  la  averiguación  del 
delito  y  del  que  lo  ha  cometido,  por  la  reunion  de  las  prue- 
bas materiales,  por  las  deposiciones  de  los  testigos  ,  por  la 
declaración  indagatoria  del  inculpado,  por  la  evacuación  de 
citas  y  por  las  demás  diligencias  que  se  hayan  creído  con- 
ducentes según  los  casos,  y  después  de  oírse  al  promotor 
fiscal  por  si  todavía  estimase  oportuna  la  ejecución  de  alguna 
otra  diligencia  para  completar  la  comprobación,  se  procede 
á  tomar  al  reo  la  confesión  con  cargos,  que  es  también  ahora, 
como  lo  ha  sido  siempre  ,  la  última  diligencia  del  sumario 
(según  se  deduce  del  art.  81  del  regí,  de  just.  en  su  dispo- 
sición 5a.,  y  se  declara  mas  especialmente  en  el  art.  10  del 
decr.de  Cortes  de  11  de  setiembre  de  1820)  y  no  la  pri- 
mera del  plenario,  como  han  pretendido  algunos  autores. 

Entiéndese  aquí  por  confesión  el  acto  en  que  el  juez,  á 
presencia  del  escribano  ,  muestra  al  presunto  reo  todos  los 
datos  que  del  sumario  resultan  contra  él,  haciéndole  cargos 
y  reconvenciones  para  obligarle  á  que  se  confiese  culpado. 

Esta  diligencia  de  tomar  la  confesión  al  reo  nunca  debe 
omitirse ,  aun  cuando  aparezca  que  consta  plenamente  la 
existencia  del  delito  y  la  persona  que  lo  ha  perpetrado  ,  ya 
porque  importa  averiguar  los  motivos  que  esta  tuvo  para 
cometerlo,  ya  porque  no  hay  prueba  mas  segura  que  la 
confesión  del  mismo  delincuente  ,  ya  porque  puede  suceder 
que  el  inculpado  esplique  de  tal  manera  los  hechos ,  que 
queden  desvanecidos  en  todo  ó  en  parte  los  cargos. 

Como  la  confesión  es  el  acto  mas  delicado  y  peligroso  del 
juicio,  debe  el  juez,  previo  auto,  recibirla  por  sí  mismo  ,  y 
no  fiarla  al  escribano,  bajo  la  pena  de  nulidad,  y  de  ser  cas- 
tigados uno  y  otro  por  la  contravención;  ley  9,  cap.  2,  n.  2, 
til.  21,  lib.  3,  ley  10,  líl.  27,  lib.  h,  ley  10,  til.  32,  lib.  12, 
Nov.  Rec.  Véase  §  XXVII.  No  siendo  letrado  el  juez,  con- 
vendrá que  se  acompañe  de  asesor  para  no  esponerse  á  co- 
meter errores  trascendentales. 

LXVII.  Principiase  el  acto  ,  interrogando  al  procesado  si 
ofrece  decir  verdad  en  lo  que  supiere  y  se  le  preguntare, 
pero  no  lomándole  juramento,  porque  si  no  se  le  pudo  exi- 
gir en  la  declaración  indagatoria ,  según  se  ha  dicho  en  el 
§  XXXVIII ,  es  claro  que  menos  todavía  se  le  podrá  exigir 
en  la  confesión  ,  porque  en  esta  mas  que  en  aquella  queda- 
ría espuesto  á  los  peligros  del  perjurio,  que  es  lo  que  ha 
querido  evitar  el  art.  291  de  la  Const.  de  1812  mandando 
que  á  nadie  se  tome  juramento  en  materias  criminales  sobre 
hecho  propio.  Amonéstasele  á  continuación  que  confiese  lla- 
marse F.  de  T.,  natural  y  vecino  de  tal  parte,  soltero  ó  ca- 
sado con  M....  de  tal  oficio  ó  profesión,  de  edad  de  tantos 
años,  etc.,  según  hubiese  manifestado  en  su  primera  decla- 
ración. Léensele  la  declaración  ó  declaraciones  que  él  mismo 
hubiese  prestado ,  y  se  le  pregunta  si  se  afirma  y  ratifica  en 
so  contenido ,  ó  tiene  algo  que  enmendar,  añadir  ó  quitar, 
espresándose  las  preguntas  y  respuestas  en  el  acta  para  que 
consten.  Léensele  asimismo  integramente  luego  después  to- 
dos los  documentos  y  las  declaraciones  de  los  testigos,  con 
los  nombres  de  estos ,  y  si  por  ellos  no  los  conociere ,  se  le 
dan  cuantas  noticias  pida  para  venir  en  conocimiento  de  quié- 
nes son  ;  sin  que  ya  se  le  pueda  reservar  pieza ,  documento 
ni  actuación  alguna  del  proceso  ;  orí.  501  de  la  Comí,  de  1812, 
y  9  y  10  del  regí,  de  just.  ;  y  se  procede  acto  continuo  á  ha- 
cerle cargos  y  reconvenciones,  en  el  concepto  de  que  no  se 
podrán  hacer  otros  cargos  que  los'que  efectivamente  resul- 
ten del  sumario  ,  y  tales  cuales  resulten  ;  ni  otras  reconven- 
ciones que  las  que  racionalmente  se  deduzcan  de  lo  que  res- 
ponda el  confesante  :  debiendo  siempre  el  juez  abstenerse  do 


agravar  unos  y  otras  con  calificaciones  arbitrarias  ;  arl.  9 
del  regí,  de  just. 

LXYIII.  Para  poder  caminar  con  acierto  en  tan  intere- 
sante diligencia',  debe  el  juez  enterarse  anticipadamente  con 
la  mayor  escrupulosidad  de  todo  lo  contenido  en  la  sumaria, 
y  tomar  á  prevención  una  minuta  por  escrito  de  los  cargos 
ó  datos  que  resultan  contra  el  procesado ,  anotándolos  por  su 
orden  natural,  esto  es  :  Io.  los  relativos  á  los  hechos  ante- 
riores al  delito ,  que  tengan  conexión  con  él  :  2o.  los  que  re- 
caen sobre  los  hechos  y  circunstancias  que  ocurrieron  en  el 
acto  de  la  consumación  del  crimen  ;  y  5o.  los  que  pertenez- 
can á  los,  hechos  y  circunstancias  posteriores  que  aparezcan 
efectivamente  con  el  carácter  de  indicios  consiguientes  del 
delito  y  de  su  autor.  Siguiendo  el  mismo  orden ,  los  irá  ha- 
ciendo uno  por  uno  al  procesado  con  precisión  y  claridad 
para  que  no  se  confunda  ni  tome  una  cosa  por  otra  ;  oirá  con 
interés,  con  dulzura  y  con  agrado  su  contestación,  y  aun  le 
invitará  á  que  manifieste  cuanto  crea  oportuno  para  vindi- 
carse ;  impugnará  con  dignidad  y  moderación  y  sin  asomo 
de  acrimonia  sus  negaciones  ó  disculpas  que  no  sean  satis- 
factorias y  no  desvanezcan  el  cargo ,  reconviniéndole  é  in- 
sistiendo en  convencerle  de  su  criminalidad  por  lo  resultivo 
de  la  declaración  ó  documento  en  que  aquel  se  apoye,  y  por 
la  improbabilidad  ó  contradicción  de  sus  respuestas  ;  permi- 
tirá que  lea  él  mismo  y  aun  hará  que  se  le  vuelva  á  leer,  en 
caso  necesario  ó  de  que  lo  pida,  el  documento  ó  declaración 
que  le  perjudicare,  pero  no  le  concederá  dilación  para  deli- 
berar sobre  lo  que  ha  de  responder  á  sus  preguntas  ;  tendrá 
mucho  cuidado  de  usar  de  veracidad ,  y  de  abstenerse  de 
toda  falsa  suposición  ,  presentándole  siempre  lo  cierto  como 
cierto  y  lo  dudoso  como  dudoso  ,  pues  ni  aun  para  arrancar 
la  verdad  es  lícito  emplear  la  mentira  ;  no  se  valdrá  nunca 
de  apremios,  tormentos,  amenazas,  sugestiones,  estratage- 
mas, preguntas  capciosas,  promesas  de  libertad  ó  de  per- 
don  ,  ni  de  otro  ningún  medio  de  coacción  física  ó  moral , 
pues  la  confesión  para  hacer  prueba  ha  de  ser  libre,  franca 
y  espontánea  ;  ley  S ,  lit.  15 ,  ley  H,  fit.  17,  Part.  3 ,  ley  1, 
til.  54,  lib.  12,  Nov.  Rec,  real  ccd.  de  23  de  julio  de  1814, 
arls.  7, 8  y  9  del  regí,  de  just.,  y  art.  505  de  la  Const.  de  1812. 
Véase  Perdón  y  Pregunta.  El  escribano  irá  estendiendo  uno 
por  uno  todos  los  cargos  y  reconvenciones  del  juez  y  las  res- 
puestas del  reo  en  los  mismos  términos  que  se  hicieren  aque- 
llos y  se  dieren  estas,  como  en  la  declaración  indagatoria  ; 
y  después  de  concluida  la  confesión,  la  leerá  íntegramente 
al  reo  ó  dejará  que  este  la  lea  si  quisiere,  para  que  mani- 
fieste si  está  conforme  y  se  ratifica  en  su  contenido ,  ó  si 
tiene  algo  que  enmendar,  añadir  ó  quitar  por  haber  pade- 
cido algún  error  ó  equivocación ,  ó  por  haber  recordado  con 
mas  exactitud  los  hechos  ó  sus  circunstancias  :  lo  cual  veri- 
ficado, ha  de  firmarla  si  sabe  con  el  juez  y  escribano,  pu- 
diendo  también  firmar  ó  rubricar  todas  las  hojas. 

La  confesión  con  cargos  queda  siempre  abierta  ,  como  la 
declaración  indagatoria ,  para  proseguirla  cuando  convenga 
por  haberse  olvidado  ú  omitido  alguna  pregunta,  cargo  ó 
reconvención  importante,  ó  por  resultar  después  algún  he- 
cho ,  circunstancia  ó  incidente  que  motive  nuevo  cargo,  ó 
por  pedir  el  mismo  reo  que  se  le  oiga  nuevamente;  y  así  so 
acostumbra  poner  al  fin ,  aunque  noes  indispensable,  la  cláu- 
sula de  que:  «  En  este  estado  mandó  su  merced  suspender 
esta  confesión ,  sin  perjuicio  de  ampliarla  en  caso  necesario.» 
Mas  no  por  eso  ha  de  suspenderse  arbitrariamente  para  con- 
tinuarla en  otro  día  ó  en  otra  hora,  sino  que  debe  empezarse 
y  concluirse  en  un  solo  acto,  aunque  sea  dilatada,  para 
evitar  fraudes ,  á  no  ser  que  lo  impidan  otras  ocupaciones 
preferentes  del  juez  ;  en  cuyo  caso  se  espresará  así  para  que 
conste ,  y  se  firmará  todo  por  el  juez ,  escribano  y  confesante 
si  supiere. 

LXIX.  Nunca  evacuará  el  juez  las  citas  que  se  hagan  en 
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la  confesión ,  las  cuales  deben  quedar  para  que  el  tratado 
como  reo  pruebe  despues  lo  que  le  convenga  ;  rcg la  5a., 
ait.  hl  del  reç/l.  de  just.;  es  decir,  que  si  el  procesado  hi- 
ciere, al  tiempo  de  la  confesión,  algunas  citas  de  testigos 
que  puedan  declarar  en  su  favor,  no  han  de  evacuarse  desde 
luego  ,  sino  que  deben  reservarse  para  que  aquel  pida  á  su 
tiempo  que  se  evacúen  en  el  plenario,  si  le  conviene,  dentro 
del  término  de  prueba.  S'm  duda  se- ha  creido  al  dar  esta 
disposición ,  que  la  evacuación  de  las  citas  hechas  en  la  con- 
fesión ,  como  interésame  al  reo,  debe  dejarse  esclusivamente 
â  su  cuidado  ,  y  que  pudiendo  este  solicitarla  después  no 
habia  razón  para  prolongar  el  sumario  con  perjuicio  de  la 
brevedad  de  la  causa  y  del  mismo  reo,  á  quien  durante  la 
práctica  de  esta  diligencia  habría  de  mantenerse  incomuni- 
cado. Pero  la  pronta  evacuación  délas  citas  á  seguida  de  la 
confesión  no  solamente  interesa  al  reo  sino  también  á  ¡a 
causa  pública  :  interesa  al  reo  porque  tal  puede  ser  la  im- 
portancia y  el  resultado  de  ellas  que  se  patentice  la  inocencia 
de  aquel ,  y  sin  mas  progreso  deba  sobreseerse  en  el  pro- 
cedimiento, decretar  su  libertad,  y  restituirle  al  pleno  goce 
de  sus  derechos  :  interesa  á  la  causa  pública,  porque  si  las 
citas  se  desmienten  y  aparece  acreditada  la  falsedad  de  los 
hechos  en  que  el  procesado  fundaba  sus  escepciones,  se 
agravan  y  corroboran  mas  los  cargos  que  contra  él  arroja  el 
proceso  ,  y  se  asegura  mas  el  triunfo  de  la  justicia  ,  al  paso 
que  la  dilación  puede  aventurar  el  descubrimiento  de  la  ver- 
dad ,  pues  que  el  reo  tendrá  tiempo  para  ponerse  de  acuerdo 
con  los  testigos  citados.  Ademas,  tan  interesada  se  halla  la 
causa  pública ,  y  aun  mas  todavía ,  en  que  no  se  haga  sufrir 
al  inocente  como  en  evitar  la  impunidad  del  que  ha  delin- 
quido. Estas  consideraciones  son  de  mucho  mas  peso  que  la 
mayor  ó  menor  prolongación  del  sumario  y  de  la  incomu- 
nicación del  acusado ,  porque  desatender  la  verdad  por  con- 
sultar la  brevedad  es  lo  mismo  que  sacrificar  lo  princqAú  á 
lo  accesorio;  y  asi  es  que  la  novedad  introducida  por  la  re- 
gla 5\  del  mencionado  artículo  bl  del  reglamento ,  ûe  rele- 
gar al  plenario  la  evacuación  de  las  citas  hechas  en  la  con- 
fesión,  aparece  aun  á  primera  vista  injusta  y  perjudicial , 
■  como  ha  demostrado  estensamente  el  señor  Bravo  Murillo  en 
sus  observaciones  sobre  el  reglamento  provisional  de  justicia. 
LXX.  Si  el  procesado  guardare  silencio  -en  el  acto  de  la 
confesión  ,  ó  se  negare  á  contestar  á  los  cargos  y  reconven- 
ciones que  el  juez  le  hiciere,  no  puede  compelérsele  ahora  , 
como  en  lo  antiguo  ,  con  cárcel  mas  estrecha,  grillos,  ca- 
denas ,  esposas  ú  otros  apremios  semejantes  ,  ni  con  multas , 
incomunicación ,  cercen  de  ración ,  ú  otros  medios  suaves  de 
esta  clase,  que  todavía  reputan  lícitos  algunos  ^rilores  : 
ni  tampoco  parece  que  se  le  pueda  declarar  confeso  ni  te- 
nerle por  autor  del  crimen ,  porque  si  bien  la  obstinación  en 
guardar  silencio  suele  ser  indicio  de  delincuencia ,  no  es  por 
cierto  una  prueba  tal  que  dispense  de  buscar  y  acumular 
otras  mas  concluyentes  ;  ademas  de  que  para  condenar  á  un 
reo  no  es  indispensable  que  confiese  el  delito  ó  se  le  declare 
confeso  ,  sino'  que  se  le  convenza  de  haberlo  cometido.  Lo 
único  que  habrá  de  hacerse  en  el  propuesto  caso,  es  lo  eme 
mas  arriba  se  ha  indicado  en  el  |  XL,  hablando  de  la  nega- 
tiva ó  resistencia  á  la  prestación  de  la  declaración  indaga- 
toria ,  y  llevar  adelante  la  causa  según  corresponda.  Véase 
CuUar,  Apremio  ,  y  Confesión  en  sus  diferentes  artículos. 

LXXI.  No  debe  admitir  el  juez,  durante  la  confesión,  es- 
cepcion  alguna  dilatoria  que  sea  capaz  de  suspenderla;  ni 
declinatoria  de  fuero ,  que  no  se  funde  en  su  falta  absoluta 
de  jurisdicción  ó  en  la  suspension  de  ella  ,  ó  en  su  incompe- 
tencia notoria.  Para  separarse  el  juez  á  su  tiempo  del  cono- 
cimiento de  la  causa  en  virtud  de  la  oposición  de  declinatoria 
ó  de  competencia  suscitada  por  otro ,  debe  oir  al  promotor 
fiscal  del  juzgado  ,  y  dar  cuenta  á  la  Audiencia  ó  tribunal 
superior  para  que  le  conste  ;  pero  si  hubiese  de  remitir  la 
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causa  á  otra  jurisdicción  estraña,  especial  ó  privilegiada,  ó 
á  otro  juzgado  de  diverso  territorio ,  debe  consultar  ademas 
al  tribunal  superior  ó  Audiencia  à  que  se  halla  subordinado, 
antes  de  llevar  á  efecto  su  inhibición  ,  para  la  aprobación  do 
una  medida  que  puede  perjudicar  ala  jurisdicción  ordinaria 
ó  á  la  que  ya  ejerce  en  el  asunto  desde  que  se  le  dio  cuenta 
de  su  prevención. 

LXXH.  Si  el  reo  fuere  menor  dé' veinte  y  cinco  años, 
nombrará  antes  de  la  confesión  curador  adlitem,  en  caso  de 
no  haberle  nombrado  antes  de  la  declaración  indagatoria  ;  y 
no  haciéndolo ,  se  le  nombrará  de  oficio ,  y  hará  saber  inme- 
diatamente ;  y  aceptado  el  nombramiento  por  el-curador,  se 
le  recibirá  juramento  de  hacer  bien  su  oficio  ,  y  se  le  dis- 
cernirá el  cargo. 

El  eurador,  según  costumbre  introducida  en  algunos  juz- 
gados, asiste  á  la  lectura  que  se  hace  al  menor  de  todas  las 
deposiciones  y  documentos  del  sumario  ,  y  á  la  ratificación 
que  este  hiciere  de  la  declaración  ó  declaraciones  que  hu- 
biese prestado;  retírase  luego,  hácense  al  menor  los  cargos 
y  reconvenciones ,  vuelve;despues  á  entrar,  y  á  su  presencia 
se  lee  al  menor  su  confesión  y  se  ratifica  en  ella,  firmándola 
ambos ,  si  saben,  con  el  juez  y  escribano,  y  rubricando  un 
margen  de  cada  hoja,  ó  espresándose  que  no  saben  hacerlo: 
mas  en  otros  juzgados  no  asiste  el  curador  sino  únicamente 
á  la  promesa  que  en  lugar  de  juramento  hace  el  reo  de  decir 
verdad  ,  y  cuando  mas  á  la  lectura  y  ratificación  de  lo  con- 
fesado ,  ó  solo  al  acto  de  la  ratificación  y  no  al  de  la  lectura  ; 
y  en  otros  por  fin  ,  asiste  á  las  diligencias  anteriores  al  acto 
de  los  cargos  y  no  á  las  posteriores,  á  no  ser  á  la  manifes- 
tación que  hace  el  menor  de  que  se  ratifica  en  la  confesión 
que  ha  prestado  y  que  se  le  ha  leido  á  solas. 

No  se  ofrece,  por  cierto,  inconveniente  trascendental, 
»;egun  discurren  algunos  escritores  y  otros  eme  no  lo  son, 
en  que  el  curador  presencie  todas  las  diligencias  que  acaban 
de  espresarse ,  así  las  que  preceden  al  acto  preciso  de  la  con- 
fesión como  las  que  le  subsiguen  ;  porque  siendo  público  el 
proceso  desde  la  confesión  en  adelante,  y  no  pudiendo  ya 
reservarse  á  las  partes  ninguna  pieza,  documento  ni  actua- 
ción que  en  él  se  contenga,  ni  mantenerse  al  reo  en  inco- 
municación, la  cual  ya  no  es  necesaria,  pues  que  las  citas 
que  hubiere  hecho  quedan  para  el  plenario,  según  el  art.  502 
déla  Const.  de  1812,  y  los  7,  10  y  51  del  reglamento,  es 
claro  que  ya  no  tiene  interés  alguno  la  ley  en  impedir  las 
revelaciones  que  el  curador  quisiere  hacer  de  cuanto  resul- 
tare del  sumario.  Todavía  pasan  otros  mas  adelante ,  que- 
riendo que  no  se  niegue  al  curador  el  derecho  de  asistir  al 
acto  de  la  confesión  del  menor,  porque  lejos  de  haber  razón 
alguna,  según  dicen,  que  haga  perjudicial  su  concurrencia 
á  los  cargos  y  reconvenciones,  hay  por  el  contrario  una  ra- 
zón muy  poderosa  que  hace  necesaria  su  intervención  en 
dicho  acto  ,  y  es  la  de  ayudar  al  menor  á  calificar  1a  fuerza 
de  los  documentos  y  de  las  deposiciones  de  los  testigos  que 
le  son  contrarios,  á  contestar  á  los  cargos  y  satisfacer  á  las 
reconvenciones ,  y  á  impedir  Jos  artificios  reprobados  que  tal 
vez  quisiere  emplear  el  juez  para  arrancarle  una  confesión 
que  le  condene, 

Respetando  nosotros  estas  opiniones  de  jurisconsultos  dis- 
tinguidos, que  deslumhran  efectivamente  á  primera  vista, 
no  nos  atrevemos  á  adoptarlas  ,  ni  creemos  que  puedan  se- 
guirse en  la  práctica ,  siendo  por  el  contrario  de  parecer  que 
el  curador  no  debe  presenciar  la  confesión  ni  la  lectura  de 
ella.  En  efecto  ,  apenas  hay  procesado  que  en  la  declaración 
indagatoria  manifieste  toda  la  verdad,  su  interés  consiste  en 
ocultarla  ú  oscurecerla  ,  todo  su  empeño  se  reduce  á  disfra- 
zar los  hechos  ;  pero  cuando  por  los  cargos  y  reconvenciones 
se  encuentra  descubierto,  ó  quizá  inculpado  sin  razón  por 
solas  apariencias  que  puede  destruir  con  una  palabra,  en- 
tonces hace  revelaciones  importantes,  entonces  indica  sus 
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cómplices ,  ó  tal  vez  los  reos  principales ,  entonces  por  es- 
culparse trata  de  hacer  ver  que  no  ha  tenido  él  sino  una  par- 
ticipación secundaria  en  el  delito ,  ó  que  ha  sido  inducido  ú 
obligado  á  cometerlo  por  algún  sugeto  que  nombra,  enton- 
ces designa  la  persona  en  cuyo  poder  se  hallan  los  frutos  del 
crimen  ó  los  instrumentos  que  lo  comprueban  ,  entonces  fi- 
nalmente puede  decir  tales  cosas  que  hagan  indispensables 
la  evacuación  de  ciertas  diligencias  trascendentales  y  la  pro- 
longación del  estado  del  sumario.  ¿  Qué  sucederá  en  tal  caso 
si  el  curador  oye  las  revelaciones  del  menor  ó  se  leen  en  su 
presencia?  Se  quebranta  la  calidad  de  reservado  que  toda- 
vía p"or  entonces  debe  conservar  el  proceso .  se  arriesga  el 
éxito  de  las  diligencias  que  hayan  de  practicarse ,  y  se  aven- 
tura el  descubrimiento  de  la  verdad ,  pues  que  no  por  haber 
oido  el  curador  lo  confesado  se  le  ha  de  poner  en  arresto  é 
incomunicación.  Si  todos  convienen  pues  en  que  no  puede 
asistir  el  curador  á  la  declaración  indagatoria  por  la  necesi- 
dad de  la  reserva  con  que  esta  debe  tomarse ,  preciso  será 
que  convengan  también  en  que  la  misma  razón  hay  para 
impedirle  que  presencie  la  confesión  con  cargos.  Esta  es,  y 
no  puede  menos  de  ser,  esencialmente  reservada  por  su  pro- 
pia naturaleza  ,  porque  en  ella  puede  aparecer  algún  nuevo 
reo,  hecho  ó  circunstancia  que  no  se  descubrió  en  las  pre- 
cedentes actuaciones  ,  y  porque  puede  dar  lugar  á  pesquisas 
ulteriores  que  se  malogren  sin  la  reserva.  Está  bien  que  al 
hacerse  cargos  al  reo  se  le  pongan  de  manifiesto  las  decla- 
raciones ó  documentos  en  que  se  fundan  ;  está  bien  que  nada 
se  le  oculte ,  que  todo  lo  vea ,  que  sepa  quiénes  son  los  que 
contra  él  deponen  ;  jamas  ha  debido  hacerse  otra  cosa,  ja- 
mas las  leyes  han  permitido  lo  contrario  ;  pero  entre  esta 
manifestación  hecha  únicamente  al  procesado  y  aun  si  se 
quiere,  también  al  curador,  y  la  concurrencia  de  este  á  las 
respuestas  y  revelaciones  de  aquel,  hay  una  diferencia  enor- 
me, diferencia  que  puede  producir  los  mas  perjudiciales  re- 
sultados, pues  el  curador  naturalmente  ha  de  abusar  en  be- 
neficio de  su  cliente  de  cuanto  le  hubiese  oido.  Es  verdad 
que  desde  la  confesión  en  adelante  debe  ser  público  el  pro- 
ceso ,  según  los  arts,  citados  de  la  Constitución  y  del  regla- 
mento. Pero  en  primer  lugar,  no  se  sigue  de  aquí  que  la 
confesión  misma  haya  de  ser  pública  y  que  deba  ejecutarse 
á  puerta  abierta  para  que  concurran  á  ella  cuantos  quisie- 
ren ;  esta  especie  de  publicidad  no  alcanza  ni  puede  alcanzar 
al  acto  ó  procedimiento  de  la  confesión ,  el  cual  queda  den- 
tro de  los  límites  de  la  reserva  y  no  pued€  contarse  de  modo 
alguno  entre  los  primeros  pasos  del  plenario  :  la  ley  esta- 
blece la  publicidad  del  proceso  desde  la  confesión  en  adelante, 
esto  es,  desde  la  confesión  exclusive.  En  segundo  lugar,  no 
siempre  ni  absolutamente  puede  ser  público  el  proceso  desde 
la  confesión  en  adelante ,  aunque  esta  se  entienda  como  debe 
entenderse,  escluida  de  la  publicidad  ;  es  ademas  indispen- 
sable para  ello  la  conclusion  del  sumario ,  la  cual  no  siempre 
se  verifica  con  la  confesión,  pues  si  en  virtud  de  las  manifes- 
taciones que  en  esta  se  hubiesen  hecho ,  se  tuviere  que  prac- 
ticar alguna  de  las  diligencias  que  mas  arriba  hemos  indi- 
cado ,  habrá  de  continuarse  la  reserva  de  las  actuaciones,  sin 
que  todavía  pueda  pasarse  al  plenario.  Así  que,  tanto  el 
art.  502  de  la  Constitución  como  el  10  del  regí,  que  se  ha 
copiado  de  aquel ,  estarían  quizá  redactados  con  mas  exac- 
titud ,  si  á  las  palabras  «  desde  la  confesión  en  adelante  será 
público  el  proceso  »  se  hubiesen  añadido  estas  otras  «  siem- 
pre que  resulte  concluido  el  sumario  ;  »  mas  no  dejó  de  re- 
mediar este  defecto  y  fijar  el  sentido  del  articulo  constitu- 
cional la  ley  de  9  de  octubre  de  1812,  la  cual  en  el  art.  16 
del  capítulo  2o.  prevenia  que  «  en  las  causas  criminales,  des- 
pués de  CONCLUIDO  EL  SUMARIO  V  RECIBIDA  la  confesión  al 
tratado  como  reo ,  todas  las  providencias  y  donas  actos  que 
se  ofrezcan,  serán  en  audiencia  pública  para  que  asistan  las 
partes  si  quisieren  ;  »  de  suerte  que  con  esta  esplicacion  no 


debe  ya  quedar  duda  alguna  de  que  la  publicidad  no  em- 
pieza sino  despues  que  se  haya  recibido  la  confesión  y  so 
haya  dado  fin  al  sumario. 

La  confesión  del  menor  es  tan  válida  como  la  del  mayor 
de  edad ,  y  no  puede  aquel  escusarse  de  pena  por  razón  de 
su  menoría,  con  tal  que  sea  mayor  de  catorce  años  en  los 
delitos  de  lujuria  y  de  diez  y  medio  en  los  de  cualquiera 
otra  especie,  según  la  ley  h,  tít.  19,  Part.  G;  pero  ¿se  le 
admitirá  restitución  contra  la  confesión  en  que  se  declara 
culpado?  Algunos  autores  responden  negativamente  ,  fun- 
dándose para  ello  en  la  misma  ley  que  acabamos  de  citar. 
Sin  embargo ,  esta  ley  no  parece  tan  clara  en  este  sentido 
como  se  quiere  suponer,  antes  por  el  contrario  no  deja  do 
prestar  algún  argumento  á  favor  de  la  opinion  afirmativa. 
En  efecto  ,  después  de  sentar  que  el  menor  de  catorce  años 
no  puede  ser  acusado  de  adulterio  ,  porque  todavía  es  inca- 
paz de  este  delito ,  sigue  diciendo  que  si  él  ficiese  conoscen- 
cia (confesión)  desle  yerro  enjuicio ,  non  serie  valedera,  nin 
ha  por  que  demandar  restitución  por  razón  delta  :  luego  si 
fuese  mayor  de  catorce  años  en  el  adulterio  y  de  diez  y  me- 
dio en  los  demás  delitos,  concluiremos  de  aquí  à  contrario 
sensu,  podrá  servirse  del  beneficio  restitutorio  contra  su 
confesión,  la  cual  solo  será  válida  en  caso  de  que  el  menor 
persevere  en  ella  ó  no  haga  uso  de  dicho  beneficio.  A  esta 
opinion  se  inclina  Gregorio  López  en  la  glosa  Ia.  de  la  citada 
ley. 

LXXIII.  Para  tomar  la  confesión  á  la  mujer  casada  no  so 
necesita  licencia  ni  intervención  de  su  marido ,  pues  en  los 
negocios  criminales ,  al  contrario  que  en  los  civiles,  puede 
y  debe  comparecer  en  juicio  sin  aquel  requisito ,  y  satisfa- 
cer por  sí  á  los  cargos  ,  como  que  su  responsabilidad  es  pu- 
ramente personal,  y  no  se  trata  en  ellos  del  ínteres  del  ma- 
rido, sino  del  de  la  sociedad  y  de  las  personas  agraviadas. 

Siendo  el  delincuente  una  persona  moral ,  como  colegio , 
comunidad,  pueblo,  concejo  ó  ayuntamiento  que  hubiese 
cometido  el  delito  como  cuerpo,  se  le  manda  nombrar  dos 
ó  tres  diputados  que  satisfagan  á  los  cargos  que  resultaren 
contra  él;  y  no  haciéndolo  dentro  del  término  que  se  le  hu- 
biere señalado,  se  le  .declara  contumaz  y  rebelde  ,  y  se  si- 
gue la  causa  en  ausencia  y  rebeldía  :  mas  en  caso  de  hacer 
el  nombramiento,  tanto  la  confesión  de  los  diputados  como 
los  autos  y  el  fallo  definitivo  producen  contra  el  cuerpo  los 
mismos  efectos  que  si  cada  uno  de  sus  individuos  hubiese 
intervenido  personalmente  en  todas  las  diligencias  y  actua- 
ciones. 

LXXIY.  La  confesión  que  el  procesado  hiciere  de  haber 
cometidPel  delito  que  se  le  imputa,  hace  prueba  completa 
contra  él ,  ley  2  ,  tít.  lo  ,  Parí.  5,  concurriendo  empero  las 
circunstancias  ó  condiciones  siguientes  :  Ia.  que  el  confe- 
sante sea  mayor  de  edad,  ley  1,  til.  13,  Parí.  5,  ó  que 
siendo  menor,  asista  su  curador  ad  lilem  á  la  promesa  do 
decir  verdad  ,  y  aun  á  la  lectura  y  ratificación  de  la  confe- 
sión ,  con  tal  que  esta  no  cause  necesidad  de  evacuar  otras 
diligencias  reservadas,  pues  en  este  último  caso  solo  podrá 
asistir  á  la  ratificación  y  no  á  la  lectura  :  —  2\  que  haga  la 
confesión  libre  y  espontáneamente,  y  no  por  fuerza,  ó 
amenaza  de  muerte  ó  de  infamia  ó  de  tormento  ó  apremio, 
ni  por  otra  coacción  física  ó  moral,  ni  por  dolo  ó  engaño  ó 
artificio  reprobado  por  derecho  ;  ley  hecha  en  el  concilio  XI 1 1 
de  Toledo  el  año  U°.  de  don  Ervigio ,  nota  8  de  la  ley  1  , 
lit.  1  ,  lib.  6  del  Fuero  Juzgo  de  la  edición  de  la  Academia  , 
leyes  U  y  a* ,  til.  15 ,  Parí.  5  ,  y  art.  8  del  reglam.  <lc  jnst.  : 
—  5a.  que  la  haga  á  sabiendas  ó  con  cierta  ciencia  .  y  no 
por  ignorancia  ó  error  de  hecho,  leyes  h  y  S,  tít.  13 .  Parí.  3; 
y  así  es  que  si  uno  confiesa,  por  ejemplo,  haber  muerto  de 
un  golpe  á  una  persona ,  y  después  averigua  que  no  la  mató, 
sino  que  ella  fingió  quedar  sin  sentido,  y  luego  sobrevino 
un  tercero  que  realmente  la  privó  de  la  vida ,  podrá  revocar 
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su  confesión  como  errónea,  la  cual  quedará  por  consiguiente 
sin  valor  ni  efecto  :  — ka.  que  la  haga  sobre  delito  cuya  exis- 
tencia se  haya  justificado;  ind.  de  las  leyes  %,  k,  5  y  6, 
til.  13 ,  Part.  3,  y  art.  287  de  la  Const.  de  1812;  y  así  es 
que  si  uno  llevado  de  sus  remordimientos  se  delata  y  con- 
fiesa un  delito  ignorado  que  no  llega  á  probarse  por  otros 
medios,  será  preciso  abandonarle  al  castigo  continuo  que 
lleva  en  su  conciencia,  pues  si  la  confesión  sirve  para  des- 
cubrir el  delincuente,  no  basta  por  sí  sola  para  probar  el 
cuerpo  del  delito  :  —  S»,  que  sea  capaz  de  cometer  el  delito 
que  confiesa;  pues  si  por  ejemplo  un  acusado  de  adulterio 
confesase  haberlo  cometido  siendo  menor  de  catorce  años, 
no  le  perjudicaría  su  confesión  porque  según  naturaleza  es 
incapaz  de  cometer  tal  delito ,  leyes  h  y  6 ,  til.  15,  Part.  6  : 
—  6a.  que  se  le  tome  la  confesión  en  la  forma  que  se  halla 
prescrita  por  las  leyes  y  queda  esplicada  mas  arriba. 

Si  la  confesión  se  ha  hecho  con  las  circunstancias  ó  con- 
diciones que  la  ley  requiere,  puede  imponerse  al  procesado 
en  la  sentencia  definitiva  la  pena  que  mereciere  por  el  de- 
lito ,  porque  la  confesión  hecha  en  la  citada  forma  es  una 
prueba  tan  completa  como  la  de  testigos,  ó  de  verdaderos 
instrumentos;  leyes  2 y  3,  lit.  13,  Part.  3.  Todavía  puede 
decirse,  que  es  prueba  mas  completa  y  acabada  que  la  tes- 
timonial é  instrumental ,  pues  que  por  cada  vez  que  haya 
sido  falsa  ó  errónea  la  confesión  ,  cien  veces  á  lo  menos 
habrá  sido  errónea  ó  mentirosa  la  deposición  de  testigos,  y 
cincuenta  veces  se  habrán  supuesto  ó  suplantado  instru- 
mentos de  convicción.  El  ínteres  de  todo  hombre  es  negar 
los  delitos  que  se  le  imputan,  evitar  las  penas  que  le  ame- 
nazan, y  no  es  natural  ni  puede  presumirse  que  se  equivo- 
que ó  padezca  engaño  sobre  su  propio  hecho ,  y  que  se  con- 
fiese reo  cuando  en  verdad  no  lo  Sea;  mientras  que  los 
testigos  se  engañan  muchas  veces,  cualesquiera  que  sean  su 
número  y  circunstancias,  ora  por  fascinación  ó  prevención  , 
ora  por  espíritu  de  partido,  ora  por  fanatismo  político  ó  re- 
ligioso, y  muchas  veces  también  se  dejan  sobornar  ó  lleva- 
dos de  otros  motivos  mienten  á  sabiendas.  Por  eso  se  ha 
desconfiado  y  desconfiará  siempre  de  los  fallos  judiciales 
cuando  el  reo  ha  negado  constantemente  el  delito  :  por  eso 
se  ha  dado  siempre  la  preferencia  á  la  confesión  sobre  las 
otras  pruebas:  por  eso  se  ha  tratado  umversalmente  de  ob- 
tener la  verdad  de  los  labios  del  mismo  procesado,  hasta  el 
estremo  de  emplear  para  ello,  aunque  equivocadamente,  los 
medios  bárbaros  del  tormento  ;  y  por  eso  ,  en  fin  ,  se  acos- 
tumbra ahora  en  algunas  partes  exhortar  por  medio  de  los 
sacerdotes  á  los  inconfesos,  después  de  condenados,  á  que 
manifiesten  la  verdad  de  los  hechos  para  tranquilizar  la 
conciencia  de  los  jueces  y  hacer  ver  la  justicia  de  la  sen- 
tencia. 

Mas  aunque  tal  sea  la  fuerza  de  la  confesión,  no  por  eso 
se  condena  desde  luego  al  que  la  ha  hecho  ,  sino  que  se  pasa 
al  plenario  y  se  le  admite  prueba  en  él ,  ya  para  contrade- 
cirla ó  impugnarla  directamente  por  razón  de  nulidad  ó  de- 
fecto esencial  de  que  adolezca  y  acreditar  su  inocencia ,  ya 
para  oponerle  y  justificar  causales  ó  circunstancias  que  dis- 
minuyan ó  quiten  absolutamente  la  criminalidad  del  hecho 
confesado,  como  por  ejemplo  la  circunstancia  de  haberlo 
cometido  en  defensa  propia  ó  á  impulsos  de  una  violenta 
provocación;  ley  ti,  til.  30,  Part.  7. Véase  Agresor,  Defensa 
en  sus  dos  artículos,  Circunstancias  y  Excusa. 

Si  la  confesión  fuese  nula  por  defecto  sustancial,  quedan 
también  nulas  las  actuaciones  posteriores  á  ella,  y  debe 
decretarse  la  reposición  del  proceso  alesFadoque  tenia  antes 
de  la  nulidad ,  procediéndose  de  nuevo  desde  aquel  estado 
según  corresponda.  Se  reputan  nulas  para  ei  efecto  de  la 
reposición,  las  confesiones  siguientes  :  —  Ia.  la  que  ha  sido 
tomada  por  el  juez  sin  el  escribano  ó  quien  sus  veces  haga, 
ó  por  el  escribano  sin  el  juez  :  —  Ü\  la  recibida  por  juez 


que  por  notoriedad  es  incompetente ,  ó  no  tiene  jurisdicción 
ó  la  tiene  suspendida  :  —  3a.  la  tomada  de  palabra  y  no  por 
escrito  :  —  4a.  la  recibida  al  menor  de  veinte  y.  cinco  años 
sin  curador  ad  litem  :  —  5a.  la  que  ha  sido  arrancada  por 
temor,  amenazas  ó  violencia  ,  ó  por  dolo  ó  medios  falaces,  ó 
en  virtud  de  cargos  que  no  resultan  del  proceso  ;  Cur.  Fi- 
lip.,  part.  3,  §  13  ;  Ant.  Gómez,  tom.  3,  Variar.,  cap.  12; 
Trat.  crim.  del  señor  Tapia,  tít.  3,  cap.lí,  n.  36;  y  las 
leyes  mas  arriba  citadas. 

La  ley  quiere  que  se  repute  válida  la  confesión  falsa  que 
uno  hiciere  á  sabiendas  de  haber  cometido  una  herida  ó 
muerte  que  otro  realmente  cometió  ;  que  le  perjudique  como 
si  él  efectivamente  hubiese  perpetrado  el  delito,  aunque 
ninguna  parte  hubiese  tenido  en  él ,  porque  se  dio  á  sa- 
biendas por  autor  del  mal  que  otro  hizo,  amándole  masque 
á  sí  mismo  ;  y  que  si  después  quisiere  presentar  prueba  de 
que  otro  y  no  él  es  el  culpable  ,  no  le  sea  admitida  ;  ley  S  , 
tít.  13,  Part.  3.  Los  autores  se  han  esforzado  en  atenuar  la 
fuerza  aparente  de  esta  disposición ,  diciendo  unos ,  que  solo 
ha  de  ceñirse  al  delito  de  heridas  ó  de  homicidio  ,  pues  que 
solóse  habla  de  él;  otros,  que  si  bien  puede  eslenderse 
generalmente  á  toda  especie  de  delitos ,  solo  debe  aplicarse 
cuando  se  trate  de  ellos  civilmente  en  cuanto  al  resarcimiento 
de  daños  y  perjuicios ,  y  no  cuando  se  proceda  criminal- 
mente en  cuanto  á  la  pena  corporal  ;  y  otros  en  fin ,  que  solo 
ha  de  tener  lugar  cuando  se  haga  la  falsa  confesión  por  sal- 
var al  delincuente  y  no  cuando  se  haga  por  otras  razones. 
No  suelen  verse ,  por  cierto ,  ejemplos  de  que  uno  se  atri- 
buya el  delito  de  otro,  sino  entre  marido  y  mujer,  entre 
padres  é  hijos,  y  aun  entre  hermanos;  pero  no  seria  estraño 
que  una  persona  sin  relaciones  de  parentesco  con  el  delin- 
cuente se  imputase  su  delito  sin  mas  objeto  que  el  de  estra? 
viar  y  hacer  ilusoria  la  acción  de  la  justicia.  En  todos  los 
casos  el  falso  confesante  que  así  logra  salvar  al  verdadero 
reo ,  se  hace  responsable  de  los  daños  y  perjuicios  que  este 
debiera  pagar;  mas  parece  que  la  pena  corporal  ó  cual- 
quiera otra  destinada  á  satisfacer  á  la  vindicta  pública  debe 
rebajarse  y  aun  reducirse  á  la  nulidad  en  razón  inversa  de 
los  vínculos  de  afección  con  que  el  confesante  estuviere 
ligado  al  delincuente. 

Hacen  por  último  los  autores  dos  advertencias  :  Ia.  que 
la  confesión  hecha  en  un  juicio  no  debe  perjudicar  al  proce- 
sado en  otro  juicio  diverso;  y  2a.  que  la  confesión  de  un 
delito  menor  hecha  para  defenderse  de  la  acusación  de  otro 
mas  grave,  no  ha  de  tener  ninguna  fuerza  si  habiendo  sido 
absuelto  de  este  el  procesado ,  se  le  llamase  segunda  vez  á 
juicio  por  el  crimen  confesado.  =  Véase  Confesión  judicial, 
Confesión  exlrajudicial ,  Confesión  expresa  y  tácita  ,  ton  fe-? 
sion  simple  y  cualificada  ,  y  Confesión  dividua  ó  individua. 

LXXV.  Sobreseimiento  de  la  causa  y  soltura  del  proce- 
sado. No  siempre  se  sigue  el  juicio  criminal  por  todos  sus 
trámites  hasta  sentencia  definitiva,  pues  algunas  veces  tiene 
que  proveer  el  juez  un  auto  en  que  manda  cesar  ó  suspen- 
der los  procedimientos,  ora  para  no  continuarlos  jamas, 
ora  para  seguir  su  curso  cuando  sobrevenga  algún  nuevo 
motivo. 

Esta  cesación  ó  suspension,  que  se  llama  sobreseimiento  , 
tiene  lugar  en  los  casos  siguientes  :  —  i°.  cuando  principia- 
da la  sumaria ,  no  resulta  la  preexistencia  del  delito  ;  esto 
es,  no  se  obtiene  la  comprobación  del  hecho  criminal, 
pues  falta  entonces  el  fundamento  en  que  debe  estribar  todo 
el  proceso  :  —  2o.  cuando  si  bien  el  delito  resulta  compro- 
bado ,  no  aparece  quién  sea  el  que  lo  ha  cometido  :  — 
5o.  cuando  habiéndose  procedido  contra  alguna  persona  por 
haber  contra  ella  sospechas  ó  indicios  ,  se  desvanecen  aque- 
llas y  estos  de  tal  modo  ,  que  se  hace  patente  su  inocencia  : 
—  U°.  cuando,  terminado  el  sumario,  viere  el  jaez  que  no 
hay  mérito  para  [  asase  mas  adelante ,  ó  que  el  procesado  no 
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resulta  acreedor  sino  á  alguna  pena  leve  que  no  pase  de  re- 
prensión, arresto  ó  multa. 

En  el  primer  caso,  no  puede  recaer  la  providencia  del 
sobreseimiento  sino  después  de  apurados  todos  los  medios  de 
averiguación  ;  y  ó  bien  resulta  con  evidencia  que  el  delito 
no  ha  sido  perpetrado,  como  cuando  se  presenta  viva  la 
persona  que  se  suponia  asesinada,  y  entonces  se  sobresee 
y  cierra  el  juicio  de  un  modo  absoluto  y  definitivo;  ó  bien 
todos  los  datos  ó  medios  de  justificación  que  han  podido  acu- 
mularse no  son  suficientes  para  demostrar  la  perpetración 
del  delito,  como  cuando  encontrándose  á  un  hombre  sin 
vida  no  se  ha  podido  averiguar  si  él  mismo  se  dio  la  muerte 
ó  si  la  recibió  de  mano  estraña  ,  y  entonces  se  sobresee  en 
el  sumario  con  la  calidad  de  por  ahoray  sin  perjuicio,  con 
cuya  cláusula  el  juicio  queda  abierto  y  debe  continuarse 
cuando  aparecieren  nuevos  datos  para  llevarlo  adelante. 

En  el  segundo  caso  ,  se  sobresee  igualmente  en  el  suma- 
rio después  de  agotados  inútilmente  todos  los  medios  de  in- 
dagación, suspendiéndolo  con  la  misma  cláusula  de  por 
ahora  y  sin  perjuicio  ,  para  continuarlo  cuando  se  presente 
algún  dato  que  descubra  al  que  cometió  el  delito. 

En  el  tercero  no  solamente  ha  de  sobreseerse  en  el  proce- 
dimiento ,  cualquiera  que  sea  el  estado  de  la  causa ,  sino 
que  ademas  se  debe  poner  inmediatamente  en  libertad  al 
arrestado  ó  preso,  sin  costas  algunas  y  declarándose  que  el 
procedimiento  no  le  pare  ningún  perjuicio  en  su  reputación; 
art.  11  y  disp.  kA.  del  art.  51 ,  regí,  de  just. 

En  el  cuarto ,  finalmente ,  se  sobresee  en  la  causa ,  se 
aplica  al  mismo  tiempo  al  procesado  la  pena  leve  á  que  se  le 
juzga  acreedor,  se  le  cargan  las  costas ,  y  se  le  pone  desde 
luego  en  libertad;  arts.  11  y  Si,  disp.  /ia.,  regí,  de  just. 
Véase  Injuria  ,  |  X.  En  lo  antiguo  necesitaba  este  sobre- 
seimiento la  conformidad  ó  consentimiento  del  reo  condena- 
do ;  pero  en  el  dia  después  del  reglamento ,  se  lleva  á  efecto 
sin  oirle  ni  admitirle  apelación ,  porque  se  tienen  por  bas- 
tantes garantías  la  audiencia  que  se  le  ha  prestado  y  la  de- 
fensa ó  esculpacion  que  ha  hecho  en  la  confesión  con  cargos, 
y  ademas  la  aprobación  del  tribunal  superior  á  quien  debe 
consultarse. 

No  se  debe  acordar  en  ningún  caso  el  sobreseimiento  de 
la  causa  y  la  soltura  del  reo  sin  que  previamente  se  comu- 
niquen los  autos  al  promotor  fiscal  siendo  el  delito  público, 
y  aun  algunos  quieren  que  se  comuniquen  ú  ofrezcan  tam- 
bién á  la  parte  agraviada  ,  así  en  los  delitos  públicos  como 
en  los  privados  ,  á  fin  de  que  aquel  esponga  su  dictamen  y 
esta  pida  lo  que  le  convenga  ;  pues  tal  vez  el  juez  con  lo  ale- 
gado por  el  uno  y  el  otro  podrá  variar  su  opinion  y  deter- 
minadla continuación  de  los  procedimientos  :  mas  como  el 
juez  es  el  verdadero  responsable  del  cumplimiento  de  las 
leyes  y  de  la  continuación  del  reo  en  su  estado  de  preso  ó 
detenido ,  habrá  siempre  de  proceder  en  cualquiera  diver- 
gencia según  crea  que  corresponde  en  derecho. 

LXXVI.  Todo  auto  de  sobreseimiento  debe  ser  consultado 
siempre  á  la  Audiencia  del  territorio  para  su  aprobación  ó 
desaprobación  ,  sin  perjuicio  de  llevar  á  cabo  desde  luego  la 
soltura  del  procesado  en  los  casos  de  resultar  inocente  ó  de 
no  merecer  sino  alguna  pena  levo;  arts.  11  y  81 ,  disp.  4a., 
regí,  de  just.,  y  art.  296  de  la  Consl.  de  1812. 

Hácese  la  consulta  remitiendo  á  la  Audiencia  los  autos 
originales;  pero  siendo  varios  los  reos  y  sobreseyéndose 
únicamente  con  respecto  á  algunos,  se  remite  solo  testimonio 
de  lo  que  resulta  contra  ellos,  y  se  queda  el  proceso  origi- 
nal para  seguirlo  con  respecto  á  los  otros  :  bien  que  en  al- 
gunos juzgados,  cuando  son  muy  voluminosas  las  actuacio- 
nes y  diligencias  que  habrían  de  testimoniarse,  so  suspende 
la  consulla  del  sobreseimiento  hasta  que  después  de  la  sen- 
tencia definitiva  pueda  remitirse  la  causa  original,  cuya 
última  práctica  tiene  el  gravo  inconveniente  de  que  revo- 


cándose el  sobreseimiento  se  habria  de  proceder  de  nuevo 
y  aisladamente  contra  los  inculpados  para  quienes  se  habia 
sobreseído. 

La  providencia  del  sobreseimiento  se  notifica  en  algunos 
juzgados  á  las  partes,  y  en  otros  no  se  notifica  teniéndose 
por  inútil  esta  diligencia ,  como  en  efecto  lo  es  ,  ya  porque 
el  sobreseimiento  no  causa  estado  hasta  la  aprobación  ,  ya 
porque  las  partes  no  tienen  que  comparecer  ante  el  tribunal 
superior,  ni  en  él  son  admitidas  aunque  quieran  presen- 
tarse. 

Recibida  en  la  Audiencia  la  causa  original  ó  el  testimonio 
espresado  con  el  auto  de  sobreseimiento  que  se  consulta,  se 
oye  al  fiscal  de  S.M.,  quien  da  su  dictamen  de  palabra  ó  por 
escrito  ,  y  sin  mas  trámites  ni  necesidad  de  vista  formal ,  se 
da  desde  luego  la  determinación  que  fuere  del  caso,  de  la 
cual  no  hay  íugar  á  súplica  ;  art.  7 1  del  regí,  de  just.  La  Au- 
diencia, ó  sea  la  sala  á  quien  corresponde,  puede  decretar, 
por  invitación  fiscal  ó  sin  ella,  una  de  tres  cosas  ;  esto  es,  ó 
que  se  practiquen  algunas  diligencias  para  proveer  con  mas 
conocimiento  ,  ó  que  se  lleve  á  efecto  el  auto  consultado  por 
creerlo  conforme  con  lo  resultivo  del  proceso ,  ó  que  se  con- 
tinúen los  procedimientos  por  estimar  que  se  pueden  hacer 
mayores  indagaciones  para  descubrir  el  crimen  ó  su  autor, 
ó  que  los  cargos  que  aparecen  contra  este  son  dignos  de  ma- 
yor pena  ;  y  en  todos  los  casos  se  devuelven  los  autos  al 
juez  de  primera  instancia  para  los  efectos  que  el  tribunal 
haya  acordado,  con  la  diferencia  de  que  en  el  segundo,  es 
decir,  en  el  de  la  confirmación  del  sobreseimiento,  se  pasan 
antes  al  tasador  para  la  regulación  de  las  costas. 

Aunque  no  hay  lugar  á  súplica ,  como  se  acaba  de  decir, 
de  la  providencia  que  tomare  la  Audiencia  en  consulta  de 
sobreseimiento ,  ocurre'  sin  embargo  algún  caso  en  que  es 
indispensable  la  admisión  de  aquel  recurso.  Asi  es  que  si  el 
auto  de  confirmación  ó  revocación  del  sobreseimiento  con- 
tuviere alguna  condena  contra  el  juez  ,  escribano  ú  otro  cu- 
rial ,  testigos ,  acusador  si  le  hubiere,  ó  alguna  otra  persona 
que  no  sea  el  procesado,  puede  el  que  ha  recibido  el  agra- 
vio suplicar  por  medio  de  una  esposicion  á  la  misma  sala 
para  que  sin  mas  trámites  lo  deshaga  ó  enmiende  ,  ó  bien 
interponer  la  súplica  en  forma  y  seguir  instancia  con  el  mis- 
mo objeto  ,  porque  á  nadie  puede  imponerse  pena  alguna 
sin  defensa,  y  á  todos  debe  oírse  en  justicia  siempre  quo 
reclamen  contra  cualquiera  corrección  que  sin  formarles 
causa  se  les  imponga.  Véanse  los  ||  II  y  XIV. 

LXXVII.  Aunque  no  haya  lugar  al  sobreseimiento ,  y 
haya  de  llevarse  adelante  la  causa,  por  resultar  acreedor  el 
procesado  á  una  pena  mayor  que  la  de  reprensión ,  arresto 
por  pocos  dias  ó  multa  poco  importante  ;  sin  embargo  ,  si 
ya  en  el  sumario  ó  en  cualquier  otro  estado  de  los  procedi- 
mientos apareciere  que  si  bien  no  es  inocente,  no  es  tam- 
poco reo,  según  las  leyes,  de  pena  corporal,  esto  es,  de 
pena  capital ,  azotes,  vergüenza,  bombas,  galeras  ,  minas  , 
arsenales ,  presidio  ,  obras  públicas ,  destierro  del  reino  ó 
prisión  ó  reclusión  por  mas  de  seis  meses,  deberá  serle  con- 
cedida la  libertad  ,  pero  con  costas  y  bajo  fianza  ó  caución 
suficiente,  porque  ni  puede  ser  llevado  á  la  cárcel  ni  per- 
manecer en  ella  el  que  no  sea  digno  de  pena  corporal ,  con 
tal  que  diere  fianza  ;  arls.  298  y  290  de  la  Consl.  de  1812,  y 
art.  11  del  regí,  de  just.  :  mas  habrá  de  oírse  previamente 
para  ello  al  promotor  fiscal  y  al  querellante.  —  Las  costas 
que  deben  cargársele ,  no  parece  son  aquí  otras  que  las 
causadas  por  las  actuaciones  en  que  se  mande  y  realice  la 
soltura,  y  por  razón  de  la  lianza  ó  caución  que  otorgue.  — 
La  fianza  debe  ser  ó  de  seguridad  de  la  persona,  ó  de  res- 
ponder á  las  resultas  del  juicio.  La  primera,  que  también  so 
llama  fianza  carcelera ,  contiene  la  obligación  de  presentar 
al  sugeto  fiado  siempre  que  sea  llamado  por  aquella  causa  ; 
en  cuyo  caso  ha  de  buscar  el  fiador  á  su  costa  á  la  persona 
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fiada  en  el  término  que  se  le  señale,  y  satisfacer  los  gastos 
de  las  diligencias  que  se  practiquen  de  oficio  para  su  pri- 
sión. La  segunda  comprende  la  obligación  de  satisfacer  todas 
las  condenaciones  pecuniarias  que  por  sentencia  ejecutoria- 
da se  impongan  á  la  persona  en  cuyo  favor  se  otorgó.  El 
juez  es  quien  ha  de  hacer  prudencialmente,  según  la  natu- 
raleza y  calidad  del  asunto  y  sus  circunstancias  ,  la  regula- 
ción aproximada  de  la  cantidad  á  que  puedan  ascender  todas 
las  condenaciones  ,  admitiendo  las  esposiciones  que  las  par- 
tes creyesen  convenirles.  —  Regularmente  no  se  concede  !a 
libertad  sino  bajo  ambas  fianzas  :  mas  si  se  hubiese  hecho 
embargo  de  bienes  que  sean  suficientes  para  cubrir  toda 
responsabilidad ,  ó  el  procesado  espusiese  que  por  su  po- 
breza no  puede  encontrar  quien  quiera  responder  á  las  re- 
sultas del  juicio  ,  podrá  accederse  á  su  soltura  bajo  sola  la 
fianza  de  seguridad  de  la  persona;  y  si  no  encontrase  fiador 
do  ninguna  clase  ,  bastará  exigirle  caución  juratoria.  Véase 
Arrestar,  %  IV,  Fianza  de  estar  á  derecho,  Fianza  de  estar 
à  las  resultas  del  juicio  ,  y  Fianza  carcelera.  , 

LXXVIII.  Terminación  del  sumario.  Como  el  único  ob- 
jeto de  los  sumarios  es  y  debe  ser  la  averiguación  de  la  ver- 
dad, averiguada  que  sea  esta  plenamente  por  la  comproba- 
ción del  cuerpo  del  delito  y  por  la  confesión  del  reo  ó  por  el 
dicho  conteste  de  testigos  presenciales ,  de  modo  que  se 
pueda  dar  cierta  sentencia,  debe  terminarse  el  sumario  ,  y 
precederse  al  plenario  desde  luego  ;  y  así  ni  debe  hacerse 
información  sumaría  de  testigos  sino  en  solo  lo  que  baste 
para  acreditar  legalmente  la  verdad  de  los  hechos  ,  ni  veri- 
ficarse mas  citas  ,  careos  ,  reconocimientos  ú  otras  diligen- 
cias de  instrucción  que  aquellas  que  sean  necesarias  ó  con- 
venientes ,  ni  evacuación  de  citas  que  se  hagan  en  la 
confesión  ,  las  cuales  han  de  quedar  para  que  el  tratado  como 
reo  pruebe  después  lo  que  le  convenga  ;  disp.  2  y  3  del  art. 
Kl  del  regí,  dejust.,  y  arts.  8  y  10  deldecr.  de  Cortes  de  11 
de  setiembre  rfe.1820.  Mas  como  durante  el  sumario  pueden 
aparecer  inútiles  ó  superíluas  algunas  diligencias  que  des- 
pués se  echen  menos  como  necesarias  ó  convenientes  en  el 
plenario  ,  es  indispensable  tener  aquí  presente  y  aplicar  la 
doctrina  que  mas  arriba  se  ha  sentado,  especialmente  en 
los  %%  XLIX  y  LXIX.  De  todos  modos,  luego  que  el  juez 
tiene  por  concluido  el  sumario,  suele  pasarlo  al  promotor 
fiscal,  quien  examinándolo  y  observando  en  su  caso  que  to- 
davía puede  hacerse  alguna  otra  diligencia  que  se  haya  es- 
capado á  la  perspicacia  del  juez,  la  propone  y  pide  su  eje- 
cución ;  en  cuya  vista  el  juez  la  decreta  ó  la  desecha ,  y 
después  de  practicada  si  la  hubiere  creido  conveniente,  se 
da  por  terminado  el  sumario  y  se  pasa  al  plenario. 

Juicio  plenario. 

LXXIX.  Hecha  del  modo  posible  en  el  sumario  la  com- 
probación del  delito  ,  descubierto  el  delincuente  y  oidas  sus 
declaraciones  y  sus  descargos  ó  disculpas  ,  hállanse  ya  reu- 
nidos en  el  proceso  todos  los  materiales  que  pueden  servir 
de  fundamento  para  exigir  la  imposición  de  la  pena  mereci- 
da y  la  reparación  de  los  daños  y  perjuicios  causados.  Este 
es  el  objeto  del  juicio  plenario;  juicio  que  mas  arriba  en  el 
|  XIX  queda  definido  y  esplicado  ;  juicio  verdadero,  pues 
que  es  contencioso  y  contradictorio  ;  juicio  en  que  las  pro- 
videncias y  demás  actos  son  siempre  en  audiencia  pública , 
csceplo  aquellas  causas  que  por  razón  de  la  decencia  no  han 
de  verse  sino  á  puerta  cerrada  con  sola  la  asistencia  de  los 
inleresados  y  sus  defensores ,  como  se  ha  dicho  en  el  §  VII  ; 
juicio  muy  parecido  en  sus  trámites  al  ordinario  civil ,  pues 
empieza  por  demanda  y  por  respuesta  ó  contestación  ,  ad- 
mite pruebas  de  una  y  otra  parte,  y  termina  por  la  sentencia 
que  condena  ó  absuelve. 

LXXX.  Acusación.  En  tal  estado,  pues,  se  entrega  el 


proceso  al  querellante,  si  le  hubiere,  para  que  formalice 
su  acusación  y  haga  uso  de  las  acciones  que  le  competan , 
con  arreglo  á  lo  dicho  mas  arriba  en  !  |  IV  ;  y  siendo  pú- 
blico el  delito,  se  pasa  también  después  al  ministro  fisca- 
para  que  forme  igualmente  su  acusación  ,  sea  adhiriéndose 
en  todo  ó  en  parte  á  la  del  querellante ,  sea  siguiendo  oíro 
rumbo  y  pidiendo  distinta  pena.  Si  la  causa  se  hubiese  eml 
pezado  de  oficio  ó  á  solicitud  del  ministerio  público ,  debe 
requerirse  al  agraviado  ó  su  representante  para  que  mani- 
fieste si  quiere  mostrarse  parte  y  usar  de  alguna  acción  civil 
ó  criminal,  ó  si  por  el  contrario  renuncia  sus  acciones  ó  deja 
su  ejercicio  á  la  justicia  ;  y  cualquiera  que  sea  su  contes- 
tación ,  tendrá  cuidado  el  escribano  de  consignarla  por  dili- 
gencia y  hacer  que  esta  se  firme  por  el  interesado  ó  por  un 
testigo  en  su  defecto  para  que  siempre  conste  y  nunca  pueda 
negarse.  Mostrándose  parte  el  interosado,  se  manda  que  se 
le  entreguen  los  autos  para  que  pida  lo  que  crea  convenirle; 
y  renunciando  sus  acciones  ó  dejando  su  ejercicio  á  la  jus- 
ticia, queda  entonces  único  acusador  el  ministro  fiscal, 
quien  en  el  primer  caso  no  puede  ejercer  mas  acción  que  la 
de  la  vindicta  pública,  y  en  el  segundo  habrá  de  pedir 
también  ,  según  es  corriente  en  la  práctica  ,  la  reparación 
de  los  daños  v  perjuicios  ocasionados  al  ofendido.  Véase  el 
§  IV. 

LXXXI.  Mas  si  el  ministro  fiscal,  después  de  haber  exa- 
minado los  autos,  creyere  que  no  hay  lugar  á  la  acusación 
contra  el  procesado,  ya  porque  este  no  es  acreedor  á  pena 
alguna  por  los  hechos  que  se  le  imputan,  ya  porque  aquellos 
no  arrojan  datos  suficientes  para  perseguirle  ni  resta  ya 
que  practicar  otras  diligencias  que  le  descubran,  puede 
entonces  pedir  su  absolución  ó  el  sobreseimiento  en  la  causa, 
porque  si  bien  por  una  parte  debe  emplear  todo  su  celo  y 
actividad  para  que  no  quede  impune  ningún  delito,  tiene 
obligación  por  otra  de  defender  ó  prestar  su  apoyo  á  la 
inocencia  y  de  hacer  que  nunca  se  trate  al  procesado  sino 
conforme  á  lo  que  la  verdad  y  la  justicia  requieran.  Véase 
|  XVII,  n.  I0.,  y  Fiscal.  Pero  ¿  qué  se  hará  cuando  no  hay 
persona  particular  que  quiera  entablar  la  acusación  ,  ni  el 
ministerio  público  la  estima  justa,  si  el  juez  por  el  contrario 
considera  indispensable  llevar  la  causa  por  todos  sus  trá- 
mites hasta  sentencia  definitiva  ?  Si  atendemos  solo  á  la 
antigua  práctica ,  puede  el  juez  en  tal  caso  suplir  por  sí 
mismo  la  acusación  proveyendo  un  auto  en  que  haga  al  reo 
cargo  de  la  culpa  que  del  proceso  resulta  contra  él  ;  auto 
que  llaman, de  cargo  y  culpa,  y  que  se  notifica  al  reo  con 
traslado  ó  comunicación  del  proceso  para  que  se  defienda  ; 
y  sigue  adelante  el  juez  dictando  de  oficio  como  cumplidor 
de  la  ley  las  providencias  que  el  acusador  habia  de  pedir  : 
mas  si  tomamos  en  cuenta  que  la  acción  criminal  en  los  de- 
litos públicos  es  esencialmente  pública  y  popular;  que  la 
potestad  de  acusar  y  la  de  juzgar  no  pueden  fácilmente 
amalgamarse  como  que  son  radicalmente  incompatibles; 
que  el  juicio  es  propiamente  una  lucha  en  que  el  acusador 
y  el  acusado  se  ponen  de  frente  y  se  rebaten  ,  y  en  que  el 
juez  debe  ser  un  espectador  imparcial,  justo  é  impasible 
que  ha  de  declarar  la  victoria  al  que  la  merezca  ;  que  eri- 
giéndose el  juez  en  acusador  desnaturaliza  su  carácter,  se 
despoja  de  su  impasibilidad  y  se  reviste  de  la  pasión  del 
que  acomete  y  desea  vencer  á  su  enemigo  ,  y  se  hace  á  un 
mismo  tiempo  juez  y  parle  en  una  misma  causa;  que  por 
evitar  estos  males  y  en  fuerza  de  aquellas  consideraciones 
se  ha  instituido  permanentemente  en  todos  los  grados  el 
oficio  de  defensor  de  la  causa  pública  que  antes  era  transi- 
torio y  accidental  en  algunos  ,  deslindando  las  funciones 
del  representante  de  la  ley  de  las  del  que  debe  ejecutarla  ó 
aplicarla  ;  parece  ahora  muy  natural  por  estas  y  otras  razo- 
nes que  pudieran  aducirse,  que  cuando  el  ministro  fiscal 
estima  que  la  ley  á  quien  representa  no  ha  sido  quebráis- 


JU 


—  1030  — 


JU 


tada ,  que  la  sociedad  cuyos  derechos  está  llamado  á  defen- 
der no  ha  sido  ofendida  ,  que  no  hay  por  consiguiente  delito 
ó  que  no  está  comprobado  ó  que  están  desvanecidos  ó  no 
han  existido  nunca  los  cargos  que  se  suponían  contra  el  pro- 
cesado ,  no  pueda  el  juez  ó  tribunal  que  cree  ver  en  el  pro- 
ceso lo  contrario  de  lo  que  aquel  manifiesta ,  formar  ni 
sostener  por  sí  la  acusación  ni  llevar  adelante  los  proce- 
dimientos ;  y  lo  único  que  debe  hacer  en  tal  caso  es  mandar 
que  se  requiera  de  nuevo  á  la  parle  agraviada ,  notificán- 
dole el  dictamen  fiscal ,  para  que  produzca  la  acusación  y 
ejercite  sus  acciones  si  por  conveniente  lo  tuviere ,  pues  que 
es  probable  que  así  lo  haga  no  teniendo  ya  otro  recurso 
para  defender  su  ínteres  que  va  unido  al  interés  del  cuerpo 
social;  pero  si  aun  entonces  la  parte  abandona  su  acción  , 
habrá  de  cerrar  el  juez  para  siempre  la  causa  ,  sin  perjuicio 
de  la  responsabilidad  en  que  tal  vez  hubiere  incurrido  el 
ministro  fiscal  por  el  mal  desempeño  de  su  oficio. 

LXXXII.  En  el  mismo  auto  en  que  manda  el  juez  entregar 
el  proceso  al  acusador  particular  si  lo  hubiere  ,  y  al  pro- 
motor fiscal,  debe  señalarles  para  presentar  la  acusación  el 
término  preciso  que  sea  suficiente  ,  con  tal  que  no  pase  de 
nueve  dias  ;  art.  51 ,  disp.  5,  regí,  de  just.  Mas  como  este 
término  no  está  declarado  fatal  y  perentorio,  podrá  el  juez 
ampliarle  á  solicitud  de  la  parte  fundada  en  justa  causa.  El 
acusador  particular  ha  de  presentar  su  acción  ó  acusación 
por  medio  de  procurador  y  abogado;  y  si  no  encontrare 
personas  que  quieran  encargarse  de  su  representación  y  de- 
fensa ,  ha  de  pedir  al  juez  que  le  nombre  uno  y  otro ,  en  cuyo 
caso  se  pasará  la  causa  al  procurador  y  abogado  que  estén 
de  turno. 

LXXXIII.  La  acusación ,  así  de  parte  del  agraviado  como 
de  la  del  ministro  público,  debe  proponerse  por  medio  de 
un  escrito  en  que  se  esprese  lo  siguiente  :  Io.  la  historia 
del  hecho  que  ha  dado  motivo  al  procedimiento  ;  —  2o.  la 
descripción  del  hecho  y  sus  circunstancias  ,  con  referencia 
de  sus  comprobantes  ;  —  3o.  la  participación  que  haya  te- 
nido en  el  hecho  cada  uno  de  los  inculpados ,  y  los  datos 
en  que  se  funde ,  debiendo  proponerse  los  cargos  con  dis- 
tinción y  citarse  los  folios  en  que  resultan;  —  4o.  las  cir- 
cunstancias agravantes  y  atenuantes  que  aparezcan  en  contra 
y  en  favor  de  los  acusados,  razonándolas  igualmente;  — 
5o.  las  disposiciones  legales  y  doctrinas  de  derecho  ó  de 
jurisprudencia  que  definan  el  hecho  que  se  persigue  ,  y  las 
penas  que  señalen  á  sus  autores  y  participantes  ;  —  y  6o.  la 
pena  determinada  que  haya  de  imponerse  á  cada  uno  de  los 
procesados  por  las  razones  que  se  espongan.  En  el  mismo 
escrito  de  acusación  deben  necesariamente,  por  medio  de 
otrosíes  ó  adiciones ,  el  querellante  ó  acusador  particular  y 
el  ministro  público  articular  toda  la 'prueba  que  les  con- 
viniere ó  renunciar  á  ella  ,  espresando  en  uno  y  otro  caso 
si  se  conforman  ó  no  con  todas  las  declaraciones  de  los  tes- 
tigos examinados  en  el  sumario ,  ó  con  cuáles  de  ellas  están 
conformes  si  no  lo  estuvieren  con  algunas;  disp.  6,  art.  51 , 
regí,  de  just.  Lo  natural  es  que  el  acusador  particular  y  el 
ministro  fiscal  se  conformen  con  las  declaraciones  de  aquellos 
testigos  que  son  contrarios  al  reo,  y  soliciten  la  ratificación 
de  los  que  le  son  favorables. 

LXXXIV.  Defensa.  Así  que  el  acusador  particular  ó  el 
ministro  fiscal  devuelve  los  autos  con  el  escrito  de  acusa- 
ción ,  se  confiere  traslado  al  reo  para  su  defensa  por  el  tér- 
mino preciso  que  el  juez  considere  suficiente,  con  tal  que 
no  pase  de  nueve  dias,  disp.  5,  orí.  51,  regí,  de  just.;  y  al 
mismo  tiempo  se  le  suele  prevenir  que  nombre  procurador 
y  abogado ,  y  no  haciéndolo  luego  por  su  pobreza  ú  otra 
razón  se  lo  nombra  de  oficio  para  que  no  carezca  de  quien 
le  represente  ni  de  quien  le  defienda ,  aunque  seria  mas  ven- 
tajoso haberle  hecho  está  prevención  luego  después  de  la 
confesión  con  cargos,  para  que  ya  desde  entonces  tuviese 


representante  que  pudiese  acusar  la  rebeldía  al  acusador 
moroso.  Véase  §  II,  y  Defensa. 

El  término  de  nueve  dias  para  la  defensa  no  está  declarado 
fatal ,  como  tampoco  el  concedido  para  la  acusación  ;  y  así 
es  que  alegándose  justa  causa  por  parle  del  reo,  podrá  el 
juez  ampliarlo  con  mas  razón  que  el  del  acusador,  porque 
se  supone  generalmente  mas  preparado  á  este  para  el  ataque 
que  aquel  para  la  defensa. 

Habiendo  dos  ó  mas  reos,  se  entiende  el  término  de  los 
nueve  dias  porcada  uno  de  ellos  y  no  por  todos,  cuando 
no  concurren  circunstancias  cuya  gravedad,  exija  la  pronta 
terminación  del  proceso,  ó  cuando  hubiere  inconveniente 
en  que  lodos  unidos  hagan  sus  defensas  ,  por  ser  estas  in- 
compatibles ,  como  por  ejemplo  en  el  caso  de  que  para  vin- 
dicar á  uno  de  los  reos  sea  necesario  inculpar  á  otro.  Pero  si 
todos  pudiesen  sin  inconveniente  hacer  unidos  su  defensa, 
debe  mandar  el  juez  que  así  lo  ejecuten,  señalándoles  un 
término  que  podrá  estender  à  quince  dias  para  todos,  cuando 
lo  requiera  la  calidad  del  caso.  Y  si  no  pudiendo  defenderse 
unidos ,  exigiere  la  gravedad  de  las  circunstancias  que  se 
termine  con  toda  urgencia  el  proceso  ,  debe  disponer  que 
en  vez  de  entregársele  al  defensor  de  cada  uno,  se  ponga 
de  manifiesto  á  los  respectivos  defensores  "en  el  oficio  del 
escribano  sin  reserva  alguna  por  un  término  que  no  paso 
de  quince  dias  y  por  catorce  horas  en  cada  uno;  permitién- 
doseles leerlo  todo  original  por  sí  mismos,  y  sacar  las  copias 
ó  apuntes  que  crean  conducentes,  aunque  sin  dejarse  de 
tomar  todas  las  precauciones  oportunas  para  evitar  abusos; 
disp.  5,  art.  51  ,  regí,  de  just. 

LXXXV.  El  defensor  de  cada  reo  debe ,  al  examinar  los 
autos ,  observar  con  todo  esmero  y  atención  cuanto  de  ellos 
resultare  en  favor  y  en  contra  de  su  cliente ,  y  ponerse  luego 
en  comunicación  con  él  para  recibir  sus  instrucciones  y  ver 
el  giro  mas  conveniente  que  podrá  dar  á  su  defensa.  Si  hu- 
biere escepciones  dilatorias  ó  preliminares ,  como  de  incom- 
petencia del  juez,  de  inhabilidad  ó  ineptitud  legal  ó  falta 
de  acción  ó  derecho  en  el  acusador,  de  ilegitimidad  del  juicio 
promovido  por  deber  ser  v.  gr.  civil  y  no  criminal  ó  por 
no  ser  justiciable  el  hecho  ,  de  nulidad  del  procedimiento  , 
de  litispendencia  ó  exislencia  de  otro  proceso  pendiente 
por  el  propio  hecho  que  se  persigue,  de  procedencia  de  la 
acumulación  por  conexión  con  otro  proceso,  ó  inconducencia 
de  la  acumulación  ya  decretada,  de  cosa  ya  juzgada  y  sen- 
tenciada ,  y  de  eslincion  ó  de  prescripción  de  la  acción ,  ha 
de  proponerlas  desde  luego  antes  de  hacer  otro  acto  en  el 
proceso ,  según  lo  esplicado  en  otras  partes  y  especialmente 
en  los  gí  IV,  VIH,  XV  y  XVI,  y  en  los  artículos  de  las 
excepciones  ;  indue,  de  la  ley  6 ,  lit.  i ,  Part.  7.  Al  entrar  en 
el  fondo  de  la  causa  ,  debe  esforzarse  :  —  Io.  en  descubrir 
y  demostrar  la  falibilidad ,  insuficiencia  ,  nulidad  y  tal  vez 
falsedad  de  las  pruebas  materiales  ó  morales  que  se  hubiesen 
practicado  para  hacer  constar  el  hecho  ;  —  2°.  en  combatir 
los  datos  en  que  se  funda  la  participación  que  se  atribuye 
en  el  delito  de  su  cliente,  desvaneciendo  y  destruyendo  un 
indicio  con  olro  indicio,  una  declaración  adversa  con  otra 
declaración  favorable,  una  prueba  acriminanle  con  olra 
mas  sólida  y  convincente;  —  5o.  en  anular  ó  desvirtuar  la 
confesión  misma  que  de  su  criminalidad  hubiese  hecho  el 
acusado,  manifestando  que  no  la  prestó  sino  por  ignorancia 
ó  error  de  hecho ,  por  violencia  ó  miedo  ú  olra  coacción 
física  ó  moral ,  por  engaño  ó  artificio  reprobado  ,  ó  en  virtud 
de  cargos  apoyados  en  suposiciones  falsas,  imaginarias  ó 
fingidas  ;  —  h°.  en  escusar  ó  justificar  á  su  cliente  de  toda 
criminalidad ,  aunque  sea  cierta  su  participación  en  el  delito , 
ya  por  hallarse  en  un  estado  en  que  no  podia  ser  respon- 
sable de  sus  acciones  .  ya  por  no  haber  cometido  el  hecho 
sino  fortuitamente  y  contra  su  voluntad  ó  en  virtud  de  un 
derecho  concedido  por  la  ley,  según  lo  dicho  en  las  palabras 
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Excusa ,  Homicidio  casual ,  Homicidio  necesario ,  y  Hurlo, 
§  Vi;  —  S°.  en  disminuir  la  culpabilidad  ,  ya  que  no  pueda 
escusarla,  haciendo  valer  las  circunstancias  atenuantes  que' 
aparecieren  á  favor  del  reo ,  con  arreglo  á  lo  espuesto  en  los 
artículos  Excusa  y  Circunstancias  ;  —  6o.  en  invocar  doc- 
trinas y  costumbres  mas  suaves  adoptadas  por  la  práctica 
de  los  tribunales  en  oposición  á  la  severidad  y  rigor  de  las 
disposiciones  legales  y  doctrinas  invocadas  por  el  acusador 
ó  fiscal;  —  7°.  en  pedir  la  declaración  de  la  inocencia  de  su 
cliente,  ó  al  menos  que  no  se  le  imponga  sino  la  menor 
pena  posible ,  por  las  consideraciones  que  haya  desenvuelto. 
En  el  mismo  escrito  de  defensa  ,  así  como  el  adversario  en 
el  de  acusación  ,  debe  el  defensor  por  medio  de  otrosíes 
proponer  y  articular  todas  las  diligencias  probatorias  que  le 
convengan  ó  renunciar  á  toda  prueba;  espresando  en  uno  y 
otro  caso  si  se  conforma  ó  no  con  todas  las  declaraciones 
de  los  testigos  examinados  en  el  sumario,  ó  con  cuáles  de 
ellas  está  conforme  si  no  lo  estuviere  con  algunas;  disp.  Q, 
art.  Si,  regí,  de  justicia.  Véase  Abogado  ,  al  fin  del  §  V. 

LXXXVI.  Pruebas.  Si  el  acusador  y  el  promotor  fiscal 
por  una  parte  y  el  acusado  por  otra  en  los  otrosíes  de  sus 
respectivos  escritos  de  acusación  y  defensa  renunciaren  de 
consuno  la  prueba ,  y  se  conformaren  con  todas  las  decla- 
raciones del  sumario ,  habrá  el  juez  por  conclusa  desde  luego 
la  causa  para  definitiva,  y  dichas  declaraciones  aunque  no 
ratificadas  ,  harán  plena  fe  en  aquel  juicio,  disp.  7,  art.  51, 
regí,  de  just.  ;  de  suerte  que  mostrando  las  partes  su  con- 
formidad en  no  hacer  prueba  alguna  ,  se  termina  sin  mas 
trámites  el  procedimiento  y  se  manda  traer  la  causa  á  la 
vista  con  citación  de  las  paites  para  definitiva,  porque  se 
supone  que  todas  ellas  consideran  bastante  justificadas  res- 
pectivamente su  acusación  y  su  defensa  con  lo  resultivo  del 
sumario  y  de  sus  escritos. 

LXXXVII.  Pero  si,  como  es  regular,  alguna  délas  partes 
articulare  prueba  ó  espusiese  que  no  se  conforma  con  todas 
las  declaraciones  del  sumario  ó  con  algunas  ó  alguna  de 
ellas,  debe  entonces  el  juez  dar  traslado  á  las  demás  partes 
y  proveer  despues  un  auto  en  que  reciba  la  causa  aprueba 
con  calidad  de  todos  cargos  y  por  un  término  común  y  pro- 
porcionado, dentro  del  cual  y  con  citación  contraria  se 
proceda  á  la  práctica  de  las  diligencias  solicitadas,  á  la  ra- 
tificación de  los  testigos  del  sumario  y  al  abono  de  muertos 
y  ausentes  en  la  forma  ordinaria ,  etc.  disp.  7,  art.  51,  regí, 
de  just.,  y  art.  15  del  decr.  de  11  de  setiembre  de  1820  reslabl. 
en  50  de  agosto  de  1856. 

La  espresion  de  que  la  causa  se  rscibe  á  prueba  con  ca- 
lidad de  lodos  cargos  quiere  decir,  que  concluido  el  plazo 
probatorio  y  acreditado  así  por  nota  del  escribano,  termina 
el  procedimiento  para  definitiva,  sin  necesidad  de  hacerse 
publicación  de  probanzas,  ni  alegatos,  ni  conclusion,  ni  ci- 
tación de  las  partes. 

LXXXVIII.  No  puede  el  juez  admitir  á  los  reos  prueba 
sobre  puntos  que  probados  no  pueden  aprovecharles,  y  será 
responsable  de  la  dilación  y  de  las  costas  en  caso  contrario, 
art.  11  del  decr.  de  20  de  setiembre  de  1820.  Aunque  este 
decreto  habla  solo  de  las  pruebas  que  los  reos  propongan  , 
debe  estenderse  también  á  las  que  articulen  los  demás  in- 
teresados en  el  juicio  ,  pues  que  en  aquel  se  reencarga  la 
observancia  de  las  leyes  del  reino  acerca  de  este  asunto;  y 
así  el  juez  está  obligado  á  rechazar  bajo  la  citada  responsa- 
bilidad toda  prueba  impertinente  ó  inútil,  cualquiera  que 
6ea  el  que  la  proponga,  cuidando  empero  de  distinguir  la 
gran  diferencia  que  hay  entre  pruebas  impertinentes  ó  inú- 
tiles y  pruebas  superfluas ,  y  aplicando  aquí  la  doctrina  que 
mas  arriba  se  ha  sentado  sobre  evacuación  de  citas  en  el 
|  XL1X. 

Pero  así  el  acusador  como  el  acusado  pueden  proponer 
y  el  juez  debe  admitir  lodos  aquellos  medios  de  prueba  que 


respectivamente  puedan  convenirles  para  justificar  el  con- 
tenido de  su  acusación  ó  de  su  defensa  ,  como  por  ejemplo, 
la  inspección  ocular,  reconocimientos,  ensayos  ó  cotejos  de 
objetos  materiales  por  peritos  ó  la  repetición  de  estos  actos 
ya  practicados  en  el  sumario,  los  instrumentos  públicos  ó 
privados,  la  confesión,  el  testimonio  de  sugetos  fidedignos, 
los  indicios  y  las  presunciones  ;  teniéndose  presente  que, 
según  el  art.  12  del  reglamento,  á  ningún  procesado  se  le 
puede  nunca  rehusar,  impedir  ni  coartar  ninguno  de  sus 
legítimos  medios  de  defensa.  Yéanse  los  diferentes  artículos 
de  la  palabra  Prueba  y  los  de  remisión  que  en  ellos  se  hace. 

LXXXIX.  El  término  que  el  juez  puede  conceder  para 
la  prueba  es  el  mismo  que  está  señalado  por  la  ley  para 
igual  objeto  en  los  pleitos  civiles;  pero  así  los  términos  de 
ochenta  y  ciento  veinte  dias  como  el  ultramarino  no  son  sino 
el  maximum  de  los  que  pueden  conceder  los  jueces,  quienes 
están  facultados  y  "aun  obligados  con  arreglo  á  las  leyes  á 
reducirlos  tanto  como  prudentemente  les  parezca,  según  la 
calidad  de  las  causas  y  de  las  pruebas  que  se  propongan,  y 
según  las  personas  que  hayan  de  ser  examinadas  y  la  dis- 
tancia de  los  lugares  ,  debiendo  negar  las  prórogas  que  ma- 
liciosamente ó  sin  verdadera  necesidad  pidan  las  parles  ; 
art.  12  del  decr.  de  20  de  setiembre  de  1820.  Asi  pues  debo 
el  juez  señalar  en  el  auto  de  recibimiento  á  prueba  el  tér- 
mino que  estime  necesario  para  practicarla,  como  de  diez, 
quince,  veinte  dias  ó  mas;  pero  las  partes  tienen  el  derecho 
de  pedir  su  prorogacion  cuando  el  señalado  no  sea  bastante, 
manifestando  la  causa  en  que  apoyan  su  necesidad  ,  y  pu- 
diendo  apelar  en  caso  de  injusta  negativa.  Véase  Juicio  civil 
ordinario ,  %  XI. 

XC.  La  ratificación  de  aquellos  testigos  con  cuyas  decla- 
raciones no  se  hubiese  conformado  alguna  de  las  partes  ,  y 
las  demás  pruebas  que  por  estas  se  hubieren  articulado  y 
no  se  hayan  desechado  por  inconducentes ,  han  de  ejecu- 
tarse dentro  del  término  probatorio  ,  con  citación  de  todos 
los  interesados;  los  cuales  pueden  asistir  por  sí  ó  por  medio 
de  personas  que  diputen ,  al  cotejo  ó  compulsa  de  docu- 
mentos, y  al  examen  ó  ratificación  délos  testigos,  y  hacer 
á  estos  con  la  debida  moderación  y  regularidad  las  preguntas 
que  estimen,  debiendo  contestar  á  ellas  el  repreguntado,  á 
menas  que  el  juez  no  las  declare  impertinentes  ó  impro- 
pias ;  disp.  8,  art.  51  del  regí,  de  justicia. 

En  efecto  ,  las  declaraciones  de  los  testigos  del  sumario, 
como  que  se  han  prestado  sin  citación  de  la  parte  contraria, 
no  hacen  fe  ni  producen  efecto  legal  para  condenar  al 
encausado  por  lo  que  de  ellas  resulte;  son  solamente  indi- 
caciones de  cierto  valor  para  legitimar  el  procedimiento , 
para  tomar  ciertas  medidas  precaucionales  y  para  preparar 
y  fundar  la  acusación;  y  así  es,  que  sise  quiere  que  sirvan 
de  prueba  para  el  objeto  final  déla  causa,  se  hace  indispen- 
sable, ó  que  la  parte  á  quien  perjudican  las  apruebe  y  se 
conforme  con  ellas ,  ó  que  se  repitan  en  el  plenario  con 
previa  citación  de  ella  ó  de  su  representante  ,  no  ya  solo 
para  que  pueda  conocer  á  los  testigos  y  asistir  á  su  jura- 
mento, como  en  lo  antiguo,  sino  también  para  presenciar 
sus  declaraciones  ó  ratificaciones  y  hacerles  las  preguntas 
que  le  convinieren.  No  habiéndose  conformado  pues  el  reo, 
el  acusador  particular  ó  el  ministro  público  con  la  decla- 
ración de  alguno  de  los  testigos  del  sumario,  y  reunidos 
todos  los  interesados  en  el  sitio,  dia  y  hora  que  previamente 
se  les  ha  debido  hacer  saber,  se  lee  por  el  "escribano  al  tes- 
tigo la  declaración  ó  declaraciones  que  hubiere  prestado ,  y 
se  le  preguuta  bajo  juramento  por  el  juez  si  se  ratifica  en  ella 
ó  tiene  algo  que  enmendar,  añadir  ó  quitar  ;  y  después  de 
haber  dado  su  contestación  ,  puede  cualquiera  de  los  inte- 
resados ó  su  defensor  respectivo  hacerle  por  medio  del  juez 
las  preguntas,  repreguntas,  advertencias,  observaciones , 
recuerdos  y  reconvenciones  que  le  parecieren  oportunas,  no 
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solamente  de  palabra  ,  sino  también  por  escrito  llevándolas 
ya  previamente  articuladas  en  esta  forma,  debiendo  el  testigo 
responder  á  todas,  escepto  à  las  que  el  juez  estimare  impro- 
pias ó  impertinentes  por  no  tener  conexión  con  el  delito  ó 
por  otra  justa  razón.  Puede  el  testigo  ampliar  su  declara- 
ción ó  declaraciones  anteriores,  añadir  lo  que  en  ellas  se  le 
hubiere  olvidado,  rectificar  alguna  equivocación  que  hubiere 
padecido,  esplicar  las  espresiones  obscuras  de  que  hubiere 
usado,  restringir  ó  limitar  la  inteligencia  demasiado  lata  que 
pudiera  darse  á  algunas  de  sus  palabras;  pero  si  hiciere 
modificaciones  importantes  que  varíen  ó  alteren  esencial- 
mente la  sustancia  ó  el  sentido  de  lo  que  antes  habia  decla- 
rado ,  sin  dar  alguna  razón  satisfactoria  que  las  justifique,  se 
hará  entonces  sospechoso  de  soborno ,  ó  bien  podrá  creerse 
que  ha  sido  amenazado,  y  dará  lugar  á  que  se  proceda 
contra  él  como  testigo  perjuro  y  falso.  Si  el  testigo  que  hu- 
biere de  ratificarse ,  ha  muerto  ó  se  halla  ausente  sin  saberse 
su  paradero  ó  á  tanta  distancia  que  no  sea  fácil  su  ratifica- 
ción ,  debe  ejecutarse  la  información  de  abono ,  la  cual  no- 
es  otra  cosa  que  una  justificación  de  dos  ó  mas  personas  de 
probidad  ,  que  aseguren  la  idoneidad  y  veracidad  del  tes- 
tigo muerto  ó  ausente;  y  esta  información  hecha  con  citación 
recíproca  equivale  á  la  ratificaciou  dei  mismo  testigo;  real 
orden  de  8  de  marzo  de  18^0.  Véase  Abono  de  testigos.  — 
Del  mismo  modo  y  para  los  mismos  efectos  que  á  la  rati- 
ficación de  los  testigos  del  sumario,  pueden  asistir  las  partes 
al  examen  de  los  testigos  que  de  nuevo  se  presenten  por  la 
otra  para  hacer  prueba  en  el  plenario.  —  Si  algunos  de  los 
testigos  eme  han  de  ser  ratificados  ó  examinados  por  pri- 
mera vez  se  hallaren  en  otro  territorio ,  habrán  de  ser  exa- 
minados ó  ratificados  por  exhorto  con  citación  de  los  inte- 
resados para  que  vayan  á  presenciar  ó  nombren  personas 
que  presencien  el  acto,  según  los  principios  sentados  en  el 
$  XXX,  en  cuanto  sean  aplicables. 

XCI.  Tachas.  Si  alguna  de  las  parles  tuviese  que  poner 
tachas  á  alguno  de  los  testigos  nuevos  presentados  en  el 
plenario  por  la  contraria,  lo  hará  dentro  del  preciso  término 
de  los  tres  días  siguientes  á  aquel  en  que  el  testigo  hubiere 
prestado  su  declaración  ;  y  para  probarlas  ,  si  estuviere  ya 
fenecido  el  término  probatorio,  ó  no  bastare  lo  que  reste  de 
él,  se  ampliará  ó  señalará'de  nuevo  cual  fuere  suficiente, 
con  tal  que  en  ningún  caso  pueda  esceder  de  la  miia'd  del 
concedido  para  la  prueba  principal.  La  de  tachas  se  hará 
con  igual  citación  de  las  partes,  y  con  igual  comunidad  del 
término  respectivo  ;  disp.  9,  art.  51  ,  regí,  de  just.  Mas  á 
los  testigos  del  sumario  deben  ponerse  las  tachas  al  tiempo 
de  pedir  su  ratificación  en  el  escrito  de  acusación  ó  en  el  do 
defensa,  y  justificarse  dentro  del  término  concedido  para  la 
prueba  principal ,  pues  que  tanto  el  acusado  como  el  acu- 
sador tenían  ya  conocimiento  de  ellos  antes  de  eslonder  los 
mencionados  escritos,  al  paso  que  de  los  nuevos  del  plena- 
rio no  pudieron  tenerlo  hasta  el  momento  de  su  presenta- 
ción á  examen.  Véase  Tachas  y  el  §  XVI  del  Juicio  civil 
ordinario  ,  cuya  doctrina  debe  tenerse  aquí  presente  en 
cuanto  no  esté  modificada  para  el  juicio  criminal  por  las 
disposiciones  citadas  del  reglamento  de  justicia. 

XCII.  Vista.  Finalizado  el  término  probatorio,  y  acredi- 
tándolo así  por  nota  el  escribano,  se  tiene  por  conclusa  la 
causa,  y  se  provee  auto  mandando  que  las  pruebas  practi- 
cadas se  unan  al  proceso  y  se  pasa  todo  al  juez  para  la 
vista,  sin  previa  publicación  de  probanzas,  sin  comunica- 
ción á  las  parles,  sin  alegatos,  sin  conclusion  para  deBhitJva 
\  sin  citaciones;  trámites  que  admitidos  por  el  reglamento 
de  justicia  han  sido  abolidos  por  el  decreto  posteriormente 
restablecido  de  11  de  setiembre  de  1820. 

Sin  embargo,  si  el  juez  al  examinai'  el  proceso,  hallare  en 
él  defectos  sustanciales  que  subsanar,  ó  viere  que  fallan  al- 
gunas diligencias  precisas  para  el  cabal  conocimiento  de  la 


verdad,  puede  acordar  dentro  de  los  tres  dias  de  conclusa 
la  causa  que  para  mejor  proveer  se  practiquen  sin  pérdida 
de  momento  todas  las  que  fueren  indispensables  ,  bajo  su 
responsabilidad  en  el  caso  de  dar  con  oslo  margen  á  in- 
necesarias dilaciones;  disp.  \%  art.  bi  del  r.egl. 

Después  de  practicadas  en  su  caso  estas  diligencias,  ó  sin 
ellas  si  no  son  necesarias  ,  y  aun  sin  pruebas  si  se  hubieren 
renunciado,  se  celebra  públicamente  el  acto  de  la  vista  ;  y  si 
fuere  costumbre  en  algún  juzgado,  como  lo  es  en  los  de  Ma- 
drid, ó  si  no  siéndolo  pidiere  alguna  de  las  partes  la  asisten- 
cia de  los  letrados  ,  se  entrega  la  causa  por  un  breve  tér- 
mino á  estos  para  que  se  instruyan  de  las  pruebas  en  su 
caso  si  quieren  hablar  en  estrados,  y  se  señala  el  dia,  hora 
y  lugar  del  acto  ;  al  cual  puede  concurrir  también  con  la  se- 
guridad oportuna  el  reo  preso  ,  sí  no  hubiere  algún  grave 
motivo  que  lo  estorbe,  y  ha  de  asistir  necesariamente  el  es- 
cribano, como  se  supone.  El  acusador  ó  ministro  fiscal  debe 
hablar  antes  que  los  defensores  de  los  reos  ,  según  previene 
el  art.  15  del  reglamento  de  justicia. 

XCIII.  Sentencia.  Tiene  el  juez  el  perentorio  término  de 
tres  días  para  dar  sus  providencias  interloculorias;  y  para 
pronunciar  sentencia  definitiva  el  de  ocho,  que  podrá  eslen- 
derse  á  doce  dias  si  la  causa  pasare  de  quinientas  hojas; 
disp.  15,  art.  SI  del  regí,  de  just.  Mas  ¿desde  cuándo  ha  de 
contarse  el  término  de  los  ocho  ó  doce  dias?  según  el  regla- 
monto,  desde  el  siguiente  inclusive  al  del  auto  en  que  se  hu- 
biere mandado  citar  á  las  partes  para  definitiva  ;  pero  como 
ahora  en  virtud  del  art.  15  del  decreto  posteriormente  res- 
tablecido de  11  de  setiembre  de  1820  se  hace  la  recepción  á 
prueba  con  la  precisa  calidad  de  todos  cargos  y  no  hay  por 
consiguiente  citación  ,  se  enliende  contado  dicho  término 
desde  el  dia  siguiente  inclusive  al  de  la  conclusion  ó  feneci- 
miento del  término  probatorio. 

Debe  el  juez  prepararse  para  dar  con  acierto  la  sentencia, 
examinando  por  sí  todo  el  proceso,  leyendo  cuidadosamente 
todas  las  actuaciones  que  mas  influencia  tengan  en  la  justi- 
ficación de  los  hechos  ,  observando  atentamente  los  cargos 
que  resullen  contra  los  reos,  sus  escul paciones  y  las  razones 
que  hayan  alegado  en  su  defensa,  y  pesando  especialmente 
el  valor  de  las  pruebas  que  de  una  y  otra  parte  se  hubieren 
presentado.  Si  por  los  autos  se  convenciere  de  que  asi  la 
existencia  del  delito  como  la  delincuencia  ó  participación  de 
los  acusados  están  plenamente  comprobadas,  ha  de  condenar 
á  estos  á  la  pena  señalada  por  la  ley  ó  adoptada  por  la  juris- 
prudencia ,  tomando  en  consideración  las  circunstancias 
agravantes  ó  atenuantes  que  hubiesen  concurrido.  Si  aunque 
conste  plenamente  la  existencia  del  delito  ,  apareciere  por 
el  contrario  bien  justificada  la  inocencia  de  los  acusados  ó  la 
facultad  legítima  que  estos  tenían  para  la  ejecución  del  he- 
cho incriminado ,  ha  de  absolverlos  libre  y  definitivamente 
del  juicio.  Si  ni  la  inocencia  ni  la  criminalidad  resultaren 
completamente  acreditadas ,  de  modo  que  queda  lugar  á  fun- 
dadas dudas  sobre  la  una  y  la  otra  ,  debe  absolverlos  lan 
solo  de  la  instancia,  dejando  pendiente  el  juicio  definitivo 
para  cuando  se  presenten  ó  reúnan  datos  mas  eficaces  que 
permitan  la  instauración  do  la  causa  y  la  libre  absolución 
ó  la  condenación  final  de  los  inculpados.  Finalmente  ,  sí  le- 
jos de  estar  igual  la  balanza  entre  las  dudas  sobre  la  crimi- 
nalidad y  las  dudas  sobre  la  inocencia .  se  inclinase  tanto 
hacia  el  lado  de  la  criminalidad  que  apenas  pueda  concebir- 
se la  posibilidad  de  la  inocencia,  y  el  juez  llegare  á  quedar 
íntimamente  convencido  de  la  existencia  de  la  criminalidad, 
sin  que  para  declararla  de  lleno  tenga  otro  obstáculo  (pie 
alguna  lijera  sombra  en  esa  luz  del  mediodía  que  para  la 
condenación  exige  la  ley  en  las  pruebas,  se  ha  introducido 
en  los  tribunales  la  costumbre  de  imponer  al  reo  ,  no  preci- 
samente la  iiena  designada  por  la  ley,  en  especial  cuando 
es  irreparable ,  sino  otra  pena  cstraordiiuuia  que  sea  menor, 
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y  por  lo  común  la  inmediata,  á  fin  de  evitarla  impunidad 
de  los  crímenes  que  de  otro  modo  habría  de  ser  muy  fre- 
cuente. Véase  Absolución,  Instancia  {absolución  déla), 
Juez  ,  |  XI ,  y  Penas;  y  sobre  el  valor  de  las  pruebas ,  pue- 
den verse  los  artículos  relativos  á  esta  palabra,  y  á  las  de 
Testigos ,  Instrumentos ,  Indicios ,  Confesión ,  Cotejo  de  le- 
tras, etc. 

XCIV.  En  caso  de  imponerse  la  pena  ordinaria  del  de- 
lito, debe  también  sufrir  el  reo  la  condenacion.de  todas  las 
costas ,  y  la  reparación  de  los  daños  y  perjuicios  causados 
al  agraviado  ;  —  y  por  el  principio  contrario  ,  en  caso  de  ab- 
solución libre  y  definitiva  del  acusado  ,  debe  su  acusador 
pagar  todas  las  costas  del  proceso ,  sin  perjuicio  de  las  otras 
reparaciones  y  penas  que  correspondan  ;  —  en  caso  de  im- 
posición de  pena  arbitraria  ó  eslraordinaria,  no  hay  duda 
de  que  el  reo  ha  de  soportar  la  condenación  de  costas,  pues 
es  claro  que  el  acusador  no  se  quejó  sin  fundamento  ;  —  y 
en  el  de  absolución  de  la  instancia  ,  parece  natural  que  cada 
una  de  las  partes  satisfaga  las  costas  causadas  á  su  solicitud, 
no  siendo  justo  cargarlas  todas  al  acusador,  pues  que  no  era 
infundada  su  queja  ,  ni  tampoco  al  acusado,  pues  que  pue- 
de ser  inocente.  Si  alguna  de  las  partes  condenadas  en  las 
costas  se  hallare  en  estado  de  insolvencia,  no  por  eso  debe 
la  otra  en  caso  alguno  satisfacer  las  suyas.  En  este  sentido 
se  entiende  comunmente  el  art.  5°.  del  reglamento  de  jus- 
ticia ,  que  quiere  que  todos  los  derechos  causados  por  el 
ofendido  sean  pagados  después  del  juicio  por  medio  de  la 
condenación  de  costas  que  se  imponga  al  reo,  ó  al  acusador 
ó  denunciador,  el  cual  debe  sufrirla  siempre  que  aparezca 
haberse  quejado  sin  fundamento.  Véase  el  §  VI. 

XGV.  Pronunciada  la  sentencia  definitiva,  debe  ser  no- 
tificada inmediatamente  á  las  partes;  y  apelen  ó  no ,  han  de 
remitirse  desde  luego  los  autos  originales  á  la  Audiencia 
del  territorio  con  previa  citación  y  emplazamiento  de  las 
mismas ,  siempre  que  la  causa  fuere  sobre  delito  á  que  por 
la  ley  esté  señalada  pena  corporal  (§  LXXVIl).  Pero  si  la 
causa  fuere  sobre  delito  liviano  á  que  por  la  ley  no  se  im- 
ponga pena  de  esta  clase  ,  solo  se  remitirá  á  la  Audiencia 
con  igual  formalidad  cuando  alguna  de  las  partes  inter- 
ponga apelación  dentro  de  los  dos  dias  siguientes  al  de  la 
notificación  de  la  sentencia  ,  la  cual  causará  ejecutoria,  y 
será  llevada  desde  luego  á  debido  efecto  por  el  juez  si  no  se 
apelare  en  dicho  término.  Disp.  Hl,  art.  51  del  regí,  dejust., 
y  disp.  1  del  real  decr.  de  h  de  noviembre  de  1858. 

Es  obligación  del  escribano  que  notifique  la  sentencia  de- 
finitiva al  reo  ,  advertirle  que  si  en  el  término  del  emplaza- 
miento no  eligiere  procurador  y  abogado  que  le  defiendan 
en  el  tribunal  superior  le  serán  nombrados  por  este  de  ofi- 
cio ,  y  con  el  procurador  se  entenderán  los  traslados  y  ac- 
tuaciones relativas  al  mismo  reo,  hasta  que  recaiga  en  el 
proceso  sentencia  ejecutoria.  El  escribano  que  omitiere  esta 
formalidad  ,  ó  no  la  hiciere  constar  en  la  diligencia  de  noti- 
ficación de  la  definitiva  ,  incurrirá  en  la  multa  de  doscientos 
hasta  quinientos  reales  de  vellón.  El  mismo  escribano  escri- 
birá apud  acta  (esto  es ,  á  continuación  de  la  misma  diligen- 
cia) el  nombramiento  de  defensor  ó  defensores  en  su  caso,  y 
firmará  el  reo  esta  diligencia,  que  equivaldrá  por  poder  en 
forma.  Real  deer.  de  h  de  noviembre  de  1858  ,  disp:  Ia. 

Resulta,  pues  ,  que  el  juez  podrá  llevar  á  efecto  sin  con- 
sulta la  sentencia  definitiva  cuando  la  causa  versare  sobre 
delito  que  según  la  ley  no  merece  pena  corporal,  y  alguna 
de  las  partes  no  apelare  dentro  del  término  de  dos  dias  con- 
tados desde  la  notificación  ;  pero  si  la  causa  versare  sobre 
delito  á  que  la  ley  impone  pena  corporal ,  como  v.  gr.  so- 
bre un  homicidio  ó  un  robo  .  aunque  el  juez  absuelva  al  pro- 
cesado ó  le  aplique  otra  pena  que  no  esté  en  la  clase  de 
las  corporales,  como  v.  gr.  destierro  del  pueblo,  prisión 
por  menos  de  seis  meses ,  confinamiento  ,  privación  do  ofi- 


cio ,  suspension  de  los  derechos  de  ciudadano,  nota  de  in- 
famia ,  apercibimiento  ,  multa  mas  ó  menos  grave  ó  pago  de 
costas,  no  podrá  ejecutar  su  sentencia,  aunque  np  se  inter- 
ponga apelación  ,  sino"que  de  todos  modos  ha  de  consultarla 
al  tribunal  superior  con  remisión  de  los  autos  originales  y 
citación  y  emplazamiento  de  las  partes  por  un  término  pru- 
dencial, para  que  la  confirme,  la  altere  ó  la  revoque.  La 
diferencia  esencial  que  hay  por  consiguiente  entre  las  cau- 
sas sobre  delitos  á  que  la  ley  impone  pena  corporal  y  las  de 
los  delitos  á  que  la  ley  impone  pena  de  otra  clase ,  consiste 
únicamente  en  que  las  primeras  deben  siempre  remitirse  á 
la  Audiencia  después  de  sentenciadas  para  la  aprobación  ó 
revocación  en  todo  ó  en  parte  del  fallo  definitivo ,  y  las  se- 
gundas solo  en  caso  de  apelación. 

REMEDIOS   Y   RECURSOS   CONTRA   LAS   SENTENCIAS. 

De  la  consulta  y  de  la  apelación  ,  ó  sea  de  la 
segunda  instancia. 

XCVI.  La  consulta  de  sentencia  definitiva,  como  se  infiere 
de  lo  dicho ,  es  siempre  inescusable  ó  forzosa  en  las  causas 
que  versan  sobre  delitos  á  que  la  ley  impone  pena  corporal, 
aunque  el  juez  haya  impuesto  pena  de  otra  clase:  y  la  ape- 
lación ó  la  conformidad  de  las  partes  en  las  causas  sobre  de- 
litos á  que  la  ley  no  prescribe  pena  corporal ,  son  puramente 
voluntarias  y  surten  todos  sus  efectos  ,  no  pudiendo  decirse 
otro  tanto  de  la  conformidad  de  las  partes  con  la  sentencia 
dada  en  las  causas  en  que  es  forzosa  la  consulta  ,  pues  aun- 
que no  haya  apelación  se  da  esta  por  interpuesta  en  cierto 
sentido  y  se  pone  al  reo  en  la  necesidad  de  soportar  los  gas- 
tes y  consecuencias  de  un  nuevo  juicio. 

En  efecto  ,  asi  la  consulta  como  la  apelación  en  su  caso 
producen  no  un  mero  examen  de  la  sentencia  y  de  sus  fun- 
damentos, sino  una  segunda  instancia  en  que  se  siguen  or- 
dinariamente los  mismos  trámites  que  en  la  primera  ;  y  tanto 
durante  la  apelación  como  la  consulta  habrá  de  quedar  sus- 
pensa la  sentencia  definitiva  del  juez  inferior,  la  cual  no  es 
ahora  ejecutiva  en  caso  alguno,  pues  habiendo  apelación 
debe  otorgarse  esLa  en  ambos  efectos,  y  habiendo  consulta 
tiene  que  esperarse  la  decisión  de  la  Audiencia  para  ejecu- 
tar la  que  sea. 

XCVII.  De  toda  sentencia  definitiva  del  jfcez  inferior 
puede  apelar  el  que  por  ella  se  sintiere  agraviado  ,  sea  el 
procesado  mismo ,  sea  el  actor  ó  acusador  particular,  sea  el 
promotor  fiscal  ;  pero  este  último  no  ha  de  presentarse  á 
sostener  su  apelación  en  la  Audiencia,  aunque  puede  hacer 
al  fiscal  de  S.  M.  las  observaciones  que  crea  convenientes 
para  que  haga  de  ellas  el  uso  que  tenga  á  bien  ,  pues  el  fis- 
cal de  S.  M.  es  quien  debe  pedir  en  ella  lo  que  crea  mas 
coforme  á  justicia ,  sin  quedar  ligado  por  la  apelación  del 
promotor. 

El  término  para  apelar  es  por  regla  general  el  de  cinco 
dias;  pero  en  las  causas  sobre  delito  á  que  la  ley  no  impone 
pena  corporal ,  está  reducido  á  dos  dias  solamente,  de  suer- 
te que  no  apelándose  dentro  de  ellos  quedará  ejecutoriada 
la  sentencia ,  como  se  ha  dicho  mas  arriba  con  arreglo  á  la 
disp.  l'i  del  art.  bl  del  reglamento  ,  y  á  la  Ia.  del  real  de- 
creto de  h  de  noviembre  de  1838. 

XCVIIÍ.  Recibidos  en  la  Audiencia  los  autos  originales,  si 
vienen  por  via  de  apelación  se  entregan  primero  al  apelante 
para  que  diga  de  agravios ,  luego  á  la  parte  contraria  para 
que  conteste,  y  en  su  caso  y  lugar  al  fiscal  de  S.  M.,  esto  es, 
después  del  acusador  particular  si  lo  hubiere ,  ya  sea  este  el 
apelante  ó  el  apelado,  para  que  ó  bien  sostenga  la  apelación 
hecha  por  el  acusador  ó  promotor  ó  rebala  la  interpuesta 
por  el  reo ,  ó  bien  pida  lo  que  eslime  mas  conveniente  á  la 
justicia  y  á  la  causa  pública;  pero  si  los  autos  vienen  çn 
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consulla,  se  pasar  primero  al  fiscal  de  S.  M.  para  que  pro- 
ponga y  pida  la  confirmación  ,  revocación  ó  alteración  que 
le  parezca  de  la  sentencia  consultada,  como  también  al  actor 
ó  acusador  particular  si  lo  hubiere  ,  y  después  á  las  demás 
partes  ó  sus  defensores. 

Así  en  el  caso  de  consulta  como  en  el  de  apelación,  si  pa- 
sado el  término  del  emplazamiento  hecho  en  el  juzgado  infe- 
rior no  hubiesen  comparecido  las  partes  ni  hubiesen  nom- 
brado defensores  apud  acta ,  se  les  nombra  de  oficio  defensor 
ó  procurador ,  con  quien  se  entenderán  las  actuaciones  re- 
lativas á  la  no  compareciente,  hasta  que  recaiga  ejecutoria 
en  el  proceso;  disp.  2a.  del  real  decr.  de  lí  de  noviembre 
de  1838. 

La  sala  concede  á  cada  uno  de  los  interesados  en  el  juicio 
un  término  que  no  pase  de  nueve  dias  ,  sea  para  la  acusa- 
ción ,  sea  para  la  defensa,  con  las  circunstancias  que  añade 
la  regla  5a.  del  artículo  Si  del  reglamento  ,  del  mismo  modo 
que  en  la  primera  instancia;  disp:.  2a.  del  decr.  de  tí  de  no- 
viembre de  1838.  Véanse  mas  arriba  los  §§  LXXXII  y 
LXXXIV. 

XCIX.  En  los  escritos  de  defensa  y  acusación  habrán  de 
observarse  ,  en  cuanto  sean  aplicables  ,  las  mismas  reglas 
que  respectivamente  rigen  en  la  primera  instancia  ,  según 
los  §§  LXXXÍÍI  y  LXXXV;  y  bastará  un  escrito  de  cada 
parte  para  tener  la  causa  por  conclusa.  Pero  si  cualquiera 
de  los  interesados  en  el  juicio  propusiere  justificación  en  su 
respectivo  escrito  y  solicitare  nuevo  término  para  hacerla  , 
se  admitirá  efectivamente  la  causa  á  prueba  con  calidad 
de  todos  cargos  y  por  el  mismo  término  que  en  la  primera 
instancia  ,  aunque  reduciendo  el  legal  tanto  como  prudente- 
mente se  pueda ,  y  sin  conceder  prórogas  maliciosas  ó  inne- 
cesarias (§|  LXXXVI  y  sig.  )  ;  con  tal  empero  que  los  he- 
chos sobre  que  se  articula  prueba  la  exijan  realmente, 
siendo  de  aquellos  que  sin  malicia  se  dejaron  de  proponer 
en  la  primera  instancia  ó  que  propuestos  no  fueron  admiti- 
dos; arts.  12,  13  y  17  del  decr.  de  11  de  setiembre  de  1820; 
pues  no  puede  recibirse  de  modo  alguno  sobre  otros  dife- 
rentes, por  no  dar  lugar  á  manejos  reprobados. 

Para  determinar  la  admisión  ó  repulsa  de  la  prueba  en 
caso  de  haberse  propuesto,  se  pasan  los  autos  al  fiscal  de 
S.  M.  y  al  adversario  del  proponente,  para  que  digan  y  ale- 
guen lo  que  les  parezca  sobre  la  reunion  ó  falta  de  reunión 
de  las  circunstancias  que  al  efecto  se  exigen  por  la  ley.  Si 
el  tribunal  no  estima  admisible  la  prueba  propuesta ,  señala 
dia  para  la  vista  de  la  causa  en  cuanto  al  fondo  ;  y  si  la  de- 
clara admisible,  señala  término  para  practicarla,  según  se 
lia  dicho  mas  arriba  ,  en  cuyo  caso  compete  al  ministro  se- 
manero lomar  las  declaraciones  á  los  testigos  que  deban  ser 
examinados  y  hacer  todas  las  demás  diligencias  relativas  á 
la  sustanciacion ,  autorizándolas  el  escribano  de  cámara  que 
entienda  en  la  causa. 

C.  Conclusas  las  pruebas  si  las  hubiere ,  se  unen  á  la 
causa,  y  se  entrega  esta  á  las  partes  por  su  orden,  no  para 
que  aleguen  de  bien  probado,  pues  ya  no  se  admiten  mas 
escritos,  sino  solo  para  que  se  instruyan  el  fiscal  y  los  de- 
fensores ;  y  en  seguida  se  cita  para  la  vista,  á  la  cual  gene- 
ralmente concurren  estos,  y  tiene  obligación  de  asistir 
aquel  cuando  el  tribunal  lo  eslime  necesario  ,  é  informar  de 
i  alabra  en  estrados  si  la  gravedad  del  asunto  lo  requiere, 
hablando  nulos  que  los  defensores  de  los  reos  cuando  lo  hi- 
ciere'Gomo  ador  ó  coadyuvante  de  la  acción;  arts.  15  y 
102  del  regí,  dej'tósí. 

Celebrada  la  vista ,  se  dicta  la  sentencia  dentro  del  mismo 
término  que  en  la  primera  in.  táncia,  y  se  noliíicaálas  parles 
por  el  escribano  de  cámara,  especialmente  al  reo  ó  reos  en 
persona,  para  que  puedan  usar  de  los  recursos  legítimos 
que  tuvieren  ;  pues  si  según  el  real  deerelo  de  h  de  noviem- 
bre de  1858  se  les  notilica  personalmente  U\  sentencia,  den> 


niti  va  del  juez  inferior,  con  mas.razon  habrá  de  notificárseles 
la  sentencia  de  vista  que  puede  producir  efectos  mas  ter- 
ribles, no  bastando  que  se  haga  saber  solo  á  los  procura- 
dores ,  por  el  peligro  que  puede  haber  de  que  estos  no  la 
pongan  á  tiempo  en  conocimiento  de  aquellos. 

Si  la  sentencia  es  conforme  de  loda  conformidad  á  la  con- 
sultada ,  se  devuelve  la  causa  inmediatamente  al  juzgado  in- 
ferior para  su  ejecución,  ó  se  archiva  estay  se  comunica  real 
provisionconlasentencia  ejecutoriada,  paraelmismo  efecto; 
pero  si  no  fuere  absolutamente  conforme  da  lugar  á  la  sú- 
plica, y  solo  debe  ejecutarse  en  el  caso  de  que  trascurridos 
los  diez  dias  en  que  pudo  hacerse  y  no  se  hizo  uso  de  este 
recurso ,  se  declare  por  consentida  y  pasada  en  autoridad  de 
cosa  juzgada;  art.  72  del  regí,  dejusl.  =  Véase  Apelación. 

De  la  súplica,  ó  sea  de  la  tercera  instancia. 

CI.  Solamente  cuando  la  sentencia  de  vista  pronunciada 
por  la  Audiencia  no  sea  conforme  de  loda  conformidad  á  la 
sentencia  dictada  en  primera  instancia,  puede  interponerse 
el  recurso  de  súplica  ,  como  se  acaba  de  indicar. 

Entiéndese  que  no  es  conforme  de  loda  conformidad  la 
sentencia  de  vista  á  la  del  juzgado  inferior,  no  solo  cuando 
la  revoca  por  entero  ó  la  altera  en  algún  punto  esencial  ó 
accidental,  sino  también  cuando  habiendo  diferentes  reos  la 
confirma  con  respecto  á-unos  ,  y  la  varia  poco  ó  mucho  con 
respecto  á  otros;  de  suerte  que  aun  aquellos  para  quienes 
hubo  absoluta  confirmación,  podrán  suplicar  si  quisieren, 
según  la  jurisprudencia  que  generalmente  han  adoptado  por 
humanidad  los  tribunales. 

La  súplica  puede  interponerse  ,  así  por  parte  del  reo  con- 
denado, como  por  la  del  ministerio  fiscal,  porque  ambos 
pueden  creer  haber  recibido  agravio  de  la  sentencia  de  vista. 

El  término  para  interponerla  y  espresar  agravios  es  el  de 
los  diez  dÍ2S  siguientes  á  la  notificación  de  la  sentencia  defi- 
nitiva de  vista ,  y  el  de  tres  siendo  interlocutoria ,  como  en 
los  negocios  civiles. 

La  misma  sala  que  pronunció  la  sentencia  es  la  que  admito 
ó  desestima  la  súplica,  y  en  el  primer  caso  remite  los  autos 
á  otra  sala  para  la  sustanciacion  de  la  tercera  instancia  y  su 
determinación  ,  real  orden  de  25  de  agosto  de  1S41  ;  en  la 
cual  no  podrán  intervenir  los  magistrados  que  hubieren  fa- 
llado en  la- segunda,  art.  264  de  la  Consl.  de  1812,  aunque 
no  se  separan  el  relator  y  escribano  de  cámara  ante  quienes 
está  radicada,  la  causa.  Véase  Súplica. 

En  esta  tercera  instancia  se  observan  los  mismos  trámites 
que  en  la  segunda  ;  disp.  2a.  del  decreto  de  h  de  noviembre 
de  1838. 

Número  de  magistrados  que  deben  concurrir  á  la 
segunda  y  tercera  instancia. 

CU.  En  las  Audiencias  de  la  península  é  islas  adyacentes 
son  necesarios  cinco  ministros  para  ver  y  fallar  en  vista  ó 
revista  las  causas  en  que  el  juez  de  primera  instancia  haya 
impuesto  ó  pedido  el  fiscal  de  S.  M.  la  pena  de  muerto,  es- 
tragamiento del  reino,  ó  presidio,  reclusión  y  servicio  do 
hospitales,  ó  confinamiento  fuera  de  la  península  por  mas 
de  ocho  años  ;  disp,  5a.  del  real  decr.  de  k  de  noviembre 
de  lt>38. 

En  todas  las  demás  causas  en  que  la  pena  impuesta  por  el 
juez  ó  pedida  por  el  fiscal  de  S.  M.  sea  por  menos  tiempo 
que  de  ocho  años,  bastan  tres  magistrados  para  verlas  y  fa- 
llarlas (  escepto  en  las  causas  de  que  las  Audiencias  conocen 
en  primera  instancia  contra  jueces  inferiores,  pues  en  ellas 
son  necesarios  cinco);  pero  si  habiendo  empezado  á  verse 
alguna  causa  de  esta  clase  ,  opinare  cualquiera  de  los  minis- 
tros que  la  pena  que  corresponde  imponer  es  la  capital  ó 
alguna  do  las  domas  corporales  por  mas  de  ocho  años,  y 


JU 


—  4035  — 


JU 


votada  la  sentencia  no  resultase  providencia  de  otra  pena 
menor,  se  tendrá  por  no  vista  la  causa  y  se  volverá  á  ver 
con  asistencia  de  dos  magistrados  mas  ;  disp.  3a.  y  4a.  do 
dicho  decr. 

En  la  tercera  instancia  de  las  causas  que  hayan  sido  fa- 
lladas en  segunda  por  cinco  ministros  ,  deben  asistir  igual- 
mente á  la  revista  otros  cinco  ,  pero  uno  de  ellos  ha  de  ser 
el  mas  antiguo  de  los  que  concurrieron  á  la  vista  ;  disp.  3a. 
y  4a.  de  d.  decr.  Y  si  el  regente  de  la  Audiencia  hubiese 
asistido  ala  vista,  debe  también  concurrir  á  la  revista, 
considerándosele  por  su  precedencia  como  el  ministro  mas 
antiguo;  real  orden  de  4  de  noviembre  de  1839. 

Cuando  por  cualquiera  razón  no  pudiere  arreglarse  el  es- 
presado número  de  ministros  con  los  que  componen  la  sala, 
debe  completarse  con  los  de  otra  sala  de  la  misma  Audien- 
cia ;  y  en  caso  de  fallar  también  en  esta  ó  de  tener  que 
suspenderse  en  ella  el  despacho  de  sus  negocios  con  grave 
perjuicio  de  la  administración  de  justicia,  ha  de  llenarse  el 
número  gradualmente  con  los  fiscales  de  S.  M. ,  jueces  de 
primera  instancia  de  la  capital,  ó  abogados  que  el  tribunal 
pleno  juzgue  idóneos  y  dignos  de  este  honor;  disp.  6a.  de 
d.  decr. 

Para  hacer  sentencia  en  las  causas  en  que  concurren  cinco 
ministros,  bastan  tres  votos  enteramente  conformes;  y  en 
aquellas  en  que  basta  la  concurrencia  de  tres  ministros , 
no  hay  tampoco  sentencia  ni  resolución  sino  en  lo  que  reúna 
sus  1res  votos  absolutamente  conformes  ;  combin.  de  la 
disp.  ba.  del  decr.  de  4  de  noviembre  de  1858 ,  y  del  final  del 
tí/r'í.  74  del  regí,  de  just. 

En  caso  de  discordia  ,  se  observan  para  dirimirla  las  re- 
glas que  ya  quedan  espresadas  en  el  artículo  üiscordia. 
Véase  también  Empale. 

Ejecución  de  la  sentencia. 

CIÍí.  Toda  sentencia ,  ora  sea  absolutoria,  ora  condena- 
toria ,  debe  ejecutarse  llevándose  á  cumplido  efecto  ,  luego 
que  queda  irrevocable  y  ejecutoriada.  Es  irrevocable  :  — 
Io.  la  sentencia  dada  por  el  juez  de  primera  instancia  en 
causa  sobre  delito  liviano  á  que  por  la  ley  no  se  impone  pena 
corporal ,  si  las  partes  dejan  pasar  el  término  de  dos  dias  sin 
apelar  de  ella  :  —  2o.  la  sentencia  dada  en  vista  ó  sea  en 
segunda  instancia  por  la  Audiencia  territorial  sobre  causa 
que  le  ha  sido  elevada  por  via  de  apelación,  ó  bien  en  con- 
sulta por  ser  de  delito  que  tiene  señalada  por  la  ley  pena  cor- 
poral ,  cuando  es  conforme  de  toda  conformidad  á  la  senten- 
cia dictada  en  primera  instancia  :  —  5o.  la  misma  sentencia 
de  vista  que  no  fuere  conforme  de  toda  conformidad  á  la  de 
primera  instancia ,  cuando  las  partes  no  usaron  del  recurso 
de  súplica  dentro  del  término  de  diez,  dias  :  —  4o.  la  senten- 
cia dada  en  revista  ó  sea  en  tercera  instancia  por  la  misma 
Audiencia  á  virtud  de  la  súplica  interpuesta  de  la  de  vista, 
sea  confirmatoria  ó  revocatoria  en  todo  ó  en  parte  de  las  dos 
anteriores ,  pues  de  ella  no  hay  ulterior  recurso ,  ni  aun  el 
de  nulidad ,  según  el  art.  6o.  del  real  decreto  de  4  de  no- 
viembre de  1858. 

Cualquiera  de  dichas,  sentencias  se  declara  en  su  respec- 
tivo caso  por  pasada  en  autoridad  de  cosa  juzgada  ;  y  ha- 
biéndose dictado  por  el  tribunal  superior  se  devueive  la  causa 
al  juzgado  que  conoció  de  ella  en  primera  instancia  con  real 
provision  ó  carta  orden ,  ó  bien  se  le  espide  tan  solo  un  des- 
pacho ó  certificación  que  contenga  la  sentencia  ejecutoriada, 
para  que  proceda  á  su  cumplimiento  :  y  si  se  hubiere  de 
ejecutar  en  otro  juzgado  diferente  de  aquel  en  que  se  siguió 
la  causa ,  se  comisiona  para  ello  al  juez  á  quien  corresponda. 
Véase  Sentencia  ejecutoriada  ó  pasada  en  autoridad  de  cosa 
juzgada^  é  Indemnización. 

L*  Con  referencia  á  los  párrafos  XXIV  y  XXV,  se  ha 


de  advertir  que  en  la  república  de  Méjico,  esceptuado  eí 
caso  de  in  fraganli,  en  el  cual  no  solo  los  alguaciles  ,  sino 
cualquiera  puede  prender  al  delincuente ,  ningún  habitante 
de  la  república  puede  ser  detenido ,  sino  por  mandato  de 
autoridad  competente  dado  por  escrito  y  firmado ,  y  por 
espacio  á  lo  sumo  de  tres  dias,  cuando  esta  autoridad  es. 
política  ,  y  cinco ,  si  judicial;  pero  la  prisión  no  puede  dic-'; 
tarse  mas  que  por  esta  última  ,  dentro  siempre  de  los  ocho 
dias  de  la  aprehensión  ,  y  por  medio  de  un  auto,  que  por 
su  naturaleza  debe  ser  motivado.  Para  proceder  á  la  deten- 
ción ,  basta  que  obren  contra  una  persona  indicios  suficien- 
tes para  presumirla  autora  del  delito  que  se  persigue  ;  mas 
para  acordar  la  prisión,  es  necesario  que  los  indicios  se 
corroboren  legalmente ,  de  modo  que  presten  mérito  para 
creer  que  el  detenido  cometió  el  hecho  criminal.— En  cuanto 
al  embargo  de  bienes,  cuando  el  crimen  produzca  alguna 
responsabilidad  contra  el  procesado,  se  puede  decretar  el 
embargo;  y  entonces  solo  pueden  trabarse  los  bienes  nece- 
sarios para  cubrirla  ;  á  cuyo  fin,  en  vez  de  decir  en  el  auto 
que  se  le  embarguen  los  bienes,  se  manda  embargarle  efec- 
tos y  fincas  por  tal  suma.  —  Si  el  presunto  reo  es  algún  em- 
pleado, debe  esperarse  á  que  entregue  su  dependencia  antes 
de  conducirle  á  la  cárcel;  y  si  es  algún  miliciano  cívico ,  no 
se  le  ha  de  llevar  á  la  pública  ,  sino  á  su  cuartel;  órd.  da 
2  de  enero  de  1822  ,  arl.  2  ,  ley  de  20  de  setiembre  de  1823 , 
órd.  de  6  de  diciembre  de  1853 ,  circular  de  15  de  enero 
de  1858,  y  §§  5  ,  6  y  7  ,  art.  9  ,  y  art¿  179,  Bases  de  or- 
ganiz.  polit,  de  12  de  junio  de  1843. 

Con  respecto  á  los  párrafos  XXXVIII  y  XLIV,  es  do  no- 
lar  que  según  la  legislación  de  la  república  de  Méjico,  se  ha  de 
tomar  la  declaración  indagatoria  al  procesado  dentro  de  los 
tres  dias  de  verificada  la  detención  ó  prisión.  Si  contestando 
á  las  preguntas  que  se  espresan  por  el  autor  dijere,  al  lle- 
gar á  la  de  la  edad,  que  tiene  menos  de  28  años,  solo  se  le 
ha  de  nombrar  curador  ad  litcm  cuando  no  tenga  la  de  17 
cumplidos,  pudiendo  omitirse  si  es  mayor  de  esta  edad; 
arl.  150,  ley  de  23  de  mayo  de  1837,  arts.  176  y  177,  Bases 
de  organiz.  polît,  de  12  de  junio  de  1843. 

El  careo  de  los  testigos  (§  L  y  sig.)  con  el  reo  no  puedo 
ni  debe  mandarlo  el  juez,  sino  cuando  lo  estime  absoluta- 
mente necesario  para  la  averiguación  de  la  verdad.  En  este 
caso  estremo  dispondrá  que  se  verifique  en  el  acto  mismo  de 
acabar  de  rendir  la  declaración  que  aparece  contradictoria, 
y  siempre  precisamente  en  el  estado  de  sumario ,  mandando 
comparecer  al  reo.  De  las  citas  que  se  hagan  durante  dicho 
estado ,  ya  por  el  reo  presunto  ,  ya  por  los  testigos  ,  no  de- 
ben evacuarse  mas  que  las  útiles  y  conducentes  á  la  inves- 
tigación de  la  verdad  ;  y  tanto  los  testigos ,  que  sean  llama- 
dos á  declarar  en  virtud  de  ellas  ,  como  los  que  se  examinen 
de  nuevo  en  el  caso  de  careo  ,  deben  ver  al  reo,  que  se  ha 
de  mandar  comparecer  para  que  le  conozcan  ,  y  ser  citados 
para  la  ratificación  que  ha  de  verificarse  en  el  acto  ,  luego 
que  aquel  se  retire.  En  el  caso  común ,  y  cuasi  necesario , 
de  que  la  formación  de  sumario  haya  precedido  al  acuerdo 
de  prisión  ,  luego  que  se  haya  recibido  del  preso  la  decla- 
ración preparatoria  ó  de  inquirir,  deben  citarse  todos  los 
testigos  que  declararon  anteriormente ,  para  que  vean  al 
procesado  ,  y  después  de  mandado  retirar,  se  ratifiquen  ó 
no  c-n  su  dicho  :  arts.  124  ú  127,  ley  de  25  de  mayo  1837. 

No  solo  después  de  tomada  la  confesión  (§  LXVI  y  sig.) , 
sino  en  cualquier  estado  de  la  causa  en  que  aparezca  que  el 
hecho  no  es  delito  por  el  cual  deba  imponerse  pena  corpo- 
ral, bien  por  su  propia  naturaleza,  ó  por  las  circunstancias 
que  disminuyen  la  imputabilidad,  debe  ser  puesto  en  liber- 
tad el  procesado  dando  fiador  que  promela  restituir  y  pre- 
sentar de  nueva  en  la  cárcel  al  reo  siempre  que  por  el  juez 
se  le  mande,  cuya  fianza  se  suele  llamar  de  la  haz,  oque 
estará  á  derecho ,  pagando  por  el  reo  lo  que  contra  él  fuere 
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juzgado  y  sentenciado  :  §  9,  art.  9,  Bases  de  organiz.  polit, 
de  12  de  junio  de  1845. 

Elevado  el  juicio  á  plenario  despues  de  la  confesión  ,  el 
juez  examina  los  descargos  dados  por  el  reo,  y  si  juzga  que 
estos  no  tienen  relación  con  el  delito  ,  ó  no  pueden  disminuir 
de  modo  alguno  su  gravedad,  ó  son  inverosímiles ,  ó  impro- 
bables; cita  al  reo,  y  en  los  tribunales,  en  donde  le  haya  , 
al  fiscal  igualmente,  para  que  el  abogado  del  primero  tome 
el  proceso  y  estienda  la  defensa  dentro  de  tresdias.  Devuelta 
la  causa  con  ella,  la  examina  de  nuevo  el  juez ,  y  pronuncia 
la  sentencia  definitiva.  Si  las  escepciones  alegadas  no  adole- 
cen de  las  faltas  espuestas ,  sino  que  son  conducentes  y  alen- 
dibles  ,  el  juez  recibe  la  causa  á  prueba  por  un  corto  térmi- 
no, cuyo  plazo  puede  prorogar,  según  las  circunstancias,  hasta 
cuarenta  dias;  y  si  estos  no  bastan,  hasta  sesenta,  cuando 
los  testigos  que  se  han  de  examinar,  ó  las  pruebas  que  deben 
recibirse ,  se  hallan  á  distancias  considerables.  Estos  térmi- 
nos son  perentorios,  y  contra  su  trascurso  no  cabe  remedio 
alguno  legal,  ni  aun  el  déla  restitución  in  integrum. 

Sobre  el  §LXXI,  nótese  que  la  legislación  de  la  república 
habla  del  incidente  de  que  se  forme  competencia  sobre  la 
jurisdicción  que  debe  conocer  de  un  delito,  bien  de  oficio,  ó 
bien  á  instancia  de  cualquiera  de  las  partes.  En  este  supues- 
to, anunciada  la  competencia,  ninguno  délos  dos  jueces 
debe  suspender  por  eso  el  conocimiento  y  curso  de  la  causa, 
hallándose  ambos  en  la  misma  ciudad  ó  pueblo ,  sino  que 
intervendrán  ala  par  en  la  instrucción  del  proceso,  firmando 
primero  las  diligencias  el  que  previno  el  conocimiento;  y  si 
se  hallan  en  distintas  poblaciones,  debe  continuar  en  nom- 
bre de  la  ley  el  que  tenga  en  su  poder  al  reo  ó  al  mayor 
número  de  ellos,  estando  obligado  el  otro  à  remitirle  las  di- 
ligencias que  hubiere  formado.  La  competencia  se  instruye 
entretanto  en  ramo  separado,  y  concluido  este,  se  eleva 
sin  el  proceso  al  tribunal  competente,  que  determina  quién 
debe  continuar  y  llevar  á  cabo  la  causa:  art.  7,  ley  de  28  de 
agosto  de  1823,  y  142,  ley  de  25  de  mayo  de  1837. 

La  sentencia  en  toda  causa  criminal  (XC1II  y  sig.)  debe 
pronunciarse  en  la  república  dentro  de  tres  dios  ,  si  es  in- 
terlocutoria ,  y  si  es  definitiva,  dentro  de  quince,  cuando 
la  dicta  un  tribunal  superior,  y  de  ocho  cuando  un  juez  de 
primera  instancia.  Lejos  de  ser  ejecutiva  la  que  se  diere  de 
muerte,  como  dice  Sala  en  el  tít.  del  Juicio  criminal  ,n°.  13, 
y  por  eso  en  la  sentencia  se  ponia  la  clausula, Se  ejecute,  es 
principio  general  de  la  legislación  mejicana,  que  en  nin- 
guna causa  criminal  puede  haber  menos  de  dos  instancias  , 
aun  cuando  el  acusador  y  el  reo  se  conformen  con  la  primera 
sentencia.  Son  pues  apelables,  como  en  los  negocios  civiles, 
las  inlerlocutorias  que  tengan  fuerza  de  definitivas ,  y  en 
este  caso,  interpuesta  la  apelación,  no  por  eso  se  suspende 
la  continuación  de  la  causa ,  sino  que  en  el  supuesto  de  no 
poder  remitirse  original  á  la  superioridad  el  ramo  ó  parte 
del  proceso  correspondiente  al  punto  de  que  se  han  alzado, 
se  manda  sacar  y  se  remite  el  testimonio.  Las  definitivas  se 
notifican  desde  luego  al  acusador,  si  le  hay,  y  al  reo;  y  si 
la  causa  es  sobre  delito  lijero,  al  que  no  impone  la  ley  pena 
corporal,  queda  al  arbitrio  délas  partes,  ó  bien  confor- 
marse ,  en  cuyo  caso  so  lleva  á  efecto  la  sentencia  como 
•  escepcion  única  do  la  regla  general  citada,  de  que  todo  pro- 
ceso debe  tener  dos  instancias;  ó  bien  apelar,  y  entonces  se 
procede  como  cuando  el  delito  merece  alguna  de  dichas 
penas.  En  el  caso  de  que  el  delito  sea  de  los  que  castigan 
las  leyes  con  pena  corporal ,  se  remite  el  proceso  al  tribunal 
superior  pasado  el  término  de  la  apelación,  aun  cuando  las 
partes  no  la  hayan  interpuesto,  citándolas  y  emplazándolas, 
para  que  comparezcan  ante  él  á  usar  de  su  derecho.  El  pro- 
cedimiento en  esta  segunda  instancia  es  respectivamente  el 
mismo  que  se  guarda  en  los  negocios  civiles,  sin  mas  dife- 
rencia que  la  (le  haberse  de  conferir  traslado  siempre  al 


fiscal  y  oir.  su  dictamen  ;  pero  la  sentencia  causa  ejecutoria , 
si  es  conforme  de  toda  conformidad  con  la  apelada,  y  es 
suplicable  sin  escepcion  en  el  caso  contrario.  Contra  la  de- 
negación injusta  de  apelación  ó  súplica  precede  igualmente 
el  mismo  recurso  que  en  los  negocios  civiles  ;  arts.  G8,  93, 
96,120,  121,132yl55,  ley  de  lldcmayo  de  1857,yarí.  it, 
ley  de  18  rfe  marzo  de  1840. 

Según  se  dice  en  el  artículo  Libertad  de  imprenta ,  el 
sistema  actual  de  gobierno  de  la  república  de  Méjico  y  otras 
de  América,  como  el  actual  de  España,  ha  dado  origen  al 
nuevo  delito  llamado  abuso  de  la  libertad  de  imprenta,  de 
cuya  parte  penal ,  como  también  de  las  personas  que  pueden 
acusar  y  ser  acusadas  se  hablará  en  el  citado  articulo;  aquí 
corresponde  esponer  cómo  debe  conocerse  de  tal  delito. 
La  autoridad  á  que  debe  presentarse  la  denuncia  ,  es  el  jefe 
ó  cabeza  de  la  municipalidad  de  la  capital  del  departamento , 
distrito  ó  partido,  ó  de  la  municipalidad  en  donde  aparece 
impreso  el  escrito,  siempre  que  haya  en  ella  cincuenta  jura- 
dos por  lo  menos,  y  dicho  jefe  debe  devolver  el  sobre  con 
la  nota  de  la  hora  en  que  la  ha  recibido.  Cuarenta  y  ocho 
horas  á  lo  mas  después  de  la  recepción  debe  reunir  el  pre- 
sidente el  jurado  de  acusación  ,  el  cual  se  compone  de  los 
quince  individuos  que  siguen  á  los  últimos  que  hayan  des- 
empeñado este  cargo ,  por  el  orden  alfabético  de  la  lista. 
Esta  debe  ser  rectificada  anualmente  por  las  municipalidades 
de  los  lugares,  en  donde  haya  imprenta,  y  comprender 
todos  los  ciudadanos  en  ejercicio  de  sus  derechos,  que  sepan 
leer  y  escribir,  y  tengan  un  capital  de  cuatro  mil  pesos  para 
arriba,  ó  una  industria  que  les  produzca  mil,  en  el  distrito; 
mas  de  seiscientos  eh  un  partido ,  y  cuatrocientos  en  las 
municipalidades  ;  á  escepcion  de  los  que  á  estas  circuns- 
tancias reúnan  la  de  ser  eclesiásticos  con  ejercicio  de  juris- 
dicción ,  individuos  del  ejército  ó  armada  nacional  en  activo 
servicio  ,  milicianos  activos  sobre  las  armas  ,  empleados 
públicos  en  ejercicio  ,  ó  ancianos  de  70  años  cumplidos.  El 
jefe  del  cuerpo  municipal  debe  citar  á  los  quince  á  quienes- 
corresponda  el  turno,  la  víspera  del  dia  señalado  para  la 
reunion  ,  sin  revelar  el  escrito  denunciado;  y  á  este  oficio 
deben  dar  contestación  ellos  ó  sus  familias.  Si  proponen  al- 
guna escusa,  el  presidente  no  puede,  admitir  mas  que  la 
justificación  de  enfermedad  que  no  les  permita  salir  de  casa, 
la  ausencia  del  lugar  del  juicio ,  ó  el  haber  tomado  vecindad 
en  diverso  departamento  ;  y  el  que  fuera  de  estos  casos  deje 
de  concurrir  á  ocupar  su  puesto  ,  debe  ser  castigado  con 
una  multa  de  S  á  bO  pesos  por  la  primera  vez ,  de  10  á  100 
por  la  segunda ,  y  de  23  á  bOO  por  la  tercera.  Suplidas  estas 
faltas  ,  si  las  hay,  con  los  siguientes  en  el  orden  alfabético  , 
y  reunidos  los  quince  necesarios ,  el  presidente  les  recibe 
el  juramento  de  desempeñar  fielmente  el  encargo  que  se  les 
ha  confiado,  decidiendo  con  imparcialidad  y  justicia  ,  si  en 
vista  del  impreso  y  denuncia  que  se  les  va  á  presentar,  es 
ó  no  fundada  esta.  Retirándose  en  seguida ,  y  quedando 
solos  los  jurados,  nombran  de  entre  ellos  un  presidente  y 
un  secretario,  examinan  en  conferencia  particular  el  im- 
preso y  la  denuncia ,  y  dan  su  voto,  debiendo  haber  dos 
terceras  partes  conformes,  para  que  se  pueda  declarar  que 
la  denuncia  es  fundada  ;  y  según  el  resultado  de  la  votación, 
cstiende  el  secretario  la  declaración  que  corresponde,  al  pié 
de  la  denuncia  original  y  en  el  libro  quo  se  lleva  al  efecto  , 
la  cual  firman  todos  los  jurados.  Su  presidente  pone  entram- 
bas cosas  en  el  acto  en  manos  del  que  los  ha  reunido  ,  y  si 
la  declaración  es  que  la  acusación  no  es  [andada  ,  devuelve 
este  la  denuncia  á  su  autor,  cesando  desde  luego  todo  ulte- 
rior procedimiento. 

Si  el  jurado  declara  por  su  fallo  que  la  acusación  es  fun- 
dada, el  presidente  de  la  municipalidad  remile  el  espediente, 
citadas  las  parles,  al  juez  de  primera  instancia  .^!i__ horas 
después  de  celebrado  el  juicio  ,  so  pena  de  cincuenta  pesos 
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de  multa  ;  y  bajo  la  misma  pena  ha  de  enviarle  dentro  de 
tercero  dia  la  lista  de  los  23  jurados,  que  sigan  en  el  orden 
alfabético  á  los  últimos  que  hayan  servido  y  se  hallen  pre- 
sentes-en  el  pueblo.  El  juez  de  primera  instancia  ha  de  tomar 
al  punto  las  providencias  necesarias,   para  suspender  la 
venta  de  los  ejemplares  del  impreso  que  existan  en  poder 
del  vendedor,  sin  que  en  este  número  se  entiendan  com- 
prendidos los  que  se  hallen  ya  en  las  oficinas  ó  balijas  del 
correo  ;  incurriendo  en  la  multa  del  valor  de  500  de  dichos 
ejemplares  el  que  falte  á  la  verdad  en  la  razón  que  dé  de  los 
existentes  en  su  poder,  ó  venda  después  alguno;  quedando 
espedito  á  los  interesados  el  derecho  de  reclamar  de  la  per- 
sona responsable  el  resarcimiento  del  importe  de  los  ejem- 
plares embargados.  El  mismo  juez  debe  proceder  igualmente 
á  la  averiguación  de  la  persona  sobre  que  debe  recaer  la 
responsabilidad  ,  según  lo  que  se  dirá  en  el  articulo  Libertad 
de  imprenta;  averiguación  que  no  puede  hacerse  hasta  este 
acto ,  ni  por  el  juez ,  ni  por  ninguna  otra  autoridad ,  so  pena 
de  ser  considerada  y  castigada  como  un  atentado.  La  per- 
sona responsable  debe  ser  puesta  en  prisión  ,  si  la  declara- 
ción del  jurado  ha  recaído  sobre  una  denuncia  por  sub- 
versivo, sedicioso  ó  incitador  á  la  desobediencia  en  primer 
grado ,  sea  cual  fuere  la  profesión  ó  categoría  del  sugeto, 
porque  este  delito  produce  desafuero  ;  mas  si  el  abuso  im- 
putado es  cualquiera  de  los  otros,  ó  el  de  incitador  ala 
desobediencia  en  segundo  grado ,  no  debe  ponérsele  en 
custodia  ,  sino  en  el  caso  de  que  no  dé  fiador  de  cárcel  se- 
gura, de  estar  á  derecho  y  de  pagar  juzgado  y  sentenciado. 
Si  el  impreso  ha  sido  denunciado  como  calumnioso  por  algún 
empleado ,  el  juez  debe  fijar  un  plazo  dentro  del  cual  la 
persona  responsable  y  el  ofendido  han  de  comparecer  á  cele- 
brar juicio  de  conciliación  en  la  forma  ordinaria.  No  con- 
viniéndose los  interesados  en  este  caso  particular,  y  gene- 
ralmente en  todos  los  demás,  el  juez  debe  pasar  á  la  persona 
responsable  una  copia  certificada  de  la  denuncia,  y  otra 
de  la  lista  de  los  23  jurados;  la  primera,  para  que  pueda 
preparar  su  defensa,  y  la  segunda  para  que  use,  si  gusta, 
del  derecho  que  le  concede  la  ley  de  recusar  hasta  once, 
sin  necesidad  de  espresar  la  causa.  A  los  seis  dias  de  haber 
recibido  el  espediente  remitido  por  el  alcalde ,  deben  estar 
practicadas  todas  estas  diligencias  ,  y  ha  de  convocar  el  juez 
á  los  doce  primeros  en  el  orden  alfabético  que  no  hayan  sido 
recusados  ,  á  quienes,  reunidos  en  el  dia,  lugar  y  á  la  hora 
señalados,  les  recibe  el  juramento  de  haberse  bien  y  fiel- 
mente en  su  encargo,  calificando  el  impreso  denunciado 
con  imparcialidad  y  justicia  ,  según  su  leal  saber  y  entender, 
ateniéndose  á  las  notas  de  calificación  espresadas  en  la  ley. 
El  juicio  debe  celebrarse  á  puerta  abierta ,  y  en  él  pueden 
hablar  el  acusado  ú  otra  persona  en  su  nombre,  como  tam- 
bién el  denunciador  por  sí  ó  por  medio  de  un  tercero  ; 
pero  en  el  caso  de  que  haya  quien  sostenga  la  acusación  , 
debe  dejársele  siempre  al  acusado  la  facultad  de  contes- 
tarle. Terminado  este  acto  ,  hace  el  juez  una  recapitulación 
de  lo  que   arroja  de  sí   el  juicio  para  ilustración  de  los 
jurados,  los  cuales  se  retiran  luego  à  una  estancia  inme- 
diata. Solos  en  ella ,  nombran  un  presidente  y  un  secre- 
tario de  su  seno,  y  conferencian  sobre  el  punto  sometido 
á  su  juicio,  y  luego  que  cada  uno  ha  formado  el  suyo,  se 
procede  á  la  votación ,  y  se  estiende  por  el  secretario  y  se 
firma  por  todos  la  declaración  que  de  ella  resulta.  Para  que 
hoya  tal  declaración ,  es  necesario  que  en  la  votación  se 
cuenten  ocho  votos  conformes  en  la  especie  de  abuso , 
cuando  se  trata  de  condenar  ;  y  si  así  fuere ,  pero  no  hubiere 
en  el  grado  la  misma  conformidad  que  en  el  abuso  ,  se  en- 
tiende calificado  en  el  menor  de  los  votados.  La  calificación 
ademas  ha  de  hacerse  valiéndose  de  alguna  de  las  fórmulas 
que  ha  adoptado  la  ley,  sin  que  pueda  usarse  de  otra  bajo 
ningún  pretesto;  y  si  los  jueces  de  hecho  no  conceptúan 


aplicable  ninguna  de  ellas,  deben  declarar  absuelío  el  escrito. 
Terminado  de  este  modo  el  acto  de  la  calificación  ,  salen  á 
la  audiencia  pública  los  doce  jurados,  y  su  presidente  leo 
en  voz  alta  la  declaración,  pasándola  en  el  acto  á  manos  del 
juez  letrado.  Si  por  ella  se  declara  absuelío ,  ha  de  disponer 
este  desde  luego  que  se  ponga  en  libertad  (  ó  se  cancele  ]a 
fianza  según  el  caso)  á  la  persona  sujeta  al  juicio,  so  pena 
de  ser  castigado  como  reo  de  detención  arbitraria  por  cual- 
quiera otra  disposición  en  sentido  opuesto.  Si  la  declaración 
condena  el  impreso,  calificándolo  de  subversivo  ó  sedicioso 
en  cualquiera  de  los  tres  grados,  ó  de  incitador  á  la  des- 
obediencia en  el  primero  ,  el  juez  puede  suspender  la  apli- 
cación de  la  pena ,  si  estima  errónea  semejante  calificación; 
y  pasando  oficio  al  jefe  del  cuerpo  municipal,  para  que  le 
remita  nueva  lista  de  23  jurados ,  escluyendo  los  58  de  los 
dos  precedentes  ,  se  celebra  de  nuevo  el  juicio  de  califica- 
ción ,  guardando  los  mismos  trámites  que  dejamos  espuestos. 
Dada  la  nueva  declaración,  ú  oida  la  primera,  en  el  caso 
de  que  ó  no  proceda  el  uso  de  esta  facultad  ó  el  juez  no 
quiera  ejercerla,  pasa  este  á  declarar  por  su  parte  el  derecho 
ó  la  pena  que  la  ley  impone  ,  llevando  á  efecto  desde  luego 
la  sentencia,  á  no  ser  que  alguna  de  las  partes  interponga 
apelación  ,  según  veremos  luego.  De  ambas  declaraciones 
debe  pasar  el  mismo  copia  legalizada  al  denunciador,  y  otra 
al  reo,  si  la  pide  ,  como  igualmente  á  la  redacción  del  perió- 
dico oficial ,  para  que  la  inserte  en  sus  colunas. 

Los  honorarios  del  juez  de  primera  instancia  y  del  escri- 
bano, y  los  demás  gastos  del  proceso  deben  ser  abonados 
con  arreglo  á  arancel  por  la  persona  responsable  del  im- 
preso ,  en  el  caso  de  que  haya  sido  condenado  ;  y  si  ha  sido 
absuelto  ,  han  de  satisfacerse  unos  y  otros  del  fondo  que  se 
forma  de  las  multas  impuestas  con  arreglo  á  esta  legislación 
de  imprenta  ,  menos  si  ha  sido  denunciado  como  calumnioso 
por  algún  empleado,  pues  entonces  ha  de  abonarlos  el  de- 
nunciador. 

La  ley  da  cabida  á  una  segunda  instancia  en  los  casos  úni- 
cos y  especiales  de  que  en  la  sustanciacion  del  juicio  se  haya 
faltado  á  alguno  de  los  trámites  ó  formalidades  de  que  aca- 
bamos de  hablar,  ó  de  que  el  juez  no  haya  impuesto  al  reo 
la  pena  que  designa  la  ley  al  abuso  cometido  según  la  de- 
claración del  jurado.  Si  en  ellos  interpone  apelación  alguna 
de  las  partes  dentro  del  término  ordinario  de  cinco  dias, 
debe  admitirse  solo  en  el  efecto  devolutivo  en  el  primer  caso, 
y  en  ambos  en  el  segundo  ;  y  tanto  en  uno  como  en  otro  han 
de  remitirse  los  autos  al  tribunal  superior,  citadas  la  partes, 
para  que  oidas  en  vista,  se  reforme  la  declaración  de  dere- 
cho ,  si  en  su  error  se  funda  la  alzada  ,  ó  se  reponga  el  pro- 
ceso al  estado  en  que  se  cometió  la  nulidad  de  que  se  apela, 
exigiendo  en  este  supuesto  la  responsabilidad  al  juez  ó  au- 
toridad que  cometió  la  falta.  Cuando  este  tribunal  desestime 
la  apelación  como  infundada,  debe  ser  condenado  el  que  la 
interpuso,  en  todas  las  costas  del  segundo  juicio:  arts.  75,  76 
y  77,  decr.  de  Cortes  de  22  de  octubre  y  12  de  noviembre 
de  i  820,  mandado  guardar  por  decr.  de  9  de  octubre  fíe  1821 , 9 
ó  13 ,  y  18 ,  ley  de  13  de  diciembre  de  1821,  2  á  5,  7,  1 1  y  12, 
14  à  3b,  57  à  41,  y  44,  ley  de  14  de  octubre  de  1828,  y  §  4, 
art.  9,  y  art.  196,  Bases  de  organiz.  polit,  de  12  de  junio 
de  1843. 

**  En  la  república  de  Venezuela  es  requisito  indispensa- 
ble, para  que  pueda  procederse  al  arresto  ó  prisión  de  una 
persona  en  causas  criminales,  que  se  haya  instruido  pre- 
viamente una  información  sumaria ,  escepto  en  el  caso  do 
flagrante  delito ,  y  que  de  ella  resulte  la  perpetración ,  no  de 
cualquiera  delito  ,  sino  de  alguno  de  aquellos  precisamento 
á  los  cuales  impone  la  ley  pena  corporal;  apareciendo  ade- 
mas fundados  indicios  de  que  la  persona  que  se  manda 
prender,  es  la  autora  del  hecho.  En  tal  caso  ,  el  manda- 
miento de  prisión  debe  estenderse  por  escrito,  espresando 
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en  él  la  causa  y  firmándolo  el  juez  ;  y  de  él  debe  entregarse 
«na  copia  al  arrestado  al  tiempo  de  darle  cumplimiento.  — 
En  cuanto  al  embargo  de  bienes  de  que  habla  el  autor  en 
el  §  XXV,  el  juez  no  puede  decretarlo ,  mas  que  para  ase- 
gurar el  pago  del  impuesto  para  gastos  de  justicia  ,  y  en 
los  delitos  que  lleven  consigo  indemnización  pecuniaria ,  por 
la  cantidad  en  que  prudentemente  la  regule  :  arls.  198  ó 
200,  Conslit.  de  1830,  y  2  y  18,  ley  única  ,  lit.  13,Có(¿.  de 
proced.  jud.,  reformada  en  9  de  mayo  de  1842. 

Hé  aquí  el  método  que  la  legislación  de  Venezuela  ha  es- 
tablecido para  proceder  en  estos  juicios.  Acabamos  de  ver  el 
caso  en  que  debe  decretarse  y  el  modo  como  debe  procederse 
á  la  prisión  del  que  aparece  como  reo  ;  y  para  completar  esta 
materia,  solo  falta  añadir  que  tienen  jurisdicción  para  dictar 
esta  providencia  tanto  el  juez  de  paz  como  el  alcalde,  á  quie- 
nes encarga  la  ley  la  formación  del  sumario  juntamente 
con  el  juez  de  primera  instancia.  No  así  respecto  de  la  re- 
cepción de  sus  declaraciones  ,  las  cuales  no  puede  tomar  el 
juez  de  paz,  sino  que  debe  remitir  el  sumario  al  alcalde  en 
llegando  á  este  punto  ,  enviándole  igualmente  el  reo,  si  ya 
le  tiene,  y  si  no,  luego  que  le  aprehenda;  pero  el  alcalde 
puede  recibir  la  primera  declaración ,  debiendo  luego  remi- 
tir igualmente  el  sumario  y  el  preso  al  juez  de  primera  ins- 
tancia del  circuito.  Estos  dos  pues  ,  el  juez  de  primera  ins- 
tancia y  el  alcalde,  luego  que  se  haya  verificado  la  prisión 
del  tratado  como  reo,  deben  tomarle  acto  continuo,  si  es 
posible,  y  si  no  dentro  de  tres  dias  á  lo  sumo  ,  su  declara- 
ción con  cargos ,  sin  exigirle  juramento.  Si  en  tal  estado 
aparece  ya  la  inocencia  del  arrestado  ó  preso  ,  ó  que  la  pena 
á  que  se  ha  hecho  acreedor,  no  pasa  de  un  apercibimiento, 
de  una  multa  hasta  cien  pesos,  ó  de  un  arresto  hasta  quince 
dias,  el  juez  sobresee  desde  luego,  imponiendo  en  este  últi- 
mo caso  el  casligo  que  juzgue  adecuado  dentro  de  dicho 
círculo,  y  en  el  primero  poniendo  inmediatamente  en  liber- 
tad al  procesado  sin  costas  de  ningún  género,  y  declarando 
que  no  debe  causar  ningún  perjuicio  á  su  reputación  este 
procedimiento.  Si  no  ,  al  terminar  el  acto  de  la  declaración, 
previene  dicho  juez  al  acusado  que  nombre  un  defensor  ,  y 
recibe  in  conlinenli  la  causa  á  prueba  por  el  menor  término 
posible.  Este  nombramiento  de  defensor  debe  hacerlo  todo 
procesado  ,  aunque  sea  menor  de  21  años ,  porque  estos  no 
son  representados  por  un  curador,  sino  por  dicho  defensor 
en  estos  juicios  ;  y  en  caso  de  resistencia ,  tanto  en  este  su- 
puesto como  en  el  de  que  se  escuse  legítimamente  el  nom- 
brado, el  juez  lo  nombra  de  oficio.  También  nombra  el  juez, 
en  este  mismo  acto  de  terminar  la  declaración  ,  un  fiscal  ú 
su  arbitrio  en  las  causas  graves;  y  tanto  este  cargo,  como 
el  de  defensor,  debe  aceptarlo  todo  ciudadano  que  no  tenga 
ningún  impedimento  físico  ú  otro  justificado,  so  pena  de 
ser  compelido  á  ello  con  mullas  de  diez  hasta  cincuenta 
pesos;  y  antes  de  desempeñar  su  encargo  deben  jurar  uno 
y  otro  cumplir  fielmente  sus  deberes.  Llenados  estos  requi- 
sitos ,  se  notifica  al  defensor  y  al  fiscal ,  si  lo  hubiere,  el  auto 
en  que  se  manda  recibir  el  proceso  á  prueba ,  para  que 
dentro  del  término  que  en  él  se  señala ,  presente  cada  uno 
las  justificaciones  que  le  convengan.  Este  término  hemos 
dicho  que  debe  ser  el  menor  posible,  y  así  está  prevenido 
en  efecto  en  la  ley,  la  cual  señala  como  máximum  el  de 
treinta  dias.  En  él  deben  evacuárselas  citas  que  resulten  del 
sumario  y  parezcan  conducentes,  y  se  han  de  ratificar  los 
testigos,  con  cuyos  dichos  declaren  no  estar  conformes  el 
acusado  ó  el  acusador,  ó  el  fiscal  ó  el  defensor  del  acusado. 
Las  pruebas  que  intenten  suministrar  uno  y  otro,  deben  pre- 
sentarlas en  el  período  y  del  modo  que  están  prescritos  para 
el  juicio  civil  ordinario  :  por  tanto  en  la  primera  mitad  del 
plazo  señalado  se  han  de  presentar  la  lista  de  los  documen- 
tos, la  de  los  testigos  y  los  interrogatorios,  y  durante  él  y 
los  primeros  dias  do  la  segunda  mitad,  se  han  de  proponer 


las  tachas  personales ,  pvocediéndose  en  su  recepción  del 
modo  que  hemos  espuesto  al  tratar  de  esta  parte  de  dicho 
juicio.  Solo  hay  de  particular  en  el  presente ,  que  la  edad 
señalada  para  que  haga  fe  en  él  la  declaración  del  testigo, 
no  es  la  de  18  años,  sino  la  de  18  ;  bien  que  siempre  deba 
recibirse,  no  para  que  se  pueda  juzgar,  sino  para  que  sea 
mas  fácil  averiguar  el  hecho  durante  la  formación  del  su- 
mario. Y  conviene  también  tener  presente  ,  que  en  estas 
causas  no  pueden  ser  obligados  á  dar  su  testimonio  recí- 
procamente entre  sí  los  ascendientes  y  descendientes,  los 
cónyuges  ,  y  los  parientes  hasta  el  cuarto  grado  civil  de 
consanguinidad  y  segundo  de-  afinidad,  ambos  inclusive. 
En  cualquier  estado  de  la  causa  en  que  aparezca  que  no 
puede  imponerse  pena  corporal  al  preso  ,  debe  ponérsele 
en  libertad  bajo  fianza;  y  ya  hemos  visto  lo  que  debe  ha- 
cerse también ,  cuando  resulta  inocente,  ó  acreedor  tan  solo 
á  alguna  pena  lijera.  No  verificándose  ninguno  de  estos  dos 
últimos  supuestos  ,  el  juez  señala  dia  para  la  vista  después 
de  espirado  el  término  de  prueba  ,  y  en  él  se  lee  el  proce- 
so ,  se  oyen  los  informes  verbales ,  y  se  falla  del  modo  que 
dejamos  espuesto  al  hablar  del  juicio  civil  ordinario.  En 
cualquier  caso,  si  la  sentencia  es  absolutoria  ó  no  impone  al 
acusado  pena  corporal ,  causa  ejecutoria  y  se  lleva  á  efecto, 
á  menos  que  alguna  de  las  partes  apele  ó  pida  su  consulta, 
pues  entonces  debe  remitirse  el  proceso  original  por  el  pri- 
mer correo  á  la  Corte  superior  respectiva.  A  la  misma  debe 
remitirse  copia  del  fallo,  cuando,  por  no  imponerse  en  él 
pena  corporal  y  por  no  alzarse  ninguna  de  las  partes ,  causa 
ejecutoria,  á  fin  de  que  si  no  le  parece  arreglado  á  este 
tribunal ,  pueda  pedir  los  autos  durante  los  cuatro  meses 
siguientes,  y  hacer  efectiva  la  responsabilidad,  si  el  juez 
hubiese  incurrido  en  ella.  En  las  causas  sobre  delito  de 
conspiración  ,  está  determinado  de  un  modo  absoluto,  que 
siempre  debe  consultarse  la  sentencia  definitiva.  En  esta 
segunda  instancia  se  guardan  los  mismos  trámites  que  hay 
establecidos  para  los  negocios  civiles  ordinarios,  sin  mas 
diferencia  que  la  de  estar  obligadas  dichas  Cortes  superio- 
res á  dar  la  preferencia  en  el  despacho  á  ias  causas  crimi- 
nales; y  escepto  los  casos  en  que  el  castigo  que  en  ella  se 
imponga ,  sea  el  último  suplicio ,  ó  se  agrave  la  pena  im- 
puesta en  primera  instancia,  decretando  uno  corporal  ó 
infamante,  el  fallo  de  esta  segunda  instancia  causa  ejecu- 
toria ,  debiéndose  llevar  á  efecto  desde  luego  ,  sin  mas  re- 
curso que  el  de  queja  para  exigir  la  responsabilidad  á  los 
jueces.  En  los  casos. esceptuados,  ha  de  elevarse  de  oficio  en 
consulta  á  la  Corte  suprema  de  justicia  :  en  ella  se  sustancia 
y  determina  esta  tercera  instancia  del  mismo  modo  que  la 
segunda ,  y  su  fallo  causa  ejecutoria.  Escusado  es  advertir 
que  cuando  el  fallo  que  se  consulta ,  es  el  de  absolución 
completa  ó  corrección  lijera ,  antes  de  llegarla  causa  al  es- 
tado de  sentencia,  puede  la  Corte  superior  disponer  la  con- 
tinuación del  proceso.  Por  lo  demás,  tanto  en  los  puntos 
que  acabamos  de  indicar,  como  en  todos  los  incidentes  y 
dudas  que  ocurran  en  este  juicio,  deben  guardarse  las  reglas 
dictadas  para  la  suslanciacion  del  civil  ordinario,  como 
pauta  común  á  que  debe  ajustarse,  salvas  las  escepciones 
indicadas  :  arls.  197 ,  199  y  202 ,  Conslit.  de  %h  de  setiem- 
bre de  1850,  art.  1°.,  ley  única,  til.  5,  Cotí,  de proced.  jud. 
de  19  de  mayo  de  1856  ,  y  ley  única,  til.  15,  cit.  Cad.,  re* 
formada  en  9  de  mayo  de  ls'l2. 

El  modo  de  proceder  en  la  república  de  Venezuela  en  los 
delitos  del  abuso  de  la  libertad  de  imprenta  es  el  siguiente. 
La  denuncia  ante  todo  debe  presentarse  al  juez  de  primera 
instancia  del  lugar  en  donde  se  halle  la  imprenta  en  que  se 
publicó  el  papel,  ó  á  cualquiera  de  dichos  jueces  de  primera 
instancia ,  si  fueren  ma,s  de  uno,  ó  al  alcalde ,  donde  no  haya 
juez  de  primera  instancia  ;  y  si  el  escrito  estuviere  impreso 
en  pais  estranjero,  ó  sin  designación  de  imprenta,  ó  con  el 
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nombre  de  una  ficticia ,  debe  presentarse  al  del  Jugar  en 
donde  haya  imprenta  y  esté  mas  inmediato  á  aquel  en  que 
haya  circulado  el  escrito.  El  juez  en  su  vista  convoca  á  la 
mayor  brevedad  á  todos  los  comprendidos  en  la  lista  del 
jurado  que  le  habrá  trasmitido  el  Concejo  municipal  del 
canton  ,  como  está  obligado  á  hacerlo  à  mediados  de  enero 
de  cada  año;  lista  en  la  cual  se  hallan  los  nombres  de  las 
2Ï  personas  destinadas  á  ejercer  el  cargo  de  jueces  de 
hecho,  y  de  las  doce  que  deberán  ser  suplentes  donde  la 
población  permita  este  último  número;  todas  ellas  elegidas 
por  dicho  Concejo  en  los  primeros  quince  días  del  citado 
enero,  de  entre  las  que  reúnan  las  cualidades  necesarias 
para  ser  elector,  y  no  ejerzan  jurisdicción  civil  ni  eclesiástica, 
no  tengan  empleo  de  nombramiento  del  poder  ejecutivo  ,  y 
no  adolezcan  de  alguna  de  las  imposibilidades  físicas  ó  mo- 
rales que  basten  á  escusar,  á  juicio  del  mismo  Concejo. 
Reunidos  los  jurados  en  presencia  del  juez  y  de  su  secre- 
tario, se  sacan  por  orden  de  aquel  siete  cédulas  de  entre  las 
2ft  en  que  se  hallan  escritos  los  nombres  de  todos  los  pri- 
meros ,  cuyo  sorteo  y  nombres  de  los  que  salgan ,  se  hacen 
constar  por  medio  de  diligencia  firmada  por  el  juez  y  el  se- 
cretario; y  examinando  aquel  en  el  acto,  si  en  los  sorteados 
Concurre  alguno  de  los  impedimentos  peculiares  de  este 
juicio,  que  son,  complicidad,  enemistad  conocida  y  paren- 
tesco hasta  el  cuarto  grado  civil  de  consanguinidad  ó  segundo 
de  afinidad  con  el  acusador  ó  con  la  persona  responsable,  si 
se  supiere  quién  es  con  corteza  ;  reemplazará  á  los  que  re- 
sultaren impedidos  ,  sacando  otras  tantas  cédulas  cuantos 
fueren  estos,  con  las  mismas  formalidades  prevenidas  para 
el  primer  sorteo.  Retirándose  entonces  los  restantes,  el  juez 
recibe  á  los  siete  idóneos  el  juramento  de  haberse  bien  y 
fielmente  en  el  encargo  que  se  les  confia;  y  pasando  estos 
luego  à  una  pieza  inmediata  ,  en  donde  deberán  hallarse 
solos,  examinan  la  acusación  y  el  impreso  :  contrayéndose 
á  la  primera,  examinan,  conferencian  y  forman  su  juicio 
acerca  de  si  en  el  impreso  se  han  cometido  lodos  ó  alguno 
de  los  abusos  que  dicha  acusación  le  imputa;  y  á  pluralidad 
absoluta  de  votes  fallan  si  ha  ó  no  lugar  á  la  formación  de 
causa,  debiendo  servirse  precisamente  de  esta  fórmula  en 
cualquiera  de  los  dos  sentidos.  Hecha  esta  declaración  ,  la 
estienden  en  el  acto  en  el  espediente ,  firmándola  los  siete 
jurados;  y  saliendo  luego  á  la  audiencia  pública,  el  primero 
en  el  orden  del  sorteo,  que  hace  en  estos  actos  de  presi- 
dente ,  la  presenta  al  juez,  el  cual  la  publica  en  el  acto. 

Si  la  declaración  es  no  ha  lugar  á  la  formación  de  causa, 
queda  cerrada  la  puerta  desde  luego  á  todo  ulterior  proce- 
dimiento ;  pero  si  es  afirmativa,  como  que  este  delito  produce 
desafuero  ,  el  mismo  juez  procede  desde  luego  á  tomar  las 
providencias  siguientes.  Ante  -todo  acuerda  las  necesarias 
para  suspender  la  venta  ó  distribución  del  impreso,  y  en 
seguida  las  que  sean  conducentes  para  averiguar  la  persona 
á  quien  la  ley  declara  responsable.  Al  dar  el  último  paso  , 
pueden  acaecer  estos  incidentes:  Io.  Que  el  acusador  afirme 
que  la  persona  que  ha  firmado  el  original ,  no  podía  ser 
responsable  al  tiempo  de  la  impresión  ni  lo  es  entonces,  y 
el  impresor  sostenga  lo  contrario  :  2o.  Que  el  impresor  nie- 
gue haber  impreso  la  obra  que  ha  circulado  con  el  nombre 
ó  sin  el  nombre  de  su  oficina,  sosteniendo  el  acusador  lo 
contrario  :  5°.  Que  la  persona  que  aparece  firmada  en  el 
original,  niegue  ser  suya  aquella  firma  ,  y  el  acusador  man- 
tenga que  es  legítima  :  h°.  Que  la  acusación  se  reduzca  á 
haber  vendido  ,  circulado  ó  hecho  distribuir  un  impreso  sin 
nombre  de  impresor,  ó  que  se  dice  procedente  del  eslranT 
jero.  En  cualquiera  de  estos  casos  ,  como  que  la  certeza  de 
la  persona  contra  quien  ha  de  proceder  el  juez,  pende  de 
la  resolución  previa  de  este  incidente,  el  juez  lo  recibe  á 
prueba  por  el  término  de  ocho  dias,  á  mas  del  que  corres- 
ponda á  la  distancia,  si  la  hubiere,  y  espirado  el  plazo, 


procede  á  la  formación  del  jurado  del  modo  que  diromos 
después,  para  someterlo  á  su  fallo.  Luego  que  por  haber  esto 
recaído  ya  en  alguno  de  los  supuestos  precedentes,  ó  por  no 
haber  ocurrido  ninguno  de  ellos,  se  sepa  quién  ó  quiénes 
son  los  responsables,  si  el  impreso  ha  sido  acusado  de  sedi- 
cioso,  el  juez  procede  á  ejecutar  la  prisión  ;  pero  si  es  como 
reo  de  cualquiera  de  los  otros  abusos,  debe  limitarse  á  exigir 
fianza  suficiente  de  estar  á  las  resultas  del  juicio,  pudiendo, 
si  no  se  diere,  decretar  y  llevar  á  efecto  la  prisión.  Cumplidas 
estas  diligencias,  manda  pasar  á  la  persona  responsable  una 
copia  certificada  de  la  acusación,  á  fin  de  que  pueda  pre- 
parar su  defensa  de  palabra  ó  por  escrito;  para  lo  cual  so 
le  han  de  conceder  tres  dias  á  lo  sumo ,  si  se  halla  en  el  lugar 
de!  juicio:  si  no  estuviere  en  él,  ese  mismo  término,  y  ademas 

.  el  que  corresponda  á  la  distancia;  y  si  se  hubiere  de  fallar 
alguno  de  los  incidentes  mencionados  que  requieren  prue- 
bas, treinta  dias,  sin  contar  en  ellos  los  que  requiera  la  dis- 
tancia. Practicadas  estas  diligencias  y  trascurrido  dicho 
término,  el  juez  vuelve  á  convocar  á  todos  los  jurados  de  la 
lista  ,  menos  los  que  declaró  impedidos  en  el  sorteo  para  el 
primer  juicio  ,  y  ios  que  entendieron  en  él  como  idóneos , 
escepto  el  caso  en  que  se  haya  de  fallar  alguno  de  los  inci- 
dentes especificados  ,  en  el  cual  no  se  escluye  de  la  con- 
vocación á  los  que  entendieron  en  dicho  primer  juicio  ;  y 
reunidos  en  el  lugar  público  en  que  debe  celebrarse  este 

,  segundo,  manda  sacar  siete  cédulas  con  las  mismas  forma- 
lidades, y  estendiendo  la  propia  diligencia  que  hemos  dicho 
al  hablar  del  primero.  Así  como  en  el  caso  de  que  haya  de 
fallarse  uno  de'los  incidentes  especificados,  no  es  óbice  para 
entender  en  su  resolución  la  circunstancia  de  haber  formado 
parte  del  primer  jurado  que  entendió  en  si  había  ó  no  lugar 
á  la  formación  de  causa  ;  del  mismo  modo ,  el  hecho  de 
haber  fallado  sobre  cualquiera  de  los  incidentes  citados,  no 
es  obstáculo  para  ser  llamado  á  entrar  en  suerte  para  la 
formación  del  último  jurado.  Si  en  este  acto  no  llegare  á 
doce  el  número  de  los  jurados  espeditos  que  se  hallen  pre- 
sentes, convoca  el  juez  á  los  suplentes  ,  insacula  sus  nom- 
bres en  union  con  los  de  los  principales,  y  verifica  el  sorteo 
del  modo  y  con  las  formalidades  que  hemos  dicho  debían 
guardarse  en  el  primero.  Determinados  por  fin  los  sieto 
miembros  hábiles  que  deben  componer  el  jurado  ,  la  per- 
sona responsable  del  impreso  denunciado  puede  recusar 
hasta  tres  de  ellos  en  el  acto  ,  sin  necesidad  de  espresar  la 
causa;  en  cuyo  caso  el  juez  sortea  un  número  igual  al  de 
los  recusados,  ó  sí  hubiere  alguno  impedido,  todos  los  que 
fueren  necesarios  ,  hasta  completar  el  de  siete  jurados  há- 
biles ,  y  estos  son  ya  irrecusables.  Si  en  virtud  de  estas 
operaciones,  por  no  haber  suplentes  ,  ó  por  cualquier  otro 
motivo ,  resulta  incompleto  el  número  de  jurados  que  han 
de  constituir  el  tribunal ,  los  que  hayan  salido  por  suerte 
y  sean  hábiles,  deben  elegir  entre  las  personas  que  tengan 
las  cualidades  necesarias  para  serlo  y  se  hallen  en  el  lugar, 
un  número  triple  al  de  los  jurados  que  falten  para  completar 
el  de  siete;  y  llamados  estos  inmediatamente  á  la  presencia 
del  juez,  se  verifica  entre  ellos  el  sorteo.  Constituido  por  fin 
el  jurado ,  el  juez  recibe  á  sus  miembros  el  juramento  de 
portarse  bien  y  fielmente  ,  arreglándose  á  las  notas  de  cali- 
ficación que  la  ley  espresa.  El  juicio  se  celebra  á  puerta 
abierta,  y  en  él  pueden  sostener  la  acusación  el  fiscal,  el 
procurador  municipal,  ó  el  acusador,  si  lo  hubiere,  por  sí  ó 
por  otro  que  lo  represente  ,  y  hacer  su  defensa  el  acusado 
ó  sus  patronos;  debiendo  este  último  tener  siempre  la  facul- 
tad de  contestar  después  de  haber  hablado  el  que  mantenga 
la  denuncia.  El  juez  hace  en  seguida  una  recapitulación  de 
todo  lo  que  resulte  del  juicio,  añadiendo  su  informe  sobre  el 
derecho,  para  ilustración  de  los  jurados.  Estos  se  retiran 
luego á  una  estancia  inmediata,  en  donde  conferencian  entre 
sí,  estándoles  prohibida  toda  comunicación  con  otra  per- 
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sona ,  á  ménos  que.  el  juez  dé  previo  permiso  para  este 
efecto;  y  acto  continuo  fallan  sobre  el  incidente,  si  es  esto 
lo  que  se  ha  somelido  á  su  juicio,  y  si  no  ,  califican  el  im- 
preso. En  este  último  caso  no  pueden  usar  bajo  ningún 
pretesto  de  otra  calificación  que  las  que  la  ley  previene  tes- 
tualtnenle,  y  se  refieren  en  el  articulo  Libertad  de  imprenta; 
debiendo  valerse  de  la  fórmula  absuello,  cuando  no  juzguen 
aplicable  ala  obra  ninguna  de  dichas  calificaciones.  Tampoco 
puede  declarar  el  jurado  reo  de  un  abuso  de  que  el  impreso 
no  haya  sido  directa  y  claramente  acusado;  y  para  la  con- 
denación, como  para  la  determinación  del  grado  de  califi- 
cación ,  y  para  la  absolución ,  se  requiere  la  unanimidad  de 
votos.  Dado  el  fallo  con  arreglo  à  estos  principios  ,  se  es- 
tiende por  escrito,  firmando  al  pié  todos  los  jurados;  y 
saliendo  luego  ala  audiencia  pública,  el  primer  nombrado, 
que,  como  hemos  dicho  antes  ,  hace  en  estos  casos  de  presi- 
dente, pone  la  declaración  en  manos  del  juez,  el  cual  la 
publica  en  el  acto. 

Si  esta  recayere  sobre  alguno  de  los  incidentes  de  que  he- 
mos hablado,  ademas  de  la  diversidad  en  los  términos 
(que  es  lo  único  que  la  diferenciado  la  que  resuélvelo 
principal),  el  que  pierda  el  artículo,  debe  pagar  sus  costas  y 
cincuenta  pesos  de  multa,  escepto  el  funcionario  público  que 
hubiere  acusado  en  cumplimiento  de  sus  deberes  ;  y  luego 
se  procede  á  praclicar  las  diligencias  suspendidas ,  llevando 
adelante  el  juicio  hasta  formar  de  nuevo  el  jurado-,  que  fa- 
lla por  fin  sobre  el  fondo  del  escrito.  Si  lo  que  se  ha  resuelto 
es  esto  último  ,  es  decir,  si  en  el  impreso  se  ha  cometido  ó 
no  el  abuso  de  que  se  le  acusa  ,  el  procedimiento  es  muy 
diverso,  si  la  declaración  es  afirmativa  ó  negativa.  Cuando 
por  no  juzgarlo  reo  del  abuso  ,  absuelve  el  jurado  ,  debe 
mandar  el  juez  en  el  mismo  acto  que  se  ponga  en  libertad 
ó  cancele  la  fianza  á  la  persona  responsable ,  reputándose 
lodo  acto  contrario  á  esta  determinación  ,  como  crimen  de 
detención  ó  procedimiento  arbitrario;  mas  si  califica  el  im- 
preso de  alguna  de  las  maneras  que  la  ley  determina  ,  de- 
clara el  juez  el  derecho  ,  esto  es,  la  pena  que  corresponde,  y 
manda  llevar  á  efecto  la  sentencia.  El  juicio  se  tiene  por 
fenecido  en  ambos  supuestos,  y  la  sentencia  debe  cumplirse, 
salvo  el  caso  de  apelación,  de  que  hablaremos  luego;  de- 
biendo remitir  el  juez  testimonio  de  la  calificación  y  de  su 
declaración  de  derecho  á  la  redacción  de  la  Gaceta  del  Go- 
bierno ,  para  que  inserte  ambas  cosas  en  sus  colunas ,  bien 
se  trate  del  fallo  sobre  lo  principal ,  ó  del  que  hubiere  re- 
caído sobre  algún  incidente.  La  calificación  del  jurado  lleva 
consigoda  condenación  de  la  persona  responsable  al  pago 
de  las  costas  del  juicio;  y  si  la  acusación  hubiere  sido  como 
libelo  injurioso  ,  la  absolución  supone  también  la  condena 
del  denunciador  al  pago  de  las  mismas  costas. 

La  ley  ha  querido  conceder  también  segunda  instancia 
en  estos  juicios,  pero  solo  respecto  de  la  declaración  de  de- 
recho ,  es  decir,  solo  contra  el  fallo  del  juez,  cuando  en  él 
no  hubiere  aplicado  la  pena  que  marca  la  ley  para  la  cali- 
ficación y  grado  que  encierra  la  sentencia  del  jurado.  En 
esle  caso,  la  parle  que  se  juzgue  agraviada,  puede  interpo- 
ner apelación  dentro  de  tercero  dia  para  ante  la  Corte  su- 
perior de  justicia  respectiva  ,  la  cual  no  puede  dejar  de  ad- 
mitir  el  juez  en  ambos  efectos  ;  y  el  tribunal  superior  revoca 
y  hace  de  nuevo  la  declaración  de  derecho,  si  reconoce  fun- 
damento en  la  alzada  ;  pero  no  puede  nunca  reformar  la  de- 
cisión del  jurado.  También  concede  este  remedio  de  la  ape- 
lación ,  aunque  en  realidad  debiera  llamarse  recurso  de 
nulidad  en  este  caso  ,  cuando  la  queja  proviene  de  no  ha- 
berse guardado  los  trámites  y  formalidades  que  la  ley  pres- 
cribe para  esle  juicio;  mas  en  este  supuesto  la  apelación  no 
puede  admilirsï  mas  que  en  el  efecto  devolutivo,  y  el  fallo  de 
la  Corte  superior  debe  limitarse  á  mandar  reponer  el  pro- 
ceso desde  el  punto  en  que  so  haya  cometido  la  nulidad  , 


siempre  que  esta  sea  tal  que  pueda  haber  influido  en  el  fa- 
llo del  jurado,  exigiendo  en  todo  caso  la  responsabilidad  al 
que  hubiere  cometido  la  falta.  El  apelante  debe  ser  conde- 
nado en  las  costas,  y  en  la  multa  ademas  de  25  pesos,  siem- 
pre que  se  desestime  su  alzada  ;  arls.  2  y  5 ,  ley  i ,  y  leyes  h 
y  S  de  la  de  27  de  abril  de  1859. 

***  Con  respecto  á  la  república  de  Ciiile  es  de  notar  ante 
todo  que  en  ella  se  ha  aplicado  también  el  juicio  verbal  á  los 
delitos,  y  que  todo  lo  que  se  espresa  en  este  artículo  debe  en- 
tenderse solo  de  los  delitos  que  allí  se  repulan  como  graves, 
únicos  de  los  cuales  se  permite  conoceren  juicio  escrito.  Con- 
viene pues  saber,  que  la  legislación  chilena  considera  como 
leves ,  y  manda  procesar  verbalmente  los  delitos  siguientes  : 
Io.  Los  robos  y  otros  delitos  de  la  plebe,  que  solo  merezcan  la 
pena  de  cincuenta  azotes  ó  presidio  urbano  :  2o.  Las  injurias 
de  palabras  livianas  entre  personas  cuya  condición  y  clase 
en  la  sociedad  sean  iguales  ,  ó  no  muy  superiores  á  las  del 
ofensor  las  del  ofendido;  escepto  el  caso  en  que  este  agra- 
viado sea  un  magistrado,  á  quien  se  haya  hecho  la  injuria 
en  público  ó  en  el  acto  de  estar  ejerciendo  su  ministerio,  ó 
bien  un  ascendiente  ,  amo  ó  maestro  que  la  haya  recibido 
del  descendiente,  criado  ó  discípulo  :  5o.  Las  injurias  de 
obra  en  el  mismo  caso  y  con  las  propias  escepciones ,  siem- 
pre que  no  hayan  mediado  armas  ,  ni  resultado  efusión  de 
sangre,  contusion  ó  daño  grave  :  U°.  Los  fraudes,  engaños 
y  hurtos  simples  ,  aunque  sean  de  ganado  de  cualquier  es- 
pecie, cuyo  importe  no  esceda  de  quince  pesos,  sin  incluir 
la  suma  debida  por  costas  y  reparación  de  perjuicios  ;  pero 
el  hurto  ha  de  ser  simple,  porque  si  interviniere  en  é!  fuer- 
za, foradamiento,  efraccion  ,  uso  de  llaves  falsas,  ó  escala- 
miento (no  entendiéndose  por  tal  el  romper  ó  saltar  cercas 
vivas  ó  muertas),  ó  se  hubiere  hecho  en  iglesia ,  cementerio, 
durante  un  incendio  ó  después  de  un  naufragio,  ó  el  objeto 
robado  fuere  cosa  sagrada  ,  ó  caudales  ó  especies  fiscales  ó 
municipales;  en  cualquiera  de  estos  casos  el  hurto  es  delito 
grave,  aunque  su  importe,  hecha  la  citada  deducción,  no 
llegue  á  los  quince  pesos  :  S°.  Toda  culpa  ó  delito  cuya  pena 
no  esceda  de  los  límites  siguientes  :  Primero  :  un  año  de  con- 
finamiento en  un  pueblo  ó  distrito  determinado,  con  tal  que 
no  sea  fuera  de  la  provincia  :  Segundo  :  un'  año  de  destierro 
del  mismo  lugar  :  Tercero  :  seis  meses  de  arresto,  impuesto 
como  castigo  :  Cuarto  :  seis  meses  de  corrección  en  alguna 
de  las  casas  destinadas  á  este  efecto  :  Quinto  :  mera  satis- 
facción :  Sexto  :  simple  apercibimiento  :  Séptimo  :  ciento 
cincuenta  pesos  de  multa  :  Octavo  :  cincuenta  azotes  en  el 
delito  de  hurlo  por  reincidencia  ó  con  escalamiento  de  cer- 
ca, y  en  los  de  embriaguez  habitual  y  ocupación  constante 
en  juegos  prohibidos.—  Luego  espondremos  los  jueces  com- 
petentes y  el  modo  de  conocer  de  estos  delitos  :  arls.  2, 
24  y  51  ,  Reglara,  de  adm.  de  jast.  de  2  de  junio  de  1824  , 
y  decr.  de  13  de  marzo  de  1857. 

En  la  república  (  §  §  XXIV  y  XXV  )  no  es  siempre 
necesario  que  preceda  la  investigación  sumaria  á  la  pri- 
sión del  delincuente,  si  no  que  por  temor  de  su  fuga  ó 
por  otro  motivo  justo,  puede  procederse  ante  todo  á  la  pri- 
sión ,  y  luego  después  habrá  de  instruirse  inmediatamente 
el  sumario;  arl.  7,  decr.  de  18  de  enero  de  1826.  Sin  em- 
bargo, á  csccpcion  del  caso  de  delito  in  fraganti ,  en  el  cual 
todos  indistintamente  pueden  arrestar  al  reo,  aunque  tan 
solo  para  el  efecto  de  conducirlo  ante  el  juez  competente, 
en  todos  los  demás  deben  concurrir  las  circunstancias  si- 
guientes :  Ia.  Que  se  espida  una  orden  autorizada  de  arres- 
to :  2a.  Que  esta  orden  proceda  de  autoridad  competente, 
la  cual  lo  es  solo  por  lo  común  la  judicial  :  5a.  Que  se  intimo 
y  entregue  una  copia  de  esta  orden  al  reo  en  el  acto  de  pren- 
derle. Cumplidos  estos  requisitos  ,  y  llegado  el  preso  á  la 
cárcel  pública  ,  el  encargado  de  ella  no  puede  recibirle,  si- 
no verificando  antes  que  concurren  las  dos  primeras  cir- 
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cunstancias,  ele  haberse  espedido  la  orden  y  provenir  esta 
de  autoridad  competente;  y  siendo  así  lia  de  copiarla  en  su 
registro.  Está  obligado  sin  embargo  á  recibir  á  los  que  le 
llevaren  en  clase  de  detenidos,  con  el  fin  de  presentarlos  al 
juez  competente  ;  pero  con  la  obligación  de  poner  el  caso  en 
noticia  de  este  dentro  de  2ft  horas.  Las  autoridades  políticas, 
que  en  circunstancias  determinadas  están  facultadas  para 
arrestar,  no  pueden  prescindir  nunca  de  la  obligación  de 
dar  aviso ,  y  poner  el  arrestado  á  disposición  del  juez  com- 
petente, dentro  de  las  ?i8  horas.  —  Asegurada  de  este  modo 
la  persona  en  el  primer  momento,  no  puede  formalizarse  la 
prisión,  decretándola  para  todo  el  liempo  que  dure  la  sus- 
tanciacion  del  proceso ,  como  tampoco  asegurar  las  resullas 
embargando  los  bienes,  sino  en  los  dos  casos  ,  de  que  no  se 
den  fianzas  de  cárcel  segura  y  de  pagar  juzgado  y  senten- 
ciado, ó  de  que  la  pena  merecida  por  el  hecho  sea  aflictiva 
ó  infamante  ,  en  el  cual  no  pueden  admitirse  estas  fianzas: 
arls.  lob  à  139,  y  l?l2,  Cdñstíl.  de  1855. 

La  legislación  de  la  república  también  admite ,  y  aun 
recomienda  ,  el  careo  (§  L  y  sig.)  en  el 'caso  que  cuando  se 
proceda  á  evacuar  las  citas  de  las  personas  que  los  testigos 
en  sus  deposiciones  ó  el  reo  en  sus  declaraciones  dijeron  que 
estaban  presentes,  examinadas  estas  personas  al  tenor  de 
la  cita,  dijeren  otra  cosa  de  lo  que  en  ella  se  espresa;  y  solo 
añade  de  particular,  que  el  resultado  de  esta  comparecencia 
ó  de  los  cargos  y  satisfacciones  que  hayan  mediado  entre  el 
reo  y  el  testigo,  se  eslienda  en  forma  de  declaración  :  art.  5, 
decr.  de  18  de  enero  de  1826. 

La  confesión  (§  LXVI  y  sig.  )  ha  de  tomarse  en  la  repú- 
blica á  las  ?i8  horas  de  verificada  la  prisión,  estando  el  preso 
incomunicado  hasta  este  acto;  y  no  puede  procederse  á 
ello ,  si  del  sumario  no  resulta  cuando  menos  una  prueba 
semiplena  ,  como  el  dicho  de  un  solo  testigo  de  vista  ó  de 
ciencia  cierta ,  ú  otros  indicios  equivalentes,  de  que  él  es 
quien  ha  cometido  el  delito.  Si  así  fuere  ,  la  legislación  chi- 
lena sienta  que  después  de  hechas  las  preguntas  generales , 
las  que  sigan ,  han  de  versar  por  su  orden,  primero  sobre 
los  hechos  anteriores  al  delito  que  indiquen  su  perpetración 
ola  complicidad  del  preso,  en  segundo  lugar  sobre  los  que 
resulten  del  proceso  como  coexistentes  con  el  crimen,  y  últi- 
mamente sobre  los  posteriores  que  confirmen  la  crimina- 
lidad del  procesado  ;  debiendo  fundarse  en  hechos  ciertos,  y. 
nunca  en  suposiciones,  los  cargos,  recargos  y  reconven- 
ciones que  se  le  hagan  en  vista  de  sus  descargos  :  art.  h, 
decr.  de  18  de  enero  de  1826. 

Después  de  la  confesión ,  debe  el  juez  en  la  república 
mandar  ratificar  sumariamente,  con  citación  del  reo,  todos  los 
testigos  del  sumario  para  que  practicada  de  oficio  esta  dili- 
gencia ,  no  pueda  la  parte  diferir  maliciosamente  el  término 
del  proceso,  pidiéndola  mas  adelante ,  y  obligando  tal  vez  á 
remitir  los  autos  al  juez  que  entendió  en  su  origen.  La  rati- 
ficación se  reduce  á  llamar  de  nuevo  á  los  testigos  que  de- 
pusieron eu  el  sumario,  citando  al  efecto  al  reo,  por  si 
quiere  presenciar  este  acto  ;  y  recibido  el  juramento  de  decir 
verdad  á  los  que  corresponda,  leerles  la  declaración  y  pre- 
guntarles ,  si  es  la  misma  que  dieron  en  el  sumario,  y  si 
tienen  algo  que  advertir  acerca  de  ella;  lodo  lo  cual,  con 
la  respuesta  del  testigo,  se  estiende  al  margen  de  su  citada 
declaración  ,  bajo  su  firma  ,  si  sabe  ponerla,  la  del  juez  y 
la  del  escribano  :  art.  6,  decr.  de  18  de  enero  de  1826. 

En  la  república  de  Chile  ha  de  dictarse  la  sentencia 
(§XC1H)  á  los  diez  dias  de  estar  conclusa  la  causa,  ó  de 
haberla  recibido  el  juez  en  este  estado  para  dar  el  fallo , 
cuando,  según  veremos  después ,  es  un  alcalde  quien  ha 
sustanciado  el  proceso;  pero  lejos  de  no  admitirse  apela- 
ción, y  de  poner  la  cláusula  Se  ejecute  en  las  que  imponen 
la  última  pena  ,  como  dice  Sala  ,  que  hemos  citado  al  hablar 
déla  república  de  Méjico,  no  pueden  por  el  contrario  lle- 


varse nunca  á  efecto,  aunque  ninguna  de  las  partes  inter- 
ponga apelación  ,  sin  que  haya  sido  elevado  el  proceso  en 
consulta  á  la  Corle  de  apelaciones ,  y  confirmado  el  fallo 
por  esta  en  la  nueva  instancia  :  arls.  29  y  50,  Iieglam.  de 
adm.  dejusl.  da  2  de  junio  de  1824. 

Conviene  notar  aquí  los  requisitos  que  ha  de  tener  esta 
sentencia ,  y  los  casos  en  que  procede  ó  no  la  segunda 
instancia.  En  las  sentencias  en  efecto,  en  que  se  condene 
á  destierro  ,  relegación  ú  otra  pena  que  haya  de  tener  lugar 
por  tiempo  determinado  ,  el  juez  ha  de  señalar  espresamente 
en  ella  desde  qué  dia  ha  de  comenzar  á  contarse  este  tiempo, 
designando  aquel  en  que  fué  puesto  el  reo  en  la  cárcel, 
cuando  mandare  tomar  en  cuenta  la  prisión  sufrida  ;  todo 
á  fin  de  que  por  medio  de  la  dicha  designación  en  estos 
casos  ,  en  vista  de  la  certificación  del  encargado  de  la  con- 
ducción ,  si  se  señala  como  principio  el  dia  de  la  partida  ,  ó 
de  igual  certificado  del  comandante  del  presidio  ,  si  el  dia 
de  la  llegada  al  lugar  de  su  destino  ,  se  evite  que  los  encar- 
gados del  cumplimiento  de  la  sentencia  puedan  acortar  ó 
diferir  el  tiempo  de  la  condena.  Y  por  lo  que  respecta  á  la 
fuerza  del  fallo  definitivo  dictado  en  cualquier  proceso , 
debe  tenerse  entendido,  que  siempre  procede  contra  él  ape- 
lación, y  apelación  en  ambos  efectos;  porque  tratándose 
de  penas,  son  muy  pocas  las  que  admiten  la  reparación  de 
que  ha  de  ser  susceptible  la  .sentencia  apelable  solo  en  el 
efecto  devolutivo.  Hay  algunas  sin  embargo,  que  ademas 
de  ser  apelables,  requieren  el  conocimiento  y  huevo  fallo 
del  superior,  aunque  no  se  alce  de  ellas  ninguna  de  las  partes, 
y  procede  siempre  la  segunda  instancia  ,  como  si  dijéramos 
de  oficio.  Estas  son  las  que  condenan  á  muerte,  perdimiento 
de  miembro  ,  destierro  por  mas  de  un  año  ,  y  presidio  por 
mas  de  1res;  y  no  solo  cuando  el  juez  impone  estas  penas 
en  la  sentencia,  sino  también  cuando  la  ley  las  señala, 
aunque  el  juez  por  circunstancias  particulares  deje  de  im- 
ponerlas. En  todas  las  demás,  según  hemos  dicho  ,  es  ne- 
cesario que  alguna  de  las  partes  haga  uso  del  derecho  de 
alzarse  de  la  sentencia  ,  para  que  tenga  cabida  la  segunda 
instancia;  y  como  que  una  de  estas  parles  es  el  ministerio 
fiscal  comunmente,  la  ley,  para  obligarle  á  recordar  y  á 
mostrarse  celoso  del  ejercicio  de  este  derecho, «dispone  que 
siempre  que  la  sentencia  no  sea  de  las  esceptuadas  que  de- 
ben consultarse,  debe  espresar  bajo  su  firma  ,  al  notificár- 
sela ,  símpela  ó  si  se  conforma  con  ella.  En  el  caso  de  que 
apele,  ó  se  alce  alguna  parte,  ó  proceda  la  consulta  de 
oficio,  el  juez  remite  los  autos  originales  á  la  Corte  de  ape- 
laciones, citadas  y  emplazadas  las  partes  ;  y  sustanciada 
esta  segunda  instancia  ,  bajo  los  principios  generales  de  que 
hemos  hablado  al  tratar  de  la  apelación  en  los  negocios  ci- 
viles ,  se  ejecuta  el  fallo  que  en  ella  recaiga ,  por  el  juez  que 
instruyó  el  proceso  en  la  primera,  remitiendo  la  certificación 
competente  de  haberlo  así  verificado  á  la  Corle  de  apelaciones. 

Hemos  dicho  que  en  la  república  de  Chile  se  hallan  divididos 
los  delitos  en  leves  y  graves,  para  que  se  conozca  y  falle  ver- 
balmente  sobre  los  primeros  :  después  de  haber  hablado  del 
modo  de  proceder  por  escrito  en  el  juicio  criminal ,  espondre- 
mos aquí  lo  concerniente  al  juicio  verbal  en  las  causas  crimi- 
nales. Las  auloridades  y  jueces  especiales  encargados  de  ha- 
cerlo en  primera  instancia,  son  los  inspectores,  subdelegados 
y  jueces  de  primera  instancia.  El  modo  de  proceder  es  el 
mismo  que  el  del  juicio  escrito ,  con  la  sola  diferencia-de  que 
todo  se  practica  sin  interrupción  ,  y  se  estiende  en  forma  de 
relación  ó  diligencia.  Del  fallo  de  esta  primera  instancia  de- 
ben dar  cuenta  siempre  al  Gobernador  del  departamento 
los  inspectores  y  subdelegados  ,  para  que  si  no  le  pareciere 
arreglado  á  la  ley,  pida  ó  mande  formar  el  proceso  verbal, 
y  lo  remita  á  la  Corte  de  apelaciones  (l);  y  las  partes  pueden 

(1)  El  conocimiento  de  las  causas  criminales  corresponde  en  el 
dia  interinamente  a  la  Corte  suprema. 
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apelar  para  ante  la  Corte  de  apelaciones  del  fallo  del  juez  de 
primera  instancia,  y  del  inspector  ó  subdelegado ,  para  ante 
el  subdelegado  respectivo  que  corresponda  al  inspector,  ó 
el  siguiente  en  orden,  si  es  del  subdelegado ,  reputándose 
por  inmediato  al  último  el  primero.  Cuando  se  apela  del  fallo 
de  un  juez  de  primera  instancia,  se  remite  el  proceso  verbal 
á  la  Corte  de  apelaciones  ,  y  esta  falla  solo  en  su  vista  ;  pero 
cuando  la  alzada  se  interpone  de  sentencia  dictada  por  cual- 
quiera de  los  otros  jueces  legos ,  entonces  el  subdelegado 
respectivo ,  asociado  de  dos  hombres  buenos ,  nombrados 
uno  por  cada  parte,  oidos  el  acusador  ó  ministerio  fiscal  y 
el  acusado ,  tomado  el  parecer  de  los  hombres  buenos  y  pre- 
vio el  dictamen  de  algún  letrado  ,  si  lo  juzga  conveniente , 
da  por  sí  verbalmente  la  última  sentencia.  La  del  inspector 
ó  subdelegado  en  primera  instancia ,  no  es  nunca  ejecutiva , 
hasta  después  de  trascurrido  el  término  de  la  apelación. 

No  será  inoportuno  añadir  por  conclusion,  que  en  los 
lugares  en  donde  no  hay  juez  de  primera  instancia  ,  el  al- 
calde ó  subdelegado  lo  son  competentes  para  instruir  el 
proceso  ,  prender  al  presunto  reo  y  practicar  todas  las  demás 
diligencias ,  hasta  dejar  conclusos  los  autos  para  definitiva  ; 
pero  en  llegando  á  este  estado ,  deben  remitirlos  al  juez  de 
letras  respectivo  ,  para  que  ,  no  como  asesor,  sino  en  virtud 
de  jurisdicción  propia,  dicjp  la  sentencia;  añadiendo  á  ella 
la  cláusula  de  que  se  ejecute ,  si  no  fuere  apelable,  ó  de 
que  por  el  contrario  se  admita  la  apelación  interpuesta  en 
tiempo  y  forma ,  si  así  fuere  procedente.  Los  jueces  de  letras 
pueden  avocarse  el  conocimiento  de  cualesquiera  de  las 
causas  que  se  sustancien  en  los  juzgados  de  primera  instancia 
de  la  provincia  de  su  jurisdicción. 

La  doctrina  espuesta  en  los  tres  apartes  antecedentes  está 
fundada  en  los  arts.  1 ,  2,  3 ,  24 ,  50 ,  31  ,  48  y  SO  ,  Reglam. 
deadm.  de  just.  de  2  de  junio  de  1824,  7,  decr.  de  13  de  agosto 
de  1824  ,  auto  de  6  de  abril  de  1832,  decr.  de  26  de  enero  de 
4836,  deers.  de  13  de  marzo,  Io.  de  agosto,  y  11  de  noviembre 
de  1837. 

Concluimos  este  artículo  esplicandó  el  modo  de  proceder 
en  los  delitos  del  abuso  de  la  libertad  de  imprenta  en  la  re- 
pública de  Chile.  Concurriendo  los  requisitos  que  se  espo- 
nen en  el  art.  Libertad  de  imprenta  ,  comenzamos  ahora  por 
sentar  que  la  denuncia  ó  acusación  debe  estenderse  por  es- 
crito, y  presentarse  al  juez  de  letras  ,  á  quien  está  enco- 
mendado el  conocimiento  de  las  eausas  criminales.  Este  oficia 
al  ayuntamiento  ó  corporación  municipal  antes  de  las  24 
horas  de  recibida  la  acusación  ó  denuncia ,  para  que  dentro 
de  las  24  siguientes  saque  por  suerte  nueve  jueces  de  hecho 
y  cuatro  suplentes,  pasándole  acto  continuo  la  lista  de  sus 
nombres  y  citándolos  ante  él  para  el  dia  inmediato.  La  mu- 
nicipalidad lo  verifica  así  en  efecto ,  sacando  los  trece  nom- 
bres de  entre  los  sesenta  que  elige  el  primero  de  diciembre 
de  cada  año  ,  para  que  ejerzan  este  cargo  en  el  siguiente; 
los  cuales  han  de  ser  ciudadanos  en  ejercicio  de  sus  dere- 
chos ,  mayores  de  2S  años  y  dueños  de  una  propiedad  real 
ó  industrial ,  á  escepcion  de  los  que  á  estas  circunstancias 
reúnan  el  carácter  de  eclesiásticos ,  abogados ,  procurado- 
res, escribanos  ó  empleados  á  sueldo  del  tesoro  público.  Los 
sorteados  y  citados  de  este  modo  por  la  corporación  muni- 
cipal, deben  concurrir  ante  el  juez  de  letras  en  el  dia  y  hora 
que  se  les  prefija ,  sin  mas  escusa  que  la  de  ausencia  ó  de 
enfermedad  comprobada  por  el  certificado  unánime  de  dos 
facultativos  ;  y  para  reemplazará  los  que  se  hallaren  en  este 
caso,  se  nombran  los  cuatro  suplentes,  autorizando  la  ley 
para  que  se  celebre  el  juicio  con  siete  jurados,  si  ni  aun  con 
estos  pudiere  formarse  el  de  nueve  que  es  necesario.  Reu- 
nidos por  fin  los  competentes,  el  juez  los  instruye  acerca  del 
modo  como  deben  desempeñar  el  cargo  que  se  les  ha  come- 
tido, les  exige  el  juramento  de  hacerlo  fielmente,  y  entre- 
gándoles luego  la  acusación  y  el  impreso ,  los  doja  ú  solas , 


cuidando  despues  de  que  nadie  los  interrumpa.  Los  jurados 
nombran  de  entre  ellos  un  presidente ,  y  conferencian  y  de- 
liberan, hasta  que  por  mayoría  absoluta  do  votos  acuerdan 
si  ha  ó  no  lugar  á  la  formación  de  causa  ;  fallo  que  han  de 
concebir  precisamente  en  estos  términos  de  ha  lugar  ó  no 
ha  lugar  á  la  formación  de  causa ,  escribiéndolo  á  continua- 
ción del  escrito  de  denuncia,  y  firmándolo  todos  ellos.  El 
presidente  entrega  la  determinación  al  juez ,  y  si  esta  es  quo 
no  ha  lugar  á  la  formación  de  causa  ,  decreta  este  á  conti- 
nuación no  ha  lugar,  manda  devolver  la  denuncia  al  acu- 
sador con  entrambas  declaraciones  ,  y  queda  terminado  el 
juicio. 

Si  la  declaración  del  jurado  es  que  ha  lugar  á  la  forma- 
ción de  causa  ,  luego  que  el  juez  la  recibe  de  mano  de  su 
presidente,  manda  comparecer  al  impresor,  se  la  notifica  y 
le  exige  el  nombre  de  la  persona  responsable  que  haya  fir- 
mado el  original.  Según  se  verá  en  el  artículo  Libertad  de 
imprenta ,  el  impresor  es  realmente  la  persona  contra  quien 
debe  dirigirse  el  juez  ;  pero  está  en  su  mano  el  descargarse 
de  esta  responsabilidad ,  declarando  el  nombre  del  autor  ó 
editor  del  impreso,  siempre  que  uno  y  otro  puedan  ser  habi- 
dos ;  lo  cual  puede  dar  margen  á  un  incidente  ó  artículo 
previo,  si  las  personas  aducidas  por  el  impresor  niegan  ser 
tales  autores  ó  editores.  En  este  caso  el  impresor  está  obli- 
gado á  probar  que  concurre  tal  carácter  en  la  persona  que 
presenta ,  y  durante  la  ventilación  de  este  punto  permanece 
como  en  suspenso  el  juicio.  Resuelta  esta  cuestión ,  ó  si  no 
la  hubiere  habido ,  averiguada  la  persona  sobre  la  cual  debe 
recaer  la  responsabilidad  con  arreglo  á  los  principios  es- 
puestos, el  juez  ordena  su  prisión  ,  déla  cual  puede  librarse 
dando  fianza  á  satisfacción  del  primero;  y  en  el  acto  le  en- 
trega copia  autorizada  de  la  acusación ,  y  una  lista  de  todos 
los  jueces  de  hecho.  De  esta  lista  puede  recusar  el  procesado 
hasta  quince ,  sin  necesidad  de  espresar  la  causa ,  lo  cual 
deberá  hacer  al  dia  siguiente  de  haber  sido  puesta  en  sus 
manos;  y  en  el  inmediato ,  es  decir,  á  las  48  horas  de  acor- 
dada la  prisión  ó  recibida  la  fianza ,  aun  cuando  el  acusado 
no  haya  hecho  uso  del  derecho  de  recusación ,  el  juez  avisa 
al  cuerpo  municipal ,  para  que  proceda  al  sorteo  de  trece 
jueces  de  hecho  y  ocho  suplentes,  acompañando  la  lista  de 
los  que  hubiere  recusado  la  parte,  si  ha  ejercido  esta  facul- 
tad ,  para  que  los  escluya  antes  de  verificar  el  sorteo.  Este 
debe  hacerlo  el  cuerpo  municipal  en  sesión  pública  á  las  24 
horas  de  recibido  el  aviso  del  juez,  eliminando  á  los  que 
entendieron  en  el  primer  juicio ,  ademas  de  los  que  la  parte 
haya  recusado  ;  y  de  los  que  así  salieren  nombrados ,  ha  de 
remitir  inmediatamente  una  lista  al  juez  ,  para  que  este  los 
mande  comparecer  al  dia  siguiente,  sin  admitir  mas  escusa 
que  la  ausencia  ó  enfermedad ,  de  que  hemos  hablado  al 
tratar  del  primer  juicio.  Reunidos  por  fin  los  trece  jurados 
necesarios  para  este  segundo,  comienza  su  celebración  en 
público,  la  cual  debe  continuar  sin  interrupción  hasta  su 
término.  El  juez  recibe  á  los  de  hecho  el  juramento  de  ha- 
berse fiel  y  legalmente  en  el  desempeño  de  su  cargo;  manda 
luego  al  escribano  que  lea  la  acusación  y  los  párrafos  del 
impreso  en  que  se  funda,  y  comienza  luego  el  informe  de  las 
partes.  Este  debe  ser  oral,  hecho  por  los  mismos  interesa- 
dos ó  por  otra  persona  ;  siendo  el  primero  el  acusador,  el 
cual  debe  concretarse  á  los  puntos  en  que  la  acusación  so 
funda ,  y  siguiendo  después  el  acusado ,  quien  puede  aducir 
las  pruebas  que  juzgue  oportunas  ,  si  el  caso  lo  requiere ,  y 
leer  otros  párrafos  del  mismo  impreso  que  sirvan  de  esplica- 
cion  á  los  que  han  dado  margen  á  la  denuncia.  El  juez  de 
derecho  y  cualquiera  de  los  de  hecho  pueden  luego  hacer  al 
acusado  las  preguntas  que  eslimen  conducentes  para  ilus- 
trar el  punto  ó  fijar  la  verdadera  inteligencia  que  debe  darse 
á  las  cláusulas  denunciadas  ;  acabado  lo  cual ,  hace  el  pri- 
mero un  breve  resumen  verbal  de  la  acusación  y  de  la  de* 
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fensâ ,  y  los  segundos  se  retiran  á  deliberar  en  distinta  pieza. 
Soios  en  ella ,  proceden  ante  todo  á  nombrar  de  entre  ellos 
un  presidente,  y  deliberan  luego  sin  interrupción  hasta 
acordar  sentencia.  Esta  ha  de  recaer  precisamente  sobre  el 
abuso  de  que  acuse  al  impreso  la  denuncia,  y  ha  de  ceñirse 
á  las  calificaciones  que  prescribe  la  ley,  añadiendo  el  grado 
en  que  se  juzga  abusivo;  de  manera  que  si  el  impreso  ha 
sido  denunciado  como  blasfemo  ,  la  sentencia  ha  de  estar 
concebida  en  los  términos  de  no  es  blasfemo  ó  es  blasfemo  , 
añadiendo  en  este  último  caso  que  lo  es  en  este  ó  el  otro  de 
los  tres  grados.  El  impreso  pues  denunciado  como  blasfemo, 
no  puede  ser  declarado  inmoral,  ni  está  en  el  arbitrio  de 
los  jueces  de  hecho  el  inventar  una  nueva  calificación  fuera 
de  las  que  la  ley  determina ,  como  la  de  fraudulento  por 
ejemplo.  La  sentencia  se  acuerda  por  mayoría  de  votos;  y 
obtenida  esta  ,  se  pone  por  escrito  ,  la  firman  todos  los  jura- 
dos ,  y  pasando  á  la  sesión  pública  ,  su  presidente  la  entre- 
ga al  juez  de  derecho.  Si  el  fallo  es  favorable,  este  escribe  y 
firma  a  continuación  el  decreto  de  absuello ;  el  cual  se  le 
notifica  en  el  acto  al  acusado  ,  y  queda  por  este  mismo  hecho 
libre  si  estaba  preso ,  ó  cancelada  la  fianza  si  la  dio  para  li- 
bertarse de  la  cárcel.  Si  la  sentencia  fuere  adversa,  el  juez 
de  derecho  escribe  y  firma  á  continuación  la  pena  que  cor- 
responde á  la  calificación  y  al  grado  ,  manda  que  se  le  noti- 
fique en  el  acto  al  reo  ,  y  que  se  lleve  desde  luego  á  debido 
cumplimiento.  Tanto  en  este  caso  como  en  el  precedente, 
bien  condene  ó  bien  absuelva,  la  sentencia  debe  publicarse 
en  todos  los  periódicos  ;  à  cuyo  efecto  el  juez  de  derecho 
debe  comunicarla  al  gobernador  local  para  que  así  lo  dis- 
ponga; y  según  acabamos  de  decir,  una  y  otra  se  llevan  á 
efecto  en  aquel  acto  ,  porque  la  ley  no  concede  el  remedio 
de  la  apelación  en  estos  juicios.  Todos  sus  actos  deben  estar 
autorizados  por  un  escribano,  y  sin  derecho  alguno,  cuan- 
do el  impreso  sea  denunciado  como  blasfemo ,  inmoral  ó  se- 
dicioso ;  y  el  mismo  debe  firmar  con  el  juez  todos  las  fallos, 
y  redactar  una  acta  general  que  custodiará  en  su  protocolo. 

Acabado  cada  uno  de  los  dos  en  que  está  dividido  este 
juicio  (es  decir,  el  de  acusación  para  determinar  si  ha  ó  no 
lugar  á  la  formación  de  causa  ¡y  el  de  calificación  para  juz~ 
gar  si  el  impreso  es  abusivo  ó  no  en  el  sentido  en  que  ha 
sido  denunciado  ) ,  los  jurados  examinan  si  las  escusas  de  los 
que  se  han  negado  á  concurrir,  son  la  ausencia  legítima  ó  la 
enfermedad  certificada  de  que  antes  hemos  hablado.  Si  las 
declaran  legales  y  bastantes  ,  no  ha  lugar  á  resolución  ulte- 
rior de  ninguna  especie  ;  pero  si  las  estiman  ilegítimas  ó 
insuficientes,  el  juez  de  derecho  los  declara  incursos  en  la 
multa  de  cien  pesos  que  impone  la  ley  à  cada  uno ,  y  pro- 
cede á  hacerla  efectiva  desde  luego ,  decretando  la  ejecu- 
ción y  embargo  de  bienes  equivalentes ,  si  no  la  abonan  en 
el  acto.  Para  adoptar  resolución  sobre  este  punto  ,  basta  la 
conformidad  de  la  mayoría ,  es  decir,  el  parecer  igual  de  la 
mitad  mas  uno  del  número  de  jurados  que  ha  de  entender 
en  su  respectivo  juicio:  ley  de  11  de  diciembre  de  1828, 
decrs.  de  14  de  junio  y  28  de  setiembre  de  1850,yc¿ecr. 
de  18  marzo  de  1841.] 

JUICIO  criminal  contra  reos  ausentes.  El  orden  de 
proceder  contra  los  que  resultando  de  las  diligencias  de  un 
sumario  autores  ó  cómplices  de  algún  delito,  se  han  sustraído 
maliciosamente  á  la  acción  de  la  justicia ,  ó  no  quieren  com- 
parecer en  el  juicio  á  que  son  llamados. 

I.  En  el  artículo  que  antecede  sobre  el  juicio  criminal  se 
ha  supuesto  la  presencia  del  acusador  y  del  acusado  y  la 
concurrencia  de  ambos  al  palenque  judicial ,  el  uno  atacando 
y  el  otro  parando  los  golpes  y  defendiéndose  :  pero  no  siem- 
pre comparece  el  reo,  no  siempre  se  le  coge  in  fraganli, 
no  siempre  se  logra  prenderle  cuando  se  le  busca  para  juz- 
garle ;  lo  mas  común  es  que  en  los  delitos  graves  se  sus- 
traiga con  la  ocultación  ó  la  fuga  de  la  acción  de  la  justicia , 


y  también  puede  suceder  que  con  anterioridad  al  tiempo  da 
su  persecución  se  haya  ausentado  por  otras  razones,  ó  que  se 
entable  tal  vez  una  acusación  maliciosa  ó  de  buena  fe  contra 
una  persona  que  se  halla  en  otro  país.  Cualquiera  que  sea 
el  caso,  j  habrá  de  reducirse  la  acción  de  la- justicia  á  pro- 
curar la  comparecencia  ó  la  captura  del  inculpado ,  sin  lle- 
var el  juicio  adelante  hasta  que  se  obtenga  la  una  ó  la  otra? 
Este  parece  haber  sido  el  sistema  de  los  Romanos ,  quienes 
no  se  atrevían  á  juzgar  á  un  ausente,  porque  decian  que  la 
equidad  no  permitía  condenar  á  uno  sin  oírle  :  DUi  Severi  el 
Anlonini  Magni  rescriplum  est ,  dice  la  ley  1,  tít.  17,  lib.  48 
del  Dígesto  ,  ne  quis  absens  punialur  :  el  hoc  jure  ulimur  na 
absentes  damnentur  ;  ñeque  enim  inaudita  causa  quemquam 
damnari  œquitatis  ratio  patitur  :  bien  que  después  por  la 
ley  b,  tít.  19  del  mismo  libro  se  dispuso,  que  cuando  los 
criminales  ausentes  eran  rebeldes  á  los  llamamientos  judi- 
ciales y  á  los  edictos  de  los  presidentes ,  se  les  pudiera  im- 
poner pena  pecuniaria  y  aun  la  de  relegación  ó  destierro  ; 
pero  sin  que  por  eso  fuese  permitido  ,  según  añaden  los  in- 
térpretes, hacer  información  de  testigos  ad  perpetuam  rei 
memoriam  contra  el  contumaz  reo  de  algún  delito  á  que  cor- 
respondía mayor  pena.  Esceptuábanse,  sin  embargo,  de  esta 
regla  los  reos  de  lesa  majestad ,  los  oficiales  públicos  que 
delinquían  en  sus  oficios ,  y  los  que  cometían  el  delito  de 
castración  ó  de  hacer  espadon  á  otro ,  pues  contra  ellos , 
aunque  ausentes,  se  podía  formar  causa  y  dar  sentencia  con- 
denatoria, según  la  ley  21,  C.  de  poenis,  y  la  4,  D.  ad  legem 
Corneliam  de  sicariis. 

Nuestra  legislación  de  las  Partidas  adoptó  en  lo  general 
las  disposiciones  del. derecho  romano,  estableciendo  asi- 
mismo que  no  se  pueda  admitir  probanza  ni  dar  sentencia 
contra  el  ausente  en  pleito  de  justicia  en  que  pueda  venir 
muerte  ó  perdimiento  de  miembro  ó  echamiento  de  la  tierra; 
fueras  ende  ,  si  el  yerro  fuere  de  traición  ó  de  aleve  ú  otro 
alguno  de  aquellos  sobre  que  pueden  acusar  al  home  et  da- 
ñar la  fama  maguer  haya  finado;  comb.  de  la  ley  2,  lit,  16, 
y  de  la  ley  7,  lit.  8,  Part.  3.  Yéase  Acusación.  Solo  quiero 
dicha  legislación,  que  se  apremie  al  reo  contumaz  á  com- 
parecer en  el  juicio,  con  prisión  si  pudiere  ser  habido,  con 
emplazamientos  ,  edictos  ,  publicación  del  delito  que  se  lo 
impula ,  embargo  de  bienes ,  multas  ó  penas  pecuniarias  y 
confiscación;  ley  7,  tít.  8,  Parí.  5,  leyes  17  y  18,  lit.  1, 
y  ley  l,  lit.  29,  Part.  7. 

El  Fuero  Real,  por  el  contrario,  en  la  ley  4,  tít.  3,  lib.  2, 
permite  formar  causa  contra  los  reos  ausentes  de  delitos  ca- 
pitales, en  cuya  suposición  previene  que  si  al  tercer  plazo 
no  compareciese  el  acusado  se  le  dé  y  declare  por  autor  del 
delito  que  se  le  atribuye  ;  y  en  este  concepto  ,  y  para  fijar 
los  plazos  y  notificaciones  y  el  modo  de  seguir  la  causa  ,  so 
hallan  dictadas  las  leyes  47,  48,  66,  119,  140 y  148  del  Es- 
tilo. Es  cierto  que  el  Fuero  Real  se  formó  en  tiempo  anterior 
al  código  de  las  Partidas  ;  pero  como  este  último  se  sancio- 
nó por  el  rey  don  Alonso  XI  con  la  calidad  de  cuerpo  suple- 
torio para  los  casos  que  no  estaban  dispuestos  por  los  fueros 
generales  y  particulares  y  por  el  ordenamiento  de  las  Cortes 
de  Alcalá ,  y  como  por  otra  parte  la  citada  ley  4 ,  tít.  3,  lib.  2 
del  Fuero  Real  se  insertó  en  la  ley  9,  tít.  2,  lib.  3  del  Orde- 
namiento Real  posterior  á  la  sanción  de  las  Partidas,  de  ahí  es 
que  aun  despues  de  esta  sanción  se  siguió  la  disposición  del 
Fuero  Real  en  cuanto  á  la  formación  de  causa  y  pronuncia- 
miento de  sentencia  contra  los  reos  ausentes  ;  y  en  conse- 
cuencia y  confirmación  de  esta  práctica ,  formó  el  rey  clon 
Juan  I  en  las  Cortes  de  Briviesca  una  ley  que  se  halla  en 
la  ioa.  tít.  2,  lib.  3  del  Ordenamiento  Real,  por  la  cual  se 
manda  que  si  el  condenado  en  rebeldía  á  pena  capital  ó  per- 
dimiento de  miembro  sin  preceder  información  por  la  quo 
pudiera  ser  puesto  á  cuestión  de  tormento,  se  presentase  ó 
fuese  preso ,  debían  oírle  los  alcaldes  asi  como  si  no  hubiesa 
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sido  dado  por  autor  del  delito  ;  absolviéndole  si  le  hallaren 
sin  culpa,  ó  dándole  mayor  pena  si  la  merecía. 

Por  fin  ,  los  reyes  católicos  don  Fernando  y  doña  Isabel  en 
las  ordenanzas  de  Alcalá  de  1503  prescribieron  menuda  y 
prolijamente  el  método  y  forma  de  proceder  contra  los  reos 
ausentes  en  toda  clase  de  delitos ,  previniendo  al  mismo 
tiempo,  entre  otras  cosas,  que  si  del  proceso  resultare  que 
hay  prueba  bastante  para  condenarlos ,  ó  que  ademas  de  la 
fuga  hay  tal  probanza  ó  información  que  baste  para  poner- 
los á  tormento,  se  les  declare  autores  del  crimen  imputado 
y  se  les  imponga  la  pena  que  por  él  merecieren,  con  mas 
las  costas ,  sin  perjuicio  de  ser  oidos  sobre  las  penas  pecu- 
niarias y  corporales  si  se  presentasen  ó  fuesen  cogidos  den- 
tro del  año  de  la  sentencia ,  y  solamente  sobre  las  corporales 
si  la  prisión  ó  la  presentación  no  se  verificasen  sino  después 
de  dicho  año.  Estas  disposiciones,  que  forman  la  ley  1, 
tít.  37.  lib.  12  de  la  Nov.  Rec,  son  las  que  desde  entonces 
han  servido  y  sirven  todavía  de  base  á  dicho  procedimiento, 
como  luego  veremos ,  aunque  con  las  modificaciones  que  ha 
hecho  indispensables  en  la  práctica  la  introducción  de  los 
principios  y  reglas  generales  adoptadas  por  las  leyes  mo- 
dernas. 

II.  No  han  fallado  escritores  que  han  calificado  de  bárbaro 
y  de  inútil  el  seguimiento  y  fallo  del  proceso  en  ausencia  y 
rebeldía  :  de  bctrbaro  ,  porque  este  sistema  tuvo  su  origen 
entre  las  naciones  bárbaras,  y  porque  es  contrario  á  los  im- 
prescriptibles derechos  de  la  justicia  y  de  la  razón ,  que  pro- 
hiben condenar  á  una  persona  sin  oiría  :  de  inútil,  porque 
si  después  de  presentado  ó  cogido  en  cualquier  época  el  con- 
denado, no  se  ha  de  ejecutar  en  él  inmediatamente  la  pena 
corporal  que  se  le  impuso,  sino  que  se  le  ha  de  oir  sobre 
ella  y  admitirle  sus  disculpas  ó  las  pruebas  que  tal  vez  diere 
de  su  inocencia  ,  no  aparece  la  necesidad  ó  conveniencia  de 
una  continuación  del  procedimiento  ni  de  una  condenación 
que  no  han  de  surtir  sino  efectos  ilusorios.  No  pondremos 
ahora  á  la  vista  los  diferentes  tícíos  de  que  han  adolecido 
las  diversas  legislaciones  de  Europa  sobre  el  modo  de  pro- 
ceder contra  los  ausentes  y  la  fuerza  que  han  dado  á  las 
sentencias  pronunciadas  contra  ellos;  ni  deslindaremos  la 
parte  de  las  declamaciones  délos  filósofos  que  no  debe  recaer 
sino  sobre  ciertos  vicios  que  no  han  sido  generales,  y  la 
que  tiene  por  objeto  combatir  en  su  fondo  el  sistema  de  la 
condenación  en  rebeldía  ;  pero  no  podemos  menos  de  estra- 
gar, que  los  filósofos,  al  paso  que  han  tomado  con  tanto 
calor  la  defensa  de  los  derechos  de  los  acusados  que  huyen 
y  la  consiguiente  impunidad  de  los  delitos  que  se  les  impu- 
tan ,  se  hayan  olvidado  enteramente  de  los  derechos  de  las 
familias  agraviadas  que  tal  vez  han  quedado  por  el  delito  en 
la  orfandad  ó  en  la  miseria  ,  y  de  los  derechos  de  la  socie- 
dad que  ve  ultrajadas  sus  leyes,  violada  la  seguridad  ó  la 
suerte  de  alguno  de  sus  individuos  y  amenazada  la  de  los 
demás  á  quienes  debe  protección ,  como  si  los  derechos  de 
la  sociedad  y  de  les  ofendidos  no  fuesen  igualmente  impres- 
criptibles y  sagrados  que  los  de  las  personas  sobre  quienes 
pesa  una  acusación  mas  ó  menos  fundada,  como  si  se  hu- 
biese formado  un  empeño  de  que  el  cuerpo  social  y  sus 
miembros  sean  presa  de  los  malvados ,  y  como  si  después 
de  haberse  cometido  un  delito  grave  no  se  tratase  ordinaria- 
mente por  los  acusadores  y  aun  por  los  jueces,  sino  de  apro- 
vechar la  ocasión  para  envolver  en  las  persecuciones  á  su- 
gelos  que  en  él  no  hubiesen  lomado  parle.  Los  filósofos  en 
sus  declamaciones  apasionadas  han  mirado  las  cosas  bajo 
un  solo  punto  de  vista,  han  exagerado  y  combatido  les  vicios 
que  tenían  dolante ,  sin  advertir  que  abrían  la  puerta  á  otros 
mas  graves,  y  han  traspasado  los  límites  que  la  razón  y  la 
juslicía  prescribían.  No,  no  trae  su  origen  de  los  bárbaros 
el  sistema  de  condenar  á  los  contumaces  ó  rebeldes;  pues 
que  los  Romanos  lo  usaban  ya  ,  según  hemos  visto ,  con 


ciertas  clases  de  reos  :  no ,  no  es  tampoco  bárbaro  conside- 
rado en  sí  mismo ,  pues  que  si  aparecen  datos  para  prender 
á  un  hombre  à  quien  se  imputa  un  delito,  si  lejos  de  presen- 
tarse á  disiparlos  huye  ó  se  oculta,  si  después  de  llamado 
una,  dos  y  tres  veces,  se  obstina  en  no  comparecer,  y  si 
luego  se  acumulan  ademas  en  el  curso  del  procedimiento 
pruebas  bastantes  para  condenarle,  no  hay  razón  para  de- 
jarle impune  :  si  se  le  condena  ,  no  es  porque  no  se  le  quiere 
oir,  sino  porque  él  da  lugar  á  ello  no  queriendo  dejarse  es- 
cuchar, no  es  porque  está  ausente  y  rehusa  presentarse  como 
dicen  los  filósofos ,  sino  porque  los  cargos  le  demuestran  cri- 
minal, y  él  se  empeña  en  no  desvanecerlos,  como  reo  con- 
vicio que  cierra  sus  labios,  antes  bien  los  aumenta  con  su 
rebeldía ,  que  si  no  es  siempre  indicio  seguro  de  culpabi- 
lidad ,  nunca  por  cierto  es  señal  de  la  inocencia.  No  es  bár- 
baro pues  perseguir  y  condenar  de  esta  suerte  al  rebelde, 
y  menos  cuando  aun  después  de  condenado  se  le  deja  abierta 
la  puerta  de  la  defensa  y  se  le  oye  y  se  le  quita  tal  vez  la 
pena;  ni  por  esto  puede  decirse  que ,  si  no  bárbaro,  es  á  lo 
menos  inútil  aquel  proceso,  é  inútil  aquella  condenación: 
no  es  inútil  para  la  sociedad  y  la  parle  ofendida  ,  pues  así  se 
recogen  á  tiempo  los  datos  de  prueba  y  de  convicción  que 
después  seria  difícil  ó  quizá  imposible  reunir,  y  así  se  obtiene 
alguna  vez  ,  en  cuanto  sea  posible,  la  reparación  del  daño 
causado  por  el  mal  hecho  :  no  es  inútil  para  el  mismo  pró- 
fugo, antes  bien  le  acarrea  conocidas  ventajas,  pues  así 
puede  saber  los  medios  de  prueba  que  se  han  acumulado 
contra  él  y  discurrir  el  modo  de  combatirlos;  así  saldrá  por 
fin  de  la  incertidumbre  indefinida  y  cruel  que  siempre  ha- 
bría de  atormentarle  sobre  su  suerte;  así  verá  tal  vez  que 
se  le  ha  impuesto  una  pena  menor  que  la  que  temía ,  si  es 
que  no  se  le  ha  absuelto,  y  podrá  librarse  de  la  espatriacíon 
perpetua  à  que  tuvo  que  condenarse  él  mismo ,  ó  salir  de  las 
selvas  y  de  los  montes  donde  se  refugió  para  llevar  entre 
azares  y  peligros  una  vida  peor  que  la  del  bruto  ó  quizá  para 
correr  de  delito  en  delito  y  hacerse  el  terror  de  la  sociedad. 

III.  Vindicadas  ya  las  leyes  que  mandan  sustanciar  y 
fallar  el  proceso  en  ausencia  y  rebeldía  del  acusado  ,  veamos 
ahora  los  trámites  que  deben  seguirse  en  este  juicio. 

Todas  las  diligencias  dersumario  ,  relativas  á  la  compro- 
bación de  la  existencia  del  delito  ,  á  la  averiguación  y  prisión 
de  sus  autores  y  participantes,  y  al  embargo  de  sus  bienes 
cuando  haya  lugar  á  él ,  deben  practicarse  contra  los  reos 
ausentes  por  el  mismo  juez  y  en  el  mismo  orden  y  forma  que 
contra  los  presentes  ;  pero  si  por  los  pasos  dados  y  gestiones 
hechas  para  la  captura  de  aquellos  con  arreglo  á  los  §§  XXXII 
y  XXXIII  del  Juicio  criminal  ordinario,  conociere  el  juez 
que  se  han  sustraído  maliciosamente  á  la  acción  judicial ,  y 
que  ya  no  se  aventura  por  razón  de  la  publicidad  el  resul- 
tado del  mandamiento  de  prisión  y  de  las  requisitorias,  ha 
de  proveer  desde  luego  (  con  audiencia  del  promotor  (iscal 
ó  sin  ella ,  y  sin  necesidad  de  esperar  á  la  conclusion  del  su- 
mario en  caso  de  haber  otros  reos  présenles  )  un  auto  en  quo 
mande  llamar  y  emplazar  á  los  ausentes  ó  prófugos  por  me- 
dio de  edictos  y  pregones  dados  en  tres  veces  y  por  tres 
términos  de  nueve  en  nueve  dias,  para  que  se  presenten  en 
la  cárcel  del  juzgado  á  responder  á  los  cargos  que  los  resul- 
tan ,  bajo  apercibimiento  de  que  no  verificándolo  se  se- 
guirá la  causa  en  ausencia  y  rebeldía  y  les  parará  el  perjuicio 
que  haya  lugar  ;  ley  1,  lit.  57,  lib.  12,  Nov.  llec.  (1). 


(1)  Nada  de  lo  que  esponc  el  autor  sobre  edictos  y  pregones 
puede  tener  cabida  en  la  república  de  Méjico,  pues  i-l  art.  1-29 
del  reglamento  de  administración  de  justicia,  6  sea  la  ley  tic  18 
de  marzo  de  Í8W,  dice  :  «Cuando  algún  reo  se  hallare  prófugo,  «o 
se  le  citará  por  edictos  y  pregones;  y  solo  se  librarán  requisito- 
rias para  su  aprehensión  ,  y  se  dictarán  las  medidas  oportunas 
^ara  lograrla  ;  suspendiéndose  entre  tanlo ,  y  después  de  averi- 
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Los  edictos  deben  contener  :  i°.  el  nombre  y  apellido  del 
juez  que  emplaza ,  con  espresion  del  pueblo  ó  partido  de 
donde  lo  es  ;  2o.  el  nombre ,  apellido  y  oficio  ó  profesión  del 
emplazado  ó  emplazados  ,  como  también  su  vecindad  si  la 
tuviese,  con  las  demás  señas  convenientes  á  la  identidad  de 
su  persona  ;  3o.  el  delito  que  ha  dado  motivo  al  procedi- 
miento ;  k°.  la  invitación  á  comparecer  dentro  del  término 
do  nueve  dias  que  en  cada  edicto  se  le  señala  ;  b°.  los  tér- 
minos que  han  corrido  ya ,  si  fuese  el  segundo  ó  el  tercero  ; 
6o.  el  apercibimiento  de  que  no  presentándose  se  le  decla- 
rará por  contumaz  y  rebelde  y  sufrirá  el  perjuicio  que  haya 
lugar  ;  y  7o.  la  fecha  del  edicto ,  pues  desde  ella  corre  el  tér- 
mino ;  ley  1,  tít.  57,  lib.  12 ,  Nov.  Rec. 

Cada  uno  de  los  tres  edictos,  según  la  citada  ley,  debe 
notificarse  en  la  casa  del  emplazado  si  la  tuviere,  publicarse 
luego  por  medio  del  pregonero,  y  fijarse  en  el  lugar  desti- 
nado al  efecto  ;  pero  según  la  práctica,  se  entiende  notifi- 
cado en  forma  al  ausente ,  fijándose  en  el  paraje  acostum- 
brado del  pueblo  del  juicio  como  también  en  el  de  aquel 
donde  se  hubiese  cometido  el  hecho,  y  publicándose  ademas 
en  el  boletín  oficial  de  la  provincia  ó  en  el  Diario  de  avisos 
ú  otro  periódico  si  lo  hubiere.  Anótase  en  el  proceso  la  eva- 
cuación de  estas  diligencias  ;  y  al  fin  de  cada  uno  de  los  tres 
plazos ,  se  requiere  por  el  escribano  en  virtud  de  previo  auto 
al  alcaide  de  la  cárcel  para  que  manifieste  si  se  le  ha  pre- 
sentado el  reo  ;  y  siendo  negativa  la  respuesta ,  se  procede 
después  del  primer  término  al  señalamiento  del  segundo , 
como  igualmente  finalizado  el  segundo  al  señalamiento  del 
tercero,  con  repetición  y  fijación  en  ambos  casos  de  nuevos 
edictos  ;  pero  después  del  tercer  plazo  se  comunican  los  au- 
tos al  ministro  fiscal  y  acusador  si  le  hay  para  los  efectos 
que  luego  veremos,  no  siendo  necesaria  esta  comunicación 
al  finalizar  el  primer  plazo  y  el  segundo  ni  aun  el  tercero,  para 
solo  el  efecto  de  acusar  la  rebeldía,  como  se  hace  en  algunas 
partes,  pues  el  juez  puede  declarar  por  sí  mismo  la  rebeldía 
que  el  promotor  habia  de  pedir,  sin  necesidad  de  diligencias 
inútiles  y  dilatorias. 

IV.  No  compareciendo  el  reo  al  primer  plazo,  se  le  con- 
denaba antiguamente,  según  dicha  ley  1,  en  la  pena  del 
desprez,  que  era  de  sesenta  maravedís  y  después  pasó  á  ser 
arbitraria  ,  por  haber  despreciado  el  edicto  ó  mandamiento 
de  venir  á  juicio  ;  y  no  compareciendo  en  el  segundo,  si  era 
reo  de  delito  digno  de  muerte  ,  se  le  condenaba  en  la  pena 
del  hornecino  que  también  vino  á  ser  arbitraria,  aunque 
antes  consistía  en  seiscientos  maravedís.  Pero  la  imposición 
de  estas  penas  por  razón  de  la  rebeldía  ha  quedado  en  des- 
uso por  la  práctica ,  y  solo  subsiste  la  de  las  costas  causa- 
das por  las  diligencias  hechas  para  procurar  la  presentación 
ó  la  captura.  En  el  caso  de  haberse  hecho  secuestro  de  bie- 
nes ,  si  el  reo  no  pareciere  dentro  de  treinta  dias ,  se  venden 

guado  el  delito  y  todas  sus  circunstancias,  la  secuela  de  la  causa, 
para  continuarla  luego  que  aquella  se  veriüque.  » 

Lo  mismo  con  corla  diferencia  dispone  la  legislación  de  la  re- 
pública ^Venezuela,  donde  también  deben  espedirse  requisito- 
rias circulares  á  todos  los  jueces,  en  cuyo  distrito  se  presuma  que 
pueden  hallarse  los  reos  ausentes  ,  suspendiéndose  el  procedi- 
miento en  el  estado  en  que  se  encuentre ,  hasta  que  se  logre  su 
captura;  salvo  el  supuesto  de  que  al  tiempo  de  fugarse  el  preso, 
estuviere  abierta  ya  la  causa  á  prueba  y  hubieren  comenzado  á 
recibirse  las  ju&tificacioncs  ,  porque  entonces  debe  continuar  su 
recepción  hasta  dejar  evacuadas  las  propuestas.  Si  en  una  misma 
causa  hubiere  ausentes  y  presentes,  y  los  primeros  fueren  apre- 
hendidos antes  de  la  sentencia,  debe  sacarse  testimonio  de  lo  con- 
ducente á  instruir  con  él  por  separado  un  nuevo  proceso  para 
juzgarlos  ;  pero  si  la  causa  estuviere  ya  terminada  ,  se  toma  la 
parte  que  les  corresponde  desde  el  pun.to  en  que  quedó  pen- 
diente, y  se  continúa  hasta  su  término  :  art.  15,  ley  única,  lit.  15.,. 
Cód.  de  proced.  juü. ,  reformada  en  9  de  mayo  de  1842. 


en  pública  subasta  los  que  no  pudieren  conservarse  sin  de- 
terioro, pregonándolos  de  tres  en  tres  dias  y  rematándolos 
en  el  último  pregón  á  favor  de  quien  mas  diere  por  ellos;  y 
el  dinero  que  la  venta  produjere  se  pone  en  el  secuestro. 
Ley' l ,  lit.  57,  lib.  12,  Nov.  Rec. 

Si  el  emplazado  estuviere  ausente  á  tan  larga  distancia 
que  no  pueda  presentarse  dentro  del  término,  ó  se  hallare 
en  una  imposibilidad  absoluta  de  comparecer,  tienen  dere- 
cho su  mujer  é  hijos,  aunque  sean  menores,  y  sus  demás 
parientes  ó  amigos,  para  alegar  y  probar  esta  escusa  y  so- 
licitar la  declaración  de  su  legitimidad  ;  y  si  el  juez  enefeetc 
la  encontrare  justa  en  vista  de  la  justificación  que  de  ella  se 
hiciere  ,  con  audiencia  del  promotor  fiscal ,  debe  suspender 
el  curso  de  la  causa  por  el  término  limitado  que  le  parezca 
necesario ,  atendida  la  naturaleza  de  la  escusa  y  la  distancia 
de  los  lugares  ;  ley  12 ,  til.  b,  Parí.  3.  Pero  si  el  emplazado 
se  hubiese  sustraído  maliciosamente  á  la  acción  de  la  justicia 
después  de  decretada  su  prisión  ó  arresto,  no  parece  natural 
admitir  entonces  escusador  que  solicite  la  próroga  del  tér- 
mino para  la  presentación. 

V.  Mas  ya  que  se  admite  un  escusador  que  alegue  y  pruebe 
el  impedimento  que  tiene  el  emplazado  para  comparecer 
á  tiempo-^  podrá  igualmente  ser  admitido  por  el  juez  un 
procurador  ó  defensor  voluntario  ó  autorizado,  que  tome  á 
su  cargo  la  causa  del  reo  ausente,  que  responda  por  él ,  que 
desvanezca  los  cargos  que  le  resultan ,  ó  al  menos  haga  va- 
ler las  circunstancias  que  atenúen  el  delito  imputado,  sin 
necesidad  do  que  el  encausado  comparezca  personalmente 
en  el  juicio  ?  La  citada  ley  12 ,  tít.  8  ,  Parí.  5 ,  dispone  que 
en  las  causas  criminales  en  que  pueda  recaer  sent#cia  de 
muerte  ó  perdimiento  de  miembro  ó  desterramiento  de  la 
tierra  para  siempre,  no  se  admita  personero  para  defender  al 
reo  ausente,  sino  solo  para  alegarlas  escusas  legítimas  que  le 
impidan  venir  al  plazo  ,  porque  no  estando  presente  el  reo 
no  se  podría  ejecutar  en  su  persona  la  justicia.  Dedúcese  de 
aquí  :  Io.  que  no  solo  en  las  causas  sobre  delito  digno,  se- 
gún la  ley,  de  alguna  de  las  1res  citadas  penas  de  muerte , 
mutilación  ó  destierro  perpetuo  ,  sino  también  en  todas  las 
que  versen  sobre  delito  á  que  la  ley  señala  otra  cualquiera 
pena  corporal ,  como  bombas ,  arsenales ,  presidio  ,  reclu- 
sión ó  servicio  á  las  armas,  debe  desecharse  todo  defensor 
ó  personero  que  no  sea  mero  escusador  del  ausente,  porque 
si  en  aquellas  no  podría  hacerse  la  justicia  sin  la  presencia 
del  reo,  tampoco  podria  ejecutarse  en  estas;  de  modo  que 
las  primeras  deben  considerarse  designadas  por  via  de  ejem- 
plo y  no  de  un  modo  limitativo  :  —  2o.  que  en  todas  las 
demás  causas  en  que  no  haya  de  imponerse  pena  corporal , 
habrá  de  admitirse,  à  contrario  sensu,  así  el  mero  escusa- 
dor, como  el  defensor  que  quiera  tomar  á  su  cargóla  repre- 
sentación de  la  persona  del  ausente  inculpado.  Gregorio 
López,  sin  embargo,  suponiendo  en  la  glosa  11a.  que  la 
disposición  de  esta  ley  no  ha  de  tomarse  aislada  sino  como 
ligada  que  está  y  en  correlación  con  el  sistema  adoptado 
por  las  Partidas  de  no  seguir  ni  fallar  el  proceso  contra  un 
ausente,  dice  que  en  su  tiempo  en  que  por  las  ulteriores 
leyes  del  reino  se  podia  ya  proceder  y  dar  sentencia  contra 
los  reos  contumaces ,  era  opinion  común  de  los  doctores  que 
en  cualesquiera  causas  y  cualesquiera  que  fuesen  las  penas 
que  pudieran  imponerse  ,  debian  admitirse  y  que  en  la  prác- 
tica se  admitían  las  defensas  y  justificaciones  que  para  de- 
mostrar la  inocencia  del  ausente  quería  presentar  cualquier 
tercero.  En  efecto,  la  ley  Ia.  tantas  veces  citada,  tít.  57, 
lib.  12  ,  Nov.  Rec,  que  es  la  que  ahora  debe  tenerse  á  la 
vista ,  previene  de  un  modo  espresivo  y  claro ,  que  en  el 
término  de  prueba  se  reciban  y  examinen  los  testigos  que 
hubiere  ó  se  pudieren  haber  contra  el  delincuente  contumaz, 
informándose  asimismo  el  juez  de  su  ojicio,por  cuantas  par- 
tes pudiere,  de  la  inocencia  del  tal  acusado;  y  de  estay 
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otras  leyes  sacan  argumentos  poderosos  algunos  autores 
modernos,  dignos  de  todo  respeto,  y  especialmente  el  se- 
ñor Tapia  en  el  apéndice  h°.  de  su  Tratado  sobre  el  juicio 
criminal,  á favor  de  la  opinion  que  quiere  que  se  reciban 
procuradores  y  defensores  de  los  reos  prófugos  ,  porque  mas 
de  una  vez  sucede  que  aun  los  mas  inocentes  huyen  ó  re- 
husan presentarse  en  el  juicio  á  que  son  llamados,  ya  por 
temor  á  las  vejaciones  del  encarcelamiento  ó  al  poder  de 
sus  enemigos,  ya  por  ver  amenazando  sobre  su  cabeza  un 
aparato  terrible  de  indicios  que  la  combinación  fortuita  de 
las  circunstancias  ó  de  los  accidentes  de  la  vida  social  ha 
logrado  formar  y  reunir  y  que  no  pueden  fácilmente  disipar 
en  el  momento. 

À  pesar  de  estas  leyes ,  de  estas  opiniones  y  doctrinas ,  y 
de  estas  consideraciones ,  ha  prevalecido  en  la  práctica  de 
los  tribunales  la  disposición  déla  ley  8,  tít.  3b,  lib.  12 
de  la  Novísima  Recopilación ,  la  cual  mandaba  «  que  en 
las  causas  criminales  que  fueren  casos  de  hermandad  no 
resciban  (los  jueces  y  alcaldes  de  hermandad)  procuradores 
ni  defensores  algunos ,  salvo  si  estuvieren  en  su  poder  pre- 
sos los  acusados ,  ó  parescieren  personalmente,  y  se  presen- 
taren en  la  cárcel.  »  Es  cierto  que  esta  ley  debia  reputarse 
limitada  á  los  alcaldes  de  la  santa  hermandad,  y  aun  derogada 
por  la  citada  ley  1  del  título  37  del  mismo  libro,  puesaquella 
es  del  año  1&86  ,  al  paso  que  esta  última  fué  publicada  en 
el  de  1503  y  confirmada  en  1S66;  pero  las  leyes  sucumben 
mas  de  una  vez  á  la  fuerza  de  una  costumbre  muy  arraigada 
y  al  raciocinio  délos  comentadores,  y  mas  si  estos  son  cri- 
minalisHs.  No  obstante  ya  que  el  juez  no  pueda  5  en  virtud 
de  la  costumbre  ó  de  la  ley,  recibir  procurador  ó  defensor 
autorizado  ó  voluntario  que  en  representación  del  reo  au- 
sente haga  parte  formal  en  el  juicio,  estamos  firmemente 
convencidos  por  las  palabras  arriba  transcritas  de  la  ley  1 
del  tít.  37  de  que  no  debe  rechazar  las  indicaciones ,  ins- 
trucciones y  datos  que  de  cualquier  modo  se  le  dieren  á 
favor  de  dicho  reo  para  proceder  de  oficio  en  su  vista  à  ha- 
cer la  correspondiente  información  sobre  su  inocencia  y 
dscubrir  la  verdad  de  los  hechos  y  la  participación  que  hu- 
biere ó  no  tenido  el  acusado,  ya  porque  la  ley  le  impone 
esta  obligación ,  ya  porque  podrían  desaparecer  con  el  tras- 
curso del  tiempo  los  medios  de  justificación  que  por  de 
pronto  se  le  ofrecen.  Mas  volvamos  á  atar  el  hilo  de  los  pro- 
cedimientos ;  los  cuales  se  siguen  por  los  trámites  comunes, 
con  las  modificaciones  que  ahora  veremos. 

VI.  Después  de  haberse  concluido  el  término  señalado  en 
el  tercer  edicto ,  como  también  el  de  la  próroga  que  tal  vez 
se  hubiese  concedido  en  virtud  de  escusa  legítima,  y  resul- 
tando por  el  requerimiento  hecho  al  alcaide  que  el  reo 
emplazado  no  ha  comparecido  en  la  cárcel ,  le  declara 
el  juez  por  contumaz  y  rebelde  ,  y  manda  que  se  continúe 
la  causa  en  su  ausencia  y  rebeldía ,  haciéndosele  las 
notificaciones  en  los  estrados  del  juzgado,  y  que  se  pasen 
los  autos  al  promotor  fiscal  y  al  acusador  particular  si  lo  hu- 
biere, como  ya  se  ha  indicado,  para  que  según  su  estado 
propongan  y  pidan  lo  que  tengan  por  conveniente  y  arre- 
glado á  derecho. 

Puede  el  promotor  fiscal  proponer  y  pedir  el  sobresei- 
miento de  la  causa ,  del  mismo  modo  que  cuando  se  trata  de 
reos  presentes ,  siempre  que  viere  que  por  las  diligencias 
posteriores  á  la  publicación  de  los  edictos  ó  hechas  durante 
su  curso,  quedan  desvanecidos  los  cargos  que  los  habían 
motivado ,  ó  que  el  emplazado  no  es  acreedor  sino  á  una 
pena  leve  que  no  pase  de  reprensión,  arresto  de  corlo  nú- 
mero de  dias  ó  multa  poco  importante  ;  en  cuyo  caso  habrá 
de  procederse  con  arreglo  á  lo  esplicado  en  los  §§  LXXV 
y  LXXYI  del  Juicio  criminal  ordinario. 

Pero  si  creyere  que  el  emplazado  es  acreedor  á  una  pena 
mayor  que  las  espresadas ,  ya  sea  corporal ,  como  la  de 


muerte  ,  presidio ,  destierro  del  reino ,  prisión  ó  reclusión  , 
ya  sea  de  otra  clase,  como  la  de  privación  de  oficio  ó  em- 
pleo, pérdida  de  los  derechos  de  ciudadano ,  infamia ,  multa 
de  consideración,  ó  resarcimiento  de  daños  y  perjuicios,  de- 
be ponerle  acusación  formal ,  así  como  puede  ponérsela 
también  el  acusador  particular  si  lo  hubiere ,  del  modo  que 
se  ha  espresado  en  el  §  LXXXIII  del  Juicio  criminal  ordi- 
nario, con  la  única  diferencia  de  pedirse  la  pena  en  su  au- 
sencia y  rebeldía,  y  sin  perjuicio  de  que  se  le  oiga  si  fuere 
habido  ó  se  presentare. 

Habiendo  en  la  misma  causa  reos  presentes  y  reos  ausen- 
tes, podrá  convenir  para  la  mas  pronta  administración  de 
justicia  respecto  de  aquellos,  formar  pieza  separada  respecto 
de  los  últimos  con  testimonio  de  las  actuaciones  del  sumario 
que  les  conciernan;  pero  si  á  la  conclusion  del  sumario  con 
respecto  á  los  primeros  hubiesen  trascurrido  ya  ó  estuvie- 
sen para  finalizar  los  tres  plazos  concedidos  á  los  segundos, 
deberá  formalizarse  la  acusación  y  seguirse  los  proceaimien- 
tos  contra  unos  y  otros  á  un  mismo  tiempo,  sin  necesidad  de 
formar  piezas  separadas.  Véase  el  §  XVI  del  Juicio  cri- 
minal. 

Del  escrito  de  acusación  se  confiere  traslado  al  acusado 
para  que  conste  por  un  término  que  no  pase  de  nueve  dias, 
haciéndosele  la  notificación  del  auto  en  los  estrados  ,  como 
si  allí  estuviese  presente  :  bien  que  esta  notificación ,  así 
como  las  demás  que  en  el  curso  de  la  causa  se  le  deben  ha- 
cer, se  reducen  á  la  fórmula  de  anotarse  en  el  proceso,  co- 
mo si  efectivamente  se  hicieran. 

VII.  Pasado  el  término  de  la  contestación ,  se  recibe  la 
causa  á  prueba  por  el  término  que  el  juez  estimare  necesa- 
rio, el  cual  es  común  á  las  partes;  y  dentro  de  él,  y  con 
citación  de  todas  ellas,  hecha  á  las  presentes  en  su  persona, 
y  al  contumaz  en  estrados,  se  verifica  la  ratificación  de  los 
testigos  del  sumario  y  el  abono  de  los  muertos  y  de  los  que 
se  hubieren  ausentado ,  pudiendo  asistir  el  promotor  y  el 
acusador  particular  y  hacer  á  los  testigos  las  preguntas,  ob- 
servaciones y  réplicas  que  creyeren  oportunas  para  la  ma- 
yor claridad  de  los  hechos  y  manifestación  de  la  verdad.  El 
recibimiento  de  la  prueba  se  omite  cuando  estando  presen- 
tes todas  las  partes  la  renuncian  de  consuno  y  se  confor- 
man con  todas  las  declaraciones  de  los  testigos  del  sumario; 
pero  en  este  juicio  contra  ausentes  no  puede  suprimirse  de 
ningún  modo,  pues  que  en  él  no  cabe  la  renuncia  y  la  con- 
formidad que  para  dicha  omisión  exige  la  ley. 

VIH.  Acabado  el  término  probatorio,  se  lleva  la  causa  á  la 
vista  con  citación  de  las  partes:  y  no  hallando  el  juez  en  ella 
defectos  sustanciales  que  subsanar  ni  falta  ú  omisión  de  alguna 
diligencia  precisa  para  el  cabal  conocimiento  de  la  verdad, 
pronuncia  desde  luego  sentencia  definitiva,  que  se  notifica  á 
las  partes  presentes  en  persona  y  á  las  ausentes  en  estrados, 
concitación  y  emplazamiento  en  la  forma  ordinaria;  y  la 
eleva  despaes  en  consulta,  ó  en  apelación  si  esta  se  hubiese 
interpuesto  por  alguna  de  las  partes  presentes,  al  tribunal 
superior  del  territorio  con  remisión  de  los  autos  aginóles. 
En  él  se  sustancia  igualmente  en  estrados  el  juicio  de  segunda 
instancia  ;  y  pronunciado  y  publicado  el  fallo  definitivo  ,  se 
devuelve  la  causa  al  juez  inferior  para  la  ejecución  de  lo  de- 
terminado en  la  forma  que  vamos  á  ver;  debiendo  tenerse 
presente  que  así  la  sentencia  de  primera  instancia  como  la 
de  segunda,  siempre  que  por  ellas  se  imponga  alguna  pena, 
han  de  dictarse  ó  se  entienden  dictadas  con  calidad  de  ser 
oido  el  reo,  si  se  presentare  ó  fuere  aprehendido. 

IX.  Así  que,  la  sentencia  dada  en  ausencia  y  rebeldía  no 
es  ejecutiva  desde  luego,  á  no  ser  de  absolución  ó  de  sobre- 
seimiento. 

La  de  sobreseimiento  produce  una  decisión  irrevocable, 
aunque  después  se  presente  el  encausado  y  quiera  rechazar 
la  pena  leve  que  tal  vez  se  le  hubiere  impuesto,  porque  aua 
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estando  presente  no  se  le  habría  oido;  y  no  hay  por  cierto 
razón  bastante  fuerte  para  reputar  por  de  mejor  condición 
al  ausente  que  al  presente.  Se  dirá  que  este  "fué  oido  en  el 
acto  de  la  confesión ,  y  que  aquel  tiene  también  derecho  á 
dar  en  un  acto  igual  sus  esculpaciones;  pero  tráigase  á  la 
memoria  que  cuanto  dice  en  su  abono  el  confesante  carece 
de  toda  justificación,  pues  que  ni  aun  se  evacúan  sus  citas, 
y  se  verá  desaparecer  esta  diferencia. 

Si  la  sentencia  fuere  absolutoria,  debe  alzarse  desde  lue- 
go todo  mandamiento  de  prisión  que  se  hubiese  dado  contra 
el  procesado  ,  y  puede  exigírsele  también  desde  luego  el 
importe  de  las  costas  á  que  hubiere  dado  lugar  por  su  au- 
sencia y  rebeldía,  como  se  infiere  de  la  ley  1 ,  tít.  57,  lib.  12 , 
Nov.  Rec. 

Siendo  condenatoria  la  sentencia  ,  no  pueden  exigírsele 
las  penas  pecuniarias  que  se  le  hubiesen  impuesto  á  favor 
de  la  parte  contraria  ó  del  fisco ,  sino  después  de  un  año 
contado  desde  la  publicación  ;  pues  si  se  presentase  ó  fuere 
habido  dentro  de  este  término ,  tiene  derecho  á  ser  oido 
sobre  ellas,  así  como  sobre  las  demás.  Mas  ,  aunque  la  sen- 
tencia sea  ejecutiva  en  cuanto  á  las  penas  pecuniarias  des- 
pués de  pasado  el  año,  no  lo  será  nunca  en  cuanto  á  las 
penas  corporales  ó  infamatorias  ni  cualesquiera  otras,  las 
cuales  no  pueden  ejecutarse  sino  después  de  oir  personal- 
mente al  reo ,  cualquiera  que  sea  la  época  en  que  se  pre- 
sente ó  sea  capturado;  ley  1,  til.  57,  lib.  12,  Nov.  Rec. 

X.  Podrá  suceder  que  el  reo  se  presente  ó  sea  capturado, 
estando  todavía  pendiente  la  causa,  ó  después  de  terminada 
esta  en  su  ausencia.  Si  todavía  se  hallare  pendiente  la  cau- 
sa, debe  reponerse  el  juicio  al  estado  de  sumario  y  tomarse 
al  reo  la  declaración  con  cargos  ,  según  lo  dicho  en  el 
§  XLVIII  del  Juicio  criminal  ordinario,  á  no  ser  que  el  per- 
seguido se  hubiere  fugado  después  de  aprehendido  ,  pues 
entonces  la  reposición  ha  de  ser  al  estado  que  tenia  cuando 
se  verificóla  fuga.  Si  la  causa  estuviere  ya  terminada,  po- 
drá el  reo  conformarse  con  la  sentencia  ,  á  no  ser  de  pena 
capital,  ó  bien  oponerse  á  ella  dentro  del  año  en  cuanto  á  las 
penas  pecuniarias  ,  y  siempre  en  cuanto  á  las  demás ,  como 
ya  se  ha  indicado  :  en  caso  de  oposición  ,  ha  de  reponerse 
asimismo  el  proceso  respectivamente  al  estado  de  sumario  ó 
al  que  tenia  en  el  tiempo  de  la  fuga,  obrando  empero  contra 
él  las  probanzas  consignadas  en  los  autos  como  si  fuesen 
hechas  en  juicio  ordinario  según  dice  la  ley,  sin  perjuicio  de 
atacarlas  y  destruirlas  en  cuanto  pueda  :  mas  en  caso  de 
conformidad ,  queda  ejecutoriada  la  sentencia  y  debe  lle- 
varse á  cumplido  efecto. 

XI.  No  faltan  escritores  dignos  de  aprecio,  que  reprueban 
la  admisión  de  la  conformidad  del  reo  con  la  sentencia  con- 
denatoria dada  en  su  ausencia  ,  queriendo  que  siempre  se 
abra  nuevo  juicio  y  se  le  oiga ,  aunque  él  lo  rehuse ,  porque 
suponen  que  la  pena  impuesta  en  rebeldía  puede  ser  mu- 
cho mayor  ó  mucho  menor  que  su  culpabilidad  ;  de  modo 
que  de  admitirle  la  conformidad,  se  atentará  en  el  primer 
caso  quizá  jcontra  su  inocencia,  y  en  el  segundo  contra  la 
causa  pública.  Pero  en  primer  lugar,  por  lo  que  hace  al 
reo ,  nadie  mejor  que  él  sabrá  apreciar  su  verdadero  inte- 
rés ,  nadie  mejor  que  él  estará  penetrado  de  la  verdad  de 
los  hechos,  nadie  mejor  que  él  conocerá  su  criminalidad  ó 
su  inocencia  ;  y  cuando  él  acepta  y  se  aviene  á  sufrir  la  pena 
que  se  le  ha  impuesto  ,  señal  es  por  cierto  bastante.segura 
de  que  se  cree  merecedor  de  otra  mas  grave  :  dejémosle 
pues  que  obre  como  guste  según  su  ciencia  y  su  conciencia, 
y  no  pretendamos  hacerle  un  beneficio  contra  su  voluntad, 
un  beneficio  que  podría  traerle  males  sin  cuento,  un  bene- 
ficio que  quizá  no  le  hacemos  sino  capciosamente  para 
tenderle  una  red ,  conculcando  las  reglas  del  derecho,  Invito 
beneficium  non  dalur,  Beneficium  legis  non  débet  esse  caplio- 
sum.  En  segundo  lugar,  por  lo  que  á  la  causa  pública  inte- 


resa ,  la  sociedad  ha  tenido  ya  en  el  juicio  su  representante, 
que  ha  podido  y  debido  valerse  de  todos  los  medios  que  la 
ley  pone  en  su  mano  para  descubrir  el  crimen  y  hacer  cas- 
tigar al  reo;  que  no  ha  debido  ni  podido  reservar  para  otro 
juicio  futuro  é  incierto  el  ejercicio  de  los  derechos  de  su 
representado  ;  y  que  en  efecto  ha  ejercitado  ya  su  acción  de 
presente,  y  ha  hecho  oir  su  voz  y  seguirlos  procedimientos 
por  todos  sus  trámites  y  todas  sus  instancias ,  con  tanta  mas 
ventaja  suya  cuanto  que  él  solo  ha  sido  escuchado  sin  haber 
quien  le  contradijese.  El  representante  de  la  causa  pública 
ha  llenado  pues  la  misión  que  se  le  había  encomendado,  y 
no  es  él  por  cierto  quien  tiene  derecho  de  reiterar  sus  ata- 
ques después  de  haberse  acabado  y  decidido  la  contienda,  á 
no  ser  que  se  le  provoque  de  nuevo  por  su  adversario  :  la 
ley  en  efecto  no  se  lo  concede  :  la  ley  no  dice  que  si  después 
de  terminada  la  causa  se  presenta  ó  es  aprehendido  el  pro- 
cesado, ha  de  tener  el  ministerio  público  el  derecho  de  ini- 
ciativa para  repetir  su  acusación  y  hacer  abrir  otro  juicio  á 
fin  de  que  se  imponga  otra  pena  mas  grave  :  la  ley  no  ha 
dicho  ni  podia  decir  tal  cosa,  porque  considera  cerrado  ya 
el  proceso  para  el  acusador  público  ó  privado  :  lo  que  la  ley 
dice,  y  naturalmente  debia  decir,  es  que  el  reo  juzgado  y 
condenado  en  ausencia  y  rebeldía ,  si  se  viniese  «  salvar  del 
delito  que  le  es  opuesto  ó  si  fuere  preso  ,  sea  oido ,  pagando 
las  costas  y  despreces  y  hornecinos;  de  suerte  que  el  derecho 
de  ser  oido  es  un  derecho  ó  beneficio  concedido  tan  solo  al 
juzgado  y  condenado ,  y  no  al  acusador  ni  al  juzgador,  para 
repeler  la  sentencia  ,  para  salvarse  de  la  pena,  para  demos- 
trar su  inocencia,  un  derecho  facultativo  de  que  puede 
libremente  usar  ó  no  usar,  un  derecho  pues  á  que  puede 
renunciar  si  quisiere ,  conformándose  con  la  sentencia  y 
allanándose  á  sufrir  la  pena  impuesta,  sin  que  nadie  pueda 
forzarle  directa  ni  indirectamente  á  hacer  uso  de  él.  Y  ¿cómo 
se  le  había  de  forzar  á  ello?  Supongamos  que  por  un  abuso 
de  autoridad  ,  así  que  el  juez  ve  al  reo  en  su  poder,  empieza 
por  tomarle  declaración  y  hacerle  cargos,  despreciando  el 
consentimiento  que  presta  este  á  la  sentencia  :  el  reo  enton- 
ces podrá  protestar,  podrá  recurrir  al  tribunal  superior  con- 
tra tal  procedimiento ,  y  de  todos  modos  podrá  sellar  sus 
labios  y  guardar  un  silencio  profundo ,  sin  que  el  juez  pueda 
emplear  medio  alguno  para  compelerle  á  responder,  según 
se  ha  demostrado  en  el  §  XL  del  Juicio  criminal  ordinario. 
Y  efectivamente  el  procedimiento  seria  nulo ,  arbitrario  y 
atentatorio,  de  modo  que  el  tribunal  superior  no  podría 
menos  de  reprobarlo  :  seria  nulo ,  porque  en  el  mismo  he- 
cho de  obrar  el  juez  de  esta  manera ,  perseguía  dos  veces  á 
un  acusado  por  un  mismo  delito  :  seria  arbitrario ,  porque 
no  se  fundaba  en  ley  alguna  ;  y  seria  atentatorio  porque 
anonadaba  un  proceso  que,  según  la  ley,  queda  siempre  en 
su  fuerza  y  vigor,  y  porque  anulaba  una  sentencia  ,  que  es 
válida  y  firme  por  derecho  mientras  que  por  una  decisión, 
contraria  no  sufra  alteración,  como  que  al  cabo  de  un  año 
causa  ejecutoria  en  cuanto  á  las  penas  pecuniarias  ,  y  como 
que  nunca  queda  destruida,  ni  aun  en  cuanto  á  las  penas 
corporales,  por  la  mera  presentación  ó  captura  del  senten- 
ciado, sino  que  solo  puede  revocarse  ó  modificarse  por  su 
oposición  y  por  sus  escepciones  y  defensas,  según  es  de  ver 
por  la  ley  1  ,  tít.  57,  lib.  12  ,  Nov.  Rec.  Otra  cosa  seria,  si 
el  proceso  sentenciado  con  imposición  de  pena  se  anulase  ó 
estinguiese  de  pleno  derecho  por  la  presencia  voluntaria  ó 
forzada  del  contumaz ,  como  sucede  en  algunos  países  es- 
tranjeros;  pues  entonces  seria  indispensable  ,  como  que  no 
quedaban  en  pié  las  probanzas  ni  la  sentencia,  volver  áco=- 
menzar  el  juicio  entre  presentes  desde  la  declaración  ó  con- 
fesión con  cargos  ó  desde  la  acusación  á  lo  menos ,  cual  si 
en  aquel  punto  hubiera  quedado  suspendido. 

XII.  Mas  cuando  por  la  sentencia  en  contumacia  se  hu- 
biese impuesto  al  procesado  la  pena  de  muerte ,  será  nece- 
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sario  abrir  el  juicio  aun  contra  la  voluntad  del  condenado , 
luego  que  este  se  presente  ó  sea  aprehendido ,  sin  que  sea 
admisible  su  conformidad  con  la  pena,  ya  por  la  regla  gene- 
ral de  que  Nenio  auditur  perire  volens ,  ya  porque  no  se  le 
espone  á  correr  el  peligro  de  sufrir  otra  pena  mayor,  ya 
porque  naturalmente  se  le  tendrá  que  remitir  esta  y  con- 
denarle á  otra  menor  en  razón  de  sus  escepciones  y  defen- 
sas y  de  quedar  desvanecido  con  su  presencia  el  indicio  que 
resultaba  de  su  rebeldía  y  que  quizá  se  tomó  en  cuenta  para 
completar  las  probanzas. 

XIII.  i  Qué  diremos  de  los  bandidos  y  salteadores  que  an- 
dan habitualmente  cometiendo  crímenes  y  escesos  de  toda 
especie  ,  y  que  siendo  llamados  dan  lugar  á  que  sus  causas 
se  sustancien  y  sentencien  en  rebeldía,  sin  presentare  jamas 
á  purgarse  de  sus  delitos?  La  ley  I,  tít.  17,  lib.  12  déla 
Nov.  Rec.  mandaba  que  en  cualquier  tiempo  en  que  fueran 
capturados,  se  ejecutasen  desde  luego  en  sus  personas  las 
penas  corporales  que  en  rebeldía  se  les  hubiesen  impuesto , 
sin  necesidad  de  oírlos  ni  de  permitirles  su  defensa;  pero 
ahora ,  cualquiera  que  sea  la  gravedad  y  el  número  de  sus 
crímenes,  y  aun  el  de  las  sentencias  que  contra  ellos  hayan 
recaído,  se  les  abre  nuevo  juicio  y  se  les  oyen  sus, escep- 
ciones antes  de  llevar  á  efecto  laí  penas.  Véase  Bandido  y 
Proscripción,  y  el  artículo  que  sigue  del  Juicio  por  delitos 
políticos  y  por  robos  en  cuadrilla. 

JUICIO  CRIMINAL  POR   DELITOS  POLÍTÍCOS  Y  POR  ROBOS  EN 

cuadrilla.  El  modo  especial  de  proceder  en  las  causas  por 
ciertos  delitos  políticos  y  por  robos  en  cuadrilla  con  mas- 
brevedad  y  rapidez  que  en  las  demás  ,  prescrito  por  la  ley 
de  2S  de  abril  de  1821 ,  llamada  la  ley  marcial,  y  restable- 
cida en  30  de  agosto  de  1836. 

I.  Son  objeto  de  esta  ley  y  de  este  procedimiento  es- 
pecial :  Io.  las  causas  que  se  formen  poF  conspiración  ó 
maquinaciones  directas  contra  la  observancia  de  la  Consti- 
tución, ó  contra  la  seguridad  interioró  esterior  del  Estado,  ó 
contra  la  sagrada  é  inviolable  persona  del  rey  constitucio- 
nal :  —  2o.  las  que  se  formen  contra  cuadrillas  de  cuatro  ó 
mas  salteadores  y  ladrones  por  delitos  cometidos  en  des- 
poblado y  aun  en  poblado;  arts.  Io.  y  8o.  de  la  ley  de  2a 
de  abril  de  1821 ,  y  declaración  de  las  Corles  de  2  de  mayo 
de  1822. 

II.  No  están  sujetos  pues  à  las  reglas  de  sustanciacion 
establecidas  en  esta  ley  todos  los  procesos  por  cualesquiera 
delitos  contra  la  observancia  de  la  Constitución,  ó  contra  la 
seguridad  interior  ó  esterior  del  Estado  ó  contra  la  sagrada 
persona  del  rey,  sino  solamente  los  procesos  por  conspira- 
ciones ó  maquinaciones  directas  ó  de  hecho  contra  cualquiera 
de  estos  objetos.  Son  conspiraciones  ó  maquinaciones  direc- 
tas de  esta  especie  las  siguientes  :  —  Io.  la  reunion  ó  con- 
cierto de  gente  armada  para  derrocar  la  Constitución  del 
Estado  ó  alguna  de  las  disposiciones  que  contiene  :  —  2o.  la 
reunion  de  gente  que  por  vías  de  hecho  ó  con  amenazas 
impidiere  la  celebración  de  las  juntas  ó  colegios  elec- 
torales ,  ó  coartare  la  libertad  de  los  electores  :  —  3°.  la 
reunión  de  gente  armada  ó  concertada  para  impedir  la 
celebración  de  las  Corles,  ó  embarazar  sus  sesiones  y 
deliberaciones,  ó  violentar  alguno  de  los  cuerpos  colegis- 
ladores ,  ó  coartar  su  libertad  ó  atacar  la  seguridad  de  sus 
individuos  :  —  h°.  la  organización  de  fuerza  armada  ó  el 
uso  do  ella  contra  la  patria  y  contra  el  rey  ó  su  gobierno, 
negándole  la  obediencia  debida,  ó  procurando  sustraerse  do 
ella ,  que  es  lo  que  se  llama  rebelión  :  —  b°.  la  reunion  se- 
diciosa que  con  plan  concertado  tenga  por  objeto,  no  sus- 
traerse de  la  obediencia  del  gobierno  supremo,  sino  do  es- 
citar la  guerra  civil,  armando  ó  haciendo  que  so  armen  los 
ciudadanos  unos  contra  otros  por  materias  religiosas  ó  polí- 
ticas, de  oponerse  con  armas  ó  sin  ellas  á  la  ejecución  de 
alguna  ley,  acto  de  justicia,  ó  providencia  de  las  autorida- 


des, ó  á  la  exacción  de  algún  servicio  público  que  se  debo 
prestar  con  arreglo  á  las  leyes ,  ó  de  arrancar  alguna  orden 
forzada,  ó  de  hacer  daños  á  personas  ó  á  propiedades  pú- 
blicas ó  particulares  :  —  6o.  los  tumultos,  motines  y  mona- 
das, ó  sean  los  movimientos  y  reuniones  insubordinadas  y 
turbulentas  de  toda  ó  de  una  parte  considerable  de  una  po- 
blación, que  á  la  fuerza  ó  con  gritos,  insultos  ó  amenazas 
exige  de  las  autoridades  el  otorgamiento  de  alguna  cosa 
justa  ó  injusta,  ó  se  opone  alas  providencias  legales,  ó  ame- 
naza de  algún  peligro  la  seguridad  de  las  personas  ó  de  sus 
domicilios  y  propiedades:  —  7o.  todo  hecho,  negociación, 
inteligencia  ó  correspondencia  ilícita  que  se  dirija  á  inducir  á 
una  potencia  estranjera  para  que  declare  la  guerra  ó  cómala 
hospitalidades  contra  España ,  ó  facilitarle  la  entrada  en  el 
reino,  ó  erïsus  dependencias,  ó  á  procurarle  medios  para, 
el  progreso  de  sus  armas  contra  las  del  Estado  :  —  8o.  todo 
hecho  ó  maquinación  que  tenga  por  objeto  inutilizar,  des- 
virtuar ú  obstruir  las  disposiciones  lomadas  por  el  gobierno 
contra  sus  enemigos  esteriores  :  —  9o.  todo  hecho  ó  tenta- 
tiva para  matar  al  rey,  herirle,  prenderle  ,  maltratarle  de 
obra  ó  injuriarle  en  su  presencia,  forzar  su  voluntad  ,  des- 
tronarle ,  privarle  de  su  legítima  autoridad  ,  ó  despojarle  do 
sus  prerogativas  y  facultades  que  le  concede  la  ley  funda- 
mental del  Estado  :  —  10.  toda  union,  confederación  ó  con- 
cierto de  personas  que  se  dirija  á  la  realización  de  alguno 
de  los  objetos  comprendidos  en  los  casos  anteriores. 

III.  Las  conspiraciones  y  maquinaciones  indirectas  contra 
la  observancia  de  la  Constitución,  ó  contra  la  seguridad  in- 
terior ó  esterior  del  Estado  ó  contra  el  rey,  no  están  subor- 
dinadas al  juicio  de  la  ley  escepcional  que  nos  ocupa  ,  sino 
á  las  reglas  ordinarias  del  procedimiento  común.  Son  cons- 
piraciones ó  maquinaciones  indirectas  :  —  Io.  los  discursos, 
sátiras  ,  invectivas  ú  otras  cualesquiera  manifestaciones 
subversivas  que  de  palabra  ó  en  escrito  no  impreso  se  hicie- 
sen contra  la  Constitución  ó  los  principios  que  sanciona  ó 
disposiciones  que  contiene  ,  contra  las  Cortes  ó  la  libertad 
política  y  aun  contra  el  monarca,  á  no  ser  que  se  pronun- 
cien ó  se  esparzan  en  el  aclo  de  una  rebelión  ó  sedición  ó 
alzamiento  popular  con  el  objeto  de  escitar  mas  y  mas  el 
encono  de  los  ánimos;  pero  siendo  en  papel  impreso  sujeto 
á  las  leyes  de  la  libertad  de  imprenta  ,  ha  de  ser  juzgada  y 
castigada  con  arreglo  á  ellas  esclusivamente  la  persona  res- 
ponsable, según  el  art.  9  de  la  ley  de  26  de  abril  de  1821  : 
—  2o.  la  omisión  de  las  autoridades  políticas  en  el  cumpli- 
miento de  la  obligación  que  tienen  de  hacer  celebrar  á 
tiempo  las  juntas  electorales  para  diputados  á  Cortes  ,  aun- 
que sea  general  y  concertada  de  antemano  entre  ellas  para 

'  impedir  la  existencia  de  los  cuerpos  colcgisladores  :— 5o.  los 
atentados  conocidos  por  los  jueces  ú  otros  funcionarios  con- 
tra la  libertad  individual  de  los  Españoles,  aunque  igual- 
mente se  haya  adoptado  su  perpetración  por  sistema  y  de 
concierto:  —  h°.  las  sociedades  secretas,  pues  que  son  ó  se 
convierten  en  elementos  de  conspiración  y  de  partidos  con- 
tra la  estabilidad  de  las  instituciones  sociales  ;  pero  si  el  ob- 
jeto de  ellas  ó  el  fin  de  sus  reuniones  fuese  alguno  de  los 
delitos  de  rebelión  ó  subversion  del  Estado  ,  habrán  de  con- 
tarse entonces  entre  las  conspiraciones  y  maquinaciones  di- 
rectas. 

Tampoco  están  sujetos  à  la  ley  escepcional  los  robos  ó 
hurtos  por  solo  el  hecho  de  haberse  cometido  por  cuatro  ó 
mas  personas  en  poblado  ó  despoblado,  pues  no  basta  quo 
estas  se  hayan  reunido  y  concertado  accidentalmente  para 
su  perpetración  sino  que  ademas  es  necesario  que  fot men 
banda  ó  cuadrilla  habitual  de  salteadores  ó  ladrones. 

IV.  Los  reos  do  conspiración  ó  maquinaciones  directas 
contra  la  observancia  de  la  Constitución,  ó  contra  la  segu- 
ridad interior  ó  esterior  del  Estado,  ó  contra  la  sagrada  per- 
sona del  rey,  cualquiera  que  sea  su  clase  ó  graduación  : 
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como  asimismo  los  salteadores  de  camino  y  los  ladrones  en 
cuadrilla,  siendo  aprehendidos  aquellos  y  estos  por  alguna 
partida  de  tropa  ,  así  del  ejército  permanente  como  de  la  mi- 
licia provincial  ó  local,  destinada  espresamenle  á  su  perse- 
!  cucion  por  el  gobierno  ó  por  los  jefes  militares  comisionados 
al  efecto  por  la  competente  autoridad  ,  ó  haciendo  resisten- 
cia con  arma  de  fuego  ó  blanca  ó  con  cualquiera  otro  ins- 
trumento ofensivo  á  la  tropa  del  ejercita  ó  de  la  milicia  pro- 
vincial ó  local  que  los  aprehendiere ,  aunque  la  aprehensión 
proceda  de  orden ,  requerimiento  ó  ausilio  presentado  á  las 
autoridades  civiles,  deben  ser  juzgados  militarmente  en  el 
consejo  de  guerra  ordinario,  con  arreglo  á  la  ley  10,  tít. 
10,  y  ala  ley  8,  tít.  17,  lib.  12,  Nov.  Rec;  arls.  8  y  25  de 
la  ley  de  25  de  abril  de  1821. 

En  cualquiera  de  estos  casos ,  si  la  milicia  provincial  ó 
local  ejecutare  por  sí  sola  la  aprehensión,  el  consejo  ordi- 
nario de  guerra  debe  componerse  de  oficiales  de  dicha  cla- 
se ,  con  arreglo  á  ordenanza  ;  pero  si  hubiese  concurrido 
también  tropa  permanente  á  la  aprehensión  ,  han  de  asistir 
al  consejo  de  guerra  oficiales  de  una  y  otra  clase  en  igual 
número  ,  y  el  presidente  con  arreglo  á  ordenanza;  art.  9  de 
la  ley  de  ^  de  abril  de  1821 . 

Las  sentencias  del  consejo  de  guerra  ordinario  se  ejecutan 
inmediatamente  si  las  aprueba  el  capitán  general  con  acuer- 
do de  su  auditor;  y  en  caso  de  no  conformarse,  remite  los 
autos  originales  por  el  primer  correo  al  tribunal  supremo  de 
guerra  y  marina  ,  el  cual  debe  pronunciar  su  sentencia 
dentro  del  preciso  término  de  tres  dias  á  lo  mas;  y  la  que 
recayere  se  ejecuta  sin  necesidad  de  consulta  ;  art.  10  de 
d.  ley. 

En  todos  estos  procesos  militares  deben  escusarse  cuanto 
sea  posible  los  careos  con  arreglo  á  la  real  orden  mencio- 
nada en  la  nota  16,  tít.  17,  lib.  12  de  la  Nov.  Rec,  y  si  al 
fiscal  pareciere  conveniente,  según  la  gravedad  y  circuns- 
tancias de  una  causa  en  que  haya  varios  reos,  quo>se  formen 
piezas  separadas  ,  podrá  hacerlo  del  modo  quemas  conduz- 
ca ala  brevedad  del  proceso  ;  y  siempre  deberá  practicarlo 
respecto  de  cualesquiera  reos  luego  que  resulten  confesos  ó 
convictos,  á  fin  de  que  no  se  demore  la  sentencia  de  estos  y 
su  pronta  ejecución  ;  arls.  11  y  12  de  la  cil.  ley  de  abril. 

V.  En  caso  de  que  los  citados  reos  de  conspiración  ó  ma- 
quinaciones directas  ó  de  robos  en  cuadrilla  hayan  sido 
aprehendidos  por  los  dependientes  de  la  autoridad  civil,  ó 
por  la  tropa  del  ejército  ó  milicia  en  virtud  de  orden  ó  re- 
querimiento de  aquella  ó  de  ausilio  prestado  á  la  misma  , 
sin  hacer  resistencia  con  armas  ofensivas  á  la  tropa  ,  deben 
ser  juzgados  por  la  jurisdicción  ordinaria  con  derogación  de 
todo  fuero;  no  habiendo  lugar  á  competencia  alguna,  fuera 
de  las  que  pudieren  suscitarse  entre  las  jurisdicciones  ordi- 
naria y  militar  según  los  límites  señalados,  las  cuales  en  su 
caso  han  de  decidirse  por  e¿  tribunal  supremo  de  justicia 
dentro  de  cuarenta  y  ocho  horas  à  lo  mas  después  de  su  reci- 
bo; arls.  15  y  14  de  d.  ley. 

VI.  Mas  los  capitanes  ó  comandantes  generales  de  distrito 
y  aun  los  simples  comandantes  de  armas,  por  atraer  abso- 
lutameute  á  la  jurisdicción  militar  el  conocimiento  de  las 
causas  políticas ,  y  ejercer  por  punto  general  un  cruel  des- 
potismo haciendo  ilusorias  las  garantías  consignadas  en  la 
Constitución  del  Estado  ,  como  decia  el  señor  ministro  de  la 
gobernación  don  Manuel  Cortina  ,  suelen  declarar  en  estado 
de  sido  al  pueblo  en  que  se  verifica  algún  motín  ,  tumulto  ó 
asonada,  aunque  por  decreto  de  la  Regencia  provisional  del 
reino  de  üideenerodelMl  está  prevenido:  —  Io.  que  solo  en 
los  casos  en  que  real  y  verdaderamente  se  halle  sitiado  un 
pueblo  por  enemigos  esteriores  ó  interiores ,  podrán  las  auto- 
ridades militares  declararle  en  estado  de  sitio  ,  quedando 
absolutamente  prohibido  hacerlo  en  cualesquiera  otras  cir- 
cunstancias bajo  las  penas  que  establecen  las  leyes;  —  y 


2o.  que  en  los  casos  de  tumultos  ó  asonadas  se  observará 
religiosamente  lo  dispuesto  en  la  ley  Sa.,  tít.  11 ,  lib.  12  da 
la  Novísima  Recopilación,  y  en  las  de  17  (28  y  26)  de  abril 
de  1821 ,  restablecidas  en  50  de  agosto  de  1856. 

«  A  la  sombra  de  semejante  ficción ,  según  palabras  del 
señor  ministro  ,  ha  sido  violado  el  domicilio  de  los  ciudada- 
nos ;  se  han  impuesto  penas  arbitrarias  é  injustas  :  los  hom- 
bres horados  y  virtuosos,  y  que  acaso  mas  sacrificios  han 
hecho  por  la  causa  de  la  libertad,  han  sido  cruelmente  per- 
seguidos; las  leyes  holladas  ,  y  degradado  y  envilecido  el 
poder  supremo  del  Estado....  Jamas  seria  tolerable  tan  es- 
candalosa infracción  de  la  ley  fundamental  ;  pero  no  puede 
menos  de  admirarse  que  se  haya  hasta  autorizado,  si  so 
atiende  á  que  para  nada  ha  sido  necesario,  y  á  que  los  mis- 
mos resultados  que  por  ello  se  han  querido  obtener  han  po- 
dido ser  efecto  de  la  aplicación  y  observancia  de  nuestras 
leyes,  de  las  cuales  se  ha  prescindido  absolutamente.  La 
muy  conocida  pragmática  del  señor  don  Carlos  III,  conte- 
nida en  la  ley  Ka.,  tít.  11,  lib.  12  de  la  Nov.  Rec,  que  hace 
honor  á  la  época  en  que  se  publicó  y  al  rey  su  autor,  y  en  la 
cual  fueron  acatados  los  buenos  principios  de  legislación  y 
respetados  los  derechos  de  los  Españoles ,  bien  entendida  y- 
aplicada  con  oportunidad  y  energía  da  fuerza  y  poder  á  las 
autoridades  mas  que  suficiente  para  sofocar  cualquier  tumul- 
to ó  asonada  y  para  hacer  sufrir  á  sus  promovedores  la  pena 
que  en  justicia  debe  imponérseles.  Las  de  17  de  abril  do 
1821 ,  restablecidas  en  50  de  agosto  de  1856,  .contienen 
también  reglas  y  disposiciones  que  en  circunstancias  bien 
difíciles  por  cierto  han  bastado  para  conseguir  el  mismo  ob- 
jeto. ¿Y  porqué  ha  de  prescindirse  de  ellas  y  se  ha  de  recur- 
rir á  un  medio  anticonstitucional ,  susceptible  de  tanto  abuso 
como  la  ficción  del  estado  de  sitio  de  que  tan  funestos  re- 
cuerdos conservará  el  pais  por  mucho  tiempo?  —  Cuando  la 
misma  Constitución  en  su  art.  8o.  declara  ser  necesaria  una 
ley  para  la  suspension  temporal  de  las  garantías  que  en  eí 
7o.  se  conceden  á  los  Españoles  ,  ¿cómo  ha  de  quedar  al  ar- 
bitrio de  un  agente  del  Gobierno  ,  no  ya  suspenderlas  tem- 
poralmente, sino  anularlas  á  su  arbitrio  sin  mas  razón  que 
su  capricho ,  y  sin  quedar  sujeto  á  una  marcada  y  legal  res- 
ponsabilidad por  sus  actos?  Apenas  puede  concebirse  que 
esto  haya  sucedido;  y  ya  que  desgraciadamente  se  observe 
que  tan  lamentable  abuso  tiene  aun  raices  ,  menester  es  de- 
cidirse á  arrancarlas  para  evitar  su  reproducción  :  de  otro 
modo  la  Constitución  será  una  mentira,  y  los  pueblos  cree- 
rán que  es  una  vana  teoría,  siempre  desmentida  en  la  prác- 
tica, y  no  estarán  tan  dispuestos  como  es  de  desear  lo  estén, 
para  defenderla  de  los  muchos  enemigos  que  ya  descarada- 
mente la  combaten,  ya  la  minan  sorda  y  cobardemente,  si 
bien  con  los  fines  mas  siniestros.  » 

Así  hablaba  y  escribía  y  tales  reflexiones  hacia  el  señor 
ministro  á  la  Regencia  en  principio  de  1841,  y  así  podria  ha- 
blar y  escribir  y  reflexionar  ahora  con  mas  razón  en  princi- 
pio de  18'(5  ;  porque  si  bien  entonces  se  decretó  la  abolición 
de  los  fingidos  estados  de  sitio  ,  nunca  despues  nos  han  fal- 
tado los  estados  de  sitio  fingidos  y  los  bandos  sangrientos  y 
los  fusilamientos  verdaderos  con  causa  ó  sin  ella  cuando  al- 
gún general  los  ha  creido  necesarios  ó  convenientes,  sin  que 
haya  habido  sitiadores  internos  ni  esteraos,  y  sin  queso 
hayan  impuesto  á  los  declaradores  de  semejante  ficción,  i 
los  usurpadores  de  los  poderes  legislativo ,  ejecutivo  y  ju- 
dicial ,  y  á  los  que  se  han  erigido  en  señores  de  vidas  y  ha- 
ciendas ,  las  penas  que  establecen  las  leyes.  Agunl  quod 
arguebant,  quod  culpabanl  adorant,  como  decia  san  Agus- 
tín de  los  sabios  paganos  que  desmentían  sus  máximas  con 
sus  costumbres  :  todavía  mas  ;  agunt,  quod  nunquam  Mi 
quos  culpabanl  fecerunt ,  occisarum  gentium  gloriosum  scc- 
lus ,  como  decia  Séneca  de  los  que  habían  señalado  su  poder 
con  el  hierro  y  el  fuego.  ¿Es  que  la  Constitución  es  efecti- 
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vamente  una  mentira  como  decia  el  señor  ministro,  y  las 
garantías  consignadas  en  ella  una  vana  teoría  desmentida  en 
la  práctica  ,  y  los  decretos  dados  para  sostenerlas  una  ver- 
dadera irrisión?  ¿ó  os  que  un  gobierno  representativo  no 
tiene  mas  medios  que  el  cañón  para  regir  el  Estado? 

VII.  Medidas  de  la  autoridad  política.  Como  quiera  que 
sea,  y  á  fin  de  dar  cumplimiento  á  la  ley  escrita ,  y  pre- 
caver la  resistencia  y  consiguiente  desafuero  de  los  reos 
de  conspiración  y  maquinaciones  directas  contra  la  Consti- 
tución, ó  contra  la  seguridad  del  Estado  ó  contra  la  persona 
del  rey  ;  luego  que  se  reciban  noticias  ó  avisos  de  la  exis- 
tencia de  alguna  cuadrilla  ó  partida  de  facciosos  ó  de  la 
reunion  tumultuariaó  sediciosa  de  gentes  ,  deben  las  auto- 
ridades políticas  hacer  publicar  sin  la  menor  dilación  ,  bajo 
su  mas  severa  responsabilidad  ,  un  bando  con  espresion  de 
la  hora ,  para  que  inmediatamente  se  dispersen  los  facciosos 
restituyéndose  à  sus  hogares  respectivos  ó  se  separen  las 
gentes  que  hacen  el  bullicio  ;  art.  4o.  de  la  ley  de  abril,  y 
7°.  de  la  de  Carlos  III. 

El  bando  se  publicará  y  circulará  con  la  mayor  rapidez 
por  el  distrito  ,  y  se  fijará  en  los  sitios  públicos ,  según  los 
•casos,  tomándose  las  precauciones  que  las  circunstancias 
exigieren  :  y  las  tropas  se  retirarán  á  sus  cuarteles  y  pon- 
drán sobre  las  armas  para  estar  prontas  y  prestar  á  la  auto- 
ridad política  el  ausilio  que  necesitare  ;  art.  5o.  de  la  ley 
de  abril,  y. ,8o.  y  11  de  la  de  Carlos  III. 

Los  que  luego  de  haberse  publicado  el  bando  ó  dentro 
del  término  en  él  prefijado  ,  se  retiren  pacíficamente  á  sus 
casas  obedeciendo  á  la  autoridad  antes  de  ser  aprehendidos, 
no  siendo  los  principales  autores  de  la  conspiración  ,  y  no 
teniendo  otro  delito  que  el  de  haberse  reunido  con  los  fac- 
ciosos por  la  primera  vez  ó  el  de  haber  formado  parte  del 
motin  ,  serán  indultados  de  toda  pena  ;  art.  6o.  de  la  ley 
de  abril,  y  {'i  de  la  de  Carlos  III. 

La  obligación  impuesta  á  las  autoridades  políticas  sobre 
la  publicación  del  bando  no  les  impedirá  tomar  inmediata- 
mente cuantas  medidas  juzguen  convenientes  para  dispersar 
cualquiera  reunion  de  facciosos  ó  amotinados ,  prender  á  los 
delincuentes  ,  y  atajar  el  mal  en  su  origen;  á  cuyo  efecto 
procederán  sin  pérdida  de  tiempo  á  pedir  el  ausilio  nece- 
sario de  la  tropa  ó  dispondrán  de  la  milicia  local  del  pueblo 
y  aun  reclamarán  en  caso  necesario  la  de  los  inmediatos; 
art.  7o.  de  la  ley  de  abril ,  14  de  la  de  Carlos  III,  y  68  ,  69 
y  1C9  del  reg.  de  la  Mil.  nac. 

Todo  jefe  de  fuerza  armada  que  fuere  requerido  por  la 
autoridad  civil  para  el  indicado  objeto,  debe  darle  ausilio 
y  mano  fuerte  sin  escusa  ni  demora  ,  bajo  su  mas  estrecha 
responsabilidad  ;  orden,  del  ejere,  trat.  6,  lit.  5,  art.  34,  y 
trat.S,  lit.  10,  art.  24  ;  i~s.  àrds.  de  16  de  marzo  de  1753, 
y  29  de  enero  de  1755.  Véase  Fuerza,  pública,  §§  ÍII  y  IV. 

El  magistrado  civil  que  llevare  la  tropa  en  su  ausilio,  no 
ha  de  mandar  á  los  soldados  directamente  por  sí  mismo  , 
sino  que  debe  entenderse  con  el  oficial  ó  jefe  intimándole 
la  operación  ó  diligencia  que  ha  de  practicarse  para  que  este 
disponga  el  modo  de  hacerla  con  arreglo  á  táctica  y  orde- 
nanza ;  regí,  de  28  de  mayo  de  1761 ,  y  real  orden  de  19  de 
mayo  de  1778.  Véase  Fuerza  pública  ,  %  V. 

Luego  que  llegue  al  sitio  de  la  reunion  sediciosa  ó  tumul- 
tuaria ,  debe  intimársele  por  tres  veces,  con  el  corto  inter- 
valo necesario  para  que  no  pueda  alegarse  ignorancia  ,  que 
se  deshaga  y  disperse,  y  se  retiren  á  sus  casas  todos  los 
concurrentes,  bajo  la  pena  de  ser  tratados  como  cómplices 
todos  los  que  permanezcan  unidos  en  número  de  diez  per- 
sonas, y  como  inobedientes  al  bando  los  que  hallándose  allí 
por  curiosidad  ó  casualidad  no  se  separen  al  instante  ;  arts. 
7o.  y  K°.  de  la  ley  de  Carlos  III,  y  Io.  del  decr.  de  18  de  julio 
de  1854. 

Si  á  pesar  de  la  intimación  no  se  dispersaren  los  alboro- 


tados ,  debe  requerir  el  magistrado  civil  al  jefe  de  la  tropa 
para  que  disípelos  grupos  à  viva  fuerza,  anque  por  los 
medios  mas  suaves  que  dicte  la  prudencia  ;  y  hará  prender 
y  conducir  á  la  cárcel  á  disposición  del  juez  de  primera  ins- 
tancia á  cuantas  personas  le  hubiesen  desobedecido;  arts. 
14,  15  y  16  de  la  ley  de  Carlos  III,  y  últ.  ¡'arle  del  art.  2o. 
de  la  ley  de  abril. 

Si  los  amotinados  ó  facciosos,  antes  ó  después  ó  al  tiempo 
de  la  intimación  ,  hicieren  resistencia  con  armas  de  fuego 
ó  blancas  ó  con  cualesquiera  otros  instrumentos  ofensivos  á 
la  tropa  del  ejército  ó  de  la  milicia  que  los  aprehendiere, 
puede  la  tropa  ó  milicia  hacer  igualmente  uso  desús  armas 
.  hasta  reducirlos  á  la  obediencia ,  y  por  el  hecho  de  tal  resis- 
tencia quedarán  sujetos  á  ser  juzgados  militarmente  en  con- 
sejo de  guerra  ordinario ,  como  ya  llevamos  dicho  mas 
arriba  ;  art.  3o.  de  la  ley  de  abril,  y  15  de  la  de  Carlos  III. 
Entiéndese  que  hacen  resistencia  á  la  tropa  para  el  efecto 
de  ser  juzgados  militarmente  las  personas  siguientes  :  1°.  las 
que  después  del  término  del  bando  se  encuentren  reunidas 
con  los  facciosos ,  aunque  no  tengan  armas  :  2o.  las  que  sean 
aprehendidas  por  la  tropa  huyendo  después  de  haber  estado 
con  los  facciosos  :  5o.  las  que  habiendo  estado  con  ellos  se 
encuentren  ocultas  y  fuera  de  sus  casas  con  armas  ;  art.  5o. 
de  la  ley  de  abril. 

Cuando  la  autoridad  política  entendiere  que  se  trama 
alguno  de  los  crímenes  ó  delitos  que  son  objeto  de  este  pro- 
cedimiento, debe  prevenirlo  siempre  que  pudiere  sin  esperar 
á  que  estalle,  á  cuyo  fin  podrá  verificar  las  inspecciones 
domiciliarias  que  se  crean  oportunas  ,  observándose  lo  pre- 
venido en  el  Juicio  criminal  ordinario,  §  LVIII  y  siguientes 
sobre  allanamiento;  y  será  mas  conveniente  que  so  ponga 
de  acuerdo  con  el  juez  de  primera  instancia  á  quien  corres- 
ponda para  que  formalizándose  desde  luego  la  sumaria  con 
los  datos  que  se  hubiesen  adquirido,  se  proceda  judicial- 
mente á  la  inspección  domiciliaria,  ocupación  de  los  papeles 
é  instrumentos  justificativos  de  la  trama,  y  detención  ó  pri- 
sión de  los  reos. 

VIH.  Trámites  del  juicio.  Siempre  que  los  reos  de  las 
conspiraciones  ó  maquinaciones  directas  de  que  estamos 
tratando ,  hayan  de  ser  juzgados  por  la  jurisdicción  ordinaria 
con  arreglo  á  lo  que  llevamos  sentado,  debe  el  juez  de  pri- 
mera instancia  à  quien  competa  el  conocimiento  de  estas 
causas,  darles  una  preferencia  esclusiva,  pudiendo  en  caso 
necesario  pasar  las  de  distinta  clase  al  otro  ú  otros  jueces 
que  hubiese  en  el  mismo  pueblo,  y  valerse  para  la  actua- 
ción del  sumario  de  cualquier  escribano  real  ó  numerario 
del  partido  ;  arts.  15  y  17  de  la  ley  de  2o  abril  de  1821. 
Véase  Juicio  criminal,  %%  IX,  XI  y  XIV. 

Si  le  pareciese  conveniente,  según  la  gravedad  y  circuns- 
tancias de  una  causa  en  que  haya  varios  reos ,  que  se  formen 
piezas  separadas,  podrá  hacerlo  del  modo  que  mas  conduzca 
á  la  brevedad  del  proceso  ;  y  siempre  lo  deberá  practicar 
respecto  de  cualesquiera  reos  luego  que  resulten  confesos  ó 
convictos,  á  fin  de  que  no  se  demore  la  sentencia  de  estos 
y  su  pronta  ejecución;  arts.  12  y  18.  Véase  el  §  XVI  del 
Juicio  criminal  ordinario.  • 

Todas  las  diligencias  del  sumario,  como  la  justificación 
de  los  hechos ,  ó  la  reunion  de  las  pruebas  materiales  y 
morales  ,  la  detención  ó  prisión  de  los  reos,  el  recibimiento 
de  las  declaraciones  de  estos  y  de  los  testigos ,  la  evacuación 
de  citas,  las  confesiones  con  cargos,  etc.,  deben  practicarse 
conforme  á  las  reglas  comunes  que  se  observan  en  el  Juicio 
criminal  ordinario,  sin  otra  diferencia  que  la  de  haberse 
de  dar  cuenta  cada  tres  dias  á  la  Audiencia  de  lo  que  se 
adelanta  en  el  procedimiento.  Véase  Asonada, 

Resultando  plenamente  acreditada  la  perpetración  del 
delito ,  podrá  darse  por  concluido  el  sumario ,  y  elevarse  la 
causa  al  estado  de  acusación ,  aunque  el  procesado  no  esté 
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plenamente  convicto ,  siempre  que  las  pruebas  ó  indicios 
inclinen  prudentemente  el  ánimo  del  juez  á  creer  que  el  tra- 
tado como  reo  es  culpable  ó  inocente  ,  y  que  la  causa  pre- 
senta fundados  motivos  de  poderse  adelantar  mas  en  el 
sumario,  ó  los  ofrece  de  que  podrá  hacerse  suficientemente 
en  el  plenario;  art.  16  de  la  ley  de  abril. 

IX.  Recibida  al  reo  la  confesión,  si  hubiere  méritos  y 
lugar  para  la  acusación ,  debe  formalizaría  el  promotor  fiscal 
después  de  tresdias  alo  mas desdela  entrega  del  procesó:  se 
da  después  traslado  al  reo  por  igual  término  improrogable  ; 
y  en  este  mismo  auto  se  recibe  la  causa  á  prueba;  art.  19. 
Habiendo  dos  ó  mas  reos ,  se  entiende  el  término  de  los  tres 
dias,  según  la  práctica  de  los  tribunales ,  por  cada  uno  de 
los  que  se  defiendan  con  separación  ;  de  modo  que  en  este 
caso  correrá  el  plazo  sucesivamente  para  cada  defensa  y  no 
simultáneamente  para  todas.  No  está  fijado  por  la  ley  el 
término  que  puede  concederse  para  la  prueba  ;  y  así  se  con- 
viene generalmente  en  que  debe  ser  el  mismo  que  en  el 
juicio  criminal  ordinario. 

Dentro  de  las  veinte  y  cuatro  horas  siguientes  á  la  noti- 
ficación del  auto  de  prueba  ha  de  nombrar  el  reo  procurador 
y  abogado  que  residan  en  el  partido ,  ó  se  hallen  á  la  sazón 
en  él;  y  no  haciéndolo  ,  se  nombrarán  de  oficio  en  el  acto; 
art.  20. 

Así  el  promotor  fiscal  como  el  procurador  del  reo  ,  sea  al 
devolver  los  autos,  sea  dentro  de  las  veinte  y  cuatro  horas 
siguientes  á  su  devolución  ,  deben  presentar  la  lista  de  los 
testigos  de  cargo  y  descargo  de  que  intenten  valerse  para 
su  prueba  respectiva,  espresando  sus  nombres  ,  vecindad  , 
estado  y  destino  ó  modo  de  vivir;  y  estas  listas  se  comu- 
nican reciprocamente  á  las  partes  para  la  oposición  de  tachas 
en  el  dia  en  que  haya  de  celebrarse  el  juicio  y  para  los  de- 
mas  efectos  convenientes  ;  arts.  21  y  22. 

X.  No  se  hace  aquí  la  prueba  como  en  los  procesos  co- 
munes ,  sino  en  un  acto  solemne,  que  se  llama  juicio  público; 
para  cuya  celebración  debe  señalar  el  juez  el  dia  mas  inme- 
diato posible  ,  disponiendo  con  la  oportuna  anticipación  , 
por  medio  de  oficios  ó  exhortos,  que  sean  compelidos  á 
comparecer  personalmente  para  prestar  sus  primeras  decla- 
raciones ó  ratificarse  en  las  ya  prestadas  en  el  sumario  los 
testigos  que  se  hallaren  dentro  de  las  siete  leguas  ó  una 
jornada  regular  de  la  residencia  del  juzgado  ,  y  aun  los  que 
hallándose  á  mayor  distancia  estimase  indispensable  el  juez, 
á  reclamación  de  alguna  de  las  partes,  que  se  presenten  en 
persona  para  fundar  los  cargos  ó  descargos  ;  y  espidiendo 
asimismo  despachos  ó  exhortos  para  que  los  testigos  que 
estuvieren  imposibilitados  ó  se  hallaren  á  mayor  distancia 
que  la  de  una  jomada  regular  y  no  se  estimase  indispen- 
sable su  comparecencia  personal  en  el  juzgado,  sufran  el 
examen  ó  la  ratificación  en  el  pueblo  de  su  residencia  ; 
cuyas  diligencias  deben  ejecutarse  por  el  juez  requerido 
sin  pérdida  de  momento  y  con  preferencia  á  todo  para 
que  puedan  leerse  en  el  acto  del  juicio  público  ;  arts.  22 
y  25  de  dicha  ley ,  y  art.  7o.  del  decr.  de  Cortes  de  11  de 
setiembre  de  1820. 

XI.  Celébrase  el  juicio  público  á  puerta  abierta  en  el  dia 
señado ,  bajo  la  presidencia  del  juez  de  primera  instancia, 
y  con  asistencia  del  promotor  fiscal  y  del  escribano  de  la 
causa  ,  como  asimismo  de  los  reos  si  quisieren  y  de  sus 
abogados  y  procuradores.  En  él  se  procede  públicamente  al 
examen  ó  ratificación  de  cada  uno  de  los  testigos  por  sepa- 
rado y  no  de  todos  á  la  vez ,  con  arreglo  al  interrogatorio 
presentado  por  las  partes ,  y  según  las  preguntas  que  á  juicio 
del  juez  no  fueren  impertinentes  ;  y  así  el  promotor  como 
los  reos  ó  sus  defensores  pueden  hacer  verbalmente  á  cada 
testigo  por  medio  del  juez  las  observaciones ,  repreguntas  , 
réplicas  y  reconvenciones  que  quisieren,  con  tal  que  no  sean 
inoportunas.  Léense  luego  con  la  misma  solemnidad  las  de- 


claraciones y  ratificaciones  de  los  testigos  que  no  hayan 
comparecido  personalmente;  y  pueden  en  seguida  tanto  el 
promotor  fiscal  como  los  reos  y  sus  defensores  presentar  las 
pruebas  instrumentales  que  crean  favorecerles  ,  y  esponer 
en  voz  cuanto  tengan  por  conveniente.  Todas  las  declara- 
ciones ,  ratificaciones  ,  preguntas  ú  observaciones  y  las  res- 
puestas se  redactan  por  el  escribano  y  se  firman  por  los 
que  en  ella  han  tenido  parte;  y  se  estiende  también  un  acta 
del  juicio,  que  firma  el  mismo  escribano  con  el  juez.  Si  por 
la  abundancia  ó  el  número  de  las  diligencias  no  pudiere 
concluirse  en  un  solo  dia  el  juicio  público,  deberá  conti- 
nuarse en  los  siguientes,  con  tal  que  sea  dentro  del  término 
probatorio.  Ley  de  23  de  abril  de  1821  ,  arts.  23  y  24. 

XII.  Despues  de  la  conclusion  del  juicio  público,  y  sin 
mas  trámites  ni  escritos,  debe  el  juez  pronunciar  la  sen- 
tencia definitiva  dentro  de  tres  dias  á  lo  mas.  Esla  se  noti- 
fica á  las  partes  con  emplazamiento  por  término  de  ocho 
dias  para  ante  la  Audiencia  territorial,  á  quien  se  remiten  los 
autos  originales,  haciendo  saber  á  los  reos  en  el  acto  que 
nombren  procurador  y  abogado  para  la  segunda  instancia  ; 
y  si  pasado  este  término  y  dos  dias  mas  no  se  presentasen 
procurador  y  abogado  nombrados  por  el  reo  ó  reos,  y  que 
residan  á  la  sazón  en  la  capital ,  los  nombra  de  oficio  el 
tribunal  superior,  ó  lo  que  es  lo  mismo,  manda  que  la 
causa  pase  al  reparto  ;  arts.  24  y  2o. 

XIII.  Segunda  instancia.  Recibidos  en  la  Audiencia  terri- 
torial los  autos  originales ,  y  nombrados  por  la  sala  á  quien 
corresponda  procurador  y  abogado  al  reo  que  no  los  hubiese 
nombrado  en  el  término  de  diez  dias  desde  el  mencionado 
emplazamiento  ,  se  entrega  la  causa  primeramente  al  fiscal 
y  luego  al  procurador  del  reo  por  un  breve  término  que  no 
esceda  de  tres  dias  para  cada  uno;  art.  26.  Siendo  muchos 
los  procesados,  se  entiende  el  plazo  de  los  tres  dias  para 
cada  uno  de  ellos,  como  en  la  primera  instancia. 

Hácese  el  recibimiento  á  prueba  en  la  forma  común  y  con 
calidad  de  todos  cargos,  si  alguna  de  las  parles  lo  solicita  y 
la  sala  lo  estima  justo,  por  solo  el  término  de  tres  dias ,  se- 
gún la  práctica;  y  dentro  de  ellos  suministran  las  parte  s  las 
probanzas  que  les  convengan  y  que  se  les  deban  admitir 
con  arreglo  á  las  leyes  ,  según  el  artículo  27,  es  decir,  las 
que  no  sean  impertinentes,  ni  confirmatorias  ó  directamente 
contrarias  á  lo  alegado  y  justificado  en  la  instancia  ante- 
rior, verificándose  también  en  juicio  público  ante  el  sema- 
nero, con  la  concurrencia  del  fiscal,  del  escribano  do 
cámara,  de  los  procesados  si  quisieren  ,  y  de  sus  abogados 
y  procuradores,  y  observándose  la  misma  solemnidad  y 
forma  que  en  la  primera  instancia. 

Después  de  estos  plazos,  se  pasa  la  causa  al  relator  por  el 
término  de  tres  diaspara  formar  el  apuntamiento;  y  en 
seguida,  previa  citación  y  fijado  el  dia,  se  celebra  la  vista 
solemne  en  estrados,  ácuyo  acto  deben  asislirseis  ministros, 
agregándose  por  antigüedad  los  de  otras  salas  hasla  com- 
pletar este  número,  incluso  el  regente  ó  quien  sus  veces 
haga  ,  cuya  concurrencia  es  siempre  indispensable  ;  arts.  26 
y  28. 

En  los  tres  dias  siguientes  á  la  vista  debe  pronunciarse  la 
sentencia,  la  cual  queda  formada  por  la  mayaría  absoluta 
de  votos.  En  los  casos  de  empate  se  está  por  la  que  se  con- 
forme con  la  del  juez  de  primera  instancia ,  y  no  habiendo 
absoluta  conformidad ,  por  la  mas  favorable  al  reo;  cu-ís.  29 
y  51. 

La  sentencia  que  recayere  causa  ejecutoria  :  la  de  libertad 
se  ejecuta  inmediatamente  :  la  de  pena  capital  dentro  de  cua- 
renta y  ocho  horas  ;  y  las  demás  á  la  mayor  brevedad  posi- 
ble ;  art.  52. 

No  procede  pues  el  recurso  de  súplica  contra  la  semencia 
definitiva  de  vista,  ya  sea  revocatoria  ó  confirmatoria  de  la 
del  juez  inferior  ;  pero  se  admite  contra  los  autos  inlerlocu- 
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torios  que  produzcan  gravamen  irreparable,  como  por  ejem- 
plo contra  la  providencia  que  denegare  el  recibimiento  á 
prueba. 

XIV.  No  tiene  el  tribunal  para  estas  causas  número  de- 
terminado de  horas  de  despacho ,  ánles  bien  debe  juntarse 
de  dia  y  de  noche  por  todo  el  tiempo  que  convenga  según 
la  urgencia  ;  art.  50. 

Los  plazos  que  señala  la  ley  de  23  de  abril  de  1821  son 
improrogables  y  perentorios,  y  no  pueden  alargarse  á  título 
de  suspension  ,  restitución  ni  otro  alguno  ;  art.  33. 

No  se  admiten  recursos  de  indulto  de  los  delitos  que  son 
objeto  de  este  procedimiento,  en  ninguna  de  las  instancias, 
art.  33,  sin  perjuicio  de  lo  dicho  mas  arriba  con  arreglo  al 
art.  6o.  ;  pero  si  se  concediere  indulto  por  el  rey  ó  por  al- 
gún jefe  militar  autorizado  al  efecto,  debe  aplicarlo  el  juez 
ó  tribunal  en  su  caso,  teniéndose  empero  presente  que  estas 
gracias  concedidas  por  delitos  políticos  no  son  estensivas  á 
los  delitos  cometidos  anteriormente  por  los  reos  ;  rs.  órcls. 
de  6  de  seiiembre  de  1856  y  de  20  de  febrero  de  1837.  Véase 
Indulto ,  §|  VIII  y  IX. 

Los  complices  en  estos  delitos  de  conspiración  deben  ser 
juzgados  ,  como  los  reos  principales ,  con  arreglo  á  la  misma 
ley  ele  2o  de  abril  de  1821 ,  y  por  el  mismo  juez  ;  art.  54. 
Pero  si  los  delincuentes  fueren  arzobispos  ú  ubispos ,  han 
de  ser  juzgados  por  el  supremo  tribunal  de  justicia  ;  y  si  fue- 
ren otros  prelados  ó  jueces  eclesiásticos ,  por  la  Audiencia 
territorial.. 

Las  disposiciones  de  dicha  ley  se  entienden  limitadas  á  las 
provincias  de  la  península  é  islas  adyacentes  ;  arl.  37. 

~  Véase  Lesa  majestad. 

JUICIO     POR    DELITOS    CONTRA    LA    HACIENDA    PÚBLICA. 

El  orden  ó  modo  especial  de  proceder  en  las  causas  que  se 
forman  por  los  delitos  de  contrabando  y  de  defraudación  de 
los  derechos  ó  impuestos  que  se  deben  al  erario. 

Especificación  de  los  delitos  sujetos  á  este  juicio. 

I.  Son  objetos  propios  y  esclusivos  de  este  juicio  especial  : 
Io.  el  contrabando  :  —  2o.  la  defraudación  en  el  pago  de 
contribuciones  :  —  5o.  la  connivencia  de  los  empleados  de 
la  hacienda  pública  en  los  delitos  de  contrabando  y  defrau- 
dación :  —  4o.  toda  especie  de  complicidad  en  los  mismos 
delitos  :  —  b°.  la  resistencia  á  mano  armada  ó  con  cualquiera 
género  de  violencia  contra  las  autoridades,  funcionarios  pú- 
blicos, individuos  de  la  fuerza  armada  ,  y  cualquiera  clase 
de  personas  que  por  razón  de  oficio  ó  en  virtud  de  mandato 
legítimo  persigan  á  los  contrabandistas  óá  los  defraudado- 
res de  la  hacienda  pública  :  —  6o.  la  falsificación  de  cual- 
quiera documento  público  ó  privado,  ó  de  las  marcas  y  sellos 
do  oficio,  ú  otros  signos  peculiares  de  las  oficinas  de  ha- 
cienda, hecha  para  cometer,  encubrir  ó  escusar  los  delitos 
de  contrabando  ó  defraudación  :  —  7o.  las  omisiones  de  las 
autoridades  y  funcionarios  públicos  ,  de  los  empleados  de 
hacienda,  y  de  cualquiera  otra  clase  de  personasen  el  cum- 
plimiento de  las  obligaciones  que  por  las  leyes  ,  reglamentos 
é  instrucciones  de  la  misma  hacienda  pública  les  son  pecu- 
liares para  impedir  ó  perseguir  los  delitos  de  contrabando  y 
defraudación*;  art.  Io.  de  la  ley  penal  de  &  de  mayo  de  1830. 
Véase  Contrabando  y  Defraudación. 

Todos  los  demás  delitos  cometidos  contra  la  hacienda  pú- 
blica ,  como  el  peculado ,  el  robo  en  sus  almacenes,  oficinas 
ú  otros  establecimientos  que  le  pertenezcan ,  y  los  hechos  ú 
omisiones  culpables  de  sus  empleados  en  el  desempeño  de 
sus  oficios ,  no  teniendo  relación  con  el  contrabando  ó  la  de- 
fraudación de  sus  derechos  ó  impuestos,  aunque  están  suje- 
tos á  su  privativa  jurisdicción ,  no  son  empero  objeto  de  este 
procedimiento  especial,  pues  quo  deben  serlo  del  establecido 
en  el  Juicio  criminal  ordinario.  Véase  Jurisdicción  de  la  ha- 
cienda pública. 


Jurisdicción  privativa  para  los  delitos  de  contrabando 
y  defraudación. 

II.  Según  la  ley  de  5  de  mayo  de  1850,  el  ministro  do 
hacienda  como  superintendente  general  de  ella  era  el  juez 
único  y  privativo  en  primera  instancia  para  conocer  de  todos 
los  delitos  de  contrabando  y  defraudación  que  se  cometiesen 
en  el  reino  ,  y  ejercía  esta  jurisdicción  por  sí ,  y  por  medio 
de  sus  subdelegados ,  en  los  partidos  judiciales  de  rentas,  ó 
de  los  especiales  en  que  tuviese  á  bien  delegarla  en  casos 
particulares  ;  y  en  segunda  y  tercera  instancia  conocía  pri- 
vativa y  esclusivamente  de  ellos  el  consejo  supremo  de  ha- 
cienda, cerrándose  irrevocablemente  el  juicio  con  sus  pro- 
videncias que  causasen  ejecutoria. 

Mas  ahora,  los  intendentes  y  demás  subdelegados  de 
rentas  ejercen  las  funciones  de  jueces  de  primera  instancia, 
no  solo  en  las  causas  de  contrabando  y  defraudación ,  sino 
también  en  todas  las  demás  cuyo  conocimiento  corresponde 
á  los  juzgados  de  hacienda,  con  las  apelaciones  y  consultas 
á  las  audiencias  territoriales,  en  donde  fenecen  unas  y  otras 
causas  ;  real  decr.  de  27  de  noviembre  de  1855,  rs.  órcls.  de  lo 
de  marzo  1856  y  51  de  diciembre  de  1859,  y  orden  de  In  Rey. 
proñs.  de  20  de  febrero  de  1841.  El  juzgado  de  cada  subde- 
legados de  rentas  so  compone  del  subdelegado,  del  asesor 
de  rentas  nombrado  por  el  rey,  de  un  co-asesor  nombrado 
por  la  diputación  provincial  donde  se  halle  instalada  ,  y 
donde  no  por  el  jefe  político,  pudiendo  el  subdelegado  nom- 
brar en  caso  de  discordia  otro  letrado  que  la  dirima ,  de  un 
fiscal  encargado  de  promover  judicialmente  los  intereses  de 
la  hacienda  y  de  un  escribano  ;  real  orden  de  17  de  diciembre 
de  183b  ,  ó  sea  de  17  de  enero  de  1856 ,  pues  se  cita  una  misma 
con  ambas  fechas.  El  co-asesor  asiste  también  al  tribunal,  se- 
gún la  práctica  ,  cuando  el  subdelegado  de  rentas  es  letrado, 
como  sucede  en  las  subdelegaciones  de  partido.  El  co-ase- 
sor debe  agregarse  al  asesor  de  rentas-en  todas  las  causas 
sujetas  al  juzgado  de  hacienda  ;  pero  por  punto  general  no 
debe  concurrir  á  todos  los  procedimientos ,  sino  tan  solo  á  las 
providencias  que  causan  estado ,  las  cuales  en  dichas  causas 
pueden  considerarse  reducidas  al  auto  de  recibimiento  á 
prueba  ó  de  sobreseimiento  en  su  caso,  y  á  la  sentencia  de- 
finitiva cuando  el  juicio  llegare  á  ella;  rs.  ords.  de  la  de 
marzo  y  14  de  abril  de  1856. 

Los  intendentes  y  demás  subdelegados  ,  como  jueces 'de 
primera  instancia,  deben  cumplir  en  todas  sus  partes,  con 
respecto  á  las  causas  y  negocios  contenciosos  de  hacienda 
pública ,  las  disposiciones  contenidas  en  el  art.  53  del  re- 
glamento de  26  de  setiembre  de  1855,  y  las  que  emanan  de 
la  facultad  novena,  art.  38  del  propio  reglamento,  á  la  ma- 
nera que  lo  hacen  los  jueces  de  primera  instancia  en  los 
negocios  propios  de  la  jurisdicción  ordinaria;  real  arden 
de  6  de  febrero  de  1859  ,  y  arden  de  la  Regencia  de  20  de  fe- 
brero de  1841  ;  en  cuya  consecuencia  están  obligados  á  re- 
mitir á  la  Audiencia  de  su  territorio  los  correspondientes 
partes  y  las  listas,  informes  y  noticias  que  respecto  á  las 
causas  fenecidas  y  al  estado  de  las  pendientes  les  pidiere 
para  promover  la  administración  de  justicia;  y  puede  la 
misma  Audiencia ,  cuando  haya  justo  motivo,  censurai 
prender,  apercibir,  multar,  y  aun  formar  causa  ,  (le^ficio 
ó  á  instancia  de  parte,  á  los  subdelegados  ó  á  sus  asesores, 
por  los  retrasos,  descuidos  y  abusos  graves  que  notare,  aun- 
que oyéndolos  en  justicia  siempre  que  reclamen  contra 
cualquiera  corrección  que  sin  haberles  formado  causa  les 
imponga.  Véase  Jar:  superior. 

lll.  La  jurisdicción  de  los  subdelegados  de  rentas  es 
única,  esclusiva  y  general  para  el  conocimiento  en  primera 
infancia  do  las  causas  de  contrabando  y  defraudación  y  de 
todas  las  incidencias,  cualquiera  que  sea  la  jerarquía  ,  clase , 
estado  y  condición  de  las  personas  contra  quienes  se  pro- 
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ceda ,  con  derogación  de  todo  fuero  por  privilegiado  que 
sea  incluso  el  de  casa  real ,  aunque  las  aprehensiones  se 
hagan  por  los  buques  de  la  real  armada  ó  por  partidas  de 
tropa  que  tengan  el  destino  de  perseguir  el  contrabando  ó 
concurran  como  ausiliares  de  las  autoridades  de  hacienda,  y 
aun  cuando  intervéngala  circunstancia  de  que  los  contra  ban- 
distashayanhecho  resistencia  á  la  tropa;  arts.  127  y  128 de  la 
ley  de  3  de  mayo  de  1830. —  Sin  embargo,  el  juez  eclesiástico 
.  debe  concurrir  en  calidad  de  acompañado  con  el  subdelegado 
de  rentas  á  las  declaraciones  y  confesiones  que  se  reciban  á 
las  personas  de  su  fuero  contra  quienes  se  proceda  en  di- 
chas causas;  art.  130  de  dicha  ley.  —  El  juez  militar,  esto 
es,  el  capitán  general  ó  el  gobernador  de  plaza  ó  el  coman- 
dante de  armas,  debe  asistir  igualmente  por  sí  ó  por  persona 
que  dipule,  á  la  recepción  de  las  declaraciones  y  confe- 
siones de  los  militares  reos  de  estos  delitos  ;  y  en  vista 
del  testimonio  circunstanciado  que  después  de  conclusa 
la  causa  le  pase  el  juez  de  rentas  de  la  sentencia  y  de  lo 
que  resulte  de  los  autos,  ha  de  imponerles  las  penas  corpo- 
rales que  en  su  caso  merecieren,  pues  el  de  rentas  no  puede 
imponerles  otras  que  las  pecuniarias  :  mas  en  tiempo  de 
guerra  siempre  que  el  reo  de  contrabando  ó  defraudación 
sea  individuo  del  ejército  de  mar  ó  tierra  ,  debe  conocer 
de  la  causa  y  sentenciarla  el  juez  militar  asesorándose  con 
el  subdelegado  de  rentas  si  este  fuere  letrado  ,  y  si  no  lo 
fuere  con  el  asesor  de  la  subdelegacion  ,  y  actuando  con  el 
escribano  de  esta  ;  pero  cuando  hubiere  complicidad  de  reos 
del  ejército ,  marina  y  otras  clases ,  ha  de  proceder  y  sus- 
tanciar las  causas  el  juez  de  rentas,  concurriendo  en  calidad 
de  conjunto  juez  el  jefe  militar  á  recibir  las  confesiones  de 
los  militares  y  dictar  las  sentencias  ;  real  decr.  de  29  de  abril 
de  1795,  rs.  órds.  de  15  de  octubre  de  1804 ,  16  de  junio  y  15 
de  diciembre  de  1806,  art.  19  de  la  real  cédula  de  8  de  junio 
de  1805  y  real  resol,  de  29  de  marzo  de  1829,  que  se  hallan 
vigentes  en  virtud  de  real  orden  de  19  de  noviembre  de  1830. 
Véase  el  §  X. 

Averiguación  y  pesquisa  del  contrabando  y  defrau- 
dación. 

IV.  Los  procedimientos  relativos  á  la  averiguación  y  pes- 
quisa de  los  delitos  de  contrabando  y  defraudación  tienen 
mas  bien  un  carácter  administrativo  que  judicial.  La  pes- 
quisa de  estos  delitos  está  inmediatamente  á  cargo  de  las 
autoridades ,  empleados  y  resguardos  de  la  hacienda  pública 
en  el  modo  respectivo  á  cada  clase  prevenido  en  los  regla- 
mentos é  instrucciones  :  —  todos  los  jueces  y  justicias  del 
reino  tienen  también  la  obligación  de  observar  la  conducta 
y  manejo  de  las  personas  sospechosas ,  de  reconocer  los  lu- 
gares en  que  tengan  noticia  que  hay  existencias  de  géneros 
de  contrabando  ó  introducidos  fraudulentamente,  de  poner 
presos  á  los  delincuentes,  y  formar  las  primeras  diligencias 
del  proceso  para  acreditar  el  delito,  descubrir  sus  autores  y 
cómplices,  y  hacer  constar  la  aprehensión  de  los  efectos  de 
fraude  si  ta  hubiere  habido:  —  los  individuos  del  ejército 
deben  proceder  á  la  prisión  de  cualquiera  contrabandista  ó 
defraudador  que  hallen  in  fraganli  con  los  géneros  en  que 
consista  la  materia  del  delito  ,  conduciéndolos  seguidamente 
con  los  presos  á  presencia  del  jefe  del  resguardo ,  adminis- 
trador de  rentas  ó  juez  ordinario  del  pueblo  ;  pero  no  pueden 
proceder  por  sí  en  poblado  ni  despoblado  á  reconocer  casas 
ó  heredades,  registrar  personas  ni  hacer  otra  diligencia  de 
pesquisa,  sino  cuando  tengan  este  encargo  especial  conferido 
por  autoridad  legítima;  —  y  todo  español  mayor  de  diez  y 
ocho  años  está  obligado  á  dar  aviso  de  cualquier  acto  de 
contrabando  ó  defraudación  de  que  tenga  noticia  segura  que 
se  intenta  cometer  ó  se  está  cometiendo ,  sin  que  en  ningún 
caso  pueda  manifestarse  su  nombre ,  á  menos  que  quiera 
constituirse  formalmente  delator  con  opción  ala  recompensa 


que  en  este  concepto  le  corresponda;  arts.  97,  98,  99 y  100 
de  la  ley  de  3  de  mayo  de  1850. 

V.  Los  magistrados  y  jueces  de  hacienda,  los  jefes  supe- 
riores y  subalternos  de  los  resguardos,  los  de  cualquiera 
fuerza  armada  destinada  espresamente  por  autoridad  com- 
petente á  la  persecución  de  los  contrabandistas,  y  todos  los 
jueces  y  justicias  del  reino  en  su  respectivo  territorio,  están 
antorizados  para  disponer  y  practicar  el  reconocimiento  de 
todo  edificio,  heredad  y  cualquiera  especie  de  finca  rústica 
ó  urbana ,  esté  cerrada  ó  abierta ,  siempre  que  haya  fundada 
presunción  de  existir  alguna  porción  de  géneros  de  contra- 
bando ó  introducidos  de  fraude;  pero  deben  usar  de  toda 
circunspección  y  comedimiento,  sin  propasarse  á  palabras 
descompuestas  ú  ofensivas,  bajóla  responsabilidad  del  jefe 
.que  presida  el  acto,  y  han  de  observar  ademas  las  formali- 
dades prescritas  por  la  ley;  arts.  101  y  124-  de  dicha  ley. 

'  Para  proceder  al  reconocimiento  de  cualquiera  casa  par- 
ticular, ha  de  preceder  providencia  formal  por  escrito  de  la 
autoridad  judicial  ó  administrativa  ,  ó  jefe  del  resguardo  á 
quien  por  sus  atribuciones  corresponda  decretarlo  con  ar- 
reglo á  la  ley  penal  y  á  lo  dispuesto  en  los  reglamentos  é 
instrucciones  de  hacienda  ;  art.  114. 

VI.  Para  el  reconocimiento  del  palacio  ó  sitio  real  en  que 
S.  M.  resida  á  la  sazón ,  ha  de  preceder  ademas  real  licencia; 
y  para  el  de  un  sitio  ó  palacio  que  no  esté  habitado  por 
S.  M.,  basta  la  citación  y  concurrencia  del  jefe  encargado 
de  él  ;  art.  103:  —  para  el  de  los  lugares  sagrados,  casas 
religiosas  y  habitaciones  de  eclesiásticos ,  es  necesario  el 
despacho  ausiliatorio  del  nuncio  y  el  aviso  al  vicario,  cura 
párroco  ó  prelado  respectivo,  ó  en  defecto  de  aquel  docu- 
mento el  ausilio  del  juez  ó  superior  eclesiástico;  y  siendo 
convento  de  religiosas,  se  ha  de  dar  siempre  conocimiento 
ala  autoridad  eclesiástica,  bajo  cuva  dependencia  inmediata 
se  halle  la  comunidad  ;  arts.  104,  Í05,  106,  107, 108  y  109: 
—  para  el  de  un  establecimiento  militar,  como  arsenal,  al- 
macén ,  parque ,  maestranza  ó  cuartel ,  se  da  previo  aviso  á 
la  autoridad  militar  local;  orí.  110  :  —  para  el  de  la  casa 
habitación  de  una  autoridad  civil ,  judicial  ó  militar,  ó  per- 
sona que  goce  fuero ,  ó  de  un  ministro  de  tribunal  superior 
ó  supremo ,  basta  que  se  avise  al  respectivo  gobernador, 
presidente,  regente  ú  otro  jefe  de  quien  dependa  el  dueño 
de  la  habitación;  art.  111  :  —  para  el  de  la  habitación  de 
un  estranjero  domiciliado  ó  transeúnte,  se  da  previo  aviso 
al  cónsul  de  su  nación  si  lo  hubiere  en  el  mismo  pueblo; 
mas  á  los  embajadores  y  representantes  de  las  potencias 
estranjeras  y  á  las  casas  de  su  habitación  se  guardan  las 
inmunidades  que  les  corresponden  con  arreglo  á  las  leyes 
del  tít.  9,  lib.  3  de  la  Nov.Rec;  arts.  112  y  113.  Cualquiera 
de  las  personas ,  autoridades  ó  jefes  á  quienes  se  avisa  ó 
cita  para  el  reconocimiento  de  una  casa  ú  otro  edificio, 
puede  concurrir  al  acto  por  sí  ó  por  medio  de  sugeto  de  su 
confianza;  orí.  cit.  —  No  puede  acordarse  el  reconocimiento 
de  las  casas  designadas  en  este  párrafo  ,  sino  cuando  conste 
la  existencia  en  ellas  de  efectos  de  fraude  por  previa  justi- 
ficación sumaria  dedos  testigos  al  menos;  art.  116. 

VIL  En  cuanto  á  las  casas  particulares  no  comprendidas 
en  el  párrafo  anterior,  puede  acordarse  su  reconocimiento 
judicial  cuando  por  notoriedad  ó  fama  pública ,  por  hechos 
que  induzcan  presunción  vehemente  ,  por  la  mala  reputación 
de  los  habitantes  de  la  casa,  ó  por  delación  circunstanciada 
de  sugeto  fidedigno  ,  se  deduzca  con  fundamento  la  existencia 
del  fraude  ;  orí.  1 15.  Las  tiendas ,  almacenes  y  lonjas  en  que 
se  vendan  géneros  de  comercio  por  mayor  ó  por  menor  y  á 
puerta  cerrada  ó  abierta ,  los  edificios  rurales  ó  en  despo- 
blado ,  y  las  posadas  ó  casas  abiertas  al  público  para  cual- 
quier objeto  de  tráfico ,  pueden  ser  reconocidas  siempre  que 
haya  fundada  sospecha  á  juicio  de  los  jefes  del  resguardo 
de  ocultarse  en  ellas  géneros  de  fraude;  art.  117. 
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Mas  debe  tenerse  presente  que  por  real  orden  de  18  de 
enero  de  1834  se  halla  prevenido  que  dentro  de  la  circunfe- 
rencia de  las  murallas,  casetas  de  resguardo  ó  cercas  de  las 
capitales  y  puertos  habilitados,  no  se  registre  ni  allane 
por  el  resguardo  á  protesto  de  buscar  contrabando  ninguna 
casa  ni  almacén,  á  escepcion  de  aquellos  casos  en  que  el  se- 
guimiento de  una  causa  requiera  que  se  busque  el  cuerpo 
del  delito,  ó  que  de  hecho  se  persiga  el  bulto  ó  género  desde 
el  punto  por  donde  se  introdujo  ó  por  hallarle  en  la  calle  ;  y 
se  declara  ademas  en  dicha  real  orden  que  el  comercio  no 
está  obligado  á  presentar  las  notas  de  los  géneros  que  no  ha 
despachado  después  de  su  introducción.  Pero  por  otra  real 
orden  de  12  de  agosto  del  mismo  año  se  suspendió  la  pri- 
mera disposición ,  y  pueden  visitarse  las  casas ,  tiendas ,  al- 
macenes, fábricas  y  prados  de  fabricación  ,  de  sol  ásol, 
siempre  que  hubiese  indicio  fundado  ó  sospecha  vehemente 
de  contrabando. 

De  todo  reconocimiento  que  se  intente  hacer  en  cualquiera 
casa  particular  ó  de  tráfico,  se  ha  de  dar  previo  aviso  al  al- 
calde del  pueblo  para  que  asista  al  acto  por  sí  ó  por  medio 
de  un  alcalde  de  barrio,  ú  otro  de  sus  subalternos;  pero 
siendo  en  despoblado,  basta  mostrar  al  dueño  déla  habita- 
ción el  permiso  del  alcalde  del  territorio;  arts.  118  y  119.  El 
mencionado  aviso  ha  de  darse  precisamente  al  alcalde  cons- 
titucional,  y  ser  por  escrito,  exigiéndose  recibo  de  él ,  ó 
formalizándose  en  su  cast»  diligencia  de  haberse  negado  á 
darle  :  también  se  le  debe  designar  un  brevísimo  tiempo 
para  su  asistencia  al  acto  ;  y  si  dentro  de  él  no  se  presenta 
el  alcalde  por  sí  ó  por  sus  delegados ,  puede  pasarse  á  eje- 
cutar el  reconocimiento  con  asistencia  de  dos  vecinos  hon- 
rados ;  órd.  de  16  de  setiembre  de  1842. 

Los  alcaldes  que  sean  requeridos  por  los  empleados  de 
rentas  ó  del  resguardo  para  autorizar  el  reconocimiento ,  no 
pueden  escusarse  ni  diferir  la  práctica  de  la  diligencia  bajo 
su  responsabilidad  personal ,  ni  menos  oponerse  á  ella  con 
el  pretesto  de  ser  contrario  á  la  Constitución  el  allanamiento 
de  las  casas;  dicho  art.  1 18  y  rs.  brds.  de  19  de  julio  de  1858 
y  de  15  de  octubre  de  1859.  Cuando  el  resguardo  úotra  fuerza 
armada  ó  funcionario  autorizado  vaya  persiguiendo  á  con- 
trabandistas ó  defraudadores,  llevándolos  á  la  vista,  puede 
entrar  sin  licencia  ni  formalidad  alguna  en  cualquier  edificio 
á  que  se  acojan  ó  en  que  introduzcan  los  efectos;  art.  120 
de  la  ley  penal. 

No  se  puede  hacer  á  pretesto  de  la  averiguación  de  estos 
delitos,  el  reconocimiento  é  inspección  general  de  los  Libros 
y  papeles  del  comerciante  ,  ni  estraerlos  de  sus  casas  y  es- 
critorios; pero  deberá  este  presentar  las  partidas  ,  cartas  ó 
asientos  que  traten  de  los  negocios  sobre  que  recaiga  la  sos- 
pecha del  fraude  ;  art.  121. 

Como  los  jefes  ó  funcionarios  de  hacienda  son  responsables 
de  la  justicia  de  los  reconocimientos  que  hicieren ,  están  en 
la  obligación  de  consignar  los  motivos  que  dieren  lugar  á 
ellos  en  diligencia  formal  por  escrito ,  que  aunque  pueda  re- 
servarse por  el  momento  si  así  lo  exige  el  interés  del  servicio, 
haya  de  mostrarse  en  su  dia  y  unirse  á  la  causa  para  que  se 
pueda  juzgar  de  si  el  mandato  fué  ó  no  conforme  á  lo  pres- 
crito en  el  artículo  115  de  la  ley  penal,  mas  arriba  citado. 

VIII.  Toda  especie  de  coches,  carruajes  y  caballerías  de 
tiro  ,  silla  y  carga ,  cualquiera  que  sea  la  persona  á  quien 
pertenezcan,  pueden  ser  reconocidos,  para  averiguar  el 
contrabando  y  defraudación,  en  las  entradas  y  salidas  de 
]os  pueblos  y  en  las  posadas  y  ventas  en  despoblado  :  también 
pueden  ser  detenidos  en  las  carreteras  y  caminos  ,  habiendo 
■Sospecha  de  que  conducen  géneros  de  dicha  clase  ;  pero  el 
reconocimiento  hade  hacerse  en  la  población  mas  inmediata, 
siguiendo  la  via  del  carruaje  ó  bagajes ,  y  con  asistencia  del 
alcalde  ó  autoridad  local  ;  art.  121.  Sin  embargo,  los  coches 
de  la  compañía  de  diligencias  no  pueden  ser  registrados  sino 


en  la  administración  mas  inmediata  ;  y  en  el  caso  de  apre- 
henderse algún  bulto  con  géneros  de  contrabando  ó  fraude, 
no  apareciendo  dueño  legítimo ,  ha  de  imponerse  ima  multa 
proporcionada  al  conductor,  que  es  quien  ha  debido  impedir 
su  introducción  clandestina;  rs.  órds.  de  17  de  junio  de  1829 
y  de  19  de  marzo  de  1833. 

Pueden  ser  registrados  igualmente  los  conductores  de  cor- 
reos por  los  dependientes  del  resguardo  en  sus  personas, 
caballerías  y  carruajes ,  aunque  con  la  posible  celeridad  ,  y 
de  manera  que  la  correspondencia  no  sufra  detenciones  per- 
judiciales al  servicio  público  ;  y  cuando  hubiere  sospecha 
fundada  de  que  dentro  de  las  balijas  se  introducen  géneros 
prohibidos  ó  que  no  hayan  pagado  los  derechos  correspon- 
dientes, debe  darse  aviso  por  los  jefes  del  resguardo  al  ad- 
ministrador del  correo  general,  para  que  á  su  presencia  ó 
á  la  del  oficial  de  su  dependencia  que  al  efecto  comisione , 
se  verifique  la  apertura  y  reconocimiento  de  aquellas,  pro- 
cediéndose  en  uno  y  otro  caso  con  arreglo  á  las  leyes  contra 
los  que  resulten  delincuentes  ,  é  imponiéndoles  las  penas  á 
que  se  hicieron  acreedores  ;  rs.  órds.  de  18  de  julio  de  1862 
y  10  de  julio  de  1838. 

Todo  correo  español ,  empleado  ó  ¡viajero  que  sea  porta- 
dor de  pliegos  del  servicio  público  para  el  ministerio  de 
estado  ú  otro  secretario  del  despacho,  los  debe  traer  anota- 
dos uno  por  uno  en  el  pasaporte  que  le  espida  la  respectiva 
legación.  Los  paquetes  rotulados  para  los  ministerios  que 
no  vengan  anotados  en  el  pasaporte ,  deben  ser  detenidos,  y 
el  portador  de  ellos  arrestado  y  puesto  á  disposición  del  tri- 
bunal competente  para  que  se  le  forme  causa  y  sufra  la  pena 
á  que  se  haya  hecho  acreedor.  Si  trajere  pliegos  rotulados 
para  el  ministerio,  de  los  cuales  unos  estuvieren  anotados 
en  el  pasaporte  y  otros  no,  se  retendrán  estos  últimos  en  la 
aduana  ó  administración  de  correos  de  la  frontera,  y  se  le 
dejará  continuar  el  viaje  con  los  primeros  ;  pero  dando  parte 
al  ministerio  de  estado,  y  remitiendo  á  este  por  otro  con- 
ducto ó  por  el  correo  ordinario  los  que  no  estuvieren  anota- 
dos en  el  pasaporte.  El  oficial  mayor  del  parte  y  el  empleado 
de  hacienda  que  asista  á  la  entrada  de  los  correos  ó  viajeros 
portadores  de  pliegos  ó  paquetes  para  los  ministerios  ,  los 
cotejarán  igualmente  con  los  asientos  del  pasaporte,  y  si  en- 
contraren alguno  que  no  estuviere  mencionado  en  él  lo  re- 
tendrán en  su  poder  dando  cuenta  al  ministerio  de  estado , 
con  remisión  del  paquete.  Todo  paquete  rotulado  para  el 
ministerio  de  estado,  que  llegue  á  este  por  cualquiera  via,  y 
quitada  la  primera  cubierta  se  encuentre  otra  para  personas 
de  cualquiera  clase  que  sean  ,  sin  aviso  ni  carta  de  oficio 
que  manifieste  el  objeto  legítimo  de  su  envío,  será  remitido 
á  la  aduana  para  que  se  reconozca,  y  si  contuviese  efectos, 
sean  de  lícito  ó  ilícito  comercio  ,  serán  decomisados.  Real 
orden  de  24  de  julio  de  1858. 

Los  reconocimientos  de  los  equipajes  de  los  embajadores  , 
ministros  y  demás  individuos  del  cuerpo  diplomático  estran- 
jero ,  deben  hacerse  precisamente  en  las  aduanas ,  en  una 
pieza  separada ,  preparada  para  el  objeto,  sin  que  por  nin- 
gún caso  se  mande  ni  permita  que  se  hagan  en  sus  casas  j 
reales  órds.  de  50  de  enero  de  1787  y  28  de  febrero  de  1841. 
IX.  Pueden  ser  asimismo  reconocidas  las  embarcaciones 
que  se  hallen  en  alguno  de  los  casos  prevenidos  en  el  artí- 
culo 15  de  la  ley  penal ,  observándose  en  cuanto  al  modo  de 
practicar  estos  reconocimientos  en  los  buques  estranjeros 
los  tratados  vigentes  con  la  polencia  de  su  pabellón  res- 
pectivo ;  art.  123.  Según  dicho  artículo  15,  los  buques  que- 
navegan  á  la  inmediación  de  las  costas  del  territorio  espa- 
ñol ,  ó  anclan  en  sus  puertos ,  bahías ,  calas  ó  ensenadas,  se 
reputa  que  cometen  el  delito  de  contrabando  ó  defrauda- 
ción ,  según  sea  el  género  sobro  que  recaiga  ,  y  pueden  por 
lo  tanto  ser  reconocidos  en  los  casos  siguientes  :  —  Io.  El 
buque  estranjero  de  menos  porte  que  el  de  40  toneladas  que 
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arribe  á  puerto,  rada  ó  ensenada  de  las  costas  del  territorio 
español  con  cargas  de  géneros  y  efectos  de  cualquiera  es- 
pecie ,  á  menos  que  no  sea  por  arribada  forzosa  :  —  2o.  El 
buque  español  ó  estranjero  de  porte  menor  de  200  toneladas 
que  cargado  de  géneros  de  ilícito  comercio  ,  ó  de  proceden- 
cia estranjera,  anclase  en  puertos  no  habilitados,  ó  en  cala, 
ensenada  ó  bahía  de  las  costas  del  territorio  español ,  ó  las 
bordeare  en  las  seis  millas  marítimas  inmediatas  á  tierra, 
aun  cuando  lleve  su  carga  consignada  para  puertos  extran- 
jeros ,  á  no  ser  por  arribada  forzosa  :  —  3o.  Cualquier  buque 
que  arribando  por  medio  legítimo  á  puerto  no  habilitado,  ó 
á  bahía  ,  cala  ó  ensenada  del  territorio  español,  y  requerido 
para  que  manifieste  su  carga,  deje  de  hacerlo,  ú  oculte 
parte  de  ella  consistente  en  géneros  ilícitos  ó  que  adeuden 
derechos  :  —  4o.  Todo  buque  que  arribando  á  puerto  habi- 
litado no  haga  la  presentación  correspondiente  de  documen- 
tos en  el  plazo  señalado,  á  omita  la  inclusion  de  fardos  do 
géneros  de  ilícito  comercioóque  adeuden  derechos  :  —5o. El 
buque  de  que  sin  las  competentes  formalidades  se  trasbor- 
daren ó  desembarcaren  géneros  comprendidos  en  el  mani- 
fiesto ,  ó  en  que  no  se  hallaren  al  ser  reconocido  :  —  6o.  El 
buque  con  carga,  surto  en  cualquiera  puerto  del  territorio 
español ,  que  manifestare  venir  en  lastre  :  —  7o.  El  buque 
surto  en  puerto  habilitado,  de  que  se  estrajere  alguna  parte 
de  su  carga,  sea  para  trasbordarla  ó  para  alijarla  en  tierra 
antes  de  haber  obtenido  el  permiso  competente  :  —  8o.  El 
buque  que  por  arribada  forzosa  hubiere  anclado  en  cual- 
quiera puerto,  bahía,  rada  ó  ensenada  de  nuestras  costas, 
si  se  estrae  parte  de  su  carga  ,  bien  trasbordándola  á  otro 
buque,  ó  bien  alijándola  en  tierra,  fuera  de  los  casos,  en 
que  siendo  necesario  hacerlo  para  salvar  el  cargamento ,  se 
obtenga  el  permiso  de  la  autoridad  á  quien  competa  darlo  y 
se  observen  las  formalidades  prevenidas  para  evitar  frau- 
des :  —  9o.  El  buque  que  en  caso  de  naufragio  oculte  parle 
de  su  cargamento  á  los  dependientes  de  hacienda  ,  y  en  su 
defecto  á  la  autoridad  que  entienda  en  el  naufragio  y  sus 
incidencias  :  —  10.  El  buque  surto  en  puerto,  bahía  ó  ense- 
nada, en  que  se  hallen  géneros  del  reino  cuya  esportacion 
esté  prohibida  ,  ó  que  devengando  derechos  de  salida  no 
hayan  sido  embarcados  en  puerto  habilitado  con  las  forma- 
lidades debidas  y  pago  de  derechos  :  —  i  1 .  El  buque  que  haga 
viaje  á  cualquiera  punto  de  las  costas  de  la  península,  si 
en  su  conocimiento  se  hallaren  géneros  que  no  estuvieren 
comprendidos  en  los  registros  de  la  aduana  de  su  proce- 
dencia, ó  viniendo  de  puerto  estranjero  en  los  certificados 
del  cónsul  español ,  ó  si  faltaren  algunos  efectos  de  los  que 
según  estos  mismos  documentos  hubiese  cargado  el  buque, 
y  no  se  hiciere  constar  legítimamente  su  desembarco  con 
las  debidas  formalidades,  ó  que  en  el  caso  de  echazón  á  la 
mar  se  hayan  observado  las  disposiciones  presentasen  los 
artículos  940  y  942  del  código  de  comerc''  Yéanse  estos 
artículos  en  la  palabra  Avería  gruesa. 

X.  La  aprehensión  real,  cuando  la  hay,  es  por  lo  regular 
el  modo  de  surtir  el  fuero.  Así  que,  concurriendo  varios 
subdelegados  de  partido  al  conocimiento  de  una  causa,  tiene 
la  preferencia  el  del  partido  en  que  se  hubiere  hecho  la 
aprehensión ,  y  no  habiendo  aprehensión  el  del  territorio 
en  que  se  haya  cometido  el  delito  que  cause  el  procedi- 
miento, ó  si  este  fuere  incierto,  el  del  domicilio  de  las  per- 
sonas contra  quienes  se  dirige.  Así  lo  dispone  la  ley  penal 
de  5  de  mayo  de  1830  en  su  articulo  202;  pero  habién- 
dose suscitado  sobre  su  inteligencia  varias  competencias 
y  debales  entre  los  subdelegados ,  se  declaró  por  real  orden 
de  11  de  julio  de  1833,  que  la  inteligencia  del  art.  202  de 
la  ley  penal  debe  ser  conforme  á  los  dos  casos  que  determina 
el  artículo  16  de  la  real  instrucción  de  8  de  junio  de  1805, 
el  cual  está  concebido  en  los  términos  siguientes  :  «  Si  per- 
siguiendo una  ronda  á  los  contrabandistas  saliese  de  su  dis- 


trito é  hiciese  la  aprehensión  en  territorio  de  otro  partido , 
será  juez  de  la  causa  el  subdelegado  del  distrito  á  que  está 
destinada  la  ronda  aprehensora  ;  mas  si  se  uniesen  las  dos 
rondas  ,  y  juntas  hiciesen  la  aprehensión,  entonces  el  cono- 
cimiento de  la  causa  será  del  subdelegado  del  partido  en  cuyo 
territorio  esta  se  verificó.»  Prevínose  después  por  real  orden 
de  16  de  julio  de  183o,  con  el  fin  de  contener  por  todos  medios 
el  contrabando ,  que  el  resguardo  de  una  provincia  puedo 
introducirse  en  otra,  no  solo  persiguiendo  el  contrabando, 
sino  cuando  convenga  para  la  captara  de  reos  y  efectos,  por 
noticias  exactas  que  tenga  de  qut  existen  en  puntos  en  quo 
no  hay  resguardo,  ó  que  habiéndole  las  circunstancias  impi- 
diesen darle  las  noticias  con  la  premura  necesaria  ;  pero  sin 
que  por  esto  dejen  de  ponerse  los  reos  y  efectos  aprehendi- 
dos á  disposición  de  la  subdeletjacion  del  distrito  en  que  se 
realice  la  captura.  Nuevas  disputas  ocurrieron  con  motivo 
de  esta  real  orden  entre  los  subdeh  gados  ,  pretendiendo  al- 
gunos por  demasiado  apego  á  su  propio  interés  que  por  ella 
quedaba  desvirtuada  la  anterior  de  11  de  julio  de  1833,  y 
que  por  consiguiente  tanto  en  el  caso  de  entrar  la  ronda  de 
una  provincia  en  otra  llevando  delante  y  persiguiendo  á 
loscontrabandistas,comoenelde  introducirse  en  ella  sin  esta 
circunstancia  para  coger  reos  y  efectos  de  cuya  existencia 
tuviere  noticias  exactas,  había  de  conocer  de  la  causa  el 
subdelegado  del  distrito  en  que  la  aprehensión  se  verifica- 
se; pero  por  la  simple  lectura  de  la  orden  de  16  de  julio 
de  1835,  se  echa  de  ver  con  toda  claridad,  que  su  objeto  no 
es  olro  que  el  de  autorizar  un  nuevo  caso  de  extralimitacion, 
dejando  intacta  en  él  la  jurisdicción  que  corresponde  al  sub- 
delegado territorial,  y  sin  hacer  novedad  ni  alteración  al- 
guna en  las  disposiciones  de  la  real  orden  de  1 1  de  julio 
de  1833 ,  que  son  por  otra  parte  muy  conformes  á  la  legis- 
lación que  constantemente  ha  regido  sobre  esta  materia  y  á 
los  principios  económicos  adoptados  por  la  hacienda  públi- 
ca; y  en  este  mismo  sentido  parece  haberla  entendido  la 
dirección  general  de  aduanas  y  resguardos  según  escritos 
que  tenemos  á  la  vista  de  13  de  agosto  de  1855  y  26  de  ju- 
nio de  1837,  como  igualmente  las.  audiencias  territoriales 
en  sus  decisiones. 

Las  autoridades  militares  deben  inhibirse  del  conoci- 
miento de  toda  causa  sobre  defraudación  de  las  rentas  y 
atropellamientos  que  cometan  los  militares  para  eludir  el 
pago  de  derechos  ó  sustraerse  de  las  formalidades  fiscales  , 
pues  corresponde  á  los  intendentes  como  subdelegados  de 
rentas;  real  orden  de  17  de  febrero  de  1832.  Véase  §  III. 

Procedimiento  judicial  sobre  los  delitos  de  contra- 
bando y  defraudación. 

XI.  El  procedimiento  judicialsobre  estos  deíi'tóstíenelugar 
en  los  casos  siguientes  :  —  Io.  en  toda  aprehensión  de  efec- 
tos de  contrabando,  y  en  las  de  los  géneros  de  lícito  comer- 
cio por  defraudación  de  las  rentas  generales  ó  de  aduanas  : 
—  2o.  en  las  aprehensiones  de  frutos  y  efectos  del  reino  por 
defraudación  de  las  rentas  provinciales  ,  derechos  de  puer- 
tas y  cualquiera  otro  impuesto  sobre  su  consumo  y  movi- 
miento ,  siempre  que  el  total  de  la  condenación  que  haya  de 
imponerse,  con  inclusion  del  valor  del  género  si  cayere  en 
comiso ,  esceda  de  quinientos  reales  vellón  :  —  3o.  en  las 
defraudaciones  de  contribuciones  directas  cuya  pena  esceda 
de  la  misma  cantidad  de  los  quinientos  reales  vellón  :  — 
4o.  en  todo  delito  de  contrabando  ó  defraudación  que  tenga 
impuesta  por  la  ley  pena  personal ,  y  de  cuya  perpetración 
conste  por  aviso  oficial,  fama  pública  ó  denuncia  hecha  con 
arreglo  á  las  leyes  ;  como  igualmente  contra  persona  deter- 
minada acerca  de  la  cual,  ó  bien  haya  indicios  de  culpabi- 
lidad en  actos  de  contrabando  ó  de  defraudación  que  ten- 
gan impuesta  por  la  ley  pena  personal,  ó  bien  se  haya  hecho, 
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delación  con  los  requisitos  de  derecho;  art.  134  de  la  ley 
penal. 

Pero  es  necesario  tener  presente  que  sobre  la  manera  de 
proceder  en  los  casos  de  fraude  reconocido  en  las  aduanas 
se  espidió  en  21  de  febrero  de  1840  la  real  orden  que  sigue  : 
«  En  consideración  á  los  males  y  perjuicios  que  ha  originado 
en  muchas  ocasiones  la  facilidad  con  que  ,  sin  dejar  acción 
á  la  via  gubernativa ,  se  procede  judicialmente  en  los  casos 
de  fraude  reconocido  en  las  aduanas  por  efecto  de  las  opera- 
ciones que  se  practican  en  ellas  conforme  á  instrucción  ;  y 
deseando  S.  M.  la  reina  gobernadora  que  se  dé  la  protec- 
ción debida  al  comercio  de  buena  fe  guardándole  todas  las 
consideraciones  posibles  al  mismo  tiempo  que  se  persiga  á 
los  defraudadores  de  la  hacienda  pública  ,  se  ha  servido 
mandar,  que  cuando  se  descubran  tales  fraudes  en  las  adua- 
nas, se  instruya  antes  de  todo  espediente  gubernativo  ,  en 
el  cual  se  oiga  á  las  oficinas  y  aun  á  los  interesados ,  y  que 
solo  hallándose  méritos  para  proceder  en  justicia  ,  se  de- 
termine asi,  y  se  pase  el  espediente  al  juzgado  de  la  subde- 
legacion  para  que  sobre  él  tengan  efecto  los  procedimientos 
judiciales.  »  Fácil  es  conocer  el  grande  abuso  que  puede 
hacerse  de  esta  real  orden  ,  pues  podría  llegar  al  estremo  de 
hacer  ilusoria  la  ley  penal  de  3  de  mayo  de  1850.  Pero 
después  de  observarla  hasta  el  punto  que  convenga,  debe 
procederse  judicialmente  en  la  forma  que  vamos  á  espresar 

XII.  En  el  primer  caso  del  art.  154  de  la  ley,  esto  es  ,  en 
toda  aprehensión  de  efectos  de  contrabando  y  en  las  de  gé- 
neros de  lícito  comercio  por  defraudación  de  rentas  genera- 
les ó  de  aduanas,  se  estiendeen  el  acto  diligencia  autori- 
zada por  escribano  ó  dos  testigos  en  su  defecto  ,  en  que  se 
haga  espresion  de  todas  las  circunstancias  siguientes  :  — 
Ia.  la  cualidad  y  número  de  los  aprehensores,  y  el  nombre, 
graduación  ó  carácter  público  del  jefe  de  la  aprehensión  :  — 
2a.  el  lugar,  dia  y  hora  en  que  esta  se  verifica  :  — 5a.  los 
nombres ,  apellidos  y  vecindad  de  los  tenedores  de  los  gé- 
neros si  se  hallaren  presentes,  ó  las  noticias  adquiridas  so- 
bre ellos  si  se  hubieren  fugado  :  —  4a.  la  via  y  dirección  que 
traían  y  llevaban,  y  si  iban  con  armas  ó  sin  ellas  :  —  5a.  la 
designación  específica  délos  objetos  aprehendidos,  con  es- 
presion del  número  de  cargas ,  de  bultos  ó  de  fardos  ,  de 
sus  marcas  y  números,  y  del  número  de  piezas  contenidas 
en  cada  uno  de  ellos  :  —  6a.  el  número  y  clase  de  los  baga- 
jes ó  carruajes ,  ó  la  designación  del  buque  en  que  se  con- 
dujeron los  géneros  : — 7a.  las  circunstancias  particulares  de 
la  aprehensión,  como  la  de  resistencia  de  los  contrabandis- 
tas si  la  hubiere  habido  ,  ú  otra  cualquiera  interesante  á  la 
calificación  del  hecho.  Esta  diligencia  se  firma  por  el  jefe 
de  la  aprehensión  ,  el  alcalde  del  territorio  si  hubiere  con- 
currido^ el  escribano  ó  los  dos  testigos  que  le  sustituyan  ; 
arl.  142.  En  seguida  deben  ser  examinados  tres  testigos 
presenciales  de  la  aprehensión ,  guardándose  entre  os  que 
se  hallen  presentes  el  orden  de  preferencia  siguiente  :  Io.  los 
que  no  pertenezcan  á  la  clase  de  aprehensores  ni  de  ausi- 
liadores  de  la  aprehensión  :  2o.  los  que  solo  sean  ausüiado- 
res,  ó  por  otra  cualquiera  razón  no  estén  habitualmente  bajo 
el  mando  del  jefe  de  la  aprehensión  :  5o.  los  aprehensores  en 
el  orden  inverso  de  su  graduación;  arl.  145. 

Practicada  esta  información,  se  recibe  declaración  á  los 
conductores  de  los  géneros  sobre  sus  calidades  personales , 
las  especies  y  cantidad  de  estos  ,  su  pocedencia  ,  objeto  á 
que  los  destinaran  ,  y  todas  las  circunstancias  de  la  apre- 
hensión :  y  en  el  acto  se  aseguran  y  conducen  á  prisión  los 
culpables  que  por  las  circunstancias  de  la  aprehensión  re- 
sulten incursos  en  pena  corporal  ;  y  á  los  que  no  tengan  esta 
cualidad  se  les  exige  fianza  que  asegure  las  resultas  del 
juicio,  arrestándolos  ,  si  no  la  dan,  en  su  propia  casa  ó  en 
cualquiera  posada  ó  casa  particular  con  guardas  de  vista  á 
su  costa  hasta  que  la  presten  ;  arts,  144  y  145.  En  este  mis- 


mo caso  de  haber  solamente  responsabilidad  pecuniaria, 
debe  enterarse  á  los  procesados  del  contenido  del  articu- 
lo 201  de  la  ley,  y  eslendersc  diligencia  firmada  por  ellos  ú 
otro  á  su  nombre,  en  que  conste  si  se  allanan  al  pago  de  la 
pena  y  de  las  costas  ,  para  evitar  actuaciones  ulteriores;  y 
si  no  se  allanan ,  se  les  ha  de  prevenir  que  se  presenten  en 
la  subdelegacion  para  la  prosecución  de  las  diligencias ,  pues 
de  lo  contrario  se  les  tendrá  por  confesos  y  se  seguirá  la 
causa  en  su  ausencia  y  rebeldía  ;  res.  de  la  superinlend. 
gen.  de  rent.  de  21  de  marzo  de  1831. 

Los  géneros  aprehendidos  se  trasladan  á  las  oficinas  de 
rentas  del  partido  ,  donde  á  su  recibo  se  sellan  todos  los  far- 
dos ,  tomándose  razón  de  la  aprehensión  en  la  contaduría  : 
los  bagajes  y  carruajes  se  depositan  ;  y  si  se  hubiese  hecho 
aprehensión  de  algún  buque  ,  se  ponen  en  este  guardas  se- 
cuestradores. Todas  estas  diligencias  han  de  quedar  practi- 
cadas indispensablemente  en  el  término  de  las  veinte  y  cua- 
tro horas  siguientes  á  la  aprehensión  ,  y  deben  remitirse  al 
subdelegado  de  rentas  ;  quien  luego  de  recibidas  dispone 
ante  todo  el  inventario  ,  reconocimiento  y  calificación  de  los 
géneros  aprehendidos ,  que  debe  practicarse  bajo  jura- 
mento por  los  vistas  de  la  aduana  á  la  presencia  judicial; 
despacha  exhortas  y  oficios  adonde  corresponda  para  la 
captura  de  los  prófugos  y  embargo  desús  bienes  dirigiéndo- 
los á  los  subdelegados  de  rentas  donde  los  haya  y  no  á  otras 
autoridades  estrañas;  confirma  ó  revoca  la  prisión  de  los 
reos  presentes ,  ó  la  decreta  si  se  hubiese  omitido,  según  los 
méritos  del  procedimiento ,  y  pasa  al  embargo  de  sus  bienes 
cuando  no  afiancen  competentemente  las  resultas  del  juicio  ; 
manda  justipreciar  los  bagajes,  carruajes  y  embarcaciones 
que  formen  parte  de  la  aprehensión ,  y  vende  desde  luego 
las  bestias  de  carga  ó  tiro  en  pública  subasta ,  á  no  ser  que 
se  reclame  su  entrega  por  los  delincuentes  en  el  término  de 
tres  dias,  dada  fianza  ó  depositado  el  importe  del  justipre- 
cio; y  provee  todas  las  demás  diligencias  que  sean  condu- 
centes para  acreditar  la  perpetración  del  delito  en  todas  sus 
circunstancias,  y  los  cargos  que  resulten  contra  lodos  los 
que  tengan  responsabilidad  en  el  mismo  delito  y  sus  inci- 
dencias ,  acelerando  el  sumario  de  tal  suerte  que  quede  for- 
mado y  concluido  en  el  término  de  un  mes  á  lo  mas  sobre 
lo  principal  de  la  causa,  sin  perjuicio  de  formar  al  venci- 
miento de  este  ,  pieza  separada  sobre  cualquier  incidencia 
que  exija  ulterior  diligencia  de  justificación;  art.  146  hasta 
el  155,  y  rs.  órds.  de  29  de  febrero  de  1832  y  11  de  julio 
de  1833. 

Concluido  el  sumario ,  se  reciben  á  los  procesados  sus 
confesiones  con  cargos,  y  con  ellas  se  entrega  el  procedi- 
miento al  abogado  fiscal  para  que  ponga  la  acusación  en  el 
término  preciso  de  tercero  dia;  y  evacuada,  se  confiere 
traslado  á  los  procesados  por  igual  término  de  tres  dias  im- 
prorogables  á  cada  uno  para  que  respondan  á  ella,  propo- 
niendo en  el  mismo  escrito  la  prueba  que  les  convenga;  y  á 
su  cumplimiento  se  recogen  de  oficio  los  autos  de  poder  de 
quien  los  tuviere  ;  art.  loo.  Si  los  procesados  no  impugnan 
la  acusación  ,  ó  no  proponen  prueba  alguna  para  su  defensa, 
falla  el  subdelegado  definitivamente  la  causa  en  los  tres  dias 
siguientes  al  de  la  conclusion  del  término  de  los  traslados  : 
mas  si  la  proponen,  se  concede  para  verificarla  el  término 
preciso  é  improrogable  de  ocho  dias,  y  se  da  copia  del  es- 
crito de  impugnación  á  la  parle  fiscal,  por  si  en  su  vista  le 
conviniere  promover  con  citación  contraria  alguna  justifica- 
ción; arts.  136  y  187. 

Trascurrido  el  término  de  prueba,  se  unen  sin  necesidad 
de  previa  providencia  las  probanzas  á  los  autos  y  se  entre- 
gan -á  cada  una  de  las  partes  por  el  término  preciso  de  vein- 
te y  cuatro  horas  para  el  solo  efecto  de  instruirse  de  sus 
méritos,  á  fin  de  informar  de  su  derecho  al  tiempo  de  la 
vista.  Cumplido  este  plazo  de  instrucción,  se  recogen  de  oíi- 
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cío  lo?  autos  de  quien  los  tuviere,  sin  admitirse  escrito 
alguno;  se  señala  dia  para  la  vista  en  uno  de  los  tres  inme- 
diatos; y  asistiendo  á  ella  el  subdelegado,  los  asesores  ,  el 
abogado  fiscal  inescusablemenle  ,  y  los  defensores  de  los 
procesados  si  lo  tuviesen  á  bien  ,  se  pronuncia  el  fallo  defi- 
nitivo ;  arts.  1S8  y  139.  El  fallo  debe  acordarse,  por  el  sub- 
delegado si  fuere  letrado  y  por  el  asesor  elegido  por  la  dipu- 
tación provincial  en  calidad  de  conjuez  ;  y  no  siendo  letrado 
aquel ,  por  el  asesor  de  la  subdelegacion  y  por  el  elegido 
por  la  diputación  provincial  :  mas  habiendo  discordia  en 
cualquiera  de  los  dos  casos,  debe  el  subdelegado  nombrar 
otro  letrado  que  la  dirima  ;  rs.  órds.  de  17  de  diciembre  de 
'  1835  ,  Ib  de  marzo  y  14  de  abril  de  1836. 

XIII.  En  el  segundo  caso,  esto  es  ,  en  las  aprehensiones 
por  defraudación  de  rentas  provinciales,  derechos  de  puer- 
tas y  cualquier  otro  impuesto  sobre  el  consumo  y  movi- 
miento de  efectos  indígenos  del  reino,  á  que  corresponda 
mayor  pena  que  la  de  quinientos  reales  vellón  ,  se  procede 
formalizándose  la  diligencia  de  la  aprehensión  por  la  oficina 
ó  partida  del  resguardo  ó  autoridad  que  la  haya  hecho  ,  y 
se  remite  el  espediente  al  subdelegado  del  partido  ,  quien 
pone  en  depósito  los  géneros  aprehendidos  ,  embarga  bienes 
al  portador  en  la  cantidad  que  baste  y  no  mas  para  asegu- 
rar las  resultas  del  juicio  si  no  diere  fianza  suficiente,  re- 
duce el  sumario  á  la  declaración  del  portador  de  los  mismos 
géneros ,  y  solo  en  el  caso  de  estar  negativo  en  alguna  de 
las  circunstancias  esenciales  para  calificar  el  fraude  ,  puede 
estenderse  á  las  diligencias  necesarias  para  su  justificación , 
debiendo  quedar  concluido  en  el  término  de  ocho  dias; 
arts.  161  y  162.  A  su  vencimiento  se  pasa  la  causa  al 
abogado  fiscal  para  que  dentro  de  tercero  dia  entable  su 
acción ,  de  que  se  da  traslado  al  demandado  ,  y  con  lo  que 
espone  se  recibe  la  causa  á  prueba  por  ocho  dias  improro- 
gables  si  las  partes  hubieren  solicitado  diligencias  que  la 
exigiesen.  No  contestando  á  la  petición  fiscal  el  demandado 
en  el  término  preciso  de  tres  dias,  ó  no  proponiéndose 
prueba  por  las  partes,  se  pronuncia  sentencia  definitiva 
luego  que  aquel  término  haya  trascurrido  :  mas  habiéndose 
recibido  la  causa  á  prueba,  se  unen  las  probanzas  á  los 
autos  ,  vencido  que  sea  el  término ,  se  entregan  á  cada  una 
de  las  partes  por  un  dia  para  el  solo  efecto  de  instruirse,  y 
se  procede  á  la  vista  y  á  dictar  la  sentencia  en  la  forma  es- 
presada en  el  primer  caso  ;  arts.  163 ,  164  y  16b. 

Mas  cuando  la  pena  ,  incluso  el  valor  de  la  cosa  que  cae 
en  comiso ,  no  escede  de  quinientos  reales  vellón ,  se  exige 
por  la  oficina  de  recaudación  en  que  se  haga  la  aprehensión, 
estendiéndose  en  un  libro,  titulado  Diario  de  aprehensiones, 
un  asiento  de  ella  con  espresion  circunstanciada  del  nom- 
bre y  domicilio  del  dueño  ó  conductor  del  género ,  de  la 
especie ,  peso  ó  medida  de  este ,  del  hecho  en  que  consista 
la  defraudación  y  de  la  pena  impuesta  por  ella.  Este  asiento 
se  firma  por  el  jefe  é  interventor  de  la  oficina ,  y  por  el  due- 
ño ó  conductor  del  género  aprehendido ,  á  quien  se  da  en  el 
acto  copia  literal  del  mismo  asiento  si  la  pidiere  ;  y  no  sa- 
biendo firmar  el  interesado ,  lo  hacen  dos  testigos  presen- 
ciales del  acto  ;  art.  13b.  En  la  misma  forma  se  procede  por 
los  alcaldes  de  los  pueblos  donde  no  haya  oficinas  de  recau- 
dación en  las  defraudaciones  que  se  cometieren  de  rentas 
provinciales,  estando  autorizados  para  imponer  la  multa  sin 
remitir  el  género  á  dichas  oficinas  ,  y  para  hacer  que  se  ven- 
da este,  distribuyéndose  su  importe  con  arreglo  á  instruc- 
ciones ;  art.  136 ,  y  real  orden  de  16  de  julio  de  1833.  Cuan- 
do la  aprehensión  se  hiciere  fuera  de  las  oficinas  de  recau- 
dación ,  deben  los  aprehensores  llevar  el  género  y  su 
conductor  ala  que  esté  mas  inmediata,  donde  se  exigirá  la 
pena  con  las  mismas  formalidades  ;  art.  137.  Toda  imposi- 
ción de  pena  hecha  de  otro  modo  ,  se  considera  arbitraria  , 
debiendo  devolverse  la  cantidad  que  por  ella  se  hubiese 


exigido  é  incurriendo  los  exactores  en  la  multa  del  duplo  ; 
art.  158.  Sintiéndose  agraviada  la  persona  á  quien  se  hayan 
exigido  ias  penas  pecuniarias  por  las  oficinas  de  recauda- 
ción ó  por  los  alcaldes  de  los  pueblos  ,  puede  acudir  al  sub- 
delegado del  partido  ,  el  cual  oyendo  á  las  oficinas  de  rentas 
del  mismo  debe  decidir  gubernativamente  y  sin  ulterior  re- 
curso sobre  esta  clase  de  reclamaciones;  art.  159,  y  real  ar- 
den de  16  de  julio  de  1853. 

XIV.  En  el  tercer  caso ,  esto  es ,  en  las  defraudaciones 
de  contribuciones  directas  ,  cuya  pena  esceda  de  quinientos 
reales ,  principia  el  procedimiento  judicial  por  demanda  fis- 
cal ,  puesta  ante  el  subdelegado ,  acompañando  los  docu- 
mentos que  justifiquen  el  fraude  ;  de  ella  se  confiere  traslado 
al  demandado  por  término  de  tres  dias,  y  se  sigue  en  los 
trámites  de  su  sustanciacion  el  mismo  orden  prevenido  eu 
los  artículos  163 ,  16!i  y  16b  de  la  ley  penal  sobre  las  apre- 
hensiones por  defraudación  de  rentas  provinciales;  art.  116. 
Véase  el  §  XIII  que  antecede. 

Mas  si  no  pasa  de  quinientos  reales  la  pena  en  que  se  ha 
incurrido  por  defraudación  de  contribuciones  directas ,  se 
impone  por  el  juez  ordinario  del  pueblo  en  que  se  ha  hecho 
el  fraude  ,  oyendo  instructivamente  al  recaudador  de  la  con- 
tribución ó  al  síndico  del  ayuntamiento  si  el  repartimiento 
y  cobranza  estuviere  á  cargo  de  esta  corporación  y  á  la  per- 
sona acusada  del  fraude  ,  y  examinando  en  juicio  verbal  los 
documentos  que  por  ambas  partes  se  presenten.  De  lodo 
ello  se  estiende  diligencia  formal,  á  cuya  continuación  pro- 
vee el  juez  lo  que  estime  de  justicia,  y  esta  providencia  se 
pone  en  ejecución ,  sin  perjuicio  de  que  si  la  tuviere  por 
gravosa  alguno  de  los  interesados,  dirija  su  reclamación  al 
subdelegado  del  partido, el  cual  en  espediente  instructivo, 
y  tomando  los  informes  que  estime  conducentes  para  justi- 
ficación de  los  hechos ,  confirma  ó  revoca  sin  ulterior  recur- 
so la  resolución  del  juez  ordinario  ;  arts.  140  y  141. 

XV.  En  el  cuarto  caso,  esto  es,  en  todo  delito  de  contra- 
bando ó  defraudación  que  tenga  impuesta  por  la  ley  pena 
corporal  y  cuya  perpetración  solo  conste  por  notoriedad  ó 
aviso  oficial ,  sin  que  haya  aprehensión  de  los  géneros  ó 
efectos ,  como  igualmente  en  la  averiguación  de  las  perso- 
nas sospechosas  de  culpabilidad  en  delito  de  esta  clase,  se 
instruye  el.sumario  de  oficio  por  el  subdelegado  de  partido 
ó  á  instancia  del  fiscal  de  rentas  ,  procediéndose  en  uno  y 
otro  caso  con  toda  actividad  á  la  justificación  de  los  hechos 
por  el  examen  de  testigos ,  registro  de  documentos ,  infor- 
mes contraidos  á  puntos  determinados  y  demás  medios  le- 
gales; y  si  de  estas  diligencias  resultan  delito  cierto  é 
indicios  vehementes  de  culpabilidad  contra  persona  deter- 
minada, se  provee  su  prisión  y  el  embargo  de  sus  bienes  en  la 
cantidad  que  prudencialmente  halle  el  juez  necesaria  para 
asegurar  las  condenaciones  pecuniarias  que  puedan  resul- 
tar del  procedimiento;  arts.  167,  169  y  170.  Verificada  la 
captura,  se  recibe  al  preso  la  declaración  indagatoria  dentro 
de  las  veinte  y  cuatro  horas  siguientes,  y  se  continúan  prac- 
ticando las  demás  diligencias  de  comprobación  á  que  den 
lugar  su  respuesta  ó  las  noticias  que  adquieran  el  juez  ó  la 
parte  fiscal  sobre  los  hechos  conducentes  á  la  causa; 
art.  171.  Concluso  el  sumario,  y  resultando  á  lo  menos  se- 
miplena probanza  de  los  hechos  culpables  que  se  imputan 
al  procesado  ,  se  le  recibe  la  confesión  con  cargos,  y  se  en- 
tregan los  autos  al  abogado  fiscal  para  que  ponga  la  acusa- 
ción en  forma  :  de  esta  se  confiere  traslado  á  todos  los 
comprendidos  en  ella  ,  con  término  de  tres  dias  á  cada  uno 
para  que  contesten  según  les  convenga;  y  con  lo  que  espon- 
gan, ó  bien  si  nada  dijeren  ,  trascurrido  que  sea  el  término 
de  los  traslados,  se  provee  siempre  el  auto  de  prueba  para 
que  tanto  por  parte  del  fiscal  como  de  los  acusados  se  prac- 
tique la  que  respectivamente  les  convenga  con  reciproca 
citación;  arts,  172  y  175.  El  término  ordinario  de  prueba 
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es  de  treinta  dias,  y  puede  prorogarse  hasta  los  sesenta,  pi- 
diéndose lü  ¡,:'¿roga  antes  de  espirar  el  primer  término,  y 
para  diligencias  determinadas  y  conducentes  á  la  prueba  , 
sin  perjuicio  de  que  teniendo  lugar  la  próroga ,  aproveche  á 
ambas  partes  para  las  que  puedan  convenirles  ,  no  siendo 
impertinentes  á  los  hechos  de  la  causa  ;  art.  174.  La  ratifi- 
cación de  los  testigos  del  sumario  no  es  diligencia  necesaria 
de  prueba  para  la  parte  fiscal  ;  pero  los  acusados  pueden 
exigirla  si  la  estimaren  conveniente  á  su  defensa  ,  sin  que 
por  ello  se  entienda  que  consienten  en  la  certeza  de  sus  de- 
posiciones, ni  pierdan  el  derecho  de  impugnarlas;  art.  173. 
Los  testigos  presentados  tanto  por  el  Oficio  fiscal  como  por 
los  acusados  ,  pueden  ser  repreguntados  á  instancia  de  la 
parte  contra  quien  se  produjeren;  art.  176.  Las  pruebas  de 
tachas  deben  hacerse  dentro  del  término  de  la  prueba  ordi- 
naria, proponiéndose  con  vista  de  las  notas  de  los  nombres 
de  los  testigos  que  se  entregan  á  las  partes  al  tiempo  de  ci- 
tarlas para  su  examen  ,  quedándoles  salvo  su  derecho  para 
asistir  á  la  recepción  del  juramento  por  sí  ó  por  medio  de 
procurador,  si  estuvieren  en  prisión  ó  por  otra  causa  no  pu- 
dieren verificarlo  en  persona;  art.  177.  Al  dia  inmediato  al 
vencimiento  del  término  de  prueba  se  unen  las  probanzas  á 
la  causa,  y  se  entregan  por  su  orden  á  todas  las  partes  liti- 
gantes por  el  término  preciso  de  tercero  dia  al  solo  efecto 
de  tomar  la  instrucción  necesaria  para  informar  de  su  dere- 
cho en  estrados  ;  y  trascurrido  el  término  de  estas  entregas, 
se  señala  dia  para  la  vista  ,  precediéndose  en  esta  y  en  la 
sentencia  en  la  forma  prevenida  para  el  primer  caso; 
arts.  178  y  179. 

Tal  es  el  procedimiento,  cuando  no  son  aprehendidos  los 
objetos  del  fraude  y  el  delito  merece  pena' corporal;  pero  si 
después  de  empezada  la  causa  fueren  aprehendidos  aquellos., 
debe  procederse  desde  entonces  como  en  las  causas  de  apre- 
hensión. 

El  procedimiento  sin  aprehensión  real  de  que  estarnos 
tratando  corresponde ,  repetimos ,  en  aquellas  causas  en 
que  puede  recaer  pena  corporal  ,  pues  en  las  que  no  con- 
curra esta  circunstancia  no  puede  procederse  sin  dicha 
aprehensión,  aunque  bien  podrá  estenderse  el  procedimiento 
á  la  parte  que  no  resulte  aprehendida  si  ha  habido  aprehen- 
sión real  de  alguna  ,  con  tal  que  se  justifique  que  en  la  no 
aprehendida  se  cometió,,  también  fraude;  real  orden  de  16 
de  julio  de  1833. 

Cuando  comparece  un  denunciador  público  con  pedimento 
en  que  refiriendo  el  hecho ,  causas ,  cosas  y  reos ,  pide  que 
á  su  tenor  se  examinen  los  testigos  que  presentare ,  debe 
mandar  el  juez  que  se  haga  la  justificación  y  que  se  reco- 
nozcan y  detengan  las  muestras  que  en  su  caso  se  acompa- 
ñaren ;  y  si  por  la  sumaria  constase  debidamente  el  delito 
y  reos ,  ha  de  procederse  por  los  mismos  trámites  que  que- 
dan espuestos  en  este  caso  cuarto,  á  no  ser  que  fueren 
aprehendidos  los  objetos  del  fraude,  pues  entonces  habrá  de 
procederse  como  en  las  causas  de  aprehensión ,  esto  es,  por 
■los  trámites  indicados  en  los  casos  primero  y  segundo  res- 
jpectivamente  según  la  clase  del  delito;  debiendo  siempre  el 
I  abogado  fiscal  ausiliar  la  causa  si  el  público  denunciador  la 
/siguiere-,  y  continuarla  hasta  su  determinación  y  perfecta 

ejecución  si  estela  abandonare;  arts.  11  y  12  de  la  instruc- 
ción de  8  de  junio  de  1803  ,  restablecidos  por  real  orden  de  9 
de  febrero  de  1858.  Mas  cuando  no  se  presentare  sino  un 
confidente  ó  denunciador  secreto  do  delito  de  contrabando 
ó  de  defraudación  ,  debe  instruirse  la  causa  por  el  método 
prevenido  para  aquellas  en  que  hay  aprehensión  de  fraude 
y  reos,  pues  que  este  es  el  principal  objeto  de  la  denuncia; 
pero  para  precaver  las  denuncias  supuestas.,  han  de  obser- 
varse las  reglas  siguientes  :  —  Ia.  que  los  administradores 

de  aduanas,  comandantes  de  resguardos  y  demás  á  quienes 
se  haga  la  denuncia  secreta ,  dispongan  que  en  el  propio 


acto  se  formalice  esta  con  espresion  de  todas  las  circuns- 
tancias, firmándola  el  sugeto  que  la  hiciere  si  supiese  escri- 
bir, ó  en  su  defecto  alguna  otra  persona  fidedigna  por  él;  y 
que  cerrada  la  misma  denuncia ,  se  dirija  inmediatamente 
al  subdelegado  que  hubiese  de  conocer  de  la  causa,  dándole 
aviso  separado  de  que  á  consecuencia  de  denuncia  reser- 
vada se  van  á  practicar  diligencias  :  —  2a.  que  en  el  auto 
de  oficio  se  espresen  las  circunstancias  de  la  denuncia  y  la 
diligencia  que  se  va  á  practicar,  sin  nombrar  al  denuncia- 
dor :  —  5a.  que  cuando  por  la  urgencia  perentoria  de  algún 
caso  estraordinario  se  considere  riesgo  de  malograr  la  apre- 
hensión por  estender  estas  diligencias  con  la  formalidad 
que  queda  prevenida,  se  cumpla  con  estos  requisitos  inme- 
diatamente que  cese  aquel  peligro  :4a.  que  todo  esto  se  haya 
de  observar  también  en  los  casos  de  hacerse  las  denuncias 
á  las  justicias  de  los  pueblos  y  á  los  subdelegados  :  —  5a.  que 
el  pliego  cerrado  en  que  se  contenga  la  denuncia  ,  ha  de 
subsistir  en  poder  del  subdelegado  que  siga  la  causa  ,  sin 
abrirse  hasta  que  llegue  el  caso  de  la  distribución  y  de  du- 
darse para  ella  si  hubo  ó  no  denunciador  ó  de  la  identidad 
de  su  persona;  á  no  ser  que  por  particulares  circunstancias 
y  motivos  muy  fundados  se  juzgue  conveniente  la  inspección 
de  la  denuncia  para  la  mejor  administración  de  justicia  :  — 
6a.  que  á  los  administradores,  comandantes  del  resguardo  y 
cualquiera  otro  que  incurra  en  la  menor  falta  de  legalidad  , 
suponiendo  denuncia  falsamente  ,  ó  usando  de  artificio  para 
defraudar  al  verdadero  denunciador,  se  le  prive  de  oficio  é 
impongan  las  penas  correspondientes  á  las  circunstancias 
de  los  respectivos -casos  ;  art.  12  de  dicha  instrucción. 

XVI.  Disposiciones  comunes,  apelación ,  consulta  y  súplica. 
Por  regla  general  ,  en  todo  procedimiento  sobre  delitos  de 
contrabando  ó  de  defraudación  á  que  solo  corresponda  im- 
poner pena  pecuniaria ,  si  el  delincuente  se  allana  á  satis- 
facerla ,  se  le  debe  imponer  sin  ulterior  sustanciacion ,  y 
sobreseerse  desde  luego  en  la  causa,  cualquiera  que  sea  el 
estado  del  juicio  ,  consultándose  empero  la  providencia  al 
tribunal  superior;  art.  101  de  la  ley  penal,  y  orden  de  la 
Regencia  de  20  de  febrero  de  1841. 

En  las  causas  de  contrabando  y  defraudación  ,  como  en 
todas  las  demás  criminales,  han  de  recibirse  las  declaracio- 
nes por  el  juez  y  el  escribano  ,  y  no  por  este  solamente  ; 
real  orden  de  16  de  julio  de  1855. 

El  orden  de  sustanciacion  no  se  interrumpe  nunca  por 
razón  de  estar  prófugos  todos  ó  algunos  de  los  reos,  pues  á 
los  que  se  hallan  en  este  caso  se  les  comunica  por  edictos 
y  pregones  el  traslado  de  la  acusación ,  emplazándolos  para 
que  comparezcan  á  evacuarlo  en  el  término  de  la  ley  ;  y  las 
demás  notificaciones  y  citaciones  se  hacen  en  los  estrados 
del  tribunal,  fijándose  en  ellos  carteles  con  el  contenido  de 
aquellas  diligencias  ;  orí.  195  de  la  ley  penal.  Si  los  prófugos 
comparecieren  antes  de  pronunciarse  sentencia  ,  pueden 
usar  de  su  derecho  en  el  estado  que  tenga  la  causa  ;  pero 
ejecutoriada  aquella,  debe  llevarse  á  efecto  en  cuanto  á  las 
penas  pecuniarias  y  las  corporales ,  aunque  si  dichos  reos 
lo  solicitaren  se  abrirá  el  juicio  en  cuanto  à  las  penas  cor- 
porales solamente,  sustanciándose  de  nuevo  para  con  ellos 
desde  el  traslado  de  la  acusación  en  adelante;  arl.  196. 

A  las  oficinas  de  rentas  corresponde  hacer  las  liquida- 
ciones y  distribución  de  los  comisos  procedentes  de  las  cau- 
sas de  contrabando  y  defraudación,  inmediatamente  después 
de  haber  recaído  el  fallo  por  las  subdelegaciones  respec-  • 
tivas  ;  pero  estas  deben  entender  en  las  reclamaciones  que 
se  hagan  por  los  interesados  en  dicha  liquidación  y  distri- 
bución, decidiéndolas  con  arreglo  &  la  legislación  especial 
del  ramo;  real  orden  de  29  de  junio  de  1839. 

La  ley  penal  de  5  de  mayo  de  1830  fija  en  sus  arts.  183  y 
siguientes,  diversas  reglas  acerca  de  la  apelación  en  las  cau- 
sas de  contrabando  y  defraudación;  pero  en  real  orden  de 
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31  de  diciembre  de  1839 ,  comunicada  por  el  ministerio  de 
gracia  y  justicia  en  28  de  enero  de  1840,  se  previene  que 
sin  perjuicio  de  lo  que  definitivamente  se  ordenare  al  orga- 
nizar los  juzgados  especiales  de  hacienda,-  se  consulten  á  las 
audiencias  territoriales  los  autos  de  sobreseimiento  y  los  de- 
mas  fallos  absolutorios  ó  condenatorios  que  las  subdelega- 
ciones  de  rentas  proveyeren  en  materias  de  contrabando  , 
fraude, falsificación,  infidelidad  y  desfalco  de  caudales  pú- 
blicos; y  posteriormente  la  Regencia  provisional  en  orden 
de  20  de  febrero  de  1841  resolvió  y  declaró  :  —  Io.  que  to- 
do fallo  definitivo  en  materias  de  contrabando,  fraude,  fal- 
sificación, infidelidad  y  desfalco  de  caudales  públicos  debe 
notificarse  á  las  partes,  como  está  prevenido  por  las  leyes 
comunes  :  —  2o.  que  sin  hacer  novedad  por  ahora  en  la  le- 
gislación de  hacienda  y  particularmente  en  la  ley  penal  de 
3  de  mayo  de  1850  ,  donde  se  previene  que  las  causas  de 
esa  jurisdicción  se  consulten ,  ó  admitan  las  apelaciones 
cuando  la  condenación  esceda  de  cinco  mil  reales  vellón  ; 
debe  aun  cuando  no  se  haya  interpuesto  apelación  en  tales 
causas  ,  apelables  según  ella  ,  consultarse  á  las  audiencias , 
citando  y  emplazando  á  las  partes  púr  los  subdelegados  de 
hacienda  que  conocieron -y  fallaron  la  causa:  —  3o.  que 
sin  embargo ,  aquellos  fallos  definitivos  que  no  son  apela- 
bles según  la  legislación  especial  de  hacienda ,  deben  con- 
sultarse á  las  audiencias  en  causas  de  fraude  ó  contrabando, 
desfalco  ó  falsificación  ,  como  está  prevenido  por  real  orden 
de  31  de  diciembre  de  1859,  suspendiéndola  ejecución  del 
fallo  ó  sobreseimiento  hasta  la  definitiva  resolución  de  la 
audiencia  :  —  4°.  que.si  el  interesado  en  la  causa  de  fraude 
ó  contrabando  ,  cuyo  fallo  fuese  apelable,  no  se  presentase 
ante  la  audiencia  por  medio  de  procurador  en  el  término 
legal,  procederá  esta  con  arreglo  à  lo  ordenado  en  el  real  de- 
creto de  h  de  noviembre  de  1858  ;  y  si  el  fallo  no  fuese  ape- 
lable en  dichas  causas,  se  consultará,  como  queda  indicado, 
pero  sin  necesidad  de  citar  ni  emplazar  alas  partes  siempre 
que  no  se  imponga  una  pena  corporal  mayor  de  seis  meses 
de  prisión ,  en  cuyo  caso  debe  hacerse  la  citación  y  empla- 
zamiento para  que  tenga  cumplido  efecto  el  art.  12  del  re- 
glamento provisional  de  justicia. 

El  orden  que  se  sigue  en  las  audiencias  territoriales  para 
las  apelaciones,  consultas  y  terceras  instancias  es  el  mismo 
que  el  que  se  observa  en  los  delitos  comunes.  =  Véase 
Juicio  criminal,  §  XCV  y  sig.  hasta  el  fin. 

Todas  las  sentencias  ejecutoriadas  por  delitos  contra  la 
hacienda  pública  deben  publicarse  en  el  boletín  oficial  de  la 
provincia  ;  art.  3o.  de  la  real  orden  de  27  de  noviembre 
de  1853. 

Penas  contra  los  reos  de  contrabando  y  defrau- 
dación. 

XVII.  Aunque  asi  los  intendentes  y  demás  subdelegados 
de  rentas  como  las  audiencias  territoriales  deben  arreglar 
y  atemperar  sus  fallos  en  la  imposición  de  penas  por  los 
delitos  de  contrabando  y  defraudación  á  las  bases  adoptadas 
por  la  comisión  de  visita  en  su  esposicion  de  21  de  octubre 
de  Í83S  y  á  los  principios  de  equidad  sancionados  por  todos 
los  autos  de  sobreseimiento  publicados  entonces  en  la  Gaceta 
de  Madrid  ,  según  real  decreto  de  27  de  noviembre  y  real 
orden  de  17  de  diciembre  del  mismo  año  ,  de  que  ya  hemos 
hablado  en  el  artículo  Contrabando,  y  aunque  por  con- 
siguiente se  halla  sin  fuerza  ni  vigor  en  su  parte  penal  la  ley 
de  3  de  mayo  de  1850,  es  indispensable,  sin  embargo, 
tener  á  la  vista  las  penas  que  á  cada  clase  ó  especie  de  delitos 
de  fraude  prescribe  dicha  ley,  para  que  los  jueces  y  tribu- 
nales puedan  tomarlas  por  guia  y  templarlas  prudentemente 
y  según  sus  grados  con  arreglo  á  las  bases  y  principios  men- 
cionados. 

Difícil  será  por  cierto  á  los  juzgados  y  tribunales  aplicar 


en  cada  caso  estas  bases  y  estos  principios ,  porque  las  bases 
son  demasiado  vagas ,  y  tal  vez  no  podrán  descubrirse  los 
principios ,  aunque  se  examinen  y  comparen  con  deteni- 
miento los  centenares  de  autos  publicados  en  la  Gaceta  y 
todos  los  espedientes  ó  causas  sobre  que  recayeron.  Estraña 
es  sin  duda ,  inestricable ,  inconcebible  la  jurisprudencia 
que  el  señor  ministro  de  hacienda  Mendizabal  pretendió 
introducir  en  esta  materia  :  jurisprudencia  peor  y  mas  ab- 
surda que  la  de  haber  de  /.izgar  por  albedríos  y  fazañasri 
jurisprudencia  que  hace  ya  mas  de  ocho  años  que  va  llevan-' 
do  á  los  magistrados  y  jueces  sin  brújula  ni  timón  por  el 
piélago  de  la  arbitrariedad  y  délas  contradicciones  é  incon- 
secuencias. El  señor  Mendizabal  ha  llevado  el  trastorno  y  la 
confusion  á  la  administración  de  la  justicia  en  materias  de 
hacienda  :  él  ha  usurpado  muchas  veces  el  poder  legislativo  : 
ha  destruido  leyes  hechas  eu  Cortes  sobre  ramos  pertene- 
cientes á  distintos  ministerios ,  y  ha  fabricado  otras  nuevas 
á  su  capricho.  Nunca  ,  sin  embargo  ,  ha  llegado  el  caso  de 
exigirle  la  responsabilidad  ,  aunque  se  ha  promovido  algún 
espediente  para  ello.  Pero  volvamos  á  nuestro  propósito. 

XVIII.  Contrabando  en  primer  grado.  Es  pena  común  en 
todo  delito  de  esta  clase  (  que  es  el  que  recae  sobre  efectos 
estancados  en  favor  de  la  hacienda  pública  ,  y  ya  está  defi- 
nido en  el  artículo  Contrabando)  el  comiso  del  género ,  ó  la 
condenación  al  pago  de  su  valor  si  no  fuere  aprehendido  t 
y  la  multa  del  quíntuplo  al  precio  de  estanco  ;  art.  17  de  la 
ley  penal  de  3  de  mayo  de  1850. 

Cultivo  y  fabricación.  Los  que  siembran  ,  cultivan  ó  re- 
colectan las  plantas  ó  semillas  de  géneros  estancados  ,  ó 
fabrican  las  materias  primeras  de  los  mismos  géneros,  ó  los 
elaboran  con  ellas ,  incurren  en  la  pena  de  cuatro  á  ocho 
años  de  presidio  en  África  según  la  cantidad  sembrada  ó 
fabricada  y  demás  circunstancias  del  caso  ,  y  en  la  de  tres 
los  simples  operarios  que  no  tienen  mas  interés  que  su  jornal 
ó  salario  ;  arts.  18  y  19.  Caen  ademas  en  comiso  el  terreno , 
yuntas  ,  aperos  ,  instrumentos  ,  máquinas  ,  utensilios  y 
edificio  ,  que  respectivamente  hubieren  servido  para  el  cul- 
tivo, fabricación  ó  elaboración,  eximiéndose  tan  solo  el 
terreno  y  el  edificio  cuando  no  pertenezcan  al  mismo  delin- 
cuente sino  á  personas  que  los  hubiesen  facilitado  ó  dado- 
en  arriendo  ignorando  el  objeto  ó  empleo  ,  en  cuyo  caso  el 
delincuente  habrá  de  ser  condenado,  por  sustitución  al 
comiso,  en  el  importe  de  su  valor;  arts.  20,  21  y  22.  La 
primera  reincidencia  se  castiga  con  doble  pena  corporal 
de  la  que  se  impuso  por  el  primer  delito  ;  y  la  segunda  con 
deportación  á  las  islas  de  Asia  por  el  mismo  número  de  años 
de  presidio  impuesto  en  la  primera;  art.  23. 

Tráfico  y  negociación.  Todo  individuo  á  quien  se  hiciere 
aprehensión  real  de  géneros  estancados  de  ilegítima  proce- 
dencia en  cantidad  que  llegue  á  una  libra,  como  igualmente 
el  que  teniendo  autorización  para  cultivar,  fabricar  ó  intro- 
ducir géneros  estancados  les  diere  diverso  destino  que  el 
concedido  ,  es  reputado  de  derecho  traficante  en  ellos ,  y  era 
este  concepto  incurre  en  una  de  las  penas  siguientes  :  — 
Io.  siendo  la  cantidad  aprehendida  ríe  menos  de  dos  libras  » 
en  seis  meses  de  reclusión  en  la  cárcel  si  anticipare  la  can- 
tidad necesaria  para  sus  alimentos  en  este  tiempo  ;  y  no 
haciéndolo,  en  un  año  de  obras  públicas  en  presidio  correc- 
cional :  —  2o.  desde  dos  á  tres  libras ,  en  diez  y  ocho- 
meses  de  obras  públicas  en  presidio  correccional,  agraván- 
dose el  plazo  con  seis  meses  mas  por  cada  libra  de  au- 
mento hasta  llegar  al  cuarto  de  arroba  :  —  3o.  por  un 
cuarto  de  arroba ,  en  cuatro  años  de  presidio  en  África  t 
agravándose  con  seis  meses  mas  cada  cuarto  de  arroba 
que  aumente  el  peso  del  contrabando  hasta  llegar  á  seis 
años ,  que  es  el  máximo  de  las  condenas  ;  arts.  Tó  y  fto.  Los 
reincidentes ,  cualquiera  que  sea  la  cantidad  aprehendida, 
son  castigados  con  igual  tiempo  de  trabajos  forzados  en  los 
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arsenales,  con  cadena  y  grillete  al  pié ,  al  que  se  impuso 
en  la  primera  condena;  y  en  caso  de  tercera  aprehensión  , 
con  la  deportación  á  uno  de  los  presidios  de  las  Antillas  y 
en  su  delecto  de  los  de  África  por  el  tiempo  compuesto  de 
las  condenas  anteriores;  orí.  26.  Los  propietarios  de  géneros 
procedentes  del  estranjero,  que  los  hagan  importar  por 
otras  personas,  incurren  en  doble  pena  personal  y  pecunia- 
ria que  la  señalada  en  el  art.  25  á  los  traficantes  ;  orí.  44. 
—  Entiéndese  legal  la  aprehensión  para  la  aplicación  de  las 
penas,  cuando  los  géneros  estancados  se  hallan  sobre  la 
persona  del  delincuente ,  ó  en  su  baúl ,  maleta  ,  fardo  ,  ar- 
mario ú  otro  mueble  que  contenga  efectos  de  su  propiedad , 
ó  en  el  bagaje  que  lleva  para  montura  ú  otro  uso,  ó  en  tienda 
ó  puesto  público  que  está  inmediatamente  á  su  cargo  ,  ó  en 
lugar  reservado  y  cerrado  de  su  habitación  que  no  sea  de 
uso  común  de  la  familia  y  criados  de  la  casa  ;  de  modo  que 
en  ninguno  de  estos  casos  será  admisible  la  escepcion  de  ser 
el  género  de  ajena  pertenencia ,  de  guardarse  en  depósito , 
custodia  ó  prenda  ,  ni  de  destinarse  para  consumo  propio  ; 
arts.  27  y  28.  Mas  cuando  la  aprehensión  se  hiciere  en  casa , 
almacén  ú  otro  predio  que  esté  murado ,  techado  y  tenga 
puertas  de  entrada  y  salida,  sin  que  concurra  ninguna  de 
las  circunstancias  espresadas  en  el  art.  27,  será  siempre 
responsable  de  las  penas  pecuniarias  el  propietario  de  la 
finca ,  ó  el  inquilino  si  estuviere  arrendada  ;  y  la  pena  cor- 
poral solo  recaerá  en  la  persona  que  allí  tenga  su  habitación 
y  residencia  de  presente  como  jefe  de  familia  ó  cabeza  de 
ella ,  ó  en  el  que  estuviere  encargado  de  su  custodia  y  llaves 
si  fuere  lugar  cerrado ,  admitiéndose  en  ambos  casos  al  pre- 
sunto reo  la  escepcion  de  ser  el  género  aprehendido  de 
ajena  pertenencia  y  de  haber  sido  introducido  allí  sin  su 
conocimiento;  art.  29.  Haciéndosela  aprehensión  en  apo- 
sento que  estando  reservado  esclusivamente  para  habitación 
de  un  criado ,  se  hallare  sepafado  é  independiente  del  resto 
de  la  casa  ,  ó  que  pertenezca  solo  al  mismo  criado  ,  se  le 
imponen  las  penas  que  correspondan  al  delito  ;  pero   en 
defecto  de  tener  bienes  para  hacer  efectivas  las  pecuniarias, 
se  exigen  estas  subsidiariamente  del  amo  del  reo ,  siempre 
que  tenga  su  habitación  en  la  misma  casa  ;  y  esta  misma 
disposición  se  observa  cuando  los  géneros  de  contrabando 
son  aprehendidos  entre  las  ropas  ó  efectos  propios  de  un 
criado  que  este  tuviere  en  baúl,  maleta  ú  otro  mueble 
cerrado ,  ó  en  fardo  separado  que  existiere  en  su  dormitorio 
sin  mezcla  de  efectos  de  su  amo  ;  art.  50. 

En  las  aprehensiones  de  dichos  géneros  que  escediendo 
de  dos  onzas  no  lleguen  á  una  libra,  si  el  tenedor  fuere  per- 
sona con  domicilio  fijo,  de  buena  moralidad  y  ejerciere 
habitualmente  alguna  profesión  ó  ejercicio  honesto ,  no  se  le 
impone  mas  pena  que  la  general  para  todo  delito  de  con- 
trabando designada  al  principio  de  este  párrafo  XVIII , 
y  una  multa  de  veinte  rs.  vn.  por  cada  onza  del  género 
aprehendido;  pero  si  está  reputado  por  vago  y  no  se  le 
conoce  un  modo  honesto  de  ganarse  la  subsistencia ,  es  cas- 
tigado con  un  año  de  obras  públicas  en  un  presidio  correc- 
cional ,  aumentándose  esla  pena  cuando  la  aprehensión 
llegare  á  una  libra ,  según  la  escala  de  graduación  mas  arriba 
establecida  con  arreglo  al  artículo  2b  ;  art.  31 .  Por  aprehen- 
sión que  no  esceda  de  dos  onzas ,  solo  hay  lugar  á  la  confis- 
cación del  género  y  al  quíntuplo  de  su  valor  al  precio  de 
estanco  ;  art.  32. 

Las  personas  de  quienes  ,  aunquo  no  se  les  haga  aprehen- 
sión real  de  géneros  estancados  ,  conste  por  prueba  com- 
pleta que  han  hecho  operaciones  de  tráfico  en  ellos,  con 
espresion  circunstanciada  de  la  especie  del  género  vendido 
ó  comprado  ,  del  lugar,  de  la  época  de  la  negociación  y  de 
las  personas  que  compraron  y  vendieron  ,  deben  ser  casti- 
gadas con  la  pena  que  corresponda  á  la  cantidad  de  género  en 
que  hubiere  consistido  la  operación,  según  la  escala  de  gra- 


duación establecida  mas  arriba  en  este  mismo  párrafo  XVIIt 
con  arreglo  al  art.  25  ;  y  si  fueren  muchas  las  operaciones  , 
ha  de  graduarse  la  pena  por  la  cantidad  compuesta  de  todas 
ellas ,  sin  que  pueda  esceder  del  maximum  de  los  seis  años 
de  presidio  que  en  dicho  artículo  se  prescriben  :  mas  es  do 
notar  que  cumplidos  cinco  años  después  de  haberse  hecho 
una  operación  de  tráfico  de  esta  clase,  no  puede  precederse' 
criminalmente  sobre  ella;  orís.  33 ,  34  y  55. 

Conducción  ó  trasporte.  Los  que  hagan  cabeza  en  las  con- 
ducciones por  tierra  ó  por  agua  de  géneros  estancados  de^ 
ilegítima  procedencia,  bien  sea  de  su  cuenta  ó  de  la  de  otra, 
deben  sufrir  las  mismas  penas  que  quedan  espuestas  en  la: 
escalda  gradual  del  artículo  25  ;  y  la  mitad  los  mozos  asala- 
riados que  acompañen  las  conducciones  por  tierra ,  como 
igualmente  en  las  que  se  hicieren  por  agua  el  segundo  del 
capitán  ó  patron  del  buque,  el  contramaestre  si  le  hubiere, 
y  cualquiera  individuo  de  la  tripulación  contra  quien  resulte- 
que  estuvo  encargado  de  conducir  ó  'de  recibir  la  carga  á 
bordo;  arts.  56  y  57.  Los  bagajes,  carruajes  y  embarca- 
ciones menores  de  veinte  toneladas  en  que  se  hacen  los 
trasportes  ,  deben  ser  confiscados  ,  aun  cuando  no  sean  de 
la  propiedad  del  conductor,  con  todos  sus  arreos,  aparejos- 
y  demás  utensilios;  y  deben  serlo  igualmente  los  buques  de 
mayor  porte  si  la  cantidad  aprehendida  de  géneros  estan- 
cados escede  de  la  octava  parte  de  su  carga;  art.  58.. 
Cuando  los  conductores  no  son  propietarios  de  los  géneros,, 
se  imponen  á  los  que  lo  sean  las  penas  que  á  los  traficantes 
de  efectos  de  ¡legítima  procedencia  con  arreglo  á  las  dispo- 
siciones de  los  artículos  25  y  53;  orí.. 59. 

Retención  indebida  de  géneros  estancados  de  procedencia' 
legítima.  Los  que' tuvieren  en  su  poder  sin  guias  géneros  ■ 
estancados  procedentes  de  las  oficinas  de  la  hacienda  pública; 
en  mayor  cantidad  de  la  que  permiten  los  reglamentos  para 
el  consumo  propio  ,  y  los  que  sin  ellas  los  trasportan,  in- 
curren en  la  pena  del  comiso  del  género  y  en  la  multa  del, 
quíntuplo  de  su  valor  con  arreglo  al  art.  17.  Los  revende- 
dores de  estos  efectos  deben  ser  condenados ,  ademas  de  la-, 
pena  pecuniaria  ,  en  la  mitad  de  la  pena  corporal  que; 
corresponderia  á  la  cantidad  de  la  materia  del  delito,  siendo- 
esta  de  ilegítima  procedencia  y  bajo  la  escala  de  graduacioni 
del  artículo  25  ;  arls.  40  y  41. 

aseguración.  Por  el  contrato  de  aseguracitm  de  los  riesgos 
en  la  introducción  ,  circulación  ó  deteatocion  de  géneros 
de  contrabando ,  incurren  todos  los  contrayentes  individual- 
mente ,  tanto  los  aseguradores  como  los  asegurados,  en  las. 
penas  pecuniarias  prescritas  en  el  artículo  17  sobre  todo 
acto  de  contrabando  ,  aun  cuando  no  tenga  efecto  ó  no  se . 
pruebe  que  lo  tuvo  la  operación  sobre  que  se  hizo  el  seguro  : 
mas  si  esta  se  verificare,  incurren  ademas  los  que  inter- 
vinieren en  ella  en  la  pena  corporal  que  corresponda  al 
delito  según  la  disposición  que  le  sea  aplicable  ,  sin  que  el 
contrato  de  aseguración  produzca  efecto  alguno  entre  los 
contrayentes  ni  aun  para  la  reclamación  de  perjuicios  ; 
art.  U± 

Circunstancias  agravantes.  Concurriendo  en  el  delito  de 
contrabando  de  primer  grado  alguna  de  las  circunstancias 
agravantes  prevenidas  en  el  art.  7°.,  esto  es,  el  ir  los  con- 
trabandistas en  cuadrilla  que  pase  de  tres  hombres  á  caballo 
ó  á  pié ,  el  llevar  armas  de  fuego  ó  blancas,  aunque  permi- 
tidas, y  el  ser  introductores  directos  del  estranjero  ,  repu- 
tándose como  tales  los  aprehendidos  dentro  de  las  cuatro- 
leguas  de  la  frontera  de  tierra  y  de  dos  en  las  costas ,  in- 
curren los  delincuentes  en  la  pena  de  seis  años  de  presidio 
con  cadena  y  grillete ,  cualquiera  que  sea  la  cantidad  de  la. 
materia  del  delito  ,  siempre  que  esta  pese  un  cuarto  de> 
arroba  ;  y  en  oaso  de  reincidencia ,  en  la  de  ocho  años  de- 
trabajos  públicos  en  los  presidios  de  las  islas  de  Asia: 
orís.  7  y  43. 
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Tabaco,  En  real  orden  de  18  de  octubre  de  1838  se  de- 
claró entre  otras  cosas  :  —  que  el  tabaco  habano  elaborado 
en  cigarros  se  considere  para  los  efectos  del  proceso  y  del 
(culpable  como  cualquier  otro  tabaco ,  á  no  venir  espresa- 
¡metíte  con  el  destino  que  previene  el  art.  lit  del  real  decreto 
¡de 23  de  junio  de  1817,  observándose,  si  así  fuere,  lo  dis— 
fpuesto  en  real  orden  de  8  de  noviembre  de  1825,  siempre 
■que  á  la  entrada  del  buque  se  reconozca  esceso  entre  la  can- 
tidad de  tabaco  que  conduzca  y  lo  que  esprese  el  registro, 
¡mas  no  en  otro  caso  ;  —  y  que  toda  suerte  de  tabacos ,  que 
-atendida  la  calidad  y  elaboración  que  tengan  cuando  se  apre- 
hendieren no  puedan  ser  aplicados  á  la  venta  pública,  se  des- 
tinen á  las  fábricas  si  pueden  aprovecharse  para  otras  labo- 
res, ó  se  quemen  con  las  formalidades  debidas  si  resultasen 
inútiles,  cuyas  1res  categorías  han  de  comprender  á  los  ci- 
garros habanos  lo  mismo  que  á  las  otras  clases ,  arreglando 
á  ellas  también  el  premio  de  aprehensión,  según  lo  preve- 
nido en  las  reales  órdenes  vigentes. 

Sal.  Las  disposiciones  penales  prescritas  por  punto  gene- 
ral eos  respecto  al  contrabando  de  géneros  estancados ,  tie- 
aien  en  su  aplicación  con  respecto  á  la  sal  las  limitaciones 
siguientes  :  —  Ia.  que  las  cantidades  designadas  para  las 
-aprehensiones  y  graduación  de  penas ,  se  entienden  de  un 
celemín  de  sal  por  cada  libra  de  peso  de  los  demás  géneros 
^estancados  :  —  2a.  que  por  menos  de  un  celemín  de  sal  no 
se  impone  pena  corporal  al  tenedor,  sino  la  del  comiso  y  la 
multa  del  quíntuplo  :  —  5a.  que  por  llevarse  á  cualquiera 
habitación  aguas  de  los  espumeros,  pozos  ó  fuentes  saladas 
para  convertirlas  en  sal  con  destino  al  consumo  del  tenedor, 
se  incurre  solamente  en  la  multa  de  cien  reales  por  cada  ar- 
roba de  agua  aprehendida ,  con  tal  que  el  total  de  la  apre- 
hensión no  llegue  á  cuatro ,  ó  que  siendo  menor  la  cantidad 
resulte  que  el  tenedor  haya  hecho  ventas  de  sal  en  algún 
tiempo  ;  pues  concurriendo  alguna  de  estas  dos  circunstan- 
cias ó  la  de  segunda  reincidencia  en  la  fabricación  de  sal 
ípara  el  consumo  propio,  han  de  aplicarse  al  delincuente 
las  penas  prescritas  en  el  art.  18,  que  quedan  designadas 
Enas  arriba  al  tratarse  del  cultivo  y  fabricación;  art.  46. 

XIX.  Contrabando  en  segundo  grado.  Es  pena  común  en 
todo  delito  de  contrabando  de  segundo  grado  (  que  es  el  que 
recae  sobre  los  efectos  de  comercio  cuya  importación  ó  es- 
portacion  está  prohibida  y  de  que  ya  se  ha  hablado  en  el  ar- 
tículo Contrabando  )  el  comiso  del  género  aprehendido,  ó  la 
condenación  al  pago  de  su  valor  si  no  fuere  aprehendido,  la 
multa  del  duplo ,  y  la  confiscación  de  todos  los  efectos  de 
comercio  que  se  hallen  en  el  mismo  baúl ,  fardo ,  caja  ó  paca 
en  que  hayan  sido  aprehendidos  los  prohibidos,  cualquiera 
•que  sea  su  procedencia,  y  sin  perjuicio  de  la  acción  que  com- 
peta al  propietario  de  los  efectos  lícitos  confiscados  que  no 
sea  culpable  para  repetir  su  importe  de  quien  corresponda; 
■art.  47. 

Estiéndese  la  multa  al  cuadruplo  para  los  importadores  ó 
esportadores  directos  de  mercancías  prohibidas.  Duplícanse 
las  penas  pecuniarias  por  la  reincidencia,  y  se  impone  un 
año  de  obras  públicas  cuando  el  valor  del  género  no  pasa  de 
cinco  mil  reales ,  dos  cuando  escede  de  esta  cantidad  hasta 
la  de  diez  mil ,  tres  si  llegare  á  veinte  mil ,  y  cuatro  de  esta 
cantidad  arriba.  Los  que  reinciden  por  segunda  vez,  deben 
ser  condenados  á  doble  tiempo  de  trabajos  de  arsenales  del 
que  se  les  impuso  en  la  anterior  condena,  con  tal  que  no  baje 
<le  cuatro  años ,  que  es  el  minimum  del  tiempo  de  la  pena 
de  la  segunda  reincidencia  ;  art.  48. 

Son  considerados  como  introductores  de  géneros  prohibi- 
dos los  que  fueren  aprehendidos  con  ellos ,  sea  en  el  acto  de 
su  trasporte,  sea  en  posada  ó  casa  particular,  aun  cuando 
esta  pertenezca  al  tenedor,  dentro  de  la  zona  de  cuatro  le- 
guas inmediatas  á  las  fronteras  de  tierra  ó  de  dos  leguas  en  las 
de  mar  ;  y  como  estractores  los  que  traspasen  con  géneros 


prohibidos  á  su  salida  la  línea  marcada  por  reales  instruc- 
ciones para  que  no  puedan  circular,  y  los  que  dentro  del 
territorio  comprendido  entie  dicha  línea  y  la  frontera  los  po- 
sean sin  los  requisitos  y  documentos  prevenidos  en  aquellas. 
Igual  consideración  tienen  los  porteadores  de  géneros  pro- 
hibidos aprehendidos  en  carruaje  ó  bagaje  que  proceda  di- 
rectamente de  pais  estranjero,  aun  cuando  la  aprehensión 
tenga  efecto  fuera  de  los  territorios  comprendidos  en  las  zo- 
nas terrestres  y  marítimas  ;  art.  49. 

Las  penas  del  art.  45 ,  que  mas  arriba  se  espresan  §  XVIII, 
hablando  de  las  circunstancias  agravantes,  son  también  apli- 
cables á  los  que  hagan  el  contrabando  de  géneros  prohibi- 
dos en  cuadrilla  ó  con  porte  de  armas ,  aunque  sean  permiti- 
das, no  obstante  que  no  tengan  la  cualidad  de  introductores; 
art.  50. 

Por  la  aprehensión  de  géneros  prohibidos  hallados  á  mayor 
distancia  de  cuatro  leguas  de  la  frontera  de  tierra  y  de  dc§ 
de  la  del  mar,  sin  ninguna  de  las  circunstancias  agravantes 
determinadas  en  el  art.  7o.  de  que  mas  arriba  hemos  ha- 
blado, no  se  imponen  por  la  primera  mas  penas  que  las  pe- 
cuniarias del  art.  47  ;  —  por  la  segunda  se  duplican  las  mis- 
mas penas  ;  —  por  la  tercera  deben  sufrir  los  delincuentes 
la  de  seis  meses  de  cárcel  anticipando  el  pago  de  sus  ali- 
mentos en  ella,  ó  en  su  defecto  un  año  de  obras  públicas,  si 
el  valor  de  la  materia  del  delito  no  pasare  de  cinco  mil  rea- 
les ,  y  desde  esta  cantidad  arriba  es  doble  el  tiempo  de  la 
pena  ;  —  y  por  la  cuarta  se  destina  al  reo  á  los  presidios  de 
África  por  tiempo  doble  de  la  anterior  condena;  art.  51. 
Cuando  sin  bacerse  aprehensión  de  los  géneros  prohibidos 
se  prueba  plenamente  que  se  hizo  una  operación  de  tráfico 
en  ellos,  incurre  el  delincuente  en  las  penas  pecuniaria  y  per- 
sonal que  correspondan,  atendido  el  valor  de  la  materia  del 
delito  y  sus  circunstancias,  con  arreglo  á  las  disposiciones 
de  los  artículos  47,  48  y  49  ;  art.  52. 

Los  que  celebren  contratos  de  aseguración  para  cualquiera 
operación  de  tráfico  de  géneros  prohibidos ,  bien  en  calidad 
de  aseguradores  ó  bien  en  la  de  asegurados,  incurren  indi- 
vidualmente en  las  penas  pecuniarias  establecidas  por  punto 
general  en  el  articulo  47,  sin  perjuicio  de  las  que  deban  im- 
ponérseles por  los  actos  procedentes  del  contrato ,  si  estos 
llegaren  á  tener  efecto ,  y  sin  que  el  contrato  produzca  acción 
alguna  entre  los  contrayentes  ;  art.  53. 

Los  porteadores  de  los  géneros  prohibidos  en  bagajes  ó 
carruajes,  y  los  capitanes  ó  patrones  de  las  embarcaciones  en 
que  se  haga  su  trasporte ,  deben  sufrir  las  penas  que  haya 
lugar  á  imponer,  según  fuere  la  materia  del  delito  y  demás 
circunstancias  de  la  aprehensión,  aun  cuando  los  géneros  no 
sean  de  su  propiedad  ,  precediéndose  también  cuando  medie 
esta  circunstancia  contra  los  mismos  propietarios  en  la  clase 
de  traficantes  de  dichos  géneros  para  imponerles  la  pena  que 
por  este  delito  corresponda  ;  art.  54. 

En  las  aprehensiones  de  géneros  prohibidos  que  se  hagan 
cuando  se  trasporten  por  mar  ó  por  tierra  es  pena  común: 
Io.  la  confiscación  de  los  bagajes  y  carruajes  con  sus  arreos. 
y  bestias  de  tiro,  y  de  las  embarcaciones  con  sus  aparejos, 
vituallas  y  armamentos  en  que  se  hiciere  el  trasporte  de  los 
géneros  aprehendidos  :  2o.  la  confiscación  de  los  géneros  de 
comercio  lícito  que  se  hallaren  sobre  el  mismo  bagaje  ó  car- 
ruaje ó  en  la  misma  embarcación  en  que  se  trasportaren  los 
prohibidos,  aunque  existan  en  distinto  baúl,  fardo  ó  paca 
que  estos,  siempre  que  pertenezcan  al  propietario  de  los  pro- 
hibidos ,  ó  que  procedan  del  mismo  cargador,  ó  que  vayan  á 
la  misma  consignación  ;  art.  55. 

XX.  Cosas  comunes  al  contrabando  de  primero  y  segundo 
grado.  Por  el  solo  hecho  de  llevar  armas  prohibidas  las  per- 
sonas que  condujeren  géneros  de  contrabando,  ó  de  tener- 
las en  la  posada,  casa  ó  lugar  donde  fueren  aprehendidas 
con  dichos  géneros,  se  aumenta  en  dos  años  la  pena  corres- 
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pondiente  al  delito,  y  deben  cumplir  todo  el  término  de  su 
condena  en  los  trabajos  de  los  arsenales  con  cadena  y  gri- 
llete ;  arl.  75. 

Los  que  ausilien  á  los  contrabandistas  de  primero  ó  se- 
gundo grado,  facilitándoles  sus  compras  y  ventas,  comuni- 
cándoles noticias  para  la  ejecución  y  buen  éxito  de  sus  ope- 
raciones, buscándoles  medios  de  trasporte,  ayudándoles  á 
cargar  y  descargar  sus  géneros  ,  permitiéndoles  que  los  es- 
condan en  alguna  propiedad  suya  rural  y  abierta,  dándoles 
refugio  en  sus  casas  y  haciendas,  y  ocultando  sus  personas 
para  salvarlas  de  caer  en  .manos  de  los  que  van  legítima- 
mente en  su  persecución ,  incurren  por  primera  vez  en  la 
multa  de  dos  mil  reales  vellón ,  y  no  teniendo  bienes  sobre 
que  hacerla  efectiva,  en  la  de  un  año  de  obras  públicas  en 
un  presidio  correccional  ;  por  la  segunda  vez  en  doble  pena  ; 
y  por  la  tercera ,  en  la  de  cuatro  años  de  trabajos  públicos 
en  los  arsenales  ;  art.  Ih. 

XXI.  Defraudación.  Véase  el  artículo  Defraudación , 
donde  se  trata  de  las  diversas  especies  de  este  delito,  y  de 
las  penas  que  por  cada  una  de  ellas  están  designadas  ;  de- 
biendo añadirse  aquí,  que  en  real  orden  de  18  de  octubre 
de  1838  se  declaró  :  que  se  consideren  incursos  en  la  pena 
de  comiso  todos  los  géneros  lícitos  que  fueren  aprehendidos 
con  algunos  de  los  vicios  designados  por  el  art.  il  de  la  ley 
penal ,  ó  con  los  contenidos  en  los  arts.  58  y  89  ,  imponién- 
dose las  condenaciones  conforme  al  art.  57,  esceplo  por  lo 
tocante  á  la  multa,  que  se  moderará  según  las  circunstan- 
cias especiales  del  procesado,  siempre  que  ellas  sean  ate- 
nuantes ;  pero  no  cuando  aumenten  la  culpabilidad  del  de- 
lincuente sobre  la  naturaleza  ordinaria  del  delito  ;  —  y  que 
todos  los  géneros  lícitos  están  sujetos,  como  los  ilícitos  ,  al 
comiso ,  si  fueren  aprehendidos  con  algún  vicio  legal  en  su 
importación  ó  esportacion  ,  y  aun  en  su  circulación  interior 
conforme  á  las  disposiciones  que  rigen  en  la  materia,  y  mien- 
tras otra  cosa  no  disponga  la  ley  que  haya  de  sustituir  á  la 
de  5  de  mayo  de  1850. 

XXII.  Fabricantes.  Todos  los  fabricantes  del  reino  están 
obligados  á  tener  en  las  aduanas,  y  donde  no  las  hubiese, 
en  poder  de  las  justicias  de  sus  mismos  pueblos,  un  mani- 
fiesto de  entrada  de  primeras  materias,  de  las  máquinas, 
telares,  etc.  en  que  se  emplean,  y  un  registro  de  salida  de 
sus  manufacturas  ;  y  no  se  puede  facilitarles  guia  para  mas 
cantidad  de  la  que  puedan  producir  sus  máquinas,  telares 
en  actividad  y  primeras  materias,  á  no  hacer  constar  su  le- 
gítima procedencia  de  otras  fábricas  nacionales.  El  fabricante 
que  espidiese  mayor  cantidad  de  manufacturas  que  las  que 
su  fábrica  pueda  producir,  debe  pagar  la  escedencia  del  va- 
lor y  una  multa  doble  de  la  que  se  exige  á  los  contraventores 
no  fabricantes  ;  y  si  reincidiese,  una  multa  triple  con  pri- 
vación absoluta  de  tener  fábrica,  publicándose  su  condena 
en  el  boletín  oficial  de  la  provincia.  El  fabricante  á  quien 
se  le  encuentre  algún  género  prohibido ,  ó  recargado  por  los 
aranceles,  de  los  mismos  que  él  elabora,  confecciona  ó  pre- 
para, y  que  por  sus  libros,  registros  ú  otros  medios  se  le 
convenza  de  ello,  debe  perder  el  género  y  sufrir  una  multa 
doble  de  la  impuesta  al  contraventor  no  fabricante ,  y  en 
caso  de  reincidencia  incurre  en  mulla  triple  con  privación 
asimismo  do  tener  fábrica.  Real  orden  de  12  de  agosto 
de  185ft. 

El  dueño  do  un  almacén  ó  tienda  donde  so  encuentren 
géneros  de  contrabando  ,  debe  sufrir  la  mulla  de  la  ley  ;  pero 
si  reincidiese  por  tercera  vez,  se  le  ha  de  cerrar  la  tienda  ó 
almacén  ,  publicándose  la  condena  en  el  boletín  oficial  de  la 
provincia  ;  orí.  9  de  dicha  real  orden. 

XXIII.  Iksislencia  de  los  contrabandistas  y  defraudado- 
res. Por  cualquier  acto  de  resistencia  viólenla  que  con  armas 
de  fuego  ó  blancas  hagan  los  contrabandistas  ó  defrauda- 
dores á  las  autoridades,  funcionarios  públicos,  individuos 


de  los  resguardos  ó  de  otro  género  de  fuerza  armada,  y  con- 
tra cualquiera  clase  de  personas  que  por  razón  de  oficio  ó  on 
virtud  de  mandato  legítimo  vayan  en  su  persecución  ó  soli- 
citen su  captura  y  aprehensión ,  aunque  de  dicha  resistencia 
no  resulte  muerte,  herida  ni  otra  lesión  alguna,  se  aumenta 
en  cuatro  años  el  término  de  la  pena  personal  correspon- 
diente al  delito,  y  el  destino  de  la  condena  debe  ser  siem- 
pre el  de  trabajos  en  arsenales  con  cadena  y  grillete  ; 
art.  76. 

Cuando  de  la  resistencia  resultare  la  muerte  ó  herida 
mortal  de  alguna  de  dichas  personas,  incurren  en  pena  ca- 
pital todos  los  contrabandistas  ó  defraudadores  que  hubieren 
hecho  armas  no  pasando  de  tres  ,  y  si  escedieren  de  este 
número  recae  la  misma  pena  sobre  el  jefe  de  la  cuadrilla  y 
dos  individuos  mas ,  que  serán  los  que  hayan  causado  la 
muerte  ó  herida ,  y  no  averiguándose  quiénes  sean  estos , 
los  designados  por  la  suerte.  Si  hubiere  habido  mas  de  tres 
muertos  ó  heridos  mortalmente,  debe  ampliarse  à  igual  nú- 
mero que  haya  de  estos  el  de  los  contrabandistas  que  sean 
condenados  á  pena  capital  ;  y  si  aunque  no  llegasen  á  tres  , 
hubiere  mayor  número  de  contrabandistas  que  concurriesen 
á  la  muerte  ó  herida  del  ofendido  todos  quedan  sujetos  á  la 
misma  pena.  Los  individuos  de  la  cuadrilla  que  no  incurran 
en  ella  ,  deben  ser  deportados  á  las  islas  de  Asia  por  toda 
su  vida  y  empleados  en  los  trabajos  mas  penosos  de  sus 
presidios  y  arsenales  ;  art.  77. 

XXIV.  Falsificación  para  facilitar  el  contrabando  ó  la 
defraudación.  Los  falsificadores  del  papel  sellado  incurren 
en  la  pena  de  deportación  por  toda  su  vida  á  las  islas  de 
Asia ,  aplicados  á  los  trabajos  de  sus  presidios  y  arsenales 
con  grillete  y  cadena;  art.  78. 

Los  falsificadores  de  guias,  registros,  cartas  de  pago  ú 
otros  documentos  ó  de  sellos  de  la  hacienda  pública,  incur- 
ren en  la  multa  de  veinte  mil  reales  vellón  y  en  diez  años 
de  presidio  en  Alhucemas  ó  peñón  de  la  Gomera;  y  por  la 
reincidencia  en  doble  multa  y  en  deportación  perpetua  á  los 
presidios  de  las  islas  de  Asia  ;  art.  79. 

Son  considerados  reos  del  delito  de  falsificación  de  papel 
sellado,  guias  y  demás  documentos  y  sellos  :  —  t°.  los  que 
abren  los  sellos  y  moldes  :  —  2o  los  que  hayan  hecho  uso  de 
ellos  para  estamparlos  ;  los  impresores  de  los  documentos 
falsificados  ;  los  que  hayan  llenado  sus  huecos  con  letra  ma- 
nuscrita, ó  puesto  en  ellos  alguna  firma  propia  ó  ajena  ; 
los  que, siendo  manuscritos  los  documentos,  hubieren  escrito 
el  todo  ó  parle  de  ellos;  y  los  que  con  cualquiera  otro  acto 
propio  y  direcío  hubiesen  contribuido  á  la  falsificación  :  — 
3o.  los  que  hayan  usado  de  los  documentos  falsificados  para 
cometer  contrabando  ó  defraudación  :  —  U°.  los  espende- 
dores  de  los  mismos  documentos  que  los  proporcionen  á  los 
contrabandistas  y  defraudadores;  art.  80. 

Los  que  hagan  testaduras,  enmiendas,  adiciones  ó  cual- 
quier género  de  suplantación  en  documentas  legítimos  espe- 
didos por  las  oficinas  de  hacienda ,  y  los  que  ustn  de  ellos 
para  defraudar  los  derechos  ó  impuestos,  incurren  indivi- 
dualmente en  la  mulla  de  diez  mil  reales  vellón,  y  en  la 
pena  de  seis  años  de  trabajos  en  los  arsenales;  arl.  81  ;  y 
por  cualquiera  falsificación  ó  suplantación  en  manifiesto , 
relación,  factura  ú  otro  documento  privado  que  sirva  de  base 
para  la  graduación  del  derecho,  incurre  cada  uno  dolos 
autores  y  cómplices  de  la  falsificaciony  de  la  defraudación  en 
la  multa  de  seis  mil  reales  y  en  la  pena  de  cuatro  años  de  tra- 
bajos en  los  arsenales;  art.  82.  En  caso  de  reincidencia  en 
los  delitos  de  los  artículos  81  y  82  se  doblan  las  penas  pe- 
cuniaria y  personal  impuestas  en  la  primera  condena  ;  art.  83. 

Todos'los  géneros  y  efectos  comprendidos  en  la  guia  ó 
documento  sobre  que  se  haya  hecho  cualquiera  especie  do 
falsificación  ó  suplantación"  para  defraudar  los  impuestos  ó 
derechos,  caen  en  comiso ,  asi  como  también  los  bagajes, 
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carruajes  ó  embarcaciones  en  que  se  trasporten,  cualquiera 
que  sea  el  importe  del  derecho  defraudado  ;  art.  84. 

La  falsificación  de  documentos  ó  de  sellos,  marcas  ó  signos 
establecidos  en  las  oficinas  de  hacienda ,  aunque  se  cometa 
por  incidencia  del  contrabando  ,  se  considera  delito  de  es- 
pecie" distinta;  art.  8. 

XXV.  Connivencia  de  los  empleados  de  hacienda.  El  em- 
pleado de  hacienda  que  incurra  en  delito  de  contrabando  ó 
de  defraudación  ,  ó  que  sin  concurrir  por  sí  á  su  perpetra- 
ción consienta  en  ella  teniendo  interés  en  los  géneros  ó 
efectos  que  sean  materia  del  delito,  sin  que  en  uno  y  otro 
caso  se  valga  de  las  atribuciones  de  su  empleo  para  facili- 
tarlo, debe  sufrir  doble  pena,  tanto  pecuniaria  como  per- 
sonal ,  de  la  que  por  el  mismo  delito  corresponda  imponer 
á  los  que  no  sean  empleados  ,  y  esta  no  puede  ser  menos  que 
de  dos  años  de  obras  públicas  en  un  presidio  correccional,  y 
debe  imponerse  aunque  no  corresponda  pena  personal  al 
delito  cometido;  art.  65. 

El  empleado  de  hacienda  que  ausilie,  facilite  ó  consienta 
la  perpetración  del  delito  de  contrabando,  sea  usando  de  las 
atribuciones  de  su  cargo ,  ó  bien  dejando  de  cumplir  con 
sus  obligaciones,  debe  ser  condenado  á  ocho  años  de  pre- 
sidio en  uno  de  los  de  África,  cualquiera  que  sea  la  cantidad 
de  la  materia  del  delito;  arl.  66. 

Los  encargados  de  los  almacenes  de  géneros  estancados  , 
de  trasportarlos,  distribuirlos  ó  venderlos,  que  introduzcan 
entre  los  que  les  están  confiados  algunas  porciones  de  ile- 
gítima procedencia  ó  se  aprovechen  de  sus  atribuciones 
para  hacer  alguna  operación  de  contrabando,  deben  sufrir 
la  pena  de  seis  años  de  presidio  en  África  si  la  cantidad  del 
delito  no  escediese  de  un  cuarto  de  arroba,  y  la  de  ocho 
siendo  de  dicha  cantidad  arriba  ;  art.  67. 

El  empleado  de  hacienda  que  ausiliare,  facilitare  ó  con- 
sintiere la  perpetración  del  delito  de  defraudación  en  rentas 
generales,  ya  usando  de  sus  atribuciones,  ya  dejando  de 
cumplir  con  sus  obligaciones,  incurre  en  la  multa  del  décu- 
plo del  derecho  defraudado  ,  y  debe  ser  condenado  á  dos 
años  de  presidio  en  África  si  la  cantidad  del  fraude  no  esce- 
diere de  quinientos  reales,  y  á  cuatro  si  pasare  de  esta  can- 
tidad; art.  68. 

El  empleado  de  hacienda  que  facilitare ,  ausiliare  ó  con- 
sintiere la  defraudación  de  rentas  provinciales,  derechos 
de  puertas  ú  otro  cualquiera  impuesto  sobre  los  consumos 
ó  movimientos  de  los  frutos  ó  efectos  del  reino,  ó  la  de 
cualquiera  especie  de  contribución  directa  ,  usando  de 
sus  atribuciones ,  ó  dejando  de  cumplir  con  sus  obli- 
gaciones ,  incurre  en  la  multa  del  quíntuplo  del  derecho 
defraudado  ,  y  debe  ser  condenado  á  un  año  de  obras  pú- 
blicas si  la  cantidad  del  fraude  no  escediere  de  doscientos 
reales,  y  á  dos  si  pasare;  art.  69. 

Siempre  que  un  empleado  de  hacienda  para  facilitaré  ausi- 
liar  un  delito  de  contrabando  ó  de  defraudación  cometiere 
falsedad  en  guia,  carta  de  pa^o  ,  relación  ú  otro  documento 
que  espida  ó  formalice  perteneciente  á  sus  atribuciones , 
debe  agavársele  la  pena  corporal  á  ocho  años  de  presidio  en 
el  peñón  de  la  Gomera  ó  Alhucemas  ó  en  las  Antillas  ;art.  70. 

La  privación  de  empleo  es  pena  común  en  toda  sentencia 
condenatoria  contra  los  empleados  de  hacienda  que  incurran 
en  delito  de  contrabando  ó  defraudación  ó  en  el  de  conni- 
vencia en  su  perpetración;  y  cuando  la  connivencia  recaiga 
sobre  delito  de  contrabando  ó  tenga  la  cualidad  de  haberse 
hecho  cometiendo  falsedad  en  algún  documento  espedido  ó 
formalizado  por  el  delincuente  como  perteneciente  á  sus 
atribuciones  ,  debe  quedar  este  inhabilitado  para  volver  á 
obtener  empleo  de  nombramiento  real  ni  cargo  alguno  pú- 
blico; (iris.  71  y  72. 

En  cuanto  á  la  connivencia  de  los  carabineros  de  costas  y 
fronteras  y  empleados  en  el  resguardo  marítimo,  se  pro- 


cede con  arreglo  alas  dispociones  penales  de  los  reglamentos 
peculiares  de  estos  cuerpos;  art.  73.  Mas  es  necesario  ahora 
tener  presente  el  nuevo  decreto  de  12  de  noviembre  de  1842 
sobre  el  cuerpo  especial  de  carabineros  del  reino,  en  el 
cual  se  declara  :  —  Io.  que  en  cualquiera  causa  de  fraude 
en  que  se  halle  comprendido  ó  complicado  algún  individuo 
de  carabineros,  sea  cual  fuere  su  clase,  pertenece  su  cono- 
cimiento al  juzgado  de  hacienda  con  inhibición  de  lodo  otro 
tribunal  y  con  entero  arreglo  á  los  procedimientos  y  fallos 
que  rigen  ó  rigieren  para  tales  casos,  sin  que  al  tal  delin- 
cuente le  valga  en  estos  delitos  el  fuero  militar  de  que 
goza  en  otros  :  —  2o.  que  ademas  de  los  delitos  mili- 
tares y  de  los  comunes  y  mixtos ,  deben  ser  castigados 
en  consejo  ordinario  de  guerra  ó  en  consejo  de  gené- 
rales según  la  clase  del  delincuente  con  arreglo  á  orde- 
nanza los  delitos  especiales  de  este  cuerpo,  que  son  las  fallas 
de  obediencia  ó  subordinación  si  son  de  grave  naturaleza  ó 
con  circunstancias  agravantes  ;  el  apropiarse  efectos  em- 
bargados ó  de  contrabando  sin  el  competente  mandato  ;  el 
rehusar  ó  retardar  con  malicioso  designio  la  ejecución  de  las 
órdenes  superiores  ó  los  requerimientos  de  las  autoridades 
para  la  aprehensión  del  contrabando  y  fraude;  el  violar  el 
secreto  ó  abrir  pliegos  cerrados,  de  lo  cual  pueda  depender 
ó  haya  dependido  el  éxito  de  alguna  espedicion;  la  infide- 
lidad ó  alteración  maliciosa  en  la  redacción  de  los  partes  ó 
sumarias  de  fraude;  la  falta  de  cumplimiento  á  sus  respec- 
tivos deberes ,  con  la  circunstancia  de  haber  mediado  cor- 
rupción por  dinero  ó  promesa  de  cualquier  género  de  re- 
compensa ;  las  amenazas  ó  el  abuso  de  autoridad  ó  de  mando 
ó  de  empleo  en  los  superiores  para  obligar  á  los  inferiores  á 
la  infidelidad  ó  descuido  en  el  servicio  :  —  y  3o.  que  sin 
embargo  ,  siempre  que  ocurriendo  alguno  de  estos  delitos 
especiales  se  mezcle  ó  implique  [también  el  de  contrabando 
contra  cualquier  individuo  de  este  cuerpo,  queda  este  desa- 
forado y  sujeto  al  rigor  de  las  penas  que  por  todas  circuns- 
tancias deban  imponérsele,  á  no  ser  que  para  la  imposición 
de  mayor  pena,  según  ordenanza  ,  tenga  por  conveniente 
el  juzgado  privativo  de  hacienda ,  despues  que  declare  lo 
que  seajusto  en  cuanto  al  comiso  y  penas  de  él,  remitir 
testimonio  de  lo  resultante  al  jefe  de  carabineros  para  los 
efectos  consiguientes  ;  arts.  98,  99, 104, 10b  y  106  de  d.  decr. 
de  1842. 

XXVI.  Delitos  de  omisión.  El  jefe  inmediato  de  la  oficina 
de  hacienda  en  que  por  la  connivencia  de  sus  subalternos 
y  dependientes  se  hubiere  cometido  defraudación  en  el  pago 
de  los  derechos,  ó  se  hubiere  espedido  algún  documento 
para  facilitarla ,  incurre  en  suspension  de  empleo  y  sueldo 
por  seis  meses  ,  en  la  de  un  año  si  se  repitiere  igual  ocur- 
rencia ,  y  en  la  privación  de  su  destino  por  la  tercera  vez  ; 
art.  8b  de  la  ley  penal. 

Los  individuos  del  resguardo  que  se  hallen  de  servicio  en 
el  punto  por  el  cual  se  verificare  la  introducción  ó  eslrac- 
cion  de  géneros  de  contrabando  ó  que  siendo  de  lícito  co- 
mercio no  fueren  acompañados  de  las  guias  y  documentos 
correspondientes,  ó  el  desembarco  de  personas  procedentes 
de  buques  que  ó  por  perseguidos  por  el  resguardo  marítimo 
ó  por  otra  causa  diesen  lugar  á  sospecha  de  que  conducen 
fraude,  deben  quedar  suspensos  de  empleo  y  sueldo  por  un 
año  ,  salvo  el  procedimiento  que  haya  lugar  contra  ellos  en 
el  caso  de  haberse  cometido  estos  delitos  con  su  consenti- 
miento ó  cooperación  ;  art.  86,  y  real  orden  de  26  de  agosto 
de  1831. 

Por  real  orden  de  2  de  diciembre  de  1836  se  previene  en- 
tre otras  cosas  :  —  Io.  que  sean  depuestos  de  sus  destinos 
todos  los  dependientes  del  resguardo  de  un  punto  por  el 
cual  se  acredite  haberse  introducido  el  contrabando  :  — 
2o.  que  también  sean  depuestos,  previa  formación  de  causa, 
los  comandantes  de  los  resguardos  que  no  obedezcan  laa 
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providencias  de  los  intendentes  ó  entorpezcan  su  cumpli- 
miento y  que  por  su  falta  de  celo  y  actividad  no  se  justifi- 
que un  aumento  considerable  en  la  renta  del  tabaco  y  una 
disminución  en  el  contrabando  de  géneros  y  manufacturas  ; 
— y  S°.  que  todos  los  jefes  de  rentas  y  demás  empleados  de 
las  provincias,  principalmente  los  de  costa  y  frontera,  que 
aparezcan  omisos  en  el  cumplimiento  de  sus  deberes ,  sean 
suspendidos  de  su  destino  por  un  año  ,  precediendo  algún 
líjero  espediente  ó  breve  información  por  la  cual  resulte 
fundada  la  sospecha  ó  se  presente  con  caracteres  de  hecho 
verdadero.  Mas  por  otra  real  orden  de  2'1  de  diciembre  de 
1837  se  dispuso  ,  que  el  comandante  del  resguardo  encar- 
gado del  punto  por  donde  se  realicen  grandes  alijos  fraudu- 
lentos ,  esté  suspendido  por  un  mes  para  que  dentro  de  él 
justifique  su  inocencia ,  cuyo  término  no  pueda  prorogarse 
por  los  intendentes  bajo  su  responsabilidad  en  el  espediente 
gubernativo  que  se  instruya  mientras  no  lo  pidan  los  inte- 
resados ;  y  que  si  del  espediente  instructivo  resultare  crimi- 
nalidad ,  se  forme  la  correspondiente  causa,  percibiendo 
entretanto  el  comandante  la  parte  de  sueldo  que  prefijan  las 
órdenes  á  los  encausados. 

Todos  los  aprehensores  que  no  cumplieren  con  su  deber, 
incurren  en  responsabilidad  ;  la  cual  consiste  ademas  de  la 
pena  que  merezcan  si  cometen  delito ,  en  perder  el  todo  ó  la 
mitad  de  su  parte  en  la  aprehensión  cuando  no  capturasen 
á  los  reos  ó  á  todos  aquellos  que  deban  ser  aprehendidos  ; 
real  arden  de  9  de  octubre  de  1839. 

Los  individuos  de  ayuntamiento  de  los  pueblos  situados 
en  la  zona  litoral  de  la  legua  inmediata  á  la  orilla  del  mar 
en  todas  las  costas  donde  no  haya  oficina  de  hacienda  ó  des- 
tacamento estacional  del  resguardo ,  deben  ser  multados 
siempre  que  por  la  costa  fronteriza  al  mismo  pueblo  ó  á  su 
término  en  el  radio  de  media  legua ,  se  haga  algún  embar- 
que ó  desembarque  de  géneros  en  que  se  cometa  contraban- 
do ó  defraudación ,  á  no  ser  que  dieren  aviso  con  anteriori- 
dad á  la  oficina  de  hacienda  ó  destacamento  mas  inmediato 
de  la  tentativa  de  aquellas  operaciones,  ó  de  hallarse  próxi- 
mo á  la  costa  el  barco  que  se  hiciere  sospechoso  de  inten- 
tarlas, ó  que  después  de  hechas  manifestaren  todas  ó  algunas 
de  las  personas  que  tuvieron  responsabilidad  en  ellas; 
art.  87  de  la  ley  penal. 

También  incurren  en  multa  los  individuos  de  ayuntamien- 
to de  cualquier  pueblo  del  reino  donde  no  haya  oficina  de 
hacienda  ó  partida  estacional  del  resguardo  en  que  se  veri- 
que  alguno  de  los  casos  siguientes  :  —  Io.  la  aprehensión  de 
algún  terreno  sembrado  ó  plantado  de  materias  estancadas  : 

—  2o.  la  de  algún  establecimiento  de  producción  ó  fabrica- 
ción de  géneros  estancados  en  que  se  ocupen  algunas  per- 
sonas ,  ademas  del  dueño ,  su  mujer  é  hijos ,  ó  que  se  halle 
á  la  vista  ó  sea  sabida  en  el  pueblo  su  existencia  : — 5o.  la  de 
algún  depósito  de  géneros  de  contrabando  de  que  se  surtan 
los  revendedores  ó  se  estraigan  géneros  para  otros  puntos 
de  consumo  :  —  U°.  cuando  entre  los  vecinos  y  habitantes 
del  pueblo  se  hallen  personas  que  tengan  por  ocupación  ha- 
bitual y  conocida  el  contrabando  :  —  5o.  si  se  diere  abrigo  y 
acogida  dentro  déla  población  á  contrabandistas  que  anden 
en  cuadrilla  ó  resultare  que  han  residido  en  el  término  de 
ella  por  mas  de  tres  dias  sin  haberlos  perseguido  y  pasado 
aviso  ala  capital  del  partido  y  destacamento  mas  inmediato  : 

—  6o.  siempre  que  en  el  trascurso  de  un  año  fueren  conde- 
nados como  contrabandistas  personas  habitantes  del  mismo 
pueblo  en  proporción  mayor  que  la  de  uno  por  coda  dos- 
cientas almas  de  población  ,  sin  que  las  justicias  del  mismo 
pueblo  les  hubiesen  formado  causa  ;  orí.  88. 

Las  multas  han  de  fijarse  prudencialmente  para  cada 
caso  particular,  atendidas  sus  circunstancias  peculiares ,  en 
la  escalade  mil  reales  á  veinte  mil ,  entendiéndose  obliga- 
dos á  su  pago  mancomunadamento  y  con  sus  propios  bienes 


todos  los  individuos  de  ayuntamiento  £obre  que  recayere  ; 
art.  89. 

Los  alcaldes  de  los  pueblos  que  siendo  requeridos  por  los 
jefes  ó  funcionarios  de  hacienda  para  autorizar  algún  reco- 
nocimiento ,  hagan  resistencia  ó  practiquen  sugestiones  que 
impidan  su  realización  ,  incurren  asimismo  en  penas  pecu- 
niarias con  arreglo  à  los  artículos  88  y  89  que  se  acaban  de 
citar  ,  sin  perjuicio  del  cargo  de  connivencia  en  el  contra- 
bando que  les  resulte  ,  para  lo  cual  serán  irremisiblemente 
procesados  por  el  juzgado  de  hacienda  ;  órd.  de  16  de  se- 
liembre  de  18'l2. 

XXVII.  Aplicación  y  conmutación  de  las  penas  con  res- 
pecto «  ciertas  personas.  Los  eclesiásticos  ordenados  in  sa- 
cris  del  clero  secular  deben  cumplir  en  un  desierto  de  rigu- 
rosa penitencia  las  penas  de  reclusión  en  la  cárcel  ó  de 
obras  públicas  :  —  las  de  presidio  y  trabajos  de  arsenales 
se  entienden  para  con  ellos  de  asistencia  á  los  enfermos  en 
los  hospitales  de  los  mismos  presidios  y  arsenales  con  cua- 
lidad de  estar  recluidos  en  los  mismos  hospitales;  y  en  el 
punto  de  la  deportación  se  les  pone  á  disposición  del  ordi- 
nario diocesano  para  que  los  destine  á  otros  establecimien- 
tos de  corrección  ó  de  piedad  con  arresto  continuo  en  ellos; 
art.  90. 

Para  con  los  títulos  de  Castilla,  magistrados  civiles,  jueces 
letrados ,  jefes  de  provincia  en  la  administración  de  hacien- 
da, y  jefes  militares  del  ejército  y  armada,  y  los  empleados 
en  la  administración  militar  que  tengan  el  rango  de  jefes  do 
cuerpos,  se  entienden  de  confinación  á  las  islas  adyacentes 
en  el  Mediterráneo  y  en  el  Océano  las  penas  de  reclusión  en 
la  cárcel  y  las  de  obras  públicas  ;  y  de  encierro  en  un  cas- 
tillo ó  ciudadela  del  punto  adonde  fueren  destinados  las  de 
presidios  y  trabajos  de  arsenales;  art.  90. 

A  los  caballeros  de  las  órdenes,  á  los  nobles  que  estén  en 
posesión  de  la  hidalguía  y  á  los  oficiales  del  ejército  y  ar- 
mada se  concede,  si  lo  solicitan,  la  conmutación  de  las  penas 
de  reclusión  en  la  cárcel,  obras  públicas,  presidio  y  arsena- 
les, en  la  del  servicio  de  las  armas  en  uno  de  los  regimien- 
tos fijos  del  ejército  en  la  clase  de  soldados,  y  con  la  obliga- 
ción de  servir  doble  tiempo  del  que  se  les  haya  impuesto  en 
su  condena,  no  pudiendo  tener  lugar  esta  gracia  en  la  pena 
de  deportación  ;  art.  90. 

Para  con  las  mujeres,  de  cualquier  clase  que  sean ,  se  en- 
tienden las  penas  personales  de  reclusión  ,  obras  públicas, 
presidios,  arsenales  y  deportación  ,  impuestas  á  los  delitos 
de  contrabando  y  defraudación  ,  por  reclusión  en  ¡a  galera 
ó  casa  de  corrección  de  su  sexo  de  la  misma  provincia  ó  en 
su  defecto  de  la  mas  inmediata,  empleadas  cu  los  trabajos 
mas  penosos  del  establecimiento  por  el  tiempo  que  esté  desig- 
nado al  delito  en  que  hayan  incurrido  ,  debiendo  costearse 
sus  alimentos  de  sus  bienes  propios  ,  y  en  su  defecto  por 
la  hacienda  pública;  art.  9\,  y  real  orden  de  26  de  abril 
de  1836. 

A  los  jóvenes  menores  de.diez  y  siete  años  que  incurran 
en  pena  personal  por  contrabando  y  defraudación  ,  se  les 
destinaba  por  el  tiempo  de  su  condena  al  servicio  de  mar 
en  los  buques  de  guerra,  según  el  art.  92;  pero  por  real 
orden  do  2  de  julio  de  1834  está  mandado,  que  conforme  al 
artículo  82  de  la  ordenanza  de  presidios  de  Hi  de  abril  del 
mismo  año,  sean  destinados  á  los  departamentos  que  para 
jóvenes  hay  en  ellos  los  reos  de  contrabando  y  fraude  me- 
nores de  diez  y  ocho  años,  y  no  aplicados  al  servicio  de  los 
buques  de  guerra;  y  por  otra  real  orden  de  50  de  setiem- 
bre de  1836  se  encarga  á  los  juzgados  do  hacienda  quo 
cuando  deba  castigarse  á  jóvenes  que  no  hayan  llegado  aun 
á  la  edad  de  diez  y  siete  años  los  manden  encerrar  en  los  \. 
hospicios,  para  contener  sus  vicios  y  mejorar  sus  cos- 
tumbres. 

Los  ¡lazos  de  las  condenas  deben  cumplirse  integramente, 
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contándose  de  dia  á  di  a  y  sin  hacerse  rebaja  ni  abonos  de 
tiempo  que  no  haya  trascurrido  bajo  ninguna  causa  ni 
prelesto;  art.  93. 

A  los  que  hayan  de  sufrir  pena  corporal  en  equivalencia 
de  la  pecuniaria  que  no  hubieren  podido  satisfacer,  se  les 
considera  en  cuenta  de  su  condena  el  tiempo  que  hubieren 
permanecido  en  la  cárcel;  y  los  condenados  á  reclusión  en 
las  cárceles  ,  no  habiendo  en  ellas  fondos  para  mantenerlos, 
deben  cumplir  su  condena  en  las  obras  públicas  ganando 
su  subsistencia  con  su  trabajo  ;  real  órd.  de  7  de  febrero 
de  1834. 

En  todo  procedimiento  por  delito  de  infidencia  y  defrau- 
dación en  que  recaiga  sentencia  condenatoria  debe  impo- 
nerse á  los  reos  el  pago  de  las  costas  procesales;  art.  94. 

De  las  penas  pecuniarias  que  se  impongan  á  los  hijos  de 
familia  que  no  tengan  peculio  propio,  son  responsables  ci- 
vilmente sus  padres,  si  vivieren  en  compañía  do  estos;  y 
también  deben  responder  los  maridos  de  las  penas  pecunia- 
rias impuestas  á  sus  mujeres,  cuando  estas  no  tengan  bienes 
propios  de  que  satisfacerlas;  arts.  9'J  y  96. 

El  valor  de  los  comisos  es  y  debe  entenderse  indepen- 
diente en  su  aplicación  de  las  costas  procesales ,  adjudicán- 
dose íntegramente  entre  los  participes  según  la  respectiva 
opción  que  les  conceden  las  órdenes  vigentes  sobre  la  ma- 
teria. Los  curiales  perciben  sus  costas  y  derechos  siempre 
que  los  reos  tengan  bienes  con  que  cubrirlos  ;  y  no  tenién- 
dolos, se  estiman  aquellos  de  oficio,  quedando  no  obstante  á 
salvo  el  derecho  de  dichos  curiales  para  reclamar  de  los 
mismos  reos  el  pago,  siempre  que  estos  mejoren  de  fortuna. 
La  tasación  de  costas  se  hace  por  el  tasador  de  las  audien- 
cias ó  del  tribunal  de  justicia  que  hubiere  en  la  capital  de 
cada  intendencia  ó  subdelegacion  de  rentas  con  sujeción  en 
los  derechos  al  arancel  últimamente  aprobado;  rs.  órds.  de 
11  de  febrero  de  1838  y  9  de  octubre  de  1859.  El  comiso  es 
también  independiente  de  las  penas  pecuniarias  que  se  im- 
pongan á  los  reos  de  contrabando  y  defraudación;  real  or- 
den de  Y¡  de  agosto  de  1840. 

Los  carabineros  é  individuos  del  resguardo  no  pueden 
exigir  por  sí  multas  ú  otras  condenaciones  pecuniarias,  pues 
esta  es  atribución  privativa  de  los  juzgados  y  tribunales; 
real  arden  de  22  de  abril  de  1853. 

Las  multas  detalladas  en  la  ley  penal  de  3  de  mayo  de 
1850  por  delitos  de  contrabando ,  según  la  entidad  y  calidad 
que  en  la  misma  se  espresan,  no  corresponden  á  penas  de 
cámara;  pero  las  demás  multas  que  impongan  los  jueces  y 
tribunales ,  fuera  de  las  indicadas,  por  via  de  pena  á  la  ca- 
lidad y  gravedad  de  los  delitos  que  con  los  de  defraudación 
ocurran  en  las  mismas  causas,  son  aplicables  á  dicho  ramo 
de  penas  de  cámara  si  estas  contribuyen  á  la  manutención 
de  los  reos  pobres  como  lo  hace  con  -los  demás  de  delitos 
comunes  ;  real  arden  de  9  de  junio  de  1841. 

JUICIO  CRIMINAL  CONTRA  JUECES,  WAGISTRAHOS  Y  OTROS 

funcionarios  públicos.  El  orden  de  proceder  en  las  causas 
que  se  formen  á  los  jueces ,  magistrados  y  otros  funciona- 
rios por  las  culpas  ó  delitos  que  cometieren  como  parti- 
culares ó  como  funcionarios  públicos. 

I.  Los  jueces  y  magistrados  y  demás  funcionarios  públi- 
cos pueden  delinquir  como  particulares ,  y  como  magistrados 
ó  jueces ,  ó  funcionarios  ;  esto  es  ,  pueden  cometer ,  como 
cualesquiera  otros  individuos  de  la  sociedad  ,  un  delito  que 
no  tenga  relación  con  su  ministerio  ,  y  pueden  cometer  tam- 
bién un  delito  en  el  ejercicio  de  sus  atribuciones  ó  con  ries- 
go ú  ocasión  de  ellas  :  aquel  podrá  llamarse  delito  común, 
porque  no  le  comete  el  funcionario  sino  el  hombre,  descen- 
diendo el  funcionario  al  terreno  común  y  desnudándose  de 
su  investidura  pública;  y  este  será  delito  especial  ú  oficial, 
porque  le  comete  el  funcionario  como  tal  funcionario  y  no 
como  persona  privada. 


Juicios  por  delitos  comunes. 

II.  De  todo  delito  común  que  cometa  un  alcalde  ó  quien 
sus  veces  haga  ,  ha  de  conocerse  por  el  juez  de  primera  ins- 
tancia del  partido  ,  del  mismo  modo  y  en  la  misma  forma 
que  del  cometido  por  cualquiera  ciudadano;  art.  46  del  re- 
glamento dejust.  de  26  de  setiembre  de  185b.  Todavía  mas  : 
aun  las  causas  criminales  sobre  delitos  cometidos  por  los 
alcaldes  y  demás  concejales  en  el  ejercicio  de  sus  funciones 
administrativas  ,  como  por  ejemplo  sobre  exacción  de  im- 
puestos abusivos ,  concusión  ,  malversación  ó  peculado  res- 
pecto de  los  fondos  municipales  y  de  pósitos  ,  pertenecen' 
igualmente  al  mismo  juez  de  primera  instancia ,  esceplo  las 
causas  sobre  delitos  cometidos  en  aquellos  ramos  ó  negocios 
en  que  tenga  interés  la  hacienda  pública,  pues  estas  son  de 
la  incumbencia  de  los  subdelegados  de  rentas.  Véase  Juez 
de  primera  instancia  de  partido,  §  VII,  núms.  4°.,  5°.,  16°. 
y  17°. 

III.  La  causa  sobre  delito  común  cometido  por  un  juez 
letrado  de  primera  instancia  de  partido  ha  de  empezarse  y 
seguirse  ante  cualquiera  otro  de  los  del  mismo  pueblo  si  en 
él  hubiere  dos  ó  mas  jueces  ,  ó  en  su  defecto  ante  el  juez  de 
partido  cuya  capital  esté  mas  inmediata  ;  art.  46  del  reglam. 
de  just.  Luego  pues  que  un  juez  de  primera  instancia  cometa 
un  delito  común  ,  puede  el  agraviado,  y  aun  siendo  público 
el  delito  cualquiera  persona  idónea  y  el  ministerio  fiscal , 
entablar  la  querella  ó  acusación  ante  otro  juez  del  mismo 
pueblo  ó  en  su  defecto  ante  el  del  partido  cuya  capital  esté 
mas  próxima  ;  y  en  falta  de  acusación  ó  querella ,  debe  pro- 
cederse  de  oficio  por  el  juez  á  quien  cerresponda,  en  la  for- 
ma esplicada  en  el  artículo  del  Juicio  criminal  ordinario. 
Habiendo  á  la  misma  distancia  dos  capitales  de  partido  que 
sean  las  mas  cercanas,  ó  existiendo  en  la  única  que  sea  mas 
inmediata  varios  jueces  de  primera  instancia ,  parece  que 
la  audiencia  territorial  debe  encargar  el  conocimiento  de  la 
causa  al  juez  que  mejor  le  parezca ,  si  es  que  ya  no  lo  hu- 
biese tomado  alguno  de  ellos.  —  Los  trámites  del  procedi- 
miento ,  así  en  el  sumario  como  en  el  plenario,  son  los  mis- 
mos que  se  observan  en  el  juicio  criminal  ordinario  contra 
cualesquiera  delincuentes.  —  En  caso  de  que  con  el  juez 
de  primera  instancia  se  hallen  complicadas  en  el  mismo  de- 
lito algunas  personas  particulares  que  deban  ser  juzgadas 
por  diferente  tribunal ,  habrán  de  tenerse  presentes  las  ob- 
servaciones hechas  en  el  Juicio  criminal  ordinario,  §  XV. 

IV.  El  supremo  tribunal  de  justicia  es  quien  debe  conocer 
en  primera  y  segunda  instancia  de  las  causas  criminales  que 
por  delitos  comunes  ocurrieren  contra  vocales  del  suprimido 
consejo  de  gobierno,  secretarios  y  subsecretarios  de  estado 
y  del  despacho,  consejeros  de  estado  ,  ministros  del  estin- 
guido  consejo  real ,  embajadores  y  ministros  plenipoten- 
ciarios de  S.  M.,  y  magistrados  del  mismo  tribunal  supremo, 
del  de  las  órdenes  y  de  las  audiencias,  como  asimismo  contra 
arzobispos,  obispos  ó  eclesiásticos  de  los  que  en  la  corte 
ejercen  autoridad  ó  dignidad  eclesiástica  suprema  ó  supe- 
rior, cuando  el  caso  deba  ser  juzgado  por  la  jurisdicción 
real ,  esto  es  ,  cuando  el  delito  sea  de  los  que  causan  desa- 
fuero ;  art.  90  del  regí,  dejust.,  261  de  la  Const.  de  1812,  y 
real  orden  de  12  de  mayo  de  1857;  bien  que  en  los  delitos 
contra  la  Constitución  es  tribunal  competente  la  audiencia 
territorial  para  los  prelados  y  jueces  eclesiásticos  que  no 
sean  arzobispos  ú  obispos;  aft.  55  de  la  ley  de  26  de  abril 
de  1821. 

Cuando  hubiere  que  formar  causa  criminal  por  delito  co- 
mún á  alguna  de  las  personas  que  se  acaban  de  enumerar, 
debe  instruirse  el  sumario  por  el  magistrado  mas  antiguo 
de  la  respectiva  sala  después  del  que  la  presida  ,  si  el  tra- 
tado como  reo  se  hallare  en  la  corte,  y  si  estuviere  fuera  de 
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ella  ,  por  el  regente  de  la  audiencia  ó  por  el  jefe  político  de 
la  provincia,  según  el  que  primero  prevenga  el  conocimiento, 
podiendo  el  último  asesorarse  con  un  letrado  de  conocida 
instrucción  y  probidad  :  todo  sin  perjuicio  de  que  si  el  delito 
fuere  de  pena  corporal,  y  no  se  hallare  próxima  ninguna  de 
Fas  autoridades  sobredichas  ,  pueda  y  deba  el  juez  ordinario 
del  pueblo  ,  en  cuanto  lo  requiera  la  urgencia  ,  proceder  de 
oficio  ó  á  instancia  de  parte  á  formar  las  primeras  diligencias 
del  sumario ,  y  arrestar  á  los  reos ,  siempre  que  hubiere  mé- 
ritos para  ello,  dando  empero  cuenta  inmediatamente  al  re- 
gente ó  jefe  político,  remitiéndole  las  diligencias  para  que 
pueda  proseguirlas,  y  poniendo  á  su  disposición  los  reos. 
Instruido  el  sumario ,  se  pasa  á  la  respectiva  sala  del  tribunal 
supremo  ,  quedando  á  su  disposición  el  procesado  ;  y  todas 
las  actuaciones  que  en  el  plenario  hubiere  que  practicar 
fuera  de  aquella,  han  de  cometerse  precisamente  á  alguna 
de  las  espresadas  autoridades^  La  sentencia  de  vista  en  estas 
causas  es  siempre  suplicable  ;  pero  la  de  revista  causa  ejecu- 
toria en  todos  los  casos.  Regí,  de  just.,  art.  93,  y  ley  de  3  de 
febrero  de  1823,  art.  274. 

Juicios  por  delitos  oficiales. 

V.  Con  respecto  á  los  escesos ,  culpas  ó  delitos  especiales 
ú  oficiales,  esto  es,  á  los  cometidos  en  el  ejercicio  de  las 
atribuciones  del  ministerio  judicial  ó  con  riesgo  ú  ocasión 
de  ellas,  corresponde  á  cada  audiencia  conocer  en  primera 
y  segunda  instancia  de  las  causas  que  por  tal  razón  se  for- 
men contra  jueces  inferiores  de  su  territorio.  Son  jueces 
inferiores  del  territorio  de  cada  audiencia ,  y  deben  por  con- 
siguiente ser  juzgados  por  ella  en  razón  de  dichos  delitos  : 
— Io.  los  jueces  letrados  de  primera  instancia  de  los  partidos 
comprendidos  en  su  distrito;  art.  58  del  regí,  de  just.  :  — 
2o.  los  alcaldes  de  los  pueblos,  cuando  obran  como  jueces  or- 
dinarios dependientes  délos  mismos;  arts.  31,  32 y  34  del 
regí,  de  just.  :  —  5o.  los  subdelegados  de  hacienda  pública, 
aunque  sean  intendentes,  y  sus  asesores,  pues  están  decla- 
rados jueces  de  primera  instancia  con  subordinación  á  las 
audiencias  ;  rs.  órds.  de  27  de  noviembre  de  1855,  15  de  marzo 
de  1836  ,  6  de  febrero  y  51  de  diciembre  de  1839,  y  20  de 
febrero  de  1841  :  —  4o.  los  provisores,  vicarios  generales  y 
demás  jueces  inferiores  eclesiásticos,  cuando  por  tales  de- 
litos hubiese  de  juzgarlos  la  jurisdicción  real;  art.  58  del 
regí.  ;  esto  es ,  cuando  los  delitos  fueren  tan  graves  que 
causen  desafuero  :  —  S°.  los  jueces  de  comercio  y  otros 
cualesquiera  que  ejerzan  jurisdicción  subordinada  á  las  au- 
diencias ó  conocieren  en  primera  instancia  de  determinados 
negocios  con  apelación  á  ellas;  art.  1180  del  cód.  de  com., 
58  de  la  ley  de  enjuiciamiento ,  y  6o.  del  decr.  restabl.  de 
19  de  abril  de  1813.  Véase  Juez,  §XIII,  Juez  de  primera 
instancia  de  partido,  §  Vil,  ns.  4°.,  5°.,  6o.  y  7°.,  Juicio 
por  delitos  contra  la  hacienda  pública ,  §  II ,  y  Jurisdicción 
en  sus  diferentes  artículos. 

Los  diputados  provinciales  deben  ser  procesados  y  juzga- 
dos por  delitos  que  cometan  en  el  ejercicio  de  sus  atribucio- 
nes, por  los  juzgados  ordinarios ,  en  atención  á  que  no  gozan 
de  fuero  alguno  especial.  Real  orden  de  8  de  mayo  de  1846. 
VI.  Compele  al  tribunal  supremo  de  justicia  el  conoci- 
miento en  primera  y  segunda  instancia  de  las  causas 
criminales  que  por  escesos ,  culpas  ó  delitos  especiales  ú 
oficiales,  esto  es  ,  por  los  cometidos  en  el  ejercicio  del  res- 
pectivo cargo  público ,  haya  que  formar  contra  ministros 
del  estinguido  consejo  real  de  España,  subsecretarios  de 
estado  y  del  despacho,  magistrados  del  tribunal  especial  de 
órdenes  ,  funcionarios  superiores  de  la  corle  que  dependan 
inmediatamente  del  gobierno  y  que  no  pertenezcan  como  ta- 
les á  jurisdicción  especial ,  ministros  de  las  audiencias  del 
reino ,  intendentes  y  jefes  políticos  ;  y  asimismo  de  las  que 


sea  necesario  formar  contra  arzobispos ,  obispos  ó  eclesiás- 
ticos que  en  la  corte  ejerzan  autoridad  ó  dignidad  eclesiás- 
tica suprema  ó  superior,  por  delitos  oficiales  de  que  deba 
conocer  la  jurisdicción  real  ;  como  igualmente  de  las  de  re- 
sidencia de  vireyes ,  capitanes  generales  y  gobernadores  de 
ultramar,  y  de  todo  empleado  público  sujeto  á  este  juicio  ; 
regí,  de  justicia,  art.  90,  fac.  3a.  y  4a.,  y  Consl.  de  1812  , 
art.  261 ,  §  6o.  También  toca  al  tribunal  supremo  de  justi- 
cia, según  la  Const.  de  1812  ,  art.  261  ,  |  2°.,  juzgar  á  los 
secretarios  de  estado  y  del  despacho  por  sus  escesos  ó  deli- 
tos oficiales,  cuando  las  Cortes  decretasen  haber  lugar  ala 
formación  de  causa  ;  pero  según  el  art.  39  de  la  Const. 
de  1845 ,  pertenece  á  las  Cortes  la  facultad  de  hacer  efectiva 
la  responsabilidad  de  los  ministros,  los  cuales  deben  ser 
acusados  por  el  congreso  de  los  diputados,  y  juzgados  por 
el  senado. 

VIL  Pertenece  igualmente  al  supremo  tribunal  conocer 
de  todas  las  causas  de  separación  y  suspension  de  los  con- 
sejeros de  estado  y  de  los  magistrados  de  las  audiencias  , 
art.  261  de  la  Const.  de  1812  ,  §  3°.,  y  á  las  audiencias  toca 
conocer  de  las  mismas  causas  de  suspension  y  separación 
de  los  jueces  inferiores  de  su  territorio ,  dando  cuenta  al 
rey  ;  art.  263  de  dicha  Consl.  =  Véanse  los  artículos  de  la 
palabra  Jurisdicción. 

VIII.  Cuéntanse  entre  los  escesos ,  culpas  ó  delitos  oficia- 
les :  —  Io.  la  admisión  directa  ó  indirecta  de  dones  ó  rega- 
los por  hacer  una  cosa,  aunque  sea  justa  :  —  2o.  la  concu- 
sión ó  extorsion  :  —  5o.  la  colusión,  como  por  ejemplo  la 
que  se  hiciere  entre  un  acusado  y  el  ministro  fiscal  :  — 4o.  el 
peculado  y  la  sustracción  ó  estravío  de  efectos ,  títulos  ó 
documentos  en  perjuicio  de  tercero  ó  del  Estado  :  —  5o.  la 
seducción  ó  solicitación  de  mujer,  litigante  ó  procesada  :  — 
6o.  todo  abuso  grave  de  autoridad  :  —  7o.  la  prevaricación  : 
—  8o.  la  infracción  de  las  leyes  en  puntos  esenciales  del 
enjuiciamiento  ó  en  las  sentencias.  Véase  Abuso  de  poder, 
Baratería,  Cohecho,  Colusión,  Juez,  §§  III,  VI  y  VIII, 
Peculado ,  Prevaricación  y  Responsabilidad  judicial. 

IX.  Pueden  comenzarse  los  procedimientos  por  delitos 
oficiales  ante  la  audiencia  ó  ante  el  tribunal  supremo  respec- 
tivamente según  la  clase  de  los  funcionarios  :  í°.  á  instancia 
de  parte;  2o.  por  interpelación  fiscal  ;  y  5°.  de  oficio,  cuando 
de  cualquier  modo  se  viere  algún  justo  motivo  para  ello  ; 
arts.  73  y  94  del  regí,  de  just. 

Io.  A  instancia  de  parte.  Si  la  causa  empezase  por  acusa- 
ción ó  por  querella  de  persona  particular,  no  se  debe  nunca 
admitir  la  querella  ó  la  acusación  sin  que  la  acompañe  la 
correspondiente  fianza  de  calumnia  y  de  que  el  acusador  ó 
querellante  no  desamparará  su  acción  hasta  que  recaiga 
sentencia  que  cause. ejecutoria  ;  y  aunque  comience  la  causa 
de  la  manera  sobredicha ,  siempre  ha  de  ser  parte  en  ella 
el  fiscal  de  la  audiencia  ó  del  tribunal  supremo  ;  arls.  75  y 
94  del  regí,  de  just.  La  cantidad  de  dicha  fianza  se  deter- 
mina por  el  tribunal ,  según  la  mayor  ó  menor  entidad  y 
consecuencia  del  asunto  ;  d.  arts.  El  ministerio  fiscal,  ya  sea 
único  promovedor  del  proceso  ,  ya  sea  tan  solo  coadyu- 
vante ,  no  está  obligado  á  prestar  fianza  ,  pues  que  tiene 
que  intervenir  necesariamente  por  razón  de  su  minis- 
terio en  estos  juicios  ;  pero  lo  está  todo  acusador  ó  quere- 
llante, aunque  sea  pobre,  ya  porque  la  ley  dice,  como 
hemos  visto,  que  nunca  debe  admitirse  la  querella  ó  acusa- 
ción particular  sin  dicho  requisito  ,  ya  porque  el  ministerio 
fiscal  debe  suplir  la  acusación  que  competí ria  á  un  agraviado 
indigente  ,  ya  porque  se  ha  creido  necesario  poner  algún 
freno  á  las  calumniosas  imputaciones  y  á  las  intrigas  quo 
podria  impunemente  poner  en  juego  el  espíritu  de  venganza 
ó  de  bandería  contra  un  juez  recto  valiéndose  para  ello  do 
una  persona  pobre  que  se  presentase  en  juicio  á  ejercitar 
una  acción  popular. 
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2o.  Por  interpelación  fiscal.  Los  fiscales  del  tribunal  su- 
premo están  particularmente  obligados,  bajo  su  mas  estrecha 
responsabilidad,  á  denunciar  al  tribunal  las  irregularidades, 
abusos  y  dilaciones  que  por  las  listas  y  causas  que  las  au- 
diencias remitan  ,  ó  por  cualquier  otro  medio,  notaren  en 
la  administración  de  justicia,  á  proponer  sobre  ello  formal 
acusación  cuando  la  gravedad  del  caso  lo  requiera  ;  y  á  acu- 
sar los  demás  delitos  oficiales  cuyo  conocimiento  corresponde 
á  dicho  tribunal,  según  lo  que  mas  arriba  se  ha  sentado; 
—  y  del  mismo  modo  están  obligados  ,  bajo  igual  respon- 
sabilidad ,  los  fiscales  de  las  audiencias  à  denunciar,  y  en 
su  caso  acusar  formalmente  las  faltas  que  contra  la  adminis- 
tración de  justicia  advirtieren  en  los  juzgados  inferiores  ,  y 
á  acusar  también  los  demás  delitos  cuyo  conocimiento  en 
primera  instancia  toca  á  la  audiencia  respectiva  ;  —  pudiendo 
unos  y  otros  fiscales  pedir  y  exigir  respectivamente  á  los  de 
las  audiencias ,  á  los  promotores  fiscales  y  á  cualesquiera 
otros  funcionarios  públicos  los  informes  y  noticias  que  ne- 
cesiten para  el  mejor  desempeño  de  sus  atribuciones; 
arts.  104  y  105  del  regí,  dejust.  Véase  Fiscal. 

3o.  De  oficio.  No  habiendo  instancia  de  parte  ni  interpe- 
lación fiscal,  pueden  sin  embargo  las  audiencias  y  el  tribunal 
supremo  en  su  respectivo  caso  proceder  de  oficio  á  la  for- 
mación de  causa  contra  los  magistrados  y  jueces  que  apare- 
ciesen infractores  de  ley,  ora  adquieran  los  datos  por  las 
listas,  informes  y  noticias  que  los  jueces  inferiores  deben 
remitirá  las  audiencias,  y  las  audiencias  al  tribunal  su- 
premo ,  ora  los  adquieran  por  documentos  que  íes  dirija  el 
gobierno,  ó  bien  por  quejas  ú  otro  medio  legal;  pero  pri- 
meramente así  los  datos  y  quejas  que  el  tribunal  supremo 
tuviere  contra  uno  ó  mas  magistrados  como  la  audiencia 
contra  un  juez,  deben  comunicarse  á  los  fiscales  para  que 
examinen  si  ha  lugar  ó  no  á  la  formación  de  causa  y  á  la 
suspension  de  los  magistrados  ó  del  juez  ,  y  verse  después 
con  el  dictamen  en  tribunal  pleno  para  hacer  dicha  decla- 
ración; y  si  resultase  la  afirmativa,  han  de  pasarse  á  la 
■sala  que  corresponda  para  el  seguimiento  de  la  causa,  po- 
niéndose desde  luego  la  resolución  en  noticia  del  gobierno; 
arts.  89  y  92  del  regí,  de  just. ,  real  decr.  de  22  de  marzo  de 
1837,  y  orden  de  las  Corles  de  29  de  junio  de  1822  restabl. 
por  d.  decr. 

X.  No  puede  acordarse  en  la  audiencia  ni  en  el  tribunal 
supremo  la  suspension  del  juez,  magistrado  ó  funcionario 
procesado,  sino  cuando  estando  señalada  por  la  ley  al  delito 
pena  de  privación  de  empleo  ú  otra  mayor,  se  estimare  ne- 
cesaria aquella  medida  después  de  formalmente  admitida 
la  acusación  ó  la  querella  ,  ó  de  resultar  méritos  bastantes 
si  el  procedimiento  fuere  de  oficio;  pero  podrá  la  sala  ha- 
cerle comparecer  personalmente  ante  sí  siempre  que  consi- 
dere requerirlo  el  caso  ,  y  aun  ponerle  en  arresto  cuando  lo 
exíjala  gravedad  del  delito  sobre  que  se  proceda  ;  art.  73, 
regla  3a., y  art.  94  del  regí. 

XI.  Las  actuaciones  de  instrucción  en  el  sumario  y  las 
que  requiera  el  plenario  deben  encargarse  al  ministro  mas  . 
antiguo  de  la  sala  respectiva  después  del  que  la  presidiere, 
así  en  la  audiencia  como  en  el  tribunal  supremo ,  y  las  que 
hubiere  que  practicar  fuera  de  la  residencia  del  tribunal ,  y 
que  no  pudiere  evacuar  por  sí  dicho  ministro  ,  han  de  co- 
meterse siempre  por  el  tribunal  supremo  al  regente  ó  jefe 
político  respectivo,  y  por  la  audiencia  á  la  primera  autori- 
dad ordinaria  del  pueblo  ó  del  partido  en  que  hayan  de 
ejecutarse;  arts.  73  y  94  del  regí,  de  just.,  y  art.  3o.  del 
real  decr.  de  22  de  marzo  de  1837. 

XII.  Durante  los  procedimientos,  no  puede  el  acusado  ó 
procesado  estar  en  el  pueblo  donde  se  practiquen  actuacio- 
nes de  su  causa  ni  á  seis  leguas  en  contorno,  á  fin  de  evi- 
tar que  su  presencia  coarle  la  libertad  é  imparcialidad  del 
uez  encargado  de  las  diligencias  y  de  los  testigos;  regla  4a. 


del  art.  73,  y  art.  94  del  regí. — El  juez  procesado,  dice  otra 
real  orden  posterior,  debe  alejarse  á  la  distancia  de  seis  le- 
guas tan  solo  durante  las  actuaciones  del  sumario  ,  y  siem- 
pre que  no  se  requiera  para  ellas  precisamente  su  sentencia, 
pero  no  durante  el  término  probatorio;  ven  caso  de  no 
estar  suspendido,  debe  abstenerse  del  ejercicio  de  su  carge  ¡ 
en  el  pueblo  donde  resida  mientras  se  practican  en  él  ac- 
tuaciones de  su  causa  ;  arden  del  regí,  de  29  de  enero  de  1 843. 

XIII.  Por  lo  demás,  la  sustanciacion  de  este  juicio  es 
conforme  á  las  reglas  que  deben  observarse  en  la  del  juicio 
criminal  ordinario;  arts.  73  y  94  delregl.  dejust.  Mas  para 
la  vista  y  fallo  de  la. causa  han  de  concurrir  precisamente 
cinco  ministros  ,  bastando  para  hacer  sentencia  tres  votos 
enteramente  conformes;  reglas  4a.  y  8a.  del  real  decr.  de 
4  de  noviembre  de  1858.  Si  se  procediere  en  cuerpo  contra  el 
consejo  de  órdenes,  contra  alguna  audiencia  ó  contra  alguna 
sala  de  estos  tribunales,  son  necesarios  nueve  jueces  á  lo 
menos  para  ver  y  fallar  la  causa  ;  art.  97  del  regí,  de  just. 

XIV.  Cualquiera  que  sea  la  decisión,  siempre  ha  lugar  á 
súplica  de  la  sentencia  de  vista;  pero  la  de  revista  causa 
ejecutoria,  sea  ó  no  conforme  á  la  primera  ;  regla  5a.  del 
art.  75,  y  art.  94  del  regí.  ;  debiendo  para  esta  última  ins- 
tancia ,  después  de  admitida  la  súplica ,  pasarse  los  autos  á 
otra  sala ,  como  por  punto  general  está  determinado  ,  aun- 
que uno  de  los  cinco  ministros  ha  de  ser  el  mas  antiguo  de 
los  eme  hayan  asistido  á  la  vista  ;  regla  4a.  del  real  decreto 
de  kde  noviembre  de  1838.  En  el  supremo  tribunal  no  pue- 
den verse  y  determinarse  en  revista  con  menos  de  siete  mi- 
nistros las  causas  por  delitos  oficiales  ó  comunes,  y  si  se 
procediere  en  cuerpo  contra  el  consejo  de  órdenes  ó  contra 
alguna  audiencia ,  ó  contra  alguna  sala  de  uno  ú  otra ,  ha  do 
concurrir  pleno  todo  el  supremo  tribunal  para  dicho  objeto, 
sin  que  puedan  ser  menos  de  once  los  jueces  ;  arte.  96  y  97 
del  regí,  de  just. 

XV.  Mas  no  siempre  son  tan  graves  -os  abusos,  escesos  ú 
omisiones  de  los  jueces,  que  den  lugar  á  formación  de 
causa  :  basta  muchas  veces  censurar,  reprender,  aperci- 
bir ó  -multar  á  estos,  si  por  las  quejas  de  las  partes  ó  por 
las  noticias  ó  los  informes  que  se  les  pidan  con  justificación 
(puts  nunca  se  les  pueden  pedir  los  autos  ni  aun  ad  effectuai 
videndi)  se  viere  que  no  merecen  mas  que  alguna  correc- 
ción que  no  sea  de  mucha  trascendencia  ,  aunque  se  les  de- 
berá oir  en  justicia  siempre  que  reclamen  contra  cualquiera 
corrección  que  se  les  imponga  sin  habérseles  formado  cau- 
sa; y  aun  deben  abstenerse  los  tribunales  superiores  de 
molestar  ó  desautorizar  á  los  inferiores  con  apercibimien- 
tos, reprensiones  ú  otras  condenas  por  leves  y  eseusablcs 
faltas,  ó  por  errores  de  opinion  en  casos  dudosos  ;  arts.  20  y 
89  del  regí,  de  just.  —  Véase  Responsabilidad  judicial. 

JUICIO  de  residencia.  Véase  Residencia. 

JUICÏQ  por  delitos  de  imprenta.  Véase  Libertad  de 
imprenta. 

JUICIO  mixto.  El  juicio  en  que  se  trata  de  la  acción  civil 
y  de  la  criminal  que  tiene  ó  cree  tener  el  actor  ;  esto  es ,  de 
la  reclamación  de  una  cosa  ó  del  resarcimiento  de  daños  y 
perjuicios,  y  al  mismo  tiempo  del  descubrimiento  y  castigo 
de  la  persona  que  ha  cometido  el  hecho  de  que  dimanan  las 
dos  acciones.  Véase  Juicio  criminal ,  §§  1ÏI  y  IV. 

JUICIO  secular,  eclesiástico,  militar,  etc.  Llámase 
juicio  secular,  por  contraposición  ajuicio  eclesiástico ,  el  que 
se  sigue  sobre  asuntos  temporales  ó  profanos  ante  los  jueces 
y  tribunales  que  ejercen  la  jurisdicción  secular  ó  civil;  y 
se  dice  juicio  eclesiástico  aquel  en  que  se  ventilan  ante  un 
juez  ó  tribunal  eclesiástico  causas  meramente  espirituales 
que  por  su  naturaleza  están  sujetas  al  conocimiento  de  la 
Iglesia ,  ó  bien  causas  temporales  de  los  clérigos  que  por 
concesión  ó  privilegio  pertenecen  al  mismo  conocimiento. 
Denomínase  juicio  de  fuero  mixlo,  mixli  fori,  aquel  en  que 
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conoce  de  la  causa  cualquiera  de  los  jueces  eclesiástico  ó 
secular  que  la  previniere. 

La  jurisdicción  eclesiástica, se  halla  sujeta  en  el  orden  de 
sustanciar  los  procesos  á  las  leyes  dictadas  por  la  autoridad 
real,  á  la  cual  es  inherente  el  derecho  de  protección  para 
con  lodos  sus  subditos  en  los  juicios  eclesiásticos ,  como  así 
está  sentado  en  real  orden  de  10  de  abril  de  1836;  y  á  con- 
secuencia de  este  principio  se  mandó  en  ella  ,  que  los  tribu- 
nales eclesiásticos  inferiores  en  los  juicios  ordinarios  admi- 
tan las  apelaciones  en  ambos  efectos,  conforme  alo  dispuesto 
en  las  leyes  civiles ,  arreglándose  en  lo  demás  á  lo  que  estas 
previenen,  prescindiendo  de  cualquier  costumbre  contraria, 
y  que  se  uniformen  todos  á  la  práctica  y  leyes  que  observan 
los  civiles  en  cuanto  á  la  remisión  de  los  autos  originales  á 
sus  respectivos  superiores  en  los  casos  de  apelación  y  demás 
recursos.  No  obstante,  por  real  orden  de  30  de  enero 
de  1840  se  declara  ,  que  la  ley  de  10  de  enero  de  1838 ,  re- 
lativa al  modo  de  sustanciarse  los  pleitos  de  menor  cuantía, 
no  es  aplicable  á  los  juicios  eclesiásticos,  y  que  solo  com- 
prende los  asuntos  civiles  de  la  competencia  de  los  tribunales 
ordinarios.  Véase  Jurisdicción  eclesiástica. 

El  juicio  mililar,  que  es  el  que  se  sigue  en  los  juzgados  y 
tribunales  militares,  se  sustancia  igualmente  por  el  mismo 
método  generalmente  establecido,  con  algunas  escepciones. 
Véase  Jurisdicción  mililar. 

=  Véanse  también  las  demás  jurisdicciones  especiales. 

JUICIO    DE    PRIMERA  ,     SEGUNDA  Y  TERCERA   INSTANCIA. 

El  juicio  de  primera  instancia  es  el  que  se  sigue  en  primer 
grado,  esto  es,  ante  el  juzgado  ó  tribunal  inferior  :  el  de  la 
segunda  es  el  que  se  sustancia  en  segundo  grado  ante  el 
tribunal  que  ejerce  superioridad  sobre  el  que  ha  conocido 
en  la  primera;  y  el  de  la  tercera  ,  es  el  que  sigue  en  último 
término  ó  en  grado  de  revista  ante  el  mismo  tribunal  supe- 
rior, pero  con  magistrados  diversos  de  los  que  han  fallado 
en  la  segunda  ,  ó  ante  otro  mas  elevado,  según  la  clase  de 
jurisdicciones.  Véase  Instancia  ,  y  los  diferentes  artículos 
de  la  palabra  Jurisdicción. 

JUICIOS  de  dios.  Ciertas  pruebas  á  que  en  épocas  de 
ignorancia  y  superstición  se  sujetaba  á  los  acusados  para 
averiguar  su  inocencia  ó" culpabilidad.  Usáronse  mucho  en 
los  siglos  ix,  x  y  xi  ;  y  aunque  eran  varias  sus  especies, 
comprendidas  todas  bajo  el  nombre  de  ordalías  y  el  de  prue- 
bas vulgares,  pueden  reducirse  à  cuatro  principales,  es  á  sa- 
ber, á  las  de  juramento  ,  duelo ,  fuego  y  agua. 

í.  La  prueba  de  juramento ,  que  se  llamaba  también  pur- 
gación canónica ,  se  hacia  de  muchas  maneras.  El  acusado 
que  se  veía  obligado  á  prestar  el  juramento  y  que  se  decia 
juralor  ó  sacramenlalis ,  cogia  un  puñado  de  espigas  y  las 
echaba  al  aire  tomando  al  cielo  por  testigo  de  su  inocencia  ; 
y  á  veces  declaraba  con  una  lanza  en  la  mano  que  estaba 
pronto  á  sostener  por  medio  de  la  prueba  del  duelo  lo  mismo 
que  afirmaba  con  juramento;  pero  el  uso  mas  común  y  que 
subsistió  por  mas  tiempo  fué  jurar  sobre  los  sepulcros,  re- 
liquias ó  altares  de  los  santos  para  que  los  mismos  mártires 
fuesen  testigos  de  la  verdad  ó  vengadores  del  perjurio. 
Cuando  á  pesar  del  juramento  del  acusado  persistía  en  su 
acusación  el  adversario,  pedían  el  uno  ó  el  otro  ó  entrambos 
á  dos  el  duelo  ó  combate  singular,  aquel  en  prueba  de  su 
inocencia  y  este  en  prueba  de  la  verdad  que  decia;  y  otor- 
gado por  el  juez,  se  condenaba  al  que  quedaba  vencido. 

En  España  había  ciertas  iglesias  llamadas  juraderas 
adonde  se  solía  acudir  á  prestar  solemne  juramento,  ya  para 
confirmar  algún  contrato,  ya  para  purgarse  de  los  indicios 
de  algún  delito  ,  ya  también  para  justificar  algún  derecho, 
creyéndose  que  á  quien  allí  juraba  en  falso  se  le  secaba  poco 
á  poco  la  mano ,  hasta  que  por  cédula  de  los  reyes  católicos 
de  1498  y  ley  67  de  Toro  se  dispuso,  que  ninguno  jure  , 
aunque  el  juez  lo  mande  ó  la  parte  lo  pida ,  en  la  iglesia  do 


San  Vicente  de  Avila,  ni  en  el  cerrojo  de  Santa  Águeda,  ni 
sobre  altar  ó  cuerpo  santo  ni  en  otra  iglesia  juradera ,  bajo 
la  pena  de  diez  mil  maravedís  (veinte  mil  de  los  actuales) 
que  se  exigirán  al  que  jure  ,  al  juez  que  lo  mande  y  á  la 
parte  que  lo  pida ,  aplicados  al  fisco  ;  ley  5 ,  til.  9 ,  lib.  1  i , 
Nov.  Rec,  y  el  doctor  Llamas  en  el  cornent,  de  la  ley  67  de 
Toro. 

II.  La  costumbre  de  apelar  al  duelo,  lid  ó  singular  batalla 
para  probar  el  demandante  su  derecho  ó  justificarse  el  acu- 
sado del  delito  que  se  le  imputaba  cuando  no  se  podía  ave- 
riguar la  verdad  por  las  pruebas  que  el  derecho  tenia  esta- 
blecidas, fué  general  entre  los  bárbaros  del  norte,  se  propagó 
rápidamente  entre  los  Francos ,  como  aparece  por  la  ley 
Sálica  y  capitulares  de  Cario  Magno  ,  y  después  se  hizo  co- 
mún en  España,  según  es  de  ver  por  el  fuero  antiguo  de 
Sahagum  y  por  los  de  Salamanca  ,  Yanguas  ,  Oviedo,  Moli- 
na, Nájera  y  otros  muchos  ,  y  aun  por  el  código  de  las  Par- 
tidas, en  que  el  rey  sabio  procuró  por  lo  menos  refrenarla, 
sujetando  los  duelos  ,  lides,  rieptos  y  desafíos  á  un  prolijo 
formulario  ,  y  estableciendo  leyes  oportunas  para  precaver 
la  facilidad  y  licencia  y  evitar  el  furor  y  crueldad  con  que 
antes  se  practicaban. 

III.  La  prueba  del  fuego  se  hacia  con  una  barra  de  hierro 
ardiendo;  de  tres  libras  de  peso.  El  acusado  ayunaba  tres 
días  á  pan  y  agua  ,  oia  misa  el  tercero  ,  hacia  juramento  de 
estar  inocente,  recibía  luego  la  sagrada  Eucaristía,  era  ro- 
ciado con  agua  bendita  y  aun  bebía  de  ella ,  tomaba  en  se- 
guida el  hierro  encendido ,  levantándole  dos  ó  tres  veces ,  ó 
llevándole  mas  ó  menos  lejos  según  la  sentencia  ,  mientras 
que  los  sacerdotes  recitaban  las  oraciones  acostumbradas,  y 
por  fin  metía  la  mano  en  un  saco  que  se  cerraba  muy  bien 
poniendo  en  él  sus  sellos  el  juez  y  el  adversario.  Al  cabo  de 
tres  dias  se  quitaban  los  sellos  y  abría  el  saco  ;  y  si  enton- 
ces no  se  advertía  en  la  mano  señal  de  quemadura  ,  se  pro- 
nunciaba la  inocencia  del  acusado  que  quedaba  absuelto. 
Hacíase  también  la  misma  prueba  metiendo  la  mano  en  una 
manopla  de  hierro  ardiendo,  ó  andando  con  los  pies  desnu-- 
dos  sobre  nueve  ó  doce  barras  de  hierro  en  el  mismo  estado, 
ó  llevando  ascuas  en  los  vestidos ,  ó  pasando  por  medio  de 
una  hoguera. 

No  hay  noticia  ni  vestigio  de  la  prueba  de  fuego  ó  de 
hierro  encendido  en  el  Fuero  Juzgo;  pero  se  halla  autoriza- 
da en  muchos  fueros  municipales.  El  de  Salamanca  dice  : 
«  Estas  son  las  cosas  porque  debe  el  juez  levar  novenas ,  por 
home  lidia  ó  caye....  é  por  home  que  entra  en  fierro  é  se 
quema.  »  El  de  Plasencia  :  «  Mujer  que  á  sabiendas  fijo 
abortare,  quémenla  viva  si  manifiesto  fore,  sinon  sálvese 
por  fierro.  »  Los  de  Oviedo  y  Aviles  :  «  El  pariente  que  aquel 
haber  demanda,  jure  et  lieve  ferro  caldo  en  la  iglesia ,  et 
llévelo  tres  pasadas  por  foro  de  la  villa  de  Oviedo;  el  cuan- 
do el  fierro  hobiere  levado,  sealli  la  mano  sigillada  fasta  ter- 
cer dia,  etquando  venier  el  tercer  día  desigillenle  la  mano 
illos  yugarios  et  calénllila;  et  si  exir  quemada,  sea  perjura- 
do. »  Los  antiguos  códices  litúrgicos  contienen  oraciones  or- 
denadas á  santificar  y  bendecir  el  hierro;  y  los  fueros  ,  es- 
pecialmente el  de  Cuenca ,  tratan  prolijamente  de  su  calidad 
y  figura ,  y  de  las  formalidades  con  que  se  debía  proceder 
en  este  género  de  prueba. 

IV.  La  prueba  del  agua  se  verificaba  ó  con  el  agua  hir- 
viendo ó  con  el  agua  fría.  La  del  agua  hirviendo  ó  prueba 
caldaria,  que  iba  acompañada  de  las  mismas  ceremonias 
que  la  del  hierro ,  consistía  en  meter  la  mano  en  una  calde- 
ra de  agua  hirviendo  y  coger  un  anillo  ó  unas  piedras  que 
estaban  colgadas  á  mayor  ó  menor  profundidad.  La  del  agua 
fría,  que  era  la  del  vulgo, se  practicaba  con  mucha  sencillez  : 
después  de  algunas  oraciones  recitadas  sobre  el  paciente, 
se  re  ataba  la  mano  derecha  al  pié  izquierdo,  y  en  este  es- 
tado se  le  echaba  al  agua  :  si  sobrenadaba ,  se  le  trataba 
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como  criminal; 'y  si  se  sumergía  ,  se  le  declaraba  ino- 
cente. 

Creyóse  por  algunos  que  los  reyes  godos  fueron  los  inven- 
tores de  la  prwe&a  caldaria,  porque  la  ley  32,  tít.  1 ,  lib.  2 
del  Fuero  Juzgo  latino,  ó  la  ley  3,  tít.  1  ,  lib.  6  de  la  tra- 
ducción castellana,  supone  su  existencia;  pero  como  esta 
ley  no  se  encuentra  en  los  antiguos  códices  góticos  sinoco- 
lamente  en  el  vigilano  escrito  en  tiempos  mas  modernos,  se 
persuade  el  señor  Marina  que  pudo  haberse  introducido  en 
el  último  ,  porque  al  tiempo  en  que  se  escribió  se  habia  he- 
cho común  esta  prueba  en  los  reinos  de  León,  Castilla  y 
Navarra.  El  primer  instrumento  legal  en  que  se  autorizó  la 
prueba  caldaria  espresamente  y  con  cierta  solemnidad  fué 
la  ley  Sálica  ;  se  hizo  familiar  y  común  en  Francia  en  tiem- 
po de  los  reyes  de  la  segunda  raza  ;  se  estendió  per  Navar- 
ra ,  Cataluña  y  señaladamente  por  Aragon  desde  tiempos 
muy  remotos ,  y  las  leyes  de  este  pais  arreglaron  el  difuso 
ceremonial  con  que  debia  practicarse,  como  parece  del  an- 
tiguo libro  de  fueros  del  archivo  de  San  Juan  de  la  Peña.  De 
Navarra  y  Aragon  se  propagó  á  muchas  comunidades  de 
Castilla  ,  y  consta  por  repelidos  instrumentos  su  existencia 
y  uso  en  estos  reinos  desde  mediado  el  siglo  ix.  Fué 
sancionada  por  la  ley  19  de  las  Cortes  de  León  del  año  1020, 
en  que  se  manda  que  :  Si  facía  fuerit  querela  anle  judices 
de  suspectione ,  Ule  quem  suspectum  habuerint,  deferida l  se 
juramento  et  calida  aqua  per  manus  bonorum  hominum  : 
se  otorgó,  aunque  con  repugnancia,  en  los  fueros  de  Baeza, 
Plasencia ,  Alarcon  ,  Cuenca  y  otros  muchos  ;  y  parece  que 
aun  en  el  siglo  xni  se  practicaba  en  algunas  partes  del  reino 
de  León,  así  como  la  del  agua  fria  y  la  del  hierro  encendi- 
do ,  según  se  colige  de  un  sínodo  celebrado  en  esta  ciudad 
el  año  de  1288  que  las  prohibía. 

V.  Hadase  asimismo  la  prueba  de  la  cruz,  la  de  la  Eu- 
caristía ,  y  la  del  pan  y  queso.  En  la  prueba  de  la  cruz ,  se 
ponían  delante  de  una  cruz  el  acusado  y  el  acusador  con  los 
brazos  levantados ,  y  el  primero  que  de  cansancio  los  dejaba 
caer,  perdía  la  causa.  La  prueba  de  la  Eucaristía  se  ejecu- 
taba recibiendo  la  comunión  ,  y  daba  lugar  á  muchos  per- 
jurios y  sacrilegios.  En  la  prueba  del  pan  y  queso,  se  daba 
á  los  acusados  de  hurto  un  pedazo  de  pan  de  cebada  y  otro 
de  queso  de  oveja  benditos  en  la  misa  ;  y  si  no  podían  tragar 
este  último  pedazo  ,  se  reputaban  delincuentes. 

VI.  Llamábanse  juicios  de  Di  os  semejantes  pruebas,  por- 
que se  creia  que  no  podia  el  cielo  dejar  de  manifestar  la 
verdad  haciendo  un  milagro  en  favor  de  la  inocencia  ó  aban- 
donando la  suerte  del  culpado  al  rigor  del  orden  natural  de 
las  cosas  :  y  no  se  sospechaban  los  artificios  de  que  podian 
valerse  los  malhechores  para  salir  triunfantes.  Esta  práctica 
se  observó  en  casi  toda  la  Europa  por  espacio  de  algunos 
siglos  con  aprobación  de  varias  iglesias  y  en  virtud  de  man- 
damientos de  los  reyes  y  emperadores ,  hasta  que  por  fin 
llegó  á  despreciarse  como  vana  y  supersticiosa ,  y  quedó 
enteramente  abolida  con  el  estudio  de  las  ciencias  y  la  pro- 
pagación de  las  leyes  romanas ,  como  igualmente  por  la  ilus- 
tración de  los  papas ,  que  empezaron  por  prohibir  á  los  clé- 
rigos toda  intervención  en  las  ceremonias  de  la  bendición 
y  de  las  preces,  y  concluyeron  por  suprimir  absolutamente 
unos  juicios  en  que  se  tentaba  á  Dios. 

Nuestros  monarcas ,  que  no  lardaron  á  convencerse  de 
la  injusticia  y  vanidad  de  las  pruebas  vulgares ,  procuraron 
irlas  desterrando  poco  á  poco.  Por  eso  dijo  don  Alonso  VI  en 
el  fuero  que  dio  á  Logroño  :  Et  non  habeatis  forum  de  bella 
faceré ,  nec  de  ferro  nec  de  calida.  Y  don  Alonso  VIII  en  el 
fuero  de  Arganzon  :  Et  non  habeatis  forum  de  faceré  judi- 
cium  in  ferro ,  nec  in  aqua  calida,  nec  in  balalia.  Y  don 
Alonso  IX  de  León  en  el  fuero  de  Sanabria  :  «  En  Sanabria 
é  en  todos  sus  términos  ,  juicio  de  fierro  caliente,  é  de  aqua 
al  que  dicen  de  calda....  non  sea  nombrado  nin  recibido  en 


ninguna  manera.  »  Así  que  es  de  creer,  según  dice  el  señor 
Marina,  que  si  nuestros  monarcas  adoptaron  aquellas  prue- 
bas en  otros  fueros ,  seria  por  acomodarse  á  las  costumbres 
generalmente  recibidas  en  todos  los  gobiernos  y  no  chocar 
con  las  inclinaciones  de  los  pueblos,  y  sin  duda  caminaría 
de  acuerdo  con  los  reyes  la  potestad  eclesiástica ,  pues  que 
el  concilio  de  León  del  año  1288  estableció  por  fin  :  «  que 
ninguno  non  faga  salva  por  fierro  caliente,  ó  por  agua  ca- 
liente ó  por  agua  fría  ,  nin  en  otra  manera  que  sea  de- 
fendida en  derecho.  » 

En  Aragon ,  el  rey  don  Jaime  I  abolió  absolutamente  to- 
das las  pruebas  vulgares  por  el  siguiente  estatuto  ó  fuero 
dado  en  Huesca  en  el  año  de  1217  :  Ad  honorem  ejus  qui 
dixit ,  non  tentabis  DOMiNUM  deum  TUUM  ,  candentis  ferri 
judicium,  necnon,  et  aquœ  ferventis,  et  similia  penitus  in. 
omni  casu  et  quolibet  abolemus  :  ila  quod  ab  hac  hora  in  an- 
tea in  nullo  loco  jurisdictioni  noslrœ  subdito,  vel  infra  1er— 
rœ  noslrœ  fines  alicubi  consliluto  ,aliquatenus  lalia  judicia 
judicenlur,  imponantur,  exerceantur,  nec  volúntate  ultrónea 
subeanlur. 

JUNTA  de  almirantazgo.  Corporación  que  tiene  á  su 
cargo  la  dirección  é  inspección  de  los  negocios  y  estableci- 
mientos pertenecientes  á  la  marina.  Por  decreto  de  28  de 
setiembre  de  1836  fué  restablecida  esta  junta ,  que  habia 
sido  creada  por  el  art.  Io.  del  decreto  de  Corles  de  27  de 
diciembre  de  1821  :  se  compone  de  un  jefe  de  escuadra  que 
la  preside,  de  dos  vocales  brigadieres  de  la  armada,  de  un 
tercer  vocal  capitán  de  navio,  de  un  cuarto  y  quinto  vocales 
de  la  clase  de  comerciantes  ,  de  otro  vocal  comisario  orde- 
nador, y  un  secretario  capitán  de  navio  :  su  secretaría  se 
divide  en  dos  secciones,  una  de  marina,  y  otra  de  comercio; 
y  sus  facultades  y  obligaciones  están  contenidas  en  regla- 
mento aprobado  con  la  misma  fecha  del  citado  setiembre. 
Véase  Almirantazgo. 

JUNTA  de  descargos.  El  tribunal  ó  junta  de  sugetos 
nombrados  por  el  rey,  que  interviene  en  el  cumplimiento  y 
ejecución  de  los  testamentos  y  últimas  voluntades  de  los 
reyes  y  en  la  satisfacción  de  sus  deudas. 

JUNTA  del  bureo.  El  tribunal  especial  y  privativo  que 
antiguamente  se  hallaba  establecido  en  el  real  palacio,  para 
conocer  en  segunda  instancia  de  los  negocios  civiles  y  cri- 
minales de  la  real  servidumbre,  por  via  de  apelación  de  las 
sentencias  dadas  en  primera  por  el  juez  ó  asesor  de  cada 
ramo.  Véase  Bureo  y  Fuero  de  casa  real,  §  I. 

JUNTA  SUPREMA  PATRIMONIAL  DE  APELACIONES.  El  tri- 
bunal supremo  establecido  por  real  decreto  de  9  de  agosto 
de  181b  para  sustanciar  y  fallar  en  segunda  y  tercera  ins- 
tancia los  negocios  relativos  á  la  real  casa,  capilla,  cámara, 
caballerizas,  patrimonio  ,  palacios,  sitios,  bosques,  jardi- 
nes y  alcázares,  y  á  los  individuos  que  gozaban  del  fuero  de 
casa  real.  Así  la  suprema  junta  patrimonial  de  apelaciones 
como  el  juzgado  privilegiado  de  la  real  casa  quedaron  estin- 
guidos  por  real  orden  de  29  de  setiembre  de  1836;  y  en  su 
consecuencia  se  resolvió  por  orden  del  regente  de  2  de  se- 
tiembre de  1841  con  motivo  de  ciertas  consultas  :  Io.  que 
lejos  de  restablecerse  los  tribunales  patrimoniales  y  de  la 
real  casa,  por  el  contrario  cesen  desde  luego  los  que  todavía 
existan  en  cualquiera  punto  del  reino ,  pasándose  los  nego- 
cios que  en  ellos  pendan  á  los  tribunales  y  juzgados  á  quo 
corresponda  con  arreglo  á  la  orden  de  29  de  setiembre  de 
1836  :  2o.  que  en  su  virtud  han  cesado  igualmente  la  juris- 
dicción privativa  del  Soto  de  Roma  y  todos  los  tribunales 
patrimoniales  existentes  todavía  en  Cataluña;  y  3o.  que  en 
los  negocios  en  que  tenga  interés  el  real  patrimonio  lo  re- 
presenten los  promotores  fiscales  en  los  juzgados  de  primera 
instancia,  y  los  fiscales  en  las  audiencias,  á  no  ser  que  por 
el  mismo  patrimonio  se  nombre  persona  autorizada  legal  y 
debidamente  al  efecto ,  en  cuyo  caso  será  esta  reconocida 
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en  los  negocios  en  que  se  presente  como  tal.  Véase  Fuero 
de  casa  real,  §  II. 

JUNTA  Suprema  de  correos  y  caminos.  El  tribunal 
supremo  establecido  en  la  corte  para  decidir  los  negocios 
relativos  á  los  correos  y  caminos  del  reino  por  via  de  apela- 
ción, súplica,  agravio  ó  queja  de  los  .autos  y  sentencias  de 
los  jueces  subdelegados.  Por  decreto  del  regente  de  17  de 
octubre  de  1842  se  ban  suprimido  el  juzgado  de  correos  y 
caminos  de  la  corte  y  la  junta  de  apelaciones  de  los  mismos, 
mandándose  al  propio  tiempo  que  los  negocios  de  correos  en 
que  entendía  dicho  juzgado  pasen  á  la  subdelegacion  de 
rentas  de  la  provincia  de  Madrid,  y  los  de  caminos  á  los 
juzgados  de  primera  instancia  de  la  misma,  y  que  las  au- 
diencias territoriales  conozcan  en  segunda  y  tercera  instan- 
cia de  los  negocios  contenciosos  de  ambos  ramos.  Como  la 
junta  suprema  de  correos  y  caminos  conocía  también  de  los 
negocios  contenciosos  de  los  canales  por  via  de  apelación  y 
súplica  de  los  fallos  de  los  jueces  de  primera  instancia,  es 
claro  que  á consecuencia  déla  abolición  de  esta  junta  debe- 
rán conocer  de  dichos  asuntos  en  segunda  y  tercera  instan- 
cia las  audiencias  territoriales  con  arreglo  al  art.  b°.  de  la 
real  orden  de  22  de  noviembre  de  1836.  Véase  Canal ,  Fue- 
ro de  correos  y  caminos ,  Fuero  de  canales ,  y  Jurisdicción  de 
correos  y  caminos. 

JUNTA  GENERAL  DE  COMERCIO  Y  MONEDA.  Véase  JutllUS 

de  comercio,  y  Junta  de  moneda. 

JUNTAS  de  comercio.  Ciertas  corporaciones  estableci- 
das para  promover  los  intereses  del  comercio ,  de  la  fabri- 
cación y  de  las  artes. 

I.  Por  reales  cédulas  de  15  de  marzo  de  1683,  Ib  de  mayo 
de  1707,  17  de  febrero  de  1767,  24  de  junio  de  1770,  8  de 
enero  de  1777  y  19  de  setiembre  de  1783  (leyes  1,  2,  9,  10, 11 
y  12,  lit.  1,  lib.  9,  Nov.  Rec.)  se  creó  y  organizó  de  dife-  . 
rentes  maneras  una  junta  general  de  comercio  dándosele  las 
facultades  siguientes  :—  Ia.  que  tuviese  el  conocimiento  eco- 
nómico y  gubernativo  en  asuntos  de  comercio,  fábricas  y 
ordenanzas  de  artes  y  manufacturas  ,  para  promoverlos  en 
todos  sus  ramos,  consultando  á  S.  M.  lo  que  fuere  digno  de 
su  noticia  y  determinación  :  —  2a.  que  en  su  consecuencia 
examinase  y  estendiese  todas  las  providencias  gubernati- 
vas de  comercio  y  fábricas ,  las  ordenanzas  que  miran  á  la 
perfección  y  progresos  del  mismo  comercio  y  de  las  artes  y 
maniobras  en  sus  materias  y  artefactos ,  los  establecimientos 
y  renovaciones  de  fábricas ,  y  los  proyectos  de  estension  y 
adelantamiento  del  comercio ,  con  los  favores  y  gracias  que 
exigiere  la  necesidad  ó  la  conveniencia  de  los  casos  :  — 
3a.  que  siendo  generales  las  ordenanzas  ó  reglas  adoptadas 
por  la  junta  se  comunicarian  por  el  rey  al  consejo  para  su 
publicación  en  forma  de  ley  y  su  incorporación  al  cuerpo  del 
derecho  del  reino  ;  y  siendo  particulares ,  cuidase  la  misma 
junta  de  dar  las  órdenes,  provisiones  y  cédulas  correspon- 
dientes á  los  tribunales  y  justicias  del  respectivo  territorio  , 
pudiendo  usar  de  su  jurisdicción  y  autoridad  para  compeler 
á  cualesquiera  personas  al  cumplimiento  de  sus  resolucio- 
nes, y  para  hacerse  dar  cuenta  por  las  justicias  de  los  casos, 
con  sus  autos  y  procesos  que  condujesen  á  tomar  providen- 
cias mas  efectivas  en  los  asuntos  gubernativos  acordados  en 
la  misma  junta  ,  ó  á  declarar,  añadir,  revocar  ó  modificar  las 
reglas  ó  providencias  dadas  :—  4a.  que  en  lo  puramente  con- 
tencioso, no  pudiese  la  junta  proceder  de  modo  alguno  ni 
.'embarazar  á  las  justicias  ordinarias  el  conocimiento  de  las 
causas  entre  partes,  aunque  ocurriesen  entre  fabricantes  y 
comerciantes  por  contrato  particular  y  hecho  de  mercade- 
rías ,  debiendo  interponerse  las  apelaciones  para  ante  el  tri- 
bunal competente  del  territorio  :  —  5a.  que  en  las  ordenan- 
zas relativas  al  gobierno  y  policía  de  los  colegios  ó  gremios, 
tanto  entre  sus  individuos  como  con  respecto  á  los  de  otros, 
corriese  su  aprobación  y  establecimiento  à  cargo  del  consejo 


con  arreglo  á  las  leyes  del  reino  :  —  6a.  que  sin  embargo  do 
quedar  á  las  justicias  ordinarias  y  á  los  tribunales  superiores 
de  las  provincias  el  conocimiento  en  primera  y  demás  ins- 
tancias de  los  pleitos  entre  mercaderes  y  fabricantes  ú  otras 
personas  ,  conociesen  los  consulados ,  donde  los  hubiese  ó 
se  estableciesen  de  nuevo ,  de  las  causas  de  mercader  á  mer- 
cader procedentes  de  tratos  ó  negociaciones  mercantiles:  — 
7a.  que  cesasen  los  fueros  é  inhibiciones  que  basta  entonces 
se  habían  concedido  á  los  individuos  de  cualesquiera  cuer- 
pos de  comercio ,  consulados  ó  fabricantes ,  siguiendo  sus 
causas  y  apelaciones  el  curso  ordinario  de  las  demás  :  — 
8a.  que  la  junta  conociese  privativamente  en  segunda  ins- 
tancia, y  un  teniente  de  villa  en  primera  como  subdelegado 
suyo,  de  todos  los  pleitos  y  causas  civiles  y  criminales  per- 
tenecientes directa  ó  indirectamente  á  los  cinco  gremios 
mayores  de  Madrid  y  sus  individuos,  ya  por  negociación  de 
mercader  á  mercader,  factor,  mancebo  ú  otra  persona,  de- 
manda por  hecho  de  mercaderías  ó  cosas  tocantes  à  tráfico 
y  comercio  ,  ya  sobre  preferencia  en  las  tiendas  de  sus  res- 
pectivas demarcaciones,  pero  no  de  las  causas  esfrañas  é 
independientes  del  tráfico,  comercio  y  preferencia;  proce- 
diendo, sustanciando  y  sentenciando  las  causas  breve  y  su- 
mariamente á  estilo  de  comerció  por  la  verdad  sabida  y  buena 
fe  guardada. 

II.  La  junta  general  de  comercio  se  agregó  á  la  de  mo- 
neda ,  encargándosele  también  los  negocios  de  minas,  como 
igualmente  las  dependencias  de  estranjeros ,  recibiendo  la 
denominación  de  junta  general  de  comercio  ,  moneda  y  mi- 
nas; y  se  dividió  en  dos  salas ,  una  de  gobierno  con  minis- 
tros de  capa  y  espada  para  entender  en  los  negocios  guber- 
nativos ,  y  otra  de  justicia  con  cinco  togados  para  conocer 
de  los  contenciosos ,  sin  perjuicio  de  reunirse  ambas  en  junta 
plena  para  la  resolución  de  las  dudas  ;  leyes  i,  7,  8 y  II, 
lit.  1,  lib.  9,  Nov.  Rec.  Véase  Junla  de  moneda ,  Junta  de 
extranjeros  y  Jurisdicción  de  minas. 

III.  En  real  decreto  de  30  de  abril  de  1800  se  mandó  á 
los  consulados  presentar  anualmente  las  cuentas  de  los  ar- 
bitrios que  se  les  habían  concedido  á  la  junta  general  de 
comercio  y  moneda  para  su  examen. 

Según  real  cédula  de  17  de  setiembre  de  1807  y  otras  de- 
claraciones posteriores  correspondía  á  la  junla  general  de 
comercio  y  moneda  y  á  sus  subdelegados  la  rectificación  , 
arreglo  y  reforma  de  todas  las  ordenanzas  gremiales,  no  solo 
en  la  parte  gubernativa  y  facultativa,  sino  en  lo  político  y 
económico ,  y  la  decisión  de  las  disputas  que  se  moviesen 
sobre  cualquiera  materia ,  entre  individuos  de  un  mismo 
gremio  ó  de  distintos,  con  declaración  de  que  luego  que 
estos  puntos  se  hiciesen  contenciosos  conociese  la  jurisdic- 
ción ordinaria  con  las  apelaciones  á  sus  respectivos  tribu- 
nales ,  y  con  la  precisión  de  decidirlos  por  las  ordenanzas 
aprobadas  por  la  propia  junta  general ,  escepto  en  aquellos 
pueblos  en  que  hubiese  consulados  y  les  tocase  el  conoci- 
miento por  las  cédulas  de  su  erección. 

Por  real  decreto  de  11  de  agosto  de  1814  se  ordenó  que 
el  consejo  de  hacienda  conociese  en  sala  do  gobierno  de 
todos  aquellos  negocios  en  que  entendía  la  junta  de  comercio 
y  moneda,  la  cual  quedó  incorporada  en  el  consejo. 

IV.  Con  arreglo  á  la  real  cédula  de  17  de  setiembre  de 
1807  y  á  consulla  del  consejo  de  hacienda  en  junta  de  co- 
mercio y  moneda,  se  declaró  por  S.  M.  en  real  orden  circu- 
lada por  el  ministerio  de  hacienda  en  29  de  abril  de  1818, 
que  á  las  juntas  particulares  de  comercio  de  los  pueblos 
correspondía  el  conocimiento  en  todo  lo  gubernativo,  polí- 
tico y  económico  de  los  colegios  y  gremios  artísticos  en 
cuanto  tuviese  relación  con  el  fomento,  prosperidad,  ade- 
lantamiento de  la  industria  y  observancia  de  sus  respectivas 
ordenanzas  ,  sin  mas  intervención  que  la  de  la  junta  general 
de  comercio  y  moneda  ;  y  que  á  fin  de  aue  los  individuos  de 
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los  mismos  gremios,  artes  y  oficios  no  se  sustrajesen  del 
cumplimiento  de  sus  providencias  gubern?tivas  acudiendo 
á  los  juzgados  reales  ordinarios  con  el  pretesto  de  hacer 
contenciosos  los  asuntos ,  queria  S.  M.  que  dichas  provi- 
dencias se  llevasen  á  debido  efecto ,  no  obstante  de  que  se 
hiciesen  litigiosas,  y  que  en  este  caso  solamente  debian  en- 
tender los  consulados  aunque  en  las  cédulas  de  su  erección 
no  estuviese  espresamente  contenida  esta  facultad. 

V.  Establecido  el  código  de  comercio  de' 50  de  mayo  de 
1829,  que  comenzó  á  regir  en  Io.  de  enero  de  1830,  se  de- 
claró por  real  orden  de  16  de  enero  del  mismo  año  de  1829, 
que  en  los  puntos  de  la  península  en  que  hubiese  consulados 
á  los  que  estaban  reunidas  las  juntas,  hubieran  de  continuar 
esSas  á  pesar  de  la  cesación  de  aquellos  :  y  en  reales  órdenes 
de  23  de  enero  de  1831,  29  de  febrero  de  1852  y  otras  pos- 
teriores se  fijaron  reglas  para  las  juntas  ,  y  se  mandó  que 
estas  y  los  tribunales  de  comercio  guardasen  entre  sí  la 
mayor  armonía,  limitándose  las  primeras  al  conocimiento 
de  lo  puramente  gubernativo,  y  los  segundos  á  lo  meramente 
contencioso;  ampliando  ademas  el  número  de-vocales  de  la 
junta  de  la  corte  á  doce  en  lugar  de  los  diez  de  que  antes  se 
componía. 

VI.  En  real  orden  circulada  por  el  ministerio  de  hacienda 
en  ISde  diciembre  de  1851  y  por  el  de  gracia  y  justicia  en  10 
de  enero  de  1832,  con  motivo  de  una  esposicion  de  la  real 
junta  de  comercio  de  Barcelona  en  solicitud  deque  se  previ- 
niese á  los  juzgados  reales  ordinarios  que  no  admitiesen  de- 
mandas de  los  gremios  é  individuos  de  comercio  sin  preceder 
el  cumplimiento  de  las  providencias  gubernativas  acordadas 
con  respecto  á  los  mismos,  se  sirvió  S.  M.  resolver  que  debía 
preceder  el  conocimiento  de  la  junta  en  1...  asuntos  gremiales 
de  su  atribución  antes  que  ninguna  ele  las  partes  pudiese 
recurrir  á  los  citados  juzgados  para  hacerlos  contenciosos , 
pudiendo  solo  hacerlo  despues  que  la  misma  hubiese  acor- 
dado su  providencia  gubernativa,  y  no  permitiéndose  à 
aquellos  admitir  demanda  sin  presentárseles  testimonio,  con 
la  prevención  de  que  á  pesar  de  las  provocaciones  del  re- 
curso judicial ,  la  junta  debia  llevar  á  efecto  la  providencia 
que  hubiese  acordado. 

Mas  por  real  decreto  de  20  de  enero  de  1854  se  dispuso,  que 
las  asociaciones  gremiales ,  cualquiera  que  sea  su  denomi- 
nación ó  su  objeto ,  no  gocen  fuero  privilegiado ,  y  dependan 
esclusivamente  de  la  autoridad  municipal  de  cada  pueblo  ; 
pero  que  de  las  obligaciones  mercantiles  entre  partes  cono- 
cerán con  arreglo  al  código  de  comercio  los  tribunales  del 
ramo  donde  los  haya.  Véase  Gremio. 

VIL  La  junta  general  de  comercio,  moneda  y  minas,  re- 
fundida en  la  sala  de  gobierno  del  consejo  supremo  de  ha- 
cienda ,  así  como  los  consulados  y  juntas  particulares  de 
comercio  ,  quedaron  sujetas  por  decreto  de  9  de  noviembre 
de  1832  á  la  dependencia  del  ministerio  del  fomento  general 
del  reino  (hoy  de  la  gobernación)  :  pero  como  se  suprimió 
el  consejo  de  hacienda,  pereció  con  él  la  junta  general.  Sin 
embargo,  en  todas  las  capitales  y  poblaciones  donde  hay 
tribunales  de  comercio,  continúan  las  juntas  de  este  ramo 
con  atribuciones  económicas  y  puramente  consultivas.  Com- 
pónense  de  diez  vocales  de  real  nombramiento,  que  se  re- 
nuevan por  mitad  en  cada  año ,  así  como  de  cinco  suplentes, 
propuestos  unos  y  otros  en  terna  por  el  jefe  político ,  que 
es  su  presidente  ñato  ,  y  vicepresidente  el  vocal  que  anual- 
mente nombra  entre  los  antiguos  el  gobierno  ;  real  orden  de 
21  de  junio  de  1834.  El  parentesco  de  afinidad  entre  los  vo- 
cales no  es  impedimento  para  ejercer  este  cargo  ;  real  orden 
de  8  de  enero  de  1*56.  Mas  cuando  fueren  nombrados  para 
oficios  de  república  ,  deben  servir  desde  luego  estos  oficios  . 
y  cesar  de  hacer  parte  de  la  junta  ,  reemplazándoles  en  ella 
los  suplentes  ;  real  orden  de  8  de  marzo  de  1856. 

VIII.  Las  atribuciones  principales  de  las  juntas  de  co- 


mercio son  :  —  Ia.  ausiliar  al  gobierno  con  sus  luces  y  co- 
nocimientos en  todo  cuanto  este  les  consulte-  cobre  puntos 
relativos  al  comercio  y  fabricación  ;  —  2a.  promover  por 
cuantos  medios  les  sugiera  su  celo  la  prosperidad  de  la  in- 
dustria mercantil  y  fabril  ;  —  5a.  informar  y  esponer  al  go- 
bierno las  ventajas  é  inconvenientes  que  resulten  del  sistema 
de  aranceles  de  aduanas,  reclamando  el  aumento  ó  reduc- 
ción de  derechos  de  esportacion  é  importación  ú  otros  que 
graven  al  tráfico,  y  también  la  imposición,  recargo  ó  su- 
presión de  arbitrios,  cualquiera  que  sea  su  objeto ,  á  fin  de 
que  instruidos  oportunamente  los  espedientes  en  el  ministe- 
rio de  la  gobernación ,  se  reclame  del  de  hacienda  la  reso- 
lución soberana  ;  —  4a.  formar  el  presupuesto  de  sus  gastos 
fijos  y  eventuales,  y  dirigirlo  para  su  aprobación  al  minis- 
terio de  la  gobernación,  debiéndose  recaudar  los  fondos 
llamados  consulares  por  las  oficinas  de  hacienda,  y  entre- 
gárseles por  las  mismas  los  productos  líquidos  qne  les  cor- 
respondan ;  —  Sa.  hacer  los  repartimientos  del  subsidio  in- 
dustrial y  comercial  y  de  cualesquiera  contribuciones  que 
se  impongan  sebre  estos  ramos,  y  correr  con  la  recaudación 
y  reintegro  de  los  capitales  de  préstamos  forzosos  y  de  los 
réditos ,  entendiéndose  con  el  ministerio  de  hacienda  por 
conducto  de  los  intendentes  ó  subdelegados  de  rentas  ;  — 
0a.  formar  con  arreglo  al  art.  11  del  código  de  comercio  la 
matrícula  general  de  cuantos  ejerzan  la  profesión  mercantil 
dentro  del  respectivo  distrito  consular  ;  —  7a.  plantear  en- 
señanzas de  las  ciencias  y  estudios  ausiliares  de  la  industria 
comercial  y  fabril ,  como  por  ejemplo  de  lenguas,  aritmé- 
tica, geometría,  mecánica,  física,  química  y  delincación  ; 
reales  órdenes  de  24  de  noviembre  de  1855  ,  21  de  junio  y  5 
de  octubre  de  1854 ,  y  29  de  octubre  de  1858. 

IX.  Aunque  según  el  citado  decreto  de  9  de  noviembre 
de  1852  quedaron  sujetas  las  juntas  de  comercio  al  ministerio 
de  la  gobernación,  dependen  ahora  del  de  marina,  porque 
en  virtud  de  reales  decretos  de  11  y  28  de  setiembre  de  1836 
se  agregaron  á  este  último  ministerio  los  ramos  del  comer- 
cio en  general  y  los  que  comprendía  la  gobernación  de  ul- 
tramar ;  y  así  deben  ahora  entenderse  con  el  ministerio  de 
marina  ,  comercio  y  ultramar  (que  así  se  llama  )  por  medio 
del  jefe  político  de  la  provincia  sobre  todos  aquellos  puntos 
en  que  antes  se  comunicaban  con  el  de  la  gobernación  del 
reino. 

-j-  Las  propuestas  de  vocales  de  las  juntas  de  comercio  se 
hacen  por  ternas  por  cierto  número  de  comerciantes  y  se  di- 
rigen al  Gobierno  por  conducto  del  jefe  político. 

Por  real  orden  de  26  de  octubre  de  1857  se  suprimieron 
los  vocales  suplentes  mandándose  :  Io.  Cuando  un  vocal  de 
junta  de  comercio  sea  elegido  para  oficio  de  república  ó  cese 
de  formar  parte  de  dicha  corporación  por  cualquiera  otro 
motivo  legal,  se  propondrá  una  terna  de  individuos  aptos 
del  comercio  para  nombrar  el  que  haya  de  reemplazarle  en 
aquel  cargo  durante  el  tiempo  que  restare  de  su  ejercicio. 
2o.  Si  el  vocal  que  deba  ser  reemplazado  reuniese  la  calidad 
de  vicepresidente  de  la  junta,  se  hará  ademas  otra  pro- 
puesta en  terna  sacada  de  todos  los  vocales  de  la  misma 
para  que  S.  M.  elija  el  que  ha  de  ocupar  la  vicepresi- 
dencia. 

Son  «senciones  legítimas  para  escusarse  de  la  plaza  do 
vocal  de  la  junta  de  comercio,  cuando  se  justifiquen,  la  edad 
sexagenaria,  la  enfermedad  habitual  conocida  que  impida 
ocuparse  de  trabajos  mentales ,  ó  asistir  á  sesión ,  y  el  ejer- 
cicio de  algún  otro  cargo  público.  Así  que,  debe  ponerse  el 
mayor  cuidado  en  no  incluir  en  las  propuestas  en  terna  á 
sugetos  que  puedan  dar  lugar  con  sus  reclamaciones  á  en- 
torpecer la  pronta  renovación  que  se  verifica  por  fin  de  año 
de  estas  corporaciones  mercantiles.  Rl.  órd.  de  4  de  seíí'em- 
bre  de  1846. 

Las  juntas  de  comercio  tienen  facultad  para  nombrar  li- 
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bremente  sus  empleados  sin  necesidad  de  aprobación  real , 
los  cuales  por  lo  tanto  no  tienen  derecho  á  cesantías  ni  ju- 
bilaciones. Rl.  órd.  de  31  de  agosto  de  1836. 

Ya  no  entienden  en  los  repartimientos  de  la  contribución 
industrial  y  comercial,  y  dependen  del  ministerio  de  Comer- 
cio ,  Instrucción  y  Obras  públicas.  Rl.  decr.  de  23  de  mayo 
de  1843  y  28  de  eneró  de  1847. 

JUNTA  de  moneda.  Cierta  corporación  erigida  para  en- 
tender privativamente  en  los  negocios  económicos  y  judi- 
ciales sobre  la  moneda. 

I.  Establecióse  por  real  decreto  de  15  de  noviembre 
de  1730  (  ley  3,  til  i,  lib.  9,  Nov.  Rec.  )  y  se  componía  de 
seis  ministros  ,  dos  ó  mas  togados  y  los  restantes  de  capa  y 
espada ,  de  un  fiscal  también  togado  y  de  un  secretario,  bajo 
la  presidencia  del  ministro  de  hacienda,  quien  desde  luego 
fué  constituido  por  juez  conservador  y  superintendente  ge- 
neral de  todos  los  reales  ingenios  y  casas  de  moneda  con  ju- 
risdicción privativa  para  todo  lo  peculiar  y  gubernativo  de 
ellas. 

II.  Eran  atribuciones  déla  junta:  —  Ia.  conocer  y  deter- 
minar privativamente  en  todas  instancias  los  negocios 
contenciosos  ,  civiles  y  criminales ,  sobre  materias  tocantes 
á  los  reales  ingenios  y  casas  de  moneda  ,  y  sobre  la  altera- 
ción que  cualesquiera  plateros  ó  artífices  cometieren  de  la 
ley  de  veinte  y  dos  quilates  prescritos  para  las  vajillas  , 
alhajas  y  demás  piezas  de  oro  ,  y  de  once  dineros  para  las 
de  plata;  ley  3,  tít.  1  ,  lib.  9  ,  Nov.  Rec.  :  —  2a.  conocer 
privativamente  en  segunda  y  tercera  instancia  de  las  causas 
formadas  en  primera  por  los  superintendentes  de  las  casas 
de  moneda  á  los  oficiales  ,  ministros  y  operarios  de  ellas  en 
razón  de  los  delitos  cometidos  en  el  ejercicio  de  sus  oficios 
y  empleos;  d.  ley  5  :  —  3a.  conocer  asimismo  privativa- 
mente ,  en  apelación  de  los  superintendentes  de  las  casas 
de  moneda ,  de  todas  las  causas  civiles  y  criminales  de  dichos 
oficiales,  ministros  y  operarios;  pero  no  de  los  juicios  que 
se  les  ofrecieren  sobre  cuentas  ,  particiones ,  sucesión  de 
mayorazgos,  y  litigios  de  bienes  raices  ,  ni  sobre  los  casos 
y  negocios  de  tratos  y  comercios,  pues  que  en  todos  estos 
debian  entender  los  juzgados  y  tribunales  ante  quienes  se 
hubiesen  empezado  ó  perteneciesen  ;  leyes  5  y  6  de  d.  tít. 
y  lib.  : — 4a.  impedir  la  fabricación  de  moneda  falsa  en  todos 
los  dominios  de  España  é  Indias  y  su  introducción  de  fuera 
del  reino ,  y  proceder  al  castigo  de  los  fabricantes  intro- 
ductores y  espendedores,  no  privativamente  sino  á  preven- 
ción con  los  juzgados  y  tribunales  ordinarios  ;  d.  ley  3. 

III.  La  junta  de  moneda  reunió  en  sí  el  conocimiento  de 
los  negocios  de  las  juntas  de  comercio,  minas  y  estranjeros 
por  reales  decretos  de  9  de  diciembre  de  1730,  5  de  abril 
de  1747  y  21  de  diciembre  de  1748  (leyes  4,  7  y  8,  tít.  1 , 
lib.  9  ,  Nov.  Rec.  );  se  incorporó  en  el  supremo  consejo  de 
hacienda  por  órdenes  posteriores  y  por  decreto  de  11  de 
agosto  de  1814;  se  sujetó  por  decreto  de  9  de  noviembre 
de  1852  á  la  dependencia  del  ministerio  del  fomento  ,  ó  sea 
de  la  gobernación  ;  y  quedó  implícitamente  suprimida  con 
la  estincion  del  consejo  de  hacienda.  Las  reales  casas  de 
moneda  del  reino ,  que  por  dicho  decreto  de  9  de  noviembre 

'de  1832  se  ponian  bajo  la  dependencia  del  ministerio  del 
fomento ,  volvieron  a  la  del  ministerio  de  hacienda  en  virtud 
de  real  orden  de  14  de  enero  de  1854.  Véase  Moneda. 

JUNTA  suprema  dé  caballería.  Cierta  corporación 
establecida  con  el  objeto  de  promover  la  cria  de  caballos. 

Creóse  por  real  decreto  de  4  de  marzo  de  172o  y  posterior 
resolución  de  8  de  mayo  de  1726,  á  fin  de  que  con  inhibición 
de  todos  los  consejos  y  tribunales  hiciese  observar  lo  dis- 
puesto por  leyes,  pragmáticas  y  ordenanzas  para  el  aumento 
de  la  crin  de  yeguas  y  caballos ,  conservación  de  sus  castas  , 
beneficio  de  los  criadores,  y  prevención  de  los  daños  y 
fraudes  que  pudieran  cometerse  en  el  asunto;  y  se  compuso 


del  gobernador  del  consejo  real ,  caballerizo  mayor,  decano 
del  consejo  ,  asesor  de  las  reales  caballerizas ,  y  de  los  mi- 
nistros de  capa  y  espada  del  consejo  de  guerra  :  —  fué  estin- 
guida  por  decreto  de  24  de  mayo  de  1746,  y  se  encargó 
de  sus  negocios  el  ministerio  de  la  guerra  :  —  por  el  art.  22 
de  la  real  ordenanza  de  9  de  noviembre  de  17S4  sobre  la 
cria  ,  casta  ,  conservación  y  aumento  de  la  caballería  del 
reino,  se  nombró  para  el  mas  fácil  y  pronto  despacho  de  lo 
determinado  en  ella  por  jueces  ejecutores  y  de  comisión  en 
las  primeras  instancias,  á  los  corregidores  y  justicias  ordi- 
narias, sin  mas  subordinación  que  á  la  real  persona  y  al 
delegado  inmediato  nombrado  por  S.  M.,  para  el  cono- 
cimiento y  determinación  en  segunda  instancia  de  los  nego- 
cios de  justicia  pertenecientes  á  esta  comisión  :  —  por  cédula 
de  4  de  noviembre  de  1773  se  suprimió  la  delegación  de 
caballería  del  reino  y  se  incorporó  á  la  sala  primera  del 
consejo  supremo  de  la  guerra  en  cuanto  á  las  providencias 
gubernativas ,  y  á  la  sala  segunda  en  cuanto  á  las  causas 
de  justicia:  — por  decretode  13de  noviembre  de  1796  y  real 
orden  de  20  de  mayo  de  1797  se  volvió  á  separar  del  con- 
sejo de  la  guerra  la  delegación  de  la  caballería  ,  cometién- 
dola á  una  junta  suprema  ,  compuesta  de  un  teniente  general 
presidente,  de  otros  cuatro  individuos  ,  entre  ellos  uno  del 
consejo  real  en  calidad  de  asesor  con  voto,  y  un  fiscal  tam- 
bién con  voto  ,  y  concediéndole  plena  facultad  y  jurisdicción 
para  espedir  las  órdenes  convenientes  al  fomento  de  la  cria 
de  caballos ,  para  dirigir  la  escuela  veterinaria ,  y  para 
conocer  y  decidir  en  justicia  ,  aun  contra  los  que  gozasen 
fuero  privilegiado  sin  escepcion  alguna,  de  las  causas  civiles 
y  criminales  pertenecientes  á  este  ramo ,  en  los  mismos  tér- 
minos que  la  tenia  el  consejo;  —  y  finalmente  por  decreto 
de  18  de  noviembre  de  1802  se  reunió  la  junta  suprema  de 
caballería  al  consejo  de  la  guerra  ;  ley  7,  en  sus  urts.  20  á  25, 
ley  8  en  su  art.  11,  ley  9,  y  notas  13,  14,  15,  20  y  21,  tít.  5, 
lib.  6,  Nov.  Rec. 

Mas  por  real  decreto  de  17  de  febrero  de  1834  quedó 
estinguida  la  junta  suprema  de  caballería  y  todas  sus  depen- 
dencias ,  las  subdelegaciones  anejas  á  los  corregidores  y 
alcaldes  mayores,  las  visitadurías,  diputaciones  de  yeguas, 
y  demás  empleos  y  comisiones  relativas  á  la  ganadería  ca- 
ballar. Véase  Caballos. 

JUNTA  de  extranjeros.  Cierta  corporación  que  conocía 
de  las  dependencias  y  negocios  de  los  estranjeros  transeún- 
tes y  domiciliados  en  España.  Fué  suprimida  por  real  de- 
creto de  21  de  diciembre  de  1748,  y  sus  atribuciones  se 
cometieron  á  la  junta  general  de  comercio  y  moneda,  que 
á  su  vez  ha  quedado  también  estinguida.  Véase  Junta  de 
comercio ,  y  Extranjeros. 

JUNTAS  superiores  gubernativas  de  medicina  y  ciru- 
gía y  de  farmacia.  Véase  Consejo  de  sanidad. 

JUNTA  suprema  de  sanidad  del  reino.  Corporación 
que  dirigió  y  gobernó  todos  los  ramos  de  la  higiene  pública 
hasta  el  17  de  marzo  de  1847.  Véase  Consejo  de  sanidad. 

JUNTAS  provinciales  de  sanidad.  Corporaciones  esta- 
blecidas en  las  capitales  de  provincia  con  agregación  al 
gobierno  político ,  y  atribuciones  puramente  consultivas  en 
el  ramo  de  salud  pública. 

Lleva  el  real  decreto  de  17  de  marzo  de  1847  en  todas  sus 
disposiciones  el  acertado  pensamiento  de.  traer  á  la  unidad 
gubernativa  toda  la  acción  que  antes  andaba  fraccionada  y 
dispersa  entre  distintos  cuerpos  independientes  ó  mal  liga- 
dos entre  sí,  y  sujetos  por  lo  mismo  á  competencias  tanto 
mas  temibles,  cuanto  mas  perentoria  y  urgente  es  á  veces 
una  disposición  sanitaria.  Subsisten  las  corporaciones  anti- 
guas ,  desde  la  junta  suprema  de  sanidad  hasta  la  municipal 
del  pueblo  mas  corlo ,  pero  convertida  aquella  en  consejo , 
alterada  la  organización  de  algunas ,  y  reducidas  todas  á 
puramente  consultivas.  Del  consejo  de  sanidad  ya  se  ha 
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dicho  en  su  articulo,  quedando  para  completar  esta  materia 
sanitaria  los  siguientes  del  referido  real  decreto  : 

Art.  15.  Corresponde  á  los  jefes  políticos  la  dirección 
superior  del  servicio  de  sanidad  en  sus  respectivas  provin- 
cias bajo  la  inmediata  dependencia  del  ministerio  de  la 
gobernación. 

Art.  14.  Se  establecerán  juntas  provinciales  de  sanidad 
agregadas  al  gobierno  político  en  cada  capital  de  provincia  ; 
juntas  de  partido  en  cada  capital  dé  partido,  y  juntas  muni- 
cipales en  los  puertos  de  mar  que  no  sean  capitales  de  pro- 
vincia ó  de  partido. 

Art.  lo.  Las  juntas  provinciales  de  sanidad  se  compondrán 
del  presidente,  que  será  el  jefe  político  ó  el  que  hiciere  sus 
veces ,  del  alcalde  y  de  otros  cinco  vocales,  debiendo  ser 
tres  de  estos,  á  lo  menos,  profesores  de  medicina  ó  farma- 
cia, y  desempeñando  el  cargo  de  secretario  un  oficial  de  la 
secretaría  del  gobierno  político  á  elección  del  jefe. 

La  junta  provincial  de  Madrid  constará  del  presidente, 
del  alcalde  y  de  siete  vocales  ,  entre  los  cuales,  ademas  de 
los  profesores  de  medicina  y  farmacia  ,  habrá  uno  de  vete- 
rinaria, que  será  siempre  un  catedrático  del  colegio  de  esta 
facultad. 

Art.  16.  Las  juntas  de  partido  se  compondrán  del  alcalde, 
presidente ,  y  de  cuatro  vocales  ,  siendo  uno  de  estos  pro- 
íesor  de  medicina  y  otro  de  farmacia.  Los  secretarios  de  los 
ayuntamientos  lo  serán  también  de  estas  juntas. 

Art.  17.  Sin  embargo  de  lo  dispuesto  en  el  artículo  2o.  y 
en  los  dos  anteriores  ,  las  juntas  de  sanidad  de  los  puertos 
de  mar  quedarán  con  la  misma  organización  y  número  de 
vocales  que  tienen  actualmente  hasta  que  se  proceda  á  su 
reforma  ;  pero  en  los  puertos  que  fueren  capitales  de  pro- 
vincia y  tuviesen  en  el  dia  dos  juntas ,  una  provincial  y  otra 
municipal ,  se  refundirán  en  una  que  se  titulará  provincial. 
En  los  puertos  que  no  fuesen  capitales  de  provincia  subsis- 
tirán las  juntas  de  sanidad  con  su  actual  organización  por 
ahora  ,  llamándose  juntas  de  partido  las  de  los  puertos  que 
fueren  capitales  de  partido. 

Art.  18.  Por  el  ministerio  de  la  gobernación  del  reino  se 
dispondráen  casos  estraordinarios  el  aumento  de  vocales 
en  las  juntas  provinciales,  de  partido  y  municipales,  y  el 
establecimiento  de  estas  últimas  en  las  poblaciones  que  no 
las  tengan. 

Art.  19.  Los  vocales  de  las  juntas  provinciales  de  sanidad 
serán  nombrados  por  el  ministro  de  la  gobernación  del  reino, 
á  propuesta  de  los  jefes  políticos  ,  y  estos  nombrarán  à  los 
de  las  juntas  de  partido  y  municipales. 

Art.  20.  Los  cargos  de  vocales  de  todas  las  juntas  de  sa- 
nidad serán  honoríficos  y  gratuitos  ;  pero  los  facultativos  y 
secretarios  de  las  de  los  puertos  de  mar  continuarán  con  los 
sueldos  que  ahora  disfrutan  hasta  que  se  publique  la  nueva 
organización  del  servicio  de  sanidad  marítima. 

Art.  21.  Los  vocales  de  las  juntas  provinciales  de  sanidad 
tendrán  la  categoría  de  segundos  jefes  de  la  administración 
civil  cuando  hayan  desempeñado  su  cargo  durante  tres  años 
con  laboriosidad  y  distinción,  y  así  á  estos  vocales  ,  como  á 
los  de  las  juntas  de  partido  y  municipales ,  les  servirá  de 
recomendación  muy  especial  para  ser  ascendidos  en  sus 
carreras  el  mérito  que  contrajeren  en  el  desempeño  de  sus 
respectivos  cargos. 

Art.  22.  Las  atribuciones  de  las  juntas  provinciales  y  de 
partido  y  de  las  municipales  que  cita  el  artículo  18  serán 
puramente  consultivas,  residiendo  en  sus  presidentes  la 
dirección  y  gobierno  de  todo  lo  perteneciente  al  ramo  de 
sanidad.  Pero  las  de  los  puertos  de  mar  seguirán  desem- 
peñando por  ahora  las  visitas  de  buques  y  demás  obliga- 
ciones relativas  á  la  sanidad  marítima  que  han  estado  y  están 
actualmente  á  cargo  de  las  juntas  de  los  mismos  puertos. 

Art.  23.  Las  academias  de  medicina  y  cirugía,  en  la  parte 


de  sus  atribuciones  que  tiene  relación  con  la  policía  sani- 
taria ,  con  el  ejercicio  de  las  profesiones  médicas  y  demás 
ramos  de  higiene  pública  ,  dependerán  inmediatamente  del 
jefe  político  de  la  capital  donde  se  hallaren  establecidas. 
Podrán,  sin  embargo ,  todos  los  jefes  políticos  de  las  pro- 
vincias comprendidas  en  el  distrito  de  cada  academia  con- 
sultarlas cuando  lo  tuvieren  por  conveniente ,  acerca  de 
cualquier  punto  relativo  á  dichos  ramos. 

Art.  24.  Los  subdelegados  de  medicina  y  cirugía  y  los  de 
farmacia  y  veterinaria  seguirán  desempeñando  las  atriba-' 
ciones  que  les  están  señaladas  por  el  reglamento  y  realeo 
órdenes  ;  pero  dependerán  inmediatamente  del  jefe  político 
los  de  los  distritos  de  la  capital  de  cada  provincia  y  su  par- 
tido ,  y  del  presidente  de  la  respectiva  junta  subalterna  los 
que  residan  en  los  demás  partidos,  entendiéndose  directa- 
mente con  estas  autoridades  en  todos  los  casos. 

Art.  23.  Mientras  no  se  haga  el  arreglo  general  de  policía 
médica  ,  los  subdelegados  de  medicina  y  cirugía  y  los  de 
farmacia  y  veterinaria  serán  nombrados  por  los  jefes  polí- 
ticos ,  debiendo  desempeñar  los  vocales  facultativos  de  las 
juntas  de  partido  los  cargos  respectivos  de  subdelegados  do 
medicina  y  cirugía  y  de  farmacia  en  el  territorio  de  dicho 
partido. 

Art.  26.  Los  establecimientos  de  aguas  minerales  estarán 
bajo  la  dependencia  inmediata  del  jefe  político  de  la  pro- 
vincia donde  se  hallen  situados ,  continuando  sus  directores 
por  ahora  con  las  atribuciones  mismas  que  les  señala  su 
reglamento  especial ,  y  entendiéndose,  por  medio  de  su  jefe 
respectivo ,  con  el  ministerio  en  los  casos  en  que  por  regla- 
mento debían  hasta  ahora  entenderse  con  la  junta  suprema 
de  sanidad.  Cuando  estos  directores  residiesen  ordinaria- 
mente en  la  capital  de  la  provincia  donde  se  hallen  situados 
los  establecimientos  que  dirigen  ,  serán  considerados  como 
vocales  agregados  á  las  juntas  provinciales,  con  las  mismas 
obligaciones  y  derechos  que  los  vocales  de  número. 

Art.  27.  Las  plazas  de  directores  de  aguas  minerales  serán 
provistas  por  el  ministerio  de  la  gobernación  del  reino,  pre- 
cediendo precisamente  oposición  en  el  modo  y  forma  que  se 
señalará  en  cada  caso.  Se  conserva  ,  sin  embargo ,  el  dere- 
cho de  los  directores  para  ser  trasladados  de  un  estableci- 
miento á  otro  sin  previa  oposición;  pero  ninguno  podrá  ser 
trasladado  de  esta  manera  si  no  ha  servido  personalmente  , 
al  menos  durante  tres  años,  el  destino  de  director  de  un 
establecimiento  en  clase  de  propietario;  si  no  ha  publicado 
una  memoria  sobre  el  mismo  establecimiento  que  haya  creído 
digna  de  premio  el  consejo  de  sanidad,  y  por  último,  si  no 
pidiese  su  traslación  dentro  de  los  dos  meses  siguientes  á  la 
publicación  de  la  vacante. 

Art.  28.  Continuarán  por  ahora  la  organización  y  régimen 
interior  que  tienen  los  lazaretos  con  dependencia  déla  auto- 
ridad superior  civil  del  punto  donde  se  hallen  situados. 

Art.  29.  Quedan  derogadas  todas  las  disposiciones  ante- 
riores sobre  el  ramo  de  sanidad  contrarias  á  lo  prevenido  en 
este  decreto. 

JUNTAS  municipales  de  sanidad.  Véase  Juntas  provin~ 
cíales  de  sanidad. 

JUNTA  gubernativa  de  ¿os  tribunales.  La  reunion 
de  ciertos  magistrados  establecida  en  el  tribunal  supremo 
de  justicia  y  en  cada  uno  de  los  superiores  de  la  península 
é  islas  adyacentes  para  cuidar  del  régimen  interior  de  estos 
cuerpos,  dar  impulso  ala  administración  de  justicia ,  y 
allanar  los  obstáculos  que  la  entorpezcan. 

I.  Ha  sido  creada  esta  junta  por  real  decreto  de  S  de  enero 
de  1844,  y  la  componen  el  presidente  ó  regente  respectiva- 
mente de  dichos  tribunales,  los  presidentes  de  sala  insti- 
tuidos por  decretos  de  9  de  diciembre  de  1843,  y  los  ficales; 
art.  1. 

II.  Corresponde  á  las  juntas  gubernativas  la  resolución 
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de  todos  los  negocios  que  antes  eran  de  la  atribución  de  la 
audiencia  plena  con  arreglo  al  reglamento  provisional  y  or- 
denanzas, quedando  no  obstante  en  su  fuerza  y  vigor  el  ar- 
tículo /|8  del  reglamento  del  tribunal  supremo  (  sobre  ^ 
nombramiento  de  relatores),  los  capítulos  9o.  y  10  del  tí- 
tulo i°. ,  y  el  artículo  16  del  capítulo  5o.  de  las  ordenanzas 
de  las  Audiencias  (  que  tratan  de  las  visitas  generales  y  se- 
manales de  cárceles,  de  la  admisión  y  juramento  délos  ma- 
gistrados y  subalternos  de  las  audiencias  ,  así  como  del  que 
deben  prestar  en  ellas  los  jueces  letrados  de  primera  instan- 
cia, y  de  las  recusaciones  de  los  ministros);  art.  2. 

III.  Entre  los  negocios  que  antes  eran  de  la  atribución  de 
la  audiencia  plena,  y  ahora  son  de  la  junta  gubernativa,  se 
cuentan  los  siguientes  :  —  Io.  Remitir  con  toda  puntualidad 
al  tribunal  supremo  de  justicia  las  listas  de  las  causas  pen- 
dientes en  fin  de  cada  semestre ,  y  los  estados  de  las  causas 
empezadas  y  de  las  fenecidas  en  cada  año ,  para  que  la  junta 
de  aquel  tribunal  haga  el  uso  que  corresponda  á  fin  de  pro- 
mover la  recta  y  pronta  administración  de  justicia,  y  forme 
y  pase  al  ministerio  del  ramo  los  estados  generales  con  las 
noticias  y  observaciones  que  puedan  ser  útiles  para  que  el 
gobierno  emplee  su  acción  con  el  mismo  objeto;  arts.  53, 
S9,  8b y  92  del  regí,  dejust.,  45  y  46  de  las  ordenanzas,  270 
de  la  Const.  de  1812,  7  y  8  de  la  real  orden  de  20  de  diciem- 
bre de  1838,  y  Io.  y  sig.  de  la  orden  de  la  Regencia  prov. 
de  20  de  enero  de  1841  :  —2o.  Consultar  al  rey  por  medio  del 
supremo  tribunal  las  dudas  que  ocurrieren  sobre  alguna  ley 
ó  cosa  relativa  á  la  legislación  ,  con  inserción  del  dictamen 
del  fiscal  ó  fiscales,  y  de  los  votos  particulares  silos  hubiere, 
pero  sin  refutarlos;  art.  86  y  regí.  14  del  90  del  regí,  de 
just. ,  y  21  de  las  ordenanzas  (  Véase  Interpretación  autén- 
tica de  las  leyes  )  :  —  5o.  Promover  la  administración  de  jus- 
ticia, y  velar  muy  cuidadosamente  sobre  ella,  ejerciendo  al 
efecto  sobre  los  respectivos  jueces  inferiores  la  superior  ins- 
pección que  es  consiguiente,  y  acordando  contra  ellos  la 
formación  de  causa  en  caso  de  encontrar  justo  motivo  por 
los  abusos  graves  que  cometieren  en  el  desempeño  de  sus 
funciones;  arts.  58  ,  59  ,  90  y  92  del  regí,  de  justicia,  art.  lí 
de  la  ley  de  22  de  marzo  de  1837,  y  declaración  de  las  Corles 
de  29  de  junio  de  1822  reslabl.  por  dicha  ley  :  —  4o.  Instruir 
y  dirigir  los  espedientes  sobre  dispensas  de  ley  y  otras 
gracias  que  se  solicitaren;  ley  de  14  y  real  orden  de  19  de 
abril  de  1838  (  Véase  Gracias  al  sacar)  :  — 5o.  Correr  con  la 
recaudación  de  las  penas  de  cámara  impuestas  por  la  juris- 
dicción ordinaria  ;  real  orden  de  18  de  mayo  y  real  instruc- 
ción de  6  de  setiembre  de  1838  (  Véase  Penas  de  cámara  )  : 

—  6o.  Pedir  al  gobierno  autorización  para  los  gastos  precisos 
que  no  estén  señalados  en  el  presupuesto,  y  aun  autorizar 
por  sí  los  urgentes  dando  cuenta  ;  real  orden  de  8  de  octubre 
de  1838:  — 7o.  Cuidar  de  la  observancia  de  los  aranceles  pro- 
cesales, é  informar  y  hacer  observaciones  al  gobierno  sobre 
su  enmienda  ó  rectificación  ;  rs.  órds.  de  29  de  noviembre  de 
1837,  de  22  de  febrero ,  3  de  mayo  y  12  de  diciembre  de  1838  : 

—  8o.  Oir  y  hacer  cumplir  las  órdenes  y  oficios  que  se  co- 
muniquen á  la  audiencia  en  cuerpo;  art.  63  del  regí.:  — 
9o.  Recibir  y  dirigir  al  rey  con  su  informe  las  esposiciones 
documentadas  de  los  abogados  que  aspiren  á  las  plazas  de 
promotores  fiscales;  rs.  órds.  de  51  de  enero  de  1836  y  11  de 
mayo  de  1857  (Véase  Promotor  fiscal  )  :  —  10.  Cometer  al 
juez  letrado  de  primera  instancia  que  le  parezca  mas  á  pro- 
pósito, dando  inmediatamente  cuenta  de  ello  al  gobierno,  el 
conocimiento  de  algún  delito  que  ocurriere  de  tales  ramifica- 
ciones ó  circunstancias  que  no  permitan  seguir  bien  la  causa 
sino  en  la  capital  de  la  provincia  ó  del  reino  ó  en  otro  juz- 
gado diferente  del  fuero  del  delito;  art.  58  del  regí,  de  jus- 
ticia (  Véase  Juicio  criminal ,  %  IX  )  :  —  11.  Hacer  el  reci- 
bimiento de  abogados,  previas  las  formalidades  prescritas 
por  las  leyes ,  y  despacharles  el  título  correspondiente ,  como 


también  á  los  licenciados  ,  para  que  puedan  ejercer  su  pro- 
fesión en  cualquier  pueblo  de  la  monarquía  sin  necesidad  de 
incorporarse  en  colegio  alguno  ;  art.  58  del  regí,  de  just. , 
decrj.  de  Cortes  de  8  de  junio  de  1825  y  1 1  de  julio  de  1857, 
y  real  orden  de  28  de  noviembre  de  1841  (Véase  Abogado, 
Colegio  de  abogados  y  Licenciado):  — 12.  Examinar  con  orden 
del  gobierno  à  los  que  en  su  distrito  pretendan  ser  escribanos 
públicos,  previos  los  requisitos  establecidos  por  las  leyes , 
debiendo  los  examinados  acudir  á  S.  M.  con  el  documento 
de  la  aprobación  para  obtener  el  correspondiente  título; 
art.  58  del  regí.  (  Véase  Escribano  y  Notario  ):  —  13.  Pro- 
poner al  rey  por  terna  ,  previa  oposición,  los  que  aspiren  á 
plazas  de  relatores  y  escribanos  de  cámara  ;  sin  terna  ni 
oposición,  sino  simplemente  y  mediante  examen ,  los  que 
soliciten  plazas  de  procuradores  de  las  mismas  audiencias; 
y  por  terna  los  que  pretendan  el  empleo  de  canciller-regis- 
trador ;  arts.  99,  125  ,  146  y  202  de  ios  ordenanzas  (  Véase 
Relator  y  Escribano  de  cámara,  Procurador  y  Canciller- 
registrador):  —  14.  Nombrar  secretario  archivero  de  la 
audiencia  á  uno  de  los  escribanos  de  cámara,  poner  el  nom- 
bramiento en  noticia  del  gobierno,  y  comunicarlo  á  todos 
los  jueces  de  primera  instancia  del  distrito;  art.  115  de  las 
ordenanzas  (  Véase  Secretario-archivero  )  :  —  15.  Nombrar 
tasador -repartidor,  porteros ,  mozos  de  estrados  y  algua- 
ciles; arts.  154,  168  y  175  de  las  ord.  (Véanse  estas  pala- 
bras): —  16.  Corregir  de  plano,  y  cada  sala  en  su  caso,  con 
reprensión  ,  apercibimiento ,  multa  ó  suspension  temporal 
de  oficio  á  cualquiera  de  sus  subalternos,  ó  á  cualquiera 
abogado  ó  procurador  de  los  que  actúen  en  ella,  siempre 
que  voluntariamente  faltaren  á  alguno  de  sus  respectivos 
deberes  prescritos  por  las  ordenanzas,  sin  perjuicio  de  oirlos 
después  en  justicia  con  arreglo  à  derecho  si  reclamaren  de 
la  providencia  ,  y  salvo  también  el  mandar  que  se  forme 
contra  ellos  la  correspondiente  causa  criminal  cuando  la  gra- 
vedad del  caso  lo  exigiere;  art.  227  de  las  ord. 

IV.  Es  también  de  la  atribución  de  las  juntas,  según  el 
art.  2  del  decreto  de  5  de  enero  de  1844  :  —  Io.  Consultar 
al  supremo  gobierno  la  separación  de  los  subalternos  de  real 
nombramiento ,  cuando  lo  crean  justo  ó  conveniente  :  — 
2o.  Suspender  á  los  mismos  subalternos  habiendo  mérito 
para  ello ,  salvas  las  atribuciones  de  las  salas  y  de  sus  pre- 
sidentes ,  que  quedan  sobre  este  punto  en  todo  su  vigor  :  — 
5o.  Nombrar,  suspender  y  separar  á  los  subalternos  del  tri- 
bunal que  no  son  de  real  nombramiento .  salvas  también  las 
atribuciones  de  las  salas  y  sus  presidentes  :  —  4o.  Consultar 
al  gobierno  la  suspension  de  los  jueces  inferiores  habiendo 
motivo  fundado,  à  los  fines  que  espresa  el  art.  06  de  la 
Constitución  (el  cual  dice,  que  «  ningún  magistrado  ó  juez 
podrá  ser  depuesto  de  su  destino ,  temporal  ó  perpetuo ,  sino 
por  sentencia  ejecutoriada;  ni  suspendido  sino  por  auto  ju- 
dicial ,  ó  en  virtud  de  orden  del  rey  cuando  este  ,  con  mo- 
tivos fundados ,  le  mande  juzgar  por  el  tribunal  compe- 
tente »  )  :  —  5o.  Acordar  la  suspension  de  los  promotores 
fiscales  cuando  hubiese  mérito  para  ello  ,  dando  cuenta  al 
ministro  de  gracia  y  justicia  :  —  6o.  Proveer  en  comisión 
las  interinidades  por  ausencia  ó  enfermedad  de  los  jueces  y 
promotores  ,  estos  últimos  á  propuesta  del  juez  respectivo  , 
y  cuidar  que  estén  provistas  y  servidas  debidamente  estas 
plazas;  en  inteligencia  de  que  los  promotores  propuestos  por 
los  jueces  deben  actuar  desde  luego  sin  perjuicio  de  la  reso- 
lución ulterior  de  la  junta ,  mientras  no  se  provea  la  vacante 
en  propiedad  ó  interinamente.  =  Lo  prevenido  en  los  1res 
artículos  precedentes  so  entiende  sin  perjuicio  de  las  provi- 
dencias que  los  tribunales  acuerden  en  sala  de  justicia  con 
arreglo  alas  leyes,  respecto  de  los  puntos  espresados;  que- 
dando en  toda  su  fuerza  y  vigor  las  atribuciones  que  hoy 
tienen  las  mismas  salas  de  justicia  :  —  7o.  Pedir  á  estas 
copia  de  los  estados  generales  de  causas  y  pleitos  pendieuies 
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y  fenecidos  para  examinarlos  é  informar  al  gobierno  lo  con- 
veniente á  la  administración  de  justicia  :  —  8o.  Vigilar  sobre 
las  prácticas  de  las  diferentes  salas  de  los  tribunales,  dando 
cuenta  al  ministro  de  gracia  y  justicia  cuando  fuere  conve- 
niente ó  necesario  :  —  9o.  Nombrar  á  uno  de  sus  miembros 
ó  al  magistrado  que  se  crea  á  propósito  para  la  visita  anual 
de  los  subalternos  del  tribunal  :  —  10.  La  junta  gubernativa 
del  tribunal  supremo  debe  velar  por  el  buen  comportamiento 
de  los  magistrados  y  fiscales  de  las  audiencias ,  y  la  de  las 
audiencias  por  el  de  los  jueces  y  demás  funcionarios  judi- 
ciales, amonestándoles  y  dando  cuenta  al  gobierno  cuando 
las  faltas  sean  graves,  ó  no  produjesen  efecto  los  medios 
empleados  para  reducirlos  á  sus  deberes  :  —  11.  La  junta 
debe  designar  al  gobierno  al  final  de  cada  año  los  cesantes 
de  la  clase  de  magistrados  y  jueces ,  y  los  letrados  de  mar- 
cada reputación  y  probidad  que  puedan  sustituir  en  ausencia 
ó  enfermedad  á  los  magistrados  y  fiscales:  —  12.  La  junta 
gubernativa  debe  nombrar  un  relator  y  un  escribano  de  cá- 
mara de  los  del  mismo  tribunal  para  los  negocios  de  su  in- 
cumbencia: — 15.  La  junta  está  autorizada  para  oir  el  dictamen 
de  la  audiencia  plena  ,  acerca  de  los  negocios  que  juzgue 
conveniente,  y  para  proponer  á  su  examen  y  decisión  aque- 
llos en  que  lo  crea  necesario;  art.  2.  Es  igualmente  de  la 
atribución  délas  juntas  cuidar  de  que  los  escribanos,  en 
cumplimiento  de  la  real  orden  de  21  de  octubre  de  1836, 
remitan  á  las  audiencias ,  dentro  de  los  8  primeros  dias  de 
enero  de  cada  año,  testimonio  literal  del  índice  de  los  pro- 
tocolos que  hubiesen  otorgado  en  el  año  anterior,  con  fe  ne- 
gativa de  no  quedar  otros  en  su  poder;  y  de  que  los  testi- 
monios remitidos  se  coloquen  en  el  archivo  con  el  orden 
y  claridad  conveniente  ;  imponiendo  á  los  escribanos  que  no 
hayan  cumplido  dicha  disposición  la  corrección  oportuna 
para  que  lo  realicen;  real  orden  de  11  de  enero  de  1344. 
Véase  Archivo  de  las  audiencias. 

V.  Los  presidentes  del  tribunal  supremo  y  los  regentes 
ejercen  sobre  los  magistrados  y  demás  individuos  del  res- 
pectivo tribunal  una  inspección  inmediata  ;  distribuyen  entre 
aquellos  los  trabajos  y  comisiones  que  se  ofrecieren  ;  y  pro- 
veen también  interinamente  las  presidencias  vacantes  de 
sala  por  ausencia  ó  enfermedad  ,  dando  cuenta  inmediata- 
mente al  ministro  de  gracia  y  justicia;  art.  5o. 

VI.  No  se  hace  ya  variación  anual  de  salas  en  las  audien- 
cias, sino  que  son  fijas,  reemplazándose  las  vacantes  en  las 
mismas  salas,  de  modo  que  no  se  altere  su  composición  en- 
trando ministro  de  otra;  pero  cuando  existiere  alguna  causa 
especial  que  para  el  mejor  servicio  recomiende  la  traslación 
de  uno  ó  mas  ministros  á  sala  distinta  de  la  de  su  asigna- 
ción ,  el  regente  por  sí  ó  por  escitacion  de  la  junta  debe 
manifestarlo  al  ministro  de  gracia  y  justicia  para  que  se 
acuerde  la  traslación,  si  se  creyese  necesaria  ó  conveniente; 
art.  4o. 

VIL  Los  presidentes  de  las  salas  son  semaneros  perpe- 
tuos de  las  suyas  respectivas,  y  tienen  que  desempeñar  los 
deberes  que  por  las  ordenanzas  correspondían  á  los  sema- 
neros. Las  atribuciones  y  deberes  de  los  presidentes  de  sala 
son  los  mismos  que  por  el  reglamento  provisional  y  orde- 
nanzas correspondían  á  los  presidentes  por  antigüedad;  y 
deben  tener  en  sus  casas-posadas  á  las  horas  que  señala- 
ren un  alguacil  de  guardia  para  las  diligencias  del  servicio  ; 
art.  S°. 

VIII.  Cuando  los  fiscales  asisten  â  salas  de  justicia  ó  al 
tribunal  pleno  ,  deben  colocarse  á  la  derecha  del  tribunal  y 
en  un  estrado  decoroso  al  nivel  del  mismo ,  pero  con  abso- 
luta separación  :  bien  que  en  actos  de  ceremonia  han  de 
ocupar  el  lugar  que  les  corresponda  entre  los  demás  magis- 
trados por  el  orden  de  su  antigüedad  ;  art.  6o. 

IX.  Los  presidentes  de  sala  no  debeii*  tolerar  que  se  falte 
á  tos  respetos  y  consideraciones  debidas  á  los  fiscales  ,  ni 


por  los  abogados  en  sus  informes  ó  escritos ,  ni  por  ninguna 
otra  persona;  art.  7o. 

X.  En  las  cartas  ejecutorias  que  se  despachen  á  conse- 
cuencia de  lo  dispuesto  en  el  art.  145  de  las  ordenanzas ,  * 
los  escribanos  de  cámara  que  las  autoricen  deben  insertar 
únicamente  :  —  A  la  letra;  —  la  sentencia  que  cause  eje- 
cutoria ,  —  la  sentencia  ó  sentencias  anteriores  á  la  ejecuto-  ¿ 
ria  que  por  ellas  fueren  confirmadas,  revocadas  ó  modifica-  i 
das;  —  la  petición  y  respuestas  principales  en  que  se 
hubiesen  planteado  las  cuestiones  resueltas  en  cada  instan- 
cia por  las  espresadas  sentencias:  —  En  relación;  —  lo 
absolutamente  indispensable  para  que  se  entienda  con  clari- 
ridad  el  genuino  sentido  de  la  ejecutoria.  El  costo  de  los  in- 
sertos que  ademas  de  los  espresados  contuvieren  las  cartas 
ejecutorias ,  serán  de  cuenta  y  pago  esclusivo  de  la  parte  á 
cuya  instancia  se  hubieren  incluido ,  sin  que  pueda  esta  re- 
clamarlo en  ningún  caso  de  la  parte  adversa;  art.  8o.  Las 
dudas  y  reclamaciones  á  que  diere  lugar  la  aplicación  de 
este  artículo  serán  resueltas  sin  ulterior  recurso,  previa  au- 
diencia de  los  interesados,  por  la  sala  que  hubiere  dictado  la 
sentencia  ejecutoria  ;  art.  9o. 

XI.  Las  reales  provisiones  y  despachos  que  se  espiden 
por  los  tribunales  supremos  y  superiores  se  encabezan  con 
la  fórmula  establecida  por  las  leyes ,  á  saber  :  «  Doña  Isa- 
bel II,  por  la  gracia  de  Dios  y  la  Constitución  de  la  monar- 
quía española;  »  art.  10. 

XII.  Las  juntas  gubernativas  de  las  audiencias  deben 
llevar  un  libro  denominado  Registro  de  informes,  y  con  dis- 
tinción de  provincias  y  partidos  abrir  en  él  hoja  particular  á 
cada  uno  de  los  abogados  ,  jueces  y  demás  empleados  de 
real  nombramiento  en  la  administración  de  justicia  del  ter- 
ritorio que  intervengan  en  los  procesos  de  que  conozca  el 
tribunal  y  estuviesen  sujetos  á  su  inspección;  art.  10  del 
real  decr.  de  26  de  enero  de  1844.  Este  libro  ha  de  estar  en- 
cuadernado, forrado  y  foliado,  y  todas  sus  hojas  rubricadas 
por  el  regente  y  el  secretario  de  la  junta  ;  y  en  la  primera 
de  ellas  ha  de  ponerse  con  fecha  una  nota  del  número  de  las 
que  el  libro  contuviere  ,  rubricada  por  el  regente ,  y  escrita 
y  firmada  por  el  secretario  ;  art .  11  de  d.  decr. 

En  el  orden  de  llevar  el  libro-registro  está  prohibido  :  — 
Io.  alterar  en  los  asientos  el  orden  progresivo  de  fechas  :  — 
2o.  dejar  huecos  entre  los  asientos,  pues  todos  se  han  de  su- 
ceder unos  á  otros  ,  sin  que  entre  ellos  quede  lugar  para 
hacer  intercalaciones  ni  adiciones  :  —  3o.  hacer  interlinea-v 
ciones,  raspaduras  ni  enmiendas,  sino  que  todas  las  equivo- 
caciones y  omisiones  se  han  de  salvar  por  medio  de  un. 
nuevo  asiento  hecho  en  la  fecha  en  que  se  advierta  la  omi- 
sión ó  el  error  :  —  4o.  tachar  asiento  alguno  ,  ni  usar  de 
abreviaturas  ni  guarismos  :  —  5o.  mutilar  alguna  parte  del 
libro,  ni  alterar  la  encuademación  ni  foliación  ;  art,  12  de  id. 

Deben  asentarse  en  el  libro -registro  :  —  1°.  el  dia  en 
que  empezaron  á  ejercer  sus  oficios  los  funcionarios  quo 
designa  el  art.  10  :  —  2o.  el  tiempo  que  hubieren  de- 
jado de  desempeñarle  por  ausencia ,  enfermedad  ú  otro 
motivo  :  =  A  la  letra  :  —  5o.  las  providencias  guber- 
nativas ó  judiciales  en  que  se  les  hubiere  advertido,  censu- 
rado, apercibido ,  multado  ó  impuesto  otra  pena  :  —  4o.  las 
providencias  judiciales  ó  gubernativas  en  que  se  revo- 
quen ó  modifiquen  las  anteriores  ,  citando  el  folio  en  qua 
estas  se  hallaren  estendidas  :— S°.  las  censuras  fiscales  que  hu- 
bieren precedido  ó  motivado  las  determinaciones  referidas  en 
los  dos  números  anteriores  :  —  6o.  las  providencias  guber- 
nativas ó  judiciales  que  contengan  alguna  demostración  ho- 
norífica por  el  comportamiento  oficial  :  —  7o.  los  informes 
que  acerca  de  la  conducta  y  circunstancias  de  los  funcio- 
narios espresados  hubiere  dirigido  la  junta  al  gobierno  por 
el  ministerio  de  gracia  y  justicia;  art.  15  id. 

Los  secretarios  de  las  juntas  deben  estender  por  si  los. 
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asientos  en  el  libro-registro,  salvo  en  los  casos  en  que  aque- 
llas estimen  oportuno  cometerlo  á  uno  de  sus  vocales  ,  y  el 
libro-registro  ha  de  custodiarse  bajo  llave  que  tendrá  el  re- 
gente; art.  14  id. 

Los  escribanos  de  cámara  no  pueden  notificar  providen- 
cia alguna  de  las  referidas  en  los  números  5o.  y  4o.  del  artí- 
culo 13  sin  que  contenga  una  nota  escrita  por  el  fiscal,  y 
rubricada  por  este  y  por  el  regente  de  la  audiencia ,  del  te- 
nor siguiente  :  Tomóse  razón  en  el  libro-registro  ,  folio.... 
El  escribano  que  contraviniere  á  esta  disposición  incurrirá 
en  una  multa  que  no  baje  de  cien  reales  ni  esceda  de  dos- 
cientos; y  los  reincidentes  incurrirán  en  doble  multa,  sin 
perjuicio  de  consultar  al  gobierno  su  separación  y  de  pro- 
cederse  en  justicia  á  lo  que  hubiere  lugar;  arts,  13  y  16. 

'La  junta  gubernativa  del  tribunal  supremo  debe  llevar 
un  libro-registro  semejante  al  prescrito  en  el  artículo  10 
respecto  á  los  sujetos  á  la  superior  inspección  del  tribunal, 
haciendo  guardar  las  disposiciones  del  artículo  citado  y  si- 
guientes, en  cuanto  fueren  aplicables  ;  art.  17  id. 

f  La  junta  gubernativa  de  los  tribunales  ya  no  hace  el  re- 
cibimiento de  abogados ,  porque  según  el  plan  literario  de 
17  de  setiembre  de  1843  con  el  título  de  licenciado  en  juris- 
prudencia se  puede  ejercer  la  profesión  de  abogado  en  toda 
la  monarquía. 

En  uso  de  la  autorización  que  tienen  las  juntas  de  gobierno 
para  suspender  á  los  subalternos  de  las  audiencias  y  juzga- 
dos ,  habiendo  mérito  para  ello  ,  y  consultar  al  Gobierno 
su  separación  cuando  lo  crean  justo  ó  conveniente,  deben 
adoptar  las  providencias  oportunas  contra  los  funcionarios 
de  dicha  clase  que  no  sean  dignos  por  sus  antecedentes  y 
conducta  moral  y  política  de  ejercer  los  cargos  que  les  están 
confiados ,  mirando  esta  facultad  como  una  de  las  mas  im- 
portantes y  trascendentales .  Rl.  órd.  de  10  de  diciembre 
de  18íiü. 

Siempre  que  las  salas  de  gobierno  de  las  audiencias  hagan 
algún  nombramiento  de  juez  ó  promotor  fiscal  en  comisión 
ó  interino,  lo  participen  los  regentes  al  ministerio  de  Gracia 
y  Justicia ,  con  espresion  del  motivo  que  ocasiona  el  nom- 
bramiento ,  si  por  vacante  de  la  judicatura  ó  promotoría, 
por  enfermedad  ó  ausencia ,  ó  por  cualquier  otra  causa. 
Rl.  órd.  de  Io.  de  junio  de  1843. 

Las  salas  de  gobierno  obliguen  á  los  escribanos  públicos , 
notarios  de  reinos  y  encargados  de  los  oficios  de  hipotecas, 
bajo  las  penas  que  crean  convenientes,  á  instruir  á  los  que 
otorgan  instrumentos  públicos  en  el  acto  del  otorgamiento 
y  registro  de  las  disposiciones  del  real  decreto  de  23  de  mayo 
de  1843  á  ellas  referentes,  haciéndoles  los  encargos  opor- 
tunos para  que  ni  ellos  mismos  ni  la  Hacienda  nacional 
sientan  perjuicio  alguno  por  tal  omisión.  Rl.  órd.  de  13  de 
enero  de  1846. 

Es  también  atribución  de  las  salas  de  gobierno  el  examinar 
y  esponer  su  conformidad  ,  ó  las  observaciones  que  crean 
convenientes  ,  acerca  del  presupuesto  de  gastos  de  las  au- 
diencias que  en  Io.  de  octubre  de  cada  año  deben  presentar 
los  regentes;  así  como  aprobarlas  cuentas  antes  de  pasarlas 
al  intendente  de  la  provincia.  Rl.  órd.  de  19  de  abril  de  1846. 

f  JUNTA  consultiva  de  la.  arriada.  Se  compone  de 
siete  vocales  ordinarios ,  que  son -el  subdirector  de  la  misma, 
tres  jefes  de  escuadra  ó  brigadieres  ,  un  intendento  de  ma- 
rina, el  ingeniero  general  y  el  brigadier  mayor  general. 
Los  dos  generales  de  la  armada  pertenecientes  al  Consejo 
Real  y  el  que  se  halla  de  ministro  del  tribunal  supremo  de 
Guerra  y  Marina  se  consideran  vocales  de  dicha  junta  en 
clase  de  estraordinarios  para  suplir  las  ausencias  ó  enfer- 
medades de  los  ordinarios  ó  aumentar  su  número  el  dia  en 
que  la  corporación  se  reúna  para  tratar  de  algún  asunto 
grave.  — El  capitán  general  de  la  armada  y  en  su  represen- 
tación el  subdirector  general  es  el  ¡ir.  ¡idente  ele  esta  junta , 


pudiendo  presidirla  siempre  que  lo  tenga  por  conveniente 
el  ministro  de  Marina.  Rl.  decr.  de  23  de  febrero  de  1848. 

-j-  JUNTA  de  dotación  de  culto  y  clero.  Se  compone 
de  cinco  individuos,  tres  eclesiásticos  y  dos  seglares,  nom- 
brados por  el  Gobierno  ,  no  gozando  de  mas  sueldo  ni 
retribución  que  la  que  les  corresponde  por  su  empleo  ó 
cesantía. 

Tiene  á  su  cargo  la  recaudación ,  administración  y  distri- 
bución de  los  productos  de  los  bienes  y  demás  fondos  con- 
signados para  la  dotación  del  culto  y  mantenimiento  del  clero 
secular. 

Bajo  las  órdenes  de  esta  junta  superior  existen  en  las 
diócesis  comisiones  presididas  por  los  RR.  obispos  ó  gober- 
nadores para  la  administración  en  común  de  los  bienes  de- 
vueltos al  clero  y  demás  que  le  encarga  aquella.  Rl.  decr. 
de  23  de  mayo  de  1843 ,  y  rl.  órd.  de  20  de.  febrero  de  1846. 
-J-  JUNTA  superior  económica  de  artillería.  Está 
aneja  á  la  dirección  general  del  ramo ,  y  tiene  por  objeto  el 
conocimiento  y  examen  de  todo  lo  perteneciente  á  gastos  , 
existencia  de  efectos ,  y  uniformidad  en  los  métodos  que 
han  de  seguir  las  juntas  económicas  de  los  departamentos  y 
fábricas. 

-j-  JUNTA  superior  facultativa  de  artillería.  Le 
corresponde  el  conocimiento  y  examen  de  todos  los  nego- 
cios facultativos  para  facilitar  al  jefe  superior  del  cuerpo 
la  dirección  y  manejo  de  ellos. 

t  JUNTA  superior  del  cuerpo  de  ingenieros.  Reside 
á  la  inmediación  del  ingeniero  general,  y  tiene  por  objeto 
el  examen  de  los  proyectos  de  fortificación  y  obras  nuevas, 
los  adelantamientos  de  las  que  se  ejecutan  ,  y  los  demás 
proyectos  correspondientes  á  la  defensa  de  España  é  Indias. 

f  JUNTA  superior  de  venta  de  bienes  nacionales. 
Entiende  sola  y  esclusivamente  en  todo  lo  relativo  á  la 
enajenación  de  fincas  de  la  nación  y  cesiones  de  edificios- 
conventos  con  sus  incidencias;  correspondiendo  á  la  ad- 
ministración general  lo  perteneciente  á  reclamaciones  de 
reversion  ,  reconocimiento  y  pago  de  censos  y  créditos 
hipotecarios.  Rl.  decr.  de  12  de  agosto  de  1842. 

-j-  JUNTAS  de  agricultura.  Deben  su  existencia  al  real 
decreto  de  7  de  abril  de  1848  que  abraza  20  artículos. 

-j-  JUNTA  inspectora  de  instituto.  Compónese  en 
las  capitales  de  provincia  de  un  individuo  de  la  diputación 
provincial,  de  otro  del  ayuntamiento  ,  de  un  eclesiástico  y 
de  un  vecino  de  conocida  instrucción  y  arraigo,  bajo  la  pre- 
sidencia de  otro  individuo  nombrado,  como  los  demás,  por 
el  Gobierno.  En  los  pueblos  que  no  son  capitales  de  provin- 
cia y  en  que  no  reside  ningún  diputado  provincial  le  reem- 
plaza otro  individuo  del  ayuntamiento.  El  cargo  de  vocal  de 
estas  juntas  es  honorífico  ,  gratuito  y  voluntario.  Las  atri- 
buciones de  las  mismas  están  marcadas  en  real  órd.  de  24 
de  diciembre  de  1847. 

JUNTORIO.  Cierta  especie  de  tributo. 

JURA.  El  acto  solemne  en  que  los  estados  y  ciudades 
de  un  reino  en  nombre  de  todo  él  reconocen  y  juran  la  obe- 
diencia á  su  príncipe. 

JUBA  de  hancuadra.  El  juramento  de  calumnia.  Di- 
cese  de  mancuadra,  según  la  ley  23 ,  lit.  H,  Part.  5,  por  la 
semejanza  metafórica  que  debe  tener  con  la  mano  ,  que  es 
cuadrada  y  acabada:  y  como  esta  se  compone  de  cinco  de- 
dos, asi  el  juramento  ha  de  contener  cinco  cosas  ó  circuns- 
tancias, debiendo  jurar  á  su  vez  el  demandante  y  el  deman- 
dado :  Io.  que  no  se  mueve  maliciosamente  á  hacer  ó 
contradecir  la  demanda  sino  por  obtener  ó  defender  su  de- 
recho :  2o.  que  cuantas  veces  fuere  preguntado  sobre  el  ne- 
gocio del  pleito,  dirá  la  verdad  sin  mezcla  de  mentira,  fal- 
sedad ni  engaño  :  5o."  que  no  dio  ni  prometió  ,  dará  ni 
prometerá  cosa  alguna  al  juez  ni  al  escribano  ,  fuera  de  lo 
debido  por  su  trabajo  :  4o.  que  no  se  valdrá  de  pruebas , 
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testigos  ni  instrumentos  falsos;  y  5°.  que  no  pedirá  plazo 
con  el  malicioso  fin  de  prolongar  el  pleito.  Véase  Juramento 
de  calumnia. 

JURADO.  Decíase  así  antiguamente  el  sugeto  elegido  en 
alguna  república  ó  concejo  por  los  vecinos  de  los  barrios  ó 
parroquias  para. asistir  á  las  sesiones  del  ayuntamiento  y 
atender  al  bien  común  ,  particularmente  en  la  provision  de 
víveres  ;  —  y  el  perito  ó  esperto  que  se  nombra  para  exa- 
minar las  obras  de  su  arte  ú  oficio  cuando  se  suscita  alguna 
contestación  sobre  defectos  de  ellas,  ó  para  hacer  su  esti- 
mación y  aprecio  cuando  las  partes  no  están  de  acuerdo 
sobre  este  punto.  También  se  llamaban  jurados  en  algunas 
partes  los  alcaldes  y  regidores,  como  atestiguan  las  siguien- 
tes palabras  de  un  decreto  de  don  Jaime  II,  rey  de  Mallorca: 
ítem,  quando  scribemus  consulibus  vel  juratis  alicujus  uni- 

versilalis  nobis  subdita?,  scribelur  sic:  Jacobus fidelibus 

nostris  juratis  civitalis  Majoricensis ,  vel  consulibus  villœ 
nostrœ  de  Perpiniano ,  salulem  et  gratiam. 

JURADO.  La  reunion  ó  junta  de  cierto  número  de  ciu- 
dadanos, que  sin  tener  carácter  público  de  magistrados  son 
elegidos  por  sorteo  y  llamados  ante  el  tribunal  ó  juez  de  de- 
recho para  declarar  según  su  conciencia  si  un  hecho  está  ó 
no  justificado,  á  fin  de  que  aquel  pronuncie  su  sentencia  de 
absolución  ó  condenación  y  aplique  en  este  caso  la  pena  con 
arreglo  á  las  leyes.  Dícese  también  jurado  cada  uno  de  los 
ciudadanos  que  componen  dicha  reunion;  los  cuales  se  de- 
nominan asimismo  jueces  de  hecho ,  porque  sus  funciones 
se  reducen  á  decidir  únicamente  sobre  puntos  de  hecho  y 
no  sobre  cuestiones  que  tengan  relación  con  puntos  de  de- 
recho. La  denominación  de  jurado  se  deriva  del  juramento 
que  se  les  toma  de  que  se  habrán  bien  y  fielmente  en  el 
cargo  que  se  les  confia,  haciendo  su  declaración  con  impar- 
cialidad y  justicia  y  según  su  conciencia. 

I.  Dislínguense  los  jurados  ó  jueces  de  hecho  de  Ios-tribu- 
nales ó  jueces  de  derecho  :  Io.  —  en  que  estos  son  perma- 
nentes y  aquellos  transitorios;  es  decir,  en  que  estos  se  ha- 
llan establecidos  de  un  modo  perpetuo  para  entender  en 
todo  género  de  causas  ,  y  aquellos  son  llamados  cada  vez 
que  ocurre  una  causa  en  que  es  necesaria  su  intervención  , 
volviendo  luego  á  la  clase  de  meros  particulares,  sin  que  tal 
vez  toque  ya  mas  á  las  mismas  personas  la  suerte  de  desem- 
peñar iguales  funciones  :  —  2o.  en  que  los  jueces  de  dere- 
cho reciben  del  rey  su  nombramiento  ,  para  cuya  obtención 
han  de  haberse  habilitado  con  el  estudio  y  la  práctica  de  la 
jurisprudencia  ;  y  los  de  hecho  son  elegidos  por  insaculación, 
esto  es,  se  sacan  por  suerte,  como  los  números  de  la  lotería, 
de  una  urna  donde  se  guardan  en  cédulas  sueltas  los  nom- 
bres de  los  ciudadanos  que  reúnen  las  circunstancias 
expidas  al  efecto  por  la  ley,  las  cuales  no  son  por  cierto  las 
de  la  instrucción  ,  sino  las  de  cierto  grado  de  riqueza  :  — 
5o.  en  que  los  de  derecho  ejercen  jurisdicción  y  pronuncian 
sentencia  condenatoria  ó  absolutoria  ,  aplicando  en  su  caso 
las  penas  que  la  ley  prescribe  ;  y  los  de  hecho  no  tienen 
otra  facultad  que  la  de  hacer  una  mera  declaración  sobre  la 
gravedad  de  las  presunciones  que  militan  contra  uno  para 
seguir  la  acusación,  ó  sobre  la  certeza  ó  falsedad,  existencia 
ó  inexistencia,  justificación  ó  falta  dejuslificacion  de  los  he- 
chos que  se  les  proponen  ,  y  culpabilidad  ó  inocencia  del 
acusado  :  —  h°.  en  que  los  de  derecho  ,  en  las  causas  que 
esclusivamente  están  sometidas  á  su  juicio  en  cuanto  al  he- 
cho y  al  derecho,  tienen  que  ajustarse  para  la  calificación  ó 
estimación  del  valor  de  las  pruebas  á  las  reglas  que  la  ley 
les  ha  dictado  al  efecto  ;  y  los  de  hecho,  en  las  causas  en  que 
intervienen,  no  están  obligados  á  guiarse  por  reglas  fijas  en 
la  calificación  ó  estimación  de  las  pruebas  ,  sino.por  su  buen 
sentido,  por  su  propia  convicción,  por  su  conciencia;,  por  la 
impresión  que  las  mismas  pruebas  les  causan  :  —  5o.  en 
que  los  jueces  de  derecho  son  responsables  de  las  injusticias 


y  errores  que  cometan  por  ignorancia  ó  por  malicia;  pero 
los  de  hecho  están  esentos  de  toda  responsabilidad,  á  no  ser 
en  algún  caso  que  las  leyes  esceptúen,  como  en  el  de  que  se 
les  justifique  plenamente  haber  procedido  en  la  calificación 
por  cohec  ho  ó  soborno  :  — 6o.  en  que  las  sentencias  de  los 
jueces  de  derecho  están  sujetas  por  lo  general  á  la  apelación 
ó  á  consulta  con  el  tribunal  superior,  y  aun  á  súplica  ó  ter- 
cera instancia;  y  las  declaraciones  de  los  jurados  ó  jueces 
de  hecho  no  suelen  admitir  revision  ni  otro  recurso  alguno, 
por  mas  arbitrarias  é  injustas  que  parezcan  ,  porque  se  re- 
putan verdades  judiciales  y  juicios  de  la  razón  común  del 
pais,  llamándose  por  eso  veredictos. 

II.  No  siempre  tuvieron  limitadas  sus  atribuciones  los 
jurados,  según  dicen  algunos  autores,  á  decidir  sobre  puntos 
de  hecho ,  pues  por  mucho  tiempo  fueron  jueces  de  las  con- 
testaciones civiles  y  de  las  acciones  criminales.  Los  jurados, 
prosiguen ,  considerados  en  su  origen  ,  no  eran  otra  cosa 
que  los  prohombres  ú  hombres  buenos  que  cada  vez  que 
ocurría  una  contienda  ó  queja  eran  elegidos  para  juzgarla , 
en  cuanto  al  hecho  y  al  derecho  ;  y  bajo  este  punto  de  vista 
creen  que  esta  institución  se  remonta  á  las  primeras  edades 
del  mundo ,  porque  cuando  los  hombres  no  formaban  todavía 
un  estado  ó  cuerpo  de  nación  sino  que  vivían  en  hordas  ó 
aduares  sin  gobierno  ni  leyes  positivas ,  era  muy  natural- 
que  si  se  suscitaba  entre  algunos  de  ellos  una  queja  ó  con- 
tienda la  sometiesen  al  juicio  de  los  ancianos  ó  convecinos  ; 
y  hé  aquí,  concluyen  el  juicio  por  jurados,  por  hombres 
buenos,  á  por  pares  ,  esto  es,  por  los  iguales  de  las  partes 
contendientes.  La  comisión  especial  nombrada  por  las  Cortes 
de  1821  para  formar  el  código  de  procedimiento  criminal , 
nos  dejó  consignadas  sus  ideas  sobre  la  historia  y  conve- 
niencia del  jurado  con  las  breves  cláusulas  del  discurso 
preliminar  de  su  proyecto  que  á  la  letra  siguen  :  «  El  origen 
del  Jurado,  establecimiento  amigo  del  hombre  y  de  su  li- 
bertad, se  pierde  en  el  caso  del  tiempo.  Quizá  nació  con  la 
sociedad  civil,  y  fué  anterior  á  las  leyes  escritas.  La  historia 
nos  le  ofrece  como  inseparable  de  los  pueblos  libres  y  del 
sistema  representativo.  Grecia  y  Roma,  y  todos  los  pueblos 
que  han  tenido  algún  respeto  á  sus  libertades ,  lo  han  reco- 
nocido ,  y  le  han  conservado  mas  ó  menos  puro  en  razón 
del  mejor  ó  peor  estado  de  su  libertad  política.  Degenera  y 
se  vicia  con  el  poder  absoluto  ;  se  perfecciona  y  fructifica  con 
la  fuerza  é  independercia  del  poder  judicial.  En  Inglaterra 
es  un  árbol  frondoso  ,  que  arraigado  en  el  espíritu  público, 
no  tiene  que  temer  la  fuerza  y  violencia  de  los  huracanes, 
y  acaso  su  jurado  es  el  mejor  sosten  del  equilibrio  de  sus 
poderes  y  de  la  robustez  de  sus  costumbres.  La  Francia  le 
estableció  en  medio  de  su  revolución;  pero  no  dio  fruto  al- 
guno ,  porque  la  agitación  es  un  aire  abrasador  que  acaba 
con  la  fuerza  de  las  leyes ,  y  consume  y  aniquila  el  orden  y 
la  justicia.  La  tranquilidad  y  una  administración  fuerte  y 
vigorosa  por  la  ley  es  el  terreno  en  que  crece  derechamento 
esta  planta.  Si  el  jardinero  se  empeña  en  dirigirla  á  su  fan- 
tasía, se  resiente  y  enerva.  Tal  es  la  consecuencia  que 
produce  actualmente  en  Francia  el  sistema  de  jurados  mo- 
dificado al  gusto  de  Napoleón.  » 

III.  Otros  escritores,  mas  enamorados  todavía  de  esta 
institución,  han  subido  en  espíritu  á  los  cielos  á  buscarle  un 
origen  mas  sublime  ;  y  ya  que  en  nuestro  paraíso  celestial 
no  han  podido  encontrar  que  la  rebelión  de  los  ángeles  malos 
se  llevase  á  juicio  de  jurados,  pues  aquel  negocio  pasó  muy 
militarmente  según  la  Biblia,  han  dado  un  vuelo  al  olimpo, 
y  allí  han  visto  en  sus  anales,  escritos  sin  duda  por  Apolo,  el 
consejo  de  las  doce  divinidades  que  formadas  en  jury  absol- 
vieron á  un  dios  acusado  de  homicidio.  Es  el  caso  que  ha- 1 
biendo  cometido  este  delito  Marte ,  hijo  de  Juno  ,  en  la^ 
persona  de  Halirrothio,  hijo  de  Neptuno  ,  se  hallaba  Jú- 
piter en  un  terrible  conflicto  con  su  hermano  que  pedia 
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venganza  y  su  esposa  que  quería  indulgencia  :  sabia  muy 
bien  que  Tbémis  seria  inexorable  con  el  homicida ,  y  que 
no  podria  ménos  de  serlo,  bajo  el  inmenso  escándalo  de 
faltar  la  justicia  hasta  del  cielo  ;  pero  deseaba  con  lodo 
empeño  complacer  en  esto  á  su  esposa  Juno,  porque  olvidase 
aquella  reina  de  las  celosas  ciertas  cuentas  que  tenia  que 
ajustar  á  su  marido.  En  semejante  apuro  ,  el  padre  de  los 
dioses  y  rey  de  los  hombres ,  con  aquellos  tres  grandes  ojos 
que  simultáneamente  estaban  fijos  sobre  lo  pasado,  lo  pre- 
sente y  lo  venidero,  atisbo  y  examinó  la  invención  humana 
con  que  habia  de  eludirse  algún  dia  el  rigor  de  la  impasible 
Thémis.  Gozóse  el  gran  dios  con  la  ingeniosa  idea  ,  sónde- 
sele á  Juno  con  aquel  semblante  con  que  serena  el  cielo  y 
las  tempestades,  vultu  quo  cœlum  lempeslalesque  serenat, 
mandó  formar  un  jurado  de  doce  dioses  que  decidiese  por 
su  buen  sentido  y  sin  tener  que  responder  á  la  diosa  de  la 
justicia;  presentóse  el  reo  en  el  tribunal;  acusábale  Neptuno, 
defendíale  Mercurio  con  aquel  discurso  lleno  de  fuego  fos- 
fórico que  después  tradujo  del  idioma  celeste  al  terreno  el 
sofista  Libanio;  y  el  jurado,  que  no  queria  habérselas  con  el 
dios  de  la  guerra  ni  con  la  gran  reina  su  madre  ,  siempre 
tan  iracunda  y  vengativa,  tuvo  la  fortuna  de  no  ver  las 
pruebas  de  criminalidad  que  el  dios  alado  habia  convertido 
en  humo ,  y  pronunció  en  conciencia  su  veredicto  absolviendo 
á  Marte.  Treinta  mil  dioses  que  estaban  esperando  el  resul- 
tado del  juicio,  soltaron  malignamente  la  risa: 

menos  Platón  ,  que  dijo  con  espanto  : 
«  Mejor  juzga,  aquí  bajo,  Radamanto.  » 

IV.  Pero  dejemos  el  Olimpo  ;  y  sin  ir  con  el  obispo  Nicol- 
son  trepando  montañas  de  hielo  á  buscar  la  invención  del 
jurado  en  el  cielo  de  Woden ,  dios  de  los  torbellinos  y  de 
las  tempestades,  ni  bajar  tampoco  al  tártaro  á  ver  cómo  se 
tienen  allí  los  juicios,  pues  si  es  fácil  la  bajada  no  parece 
serlo  tanto  la  vuelta  ,  recorramos  la  faz  de  la  tierra ,  va- 
mos á  los  pueblos  mas  antiguos,  y  luego  á Grecia ,  á  Roma, 
à  la  Germania,  y  por  fin  á  Inglaterra  y  á  Francia,  y  exami- 
nemos con  la  posible  rapidez  cuál  fué  el  medio  primitivo  que 
se  escogitó  para  administrar  la  justicia,  cuál  fué  la  primera 
época  de  los  juicios  populares  ó  juicios  del  pais  represen- 
tados últimamente  por  los  juicios  de  doce  hombres,  cuáles 
las  naciones  que  los  adoptaron  y  laf  forma  en  que  los  esta- 
blecieron, y  cuáles  los  frutos  que  produjeron  y  están  actual- 
mente produciendo.  Ardua  tarea  es  esta  ,  y  muy  superior  á 
nuestras  fuerzas;  pero  cuando  vemos  que  las  Cortes  de  1812 
creyeron  que  con  el  tiempo  convendría  hacer  distinción 
entre  los  jueces  del  hecho  y  del  derecho ,  que  la  comisión 
especial  de  las  de  1821  se  manifestaba  convencida  de  haber 
llegado  ya  la  época  de  hacerla ,  que  las  de  1837  han  escrito 
en  su  Constitución  que  las  leyes  determinarán  la  época  y  el 
modo  en  que  se  ha  de  establecer  el  juicio  por  jurados  para 
toda  clase  de  delitos,  y  que  un  partido  numeroso  quiere  ahora 
que  desde  luego  quede  planteado  el  establecimiento  de  dicho 
juicio ,  no  dudamos  de  la  oportunidad  y  conveniencia  de 
cualquier  trabajo  mas  ó  ménos  acertado  que  tenga  por  ob- 
jeto despejar  teorías  aun  no  bien  desenvueltas ,  rectificar 
ideas  exageradas,  desvanecer  ilusiones,  y  poner  en  claro 
bajo  su  verdadero  punto  devista"una  institución  que  pu- 
diera ejercer  una  influencia  demasiado  funesta  en  la  suerte 
de  la  patria. 

PUEBLOS   PRIMITIVOS. 

V.  Como  los  primeros  tiempos  del  mundo  se  hallan  cu- 
biertos de  tinieblas  ,  la  misma  razón  tenemos  para  asegurar 
que  la  institución  del  jurado  nació,  aunque  imperfecta,  con 
la  sociedad  civil ,  como  para  sentar  que  no  fué  conocida 
sino  muchos  siglos  después.  Sin  embargo,  si  tómanos  en 
consideración  los  datos  mas  antiguos  que  nos  suministra  la 


historia  ;  si  atendemos  á  la  naturaleza  de  los  hombres ,  y  si 
contemplando  loshechosqne  conocemos  queremos  averiguar 
por  inducción  los  que  ignoramos,  no  será  desacertado  decir 
que  la  opinion  de  los  que  dan  tanta  antigüedad  al  jurado  es 
mucho  ménos  probable  que  la  de  los  que  se  la  niegan. 

En  efecto,  cuando  las  familias  vivían  aisladas  é  indepen- 
dientes unas  de  otras  ,  el  padre  ó  jefe  de  cada  una  de  ellas 
era  quien  ejercía  en  la  suya  todos  los  derechos  y  deberes  de 
la  soberanía,  quien  por  consiguiente  distribuía  entre  sus  in- 
dividuos los  oficios  y  negocios  necesarios  para  la  adquisición 
de  la  subsistencia,  quien  daba  leyes,  arreglaba  las  diferen- 
cias que  se  suscitaban  entre  ellos ,  é  imponía  penas  á  los  que 
delinquían ,  quien  contrahia  alianzas  con  otros,  declaraba  la 
guerra  y  hacia  la  paz  con  sus  enemigos.  Así  Abraham,  reu- 
niendo sus  fuerzas  y  las  de  otros  padres  de  familias  con 
quienes  estaba  confederado,  hizo  la  guerra  y  venció  á  cuatro 
reyes  que  se  habían  llevado  cautivo  á  su  sobrino  Lot  con 
toda  su  familia  ;  Genes.,  cap.  XIV,  v.  Ui  y  s'ig.  Así  el  mismo 
Abraham  contrajo  alianza  con  Abimelech  ,  la  cual  fué  re- 
novada después  por  Isaac;  Gênes.,  cap.  XXI,  v.  22,  y 
cap.  XXVI,  v.  26.  Así  los  hijos  de  Jacob  invadieron  la  ciu- 
dad de  Salem  ,  aunque  violando  un  sagrado  pacto,  y  pasaron 
á  cuchillo  á  Hemor  príncipe  de  aquel  pais  y  á  su  hijo  Si- 
chem  y  á  todos  sus  habitantes  varones,  por  vengar  el  rapto 
y  estupro  de  su  hermana  Dina  ;  Genes.,  cap.  XXXIV,  v.  25. 
Así  Jacob  mandó  á  todos  los  individuos  de  su  familia  arrojar 
de  sí  los  ídolos  que  llevaban  ,  purificarse  y  mudar  de  vesti- 
dos; Genes.,  cap.  XXXV,  v.  2.  Así  finalmente,  Judas  su  hijo 
condenó  á  su  nuera  Thamar  á  ser  quemada  viva  por  causa 
de  adulterio;  Genes.,  cap.  XXXVIII,  v.  24  y  2b. 

VI.  Mas  cuando  por  la  sucesiva  ó  simultánea  reunion  de 
muchas  familias  resultaron  sociedades  civiles  mas  ó  ménos 
estensas,  si  bien  algunos  imaginan  que  los  jefes  respectivos 
de  aquellas  formaron  aunados  una  junta  que  dirigía  la  aso- 
ciación y  le  administraba  justicia,  y  que  así  el  primero  de 
los  gobiernos  fué  aristocrático ,  parece  mucho  mas  natural  y 
mas  conforme  á  los  documentos  históricos  y  á  las  tradiciones 
que  cada  una  de  las  nuevas  sociedades,  tomando  por  modelo 
la  autoridad  paterna  ,  reconociese  por  su  jefe  al  que  reunía 
en  mas  alto  grado  las  prendas  de  valor,  prudencia  y  sabi- 
duría para  mantenerla  en  paz  y  defenderla  contra  sus  ene- 
migos. Así  es  que  en  los  tiempos  mas  antiguos  á  que  alcanza 
la  historia,  tanto  la  sagrada  como  la  profana,  vemos  toda  la 
tierra  conocida  entonces,  cubierta  de  pequeñas  monarquías 
que  fueron  engrandeciéndose  unas  y  desapareciendo  otras 
con  las  conquistas;  Genes.,  cap.  X,  v.  9,  10 y  11  ;  XIV,  1  ; 
Josué,  cap.  XII,  v.  7;  Jad.,  cap.  I,  v.  7;  Strabon,  Geogr.  XVI. 
Así  es  también  que  en  los  países  descubiertos  en  los  últimos 
tiempos  apenas  se  han  encontrado  pueblos  errantes  ó^njos 
que  no  prestasen  obediencia  á  un  príncipe  con  el  nombre 
de  Kouqui,  Cacique,  Soba  ú  otro  que  denote  la  soberanía. 
Por  eso  Aristóteles  llama  en  su  política  el  primero  y  el  mas 
digno  de  los  gobiernos  al  principado,  primus  et  üignissimus 
principalus ,  añadiendo  que  casi  en  todas  parles  había  sido 
preferida  la  monarquía ,  porque  era  difícil  encontrar  muchos 
hombres  dotados  de  virtudes  eminentes  para  la  buena  di- 
rección de  la  república.  Y  por  eso  Cicerón  en  el  libro  de  las 
leyes  asegura,  que  todas  las  naciones  antiguas  se  some- 
tieron primeramente  á  reyes  :  omnes  antiquas  gentes  regiSus 
priniüm  paruisse.  Ahora  bien  :  los  reyes,  jefes  ó  caudillos 
de  los  pueblos  tenían  un  poder  omnímodo  y  absoluto  :  ellos 
reunían  en  sus  personas  las  funciones  legislativas,  admi- 
nistrativas y  judiciales,  oían  las  quejas  de  sus  subditos  y 
terminaban  sus  diferencias  por  las  inspiraciones  de  la  razón; 
conocían  de  las  causas  criminales  y  castigaban  á  los  delin- 
cuentes, según  Aristóteles  y  los  historiadores  nos  enseñan,  y 
según  aparece  del  libro  I  de  los  Reyes,  cap.  8,  vers.  5,  donde 
los  Israelistas  se  presentan  á  Samuel  pidiéndole  un  rey  que 
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los  juzgue,  como  le  tenían  todas  las  naciones  :  Constitue  no- 
bis  rcgcm ,  ut  judicet  nos ,  sicut  el  universa;  habent  naílones. 

VII.  Pero  habiéndose  acrecentado  las  sociedades,  ó  mul- 
tiplicado las  relaciones  de  sus  individuos  por  el  brio  que 
iban  tomando  la  agricultura  ,  las  artes  y  el  comercio  ,  las 
cuales  daban  motivo  á  controversias  y  discusiones  sin  cuento, 
no  era  ya  posible  que  el  jefe  ó  caudillo  de  cada  Estado  llenase 
por  sí  mismo  las  funciones  de  legislador,  de  administrador 
y  de  juez  ;  y  así  hubo  de  compartirla  y  delegar  especialmente 
las  judiciales  á  personas  de  confianza  y  de  prestigio,  reser- 
vándose regularmente  el  conocimiento  de  los  negocios  mas 
graves  y  el  de  las  apelaciones.  Tal  es  la  conducta  que  siguió 
Moisés  por  consejo  de  su  suegro  Jethró,  sacerdote  de  Ma- 
dian,  pues  fatigado  ya  de  estar  oyendo  y  determinando  todos 
los  dias  desde  la  mañana  hasta  la  tarde  los  pleitos  y  con- 
tiendas de  los  Israelitas,  eligió  los  varones  mas  sabios,  mas 
nobles,  mas  desinteresados  y  temerosos  de  Dios,  hízolos 
jefes  de  las  tribus,  y  les  confió  la  administración  de  la  jus- 
ticia, encargándoles  empero  que  le  consultasen  ó  remitiesen 
las  causas  mas  arduas  é  importantes;  Exod.,  cap.  XVIII, 
v.  13  y  sig.;  Deuteron.,  cap.  I,  v.  10  y  sig. 

VIII.  Todavía  para  asegurar  mas  y  mas  la  rectitud  é  im- 
parcialidad en  los  juicios,  y  para  que  los  pueblos  recibiesen 
los  fallos  de  la  justicia  como  emanados  de  la  divinidad,  se 
delegó  la  jurisdicción  al  sacerdocio  en  todos  los  antiguos  es- 
tados ,  ó  á  lo  menos  se  consultaban  con  él  los  negocios  y 
causas  mas  graves.  El  sacerdocio ,  en  efecto  ,  ejercía  la  po- 
testad judicial  en  las  naciones  orientales  ;  ejercióla  en  el  pue- 
blo de  Israel ,  tanto  bajo  el  régimen  de  sus  caudillos  como 
bajo  el  de  los  jueces,  y  aun  bajo  el  de  los  reyes  después  de 
Samuel,  pues  se  hallaba  establecido  que  en  los  juicios  difíci- 
les y  ambiguos  se  oyese  à  los  sacerdotes  y  se  ejecútaselo  que 
ellos  y  el  juez  decidiesen  ;  Deuleron.,  cap.  XVII ,v.  8  y  sig. 
También  la  desempeñó  en  las  repúblicas  griegas  :  en  los 
pueblos  de  la  Germania  no  se  podia  imponer  sin  su  anuencia 
la  pena  de  muerte;  y  entre  los  Celtas  tenia  la  atribución  de 
juzgar  todos  los  negocios  públicos  y  particulares.  En  Roma 
no  hubo  cuerpo  sacerdotal,  y  no  se  pudo  por  lo  tanto  dele- 
gar función  alguna  judicial  á  una  clase  que  no  existia;  pero 
abrazado  el  cristianismo  en  el  imperio  ,  no  solamente  auto- 
rizaron los  emperadores  la  costumbre  que  entre  los  fieles  se 
habia  introducido  de  llevar  voluntariamente  á  la  decisión 
equitativa  de  los  obispos  las  causas  pecuniarias  ,  mandando 
á  los  magistrados  ordinarios  ejecutar  sin  apelación  sus  sen- 
tencias arbitrales  ,  sino  que  persuadidos  de  su  prudencia  y 
caridad  les  concedieron  la  inspección  y  autoridad  sobre  va- 
rios negocios  civiles.  Cuando  por  la  destrucción  del  imperio 
de  occidente  se  erigieron  las  naciones  europeas,  obtuvieron 
los  obispos  jurisdicción  verdadera ,  fueron  superintendentes 
sobre  todos  los  tribunales  ,  y  llegaron  á  entender  bajo  va- 
rios pretestos  casi  en  todos  los  negocios  civiles  de  los  legos, 
hasta  que  por  fin  los  jueces  seculares  recobraron  no  sin  es- 
fuerzo el  ejercicio-de  su  potestad  oscurecida.  De  esta  union 
tan  antigua  de  las  funciones  judiciales  al  sacerdocio  ha  na- 
cido quizá  la  idea  de  tenerlas  por  sacerdotales  y  de  dar  á  los 
jueces  la  denominación  de  sacerdotes  de  la  justicia  y  minis- 
tros de  su  culto  :  idea  por  cierto  grandiosa  y  de  gran  prove- 
cho ,  pues  por  una  parte  contribuyó  á  que  los  pueblos  dis- 
pensasen á  los  jueces  la  consideración  debida  à  su  augusto 
carácter,  y  por  otra  inspiró  á  los  mismos  jueces  cierta  eleva- 
ción de  alma  que  tantas  veces  los  hizo  superiores  á  la  huma- 
na fragilidad  é  inaccesibles  á  todo  ataque  contra  el  derecho. 

GRECIA. 

IX.  Aunque  umversalmente  los  reyes  ó  caudillos  de  las 
naciones  eran  los  que  administraban  la  justicia  por  sí  ó  sus 
delegados ,  la  historia  siu  embargo  nos  presenta  algunos  pue- 


blos que  en  ciertas  épocas  la  administraron  por  sí  mismos 
reuniéndose  al  efecto  en  la  plaza  pública.  Tal  fué  la  repú- 
blica de  Atenas.  Monarquía  absoluta  en  su  principio;  fun- 
dada por  Cecrope  con  una  colonia  de  egipcios  en  el  año  2'iW 
del  mundo  ,  modificada  bajo  Teseo  por  el  influjo  de  los  Pa- 
lantidas  ;  convertida  en  arcontado  vitalicio  de  uno  solo  á  la 
muerte  de  Codro  por  el  manejo  de  los  ricos  ,  y  después  en 
arcontado  de  diez  años ,  y  luego  en  arcontado  anual  de  nue- 
ve ciudadanos  principales  ;  degenerada  á  impulso  de  las 
facciones  en  una  desenfrenada  democracia  ;  mejorada  algún 
tanto  por  las  famosas  leyes  de  Dracon  y  Solón  ;  juguete  de 
los  proyectos  ambiciosos  de  los  intrigantes  que  sabian  tomar 
ascendiente  sobre  la  opinion  déla  multitud;  víctima  unas 
veces  de  la  tiranía  que  el  pueblo  mismo  se  fabricaba  por  su 
ignorancia  ó  imprudencia  y  otras  de  la  anarquía  en  que  se 
trasformaba  la  libertad ,  hasta  que  por  fin  vino  á  caer  bajo 
el  yugo  de  los  reyes  de  Macedonia  y  à  sepultarse  después  en 
el  océano  del  vasto  imperio  de  Roma  :  aquella  república 
pues,  la  culta,  sabia  y  liberal  Atenas,  vio  cuando  era  libre 
establecidos  en  su  seno  los  juicios  de  la  plaza  ,  vio  las  asam- 
bleas del  pueblo,  aquel  gran  jurado  tanto  mas  formidable 
cuanto  mas  numeroso,  ejerciendo  funciones  judiciales,  vio 
los  fallos  lanzados  por  la  conciencia  de  la  multitud  sin  res- 
ponsabilidad de  persona  alguna  contra  la  vida  ó  la  honra  ó 
la  fortuna  de  sus  ciudadanos.  Allí  un  populacho  supersti- 
cioso y  haragán,  voluble  y  desenfrenado,  disipador  y  ve- 
nal ,  unas  veces  oprimido  y  otras  opresor,  embaucado  por 
los  mas  osados  é  inmorales  de  sus  oradores ,  en  medio  de  los 
bandos  y  parcialidades  que  le  tenían  en  perpetua  fluctuación, 
ora  echaba  de  su  seno  á  un  Arístides  ,  porque  ciertos  mal- 
vados no  podían  tolerar  la  presencia  de  aquel  justo;  ora 
pagaba  con  el  ostracismo  las  victorias  y  los  grandes  servi- 
cios de  Cimon;  ora  condenaba  injustamente  al  grande  ora- 
dor, al  valiente  capitán ,  al  mejor  de  sus  ciudadanos^  al  des- 
interesado Focion  ,  imponiéndole  la  muerte  á  la  edad  do 
ochenta  años  ,  muerte  que  quiso  reparar  después  con  una 
estatua  y  con  el  castigo  de  su  acusador  Agnónides;  ora  cali- 
ficaba de  impío  y  hacia  morir  por  ello  envenenado  á  Sócra- 
tes, aunque  toda  la  Grecia  le  tenia  por  el  hombre  mas  sabio 
y  virtuoso  de  aquellos  tiempos  :  de  suerte  que  los  ciudada- 
nos que  descollaban  sobre  los  demás  por  sus  prendas  perso- 
nales ó  sus  servicios  á  la  república  ó  sus  riquezas  ,  solían 
ser  siempre  la  presa  en  que  mas  se  cebaba  el  famoso  pueblo 
de  Atenas  estraviado  por  los  demagogos  que  le  arengaban. 
En  tanto  el  Areopago  ,  compuesto  de  magistrados  vitalicios  , 
personas  recomendables  por  su  nacimiento,  por  las  dignida- 
des que  habían  obtenido,  y  por  su  instrucción  y  probidad,  se 
hacia  célebre  y  lograba  la  estimación  universal  por  la  rec- 
titud de  sus  juicios. 

ROMA. 

X.  También  en  Roma  se  juzgó  en  las  asambleas  popula- 
res á  los  ciudadanos  acusados  de  ciertos  delitos.  Establecida 
*3ha  república  después  de  la  espulsion  de  los  reyes,  conocían 
soberanamente  los  cónsules  de  las  causas  capitales;  pero 
luego  se  prescribió  la  apelación  al  pueblo,  y  después  sé  or- 
denó que  ningún  ciudadano  romano  pudiera  ser  condenado 
á  muerte  sino  en  los  comicios  por  centurias ,  ni  á  pena  pe- 
cuniaria sino  en  los  comicios  por  tribus.  No  tardó  á  manifes- 
tar la  esperiencia  que  la  administración  de  justicia  quedaba 
de  este  modo  abandonada  al  ciego  espíritu  de  partido  y  á 
otras  pasiones  menos  nobles.  Así  es  que  Coriolano ,  celoso 
patricio  y  gran  capitán,  que  viendo  al  pueblo  entregado  á 
la  holgazanería  y  á  la  sedición,  quiso  economizarle  las  dis- 
tribuciones del  trigo  de  Sicilia  para  obligarle  á  dedicarse  á 
la  agricultura  ,  fué  acusado  del  proyecto  de  aspíiar  á  la  ti- 
ranía y  echado  de  Roma  en  virtud  de  las  intrigas  de  una 
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facción  á  pesar  de  los  grandes  servicios  que  habia  prestado 
â  la  república. 

Habiéndose  entretanto  engrandecido  el  Estado,  siendo 
mas  frecuentes  los  delitos,  presentando  de  cada  dia  mas  in- 
convenientes la  convocación  de  los  comicios,  y  yendo  en  au- 
mento los  desórdenes  que  nacían  de  la  viciosa  reunion  de  la 
facultad  legislativa  y  judicial,  se  vio  la  necesidad  que  habia 
de  tribunales  fijos  y  permanentes  para  los  negocios  crimina- 
les como  los  había  para  los  civiles  ;  y  se  instituyeron  efec- 
tivamente con  el  nombre  de  cuestiones  perpetuas.  En  cada 
tribunal  presidia  un  pretor  con  un  magistrado  anual  que  se 
llamaba  juez  de  la  cuestión  :  ambos  dirigían  y  preparaban 
el  juicio;  y  el  examen  del  hecho  estaba  reservado  á  un  con- 
sejo de  jueces  y  jurados  adjuntos.  El  pretor  nombraba  cada 
año  cuatrocientos  cincuenta  ciudadanos  de  conocida  probi- 
dad para  que  ejerciesen  en  todos  los  tribunales  las  funciones 
de  jurados  ó  jueces  de  hecho,  y  hacía  inscribir  sus  nombres 
en  un  registro  público  llamado  album  judicum  :  admitida 
legítimamente  una  acusación ,  hacia  poner  cédulas  con  di- 
chos nombres  en  una  urna,  y  á  presencia  de  las  partes  el 
juez  de  la  cuestión  sacaba  por  suertes  el  número  de  jueces 
que  la  ley  señalaba  para  aquellas  especies  de  juicio.  El  acu- 
sador y  el  acusado  recusaban  entonces  libremente  á  cuantos 
tenian  por  sospechosos ,  mientras  no  se  habia  agotado  el  nú- 
mero de  los  cuatrocientos  cincuenta,  con  tal  que  resultase 
para  el  juicio  el  número  competente.  Constituido  así  el  tri- 
bunal, presentaba  el  juez  de  la  cuestión  los  materiales  reco- 
gidos para  la  averiguación  del  hecho  ,  los  documentos  adu- 
cidos por  las  partes  para  fundar  su  intención ,  y  los  testigos 
que  habiafi  de  ser  examinados  ;  desenvolvía  el  acusador  sus 
pruebas;  respondían  en  seguida  los  abogados  del  acusado, 
cuyas  defensas  duraban  á  veces  muchos  días  :  los  jueces 
oían  y  se  enteraban  de  la  verdad  ó  falsedad  del  hecho  y  de 
la  delincuencia  del  acusado,  conferenciaban  luego  entre  sí 
por  mas  ó  menos  tiempo ,  y  unas  veces  fallaban  de  viva  voz 
en  audiencia  pública,  y  otras  veces,  que  eran  las  mas  ,  da- 
br*v  §us  votos  por  cédulas  reservadas,  que  examinaba  el 
pretor  y  publicaba  por  sentencia  la  opinion  de  la  mayoría. 

Tal  era  entre  los  Romanos  el  modo  de  proceder  en  las 
causas  criminales ,  hasta  que  en  tiempo  de  los  emperadores 
se  trasladó  el  conocimiento  y  decisión  de  ellas  al  senado  y 
á  los  magistrados  creados  por  el  príncipe.  Pero  en  la  insti- 
tución del  jurado  romano  hay  que  observar  dos  cosas  de 
mucha  trascendencia  ,  que  aseguraban  la  capacidad  é  im- 
parcialidad de  los  jueces  del  hecho  y  la  rectitud  de  sus  jui- 
cios :  Ia.  que  el  pretor  era  quien  elegía  dichos  jueces;  y 
2a.  que  no  los  tomaba  sino  del  orden  ecuestre  ó  del  senato- 
rio ó  de  ambos ,  prefiriendo  regularmente  á  los  que  ,  ade- 
mas de  la  edad  y  el  censo  que  exigía  la  ley,  anadian  la  cir- 
cunstancia de  haber  obtenido  alguna  magistratura.  Asi  es 
pie  en  las  causas  que  defendió  Cicerón  vemos  sentados  en 
)1  banco  de  los  jueces  á  Catón,  á  Horlensio ,  á  los  Lúculos  , 
)omicios ,  Scévolas  ,  y  otros  hombres  de  los  mas  distinguí- 
tos  de  Roma. 
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XI.  Entre  los  antiguos  Germanos,  según  refiere  Tácito, 
se  ponían  asimismo  y  decidían  las  acusaciones  capitales  en 
la  junta  ó  asamblea  del  pueblo  :  presidíala  el  rey,  principe  ó 
caudillo  ,  é  indicaba  la  sentencia  que  le  parecía  justa  ,  y  el 
pueblo  la  aprobaba,  sacudiendo  lodos  sus  jabalinas  ó  picas  ; 
ó  Lien  la  desaprobaba,  sin  otra  señal  que  el  murmullo.  En 
las  mismas  juntas  se  elegían  príncipes  ó  jefes  que  asistidos 
cada  uno  de  cien  consejeros  sacados  de  la  plebe  administra- 
ban justicia  en  los  aduares  y  alquerías.  Mas  esta  práctica, 
cuyos  resaltados  buenos  ó  malos  se  ignoran,  y  que  debía 
reseulirse  de  los  riesgos  de  la  precipitación  y  de  la  ignoran- 
cia ,  no  pudo  tener  lugar  sino  en  la  infancia  y  sencillez  de 


aquellos  pueblos  guerreros  y  solo  para  castigar  á  los  trai- 
dores, á  los  tránsfugas  y  á  los  cobardes,  que  eran  los  úni- 
cos que  incurrían  en  la  pena  de  muerte  :  de  modo  que  pue- 
de decirse  que  eran  aquellas  juntas  unos  grandes  consejos 
de  guerra,  como  que  no  tenian  otro  objeto  que  el  de  mante- 
ner y  fortificar  la  subordinación  militar.  Cuando  derramán- 
dose los  Germanos  por  la  Europa  formaron  grandes  estados, 
fuéles  preciso  circunscribir  á  menor  número  de  jueces  el 
derecho  que  antes  se  ejercía  por  todos;  hubieron  de  refor- 
mar y  variar  insensiblemente  sus  costumbres  con  el  tras- 
curso del  tiempo ,  con  el  roce  y  las  relaciones  de  otros 
pueblos,  y  con  la  cultura  y  civilización  que  iban  adqui- 
riendo ;  y  de  todos  modos ,  si  ellos  conservaban  sus  institu- 
ciones, dejaban  que  los  vencidos  ó  conquistados  continuasen 
rigiéndose  por  las  que  hasta  entonces  habían  tenido. 

INGLATERRA. 

XII.  En  Inglaterra  fué  donde  el  juicio  germánico,  ó  sea  el 
jury  (pues  así  se  le  llama  en  aquel  pais)  introducido,  como 
algunos  pretenden  ,  por  los  Sajones ,  sus  primeros  conquis- 
tadores ,  recibió  mayor  eslension  y  mejoras  sucesivas,  y 
quedó  consagrado  en  la  gran  carta  :  Nullus  liber  homo,  se 
dice  en  ella,  capialur,  vel  impris  tone  tur,  aut  exulet ,  aul 
aliquo  alio  modo  deslrualur,  nisiper  légale  judicium  parfum 
suorum.  Establecióse  al  principio  solamente  para  los  seño- 
res, los  cuales  teniendo  á  menos  comparecer  como  reos 
ante  los  tribunales  y  jueces  á  quienes  el  rey  habia  delegado 
la  administración  de  la  justicia,  obtuvieron  el  privilegio  de 
no  ser  juzgados  sino  por  sus  iguales  ,  por  sus  pares ,  es 
decir,  por  otros  señores  de  su  rango  (privilegio  que  todavía 
conservan  ,  pues  que  en  caso  de  crimen  no  son  juzgados 
sino  por  la  cámara  de  los  pares)  ;  y  por  fin  los  individuos 
del  estado  general ,  para  sustraerse  á  la  jurisdicción  de  los 
jueces  de  señorío,  quisieron  también  y  lograron  ser  juzgados 
por  sus  iguales  :  de  suerte  que  lo  que  se  ha  preconizado 
como  obra  de  la  libertad  y  de  la  sabiduría  no  fué  -por  una 
parte  mas  que  obra  de  la  vanidad  y  del  orgullo  ,  y  por  otra 
un  golpe  de  política  con  que  Enrique  III  trató  de  disminuir 
el  poder  de  los  barones. 

Este  juicio  se  mantiene  allí  todavía,  en  ciertos  casos  para 
las  materias  civiles,  y  en  todos  para  las  criminales;  pero 
los  jurados  se  limitan  á  pronunciar  sobre  los  hechos  ,  y  los 
magistrados  permanentes  aplican  la  ley  como  conclusion  de 
las  premisas  de  los  hechos  que  quellos  declaran  compro- 
bados. 

XIII.  Son  dos  las  especies  de  jurados  que  existen  en  Ingla- 
terra; á  saber,  el  grand  jury,  ó  jurado  mayor,  que  declara 
haber  ó  no  haber  lugar  á  proceder  criminalmente  contra  el 
que  aparece  reo;  y  e\pcltyjury,ó  jurado  menor,  que  califica 
el  hecho  imputado  al  acusado;  de  modo  que  aquel  puede 
llamarse  jurado  de  acusación  ,  y  este  jurado  de  calificación. 
El  jurado  mayor  se  compone  de  veinte  y  tres  ciudadanos  do 
los  mas  distinguidos  por  su  fortuna  y  por  la  consideración  de 
quegozan  en  su  provincia  ;  y  el  jurado  menor  consta  de  doce 
ciudadanos  tomados  en  la  lista  en  los  que  siendo  de  edad 
de  veinte  y  uno  á  sesenta  años  tengan  mil  reales  de  renta 
líquida  al  año ,  procedente  de  tierras ,  ó  de  derechos  sobre 
ellas,  ó  disfruten  una  renta  líquida  anual  de  dos  mil  reales 
producto  de  arrendamiento  por  veinte  y  un  años  ó  mas  ,  ó 
paguen  1res  mil  reales  por  inquilinato  en  Londres  y  su  pro- 
vincia ó  dos  mil  en  otra ,  ú  ocupen  una  casa  de  quince  ó 
mas  ventanas.  Así  los  individuos  del  jurado  mayor  como  los 
del  menor  son  nombrados  por  el  sherif,  que  es  el  magis- 
trado que  elegido  anualmente  por  el  rey  á  propuesta  de  los 
doce  jueces  de  derecho  de  Inglaterra  reunidos  al  efecto,  está 
encargado  de  mantener  el  orden  en  cada  condado  ,  de  pre- 
sidir en  él  á  la  administración  de  justicia,  y  de  hacer  ejecu- 
tar todas  las  leyes  y  sentencias. 
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Trámites  del  juicio  por  jurados  en  Inglaterra. 

XIV.  Cuando  se  comete  un  crimen,  presenta  su  queja  el 
ofendido  á  un  magistrado  inferior,  llamado  juez  de  paz , 
quien  después  de  tomarle  juramento  da  orden  á  un  consta- 
ble, que  es  una  especie  de  comisario  de  policía  ,  para  que 
traiga  al  presunto  reo  y  se  apodere  de  todas  las  piezas  ó  ins- 
trumentos que  puedan  servir  para  su  convicción.  Trasládase 
el  constable  al  domicilio  del  acusado,  le  arresta  si  puede 
asegurarse  de  su  persona,  y  le  conduce  con  el  querellante  y 
los  testigos  ante  el  magistrado.  Este  los  oye  á  todos  desde 
luego  por  separado,  deja  en  libertad  al  acusado  ó  le  hace 
poner  preso  según  las  circunstancias  ,  y  designa  el  dia  mas 
próximo  para  la  información.  Llegado  este  dia,  se  presentan 
en  la  audiencia  del  juez  de  paz  los  testigos  y  el  querellante 
acompañado  de  su  altorney,  que  es  una  especie  de  procura- 
dor ó  defensor,  y  es  conducido  también  á  ella  el  presunto 
reo  ,  asistido  igualmente  de  un  atlorney  si  tiene  medios 
para  ello.  El  juez  de  paz  consigna  por  escrito  las  confesiones 
ó  reconocimientos  del  preso,  así  como  las  declaraciones  de 
los  testigos  y  del  querellante ,  tales  cuales  resultan  de  sus 
deposiciones  y  de  las  preguntas  que  sucesivamente  se  les 
dirigen,  ora  por  el  altorney  del  último  ,  ora  por  el  del  pri- 
mero ;  pero  son  muy  escasas  las  preguntas  que  se  hacen  al 
reo  ,  quien  da  cuenta  de  su  conducta  del  mejor  modo  que 
estima  convenirle,  sin  que  el  juez  se  crea  obligado  á  hacerle 
conocer  las  contradicciones  en  que  incurriere  con  los  testi- 
gos ó  consigo  mismo  :  tampoco  se  le  piden  esplicaciones 
sobre  los  cargos  que  le  resultan  ;  él  las  da  si  quiere  ,  ó  bien 
guarda  silencio.  Después  de  la  redacción  de  los  interrogato- 
rios, el  juez  de  paz  ,  atendiendo  á  la  naturaleza  del  crimen 
y  á  la  gravedad  de  los  cargos  ,  ó  pone  al  preso  en  libertad 
pura  y  simple  ,  ó  le  suelta  bajo  caución ,  ó  espide  contra  él 
un  nuevo  mandamiento  de  prisión  enviándole  á  la  cárcel 
del  condado ,  y  dejando  los  instrumentos  de  convicción  en 
poder  del  constable^  ó  del  mismo  querellante  :  examina  en 
seguida  cuál  es  el  tribunal  á  quien  según  la  calidad  del  ne- 
gocio debe  remitir  el  presunto  reo ,  es  decir,  si  debe  ser 
ante  la  corte  ó  audiencia  que  en  cada  condado  tiene  sus  se- 
siones generales  de  tres  en  tres  meses  para  todas  las  causas 
correccionales  y  aun  para  las  criminales  que  no  presentan 
cierto  grado  de  gravedad ,  ó  bien  ante  la  corte  ó  audiencia 
criminal  que  se  reúne  dos  veces  al  año  en  todos  los  conda- 
dos de  Inglaterra  y  ocho  veces  en  Londres  y  Middlessex 
para  decidir  sobre  las  acusaciones  capitales  ;  hace  luego 
que  el  querellante  y  cada  uno  de  los  testigos  firmen  un  pa- 
garé que  suele  ser  de  cuarenta  libras  esterlinas,  obligándose 
á  satisfacer  al  rey  esta  cantidad  encaso  de  que  no  se  pre- 
senten al  tribunal  en  la  próxima  sesión  ,  el  uno  para  prose- 
guir su  acción  contra  el  preso,  y  los  otros  para  deponer 
sobre  los  hechos  de  que  tienen  conocimiento  ;  y  envia  sin  di- 
lación á  la  escribanía  del  tribunal  los  pagarés  y  la  sumaria. 

XV.  En  el  tiempo  que  trascurre  hasta  la  apertura  del  tri- 
bunal,  el  procurador  del  querellante,  ó  en  su  defecto,  y 
siendo  causa  de  homicidio  ,  uno  de  los  oficiales  públicos 
llamados  coroners  que  equivalen  á  nuestros  fiscales,  á  quien 
se  pasa  copia  de  la  instrucción  ó  proceso  ,  prepara  el  escrito 
de  acusación  contra  el  presunto  reo  refiriendo  el  hecho  que 
le  imputa  y  apoyándolo  en  la  confesión  ó  reconocimiento 
que  el  mismo  reo  haya  podido  hacer  ó  en  las  deposiciones 
de  los  testigos ,  y  lo  guarda  en  su  poder  para  presentarlo  en 
su  tiempo  al  gran  jurado. 

XVI.  Abierto  en  la  acostumbrada  época  el  tribunal ,  sea 
el  correccional  presidido  por  el  sherif  ó  su  diputado,  y  com- 
puesto de  dos  ó  mas  jueces  de  paz  ,  sea  el  criminal  presidido 
por  uno  de  los  doce  jueces  de  Inglaterra  con  asistencia  per- 
sonal del  sherif  j  se  ?  -¿a  à  los  individuos  del  jurado  mayor 


los  cuales  no  están  sujetos  á  recusación  ,  y  se  les  toma  ju- 
ramento de  que  harán  una  indagación  exacta  y  rendirán 
una  decisión  conforme  á  la  verdad  sobre  todos  los  artículos, 
materias  y  cosas  que  se  les  presentaren  como  cargos ,  ó  que 
por  cualquiera  otro  medio  llegaren  á  su  conocimiento  con 
respecto  al  servicio  que  se  les  confia  ;  de  que  guardarán  se- 
creto sobre  todas  las  noticias  é  indicaciones  que  recibieren 
de  parte  de  los  oficiales  del  rey  ó  de  sus  propias  relaciones 
ó  de  las  de  sus  colegas;  de  que  no  pondrán  á  persona  alguna 
en  acusación  por  odio,  malicia  ó  mala  voluntad,  ni  decla- 
rarán tampoco  que  no  ha  lugar  á  ella  por  temor,  favor  ó 
afección  ó  por  esperanza  de  recompensa  ;  y  de  que  en  el 
ejercicio  de  sus  funciones  se  conducirán  bien  y  fielmente, 
atendiendo  solo  á  la  verdad  ,  á  toda  la  verdad  y  nada  mas 
que  á  la  verdad  ,  según  su  leal  saber  y  entender  y  con  toda 
la  sinceridad  de  su  coitVencimiento. 

XVII.  Los  individuos  del  jurado  mayor  deben  ser  ordina- 
riamente veinte  y  tres ,  para  que  sus  decisiones ,  que  se  dan 
á  la  simple  mayoría,  se  den  al  menos  á  una  mayoría  com- 
puesta de  doce  votos  ;  pero  no  es  necesario  de  rigor  aquel 
número ,  pues  que  pueden  proceder  al  ejercicio  de  sus  fun- 
ciones en  habiendo  veinte  y  dos ,  veinte  ,  y  aun  solamente 
doce,  con  tal  que  en  este  último  caso  estén  unánimes,  y  en 
los  otros  haya  á  lo  menos  doce  que  declaren  haber  lugar  á 
la  acusación.  Esta  necesidad  proviene  del  principio  funda- 
mente! de  la  ley  inglesa  que  establece  que  no  pueda  ser 
condenada  una  persona  sino  por  el  asentimiento  de  veinte 
y  cuatro  de  sus  conciudadanos;  y  así  en  efecto  se  verifica 
siempre  ,  pues  que  la  decisión  del  jurado  mayor  debe  for- 
marse por  una  mayoría  .de  doce  votos  á  lo  menos,  y  la  de 
los  doce  miembros  del  menor  ha  de  darse  por  unanimidad. 

XVIII.  Se  pasa  en  seguida  al  llamamiento  de  los  ciuda- 
danos del  jurado  menor,  que  antes  eran  veinte  y  cuatro ,  y 
ahora  son  cuarenta  y  ocho,  á  fin  de  que  no  quede  agotado 
por  las  recusaciones  el  número  de  los  doce  que  se  necesita 
para  juzgar  las  causas. 

XIX.  Terminada  esta  operación,  dirige  el  juez  un  corto 
discurso  al  jurado  mayor  recordándole  sus  obligaciones  y 
los  principios  que  deben  guiarle  ;  y  le  invita  á  pasar  á  la 
cámara  ó  sala  que  le  está  destinada  para  ocuparse  de  los 
negocios  que  le  están  sometidos.  Fórmase  en  ella  efectiva- 
mente el  gran  jurado  en  una  especie  de  tribunal  bajo  la 
presidencia  de  su  jefe  ó  foreman ,  que  es  siempre  uno  de 
los  ciudadanos  mas  eminentes  de  la  provincia  por  su  naci- 
miento, por  su  rango  y  por  su  instrucción.  Preséutanse  ante 
él  el  querellante  de  cada  causa  y  sus  testigos  :  el  uno  espone 
el  motivo  de  su  queja  y  las  circunstancias  del  crimen  de 
que  ha  sido  víctima  ;  y  los  otros  las  atestan  con  sus  deposi- 
ciones :  los  individuos  del  jurado  deliberan  en  seguida  sobre 
las  presunciones  que  resultan  contra  el  acusado;  y  si  las 
encuentran  bastante  graves,  pone  á  su  nombre  el  foreman 
al  pié  del  escrito  de  acusación  las  palabras  truc  bilí  que  dan 
á  entender  que  la  acusación  está  bien  fundada;  pero  en 
caso  contrario ,  manifiesta  con  las  palabras  nol  bilí  que  no 
ha  lugar  á  seguir  los  procedimientos. 

XX.  Vuelve  el  gran  jurado  á  la  sala  de  audiendia  con  su 
decisión,  y  compareciendo  el  preso  á  la  baira,  lee  el  es- 
cribano en  voz  alta  el  escrito  de  acusación,  anuncia  en  su 
caso  que  el  gran  jurado  la  ha  encontrado  fundada,  y  pre- 
gunta al  reo  si  se  reconoce  culpable  ó  si  quiere  sostener  su 
inocencia.  En  el  primer  caso  (que  no  deja  de  ser  frecuente 
por  la  certeza  que  tiene  el  reo  de  la  conmutación  de  su 
pena  )  el  juez ,  el  escribano ,  el  carcelero  y  casi  lodos  los 
abogados,  incluso  el  del  querellante,  le  exhortan  á  que  so 
defienda  por  si  lograre  ser  absuelto  ;  pero  si  á  pesar  de  lau- 
tas solicitaciones  persiste  en  confesarse  culpable  ,  se  le  con- 
dena sin  juicio  en  virtud  de  su  propia  confesión.  En  el  se- 
gundo caso ,  le  pregunta  el  escribano  de  qué  modo  quiero 
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ser  juzgado,  y  el  preso  responde  ó  se  entiende  responder 
que  quiere  serlo  por  Dios  y  por  su  pais  ;  lo  cual  es  ahora 
una  mera  formalidad  alusiva  á  la  opción  que  tenia  en  lo 
antiguo  el  acusado  de  preferir  el  juicio  por  jurados  ó  el  de 
la  prueba  por  el  agua  ó  el  fuego  ó  el  del  combate  judicial. 

XXI.  Adviértelo  después  el  mismo  escribano  que  va  á 
procederá  la  eslraccion  de  los  jurados  que  han  de  juzgarle, 
y  que  podrá  recusarlos  á  todos  ó  á  algunos  de  ellos  cuando 
se  presenten  á  prestar  juramento  sobre  el  libro  del  Evange- 
lio. Aunque  la  estraccion  de  los  jurados  deberia  en  rigor 
hacerse  por  sorteo,  pues  quiere  la  ley  que  los  nombres  de 
todos  ellos  se  escriban  en  otras  tantas  papeletas  y  se  pongan 
en  una  urna  de  donde  sucesivamente  hayan  de  sacarse,  es 
costumbre  sin  embargo  de  que  el  escribano  tome  los  doce 
primeros  nombres  de  la  lista  ú  otros  doce  cualesquiera  de 
los  cuarenta  y  ocho  contenidos  en  ella.  Tiene  derecno  efec- 
tivamente cada  acusado ,  así  como  también  el  querellante, 
de  recusar  todos  los  jurados  de  la  lista  cuando  le  asisten 
justas  causas  para  que  se  declare  por  sospechoso  al  sherif 
que  la  ha  formado;  en  cuyo  caso  se  hace  otra  nueva  de 
orden  del  juez  por  dos  de  los  coroners  ó  fiscales  que  se  ha- 
llen presentes.  Puede  asimismo  recusar  individualmente 
por  causas  legítimas  á  todos  aquellos  jurados  que  carezcan 
de  las  circunstancias  exigidas  por  la  ley,  ó  que  tengan  rela- 
ción'de  parentesco  ,  de  amistad  ó  de  sociedad  ó  gremio  con 
la  otra  parte  ,  ó  enemistad  ó  pleito  con  la  que  le  recusa. 
Puede  finalmente  el  acusado  ,  y  no  el  querellante,  usar  de 
la  recusación  llamada  perentoria  ;  es  decir,  recusar  en  los 
casos  de  felonía  ó  de  traición ,  sin  alegar  motivo  alguno  , 
cierto  número  de  jurados  determinados  ;  á  saber,  treinta  y 
cinco  en  el  caso  de  traición,  y  veinte  solo  en  caso  de  homi- 
cidio y  de  felonía,  y  ya  no  puede  en  tales  casos  recusar  otros 
sino  por  causas  legítimas. 

Ni  la  lista  de  los  jurados  ni  el  escrito  de  acusación  se  co- 
munican legalmente  al  acusado  sino  en  el  caso  de  traición, 
en  el  cual  se  le  hace  entrega  de  uno  y  otro  diez  dias  á  lo 
menos  antes  de  su  comparecencia  en  el  tribunal.  Las  recu- 
saciones deben  hacerse  á  la  vista  del  jurado  llamado  para 
prestar  su  juramento  y  antes  de  que  efectivamente  le  preste. 
Pero  como  la  lista  de  los  jurados  se  imprime  algunos  dias 
antes  de  la  sesión  y  se  comunica  á  los  procuradores,  tienen 
estos  mucho  cuidado  de  presentarla  á  sus  respectivos  pre- 
sos ,  quienes  lejos  de  agotar  su  derecho  de  recusación  pe- 
rentoria se  contentan  con  indicar  entonces  los  jurados  que 
desean  recusar,  y  haciéndolo  saber  el  procurador  al  escri- 
bano ,  llama  este  tan  solo  á  los  que  el  reo  acepta  y  no  á  los 
que  desecha  ;  de  manera  que  nunca  ó  casi  nunca  se  hace  re- 
cusación alguna  en  la  audiencia. 

Cuando  el  reo  es  estranjero,  tiene  derecho  á  pedir  que  la 
mitad  de  los  jurados  sean  ingleses ,  y  la  otra  mitad  estran- 
jcros  de  su  misma  nación  si  los  hay  en  la  ciudad  ó  de  otra 
nación  cualquiera  ;  y  no  es  necesario  que  los  últimos  tengan 
renta  determinada. 

XXtl.  Así  que  están  ya  sorteados  ó  escogidos  doce  jura- 
dos sin  que  ninguna  de  las  partes  los  recuse,  pronuncia  un 
alguacil  á  cada  uno  de  ellos  la  fórmula  del  juramento  con- 
cebida en  estos  términos  :  «  Vos  debéis  juzgar,  según  vues- 
tra conciencia  y  la  verdad,  la  contienda  que  hay  entre  el 
rey  nuestro  soberano  y  el  acusado  que  tenéis  delante,  y  dar 
un  justo  veredicto  conforme  á  la  evidencia.  Así  Dios  os  ayu- 
de. »  Cada  jurado  responde  à  su  vez  besando  el  libro  'del 
Evangelio.  Luego  el  alguacil  volviéndose  al  auditorio  invita 
á  los  circunstantes  á  que  den  á  los  jueces ,  al  procurador  ge- 
neral del  rey  ó  al  abogado  del  querellante  las  noticias  ó 
datos  (pie  tengan  sobro  los  crímenes  cometidos  por  el  preso, 
é  intima  á  los  testigos  que  comparezcan  á  rendir  sus  deposi- 
ciones. En  seguida  el  escribano  dice  al  preso  que  levante  la 
mano  ,  y  volviéndose  á  los  jurados  les  dirige  estas  palabras': 


«  Vosotros,  señores  jurados,  mirad  á  este  hombre  preso, 
y  prestad  atención  á  su  causa.  Él  esta  acusado  de  haber  co- 
metido tal  crimen  (y  lee  el  escrito  de  acusación).  Sobre 
esta  acusación  se  le  ha  preguntado  si  era  ó  no  culpable,  y 
habiendo  contestado  que  no  lo  era  ,  se  ha  referido  sobre  la 
verdad  de  este  hecho  al  juicio  de  Dios  y  de  su  pals.  Ahora 
bien  :  vosotros  sois  su  pais  ;  y  es  por  la  tanto  vuestro  deber 
el  de  indigar  si  es  ó  no  culpable  del  crimen  que  se  le  im- 
puta. » 

XXIII.  El  abogado  del  querellante  presenta  entonces  á 
los  jurados  una  sucinta  esposicion  de  los  hechos,  la  cual  no 
es  otra  cosa  que  una  repetición  mas  circunstanciada  de  la 
acusación,  sin  permitirse  ninguna  especie  de  invectiva  con- 
tra el  preso,  ni  hacer  reflexion  alguna  sobre  su  perversidad: 
deja  que  los  hechos  hablen ,  y  se  abstiene  de  provocar  lodo 
sentimiento  de  indignación  que  debe  inspirar  el  delito.  Al 
terminar  su  discurso  ,  que  rara  vez  dura  mas  de  un  cuarto 
de  hora  ,  dice  que  va  á  presentar  sus  testigos  en  apoyo  de 
los  hechos  que  atribuye  al  preso;  y  efectivamente  él  mis- 
mo llama  al  primer  testigo  y  le  interroga. 

Cada  testigo  ,  antes  de  deponer,  presta  juramento  de 
decir  la  verdad ,  toda  la  verdad  y  nada  mas  que  la  verdad. 

El  acusador  suele  tener  dos  ó  tres  abogados  :  el  mas  anti- 
guo hace  la  esposicion  de  los  hechos  ;  y  luego  interrogan 
los  tres  alternativamente  á  los  testigos. 

Después  del  interrogatorio  de  cada  testigo  por  el  abogado 
del  querellante,  procede  el  abogado  del  preso  ,  cuando  este 
le  tiene  (lo  cual  es  bastante  general  en  las  provincias  y. 
muy  raro  en  Londres) ,  á  interrogar  á  su  vez  al  mismo  tes- 
tigo ,  ya  para  hacerle  caer  en  contradicciones  que  debiliten 
su  testimonio,  yapara  establecer  otros  hechos  que  puedan 
ser  favorables  al  acusado  ;  y  cuando  este  carece  de  medios 
para  procurarse  un  abogado,  desempeña  las  funciones  de  tal 
el  juez  mismo  en  este  contra-examen. 

Durante  estos  debales ,  el  juez  que  casi  no  toma  parte  en 
ellos,  escribe  sumariamente  todas  las  preguntas  que  se  ha- 
cen á  los  testigos  y  sus  respuestas.  Así  es  que  cada  testigo 
tiene  que  hacer  pausadamente  su  deposición,  deteniéndose 
al  fin  de  cada  frase,  para  dar  lugar  á  que  el  juez  tome  sus 
notas;  y  solo  en  caso  necesario  le  dirige  el  juez  algunas 
preguntas  que  tienen  por  objeto  mas  bien  aclarar  lo  que  ha 
depuesto  que  no  asentar  nuevos  hechos  contra  el  acusado. 

Al  fin  de  cada  deposición,  puede  el  acusado  dirigir  al  tes- 
tigo todas  las  preguntas  que  tenga  que  hacerle. 

Los  constables  ó  comisarios  de  policía ,  los  médicos ,  ciru- 
janos y  demás  facultativos  que  hayan  intervenido  ó  tengan 
que  intervenir  en  la  causa  ,  comparecen  personalmente  á 
rendir  sus  deposiciones  sobre  los  hechos  cuya  verificación 
les  corresponda  ;  y  los  objetos  de  prueba  material  que  se  hu- 
biesen ocupado,  se  exhiben  á  los  jurados  por  las  personas  á 
quienes  el  magistrado  confió  su  custodia. 

El  abogado  del  reo  presenta  en  seguida  los  testigos  de 
descargo,  á  quienes  el  alguacil  hace  prestar  el  mismo  jura- 
mento que  á  los  testigos  de  cargo  ;  y  después  de  examinar- 
los aquel ,  puede  también  hacerles  repreguntas  el  abogado 
del  querellante. 

XXIV.  Terminado  el  examen  y  el  contra-examen  de  los 
testigos,  no  pueden  los  abogados  sacar  consecuencia  alguna 
en  contra  ni  en  pro  del  acusado,  de  cuanto  aquellos  hubie- 
ren depuesto;  pues  los  jurados  han  de  quedar  abandonados, 
digámoslo  así,  en  cuanto  á  este  punto  á  su  sagacidad  natural 
y  á  la  impresión  que  hayan  hecho  en  su  espíritu  los  dife- 
rentes testimonios.  No  se  ve  por  lo  tanto  al  abogado  del  que- 
rellante pintar  al  acusado  como  un  monstruo  de  que  es  ne- 
cesario pu»gar  la  tierra  ,  ni  compararle  á  todos  los  grandes 
malvados  que  han  llenado  de  espanto  al  mundo  con  sus  fe- 
chorías. Tampoco  se  ve  al  abogado  del  preso  presentar  á  los 
jurados  mil  suposiciones  absurdas  sobre  la  manera  con  que 
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pudo  haberse  cometido  el  crimen ,  ni  alarmarlos  y  ponerlos 
en  el  caso  de  hacer  traición  á  su  conciencia,  amenazándolos 
con  los  juicios  de  Dios  si  se  atreven  á  condenar  al  reo.  Na- 
die tiene  derecho  de  alterar  la  luz  de  la  evidencia  sometién- 
dola al  prisma  de  su  propia  opinion  ó  de  su  imaginación  : 
ella  debe  llegar  á  los  jurados  en  (oda  su  pureza  ,  y  tal  cual 
ha  sido  producida  en  los  debates;  y  á  los  jurados  solos  toca 
apreciarla  sin  el  ausilio  de  ninguna  influencia  estraña. 

El  juez  hace  entonces  á  los  jurados  un  resumen  de  la  cau- 
sa ,  es  decir,  les  lee  simplemente  las  notas  que  ha  tomado 
durante  los  debates  ,  sin  tratar  de  disimular  su  sequedad 
con  r<t$exiones  mas  ó  menos  apropiadas  al  asunto  :  solo  al- 
guna vez,  cuando  lo  exige  el  caso,  les  hace  observaciones 
sobre  los  testimonios  que  han  oido;  pero  generalmente  se 
limita  à  presentar  el  negocio  á  los  jurados  en  toda  su  des- 
nudez, esperando  que  sus  palabras  producirán  el  debido 
efecto  ,  no  por  los  adornos  de  que  pudiera  revestirlas,  sino 
por  la  importancia  de  los  hechos  por  ellas  puestos  en  claro, 
de  que  pende  la  vida  ó  la  libertad  de  uno  de  sus  conciu- 
dadanos. 

XXV.  Después  de  la  recapitulación  hecha  por  el  juez,  de- 
ben dar  los  jurados  su  fallo  ó  veredicto ,  conforme  á  la  evi- 
dencia. Para  establecer  lo  que  ellos  llaman  evidencia,  no 
tienen  otras  reglas  que  las  del  buen  sentido  ;  es  decir,  que 
para  formar  su  convicción ,  no  necesitan  de  cierto  número 
ó  de  cierta  especie  de  pruebas  atestiguadas  por  tal  ó  tal 
número  de  testigos;  pero  sin  poder  determinar  exactamente 
la  naturaleza  ó  calidad  de  las  pruebas  que  necesitan  los  ju- 
rados ingleses  para  condenar  á  un  acusado,  puede  sentarse 
en  general  que  jamas  se  deciden  á  la  condenación  por  solo 
el  convencimiento  íntimo  que  puedan  tener  de  la  culpabi- 
lidad ,  si  este  convencimiento  mismo  no  está  corroborado 
por  circunstancias  esteriores  que  presenten  la  mayor  gra- 
vedad y  sean  independientes  de  los  cargos  resultantes  de 
las  contradicciones  ó  medias  confesiones  del  acusado.  Mas 
una  vez  que  estas  circunstancias  existan  ,  no  hay  conside- 
ración humana  que  sea  capaz  de  salvar  al  acusado,  sino  es 
en  casos  que  en  sumo  grado  le  favorezcan.  Los  jurados  han 
hecho  juramento  de  juzgar  según  la  evidencia ,  y  le  observan 
con  un  candor  y  una  firmeza  incontrastables.  En  ninguna 
parte  se  respeta  mas  que  en  Inglaterra  la  religion  del  jura- 
mento :  por  eso  están  allí  fundadas  en  él  todas  las  institu- 
ciones públicas  y  todas  las  acciones  civiles;  y  efectivamente 
saben  nacerle  los  Ingleses  los  sacrificios  que  exige.  (  Así  lo 
dice  Mr.  Cottu  ;  pero  Blackstone  y  los  mas  cuerdos  de  entre 
sus  paisanos  se  plañen  de  las  piadosas  mentiras  y  perjurios 
del  jury.) 

De  aquí  es  que  las  discusiones  de  los  jurados  nunca  son 
largas ,  porque  nunca  permiten  que  se  levante  una  lucha 
entre  su  humanidad  y  su  conciencia.  Si  les  parece  que  hay 
evidencia,  la  declaran  en  un  instante,  sin  examinar  las  con- 
secuencias de  esta  declaración,  sobre  las  cuales  se  atienen 
por  otra  parle  á  la  indulgencia  no  dudosa  del  juez  ;  y  si  la 
evidencia  no  consta  de  un  modo  bastante  claro,  el  juez  mismo 
es  el  primero  que  les  insinúa  la  necesidad  de  dar  su  vere- 
dicto á  favor  del  preso.  Rara  vez  se  retiran  los  jurados  á  su 
cámara  para  deliberar  ;  y  cuando  lo  hacen  ,  apenas  perma- 
necen en  ella  mas  de  media  hora.  Siempre  ó  casi  siempre 
se  contentan  con  agruparse  al  derredor  de  su  foreman  ó 
presidente,  y  al  cabo  de  dos  ó  tres  minutos  dan  su* vere- 
dicto concibiéndole  ordinariamente  en  estos  términos  : 
tjuilty  ó  not  guilly,  culpable  ó  no  culpable,  que  por  medio 
de  aquel  hacen  saber  al  tribunal,  estando  presente  el  reo. 

XXVI.  El  veredicto  de  culpable  ó  no  culpable  se  llama 
veredicto  general ,  porque  responde  á  todas  las  cuestiones 
que  presenta  la  acusación ,  y  está  concebido  en  términos 
generales  sin  especificar  circunstancias  particulares.  Pero 
cuando  los  jurados  tienen  alguna  duda  sobre  el  punto  de  de- 


recho criminal ,  como  por  ejemplo  cuando  están  inciertos 
sobre  si  el  hecho  imputado  al  reo  es  verdaderamente  asesi- 
nato premeditado  ó  simple  homicidio ,  ó  tal  vez  no  es  crimen 
previsto  por  la  ley,  pueden  dejar  este  punto  á  la  decisión  del 
tribunal,  y  entonces  dan  un  veredicto  llamado  veridiclo  es- 
pecial, porque  especifica  las  circunstancias,  particulares  del 
hecho ,  cuya  calificación  abandonan  al  cuidado  de  los  jueces. 
Para  emitir  este  especial  veredicto ,  comienzan  por  estable- 
cer como  constantes  los  hechos  probados  contra  el  acusado, 
y  después  continúan  así  :  «  Y  si  los  hechos  establecidos  de 
la  manera  arriba  dicha  parece  á  los  jueces  que  constituyen 
un  asesinato  premeditado,  entonces  él  jury  declara  bajo  su 
juramento  que  el  preso  es  culpable  de  asesinato  premeditado; 
pero  si  creen  los  jueces  que  estos  mismos  hechos  no  cons- 
tituyen un  asesinato  premeditado,  entonces  declara  el  jury 
que  el  acusado  no  es  culpable  de  asesinato  premeditado.  » 

Los  jurados  menores  tienen  también  la  facultad  de  hacer 
en  sus  veredictos  las  mismas  distinciones  que  los  jurados 
mayores  ;  pero  unos  y  otros  usan  de  ella  muy  raras  veces. 
Así  es  que  según  la  ocasión  dan  un  veredicto  concebido  en 
estos  términos  :  culpable,  no  de  felonía,  sino  de  un  simple  de- 
lito ;  culpable ,  no  de  robo  nocturno  con  fractura,  sino  de  fe- 
lonía ;  culpable. ,  no  de  asesinato ,  sino  de  homicidio  sin  pre- 
meditación. 

Deben  los  jurados  dar  su  veredicto  por  unanimidad;  pero, 
sea  que  á  causa  de  la  sencillez  de  la  instrucción  nunca  ten- 
gan que  fallar  sino  sobre  crímenes  evidentes,  sea  que  no 
consientan  en  declarar  la  culpabilidad  sino  cuando  las  acu- 
saciones se  apoyan  en  pruebas  incontestables,  sea  finalmente 
que  la  minoría  se  crea  en  el  deber  de  unirse  á  la  mayoría, 
lo  cierto  es  que  esta  unanimidad  requerida  por  la  ley  no  es 
un  obstáculo  para  la  prontitud  de  su  decisión.  Así  es  muy 
raro ,  como  ya  se  ha  dicho ,  que  se  retiren  á  su  cámara  para 
deliberar  :  mas  cuando  lo  estiman  necesario ,  el  escribano 
hace  prestar  juramento  á  uno  de  los  dependientes  del  tri- 
bunal de  que  los  tendrá  encerrados  sin  fuego ,  sin  luz,  y  sin 
comer  ni  beber  hasta  que  entreguen  su  declaración  ó  vere- 
dicto. El  juez  sin  embargo  acostumbra  modificar  tan  esce- 
sivo  rigor,  permitiendo  á  los  jurados  tomar  algún  lijero  ali- 
mento. 

XXVII.  Luego  que  los  jurados  presentan  su  veredicto  , 
si  en  él  se  declara  no  culpable  al  preso,  pronuncia  el  juez 
su  absolución,  y  le  manda  poner  inmediatamente  en  liber- 
tad ;  pero  si  se  le  declara  culpable ,  se  le  vuelve  á  llevar  á  la 
prisión  ,  pues  no  se  le  condena  por  entonces  á  la  pena  me- 
recida ,  sino  en  caso  de  homicidio.  Al  fin  de  la  sesión  es 
cuando  se  pronuncian  juntamente  todas  las  condenaciones  , 
quedando  comprendidos  y  envueltos  en  una  sola  sentencia 
todos  los  condenados  á  la  misma  pena  por  las  diferentes 
acusaciones  que  se  han  ventilado.  El  juez  entonces  se  cubre 
la  cabeza  con  un  velo  negro,  da  á  su  semblante  una  espre- 
sion  de  tristeza  augusta  y  solemne  ,  dirige  á  los  culpables 
reunidos  un  discurso  severo  en  que  les  hace  ver  la  enor- 
midad de  sus  crímenes  y  la  necesidad  en  que  se  halla  de 
poner  á  la  sociedad  á  cubierto  de  tanta  perversidad  y  ma- 
licia, y  concluye  pronunciando  las  sentencias  condenatorias 
que ,  aunque  en  su  mayor  parte  son  de  muerte ,  se  conmutan 
en  seguida  por  el  mismo  juez  ,  como  comisario  del  rey,  en 
reclusión  ó  deportación  por  siete  ó  catorce  años  ó  por  toda 
la  vida,  ó  en  prisión  y  azotes,  según  la  gravedad  de  los 
casos  ,  bajo  la  condición  de  que  la  conmutación  será  ratifi- 
cada por  el  rey,  que  en  efecto  tiene  la  costumbre  constante 
de  hacerlo.  Así  pues  la  pena  de  muerte  no  se  pronuncia  en 
verdad  sino  por  satisfacer  à  la  ley  que  la  prodiga  con  un 
esceso  horroroso,  y  apenas  deja  de  conmutarse,  sino  en  los 
casos  de  asesinato  ,  y  alguna  vez  de  violencia  hecha  á  mu- 
jeres, ó  de  falsificación  ó  emisión  de  billetes  de  banco.  De 
otro  modo  habrían  de  derramarse  en  los  patíbulos  de  Ingla- 


JU 


1084 


JU 


terra  torrentes  de  sangre  que  llenarían  de  horror  á  la  nación 
entera ,  porque  cada  año  se  pronuncian  allí  sobre  mil  y 
doscientas  condenaciones  capitales ,  de  las  cuales  con  el  be- 
néfico derecho  de  la  conmutación  no  se  ejecutan  sino  una 
de  cada  doce  ó  trece.  Resulla  ,  es  cierto,  que  los  jueces  tie- 
nen una  especie  de  derecho  de  vida  y  muerte  sobre  casi 
todos  los  reos  declarados  culpables  por  los  jurados,  y  que 
llevando  suspendida  la  espada  de  la  justicia  sobre  dichas 
mil  y  doscientas  cabezas ,  pueden  dejarla  caer  sobre  las 
que  mejor  les  plazca;  pero  este  poder  exorbitante  se  halla 
circunscrito  por  el  uso  á  límites  bastante  estrechos,  y  su 
ejercicio  está  por  otra  parte  confiado  á  magistrados  tan  in- 
dulgentes como  respetables. 

XXVIII.  Cuando  el  veredicto  de  los  jurados  parece  al 
tribunal  contrario  à  la  evidencia  ,  es  necesario  distinguir 
fi  se  ha  dado  en  pro  ó  en  contra  del  acusado.  —  En  el  pri- 
mer caso ,  puede  el  juez  hacer  á  los  jurados  una  nueva 
esposicion  de  la  causa ,  é  invitarlos  á  examinarla  con  mas 
atención  y  á  mudar  su  veredicto;  pero  si  los  jurados  per- 
sisten en  mantenerle  ,  está  obligado  el  juez  á  absolver  al 
acusado ,  á  no  ser  que  suponga  mala  fe  ó  corrupción  de  parte 
de  algunos  jurados.  En  esta  última  hipótesis  ,  puede  sus- 
pender la  absolución  y  dar  cuenta  al  rey,  quien  manda  pro- 
ceder contra  los  jurados  sospechosos;  y  si  en  virtud  de  estos 
procedimientos  ,  que  se  conducen  como  todos  los  demás  , 
se  encuentran  culpables  todos  ó  algunos  jurados,  se  anula 
el  veredicto,  y  se  constituye  un  nuevo  jury  para  juzgar  al 
acusado.  Mas  fuera  de  estos  casos  estraordinarios  ,  no  se 
puede  revocar  jamas  la  absolución  de  un  acusado,  según  el 
principio  reconocido  por  todos  los  pueblos  :  Non  bis  in  idem. 
—  En  el  segundo  caso  ,  después  de  haber  exhortado  igual- 
mente á  los  jurados  á  mudar  su  veredicto  ,  está  obligado  el 
juez  á  condenar  al  preso  en  la  pena  prescrita  por  la  ley, 
pero  tiene  el  derecho  de  suspender  la  ejecución  de  la  sen- 
tencia; y  á  su  regreso  á  Londres,  da  cuenta  del  negocio 
á  los  doce  grandes  jueces  de  Inglaterra  reunidos ,  á  quie- 
nes comunica  las  notas  que  tomó  en  la  audiencia  sobre  las 
deposiciones  de  los  testigos;  y  si  los  doce  jueces  son  de 
opinion  de  que  efectivamente  el  veredicto  era  contrario  á  la 
evidencia  ,  dirigen  su  informe  al  rey,  que  otorga  gracia  en- 
tera de  indulto  al  condenado.  —  Pero  estos  casos  son  rarí- 
simos ;  el  primero ,  porque  no  hay  juez  que  se  obstine  tan 
vivamente  en  la  condenación  de  un  acusado,  aunque  le  crea 
culpable;  y  el  segundo  aporque  es  todavía  mas  difícil  de 
suponer  que  los  jurados  ,  contra  la  opinion  del  juez  y  contra 
las  consecuencias  naturales  que  debían  sacar  de  los  debates , 
persistan  en  encontrar  culpable  al  encausado  ;  y  porque 
de  otra  parle  sucede  con  frecuencia ,  que  cuando  los  cargos 
no  parecen  suficientes  al  juez ,  invita  este  al  abogado  del 
querellante  á  que  abandone  ó  renuncie  su  persecución  ,  en 
lo  cual  no  deja  nunca  de  consentir,  de  suerte  que  los  jurados, 
después  de  la  lectura  del  escrito  de  acusación  ,  pronuncian 
el  nol  guilty,  no  culpable  ,  por  falta  de  parte  que  prosiga 
la  causa. 

XXIX.  En  cuanto  á  las  causas  ó  motivos  de  nulidad,  casi 
no  pueden  contarse  mas  de  cuatro  ,  que  se  derivan  de  la 
esencia  misma  del  procedimiento  :  la  primera  es  cuando  la 
acusación  no  está  concebida  en  los  términos  mismos  de  la 
ley  :  la  segunda,  cuando  el  crimen  imputado  al  preso  no  es 
un  crimen  previsto  por  la  ley  :  la  tercera  ,  cuando  la  pena 
pronunciada  por  el  juez  no  es  la  que  la  ley  ha  prescrito  al 
i  rimen  ;  y  la  cuarta  ,  cuando  en  la  audiencia  ha  sucedido 
algún  hecho  ilegal ,  como  por  ejemplo  si  después  del  juicio 
se  echase  de  ver  que  todos  los  testigos ,  en  vez  de  jurar 
sobre  la  Biblia,  habían  jurado  casualmente  sobre  un  libro 
de  comedias.  —  En  el  primer  caso,  si  el  acusado  se  queja 
con  alguna  apariencia  de  razón  de  la  forma  del  escrito  acu- 
satorio ,  lo  retira  el  acusador  y  redacta  otro  mas  regular 


que  va  inmediatamente  á  presentar  al  gran  jurado.  —  En  el 
segundo  caso  ;  si  el  crimen  imputado  no  está  previsto  por  la 
ley,  puede  entonces  el  reo  abrazar  uno  de  dos  partidos , 
esto  es  ,  ó  bien  oponerse  á  la  acusación  ,  ó  bien  sufrir  el 
juicio  sobre  el  hecho  que  se  le  alribuye  y  sostener  después 
que  este  hecho  no  se  reputa  crimen  por  la  ley,  como  por 
ejemplo  que  no  constituye  traición  ó  felonía.  Si  abraza  el 
primer  estremo ,  es  decir,  si  forma  oposición  al  escrito  acu- 
satorio ,  es  necesario  que  comience  por  confesarse  culpable 
del  hecho  que  se  le  imputa,  y  que  sostenga  que  no  es  un 
crimen  legal  ;  y  entonces  el  juez  decide  el  punto  de  derecho , 
y  pronuncia  la  sentencia.  Mas  si  adopta  el  segundo  partido, 
no  queriendo  correr  el  riesgo  de  confesarse  autor  del  hecho 
imputado  ,  deja  que  el  debate  siga  su  curso  ordinario,  y 
después  de  la  decisión  del  jury  sobre  el  punto  de  hecho  , 
hace  litigar  ante  el  juez  la  cuestión  de  derecho.  El  juez,  si  en- 
cuentra delicada  esta  cuestión ,  puede  abstenerse  de  fallarla 
por  sí  mismo  y  someter  su  decisión  á  sus  doce  colegas  reu- 
nidos. Pero  si  estimándola  sencilla  se  cree  en  estado  de 
juzgarla  por  sí  mismo  y  la  juzga  contra  el  acusado  ;  ó  si  en 
el  tercer  caso  que  mas  arriba  se  acaba  de  indicar,  aplicó  al 
reo  una  pena  que  este  pretende  no  ser  la  que  corresponde 
á  su  delito  ;  el  abogado  del  reo  se  presenta  entonces  con  uno 
ó  dos  de  sus  compañeros  al  juez  después  de  la  audiencia , 
le  hace  observaciones  sobre  su  decisión,  y  le  anuncia  la  re- 
solución que  ha  tomado  de  apelar  de  su  fallo  como  erróneo 
al  banco  del  rey,  que  es  el  supremo  tribunal  criminal  de 
Inglaterra.  El  juez  tiene  la  facultad,  ó  de  suspender  la  eje- 
cución de  su  sentencia  hasta  que  recaiga  decisión  del  banco 
del  rey,  ó  de  hacerla  llevar  á  efecto  bajo  su  propia  respon- 
sabilidad sin  tomar  en  cuenta  las  observaciones  que  se  le 
han  hecho  ;  pero  regularmente  adopta  el  partido  de  la  sus- 
pension ,  por  no  cargar  con  una  responsabilidad  que  podría 
serle  funesta.  —  En  el  cuarto  caso  finalmente,  en  que  se 
trata  de  un  hecho  ilegal  cometido  en  la  audiencia ,  el  tribu- 
nal del  banco  del  rey  comienza  por  examinar  si  el  hecho 
alegado  es  de  tal  naturaleza  que  en  caso  de  probarse  sea 
capaz  de  acarrear  la  nulidad  del  procedimiento;  y  si  así  es, 
remite  la  contestación  ó  averiguación  del  tal  hecho  ante  un 
jury ,  siempre  elegido  en  el  condado ,  y  anula  después  la 
sentencia  si  el  hecho  se  declara  comprobado.  —  Todas  las 
causas  se  ventilan  ante  el  tribunal  del  banco  del  rey  por  los 
abogados  de  las  dos  partes.  Después  de  las  defensas,  el  juez 
que  dio  el  fallo  lee  sus  notas  á  sus  compañeros  y  les  esplica 
los  motivos  de  su  decisión  ;  los  jueces  resuelven  en  seguida 
la  cuestión  dando  sus  votos  públicamente  y  en  voz  alta  ;  y 
según  que  la  nulidad  recae  sobre  el  veredicto ,  como  cuando 
resulta  que  los  testigos  ó  prestaron  mal  el  juramento  ó  abso- 
lutamente no  le  prestaron,  ó  que  no  recae  la  nulidad  sino 
sobre  la  pena  pronunciada  por  el  juez,  anulan  en  aquel  caso 
el  veredicto  y  remiten  el  preso  á  otra  sesión  ó  reunion  de  la 
audiencia  ó  corte  criminal  para  que  en  ella  sea  juzgado  ,  ó 
en  el  último  caso  reforman  la  pena  ilegalmente  impuesta 
por  el  juez  y  aplican  la  pena  determinada  por  la  ley. 

ANÁLISIS   DEL   JURADO   INGLÉS. 

XXX.  Tal  es  en  Inglaterra  el  curso  ordinario  de  los  pro- 
cedimientos criminales  ,  tal  es  allí  el  juicio  por  jurados , 
según  nos  lo  describe  con  mas  estension  y  minuciosidad  , 
pintándole  con  los  colores  mas  favorables,  un  magistrado 
distinguido  que  fué  enviado  allá  por  el  gobierno  francés 
para  estudiar  el  sistema  y  la  marcha  de  esta  institución , 
y  que  el  año  de  1820  publicó  en  París  el  resultado  de  sus 
investigaciones.  Veamos  ahora  los  motivos  de  la  invención 
ó  adopción  del  jurado  en  ese  pais  que  con  razón  se  llama 
su  verdadera  patria,  estudiemos  sus  bases,  analicemos  sus 
elementos,  examinemos  sus  ponderadas  ventajas,  ya  que 
eu  Inglaterra  es  donde  ,  según  dicen ,  existe  real  y  veraa- 
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deramente  esta  planta ,  mientras  que  en  otros  países  no  se 
tiene  mas  que  su  sombra. 

Motivos  de  la  adopción  del  jurado ,  y  sus  condiciones 
ó  elementos  esenciales. 

XXXI.  Era  un  siglo  de  ignorancia  y  superstición  ,  en  que 
el  abuso  del  dogma  de  la  Providencia  hizo  creer  á  los  hom- 
bres que  Dios  estaba  siempre  dispuesto  á  trastornar  las  leyes 
de  la  naturaleza  para  sostener  en  este  mundo  el  triunfo  de 
la  justicia  ;  en  que  se  tenia  por  seguro ,  que  cuando  no  bas- 
taban los  medios  ordinarios  para  averiguar  la  verdad  ó  la 
falsedad  de  un  hecho  en  cuestión,  no  podia  el  cielo  dejar 
de  manifestarla  haciendo  un  milagro  en  favor  de  la  vera- 
cidad ó  de  la  inocencia  ó  abandonando  la  suerte  del  hombre 
falso  ó  culpado  al  rigor  del  orden  natural  de  las  cosas  ;  en 
que  se  cuidaba  mas  de  tentar  á  Dios  y  buscarlo  todo  en  el 
cielo ,  que  de  adelantar  con  el  trabajo  y  el  estudio  la  ciencia 
de  las  leyes.  Pero  luego  que  se  conoció  que  Dios  no  habia 
querido  poner  la  revelación  de  la  verdad  en  la  punta  de  una 
lanza  ni  en  el  agua  hirviendo ,  ni  en  la  barra  encendida, 
pues  que  el  fuego  á  nadie  perdonaba ,  y  en  el  combate 
judicial  no  vencía  sino  el  mas  valiente  ó  el  mas  diestro , 
forzoso  fué  buscar  entonces  por  otro  camino  la  fugitiva  ver- 
dad ,  y  adoptar  otros  medios  para  la  investigación  de  los 
hechos  criminales  y  de  sus  perpetradores.  Natural  era  en- 
tonces ,  aunque  absurdo  ,  recurrir,  como  se  recurrió ,  á  la 
coacción  y  por  fin  al  tormento,  ya  por  las  relaciones  y  puntos 
de  contacto  que  habia  entre  las  pruebas  del  fuego  y  del  agua 
y  aquel  medio  ,  ya  porque  creyéndose  indispensable  en  vista  ' 
de  la  falibilidad  de  las  demás  pruebas  la  confesión  del  mismo 
reo  para  reputar  comprobado  el  hecho ,  la  primera  idea 
que  debia  de  ocurrir  era  la  de  arrancarle  de  cualquier  modo 
esta  confesión.  Entonces  fué  cuando  en  Inglaterra  se  orga- 
nizó el  jurado  con  el  doble  objeto  de  disminuir  el  poder  de 
los  señores  y  de  contener  los  crímenes  que  asolaban  el  país  , 
tratando  de  lograr  por  medio  de  esta  especie  de  tribunal 
arbitrario  el  castigo  de  tantos  delincuentes  cuyo  descubri- 
miento era  difícil  en  estremo  por  razón  del  estado  de  la 
sociedad  ;  pero  si  bien  en  otras  partes  se  aplicaba  la  tortura 
á  los  encausados  para  arrancarles  la  confesión  de  sus  delitos, 
aquí  se  prescribía  en  cierto  modo  contra  los  jueces  para 
arrancarles  la  sentencia.  No  habia  efectivamente  en  aquella 
época  institución  alguna  que  no  se  resintiese  de  la  barbarie 
■de  los  tiempos.  Creyóse  de  buena  fe  ó  se  afectó  creer ,  que 
:si  Dios  no  manifestaba  la  verdad  de  los  hechos  por  medio 
del  fuego  ni  del  agua  ni  del  combate ,  no  podia  menos  de 
■revelarla  por  medio  de  la  conciencia  ,  de  la  conciencia  pú- 
blica ,  de  la  conciencia  de  cierto  número  mas  ó  menos  grande 
'de  personas  dotadas  de  sentido  común;  que  el  instinto  do 
muchos  hombres  reunidos ,  cuando  no  se  halla  oscurecido 
por  ninguna  pasión  particular,  no  puede  jamas  engañarlos 
à  todos  juntos  ;  y  que  de  consiguiente  la  declaración  unánime 
y  espontánea  de  cierto  número  de  ciudadanos  iguales  al 
acusado  sobre  la  existencia  de  un  hecho  en  cuestión  ,  debia 
tenerse  por  tan  infalible  y  segura  como  si  el  mismo  Dios 
bajase  de  los  cielos  y  la  hiciese  paladinamente  en  medio  de 
los  hombres,  Reputóse  pues  por  infalible  la  declaración  de  los 
jurados,  concurriendo  como  esenciales  las  cinco  circuns- 
tancias ó  condiciones  siguientes  :  Ia.  que  los  jurados  fuesen 
pares  ó  iguales  al  acusado;  2*.  que  fuesen  sacados  por  sorteo 
entre  los  ciudadanos  que  goxasen  de  cierta  renta  y  de  sen- 
tido común  ,  y  que  después  de  fallado  el  negocio  para  que 
fueran  llamados  volviesen  á  su  clase  de  particulares  ;  3a.  que 
su  declaración  ó  sentencia  se  diese  por  unanimidad;  fta.  que 
fuese  espontánea  ,  es  decir,  que  no  la  precediese  defensa  ni 
deliberación  ;  y  ba.  que  no  recayese  sino  tan  solamente  sobre 
la  existencia  del  hecho  atribuido  al  acusado. 


Primera  condición  :  la  igualdad  de  los  jurados 
con  el  acusado. 

XXXII.  Estimóse  necesaria  en  primer  lugar  la  circuns- 
tancia de  la  igualdad,  para  que  la  injusta  prevención  ó  la 
ciega  parcialidad  que  los  jurados  pudieran  tener  contra  la 
clase  de  ciudadanos  en  que  se  encontrase  el  acusado,  no 
influyese  desfavorablemente  en  la  decisión  que  habrían  de 
dar  sobre  la  causa.  Suponíase  que  los  lores  tratarían  con 
dureza  y  menosprecio  á  los  ciudadanos  de  inferior  condición 
cuya  suerte  cayese  en  sus  manos,  y  que  estos  últimos  mi- 
rarían con  indignación  á  los  primeros  en  igual  caso,  pudiendo 
resultar  de  estos  sentimientos  peligrosos  el  que  no  se  juz- 
gasen con  equidad  los  unos  á  los  otros;  y  por  eso  se  esta- 
bleció que  los  lores  ó  señores  fuesen  juzgados  por  otros 
lores  ,  y  los  demás  ciudadanos  por  otros  ciudadanos  que 
fuesen  iguales  á  ellos  ante  la  ley.  Asi  también  en  Roma 
los  patricios  eran  juzgados  por  el  senado,  y  los  plebeyos 
por  el  pueblo  ó  sus  tribunos,  y  la  misma  marcha  se  ha 
seguido  poco  mas  ó  menos  en  las  repúblicas  de  Venecia 
y  de  Genova;  pero  Bríssol  de  Warville  en  su  Teoría  de 
las  leyes  criminales  califica  de  abuso  esta  division  del 
poder  de  juzgar  en  las  aristocracias  y  democracias  mixtas  , 
dando  por  razón  que  rara  vez  hay  criminales  donde  los 
jueces  están  interesados  en  no  encontrarlos.  «  El  senado , 
dice  ,  queria  absolver  á  los  Coriolanos  y  á  los  Apios  ;  y  el 
pueblo  escusaba  á  los  Gracos  ,  y  á  los  Saturninos.  Para  ob- 
viar á  este  inconveniente  que  aceleró  la  ruina  de  Roma , 
hubiera  sido  preciso  sujetar  á  los  senadores  á  ser  juzgados 
por  el  pueblo,  y  al  pueblo  por  el  senado  :  la  balanza  habría 
sido  igual,  y  el  crimen  hubiera  sido  castigado  en  todos  los 
órdenes;  no  teniendo  el  culpable  relación  alguna  con  su  juez, 
y  siendo  por  el  contrario  su  rival ,  no  hubiese  podido  cor- 
romperle, pues  que  no  hay  prevaricación  ó  impunidad  donde 
la  ley  severa  levanta  un  muro  de  separación  entre  el  juez  y 
el  acusado.  »  Entre  estos  dos  sistemas  tan  opuestos,  esto 
es,  entre  el  de  ser  juzgado  por  sus  pares  ó  iguales  ó  bien  por 
sus  rivales  ó  contrarios,  ¿no  ocurre  naturalmente  como 
mas  ventajoso  para  la  recta  administración  de  justicia  el 
tercer  sistema  de  no  ser  juzgado  por  los  unos  ni  por  los  otros, 
sino  por  tribunales  compuestos  de  personas  imparciales  que 
no  tengan  motivos  de  afecto  ni  de  aversion  al  acusado  y  que 
no  estén  interesadas  en  condenarle  ó  absolverlo  ?  El  mejor 
juez  no  es  por  cierto  el  que  está  poseído  de  alguna  preocu- 
pación para  absolver  ó  condenar  á  los  reos,  sino  el  que  se 
halla  dotado  de  integridad  y  buena  fe  para  no  condenar  á 
los  inocentes  ni  absolver  á  los  criminales  ;  porque  en  absol- 
ver á  estos  causaría  perjuicios  á  la  sociedad ,  y  en  condenar 
á  aquellos  cometería  un  atentado  contra  los  individuos. 

Segunda  condición  :  sorteo  de  los  jurados  para  cada 
causa. 

XXXIII.  Creyóse  indispensable ,  en  segundo  lugar,  que 
los  jurados  se  sacasen  por  turno  ó  por  sorteo  entre  los  ciu- 
dadanos que  gozasen  de  cierta  renta  y  de  sentido  común,  y 
que  fallado  el  negocio  para  que  fueran  llamados  volviesen  á 
su  clase  de  particulares  ;  porque  así  quedaban  aseguradas 
la  independencia  y  la  imparcialidad  de  los  que  habían  de 
declarar  la  inocencia  ó  la  culpabilidad  de  los  acusados ,  y 
sus  declaraciones  podrían  ser  consideradas  como  efecto  de 
la  convicción  por  el  resultado  de  las  pruebas ,  y  no  como 
efecto  de  prevenciones  ó  de  influencias  eslrañas.  Se  temió 
que  los  jurados,  así  como  los  jueces  permanentes,  nombrados 
por  el  gobierno  estarían  siempre  sujetos  por  razón  de  su 
origen  al  influjo  ministerial,  y  no  fallarían  las  causas  sino 
según  conviniese  al  interés  de  aquel  :  temióse  igualmente , 
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que  tanto  los  unos  como  los  otros ,  cualquiera  que  fuese  su 
origen  ,  si  permanecían  largo  tiempo  en  el  ejercicio  de  su 
encargo ,  se  volverían  en  fuerza  del  hábito  indiferentes  y 
aun  crueles  con  los  acusados,  creyendo  ver  en  cada  uno  de 
ellos  un  culpable  y  adquiriendo  cierta  prevención  para  con- 
denarlos mas  bien  que  para  absolverlos.  Pareció  por  eso 
mucho  mas  conveniente ,  á  fin  de  evitar  estos  escollos  del 
hábito  y  de  la  independencia ,  sacar  los  jurados  por  suerte 
de  la  masa  de  los  ciudadanos  para  cada  una  de  las  causas 
que  ocurriesen ,  con  objeto  de  calificar  los  hechos;  y  con- 
servar los  jueces  permanentes  nombrados  por  el  gobierno 
solo  .para  dirigir  el  debate  y  aplicar  la  pena.  Resultó  pues  un 
tribunal  criminal  compuesto  de  dos  secciones  :  la  primera  , 
que  no  es  otra  cosa  que  una  reunion  accidental  y  pasajera 
de  simples  ciudadanos,  sabios  ó  ignorantes,  con  instrucción 
ó  sin  ella,  y  dedicados  á  otras  profesiones  diferentes  de  la 
de  juzgar,  está  encargada  de  la  parle  mas  espinosa  y  deli- 
cada de  ios  juicios,  como  luego  veremos,  esto  es,  de  des- 
cubrir al  juez  por  solo  su  instinto  y  sin  responsabilidad  alguna 
la  culpabilidad  ó  inocencia  de  los  acusados;  y  la  segunda  , 
que  consta  de  un  solo  juez ,  preparado  con  largos  estudios  y 
dotado  de  grandes  prendas ,  no  tiene  casi  otro  oficio  que  el 
de  aplicar  como  una  mera  máquina  las  penas  establecidas,  ó 
sea  el  de  proclamar  la  ley  como  un  simple  heraldo  ,  para  lo 
cual  bastaba  solo  el  saber  leer.  Mas  como  las  penas  son  du- 
rísimas por  haberse  establecido  en  tiempos  de  barbarie , 
puede  el  juez,  después  de  haberlas  pronunciado  por  satisfacer 
á  la  ley,  conmutarlas  si  quiere  en.otras  menos  repugnantes 
á  la  suavidad  de  las  actuales  costumbres  :  de  suerte  que  si 
por  una  parte  la  declaración  de  la  culpabilidad  ó  de  la  ino- 
cencia depende  del  capricho  del  jury,  por  otra  la  aplicación 
de  la  pena  es  un  acto  tan  arbitrario  que  no  parece  sino  que 
el  juez  tiene  derecho  de  vida  y  muerte  sobre  casi  todos  los 
reos  que  el  Jury  ha  declarado  culpables;  y  así  se  ve  que 
unas  veces  se  envía  á  la  horca  al  que  ha  robado  un  cordero 
ó  una  cantidad  de  cinco  reales,  y  otras  se  pone  en  reclusión 
ó  se  deporta ,  si  es  que  no  se  absuelve ,  á  un  reo  de  homi- 
cidio. 

¿  No  se  podría  decir,  en  vista  de  una  organización  tan 
bastarda  de  los  tribunales  crimínales  y  de  sus  funestos  resul- 
tados, que  por  precaver  dos  males  inciertos  y  aun  impro- 
bables, los  déla  dependencia  y  del  hábito,  se  había  incurrido 
en  otros  males  mas  graves,  mas  ciertos  y  seguros,  los  de 
cierta  especie  de  anarquía  por  una  parte,  y  de  despotismo 
por  otra  en  los  juicios?  ¿No  podria  sentarse ,  que  por  razón 
del  sorteo  de  los  jurados  se  ha  convertido  la  administración 
de  justicia  en  un  verdadero  juego  de  lotería  ,  y  que  por  razón 
de  las  facultades  exorbitantes  que  la  necesidad  ha  conferido 
á  los  jueces  no  hay  garantías  legales  para  la  igualdad  y 
proporción  en  la  apiieacion  de  las  penae  ? 

XXXIV.  Pero  veamos  la  importancia  de  esos  males,  tan 
ponderados  y  temidos  de  la  dependencia  y  del  liábilo  de  los 
jueces  permanentes  nombrados  por  el  gobierno.  Estos  jue- 
ces, dicen  los  juradistas,  estarán  siempre  adheridos  al  go- 
bierno que  los  ha  nombrado ,  pues  aunque  sean  inamovibles 
y  no  puedan  temer  una  destitución  arbitraria,  no  dejarán 
de  abrigar  esperanzas  de  ascensos  y  de  favor  para  sí  mismos 
ó  para  sus  familias;  y  así,  encargándoseles  la  plenitud  de 
las  funciones  judiciales,  esto  es,  tanto  el  conocimiento  del 
hecho  como  el  del  derecho  ,  no  las  desempeñarán  ni  darán 
sentencia  sino  en  el  sentido  que  quieran  los  ministros  ,  de 
modo  que  de  la  voluntad  de  estos  precisamente  dependerá 
Ja  suerte  de  los  acusados.  ¡Bellísima  razón  por  cierto  para 
crear  jurados  de  sorteo ,  y  no  dejar  á  los  jueces  nombrados 
por  el  gobierno  mas  facultad  que  la  de  aplicar  las  penas  ! 
Distingamos  los  delitos  en  comunes  y  políticos,  y  empece- 
mos por  los  comunes.  ¿  Supondremos  que  el  gobierno  tendrá 
interés  en  que  se  absuelva  ó  se  condene  por  afecto  ó  aver- 


sion personal  á  los  acusados  de  homicidio,  de  robo,  de  fal- 
sedad ó  de  otro  delito  ordinario?*  ¿Creeremos  que  entre  estos 
reos  se  encontrarán  los  amigos  y  los  enemigos  personales 
de  los  ministros?  Y  si  alguna  persona  de  valía  cometiese  uno 
de  dichos  crímenes,  y  un  ministro  quisiese  inQuir  en  la  de- 
cisión de  la  causa  por  movimiento  propio  ó  por  recomen- 
dación ,  ¿  no  lo  haría  mas  bien  en  pro  que  «n  contra  del 
reo?  Confesemos  pues  que  la  dependencia  délos  jueces  per- 
manentes con  respecto  al  ministerio  no  puede  ser  perjudicial 
á  los  acusados  de  delitos  comunes.  Mas  probable  es  que  los 
jurados,  tomados  entre  todas  las  clases  de  la  sociedad ,  por 
honrados  y  virtuosos  que  sean  ,  tengan  algún  punto  de  con- 
tacto en  bien  ó  en  mal  con  algunos  de  estos  delincuentes  : 
mas  fácil  es  que  ellos,  y  no  los  ministros  ni  los  jueces,  estén 
apasionados  y  sean  parciales  y  tuerzan  la  rectitud  de  sus 
juicios  en  pro  ó  en  contra  por  amistades  ó  enemistades  ocul- 
tas ,  por  rivalidades  que  no  se  sepan  ,  por  intereses  comunes 
ó  contrarios ,  por  prevenciones  injustas ,  por  opiniones  par- 
ticulares, por  espíritu  general  de  cuerpo  ó  de  partido  :  mas 
peligroso  es  que  los  ciudadanos  particulares  no  vean  los 
delitos  ni  ásus  perpetradores  sino  al  través  del  prisma  desús 
hábitos  y  costumbres  y  ventajas  personales.  Lo  cierto  es,  que 
si  el  crimen  hiere  los  intereses  de  los  jurados,  no  directamente, 
pues  que  en  tal  caso  no  podrían  serlo  en  la  causa  ,  sino  sus 
intereses  habituales,  su  manera  de  vivir,  sus  usos  y  cos- 
tumbres ,  se  muestran  entonces  demasiado  severos;  y  sí  por 
el  contrario  el  delito  tiene  relación  con  sus  hábitos,  si  sien- 
ten que  habrían  podido  cometerlo  ellos  mismos,  si  antiguos 
recuerdes  los  acusan  de  acciones  análogas,  son  entonces 
mas  indulgentes  y  no  se  resuelven  con  facilidad  á  condenar 
en  otro  aquello  mismo  de  que  les  remuerde  su  conciencia. 
Los  fabricantes  y  comerciantes  de  buena  fe  se  preocupan 
comunmente  por  meras  presunciones  contra  los  acusados  de 
fraude  ó  contrabando,  á  los  cuales  por  el  contrario  favore- 
cen los  habitantes  de  las  provincias  fronterizas  y  todos  los 
que  se  dedican  al  comercio  ilícito  ó  han  tenido  con  ellos 
relaciones  de  amistad  ó  de  negocios.  Cuando  los  robos  con 
fractura  ,  los  incendios  ó  los  asesinatos  son  frecuentes  en  un 
pais,  el  terror  general  hace  desplegar  á  los  jurados  un  rigor 
desmedido  contra  los  acusados  de  estos  crímenes  ,  porque 
cegados  los  ciudadanos  particulares  con  la  alarma  y  la  inmi- 
nencia del  peligro  creen  hallar  motivos  de  convicción  donde 
no  los  hay  mas  que  de  recelos  y  conjeturas,  y  buscan  natu- 
ralmente en  sus  declaraciones  adversas  un  remedio  contra 
el  mal  que  temen.  Si  se  trata  de  hurtos  domésticos,  los  ju- 
rados son  también  mucho  mas  fáciles  que  los  jueces  en  sus 
fallos  condenatorios,  y  vuelven  del  tribunal  á  sus  casas  con 
tanta  prevención ,  que  suelen  despedir  á  los  criados  y  mudar 
todas  las  cerraduras.  Véase  pues  como  los  jurados,  si  no 
dependen  del  ministerio,  dependen  de  sus  pasiones  y  desús 
hábitos,  que  influyen  por  cierto  en  sus  sentencias  mas  que 
los  ministros  en  las  de  los  jueces. 

XXXV.  Pasemos  á  los  delitos  políticos.  En  estos  delitos 
sobre  todo,  dicen  los  juradistas,  en  las  causas  en  que  el 
gobierno  puede  tener  algún  interés ,  cuando  alguna  facción 
proyecta  ó  provoca  la  desobediencia  á  las  autoridades  cons- 
tituidas ,  la  subversion  del  orden  existente  ó  el  trastorno  del 
Estado,  entonces  sí  que  la  institución  del  jury  es  preciosa  y 
ostenta  todas  sus  ventajas.  En  las  causas  sobre  delitos  ordi- 
narios, tal  vez  el  acusado  no  tendrá  que  temer  de  un  tribu- 
nal enteramente  compuesto  de  jueces  sino  el  rigor  que  Sv¡ 
supone  inseparable  de  la  profesión  de  la  judicatura;  pero  en 
aquellas  en  que  el  gobierno  ha  de  ser  de  algún  modo  parle, 
puede  el  acusado ,  ademas  del  rigor  de  los  jueces,  temer  los 
efectos  de  la  complacencia  que  naturalmente  tendrán  es- 
tos por  la  autoridad  que  los  ha  nombrado  ,  y  no  se  pre- 
sentará ante  ellos  sino  con  inquietud  y  turbación,  al  paso 
que  ante  los  jurados ,  por  su  indulgencia  ordinaria  y  su  ab- 
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Soluta  independencia ,  comparecerá  sereno  y  lleno  de  con- 
fianza, Tienen  razón  los  juradistas;  lo  primero  es  librar 
de  todo  temor  á  los  delincuentes,  lo  principal  es  asegurarles 
á  toda  costa  la  impunidad  ;  lo  que  importa  es  darles  jueces 
que  tomen  de  su  cuenta  el  absolverlos  :  la  perturbación  del 
sosiego  público  y  las  víctimas  que  ella  haya  podido  produ- 
ducir  son  objetos  de  un  orden  muy  secundario.  Pero,  ó  los 
jurados  tienen  las  mismas  ideas  que  el  gobierno,  ó  las  tie- 
nen enteramente  contrarias  :  en  este  último  caso  ,  no  hay- 
duda  de  que  darán  un  veredicto  favorable  al  acusado ,  por 
mas  evidente  que  sea  el  crimen  ;  y  en  el  primero ,  serán  to- 
davía mucho  mas  rígidos  que  lo  serian  los  jueces  permanen- 
tes, declarando  la  culpabilidad,  aunque  haya  razones  po- 
derosas para  creer  en  la  inocencia.  Aun  puede  avanzarse 
mas  :  en  épocas  de  parcialidades  y  revueltas ,  los  partidos 
se  devorarán  mutuamente  por  medio  de  sus  jurados.  ¿No  se 
ha  visto  en  los  tiempos  de  la  reforma  y  de  la  revolución  de 
Inglaterra  convertida  por  los  jurados  la  espada  de  la  justicia 
en  puñal  de  pasiones  políticas  ?  ¿No  se  ha  visto  allí  derrama- 
da sucesivamente  en  el  cadalso  por  el  ministerio  de  estos 
hombres  la  sangre  de  los  príncipes ,  de  los  grandes  y  de  las 
personas  mas  distinguidas  de  todos  los  partidos?  ¿No  han 
caido  allí  por  espacio  de  un  siglo  millares  de  víctimas  ino- 
centes, sacrificadas  por  esos  jurys,  tan  imparciales* y  tan 
humanos,  al  fanatismo  religioso  y  al  fanatismo  político  no 
menos  cruel  y  sanguinario  el  uno  que  el  otro?  ¿No  está 
todavía  horrorizada  la  Francia  y  la  Europa  toda  de  ha- 
ber visto  rodar  sobre  la  guillotina  quinientas  mil  cabezas 
de  príncipes  y  princesas  ,  aristócratas  y  plebeyos ,  sabios 
é  ignorantes,  vírgenes  heroicas  y  matronas  virtuosísimas, 
que  el  jury  jacobinico  envió  al  suplicio  solo  por  opiniones  ó 
por  hechos  que  la  facción  revolucionaria  reputaba  crimi- 
nales ,  y  eran  tal  vez  rasgos  de  virtud ,  de  nobleza  ,  de  ge- 
nerosidad y  de  heroísmo?  Tiemble  la  nación,  donde  en 
épocas  de  convulsiones  políticas  se  establezca  el  jurado. 

Diráse  quizá  por  los  juradistas,  que  los  jueces  letrados 
habrían  obrado  del  mismo  modo  en  iguales  circunstancias; 
que  perteneciendo  á  una  ó  á  otra  de  las  facciones  se  habrían 
conducido  según  el  interés  de  la  suya;  y  que  alucinados 
también  por  las  pasiones  políticas  habrían  derramado  en 
abundancia  la  sangre  de  los  inocentes.  Responderemos  en 
primer  lugar  que  esto  está  por  ver  :  responderemos  en  ser 
gun.do  lugar,  que  esto  es  imposible.  Sí,  y  mil  veces  sí  :  es 
imposible  que  los  jueces  letrados  sean  en  tiempos  de  turbu- 
lencias tan  feroces  é  inexorables  como  los  jurados,  porque 
el  estudio  de  las  tetras,  á  que  han  tenido  que  dedicarse  des- 
de su  infancia  ,  les  ha  debido  rectificar  la  razón ,  formarles 
el  carácter,  inspirarles  sentimientos  de  humanidad ,  y  sua- 
vizar sus  costumbres  ,  emollil  mores  ,nec  sinit  essc  feros  :es 
imposible ,  porque  el  estudio  del  derecho  y  el  ejercicio  de  la 
.  judicatura  les  han  hecho  contraer  el  hábito  de  buscar  la  ver-  . 
dad  y  juzgar  según  ella  y  no  por  sus  pasiones  :  es  imposible, 
porque  en  medio  de  las  frecuentes  alternativas  de  los  parti- 
dos tienen  un  interés  muy  personal  en  administrar  con 
rectitud  la  justicia ,  mientras  los  jurados ,  como  que  dado  el 
veredicto  desaparecen  confundiéndose  en  la  multitud ,  pue- 
den impunemente  satisfacer  en  el  juicio  sus  venganzas.  Es 
imposible ,  ó  á  lo  menos  es  muy  difícil ,  que  los  jueces  per- 
manentes, así  en  tiempos  de  bonanza  como  en  tiempo  de 
tormenta ,  sean  tan  arbitrarios  y  parciales  en  las  causas  po- 
líticas como  los  jueces  improvisados  del  jury:  Io.  porque 
aquellos  están  subordinados  á  tribunales  superiores  y  son 
legal  y  moralmente  responsables  ante  ellos  y  ante  la  opinion 
pública ,  y  estos  no  tienen  que  responder  sino  á  Dios  en  el 
otro  mundo;  2o.  porque  aquellos,  una  vez  reconocidos  como 
parciales  y  aceptadores  de  personas  ,  pueden  ser  despojados 
de  sus  destinos,  perder  el  fruto  y  los  gastos  de  su  larga  car-  . 
rera,  y  acabar  su  vida  en  la  indigencia  y  en  la  execración 


universal ,  y  estos  nada  van  á  perder  aunque  fallen  con  in- 
justicia, pues  que  su  subsistencia  es  independiente  de  la 
buena  ó  mala  opinion  que  se  granjeen  como  jueces;  3o.  por- 
que los  primeros  adquieren  cierta  elevación  de  espíritu  que 
los  acostumbra  á  mirar  con  igual  interés  la  seguridad  públi- 
ca y  la  seguridad  individual  ;  cierta  impasibilidad  y  firmeza 
de  carácter  quedes  da  valor  para  condenar  al  que  encuen- 
tran verdaderamente  culpable;  y  cierto  orgullo  laudable  y 
decoroso  de  clase  y  de  independencia  que  les  hace  formarse 
una  gloria  en  absolver  al  que  estiman  inocente  aunque  crean 
que  desagradan  al  ministerio,  pues  que  saben  que  su  misión 
no  es  otra  que  la  de  servir  á  la  ley  ;  al  paso  que  los  segun- 
dos no  suelen  llevar  sino  ideas  mezquinas  de  egoísmo  que 
los  hacen  cobardes  á  la  vista  de  los  criminales  mas  notorios, 
por  miedo  à  sus  parientes  ó  cómplices  ó  partidarios,  y  que 
no  les  dejan  ver  los  grandes  peligros  de  la  sociedad ,  cuyo 
ínteres  abandonan  y  cuya  tranquilidad  comprometen , 
abriendo  las  puertas ,  sin  quererlo ,  á  los  desórdenes  y  á  los 
trastornos  y  tal  vez  á  la  guerra  civil.  Así  es  que  penetrados 
de  estas  verdades  los  gobiernos,  cuando  en  circunstancias 
estraordinarias  han  creído  amenazada  la  existencia  del  Es- 
tado ;  ó  bien  han  quitado  á  los  jueces  y  tribunales  perma- 
nentes el  conocimiento  de  las  causas  políticas  dándolo  á 
comisiones  militares,  como  en  España,  ó  bien  han  prescin- 
dido del  jury  donde  le  habia  y  han  creado  para  estos  juicios 
cámaras  ardientes  ó  estrelladas,  como  en  Inglaterra. 

XXXVI.  Réstanos  examinar  los  efectos  del  hábito.  El 
largo  ejercicio  de  las  funciones  judiciales,  dicen  los  juradis- 
tas, no  deja  al  hombre  tal  cual  era  al  principiar  la  carrera; 
porque  el  hábito  de  ver  y  buscar  culpables  inspira  á  los 
ministros  de  la  ley  una  prevención  general  contra  los  acu- 
sados ,  disponiéndolos  á  condenar  por  solo  presunciones  ó 
medias  pruebas  ,  con  una  precipitación  que  siempre  causa- 
ría sospechas,  aunque  no  fuera  equivocada.  «  Así  como  la 
práctica  es  útilísima  para  formar  un  buen  juez  en  lo  civil 
(  decia  Mr.  Thouret  á  la  asamblea  francesa  en  la  sesión  de  6 
de  abril  de  1790),  así  por  el  contrario  la  costumbre  de  juz- 
gar en  lo  criminal  inhabilita  cada  dia  mas  al  que  la  ejerce, 
porque  destruye  las  calidades  morales  que  son  necesarias 
para  tan  delicado  ministerio.  En  el  juicio  de  los  crímenes ,  si 
por  una  parte  la  sociedad"  pide  venganza  contra  un  reo  con- 
victo ,  por  otra  la  seguridad  personal ,  este  primer  derecho 
de  la  humanidad,  este  primer  deber  de  la  sociedad  para 
con  todos  sus  miembros,  reclama  en  favor  del  acusado  rec- 
titud ,  imparcialidad,  protección  y  ahinco  infatigable  en 
buscar  la  inocencia  ,  siempre  posible  antes  de  la  imperiosa 
convicción.  Examínese  á  un  joven  magistrado  que  principia 
su  carrera,  y  se  le  verá  inquieto,  indeciso,  lleno  de  escrú- 
pulos^ atemorizado  del  ministerio  que  va  á  ejercer  cuando 
tiene  que  pronunciar  sobre  la  vida  de  su  semejante  :  ha  vis- 
to repetidas  veces  la  prueba,  y  todavía  quiere  asegurarse 
nuevamente  de  su  existencia.  Véasele  diez  años  después, 
mayormente  si  en  el  foro  ha  adquirido  fama  de  gran  crimi- 
nalista; y  se  advertirá  que  se  ha  vuelto  indiferente  y  cruel, 
que  las  primeras  impresiones  le  deciden,  que  resuelve  sin 
examen  las  dificultades  mas  graves,  que  apenas  percibe  que 
pueda  haber  distinción  entre  un  acusado  y  un  culpable,  y 
que  envia  al  suplicio  á  centenares  de  infelices,  cuya  memo- 
ria tiene  que  ser  luego  rehabilitada  por  los  tribunales.  » 

Esta  es  la  pintura  que  los  juradistas  nos  hacen  de  los  jue- 
ces permanentes.  ¿Quién  será  el  hombre  de  buen  sentido 
que  en  su  conciencia  la  crea  fiel ,  verdadera  y  exacta  ?  ¿  no 
verá  en  ella  el  retrato  de  unos  monstruos?  porque  ¿  qué  otra 
cosa  que  monstruos  habrían  de  ser  los  hombres  que  conde- 
nasen por  solo  presunciones  ó  medias  pruebas ,  los  que  ape- 
nas hiciesen  distinción  entre  acusados  y  delincuentes  ,  los 
que  sin  examen  enviasen  al  patíbulo  inocentes  á  centenares? 
Será  cierto ,  que  los  jueces  que  empiezan  á  ejercer  su 
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profesión ,  estarán  inquietos,  indecisos  y  líenos  de  escrúpu- 
los cuando  tengan  que  pronunciar  sobre  la  -vida  de  un  hom- 
bre ;  que  verán  y  reverán  una  y  mil  veces  las  pruebas  de 
cargo  y  de  descargo;  y  que  no  se  decidirán  á  condenarle 
sino  después  de  haber  empleado  mucho  tiempo  en  exámenes 
y  calificaciones  comparativas  hasta  quedar  bien  convenci- 
dos de  la  criminalidad  del  acusado;  será  igualmente  cierto, 
que  los  mismos  jueces  ,  al  cabo  de  dos,  de  cuatro  ó  de  diez 
üños  de  ejercicio  de  sus  funciones,  no  tendrán  las  mismas 
dudas,  ni  se  hallarán  en  la  misma  indecisión  y  perplejidad, 
ni  invertirán  tanto  tiempo  ni  tantas  meditaciones  para  con- 
vencerse de  la  culpabilidad  ó  de  la  inocencia.  Y  ¿de  qué 
proviene  una  diferencia  tan  notable  ?  Es  claro  que  proviene 
de  que  los  jueces  en  el  principio  de  su  carrera  son  por  lo 
común  aprendices  y  novicios  ,  y  no  saben  todavía  con  per- 
fección el  arle  de  sorprender  la  verdad  en  los  labios  de  los 
acusados  y  de  los  testigos,  y  aun  por  falla  de  costumbre  se 
hallan  también  á  veces  embarazados  en  el  mecanismo  de  los 
procedimientos,  al  paso  que  cuando  ya  son  veteranas  no 
tropiezan  con  tantas  dificultades ,  conocen  mejor  el  corazón 
humano  ,  y  están  mas  familiarizados  con  todos  los  efugios 
del  crimen  y  con  todas  las  maniobras  de  la  calumnia  :  de 
suerte  que  las  operaciones,  tanto  materiales  como  intelec- 
tuales, que  al  principio  de  su  carrera  debían  de  serles  tan  tra- 
bajosas ,  les  vienen  á  ser  al  cabo  de  tiempo  mas  fáciles  y 
mas  prontas  y  espeditivas  con  la  práctica  y  la  esperiencia. 

Mas  es  falso,  que  los  jueces  con  el  ejercicio  de  sus  fun- 
ciones se  endurezcan  con  los  acusados  hasta  el  estremo  de 
convertirse  en  monstruos  ;  y  es  cierto ,  que  en  monstruos  se 
han  convertido  muchísimas  veces  los  jurados.  Es  falso,  que 
los  jueces  condenen  precipitadamente  á  los  acusados  por 
solo  presunciones  ó  medias  pruebas,  cuando  precisamente 
están  encargados  por  la  ley  de  no  condenar  á  nadie  sino  por 
pruebas  completas  y  tan  claras  como  la  luz;  y  es  cierto,  que 
los  jurados  pueden  condenarlos  y  los  han  condenado  efecti- 
vamente mas  de  una  vez  á  su  antojo,  no  solamente  por  me- 
días pruebas,  sino  por  cuartos  y  octavos  y  diez  y  seisavos 
de  prueba.  Es  falso ,  que  los  jueces  se  decidan  por  las  pri- 
meras impresiones  ,  pues  que  deben  examinar  y  analizar  los 
motivos  de  su  convicción  y  tienen  que  dar  cuenta  de  ellos 
en  caso  de  queja;  y  es  cierto  ,  que  eso  lo  pueden  hacer  im- 
punemente los  jurados ,  pues  que  se  les  manda  que  solo  se 
decidan  por  impresiones,  y  pues  que  á  nadie  sino  á  solo 
Dios  tienen  que  responder  de  la  razón  ó  sinrazón  de  sus 
veredictos.  Es  falso,  que  resuelvan  sin  examen  las  dificulta- 
des mas  graves  los  que  ni  aun  las  leves  resuelven  sin  exa-  ' 
minarlas  primero;  y  es  cierto,  que  eso  lo  pueden  hacer 
mejor  los  jurados  ,  que  no  tienen  necesidad  sino  de  exami- 
narse á  su  modo  la  conciencia  ,  y  aun  se  escusan  las  mas 
veces  dé  este  trabajo  por  creerla  ellos  mismos  poco  ilustra- 
da ó  por  serles  mas  llano  juzgar  por  la  ajena.  Es  falso,  que 
jpénas  perciban  distinción  entre  un  acusado  y  un  culpable 
los  que  están  acostumbrados  á  ver  y  castigar  todos  los  días 
acusaciones  calumniosas  y  testimonios  falsos;  y  es  cierto, 
que  pueden  mas  fácilmente  caer  en  este  error  los  que  una 
sola  vez  en  su  vida  serán  llamados  á  un  juicio.  Es  falso,  por 
úllimo,  que  envíen  al  suplicio  inocentes  á  centenares  los 
que  mas  prácticos  están  en  la  ciencia  de  indagar  la  verdad 
y  de  distinguir  al  inocente  del  culpable  ,  y  los  que  serian 
siempre  responsables  de  tan  atroces  equivocaciones  ;  y  es 
cierto  por  el  contrario,  que  están  mas  espuestos  á  cometer 
tales  desmanes  los  que  han  dado  ya  muestras  de  no  haber 
sabido  ó  no  haber  querido  salvar  á  la  inocencia,  y  que  en 
efecto  han  hecho  subir  al  patíbulo  no  solo  centenares  de 
inocentes  ,  sino  millares  y  aun  centenares  de  millares,  sin 
otra  responsabilidad  que  la  que  habrán  tenido  ante  Dios  en 
quien  entonces  no  creían. 

Supongamos  empero ,  con  el  gran  maestro  Thouret ,  que 


los  jueces  permanentes  solo  usan  de  rectitud ,  imparcialidad 
y  protección  para  los  acusados  en  los  primeros  dias  de  su 
ministerio,  porque  solo  entonces  ven  y  reven  una  y  mil 
veces  las  pruebas  y  están  inquietos  é  indecisos  y  llenos  de 
escrúpulos  y  atemorizados  cuando  tienen  que  pronunciar 
sobre  la  vida  desús  semejantes,  y  que  después  van  perdiendo 
con  el  hábito  tan  preciosas  calidades.  ¿Será  esta  una  razón 
para  no  adoptar  otro  remedio  que  precava  este  mal ,  sino 
el  de  quitar  el  juicio  sobre  los  hechos  á  unos  hombres  ins- 
truidos ,  por  el  temor  de  que  con  el  tiempo  lleguen  á  ser 
hombres  prácticos,  y  confiarlo  á  otros  hombres  que  siempre 
sean  nuevos,  que  siempre  sean  ignorantes,  que  simpre 
tiemblen  á  la  vista  de  los  reos  que  les  sean  presentados  ? 
¿  Es  que  estos  hombres  verán  y  reverán  una  y  mil  veces  las 
pruebas,  y  meditarán  horas  y  dias  sobre  su  peso  y  su  va- 
lor, y  compararán  detenidamente  las  alegadas  por  el  acusa- 
dor con  las  del  acusado  ,  hasta  que  convencidos  ya  plena- 
mente déla  verdad ,  se  hayan  puesto  en  estado  de  poder  dar 
su  fallo  con  acierto?  No  :  estos  hombres,  según  los  juradis- 
tas,  han  de  fallar  de  pronto,  instantáneamente,  sin  tomarso 
tiempo  para  meditar,  sin  mas  que  haber  asistido  á  los  de- 
bates; y  si  quisieren  deliberar  entre  si  mismos,  han  de  estar 
encerrados  en  una  estancia  oscura ,  sin  fuego  aunque  se 
hielen  ,  y  sin  comer  ni  beber  aunque  se  mueran  de  hambre 
y  de  sed ,  hasta  que  Dios  les  alumbre  y  se  pongan  de  acuer- 
do. Mu  y  bien  pensado  ;  muy  bien  hecho  ;  pero  ¿  cuál  es  enton- 
ces la  ventaja  que  tienen  estos  jueces  momentáneos  sobre  los 
jueces  permanentes?  Si  el  resultado  es  que  los  momentá- 
neos juzgan  con  la  misma  lijereza  ,  con  la  misma  precipita- 
ción ,  con  la  misma  falta  de  meditación  que  se  atribuye  á 
los  permanentes  cuando  ya  juzgan  por  hábito  y  costumbre  , 
y  no  con  eLdetenimiento  y  la  escrupulosidad  que  estos  em- 
plean cuando  son  novicios  en  sus  funciones  ,  ¿dónde  está 
entonces  prácticamente  la  verdad  de  esa  razón  que  con 
tanto  énfasis  se  alega  para  sustituir  á  los  unos  por  los  otros 
y  quitar  á  los  permanentes  las  facultades  que  se  conceden 
á  los  momentáneos?  Si  se  rechaza  á  los  jueces  permanentes 
por  el  peligro  que  hay  de  que  se  decidan  por  las  primeras 
impresiones  ,  á  pesar  de  las  garantías  que  presentan  de  su 
ilustración  y  responsabilidad  ,  ¿cómo  se  pone  en  su  lugar  á 
los  momentáneos  que  no  han  de  juzgar  sino  precisamente 
por  impresiones  y  sin  esas  garantías  de  responsabilidad  é 
ilustración  que  los  otros  tienen?  ¿No  valiera  mas  que  si- 
guieran aquellos  en  la  plenitud  de  sus  atribuciones,  así  en 
cuanto  al  hecho  como  en  cuanto  al  derecho  ,  pues  que  al 
cabo  se  suponen  mas  instruidos  y  pueden  tomarse  mas 
tiempo  para  sus  meditaciones  y  sus  cálculos,  y  no  dar  las 
primeras  y  mas  importantes  á  estos  hombres  inespertos  que 
sin  mas  antecedentes  ni  noticias  que  las  adquiridas  al  aire 
en  las  dos  ó  tres  horas  del  debate  olvidarán  ó  no  entenderán 
bien  lo  que  hayan  visto  y  oido  .  ó  se  confundirán  con  los 
sofismas  y  capciosidades  que  hayan  empleado  en  sus  inter- 
rogatorios é  interpelaciones  los  abogados  de  las  partes?  Mas 
luego  habremos  de  volver  sobre  este  punto,  considerándolo 
bajo  otros  aspectos. 

Tercera  condición  :  unanimidad  de  todos  los  jurados 
en  su  declaración  ó  sentencia. 

XXXYII.  Quísose  en  tercer  lugar,  que  la  declaración  do 
los  jurados  fuese  unánime ,  porque  la  unanimidad  era  la 
única  señal  de  que  los  jurados  no  habían  escuchado  sino  la 
voz  de  la  naturaleza,  la  voz  de  Dios,  y  de  que  todo  el  pue- 
blo habría  pronunciado  como  ellos  si  hubiera  estado  pre- 
sente y  se  le  hubiese  interrogado  sobre  el  mismo  hecho.  La 
unanimidad  debía  de  ser  efectivamente  de  esencia  de  la  ins- 
titución del  jurado ,  porque  suponiéndose  que  los  doce  indi- 
viduos de  esta  especie  de  tribunal  no  habían  de  ver  las  cosas 
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sino  como  las  vería  todo  el  género  humano  allí  reunido ,  es 
claro  que  si  uno  de  ellos  las  viese  de  un  modo  y  los  once  de 
otro,  esto  es,  si  uno  viese  la  inocencia  donde  once  vieran 
la  culpabilidad  ,  ó  al  contrario ,  habría  lugar  á  sospechar 
que  tal  vez  los  demás  hombres  si  asistiesen  al  juicio  las  ve- 
rían como  el  uno  y  no  corno  los  once  colegas  ,  quedando  por 
consiguiente  destruido  el  principio  de  la  infalibilidad  de  la 
conciencia  pública  y  de  su  representación  por  la  conciencia 
de  doce  hombres. 

Mas  esta  unanimidad  ¿es  real  y  verdadera  en  la  práctica, 
ó  es  solo  aparente?  ¿es  obra  del  convencimiento  íntimo  de 
todos ,  ó  es  efecto  de  un  influjo  estraño  sobre  la  conciencia 
de  cada  uno?  ¿resulta,  por  ventura  ,  de  que  todos  están  pe- 
netrados de  la  culpabilidad  ó  de  la  inocencia  del  acusado  , 
6  no  es  otra  cosa  que  la  sumisión  forzada  de  la  minoría  á  la 
mayoría  ,  ó  bien  el  producto  del  tedio  ó  cansancio  de  los 
unos  y  de  la  preponderancia  de  los  otros?  No  podemos 
prescindir  de  detenernos  en  el  examen  de  este  punto. 
Cuando  no  están  acordes  todos  los  jurados  en  la  condenación 
ó  en  la  absolución  ,  se  les  apremia  con  encierro ,  tinieblas , 
frió ,  hambre  y  sed ,  como  mas  arriba  hemos  visto,  hasta 
que  todos  convengan  en  declarar  una  misma  cosa  y  no  haya 
uno  solo  que  disienta.  ¿No  es  este  por  cierto  un  bello  modo 
de  hacerles  ver  la  verdad  de  los  hechos  ?  ¿no  es  este  un  me- 
dio bien  eficaz  de  hacerles  oir  la  voz  de  la  naturaleza  ?  ¡  Su- 
primídose  ha  el  tormento  para  los  reos  ,  y  se  ha  reservado 
para  los  jueces  !  No  es  estraño  pues  que  rara  vez  entren  los 
jurados  en  deliberación;  y  que  si  alguna  vez  entran,  no  tar- 
den mas  que  dos  ó  tres  minutos  en  ponerse  de  acuerdo.  Si 
hay  evidencia,  la  declaran  al  golpe  ;  y  ¿para  qué  se  necesi- 
taban entonces  los  jurados?  y  si  la  evidencia  no  se  les  pre- 
senta desde  luego  con  bastante  claridad ,  absuelven  también 
sin  demora  ó  con  una  deliberación  instantánea ,  aunque 
haya  contra  los  reos  gravísimos  cargos;  y  ¡  para  entonces 
precisamente  se  habia  creido  necesario  que  los  jurados  exa- 
minasen bien  la  impresión  que  las  pruebas  habían  hecho  en 
su  conciencia  !  Cuando  uno  ó  mas  jurados  toman  á  pechos 
el  interés  del  acusado  ó  por  el  contrario  el  de  la  sociedad 
ofendida,  es  preciso  entonces  que  los  unos  atraigan  á  los 
otros.  El  que  siente  en  sí  la  superioridad  de  la  inteligencia, 
tiene  la  presunción  y  quiere  avasallar  á  los  demás  ;  pero  si 
la  inteligencia  es  una  fuerza ,  la  ignorancia  lo  es  también;  y 
el  espíritu  mas  cultivado  se  ve  muchas  veces  forzado  á  ce- 
der ante  la  pasión  mas  irreflexiva,  anlela  terquedad.  ¿Qué 
es  el  número,  qué  es  la  inteligencia  ,  cuando  faltan  el  sufri- 
miento y  la  constancia?  No  siempre  está  Dios  de  parte  de 
los  mas  numerosos  ni  de  los  mas  entendidos,  pues  algunas 
veces  se  pasa  á  las  filas  de  los  mas  ignorantes  ó  tenaces,  y 
se  han  visto  frecuentemente  minorías  débiles,  pero  fogosas 
ó  de  mayor  resistencia  ,  domeñar  mayorías  compactas  pero 
inertes  ó  flojas.  «  Si  entre  los  doce  jurados  ,  dice  Filangierí, 
se  halla  un  solo  hombre  de  bien  (esto  es  ,  un  hombre  que 
quiera  favorecer  al  reo) ,  el  inocente  no  tiene  que  temer  la 
perfidia  de  los  otros  once.  »  Si  entre  los  doce  jurados ,  puede 
decirse  con  igual  razón  ,  se  halla  un  solo  hombre  terco,  un 
solo  hombre  ganado ,  un  solo  hombre  caprichoso  ,  un  solo 
hombre  que  se  haya  propuesto  no  pronunciar  jamas  ninguna 
condenación  ,  no  tiene  que  temer  el  verdadero  delincuente 
la  integridad,  la  conciencia,  la  convicción  de  los  otros  once. 
Mas  la  posibilidad  de  cualquiera  de  estos  dos  casos  ¿no  echa 
por  tierra ,  en  su  esencia,  uno  de  los  elementos  mas  impor- 
tantes del  jury,  después  de  haberlo  ponderado  tanto  ?  Supo- 
ner que  un  solo  jurado  favorable  ó  adverso  al  acusado  puede 
atraer  y  hacer  adoptar  su  opinion  á  todos  los  demás  sin  mas 
medio  que  sus  reflexiones  ó  su  mayor  disposición  á  sufrir 
por  mas  largo  tiempo  el  hambre  y  la  sed  ,  ¿  no  es  hacer  la 
sátira  del  principio  de  la  unanimidad  que  como  indispen- 
sable se  requiere?  Y  desgraciadamente  ¡  no  es  ninguno  de  los 


dos  casos  una  suposición  imaginaria  !  ¡  ambos  pueden  Ve- 
rificarse, y  ambos  se  han  verificado  mas  de  una  vez!  La 
necesidad  de  la  unanimidad ,  cuando  hay  alguno  que  se 
obstina  en  no  conformarse  con  la  opinion  de  sus  colegas, 
produce  entre  el  fuerte  y  el  débil  una  especie  de  lucha  en 
que  la  victoria  debe  quedar  siempre  à  favor  del  hombre  mas 
habituado  á  las  fatigas  del  cuerpo  y  del  espíritu  ;  y  así  la 
unanimidad  no  es  entonces  hija  de  la  propia  convicción  de 
cada  jurado,  no  es  mas  que  un  perjurio  de  parle  de  cada 
uno  de  los  que  cedan  sin  quedar  convencidos,  no  es  mas 
que  un  velo  echado  sobre  disentimientos  invencibles,  como 
dice  Bentham.  Así  que  ,  la  vida,  la  hacienda  y  la  honra  de 
los  ciudadanos  por  una  parte,  y  el  sosiego  y  la  seguridad  y 
la  venganza  de  la  sociedad  y  la  reparación  de  los  males 
causados  por  los  crímenes  á  sus  víctimas  por  otra  ,  se  hallan 
algunas  veces,  mediante  esa  mentirosa  unanimidad  y  el 
modo  de  obtenerla  ,  á  merced  del  hombre  mas  capcioso  ,  ó 
del  mas  fuerte,  ó  del  mas  terco,  ó  quizá  de  un  ente  cor- 
rompido. ¿No  se  parece  pues  en  algo  el  juicio  por  jurados 
al  combate  judicial ,  á  la  prueba  por  el  agua  y  el  fuego,  y  á 
los  demás  juicios  de  Dios?  Concluyamos  por  lo  tanto ,  que  si 
la  unanimidad  es  ,  por  una  parte,  de  esencia  del  jurado,  y 
por  otra  no  es  siempre  positiva  y  real  sino  solo  aparente  y 
quizá  forzada ,  debe  tenerse  la  institución  del  jurado  por 
tan  poco  propia  como  el  combate  judicial  para  la  recta  ad- 
ministración de  la  justicia. 

Cuarta  condición  :  espontaneidad  de  la  declaración 
de  los  jurados. 

XXXVIII.  Establecióse  en  cuarto  lugar,  que  la  declara- 
ción de  los  jurados  fuese  espontánea  ,  porque  debiendo  ser 
precisamente  el  resultado  de  su  convicción  y  no  de  su  razo- 
namiento, no  habia  de  permitirse  que  se  alterase  por  re- 
flexiones posteriores  á  los  debates  ni  que  la  conciencia  do 
un  jurado  pudiese  alarmarse  por  vanos  terrores  infundidos 
diestramente  en  su  alma  por  un  hábil  abogado ,  ni  que  su 
inteligencia  quedase  sorprendida  con  discursos  capciosos. 
Pero  ya  se  ha  visto  por  la  esperiencia  :  Io.  que  la  declara- 
ción de  los  jurados  no  suele  ser  espontánea  ;  y  2o.  que  casi 
es  imposible  que  lo  sea.  Efectivamente,  por  seco  y  descar- 
nado que  sea  el  resumen  que  el  gran  juez  hace  de  los  deba- 
tes ,  por  mas  cuidado  que  ponga  en  abstenerse  de  manifestar 
su  opinion  particular  sobre  la  criminalidad  ó  inocencia  del 
acusado ,  nunca  podrá  prescindir  de  presentar  las  pruebas 
favorables  ó  adversas  con  aquel  colorido  individual  con  que 
las  halla  impresas  en  su  conciencia,  y  por  el  modo  de  apre- 
ciarlas y  graduarlas  hará  inclinar,  aun  sin  advertirlo ,  la 
balanza  del  juicio  de  los  jurados  del  lado  de  la  absolución  ó 
de  la  condenación. 

Los  jurados ,  en  efecto  ,  que  en  la  recapitulación  del  gran 
juez  ven  á  un  golpe  de  vista  todos  los  medios  de  la  acusa- 
ción y  déla  defensa,  todas  las  circunstancias  déla  causa, 
todas  las  pruebas  que  se  levantan  en  pro  ó  en  contra  del 
acusado,  forman  su  convicción  mas  bien  por  la  impresión 
que  les  causa  el  análisis  metódico  y  sucinto  del  juicio  que 
por  las  declaraciones"  dadas  en  los  debates  que  tal  vez  no 
han  entendido  ó  han  olvidado  ya  ;  y  pronuncian  su  fallo  ó 
veredicto  con  arreglo  á  las  ideas  que  acaban  de  recibir  do 
un  hombre  de  tan  alto  carácter  y  de  tanta  instrucción  y 
confianza.  Así  es  que  se  observan  diferencias  notables  en  la 
decisión  de  casos  semejantes  entre  unas  sesiones  y  otras  , 
según  que  el  gran  juez  propende  á  la  indulgencia  ó  á  la 
severidad. 

Ni  es  fácil ,  ni  quizá  posible ,  si  se  ha  de  proceder  con  rec- 
titud, que  otra  cosa  suceda  ;  y  aun  seria  una  desgracia  que 
así  no  fuese  :  la  verdad  en  los  juicios  está  encastillada;  y  es 
preciso  conquistarla  á  viva  fuerza  ó  con  estratagemas.  ¿  Qué 
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liará  pues  r1  que  no  conoce  este  género  de  lucha ,  sino  de- 
jarse guiar  del  ya  esperimentado  y  aguerrido  ?  Si  desespe- 
rando el  hombre  de  alcanzar  en  ella  la  victoria  ,  creyó  por 
mucho  tiempo  no  haber  otro  medio  que  recurrir  á  la  divi- 
nidad, ¿  qué  adelantaría  con  sus  propias  fuerzas  el  débil? 
¿qué  vería  con  sus  ojos  el  ciego  ?  Si  alguna  vez  los  jurados  se 
emancipan,  si  oyen  con  desconfianza  la  voz  del  gran  juez, 
si  este  ha  sabido  encubrir  tan  absolutamente  su  opinion  que 
no  hayan  podido  penetrarla  ,  si  van  dominados  de  alguna 
pasión  ó  de  sus  afecciones  naturales ,  en  fin ,  si  obran  por  sí 
solos  sin  quien  los  guie;  se  encuentran  entonces  rodeados 
de  tinieblas,  se  estravian  fácilmente  aun  sin  quererlo,  van 
tras  la  luz  y  dan  con  un  fuego  fatuo ,  buscan  la  verdad  y 
abrazan  el  error.  Dios  ha  revelado  alguna  vez  á  los  igno- 
rantes las  verdades  sobrenaturales  ,  ha  manifestado  á  los 
párvulos  y  á  los  necios  los  arcanos  de  su  sabiduría  ;  pero  en 
cuanto  al  conocimiento  de  las  verdades  naturales  ,  de  las 
verdades  morales  ,  de  la  existencia  ó  inexistencia  de  los  he- 
chos humanos ,  de  las  relaciones  de  las  cosas  con  las  per- 
sonas y  de  las  personas  con  las  cosas,  ha  querido  abando- 
narlas al  trabajo  del  hombre,  á  la  investigación  del  mas 
laborioso  ,  al  cálculo  del  que  mas  ha  cultivado  su  razón,  al 
tino ,  discreción  y  tacto  formado  por  la  esperiencia.  Pero 
insensiblemente  nos  íbamos  engolfando  en  el  quinto  punto , 
cuando  ahora  solo  queríamos  demostrar  que  la  declaración 
de  los  jurados  no  es  espontánea  ,  nacida  solo  de  la  impresión 
que  en  su  ánimo  han  causado  los  debates  ,  sino  que  mas 
bien  es  inspirada  por  el  gran  juez ,  y  que  no  puede  ser  otra 
cosa  sin  quedar  espuesta  al  error. 

Quinta  condición  :  declaración  de  los  jurados  sobre 
el  hecho  y  no  sobre  el  derecho. 

XXXIX.  Se  resolvió  en  quinto  lugar,  que  la  declaración 
de  los  jurados  no  recayese  sino  sobre  la  existencia  del  hecho 
imputado  al  acusado ,  porque  este  punto  era  el  único  sobre 
que  el  simple  buen  sentido  \es  bastaba  para  dar  una  decisión 
razonable.  ¡Error  funesto  y  de  terrible  trascendencia! 
¡  error  nacido,  como  otros  muchos,  en  tiempos  de  ignorancia 
y  de  barbarie ,  y  sostenido  hasta  ahora  por  no  sé  qué  espe- 
cie de  fascinación  en  siglos  de  cultura  y  de  filosofía!  No  :  el 
simple  buen  sentido  ,  el  sentido  común,  ese  sentido  que  se 
halla  en  la  generalidad  de  los  ciudadanos ,  no  basta ,  no , 
para  decidir  sobre  la  existencia  de  un  hecho  criminal  que 
se  controvierte  ;  no  basta  para  reconocer  la  verdad  ó  false- 
dad de  un  acontecimiento  sobre  que  se  aducen  por  una  y 
ofra  parte  datos  y  testimonios  contrarios;  no  basta  para  dis- 
cernir la  fuerza  ó  la  debilidad  comparativa  entre  unos  y  otros, 
para  calificar  ó  graduar  el  valor  de  las  pruebas  respectivas, 
para  distinguir  si  las  que  favorecen  al  reo  destruyen  ó  no  la 
eficacia  de  las  que  le  acriminan  ó  condenan  ;  ya  que  todas 
estas  operaciones  entran  bajo  lo  que  se  ha  querido  llamar 
cuestión  de  hecho. 

Entiéndese  aquí  en  efecto  por  la  palabra  hecho ,  no  un 
acontecimiento  simple  y  aislado ,  no  un  acto  puramente  ma- 
terial, sino  un  acto  físico  y  moral;  esto  es,  un  acto  complexo 
que  abraza  la  materialidad  en  que  consiste  y  la  calificación 
que  debe  tener  en  sus  relaciones  con  la  ley.  Un  homicidio, 
por  ejemplo ,  considerado  como  un  hecho  criminal ,  no  es 
solo  ei  acto  simple  de  quitar  á  otro  la  vida,  sino  el  acto  com- 
plexo de  quitársela  libre  y  voluntariamente  y  con  malicia. 
La  cuestión  pues  de  hecho  que  se  propone  y  la  decisión  que 
dan  los  jurados  ingleses  declarando  al  acusado  culpable  ó  no 
culpable  (  guilly  ó  not  guilty  )  del  homicidio  que  se  le  im- 
puta, envuelve  muchas  cuestiones  y  declaraciones;  es  á  sa- 
ber, la  de  haberse  verificado  un  homicidio  ,  la  de  haber  re- 
caído en  tal  persona  determinada,  la  de  haber  sucedido  en 
tal  lugar,  tal  tiempo  y  de  tal  modo ,  la  de  haberle  cometido 


el  acusado  y  no  otro ,  la  de  haber  procedido  el  homicida  vo- 
luntariamente y  con  entera  libertad  sin  verse  forzado  por 
alguna  violencia  material  á  que  no  pudiera  resistir  ó  sin  ha- 
llarse en  la  necesidad  de  defender  su  propia  vida,  y  en  fin 
la  de  haber  obrado  con  pleno  conocimiento  de  lo  que  hacia 
y  no  por  ignorancia  ó  error,  demencia  ó  delirio.  Todas  estas 
cuestiones  y  decisiones  tan  complexas  y  complicadas,  que 
envuelven  á  veces  el  hecho  con  el  derecho  haciendo  impo- 
sible su  separación ,  como  se  han  visto  obligados  á  confesar 
Jos  mismos  defensores  del  jurado  ,  todas  ellas  se  confian  en 
Inglaterra  y  en  los  demás  países  donde  esta  institución  se 
halla  establecida ,  á  cualesquiera  individuos  tomados  de  la 
masa  de  los  ciudadanos  que  tengan  cierta  renta  y  sentido 
común ,  aunque  carezcan  de  instrucción ,  considerándolos 
todavía  mas  aptos  y  capaces  que  á  los  jueces  y  magistrados 
permanentes  con  toda  su  ilustración  y  sus  estudios,  y  sus 
conocimientos  y  su  práctica  ,  para  alcanzar  mejor  la  verdad 
y  fallar  con  mas  acierto ,  sin  otra  condición  que  la  de  asistir 
al  juicio  y  ver  y  oir  á  los  testigos  y  presenciar  los  debates 
entre  ellos  y  las  partes  interesadas. 

Pero  la  razón  y  la  esperiencia  nos  manifiestan  la  ilusión  y 
el  engaño  que  se  han  padecido  en  este  punto ,  y  las  grandes 
ventajas  que  los  hombres  instruidos  en  la  teoría  y  en  la  prác- 
tica llevan  para  el  indicado  objeto  sobre  los  que  no  presen- 
tan otra  garantía  que  la  del  simple  buen  sentido.  No  se  habla 
del  caso  en  que  el  acusado  está  confeso  ;  pues  entonces  ni 
aun  se  nombra  el  jurado  de  calificación  ,  sino  que  en  vista 
de  la  declaración  hecha  por  el  gran  jurado  de  haber  lugar 
á  la  prosecución  de  la  causa ,  y  del  reconocimiento  del  reo 
sobre  su  culpabilidad,  se  le  condena  desde  luego  sin  juicio 
ulterior  á  la  pena  correspondiente ,  como  se  ha  visto  mas 
arriba.  Tampoco  se  trata  del  caso  en  que  si  bien  el  reo  está 
negativo,  se  halla  sin  embargo  convicto  por  notoriedad, 
pues  entonces  nada  tiene  que  hacer  ni  que  discurrir  el  jury, 
ni  aun  el  mismo  juez  de  derecho  sino  aplicar  la  pena.  Nos 
contraemos  tan  solo  al  caso  mas  frecuente ,  en  que  estando 
negativo  el  reo,  hay  que  examinar  con  cuidado  las  pruebas 
presentadas  en  contra  ó  en  favor  de  él ,  para  no  equivocarse 
sobre  su  inocencia  ó  culpabilidad ,  pues  que  para  entonces 
precisamente  se  ha  creído  mas  seguro  el  acudir  á  la  con- 
ciencia pública  representada  por  los  doce  jurados  que  no 
fiarse  de  la  conciencia  de  los  jueces  y  magistrados  de 
oficio. 

En  este  caso  puntualmente,  la  que  se  llama  cuestión  do 
hecho  (  aunque  tal  vez  analizando  podría  llamarse  con  mas 
razón  cuestión  de  derecho)  es  la  mas  oscura  y  dudosa  ,  la 
mas  ardua  y  delicada  ;  en  este  caso  el  examen  y  apreciación 
de  las  pruebas  es  la  operación  mas  difícil  del  entendimiento 
humano,  la  que  pide  mas  instrucción ,  mas  sagacidad ,  mas 
talento,  mas  habilidad,  mas  esperiencia  de  mundo,  mas 
conocimiento  del  corazón  humano,  mas  práctica  de  casos 
semejantes  ;  en  suma ,  mas  grande  y  omnímoda  capacidad  ; 
porque  el  juicio  criminal  es  una  lucha  en  que  concurren  á 
encubrir  ú  oscurecer  la  verdad  los  intereses  corruptores, 
las  seducciones,  las  amenazas,  las  esperanzas  y  los  temores, 
los  amaños  de  las  partes,  los  embustes  de  los  testigos  y  mil 
pasiones  diversas  ;  de  suerte  que  es  preciso  arrancarla  de 
entre  los  brazos  de  la  mentira  ,  combatiendo  y  apartando  las 
ficciones  y  falsedades  con  que  se  procura  estraviar  la  razón, 
y  librándose  de  caer  en  la  sima  de  errores  que  hay  empeño 
en  abrir.  ¿Quién  será-  pues  mas  competente  para  llevar  á 
cabo  una  operación  tan  difícil  y  trabajosa  del  entendimiento 
humano  ,  para  fijar  el  grado  de  certeza  moral  que  en  contra 
ó  en  pro  del  acusado  resulta  de  los  indicios  que  arrojan  los 
debates,  para  resolver  un  problema  de  los  mas  oscuros  y 
complicados  que  puede  haber  en  el  tan  incierto  cálculo  de 
las  probabilidades?  ¿Quién  será  mas  idóneo  y  capaz  para 
penetrar  la  realidad  de  las  cosas  entre  las  tinieblas  con  qua. 
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se  la  envuelve,  y  distinguir  la  verdad  de  las  apariencias  ? 
Si  el  filósofo  que  ha  ilustrado  su  razón  y  ha  buscado  los  me- 
dios de  arribar  al  conocimiento  de  la  verdad ,  duda  y  vacila  ; 
Si  el  moralista  que  ha  hecho  un  estudio  del  corazón  humano, 
se  pierde  en  ese  laberinto  ineslricable  ;  si  el  jurisconsulto 
que  en  las  leyes  y  en  las  doctrinas  de  los  autores  ha  apren- 
dido tantas  reglas  de  buen  criterio,  fluctúa,  flaquea  y  des- 
maya á  la  vista  de  tantos  escollos,  de  tantos  peligros  de 
caer  en  el  error  ;  ¿  cómo  el  que  no  es  jurisconsulto,  ni  mo- 
ralista, ni  filósofo  ,  y  carece  de  reglas ,  de  práctica  y  de  co- 
nocimiento del  corazón  humano  ha  de  proceder  con  mas 
seguridad ,  con  mas  discreción  ,  con  mas  tino  y  mas  acier- 
to ?  ¿  Bastará  la  simple  y  desnuda  razón  para  decidir  lo  que 
la  razón  ilustrada  y  ejercitada  no  puede  resolver  sino  con 
inmenso  trabajo?  ¿Podrá  la  ignorancia  penetrar  en  donde 
no  logra  hacerlo  el  saber  sino  á  duras  penas  ?  i 

XL.  Pero  se  dice,  que  los  jueces  y  magistrados  perma- 
nentes prestarán  menos  atención  á  los  debates  que  los  jura- 
dos ó  jueces  momentáneos  ,  y  dejarán  pasar  desapercibidas 
muchas  de  las  incidencias  que  podrían  conducirlos  al  descu- 
brimiento de  la  verdad  ,  porque  la  rutina  de  asistir  diaria- 
mente á  todas  las  causas  criminales  los  hará  por  fin  indo- 
lentes y  distraídos ,  cansará  y  embotará  su  perspicacia  y 
sensibilidad,  y  los  sumergirá  en  la  indiferencia  y  apatía  ;  al 
paso  que  los  jurados,  como  que  cada  juicio  en  que  hayan 
de  intervenir  ha  de  ser  para  ellos  un  acto  estraordinario  y 
solemne  que  forme  época  en  su  vida ,  naturalmente  fijarán 
toda  su  atención  y  emplearán  todos  sus  sentidos  y  potencias 
en  las  cosas  mas  minuciosas  que  sucedan  en  los  debates; 
nada  se  escapará  á  su  penetración  ,  ni  el  modo  de  presen- 
tarse el  acusado  ,  ni  su  actitud ,  ni  su  aplomo ,  ni  uno  solo  de 
sus  gestos  ,  ni  la  espresion  de  su  fisonomía  ,  ni  la  mayor  ó 
menor  seguridad  con  que  se  produzca ,  ni  su  turbación  ó  se- 
renidad ,  ni  el  sonido  tembloroso  ó  enérgico  de  su  voz  ;  y 
ora  por  su  modo  de  interpelar  á  los  testigos,  por  su  vivaci- 
dad ó  abatimiento  ,  por  la  impresión  que  le  causen  los  car- 
gos, ora  por  el  debate  que  se  suscite  entre  los  testigos  y  las 
partes  ,  por  el  efecto  de  una  apostrofe  inesperada  ,  de  una 
pregunta  ó  réplica  que  se  dirijan  de  improviso,  verán  la 
luz  en  medio  de  las  tinieblas ,  descubrirán  el  fondo  de  los 
pensamientos,  y  arrancarán  el  velo  con  que  se  cubran  los 
mentirosos,  porque  ellos,  los  jurados,  son  hombres  de 
mundo  ,  viven  en  medio  de  la  sociedad  ,  tienen  roce  con 
todos  ,  conocen  prácticamente  los  negocios  é  incidentes  de 
la  vida  humana,  los  intereses  quemas  nos  ciegan,  los  re- 
sortes mas  ocultos  de  nuestras  acciones  ,  y  están  por  consi- 
guiente en  disposición  de  apreciar  los  hechos  justos  ó  injustos, 
inocentes  ó  criminales,  mucho  mejor  que  esos  jueces  y  juris- 
consultos, que  están  siempre  velando  sobre  sus  libros  ósobre 
sus  procesos ,  que  no  saben  lo  que  ordinariamente  ocurre 
en  las  casas  del  labrador  y  del  comerciante, en  los  mercados 
públicos,  en  los  cafés  ,  en  las  posadas,  en  los  caminos,  que 
no  presencian  las  escenas  de  las  riñas,  de  las  pendencias, 
de  las  injurias ,  de  las  heridas ,  de  las  muertes ,  de  los  robos, 
ni  tienen  conocimiento  de  las  razones  que  las  suscitan,  ni 
de  las  causas  que  contribuyen  á  enardecerlas ,  ni  de  las  ca- 
lidades personales  de  la  clase  de  ciudadanos  en  quien  son 
mas  frecuentes. 

Así  hablan  los  juradistas ,  así  exageran  la  mayor  aptitud 
de  los  jurados  para  graduar  los  hechos  y  descubrir  la  culpa- 
bilidad ó  la  inocencia  de  los  que  tienen  que  responder  de  sus 
acciones  ante  la  justicia.  ¿  No  tomará  cualquier  hombre  de 
juicio  todas  estas  reflexiones  por  puro  embaucamiento?  Pues 
qué  ,  ¿los  jurisconsultos  son  hombres  caídos  de  las  nubes  ó 
sacados  del  limbo  sin  conocimiento  alguno  de  este  mundo? 
Pues  qué  ,  ¿  los  jueces  y  magistrados  han  estado  encerrados 
desde  niños  en  los  monasterios  del  desierto  ó  en  las  cuevas 
de  los  anacoretas,  y  han  sido  arrancados  de  allí  con  toda  su 


simplicidad  y  su  ignorancia  para  sentarse  bajo  el  dosel  de 
Thémis?  No  han  sido  criados  y  educados  en  medio  de  la  so- 
ciedad con  tantas  ó  mas  relaciones  que  los  labradores  ,  que 
los  artesanos ,  que  los  mercaderes  y  que  todos  los  demás 
que  constituyen  el  jury  ?  ¿  No  han  frecuentado ,  quizá  mas 
que  todos  estos  ,  los  cafés ,  las  plazas  ,  las  tertulias ,  las  po- 
sadas y  los  caminos?  ¿No  han  tenido  ocasión  de  observar 
las  costumbres  populares,  y  el  lado  de  que  cada  clase  fla- 
quea? Pues  qué  ,  al  buen  sentido  común  que  como  á  hom- 
bres les  corresponde,  ¿no  hay  que  añadir  esa  ilustración  que 
como  literatos  han  adquirido?  ¿No  ha  de  contarse  para 
nada  con  ese  conocimiento  mas  profundo  que  deben  tener 
del  corazón  humano  los  hombres  que  ven  y  tratan  y  esperi- 
mentan  á  los  otros  hombres  en  los  efectos  de  sus  miserias  , 
de  sus  debilidades ,  de  sus  pasiones ,  de  sus  culpas  y  de  sus 
crímenes?  ¿No  han  de  ser  mas  idóneos  para  sondear  los  co- 
razones y  sorprender  la  verdad  los  que  se  dedican  habitual- 
mente  á  este  ejercicio  que  no  los  que  una  sola  vez  en  su  vida 
reciben  este  encargo  ?  ¿  Porqué  se  les  ha  de  suponer  esa  in- 
diferencia ,  y  distracción  que  tan  gratuitamente  se  les  quiere 
atribuir?  ¿Porqué  se  ha  de  pretender  que  en  razón  del  há- 
bito precisamente  no  han  de  apercibirse ,  tan  bien  como  los 
jurados ,  de  esas  señales  esteriores  que  los  reos  y  los  testigos 
manifiestan  en  los  debates  de  lo  que  pasa  en  sus  con- 
ciencias? Semejante  aserción  es  una  paradoja:  es  siempre 
una  verdad ,  así  en  lo  moral  como  en  lo  físico ,  que  el 
hábito  facilita  los  actos  :  el  médico  cura  mejor  cuanto  mas 
cura  ,  es  decir,  conoce  mejor  las  enfermedades  y  adquiere 
mas  tino  para  sanarlas  cuantos  mas  años  ha  invertido  en  el 
ejercicio  de  su  profesión  ,  y  por  eso  aconseja  el  refrán  que 
se  busque  al  médico  viejo  :  los  artistas  sacan  tanto  mas  per- 
'  fectas  sus  obras  ,  cuanto  mas  se  han  entregado  á  la  práctica 
de  sus  oficios  :  todos ,  todos  los  profesores  ,  así  los  de  las 
ciencias  como  los  de  las  artes,  hacen  mejor  las  cosas  de  su 
arte  ó  de  su  ciencia  por  razón  del  hábito ,  aun  sin  pensar  en 
ello ,  aun  sin  prestar  atención ,  que  los  que  quieren  hacerlas 
una  vez,  por  mucho  cuidado  que  pongan.  Y  ¿solamente  los 
jueces  serán  mas  ineptos  para  juzgar  cuanto  mas  juzguen  ? 

Y  ¿  solamente  los  letrados  conocerán  menos  los  pliegues  y 
repliegues  del  corazón  humano  cuanto  mas  los  desenvuelvan, 
cuanto  mas  los  estudien,  cuanto  mayor  sea  la  práctica  que 
hayan  adquirido  en  conocerlos?  Y  ¿solamente  los  que  por 
una  larga  esperiencia  están  familiarizados  con  todos  los  efu- 
gios del  crimen  y  con  todas  las  maniobras  que  puede  em- 
plear la  calumnia ,  serán  precisamente  los  mas  inhábiles 
para  desenredar  estas  maniobras  y  cortar  aquellos  efugios? 

Y  ¿habremos  de  llamar  para  desempeñar  estas  funciones 
augustas  á  los  zapateros  y  á  los  sastres  y  á  los  mercaderes, 
solo  porque  no  estando  habituados  á  ellas,  suponemos  que 
las  ejercerán  con  mas  atención  y  cuidado?  ¿  No  será  una 
consecuencia  necesaria  de  este  sistema  llamar  á  los  letrados 
y  á  los  jueces  para  cortar  los  vestidos  y  hacer  los  zapatos  y 
tomar  la  vara  de  medir?  ¡  Qué  trastorno  de  ideas  es  esteí 

No  se  tema ,  no ,  que  los  jueces ,  por  mas  prácticos ,  sean 
mas  descuidados  :  el  honor  de  la  toga  que  visten,  el  decoro 
de  que  hacen  gala,  el  amor  que  su  carrera  les  infunde  natu- 
ralmente á  la  justicia,  el  temor  de  la  responsabilidad  que 
no  siempre  es  ilusoria,  son  prendas  seguras  que  deben 
inspirar  confianza  en  su  actividad;  ademas  de  que  cada  uno 
de  los  casos  que  se  les  presentan  es  un  caso  nuevo ,  las 
causas  no  se  parecen  unas  á  otras ,  los  hechos  de  un  mismo 
género  están  siempre  revestidos  en  su  especie  de  circuns- 
tancias diferentes  que  escitan  poderosamente  su  curiosidad, 
y  fijan  su  atención.  No  se  tema  pues  su  falta  de  interés  er» 
los  debates,  no  se  tema  su  falta  de  aplicación  á  usar  de  todoí 
los  medios  que  puedan  abrirles  camino  para  averiguar  la 
inocencia  ó  la  criminalidad  de  los  acusados.  Témanse  por  el 
contrario  las  equivocaciones  tan  naturales  como  funestas  d<j 
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los  jurados  :  témanse  los  efectos  de  su  inesperiencia  y  de  su 
ignorancia  y  del  poco  cultivo  de  su  razón  :  témanse  sus 
preocupaciones  y  la  resolución  que  algunos  llevan  de  no  fa- 
llar jamas  en  cierto  sentido;  y  témase  su  irresponsabilidad 
absoluta. 

En  efecto  ,  presentase  en  la  audiencia  el  hombre  mas  cri- 
minal con  todas  las  apariencias  esteriores  de  la  probidad  y 
de  la  inocencia  ;  oye  con  aplomo  y  serenidad  los  cargos  que 
le  resultan ,  responde  con  despejo  y  con  semblante  hipócrita 
y  gracioso  á  las  preguntas  que  se  le  hacen  ,  interpela  con 
aire  de  seguridad  á  los  testigos  que  contra  él  deponen ,  los 
confunde  tal  vez  con  sus  sofismas  ó  los  hace  caer  en  contra- 
dicciones; y  los  incautos  y  honradísimos  jurados,  que  gene- 
ralmente reputan  por  incompatibles  estas  calidades  con  los 
remordimientos  del  crimen ,  que  confunden  la  calma  del  ino- 
cente con  la  calma  del  habituado  á  los  delitos,  no  saben  des- 
confiar de  la  impresión  que  han  recibido  en  su  ánimo  á  favor 
del  reo ,  y  naturalmente  se  inclinan  á  declararle  no  culpable. 
Otro  hombre,  por  el  contrario ,  á  quien  un  error  de  la  auto- 
ridad judicial  ó  la  combinación  casual  de  ciertas  incidencias 
habrá  traido  al  banco  de  la  justicia,  y  que  habrá  tenido 
siempre  una  conducta  esenta  de  toda  mancha ,  se  presentará 
con  todas  las  señales  que  indican  un  delincuente  y  que  no 
son  en  verdad  sino  efecto  del  temor  de  sufrir  una  condena- 
ción no  merecida:  avergonzado  de  aparecer  como  reo  ,  re- 
celoso de  ser  víctima  de  un  engaño ,  perderá  su  serenidad, 
responderá  tartamudeando  con  voz  temblorosa  y  semblante 
pálido  á  las  cuestiones  mas  sencillas ,  y  en  cada  una  de  sus 
respuestas  ,  escapada  en  el  desorden  de  su  espíritu  y  en  la 
confusion  de  sus  ideas ,  dará  lugar  á  interpretaciones  funestas 
sobre  el  estado  de  su  conciencia.  ¿No  se  ve  todos  los  dias 
en  las  universidades  que  algunos  jóvenes  de  los  mas  instrui- 
dos y  aprovechados  pierden  al  tiempo  de  los  exámenes  su 
presencia  de  espíritu  y  aun  la  facultad  de  espresarse  de  un 
modo  inteligible,  hasta  el  estremo  de  hacer  concebir  dudas 
muy  poco  lisonjeras  sobre  su  capacidad?  ¿Qué  estraño  será 
pues  que  un  acusado  tímido,  aunque  inocente  ,  al  verse  so- 
metido á  unos  debates  ,  cuyo  resultado  puede  ser  la  pérdida 
de  su  libertad,  de  su  fortuna,  de  su  honor  ó  de  su  vida,  se 
manifieste  con  todas  las  apariencias  de  un  delincuente  posei- 
dode  un  profundo  terror?  Y  ¿sabrán  los  jurados  inesperlos, 
los  jurados  que  han  de  juzgar  precisamente  por  impresiones , 
por  las  impresiones  que  les  cause  cuanto  oigan  y  vean  ,  sa- 
brán ,  repito ,  librarse  de  la  impresión  desventajosa  que  les 
produzca  un  hombre  constituido  en  tal  estado?  ¿  Sabrán  ha- 
cer distinción  entre  la  confusion  que  nace  de  la  inocencia 
sonrojada  y  la  confusion  que  nace  del  crimen  descubierto? 
¿entre  el  temblor  del  peligro  y  el  temblor  del  remordimiento? 
Y  ¿  qué  será  si  el  inocente  intimidado  añade  á  su  turbación 
un  semblante  que  prevenga  contra  él ,  una  conformación 
que  cause  desagrado,  unos  modales,  unos  gestos,  una  voz 
que  inspiren  repugnancia  ;  y  si  ademas  incurre  en  alguna 
mentira ,  aunque  poco  enlazada  con  el  hecho  principal ,  pues 
que  la  inocencia  se  ha  valido  alguna  vez  de  este  medio  peli- 
groso para  alejar  mas  y  mas  de  sí  toda  sospecha?  ¡  Ah  !  si 
el  magistrado  no  comunica  en  el  resumen  parte  de  su  ilus- 
tración á  los  jurados ,  si  no  combate  los  sentimientos  de  anti- 
patía que  los  defectos  ó  vicios  del  acusado  pueden  provocar 
contra  él,  si  no  desvanece  toda  prevención  injusta  ,  si  no  da 
su  verdadero  valor  á  cada  uno  de  los  indicios  que  han  resul- 
tado de  los  debates,  ¡  qué  riesgos  tan  terribles  correrá  la 
inocencia!  Por  fortuna  los  jueces  ingleses  no  siempre  olvidan 
estos  buenos  oficios  de  humanidad  ;  y  por  fortuna  también 
los  jurados ,  persuadidos  de  su  poca  aptitud  para  sacar  fruto 
de  lo  que  ocurre  en  los  juicios,  y  confiados  por  otra  parte 
en  los  jueces  suelen  aguardar  á  que  estos  hagan  sus  rela- 
ciones para  formar  su  convicción,  y  durante  los  debates  el 
uno  piensa  en  su  labranza  ,  el  otro  en  su  tienda ,  el  otro  en 


la  quiebra  de  su  corresponsal ,  el  otro  en  alguna  especu- 
lación que  proyecta ,  y  el  otro  en  la  alza  ó  baja  de  los  efectos 
públicos  en  la  bolsa. 

Resulta  pues  que  la  concurrencia  de  los  jurados ,  ó  es  ab- 
solutamente inútil  si  no  prestan  atención  y  quieren  ver  y 
oir  por  los  ojos  y  oidos  del  juez ,  ó  es  peligrosa  si  la  prestan 
y  quieren  oir  y  ver  y  opinar  por  sí  mismos.  En  el  primer 
caso ,  queda  burlado  el  objeto  de  la  institución  del  jury,  pues 
que  el  acusado  no  es  ya  juzgado  en  realidad  por  sus  pares  ; 
y  en  el  segundo  queda  espuesto  el  acusado  á  la  prevención  , 
á  la  ceguedad  y  al  capricho  de  la  ignorancia  y  de  la  inespe- 
riencia :  en  el  primer  caso ,  se  vicia  la  institución  y  se  con- 
vierte en  una  verdadera  fantasmagoría  ,  pues  que  deja  de 
ser  la  garantía  que  se  supone  para  la  sociedad  y  para  el  en- 
causado, siéndolo  tan  solo  para  el  juez  de  derecho  á  quien 
pone  á  cubierto  de  toda  responsabilidad  ;  y  en  el  segundo 
proceden  los  jurados  á  fallar  sin  influencia  del  juez,  sin  el 
ausilio  de  sus  luces  ,  sin  mas  que  haber  oido  in  voce  la  acu- 
sación y  la  defensa  y  haber  visto  las  caras  del  reo  y  de  los 
testigos ,  y  absuelven  ó  condenan  porque  así  lo  quieren  ,  si» 
sujeción  á  regla  alguna ,  sin  tener  que  dar  á  nadie  ni  pedirse- 
á  sí  mismos  cuenta  de  la  razón  que  los  mueve ,  sic  voló ,  sic? 
jubeo ,  stat  pro  ratione  voluntas,  declarando  la  inocencia 
porque  se  les  antoja,  ó  la  culpabilidad  porque  se  les  antoja 
también  ,  sin  que  jamas  tengan  que  responder  de  su  falto 
por  absurdo  y  escandaloso  que  sea  ,  sin  que  jamas  puedan 
ser  reconvenidos  ni  castigados  por  haber  condenado  á  ua 
inocente  ni  por  haber  absuelto  á  un  criminal.  ¿No  es  esto 
pues  venir  á  ser  los  jurados  arbitros  y  dueños  absolutos  de 
la  vida,  de  la  honra  ,  de  la  libertad  y  de  la  fortuna  de  sus 
conciudadanos?  ¿No  es  de  temer  que  para  la  condenación  ó 
absolución  se  dejen  dominar  solo  de  algún  motivo  secreto  , 
de  sus  simpatías  ó  antipatías  ,  de  la  amistad  ó  la  aversion, 
de  la  rivalidad  ó  el  interés,  del  espíritu  de  cuerpo  ó  de  par-, 
tido  ,  de  sus  inclinaciones  particulares  ó  de  su  carácter  rígido 
ó  blando,  severo  ó  indulgente?  Es  probable  que  absuelva» 
mas  bien  que  condenen  ;  y  así  lo  hacen  ó  lo  deben  hacer  en; 
caso  de  duda  los  jurados  ingleses  y  todos  los  jurados  y  jueces 
del  mundo;  pero  es  posible  que  condenen  cuando  debían: 
absolver,  y  de  esto  hay  ejemplos  lamentables.  Mas  aporqué 
han  de  absolver  cuando  debían  condenar?  ¿porqué  han  de 
negar  á  veces  la  evidencia  ,  cuando  el  delito  está  patente? 
¿  no  se  aumentará  el  número  de  malvados  ,  si  los  delitos 
quedan  impunes?  Aumentádose  ha  en  efecto  de  un  modo  es- 
traordinario  en  Inglaterra  hasta  el  estremo  de  no  haber  en 
el  mundo  una  nación  en  que  se  cometan  mas  robos  y  mas 
frecuentes  y  mas  horrorosos  asesinatos ,  y  aun  según  Frankliu 
se  cometen  allí  anualmente  mas  robos  que  en  todas  las  demás 
naciones  de  Europa  juntas ,  porque  no  hay  nación  en  que 
queden  impunes  mayor  número  de  crímenes,  merced  á  esa 
profunda  atención  que  se  dice  que  los  jurados  prestan  en  los 
debales,  y  á  ese  buen  sentido  con  que  juzgan.  Solo  en  Londres 
hay  anualmente,  según  datos  estadísticos  publicados  por  el 
Journal  des  Debáis  en  el  mes  de  noviembre  de  1843,  la 
enorme  suma  de  16901  ladrones  conocidos  que  ejercen  si* 
industria  á  vista  y  paciencia  de  la  policía.  Están  divididos 
en  tres  clases  :  la  primera  cuenta  10444,  la  segunda  4555  y 
y  la  tercera  2104.  Las  casas  de  encubridores  son  227,  y  276> 
las  en  que  se  reúnen  los  ladrones. 

XLI.  Concluyamos  por  lo  tanto,  que  no  basta  el  sentido* 
común  para  calificar  los  hechos  y  la  culpabilidad  ó  la  ino- 
f  «encía  de  los  acusados.  De  esta  verdad  se  han  convencido  ya 
v  muchos  de  los  mas  acérrimos  defensores  de  la  institución 
àéijury.  «  Yo  no  pienso  como  otros  (  dice  el  célebre  Merlin  en 
su  Repertorio  de  jurisprudencia), yo  no  pienso  que  para  des- 
empeñar bien  las  funciones  de  jurado  baste  una  inteligencia 
ordinaria  aunque  acompañada  de  probidad.  Si  el  acusado 
compareciese  solo  á  los  debates  con  los  testigos ,  no  seria 
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necesario  entonces  sino  buen  sentido  para  reconocer  la  ver- 
dad en  declaraciones  y  respuestas  dadas  con  sencillez  y 
desnudas  de  todo  razonamiento  ;  pero  el  hecho  es  que  se 
presenta  casi  siempre  asistido  de  uno  ó  mas  defensores, 
quienes  con  sus  interpelaciones  capciosas  embarazan  ó  es- 
Iravian  á  los  testigos  ;  y  por  medio  de  una  discusión  sutil , 
frecuentemente  sofística  ,  y  algunas  veces  elocuente,  cubren 
¿le  nubes  la  verdad ,  y  hacen  problemática  la  evidencia 
misma.  Ciertamente  ,  se  necesita  mas  que  buena  intención 
y  mas  que  buen  sentido  para  no  dejarse  llevar  de  esos  falsos 
resplandores,  para  precaverse  de  los  descarríos  de  la  sensi- 
bilidad, y  para  mantenerse  inmutable  en  la  línea  de  la  ver- 
dad cuando  uno  se  ve  combatido  por  esas  insidiosas  impul- 
siones dadas  simultáneamente  al  espíritu  y  al  corazón.  Sepan 
.  los  jurados  (  esclaman  los  abogados  de  la  real  audiencia  de 
París  Guichard  y  Dubochet,  y  eso  que  llevan  su  entusiasmo 
hasta  el  delirio  por  esta  institución  ) ,  sepan  los  jurados  que- 
las  luces  mas  necesarias  para  pronunciar  una  sentencia  de 
que  jamas  tengan  |ue  arrepentirse,  no  se  adquieren  en  los 
■debates  por  las  deposiciones  de  los  testigos  y  las  respuestas 
del  acusado,  sino  que  resultan  de  sus  meditaciones  sobre 
los  verdaderos  principios  de  la  legislación  criminal  y  de  la 
solución  que  den  á  las  cuestiones  que  nacen  de  la  resolución 
de  estos  principios  con  las  disposiciones  de  la  ley  y  el  caso 
particular  que  les  está  sometido.  Pero  si  muchos  jurados  co- 
nocen la  necesidad  que  tienen  de  meditar  estos  principios  y 
estudiar  estas  cuestiones ,  ¡  cuan  pocos  son  los  que  pueden 
hacerlo!  porque  otros  nogocios  y  otras  obligaciones  vienen 
á  distraerlos  de  meditaciones  que  piden  tiempo ,  lugar  y  so- 
siego, y  á  impedirles  dedicarse  á  un  estudio  que  exige  el 
trabajo  de  un  jurisconsulto.  »  Mas  ¿  quién  creerá  que 
después  de  combatir  de  esta  manera  el  principal  funda- 
mento de  esta  institución  ,  después  de  hacernos  ver 
ademas  la  ignorancia  y  el  despotismo  de  los  jurados  y  el 
empeño  que  á  veces  toman  de  burlarse  de  la  verdad 
por  eludir  la  ley,  después  de  presentarnos  sentencias 
contradictorias  y  escandalosas  pronunciadas  por  ellos  ; 
¿  quién  creerá,  repito,  que  estos  jurisconsultos,  en  vez  de 
pedir  la  abolición  de  una  especie  de  juicio  que  tan  malos 
resultados  produce,  se  contenta  el  primero  con  escluir  del- 
jury  á  los  artesanos  y  á  los  labradores  no  muy  bien  acomo- 
dados, admitiendo  solo  á  los  propietarios  ricos,  ilustrados 
y  celosos;  y  los  segundos  con  otros  muchos  componen  obras 
de  legislación  criminal  para  que  las  lean  los  que  quizá  no 
saben  leer,  para  que  las  estudien  los  que  según  ellos  mismos 
no  pueden  estudiar,  para  que  las  mediten  los  que  no  tienen 
tiempo  ni  lugar  ni  sosiego  para  meditar,  para  que  apliquen 
sus  doctrinas  los  que  en  caso  de  haberlas  aprendido  deberían 
olvidarlas  á  fin  de  no  fallar  sino  según  las  impresiones  de  su 
conciencia,  pues  que  según  ellos  dicen,  hasta  los  sabios  y 
jurisconsultos  tienen  que  echar  á  un  lado  su  ciencia  para 
apreciar  bien  la  verdad  de  un  hecho.  ¡  En  qué  contradic- 
ciones! ¡  en  qué  absurdos  se  incurre  cuando  se  defiende 
una  mala  causa! 

Resumen  y  conclusion  del  examen  del  jury. 

XL1I.  Creemos  haber  demostrado  hasta  la  evidencia , 
que  la  institución  del  jurado  inglés  tuvo  su  origen  en  tiem- 
pos de  barbarie  y  de  ignorancia,  y  que  se  fundaba  en  la 
creencia  que  se  tenia  de  que  Dios  estaba  obligado  á  mani- 
festar la  verdad  de  los  hechos  por  medio  de  la  conciencia 
I  pública,  ya  que  no  por  el  combate  judicial  y  demás  pruebas 
?  vulgares  (XXXI)  ;  que  son  muy  deleznables  los  elementos 
que  la  constituyen;  que  no  es  la  igualdad  entre  los  jueces  y 
el  acusado  la  que  asegura  la  rectitud  de  los  juicios  ,  pues 
lo  que  asegura  en  su  caso  es  la  impunidad  de  los  crímenes 
(XXXII);  que  con  los  jueces  sacados  por  sorteo  entre  los 


ciudadanos  que  solo  tienen  cierta  renta  y  sentido  común,  se 
convierte  la  administración  de  justicia  en  un  verdadero  jue- 
go de  lotería  (XXXIII)  ;  que  no  es  natural  que  la  depen- 
dencia que  los  jueces  permanentes  é  inamovibles  puedan  tener 
del  gobierno  que  los  ha  nombrado,  influya  de  modo  alguno 
en  la  decisión  de  las  causas  comunes  contra  los  acusados,  y 
que  mas  probable,  mas  fácil  y  mas  peligroso  es  que  perjudi- 
que á  estos  la  dependencia  que  los  jurados  tienen  de  sus  pa- 
siones, de  sus  intereses,  de  sus  relaciones,  y  de  sus  hábitos  y 
costumbres  (XXXIV);  que  por  lo  que  hace  á  los  delitos 
políticos,  los  jurados  absuelven  siempre  ó  casi  siempre  si 
tienen  ideas  contrarias  á  las  del  gobierno  por  mas  evidente 
que  sea  el  crimen  ,  y  si  tienen  las  mismas  ideas  que  aquel 
son  mucho  mas  rígidos  que  los  jueces  permanentes  ;  que  en 
tiempos  de  revueltas  y  vicisitudes  políticas  se  devoran  mu- 
tuamente los  partidos  por  medio  de  sus  jurados  ,  pues  no 
hay  freno  que  los  contenga  en  sus  venganzas  (XXXV)  ;  que 
el  hábito  de  juzgar  no  convierte  á  los  jueces  en  enemigos  de 
los  acusados,  ni  los  predispone  á  condenar  por  solo  presun- 
ciones ó  medias  pruebas  ,  ni  les  produce  indolencia  y  dis- 
tracción como  dicen  los  juradistas  ,  sino  que  los  hace  mas 
hábiles  para  descubrir  la  verdad,  para  conocer  los  efugios 
del  crimen  y  para  desenredar  las  maniobras  de  la  calumnia, 
al  paso  que  los  jurados  por  su  falta  de  hábito  ,  de  tiempo  y 
de  responsabilidad  ,  por  su  ignorancia  en  estas  materias ,  y 
por  los  negocios  y  obligaciones  diferentes  que  los  tienen 
preocupados,  no  se  hallan  por  lo  común  en  estado  de  exa- 
minar y  resolver  las  graves  dificultades  que  ocurren  en  los 
juicios,  ni  de  meditar  sobre  el  valor  de  las  pruebas  ,  ni  de 
prestar  una  atención  sostenida  en  los  debates ,  viéndose  por 
lo  tanto  en  el  peligro  de  caer  en  errores  lamentables  ó  en  la 
necesidad  de  obrar  y  decidirse  por  ideas  prestadas  ó  inspi- 
radas (XXXVI  y  XL)  ;  que  la  supuesta  infalibilidad  de  la 
declaración  del  jury,  fundada  en  la  unanimidad  de  los  doce 
jurados,  es  un  principio  falso  y  aun  ridículo,  propio  solo  de 
tiempos  de  misticismo,  porque  esa  unanimidad  no  es  real  y 
verdadera,  sino  solo  aparente,  no  es  efecto  de  la  íntima  con- 
vicción de  todos  sino  de  la  terquedad  de  algunos  y  de  esa 
especie  de  tortura  de  encierro ,  frío ,  hambre  y  sed  con  que 
se  apremia  á  los  otros  (XXXVII)  ;  que  la  declaración  de  los 
jurados  no  suele  ser  espontánea,  como  se  quiere  suponer, 
sino  que  mas  bien  es  inspirada  por  el  juez  real,  y  que  cuan- 
do tiene  aquella  calidad  ,  no  presenta  garantía  de  no  haber 
sido  errónea  (XXXVIII);  y  finalmente,  que  es  una  ilusión, 
un  engaño ,  un  error  funestísimo  ,  reconocido  por  los  hom- 
bres sensatos  y  comprobado  ya  por  la  esperiencia  ,  el  sen- 
tar como  se  ha  sentado  que  basta  el  buen  sentido  acompa- 
ñado de  la  probidad  para  resolver  las  cuestiones  de  hecho  y 
declarar  la  culpabilidad  ó  inocencia  de  los  acusados,  cuando 
apenas  alcanza  para  ello  la  razón  ilustrada  y  ejercitada  del 
filósofo,  del  moralista  y  del  jurisconsulto  (XXXIX). 

XLIII.  Sigúese  de  todas  estas  verdades  que  el  juicio 
por  jurados  ,  aun  como  se  halla  establecido  en  Inglaterra  , 
que  es  el  que,  según  dicen,  debe  servir  de  modelo  á  las  na- 
ciones que  quieran  adoptarlo  ,  es  un  juicio  absurdo,  un  jui- 
cio con  que  ni  se  obtiene  ni  puede  obtenerse  el  fin  que  el 
legislador  debió  haberse  propuesto  en  su  establecimiento, 
un  juicio  perjudicial  á  la  buena  administración  de  la  justicia. 
Pues  ¿cómo,  se  dirá,  una  nación  tan  sabia,  una  nación  que 
está  al  frente  de  la  civilización  europea  ,  una  nación  que 
corre  siempre  tras  el  progreso  ,  cómo  es  que  conserva  un 
juicio  de  esta  clase?  Y  ¿cómo  es  ,  podrá  responderse  ,  cómo 
es  que  esa  nación  conserva  una  legislación  civil  y  penal ,  la 
mas  farraginosa  ,  indigesta  é  incoherente  que- se  conoce  en 
las  naciones  civilizadas,  según  confiesan  sus  mismos  juris- 
consultos? ¿Cómo  es  que  esa  nación  mantiene  todavía  ó  á 
lo  menos  ha  mantenido  hasta  hace  muy  pocos  años  (si  es 
que  ya  lo  ha  abolido)  el  modo  mas  inmoral  y  repugnante 
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que  se  ha  conocido  en  el  mundo  de  disolver  los  matrimo- 
nios, permitiendo  á  los  maridos  que  atando  á  sus  mujeres 
una  soga  al  cuello  las  lleven  á  los  mercados  públicos  y  las 
vendan  á  sus  cómplices  de  adulterio,  ó  las  truequen  por  otra, 
ó  las  den  en  cambio  de  una  vaca  ó  de  una  burra?  ¿Cómo  es, 
para  contraernos  mas  al  asunto,  que  esa  nación  tolera  en  la 
actualidad  la  decisión  de  las  causas  criminales  por  medio 
del  duelo?  por  medio  del  duelo,  sí,  por  medio  del  combate 
judicial  tan  usado  en  tiempos  de  ignorancia  y  superstición, 
como  si  ahora  en  el  siglo  xix  creyese  la  nación  sabia,  que  la 
verdad  y  el  triunfo  de  la  inocencia  pueden  salir  de  la  boca 
de  una  pistola  ó  de  una  buena  puñada  dada  en  el  bárbaro 
pugilato.  Un  suceso  reciente  que  tuvo  lugar  en  estos  últimos 
años,  viene  á  confirmar  nuestro  aserto.  Un  joven  inglés  que 
violó  á  la  fuerza'y  asesinó  en  seguida  á  una  joven  soltera, 
fué  acusado  de  este  doble  alentado  por  un  hermano  de  la 
victima  ;  formóse  la  sumaria  ;  declaró  el  gran  jury  haber  lu- 
gar á  la  prosecución  de  la  causa  ;  y  habiéndose  hecho  al  reo 
la  pregunta  ordinaria  de  ¿cómo  quería  ser  juzgado  si  por 
Dios  ó  por  su  pais?  respondió  que  quería  serlo  por  Dios,  y 
al  mismo  tiempo  arrojó  el  guante  á  presencia  del  tribunal, 
dando  à  entender  que  elegía  el  medio  del  duelo.  Gran  sor- 
presa y  contienda  acalorada  causó  esta  respuesta  :  el  abo- 
gado del  acusador  manifestaba  que  el  duelo  no  estaba  en 
uso;  y  el  del  acusado  sostenía  que  estaba  autorizado  por 
una  ley  no  derogada  y  por  la  misma  fórmula  de  la  pregunta. 
El  tribunal  cedió  á  las  razones  de  este  último,  y  preguntó  al 
acusador  si  aceptaba  el  desafio  :  no  se  atrevió  este  á  tanto 
al  ver  los  puños  y  las  trazas  de  su  adversario;  y  en  su  con- 
secuencia el  criminal  quedó  declarado  no  culpable,  de  suerte 
que  á  estas  horas  se  paseará  quizá  impune  y  libremente  por 
Londres  el  forzador  y  el  asesino.  ¡  Tal  es  en  Inglaterra  la 
justicia  ! 

¿Qué  estraño  e? pues  que  se  conserve  allí  la  institución 
del  jury  ,  por  mas  irracional  y  absurda  que  sea?  Ella  está 
consagrada  por  el  trascurso  de  los  siglos  ,  y  esto  basta  para 
que  se  la  respete,  aunque  se  la  tenga  por  hija  de  la  primitiva 
barbarie.  Los  Ingleses  miran  con  religiosa  veneración  sus 
instituciones  antiguas,  consideran  la  ley  como  una  fortaleza 
de  que  no  se  puede  quitar  piedra  alguna  sin  debilitarla  ,  y 
llevan  el  sistema  de  no  hacer  variaciones  en  lo  que  encuen- 
tran establecido  ,  hasta  despues  que  la  opinion  pública  las 
ha  estado  reclamando  con  voz  unánime  por  espacio  de  mu- 
chos años  ó  de  siglos,  y  aun  entonces  proceden  con  paso  lento 
y  no  adoptan  las  reformas  sino  cuando  ya  están  bien  con- 
vencidos de  sus  ventajas  y  de  que  la  voluntad  general  las 
apetece  con  ahinco.  Este  es  puntualmente  el  caso  en  que  se  . 
encuentra  la  famosa  institución  del  jury;  se  le  tienen  consi- 
deraciones por  su  antigüedad  ;  pero  hace  ya  largo  tiempo 
que  la  opinion  comenzó  á  declararse  contra  ella,  descollando 
entre  sus  impugnadores  los  jurisconsultos  mas  distinguidos, 
como  Blakstone  y  Bentham,  quienes  rechazan  á  los  jurados 
así  de  los  juicios  civiles  como  de  los  criminales.  «  Pasemos, 
dice  el  primero  (Analysis  of  íhe  laws  England) ,  de  los  obje- 
tos privados  á  los  que  interesan  mas  al  orden  público.  Todo 
ciudadano  que  tiene  bienes  de  fortuna  está  en  el  caso  de  ser 
llamado  á  establecer  los  derechos  ,  á  estimar  las  injurias  ,  á 
pesar  las  acusaciones,  y  á  disponer  de  la  vida  de  sus  conciu- 
dadanos ,  teniendo  el  cargo  de  jurado.  En  esta  situación  se 
ve  muchas  veces  precisado  á  decidir,  y  esto  bajo  juramen- 
to, en  cuestiones  tan  importantes  como  delicadas  ,  particu- 
larmente cuando  la  ley  y  el  hecho  están  íntimamente  unidos 
entre  sí  como  frecuentemente  sucede;  y  la  incapacidad  ge- 
neral de  nuestros  jurados  hace  que  cumplan  este  cargo  con 
tan  poco  acierto  ,  quo  muchas  veces  se  ha  tenido  que  des- 
preciar su  autoridad  y  poner  inevitablemente  el  poder  en 
las  manos  de  los  jueces  para  dirigir,  censurar  y  aun  anular 
sus  declaraciones  ó  veredictos  mas  allá  del  término  fijado 


por  la  Constitución.  »  Es  probable  por  lo  tanto  que  ya  esta- 
ría suprimido  en  Inglaterra  el  jury ,  por  haber  perdido  su 
prestigio  como  institución  judicial ,  en  fuerza  de  sus  funes- 
tos resultados  y  de  las  razones  con  que  se  le  ha  combatido 
y  diariamente  se  le  combate  por  los  mas  célebres  escritores. 
XLIV.  Mas  hay  allí  otra  preocupación,  que  no  está  toda- 
vía bien  desarraigada  y  que  naturalmente  ha  hecho  y  hará 
durar  por  algunos  años  tan  fatal  establecimiento.  Los  Ingle- 
ses miran  al  jury,  no  solo  como  institución  judicial  sino 
también  como  institución  política;  y  si  bien  considerándole 
bajo  el  primer  aspecto  convienen  generalmente  en  des- 
echarle, hay  aun  no  pocos  que  considerándole  bajo  el  se- 
gundo le  conservan  cierto  apego  y  se  empeñan  en  sostenerle. 
Pero  esta  preocupación  se  acabará  también  de  desvanecer 
con  el  trascurso  del  tiempo;  porque  si  se  ha  reconocido  ya 
que  la  llamada  justicia  del  pais  no  es  mejor  que  la  justicia 
del  rey,  esto  es  ,  que  los  hombres  á  quienes  la  suerte  saca 
de  sus  talleres  ó  de  sus  campos  no  son  tan  á  propósito  para 
ejercer  funciones  judiciales  como  los  jueces  que  la  corona 
elige  entre  los  hombres  que  se  han  preparado  con  largos 
estudios  para  el  buen  desempeño  de  tan  alto  destino,  se  re- 
conocerá igualmente  por  todos  como  ya  se  reconoce  por 
muchos,  que  la  justicia  nada  tiene  que  ver  con  la  política, 
que  aquella  es  independiente  de  esta  ,  que  la  una  es  impar- 
cial, permanente  ,  inmutable  ,  impasible  ,  la  otra  no  puede 
dejar  de  ser  apasionada  y  variable;  que  la  primera  se  halla 
colocada  á  mayor  altura  y  es  superior  á  todos  los  partidos, 
mientras  la  segunda  anda  en  relaciones  con  todos  ellos,  que 
una  misma  institución  no  puede  por  consiguiente  tener  el 
doble  carácter  de  judicial  y  de  política  sin  que  forme  un 
cuerpo  monstruoso  y  horrendo,  y  que  la  libertad  política  de 
los  ciudadanos  no  debe  buscar  sus  garantías  en  las  institu- 
ciones judiciarias  sino  en  otras  instituciones  civiles  que  sean 
mas  apropiadas  al  objeto.  En  fuerza  del  reconocimiento  y 
de  la  persuasion  de  estas  verdades  ,  que  no  lardará  en  ha- 
cerse universal  entre  todas  las  clases  ,  caerá  por  fin  en  In- 
glaterra el  coloso  del  jury  que  ya  está  tambaleándose ,  y  tal 
vez  algún  otro  pueblo  que  no  le  conozca  bien  le  acogerá 
para  su  desgracia  en  el  furor  y  ceguedad  de  las  pasiones  de 
los  partidos,  como  ya  le  acogió  la  Francia  en  su  revolución. 

FRANCIA. 

XLV.  El  juicio  por  jurados  que  desde  siglos  tan  remotos 
se  usaba  en  Inglaterra ,  no  comenzó  á  ser  conocido  de  los 
Franceses  sino  poco  antes  de  su  revolución  por  la  traduc- 
ción de  algunas  obras  de  los  publicistas  de  aquel  pais  que 
habían  desenvuelto  los  principios  de  este  modo  de  adminis- 
trar la  justicia.  Reunida  la  asamblea  constituyente,  se  pre- 
sentó y  preconizó  en  ella  el  jury  de  los  Ingleses  como  la  ins- 
titución mas  benéfica,  mas  liberal  y  mas  filantrópica  quo 
habia  existido  en  parte  alguna ,  y  se  clamó  y  se  pugnó  con 
la  mayor  vehemencia  por  su  establecimiento  en  Francia. 
Recordáronse  entonces  para  apoyar  este  sistema  todo:  los 
errores  que  se  habían  cometido  por  los  parlamentos  ó  tri- 
bunales de  justicia,  errores  que  ciertos  escritores  se  habían 
empeñado  en  atribuir  al  espíritu  de  dominación  de  que  acu- 
saban á  los  jueces  :  pusiéronse  en  juego  todos  los  recursos 
de  la  elocuencia  para  pintar  con  los  colores  mas  negros  aque- 
llas famosas  condenaciones  que  tanto  ruido  habían  hecho  en 
los  años  anteriores  á  la  revolución  :  se  invocaron  con  énfasis 
las  sombras  de  Calas ,  de  Labarre  y  de  Lally  :  se  procuró 
ridiculizar,  envilecer  y  deprimir  del  modo  mas  atroz  á  los 
magistrados ,  presentándolos  como  monstruos  que  sin  hacer 
distinción  entre  acusados  y  delincuentes,  enviaban  sin  exa- 
men al  patíbulo  à  centenares  de  infelices  ;  y  se  llevó  á  un 
punto  increíble  do  exageración ,  según  es  de  ver  por  el  dis- 
curso de  Mr.  Thouret  de  que  hemos  hablado  en  el  par- 
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rafo  XXXVI,  la  máxima  allí  sentada  de  que  el  largo  ejer- 
cicio de  las  funciones  judiciales  destruye  las  calidades 
morales  que  son  necesarias  para  tan  delicado  ministerio. 

Bien  conocían  los  hombres  sabios  é  instruidos  de  la  asam- 
blea que  tales  declamaciones  carecían  de  solidez  y  de  razón  ; 
quesilos  tribunales  habian  cometido  algunos  errores  en  tiem- 
pos de  ignorancia  y  de  fanatismo ,  no  habian  sido  sino  el  eco 
de  la  Francia  entera  que  con  voz  delirante  les  gritaba  cru- 
ci  fige  !  crucifigc  .'...  que  si  el  jury  se  hubiese  hallado  esta- 
blecido en  aquella  época,  lejos  de  haber  evitado  ninguno  de 
aquellos  escesos  sobre  que  recaían  las  quejas,  los  habría  mas 
bien  multiplicado,  porque  saldrían  los  jurados  de  las  clases 
analizadas  ;  y  que  de  todos  modos,  si  unos  magistrados  tan 
labios  no  habian  podido  resistir  al  torrente  de  la  opinion 
pública,  menos  habrían  podido  oponerle  un  dique  saludable 
los  hombres  que  por  su  condición  debían  de  ser  mucho  mé- 
nos  ilustrados.  Pero  aquellos  tiempos  de  entusiasmo  revolu- 
cionario no  eran  por  cierto  los  mas  propios  para  que  los 
diputadosmas  cuerdos  pudieran  levantar  su  voz  y  hacer  mi- 
rar las  cosas  bajo  su  verdadero  punto  de  vista  :  las  decla- 
maciones de  sus  antagonistas ,  como  Mr.  Thouret  y  compa- 
ñeros, causaro^naturalmente  la  mas  viva  impresión  en 
ánimos  ya  prevenidos  de  cierta  especie  de  odio  secreto  contra 
los  parlamentos,  á  los  cuales  se  miraba  como  el  obstáculo 
mas  temible  para  las  innovaciones  que  se  meditaban  ;  y  así 
es  que  movidos  unos  por  la  deplorable  pintura  que  se  les 
hacia  del  antiguo  método  de  administrar  la  justicia  y  por  la 
apariencia  seductora  y  engañosa  del  nuevo  que  se  les  pro- 
ponía; otros  por  la  consideración  de  que  en  un  gobierno  re- 
presentativo debía  el  pueblo  tener  parte  en  la  aplicación  de 
las  leyes,  como  la  tenia  en  su  formación  ;  y  no  pocos  por  el 
oculto  designio  de  que  no  hubiese  quien  juzgase  los  críme- 
nes políticos  que  se  proyectaban  sino  los  mismos  que  habian 
de  cometerlos  para  poder  ir  minando  y  derribar  por  fin  el 
trono,  dieron  la  ley  de  16  de  setiembre  de  1791  que  esta- 
bleció los  juicios  por  jurados ,  no  para  las  materias  civiles 
sino  solo  para  las  criminales,  y  no  para  todos  los  delitos , 
sino  esclusivamenle  para  los  crímenes  que  fuesen  castigados 
por  la  ley  con  penas  aflictivas  ó  infamantes,  como  si  el  sim- 
ple buen  sentido  bastase  para  la  calificación  de  los  hechos 
graves  y  se  tuviese  por  necesaria  la  razón  ilustrada  para  la 
calificación  de  los  hechos  leves,  aunque  no  faltaban  quienes 
querian  el  jurado  lo  mismo  para  lo  civil  que  para  lo  crimi- 
nal ,  lo  mismo  para  los  delitos  mas  lijeros  que  para  los  crí- 
menes mas  atroces ,  y  que  en  el  caso  de  haber  de  optar  entre 
uno  ú  otro ,  hubiesen  preferido  abandonar  á  la  discreción 
del  magistrado  mas  bien  lo  criminal  que  lo  civil ,  mas  bien 
los  crímenes  que  los  delitos. 

Estableciéronse,  como  en  Inglaterra ,  jurados  de  acusa- 
ción y  jurados  de  calificación  :  los  primeros  ,  para  decidir  si 
la  acusación  debia  ser  admitida;  y  los  segundos,  para  juzgar 
si  estaba  bien  fundada.  Pero  los  primeros,  que  apenas  po- 
dían llegar  á  comprender  la  diferencia  que  habia  entre  sus 
atribuciones  y  las  de  los  segundos,  se  apartaban  muchas 
veces  del  objeto  de  su  instituto,  usurpaban  las  facultades 
que  no  pertenecían  sino  á  los  otros,  pesaban  las  pruebas 
como  si  tuviesen  que  condenar  ó  absolver,  y  dando  una  de- 
claración negativa  sobre  una  instrucción  que  no  se  les  pre- 
sentaba ni  podia  nunca  presentarse  completa  ante  ellos, 
restituían  á  la  libertad  y  dejaban  impunes  á  hombres  sobre 
quienes  la  solemnidad  de  los  debates  hubiera  producido  ve- 
rosímilmente la  convicción  plena  y  entera  del  crimen  :  es- 
taban ademas  demasiado  espuestos  á  las  solicitaciones  de  los 
parientes  y  amigos  de  los  acusados,  pues  que  debian  ser  de 
los  mismos  distritos  que  estos;  y  solían  por  otra  parte  aban- 
donarse fácilmente  al  influjo  de  sus  directores.  Por  ello  se 
creyó  conveniente  suprimir losjurados de  acusación  en  el  có- 
digo de  instrucción  criminal  de  1808,  delegando  á  los  tribu- 


nales reales  el  poder  de  que  aquellos  habian  estado  revesti- 
dos ;  y  aun  se  pugnó  también,  aunque  inútilmente,  contra 
losjurados  de  calificación,  por  no  haber  correspondido  á 
las  esperanzas  que  de  ellos  se  habian  concebido,  distinguién- 
dose entre  los  que  clamaban  por  su  estincion  los  hombres 
mas  respetables  en  la  magistratura  y  jurisprudencia ,  como 
Portalis,  Simeón ,  Boulay,  Bigot,  Préameneu  ,  Segur  y  otros 
muchos. 

XLVI.  No  es  nuestro  ánimo  seguir  las  diversas  fases  que 
ha  tenido  el  jurado  francés  desde  su  establecimiento  hasta  el 
dia ,  contentándonos  con  indicar  que  después  de  la  ley  de  16 
de  setiembre  de  1791  se  han  hecho  muchas  mudanzas,  re- 
formas y  modificaciones,  ya  con  respecto  al  modo  de  orga- 
nizar, formar  y  convocar  este  cuerpo ,  ya  en  orden  á  los  crí- 
menes que  deben  sometérsele ,  ya  sobre  la  formación  de  los 
tribunales  criminales  y  el  método  de  los  procedimientos,  ya 
acerca  de  las  funciones,  facultades  y  declaraciones  délos 
jurados,  por  las  leyes  de  3  de  brumario  y  22  de  nivoso  del 
año  4,  de  12  y  13  de  germinal  y  19  de  fructidor  del  año  b, 
de  8  de  frimario  del  año  6,  de  b  y  6  de  germinal  y  2b  do 
brumario  del  año  8 ,  de  27  y  28  de  pluvioso  del  año  9,  de  23 
defloreal  del  año  10,  de  16  de  frimario  del  año  14,  de  16  de 
setiembre  de  1807,  por  el  código  de  instrucción  criminal 
de  1808 ,  por  las  leyes  y  decretos  de  20  de  abril  y  6  de  julio 
de  1810,  de  2b  de  diciembre  de  1813  ,  b  de  febrero  de  1817, 
29  de  junio  de  1820,  24  de  mayo  de  1821,  2  de  mayo 
de  1827,  2  y  30  de  julio  de  1828,  8  de  octubre,  29  de  no- 
viembre y  10  de  diciembre  de  1830,  4  de  marzo,  8  y  19  de 
abfil  de  1831,  28  de  abril  de  1832,  24  de  mayo  de  1834,  9 
de  setiembre  de  183b ,  13  de  mayo  de  1836 ,  23  de  febrero  y 
Io.  de  abril  de  1857. 

Pero  con  tanta  ley  y  tanto  código  y  tanto  decreto ,  con 
tanto  toque  y  retoque  y  tanto  manoseo ,  la  institución  del 
jurado  en  Francia  es  todavía  detestable  como  lo  ha  sido  siem- 
pre y  lo  será  en  lo  sucesivo,  no  porque  no  haya  sido  tras- 
plantada de  Inglaterra  en  la  misma  forma  que  allí  tiene, 
como  hubieran  querido  algunos  juradistas  franceses,  sino 
porque  en  su  misma  naturaleza  es  absurda  y  monstruosa  y 
adolece  de  vicios  esenciales  que  no  pueden  corregirse,  por- 
que es  una  planta  venenosa  que  ni  en  Inglaterra  ni  en  Fran- 
cia ni  en  ninguna  otra  parte  puede  producir  sino  frutos 
amargos ,  y  porque  si  en  tiempos  de  simplicidad  y  de  bar- 
barie pudo  ser  un  remedio  necesario  para  suplir  la  falta  de 
tribunales,  no  es  capaz  ahora  de  surtir  efectos  provechosos, 
cuando  el  refinamiento  de  la  civilización  ha  multiplicado 
prodigiosamente  las  clases  ó  especies  de  delitos  y  los  modos 
de  perpetrarlos  y  encubrirlos,  y  cuando  así  por  esta  causa 
como  por  la  estension  de  las  sociedades  ha  sido  y  es  indis- 
pensable organizar  bajo  cierto  pié  los  tribunales  y  compo- 
nerlos de  personas  dotadas  de  conocimientos  que  no  se  en- 
cuentran en  el  común  de  los  ciudadanos.  En  vano  la  comisión 
de  nuestras  Cortes  de  1821  decia  en  el  discurso  preliminar 
de  que  hemos  hablado  en  el  |  II,  que  si  la  planta  del  jurado 
francés  estaba  resentida  y  enervada  y  no  daba  fruto  alguno, 
era  porque  en  la  revolución  se  habia  visto  agitada  de  ese 
aire  abrasador  que  consume  y  aniquila  el  orden  y  la  justi- 
cia, y  porque  después  se  habia  empeñado  el  jardinero  ert 
dirigirla  según  el  gusto  de  Napoleón.  No  ;  la  planta  del  ju- 
rado francés  ha  sido  cultivada  y  dirigida  en  diferentes  épo- 
cas por  muchísimos  jardineros  ,  unas  veces  al  gusto  del 
poder,  otras  al  gusto  de  los  enemigos  del  poder,  ora  al  arbi- 
trio de  los  tiranos ,  ora  á  placer  de  los  demócratas ,  ora  a 
voluntad  de  los  hombres  mas  sensatos  y  amantes  del  bien 
de  su  país,  como  es  fácil  calcular  solo  por  las  fechas  de  esa 
multitud  de  leyes  que  hemos  citado  ;  pero  ninguno  ha  lo- 
grado hasta  ahora  enderezarla,  ponerla  en  vigor  y  lozanía 
y  hacerle  dar  frutos  sanos-  no  por  causa  de  la  malignidad 
de  los  aires  ó  de  la  violencia  de  la  mano  directora,  sino 
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porque  no  hay  jardinero  en  el  mundo  que  sea  capaz  de  ha- 
cer que  produzca  peras  el  olmo,  ó  que  pierdan  su  calidad 
mortífera  las  plantas  ponzoñosas.  Yo  no  sé  si  alguno  de  los 
individuos  que  viven  de  la  citada  comisión  conservará  toda- 
via  sus  ideas  sobre  este  punto  ;  mas  hemos  tenido  el  gusto 
de  oírselas  retractar  precisamente  al  digno  magistrado  que 
estendió  el  mencionado  discurso. 

XLVII.  No  todas  las  cosas  del  jurado  inglés  han  sido  ad- 
mitidas en  el  jurado  francés.  Desechada  fué  la  espontaneidad 
de  la  declaración  ó  veredicto  ,  de  que  hemos  hablado  mas 
arriba  en  el  §  XXXVIII.  Los  jurados  en  Inglaterra  están  re- 
ducidos á  oir  la  sencilla  esposicion  de  los  hechos ,  á  escuchar 
las  declaraciones  verbales  de  los  testigos  y  á  presenciar  los 
debates  entre  estos  y  el  acusado,  sin  que  tengan  que  fati- 
garse oyendo  discursos  y  alegatos  de  abogados  ni  de  fiscales, 
porque  deben  fallar  sobre  los  hechos  por  el  simple  dictamen 
de  su  conciencia,  por  la  impresión  que  las  pruebas  hayan 
producido  en  su  ánimo ,  por  la  apreciación  que  ellos  mismos 
hagan  délos  diferentes  testimonios ,  y  no  por  demostraciones 
y  reflexiones  de  personas  eslrañas  que  puedan  alterar  la 
verdad  y  desfigurar  el  resultado  de  los  debates  (  §  XXIV  ). 
Pero  en  Francia,  después  del  interrogatorio  del  acusado  y 
de  los  testigos ,  y  de  los  debates  á  que  se  hubiese  dado  lugar, 
la  parte  civil  ó  su  abogado  y  el  procurador  general  suelen 
pronunciar  virulentas  filípicas  desenvolviendo  todos  los  me- 
oios  que  pueden  servir  para  apoyar  la  acusación,  y  en  se- 
guida el  defensor  del  acusado  sostiene  la  inocencia  de  su 
cliente  negando  ó  escusando  los  crímenes  mas  claros,  pul- 
verizando ó  á  lo  menos  poniendo  en  duda  las  pruebas  mas 
irrecusables  .  imaginando  las  suposiciones  mas  desnudas  de 
verosimilitud  ,  estableciendo  máximas  subversivas  de  toda 
moral  y  de  todo  orden  social ,  y  empleando  en  su  discurso 
todos  los  prestigios  de  la  elocuencia  para  fascinar  á  los  ju- 
rados y  tener  la  gloria  de  librar  á  un  malvado  de  la  pena 
que  le  espera  :  replica  tal  vez  el  procurador  general ,  y  el 
abogado  le  responde  :  ambos  desfiguran  ,  tuercen  é  inter- 
pretan los  hechos  á  su  modo ,  ambos  deducen  del  mismo 
dato  consecuencias  encontradas  ;  y  la  audiencia  se  convierte 
en  verdadera  liza>  donde  se  desplegan  sin  freno  las  pasiones, 
donde  se  lleva  la  exageración  hasta  el  delirio ,  donde  se  dis- 
puta con  encarnizamiento  la  cabeza  del  acusado.  Y  ¿  qué 
nacen  entretanto  los  pobres  é  iliteratos  jurados?  ellos  pasan 
alternativamente  de  la  incertidumbre  á  la  convicción  -,  déla 
convicción  ala  incertidumbre,  dudan,  vacilan  y  nunca 
llegan  á  fijar  sus  ideas,  dejándose  arrastrar  ya  en  un  sentido 
ya  en  otro ,  como  barquillos  sin  timón  abandonados  á  merced 
de  las  opuestas  olas  :  habla  el  procurador  general,  y  creen 
culpable  al  reo  ;  habla  el  defensor,  y  le  creen  inocente. 
i  Qué  estraño  es  esto  en  hombres  que  apenas  habrán  reci- 
bido los  primeros  elementos  de  la  mas  sencilla  educación? 
I  cómo  podrán  ellos  desenmarañar  los  estudiados  sofismas  de 
los  oradores?  ¿  cómo  podrán  conocer  cuál  es  la  parte  débil 
do  unos  argumentos  que  se  les  han  presentado  como  irresis- 
tibles demostraciones?  Si  en  estos  casos  los  jueces  mas  sa- 
bios y  mas  ejercitados  en  el  foro  se  ven  á  veces  perplejos  y 
confundidos,  ¿qué  será  del  sencillo  carpintero ,  del  inocente 
labrador,  y  aun  del  astuto  mercader? 

Pero  luego  el  presidente  del  tribunal  hace  un  resumen  déla 
causa  ,  espone  á  los  jurados  las  principales  pruebas  que  hay 
en  pro  ó  en  contra  del  acusado ,  les  recuerda  sus  deberes,  y 
les  entrega  por  escrito  una  serie  de  cuestiones  que  han  de 
decidirse  por  ellos  y  suelen  ser  las  siguientes  :  Ia.  si  el  acu- 
sado es  culpable  de  haber  cometido  tal  homicidio,  tal  robo 
ó  ¡ai  crimen,  con  todas  las  circunstancias  comprendidas  en 
el  resumen  del  escrito  de  acusación  :  2a.  si  el  acusado  ha 
cometido  el  crimen  con  tal  ó  tal  circunstancia  agravante 
que,  no  estando  mencionada  en  el  escrito  de  acusación,  re- 
sulta de  los  debates  :  3a.  si  está  justificado  tal  hecho  que  el 


acusado  propuso  por  escusa  y  que  está  admitido  como  tal 
por  la  ley  :  ¿a.  si  el  acusado,  siendo  menor  de  diez  y  seis 
años,  obró  con  discernimiento  :  8a.  si  existen  circunstan- 
cias atenuantes  en  favor  del  acusado  tenido  por  culpable. 

Retíranse  los  jurados  á  deliberar  en  su  sala  sobre  todos 
estos  puntos ,  llevando  al  mismo  tiempo  el  escrito  de  acu- 
sación ,  las  actas  ó  sumarias  en  que  se  acredita  el  delito,  y 
las  piezas  ó  documentos  del  proceso ,  escepto  las  declara- 
ciones escritas  de  los  testigos.  Cargados  de  tantas  piezas , 
abrumada  su  imaginación  y  ofuscada  su  razón  natural  con 
las  contradicciones  de  los  debates  y  los  discursos  y  alegatos 
del  procurador  general  y  de  los  abogados ,  y  obligados  á 
fallar  sobre  tantas  cuestiones  delicadas  que  suelen  llevar 
envuelto  el  derecho  con  el  hecho ,  se  encuentran  á  veces 
unos  hombres  ,  que  tienen  poco  ejercitado  el  juicio,  metidos 
en  un  laberinto  inestricable  sin  saber  por  dónde  salir  ni  qué 
partido  tomar,  y  como  generalmente  se  hallan  animados  del 
deseo  mas  vivo  del  acierto  y  recelosos  del  peligro  de  estra- 
viarse ,  suelen  mirar  como  á  estrella  que  debe  guiarlos  en  la 
oscuridad  que  los  rodea  al  presidente  del  tribunal,  siguiendo 
el  impulso  que  les  ha  dado  en  la  esposicion  de  los  debates 
y  de  las  pruebas ,  y  adoptando  y  convirtiendo  en  sentencia 
la  opinion  que  este  magistrado  ha  emitido^  á  lo  menos  ha 
dejado  entrever.  Así  es  que  en  lugar  de  doce  jueces  que 
debía  tener  el  acusado  ,  no  tiene  muchas  veces  mas  que  uno 
solo;  y  su  condenación  puede  pender  únicamente  del  con- 
cepto que  el  carácter  mas  ó  menos  severo  del  presidente,  su 
educación ,  sus  preocupaciones  y  la  disposición  actual  de  su 
espíritu  le  hayan  hecho  formar  sobre  la  causa  y  sus  circuns- 
tancias. ¡  Qué  campo  tan  vasto  de  reflexiones  para  el  filó- 
sofo y  para  el  hombre  de  estado  !  ¿No  valiera  mas  al  acusado 
ser  juzgado  por  el  presidente  y  sus  compañeros  bajo  la  ga- 
rantía de  la  ciencia  y  de  la  responsabilidad  ,  que  no  por  unos 
hombres  nulos  é  irresponsables ,  que  no  hacen  al  fin  otra 
cosa  que  abrazar  como  fallo  la  opinion  que  un  solo  magis- 
trado emite  ,  quizá  sin  mucho  cuidado,  quizá  sin  mucha 
exactitud  ,  por  no  tener  tampoco  que  responder  de  ella? 

XLVII1.  Mas  supongamos  que  los  jurados  no  se  han  dejado 
influir  de  las  ideas  manifestadas  por  el  presidente  del  tri- 
bunal en  la  recapitulación  de  la  causa  :  supongamos  que  ,  ó 
bien  porque  este  magistrado  no  haya  sabido  ó  no  haya  que- 
rido ganar  su  confianza ,  ó  bien  porque  ellos  se  crean  bas- 
tante instruidos,  ó  porque  quieran  dar  pruebas  de  indepen- 
dencia, entrañen  deliberación  sobre  todas  las  cuestiones 
que  se  les  han  propuesto  para  resolverlas  por  sus  propias 
luces  :  entonces  se  consideran  obligados  á  leer  las  diferentes 
piezas  del  proceso ,  á  comentarlas  ,  á  sacar  inducciones  ,  á 
recordar  cuanto  han  visto  y  oido  :  los  mas  habladores  se 
ejercitan  en  discutir,  en  hacer  distinciones  y  suposiciones,  y 
en  llevar  la  exageración  mas  allá  que  los  abogados  :  el 
tiempo  corre,  las  impresiones  se  debilitan,  la  convicción  (si 
es  que  la  tenian)  se  desvanece ,  la  incertidumbre  se  apodera 
de  los  ánimos  ;  y  sobre  las  cuestiones  mas  simples  y  eviden- 
tes ,  y  aun  á  veces  sobre  la  confesión  misma  de  los  acusa- 
dos, se  pasan  horas  enteras  en  discusiones  inútiles  que  suelen 
producir  los  resultados  mas  deplorables;  ó  bien  el  colega  de 
mas  autoridad ,  ó  de  mas  saber,  ó  de  mas  ingenio ,  ó  de  mas 
fácil  elocución ,  ó  de  mas  obstinación  y  fogosidad,  gana, 
persuade  ,  arrastra  y  decide  á  los  demás  ;  de  suerte  que  si 
este  hombre  tiene  el  juicio  falso  ó  el  corazón  corrompido  , 
será  necesariamente  funesta  la  deliberación;  y  de  todos 
modos,  sea  que  los  jurados  sigan  al  presidente  del  tribunal, 
sea  que  se  conformen  con  la  opinion  del  mas  dominante  de 
entre  ellos  mismos,  siempre  se  verifica  que  el  acusado  no 
tiene  mas  que  un  solo  juez  en  lugar  de  doce. 

Frecuentemente  acaece  también,  que  no  hay  entre  los 
jurados  quien  se  encuentre  en  estado  de  formar  un  juicio 
exacto  sobre  el  negocio  sometido  á  su  decisión,  ó  quien  tenga 
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la  paciencia  necesaria  para  examinar  las  piezas  y  buscar  en 
ellas  los  vestigios  tortuosos  del  crimen ,  ó  quien  sea  capaz 
de  comprender  con  claridad  el  verdadero  objeto  ó  la  tras- 
cendencia de  los  documentos  aducidos,  y  las  consecuencias 
que  de  ellos  pueden  sacarse  en  pro  ó  en  contra  del  acusado. 
¿  Qué  harán  pues  entonces  estos  simples  ciudadanos  consti- 
tuidos en  jueces  ?  desalentados  á  la  vista  de  un  trabajo  de 
tanta  complicación,  y  desesperando  de  poder  sentar  su  jui- 
cio sobre  pruebas  evidentes,  suelen  desembarazarse  del  peso 
que  se  les  impone  absolviendo  al  acusado,  sin  mas  razón 
que  la  de  no  haber  podido  concebir  una  idea  bien  clara  de 
los  cargos  que  constituyen  su  culpabilidad  ;  y  así  es  que, 
según  confiesan  los  mismos  juradislas  franceses  ,  casi  que- 
i  dan  del  todo  impunes  ciertos  crímenes  en  aquella  nación. 

XLIX.  Por  efecto  de  la  ignorancia  del  derecho,  ó  por  no 
tener  el  espíritu  ejercitado  en  las  ideas  metafísicas  ,  suelen 
ademas  los  jurados  hallarse  no  pocas  veces  hasta  en  la  in- 
capacidad de  comprender  bien  las  cuestiones  que  se  les 
proponen  sobre  las  circunstancias  de  los  crímenes,  y  caen 
necesariamente  en  contradicciones  que  chocan  á  la  razón ,  ó 
en  errores  lamentables,  que  ora  perjudican  á  la  sociedad  y 
á  los  ofendidos ,  ora  son  terribles  para  los  acusados  :  de 
modo  que  los  magistrados,  que  aunque  con  cabezas  de  jue- 
ces tienen  corazón  de  hombres ,  no  han  podido  prescindir  en 
ciertos  casos,  por  el  interés  de  la  humanidad  y  de  la  jus- 
ticia ,  de  precaver  y  aun  remediar  tan  funestos  resultados 
por  medio  de  advertencias  y  esplicaciones  francas  que  no 
les  permitia  la  ley,  ó  por  medio  de  nuevas  deliberaciones  á 
que  remitían  á  los  jurados,  los  cuales  en  alguna  ocasión  han 
tenido  la  sencillez  de  pedir  al  presidente  del  tribunal  que 
les  dictase  la  declaración  ó  sentencia  que  ellos  debian  pro- 
nunciar. Muchos  infelices  han  debido  efectivamente  la  vida 
á  tan  piadosas  instrucciones  ;  y  no  han  faltado  por  el  contrario 
quienes  hayan  tenido  motivo  para  atribuir  las  condenaciones 
escesivas  de  que  han  sido  víctimas ,  á  la  ignorancia  del  jury 
en  el  derecho  y  al  respeto  escrupuloso  que  han  creído  deber 
manifestar  al  texto  de  la  ley  algunos  presidentes  de  los  tri- 
bunales. No  acabaríamos  por  cierto  si  quisiéramos  presentar 
ejemplos  que  confirmasen  estas  verdades. 

L.  En  medio  de  esa  incapacidad  de  que  todos  los  dias 
están  dando  muestras  en  Francia  los  jurados,  los  vemos  á  la 
par  ejercer  una  arbitrariedad  que  escandaliza,  usurpar  atri- 
buciones que  no  les  competen  ,  hacerse  superiores  á  las 
leyes,  y  revestirse  de  una  omnipotencia  que  estremece. 

Ora,  en  efecto,  se  manifiestan  convencidos  de  la  crimina- 
lidad del  acusado  por  solo  el  testimonio  del  que  le  acusa,  y 
se  libran  del  hombre  á  quien  temen  haciendo  una  declara- 
ción cuyo  efecto  sea  enviarle  á  trabajos  perpetuos  ;  y  ora 
por  el  contrario  desprecian  la  evidencia  de  la  verdad  y  aun 
la  confesión  misma  del  acusado,  dando  al  amigo  de  las  leyes 
y  de  la  justicia,  ya  que  no  al  pueblo  que  los  aplaude ,  el 
escándalo  espantoso  de  absolver  al  que  no  ha  podido  resistir 
á  la  fuerza  de  las  pruebas  y  de  los  testimonios  que  se  levan- 
taban contra  él. 

Ora,  en  vez  de  limitarse  á  pronunciar  sobre  la  existencia  de 
los  hechos,  se  propasan  á  calificarlos  y  juzgarlos  de  una  ma- 
nera diferente  de  la  ley ,  no  viendo  mas  que  una  acción  i  nocen  te 
de  ode  la  ley  les  dice  que  hay  un  crimen,  y  por  eludir  la  ley 
n  t  temen  entonces  burlarse  de  la  verdad.  Cien  ejemplos  dice 
'.aber  visto  el  juradista  Merlin  de  estas  usurpaciones  de  po- 
der y  de  este  despotismo  de  los  jurados,  y  se  contenta  con 
citarnos  uno  muy  reciente  en  que  después  de  haber  decla- 
rado los  jurados  que  un  testigo  llamado  Pyrotte  estaba  con- 
vencido de  haber  dado  un  falso  testimonio  en  cierta  causa, 
pero  que  no  habia  tenido  en  ello  mala  intención ,  como  si  la 
intención  criminal  no  fuese  inseparable  del  testimonio  falso, 
no  tuvieron  empacho  de  declarar  en  su  segunda  delibera- 
ción ,  por  librar  al  reo  de  la  pena,  que  no  estaba  justificado 


que  Pyrotte  hubiese  dado  un  falso  testimonio;  y  en  su  con- 
secuencia tuvo  que  ponerle  en  libertad  el  presidente. 

Ora  por  fin,  en  lugar  de  atender  los  jurados,  como  deben, 
únicamente  á  las  pruebas  y  á  la  impresión  que  estas  han 
hecho  en  su  conciencia,  casi  no  atienden  sino  á  la  especia 
de  castigo  que  debe  ser  la  consecuencia  necesaria  de  su 
declaración ,  y  tienen  mucho  cuidado  de  medir  sus  respues- 
tas ,  no  por  la  convicción  mas  ó  menos  intima  que  adquieren 
realmente  del  crimen  y  de  la  culpabilidad,  sino  por  el  grado 
de  rigor  de  la  pena  prescrita  ;  de  modo  que  si  esta  les  parece 
demasiado  severa  ,  niegan  las  circunstancias  agravantes,  y 
aun  en  caso  necesario  niegan  también  la  existencia  de  los 
crímenes  mas  bien  probados  ,  prefiriendo  á  un  esceso  de 
pena  la  impunidad  mas  escandalosa,  y  creyendo  que  su  ir- 
responsabilidad legitima  la  mentira  y  el  perjurio.  Bien  ha 
querido  el  legislador  evitar  este  abuso  mandándoles  cando- 
rosamente que  no  piensen  en  las  disposiciones  de  las  leyes  pe- 
nales, y  haciendo  poner  este  precepto  con  letras  gordas  en 
el  lugar  mas  aparente  de  la  sala  de  sus  sesiones;  mas  lo 
primero  que  suelen  hacer  los  jurados  luego  que  entran  en 
ella,  es  sacar  del  bolsillo  algún  cocliguin  de  letras  muy 
menudas  y  consultarle  abiertamente  sobre  la  pena  del  delito 
ante  el  gran"cartelon  que  lo  prohibe. 

LI.  Otro  remedio  pues  han  tenido  que  discurrir  los  legisla- 
dores franceses  para  quitar  á  los  jurados  todo  pretesto  de  sei 
perjuros,  para  impedirles  que  cierren  los  ojos  y  digan  que 
no  hay  sol  cuando  está  brillando  sobre  sus  cabezas,  para 
privarlos  de  esa  loca  omnipotencia  que  se  atribuyen  de  faltar 
á  la  verdad,  à  la  razón  y  á  la  justicia  y  de  negar  lo  que  están 
viendo  :  ellos,  los  legisladores,  han  suprimido  para  muchos 
casos  la  pena  de  muerte  por  ley  de  28  de  abril  de  1832  ,  y 
han  concedido  á  los  jurados  la  facultad  de  declarar  en  todos 
los  casos  la  existencia  de  circunstancias  atenuantes,  dando  á 
esta  declaración  el  efecto  necesario  de  rebajar  un  grado  de  la 
pena  legal  del  crimen,  y  pudiendo  el  tribunal  rebajar  ade- 
mas otro.  Pero  si  bien  parece  que  esta  disposición  debe  de 
influir  naturalmente  en  la  diminución  de  esa  tendencia  de- 
plorable de  los  jurados  á  dejar  impunes  los  delitos,  no  corta 
de  raiz  el  abuso  que  hacen  de  sus  funciones,  ni  la  arbitra- 
riedad con  que  califican  los  hechos  y  se  constituyen  jueces 
de  las  leyes ,  ni  la  creencia  en  que  están  de  que  porque 
pueden  hacerlo  todo  impunemente ,  tienen  con  efecto  el  de- 
recho de  hacerlo;  antes  por  el  contrario,  lejos  de  quitarles 
las  armas  de  que  han  hecho  y  de  que  siempre  pueden  hacer 
un  mal  uso ,  pone  en  sus  manos  otras  nuevas ,  otras  no  menos 
peligrosas,  y  los  hace  todavía  mas  omnipotentes.  «  Así,  con 
esta  innovación  (dice  un  escritor  francés)  el  jurado  y  solo  el 
jurado  está  revestido  del  poder  inmenso  de  dejar  subsistir  ó 
de  abolir,  según  le  plazca,  la  pena  capital  :  así  la  ley  ha 
abdicado  su  poder,  pues  aunque  pronuncia  la  pena,  queda 
inerte  en  su  aplicación  :  ella  ha  depositado  en  las  manos  del 
jurado  la  cuchilla  sangrienta  del  verdugo.  Seguramente 
puedo  engañarme  (prosigue  el  escritor);  pero  no  temo  decir 
que  hubiera  valido  mas  la  supresión  franca  y  absoluta  de  la 
pena  de  muerte,  que  esta  transacción  entre  el  hecho  y  el 
derecho,  entre  la  teoría  y  la  aplicación.  Las  penas  deben  ser 
iguales  para  todos  :  ¿  y  podrá  haber  esta  igualdad  cuando 
se  deja  la  elección  de  ellas  á  la  variable  y  caprichosa  vo~ 
luntad  de  doce  hombres  sacados ,  á  la  suerte ,  de  la  sociedad, 
que  vuelven  á  ella  en  el  momento  de  haber  pronunciado  sa 
fallo,  sin  dejar  tras  sí  el  menor  rastro,  sin  estar  sujetos  à 
responsabilidad  de  ninguna  especie,  y  sin  ligar  con  la  de- 
cisión á  sus  sucesores  ?  Roflexiónese  ademas,  que  no  se  trata 
aquí  de  optar  entre  dos  penas  de  la  misma  naturaleza ,  mas 
ó  menos  largas,  mas  ó  menos  rigurosas,  sino  de  escoger  entre 
la  detención  y  la  muerte ,  es  decir,  entre  dos  penas  separa- 
das por  un  abismo.  ¿Y  dónde  están  las  garantías  del  acu- 
sado contra  el  abuso  que  de  este  exorbitante  poder  haga  tai 
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vez  el  jurado?  ¿Quién  podrá  asegurar  que  los  odios  de  par- 
tido y  las  pasiones  políticas  no  se  mezclarán  en  lo  arbitrario 
de  la  pena?  »  De  este  modo  se  esplica  el  escritor  francés 
contra  la  innovación  hecha  por  la  ley  de  28  de  abril  de  1852; 
y  aun  pudiera  haber  añadido,  que  por  ella  se  ha  trasladado 
realmente  al  jurado  el  derecho  de  hacer  gracia  y  de  conmu- 
tar las  penas  que  según  el  artículo  88  de  la  Carta  no  compete 
sino  al  rey,  el  cual  en  efecto  era  el  único  que  podia  ejercerlo 
con  mas  tino,  con  mas  acierto,  con  mas  imparcialidad,  y 
con  mas  provecho  del  Estado.  Es  cierto  que  todavía  pueden 
ocurrir  casos  en  que  haya  lugar  la  gracia  del  rey;  pero  no 
deja  de  haber  quedado  muy  oscurecida  con  dicha  innovación 
la  mas  bella  prerogativa  de  la  corona ,  no  deja  de  haber 
perdido  el  poder  ejecutivo  uno  de  los  grandes  resortes  de  los 
gobiernos  moderados,  y  no  deja  tampoco  de  verse  degra- 
dado el  poder  judicial,  que  no  tiene  ya  parte  en  la  decisión 
de  las  cuestiones  de  derecho  que  dependen  del  proceso;  de 
modo  que  los  ministros  de  la  justicia  con  su  sabiduría  y  su 
esperiencia  han  llegado  á  ser  estraños  en  el  templo  de  su 
diosa,  y  los  jurados,  los  jurados  con  la  cortedad  de  sus  co- 
nocimientos, con  la  poca  elevación  de  su  espíritu,  con  su 
pusilanimidad,  con  su  irresponsabilidad,  con  su  arbitrariedad 
y  sus  caprichos,  son  los  únicos  y  soberanos  arbitros  de  la 
suerte  de  los  acusados  y  de  cuanto  en  materias  de  justicia 
concierne  al  interés  y  conveniencia  del  cuerpo  social.  Tales 
son  los  efectos  del  empeño  formado  por  asegurar  la  adminis- 
tración de  justicia  con  una  institución  que  lleva  en  sus  en- 
trañas vicios  esenciales  que  la  hacen  incapaz  de  arreglo  y 
de  mejora. 

LII.  Otra  de  las  bases  principales  del  jury  que  ha  sido 
desechada  en  Francia,  es  la  de  la  unanimidad  de  los  jura- 
dos, de  que  hemos  hablado  mas  arriba  §  XXXVII;  unani- 
midad mirada  en  Inglaterra  como  tan  esencial  al  jury,  que 
á  ella  sola  le  atribuyen  sus  mas  sabios  juradislas  todas  las 
ventajas  que  dicen  tener  esta  especie  de  juicio.  Bien  fué 
establecida  igualmente  por  los  legisladores  franceses  en  la 
ley  de  19  de  fructidor  del  año  8  de  la  república,  y  continuo 
en  efecto  exigiéndose  por  espacio  de  cerca  de  doce  años, 
aunque  con  la  modificación  de  que  si  después  de  veinte  y 
cuatro  horas  de  deliberación  no  se  convenían  los  jurados  en 
una  misma  opinion  ,  habían  de  emitir  entonces  su  fallo  á 
pluralidad  absoluta  de  votos.  Mas  luego  acreditó  la  espe- 
riencia que  el  sistema  de  la  unanimidad  no  podia  acomo- 
darse con  las  costumbres  francesas;  que  no  producia  otro 
efecto  que  el  de  una  lucha  entre  el  fuerte  y  el  débil ,  en  la 
cual  vencía  siempre  el  hombre  mas  habituado  á  las  fatigas 
del  cuerpo  y  del  espíritu  ;  y  que  los  pusilánimes  y  los  obsti- 
nados encontraban  en  la  desgraciada  alternativa  de  las 
veinte  y  cuatro'horas  un  refugio  para  no  concurrir  al  ausi- 
lio  de  la  sociedad  ,  ó  un  medio  para  evadir  la  responsabili- 
dad moral  del  veredicto  que  les  dictaba  su  conciencia.  Cre- 
yóse pues  que  debía  suprimirse  launanimidad ,  y  en  efecto 
fué  suprimida  por  el  código  de  instrucción  criminal  de  1808, 
en  el  cual  se  ordenó  que  la  decisión  del  jury  en  pro  ó  en 
contra  del  acusado  se  formase  á  la  mayoría,  y  que  en  caso 
de  empale  prevaleciese  la  opinion  que  á  este  le  fuese  favo- 
rable :  de  suerte  que  con  tal  disposición  quedó  desnaturali- 
zado el  jury,  despojado  de  la  calidad  ó  circunstancia  que 
tanto  se  había  preconizado  como  la  principal  y  mas  sublime 
belleza  de  su  primitiva  institución  ,  y  convertido  en  un  tri- 
bunal ordinario,  que  en  lugar  de  componerse  de  sabios 
magistrados ,  no  consta  sino  de  simples  ciudadanos  que  no 
son  ya  las  escuchas ,  digámoslo  así,  de  la  voz  de  la  natu- 
raleza ,  ni  obran  por  instinto  ó  inspiración  de  su  conciencia, 
como  se  queria  ,  ni  presentan  nías  garantías,  que  cuales- 
quiera otros  jueces,  de  la  solidez  de  sus  conjeturas  y  desús 
juicios,  pues  que  proceden,  razonan  ,  oyen  acusaciones  y 
defensas ,  discurren ,  pesan ,  comparan  y  deciden  como  los 


demás,  sin  tantos  motivos  para  el  acierto ,  antes  por  el  con- 
trario con  muchísimos  para  el  error,  como  mas  arriba  se  ha 
demostrado.  Resulta  de  aquí  que  el  sistema  del  juicio  por 
jurados ,  ora  con  la  condición  de  la  unanimidad  ora  sin  e\h, 
siempre  es  absurdo  y  peligroso  :  en  el  primer  caso,  porque 
la  unanimidad  es  ilusoria  y  mentirosa;  yen  el  segundo, 
porque  la  ignorancia  y  la  inesperiencia  no  pueden  ocupar 
dignamente  el  lugar  de  la  ilustración  y  del  conocimiento 
práctico  de  las  cosas. 

LUI.  Los  mismos  legisladores  franceses  que  con  tanto 
entusiasmo  proclamaban  la  mayor  aptitud  de  los  simples 
ciudadanos  sobre  los  jueces  letrados  para  la  decisión  de  los 
puntos  de  hecho,  no  pudieron  menos  de  caer  en  una  estraña 
contradicción  y  de  desmentir  prácticamente  su  doctrina, 
pues  para  el  caso  de  que  el  acusado  no  fuese  declarado  cul- 
pable del  hecho  principal  por  el  jury  sino  à  una  simple 
mayoría  de  siete  votos  sobre  doce,  quisieron  y  establecie- 
ron por  el  art.  581  del  código  de  instrucción  criminal  y  la 
ley  de  24  de  mayo  de  2821 ,  que  los  magistrados  entonces 
deliberasen  entre  ellos  sobre  ef  mismo  punto ,  y  que  si  la 
opinion  de  la  minoría  de  los  jurados  era  adoptada  por  la 
mayoría  de  los  jueces,  se  pronunciase  en  este  sentido  la 
sentencia  y  se  absolviese  al  acusado.  Así  la  acción  del  jury 
quedaba  muchas  veces  anulada,  y  su  declaración  ala  mayoría 
de  siete  contra  cinco  no  producia  otro  resultado  que  el  de 
remitir  la  decisión  á  los  magistrados  del  tribunal,  los  cuales 
eran  entonces  únicos  arbitros  de  la  suerte  del  acusado,  pues 
se  convertían  en  jurados  para  decidir  sobre  el  hecho  y  sus 
circunstancias,  y  luego  como  jueces  aplicaban  la  ley.  ¿No 
indica  bastante  tal  disposición  que  los  legisladores  no  esta- 
ban bien  seguros  de  la  bondad  de  sus  principios?  Si  la  de- 
claración de  los  jurados  debe  considerarse  como  la  mani- 
festación mas  cierta  de  la  verdad,  ¿porqué  no  se  confió 
siempre  y  en  todos  los  casos  á  los  jurados  y  á  los  jurados 
solos  la  decisión  de  los  puntos  de  hecho?  Si  el  magistrado 
mas  íntegro  y  mas  ilustrado  es  menos  apto  que  un  simple 
ciudadano  para  esta  función  ,  ¿  porqué  los  legisladores  crea- 
ron casos  en  que  despreciando  á  los  jurados  la  conferian  à 
los  jueces?  ¿Cuál  es  la  mayor  garantía  que  en  estos  casos 
mas  bien  que  en  otros  presentaban  los  jueces  de  que  sabrían 
resistir  esa  pretendida  influencia  de  sus  hábitos  y  preven- 
ciones? Concedef  ó  suponer  que  hay  en  los  hechos  combi- 
naciones tan  complicadas  que  deba  considerarseá  los  jueces 
por  mas  idóneos  que  á  los  jurados  para  calificarlas,  ¿no  es 
dar  lugar  á  que  se  diga  que  también  serian  mas  hábiles  para 
calificar  los  hechos  ordinarios?  ¿no  es  hacernos  dudar  de 
esa  suficiencia  tan  decantada  de  las  luces  del  jury?  ¿no  es 
debilitar  la  confianza  que  se  ha  querido  inspirar  por  sus 
declaraciones? 

LIV.  Los  escritores  juradistas  advirtieron  la  contradicción 
de  los  legisladores,  y  clamaron  unánimes  porque  una  vez 
establecido  el  principio  de  la  mayor  aptitud  de  los  simples 
ciudadanos  sobre  los  jueces  letrados  para  la  decisión  de  los 
puntos  de  hecho,  se  tuviese  valor  para  seguirlo  en  todas  sus 
consecuencias,  y  no  se  autorizase  jamas  á  los  jueces  para 
las  funciones  de  los  jurados  ,  si  es  que  se  quería  acabar  de 
organizar  un  sistema  regular  y  bien  coordinado  en  todas 
sus  partes.  Entretanto ,  los  jueces  letrados  ,  por  un  lado,  en 
el  ejercicio  de  las  facultades  que  les  estaban  atribuidas  por 
el  artículo  531  del  código  y  la  ley  de  24  de  mayo  de  1821 , 
daban  pruebas  diarias  ,  no  solamente  de  la  superioridad  de 
su  aptitud  y  de  sus  luces  sobre  las  del  jury  para  calificar  los 
hechos,  sino  también  de  su  independencia  y  de  la  sinrazón 
con  que  se  les  habian  imputado  prevenciones  habituales 
contra  los  acusados  ;  en  términos  que  los  mismos  juradistas 
llegaron  á  confesar  al  cabo  de  muchos  años  que  la  aplica- 
ción del  artículo  531  había  producido  constantemente  los 
resultados  mas  felices,  y  que  si  no  se  pudiese  obtener  una 
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organización  mucho  mas  acertada  del  jury,  seria  de  desear 
que  se  conservase  la  disposición  del  mencionado  artículo, 
por  mas  contraria  que  fuese  á  los  verdaderos  principios  de 
la  institución.  ¡Confesión  preciosa,  que  en  momentos  de 
buena  fe  no  pudo  menos  de  arrancar  á  los  juradistas  la 
fuerza  de  la  verdad  !  ¡  confesión  de  suma  trascendencia,  que 
acredita  la  falsedad  del  fundamento  principal  en  que  se 
apoya  el  jury!  Los  jurados,  por  otro  lado,  parece  haberse 
empeñado  en  manifestar,  y  aunen  confesar  su  ineptitud.  En 
,vez  de  aspirar  á  obtener  en  sus  votaciones  la  unanimidad  ó 
luna  mayoría  superior  á  la  mayoría  simple ,  para  no  dar  lu- 
gar á  la  participación  de  los  jueces  en  la  calificación  de  los 
hechos  se  convenian  por  el  contrario  en  añadir  á  su  decla- 
ración la  circunstancia  de  no  haberla  pronunciado  sino  á  la 
simple  mayoría  ,  aunque  en  realidad  se  hubiesen  reunido 
todos  ó  casi  todos  los  votos  contra  el  acusado.  Por  librarse 
de  la  responsabilidad  moral  de  una  declaración  de  culpabi- 
lidad ,  tomaban  el  partido  de  hacer  traición  á  la  verdad ,  de 
mentir  á  su  conciencia,  y  de  dejar  indecisa  la  cuestión  para 
que  la  resolviesen  los  jueces.  «  Nosotros,  decian  ellos,  no 
entendemos  estas  materias  ;  los  jueces  que  las  han  estudia- 
do, los  jueces  que  tienen  ademas  la  esperiencia,  decidirán 
estas  cuestiones  mejor  que  nosotros  ;  dejémoselas  pues  á  los 
jueces  y  que  allá  se  las  hayan.  »  En  vano  los  juradistas  al- 
zaban el  grito  contra  la  conducta  de  los  jurados;  y  los  lla- 
maban cobardes  y  negligentes  y  perezosos  y  poco  ilustrados  : 
en  vano  los  acusaban  de  no  saber  apreciar  la  misión  honrosa 
que  se  les  había  confiado ,  y  de  faltar  á  sus  promesas  y  á 
sus  deberes ,  y  de  inutilizar  una  de  las  mas  preciosas  garan- 
tías sociales,  y  de  dar  armas  á  los  enemigos  de  la  institución 
para  que  la  combatiesen  ;  en  vano  se  esforzaban  por  incul- 
carles que  ellos  simples  ciudadanos,  salidos  del  seno  de  la 
sociedad  para  volver  á  él  un  instante  después,  tenían  mas 
buen  sentido  que  los  jueces  para  conocer  la  inocencia  ó  la 
culpabilidad  de  los  acusados.  Los  jurados  oían  con  estrañeza 
semejantes  paradojas,  admirándose  como  el  hidalgo  de  Mo- 
liere de  encontrarse  tan  sabios  sin  saberlo  ellos;  pero  no  por 
eso  desistían  del  sistema  que  habían  abrazado  de  evitarse 
todo  comprometimiento,  y  de  mirar  con  indiferencia  y  frial- 
dad ,  y  aun  con  cierta  especie  de  horror,  tanto  favor  como 
se  les  hacia  ,  tanta  confianza  como  se  ponia  en  sus  preten- 
didas luces  naturales.  «  ¡Qué  !  (se  decian  entre  ellos),  nos- 
otros hombres  pacíficos  y  estraños  á  los  negocios  de  la 
justicia,  hemos  de  abandonar  nuestros  talleres,  nuestras 
fábricas,  nuestros  campos,  nuestro  sosiego,  y  meternos  en 
la  barahunda  del  foro  á  juzgará  nuestros  convecinos,  á 
condenarlos  á  muerte,  á  deportación,  á  trabajos  forzados,  á 
la  prisión  y  á  la  infamia  !  ¡  Nosotros  hemos  de  tomar  á  nues-^ 
tro  cargo  la  venganza  de  la  sociedad,  y  hemos  de  sofocar 
los  sentimientos  de  nuestro  corazón,  y  cerrar  nuestros 
oidos  á  los  sollozos  de  una  esposa  afligida ,  al  llanto  de  unos 
hijos  tiernos  y  á  los  ruegos  de  los  amigos ,  que  nos  pedirán 
por  la  vida  del  que  debemos  declarar  culpable!  Y  ¿cuál  es 
el  premio  que  nos  espera  por  sacrificios  tan  dolorosos  y  ter- 
ribles? ¡  perder  la  afección  de  ciertas  personas  y  familias, 
quedar  espuestos  á  su  enemistad  y  á  sus  venganzas,  crear- 
nos numerosos  adversarios  y  comprometer  nuestros  intere- 
ses privados!  » 

Alarmados  los  juradistas  con  la  aversion  general  que  mos- 
traban los  jurados  al  ejercicio  de  sus  funciones  y  con  el  em- 
peño que  ponían  en  buscar  escusas  para  eximirse  de  ellas , 
imaginaban  medios  que  les  hiciesen  perder  sus  hábitos  de 
egoísmo  y  despertasen  su  amor  y  solicitud  por  una  institu- 
ción tan  sublime ,  proponiendo  unos  que  se  formase  de  ellos 
un  cuerpo  distinguido  y  privilegiado  y  se  les  colmase  de  ho- 
nores y  consideraciones,  sin  acordarse  que  vivian  en  el  siste- 
ma déla  igualdad,  y  manifestando  otros  la  necesidad  que 
había  de  obligarlos  con  penas  al  cumplimiento  de  sus  debe- 


es ,  como  si  las  penas  fuesen  capaces  de  inspirar  adhesión 
mas  bien  que  de  aumentar  el  odio.  Los  legisladores ,  adop- 
tando este  último  partido ,  impusieron  á  los  jurados  que  no 
acudan  puntualmente  á  las  sesiones  ó  que  se  retiren  de  ellas 
antes  de  tiempo  ,  la  multa  de  quinientos  francos  por  la  pri- 
mera vez  ,  la  de  mil  por  la  segunda  ,  y  la  de  mil  quinientos 
por  la  tercera  (ley  de  2  de  mayo  de  1827)  :  á  los  que  aleguen 
escusas  falsas  ,  la  prisión  de  seis  días  á  dos  meses ,  sin  per- 
juicio de  la  multa;  y  si  estienden  ó  hacen  estender  bajo  el 
nombre  de  algún  médico  ó  cirujano  certificaciones  de  enfer- 
medad, la  prisión  de  dos  á  cinco  años  (arts.  159  y  256  del 
cód.  pen.);  y  finalmente,  por  las  leyes  de  k  de  marzo 
de  1851  y  9  de  setiembre  de  1855  abolieron  el  artículo  551 
del  código  de  instrucción  criminal ,  y  ordenaron  que  cuando 
el  acusado  no  sea  declarado  culpable  sino  á  la  simple  mayo- 
ría, debe  sobreseerse  en  el  juicio,  conviniendo  en  ello  4a  ma- 
yoría de  los  jueces,  y  remitirse  el  negocio  á  la  siguiente  se- 
sión para  que  lo  decidan  nuevos  jurados. 

Con  estas  medidas  han  salvado  los  legisladores  franceses 
la  contradicción  en  que  habian  incurrido  ,  han  quitado  á  los 
jueces  toda  intervención  en  la  calificación  de  los  hechos,  han 
fijado  con  todas  sus  consecuencias  el  falso  principio  de  la 
mayor  aptitud  de  los  simples  ciudadanos  para  tan  delicada 
operación  ,  y  han  puesto  á  los  jurados  en  la  necesidad  de 
llenar  sus  funciones  calificadoras  siempre  y  en  todos  los  ca- 
sos, privándolos  del  recurso  de  abandonarlas  alguna  vez  á  la 
mayor  ciencia  y  esperiencia  de  los  magistrados.  ¡  Sálvense 
los  principios  del  sistema  del  jury ,  y  mas  que  se  pierda  la 
justicia  !  Tantee  molis  eral  juratam  condere  genlem.  Los 
jurados  pues ,  por  temor  á  las  multas  exorbitantes  y  al  en- 
carcelamiento con  que  se  les  amenaza,  tienen  que  presen- 
tarse sin  escusa  en  el  foro  á  ejercer  un  oficio  que  no  han 
aprendido,  un  oficio  que  no  han  de  ejercer  sino  mientras  lo 
ignoren ,  un  oficio  que  rehuyen  ;  y  lo  desempeñan  por  cierto 
casi  con  aquella  gracia,  con  aquella  complacencia,  con 
aquel  celo  y  aquella  solicitud ,  con  que  se  trabaja  en  los  in- 
genios y  cafetales.  Forzados  à  decir  que  si  ó  á  decir  que  no, 
dicen  lo  que  mejor  les  place,  inclinándose  naturalmente  al 
no  ,  pues  que  por  lo  general  son  hombres  negativos.  El  país 
queda  frecuentemente  escandalizado  de  sus  estravíos  y  des- 
aciertos ;  y  si  bien  suele  atribuirlos  casi  siempre  á  su  falta 
de  luces  ,  no  deja  de  sospechar  alguna  vez  que  pueden  ser 
efecto  de  causas  menos  escusables ,  porque  la  esperiencia 
tiene  acreditado  que  las  precauciones  tomadas  por  la  ley 
para  poner  á  los  jurados  á  cubierto  de  la  seducción  y  de  toda 
influencia  que  pueda  venirles  de  afuera ,  son  vanas ,  quimé- 
ricas, ilusorias  é  impracticables. 

ESPAÑA. 

LV.  No  faltan  quienes  pretendan  que  la  España  conoció 
antiguamente  la  institución  del  jurado  en  los  tiempos  de  su 
mayor  gloria  ,  en  los  tiempos  de  su  libertad ,  fundándose 
para  ello  en  las  leyes  15  y  16,  título  Io.  libro  2o.  del  Fuero 
Juzgo,  y  en  cierta  cláusula  que  contienen  algunas  de  las 
cartas  forales  dadas  á  las  ciudades  de  Castilla  en  el  siglo  xiii 
y  aun  después. 

Mas  abramos  esas  dos  leyes  del  Fuero  Juzgo  ;  y  ¿  qué  es 
lo  que  encontramos  en  ellas?  no  por  cierto  los  jurados  ,  sino 
los  jueces  nombrados  por  el  rey,  los  jueces  arbitros  ó  com- 
promisarios ,  y  los  jueces  delegados  :  «  Ninguno  non  debe 
iudgarel  pleito,  dice  la  primera,  si  non  á  quien  es  manda- 
do del  príncipe ,  ó  quien  es  cogido  por  juez  de  voluntad  de 
las  partes  con  testimonias  de  dos  omnes  buenos  ó  con  tres. 
E  si  aquel  á  quien  es  dado  el  poder  de  iudgar  de  mandado 
del  rey,  ó  de  mandado  del  sennor  de  la  cibdad  ,  ó  de  otros 
iueces,  dieren  sus  veces  á  otros,  que  entiendan  el  pleito, 
puédenlo  facer,  é  aquel  mismo  poder,  que  avien  los  mayo- 
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res  é  los  otros  ¡ueces  de  terminar  cl  pleito,  aquel  mismo 
poder  ayan  los  otros  de  terminar  el  pleito.  »  La  segunda  no 
hace  masque  señalar  las  penas  en  que  incurren  los  que  se 
entrometieren  á  juzgar  sin  ser  jueces  reales  ó  arbitros  ó  de- 
legados. Si  entre  ellos  cree  alguno  ver  los  jurados ,  no  tiene 
que  ir  á  buscarlos  en  tiempos  antiguos,  pues  los  encon- 
trará también  en  los  modernos  y  en  todos  los  códigos  le- 
gales. 

La  cláusula  contenida  en  algunas  cartas  forales ,  como  por 
ejemplo  en  el  fuero  municipal  de  Toledo  confirmado  por  el 
santo  rey  don  Fernando  en  16  de  enero  de  1222,  está  con- 
cebida en  los  términos  siguientes  :  «  Todos  sus  juicios  dellos 
sean  juzgados,  según  el  Fuero  Juzgo,  ante  diez  de  sus  mer 
jores,  é  mas  nobles  ,  é  mas  sabios  dellos  que  sean  siempre 
con  el  alcalde  de  la  cibdad  ,  é  que  à  todos  anteanden  en 
testimonianzas  en  todo  su  regno.  »  Pero  ¿  puede  llamarse 
jurados  á  esos  diez  hombres  que  eran  elegidos  de  entre  los 
mejores,  mas  nobles  y  mas  sabios  para  asistir  con  el  alcalde 
á  los  juicios?  ¿tenían  acaso  algún  punto  de  semejanza  ó  de 
contacto  con  aquellos?  ¿no  eran  mas  bien  unos  asesores  ó 
consejeros  ó  acompañados  ó  adjuntos  del  alcalde  ?  Recorra- 
mos los  anales  de  aquellos  tiempos,  de  aquellos  tiempos  de 
fueros  municipales,  de  aquellos  tiempos  de  libertad  y  de 
gloria,  como  se  los  quiere  llamar;  y  allí  veremos  cuál  era 
el  motivo  que  obligó  á  crear  esos  pretendidos  jurados  ,  y 
cuáles  el  verdadero  concepto  que  debemos  formar  de  ellos. 

Tiempos  eran  aquellos  en  que  el  derecho  de  administrar 
la  justicia  estaba  depositado  en  los  concejos  de  los  pueblos, 
quienes  en  virtud  de  concesiones  de  la  corona  nombraban 
anualmente  alcaldes  ordinarios  que  ejerciesen  la  jurisdic- 
ción civil  y  criminal  ;  y  estos  alcaldes  ,  ya  por  la  dificultad 
de  sacar  y  adquirir  copias  del  Fuero  Juzgo  que  era  el  código 
general ,  ya  por  falta  de  fueros  municipales  ó  por  ser  dema- 
siado diminutos  los  que  á  sus  pueblos  se  habian  otorgado, 
ya  por  la  ignorancia  y  la  arbitrariedad  que  reinaban  enton- 
ces, no  pronunciaban  sino  sentencias  caprichosas,  ridiculas 
y  muchas  veces  injustas,  ateniéndose  á  fazañas  y  albedríos, 
y  admitiendo  las  pruebas  vulgares  del  fuego  ,  del  agua  y 
del  duelo.  Los  fueros  municipales  por  otra  parte  despedaza- 
ban el  cuerpo  político  del  Estado,  introducían  la  desunion, 
la  emulación  y  la  envidia  entre  los  pueblos,  y  fomentaban 
indirectamente  la  impunidad  de  los  delitos  :  cada  villa,  cada 
alfoz  y  comunidad  era  una  pequeña  república  independiente 
con  diferentes  leyes,  opuestos  intereses  y  distintas  costum- 
bres :  los  miembros  de  una  municipalidad  miraban  como 
estraños  y  á  las  veces  como  enemigos  á  los  de  las  otras,  y 
aun  con  motivo  de  la  reunion  de  todos  los  vecinos  de  una 
misma  municipalidad  en  concejo ,  se  suscitaban  disensiones, 
disturbios  y  parcialidades  entre  las  familias,  que  no  podían 
menos  de  producir  fatales  resultados  :  los  facinerosos  halla- 
ban asilo  y  seguridad  en  todas  partes,  y  se  evadían  de  las 
penas  en  que  habian  incurrido  con  solo  mudarse  de  pueblo. 
Las  grandes  alteraciones  políticas  y  discordias  civiles  que 
ademas  ocurrían  en  el  reino,  presentaban  un  cuadro  tan 
horrible  de  la  situación  de  la  monarquía,  que  no  deja  de 
causar  admiración  el  que  por  fin  saliese  la  nave  del  Estado 
de  aquellas  bravas  y  furiosas  tormentas  que  parecía  iban  á 
tragarla  para  siempre  :  todo  era  confusion  y  desasosiego, 
todo  desorden  y  anarquía  ;  en  las  ciudades ,  villas  y  luga- 
res, en  poblado  así  como  en  desierto,  se  cometian  y  fragua- 
ban mil  iniquidades,  violencias,  robos  ,  latrocinios  y  asesi- 
natos :  cada  paso  era  un  peligro;  y  los  enemigos  del  reposo 
público  so  multiplicaban  de  día  en  día  y  obraban  á  su  salvo. 
Subió  al  trono  en  tales  circunstancias  el  santo  rey  don  Fer- 
nando ,  quien  habiendo  reunido  en  sus  sienes  las  dos  coronas 
de  Castilla  y  de  León  y  estendido  su  poder  del  uno  al  otro 
mar,  tr-)ló  de  introducir  el  orden  y  la  debida  subordinación 
ptfó  " is  miembros  del  Estado,  de  restablecer  la  paz,  de 


organizar  la  administración  de  justicia ,  de  evitar  las  preva- 
ricaciones, de  formar  un  solo  código,  común  y  generala  todo 
el  reino. 

Mas  en  tanto  que  se  realizaban  y  surtían  el  deseado  efecto 
sus  grandes  empresas ,  iba  tomando  aquellas  medidas  par- 
ciales que  le  parecían  acomodadas  á  las  circunstancias  en 
que  se  hallaban  los  pueblos.  Una  de  ellas  fué  dar  vigor  á  los 
juzgadores  populares,  suplir  su  falta  de  ciencia,  reprimir 
su  arbitrariedad,  prestar  mas  solemnidad  y  aparato  á  los 
juicios,  asegurar  el  acierto  de  las  sentencias,  é  inspirar  á 
los  pueblos  mas  confianza  en  ellas.  Para  obtener  estos  re- 
sultados, confirmaba  oportunamente  los  mejores  fueros  mu- 
nicipales, estendiéndolos  después  á  otras  poblaciones,  re- 
cordaba en  ellos  la  observancia  del  Fuero  Juzgo  ,  ya  como 
código  principal,  ya  como  suplemento,  y  hacia  poner  esa 
famosa  cláusula  en  que  mandaba  que  asistiesen  á  los  juicios 
con  el  alcalde  diez  de  los  sugetos  mejores  y  mas  nobles  y 
mas  sabios  (ex  optimis,et  nobilissimis ,  et  'sapienlissimis). 
Así  que  no  exigía  la  intervención  de  estos  conjueces  ó  ase- 
sores para  que  los  acusados  y  los  litigantes  fuesen  juzgados 
por  sus  iguales ,  pues  que  pertenecian  á  las  clases  mas  dis- 
tinguidas de  la  sociedad  por  su  nobleza ,  ilustración  y  sabi- 
duría :  ni  para  evitar  los  efectos  del  hàbilo  y  de  la  depen- 
dencia de  los  alcaldes ,  pues  estos  ejercían  su  oficio  solo  por 
un  año ,  y  dependían  tan  solamente  del  concejo  y  no  del 
gobierno  ;  ni  para  seguir  en  la-decision  de  los  negocios,  sus 
instintos  de  caprichos,  sin  deliberación  ni  razonamiento, 
sino  para  arreglarse  á  los  fueros  municipales  y  al  Fuero 
Juzgo  en  que  se  les  suponía  mas  instruidos  que  los  alcaldes  ; 
ni  para  conocer  solamente  de  los  puntos  de  hecho ,  pues 
que  entendían  igualmente  en  las  cuestiones  de  derecho;  ni 
para  obrar  como  representantes  de  la  conciencia  pública, 
sino  como  representantes  de  la  ciencia  y  de  la  sabiduría, 
dotes  que  en  los  alcaldes  rara  vez  se  encontraban  :  de  ma- 
nera que  si  á  tales  juzgadores  se  les  quiere  dar  todavía  la 
denominación  de  jurados ,  habremos  de  convenir  en  que  con 
igual  razón  y  no  menos  propiedad  puede  darse  también  á  los 
magistrados  de  las  audiencias.  Como  quiera  que  fuese  ,  la 
esperiencia  acreditó  con  el  tiempo  la  insuficiencia  de  este 
medio  para  asegurar  la  rectitud  de  Josjuicios  :  ni  los  alcal- 
des ni  los  adjuntos  podian  dejar  de  resentirse  de  la  influen- 
cia de  los  odios  y  afecciones  de  las  personas  ó  familias  con 
quienes  por  vínculos  de  naturaleza ,  vecindad  ó  bandería 
estaban  relacionados  ;  y  ya  en  el  siglo  xv  se  creian  frecuen- 
temente los  pueblos  en  la  necesidad  de  pedir  al  monarca 
jueces  imparciales  que  les  administrasen  justicia  sin  acep- 
ción de  personas  :  de  lo  cual  procedió  la  costumbre  de  en- 
viar la  corona  jueces  asalariados  que  después  fueron  cono- 
cidos con  el  nombre  de  corregidores  y  alcaldes  mayores,  para 
que  ejerciesen  la  jurisdicción  civil  y  criminal  en  su  nombre. 

Han  creido  asimismo  algunos  escritores  encontrar  la  ins- 
titución del  jurado,  en  la  concurrencia  que  se  exigía  anti- 
guamente de  ciertas  personas  para  algunos  juicios  en  la 
antigua  monarquía  aragonesa;  pero  las  personas  á  quienes. 
se  pretende  ahora  calificar  con  la  denominación  de  jurados, 
ó  bien  eran  unos  meros  peritos  ó  espertes  que  eran  llamados 
solo  con  el  objeto  de  dar  su  parecer  sobre  las  materias  pro- 
pias de  sus  especíales  conocimientos,  ó  bien  unos  inspec- 
tores ,  consejeros  ó  conjueces,  ó  bien  unos  arbitros  ú  hombres 
buenos  en  quienes  las  partes  ponían  su  confianza  para  la 
decisión  de  sus  negocios.  Si  hasta  un  punto  semejante  lleva- 
mos el  abuso,  dando  tal  estension  á  la  significación  ó  acepción 
de  las  palabras  ,  no  hay  duda  de  quo  también  en  el  dia  tro- 
pezaremos en  todas  partes  con  establecimientos  ó  prácticas 
que  tendrán  algo  del  jury. 

LVI.  El  jurado  en  su  acepción  propia  y  verdadera,  en 
cuanto  supone  distinción  entre  los  jueces  del  hecho  y  los 
del  derecho ,  no  ha  sido  planteado  jamas  ni  aun  conocido 
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en  España  hasta  el  presente  siglo.  La  comisión  encargada  por 
las  Cortes  constituyentes  de  Cádiz  de  estender  un  proyecto 
de  Constitución  para  la  nación  española,  fué  la  primera  que 
en  el  discurso  preliminar  con  que  presentó  el  fruto  de  su 
trabajo ,  insinuó  la  conveniencia  que  según  su  opinion  re- 
sultaría de  perfeccionar  la  administración  de  justicia  sepa- 
rando las  funciones  que  ejercen  los  jueces  en  fallar  á  un 
mismo  tiempo  sobre  el  hecho  y  el  derecho  ;  mas  haciéndose 
cargo  de  que  el  hacer  una  revolución  total  en  el  punto  mas 
difícil ,  mas  trascendental  y  arriesgado  de  una  legislación, 
no  era  obra  que  pudiera  emprenderse  entre  los  apuros  y 
agitaciones  de  una  convulsion  política ,  y  de  que  ni  el  espí- 
ritu público  ni  la  opinion  general  de  la  nación  podían  estar 
dispuestos  para  recibir  sin  violencia  una  novedad  tan  sus- 
tancial ,  hasta  que  la  libertad  de  la  imprenta ,  la  libre  dis- 
cusión sobre  materias  de  gobierno  ,  la  circulación  de  obras 
y  tratados  de  derecho  público  y  jurisprudencia  fuesen  el 
verdadero  y  proporcionado  vehículo  que  llevase  á  todas  las 
partes  del  cuerpo  político  el  alimento  de  la  ilustración,  no 
pudo  menos  de  manifestar  francamente  que  reconocía  la 
imposibilidad  de  plantear  por  entonces  el  método  conocido 
con  el  nombre  de  juicio  de  jurados,  que  debía  dejarse  al 
progreso  natural  de  las  luces  el  establecimiento  de  un  sistema 
que  no  podía  ser  útil  sino  cuando  fuese  fruto  de  la  demos- 
tración y  del  convencimiento,  y  que  solo  en  el  caso  de  que 
las  Cortes  creyesen  con  el  tiempo  que  convenia  hacer  dis- 
tinción entre  los  jueces  del  hecho  y  del  derecho  habrían  de 
establecerla  en  la  forma  que  mejor  estimasen.  Conformáronse 
las  Cortes  con  las  ideas  de  su  comisión ,  y  pareciéndoles 
también  inoportuno  llevar  la  reforma  de  la  administración 
de  justicia  hasta  el  estremo  de  instituir  inmediatamente  el 
jurado,  se  contentaron  con  anunciar  por  el  artículo  307  de 
la  Constitución  de  1812  que  lo  instituirían  en  lo  sucesivo 
cuando  lo  tuviesen  por  conveniente. 

LVII.  Reuniéronse  las  Cortes  de  1820  ;  y  como  si  en  el 
trascurso  de  los  nueve  años  que  habían  mediado  casi  por 
entero  bajo  el  gobierno  absoluto  ,  hubiese  reinado  la  liber- 
tad de  imprenta ,  y  se  hubiesen  discutido  libremente  las 
materias  de  gobierno ,  y  la  circulación  de  obras  y  tratados 
de  derecho  público  hubiese  derramado  ya  la  ilustración 
entre  todas  las  clases  de  la  sociedad ,  se  espuso  desde  las 
primeras  sesiones  y  se  sostuvo  con  ahinco  la  necesidad  y 
urgencia  de  dar  al  pueblo  español  la  benéfica  institución 
del  jurado,  que  según  decían  los  juradistas  del  congreso  , 
es  baluarte  de  la  inocencia  y  el  terror  del  crimen ,  y  que  es 
por  sí  sola  bastante  para  ilustrar  y  dar  moralidad  à  las  na- 
ciones !  Alegábase,  entre  algunas  de  las  razones  mas  arriba 
combatidas  ,  que  si  nos  faltaban  luces ,  el  establecimiento  del 
jurado  las  proporcionarla  sin  duda  y  las  alimentaria  ,  pues 
que  un  largo  ejercicio  de  comparar  y  de  instruirse  propor- 
ciona exactitud,  juicio  é  ideas  !!  Hacíase  presente  que  si  nos 
faltaban  costumbres,....  la  larga  costumbre  de  tratar  (los 
jurados  )  de  lo  justo  y  de  lo  injusto ,  y  de  llevar  por  la  mano 
al  criminal  al  castigo  que  merece,  y  al  inocente  al  puerto 
üc  su  seguridad  ,  engendra  por  necesidad  amor  à  la  virtud 
y  horror  al  vicio! !!  Proclamábase  que  el  decir  que  la  nación 
no  estaba  preparada  para  recibir  una  institución  en  que 
fundan  su  libertad  los  pueblos  felices  que  la  han  adoptado, 
seria  una  injuria  atroz ,  un  insulto  imperdonable  à  la  mora- 
lidad y  buen  juicio  de  los  Españoles!!! !  Añadíase  que  los 
jurados ,  impuestos  de  las  circunstancias  locales  de  sus  res- 
pectivos pueblos ,  carácter,  índole  ,  inclinaciones  y  costum- 
bres del  acusado  ,  é  instruidos  por  el  juez  de  letras  de  las 
disposiciones  legales  que  determinan  el  valor  de  las  pruebas 
y  por  consiguiente  la  existencia  del  crimen,  declararían  con 
tanta  ó  mas  seguridad  que  él  si  el  acusado  había  ó  no  come- 
tido el  crimen  que  se  le  imputaba!!!!!  Así  los  juradistas 
españoles  creían  que  e1  jurado  es  el  terror  del  crimen  y  el 


baluarte  de  la  inocencia,  cuando  por  el  contrario  en  todos 
los  países  donde  está  ó  ha  estado  en  planta  se  le  ha  hecho 
con  demasiada  verdad  ,  aun  por  sus  amigos  ,  el  gravísimo 
cargo  de  ser  mas  bien  la  garantía  y  el  instrumento  de  la 
impunidad  mas  escandalosa,  y  cuando  los  jueces  del  derecho 
tienen  que  salirse  muchas  veces  de  sus  atribuciones  y  tras- 
pasar las  leyes  para  impedir  en  lo  posible  que  los  acusados 
sean  víctimas  de  la  ignorancia  ,  de  la  ceguedad ,  de  las  pa- 
siones y  de  la  irresponsabilidad  de  los  de  hecho  !  Así  supo- 
nían que  el  largo  ejercicio  que  tendrían  los  jurados  en  com. 
parar  é  instruirse  y  en  tratar  de  lo  justo  y  de  la  injusto  y  en 
condenar  á  los  criminales  y  absolver  á  los  inocentes  les  pro- 
porcionaría luces,  exactitud,  juicio  y   virtudes,  cuando 
precisamente  los  amigos  del  jury  rechazan  el  juicio  de  los 
magistrados  porque  ese  estudio  y  ese  largo  ejercicio  de  juz- 
gar los  hace,  según  dicen  ellos,  mas  inhábiles  al  efecto  y 
les  embota  la  sensibilidad  y  los  previene  contra  los  acusa- 
dos ,  y  cuando  no  admiten  el  de  los  simples  ciudadanos  sino 
bajo  la  condición  de  que  han  de  juzgar  por  instinto  y  no 
por  estudio,  y  de  que  han  de  ser  diferentes  para  cada  causa , 
con  el  objeto  de  que  nunca  lleguen  á  tener  práctica  ni  ejer- 
cicio ,  como  hemos  visto  en  su  lugar  !  Así  querían  finalmente 
que  el  juez  de  letras  instruyese  á  los  jurados  de  las  dispo- 
siciones legales  que  determinan  el  valor  de  las  pruebas 
para  que  pudiesen  hacer  sus  declaraciones  con  tanta  ó  mas 
seguridad  que  él,  sin  reparar  en  lo  inoportuno,  inútil  y  ri- 
dículo que  seria  el  que  el  juez  hiciese  á  los  jurados  en  cada 
causa  un  curso  de  jurisprudencia  criminal,  y  sin  acordarse 
de  que  los  jurados  no  han  de  atenerse  al  valor  que  se  da 
por  la  ley  á  las  pruebas ,  sino  á  la  impresión  que  las  pruebas 
les  causen  en  su  conciencia  !  De  esta  manera  los  juradistas 
del  congreso  combatían  realmente  la  institución  del  jury 
cuando  creian  apoyarla,  pues  que  asentaban  principios  que 
están  en  oposición  con  los  principios  que  la  constituyen  ; 
pero  si  el  contexto  de  sus  discursos  es  por  una  parte  un  in- 
dicio de  las  nociones  imperfectas  que  tenían  sobre  la  ver- 
dadera esencia  del  jurado,  que  todavía  en  aquella  época  no 
era  bien  conocido  de  nuestros  literatos  y  políticos ,  es  por 
otra  una  prueba  de  la  rectitud  de  su  razón  ,  de  su  buena  fe, 
y  del  celo  que  los  animaba  por  la  buena  administración  de 
justicia,  y  da  lugar  á  creer  que  si  hubiesen  estado  entonces 
bien  enterados  de  la  naturaleza  y  de  los  efectos  de  tal  insti- 
tución ,  no  se  hubieran  levantado  en  su  defensa  como  se 
levantaron  por  razón  de  sus  ideas  erróneas  ,  sino  que  por 
el  contrarío  la  hubieran  rechazado  con  valentía  ,  como  nos 
consta  que  la  rechazan  ahora  algunos  de  ellos. 

LVIII.  Antes  de  acceder  las  Cortes  á  la  admisión  defini- 
tiva del  jurado  para  todos  los  delitos  ,  quisieron  hacer  un 
ensayo  de  esta  especie  de  juicio  en  los  abusos  de  la  libertad 
de  imprenta ,  y  nos  dieron  al  efecto  la  ley  de  22  de  octubre 
de  1820,  á  que  siguió  la  adicional  de  12  de  febrero  de  1822. 
Nombróse  entretanto  una  comisión  especial  de  su  seno  para 
la  formación  de  un  proyecto  de  código  de  procedimiento 
criminal ,  y  creyendo  esta  corporación  que  había  llegado 
ya  el  tiempo  de  hacer  distinción  entre  los  jueces  del  hecho 
y  del  derecho  ,  introdujo  esta  importante  novedad  en  su 
trabajo,  que  fué  presentado  á  las  Cortes  hacía  fines  de  1821, 
y  circulado  á  las  audiencias  en  principio  de  1822  para  que 
hicieran  sobre  él  las  observaciones  que  tuvieran  por  con- 
veniente. Manifestaron  las  audiencias,  ó  á  lo  menos  algunas 
de  ellas  ,  la  inoportunidad  é  inconveniencia  de  establecer 
en  aquella  época  el  jurado  con  respecto  á  todos  los  delitos, 
indicando  los  tristes  efectos  que  producía  el  ensayo  que  se 
estaba  haciendo  en  los  abusos  de  la  libertad  de  imprenta. 
Efectivamente,  como  la  nación  estaba  dividida  en  parcia- 
lidades, se  veia  oprimir  y  tiranizar  los  jueces  de  hecho  saca- 
dos de  un  partido  á  los  escritores  que  presentaban  ideas 
contrarias  á  las  suyas  :  no  habia  escrito  culpable,  si  el  autor 
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teníalas  mismas  opiniones  que  los  jurados  :  no  habia  escrito 
inocente ,  si  el  autor  era  de  otra  bandería  :  aun  en  los  jui- 
cios por  libelos  que  contenían  injurias  y  calumnias  contra 
personas  públicas  ó  particulares  sin  relación  con  la  política , 
no  se  absolvía  ó  condenaba  á  los  infamadores  sino  tomando 
en  cuenta  la  parcialidad  á  que  ellos  ó  los  infamados  estaban, 
adheridos  :  en  fin,  todo  era  pasión,  iniquidad  y  tiraaía  ; 
de  suerte  que  el  jury  por  su  conducta  hubo,  sin  duda  ,  de 
contribuir  al  acrecentamiento  de  los  enemigos  de  las  insti- 
tuciones liberales  y  al  retorno  del  absolutismo. 

LIX.  Restablecióse  en  el  año  de  1836  la  Constitución  de 
1812,  y  con  ella  renació  la  libertad  de  la  prensa  ,  y  tras  esta 
libertad  vino  el  jurado  á  moralizarla  con  sus  leyes  de  oc- 
tubre de  1820  y  febrero  de  1822  ;  pero  vino  también  acom- 
pañado del  ciego  espíritu  de  partido ,  y  así  lejos  de  poner 
coto  á  sus  desmanes,  se  le  ha  visto  sancionar  la  mas  escan- 
dalosa licencia  ,  patriotizar  los  escritos  mas  subversivos  y 
sediciosos  y  autorizar  los  crímenes  mas  atroces.  Por  fortuna 
las  Cortes  de  1837  si  bien  dejaron  esclusivamente  á  los 
jurados  por  el  art.  2o.  de  la  Constitución  del  mismo  año  la 
calificación  de  los  delitos  de  imprenta ,  porque  no  podian 
presumir  que  á  tan  alto  punto  se  llevase  el  encono  de  las 
pasiones  políticas,  tuvieron  la  misma  prudencia  que  las 
Cortes  de  1812,  dilatando  hasta  una  época  indefinida  el  esta- 
blecimiento del  juicio  por  jurados  para  toda  clase  de  delitos, 
porque  previeron  en  su  alta  sabiduría  que  durante  las  dis- 
cordias civiles  mientras  no  volviese  la  paz  y  fraternidad 
entre  todos  los  Españoles ,  podría  ser  esta  institución  una 
de  las  mayores  calamidades  que  nos  afligiesen ,  y  reproducir 
en  nuestro  pais  las  sangrientas  escenas  que  presentó  en  las 
revoluciones  de  Inglaterra  y  de  Francia. 

LX.  Podemos  seguramente  esperar  con  toda  confianza , 
que  con  un  gobierno  fuerte  ,  sabio  y  humano  bajo  el  suave 
cetro  de  Isabel  desaparezca  pronto  la  lucha  de  los  partidos 
y  se  estingan  los  odios, y  todos  reunidos  en  derredor  del 
trono  disfrutemos  tranquilamente  los  beneficios  de  la  verda- 
dera libertad.  Mas  cualquiera  que  sea  la  suerte  que  la  Provi- 
dencia nos  tiene  reservada,  ora  estemos  condenados  á  sufrir 
la  prolongación  de  los  tiempos  de  tormenta ,  ora  gocemos 
luego  de  los  tiempos  de  bonanza,  nunca,  nunca  quisiéramos, 
por  el  interés  de  la  nación  española ,  que  se  llegase  á  ver 
establecido  el  jury  para  todas  las  materias  criminales  ;  por- 
que en  los  primeros  seria,  como  lo  ha  sido  en  las  revueltas 
de  todos  los  países,  un  tribunal  de  sangre  y  de  venganzas  , 
un  tribunal  de  persecución  frenética  y  de  terror  y  conster- 
nación para  los  hombres  de  bien  de  todas  las  opiniones  ;  y 
en  los  segundos  no  es  ni  ha  sido  ni  será  ni  puede  ser  otra 
cosa  que  un  tribunal  absurdo  y  peligroso,  un  tribunal  basado 
en  principios  falsos,  un  tribunal  arbitrario  é  irresponsable 
sin  regla  que  le  guie  ni  freno  que  le  contenga  ,  un  tribunal 
de  lotería,  donde  se  juega  al  primer  estrado  la  fortuna,  la 
libertad ,  la  vida  ,  y  la  reputación  y  la  honra  de  los  ciuda- 
danos. 

LXI.  Tal  es  y  ha  sido  siempre  el  jury  en  Inglaterra  y  en 
Francia  ,  como  dejamos  mas  arriba  largamente  demostrado  ; 
y  tal  será  en  cualquiera  otro  pais  donde  se  plantifique, 
porque  es  tal  por  su  misma  naturaleza.  La  única  garantía 
que  puede  ofrecer,  si  es  que  puede  llamarse  garantía,  pues 
que  no  seria  sino  garantía  casual ,  es  la  instrucción ,  la 
j  moralidad  y  la  firmeza  que  puedan  tener  los  jurados.  Mas 
¿podríamos  esperar  que  en  España  sea  mayor  esta  garantía 
que  en  Francia  y  que  en  Inglaterra?  ¿Nos  gloriaríamos  acaso 
de  que  la  ilustración  ha  penetrado  mas  en  la  masa  de  nues- 
tro pueblo ,  cuando  vemos  que  muchos  de  los  llamados  al 
jury  de  imprenta  para  calificar  los  escritos  no  saben  ni  aun 
leerlos?  ¿Confiaríamos  en  que  la  sanción  moral  y  la  sanción 
religiosa  habían  de  obrar  con  mas  eficacia  en  el  ánimo  de 
nuestros  jurados ,  cuando  tanto-,  molhos  están  conspirando 


hace  ya  tiempo  para  debilitar  el  respeto  á  la  opinion  y 
amortiguar  ó  estinguir  el  temor  al  juramento  ,  que  ha  que- 
dado ya  reducido  á  una  vana  fórmula  en  que  casi  no  se 
piensa  ?  ¿  Creeríamos  de  buena  fe  que  nuestros  jurados  ten- 
drían mas  valor  y  abnegación  que  los  de  aquellas  naciones 
para  comprometer  y  arriesgar  la  seguridad  de  sus  personas 
y  haciendas  declarando  la  culpabilidad  de  un  acusado,  por 
notoria  que  fuese ,  cuando  aquí  rara  vez  se  logra  que  los 
testigos  depongan  la  verdad  en  contra  de  los  criminales, 
bien  sea  por  temor,  por  corrupción  ó  por  una  piedad  mal 
entendida ,  y  cuando  suele  llegar  á  tal  punto  el  terror  ins- 
pirado por  los  malhechores ,  que  los  dueños  de  grandes 
haciendas  en  algunas  provincias  y  aun  los  habitantes  de  las 
poblaciones  cortas  los  protegen  abiertamente,  ó  para  decirlo 
mejor  se  ponen  bajo  su  protección ,  les  suministran  en  cam- 
bio cuanto  han  menester  mientras  saltean ,  y  en  vez  de  en- 
tregarlos á  la  justicia  les  dan  avisos  y  los  ocultan  y  cobijan 
para  que  no  caigan  en  sus  manos  ? 

Si  pues  no  podríamos  contar  con  la  seguridad  de  que  en 
España  tendrían  los  jurados  mas  firmeza,  mas  moralidad, 
ni  mas  ilustración  que  los  de  Inglaterra  y  los  de  Francia  ; 
ya  que  en  estas  naciones  ha  caido  la  institución  del  jury  tan 
en  descrédito  por  la  insuficiencia  ó  debilidad  de  tales  garan- 
tías y  por  los  demás  vicios  de  que  adolece ,  que  no  se  con- 
serva en  la  primera  sino  por  el  respeto  con  que  se  mira  su 
antigüedad  de  tantos  siglos  así  como  por  su  arraigo  en  las 
costumbres  y  su  enlace  con  el  mecanismo  de  aquella  socie- 
dad ,  y  no  se  sostiene  en  la  segunda  sino  á  fuerza  de  apun- 
talamientos y  remiendos  cual  edificio  que  se  desploma,  no 
hagamos  nosotros  para  introducirla  una  revolución  total  en 
el  punto  mas  difícil ,  mas  trascendental  y  arriesgado  de  una 
legislación  ,  como  decía  muy  bien  la  comisión  de  las  Cortes 
de  Cádiz  :  miremos  con  desconfianza  una  institución  que  no 
nació  sino  en  la  infancia  y  simplicidad,  por  no  decir  barba- 
rie ,  de  ciertos  pueblos  ,  que  no  fué  acogida  en  el  país  que 
ahora  se  llama  su  patria  sino  á  impulso  principalmente  de 
creencias  supersticiosas  y  falsas ,  y  que  no  ha  sido  abrazada 
en  otros  sino  por  espíritu  de  imitación  ,  por  cierta  especie 
de  manía  ,  por  derribar  el  poder,  en  el  tumulto  y  ceguedad 
de  las  pasiones  y  en  medio  de  las  fermentaciones  públi- 
cas :  desechemos  una  teoría  que  el  éxito  ha  desmentido,  que 
la  esperiencia  ha  desacreditado  ,  que  nuestras  costumbres 
no  reclaman ,  que  ni  el  espíritu  público  ni  la  opinion  gene- 
ral están  dispuestos  á  recibir  sin  violencia,  que  los  hombres 
mas  sensatos  de  todos  los  partidos  consideran  perniciosa  y 
funesta  :  rechacemos  por  fin  ese  juicio  del  sentido  común, 
que  tan  malamente  ha  sido  llamado  salvaguardia  de  la  jus- 
ticia y  de  la  libertad,  como  si  tal  pudiera  ser  el  juicio  de  la 
arbitrariedad  y  la  ignorancia  ;  y  ya  que  la  sabiduría  de  todas 
nuestras  Cortes  no  se  atrevió  jamas  á  plantearlo  ,  dejándolo 
siempre  para  mejor  ocasión ,  vayámoslo  también  dilatando 
nosotros  hasta  la  consumación  de  los  siglos,  y  contentémo- 
nos con  organizar  de  tal  manera  los  tribunales  de  jueces 
letrados  que  quede  bien  asegurada,  en  cuanto  sea  posible 
en  lo  humano,  la  recta  administración  de  la  justicia. 

JURAMENTAR.  Tomar  juramento  á  alguno. 

Al  católico  secular  se  le  juramenta  «  por  Dios  nuestro 
Señor  y  por  la  señal  de  la  cruz ,  »  formándola  al  mismo 
tiempo  con  los  dedos  pólice  ó  índice  de  la  mano  derecha  :— 
al  eclesiástico  secular  «  in  verbo  sacerdotis  ó  por  las  sagra- 
das órdenes  que  ha  recibido  y  según  su  estado  ,  »  haciendo 
que  al  mismo  tiempo  ponga  la  mano  derecha  sobre  su  pe- 
cho :  —  al  religioso  sacerdote  en  la  misma  forma  y  «  por 
el  hábito  que  viste  :  »  —  al  arzobispo  ú  obispo,  del  mismo 
modo  que  á  cualquier  otro  sacerdote,  pero  teniendo  delante 
los  Evangelios  :  —  al  caballero  de  una  orden  militar,  «por 
Dios  y  por  la  cruz  de  su  hábito  que  trac  al  pecho,  »  haciendo 
que  la  toque  al  mismo  tiempo  con  la  mano  derecba  :  —  á 
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todo  oficial  del  ejército  y  armada ,  «  bajo  su  palabra  de  ho- 
nor »  y  teniendo  la  mano  derecha  tendida  sobre  el  puño  de 
su  espada;  bien  que  esta  ceremonia  solo  se  acostumbra  en 
las  causas  militares ,  pues  en  las  demás  se  le  juramenta 
como  á  cualquier  otro  ,  con  la  diferencia  de  que  siempre  ha 
de  poner  la  mano  sobre  el  puño  de  la  espada  :  —  al  cismá- 
tico y  al  hereje,  «por  Dios  todopoderoso,  por  los  santos 
Evangelios,  y  por  lo  que  cree  del  antiguo  y  nuevo  Testamen- 
to :  —  al  judío ,  «  por  un  solo  Dios  todopoderoso  que  crió  el 
cielo  y  la  (ierra,  y  sacó  à  su  pueblo  de  la  esclavitud  de  Egipto 
llevándole  ó  la  tierra  de  promisión  ,  por  la  ley  de  Moisés  que 
profesa  ,  y  por  lodo  lo  que  cree  de  la  sagrada  Biblia  :  »  —  al 
moro,  «  por  Alaquivir  que  dice  ser  su  gran  Dios,  por  Moho- 
maque  llama  gran  profeta,  y  por  el  alearan,  »  haciéndole 
al  mismo  tiempo  levantar  el  brazo  y  mirar  hacia  el  medio- 
día :  —  al  idólatra  ó  gentil ,  «  por  el  dios  ó  dioses  que  ado- 
ra, »  haciéndole  practicar  al  mismo  tiempo  las  ceremonias 
qiie  en  igual  caso  se  acostumbran  entre  los  suyos  :  —  al 
ateísta  ,  por  aquello  á  que  le  obliga  el  juramento ,  según  sus 
opiniones.  Leyes  19,  20,  21  y  24  ,  lit.  11  ,y  ley  24,  til.  16, 
Part.  3. 

Ë1  juramento  se  presta  con  la  fórmula  y  solemnidad  si- 
guiente :  El  juez  pregunta  á  la  persona  que  ha  de  jurar  : 
«  ¿Jurais  á  Dios  nuestro  Señor  y  á  esta  santa  ernz  (cuya 
figura  se  hace  con  los  dedos ,  ó  bien  usando  de  alguna  otra 
de  las  fórmulas  espresadas  según  la  clase  ó  creencia  del  que 
jura)  decir  verdad  en  lo  que  se  os  preguntare?  (ó  cumplir 
tal  ó  tal  cosa ,  ó  haberos  bien  y  fielmente  en  el  desempeño 
del  cargo  que  se  os  ha  confiado ,  etc.  ?  sigue  el  objeto  del 
juramento).  »  La  persona  á  quien  se  hace  la  pregunta,  res- 
ponde :  Si  juro:  »  y  el  juez  añade  :  «  Si  así  lo  hiciereis, 
Dios  os  lo  premie  ,  y  si  no  os  lo  demande  :  »  á  lo  cual  con- 
testa el  que  jura  :  «  Amen  ,  ó  así  sea.  » 
JURAMENTARSE.  Obligarse  con  juramento. 
JURAMENTO.  Según  el  diccionario  de  la  Academia 
española  es  «  la  afirmación  ó  negación  de  alguna  cosa  po- 
niendo por  testigo  á  Dios  ó  en  sí  mismo  ó  en  sus  criaturas;» 
y  según  la  ley  1,  tít.  H  ,  Part.  5  ,  es  «  el  averiguamiento 
que  se  face  nombrando  á  Dios  ó  a  alguna  oirá  cosa  santa  sobre 
lo  que  alguno  afirma  que  es  así  ó  lo  niega ,  »  no  entendién- 
dose por  cosa  santa  el  cielo  ni  la  tierra  ni  otra  criatura,  sino 
Dios  primeramente  y  después  la  Virgen  su  madre  y  los  otros 
santos,  ó  los  Evangelios  ,  ó  la  cruz,  ó  el  altar  ó  la  iglesia. 
Los  autores  dicen  comunmente  que  es  la  «  invocacioníác/íce 
ó  espresa  del  nombre  de  Dios ,  como  verdad  primera  é  infa- 
lible ,  poniéndole  por  testigo  de  la  certeza  de  lo  que  9e  de- 
clara. »  Pero  con  mas  generalidad  y  exactitud  puede  decirse 
que  es  «  el  acto  en  que  se  invoca  por  un  signo  esterno  al 
Supremo  Hacedor  como  testigo  de  la  verdad  de  lo  que  se 
asevera  ó  se  promete.  » 

I.  El  juramento  es  el  mas  fuerte  vínculo  con  que  puede 
ligarse  el  hombre  á  decir  verdad  ó  á  cumplir  su  palabra  ; 
porque  quien  lo  quebranta ,  no  solamente  falta  á  la  persona 
á  quien  se  obligó,  sino  también  al  mismo  Dios,  á  quien  in- 
vocó por  testigo  de  la  sinceridad  de  su  promesa  ó  aserto  : 
Nullum  vinculum  ,  dice  Cicerón  (  lib.  3  de  officiis) ,  ad  as- 
tringendam  fidem  ,  majores  nostri  jurejurando  arclius  esse 
voluerunt  :  id  indicant  leges  in  duodecim  tabulis ,  indicant 
sacra ,  indicant  fœdera  quibus  eliam  cum  hosle  devincilur 
fules,  indicant  nolaliones,  animadversionesque  censorum , 
qui  nulla  de  re  diligenliús  quàm  de  jurejurando  judiva- 
bant. 

II.  Es  el  juramento  un  acto  civil  y  religioso,  y  para  ser  lícito 
debe  ir  acompañado  de  tres  circunstancias  ó  condiciones; 
esto  es,  verdad,  juicio  y  justicia  (1).  Requiérese  la  verdad; 


(1)  Et  jurabis  :  Vivit  Dominus,  in  veritale ,  et  iu  judíelo,  et  in 
justitia.  Jerem.  iv ,  ver.  2  ;  cap.  26 ,  de  jwejur. 


es  decir,  que  sea  cierto  ó  que  de  buena  fe  y  con  grave  fun- 
damento se  repute  tal  lo  que  se  afirma  ó  niega,  ó  que  lo  que 
so  promete  se  cumpla  á  su  tiempo  :  se  requiérela  justicia;  á 
saber,  que  el  juramento  recaiga  sobre  lo  que  es  lícito  y  ho- 
nesto, porque  no  es  obligatorio  ni  puede  cumplirse  cuando 
se  opone  á  las  buenas  costumbres,  ó  al  derecho  de  tercero  , 
ó  las  leyes  á  que  no  pueda  renunciarse  :  y  se  requiere  en 
fin  el  juicio ,  esto  es,  que  se  jure  con  prudencia  y  discreción 
solo  cuando  la  necesidad  lo  exija  y  por  cosa  no  leve  ;  le- 
yes 11,  27,  28  y  29  ,  lit.  11 ,  Part.  3,  ley  8 ,  tít.  1 ,  Part.  ¡I, 
y  ley  28 ,  tít.  1 1  ,  Part.  S.  Véase  Juramentos  y  porvidas. 

III.  Divídese  el  juramento  en  asertorio  y  promisorio.  Ju- 
ramento asertorio  ó  afirmativo  es  aquel  con  que  se  afirma  ó 
niega  la  verdad  de  alguna  cosa  pasada  ó  presente  ;  y  pro~ 
misorio,  el  que  se  hace  para  asegurar,  confirmar  ó  corrobo- 
rar algún  acto  ,  contrato  ó  promesa.  El  juramento  asertorio 
se  diferencia  del  promisorio  en  que  aquel  recae  sobre  hechos 
presentes  ó  pasados  certificando  su  existencia  ó  su  falta  de 
existencia;  y  este  recae  sobre  hechos  futuros  asegurando 
su  realización  ó  cumplimiento  :  el  primero  tiene  lugar  en  los 
juicios,  y  ó  bien  se  presta  sobre  hechos  propios,  sea  por  vo- 
luntad de  las  partes  para  relevarse  de  otra  prueba,  sea  por 
oficio  del  juez  para  hacer  constar  la  estimación  cierta  de 
una  cosa  ó  corroborar  ó  completar  la  prueba  ya  hecha  ,  ó 
bien  se  presta  sobre  hechos  ajenos,  como  el  juramento  de 
los  testigos;  y  el  segundo  tiene  lugar  en  los  contratos  y  en 
otros  actos  por  voluntad  de  las  partes  ó  por  disposición  de 
la  ley.  El  asertorio,  como  que  se  refiere  acosas  presentes  ó 
pasadas  ,  constituye  prueba,  y  su  falsedad  produce  á  veces 
la  sujeción  á  la  pena  del  perjurio;  pero  el  promisorio  no 
constituye  prueba  ni  produce  obligación  distinta  del  acto 
sobre  que  recae,  aunque  agrava  la  transgresión  para  la  im- 
posición de  pena  si  se  faltó  á  lo  prometido  ;  ley  11 ,  tít.  11 , 
Parí.  3. 

El  juramento  promisorio  no  es  obligatorio  ni  da  valor 
alguno  al  contrato ,  cuando  este  adoleciere  de  nulidad  ó  se 
celebrare  por  fuerza,  miedo  ó  engaño,  porque  no  siendo 
válido  ó  no  pudiendo  subsistir  lo  principal,  tampoco  debe 
valer  ni  subsistir  lo  accesorio  ;  ley  8,  tít.  i ,  Part,  k,  ley  86  , 
til.  8,  ley  28,  tít.  11,  Parí.  8,  ley  2,  tít.  12,  lib.  2  del  Fuero 
Real,  y  leyes  2  y  17,  tít.  1 ,  lib.  10,  Nov.  Jf}ec.Véase  Perjurio. 

IV.  El  juramento  ,  tanto  el  asertorio,  como  el  promisorio, 
puede  ser  simple  ó  solemne.  Es  simple  el  que  se  hace  por 
sola  la  invocación  del  nombre  de  Dios  para  confirmación  de 
la  cosa  que  se  asevera  ó  promete  ;  y  es  solemne  el  que  se 
hace  ante  el  legítimo  superior  con  cierta  fórmula  de  palabras 
ó  con  ciertas  ceremonias  para  que  tenga  mas  valor  y  auto- 
ridad ,  cual  suele  hacerse  en  los  juicios  y  en  la  prestación 
de  obediencia  y  fidelidad.  —  Puede  ser  también  judicial  ó 
exlrajudicial  ;  es  judicial  el  que  se  hace  enjuicio;  y  extra- 
judicial  el  que  se  hace  fuera  de  juicio.  El  extrajudicial,  no 
siendo  solemne,  no  tiene  la  fuerza  que  el  judicial ,  pues 
queda  reducido  á  un  simple  hecho  que  es  preciso  justificar 
en  caso  necesario  para  que  haga  prueba. 

V.  El  juramento  que  se  presta  en  las  causas  ó  con  motivo 
de  ellas ,  puede  considerarse  con  respecto  á  las  personas  do 
los  litigantes ,  ó  con  respecto  á  la  decisión  de  las  causas  : 
considerado  por  lo  que  mira  á  los  litigantes,  se  divide  en 
juramento  de  calumnia  ,  juramento  de  malicia  y  juramento 
de  decir  verdad;  y  considerado  en  cuanto  á  la  decisión  de 
las  causas ,  se  divide  en  juramento  decisorio  del  pleito,  jura- 
mento eslimalorio  ó  decisorio  en  el  pleito,  y  juramento  su- 
pletorio. 

La  ley  2,  tít.  11,  Part.  3,  divide  el  juramento  ,  en  cuanto 
á  la  decisión  de  las  causas,  en  voluntario ,  necesario  y  judi- 
cial, llamando  voluntario  al  convencional  que  exlrajudicial- 
mente  defiere  una  parte  á  la  otra  ,  necesario  al  supletorio 
cnie  es  el  que  se  defiere  por  el  juez  á  una  de  las  partes  para 
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adquirir  mayor  convicción  ó  suplir  la  falta  de  prueba ,  y 
judicial  específicamente  tomado  al  que  una  parte  defiere  á  la 
otra  en  juicio  con  aprobación  del  juez  ;  pero  como  el  jura- 
mento voluntario  y  el  judicial  son  un  mismo  juramento  con 
los  mismos  efectos ,  casi  sin  otra  diferencia  que  la  de  hacerse 
en  juicio  ó  extrajudicialmente,  y  como  el  judicial  en  el  sen- 
tido en  que  se  loma  puede  también  decirse  voluntario ,  he- 
;  mos  preferido  abrazarlos  ambos  bajo  la  denominación  de 
juramento  decisorio  del  pleito.  El  jurameto  eslimatorio  ó  de- 
cisorio en  el  pleito  está  comprendido  por  dicha  ley  en  el  ju- 
ramento necesario  ó  supletorio  ;  pero  siendo  conocido  en  el 
derecho  romano  y  entre  los  autores  con  la  denominación  de 
juramenlum  in  litem  ,  esto  es,  juramento  en  el  pleito ,  ó  ju- 
ramento decisorio  de  algún  incidente  ó  artículo  del  pleito,  y 
recayendo  sobre  un  objeto  diferente  que  el  juramento  pro- 
piamente necesario,  hemos  creído  mas  conveniente  para 
evitar  toda  confusion  en  las  ideas  tratar  de  él  en  artículo 
separado.  Véanse  los  artículos  siguientes. 

JURAMENTO  promisorio  ó  confirmatorio.  El  que  se 
hace  para  asegurar,  confirmar  ó  corroborar  algún  acto,' 
contrato  ó  promesa. 

I.  Se  han  notado  ya  en  el  artículo  que  antecede  las  dife- 
rencias que  hay  entre  el  juramento  asertorio  y  el  promiso- 
rio; pero  como  al  tratar  de  este  último  se  suscitan  no  pocas 
cuestiones  entre  los  autores,  no  podemos  prescindir  de  fijar 
aquí  con  mas  estension  las  disposiciones  de  las  leyes  sobre 
esta  materia  ,  pues  que  á  ellas  y  no  á  doctrinas  estrañas  de- 
bemos atenernos  para  resolver  los  casos  que  ocurran. 

II.  Muchas  veces  las  partes  contratantes,  como  si  descon- 
fiasen ellas  mismas  de  su  constancia  y  de  su  buena  fe ,  in- 
vocan al  Ser  supremo  en  sus  convenciones,  haciéndole 
depositario  y  protector  de  las  obligaciones  que  contraen  y 
vengador  de  su  falta  de  cumplimiento  ,  como  si  esta  fuese 
un  ultraje  hecho  á  la  Divinidad.  La  ley  acoge  y  sanciona  el 
juramento,  y  aun  á  veces  da  fuerza  obligatoria  al  contrato 
que  sin  él  no  la  tendría  ;  y  no  contenta  con  la  pena  que  Dios 
quiera  imponer  al  que  lo  quebrante,  le  asigna  por  su  parte 
la  confiscación  de  todos  sus  bienes;  ley  2  ,  lit.  6,  lib.  12  , 
Nov.  Rec.  Pero  tan  grave  pena  quizá  no  fué  aplicada  jamas 
por  la  falta  de  cumplimiento  de  un  contrato  jurado;  y  es- 
tando ahora  absolutamente  abolida  la  confiscación  ,  es  claro 
que  por  dicha  falta  no  podrá  imponerse  mas  pena  que  algu- 
na multa  que  no  sea  grave  ,  ó  algunos  dias  de  prisión  en 
caso  de  insolvencia. 

III.  Como  antiguamente  los  pleitos  y  causas  que  ocurrían 
sobre  los  actos  y  contratos  en  que  había  intervenido  jura- 
mento estaban  sujetos  á  la  jurisdicción  eclesiástica  en  perjui- 
cio de  la  secular,  se  prohibió  á  los  legos  por  las  leyes  con- 
traer obligaciones  con  juramento  sobre  cosas  profanas;  pero 
habiéndose  revocado  por  una  parte  dicha  prohibición,  y  no 
teniendo  ya  por  otra  los  jueces  eclesiásticos  la  pretensión  de 
conocer  de  los  perjurios  en  materias  civiles  que  no  les  per- 
tenecen ,  pueden  cualesquiera  personas  emplear  el  jura- 
mento para  asegurar  el  cumplimiento  futuro  de  sus  prome- 
sas ,  y  los  tribunales  y  juzgados  seculares  entienden  sobre 
las  controversias  que  se  suscitan  acerca  de  las  obligaciones 
juradas  y  castigan  el  perjurio  en  caso  de  haberlo  ;  ley  58 , 
til.  6,  Part.  1  ,  ley  6 ,  lit.  i ,  lib.  2  del  Ordenam.,  leyes  6 
y  7,  til.  1 ,  lib.  iQ,yley%,  lit.  5,  lib.  12  ,  Nov.  Rec. 

IV.  En  todo  juramento  promisorio,  aunque  hecho  abso- 
lutamente, se  sobrentienden  tácitamente  las  condiciones  que 
siguen  : 

Ia.  Que  el  jurante  no  quede  reducido  á  la  imposibilidad 
de  cumplir  lo  que  prometió;  pues  si  le  sobreviniese  algún 
obstáculo  ,  como  de  prisión  ó  enfermedad,  de  aguas  ó  nie- 
ves, de  fuerza  ó  miedo  de  enemigos,  de  pérdida  inculpable 
de  1a  cosa  prometida,  úotro  semejante  que  se  lo  impidiese, 
no  estaría  obligado  á  cumplir  la  promesa ,  á  lo  menos  mien- 


tras durase  el  obstáculo  ó  peligro;  ley  27,  lit.  H  ,  Part.  3. 
Nemo  potest  ad  impossibile  obligari. 

2a.  Que  quede  salvo  el  derecho  y  autoridad  del  superior 
á  quien  está  sujeto  ó  tiene  que  obedecer  el  jurante  :  «  ca  en 
toda  jura  se  entiende  sacado  mandamiento  de  señor  ó  de 
mayoral  á  quien  debe  obedescer;et  esto  ,  porque  mas  son 
en  poder  destos  sobredichos  que  en  el  suyo ,  et  el  su  man- 
damiento esles  como  fuerza;  »  ley  27,  til.  11  ,  Parí.  3.  Así 
es  que  el  superior  puede  irritar  y  anular  las  convenciones 
juradas  de  su  subdito,  el  padre  las  de  su  hijo  que  está  bajo 
su  potestad  ,  el  curador  las  que  haya  celebrado  el  menor  sin 
su  otorgamiento ,  el  señor  las  de  su  siervo,  el  marido  las  de 
su  mujer,  y  también  la  mujer  las  de  su  marido,  con  tal  que 
íos  juramentos  les  perjudiquen  á  ellos  ó  recaigan  sobre  ma- 
teria que  les  esté  sujeta;  Ferraris ,  verb.  Juramenlum, 
art.  III,  ns.  28,  29,  50,  31  y  32. 

3a.  Que  la  persona  en  cuyo  favor  se  prestó  el  juramento, 
pueda  remitirlo  al  jurante  y  librarle  de  la  obligación  con- 
traída ,  cùm  liberum  sit  unicuique  juri  suo  renunliare.  Así 
es  que  habiendo  jurado  alguno  «  de  dar  ó  de  facer  alguna 
cosa  á  plazo  señalado ,  si  aquel  á  quien  lo  ha  de  cumplir  le 
soltase  de  aquel  plazo ,  ó  gelo  alongare  antes  que  sea  pasa- 
do ,  non  cae  en  perjurio  ;  »  ley  27,  tít.  11,  Part.  3. 

4a.  Que  las  cosas  permanezcan  en  el  mismo  estado  ;  es 
decir,  que  no  se  hayan  mudado  notablemente,  porque  no  es 
verosímil  que  el  jurante  tuviese  intención  de  obligarse  á 
una  cosa  muy  difícil  ó  peligrosa  ó  no  conveniente,  cual  po- 
dría resultar  de  la  mudanza;  y  por  eso  el  juramento  se  debe 
interpretar  de  manera  que  no  se  estienda  á  un  caso  impre- 
visto é  impensado.  Esta  doctrina  se  halla  espresa  en  la 
ley  38,  tít.  3,  lib.  h&  del  Digesto  :  Tacite  cnim  hœc  conven- 
tio  inesse  stipulalioni  videtur,  si  in  eadem  causa  manent. 
Así  también  dispone  la  ley  27,  tít.  11  ,  Part.  3,  en  confor- 
midad á  este  principio,  «  que  si  á  alguno  diesen  en  condesijo 
(  depósito  )  armas  de  qual  manera  quier  que  fuesen  et  le  fi- 
cíesen  jurar,  que  cuando  quier  que  gelas  demandasen  que 
gelas  tornase,  que  non  es  tenudo  aquel  que  juró  de  gelas 
tornar,  si  vee  que  las  quiere  para  ir  contra  el  rey  ó  contra 
el  reino ,  ó  si  es  salido  de  seso  et  vee  que  farie  con  ellas 
daño.  » 

5a.  Que  la  otra  parte  esté  también  á  lo  prometido  ;  pues 
no  hay  obligación  de  guardar  al  pérfido  la  fe  jurada.  Frus- 
tra sibi  fidem  quis  postulat  ab  eo  servari ,  cui  (idem  à  se 
prœstilam  servare  récusât  ;  regla  7b  ,  tít.  12,  lib.  S,  Sexti 
Décret.  Nec  lu  ei  etiamsi  promissum  tuum  juramento,  vel  fidei 
obligatione ,  inlerposita  condilione  (irmasses ,  aliquatenus 
ieneris ,  si  constel  eum  condilioni  minime  paruisse;  cap.  3, 
tít.  1h,  lib.  2,  Décret.  Greg.  Juramentum  autem ,  quod 
Joannes  se  asseritprœslitisse,  si  de  assensu  factum  est  utrius- 
que,  eum  non  ligal,  qui prœslUil ,  dum  Ule,  cui  prœstitum 
fuerit,  servare  negligit,  quod  promisil;  cap.  29,  d.  tít.  y 
lib.  «  Qualquier  que  ponga  pleito  con  otro  por  jura,  dice  la 
ley  28,  tít.  11  ,  Part.  5,  si  aquel  con  quien  lo  puso  lo  que- 
brantare primero  que  él,  excusado  es  de  non  caer  en  per- 
juro maguer  non  la  guarde  ;  ca  non  es  derecho  que  sea 
guardado  pleito  nin  jura  à  aquel  que  primeramente  la  que- 
brantó. »  Esceptúanse,  sin  embargo,  de  esta  disposición  por 
la  misma  ley  :  —  Io.  el  matrimonio,  pues  aunque  el  uno  de 
los  cónyuges  cometa  adulterio ,  no  por  eso  el  otro  puede  fal- 
tar á  la  fidelidad  jurada  :  —  2o.  la  tregua;  pues  si  uno  la 
da  al  otro  con  juramento  y  la  quebranta  cualquiera  de  ellos, 
no  por  eso  puede  el  otro  quebrantarla  igualmente,  á  no  ser 
que  se  hubiese  pactado  otra  cosa  ,  ó  que  el  daño  hecho  por 
el  primero  que  faltó  à  su  promesa  recayese  sobre  personas 
y  no  precisamente  sobre  los  bienes. 

V.  No  es  válido  ni  obligatorio  el  juramento  en  los  casos 
siguientes  : 

Io-  Cuando  se  opone  á  la  moral  ó  á  las  buenas  costura- 
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bres ,  como  si  tiene  v.  gr.  por  objeto  andar  desnudo  en  pú- 
blico ó  no  socorrer  al  necesitado ,  ó  no  respetar  á  los  demás 
hombres  como  es  debido,  ó  hacer  alguna  cosa  ilícita;  ley  28, 
M.  11 ,  Pari.  5.  Non  est  obligalorium  contra  bonos  mora 
prœslitum  juramenlum  :  in  malis  promissis  fldem  non  expe- 
dii  observan;  regí.  58  y  59,  tít.  12,  lib.  5,  Sexli  Décret. 

De  aquí  es  que  no  se  confirma  con  el  juramento  la  venta 
ó  cesión  que  uno  hiciere  de  la  esperanza  de  heredar  por  tes- 
tamento ó  ab  intestato  á  cierta  persona  viva,  por  el  peligro 
de  inspirar  al  comprador  ó  cesionario  el  deseo  de  procurar 
su  muerte  ;  ley  15 ,  til.  5  ,  Part.  5  ;  ni  tampoco  la  renuncia 
ó  remisión  del  dolo  futuro,  porque  seria  una  invitación  al 
delito;  ley  29,  tít.  H  ,  Part.  5. 

2o.  Cuando  se  opone  á  los  deberes  naturales  ó  civiles  que 
uno  tiene;  como  por  ejemplo  el  juramento  de  abandonar  á 
su  mujer,  de  desheredar  á  sus  padres  ó  á  sus  hijos ,  ó  de  no 
darles  los  alimentos  que  se  les  deben;  ley  27,  tít.  11, 
Part.  5;  cap.  12  y  23,  tít.  24,  lib.  2,  Décret.  Greg. 

3o.  Cuando  es  contrario  á  la  ley  que  reprueba  y  castiga 
el  hecho  sobre  que  se  jura;  como  por  ejemplo  el  juramento 
de  cometer  un  homicidio ,  robo  ,  adulterio  ,  violencia  ú  otro 
delito,  ó  de  entregarse  al  contrabando  ó  al  juego,  ó  dar  di- 
nero para  alguno  de  estos  objetos  :  «  ca  el  juramento  que  es 
cosa  santa  non  fué  establecido  para  mal  facer,  mas  por  las 
cosas  derechas  facer  é  guardar;  »  ley  7,  tít.  5,  lib.  %  del 
Fuero  Juzgo,  ley  2,  lit.  12,  lib.  Idel  Fuero  Real,  ley  2, 
tít.  10  ,  ley  38,  lit.  11,  ley  25,  til.  12,  Part.  5.  Juramenlum 
non  débet  esse  vinculum  iniquitatis  ;  cap.  18,  tít.  24,  lib.  2, 
Decr.  Greg. 

h°.  Cuando  es  contra  la  ley  que  prohibe,  aunque  no  cas- 
tigue ,  el  contrato  ó  disposición  sobre  que  recae  ;  porque 
quedando  nula  la  disposición  ó  promesa  por  el  hecho  de 
prohibirla  la  ley,  es  consiguiente  que  el  juramento  como  ac- 
cesorio quede  también  nulo  sin  producir  obligación  alguna  : 
de  otra  manera  no  habria  una  ley  buena  que  no  pudiera 
hacerse  ilusoria  á  favor  del  juramento ,  y  la  invocación  del 
nombre  de  Dios  vendría  á  ser  el  escudo  de  la  malicia  hu- 
mana y  á  destruir  la  obra  de  los  legisladores.  En  efecto  ,  la 
ley  5 ,  tít.  12,  lib.  1  del  Código,  establece  que  se  tenga 
por  inexistente  el  contrato  celebrado  contra  la  prohibición 
de  la  ley  y  que  no  se  admita  el  juramento  para  confirmarlo  : 
Nullum  enim  paclum,  nullam  conventionem ,  nullum  con- 
traction inter  eos  videri  volumus  subseculum ,  qui  conlra- 
hunllege  conlrahereprohibente:...  eaquœ  lege  fieri prohiben- 
tur,  si  fuerint  facta,  non  soliim  inutilia  sed  pro  infectis  etiam 
habeanlur  :...  secunditm  itaque  prœdictam  regulam,  qua 
ubicumque  non  servari  factum  lege  prohibente  censuimus, 
cerlum  est  ncc  stipulalionem  hujusmodi  lenere,  necmanda- 
tum  ullius  esse  momenli,nec  sacramentum  admilti.  La  ley  28, 
tít.  11,  Part.  5,  sienta  como  principio  «que  todo  pleito 
(contrato)  que  es  fecho  contra  nuestra  ley  ó  contra  las 
buenas  costumbres  que  non  debe  seer  guardado ,  maguer 
pena  ó  juramento  fuese  puesto  en  él  ;  »  y  de  aquí  deduce 
Gregorio  López  en  la  glosa  7a.  que  la  ley  prohibitiva ,  aun 
cuando  habla  simplemente  ,  se  entiende  que  contiene  siem- 
pre cláusula  derogatoria  y  anulativa  del  acto.  La  ley  56, 
tít.  5,  Part.  5,  dispone  igualmente  como  regla  general,  que 
cuando  el  contrato  que  es  lo  principal  no  vale ,  no  deben 
valer  tampoco  las  cosas  accesorias,  como  la  fianza  ,  la  hipo- 
teca ,  la  prenda,  la  pena  ni  el  juramento.  La  ley  32 ,  tít.  9, 
Part.  6 ,  manda  que  el  testador  no  haga  testamento  ni  dis- 
ponga en  él  cosa  alguna  que  sea  contra  las  leyes ,  y  anula  y 
deja  sin  efecto  lo  que  en  contrario  hiciere  ;  porque,  seguid 
añade  Gregorio  López  en  su  glosa  Ia.,  nadie  puede  derogar 
en  testamento  ni  en  contrato  á  las  leyes  prohibitivas  ni  á  las 
que  arreglan  la  forma  ó  la  sustancia  de  uno  ú  otro.  Por 
último  ,  la  ley  17,  tít.  1 ,  lib.  10,Nov.  Rec,  después  de 
prohibir  bajo  varias  penas  todo  préstamo  ó  Yenta  al  fiado  de 


alhajas  ó  géneros  que  se  intentare  hacer  à  hijos  de  familia  ó 
á  menores  sin  licencia  de  sus  padres  ,  tutores  ó  curadores, 
vó  bien  á  cualesquiera  otras  personas  mayores  ó  menores 
que  no  tengan  tutor  ó  curador  á  pagar  cuando  se  casen  ó 
hereden  ó  tengan  mayor  renta  ,  declara  que  dichos  contra- 
tos son  nulos  y  que  no  quedan  confirmados  con  el  juramen- 
to ,  por  ser  contratos  prohibidos  por  esta  nuestra  ley;  de  que 
se  infiere  que  la  ley  supone  como  regla  general  que  es  nulo 
todo  contrato  prohibido  y  nulo  el  juramento  con  que  pien- 
san confirmarlo  los  contrayentes. 

5o.  Cuando  se  presta  en  confirmación  de  la  renuncia  que 
uno  hace  de  un  derecho  que  no  le  es  puramente  personal 
sino  que  es  común  á  todos  los  individuos  de  un  cuerpo , 
clase  ó  estado  ,  porque  tal  renuncia  se  considera  nula.  Así 
es  que  según  el  derecho  canónico,  no  puede  ser  demandado 
el  clérigo  ante  juez  seglar,  por  mas  que  haya  renunciado  á 
su  fuero  con  juramento.  Así  es  también  que  según  la  opi- 
nion común  de  los  autores,  no  puede  el  noble  ser  encarce- 
lado por  deudas,  aunque  haya  renunciado  con  juramento  á 
su  privilegio,  porque  este  ha  sido  concedido  á  toda  la  clase. 

Sin  embargo,  la  ley  16,  tít.  1 1,  las  59  y  60,  tít.  18,  Part.  3, 
la  56,  tít.  5,  Part.  5,  y  la  6,  tít.  19,  Part.  6,  quieren  que  sea 
válida  y  tenga  cumplido  efecto  la  renuncia  jurada  que  un 
menor  de  veinte  y  cinco  años  y  mayor  de  catorce  hiciere 
en  cualquiera  contrato ,  del  beneficio  legal  de  la  restitución 
in  integrum ,  aunque  este  beneficio  es  común  á  toda  la  clase 
ó  estado  de  los  menores.  Mas  en  primer  lugar,  esta  dispo- 
sición sobre  la  fuerza  del  juramento  del  menor  debe  enten- 
derse tan  solo  del  menor  que  no  tiene  curador,  como  se 
advierte  en  la  ley  59,  tít.  18,  Part.  3,  ó  del  que  teniéndole  se 
obliga  con  su  otorgamiento,  pero  no  del  menor  que  teniendo 
curador  se  obliga  sin  intervención  de  este,  pues  tal  obliga- 
ción es  nula  en  cuanto  sea  perjudicial  al  menor  según  lo 
dispuesto  por  las  leyes  h  y  5,  tít.  11,  Part.  5,  y  de  consi- 
guiente según  la  ley  56,  tít.  5,  de  la  misma  Partida  5,  no 
puede  surtir  en  ella  efecto  alguno  el  juramento.  En  segundo 
lugar,  se  ha  declamado  tanto  por  los  jurisconsultos  contra 
los  efectos  civiles  dados  al  juramento  con  que  el  menor  re- 
nuncia su  privilegio  (porque  efectivamente  el  que  le  induzca 
á  hacer  un  contrato  que  le  sea  perjudicial ,  le  inducirá  con 
la  misma  facilidad  á  confirmarlo  con  dicho  juramento)  que 
que  ya  el  doctor  D.  Juan  Sala  decía  en  su  Ilustración  del 
Derecho  Real  de  España  que  veia  con  gusto  su  inobservancia. 
Véase  Mujer  casada. 

6o.  Cuando  se  hace  en  perjuicio  del  derecho  de  un  ter- 
cero; ley  8,  tít.  1 ,  Part.  U.  Así  es  que  si  habiendo  alguno 
contraído  esponsales  con  una  mujer,  los  contrajere  des- 
pués con  otra  confirmándolos  con  juramento  ,  no  valdrán 
los  segundos,  aunque  jurados,  sino  solamente  los  prime- 
ros ,  porque  el  juramento  no  es  capaz  de  estinguir  ó  anu- 
lar el  derecho  que  la  primera  mujer  habia  adquirido  ; 
d.  ley  8.  Así  es  también  que  el  que  tiene  hijo,  nieto  ú  otro 
descendiente  legítimo ,  no  puede  confirmar  con  el  juramento 
la  disposición  que  hiciere  á  favor  de  otras  personas  en  mas 
de  la  quinta  parte  de  sus  bienes  ,  porque  las  cuatro  quintas 
forman  la  legítima  á  que  aquellos  tienen  derecho  ;  ley  1 , 
lit.  U,  lib.  U  del  Fuero  Juzgo,  ley  7,  lit.  12,  y  ley  10,  lit.  5, 
lib.  3  del  Fuero  Real.  —  Es  igualmente  nulo  el  juramento 
que  uno  hiciere  contra  las  disposiciones  de  la  ley  que  tienen 
por  objeto  asegurar  los  intereses  de  terceras  personas  ;  y  así 
seria  inútil  la  convención  jurada  que  alguno  hiciese  de  que 
■valiera  contra  cualquier  tercero  una  hipoteca  sin  tomarse 
jazon  de  ella  en  el  oficio  del  ramo. 

7o.  Cuando  fuere  arrancado  por  fuerza  ó  miedo  ó  engaño; 
ley  11,  til.  5,  lib.  2  del  Fuero  Juzgo,  ley  2,  til.  12,  lib.  2 
del  Fuero  Real ,  ley  56,  tít.  5,  y  ley  28  ,  lit.  1 1 ,  Part.  5. 
«  Otrosí  mandamos,  dice  la  ley  del  Fuero  Real,  que  ningún 
juramento  que  orne  ficiere  sobre  cual  cosa  quier  por  fucrzat 
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ó  por  miedo  de  su  cuerpo  ó  de  su  aver  perder,  non  vala.  » 
«  Por  miedo  ó  por  fuerza  comprando  ó  vendiendo  algún 
home  cosa  de  otro,  dice  la  citada  ley  56,  non  debe  valer, 
ante  decimos  que  debe  seer  desfecha  la  compra  ,  si  fuere 
probado  que  la  fuerza  et  el  miedo  fué  atal  que  lo  hobo  de 
facer  maguer  le  pesase.  Et  como  quier  que  tal  vendida  como 
esta  fuese  firmada  por  jura  ó  por  peños ,  ó  por  fiadura  ó 
por  pena  que  fuese  hi  puesta ,  non  debe  valer;  ca  pues  que 
la  compra  ó  la  vendida ,  que  es  el  principal  non  vale ,  non 
deben  seer  valederas  las  otras  cosas  que  fueron  puestas  por 
razón  della.  Por  miedo  ó  por  fuerza  ó  por  engaño  quel  ferie- 
sen  prometiendo  un  home  á  otro  de  dar  ó  de  facer  alguna 
cosa,  añade  la  dicha  ley  28,  maguer  se  obligue  so  cierta 
pena  jurando  de  complir  lo  que  promete ,  decimos  que  non 
estenudo  de  complir  la  promisión  nin  de  pechar  la  pena.  » 

Es  cierto  que  la  ley  29,  tít.  11,  Part.  3,  dice  :  «  que  el 
que  jura  cosa  guisada  (justa  ó  razonable)  non  se  puede  excu- 
sar de  non  la  guardar  maguer  diga  que  la  fizo  por  fuerza  ;  » 
pero  Gregorio  López  la  esplica  de  varias  maneras  para  con- 
cordarla con  las  otras  que  hemos  citado ,  y  asienta  que  el 
juez  secular  puede  obligar  á  la  parte  contraria  á  que  relaje 
el  juramento.  Hugo  Celso  en  su  Repertorio  la  considera 
corregida  por  la  ley  2,  tít.  12 ,  lib.  2  del  Fuero  Real,  la  cual 
tiene  mas  vigor  que  la  de  las  Partidas  por  no  ser  este  código 
sino  subsidiario ,  y  también  puede  decirse  que  se  halla  re- 
formada por  las  referidas  leyes  de  la  Partida  5a.  que  son 
posteriores. 

Algunos  escritores  de  teología  y  de  derecho  natural  quie- 
ren con  santo  Tomas  que  se  cumpla  la  promesa  jurada  por 
respeto  al  juramento,  y  que  después  de  cumplida  pueda 
denunciarse  á  la  justicia  la  violencia  ó  el  fraude  para  la  de- 
bida reparación;  porque  si  la  .una  parte  está  obligada  á 
cumplir  su  juramento  por  la  razón  de  que  no  debe  jurarse 
el  santo  nombre  de  Dios  en  vano ,  la  otra  está  también  obli- 
gado á  resarcir  los  daños  y  perjuicios  que  con  su  fuerza  ó 
dolo  hubiere  causado.  Pero  en  primer  lugar,  semejante  modo 
de  ejecutar  el  juramento  es  una  verdadera  irrisión  :  en  se- 
gundo lugar,  para  que  un  juramento  sea  obligatorio  es  ne- 
cesario que  Dios  lo  acepte  ;  y  ¿podremos  imaginar  que  Dios 
sea  capaz  de  aceptar  un  juramento  que  yo  hago  á  la  fuerza 
ó  por  el  engaño?  esto  seria  suponer  que  Dios  sanciona  la 
mentira  y  la  violencia.  No,  una  promesa  forzada  ó  sacada 
por  dolo  no  puede  producir  obligación  alguna;  y  esta  regla 
eterna  no  es  menos  cierta  ante  Dios  que  ante  los  hombres. 
El  papa  Celestino  III  (cap.  18,  tít.  2'*,  lib.  2 ,  Décret.  Greg.), 
hablando  de  los  que  prestan  juramento  contra  su  voluntad  por 
conservar  su  vida  ó  sus  bienes ,  encarga  que  no  se  les  diga 
espresamenle  que  no  lo  observen  ;  pero  que  si  lo  desprecia- 
ren, no  por  eso  se  les  ha  de  castigar  como  reos  de  pecado 
mortal.  Efectivamente ,  mayor  pecado  cometieron  los  que 
usaron  de  la  violencia  ó  el  fraude. 

Aunque  según  se  acaba  de  sentar,  no  es  obligatorio  el 
juramento  hecho  por  fuerza ,  miedo  ó  engaño  ;  sin  embargo, 
si  después  eljurante  cumpliese  voluntariamente  y  sin  coac- 
ción alguna  su  promesa,  no  podría  reclamar  lo  que  en  su 
virtud  hubiera  dado  ó  hecho  ;  ley  28,  til.  11,  y  ley  49,  tít.  14, 
Parí.  5. 

8o.  Cuando  se  hubiere  prestado  por  error  que  haga  nula 
la  convención,  porque  no  teniendo  esta  efecto  alguno  no  pro- 
duce obligación  que  el  juramento  pueda  confirmar.  Véase 
Error. 

VI.  El  juramento  en  caso  de  duda  se  ha  de  interpretar 
estrechamente ,  ya  por  la  gravedad  de  la  obligación  religiosa 
que  en  sí  contiene ,  ya  por  el  peligro  de  perjurio;  y  de  con- 
siguiente lo  que  no  se  ha  espresado  con  claridad  se  entiende 
omitido  :  Quidquid  asl/rirlgendce  obligationis  est ,  id  nisi  pa- 
lam  verbis  exprimalur,  omissum  esse  inlelligendum  csi ,  ac 
f'cre  secundúm  promissorcm  inlerpretamur ;  ley  99 ,  tít.  1 , 


lib.  45  del  Digesto.  La  razón  es  que  toda  obligación  se  con- 
sidera odiosa  y  que  por  eso  debe  restringirse  mas  bien  que 
ampliarse  ,  según  la  regla:  Odia  restringí,  favores  convenu 
ampliari. 

El  juramento  prestado  generalmente  de  buena  fe  debe  in- 
terpretarse según  la  intención  del  que  le  hizo ,  y  no  ha  de 
estenderse  á  las  cosas  en  que  no  pensó ,  y  que  si  le  hubiesen, 
ocurrido  las  habría  esceptuado;  porque  en  una  promesa 
general  no  se  comprenden  aquellas  cosas  especiales  que 
probablemente  no  habrías  prometido  ó  no  habrías  podido 
prometer:  in  generali  concessione  non  veniunt  ca,  quœquis 
non  essel  verisimiliter  in  specie  concessurus  ;  regla  81,  tít.  12, 
lib.  5,  Sext.  Décret. 

La  ley  27,  tít.  12,  Part.  3,  dice  espresamente  que  no  está 
uno  obligado  á  cumplir  su  juramento,  «  si  le  mandasen  tal 
cosa  que  si  le  fuese  ante  fecha  entender,  en  ninguna  guisa 
non  la  jurara;  »  non  enim  extendilur  juramenlum  ad  inco- 
gilala,  como  añade  Gregorio  López  en  su  glosa. 

Mas  si  el  jurante  prestó  dolosamente  el  juramento  usando 
de  palabras  equívocas  ó  dudosas  con  objeto  de  engañar  á  la 
otra  parte,  debe  entonces  entenderse  é  interpretarse  el  ju- 
ramento según  la  intención  y  sana  inteligencia  de  la  parte  á 
cuyo  favor  fué  prestado  :  Quacumque  arle  verborum  quisquís 
jurel,  Deus  lamen,  qui  conscienliœ  testis  est,  Ha  hoc  accipit, 
sicul  Ule ,  cui  juralur,  intelligit.  Dupliciler  aiilem  reus  fit, 
quia  el  Dei  nomen  in  vanum  assumit,  el  proximum  dolo 
capit;  cap.  9,  queest.  5,  causa  22,  Decr.  sec.  pars.  «  Si  el 
que  da  la  jura  ó  el  que  la  face,  dice  la  ley  29,  tít.  1 1 ,  Part.  3, 
metiere  palabra  engañosa  ó  dubdosa ,  non  se  debe  entender 
fueras  de  la  manera  que  la  entendió  aquel  que  non  fizo  el 
engaño;  et  de  tal  jura  como  esta  decimos  que  si  el  engaño 
podiere  probar,  que  non  debe  valer  nin  aprovecharse  della 
aquel  que  fizo  ó  dijo  el  engaño ,  nin  se  puede  excusar  que 
non  sea  por  ende  perjuro.  »  Véase  Interpretación  de  las  con- 
venciones. 

VIL  La  obligación  que  nace  del  juramento  es  absoluta- 
mente personal,  y  no  pasa  por  lo  tanto  á  los  herederos,  auu- 
que  pase  la  obligación  que  nace  del  contrato  ó  promesa.  Asi 
es  que  si  bien  los  herederos  están  obligados  á  cumplir  los 
contratos  trasmisibles  de  sus  causantes,  no  incurren  sin 
embargo  en  perjurio  ,  aunque  no  los  cumplan. 

JURAMENTO  de  calumnia.  El  juramento  que  hacen 
en  el  juicio  tanto  el  actor  como  el  reo,  el  uno  de  que  no  en- 
tabla la  acción  y  el  otro  de  que  no  opone  la  escepcion  poi 
calumniar  ó  vejar  á  su  adversario  sino  por  la  confianza  que 
tiene  en  la  razón  ,  derecho  ó  justicia  que  le  asiste.  Dícese 
juramento  de  calumnia,  esto  es,  juramento  que  se  presta 
para  evilar  la  calumnia ,  porque  calumniar  en  las  causas 
civiles  no  es  otra  cosa  que  vejar  ó  molestar  á  otros  con 
pleitos  infundados  ,  cavilaciones  ó  dilaciones  injustas,  y  en 
las  criminales  con  imputación  de  delitos  supuestos;  ley  233, 
JD.  de  verb.  signif.,  y  ley  i,  %  1,  D.  Ad  senaluscon.  Turpil- 
lianum. 

I.  En  el  juramento  de  calumnia  se  contienen  cinco  puntos 
ó  capítulos  :  —  Io.  que  el  uno  y  el  otro  de  los  litigantes 
creen  tener  justicia  ó  buena  causa  ;  —  à0,  que  cuantas  ve- 
ces sean  preguntados  sobre  lo  concerniente  al  pleito,  dirán 
la  verdad  ;  —  5o.  que  no  han  sobornado  ni  sobornarán  al 
juez  ni  al  escribano  ;  —  4o.  que  no  se  valdrán  de  falsas 
pruebas  ni  escepciones  fraudulenlas;  —  b°.  que  no  pedirán 
plazo  maliciosamente  por  prolongar  el  pleito  en  perjuicio  de 
su  contrario  :  ley  25,  Ht.  11 ,  Part.  5.  Estas  cinco  circuns- 
tancias se  encierran  en  los  versos  siguientes  : 

Ulud  jitrelw,  qubd  lis  sibi  justa  vidclur ; 
Et  si  quœrclur,  vcfum  non  in/iciclur  ; 
fíil  promiltetur;  nec  falsa  probalio  delur  ; 
VI  lis  tardetur,  dilatio  nullapctetur. 


Jü 


—  4107  — 


JU 


Se  ve,  pues,  que  el  juramento  de  calumnia  es  á  un  mismo 
tiempo  asertorio  y  promisorio.  Pero  rara  vez  se  pide  ni  se 
hace  con  especificación  de  las  cinco  circunstancias  mencio- 
nadas ;  y  aunque  la  citada  ley  quiere  que  se  preste  después 
de  comenzado  el  pleito  por  demanda  y  por  respuesta ,  se 
entiende  hecho  por  el  actor  con  las  palabras  jaro  lo  nece- 
sario ,  etc.,  que  pone  al  fin  de  su  demanda,  y  por  el  reo 
con  iguales  palabras  que  pone  al  fin  de  su  contestación;  de 
6uerte  que  ha  quedado  reducido  á  una  vana  fórmula ,  en 
que  no  se  fija  el  interés  ni  aun  el  pensamiento  de  los  liti- 
gantes. 

II.  El  juramento  de  calumnia  debe  prestarse  una  vez  en 
todo  género  de  juicios ,  sean  civiles  ,  criminales  ó  mixtos  , 
eclesiásticos  ó  profanos  ,  sumarios  ó  plenarios,  y  en  cual- 
quiera de  las  instancias;  ley  8,  til.  10,  y  ley  25,  til.  11, 
Part.  3  :  bien  que  ahora  no  puede  exigirse  al  reo  en  los  cri- 
minales, por  la  misma  razón  que  no  se  le  toma  al  prestar 
sus  declaraciones ,  quia  ex  parte  rei  quœlibct  est  honesta 
ratio  expediendœ  salutis.  Sin  embargo,  la  falta  ú  omisión  del 
juramento  de  calumnia  no  anula  el  proceso,  á  no  ser  que 
alguna  de  las  partes  pida  por  dos  veces  que  la  otra  lo  preste 
y  esta  no  quisiere  hacerlo  ;  pues  en  tal  caso  no  solo  seria 
nulo  el  proceso  y  la  sentencia  que  en  él  recayese,  sino  que 
el  juez  incurriría  por  la  prosecución  del  pleito  en  conde- 
nación de  costas  ;  ley  2,  lit.  16,  lib.  11,  Nov.  Rec. 

III.  Deben  prestar  este  juramento  los  litigantes  mismos 
en  caso  de  haber  principiado  ellos  el  pleito  ;  y  en  otro  caso 
pueden  prestarle  sus  apoderados ,  procuradores  ó  defenso- 
res por  sí  y  en  nombre  de  aquellos ,  con  tal  que  tengan  al 
efecto  poder  especial  y  no  de  otra  suerte.  Deben  hacerle 
asimismo  los  guardadores  de  los  huérfanos  ;  y  si  estos  ha- 
biendo entrado  en  la  edad  de  la  pubertad  ,  siendo  de  claro 
entendimiento  y  estando  bien  enterados  de  sus  negocios, 
hubieren  comenzado  el  pleito  con  otorgamiento  de  sus  guar- 
dadores, ellos  son  y  no  los  guardadores  los  que  deben  pres- 
tarle ;  leyes  23  y  24,  lit.  Il,  Part.  o. 

IV.  El  juramento.de  calumnia  se  introdujo  con  objeto  de 
reprimir  la  temeridad  de  los  litigantes;  y  según  la  ley  8, 
tít.  22 ,  Part.  3 ,  produce  el  efecto  de  que  quien  lo  prestó  no 
debe  ser  condenado,  siendo  vencido  ,  en  las  costas  hechas 
por  el  vencedor,  porque  presume  la  ley  que  por  el  hecho  de 
prestarlo  tenia  buena  fe  y  estaba  persuadido  de  su  justicia, 
no  siendo  creíble  que  de  otro  modo  olvidase  la  salud  de  su 
alma.  Pero  advierte  Gregorio  López  en  la  glosa  2a.  de  dicha 
ley,  que  esto  debe  entenderse  cuando  no  aparezca  temeri- 
dad en  el  litigante  vencido ,  ni  conste  por  otra  parte  su  ca- 
lumnia ;  pues  en  tal  caso  la  presunción  de  la  ley  debe  ceder 
á  otra  mayor  prueba. 

JURAMENTO  de  malicia.  El  juramento  que  uno  de  los 
litigantes  debe  prestar  siempre  que  lo  pide  su  adversario 
por  sospechar  que  obra  con  malicia  ó  engaño  en  alguno  de 
los  puntos  ó  artículos  que  ocurren  durante  el  curso  del 
pleito. 

El  juramento  de  malicia  se  diferencia  del  de  calumnia  :— 
Io.  en  que  el  de  malicia  se  puede  pedir  antes  y  después  de 
contestado  el  pleito  ,  y  el  de  calumnia  solo  después  :  — 
2o.  en  que  el  de  malicia  se  puede  exigir  tantas  veces  cuan- 
tas se  presume  que  el  colitigante  propone,  dice  ó  hace  ma- 
liciosamente alguna  cosa  ;  y  el  de  calumnia  no  debe  prestarse 
por  una  misma  persona  y  en  una  misma  instancia  sino  una 
sola  vez  :  —  3o.  en  que  el  de  malicia  se  exige  solo  sobre  al- 
gunos artículos  particulares,  como  cuando  se  teme  que  el 
colitigante  propone  maliciosamente  una  escepcion  ó  pide  un 
plazo  por  alargar  el  pleito  ;  y  el  de  calumnia  se  exige  y  hace 
sobre  toda  la  causa  ó  negocio  que  se  controvierte.  El  jura- 
mento de  malicia  se  acostumbra  poner  en  las  demandas,  sus 
contestaciones  y  en  otros  pedimentos  que  se  dan  en  el  dis- 
curso del  pleito  ;  y  el  de  calumnia  solo  en  las  demandas  y 


contestaciones.  Ambos  tienen  pues  por  objeto  asegurar  que 
no  se  procede  con  fraude  ó  dolo;  pero  el  de  calumnia  es  ge- 
neral ,  y  el  de  malicia  es  especial. 

JURAMENTO  de  decir  verdad.  El  juramento  en  que 
uno  se  obliga  á  manifestar  lo  que  sabe  por  percepción  de 
los  sentidos  corporales  sobre  el  punto  ó  negocio  de  que  se 
le  pregunta. 

I.  Este  es  el  juramento  que  prestan  los  litigantes  cuando 
juran  posiciones  ó  antes  de  la  contestación  del  pleito  en  los 
casos  prescritos  por  derecho.  Véase  Demanda  y  Posiciones. 
—  Préstanle  igualmente  los  peritos  ó  espertos  cuando  de 
mandamiento  judicial  son  llamados  para  reconocer  una  cosa 
litigiosa,  un  daño  ó  estrago  ,  una  herida,  un  rompimiento 
ó  fractura,  ó  la  especie,  calidad  y  propiedades  de  un  instru- 
mento ú  otro  objeto  cualquiera,  bien  que  à  veces  el  jura- 
mento de  los  peritos  no  es  mas  que  de  creencia.  Véase  Ins- 
pección ocular,  Peritos,  y  Juicio  criminal ,  §§  XX ,  XXI  y 
XXII,  etc.  —  Préstanle  asimismo  los  testigos  que  son  pre- 
sentados ó  llamados  á  declarar  en  las  causas  civiles  ó  crimi- 
nales ;  los  cuales  no  están  obligados  ni  deben  responder  ni 
afirmar  sino  lo  que  real  y  verdaderamente  vieron,  oyeron, 
conocieron  y  percibieron  por  sus  propios  sentidos.  Véase 
Testigos,  y  Juicio  criminal ,  %  XXXI. 

II.  También  se  hallaba  establecido  que  un  acusado  á  quien 
se  iba  á  tomar  su  confesión ,  prestase  juramento  de  decir 
verdad  sobre  todo  cuanto  se  le  preguntase.  Mas  no  dejando 
de  ser  una  grande  contradicción  entre  las  leyes  y  los  senti- 
mientos naturales  el  exigir  de  un  acusado  el  terrible  jura- 
mento de  decir  la  verdad  cuando  está  mas  interesado  en 
ocultarla,  y  acreditando  laesperiencia  que  la  voz  del  ínteres 
sofoca  casi  siempre  en  el  corazón  humano  la  de  la  religion, 
se  resolvió  por  fin  que  á  nadie  se  tome  juramento  en  mate- 
rias criminales  sobre  hecho  propio,  á  fin  de  no  colocar  al 
hombre  en  la  horrible  alternativa  de  ofender  á  Dios  ó  de 
perderse  á  sí  mismo ,  de  ser  mal  cristiano  ó  mártir  del  jura- 
mento. Ya  lo  habia  determinado  así  Benedicto  XIII  en  el 
concilio  Romano,  lit.  13,  de  jurejurando,  cap.%.  Véase 
Juicio  criminal,  %%  XXXVIII  y  LXVII  (1). 

JURAMENTO  decisorio  del  pleito.  El  que  la  una 
parte  defiere  ú  ofrece  ala  otra,  obligándose  á  pasar  por  lo 
que  esta  jure,  áfin  de  terminar  así  sus  diferencias;  lcy%{, 
tít.  11,  Part.  3.  Llámase  decisorio  del  pleito,  porque  la  parte 
que  lo  defiere  ó  convida  con  él,  consiente  en  que  este  jura- 
mento decida  la  contestación  tomando  á  su  adversario  por 
juez  de  ella ,  y  sometiéndose  á  tener  por  cierto  lo  que  con 
juramento  afirme  ó  declare. 

I.  El  juramento  decisorio  del  pleito  se  divide  en  volun- 
tario y  judicial  :  es  voluntario  ó  convencional  el  que  una  de 
las  partes  presta  fuera  de  juicio  y  sin  intervención  del  juez 
por  pacto  ó  convenio  con  la  otra;  y  es  específicamente  ju- 
dicial el  que  presta  una  parte  en  el  juicio  y  con  aprobación 
del  juez  á  invitación  de  la  otra.  Llámase  voluntario  ó  con- 
vencional el  que  se  presta  extrajudicialmente,  porque  de- 
pende de  la  voluntad  de  ambas  partes  y  no  de  la  de  una  sola, 
pues  ni  la  parte  á  quien  se  defiere  está  obligada  á  prestarle 
si  no  quisiere  ,  ni  la  parte  á  quien  se  devuelve  está  tampoco 
obligada  á  prestarle  contra  su  voluntad;  y  se  llama  judicial 
el  que  se  presta  enjuicio,  porque  la  intervención  del  juez 

(1)  En  la  república  de  Méjico  está  mandado  espresamente  que 
no  se  haga  prestar  al  acusado  el  juramento  de  que  se  trata ,  pues 
la  Sa.  ley  constit. ,  art.  47 ,  dice  :  «  Dentro  de  tres  dias  en  que 
se  verificare  la  prisión  ó  detención,  se  lomará  al  presunto  reo  su 
declaración  preparatoria;  en  este  caso  selemanifestará  la  causa  de 
este  procedimiento  ,  y  el  nombre  del  acusador  si  lo  hubiere  ,  y 
tanto  esta  primera  declaración,  como  las  demás  que  se  ofrezcan 
en  la  causa  ,  serán  recibidas  sin  juramento  del  procesado,  por  lo 
que  respecta  á  sus  hechos  propios.  » 
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es  de  tal  eficacia  que  la  parte  á  quien  se  defiere  está  obli- 
gada á  prestarle  ó  á  devolverle  á  la  que  se  lo  defirió  para 
que  esta  le  preste ,  bajo  la  pena  de  perder  su  derecho  la  que 
se  niegue  á  ello;  ley  2 ,  tít.  11 ,  Part.  3. 

El  juramento  judicial  puede  decirse  voluntario  en  cuanto 
á  que  la  parte  á  quien  se  defiere  goza  de  la  libre  facultad  de 
prestarle  ó  no  prestarle  ;  pero  se  dice  necesario ,  y  así  efec- 
tivamente le  llama  Heineccio ,  en  cuanto  á  que  si  no  le  presta 
tiene  que  tornarle  ó  devolverle  á  la  que  se  lo  defirió,  y  esta 
no  puede  en  tal  caso  escusarse  de  su  prestación.  El  jura- 
mento extrajudicial  ó  voluntario  si  bien  es  voluntario  porque 
no  puede  deferirse  ni  devolverse  á  ninguna  de  las  partes 
contra  su  voluntad ,  sin  embargo ,  una  vez  aceptado  por  una 
de  ellas  ó  hecho  previamente  convenio  entre  ambas  sobre 
su  prestación,  se  convierte  en  necesario  ;  quia  quod  à  prin- 
cipio est  volunlatis,  ex  posl  fado  fd  necessitalis ,  de  modo  que 
la  aceptante  ó  convenida  en  la  aceptación  no  puede  ya  dejar 
de  prestarle,  sin  derecho  á  devolverle,  según  la  ley  17, 
tít.  2,  lib.  12  del  Dig.:  Jusjurandum ,  quod  ex  convenlione 
extra  judicium  deferlur,  referri  nonpotest. 

El  juramento  extrajudicial  tiene  la  misma  fuerza  y  pro- 
duce los  mismos  efectos  que  una  transacción.  Así  es  que  si 
pidiéndote  yo  una  cosa  que  me  debes,  convengo  contigo  ex- 
trajudicialmente  en  que  si  juras  que  no  me  la  debes  renuncio 
desde  luego  á  toda  pretensión  sobre  este  negocio ,  y  tú  en 
efecto  prestas  el  juramento  con  arreglo  á  la  convención  ,  no 
hay  duda  ninguna  de  que  adquieres  una  escepcion  peren- 
toria que  podrás  oponer  á  la  demanda  que  yo  intentase  des- 
pués por  la  misma  cosa,  aunque  la  fundara  en  las  pruebas 
mas  positivas.  Si  no  estuviésemos  de  acuerdo  sobre  el  hecho 
de  la  convención  ,  ó  sobre  el  de  la  prestación  del  juramento 
en  los  términos  estipulados ,  habría  de  hacerse  la  prueba  de 
uno  y  otro  según  las  reglas  ordinarias,  y  el  juez  no  cono- 
cería en  el  principio  sino  sobre  la  existencia  del  hecho  en 
cuestión  ;  y  resultando  comprobada  la  prestación  del  jura- 
mento en  la  forma  convenida  ,  tendría  que  pronunciar  sen- 
tencia definitiva  conforme  al  juramento;  ley  9,  tít.  %,  lib.  12 
del  Dig., y  ley  2,  tít.  11 ,  Part.  3.  Mas  si  aunque  se  justificase 
la  convención ,  no  se  acreditase  la  prestación  del  juramento, 
es  claro  que  no  podría  el  juez  decidir  el  litigio  con  arreglo  á 
un  juramento  que  no  se  habia  prestado. 

II.  Puede  deferirse  el  juramento  decisorio,  así  el  judicial 
como  el  extrajudicial,  en  cualquiera  especie  de  controversia, 
tanto  en  las  acciones  reales  como  en  las  personales,  así  so- 
bre las  demandas  como  sobre  las  escepciones,  y  no  solo  en 
los  pleitos  civiles  sino  también  en  aquellas  causas  criminales 
en  que  cabe  avenencia  de  las  partes,  porque  este  juramento 
surte  los  mismos  efectos  que  una  transacción  ;  leyes  10 ,  12 , 
13 y  18,  lit.  11,  Part.  3:  bien.que  como  en  el  día  á  nadie 
puede  tomarse  juramento  en  materias  criminales  sobre  he- 
cho propio  ,  parece  que  tampoco  podrá  convidarse  con  él  á 
un  acusado  poniéndole  en  la  necesidad  de  prestarle  ó  de- 
volverle. 

Por  general  que  sea  el  principio  de  que  el  juramento  de- 
ásorio  tiene  lugar  en  cualesquiera  controversias,  no  deja 
:or  eso  de  estar  sujeto  á  algunas  limitaciones.  Así  que,  en 
as  causas  de  divorcio  no  puede  deferirse  este  juramento  por 
íl  marido  á  la  mujer  ni  por  la  mujer  al  marido  sobre  los 
Jechos  alegados,  porque  esto  podria  dar  lugar  á  que  la  se- 
paración se  hiciese  por  mutuo  consentimiento,  lo  cual  está 
prohibido,  como  puede  verse  en  la  palabra  Divorcio.  Tam- 
poco puede  deferirse  sobre  una  demanda  de  pago  de  alguna 
de  aquellas  deudas  procedentes  de  juego  que  según  la  ley  no 
son  exigibles  ;  porque  aunque  sea  reconocida  la  deuda  con 
juramento,  no  por  eso  el  acreedor  adquiere  derecho  al  pago  : 
ni  sobre  los  actos  y  convenciones  en  que  se  hubiesen  omi- 
tido las  formalidades  que  para  su  valide/,  ó  prueba  estuvie- 
ren prescritas  por  las  leyes  ;  porque  ol  jui  amonio  de  su  ce- 


lebración no  puede  darles  el  valor  de  que  carecen  :  ni  al  que 
invoca  una  escepcion  perentoria  que  destruye  la  acción  y 
acaba  el  litigio,  como  por  ejemplo  al  que  tiene  á  su  favor 
una  sentencia  pasada  en  autoridad  de  cosa  juzgada  ;  por- 
que entonces  el  juramento  seria,  ademas  de  inútil,  pura- 
mente vejatorio  :  ni  al  que  hace  una  prueba  completa  de  su 
derecho. 

III.  No  puede  deferirse  el  juramento  sino  sobre  un  hecho 
que  sea  personal  ó  concerniente  á  la  parte  á  quien  se  de- 
fiere ;  leyes  10 ,  12  y  13 ,  tít.  11,  Part.  3 ,  y  leyes  1  y  h,  tít. 
12,  lib.  2  del  Fuero  Real.  Bien  puede,  sin  embargo,  defe- 
rirse á  uno  el  juramento  sobre  un  hecho  ajeno  de  que  él  debe 
responder,  como  por  ejemplo  á  un  heredero  sobre  una  deuda 
ó  pago  ú  otro  hecho  del  difunto,  no  precisamente  sobre  el 
hecho  en  sí  mismo ,  sino  sobre  la  noticia  ó  conocimiento  que 
de  él  tuviese  ;  porque  este  conocimiento  es  una  cosa  que  le 
es  personal  ó  le  concierne,  pues  que  en  el  caso  propuesto 
pudo  saber  el  hecho  ó  la  deuda  ó  el  pago  de  boca  de  su  cau- 
sante, ó  haber  encontrado  después  entre  sus  papeles  alguna 
nota,  asiento  ó  apunte  que  lo  mencione.  Defiriéndole  el  ju- 
ramento judicial  en  estos  términos,  está  obligado  á  prestarle 
ó  á  devolverle  :  si  le  presta  afirmando  que  no  sabe,  ni  cree, 
ni  oyó  decir  al  difunto  ni  encontró  entre  sus  papeles  cosa  al- 
guna relativa  á  lo  que  se  le  pregunta,  debe  dársele  por 
quilo  ;  y  si  en  caso  de  duda  ó  incertidumbre  le  presta  se- 
gún lo  que  sepa  ó  le  resulte,  no  por  eso  suministrará  á  su 
adversario  una  escepcion  contra  sí  mismo  ;  ley  11,  lit.  11, 
Part.  3,  y  ley  1,  lit.  12,  lib.  2  del  Fuero  Real. 

IV.  No  puede  deferir  ni  aceptar  el  juramento  decisorio, 
en  juicio  ni  fuera  de  juicio,  el  menor  de  veinte  y  cinco  años, 
ni  el  hijo  de  familias  en  cuanto  al  peculio  profecticio ,  ni  el 
loco  ó  desmemoriado ,  ni  el  pródigo  á  quien  se  hubiere  pro- 
hibido la  administración  de  sus  bienes,  á  no  ser  con  autori- 
zación de  la  persona  en  cuya  potestad  ó  guarda  se  hallaren 
constituidos.  Si  á  pesar  de  la  prohibición  de  la  ley,  defiere 
alguno  de  estos  el  juramento  sin  la  espresada  autorización , 
no  valdrá  la  sentencia  que  á  virtud  de  tal  juramento  se  diere 
en  perjuicio  suyo  ;  pero  si  el  adversario  se  lo  defiere  á  ellos 
valdrá  lo  que  estos  juraren  en  su  propia  utilidad  ,  pues  que 
el  adversario  se  allanó  á  pasar  por  esta  prueba  ;  leyes  3  y  7, 
til.  11,  Part.  3.  Véase  Menor. 

Los  tutores  y  demás  que  administran  cosas  de  otro  con 
autoridad  de  la  ley,  no  pueden  deferir  el  juramento  sino  solo 
en  el  caso  de  que  no  puedan  haber  prueba  de  testigos  ni  de 
instrumentos  y  de  que  el  pleito  sea  dudoso;  ley  9,  tít.  11  , 
Part.  3.  Véase  Tutor. 

El  procurador  ó  mandatario  no  puede  deferir  el  juramento 
sin  poder  especial,  ó  sin  poder  libre  y  cumplido  que  le  con- 
fiera facultad  para  hacer  lodo  lo  que  en  el  negocio  podria 
hacer  el  poderdante ,  ó  à  no  ser  que  la  causa  pertenezca  al 
mismo  mandatario  por  haber  sido  nombrado  procurator  in 
rem  suam  á  virtud  de  venta,  cesión  ó  subrogación  que  se  le 
hubiere  hecho  ;  de  modo  que  fuera  de  estos  tres  casos  no 
aprovecharía  el  juramento  al  adversario  que  lo  hiciese  ,  ni 
perjudicaría  al  dueño  del  pleito;  ley  h,  lit.  11  ¿  Parí.  3. 

V.  El  juramento  decisorio  tiene  lugar  en  cualquier  estado 
de  la  causa  antes  de  pronunciarse  la  sentencia  ;  ley  22  al 
fin,  lit.  11,  Part.  3;  y  no  solamente  en  el  juicio  de  primera 
instancia ,  sino  también  en  el  de  apelación  ,  pues  que  si  en 
uno  y  otro  pueden  transigir  los  litigantes  ,  es  claro  que  en 
ambos  podrán  igualmente  deferirse  un  juramento  que  equi- 
vale á  una  transacción. 

VI.  Como  nadie  mejor  que  la  parte  interesada  puede  sa- 
ber la  certeza  de  los  hechos  sobre  que  ha  de  recaer  el  jura- 
mento que  se  le  defiere,  y  como  la  delación  de  este  viene  á 
ser  una  especie  de  transacción  ,  según  se  ha  indicado  ,  ella 
es  la  que  en  rigor  debe  prestarle  personalmente  ,  aunque 
tenga  quien  la  represente  en  el  juicio,  á  no  ser  que  haya  da- 
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do  á  su  representante  poder  especial  ó  cumplido  para  pres- 
tarle. 

El  auto  en  que  se  apruebe  la  delación  del  juramento  en 
juicio ,  ha  de  enunciar  los  hechos  sobre  que  este  ha  de  re- 
caer. El  juramento  ha  de  prestarse  personalmente  por  la 
parte  ante  el  juez  ó  tribunal  de  la  causa;  y  en  caso  de  im- 
pedimento legitimo,  podrá  prestarse  ante  el  juez  que  el  tri- 
bunal comisionare  al  efecto,  y  que  deberá  pasar  con  el  es- 
cribano á  la  casa  del  que  haya  de  prestarle.  Si  el  litigante  á 
quien  se  ha  deferido  el  juramento  se  hallare  á  larga  distan- 
cia, podrá  disponer  el  juez  ó  tribunal  que  le  preste  ante  el 
juez  del  lugar  de  su  residencia ,  remitiendo  á  este  para  ello 
el  competente  exhorto.  En  todos  los  casos  debe  hacerse  el 
juramento  con  citación  de  la  otra  parte.  Ind.  de  la  ley  23  al 
fin,  lit.  H,  Part.  3. 

La  prestación  del  juramento  debe  hacerse  con  la  fórmula 
y  solemnidad  que  se  ha  espresado  en  la  palabra  Juramentar, 
según  la  clase,  estado  ó  creencia  de  la  persona  que  haya  de 
hacerla. 

VII.  La  parte  á  quien  se  defiere  el  juramento  con  aproba- 
ción del  juez,  debe  prestarle  ó  devolverle  á  la  que  lo  defirió 
para  que  esta  le  preste;  esto  es  ,  debe  hacerle  por  sí  para 
que  la  otra  tenga  que  pasar  por  él ,  ó  consentir  en  que  la 
otra  lo  haga  y  acomodarse  á  lo  que  esta  jure  ;  sin  que  pueda 
prescindir  de  una  de  las  dos  cosas  ,  pues  en  caso  de  rehu- 
sarlas ambas ,  se  le  tendrá  por  confeso  y  perderá  su  dere- 
cho, porque  manifiesta  con  su  resistencia  la  injusticia  de  su 
demanda  ó  escepcion  ,  á  no  ser  que  tenga  justa  causa  para 
rehusar  uno  y  otro  partido  ;  ley  2 ,  lit.  1 1 ,  Part.  3 ,  con  la 
glosa  9  cíe  Greg.  López  ,yley$,  til.  12,  lib.  2  del  Fuero 
Real. 

De  la  misma  manera  ,  si  la  parte  â  quien  se  defiere  el  ju- 
ramento le  devuelve  á  la  que  se  lo  defirió  ,  tendrá  esta  la 
obligación  de  prestarle,  por  ser  ella  la  primera  que  eligió  el 
medio  de  terminar  el  pleito  por  juramento  ,  y  no  ser  justo 
que  pueda  rehusar  lo  mismo  que  ella  habia  propuesto  ;  y  si  se 
negare  á  ello ,  debe  dársela  por  vencida:  ley  2,  til.  11, 
Part.  3. 

Luego  que  la  parte  á  quien  se  ha  deferido  el  juramento  , 
le  acepta  ó  declara  que  se  halla  dispuesta  á  prestarle  ,  no 
puede  ya  deferirle  ó  devolverle ,  porque  con  el  hecho  de  la 
aceptación  queda  perfeccionado  el  pacto  ;  y  así  ó  presta  el 
juramento  ,  ó  sucumbe  en  su  demanda  ó  escepcion  :  ley  8, 
lit.  11,  Part.  3. 

No  puede  deferirse  ó  devolverse  el  juramento,  cuando  el 
hecho  sobre  que  recae  no  es  común  á  las  dos  partes  ,  sino 
puramente  personal  à  aquella  á  quien  el  juramento  se  habia 
deferido.  Así  es  que  si  habiendo  yo  heredado  á  mi  tio  ,  y 
pretendiendo  que  tú  le  debías  mil  reales  que  te  habia  pres- 
tado ,  te  defiero  el  juramento  sobre  este  hecho ,  no  podrás 
tú  devolvérmele. ,  porque  es  posible  que  yo  tenga  conoci- 
miento de  este  hecho  y  que  sin  embargo  no  pueda  afirmarlo 
bajo  juramento,  por  no  serme  personal. 

Así  la  parte  que  ha  deferido  el  juramento  como  la  que  le 
devuelve  no  puede  ya  retractarse  luego  que  la  contraria  ha 
declarado  que  se  halla  pronta  á  prestarle  ,  ley  8  ,  tit.  11  , 
Part.  3  ;  porque  desde  el  momento  de  la  aceptación,  como 
que  se  verifica  el  concurso  de  la  voluntad  de  ambas  partes, 
queda  formado  un  contrato  que  no  puede  revocarse  por  la 
voluntad  de  una  sola.  Mas  antes  de  la  aceptación  de  la  parle 
á  quien  se  defirió  el  juramento  puede  arrepentirse  y  retrac- 
tarse la  que  se  le  defirió,  y  ya  no  podrá  en  tal  caso  deferír- 
sele después  ;  d.  ley  8.  Por  la  misma  razón ,  si  el  que  ha  de- 
vuelto el  juramento  se  retractare  antes  que  el  adversario 
que  se  le  habia  deferido  declare  que  está  pronto  à  hacerle , 
puede  prestarle  él  mismo,  con  tal  que  notifique  su  arrepen- 
timiento antes  de  declarar  el  adversario  su  aceptación. 
VIII.  Una  vez  hecho  por  cualquiera  de  las  partes ,  judicial 


ó  extrajudicialmente ,  el  juramento  deferido  ó  devuelto , 
queda  decidida  la  cuestión  ,  se  da  fin  al  pleito  ,  y  se  cierra 
la  puerta  á  todo  recurso  ,  ni  aun  cabe  prueba  de  falsedad 
del  juramento,  aunque  después  se  hallaren  instrumentos 
que  la  demuestren  ;  porque  quien  consintió  en  deferir  ó  de- 
volver el  juramento  á  su  adversario  ,  contrajo  la  obligación 
de  pasar  irrevocablemente  por  lo  que  este  afirmase ,  aun 
cuando  su  afirmación  jurada  fuese  falsa,  quedando  reserva- 
do á  solo  Dios  el  castigo  de  la  mentira  y  del  perjurio;  leyes 
12,  14, 16,  25y  26,  lit.  11, Part.  3,  y  ley  9,  lit.  lk,  Parí.5. 
Efectivamente,  el  juramento  decisorio  tiene  fuerza  de  trans- 
acción y  sentencia  pasada  en  autoridad  de  cosa  juzgada  : 
Jusjurandum  speciem  transactionis  conlinet;  ley  2,  tít.  2, 
lib.  12  del  Digesto  :  Jusjurandum  vicem  rei  judicalœ  oblinet, 
non  immerilà,  cum  ipse  quis  judicem  adversarium  s.uum  di 
causa  sua  fecerit ,  deferendo  ei  jusjurandum  ;  ley  1  ,  tít.  3, 
lib.  hk  del  Dig.  Todavía  tiene  mas  fuerza  el  juramento  de-« 
cisorio  que  la  sentencia  pasada  en  autoridad  de  cosa  juz- 
gada :  Jusjurandum...  majorem  habet  auctorilatem  quam 
res  judicata;  ley  2  ,  tít.  2  ,  lib.  12  del  Dig.  Así  es  que  si  la 
parte  que  en  virtud  de  su  falso  juramento  quedó  libre  de 
una  deuda  ,  la  pagase  después  por  olvido  de  lo  que  habia 
jurado  .  podría  recobrarla  por  haber  pagado  lo  que  ya  le- 
galmente  no  debia  ;  pero  si  habiendo  quedado  absuelta  de 
ella  por  sentencia  judicial  á  resultas  de  no  haberla  probado 
el  acreedor,  la  satisfaciese  posteriormente  por  olvido  de  la 
sentencia  ú  otra  razón  ,  no  podria  ya  repetirla  de  modo  al- 
guno ,  aunque  alegase'que  habia  pagado  por  error  cosa  que 
no  debia,  «  porque  en  tal  caso  como  este  la  verdad  ha  ma- 
yor fuerza  que  el  juicío  ,  de  manera  que  aquel  que  es  deb- 
dor  de  olri  verdaderamente ,  maguer  sea  ende  quito  por 
sentencia ,  siempre  finca  segunt  derecho  natural  debdor  de 
lo  que  debie;  »  ley  16,  tit.  H,  Part.  3. 

Y  no  solamente  el  juramento  prestado  por  la  parte  á 
quien  se  defirió  ó  se  devolvió  produce  prueba  completa  en 
favor  de  lo  que  se  juró,  sin  que  se  admita  prueba  en  con- 
trario, sino  que  también  la  resistencia  de  cualquiera  de  las 
partes  á  prestar  el  juramento  en  los  casos  en  que  debe  ha- 
cerlo ,  según  lo  que  mas  arriba  queda  esplicado  ,  produce 
igualmente  prueba  completa  en  favor  de  la  otra  parte ,  sin 
que  tampoco  se  admita  prueba  en  contrario  acerca  del  he- 
cho que  se  ventila  ;  leyes  2  y  8 ,  tit.  11 ,  Part.  3;  porque  , 
según  dice  la  ley  58 ,  tít.  2  ,  lib.  12  del  Digesto ,  manifestai 
•  lurpüudinis,  et  confessionis  est,  nolle  nec  jurare,  neo  jusju- 
randum referre. 

IX.  El  juramento  decisorio,  sea  judicial  ó  extrajudicial, 
aprovecha  á  la  parte  que  le  presta  y  á  sus  sucesores  ,  ya 
sean  generales  ó  universales  por  razón  de  testamento  ó  ab 
intestato,  ya  particulares  ó  singulares  por  razón  de  legado, 
donación ,  compra  ú  otro  título  semejante  ;  y  perjudica  á  la 
parte  contra  quien  se  presta  ,  ó  igualmente  á  sus  sucesores 
de  las  mencionadas  clases  :  ley  17,  tit.  11,  Part.  3. 

El  juramento  hecho  ó  deferido  por  uno  de  dos  ó  mas  deu- 
dores solidarios  sóbrela  deuda  ú obligación  mancomunada, 
aprovecha  ó  perjudica  á  los  condeudores  ó  socios  en  la  obli- 
gación :  y  del  mismo  modo  ,  el  juramento  hecho  ó  deferido 
por  uno  de  dos  ó.  mas  acreedores  solidarios  sobre  la  deuda  ú 
obligación  á  que  todos  tienen  un  derecho  común,  aprovecha 
ó  daña  á  los  co-acreedores  ó  compañeros  en  el  derecho  : 
d.  ley  17. 

El  juramento  hecho  por  el  deudor  principal  aprovecha  á 
su  fiador,  y  el  del  fiador  al  deudor,  con  tal  que  recaiga  so- 
bre la  deuda  ;  pues  si  el  juramento  del  fiador  no  recae  sino 
sobre  la  fianza,  solo  aprovechará  al  mismo  fiador  y  no  al 
deudor  principal:  d.  ley  17. 

X.  En  la  práctica  no  se  presenta  sino  rara  vez  el  caso  del 
juramento  decisorio  en  juicio  ni  fuera  de  juicio,  porque  no 
siendo  tan  pura  la  moral  ni  tan  fuertes  las  creencias  como 
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en  lo  antiguo ,  nadie  quiere  abandonar  la  décision  de  sus  in- 
tereses á  la  conciencia  de  su  adversario  ;  y  así  lo  mas  co- 
mún y  casi  constante  es  que  los  litigantes,  aun  cuando  exi- 
gen que  jure  su  adversario  al  tiempo  de  declarar  sobre  las 
posiciones  que  presentan  ,  lo  hacen  con  la  cláusula  de  que 
sea  bajo  de  juramento  no  deferido,  á  que  protestan  estar  solo 
en  lo  favorable,  y  con  reserva  de  otra  prueba  ;  cláusula  que 
ha  llegado  á  hacerse  formularia.  =  Véase  Posiciones  y  Per- 
jurio. 

JUBAMENTO  estimatorio  ó  decisorio  en  el  pleito. 
Este  juramento  que  en  el  derecho  romano  se  llama  jura- 
mentum  in  litem ,  es  el  que  por  falta  de  otra  prueba  exige 
el  juez  al  actor  sobre  el  valor  ó  estimación  de  la  cosa  que 
demanda,  para  determinar  la  cantidad  en  que  hade  conde- 
nar al  reo. 

I.  Diferenciase  este  juramento  del  decisorio  del  pleito,  en 
que  por  este  último  se  decide  el  negocio  principal  que  se 
ventila,  y  por  aquel  solo  el  incidente  ó  circunstancia  de  la 
estimación  de  lo  demandado. 

El  decisorio  del  pleito  recae  sóbrela  existencia  ó  inexisten- 
cia de  la  deuda  ;  y  el  decisorio  en  el  pleito  sobre  la  cantidad 
de  ella. 

Está  también  comprendido  el  juramento  in  lilem  bajo  la 
denominación  de  juramento  supletorio,  y  es  en  efecto  una 
especie  de  este  último ,  pues  que  ambos  se  defieren  por  el 
juez  por  via  de  prueba  ;  pero  el  juramento  in  lilem  puede 
deferirse  por  falta  absoluta  de  prueba  y  recae  solamente  so- 
bre un  incidente  del  pleito,  al  paso  que  el  supletorio  estric- 
tamente tomado  no  puede  deferirse  sino  por  insuficiencia 
de  la  probanza  hecha ,  y  recae  regularmente  sobre  lo  prin- 
cipal, y  rara  vez  sobre  un  incidente  ó  circunstancia  espe- 
cial que  ocurra,  ademas  de  que  el  primero  se  defiere  solo 
al  actor  y  el  segundo  á  cualquiera  de  los  litigantes. 

II.  El  juramento  estimatorio  ó  decisorio  en  el  pleito  se 
subdivide  en  juramento  sobre  la  estimación  real  de  la  cosa  , 
juramento  sobre  la  afección ,  y  juramento  sobre  el  per- 
juicio. 

III.  Juramento  sobre  la  estimación  real  de  la  cosa  es  el 
que  se  defiere  por  el  juez  y  se  presta  por  el  actor  sobre  la 
verdadera  estimación  ó  valor  común  de  una  cosa  que  el  reo 
debe  restituir  ó  presentar  y  deja  de  hacerlo  por  culpa  ó  ma- 
licia. Supongamos,  por  ejemplo,  que  has  prestado  á  Pedro  un 
caballo  ó  le  has  entregado  en  depósito  un  cofre  cerrado  con 
varias  cosas  dentro ,  y  que  el  uno  ó  el  otro  ha  perecido  ó  se 
ha  perdido  por  su  culpa ,  ó  dolo  ;  si  no  es  posible  averiguar 
de  otro  modo  el  valor  del  depósito  ó  del  caballo,  habrá  el 
juez  de  pedirle  que  afirmes  con  juramento  cuánto  valia  jus- 
tamente el  primero  ó  el  segundo  y  condenar  á  Pedro  á  su 
satisfacción.  Lo  mismo  será  si  Pablo  te  ha  sacado  á  !a  fuerza 
ó  con  engaño  alguna  cosa  que  después  no  aparece,  ó  te  ha 
causado  algún  daño  en  tus  bienes,  y  no  hay  otro  medio  de 
acreditar  su  importe.  Ley  5,  lit.  Il,  Part.  3,  leyes  del 
lit.  3,  lib.  12  del  Dig.,  y  ley  9,  tít.  ¡I ,  lib.  8  del  Código. 

IV.  Juramento  sobre  la  afección  de  la  cosa  es  el  que  se 
defiere  por  el  juez  y  se  presta  por  el  actor,  no  solo  sobre  la 
verdadera  estimación  ó  justo  valor  de  la  cosa  que  se  le  ha 
quitado  ó  destruido  á  la  fuerza  ó  con  dolo ,  sino  también  so- 
bre el  valor  correspondiente  al  aprecio  que  hacia  de  ella 
por  alguna  razón  ó  circunstancia  particular  que  le  movía  á 
conservarla.  Si  uno,  por  ejemplo  ,  se  te  lleva  ó  te  destruye 
á  la  fuerza  ó  con  dolo  un  retrato  que  apreciabas  mucho  por 
ser  de  tu  madre  ú  otra  persona  querida,  ó  un  libro  que  con- 
servabas con  mucho  cuidado  por  haborle  puesto  tú  mismo 
notas  y  observaciones  manuscritas  que  te  habían  costado  no 
poco  trabajo,  justo  será  que  te  satisfaga  no  solo  el  valor  del 
retrato  ó  del  libro  sino  también  el  precio  de  la  afección  par- 
ticular que  tú  lo  tenias  ;  y  como  nadie  es  capaz  de  determi- 
nar ol  precio  do  esta  afección  sino  tú  mismo  ,  habrá,  do  dis- 


poner el  juez  que  lo  r>  guies  con  juramento  afirmando  que 
por  tanta  ó  tanta  cantidad  no  querrías  haber  menos  la  cosa 
que  demandas.  Ley  5,  tít.  11 ,  Part.  3,  y  ley  i ,  til.  3,  lib.  12 
del  Digesto. 

V.  Juramento  sobre  el  perjuicio ,  ó  sobre  el  interés  singu- 
lar como  dicen  los  prácticos,  es  el  que  se  defiere  por  el  juez 
y  se  presta  por  el  actor  no  solo  ó  no  precisamente  sobre  el 
valor  real  de  la  cosa  de  que  este  ha  sido  privado  ó  que  no 
se  le  ha  devuelto  á  su  tiempo  por  dolo  ó  culpa  del  reo  ,  sino 
también  ó  especialmente  según  el  caso  sobre  los  daños  y 
perjuicios  que  la  pérdida  ó  la  retención  de  la  tal  cosa  haya 
podido  ocasionarle.  Así  que,  si  tú  privas  dolosamente  á  un 
arriero  ó  porteador  de  las  caballerías  con  que  hacia  el  tra- 
jín ,  podrá  el  juez  deferirle  el  juramento  no  solo  sobre  el 
valor  de  las  caballerías,  sino  también  sobre  los  perjuicios 
que  por  tal  privación  se  le  siguieron,  esto  es,  sobre  el  im- 
porte de  las  ganancias  que  dejó  de  hacer.  Así  es  igualmente, 
que  si  tú  hubieses  depositado  en  mi  poder  una  cantidad  de 
dinero  por  cierto  tiempo  determinado  y  dejando  yo  de  ha- 
certe por  culpa  ó  dolo  su  restitución  al  plazo  asignado,  sufres 
tú  á  instancia  de  un  acreedor  tuyo  alguna  pena  pecuniaria 
ó  la  venta  de  tus  bienes  ó  te  ves  en  la  necesidad  de  comprar 
después  á  precio  mas  alto  tus  provisiones ,  podrá  asimismo 
el  juez  pedirte  que  fijes  bajo  de  juramento  el  tanto  á  que 
suben  los  indicados  daños  y  perjuicios  que  mi  culpable  di- 
lación ó  morosidad  te  ha  ocasionado.  Ley  5,  til.  11,  Parí.  3, 
y  ley  5 ,  lit.  5 ,  lib.  12  del  Dig.  Véase  Daños  y  perjuicios. 

VI.  El  juramento  decisorio  en  el  pleito,  de  cualquiera 
especie  quesea,  tiene  lugar  en  los  pleitos  en  que  se  trata  de 
restitución  de  cosa  que  no  aparece  y  cuyo  valor  se  ignora  : 
—  no  puede  ser  deferido  sino  cuando  no  hay  otro  medio  de 
probar  la  estimación  de  la  cosa,  ó  del  daño  padecido  ó  do 
los  perjuicios  ocasionados;  pues  nunca  es  justo  sino  en  caso 
de  necesidad  abandonar  la  prueba  al  arbitrio  ó  conciencia 
del  interesado  :  —  ha  de  ser  deferido  por  el  juez  al  actor 
precisamente  y  no  aireo;  y  siendo  aquel  menor  de  catorce 
años,  loco  ,  desmemoriado  ó  pródigo,  á  su  tutor,  curador  ó 
guardador  :  —  y  ha  de  hacerse  ante  el  juez  con  citación  del 
reo  ó  demandado  :  leyes  citadas. 

VII.  Como  el  actor  podría  hacer  una  regulación  exage- 
rada del  objeto  del  litigio  si  esta  quedase  absolutamente 
abandonada  á  lo  que  quisiere  afirmar  aquel  en  su  juramen- 
to, se  halla  establecido  por  la  ley,  ne  jurel  in  immensum 
pelilor,  que  el  juez,  atendiendo  al  grado  de  confianza  que 
merece,  á  su  estado  y  calidad  y  á  la  naturaleza  y  circuns- 
tancias del  negocio,  le  presciba  y  determine  la  cantidad  hasta 
cuya  concurrencia  pueda  ser  creído,  y  luego  le  exija  el  ju- 
ramento ,  al  cual  habrá  de  conformarse  en  la  sentencia,  no 
siendo  la  valuación  hecha  en  él  superior  á  la  tasa  ó  á  los 
límites  que  le  hubiere  puesto.  Ley  5,  lit.  H,  Part.  3,  ley  U, 
ül.  5  ,  lib.  12  del  Dig.,  y  ley  9  ,  til.  U  ,  lib.  8  del  Cód. 

VIII.  Resistiéndose  el  tutor  ó  curador  á  dar  cuentas  de  su 
tutela  ó  curaduría,  después  de  acabada,  ó  á  entregar  los 
bienes  ó  los  títulos  de  pertenencia,  ó  á  manifestar  él  in- 
ventario, ó  á  resarcir  los  daños  y  perjuicios  que  por  su  dolo 
ó  culpa  se  hubiesen  ocasionado  en  dichos  bienes ,  puede  el 
menor  que  sea  adulto  prestar  contra  él  el  juramento  in 
litan  ,  aunque  sea  sobre  la  afección  ó  sobre  el  perjuicio  , 
previa  la  tasa  del  juez,  en  la  forma  espresada  en  el  %  ante- 
cedente; pero  no  podrá  prestarle  contra  los  herederos  sino 
por  hechos  propios  de  ellos,  ó  en  caso  de  no  haber  contes- 
tado el  tutor  ó  curador  la  demanda  antes  de  su  fallecimien- 
to; ley  6,  til.  11,  Pare.  r>. 

JURAMENTO  supliítoiuo  ó  necesario.  El  juramento 
que  el  juez  defiere  de  oficio  ó  manda  hacer  á  una  de  las 
partes  para  completar  la  prueba  ;  /r</2,  tít.  H  ,  Part.  '5. 

I.  Se  llama  supletorio  este  juramento  porque  es  un  suple- 
mento de  prueba  para  acabar  el  juez  de  formar  su  convie-' 
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cion,  y  así  es  que  solo  se  defiere  ó  manda  hacer  cuando  el 
pleito  está  dudoso  por  no  haber  justificado  plenamente  su 
accionó  esccpcion  los  litigantes.  Llámase  necesario,  ya  por- 
que el  juez  se  ve  á  veces  en  la  necesidad  de  deferirle,  ya 
porque  la  parte  á  quien  se  defiere  no  puede  rehusarle  sin 
causa  legítima,  ni  convidar  á  la  contraria  para  que  le  haga  ; 
de  modo  que  en  caso  de  resistencia,  se  la  da  por  vencida 
en  el  pleito  ,  como  si  la  contraria  hubiera  probado  plena- 
mente su  intención.  Ley  2  ,  tít.  11  ,  Part.  3. 

II.  El  principio  ú  origen  de  este  juramento  se  encuentra 
en  la  ley  51 ,  tít.  2  ,  lib.  12  del  Dig.,  en  que  se  dice  :  Soient 
íudices  in  dubiis  causis ,  exacto  jurejurando ,  secundum  eum 
judicare  qui  juraverit  ;  y  en  la  ley  3  ,  tít.  I ,  lib.  h  del  Có- 
digo, que  dice  también  :  la  bonœ  fidei  contrae  libas ,  nec 
non  in  cœleris  causis ,  inopia  probalionum  ,  per  judicem 
jurejurando  ,  causa  cognila ,  ron  decidí  oportet. 

Resulta  de  aquí,  que  para  que  pueda  deferirse  legalmente 
el  juramento  supletorio  ,  sea  sobre  la  demanda,  sea  sobre 
la  escepcion  ,  se  requiere  la  concurrencia  de  las  tres  cir- 
cunstancias siguientes  : 

Ia.  Que  la  demanda  ó  la  escepcion  no  esté  plenamente 
justificada;  pues  esto  es  lo  que  quieren  decir  las  palabras 
inopia  probalionum ,  las  cuales  no  significan  falta  absoluta 
de  pruebas  en  apoyo  de  la  demanda  ó  escepcion,  sino  es- 
casez ó  insuficiencia  de  pruebas,  incompletas,  que  hacen 
dudosa  la  causa,  in  dubiis  causis.  Si  la  demanda  estuviese 
plenamente  justificada  ,  habria  de  condenarse  al  reo  ó  de- 
mandado; y  el  juramento  supletorio  seria  entonces  inútil. 

2a.  Que  la  demanda  ó  la  escepcion  no  esté  totalmente  des- 
nuda de  pruebas;  pues  este  es  el  sentido  de  las  palabras  in 
dubiis  causis ,  es  decir,  en  las  causas  dudosas,  in  quibus 
causis  judex  est  dubius  et  anceps ,  ob  minas  plenas  probalio- 
nes  alíalas.  Si  la  demanda  está  absolutamente  desnuda  de 
pruebas,  debe  ser  absuelto  el  demandado,  sin  que  sea  ne- 
cesario su  juramento,  aunque  no  presente  justificación 
alguna. 

5a.  Que  el  juez  no  defiera  el  juramento  al  principio  del 
pleito,  sino  después  de  haber  examinado  las  pruebas  hechas 
por  una  y  otra  parte  ,  causa  cognita ,  á  fin  de  estimar  si 
conviene  ó  no  deferirle,  y  á  cuál  de  las  dos  partes  haya  de 
deferirse  en  su  caso. 

Toda  esta  doctrina  se  contiene  espresa  ó  tácitamente  en 
la  ley  2 ,  tít.  11 ,  Part.  5 ,  y  está  por  consiguiente  adoptada 
en  la  práctica. 

III.  El  juramento  supletorio  se  diferencia  mucho  ,  en  su 
principio  y  en  sus  efectos ,  del  juramento  decisorio  del  pleito, 
ó  sea  del  que  una  de  las  parles  puede  deferir  á  la  otra.  Efec- 
tivamente, es  de  observar  : —  Io.  queel  juramento  decisorio 
puede  ser  deferido  por  una  de  las  partes,  aunque  no  haya 
prueba  alguna  de  la  demanda  ó  de  la  escepcion  sobre  la 
cual  es  provocado  ;  y  el  supletorio  no  puede  ser  deferido  por 
el  juez  sino  cuando  existen  otras  pruebas,  pues  que  no  tiene 
fuerza  alguna  sino  reunido  con  ellas  :  —  2o.  que  el  decisorio 
tiene  lugar  en  cualquiera  estado  de  la  causa  y  aun  extraju- 
dicialmente  ;  y  el  supletorio  le  tiene  solo  en  juicio  después 
de  las  pruebas  hasta  la  sentencia  :  —  3o.  que  el  decisorio 
puede  ser  devuelto  á  la  parte  que  le  defirió,  para  que  ella  le 
preste  ;  y  el  supletorio  ha  de  prestarse  precisamente  por  la 
parte  á  quien  se  defiere  :  —  k°.  que  el  decisorio  ,  como  que 
equivale  á  transacción  entre  las  partes,  acaba  el  pleito  y 
cierra  la  puerta  á  todo  recurso ,  aun  al  de  falsedad  ;  y  el 
supletorio ,  como  que  no  es  mas  que  complemento  de  prueba, 
puede  ser  atacado  de  falsedad ,  y  la  sentencia  dada  en  su 
virtud  no  solo  está  sujeta  al  recurso  de  apelación  ,  sino  que 
puede  revocarse  por  instrumentos  hallados  de  nuevo  que 
prueben  lo  contrario;  leyes  2  ,  15  y  23  ,  tít.  il,  y  leyes  15 
y  19,  tít.  22,  Part.  3.  Véase  Abrir  el  juicio,  núm.  5o. 

IV.  Debe  el  juez  deferir  el  juramento  supletorio ,  no  á 


cualquiera  de  las  partes  ,  sino  á  la  mas  fidedigna ,  á  la  que 
entendiese  quel  dirá  mas  en  cierto  la  verdat ,  y  decidir  el 
pleito  con  arreglo  á  lo  que  se  afirmare  por  ella  en  el  jura- 
mento; ley  2,  tít.  11 ,  Part.  5.  Mas  como  este  juramento 
puede  ser  deferido  así  sobre  la  demanda  como  sobre  la  es- 
cepcion, puede  establecerse  también  como  regla  general, 
que  debe  con  preferencia  deferirse  al  demandante  cuando 
se  defiere  sobre  la  demanda  ,  y  al  demandado  cuando  re- 
cae sobre  la  escepcion.  Asi  que  si  el  demandante  presenta 
una  prueba  semiplena,  como  por  ejemplo  la  declaración  de 
un  testigo  sin  sospecha  y  de  buena  fama ,  y  el  demandado 
por  su  parte  no  presenta  ninguna,  siendo  ambos  igualmente 
fidedignos ,  ha  de  deferirse  entonces  el  juramento  al  primero 
y  no  al  segundo;  ley  2,  lit.  11, Part.  3;y  si  por  el  contrario 
las  pruebas  semiplenas  del  demandado  son  mas  fuertes  que 
las  del  demandante ,  habrá  de  deferirse  el  juramento  á  aquel 
y  no  á  este,  cœterisparibus. 

Cuando  la  prueba  semiplena  del  demandante  es  de  una 
fuerza  igual  á  la  prueba  semiplena  del  demandado ,.  de 
suerte  que  estando  ambas  en  equilibrio  se  nautralizan  y 
anulan  mutuamente  la  una  por  la  otra  ,  debe  deferirse  el 
juramento  mas  bien  al  demandado  que  al  demandante , 
siendo  igual  la  legalidad  de  ambos  ,  según  la  decantada  re- 
gla del  derecho  :  Favorabiliores  rei  polius ,  quàm  actores  ha- 
benluv;  y  aun  en  tal  caso  parece  que  sin  necesidad  de  deferir 
el  juramento  ,  debe  el  juez  absolver  al  demandado.  Supon- 
gamos ,  por  ejemplo ,  que  Pedro  pone  demanda  contra  tí 
reclamando  el  pago  de  doscientos  reales  que  dice  haberte 
prestado  tal  dia  y  con  tal  motivo  :  niegas  tú  el  préstamo  ;  y 
él  presenta  dos  testigos  que  declaran  haber  visto  á  Pedro 
entregarte  prestados  en  el  citado  dia  los  doscientos  reales. 
Mas  tú  por  tu  parte  presentas  igualmente  otros  dos  testigos 
que  deponen  por  el  contrario,  que  algunos  días  después  de 
aquel  en  que  habria  debido  verificarse  el  pretendido  présta- 
mo ,  te  dijo  Pedro  á  presencia  de  ellos ,  en  una  conversa- 
ción en  que  te  quejabas  de  no  haber  querido  prestarte  la 
mencionada  cantidad,  que  si  no  te  la  h abia  prestado  era 
precisamente  porque  no  la  tenia  ;  y  tus  testigos  son  tan  dig- 
nos de  fe  y  en  tanto  número,  y  se  contraen  tan  perfecta- 
mente á  la  cuestión  como  los  de  Pedro.  Siendo  pues  de.  igual 
fuerza  estos  diversos  testimonios ,  se  neutralizan  y  destruyen 
recíprocamente  los  unos  por  los  otros ,  y  la  demanda  por  lo 
tanto  queda  tan  desnuda  de  pruebas  como  si  ninguna  hubiese 
por  una  ni  por  otra  parte.  ¿Qué  hará  el  juez  en  semejante 
caso  ?  no  tiene  necesidad  de  deferir  el  juramento ,  ni  aun  al 
demandado  ,  sino  que  debe  absolverle  pura  y  simplemente: 
bien  que  el  demandante  podrá  deferir  á  este  el  juramento 
deciso'rio ,  pues  que  tiene  el  derecho  de  deferírselo  en  cual- 
quier estado  de  la  causa,  aunque  su  demanda  no  se  apoye 
en  prueba  alguna  que  no  esté  neutralizada  por  una  prueba 
contraria  de  igual  fuerza. 

Pero  cuando  las  pruebas,  sin  ser  completas  porcuna  ni 
otra  parte ,  no  son  sin  embargo  iguales  las  de  la  una  á  las  de 
la  otra,  sea  por  razón  de  la  diferencia  en  el  número  de  los 
testigos ,  sea  por  causa  de  la  mayor  gravedad  del  testimonio 
de  los  unos  sobre  el  de  los  otros ,  debe  el  juez  en  tal  caso , 
por  regla  general,  deferir  el  juramento  á  la  parte  que  tenga 
en  su  favor  pruebas  mas  fuertes ,  á  no  haber  razones  parti- 
culares para  tener  mas  confianza  en  la  parte  contraria. 

V.  No  puede  deferirse  el  juramento  supletorio  :  —  Io.  á 
la  persona  que  sea  vil  ó  infame  ó  sospechosa  de  perjurio  :— 
2o.  ni  á  la  que  no  sepa  por  sí  misma  la  verdad  del  hecho  en 
cuestión,  y  por  consiguiente  no  suele  deferirse  al  heredero 
sino  por  lo  que  hace  á  las  noticias  que  hubiese  adquirido  de 
boca  del  difunto  ó  de  sus  apuntes,  asientos  y  demás  pape- 
les :  _  30,  ni  ¿  ia  parte  que  por  su  edad  ó  estado  mental ,  ó 
por  falta  de  poder  sea  incapaz  de  prestar  juramento  válido, 
según  lo  dicho  en  el  |  IV  del  Juramento  decisorio  del  pleito  : 
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"-  h°.  ni  à  persona  alguna  en  las  causas  arduas  ó  de  mucha 
entidad  ,  en  que  por  la  avaricia  de  los  hombres  hay  grave 
peligro  de  perjurio,  á  no  ser  sobre  algún  incidente  ó  en  caso 
de  haber  vehementes  presunciones  á  favor  del  actor  ;  repu- 
tándose causas  de  mucha  entidad,  según  la  ley  2 ,  tít.  11  , 
Parí.  3  ,  las  que  versan  sobre  negocios  que  pasen  de  diez 
maravedís,  esto  es  ,  de  diez  maravedís  de  oro,  que  en  tiem- 
po dñ  Gregorio  López  se  llamaban  castellanos,  y  que  cor- 
respondiendo ahora  si  corriesen  á  sesenta  y  un  real  y  diez 
y  ocho  maravedises  vellón  cada  uno  según  el  valor  moneta- 
rio actual ,  y  á  unos  ciento  y  cincuenta  reales  según  el  valor 
comercial  de  los  objetos  que  en  su  tiempo  se  trocaban  por 
esta  moneda  comparado  con  el  que  ahora  tienen  los  mismos 
objetos ,  formarían  los  diez  maravedís  al  primer  respecto  la 
suma  de  615  reales  y  al  segundo  la  de  1500  :  bien  que  el 
juez  es  quien  debe  decidir  ahora  cuál  sea  causa  grave , 
atendiendo  á  la  calidad  y  circunstancias  de  las  personas: — 
5o.  ni  tampoco  en  las  causas  criminales ,  aun  al  mismo  reo 
para  purgarse  de  los  indicios  que  resultan  contre  él,  como 
antes  se  hacia  ;  pues  que  ahora  no  puede  tomarse  juramento 
á  persona  alguna  en  materias  criminales  sobre  hecho  pro- 
pio. Véase  Juicios  de  Dios,  §  I. 

VI.  El  juramento  supletorio  debe  hacerse  en  su  caso  por 
la  parte  á  quien  se  defiere ,  á  presencia  de  la  contraria,  ó  á 
lo  menos  con  su  citación  ;  Gregorio  López  en  la  glosa  7  de 
dicha  ley  2,  til.  11 ,  Part.  3.  Y  como  solo  tiene  la  calidad 
de  prueba  semiplena  ,  y  no  la  de  transacción,  por  deferirse 
por  el  juez  y  no  por  la  parte  contraria  ,  es  claro  y  consi- 
guiente que  la  sentencia  dada  en  su  virtud  quedará  sujeta  á 
la  apelación ,  y  aun  á  revocación  por  falsedad ,  según  lo 
dicho  mas  arriba  en  el  §  III  ,  núm.  ft.  Véase  Juramento  es- 
limatorio  ó  decisorio  en  el  jrteilo. 

VII.  Heineccio  ,  en  sus  Elementos  del  derecho  según  el 
orden  de  las  Pandectas,  adhiriéndose  á  la  division  y  nomen- 
clatura adoptada  por  los  Griegos,  después  de  llamar  jura- 
mento necesario  al  juramento  decisorio  del  pleito  que  se  pres- 
ta con  aprobación  del  juez,  porque  la  parte  á  quien  se  defiere 
se  ve  obligada  á  prestarle  ó  á  devolverle  á  la  que  se  lo  defirió, 
llama  juramento  judicial  al  necesario  ó  supletorio  de  que 
estamos  tratando  ,  porque  efectivamente  lo  defiere  de  oficio 
el  juez  ,  sin  que  las  partes  lo  pidan ,  cuando  el  hecho  sobre 
que  tiene  que  decidir  se  le  presenta  dudoso  ;  le  divide  luego 
en  supletorio  y  purgatorio  ,  denominando  supletorio  al  que 
el  juez  defiere  á  la  parte  por  quien  milita  una  prueba  semi- 
plena, y  purgatorio  al  que  defiere  á  la  parte  contra  quien 
militan  presunciones  ó  indicios  que  no  están  bastante  pro- 
bados ;  y  esplicando  después  su  respectiva  índole  ó  natura- 
leza, sienta  las  proposiciones  siguientes  :  Ia.  que  el  juramen- 
to supletorio  no  se  defiere  sino  á  la  parte  que  tiene  á  su  favor 
una  prueba  semiplena  que  no  haya  quedado  destruida  por 
el  adversario  ;  2a.  que  se  puede  deferir  al  actor  por  razón  de 
la  acción,  y  al  reo  por  razón  déla  escepcion  ;  5a.  que  solo  tie- 
ne lugar  en  las  causas  civiles  y  no  en  las  criminales, pues  en 
estas  nada  se  adelanta  con  el  juramento  del  acusador  ;  k*.  que 
el  juramento  purgatorio  puede  deferirse  en  las  causas  civiles 
y  también  en  las  criminales,  si  en  estas  no  bastan  los  indi- 
cios para  el  tormento;  5a.  que  el  que  rehusa  jurar  debe  ser 
habido  por  confeso;  Ga.  que  prestado  el  juramento  purgato- 
rio y  el  supletorio  en  sus  respectivos  casos,  se  debe,  pronun- 
ciar el  fallo  á  favor  del  jurante;  y  7a.  que  como  ni  el  uno  ni 
el  otro  juramento  se  defiere  por  via  de  convención  sino  do 
oficio  por  el  juez,  hay  lugar  á  la  querella  de  perjurio ,  á  la 
rescision  de  la  sentencia  por  instrumentos  nuevos  que 
se  presenten  contra  ella ,  y  á  la  interposición  de  ape- 
lación. 

JURAMENTO  falso.  El  que  se  hace  con  mentira. 
Véase  Perjurio. 
JURAMENTOS  y  pohvídas.  Las  blasfemias,  impreca- 


ciones ó  amenazas  que  se  dicen  ó  hacen  jurando  por  la 
vida  de  Dios  ó  de  sus  santos.  Véase  Blasfemia  y  Es- 
cándalo. 

Por  pragmática  de  12  de  abril  de  1639  (leyS,  Ut.  5, 
lib.  12,  Nov.  Rec.)  mandó  Felipe  IV  :  que  ninguna  persona 
jure  el  nombre  de  Dios  en  vano  en  ninguna  ocasión  ni  para 
ningún  efecto  :  que  se  tenga  por  juramento  en  vano  el  que 
se  hiciese  sin  necesidad  :  que  solo  se  permitan  los  juramen- 
tos que  se  hacen  en  juicio  ,  ó  para  valor  de  algún  contrato  ú 
otra  disposición,  quedando  absoluta  y  generalmente  prohi- 
bidos todos  los  demás  :  que  la  persona  que  lo  contrario  hi- 
ciere, por  la  primera  vez  incurra  en  pena  de  diez  días  de 
cárcel  y  veinte  mil  maravedís ,  por  la  segunda  en  la  de 
treinta  dias  de  cárcel  y  cuarenta  mil  maravedís,  y  por  la 
tercera,  ademas  de  la  dicha  pena ,  en  cuatro  años  de  des- 
tierro del  pueblo  de  su  domicilio  y  cinco  leguas  :  que  la  pena 
de  destierro  se  pueda  conmutar  en  servicio  de  presidio  por 
el  mismo  tiempo,  ó  de  galeras  según  la  calidad  de  la  per- 
sona y  circunstancias  del  caso  ;  y  que  cuando  el  reo  no  tu- 
viese bienes  para  pagar  la  pena  pecuniaria  que  se  aplica 
por  tercias  partes  á  la  cámara,  juez  y  denunciador,  se  con- 
mute en  otra  pena  correspondiente  al  delito  :  que  á  las  per- 
sonas en'  quienes  no  puedan  ejecutarse  estas  penas  ,  les  im- 
pongan otras  las  justicias,  con  tal  que  no  sean  menores:  que 
se  proceda  de  oficio  ó  por  querella  en  estas  causas  por  la 
jurisdicción  ordinaria ,  con  inhibición  de  todo  fuero,  por 
privilegiado  que  sea  :  y  que  las  personas  notadas  del  vicio 
de  hacer  estos  juramentos  no  sean  admitidas  en  consejos, 
órdenes ,  colegios  y  demás  comunidades  de  estatuto ,  tribu- 
nales ,  empleos  ú  oficios  políticos  ó  militares ,  ni  en  la  servi- 
dumbre de  la  real  casa. 

Según  las  ordenanzas  del  ejército,  el  que  con  reparable 
frecuencia  jurare  execrablemente  será  corregido  con  tres 
dias  de  prisión  ;  y  si  reincidiere  sufrirá  la  nota  de  ponerlo 
una  mordaza  dentro  del  cuartel ,  y  el  castigo  de  prisión  ó 
corporal  que  parezca  conveniente  hasta  su  corrección; 
tral.  8 ,  til.  11 ,  art.  2  :  —  mas  el  que  blasfemare  el  santo 
nombre  de  Dios  ,  de  la  Virgen  ó  de  los  santos,  será  inme- 
diatamente preso  y  castigado  por  la  primera  vez  con  la 
afrenta  de  ponerle  una  mordaza  dentro  del  cuartel  por  el  tér- 
mino de  dos  horas  por  la  mañana  y  dos  por  la  tarde  en  ocho 
dias  seguidos,  atándole  á  un  poste;  y  si  reincidiere  en  esta 
culpa  so  le  atravesará  irremisiblemente  la  lengua  con  un 
hierro  caliente  por  mano  del  verdugo ,  y  se  le  arrojará  igno- 
miniosamente del  regimiento ,  precediendo  consejo  de  guer- 
ra ;  art.  1. 

Las  penas  atroces  se  han  suprimido  en  la  práctica,  y  las 
demasiado  severas  se  han  modificado.  De  todos  modos,  los 
juramentos  y  porvidas  que  se  profieren  por  hábito ,  mala 
educación  ó  arrebatos  de  cólera,  no  deben  confundirse  con 
los  que  tienen  por  objeto  hacer  ludibrio  ó  escarnio  de  la  Di- 
vinidad. 

JURATORIA.  En  Aragon  es  la  lámina  de  plata  en  que 
está  escrito  el  Evangelio ,  y  sobre  la  cual  ponen  la  mano  los 
magistrados  para  hacer  el  juramento. 

JURATORIO.  El  instrumento  en  que  se  hacia  constar 
el  juramento  prestado  por  los  magistrados  de  Aragon. 

JURERÍA.  Cierto  tributo  que  en  lo  antiguo  debia  satis- 
facerse por  los  judíos,  y  consistía  en  treinta  dineros  de  oro 
que  se  imponía  á  cada  uno  de  ellos  eu  pena  y  memoria  de 
la  pasión  y  muerte  de  Jesucristo. 

JURÍDICAMENTE.  En  forma  de  juicio  ó  derecho. 

JURÍDICO.  Lo  que  está  ó  se  hace  según  forma  de  juicio 
ó  de  derecho.  Entre  los  Romanos  se  llamaban  jurídicos  à  di- 
cundo jure .  los  prefectos  de  Italia  ;  jurídico  ,  el  día  en  que 
se  podia  administrar  justicia;  jurídica  la  acción  que  so 
intentaba  con  arreglo  á  derecho  ;  y  convento  jurídico  el  tri— 
bubunal  compuesto  de  varios  jueces,  ubi  plurcs  de  causa 
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deliberantes ,  tandem  eam  per '  senlenliam  decidentes ,  conve- 
niUnt. 

JURISCONSULTO.  La  persona  versada  en  la  cienci-d 
de  las  leyes ,  que  hace  profesión  de  esplicarlas  ó  de  dar  res- 
puesta sobre  las  cuestiones  de  derecho  á  los  que  le  con- 
sultan. 

Si  quœretur  (dice  Cicerón  en  el  libro  primero  de  Oralore} 
quisnam  jiirisconsullus  veré  nominaretur,  eum  dicerem,  qui 
legum  el  consueludinis  ejits  qua  privati  in  civitale  uterenlur, 
el  ad  rcspondendum ,  et  ad  agendum,  et  ad  cavendum  péri- 
¡Èiis  esse)? 

Los  antiguos  daban  á  sus  jurisconsultos  el  nombre  de  sa- 
bios y  de  filósofos ,  porque  la  filosofía  encierra  los  primeros 
elementos  del  derecho ,  prohibiéndonos  todo  lo  que  es  con- 
tra las  leyes  de  la  naturaleza ,  y  porque  así  la  filosofía  como 
la  jurisprudencia  tienen  igualmente  por  objeto  el  amor  y  la 
práctica  de  la  justicia. 

La  institución  del  patronato  de  los  patricios  dio  origen  en 
Roma  á  la  profesión  de  jurisconsulto,  pues  uno  de  los  debe- 
res del  patrono  era  esplicar  la  ley  á  sus  clientes  y  defender- 
los en  sus  litigios.  Tito  Caruncanio,  gran  pontífice  ,  fué  el 
primero  que  dio  consejo  acerca  de  los  negocios  forenses  á 
todos  los  que  le  consultaban,  y  su  ejemplo  fué  seguido  por 
otros,  como  Manlio,  Mucio  Scévola,  Trebacio  y  Sulpicio. 
Los  jurisconsultos  acostumbraban  pasearse  por  el  Foro, 
adonde  acudian  las  gentes  á  buscarlos  para  pedirles  sus  dic- 
támenes ,  siendo  considerados  como  oráculos.  Daban  sus 
respuestas  desde  un  asiento  elevado  ,  ex  solio,  lanquam  ex 
trípode  :  acercábase  el  cliente  ,  diciendo ,  licet  considere  ? 
el  jurisconsulto  respondía  ,  consule:  entonces  aquel  referia 
su  asunto ,  y  este  concebía  en  una  breve  fórmula  verbal- 
mente  ó  por  escrito  su  respuesta,  casi  siempre  sin  dar  las 
razones  :  secundùm  ea  qnce  proponuntur  existimo,  placel, 
pulo,  etc. 

Cuando  se  ofrecian  casos  arduos  y  cuestionables  ,  solian 
reunirse  muchos  jurisconsultos  en  el  Foro  ,  junto  al  templo 
de  Apolo  ,  y  después  de  haber  discutido  el  punto  ,  lo  cual 
se  decía  disputado  fori,  manifestaban  á  la  parte  el  dictamen 
que  se  había  adoptado. 

No  solo  interpretaban  las  leyes  los  jurisconsultos ,  sino  que 
sacaban  de  ellas  por  via  de  inducción  decisiones  nuevas 
que  no  siempre  resultaban  del  texto ,  y  guiados  por  las  lu- 
ces de  la  razón  y  de  la  equidad  suplían  los  vacíos  y  las  omi- 
siones que  eran  naturales  en  leyes  escritas  con  demasiada 
concision,  que  si  decian  mucho  en  pocas  palabras  no  lo  de- 
cían todo  ;  y  de  aquí  proviene  que  no  solamente  se  les  lla- 
maba intérpretes  ,  sino  autores  del  derecho  ,  legisladores  , 
sacerdotes  de  la  justicia  y  doctores  de  la  verdadera  filosofía. 

Despues  que  la  jurisprudencia  dejó  de  ser  patrimonio 
especial  de  los  patricios  por  la  enseñanza  pública  que  de 
ella  hizo  Caruncanio,  cualquiera  podia  ser  jurisconsulto  ,  y 
desde  entonces  pudo  decirse  con  verdad  : 

Tamen  ima  plebe  quiritem 
Facundum  inverties,  solet  hic  defenderé  causas 
Pfobilis  indocti:  véniel  de  plebe  tagala, 
Qui  jtiris  modos  ac  legum  œnigmala  solvat. 

Mas  Augusto  restringió  el  ejercicio  de  la  profesión  y  conce- 
dió tan  solo  à  cierto  número  de  jurisconsultos  el  derecho- 
esclusivo  de  interpretar  las  leyes  y  dar  decisiones,  mandan- 
do que  los  jueces  se  conformasen  con  ellas.  Calígula  quiso 
abolidos  ;  pero  Adriano  les  confirmó  los  privilegios  que  les 
había  otorgado  Augusto.  Teodosio  el  joven  y  Valentiniano  III, 
deseosos  de  hacer  desaparecer  la  incertidumbre  que  nacía 
de  las  diferentes  opiniones  de  los  jurisconsultos  que  tenían 
autoridad  en  el  foro  y  que  habían  hecho  de  la  jurisprudencia 
un  laberinto  inestricable ,  creyeron  poner  remedio  á  este 
mal ,  estableciendo  que  no  tuviesen  fuerza  de  ley  sino  las 


obras  de  Papiniano,  Cayo,  Paulo  ,  Ulpiano  y  Modestino  , 
que  cuando  estos  jurisconsultos  se  hallasen  divididos  preva- 
leciese la  opinion  del  mayor  número ,  y  que  en  caso  de  em- 
pate ó  igualdad  de  autoridades  en  pro  y  en  contra  se 
estuviese  á  la  de  Papiniano. 

Sin  embargo  ,  los  que  bajo  las  órdenes  de  Justiniano  tra- 
bajaron en  la  formación  del  Digesto  ,  hicieron  uso  no  sola- 
mente de  las  citadas  obras  sino  también  de  las  de  los  otros 
jurisconsultos  (  las  cuales  se  habian  multiplicado  hasta  el 
número  de  mas  de  dos  mil  volúmenes),  espresando  á  la 
cabeza  de  cada  ley  el  nombre  de  su  autor  y  el  título  de  la 
obra  de  donde  se  fiabia  sacado.  Créese  que  después  de  la 
formación  del  Dígesto  hizo  suprimir  Justiniano  todos  los 
libros  de  los  jurisconsultos  ;  y  como  quiera  que  sea ,  no  nos 
quedan  de  ellos  mas  que  algunos  fragmentos  ,  que  algunos 
autores  han  procurado  reunir. 

Así  pues ,  las  opiniones  ,  dictámenes  ó  sentencias  de  los 
jurisconsultos  romanos  componen  en  gran  parte  el  cuerpo 
del  derecho  civil ,  y  tienen  todavía  fuerza  en  coda  la  tierra 
por  su  razón  después  de  haber  cesado  de  tenerla  por  su 
autoridad.  «  No  parece  sino  que  la  justicia  solo  á  ellos  ha 
revelado  plenamente  sus  misterios,  como  dice  d'Aguesseau. 
Legisladores  todavía  mas  que  jurisconsultos,  unos  simples 
particulares  en  la  oscuridad  de  una  vida  privada  merecieron 
por  la  superioridad  de  sus  luces  dar  leyes  á  toda  la  poste- 
ridad. Leyes  tan  estendidas  como  durables ,  todas  las  na- 
ciones las  consultan  aun  al  presente ,  y  todas  reciben  de 
ellas  respuestas  de  eterna  verdad.  No  les  bastaba  á  los  juris- 
consultos romanos  haber  interpretado  la  ley  de  las  xn 
Tablas  y  el  edicto  del  pretor  :  ellos  son  ahora  los  mas  seguros 
intérpretes  de  nuestras  actuales  leyes  ;  ellos  acomodan  , 
por  decirlo  así ,  su  genio  à  nuestros  usos ,  su  razón  á  nues- 
tras costumbres ,  y  por  los  principios  que  nos  dan  ,  nos 
sirven  de  guias,  aun  cuando  caminamos  por  una  senda  des- 
conocida para  ellos.  » 

JURISDICCIÓN.  El  poder  ó  autoridad  que  tiene  alguno 
para  gobernar  y  poner  en  ejecución  las  leyes  ;  y  especial- 
mente, la  potestad  de  que  se  hallan  revestidos  los  jueces 
para  administrar  justicia  ,  ó  sea  para  conocer  de  los  asuntos 
civ.iles  ó  criminales  ó  así  de  unos  como  de  otros ,  y  deci- 
dirlos ó  sentenciarlos  con  arreglo  á  las  leyes.  También  se 
toma  esta  palabra  por  el  distrito  ó  territorio  á  que  se  estiende 
el  poder  de  un  juez;  y  por  el  término  de  algún  lugar  ó  pro- 
vincia; como  igualmente  por  el  tribunal  en  que  se  admi- 
nistra la  justicia. 

I.  La  palabra  jurisdicción  se  deriva  de  la  espresion  latina 
jus  dicere,  ó  jurisdiclionc  ,  no  áejuris  ditione  como  algunos 
han  pretendido;  y  así  no  envuelve  ni  lleva  consigo  la  potes- 
tad de  formar  ó  establecer  el  derecho ,  sino  tan  solo  la  de 
declararlo  ó  aplicarlo  á  los  casos  particulares  :  jurisdictio 
non  intelligitur  ditio  sive  poteslas  juris  condendi,  sed  juri& 
dicendi. 

II.  A  la  jurisdicciou  va  anejo  el  imperio,  es  decir,  la  fa- 
cultad de  mandar  y  de  usar  de  la  coacción  y  coerción , 
como  que  sin  esta  facultad  no  podría  ejercerse  la  jurisdic- 
ción :  Cui  jurisdictio  dala  est  ,  ea  quoque  concessa  csse 
videnlur,  sine  quibus  jurisdictio  explican  nonpotuit;  ley  2, 
D.  de  jurisdict.  Sine  módica  coercitiorie  nulla  est  jurisdictio  ; 
ley  últ.,  de  o[f.  judie.  No  solo  tienen  los  jueces  el  imperio  ó 
mando  que  les  es  indispensable  para  ejercer  la  facultad  do 
conocer  y  decidir  sobre  los  asuntos  de  su  incumbencia  , 
sino  que  tienen  también,  hablando  generalmente,  todo  el 
que  necesitan  para  ejecutar  y  llevar  á  efecto  sus  decisiones 
ó  sentencias  en  la  forma  que  prescriben  las  leyes;  y  por  oso 
dice  la  ley  1,  tít.  k,  Part.  3  ,  que  los  jueces  son  puestos 
para  mandar  et  facer  derecho. 

El  imperio  se  divide  en  mero  y  mixto.  El  mero  imperio  , 
según  los  Romanos,  era  la  potestad  de  la  espada  para  casti- 
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gar  á  los  facinerosos  ;  y  según  la  ley  18,  lit.  4  ,  Part.  3  ,  es 
el  poder  de  administrar  y  cumplir  la  justicia  en  las  causas 
en  que  puede  imponerse  pena  de  muerte,  perdimiento  de 
miembro  ó  echamiento  de  la  tierra.  Imperio  mixto  es  ,  según 
la  misma  ley,  la  facultad  que  compele  á  los  jueces  para 
decidir  las  causas  civiles  y  llevar  á  efecto  sus  sentencias , 
como  igualmente 'para  determinar  las  causas  criminales 
cuya  pena  es  menor  que  las  indicadas.  La  jurisdicción  y  el 
imperio  están  unidos  en  nuestra  magistratura. 

III.  Toda  jurisdicción  dimana  del  rey,  fuente  del  poder 
judicial  y  de  la  justicia.  Así  es  que  se  ejerce  ,  ó  lo  que  es  lo 
mismo,  la  justicia  se  administra  en  su  hombre;  art.  71  , 
Const.  de  1845  :  que  en  su  nombre  se  encabezan  también 
las  ejecutorias  y  provisiones  de  los  tribunales  superiores  ; 
art.  257,  Const.  de  1812  :  que  le  corresponde  cuidar  de  que 
en  todo  el  reino  se  administre  pronta  y  cumplidamente  la 
justicia;  art.  45,  Const.  de  184b  :  que  tiene  la  prérogative 
de  indultar  á  los  delincuentes  ;  d.  art.  45  :  que  nombra  los 
jueces  y  magistrados  ;  id.  :  que  puede  suspenderlos  y  man- 
darlos juzgar  por  los  tribunales  competentes  ;  art.  69  ;  y  que 
se  designa  con  el  epíteto  de  real  la  jurisdicción  ordinaria  ; 
regí,  de  jvst.  de  26  de  setiembre  de  1835. 

IV.  Declinar  jurisdicción  es  alegar  alguno  que  no  debe 
comparecer  ni  contestar  á  la  demanda  ante  el  juez  que  le 
ha  emplazado  ,  por  no  ser  competente  para  él.  Véase  Ex- 
cepción declinatoria.  —  Prorogar  la  jurisdicción  ,  es  suje- 
tarse al  juez  incompetente  por  consentimiento  espreso  ó  por 
algún  acto  de  contestación.  Véase  Incompetencia,  Juez  in- 
competente y  Jurisdicción  prorogada.  —  Reasumir  la  juris- 
dicción, es  suspender  el  superior  ó  quitar  por  algún  tiempo 
la  jurisdicción  que  otro  tenia ,  tomándola  en  sí  para  conocer 
y  proceder  en  algún  negocio,  con  todas  las  circunstancias 
y  solemnidades  que  se  necesitan.  En  el  dia  no  puede  el 
superior  quitar  al  inferior  ni  tomar  en  sí  el  conocimiento 
de  las  causas  que  corresponden  á  este  por  la  ley.  Véase  Juez 
superior. —  Refundir  ó  refundirse  la  jurisdicción,  es  recaer 
ó  reunirse  en  una  sola  persona  ó  en  pocas  la  jurisdicción 
que  residía  en  muchas  mas. 

V.  La  jurisdicción  se  divide  :  Io.  en  contenciosa  y  volun-  . 
laria  :  2o.  en  ordinaria  ó  propia,  delegada  y  prorogada  : 
5o.  en  real  ordinaria  ó  común  y  especial  ó  privilegiada  : 
4o.   en   acumulativa  y  privativa.  —  Véanse  los  artículos 
siguientes. 

JUEÎSDÎCGIOSJ  contenciosa.  Llámase  así ,  por  oposi- 
ción á  la  jurisdicción  voluntaria ,  la  que  se  ejerce  por  el  juez 
sobre  las  pretensiones  opuestas  de  dos  ó  mes  parles,  y  que 
las  termina  por  medio  de  una  sentencia  en  favor  de  la  una 
y  perjuicio  de  la  otra.  Véase  Jurisdicción  voluntaria. 

JURISDICCIÓN  voluntaría.  Llámase  así  por  oposición 
á  la  jurisdicción  contenciosa,  la  que  se  ejerce  por  el  juez 
en  las  demandas  que  ya  por  su  naturaleza  ya  por  razón 
del  estado  de  las  cosas  no  admiten  contradicción. 

I.  La  jurisdicción  contenciosa  se  ejerce  Ínter  invitas  ó  por 
mejor  decir  in  invitas,  esto  es,  entre  ó  sobre  los  que  no 
estando  de  acuerdo  tienen  que  acudir  al  juicio  á  pesar  suyo 
ó  contra  su  voluntad  á  instancia  ó  solicitud  do  alguno  de 
ellos;  y  por  eso  se  llama  contenciosa,  tomando  su  nombre 
de  la  contención  ó  dispula  que  siguen  ante  el  juez  sobro 
derechos  ó  delitos  las  partes  contrarias.  Mas  aunque  los  in- 
tereses y  las  voluntades  de  las  partos  se  encuentren  acci- 
dentalmente en  armonía,  no  por  eso  deja  de  pertenecer  á 
la  jurisdicción  contenciosa  la  sentencia  ó  decisión  dada  en 
una  materia  sujeta  á  litigio  ,  porque  hay  necesariamente 
jurisdicción  contenciosa  siempre  que  hay  poder  de  mandar 
á  una  de  las  partes  loque  la  otra  exige  de  ella.  Esto  se  halla 
muy  bien  esplicado  por  Voct  (sobre  el  Digesto,  lit.  dejuris- 
dictione,  núm.  5),  quien  después  do  sentar  que  la  jurisdicción 
contenciosa  es  aquella  quœ  ínter  invitas,  causai  cognilionc 


intercedente,  exerceri potest ,  añade  en  seguida  :  etiamsi  non 
semper  re  ipsa  ínter  invitas,  sed  subinde  etiam  ínter  vo- 
lentes  locum  inveniat ,  in  judiciis  prceserlim  divisor iis,  dum 
quisque  communionis  perlœsus ,  simal  cum  adversario  ad 
judicem  festinat ,  ad  separalionem  conlendit ,  ac  post  sen- 
lenliam  avide  divisionis  adjudicalionisve  cffeclum  exoptat  et 
execulionem;  ut  proinde  suffieiat  (arg.  11.  13  y  14,  D.  de 
judiciis)  adesse  cogendi  poleslatem ,  casu  quo  quis  rclactari 
velit  el  refractarais  csse. 

II.  La  jurisdicción  voluntaria  se  ejerce  por  el  contrario  , 
no  in  invilos,  sino  solo  inler  volcnles  ó  in  volcnles,  esto  es, 
á  solicitud  ó  por  consentimiento  de  las  dos  partes  que  están 
de  acuerdo ,  ó  en  virtud  de  la  demanda  de  una  sola  parle 
mientras  no  deba  ó  no  pueda  comunicarse  por  el  juez  à  la 
otra  que  tenga  interés  en  contradecirla. 

Ejércese  inler  volcnles  :  Io.  en  la  adopción  ;  2o.  en  la  legi- 
timación real  de  los  hijos  ilegítimos;  5o.  en  la  emancipación  ; 
4o.  en  la  insinuación  de  donaciones  ;  5o.  en  cualesquiera 
otros  actos  en  que  interviniendo  dos  partes  no  hay  contra- 
dicción de  ninguna  de  ellas.  Véase  Adopción,  Emancipación, 
Hijo  legítimo,  Gracias  al  sacar,  é  Insinuación.  Ejércese  in 
mientes  : — Io.  en  la  apertura  de  los  testamentos  cerrados,  y 
su  reducción  á  escritura  pública  y  traslado  en  el  protocolo  : — 
2o.  en  los  interdictos  para  poner  en  posesión  de  los  bienes 
de  un  difunto  á  sus  herederos  testamentarios  ó  legítimos,  y 
generalmente  en  todos  los  interdictos,  mientras  no  se  pre- 
senta contradictor  y  llega  el  caso  de  oirle  :  —  5o.  en  la  dación 
ó  nombramiento  de  tutor  ó  curador,  y  discernimiento  del 
cargo  :  —  4o.  en  los  espedientes  que  se  forman  para  permitir 
y  autorizar  la  venta  de  bienes  raices  y  alhajas  preciosas  y 
otros  contratos  y  transacciones  de  menores  :  —  5o.  en  el 
depósito  de  los  hijos  menores  que  pretendan  casarse  contra 
la  voluntad  de  sus  padres  ó  curadores;  y  de  una  mujer 
casada  que  pone  demanda  de  divorcio  :  —  6o.  en  la  habili- 
tación de  la  mujer  casada  para  poder  contraer  ó  comparecer 
en  juicio  cuando  su  marido  por  ausencia  ó  demencia  ú  otra 
razón  no  puede  darle  permiso  para  ello  :  —  7o.  en  la  forma- 
ción de  espedientes  sobre  dispensas  de  ley  :  —  8o.  en  las 
informaciones  ad  perpétuant.  Véase  respectivamente  Aper- 
tura de  testamento  ,  Interdicto ,  Tutor,  Menor,  Matrimonio, 
Divorcio,  Mujer  casada,  Gracias  al  saear ,  é  Información. 

III.  Los  negocios  en  que  entiende  un  juez  usando  de  la 
jurisdicción  voluntaria,  pueden  pasar  al  dominio  de  la  juris- 
dicción contenciosa  por  el  hecho  de  presentarse  á  intervenir 
en  ellos  un  adversario  legítimo  :  voluntaria  jurisdiclio,  dice 
Argentreo  ,  transit  in  contenliosam  inlervenlu  justi  adver- 
sara. Así  es  que  por  la  oposición  que  hace  el  heredero  ab 
intestato  al  decreto  en  que  manda  el  juez  poner  en  posesión 
de  los  bienes  de  un  difunto  al  que  los  reclama  en  virtud  de 
un  testamento,  la  jurisdicción  contenciosa  enlra  en  lugar 
de  la  jurisdicción  voluntaría.  Así  es  también  que  si  habiendo 
sido  uno  adoptado,  ó  por  mejor  decir  arrogado,  ánles  de  la 
pubertad  ,  reclamase  en  llegando  á  esta  edad  contra  su 
adopción  ,  debería  el  juez  revistiéndose  de  las  funciones 
pertenecientes  á  la  jurisdicción  contenciosa  tomar  conoci- 
miento de  su  reclamación ,  y  disponer  que  el  padre  adoptivo 
le  emancipase,  si  hubiese  lugar  á  ello  :  Nonnunquam  autem 
impubes  qui  adóptalas  est,  audiendus  erit  si  pubes  fuctus 
c-mancipari  desiderel.  Idque  caitsa  cogulla  per  judicem  sta- 
tucndinn  cri!.  Ley  52  ,  D.  de  adoplionibus. 

IV.  El  ministerio  del  juez  que  ejerce  la  jurisdicción  vo- 
luntaria ,  es  unas  veces  puramente  pasivo  ,  y  oirás  exige 
conocimiento  de  causa.  Es  puramente  pasivo  cuando  el  juez 
no  tiene  que  hacer  indagaciones  sobre  lo  bien  ó  mal  fundada 
que  eslá  la  demanda  que  se  le  dirige ,  como  por  ejemplo 
cuando  se  le,  pide  la  apertura  de  un  testamento  cerrado  y 
su  reducción  á  escritura  pública  y  traslado  en  el  protocolo; 
y  es  claro  que  entonces  no  puede  negar  el  juez  la  ínter-- 


Jü 


4115 


Jü 


posición  de  su  autoridad ,  así  como  un  notario  no  puede 
rehusarse  al  otorgamiento  de  una  escritura  para  que  se  le 
requiere.  Exige  por  el  contrario  conocimiento  de  causa 
cuando  el  juez  no  puede  interponer  su  autoridad  ni  decidir 
la  demanda  sin  examinar  previamente  los  fundamentos  en 
que  esta  se  apoya,  como  sucede  por  ejemplo  en  los  inter- 
dictos y  en  los  espedientes  de  adopción,  legitimación,  eman- 
cipación, habilitación  de  los  menores  para  transigir,  y  en  los 
demás  actos  en  que  es  necesario  averiguar  la  concur- 
rencia de  las  condiciones  ó  circunstancias  prescritas  por 
la  ley. 

V.  Bien  parece  á  primera  vista  que  se  opone  á  esta  doc- 
trina la  definición  que  Heineccio  y  otros  autores  nos  dan  de 
la  jurisdicción  voluntaria ¡  diciendo  ser  esta  la  que  se  ejerce 
sin  conocimiento  de  causa,  quce  exercclur  sine  cognitione 
causee.  Pero  deben  distinguirse  dos  especies  de  conoci- 
mientos de  causa  :  una  que  puede  llamarse  informatoria  ó 
informativa,  porque  resulta  de  todos  los  medios  propios 
para  ilustrar  la  conciencia  del  juez;  y  la  otra  que  se  llama 
legitima  ,  porque  no  puede  resultar  sino  de  las  pruebas  re- 
cogidas por  las  vias  legales.  La  primera  especie  de  conoci- 
miento se  aplica  á  los  actos  de  jurisdicción  voluntaria  ,  y  la 
segunda  á  los  actos  de  jurisdicción  contenciosa  :  en  los  pri- 
meros puede  el  juez  decidirse  por  los  datos  y  noticias  per- 
sonales que  tenga  ó  juzgue  oportuno  procurarse;  y  en  los 
segundos  está  obligado  á  juzgar  secundüm  allégala  et  pro- 
bata: en  aquellos  puede  tomar  por  base  de  su  resolución  los 
hechos  articulados  por  el  demandante,  ó  dejar  de  darles 
crédito  por  motivos  que  le  sean  personales  ;  y  en  estos  por 
el  contrario ,  cuando  un  hecho  esencial  es  negado  por  una 
do  las  partes  ,  no  puede  tenerlo  ó  darlo  por  cierto  ,  cual- 
quiera que  sea  el  conocimiento  particular  que  de  él  tenga, 
sino  que  debe  ordenar  su  prueba  :  de  manera  que  en  los 
actos  de  jurisdicción  voluntaria  tiene  el  juez  un  poder  dis- 
crecional ,  mas  ó  menos  estenso  según  la  especie  ó  natura- 
leza de  los  casos;  y  en  los  de  jurisdicción  contenciosa  ha  de 
atenerse  precisamente  á  lo  que  los  interesados  le  demuestren. 

VI.  Llamase  también  por  los  autores  jurisdicción  volun- 
taria la  jurisdicción  prorogada  ,  porque  la  prorogacion  de- 
pende de  la  voluntad  de  las  partes  ,  que  espresa  ó  tácita- 
mente se  someten  á  una  jurisdicción  que  para  ellas  es  estraña 
ó  incompetente  ;  y  por  contraposición  á  la  jurisdicción  volun- 
taria así  entendida  se  denomina  forzosa  la  que  se  ejerce  aun 
con  los  que  no  quieren ,  esto  es ,  la  que  tiene  un  tribunal  ó 
juzgado  respecto  de  las  personas  y  negocios  sujetos  á  su 
poder  por  disposición  de  las  leyes.  Así  que  ,  la  jurisdicción 
voluntaria  se  opone  á  la  contenciosa  en  un  sentido  ,  y  á  la 
forzosa  en  otro.  Y  é^se  jurisdicción  prorogada. 

JURISDICCIÓN  ordinaria  ó  propia.  La  que  reside  con 
toda  amplitud  en  los  jueces  y  tribunales  establecidos  por  las 
leyes  para  administrar  justicia  ;  ó  sea ,  la  que  por  derecho  ó 
ley  ejerce  universal  y  perpetuamente  el  juez  ó  tribunal  con 
*,as  personas  que  le  están  sometidas;  ley  i,  Ut.  k,  Part.  3. 

Llámase  ordinaria  porque  compete  por  derecho  ordinario 
¡ti  tribunal  ó  juez  que  tiene  la  potestad  de  administrar  justicia 
en  cierto  distrito;  y  se  dice  propia,  porque  va  inherente  al 
oficio  ó  cargo  sin  que  pueda  separarse  de  él.  Denomínase 
ordinaria  y  propia  por  contraposición  á  la  delegada  ó  man- 
dada ,  que  proviene  de  comisión ,  encargo  ó  mandato  del  que 
la  tiene  propia,  y  también  en  cierto  sentido  por  contraposi- 
ción á  la  prorogada  que  se  ejerce  por  voluntad  de  las  partes  ; 
pero  no  por  oposición  á  la  especial  ó  privilegiada,  á  lo  menos 
en  la  acepción  que  aquí  le  damos,  pues  que  también  los 
jueces  especiales  y  privilegiados  tienen  jurisdicción  propia 
y  ordinaria.  Es  verdad  que  también  se  ha  introducido  por 
el  uso  la  apelación  de  ordinaria  para  designar  la  jurisdicción 
común,  á  que  están  sujetos  todos  los  que  no  gozan  de  fuero 
privilegiado;  pero  entonces  se  le  suele  añadir  el  epíteto  de 


real  para  distinguirla  de  las  especiales.  Véase  Jurisdicción 
real  ordinaria,  Jurisdicción  delegada,  y  Juez  ordinario. 

JURISDICCIÓN  delegada  ó  mandada.  La  que  se  ejerce 
por  comisión  ó  encargo  del  que  la  tiene  propia  ;  ley  i,  Ht.  k, 
Part.  5. 

I.  La  jurisdicción  ordinaria  es  de  suyo  perpetua  y  favora- 
ble, al  paso  que  la  delegada  es  temporal  y  odiosa.  De  aquí 
es  que  la  primera  contiene  la  plenitud  de  poder  necesario 
para  administrar  justicia  en  todos  los  negocios  propios  del 
oficio  público  á  que  va  inherente,  como  asimismo  para  ha- 
cer ejecutar  lo  juzgado  ;  y  la  segunda  se  ciñe  únicamente  al 
cumplimiento  de  la  comisión  encargada  por  el  tribunal,  juez 
ó  autoridad  delegante ,  y  fenece  ó  se  estingue  casi  del  mismo 
modo  que  el  mandato.  De  aquí  es  también  que  si  á  un  juez 
ordinario  se  le  da  comisión  para  alguna  causa  sobre  la  cual 
tenia  jurisdicción  ordinaria,  se  entiende  que  ejerce  esta  ;  y 
por  la  propia  razón ,  concurriendo  en  un  juez  arabas  juris- 
dicciones, se  entiende  ejercer  la  ordinaria;  Cur.  Filíp., 
parle  Ia.,  ns.  h  y  o. 

II.  Los  jueces  reales  ordinarios  podían  (según  la  ley  2,- 
tít.  1,  lib.  II,  Nov.  Rec.  )  delegar  su  jurisdicción  poniendo 
sustitutos  que  la  desempeñasen  en  casos  de  ausencia,  en- 
fermedad ú  otro  impedimento  legítimo  ;  pero  ahora  deben 
ser  sustituidos  por  el  alcalde  del  pueblo  de  su  residencia,  y 
habiendo  dos  ó  mas  alcaldes  ó  tenientes  de  alcaldes  de  los 
cuales  alguno  sea  letrado  han  de  ser  sustituidos  por  este 'con 
preferencia  al  alcalde  lego ,  art.  M  del  reglara,  de  26  de  se- 
tiembre de  1835  ;  bien  que  cuando  en  un  mismo  pueblo  y 
partido  hay  dos  ó  mas  jueces  de  primera  instancia,  debe 
ser  sustituido  un  juez  por  otro  ;  real  orden  de  7  de  marzo 
de  1840. 

III.  Cuando  la  comisión  ó  delegación  se  diere  á  una  per- 
sona por  razón  del  oficio  ó  cargo  público  que  ejerce  ,  puede 
desempeñarla  el  sucesor  en  el  mismo  oficio  ;  pero  cuando  se 
le  confiere,  no  por  razón  del  oficio  sino  por  su  habilidad  ó 
mérito  personal,  no  podrá  entonces  dicho  sucesor  prose- 
guirla ni  llevarla  á  cabo.  Se  entiende  dada  la  comisión  por 
razón  del  oficio ,  si  este  solo  es  el  que  se  espresa  y  no  el  nom- 
bre del  delegado  ;  y  se  supone  dada  por  consideración  á  la 
persona ,  si  se  la  designa  por  su  nombre  y  no  por  el  cargo  : 
también  se  entiende  dada  por  razón  del  oficio,  ya  se  esprese 
solo  el  nombre,  ya  las  dos  cosas,  si  legalmente  no  puede 
conferirse  sino  al  que  lo  ejerce. 

IV.  La  jurisdicción  delegada  podia  conferirse  en  lo  anti- 
guo para  la  decisión  de  algún  litigio  ó  causa  determinada, 
y  aun  para  la  aplicación  de  las  penas  ;  pero  en  el  dia  solo 
puede  concederse  para  actuaciones  judiciales  ó  diligencias 
de  sustanciacion ,  y  no  para  la  resolución  de  contienda  al-  • 
guna  jurídica,  porque  el  art.  247  de  la  Const.  de  1^12  y  el 
9o.  de  la  de  1845  establecen  que  ningún  español  sea  juzgado 
en  causas  civiles  ni  criminales  por  ninguna  comisión  ,  sino 
por  el  tribunal  competente,  determinado  con  anterioridad 
por  la  ley.  Solo  admite  escepcion  esta  regla  respecto  de  al- 
gunas jurisdicciones  especiales  ó  privilegiadas,  las  cuales 
delegan  omnímodamente  sus  facultades  para  toda  clase  de 
causas  y  aun  para  su  decisión  definitiva. 

V.  La  jurisdicción  ordinaria  ha  de  ejercerse  ante  los  es- 
cribanos que  estuvieren  asignados  para  autorizar  los  actos 
del  juzgado  ;  y  la  delegada  se  puede  desempeñar  ante  cual- 
quiera otro. 

Véase  Juez  delegado  ,  Comisión ,  Alcalde ,  y  Juicio  crimi- 
nal ,  §§  IX ,  XI ,  XII  y  XV. 

JURISDICCIÓN  prorogada.  La  que  siendo  incompe- 
tente se  hace  competente  por  voluntad  de  los  litigantes; 
ley  52 ,  tít.  2  ,  Part.  5,  y  ley  7,  lit.  29,  lib.  11,  Nov.  Rec. 

De  aquí  es  que  algunos  autores  la  distinguen  también  con 
la  denominación  de  jurisdicción  voluntaria,  porque  ningún 
juez  puede  ejercer  jurisdicción  entre  personas  que  no  perte- 
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necen  á  su  distrito  si  no  se  le  someten  por  su  propio  hecho. 
Véase  Jurisdicción  voluntaria ,  §  VI. 

I.  Para  que  se  verifique  la  prorogacion  son  necesarias  dos 
cosas  :  Ia.  que  tenga  legítima  jurisdicción  aquel  en  quien 
se  proroga  ;  y  2a.  que  intervenga  el  consentimiento  de  las 
partes. 

Io.  Es  necesario  en  primer  lugar  que  tenga  legítima  ju- 
risdicción aquel  en  quien  se  proroga ,  porque  no  puede  pro- 
rogarse  la  jurisdicción  que  no  existe:  Quod  non  est,  non 
potest  prorogari ,  como  dice  Gregorio  López  en  la  glosa  2a. 
de  la  ley  7,  tít.  7,  Part.  3.  Pueden  con  efecto  los  particula- 
res estender  mas  allá  de  sus  límites  una  jurisdicción  de  que 
por  la  ley  se  halla  revestida  una  persona  ;  pero  no  pueden 
conferirle  una  jurisdicción  que  la  ley  no  le  ha  dado,  por- 
que es  de  derecho  público  y  no  es  lícito  à  los  particulares 
derogar  el  derecho  público  por  medio  de  sus  convenciones  : 
Privatorum  consensus  judicem  non  facit  eum,  qui  nulli  prceest 
judicio  ;  nec  quod  is  statuit  rei  judicalce  continet  auctorita- 
tem  (ley  5,  C.  de  jurisdiclione  omnium  judicum)  :  Qui  ñe- 
que jurisdiclioni  prceest,  ñeque  à  principe  potestate  aliqua 
prceditus ,  ñeque  ab  eo  qui  jus  dandorum  judicum  habet,  da- 
tus  est ,  nec  ex  compromisso  sumplus ,  vel  ex  aliqua  lege  con- 
firmalus  est ,  judex  esse  non  pohiil  (  ley  81,  D.  de  judiciis)  : 
Privatorum  pactis  juri  publico  derogari  non  potest  (  ley  4  o, 
|  1,  D.  de  regulis  juris).  Los  mismos  principios  están  adop- 
tados por  nuestras  leyes,  las  cuales  no  permiten  que  nadie 
juzgue  los  pleitos  sino  los  jueces  nombrados  por  el  rey  ó  por 
quien  tal  derecho  tuviere ,  y  los  arbitros  ó  compromisarios; 
leyes  13  y  16,  lib.  2 ,  tít.  1  del  Fuero  Juzgo ,  y  ley  2,  til.  7, 
lib.  1  del  Fuero  Real. 

2o.  Se  requiere  en  segundo  lugar  el  consentimiento  de  las 
partes,  las  cuales  en  efecto  pueden  someterse  á  un  juez  incom- 
petente :  Si  se  subjiciant  aliqui  jurisdiclioni  et  consentiant, 
ínter  consentientes  cujusvis  judiéis ,  qui  tribunali  prceest,  vel 
aliam  jurisdiclionem  habet,  est  jurisdiclio  ;  ley  1,  D.  deju- 
diciis.  Igual  disposición  se  encuentra  en  la  ley  7,  tít.  7,  lib.  1 
del  Fuero  Real ,  en  la  ley  32 ,  tít.  2,  Part.  3,  y  en  la  ley  7, 
tít.  29,  lib.  11 ,  Nov.  Rec.  El  consentimiento  debe  ser  libre 
y  no  forzado  ;  dado  á  sabiendas  ó  con  conocimiento  y  no  por 
error  de  hecho  ó  de  derecho.  Así  es  que  si  uno  se  ve  apre- 
miado á  responder  ante  un  juez  incompetente  ,  ó  se  somete 
á  él  creyéndole  competente ,  no  queda  prorogada  la  jurisdic- 
ción ,  ni  la  sentencia  será  válida  ,  á  no  ser  que  la  fuerza  ó 
el  error  cesen  y  se  subsanen  por  la  conformidad  ó  por  la 
ciencia  posterior  de  las  partes  :  Consensisse  aulem  videnlur 
qui  sciant  se  non  esse  subectos  jurisdictioni  ejus,  et  in  eum 
consentiant:  cœterum  ,  si  putent  ejus  jurisdiclionem  esse, 
non  erit  ejusjurisdictio;  error  enim  litigâtorum  non  habet 
consenstjm:  aut  si  putaverunt  alium  esse  prœlorem  pro  alio, 
œquù  error  non  dedil  jurisdiclionem  :  aut  si  cùm  restilisset 
quivis  ex  litigatoribus ,  viribus  prœlurœ  compulsus  est,  nulla 
jurisdiclio  est  (ley  2,  D.  de  judiciis).  «  Apremian  á  las  ve- 
gadas los  judgadores  á  los  demandados  que  respondan  ante 
ellos,  dice  la  ley  15,  tít.  22,  Part.  3,  maguer  sean  de  otra 
jurisdicción,  sobre  que  non  hayan  poderío  de  judgar: 
et  en  tal  caso  como  este  decimos  que  todo  juicio  que 
fuere  dado  en  tal  manera ,  que  non  serie  valedero.  Eso 
mismo  serie  cuando  las  partes  yerran  tomando  algún  jud- 
gador  que  non  ha  poderío  sobre  ellos  de  judgar,  cuidando 
que  lo  puede  facer  :  ca  el  juicio  que  fuese  dado  en  esta  ra- 
zón, non  valdrie.  » 

El  consentimiento  de  las  partes  puede  ser  espreso  ó  tácito; 
es  decir,  que  los  litigantes  pueden  prorogar  la  jurisdicción 
de  dos  maneras  ,  espresa  ó  tácitamente.  La  prorogan  espre- 
samenle,  cuando  renunciando  su  propio  fuero  se  convienen 
de  palabra  ó  por  escrito  en  someter  la  decisión  de  un  negocio 
á  un  juez  á  quien  no  correspondía  (  ley  7,  tít.  29,  lib.  11 , 
Nov .  Rec.  )  ;  y  la  prorogan  ludiamente ,  cuando  compare- 


ciendo de  hecho  el  demandado  ante  un  juez  incompetente , 
no  declina  su  jurisdicción  antes  de  proponer  las  demás  es- 
cepciones  ó  defensas ,  ó  en  caso  de  proponer  alguna  escep- 
ción  dilatoria ,  no  hace  la  protesta  de  que  no  por  eso  se 
entienda  que  le  proroga  la  jurisdicción;  como  asimismo 
cuando  compareciendo  ante  el  juez  que  es  competente  para 
la  demanda ,  hace  al  demandante  después  de  la  lítiscontes- 
tacion  alguna  reconvención  ó  mutua  petición  para  la  cual  el 
mismo  juez  no  tenia  competencia.  En  el  primer  caso  de  la 
tácita  prorogacion ,  está  obligado  el  demandado  á  ir  adelante 
por  el  pleito  como  si  estuviese  sujeto  al  poderío  de  aquel 
juez  ;  y  en  el  segundo  no  puede  escusarse  el  demandante  de 
responder  á  la  reconvención  del  demandado,  «  porque  bien 
así  como  al  demandador  plugo  de  alcanzar  derecho  ante 
aquel  judgador,  así  le  es  tenudo  de  responder  antél.  »  £ei/32, 
lit.  2,  Part.  3,  y  doctr.  común  de  los  autores.  Véase  Recon- 
vención. 

II.  Mas  ¿  basta  para  la  prorogacion  el  consentimiento  de 
las  partes,  ó  es  necesario  también  el  del  juez  á  quien  estas  se 
someten?  ¿Estará  obligado  el  juez  á  conocer  de  un  negocio 
entre  personas  no  sujetas  á  su  jurisdicción ,  solo  por  el  hecho 
de  que  ellas  quieren  pleitar  ante  él  ;  ó  podrá  abstenerse  del 
juicio  remitiéndolas  á  su  juez  natural?  Parece  á  primera 
vista  que  esta  cuestión  se  halla  formalmente  decidida  por  la 
ley.  2,  |  1 ,  tít.  1 ,  lib.  5  del  Digesto.  Pregunta  en  ella  Ulpiano 
si  basta  que  los  particulares  hayan  consentido  en  someterse 
á  la  jurisdicción  de  un  juez  incompetente ,  ó  si  es  necesario 
también  el  consentimiento  del  juez.  La  ley  Julia,  responde 
el  jurisconsulto  ,  dice  :  «  á  menos  que  las  parles  se  conven- 
gan :  »  luego  basta  el  consentimiento  de  las  partes  ;  y  si 
ellas  consienten  sin  saberlo  el  pretor,  quien  se  cree  compe- 
tente ,  soy  de  opinion  que  podrá  sostenerse  que  en  efecto 
adquiere  competencia  :  Convenire  autem  utrüm  inter  príva- 
los sufficit,  an  vero  etiam  ipsiusprœloris  consensus  necessarius 
est  ?  Lex  Julia  judiciorum  ait  :  Quominus  ínter  privatos 
conveniat  ;  sufficit  ergo  privatorum  consensus;  proinde,si 
privati  consentiant, prœlor  aulem  ignorât  consentiré , el putat 
suam  jurisdictionem  ;  an  legi  satisfactum  sit ,  videndum  esl  ? 
et  pulo  posse  defendí  ejus  esse  jurisdictionem.  Pero  ¿  puede 
concluirse  de  aquí ,  que  el  juez  está  obligado  á  pronunciar 
entre  los  litigantes  que  han  acudido  á  su  tribunal  sin  estar 
sujetos  á  él  ;  y  que  debe  pronunciar  por  solo  el  hecho  de  que 
tal  es  la  voluntad  de  los  litigantes  ?  Es  bien  constante ,  á  la 
verdad ,  que  el  consentimiento  formal  ó  tácito  del  juez  no  es 
necesario  para  la  validez  de  la  sentencia;  y  que  aun  cuando 
él  se  haya  creído  competente,  no  por  eso  la  prorogacion  de- 
jará de  surtir  todo  su  efecto  entre  las  partes.  Mas  esta  es  la 
única  consecuencia  que  puede  sacarse  de  la  precitada  ley, 
y  de  ningún  modo  se  induce  de  ella  como  principio ,  que 
para  obligar  al  juez  á  decidir  una  contienda  que  no  es  de 
su  competencia  ,  basta  que  las  partes  lo  pidan.  La  ley  ha 
fijado  á  todos  los  jueces  los  límites  de  su  jurisdicción  ;  y  si 
por  una  parte  no  les  es  lícito  traspasarlos  sin  el  consenti- 
miento de  los  litigantes,  ni  dejar  de  tomar  en  consideración 
la  escepcion  declinatoria  que  el  demandado  propone  antes  de 
la  contestación  á  la  demanda ,  parece  que  por  otra  deben 
tener  la  libertad  de  encerrarse  dentro  de  los  límites  de  sus 
atribuciones,  aun  cuando  las  partes  quieran  lo  contrario. 
Estas  pueden  hacer  la  convención  de  llevar  sus  negocios 
ante  un  juez  incompetente,  y  pueden  también  los  deman- 
dados ante  él  renunciar  á  sus  escepciones  declinatorias  ;  pero 
ni  las  convenciones ,  que  por  regla  general  solamente  obligan 
á  los  que  las  contraen  ,  ni  las  renuncias  de  las  escepciones 
declinatorias  ,  son  capaces  de  imponer  á  los  jueces  la  obli- 
gación de  salir  del  círculo  de  su  jurisdicción,  pues  que  solo 
les  dan  la  facultad  de  conocer  de  los  asuntos  que  por  dichas 
convenciones  ó  renuncias  les  someten  los  interesados  ;  de 
suerte  que  pueden  los  jueces,  si  quieren,  inhibirse  de  tal 
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conocimiento.  Consensus  judiéis  expressus  ad  prorogationem 
necessarius  non  est  (dice  Lauterbach,  collegium  Pandecta- 
rum,  ad  tít.  dejurisdict.,  §  21)  ;  sed  sufficil  si  non  contra- 
dicit;  invilus  vero  compelli  non  polest,  ut  sibi  non  subjeclis 
jus  dicat. 

III.  La  prorogation  de  jurisdicción  se  puede  hacer,  según 
esponen  los  autores  :  i°.  de  persona  á  persona  :  2o.  de  can- 
tidad á  cantidad,  ó  de  cosa  á  cosa  :  3o.  de  tiempo  á  tiempo , 
ó  de  causa  á  causa  :  y  4o.  de  lugar  á  lugar. 

IV.  Hácese  la  prorogation  de  persona  á  persona,  cuando 
el  avecindado  en  un  distrito  judicial  ó  el  sujeto  á  un  juz- 
gado especial  ó  privativo  se  somete  para  la  decisión  de  un 
negocio  à  la  jurisdicción  del  juez  de  otro  distrito  ó  del  fuero 
ordinario  y  común. 

Las  personas  que  celebran  algún  contrato  pueden  esta- 
blecer en  él,  que  las  dudas,  dificultades  ó  resistencia  que 
alguna  de  ellas  opusiere  á  su  Cumplimiento ,  se  ventilen  y 
decidan  ante  un  juez  estraño,  renunciando  espontáneamente 
el  derecho  de  ser  demandadas  en  su  propio  fuero ,  ya  por- 
que esta  renuncia  no  tiene  nada  que  sea  contrario  al  orden 
público ,  ya  porque  la  necesidad  de  seguir  el  juicio  en  dicho 
fuero  podría  perjudicar  á  una  de  las  partes.  Así  es  que  si 
tú,  por  ejemplo,  que  estás  domiciliado  en  Madrid,  haces  un 
contrato  con  Pedro  que  lo  está  en  Valencia  ,  y  previendo 
que  podrán  sobrevenir  algunas  dificultades  ó  disensiones, 
le  exiges  que  á  fin  de  no  verte  obligado  á  seguir  un  pleito 
en  dicha  ciudad,  se  someta  para  el  cumplimiento  de  la  obli- 
gación que  ha  contraído  á  la  jurisdicción  del  juzgado  de 
Madrid  ó  á  la  del  de  Albacete ,  y  él  en  efecto  consiente  y 
hace  tal  sumisión,  podrás  demandarle  en  caso  necesario  ante 
el  juez  á  que  se  hubiere  sometido  ;  y  como  se  supone  que 
Pedro  ha  renunciado  su  derecho  en  beneficio  tuyo  mientras 
no  conste  que  lo  ha  hecho  en  el  suyo,  podrás  usar  ó  no  usar 
de  la  facultad  que  te  ha  concedido  y  ponerle  la  demanda,  si 
mas  te  conviniere,  ante  el  juez  de  su  domicilio.  Esta  doc- 
trina es  muy  conforme  á  las  leyes  1  y  2,  tít.  1,  lib.  5,  y  á  la 
ley  18,  tít.  1,  lib.  2delDigesto,  como  asimismo  ala  ley  52, 
tít.  2,  Part.  5,  con  las  glosas  10  y  11  de  Gregorio  López. 

Mas  la  sumisión  hecha  á  un  juez  estraño  para  el  cumpli- 
miento de  un  contrato ,  no  se  entiende  hecha  igualmente 
para  la  ejecución  de  las  sentencias  pronunciadas  con  ocasión 
del  mismo  contrato  ;  y  así  no  podrá  el  juez  á  quien  se  so- 
metieron las  parles  con  renuncia  de  su  fuero,  proceder  en 
virtud  de  dicha  sumisión  á  la  via  ejecutiva ,  «  no  hallándose 
la  persona  ó  bienes  del  deudor  dentro  de  su  jurisdicción  ; 
escepto  si  el  tal  reo  que  así  se  sometió ,  ó  por  razón  del 
contrato  que  allí  hizo,  ó  por  razón  de  la  paga  que  en  el  tal 
lugar  habia  de  hacer,  ó  por  otra  causa  hubiese  surtido  el 
fuero  del  tal  juez  á  quien  así  se  sometió  ;  que  en  tal  caso 
puede  proceder  á  la  ejecución ,  aunque  no  se  halle  la  per- 
sona y  bienes  dentro  de  su  jurisdicción  haciéndolo  por  re- 
quisitoria ;  »  ley  7,  tít.  29,  lib.  11,  Nov.  Rec.  Esta  misma  ley 
dispone,  «  que  en  virtud  de  las  sumisiones  generales  que  se 
6uelen  hacer,  sometiéndose  á  cualquier  fuero,  jurisdicción 
y  juez  ante  quien  fueren  demandados,  aunque  haya  renun- 
ciación de  fuero  y  cualesquier  otras  cláusulas  ,  no  se  pueda 
proceder,  sino  tan  solamente  hallándose  la  persona  ó  bienes 
en  la  jurisdicción  del  juez  ante  quien  se  pidiere  la  tal  eje- 
cución. » 

No  pueden  someterse  espresa  ni  tácitamente ,  no  siendo 
por  via  de  reconvención  ,  á  la  jurisdicción  de  un  juez  es- 
traño :  Io.  los  menores  de  edad ,  á  no  ser  con  autoridad  de 
su  curador,  ley  17,  tít.  16 ,  Pari.  6  :  2o.  los  procuradores  , 
no  mediando  especial  mandato  de  sus  comitentes  :  5o.  los 
labradores,  quienes  no  pueden  renunciar  el  fuero  común  del 
juzgado  de  primera  instancia  de  su  partido  por  las  deudas 
que  contrajeren,  leyes  6 y  7,  tít.  11,  lib.  10,  Nov.  Rec. 

La  jurisdicción  especial  que  tiene  un  juez  con  respecto 


solamente  á  cierta  clase  de  personas ,  no  puede  eslenderse 
á  personas  de  otra  clase ,  ni  aun  con  el  consentimiento  de 
estas,  aunque  el  juez  especial  tenga  autoridad  para  conocer, 
entre  sus  propios  subordinados,  del  asunto  litigioso  que  los 
estraños  tratasen  de  someter  á  su  decisión  ;  y  así  es  que  los 
particulares  sujetos  al  fuero  común  no  pueden  llevar  sus 
pleitos  privados  ante  los  jueces  militares,  ni  ante  los  de 
hacienda ,  y  mucho  menos  ante  los  eclesiásticos ,  pues  está 
prevenido  en  las  leyes  que  ningún  seglar  pueda  mandar 
citar  ni  emplazar  á  otro  lego  ante  el  juez  eclesiástico  ni  otor- 
gar obligación  sometiéndose  á  la  jurisdicción  eclesiástica 
sobre  cosas  no  pertenecientes  á  la  Iglesia ,  bajo  la  pena  de 
perder  su  acción  como  también  el  oficio  si  le  tuviere  y  de 
no  poder  obtener  otro,  y  de  nulidad  de  la  escritura  ;  ley  7, 
lit.  I,  lib.  íí,y  ley  6,  tít.  1,  lib.  10,  Nov.  Rec.  Por  el  contra- 
rio, las  personas  que  gozan  de  fuero  especial  ó  privilegiado 
pueden  prorogar  la  jurisdicción  de  los  jueces  ordinarios,  con 
tal  que  dicho  fuero  no  sea  de  aquellos  que  no  pueden  renun- 
ciarse por  haberse  concedido  á  la  clase  y  no  á  la  persona, 
como  el  de  los  clérigos  y  el  de  los  militares,  quienes  por  esta 
razón  no  pueden  someterse  al  fuero  ordinario.  No  puede  , 
sin  embargo  ,  aplicarse  esta  doctrina  respecto  de  la  recon- 
vención; pues  por  medio  de  esta  todos  pueden  someterse 
á  un  juez  estraño,  con  tal  que  la  causa  de  la  reconvención 
sea  de  tal  naturaleza  que  pueda  tratarse  ante  él.  Vcase  Re- 
convención. 

V.Prorógase  la  jurisdicción  de  cantidad  á  cantidad,  cuando 
teniendo  un  juez  facultad  para  conocer  solamente  de  nego- 
cios que  no  pasen  de  una  cantidad  determinada,  convienen 
los  interesados  en  que  conozca  del  suyo,  á  pesar  de  ser  de 
mayor  importancia.  En  efecto ,  el  juez  que  tiene  autoridad 
para  conocer  hasta  cierta  suma  ,  puede  juzgar  también  de 
un  negocio  de  mas  valor,  si  en  ello  convienen  los  litigantes: 
Judex ,  qui  usque  ad  certam  summam  judicare  jussus  est, 
etiam  de  re  major  i  judicare  polest,  si  inter  aligátores  convc- 
nial;  ley  74,  tít.  1,  lib.  5  del  Digesto.  Sigúese  de  aquí  que 
los  alcaldes  de  los  pueblos,  à  quienes  según  el  art.  31  del 
reglamento  de  26  de  setiembre  de  1835  compete  el  conoci- 
miento de  las  demandas  civiles  cuya  entidad  no  pase  de  diez 
duros  en  la  península  é  islas  adyacentes  y  de  treinta  en 
ultramar,  podrán  conocer  también  de  negocios  de  mayor 
cuantía  ,  si  sabiendo  las  partes  que  son  incompetentes  para 
estos,  los  someten  sin  embargo  voluntariamente  á  su  juris- 
dicción. La  misma  consecuencia  sacaron  de  dicha  ley  los 
Romanos,  aplicándola  igualmente  por  otra  ley  espresa  á  sus 
jueces  municipales  ,  los  cuales  estaban  instituidos  como 
nuestros  alcaldes  para  conocer  de  negocios  de  corto  valor,  y 
á  pesar  de  ello,  consintiendo  los  interesados ,  podian  admitir 
y  decidir  acciones  sobre  cosas  mas  importantes  :  ínter  con- 
venienles ,  dice  la  ley  28,  tít.  1,  lib.  SO  del  Digesto,  et  de  re 
majori  apud  magistratus  municipales  agelur.  La  misma  regla 
se  observa  hoy  en  Francia,  habiendo  decidido  el  supremo 
tribunal  de  casación,  especialmente  por  sentencias  de  10 de 
enero  de  1809,  y  12  de  marzo  de  1829,  que  la  jurisdicción 
de  los  jueces  de  paz ,  limitada  por  la  ley  hasta  cierta  canti- 
dad ,  puede  prorogarse  por  voluntad  de  las  partes  á  canti- 
dades superiores.  Sin  embargo,  en  el  Febrero  que  ha  salido 
á  luz  el  año  de  1842  con  los  nombres  de  los  señores  Goyena 
y  Aguirre  se  dice  bajo  el  art.  4648,  «  que  la  prorogacion  de 
cosa  á  cosa  (ó  de  cantidad  á  cantidad)  tampoco  es  posible 
por  las  razones  espuestas  (esto  es ,  porque  á  ninguno  es  per- 
mitido esceder  los  límites  de  la  jurisdicción  que  le  ha  sido 
cometida  por  el  poder  ejecutivo);  y  que  así  es  que  si  un 
alcalde  à  quien  compete  conocer  como  juez  esclusivo  (y  á 
prevención  donde  hay  juez  de  primera  instancia)  por  canti- 
dades que  no  pasen  de  S00  rs.  (200)  se  entrometiese  á  co- 
nocer de  asuntos  de  mayor  cuantía,  cometería  un  esceso,  no 
obstante  el  consentimiento  de  las  partes.  »  Mas  si  la  espresada 
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razón  fuese  valedera ,  no  tendría  lugar  entonces  ninguna 
especie  de  prorogacion,  porque  toda  jurisdicción  está  ceñida 
por  la  ley  ó  á  ciertas  personas,  ó  á  ciertas  causas,  ó  á  cierto 
territorio ,  ó  à  cierto  tiempo.  De  estas  limitaciones  puestas 
por  la  ley  solo  se  sigue  que  los  jueces  no  pueden  traspasar 
por  su  sola  voluntad  la  jurisdicción  que  se  les  ha  conferido  ; 
pero  no  se  sigue  que  no  puedan  estenderla  si  los  litigantes 
voluntariamente  se  les  someten  de  hecho  ó  por  previo  con- 
venio. La  dificultad  está  en  examinar  y  decidir  cuáles  son 
los  casos  en  que  la  jurisdicción  de  un  juez,  aunque  siempre 
limitada  por  la  ley,  puede  ó  no  prorogarse  ó  estenderse  por 
voluntad  de  las  partes.  Todo  juez  es  incompetente  y  comete 
un  esceso  de  poder  cuando  traspasa  los  límites  de  su  juris- 
dicción ejerciendo  las  funciones  judiciales  entre  personas 
que  no  le  están  sometidas,  ó  sobre  causas  que  pertenecen  á 
otro  juez;  mas  el  vicio  de  la  incompetencia  puede  unas  ve- 
ces cubrirse  ó  subsanarse  y  otras  no,  según  su  naturaleza, 
por  la  sumisión  espresa  ó  tácita  do  los  mismos  litigantes.  El 
juez  que  tiene  autoridad  para  conocer  de  negocios  de  cierto 
valor  determinado ,  no  la  tiene  para  conocer  de  otros  de  mas 
importancia;  y  de  consiguiente  si  estando  reducido  por  la 
ley  á  la  facultad  de  entender  en  asuntos  de  doscientos  reales, 
tomare  conocimiento  por  su  propia  voluntad  de  una  de- 
manda de  cuatrocientos  ,  cometerá  sin  duda  un  esceso  de 
poder  ;  pero  una  vez  revestido  por  la  ley  de  la  potestad  de 
juzgar  hasta  la  concurrencia  de  la  mitad  de  esta  suma,  tiene 
por  sus  atribuciones  legales  el  germen  ó  principio  de  la  au- 
toridad que  le  es  necesaria  para  dar  sentencia  sobre  la  tota- 
lidad ;  de  manera  que  para  habilitarle  á  darla  ,  no  es  preciso 
conferirle  una  jurisdicción  nueva  ,  sino  que  basta  estender 
ó  desarrollar  un  principio  que  ya  existe,  basta  prorogar  una 
jurisdicción  legalmente  establecida  ,  y  la  ley  en  efecto  per- 
mite esta  prorogacion  á  los  interesados,  al  paso  que  les 
prohibe  la  creación  de  una  nueva  jurisdicción,  prestándose 
mas  fácilmente  á  la  estension  de  un  poder  que  es  obra  suya, 
que  no  á  la  creación  de  uno  en  que  no  tendría  parte.  Si  no 
se  presenta  pues  otra  razón  que  la  de  incompetencia  del 
juez  para  conocer  de  mayor  suma  que  la  que  le  prefija  la 
ley,  no  creemos  que  esta  sea  suficiente  para  negar  la  pro- 
rogacion de  cantidad  á  cantidad,  pues  que  tal  incompetencia 
ha  existido  siempre ,  y  sin  embargo  siempre  se  ha  cubierto 
ó  subsanado  este  defecto  por  voluntad  de  las  partes. 

VI.  Por  el  contrario,  la  jurisdicción  especial  y  privativa, 
la  jurisdicción  de  un  juez  que  está  deputado  para  cierto 
género  de  causas  ó  negocios ,  ad  cerlum  (¡anus  causarum ,  no 
puede  prorogarse  á  negocios  ó  causas  de  otro  género.  Así 
es  que  no  puede  llevarse  á  un  tribunal  de  comercio,  por 
ejemplo  ,  un  negocio  puramente  civil ,  cualesquiera  que  fue- 
sen los  litigantes,  aunque  perteneciesen  á  la  clase  de  mer- 
caderes :  la  sumisión  de  estos  á  dicho  tribunal  por  un  nego- 
cio que  no  fuese  de  su  incumbencia,  seria  absolutamente 
nula  ,  y  la  sentencia  que  interviniese  tendría  el  vicio  de 
esceso  de  poder.  La  razón  es  que  cuando  un  juez  está  redu- 
cido á  conocer  de  cierto  género  de  negocios,  todos  los  ne- 
gocios de  otro  género  le  son  absolutamente  estraños;  y  el 
someterlos  á  su  conocimiento  no  seria  estender  ó  prorogar 
su  jurisdicción,  sino  crear  una  nueva  y  conferírsela.  La 
facultad  de  someterse  á  la  jurisdicción  de  otro  juez,  no  en- 
cierra la  de  revestirle  de  una  jurisdicción  que  no  tiene, 
porque  la  prorogacion  de  la  jurisdicción  presupone  necesa- 
riamente la  existencia  de  la  misma  jurisdicción ,  no  bastando 
la  existencia  de  otra  de  distinta  clase. 

VIL  Se  proroga  la  jurisdicción  de  tiempo  á  tiempo  y  do 
causa  á  causa  cuando  teniendo  el  juez  limitada  su  jurisdic- 
ción á  cierto  tiempo  ó  acierta  causa,  se  convienen  las  parles 
en  que  finado  el  término  prosiga  en  el  conocimiento  del  ne- 
gocio hasta  su  decisión ,  ó  en  que  conozca  también  de  otro 
pleito  diferente  de  aquel  que  le  estaba  encargado.  Si  etjudex 


ad  lempus  dalus,  et  omnes  litigatores  consentianl  (dicela 
ley  2,  §2,  tít.  1,  lib.  5  del  Digeslo),  nisi  spccialiter  princi- 
pan jussione  prorogaiio  fuerit  inhibila ,  possunt  témpora, 
intra  qiiœ  jussus  est  litem  dirimere,  prorogari.  «  Otrosí 
decimos  (dice  la  ley  20,  tít.  lí,  Part.  3)  que  el  delegado  non 
se  debe  trabajar  en  otro  pleito  entre  ellos  (los  litigrntes)  si 
non  en  aquel  que  señaladamente  le  fué  encomendado  que 
librase  :  fueras  ende  por  avenencia  de  ambas  las  partes,  ca 
estonce  bien  lo  podría  facer.  »  Pero  ,  ó  el  juez  es  ordinario, 
ó  es  delegado.  Si  es  ordinario,  como  un  juez  de  primera 
instancia  ó  un  alcalde  ,  no  podrá  entender  en  causa  algu- 
na, ni  aun  mediante  el  consentimiento  de  las  partes,  luego 
que  haya  cesado  en  el  ejercicio  de  su  jurisdicción ,  sea  por 
haber  sido  exonerado  de  su  cargo,  sea  per  haber  hecho  en- 
trega de  él  al  sucesor,  porque  no  puede  usarse  ni  prorogar- 
se una  jurisdicción  que  ya  no  existe  en  su  persona,  ni  seguir 
revestido  de  autoridad  pública  el  que  ha  pasado  á  la  clase 
de  mero  particular.  Si  es  delegado ,  no  solamente  no  podrá 
entender  en  otra  causa  diferente  de  aquella  en  que  tiene 
parte  ,  sino  que  ni  aun  podrá  decidir  en  el  dia  la  que  se  le 
hubiese  encomendado ,  porque  ya  no  se  delega  ni  puede 
delegarse  la  jurisdicción  para  la  decisión  de  causas  civiles 
ni  criminales,  sino  solo  para  la  práctica  de  algunas  diligen- 
cias relativas  á  los  procedimientos ,  como  se  ha  esplicado  en 
el  artículo  Jurisdicción  delegada  ;  y  así  no  pueden  verifi- 
carse los  casos  de  (pie  hablan  las  citadas  leyes  del  Digesto  y 
de  las  Partidas. 

VIII.  Por  último  se  hace  la  prorogacion  de  lugar  á  lugar, 
cuando  el  juez  de  un  territorio  conoce  en  otro  de  alguna 
causa  con  consentimiento  de  los  litigantes  y  permiso  espreso 
ó  tácito  del  juez  del  distrito.  «  Ningún  alcalde  (dice  la  ley  7, 
tít.  7,  libro  I  del  Fuero  Real)  non  sea  osado  de  judgar  en 
otra  tierra  que  non  es  de  su  alcaldía ,  nín  costreñir,  nin 
prendar,  nin  usar  de  oficio  ninguno  de  alcaldía  si  non  fuere 
por  avenencia  de  las  parles  :  et  si  alguno  contra  esto  ficiere, 
el  juicio  que  diere  non  vala.  Et  si  alguna  cosa  entregare  ó 
prendare  por  sí  ó  por  su  mandado ,  tórnelo  todo  doblado  á 
aquel  á  quien  lo  tomó ,  épor  la  osadía  que  fizo,  peche  veinte 
maravedís,  los  diez  al  rey  é  los  diez  al  alcalde  de  la  tierra 
en  que  lo  fizo.  »  Resulta  pues  de  esta  ley  que  por  mas  ¡n-> 
competente  que  sea  un  juez  para  conocer  de  una  causa  cu 
el  territorio  de  otro  ,  pueden  las  partes  habilitarle  para  ello 
por  mutuo  consentimiento;  y  para  que  no  se  diga  que  atre- 
pella la  jurisdicción  ajena,  será  indispensable  el»consenti- 
miento  del  juez  territorial.  Muchos  autores  ,  sin  embargo, 
repugnan  esta  prorogacion  de  lugar  á  lugar,  diciendo  que  el 
juez  fuera  de  su  distrito  no  es  mas  que  un  particular  sin 
jurisdicción  alguna.  Es  cierto  que  el  juezde  un  distrito  no 
puede  ejercer  jurisdicción  en  otro  ;  mas  él ,  absolutamente 
hablando,  tiene  jurisdicción,  al  contrario  que  el  que  ha- 
biéndola tenido  ha  cesado  en  ella;  y  como  el  requisito  esen- 
cial para  que  una  jurisdicción  pueda  prorogarse  por  volun- 
tad de  los  interesados ,  es  que  la  jurisdicción  que  se  proroga 
tenga  real  y  actual  existencia ,  parece  consiguiente  que  sea 
admisible  la  prorogacion  de  lugar  á  lugar,  aunque  no  lo  sea 
la  de  tiempo  á  tiempo.  Ademas,  la  ley  que  acabamos  de 
transcribir,  y  de  que  ninguno  de  cuantos  .autores  hemos 
visto  hacen  mención  alguna,  decide  claramente  la  cuestión. 

IX.  La  jurisdicción  de  los  tribunales  de  apelación  ¿  puede 
convertirse ,  por  la  via  de  la  prorogacion  ,  en  jurisdicción 
de  primera  instancia  ?  ó  lo  que  es  lo  mismo,  ¿pueden  los 
litigantes  por  consentimiento  recíproco  llevar  sus  negocios 
al  tribunal  superior  del  distrito  ,  como  por  ejemplo  á  la  au- 
diencia territorial,  para  que  conozca  de  ellos  en  primera  y 
última  instancia ,  renunciando  el  derecho  de  enlabiarlos 
ante  el  juzgado  inferior?  Esta  cuestión  puede  decidirse  en 
sentido  negativo  por  los  principios  que  hemos  sentado.  Para 
que  una  jurisdicción  pueda  prorogarse  por  voluntad  de  las 
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partes ,  es  necesario  que  exista  en  la  actualidad ,  no  bas- 
tando que  haya  existido  en  tiempo  anterior  ó  que  haya  de 
existir  en  lo  sucesivo;  porque  así  como  las  partes  no  pue- 
den resucitar  una  jurisdicción  que  se  ha  estinguido,  tampoco 
pueden  poner  desde  luego  en  actividad  una  jurisdicción 
que  no  ha  nacido  todavía.  Ahora  bien,  la  jurisdicción  de  los 
tribunales  de  apelación  no  tiene  principio  sino  cuando  la 
apelación  se  presenta  :  la  materia  sobre  que  debe  ejercerse, 
no  se  compone  sino  de  las  causas  que  han  sido  ya  previa- 
mente juzgadas  por  un  tribunal  de  primera  instancia  ;  y 
mientras  una  causa  no  se  halle  en  este  estado ,  no  puede 
someterse  á  un  tribunal  que  es  incompetente  para  conocer 
de  ella  por  razón  de  la  materia.  Es  cierto  que  los  tribunales 
de  apelación  tienen  la  plenitud  de  la  autoridad  judicial ,  y 
que  su  jurisdicción  es  universal;  pero  esta  jurisdicción  no 
es  inmediata  ni  directa ,  sino  que  está  reducida  á  los  nego- 
cios cuyo  conocimiento  se  le  defiere  por  la  via  de  la  alzada 
ó  apelación.  La  gradación  de  las  jurisdicciones  es,  ademas, 
de  orden  público,  se  halla  establecida  por  el  interés  general 
y  para  asegurar  la  mas  perfecta  administración  de  justicia; 
y  no  pueden  por  lo  tanto  renunciarla  los  particulares.  No  es 
susceptible  pues  de  convertirse  por  la  prorogacion  en  juris- 
dicción de  primera  instancia  la  jurisdicción  de  los  jueces  de 
apelaciones. 

Diráse  tal  vez,  que  ya  que  el  consentimiento  de  las  partes 
puede  erigir  á  un  juez  de  primera  instancia  en  juez  vínico  y 
supremo  ,  pactando  estará  su  decisión  y  renunciando  el  de- 
recho de  apelar,  conforme  á  la  ley  13,  tít.  25, Part.  5, podrá 
también  hacer  de  un  juez  ó-tribunal  de  apelación  un  tribunal 
ó  juez  de  primera  y  última  instancia.  Pero  hay  una  diferen- 
cia esencial  entre  lo  primero  y  lo  segundo.  Las  partes  que 
ambas  á  dos  consienten  en  pasar  por  la  decisión  de  un  juez 
de  primera  instancia,  no  confieren  á  este  juez  una  jurisdic- 
ción que  le  falte,  estienden  solamente  la  jurisdicción  de  que 
se  halla  revestido  ,  renuncian  solo  la  facultad  de  apelar  de 
la  sentencia  que  diere,  y  tienen  con  efecto  el  derecho  de 
hacer  ó  no  hacer  tal  renuncia  ;  mientras  que  las  partes  que 
convienen  en  ser  juzgadas  en  primera  y  última  instancia 
por  un  tribunal  de  apelación  ,  le  confieren  una  jurisdicción 
que  no  tiene  de  presente  y  que  no  puede  adquirir  sino  por 
medio  de  una  alzada ,  prorogan  una  jurisdicción  que  no 
existe ,  y  hacen  de  consiguiente  una  cosa  que  se  halla  fuera 
del  alcance  de  su  poder.  El  texto  de  la  segunda  parte  del 
art.  59  del  reglamento  de  26  de  setiembre  de  1833  parece 
muy  conforme  á  esta  doctrina  :  «  No  podrán  de  manera 
alguna,  dice  hablando  de  las  audiencias,  avocar  causa  pen- 
diente ante  juez  inferior  en  primera  instancia,  ni  entreme- 
terse en  el  fondo  de  ellas  cuando  promuevan  su  curso  ó  se 
informen  de  su  estado,  ni  pedírsela  aun  ad  effeclum  videndi, 
ni  retener  su  conocimiento  en  dicha  instancia  cuando  haya 
apelación  de  auto  interlocutorio,   ni   embarazar   de    olio 
modo  á  dichos  jueces  en  el  ejercicio  de  la  jurisdicción  que 
les  compete  de  lleno  en  la  instancia  espresada.  »  Cierto  es 
que  el  artículo  no  se  contrae  directamente  á  la  cuestión  que 
nos  ocupa ,  pues  que  no  dice  que  las  audiencias  no  puedan 
conocer  en  primera  instancia,  ni  aun  mediando  el  consen- 
timiento de  las  partes,  de  los  negocios  que  pertenecen  á  los 
juzgados  inferiores  ;  pero  al  ver  las  espresiones  tan  termi- 
nantes de  que  se  vale  para  escluir  á  las  audiencias  de  toda 
intervención  en  el  fondee  dichos  negocios  mientras  se  ha- 
llan en  primera  instancia ,  y  al  ver  igualmente  la  insistencia 
que  hace  manifestando  que  esta  instancia  corresponde  de 
lleno  á  los  jueces  inferiores,  no  podemos  menos  de  concebir 
la  idea  de  que  la  voluntad  de  la  ley  es  la  de  establecer  de 
parte  de  las  audiencias  una  incompetencia  absoluta  para 
conocer  en  primer  grado  de  las  causas  que  no  les  están  es- 
presamente  asignadas  ;  incompetencia  por  razón  de  la  mate- 
ria ;  incompetencia  por  consiguiente  que  no  puede  salvarse, 


vencerse ,  ó  subsanarse  por  el  mutuo  consentimiento  de  los 
litigantes. 

X.  Es  regla  general  que  en  materias  criminales  no  puede 
prorogarse  la  jurisdicción  de  un  juez  incompetente  ;  porque 
respecto  de  ellas  se  halla  establecida  la  competencia  de  los 
jueces  no  solo  por  el  interés  de  los  ofensores  y  de  los  ofen- 
didos sino  también  por  el  de  la  sociedad.  Sin  embargo  ,  la 
ley  lg,  lit.  1  ,  Part.  7,  despues  de  señalar  por  jueces  com- 
p'elëhtès  para  lo  criminal  al  juez  del  lugar  donde  se  cometió 
el  delito,  al  del  domicilio  del  reo ,  al  del  lugar  donde  este 
tuviere  la  mayor  parte  de  sus  bienes  (si  en  él  fuere  hallado, 
como  añade  Gregorio  López)  y  al  del  lugar  donde  fuere  en- 
contrado siendo  prófugo  ó  vagamundo;  establece  luego,  que 
si  el  que  delinquió  en  un  lugar  fuese  acusado  en  otro  donde 
le  encontrasen  ,  y  respondiese  ante  el  juez  de  este  último 
sin  declinar  su  jurisdicción  ,  quedada  obligado  á  seguir  el 
juicio  ante  él  hasta  sentencia  definitiva  :  «  Si  por  aventura 
el  que  habie  fecho  el  yerro  en  un  lugar,  fuese  fallado  des- 
pués en  otro  et  lo  acusasen  hi  del  yerro  delante   del  jud- 
gador  do  lo  fallasen,  si  respondiese  antél  á  la  acusación, 
non  poniendo  ante  sí  defensión  ninguna  si  la  habie,  dende 
adelante   tonudo  es  de    seguir   el  pleyto  antél  fasta  que 
sea  acabado,  maguer  él  fuese  de  otro  lugar  et  se  pudiera 
excusar  con  derecho  de  non  responder  antél  ante  que  res- 
pondiese á  la  acusación.  »  Pueden  por  lo  tanto  el  ofensor  y 
el  ofendido  prorogar  la  jurisdicción  de  un  juez  que  sea  in- 
competente por  razón  del  territorio  :  el  ofendido  poniendo 
la  acusación  ante  el  juez  del  distrito  en  que  encontrare  al 
ofensor,  aunque  el  distrito  no  sea  el  lugar  del  delito  ,  ni  el 
del  domicilio ,  ni  el  de  la  mayor  parte  de  los  bienes  del 
reo  ,  ni  este  sea  prófugo  ó  vagamundo;  y  el  ofensor  respon- 
diendo á  la  acusación  sin  proponer  la  escepcion  declinato- 
ria :  ambos  en  efecto  son  arbitros  según  esta  ley  en  consen- 
tir de  hecho  que  la  causa  sea  juzgada  por  un  juez  que  de 
otro  modo  no  podria  entender  en  ella.  Pero  parece  que  esta 
disposición  legal  no  debe  aplicarse  sino  á  los  delitos  priva- 
dos, cuando  solamente  las  partes  tengan  interés  en  la  causa. 
¿  Qué  será  si  el  delito  es  público ,  si  la  sociedad  está  intere- 
sada en  su  castigo ,  si  puede  empezarse  el  procedimiento 
por  escitacion  del  ministerio  fiscal  ó  por  pesquisa  de  oficio, 
sin  necesidad  de  querella  ó  denuncia  de  parte  agraviada?  No 
debe  entonces  el  juzgado  del  lugar  en  que  se  cometió  el 
delito  pasar  por  la  prorogacion  que  hicieren  las  partes  de  la 
jurisdicción  de  un  juez  incompetente,  antes  por  el  contrario 
estará  obligado  á  formar  causa  y  reclamar  la  entrega  ó  re- 
misión del  reo  y  de  las  diligencias  practicadas  contra  él  ;. 
pues  no  siendo  el  acusador  y  el  acusado  los  únicos  interesa- 
dos en  la  causa  ,  no  son  dueños  de  llevaría  al  tribunal  que 
mas  les  acomode ,  ni  pueden  por  su  hecho  impedir  ó  emba- 
razar el  ejercicio  de  la  jurisdicción  que  la  ley  ha  encargado 
al  juez  del  lugar  del  delito.  Véase  Juicio  criminal,  §§  VIII  y 
siguientes  hasta  el  XVIII  inclusive. 

JURISDICCIÓN  forzosa.  La  que  ejerce  un  juez  res- 
pecto de  las  personas  y  causas  que  por  disposición  de  las 
leyes  están  sujetas  á  su  potestad  judicial  ;  y  se  dice  forzosa 
por  contraposición  á  la  jurisdicción  prorogada  que  tiene  un 
juez  cuando  los  litigantes  de  otro  distrito  ó  fuero  se  le  some- 
ten voluntariamente.  Es  forzosa  respecto  del  juez  y  respecto 
de  los  litigantes  :  respecto  del  juez  ,  porque  este  no  puede 
negarse  á  ejercerla  cuándo  las  partes  acuden  á  su  tribunal  ; 
y  respecto  de  los  litigantes  ,  porque  cuando  uno  de  estos 
pide  justicia  ,  no  puede  el  otro  declinarla.  La  jurisdicción 
prorogada  por  el  contrario  ,  es  voluntaria  ,  así  de  parte  de 
los  litigantes  como  de  la  del  juez  :  de  parte  de  los  litigantes, 
porque  sin  el  consentimiento  de  ambos  no  puede  el  juez  ejer- 
cerla; y  de  parte  deljuez,  porque  es  arbitro  de  negarse  ó  pres- 
tarse al  conocimiento  de  una  causa  entre  personas  que  no  le 
están  subordinadas.  Véase  Jurisdicción  prorogada,  %§  I  y  II. 
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JURISDICCIÓN  acumulativa.  Aquella  por  la  cual 
puede  un  juez  conocer  á  prevención  de  las  mismas  causas 
que  otro  ;  esto  es ,  la  que  reside  á  un  mismo  tiempo  en  dos 
ó  mas  jueces  que  pueden  anticiparse  á  tomar  conocimiento 
de  una  misma  causa ,  debiendo  seguirla  el  primero  que  la 
hubiere  empezado.  Llámase  también  por  esta  razón  juris- 
dicción preventiva.  Tal  es  ,  por  ejemplo  ,  la  que  tienen  los 
alcaldes  y  tenientes  de  alcalde  para  conocer,  á  prevención 
con  el  juez  letrado  de  primera  instancia,  donde  le  hubiere , 
de  las  demandas  civiles  cuya  entidad  no  pase  de  diez  duros 
en  la  península  é  islas  adyacentes,  y  de  treinta  en  ultramar, 
y  de  los  negocios  criminales  sobre  injurias  y  faltas  livianas 
que  no  merezcan  otra  pena  que  alguna  reprensión  ó  correc- 
ción lijera ,  determinando  unos  y  otras  en  juicio  verbal  ; 
art.  31  del  reglam.  de  26  de  setiembre  de  1835.  Véase  sin 
embargo  el  artículo  Jurisdicción  real  ordinaria,  §  II,  n.  2o. 
Tal  es  también  la  que  reside  en  los  dos  ó  mas  jueces  de  pri- 
mera instancia  que  hay  en  las  cabezas  de  algunos  distritos, 
pues  cualquiera  de  ellos  puede  anticiparse  á  tomar  conoci- 
miento de  las  causas  que  ocurran  :  bien  que  á  cada  uno 
debe  señalarse  para  lo  criminal  su  departamento  ó  cuartel, 
y  repartirse  entre  lodos  por  turno  los  negocios  civiles. 

JURISDICCIÓN  privativa.  La  que  se  confiere  á  aque- 
llos á  quienes  se  comete  una  causa  ó  cierto  género  de  cau- 
sas, inhibiendo  á  todos  los  demás  jueces  de  cualquiera 
clase  que  sean.  Se  dice  privativa,  porgue  priva  á  otros 
jueces  del  conocimiento  de  la  causa.  Véase  Juez  privativo. 

JURISDICCIÓN  Alfonsina.  La  jurisdicción  civil  y  cri- 
minal que  el  rey  Don  Alfonso  II  de  Aragon  concedió  á  los 
prelados  y  ricoshombres  y  sus  sucesores  sobre  los  pueblos 
que  fundasen  y  constasen  al  menos  de  quince  vecinos.  Véase 
à  Crespí ,  observ.  8 ,  y  à  Mateu ,  de  liegim.  Reg.  Valent., 
cap.  6  ,  §  h. 

Después  de  haber  abolido  Felipe  V  los  fueros  de  Aragon , 
declaró  en  5  de  noviembre  de  1708  á  consulta  del  Consejo, 
que  no  estaban  ni  podian  estar  comprendidas  en  dicha  abo- 
lición las  jurisdicciones  alfonsinas  porque  se  habian  adqui- 
rido en  fuerza  de  un  contrato  oneroso  celebrado  entre  los 
prelados  y  ricoshombres  de  aquel  reino  y  el  rey  Don  Al- 
fonso ,  concediéndoles  este  la  jurisdicción  de  todos  los  luga- 
res que  fundaren  de  quince  vecinos,  y  porque  habiendo  en 
aquella  buena  fe  y  promesa  gastado  aquellos  naturales  sus 
caudales  en  fundaciones  de  lugares,  no  se  les  podia  qui- 
tar la  jurisdicción  aunque  después  por  la  ley  general  se 
hubiesen  revocado  los  fueros  ;  ley  3,  tít.  3  ,  lib.  3,  Nov. 
líecop. 

En  las  reglas  establecidas  para  la  situación  y  construc- 
ción de  pueblos  en  el  camino  de  Madrid  por  la  provincia  de 
Estremadura,  dispuso  el  señor  Don  Carlos  III  por  cédula 
de  23  de  diciembre  de  1778,  que  llegando  á  veinte  vecinos, 
gozaran  estos  lugares  de  la  jurisdicción  alfonsina ,  para  que 
se  pudiesen  defender  de  toda  vejación  ;  ley  6,  lit.  22,  lib.  7, 
Nov.  Rec. 

Por  decreto  de  6  de  agosto  de  1811,  restablecido  en  2  de 
febrero  de  1857,  quedaron  incorporados  á  la  nación  todos 
los  señoríos  jurisdiccionales  de  cualquiera  clase  y  condición  : 
y  de  consiguiente  cesaron  las.iurisdicciones  alfonsinas.  Véase 
Señorío. 

JURISDICCIÓN  real  ordinaria.  l,'a  jurisdicción  co- 
mún y  general  que  estiende  su  poder  á  todas  las  personas  y 
á  todas  las  causas  civiles  y  criminales ,  menos  á  ciertas  cau- 
sas y  personas  que  están  espresamente  sometidas  por  la  ley 
á  jurisdicciones  especiales  ó  privilegiadas.  Así  que  la  juris- 
dicción real  ordinaria  es  la  regla  general  ;  y  las  especiales  ó 
privilegiadas  no  son  mas  que  escepciones  de  esta  regla , 
concesiones  hechas  á  ciertas  clases  de  individuos  por  ra- 
zón do  su  profesión  ó  de  su  estado ,  ó  instituciones  excén- 
tricas creadas  por  razón  de  ciertas  materias  que  exigen 


en  los  jueces  conocimientos  particulares.  Véase  Juez  ordi- 
nario. 

I.  La  jurisdicción  real  ordinaria  reside  :  Io.  en  los  alcaldes 
y  sus  tenientes:  2o.  en  los  jueces  de  primera  instancia  de  par- 
tido :  3o.  en  las  audiencias  territoriales  :  4o.  en  el  tribunal 
supremo  de  justicia  (1). 

Jurisdicción  de  los  alcaldes. 

II.  Los  alcaldes  y  sus  tenientes  ejercen  la  jurisdicción  or- 
dinaria : 

Io.  En  los  juicios  de  conciliación,  según  lo  esplicado  en 
el  artículo  relativo  á  estos  juicios,  bajo  el  concepto  de  que 
si  llevasen  á  efecto  las  providencias  con  que  las  partes  se 
hubieren  aquietado ,  según  dispone  el  artículo  24  del  regla- 
mento de  26  de  setiembre  de  1835 ,  tan  pronto  como  se  sus- 
cite tercería  ú  otra  cuestión  ajena  de  la  convenida  en  el  jui- 
cio de  paz,  ó  bien  sea  necesario  conocimiento  del  derecho 
para  su  ejecución ,  deben  remitir  las  diligencias  á  los  juzga- 
dos respectivos  para  que  estos  las  continúen  con  arreglo  á 
las  leyes  ;  real  decr.  de  Io.  de  mayo  de  1844,  art.  104,  que 
es  conforme  á  lo  dicho  en  el  §  VIII  del  art.  Juicio  de  conci- 
liación. 

2o.  En  los  juicios  verbales,  á  prevención  con  el  juez  le- 
trado de  primera  instancia  donde  le  hubiere,  por  cantidades 
que  no  escedan  de  doscientos  reales  en  la  península  é  islas 
adyacentes  y  de  seiscientos  en  ultramar,  y  por  negocios  cri- 
minales sobre  injurias  y  faltas  livianas  que  no  merezcan  otra 
pena  que  alguna  reprensión  ó  corrección  lijera  ;  art.  3  i  del 
regí,  de  26  de  setiembre  de  1835.  Mas  el  nuevo  reglamento  de 
los  juzgados  de  primera  instancia  de  Io.  de  mayo  de  1844 
dice  absolutamente  en  su  art.  Io.  que  «  Jos  jueces  de  primera 
instancia  son  los  únicos  que  conocen ,  en  sus  respectivos  par- 
tidos, de  todos  los  negocios  correspondientes  á  la  real  ju- 
risdicción ordinaria,  á  escepcion  de  los  juicios  verbales  por 
cantidad  que  no  esceda  de  200  reales  en  los  pueblos  donde 
no  reside  juzgado  de  primera  instancia  :  »  de  cuyas  palabras 
parece  deducirse  :  Io.  que  los  alcaldes  de  los  pueblos  donde 
reside  juzgado  de  primera  instancia  no  pueden  ya  conocer, 
ni  aun  á  prevención  ,  de  negocios  civiles,  aunque  no  pasen 
de  200  rs.,  pues  que  solo  se  da  esta  facultad  á  los  alcaldes 
de  los  demás  pueblos  ;  y  2o.  que  ni  los  alcaldes  de  los  pue- 
blos donde  reside  el  juez  ni  los  de  aquellos  en  que  no  reside, 
no  pueden  juzgar  negocios  criminales  ni  aun  sobre  inju- 
rias y  faltas  livianas,  por  lijera  que  sea  la  pena  que  merez- 
can los  delincuentes ,  pues  que  dándose  únicamente  á  los 
jueces  de  primera  instancia  el  conocimiento  de  todos  los 
negocios ,  nó  se  esceptuán  con  respecto  á  pueblo  alguno 
las  injurias  y  faltas  livianas,  como  se  esceptuán  los  asuntos 
civiles  que  no  pasan  de  200  rs.  Véase  Juicio  verbal. 

3o.  En  todas  las  diligencias  judiciales  sobre  asuntos  civi- 
les hasta  que  lleguen  á  ser  contenciosas  entre  partes,  en 
cuyo  caso  deberán  remitirlas  al  juez  letrado  de  primera 
instancia;  y  aun  podrán  á  solicitud  de  parte  conocer  en 
aquellas  diligencias,  que  aunque  contenciosas,  sean  urgentí- 
simas y  no  den  lugar  á  acudir  al  juez  letrado,  como  la  pre- 
vención de  un  inventario,  la  interposición  de  un  retracto,  y 
otras  de  igual  naturaleza  ,  remitiéndolas  à  dicho  juez  eva- 
cuado que  sea  el  objeto  en  aquella  parte  que  la  urgencia 
requiera;  art.  ttdel  reglam.  de  1855.  Las  diligencias  judi- 
ciales que  en  virtud  de  este  artículo  pueden  formar  los  al- 
caldes, según  añade  el  reglamento  de  1844 ,  serán  remitidas 
por  estos  á  los  juzgados  de  partido  en  el  momento  que  so 

(1)  La  5a.  ley  constit.  de  Méjico,  art.  1°.,  dice:  «  El  poder  ju- 
dicial de  la  república  se  ejercerá  por  una  corte  suprema  de  jus- 
ticia ,  por  los  tribunales  superiores  de  los  departamentos ,  por  los 
de  hacienda  que  establecerá  la  ley  de  la  materia,  y  por  los  juzga- 
dos de  primera  instancia.  » 
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hagan  contenciosas,  oque  haya  necesidad  de  conocimiento 
del  derecho  para  su  continuación  ,  prohibiéndose  espresa- 
mente  el  uso  de  asesores  innecesarios  y  costosos  ;  art.  103 
del  reglam.  de  1°.  de  mayo  de  1844.  Los  alcaldes  de  los  pue- 
blos de  la  residencia  de  los  jueces  letrados  no  podrán  cono- 
cer de  las  diligencias  judiciales  de  que  en  este  núm.  3o.  se 
trata,  sean  ó  no  contenciosas,  sean  ó  no  urgentísimas,  pues 
según  el  espíritu  del  nuevo  reglamento  no  parece  que  pua- 
de  considerarse  conservada  esta  facultad  sino  á  los  alcaldes 
de  los  pueblos  donde  no  residan  los  jueces. 

4°.  En  las  las  primeras  diligencias  que  de  oficio  ó  á  ins- 
tancia de  parte  deben  formar  para  la  averiguación  de  los  de- 
litos que  en  sus  pueblos  se  cometieren,  y  arresto  de  los  feos 
que  allí  se  encontraren,  siempre  que  constare  que  lo  son ,  ó 
que  haya  racional  fundamento  suficiente  par  considerarlos 
ó  presumirlos  tales  ;  pero  han  de  dar  cuenta  inmediata- 
mente al  respectivo  juez  letrado  de  primera  instancia,  y  re- 
mitirle las  diligencias,  poniendo  á  su  disposición  los  reos; 
art.  33  del  reglam.  de  1855.  El  de  1844  añade  en  su  art.  105  : 
que  cuando  los  alcaldes  ó  sus  tenientes  formen  las  primeras 
diligencias  del  sumario,  oficiarán  inmediatamente  al  juez  del 
partido,  dándole  cuenta  del  hecho  ó  delito,  cuya  diligencia 
será  simultánea  al  auto  de  oficio;  y  que  si  dilatasen  la  re- 
mesa de  los  arrestados  por  algún  motivo  justo  mas  de  veinte 
y  cuatro  horas,  les  recibirán  sus  declaraciones  indagatorias. 
El  reglamento  de  1835  quiere  en  su  citado  art.  33  ,  que  en 
los  pueblos  donde  residan  los  jueces  letrados  puedan  y  de- 
ban proceder  al  sumario  à  prevención  con  estos  los  alcaldes 
y  los  tenientes  de  alcalde,  hasta  que  avisado  el  juez  sin  dila- 
ción, pueda  continuar  por  sí  los  procedimientos;  pero  el  de 
Io.  de  mayo  de  1844  manifiesta  bastante  en  sus  referidos 
arts.  1  y  105  ,  aunque  no  de  un  modo  muy  claro  ,  que  su 
intención  es  quitar  en  dichos  pueblos  toda  prevención  en  el 
sumario  á  los  alcaldes  y  sus  tenientes,  y  que  tanto  la  forma- 
ción de  las  primeras  diligencias  como  de  las  ulteriores  debe 
correr  esclusivamente  á  cargo  de  los  jueces  letrados.  Véase 
Juicio  criminal,  %%  X,  XI  y  XII. 

5o.  En  las  diligencias  que  les  confian  los  jueces  de  pri- 
mera instancia  ó  los  tribunales  superiores,  ya  sean  relativas 
à  negocios  civiles ,  ya  á  causas  criminales;  art.  54  del  re- 
glam. de  1835. 

III.  En  la  formación  de  las  diligencias  de  los  sumarios 
para  la  averiguación  de  los  delitos  y  arresto  de  los  delin- 
cuentes ,  así  como  en  las  que  practiquen  en  virtud  de  des- 
pachos que  los  juzgados  les  libren ,  de  que  acabamos  de  ha- 
blar en  los  números  4o.  y  5°.,  son  considerados  los  alcaldes 
ó  sus  tenientes  como  delegados  y  ausiliares  de  los  juzgados 
y  subordinados  por  lo  tanto  á  ellos;  art.  106  del  reglam. 
de  Io.  de  mayo  de  1844.  Por  consecuencia  de  esta  disposi- 
ción ,  en  las  faltas  que  cometan  ú  omisiones  en  que  incurran 
los  alcaldes  en  el  ejercicio  del  ministerio  judicial  que  el  re- 
glamento les  concede  para  la  decisión  de  los  juicios  verba- 
les hasta  en  cantidad  de  200  rs.,  y  llevar  á  efecto  lo  conve- 
nido en  los  juicios  de  paz,  no  podrán  los  jueces  de  primera 
instancia  proceder  contra  ellos;  pero  sí  formarán  las  prime- 
ras diligencias,  y  las  remitirán  á  la  audiencia  del  territorio; 
art.  107,  id.;  mas  en  todos  los  demás  casos  de  delitos  comu- 
nes ó  faltas  que  como  ausiliares  cometan  ,  el  juez  procederá 
con  arreglo  á  derecho  hasta  dar  su  sentencia  que  consultará  : 
y  si  la  falta  fuese  en  negocio  civil  que  no  merezca  formación 
de  causa ,  le  corregirá  guardando  la  moderación  posible  , 
con  apercibimiento  ,  imposición  de  costas  á  que  haya  lugar 
ó  alguna  lijera  multa ,  siendo  apelables  sus  providencias; 
art.  108  ,  id.  Véase  Juicio  criminal  contra  jueces. 

IV.  Ademas  de  las  espresadas  funciones  judiciales ,  puede 
el  alcalde  de  cualquier  pueblo  aplicar  gubernativamente  las 
penas  señaladas  por  las  leyes  de  policía  y  ordenanzas  mu- 
nicipales, é  imponer  y  exigir  multas  con  las  limitaciones  si- 


guientes :  hasta  40  rs.  vn.  en  los  pueblos  que  no  lleguen  á 
cien  vecinos;  hasta  100  rs.  en  los  de  cien  vecinos  á  500; 
hasta  300  rs.  en  los  de  500  á  5,000  vecinos  ;  hasta  400  rs. 
en  los  de  5,000  á  10,000  vecinos  ;  y  hasta  500  rs.  en  los 
de  10,000  vecinos  para  arriba.  Si  la  infracción  ó  falta  me- 
reciese por  su  naturaleza  penas  mas  severas  ,  debe  instruir 
la  competente  sumaria  ,  y  pasarla  al  juez  ó  al  tribunal  quo 
corresponda.  Ley  de  ayuntara,  sanción,  á  14  de  julio  de  1840, 
y  mand.  publ.  con  modifie,  en  50  de  diciembre  de  1843, 
art.  71. 

Jurisdicción  de  los  jueces  de  primera  instancia.       i 

V.  Los  jueces  de  primera  instancia  son  los  únicos  quo    ! 
conocen  en  primer  grado  de  todas  las  causas  civiles  y  cri-    ! 
mínales  que  en  sus  respectivos  distritos  ocurran -,  á  escep-    ' 
cion  de  los  juicios  verbales  por  cantidad  que  no  esceda  de 
doscientos  reales  en  los  pueblos  donde  no  residan,  y  salvas 
las  causas  que  en  primera  instancia  están  reservadas  á  las 
audiencias  territoriales  y  al  supremo  tribunal  de  justicia, 
como  asimismo  las  que  pertenecen  á  jurisdicciones  privile- 
giadas ó  especiales;  art.  36  del  reglam.  de  26  de  setiembre 
de  1855, y  Io.  del  del0,  demayo  de  1844.  Véase  Juezdepri- 
mcra  instancia  de  partido,  Jurisdicción  voluntaria ,  y  los 
artículos  de  las  Jurisdicciones  especiales  ó  privilegiadas. 

Jurisdicción  de  las  Audiencias. 

VI.  Las  facultades  de  las  audiencias ,  en  cuanto  á  la  juris- 
dicción contenciosa ,  son  las  siguientes  : 

Ia.  Conocer  en  segunda  instancia  ,  y  también  en  tercera 
cuando  la  admita  la  ley,  de  las  causas  civiles  y  crimínales 
que  los  jueces  de  primera  instancia  de  su  distrito  les  remi- 
tan en  apelación  ó  en  consulta  ;  art.  58  del  regí,  de  26  de 
setiembre  de  1835.  Véase  Apelación  hacia  el  fin,  Juicio  cri- 
minal ,  ||  XCVI  y  sig.,  y  Súplica. 

2a.  Conocer  en  primera  y  segunda  instancia  de  las  causas 
que  se  formen  contra  jueces  inferiores  de  su  territorio  por 
culpas  ó  delitos  relativos  al  ejercicio  del  ministerio  judicial; 
d.  art.  38.  Véase  Juicio  criminal  contra  jueces,  magistrados 
y  otros  funcionarios. 

5a.  Conocer  de  los  reesrsos  de  nulidad  que  se  interpon- 
gan de  sentencias  dadas  por  los  jueces  de  primera  instancia, 
en  los  casos  permitidos  por  derecho  ;  drart.  58.  Véase  Re- 
curso de  nulidad. 

4*.  Conocer  de  los  recursos  de  fuerza  y  de  protección  que 
se  introduzcan  de  los  tribunales  ,  prelados  ú  otras  cuales- 
quiera autoridades  eclesiásticas  de  su  territorio;  d.  art.  58. 
Véase  Recursos  de  fuerza  y  de  protección. 

5a.  Dirimir  las  competencias  de  jurisdicción  que  se  sus- 
citen entre  jueces  inferiores  ordinarios  de  su  territorio;  y  en 
ultramar  las  que  en  su  territorio  ocurran  entre  jueces  infe- 
riores ordinarios,  y  juzgados  ó  tribunales  privativos  ó  privi- 
legiados ;  d.  art.  58.  Véase  Competencia. 

6a.  Juzgar  á  los  prelados  y  jueces  eclesiásticos  que  ni. 
sean  arzobispos  ú  obispos  ,  por  los  delitos  que  cometieren 
contrarios  á  la  Constitución  ;  artículo  55  de  la  ley  de  26  da 
abril  de  1821.  Véase  Juicio  criminalpor  delitos  políticos,  y 
Lesa  majestad. 

VIL  Deben  las  audiencias  promover  cada  una  en  su  ter- 
ritorio la  administración  de  justicia  y  velar  muy  cuidadosa- 
mente sobre  ella;  para  lo  cual  ejercen  sobre  los  respectivos 
jueces  inferiores  la  superior  inspección  que  es  consiguiente, 
y  pueden  pedirles  y  exigirles  las  listas,  informes  y  noticias 
que  estimen  respecto  á  las  causas  civiles  ó  criminales  fene- 
cidas y  al  estado  de  las  pendientes;  prevenirles  lo  que  con- 
venga para  su  mejor  y  mas  pronta  espedicion;  y  cuando 
haya  justo  motivo,  censurarlos,  reprenderlos,  apercibirlos, 
multarlos,  y  aun  formarles  causa  de  oficio  ó  á  instancia  du 
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parte  por  los  retrasos ,  descuidos  y  abusos  graves  que  nota- 
ren :  bien  que  deberán  oirlos  en  justicia  siempre  que  recla- 
men contra  cualquiera  corrección  que  se  les  imponga  sin 
formarles  causa;  arts.  58  y  59,  regí,  de  26  de  setiembre 
de  1855.  Véase  Juicio  criminal  contra  jueces. 

Pero  no  pueden  las  audiencias  de  manera  alguna  avocar 
causa  pendiente  ante  juez  inferior  en  primera  instancia,  ni 
entrometerse  en  el  fondo  de  ella- cuando  promuevan  su  cur- 
so ó  se  informen  de  su  estado,  ni  pedírsela  aun  ad  effcclum 
videndi,  ni  retener  su  conocimiento  en  dicha  instancia  cuan- 
do haya  apelación  de  auto  interlocu torio ,  ni  embarazar  de 
otro  modo  á  dichos  jueces  en  el  ejercieio  de  la  jurisdicción 
que  les  compete  de  lleno  en  la  instancia  espresada  ;  art.  59, 
regí,  de  1835.  Como  nó  pueden  las  audiencias  hacer  venir 
los  autos  ni  aun  ad  effcclum  videndi,  suelen  mandar  que  los 
jueces  informen  con  justificación.  Mas  ya  que  las  audiencias 
no  pueden ,  según  la  ley,  conocer  en  primera  instancia  de 
las  causas  asignadas  á  los  jueces  inferiores,  ¿podrán  hacerlo 
acaso  por  voluntad  de  las  partes?  Véase  Jurisdicción  proro- 
gada,  §  IX. 

VIH.  Ademas  de  las  facultades  relativas  á  la  jurisdicción 
contenciosa ,  tienen  las  audiencias  otras  atribuciones  que 
pueden  llamarse  gubemalivo-judiciales ,  las  cuales  se  enu- 
meran en  el  artículo  Junta  gubernativa  de  los  tribunales. 

Jurisdicción  del  tribunal  supremo  de  justicia. 

IX.  El  tribunal  supremo  de  justicia  ejerce  la  jurisdicción 
ordinaria  en  el  último  grado,  esto  es  ,  en  la  escala  mas  ele- 
vada del  orden  judicial,  y  estiende  su  poder  respecto  de  los 
negocios  c**e  le  están  asignados,  no  á  determinado  territo- 
rio como  las  audiencias  y  losjuces  de  primera  instancia, 
sino  á  todos  los  dominios  de  la  monarquía  española.  Véase 
Tribunal  supremo  de  justicia. 

JURISDICCIÓN  especial  ó  privilegiada.  La  que  está 
limitada  á  ciertas  especies  de  causas  ó  á  ciertas  clases  de 
personas  con  inhibición  de  la  jurisdicción  ordinaria  ó  co- 
mún. Tales  son  la  jurisdicción  eclesiástica,  la  militar,  la  de 
hacienda ,  la  de  comercio  ,  la  de  minas,  etc.  Véase  Jurisdic- 
ción real  ordinaria,  y  los  artículos  siguientes. 

JURISDICCIÓN  eclesiástica.  La  potestad  que  tiene  la 
Iglesia  para  el  conocimiento  y  decisión  de  los  negocios  civi- 
les y  criminales  que  ya  por  su  derecho  propio,  ya  por  con- 
cesión ó  privilegio  de  los  príncipes  son  de  su  competencia. 

I.  La  jurisdicción  eclesiástica  puede  dividirse  en  juris- 
dicción propia  y  esencial  de  la  Iglesia,  y  en  jurisdicción 
accidental  ó  adquirida  por  privilegio.  La  primera  es  mera- 
mente espiritual;  dimana  del  divino  fundador  de  la  sociedad 
-cristiana;  recae  solamente  sobre  las  controversias  relativas 
á  la  fe  ,  á  las  costumbres  y  á  la  disciplina  eclesiástica  ;  se 
ejerce  en  el  fuero  interno  y  en  el  esterno  ;  es  decir,  así  en  el 
tribunal  de  la  penitencia  ó  confesión  sacramental ,  como  en 
¡  los  tribunales  de  los  prelados  establecidos  por  la  misma  Igle- 
í  «ia  ;  comprende  á  todos  los  cristianos,  cualquiera  quesea 
Bu  clase  ó  jerarquía ,  menos  al  soberano  según  la  antigua 
disciplina  de  España  ,  porque  nunca  debe  esponerse  al  peli- 
gro de  turbar  la  paz  del  Estado  ;  y  no  puede  imponer  sino 
penas  espirituales,  que  miran  solo  al  alma  y  contienen  la 
privación  de  alguna  comodidad  ó  ventaja  espiritual ,  como 
la  privación  de  la  participación  de  los  sacramentos,  de  la 
comunión  de  los  fieles,  del  orden,  del  oficio  ó  beneficio  que 
en  la  Iglesia  se  desempeña,  pero  no  penas  civiles,  como  la 
pérdida  de  la  vida  ,  de  los  bienes  en  todo  ó  en  parte,  de  la 
honra  y  de  los  derechos  civiles  ó  políticos  ,  la  fustigación  , 
la  encarcelación ,  el  encierro ,  el  estrañamiento ,  etc. 

Mas  la  segunda,  esto  es,  la  jurisdicción  accidental  ó  pri- 
vilegiada ,  es  puramente  temporal  ;  emana  de  la  misma  fuen- 
te que  la  real,  ordinaria  ó  común,  es  decir,  de  la  corona; 


fué  otorgada  por  los  príncipes  á  la  Iglesia  ,  no  solamente 
para  imponer  penas  civiles  á  clérigos  y  legos  por  los  delitos 
eclesiásticos  ó  religiosos ,  sino  también  para  entender  en  los 
delitos  comunes  que  los  clérigos  cometen  como  ciudadanos  , 
y  en  los  pleitos  que  por  negocios  temporales  tienen  entre  sí 
los  mismos  clérigos  ó  en  que  son  demandados  por  los  legos  ; 
y  por  consiguiente  puede  ser  limitada,  modificada  ó  abolida 
por  el  seberano  cuando  y  como  le  parezca  mas  conveniente 
al  mejor  régimen  del  Estado.  Jesucristo,  en  efecto,  no  fun- 
dó sino  un  reino  puramente  espiritual ,  y  lejos  de  disminuir 
la  autoridad  de  las  potestades  seculares  ,  se  sujetó  á  ella  en 
todas  ocasiones  ,  enseñó  à  respetarla  y  obedecerla  con  sus 
palabras  y  su  ejemplo  ;  y  en  su  vista  los  apóstoles ,  así  como 
sus  primeros  sucesores  los  papas  y  los  obispos  ,  y  todas  las 
personas  dedicadas  al  culto  divino,  no  rehusaron  jamas  pre- 
sentarse en  los  tribunales  de  los  legos  como  demandantes  ó 
demandados,  sin  que  pusiesen  en  duda  su  poder.  Pero 
cuando  ya  el  cristianismo  reinaba  en  el  imperio  ,  tuvieron  á 
bien  los  príncipes  eximir  de  la  jurisdicción  de  los  magistra- 
dos á  los  clérigos  y  religiosos  en  sus  causas  civiles  y  crimi- 
nales ,  con  mas  ó  menos  escepciones ,  concediéndoles  lo  que 
se  llama  el  privilegio  del  fuero  ,  para  que  apartados  del  es- 
trépito del  foro  secular  pudieran  dedicarse  con  mas  esmero 
al  servicio  divino  y  no  fuesen  juzgados  sino  por  sus  obispos. 
Largo  seria  escribir  aquí  minuciosamente  la  historia  de  la 
jurisdicción  privilegiada  de  la  Iglesia ,  su  progresiva  osten- 
sión ,  sus  usurpaciones ,  las  modificaciones  que  hubieron  de 
hacerse  en  ella  ,  y  las  razones  que  las  motivaron  ;  y  así  nos 
remitimos  alas  obras  de  los  canonistas,  que  han  tratado 
con  difusión  esta  materia,  especialmente  á  las  instituciones 
del  derecho  canónico  por  Cavalario  y  á  las  de  derecho  pú- 
blico eclesiástico  por  Sigismundo  Lackics,  contentándonos 
con  presentar  el  cuadro  del  estado  que  tiene  actualmente 
entre  nosotros  la  jurisdicción  de  la  Iglesia,  ya  que  en  el  regla- 
mento de  26  de  setiembre  de  1855,  art.  36  ,  y  en  el  título 
quinto  (que  rige  como  decreto)  de  la  Constitución  de  1812, 
art.  249 ,  se  quiere  que  los  eclesiásticos  continúen  gozando 
del  fuero  de  su  estado  en  los  términos  que  prescriben  las 
leyes  ó  que  en  adelante  prescribieren. 

II.  Corresponde  á  la  jurisdicción  propia  de  la  Iglesia  el 
conocimiento  de  las  causas  espirituales  y  sus  anejas,  así  en- 
tre legos  ó  seculares  como  entre  eclesiásticos,  sin  que  nin- 
guna otra  potestad  pueda  entrometerse  en  él  mas  que  por  vía 
de  protección  para  que  se  cumpla  lo  que  aquella  decida  y 
se  guarden  sus  leyes  ;  de  tal  naturaleza  son  los  negocios 
siguientes  : 

Io.  Las  causas  sacramentales,  y  especialmente  las  relati- 
vas á  la  validez  del  matrimonio  y  los  esponsales ,  á  los  im- 
pedimentos ,  al  divorcio,  y  á  la  legitimidad  de  los  hijos; 
leyes  56  y  58,  tít.  6  ,  Part.  1 ,  y  ley  7,  til.  10 ,  Part,  k  ;  pero 
sin  mezclarse  el  juez  eclesiástico  con  pretesto  alguno  en  las 
causas  profanas  y  temporales  sobre  asignación  de  alimentos, 
litisexpensas  ,  ó  restitución  de  dotes  ,  pues  deben  dejarlas 
á  los  magistrados  seculares  ;  ley  20,  tít.  1,  lib.  2.  Nov.  Rec; 
ni  tampoco  en  las  cuestiones  de  filiación  legítima,  cuando  la 
duda  procede  de  hecho,  pues  su  decisión  toca  en  España 
por  costumbre  á  los  jueces  civiles.  Véase  Divorcio ,  Espon- 
sales ,  Impedimentos,  Hijo  ilegítimo  y  Matrimonio. 

2o.  Las  demandas  concernientes  á  beneficios  eclesiásticos 
y  al  derecho  de  patronato,  ley  56,  tít.  6,  Part.  1  (véase 
Patronato  )  ;  pero  no  las  que  recaigan  sobre  amparo  en  la 
posesión  de  los  beneficios  ó  patronatos ,  pues  según  el  art.  Uk 
del  reglamento  de  26  de  setiembre  de  1835 ,  «  toda  persona 
que  en  cualquiera  provincia  de  la  monarquía  fuere  des- 
pojada ó  perturbada  en  la  posesión  de  alguna  cosa  profana 
ó  espiritual,  sea  lego,  eclesiástico ,  ó  militar  el  despojante  ó 
perturbador,  podrá  acudir  al  juez  letrado  de  primera  ins- 
tancia del  partido  ó  distrito  para  que  le  restituya  ó  ampare; 


JU 


—  \m 


JU 


y  dicho  juez  conocerá  de  estos  recursos  por  medio  del  juicio 
sumarísimo  que  corresponda ,  y  aun  por  el  plenario  de 
posesión,  si  las  parles  lo  promovieren  ,  con  las  apelaciones 
á  las  audiencias  respectivas,  reservándose  el  juicio  de  pro- 
piedad á  los  jueces  competentes,  siempre  que  se  trate  de 
cosa  ó  persona  que  goce  de  fuero  privilegiado,  » 

3o.  Las  causas  sobre  propiedad  de  diezmos  que  no  estén 
secularizados ,  mas  no  las  relativas  á  su  posesión  ó  á  su 
pago,   pues  estas  pertenecen  á  los  tribunales  seculares. 
,  Véase  Diezmo.  En  el  dia  están  abolidos  los  diezmos. 

li°.  Las  causas  de  fe  y  demás  de  que  conocía  el  estinguido 
tribunal  de  la  Inquisición  ,  debiendo  arreglarse  los  prelados 
diocesanos  y  sus  vicarios  á  la  ley  2a.,  tít.  26,  Partida  7a., 
â  los  sagrados  cánones  y  al  derecho  común  ;  real  orden  de 
i°.  de  julio  de  1858.  Véase  Fe  y  Religion. 
5°.  Las  de  simonía  ;  ley  58,  tít.  6,  Part.  1.  Véase  Simonía. 
6o.  Las  de  sacrilegio  ;  dicha  ley  88  :  bien  que  también 
puede  entender  en  ellas  el  juez  secular,  porque  este  delito 
es  de  fuero  mixto.  Véase  Sacrilegio. 

7o.  Las  de  adulterio ,  cuando  se  introducen  para  anular 
un  matrimonio  ó  para  el  divorcio;  pero  no  cuando  se  inten- 
tan para  el  castigo  del  delito;  d.  ley  58.  Véase  Divorcio., 
é  Impedimento  dirimente  en  La  palabra  Crimen. 

8o.  Las  de  perjurio  cometido  en  negocios  seguidos  ante  el 
mismo  juez  eclesiástico;. pues  si  este  delito  se  cometiere  en 
litigios  seguidos  ante  el  juez  secular,  corresponde  á  este  su 
castigo  ;  d.  ley  58,  tít.  6,  Part.  1 ,  y  leyes  del  lit.  6,  lib.  12, 
Nov.  Rec. 

III.  Corresponden  á  la  jurisdicción  privilegiada  de>  la  Iglesia 
los  negocios  siguientes  : 

Primero.  Los  pleitos  civiles  que  los  clérigos  suscitan  entre 
sí  unos  contra  otros,  y  los  que  promueven  contra  ellos  los 
legos ,  sea  por  acción  real ,  sea  por  acción  personal  ;  ley  57, 
tít.  6,  Part.  1,  y  ley  3,  lit.  1,  lib.  2,  Nov.  Rec.  Esceptúanse 
de  esta  regla  :  —  Io.  el  juicio  de  reconvención,  pues  si  el  clé- 
rigo demandare  al  lego  ante  el  juez  secular  y  el  lego  después 
de  la  contestación  pusiere  al  clérigo  reconvención  ó  sea  otra 
demanda ,  estará  obligado  el  clérigo  á  responder  á  ella  ante 
el  mismo  juez  secular,  sin  poder  esousarse  por  razón  de  su 
privilegio ,  salvo  si  la  reconvención  recayere  sobre  cosa 
espiritual  ó  aneja  ;  d.  ley  57  :  —  2o.  el  pleito  empezado  por 
cualquiera  contra  un  lego  á  quien  un  clérigo  sucede  en  los 
bienes,  pues  tendrá  que  soportarlo  el  clérigo  ante  el  juez 
secular,  sin  poder  atraerlo  al  eclesiástico  ;  d.  ley  57:  — 
3o.  el  pleito  sobre  saneamiento  de  cosa  mueble  ó  raiz  que 
el  clérigo  hubiese  vendido  al  lego ,  y  sobre  que  alguno  mo- 
viese litigio  de  eviccion  ante  el  juez  seglar  ;  d.  ley  57  :  — 
h°.  las  negociaciones  comerciales  á  que  se  dedicare  el  clé- 
rigo; leyes  íi6  y  49,  lit.  6,  Part.  1  :  — 5o.  las  demandas 
sobre  cuentas  de  cualquiera  administración  pública  que  el 
clérigo  tuviere  ,  y  sobre  depósitos  que  el  juez  secular  hu- 
biere hecho  en  su  poder  ;  leyes  23  y  24  ,  til.  6,  Part.  1  :  — 
6o.  el  discernimiento  de  la  tutela  ó  curaduría  de  menores 
legos  que  se  diere  al  clérigo  ,  y  las  cuentas  que  este  debe 
rendir  de  su  cargo  ;  ley  4,  tít.  16,  Part.  6,  y  ley  4b ,  tít.  6 , 
Part.  1  :  -  7o.  la  insinuación  de  donaciones  hechas  por  el 
clérigo  al  lego  6  al  revés  :  —  8o.  los  juicios  de  testamentaría 
ó  abintestato  ,  inventarios,  division  y  partición  de  bienes, 
secuestro  y  administración  de  ellos,  aunque  los  testamentos 
se  hubiesen  otorgado  por  personas  eclesiásticas  y  algunos 
de  les  herederos  ó  legatarios  fuesen  comunidad  ó  persona 
eclesiástica  ú  obras  pías;  porque  en  dichos  juicios  todas  las 
partes  son  actores  al  todo  ó  parte  de  la  herencia  que  siempre 
se  compone  de  bienes  temporales  y  profanos  ,  y  porque  la 
testamentifaccion  es  acto  civil  sujeto  á  las  leyes  reales  sin 
diferencia  de  testadores ,  y  el  testamento  un  instrumento 
público  que  tiene  en  las  leyes  prescrita  la  forma  de  su  otor- 
gamiento; ley  6,  tít.  i%,ylcy  16,  til.  20,  lib.  10,  Nov.  Rec. 


(véase  Albacea)  :  —  9o.  los  juicios  de  mayorazgos  ó  vin- 
culaciones, los  de  concurso  de  acreedores  y  los  juicios 
dobles  :  —  10°.  los  asuntos  relativos  á  inquilinatos  de  casas  ; 
rs.  órds.  de  23  de  junio  y  29  de  julio  de  1815,  y  10  de  octubre 
de  1817  :  —  11°.  los  juicios  posesorios,  sean  sumarios  ó  ple- 
narios,  como  se  espresa  en  la  palabra  Interdicto,  %  VIII  : 
—  12°.  las  demandas  ya'conlestadas  por  el  clérigo  antes  de 
pertenecer  á  esta  clase  y.  adquirir  su  privilegio  ;  ley  23 , 
tít.  6,  Part.  1.  —  El  conocimiento  de  todos  estos  negocios 
esceptuados  de  la  jurisdicción  eclesiástica  pertenece  al  de 
los  tribunales  secuiares. 

Segando.  Los  delitos  comunes  ó  eiviles  de  los  clérigos , 
esto  es,  los  delitos  que  los  clérigos  cometieren  como  ciuda- 
danos ;  de  suerte  que  la  Iglesia  no  solo  conoce  de  los  delitos 
eclesiásticos  en  virtud  de  su  propia  jurisdicción  ,  sino  tam- 
bién de  los  delitos  comunes  de  les  clérigos  en  virtud  de  la 
jurisdicción  que  se  le  ha  concedido  por  privilegio  ;  leyes 
del  lit.  6 ,  Part.  1 ,  y  ley  3  ,  lit.  1,  lib.  2.  Nov.  Rec.  ge  excep- 
túan de  esta  regla  :  —  Io.  las  contravenciones  á  los  bandos 
de  policía  urbana  ó  rural ,  á  las  ordenanzas  relativas  á  la 
seguridad  de  montes ,  prados  y  heredades ,  á  las  leyes  sobre 
caza  y  pesca,  á  la  real  pragmática  de  juegos  prohibíaos  y 
otras  semejantes;  pues  debe  entender  en  ellas  el  juez  ó 
autoridad  secular,  y  después  de  hacer  efectivas  las  penas 
pecuniarias  en  las  temporalidades  del  clérigo,  pasar  en  caso 
necesario  testimonio  de  lo  qse  resultare  contra  el  mismo  reo 
á  su  respectivo  prelado  para  que  le  corriga  conforme  á  los 
cánones  ;  ley  4,  lit.  9 ,  lib.  1 ,  ley  il,  lit.  50,  lib.  7,  nota  l  , 
til.  29,  lib.  7,  ley  5,  tít.  19,  lib.  7,  ley  4,  til.  7,  lib.  9,  ley  12, 
tít.  5,  lib.  7,  y  cap.  14,  ley  15,  til.  2.3,  lib.  12,  Nov.  Rec.  : 

—  2o.  el  delito  que  cemetiere  el  clérigo  por  el  hecho  de 
ausiliar,  encubrir  ó  proteger  á  los  gitanos,  vagos,  y  otros 
cualesquiera  que  anduvieren  por  despoblado  en  cuadrilla  , 
con  riesgo  ó  presunción  da  ser  salteadores  ó  contrabandis- 
tas; lcy%,  tít.  18,  lib.  12,  Nov.  Rec.  (véase Encubrimiento) : 

—  5o.  los  delitos  atroces  ó  graves,  cuales  son  los  que  por  las 
leyes  del  reino  ó  decretos  vigentes  se  castigan  con  pena 
capital ,  estrañamiento  perpetuo  ,  minas,  galeras  ,  bombas 
ó  arsenales ,  debiendo  formarse  las  causas  desde  el  prin- 
cipio ,  sustanciarse  y  fallarse  en  todo  el-  reino ,  sin  inter- 
vención alguna  de  la  autoridad  eclesiástica,  del  mismo  modo 
que  contra  los  demás  ciudadanos  ,  por  los  jueces  y  tribu- 
nales reales  á  quienes  competan  en  razón  de  la  jerarquía 
del  acusado  ó  de  la  naturaleza  y  carácter  del  delito,  pasán- 
dose testimonio  literal  de  la  sentencia  ejecutoria  en  que  se 
imponga  al  reo  alguna  de  las  penas  referidas  al  prelado 
diocesano  para  que  se  proceda  en  su  caso  á  la  degradación 
correspondiente  del  reo  ,  y  aplicándose  por  el  mismo  juez 
ó  tribunal  que  hubiere  conocido  del  proceso  cualquiera  otra 
pena  inferior  y  la  condenación  de  costas  que  se  hubiere  im- 
puesto al  reo  por  no  resultar  méritos  bastantes  para  la 
imposición  de  ninguna  de  dichas  penas;  rl.  decr.  de  17  de 
octubre  de  1855  (véase  Juez  de  primera  instancia  departido , 
§  VII,  n.  7°.,  Juicio  criminal  contra  jueces,  ele,  §§  IV,  V 
y  VI,  y  la  palabra  Degradación  :  —  4o.  las  blasfemias  é 
injurias  contra  el  rey  ó  personas  reales;  ley  2,  tít.  1,  lib.  3, 
Nov.  Rec.  :  —  5o.  los  delitos  de  contrabando  y  defraudación 
(véase  Juicio  por  delitos  contra  la  hacienda  pública,  §§  IIÍ, 
VI  y  XXVII)  :  —  0o.  los  delitos  de  traición  ó  lesa  majestad 
y  contra  la  Constitución  del  Estado  ,  pues  en  estas  causas 
es  tribunal  competente  para  los  arzobispos  y  obispos  el 
supremo  de  justicia  ,  para  los  demás  prelados  y  jueces 
eclesiásticos  la  audiencia  del  territorio  ,  y  para  los  demás 
clérigos  el  juzgado  de  primera  instancia  del  partido  ó  distrito 
(  véase  Lesa  majestad  ,  Traición,  Religion,  Juicio  criminal 
por  delitos  políticos)  :  —  7o.  las  acusaciones  calumniosas 
que  en  tribunal  secular  siguiere  el  clérigo  contra  el  lego  ; 
las  faltas ,  culpas  y  delitos  que  el  clérigo  siendo  abogado  t 
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procurador  ó  escribano  cometiere  en  el  ejercicio  de  estos 
oficios  ante  tribunales  seculares  ;  y  la  resistencia  ú  obstá- 
culos que  oponga  el  clérigo  por  vías  de  hecbo  á  la  jurisdic- 
ción de  dichos  tribunales  ;  pues  en  estos  casos  pueden  los 
jueces  reales  imponerles  y  hacer  efectivas  en  sus  bienes 
las  penas  pecuniarias  que  correspondan  ;  opinion  común 
de  los  autores. 

Es  aquí  de  advertir,  que  puede  también  el  juez  secular 
en  algunos  casos ,  aunque  no  le  competa  el  conocimiento 
del  delito  ,  como  por  ejemplo  cogiendo  al  clérigo  en  fragante 
hacer  asegurar  su  persona ,  y  enviarla  con  prontitud  y 
decoro  al  juez  eclesiástico  para  su  castigo;  y  aun  formar  su- 
maria de  las  culpas  y  escesos  de  un  clérigo  siempre  que  no 
se  reprimen  por  su  inmediato  superior,  para  exhibirla  al 
juez  eclesiástico  con  el  objeto  de  que  tome  la  providencia 
conveníante ,  ó  bien  para  proceder  en  su  vista  á  lo  que 
corresponda  según  derecho. 

IV.  Los  eclesiásticos  que  gozan  del  privilegio  del  fuero  , 
esto  es ,  que  deben  ser  juzgados  por  la  jurisdicción  privi- 
legiada de  la  Iglesia  en  sus  causas  civiles  y  criminales  menos 
en  las  que  quedan  esceptaadas  ,  son  los  siguientes  :  — 
Io.  los  ordenados  insacris:  —  2o.  los  clérigos  de  órdenes 
menores,  con  tal  que  traigan  corona  abierta  y  vistan  hábito 
clerical  no  solo  en  la  época  de  la  causa  ó  litigio  sino  seis 
meses  antes,  y  con  talque  tengan  beneficio  eclesiástico, 
ó  en  su  defecto  sirvan  en  alguna  iglesia  ,  con  autoridad  y 
mandato  del  prelado,  algún  ministerio  ú  oficio  ordinario  y 
necesario  en  ella  :  —  3o.  los  tonsurados  que  están  en  estudio 
público  aprobado  con  licencia  del  obispo  para  ser  promo- 
vidos á  órdenes  mayores  usando  hábito  y  corona  clerical  : 
—  4o.  los  clérigos  de  menores ,  casados  una  sola  vez  y  con 
doncella ,  mientras  sirvan  algún  ministerio  en  una  iglesia 
por  encargo  ó  nombramiento  del  prelado  y  usen  de  tonsura 
y  hábito  clerical.  Pero  el  fuero  de  estos  clérigos  de  tonsura 
y  órdenes  menores  solo  se  entiende  en  lo  criminal  y  no  en 
lo  civil.  Concilio  de  Trenlo ,  ses.  23 ,  cap.  6  de  reformai.  ; 
cap.  unie,  de  clericis  conjugatis  in  6;  y  leyes  6  y  7,  til.  10  , 
lib.  i ,  Nov.  Rec. 

Así  la  adscripción  á  una  iglesia  como  la  licencia  para  estu- 
dios han  de  acreditarse  con  el  título  espedido  al  efecto  por 
el  prelado ,  y  presentado  ante  el  alcalde  de  la  cabeza  del 
partido;  la  asistencia  al  culto  por  información  del  deán  y 
dos  capitulares  si  es  en  catedral  ó  colegial ,  del  cura  y  dos 
parroquianos  si  es  en  parroquia ,  ó  del  superior  con  dos  re- 
ligiosos si  es  en  monasterio  :  y  la  circunstancia  de  estar 
estudiando  con  información  de  los  profesores  y  estudiantes  , 
d.  ley  6  ,  til.  10,  lib.  i,  Nov.  Rec.  En  los  oficios  ó  despachos 
de  inhibición  que  pasaren  los  jueces  eclesiásticos  á  los  se- 
glares respecto  de  las  causas  formadas  contra  los  clérigos 
de  tonsura  y  primeras  órdenes,  han  de  insertarse  auténti- 
camente los  títulos,  licencias  é  información,  como  igual- 
mente el  título  del  beneficio  con  la  información  que  para  la 
averiguación  de  él  fuere  necesaria  si  el  aforado  pretendiere 
gozar  del  privilegio  por  tener  beneficio  eclesiástico  ;  cí.  ley  6 
y  la  instrucción  que  la  subsigue. 

Cuando  hubiere  duda  sobre  si  una  persona  pertenece  al 
gstado  clerical,  y  debe  ó  no  gozar  del  fuero,  corresponde 
ilecidirla  al  juez  eclesiástico,  aunque  con  sujeción  al  recurso 
clamado  de  fuerza. 

No  pueden  los  clérigos  hacer  renuncia  de  su  fuero,  porque 
ísle  privilegio  está  concedido  al  estado  o  profesión  á  que 
jierlenccen  ,  y  no  á  personas  determinadas. 

V.  La  jurisdicción  eclesiástica,  así  la  propia  como  la  pri- 
vilegiada ,  se  ejerce  en  primera  instancia  por  los  obispos  y 
arzobispos  en  sus  respectivas  diócesis ,  en  segunda  por  los 
metropolitanos  respecto  de  sus  sufragáneos,  yen  tercera 
por  la  nunciatura  apostólica. 

Los  obispos  y  arzobispos  no  ejercen  por  si  la  jurisdicción 


sino  por  medio  de  sus  provisores  ó  vicarios.  Los  provisores  y 
vicarios  ó  bien  son  generales  ó  bien  foráneos.  Dícese  provisor 
ó  vicario  general  el  que  ejerce  la  jurisdicción  ordinaria  ecle- 
siástica en  todo  el  territorio  de  la  diócesis  ,  y  reside  en  la 
misma  ciudad  episcopal;  y  foráneos  los  demás  que  se  esta- 
blecen como  delegados  en  algunos  puntos  de  la  diócesis  á 
fin  de  facilitar  la  administración  de  justicia.  Unos  y  otros 
han  de  tener  las  circunstancias  y  calidades  que  las  leyes  del 
reino  exigen  para  ejercer  judicaturas  ;  y  no  puede  llevarse 
á  efecto  el  nombramiento  que  de  ellos  hagan  los  diocesanos 
sin  que  primero  recaiga  la  real  aprobación  ;  ley  Ul,  lit.  \ , 
lib.  2,  Nov.  Rec,  y  real  decreto  de  S  de  junio  de  183fí.  Supo- 
niendo sin  duda  la  existencia  de  los  foráneos ,  está  mandado 
por  la  ley  5,  tít.  1,  lib.  2,  Nov.  Rec,  que  «  ningún  juez  ecle- 
siástico ,  por  fatigar  á  los  legos,  los  pueda  citar  ni  cite  en  la 
cabeza  del  obispado  ó  arzobispado ,  pues  tienen  otros  jueces 
inferiores  ante  quien  en  los  casos  permitidos  de  derecho  los 
pueden  demandar;  escepto  en  las  causas  criminales,  benefi- 
cíales, decimales  y  matrimoniales ,  que  en  estos  casos  pueden 
ser  citados  y  demandados  en  las  dichas  cabezas.  »  —  La  au- 
toridad de  los  provisores  y  vicarios  cesa  por  muerte  del  pre- 
lado de  quien  obtuvieron  el  nombramiento ,  y  queda  reasu- 
mida en  el  cabildo  ó  capítulo  sede  vacante,  que  elige  quienes 
los  sustituyan  mientras  se  provee  la  mitra  en  otro  diocesano. 

Hemos  dicho  que  en  segunda  instancia  conocen  de  las 
causas  pertenecientes  al  fuero  eclesiástico  los  metropolitanos, 
á  quienes  van  en  efecto  para  su  revision  las  causas  decididas 
por  los  obispos  sufragáneos.  Los  metropolitanos  pues  son 
jueces  ordinarios  de  primera  instancia  respecto  de  sus  arzo- 
bispados, y  al  mismo  tiempo  jueces  de  apelación  de  los  sufra- 
gáneos :  y  por  eso  suelen  nombrar  ademas  de  sus  provisores 
ó  vicarios  ordinarios  que  desempeñen  la  judicatura  de  pri- 
mera instancia ,  otros  vicarios  ó  provisores  generales  para 
los  negocios  de  apelaciones.  Como  los  obispos  esentos  no 
están  sujetos  á  ningún  metropolitano  sino  directamente  á  la 
santa  sede  ,  van  los  recursos  de  apelación  de  sus  decisiones 
á  la  nunciatura  apostólica  que  suele  cometerlos  á  los  Jueces 
sinodales  ,  con  reserva  de  revision  al  tribunal  de  la  misma 
nunciatura ,  para  no  estraer  de  sus  respectivas  provincias 
los  pleitos  y  litigantes.  Ley  1  ,  lit.  5 ,  lib.  2 ,  Nov.  Rec. 

En  tercera  y  última  instancia  conoce  de  las  causas  que 
van  por  apelación  de  los  metropolitanos  y  otros  jueces  ecle- 
siásticos el  tribunal  llamado  la  Rola  de  la  nunciatura  apos- 
tólica, el  cual  se  compone  del  nuncio  de  Su  Santidad  y  de 
los  auditores  eclesiásticos  nombrados  por  la  corona.  Véase 
Auditor  de  la  nunciatura  ,  y  Rola. 

VI.  Los  jueces  y  tribunales  eclesiásticos  no  pueden  ,  para 
la  ejecución  de  sus  sentencias,  proceder  por  su  propia  auto- 
ridad á  la  prisión  de  los  legos  ni  al  embargo  y  venta  desús 
bienes ,  sin  implorar  el  ausilio  del  brazo  secular  en  los  casos 
justos  y  necesarios.  «  Los  jueces  eclesiásticos ,  dice  la  ley  9, 
tít.  1,  lib.  2,  Nov.  Rec,  no  pueden  ni  deben  usar  para  eje- 
cución de  la  justicia  eclesiástica,  ni  aprovecharse  de  las  ar- 
mas temporales,....  porque  cualquier  cosa  que  conviniere 
para  defensión  de  la  Iglesia,  sus  bienes  y  jurisdicciones, 
queriendo  ayuda  del  nuestro  brazo  seglar,  en  lo  justamente 
pedidose  les  está  mandado  dar:....  y  pidiendo  el  dicho  brazo 
seglar,  podrán  sin  escándalo  ejecutarlo  que  por  ellos  justa- 
mente fuese  determinado.  »  «  Porque  así  como  Nos,  dice  en 
términos  mas  espresivos  la  ley  k  del  mismo  título  y  libro, 
queremos  guardar  su  jurisdicción  á  la  Iglesia  y  á  los  jueces 
eclesiásticos,  así  es  razón  y  derecho  que  la  Iglesia  y  jueces 
de  ella  no  se  entremetan  en  perturbar  la  nuestra  jurisdicción 
real  ;  por  ende  defendemos  que  no  sean  osados  de  hacer 
ejecución  en  los  bienes  de  los  legos  ,  ni  prender,  ni  encar- 
celar sus  personas  ,  pues  que  el  derecho  pone  remedio  contra 
los  legos  que  son  rebeldes  en  no  cumplir  lo  que  por  la  Iglesia 
justamente  les  es  mandado  y  enseñado  ;  conviene  á  saber. 
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que  la  Iglesia  invoque  la  ayuda  del  brazo  seglar.  »  La  misma 
disposición  ge  renueva  en  la  ley  12  ,  repitiendo  que  los  jue- 
ces eclesiásticos ,  fiscales  y  alguaciles  no  prendan  á  personas 
legas  ni  hagan  ejecución  en  ellas  ni  en  sus  bienes ,  por  nin- 
guna causa  que  sea  ,  é  imponiendo  á  los  provisores,  vicarios 
y  jueces  eclesiásticos  que  contravinieren ,  la  pena  de  perder 
la  naturaleza  y  temporalidades  que  tengan  en  estos  reinos 
y  de  ser  habidos  por  ajenos  y  estraños  de  ellos ,  y  á  los  fis- 
cales y  alguaciles  y  otros  ejecutores  y  escribanos  y  notarios 
la  confiscación  de  todos  sus  bienes  y  destierro  perpetuo  del 
reino  ;  salvo  que  cuando  los  dichos  jueces  eclesiásticos  qui- 
sieren hacer  las  tales  prisiones  y  ejecuciones  ,  pidan  y  de- 
manden ausilio  del  brazo  reala  las  justicias  seglares,  las 
cuales  lo  impartan  cuanto  con  derecho  deban.  Como  los  jue- 
ces seglares  han  de  impartir  á  los  eclesiásticos  el  ausilio  del 
brazo  real  en  lo  justamente  pedido,  en  lo  justamente  determi- 
nado, en  cuanto  con  derecho  deban,  según  espresion  de 
dichas  leyes,  es  claro  que  no  deben  darlo  ó  impartirlo  sin 
que  primero  se  instruyan  por  el  proceso  ó  por  los  insertos 
de  la  requisitoria  de  que  el  encarcelamiento  del  lego  y  el 
embargo  de  sus  bienes  son  efectivamente  justos,  así  por 
corresponder  al  eclesiástico  el  conocimiento  de  la  causa, 
como  por  haber  guardado  en  ella  el  orden  que  la  defensa 
natural  exige;  y  aun  si  impartiesen  el  ausilio  sin  esta  previa 
instrucción  ,  darian  justa  causa  al  interesado  para  apelar 
al  tribunal  superior  del  juez  que  á  ciegas  lo  impartiese. 

VIL  Los  jueces  y  tribunales  eclesiásticos  no  pueden  pro- 
ceder por  sí  ni  lanzar  censuras  eclesiásticas  contra  los  jueces 
seculares  ú  otras  personas  que  les  perturben  ,  impidan  ó 
usurpen  la  jurisdicción;  pero  pueden  acudir  á  los  tribunales 
que  ejercen  la  real  jurisdicción  ordinaria  ó  á  S.  M.  por  la 
via  reservada  según  los  casos  para  que  se  provea  de  remedio; 
leyes  i ,  2  y  3,  lit.  1  ,  ley  24 ,  til.  2 ,  lib.  2,  Nov.  Rec,  y  real 
céd.  de  19  de  noviembre  de  1771.  Véase  Recurso  de  fuerza. 

VIII.  No  pueden  los  legos  prorogar  la  jurisdicción  ecle- 
siástica ,  sometiéndose  á  ella  voluntariamente.  El  seglar  que 
mande  citar  ó  emplazar  á  otro  lego  ante  el  juez  eclesiástico, 
ó  haga  ú  otorgue  obligación  en  que  se  someta  á  la  jurisdic- 
ción eclesiástica  sobre  deudas  ó  cosas  profanas  á  la  Iglesia 
no  pertenecientes ,  pierde  por  el  mismo  hecho  la  acción  y 
la  adquiere  el  reo  ,  se  hace  inhábil  para  obtener  oficio  pú- 
blico ,  y  cae  ademas  en  la  pena  de  diez  mil  maravedís;  ley  7, 
til.  i,  lib.  H,  Nov.  Rec;  y  el  escribano  que  signare  escritura 
de  obligación  ó  juramento  en  los  términos  prohibidos  en 
dicha  ley  7,  pierde  el  oficio  y  la  mitad  de  sus  bienes,  y 
ademas  no  hará  fe  ni  prueba  la  escritura  ;  ley  6,  til.  1 ,  lib.  10, 
Nov.  Rec.  El  lego  que  maliciosamente  por  vejar  á  su  con- 
trario con  quien  litiga  pusiere  escepciones  ante  el  juez  se- 
glar para  que  se  abstenga  del  conocimiento  de  la  causa  y  la 
remita  al  juez  eclesiástico ,  pierde  por  el  mismo  hecho  los 
oficios,  raciones,  mercedes  y  esenciones  que  hubiere  reci- 
bido del  rey  é  incurre  en  confiscación  de  todos  sus  bienes; 
ley  8,  til.  1  ,  lib.  U  >  Nov.  Rec. 

JURISDICCIÓN  eclesiástica  castrense.  La  potestad 
que  compete  sa  vicario  general  de  los  ejércitos  de  mar  y 
tierra  y  à  sus  subdelegados  para  el  conocimiento  y  decisión 
de  las  causas  civiles  y  criminales  del  fuero  eclesiástico  que 
se  suscitaren  entre  ó  contra  personas  que  gozan  del  fuero 
de  guerra. 

I.  «  Aunque  no  es  necesario  acordar,  decia  en  edicto  de 
3  de  febrero  de  1779  el  patriarca  vicario  general,  todas  las 
justas  causas  que  concurrieron  y  motivaron  la  esencion  de 
la  jurisdicción  ordinaria  (  de  los  obispos  y  arzobispos)  que 
obtuvieron  de  la  silla  apostólica  nuestros  católicos  monarcas 
para. sus  ejércitos  de  mar  y  tierra,  no  debemos  omitir  la 
principal,  que  da  luz  y  gobierno  para  decidir  muchos  puntos 
pertenecientes  á  este  asunto.  El  destino  á  las  operaciones 
vagas  da  la  guerra  y  á  la  guarnición  de  las  plazas  y  puertos 


de  esta  monarquía ,  obliga  á  las  tropas  de  S.  M.  á  vivir  sin 
domicilio  fijo  y  permanente,  y  á  mudar  con  frecuencia  su 
residencia ,  de  lo  que  forzosamente  resultaba  la  variación  de 
prelados  eclesiásticos ,  y  el  dejar  pendientes  en  sus  tribu- 
nales varios  recursos  de  consideración  ,  así  civiles  como  cri- 
minales ,  que  no  podian  seguirse  ni  decidirse  por  k  ausencia 
de  las  partes  interesadas,  de  lo  que  regularmente  se  origi- 
naban muchos  perjuicios  y  gravísimos  inconvenientes,  que 
ni  el  Estado  ni  la  Iglesia  podian  mirar  con  indiferencia.  Para 
evitarlos  se  estableció  la  jurisdicción  castrense,  que  bajo  la 
jurisdicción  de  un  prelado  se  ejerciese  en  cualquiera  parte 
del  mundo,  siguiendo  á  las  personas  sin  division  de  terri- 
torio ni  distinción  de  prelados.  » 

II.  La  jurisdicción  eclesiástica  castrense  abraza  cuatro 
clases  de  personas  :  Ia.  por  razón  del  fuero ,  la  de  los  qaa 
gozan  del  fuero  militar  íntegro  en  lo  civil  y  criminal  :  2*.  por 
razón  del  servicio,  la  de  los  que  siguen  los  ejércitos  y  sirven 
en  ellos:  5a.  por  razón  del  lugar,  la  délos  que  vivan  en 
pueblos  ó  parajes  sujetos  al  gobierno  militar  ;  y  4a.  por  razón 
del  oficio,  la  de  los  que  ejercen  empleos  en  el  vicariato. 

Están  comprendidos  en  la  primera  clase ,  por  razón  del 
fuero,  así  los  que  gozan  del  fuero  militar  ó  político  de  guerra 
ó  de  marina  ,  con  tal  que  le  gocen  íntegro ,  esto  es ,  civil  y 
criminal;  como  también  sus  familias  y  todas  las  personas 
destinadas  á  su  servicio,  con  tal  que  igualmente  estas  fami- 
lias y  personas  gocen  de  dicho  fuero  total  é  íntegro;  pero 
no  las  familias  y  personas  que  no  gocen  de  este  fuero,  ó 
aunque  le  gocen  no  le  gocen  integró.  Están  esceptuados  ó 
escluidos  de  esta  primera  clase  :  Io.  los  oficiales  y  demás 
individuos  de  las  tropas  llamadas  milicias  siempre  que  no 
estén  sobre  las  armas  con  motivo  de  hacer  algún  servicio  al 
rey;  en  cuyo  caso  estarán  sujetos  á  la  jurisdicción  castrense, 
mas  no  sus  familias  ni  sus  criados  ,  á  no  ser  que  aquellas  ó 
estos  sigan  ó  acompañen  á  los  oficiales  ó  individuos  de  las 
milicias,  y  gocen  del  fuero  íntegro  :  2o.  los  militares  que  se 
hallen  esentos  del  real  servicio,  aun  cuando  perciban  algún 
estipendio  ó  sueldo  :  3o.  las  viudas  de  los  militares  ó  solda- 
dos ,  y  sus  familias  y  criados  ,  marineros ,  pilotos  y  artífices 
matriculados ,  como  destinados  al  servicio  de  los  arsenales  y 
reales  naves  ;  los  cuales  aunque  gocen  del  íntegro  fuero  de 
marina  ,  con  todo  entonces  solo  estarán  bajo  la  jurisdicción 
castrense  cuando  siendo  llamados  para  los  trabajos  y  servi- 
cios en  que  se  ocupan  ,  empiecen  á  percibir  los  estipendios 
ó  sueldos  acostumbrados,  en  cuyo  caso  sin  embargo  sus  fa- 
milias y  criados  no  pertenecerán  á  la  jurisdicción  castrense , 
á  no  ser  que  moren  en  la  ciudad  capital  de  la  provincia  ó  en 
el  pueblo  adonde  se  les  haya  mandado  acudir  á  ejercer  las 
artes  propias  de  cada  uno  ,  y  gocen  del  referido  fuero  ínte- 
gro :  4o.  los  condenados  al  trabajo,  que  no  están  dentro  de 
las  fortalezas  ó  alcázares  y  presidio  ;  como  quiera  que  estos 
dependen  de  gobierno  militar  por  razón  de  custodia  sola- 
mente, pero  no  pertenecen  ala  milicia.  Breve  deS.  S.  Pió  FU 
de  28  de  julio  de  181b. 

Están  comprendidas  en  la  segunda  clase ,  por  razón  del 
servicio ,  todas  las  personas  que  siguen  los  ejércitos  ,  y  con 
cualquier  denominación  ó  título,  bien  que  con  aprobación 
de  los  generales  ú  otros  superiores  militares ,  sirven  á  los 
mismos  ejércitos,  aun  cuando  no  gocen  del  fuero  militar;  y 
esto  se  observará  en  el  caso  de  cualquiera  espedicion  militar, 
aunque  las  tropas  sean  ausiliares;  pero  con  tal  que  su  go- 
bierno espiritual  no  esté  arreglado  en  otra  forma  que  sea 
diversa  de  la  presente  disposición  ;  cuyo  gobierno  y  sus  pe- 
culiares ordenanzas  ó  reglamentos  no  han  de  ser  perjudica- 
dos de  modo  alguno.  Dicho  Breve  de  1815. 

Están  comprendidos  en  la  tercera  clase,  por  razón  del 
lugar  :  Io.  todas  las  personas  que  existan  en  las  naves  de 
la  real  armada,  aun  cuando  no  estén  alistadas  en  la  milicia, 
ó  pertenezcan  á  cualquiera  otro  fuero  ó  jurisdicción  ;  corno 
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igualmente  y  del  mismo  modo  las  que  existan  en  los  navios 
mercantiles  que  de  cuenta  del  real  erario  y  escollados  por 
otros  de  la  armada  viajen  por  alguna  causa  ó  espedicion,  aun 
cuando  los  navios  de  guerra  que  los  escoltan  sean  ausilia- 
res  ;  en  cuyo  caso  se  entiende  repetido  lo  que  mas  arriba  se 
ha  dicho  acerca  de  las  tropas  ausiliares  :  —  2o.  todos  los 
que  moraren  en  cualesquiera  alcázares,  fortalezas,  castillos, 
atrincheramientos  ó  campamentos  de  larga  duración,  esto 
es  ,  en  aquellos  lugares  construidos  ó  cercados  de  murallas 
y  fortificados  cuyo  ámbito  no  contenga  ó  forme  alguna 
aldea,  lugar  corto,  villa,  ciudad  ú  otra  población  de  esta 
espeeie,  como  también  en  arsenales  ,  hospitales  militares, 
fábricas  destinadas  al  uso  militar  y  naval  del  Estado  y  cole- 
gios militares  en  que  haya  párrocos  castrenses  ;  debiendo 
incluirse  aun  cuantas  personas  estuvieren  en  dichos  lugares 
y  establecimientos  detenidas  por  castigo,  los  condenados  á 
trabajos  ,  los  enfermos  y  demás  que  por  cualquiera  causa 
deban  residir  en  ellos  ;  y  esceptuándose  sin  embargo  la 
plaza  de  Ceuta  y  los  presidios  menores  de  África,  en  los 
cuales  gozan  sus  prelados  ordinarios  de  la  plena  jurisdicción 
eelesiástica ,  y  solo  están  sujetos  á  la  castrense  aquellas  per- 
sonas que  se  hallan  comprendidas  bajo  otras  reglas  genera- 
les por  el  papa  establecidas.  Dicho  Breve  de  181b. 

Están  comprendidos  en  la  cuarta  clase,  por  razón  del  ofi- 
cio ,  los  sugetos  eclesiásticos  que  nombrados  legítimamente 
obtengan  algún  empleo  respectivo  á  la  administración  do 
justicia,  ó  al  despacho  de  los  negocios  de  la  misma  juris- 
dicción ,  ó  á  la  cura  de  almas ,  junto  con  sus  familias  y  de- 
mas  personas  destinadas  à  su  servicio;  como  igualmente  los 
seglares  que  ejerzan  legítimamente  algún  empleo  e.Q  el 
vicariato  por  las  mismas  causas  de  la  administración  de 
justicia  y  del  despacho  délos  negocios  del  mismo,  inclusas 
sus  mujeres,  sus  hijos  no  emancipados  que  viven  en  compa- 
ñía de  sus  padres,  y  también  sus  criados.  Dicho  Breve 
de  181S. 

La  decisión  de  las  eludas  que  ocurrieren  sobre  si  algunas 
personas  están  ó  no  comprendidas  en  estas  cuatro  clases,  y 
sujetas  por  consiguiente  á  la  jurisdicción  castrense,  corres- 
ponde al  rey,  según  se  declara  en  el  citado  Breve. 

III.  Si  deseamos  saber  cuáles  son  los  negocios  que  están 
cometidos  á  la  jurisdicción  eclesiástica  castrense,  lo  encon- 
traremos en  el  Breve  de  Pió  VII  de  16  de  diciembre  de  1803, 
en  el  cual  se  concede  al  vicario  general  de  los  ejércitos  : 
«  que  pueda  por  sí  mismo ,  ó  por  otro  ú  otros  sacerdotes  de 
probidad  é  idóneos ,  que  fueren  por  él  subdelegados  y  estén 
versados  en  las  materias  del  fuero  eclesiástico  (constándole 
esto  por  certificación  é  informe  de  su  respectivo  ordinario  y 
de  otras  personas  fidedignas),  ejercer  cualquiera  jurisdic- 
ción eclesiástica  sobre  los  que  en  cualquier  tiempo  estuvie- 
ren empleados  en  dichos  ejércitos  para  la  administración  de 
los  sacramentos  y  para  el  cuidado  y  dirección  espiritual  de 
las  almas,  ya  sean  clérigos  ó  presbíleros,  seculares  ó  regu- 
lares ,  aunque  sean  de  las  órdenes  mendicantes,  del  mismo 
modo  que  si  fuesen  verdaderos  prelados  y  pastores  de  los 
enunciados  clérigos  seculares ,  y  superiores  generales  de  los 
insinuados  religiosos  ;  y  conocer  de  todas  las  causas  ecle- 
siásticas y  no  eclesiásticas  ,  civiles,  criminales  y  mixtas  que 
se  suscitaren  entre  ó  contra  las  sobredichas  ú  otras  personas 
que  residan  en  cîîchos  ejércitos,  y  sean  de  cualquier  modo 
pertenecientes  al  fuero  eclesiástico,  aunque  sea  sumaria  y 
simplemente,  de  plano  y  sin  estrépito  ni  figura  de  juicio  , 
atendiendo  solo  á  la  verdad  del  hecho  ,  y  terminarlas  defi- 
nitivamente como  es  debido,  y  proceder  también  contra  cua- 
lesquiera inobedientes  por  censuras  y  penas  eclesiásticas,  y 
agravarlas  y  reagravarlas  una  ó  mas  veces,  é  implorar  el 
ausilio  del  brazo  seglar.  »  Resulta  pues  que  las  mismas  atri- 
buciones que  ejerce  la  jurisdicción  eclesiástica  ordinaria  con 
respecto  á  las  personas  y  causas  que  le  están  sujetas,  com- 


peten á  la  castrense  cuando  los  interesados  en  causas  & 
pleitos  semejantes  del  fuero  eclesiástico  disfrutan  fuero  da 
guerra  ;  debiendo  tenerse  presente  que  lasescepciones  pues- 
tas á  la  primera  son  aplicables  también  á  la  segunda.  Véase 
Jurisdicción  eclesiástica,  Capellán  de  ejército,  y  Capellán  do 
marina. 

IV.  La  jurisdicción  eclesiástica  castrense  reside  en  el  vi- 
cario general  de  los  ejércitos  de  mar  y  tierra  ,  cuyo  empleo 
va  unido  al  de  patriarca  de  las  Indias  y  capellán  mayor  de 
S.  M.,  quien  tiene  en  Madrid  un  auditor  general,  y  nombra 
para  ejercerla  en  las  provincias  como  sus  subdelegados  ó 
tenientes  de  vicario  á  personas  eclesiásticas  condecoradas, 
y  en  ultramar  suele  nombrar  á  los  obispos  y  arzobispos. 

Los  subdelegados  ó  tenientes  vicarios  generales  de  las 
provincias  conocen  en  primera  instancia  de  los  negocios 
pertenecientes  á  la  jurisdicción  castrense  que  ocurren  en 
ellas. 

El  auditor  general ,  que  es  respecto  del  vicario  general 
patriarca  lo  que  son  los  provisores  respecto  de  los  obispos, 
conoce  en  segunda  instancia  de  las  apelaciones  y  recursos 
de  quejas  y  agravios  de  los  subdelegados.  Este  auditor  ge- 
neral es  el  capellán  de  honor  á  quien  á  propuesta  del  pa- 
triarca nombra  el  rey  juez  de  su  real  capilla  y  territorio 
separado  de  Madrid  y  sitios  reales  ;  ejerce  ademas  en  pri- 
mera instancia  la  jurisdicción  castrense  en  el  recinto  del 
arzobispado  de  Toledo;  y  en  las  vacantes  del  patriarcado  y 
vicariato  general  desempeña  las  funciones  de  la  jurisdicción 
castrense  con  la  generalidad  de  su  comisión,  mandando 
el  rey  pasar  los  oficios  correspondientes  á  los  tribunales, 
capitanes  generales  y  jefes  de  los  cuerpos  para  su  gobierno. 

En  tercera  instancia  conoce  délos  asuntos  de  la  jurisdic- 
ción castrense  el  tribunal  de  la  Rota;  ley  k,  lit.  o,  lib.  2, 
Nov.  Rec.  Véase  Rota. 

JURISDICCIÓN  REAL  Y  ECLESIÁSTICA  DE  LAS  ÓRDENES 
Militares.  Véase  Ordenes  militares. 

JURISDICCIÓN  especial  de  cruzada.  Véase  Fuero  de 
cruzada. 

JURISDICCIÓN  de  espolios  y  vacantes.  La  potestad 
eclesiástica  y  real  que  tiene  por  objeto ,  no  solo  recaudarlos 
bienes  que  los  arzobispos  y  obispos  dejan  al  tiempo  de  su 
muerte,  y  las  rentas  que  correspondan  á  las  mitras  durante 
la  vacancia  de  las  sillas  episcopales ,  sino  decidir  tambieo 
los  litigios  que  con  este  motivo  se  suscitaren. 

Es  pues  gubernativa  y  contenciosa  esta  jurisdicción  para 
inventariar  é  intervenir  cuantos  bienes ,  frutos  y  caudales 
se  encuentren  en  los  palacios  episcopales  y  sus  depen- 
dencias á  la  muerte  de  los  prelados,  formar  concurso  de 
acreedores,  hacerles  pago  de  sus  créditos,  reclamar  la  sa- 
tisfacción de  los  derechos  y  rentas  que  se  debieren  á  la  mi- 
tra apremiando  en  caso  necesario  á  los  deudores  ,  proceder 
con  todo  rigor  de  justicia  al  reintegro  de  los  caudales  que 
faltaren  y  castigo  de  los  culpados,  y  aun  traer  á  sí  el  cono- 
cimiento de  todos  los  litigios  en  que  tengan  algún  interés  los- 
espolios  hasta  que  este  quede  cubierto  :  bien  que  el  juez  de 
primera  instancia  del  distrito  habrá  de  autorizar  con  su 
presencia  la  ocupación ,  inventario ,  tasación  y  venta  do 
los  bienes  de  los  espolios,  sin  mezclarse  en  ninguna  otra 
cosa.  Leyes  del  lit.  15,  lib.  2,  Nov.  Rec,  y  rl.  órd.  de 
17  de  noviembre  de  1798. 

La  jurisdicción  de  espolios  y  vacantes  se  ejerceen  la  corte 
por  el  colector  general  que  nombra  la  corona,  y  en  los  arzo- 
bispados y  obispados  del  reino  por  las  personas  eclesiásticas 
que  con  real  aprobación  elige  el  colector  general  como  sub- 
colectores  ó  subdelegados.  De  los  pleitos  y  causas  que  ocurrie- 
ren en  el  ramo  de  espolios  y  vacantes  conocen  en  primer 
grado  los  subcolectores  ó  subdelegados  ;  y  el  colector  gene- 
ral conoce  en  último  de  las  apelaciones  y  recursos  de  agra- 
vios que  se  interpusieren,  sin  que  haya  lugar  à  recursos  de 
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fuerza  ;  leyes  del  lit.  13 ,  lib.  2,  Nov.  Rev.,  y  conde  de  la  Ca- 
ñada en  sus  observ.  sobre  los  recursos  de  fuerza  ,  part.  2 , 
cap.  12  .  ns.  Sky  sig. 

Corresponde  también  á  la  misma  jurisdicción  del  colector 
general  de  espolios  y  vacantes  y  desús  subdelegados  en  las 
diócesis  la  recaudación  de  las  anualidades  y  medias  anatas 
de  las  capellanías  vacantes,  canonicatos,  prebendas  y  otras 
piezas  eclesiásticas  de  esta  clase.  =Véase  Espolios  y  vacantes. 
f  Los  jueces  de  primera  instancia  no  deben  suscitar  obs- 
táculos á  la  colecturía  general  de  Espolios  y  Vacantes  en  el 
ejercicio  de  Sus  atribuciones,  por  estar  espresamente  con- 
servada su  jurisdicción.  'Rl.  orden  de  12  de  marzo  de  1845. 
JURISDICCIÓN  de  la  real  caPilla.  Véase  Capilla 
real ,  y  Jurisdicción  castrense ,  §  IV. 

JURISDICCIÓN  temporal  ó  secular.  La  jurisdicción 
ordinaria  ó  común  ,  llamada  así  por  contraposición  á  la 
espiritual  ó  eclesiástica,  porque  aquella  tiene  por  objetólas 
causas  temporales  ó  profanas ,  y  esta  las  espirituales. 

JURISDICCIÓN  militar.  La  potestad  que  tienen  los 
jueces  militares  para  conocer  de  los  negocios  de  las  personas 
que  sirven  en  los  ejércitos  ó  dependen  de  ellos ,  como  asi- 
mismo de  los  que  interesan  al  servicio  de  los  mismos  ejér- 
citos. La  jurisdicción  militar  es  ordinaria  ó  común  y  privi- 
legiada ó  especial  :  dícese  ordinaria  ó  común  la  que  por 
regla  general  se  halla  establecida  para  todos  los  individuos 
y  cuerpos  del  ejército  que  no  están  esceptuados  de  ella;  y 
privilegiada  ó  especial  la  que  solo  está  concedida  en  favor  de 
ciertos  ramos  ó  cuerpos  ,  como  la  de  marina ,  la  de  artille- 
ría, ¡a  de  ingenieros,  la  de  la  guardia  real,  la  de  milicias 
provinciales,  etc.  La  jurisdicción  militar  se  conserva  por  el 
art.  56  del  reglam.  de  26  de  setiembre  de  1858,  y  el  art.  250 
delaConst.  de  1812. 

JURISDICCIÓN  militar  ordinaria.  La  que  es  común 
y  comprende  á  todos  los  militares  y  demás  que  disfrutan 
fuero  de  guerra ,  con  tal  que  no  estén  sujetos  á  ninguno  de 
los  fueros  especiales  ó  privilegiados  del  ramo. 

I.  Están  subordinados  á  la  jurisdicción  militar  ordinaria, 
ó  lo  que  es  lo  mismo  ,  gozan  del  fuero  militar  común  las 
personas  siguientes  :  —  Io.  los  ministros  y  fiscales  del  tri- 
bunal supremo  de  guerra  y  marina ,  aunque  sean  intendentes 
ó  togados  ;  el  secretario ,  oficiales  de  secretaría,  agentes  fis- 
cales, relatores,  escribanos  de  cámara  y  demás  empleados 
del  mismo  tribunal  :  y  las  mujeres  ,  hijos  y  criados  de  unos 
y  otros;  ley  7,  til,  5,  lib.  6,  Nov.  Rec,  regí,  de  enero,  y  decr. 
de  15  de  junio  de  1816  :  —  2o.  los  secretarios  de  las  capita- 
nías ó  comandancias  generales  con  sus  familias  y  depen- 
dientes, aunque  estén  retirados  ó  jubilados  si  lo  están  con 
algún  sueldo  ;  rl,  órd.  de  22  de  agosto  de  1788  :  —  3o.  el 
auditor  ó  asesor,  el  fiscal,  el  escribano  principal  y  un  escri- 
biente, el  procurador  de  pobres  y  el  alguacil  mayor  en  todas 
las  auditorías  de  guerra  ;  rl.  órd.  de  25  de  setiembre  de  1765  : 
■—  4o.  los  subdelegados  que  los  auditores  generales  de  las 
capitales  tienen  en  las  plazas  subalternas,  durante  suco-» 
misión;  Colon,  juzgados  mili  lar es  ,  tom.  1,  pág.  14:  — 
8o.  todos  los  dependientes ,  sean  eclesiásticos  ó  seculares 
con  fija  y  precisa  plaza ,  de  los  juzgados  castrenses  ;  rl.  órd. 
de  14  de  marzo  de  1808  :  —  6°.  todos  los  individuos  del 
ejército  y  los  retirados  con  real  despacho  y  sueldo  ;  en  in- 
teligencia de  que  los  reclutas  gozan  del  fuero  militar  desde 
que  se  les  ha  formado  su  *iiacion  por  el  comisario  de  guerra, 
ó  en  su  delecto  por  el  escribano  de  ayuntamiento;  leyes  1, 
14  y  20  y  ñola  Ht,  til.  4,  lib.  6,  Nov.  Rec.  (véase  Inválido)  : 

—  7o.  las  mujeres  y  los  hijos  de  todo  militar;  y  muerto 
este ,  conservan  el  fuero  la  viuda  y  las  hijas  mientras  no 
tomen  estado  ,  y  los  hijos  varones  únicamente  hasta  la  edad 
de  diez  y  seis  años,  leyes  6  y  14,  tít.  U,  lib.  6,  Nov.  Rec:  — 

—  8o.  los  criados  domésticos  de  los  militares  con  servi-  ;_ 
dumbre  actual  y  goce  de  salario;  ley  14,  y  notas  17,  18  y 


19,  Ut.  4,  lib.  6,  Nov.  Rec, y  rl.  órd.  de  3  de  enero  de  Í788 
(véase  Amo  al  fin)  :  —  9o.  los  cirujanos  de  ejército  y  hos- 
pitales militares;  art.  9,  lit.  22,  tral.  2  de  la  orden,  del 
ejérc  :  —  10°.  los  músicos  y  armeros  de  los  regimientos , 
como  también  los  silleros ,  mariscales  y  picadores  de  los 
cuerpos  de  caballería;  Colon,  lug.  cit., pág.  20:  — 11°.  los 
intendentes,  comisarios  ordenadores  y  de  guerra,  y  demás 
dependientes  del  ramo  de  hacienda  militar;  ley  1 ,  tít.  4, 
lib.  6,  suplemento  à  la  Nov.  Rec,  y  rl.  órd.  de  10  de  julio  de 
1852  :  —  12°.  los  asentistas  de  víveres  y  provisiones  del 
ejército  y  los  empleados  en  este  servicio;  regí,  de  25  de  julio 
de  1800,  y  rl.  órd.  de  10  de  octubre  de  1830  (  véase  Asentista 
y  Jurisdicción  de  hacienda  militar)  :  —  15°.  los  individuos 
de  cuerpos  formados  en  casos  de  guerra  ú  otros  estraordi- 
narios  y  urgentes;  pero  no  en  otro  alguno  sin  real  aproba- 
ción; nota  Í5,  lit.  4,  lib.  6,  Nov.  Rec.:—  14°.  los  individuos 
de  las  maestranzas  de  caballería;  rl.  órd.  de  10 de  noviembre 
de  1829;  mas  el  fuero  militar, ¿le  los  maestrantes  ha  sido 
suprimido  por  real  decreto  de  24  de  mayo  de  1842,  el  cual 
los  declara  sujetos  en  sus  negocios  civiles  y  criminales  á  los 
tribunales  ordinarios  :  —  15°.  los  cónsules  de  las  naciones 
estranjeras  ,  y  todos  los  estranjeros  transeúntes  (véase 
Cónsules,  y  Extranjero ,  §  VI). 

II.  La  jurisdicción  militar  conoce  privativa  y  esclusiva- 
mente  de  todas  las  causas  civiles  y  ct'i mínales  en  que  sean 
demandados  ó  acusados  los  individuos  del  ejército,  y  demás 
que  gozan  fuero  de  guerra;  real  decr.  de  9  de  febrero  de  1793, 
ó  ley  21 ,  tít.  4  ,  lib.  6,  Nov.  Rec,  y  rl.  órd.  de  16  de  julio 
de  1798,  eslraclada  en  la  nota  18  de  d.  til.  y  lib.  Cuando  los 
militares  sean  los  demandantes  ó  acusadores  ,  deben  inten- 
tar sus  acciones  ante  los  jueces  competentes  de  los  reos, 
porque  el  fuero  militar  ordinario  es  pasivo  y  no  atractivo , 
como  se  infiere  de  la  ley  21  que  se  acaba  de  citar.  El 
privilegio  del  fuero  militar  no  puede  renunciarse,  porque 
no  está  concedido  á  personas  determinadas  sino  á  las  clases 
de  las  que  lo  disfrutan  ;  rl.  órd.  de  25  de  noviembre  de  1830. 

III.  Aunque  la  jurisdicción  militar  abraza  por  regla  ge- 
neral las  causas  civiles  y  las  criminales  de  los  militares,  si 
esceptúan ,  sin  embargo,  de  su  conocimiento  algunas  cau- 
sas ,  ya  por  las  declaraciones  contenidas  en  el  real  decreto 
de  9  de  febrero  de  1795  ,  que  es  la  ley  21  ,  tít.  4,  lib.  6, 
Nov.  Rec,  ya  por  otras  resoluciones  posteriores,  debién- 
dose considerar  como  derogadas  las  escepciones  puestas  en 
decretos ,  órdenes  ó  leyes  que  sean  anteriores  á  dicho  de- 
creto de  9  de  febrero  de  1793. 

IV.  Esceptúanse  pues  en  lo  civil  los  negocios  siguientes  : 
— Io.  las  demandas  de  mayorazgos  en  posesión  y  propiedad; 
d.  ley  21 ,  lit.  4,  lib.  6,  Nov.  Rec.  :  —  2o.  las  dirigidas  á  la 
division  de  los  bienes  vinculados;  ind.  de  dicha  ley:—o°.  las 
de  particiones  de  herencias  que  no  provengan  de  disposi- 
ciones testamentarias  de  los  mismos  militares;  dicha  ley  21, 
ley  3,  art.  38,  lit.  7,  lib.  6,  Nov.  Rec,  y  rl.  órd.  de  Io.  de 
noviembre  de  1817  :  —  4o.  las  reclamaciones  por  deudas  au-~ 
teriores  á  la  entrada  de  los  militares  en  el  servicio  ;  orden,  del 
ejérc,  trat.  8,  tít.  1,  art.  4,  é  ind.  de  la  rl.  órd.  de  où  de 
octubre  de  1794  :  —  5o.  los  casos  en  que  fueren  demanda- 
dos los  militares  sobre  cobranzas  y  contribuciones  reales; 
rl.  órd.  de  17  de  octubre  de  1794  :  —  6o.  los  asuntos  sobre 
inquilinatos  de  casas  ;  rs.  órds.  de  25  de  junio  y  29  de  julio 
de  1815,  10  de  octubre  de  1817  y  11  de  febrero  de  1820;  pero 
debe  hacerse  distinción  entre  los  asuntos  de  inquilinato  ó 
preferencia  en  el  arrendamiento  de  una  casa ,  y  las  recla- 
maciones sobre  el  pago  de  la  renta  ó  precio  del  aftjuiler, 
pues  con  respecto  á  este  segundo  punto  no  queda  derogado 
el  fuero  de  los  militares;  rl.  órd.  de  17  de  enero  de  1823  : — 
7o.  los  recursos  sobre  disenso  de  los  padres  ó  tutores  para 
contraer  matrimonio  ;  rl.  órd.  de  15  de  setiembre  de  1798 ,  y 

agm.  de  18  de  abril  de  1805  (véase  Matrimonio). 
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V.  Esceptúanse  del  conocimiento  de  la  jurisdicción  militar 
en  lo  criminal,  por  pérdida  del  fuero,  los  casos  siguientes:  — 
i°.  los  delitos  cometidos  por  los  militares  antes  de  su  entra- 
da »n  el  servicio;  real  orden  de  50  de  octubre  de  1794  :  — 
2o.  los  cometidos  por  un  desertor  del  ejército,  solo  ó  acom- 
pañado ,  que  por  ellos  hubiese  sido  aprehendido  por  la  ju- 
risdicción ordinaria  ,  pues  esta  esclusivamente  habrá  de 
juzgarle  por  ellos,  y  remitirle  después  con  testimonio  de' la 
sentencia,  no  siendo  de  pena  capital,  al  juez  militar  compe- 
tente para  que  conozca  y  castigue  el  delito  de  deserción;  y 
si  por  delitos  cometidos  después  de  su  deserción  resultase 
algún  desertor  complicado  en  causa  de  que  conozcan  jueces 
ordinarios,  lo  reclamarán  estos  de  la  autoridad  militar,  la 
cual  les  entregará  el  desertor  para  que  le  juzguen  y  casti- 
guen, aunque  se  haya  vuelto  á  incorporar  al  cuerpo  de  que 
hubiese  desertado  con  arreglo  ala  resolución  de  19  de  enero 
de  1795;  arts,  h  y  5  de  la  ley  de  11  'de  setiembre  de  1820, 
restabl.  en  31  de  agosto  de  1856,  y  nota  Ik,  lit.  17,  lib.  12, 
Nov.  Rec.  :  —  3o.  los  cometidos  por  militares  que  solos  ó 
acompañados  de  otros  van  salteando  los  caminos  ó  vagando 
por  las  poblaciones  como  malhechores ,  pues  por  esta  razón 
se  pierde  todo  fuero;  ley  7,  tít.  17,  lib.  12,  Nov.  Rec:  — 
h°.  las  conspiraciones  ó  maquinaciones  directas  contra  la 
Constitución,  ó  contra  la  seguridad  interior  ó  eslerior  del 
Estado,  ó  contra  la  sagrada  persona  del  rey,  aunque  la  apre- 
hensión de  los  delincuentes  se  hiciese  por  la  fuerza  militar, 
con  tal  que  sea  por  orden  ,  requerimiento  ó  en  ausilio  de  la 
autoridad  civil  y  no  haya  resistencia  con  armas;  arts.  1  y 
2  de  la  ley  de  17  de  abril  de  1821  (véase  Juicio  criminal  por 
delitos  políticos ,  §  V  y  sig.)  :  —  S°.  los  desacatos  cometidos 
contra  los  jueces  ordinarios  ó  contra  los  funcionarios  que  los 
representan  ;  rl.  órd.  de  8  de  marzo  de,  1831  ;  ley  18,  lit.  U, 
lib.  6,  Nov.  Rec. ,  y  ley  ¡í,  tít.  10,  lib.  12,  Nov.  Rec: — 
6o.  los  delitos  y  contravenciones  sobre  asuntos  de  montes  ; 
bien  que  deberá  estarse  en  cuanto  á  la  sustancia  y  modo  á 
lo  prevenido  acerca  de  los  fraudes  contra  la  hacienda  pú- 
blica respecto  de  los  militares;  art.  18b  de  las  ordenanzas 
de  montes  de  22  de  diciembre  de  1855  (véase  Juicio  por  deli- 
tos contra  la  hacienda  pública,  %%  III  y  X)  :  —  7o.  las  cau- 
sas de  contrabando  y  defraudación  de  los  derechos  de  la  ha- 
cienda pública  (véase  dicho  Juicio  y  párrafos  citados)  :  — 
8o.  las  causas  sobre  sociedades  secretas;  real  decr.  de  26  de 
abril  de  183't  :  —  9°.  el  lenocinio  :  bien  que  la  jurisdicción 
militar  empezará  á  conocer  de  este  delito  que  cometan  los 
individuos  sujetos  á  ella,  hasta  que  por  la  misma  se  declare 
el  desafuero,  y  entregue  el  reo  y  autos  á  la  jurisdicción  or- 
dinaria para  que  proceda  contra  él,  conforme  á  derecho; 
ceci,  de  29  de  marzo  de  1798  :  —  10°.  las  infracciones  de  las 
reglas  establecidas  para  evitar  la  propagación  de  las  epide- 
mias y  contagios;  rs.  órds.  de  1800,  1 80't y  1810:  —  11°.  las 
sediciones  y  tumultos  populares,  pues  que  su  castigo  perte- 
nece á  la  justicia  ordinaria  sin  escepcion  de  fuero ,  á  no  ser 
que  se  dirijan  contra  la  seguridad  de  una  plaza  y  su  tropa, 
pues  en  este  caso  debe  conocer  la  jurisdicción  militar;  rl. 
órd.  de  10  de  noviembre  de  1800  :  —  12°.  las  contravencio- 
nes á  la  ordenanza  de  caza  y  pesca  ;  real  céd.  de  5  de  febrero 
de  180Ù  :  —  15°.  los  juegos  prohibidos  y  demás  en  que  se 
encentrare  delinquiendo  á  los  militares  sin  insignia  alguna 
que  manifieste  su  clase;  real  óvd.  de  20  de  febrero  de  18it» 
(véase  Juego  al  fin)  :  —  ih°.  las  exacciones  de  multas  y  pe- 
nas pecuniarias  impuestas  por  la  jurisdicción  ordinaria;  rl.- 
órd.  de  3  de  noviembre  de  1819  :  —  15°.  las  culpas  ,  fallas  y 
delitos  que  los  auditores  cometieren  en  el  ejercicio  de  la  abo- 
gacía; rl,  órd.  de  7  efe  marzo  efe  1796  :  —  16°.  los  delitos, 
escesos  ó  fallas  que  cualquiera  de  los  que  disfrutan  el  fuero 
militar  cometiere  en  el  ejercicio  ó  desempeño  de  algún  des- 
tino ó  encargo  público  que  tuviere ,  como  de  concejal ,  de 
empleado  de  hacienda  ú  otro  semejante,  pues  ha  de  ser  juz- 


gado por  la  jurisdicción  de  que  los  empleos  dependan;  rs. 
órds.  de  30  de  noviembre  de  179S,  15  de  setiemb7~e  de  1798, 
8  de  diciembre  de  1800,  y  5  de  octubre  de  1819. 

VI.  Así  como  los  militares  pierden  el  privilegio  de  su 
fuero  y  se  sujetan  á  la  jurisdicción  ordinaria  en  los  negocios 
civiles  y  criminales  que  en  los  §§  IV  y  V  acabamos  de  es- 
presar, del  mismo  modo  los  paisanos  quedan  privados  del 
derecho  de  ser  juzgados  por  la  jurisdicción  real  ordinaria, 
y  sometidos  á  la  militar  en  ciertos  delitos,  cuales  son  los 
siguientes  :  —  Io.  el  delito  de  espionaje  (véase  Espía)  ;  el  de 
conjuración  contra  jefes  militares  ó  tropa;  el  de  insulto  á 
centinelas,  patrullas  ó  salvaguardias  ,  aunque  la  tropa  vaya 
ausiliando  à  la  autoridad  local  ó  á  los  jueces  ordinarios  (véase 
Injuria,  §  IX)  ;  el  de  aconsejar  ó  ausiliar  la  deserción  (véase 
Deserción);  el  de  incendio  de  cuarteles,  almacenes  de  boca 
y  guerra  y  edificios  militares;  y  los  de  robos  ó  vejaciones  co- 
metidos en  los  mismos  parajes  ;  arts,  lyll,  til.  3,  y  arts.  61, 
67  y  116,  tít.  10,  trat.  8  de  las  orden,  del  ejérc,  y  rs.  órds. 
de  3  de  agosto  de  1771  y  22  de  noviembre  de  1790  :  —  2o.  el 
delito  que  cometen  los  vivanderos,  proveedores  y  municio- 
neros cercenando  los  pesos  y  medidas  ó  adulterando  los  co- 
mestibles que  venden  ó  proveen  á  la  tropa  ;  arls.  86  y  87 , 
tít.  10,  trat.  8  de  las  orden,  del  ejérc:  —  5o.  el  delito  de 
enganchar  tropa  para  el  estranjero  (véase  Gancho)  ;  art.  Uk, 
d.  tít.  y  trat.  :  —  h°.  los  desacatos  de  palabra  ó  de  obra  co- 
metidos contra  jueces  militares;  ley  9,  tít.  10,  lib.  12, 
Nov.  Rec:  —  5o.  el  uso  de  las  armas  prohibidas  en  las  pla- 
zas fuertes,  cuyo  delito  se  castiga  por  los  gobernadores 
militares;  pero  cuando  ademas  se  comete  otro  delito,  como 
herida,  muerte  ó  robo,  en  el  cual  dichas  armas  sean  mero 
instrumento  para  ejecutarlo  ,  compete  el  conocimiento  á  la 
jurisdicción  ordinaria,  á  no  ser  el  reo  aforado  ;  ley  1  ,  lit.  19, 
lib.  12,  Nov.  Rec  v  rl.  órd.  de  8  de  octubre  de  1850  :  — 
6o.  los  salteamientos  ûe  caminos  y  los  latrocinios  cometidos 
en  poblado  ó  despoblado  por  cuadrillas  de  cuatro  ó  mas ,  y 
las  conspiraciones  ó  maquinaciones  directas  contra  la  segu- 
ridad interior  ó  eslerior  del  Estado,  ó  contra  la  persona  in- 
violable del  rey,  siempre  que  los  delincuentes  sean  aprehen- 
didos por  fuerza  del  ejército  ó  de  la  milicia  nacional  destinada 
espresamente  á  su  persecución,  y  siempre  que  siendo  apre- 
hendidos de  orden  ,  requerimiento  ó  en  ausilio  de  las  auto- 
ridades civiles  hicieren  resistencia  á  la  tropa  con  arma  de 
fuego  ó  blanca  ó  con  cualquier  otro  instrumento  ofensivo; 
ley  8 ,  lit.  17,  lib.  12  ,  Nov.  Rec,  y  arts.  2,  5  y  8  de  la  ley 
de  17  de  abril  de  1821  (véase  Juicio  criminal  por  delitos 
políticos,  §  IV). 

VII.  La  jurisdicción  militar  ordinaria  se  ejerce  : — Io.  por 
los  capitanes  ó  comandantes  generales  de  provincia  con  sus 
auditores ,  á  los  cuales  compete  el  conocimiento  de  todos  los 
negocios  contenciosos  civiles  y  criminales  de  las  personas 
del  fuero  de  guerra  comprendidas  en  sus  respectivos  distri- 
tos ,  y  de  los  delitos  sujetos  á  la  jurisdicción  militar  aunque 
sean  paisanos  los  delincuentes  ,  esceptuando  las  causas  que 
según  ordenanza  deben  juzgarse  en  los  consejos  de  guerra 
(véase  Capitán  ó  comandante  general  de  provincia,  y  Au- 
ditores de  guerra  de  provincia  ó  asesores  militares)  :  — 
2o.  por  los  generales  en  jefe  de  los  ejércitos ,  también  con 
sus  auditores ,  á  quienes  compete  el  conocimiento  de  las 
contravenciones  á  las  leyes  y  bandos  que  tienen  relación 
con  la  disciplina  y  policía  del  ejército  en  campaña  y  de  los 
delitos  cometidos  por  cualesquiera  personas  eslrañas  sobro 
estos  objetos  (  véase  Capitán  general  de  un  ejército,  y  Au- 
ditor general  de  un  ejército  )  :  —  5o.  por  los  gobernadores 
militares,  que  deben  juzgar  igualmente  ciertas  causas  con 
dictamen  de  asesor  (véase  Gobernador  militar)  :  —  !t°.  por 
los  consejos  de  guerra  ordinarios  ,  que  conocen  de  los  deli- 
tos militares  y  de  los  comunes  no  esceptuados  en  que  in- 
currieren los  sargentos  ,  cabos  ,  cadetes ,  soldados  ó  lambo 
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res  (véase  Consejo  de  guerra  ordinario)'.  —  8°.  por  los 
consejos  de  oficiales  generales,  que  conocen  de  los  críme- 
nes y  faltas  graves  que  en  materias  relativas  al  servicio  mi- 
litar cometieren  los  oficiales  de  cualquier  grado  (véase  Con- 
sejo de  querrá  de  oficiales  generales)  :  —  6o.  por  el  supremo 
tribunal  de  guerra  y  marina  ,  que  conoce  en  grado  de  ape- 
lación ó  revision  de  los  procesos  militares ,  y  de  los  negocios 
contenciosos  del  fuero  de  guerra  y  marina  y  de  estranjería 
(véase  Tribunal  supremo  de  guerra  y  marina). 

VIII.  Siempre  que  en  los  casos  de  desafuero  acaezca  que 
un  soldado  haya  cometido  también  algún  crimen  concer- 
niente al  juzgado  militar,  debe  conocer  de  la  causa  la  ju- 
risdicción á  quien  corresponda  imponerle  la  mayor  pena  , 
según  se  iispone  en  real  orden  de  28  de  mayo  de  1773; 
pero  defce  aquí  tenerse  presente  lo  que  mas  arriba  se  ha 
dicho  bajo  el  §  V,  n.  2o.  con  arreglo  à  la  ley  de  II  de  se- 
tiembre de  1820. 

Luego  que  las  justicias  ó  jueces  de  primera  instancia  su- 
pieren que  un  individuo  del  fuero  de  guerra  ha  cometido 
en  su  distrito  alguno  de  los  delitos  que  causan  desafuero  , 
pueden  prenderle  y  asegurar  su  persona  en  el  mismo  acto 
de  delinquir  ó  á  continuación  de  él  con  arreglo  á  la  real  cé- 
dula de  Io.  de  agosto  de  1784  dando  ■•.imediatamente  cuenta 
de  esta  prisión  por  escrito  al  jefe  de  quien  dependa  el  reo, 
y  ofreciéndole  remitir  testimonio  de  lo  que  resulte  contra 
él  ;  pero  habiendo  pasado  lo  que  se  llama  el  acto  in  fra- 
ganli,  no  podrán  prenderle  por  si,  sino  que  habrán  de  pasar 
oficio  por  escrito  al  respectivo  jefe ,  avisándole  el  delito  y 
pidiéndole  que  tenga  preso  al  reo  y  permita  se  le  tomen  las 
declaraciones  que  convengan  hasta  la  justificación  del  cri- 
men ;  en  cuyo  caso  ,  y  no  antes  ,  le  pasarán  testimonio  de  lo 
que  resulte  ,  pidiéndole  la  consignación  formal  del  reo  para 
juzgarle  y  castigarle  ;  y  si  el  jefe  militar  no  accediese  á  la 
entrega  ,  se  formará  la  competencia  con  arreglo  á  lo  dicho 
en  el  artículo  Competencia. 

También  puede  la  justicia  ordinaria  prender  por  pronta 
providencia  al  individuo  del  fuero  de  guerra  que  en  su  dis- 
trito haya  cometido  alguno  de  los  delitos  que  no  causan  des- 
afuero; pero  debe  remitirlo  á  su  jefe  ó  darle  aviso  para  que 
lo  envie  á  buscar,  ó  bien  cuando  esto  no  pudiere  practicarse 
sin  dilación  sustanciar  la  sumaria  y  remitirla""con  el  reo  al 
comandante  militar  del  distrito  ó  provincia  para  su  fallo. 

-J-  Del  conocimiento  de  la  jurisdicción  militar  ordinaria 
están  esceptuados  los  delitos  de  imprenta.  Art.  91  deldecr. 
de  10  de  abril  de  1844. 

JURISDICCIÓN  de  artillería.  Véase  Artillería  é 
Ingenieros. 

JURISDICCIÓN  de  ingenieros.  Yéase  Ingenieros. 

JURISDICCIÓN  de  la  guardia  real.  Véase  Guardia 
Real. 

JURISDICCIÓN  de  alabarderos.  Véase  Alabarderos 
y  Guardia  real. 

JURISDICCIÓN  de  marina.  Véase  Marina. 

JURISDICCIÓN  de  milicias  provinciales.  Véase  Mi- 
licias provinciales. 

JURISDICCIÓN  de  extranjería.  Véase  Extranjero, 
%%  V  y  VI,  Francés,  Inglés,  Sardo,  Extradición,  Asilo  terri- 
torial, y  Juicio  criminal,  §  V. 

JURISDICCIÓN  de  maestranzas.  El  fuero  militar  de 
que  gozaban  los  maestrantes  en  virtud  de  real  orden  de  10 
de  noviembre  de  1859  ,  ha  sido  suprimido  por  real  de- 
creto de  24  de  mayo  de  1842  ,  el  cual  mandó  pasar  á  los 
respectivos  tribunales  ordinarios  los  negocios  civiles  y  cri- 
minales pendientes  por  razón  de  dicho  fuero  en  los  juzgados 
militares;  de  suerte  que  los  maestrantes  están  sujetos  en  el 
dia  á  la  jurisdicción  ordinaria. 

JURISDICCIÓN  de  casa  real.  Véase  Fuero  de  casa 
real,  y  Junta  suprema  patrimonial  de  apelaeiones. 


JURISDICCIÓN  de  los  cuerpos  de  casa  real.  Véaso 
Fuero  de  los  cuerpos  de  casa  real,  y  Guardia  real. 

JURISDICCIÓN  del  real  patrimonio.  Véase  Fuero  de 
casa  real,  y  Junta  suprema  patrimonial  de  apelaciones. 

JURISDICCIÓN  de  correos  y  caminos.  Véase  Fuero 
de  correos  y  caminos,  Junta  suprema  de  correos  y  caminos, 
Carta,  Correos  y  postas,  y  Camino.  Mas  es  necesario  tener 
presente  la  ordenanza  de  las  carreteras  generales  de  14  de 
setiembre  de  1842. 

JURISDICCIÓN  de  canales.  Véase  Canal,  Fuero  de 
canales ,  y  Junta  suprema  de  correos  y  caminos. 

JURISDICCIÓN  de  hacienda  militar.  La  facultad  do 
conocer  judicialmente  de  los  delitos ,  culpas ,  escesos  y  faltas 
que  los  empleados  en  la  administración  de  hacienda  y  pro- 
vision de  víveres  ú  otros  efectos  del  ejército  cometieren  en 
el  desempeño  de  sus  oficios  y  obligaciones.  Véase  Fuero  de 
guerra. 

Esta  jurisdicción  se  ejerce  por  el  intendente,  ordenador 
ó  jefe  de  hacienda  militar  de  cada  distrito,  asistido  de  su 
asesor,  con  apelación  al  supremo  tribunal  de  guerra. 

Los  intendentes  ú  ordenadores,  jefes  de  hacienda  militar 
en  los  distritos  militares,  son  considerados  bajo  dos  concep- 
tos, como  jefes  superiores  encargados  de  dirigir  la  adminis- 
tración militar  en  sus  respectivos  distritos,  y  como  autori- 
dades judiciales  suficientemente  facultadas  para  conocer  y 
castigar  las  faltas  de  los  empleados  en  el  ramo ,  relativas  solo 
al  no  cumplimiento  de  los  deberes  de  sus  destinos.  Pero 
fuera  de  estos  negocios,  no  pueden  conocer  de  las  causas 
civiles  y  criminales  que  son  personales  á  dichos  empleados 
y  no  tienen  conexión  con  el  servicio  de  hacienda  militar; 
pues  en  cuanto  á  ellas,  dependen  unos  y  otros,  esto  es,  así 
los  intendentes ,  ordenadores  y  demás  jefes  de  hacienda  mi- 
litar, como  los  empleados  subalternos  de  dicho  ramo,  de  la 
jurisdicción  militar  ordinaria  que  ejercen  los  capitanes  ge- 
nerales con  los  auditores  de  guerra ,  esceplo  en  las  que  por 
desafuero,  ó  por  rázon  dé  la  materia  están  sujetas  á  la  ju- 
risdicción real  ordinaria,  á  la  de  hacienda  civil  ó  á  otra 
cualquiera.  Rs.  órds.  de  2b  de  diciembre  de  1805  (ley  1,  til.  ti. 
lib.  6,  Nov.  Rec.  ),  de  30  de  noviembre  de  1827,  de  10  cíe  oc- 
tubre de  1#50 ,  de  1 0  cíe  julio  de  1 832 ,  y  de  1 0  de  enero 
de  1835.  Véase  Jurisdicción  militar  ordinaria,  y  Ascn~ 
tisla. 

JURISDICCIÓN  de  hacienda  pública.  La  facultad  de' 
que  están  revestidos  los  jueces  de  hacienda  pública  ó  de  ren- 
tas del  Estado  para  entender  en  todos  los  negocios  civiles  y 
criminales  en  que  tiene  interés  ó  puede  padecer  perjuicio  el 
erario  público  ;  ley  7,  lit.  10,  lib.  6,  IVoe.  Rec;  yrl.  órcL 
de  24  de  agosto  de  1840.  Esta  jurisdicción  continúa  subsis- 
tiendo en  el  dia  ,  no  obstante  la  supresión  de  otras  varias  ; 
art.  56  del  regí,  de  26  de  setiembre  de  185a. 

I.  Pertenecen  á  la  jurisdicción  de  hacienda  los  negocios 
siguientes  :  —  Io  los  asuntos  de  contribuciones  y  derechos 
que  se  deben  al  erario ,  cuando  se  hacen  contenciosos ,  con 
derogación  de  todo  fuero  ;  rs.  órds.  de  29  de  octubre  de  181  íf 
de  2  de  agosto  de  1819,  de  31  de  julio  de  1828,  y  de  5  de, 
agosto  de  1831  :  —  2o.  los  de  loterías,  como  los  de  cual- 
quiera otra  de  las  rentas  del  Estado;  ley  6,  lit.  9,  lib.  6,  Nov. 
Rec,  y  rl.  órd.  de  29  de  octubre  de  1 814  :  —  5o.  los  del  ramo 
de  amortización  ;  rl.  órd.  de  2o  de  noviembre  de  1839  :  — 
4o.  los  de  contrabando  y  defraudación,  falsificación,  infide- 
lidad y  desfalco  de  los  caudales  públicos  (  véase  Juicio  por 
delitos  contra  la  hacienda  pública)  :  —  8o.  los  delitos  que, 
ademas  de  los  de  contrabando  y  defraudación,  se  cometan 
contra  la  hacienda  pública,  como  el  de  robo  en  sus  almace- 
nes ,  en  sos  fábricas  y  en  cualesquiera  otros  establecimien- 
tos epae  le  pertenezcan  :  —  6o.  los  delitos,  escesos,  culpag, 
omisiones  ó  fallas  que  cometieren  los  empleados  de  cuíVj 
quiera  de  los  ramos  y  establecimientos  de  hacienda  çr»  ci 
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desempeño  de  sus  cargos  respectivos ,  como  igualmente  los 
pleitos  civiles  que  á  los  mismos  empleados  ocurrieren  por 
razón  ó  consecuencia  de  dichos  cargos  ;  pero  no  sus  delitos 
comunes  ni  sus  negocios  particulares  que  no  tuvieren  co- 
nexión con  el  oficio;  ley  6,  lit.  9,  lib.  6,  Nov.  Rec.yrs. 
órds.  de  29  de  octubre  de  1814,  2  de  agosto  de  1819,  31  de 
julio  de  1828  y  3  de  agosto  de  1831  :  —  7o.  finalmente  los  ne- 
gocios en  que  el  erario  público  tiene  algún  interés  presente 
ó  futuro ,  ó  en  que  puede  esperimentar  algún  daño  ó  per- 
juicio en  sus  rentas ,  acciones  ó  derechos ,  y  en  todas  «jS 
incidencias,  anexidades  y  conexidades  que  de  los  mismos 
títulos  provengan  ,  sin  que  acerca  de  su  jurisdicción  pueda 
admitirse  competencia  ;  ley  7,  tít.  10,  lib.  6,  Nov.  Rec.,  rs. 
órds.  de  2  de  agosto  de  1819,  30  cíe  noviembre  de  1859  y  24  de 
agosto  de  1840. 

II.  Sin  embargo,  no  puede  conocer  la  jurisdicción  de  ha- 
cienda pública,  aunque  en  ello  tenga  interés,  de  los  nego- 
cios siguientes  :  —  Io.  de  los  juicios  universales  de  concurso 
de  acreedores  ó  de  testamentaría  ó  abintestato  de  los  inten- 
dentes ,  administradores ,  contadores  y  demás  empleados  de 
hacienda ,  y  mucho  menos  de  los  de  individuos  de  otras  cla- 
ses ,  contra  quienes  resultare  algún  débito ,  alcance  ú  obli- 
gación en  favor  del  fisco  ;  pues  si  bien  por  la  ley  8,  tít.  2í, 
lib.  10,  Nov.  Rec,  y  real  cédula  de  2  de  julio  de  1807,  de- 
bía la  jurisdicción  de  hacienda  entender  en  ellos  hasta  su 
reintegro  total ,  entregando  después  los  autos  al  juez  ordi- 
nario para  la  division  y  adjudicación  de  los  efectos  restantes 
entre  los  herederos  y  demás  acreedores ,  se  halla  dispuesto 
posteriormente  por  reales  órdenes  de  31  de  diciembre  de  1834, 
9  de  abril ,  19  de  junio  y  9  de  diciembre  de  1836,  que  cuando 
la  hacienda  pública  tenga  descubiertos  que  reclamar,  no 
deben  conocer  sus  tribunales  de  las  testamentarías  ó  abin- 
íestatos,  sino  que  han  de  pasar  estos  negocios  á  los  jueces 
de  primera  instancia  á  que  correspondan,  para  que  los  sus- 
tancien y  determinen  con  arreglo  á  derecho ,  admitiendo  las 
apelaciones  que  las  partes  interpusieren  en  tiempo  y  forma, 
para  ante  las  respectivas  audiencias  territoriales  :  —  2o.  de 
los  juicios  sobre  bienes  mostrencos,  vacantes  y  abintesfatos 
que  corresponden  al  Estado ,  pues  que  son  de  la  atribución 
y  conocimiento  de  la  jurisdicción  real  ordinaria,  y  las  ac- 
ciones han  de  intentarse  ante  el  juez  de  primera  instancia 
del  partido  donde  se  hallaren  los  bienes  que  se  reclamen , 
debiendo  los  promotores  fiscales  en  primera  instancia  y  los 
fiscales  de  las  audiencias  y  del  tribunal  supremo  en  las  ul- 
teriores ,  de  acuerdo  con  el  director  ó  administrador  de  los 
ramos  de  amortización  ó  sus  delegados,  sostener  las  adqui- 
siciones hechas  á  nombre  del  Estado  ,  y  también  incoar  y 
proseguir  las  demandas  de  reivindicación  de  los  bienes  de 
dicha  clase  ;  ley  de  16  de  mayo  de  1838  (  véase  Estado ,  en  el 
primer  articulo  de  esta  palabra ,  Bienes  abinlestalos ,  Bienes 
mostrencos  y  Bienes  vacantes  )  :  —  5o.  de  los  juicios  sobre 
reversion  é  incorporación  á  la  corona  de  los  bienes  de  se- 
ñorío ,  cuyo  conocimiento  pertenecía  por  la  ley  16,  tít.  10, 
lib.  6,  Nov.  Rec,  al  supremo  consejo  de  hacienda,  y  quedó 
reservado  por  el  art.  90  del  regí,  de  26  de  setiembre  de  183S 
al  tribunal  supremo  de  justicia,  pues  ahora  corresponde  á 
los  juzgados  de  primera  instancia  en  virtud  del  decreto  de  26 
de  agosto  de  1837  (  véase  Señorío). 

III.  Ejércese  la  jurisdicción  de  hacienda  en  primera  ins- 
tancia por  los  intendentes  y  demás  subdelegados  de  rentas 
con  un  asesor  de  nombramiento  del  rey,  y  en  segunda  y  ter- 
cera por  las  audiencias  territoriales,  á  las  cuales  van  las 
apelaciones  y  consultas  de  estos  juzgados,  del  mismo  modo 
que  las  de  los  jueces  ordinarios  de  primera  instancia.  Véase 
Juicio  por  delitos  contra  la  hacienda  pública,  especialmente 
en  los  ||  I ,  II ,  111 ,  X  y  XVI ,  y  Juicio  criminal ,  §§  XGV 
y  sig.  hasta  el  fin. 

Parlo  de  la  jurisdicción  de  hacienda  pública  se  ejerce 


también  por  el  tribunal  mayor  de  cuentas ,  que  se  halla  es-r 
tableci'io  en  Madrid ,  el  cual  continúa  en  el  ejercicio  de  las 
facultades  que  le  concede  la  real  cédula  de  10  de  noviem- 
bre de  1828,  y  en  el  conocimiento  de  las  apelaciones  en 
negocios  de  cuentas  ó  sus  incidentes,  de  que  según  la  pro- 
pia cédula  le  toca  conocer  ;  rl.  órd.  de  28  de  enero  de  1839. 

IV.  En  cuanto  á  la  hipoteca  legal  y  á  la  preferencia  que 
tiene  la  hacienda  pública  cuando  en  un  juicio  concurren  otros 
acreedores ,  pueden  verse  las  palabras  Fisco ,  é  Hipoteca , 
§§  XI  y  XXIX. 

-J-  La  jurisdicción  de  hacienda  pública  se  ejerce  actual- 
mente por  los  intendentes  subdelegados  de  rentas  y  autori- 
dades militares  qq_e  tienen  el  mismo  carácter,  habiendo  ce- 
sado los  subdelegados  de  partido  en  el  conocimiento  de  todo 
lo  contencioso ,  con  un  asesor,  pues  el  otro  nombrado  por  la 
diputación  provincial  también  ha  cesado. 

En  casos  de  vacante,  ausencia  ó  enfermedad  del  inten- 
dente le  sustituyen  en  las  funciones  de  subdelegados,  el 
administrador  de  contribuciones  directas,  y  el  de  indirectas 
y  estancadas  sucesivamente ,  escepto  en  los  asuntos  en  que 
estos  hubiesen  lomado  parte  como  representantes  de  la 
Hacienda  pública }  en  los  cuales  recaen  dichas  funciones  en 
los  asesores  de  las  subdeleg  aciones.  Rl.  órd.  de  14  de  marzo 
de  1846. 

Las  subdelegaciones  de  la  Hacienda  pública  deben  regirse 
en  la  exaccion.de  derechos  conforme  á  lo  prescrito  respecto 
de  los  juzgados  de  primera  instancia  en  cuyo  territorio  es- 
tuvieren establecidos.  Art.  218  de  los  arañe,  judie,  de  %'ídc 
mayo  de  1846. 

JURISDICCIÓN  DE  CARABINEROS  DEL  REINO.  Véase  Jui~ 

ció  por  delitos  contra  la  hacienda  pública   §  XXV. 

JURISDICCIÓN  académica  ó  escolar.  Véase  Fuero 
académico. 

JURISDICCIÓN  de  comercio.  Véase  Tribunal  de  co- 
mercio. 

JURISDICCIÓN  de  minas.  Véase  Minas. 
JURISDICCIÓN  de  cortes.  Véase  Fuero  de  los  senadores 
y  diputados  á  Cortes,  y  Juicio  criminal  contra  jueces,  magis- 
trados y  otros  funcionarios  públicos,  $  VI. 

JURISDICCIÓN  DE  CONSERVADURÍA  Ó  PROTECCION.VéaSO 

Juez  conservador  ó  protector. 

JURISDICCIÓN  de  la  hermandad.  Véase  Hermandad 
ó  santa  hermandad. 

JURISDICCIÓN  de  LA  mesta  .Véase  Alcaldes  de  la  Mesta, 
Asociación  general  de  ganaderos ,  Concejo  de  la  Mesla ,  y 
Siesta. 

JURISDICCIÓN  de  mostrencos.  Véase  Bienes  mostren- 
cos y  Estado. 

JURISDICCIÓN  de  pósitos.  Véase  Pósitos. 

JURISDICCIÓN  de  propios  y  arbitrios.  Véase  Pro- 
pios y  arbitrios. 

JURISDICCIÓN  de  montes  y  plantíos.  Véase  ¡fontes. 

JURISDICCIÓN  competente  y  jurisdicción  incompe- 
tente. Véase  Juez  competente  y  Juez  incompetente. 

JURISDICCIÓN  administrativa  y  jurisdicción  judicial. 
Aquella  es  la  potestad  que  reside  en  el  poder  ejecutivo  y  en 
los  funcionarios  ó  cuerpos  administrativos  que  le  represen- 
tan ,  para  cuidar  de  las  personas  y  bienes  en  sus  relaciones v 
con  el  Estado,  haciéndolos  concurrir  al  bien  común  ,  y  eje- 
cutando las  leyes  de  interés  general;  y  esta  es  la  potestad 
que  tienen  los  jueces  y  tribunales  para  aplicar  las  leyes  en 
los  juicios  civiles  y  criminales,  esto  es,  en  las  controversias 
sobre  propiedad  é  intereses  privados,  y  en  la  averiguación. 
y  castigo  de  los  delitos.  Véase  Administración  pública. 

La  jurisdicción  administrativa  no  alcanza  sino  á  los  asun- 
tos gubernativos  que  son  propios  de  las  atribuciones  que  las 
leyes  asignan  á  cada  una  de  las  autoridades  encargadas  de 
los  ramos  de  administración ,  y  puede  tomar  por  base  de  sus 
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decisiones  en  los  casos  ó  negocios  que  ocurran ,  todos  los 
datos,  noticias  é  informes  que  crea  oportuno  procurarse 
para  ilustrar  su  conciencia  ;  y  la  jurisdicción  judicial  ha  de 
ceñirse  á  los  negocios  contenciosos ,  sean  civiles  ó  crimina- 
les ,  esto  es  ,  á  los  negocios  en  que  se  presentan  dos  partes 
disputando  sobre  derechos  ú  obligaciones  existentes,  naci- 
das de  la  ley  ó  de  contrato  ó  de  un  hecho  propio,  sin  poder 
tomar  por  base  de  sus  resoluciones  sino  lo  alegado  y  probado 
por  las  partes,  ni  ejercer  otras  funciones  que  juzgar  y  hacer 
que  se  ejecute  lo  juzgado  :  de  suerte  que  la  primera  tiene 
un  poder  discrecional  mas  ó  menos  estenso  según  la  especie 
ó  naturaleza  de  los  casos;  y  la  segunda  ha  de  atenerse 
precisamente  á  lo  que  los  interesados  le  demuestren. 

Mas  como  no  siempre  puede  distinguirse  la  linea  divisoria 
que  separa  las  atribuciones  déla  Administración  de  las  de  la 
Justicia,  dudándose  por  consiguiente  muchas  veces  cuál  de 
las  dos  jurisdicciones  debe  conocer  de  ciertos  asuntos ,  ocur- 
ren con  frecuencia  conflictos  y  competencias  entre  una  y 
otra,  del  mismo  modo  que  suelen  ocurrir  entre  jueces  de 
distintos  territorios  y  de  diversos  fueros.  Señalados  están  los 
trámites  que  deben  seguirse  para  dirimir  las  eompetencias 
que  entre  estos  últimos  se  susciten,  como  es  de  ver  en  la  pa- 
labra Competencia:  y  con  respecto  á  las  que  haya  entre  las 
autoridades  administrativas  y  los  jueces  ó  tribunales  ordi- 
narios ,  se  ha  espedido  con  fecha  de  12  de  junio  de  1844  el 
real  decreto  siguiente  : 

«  Las  contiendas  de  atribuciones  y  jurisdicción  ,  tan  fre- 
cuentes é  inevitables  entre  las  autoridades  administrati- 
vas y  los  jueces  y  tribunales  comunes,  exigen  la  determi- 
nación de  reglas  sencillas  y  generales  que  regularicen  y 
uniformen  la  manera  de  sostener  y  decidir  estas  cuestiones 
jurídico- administrativas,  cuyo  éxito  influye  tanto  en  el  in- 
terés público  y  en  el  individual.  Movida  de  esta  considera- 
ción ,  deseosa  de  conciliar  en  cuanto  es  posible  la  defensa  y 
protección  de  los  derechos  del  Estado  sin  menoscabo  de  los 
de  los  particulares ,  y  oidas  las  observaciones  de  mis  ministros 
de  Gracia  y  Justicia  y  de  la  Gobernación  de  la  Península ,  he 
venido  en  decretar,  que  mientras  se  realiza  la  creación  de 
un  alto  cuerpo  consultivo  á  quien  competa  entender  en  esta 
clase  de  asuntos,  se  observen  en  las  contiendas  de  jurisdic- 
ción y  atribuciones  los  artículos  siguientes  : 

Art.  Io.  Inmediatamente  que  un  jefe  político  tenga  fun- 
dado motivo  para  creer  que  algún  juez  de  primera  ins- 
tancia ó  tribunal  superior  invade  las  atribuciones  de  la 
administración ,  conociendo  de  algún  asunto  contencioso- 
administrativo ,  le  pasará  comunicación  razonada  de  los  mo- 
tivos en  que  se  funde,  y  acompañada  de  los  documentos 
comprobantes ,  escitándole  á  que  suspenda  todo  procedi- 
miento y  á  que  le  remita  las  actuaciones. 

Art.  2o.  El  tribunal  ó  juez,  luego  que  reciba  el  oficio  del 
jefe  político  ,  suspenderá  todo  procedimiento  y  mandará 
dar  vista  por  término  de  1res  dias  á  la  parle  ó  partes  inte- 
resadas ,  y  por  otro  igual  término  al  fiscal  de  la  audiencia  ó 
al  promotor  fiscal  en  su  caso. 

Art.  3o.  Con  lo  que  espongan  las  parles  y  el  fiscal  de  la 
audiencia  ó  el  promolor  del  juzgado ,  el  tribunal  ó  juez  dic- 
tará providencia  en  el  término  de  tercero  día,  bien  inhi- 
biéndose del  conocimiento,  ó  bien  declarándose  competente, 
y  sosteniendo  su  jurisdicción.  En  cualquiera  de  estos  casos 
la  providencia  deberá  ejecutarse  sin  ulterior  recurso.  Si  el 
tribunal  ó  juez  se  inhibiere  remitirá  en  el  mismo  dia ,  ó  á 
mas  tardar  en  el  siguiente ,  al  jefe  político  todo  lo  actuado. 

Art.  4o.  Si  hubiere  mandado  sostener  su  jurisdicción ,  se 
pasará  al  jefe  político  en  el  mismo  dia,  ó  cuando  mas  en  el 
inmediato  ,  testimonio  ó  certificación  de  lo  espuesto  por  los 
interesados  y  el  ministerio  fiscal,  y  de  la  resolución  que  hu- 
biere recaido  sosteniendo  la  jurisdicción  ordinaria. 

Art.  b°.  Recibida  por  el  jefe  político  la  comunicación  de 


la  audiencia  ó  del  juez  con  el  documento  espresado  en  el 
artículo  anterior,  si  creyese  en  su  vista  fundada  la  compe- 
tencia en  favor  de  la  real  jurisdicción,  la  dejará  espedita  y 
lo  manifestará  así  inmediatamente  al  tribunal  ó  juez;  pero 
si  insistiere  en  sostener  la  inhibición  propuesta,  lo  avisará 
al  juez  ó  tribunal;  todo  en  el  término  de  tres  dias;  advir- 
tiéndole que  remite  su  espediente  al  ministerio  de  la  Gober- 
nación, lo  cual  deberá  ejecutarlo  en  el  primer  correo. 

Art.  6o.  El  tribunal  ó  juez  inmediatamente  que  reciba  la 
comunicación  del  jefe  político,  remitirá  sus  actuaciones  al 
ministerio  de  Gracia  y  Justicia,  quedándose  con  una  nota 
ó  asiento  de  ellas,  á  continuación  del  cual  certificará  el  fiscal 
ó  el  promotor  en  su  caso  de  haberse  puesto  en  el  correo. 

Art.  7o.  Recibidas  unas  y  otras  actuaciones  por  el  go- 
bierno ,  se  pondrán  de  acuerdo  los  ministros  de  Gracia  y  Jus- 
ticia y  de  Gobernación ,  y  me  propondrán  la  resolución  que 
juzguen  mas  acertada. 

Art.  8o.  Si  estuvieren  discordes  en  sus  pareceres ,  los  so- 
meterán al  consejo  de  ministros ,  el  cual  me  propondrá  su 
juicio  para  mi  real  aprobación. 

Art.  9o.  Esta  se  comunicará  en  todo  caso  por  los  ministros 
de  Gracia  y  Justicia  y  de  Gobernación  ,  cada  cual  á  su  res- 
pectiva dependencia. 

Art.  10.  Los  términos  señalados  para  los  trámites  en  esto 
decreto  ,  son  improrogables.  »  Véase  Consejo  real  y  Conse- 
jos provinciales. 

f  Para  sustanciar  y  dirimir  las  competencias  de  la  juris- 
dicción administrativa  y  la  jurisdicción  judicial  se  espidió 
con  fecha  4  de  junio  de  1847  otro  real  decreto  que  contiene 
22  artículos,  y  otro  en  3  de  agosto  del  mismo  año  resolviendo 
algunas  dudas  sobre  el  particular,  y  ademas  una  real  orden 
de  26  de  abril  de  1848;  todo  lo  cual  puede  verse  en  el  Su- 
plemento al  Diccionario  de  Escriche. 

JURISPERITO.  El  profesor  de  jurisprudencia,  y  el 
jurisconsulto  ;  pero  mas  propiamente  es  el  que  sabe  las  leyes 
y  las  interpreta,  y  se  distingue  del  jurisconsulto  en  que  esto 
no  solo  las  sabe  y  las  interpreta,  sino  que  las  aplica  también 
en  la  práctica  respondiendo  á  los  que  le  consultan  sobre  los 
casos  que  ocurren. 

JURISPRUDENCIA.  La  ciencia  del  derecho.  Justi- 
niano  la  definió  :  Dwinarum  atque  humanarutn  rerum  no- 
tilia,  justi  injustique  scienlia;  el  conocimiento  de  las  cosas 
divinas  y  humanas,  la  ciencia  de  lo  justo  y  de  lo  injusto.  Las 
primeras  palabras  de  esta  definición  pertenecen  á  la  defini- 
ción de  la  filosofía,  de  manera  que  el  sentido  es  que  la  ju- 
risprudencia es  la  filosofía  que  consiste  en  la  ciencia  de  lo  justo 
y  de  lo  injusto.  Así  pues  la  jurisprudencia  no  consiste  sola- 
mente en  el  conocimiento  de  las  leyes  ,  usos  y  costumbres  , 
sino  que  exige  también  una  noticia  general  de  todas  las  cosas 
sagradas  y  profanas  á  que  pueden  aplicarse  las  reglas  de 
la  justicia.  Otros  definen  la  jurisprudencia  diciendo  ser  :  el 
hábito  práctico  de  interpretar  rectamente  las  leyes  y  de  apli- 
carlas oportunamente  á  los  casos  que  ocurren.  También  se 
llaman  jurisprudencia  los  principios  que  en  materia  de  de- 
recho se  siguen  en  cada  país  ó  en  cada  tribunal  ;  el  hábito 
que  se  tiene  de  juzgar  de  tal  ó  tal  manera  una  misma  cues- 
tión ;  y  la  serie  de  juicios  ó  sentencias  uniformes  que  forman 
uso  ó  costumbre  sobre  un  mismo  punto  de  derecho.  —  Di- 
cese  también  Jurisprudencia  militar,  jurisprudencia  ecle- 
siástica ,  etc.  :  aquella  no  es  otra  cosa  que  la  ciencia  de  las 
leyes  de  la  guerra  y  de  los  principios  de  derecho  que  tienen 
relación  con  ella  :  esta  es  la  ciencia  del  derecho  canónico. 

JURISTA.  El  que  estudia  ó  profesa  la  ciencia  del  dere- 
cho; —  y  el  que  tiene  juro  ó  derecho  á  cobrar  pension  per- 
petua sobre  las  rentas  públicas. 

JURO.  Cierta  especie  de  consignación  ó  pension  perpetua 
concedida  por  el  rey  sobre  las  rentas  públicas  ,  especial- 
mente sobre  las  salinas,  ya  sea  por  merced  graciosa ,  ya  por 
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recompensa  de  méritos  ó  servicios,  ya  por  via  de  réditos 
del  capilal  que  alguno  lia  entregado  con  este  objeto,  ya  por 
indemnización  de  cesiones  forzosas  hechas  á  favor  del  Es- 
tado. El  juro  ,  que  viene  de  la  voz  latina  jure  ,  es  decir, 
derecho,  es  tenido  por  una  especie  de  censo  consignativo;  y 
así  es  que  tiene  lugar  en  los  juros  cuanto  se  halla  dispuesto 
acerca  de  los  censos  ,  con  la  diferencia  de  que  en  la  venta 
de  los  censos  se  paga  alcabala  y  no  en  la  de  los  juros. —  Di- 
vídese el  juro  en  juro  de  heredad  y  juro  de  por  vida  :  el  pri- 
mero se  disfruta  por  el  concesionario  y  sus  descendientes; 
y  el  segundo  no  pasa  de  la  vida  del  primer  poseedor.  De 
aquí  es  que  cuando  se  dice  que  se  dona  ó  concede  una  cosa 
por  juro  de  heredad,  se  quiere  dar  á  entender  que  se  con- 
cede ó  dona  para  siempre  para  que  pase  de  padres  á  hijos, 
en  forma  de  renta  perpetua  y  hereditaria. 

JUBO  moroso.  La  pension  perpetua  sobre  rentas  públi- 
cas que  se  ha  dejado  de  cobrar  durante  cierto  número  de 
años,  ó  por  no  estar  justificado  el  derecho  á  ella ,  ó  por  au- 
sencia del  dueño,  ó  por  otro  impedimento;  y  porque  el  di- 
nero no  esté  ocioso  se  vale  el  Estado  de  él  con  la  calidad  de 
satisfacerle  á  la  parte  siempre  que  acredite  su  pertenencia. 

JUSTICIA.  La  voluntad  firme  y  constante  de  dar  á  cada 
uno  lo  que  le  pertenece;— el  conjunto  de  todas  las  virtudes 
que  restituye  bueno  al  que  las  tiene  ;  —  lo  que  debe  ha- 
cerse según  derecho  ó  razón;  —la  pena  ó  castigo  público 
—  el  poder  de  hacer  que  à  cada  cual  se  dé  su  derecho,  y  la 
administración  de  este  poder;  —  el  tribunal  ó  ministro  que 
oye  y  juzga  á  las  partes.  La  justicia,  considerada  como  la 
voluntad  constante  y  perpetua  de  dar  á  cada  uno  su  dere- 
cho, se  suele  dividir  en  moral  y  civil,  en  universal  y  par- 
ticular, en  conmutativa  y  distributiva,  en  espletiva  y  atri- 
butiva. 

Justicia  moral  es  el  hábito  del  ánimo  de  dar  à  cada  uno 
lo  que  es  suyo;  y  justicia  civil  el  hábito  de  conformar  mies 
tras  acciones  con  la  ley.  La  justicia  moral  es  una  virtud; 
pues  consiste  en  la  voluntad  firme  y  constante;  mais  la  jus- 
ticia civil  puede  no  serlo,  pues  pasa  y  es  tenido  por  justo, 
el  que  se  arregla  en  sus  acciones  esternas  á  la  ley,  aunque 
no  tenga  la  voluntad  conslante  de  hacerlo  así  :  hay  en  el 
hombre  justicia  civil  siempre  que  pueda  decirse  que  su  con- 
ducta no  es  contraria  à  lo  que  disponen  las  leyes,  cualquiera 
que  sea  el  motivo  que  le  hace  obrar  con  rectitud,  pues  en  el 
foro  esterno  nadie  es  castigado  por  sus  pensamientos:  Cogí- 
íationis  pœnam  in  foro  nenio  palilur. 

Oder  uni  peccare  boni  virtulis  amore , 
Oderunt  peccare  malí  formidinepœnœ. 

Justicia  universal  es  la  que  abraza  todas  las  virtudes ,  y 
justicia  particular  la  que  no  da  á  uno  mas  utilidad  ,  ni  á  otro 
mas  carga  que  la  que  conviene.  Esta  division,  inventada 
por  Aristóteles ,  ha  sido  desechada  de  muchos',  porque  la 
segunda  especie  se  halla  incluida  en  la  primera;  y  tiene 
ademas  el  defecto  de  ser  mas  bien  filosófica  que  jurídica. 

Justicia  conmutativa  es  la  que  guarda  una  entera  igualdad 
en  los  contratos ,  observando  la  proporción  aritmética  ;  y 
justicia  distributiva  la  que  reparte  los  premios  y  las  penas 
en  razón  del  mérito  y  calidad  de  las  personas,  guardando 
la  proporción  geométrica. 

Justicia  espletiva  es  la  que  da  á  cada  uno  lo  que  se  le  debe 
en  fuerza  de  la  ley  ;  y  justicia  atributiva  la  que  da  á.cada 
uno  lo  que  se  le  debe  por  obsequio,  gratitud,  humanidad  ú 
otra  razón  semejante.  La  primera  pues  abraza  todas  las 
acciones  que  eslán  mandadas  ó  prohibidas  por  la  ley;  y  la 
segunda  las  acciones  en  que  la  ley  no  ha  intervenido,  pero 
que  reclama  la  moral  ó  la  virtud. 

La  justicia  considerada  como  el  poder  de  hacer  que  se 
ejecute  lo  que  es  justo,  era  representada  entre  los  antiguos 
bajo  la  figura  de  una  matrona  cpn  ojos  vivos  y  penetrantes 


para  manifestar  que  los  jueces  deben  examinar  con  toda 
exactitud  los  negocios  que  se  les  someten,  antes  de  pronun- 
ciar su  sentencia  ;  mas  hoy  se  la  representa  con  una  venda 
en  los  ojos ,  una  balanza  en  una  mano  y  una  espada  en  la 
otra ,  para  denotar  que  obra  sin  acepción  de  personas ,  que 
examina  y  pesa  el  derecho  de  las  partes ,  y  que  tiene  la 
fuerza  para  llevar  á  efecto  sus  decisiones  y  hacer  reinar  el 
orden. 

Nadie  puede  hacerse  justicia  por  sí  mismo  ni  tomársela 
por  su  mano,  como  suele  decirse,  sino  que  debe  acudir  al 
juez  para  que  se  la  haga ,  bajo  la  pena  de  perder  su  derecho 
y  de  ser  tenido  por  forzador  :  Fis  est  tune  ,  quoties  quis ,  id 
quod  deberi  sibi  pulat,  non  per  judicem  reposcit.  Hay  sin 
embargo  algunos  casos  en  que  uno  puede  hacerse  justicia 
por  sí  mismo ,  como  cuando  se  ve  atacado  injustamente  por 
otro  que  intenta  quitarle  la  vida  ó  la  posesión  de  alguna  cosa 
y  no  le  es  posible  acudir  á  la  autoridad  para  que  reprima  la 
violencia.  Véase  Despojo  ,  Homicidio  voluntario  y  Homicidio 
necesario. 

La  justicia,  cansiderada  como  la  administración  del  poder 
judicial,  se  divide  en  justicia  ordinaria,  justicia  militar, 
justicia  eclesiástica,  y  por  fin  en  tantas  cuantos  son  los  fue- 
ros ó  jurisdicciones  privilegiadas  que  hay  establecidas,  bien 
que  no  todas  conservan  la  denominación  de  justicia,  pues 
se  dice  por  ejemplo  jurisdicción  eclesiástica  y  no  justicia 
eclesiástica,  etc.  ;  porque  jurisdicción  y  justicia  tomada  en 
este  sentido  significan  lo  mismo.  —  Justicia  ordinaria  es  la 
que  tiene  por  sí  derecho  de  conocer  de  todas  las  causas  que 
ocurren  ,  no  estando  esceptuadas,  y  reside  en  los  alcaldes 
ordinarios  ,  jueces  de  primera  instancia  ,  audiencias  y  tri- 
bunal supremo,  etc.,  aunque  en  un  sentido  mas  estrecho  so 
suele  llamar  justicia  ordinaria  la  que  reside  en  los  jueces  de 
primera  instancia.  —  Justicia  militar  es  la  que  tiene  dere- 
cho de  conocer  de  las  causas  y  pleitos  de  los  que  gozan  del 
fuero  de  guerra ,  y  reside  en  los  capitanes  generales  con 
sus  auditores,  consejos  de  guerra,  consejos  de  oficiales  ge- 
nerales ,  comisiones  militares,  etc.  Véase  Juez  y  Jurisdic- 
ción. 

JUSTICIA  realenga.  La  autoridad  puesta  por  el  rey 
en  cada  pueblo  para  administrarla  justicia,  á  distinción  de 
la  señorial  que  era  la  autoridad  que  nombraban  los  señores 
en  sus  pueblos  para  el  mismo  objeto. 

JUSTICIA  señorial.  Véase  Justicia  realenga. 

JUSTICIA  de  aragon.  El  magistrado  supremo  de  aquel 
reino ,  que  con  el  consejo  de  cinco  lugartenientes  togados 
hacia  justicia  entre  el  rey  y  los  subditos,  y  entre  los  ecle- 
siásticos y  seculares.  Hacia  en  nombre  del  rey  sus  provisio- 
nes é  inhibiciones,  cuidaba  de  que  se  observasen  los  fueros, 
y  quitaba  las  fuerzas.  Véase  Corles. 

JUSTICIA  .mayor  de  castilla.  Dignidad  de  las  primeras 
de  España.  El  que  se  hallaba  condecorado  con  ella ,  que 
era  un  ricohombre ,  firmaba  los  privilegios,  y  tenia  poder 
para  averiguar  los  delitos  y  castigar  á  los  delincuentes,  para 
lo  cual  nombraba  alguaciles  mayores  y  otros  ministros  de 
justicia  en  las  cnancillerías,  audiencias  y  ciudades.  Desde 
el  siglo  xiv  se  hizo  esta  dignidad  hereditaria  en  la  casa  de 
los  duques  de  Bejar,  en  donde  permanece  aunque  sin  ejer- 
cicio. 

JUSTICIERO.  El  que  observa  y  hace  observar  riguro- 
samente la  justicia;  y  el  que  castiga  con  rigor  los  delitos. 

JUSTIFICACIÓN.  La  prueba  que  se  hace  de  alguna 
cosa  con  instrumentos  ó  testigos;  y  especialmente  la  pro- 
banza que  hace  el  reo  de  su  inocencia  ó  justicia  desvane- 
ciendo los  cargos  que  se  le  han  hecho. 

JUSTIFICATIVO.  Lo  que  sirve  para  probar  ó  acreditar 
alguna  cosa;  como  instrumento  justificativo,  con  que  se 
acredita  la  verdad  de  lo  que  se  ha  deducido;  hecho  justifi- 
cativo, que  sirve  para  probar  la  inocencia  de  un  acusado. 
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JUSTIPRECIO.  El  justo  valor  de  una  cosa,  ó  la  estima- 
ción liecha  por  peritos  nombrados  por  las  partes  ó  de  oficio 
por  el  juez  en  caso  de  contestación  ó  disputa  sobre  el  verda- 
dero precio, 

JUSTO.  El  que  obra  según  justicia  y  razón  ;  y  lo  que  es 
arreglado  á  las  leyes  y  á  la  equidad  natural. 

JUVENTUD.  La  parte  de  vida  que  media  entre  la  niñez 
ó  infancia  y  la  edad  viril;  y  según  otros,  la  que  media  entre 
la  adolescencia  y  la  virilidad.  Véase  Joven,  Adolescencia,  y 
Edad,  %  II,  n.  VI,  y  %  IV,  ns.  V  y  VI. 

JUZGADO.  La  junta  de  jueces  que  concurren  á  dar 
sentencia ,  y  mas  particularmente  el  tribunal  de  un  solo 
juez;  el  lugar  donde  se  juzga;  el  territorio  á  que  se  es- 
tiende la  jurisdicción  de  un  juez  ;  y  la  judicatura ,  esto  es  , 
el  empleo  ú  oficio  de  juez. — Estar  a  juzgado  y  sentenciado, 
es  quedar  obligado  á  oir  y  consentir  la  sentencia  que  se 
diere.  —  Véanse  los  diferentes  artículos  de  las  palabras 
Fuero  y  Jurisdicción. 


JUZGADO  de  arribadas.  Véase  Marina. 

JUZGADO  DE  IGLESIAS  DE  LAS  ÓRDENES  MILITARES.VéaSO 

Ordenes  militares. 

JUZGADO  d*e  presas.  Véase  Presas. 

JUZGADO  de  provincia.  El  juzgado  que  formaba  cada 
uno  de  los  alcaldes  de  casa  y  corte  en  Madrid  y  de  los  al- 
caldes del  crimen  en  las  poblaciones  donde  habia  Charici- 
llería  ó  Audiencia,  para  conocer  en  primera  instancia  de  los 
negocios  civiles  y  criminales  de  su  respectivo  cuartel ,  á 
prevención  con  los  corregidores ,  tenientes  de  villa  y  alcal- 
des mayores.  Fueron  suprimidos  estos  juzgados  por  reales 
decretos  de  9  de  febrero  y  19  de  noviembre  efe  1854.  Véase 
Alcaldes  de  casa  y  corle  ,  y  Alcaldes  de  cuartel. 

JUZGADO  de  rematados.  Véase  Juez  de  primera  ins- 
tancia  de  partido ,  §  VII ,  n.  IIo. 

JUZGAR.  Dar  el  juez  su  sentencia;  —  y  antiguamente 
condenar  á  alguno  por  justicia  en  la  pérdida  de  alguna  cosa. 


K 


K. 


Esta  letra,  que  se  ha  contado  hasta  ahora  como  pertene- 
ciente á  nuestro  abecedario  ,  solo  se  usa  en  algunas  voces 
tomadas  de  otros  idiomas  ,  según  dice  el  diccionario  de  la 
Academia  española  ,  y  aun  en  estas  se  puede  suplir  con  la 
G  antes  de  las  vocales  A,  O  ,  U  ,  y  con  la  Q ,  interponiéndose 
la  U  antes  de  la  E,  I.  Entre  los  Latinos  la  K  significaba  Ka- 
lendas.  Como  letra  numeral  valia  doscientos  y  cincuenta  ;  y 


K 


poniéndole  una  rayita  encima  valia  doscientos  y  cincuenta 
mil.  La  ley  Remmia  quiso  que  á  todo  calumniador  se  le  im- 
primiese en  la  frente  con  un  hierro  ardiendo  la  letra  K  para 
perpetuar  su  infamia  y  que  todos  se  guardasen  de  él.  Véanse 
en  la  G  algunas  de  las  palabras  jurídicas  que  antes  se  escri- 
bían con  K  y  ahora  se  escriben  con  G ,  como  Calendas ,  Ca- 
lendario, Calumnia,  etc. 
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LABOR.  Lo  que  uno  hace  ó  trabaja ,  y  lo  que  ha  hecho 
ó  trabajado.  La  ley  5,  tít.  20,  Part.  2,  pone  diferencia  en- 
tre labor  y  obra  :  «  labor,  según  ella,  es  dicha  aquella  cosa 
que  los  homes  facen  trabajando  en  dos  maneras;  la  una  por 
razón  de  la  fechura  ,  la  otra  por  razón  del  tiempo  ,  así  como 
aquellos  que  labran  por  pan  ó  por  vino  et  guardan  sus  ga- 
nados, ó  que  facen  otras  cosas  semejantes  destas  en  que  res- 
ciben  trabajo  et  andan  fuera  por  los  montes  ó  por  los  cam- 
pos do  han  por  fuerza  á  sufrir  frió  ó  calentura  según  el 
tiempo  que  face.  Et  obras  son  aquellas  que  los  homes  facen 
estando  en  casas  ó  en  logares  cobiertos,  así  como  los  que 
labran  oro  et  plata,  et  facen  monedas,  ó  armas  ó  armadu- 
ras ,  ó  los  otros  meesteres  que  son  de  muchas  maneras  que 
se  obran  desta  guisa  ;  ca  maguer 'ellos  trabajan  por  sus 
cuerpos ,  non  se  apodera  el  tiempo  tanto  dellos  para  facerles 
daño  como  á  los  otros  que  andan  de  fuera  :  et  por  ende  á 
estos  llaman  menestrales,  et  á  los  otros  labradores.  »  El  nom- 
bro pues  de  labor  se  aplica  propia  y  estrictamente  á  toda 
operación  rural  y  cultura  de  los  campos;  y  el  de  obra  á  lo 
que  trabajan  los  artífices  y  artesanos. 

Sin  embargo  ,  las  leyes  16  y  75 ,  tít.  18 ,  y  las  del  lit.  52, 
Part,  5,  llaman  labor  á  la  fabricación  de  castillos,  puentes  , 
navios  ú  otras  cualesquiera  cosas  ,  á  toda  edificación  ú  obra 
que  se  hace  sobre  cimientos  nuevos  ó  antiguos ,  y  á  la  copia 
que  uno  promete  hacer  á  otro  de  un  libro  impreso  ó  manus- 
crito. Véase  Obra. 

LABOR  nueva.  Toda  obra  ó  construcción  que  se  hace 
¿meramente  de  nuevo  desde  sus  cimientos,  y  la  que  se  hace 
sobre  cimientos  ó  edificios  antiguos ,  añadiéndoles  ó  qui- 
tándoles y  mudándoles  su  anterior  forma  ;  ley  1 ,  tít.  32 , 


LA 

Part.  3.  Véase  Obra  nueva ,  Denuncia  de  obra  nueva ,  Ar~ 
qui  lee  lo ,  Edificio  ,  é  Interdicto. 

LABOREO.  El  trabajo  que  se  hace  en  las  minas  para 
descubrir  y  estraer  metales.  Véase  Minas. 

LABRADOR.  El  que  por  sí  mismo  ó  por  su  familia  y 
criados  se  dedica  al  cultivo  de  la  tierra.  El  estado  de  labra- 
dor, como  que  es  el  que  asegura  los  medios  de  subsistencia 
de  la  sociedad  ,  debe  ser  considerado  como  el  primero  do 
todos;  y  seria  de  desear  que  los  gobiernos  cuidasen  d-e  no 
conceder  á  los  demás  estados  esenciones  y  privilegios  que 
cediesen ,  como  suele  suceder,  en  perjuicio  de  esta  clase  tan 
necesaria. 

I.  El  labrador  no  puede  ser  ej-ecutado  en  sus  bueyes, 
muías  ni  otras  bestias  de  arar,  ni  en  los  aperos,  aparejos  ó 
instrumentos  destinados  á  la  labranza ,  ni  en  sus  sembrados 
ni  barbechos ,  ni  en  sus  granos  que  todavía  no  estuviesen 
entrojados,  escepto por  las  contribuciones  debidas  al  Estado, 
por  rentas  de  las  heredades,  ó  por  lo  que  el  dueño  de  estas 
le  dio  para  el  cultivo;  y  aun  en  estos  tres  casos  ha  de  ca- 
recer de  otros  bienes  ;  y  si  no  tiene  mas  que  un  par  de  bue- 
yes ú  otras  bestias  de  labranza,  no  puede  ser  ejecutado  en 
él  ni  aun  por  los  tres  casos  mencionados.  Tampoco  puede 
ser  ejecutado  en  cien  cabezas  de  ganado  lanar,  que  le  hun 
de  quedar  siempre  reservadas,  sino  es  por  deuda  del  diezmo, 
ó  del  sustento  del  mismo  ganado.  Goza  igualmente  del  be- 
neficio de  no  poder  ser  preso  por  deuda  que  no  proceda  de 
delito  ó  cuasi  delito.  El  juez  ó  ejecutor  que  contraviniere  á 
estas  disposiciones,  incurre  en  suspension  de  oficio  por  un 
año  ;  y  el  acreedor  que  lo  pidiere ,  pierde  la  deuda  ,  que- 
dando el  labrador  libre  de  ella.  Leyes  Ib,  16  y  17,  tít.  51, 
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lib.  {{  ,  Nov.  Rec. ¡y  art.  10  del  deer.  de  Cortes  de  8  de  junio 
de  1813,  restait,  en  6  de  setiembre  de  1836.  Véase  Juicio 
ejecutivo ,  §  V. 

II.  No  puede  renunciar  su  fuero ,  ni  ser  reconvenido  por 
xazûn  de  sus  deudas  sino  en  el  de  su  domicilio;  habiendo 
quedado  derogada  la  ley  que  le  permitía  someterse  al  cor- 
regidor realengo  mas  cercano  ,  y  en  los  lugares  eximidos  al 
de  la  cabeza  de  jurisdicción  de  donde  se  eximieron  ;  de  suer- 
te que  hoy  no  puede  renunciar  espresa  ni  tácitamente  el 
fuero  común  del  juzgado  del  juez  de  primera  instancia  de  su 
partido  ;  leyes  6  y  7,  lit.  11 ,  lib.  10  ,  Nov.  Rec. 

No  se  le  han  de  tomar  sus  carros,  carretas,  ni  bestias  sino 
en  caso  de  necesidad  pública,  y  entonces  pagándole  prime- 
ro de  contado  el  alquiler  que  pareciere  justo  á  la  justicia  se- 
gún las  circunstancias. 

No  está  obligado  á  volver  los  granos  que  se  le  prestan 
para  sembrar  ú otras  necesidades,  en  la  misma  especie,  pues 
cuplé  con  satisfacerlos  en  dinero  según  la  tasa;  á  no  ser  que 
al  tiempo  de  la  paga  él  mismo  de  su  voluntad  escoja  pagar- 
los en  especie;  ley  5,  tít.  8,  y  ley  7,  tít.  11,  lib.  10,  Nov. 
Rec.  Pero  véase  ínteres ,  g  XV  hacia  el  fin. 

No  puede  obligarse  como  principal  ni  como  fiador  á  favor 
del  señúr  del  lugar  en  cuya  jurisdicción  viviere;  ni  puede 
ser  fiador  por  persona  alguna  ,  sino  solo  por  las  de  su  esta- 
do y  clase,  como  también  para  la  seguridad  de  los  intereses 
de  la  hacienda  pública  y  del  manejo  y  administración  de 
los  dependientes  de  ella  ;  leyes  6  ,  7  y  8  ,  tít.  11 ,  lib.  10, 
Nov.  Rec. 

Estos  son  los  principales  privilegios  que  están  concedidos 
al  labrador,  quien  no  puede  renunciarlos  ni  otorgar  escritu- 
ras en  contrario,  las  cuales  en  su  caso  serian  nulas,  y  el 
escribano  incurriría  en  la  pérdida  de  su  oficio ,  sin  poder 
usar  mas  de  él  en  adelante  ;  d.  leyes. 

III.  Aunque  los  efectos  de  las  leyes  alcanzan  á  todos  los 
individuos  del  Estado,  los  cuales  no  pueden  escusarse  de 
ellas  ni  de  sus  penas  ,  diciendo  que  no  las  saben  ,  ley  20, 
lit.  1 ,  Part,  i  ;  sin  embargo ,  los  aldeanos  que  labran  la 
tierra  y  moran  en  los  lugares  donde  no  hay  poblado ,  y  los 
pastores  qué  andan  con  los  ganados  en  los  montes  ó  en  los 
yermos  ,  quedan  por  razón  de  su  ignorancia  escusados  de 
las  mismas  en  materia  civil  para  el  efecto  de  evitar  su  pro- 
pio daño  en  juicios,  contratos  y  prescripciones,  así  como 
las  mujeres  que  morasen  en  tales  lugares  como  estos,  y  los 
militares  que  están  en  campaña,  según  dispone  la  ley  21 
del  mismo  tít.  y  libro.  Véase  Ley. 

LABRANZA.  El  trabajo  y  el  arte  de  cultivar  las  tier- 
ras, ó  sea  la  agricultura.  Véase  Abandono,  §  II,  sobre 
abandono  de  cosas  ,  Abejar,  Abejas  ,  Abigeo ,  Abrevadero , 
Accesión  en  sus  diferentes  artículos  ,  Acequia,  Acotamiento, 
Agua,  Aluvión,  Amojonamiento,  Animales,  Arboles,  Ar- 
rendamiento de  cosas,  Arrendador,  Arrendatario ,  Avulsion, 
Baldío ,  Cabana  real  de  carreteros ,  Canal ,  Cañada ,  Caza  y 
Pesca ,  Frutos ,  Ganado ,  Granos ,  Hermandad  de  viñeros  , 
Mesta  ,  Monte  y  Plantío ,  Pastos,  Pósito,  Posturas,  Riego, 
Servidumbres  rústicas  y  Vendimia. 

LACTANCIA.  Propiamente  es  el  tiempo  en  que  mama 
la  criatura  ;  pero  suele  entenderse  bajo  este  nombre  todo  el 
tiempo  que  media  desde  el  nacimiento  hasta  los  1res  años. 
La  madre  tiene  obligación  de  criar  á  los  hijos  en  el  tiempo 
de  la  lactancia ,  esto  es,  mientras  sean  menores  de  tres 
años  ,  á  no  ser  que  no  pueda  hacerlo  por  ser  pobre  ;  en  cuyo 
caso  ,  y  en  el  de  pasar  de  dicha  edad ,  ha  de  criarlos  el  pa- 
dre. Pero  sean  mayores  ó  menores  de  tres  años,  si  el  ma- 
trimonio se  separa  por  alguna  justa  causa,  el  culpado  debe 
costear  su  crianza,  y  correr  esta  al  cuidado  y  bajo  la  tutela 
del  otro  cónyuge  ;  y  en  tal  caso ,  si  la  tuviere  la  madre  y 
se  casare  ,  debe  pasar  al  padre  su  tutela  y  crianza.  No  obs- 
tante si  el  culpado  en  la  separación  del  matrimonio  fuese 


pobre  y  el  otro  rico ,  este  debe  costear  la  crianza  de  los  hi- 
jos ;  y  siendo  ambos  pobres  ,  será  obligado  á  hacerlo  cual- 
quiera de  los  abuelos  ó  bisabuelos  que  sea  rico  :  por  la  mis- 
ma razón  que  á  estos  si  viniesen  á  pobreza,  deben  proveerles 
sus  nietos  y  biznietos;  leyes  5 y  tí,  tít.  19,  Part.  4.  Véase 
Alimentos. 

LADRÓN.  El  que  comete  algún  hurto  ó  robo.  Viene  de 
la  palabra  latina  latro  ,  que  antiguamente  tuvo  varias  signi- 
ficaciones. Llamáronse  lalrones,  como  si  dijéramos  latero- 
nes,  de  la  voz  latus,  lateris,  lado  ó  costado,  los  militares, 
que  acompañaban  á  los  emperadores ,  á  los  reyes  y  á  otro3 
señores  ,  porque  iban  armados  á  su  lado ,  circum  latera,  y 
los  defendían  de  todo  peligro.  Dieron  también  este  nom- 
bre los  antiguos  poetas  á  todos  los  soldados,  porque  se  es- 
conden ,  latent ,  y  hacen  emboscadas  para  sorprender  á  los 
enemigos.  Fueron  igualmente  apellidados  así  los  pueblos 
que  hacían  la  guerra  al  pueblo  romano  sin  habérsela  decla- 
rado é  intimado  antes  con  las  solemnidades  acostumbradas, 
y  los  que  en  guerra  injusta  talaban  y  causaban  estragos  en 
sus  tierras.  Virgilio  en  el  libro  12  de  la  Eneida  denomina 
lalrones  à  los  cazadores,  sin  duda  porque  se  ocultan  á  veces 
y  están  á  la  espera  de  la  caza.  Y  por  fin  se  aplicó  el  nombre 
de  ladrón  esclusivamente  á  los  salteadores  de  caminos  y  á 
todos  los  demás  que  roban  á  la  fuerza  y  armando  asechan- 
zas ;  de  suerte  que  este  vocablo  es  del  número  de  aquellos 
que  siendo  de  un  origen  honesto  pasaron  después  á  ser  odio- 
sos ,  como  los  de  tirano  y  sofista  (1).  Véase  Hurlo  y  Robo. 

LADRONICIO  ó  latrocinio.  El  hurto  ó  robo  frecuente 
y  continuado,  ó  la  costumbre  de  hurtar  ó  defraudar  á  los 
otros  en  sus  intereses.  Pero  propiamente  y  atendido  el  orí- 
gen  de  esta  palabra ,  es  el  robo,  esto  es,  el  acto  ó  quizá  el 
hábito  de  quitar  á  otros  lo  suyo  abiertamente  y  á  la  fuerza  ; 
y  en  este  sentido  se  distingue  del  hurlo,  el  cual  no  es  otra 
cosa  que  la  sustracción  fraudulenta  y  clandestina  de  lo  ajeno. 
Así  es  que  la  ley  82,  tít.  2,  lib.  17  del  Digesto ,  haciendo 
distinción  entre  el  ganado  raptum  a  füribus  y  el  raplum  à 
latronibus  ,  impone  al  pastor  por  regla  general  la  obliga- 
ción de  responder  de  la  pérdida  de  aquel  y  no  de  la  de 
este.  Véase  Hurlo  y  Robo. 

LAGAB.  El  estanque  ó  alberca  pequeña  en  que  se  pisa 
la  uva  para  esprimir  el  mosto  :  tiene  una  canalíta  por  donde 
corre  esle  á  la  tina  ó  vasija  en  que  se  recoge  para  echarle 
después  en  las  cubas  ó  tinajas.  El  lagar  que  hubiese  en  una 
viña,  no  se  entiende  comprendido  en  la  venta  que  se  hiciere 
de  ella ,  á  no  ser  que  así  se  esprese  en  el  contrato ,  ó  que  se 
haya  construido  señaladamente  para  el  fruto  de  la  misma 
viña  ;  ley  51 ,  lit.  8 ,  Part.  5. 

LAGO  ó  laguna.  Concavidad  grande  y  profunda  en  la 
tierra  donde  se  juntan  y  mantienen  muchas  aguas,  ya  ven- 
gan estas  de  manantiales,  ya  procedan  de  arroyos  aue  con- 
curran en  aquel  sitio.  Cuando  se  forma  una  laguna  en  tier- 
ras de  propiedad  particular,  el  dueño  conserva  siempre  el 
dominio  del  terreno  que  cubren  las  aguas;  y  así  es  que 
luego  que  estas  se  retiran  recóbrala  posesión,  sin  que  ningún 
olio  tenga  derecho  á  apoderarse  de  ella.  Mas  el  terreno  no 
apropiado  donde  se  formó  una  laguna  que  después  desapa- 
rece ,  debe  darse  á  los  dueños  de  las  tierras  contiguas  según 
su  estension  á  lo  largo  de  la  orilla,  en  la  misma  forma  que 
el  cauce  abandonado  por  un  rio  ;  ya  porque  ellos  solos  pue- 
den ocuparlo  sin  tocar  à  la  propiedad  de  otro ,  ya  porque 
ellos  solos  habrán  formado  alguna  esperanza,  ya  porque  la 
suerte  de  ganar  por  la  retirada  de  las  aguas  no  es  mas  que 
una  indemnización  de  la  suerte  de  perder  por  su  invasion, 
ya  porque  así  se  estimularán  los  dueños  de  tierras  contiguas 

(1)  El  art.  154  de  la  ley  de  administración  de  justicia  de  Méji- 
co dice  ,  que  ningún  seuteuciado  ¡¿ or  ladrón  se  aplicará  á  las 
armas. 
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k  desecar  las  lagunas;  indue,  de  las  leyes  26,  27,! 
32  ,  til.  28  ,  Part.  3. 

El  derecho  de  aluvión  no  tiene  lugar  con  respecto  á  los 
lagos  y  estanques;  pues  el  propietario  conserva  siempre 
todo  el  terreno  contenido  dentro  de  los  límites  señalados  aun 
cuando  disminuyan  las  aguas ,  y  no  adquiere  derecho  alguno 
sobre  las  tierras  contiguas  que  llega  á  cubrir  el  agua  en  las 
crecidas  estraordinarias  (1).  Véase  Estanque  y  Pesca. 

LANZAS.  Cierto  servicio  de  dinero  que  pagan  al  rey 
los  grandes  y  títulos  en  lugar  de  los  soldados  con  que  debian 
asistirle  en  campaña. 

Cuando  sobre  las  reliquias  del  gobierno  feudal  levanta- 
ron su  poder  los  monarcas  de  España  estableciendo  un  sis- 
tema regular  de  milicias  con  arreglo  al  que  ya  habian  adop- 
tado las  demás  naciones  de  Europa  y  aboliendo  el  de  las 
tropas  colecticias, se  eximió  ala  nobleza  de  la  obligación  que 
tenia  deconcurrir  personalmente  á  los  ejércitos  con  un  cierto 
número  de  soldados  mantenidos  á  su  costa  ;  y  regulando  en 
veinte  lanzase  soldados  los  que  debia  mantenercada  duque, 
se  6jó  en  siete  mil  reales  el  derecho  pecuniario  que  babia 
de  pagar  cada  año  ,  y  en  tres  mil  seiscientos  el  de  los  con- 
des y  marqueses,  con  aplicación  de  sus  rendimientos  á  sos- 
tener los  presidios. 

f  El  servicio  de  lanzas  ha  sido  reemplazado  por  el  nuevo 
impuesto  especial  sobre  grandezas  y  títulos ,  cuyo  artículo 
puede  verse.  Véase  también  el  que  sigue. 

LANZAS  y  medias  anatas.  Con  fecha  18  de  diciembre 
de  1846  se  sirvió  S.  M.  espedir  el  real  decreto  siguiente  : 

Artículo  Io.  Se  suprime  desde  Io.  de  enero  de  1847  el 
impuesto  conocido  con  el  nombre  de  servicio  de  lanzas. 

Los  actuales  grandes  de  España  y  títulos  de  Castilla  satis- 
farán no  obstante  dicho  impuesto  hasta  fin  del  presente  año. 

Art.  2o.  Se  suprime  también  desde  la  espresada  fecha  el 
derecho  de  media  anata  á  que  están  sujetos  en  la  actualidad 
los  mismos  grandes  y  títulos. 

Art.  5o.  En  su  lugar  se  establece  un  derecho  con  el  nom- 
bre de  «  Impuesto  especial  sobre  grandezas  y  títulos  ,  »  que 
se  devengará  en  las  sucesiones  y  creación  de  toda  grandeza 
y  título  español  ó  estranjero  reconocido  en  España. 

Art.  4o.  El  impuesto  especial  establecido  por  el  artículo 
anterior  se  fija  para  las  sucesiones  lineales  de  cada  grandeza 
ó  título  en  las  cantidades  y  proporción  siguientes  : 

En  40,000  rs.  por  cada  grandeza  de  España  con  título  de 
marques  ó  conde. 

En  36,000  rs.  por  cada  grandeza  con  título  de  vizconde. 

En  32,000  rs.  por  cada  grandeza  con  título  de  baron  ó 
señor. 

En  24,000  rs.  por  cada  grandeza  sin  título. 

En  28,000  rs.  por  cada  grandeza  honoraria  con  título  de 
marques  ó  conde. 

En  24,000  rs.  por  cada  grandeza  honoraria  con  título  de 
vizconde. 

En  20,000  rs.  por  cada  grandeza  honoraria  con  título  de 
baron  ó  señor. 

En  12,000  rs.  por  cada  grandeza  honoraria  sin  título. 

En  16,000  rs.  por  cada  título  de  marques  ó  conde  sin 
grandeza. 

I     En  12,000  rs.  por  cada  uno  de  los  de  vizconde,  también 
'  sin  grandeza. 

En  8,000  rs.  por  cada  uno  de  los  de  baron  ó  señor,  asi- 
mismo sin  grandeza. 

Art.  5o.  En  la  creación  de  grandezas  y  títulos  ,  en  las  su- 
cesiones trasversales  y  en  las  autorizaciones  para  hacer  uso 
en  España  de  títulos  estranjeros  ,  será  el  derecho  que  se  de- 
vengue un  duplo  del  que  para  las  sucesiones  en  línea  recta 
queda  señalado  por  el  artículo  anterior. 

(1)  Ley  52,  tít.  28,  Part.  5,  y  véase  lo  dicho  en  las  Botas  al  ar- 
tículo accesión  natural. 


Art.  6o.  Cuando  una  misma  persona  suceda  en  dos  ó  mas 
grandezas  ó  títulos ,  el  derecho  que  le  corresponderá  pagar 
por  los  que  escedan  de  uno  será  : 

Por  la  segunda  grandeza  y  su  título,  ó  este,  si  fuese  solo, 
las  dos  terceras  partes  de  la  cantidad  que  queda  estableci- 
da ,  según  los  casos  espresados  en  los  dos  artículos  prece- 
dentes. 

Por  la  tercera  ó  mas  grandezas  y  títulos',  la  mitad  de  la 
fijada  para  uno  solo  y  por  cada  uno  de  ellos,  quedandu 
acumulados  en  la  misma  persona. 

Art.  7o.  Los  grandes  y  títulos  existentes  deberán  obtener 
en  todas  las  sucesiones  la  correspondiente  carta  de  confir- 
mación ,  y  los  que  en  lo  sucesivo  se  crearen  sus  respectivos 
despachos,  sin  cuyo  esencial  requisito  no  podrán  ser  consi- 
derados como  tales  unos  ni  otros. 

Así  las  cartas  de  confirmación  como  los  reales  despachos 
no  les  serán  espedidos  sin  que  previamente  acrediten  haber 
verificado  el  pago  del  impuesto  especial  sobre  grandezas  y 
títulos. 

Los  qne  hicieren  uso  de  grandezas  ó  títulos  en  contraven- 
ción á  lo  que  se  establece ,  sufrirán  una  multa  equivalente  al 
duplo  del  derecho  que  hubieren  dejado  de  pagar,  ademas 
del  importe  de  este  derecho. 

Art.  8o.  Se  concede  la  facultad  de  renunciar  las  grande- 
zas y  títulos;  pero  quedarán  sin  suprimirse  durante  dos  su- 
cesiones directas  ó  trasversales,  por  si  los  quisieren  admitir 
sus  herederos  legítimos ,  en  cuyo  defecto  tendrá  lugar  la 
supresión  de  la  grandeza  ó  título  sin  derecho  á  restablecerlo. 

Art.  9o.  Todo  sucesor  de  grandeza  ó  titulo  que  á  los  seis 
meses  de  haberlo  heredado  estuviese  sin  pagar  el  derecho 
establecido  por  este  impuesto  especial,  y  sin  sacar  la  cor- 
respondiente carta  de  confirmación  ,  se  entiende  que  ha  re- 
nunciado por  sí  su  derecho  á  la  grandeza  ó  título,  quedando 
por  consiguiente  sujeto  este  para  los  efectos  de  su  supresión 
á  lo  dispuesto  en  el  artículo  anterior,  rigiendo  el  mismo 
plazo  de  seis  meses  para  cada  uno  de  sus  dos  inmediatos 
sucesores» 

En  las  grandezas  y  títulos  de  nueva  creación  deberá  sa- 
carse el  real  despacho  á  los  dos  meses  de  haberse  hecho 
saberla  concesión  al  agraciado,  so  pena  de  caducidad. 

Art.  10.  El  pago  del  impuesto  especial  sobre  grandezas  y 
títulos  solo  puede  dispensarse  por  medio  de  una  ley,  salvo 
el  caso  de  concederse  por  el  gobierno  una  grandeza  ó  título 
por  relevantes  servicios  prestados  al  Estado ,  aunque  á  re- 
serva de  dar  cuenta  á  las  Cortes  en  la  primera  reunion ,  si  á 
la  sazón  no  estuviesen  abiertas. 

Esta  relevación  se  entenderá  personal,  quedando  de  con- 
siguiente sujeto  al  pago  del  derecho  el  sucesor  del  agraciado 
con  la  grandeza  ó  título. 

Art.  11.  El  gobierno  d'ará  cuenta  á  las  Cortes  en  la  próxi- 
ma legislatura  délas  disposiciones  contenidas  en  el  presente 
decreto. 

LANZAMIENTO.  El  despojo  de  alguna  posesión  por 
fuerza  judicial;  y  lanzar,  despojar  de  la  posesión  á  alguno. 

LAPSO.  El  curso  de  algún  espacio  de  tiempo  ;  —  y  an- 
tiguamente se  llamaba  lapso  el  que  caia  en  algún  delito  ó 
error. 

LASTAR.  Suplir  lo  que  otro  debe  pagar,  con  el  derecho 
de  reintegrarse. 

LASTO.  El  recibo  ó  carta  de  pago  que  se  da  al  que  lasta 
ó  paga  por  otro  para  que  pueda  cobrar  de  él  ;  ó  bien  un 
poder  y  cesión  de  acciones  para  cobrar  la  deuda  satisfecha 
por  otro.  Sucede  á  veces  que  se  obligan  dos  personas  al 
pago  de  una  deuda  ,  bien  como  deudores  principales  y  man- 
comunados, ó  bien  como  fiadores  de  un  tercero;  y  llegando 
el  plazo,  acude  el  acreedor  á  la  una  de  ellas  reclamando  la 
satisfacción  de  su  crédito.  El  que  paga  pues  la  deuda  en 
este  caso  debe  hacer  que  el  acreedor  le  dé  lasto  para  repe- 
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tir  contra  el  otro  deudor  ó  fiador  y  cobrar  de  ella  parte  que 
le  corresponda  con  las  costas ,  gastos  y  daños  que  se  le 
hayan  originado  y  originen  hasta  el  reintegro  efectivo  do 
todo,  constituyéndole  á  este  fin  en  su  propio  lugar,  grado  y 
prelacion  con  absoluta  cesión  de  acciones. Véase  Beneficio  de 
cesión  de  acciones  ,  Cesión  de  acciones,  Fianza ,  §  III,  n.  I , 
y  §  IV,  ns.  I ,  II  y  III. 

LATERAL.  Lo  que  no  viene  por  línea  recta,  sino  por 
la  transversal  ó  do  los  costados;  como  sucesión  lateral. 

LATENTE.  Lo  que  está  oculto  ó  no  se  descubre  á  pri- 
mera vista;  como  vicios  tálenles,  servidumbres  latentes.  Se 
llaman  vicios  latentes  el  huélfago  ,  el  muermo  y  el  borbo- 
rigmo ,  que  son  las  tres  enfermedades  de  los  caballos  que 
pueden  ocultarse  por  algún  tiempo.  Servidumbres  latentes 
son  las  que  no  están  en  evidencia.  Véase  Venia  y  Servi- 
dumbres. 

LATO.  Suele  aplicarse  à  las  palabras  para  dar  á  enten- 
der que  no  deben  tomarse  en  su  sentido  riguroso  ,  sino  en 
otro  mas  dilatado  y  estendido;  y -así  se  dice  :  esto  debe 
entenderse  en  un  sentido  lato. 

LATROCINIO.  El  hurto  ó  robo  frecuente  y  continuado. 
Véase  Ladronicio. 

LAUDEMIO.  El  derecho  que  se  paga  al  señor  del  do- 
minio directo  cuando  se  enajenan  las  tierras  y  posesiones 
dadas  á  censo  perpetuo  ó  enfitéusis.  Este  derecho,  que 
también  se  llama  husmo,  consiste  en  la  quincuagésima  parte 
del  precio  porque  se  vende,  ó  de  la  estimación  si  se  diere; 
y  debe  pagarlo  el  nuevo  poseedor.  En  algunas  partes  con- 
siste en  la  décima  parte  del  precio  ó  estimación.  Es  sin  duda 
un  gravamen  muy  pesado  para  los  enfiteutas,  y  tanto  mas 
cuanto  que  se  saca  no  del  precio  que  tenia  la  cosa  censida 
cuando  se  concedió  en  enfitéusis,  sino  del  que  tiene  cuando 
se  enajena,  inclusas  las  mejoras  hechas  por  el  enfiteuta. 
Sucede  pues  con  frecuencia  que  un  pedazo  de  tierra  que  al 
tiempo  del  enfitéusis  solo  valia  por  ejemplo  diez  pesos  á 
causa  de  estar  inculto  y  entre  peñascos,  ó  bien  cubierto  de 
aguas  estancadas,  vale  doscientos  ó  mas  cuando  se  enajena 
por  los  sudores  del  enfiteuta  y  sus  hijos  sin  influencia  ni 
gasto  del  dueño  directo;  y  sin  embargo  cobra  este  su  lau- 
demio  por  el  valor  actual  de  la  finca  tantas  veces  cuantas 
se  enajena ,  por  muchas  que  se  verifique  en  pocos  años.  En 
cuanto  á  casas  es  todavía  mayor  la  enormidad  ;  pues  va- 
liendo á  veces  el  solar  desnudo  cuando  se  concede  quince  ó 
veinte  pesos,  vale  dos  mil  la  casa  que  en  él  se  edifica;  y 
este  es  el  precio  no  obstante  sobre  que  se  paga  el  luismo. 
Véase  pues  si  hay  razón  para  reclamar  la  abolician  de  tan 
injustas  y  exorbitantes  exacciones.  La  voz  laudemio  viene 
sin  duda  del  verbo  anticuado  laudar,  alabar  ó  aprobar,  por- 
que siempre  que  el  enfiteuta  trata  de  vender  la  finca  ,  tiene 
que  dar  aviso  al  dueño  directo,  ya  por  si  la  quisiere  tomar 
por  el  tanto  ,  ya  para  que  reciba  al  nuevo  comprador  y  le 
otorgue  nueva  carta  ,  de  modo  que  puede  decirse  que  media 
en  algún  sentido  la  anuencia  del  dueño  directo,  y  que  el 
•derecho  de  laudemio  es  derecho  de  aprobación  (1).  Si  el 
dueño  directo  se  queda  con  la  finca  en  venta,  usando,  del 
derecho  de  tanteo ,  fadiga  ó  preferencia ,  no  puede  exigir  el 
derecho  de  laudemio  ,  porque  en  semejante  caso  se  conso- 
lidan ambos  dominios  directo  y  útil,  y  espiran  el  censo  y  la 
obligación  del  enfiteuta  (2)  :  lo  cuál  se  advierte,  porque  en 
algunos  paises  es  costumbre  que  el  laudemio  sea  pagado 
por  el  vendedor.  —  El  laudemio  se  paga  en  los  mismos  ca- 
sos que  la  alcabala  (5).  Véase  Enfitéusis. 

LAUDO  omologado.  Suelen  llamarse  así  por  los  intér- 
pretes las  sentencias  de  los  arbitros  y  arbitradores  consen- 
tí) Ley  29,  tít.  8,  Tart.  5. 

(2)  Febr.  de  Tapia,  lib.  2,  t.  4,  cap.  7,  n.  5. 

(3)  Véase  á  Sala,  ediciou  ñor.  mej.,  tom.  2,  pág.  213. 


tidas  tácitamente  por  las  partes  mediante  el  silencio  de  diez 
dias ,  bien  que  algunos  solo  aplican  este  nombre  á  las  de  los 
arbitradores  ('()•  Laudo  es  una  voz  anticuada  que  significa 
convenio ,  juicio  ó  sentencia  ;  y  omologado  es  lo  mismo  que 
consentido.  Véase  Arbitro. 

LAZO.  La  trampa  ó  armadijo  que  se  hace  de  hilo , 
cuerda  ,  cerda  ,  alambre  ó  cosa  semejante  con  nudos  corre- 
dizos para  coger  la  caza.  Véase  Caza. 

LE 

LECHO.  En  las  ejecuciones  están  esentos  de  trabas  6 
embargos  los  lechos  ó  camas  que  son  indispensables  para 
el  deudor  y  su  familia.  Véase  Juicio  ejecutivo. 

LEGSîO  îswrimonial.  Cuando  muere  una  persona  ca- 
sada ,  corresponde  el  lecho  matrimonial  cotidiano  al  consorte 
que  sobrevive,  quien  si  volviere  á  casarse  deberá  restituirle 
á  los  herederos  del  difunto  en  el  estado  en  que  entonces  se 
baile  ,  sin  abonar  su  deterioro,  porque  le  usufructuó  legíti- 
mamente ;  ley  6,  tít.  6  ,  lib.  5,  Fuero  Real.  Por  lecho  ma- 
trimonial ordinario  se  entiende  el  catre  ó  tarima  en  que 
dormían  los  consortes ,  los  colchones  y  jergón ,  cuatro  sá- 
banas ,  cuatro  almohadas ,  colcha  ,  manta  y  colgadura  si  la 
usaban,  debiendo  atenderse  á  las  facultades  y  calidad  de  las 
personas  y  á  la  costumbre  del  pueblo  (o)  :  las  cuales  cosas 
han  de  inventariarse  y  apreciarse  para  adjudicárselas  al 
viudo  ó  viuda  ,  y  no  dinero  en  lugar  de  ellas  (6). 

El  importe  del  lecho  cotidiano  se  ha  de  deducir,  si  hubiere 
gananciales,  del  conjunto  de  ellos  antes  de  repartirlos,  ó  del 
caudal  común  ,  que  es  lo  mismo;  pero  no  del  privado  del 
difunto ,  escepto  si  no  hubiere  gananciales ,  y  fuere  costum- 
bre en  el  pueblo  de  que  aun  en  este  caso  se  lleve  el  lecho 
el  consorte  sobreviviente.  Si  este  volviere  á  casarse ,  resti- 
tuirá solo  el  importe  de  la  mitad  del  lecho  cuando  se  dedujo 
de  los  gananciales ,  y  el  total  si  la  deducción  se  hizo  de  los 
bienes  propios  del  difunto  (7). 

No  existiendo  gananciales ,  sino  por  el  contrario  deudas 
contraidas  durante  el  matrimonio  ó  antes  por  el  marido , 
¿  tendrá  la  viuda  derecho  á  la  cama  cotidiana  con  preferencia 
á  los  acreedores?  Si  la  cama  fuere  la  misma  que  llevó  la 
mujer  al  matrimonio,  debe  ser  preferida  esta  á  todos  los 
acreedores ,  porque  pertenece  entonces  aquella  á  sus  bienes 
dotales  que  no  están  sujetos  á  responsabilidad  alguna  :  pero 
si  se  hubiese  costeado  de  los  bienes  propios  del  marido,  y 
los  acreedores  tuvieren  hipoteca  especial  en  las  prendas 
de  que  se  compone  el  lecho,  serán  preferidos  á  la  viuda, 
porque  esta  pretende  por  causa  lucrativa ,  y  aquellas  por 
causa  onerosa.  Si  el  lecho  se  hubiere  adquirido  durante  el 
matrimonio  ,  esto  es ,  si  perteneciere  á  los  bienes  ganados 
en  dicho  tiempo ,  también  serán  preferidos  los  acreedores  á 
la  mujer,  porque  la  obligación  comprende  á  esta  ;  pero  si  el 
marido  hubiese  contraído  las  deudas  antes  de  casarse , 
sacará  la  mujer  la  mitad  del  lecho  con  la  de  los  gananciales, 
porque  no  está  obligada  á  satisfacer  las  deudas  de  aquel  ; 
ley  9,  tít.  U,  lib.  10,  Nov.  Rec,  leyes  10  ,  tít.  "¿0,  lib.  5  del 
Fuero  Real,  y  207  del  Estilo  (8). 

LECTOR  de  letra  antigua.  El  que  se  halla  autorizado 
con  título  competente  para  leer  y  descifrar  los  escritos  an- 
tiguos, haciéndose  cargo  del  valor  de  los  caracteres,  á  fin 
de  que  puedan  presentarse  en  juicio  como  documentos 
fehacientes. 

(4)  Véase  á  Accvcdo  en  la  ley  4  ,  tít.  51,  lib.  4,  Uec,  y  la 
ley  55  y  su  glos.  4,  tít.  4,  Part.  5,  y  el  P.  Murillo,  lib.  1,  n.  410. 

(5)  Febr.  inej.,  tom.  C,  pág.  152,  n.  6. 
((>)  Febr.  mej.,  d.  tom.  6,  pág.  155,  n.  13. 

(7)  Febr.  mej.,  d.  tom.  6,  núins.  7  y  11. 

(8)  Febr.  mej.,  tom.  C  cit. ,  núms.  9  y  10- 
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La  importancia  de  las  funciones  que  ejercen  los  lectores 
de  letra  antigua  ,  cuya  intervención  en  litigios  de  gran 
cuantía  puede  influir  considerablemente  en  la  suerte  de  las 
familias,  hacia  indispensable  que  se  fijasen  reglas  para  que 
la  concesión  de  los  títulos  recaiga  en  personas  adornadas 
con  todas  las  calidades  de  probidad  é  instrucción  que  para 
el  caso  se  requieren.  En  su  consecuencia,  S.  M.  la  reina 
gobernadora  ,  después  de  haber  oido  sobre  el  particular  los 
informes  que  tuvo  por  conveniente,  se  sirvió  disponer  en  21 
de  julio  de  1858  :  —  Io.  que  los  que  soliciten  títulos  de  lec- 
tores de  letra  antigua,  unan  á  su  esposicion  al  jefe  político 
de  la  provincia  los  documentos  que  tengan  por  oportunos, 
entre  ellos,  la  fe  de  bautismo  que  acredite  edad  mayor  de 
2->  años  y  el  certificado  de  buena  vida  y  costumbres  dado 
por  la  autoridad  local  de  la  residencia  del  pretendiente  :  — 
2o.  que  una  comisión  de  revisores  titulares  nombrada  por 
el  jefe  político  examine  rigurosamente  al  interesado  sobre 
las  materias  siguientes  :  idioma  latino,  y  con  especialidad 
el  que  se  usaba  en  los  escritos  y  documentos  de  la  edad 
media;  romance  antiguo  castellano;  limosin  en  las  provin- 
cias de  la  antigua  corona  de  Aragon;  paleografía  ;  historia  y 
cronología  de  España  ;  y  por  último  de  práctica  sobre  docu- 
mentos de  todas  épocas  existentes  en  los  archivos  ;  sin  olvidar 
las  correspondientes  preguntas  sobre  las  diversas  materias 
que  se  han  usado  para  escribir,  y  las  alteraciones  que  sufren 
con  el  tiempo  :  —  3o.  que  el  jefe  político  eleve  á  la  resolu- 
ción de  S.  M.  el  espediente  con  el  acta  de  exámea  y  la  cen- 
sura de  la  junta  de  examinadores. 

LEGADO.  El  sugeto  que  alguna  suprema  potestad  ecle- 
siástica ó  civil  envia  á  otra  para  tratar,  algún  negocio  con 
el  príncipe  ó  presidente  del  Estado  ;  —  el  presidente  de  cada 
una  de  las  provincias  inmediatamente  sujetas  ó  reservadas 
á  los  emperadores  romanos; — cada  uno  de  los  socios  que  los 
procónsules  llevaban  en  su  compañía  á  las  provincias  como 
por  una  especie  de  asesores  y  consejeros,  los  cuales  en  caso 
de  necesidad  hacian  sus  veces;  —  en  la  milicia  da  los  ami- 
gos Romanos  el  jefe  ó  cabeza  de  cada  legión  ;  — el  ciudadano 
romano  ,  por  lo  común  del  orden  senatorio  ,  enviado  á  una 
provincia  recien  conquistada  para  arreglar  su  gobierno  ;  — 
la  persona  eclesiástica  que  por  disposición  del  papa  hace 
sus  veces  en  algún  concilio  ó  ejerce  sus  facultades  apostó- 
licas en  algún  reino  ó  estado  de  la  cristiandad  ;  —  el  prelado 
elegido  por  el  sumo  pontífice  para  el  gobierno  de  alguna 
de  las  provincias  eclesiásticas  ,  como  Bolonia  ó  Ferrara  ; 
—  y  se  llama  por  fin  legado  à  lalere  un  cardenal  enviado 
estraordinariamente  por  el  papa  con  amplísimas  facultades 
cerca  de  algún  príncipe  cristiano  por  lo  común  para  tratar 
de  algún  gravísimo  negocio. 

LEGADO.  Esta  palabra ,  que  entre  nosotros  es  igual  á  la 
de  manda ,  designaba  antiguamente  todas  las  especies  de 
disposiciones  testamentarias ,  como  que  tomada  gramatical- 
mente según  su  etimología  derivada  à  lege,  era  todo  lo  que 
el  testador  como  dueño  y  legislador  de  sus  cosas  mandaba 
que  se  hiciese  de  ellas  después  de  su  muerte ,  pues  su  última 
voluntad  se  consideraba  como  ley.  Así  es  que  la  ley  de  las 
xn  Tablas  que  permitía  á  los  padres  de  familia  legar  su 
patrimonio:  palerfamilias  uli  super  familia  pecuniave  sua 
leyassit ,  Ha  jus  esto  ;  encerraba  en  este  permiso  la  facultad 
de  instituir  herederos,  de  nombrar  legatarios,  de  dar  liber- 
tad á  los  esclavos  ,  y  de  establecer  tutores  ,  según  decla- 
ración de  la  ley  120,  D.  de  verb.  significat. 

Definición  del  legado. 

T.Mas  en  el  último  estado  de  la  jurisprudencia  romana, 
como  en  el  de  la  nuestra ,  la  voz  legado  está  reducida  á 
ciertas  especies  de  donaciones  que  se  hacen  en  testamento 
ó  en  otro  acto  de  última  voluntad  ;  y  suele  tomarse  en  dos 


acepciones  ,  á  saber,  ó  bien  por  el  acto  ó  disposición  en  que 
se  lega  alguna  cosa  ,  ó  bien  por  la  misma  cosa  que  se  lega. 
El  legado  en  el  primer  sentido  es  cierta  especie  de  donación 
que  dejó  el  difunto  y  ha  de  dar  el  heredero  ;  y  en  el  segundo 
sentido  es  la  cosa  particular  y  determinada  que  se  deja  al 
legatario  por  el  difunto.  No  todos  convienen  en  que  el  legado 
sea  donación  ó  especie  de  donación ,  porque  la  donación 
es  un  pacto  que  requiere  el  consentimiento  del  donante  y 
del  donatario  ,  y  el  legado  es  una  liberalidad  unilateral  que 
se  deja  al  legatario  ,  aunque  no  tenga  noticia  de  ella  ;  y  así 
quieren  que  sea  una  porción  de  bienes  que  el  difunto  separó 
de  la  masa  hereditaria  á  favor  de  una  ó  mas  personas  y  quo 
debe  ser  entregada  por  el  heredero.  Sin  embargo,  la  !ey  1, 
tít.  9,  Part.  6,  3dopta  la  primera  definición  diciendo  que  : 
«  manda  (ó  legado)  es  una  manera  de  donación  que  deja 
el  testador  en  su  testamento  ó  en  cobdicillo  á  alguno  por 
amor  de  Dios  et  de  su  alma,  ó  por  facer  algo  á  aquel  á  quien 
deja  la  manda.  »  No  parece  con  efecto  en  primer  lugar  que 
pueda  negarse  al  legado  la  calidad  de  donación ,  pues  si  esta 
exige  el  consentimiento  del  donatario,  tampoco  aquel  puede 
subsistir  si  el  legatario  no  lo  acepta  espresa  ó  tácitamente  ; 
y  en  segundo  lugar  la  definición  que  se  quiere  sustituir  á  la 
que  se  rechaza,  no  puede  aplicarse  á  la  disposición  ó  acto 
en  que  se  lega  alguna  cosa ,  sino  solo  á  la  cosa  legada. 

Division  de  los  legados. 

II.  Los  legados  se  dividen  en  forzosos  y  voluntarios. 
Forzosos  son  los  que  los  testadores  tienen  obligación  de  dejar 
en  sus  testamentos  para  la  redención  de  cristianos  cautivos, 
conservación  de  los  santos  lugares  de  Jerusalen,  y  para 
casar  huérfanas  ;  ley  7 ,  til.  3,  lib.  10,  Nov.  Rec.  ;  los  cuales 
no  han  de  bajar  de  treinta  y  seis  maravedís  ;  los  que  por 
los  que  otorgan  testamento  en  esta  corte  ó  en  ocho  leguas 
al  contorno  deben  dejarse  también  para  sus  hospitales  gene- 
rales, no  debiendo  ser  menos  de  cuarenta  y  ocho  maravedís  ; 
rl.  órd.  de  11  de  diciembre  de  17S0y  17  rie  octubre  de  1751; 
y  los  de  doce  reales  en  la  península  é  islas  adyacentes  y 
sesenta  en  ultramar  que  se  deben  dejar  á  favor  de  las  viu- 
das é  hijos  de  los  que  murieron  en  la  guerra  de  la  indepen- 
dencia ;  rs.  decr.  de  16  de  setiembre  de  1813  y  2a  de  setiembre 
de  182o.  Legados  voluntarios  son  los  que  dependen  entera- 
mente de  la  voluntad  del  testador,  y  los  hace  á  favor  de 
quien  quiere  y  del  modo  que  le  parece  mas  conveniente. 
De  esta  clase  de  legados,  y  de  sus  divisiones  nacidas  unas 
de  las  cosas  que  pueden  legarse,  y  otras  del  modo  con  que 
pueden  legarse  ,  se  tratará  mas  adelante  en  su  correspon- 
diente lugar. 

En  qué  instrumentos  y  con  qué  palabras  puede 
hacerse  el  legado. 

III.  El  legado  puede  hacerse  ,  así  en  testamento  como  eu 
codicilo  ,  con  cualesquiera  palabras  que  espresen  la  volun- 
tad del  testador,  bien  sean  directas  ó  suplicatorias,  como  si 
dijese  :  «  mando  ó  quiero  que  fulano  haya  tal  cosa ,  ó  plá- 
ceme ó  tengo  por  bien  que  la  haya  ,  ó  creo  que  mi  heredero 
se  la  dará ,  ó  lo  dejo  en  su  fe  que  lo  cumpla,  ó  pido  que  mi 
heredero  haga  tal  cosa;  »  pues  con  cualquiera  de  estas 
espresiones  ú  otras  semejantes  de  que  use  el  testador  será 
válido  y  habrá  de  ejecutarse  la  manda;  ley  28,  tít.  9, 
Part.  6. 

Quién  puede  legar,  quién  ser  legatario  y  cómo 
ha  de  hacerse  la  designación  de  este. 

IV.  Pueden  hacer  meados  ó  mandas  todos  los  que  pueden 
hacer  testamento  ;  y  pueden  recibirlos  ó  ser  legatarios  todos 
ios  que  pueden  ser  herederos,  bastándoles  la  capacidad  al 
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tiempo  de  la  muerte  del  testador,  aunque  no  la  tuviesen  al 
tiempo  del  testamento  ó  codicilo  en  que  se  les  dejó  el  le- 
gado ;  ley  1 ,  til.  9,  Part.  6.  Véase  Heredero,  §  IV  y  sig., 
y  Testamento. 

V.  Puede  el  testador  dejar  una  manda  especial  á  cual- 
quiera de  los  varios  herederos  que  nombrare;  y  este  tendrá 
derecho  á  reclamarla  y  recibirla,  aunque  renuncie  la  parte 
que  se  le  hubiese  dejado  de  la  herencia,  á  no  ser  que  se  le 
hubiese  prohibido  en  el  testamento  haber  la  una  sin  la  otra  ; 
ley%,  tít.  9,  Part.  6. 

VI.  Así  á  los  herederos  testamentarios  y  á  los  legítimos  ó 
ab  intestato,  como  á  los  legatarios  y  á  cualesquiera  otros  á 
quienes  el  testador  dejare  alguna  cosa,  puede  imponerles  la 
obligación  de  satisfacer  los  legados  que  estimare  á  favor  de 
terceras  personas,  siempre  que  no  queden  gravados  en  mas 
de  lo  que  reciban  ni  los  herederos  forzosos  padezcan  lesión 
en  sus  legítimas  ;  ley  3  de  d.  iít. 

VII.  El  testador  debe  designar  la  persona  del  legatario 
por  su  nombre  y  apellido  ó  por  señales  que  no  dejen  lugar 
á  la  duda;  pues  si  no  pudiere  discernirse  quién  es 
aquel  á  quien  quiso  hacer  beneficio ,  será  nulo  el  legado  y 
no  estará  obligado  el  heredero  á  satisfacerlo  ;  ley  9  ,  lit.  9 , 
Part.  6.  Supongamos,  por  ejemplo ,  que  teniendo  el  testador 
dos  amigos  con  el  nombre  ambos  de  Pedro,  deja  un  legado 
á  Pedro  su  amigo  sin  añadir  circunstancias  que  le  distingan, 
y  sin  que  por  razón  alguna  pueda  venirse  en  conocimiento 
de  cuál  es  el  verdadero  legatario  ;  ninguno  de  los  dos  Pedros 
podrá  probar  que  es  él  y  no  el  otro;  y  el  legado  por  consi- 
guiente quedará  nulo  por  vicio  de  oscuridad ,  sin  que  ni  aun 
haya  el  recurso  de  repartirlo  entre  ambos;  d.  ley  9.  Véase 
Interpretación  de  los  testamentos ,  regla  11a. 

VIII.  Por  la  misma  razón  ,  si  el  testador  hubiese  hecho  un 
legado  á  cada  uno  de  estos  dos  Pedros,  y  luego  en  otro  tes- 
tamento ó  codicilo  revocase  uno  de  estos  legados  "diciendo 
que  revocaba  el  legado  que  habia  hecho  á  su  amigo  Pedro  , 
no  tendrá  efecto  ninguno  de  los  dos  legados,  aunque  el  tes- 
tador solo  haya  querido  revocar  uno  de  ellos  ,  porque  siendo 
absolutamente  incierto  cuál  de  los  dos  queda  revocado  ,  nin- 
guno de  los  dos  Pedros  puede  probar  que  él  es  el  Pedro  á 
quien  el  testador  ha  querido  perseverantemente  dejar  el  le- 
gado ;  lo  cual  era  necesario  para  fundar  la  demanda  ;  ley  10, 
D.  de  rebus  dubiis. 

IX.  Mas  si  hay  algunas  circunstancias  que  hagan  presumir 
haber  querido  el  testador  legar  mas  bien  al  uno  que  al  otro, 
como  si  uno  de  ellos  le  ha  hecho  servicios  mas  importantes, 
ó  es  su  pariente  mas  inmediato,  etc.,  habrá  de  aplicarse  el 
legado  á  este  :  Si  sil,  controversia  de  nomine  ínter  plures , 
qui  probaveril  sensisse  de  se  defunctum  ,  admilteíur ;  ley  353 
§  1  ,  D.  cíe  condit.  et  demonst. 

X.  Una  vez  que  por  señales  ó  de  cualquier  moao  indu- 
dable pueda  conocerse  cuál  es  la  persona  á  quien  se  ha 
querido  agraciar,  no  es  necesario  para  la  validez  del  legado 
designarla  con  su  nombre  y  apellido  ;  y  ni  aun  viciaría  la 
manda  el  error  que  el  testador  hubiere  padecido  en  el  ape- 
hdo  ó  en  el  nombre  ó  en  ambas  cosas  ;  leyes  9  y  28 ,  tít.  9 , 
Part.  6.  Así  es  que  si  un  testador  que  no  tiene  mas  que  una 
Sobrina  ó  una  criada  que  se  llama  Juana,  ha  dejado  una 
manda  á  su  sobrina  Maria  ó  á  su  criada  Teresa  ,  será  válido 
31  legado  y  podrá  pedirlo  Juana  ,  aunque  el  testador  la  haya 
lamado  María  ó  Teresa  ;  porque  no  habiendo  otra  sobrina  ú 
otra  criada  que  Juana  ,  no  puede  dudarse  que  ha  querido 
dejarle  á  ella  el  legado,  llamándola  María  ó  Teresa  por  equi- 
vocación. Véase  Heredero  extraño  ,  §§  III  y  V,  ó  Interpre- 
tación de  los  testamentos ,  reglas  11a.  y  12a. 

XI.  Si  las  señales  ó  demostraciones  con  que  el  testador 
designa  al  legatario  consisten  en  injurias  ó  dicterios  espe- 
ciales de  tal  naturaleza  que  mas  parezca  que  se  prepone 
deshonrarle  é  infamarle  que  no  dejarle  el  legado ,  como  si  le 


llamase  traidor  ó  hereje  ó  jefe  de  bandidos,  se  tendrá  el  le- 
gado por  no  escrito  :  Turpia  légala,  quœ  denolandi  magis 
legalarii  gralia  scribuntur,  odio  scribentis  pro  non  scriplis 
habenlur;  ley  54  ,  D.  de  legalis  1.  Otra  seria  la  decisión  si 
un  padre  legase  á  su  hijo  diciendo  que  legaba  tal  ó  tal  cosa 
á  fulano  su  hijo  ingrato,  su  hijo  perverso;  pues  este  legado 
seria  válido ,  entendiéndose  que  el  testador  no  dio  este  epí- 
teto á  su  hijo  por  denigrarle,  sino  para  hacerle  sentir  la  gran- 
deza de  la  piedad  paterna  que  le  conserva  todavía  el  testa- 
dor á  pesar  de  todas  sus  malas  calidades,  ley  10,  til.  3, 
Part.  6.  Illa  inslitutio  valet  :  Filius  meus  impiissimus  malè 
de  me  merilus ,  hceres  esto;  ley  48 ,  §  1 ,  D.  de  hcered  instit. 

XII.  Si  el  error  en  el  nombre  y  apellido  del  legatario  no 
vicia  el  legado  ,  menos  lo  viciará  el  error  en  su  calidad  , 
profesión  ,  lugar  de  nacimiento  ó  de  domicilio,  cuando  por 
otra  parte  no  hay  incertidumbre  sobre  la  persona  :  Error 
hujusmodi  nihil  officit  verilali ;  %  50,  Inst.  de  legalis; 
leyes  17,  33  y  49,  §  4,  D.  de  condit.  et  demonst.;  ley  75,  §  1, 
D.  de  legalis  1  ;  ley  76,  §  3,  D.  de  legalis  2;  ley  23,  D.  de 
liberalione  légala  ;  y  ley  2  ,  C.  de  falsa  causa  adjecla  legato. 
Así  es  que  si  dice  el  testador  :  «  lego  tal  cosa  á  Pedro  López, 
hijo  de  Juan,  ó  abogado,  ó  natural  de  Daroca,  ó  vecino  de 
Zaragoza,  »  no  dejará  de  ser  válida  la  disposición  ,  aunque 
Pedro  López  no  sea  hijo  de  Juan,  ni  abogado  ,  ni  natural  ni 
vecino  de  dichos  pueblos  :  Si  in  paire ,  vel  patria ,  vel  alia 
simili  adsumptione  falsum  scriplum  est;  dum  de  eo,  qui  de- 
monslralus  sit,  conslet,  instilutio  valet;  ley  48,  tít.  5,  lib.  28 
del  Dig. 

Por  la  misma  razón  si  el  testador  llama  hijo,  hermano  ó 
pariente  al  legatario  ,  no  debe  impedir  la  falsedad  de  esta 
calificación  que  tenga  el  legado  todo  su  efecto  :  Falsa  de- 
inonslratio  ñeque  legatario  ñeque  fideicommissario  nocet,  ñe- 
que hœredi  instituto ,  veluti  si  fratrem  dixerit ,  vel  sororem, 
velnepotem,  vel  quodlibet  aliud;  ley  33,  tít.  1,  lib.  55  del  Dig. 
Qui  frater  non  est ,  si  fraterna  charitale  diligilur,  recle  cum 
nomine  szfb  sub  appellalione  fratris  hœres  inslituiiur;  ley  38, 
tít.  5  ,  lib.  28  del  Dig. 

XIII.  Mas  aunque  por  regla  general  no  se  vicie  el  legado 
por  el  error  en  la  calidad  del  legatario,  sin  embargo  si  pu- 
diera presumirse  que  esta  calidad  que  el  testador  creía  ver- 
dadera ,  es  la  que  le  ha  determinado  á  hacer  la  disposición  , 
habría  de  declararse  nulo  el  legado  como  hecho  por  causa 
falsa:  Ñeque  professio,  ñeque  asseveratio  nuncupantium  /ilios 
qui  non  sunt ,  veritati  prœjudicat  :  et  quœ  ut  filiis  testamento 
relinquunlur,  juxta  ea  quœ  à  principibus  slalula  sunt ,  non 
deberi  cerli  juris  est;  ley  5,  tít.  23,  libro  6  del  Código.  Si 
pater  luus  quasi  filium  suum ,  hœredem  insliluil ,  quem  falsa 
opinione  ductus  suum  esse  credebat ,  non  instilulurus  si  alic- 
num  nosset ,  auferendam  ei  successionem  ,  Divorum  Severi  et 
Anlonini  placilis  conlinclur. 

XIV.  Dedúcese  pues  que  si  el  testador  deja  un  legado  á 
algún  sugeto  llamándole  hijo  ó  hermano ,  no  por  creer  que 
lo  es  ,  sino  porque  le  tiene  tanta  amistad  ó  cariño  como  si 
realmente  lo  fuera,  deberá  llevarse  á  efecto  la  disposición 
aunque  no  sea  hijo  ni  hermano  el  legatario  ;  pero  sí  engañado 
por  falsas  apariencias  le  ha  creído  realmente  hijo  ó  hermano 
suyo  sin  serlo,  habrá  de  quedar  sin  efecto  el  legado.  Véase 
Heredero  extraño  ,  §  V. 

XV.  Si  se  dejare  el  legado  de  un  modo  alternativo  á  una 
persona  ó  á  otra,  como  si  dijese  el  testador  :  «  lego  tal  viña 
á  Pedro  ó  á  Juan  ;  »  ambos  deben  ser  admitidos  igualmente 
á  la  partición  del  legado,  pues  la  partícula  disjuntiva  o  se 
toma  aquí  por  la  conjunción  copulativa  y,  de  modo  que  debe 
reputarse  lo  mismo  Juan  o  Pedro  que  Juan  y  Pedro.  Aunque 
no  es  regular  que  se  haga  jamas  un  legado  en  esla  forma , 
pudiera  suceder  no  obstante  que  se  padeciese  una  equivo- 
cación al  tiempo  de  escribirlo  usando  de  una  partícula  en 
vez  de  otra.  Si  la  cosa  no  pudiera  dividirse,  como  la  líber- 
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tad  ,  habría  de  admitirse  á  cada  uno  en  el  todo;  y  así  di- 
ciendo el  testador  que  legaba  la  libertad  á  Pedro  ó  á  Juan  , 
ambos  quedarían  libres.  Gómez  en  la  leyUO  de  Toro,  n.  68, 
cerca  del  fin. 

XVI.  Si  el  legatario  hubiese  ya  muerto  cuando  el  testador 
creyéndole  vivo  le  hizo  el  legado,  no  valdrá  la  disposición, 
ni  podrá  reclamarla  el  heredero  del  mismo  legatario;  y  lo 
mÍ5mo  sucederá  si  viviendo  al  tiempo  de  la  manda,  muriere 
despufS  ó  fuese  desterrado  perpetuamente  antes  de  la  muerte 
del  testador  ;  ley  5o ,  til.  9,  Part.  6. 

XVII.  El  legatario  á  quien  se  han  dejado  varios  legados, 
puede  aceptar  el  uno  y  dejar  los  otros;  pero  si  el  uno  tuviese 
gravamen  y  el  otro  fuese  libre,  no  podrá  desechar  el  pri- 
mero y  aceptar  el  segundo,  pues  debe  tomarlos  ambos  ó  de- 
jarlos; y  siendo  uno  solo,  no  puede  aceptar  una  parte  y  re- 
pudiar la  otra;  ley  36,  til.  9,  Part.  6.  Véase  Aceptación  de 
legado.. 

Qué  cosas  pueden  legarse. 

XVIII.  Puede  legar  el  testador  toda  la  parte  de  bienes  de 
que  le  es  permitido  disponer  libremente  si  tiene  herederos 
forzosos;  pero  si  no  los  tuviere,  podrá  distribuir  en  legados 
lodos  cuantos  bienes  posea;  ley  1,  til.  18,  lib.  10,  Nov.  Rec. 
Si  el  testador  deja  descendientes  ó  ascendientes  legítimos, 
no  puede  legar  á  estraños  sino  la  quinta  parte  de  sus  bienes 
en  el  primer  caso  y  la  tercera  en  el  segundo.  Cuando  sucede 
pues  que  los  legados  que  manda  esceden  el  valor  del  quinto 
ó  tercio ,  se  dice  que  son  inoficiosos  y  se  revocan  en  cuanto 
al  esceso  rebajándose  á  cada  legatario  la  parte  proporcional 
que  le  corresponda  ,  porque  no  puede  ser  gravada  la  legítima 
de  los  herederos  forzosos. 

Podrá  pues  legar  bajo  estas  bases  una  ó  mas  cosas  de  su 
patrimonio  ,  no  solo  las  existentes  sino  también  las  futuras  ; 
no  solo  las  corporales,  sino  también  las  incorporales,  v.  gr. 
las  servidumbres,  deudas,  créditos,  derechos  y  acciones; 
el  derecho  de  elegir  entre  dos  ó  mas  cosas  ;  los  alimentos  y 
pensiones  vitalicias  ;  no  solamente  las  cosas,  sino  también 
los  hechos  imponiendo  al  heredero  la  obligación  de  hacer 
algo  á  favor  del  legatario  ;  no  solo  las  cosas  que  posee  ac- 
tualmente, sino  también  las  de  su  heredero  y  aun  las  aje- 
nas, obligando  al  heredero  á  que  dé  las  suyas  ó  compre  las 
de  otro  para  el  legatario  ó  le  entregue  su  estimación  ;  y  por 
fin  las  que  tuviere  empeñadas:  de  manera  que  según  las 
cosas  toma  el  legado  el  nombre  de  legado  genérico,  legado 
específico,  legado  de  hecho,  legado  de  cosa  ajena  ,  legado 
de  cosa  empeñada  ,  legado  de  liberación  ,  legado  de  crédito, 
legarlo  de  deuda,  legado  de  dote,  legado  de  alimentos,  le- 
gado vitalicio,  legado  de  cantidad,  legado  repetido ,  legado 
de  opción  ó  elección,  legado  de  usufructo ,  legado  anual,  le- 
de  cosa  principal  y  de  cosa  accesoria  :  de  todos  los 
cuales  vamos  á  hablar  sucesivamente;  leyes  10,  11,  12, 
1S,  etc.,  lit.  9,  Part.  6. 

XIX.  Pero  no  puede  legar  el  testador  por  estar  fuera  del 
comercio  de  los  hombres  ó  del  legatario  :  —  Io.  las  cosas 
sagradas,  ni  los  bienes  pertenecientes  á  las  iglesias:  — 
2o.  las  cosas  que  son  propias  de  los  reyes  si  no  se  obtiene 
ánles  su  real  permiso  :  —  3o.  las  cosas  comunes  de  las  ciu- 
dades, villas  y  lugares,  como  las  plazas,  ejidos,  etc.:  — 
h°.  los  mármoles,  pilares,  pilas,  puertas  y  demás  cosas 
puestas  en  los  edificios  para  su  adorno  y  seguridad  ;  ley  13, 
til.  9,  Part.  6  :  —  5o.  el  castillo,  villa,  aldea  ni  el  hereda- 
miento que  el  rey  le  dio  por  haberle  hecho  algún  servicio 
militar,  al  que  es  inepto  para  hacerlo  ;  pero  si  sabiendo  su 
ineptitud  le  hace  lal  manda,  debe  su  heredero  darle  su  es- 
timación, é  ignorando  si  es  ó  no  idóneo,  nada  debe  entre- 
garle ;  ley  \k~iil.  9 ,  Part.  6  :  —  6o.  Tampoco  vale  la  manda 
de  cosa  que  aunque  pudo  ser  legada  cuando  se  legó ,  mudó 
después  de  estado  ó  condición ,  como  la  laical  que  pasó  luepo 


á  poder  de  la  Iglesia  sin  culpa  del  heredero  ,  el  cual  por  con- 
siguiente no  tendrá  obligación  de  entregar  la  misma  cosa  ni 
su  valor  ;  d.  ley  13. 

XX.  Legado  genérico  es  el  que  se  hace  de  cosas  de 
cierto  género  ó  clase  con  su  nombre  apelativo  ó  común  sin 
individualizarlas  ni  distinguirlas  por  alguna  señal  caracte- 
rística ,  como  cuando  se  manda  en  general  un  caballo,  una 
casa ,  un  vestido ,  un  libro,  sin  designar  cuáles. 

El  dominio  del  legado  genérico  no  se  traslada  al  legata- 
rio hasta  la  entrega  de  la  cosa  legada  ;  y  así  es  que  no  le 
compele  la  acción  reivindicatoría  ,  sino  la  personal  é  hipo- 
tecaría. 

En  este  legado  no  se  deben  los  frutos  al  legatario  desda 
la  muerte  del  testador,  sino  desde  el  dia  en  que  el  heredero 
deba  entregar  la  cosa  y  se  constituya  moroso. 

Gomo  ni  el  género  ni  la  cantidad  se  entiende  que  perecen, 
si  se  ha  mandado  generalmente  un  caballov.gr.  ó  bien  mil 
reales,  y  un  ladrón  roba  el  caballo  ó  los  dineros  destinados 
para  este  fin  ,  no  por  eso  el  heredero  quedará  esento  de  cum- 
plir con  el  legado ,  porque  no  se  dejó  precisamente  este  ca- 
ballo ó  estos  mil  reales. 

La  cosa  genérica  que  se  lega  puede  tener  sus  límites  pol- 
la misma  naturaleza,  como  v.  gr.  un  caballo  ,  ó  por  obra  de 
los  hombres,  como  una  casa  ú  otro  edificio  :  en  el  primer 
caso  corresponde  al  legatario  el  derecho  de  escoger  si  tuvie- 
se varios  caballos  el  testador,  aunque  no  el  mejor  de  ellos  ;  y 
no  teniéndolos  esle,  deberá  el  heredero  comprar  uno  que  se 
repute  comunmente  por  bueno  para  entregarlo  al  legatario  : 
mas  en  el  segundo  caso,  esto  es  ,  cuando  la  cosa  genérica 
no  tiene  sus  límites  sino  por  obra  de  los  hombres,  como  una 
casa  ,  cumple  el  heredero  dándole  cualquiera  de  las  que 
dejó  el  testador,  sin  estar  obligado  á  comprarla  no  habién- 
dola pn  la  herencia  ;  ley  23 ,  lit.  9 ,  Part.  6.  No  obstante  ,  á 
pesar  de.  esta  disposición  de  la  ley  tomada  del  derecho  ro- 
mano, parece  muy  justo ,  que  si  el  testador  tenia  la  inten- 
ción seria  ,  como  es  de  suponer,  de  dejar  casa  al  legatario , 
se  la  compre  el  heredero  buscando  una  que  correspon- 
da á  las  fuerzas  de  la  herencia  y  á  las  relaciones  que  hubiere 
habido  entre  el  legatario  y  el  testador,  no  siendo  de  presu- 
mir que  este  haya  dejado  la  casa,  como  quiere  la  ley,  mas, 
por  escarnio  que  por  otra  razón. 

XXI.  Entiéndese  por  legado  específico  el  que  se  designa 
con  alguna  denominación  particular  ó  con  ciertas  señales 
características,  como  v.  gr.  una  casa  sita  en  tal  parte  con  tal 
número  ó  tales  linderos ,  un  caballo  de  tal  pelo ,  edad  y  al- 
tura ,  etc. 

El  dominio  del  legado  específico  hecho  pura  y  simplemen- 
te ó  hasta  cierto  dia  se  transfiere  al  legatario  y  sus  herede- 
ros luego  que  muere  el  testador,  sin  necesidad  de  entrega  ;  y 
así  es  que  el  legatario  y  los  suyos  pueden  pedirlo  por  la  ac- 
ción de  reivindicación  como  cosa  suya;  y  si  perece  se  pier- 
de para  el  legatario  y  no  para  el  heredero,  á  no  ser  que 
haya  mediado  culpa  ó  mora  de  este;  leyes  ôh  y  41 ,  lit.  9, 
Part.  6.  Pero  el  legado  que  el  testador  hiciere  dol  aprove- 
chamiento de  una  mina  ó  cantera  que  tuviere  en  heredad 
suya  ,  no  se  trasmite  á  los  herederos  del  legatario  ,  á  no  ser 
que  el  testador  lo  hubiese  dejado  espresamente  al  legatario 
y  sus  herederos  ;  ley  27 ,  lit.  9 ,  Part.  6. 

El  heredero  ha  de  entregar  al  legatario  no  solo  la  cosa  es- 
pecífica que  le  fué  legada  sino  también  todo  lo  perteneciente 
á  ella  y  el  aumento  que  haya  tenido  desde  que  se  legó  hasta 
el  dia  en  que  se  "fe  entregue,  ya  provenga  dicho  aumento  de 
causa  accidental,  ya  de  hecho  del  mismo  testador  ;  como  si 
mandado  un  solar,  edificase  después  una  casa  en  él  el  tes-» 
tador,  ó  mandado  un  campo  se  plantase  viña  ó  se  le  agre-» 
gase  alguna  cosa  por  avenidas  de  rio;  ley  37,  til-  9,  Part.  6. 
También  debe  haber  el  legatario  los  frutos  de  la  cpsa 
mandada  propia  del  testador  desde  el  dia  del  fallecimiento 
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de  esté,  y  no  desde  que  el  heredero  entró  en  la  herencia, 
pues  aunque  la  ley  37,  tít.  9 ,  Part.  6  ,  quiere  que  los  per- 
ciba desde  la  aceptación  de  la  herencia  por  el  heredero  y  no 
desde  la  muerte  del  testador,  se  halla  corregida  su  disposi- 
ción por  las  doctrinas  que  establécela  ley  1,  tít.  18 ,  lib.  10, 
Nov.  Rec.  :  mas  siendo  ajena ,  debe  el  heredero  comprarla  y 
darla  á  aquel ,  ó  bien  su  estimación,  con  los  frutos  que  pudo 
producir  desde  el  tiempo  en  que  el  legatario  pidiere  que  la 
comprase  por  no  querer  aquel  hacerlo  ;  d.  ley  37. 

Es  muy  juslo  asimismo  que  el  menoscabo  ó  disminución 
de  la  cosa  legada  pertenezca  al  legatario  ;  y  por  consiguiente 
ei  el  testador  después  de  haberle  legado  una  casa,  enajenare 
parte  de  ella  ,  solo  llevará  el  legatario  la  restante,  y  si  se 
arruinase  la  casa  solo  le  pertenecerá  el  área  ó  solar  ;  pero 
ni  á  este  ni  á  la  casa  tendrá  derecho ,  según  la  opinion  de 
algunos,  si  el  testador  la  reedificase  ó  levantase  otra  de 
nuevo,  porque  la  casa  es  entonces  distinta  de  la  primera,  y 
el  área  se  constituye  parte  de  la  segunda,  de  suerte  que  por 
el  hecho  de  la  reedificación  quieren  que  se  entienda  revo- 
cada la  primera  manda ,  y  que  solo  en  el  caso  de  quedar  al- 
guna parte  del  solar  donde  no  se  reedifique,  corresponda  al 
legatario  esta  porción  de  terreno.  Mas  no  deja  de  parecer 
mas  fuerte  la  opinion  de  los  que  atribuyen  al  legatario  la 
nueva  casa,  ya  porque  habiendo  de  ser  suyo  el  solar  debe 
corresponderé  lo  edificado  sobre  él  ,  ya  porque  es  evidente 
que  edificando  de  nuevo  el  testador  sobre  dicho  solar  quiere 
que  pertenezca  al  legatario  el  edificio ,  mayormente  cuando 
de  lo  contrario  hubiera  revocado  la  manda,  ya  porque  la 
citada  ley  37,  tít.  9  ,  Part.  6  ,  ordena  espresamenle  que  sea 
del  legatario  lo  que  se  edificare  sobre  el  solar  que  se  le  hu- 
biese legado  ,  ya  porque  si ,  como  convienen  los  contrarios, 
se  debe  al  legatario  no  solo  el  área  sino  también  el  edificio 
cuando  la  casa  se  fué  cayendo  poco  á  poco  y  el  testador  la 
fué  levantando  ó  reedificando  del  mismo  modo ,  no  parece 
puede  haber  una  razón  sólida  para  negarle  uno  y  otro  cuan- 
do la  ruina  se  verifica  de  una  vez  y  la  sigue  la  reedificación 
total. 

Si  el  testador  legase  á  uno  cierta  cosa  determinada  ó  es- 
pecífica, y  á  otro  cierta  cantidad  de  dinero,  y  solamente  se 
encuentra  en  la  herencia  la  cosa  determinada  ó  especifica  , 
ni  será  preferido  el  legatario  de  esta  porque  en  él  se  considere 
mas  derecho  por  razón  del  dominio  de  ella  que  se  le  trasfi- 
rió  por  la  muerte  del  testador,  ni  el  nombrado  primero  por 
creerse  mas  querido  del  testador,  sino  que  la  dividirán  á 
prorata  de  lo  que  la  misma  cosa  y  la  cantidad  legada  impor- 
ten ;  pues  la  voluntad  del  testador,  que  quiso  beneficiar  á 
ambos  legatarios,  se  debe  cumplir  en  todo  lo  posible.  Gó- 
mez, lib.  12,  Variar.,  n.  31  ;  Ayllon,  n.  'di ;  Canillo,  lib.  h, 
Conlrovers.,  cap.  81. 

XXII.  Legado  de  hecho  es  la  obligación  ó  carga  que  el 
testador  impone  al  heredero  de  hacer  tal  ó  tal  cosa  á  favor 
de  tal  ó  tal  persona  ;  como  por  ejemplo,  de  levantar  á  sus  es- 
pensas  una  tapia  para  cerrar  el  jardin  de  Felipe.  Los  hechos 
en  efecto  pueden  legarse  del  mismo  modo  que  las  cosas, 
con  tal  que  sean  posibles  y  lícitos,  pues  que  pueden  dar 
utilidad  al  legatario.  Así  es  que  Jusliniano  decide  en  sus 
Instituciones,  g  21  de  legatis,  que  se  debe  tener  por  válido 
el  legado  que  estuviese  concebido  en  estos  términos  :  «  Con- 
deno á  mi  hermano  á  reedificar  la  casa  de  fulano  ó  á  pa^ar 
sus  deudas.»Así  también  la  ley  11, g  25,D.de7c0íiíjs5,dice 
que  si  un  testador  ha  dejado  alguna  cosa  para  la  construcción 
de  una  obra  pública,  eslá  obligado  solidariamente  cada  uno 
de  los  herederos  á  ejecutarla  ;  el  §  2h  añade  que  el  empera- 
dor-Marco decidió  lo  mismo  con  respecto  á  una  estatua,  que 
el  heredero  estuviese  obligado  á  levantar  :  y  el  g  2b  decide 
que  si  el  heredero  á  quien  el  testador  impuso  la  obligación 
de  hacer  alguna  obra  para  el  público,  ofreciese  á  los  oficia- 
les municipales  el  dinero  necesario  para  que  ellos  mismos 


se  encargasen  de  su  construcción ,  no  debía  ser  oído  si  el 
testador  qaiso  que  el  mismo  heredero  la  hiciese  por  sí. 

Vender  y  comprar  es  un  hecho  :  y  así  puede  el  testador 
legar  á  un  tercero  el  derecho  de  obligar  á  su  heredero  á  que 
le  venda  una  cosa  que  le  conviene  de  la  herencia ,  ó  á  que 
le  compre  una  cosa  que  desea  enajenar.  «Es  útil,  dice  la 
ley  66 ,  D.  de  legatis  1 ,  el  legado  en  que  el  testador  ordena 
á  su  heredero  que  compre  ó  venda  por  su  justo  precio  : 
¿no  puede  suceder  efectivamente  que  el  legatario  á  quien 
el  heredero  tiene  que  comprar  un  campo  por  razón  del  le- 
gado ,  se  vea  obligado  á  venderlo  por  el  mal  estado  de  su 
fortuna  ,  y  que  sin  embargo  no  encuentre  ningún  compra- 
dor? O  por  el  contrario  ¿no  puede  tener  grande  interés  el 
-  legatario  en  adquirir  una  heredad  que  el  difunto  le  ha  dado 
el  derecho  de  comprar?  y  en  este  caso  ¿no  le  es  ventajoso 
que  el  heredero  no  pueda  negarse  á  vendérsela?  » 

Mas  el  heredero  condenado  simplemente  á  vender,  no  está 
obligado  á  hacerlo  gratuitamente ,  sino  que  tiene  derecho  á 
exigir  el  verdadero  precio  de  su  heredad,  pues  que  no  hay 
venta  sin  precio  :  si  el  testador  no  ha  espresado  el  precio  de 
la  venta  ó  de  la  compra  que  quiso  hiciese  su  heredero  ,  se 
presume  siempre  que  queria  hablar  de  su  precio  justo  y  ra- 
zonable; y  si  los  interesados  no  se  convienen,  ha  de  fijarse 
por  medio  de  peritos  :  mas  si  el  precio  se  fijó  ya  en  el  testa- 
mento ,  debe  atenerse  á  él  el  heredero  ;  ley  Uî i ,  g  8  y  9 ,  D. 
detlegatis  1. 

La  ley  §0  ,  g  3 ,  D-.  de  legatis  3 ,  decide  la  cuestión  que 
puede  presentarse  con  frecuencia  en  esta  especie  de  lega- 
dos :  «  Si  tú ,  dice  ,  has  sido  condenado  por  el  testador  á 
venderme  una  heredad  por  un  precio  que  fijó  él  mismo  ,  no 
podrás  sacar  nada  de  los  frutos  que  estaban  pendientes  al 
tiempo  de  su  fallecimiento,  porque  este  precio  es  relativo 
no  solo  al  cuerpo  de  la  heredad  sino  también  á  todo  lo  que  le 
es  inherente.  » 

Cuando  hay  dos  personas  colegatarias  del  derecho  de 
comprar  una  heredad  del  testador  ó  del  heredero,  aunque 
la  una  se  niegue  á  ejercer  este  derecho,  no  por  eso  queda 
privada  de  él  la  otra,  pues  siempre  puede  pedir  la  mitad 
del  fundo,  como  establece  la  ley  ítl ,  g  9 ,  D.  de  legatis  3. 

XXIII.  Legado  de  cosa  ajena  es  el  que  recae  sobre  bienes 
que  no  pertenecen  al  testador  sino  á  un  tercero.  Si  el  testa- 
dor hubiese  legado  una  cosa  que  no  es  suya,  debe  comprar- 
la el  heredero  para  entregarla  al  legatario  ;  y  no  querien- 
do venderla  su  dueño ,  ó  pidiendo  mas  de  lo  justo  ,  cumplirá 
el  heredero  con  entregar  al  legatario  la  estimación  ó  precio 
de  ella  á  juicio  de  peritos;  ley  10  ,  tít.  9 ,  Part.  6.  La  deci- 
sión de  la  ley  sobre  la  validez  de  este  legado  parece  contra- 
ria al  principio  de  que  nadie  puede  disponer  sino  de  sus 
bienes  :  Nenio  plus  juris  in  aliwn  transferre  potest  quàm 
ipse  habet  ;  pero  la  facultad  que  se  concede  á  los  testadores 
de  legar  la  cosa  ajena  ,  no  causa  perjuicio  alguno  á  su  due- 
ño ,  pues  que  no  liga  sino  á  los  herederos  por  la  obligación 
que  les  impone  de  satisfacer  el  legado  en  especie  ó  en  esti- 
limación  ;  y  de  cualquiera  modo  que  eátos  hagan  el  pago  , 
siempre  resulta  que  toman  el  precio  del  patrimonio  del  di- 
funto ;  de  suerte  que  aun  cuando  el  testador  lega  las  cosas 
ajenas  ,  no  dispone  en  realidad  sino  de  lo  suyo.  El  legado 
pues  de  cosa  ajena  es  en  el  fondo  la  imposición  de  una  obli- 
gación alternativa,  como  que  equivale  á  decir  el  testador 
que  manda  á  su  heredero  hacerse  con  la  casa  de  Juan 
v.  gr.  para  su  sobrino  Felipe ,  y  que  en  caso  de  no  poderlo 
lograr  entregue  á  este  último  cien  mil  reales  ;  ó  bien  ,  que 
sabiendo  que  su  sobrino  Felipe  tiene  necesidad  de  tal  cosa 
que  está  en  venta ,  encarga  á  su  heredero  que  le  entregue 
la  cantidad  suficiente  para  comprarla  con  las  mejores  con- 
diciones que  le  sea  posible;  ó  bien  mas  sencillamente  ,  que 
lega  á  su  sobrino  Felipe  la  casa  de  Juan  ó  cien  mil  reales. 

Para  que  yalga  el  legado  de  cosa  ajena  es  necesario  que 
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el  testador  sepa  cuando  la  lega  qut  no  es  suya  ,  porque  si 
la  lega  por  creer  que  le  pertenece,  es  nulo  el  legado  ;  y  el 
legatario  es  quien  en  caso  de  duda  de:  e  probar  la  ciencia, 
ya  porque  la  prueba  incumbe  al  actor,  ya  porque  el  here- 
dero tiene  á  su  favor  la  presunción  de  que  el  testador  no 
quiso  gravarle  con  la  adquisición  de  una  cosa  que  no  estaba 
en  la  herencia.  No  obstante,  si  el  legatario  fuere  persona 
enlazada  con  el  testador  por  parentesco  ú  otro  vínculo  es- 
trecho ,  no  tendrá  que  probar  que  este  sabia  que  la  cosa  era 
ajena ,  pues  sé  presume  que  en  caso  de  saberlo  mandaría 
dar  ó  comprar  de  sus  bienes  propios  tanto  cuanto  se  esti- 
mase que  aquslla  cosa  ajena  podria  valer  ;  ley  10,  tít.  9  , 
Part.  6. 

Comprando  el  legatario  ó  adquiriendo  por  otro  título  one- 
roso en  vida  del  testador  ó  después  de  muerto  la  cosaajena, 
que  este  le  legó,  sea  del  verdadero  dueño  ó  de  un  tercero, 
sea  con  ignorancia  ó  ciencia  de  que  se  la  habia  legado  y 
era  ajena,  no  pierde  por  eso  la  manda  ;  y  así  puede  pedir 
su  estimación  ,  háyasele  dejado  pura  ó  condicionalmente; 
ley  45,  tít.  9,  Part.  6,  y  ley  34,  §  7,  D.  de  legalis  1  :  bien 
que  si  la  compra  á  su  heredero ,  no  podrá  exigir  su  valor, 
porque  se  supone  que  renuncia  el  legado. 

Mas  si  el  legatario  se  hace  dueño  de  la  cosa  legada  ,  no 
por  título  oneroso  sino  por  título  lucrativo,  recibiéndola  por 
donación  ora  del  mismo  testador  que  se  la  habia  mandado, 
ora  de  cualquiera  persona  estraña  que  la  tuviese ,  no  puede 
pedirla  después  por  razón  del  testamento  en  que  se  le  dejó  ; 
ley  43,  lit.  9,  Part.  6  :  y  si  el  legatario  era  ya  dueño  de  la 
cosa  antes  del  testamento  ,  seria  nulo  el  legado  aun  cuando 
después  de  hecha  la  manda  dejase  aquella  de  pertenecerle , 
por  la  famosa  regla  de  Catón  de  que  quod  ab  initio  nullum 
est ,  Iractu  temporis  convalcscere  non  polest. 

Esta  regla  deque  no  es  válido  el  legado  de  la  cosa  que  per- 
tenecía ya  al  legatario,  no  tiene  lugar  sino  cuando  le  perte- 
necía con  pleno  dominio  y  á  titulo  lucrativo;  pues  si  no  tu- 
viese mas  que  la  nuda  propiedad  ó  el  usufructo  ú  otro 
derecho  imperfecto ,  valdría  el  legado  y  estaría  obligado  el 
heredero  á  adquirir  lo  que  faltase  para  completar  el  domi- 
nio pleno  del  legatario ,  ó  bien  á  pagarle  la  estimación  del 
derecho  que  no  pudiese  adquirirle. 

Si  el  legatario  ,  que  era  dueño  de  la  cosa  que  le  ha  sido 
legada,  la  hubiese  dado  en  prenda  ó  hipoteca,  estará  obliga- 
do el  heredero  á  redimirla  para  entregar  al  legatario  la  po- 
sesión que  le  faltaba;  ley  68,  D.  de  legalis  1.  Asimismo  si  el 
legatario  tenia  solo  una  propiedad  sujeta  á  eviccion ,  devo- 
lución ó  sustitución  ,  debe  el  heredero  hacerle  dueño  abso- 
luto de  ella  cuando  llegue  el  caso  de  la  restitución  ,  redi- 
miendo el  derecho  del  sustituido  ó  de  la  persona  á  quien 
haya  de  devolverse ,  ó  bien  pagar  la  estimación  al  legata- 
rio"; ley  39,  §  2,  y  ley  82,  §  1,  D.  de  legalis  t. 

Si  el  legatario  de  cosa  que  le  fué  mandada  por  dos  testa- 
dores diferentes  la  recibiere  del  heredero  de  uno  en  pose- 
sión y  propiedad ,  no  podrá  después  pedir  su  estimación  al 
heredero  del  otro  ;  pero  recibiendo  del  primero  solo  la  esti- 
mación, bien  puede  después  demandar  la  cosa  al  segundo; 
ley  44,  til.  9,  Parí.  6. 

XXIV.  Ya  que  el  testador  puede  legar  las  cosas  ajenas 
sabiendo  que  no  son  suyas  ,  y  con  respecto  á  ciertos  lega- 
tarios aunque  lo  ignore  ,  según  hemos  insinuado  ,  es  claro 
que  &5>n  mayor  razón  podrá  legar  las  cosas  de  su  heredero, 
sepa  ó  no  que  pertenecen  á  este,  como  lo  establece  la  ley  10, 
lit.  9  ,  Part.  6  ;  y  no  podrá  el  heredero  en  su  caso  dispen- 
sarse de  entregar  la  cosa  legada  al  legatario  ofreciéndole  su 
estimación,  á  no  ser  que  este  la  prefiera  ó  se  contente  con 
ella,  ley  67,  §  8,  D.  de  legalis  2.  Si  los  herederos  fuesen  dos 
ó  mas,  y  todos  estuviesen  gravados  á  la  entrega  de  la  cosa 
legada  que  perteneciese  á  uno  de  ellos,  queda  este  obligado 
tan  solo  á  prestar  la  cosa  ó  su  estimación  á  proporción  de 


su  parte  hereditaria;   Gómez  en  sus  Varias  resoluciones, 
cap.  12,  n.  14,  y  Gregorio  López  en  la  ley  10,  til.  9,  Part.  6. 

XXV.  Pues  que  puede  legarse  la  cosa  ajena,  sigúese  que 
el  testador  que  es  propietario  de  una  cosa  en  común  con 
otra  persona,  puede  legar  no  solamente  su  parte  sino  tam- 
bién la  de  su  condueño  ó  comunero;  pero  en  caso  de  duda 
debe  presumirse  mas  bien  que  ha  querido  legar  solo  su  parte 
y  no  la  cosa  entera.  Si  se  sirve  del  pronombre  mi,  está  fuera 
de  duda  que  no  ha  legado  mas  que  su  parte;  como  cuando 
dice  :  lego  à  fulano  mi  casa  de  la  Cruz-Blanca  ;  porque  el  pro- 
nombre mi  limita  el  legado  á  la  parte  que  tenia  en  esta  ca- 
sa;  ley  S,  §  2,  D.  de  legalis  1.  Todavía  mas  :  si  el  testador 
era  dueño  de  toda  la  casa,  pero  debía  á  un  tercero  la  resti- 
tución de  una  parte,  se  entendería  que  solo  habia  legado  la 
parte  que  podia  conservar;  ley  30,  §  4,  D.  de  légalisa.  ¿Qué 
será  si  se  hubiese  espresado  de  este  modo  :  lego  á  fulano  la 
casa  de  la  Cruz-Bianca?  ¿Debe  presumirse  que  lega  toda  la 
casa  ó  solamente  la  parte  que  tenia  en  ella?  La  razón  para 
pretender  que  lega  toda  la  casa  es  que  no  ha  limitado  el  le- 
gado á  sola  su  parte  sirviéndose  del  pronombre  mi ,  y  que 
ordinariamente  la  apelación  indefinida  de  una  cosa  designa 
la  cosa  entera  ;  y  la  razón  para  decidir  por  el  contrario  que 
no  lega  sino  su  parte,  se  saca  del  principio  arriba  sentado  de 
que  en  caso  de  duda  se  presume  que  el  testador  no  quiso  le- 
gar sino  lo  que  le  pertenecía. 

Cuando  la  cosa  legada  no  pertenecía  sino  imperfectamente 
al  testador,  se  entiende  haber  legado  solamente  el  derecho 
que  en  ella  disfrutaba  ;  de  suerte  que  si  no  tenia  mas  que  el 
dominio  útil,  se  entiende  haber  legado  solo  el  dominio  útil 
de  la  cosa  legada  y  no  el  directo;  ley  71  ,  §  1  ,  D.  de  lega- 
tis  i . 

XXVI.  El  legado  de  cosa  empeñada  es  el  que  hace  el  tes- 
tador de  una  cosa  suya  que  ha  dado  en  prenda  ,  ó  de  una 
cosa  ajena  que  ha  recibido  con  la  misma  calidad  para  segu- 
ridad de  alguna  deuda. 

Si  el  testador  legase  alguna  cosa  suya  empeñada  por  el 
tanto  ó  mas  de  su  valor,  debe  redimirla  el  heredero  para 
entregarla  al  legatario  ,  ya  supiese  el  testador  que  estaba 
empeñada,  ya  lo  ignorase;  pero  si  estuviese  en  prenda  por 
menos  de  su  valor,  solo  en  el  caso  de  saberlo  el  testador  es- 
tará obligado  el  heredero  á  redimirla,  pues  ignorándolo  ten- 
drá que  luirla  ó  desempeñarla  el  legatario ,  siendo  visto  que 
solo  se  le  legó  el  esceso  ;  ley  11,  tít.  9,  Part.  6:  bien  que  si  el 
legatario  estuviese  enlazado  con  el  testador  por  matrimonio 
ó  estrecho  parentesco  de  modo  que  siempre  se  la  hubiera 
legado,, debe  el  heredero  redimirla  y  entregársela  libre- 
mente. 

Si  la  cosa  que  legó  el  testador  estuviese  empeñada  á  su 
favor  por  dinero  que  el  mismo  hubiese  prestado  sobre  ella  , 
y  la  legase  al  que  la  empeñó,  valdrá  la  manda  y  se  conside- 
rará solo  como  legado  del  derecho  de  prenda  ,  mas  no  de  la 
deuda;  de  modo  que  el  heredero,  aunque  debe  devolver  la 
alhaja,  conserva  el  derecho  de  repetir  el  pago  del  préstamo, 
á  menos  que  otra  sea  la  voluntad  del  testador,  la  cual  no  se 
presume,  sino  que  ha  de  probarse  por  eljegatario;  ley  16, 
tít.  9  ,  Part.  6.  Cuando  el  legatario  probase  que  el  testador 
habia  querido  legarle  la  prenda  y  remitirle  la  deuda,  estará 
obligado  el  heredero  á  entregarle  aquella  y  los  documentos 
con  que  se  acredita  esta. 

XXVII.  Legado  de  liberación  es  el  que  el  testador  hace  á 
sus  deudores  de  lo  que  le  deben.  Se  dice  de  liberación , 
porque  los  liberta  del  pago  de  sus  deudas  ;  y  no  solo  apro- 
vecha á  los  deudores  y  sus  herederos  ,  sino  también  á  sus 
fiadores ,  aunque  por  el  contrario  siendo  el  legado  de  libe- 
ración de  fianza ,  solo  aprovecha  á  los  fiadores  y  no  á  los 
deudores.  Puede  hacerse  de  varia*  maneras  ,  como  v.  gr. 
diciendo  el  testador  :  «  Perdono  á  Juan  lo  que  me  debe  : 
lego  ó  dejo  á  Juan  lo  que  me  debe  :  mando  á  mi  heredero 
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que  no  pida  á  Juan  lo  que  me  debe  :  lego  á  Juan  el  ins- 
trumento ,  vale  ó  escritura  que  formalizó  para  seguridad 
de  lo  que  me  debe,  etc.;  »  ley  3,  §  i ,  D.  de  libérât, 
légala. 

En  el  legado  de  liberación  está  obligado  el  heredero  á  de- 
volver al  legatario  la  escritura  ,  vale  ,  recibo  ó  papel  que 
este  habia  dado  al  acreedor,  como  asimismo  la  prenda  ó 
caución  que  le  habia  entregado  para  seguridad  de  la  deu- 
da ,  á  fin  de  dejarle  absolutamente  libre  y  seguro  de  toda 
reclamación  ;  ind.  de  las  leyes  15  y  47,  lit.  9,  Pari.  G. 

Si  el  testador,  despues  de  haber  legado  á  su  deudor  la 
cantidad  que  este  le  debia  ,  se  la  pidió  luego  sin  necesidad 
urgente  que  le  obligase  á  ello,  se  entiende  haber  mudado  su 
voluntad  y  revocado  la  manda;  pero  si  se  la  pidió  en  fuerza 
de  alguna  urgente  necesidad  que  tenia  que  cubrir,  ó  si  el 
mismo  deudor  se  la  pagó  voluntariamente,  no  por  eso  se  es- 
tingue el  legado,  ni  dejará  el  heredero  de  estar  obligado  á 
devolverle  la  cantidad  cobrada  por  el  difunto  ;  ley  15,  lit.  9, 
Part.  6. 

Por  el  legado  de  liberación  queda  remitido  el  débito  puro, 
vencido  y  de  presente ,  no  el  condicional  ó  á  dia  cierto  á  no 
ser  que  se  esprese  otra  cosa  ;  y  en  la  remisión  ó  liberación  " 
general  solo  se  comprenden  las  deudas  personales  á  favor 
del  difunto  ,  no  las  reales  ó  hipotecarias  ;  de  modo  que  si 
uno  posee  alguna  cosa  de  este  sobre  la  cual  podria  ser  re- 
convenido por  la  reivindicación  ó  por  otra  acción  real,  no  se 
entiende  comprendida  en  el  legado  de  remisión ,  y  por  con- 
siguiente puede  el  heredero  repetirla  del  poseedor;  Gómez, 
Variar.,  cap.  12,  n¡  82. 

XXVIII.  El  legado  de  crédito  es  el  que  deja  el  testador  al 
legatario  de  lo  que  le  debe  un  tercero  ,  como  si  lega  á  Juan 
lo  que  le  debe  Pedro,  ya  sea  espresamente  ya  sea  mandán- 
dole el  instrumento  del  crédito. 

El  heredero  en  tal  caso  está  obligado  á  ceder  al  legatario 
sus  derechos  y  acciones  para  que  pueda  ejercerlos  contra  el 
deudor  del  difunto;  mas  si  el  deudor  es  insolvente ,  no  tiene 
el  heredero  responsabilidad  alguna  ;  y  si  resultase  que  el  su- 
puesto deudor  nada  debia  al  testador,. seria  nulo  el  legado 
como  de  cosa  no  existente. 

Si  después  de  legado  el  crédito  ,  reconviniese  el  testador 
al  deudor  y  cobrare  la  deuda,  se  entiende  revocada  la  man- 
da y  por  consiguiente  nada  tendrá  que  entregar  el  heredero 
al  legatario;  pero  si  el  deudor  pagase  voluntariamente  sin 
haber  sido  demandado,  deberá  el  heredero  dar  al  legatario 
la  cosa  ó  el  precio  que  recibió  el  testador,  por  presumirse 
que  lo  guardó  ó  tuvo  en  depósito  con  este  objeto.  Leyes  15 
y  47,  lit.  9,  Pari.  6. 

XXíX.  Legado  de  deuda  es  el  que  el  testador  hace  á  su 
acreedor  de  lo  que  1q  debe  ;  como  si  dijese:  lego  ó  mando  á 
Pedro  veinte  mil  reales  que  le  debo  ;  ley  19,  lit.  9,  Part.  6. 

Aunque  á  primera  vista  parece  ridículo  que  el  testador  le- 
gue lo  que  él  mismo  debe,  puede  no  obstante  ser  útil  este 
legado  :  1°.  porque  aunque  el  testador  deba  bajo  condición 
ó  desde  cierto  dia,  el  heredero  estará  obligado  al  pago  de 
la  deuda  inmediatamente  ,  como  si  hubiera  llegado  el  dia  ,  ó 
estuviese  cumplida  la  condición:  2o. porque  si  el  débito  fuese 
solamente  quirografario,  adquiere  hipoteca  el  legatario  en 
los  bieiu-s  del  difunto  :  5o.  porque  se  hace  liquida  la  deuda 
que  antes  no  lo  era  :  y  4o.  porque  el  acreedor,  aunque  le  fal- 
ten pruebas,  puede  pedir  la  cosa  en  virtud  del  testamento; 
%  14 ,  Inst.  de  legulis;  ley  14  ,  D.  de  legalis  ;  leyes  15  y  28, 
O.  de  legalis. 

Pero  es  menester  advertir  que  la  deuda  dejada  en  testa- 
mento ó  codicilo  no  tiene  fuerza  de  deuda  sino  solo  de  lega- 
do, á  no  ser  que  el  acreedor  la  pruebe  por  otros  medios  le- 
gales ;  pues  se  supone  que  el  difunto  prelesló  el  débito  para 
dejar  el  'egado  ;  y  asi  es  que  el  sugelo  á  cuyo  favor  hizo  el 
tostador  la  confesión  de  deuda ,  no  puede  reconvenir  á  este 


por  ella ,  ni  usar  de  acción  alguna  reclamándola  como  débito 
sino  solamente  como  manda. 

El  Heredero  debe  pagar  la  cantidad  que  deja  el  testador 
como  deuda ,  aunque  esta  no  sea  cierta ,  porque  la  causa 
falsa  no  vicia  el  legado  ;  leyes  19  y  20 ,  lit.  9 ,  Part.  6  ;  pero 
no  obstante  parece  muy  justo  se  le  admita  á  probar  que  el 
testador  dejó  este  legado  porque  creia  verdaderamente  que 
debia  su  importe  al  legatario,  y  que  de  otra  suerte  no  le  hu- 
biera dejado  (l).  Véase  Legado  causal. 

XXX.  El  legado  de  la  dolé  no  es  aquí  precisamente  el  quo 
se  hace  á  una  mujer  por  cualquiera  persona  para  que  se  case, 
sino  el  que  hace  el  marido  á  la  mujer  de  lo  que  confiesa  ha- 
ber traído  esta  por  dote  al  matrimonio.  Este  legado  viene  á 
ser  de  la  misma  naturaleza  que  el  de  deuda  ;  y  es  útil  á  la 
mujer ,  porque  así  puede  pedir  desde  luego  esta  dote  confe- 
sada ,  cuando  de  otro  modo  tendría  que  esperar  un  año  si 
consistiese  en  muebles ,  y  por  otra  parte  no  está  obligada  á 
probar  haber  traído  realmente  al  matrimonio  lo  que  se  le 
deja  de  esta  manera ,  pues  el  heredero  tiene  que  hacerle  su 
entrega  aunque  no  hubiese  traído  ni  un  maravedí ,  por  la 
razón  de  que  la  causa  falsa  no  vicia  el  legado. 

Mas  es  indispensable  tener  presente  que  si  no  se  aducen 
otras  pruebas  de  la  dote,  no  puede  perjudicar  semejante  le- 
gado á  los  acreedores  del  marido ,  ni  tampoco  á  los  herede- 
ros forzosos  en  sus  legítimas.  Véase  Dote,  en  la  parte  que 
trata  de  su  restitución. 

XXXt.  Es  legado  de  alimentos  el  que  tiene  por  objeto  la 
subsistencia  del  legatario. 

Se  comprenden  bajo  el  nombre  de  alimentos  la  comida  , 
la  bebida  ,  el  vestido,  el  calzado  ,  la  habitación  y  las  demás 
cosas  que  son  necesarias  para  vivir;  íey  2 ,  lit.  19 ,  Part.  4. 

Cuando  el  testador  lega  los  alimentos  á  alguna  persona 
sin  señalamiento  de  cuota,  debe  dar  el  heredero  al  legata- 
rio lo  que  el  difunto  solia  darle  con  este  objeto  en  el  tiempo 
anterior  á  su  fallecimiento,  y  por  falta  de  esta  noticia  ó  cir- 
cunstancia ,  lo  que  necesite  para  vivir  según  su  condición  y 
las  facultades  de  la  herencia;  ley  24,  til.  9,  Part.  6. 

Los  alimentos  han  de  darse  por  todo  el  tiempo  que  hubiere 
señalado  el  testador;  no  habiéndolo  señalado,  por  toda  la 
vida  del  legatario. 

Cuando  se  legan  á  los  menores  los  alimentos  Imita  la  pu- 
bertad ,  ha  de  ampliarse  esta  en  los  varones  hasta  los  diez  y 
ocho  años  y  en  las  hembras  hasta  los  catorce ,  ya  por  piedad, 
ya  porque  hasta  dicha  edad  no  pueden  regularmente  adqui- 
rir con  su  industria  lo  necesario  para  vivir;  á  no  set"  que  el 
testador  hubiere  prefijado  la  época.  Así  se  observa  entre 
nosotros  con  arreglo  á  la  ley  14,  Ü.  de  alimeulis  legalis. 
Véase  Jumentos  y  Juicio  de  alimentos. 

XXXII.  Legado  vitalicio  es  el  que  hace  el  testador  do  una 
renta  fija  à  favor  de  alguna  persona  para  que  lo  disfruto 
durante  su  vida. 

Los  herederos  pueden  convenirse  con  el  legatario  sobre 
el  modo  de  que  tenga  efecto  este  legado.  Puede  s 
la  herencia  el  importe  de  diez,  quince,  veinte  ó  mas  a; 
en  consideración  á  lo  que  según  su  edad  y  robustez  pueda 
vivir  el  legatario,  y  entregárselas  para  que  disponga  do 
ellas  como  mejor  le  parezca  :  puede  también  bajarse  de  la 
herencia  el  capital  correspondiente  al  legado  anual  regulado 
á  un  tres  por  ciento,  é  imponerle  para  que  el  legatario  per- 
ciba los  réditos  durante  su  vida,  debiendo  después  de  su 
muerte  repartirle  entre  si  los  herederos  ;  y  por  fin  puedo 
adoptarse  el  medio  de  consignar  para  el  propio  fin  e!  legado 
en  una  finca  que  igualmente  se  dividirán  aquellos  cuando 
llegue  á  morir  el  legatario.  Véase  Alimentos,  %  Il\  n.  IX, 
Reala  vitalicia  y  Vida. 

(i)  Véase  á  Antonio  Gómez,  i,  Var.,  cap.  12,  a.  8á  ;  líeiuec- 
cio,  Recitaciones,  $011. 
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XXXIH.  Legado  de  usufructo.  Véase  Usufructo. 

XXXIV.  Legado  del  quinto.  Yéase  Quinto. 

XXXV.  Legado  pió.  Véase  Patronato  de  legos. 

XXXVI.  Legado  anual  es  el  legado  de  cierta  cantidad 
que  se  deja  para  cada  año,  como  si  dice  el  testador  que 
deja  tal  cantidad  á  María  hasta  que  se  case.  El  legado  anual 
no  es  uno  sino  muchos.  El  legado  del  primer  año  es  puro, 
y  el  de  los  años  siguientes  es  condicional,  como  que  lleva 
inherente  la  condición  tácita,  si  viviere.  Siendo  puro  el 
legado  del  primer  año  y  condicional  el  de  los  siguientes,  se 
sigue  :  Io.  que  eldiadel  legado  cfel  primer  año  cede  desde 
la  muerte  del  testador,  y  el  de  los  siguientes  desde  el  prin- 
cipio de  cada  año  :  2o.  que  si  el  legatario  muere  al  principio 
del  año  ,  trasmite  á  sus  herederos  el  legado  de  aquel  año: 
5o.  que  espira  el  legado  no  solo  por  el  trascurso  del  tiempo 
para  que  se  dejó,  sino  también  por  la  muerte  del  legatario. 

XXXVII.  Legado  de  cantidad  a&  el  que  se  deja  á  uno  de 
cosas  de  cierto  género,  clase  ó  Specie  con  designación  de 
su  número,  peso  ó  medida,  como  v.  gr.  de  seis  caballos, 
de  cien  fanegas  de  trigo,  de  diez  toneles  de  vino  ,  de  veinte 
arrobas  de  arroz,  de  doce  mil  reales  vellón  ,  etc. 

Es  claro  que  el  legado  de  animales,  el  legado  de  granos  , 
el  legado  de  vino  ,  el  legado  de  dinero,  sin  designar  la  es- 
pecie ,  ni  el  número  ,  ni  el  peso  ,  medida  ó  cantidad  ,  seria 
nulo  é  irrisorio,  porque  el  heredero  podria  cumplir  con  la 
manda  entregando  un  gato  y  un  raton ,  dos  granos  de  trigo, 
dos  gotas  de  vino  ,  dos  ó  tres  maravedís.  Pero  no  es  indis- 
pensable que  en  el  mismo  acto  del  legado  se  fije  la  cantidad 
que  se  deja,  con  tal  que  por  un  cálculo  seguro  ó  aproximado 
pueda  determinarse  y  fijarse  en  lo  sucesivo.  Así  es  que  el 
legado  de  los  granos  ó  del  vino  ó  del  dinero  ó  de  otra  cosa 
que  el  legatario  necesitare  anualmente  para  su  subsistencia 
y  la  de  su  familia,  seria  muy  válido,  porque  podria  deter- 
minarse fácilmente  la  cantidad  legada  según  la  calidad  y 
número  de  las  personas  y  las  fuerzas  de  la  herencia. 

No  es  menos  válido  el  legado,  aunque  el  testador  no  haya 
dejado  entre  sus  bienes  ninguna  de  las  cantidades  que  lega , 
pues  no  es  sino  una  carga  que  le  impone  de  hacerse  con 
ellas  para  entregarlas  al  legatario,  á  no  ser  que  espresa- 
mente  mande  que  se  han  de  tomar  de  alguno  de  sus  fundos, 
como  si  legase  v.  gr.  cien  cántaros  de  vino  de  la  viña  tal  ó 
cual,  ó  cien  pesos  de  las  rentas  de  tal  casa,  pues  si  la  viña 
nada  produjese  y  la  casa  estuviese  desalquilada  no  tendría 
obligación  el  heredero  de  darle  los  cien  pesos  ni  los  cien 
cántaros  de  vino. 

Si  el  testador  legare  dos  ó  mas  veces  en  un  testamento 
cierta  cantidad  de  dinero  ú  otra  cosa  de  las  que  están  suje- 
tas á  número,  peso  ó  medida,  debe  darla  el  heredero  tantas 
veces  cuantas  fué  mandada ,  con  tal  que  pruebe  el  legatario 
que  tal  fué  la  voluntad  del  testador;  y  si  la  misma  cantidad 
mandada  en  un  testamento  se  repitiese  en  otro  posterior  ó 
en  codicilo ,  se  entiende  que  el  testador  quiso  mandarla  dos 
veces,  salvo  si  el  heredero  prueba  lo  contrario;  ley  4b, 
lit.  9 ,  Pari.  6.  Lo  mismo  será  si  se  la  legó  segunda  vez 
por  alguna  causa  especial  ó  si  las  cantidades  son  diversas  y 
desiguales  en  el  número,  ó  si  le  legó  la  una  puramente  y  la 
otra  con  condición,  pues  parece  que  el  testador  quiso  multi- 
plicar el  legado  por  la  nueva  y  distinta  calidad  añadida  ;  pero 
si  el  testador  legase  dos  ó  mas  veces  en  un  mismo  testa- 
mento á  un  mismo  legatario  una  cosa  específica  y  determi- 
nada ,  como  v.  gr.  una  casa  ó  una  viña,  debe  darse  una 
sola  vez ,  y  no  la  casa  ó  viña  y  luego  su  estimación  ;  ley  ûb , 
til.  9,  Part.  8. 

Si  el  testador  legase  cierta  cantidad ,  v.  gr.  mil  pesos  que 
dijo  tener  en  un  cofre  ú  otra  parte,  y  efectivamente  se 
encontrasen  allí ,  deberá  entregarlos  el  heredero;  pero  si  se 
hallasen  menos,  cumplirá  con  .dar  los  que  resultan;  y  si 
hubiese  mas,  no  estará  obligado  á  entregar  svno  los  mil; 


ley  18,  til.  9,  Part.  6.  Mas  en  el  presente  caso  puede  de- 
cirse que  el  legado  de  cantidad  corresponde  á  la  clase  de 
los  legados  específicos  ,  pues  se  designa  cierta  cantidad  que 
existe  en  cierto  paraje  y  no  la  suma  en  general.  Véase  Le- 
gado genérico. 

XXXVIII.  Legado  repelido  es  el  que  se  hace  dos  ó  mas 
veces  de  una  misma  cosa  ó  cantidad.  Véase  Legado  de  can- 
tidad. 

XXXIX.  Legado  de  opción  ó  elección  se  dice  aquel  en 
que  el  testador  quiere  que  el  legatario  elija  entre  dos  ó  mas 
cosas  de  un  mismo  género  la  que  mejor  le  pareciere;  como 
si ,  por  ejemplo  ,  le  diese  facultad  para  elegir  el  caballo  que 
mas  le  acomodase  de  cuantos  tiene  en  la  cuadra. 

En  este  legado  puede  el  legatario  elegir  el  mejor  caballo 
que  dejó  el  testador,  lo  que  no  podía  hacer  en  el  legado  ge- 
nérico, según  hemos  visto  ;  pero  una  vez  hecha  la  elección , 
no  puede  arrepentirse  dejando  la  cosa  elegida  y  tomando  la 
Otra  ;  ley  2b  ,  lit.  9,  Part.  G. 

Si  el  testador  dejó  la  elección  al  arbitrio  de  un  tercero,  y 
este  no  la  hace  dentro  del  término  de  un  año  por  no  poder 
ó  no  querer,  podrá  después  hacerla  el  mismo  legatario; 
d.  leyólo. 

Si  después  de  la  elección  le  fuere  quitada  en  juicio  la  cosa 
elegida  por  ser  ajena ,  podrá  pedir  y  tomar  la  otra ,  como  si 
no  hubiera  hecho  la  elección  ;  Rojas,  de  incompalib.,part.  b, 
cap.  6  ,  n.  87  y  sig. 

Cuando  habiendo  dejado  el  testador  á  dos  personas  junta 
ó  separadamente  una  de  sus  cosas  ,  diciendo  que  elijan  la 
que  quisieren  ,  no  se  conformare  el  uno  con  la  elección  del 
otro  ,  deben  echar  suertes,  y  ha  de  elegir  y  haberla  aquel 
á  quien  tocare  ,  el  cual  quedará  obligado  á  pagar  al  otro  la 
parte  que  le  corresponda  del  valor  de  la  cosa  á  justa  tasación 
de  hombres  buenos;  ley  26,  lit.  9,  Part.  6. 

Si  muriese  el  legatario  sin  haber  hecho  la  elección  ,  po- 
drán verificarla  sus  herederos;  y  si  discordasen,  correspon- 
derá igualmente  hacerla  á  quien  le  tocase  por  suerte  en  la 
misma  forma  y  con  la  indicada  obligación;  d.  ley  2ft. 

En  los  legados  genéricos  en  que  no  se  ha  dado  á  nadie 
derecho  de  elección  ,  si  teniendo  el  testador  muchas  cosas 
de  un  mismo  género  ó  especie  pero  de  diverso  valor,  como 
muchos  caballos  ó  muías,  legare  una  de  ellas  á  un  sugeto  y 
otra  á  otro  sin  distinción,  tocará  la  elección  al  legatario  que 
fué  nombrado  primero,  por  presumirse  haber  sido  el  mas 
querido  del  difunto;  Gómez,  Variar.,  cap.  12,  n.  18.  Pero 
si  fuese  uno  solo  el  legatario  ,. podrá  escoger  entre  las  que 
hubiese  ,  aunque  no  la  mejor;  ley 'id,  lit.  9,  Part.  6. 

XL.  Legado  de  cosa  principaly  cosa  accesoria.  Si  se  legan 
dos  cosas  copulativamente,  se  ha  de  mirar  si  las  dos  son 
principales ,  ó  si  la  una  es  principal  y  la  otra  accesoria.  En 
el  primer  caso,  pereciendo  la  una,  aun  se  debe  la  otra;  y 
en  el  segundo ,  pereciendo  la  principal  no  se  debe  la  acceso- 
ria. Me'dejó  por  ejemplo  Pablo  un  caballo  y  un  buey;  en- 
tonces pereciendo  el  caballo,  todavía  se  me  debe  el  buey. 
Por  el  contrario  ,  si  Pablo  me  dejó  un  caballo  con  su  silla  y 
sus  jaeces,  muerto  el  caballo  no  se  me  deben  los  jaeces  ni 
la  silla,  porque  lo  accesorio  sigue  á  su  principal.  Mas  esta 
regla  de  que  lo  accesorio  sigue  á  lo  principal ,  solo  tiene 
lugar  cuando  lo  principal  pereció  en  vida  del  testador;  pues 
si  lo  principal  pereció  después  de  su  muerte  ,  como  ya  el 
legatario  tenia  entonces  derecho  á  toda  la  cosa  legada ,  de- 
berán entregársele  los  resft)S,por  la  regla  de  que  meum 
est  quod  ex  re  mea  superest.  Véase  Accesorio  y  mas  abajo 
De  la  eslincion  de  los  legados. 

De  qué  manera  puede  legarse. 

XLI.  Pueden  dejarse  de  varios  modos  los  legados;  á  sa- 
ber :  —  Io.  pura  y  simplemente,  puré  :  —  2o.  con  cotidi- 
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cion  ,  sub  cendiiione  :  —  3°.  desde  cierto  tiempo  ó  hasta 
cierto  tiempo,  ex  die  vel  in  diem  :  —  4°.  á  título  remunera- 
torio ,  ó  sea  indicando  la  causa  porque  se  hacen ,  sub  causa  : 
*=-  5"\  con  carga  ó  gravamen,  ó  sea  con  espresion  del  fin 
ípara  que  se  hacen  ,  sub  modo  :  —  6o.  con  demostración  , 
«esto  es ,  designando  la  cosa  legada  con  alguna  señal  ó  cir- 
cunstancia que  la  haga  conocer  con  mas  certeza  ,  sub  de- 
monslratione.  De  la  forma  en  que  se  deja  el  legado  viene  su 
denominación  de  legado  simple  ó  puro,  legado  condicional, 
legado  á  dia  ó  desde  cierto  dia  ó  hasta  cierto  dia ,  legado 
causal  ó  remuneratorio  ,  legado  modal  ú  oneroso,  y  legado 
¡con  demostración, 

XLII.  Legado  simple  ó  puro  es  el  que  se  dejó  sin  prefijar 
tiempo,  dia,  condición  ni  calidad  ó  circunstancia  alguna 
•que  lo  modifique  ó  suspenda  su  entrega;  como  si  dijese  el 
testador  :  lego  á  fulano  tal  cosa  ó  tantos  mil  pesos;  ley  31 , 
'til.  9,  Part.  7.  Al  que  alega  no  haberse  dejado  puramente, 
incumbe  la  obligación  de  probar  la  condición,  dia  ó  calidad 
que  en  él  se  hubieren  puesto. 

En  todo  legado  de  cosa  específica  que  se  deja  absoluta  y 
puramente  ó  sin  condición ,  pasa  el  dominio  de  la  cosa  al 
legatario  luego  que  fallece  el  testador  ;  de  manera  que  aun 
cuando  muriese  aquel  antes  de  entrar  el  heredero  en  la  he- 
rencia ,  ó  de  tomar  él  mismo  posesión  de  la  cosa  legada  , 
pertenece  esta  al  heredero  de  dicho  legatario  ,  pudiendo  de 
consiguiente  así  el  legatario  como  su  heredero  hacer  uso  de 
la  acción  reivindicatoria  y  pedir  la  cosa  como  suya  ;  ley  34 , 
lit.  9  ,  Part.  6.  Pero  siendo  genérico  ó  de  cantidad  el  lega- 
do .  no  se  trasfiere  su  dominio  en  el  legatario  sino  después 
de  la  entrega  ;  y  así  no  le  competen  mas  acciones  que  la 
personal  é  hipotecaria.  Véase  Legado  específico  y  Legado  ge- 
nérico. 

XLIII.  Es  condicional  el  legado  cuando  el  testador  hace 
pender  su  validez  y  sus  efectos  de  un  acontecimiento  fu- 
turo é  incierto  ,  sea  suspendiéndolos  hasta  que  el  aconteci- 
miento se  verifique  ,  sea  revocándolos  según  que  se  cumpla 
ó  no  se  cumpla  el  acontecimiento. 

Puede  en  efecto  dejarse  un  legado  bajo  condición  resolu- 
toria ,  ó  bajo  condición  suspensiva  :  se  deja  bajo  condición 
resolutoria  cuando  dice,  por  ejemplo,  el  testador  que  te  lega 
su  casa  hasta  que  venga  la  familia  de  su  hermano  que  está 
on  Méjico,  ó  con  la  condición  de  que  si  viene  la  familia  de 
su  hermano  que  está  en  Méjico ,  se  invalidará  el  legado  ;  y 
se  deja  bajo  condición  suspensiva  cuando  dice,  por  ejemplo, 
el  testador  que  te  lega  su  viña  si  hicieres  esto,  ó  si  suce-. 
diere  tal  cosa.  En  el  primer  caso  se  conferiría  al  legatario 
la  propiedad  de  la  cosa  legada  con  la  condición  puesta  en 
el  legado  ,  el  cual  se  asimilaría  en  cuanto  á  la  época  de  su 
adquisición  y  de  su  entrega  al  legado  puro  y  simple;  y  so- 
lamente si  se  cumplía  la  condición  resolutoria  volvería  al 
deudor  del  legado  la  cosa  legada  ,  libre  y  franca  de  todas 
las  cargas  impuestas  por  el  legatario  ,  como  en  el  caso  de 
una  donación  que  se  hiciese  con  el  derecho  de  reversion  ó 
retorno;  ni  aun  debería  prestar  caución  el  legatario,  á  no 
ser  que  el  testador  le  hubiese  impuesto  la  obligación  de 
prestarla,  lo  que  habria  de  colegirse  délos  términos  en  que 
estuviese  concebido  el  legado  en  el  testamento  como  asimis- 
mo de  las  circunstancias  de  la  causa  ;  y  ganaría  los  frutos 
que  hubiese  percibido  hasta  la  resolución  ó  estincion  de  su 
derecho,  sin  que  por  eso  se  le  debiese  confundir  con  un 
simple  usufructuario,  pues  que  seria  verdadero  dueño  aun- 
que con  un  derecho  sujeto  á  resolución. 

En  el  segundo  caso ,  esto  es  ,  cuando  el  legado  se  deja 
bajo  condición  suspensiva,  no  adquiere  derecho  à  la  cosa  le- 
gada el  legatario  sino  con  tal  que  sobreviva  al  testador  y  no 
muera  antes  del  cumplimiento  do  la  condición;  pues  sola- 
mente desde  el  momento  en  que  esta  llega  ó  se  cumple  (des- 
pués de  la  muerte  del  testador)  adquiere  derecho  al  legado 


el  legatario  y  lo  trasmite  á  sus  herederos  ;  leyes  7,  8  y  9, 
til.  U ,  y  ley  34,  til.  9,  Part.  6.  Si  muere  el  legatario  antes 
que  se  cumpla  ó  exista  la  condición  s  se  eslingue  ó  caduca 
el  legado ,  y  queda  el  dominio  de  la  cosa  legada  en  el  here- 
dero del  testador  :  bien  que  si  el  legatario  tuviese  sustituto 
ó  compañero  á  quien  juntamente  con  él  se  hubiese  legado  la 
misma  cosa,  verificada  la  condición  pertenecerá  el  legado  al 
compañero  ó  sustituto;  d.  ley  34. 

La  materia  de  condiciones  es  tan  inmensa  que  seria  impo- 
sible prever  los  innumerables  casos  que  pueden  ofrecerse , 
pues  que  varían  estos  según  las  circunstancias  en  que  se 
encuentran  los  testadores ,  y  aun  muchas  veces  según  sus 
caprichos.  En  los  diversos  artículos  de  la  palabra  Condición 
se  han  espuesto  ya  las  reglas  principales  que  rigen  en  este 
asunto;  y  así  es  muy  poco  lo  que  ahora  tenemos  que  añadir. 

Para  que  haya  condición  propiamente  tal,  es  necesario 
que  el  acontecimiento  qu^forma  su  objeto  sea  futuro;  pues 
si  ya  se  hubiese  verifica™  al  tiempo  del  testamento ,  -no 
haria  condicional  el  legado,  de  modo  que  aun  cuando  el  le- 
gatario muriese  antes  de  que  se  tuviese  noticia  de  haberse 
cumplido,  no  dejaría  por  eso  de  trasmitir  su  derecho  á  sus 
herederos ,  con  tal  que  por  otra  parte  hubiera  sobrevivido 
al  testador,  que  es  un  requisito  esencial  en  todos  los  casos; 
ley  10, 1 1,  y  ley  11,  D.  de  condit.  et  demonst.  ;  ley  2,  til.  k, 
Part.  6. 

El  legado  de  los  frutos  que  no  han  nacido  todavía  pero 
que  pueden  nacer,  como  si  dijese  el  testador  que  legaba  los 
frutos  que  produjese  su  viña  ó  las  crias  que  tuviesen  sus 
ganados  en  el  año  siguiente  al  de  su  muerte,  no  es  tampoco 
legado  condicional  ;  de  suerte  que  la  muerte-  del  legatario 
acaecida  antes  del  nacimiento  de  los  frutos  de  la  viña  ó  de 
las  crias  de  los  animales  y  después  del  fallecimiento  del  tes- 
tador, no  impediría  que  el  legatario  hubiese  tenido  un  de- 
recho adquirido  y  trasmisible  á  sus  herederos;  porque  la 
condición  sobrentendida,  st  nacieren  los  frutos  ó  las  crias, 
es  estrínseca  y  no  resulta  de  la  voluntad  del  testador;  ley  12, 
lit.  9,  Part.  6,  ley,  20,  til.  11,  Part.  5;  y  ley  99,  D.  de  condit. 
et  demonst. 

Es  necesario  también,  para  que  el  legado  sea  condicional, 
que  el  acontecimiento  sea  incierto.  Así  es  que  si  yo  dejo  un 
legado  á  Pablo  para  cuando  él  muera,  este  legado  no 
será  condicional  sino  á  plazo  ,  porque  es  cierto  que  Pablo  ha 
de  morir;  y  efectivamente  cuando  muera  Pablo  se  trasmi- 
tirá el  legado  á  sus  herederos  :  mas  si  el  acontecimiento  de 
la  muerte  se  refiere  á  un  tercero  y  no  al  legatario,  como  si 
vo  dejo  el  legado  á  Pablo  para  cuando  mi  heredero  fallezca, 
el  legado  entonces  será  condicional ,  porque  si  bien  es  cierto 
que  morirá  el  heredero,  es  incierto  si  en  aquella  época  vi- 
virá el  legatario  :  Si  cum  H/Eres  morietur  ,  legelur,  condi- 
tionale  légation  est;  denique  vivo  hœrede  defunclus  legalarius 
ad  hœredem  non  transfert.  Si  vero  cum  ipse  legatariüs  mo- 
rietur, legelur  ei,  certum  est  legalum  ad  hœredem  trans~ 
milli;  ley  U,  tít.  2,  lib.  36  del  Dig.  Del  mismo  modo,  si 
manda  el  testator  que  den  á  Pedro  mil  rs.  vn.  cuando  cumpla 
catorce  años ,  el  legado  es  tan  condicional  como  si  el  testador 
hubiera  puesto  literalmente  la  condición  de  si  cumpliere 
ik  años ,  porque  no  se  sabe  si  Pedro  cumplirá  dicha  edad  ó 
morirá  antes  de  llegar  á  ella  :  de  manera  que  muriendo 
antes,  no  adquirirá  derecho  al  legado ,  ni  por  consiguiente 
podrá  trasmitirlo  á  su  heredero;  ley  51,  til.  9,  Part.  6. 

Cuando  el  testador  pone  dos  ó  mas  condiciones  conjuntiva 
ó  cumulativamente  ,  deben  cumplirse  todas  para  poder  per- 
cibir el  legado  ;  pero  si  las  pone  disyuntiva  ó  separadamente, 
bastará  que  se  cumpla  una  sola.  Se  entienden  puestas 
cumulativamente  las  condiciones  cuando  lo  están  con  la  con- 
junción copulativa  y  ó  é  ,  como  si  dice  el  testador  que  lega 
"á  Pedro  tal  cosa  si  diere  tanto  á  los  pobres ,  si  fuere  en  ro- 
mería á  tal  santuario,  y  si  construyere  tal  iglesia  ;  y  se  en- 
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tienden  puestas  disyuntivamente  ,  cuando  lo  están  con  la 
conjunción  alternativa  ó  ó  ti,  como  diciendo  el  testador  que 
lega  á  Pedro  tal  cosa  si  diere  tanto  á  los  pobres,  si  fuere 
en  romería  á  tal  santuario,  ó  si  construyere  tal  iglesia.  Ley  13, 
til.  U,  Part.  6.  Algunas  escepciones  tiene  esta  regla,  pero 
son  raras  y  no  resultan  sino  de  la  intención  presunta  del 
testador. 

Si  aunque  las  condiciones  estén  puestas  copulativa  ó  cu- 
mulativamente, van  dirigidas  v.  gr.  à  un  solo  fin,  basta 
también  que  se  cumpla  cualquiera  de  ellas  para  que  se  pueda 
pedir  el  legado.  Así  es  que  diciendo  el  testador  que  si  Pedro 
muriese  sin  hijos  y  fuere  presbítero ,  sea  Juan  su  susü lulo , 
bastará  que  Pedro  sea  presbítero  para  que  Juan  pueda  llevar 
el  legado." 

Imponiendo  el  testador  una  condición  que  comprende  á 
muchos ,  basta  que  cualquiera  de  ellos  la  cumpla  ó  que  se 
verifique  en  uno  para  que  sea  válido  el  legado.  En  el  caso 
pues  de  decir  el  testador  que  lega  tal  ó  tal  cosa  á  Pedro, 
Juan  y  Diego  sus  criados ,  si  esluvieren  en  su  casa  y  servicio 
al  tiempo  de  su  fallecimiento ,  percibirá  la  cosa  legada  cual- 
quiera de  los  criados  nombrados  que  subsistiere  en  el  ser- 
vicio del  testador  al  tiempo  de  su  muerte ,  aunque  los  demás 
le  hubiesen  abandonado;  ley  13,  lit.  k,  Part.  6. 

Legando  el  testador  una  misma  cosa  á  dos  ó  mas  legata- 
rios, á  unos  con  condición  y  à  otros  sin  ella,  percibirán  estos 
á  la  muerte  del  testador  la  parle  que  les  corresponda ,  y 
aquellos  habrán  de  aguardar  al  cumplimiento  de  la  condición 
para  tomar  la  suya  ,  ó  á  lo  menos  á  la  práctica  de  las  dili- 
gencias convenientes  al  cumplimiento  sin  poder  conseguirlo  ; 
kyes  12  y  l'i,  lit.  U,  y  ley  22,  lit.  9,  Part.  6. 

Las  condiciones  deben  cumplirse  según  la  intención  pro- 
bable del  testador  ;  y  para  conocer  esta  intención  han  de 
tomarse  en  cuenta  los  motivos  que  pudo  tener  aquel  para 
imponerlas;  lo  cual  hará  que  muchas  veces  los  tribunales 
no  vean  sino  una  simple  carga  en  la  cláusula  que  á  primera 
vista  parecía  contener  una  condición. 

El  legado  que  hiciere  el  testador  dejándolo  al  juicio  ó  ar- 
bitrio de  su  heredero,  como  si  dijera  v.  gr.  que  dejaba  tal 
viña  á  Pedro  si  su  heredero  lo  tuviere  por  bueno  y  razona- 
ble ,  será  válido  y  deberá  entregarse  ,  no  mostrando  el  he- 
redero razón  justa  para  no  dárselo  ;  mas  si  !o  hiciese  dejando 
absolutamente  su  cumplimiento  á  la  voluntad  del  heredero 
«  si  lo  Jmiere  á  bien,  »  podrá  este  cumplirlo  ó  revocarlo 
como  puesto  en  su  voluntad  ,  aunque  no  manifieste  razón 
alguna  para  lo  uno  ni  para  lo  otro.  Si  lo  hiciere  dejándolo  en 
el  arbitrio  de  un  tercero,  como  si  dejase  una  casa  «  «  Pedro 
si  quisiere  Juan,  »  será  nulo  el  legado  ,  aunque  Ju3n  se  de- 
clare por  su  validez;  pero  si  lo  hiciere  bajo  una  condición 
que  dependiese  de  la  voluntad  de  un  tercero,  como  diciendo 
v.  gr.  que  lega  á  Pablo  tal  cosa  con  tal  que  Diego  vaya  á 
Cádiz,  valdrá  el  legado  verificándose  el  viaje  de  Diego ,  pues 
aunque  dependa  también  en  este  caso  de  la  voluntad  de 
Diego  el  hacer  que  se  desvanezca  el  legado  no  yendo  á 
Cádiz  ,  sin  embargo  como  no  depende  absolutamente  de  su 
libre  arbitrio,  pues  que  no  caducaría  sino  en  cuanto  Diego 
se  abstuviese  del  viaje  que  era  objeto  do  la  condición ,  se 
miraría  este  legado  como  válido  si  esta  condición  se  cumplía 
efectivamente.  Ley  29,  lit.  9,  Pari.  6. 

Espresando  el  testador  que  haya  la  manda  el  legatario 
cuando  quisiere  su  heredero,  si  muriese  este  sin  pagarla  ni 
señalar  dia  á  su  heredero  para  cumplirla ,  estará  obligado  á 
satisfacerla  este  último  sin  demora  luego  que  entre  en  la 
herencia  del  heredero  del  testador,  porque  aquel  cuyos  bie- 
nes hereda  no  la  contradijo  durante  su  vida  :  mas  si  se  de- 
jare la  manda  con  la  espresion  de  si  la  quisiere  el  legatario,  y 
este  muriese  sin  haberla  aceptado,  no  podrá  demandarla 
después  su  heredero.  Ley  30,  líl.  9,  Part.  6. 

Mientras  que  en  los  legados  hechos  bajo  condición  sus- 


pensiva no  esté  todavía  cumplida  la  condición,  se  consideran 
propietarios  de  la  cosa  legada  los  herederos  encargados  de 
su  entrega  ,  y  pueden  por  consiguiente  hacer  su  partición 
como  de  los  otros  bienes  de  la  herencia  adjudicándola  con 
su  carga  ó  gravamen;  ley  12,  lit.  2,  lib.  10  del  Dig.  A  ellos 
pertenece  la  acción  reivindicatoría  contra  cualquier  tercero 
que  la  detenga  ;  ley  66,  til.  1,  lib.  6  del  Dig.  Ellos  prescriben 
en  caso  necesario ,  y  tienen  derecho  á  los  frutos  y  á  las  ac- 
cesiones :  de  manera  que  si  de  hecho  el  legatario  se  encon- 
trase á  la  muerte  del  testador  en  posesión  de  la  cosa  legada, 
podrían  reclamarla  los  herederos  así  como  la  restitución  de 
los  frutos  percibidos  por  él ,  en  los  casos  en  que  pudieran 
hacérselos  restituir  por  otro  poseedor  ;  leyes  32  y  42,  lit.  31, 
D.  de  legalis  2.  Mas  tiene  facultad  el  legatario  para  ejercer 
los  actos  conservatorios  de  su  derecho  ;  y  gí  la  condición 
llegare  á  cumplirse,  los  actos  hechos  por  los  herederos  sobre 
los  bienes  legados  no  tendrán  efecto  alguno  con  respecto  al 
legatario;  porque  la  propiedad  de  los  herederos  estaba  su- 
jeta á  una  condición  resolutoria,  lanquam  sub  contraria 
condilione;  y  los  actos  ó  contratos  hechos  por  el  que  no  tenia 
sino  una  propiedad  de  esta  clase,  están  sujetos  igualmente 
por  regla  general  al  mismo  peligro  de  resolución  ó  estincion  ; 
ley  12,  til.  2,  lib.  10,  ley  11,  til.  6,  lib.  8,  y  ley  10b,  líl.  1, 
lib.  3o  del  Dig.  Si  no  era  pues  el  difunto  mas  que  un  simple 
poseedor  de  la  cosa  legada ,  la  prescripción  habrá  corrido  y 
se  habrá  cumplido  pendente  conditione  á  favor  del  legatario; 
porque  los  herederos  como  gravados  del  legado  poseían 
también  eventualmente  en  el  interés  del  legatario  por  virtud 
de  la  voluntad  de  su  causante. 

XLIV.  Legado  á  dia  es  el  que  se  hace  señalando  el  dia  ó 
tiempo  en  que  ha  de  entregarse.  Si  el  dia  es  cierto,  como 
cuando  dice  el  testador  que  lega  á  Pedro  cien  pesos  para  el 
dia  de  la  próxima  Navidad,  nacen  la  acción  de  pedir  y  la 
obligación  de  pagar  el  legado  (aunque  no  de  hacer  la  en- 
trega) antes  que  llegue  el  dia  ;  esto  es,  adquiere  el  legatario 
desde  la  muerte  del  testador  un  derecho  irrevocable  á  la 
cosa  legada;  y  así  pasa  dicha  acción  al  heredero  del  lega- 
tario si  este  muriese  antes  de  dicho  tiempo.  Pero  si  el  dia 
fuere  incierto  ,  v.  gr.  diciendo  el  testador  que  lega  à  Pedro 
cien  pesos  para  cuando  se  gradúe  de  doctor  ó  para  cuando 
cumpla' veinte  y  cinco  años,  ninguna  acción  ni  obligación 
nace  hasta  que  llegue  el  dia  de  cumplir  Pedro  los  veinte  y 
cinco  años  ó  de  graduarse  de  doctor,  porque  pudiera  morir 
antes  de  llegar  á  dicha  edad  ó  à  la  obtención  del  grado ,  ó 
porque  aun  viviendo  podria  abandonar  la  carrera  de  los  es- 
tudios ;  leyes  31  y  3ft,  lit.  9,  Pari.  6.  En  uno  y  otro  caso  no 
hay  obligación  de  entregar  la  cosa  legada  hasta  que  llegue 
el  dia  ,  sea  cierto  ó  incierto  ;  y  aun  el  dia  incierto  se  tiene 
por  condición ,  debiendo  por  consiguiente  observarse  en  este 
legado  lo  que  en  el  condicional,  como  se  ha  indicado  mas 
arriba  :  Dies  incertus  conditioncm  in  testamento  fácil  ;  ley  7o, 
lit.  1,  lib.  3b  del  Dig.  Véase  Heredero  extraño,  %  VIII. 

XLV.  Jjcgado  causal  ó  remuneratorio  es  aquel  en  que  el 
testador  espresa  el  motivo  de  cosa  pasada  que  ha  tenido 
para  legar  ;  como  si  dijese  :  lego  ú  Pedro  cien  pesos  porque 
cuidó  de  mis  negocios,  ó  por  tal  servicio  que  me  hizo,  ó  por-  • 
que  me  salvó  de  un  gran  peligro.  Este  legado  tiene  su  motivo 
en  lo  pasado ,  mientras  que  el  legado  oneroso  ó  modal  lo 
tiene  en  lo  futuro;  y  se  diferencia  del  legado  condicional 
en  que  su  efecto  no  pende  de  la  realidad  del  motivo  que  ha 
tenido  el  testador  para  hacerlo  ,  en  vez  de  que  el  efecto  del 
legado  condicional  pende  del  acontecimiento  de  que  el  testa- 
dor ha  formado  el  objeto  de  la  condición.  Asi  que  :  yo  lego 
cien  pesos  á  Pablo  si  es  que  ha  cuidado  de  mis  negocios,  es  un 
legado  condicional;  ley  17,  §  3,  til.  1  ,  lib.  5b  del  Dig.  Yo 
lego  cien  pesos  á  Pablo,  porque  ha  cuidado  de  mis  negocios; 
es  un  legado  remuneratorio  ó  causal  ó  con  espresion  de 
causa.  Yo  lego  cien  pesos  á  Pablo ,  para  que  cuide  de  la 
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ejecución  de  mi   testamento  ;  es  un  legado    oneroso    ó 
modal. 

La  falsedad  de  la  causa  ó  del  motivo  espresado  por  el 
testador  no  vicia  ni  anula  el  legado  ;  y  así  está  obligado  el 
heredero  á  entregarlo  desde  luego  al  legatario  ,  aunque  re- 
sulte que  no  es  verdadera  la  causa  ó  razón  que  se  dedujo 
para  hacerlo  ,  porque  como  dicen  los  jurisconsultos  roma- 
nos, ratio  legandi  legato  non  cohceret;  ley  TU,  §  6,  lit.  1, 
lib.  5b  del  Dig.,  y  leyes  20  y  21,  til.  9,  Part.  6.  La  verdadera 
causa  del  legado  está  en  el  sentimiento  de  beneficencia  del 
testador  hacia  el  legatario  %  y  es  posible  que  no  haya  espre- 
sado un  motivo  sino  por  contemplación  á  su  heredero  con 
el  objeto  de  no  descontentarle  ó  por  otras  razones  ;  ademas 
de  que  el  testador  es  una  especie  de  legislador  con  respecto 
á  la  disposición  de  sus  cosas ,  y  debe  prestarse  obediencia 
á  la  ley,  aunque  el  legislador  alegue  una  causa  falsa. 

Sin  embargo ,  si  prueba  el  heredero  que  el  testador  no 
hubiera  legado  á  saber  que  la  causa  no  era  cierta,  podrá 
rechazar  la  demanda  del  legatario ,  como  lo  decide  la  citada 
ley  72,  §  6,  tít.  1,  lib.  3b  del  Dig.  :  Sed plerumque ,  dice, 
doli  exceptio  locum  habebit,  si  probelur  alias  legaturus  non 
fuisse  ;  y  aun  si  pagase  el  legado  por  ignorar  la  falsedad  de 
la  causa,  podrá  repetirlo  como  indebidamente  pagado;  ley  40, 
tít.  &,lib.  12  del  Dig.  Igualmente,  si  la  causa  ó  razón  se 
espresase  en  términos  condicionales ,  su  falsedad  haria  nulo 
el  legado  :  de  suerte  que  si  en  lugar  de  decir  el  testador 
que  lega  á  Pablo  cien  pesos  por  haber  cuidado  de  sus  nego- 
cios ,  dijese  que  se  los  lega  si  ha  cuidado  de  sus  negocios , 
no  podrá  tener  efecto  su  disposición  sino  en  el  caso  de  que 
Pablo  le  haya  prestado  realmente  el  servicio  que  pone  por 
condición  :  Si  conditionaliler  concepta  sit  causa ,  veluti  hoc 

modo  ,  TlTIO  ,  SI  NEGOTIA  MEA  CURAV1T,  FUNDUM  DO  :  TlTIUS 
FILIUS   MEUS,    SI  FRATER   EJUS   CENTUM    EX   ARCA    SUMPSIT, 

FUNDUM  precipito  ;  Ha  utile  erit  legatum  ,  si  el  Ule  negolia 
curavit ,  el  hujus  frater  centum  ex  arca  sumpsil  ;  ley  17, 
tít.  1 ,  lib.  5b  del  Digesto. 

XLVI.  Legado  modal  ú  oneroso  es  aquel  en  que  se  espresa 
el  fin  ú  objeto  para  que  se  hace  ;  esto  es  ,  el  que  se  deja  al 
legatario  para  que  dé  ó  haga  algo;  como  si  el  testador  dijere  : 
lego  ó  Pedro  cien  pesos  para  que  me  haga  un  sepulcro  ;  ó  lego 
mil  pesos  á  Julia  para  que  se  case  con  Diego. 

Tiene  derecho  el  legatario  á  que  se  le  entregue  desde 
luego  el  legado  que  se  le  hizo  de  esta  manera  ,  dando  fiador 
de  que  procurará  cumplir  lo  mandado  por  el  difunto;  y  ad- 
quiere su  dominio  luego  que  cumpliere  ó  hiciere  cuanto  está 
de  su  parte  para  cumplir  el  fin,  aunque  no  se  cumpliese; 
ley  21 ,  lit.  9,  Pari.  ô.  Mas  si  el  testador  hubiese  dispuesto 
que  lo  cumpla  antes  de  verificarse  la  entrega,  no  bastará 
la  fianza;  y  si  habiendo  recibido  la  cosa  legada,  no  llevare 
ó  procurare  llevar  á  cabo  el  precepto  del  testador,  habrá  de 
restituirla  con  los  frutos;  Greg.  López  enlas  glosas  de  dicha  ley. 
El  legado  modal  ù  oneroso .  llamado  así  porque  lleva 
inherente  una  carga ,  gravamen  ú  obligación  que  lo  modi- 
fica ,  no  debe  confundirse  con  el  legado  condicional.  Bien  se 
parecen  ambos  en  que  así  la  carga  como  la  condición  debe 
cumplirse  por  regla  general  so  pena  de  revocación  del 
legado;  pero  la  carga  se  diferencia  de  la  condición  suspen- 
siva en  que  ella  no  suspende  como  esta  el  efecto  do  la  dis- 
posición. De  lo  cual  se  sigue  que  la  muerte  del  legatario 
sobrevenida  antes  del  cumplimiento  de  la  carga  no  hace 
que  se  desvanezca  el  legado  oneroso ,  al  paso  que  causaría 
la  eslincion  del  legado  condicional.  Tampoco  impide  la  carga 
que  el  legatario  demande  desde  luego  la  entrega  del  logado, 
dando  caución  ó  fianza;  en  vez  de  que  la  condición,  mien- 
tras no  está  cumplida  ,  suspende  necesariamente  su  ejecu- 
ción, pues  que  suspende  hasta  su  efecto  ;  y  por  eso  importa 
mucho  distinguir  bien  estas  diversas  especies  de  legados, 
debiendo  tenerse  ¿ntes  por  modales  que  por  condicionales 


cuando   las   espresiones    del    testador   ofrecieren   alguna 
duda. 

Si  yo  lego  mi  casa  à  Juan  con  la  carga  ú  obligación  de 
dar  mil  pesos  á  su  madre,  hago  un  legado  modal  ú  oneroso , 
y  no  un  legado  condicional ,  aun  cuando  yo  hubiera  dicho 
que  se  la  lego  con  la  condición  de  dar  mil  pesos  á  su  madre. 
Si  la  madre  de  Juan  muere  antes  que  yo  ,  queda  caduca  ó 
estinguida  la  disposición  hecha  en  su  favor;  pero  la  cadu- 
cidad aprovecha  á  Juan ,  quien  gozará  por  entero  de  los 
productos  de  la  casa  como  si  no  se  le  hubiese  impuesto  tal 
carga,  y  no  al  heredero  ó  á la  persona  que  se  aprovecharía 
de  la  caducidad  del  legado  principal  :  Nam  quem  sequunlur 
incommoda,  eumdem  debenl  sequi  commoda;  ley  17,  D.  de 
legalis  2,  y  ley  única,  |  7,  lit.  bl,  lib.  6  del  Cad.  Si  es  Juan  , 
legatario  directo ,  quien  muere  antes  que  yo ,  y  su  madre 
me  sobrevive ,  deberán  pagársele  á  esta  los  mil  pesos  por  la 
persona  que  se  aprovechare  de  la  caducidad  del  legado 
de  la  casa,  en  virtud  del  mismo  principio  ,  quem  sequunlur 
incommoda  ,  ele;  pues  la  casa  queda  con  su  gravamen 
en  poder  de  la  persona  que  debia  entregarla  á  Juan  ;  ley 
única,  |  4,  tít.  81,  lib.  6  del  Cad.  Sin  embargo,  si  la 
carga  impuesta  á  este  último  consistiese  en  un  hecho  per- 
sonal ,  como  v.  gr.  en  hacer  por  sí  mismo  un  retrato  para 
su  madre  ,  no  pasaría  entonces  la  obligación  de  hacerlo  á  la 
persona  que  recogiese  el  legado  principal  en  defecto  de 
Juan,  sino  que  caducaría  y  quedaría  estinguida;  d.  ley 
única,  §  9. 

Si  el  tercero  á  cuyo  favor  se  impuso  la  carga  ú  obligación 
sobrevive  al  testador,  puede  trasmitir  su  derecho  á  sus  pro- 
pios herederos  ;  pero  si  la  carga  impuesta  en  beneficio  suyo 
lo  hubiera  sido  bajo  condición ,  seria  necesario  entonces , 
para  que  el  derecho  pasase  á  sus  herederos ,  que  la  condi- 
ción se  cumpliese  ademas  antes  de  su  muerte.  El  tercero 
en  efecto  seria  considerado  como  un  legatario,  y  se  le  apli- 
carían por  consiguiente  las  reglas  relativas  á  los  legados  ; 
porque  realmente  en  el  caso  que  acabamos  de  proponer, 
es  absolutamente  lo  mismo  que  si  yo  hubiese  legado  mi  casa 
á  Juan  menos  mil  pesos  que  este  había  de  dar  á  mis  here- 
deros para  que  los  entregasen  á  su  madre;  y  estos  mil  pesos, 
aunque  no  sacados  en  especie  de  mi  bolsillo  ,  no  llegarían 
menos  á  la  madre  de  Juan  por  efecto  de  mi  voluntad ,  de 
suerte  que  yo  seria  precisamente  quien  le  haria  el  beneficio. 
Si  á  una  misma  persona  se  hubiesen  hecho  dos  legados, 
el  uno  con  carga  y  el  otro  sin  ella,  no  podría  el  legatario  por 
regla  general  pedir  la  entrega  del  legado  hecho  sin  carga, 
y  repudiar  el  otro  para  dispensarse  de  ejecutar  la  voluntad 
del  difunto;  ley  b,  princip.  el  $  1  ,  D.  de  legat.  2;  á  no  ser 
que  de  las  circunstancias  de  la  causa  apareciese  que  el 
testador  quiso  hacer  los  dos  legados  sin  relación  el  uno  con 
el  otro ,  lo  que  se  presumiría  fácilmente  en  el  caso  de  que  las 
disposiciones  so  hiciesen  en  actos  diversos,  como  v.  gr. 
si  en  un  primer  testamento  legase  á  Pablo  su  casa,  y  en  otro 
segundo  ó  en  codicilo  le  legase  una  viña  con  la  obligación 
de  dar  mil  pesos  á  una  tercera  persona  ;  pues  entonces  no 
debería  creerse  haber  querido  el  testador  que  el  ofeclo  del 
primer  legado  estuviese  necesariamente  subordinado  á  la 
aceptación  del  otro.  Véase  Aceplaeion  de  legado. 

Cuando  no  puede  entregarse  al  legatario  toda  la  cosa  le- 
ga dapor  haber  perecido  alguna  parte  en  manos  del  testador, 
debe  rebajarse  proporcionalmente  la  carga  en  caso  de  que 
sea  divisible;  y  lo  mismo  debe  hacerse  ,  si  el  testador  hu-  . 
biese  reducido  el  "legado  por  medio  de  enajenaciones  ú  otra 
especie  de  revocaciones;  ley  44  ,  %  0  ,  lit.  1  ,  lib.  35  del  Dig. 
Cuando  el  legado  hecho  con  carga  se  transfiere  á  otra 
persona,  como  v.  gr.  si  dice  el  testador  que  la  casa  que  liabia 
legado  á  Juan  la  lega  á  Pablo  ,  pasa  el  legado  al  segundo 
legatario  con  la  carga,  á  no  haber  declaración  contraria 
de" parte  del  testador;  porque  respecto  do  la  cosa  y  del  gra- 
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vámen ,  es  el  mismo  legado ,  aunque  hecho  en  beneficio  de 
otra  persona.  Sin  embargo  ,  si  en  la  segunda  disposición  se 
revocase  el  legado  hecho  á  Juan ,  y  luego  se  legase  á  Pablo 
la  misma  cosa  sin  hacer  mención  de  la  carga,  no  estaría 
obligado  Pablo  á  satisfacerla ,  porque  seria  otro  legado  ,  y 
se  consideraría  hecho  sin  gravamen.  Con  arreglo  á  esta  dis- 
tinción, si  el  primer  legado  es  condicional ,  la  condición 
pasará  ó  no  pasará  á  la  segunda  disposición  ;  y  no  patria 
en  ningun  caso  si  fuese  del  número  de  aquellas  que  no 
pueden  cumplirse»  sino  por  la  persona  á  quien  se  han  im- 
puesto ;  ley  % ,  til.  1  ,  lib.  3S ,  y  ley  24 ,  lit.  4 ,  lib.  34 
del  Dig. 

Guando  !o  que  se  prescribe  al  legatario  es  contrario  á  las 
leyes  ó  à  las  buenas  costumbres ,  se  reputa  no  escrita  la 
carga  ni  la  condición  ,  de  modo  que  el  legatario  percibirá 
el  legado  como  si  se  le  hubiese  dejado  pura  y  simplemente  , 
según  las  leyes  3  ,  h  y  5  ,  tit.  4  ,  Part.  6.  También  se  con- 
sideraría no  escrita  si  no  pendía  del  legatario  el  ejecutarla  ; 
como  en  el  caso  de  que  habiéndosele  encargado  la  entrega 
de  cierto  caballo  á  Pablo ,  hubiese  llegado  á  perecer  este 
caballo  sin  culpa  suya  y  antes  de  haberse  constituido  en 
mora  ;  y  como  en  el  caso  de  que  el  testador  le  hubiera  hecho 
el  legado  con  la  carga  ú  obligación  de  casarse  con  tal  mujer 
y  esta  no  quisiese  consentir  en  el  matrimonio  ;  ley  37,  D. 
de  condil.  el  demonsl.;  ley  92 ,  §  1  ,  y  ley  i ,  C.  de  his  quœ 
sub  modo.  Otra  cosa  seria  si  la  imposibilidad  de  ejecutar 
la  carga  ú  obligación  fuese  relativa  solamente  á  la  persona 
del  legatario  que  no  tuviese  los  medios  de  cumplir  con  lo 
prescrito  por  el  difunto,  pues  no  quedaría  por  eso  libre  de 
la  carga  ;iey  4,  %  1 ,  lit.  7,  lib.  40  del  Dig.  Blas  esta  impo- 
sibilidad podría  considerarse  á  veces  como  absoluta  ;  y  así 
es  que  si  v.  gr.  se  hubiese  hecho  un  legado  á  un  sugeto  con 
.la  carga  ú  obligación  de  casarse  con  la  sobrina  del  testador, 
y  al  fallecimiento  de  este  el  legatario  que  ignoraba  la  dispo- 
sición se  encontrase  ordenado  in  sacris ,  le  seria  remitida 
la  obligación  ó  carga  por  no  ser  posible  su  ejecución ,  y  no 
por  eso  seria  menos  válido  el  legado  en  tesis  general,  á  no 
ser  que  el  testador  lo  hubiese  hecho  condicionalmenle,  sin 
proponerse  otro  objeto  que  la  realización  del  matrimonio  , 
lo  que  se  habria  de  estimar  por  las  circunstancias. 

Cuando  el  testador  al  poner  modo  al  legado  ,  es  decir, 
al  espresar  el  fin  para  que  deja  el  legado,  atendió  tan  so- 
lamente á  la  comodidad  é  interés  del  legatario  ,  no  hay 
verdaderamente  carga  ni  gravamen  ,  ni  por  consiguiente 
■obligación  alguna  de  parte  del  legatario,  quien  puede  por 
lo  tanto  pedir  la  entrega  del  legado  sin  necesidad  de  dar 
caución  ;  ley  71,  til.  1 ,  lib.  55  del  Dig.  Tal  seria  el  caso  en 
que  el  testador  legase  v.  gr.  á  Juan  mil  pesos  para  comprar 
un  fundo  ,  ó  para  ree#ficar  su  casa  destruida  por  un  incen- 
dio ,  ó  para  hacerse  con  una  librería  ;  ó  á  Engracia  igual 
cantidad  para  casarse.  Pero  seria  otra  cosa  si  legase  á  su 
hermano  Pedro  mil  pesos  para  facilitarle  los  medios  de  hacer 
aprender  un  oficio  á  su  sobrino  ó  para  levantar  un  sepulcro 
á  su  padre  ;  dicha  ley  71.  En  una  palabra,  siempre  que  la 
intención  del  testador  se  dirija  á  que  la  cosa  que  prescribe 
deba  ejecutarse  por  tener  en  ello  interés  alguna  otra  per- 
sona,  quedará  impuesta  una  verdadera  car«a,  que  habrá 
de  cumplirse  bajo  pena  de  revocación  del  legado;  y  el  lega- 
tario ,  para  obtener  su  entrega  ,  ha  de  dar  generalmente 
fianza  para  seguridad  del  cumplimiento  de  la  voluntad  del 
difunto  ,  si  del  testamento  o  de  las  circunstancias  parti- 
culares de  la  causa  no  resulta  que  el  testador  ha  querido 
dispensarle  de  prestarla. 

XLVl!.  Legado  con  demostración  se  dice  aquel  en  que  el 
testador  pone  á  la  cosa  legada  alguna  señal ,  circunstancia 
ó  aditamento  que  la  designa  ó  la  hace  conocer  con  mas  cer- 
teza ;como  si  dijese  :  lego  á  Pedro  tal  cosa  que  compré  á 
Juan  ó  que  me  donaron. 


En  el  lenguaje  de  los  jurisconsultos  sobre  esta  materia , 
hay  dos  especies  de  demostraciones  :  una  que  concierne  á  la- 
persona  del  legatario  ;  y  otra  que  se  refiere  á  la  cosa  legada. 
De  la  primera  se  habló  ya  en  los  ||  Vil  y  sig.  de  este  mis- 
mo artículo  ;  y  ahora  se  hablará  de  la  segunda. 

Si  la  demostración  relativa  á  la  cosa  legada  es  verdadera, 
es  claro  que  valdrá  el  legado  ;  y  regularmente  valdrá  tam- 
bién este  aunque  aquella  sea  falsa  ;  de  modo  qne  en  el 
ejemplo  propuesto,  aunque  la  cosa  legada  á  Pedro  no  hubieso 
sido  comprada  ni  donada  sino  adquirida  de  otra  suerte,  no 
por  eso  dejaría  de  haberla  el  legatario;  porque  la  demostra- 
ción no  es  necesaria ,  y  lo  que  interviene  en  algún  acto  sin 
que  se  requiera  para  su  validación  ,  no  le  vicia.  Díjose  no 
obstante  que  regularmente  valdrá  el  legado  aunque  la  de- 
mostración sea  falsa  ;  porque  esta  regla  no  deja  de  padecer 
escepciones,  si  no  por  causa  de  la  demostración  misma,  á  lo 
menos  por  razón  de  algún  otro  aditamento  ó  circunstancia  ; 
y  así  en  todo  legado  hecho  con  demostración  debe  exami- 
narse atentamente  la  voluntad  del  testador,  que  habrá  de  ob- 
servarse. 

Por  consecuencia  de  estos  principios ,  las  falsas  denomi- 
naciones ó  indicaciones  relativas  á  la  cosa  legada  no  vician 
el  legado  ;  y  así  es  que  si  legando  una  heredad  la  designase 
yo  con  otro  nombre  que  el  que  tiene,  no  por  eso  seria  me- 
nos válidqgpl  legado  :  Si  quis  in  fundí  vocabülo  erravil,  el 
Cornelianum  pro  Semproniano  nominavit ,  debebilur  Sem- 
pronianus;  ley  4 ,  D.  de  legalis  1.  Con  mucha  mas  razón ,  si 
yo  mismo  hubiese  mudado  el  nombre  de  esta  heredad, 
aunque  hiciese  poco  tiempo  ,  se  debería  el  legado,  porque 
entonces  ni  aun  habria  error. 

Por  los  mismos  motivos ,  las  falsas  indicaciones  con  res- 
pecto á  los  límites  ó  linderos  de  las  heredades  legadas  ó  al 
nombre  del  pueblo  en  que  están  situadas  ,  no  causan  tam- 
poco perjuicios  á  la  validez  del  legado;  porque  lo  esencial 
es  que  pueda  distinguirse  bien  lo  que  el  testador  ha  querido 
legar  ;  y  las  circunstancias  del  hecho  pueden  fácilmente 
conducirnos  á  este  resultado. 

Pero  sería  nulo  el  legado,  si  el  testador  hubiese  padecido 
error  en  la  denominación  que  generalmente  tienen  las  cosas 
para  designar  su  esencia,  como  si  dijese  latón  queriendo 
legar  oro  ;  ley  28 ,  til  9,  Parí.  6  :  Sed  si  in  corpore  erravit, 
non  debetur  ;  et  si  in  re  quis  erraverit,  ut  pula  dum  vult  lan- 
cem  relinquere ,  vestem  legat ,  neutrum  debebit  :  hoc  síve  ipse 
scripsit ,  sive  scribendum  diclaveril;  ley  4,  D,  de  legalis  1, 
y  ley  9,  §  1 ,  D.  de  hœredib.  inslit. 

En  efecto,  el  que  lega  otra  cosa  diferente  de  aquella  que 
quería  legar,  no  lega  realmente  ninguna:  no  puede  decirse 
que  lega  la  cosa  que  no  ha  nombrado,  pues  que  no  se  en- 
cuentra espresada  su  intención  con  respecto  á  ella;  ni  tam- 
poco que  lega  la  cosa  que  ha  nombrado ,  pues  que  en  verdad 
no  quería  legarla ,  y  todo  legado  tiene  su  principio  en  la  vo- 
luntad del  testador,  ley  3,  D.  de  rebus  dubiis.  Mas  al  here- 
dero incumbe  probar  que  la  intención  del  difunto  no  era 
legar  la  cosa  que  fué  nombrada  en  el  testamento  ;  lo  que 
comunmente  no  será  por  cierto  muy  ficil.  Por  lo  demás,  en 
caso  de  que  el  testador  tuviese  dos  ó  mas  cosas  de  la  misma 
especie,  como  dos  heredades  del  mismo  nombre,  dos  vasijas, 
dos  cuadros,  etc.,  y  no  hubiese  querido  legar  sino  una  sola 
particularmente,  sin  que  se  pudiera  conocer  la  que  en  efec- 
to quería  legar,  tendría  que  admitirse  la  validez  del  legado  ; 
pero  la  elección  pertenecería  al  heredero  ;  ley  32,  §  1 ,  ley  37, 
§  I  ,  y  ley  39,  §  6  ,  D.  de  legalis  i. 

Hay  falsa  demostración  cuando  yo  lego  v.  gr.  mi  casa  , 
diciendo  que  me  viene  de  la  sucesión  de  mi  padre  ,  siendo 
así  que  la  he  recibido  de  Pablo  por  donación  ó  por  venta. 
Pero  esta  falsa  indicación  del  origen  de  mi  propiedad  no  vi- 
cia de  modo  alguno  el  legado  siempre  qae  por  otra  parte 
conste  con  certeza  que  es  esta  casa  la  que  yo  he  querido 
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legar;  ley  17,  D.  de  condit.  et  demonst.,  y  ley  28, D.  de  ré- 
bus dubiis.  Si  hubiese  incertidumbre  porque  yo  poseia  mu- 
chas  casas  ,  de  las  cuales  ninguna  me  habia  venido  de  la 
sucesión  de  mi  padre ,  y  porque  yo  no  habia  designado  nin- 
guna especialmente ,  habiéndome  limitado  à  decir  que  le- 
gaba la  casa.procedente  de  la  sucesión  de  mi  padre  ;  podría 
pretenderse  que  el  legado  es  absolutamente  nulo  por  falta 
de  cosa  suficientemente  indicada.  Este  caso  se  diferencia  en 
efecto  de  aquel  en  que  teniendo  dos  ó  mas  cosas  de  una  mis- 
ma clase  he  legado  una  de  ellas  ,  aunque  sin  indicarla  bas- 
tante para  darla  á  conocer  ;  entonces  es  válido  el  legado  , 
porque  no  he  escluido  ninguna  de  las  cosas  comprendidas 
en  esta  clase,  solo  que  el  heredero  tiene  la  elección  :  mien- 
tras que  en  el  caso  de  que  se  trata,  he  restringido  el  legado 
á  la  casa  que  he  recibido  de  la  sucesión  de  mi  padre  y  por 
consiguiente  á  una  cosa  que  no  existe;  de  manera  que  he 
escluido  del  legado  todas  las  casas  que  no  me  hayan  venido 
de  aquella  sucesión.  Sin  esta  cortapisa ,  que  es  por  cierto 
una  cosa  distinta  de  una  demostración  falsa ,  hubiera  sido 
válido  el  legado ,  como  legado  de  una  cosa  genérica  ;  pero 
la  elección  hubiese  pertenecido  al  heredero  ,  según  lo  que 
se  ha  dicho  mas  arriba  en  el  legado  de  opción  ó  elección. 

Es  una  especie  de  legado  con  demostración  aquel  en  que 
se  espresa  la  cantidad  con  relación  á  otra.  Si  el  testador  lega 
pues  á  una  persona  tanto  cuanto  perciban  los  herederos 
que  instituye,  llevará  el  legatario  la  mitad  de  MMierencia, 
y  los  herederos  la  otra  mitad,  porque  la  proposición  indefi- 
nida equivale  á  la  universal;  y  si  le  deja  tanto  cuanto  cor- 
responde á  uno  de  sus  herederos  ,  se  le  debe  solamente  una 
parte  igual  á  la  menor  en  que  uno  de  estos  sea  instituido, 
pues  en  la  duda  se  entienden  gravados  en  lo  menos  que  sea 
posible;  Castillo,  lib.  k ,  Controvers.,  cap.  33  y  34;  y  Co- 
var.,  lib.  1 ,  Variar.,  cap.  13 ,  n.  9. 

XLYIII.  Puede  hacerse  también  el  legado  con  asignación 
simplemente  demostrativa,  ó  con  asignación  limitativa.  Há- 
cese  del  primer  modo  cuando  el  testador  designa  la  cosa  que 
debe  servir  para  su  satisfacción  ó  pago ,  sin  que  por  eso 
haya  querido  subordinar  necesariamente  el  efecto  del  lega- 
do á  la  existencia  de  dicha  cosa  ,  sino  indicar  tan  solamente 
lo  que  con  preferencia  debia  facilitar  los  medios  para  pagar- 
lo: undepolius  solveretur.  Tal  es  el  caso  en  que  habiéndole 
hecho  á  Pablo  un  préstamo  con  interés ,  lego  á  Juan  una 
cantidad  anual  de  mil  reales  ,  añadiendo  que  podrá  tomarse 
de  los  réditos  que  vayan  cayendo  del  préstamo  hecho  á  Pa- 
blo ;  pues  entonces  aun  cuando  Pablo  llegare  al  estado  de 
insolvencia  no  por  eso  mi  heredero  quedará  esento  de  pagar 
la  pension  á  Juan  sobre  mis  demás  bienes  ,  á  no  ser  que  de 
alguna  cláusula  particular  del  testamento  resulte  que  mi  in- 
tención fué  restringir  el  efecto  del  legado  solo  á  los  réditos 
del  préstamo.  Fuera  de  este  caso  habría  de  presumirse  por 
el  contrario  que  yo  he  querido  designar  los  réditos  de  mi 
préstamo  solo  para  facilitar  al  legatario  el  cobro  de  su  lega- 
do; y  sobre  todo  no  habria  duda  alguna  si  yo  hubiese  espre- 
sado que  la  pension  legada  debia  pagarse  con  preferencia  de 
dichos  réditos.  Esta  doctrina  está  confirmada  por  la  ley  12, 
tít.  1 ,  lib.  54  del  Digeslo,  en  la  cual  habiéndose  dejado  á  cier- 
tas personas  una  cantidad  anual  por  alimentos  con  la  facul- 
tad de  poder  tomarla  los  legatarios  de  los  productos  de  cierta 
heredad  designada  al  efecto,  y  dudándose  de  si  en  el  caso  de 
ser  insuficientes  los  productos  deberían  los  herederos  com- 
pletar lo  que  faltase  para  cubrirla ,  se  resuelve  por  el  juris- 
consulto Paulo  que  en  efecto  los  herederos  deben  pagarla 
íntegramente  ,  y  no  mas  ni  menos,  aunque  el  valor  de  los 
productos  de  la  heredad  sea  mayor  ó  menor  que  el  importe 
de  los  alimentos. 

Encuéntranse  también  en  las  leyes  13,  D.  de  tritico,  vino 
et  oleo  légalo,  y  17,  %  1 ,  D.  de  annuis  legalis,  ejemplos  de 
logados  hechos  con  asignación  demostrativa ,  aunque  de  un 


modo  menos  lato  y  ventajoso  para  los  legatarios  que  en  el 
caso  precedente.  Supónese  en  ellas  un  legado  anual  de  cier- 
ta cantidad  de  cántaros  de  vino  que  deben  tomarse  anual- 
mente de  cierta  viña  determinada ,  y  se  decide  que  si  la 
cosecha  de  un  año  no  basta  para  cubrir  la  cantidad  fijada 
por  el  testador,  se  tomará  lo  que  falte  sobre  los  productos  de 
los  años  siguientes;  de  modo  que  el  heredero  no  estará  obli- 
gada á  tomarla  de  otra  viña ,  y  bajo  este  aspecto  es  limita- 
tiva la  asignación. 

Hácese  finalmente  del  segundo  modo ,  esto  es ,  con  asig- 
nación enteramente  limitativa ,  cuando  el  testador  designa 
de  una  manera  precisa  la  cosa  de  que  debe  sacarse  el  legado. 
Así  es  que  si  se  lega  cierto  número  de  cántaros  de  vino  del 
que  se  coja  en  una  viña  determinada,  no  estará  obligado  el 
heredero  á  dar  mas  de  lo  que  la  viña  produzca,  y  si  nada  se 
coge,  nada  deberá  dar,  porque  las  palabras  de  lo  que  se  coja 
en  tal  viña ,  tienen  un  sentido  restrictivo  y  escluyen  lo  quo 
se  cogiere  de  otras  ;  ley  5,  D.  de  vino ,  tritico  et  oleo  légalo. 

Del  derecho  de  acrecer. 

XLIX.  Así  como  en  las  herencias,  tiene  también  lugar 
en  los  legados  el  derecho  de  acrecer.  Cuando  lega  pues  el 
testador  en  el  mismo  testamento  una  cosa  integra  á  dos  ó 
mas  personas ,  ó  bien  juntamente  en  una  misma  proposición, 
v.  gr.  mando  á  Pedro  y  Juan  la  viña  tal ,  ó  bien  separada- 
mente en  dos  proposiciones,  v.  gr.  mando  á  Pedro  la  viña 
tal ,  mando  à  Juan  la  viña  tal;  si  uno  de  los  dos  falta ,  ó  por 
no  haber  existido  jamas,  ó  por  haber  fallecido  antes  que  el 
testador  ó  por  renunciar  su  parte  viviendo  este ,  ó  por  ha- 
berse hecho  incapaz  de  otro  modo ,  ó  por  no  verificarse  la 
condición  que  tal  vez  se  le  hubiere  impuesto ,  acrece  enton- 
ces ó  se  agrega  la  parte  caduca  ó  vacante  al  otro  ú  otros  co- 
legatarios ;  á  menos  que  alguno  de  estos  fuese  admitido  al 
legado  por  un  derecho  especial ,  pues  entonces  no  le  com- 
peterá el  derecho  de  acrecer,  á  no  ser  que  conste  haber  sido 
esta  la  voluntad  del  testador;  ley  33  ,  tít.  9,  Part.  6.  Véase 
Acrecencia  ó  acrecimiento. 

De  la  estincion  de  los  legados. 

L.  La  estincion  de  los  legados  puede  provenir  :  Io.  do 
parte  del  testador  :  2o.  de  parte  del  legatario  :  3o.  de  parlo 
de  la  cosa  legada. 

Io.  Proviene  de  parte  del  testador  cuando  este  los  revo- 
ca espresa  ó  tácitamente.  Los  revoca  espresamente :  i",  cuan- 
do en  un  testamento  posterior  ó  en  codicílo  declara  que  ya 
no  deja  los  legados  que  habia  dejado  en  sus  testamentos  ó 
codicilos  anteriores  :  2o.  cuando  anula  enteramente  ó  solo 
en  cuanto  á  ellos  la  disposición  de  última  voluntad  en  que  los 
hizo  :  3o.  cuando  cancela  ó  inutiliza  fbr  sí  propio  ó  por  mano 
de  otro  á  quien  lo  manda  la  disposición  en  que  están  escri- 
tos; pero  si  la'cancelase  ó  inutilizase  un  tercero  sin  manda- 
to ni  noticia  del  testador,  valdrán  los  legados,  con  tal  que 
puedan  leerse  ó  se  pueda  probar  con  el  número  de  testigos 
necesarios  para  un  testamento  abierto  que  efectivamente  ha* 
bian  sido  hechos  ;  ley  59,  til.  9,  Parí.  6.  Se  entiende  que 
los  revoca  tácitamente  ,  siempre  que  pueda  presumirse  así 
por  algún  hecho  suyo  ó  por  algún  acontecimiento  que  in- 
dique su  cambio  de  voluntad,  como  en  los  casos  siguientes  : 
Io.  cuando  por  contrato  lucrativo,  como  donación  ,  enajenó 
del  lodo  la  cosa  legada ,  sea  á  favor  del  mismo  legatario,  sea 
á  favor  de  otra  persona,  ley  2  ,  tít.  5  del  Fuero  Real,  y  le- 
yes 17  y  HO,  lit.  9,  Part.  6 :  2o.  cuando  la  enajenó  por  contrato 
oneroso  sin  necesidad  y  por  mera  voluntad  ;  leyes  Ib,  17  y 
kO,  tít.  9,  Part.  6  ,  y  ley  2  ,  Ht.  5 ,  Fuero  Real:  3o.  cuando 
,1a  convierte  en  una  nueva  especie  que  no  pueda  reducirse  al 
antiguo  estado  de  la  materia, como  v.gr.si  habiendo  legado 
lana  ,  madera  ó  cosa  semejante,  hace  luego  de  ella  paño , 
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c?S3l  ,  nave  ú  otro  edificio  ;  ley  42 ,  dichos  Ut.  y  Part.  : 
4o.  cuando  empeña  ó  hipoteca  la  cosa  legada  por  tanto 
como  vale  y  no  hay  esperanza  de  redimirla  ó  pagarla,  pero 
no  cuando  la  cosa  legada  puede  redimirse  ó  pagarse;  Gómez, 
Variar.,  iib.  12,  n.  S6  :  S°.  cuando  después  de  hecho  el 
legado  ,  se  originó  enemistad  capital  entre  el  testador  y  el 
legatario ,  á  no  ser  que  posteriormente  se  hubiesen  reconci- 
liado; ley  3,  §úli.,  y  ley  4,  lit.  4,  Ub.SIídelDig.:  6o.  cuando 
pidió  y  cobró  la  deuda  que  habia  legado  al  deudor,  á  no  ser 
que  se  la  hubiese  pedido  en  fuerza  da  alguna  necesidad  ur- 
gente que  tenia  que  cubrir,  ó  que  el  deudor  la  pagase  de  su 
grado  sin  haberle  sido  pedida;  ley  Ib,  lit.  9,  Part.  6. 
7o.  cuando  en  un  segundo  testamento  ó  codicilo  legare  á 
una  persona  una  parte,  v.  gr.  la  mitad  de  lo  que  le  habia 
legado  en  un  testamento  anterior  ;  pues  se  reputa  haber  re- 
vocado el  legado  en  cuanto  á  la  parte  restante  :  así  es  que 
si  habiéndole  legado  una  viña  en  el  primero  le  lega  después 
en  el  segundo  la  mitad  de  la  misma  viña ,  se  entiende  haber 
reducido  á  la  mitad  el  legado  de  la  viña  entera  hecho  en  la 
primera  disposición;  y  si  habiéndole  remitido  al  principio 
todas  sus  deudas  ,  declara  en  acto  posterior  que  le  remite 
los  intereses  que  le  debiese  al  tiempo  de  su  muerte,  es  evi- 
dente que  por  esta  segunda  disposición  revoca  el  legado  de 
la  remisión  de  los  capitales  ;  ley  20,  lit.  7,  Ub.  33,  y  ley  28  , 
§  b,  lit.  3 ,  Ub.  Zk  del  Dig.  :  así  es  también  que  si  habiendo 
legado  á  Pablo  en  un  primer  testamento  cierta  casa  deter- 
minada, le  lega  en  otro  segundo  solo  el  usufructo  de  ella, 
se  supondrá  haber  revocado  el  legado  de  la  propiedad  de 
la  casa  por  la  contrariedad  que  envuelven  estas  dos  dispo- 
siciones :  8o.  cuando  en  un  segundo  testamento  lega  á  una 
persona  la  misma  cosa  ,  v.  gr.  la  misma  casa  ó  viña  que  en 
el  primero  habia  legado  á  otra,  pues  se  presumirá  fácilmente 
que  por  el  segundo  legado  ha  revocado  el  primero,  espe- 
cialmente si  concurre  alguna  otra  circunstancia  que  lo  dé  á 
entender  así ,  como  si  en  el  segundo  testamento  deja  al  pri- 
mer legatario  alguna  otra  cosa  en  lugar  de  la  primera;  pero 
si  no  hay  circunstancia  particular  que  concurra  para  esta- 
blecer esta  presunción ,  no  quedará  revocado  el  legado  he- 
cho en  el  primer  testamento  por  el  legado  de  la  misma  cosa 
hecho  á  otra  persona  en  el  segundo,  antes  bien  podrán  ser 
admitidos  á  la  participación  de  la  cosa  legada  ambos  lega- 
tarios como  conjuntos,  según  quieren  algunos  con  arreglo  á 
las  leyes  35  y  34 ,  §  10,  D.  de  legatis  1  :  bien  que  parece 
mas  probable  que  si  el  testador  deja  en  su  primer  testamento 
una  casa  á  Pedro  ,  y  después  en  el  segundo  deja  la  misma 
casa  á  Pablo  sin  hacer  mención  de  Pedro  ,  deberá  quedar 
revocado  el  legado  hecho  á  este ,  ya  por  ser  incompatibles 
3os  dos  legados ,  ya  por  haber  manifestado  bastante  su  volun- 
tad el  testador  sobre  la  revocación  del  primer  legado  con  no 
haber  mencionado  al  primer  legatario,  ya  por  no  haber  con- 
junción sino  cuando  se  hace  en  un  mismo  testamento;  ademas 
de  que  esta  cuestión  está  decidida  del  modo  mas  terminante 
por  la  ley  2,  tít.  5,  lib.  3  del  Fuero  Real ,  la  cual  establece 
que  si  una  misma  cosa  se  mandare  primero  en  un  testa- 
mento y  después  en  otro  á  favor  de  distinta  persona,  valga 
la  primera  manda:  9o.  cuando  cesa  el  único  motivo  que 
tuvo  el  testador  para  hacer  el  legado,  pues  entonces  se  pre- 
.sume  la  revocación.  Así  es  que  si  habiendo  legado  el  testa- 
dor una  heredad  á  uno  de  sus  dos  herederos,  y  ordenado 
que  el  otro  tome  sobre  cierto  crédito  una  cantidad  igual  al 
valor  de  dicha  heredad,  enajenare  después  voluntaria- 
mente la  heredad  legada  quedando  por  lo  tanto  revocado  el 
legado  hecho  al  primer  heredero,  se  entenderá  que  revocó 
también  el  segundo  legado ,  porque  es  evidente  que  el  tes- 
tador no  tuvo  otra  mira  al  hacerlo  que  la  de  establecer  una 
perfecta  igualdad  entre  sus  dos  herederos  ;  ley  2b ,  D.  de 
uliihcnlis  legatis.  Así  es  también  que  si  el  testador  hace  un 
legado  à  una  persona  para  recompensarla  del  encargo  que 


le  da  de  conducir  su  cuerpo  à  cierto  lugar  que  habia  esco- 
gido para  su  sepultura  ,  y  declara  después  en  una  disposi- 
ción posterior  que  ya  no  quiere  ser  enterrado  en  dicho  lugar, 
se  entenderá  que  queda  revocado  el  legado  que  le  hizo  con 
aquel  motivo  ;  ley  30,  §  2,  dicho  tít.  del  Dig.  Así  es  por 
último  que  habrá  igualmente  lugar  para  presumir  la  revo- 
cación del  legado  que  hubiere  hecho  el  testador  á  su  albacea 
ó  ejecutor  testamentario  ,  si  después  por  otra  disposición  le 
releva  del  cargo  ó  nombra  en  su  lugar  á  otra  persona.  Del 
mismo  modo  podrá  inferirse  la  revocación  del  legado  de 
alimentos  hecho  á  cierta  persona  por  considerarla  en  estado 
de  pobreza  ,  si  después  se  hiciere  rica. 

2o.  Proviene  la  estincion  del  legado  de  parte  del  legata- 
rio en  los  casos  siguientes  :  —  Io.  cuando  el  legatario  muere 
antes  que  el  testador;  ley  3b ,  tít.  9 ,  Parí.  6;  siendo  de  ad- 
vertir que  á  los  que  reclaman  el  legado  como  habientes  de- 
recho del  legatario  toca  probar  que  este  es  quien  ha  sobre- 
vivido :  —  2o.  cuando  el  legatario  hubiese  muerto  antes  que 
el  testador,  y  creyéndole  vivo  le  hiciese  el  legado,  bien  que 
este  seria  nulo  en  tal  caso  ;  dicha  ley  3b  :  —  5o.  cuando  el 
legatario  muere  antes  del  cumplimiento  de  la  condición,  de 
que  el  testador  habia  hecho  depender  el  efecto  del  legado  ; 
leyes  7,  8  y  9 ,  tít.  4 ,  y  ley  34,  tít.  9,  Part.  6  :  —  4o.  cuando 
el  legatario  no  quiere  cumplir  la  condición  que  se  le  impuso, 
siendo  potestativa  ó  mixta  ,  ó  no  hace  las  diligencias  nece- 
sarias para  su  cumplimiento  ;  ley  14,  tít.  4,  y  ley  22,  tít.  9, 
Part.  6  : —  b°.  cuando  el  legatario  repudia  el  legado;  ley  36, 
lit.  9 ,  Part.  6  :  —  6o.  cuando  el  legatario  no  cumpliere  ó  no 
hiciere  cuanto  estuviese  de  su  parte  para  cumplir  la  carga 
que  se  le  impuso  al  hacerle  el  legado;  ley  21 ,  til.  9,  Part.  6  : 
—  7o.  cuando  el  legatario  fuese  incapaz  de  percibir  el  le- 
gado al  tiempo  de  la  muerte  del  testador,  siendo  puro  y  sim- 
ple ,  ó  ai  tiempo  del  cumplimiento  de  la  condición  siendo 
condicional;  ley  i,  tít.  9,  Part.  6,  y  doctrina  común:  — 
8o.  cuando  el  legatario  hubiese  adquirido  ya  por  título  lu- 
crativo la  cosa  legada ,  sea  del  mismo  legante  sea  de  un  ter- 
cero poseedor,  mas  no  si  la  hubiese  obtenido  por  título 
oneroso  ni  si  hubiese  recibido  de  otro  testador  únicamente 
su  estimación  ;  leyes  43  y  44,  tít.  9 ,  Part.  6  :  —  9o.  cuando 
el  legatario  se  hiciere  indigno  de  la  manda  que  se  le  habia 
dejado ,  como  si  hubiese  tenido  parte  en  la  muerte  del  tes- 
tador por  obra ,  consejo  ó  culpa,  ó  hubiese  usado  con  él  de 
sevicia,  ó  injuriado  gravemente  su  memoria,  ó  hubiese  co- 
metido adulterio  con  su  mujer,  ó  le  hubiese  impedido  mu- 
dar el  testamento  ya  hecho  usando  de  violencias  ó  amena- 
zas ;  ley  4,  lit.  9,  lib.  3  del  Fuero  Real,  ley  13,  tít.  7,  Part.  6; 
leyes  26  y  27,  tít.  i,  Part.  6.  Véase  Heredero ,  §§  VI ,  VII \ 
VIII,  IX  y  X. 

3o.  Proviene  la  estincion  de  los  legados  de  parte  de  la 
cosa  legada  en  los  casos  siguientes  :  —  Io.  cuando  la  cosa 
legada,  siendo  específica,  estoes,  determinada  y  cierta, 
perece  totalmente  durante  la  vida  del  testador  ;  pero  no 
cuando  es  genérica  ó  de  cantidad,  porque  ni  el  género  ni  la 
cantidad  se  entiende  que  perecen  :  —  2o.  cuando  durante  la 
vida  del  testador  se  muda  esencialmente  la  forma  que  cons- 
tituía la  sustancia  de  la  cosa  legada ,  aunque  subsista  la  ma- 
teria ;  porque  lo  que  constituye  la  sustancia  de  cada  cosa  no 
es  tanto  la  materia  de  que  se  compone,  como  la  forma  que 
le  es  propia  ,  que  la  caracteriza  de  un  modo  esencial,  y  que 
la  diferencia  de  las  demás  cosas  :  —  3o.  cuando  después  de 
la  muerte  del  testador  perece  asimismo  totalmente  la  cosa 
legada ,  siendo  especifica ,  sin  culpa  del  heredero  y  sin  he- 
cho alguno  de  este  que  diere  motivo  á  la  pérdida  :  4o.  cuan- 
do la  cosa  legada  sale  del  comercio  de  los  hombres  vi- 
viendo el  testador  ó  después  de  su  muerte  sin  culpa  del 
heredero. 

Sigúese  de  la  regla  esiablecida  en  el  primer  caso  :  — 
Io:  que   el  \egado  de  la  cosa  específica  se  estingue  por  la  es- 
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tinción  de  la  cosa  ,  ora  sea  esta  corporal ,  como  un  buey  ó 
nn  caballo,  oía  sea  incorporal  como  un  crédito  ;  de  modo 
que  si  el  caballo  ó  el  buey  muere,  ó  el  crédito  se  estingue 
por  haberlo  pedido  y  cobrado  el  testador,  no  quedará- obli- 
gado á  nada  el  heredero  ;  ley  21,  D.  de  liberal,  leg.,  y  ley  Ib, 
til.  9,  Part.  6  :  —  2o.  que  el  legado  de  una  cosa  indeter- 
minada ,  como  de  uno  de  los  caballos  del  testador  sin  haber 
designado  cuál ,  no  se  eslingue  por  la  muerte  de  uno ,  dos  ó 
mas  de  dichos  caballos,  á  no  ser  que  todos  hubiesen  pe- 
recido (  véase  Legado  genérico  )  :  —  3o.  que  el  .'-"gado  de 
ciçrta  cantidad  de  dinero,  como  de  mil,  dos  mil  ó  diez 
mil  reales,  no  queda  tampoco  estinguido  por  la  pérdida 
de  esta  cantidad  ,  porque  no  es  precisamente  la  cantidad 
que  existe  en  las  gavetas  del  testador  la  que  se  lega , 
sino  una  suma  de  dinero  en  abstracto  :  —  4o.  que  el  legado 
alternativo  de  dos  cosas  ciertas,  como  de  un  caballo  ó  de  un 
buey  no  se  estingue,  sino  por  la  pérdida  de  las  dos  cosas,  de 
suerte  que  pereciendo  solamente  la  una  subsistirá  el  legado 
en  la  otra  ;  pero  si  el  heredero  ofreciese  una  de  ellas  al  le- 
gatario ,  constituyéndole  en  mora  de  recibirla ,  la  pérdida  de 
la  cosa  ofrecida  causaría  entonces  la  estincion  del  legado, 
porque  de  alternativo  que  era  pasó  por  la  oferta  y  la  demora 
á  ser  determinado  á  la  cosa  ofrecida  :  —  5o.  que  como  para 
la  estincion  del  legado  es  necesario  que  perezca  totalmente 
la  cosa  legada,  subsiste  aquel  en  cuanto  á  la  parte  que  res- 
tare de  ella  ;  de  manera  que  si  me  legó  un  rebaño  de  mil 
ovejas  v.  gr.,  y  à  la  muerte  del  testador  no  se  encuentra  mas 
que  una  oveja  por  haber  perecido  las  demás,  se  me  deberá 
entregar  esta  oveja  que  queda  ,  porque  aunque  una  sola  no 
pueda  formar  un  rebaño ,  sin  embargo  cuando  queda  una  res 
de  las  que  lo  componían  puede  decirse  con  verdad  que  el 
rebaño  no  se  ha  destruido  entera  y  totalmente,  y  que  la  res 
que  subsiste  es  una  parte  del  rebaño  legado  ;  ley  22 ,  D.  de 
legatis  i,  y  §  18 ,  Instit.  de  legalis  ;  y  por  la  misma  razon^  si 
me  legó  una  casa  que  después  se  destruyó  por  un  incendio 
ó  por  otra  causa,  se  me  deberá  dar  el  área  ó  solar,  por  ser 
una  parte  de  la  casa ,  la  cual  no  quedó  de  consiguiente  des- 
truida por  entero,  debiéndoseme  entregar  también  por  ac- 
cesoria del  área  ó  solar  la  casa  que  de  nuevo  hubiese  levan- 
tado sobre  ella  el  testador  ;  d.  ley  22 ,  ley  44 ,  §  4 ,  D.  de 
legatis  1,  y  ley  37,  lit.  9,  Part.  6  :—  6o.  que  pereciendo 
totalmente  la  cosa  legada  durante  la  vida  del  testador,  no 
tiene  derecho  el  legatario  á  lo  que  resta  de  ella,  ni  tampoco 
á  los  accesorios  ;  y  así ,  muerto  el  buey  que  se  te  habia  le- 
gado, no  puedes  pedir  la  piel  ni  la  carne  :  Mortuo  bove  qui 
legatus  est,  ñeque  corium,  ñeque  caro  debetur;  ley  49,  D. 
de  legatis  2  ;  igualmente  deshecha  la  nave  que  se  te  dejó  en 
el  testamento ,  no  puedes  pedir  las  tablas  :  Nave  légala  dis- 
solula,  nec  materia  debetur;  ley  88,  §  2,  D.  de  legalis  3  ; 
porque  un  buey  perece  totalmente  cuando  muere  y  la  nave 
queda  totalmente  destruida  cuando  se  deshace,  sin  que  pueda 
decirse  que  el  buey  legado  subsiste  en  parte  por  el  cadáver 
que  queda,  ni  la  nave  por  las  tablas  de  que  se  componía,  pues 
que  no  son  mas  que  restos  de  cosas  que  han  existido  y  ya  no 
existen  ;  y  lo  mismo  debe  decirse  de  los  accesorios  de  la  cosa 
ligada  ,  pues  que  no  siendo  comprendidos  en  el  legado  por  sí 
mismos  sino  solo  como  accesorios  de  la  cosa  principal ,  dejan 
de  ser  accesorios  cuando  esta  no  subsiste  :  quœ  accessionum 
locum  oblinent,  exlingunlur  cwh  principales  res  peremplce 
fuainl  ;  de  modo  que  si  habiéndose  hecho  la  manda  de  una 
carreta  ó  carro,  muriesen  en  vida  del  testador  las  bestias 
que  lo  solían  traer,  se  estingue  totalmente  la  manda  (  á  no 
ser  que  aquel  hubiese  puesto  otras  bestias  en  lugar  de  las 
muertas  ),  sin  que  pueda  el  legatario  pedir  la  carreta  ,  por 
considerarse  .aquellas  en  el  derecho  romano  como  principa- 
les y  esta  como  accesoria  ;  ley  42,  lit.  9,  Part.  G. 

De  la  regla  sentada  en  el  caso  segundo  resulta  :  —  Io.  que 
si  habiendo  legado  el  testador  una  cantidad  de  lana  que  te- 


nia en  su  poder,  la  convierte  después  en  tela  ó  en  vestidos, 
quedará  estinguido  el  legado  por  la  mudanza  de  forma  y  de 
consiguiente  por  la  estincion  de  la  cosa  legada:  Lana  leíala, 
vestem  quœ  ex  ea  facía  sit  deberi  non  placct  ;  ley  88  ,  D.  de 
legatis  3  ;  porque  aunque  la  materia  no  se  haya  destruido, 
sino  que  se  encuentre  en  la  tela  ó  vestidos  que  se  han  hecho 
de  ella,  sin  embargo  como  no  subsiste  ya  en  la  forma  de 
lana,  puede  decirse  con  verdad  que  no  subsiste  la  cosa  le- 
gada, sino  otra  diferente  de  ella  :  —  2o.  que  no  se  entiende 
haber  perecido  la  cosa  legada  mientras  subsiste  la  forma  que 
constituye  su  sustancia ,  aunque  no  quede  ya  nada  de  la  an- 
tigua materia  de  que  estaba  compuesta  ;  y  así  es  que  si  un 
edificio ,  un  molino  ó  un  buque  han  sido  reparados  tantas 
veces  después  del  testamento  que  no  resta  ya  nada  ó  casi 
nada  de  las  diferentes  partes  de  que  al  principio  se  compo- 
nía, sin  embargo  por  el  hecho  de  mantener  siempre  su  forma 
de  edificio ,  molino  ó  buque,  se  considera  que  la  cosa  es  la 
misma  que  fué  legada  ;  y  el  legado  por  consiguiente  no  se 
estingue  ;  ley  6S,  g  2,  D.  de  legatis  2  ,  y  ley  24,  §  4 ,  D.  de 
legatis  1  : —  3o.  que  por  la  misma  razón  cuando  se  ha  legado 
un  rebaño  ó  el  surtido  de  una  tienda  ,  aunque  no  quede  ya 
ninguna  de  las  cabezas  que  formaban  el  rebaño  ni  ninguna 
de  las  mercancías  que  abastecían  la  tienda  en  la  época  del 
testamento  por  haberlas  subrogado  con  otras  reses  y  otras 
mercancías,  sin  embargo,  habiendo  permanecido  siempre 
en  su  estado  el  rebaño  y  la  tienda ,  no.se  estingue  el  legado 
y  puede  pedir  el  legatario  la  entrega  del  rebaño  y  del  sur- 
tido de  la  tienda  que  se  encuentren  á  la  muerte  del  testador: 

—  4o.  que  no  toda  mudanza  en  la  forma  de  la  cosa  legada 
produce  su  destrucción  ni  tampoco  la  estincion  del  legado, 
sino  solo  la  mudanza  ó  variación  dé  aquella  forma  que  cons- 
tituía su  sustancia  ;  y  así  es  que  si  el  testador  legó  un  pedazo 
de  tierra,  y  después  del  testamento  construyó  en  él  un  edi- 
ficio, la  mudanza  que  ha  habido  en  la  forma  del  pedazo  de 
tierra  desnuda  por  la  construcción  del  edificio  no  produce 
la  estincion  del  legado  de  la  tierra,  porque  la  forma  que 
constituye  su  sustancia  no  se  ha  destruido,  y  la  del  edificio 
que  le  ha  sobrevenido  es  solo  accidental  ;  de  modo  que  el 
legatario  podrá  pedir  la  entrega  del  pedazo  de  tierra  con  el 
edificio  que  está  inherente  á  él  y  hace  parte  del  mismo  :  Si 
areœ  legalœ  domus  sil  imposita  debebilur  legatario  ,  nisi 
lestator  mutavil  volunlatem  (  lo  que  habria  de  probar  el  he- 
redero )  ;  ley  44 ,  §  4 ,  D.  de  legalis  1,  y  ley  57,  lit.  9, 
Part.  6. 

De  la  regla  que  se  establece  en  el  caso  tercero ,  se  sigue  : 

—  Io.  que  si  la  cosa  legada  se  ha  destruido  totalmente  des- 
pues de  la  muerte  del  testador,  debe  pertenecer  al  legatario 
todo  lo  que  resta  de  ella;  de  modo  que  si  el  legado  es  de  un 
buey,  por  ejemplo  ,  deberán  darse  al  legatario  la  piel  y  la 
carne,  porque  habiendo  adquirido  ya  el  dominio  de  la  cosa 
legada  ,  no  puede  menos  de  ser  suyo  todo  lo  que  de  ella 
quedare  por  la  regla  de  meum  est  quod  ex  re  mea  superesl; 
y  también  deberán  dársele  por  la  misma  razón  les  acceso- 
rios de  la  cosa  legada,  como  las  jarcias  de  la  nave  destruida, 
los  jaeces  y  guarniciones  del  caballo  muerto  y  los  utensilios 
del  molino  arruinado  :  —  2o.  que  si  la  cosa  legada  ha  pere- 
cido por  culpa  ó  hecho  del  heredero,  deberá  este  pagar  su 
estimación  al  legatario  ó  resarcirle  los  perjuicios;  y  se  en- 
tiende que  hay  culpa  del  heredero  si  no  guarda  la  cosa  ó  no 
la  hace  guardar  como  las  suyas  propias  ó  retardó  su  entrega 
á  sabiendas  por  no  querer  hacerlo  ó  por  negligencia  :  ley  h  1 , 
til.  9,  Part.  6  :  —  5o.  que  no  estaría  obligado  el  heredero  á 
indemnización,  alguna  si  hubiese  hecho  perecer  la  cosa  legada 
por  un  acto  obligatorio  sin  culpa  alguna  de  su  parle,  como  por 
ejemplo,  si  hubiese  dado  muerte  á  un  caballo  que  padecía 
muermo,  por  obedecer  á  una  ordenanza  de  policía  ,  ó  s¡  en 
el  caso  de  un  incendio  derriba  la  casa  por  cortar  la  comuni- 
cación del  fuego  :  —  4o.  que  siendo  varios  los  herederos  qu© 
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debian  entregar  la  cosa  legada  ,  debe  ser  responsable  solo 
aquel  que  hubiese  sido  culpable  de  su  pérdida  ó  de  la  tar- 
danza en  su  entrega,  quedando  libres  los  demás;  ley  48, 
§  l,  D.  de  legatis  i. 

Finalmente,  de  la  regla  del  caso  cuarto  se  sigue  :—  Io.  que 
si  la  cosa  legada  en  testamento  ó  codicilo  se  hizo  después 
incapaz  de  legado,  por  pasar  á  sagrada  ó  pública  ó  por  otra 
razón ,  quedará  eslinguido  el  legado  y  no  deberá  dar  el  he- 
redero su  estimación  ni  hacer  resarcimiento  al  legatario,  á  no 
haber  mediado  culpa  ó  hecho  voluntario  de  parte  de  aquel  ; 
ley  15,  lit.  9,  Part.  6  :  —  2o.  que  si  se  tomó  por  el  gobierno 
la  cosa  legada  después  de  muerto  el  testador  para  algún  ob- 
jeto de  utilidad  pública  con  la  carga  de  pagarla  ó  dar  una 
indemnización  á  los  propietarios,  no  hay  duda  de  que  el  le- 
gatario debe  percibir  la  indemnización  ó  paga,  pues  que  ya 
habia  adquirido  la  cosa  por  la  muerte  de  aquel  y  se  habia 
hecho  dueño  de  ella;  pero  si  habia  salido  ya  à  pública  vi- 
viendo el  testador,  nada  debería  el  heredero,  ni  el  legatario 
percibiría  la  paga  ó  indemnización  ofrecida. 

De  la  aceptación  de  los  legados. 

LI.  Como  á  nadie  se  puede  hacer  beneficio  contra  su  vo- 
luntad, son  libres  los  legatarios  en  aceptar  ó  repudiar  los 
legados  que  se  les  hacen.  Véase  Aceptación  de  legados. 

Acciones  que  competen  á  los  legatarios  para  pedir 
sus  legados. 

LU.  Si  los  legados  fueren  específicos  y  hechos  absoluta- 
mente ó  sin  condición,  puede  el  legatario  reclamarlos  por  la 
acción  rci vindicatoria,  pues  se  le  trasfiere  el  dominio  de 
ellos  luego  que  fallece  el  testador  sin  necesidad  de  la  entre- 
ga; y  el  heredero  debe  entregarlos  ó  en  el  pueblo  de  su  do- 
micilio, ó  en  aquel  donde  se  halle  la  cosa  legada  ,  ó  donde 
exisla  la  mayor  parte  de  los  bienes  del  testador,  á  no  ser 
que  este  hubiese  designado  el  lugar  donde  haya  de  hacerse 
la  entrega.  Mas  si  el  legado  fuere  genérico,  no  compete  al  le- 
gatario la  reivindicación,  sino  acción  personal  é  hipoteca- 
ria, por  cuanto  no  se  traslada  el  dominio  hasta  la  entrega 
del  legado  ;  y  lo  puede  pedir  al  heredero  en  el  lugar  donde 
este  habita  ó  empieza  á  pagar  las  mandas,  ó  en  el  designado 
por  el  testador,  ó  donde  exista  la  mayor  parte  de  los  bienes 
de  la  herencia;  ley  48,  lit.  9,  Part.  6. 

LUI.  Si  el  testador  legó  alguna  cosa  que  estaba  en  otro 
lugar,  dudando  si  estaba  ó  no  viva,  debe  el  heredero  dar 
caución  y  seguridad  al  legatario  de  que  la  buscará,  y  de  que 
hallada  se  la  entregará  ,  practicando  á  su  costa  las  compe- 
tentes diligencias,  de  suerte  que  el  legatario  nada  tenga  que 
espender;  ley  12,  til.  9,  Part.  6.  Y  lo  mismo  procede  cuan- 
Id  el  testador  sabe  que  existe  ,  aunque  en  paraje  remoto  , 
pues  el  heredero  ha  de  buscarla  à  sus  espensas  y  eutregarla 
al  legatario;  Grey.  López  en  elidía  ley  12,  gl.  2. 

LIV.  Si  en  las  cosas  legadas  hay  frutos  pendientes  y  ma- 
nifiestos al  tiempo  de  la  muerte  del  testador,  y  no  dispuso 
de  ellos,  tocan  al  legatario,  porque  son  parte  del  fundo  y  se 
consideran  una  cosa  con  él  ;  pero  no  puede  decirse  lo  mis- 
mo de  los  frutos  separados;  Castillo,  de  usufructo,  lib.  1, 
cap.  42.  Mas  no  se  deben  al  legatario  los  frutos  de  la  cosa 
genérica  ó  ajena  ,  sino  desde  que  se  constituye  en  mora  el 
heredero,  y  se  le  interpela  en  juicio  para  su  entrega,  que  es 
desde  la  contestación  del  pleito  ;  porque  no  adquiere  dominio 
en  lo  legado,  como  cuando  la  cosa  es  específica  y  propia  del 
testador.  Y  lo  mismo  procede  por  la  propia  razón  cuando  el 
legado  es  del  quinto  ó  de  otra  parte  ó  cuota  de  bienes  del 
testador  sin  asignación  de  los  que  se  han  de  dar  en  pago  al 
legatario  ,  como  también  en  todos  los  casos  en  que  no  se 


traspase  al  legatario  el  dominio  de  la  cosa  legada ,  pues  en. 
ellos  no  se  le  deberán  los  frutos  hasta  que  se  le  trasfiera. 

Por  lo  demás  ,  en  cada  especie  de  legados  ,  se  ha  tratado 
ya  de  los  derechos  que  en  ellos  competen  al  legatario. 

LV.  Si  no  hay  heredero  instituido  ni  legitimo,  puede  diri- 
girse el  legatario  al  albacea  ó  ejecutor  testamentario,  y  en. 
su  defecto  pedir  que  se  nombre  curador  de  los  bienes  ya- 
centes ,  con  quien  se  practiquen  las  diligencias  necesarias 
para  que  tenga  efecto  la  voluntad  del  testador. 

De  la  cuarta  falcidia. 

LVI.  À  veces  los  testadores  reparten  todos  sus  bienes  en 
legados,  de  suerte  que  nada  queda  al  heredero.  Los  Roma- 
nos para  asegurar  la  admisión  de  la  herencia  dieron  la  fa- 
mosa ley  Falcidia,  según  la  cual  podia  el  heredero  estraño, 
no  el  forzoso,  porque  este  tenia  siempre  su  legítima  ,  detraer 
de  cada  legado  la  parte  que  fuese  bastante  para  completar 
la  cuarta  de  la  herencia  que  siempre  le  debía  quedar  salva; 
y  á  su  imitación  las  leyes  del  tít.  11  ,  Partida  6  ,  adoptaron 
igual  disposición,  hasta  que  viniendo  la  ley  1,  tít.  18,  lib.  10, 
Nov.  Rec,  en  que  se  ordena  que  valgan  las  mandas  y  todo 
lo  demás  contenido  en  el  testamento  aun  sin  la  adición  del 
heredero  instituido,  ha  empezado  á  dudarse  si  todavía  debe 
tener  lugar  la  cuarta  falcidia  ó  si  debe  considerarse  suprimi- 
da respecto  de  haber  cesado  la  razón  que  la  introdujo. 
Véase  Cuarta  falcidia. 

De  la  interpretación  de  los  legados. 

LVII.  En  los  legados  hay  á  veces  cosas  dudosas  ú  oscu- 
ras; de  suerte  que  es  indispensable  acudir  á  las  reglas  déla 
buena  interpretación.  Véase  Interpretación  de  los  testa- 
mentos. 

LEGAL.  Lo  que  está  prescrito  por  ley  ó  es  conforme 
á  ella.  Así  se  llaman  penas  legales  las  que  están  prescritas 
por  las  leyes  para  tales  ó  tales  crímenes  ó  delitos ,  á  dife- 
rencia de  las  penas  arbitrarias  que  dependen  de  la  opinion 
de  los  jueces. 

LEGALIZACIÓN.  La  declaración  que  un  oficial  público 
da  por  escrito  al  pié  de  un  instrumento  atestando  la  verdad 
de  las  firmas  puestas  en  él ,  así  como  las  calidades  de  las 
personas  que  le  han  hecho  y  autorizado ,  para  que  se  le  dé 
crédito  en  todas  partes.  Así  es  que  cuando  se  tiene  que  pre- 
sentar una  escritura  en  un  tribunal  donde  no  es  conociólo  el 
escribano  que  la  recibió,  se  debe  legalizar  con  tres  escribanos 
que  certifiquen  déla  firma,  signo  y  legitimidad  de  aquel(I). 
Cuando  el  documento  se  ha  de  presentar  en  pais  es- 
tranjero,  ha  de  ir  legalizado  por  el  magistrado  superior  de  la 
provincia  y  el  cónsul  de  aquel  pais  si  le  hubiere;  y  á  veces 
se  exige  la  legalización  del  ministro  de  justicia  ó  del  despa- 
cho de  que  dependa  el  empleado  público  que  hubiere  esten- 
dido el  instrumento,  la  del  de  estado  ó  negocios  estranjeros 
y  la  del  embajador  de  la  nación  en  que  hubiere  de  pre- 
sentarse (2). 

LEGALIZAR.  Autorizar  un  instrumento  certificando 
en  forma  auténtica  acerca  de  su  verdad  y  legalidad.  Véase 
Legalización. 

LEGAR.  Dejar  una  persona  á  otra  alguna  manda  en  su 

(1)  Greg.  Lopezenlaglos.  fin.  de  la  ley  8  ,  tít.  18.  Part.  5;  V. 
Murillo,  Curs.  jur.  can.,  lib.  1  ,  n.  179;  Febr.  rnej.,  tora.  3, 
pág.  50,  y  pág.  159,  n.  50. 

(2)  Orden  del  supremo  gobierno  de  Méjico,  publicada  por  ban- 
do á  5  de  julio  de  i 824,  art.  5,  por  la  cual  deben  presentarse  los 
documentos  al  ministerio  de  relaciones,  á  fin  de  que  por  él  se  com- 
prueben y  certifiquen  las  íiriiias  de  los  escribanos,  y  despues  á  los 
respectivos  cónsules  para  el  mismo  efecto. 
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testamento  ó  codicilo  ;  —  y  enviar  alguno  de  legado  ó  con 
alguna  legacía.  Véase  Legado. 

LEGATARIO.  La  persona  á  quien  se  deja  alguna  man- 
da en  testamento  ó  codiciio.  Véase  Legado  ,  %%  IV,  V,  VI , 
VII ,  VIII ,  IX ,  X ,  XI ,  XII ,  X11I ,  XIV,  XV,  XVI  y  XVII. 

LEGISLACIÓN.  La  ciencia  de  las  leyes;  y  el  cuerpo 
6  conjunto  de  leyes  por  las  cuales  se  gobierna  un  Estado. 

LEGISLADOR.  El  que  da  ó  establece  leyes.  Legislato- 
ris  boni  offiviurn  in  his  duobus  potissimum  versatur  :  pri- 
nurn,  ut  statula  sua  loco,  lempori  ,personis  ac  rebus  accom- 
nodet;  deinde  ut  aperta  sint,  et  si  dubitatio  incidat,  ab  ipso 
nuciore  interpretentur,  non  ab  alus  pro  suo  affeclu.  Véase 
Interpretación. 

LEGISLAR.  Dar  ó  establecer  leyes. 

LEGISLATIVO.  Se  aplica  al  cuerpo  ó  código  de  leyes; 
y  al  derecho  ó  potestad  de  hacerlas  (I). 

LEGISLATURA.  El  cuerpo  legislativo  en  actividad,  y 
el  tiempo  de  su  duración. 

LEGISTA.  El  letrado  ó  profesor  de  leyes  ó  de  jurispru- 
dencia, y  el  que  las  estudia. 

LEGÍTIMA.  La  parte  de  herencia  que  se  debe  por  dis- 
posición de  la  ley  á  los  herederos  forzosos;  ó  bien,  una  por- 
ción que  la  ley  confiere  á  ciertos  herederos  presuntivos  en 
los  bienes  que  hubieran  recogido  en  totalidad  sin  las  dispo- 
siciones que  el  difunto  ha  hecho  de  ellos  en  perjuicio  suyo. 
Es  un  remedio  introducido  contra  las  liberalidades  indiscre- 
tas de  los  que  naturalmente  deben  proveer  á  la  subsistencia 
de  sus  sucesores  ab  intestato;  un  socorro  mandado  por  la 
naturaleza  y  arreglado  por  la  ley. 

I.  El  propietario  que  no  tiene  herederos  naturales  ,  esto 
es ,  descendientes  ó  ascendientes ,  puede  dejar  sus  bienes  á 
quien  le  parezca  ;  mas  para  el  caso  de  tenerlos  se  ha  estable- 
cido la  legítima ,  de  la  cual  no  podrá  el  padre  privar  á  los 
hijos ,  ni  el  hijo  á  los  padres  sino  por  causas  señaladas  en  la 
ley  y  probadas  judicialmente.  No  deja  de  haber  razones  po- 
derosas para  dejar  á  todos  los  individuos  una  libertad  ilimi- 
tada de  disponer  de  sus  bienes  en  la  forma  que  mas  les  aco- 
mode, aun  cuando  tengan  descendientes.  Revestido  un  padre 
de  este  poder  seria  mirado  como  un  magistrado  establecido 
para  fomentar  la  virtud  y  reprimir  el  vicio  en  el  pequeño 
estado  que  se  llama  familia  ,  haria  mas  respetable  la  auto- 
ridad paterna  y  aseguraría  la  sumisión  de  los  hijos,  se 
acomodaría  en  la  distribución  de  sus  bienes  no  solo  á  la 
diversidad  délos  méritos  sino  también  á  la  de  los  casos  y 
circunstancias,  y  tomaría  en  consideración  las  necesidades 
que  habrían  de  tener  respectivamente  después  de  su  muerte 
las  personas  que  dependen  de  él.  Pero  como  la  historia  nos 
presenta  algunos  padres  que  se  convierten  en  tiranos,  pa- 
dres que  seducidos  por  los  falsos  halagos  de  una  persona 
interesada  le  sacrifican  las  mas  dulces  afecciones  oe  la  natu- 
raleza, padres  que  sacrifican  los  frutos  de  su  antigua  ter- 
nura ;  ha  sido  preciso  que  la  ley  limitase  una  facultad  que 
pcHia  ser  perniciosa,  y  se  entrometiese  en  el  arreglo  de  los 
derechos  y  obligaciones  entre  ascendientes  y  descendientes , 
fijando  por  una  parte  la  cuota  de  bienes  que  mutuamente 
deben  dejarse ,  y  señalando  por  otra  las  causas  que  los  hacen 
indignos  de  la  reclamación  de  sus  derechos ,  á  fin  de  evitar 
de  un  lado  la  tiranía  y  el  abandono,  y  del  otro  la  ingratitud 
y  falta  de  sumisión. 


(1)  El  art.  U  de  lasbnses  constitucionales  de  Méjico  dice  :  «  El 
ejercicio  del  supremo  poder  nacional  continuará  dividido  en  le- 
gislativo,ejecutivoy  judicial,  que  no  podrán  reunirse  en  ningún 
caso  ni  por  ningún  pretesto.  »  —  La  5a.  ley  constit.  trata  del  po- 
der legislativo,  de  sus  miembros,  y  de  cuanto  dice  relación  á  la 
formación  de  las  leyes;  pero  no  hay  necesidad  de  repetir,  y  véase 
Cámara  de  diputados,  Cámara  de  senadores,  Sesiones,  Diputa- 
ción permanente  y  Ley. 


Legitima  de  los  descendientes. 

II.  La  ley  que  concede  la  legítima  á  los  hijos ,  puede  lla- 
marse non  scripla  sed  nata  lex;  ha  nacido ,  por  decirlo  así, 
con  la  especie  humana,  ha  precedido  á  todas  las  constitu- 
ciones civiles  y  políticas,  y  la  naturaleza  misma  la  ha  grabado 
en  el  corazón  de  todos  los  padres.  Tenemos  en  efecto  dentro 
de  nosotros  mismos  la  idea  de  que  criar  al  hijo  á  quien  he- 
mos dado  la  existencia ,  y  dejarle  con  que  procurarse  ali- 
mentos cuando  ya  no  podremos  proveérselos,  son  dos  de- 
beres ligados  íntimamente  entre  sí  y  de  los  cuales  el  uno  es 
la  consecuencia  necesaria  del  otro. 

III.  Hubo,  sin  embargo,  un  tiempo  en  que  los  Romano 
desconocieron  tan  sagrados  deberes  :  su  primer  legislador 
Rómulo  les  habia  dado  un  poder  absoluto  de  vida  y  de 
muerte  sobre  sus  hijos  :  soberanos  en  sus  familias,  y  mas 
déspotas  que  padres ,  no  escuchaban  sino  el  furor  del  mando 
y  de  la  guerra  que  formaba  su  carácter  dominante;  y  no 
contentos  con  entregarse  á  estas  impresiones  durante  su 
vida,  encontraron  todavía  el  medio  de  reinar  después  de  su 
muerte  sobre  toda  su  posteridad.  La  ley  de  las  xn  Tablas  les 
permitió  disponer  por  testamento  de  todo  su  patrimonio  y 
preferir  así  los  estraños  á  su  propia  sangre.  Si  este  permiso 
era  injusto ,  á  lo  menos  era  consiguiente  ;  pues  que  teniendo 
entonces  los  padres  el  derecho  de  quitar  la  vida  á  sus  hijos , 
debian  tener  con  mas  razón  el  de  escluirlos  de  su  sucesión 
sin  causa  y  sin  motivo. 

IV.  Pero  bien  pronto  la  ferocidad  romana  quedó  suavizada 
por  los  pueblos  mismos  que  habían  sido  sus  víctimas,  y 
aquellos  escesos  de  autoridad  fueron  contenidos  dentro  de 
los  límites  de  la  razón  y  de  la  justicia.  El  derecho  de  vida  y 
de  muerte  quedó  reducido  á  una  simple  corrección ,  á  un 
castigo  moderado ,  y  se  sometió  á  un  tribunal  superior  el 
uso  que  el  padre  hacia  de  su  facultad  de  testar.  Cuando  ha- 
bia abusado  de  ella  ,  cuando  habia  lanzado  temerariamente 
el  rayo  de  la  desheredación ,  se  miraba  su  testamento  como 
efecto  de  una  pasión  ciega,  ó  como  obra  de  un  espíritu 
desarreglado  ;  y  se  permitía  á  los  hijos  atacarlo  por  la  que- 
rella de  inoficiosidad. 

V.  Habiendo  llegado  á  ser  demasiado  frecuentes  estas 
quejas ,  se  buscó  el  medio  de  hacerlas  mas  raras;  y  así  como 
se  habia  concedido  á  los  herederos  estraños  el  beneficio  de 
la  falcidia  y  de  la  trebeliánica  ,  se  tuvo  también  por  conve- 
niente dar  à  los  hijos  cierta  porción  de  los  bienes  de  su  pa- 
dre ,  que  se  llamó  legitima,  porque  era  independiente  de  su 
voluntad  ,  y  se  deferia  únicamente  por  ministerio  de  la  ley. 
Al  principio  ,  por  mas  de  doce  siglos,  la  legítima  de  los 
hijos,  cualquiera  que  fuese  su  número,  así  como  la  de  los 
ascendientes  y  la  de  los  hermanos ,  no  pasó  de  la  cuarta 
parte  de  los  bienes  que  hubieran  recibido  ab  i7ileslalo,  como 
resulta  de  la  ley  8,  §  8,  D.  de  inoficioso  testamento  ,  y  de  la 
ley  6  ,  C.  del  mismo  titulo  ;  y  solo  en  la  decadencia  de  aquel 
grande  imperio  la  aumentó  Justiniano  por  su  novela  18,  cap.  i, 
hasta  la  tercera  parte  cuando  los  hijos  ó  hermanos  eran 
cuatro  ó  menos ,  y  hasta  la  mitad  cuando  eran  mas  de  cuatro. 

VI.  La  ley  de  Justiniano  fué  adoptada  sin  contradicción 
en  la  mayor  parte  de  los  pueblos  civilizados.  Sin  embargo, 
hay  algunos ,  como  por  ejemplo  el  antiguo  reino  de  Aragon , 
donde  los  padres  tienen  para  la  disposición  de  sus  bienes  y 
la  desheredación  de  sus  hijos  el  mismo  poder  que  la  ley  de 
las  xn  Tablas  concedía  á  los  antiguos  Romanos,  y  los  hijos 
son  por  cierto  los  mas  sumisos  y  obedientes  á  sus  padres  ,  y 
las  familias  son  precisamente  las  mas  morales  y  compactas. 
Lo  mismo  sucede  en  una  gran  parte  de  Inglaterra;  no  se 
admite  en  este  pais  la  detracción  de  la  legítima  en  ciertos 
bienes  de  que  el  poseedor  ha  dispuesto  por  testamento;  pero 
hay  parajes  donde  los  demás  bienes  se  dividen  en  1res  por- 
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ciones,  de  las  cuales  la  una  es  para  la  viuda ,  la  segunda 
para  los  hijos,  y  de  la  tercera  puede  disponer  el  padre  como 
quisiere. 

Vil.  Natural  era  que  las  Partidas  ,  que  apenas  se  apar- 
taron del  derecho  romano ,  abrazasen  para  los  reinos  de 
Castilla  la  disposición  de  la  novela  de  Justiniano  ;  y  así  es 
en  efecto  que  según  la  ley  17,  tít.  1  ,  Part.  6  ,  «  la  legítima 
parte  que  deben  aver  los  fijos ,  es  esta ,  que  si  fueren  cuatro, 
ó  dende  ayuso,  deben  aver  de  lastres  partes  la  una ,  de 
todos  los  bienes  de  aquel  á  quien  heredan  ;  et  si  fueren 
cinco  ó  mas  ,  deben  aver  la  mitad.  » 

VIII.  Pero  ya  antes  de  las  Partidas  estaba  arreglada  por 
!a  ley  1,  tít.  o  ,  lib.  4  del  Fuero  Juzgo,  y  por  las  leyes  9  , 
tít.  5,  y  7,  tít.  12,  Hb.  3  del  Fuero  Real  ,'la  legítima  de  los 
hijos,  cualquiera  que  fuese  su  número,  á  las  cuatro  quintas 
partes  de  la  herencia,  de  suerte  que  no  podian  disponer 
libremente  los  padres  sino  del  quinto  de  sus  bienes;  y  las 
leyes  de  Toro,  especialmente  la  ley  28,  confirmaron  las 
citadas  leyes  del  Fuero  Real ,  prohibiendo  á  los  que  tuviesen 
hijos  ó  descendientes  legítimos  el  dejar  à  ninguno  de  ellos 
por  via  de  mejora  en  perjuicio  de  los  otros ,  ni  á  los  estraños, 
mas  del  quinto  de  sus  bienes  en  vida  ó  en  muerte ,  y  dejando 
<asi«sin  efecto  sobre  legítimas  las  leyes  de  las  Partidas. 
i  IX.  Ademas  ,  para  que  los  padres  puedan  atender  á  los 
méritos  y  necesidades  de  cada  uno  de  sus  hijos ,  tienen  fa- 
cultad para  dejar  á  cualquiera  de  ellos  ,  fuera  de  lo  que  les 
corresponda  por  su  legítima,  la  quinta  ó  la  tercera  parte  de 
sus  bienes  ,  ó  una  y  otra  juntamente;  lo  cual  se  llama  me- 
jorar, y  produce  una  diminución  proporcional  en  las  legí- 
timas ;  ley  1 ,  lit.  b ,  ¿¿6.  lí  del  Fuero  Juzgo  .y  ley  9 ,  tít.  5 , 
lib.  3  del  Fuero  Real.  Véase  Mejora  de  tercio  y  quinto. 

X.  Puede  el  padre,  mientras  vive,  hacer  partición  desús 
bienes  ,  y  entregar  á  sus  hijos  las  legítimas  que  después  de 
su  muerte  les  habían  de  tocar;  y  hay  (¿uien  opina  que  estos 
están  obligados  á  recibirlas,  á  no  ser  que  pudiera  perjudi- 
carles dicha  entrega,  por  ser  v.  gr.  menores  ó  pródigos; 
pero  no  puede  obligarse  al  padre  á  que  las  anticipe  ,  porque 
no  las  debe  hasta  su  fallecimiento. 

Aunque  el  padre  haya  entregado  en  vida  á  sus  hijos  los  bie- 
nes divididos ,  puede  revocar  la  partición ,  pues  no  se  tiene 
por  una  donación  simple  sino  por  una  disposición  última  que 
es  revocable  hasta  la  muerte  ;  á  no  ser  que  la  hubiese  de- 
clarado irrevocable  y  los  hijos  estuviesen  fuera  de  la  patria 
potestad  por  casamiento  ó  emancipación ,  pues  en  tal  caso  se 
les  traspasa  irrevocablemente  el  dominio  de  los  bienes  por 
el  hecho  de  la  tradición. 

Suponiendo  que  el  padre  haya  entregado  en  vida  las  legí- 
timas, si  después  se  aumentaren  sus  bienes,  ¿tendrán  los 
hijos  derecho  á  reclamar  un  aumento  de  aquella?  Es  nece- 
sario distinguir.  Si  los  hijos  siendo  mayores  de  edad  las  re- 
cibieron con  cláusula  y  juramento  de  que  nada  mas  preten- 
derían, aunque  se  aumentasen  los  bienes  ;  renunciándolos 
espresamente ,  no  tendrían  derecho  á  hacer  reclamación  al- 
guna, porque  el  juramento  afirma  y  consolida  los  pactos; 
pero  si  este  no  interviniere  ó  los  hijos  fuesen  menores  de 
edad ,  podrán  hacer  dicha  reclamación ,  y  el  juez  deberá  ac- 
ceder á  ella. 

XI.  En  la  legítima  de  los  hijos  tiene  lugar  el  derecho  de 
acrecer  en  la  forma  siguiente.  Si  solamente  los  hijos  son  ins- 
tituidos ,  la  parte  que  el  uno  repudie  se  acrece  igualmente  á 

-  V)s  demás.  Si  son  instituidos  juntamente  con  algunos  estra- 
ños, y  todos  los  hijos  repudian  sus  partes  ó  faltan  por  algún 
motivo ,  se  acrecen  estas  á  los  estraños.  Guando  siendo  ins- 
tituidos juntamente  con  estraños  repudia  alguno  de  los  hijos 
su  legítima  ,  ó  no  la  percibe  por  otra  causa ,  se  acrecerá  so- 
lamente á  los  hijos.  Cuando  uno  de  los  hijos  es  desheredado 
justamente,  se  acrece  su  parte  á  los  demás  hijos.  De  todo  se 
deduce  que  la  legítima  de  los  descendientes  no  se  acrece  á 


los  estraños  sino  cuando  estos  quedan  solos  ;  y  lo  mismo  debo 
decirse  de  la  legítima  de  los  ascendientes. 

=  Véase  Descendientes ,  Herederos  forzosos ,  é  Hijos  en 
sus  diferentes  artículos. 

Legitima  de  los  ascendientes. 

#  XII.  La  legítima  de  los  padres  y  demás  ascendientes  le- 
gítimos paternos  y  maternos  en  línea  recta,  consiste  en  las 
dos  terceras  partes  de  los  bienes,  de  cualquier  calidad  que- 
sean ,  de  los  hijos  que  mueren  sin  descendientes  legítimos  ; 
de  suerte  que  solo  podrán  disponer  los  hijos  de  la  tercera 
parte  de  sus  bienes  entre  estraños  ó  por  su  alma  ;  lo  cual  deb*. 
observarse  generalmente,  salvo  en  las  ciudades,  villas  y  lu- 
gares donde  según  el  fuero  de  la  tierra  se  acostumbran  tor- 
nar los  bienes  al  tronco  ó  la  raiz  á  la  raiz  ;  ley  6  de  Toro. 
Véase  Bienes  troncales. 

XIII.  Sin  embargo,  si  el  padre  que  no  teniendo  descen- 
dientes legítimos  los  tuviere  naturales ,  podrá  dejar  á  estos 
justamente  de  sus  bienes  todo  lo  que  quisiere,  aun  en  el  caso 
de  tener  ascendientes  legítimos  ;  ley  10  de  Toro  ;  y  estando 
legitimados  por  el  rey,  deben  ser  nombrados  herederos  en 
las  cuatro  quintas  partes  con  preferencia  á  los  ascendientes. 
La  madre  tendrá  la  misma  obligación  respecto  de  los  natu- 
rales, espurios  y  demás  ilegítimos ,  á  no  ser  que  sean  adul- 
terinos ó  habidos  de  clérigo  ó  fraile ,  ó  que  sea  ella  monja  ; 
si  bien  la  madre  aun  en  estos  casos  podrá  dejarles  el  quinto; 
leyes  1  y  2,  tít.  13,  Part,  h  ;  ley  2,  til.  6,  lib.  3  del  Fuero 
Real,  y  leyes  9,  10  y  12  de  Toro. 

XlV.Pudiendo  disponer  por  regla  general  del  tercio  de  sus 
bienes  á  favor  de  estraños  ó  de  su  alma  los  hijos  que  mue- 
ren sin  descendientes,  porque  los  dos  tercios,  restantes  son 
legítima  de  sus  ascendientes  paternos  y  maternos ,  se  duda 
con  alguna  razón  si  los  hijos  que  están  bajo  la  patria  potes- 
tad pueden  igualmente  que  los  que  ya  están  fuera  de  elia 
disponer  del  tercio  de  los  bienes  adventicios  así  en  cuantoal 
usufructo  como  en  cuanto  á  la  propiedad ,  ó  si  ha  de  quedar 
reservado  el  usufructo  al  padre  durante  su  vida.  Nosotros 
somos  de  opinion  que  el  hijo  de  familia  puede  disponer  como 
quiera  de  dicho  tercio  en  usufructo  y  propiedad  :  —  Io.  por- 
que según  la  ley  S  de  Toro ,  el  hijo  ó  hija  que  está  en  poder  de 
su  padre,  siendo  de  edad  legitima  para  hacer  testamento 
(  de  catorce  y  doce  años  respectivamente  ) ,  puede  hacer  tes- 
tamento como  si  estuviese  fuera  de  su  poder  ;  de  que  se  infiere 
que  el  hijo  de  familias  queda  igualado  en  todo  al  hijo  eman- 
cipado para  el  hecho  de  testar  libremente  :  —  2o.  porque  la 
ley  6  de  Toro  concede  indistintamente  la  facultad  de  dispo- 
ner de  la  tercera  parte  de  sus  bienes  á  todos  los  hijos,  sin 
escepcion  :  —  3o.  porque  el  testamente  ~-^  tiene  fuerza  hasta 
la  muerte  del  testador,  en  cuyo  tiempo  se  consolida  el  usu- 
fructo con  la  propiedad  :  —  h°.  porque  no  tiene  el  pa- 
dre el  usufructo  sino  con  la  obligación  de  alimentar  y  edu- 
car al  hijo,  y  cesando  esta  debe  también  cesar  aquel: 
—  b°.  porque  la  ley  5,  tít.  17,  Part,  h,  que  concedía  al  padre 
el  usufructo  de  los  bienes  adventicios  del  hijo ,  fué  estable- 
cida en  un  tiempo  en  que  los  hijos  no  salían  del  poder  de  sus 
padres,  aun  estando  casados  y  velados,  según  el  derecho 
común  que  la  ley  47  de  Toro  ha  derogado  ;  y  porque  enton- 
ces no  podian  testar,  como  pueden  hacerlo  ahora  en  virtud 
de  la  ley  b  de  Toro  :  —  6o.  porque  pudiendo  disponer  de  esta 
tercera  parte  en  favor  de  su  alma ,  si  esta  disposición  no  se 
entendiese  tanto  del  usufructo  como  de  la  propiedad,  debe- 
ría diferirse  su  ejecución  hasta  la  muerte  del  padre  usufruc- 
tuario; lo  que  es  contrario  no  solamente  al  derecho  canó- 
nico en  el  cap.  3  de  testamentis ,  que  señala  el  término  de  un 
año  parala  ejecución  de  las  úUímas  voluntades,  sino  tam- 
bién á  la  ley  6,  tít.  10,  Part.  6,  que  señala  el  mismo  término 
contado  desde  la  muerte  del  testador,  y  á  la  ley  30  de  Toro, 
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XV.-  Hemos  dicho  que  son  legítima  de  los  ascendientes  los 
dos  tercios  de  los  bienes,  de  cualquiera  calidad  que  sean , 
que  dejaren  los  hijos  que  murieren  sin  posteridad  ;  y  parece 
que  algunos  autores  suscitan  dudas  con  respecto  á  los  bienes 
castrenses  y  cuasi  castrenses,  porque  según  las  leyes  6  y  7, 
tít.  17 ,  Part,  h ,  podia  el  hijo  de  familias  testar  libremente 
de  ellos,  al  paso  que  no  podia  hacerlo  en  los  adventicios. 
Pero  esta  distinción  quedó  abolida  por  la  ley  Sa.  de  Toro  ,  la 
cual  concedió  indistintamente  à  les  hijos  de  familia  de  edad 
legítima  la  facultad  de  testar,  y  p&r  la  6a.  también  de  Toro, 
que  hizo  á  los  ascendientes  herederos  legítimos  y  forzosos 
desús  descendientes  en  todos  sus  bienes  de  cualquier  calidad 
que  sean,  esto  es,  tanto  en  los  castrenses  y  cuasi  castren- 
ses como  en  los  adventicios.  Así  es  que  siguiendo  esta  dis- 
posición las  ordenanzas  militares  del  año  1768  ,  lomo  3, 
art.  17,  trat.  8°.,  tít.  11 ,  mandan  que  :  «  Todo  militar  podrá 
testar  sin"licencia  de  su  padre  de  todos  los  bienes  castrenses 
no  solo  estando  en  campaña ,  sino  fuera  de  ella  y  aun  en  la 
casa  de  su  padre  al  tiempo  de  otorgar  el  testamento,  con 
advertencia  de  que  nunca  pueda  perjudicar  al  heredero 
forzoso  dejando  á  otro  los  bienes  castrenses ,  escepto  el  ter- 
cio de  ellos,  de  que  puede  disponer  á  favor  de  quien  qui- 
siere en  perjuicio  de  sus  padres  y  demás  ascendientes.  » 

=:  Véase  Ascendientes ,  Abuelos  ,  Tercio  ,  Herederos  for~ 
¡¡osos. 

Legítima  de  los  hermanos. 

XVI.  Fuera  de  los  descendientes  y  ascendientes,  no  tiene 
obligación  el  testador  de  dejar  legítima  á  ninguna  otra  per- 
sona ,  ni  á  los  parientes  colaterales ,  ni  aun  á  los  hermanos , 
á  los  cuales  puede  desheredar  con  razón  ó  sin  ella  ;  y  aun 
cuando  no  haga  mención  de  ellos  en  su  testamento ,  puede 
dejar  lo  suyo  á  quien  quisiere ,  cuando  no  tuviere  hijos  ni 
otros  que  desciendan  de  él  por  la  línea  derecha ,  ni  padres 
ni  abuelos;  ley  12,  til.  7,  Parí.  6. 

En  efecto,  según  el  rigor  de  los  principios  nada  debe  un 
hombre  á  sus  hermanos;  él  no  les  ha  dado  la  existencia,  ni 
tampoco  la  há  recibido  de  ellos;  y  así  es  que  no  hay  motivo 
alguno  que  le  obligue  á  asegurarles  la  subsistencia,  ni  por 
consiguiente  á  reservarles  cierta  porción  de  bienes. 

XVII.  Sin  embargo ,  la  moral  pública  está  interesada  en 
que  nadie  haga  un  mal  uso  de  su  patrimonio ,  y  cuando  hay 
un  testador  bastante  ciego  para  privar  de  él  á  sus  hermanos  y 
hermanas,  dejándolo  á  gentes  indignas  de  sus  beneficios,  nos 
inclinamos  naturalmente  á  creer  que  una  pasión  violenta  le 
ha  quitado  el  uso  de  la  razón  ,  y  que  su  testamento  no  es  la 
espresion  de  una  voluntad  libre.  Por  esta  consideración  con- 
cedía el  derecho  romano  á  los  hermanos  y  hermanas  la  que- 
rella de  inoficiosidad  en  todos  los  casos  en  que  sin  dejarles 
una  porción  legítima  les  habia  preferido  el  difunto  personas 
notadas  de  infamia.  La  misma  disposición  se  contiene  en  la 
ley  12,  lit.  7,  Part.  6 ,  en  la  cual  se  dice  que  si  el  testador 
que  no  tuviese  descendientes  ni  ascendientes  pero  sí  her- 
manos, nombrase  por  su  heredero  á  tal  home  que  fuese  de 
mala  vida  ó  enfamado ,  no  valdría  el  establecimiento  de  tal 
heredero,  antes  bien  podrían  los  ^hermanos  quebrantar  el 
testamento  y  adquirir  la  herencia  del  difunto  hermano,  pre- 
sentando ante  el  juez  la  debida  prueba  de  la  infamia.  Véase 
Querella  de  testamento  inoficioso. 

XVIII.  Las  personas  de  mala  vida  ó  infames  de  hecho  ó 
de  derecho  ,  que  no  pueden  ser  preferidas  á  los  hermanos , 
son,  según  dicen  algunos  escritores,  las  mujeres  mundanas, 
ladrones,  falsarios,  espurios,  clérigos  continuamente  amance- 
bados, borrachos,  jugadores,  usureros  manifiestos  y  otros  que 
refieren  los  autores  (como  Gómez,  ley  9  de  Toro,  n.  21  ,  y 
Castillo,  lib.  2,  cap.  19  ,  ns.  1 ,  18  y  sig.)  y  cuya  decisión 
se  deja  at  arbitrio  del  juez  por  no  encontrarse  en  nuestras 
Jeyes  ,  como  dicen,  la  correspondiente.  bn\  embargo,  léase 


el  artículo  de  la  palabra  Infamia,  y  se  verá  como  hay  leyes 
que  declaran  quiénes  son  las  personas  de  mala  vida  ó  infa- 
mes de  hecho  ó  de  derecho,  sin  dejar  nada  al  arbitrio  del  juez. 

XIX.  Cuando  un  testador  instituye  á  la  vez  una  persona 
infame  de  hecho  ó  de  derecho ,  y  otra  persona  á  quien  nada 
hay  que  reprochar,  ¿podrá  el  hermano  ejercer  su  querella 
de  inoficiosidad  y  quebrantar  el  testamento  ?  No  hay  duda 
que  la  querella  de  inoficiosidad  puede  tener  lugar  en  este 
caso  por  la  parte  en  que  fué  instituida  la  persona  infame  : 
Circa  inofficiosi  querelam  (dice  la  ley  24  del  Digesto  de  inoffic. 
teslam.  )  evenire  plerumque  solet  ut  in  una  eademque  causa 
diversœ  senlenliœ  proferanlur.  Quid  enim  si,  fratre  agente, 
hœredes  scripli  dwersi  juris  fuer int  ?  Mas  ¿qué  será  si  la 
persona  infame  que  ha  sido  instituida  con  la  persona  irre- 
prensible, renuncia  la  sucesión  y  hace  por  este  medio  acrecer 
su  parte  á  su  coheredero  ?  En  este  caso  la  querella  de  inofi- 
ciosidad podria  intentarse  contra  este  ,  ora  sea  gratuita  la 
renuncia  del  otro ,  ora  hubiese  sido  comprada  ;  porque  el 
que  adquiere  por  derecho  de  acrecimiento  la  parte  del  que 
fué  instituido  juntamente  con  él,  está  obligado  á  todas  las 
cargas  y  gravámenes  que  la  ley  imponía  á  este  último,  como 
dispone  espresamente  la  ley  1 ,  §  k,  C.  de  caducis  tollendis  : 
es  así  que  la  ley  somete  la  parte  del  heredero  infame  á  la 
querella  de  inoficiosidad  ;  luego  esta  acción  debe  seguir  la 
parte  del  heredero  infame  hasta  en  las  manos  del  heredero 
sin  tacha. 

XX.  El  arrepentimiento  ó  la  mudanza  de  vida  del  here- 
dero instituido  ¿será  un  obstáculo  para  que  los  hermanos 
se  prevalgan  de  la  infamia  en  que  habia  vivido  anterior- 
mente ,  y  hagan  de  ella  la  base  de  una  querella  de  inoficio- 
sidad? Para  resolver  esta  cuestión  es  necesario  distinguir 
entre  el  caso  en  que  la  mudanza  de  vida  fué  anterior  á  la 
muerte  del  testador  y  aquel  en  que  no  fué  sino  posterior. 

En  el  primer  caso  ,  si  la  mudanza  de  vida  borró  la  man- 
cha de  que  estaba  notado  el  instituido  no  es  dudoso  que  la 
querella  de  inoficiosidad  deba  cesar  enteramente  ;  y  si  por 
el  contrario  la  mancha  subsiste  á  pesar  del  arrepentimiento, 
el  derecho  que  tienen  los  hermanos  para  atacar  el  testa- 
mento conserva  toda  su  fuerza.  Así  es  que  cuando  un  que- 
brado ,  habiendo  satisfecho  á  todos  sus  acreedores  ,  obtiene 
una  sentencia  de  rehabilitación  ,  no  hay  nada  que  pueda  im- 
pedir su  restitución  en  -su  primer  estado  con  perjuicio  de  la 
legitima  de  los  hermanos  del  difunto.  Pero  un  hombre  sobre 
quien  hubiese  recaído  una  condenación  infamante ,  bien 
podria  arrepentirse  y  mudar  de  conducta ,  que  no  por  eso 
se  borraría  la  mancha  que  le  hubiese  causado  la  sentencia, 
y  de  consiguiente  no  quedaría  menos  sujeta  á  la  querella  de 
inoficiosidad  la  institución  que  en  lo  sucesivo  podría  atraerse 
de  parte  del  testador.  Lo  mismo  habria  de  decirse  de  una 
mujer  que  después  de  haber  vivido  en  la  prostitución  lle- 
vase luego  una  vida  regular  ;  pues  esta  mudanza  no  la  sa- 
caría de  la  clase  de  las  personas  infames,  como  declara 
espresamente  la  ley  hl,  D.  de  rilu  nupliarum,  la  cual  dice: 
Non  solùm  aulem  ea  quœ  fácil  quœslum  corporc,  verum  ea 
quoque  quœ  fecit,  elsi  faceré  desiit,  lege  nolalur  ;  ñeque  enim 
aboletur  turpitudo  quee  postea  inlermissa  est. 

En  el  segundo  caao,  esto  es,  cuando  el  heredero  insti- 
tuido no  muda  de  conducta  sino  después  de  la  muerte  de", 
testador,  pueden  indistintamente  los  hermanos  de  este  in- 
tentar la  querella  de  inoficiosidad ,  porque  desde  que  se 
abre  la  sucesión  tienen  un  derecho  adquirido  á  esta  acción  ; 
y  lo  que  una  vez  llega  á  pertenecemos,  no  se  nos  puede 
quitar  á  pesar  nuestro  :  Id  quod  noslrum  est ,  sine  facto 
noslro  adulium  transferri  nonpolesl;  ley  11 ,  D.  de  regulis 
juris. 

Mas  quedarían  sin  acción  los  hermanos  ,  si  la  infamia  ó 
nota  de  que  quisieran  prevalerse,  no  hubiera  sobrevenido 
al  instituido  sino  después  de  la  muerte  de  su  hermano.  En 


LE 


—  1155  - 


LE 


efecto ,  no  pueden  quejarse  sino  en  el  caso  en  que  este  les 
ha  hecho  una  injuria  por  la  preferencia  que  ha  dado  sobre 
ellos  á  una  persona  notada  de  infamia;  y  en  el  caso  pro- 
puesto es  claro  que  el  testador  no  los  ha  injuriado,  pues  que 
la  persona  que  ha  llamado  á  su  sucesión  no  ha  perdido  el 
honor  sino  después  de  su  muerte,  y  no  hay  jamas  injuria 
cuando  la  intención  no  concurre  con  el  hecho  :  Injuriant 
polest  faceré  nenio,  nisi  qui  scü  se  injuriam  faceré;  ley  3, 
§  2 ,  D.  de  injuriis. 

XXI.  Si  la  persona  infame  es  hermano  ó  hermana  del  di- 
funto ,  ¿dará  lugar  su  institución  á  la  querella  de  inoficiosi- 
dad?  Vázquez,  Gómez,  Peregrini  y  otros  han  abrazado  la 
negativa  ;  pero  4a  opinion  contraria  parece  á  la  vez  mas 
jurídica  y  mas  conforme  á  la  decencia  de  las  costumbres.  Las 
leyes  no  distinguen  este  caso  de  los  otros ,  y  la  moral  pú- 
blica exige  que  sea  confundido  en  la  regla  general.  Sin  em- 
bargo ,  no  dejaría  de  ser  escandaloso ,  que  un  hermano  ata- 
case el  testamento  "de  su  hermano  difunto  en  que  habia  sido 
instituida  una  hermana  de  mala  vida ,  pues  tendría  que 
probar  que  habia  vivido  en  la  prostitución  ;  y  no  parece 
podria  tolerarse  este  ataque  en  el  caso  de  que  el  hermano  le 
hubiese  dejado  los  bienes  para  que  mudara  de  conducta  y 
pudiera  sostenerse  sin  dedicarse  á  tan  infame  tráfico. 

XXII.  ¿Hay  lugar  á  la  querella  de  inoBciosidad  cuando 
los  hermanos  que  quieren  intentarla  están  ellos  mismos 
cubiertos  de  la  misma  infamia  ó  nota  que  pretenden  encon- 
trar en  el  heredero  instituido?  Barbosa  ,  Vázquez  y  otros 
autores  responden  que  no.  La  igualdad  de  condición  entre 
el  heredero  instituido  y  los  hermanos  cierra  la  puerta  á  la 
querella  de  que  se  trata ,  y  así  como  estos  no  serian  admiti- 
dos á  querellarse  si  el  primero  estuviese  á  cubierto  de  toda 
tacha ,  deben  asimismo  abstenerse  de  toda  persecución 
cuando  personalmente  tienen  que  avergonzarse  de  los  ras- 
gos de  infamia  que  descubren  en  el  heredero  nombrado  en 
el  testamento.  Así  es  que ,  aunque  una  madre  pueda  regu- 
larmente desheredar  á  su  hija  para  castigarla  por  haberse 
entregado  al  libertinaje,  sin  embargo  no  puede  hacerlo 
cuando  ella  misma  lleva  una  vida  desarreglada.  Así  es  que 
un  gladiador  de  profesión  no  podia  en  Roma  usar  del  dere- 
cho que  las  leyes  daban  á  los  padres  de  desheredar  á  los 
hijos  que  espontáneamente  abrazaban  este  estado  ;  ley  11, 
C.  de  inoffic.  leslam. 

XXIII.  ¿  Cuáles  son  los  hermanos  á  quienes  se  concede  el 
derecho  de  atacar  el  testamento  del  hermano  difunto  en  que 
ha  sido  instituida  una  persona  infame  sin  dejarles  nada  á 
ellos  ó  sin  mencionarlos?  En  el  antiguo  derecho  romano , 
todos  los  hermanos  y  hermanas  eran  admitidos  en  concur- 
rencia á  la  querella  de  inoBciosidad ,  cuando  podia  tener 
lugar  ;  no  se  hacia  entonces  distinción  entre  los  hermanos 
"uterinos ,  los  hermanos  consanguíneos  y  los  hermanos  car- 
nales ;  lodos  tenian  el  mismo  derecho ,  porque  en  el  orden 
natural ,  todos  estaban  igualmente  ofendidos  por  la  injusta 
disposición  de  su  hermano;  ind.  de  la  ley  1 ,  D.  de  inoffic. 
lestam.  Pero  esta  jurisprudencia  fué  modificada  primera- 
mente por  el  emperador  Constantino  y  después  por  Jus- 
tiniano,  ley  1,  en  ol  Cód.  theodosiano ,  y  ley  27,  C.  de 
inoffic.  leslam.,  que  escluyeron  á  los  hermanos  uterinos  y 
admitieron  solo  á  los  consanguíneos  y  á  los  enteros  ó  car- 
nales á  la  mencionada  querella. 

XXIV.  Posteriormente  á  la  promulgación  de  esta  ley, 
hizo  Justiniano  una  novela  para  llamar  á  los  hijos  de  los 
hermanos  carnales  á  la  sucesión  ab  inleslalo  de  sus  tios ,  en 
concurrencia  con  los  hermanos  vivos,  y  tomar  en  ella  la 
misma  parte  que  hubiera  tomado  su  padre  si  hubiese  vi- 
vido ;  novela  118,  cap.  35  ;  y  novela  127,  cap.  2.  Pero  como 
no  les  ha  concedido  espresamente  la  querella  de  inoBcio- 
sidad ,  es  una  cuestión  si  son  ó  no  son  hábiles  para  ejer- 
cerla. Todos  los  autores  se  reúnen  por  la  negativa ,  sobre  el 


fundamento  de  que  la  querella  de  inoBciosidad  no  pertenece 
á  todos  los  sucesores  ab  inislato,  sino  solamente  á  los  que 
la  ley  la  concede.  Apoyan  esta  razón  con  un  ejemplo  :  es 
constante,  dicen,  según  los  términos  de  la  novela  118, 
cap.  3,  y  también  según  nuestra  ley  k,  tít.  13,  Part.  6,  que 
los  hermanos  carnales  concurren  con  su  padre  y  su  madre 
en  la  sucesión  intestada  de  su  hermano  difunto:  y  sin  em- 
bargo se  conviene  generalmente  en  que  el  padre  y  la  madre 
son  los  únicos  que  en  este  caso  tienen  un  derecho  absoluto 
á  la  querella  de  inoBciosidad ,  y  que  el  de  los  hermanos  está 
subordinado  á  la  calidad  de  los  herederos  instituidos  :  de 
suerte  que  los  hermanos  están  privados  de  toda  acción  cuando 
su  hermano  ha  dispuesto  en  favor  de  personas  intachables. 
¿  Porqué  pues  el  derecho  concedido  á  los  sobrinos  de  con- 
currir ab  inleslalo  con  sus  tios,  llevaria  consigo  el  de  in- 
tentar la  querella  de  inoBciosidad?  A  estos  medios  se  añade 
una  consideración  perentoria.  La  razón  por  la  cual  se  ha 
concedido  á  los  hermanos  un  derecho  de  legítima  en  la  su- 
cesión de  su  hermano  que  instituye  una  persona  infame,  está 
únicamente  fundada  en  la  gravedad  de  la  injuria  que  les 
ha  hecho;  porque  esta  injuria  es  tanto  mayor  cuanto  el  pa- 
rentesco que  los  une  á  él  es  mas  estrecho.  Los  sobrinos  no 
son  mas  próximos  parientes  de  los  difuntos  cuando  con- 
curren con  sus  tios  por  el  beneficio  de  la  representación  que 
cuando  se  encuentran  solos  para  suceder  ab  inleslalo  :  no 
tienen  pues  mas  derecho  á  la  querella  de  inoBciosidad  en  el 
primer  caso  que  en  el  segundo,  pues  que  ni  en  el  uno  ni  en 
el  otro  no  los  ha  injuriado  el  difunto  hasta  el  punto  que  re- 
quiere la  ley  para  fundar  una  acción  de  esta  naturaleza; 
porque  querer  que  la  injuria  de  la  preterición  tenga  tanto 
valor  en  su  persona  como  si  se  hubiese  hecho  á  su  padre  que 
ellos  representan  ,  seria  una  pretensión  ridicula  en  sí  misma 
y  absurda  en  sus  consecuencias. 

XXV.  Mas  al  menos  ¿no podrán  los  sobrinos  aprovecharse 
de  la  rescision  del  testamento  inoficioso  obtenida  por  sus 
tios  igualmente  desheredados  ó  preteridos?  La  razón  de  du- 
dar es  que ,  según  las  leyes  romanas  y  aun  las  de  las  Par- 
tidas como  quieren  algunos,  la  rescision  de  un  testamento 
por  la  querella  de  inoBciosidad  llevaba  consigo  la  nulidad 
de  la  institución ,  y  reducía  las  cosas  al  estado  de  sucesión 
intestada.Ya  pues  que  los  sobrinos  suceden  ab  intestato  con 
sus  tios  ,  parece  justo  que  recojan  indirectamente  el  fruto 
de  la  acción  intentada  por  estos  ;  porque  en  efecto  las  leyes  1 7, 
18  y  19,  D.  de  inofficios.  leslum.  comunican  á  todos  los  he- 
rederos del  mismo  grado  el  provecho  de  la  querella  de  ino- 
Bciosidad intentada  con  buen  éxito  por  uno  de  ellos.  Pero 
en  primer  lugar,  después  de  la  ley  24  de  Toro  no  se  anula 
ya  el  testamento  absolutamente  por  la  querella  de  inoBcio- 
sidad, pues  deben  subsistir  el  tercio  y  el  quinto  y  las  de- 
mas  mandas  ,  y  solo  caduca  la  institución  de  heredero.  En 
segundo  lugar,  es  un  principio  que  las  sentencias  no  per- 
judican ni  aprovechan  sino  á  las  personas  que  han  litigado  : 
y  por  consiguiente  parece  que  no  pueden  los  sobrinos 
participar  del  fruto  de  una  acción  que  ellos  no  han  ejercido 
ni  podido  ejercer.  Si  la  sucesión  se  abre  ab  inleslalo  en  favor 
de  todos  los  herederos  legítimos  por  solo  el  efecto  de  la  de- 
manda de  uno  de  ellos,  es  que  todos  están  en  el  mismo 
grado ,  y  por  consiguiente  todos  son  hábiles  para  intentar 
por  sí  mismos  la  acción  de  que  se  aprovechan.  Pero  la  po- 
sición de  los  sobrinos  es  muy  diferente.  El  difunto  no  les 
debía  nada,  ni  aun  instituyendo  una  persona  infame;  ellos 
no  tienen  ni  derecho  para  pedir  la  legítima,  ni  calidad  para 
atacar  el  testamento  como  inoficioso;  no  pueden  pues  apli- 
carse textos  que  exigen  lo  uno  y  lo  otro  en  las  personas  quo 
llaman  à  la  sucesión  por  la  querella  de  una  sola  de  ellas. 
Inútilmente  opondrían  los  sobrinos  que  su  condición  debe 
ser  la  misma  cuando  el  difunto  murió  intestado  que  cuando 
su  testamento  ha  sido  rescindido  Dor  la  querella  de  inofi- 


LE 


—  4156  — 


LE 


ciosidad  ;  y  que  si  en  el  primer  caso  estaban  obligados  in- 
contestablemente sus  tios  á  admitirlos  y  darles  parte  en  la 
sucesión ,  deberían  también  bacer  lo  mismo  en  el  segundo. 
Pero  los  hermanos ,  usando  de  su  acción  de  inoBciosidad  , 
no  hacen  juzgar  otra  cosa  sino  que  el  heredero  instituido  es 
incapaz  de  recibir  la  herencia  cuando  ellos  se  cruzan  de 
por  medio;  lo  que  no  aprovecha  á  los  sobrinos,  respecto 
de  los  cuales  el  mismo  heredero  tiene  toda  la  capacidad  ne- 
cesaria. Absurdo  seria,  añade  Voet,  que  los  que  lícitamente 
han  sido  preteridos  ú  omitidos  en  un  testamento,  y  que  por 
consiguiente  no  han  recibido  del  difunto  ninguna  especie 
de  injuria ,  fuesen  de  la  misma  condición  que  aquellos  cuya 
preterición  forma  un  atentado  á  las  prohibiciones  de  las 
leyes  y  una  especie  de  afrenta  que  la  querella  de  inoficio- 
sidad tiene  por  objeto  único  el  repararla.  En  una  palabra  , 
dice  el  mismo  autor,  los  emperadores  Constantino  y  Justi— 
niano  prohibieron  estrictamente  admitir  los  sobrinos  á  la 
querella  de  inoficiosidad  :  no  se  debe  pues  comunicarles 
indirectamente  su  efecto  ;  porque  de  otro  modo  se  reduciría 
á  nada  la  prohibición  ;  y  jamas  han  merecido  los  sufragios 
de  los  legisladores  las  tergiversaciones  y  subterfugios  in- 
ventados para  lograr  igual  fin  y  eludir  las  leyes. 

XXVI.  Dedúcese  de  todo  que  para  el  caso  de  ser  insti- 
tuida una  persona  de  mala  vida  ó  infame  de  hecho  ó  de 
derecho ,  el  hermano  debe  considerarse  como  heredero  for- 
zoso ,  y  bajo  este  concepto  debe  tener  una  legítima.  Pero 
¿cuál  será  esta?  En  el  antiguo  derecho  romano  la  le- 
gítima de  los  descendientes ,  de  los  ascendientes  y  de  los 
hermanos  se  había  fijado  indistintamente  en  la  cuarta 
parte  de  los  bienes  que  habrían  recibido  ab  intestato,  como 
ya  dejamos  dicho  mas  arriba  ;  y  después  se  aumentó  por 
Justiniano  hasta  la  tercera  parte  cuando  eran  cuatro  ó  me- 
nos, y  hasta  la  mitad  cuando  eran  cuatro  ó  mas.  Ya  pues  que 
por  las  leyes  del  Fuero  Juzgo ,  y  por  las  del  Fuero  Real ,  y 
por  lasdeToro  se  estendió  la  legitima  de  los  hijos  alas  cuatro 
quintas  partes  de  los  bienes  de  los  padres,  y  la  de  los  ascen- 
dientes á  las  dos  terceras  partes  de  los  bienes  de  los  hijos , 
sin  hacer  mención  de  la  de  los  hermanos ,  parece  quiso  de- 
jarse la  legítima  de  estos ,  cuando  tuviera  lugar,  en  el  mismo 
estado  en  que  se  hallaba  por  el  derecho  romano  ;  y  que  á 
lo  mas  no  podrá  consistir  sino  en  los  dos  tercios  de  los  bie- 
nes del  hermano  que  instituyó  á  la  persona  infame  ,  no  pu- 
diendo  ser  mas  favorecidos  que  los  ascendientes  legítimos. 
Así  que,  la  persona  infame  conservará  el  tercio  por  lo  menos, 
y  los  dos  restantes  pasarán  cuando  mas  á  los  hermanos  en 
caso  de  que  intenten  con  éxito  feliz  la  querella  de  inoficio- 
sidad. Si  el  hermano  difunto  hubiese  dejado  alguna  cosa  á 
sus  hermanos ,  aunque  no  llegase  á  cubrir  la  legítima  de- 
bida ,  no  podrian  entonces  usar  del  recurso  de  la  inoficio- 
sidad ,  sino  pedir  tan  solo  el  suplemento  de  lo  que  faltase  , 
como  es  opinion  común  y  está  mandado  espresamente  con 
respecto  á  los  hijos  por  la  ley  5,  tít.  8,  Part.  6. 

=  Yease  Hermanos  y  Herederos  forzosos. 

Reglas  comunes  á  todos  los  legitimarios  ó  que  gozan 
legitima;  y  de  la  desheredación. 

XXVII.  Las  legítimas  no  pueden  gravarse  con  legados , 
fideicomisos  ,  sustituciones  ,  condiciones  ni  otras  cargas  ', 
ley  17,  lit.  1,  Part.  6  ;  y  para  determinar  su  importe  se  debe 
hacer  una  masa  no  solo  de  los  bienes  dejados  por  el  difunto 
al  tiempo  de  su  muerte,  bajadas  las  deudas,  sino  también  de 
las  dotes,  donaciones  proplcr  nuplias  y  otras  dádivas  hechas 
£n  vida  por  aquel.  Véase  Colación  de  bienes  y  Quinto.  En  la 
sucesión  del  padre  quedan  disminuidas  las  legitimas  de  los 
hijos  cuando  corresponde  à  la  madre  la  cuarta  marital,  la 
cual  se  considera  como  una  deuda ,  y  debe  por  consiguiente 
rebajarse  del  cuerpo  de  la  hacienda. 


Los  padres  no  pueden  privar  á  sus  hijos  de  la  legítima 
sino  por  alguna  de  las  causas  comprendidas  en  los  ocho 
versos  siguientes  : 

Bis  septem  ex  causis  exhœres  fdius  eslo  : 

Si  patrem  feriat  (1)  vel  maledicat  ei  (2); 
Carcere  conclusum  si  negligat  (5)  aut  furiosum  (U); 

Criminis  aecuset  (5),  vel  paret  insidias  (6); 
Si  dederit  damnum  grave  (7)  ;  si  ?iec  ab  hoste  redemit  (8)  f 

Testarive  vetet  (9),  sesocietque  malis  (10); 
Simimos  sequitur  (41)  ,•  vitietve  cubile  paternum  (12)  ; 

Non  orthodoxus  (13);  filia  si  meretrix  (14). 

Ni  los  hijos  pueden  privar  á  sus  padres  de.  la  legítima  quo 
les  pertenece  sino  por  las  causas  4a.,  Sa.,  6a.,  8a.,  9a.,  12». 
y  13a.  de  las  contenidas  en  los  mismos  versos.  Los  her- 
manos que  solo  tienen  derecho  á  legítima  cuando  se  vean 
pospuestos  á  personas  infames  de  hecho  y  de  derecho,  pue- 
den perderla  aun  en  este  caso  por  las  causas  Sa.,  6a.  y  7a. 
de  los  versos  mencionados.  Véase  Desheredación. 

LEGITIMACIÓN.  Un  acto  que  constituye  en  el  estado 
de  hijo  legítimo  al  que  ha  nacido  fuera  de  matrimonio  ;  ó 
una  ficción  legal  por  la  cual  un  hijo  nacido  fuera  de  matri- 
monio es  asimilado  á  un  hijo  legitimo. 

I.  La  legitimación  puede  hacerse  de  dos  maneras,  á  saber; 
por  el  subsiguiente  matrimonio  y  por  concesión  real. 

Se  ha  hablado  ya  con  estension  en  el  artículo  Hijo  legiti- 
mado de  estos  do,>  modos  de  legitimar.  Mas  para  dar  á  esta 
materia  toda  la  claridad  apetecible ,  y  poder  comprender  el 
estado  presente  de  nuestra  legislación  sobre  este  important» 
asunto,  creemos  necesario  añadir  el  origen,  progresos ,  y 
último  estado  que  tuvo  por  las  leyes  romanas  adoptadas  en 
último  resultado  por  las  Partidas  la  legitimación  de  los  hijos 
por  el  subsiguiente  matrimonio,  cotvías  variaciones  que 
posteriormente  se  hicieron  por  nuestras  leyes  (§§  í  hasta 
el  XVIII)  ;  asi  como  de  la  legitimación  per  oblalionem  curies 
(JXIX). 

II.  Ni  en  todo  el  tiempo  de  la  república  romana ,  ni  en 
los  tres  primeros  siglos  en  que  quedó  convertido  en  monár- 
quico el  gobierno  republicano ,  se  encuentra  el  menor  vestigio 
de  la  legitimación  de  los  hijos  por  el  subsiguiente  matrimo- 
nio, y  así  regia  constantemente  la  regla  de  que  solo  fueran 
legítimos  aquellos  hijos  que  habían  sido  concebidos  de  legí- 
timo matrimonio.  Pruebas  son  de  esta  verdad  la  ley  11 ,  D» 
de  statu  hominum,  la  6b,  §  10,  de  rilu  nuptiarüm ,  y  la  6, 
cap.  de  nuptiis  :  las  dos  primeras  del  jurisconsulto  Paulo  v 
la  tercera  del  emperador  Gordiano  ,  todas  tres.del  siglo  ni 
del  imperio;  pues  aunque  Ulpiano  en  el  título  5o.  §11  en 
sus  fragmentos  fué  de  dictamen  de  que  bastaba  para  que  el 
hijo  fuera  legítimo  que  al  tiempo  del  parto  fuese  legitimo  el 
matrimonio ,  sin  atender  al  tiempo  de  la  concepción,  sin  em- 
bargo prevaleció  la  opinion  del  jurisconr  ¡Ito  Paulo,  qu<j 
exigía  los  dos  tiempos  de  la  concepción  y  del  nacimiento, 
para  la  legitimidad  de  los  hijos. 

III.  De  este  principio  se  suscitó  otra  duda  entre  los  juris- 
consultos reducida  á  si  el  hijo  que  habia  nacido  de  concu- 
bina en  el  séptimo  mes  de  haber  contraído  el  matrimonio  coa 
el  padre  ,  se  debía  presumir  ongendrado  después  de  con- 
traído el  matrimonio;  y  se  resolvió,  fundándose  en  la  auto- 
ridad de  Hipócrates,  que  el  hijo  se  presumiera  engendrado 
después  de  contraído  el  matrimonio,  según  se  declara  eu 
la  ley  12  ,  D.  de  slatu  hominum,  que  es  del  mismo  juris- 
consulto Paulo  :  cuya  duda  habria  sido  inútil  y  vana  si  cu 
aquel  tiempo  se  hubiera  conocido  la  legitimación  por  el  sub- 
siguiente matrimonio,  en  virtud  de  la  cual  se  hacen  legíti- 
mos los  hijos  nacidos  mucho  tiempo  antes  de  que  este  se 
verifique. 

IV.  El  emperador  Constantino,  que  subió  al  trono  del 
imperio  á  principios  del  siglo  iv,  fué  el  primero  que  alte- 
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rando  la  antigua  jurisprudencia  en  este  punto,  dispuso  que 
los  hijos  nacidos  de  concubina  que  fuese  ingenua  ó  libre  se 
hicieran  legítimos  si  el  padre  de  ellos  contraía  matrimonio 
con  la  madre,  según  afirma  el  emperador  Zenon  en  la  ley  5, 
C.  de  naturalibus  liberis.  Propúsose  Constantino  abolir 
del  todo  ó  disminuir  en  mucha  parte  el  concubinato ,  tan 
contrario  à  la  religion  cristiana  que  profesaba  ;  y  así  es  que 
únicamente  se  dirigía  al  tiempo  pasado,  esto  es,  à  los  hijos 
que  ya  habian  nacido,  y  á  los  padres  que  viviendo  actual- 
mente en  concubinato  se  casasen  inmediatamente  con  sus 
madres;  pero  sin  eslender  esta  gracia  á  los  que  continuando 
en  el  concubinato  tuvieran  posteriormente  otros  hijos  ,  por- 
que entonces  mas  bien  tendría  por  objeto  la  ley  fomentar  el 
concubinato  que  destruirlo  por  este  medio  indirecto. 

V.  Posteriormente  el  emperador  Anastasio  en  el  año 
de  508  estendió  por  primera  vez  la  legitimación  por  sub- 
siguiente matrimonio  al  tiempo  venidero  ó  futuro  ,  como 
consta  de  la  ley  6,  C.  de  naturalibus  liberis;  pero  once  años 
después  el  emperador  Justino  en  e\  de  819  revocó  la  ley  de 
Anastasio  mandando  que  en  lo  sucesivo  quedase  abolida 
enteramente  la  legitimación  por  el  subsiguiente  matrimonio, 
á  fin  de  obligar  á  sus  subditos  à  casarse  si  querian  tener 
hijos  que  pudiesen  perpetuar  su  nombre;  ley  7,  C.  de  natu- 
ralibus liberis ,  cuyas  palabras  son  las  siguientes  :  In  poste- 
rum  verá  sciant  omnes  legilimis  matriifioniis  legitimam  sibi 
poslei'ilalem  quœrendam  ;  injusta  namque  libidinum  desi- 
deria  nulla  de  ccetero  ratio  défendit. 

VI.  Diez  años  después,  en  el  de  529,  publicó  el  empe- 
rador Justiniano  la  ley  que  se  inserta  en  la  10a.  del  mismo 
título  ,  por  la  cual  ó  no  teniendo  presente  el  fin  que  se  ha- 
bían propuesto  sus  antecesores  de  eslinguir  ó  disminuir  el 
concubinato  ,  ó  menos  enemigo  de  él,  estableció  por  punto 
general  que  cualquiera  que  tuviese  hijos  de  concubina  que 
fuese  libre  y  le  estuviera  permitido  casarse  con  ella ,  pudiera 
legitimar  los  hijos  antes  procreados  contrayendo  matrimonio 
con  la  misma  ,  y  que  tanto  los  hijos  nacidos  antes  del  matri- 
monio como  los  procreados  después  fueran  iguales  en  la 
division  de  la  herencia  de  sus  padres,  por  cuya  ley  perpe- 
tuó para  lo  sucesivo  la  legitimación  por  el  subsiguiente 
matrimonio,  y  se  consideró  desde  entonces  como  uno  de  los 
medios  de  adquirir  la  patria  potestad. 

VIL  Mas  esta  ley  llegó  á  ser  un  manantial  de  pleitos. 
Pretendían  unos  que  no  daba  al  subsiguiente  matrimonio 
la  virtud  de  legitimar  los  hijos  naturales  sino  en  el  caso  en 
que  naciesen  del  mismo  matrimonio  hijos  legítimos  ;  y  otros 
mas  rigorosos  todavía  sostenían  que  el  solo  nacimiento  de 
hijos  legítimos  no  bastaba  para  producir  la  legitimación  de 
sus  hermanos  naturales  sino  que  era  necesario  que  sobre- 
viviesen ademas  á  su  padre  y  á  su  madre.  Justiniano  re- 
solvió todas  estas  dificultades  por  la  ley  11  del  mismo  título, 
en  la  cual  se  dice  que ,  tanto  en  el  caso  de  que  no  haya  hijos 
del  matrimonio  como  en  el  de  que  los  haya  ,  los  legitimados 
por  este  matrimonio  gozarán  de  todas  las  ventajas  de  la 
legitimidad  ,  añadiendo  que  lo  mismo  será ,  y  con  mas  razón , 
respecto  del  hijo  concebido  antes  de  la  celebración  del  ma- 
trimonio, pero  nacido  despues  de  esta  celebración. 

VIII.  Justiniano  estendió  todavía  esta  jurisprudencia  en 
dos  puntos  notables. 

Io.  Según  el  derecho  establecido  por  Constantino  y  Zenon, 
no  podían  los  hijos  naturales  ser  legitimados  por  el  matri- 
monio subsiguiente  de  su  padre  con  su  madre  sino  en  el 
caso  que  su  padre  no  tuviera  entonces  hijos  legítimos;  pero 
elcap.ítdela  novela  12  dice  que  aunque  haya  hijos  legítimos 
de  un  matrimonio  anterior,  se  puede  no  obstante  legitimar 
á  los  hijos  naturales  casándose  con  su  madre  ,  con  tal  que 
nazcan  después  de  la  disolución  del  matrimonio  de  que 
provienen  los  legítimos. 
2°.  Por  las  leyes  de  Constantino  y  de  Ze/ion ,  solamente 


los  hijos  nacidos  de  una  concubina  ingenua  podían  ser  legi- 
timados por  el  matrimonio  subsiguiente  de  los  autores  de 
sus  dias.  Pero  la  novela  18  ,  cap,  11 ,  quiere  que  gocen  de 
la  misma  ventaja  los  hijos  nacidos  de  una  concubina  manu- 
mitida^ todavía  va  mas  lejos,  pues  declara  que  cuando 
un  hombre  ha  tenido  por  concubina  á  su  esclava ,  puede 
después  de  haberle  dado  la  libertad ,  así  como  á  los  hijos 
que  ha  tenido  de  ella,  y  de  haberles  obtenido  del  príncipe 
el  derecho  de  ingenuidad  ,  contraer  matrimonio  con  esta 
mujer  y  legitimar  por  tal  medio  los  hijos  naturales  que  le 
ha  dado  :  mas  según  añade  la  misma  ley,  no  puede  tener 
lugar  esta  legitimación  sino  cuando  el  padre  no  tiene  hijo 
legítimo  de  otra  mujer. 

IX.  La  novela  78 ,  cap.  5  y  h  ,  dispensa  al  padre  de  obte- 
ner del  príncipe  los  derechos  de  ingenuidad  para  los  hijos 
nacidos  de  su  esclava,  y  quiere  que  sin  acto  espreso  de  ma- 
numisión se  hagan  libres  y  legítimos  por  el  solo  efecto  del 
matrimonio  contraido  entre  su  padre  y  su  madre  ;  y  aun 
paree»  por  los  términos  generales  en  que  está  concebida 
esta  novela  ,  que  ya  no  exige  para  la  legitimación  de  los 
hijos  nacidos  en  la  esclavitud  que.  su  padre  no  tenga  hijo 
legítimo  de  otra  mujer. 

X.  Por  fin  ,  la  novela  89,  cap.  8 ,  ha  dado  la  última  mano 
.  á  la  legitimación  por  el  matrimonio  subsiguiente,  y  ha  per- 
mitido legitimar  de  este  modo  á  todos  los  hijos  naturales 
nacidos  de  mujeres  con  quienes  se  podia  Vivir  lícitamente 
en  concubinato. 

XI.  Todas  estas  leyes,  tomadas  á  la  letra  en  último  resul- 
tado han  sido  adoptadas  por  las  nuestras  de  las  Partidas  y 
especialmente  por  la  ley  l  ,  tít.  15,  Part.  4,  la  cual  está 
concebida  en  estos  términos  :  «  Otrosi  son  legítimos  los  fijos, 
que  home  ha  en  la  mujer  que  tiene  por  barragana  ,  si  des- 
pués deso  se  casa  con  ella  ;  ca  maguer  estos  fijos  átales  non 
sen  legítimos  cuando  nascen ,  tan  grant  fuerza  ha  el  matri- 
monio ,  que  luego  que  el  padre  et  la  madre  son  casados ,  se 
facen  por  ende  los  fijos  legítimos.  Esso  mismo  seria  si  alguno 
oviese  fijo  de  su  sierva  et  despues  desso  se  casase  con  ella  ; 
ca  tan  grant  fuerza  ha  el  matrimonio,  que  luego  ques  fecho , 
es  la  madre  por  ende  libre,  et  los  fijos  legítimos.  » 

XII.  En  efecto,  así  como  entre  los  Romanos  era  el  con- 
cubinato no  precisamente  un  enlace  vago  ,  indeterminado 
y  arbitrario ,  sino  una  especie  de  matrimonio  ,  impropia- 
mente dicho,  que  sin  estar  autorizado  formalmente,  no 
dejaba  de  estar  tolerado  ,  y  que  en  la  ley  5,  C.  ad  senalus- 
consultum  Orphilianum  era  llamado  comercio  lícito,  lidia 
consuetudo;  así  también  entre  nosotros  era  permitido  entre 
soltero  y  soltera  ,  por  precaver  mayores  males,  aunque  la 
Iglesia  prohibió  siempre  á  todos  los  cristianos  el  vivir  en  tal 
desorden  ,  y  aun  las  leyes  del  título  M ,  Part.  1í ,  nos  espli- 
caron  quiénes  podían  ser  recibidas  por  concubinas  ó  barra- 
ganas ,  quiénes  las  podian  recibir,  y  en  qué  manera  se  hacia 
tal  ayuntamiento  como  este.  Véase  Barragana  y  Concubina. 

XIII.  Según  el  derecho  romano,  únicamente  se  llamaban 
hijos  naturales ,  y  por  consiguiente  solo  podian  ser  legiti- 
mados, los  que  eran  nacidos  de  concubina,  que  fuese  única 
y  sola,  y  habitase  como  tal  en  la  misma  casa  del  pad/e  , 
como  se  previene  en  la  novela  18,  cap.  5,  y  en  la  89, 
cap.  12 , 1 4 ,  requiriéndose  ademas  que  tanto  el  padre  como 
la  madre  estuviesen  hábiles  para  contraer  matrimonio  entre 
sí,  ó  lo  que  es  lo  mismo  ,  que  estuviesen  libres  de  todo  im- 
pedimento ,  como  de  parentesco  ó  matrimonio  etc.,  según 
se  dispone  en  las  leyes  10  y  11 ,  C.  de  naturalibus  liberis  : 
en  el  concepto  de  que  no  todas  las  mujeres  que  estaban 
hábiles  para  contraer  matrimonio  podian  ser  concubinas  , 
pues  se  escluian  las  vírgenes  y  viudas  que  vivian  honesta- 
mente ,  como  disponía  la  ley  1  ,  §  1  ,  D.  de  concubims. 
Nuestro  derecho  de  las  Partidas  siguió  casi  en  todo  la  dispo- 
sición del  derecho  romano  en  este  punto ,  porque  la  barrar 
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gana  ó  concubina  habia  de  ser  una  sola  y  en  disposición 
de  poderse  casar  con  ella  el  concubinario,  sin  que  pudiese 
ser  virgen  ó  viuda  que  viviese  honestamente  ,  según  todo 
se  comprende  en  la  ley  2  ,  tít.  \U,  Part.  4;  y  en  la  ley  1 , 
tít.  lo  de  la  misma  Partida  se  establece  por  regla  que  hijos 
naturales  se  llaman  aquellos  que  no  nacen  de  casamiento 
sino  de  barragana;  y  en  la  8,  lit.  13  ,  Part.  6  se  requiere 
como  cosa  necesaria  para  que  el  hijo  sea  natural  que  haya 
sido  engendrado  de  mujer  que  no  habia  duda  que  el  padre 
la  tenia  por  suya ,  con  tal  que  ni  él  tuviese  entonces  mujer 
legítima  ni  ella  marido. 

XIV.  Mas  hoy  que  el  concubinato  no  es  como  en  lo 
antiguo  un  comercio  lícito  ,  sino  un  libertinaje  contrario  á 
la  pureza  de  las  costumbres,  un  amancebamiento  que  las 
justicias  deben  castigar  con  penas  pecuniarias,  reclusión  en 
hospicios  ó  casas  de  corrección,  aplicación  al  servicio  de  las 
armas ,  destierro  del  pueblo  en  que  residan  los  amance- 
bados, y  separación  de  los  empleos  y  honores  que  obtengan, 
según  se  ha  dicho  en  la  palabra  Escándalo  ,  parece  que  los 
bastardos  nacidos  del  concubinato  no  debian  considerarse 
ya  como  hijos  naturales  en  el  sentido  que  las  leyes  romanas 
y  las  de  las  Partidas  daban  á  estas  palabras  ni  ser  legitima- 
dos por  lo  tanto  por  subsiguiente  matrimonio. 

XV.  Mas  el  derecho  canónico  lo  ha  decidido  de  otro  modo. 
El  capítulo  Tanta,  en  las  Decretales,  qui  filüsint  legilimi , 
dice  espresamente  que  tanta  est  vis  matrimonii,  ut  qui  antea 
sunt  genili ,  posl  contractum  matrimonium  legilimi  habean- 
íur.  Esta  decisión  no  puede  referirse  como  las  leyes  romanas 
á  los  hijos  nacidos  de  un  concubinato  inocente  y  permitido , 
pues  que  no  hay  concubinato  que  no  sea  ilícito;  y  por  con- 
siguiente es  necesario  que  comprenda  todos  los  hijos  cuyo 
nacimiento  ha  precedido  al  matrimonio  de  su  padre  y  de  su 
madre.  Esta  estension  se  funda  en  las  consideraciones  mas 
sabias  y  mas  equitativas.  Cuando  una  joven  ha  tenido  la 
desgracia  de  abandonarse  á  un  hombre,  interesa  mucho  al 
orden  público  y  al  bien  general  de  la  sociedad  que  quede 
cubierta  su  falta  y  reparado  su  honor  por  el  matrimonio  ; 
pero  como  sucede  con  frecuencia  que  el  hombre  se  disguste 
de  la  mujer  de  que  ha  abusado,  ó  que  continúen  viviendo 
juntos  en  el  desorden ,  ha  sido  necesario  que  las  leyes  les 
ofreciesen  en  una  union  respetable  ventajas  bastante  pre- 
ciosas para  empeñarlos  à  contraerla.  Esto  es  lo  que  ha  hecho 
el  derecho  canónico  dando  al  matrimonio  el  efecto  de  legi- 
timar los  frutos  del  libertinaje  ó  de  la  seducción,  no  habiendo 
cosa  mas  natural  para  la  ternura  de  un  padre  que  es  apro- 
vecharse ansiosamente  del  medio  que  se  le  ofrece  de  pro- 
curar á  su  hijo  el  título  mas  ventajoso  y  los  derechos  mas 
estensos  que  sea  posible. 

XVI.  Estas  razones  hicieron  adoptar  en  nuestra  jurispru- 
dencia los  principios  introducidos  sobre  esta  materia  por  el 
derecho  canónico.  La  ley  11  de  Toro  derogó  todas  las  cuali- 
dades que  exigía  el  derecho  romano  para  que  los  hijos  fueran 
naturales ,  porque  según  ella  ni  era  necesario  que  el  hijo 
naciese  de  concubina ,  ni  que  esta  viviese  en  la  misma  casa 
con  el  padre  ,  con  tal  que  el  padre  reconociese  á  los  hijos , 
ni  que  fuese  única  y  sola  ,  ni  aun  exigió  que  los  padres  al 
tiempo  de  la  concepción  fuesen  hábiles  y  capaces  para  con- 
traer matrimonio  ,  sino  que  se  contentó  con  que  tuviesen 
esta  aptitud  y  capacidad  al  tiempo  de  la  concepción  ó  del 
parto. 

XVII.  Se  legitiman  pues  por  el  subsiguiente  matrimonio 
de  su  padre  con  su  madre  los  hijos  que  tuvieron  entre  ambos 
anteriormente  á  su  casamiento  ,  con  tal  que  careciesen  de 
impedimento  dirimente  al  tiempo  de  la  concepción.  Así  que , 
no  pueden  ser  legitimados  por  este  medio  :  Io.  el  hijo  adul- 
terino, ya  proceda  de  padre  casado  y  madre  soltera,  ya  de 
madre  casada  y  padre  soltero,  ya  de  ambos  casados  con 
oirás  personas ,  aunque  al  tiempo  del  nacimiento  estuviesen 


hábiles  para  casarse  entre  sí  por  haber  muerlo  sus  respecti- 
vos cónyuges  :  2o.  el  hijo  incestuoso  ó  habido  entre  parien- 
tes, á  no  ser  que  el  matrimonio  se  verifique  con  la  corres- 
pondiente dispensa  del  parentesco  :  5o.  el  hijo  sacrilego ,  ó 
habido  de  personas  que  al  tiempo  de  la  concepción  estaban 
ligadas,  á  lo  menos  una,  con  profesión  religiosa  ó  con  orden 
sacro  :  h°.  el  hijo  mancer,  esto  es ,  el  nacido  de  ramera  y 
de  padre  ignorado.  Véase  Hijo  adulterino,  n.  VU  y  sig.; 
Hijo  incestuoso ,  n.  III  y  sig.  ;  Hijo  sacrilego  ,  n.  VIII;  Hijo 
mancer,  n.  III;  é  Hijo  legitimado. 

XVIII.  Esta  legitimación  tiene  lugar  aun  cuando  se  ca- 
sen el  padre  ó  la  madre  ó  ambos  en  el  artículo  de  la  muerte, 
ó  en  edad  tan  avanzada  que  ya  no  haya  esperanza  de  tener 
hijos  ,  y  aunque  la  mujer  sea  de  circunstancias  muy  inferio- 
res á  las  de  su  marido.  Hay  quien  afirma  que  cuando  el  ma- 
trimonio se  verifica  en  la  reunion  de  dos  ó  tres  de  estas  cir- 
cunstancias, y  por  otra  parte  hay  sustituto  ó  fideicomisario 
llamado  á  la  sucesión  à  falta  de  prole  legítima,  se  entiende 
contraído  en  fraude  de  dicho  fideicomisario  ó  sustituto ,  y 
que  por  consiguiente  aunque  sea  válido ,  no  debe  el  sustituto 
ser  escluido  de  la  herencia.  Pero  la  leyes  absoluta,  no  exige 
para  la  validez  de  la  legitimación  sino  la  realización  del  ma- 
trimonio, sin  fijar  época  ni  edad,  y  tan  lejos  está  de  pedir 
.  en  la  mujer  circunstancias  iguales  á  las  del  hombre,  que 
por  el  contrario  pone  el  ejemplo  en  una  barragana  que  sea 
su  sierva ,  la  cual  dice  queda  libre  por  casarse  con  su  señor 
al  mismo  tiempo  que  se  legitima  el  hijo  que  antes  tuvieron; 
ley  1 ,  lit.  13,  Part.  U.  Podrá  suceder  que  se  case  un  hom- 
bre con  una  mujer  de  quien  tuvo  un  hijo  natural,  mas  bien 
en  perjuicio  de  un  heredero  legitimo  á  quien  aborrece  que 
por  amor  al  tal  hijo;  pero  semejante  intención  no  es  fácil  de 
probar,  y  de  todos  modos  el  hijo  natural  es  por  fin  hijo  ver- 
dadero ,  á  quien  ni  aun  falta  la  calidad  de  legítimo  ,  puesto 
que  sus  padres  han  llegado  á  casarse  ,  y  á  quien  aun  fuera 
de  este  caso  debe  siempre  favorecerse  en  lo  posible  por  no 
ser  culpa  suya  el  haber  nacido  fuera  de  matrimonio.  Solo 
pues  en  el  caso  de  que  se  pruebe  plenamente  que  el  supues- 
to hijo  natural  no  puede  pertenecer  al  sugeto  á  quien  se  atri- 
buye ,  habrá  lugar  á  declarar  el  matrimonio  hecho  en  fraude 
del  sustituto  ó  fideicomisario  ó  del  heredero  ab  intestato. 
Por  lo  demás,  debe  considerarse  como  regla  general  que  la 
legitimación  por  el  subsiguiente  matrimonio  se  ha  introdu- 
cido principalmente  en  favor  de  los  hijos.  ¿Sufrirá  la  equi- 
dad ,  como  decia  Mr.  Portalis  en  una  sesión  del  cuerpo  le- 
gislativo ,  que  se  condene  à  la  desesperación  á  un  padre 
moribundo  que  teniendo  el  corazón  despedazado  por  los  re- 
mordimientos quisiera  al  dejar  la  vida  asegurar  la  suerte  de 
una  compañera  que  no  le  abandonó  jamas  ,  ó  la  de  una  pos- 
teridad inocente  que  quedará  en  la  miseria  y  en  la  desgra- 
cia? ¿Porqué  unos  hijos  que  han  fijado  su  ternura,  y  una 
compañera  que  ha  merecido  su  reconocimiento  no  podrían 
antes  de  recoger  sus  últimos  suspiros  apelar  por  última  vez 
á  su  justicia?  ¿Porqué  se  le  habia  de  forzar  á  ser  inflexiblo 
en  un  momento  en  que  él  mismo  tiene  necesidad  de  a,  jlar 
á  la  misericordia?  Al  contemplar  la  miserable  situación  de 
este  padre ,  no  puede  ni  debe  la  ley  ahogar  tan  cruelmente 
la  naturaleza  ,  prohibiendo  á  dos  personas  que  han  vivido 
en  el  concubinato  contraer  matrimonio  en  los  últimos  mo- 
mentos de  su  vida  y  legitimar  así  los  hijos  naturales  que 
hubieren  tenido. 

XIX.  Réstanos  hablar  de  la  legitimación  per  oblationem 
curiœ  ,  establecida  al  principio  del  siglo  v  por  Teodosio  el 
joven  ,  como  se  advierte  en  la  ley  5 ,  Cód.  k.  Disponía  esta 
constitución  que  si  alguno  ofrecía  á  la  curia  su  hijo  ó  hija 
natural  para  que  aquel  fuese  recibido  en  el  orden  de  los  de- 
curiones ,  ó  esta  se  casase  con  alguno  de  ellos,  por  el  mismo 
hecho  dejasen  de  ser  naturales  y  se  tuvieran  por  legítimos, 
aun  cuando  el  padre  tuviese  hijos  legítimos  nacido»   de 
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legitimo  matrimonio  ;  ley  9 ,  $  últ.,  C.  de  naturalibus 
liber  is. 

Entran  á  examinar  los  autores  cuál  fué  la  causa  que  mo- 
vió á  Teodosio  á  conceder  este  privilegio  á  los  curiales  ó 
decuriones.  Tomasio,  citado  por  Heineccio,  es  de  sentir 
que  la  ambición  y  avaricia  inclinaba  mas  á  los  hombres  á 
las  dignidades  y  milicia  de  palacio  ,  que  á  los  cargos  labo- 
riosos y  gravatorios ,  cual  era  el  de  los  curiales ,  por  las 
obligaciones  que  contraían  estos  y  por  las  espensas  que  ha- 
bían de  hacer  en  los  espectáculos  que  daban  al  pueblo. 
Heineccio.  aunque  no  refuta  esta  opinion,  antes  bien  en 
cierto  modo  la  aprueba ,  es  de  sentir  que  la  razón  mas  in- 
mediata se  ha  de  tomar  de  la  misma  condición  de  los  curia- 
les. No  se  hacían  decuriones  estos  inmediatamente  que  se 
ofrecían  á  la  curia,  sino  que  se  adscribían  á  ella  y  la  servían 
á  costa  de  sus  propias  facultades ,  como  lo  manifiesta  la 
ley  U  del  mismo  título,  y  la  50,  So  y  64 ,  G.  de  decurio- 
nibus.  De  aquí  era  que  ni  podian  servir  en  la  milicia,  ni  aun 
vivir  en  el  campo  fuera  del  municipio ,  por  estar  adscritos 
á  la  curia ,  como  los  que  lo  estaban  al  fundo  ó  predio.  Sien- 
do, pues  ,  los  oblatos  á  la  curia  en  cierto  modo  de  condición 
adscripticia,  y  no  teniendo  otra  esperanza  de  honor  que  el  de) 
decurionato,  que  á  la  verdad  era  poco  lucrativo  ,  no  es  de 
maravillar,  según  dice  Heineccio,  que  fuesen  tan  poeos  los 
que  se  moviesen  á  solicitar  la  espléndida  miseria  de  los  cu- 
riales, que  no  se  hiciese  necesario  estimular  con  un  privi- 
legio á  los  hijos  ilegítimos  para  recibir  en  algún  tiempo  el 
decurionato. 

Las  leyes  de  Partida ,  que  por  lo  común  no  se  separan  del 
derecho  romano ,  no  solo  adoptaron  la  legitimación  per  oftía- 
lionem  curies ,  sino  que  la  estendieron  á  los  que  se  emplea- 
ban en  los  cargos  de  palacio;  ley  5,  tit.  15  ,  Part.  U;  por  lo 
que  vino  la  legitimación  no  solo  á  ser  un  aliciente  para  los 
que  se  empleaban  en  cargos  gravosos,  sino  también  para 
los  que  estaban  dedicados  á  los  empleos  honoríficos  de  la 
corte  y  del  servicio  del  príncipe,  sin  embargo  de  que  por  las 
costumbres  de  España  no  se  acredita  que  los  empleados  en 
el  servicio  de  algún  concejo  de  lugar,  villa  ó  ciudad  tuvie- 
sen como  los  curiales  de  los  Romanos  que  costear  los  espec- 
táculos públicos. 

Dos  son  los  modos  que  las  leyes  de  Partida  proponían 
para  hacer  la  legitimación  per  oblationem  enrice.  Uno  cuan- 
do el  padre  ofrecía  al  hijo  ,  y  el  otro  cuando  el  hijo  se  ofre- 
cía él  mismo.  En  el  primero  bastaba  que  el  hijo  no  contra- 
dijese para  que  la  legitimación  fuese  válida,  aunque  el  padre 
tuviese  hijos  de  mujer  legítima  ,  con  tal  que  la  madre  del 
legitimado  no  fuese  síerva  ;  ley  5  ,  tit.  15  ,  Part.  k.  En  el 
segundo  era  necesario  que  el  padre  no  tuviese  hijos  legíti- 
mos para  que  fuera  válida  la  legitimación  del  que  por  sí 
mismo  se  ofrecía;  ley  8,  tit.  15,  Part.  U. 

Añade  esta  ley  que  si  una  hija  natural  que  alguno  hubiese 
habido  de  amiga  ó  concubina  contrajese  matrimonio  con  el 
que  ejerce  empleo  honorífico  de  los  principales  de  alguna 
ciudad  ó  villa,  quedaría  por  este  mero  hecho  legitimada  ;  y 
de  aquí  es  que  sienta  un  autor  moderno  que  hay  en  el  día 
tres  modos  de  legitimación:  uno  por  subsiguiente  matrimo- 
nio, otro  por  rescripto  del  príncipe,  y  otro  por  casamiento 
de  la  hija  natural  con  un  regidor  de  la  villa  !  Sin  embargo , 
Gregorio  López  decía  ya  en  su  tiempo  que  este  modo  de  le- 
gitimar inventado  por  Teodosio  el  joven  á  principio  del  si- 
glo v,  no  estaba  ya  en  uso  :  hodie  isle  modus  legüimandi  non 
est  in  usu,  como  que  no  viene  a  propósito  con  la  organiza- 
ción y  las  facultades  de  nuestros  ayuntamientos.  Solo  que- 
dan pues  la  legitimación  por  subsiguiente  matrimonio ,  y  la 
legitimación  por  concesión  real.  Véase  Hijo  legitimado. 

LEGITIMAR.  Hacer  legitimo  al  hijo  que  no  lo  es ,  ó 
por  subsiguiente  matrimonio  ó  por  gracia  del  príncipe  ;  — 
probar  ó  justificar  la  verdad  de  alguna  cosa  ó  la  calidad  de 


alguna  persona  ó  cosa  conforme  à  las  leyes;  —  y  habilitar 
á  alguna  persona  de  suyo  inhábil  para  algún  oficio  ó  em- 
pleo. 

LEGITIMÏÏ5AÎ>.  El  estado  ó  calidad  de  un  hijo  legíti- 
mo ó  legitimado.  Se  ha  de  tener  cuidado  de  no  confundir  la 
filiación  con  la  legitimidad  ;  la  filiación  es  la  calidad  de  hijo; 
y  esta  calidad  puede  ser  legítima  para  los  hijos  nacictas  de 
matrimonio,  é  ilegítima  para  los  nacidos  fuera  de  matrints-- 
nio  :  la  legitimidad  pues  no  es  mas  que  un  atributo  de  la 
filiación.  Un  hijo  prueba  su  legitimidad  presentando  la  par- 
tida de  matrimonio  de  sus  padres  y  la  de  su  nacimiento  ;  y 
aun  en  caso  de  que  estos  hubiesen  muerto,  ó  de  que  el  so- 
breviviente se  hallase  en  estado  de  demencia,  furor,  imbe- 
cilidad, ó  de  ausencia  en  lugar  desconocido,  podría  pro- 
barla justificando  la  posesión  en  que  estaban  de  su  estado 
de  esposos  legítimos,  y  la  suya  propia  como  hijo  legítimo  de 
tales  padres  corroborada  ó  no  contradicha.  Véase  Hijo  legí- 
timo, é  Hijo  natural,  §  III. 

LEGÍTIMO.  Lo  que  es  conforme  á  las  leyes;  —  lo  que 
está  introducido  ,  instituido,  confirmado  ó  comprobado  por 
alguna  ley;  —  y  lo  que  es  cierto  y  verdadero  en  cualquier 
línea.  Dícese  del  hijo  del  matrimonio  que  ha  sido  legalmente 
celebrado.  Véase  Hijo  legítimo. 

LEGO.  El  que  no  tiene  órdenes  clericales.  Llámase  asi 
cualquier  persona  del  siglo,  por  contraposición  á  las  que 
están  ligadas  en  el  orden  eclesiástico  ó  religioso.  —  Dicese 
que  el  fiador  ó  depositario  debe  ser  lego  ,  llano  y  abonado, 
para  dar  á  entender  que  ha  de  ser  persona  que  no  goce  fuero 
eclesiástico  ni  de  nobleza  y  que  tenga  hacienda. 

LEGUA.  Medida  de  tierra,  cuya  longitud  es  varia  entre 
las  naciones.  Según  la  ley  25,  tit.  26  ,  Part.  2 ,  tenia  cada 
legua  tres  mil  pasos  ;  mas  la  real  orden  de  26  de  enero  in- 
serta en  circular  del  Consejo  de  20  de  febrero  de  180! ,  que 
es  la  ley  S ,  tit.  9  ,  lib.  9  ,  Nov.  Rec,  dice  que  para  que  la 
legua  corresponda  próximamente  á  lo  que  en  toda  España 
se  ha  llamado  y  se  llama  legua ,  que  es  el  camino  que  regu- 
larmente se  anda  en  una  hora,  será  dicha  legua  de  veinte 
mil  pies;  la  que  se  usará  en  todos  los  casos  en  que  se  trate 
de  ella,  sea  en  caminos  reales,  en  los  tribunales  y  fuera  de 
ellos.  El  pié,  que  según  la  misma  ley,  es  la  raiz  de  todas  las 
medidas  de  intervalos  ó  de  longitud ,  se  dividirá ,  según  se 
acostumbra,  en  diez  y  seis  dedos,  y  el  dedo  en  mitad, 
cuarta,  ochava  ,  y  diez  y  seisava  parte,  é  igualmente  se  di- 
vidirá el  pié  en  doce  pulgadas,  y  la  pulgada  en  doce  líneas. 
De  esta  clase  de  leguas  entran  veinte  en  el  grado  ;  y  la 
jornada  regular  es  de  ocho  leguas.  Véase  Jornada.  Sin  em- 
bargo,  dispone  el  código  de  comercio ,  que  siempre  que 
tratándose  de  distancia  en  los  contratos  ,  se  hable  genérica- 
mente de  leguas  ú  horas ,  se  entenderán  las  que  estén  en 
uso  en  el  pais  á  que  haga  referencia  el  contrato. 

LEGULEYO.  El  que  sin  penetrar  en  el  fondo  del  dere- 
cho sabe  solo  enredar  y  eternizar  los  pleitos  con  las  sutilezas 
de  las  fórmulas.  Es  entre  los  jurisconsnltos  lo  mismo  que 
son  los  charlatanes  entre  los  médicos.  Legulejus  (dice  Ci- 
cerón, lib.  1  de  oratore)  quidam  caulas  et  aculus,  prœco 
aclionum ,  cantor  formularum,  anceps  syllabarum.  Fran- 
cisco Poleti,  en  su  historia  del  foro  romano,  llama  á  los  le- 
guleyos charlatanes ,  arpías  ,  sanguijuelas  del  género  hu- 
mano ,  y  maulas  consumados  que  meten  á  sus  clientes  en. 
laberintos  de  pleitos  que  nunca  se  acaban. 

LEMAN.  El  piloto  de  puerto  ó  costa,  que  también  se 
llama  práctico.  Su  oficio  es  entrar  en  el  puerto  los  navios 
que  se  presentan  hasta  ponerlos  en  el  surgidero  acostum- 
brado, y  después  cuando  han  de  salir  al  mar,  sacarlos  hasta 
fuera  de  barra. 

LEMANAGE  ó  límanage.  El  salario  ó  emolumentos 
del  lemán  ó  práctico  por  su  trabajo  de  dirigir  los  navios  en  la 
entrada  y  salida  de  los  puertos,  abras  ó  ríos.  Se  comprenda 
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en  los  gastos  menudos  que  corresponden  á  la  clase  de  avería 
ordinaria. 

LENOCINIO.  El  infame  comercio  de  prostitución  de 
mujeres.  La  ley  i ,  tít.  22 ,  Part.  7,  divide  en  cinco  clases 
las  personas  que  se  "dedican  á  este  oficio  :  Ia.  de  los  bella- 
cos que  guardan  las  rameras  públicas  en  el  burdel ,  tomando 
parte  de  su  ganancia  ;  —  2a.  de  los  que  como  chalanes,  cor- 
redores ó  medianeros  andan  solicitando  las  mujeres  que  es- 
tán en  sus  propias  habitaciones  para  los  hombres  que  les 
dan  algún  interés  en  premio  de  su  vileza;  —  3a.  de  los  que 
tienen  en  su  casa  mozas  que  se  prostituyen ,  con  el  objeto 
de  percibir  la  ganancia  que  ellas  hacen  por  este  medio  ;  — 
4*.  de  los  viles  maridos  que  sirven  de  alcahuetes  á  sus  mu- 
jeres: —  5a.  de  los  que  por  algún  lucro  consienten  en  su 
casa  la  concurrencia  de  mujer  casada  ú  otra  de  buen  lugar 
para  hacer  fornicio ,  sin  ser  sus  medianeros  ni  sus  compli- 
ces. Todas  estas  personas  se  llaman  Xenones ,  rufianes  ó  al- 
cahuetes; pueden  ser  acusadas  por  cualquiera  del  pueblo;  y 
probado  el  delito,  incurren  en  las  penas  siguientes  :  el  lenon 
ó  ruñan  de  la  Ia.  clase  será  desterrado  del  pueblo  con  las 
rameras  que  guardaba  ;  el  de  la  2a.  perderá  la  casa  para  el 
fisco,  y  pagará  diez  libras  de  oro;  el  de  la  3a.  ha  de  casar 
y  dotar  la  mujer,  ó  haber  la  pena  de  muerte  ;  y  en  esta  in- 
curren también  los  de  la  Ia.  y  5a.  ;  bajo  el  concepto  de  que 
lo  dicho  tiene  lugar  igualmente  respecto  de  las  mujeres  al- 
cahuetas ;  ley  2  ,  lit.  22,  Part.  7. 

Las  leyes  de  la  Recopilación ,  sin  hacer  clases  ni  diferen- 
cias de  rufianes ,  les  imponen  por  la  primera  vez  que  se  les 
aprehenda,  como  tengan  ya  diez  y  siete  años,  las  penas  de 
vergüenza  pública  y  diez  años  de  galeras  :  por  la  segunda 
vez  las  de  cien  azotes  y  galeras  perpetuas  :  por  la  tercera  la 
muerte  de  horca ,  habiendo  de  perder  siempre  las  armas 
y  ropas  que  llevaren  consigo  al  tiempo  de  la  aprehensión  , 
con  destino  al  juez  y  acusador  por  mitad  ;  y  cualquiera  per- 
sona puede  por  su  propia  autoridad  prender  á  los  rufianes 
donde  quiera  que  los  halle,  y  presentarlos  sin  dilación  á 
las  justicias  ;  bajo  el  concepto  que  por  el  delito  de  lenocinio 
quedan  desaforados  los  militares,  y  su  jurisdicción  ha  de 
proceder  á  la  averiguación  del  delito ,  y  probado  que  sea 
declarará  ser  caso  de  desafuero,  y  entregará  los  reos  con 
los  autos  á  la  justicia  ordinaria.  Leyes  i,  2,  Uy  5,  tít.  27,  y 
ley  2,  lit.  \h,  lib.  12,  ÍVop.  Rec. 

Mas  ni  las  penas  de  las  Partidas  ni  las  de  la  Recopilación 
están  ya  en  observancia;  y  el  suplicio  capital  se  conmutó 
por  costumbre  general  de  los  tribunales  con  la  pena  de  azo- 
tes ,  con  la  de  sacar  á  los  alcahuetes  emplumados  ,  ó  bien 
con  una  coroza  en  que  se  ven  pintadas  varias  figuras  alusi- 
vas à  sus  delitos ,  y  con  el  destino  de  los  hombres  á  presidio 
y  de  las  mujeres  á  la  galera;  y  á  los  maridos  consentidores 
se  les  emplumaba,  se  les  ponía  pendiente  del  cuello  una 
sarta  de  astas  de  carnero  ,  y  luego  se  les  enviaba  á  presidio. 
Pero  habiendo  caducado  algunas  de  estas  penas,  no  pueden 
aplicarse  otras  que  las  de  destierro ,  ó  presidio  y  galera. 
Véase  Burdel ,  Alcahuete  ,  Mujer  pública  y  Prostitución. 

LENON.  El  alcahuete  ó  rufián.  Véase  Lenocinio. 

LEONINO.  Por  alusión  á  la  fábula  del  león,  se  aplica  el 
epíteto  de  leonina  á  la  sociedad  en  que  se  pacta  toda  la  ga- 
nancia para  un  socio  y  toda  la  pérdida  para  otro,  ó  en  que 
se  pacta  para  un  socio  parte  en  la  ganancia  y  ninguna  en 
la  pérdida ,  ó  al  contrario. 

LEPROSO.  El  que  padece  de  lepra,  que -es  una  enfer- 
medad cutánea  y  contagiosa  que  consiste  en  unas  pústulas 
hediondas ,  arracimadas  y  escamosas ,  que  se  van  esten- 
diendo por  todo  el  cuerpo,  y  termina  en  una  fiebre  lenta. 
Hace  ya  mucho  tiempo  que  no  se  conoce  semejante  enfer- 
medad; y  por  ello  es  inútil  detenernos  en  las  disposiciones 
tomadas  con  respecto  á  los  leprosos.  Véase  Injuria  ,  §  Vil. 

LE1SA  majestad.  Majestad  agraviada  ú  ofendida.  Hay 


crimen  de  lesa  majestad  divina ,  y  crimen  de  lesa  majestad 
humana.  El  crimen  de  lesa  majestad  divina  es  una  ofensa 
cometida  contra  Dios,  como  la  apostasía,  herejía,  blasfemia, 
sacrilegio,  sortilegio  y  simonía.  El  crimen  de  lesa  majestad 
humana  es  el  atentado  cometido  contra  el  soberano  ó  contra 
el  Estado.  Véase  Traición. 

LESION.  El  daño  ó  perjuicio  que  se  causa  en  los  con- 
tratos onerosos ,  y  especialmente  en  las  compras  y  ventas 
por  no  hacerlas  en  su  justo  precio.  Hay  lesión  enorme  y 
lesión  enormísima.  Lesión  enorme  es  el  perjuicio  ó  agravio 
que  alguno  esperimenta  por  haber  sido  engañado  en  algo 
mas  de  la  mitad  del  justo  precio.  Lesión  enormísima  es  el 
perjuicio  ó  agravio  que  alguno  esperimenta  por  haber  sido 
engañado  en  mucho  mas  de  la  mitad  del  justo  precio. 

La  lesión  enorme  es  causa  de  rescision  del  contrato.  Si 
después  de  celebrada  la  venta,  aunque  sea  en  pública  subas- 
ta, alega  alguno  de  los  contrayentes  que  fué  engañado  en 
algo  mas  de  la  mitad  del  justo  precio  ;  v.  gr.  que  lo  que  jus- 
tamente valia  diez  ,  se  habia  vendido  por  mas  de  quince,  ó 
comprado  por  menos  de  cinco  ;  y  justifica  la  lesión  y  engaño 
que  hubo  entonces  ,  puede  usar  de  la  alternativa  de  que  so 
vuelva  el  esceso  del  precio  justo  que  la  cosa  tenia  al  tiempo 
de  la  venta,  ó  se  dé  lo  que  falta  hasta  este,  ó  de  que  se  res- 
cinda y  anule  el  contrato  ,  llevando  cada  uno  lo  que  dio  al 
otro  ;  ley  3 ,  tít.  1 ,  lib.  10  ,  Nov.  Rec.  Es  decir,  si  el  ven- 
dedor dio  en  menos  de  cinco  lo  que  valia  diez,  puede  recla- 
mar lo  que  resta  hasta  cubrir  el  justo  precio ,  ó  bien  desha- 
cer el  contrato;  y  si  el  comprador  dio  mas  de  quince  por  lo 
que  solo  valia  diez,  puede  pedir  la  restitución  de  los  cinco 
del  esceso  ó  bien  deshacer  el  contrato  del  mismo  modo; 
ley  S6  ,  til.  8 ,  Part.  5. 

El  comprador  no  está  obligado  á  volver  los  frutos ,  ya 
porque  la  ley  no  habla  de  ellos,  ya  porque  tiene  justo  titulo 
y  buena  fe  para  retenerlos,  ya  porque  no  cae  en  mora 
mientras  el  vendedor  no  pide  la  rescision  ,  y  ya  porque  no 
es  justo  que  este  tenga  el  precio  y  luego  perciba  los  frutos. 
No  penden  hacerse  estas  demandas,  si  la  cosa  se  perdió, 
murió  ó  desmejoró  mucho. 

La  acción  para  poner  la  demanda  dura  solo  cuatro  años, 
contados  desde  el  dia  del  contrato,  ó  bien  desde  el  dia  del 
remate  si  la  cosa  se  vendió  en  almoneda  pública;  ley  2, 
tít.  1,  lib.  10,  Nov.  Rec.  ;  y  se  niega  á  todos  los  peritos  que 
ajustan  obras ,  aunque  sufran  lesión  en  los  términos  mencio- 
nados ;  ley  ti,  tít.  1  ,  lib.  10  ,  Nov.  Rec. 

Este  remedio  de  rescision  por  lesión  enorme  no  solo  tiene 
lugar  en  las  compras  y  ventas,  sino  también  en  las  rentas, 
cambios  y  otros  contratos  semejantes;  pero  no  lo  tiene 
cuando  la'cosa  se  vende  en  almoneda  contra  la  voluntad  de 
su  dueño  y  el  comprador  es  apremiado  á  comprarla,  ni  en 
los  arrendamientos  reales ,  ni  en  las  transacciones  ó  con- 
cordias. 

El  remedio  de  rescision  por  lesión  enormísima  tiene  lugar 
en  los  casos  en  que  no  le  tiene  el  de  la  de  lesión  enorme ,  y 
se  prescribe  ó  estingue  por  el  trascurso  de  veinte  años,  se- 
gún dicen  los  autores  (1). 

Guando  la  lesión  no  pasa  de  la  mitad  del  justo  precio,  no 
ha  lugar  áTa  rescision,  con  tal  que  no  haya  dolo  ni  mala  fe 
en  el  contrato.  Véase  Dolo  y  Restitución  in  integrum  (2). 

LETRA.  La  forma  y  modo  particular  que  cada  uno  tiene 
de  escribir;  y  el  sentido  gramatical  de  una  frase ,  sentencia 
ó  discurso.  Véase  Instrumento  privado  ,  Cotejo  de  letras  é 
Interpretación. 

(1)  Ley  5,  tít.  8,  lib.  11,  Nov.  llec.,y  Sala,  tom.  2,  pág.  114, 
n.  54 ,  aunque  se  haya  renunciado.  j 

(2)  Véase  sobre  esta  materia  á  Domínguez,  Ilustrac.  á  la  Cur. 
Filíp.,  tom.  2,  lib.  1,  com  terr.,  cap.  12  J'enta,  núins.  28  á  32, 
donde  cita  los  autores  que  hablan  de  la  materia  con  ostensión.  -- 
Sala,  tom.  2,  pág.  112,  núius.  31  á  53. 
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LETRA  abierta.  La  carta  de  crédito  y  orden  que  se  da 
á  favor  de  alguno  para  que  se  le  franquee  el  dinero  que  pida 
sin  limitación  de  cantidad.  Yéase  Carla  de  crédito. 

LETRA  antigua.  Véase  Lector. 

LETRA  de  cambio  (1).  Una  especie  de  mandato  por  el 
que  una  persona  ordena  á  su  corresponsal  en  otro  pueblo 
que  entregue  á  otra  persona  ó  à  su  orden  cierta  cantidad  de 
dinero  en  cambio  de  otra  cantidad  ó  de  un  valor  que  ha  re- 
cibido en  el  pueblo  en  que  se  libra  la  letra,  sea  realmente, 
ó  bien  en  cuenta. 

I.  No  se  ha  averiguado  todavía  el  origen  de  las  letras  de 
cambio  :  unos  atribuyen  su  invención  á  los  judíos,  quienes 
echados  de  Francia  en  tiempo  de  Dagoberto  y  refugiados 
en  la  Lombardía,  enviaban  á  sus  amigos  cartas  ó  billetes 
lacónicos  para  retirar  el  dinero  que  no  habían  podido  lle- 
varse :  otros  pretenden  que  la  debemos  á  los  Florentinos, 
que  arrojados  de  su  patria  por  la  facción  de  los  Gibelinos 
fueron  á  establecerse  en  León  y  otras  ciudades  de  Francia, 
y  se  sirvieron  de  este  medio  para  sacar  los  bienes  que  por 
precisión  habian  abandonado  en  Italia;  mas  como  estas 
opiniones  no  se  apoyan  sino  en  conjeturas ,  quizá  es  mas 
probable  la  de  los  que  no  refieren  el  origen  de  las  letras  de 
cambio  sino  simplemente  á  la  estension  de  las  relaciones 
comerciales.  De  cualquier  modo  que  sea ,  lo  cierto  es  que 
las  letras  de  cambio  han  dado  al  comercio  una  actividad 
que  antes  era  desconocida ,  pues  por  su  medio  se  puede  re- 
cibir dinero  sin  riesgo  ni  dilación  en  cualquiera  punto  en 
que.  se  necesita. 

II.  La  palabra  cambio  se  toma  en  dos  acepciones,  pues 
no  solo  significa  la  ganancia  ó  provecho  que  se  saca  de  la 
operación,  sino  también  la  operación  misma.  Esta  opera- 
ción es  de  dos  especies  :  la  una  consiste  en  la  permuta  de 
unas  monedas  por  otras,  como  cuando  un  viajero  da  las 
monedas  que  trae  de  su  pais  por  las  del  pais  adonde  viene  : 
la  otra  constituye  el  contrato  de  cambio  propiamente  tal ,  y 
puede  definirse  :  una  convención  por  la  que  una  persona 
que  recibe  en  un  lugar  cierta  cantidad  de  dinero  ,  se  obliga 
á  hacer  pagar  á  la  persona  que  se  la  entrega  ,  ó  á  su  orden  , 
una  suma  igual  en  otro  lugar.  Este  contrato  se  ejecuta  me- 
diante la  letra  de  cambio.  Es  necesario  pues  no  confundir  el 
contrato  de  cambio  con  la  letra  de  cambio  :  el  primero  es 
una  convención  que,  como  todas  las  convenciones,  se  forma 
por  el  concurso  del  consentimiento  de  dos  ó  mas  individuos  : 
la  letra  de  cambio  es  á  un  mismo  tiempo  la  prueba  del  con- 
trato, y  el  medio  de  llegar  á  su  ejecución. 

III.  El  derecho  de  cambio  no  es  propiamente  una  ganan- 
cia ,  sino  una  especie  de  vuelta  que  resulta  de  la  diferencia 
que  hay  cuando  se  da  la  letra  ,  según  el  curso  de  la  plaza, 
entre  el  valor  del  dinero  y  el  de  la  letra  de  cambio  sobre  el 
lugar  en  que  ha  de  pagarse  :  si  los  negociantes  de  Cádiz,  por 
ejemplo  ,  deben  mucho  dinero  á  los  de  Madrid ,  y  hay  pocas 
letras  de  cambio  sobre  Cádiz ,  el  negociante  de  Madrid  á 
quien  se  ofrece  dinero  para  que  libre  una  letra  de  cambio 
sobre  Cádiz,  pagará  una  diferencia,  puesto  que  logra  una 
ventaja ,  y  se  dice  entonces  que  el  cambio  de  Madrid  sobre 
Cádiz  está  bajo;  si  sucede  lo  contrario,  se  dice  que  el  cam- 
bio está  alto  ;  si  cada  una  de  las  dos  ciudades  debe  poco 
mas  ó  menos  la  misma  cantidad  de  dinero,  de  suerte  que 
nadie  pague  diferencia  ,  como  si  para  lograr  una  letra  de 
mil  pesos  no  doy  sino  mil  pesos,  se  dice  que  el  cambio  está 
á  la  par. 

IV.  En  la  letra  de  cambio  intervienen  tres  especies  de 
personas  :  el  librador,  que  es  el  que  gira  la  letra  mandando 
á  un  tercero  domiciliado  en  otro  pueblo  que  satisfaga  su  im- 

(1)  Sobre  este  particular  véase  el  cap.  13  de  las  Ordenanzas  de 
Bilbao,  pues  Escricbe  tomó  sus  doctrinas  del  nuevo  Código  es- 
pañol de  comercio ,  tít.  iO,  Del  contrato  y  letras  de  cambio. 


porte;  el  tomador,  que  es  el  que  recibe  la  letra  dando  su 
valor  al  librador;  y  aquel  á  cuyo  cargo  se  gira  la  letra,  el 
cual  se  llama  aceptante  luego  que  se  compromete  á  pagarla. 
Si  hay  negociación  ,  intervienen,  otras  dos  especies  de  per- 
sonas'. El  tomador  puede  trasmitir  todos  sus  derechos  á  un 
tercero  por  la  via  del  endoso;  y  desde  entonces  se  hace 
endosante  con  respecto  al  tercero  á  quien  trasmite  sus  de- 
rechos ,  el  cual  se  llama  portador;  este  último  puede  á  su 
vez  endosar  la  letra  á  otro,  y  así  sucesivamente  ;  de  manera 
que  el  nombre  de  portador  ó  tenedor  pertenece  en  definitiva 
á  la  última  persona  á  quien  se  ha  trasmitido  la  ltttra  de 
cambio;  siendo  de  notar  que  cada  endosante  contrae  con 
respecto  al  portador  ó  tenedor  las  mismas  obligaciones  que 
el  librador  habia  contraído  en  favor  del  tomador  (2). 

V.«  Para  que  las  letras  de  cambio  surtanenjuiciolos  efec- 
tos que  el  derecho  mercantil  les  atribuye,  han  de  contener 
todas  las  circunstancias  siguientes  :  —  Ia.  la  fecha,  esto  es, 
la  designación  de  lugar,  dia,  mes  y  año  en  que  se  libra  la 
letra;  —  2a.  la  época  en  que  debe  ser  pagada;  —  5\  el 
nombre  y  apellido  de  la  persona  à  enya  orden  se  manda 
hacer  el  pago  ;  —  4a.  la  cantidad  que  el  librador  manda 
pagar,  detallándola  en  moneda  real  y  efectiva  ,  ó  en  las  mo- 
nedas nominales  que  el  comercio  tiene  adoptadas  para  e! 
cambio;  —  5a.  el  valor  de  la  letra ,  ó  sea  la  forma  en  que 
el  librador  se  da  por  satisfecho  de  él,  distinguiendo  si  lo 
recibió  en  numerario  ó  en  mercaderías,  ó  si  es  valor  enten- 
dido ó  en  cuenta  con  el  tomador  de  la  letra  ;  —  6a.  el  nom- 
bre y  apellido  de  la  persona  de  quien  se  recibe  el  valor  de 
la  letra ,  ó  á  cuya  cuenta  se  carga  ;  —  7a.  el  nombre  y  domi- 
cilio de  la  persona  á  cuyo  cargo  se  libra;  —  8a.  la  firma  del 
librador  hecha  de  su  propio  puño  ,  ó  de  la  persona  que 
firme  en  su  nombre  con  poder  suficiente  al  efecto.»  Art.  426, 
cód.  de  com. 

=  Debe  ponerse  la  fecha,  para  que  pueda  saberse  si  el 
librador  era  capaz  de  girar  la  letra  en  aquella  época ,  ó  si 
estando  para  quebrar  perjudicaba  à  sus  acreedores,  como 
también  para  saber  si  la  letra  estaba  girada  de  un  lugar  á. 
otro  ,  ó  si  era  pagadera  en  el  mismo  pueblo  de  su  fecha. 

La  cantidad  que  se  manda  pagar  ha  de  ser  en  moneda  real 
y  efectiva  ,  ó  en  las  monedas  nominales  que  el  comercio 
tiene  adoptadas  para  el  cambio,  y  no  en  mercancías  que 
como  susceptibles  de  deterioro  no  son  objeto  de  este  con- 
trato. La  suma  puede  espresarse  en  cifrase  guarismos  ;  pero 
la  prudencia  aconseja  que  se  esprese  con  todas  sus  letras, 
como  se  practica ,  para  evitar  los  efectos  de  un  error  invo- 
luntario é  impedir  falsedades. 

Se  enuncia  que  el  valor  de  la  letra  se  ha  recibido  en  nu- 
merario ó  mercancías  ó  si  es  valor  entendido  ó  en  cuenta, 
porque  toda  obligación  ha  de  tener  una  causa  ,  y  porque  sin 
esta  manifestación  no  habría  contrato  de  cambio,  sino  un 
verdadero  préstamo  ,  y  el  cambio  percibido  por  el  hbraaor 
no  seria  otra  cosa  que  el  interés  de  la  suma  prestada.  La  in- 
finita variedad  de  las  operaciones  mercantiles  ha  obligado 
á  dar  una  gran  latitud  á  la  enunciación  de  estos  valores  ; 
pero  cada  uno  tiene  diferentes  efectos.  Así  es  que  la  cláusula 
de  haberlo  recibido  en  numerario  ó  mercaderías  ,  acredita, 
mientras  no  se  praebe  lo  contrario ,  que  el  librador  ha  reci- 
bido efectivamente  el  valor  de  la  letra  ;  y  por  el  contrario 
la  cláusula  de  valor  entendido  ó  en  cuenta,  acredita  que  no 
lo  ha  recibido,  y  el  tomador  mientras  no  destruya  esta  pre- 
sunción será  responsable  de  su  importe  en  favor  del  librador. 
El  domicilio  de  la  persona  á  cuyo  cargo  se  libra ,  tiene 
que  manifestarse  no  solo  para  que  sepa  el  portador  adonde 
debe  dirigirse,  sino  también  para  que  se  vea  que  la  letra  se 
gira  de  una  plaza  sobre  otra  ,  pues  sin  esta  circunstancia  no 

(2)  Cap.  13,  |  i  ,  Orden,  de  Bilbao;  pero  la  doctrina  está  lo- 
mada del  Código  mercantil  español. 
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habría  contrato  de  cambio,  el  cual  no  existe  sino  á  causa 
de  los  riesgos  que  toma  sobre  sí  el  que  se  obliga  à  hacer 
pagar  en  otro  lugar  la  suma  que  se  le  ha  entregado. 

VI.  «  Puede  intervenir  un  notario  público  en  la  redacción 
de  la  letra  de  cambio ,  y  dar  fe  de  la  autenticidad  de  la  firma 
del  "¡orador;  »  art.  427,  cocí,  de  com. 

=  Comunmente  se  redacta  la  letra  de  cambio  por  medio 
de  escrito  privado  ;  pero  puede  también  intervenir  escribano 
público  para  que  la  persona  á  cuyo  cargo  va  girada  y  el 
portador  no  duden  de  la  firma  del  librador. 

Vil.  «  Las  cláusulas  de  valor  en  cuenta  y  valor  entendido 
hacen  responsable  al  tomador  de  la  letra  del  importe  de  ella 
en  favor  del  librador  para  exigirlo  ó  compensarlo  en  la  forma 
y  tiempo  que  ambos  hayan  convenido  al  hacer  el  contrato 
de  cambio;  »  art.  428. 

=  Estas  cláusulas  pueden  dar  lugar  á  muchos  fraudes  , 
y  hacen  presumir  que  el  librador  ha  dado  la  letra  sin  recibir 
su  valor.  Así  es  que  el  tomador  tiene  que  pagarlo  mientras 
no  destruya  esta  presunción.  Mas  hé  aquí  un  caso  en  que 
hay  verdadero  valor  en  cuenta.  Yo  debo  v.  gr.  diez  mil  rea- 
les á  Pablo  que  necesita  de  cinco  mil  para  hacer  un  viaje  á 
Valencia,  donde  tengo  un  corresponsal  con  fondos  mios  ;  doy 
una  letra  de  cambio  á  Pablo  y  espreso  en  ella  que  es  valor 
en  cuenta  ;  esto  equivale  á  poner  valor  recibido  en.  efectivo  : 
porque  efectivamente  he  recibido  su  valor  por  via  de  com- 
pensación ,  que  equivale  al  pago.  Por  otra  parle ,  no  puede 
cometerse  fraude,  pues  que  por  la  inspección  de  los  libros 
podrá  probarse  si  en  efecto  el  tomador  era  acreedor  del 
librador;  y  si  el  tomador  no  es  negociante,  no  habia  razón 
alguna  para  impedirle  espresar  el  valor  en  cuenta ,  pues 
que  si  esta  enunciación  es  falsa  ,  hubiera  podido  asimismo 
enunciar  falsamente  el  valor  recibido. 

VIH.  «  Se  prohibe  girar  letras  de  cambio  pagaderas  en  el 
mismo  pueblo  de  su  fecha.  Las  que  se  giren  en  esta  forma  se 
entenderán  simples  pagarés  de  parte  del  librador  en  favor 
del  tomador.  Las  aceptaciones  que  en  ellas  se  pongan  equi- 
valdrán á  un  afianzamiento  ordinario  para  garantir  la  res- 
ponsabilidad del  librador,  sin  otro  efecto  ;  »  art.  429. 

=  La  necesidad  de  que  se  libre  de  un  pueblo  á  otro  es 
tan  indispensable  ,  que  se  ha  dudado  si  debia  tenerse  por 
regular  la  letra  librada  de  una  aldea  al  pueblo  de  que  de- 
pende ,  pues  que  ,  como  ya  se  ha  dicho ,  no  hay  contrato  de 
cambio  sino  á  causa  de  los  riesgos  que  toma  sobre  sí  el  que 
se  obliga  á  hacer  pagar  en  otro  lugar  la  cantidad  que  se  ha 
entregado.  Mas  ¿cuál  es  la  distancia  que  debe  haber  de  un 
lugar  á  otro?  La  ley  no  la  ha  determinado  ,  ni  ha  querido 
determinarla,  dejando  á  los  tribunales  el  examinar  si  ha  ha- 
bido fraude,  y  si  la  distancia  es  tal  que  el  librador  haya 
debido  necesariamente  hacer  una  remesa  y  esponerse  á 
riesgos. 

IX.  «  El  librador  puede  girar  la  letra  de  cambio  á  su 
propia  orden  ,  espresando  retener  en  sí  mismo  el  valor  de 
ella  ;  »  art.  450. 

=  Esto  se  hace  poniendo  después  de  la  cantidad  las  pa- 
labras valor  en  mí  mismo:  cuya  espresion  no  significa  que 
el  librador  ha  percibido  el  valor  de  la  letra ,  sino  que  es 
acreedor  de  la  jersona  contra  quien  la  gira,  y  que  luego 
que  esta  la  satisfaga  al  sugeto  á  cuyo  favor  so  da  la  orden, 
quedará  este  valor  en  el  librador  mismo  para  descontarlo  al 
deudor  de  la  mayor  cantidad  que  lo  debe  ,  ó  para  quedar 
solventes  de  igual  cantidad;  de  manera  que  aqui  el  sugeto  á 
quien  se  paga  la  letra  no  hace  mas  que  el  oficio  de  amigo  ó 
comisionado  para  el  cobro.  Mas  como  para  que  haya  letra 
de  cambio  se  requiero  que  haya  un  tomador  que  entregue 
al  girante  la  cantidad  que  este  último  se  obliga  á  hacerle 
pagar  en  otra  plaza ,  puede  decirse  que  la  letra  á  la  orden 
del  mismo  librador  no  toma  verdaderamente  el  carácter  de 
letra  de  cambio  ,  sino  en  el  caso  de  que  el  librador  la  en- 


dose á  favor  de  un  tercero  que  le  dé  su  valor,  espresándolo 
así  en  el  endoso. 

X.  «  Igualmente  es  permitido  librar  á  cargo  de  una 
persona  para  que  haga  el  pago  al  domicilio  de  un  tercero  ;  » 
art.  431. 

=  Puede  objetarse  contra  esta  disposición  que  parece  que 
dispensa ,  para  el  caso  que  prevé ,  de  la  condición  de  hacer 
la  provision  en  el  lugar  donde  debe  pagarse  la  letra  do 
cambio;  y  podria  insistirse  en  que  no  puede  haber  letra  de 
cambio  si  no  hay  remesa.  Es  cierto  que  en  el  caso  del  artículo 
como  en  todos  los  demás  debe  hacer  provision  el  librador  en 
manos  del  aceptante,  pues  que  este  se  encarga  de  pagar,  y 
la  aceptación  supone  la  provision.  Es  cierto  también  que  en 
la  hipótesis  en  que  estamos  no  hace  el  librador  la  provision 
en  el  lugar  del  pago ,  pues  que  la  letra  debe  pagarse  en  otro 
domicilio  que  el  del  aceptante.  Mas  no  se  sigue  de  aquí  que 
no  haya  remesa  en  el  lugar  del  pago,  porque  el  aceptante 
queda  obligado  á  remitir  allí  la  cantidad  que  se  manda  en- 
tregar. 

XI.  «  También  puede  librarse  en  nombre  propio  por  orden 
y  cuenta  de  un  tercero,  y  espresarse  así  en  la  letra;  pero 
la  responsabilidad  del  librador  siempre  es  la  misma ,  y  el 
tenedor  no  adquiere  derecho  alguno  contra  el  tercero  por 
cuya  cuenta  se  hizo  el  giro;  »  art,  452. 

=  Así  es  que  un  negociante  de  Pamplona  que  tiene  cré- 
dito abierto  sobre  un  banquero  de  Madrid  puede  encargará 
un  negociante  de  Zaragoza  que  libre  por  su  cuenta  sobre  el 
banquero  de  Madrid.  Mas  es  necesario  que  el  tercero  haya 
dado  mandato  al  librador,  ó  que  ratifique  luego  la  operación  ; 
porque  seria  absurdo  que  una  persona  pudiese  obligar  á 
otra  á  pesar  suyo  y  sin  su  conocimiento.  Pero  de  lodos  mo- 
dos el  tomador  nunca  puede  dirigirse  sino  contra  el  librador, 
que  es  el  único  con  quien  ha  tratado. 

XIL  «  Ni  el  librador  ni  el  tomador  de  la  letra  de  cambio 
tienen  derecho  á  exigirse  después  de  entregada  esta  que  se 
haga  variación  en  la  cantidad  librada  ,  el  lugar  del  pago,  la 
designación  del  pagador  ni  otra  circunstancia  alguna  ;  y  solo, 
podrá  tener  lugar  cualquiera  de  estas  alteraciones  de  con- 
sentimiento de  ambos;  »  art.  455. 

=  La  ley  ha  querido  prevenir  las  contestaciones  que  po- 
dria haber  sobre  cualquiera  de  estos  puntos  entre  el  librador 
y  el  tomador  :  después  de  entregada  y  recibida  la  letra , 
queda  perfecto  el  contrato  ,  y  ninguno  de  los  contrayentes 
puede  obligar  al  otro  á  perder  las  ventajas  que  en  él  se  ha 
propuesto ,  teniendo  que  sufrir  cada  cual  á  su  vez  las  conse- 
cuencias de  su  lijereza  ó  imprudencia,  y  pagar  los  daños  y 
perjuicios. 

XIII.  «  No  siendo  comerciantes  los  libradores  ó  aceptantes 
de  las  letras  de  cambio,  se  considerarán  estas  en  cuanto  á 
los  que  no  tengan  aquella  cualidad  simples  pagarés,  sobre 
cuyos  efectos  serán  juzgados  por  las  leyes  comunes  en  los 
tribunales  de  su  fuero  respectivo,  sin  perjuicio  del  derecho 
de  los  tenedores  á  exigir  el  importe  de  estas  letras ,  con- 
forme á  las  reglas  de  la  jurisprudencia  mercantil,  de  cual- 
quiera comerciante  que  haya  intervenido  en  ellos. 

Pero  si  dichas  personas  no  comerciantes  hubieren  librado 
ó  aceptado  las  letras  por  consecuencia  de  una  operación 
mercantil ,  probando  el  tenedor  esta  circunstancia  ,  quedarán 
sujetas  en  cuanto  á  la  responsabilidad  contraída  en  ellas  á 
las  leyes  y  jurisdicción  del  comercio. 

El  endoso,  sea  ó  no  comerciante  el  que  lo  ponga,  pro- 
duce garantía  del  valor  de  la  letra  endosada ,  salva  la  reserva 
de  su  fuero  respectivo  á  los  endosantes  que  no  sean  comer- 
ciantes ;  »  urt.  454. 

=  Véase  Pagaré. 

XIV.  «  Todos  los  que  pongan  sus  firmas  á  nombre  de 
otro  en  las  letras  de  cambio  como  libradores  ,  aceptantes  ó 
endosantes  ,  deben  hallarse  autorizados  para  ello  con  poder 
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especial  de  las  personas  en  cuya  representación  obren  ;  y 
espresarlo  así  en  la  antefirma.  Los  tomadores  y  tenedores 
de  las  letras  tienen  derecho  á  exigir  del  firmante  la  exhibi- 
ción del  poder  ;  »  art.  43S. 

XV.  «  Los  libradores  no  pueden  rehusar  á  los  tomadores 
de  las  letras  la  espedicion  de  segundas,  terceras  ,  y  cuantas 
pidan  de  un  mismo  tenor  que  las  primeras  ,  siempre  que 
hagan  esta  demanda  antes  del  vencimiento  de  las  leücas. 
Desde  la  segunda  inclusive  en  adelante  todas  llevarán  lí^re- 
presion  de  que  no  se  considerarán  válidas  ,  sino  en  defecto 
de  haberse  hecho  el  pago  en  virtud  de  la  primera  ,  ó  de  otra 
de  las  espedidas  anteriormente;  »  art.  436.    . 

=  Este  uso  de  dar  muchos  ejemplares  tiene  por  objeto 
procurar  un  nuevo  titulo  al  portador  para  el  caso  de  que  se 
le  estravie  el  primer  ejemplar,  y  facilitar  al  mismo  tiempo 
las  negociaciones,  pues  mientras  se  euvia  un  ejemplar  á  la 
aceptación  ,  puede  negociarse  la  letra  con  el  otro,  teniendo 
cuidado  en  tal  caso  de  espresar  en  este  último  que  el  acep- 
tado estará  á  disposición  del  portador  del  negociado  en  un 
domicilio  indicado  en  el  lugar  del  pago.  Pero  es  necesario 
espresar  sobre  cada  una  de  las  letras  que  es  primera  ,  se- 
gunda ó  tercera ,  y  que  no  será  válida  si  el  pagóse  ha  hecho 
en  virtud  de  la  que  primero  se  haya  recibido;  pues  no  ha- 
ciéndose así  pasarían  tod;is  por  originales,  y  el  librador  ten- 
dría que  sufrir  las  consecuencias  de  su  imprudencia,  salva 
su  acción  para  repetir  el  pago  de  lo  indebido  contra  quien 
hubiere  lugar. 

Debe  también  tener  cuidado  el  librador  de  enviar  carta 
de  aviso  á  la  persona  contra  quien  va  girada  la  letra  para 
que  no  la  rehuse  ni  ponga  inconvenientes  en  su  aceptación 
ó  pago  cuando  le  sea  presentada;  y  aun  en  algunos  paises 
es  costumbre  entregar  ó  remitir  esta  carta  de  aviso  al  mismo 
tenedor  de  la  letra  para  que  pueda  presentar  á  un  mismo 
tiempo  una  y  otra  á  dicha  persona. 

XVI.  «  En  defecto  de  ejemplares  duplicados  de  las  letras 
espedidas  por  el  mismo  librador,  puede  cualquiera  tenedor 
de  una  letra  dar  á  su  tomador  una  copia  de  la  primera  en 
que  necesariamente  se  incluirán  literalmente  todos  los  en- 
dosos que  contenga,  y  se  espresará  que  se  espide  á  falta  de 
segunda  letra;  »  art.  437. 

XVII.  «  Sí  en  la  forma  de  la  letra  de  cambio  faltare  algu- 
na formalidad  legal,  se  considerará  como  pagaré  á  cargo  del 
librador,  y  en  favor  del  tomador;  »  art.  ¿58. 

=  Véase  Pagaré. 

XVIII.  Ademas ,  toda  letra  de  cambio  ,  libranza  á  la  or- 
den, pagaré  ó  carta  orden  de  crédito  por  cantidad  fija  que  se 
gire,  negocie  ó  circule  ,  ha  de  estar  estendida  en  el  corres- 
pondiente papel  sellado  que  hay  establecido  al  efecto,  con- 
siderándose encaso  contrario  ilegal  y  sin  fuerza  alguna  si  no 
es  purgada  de  su  vicio  puniendo  á  ella  otra  del  sello  corres- 
pondiente y  acreditando  haber  satisfecho  la  pena  impuesta 
por  el  fraude.  Véase  Papel  sellado  para  documentos  de  giro. 

De  los  términos  de  las  letras,  y  su  vencimiento. 

XIX.  «  Las  letras  de  cambio  pueden  girarse  :  —  Io.  A  la 
vista  ó  presentación;  y  debe  pagarse  luego  que  fuere  pre- 
sentada :  —  2o.  A  uno  ó  muchos  dias ,  uno  ó  muchos  meses 
vista;  y  entonces  corre  el  término  desde  el  dia  siguiente  á 
su  aceptación  ó  protesto,  sacado  por  falta  de  haberla  acep- 
tado :  —  3o.  A  uno  ó  muchos  dias ,  uno  ó  muchos  meses  fe- 
cha ;  y  el  término  se  cuenta  desde  el  dia  inmediato  siguiente 
al  de  su  giro  :  —  4o.  A  uno  ó  muchos  usos;  y  el  térmiuo 
principia  á  correr  desde  el  dia  siguiente  al  del  giro  :  bajo  el 
concepto  de  que  el  uso  de  las  letras  giradas  de  plaza  á  plaza 
en  lo  interior  del  reino  es  de  dos  meses;  el  de  las  letras  giradas 
enelestranjero  sobre  cualquiera  plaza  de  España  será,  á  sa- 
ber ;  en  las  de  Francia  treinta  dias;  en  las  de  Inglaterra,  Holan- 


da y  Alemania  dos  meses  ;  en  las  de  Itah'^y  cualquiera  puerto 
estranjero  del  Mediterráneo  y  Adriático  tres  me>es  ;  y  con  res- 
pecto á  las  plazas  que  no  se  han  comprendido  en  este  seña- 
lamiento, se  graduará  el  uso  según  la  forma  en  que  se  cuento 
en  la  plaza  donde  se  giró  la  letra  :  —  5o.  A  dia  fijo  y  deter- 
minado; y  ha  de  pagarse  en  el  que  está  marcado  para  su 
vencimiento  :  —  6o.  A  una  feria,  y  se  tiene  por  vencida  el 
último  dia  de  ella.  Los  meses  para  el  cómputo  de  los  térmi- 
nos de  las  letras  giradas  á  meses  ó  á  usos  se  contarán  de  fe- 
cha á  fecha.  Todas  las  letras  á  término  deben  satisfacerse  en 
el  dia  de  su  vencimiento  antes  de  ponerse  el  sol,  cesando  to- 
das las  costumbres  locales  sobre  términos  de  gracia  ó  cor- 
tesía; »  arts.  439,  440,  441,  442,  443,  444,  44b,  446  y  447. 

De  las  obligaciones  del  librador. 

XX.  «  El  librador  está  obligado  á  hacer  provision  de  fon- 
dos en  poder  de  la  persona  á  cuyo  cargo  hubiere  girado  la 
letra;  »  art.  448. 

=  Llámase  provision  la  prevención  ó  remesa  de  fondos 
que  se  ponen  en  poder  de  la  persona  á  cuyo  cargo  se  ha  gi- 
rado una  letra  de  cambio  ,  para  que  pueda  pagarla  á  su 
tiempo;  y  esta  provision  debe  hacerla  el  librador,  no  por- 
que sea  una  especie  de  vendedor,  como  han  querido  algunos, 
sino  porque  este  es  efectivamente  el  objeto  del  contrato  do 
cambio  que  ha  consentido. 

XXI.  «  Si  la  letra  estuviere  girada  por  cuenta  de  un  ter- 
cero ,  será  de  cargo  de  este  hacer  la  provision  de  fondos, 
salva  siempre  la  responsabilidad  directa  del  librador  hacia 
el  tenedor  de  la  letra  ;  »  art.  449. 

=  El  tercero  estará  obligado  á  hacer  la  provision  de  fon- 
dos solo  en  el  caso  de  que  él  haya  mandado  librar  la  letra  ó 
de  que  haya  ratificado;  porque  su  mandato  ó  su  ratificación 
le  hacen  verdaderamente  librador;  mas  si  el  librador  no  ha 
recibido  ningún  mandato  del  tercero  por  cuya  cuenta  ha  gi- 
rado la  letra  ó  si  este  desaprueba  la  operación ,  es  claro  que 
el  librador  debe  quedar  obligado  á  la  provision.  Pero  cual- 
quiera que  sea  el  resultado  de  la  obligación  que  el  tercero 
tiene  de  hacer  la  provision  de  fondos  al  que  haya  de  pagar 
la  letra  ,  siempre  el  librador  debe  responder  al  tenedor  de 
ella,  aunque  no  tenga  que  hacerlo  al  aceptante. 

XXII.  «  Se  considerará  hecha  la  provision  de  fondos 
cuando  al  vencimiento  de  la  letra  ,  aquel  contra  quien  se  li- 
bró sea  deudor  del  librador  ó  del  tercero ,  por  cuya  cuenta 
se  hizo  el  giro,  de  una  cantidad  igual  al  importe  de  la  misma 
letra  ;  »  art.  450. 

=  En  la  época  del  vencimiento  es  precisamente  cuan- 
do el  tomador  tiene  interés  en  que  la  provision  se  halle 
en  manos  del  aceptante;  y  queda  por  consiguiente  cumplida 
la  obligación  del  librador  si  hay  provision  en  dicha  época. 
Pero  si  aquel  contra  quien  se  hizo  el  giro  debia  ,  por  ejem- 
plo, diez  mil  reales  al  librador,  y  este  la  misma  cantidad  al 
primero,  habría  compensación  de  una  suma  por  otra,  y  por 
consiguiente  no  se  consideraría  hecha  la  provision. 

El  artículo  4S0  esplica  cómo  existe  la  provision  en  poder 
de  la  persona  á  cuyo  cargo  se  hubiere  girado  la  letra.  Pero 
l  cesa  de  existir  cuando  aquel  en  cuyo  poder  se  ha  hecho  se 
constituye  en  quiebra  antes  del  vencimiento  de  la  letra  de 
cambio? 

Se  pretende  que  causando  la  quiebra  el  desapropio  del 
quebrado,  y  quitándole  así  la  facultad  de  disponer  de  su  ac- 
tivo, le  impide  aplicar  al  pago  de  la  letra  de  cambio  la  pro- 
vision que  se  halla  en  su  poder.  Esto  es  suponer  que  la  pro- 
vision pertenece  al  quebrado  y  hace  parte  de  su  activo.  Si 
esto  es  así ,  si  la  provision  hecha  al  quebrado  es  propiedad 
suya  ,  si  cuando  dispone  de  ella  para  pagar  la  letra  que  se 
ha  girado  á  su  cargo,  dispone  de  su  propia  cosa,  no  hay  du- 
de que  la  provision  se  encuentra  aniquilada  por  la  quiebra. 
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Mas  si  la  provisioif  es  propiedad  del  librador,  si  el  girado 
cuando  la  aplica  a!  pago  de  la  letra  no  la  emplea  sino  con  la 
calidad  de  mandatario  del  librador,  si  por  consiguiente  no  es 
él  quien  en  tal  caso  dispone  de  su  propia  cosa  sino  el  libra- 
dor que  dispone  de  la  suya  por  intermedio  del  girado,  cier- 
tamente la  circunstancia  de  hallarse  privado  este  de  la  admi- 
nistración de  sus  bienes  y  despojado  de  la  facultad  de 
disponer  de  ellos  no  deberá  tomarse  en  consideración  ,  y 
subsistirá  la  provision  á  pesar  de  su  quiebra. 

Sin  embargo,  puede  presentarse  esta  cuestión  en  muchas 
hipótesis  que  es  necesario  distinguir. 

Una  casa  de  comercio  libra  á  cargo  de  uno  de  sus  corres- 
ponsales y  le  envia  valores  que  le  manda  realizar  para  for- 
mar la  provision.  Realízalos  en  efecto,  los  guarda  para  pagar 
la  letra  á  su  vencimiento;  y  antes  que  la  letra  se  le  presente 
para  su  aceptación,  viene  á  caer  en  quiebra.  Es  evidente 
que  entonces  no  se  ha  formado  entre  el  librador  y  él  el  con- 
tralo  de  cambio;  que  no  conserva  sino  á  titulo  de  depósito  la 
cantidad  que  ha  recibido,  y  que  cuando  la  entrega  al  porta- 
dor de  la  letra  no  paga  sino  como  mandatario  del  librador. 
Su  quiebra  pues  viene  á  ser  en  esta  primera  hipótesis  una 
circunstancia  muy  indiferente,  porque  jamas  puede  ser  en- 
vuelto un  depósito  en  el  activo  del  depositario. 

¿  Será  lo  mismo  si  habiéndose  hecho  la  provision  del  mo- 
do que  se  acaba  de  decir,  había  formado  el  corresponsal 
por  medio  de  su  aceptación  el  contrato  de  cambio?  Seria 
necesario  decir,  para  sostener  la  negativa  ,  que  la  acepta- 
ción trasfiere  la  propiedad  de  la  provision  al  aceptante.  Sin 
embargo  ,  este  contrato  no  produce  semejante  efecto;  pues 
entre  el  librador  y  el  aceptante  no  es  otra  cosa  el  contrato 
de  cambio  que  un  contrato  de  mandato,  y  por  consiguiente 
es  también  entonces  la  provision  ,  como  en  la  primera  hipó- 
tesis, un  simple  depósito  hecho  al  aceptante  :  de  manera  que 
tampoco  puede  estinguirla  la  quiebra  en  que  este  se  cons- 
tituya. 

Queda  la  última  hipótesis,  esto  es,  aquella  en  que  la  pro- 
vision consiste  en  la  cantidad  debida  por  el  corresponsal  á 
cuyo  cargo  está  girada  la  letra.  Podria  alegarse  para  esta- 
blecer la  estincion  ó  inexistencia  de  la  provision ,  que  el  li- 
brador no  es  mas  que  un  simple  acreedor  y  que  debe  sufrir 
la  misma  suerte  que  todos  los  demás.  Esto  seria  verdad  si  no 
hubiese  habido  aceptación,  porque  en  este  caso  la  cantidad 
debida  por  el  corresponsal  habria  quedado  en  su  activo ,  no 
siendo  mas  que  una  simple  indicación  de  pago  el  deslino  que 
librándola  le  daba  el  acreedor.  Mas  desde  que  interviene  la 
aceptación  ,  por  supuesto  antes  de  la  quiebra  y  aun  antes  de 
los  diez  dias  que  la  preceden ,  se  supone  que  el  deudor  ac- 
cediendo á  la -intención  de  hacer  salir  de  su  activo  la  canti- 
dad debida  que  el  acreedor  ha  espresado  por  el  hecho  de 
librar  á  su  cargo,  la  ha  puesto  fuera  realmente,  y  el  con- 
curso de  estas  dos  voluntades  debe  tener  absolutamente  el 
mismo  efecto  que  si  el  acreedor  se  hubiese  hecho  entregar 
desde  luego  esta  cantidad  y  la  hubiere  devuelto  en  seguida 
al  deudor  de  quien  la  habia  recibido  :  de  suerte  que  de  to- 
dos modos  no  es  otra  cosa  el  deudor  que  un  depositario  de  los 
fondos,  que  han  dejado  de  pertenecerle  y  que  conserva  solo 
para  ejecutar  el  mandato  de  que  se  ha  encargado  al  aceptar 
la  letra.  Entiéndese,  sin  embargo  que  al  tiempo  de  la  acep- 
tación era  exigible  ó  al  menos  que  llegó  á  serlo  antes  de  la 
quiebra  ,  la  deuda  que  constituía  la  provision  ;  porque  si  no 
era  exigible  sino  posteriormente,  la  hubiera  sorprendido  la 
quiebra  en  el  activo  del  quebrado  ,  y  la  aceptación  dada  por 
este  último  no  hubiera  podido  distraerla  de  su  estado. 

XXIII.  «  Los  gastos  que  se  causen  por  no  haberse  acep- 
tado ó  pagado  la  letra,  serán  de  cargo  del  librador,  ó  dol 
tercero  de  cuya  cuenta  se  libró  aquella,  á  menos  que  no 
pruebe  quo  habia  hecho  oportunamente  la  provision  de  fon- 
dos ó  que  estaba  espresamente  autorizado  por  la  persona,  que 


habia  de  aceptar  ó  pagar  para  librar  la  cantidad  de  que  dis- 
puso. En  cualquiera  de  ambos  casos  podrá  exigir  el  librador, 
del  que  dejó  de  aceptar  ó  pagar,  la  indemnización  délos  gas- 
tos que  por  esta  causa  hubiere  reembolsado  al  tenedor  de  .a 
letra  ;  »  arl.  '¿51. 

XXIV.  «  El  librador  es  responsable  de  las  resultas  de  su 
letra  á  todas  las  personas  que  la  fueren  sucesivamente  ad- 
quiriendo y  cediendo  hasta  el  último  tenedor.  Los  efectos  de 
esliPEsponsabilidad  en  los  respectivos  casos  de  falta  de  acep- 
tación ó  de  pago,  se  establecen  en  los  artículos  465  y  534;  » 
arl.  452. 

—  Véase  Aceptación  y  Portador  de  letra  de  cambio. 

XXV.  «  Cesa  la  responsabilidad  del  librador  cuando  el 
tenedor  de  la  letra  no  la  hubiere  presentado,  ó  hubiere  omi- 
tido protestarla  en  tiempo  y  forma ,  con  tal  que  pruebe  quo 
al  vencimiento  de  la  letra  tenia  hecha  provision  de  fondos 
para  su  pago  en  poder  de  la  persona  á  cuyo  cargo  estaba  gi- 
rada ;  »  arl.  455. 

XXVI.  «  En  defecto  de  probarse  la  provision  de  fondos, 
como  previene  el  artículo  anterior,  estará  obligado  el  libra- 
dor al  reembolso  de  la  letra  no  pagada ,  mientras  esta  no  esté 
prescrita,  aunque  el  protesto  se  saque  fuera  del  tiempo  mar- 
cado por  la  ley  ;  »  art.  454. 

=  Todas  las  acciones  que  proceden  de  las  letras  de  cam- 
bio quedan  estinguidas  á  los  cuatro  años  de  su  vencimiento, 
si  antes  no  se  han  intentado  en  justicia ,  hayanse  ó  no  pro- 
testado las  letras  ;  arl.  557.  =  La  acción  es  el  derecho  de 
perseguir  ante  los  tribunales  á  una  persona  para  que  nos 
restituya  lo  que  creemos  que  nos  debe  ó  que  nos  pertene- 
ce ;  y  el  ejercicio  de  este  derecho  se  llama  demanda.  La  ley 
no  esceptúa  ninguna  acción;  y  así  la  prescripción  se  estiende 
aun  á  la  acción  que  tiene  el  aceptante  que  ha  pagado  contra 
el  librador  que  no  le  ha  hecho  provision. 

La  prescripción  ordinaria  de  las  acciones  civiles  es  de 
veinte  años  ;  pero  el  favor  que  se  debe  al  comercio  ha  hecho 
introducir  la  prescripción  cuadrienal  para  las  acciones  que 
proceden  de  letras  de  cambio,  pues  no  se  creyó  conveniente 
que  los  banqueros  y  los  negociantes  estuviesen  sumidos  en 
la  incertidumbre  por  espacio  de  veinte  años  con  respecto  á 
los  negocios  de  letras  que  deben  presumir  arreglados  por 
medio  de  algún  convenio  entre  el  portador  y  el  librador  ó 
alguno  de  los  endosantes. 

Mas  si  las  acciones  que  proceden  de  las  letras  de  cambio 
se  han  intentado  en  justicia  antes  del  trascurso  de  los  cuatro 
años,  no  es  ya  en  virtud  del  titulo  primitivo  sino  en  virtud 
de  la  sentencia  condenatoria  que  puede  exigirse  la  deuda  ; 
y  la  nueva  acción  dura  entonces  todo  el  tiempo  que  duran 
las  demás  acciones  que  proceden  de  las  sentencias. 

¿  Qué  será  si  la  deuda  ha  sido  reconocida  en  acto  ëepara- 
do?  Entonces  habrá  una  verdadera^  novación  de  contrato. 
Pero  ¿  cuánto  durará  la  acción  que"  resulte  de  este  nuevo 
acto?  Si  las  partes  no  han  querido  otra  cosa  que  hacer  re- 
vivir el  acto  primitivo ,  la  acción  quedará  prescrita  por  el 
trascurso  de  cuatro  años;  y  si  su  intención  ha  sido  sustituir 
al  acto  primitivo  una  acción  civil,  no  se  prescribirá  esta  si- 
no por  la  prescripción  ordinaria. 

De  la  aceptación  y  sus  efectos. 
=  Véase  Aceptación  de  lelra  de  cambio. 

Del  endoso  y  sus  efectos. 
=  Véase  Endoso. 

Del  aval  y  sus  efectos. 
=  Véase  Aval, 
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De  la  presentación  de  las  letras  y  efectos  de  la  omi- 
sión del  tenedor. 

=  Véase  Portador  de  letra  de  cambio. 

Del  pago. 

—  Véase  Pago  de  letra  de  cambio. 

De  los  protestos. 
sar  Véase  Protesto  de  letras  de  cambio. 

De  la  intervención  en  la  aceptación  y  pago. 

—  Véase  Aceptación  por  intervención  é  Intervención  en 
la  aceptación  y  pago  de  letra. 

De  las  acciones  que  competen  al  portador  de  una 
letra  de  cambio. 

=  Véase  Portador  de  letra  de  cambio. 

Del  recambio  y  resaca. 
=  Véase  Recambio  y  Resaca. 

LETRA  domiciliada.  La  letra  de  cambio  que  se  gira 
contra  un  sugelo  de  cierta  plaza  ;  v.  gr.  de  Madrid  ,  para 
que  h  pague  en  otra,  v.  gr.  Sevilla.  Letra  no  domiciliada 
es  la  que  se  gira  contra  un  sugeto  de  una  plaza  para  que  la 
satisfaga  en  el  propio  lugar  de  su  residencia.  La  letra  domi- 
ciliada debe  contener  la  indicación  del  domicilio  en  que  se 
baya  de  efectuar  el  pago.  Así  es  que  si  una  letra  girada  á 
cargo  de  u»  negociante  de  Madrid  fuese  pagadera  en  Se- 
villa, el  aceptante  deberia  necesariamente  indicar  el  domi- 
cilio á  que  el  portador  habría  de  presentarse  en  Sevilla , 
¿Mies  que  de  otro  modo  no  podría  este  hacerse  pagar,  á  no 
ser  que  ya  «atavíese  indicado  por  el  librador. 

LETRA  perjudicada.  La  letra  que  no  se  presenta  para 
cobrarla  el  dia  de  su  vencimiento  y  en  defecto  de  pago  no 
se  protesta  en  el  siguiente;  art.  489,  cód.  de  com. 

I.  Quedando  la  letra  perjudicada  ,  caduca  el  derecho  del 
portador  contra  los  endosantes,  y  cesa  la  responsabilidad 
fie  estos  á  las  resultas  de  su  cobranza  ;  y  también  caduca 
del  mismo  modo  contra  el  librador,  con  tal  que  pruebe  este 
que  al  vencimiento  de  la  letra  tenia  hecha  provision  de 
fondos  para  su  pago  en  poder  de  la  persona  á  cuyo  cargo  es- 
taba girada,  mas  no  en  caso  de  no  probarlo;  arts.  490, 
455  y  4b4. 

=  Así  el  portador  de  la  letra  de  cambio  ,  como  pena  de  su 
negligencia  en  llenar  las  formalidades  prescritas  toma  sobre 
sí  mismo  la  insolvencia  de  la  persona  á  cuyo  cargo  se  ha- 
bía girado  la  letra ,  y  libra  de  responsabilidad  á  los  endo- 
santes; no  quedándole  mas  recurso  que  contra  el  librador 
en  caso  de  no  haber  hecho  provision  de  fondos  ;  pero  el  li- 
brador que  lleva  por  su  parle  á  debida  ejecución  el  contrato 
de  cambio  probando  haber  hecho  provision,  no  puede  tam- 
poco ser  víctima  de  la  negligencia  del  portador,  cuya  falta 
en  darle  los  avisos  oportunos  es  causa  de  que  no  haya  po- 
dido tomar  sus  medidas  ni  evitar  una  pérdida  ya  quizá  irre- 
parable. 

II.  La  caducidad  de  la  letr3  perjudicada  por  defecto  de 
presentación  ,  protesto  y  su  notificación  en  los  plazos  deter- 
minados, no  tiene  efecto  para  con  el  librador  ó  endosante 
que  después  de  trascurridos  estos  mismos  plazos  se  halla 
cubierto  del  valor  de  la  letra  en  sus  cuentas  con  el  deudor 
ó  con  valores  ó  efectos  de  su  pertenencia  ;  art.  S41. 

=  Es  claro  que  en  estos  casos  el  librador  ó  endosante 


que  reciben  en  cuenta ,  compensación  ó  de  otro  modo  los 
fondos  destinados  al  pago  de  la  letra  ,  no  esperimentan  per- 
juicio por  la  negligencia  del  portador,  quien  puede  por  tan- 
to exigir  la  responsabilidad  de  la  letra  del  librador  ó  endo- 
sante respectivamonte,  debiendo' cesar  los  efectos  de  la 
caducidad. 

En  las  letras  que  se  remiten  de  una  plaza  á  otra  fuera  de 
tiempo  para  poderlas  presentar  y  protestar  oportunamente, 
recae  el  perjuicio  de  ellas  sobre  los  remitentes,  reputándose 
los  endosos  por  meras  comisiones  para  hacer  la  cobranza; 
art.  492. 

Para  que  el  que  toma  por  su  cuenta  una  letra  que  ya  no 
deja  tiempo  para  presentarla  al  pago  en  el  dia  de  su  venci- 
miento, ó  á  la  aceptación  dentro  del  término  prefijado  por 
la  ley,  conserve  íntegro  su  derecho  contra  el  cedente,  ha 
de  exigir  de  este  una  obligación  especial  de  responder  del 
pago  de  la  letra  ,  aun  cuando  se  presente  y  proteste  fuera 
de  tiempo  ;  arl.  493. 

Los  endosos  de  una  letra  perjudicada  no  tienen  mas  valor 
ni  producen  otro  efecto  que  el  de  una  cesión  ordinaria,  sal- 
vas las  convenciones  que  en  punto  á  sus  respectivos  intere- 
ses establezcan  por  escrito  el  cedente  y  cesionario,  sin  per- 
juicio de  derecho  de  tercero;  art.  474. 

=  Véase  Portador  de  letra  de  cambio. 

LETRAS.  La  carrera  y  profesión  de  las  ciencias  ,  como 
la  de  jurista ,  la  de  médico ,  la  de  teólogo  ;  —  la  orden ,  pro- 
vision ó  rescripto,  especialmente  en  materias  eclesiásticas; 

—  y  la  certificación  ó  testimonio. 

LETRAS  expectativas.  Los  despachos  reales  ó  bulas 
pontificias  que  contienen  la  gracia  de  la  futura  de  oficio , 
empleo  ó  dignidad,  prebenda,  canongía  ó  beneficio,  etc.,  á 
favor  de  algún  sugeto. 

Antes  se  daban  con  frecuencia  semejantes  letras;  pero 
ahora  se  halla  mandado  que  no  se  haga  merced  ni  se  dé  ex- 
pectativa de  oficio  ó  empleo  eclesiástico,  ni  de  alcaldías, 
regimientos ,  escribanías  ni  de  otros  cualesquiera  oficios  que 
estén  por  vacaF,  hasta  que  mueran  las  personas  que  los  tie- 
nen ,  por  evitar  los  grandes  peligros  que  de  ello  podrían 
nacer  ;  de  modo  que  deben  reputarse  nulas  y  no  cumplirse 
las  mercedes  de  futura  que  tal  vez  se  concedieren ,  escepto 
las  de  padrea  hijo,  aunque  haya  segunda  yusión;  Conc. 
trid.,  sess.  24,  decr.  2°.,  cap.  19,  y  ley  14,  lit.  b,  üb.  3, 
Nov.  Rec. 

LETRAS  patentes.  El  edicto  público  ó  mandamiento 
del  principe  que  se  despacha  sellado  con  el  sello  principal , 
sobre  alguna  materia  importante ,  para  que  conste  su  con- 
tenido. 

LETRAS  comunicatorias  ó  testimoniales.  El  instru- 
mento auténtico  que  asegura  y  hace  fe  de  lo  contenido  en  él  ; 

—  y  especialmente  el  testimonio  que  dan  los  obispos  de  la 
buena  vida  ,  costumbres  y  libertad  de  algún  subdito  que 
pasa  á  otras  diócesis. 

LETRADO.  El  abogado. 

LETRADO  consultor.  El  abogado  que  asiste  à  un 
tribunal  de  comercio  para  resolver  las  dudas  de  derecho 
que  le  ocurran  en  el  orden  de  sustanciacion  ó  en  la  deci- 
sión de  los  negocios  de  su  competencia;  art.  1197,  cód.  de 
com. 

El  letrado  consultor  es  de  nombramiento  real  á  propuesta 
en  terna  del  mismo  tribunal  de  comercio,  y  tiene  obligación 
de  dar  su  dictamen  por  escrito  siempre  que  el  tribunal  se  lo 
exija;  arts.  119-5  y  1197,  id. 

Dará  el  letrado  consultor,  repite  la  ley  de  enjuiciamiento, 
sus  dictámenes  por  escrito,  y  estos  se  reservarán  en  un  le- 
gajo particular,  colocándolos  por  orden  según  su  lecha ,  y 
con  separación  de  negocios  ,  y  su  custodia  estará  á  cargo 
del  prior  ;  art.  Si. 

Para  que  sea  consultado  el  letrado  consultor  será  sufi- 
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Cíente  que  uno  solo  de  los  jueces  lo  exija  ,  aun  cuando  los 
demás  no  lo  juzguen  necesario;  art.  52. 

En  las  consultas  se  fijará  determinadamente  por  el  tribu- 
nal ó  por  el  juez ,  á  cuya  propuesta  se  haga,  el  punto  ó  du- 
da de  derecho  sobre  que  se  exige  el  dictamen  del  consultor  ; 
art.  53. 

En  negocios  urgentes  podrá  el  tribunal  llamar  al  letrado 
consultor  para  que  asista  á  la  audiencia  y  resuelva  en  el 
acto  las  dudas  que  le  proponga,  haciéndolo  siempre  por  es- 
crito, conforme  á  lo  dispuesto  en  el  art.  1197  del  código  de 
comercio.  =  En  estos  casos,  como  siempre  que  el  consultor 
concurra  al  tribunal ,  ocupará  el  último  lugar  después  del 
cónsul  mas  moderno ,  en  el  mismo  orden  de  asientos  en  que 
se  hallan  colocados  los  jueces  ;  art.  54. 

Los  tribunales  de  comercio  no  están  obligados  á  proveer 
según  el  dictamen  de  los  letrados  consultores  ,  y  podrán 
exigir  el  de  otros  letrados  que  se  nombrarán  á  mayoría  de 
votos  ,  ó  bien  arreglar  sus  fallos  según  su  conciencia  ,  bajo 
su  responsabilidad  ;  y  cuando  se  exija  el  dictamen  de  letra- 
do distinto  del  consultor,  se  unirá  al  que  este  hubiere  dado, 
colocándose  juntos  en  el  legajo  de  dictámenes;  art.  55. 

Cuando  las  providencias  que  den  los  tribunales  de  comer- 
cio sean  conformes  al  dictamen  del  letrado  consultor,  será, 
este  responsable  del  error  de  derecho  que  contuviere  la  pro- 
videncia ,  y  no  los  jueces  que  la  hubieren  acordado  ; 
art.  56. 

Si  el  tribunal  de  comercio  desechando  el  dictamen  de  su 
consultor  usare  de  la  facultad  de  elegir  otro  letrado  ,  y  no 
proveyese  con  arreglo  al  dictamen  de  este,  serán  responsa- 
bles de  cualquier  error  de  derecho  que  hubiere  en  la  provi- 
dencia los  jueces  que  la  hayan  acordado ,  sin  perjuicio  de 
la  responsabilidad  que  por,  su  ministerio  tenga  el  letrado 
que  hubiere  dado  el  dictamen  erróneo  ;  art.  57. 

Los  jueces  de  los  tribunales  de  comercio  son  siempre  res- 
ponsables de  las  providencias  que  den  contra  derecho  y  jus- 
ticia, por  colusión,  cohecho,  parcialidad  ó  error  voluntario, 
el  cual  se  presume  legalmente  en  todo  fallo  contra  ley  en 
que  no  hayan  exigido  dictamen  al  letrado  consultor  sobre 
la  cuestión  de  derecho  ;  art.  58. 

Cuando  se  hayan  de  examinar  los  méritos  del  proceso 
para  proveer  cualquiera  auto  inlerlocutorio  que  cause  esta- 
do, ó  la  sentencia  definitiva  ,  el  tribunal,  habida  considera- 
ción á  la  complicación  del  negocio  y  al  volumen  del  proceso, 
al  declarar  la  causa  por  conclusa  ó  mandar  traerla  á  la 
vista,  decidirá  en  la  misma  providencia  si  se  hubiere  de 
formar  apuntamiento  del  proceso  ,  ó  si  el  escribano  deberá 
hacer  relación  de  él.  En  el  primer  caso  se  formará  el  estracto 
por  el  letrado  consultor,  y  hecho  se  pasará  al  escribano  pa- 
ra que  haga  su  lectura  el  dia  de  la  vista  ,  sin  que  por  esto 
deje  de  ser  obligación  del  mismo  escribano  instruirse  del 
proceso  para  satisfacer  á  las  preguntas  que  le  haga  el  tribu- 
nal sobre  lo  que  de  él  resulte;  art.  76. 

Los  letrados  consultores  de  los  tribunales  de  comercio 
podrán  sei-  recusados  sin  espresion  de  causa,  prestando  el 
recusante  el  juramento  de  no  proceder  de  malicia;  y  en 
virtud  de  la  recusación  se  nombrará  un  consultor  particular 
para  el  negocio  en  que  se  haga  ,  sin  perjuicio  de  los  hono- 
rarios que  correspondan  al  propietario  ;  art.  106. 

No  se  podrán  recusar  mas  que  tres  consultores  en  cada 
causa ,  en  la  forma  que  con  respecto  á  los  asesores  de  los 
juzgados  ordinarios  está  mandado  en  las  leyes  comunes  ; 
art.  107. 

-j-  Ademas  del  sueldo  fijo  señalado  en  el  presupuesto  del 
tribunal  de  comercio  à  este  funcionario ,  pueden  los  letrados 
cousuilores  devengar  honorarios  con  arreglo  al  arancel  ju- 
dicial por  el  reconocimiento  de  los  procesos  para  autos  de- 
finitivos ó  interlocutorios  que  causen  estado,  y  en  los 
apuntamientos  que  formen  para  la  vista  en  definitiva ,  des- 


empeñando de  oficio  y  sin  derechos  todas  las  consullas,  con- 
testaciones, esposiciones  y  demás  trabajos  que  les  correspon- 
dan por  su  calidad  de  consultores,  inclusa  la  asistencia  à  los 
juicios  verbales. 

El  cargo  de  letrado  consultor  es  incompatible  con  el  ejer- 
cicio de  la  profesión  de  abogado  en  el  territorio  jurisdiccional 
del  tribunal  de  comercio  ,  bajo  pena  de  privación  del  refe- 
rido cargo  al  que  contraviniere  á  esta  disposición.  Arts.  U 
y  12  del  rl.  decr.  de  7  de  febrero  de  1831. 

LEVA.  Recluta  ó  enganche  de  gente  para  el  servicio  de 
un  Estado  ;  —  y  la  recolección  de  ociosos  y  vagos  que  solia 
hacerse  para  destinarlos  á  las  armas  en  el  servicio  de  mar 
ó  de  tierra. 

LEVANTAMIENTO.  La  sedición  ó  rebelión  con  que 
se  turba  la  quietud,  pública,  ya  alzándose  contra  el  rey  ó 
contra  el  gobierno  supremo  de  la  nación,  negándole  la  obe- 
diencia debida  ó  procurando  sustraerse  de  ella,  ya  oponién- 
dose con  armas  ó  sin  ellas  á  la  ejecución  de  alguna  ley,  acto 
de  justicia  ,  servicio  legitimo  ó  providencia  de  las  autori- 
dades, ya  atacando  ó  resistiendo  violentamente  à  estas,  ó  á 
sus  ministros,  ya  empeñándose  en  hacer  daños  á  propieda- 
des públicas  ó  particulares,  ya  exigiendo  á  la  fuerza  ó  con 
gritos ,  insultos  ó  amenazas  que  los  funcionarios  públicos 
como  tales  otorguen  ó  hagan  ó  dejen  hacer  alguna  cosa  justa, 
ó  injusta ,  ya  estrayendo  violentamente  los  reos  de  las  cár- 
celes, ya  tomando  por  propia  autoridad  conocimiento  de 
sus  causas,  ya  impidiendo  á  los  magistrados  el  ejercicio  de 
sus  empleos,  ya  obligando  á  las  justicias  ó  ayuntamientos  á 
que  hagan  bajas  en  los  abastos  públicos ,  etc. 

Se  ve  pues  que  la  palabra  levantamiento  esmuy  estensa, 
que  puede  abrazar  muchos  géneros  de  delitos  ,  que  unos 
serán  mas  graves  y  trascendentales  que  otros  según  el  ob- 
jeto de  los  delincuentes  y  el  daño  que  causen  y  el  grado  de 
alarma  que  inspiren  ,  y  que  no  todos  podrán  ser  castigados 
con  las  mismas  penas.  Véase  Asonada,  Fuerza,  Resistencia 
á  la  justicia,  Traición,  y  Juicio  criminal  por  delitos  políticos. 

LEVANTAMIENTO.  En  algunas  partes  es  el  ajuste, 
conclusion  y  finiquito  de  cuentas. 

LEY.  Una  regla  de  conducta  ó  acción  establecida  por 
una  autoridad  á  la  cual  debemos  obedecer;  ó  bien,  la  regla 
dada  por  el  legislador,  à  la  cual  debemos  acomodar  nuestras 
acciones  libres;  ó  bien,  una  declaración  solemne  del  poder 
legislativo  que  tiene  por  objeto  el  régimen  interior  de  la 
nación  y  el  interés  común  ;  ó  sea  la  voluntad  general  de 
todos  los  Españoles  ,  espresada  por  medio  de  sus  legítimos 
representantes  ,  y  corroborada  por  la  sanción  del  rey  con 
arreglo  á  la  Constitución  ;  ó  como  dice  la  ley  h,  tít.  1 ,  Part.  1  : 
«  Ley  tanto  quiere  decir  como  leyenda  en  que  yace  enseña- 
miento et  castigo  scripto  que  liga  et  apremia  la  vida  del 
home  que  non  faga  mal ,  et  muestra  et  enseña  el  bien  que 
el  home  debe  facer  et  usar.  » 

Caracteres  generales  de  la  ley  y  sus  diversas 
especies. 

I.  La  palabra  ley  viene  del  verbo  latino  légère,  en  cuanto 
significa  escoger,  según  unos,  y  en  cuanto  significa  leer  se- 
gún otros  (1),  porque  la  ley  escoge  mandando  unas  cosas  y 
prohibiendo  otras  para  la  utilidad  pública  ,  y  se  leia  al 
pueblo  para  que  todos  la  supiesen. 

La  ley  es  una  invención  y  un  presente  del  cielo,  como  dice 
Demóstenes  ,  pues  por  .ella  reinan  la  justicia  y  tranquilidad 
entre  los  hombres  :  Omnis  kx  invention  ac  munus  Dei  est. 
Un  célebre  jurisconsulto  dice  por  el  contrario  que  toda  ley 
es  un  mal  (2),  porque   toda  ley  ataca  y    disminuye  la 

(J)  Greg.  López  ,  en  la  glosa  de  la  tóy  4,  tít.  1,  Part,  i,  opina 
venir  del  verbo  ligare. 

(2)  Será  célebre  ese  jurisconsulto  por  eslravagante  ó  licencioso. 
El  mal  fué  (¡uc  el  hombre  se  rebelase  contra  su  Criador,  y  se  in- 
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libertad  que  es  un  bien;  y  efectivamente  la  ley  solo  puede 
justificarse  en  cuanto  asegura  á  los  ciudadanos  la  porción  de 
libertad  que  les  queda  :  si  hallamos  ventajosa  nuestra  su- 
misión á  la  ley,  haciéndole  el  sacrificio  de  una  parte  de  nues- 
tra libertad ,  es  porque  de  este  modo  conservamos  el  resto 
poniéndolo  al  abrigo  de  los  ataques  de  nuestros  semejantes: 
Servi  enim  legum  sumus  ut  magis  liben  simus. 

II.  La  ley  debe  ser  justa  en  su  principio ,  y  general  en  su 
objeto. 

Para  ser  justa ,  debe  ser  igual  para  todos  los  miembros 
del  cuerpo  social.  Su  aplicación  debe  ser  independiente  de 
los  títulos  de  las  personas  :  todos  los  Españoles  son  iguales 
ante  la  ley  ;  arts.  2,  5,  k,  5,  6,  7,  9  y  10  de  la  Const. 

Debe  ser  general  en  su  objeto  ,  ya  sea  que  proteja  ,  ya 
sea  que  castigue;  pues  de  otro  modo  degeneraría  en  privi- 
legio. No  escluye  esta  doctrina  las  leyes  que  determinan 
derechos  singulares  ó  beneficios  de  ley  á  toda  una  clase  por 
razones  de  justicia,  como  son  los  otorgados  á  los  menores  y 
á  las  mujeres,  impropiamente  llamados  privilegios  por  al- 
gunos, sino  solo  las  esenciones  de  la  ley  común  hechas  en 
gracia  ó  en  odio  de  las  personas. 

Es  una  regla  uniforme  y  permanente,  que  si  considera 
las  acciones  en  sí  mismas ,  toma  por  abstracción  los  in- 
dividuos en  común.  Esta  permanencia,  que  produce  la  con- 
fianza y  la  seguridad  en  los  derechos  que  declara,  no  signi- 
fica que  la  ley  deba  ser  perpetua ,  pues  que  puede  y  debe 
ser  reformada  cuando  los  intereses  públicos  lo  exijan  ; 
leyes  17  y  18,  til.  1,  Parí.  1. 

La  ley  por  su  generalidad  se  diferencia  del  contrato ,  el 
cual  no  hace  vez  de  ley  sino  para  aquellos  que  ¡o  han  for- 
mado, y  que  interviene  entre  dos  personas  independientes, 
mientras  que  la  ley  interviene  entre  una  autoridad  supe- 
rior y  los  que  están  obligados  á  obedecerle. 

III.  Como  el  fin  de  la  ley  es  modificar  ó  estender  las  fa- 
cultades naturales  del  hombre  imponiéndole  deberes  ó  con- 
firiéndole derechos,  importa  mucho  al  orden  social  que  nin- 
guno pueda  sustraerse  á  su  imperio.  Sin  embargo ,  no  hay 
nada  que  se  oponga  á  que  pueda  uno  renunciar  un  derecho 
introducido  especialmente  en  su  favor. 

De  aquí  resulta  la  primera  distinción  de  las  leyes  en  im- 
perativas ,  prohibitivas  y  facultativas. 

Si  la  ley  manda  una  acción  ,  se  llama  imperativa  :  tales 
son  las  leyes  relativas  al  pago  de  los  impuestos  ,  al  servicio 
militar,  etc.,  etc. 

Si  la  ley  prohibe  una  acción ,  se  llama  prohibitiva  :  tales 
son  las  leyes  que  prohiben  al  hombre  casarse  antes  de  los 
catorce  años,  y  á  la  mujer  antes  de  los  doce,  como  también 
las  que  prohiben  á  la  mujer  obliganse  sin  estar  autorizada 
por  su  marido,  etc.,  etc. 

Por  fin  ,  si  la  ley  sin  mandar  ni  prohibir,  se  reduce  á  in- 
troducir un  derecho  ó  facultad  de  que  cada  uno  puede  libre- 
mente usar,  ó  no  usar,  es  facultativa  :  tales  son  las  leyes  que 
autorizan  el  matrimonio  bajo  las  condiciones  que  prescri- 
ben ;  tales  son  también  las  que  autorizan  en  ciertos  casos  el 
divorcio  ó  la  separación  de  cohabitación  ;  tales  las  que  rigen 
los  contratos,  etc.,  etc. 

IV.  A  estas  tres  especies  de  ley  podría  tal  vez  añadirse 
una  cuarta ,  es  decir,  las  leyes  que  tienen  por  objeto  repri- 
mir los  hechos  que  turban  el  orden  público ,  y  bajo  este 
aspecto  podría  decirse  con  la  ley  7,  D.  de  legibus  :  legis  hcec 
virtas  est  imperare,  velare,  permitiere,  puniré.  Pero  en 
lugar  de  poner  en  una  clase  particular  las  leyes  penales,  pa- 
rece mas  exacto  considerarlas  mas  bien  como  sanción  de  las 
imperativas  y  prohibitivas;  porque  la  ley  no  puede  jamas 
castigar  sino  un  hecho  que  habia  prohibido ,  ó  la  inejecu- 

clinase  á  lo  malo  ;  pero  supuesto  ese  mal ,  lo  cjue  sirva  de  freno  á 
sus  pasiones  es  un  bien ,  y  ese  freno  son  las  leyes. 


cion  del  que  habia  mandado,  aunque  alguna  vez  la  pena  se 
limita  á  la  nulidad  del  contrato  en  que  se  ha  violado  lo  pres- 
crito por  la  ley. 

La  ley  en  efecto  lleva  inherente  à  su  observancia  ó  vio- 
lación una  recompensa  ó  una  pena  que  se  llama  sanción , 
porque  la  hace  santa  é  inviolable  en  cierto  modo.  La  pena 
de  muerte,  por  ejemplo  ,  es  la  sanción  de  la  ley  que  prohibe 
el  asesinato.  La  nulidad  del  matrimonio  contraído  entre  pa- 
rientes dentro  de  los  grados  prohibidos  es  la  sanción  de  la 
ley  que  prohibe  tales  matrimonios;  y  por  el  contrario  I03 
derechos  de  los  esposos  y  la  legitimidad  de  los  hijos  forman 
la  recompensa  ó  la  sanción  de  un  enlace  contraído  con  arre- 
glo á  la  ley  (1). 

V.  Divídense  también  las  leyes  en  personales  y  reales:  las 
personales  son  las  que  solo  hacen  relación  al  estado  y  cali- 
dad de  las  personas  ;  y  las  reales,  las  que  se  aplican  sola- 
mente á  los  bienes;  pero  luego  volveremos  sobre  esta  im- 
portante distinción. 

Formación  de  la  ley. 

VI.  Desde  el  principio  de  la  monarquía  ha  residido  de 
hecho  en  el  rey,  con  muy  cortos  inlwvalos,  la  facultad  de 
hacer  las  leyes  sin  esceptuar  las  pragmáticas  sanciones,  que 
llamaban  declaraciones  en  que  el  rey  respondía  á  las  peticio- 
nes del  reino  en  Corles;  pero  ahora  reside  en  las  Cortes  con 
el  rey;  de  suerte  que  para  formar  una  ley  se  requiere: 
Io.  Su  proposición  por  el  rey,  por  el  senado,  ó  por  el 
congreso  de  los  diputados,  que  es  lo  que  se  llama  inicia- 
tiva :  2o.  su  adopción  por  cada  uno  de  los  dos  cuerpos  co- 
legisladores :  5o.  su  sanción  por  el  rey  que  la  adopta  en 
definitiva  y  le  da  la  existencia;  arts.  12,  55,-57  y  hk  de  la 
Const.  de  1845. 

Las  leyes  sobre  contribuciones  y  crédito  público  se  pre- 
sentan primero  al  congreso  de  los  diputados;  art.  36  de  dicha 
Const. 

Las  resoluciones  en  cada  uno  délos  cuerpos^olegisladores 
se  toman  á  pluralidad  absoluta  de  votos;  pero  para  votar 
las  leyes  se  requiere  la  presencia  de  la  mitad  mas  uno  del 
número  total  de  los  individuos  que  le  componen;  art.  57. 

Si  uno  de  los  cuerpos  colegisladores  desechare  algún 
proyecto  de  ley  ó  le  negare  el  rey  la  sanción  ,  no  puede 
volverse  á  proponer  un  proyecto  de  ley  sobre  el  mismo  ob- 
jeto en  aquella  legislatura;  art.  58. 

La  palabra  sanción,  aplicada  á  las  leyes,  tiene  dos  signi- 
ficaciones :  en  primer  lugar,  es  aquella  parte  de  la  lev  en 
que  se  establece  una  pena  contra  los  infractores;  y  en  se- 
gundo ,  es  la  aprobación  real  dada  á  la  ley  para  hacerla  eje- 
cutiva. 

Promulgación  de  la  ley. 

VIL  Pero  la  sanción  de  la  ley,  aun  tomada  en  este  último 
sentido,  no  es  la  promulgación  ,  como  algunos  han  creido. 
La  sanción  precede  necesariamente  á  la  promulgación  : 
aquella  es  la  aprobación  real  dada  á  la  ley,  como  se  acaba  de 
decir;  y  esta  es  el  modo  de  hacer  conocer  la  ley  á  los  pue- 
blos y  de  hacerla  obligatoria  para  ellos  ;  porque  nadie  puede 
conformar  sus  acciones  á  una  regla  que  no  se  conoce. 

El  acto  legislativo,  aunque  revestido  de  toda  la  fuerza  de 
que  es  capaz  por  la  sanción,  no  es  sin  embargo  ley  ejecutiva 
mientras  no  esté  promulgada  ;  de  donde  puede  sacarse  la 
consecuencia  que  solo  la  promulgación  puede  impedir  la  re- 
vocación de  la  ley  por  propio  movimiento  del  gobierno;  y 
que  los  particulares  que  tuviesen  noticia  de  la  sanción  que 
se  ha  dado  á  una  ley,  no  podrían  aprovecharse  de  sus  dis— 

(1)  En  el  cap.  6,  tom.  i  de  los  Elementos  de  derecho  natural  de. 
Eurlamaciui ,  se  trata  de  la  sanción  de  las  leyes  naturales. 
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posiciones  antes  de  su  promulgación ,  como  también  que  los 
aclos  hechos  antes  de  esta  época  deberían  estar  revestidos 
de  las  formalidades  exigidas  por  la  ley  todavía  vigente.  Así 
es  que  si  una  ley  nueva  muda  las  formas  prescritas  para  la 
validez  de  las  hipotecas  convencionales  ,  y  dos  individuos 
que  tienen  conocimiento  de  la  tey  por  la  discusión  pública 
que  se  ha  hecho  de  ella,  y  saben  privadamente  por  sus  re- 
laciones con  los  agentes  del  gobierno  que  ha  recibido  la 
sanción  real,  hacen  una  convención  de  hipoteca  con  arreglo 
á  la  misma  ley  antes  de  estar  promulgada  ,  podrán  pedir  los 
terceros  interesados  la  nulidad  de  esta  convención.  En  vano 
se  dirá  que  la  promulgación  no  tiene  mas  objeto  que  el  de 
hacer  conocer  la  ley  à  los  individuos  ,  y  que  desde  el  rao- 
menlo  en  que  tienen  noticia  de  ella  por  otra  via,  cualquiera 
que  ella  sea ,  el  objeto  de  la  promulgación  está  cumplido  ; 
porque,  no  se  hace  la  promulgación  solamente  para  hacer  la 
ley  obligatoria  para  los  ciudadanos  ,  sino  también  para  ha- 
cerla ejecutiva,  esto  es,  para  que  produzca  todo  su  efecto  con 
respecto  á  ellos.  No  seria,  en  efecto,  conforme  á  los  prin- 
cipios que  pudiera  uno  aprovecharse  del  beneficio  de  la  ley 
en  un  momento  en  que  todavía  no  estuviese  sujeto  á  sus  dis- 
posiciones^ nadie  está  sujeto  á  las  disposiciones  de  una  ley 
sancionada  y  no  promulgada  ;  pues  que  si  se  tratase  de  una 
ley  penal  no  podria  seguramente  imponerse  á  uno  la  pena 
por  haber  cometido  el  hecho  reprimido  por  esta  ley,  aunque 
se  le  probase  que  tenia  conocimiento  de  la  sanción. 

VIII.  La  promulgación  pues  debe  preceder  para  que  las 
leyes  obliguen  y  puedan  ser  ejecutadas  ;  ley  12,  til.  2,  lib.  5, 
Nov.  Rec  La  promulgación  es  el  acto  por  el  que  las  leyes 
se  notifican  á  la  sociedad ,  es  la  voz  viva  del  legislador,  y 
corresponde  al  poder  ejecutivo  que  dispone  se  haga  en  todos 
los  pueblos  por  edictos  ó  pregones  según  la  práctica  en  cada 
uno  de  ellos  introducida.  Tanto  las  leyes  como  las  dispo- 
siciones generales  del  gobierno  son  obligatorias  para  cada 
capital  de  provincia  desde  que  se  publican  oficialmente  en 
ella  ,  y  desde  cuatro  dias  despues  para  los  demás  pueblos 
de  la  misma  provincia;  ley  de  28  de  noviembre  de  1837.  Sin 
embargo,  por  real  orden  de  22  de  setiembre  de  1856  repe- 
tida en  la  de  ?í  de  mayo  de  1858 ,  espedidas  ambas  por  el 
ministerio  de  la  Gobernación  de  la  península ,  deseando 
evitar  todo  motivo  que  retarde  el  pronto  y  puntual  cumpli- 
miento de  las  disposiciones  del  gobierno,  y  teniendo  pre- 
sente que  una  de  las  causas  que  producen  este  retardo  es  el 
haber  de  esperar  cada  autoridad  que  se  le  comuniquen  por 
su  respectivo  ministerio,  previno  S.  M.  de  conformidad  con 
el  consejo  de  ministros ,  que  todos  los  decretos  ,  órdenes  é 
instrucciones  del  gobierno  que  se  publiquen  en  la  Gaceta 
de  esta  corte  bajo  el  título  oficial,  sean  obligatorios  desde 
el  momento  de  su  publicación  para  toda  clase  de  personas 
en  la  península  é  islas  adyacentes,  debiendo  las  autoridades 
y  jefes  de  todas  clases,  sea  el  que  fuere  el  ministerio  á  que 
pertenezcan,  apresurarse  á  darles  cumplimiento  en  la  parte 
que  les  corresponda.  Véase  Promulgación. 

Obligación  de  observar  la  ley ,  sin  que  escuse  su 
ignorancia. 

IX.  Las  leyes  pues  y  todas  las  disposiciones  generales 
del  gobierno  obligan  desde  que  se  publican  en  la  capital  de 
la  provincia  á  todos  los  habitantes  de  la  capital,  y  desde 
cuatro  dias  después  á  todos  los  demás  habitantes  de  la  misma 
provincia;  ley  de  28  de  noviembre  de  1857  ;  á  no  ser  que 
espresen  ellas  mismas  el  tiempo  en  que  deben  empezar  á 
obligar,  como  sucede  algunas  veces  (I). 

(1)  Ley  200  del  Estilo;  ley  15,  tít.  14,  Part.  5  al  fin.  El  art.  42 
de  la  5a.  ley  constit.  de  Méjico  dice  :  <<  Publicada  la  ley  en  cada 
paraje ,  obliga  en  él  desde  la  fecba  de  su  publicación,  á  no  ser 


Y  nadie  puede  escusarse  de  su  observancia,  por  decir 
que  no  las  sabe  ,  pues  leges  est  idem  scire,  aut  debuisse ,  aut 
potuisse  :  «  La  razón  que  nos  movió  à  hacer  leyes ,  dice  la 
ley  2,  tít.  2,  lib.  3,  Nov.  Rec,  fué  porque  por  ellas  la 
maldad  de  los  hombres  sea  refrenada  y  la  vida  de  los  buenos 
sea  segura  ,  y  por  miedo  de  la  pena  los  malos  se  escusen 
de  hacer  mal  ;  y  establescemos  que  ninguno  piense  de  mal 
hacer,  porque  diga  que  non  sabe  las  leyes  ni  el  derecho  ; 
ca  si  hiciere  contra  ley,  que  no  se  pueda  escusar  de  culpa  , 
por  no  la  saber.  »  Sin  embargo  ,  en  materia  civil  y  para  el 
efecto  de  evitar  su  daño ,  escusa  á  los  militares  en  servicio 
activo,  á  los  aldeanos  ó  labradores  simples  ,  á  los  menores 
de  veinte  y  cinco  años,  y  á  las  mujeres  que  morasen  en  las 
aldeas  ó  lugares  despoblados  ;  leyes  29  y  31 ,  tít.  lli,  Part.  3, 
ley  6,  tít.  ïh,  Parí.  3 ,  y  ley  21 ,  tít.  1  ,  Part.  i.  Véase 
Ignorancia  y  Error,  Aldeanos ,  Labradores ,  Menores  y 
Retribución, 

Principio  de  la  no  retroactividad  de  la  ley. 

X.  Pues  que  la  ley  es  una  regla  que  se  establece  para 
dirigir  nuestras  acciones,  y  que  no  tiene  fuerza  obligatoria 
sino  desde  su  promulgación,  es  consiguiente  que  no  pueda 
aplicarse  á  los  tiempos  pasados  sino  solo  á  los  venideros. 
Por  eso  se  dice  que  la  ley  mira  solo  al  porvenir,  y  que  no 
tiene  efecto  retroactivo ,  á  no  ser  que  el  legislador  haya 
atribuido  formalmente  este  efecto  á  ciertas  disposiciones 
legales  ;  ley  12,  lit.  2,  y  ley  8  ,  tít.  h  ,  lib.  2 ,  ley  i ,  tít.  3 , 
lib.  3 ,  y  ley  6,  til.  5,  lib.  lí  del  Fuero  Juzgo  ;  ley  200  del 
Estilo;  ley  15,  til.  Uí,  Part.  3;  y  ley  13,  tít.  17,  lib.  10, 
Nov.  Rec.  (2).  Esta  es  una  máxima  consagrada  en  todos  los 
códigos  y  que  puede  considerarse  como  un  principio  de 
moral  legislativa ,  pues  sin  ella  no  habría  libertad ,  ni  segu- 
ridad ,  ni  propiedad ,  respecto  de  que  una  ley  nueva  podria 
venir  á  quitar  á  los  ciudadanos  tan  sagrados  derechos.  Así 
es  que  si  muere  un  propietario  bajo  el  imperio  de  una  ley 
que  llamaba  á  tal  pariente  para  sucederle,  este  pariente 
recogerá  la  herencia ,  aunque  una  ley  nueva  promulgada 
poco  tiempo  después  del  fallecimiento  llame  á  otro  pariente 
distinto.  Así  es  también  que  si  se  establece  una  ley  erigiendo 
en  delito  una  acción  que  antes  no  lo  era  ,  no  debe  ser  casti- 
gado el  que  la  cometió  antes  de  publicarse  la  nueva  ley. 
Asimismo  debe  decidirse  por  la  antigua  ley  y  no  por  la 
nueva  el  contrato  que  se  celebró  cuando  aquella  regia , 
aunque  se  ponga  la  demanda  en  tiempo  de  la  segunda. 

XI.  Siguiendo  estos  principios ,  se  halla  dispuesto  por  el 
art.  9  de  la  Constitución  de  18ü5,  que  ningún  español  puede 
ser  procesado  ni  sentenciado  sino  por  el  juez  ó  tribunal 
competente,  en  virtud  de  leyes  anteriores  al  delito  y  en  la 
forma  que  estas  prescriban. 

De  aquí  deducen  algunos  que  la  competencia  del  juez, 
la  pena  del  delito  y  la  forma  del  proceso  ó  enjuiciamiento 
se  han  de  arreglar  por  las  leyes  que  estaban  vigentes  cuando 
se  cometió  el  delito  ;  pero  como  el  objeto  del  articulo  cons- 
titucional es  solo  cerrar  la  puerta  á  la  creación  de  tribunales 
especiales  después  de  cometidos  los  delitos ,  y  poner  una 
barrera  à  la  arbitrariedad  y  á  los  abusos  de  los  gobernantes 
y  de  los  jueces  ,  parece  natural  que  si  después  del  delito  y 
antes  del  juicio  se  ha  variado  por  nuevas  leyes  la  forma  de 

que  ella  uiisma  prefije  plazo  ulterior  para  la  obligación.  Ninguna 
ley  preceptiva  obligará  antes  del  mencionado  requisito. 

(2)  Esta  doctrina  muchas  ocasiones  se  encontrará  en  el  derecho 
antiguo,  como  en  la  ley  200  del  Estilo;  ley  15,  tít.  14,  Part.  3; 
cap.  2,  tít.  2,  de  constit.  de  las  Décret.;  pero  nuevamente  en  la 
3a.  ley  constit.  de  Méjico,  art.  45,  §  4,  se  establece  que  no  puede 
el  congreso  general  «  dar  à  ninguna  ley,  que  no  sea  puramente 
declaratoria  ,  efecto  retroactivo,  ó  que  tenga  lugar  directa  ni  in- 
directamente en  casos  anteriores  á  su  publicación. 
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enjuiciar,  y  la  pena  del  delito  en  otra  mas  suave,  y  la  com- 
petencia del  tribunal ,  se  arreglen  la  competencia  ,  la  pena 
y  los  procedimientos  por  las  nuevas  leyes  y  no  por  las  an- 
tiguas ;  pues  seria  absurdo  que  se  resucitase  una  pena ,  ya 
abolida  y  mas  cruel,  para  castigar  al  delincuente  que  cayese 
en  manos  de  la  justicia  al  cabo  de  muchos  años ,  que  se 
restableciese  un  modo  de  proceder  que  podria  ya  estar  olvi- 
dado, y  que  se  diese  vida  á  un  tribunal  ya  muerto. 

XII.  No  hacen  escepcion  á  la  regla  general  que  niega  á 
la  ley  todo  efecto  retroactivo  ,  ni  aun  las  leyes  interpreta- 
tivas ,  esto  es ,  las  que  esplican  una  ley  'cuyo  sentido  es 
dudoso  ;  porque  se  identiñcan  con  la  ley  interpretada  ,  y  se 
entiende  que  tienen  la  misma  fecha  ó  data  que  ella,  sin  per- 
juicio de  que  las  sentencias  pasadas  en  autoridad  de  cosa 
juzgada,  las  decisiones  arbitrales  consentidas,  y  las  trans- 
acciones hechas  durante  la  oscuridad  de  la  ley,  conserven 
todos  sus  efectos;  ley  15,  tít.  {ti,  Part.  3. 

Véase  Efecto  retroactivo,  donde  se  desenvuelven  con  mas 
estension  las  consecuencias  del  principio  establecido,  tan 
sencillo  en  la  apariencia  y  tan  complicado  en  su  aplicación. 

Efecto  de  la  ley  en  cuanto  á  las  personas  y  en  cuanto 
á  los  bienes. 

XIII.  Siendo  objetos  principales  del  derecho  las  personas 
y  los  bienes,  ha  nacido  de  aquí  una  division  de  las  leyes  en 
leyes  personales  y  leyes  reales. 

Existe  también  otra  tercera  clase ,  que  en  sentido  muy 
estenso  se  llaman  leyes  de  policía  y  seguridad,  las  cuales 
tienen  por  objeto  proteger  la  seguridad  del  Estado  en  gene- 
ral y  de  los  ciudadanos  en  particular,  y  obligan  á  todos  los 
que  habitan  el  territorio  español ,  comprendidos  los  estran- 
jeros  que  no  están  sino  transitoriamente  en  España  ;  porque 
es  muy  justo  que  el  que  recibe  la  hospitalidad  entre  nos- 
otros, no  abuse  impunemente  de  este  beneficio  turbando 
el  orden  social  ;  ley  8  ,  lit.  36  ,  lib.  12  ,  Nov.  Rec. 

En  cuanto  á  los  crímenes  cometidos  por  españoles  en  país 
estranjero  contra  la  seguridad  de  España ,  pueden  sus  au- 
tores ser  perseguidos,  juzgados  y  castigados  en  España  con 
arreglo  á  las  leyes  españolas  ;  y  aun  pueden  serlo  también 
los  eslranjeros  autores  ó  cómplices  de  los  mismos  delitos  , 
si  fueren  presos  en  ella  ó  se  lograse  su  extradición  ;  como 
igualmente  el  español  que  en  territorio  estranjero  cometiere 
un  delito  grave  contra  otro  español ,  si  vuelve  á  España 
voluntariamente  y  el  ofendido  ó  sus  representantes  entablan 
querella  contra  él ,  con  tal  que  no  haya  sido  juzgado  por  el 
mismo  delito  fuera  del  territorio  español.  Véase  Juicio  cri- 
minal, |  V. 

Están  asimismo  sujetos  los  estranjeros  á  las  leyes  y  á  los 
tribunales  de  España  por  los  contratos  celebrados  en  ella, 
como  también  por  los  crímenes  y  delitos  que  cometan  den- 
tro de  la  misma ,  no  habiendo  tratados  especiales  sobre  este 
punto  con  las  naciones  á  que  pertenezcan  ,  como  los  hay  en 
efecto  con  el  gobierno  de  Marruecos  (1).  Véase  Extranjero 
y  Juicio  criminal. 

XIV.  Las  leyes  relativas  al  estado  y  la  capacidad  de  las 
personas  son  las  que  establecen  los  derechos  de  los  Españoles 
y  de  los  estranjeros  ,  las  que  distinguen  los  mayores  de  los 
menores ,  las  que  consagran  la  patria  potestad ,  las  que  fijan 
la  edad  para  el  matrimonio  etc.,  etc.,  y  en  fin  las  que  tienen 
por  objeto  directo  é  inmediato  las  personas ,  aunque  pro- 

(1)  Sobre  la  sujeción  de  los  estranjeros  á  las  leyes  del  pais, 
■véase  :'\  Bobadilla,  n.  71,  lib.  4,  cap.  5  de  su  Política;  á  Fritot, 
Espíritu  del  derecho ,  cap.  2,  t.  l,lib.  5;  á  Vattel,  Derecho  de 
gentes,  lib.  2,  cap.  8,  núms.  101  y  102.— Véase  el  fin  del  §  110, 
lib.  2,  cap.  8  de  la  obra  de  Derecho  de  gentes  de  Yatlel ,  y  la  ley  8, 
tít.  36,  lib.  12,  Nov.  Rec. 


duzcan  alguna  vez  su  efecto  indirectamente  y  por  conse- 
cuencia sobre  los  bienes. 

El  español  está  sometido  á  estas  leyes ,  aunque  resida  en 
pais  estranjero  :  'ellas  le  siguen  á  todas  partes,  y  en  nin- 
guna puede  sustraerse  á  su  imperio  mientras  sea  español. 
Así  es  que  podrá  casarse  á  los  catorce  años  en  un  pais  en. 
que  un  hombre  no  pueda  hacerlo  á  esta  edad  ,  y  podrá  ca- 
sarse con  una  española  de  doce  años,  aunque  sea  otra  la 
edad  que  se  requiera  para  la  mujer  en  el  pais  donde  contrae 
el  matrimonio.  Así  es  igualmente  que  un  hijo  de  familias 
no  podrá  eludir  nuestras  leyes  relativas  á  la  necesidad  del 
consentimiento  paterno  en  materia  de  matrimonio  por  ir  á 
contraerlo  en  otro  pais  donde  no  la  haya.  Así  es  por  último 
que  el  español  incapaz  de  testar  en  España  segnn  nuestras 
leyes,  no  podrá  tampoco  hacer  testamento  válido  en  el 
estranjero. 

XV.  Las  leyes  que  establecen  la  distinción  de  los  bienes, 
las  que  arreglan  el  modo  de  embargarlos  y  hacerlos  vender 
judicialmente,  las  de  hipotecarlos  y  las  de  disponer  de  ellos 
por  testamento  etc.,  son  leyes  reales ,  leyes  que  rigen  direc- 
tamente los  bienes ,  sin  ocuparse  del  estado  y  de  la  capa- 
cidad desús  poseedores;  y  así  los  bienes  raices,  aun  los 
poseídos  por  estranjeros,  están  sujetos  á  las  leyes  españolas. 
En  principio  riguroso  parece  debia  ser  regido  el  patrimonio 
por  las  leyes  que  arreglan  el  estado  y  la  capacidad  de  la 
persona  á  que  pertenece.  No  se  concibe  en  efecto  un  patri- 
monio ,  si  se  hace  abstracción  de  la  persona  que  le  posee  ; 
ó  en  otros  términos,  los  bienes  de  un  individuo  no  forman 
ese  todo  ideal  que  se  llama  patrimonio,  sino  por  consecuen- 
cia de  la  relación  jurídica  establecida  entre  estos  bienes  y 
el  poseedor.  El  patrimonio  pues ,  que  no  es  un  objeto  esle- 
rior,  se  confunde  en  alguna  manera  con  el  propietario,  re- 
sultando de  aquí  que  la  sucesión  ab  intestato  ó  testamentaria 
de  un  estranjero  debería  ser  regida  por  las  leyes  de  su  pais; 
pero  la  jurisprudencia  no  ha  admitido  esta  ilación  sino  con 
respecto  á  la  sucesión  de  los  muebles. 

Deben  pues  observarse  las  leyes  reales,  aun  por  los  estran- 
jeros, relativamente  á  los  bienes  raices  situados  en  España; 
pero  no  es  lo  mismo  con  respecto  á  los  muebles.  Los  mue- 
bles se  entiende  que  no  tienen  situación  particular  ;  son 
ambulatorios  como  la  persona,  y  por  consiguiente  deben 
ser  regidos  en  cuanto  á  la  disposición  que  se  haga  de  ellos 
ó  en  cuanto  á  su  adjudicación ,  por  la  ley  del  domicilio. 
Mas  en  cuanto  á  la  ocupación  y  embargo  de  los  muebles 
poseídos  por  un  estranjero  en  España,  tendría  que  verificarse 
según  las  formalidades  prescritas  por  la  ley  española  ,  pues 
las  formalidades  estranjeras  no  pueden  observarse  entre 
nosotros. 

XVI.  La  distinción  entre  las  leyes  reales  y,  las  leyes  per- 
sonales es  todavía  muy  importante  bajo  algunos  otros  as- 
pectos. 

Desde  luego,  si  se  trata  de  la  forma  de  un  acto  ó  instru- 
mentóle debe  observar  generalmente  la  ley  del  pais  en 
que  se  ha  hecho,  según  la  regla  establecida  por  el  derecho 
internacional ,  locus  regit  actum,  regla  consagrada  por  la 
necesidad  y  por  la  jurisprudencia  de  todas  las  naciones. 
Pero  es  preciso  no  equivocarse ,  y  no  tomar  la  forma  pri- 
vada que  en  algunos  países  es  admitida  y  da  valor  á  los  ac- 
tos, por  la  forma  auténtica  que  en  los  mismos  países  rige 
para  los  mismos  actos  y  que  es  la  única  que  puede  dar  valor 
jurídico  á  los  actos  que  los  estranjeros  quieren  que  lo  tengan 
en  su  pais.  Así  es  que  el  testamento  privado  ú  ológrafo  he- 
cho en  Francia  por  un  español  no  tiene  autenticidad  ni  valor 
alguno  con  respecto  á  los  bienes  que  posea  en  España  ,  don- 
de no  se  admite  tal  forma  de  testar;  y  debe  hacerlo  por 
consiguiente,  si  quiere  darle  valor,  en  la  forma  auténtica  de 
Francia,  esto  es,  ante  un  notario  y  cuatro  testigos ,  ó  anto 
dos  notarios  y  dos  testigos;  siendo  un  error  notable  el  afir- 
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mar  que  tiene  también  valor  en  España  el  testamento  ológra- 
fo ,  á  no  haberlo  otorgado  un  militar,  como  demostraremos 
con  estension  en  la  palabra  Testamento. 

Cuando  se  trata  de  la  ejecución  de  los  actos  ó  senten- 
cias, se  sigue  la  ley  del  pais  donde  ha  de  verificarse  la  eje- 
cución. 

Finalmente,  la  capacidad  de  los  contrayentes  se  arregla , 
como  ya  hemos  dicho ,  por  la  ley  personal  de  cada  una  de 
las  partes,  de  suerte  que  si  la  convención  es  sinalagmática 
ó  bilateral,  es  de  rigor  la  observancia  de  una  y  otra  ley  ;  y 
si  la  obligación  es  unilateral,  basta  que  se  observe  la  ley 
que  rige  á  la  parte  obligada.  Supongamos  que  en  Alemania 
es  nula  la  obligación  contraída  por  un  menor  sin  la  in- 
tervención de  su  curador,  séale  beneficiosa ,  séale  gravosa  ; 
y  que  un  menor  alemán  ha  estipulado  con  un  español  hábil 
'j  capaz  de  obligarse  :  no  podrá  ciertamente  este  último , 
invocando  la  ley  alemana  ,  dispensarse  de  cumplir  la  obli- 
gación que  ha  contraído  :  la  ley  que  habrá  de  observar,  es 
la  iey  española  que  declara  que  la  persona  capaz  de  obligar- 
se no  puede  prevalerse  de  la  incapacidad  de  aquel  con  quien 
ha  contratado.  Este  principio  justo  entre  ios  nacionales,  lo  es 
igualmente  entre  el  español  y  el  estranjero.  Mas  si  fuese  el 
alemán  quien  se  hubiese  obligado,  aun  cuando  residiere  en 
España,  podria  pedir  la  nulidad  de  su  obligación  con  arre- 
glo á  su  ley  personal,  porque  esta  sigue  siempre  al  indivi- 
duo, tanto  al  alemán  como  al  español. 

XVII.  Los  tribunales  españoles  deben  juzgar  por  las  le- 
yes patrias,  y  no  por  las  de  otra  nación  ;  salvo  si  siendo  de 
ella  los  litigantes  disputasen  sobre  cosa  mueble  ó  raiz  que 
tuviesen  allí ,  ó  sobre  contrato  celebrado  en  su  pais,  pues 
en  estos  casos  puede  el  juez  recibir  la  prueba  de  la  ley  es- 
tranjera. y  decidir  el  pleito  con  arreglo  á  lo  que  ella  dispo- 
ne; ley  15,  tít.  14,  Part.  3.  Aunque  esta  ley  habla  solo  de 
estranjeros  que  litigaren  en  nuestros  tribunales ,  parece  que 
también  los  contratos  celebrados  por  españoles  en  el  estran- 
jero y  los  bienes  raices  que  allí  tuvieren  deben  regirse  por 
las  leyes  de  aquella  tierra  donde  aquellos  se  otorgaron  y  es- 
tos se  hallan  situados. 

Mas  esta  ley  15,  tít.  14,  Part.  3,  que  confiere  á  los  tri- 
bunales españoles  la  facultad  de  juzgar  los  pleitos  civiles 
de  los  estranjeros  por  las  leyes  de  su  pais,  solo  puede  tener 
lugar  cuando  consienten  ambos  litigantes  en  ser  juzgados 
por  los  tribunales  españoles ,  los  cuales  en  tal  caso  conoce- 
rían del  pleito  mas  bien  como  arbitros  que  como  jueces, 
pues  no  tienen  jurisdicción  forzosa  sobre  los  estranjeros 
transeúntes ,  como  hemos  demostrado  en  el  artículo  Asilo 
territorial  ó  de  hospitalidad.  La  misma  jurisprudencia  vemos 
adoptada  en  Francia ,  como  se  ve  por  el  caso  siguiente  : 
D.  José  Ruiz  Luzuriaga ,  so  pretesto  de  que  D.  Carlos  se  ha- 
bía obligado  personalmente  à  pagarle  42,722  francos ,  á  cuya 
cuenta  solo  habia  recibido  25,500,  hizo  citar  al  príncipe 
en  1842  ante  el  tribunal  civil  de  primera  instancia  de  Bour- 
ges para  el  pago  de  la  diferencia.  D.  Carlos  opuso  escepcion 
de  incompetencia ,  fundada  en  la  circunstancia  de  ser  es- 
tranjeros ambos  litigantes,  y  el  tribunal  se  declaró  en  efecto 
incompetente  ,  por  cuanto  el  artículo  14  del  código  civil  no 
concede  á  los  tribunales  franceses  jurisdicción  necesaria  en 
las  diferencias  que  pueden  ocurrir  entre  estranjeros.  Apeló 
Luzuriaga.  Mr.  Servan,  abogado  deD.  Carlos,  responde  quo 
de  hecho  D.  Carlos  tiene  siempre  su  domicilio  en  España, 
aunque  no  la  residencia,  y  que  el  decreto  de  Cortes  de  6  de 
noviembre  de  1854  que  le  desterró  no  habia  podido  privarlo 
de  dicho  domicilio ,  á  no  ser  que  el  destierro  en  España 
tenga  consecuencias  mas  rigurosas  que  en  Francia, donde  no 
hace  perder  los  derechos  civiles  y  políticos.  ¿Será  juzgado 
D.  Carlos ,  dice  Servan  ,  por  las  leyes  españolas?  Los  jueces 
franceses  no  pueden  aplicarlas.  ¿Será  juzgado  por  las  leyes 
francesas?  Esto  seria  Yiolar  la  libertad  de  los  contratos  y 


dar  lugar  á  consecuencias  enormes,  ya  en  cuanto  á  las  prue- 
bas y  formas  de  los  contratos,  ya  en  cuanto  al  juramento, 
en  cuanto  á  la  prisión  por  deudas ,  en  cuanto  al  interro- 
gatorio ,  á  las  costas  procesales,  y  sobre  todo  en  cuanto  á  la 
dificultad  de  la  defensa.  El  abogado  general  concluyó  en  el 
mismo  sentido.  El  tribunal  dio  la  siguiente  sentencia  :  «  Con- 
siderando que  en  la  causa  sometida  á  los  primeros  jaeces  se 
trataba  de  la  ejecución  de  una  obligación  ordinaria  pura- 
mente civil  entre  dos  estranjeros;  —  que  las  leyes  francesas 
no  conceden  á  los  tribunales  de  Francia  ninguna  jurisdic- 
ción forzosa  en  tales  circunstancias  ;  —  que  si  la  jurispru- 
dencia ha  admitido  que  puedan  prestarse  ó  no  á  juzgar  entro 
estranjeros  es  cuando  estos  se  someten  voluntariamente  y 
de  ningún  modo  cuando  se  declina  su  jurisdicción,  como 
aquí  se  ha  declinado;  —  Por  estas  razones  el  tribunal  con- 
firma ,  etc. 

XVIII.  Los  tribunales  y  funcionarios  españoles  son  los 
únicos  que  tienen  en  España  jurisdicción  é  imperio  ;  y  de 
este  principio  dimanan  las  consecuencias  siguientes  :  — 
Ia.  una  acción  introducida  ante  un  tribunal  español  no  po- 
dria rechazarse  bajo  el  pretesto  de  que  el  mismo  negocio 
está  ya  pendiente  ante  un  tribunal  estranjero  (exceplione  lilis 
pendenlis)  :  — 2a.  las  sentencias  dadas  en  materia  civil  por 
una  jurisdicción  estranjera  no  son  ejecutivas  en  España,  y 
no  pueden  invocarse  aquí  como  si  produjesen  por  sí  mismas 
escepcion  de  cosa  juzgada;  pues  no  adquieren  autoridad 
sino  en  caso  de  haber  sido  declaradas  ejecutivas  por  un  tri- 
bunal español.  Esta  declaración,  que  no  puede  asimilarse 
á  un  simple  exequátur,  no  puede  resultar  sino  de  un  nuevo 
juicio;  y  cualquiera  de  las  partes ,  ora  sea  española  ora  sea 
estranjera,  tanto  la  demandante  como  la  demandada  en  el 
pleito  decidido  en  el  estranjero,  puede  pedir  que  el  negocio 
sea  de  nuevo  debatido  y  juzgado  como  si  todavía  no  lo  hu- 
biera sido  ,  á  no  ser  que  por  algún  tratado  especial  ó  por 
costumbre  recíproca  entre  la  España  y  alguna  otra  nación  se 
hagan  ejecutivas  las  sentencias  dadas  en  cualquiera  de  los 
dos  paises  por  sus  respectivos  tribunales.  Sin  embargo ,  las 
decisiones  dadas  en  última  instancia  por  tribunales  estranje- 
ros no  deberían  someterse  á  la  revisión  délos  tribunales 
españoles,  cuando  no  han  tenido  por  objeto  sino  la  ejecución 
de  sentencias  emanadas  de  estos  últimos,  ó  cuando  han  sido 
voluntariamente  ejecutadas  por  las  partes.  La  misma  escep- 
cion se  aplica  á  las  sentencias  arbitrales  dadas  en  el  estran- 
jero. 

Aplicación  de  la  ley. 

XIX.  No  es  bastante  á  la  sociedad  que  la  ley  sea  obliga- 
toria para  todos,  sino  que  es  necesario  ademas  que  los 
magistrados  encargados  de  aplicar  sus  disposiciones  á  los  ca- 
sos que  ocurran  no  puedan  jamas  sustraerse  al  cumpli- 
miento del  mandato  que  les  está  confiado  ,  y  que  en  ningún 
caso  puedan  paralizar  la  administración  de  la  justicia  ni  re- 
husar ó  dilatar  la  decisión  de  un  pleito  que  se  les  presenta , 
á  pretesto  del  silencio,  oscuridad  ó  insuficiencia  de  la  ley, 
haciéndose  en  caso  contrario  culpables  de  denegación  de 
justicia. 

XX.  En  el  Febrero  que  corre  con  los  nombres  de  los  se- 
ñores Goyena  y  Aguirre  ,  se  dice  no  obstante  bajo  el  nú- 
mero 16,  que  esta  doctrina,  que  ellos  llaman  opinion  de  al- 
gunos,  tiene  cierto  gustillo  de  estranjería  ,  y  ha  podido  ser 
tomada  del  código  francés  ;  pero  que  no  está  en  armonía  ni 
con  nuestras  leyes  ni  con  la  práctica  de  los  tribunales. 

Pero  en  primer  lugar,  se  halla  declarado  por  la  ley  1 1 , 
tít.  22 ,  Part.  3 ,  que  el  juez  que  consultare  al  rey  por  eaott- 
sarse  de  trabajo ,  ó  por  alargar  el  pleito ,  ó  por  miedo ,  amor 
ú  odio  á  alguna  de  las  partes,  debe  por  ende  rescebinpena  según 
entendiere  el  rey  que  la  meresce.  En  segundo  lugar,  si  bien 
se  prescribe  al  juez  en  alguna  de  las  leyes  de  las  Partidas 
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consultar  al  soberano  cuando  no  puede'  salir  del  estado  de 
perplejidad  en  que  puede  encontrarse,  no  es  ya  compatible 
la  observancia  de  esta  disposición  con  el  estado  actual  de 
nuestra  legislación  sobre  procedimientos,  ni  con  la  actual 
division  é  independencia  de  los  poderes  legislativo ,  ejecu- 
tivo y  judicial,  ni  con  la  jerarquía  y  atribuciones  de  los 
tribunales.  En  tercer  lugar,  se  halla  establecido  por  el 
art.  246  de  la  Const.  de  1812 ,  título  quinto ,  que  rige  como 
decreto,  que  los  tribunales  no  podrán  suspender  la  ejecución 
de  las  leyes  ;  de  que  se  infiere  que  no  podrán  tampoco  ha- 
cerlo, aunque  sean  oscuras  ó  ambiguas. 

No  es  ya  el  rey  quien  puede  interpretar,  declarar  y  su- 
plir las  leyes,  ni  administrar  justicia  por  sí  mismo  solo  ó 
acompañado,  como  en  tiempos  antiguos;  ni  pueden  tampo- 
co las  Cortes  hacer  otra  cosa  que  dar  reglas  generales  uni- 
formes para  lo  sucesivo.  ¿Qué  hará  pues  el  rey  con  las  con- 
sultas que  le  pasen  los  tribunales?  Solo  puede  espedir  los 
decretos,  reglamentos  é  instrucciones  que  crea  conducentes 
para  la  ejecución  de  las  leyes ,  y  cuidar  de  que  en  todo  el 
reino  se  administre  pronta  y  cumplidamente  la  justicia;  pero 
si  se  le  consultan  casos  que  no  pueden  resolver  los  tribuna- 
les por  estar  enteramente  muda  sobre  ellos  la  ley,  ó  presen- 
tar ambigüedades  difíciles  de  aclarar,  ó  ser  esta  tan  incom- 
pleta que  no  los  abraza  (y  seguramente  habrán  de  ser  todos 
ó  casi  todos  de  esta  clase,  como  es  fácil  conocer  por  el  hecho 
de  la  necesidad  de  hacer  la  consulta) ,  entonces  habrá  de 
pasarlas  á  las  Cortes  para  que  hagan  una  nueva  ley,  ó  inter- 
preten y  declaren  la  antigua  ,  ó  la  suplan  y  hagan  tan  com- 
pleta y  redonda  como  se  necesita.  Y  ¿habrá  de  estar  entre- 
tanto, quizá  durante  el  trascurso  de  muchos  años ,  detenido 
y  paralizado  el  pleito?  ¿Y  podrá  la  prepotencia  ó  intriga  de 
una  de  las  partes  burlar  así  ó  eludir  ó  dilatar  la  declaración 
de  los  derechos  de  la  otra?  Antiguamente ,  como  que  el  rey 
reunia  en  su  persona  la  soberanía  plena,  podian  los  tribu- 
nales obtener  la  respuesta  en  breve  tiempo  ;  pero  ahora  tal 
vez  desaparecerán  primero  todas  las  partes  interesadas.  Y 
dado  que  se  obtenga  la  declaración  ó  ley  que  se  solicita , 
¿habrá  de  decidirse  por  ella  un  negocio  ya  pasado  ,  contra 
el  principio  de  que  las  leyes  no  pueden  tener  efecto  retroac- 
tivo ?  Esto  equivaldría  á  descender  el  poder  legislativo  á 
tomar  conocimiento  de  los  asuntos  que  ofreciesen  dificultad 
y  á  juzgarlos  según  su  arbitrio  ,  invadiendo  de  este  modo 
las  atribuciones  judiciales  y  haciendo  las  veces  de  un  gran 
Jurado. 

Pero  el  reglamento  provisional  de  26  de  setiembre  de 
183o ,  replicarán  los  redactores  del  Febrero ,  previene  en 
sus  arts.  86  y  90,  que  cuando  á  las  audiencias  les  ocur- 
riere alguna  duda  de  ley  ó  alguna  otra  cosa  que  esponer 
relativa  á  la  legislación  ,  acordarán  sobre  ello  en  tribunal 
pleno  despues  de  oir  á  su  fiscal  ó  fiscales ,  y  con  inserción 
del  dictamen  de  estos  y  de  los  votos  particulares  si  los  hu- 
biese, consultarán  á  S.  M.  por  medio  del  tribunal  supremo, 
el  cual  dirigirá  á  S.  M.  con  su  dictamen  estas  consultas,  y 
hará  también  por  sí  mismo  y  en  la  propia  forma  las  que 
considere  necesarias  ó  convenientes  en  igual  caso  para  la 
mejor  administración  de  justicia  ;  pero  creemos  que  la  inten- 
ción del  reglamento  es  que  solo  en  abstracto  y  en  general , 
sin  contraerse  à  negocios  pendientes  entre  partes  ,  puedan 
hacer  consultas  las  audiencias  y  el  tribunal  supremo  espo- 
niendo la  necesidad  de  aclarar  ciertas  leyes  que  les  parezcan 
ambiguas  ó  de  dar  otras  nuevas  que  completen  las  que  ya 
existen. 

Tampoco  los  jueces  inferiores  pueden  hacer  consultas  á 
las  audiencias  ni  al  tribunal  supremo  para  decidir  en  pri- 
mera instancia ,  por  las  respuestas  que  les  den ,  las  causas 
que  pendan  ante  ellos  ;  pues  competiendo  de  lleno  la  pri- 
mera instancia  á  los  inferiores  ,  y  la  segunda  y  demás  á  los 
superiores,  ni  estos  pueden  entrar  en  el  fondo  de  las  causas 


pendientes  ante  los  primeros ,  ni  remitírselas  los  primeros 
aun  ad  effeclum  videndi.  Ademas ,  si  las  audiencias  hubiesen 
de  contestar  á  las  consultas  de  los  inferiores  sobre  la  deci- 
sión de  las  causas,  se  habrían  de  convertir  en  asesores  na- 
tos de  sus  subditos ,  y  comprometerían  y  anticiparían  sus 
fallos  en  causas  de  que  luego  habrían  de  conocer  en  la  ins- 
tancia que  les  compete,  privando  de  una  de  ellas  á  los  liti- 
gantes. 

No  es  pues  el  gustillo  de  eslranjería ,  sino  la  diferencia 
entre  las  instituciones  nuevas  y  las  antiguas,  la  que  ha  he- 
cho necesaria  esa  nueva  doctrina  de  que  nunca  debe  abste- 
nerse de  fallar  el  juez  por  el  silencio ,  oscuridad  ó  insuficien- 
cia de  la  ley  ;  pues  en  defecto  de  espresion  literal  de  esta  ó 
en  caso  de  oscuridad  ó  de  duda  ha  de  atenerse  á  la  costum- 
bre legítimamente  introducida,  á  la  analogía ,  á  la  equiva- 
lencia de  razón,  á  la  opinion  general  y  fundada  de  los  auto-  ¡ 
res ,  á  la  equidad  natural  y  á  las  reglas  de  la  interpretación 
judicial.  Véase  Arbitrio  de  juez ,  Autor  hacia  el  fin,  Auto- 
ridad, Costumbre,  Equidad,  Interpretación  de  las  leyes, 
Juez ,  §  XI ,  Juez  lego  ,  §  /// ,  Juez  inferior,  y  Juez  su- 
perior. 

Dispensa  de  la  ley. 

XXI.  La  dispensa  no  es  otra  cosa  que  la  esencion  ó  liber- 
tad de  lo  ordenado  por  aVguna  ley,  concedida  en  favor  de 
alguna  persona  por  consideraciones  particulares. 

La  facultad  de  dispensar  corresponde  al  legislador;  ley  9, 
lit.  2,  lib.  3,  Nov.  Rec.  Pero  el  rey  puede,  por  motivos  ra- 
zonables debidamente  justificados,  resolver  las  instancias 
que  se  presenten  sobre  dispensas  de  ciertas  leyes.Yéase  Gra- 
cias al  sacar. 

Abrogaciony  derogación  de  la  ley,  y  renuncia  que  las 
partes  pueden  hacer  del  beneficio  de  sus  disposi- 
ciones. 

XXII.  La  abrogación  de  la  ley  se  diferencia  de  la  dero- 
gación en  que  aquella  consiste  en  la  abolición  ó  anulación 
total  de  la  ley,  y  esta  en  la  abolición  ó  anulación  de  solo 
una  parte  de  ella  :  Abrogalur  legi  ckm  prorsus  tóllilur,  de- 
rogatur  legi  cüm  pars  delrahilur.  Mas  aunque  la  derogación 
no  es  mas  que  una  abolición  parcial ,  se  usa  sin  embargo  de 
esta  palabra  para  denotar  también  la  abolición  entera  y  total 
de  una  ley. 

La  ley  tiene  fuerza  perpetua  mientras  no  se  derogue  ; 
ley  11,  til.  2,  lib.  Z,  Nov.  Rec.  Puede  derogarse  espresa  ó 
tácitamente  :  se  deroga  espresamente,  cuando  es  abolida  ó 
revocada  por  otra  ley  en  términos  formales  :  se  deroga  táci- 
tamente, cuando  se  establece  una  nueva  ley  que  sin  revo- 
car ó  anular  textualmente  la  antigua,  contiene  disposiciones 
incompatibles  con  ella  :  siendo  de  observar  que  en  este  caso 
no  quedan  abrogadas  otras  disposiciones  que  las  que  son 
positivamente  incompatibles  con  la  nueva  ley,  según  el  prin- 
cipio :  Posteriores  leges  ad  priores  pertinent,  nisi  contrariai 
sint  ;  ley  28,  D.  de  legibus.  También  se  deroga  tácitamente, 
cuando  en  la  generalidad  del  Estado  tiene  lugar  un  uso  con- 
trario ó  el  no  uso  de  la  ley,  según  el  principio  del  derecho 
romano:  Reclissimè  etiam  illud  receplum  est,  ut  lenes  non 
soliim  su  ffragio  legislaloris,  sed  etiam  tácito  consensu  omnium 
per  desuctudinem  abrogenlur ;  ley  32,  §  1,  D.  de  legibus. 
Véase  Costumbre. 

Es  cierto  que  la  ley  11,  tít.  2,  lib.  3  ,  Nov.  Piec,  ordena 
que  todas  las  leyes  del  reino  que  espresamente  no  se  ha- 
llan derogadas  por  otras  posteriores,  se  deben  observar  li- 
teralmente sin  que  pueda  admitirse  la  escusa  de  decir  quo 
no  están  en  uso  ;  pero  tenemos  leyes  que  sin  haber  sido  es- 
presamente  derogadas ,  han  perdido  del  todo  su  antigua  au- 
toridad ;  y  estas  leyes  ni  pueden  ni  deben  observarse,  ni 
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tampoco  lograrían  su  objeto  los  esfuerzos  que  el  soberano  y 
los  jueces  hiciesen  para  volverlas  á  la  vida,  porque  no  está 
en  su  potestad  el  mudar  la  opinion  común  de  los  hombres, 
las  costumbres  generales  y  las  circunstancias  de  los  tiempos, 
como  ya  lo  reconoció  Felipe  II  en  la  pragmática  declarato- 
ria de  la  autoridad  de  las  leyes  de  la  Recopilación  que  está 
al  frente  de  esta.  Mas  no  basta  decir  ó  creer  que  tal  ó  cual 
ley  no  está  vigente  :  preciso  es  que  su  desuso  sea  notorio,  y 
que  su  uso  hubiera  de  ser  contrario  á  las  costumbres  ;  sin 
cuya  circunstancia  debe  la  ley  conservar  su  autoridad  y  ejer- 
cer todavía  su  imperio. 

XXIII.  Las  leyes  que  regulan  el  orden  público ,  las  que 
apoyan  Ja  moralidad  de  las  acciones,  las  que  garantizan  los 
intereses  de  terceras  personas,  y  las  que  protegen  los  dere- 
chos de  los  individuos  en  razón  de  su  edad,  sexo  ú  otra  con- 
sideración general ,  no  pueden  dejarse  sin  vigor  por  renun- 
cias ó  convenios  :  Privalorum  convenlio  juri  publico  non 
derogal  ;  ley  ílb,  §  1 ,  D.  de  regulis  juris,  y  ley  58,  D. 
depactls.  Así  es  que  un  padre,  por  ejemplo,  no  puede  re- 
nunciar la  patria  potestad  ,  y  serian  nulas  cualesquiera  esti- 
pulaciones que  se  hicieran  con  renuncias  de  esta  naturaleza. 
Así  es  que  tampoco  seria  válida  la  estipulación  que  se  hiciese 
por  los  interesados  de  que  no  habia  de  tomarse  razón  en  el 
oficio  de  hipotecas  de  un  instrumento  en  que  hubiese  tras- 
lación de  propiedad.  Así  es,  por  último,  que  también  seria 
nula  la  renuncia  que  hiciese  un  menor  del  beneficio  de  res- 
titución in  inlegrum.  Pero  bien  puede  derogarse  ó  renun- 
ciarse á  la  ley  que  no  tiene  por  objeto  sino  intereses  priva- 
dos, como  por  ejemplo ,  á  una  sucesión ,  ó  á  una  prescripción 
adquirida,  según  el  principio  :  Est  regula  juris  antiqui  om- 
nes  licenliam  habere  his  quce  pro  se  introducta  sunt,  renun- 
tiare  ;  ley  29 ,  C.  de  pactis. 

Son  nulos  los  actos  contrarios  á  la  ley  ;  salvo  si  esta  se  li- 
mita á  la  imposición  de  cierta  pena ,  ó  á  dar  derecho  de  en- 
mienda, reforma  ó  suplemento.  Véase  Nulidad. 

Orden  que  debe  seguirse  en  la  aplicación  de  nuestros 
códigos. 

XXIV.  Los  pleitos  y  causas,  así  civiles  como  criminales, 
se  han  de  decidir  y  determinar,  por  el  orden  de  autoridad 

y  preferencia  entre  los  códigos ,  del  modo  siguiente  : 

Io.  Por  las  leyes  y  decretos  espedidos  desde  el  año  de  1805 
y  publicados  por  el  gobierno  ya  reuniéndolos  por  tomos,  ya 
comunicándolos  directamente  á  los  tribunales. 

2U.  Por  las  leyes  de  la  Novísima  Recopilación,  en  las  que 
están  comprendidas  las  del  Ordenamiento  de  Alcalá  y  las  de 
Toro. 

5o.  Por  las  del  Fuero  Real ,  las  del  Fuero  Juzgo  y  las  de 
los  Fueros  municipales. 

k°.  Por  las  de  las  siete  Partidas. 

Añádese  que  las  leyes  de  la  Novísima  Recopilación  han 
de  observarse,  mientras  no  estén  derogadas  espresamente 
por  otras  ;  las  de  las  siete  Partidas,  aunque  no  sean  usadas 
ni  guardadas  ;  y  las  del  Fuero  Real,  Fuero  Juzgo  y  Fueros 
municipales,  en  lo  que  fueren  usadas  y  guardadas.  Pero 
véase  lo  que  hemos  dicho  mas  arriba  §  XXII,  y  lo  que  se  es- 
plica  en  los  artículos  Fuero  Juzgo ,  Fuero  de  Castilla,  Fuero 
municipal,  Fuero  Real,  Fueros  de  Aragon,  Recopilación  y 
Partidas. 

[*En  la  5a.  ley  constitucional  de  la  República  de  Méjico, 
desde  el  art.  2b  se  trata  de  la  formación  de  las  leyes  en  estos 
términos  : 

Art.  2b.  Toda  ley  se  iniciará  precisamente  en  la  cámara 
de  diputados  :  á  la  de  senadores  solo  corresponderá  la  re- 
visión. 

Art.  26.  Corresponde  la  iniciativa  de  las  leyes  : 

Io.  Al  supremo  poder  ejecutivo  y  á  los  diputados  en  todas 
materias. 


2o.  A  la  suprema  corte  de  justicia  ,  en  lo  relativo  á  la  ad- 
ministración de  su  ramo. 

5o.  A  las  juntas  departamentales  en  las  relativas  á  im- 
puestos, educación  pública,  industria,  comercio,  adminis- 
tración municipal  y  variaciones  constitucionales. 

Art.  27.  El  supremo  poder  ejecutivo ,  y  la  alta  corte  ds 
justicia  podrán  ,  cada  uno  en  su  línea,  iniciar  leyes  decla- 
ratorias de  otras  leyes,  y  los  diputados  podrán  hacer  la 
misma  iniciativa,  si  se  reúnen  quince  para  proponerla. 

Art.  28.  Cuando  el  supremo  poder  ejecutivo  ó  los  dipu- 
tados iniciaren  leyes  sobre  materias  en  que  concede  inicia- 
tiva el  art.  26  á  la  suprema  corte  de  justicia  y  juntas  depar- 
tamentales, se  oirá  el  dictamen  respectivo  de  aquella,  y  de 
la  mayoría  de  estas  antes  de  tomar  en  consideración  la  ini- 
ciativa. 

Art.  29.  No  podrán  dejarse  de  tomar  en  consideración 
las  iniciativas  de  los  poderes  ejecutivo  y  judicial  ni  aquellas 
en  que  convenga  la  mayor  parte  de  las  juntas  departa- 
mentales. Las  demás  se  tomarán  ó  no  en  consideración  , 
según  lo  calificare  la  cámara,  oido  el  dictamen  de  una  co- 
misión de  nueve  diputados ,  que  elegirá  en  su  totalidad  cada 
año ,  y  se  denominará  de  peticiones. 

Art.  30.  Cualquier  ciudadano  particular  podrá  dirigir  sus 
proyectos,  ó  en  derechura  á  algún  diputado,  para  que  los; 
haga  suyos  si  quiere ,  ó  á  los  ayuntamientos  de  las  capitales* 
quienes ,  si  los  caliticaren  de  útiles ,  los  pasarán  con  su  ca- 
lificación á  la  respectiva  junta  departamental ,  y  si  esta  ln$ 
aprueba,  los  elevará  á  iniciativa. 

Art.  31.  Aprobado  un  proyecto  en  la  cámara  de  diputa- 
dos en  su  totalidad  y  en  cada  uno  de  sus  artículos,  se  pa- 
sará à  la  revision  del  senado  con  todo  el  espediente  de  la 
materia. 

Art.  32.  La  cámara  de  senadores  en  la  revision  {fe  un 
proyecto  de  ley  ó  decreto,  no  podrá  hacerle  alteraciones-, 
ni  modificaciones,  y  se  ceñirá  á  las  fórmulas  de  aprobado  y, 
desaprobado  ;  pero  al  devolverlo  á  la  cámara  de  diputados., 
remitirá  estracto  circunstanciado  de  la  discusión,  para  que 
dicha  cámara  se  haga  cargo  de  las  partes  que  han  parecido, 
mal,  ó  alteraciones  que  estime  el  senado  convenientes. 

Art.  53.  Si  la  cámara  de  diputados  con  dos  terceras  pur- 
tes  de  los  presentes  insistiere  en  el  proyecto  de  ley  ó  de- 
creto devuelto  por  el  senado,  esta  cámara  á  quien  volverá 
á  segunda  revision,  no  lo  podrá  desaprobar  sin  el  voto  con- 
forme de  dos  terceras  partes  de  los  senadores  presentes  :  no 
llegando  á  este  número  los  que  desaprueben ,  por  el  mismo 
hecho  quedará  aprobado. 

Art.  5í».  Todo  proyecto  de  ley  ó  decreto  aprobado  en. 
ambas  cámaras  en  primera  ó  segunda  revision ,  pasará  á 
la  sanción  del  presidente  de  la  república:  y  si  es  variación; 
constitucional ,  á  la  del  supremo  poder  con  ervador. 

Art.  35.  Si  la  ley  ó  decreto  solo  hubiere  tenido  primera 
discusión  en  las  cámaras,  y  al  presidente  de  la  república  no 
pareciere  bien,  podrá  dentro  de  quince  dias  útiles  devolverla 
á  la  cámara  de  diputados  con  observaciones  acordadas  en 
el  consejo  :  pasado  dicho  término  sin  hacerlo,  la  ley  que- 
dará sancionada ,  y  se  publicará. 

Art.  56.  Si  el  proyecto  de  ley  ó  decreto  hubiese  sufrido 
en  las  cámaras  segunda  revision,  y  estuviere  en  el  caso  del 
art.  55,  puede  el  presidente  de  la  república,  juzgándolo  opor- 
tuno él  y  su  consejo,  negarle  la  sanción  sin  necesidad  de  hacer 
observaciones,  y  avisará  de  su  resolución  al  congreso. 

Art.  57.  La  ley  ó  decreto  devuelto  con  observaciones  po* 
el  presidente  de  la  república,  deberá  ser  examinado  de 
nuevo  en  ambas  cámaras  ;  y  si  las  dos  terceras  parles  de 
una  y  otra  insistieren ,  se  pasará  segunda  vez  al  presidente, 
quien  ya  no  podrá  negarle  la  sanción  y  publicación;  pero 
si  faltare  en  cualquiera  de  las  cámaras  el  dicho  requisito,  el 
proyecto  se  tendrá  por  desechado. 
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Art.  38.  El  proyecto  de  ley  ó  decreto  desechado ,  ó  no 
sancionado  según  los  artículos  53,  36  y  37,  no  podrá  vol- 
verse á  proponer  en  el  congreso,  ni  tratarse  allí  de  él ,  hasta 
que  se  haya  renovado  la  cámara  de  diputados  en  su  mitad, 
como  prescribe  el  art.  3.  Las  variaciones  de  constitución 
que  no  sancionare  el  supremo  poder  conservador,  si  reno- 
vada la  cámara  de  diputados  en  su  mitad  insistiere  en  la 
iniciativa  de  ellas  la  mayor  parte  de  las  juntas  departa- 
mentales ,  y  en  la  aprobación  las  dos  terceras  partes  de  los 
miembros  presentes  de  una  y  otra  cámara  ,  no  pasarán  de 
wuevo  á  la  sanción  ,  y  se  publicarán  sin  ella. 

Art.  39.  Sancionada  la  ley,  la  hará  publicar  el  presidente 
de  la  república  en  la  capital  de  ella,  del  modo  acostumbrado, 
<en  todas  las  capitales  de  los  departamentos,  y  en  todas  las 
villas  y  lugares,  circulándola  al  efecto  á  los  gobernadores 
y  por  su  medio  á  las  demás  autoridades  subalternas.  Todos 
estos  funcionarios  serán  responsables  si  no  publican  la  ley 
dentro  del  tercero  dia  de  su  recibo. 

Art.  40.  No  se  necesita  esa  publicación  en  los  decretos 
cuyo  conocimiento  solo  corresponda  á  determinadas  per- 
sonas ó  corporaciones  ;  pero  siempre  se  hará  en  los  perió- 
dicos del  gobierno. 

Art.  41.  La  fórmula  para  publicar  las  leyes  y  decretos 
será  la  siguiente  : 

«  El  presidente  de  la  república  mejicana  á  los  habitantes 
de  ella  ;  sabed  :  Que  el  congreso  general  ha  decretado  lo 
siguiente  (aquí  el  texto).  Por  tanto,  mando  se  impri- 
ma ,  publique ,  circule  y  se  le  dé  el  debido  cumpli- 
miento. » 

Art.  42.  Publicada  la  ley  en  cada  paraje,  obliga  en  él 
desde  la  fecha  de  su  publicacien ,  á  no  ser  que  ella  misma 
prefije  plazo  ulterior  para  la  obligación. 

Ninguna  ley  preceptiva  obligará  antes  del  mencionado  re- 
quisito. 

Art.  íi5.  Toda  resolución  del  congreso  general  tendrá  el 
carácter  de  ley  ó  decreto. 

El  primer  nombre  corresponde  á  las  que  se  versen  sobre 
materia  de  interés  común,  dentro  de  la  órbita  de  atribu- 
ciones del  poder  legislativo. 

El  segundo  corresponde  á  las  que,  dentro  de  la  misma 
órbita,  sean  solo  relativas  á  determinados  tiempos,  luga- 
res, corporaciones,  establecimientos  ó  personas. 

Art.  44.  Corresponde  al  congreso  general  esclusivamente: 

Io.  Dictar  las  leyes  á  que  debe  arreglarse  la  administra- 
ción pública  en  todos  y  cada  uno  de  sus  ramos,  derogarlas, 
interpretarlas  y  dispensar  su  observancia. 

2o.  Aprobar,  reprobar  ó  reformar  las  disposiciones  legis- 
lativas que  dicten  las  juntas  departamentales. 

3o.  Decretar  anualmente  los  gastos  que  se  han  d'e  hacer 
en  el  siguiente  año,  y  las  contribuciones  con  que  deben 
cubrirse. 

Toda  contribución  cesa  con  el  año,  en  el  hecho  de  no 
haber  sido  prorogada  para  el  siguiente. 

4o.  Examinar  y  aprobar  cada  año  la  cuenta  general  de 
inversion  de  caudales  respectiva  al  año  peuúltimo,  que  de- 
berá ¿haber  presentado  el  ministro  de  hacienda  en  el  año 
último ,  y  sufrido  la  glosa  y  examen  que  detallará  una  ley 
secundaria. 

b°.  Decretar  el  número  de  tropa  permanente  de  mar  y 
tierra  que  debe  haber  en  la  república,  y  cada  año  el  de  la 
milicia  activa  que  debe  haber  en  el  año  siguiente;  sin  per- 
juicio de  aumentar  ó  disminuir  esta  durante  él ,  cuando  el 
.  caso  lo  exiga. 

6o.  Autorizar  al  ejecutivo  para  contraer  deudas  sobre  el 
crédito  de  la  nación,  y  designar  garantías  para  cubrirlas. 

7o.  Reconocer  la  deuda  nacional ,  y  decretar  el  modo  y 
medio  do  amortizarla. 

8o.  Aprobar  toda  clase  de  tratados  que  celebre  el  ejecu- 


tivo con  potencias  estranjeras ,  y  los  concordatos  con  la  silla 
apostólica. 

9o.  Decretar  la  guerra,  aprobar  los  convenios  de  paz  ,  y 
dar  reglas  para  conceder  las  patentes  de  corso. 

10°.  Dar  al  gobierno  bases  y  reglas  generales  para  la  ha- 
bilitación de  toda  clase  de  puertos,  establecimiento  de  adua- 
nas ,  y  formación  de  los  aranceles  de  comercio. 

11°.  Determinar  el  peso  ,  ley,  tipo  y  denominación  de  las 
monedas ,  y  adoptar  el  sistema  general  de  pesos  y  medidas 
que  le  parezca. 

12°.  Conoceder  ó  negar  la  entrada  de  tropas  estranjeras 
en  el  territorio  de  la  república ,  y  la  salida  fuera  del  pais  de 
tropas  nacionales. 

13°.  Conceder  amnistías  generales  en  los  casos  y  del  modo 
que  prescriba  la  ley. 

14°.  Crear  ó  suprimir  toda  clase  de  empleos  públicos , 
aumentar  ó  disminuir  sus  dotaciones,  y  fijar  las  reglas  ge- 
nerales para  la  concesión  de  retiros,  jubilaciones  y  pen- 
siones. 

15°.  Dar  reglas  generales  para  la  concesión  de  cartas  de 
naturaleza  y  de  ciudadanía ,  y  conceder  según  ellas  estas 
últimas. 

16°.  Aumentar  ó  disminuir,  por  agregación  ó  division  5~ 
los  departamentos  que  forman  la  república. 

Art.  4S.  No  puede  el  congreso  general  : 

Io.  Dictar  ley  ó  decreto  sin  las  iniciativas,  intervalos,  re- 
visiones ,  y  demás  requisitos  que  exige  esta  ley  y  señale  el 
reglamento  del  congreso  :  siendo  únicamente  escepciones 
de  esta  regla  las  espresas  en  el  referido  reglamento. 

2o.  Proscribir  á  ningún  mejicano,  ni  imponer  pena  de 
ninguna  especie  ,  directa  ni  indirectamente. 

A  la  ley  solo  corresponde  designar  con  generalidad  las 
penas  por  los  delitos. 

3o.  Privar  de  su  propiedad,  directa  ni  indirectamente  ,  á 
nadie,  sea  individuo,  sea  corporación  eclesiástica  ó  secular. 

A  la  ley  solo  corresponde  en  esta  línea  ,  establecer  con 
generalidad  contribuciones  ó  arbitrios. 

4o.  Dar  á  ninguna  ley,  que  no  sea  puramente  declaratoria, 
efecto  retroactivo,  ó  que  tenga  lugar  directa  ni  indirecta- 
mente en  casos  anteriores  á  su  publicación. 

S°.  Privar,  ni  aun  suspender,  á  los  mejicanos  de  sus  de- 
rechos delarados  en  las  leyes  constitucionales. 

6o.  Reasumir  en  sí ,  ó  delegar  en  otros  por  via  de  facul- 
tades eslraordinarias  ,  dos  ó  los  tres  poderes ,  legislativo  , 
ejecutivo  y  judicial. 

Art.  46.  Es  nula  cualquiera  ley  ó  decreto  dictado  con 
espresa  contravención  al  artículo  anterior.] 

LEY  natural.  El  dictamen  de  la  razón  que  prescribe  lo 
que  se  debe  hacer  ú  omitir  ;  ó  todo  sentimiento  y  principio 
de  equidad  grabado  por  la  naturaleza  en  el  corazón  de  todos 
los  hombres  ;  ó  bien,  toda  regla  de  conducta  que  Dios  ha  pro- 
mulgado al  linaje  humano  por  medio  de  la  recta  razón.  Yéaso 
Derecho  natural. 

LEY  positiva.  La  formada  por  los  hombres.  Llámase  así 
por  contraposición  á  la  ley  natural.  Las  leyes  positivas,  aña- 
didas por  los  hombres  á  las  leyes  naturales,  arreglan  las 
nuevas  relaciones  nacidas  de  su  reunion  en  sociedad  ;  y 
como  obra  de  los  hombres  ,  pueden  ser  abolidas  por  ellos  , 
á  no  ser  que  estén  íntimamente  ligadas  con  alguna  ley  na- 
tural, pues  en  este  caso  no  podrán  mudarse  por  hallarse 
identificadas  con  otras  leyes  que  por  su  naturaleza  dicen  son 
invariables.  También  se  llaman  positivas  las  leyes  que  Dios 
ha  promulgado  por  la  revelación.  Véase  el  artículo  anterior. 

La  ley  positiva  puede  ser  civil  ó  penal ,  privada  ó  política, 
genéralo  particular,  coercitiva  ó  remuneratoria,  directa  ó 
indirecta,  permanente  ó  pasajera  (t). 


{{ )  De  todas  estas  especies  trata  con  mas  estensiou  Rey  ueval  en 
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LEY  cívil  y  ley  pénal.  Ley  civil  es  la  que  arregla  alguno 
de  los  derechos  de  que  los  hombres  gozan  entre  ellos,  y  la 
que  determina  la  forma  y  efectos  de  sus  convenciones  civiles; 
y  ley  penal  es  la  que  tiene  por  objeto  algún  delito  y  la  pena 
con  que  ha  de  castigarse.  La  ley  civil  establece  un  derecho; 
y  la  ley  penal ,  á  consecuencia  del  derecho  establecido  por 
la  ley  civil ,  ordena,  que  se  castigue  de  tal  ó  tal  modo  al  que 
la  haya  violado.  Según  esto,  laley  que  se  limitara  á  prohibir 
el  homicidio  no  seria  mas  que  una  ley  civil  ;  la  ley  que  im- 
pone la  pena  de  muerte  al  homicida  es  la  ley  penal  ;  de 
suerte  que  una  ley  penal  es  la  continuación  y  el  comple- 
mento de  una  ley  civil.  La  ley  civil  puede  estar  sujeta  á  es- 
tension  ;  pero  la  ley  penal  debe  siempre  restringirse  y  limi- 
h tarse  á  los  casos  que  espresa  formalmente.  Odia  restringí, 
favores  convenu  ampliari. 

También  se  da  el  nombre  de  leyes  civiles  á  las  leyes  civiles 
y  penales  que  son  comunes  á  la  generalidad  de  los  individuos 
de  la  nación  ,  por  contraposición  á  las  leyes  militares  y  á  las 
eclesiásticas  que  solo  abrazan  ciertas  clases  de  individuos; 
como  igualmente  á  las  leyes  privadas  por  contraposición  á 
las  políticas. 

LEY  privada  y  ley  política.  Ley  privada  es  la  que 
tiene  por  objeto  el  arreglo  de  los  intereses  respectivos  de  los 
particulares  entre  ellos  en  todo  lo  que  concierne  á  los  nego- 
cios relativos  á  sus  personas,  bienes  y  convenciones.  Ley 
política  es  la  que  arregla  las  relaciones  é  intereses  que  hay 
entre  una  nación  y  los  individuos  que  la  componen  (1). 

LEY  general  y  ley  particular.  Aquella  es  la  que  in- 
teresa á  todos  igualmente  ;  y  esta  la  que  solo  interesa  á  al- 
guna clase  de  ciudadanos. 

LEY  coercitiva  y  ley  remuneratoria.  La  primera  se 
apoya  sobre  penas ,  la  segunda  sobre  premios  :  la  primera 
tiene  por  objeto  reprimir  las  acciones  perniciosas  ;  y  la  se- 
gunda promover  las  que  son  útiles  á  la  sociedad.  Las  leyes 
remuneratorias  son  débiles  y  costosas;  las  coercitivas  son 
mas  fuertes.  No  es  tan  fácil  aplicar  la  ley  una  recompensa 
como  una  pena  ,  pues  el  legislador  no  tiene  tantos  medios 
para  premiar  las  acciones  conformes  á  la  ley,  como  para 
castigar  las  que  son  contrarias  á  ella.  Las  recompensas  suelen 
usarse  cuando  se  trata  de  escitar  á  los  hombres  á  practicar 
algún  acto  ordenado  por  la  ley,  cuando  se  quiere  promover 
servicios  muy  estraordinarios  y  acciones  de  grande  utilidad 
que  no  pueden  ejecutarsesin  riesgo,  y  cuando  se  propone  el 
objeto  de  fomentar  los  progresos  de  las  artes  y  de  las  cien- 
cias. A  veces  una  misma  ley  es  coercitiva  ó  punitiva  en  caso 
de  desobediencia ,  y  remunerativa  en  caso  de  sumisión , 
como  cuando  se  amenaza  con  una  pena  al  que  oculta  un  de- 
lito que  se  manda  revelar  al  magistrado  ,  y  se  promete  una 
recompensa  al  que  lo  descubre. 

LEY  dilecta  y  ley  indirecta.  Llámase  directa  la  ley 
que  manda  ó  prohibe  el  acto  mismo  que  se  quiere  producir 
ó  prevenir;  é  indirecta  la  que  manda  ó  prohibe  otros  actos 
que  tienen  una  conexión  mas  ó  menos  inmediata  con  el 
principal.  La  prohibición  del  homicidio  es  una  ley  directa;  y 
la  prohibición  del  uso  de  armas  ofensivas  es  una  ley  indi- 
recta. 

LEY  permanente  y  ley  pasajera.  Ley  permanente  es 
.  la  qnft  obliga  mientras  no  se  derogue  por  una  nueva  ley  ó 
■  por  el  no  uso  ó  por  un  uso  contrario  :  y  ley  pasajcraó  tran- 
¡  sitoria  la  que  fenece  por  sí  misma  cuando  cesa  la  circuns- 
,1  lancia  que  leba  dado  motivo. 

LEY  agraria.  Entre  los  Romanos  se  llamaba  así  la  que 

sus  Instituciones  de  derecho  natural  y  de  gentes,  lib.  1,  caps.  15, 
14,  15  y  16. 

(1)  Véase  la  obra  del  lie.  D.  Pedro  Gonzalez  de  Salcedo,  De 
lege  Política  cjusque  nalurali  executione ,  et  obligatione  ,  tam 
ínter  laicos  quant  eccksiasticos. 


ordenaba  el  repartimiento  entre  los  ciudadanos  de  las  tier- 
ras conquistadas  á  los  enemigos,  y  la  que  arreglaba  elwioxt- 
mum  de  las  yugadas  de  tierra  que  podia  poseer  cada  ciuda^ 
daño.  También  se  llamaley  agraria  la  que  tuviese  por  objeto! 
poner  en  común  las  propiedades  individuales  para  repar- 
tirlas entre  todos  los  ciudadanos  de  un  estado.  Tomada  er 
esta  última  acepción  la  ley  agraria,  se  pronunció  en  Fran- 
cia la  pena  de  muerte  el  año  de  1793  contra  el  que  propu 
siese  una  ley  agraria  ó  cualquiera  otra  que  fuese  subversif 
de  las  derechos  de  propiedad  territorial,  comercial  é  indus 
trial.  Se  da  por  último  el  nombre  de  ley  agraria  á  la  que 
ordena  y  determina  todo  lo  que  tiene  relación  con  la  agri- 
cultura; sobre  cuyo  punto  es  muy  digno  de  leerse  el  sabio 
informe  de  Jovellános  en  el  espediente  de  ley  agraria. 

LEY  caldaria.  La  que  ordenaba  en  lo  antiguo  la  prueba 
del  agua  caliente,  que  se  hacia  metiendo  el  acusado  la  mano 
y  brazo  desnudo  en  una  caldera  de  agua  hirviendo  para 
comprobar  su  inocencia  si  salia  ileso.Véase  Juicios  de  Dios. 
|  IV. 

LEY  comisoria.  Véase  Pacto  de  la  ley  comisoria. 

LEY  falcidia.  Véase  Cuarta  falcidia. 

LEY  escrita  y  ley  no  escrita.  Aquella  es  la  que 
subsiste  bajo  la  forma  de  estatuto  ó  decreto;  y  esta  la  que 
subsiste  bajo  la  forma  de  costumbre,  esto  es,  una  ley  con- 
jetural que  se  saca  por  inducción  de  las  decisiones  que  an- 
teriormente han  dado  los  jueces  en  casos  semejantes.  Véase 
Costumbre. 

LEY  de  las  doce  tablas.  El  antiguo  derecho  romano  , 
que  se  publicó  primero  en  diez  tablas  de  bronce  á  que 
después  se  añadieron  otras  dos.  Véase  Derecho  romano, 
época  de  los  cónsules. 

LEY  marcial.  Llamábase  así  en  Francia  una  ley  publi- 
cada en  1789,  que  arreglábalas  formalidades  que  debia 
cumplir  la  autoridad  municipal  en  caso  de  turbulencias  se- 
diciosas y  reuniones  armadas  que  obligaban  á  desplegar  la 
fuerza  militar  ;  y  de  aquí  vino  el  darse  también  este  nombre 
á  la  ley  de  2b  de  abril  de  1821  que  tiene  entre  nosotros 
igual  objeto.  Véase  Juicio  criminal  por  delitos  políticos. 

LEY  suntuaria.  La  que  pone  modo  y  tasa  en  los  gastos 
de  los  particulares,  con  el  objeto  de  destruir  el  lujo.  Las 
leyes  suntuarias,  dice  Helvecio,  anuncian  la  impericia  del 
legislador,  si  es  monarca;  y  la  envidia,  si  es  el  pueblo. 
Estas  leyes  que  pudieron  ser  convenientes  en  otros  tiempos, 
serian  ruinosas  en  nuestros  dias,  pues  no  servirían  sino  para 
hacer  irrevocable  la  distribución  demasiado  desigual  de  los 
bienes,  para  quitar  á  la  indigencia  los  recursos  de  la  indus- 
tria, para  perpetuar  la  miseria  donde  se  encuentra,  y 
amortizar  las  riquezas  en  las  manos  que  las  poseen. 

LEY  sálica.  Un  antiguo  código  de  leyes  formado  por  los 
Francos  cuando  salieran  de  los  bosques  de  la  Germania,  en. 
el  cual  se  hallaba  dispuesto  el  principio  de  la  sucesión  á  la 
corona  de  Francia  de  varón  en  varón,  con  esclusion  de 
todas  las  hembras.  Esta  ley  se  hizo  famosa  entre  nosotros 
por  haberse  introducido  en  España  casi  la  misma  regli  so- 
bre la  sucesión  á  la  corona  después  del  establecimiento  do 
la  casa  de  Borbon  ;  pero  en  el  dia  se  halla  derogada. 

LEYES  del  estilo.  Ciertas  leyes  llamadas  así  que  en 
número  de  252  se  publicaron  á  fines  del  siglo  xiii  ó  princi- 
pios del  xiv  para  declarar  las  del  Fuero  Real,  según  se  cree 
comunmente.  No  consta  si  son  propiamente  leyes  ordenadas 
por  legitima  potestad,  ó  si  solo  se  deben  al  trabajo  particu- 
lar de  algún  jurisconsulto.  Algunas  de  ellas  se  hallan  inser- 
tas en  la  Novísima  Recopilación. 

LEYES  de  toro.  Las  ochenta  y  tres  leyes  que  se  com- 
pusieron y  ordenaron  bajo  los  auspicios  de  don  Fernando  y 
doña  Isabel  en  las  Cortes  de  Toledo  del  año  de  loü2  ,  y  que 
no  habiendo  podido  publicarse  en  ellas  por  la  ausencia  de 
don  Fernando  y  después  por  la  muerte  de  doña  Isabel,  so 
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publicaron  por  fin  en  las  Cortes  celebradas  el  año  de  loOo 
en  la  ciudad  de  Toro,  en  que  se  juró  por  reina  á  doña  Juana 
y  se  nombró  por  gobernador  á  don  Fernando  su  padre.  No 
forman  un  código  completo,  ordenado  y  metódico,  á  seme- 
janza de!  Fuero  Juzgo,  Fuero  Real  y  siete  Partidas.  Su  ob- 
]eio  fué  dirimir  las  contiendas  que  se  suscitaban  á  cada 
paso  sobre  la  inteligencia  de  los  diferentes  códigos,  y  suplir 
el  vacío  que  se  notaba  en  nuestra  legislación.  Fijaron  el 
orden  de  prelacion  entre  los  diferentes  cuerpos  legales,  y 
quitaron  la  fuerza  obligatoria  que  en  ciertos  casos  se  habia 
concedido  á  las  opiniones  de  varios  jurisconsultos.  Adopta- 
ron la  institución  de  las  mejoras,  y  la  de  las  vinculaciones, 
á  la  cual  dieron  un  grande  impulso  ;  restablecieron   la 
facultad  de  testar  por  comisario ,  y  establecieron  los  re- 
tractos; estendieron  el  número  de  los  hijos  naturales  que 
antes  eran  solamente  los  habidos  entre  solteros  y  según  ellas 
podían  ser  también  hasta  los  adulterinos,   y  finalmente, 
introdujeron  otras  novedades  muy  importantes  ,  que  com- 
plicaron  en  vez  de  simplificar  la  jurisprudencia,  dando 
abundante  materia  á  muchos  comentaristas,  siendo  los  prin- 
cipales Palacios  Rubios,  Avendaño,  Cifuentes,  Gómez  y  Lla- 
mas ,  y  Molina.  Estas  leyes  se  incorporaron  en  la  Recopila- 
ción ,  y  están  distribuidas  en  los  respectivos  títulos  de  ella 
según  las  materias. 

f  LEY.  Habiendo  tomado  en  consideración  la  Reina  Go- 
bernadora lo  consultado  por  ese  tribunal,  de  conformidad 
con  lo  que  dispone  la  ley  de  28  de  noviembre  de  1837,  se 
ha  servido  resolver  que  las  leyes  y  disposiciones  generales 
del  Gobierno  se  tengan  por  obligatorias  paralas  islas  donde 
está  constituida  la  capital  en  los  términos  que  señala  la 
citada  ley,  y  para  los  pueblos  de  las  otras  islas  en  que  no 
está  la  capital,  y  de  las  posesiones  de  África ,  desde  que  se 
recibe  en  ellas  la  comunicación  oficial.  Rl.  órd.  de  14  de 
setiembre  de  1859. 

-J-  LEV  DE  ENJUICIAMIENTO  SOBRE  LOS  NEGOCIOS  Y  CAUSAS 

de  comercio.  La  que  arregla  el  orden  de  instrucción  y  sus- 
tanciacion  en  todos  los  procedimientos  é  instancias  que  tie- 
nen lugar  sobre  los  asuntos  mercantiles. 

Se  decretó  ,  sancionó  y  promulgó  en  24  de  julio  de  1830. 
—  Comprende  13  títulos,  subdivididos  el  S°.  y  11  en  sec- 
ciones ,  y  toda  la  ley  cuenta  462  artículos. 

-J-  LEY  electoral.  Rige  la  sancionada  en  18  de  marzo 
de  1846  ,  y  el  que  quiera  enterarse  puede  verla  en  el  Suple- 
mento al  Diccionario  de  Escriche. 

LEZDA.  Cierta  especie  de  tributo  que  se  pagaba  anti- 
guamente, con  especialidad  por  las  mercancías.  El  ministro 
que  lo  recaudaba  se  llamaba  Lezdero. 
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LIBELAR.  Hacer  peticiones ,  ó  estender  una  demanda 
en  justicia  ,  esplicando  las  razones  en  que  se  apoya. 

LIBELO.  La  petición ,  demanda  ó  memorial.  Yéase  De- 
manda. 

LIBELO  famoso  ó  infamatorio.  Libro  ,  papel  ó  escrito 
satírico  y  denigrativo  de  la  honra  ó  fama  de  alguna  persona. 
Como  la  injuria  que  resulta  de  un  libelo  es  mucho  mas  grave 
que  la  verbal  (1),  pues  esta  suele  ser  efecto  de  un  primer 
movimiento  de  cólera ,  y  aquella  lleva  el  sello  de  la  medita- 
ción y  de  la  malevolencia,  siendo  al  mismo  tiempo  un  mo- 
numento satirico  que  causa  un  daño  incalculable  á  la  per- 
sona contra  quien  se  dirige  ,  impone  la  ley  (2)  penas  mas 

(1)  Lo  dice  la  ley  5,  tít.  9,  Part.  7  al  fin. 

(2)  Ley  5,  tít.  9,  Part.  7  ;  ley  8,  tít.  25,  lib.  12  ,  Nov.  Rec.  — 
Por  lo  tacante  á  la  república  de  Méjico  ,  la  ley  de  14  de  mayo 
de  1831  dijo  que  :  «  El  agraviado  por  libelos  infamatorios  im- 
presos, puede  usar  á  su  arbitrio ,  ó  de  la  acción  que  produce  este 


severas  no  solo  contra  los  autores  de  escritos  de  esta  espe- 
cie, sino  también  contra  los  que  los  copian,  imprimen  ó 
propagan.  Véase  Injuria,  §  VIII. 

LIBELO  de  repudio.  El  instrumento  ó  escritura  con  que 
el  marido  antiguamente  repudiaba  á  la  mujer  y  dirimia  el 
matrimonio.  Los  judíos  tenían  esta  facultad  que  les  concedía 
su  ley  propter  duriliem  coráis;  pero  entre  nosotros  es  indi-   .. 
soluble  el  vínculo  matrimonial.  Véase  Divorcio.  También  [ 
entre  los  Romanos  podían  los  maridos  repudiar  á  sus  muje-  \ 
res,  como  igualmente  las  mujeres  á  sus  maridos,  y  el  libelo 
que  el  demandante  del  divorcio  presentaba  á  su  consorte  ,  í 
estaba  concebido  en  estos  términos  :  Tuas  res  Ubi  habelo ,  ó 
Tuas  res  Ubi  agito. 

LIBERACIÓN.  El  pacto  de  no  demandar  al  deudor  en 
tiempo  alguno  su  deuda;  —  ó  la  remisión  que  el  acreedor 
hace  al  deudor  de  lo  que  este  le  debe.  Véase  Legado, 
%  XXVII,  y  Pago. 

LIBERALIDAD.  Cualquier  dádiva  ó  beneficio  que  se 
hace  á  otro.  A  ninguno  se  puede  hacer  beneficio  contra  su 
voluntad,  dice  la  ley  :  Non  polesl  liberalüas  nolcnü  adquirí: 
Invito  beneficium  non  dalur.  Se  puede  sin  embargo  pagar 
una  deuda  por  otro,  aunque  el  deudor  lo  ignore,  y  aunque 
lo  sepa  y  lo  contradiga.  La  liberalidad  ó  beneficio  no  ha  de 
ser  dañoso  al  que  lo  recibe,  adjuvari  quippe  nos ,  non  decipi 
beneficio  oportet.  —  El  beneficio  concedido  especialmente  á 
una  persona  ,  es  decir,  el  beneficio  puramente  personal ,  se 
estíngue  con  ella  :  In  omnibus  causis  id  observalur,  ubi  per- 
sonas condilio  locum  facit  beneficio ,  ibi  deficiente  ea  ,  bene- 
ficium quoque  deficial.  Véase  Pago. 

LIBERTAD.  Unos  dicen  que  la  libertad  consiste  en  el 
poder  de  hacer  lodo  lo  que  no  'daña  á  otro ,  de  modo  que  el 
ejercicio  de  los  derechos  naturales  de  cada  hombre  no  tiene 
otros  límites  que  los  que  aseguran  á  los  demás  miembros  de 
la  sociedad  el  goce  de  los  mismos  derechos;  límites  que  no 
pueden  determinarse  sino  por  la  ley.  Los  enemigos  de  esta 
definición  la  impugnan,  diciendo  que  si  la  libertad  fuese  el 
poder  de  hacer  todo  lo  que  no  daña  á  otro,  ni  el  juez  podría 
castigar  al  ladrón,  ni  nadie  podría  hacer  aun  lo  que  la  ley  le 
permite  ú  ordena  sin  examinar  antes  sus  consecuencias ,  ni 
disfrutar,  por  ejemplo,  el  derecho  de  entrar  en  su  campo  por 
el  del  vecino  á  quien  se  causa  perjuicio  al  atravesarlo.  Otros 
la  definen  el  derecho  de  hacer  lodo  lo  que  las  leyes  permiten  : 
si  un  ciudadano,  dicen,  pudiese  hacer  lo  que  prohiben  las 
leyes  ,  no  tendría  libertad ,  porque  los  otros  tendrían  igual- 
abuso  de  libertad  de  imprenta,  según  su  reglamento,  ó  de  la  per- 
sonal de  injurias  ante  los  tribunales  competentes.  —  2o.  En  este 
caso  podrá  presentarse  directamente  al  juez  de  Ia.  instancia  para 
que  previa  su  calificación  de  ser  en  efecto  injurioso  el  impreso 
denunciado  ,  exija  al  impresor  que  manifieste  á  la  persona  que 
dio  su  firma  en  la  imprenta,  con  el  objeto  de  que  el  acusador 
pueda  ocurrirá  intentar  la  conciliación.  —  5o.  Cuando  la  califi- 
cación del  juez  sea  contraria  al  demandante,  podrá  este  apelar  de 
su  fallo  ante  el  tribunal  de  2a.  instancia,  cuya  determinación  se 
ejecutará  sin  recurso.  —   4o.  Cuando  el  juez  de  2a.   instancia 
hubiere  intervenido  en  la  calificación  del  impreso  ,  el  de  5a.  co- 
nocerá en  grado  de  apelación  de  la  sentencia  del  de  la  Ia.  »  - 
El  decreto  de  51  de  mayo  de  1823  prohibió  los  rubros  injurio-- 
sos  bajo  la  pena  de  pérdida  del  duplo  de  la  edición  y  otras  :  y  la 
ley  primera  constitucional ,  art.  2 ,  §  7,  despues  de  decir  que  es 
derecbo  del  mejicano  poder  imprimir  y  circular  sin  necesidad  de 
previa  censura  sus  ideas  políticas ,  agrega  que  :  «  Por  los  abusos 
de  este  derecho  se  castigará  cualquiera  que  sea  culpable  en  eilos, 
y  así  en  esto  como  en  todo  lo  demás  quedan  estos  abusos  en   la 
clase  de  delitos  comunes  ;  pero  con  respecto  á  las  penas,  los  jue- 
ces no  podrán  escederse  de  las  que  imponen  las  leyes  de  imprenta 
mientras  tanto  no  se  dicten  otras  en  esta  materia.  »  —  Sobre  la 
obligación  de  conciencia  de  subsanar  la  fama  dañada  por  libelos 
famosos  ,  véase  á  Molina ,  de  jtist.  et  jur.,  tom.  4  ,  tract.  4  , 
disput.  So. 
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mente  el  mismo  poder.  La  ley,  por  fin  ,  la  define  diciendo 
ser  la  facultad  natural  que  tiene  el  hombre  para  hacer  lo 
que  quisiere ,  si  no  se  lo  impide  la  fuerza  ó  el  derecho  :  Na- 
luralis  facultas  ejus  qicod  cuique  faceré  Hbet ,  nisi  si  quid  vi 
aut  jure  prohibetur.  «  Libertad  es,  dice  la  ley  1,  tít.  22, 
Part,  k  ,  poderío  que  ha  todo  home  naturalmente  de  facer  lo 
que  quisiere;  solo  que  fuerza  ó  derecho  de  ley  ó  de  fuero 
non  gelo  embargue.»  Las  tres  definiciones  coinciden  si  aten- 
demos á  la  esplicacion  que  hacen  sus  respectivos  defen- 
sores. 

La  libertad  en  su  sentido  natural  y  verdadero-es  la  facul- 
tad que  tiene  el  liomhre  de  obrar  à  no  obrar  en  todo  como 
crea  convenirle;  y  así  es  que  toda  ley  le  es  contraria,  por- 
que toda  ley  la  ataca  y  disminuye  ;  pero  la  ley  que  nos  quita 
una  parte  de  nuestra  libertad ,  nos  asegura  la  porción  que 
nos  queda  ,  confiriéndonos  los  derechos  de  segundad  per- 
sonal, de  protección  para  el  honor,  y  de  propiedad,  de 
modo  que  el  sacrificio  que  hacemos  para  adquirir  tan  pre- 
ciosos bienes  es  mucho  mas  pequeño  que  la  adquisición.  La 
libertad  pues  de  los  ciudadanos  será  mayor  ó  menor,  según 
la  mayor  ó  menor  gravedad  de  los  obstáculos  que  la  ley 
oponga  á  sus  acciones;  y  tales  pueden  ser  las  leyes  de  un 
estado,  que  absorban  casi  enteramente  la  libertad  de  los 
individuos  que  le  componen. 

La  libertad  es  una  cosa  inestimable,  y  el  primero  de  todos 
los  bienes  :  Libertas  inœslimabilis  res  est.  Todas  las  criatu- 
ras la  aman  y  desean  naturalmente  ;  pero  mas  los  hombres 
y  de  estos  los  que  son  de  noble  corazón ,  como  dice  la  ley  1, 
tít.  22,  Part.  h,  añadiendo  que  todos  los  jueces  deben  favo- 
recerla. De  aquí  es  que  no  debe  establecerse  ley  alguna 
sino  cuando  el  bien  que  haya  de  producir  sea  superior  al 
mal  que  causa  por  la  diminución  de  la  libertad. 

Antiguamente  podia  un  hombre  mayor  de  veinte  años 
vender  su  libertad  ,  esto  es ,  poner  su  persona  y  facultades  á 
disposición  de  otro;  ley  1  ,  til.  21  ,  Part.  4.  Pero  la  venta 
supone  un  precio;  y  por  el  hecho  de  venderse  un  hombre, 
entraban  todos  sus  bienes  en  la  propiedad  del  dueño ,  de 
modo  que  el  dueño  en  rigor  no  daba  nada,  y  el  esclavo 
nada  recibía.  Es  cierto  que  el  esclavo  podia  tener  un  pecu- 
lio; pero  el  peculio  era  accesorio  á  la  persona  y  estaba 
también  sujeto  á  la  disposición  del  dueño  ó  señor.  Ño  había 
por  tanto  verdadera  venta ,  y  semejante  contrato  era  segu- 
ramente un  contrato  absurdo  que  contenia  la  mas  enorme 
de  todas  las   lesiones.  Véase  Esclavitud,  Esclavo  y  Liberto. 

LIBERTAD  individual.  Véase  Arrestar,  y  Juicio  cri- 
minal, %  XXIV. 

LIBERTAD  de  imprenta.  La  facultad  ó  derecho  que 
por  la  Constitución  tienen  todos  los  Españoles  de  imprimir 
y  publicar  libremente  sus  ideas  sin  previa  censura  con 
sujeción  á  las  leyes  ;  art.  2  de  la  Conslit.  de  1843. 

Son  varias  las  leyes  que  se  han  dado  para  reprimir  los 
abusos  y  delitos  de  esta  libertad  ;  y  siendo  todas  insuficien- 
tes ,  se  ha  mandado  por  fin  con  fecha  de  10  de  abril  de  ISVt- 
observar  y  guardar  el  siguiente  decreto. 

«  TITULO  1.  —  De  la  libertad  de  imprenta. 

Articuio  Io.  El  derecho  concedido  á  los  Españoles  en  el 
art.  2o.  de  la  Constitución  se  ejercerá  con  arreglo  á  las  dis- 
posiciones siguientes  : 

TITULO  II.  —  Obligaciones  de  los  impresores. 

Art.  2o.  Todos  los  impresores  establecidos  en  las  pro- 
vincias, ó  que  en  adelante  se  establezcan,  tendrán  obligación 
de  darse  á  conocer  al  jefe  político  respectivo,  para  que  en 
un  registro,  que  se  llevará  al  efecto,  se  anote  su  nombre, 
el  pueblo  de  su  residencia ,  la  callo  y  número  de  su  habi- 
tación, —  El  que  en  el  término  de  un  mes,  después  da 


publicada  la  presente  ley  ó  de  estar  abierta  su  oficina , 
no  cumpla  con  esta  disposición  pagará  una  multa  de  500 
á  1,000  rs. 

Art.  3o.  Los  impresores  tendrán  asimismo  obligación  de 
poner  á  la  puerta  de  su  establecimiento  un  letrero  que  in- 
dique la  existencia  de  la  imprenta  y  el  nombre  de  su  dueño. 
La  imprenta  que  carezca  de  este  requisito  pagará  de  200  á 
500  reales  ,  si  estuviere  matriculada ,  según  el  artículo  an- 
terior; pero  si  no  lo  estuviere  se  considerará  como  clandes- 
tina ,  será  embargada  por  la  autoridad  gubernativa ,  y  su 
dueño  sufrirá  el  perdimiento  de  ella. 

Art.  4o.  Deberán  ademas  los  impresores  poner  en  los 
impresos  su  nombre  y  apellido  ,  y  el  lugar  y  año  de  la  im- 
presión. El  que  no  lo  hiciere  sufrirá  por  primera  vez  la 
multa  de  500  reales,  1,000  la  segunda,  y  á  la  tercera  será 
considerado  como  impresor  clandestino  ,  incurriendo  en  las 
penas  del  artículo  anterior.  La  falsedad  ú  omisión  de  cual- 
quiera de  los  requisitos  anteriores  se  castigará  con  la  multa 
de  200  á  1,000  rs. 

Art.  5o.  Antes  de  proceder  á  la  espendicion  de  cualquier 
impreso  se  entregará  un  ejemplar  al  jefe  político,  y  si  no  re- 
sidiese en  el  pueblo  donde  se  haga  la  publicación ,  al  alcalde , 
y  otro  al  promotor  fiscal.  —  Estos  dos  ejemplares  estarán 
corregidos  y  firmados  por  el  editor  responsable,  y  el  pri- 
mero será  remitido  antes  de  un  mes  á  la  biblioteca  nacional , 
y  el  segundo  á  la  provincial ,  si  la  hubiere ,  y  si  no  devuelto 
al  interesado.  — La  contravención  à  este  artículo  se  castigará 
con  una  multa  de  500  á  2,000  rs. 

TITULO  III.  —  De  los  libreros  y  espendedores  de 
impresos. 

Art.  6o.  Los  libreros  estarán  sujetos  á  las  mismas  obli- 
gaciones que  los  artículos  2o.  y  3o.  imponen  á  los  impre- 
sores ,  y  en  el  caso  de  infracción  sufrirán  la  multa  de  1 ,000 
á  3,000  rs. 

Art.  7o.  Los  espendedores  ambulantes  ó  en  puesto  público 
observarán  las  formalidades  siguientes:  —  Primera.  Llevarán 
consigo  licencia  por  escrito  dada  por  el  alcalde  del  pueblo 
para  ejercer  en  él  este  género  de  industria.  —  Segunda.  No 
podrán  pregonar  mas  que  el  título  verdadero  del  impreso. 
—  Tercera.  No  pregonarán  impreso  alguno  desde  el  toque 
de  oraciones  hasta  el  amanecer  del  dia  siguiente  ,  á  no  ser 
las  gacelas  estraordinarias  del  gobierno  y  los  anuncios  de  las 
autoridades  superiores  de  la  provincia.  —  Los  que  contra- 
vinieren á  alguna  de  estas  disposiciones  pagarán  la  multa 
de  G0  rs.,  ó  sufrirán  una  semana  de  arresto. 

Art.  8o.  Al  librero  que  venda  impresos  sin  los  requisitos 
que  exige  el  art.  h°.  se  le  impondrá  una  multa  de  1,000  rs. 
por  la  primera  vez  ,  doble  por  la  segunda  y  triple  por  la 
tercera  :  debiendo  ademas  en  este  caso  sufrir  la  pena  de  un 
mes  de  prisión. 

Art.  9o.  Al  e'spendedor  en  puesto  público  ó  ambulante 
que  se  halle  en  el  caso  del  artículo  anterior  se  le  impondrá 
una  multa  de  100  rs.  por  la  primera  vez  ,  200  por  la  segunda 
y  500  por  la  tercera,  y  15  dias  de  cárcel  en  este  último 
caso. 

Art.  10.  Podrá  el  gobierno  ,  cuando  lo  creyere  necesario 
á  la  conservación  del  orden  público,  prohibir  (durante  un 
tiempo  determinado  )  la  publicación  por  las  calles  de  toda 
clase  de  impresos. 

Art.  11.  El  que  vendiere  ó  espendiere  algún  ejemplar  de 
un  impreso  una  hora  después  de  haberse  publicado  la  orden 
que  mande  suspender  su  circulación  ,  pagará  una  multa 
de  100  á  1,000  rs.,y  en  caso  de  insolvencia  sufrirá  la  pena 
de  ocho  dias  á  dos  meses  de  arresto. 

Art.  12.  Cuando  la  venta  ó  espendicion  se  hiciese  con 
posterioridad  á  haberse  publicado  la  calificación  condena-' 
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toria  del  impreso ,  sufrirá  el  vendedor  ó  espendedor  el  duplo 
de  las  penas  señaladas  en  el  artículo  precedente. 

TITULO  IV.  —  De  las  diversas  clases  de  impresos, 

y  de  las  circunstancias  que  se  requieren  para  pu- 
blicarlos. 

Art.  13.  Los  impresos  se  dividen  para  el  objeto  de  esta  ley 
en  obras  ,  folletos,  hojas  sueltas  y  periódicos. 

Art.  14.  Se  entiende  por  obra  todo  impreso  que  esceda 
de  20  pliegos  de  la  marca  del  papel  sellado. 

Art.  18.  Se  reputará  legalmenle  por  autor  ó  editor  de  una 
obra  al  impresor  de  ella  en  los  casos  de  ausencia  ,  fuga , 
insolvencia  ó  incapacidad  del  verdadero  autor  ó  editor. 

Art.  16.  Es  folleto  el  impreso  que,  escediendo  de  un  pliego 
de  dicha  marca  ,  y  no  pasando  de  20,  se  publique  sin  los 
requisitos  que  dispone  esta  ley  para  los  periódicos.  Con  res- 
pecto á  los  folletos  se  observará  lo  mismo  que  se  previene 
para  las  obras. 

Art.  17.  Se  entiende  por  hoja  suelta  cualquier  impreso 
que  se  publique  sin  los  requisitos  que  se  exigen  para  los 
periódicos,  y  que  no  esceda  de  un  pliego  de  la  marca  deter- 
minada en  el  art.  14,  con  tal  que  contenga  alguna  noticia 
ó  artículo  que  tenga  relación  con  la  política. 

Art.  18.  El  impresor  es  responsable  de  los  abusos  que  una 
hoja  suelta  contenga ,  cuando  el  autor  ó  editor  no  tengan 
las  circunstancias  requeridas  en  esta  ley  para  los  editores 
responsables  de  periódicos  ;  quedando  siempre  reservado 
su  derecho  contra  el  autor  ó  editor  sobre  indemnización  de 
perjuicios. 

Art.  19.  Entiéndese  por  periódico  todo  impreso  que  se 
publique  en  épocas  ó  plazos  determinados  ó  inciertos  ,  ya 
se  dé  á  conocer  con  un  título  adoptado  previamente  ,  ya  lo 
cambie  en  cada  una  ó  en  varias  de  sus  publicaciones  ,  in- 
sertando noticias  políticas  ó  variedad  de  artículos. 

Art.  20.  No  se  podrá  publicar  ningún  periódico  sin  que 
se  presente  al  jefe  político  de  la  provincia  un  editor  respon- 
sable de  cuanto  en  él  se  escriba. 

Art.  21.  Para  ser  editor  responsable  de  un  periódico  se 
requiere  :  —  Io.  Estar  avecindado  un  año  antes  con  casa 
abierta  en  el  pueblo  en  que  se  publique  el  periódico.  — 
2o.  Pagar  anualmente  1,000  rs.  de  contribución  directa  en 
Madrid,  800  en  Barcelona,  Cádiz,  Coruña,  Granada,  Málaga, 
Sevilla,  Valencia  y  Zaragoza;  y  300  en  los  demás  pueblos. 
—  3o.  Acreditar  que  está  satisfaciendo  estas  contribuciones 
desde  un  año  antes. 

Art.  22.  El  editor  responsable  deberá  tener  constante- 
mente en  depósito  las  cantidades  siguientes  :  120,000  reales 
efectivos  en  Madrid  ,  80,000  en  Barcelona,  Cádiz,  Coruña, 
Granada,  Málaga,  Sevilla  ,  Valencia  y  Zaragoza,  y  45,000 
en  los  demás  pueblos,  siempre  que  el  periódico  salga  á  luz 
de  una  á  siete  veces  á  la  semana.  Si  el  período  de  publica- 
ción fuese  de  Ib  dias ,  el  depósito  deberá  reducirse  á  la  mitad 
de  dichas  sumas  (y  á  la  cuarta  parte  si  fuere  de  uno  ó  mas 
meses);  y  en  todo  caso  se  admitirán  efectos  de  la  deuda 
consolidada  del  5 ,  4  ó  5  por  100 ,  según  la  cotización  del  dia 
en  que  se  verifique  el  depósito  ,  ó  del  mas  próximo  si  en 
aquel  no  la  hubiese  habido.  —  La  consignación  deberá  ha- 
cerse en  el  banco  de  San  Fernando  ó  en  el  de  Isabel  II ,  ó  en 
poder  de  sus  comisionados  en  las  provincias  ,  devolviendo 
la  cantidad  consignada  inmediatamente  que  cese  la  publi- 
cación del  periódico. 

Art.  23.  Los  que  sean  editores  responsables  de  un  perió- 
dico no  podrán  serlo  al  mismo  tiempo  de  otro. 

Art.  24.  Se  esceptúan  de  la  obligación  del  depósito  y  del 
editor  responsable  los  Boletines  oficiales  y  los  Diarios  de 
Avisos ,  siempre  que  se  limiten  á  los  asuntos  que  declaran 
sustituios,  como  igualmente  los  periódicos  que  no  tratea  ' 
do  materias  políticas  ó  religiosas, 


Art.  2SvLos  documentos  que  acrediten  la  aptitud  de  los 
editores  se  presentarán  al  jefe  político,  el  cual  decidirá 
en  el  término  de  ocho  dias,  formando  el  oportuno  espe- 
diente ,  para  averiguar  si  el  que  solicita  ser  editor  respon- 
sable reúne  las  cualidades  exigidas  en  esta  ley.  Si  su  reso- 
lución no  fuere  favorable  podrá  recurrir  el  interesado  al 
gobierno. 

Art.  26.  Sin  las  formalidades  que  quedan  espresadas  no 
se  podrá  imprimir  ni  publicar  ningún  periódico.  El  jefe 
político  suspenderá  todos  los  que  se  encontraren  en  este  caso, 
y  lo  mismo  podrá  hacer  con  los  comprendidos  en  el  artí- 
culo 24,  siempre  que  traten  de  materias  políticas  ó  reli- 
giosas. —  En  ambos  casos  será  responsable  de  los  abusos 
cometidos  el  impresor,  en  la  forma  que  previene  el  art.  18. 
—  Aunque  no  hubiese  abuso  en  el  impreso  sufrirá  la  per- 
sona responsable  la  multa  de  500  rs. 

Art.  27.  En  los  periódicos  deberá  ademas  imprimirse  con 
todas  sus  letras  el  nombre  y  apellido  del  editor  responsable , 
bajo  la  multa  de  500  rs.  al  impresor  que  deje  de  hacerlo. 

Art.  28.  Las  penas  pecuniarias  de  los  delitos  cometidos 
en  los  periódicos  y  las  costas  del  proceso  se  exigirán  siempre 
del  depósito,  sin  perjuicio  de  la  acción  del  editor  contra  los 
autores  para  que  estos  le  reintegren  ,  cuya  acción  deberá 
ejercitarse  en  los  tribunales  ordinarios ,  así  como  las  que 
"competan  á  los  impresores  contra  los  propios  autores. 

Art.  29.  Si  á  los  tres  dias  de  exigidas  estas  penas  no  se 
hubiese  completado  el  depósito  por  el  editor,  se  le  devolverá 
la  cantidad  restante,  y  cesará  la  publicación  del  periódico. 

Art.  30.  La  imprenta  ó  imprentas  en  que  se  hubiese  hecho 
la  impresión  ,  ó  las  que  sean  propias  de  los  impresores  que 
contravengan  á  lo  dispuesto  en  este  título,  son  siempre 
fianza  especial  de  las  penas  pecuniarias  que  en  cualquier 
caso  se  impongan  á  aquellos  por  las  disposiciones  de  esta 
ley. 

Art.  31.  La  persona  que  se  crea  ofendida  ,  ó  cualquiera 
otra  en  su  nombre  y  con  su  autorización ,  tiene  derecho  á 
que  se  inserte  en  el  mismo  periódico  la  contestación  que 
quiera  dar,  reducida  á  negar,  desmentir  ó  esplicar  los  hechos 
que  sirvan  de  pretesto  ó  fundamento  á  la  ofensa ,  y  no  estará 
obligada  á  pagar  cosa  alguna  por  esta  inserción  cuando  la 
respuesta  no  esceda  del  doble  del  artículo  contestado  ó  de 
30  líneas ,  si  el  artículo  ocupa  menos  de  15;  pero  pagará 
lo  que  esceda"  según  la  tarifa  ó  práctica  del  periódico.  —  En 
caso  de  ausencia  ó  muerte  de  la  persona  ofendida  tendrán 
igual  derecho  sus  parientes  dentro  del  segundo  grado.  — 
La  contestación  se  insertará  en  alguno  de  los  1res  números 
primeros  que  se  publiquen  ,  después  de  entregada  aquella 
en  la  redacción. 

Art.  32.  Mientras  se  publica  una  ley  sobre  ¡a  propiedad 
literaria  quedan  en  su  fuerza  y  vigor  todas  las  que  están  vi- 
gentes en  el  dia ,  y  los  decretos  y  reales  órdenes  acerca  de 
este  punto. 

Art.  33.  La  propiedad  de  los  artículos  de  la  redacción 
que  se  publiquen  en  los  periódicos  durará  tres  dias,  dentro 
de  cuyo  término  no  se  podrán  reimprimir,  y  después,  siem- 
pre que  se  haga ,  habrá  de  espresarse  al  final  el  título  del 
periódico  de  donde  se  hayan  tomado.  —  El  autor  ó  editor 
conservará  en  todo  tiempo  la  propiedad  de  los  artículos, 
para  que  no  puedan  reimprimirse  formando  colección  sin  su 
consentimiento;  pero  los  artículos  literarios  ó  los  firmados 
no  podrán  reimprimirse  de  modo  alguno  sin  licencia  del 
propietario.  —  El  editor  que  contravenga  á  estas  disposicio- 
nes pasará  una  multa  de  500  á  5,000  rs.,  y  se  sujetaran  la 
responsabilidad  de  las  acciones  que  ante  los  tribunales  ordi- 
narios intenten  los  autores  para  indemnización  de  sus  pe  - 
juicios. 
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TITULO.  V.  —  De  los  delitos  de  imprenta. 

Art.  54.  Son  delitos  de  imprenta  los  escritos  subversivos, 
sediciosos,  obscenos  ó  inmorales. 

Art.  55.  Son  subversivos  :  —  Io.  Los  impresos  contrarios 
á  la  religion  católica,  apostólica,  romana  ,  y  los  en  que  se 
baga  mofa  de  sus  dogmas  ó  culto.—  2o.  Los  que  se  dirijan  á 
destruir  la  ley  fundamental  del  Estado.  — 5o.  Los  que  ata- 
quen la  sagrada  Persona  del  Rey,  su  dignidad  ó  sus  prero- 
gativas  constitucionales.  —  4o.  Los  que  ataquen  la  legitimi- 
dad de  los  cuerpos  colegisladores,  insulten  su  decoro  ó 
propendan  á  coartar  la  libertad  de  sus  deliberaciones. 

Art.  56.  Son  sediciosos  :  —Io.  Los  impresos  que  publiquen 
máximas  ó  doctrinas  que  tiendan  á  trastornar  el  orden  ó  á 
turbar  la  tranquilidad  pública.  —  2o.  Los  que  inciten  á  la 
desobediencia  á  las  leyes  ó  á  las  autoridades. 

Art.  57.  Son  obscenos  los  impresos  contrarios  á  la  decen- 
cia pública. 

Art.  58.  Son  inmorales  los  impresos  contrarios  á  las  bue- 
nas costumbres. 

TITULO  VI.  —  De  las  penas  de  estos  delitos. 

Art.  59.  A  los  responsables  de  los  impresos  que  el  jurado 
califique  de  subversivos,  se  les  impondrá  desde  50,000 
á  80,000  rs.  de  multa.  Ademas  quedarán  privados  de  los 
honores ,  distinciones  ,  empleos  ú  oficios  públicos  que  ten- 
gan. 

Art.  40.  A  los  responsables  de  impresos  sediciosos  se  les 
impondrá  la  multa  desde  20  á  80,000  rs. 

Art.  41.  A  los  que  lo  sean  de  escritos  obscenos  ó  inmora- 
les, se  les  condenará  apagar  de  10  á  50,000  rs. 

Art.  42.  Ademas  de  las  penas  designadas  en  los  tres  pre- 
cedentes artículos,  se  inutilizará  el  impreso  que  hubiere 
merecido  sentencia  condenatoria. 

Art.  45.  Cuando  á  consecuencia  inmediata  de  la  publica- 
ción de  un  impreso  se  cometiere  algún  delito  de  cualquiera 
especie ,  el  responsable  de  aquel  quedará  sujeto  á  las  leyes 
comunes  en  la  causa  que  se  forme  por  los  jueces  y  tribunales 
competentes,  sin  perjuicio  de  responder  ante  el  jurado  con 
arreglo  á  las  dispociones  de  esta  ley. 

Art.  44.  La  conservación  ó  ocultación  de  impresos  conde- 
nados por  el  jurado ,  verificada  con  el  fin  de  eludir  las  dis- 
posiciones de  esta  ley,  se  castigará  con  la  tercera  parte  de 
la  pena  impuesta  al  responsable  del  delito  principal.  La  con- 
servación ú  ocultación  de  impresos  mandados  recoger  por 
la  autoridad  gubernativa  se  castigará  con  una  multa  de  300 
á  2,000  rs. 

Art.  4b.  La  reimpresión  sencilla  de  un  escrito  abusivo  su- 
jeta al  responsable  de  la  reimpresión  á  la  misma  pena  á  que 
se  haga  rcreedor  el  editor  del  impreso  primitivo,  no  pudien- 
do  perseguirse  á  uno  sin  perseguirse  á  otro;  con  talque  la 
reimpresión  tenga  lugar  en  la  misma  provincia.  —  La  reim- 
presión ,  después  de  pronunciada  sentencia  condenatoria,  se 
castigará  con  la  mitad  de  la  pena  impuesta  en  la  sentencia. 
— En  estos  casos  se  impondrá  la  pena  sin  nueva  calificación 
del  delito. 

Art.  46.  El  que  copiare  ó  tradujere  de  papeles  eslranjeros 
artículos  que  sean  denunciables  en  España,  conforme  á  la 
ley,  se  reputa  aulor  de  ellos  para  los  efectos  legales. 

Art.  47.  Cuando  por  el  jurado  se  declare  que  existen  cir- 
cunstancias agravantes  en  el  delito,  se  impondrá  por  el  juez 
de  derecho  la  pena  en  razón  ascendente ,  desde  la  mitad  del 
máximum  hasta  el  máximum  de  las  penas  señaladas  en  los 
artículos  59,  40  y  41.  —  Si  por  el  contrario  declarare  que 
existen  circunstancias  atenuantes  ,  se  impondrá  la  pena  en  ■ 
escala  descendente  desde  la  mitad  del  máximum  hasta  el 
mínimum  de  las  penas  señaladas  en  los  citados  artículos. 


Art.  48.  En  los  casos  de  insolvencia  las  penas  pecuniarias 
que  en  este  título  se  establecen  se  conmutarán  con  la  de  pri- 
sión ,  al  respecto  de  un  mes  de  estas  por  cada  1,000  rs.  do 
aquellas. 

TITULO  VII.  —  De  las  denuncias. 

Art.  49.  Los  promotores  fiscales  tienen  obligación ,  bien 
de  oficio,  bien  escitados  por  el  gobierno  ó  sus  agentes,  de- 
denunciar  los  impresos  que  juzguen  comprendidos  en  los 
casos  previstos  por  el  título  5o.  de  esta  ley.  —  Ademas 
pueden  todos  los  Españoles  capaces  para  acusar  según  el 
derecho  común  usar  de  la  acción  popularen  los  mismos  ca- 
sos ,  y  cuando  concurrieren  con  los  promotores  fiscales  ten- 
drán estos  el  carácter  de  coadyuvantes.  También  pueden 
denunciar  ó  sostener  la  denuncia  las  personas  que  nombren 
el  gobierno  ó  sus  agentes. 

Art.  50.  El  gobierno  y  los  jefes  políticos  en  su  caso  po- 
drán suspender  la  venta  ó  distribución  de  los  impresos,  sean 
ó  no  periódicos  ,  cuya  circulación  comprometa  á  su  juicio  la 
tranquilidad  pública  ú  ofenda  gravemente  á  la  moral ,  ha- 
ciendo que  se  depositen  los  ejemplares  existentes  en  lugar 
seguro;  pero  en  tal  caso  el  escrito  deberá  ser  denunciado 
dentro  de  las  24  horas  siguientes  al  acto  de  la  suspension , 
y  sometido  á  la  calificación  del  jurado  en  el  mas  breve  tér- 
mino posible. 

Art.  51.  Las  mismas  personas  que  tienen  derecho  para 
denunciar  los  impresos  pueden  igualmnte  denunciar  al  jefe 
político  ,  y  en  su  defecto  al  alcalde  del  pueblo ,  las  demás 
infracciones  de  que  se  trata  en  esta  ley. 

Art.  52.  La  acción  pública  contra  los  delitos  cometidos 
por  medio  de  la  imprenta  ó  por  cualquier  otro  medio  de  pu- 
blicación queda  prescrita  cumplidos  los  seis  meses  después 
de  publicado  el  escrito  denunciable.  La  acción  civil  de  los 
particulares  interesados  queda  prescrita  á  los  tres  años  con- 
tados desde  la  publicación  del  escrito  que  la  motivare. 

TITULO  VIII.  —  De  la  organización  del  jurado. 

Art.  55.  Los  jueces  de  hecho  se  sacarán  de  entre  las  cla- 
ses siguientes: — Primera.  Los  que  paguen  2,000  rs.  de 
contribuciones  directas  en  Madrid  ;  1,200  en  Barcelona,  Cá- 
diz ,  Coruña ,  Granada ,  Málaga ,  Sevilla  ,  Valencia  y  Zara- 
goza; y  600  en  los  demás  pueblos.  —  Segunda.  Los  dqcto- 
res,  licenciados  en  leyes,  cánones,  teología,  medicina, 
cirugía,  farmacia,  los  abogados  y  los  individuos  de  las 
academias  nacionales,  con  tal  que  paguen  500  reales  de 
contribución.  —  Tercera.  Los  catedráticos  en  propiedad  de 
los  establecimientos  públicos  de  instrucción.  —  Cuarta.  Los 
empleados  cesantes ,  jubilados  y  retirados ,  cuyo  haber  fuese 
por  lo  menos  de  12,000  rs.  en  Madrid;  10,000  en  Barce- 
lona, Cádiz,  Coruña,  Granada,  Málaga,  Sevilla,  Valencia 
y  Zaragoza;  y  8,000  en  las  demás  capitales. 

Art.  54.  No  podrán  ser  jueces  de  hecho ,  aunque  estén 
comprendidos  en  las  clases  anteriores  :  —  Io.  Los  que  no 
hubieren  cumplido  50  años  de  edad.  —  2o.  Los  que  no  sean 
vecinos  del  pueblo  con  casa  abierta  un  año  antes. —  5o.  Los 
que  no  sepan  leer  ni  escribir.  —  4o.  Los  que  al  tiempo  de 
formarse  las  listas  se  hallen  procesados  criminalmente  siem- 
pre que  se  hubiere  dado  auto  de  prisión  contra  ellos.  — 
5o.  Los  que  por  sentencia  judicial  hayan  sufrido  penas  cor- 
porales aflictivas  sin  haber  obtenido  rehabilitación. —  6o.  Los 
que  se  hallen  bajo  interdicción  judicial  por  incapacidad  fí- 
sica ó  moral.  —  7o.  Los  que  estuvieren  fallidos  ó  en  suspen- 
sion de  pagos  ,  ó  con  sus  bienes  intervenidos.  —  8o.  Los  que 
en  virtud  de  sentencia  judicial  se  hallen  bajo  la  vigilancia  do 
las  autoridades  por  el  tiempo  que-  en  aquella  se  señale.  — 
9o.  Los  ministros,  los  senadores,  diputados  á  Cortes ,  coman- 
dantes generales,  comandantes  militares  y  gobernadores  de 
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plazas,  los  magistrados  y  fiscales  de  los  tribunales  supremos 
y  superiores  ,  los  jefes  políticos  é  intendentes  ,  y  los  jueces 
de  primera  instancia  y  promotores  fiscales. —  10.  Los  mili- 
tares que  estuvieren  en  actual  servicio ,  no  entendiéndose 
en  tal  caso  para  los  efectos  de  esta  ley  los  brigadieres  y  ge- 
nerales en  cuartel. 

Art.  55.  Podrán  escusarse  de  ejercer  el  cargo  de  jueces 
de  hecho  los  mayores  de  setenta  años ,  y  los  habitualmente 
enfermos.  * 

Art.  56.  La  diputación  provincial  formará  la  lista  de  los 
que  con  arreglo  á  los  artículos  anteriores  puedan  ser  jueces 
de  hecho.  Al  efecto  pedirá  cuantos  datos  necesite  á  las  dife- 
rentes oficinas  donde  existieren ,  valiéndose  ademas  de  cuan- 
tos medios  estime  oportunos. 

Art.  57.  Esta  lista  deberá  estar  concluida  el  Ib  de  mayo, 
en  cuyo  dia,  autorizada  por  el  presidente  y  secretario  de  la 
diputación  provincial ,  se  fijará  en  los  sitios  mas  concurri- 
dos, donde  permanecerá  por  término  de  lo  dias. 

Art.  58.  En  la  misma  lista  se  especificarán  las  clases  á 
que  pertenecen  los  individuos  comprendidos  en  ella,  y  cual- 
quiera podrá  hacer  las  reclamaciones  que  estime  justas. 

Art.  89.  Estas  reclamaciones  se  dirigirán  á  la  espresada 
diputación  ,  la  cual  las  decidirá  antes  del  Io.  de  junio.  Si  el 
reclamante  no  se  conformare  con  esta  decisión  ,  se  remitirá 
el  espediente  al  jefe  político,  que  decidirá  oyendo  á  una  co- 
misión de  la  diputación  provincial. 

Art.  GO.  Para  el  dia  13  de  junio  deberán  estar  rectificadas 
las  listas,  y  ponerse  de  nuevo  al  público. 

Art.  61.  El  20  del  mismo  mes,  en  público  ,  presidiendo 
el  acto  el  jefe  político  y  en  su  despacho ,  se  procederá  á  en- 
cerrar en  una  urna  los  nombres  de  todas  las  personas  com- 
prendidas en  las  espresadas  listas  certificadas,  y  acto  con- 
tinuo se  sacarán  por  suerte  ZíOO  personas  en  Madrid,  200 
en  Barcelona,  Cádiz,  Coruña  ,  Granada  ,  Málaga,  Sevilla  , 
Valencia  y  Zaragoza,  y  10  en  las  demás  capitales.  Estas 
personas  serán  los  jueces  de  hecho  durante  todo  el  año,  que 
empezará  en  Io.  de  julio  ,  y  concluirá  en  igual  dia  del  año 
siguiente.  Sus  nombres  se  publicarán  en  todos  los  papeles 
oficiales  y  por  carteles  ,  y  ademas  se  remitirán  copias  feha- 
cientes de  estas  listas  al  regente  de  la  audiencia  ,  y  á  los 
jueces  de  primera  instancia  del  pueblo  en  que  haya  de  cele- 
brarse el  juicio. 

Art.  62.  Los  nombres  de  las  demás  personas  incluidas  en 
las  listas  permanecerán  encerrados  en  la  urna ,  de  la  cual 
tendrá  una  llave  el  jefe  político ,  y  otra  un  diputado  provin- 
cial de  la  comisión  de  que  habla  el  art.  59. 

Art.  6o.  Cada  1res  meses  se  completará  la  lista  de  los 
jueces  de  hecho  sacando  de  la  urna  con  la  misma  formalidad 
tantos  nombres  cuantos  se  necesiten  para  reemplazar  á  los 
que  falten  por  muerte,  ausencia  ó  enfermedad  grave,  ó  por 
haber  ejercido  este  cargo  tres  veces  en  el  mismo  año. 

Art.  6'i.  En  las  capitales  de  provincia,  donde  el  número 
de  personas  incluidas  en  las  listas  generales  no  llegase  al 
que  les  corresponde,  según  el  art.  61,  serán  desde  luego 
jueces  de  hecho  los  que  resulten  ,  siempre  que  no  bajen  de 
las  dos  terceras  partes;  pero  si  no  llegan  á  este  último  nú- 
mero se  rebajará  la  cuota  de  contribución  hasta  el  punto  ne- 
cesario para  obtenerlo. 

Art.  65.  No  se  formarán  listas  de  jueces  de  hecho  sino  en 
las  capitales  de  provincia,  donde  únicamente  se  celebrarán 
los  juicios,  debiendo  acudir  allí  el  denunciador  del  impreso 
que  se  publique  en  cualquier  otro  pueblo. 

TITULO  IX.  —  De  la  sustanciado n  del  proceso. 

Art.  66.  Las  denuncias  sobre  delitos  de  imprenta  se  enta- 
blarán ante  un  juez  de  primera  instancia  de  la  capital  de  la 
jjarovincia  donde  esté  impreso  el  escrito.  —  La  denuncia  para, 


ser  admitida  ha  de  contener  las  circunstancias  siguientes  : 

—  Primera.  La  naturaleza  del  delito.  —  Segunda.  La  clase 
y  nombre  ó  distintivo  especial  del  impreso  denunciado.  — 
Tercera.  La  pena  á  que  ,  según  el  artículo  de  esta  ley  quo 
debe  citarse ,  lo  considere  acreedor. 

Art.  67.  Admitida  la  denuncia  en  el  término  de  2't  horas, 
se  procederá  á  averiguar  la  persona  responsable  del  impreso , 
en  el  caso  de  no  ser  este  periódico. 

Art.  68.  Para  la  averiguación  que  indica  el  artículo  pre- 
cedente ,  se  requerirá  al  impresor  á  que  ponga  de  mani- 
fiesto el  original  manuscrito  que  ha  de  servirle  de  resguardo. 

—  Estando  este  autorizado  con  la  firma  de  autor  que  no  se 
halle  en  los  casos  que  espresa  el  art.  15,  se  le  hará  compa- 
recer para  que  la  reconozca  en  forma  legal  ;  y  si  no  hubiese 
firma  ó  no  fuese  reconocida  la  que  aparezca  estampada ,  se 
entenderá  responsable  el  impresor;  quedándole  el  derecho 
de  reclamar  por  separado  ante  el  tribunal  competente  la 
indemnización  de  perjuicio  contra  quien  hubiere  lugar. 

Art.  69.  Concluida  la  averiguación  sumaria  en  su  caso,  ó 
admitida  la  denuncia ,  el  juez  de  primera  instancia  que  baya 
do  presidir  el  juicio  procederá  á  sacar  por  suerte  60  jueces 
de  hecho  en  la  forma  siguiente:  —  Io.  Se  anunciará  en  el 
Diario  ó  Boletín  oficial  el  dia  y  hora  en  que  se  ha  de  veri- 
ficar el  sorteo,  citadas  las  partes.  —  2o.  A  la  hora  señalada 
el  juez,  acompañado  de  un  escribano,  en  el  local  de  la  au- 
diencia ,  á  puerta  abierta,  después  de  haber  insaculado  los 
nombres  de  los  jueces  de  hecho  á  la  vista  de  todos  los  con- 
currentes, sacará  los  60  jueces  arriba  mencionados. 

Art.  70.  Si  hubiese  habido  alguna  nulidad  en  estos  actos, 
conocerá  de  ella,  á  petición  de  cualquiera  de  las  partes,  la 
audiencia  territorial. 

Art.  71.  Verificado  el  sorteo  se  entregará  á  cada  una  de 
las  partes  lista  certificada  de  los  60  jueces  de  hecho,  para 
que  en  el  preciso  término  de  dos  dias  recuse  20  á  lo  mas,  y 
al  acusado  se  entregará  también  testimonio  literal  de  la  de- 
nuncia para  que  prepare  su  defensa. 

Art.  72.  Aunque  en  el  sorteo  de  los  60  jueces  de  hecho 
resulten  algunos  que  hayan  fallecido,  ó  que  por  ausencia  ó 
enfermedad  no  puedan  asistir  al  juicio ,  no  se  procederá  á 
nuevo  sorteo  sino  cuando  no  queden ,  después  de  hechas  las 
recusaciones  ,  12  jueces  hábiles.  — En  este  caso  se  sorteará 
otra  vez  triple  número  de  los  que  falten ,  pudiendo  cada  una 
de  las  partes  recusar  también  un  tercio  de  los  que  nueva- 
mente salgan. 

Art.  73.  En  el  mismo  término  de  los  dos  dias  podrán  pre- 
sentar ambas  partes  los  documentos  y  escrituras  que  estimen 
convenientes ,  los  que  se  unirán  desde  luego  á  la  causa. 

TITULO  X.  —  Bel  juicio  de  calificación. 

Art.  Ih.  En  cada  juicio  de  calificación  de  un  impreso  se 
compondrá  el  jurado  de  los  12  jueces  de  hecho  que ,  después 
de  escluidos  los  que  hayan  sido  recusados  por  las  partes  , 
resulten  en  la  lista  con  números  mas  bajos,' y  lo  presidirá  el 
juez  de  primera  instancia  ante  quien  se  hubiere  entablado 
la  denuncia.  —  Los  jueces  de  hecho  que  sin  escusa  legítima 
no  hubieren  .concurrido  á  la  hora  señalada  para  celebrar  el 
juicio,  pagarán  una  multa  de  200  á  5O0  rs. ,  que  impondrá 
y  exigirá  el  juez  presidente.  —  Si  no  pudiese  reunir  el  juez 
ni  aun  el  número  de  jurados  que  en  este  artículo  se  señalan, 
mandará  suspender  el  juicio  hasta  el  dia  siguiente. 

Art.  75.  Reunidos  todos  los  jueces ,  el  presidente  del  tri- 
bunal, poniendo  las  manos  en  el  libro  de  los  santos  Evan- 
gelios ,  les  recibirá  el  juramento  siguiente:  ¿Jurais  á  Dios 
fallar  en  justicia?  Los  jueces  responderán  puestos  en  pié  :  Sí 
juramos.  Si  así  lo  hiciereis,  él  os  lo  premie  ,  y  si  no  os  lo 
demande.  Terminado  este  acto,  el  mismo  presidente  pronun- 
ciará esta  fórmula  :  Ábrese  el  juicio. 

Art.  76.  Sentados  todos  los  jueces  hará  relación  el  escri- 
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baño  de  las  actuaciones,  leyendo  á  la  letra  la  denuncia,  el 
impreso,  los  artículos  de  esta  ley  que  fijen  la  calidad  de  la 
denuncia  ,  y  todo  aquello  que  las  partes  exijan  que  se  re- 
fiera á  la  letra. 

Art.  77.  Acabada  la  relación  y  el  examen  y  recusación 
de  testigos  en  su  caso ,  el  presidente  y  cualquiera  de  los 
jueces  podrán  hacer  las  preguntas  que  juzguen  oportunas , 
y  el  mismo  derecho  tendrán  las  partes  y  sus  defensores. 

Art.  78.  Si  estas  diligencias  ocupasen  al  jurado  mas  de 
ocho  horas  seguidas,  podrá  suspenderse  el  juicio  para  con- 
tinuarlo al  siguiente  dia  ;  pero  esta  suspension  no  tendrá 
lugar  cuando  falte  solo  para  acabar  el  juicio  la  declaración 
del  jurado  y  la  sentencia. 

Art.  79.  Concluido  el  examen  de  los  documentos  y  de  los 
testigos  en  su  caso ,  hablará  el  denunciador  ú  otra  persona 
en  su  nombre,  sea  ó  no  letrado.  En  seguida  contestará  el 
denunciado  y  su  defensor  en  los  propios  términos,  permi- 
tiéndosele á  cada  uno  hacer  después  las  aclaraciones  ó  rec- 
tificaciones de  hechos  que  juzguen  necesarias. 

Art.  80.  En  seguida  el  presidente  del  tribunal  hará  el  re- 
sumen de  la  discusión ,  fijará  la  cuestión  poniendo  por 
escrito  los  diferentes  puntos  que  abrace ,  dará  al  jurado  ,  si 
lo  creyere  necesario,  las  instrucciones  convenientes  para 
ilustrar  su  conciencia,  y  se  leerán  de  nuevo  los  artículos 
relativos  á  él  :  contestará  á  las  preguntas  que  para  ilustrarse 
le  dirijan  los  jueces  de  hecho,  y  anunciará  «  que  el  jurado 
queda  instruido.  » 

Art.  81.  Despues  de  la  declaración  del  presidente,  los 
jueces  de  hecho  se  retirarán  á  una  estancia  inmediata,  y 
bajo  la  presidencia  del  que  hubiere  obtenido  el  número  mas 
bajo,  calificarán  acto  continuo  el  impreso  denunciado  por 
votación  secreta  y  mayoría  absoluta  de  votos.  En  caso  de 
empate  se  entenderá  resuelta  la  acusación  en  favor  del 
acusado. 

Art.  82.  La  calificación  de  un  impreso  ha  de  hacerse 
precisamente  con  una  de  las  siguientes  fórmulas  :  culpable, 
no  culpable.  A  la  calificación  de  culpable  se  añadirá,  si  el 
jurado  lo  estima  por  conveniente  ,  la  de  con  circunstancias 
agravantes  ó  con  circunstancias  atenuantes. 

Art.  83.  Hecha  la  calificación  ,  estendida  por  escrito  y  fir- 
mada por  todos,  saldrán  al  tribunal  los  jueces  de  hecho  ;  y 
el  presidente  de  ellos  la  entregará  al  juez  de  derecho,  y  los 
jueces  de  hecho  se  retirarán. 

Art.  84.  Entonces  el  presidente  del  tribunal  abrirá  el 
pliego  de  la  calificación,  se  hará  cargo  de  ella  para  pronun- 
ciar la  fórmula  y  fallo  correspondiente ,  y  la  leerá  en  pié  y 
en  voz  alta.  —  Si  la  calificación  fuere  de  no  culpable  ,  pro- 
nunciará esta  fórmula  :  observada  en  este  juicio  la  ley  ,  y  en 
vista  de  la  declaración  del  jurado,  queda  absuelto  N.  —  Si 
la  calificación  fuere  de  culpable,  el  juez  de  derecho  pro- 
nunciará el  fallo,  aplicando  á  la  persona  responsable  la  pena 
que  le  parezca  proporcionada  al  delito,  con  tal  que  esté  com- 
prendida entre  el  máximo  y  el  mínimo  de  las  que  respec- 
tivamente se  señalan  en  esta  ley  para  cada  uno  de  ellos. 

Art.  8b.  En  estos  procedimientos  se  admite  solamente  el 
recurso  de  nulidad  por  infracción  terminante  de  la  ley,  en 
la  sustanciacion  ó  en  la  aplicación  de  la  pena  ,  de  cuyo  re- 
curso conocerán  las  audiencias  respectivas.  Para  ello  de- 
berá necesariamente  interponerse  en  el  término  preciso  de 
cinco  dias  ;  y  remitidos  los  autos  á  la  sala  por  el  juez  infe- 
rior con  citación  ó  emplazamiento  se  procederá  á  señalar  dia 
para  la  vista ,  en  la  que  informarán  de  palabra  los  defenso- 
res de  las  partes ,  que  para  este  caso  habrán  de  ser  precisa- 
mente letrados. 

Art.  86.  El  auto  en  que  se  declare  haber  lugar  al  recurso 
será  motivado  ,  y  se  pasarán  los  autos  á  otro  juez  para  que 
se  repila  el  juicio  ;  y  si  no  le  hubiere ,  el  regente  de  la  au- 
diencia habilitará  un  letrado  para  este  fin, 


Art.  87.  Si  se  declarase  la  nulidad',  se  condenará  en  cos- 
tas y  al  resarcimiento  de  daños  y  perjuicios  al  juez  que  haya 
dado  lugar  á  ella ,  sin  perjuicio  de  la  responsabilidad  á  que 
pueda  haber  lugar;  y  cuando  por  el  contrario  se  desestimo 
el  recurso,  se  impondrá  á  la  parte  que  lo  intentó  la  conde- 
nación de  costas  y  una  multa  desde  1,000  á  4,000  rs. 

Art.  88.  Todas  las  sentencias  que  recaigan  en  estos  jui- 
cios se  publicarán  en  la  Gaceta  del  gobierno  y  en  los  Bole- 
tines oficiales  de  las  provincias  donde  se  dicten,  con  los  nom- 
bres de  los  jueces  de  hecho  y  de  derecho  que  ias  hayan 
pronunciado,  á  cuyo  fin  el  juez  de  primera  instancia,  pre- 
sidente del  tribunal ,  tiene  la  obligación  de  hacer  que  así  se 
cumpla,  pero  no  procederá  á  verificarlo  hasta  estar  notifi- 
cada la  sentencia  al  denunciado. 

Art.  89.  Se  prohibe  publicar  las  discusiones  y  delibera- 
ciones secretas  dei  jurado.  La  infracción  de  esta  disposi- 
ción se  perseguirá  ante  los  tribunales  ordinarios ,  y  se  cas- 
tigará con  prisión  de  uno  á  seis  meses  y  con  multa  de  SOO 
á  2,000  rs. 

Art.  90.  Si  se  imprimiesen  los  informes  pronunciados  por 
las  partes  ó  sus  defensores,  estarán  también  estos  escritos 
sujetos  á  las  calificaciones  y  penas  que  esta  ley  establece  para 
toda  clase  de  impresos. 

Art.  91.  Todo  delito  de  imprenta  produce  desafuero,  y 
nadie  podrá  escusarse  de  comparecer  al  juicio  público. 

Art.  92.  Nadie  podrá  entrar  con  armas,  bastón,  palo  ni 
instrumento  alguno  ofensivo  en  el  local  donde  se  celebren 
los  juicios  del  jurado ,  escepto  el  juez ,  que  podrá  usar  la  in- 
signia de  su  jurisdicción ,  y  la  guardia  encargada  de  con- 
servar la  tranquilidad  pública  :  el  que  lo  hiciere  será  preso 
en  el  acto ,  y  entregado  á  los  tribunales  para  ser  sentenciado 
como  atentador  contra  la  autoridad.  —  Lo  mismo  se  hará 
con  el  que  profiera  voces  ó  amenazas  dirigidas  á  coartar  la 
libertad  de  los  jueces. 

Art.  93.  El  juez  que  presida  el  acto ,  y  no  procure  repri- 
mir cualquier  esceso  de  los  previstos  en  el  artículo  anterior, 
ó  los  que  cometieren  en  sus  informes  las  partes  ó  sus  defen- 
sores, incurrirá  en  suspension  ó  perdimiento  de  su  oficio,  con 
inhabilitación  de  obtener  otro  en  su  carrera  ,  según  la  gra- 
vedad de  su  omisión.  —  En  la  misma  pena  incurrirá  el  que 
desempeñase  el  ministerio  fiscal ,  si  no  pidiese  en  el  acto  el 
cumplimiento  de  este  y  el  anterior  artículo,  exigiendo  del 
escribano  de  la  causa  el  oportuno  testimonio  ,  y  no  promo- 
viese ante  el  tribunal  competente  la  demanda  de  responsa- 
bilidad contra  el  juez  infractor. 

TITULO  XI.  —  De  las  litografías,  gi^abados,  estam- 
pas ,  etc. 

Art.  94.  Los  escritos  grabados  y  litografiados  quedan 
sujetos  á  las  disposiciones  establecidas  en  esta  ley ,  respecto 
de  los  impresos. 

Art.  9b.  A  cualquiera  persona  que  publicase,  vendiese  ó 
manifestase  al  público  estampa,  litografía,  caricatura,  me- 
dalla ó  emblema  que  produzca  los  mismos  daños  contra  la 
sociedad  ó  los  individuos  que  los  impresos  punibles  ,  con 
arreglo  á  esta  ley  ,  se  le  impondrán  de  mulla  desde  1,000  á 
0,000  rs.,  sin  perjuicio  de  los  demás  procedimientos  á  que  hu- 
biere lugar  contra  el  culpable  ,  conociendo  de  la  causa  los 
tribunales  ordinarios. 

TITULO  XII.  —  De    los  carteles. 

Art.  96.  Ningún  cartel  manuscrito,  impreso  ó  litografiado 
ó  de  cualquier  modo  que  sea  podrá  fijarse  en  los  parajes  pú- 
blicos sin  previo  permiso  de  la  autoridad ,  quien  será  res- 
ponsable de  las  consecuencias  que  tuviere  esta  publicación. 

Se  esceptúan  los  edictos  ó  anuncios  oficiales. 
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TITULO  XI1Î.  —  De  los  impresos  injuriosos  y 
calumniosos. 

Art.  97.  Las  injurias  y  calumnias  contra  individuos  ó 
corporaciones  cometidas  por  la  imprenta,  litografía,  graba- 
do ó  cualquier  otro  medio  de  publicación,  quedan  sujetas  al 
conocimiento  de  los  tribunales  ordinarios,  á  reclamación  de 
las  partes  ofendidas,  con  arreglo  al  derecho  común. 

Art.  98.  Son  escritos  injuriosos  :  —  Io.  Los  que  ofenden 
á  las  augustas  personas  de  los  monarcas  ó  jefes  supremos  de 
otras  naciones.  En  este  caso  podrá  también  hacer  la  recla- 
mación el  oficio  fiscal,  escitado  por  el  gobierno.  —  2o.  Los 
que  contienen  dicterios  por  revelación  de  hechos  privados, 
ó  acusación  de  defectos  de  alguna  persona  ó  corporación 
que  mancillen  su  buena  reputación. 

Art.  99.  Son  escritos  calumniosos  los  que  agravian  á  una 
persona  ó  corporación  ,  imputándoles  algún  hecho  ó  algún 
defecto  falso  ú  ofensivo. 

Art.  100.  No  cometen  injurias  :  —  Io.  Los  escritos  que 
publican  ó  censuran  la  conducta  oficial  ó  los  actos  cometi- 
dos por  algún  funcionario  público  ,  con  relación  al  ejercicio 
de  su  cargo.  —  2o.  Los  que  revelan  alguna  conspiración 
contra  la  seguridad  del  Estado  ú  otro  atentado  contra  el  or- 
den público;  pero  en  cualquiera  de  estos  dos  casos  los  res- 
ponsables del  escrito  estarán  obligados  á  probar  la  verdad 
de  sus  asertos.  —  Sin  embargo  ,  cometerán  injuria  siempre 
que  mezclen  en  aquellas  revelaciones  ó  censuras  imputacio- 
nes ofensivas  acerca  de  la  conducta  privada,  ó  que  publi- 
quen delitos  que,  aunque  ciertos ,  no  sean  contra  la  seguri- 
dad del  Estado. 

Art.  101.  No  cometen  injuria,  pero  estarán  sujetos  á  la 
responsabilidad  que  haya  lugar,  los  que  publiquen  hechos 
privados  ,  que  no  sean  ofensivos  ,  relativos  á  la  conducta 
particular  de  cualquiera  persona  sin  permiso  del  interesado, 
y  en  caso  de  fallecimiento  ,  sin  el  de  su  mas  próximo 
pariente. 

Art.  102.  Las  personas  responsables  de  impresos  injurio- 
sos y  de  los  contenidos  en  el  artículo  anterior  no  se  eximi- 
rán de  la  pena ,  aun  cuando  se  ofrezcan  á  probar  la  verdad 
desús  asertos;  ni  aunque  quieran  se  les  permitirá  pro- 
barlos. 

Art.  103.  Se  comete  injuria  y  calumnia  ,  aunque  se  dis- 
fracen con  sátiras,  invectivas,  alusiones ,  alegorías  ,  carica- 
turas, anagramas  ó  nombres  supuestos. 

Art.  104.  En  los  casos  de  injuria  ó  calumnia  contra  per- 
sonas que  hayan  fallecido  ,  compete  à  sus  parientes  dentro 
del  segundo  grado  inclusive  el  derecho  de  reclamar  y  vin- 
dicar la  memoria  del  que  haya  sido  injuriado  ó  calumnia- 
do en  el  impreso.  La  misma  acción  tendrán  los  herederos 
del  difunto  aunque  sean  estraños. 

TITULO  XIV.  —  De  los  escritos  que  tratan  de  reli- 
gion y  sagrada  Escritura. 

Art.  105.  Las  obras  ó  escritos  sobre  dogmas  de  nuestra 
santa  religion  ,  sobre  sagrada  Escritura  y  moral  cristiana  , 
no  podrán  imprimirse  sin  previo  examen  y  aprobación  del 
diocesano. 

Art.  106.  Los  impresos  que  traten  de  dogma ,  de  Escri- 
tura y  moral  cristiana,  y  que  se  publiquen  sin  licencia  ,  se- 
rán embargados  por  la  autoridad  civil  ;  sus  autores  ó  edito- 
res ,  y  los  impresores  en  su  caso  ,  sufrirán,  ademas  del 
perdimiento  de  la  obra,  las  penas  á  que  haya  lugar. 

TITULO  XV.  —  Disposiciones  generales  y  transi- 
torias. 

Art.  107.  Los  autores ,  editores ,  impresores  y  espende- 


dores  de  un  escrito,  cuya  publicación  constituya  por  sí  sola 
un  delito  común  y  distinto  del  de  imprenta  ,  serán  juzgados 
por  los  jueces  y  tribunales  de  su  fuero  ,  con  arreglo  á  las 
leyes  comunes.  —  Por  consiguiente ,  la  publicación  de  do- 
cumentos reservados  ó  de  papeles  de  oficio ,  y  de  los  custo- 
diados en  los  archivos  del  gobierno  ,.  hecha  sin  la  compe- 
tente autorización ,  la  de  noticias  anticipadas  cuando  puede 
irrogarse  perjuicio  á  la  causa  pública ,  los  contrarios  á  la 
disciplina  militar,  la  de  escritos  ajenos ,  de  cualquiera  clase 
que  sean,  sin  conocimiento  y  licencia  de  sus  autores,  son 
delitos  que  pueden  ser  perseguidos  ante  los  tribunales  ordi- 
narios. 

Art.  108.  Los  escritos  oficiales  de  las  autoridades  consti- 
tuidas no  quedan  sujetos  á  lo  dispuesto  en  esta  ley,  y  sí  solo 
á  las  que  hablen  de  responsabilidad  de  los  empleados  pú- 
blicos. 

Art.  109.  Las  composiciones  dramáticas  impresas  ó  ma- 
nuscritas no  podrán  representarse  en  los  teatros  sin  permiso 
de  la  autoridad  civil. 

Art.  110.  Los  periódicos  que  se  publican  en  la  actuali- 
dad se  arreglarán  á  lo  que  queda  dispuesto  en  esta  ley  den- 
tro de  ocho  dias,  contados  desde  su  publicación. 

Art.  111.  El  gobierno  dará  inmediatamente  las  órdenes 
necesarias  para  que  se  formen  las  listas  de  jueces  de  hecho. 

Art.  112.  Quedan  derogadas  todas  las  leyes  ,  reglamen- 
tos, reales  órdenes  y  disposiciones  publicadas  hasta  el  dia 
sobre  libertad  de  imprenta. 

Dado  en  Palacio  á  10  de  abril  de  1844.  —  Está  rubricado 
de  la  real  mano.  —  Refrendado.  —  El  ministro  de  la  Gober- 
nación de  la  Península,  el  marques  de  Peñaflorida.» 

Las  disposiciones  del  real  decreto  que  precede  sufrieron 
una  reforma  muy  notable  por  otro  de  6  de  julio  de  1845, 
que  dice  lo  siguiente  : 

«  Artículo  Io.  Se  declaran  comprendidos  en  la  calificación 
del  art.  55  del  real  decreto  de  10  de  abril  de  1844  :  —  Io.  Los 
impresos  contrarios  al  principio  y  forma  de  gobierno  esta- 
blecido en  la  Constitución  del  Estado  cuando  tienen  por  ob- 
jeto escitar  á  la  destrucción  ó- mudanza  de  la  forma  de  go- 
bierno. —  2o.  Los  que  contengan  manifestaciones  de  adhe- 
sión áotra  forma  diferente  de  gobierno,  ya  sea  atribuyendo 
derechos  á  la  corona  de  España  á  cualquier  persona  que  no 
sea  la  reina  doña  Isabel  H,  y  después  de  ella  á  las  personas 
y  líneas  llamadas  por  la  Constitución  del  Estado,  ya  sea  ma- 
nifestando de  cualquiera  manera  el  deseo,  la  esperanza  ó  la 
amenaza  de  destruir  la  monarquía  constitucional  y  la  legíti- 
ma autoridad  de  la  Reina. 

Art.  2o.  Del  mismo  modo  se  declaran  comprendidos  en  la 
calificación  del  art.  56  del  citado  real  decreto  :  —  Io.  Los 
impresos  que  elogien  ó  defiendan  hechos  punibles  según  las 
leyes.  —  2o.  Los  que  esciten  de  cualquier  manera  á  come- 
terlos. —  5o.  Los  que  traten  de  hacer  ilusorias  las  penas  con 
que  las  leyes  los  castigan,  ya  anunciando  ó  promoviendo 
suscriciones  para  satisfacer  las  multas  ,  costas  y  resarci- 
mientos impuestos  por  sentencia  judicial ,  ya  ofreciendo  ó 
procurando  cualquiera  otra  clase  de  protección  á  los  crimi- 
nales. —  i¡.o.  Los  que  con  amenazas  ó  dicterios  traten  de 
coartar  la  libertad  de  los  jueces  y  funcionarios  públicos  en- 
cargados de  perseguir  y  de  castigar  los  delitos. 

Art.  5o.  Ningún  dibujo,  grabado,  litografía,  estampa  ni 
medalla,  de  cualquiera  clase  y  especie  quesean,  podrán  pu- 
blicarse, venderse  ni  esponerse  al  público  sin  la  previa  au- 
torización del  jefe  político  de  la  provincia  ,  bajo  la  multa  de 
1,000  á  5,000  reales  y  la  pérdida  de  los  dibujos,  grabados, 
estampas  y  medallas  así  publicados  ,  todo  sin  perjuicio  de 
las  penas  á  que  pueda  en  cada  caso  dar  lugar  la  publicación 
ó  esposicion  de  aquellos  objetos. 

Art.  4o.  La  calificación  de  los  delitos  de  imprenta  y  la 
aplicación  de  la  pena  se  harán  en  lo  sucesivo  por  un  tribu- 
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nal  compuesto  de  cinco  jueces  de  primera  instancia  y  de  un 
magistrado  presidente. 

Art.  5°.  Este  tribunal  se  reunirá  en  las  capitales  donde 
haya  audiencia,  y  conocerá  de  todas  las  causas  de  imprenta 
del  territorio  de  la  misma.  Las  denuncias,  sin  embargo,  se- 
guirán entablándose  y  sustanciándose  como  hasta  aquí  ante 
los  jueces  de  las  capitales  de  provincia. 

Art.  6o.  Los  jueces  de  primera  instancia  que  compongan 
el  tribunal  de  que  trata  el  artículo  anterior  serán  los  de  la 
capital  de  la  audiencia  respectiva,  y  donde  no  hubiese  el 
número  suficiente  se  completará  con  los  de  los  partidos  ju- 
diciales mas  inmediatos. 

Art.  7o.  Presidirá  el  tribunal  uno  de  los  magistrados  de 
la  audiencia  del  territorio  por  turno  rigoroso  ,  empezando 
por  el  mas  antiguo.  EV  regente  y  presidentes  de  sala  no  entra- 
rán en  el  turno  de  este  servicio. 

Art.  8o.  En  caso  de  ausencia,  enfermedad  ó  legítimo  im- 
pedimento de  alguno  ó  algunos  de  los  jueces  serán  reem- 
plazados por  los  de  los  partidos  mas  próximos  ,  y  el  presi- 
dente por  el  magistrado  que  le  siga  en  turno. 

Art.  9o.  El  tribunal  se  reunirá  para  el  único  y  esclusivo 
acto  de  ver  y  fallar  la  causa  ,  hecho  lo  cual  quedará  di- 
suelto. 

Art.  10.  El  presidente  y  los  jueces  podrán  ser  recusados 
por  las  mismas  causas  y  en  la  misma  forma  que  los  magis- 
trados de  las  audiencias. 

Art.  11.  La  recusación  se  presentará  al  regente  dentro 
de  los  dos  rJáas"  siguientes  á  aquel  en  que  se  haya  hecho  sa- 
ber á  las  partes  el  nombre  de  los  jueces. 

Art.  12.  Presentada  la  recusación,  el  regente  llamará  las 
actuaciones,  y  la  audiencia  plena  decidirá  sobre  este  inci- 
dente en  el  término  de  tres  días;  y  si  hubiese  necesidad  de 
pruebas ,  en  el  de  diez. 

Art.  13.  En  el  caso  de  haber  de  imponerse  al  recusante 
alguna  multa  con  arreglo  á  lo  dispuesto  en  las  leyes  recopi- 
ladas, no  podrá  nunca  esceder  de  3,000  rs. ,  ademas  de  las 
costas,  ni  bajar  de  1,000. 

Art.  14.  Hecha  la  denuncia  y  concluida  la  averiguación 
sumaria  de  que  trata  el  art.  69  del  real  decreto  citado  ,  el 
juez  de  primera  instancia  remitirá  las  actuaciones  al  regente 
de  la  audiencia,  citando  á  las  partes  y  emplazándolas  para 
ante  el  tribunal.  —  El  regente  pasará  las  diligencias  al  ma- 
gistrado á  quien  toque  por  turno  ser  presidente  ,  el  cual 
mandará  comunicar  á  las  partes  lista  de  los  jueces  que  de- 
ben componer  el  tribunal. 

Art.  15.  Trascurrido  el  término  prefijado  en  el  art.  11, 
ó  terminado  el  incidente  de  la  recusación  ,  el  presidente  se- 
ñalará dia  para  la  vista,  citando  á  las  partes  con  48  horas  de 
anticipación  por  lo  menos. 

Art.  16.  Constituido  el  tribunal  se  procederá  á  la  vista 
del  proceso  ,  que  será  siempre  pública  ,  á  no  ser  que  aquel 
decida ,  á  petición  de  alguna  de  las  partes,  que  sea  á  puerta 
cerrada ,  por  convenir  asíala  moral  ó  á  la  decencia  pública. 
En  la  vista  se  observará  lo  prescrito  en  los  artículos  76,  77 
y  79  del  citado  real  decreto  ,  concluido  lo  cual  el  presidente 
pondrá  fin  al  acto  pronunciando  la  palabra  visto,  y  man- 
dará despejar. 

Art.  17.  El  tribunal    en  seguida,  ó  á  lo  mas  en  el  dia  in-  - 
mediato  6i  así  lo  acordase  ,  ó  si  lo  dispusiese  el  presidente, 
pronunciará  su  fallo  con  arreglo  al  citado  real  decreto  y  á  lo 
prescrito  en  el  presente. 

Art.  18.  El  juez  instructor  ante  quien  se  presentó  la  de- 
nuncia podrá  asistir  sin  voto  al  tribunal  para  esponer  y 
esclarecer  los  hechos. 

Art.  19.  Para  la  calificación  de  culpable  se  necesitan  cua- 
tro votos  conformes  de  los  seis  ;  si  no  se  reuniesen ,  se  de- 
clarará absuelto  el  denunciado. 

Art.  20.  Si  habiendo  cuatro  votos  conformes  en  cuanto  á 


la  calificación  de  culpable  no  se  reuniese  igual  mayoría  res- 
pecto de  las  circunstancias  agravantes  ó  atenuantes,  ó  acerca 
de  la  designación  de  la  pena,  prevalecerá  el  voto  mas  favo- 
rable al  denunciado. 

Art.  21.  El  fallo  se  estenderá  por  uno  de  los  jueces ,  se 
se  firmará  por  todos ,  y  se  autorizará  por  el  escribano  que 
haya  asistido  al  juicio.  Este  funcionario  será  el  mismo  que 
hubiese  actuado  en  la  denuncia  si  reside  en  la  capital  de  la 
audiencia,  y  en  otro  caso  el  que  al  efecto  nombre  el  presi- 
dente. 

Art.  22.  Inmediatamente  quedará  disuelto  el  tribunal,  y 
el  presidente  pasará  las  actuaciones  al  juez  instructor  para 
la  ejecución  de  la  sentencia.  Los  jueces  que  formen  el  tri- 
bunal no  devengarán  costas  ni  honorarios,  aun  en  el  caso 
de  ser  el  fallo  condenatorio.  Las  dietas  ó  gastos  de  viaje  de 
los  de  fuera  de  la  capital  se  abonarán  de  penas  de  cámara. 

Art.  23.  Cualquiera  que  sea  el  fallo  no  habrá  de  él  apela- 
ción ni  otro  recurso  mas  que  el  de  nulidad  en  los  dos  casos 
y  términos  prevenidos  en  el  art.  8a  del  real  decreto  citado. 
Si  se  declarase  la  nulidad  por  defecto  del  juez  instructor,  el 
regente  remitirá  la  causa  á  otro  de  la  misma  provincia.  Si 
la  nulidad  la  hubiese  cometido  el  tribunal,  se  pasará  el  pro- 
ceso á  otro  magistrado  presidente ,  y  si  hubiese  que  hacer 
diligencias  de  insfruccion,  al  mismo  juez  instructor.  En  la 
nueva  instancia  se  observarán  los  mismos  trámites  y  reglas 
que  en  la  primera. 

Art.  24.  El  ministerio  fiscal  en  los  delitos  de  imprenta  se 
ejercerá  por  los  fiscales  de  las  audiencias  respectivas ,  los 
cuales  darán  las  instrucciones  convenientes  á  los  promotores 
que  hayan  de  hacer  las  denuncias  con  arreglo  al  art.  49  del 
espresado  real  decreto  ,  y  podrán  sostenerlas  por  sí  mismos 
ó  por  medio  de  los  abogados  fiscales  sus  subordinados.  Los 
,  fiscales  cuidarán  bajo  su  especial  responsabilidad  del  cum- 
plimiento de  lo  mandado  respecto  de  la  represión  de  los  de- 
litos de  imprenta  ,  quedando  sin  embargo  á  salvo  las  facul- 
tades concedidas  al  gobierno  y  sus  agentes  en  el  §  2°.,  art.  49 
de  dicho  real  decreto. 

Art.  28.  El  ministerio  fiscal  será  parte  legítima  en  la 
misma  forma  y  para  los  mismos  casos  que  dispone  el  pár- 
rafo 1°.,  art.  98  del  citado  real  decreto  respecto  de  las  ca- 
lumnias ó  injurias  contra  la  familia  real  ó  alguno  de  sus  in- 
dividuos, ó  contra  los  tribunales ,  corporaciones  ó  clases 
del  Estado. 

Art.  26.  Queda  derogado  el  real  decreto  de  10  de  abril 
de  1844  en  todo  cuanto  se  oponga  á  las  disposiciones  del 
presente.» 

Por  real  orden  de  9  de  octubre  de  1847  se  ha  establecido 
en  la  corte  una  fiscalía  especial  de  imprenta ,  que  subordi- 
nada á  la  de  la  audiencia  tenga  esclusivamente  á  su  cargo 
las  denuncias  de  la  prensa  periódica  y  el  de  sostenerlas  en 
el  jurado  ;  cesando  por  consiguiente  la  intervención  que  te- 
nían en  esta  materia  los  promotores  y  abogados  fiscales  , 
para  denunciar  los  primeros,  y  para  sostener  en  los  juicios 
públicos  las  denuncias  los  segundos. 

La  dotación  de  este  nuevo  cargo  son  20,000  rs.  de  sueldo 
anual  y  los  derechos  de  arancel. 

[*  El  sistema  de  gobierno  de  las  repúblicas  de  Méjico  , 
deVENEzuELAydeCmLE,  ha  dado  origen,  como  el  actual  de 
España,  á  un  nuevo  delito  que  se  llama  abuso  de  ¡a  liber  lad  de 
imprenta.  En  el  artículo  Juicio  criminal,  pág.  1036,  adondo 
remitimos  al  lector,  se  espuso  cómo  debe  conocerse  de  tal 
delito  :  aquí  corresponde  hablar  de  sus  clasificaciones  y 
penas ,  como  también  de  las  personas  que  pueden  acusar  y 
ser  acusadas.  —  Declarado  como  otro  Ae  los  derechos  de 
todo  habitante  de  la  república  mejicana  el  de  imprimir  y 
circular  sus  opiniones  sin  previa  calificación  ó  censura  , 
era  preciso  prevenir  los  abusos  que  pudieran  cometerse;  y 
al  electo  han  determinado  las  leyes  los  casos  en  que  se  ía« 


LI 


—  4183  — 


LI 


curre  en  tal  esceso  y  cómo  debe  castigarse.  En  general  puede 
decirse  que  se  comete  este  delito  ,  siempre  que  se  publica 
un  impreso  que  incita  á  la  violación  de  las  leyes,  ó  calum- 
nia à  un  empleado  público  en  su  conducta  oficial.  La  ley  lo 
distingue  con  varios  nombres  en  los  términos  siguientes.  Se 
llama  subversivo  el  escrito  en  que  se  publiquen  máximas  ó 
doctrinas  que  se  encaminen  directamente  á  destruir  ó 
trastornarla  religion  del  Estado  ó  su  Constitución  vigente, 
aunque  sea  de  un  modo  indirecto  ó  en  el  título  tan  solo;  en- 
tendiéndosequeseatacadirectamente  la  Constitución,  cuando 
de  intento  se  trata  de  persuadir  que  no  deben  subsistir  ni 
observarse  sus  artículos  fundamentales ,  bien  sea  este  el  ob- 
jeto principal  de  la  obra ,  ó  ya  se  hable  de  ello  tan  solo  por 
incidencia  ;  cuando  se  zahieran  dichos  artículos  ó  se  ridi- 
culice su  observancia  ;  ó  cuando  se  aconsejen  como  prefe- 
ribles en  el  estado  actual  de  la  nación  otras  bases  de  orga- 
nización política.  Según  la  mayor  ó  menor  tendencia  de  estos 
impresos  á  los  fines  reprobados ,  se  califican  d.e  subversivos 
en  primero  ,  segundo  ó  tercer  grado ,  castigándose  el  pri- 
mero con  seis  años  de  prisión,  el  segundo  con  cuatro  y  el 
tercero  con  dos,  cuando  la  tendencia  es  directa;  y  cuando 
indirecta,  con  tres  años  de  prisión  el  primer  grado  ,  dos  el 
segundo  y  uno  el  tercero  ;  si  fuere  subversivo  únicamente- 
en  el  título,  la  pena  se  reduce  á  la  pérdida  del  duplo  del 
valor  de  la  edición  ,  ademas  de  aquellas  á  que  haya  lugar. 
Es  sedicioso  el  escrito  en  que  se  publican  máximas  ó  doctrinas 
dirigidas  á  escitar  la  rebelión  ola  perturbación  de  la  tranqui- 
lidad pública  en  la  propia  república ,  ó  en  los  Estados  y  na- 
ciones estrañas;  calificándose  igualmente,  según  su  mayor 
ó  menor  tendencia,  de  sediciosos  en  primero,  segundo  ó 
tercer  grado ,  y  castigándose  también  en  su  respectivo  caso 
con  las  mismas  penas  que  los  subversivos.  Llámase  incita- 
dor á  la  desobediencia  en  primer  grado,  el  que  incita  direc- 
tamente á  desobedecer  las  leyes  ó  las  autoridades  legítimas, 
aunque  sea  en  el  título  tan  solo  ;  é  incitador  en  segundo  grado 
el  que  provoca  á  la  misma  desobediencia  con  sátiras  ó  in- 
vectivas. El  incitador  á  la  desobediencia  en  primer  grado,  es 
castigado  con  un  año  de  prisión;  el  que  lo  es  solo  en  se- 
gundo, con  cincuenta  ducados  de  multa  ó  un  mes  de  prisión 
en  caso  de  insolvencia  ;  y  el  que  lo  es  únicamente  en  el 
titulo,  con  la  pérdida  del  duplo  del  valor  de  la  edición,  sin 
perjuicio  de  las  demás  penas  á  que  haya  lugar.  Se  da  el 
nombre  de  obsceno  ó  contrario  á  las  buenas  costumbres  al 
impreso  en  lengua  vulgar  que  ofende  la  moral  ó  la  decencia 
pública;  y  este  es  castigado  con  una  multa  equivalente  al 
valor  del  precio  en  venta  de  IbOO  ejemplares,  ó  cuatro 
meses  de  prisión  en  caso  de  insolvencia.  Se  llama  libelo  in- 
famatorio el  escrito  en  que  se  vulnera  la  reputación  ó  el 
honor  de  un  empleado  público  en  su  conducta  oficial ,  aun- 
que sea  en  el  título  solamente;  haciéndose  también  en  este 
caso  la  graduación  de  injurioso  en  primero,  segundo  y  ter- 
cer grado.  El  injurioso  en  primer  grado  se  castiga  con  tres 
meses  de  prisión  y  IbOO  reales  de  multa  ;  el  que  lo  es  solo 
En  segundo  ,  con  dos  meses  de  prisión  y  una  multa  de  mil 
reales;  y  el  que  en  tercero  ,  con  un  mes  de  prisión  y  300 
reales  de  multa;  debiendo  duplicarse  el  encierro  ,  señalado 
á  su  caso  respectivo ,  al  que  fuere  insolvente  en  alguno  de 
los  tres  espuestos  :  el  injurioso  en  el  título  solamente  debe 
ser  castigado  ,  como  en  los  demás  abusos  ,  con  la  pérdida 
del  valor  doblado  de  toda  la  edición,  sin  perjuicio  de  las  de- 
demas  penas  á  que  se  haya  hecho  acreedor. 

Respecto  á  la  calificación  de  los  grados,  ya  hemos  visto 
las  circunstancias  que  deben  tenerse  presentes  para  hacerla, 
cuando  se  trata  de  impresos  reputados  sediciosos  ó  subver- 
sivos ,  y  solo  falta  advertir,  tocante  á  los  libelos  infamatorios , 
que  ademas  de  esas  mismas  circunstancias ,  deben  tomarse 
en  cuenta  para  la  propia  calificación ,  las  comunes  de  per- 
•nnu,  tiempo  y  demás,  y  sobre  todo  la  gravedad  de  la 


calumnia.  Como  apéndice  igualmente  á  la  parle  penal  que 
hemos  espuesto,  ha  de  tenerse  presente  que  al  castigo  sena- 
lado  á  la  persona  responsable  del  impreso,  declarado  sedicioso 
ó  subversivo  en  cualquier  grado,  ha  de  añadirse  siempre  la 
pérdida  del  empleo  y  honores  que  obtenga;  como  también 
que  las  penas  pecuniarias  deben  computarse  á  razón  de  un 
peso  fuerte  por  cada  ducado,  y  otro  por  cada  quince  reales 
vellón  de  la  moneda  en  que  la  ley  establece  estas  penas.  Es 
también  una  regla  general  en  esta  materia,  que  la  declara- 
ción de  que  ha  habido  abuso  de  la  libertad  de  imprenta,  sea 
cual  fuere  su  especie,  lleva  siempre  consigo  la  confiscación 
de  cuantos  ejemplares  de  la  obra  existan  sin  vender,  ó  la 
supresión  por  lo  menos  de  aquella  parte  sobre  la  cual  haya 
recaído  esclusivamente  el  fallo.  La  reincidencia  por  fin  debí) 
ser  castigada  con  doble  pena;  entendiéndose  este  duplo  de  la 
correspondiente  al  abuso,  y  al  grado,  si  los  tiene,  de  que 
haya  sido  declarado  últimamente  culpable \arls.  6,8, 10o  15, 
19  «  2b ,  decr.  de  Corles  de  22  de  octubre  y  12  de  noviembre 
de  1820,  mandado  guardar  por  decreto  de  9  de  octubre  de 
1821,  2,  3,  4/21,  decr.  de  13  de  diciembre  de  1821,  2,  decr. 
de  31  de  mayo  de  1823,  y  $$  2  y  3,  art.  9,  y  art.  196,  Bases 
de  organiz.  polit,  de  12  de  junio  de  1845. 

Del  delito  de  abuso  de  la  libertad  de  imprenta  puede  acu- 
sar cualquiera ,  siempre  que  denuncie  el  impreso  como  se- 
dicioso ó  subversivo,  estando  reservado  á  los  injuriados, 
ó  demás  personas  á  quienes  concede  la  ley  la  acción  do 
injuria,  denunciar  el  libelo  en  que  se  calumnie  á  algún  em- 
pleado por  su  conducta  oficial.  Los  que  desempeñan  el  mi- 
nisterio fiscal  en  los  juzgados  ó  las  municipalidades  ,  pueden 
denunciar  de  oficio  todos  los  delitos  cometidos  por  medio  de 
la  imprenta ,  menos  los  de  injuria,  cuando  los  esciten  á  ello 
el  Gobierno,  la  Autoridad  política  superior,  ó  los  jefes  de 
las  municipalidades.  Los  responsables  de  estos  abusos  son  el 
autor  ó  el  editor,  que  al  efecto  deben  haber  firmado  el  ori- 
ginal que  queda  siempre  en  poder  del  impresor.  Este  no 
puede  ser  perseguido  ni  castigado ,  como  autor  ni  como 
cómplice  de  tales  abusos,  mas  que  en  el  caso  de  no  haberse 
asegurado  á  tiempo  en  la  forma  legal  de  la  responsabilidad 
del  autor  ó  editor  ;  pero  si  imprime  algún  escrito  sobre  la 
vida  privada ,  pesa  sobre  él  la  responsabilidad  ,  que  debe 
exigírsele  ante  el  juzgado  y  en  la  forma  ordinaria  :  arts.  26, 
27,  32,  53  y  3b,  decr.  de  Corles  de  22  de  octubre  y  12  de 
noviembre  de  1820,  mandado  guardar  por  decr.  de  9  de  oc- 
tubre de  1821 ,  y  §  5,  art.  9,  y  art.  19b,  Bases  de  organiz. 
polít.  de  12  de  junio  de  1843. 

**  Por  lo  tocante  á  la  república  de  Venezuela,  en  el  artí- 
culo Juicio  criminal,  pág.  1-058  ,  se  dijo  también  cómo  debe 
conocerse  del  delito  de  abuso  de  la  libertad  de  imprenta:  aquí 
debemos  hablar  de  sus  clasificaciones  y  penas ,  como  también 
de  quién  puede  acusar  y  quién  debe  ser  responsable  de  ta. 
delito.  La  ley  lo  divide  en  varias  categorías,  dando  á  cada 
una  su  nombre.  Se  llama  sedicioso  el  escrito  dirigido  á  es- 
citar la  rebelión  ó  la  perturbación  del  orden  y  de  la  tranqui- 
lidad pública,  ó  á  la  perpetración  de  algún  delito;  cuyo 
primer  grado  se  castiga  con  seis  meses  de  prisión  y  tres- 
cientos pesos  de  multa,  el  segundo  con  cuatro  meses  de  pri- 
sión y  doscientos  pesos  de  multa ,  y  el  tercero  con  dos  meses 
de  prisión  y  cien  pesos  de  multa.  Es  libelo  infamatorio ,  e! 
escrito  que  vulnere  la  reputación  ó  el  honor  de  alguna  per- 
sona ,  tachando  su  conducta  privada;  y  su  primer  grado  sa 
castiga  con  seis  meses  de  prisión  y  trescientos  pesos  do 
multa  ,  tres  meses  de  prisión  y  doscientos  pesos  de  multa 
el  segundo,  y  el  tercero  con  un  mes  de  prisión  y  la  multa 
de  cien  pesos.  Llámase  obsceno  ó  contrario  á  las  buenas  cos- 
tumbres, el  que  ofende  la  moral  ó  la  decencia  pública;  y 
sus  penas  son  quinientos  pesos  de  multa  ó  18  meses  de  pri- 
sión ,  en  caso  de  insolvencia ,  en  el  primer  grado ,  trescientos 
pesos  de  multa  ó  doce  meses  de  prisión  en  igual  caso  ea  ei 
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segundo ,  y  ciento  cincuenta  pesos  ó  seis  meses  en  el  ter- 
cero. Y  es  por  fin  subversivo  el  impreso  que  ataque  directa- 
mente los  dogmas  de  la  religion  católica ,  apostólica,  romana, 
cuyo  primer  grado  se  castiga  con  cien  pesos  de  multa  ó  30 
dias  de  cárcel  en  caso  de  insolvencia  ,  el  segundo  con  cin- 
cuenta pesos  ó  veinte  dias  de  prisión  en  el  mismo  caso ,  y 
el  tercero  con  2b  pesos  ó  diez  dias.  Esta  division  en  tres 
grados,  que  según  hemos  visto  es  general  para  todo  linaje 
de  abuso  de  la  libertad  de  imprenta,  se  halla  establecida 
para  que  el  tribunal ,  de  que  se  habló  en  el  citado  art.  Juicio 
criminal ,  pueda  graduar  en  cierto  modo  la  pena  según  la 
magnitud  del  delito  ;  y  á  este  efecto  la  misma  ley  señala 
la  gravedad  del  abuso ,  como  el  dalo  en  que  debe  fun- 
darse la  declaración  del  grado. 

Otro  de  los  nombrados  entre  estos  abusos ,  es  el  libelo 
infamatorio,  acerca  del  cual  debe  tenerse  presente,  que  no 
puede  considerarse  como  tal  el  impreso  en  que  se  tachen  ó 
echen  en  cara  á  los  empleados  algunos  defectos  respecto  á  su 
aptitud  ó  falta  de  actividad  y  acierto  en  el  desempeño  de  su 
puesto;  y  aun  cuando  se  les  imputen  delitos  que  compro- 
metan el  honor  y  la  probidad  de  estos  mismos  empleados  ó 
de  alguna  corporación ,  acusándolos  de  hechos  que  estén 
sujetos  á  un  castigo  positivo,  estará  indemne  de  todo  pena, 
si  justifica  sus  imputaciones  la  persona  responsable.  Fuera 
de  estos  casos ,  ni  exime  del  castigo  semejante  justificación, 
ni  siquiera  puede  admitirse,  cuando  la  ofrezcan;  porque  el 
abuso  ó  delito  está  en  la  publicación,  y  no  en  la  falsedad  de 
lo  que  se  afirme.  La  denuncia  del  impreso  en  que  se  cometa 
este  abuso,  no  escluye  la  acción  de  injuria  ,  para  acusar 
ante  los  tribunales  ordinarios;  del  mismo  modo  que  la  con- 
denación del  que  hubiere  sido  denunciado  como  sedicioso , 
no  impide  que  á  mas  de  la  pena  que  se  le  imponga  por  esta 
razón  ,  se  castigue  por  los  mismos  tribunales  ordinarios  con 
las  demás  á  que  se  hubiere  hecho  acreedora  la  persona  res- 
ponsable ,  en  el  caso  de  que  á  consecuencia  de  la  publicación 
se  haya  perpetrado  un  crimen  ,  hubiere  estallado  la  rebelión 
ó  perturbádose  la  tranquilidad  pública.  En  el  caso  ademas 
de  la  condenación  de  un  impreso  como  sedicioso  ó  como  li- 
belo infamatorio  ,  la  persona  responsable  que  resulte  insol- 
vente, debe  sufrir  triplicado  el  tiempo  de  prisión  ;  y  si  no 
pudiere  estar  presa,  triplicada  la  multa.  Y  finalmente,  sea 
cual  fuere  el  abuso  por  que  haya  sido  condenado  un  impreso, 
deben  recogerse  cuantos  ejemplares  existan  por  vender,  es- 
tando obligada  la  persona  responsable  á  devolver  su  precio 
á  los  compradores  que  retornen  el  suyo  ;  y  si  el  delito  estu- 
viere solo  en  algunas  espresiones ,  ó  en  pocas  páginas  fáciles 
de  tildar  ó  separar,  debe  hacerse  así,  dejando  en  el  co- 
mercio el  resto  de  la  obra  :  leyes  i  y  %  de  la  de  27  de  abril 
de  1859. 

En  los  delitos  de  abuso  de  la  libertad  de  imprenta,  todo 
venezolano  está  autorizado  para  acusar  ante  la  autoridad 
competente  los  escritos  dados  á  luz  que  él  juzgue  sediciosos, 
obscenos  ó  contrarios  alas  buenas  costumbres,  ó  subversivos; 
estando  ademas  encargada  especialmente  al  procurador  mu- 
nicipal esta  facultad  de  denunciar  tales  impresos.  Los  libelos 
injuriosos  no  pueden  denunciarlos  como  abusivos  de  la  li- 
bertad de  imprenta ,  mas  que  las  personas  á  quienes  el 
derecho  común  otorga  la  acción  de  injuria.  Las  personas 
responsables  que  pueden  ó  deben  ser  acusadas ,  son  el  autor 
ó  editor  del  escrito;  ácuyo  fin  el  impresor  debe  exigirle  pre- 
viamente que  firme  el  original ,  quedando  responsable  con 
su  persona  y  bienes,  si  no  lo  hiciere,  ó  si  la  persona  que 
aparece  firmada,  es  tal,  que  no  puede  hacerse  efectiva  en 
ella  la  responsabilidad  al  tiempo  de  la  acusación  ,  ni  pudiera 
haberlo  sido  al  de  la  impresión  de  la  obra.  El  que  venda , 
distribuya  ó  haga  distribuir  un  impreso  sin  nombre  del  im- 
presor, ó  que  se  dice  procedente  del  cslranjero,  es  respon- 
sable de  su  contenido ,  mientras  no  presente  y  compruebo 


la  persona  de  quien  lo  haya  recibido  :  arls.  1 , 2  y  S ,  ley  Z, 
y  1 ,  2 y  3,  ley  k  de  la  de  27  de  abril  de  1839. 

***  En  cuanto  á  la  república  de  Chile,  hemos  visto  igual- 
mente en  el  artículo  Juicio  criminal,  pág.  1042  el  modo  de 
proceder  en  los  delitos  de  abuso  de  libertad  de  imprenta; 
debiendo  esponer  aquí  los  casos  en  que  se  comete  este  abu- 
so ,  las  personas  que  de  él  pueden  acusar,  y  cuáles  son  las 
responsables.  Llámase  blasfemo  todo  impreso  en  que  se  ata- 
que el  dogma  de  la  religion  católica  ,  apostólica, romana  :  in- 
moral ,  el  que  ofenda  las  buenas  costumbres  :  sedicioso ,  el 
que  incite  ala  sedición,  á  la  desobediencia  á  las  leyes  y  á  las 
autoridades  constituidas,  y  al  trastorno  del  orden  público; 
é  injurioso ,  á  todo  el  que  sea  contrario  al  honor  y  buena 
opinion  de  cualquiera  persona.  Todos  y  cada  uno  de  estos 
abusos  se  dividen  en  tres  grados ,  los  cuales  llevan  consigo 
las  penas  siguientes.  El  impreso  blasfemo,  inmoral,  sedi- 
cioso ó  injurioso  en  primer  grado ,  debe  ser  castigado  con 
doscientos  pesos  de  multa  ó  treinta  dias  de  cárcel;  el  que  lo 
sea  en  segundo,  con  cuatrocientos  pesos  ó  sesenta  dias;  y 
el  que  sea  blasfemo  ,  inmoral  ó  injurioso  en  tercer  grado, 
con  seiscientos  pesos  ó  noventa  dias,  pero  si  es  sedicioso  en 
este  mismo  tercer  grado,  merece  la  pena  de  cuatro  años  de 
destierro  de  la  república  ó  presidio.  Los  impresos  en  que  se 
publiquen  hechos  contrarios  á  la  reputación  ú  honor  de  cual- 
quiera persona,  no  merecen  el  título  de  injuriosos,  ni  están 
por  consiguiente  sujetos  á  ninguna  pena,  cuando  la  persona 
ofendida  es  un  empleado  público  ,  y  en  el  impreso  se  trata 
de  omisiones  ó  escesos  cometidos  en  el  desempeño  de  su 
cargo,  ó  siendo  un  particular  se  le  imputan  crímenes  que 
producen  acción  popular  ;  pero  en  uno  como  en  otro  caso , 
debe  su  autor  probar  la  verdad  de  los  hechos  en  que  se  fun- 
da, dentro  del  término  perentorio  del  juicio  especial,  en  que, 
según  veremos  después  ,  debe  conocerse  de  estos  abusos  : 
arts.  H  á  22,  ley  de  11  de  diciembre  de  1828,  y  art.  12,  § 
7,  Constit.  de  1853. 

En  los  delitos  de  abuso  de  la  libertad  de  imprenta,  el  fis- 
cal de  la  Corte  de  apelaciones  ,  en  donde  exista  este  tribu- 
nal, y  en  los  pueblos  en  donde  no  lo  haya,  el  procurador 
de  la  ciudad ,  están  obligados  á  acusar  los  impresos  que  es- 
timen blasfemos ,  inmorales  ó  sediciosos  ,  dentro  de  las  k8 
horas  de  su  publicación  ;  y  pasado  este  término  tiene  dere- 
cho cualquiera  ciudadano  para  reclamar  que  se  haga  dicha 
acusación  ó  entablarla  por  sí  mismo.  Los  libelos  ó  impresos 
injuriosos  solo  pueden  ser  denunciados  por  la  misma  perso- 
na agraviada  ,  su  apoderado ,  ó  su  pariente  hasta  el  cuarto 
grado  ;  pero  aquellos  en  que  se  imputen  escesos  ú  omisiones 
á  un  empleado  en  el  desempeño  de  su  destino ,  han  de  ser 
precisamente  acusados  por  él  ó  por  medio  de  apoderado 
dentro  de  tres  meses  ,  y  si  no  lo  ejecutare ,  quedará  sus- 
penso del  ejercicio  de  su  empleo ,  y  obiigado  el  fiscal  á  acu- 
sarle presentando  el  impreso  ante  el  tribunal  competente. 
La  persona  contra  quien  deben  dirigírselas  acusaciones,  tanto 
en  este  como  en  cualquiera  de  los  otros  casos ,  es  el  impre- 
sor, el  cual  no  puede  exonerarse  de  esta  responsabilidad, 
sino  presentando  el  original  firmado  por  el  autor  ó  editor,  y 
concurriendo  ademas  la  circunstancia  de  que  este  autor  ó 
editor  puedan  ser  habidos.  —  No  será  inoportuno  añadir, 
que  el  derecho  ó  acción  para  acusar  un  impreso  como  blas- 
femo, inmoral  ó  sedicioso ,  queda  prescrito  á  los  quince 
dias  de  su  publicación:  arls.  5 ,  23  à  26,  hl  y  US,  ley  de 
H  de  diciembre  de  1828 ,  y  decr.  de  14  de  junio  de  1850.] 

LIBERTAD  de  industria.  Véase  Industria,  Abastos, 
Gremios  y  Granos. 

LIBERTADES.  Las  franquezas ,  prerogativas  ,  privile- 
gios, concesiones  ó  derechos  de  que  goza  algún  pueblo. 

LIBERTINO.  El  que  mediante  la  manumisión  ha  salido 
de  la  esclavitud  ó  servidumbre  en  que  se  hallaba.  Llámase 
libertino  en  razón  de  su  estado ,  y  liberto  por  relación  á  su 
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patrono.  Mas  al  principio  liberto  era  el  manumitido  ó  liber- 
tado de  la  esclavitud  ,  y  libertino  el  hijo  de  liberto.  El  liber- 
tino pasa  de  siervo  á  libre ,  y  de  cosa  á  persona. 

LIBERTO.  El  que  habiendo  sido  esclavo  consiguió  su 
libertad.  Se  llama  liberto  con  relación  á  su  patrono,  y  liber- 
tino en  razón  de  su  estado.,  según  se  ha  dicho  en  el  artículo 
anterior. 

El  liberto  adquiere  la  facultad  de  disponer  de  su  persona 
y  de  sus  facultades  como  los  demás  hombres  libres  ;  pero 
en  reconocimiento  del  beneficio  que  le  hizo  su  patrono  dán- 
dole libertad,  queda  obligado  à  corresponder  á  este  con  los 
servicios  siguientes  :  —  Io.  honrarle  y  respetarle  como  á  su 
iibertador;  —  2o.  socorrerle  con  alimento  y  vestido  según 
sus  facultades  en  caso  de  necesitarlo  por  haber  venido  á 
pobreza;  — 3o.  cuidar  desús  cosas  en  caso  de  ausencia 
como  si  fuesen  propias,  cuando  las  viese  en  mal  estado  ó  en 
peligro  de  perderse;  —  k°.  abstenerse  de  traerle  á  juicio  sin 
licencia  del  juez  ;  —  5°.  dejarle  en  testamento  la  tercera 
parte  de  sus  bienes  si  valieren  cien  maravedís  de  oro  ó 
mas  ,  en  caso  de  morir  sin  padres  ,  hijos  ni  hermanos  ;  bajo 
el  concepto  de  que  si  muriese  intestado  sin  ninguno  de  di- 
chos parientes,  será  su  heredero  el  patrono;  leyes 8,  9  y 
10,  'til.  22,  Part.lí. 

Pierde  el  patrono  su  mencionado  derecho  en  los  bienes 
del  liberto  por  varios  modos  :  —  Io.  si  hallándose  este  opri- 
mido del  hambre,  no  le  socorre  aquel  con  alimento  pudiendo 
hacerlo;  —  2o.  cuando  el  patrono  le  apremie  ó  haga  jurar 
que  no  se  casará  ni  tendrá  hijos;  —  5o.  si  el  liberto  hubiese 
obtenido  la  libertad  por  su  propio  mérito  y  bondad  ; — 4o.  si 
hubiere  recibido  la  libertad  del  rey  con  mandato  espreso  de 
que  sea  libre  como  si  nunca  hubiese  sido  siervo  ;  —  5o.  cuando 
el  patrono  fuese  desterrado  para  siempre;  —  6o.  cuando 
reciba  del  liberto  alguna  cosa  por  la  parte  que  debia  haber 
en  sus  bienes  después  de  muerto  ,  ó  se  diere  por  pagado  de 
ella  aunque  no  la  reciba  ;  —  7o.  cuando  le  haga  obligarse  á 
hacer  algunas  labores  despues  de  libre,  y  las  reciba  ó  tome 
ídgun  precio  en  su  razón  ,  á  no  ser  para  alimentarse  en  caso 
de  hambre  ;  —  8o.  si  renunciare  su  derecho  á  los  bienes  del 
liberto;  ley  \l,  lit.  22,  Part.  h.  Véase  Esclavitud. 

OBRADOR  de  letra  de  cambio.  El  que  libra  ó  gira 
una  letra  mandando  á  un  tercero  domiciliado  en  otro  pueblo 
que  satisfaga  su  importe.  Véase  Letra  de,  cambio,  |XX, 
donde  se  trata  de  las  obligaciones  del  librador  (t). 

LIBRAMIENTO.  La  orden  que  se  da  por  escrito  para 
que  el  tesorero,  mayordomo  ,  etc.,  pague  alguna  cantidad 
de  dinero  ú  otro  género. 

LIBRANCISTA.  El  que  espide  libranzas,  y  también  el 
que  tiene  libranzas  à  su  favor. 

LIBRANZA  (2).  La  orden  que  se  da  por  escrito  para 
que  una  persona  pague  cierta  cantidad  al  sugeto  á  cuyo  fa- 
vor se  espide. 

Puede  ser  á  la  orden  ó  sin  este  requisito.  La  que  no  es  á 
la  orden  no  se  considera  contrato  de  comercio,  sino  simple 
promesa  de  pago  sujeta  á  las  leyes  comunes  sobre  présta- 
mos. La  que  es  á  la  orden  entre  comerciantes  y  procede  de 

(i)  Sobre  todas  las  obligaciones  del  librador  de  letra  de  cam- 
bio y  los  recursos  contra  él,  véanse  los  arls.  20,  21  y  22,  cap.  13 
de  las  Ordenanzas  de  Bilbao ,  y  las  leyes  7  y  8,  tít.  5,  lib.  9  de  la 
Nov.  Rec.  ;  pues  las  doctrinas  que  espone  Escriche  en  el  lugar  á 
que  remite,  son  del  código  mercantil  de  España,  tit.  10  ,  secc.  5, 
De  las  obligaciones  del  librador. 

(2)  Sobre  su  fuerza  ejeculiva  como  instrumento  público,  y  los 
recursos  por  protesto,  falta  de  pago,  etc. ,  véanse  las  leyes  7  y  8, 
tít.  5,  lib.  9  de  la  Nov.  Rec,  y  el  cap.  15  de  las  Orden,  de  Bil- 
bao, pues  la  doctrina  tal  cual  se  halla  en  este  art.  de  Escriche, 
está  lomada  del  nov.  código  mercantil  de  España,  tít.  10  5  Del 
controlo  x¡  letras  de  cambio. 


operaciones  de  comercio  produce  las  mismas  obligaciones  y 
efectos  que  la  letra  de  cambio  ,  menos  en  cuanto  á  la  acep- 
tación, y  guardándose  la  restricción  que  previene  el  art.  567 
del  código  de  que  luego  hablaremos  ;  y  debe  contener  la 
espresion  de  ser  libranza,  la  fecha,  la  cantidad,  la  época  de 
su  pago,  la  persona  á  cuya  orden  se  ha  de  hacer  el  pago,  el 
lugar  donde  este  ha  de  hacerse ,  el  origen  y  especie  del 
valor  que  representa  ,  el  nombre  y  domicilio  de  la  persona 
sobre  quien  esté  librada,  y  la  firma  del  librancista. 
Arts.  570,  538  y  563  del  cócl.  de  com. 

La  libranza  se  entiende  siempre  pagadera  á  su  presen- 
tación, aunque  no  lo  esprese,  á  menos  que  no  tenga  plazo 
prefijado,  en  cuyo  caso  lo  será  al  vencimiento  del  que  en 
ella  esté  marcado;  pero  el  tenedor  no  tiene  derecho  á  exi- 
gir la  aceptación  de  la  libranza  á  plazo  ,  ni  puede  ejercer 
repetición  alguna  contra  el  librador  y  endosantes ,  hasta 
que  se  proteste  por  falta  de  pago  ;  arts.  559  y  360. 

Las  mismas  formalidades  impuestas  al  tenedor  de  la  letra 
de  cambio  para  usar  de  la  acción  de  reembolso  contra  el 
pagador  y  endosantes,  se  entienden  prescritas  á  los  tenedo- 
res de  las  libranzas;  art.  S62. 

Los  endosos  de  las  libranzas  deben  estenderse  con  la 
misma  espresion  que  los  de  las  letras  de  cambio;  art.  565. 

La  acción  ejecutiva  de  las  libranzas  no  puede  ejercerse 
sino  después  de  haber  reconocido  judicialmente  su  firma  la 
persona  contra  quien  se  dirige  el  procedimiento;  art.  566. 
Lo  cual  es  conforme  á  los  principios  del  derecho  común  que 
no  conceden  esta  acción  en  los  documentos  privados  ,  sino 
cuando  el  deudor  ha  reconocido  su  firma  en  juicio  :  de 
suerte  que  no  mediando  este  reconocimiento,  tendrá  que 
usar  de  la  acción  ordinaria  el  acreedor,  no  bastando  la  de- 
claración de  testigos  que  digan  haberle  visto  firmar  el  do- 
cumento ó  haberlo  hecho  ó  firmado  ellos  de  su  orden  ó  á  su 
ruego  y  aseguren  al  mismo  tiempo  la  certeza  de  su  conte- 
nido, ni  tampoco  el  cotejo  ó  comparación  de  letras;  pues 
todas  estas  circunstancias  son  buenas  para  proceder  á  la 
condenación  del  deudor  en  juicio  ordinario,  mas  no  para 
despachar  mandamiento  de  ejecución.  Véase  Instrumento 
ejecutivo,  núm.  8. 

El  tenedor  de  la  libranza  protestada  por  falta  de  pago 
debe  ejercer  su  repetición  contra  el  dador  y  endosantes  en 
el  término  de  dos  meses  contados  desde  la  fecha  del  pro- 
testo ,  si  la  libranza  fuese  pagadera  en  territorio  español  ;  y 
si  lo  fuese  en  el  eslranjero  ,  contará  este  plazo  desde  que 
sin  pérdida  de  correo  pudo  llegar  el  protesto  al  domicilio 
del  librador  ó  endosante  contra  quien  se  repite.  Pasado  di- 
cho plazo  ,  cesa  toda  responsabilidad  en  los  endosantes,  y 
también  en  el  librador  que  pruebe  que  al  vencimiento  de  la 
libranza  tenia  hecha  la  provision  de  fondos  en  poder  de  la 
persona  que  debia  pagarla  ;  art.  567. 

Ninguna  acción  es  admisible  en  juicio  para  el  pago  ó 
reembolso  de  las  libranzas  de  comercio ,  después  de  haber 
pasado  cuatro  años  desde  su  vencimiento;  art.  569. 

LIBRAR.  Espedir  ó  dar  alguna  orden,  libranza  ó  decre- 
to;—determinar,  sentenciar  ó  decidir; — dar  ó  entregar 
alguna  cosa  ;  —  poner  al  cargo  y  confianza  de  otro  la  eje- 
cución ó  desempeño  de  algún  negocio  ó  encargo;  —  y  pre- 
servar á  alguno  de  algún  mal  ó  peligro,  ó  sacarle  de  algún 
empeño  ó  comprometimiento. 

LIBRE.  El  que  no  es  esclavo,  esto  es  ,  el  que  puedo 
obrar  ó  no  obrar  en  todo  según  crea  convenirle  sin  sujeción 
á  un  dueño  que  disponga  de  su  persona  y  facultades  ;princ. 
del  lit.  23,  Part.  II.  El  hombre  puede  ser  libre  por  naci- 
miento ,  ó  por  adquisición  de  la  libertad  que  no  tenia.  Es 
libre  por  nacimiento  el  que  nace  de  una  madre  que  fué  libro 
al  tiempo  de  la  concepción ,  ó  al  del  parto,  ó  en  el  interme- 
dio aunque  solo  fuese  un  instante,  siendo  accidental  que  el 
padre  sea  libre  ó  esclavo;  ley  2 ,  tit.  21 ,  Parí.  lh  Es  libro 
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por  adquisición  de  la  libertad  el  que  mediante  la  manumi-  ¡^libros  se  hallaren  fuera  de  la  residencia  del  tribunal  que  de- 
sior.  sale  de  la  esclavitud  en  que  se  hallaba  ;  ley  11 ,  lit.  22»/írs»""etó  su  exhibición ,  se  verificará  esta  en  el  lugar  donde  exis- 


Part.  4.  El  libre  por  nacimiento  se  llama  ingenuo,  y  el  que 
lo  es  por  manumisión  se  dice  libertino.  —  El  que  nace  de 
ambos  padres  libres  ,  sigue  la  condición  del  padre  en  cuanto 
á  los  honores;  y  el  que  nace  de  uno  libre  y  otro  siervo, 
sigue  la  condición  de  la  madre  en  cuanto  á  la  libertad  ó 
servidumbre;  d.  ley  2  ,  üt.  21.  El  hombre  libre  puede  ser 
independiente  en  el  estado  de  familia,  ó  bien  estar  sujeto  á 
la  potestad  de  otro,  esto  es,  de  su  padre  ó  de  su  tutor  ó  cu- 
rador. Los  hombres  libres,  ademas  de  su  division  en  inge- 
nuos y  libertinos,  se  dividen  también  en  nobles  y  del  estado 
general,  eclesiásticos  y  legos,  vecinos  y  transeúntes,  natu- 
rales y  estranjeros. 

LIBREROS.  Véase  Libertad  de  imprenta. 

LIBROS  de  comercio.  Los  libros  que  está  obligado  ate- 
ner todo  comerciante  para  llevar  cuenta  y  razón  de  sus 
operaciones  ;  y  son  el  libro  diario ,  el  libro  mayor  ó  de  cuen- 
tas corrientes,  y  el  libro  de  inventarios;  orí.  32  del  cód.  de 
com.  Estos  tres  libros  (l)  deben  estar  encuadernados,  for- 
rados y  foliados ,  como  asimismo  rubricados  en  todas  sus 
hojas  por  uno  de  los  individuos  y  el  escribano  del  tribunal 
de  comercio,  ó  en  su  defecto  por  el  magistrado  civil  y  su 
secretario,  quienes  pondrán  ademas  en  la  primera  hoja  una 
nota  con  fecha  y  firma  espresando  el  número  de  hojas  que 
contiene  el  libro;  art.  40.  No  se  puede  alterar  en  los  asien- 
tos el  orden  progresivo  de  fechas  y  operaciones;  ni  dejar 
olancos  ó  huecos;  ni  hacer  interlineaciones,  raspaduras  ó 
enmiendas,  sino  que  cualquiera  equivocación  ú  omisión  se 
ha  de  salvar  por  medio  de  un  nuevo  asiento;  ni  tachar  asien- 
to alguno;  ni  mutilar  alguna  parte  del  libro ,  ó  arrancar  al- 
guna hoja,  y  alterar  la  encuademación  y  foliación;  art.  41. 
Los  libros  que  carezcan  de  alguna  de  dichas  formalidades,  ó 
tengan  alguno  de  los  defectos  y  vicios  que  se  han  notado, 
no  tienen  valor  en  juicio  con  respecto  al  comerciante  á  quien 
pertenezcan  :  debiendo  estarse  en  las  diferencias  que  le 
ocurran  con  otro  comerciante,  cuyos  libros  estén  arreglados 
y  sin  tacha,  á  lo  que  de  estos  resulte;  y  ademas  incurrirá 
aquel  en  una  multa  prudencial  que  no  baje  de  mil  reales  ni 
pase  de  veinte  mil ,  en  caso  de  ocupación  ó  reconocimiento 
judicial ,  sin  perjuicio  de  que  en  el  caso  de  suplantación  de 
alguna  partida  falsa  se  proceda  criminalmente  contra  el  au- 
tor de  la  falsificación;  arts.  42,  43  y  44. 

No  se  puede  hacer  pesquisa  de  oficio  para  averiguar  si  un 
comerciante  lleva  sus  libros  arreglados  ;  pero  si  en  el  caso 
de  que  se  le  mande  su  exhibición  los  oculta  ó  le  falta  alguno, 
ademas  de  incurrir  por  cada  libro  que  dejare  de  llevar  en 
una  multa  que  no  baje  de  seis  mil  reales  ni  pase  de  treinta 
mil,  ha  de  ser  juzgado  en  sus  controversias  por  los  libros  de 
su  adversario,  siempre  que  se  encuentren  arreglados,  sin 
admitirle  prueba  en  contrario  ;  arts.  45  y  49.  Tampoco  pue- 
de decretarse  á  instancia  de  parle  la  comunicación ,  entrega 
ni  reconocimiento  general  de  los  libres  sino  en  los  juicios  de 
sucesión  universal ,  liquidación  de  compañía  ó  de  quiebra  ; 
art.  50.  Fuera  de  estos  casos ,  solo  se  provee  á  instancia  de 
parte  ó  de  oficio  la  exhibición  de  los  libros,  siendo  necesario 
para  esto  que  la  persona  á  quien  pertenezcan  tenga  interés 
ó  responsabilidad  en  la  causa;  y  entonces  se  hace  el  reco- 
nocimiento de  los  libros  exhibidos  á  presencia  del  dueño  ó 
su  comisionado ,  debiendo  contraerse  á  los  artículos  que  ten- 
gan relación  con  la  cuestión  que  se  ventila;  art.  SI.  Si  los 

(1)  Escriche  hace  mención  de  tres  libros  arreglándose  al  códi- 
go mercantil  de  España  desde  cl  art.  32  ,  sec.  2  ,  lit.  2  ;  pero  en- 
tre los  Mejicanos  deben  ser  cuatro,  y  en  toda  la  materia  de  libros 
de  comerciantes,  téngase  presente  el  cap.  9  de  las  Ordenanzas  de 
Bilbao,  De  los  mercaderes  aWm'os  íma  ]um  ¿*- t*>i*v ,  y  con  qué  for- 
malidad' 


„*n ,  sin  exigirse  su  traslación  al  del  juicio  ;  art.  52. 

Los  libros  de  comercio  que  no  se  hallen  informales  ni  de- 
fectuosos ,  son  admitidos  como  medios  de  prueba  en  las  con- 
testaciones judiciales  que  ocurran  sobre  asuntos  mercantiles 
entre  comerciantes  ;  art.  53.  Sus  asientos  probarán  contra 
los  comerciantes  á  quienes  pertenezcan  los  libros, sin  admi- 
tírseles prueba  en  contrario  ;  pero  el  adversario  no  podrá 
aceptar  los  asientos  que  le  sean  favorables  y  desechar  los 
que  le  perjudiquen ,  sino  que  habiendo  adoptado  este  medio 
de  prueba  ,  ha  de  estar  por  las  resultas  combinadas  que  pre- 
senten todos  los  asientos  relativos  á  la  disputa  ;  art.  53. 
También  hacen  prueba  los  libros  de  comercio  en  favor  de 
sus  dueños ,  cuando  su  adversario  no  presenta  asientos  en 
contrario  hechos  en  libros  arreglados,  ú  otra  prueba  plena 
y  concluyeme  ;  art.  53.  Cuando  resulta  prueba  contradic- 
toria de  los  libros  de  los  litigantes,  y  unos  y  otros  se  hallen 
con  las  formalidades  prescritas  y  sin  vicio  alguno,  el  tribu- 
nal prescinde  de  este  medio  de  prueba  ,  y  procede  por  los 
méritos  de  las  demás  probanzas  que  se  presenten  ;  art.  53. 
—  Los  comerciantes  y  sus  herederos  deben  conservar  sus 
libros  y  papeles  por  todo  el  tiempo  que  dure  su  giro,  y  hasta 
que  se  concluya  la  liquidación  de  tordis  sus  negocios  ; 
art.  55.  •  ** 

Los  libros  de  comercio  deben  llevarse  en  idioma  español; 
y  el  que  los  lleve  en  otro  idioma ,  sea  eslranjero ,  ó  diafecto 
especial  de  alguna  provincia  del  reino ,  incurre  en  una  multa 
que  no  baje  de  mil  reales,  ni  esceda  de  seis  mil  ;  debiendo 
hacerse  á  sus  espensas  la  -traducción  al  idioma  español  de 
los  asientos  del  libro  que  se  mande  reconocer  ó  compulsar, 
y  compeliéndosele  por  los  medios  de  derecho  á  que  en  un 
término  que  se  le  señale  transcriba  en  dicho  idioma  los  libros 
que  hubiere  llevado  en  otro  ;  art.  54. 

El  comerciante  que  no  tiene  la  aptitud  necesaria  para  lle- 
var sus  libros  y  firmar  los  documentos  de  su  giro,  debe  nom- 
brar y  autorizar  con  poder  suficiente  la  persona  que  se  en- 
cargue de  su  contabilidad  ;  y  de  este  poder  se  ha  de  tomar 
razón  en  el  registro  general  de  Comercio  de  la  provincia  ; 
art.hl.  ■-    ' 

Ademas  de  los  libros  indicados ,  puede  el  comerciante  lle- 
var todos  los  ausiliares  que  estime  conducentes  para  el 
mejor  orden  y  claridad  de  sus  operaciones  ;  pero  para  que 
puedan  aprovecharle  en  juicio ,  han  de  reunir  todos  los  re- 
quisitos que  se  prescriben  con  respecto  á  los  libros  necesa- 
rios ;  art.  48.  Entre  estos  puede  contarse  también  el  libro 
copiador,  aunque  no  requiere  las  mismas  formalidades  que 
los  otros.  Véase  Carla  al  fin. 

LIBRO  diario  (2).  El  libro  en  que  el  comerciante  sienta 
dia  por  dia  y  en  orden  progresivo  todas  las  operaciones  que 
hace  en  su  tráfico ,  designando  el  carácter  y  circunstancias 
de  cada  operación ,  y  el  resultado  que  produce  á  su  cargo  ó 
descargo  ;  de  modo  que  cada  partida  manifiesta  quién  es  el 
acreedor  y  quién  el  deudor  en  la  negociación  á  que  se  re- 
fiere ;  art.  33  del  cód.  de  com.  También  se  hacen  constar  en 
él  todas  las  partidas  que  el  comerciante  consume  en  sus  gas- 
tos domésticos ,  haciendo  los  asientos  en  las  fechas  en  que 
las  estrae  de  su  caja  con  este  destino  ;  art.  35.  —  El  comer- 
ciante por  menor  no  está  obligado  á  sentar  en  el  libro  diario 
sus  ventas  individualmente,  sino  que  es  suficiente  que  haga 
cada  dia  el  asiento  del  producto  de  las  que  en  lodo  él  haya 
hecho  al  contado,  y  pase  al  libro  mayor  lasque  haga  al  fiado; 
art.  59. 

LIBRO  mayor  (5).  El  libro  en  que  el  comerciante  abre 
por  debe  y'/io  de  haber  las  cuentas  corrientes  con  cada  objeto 

(2)  Véase  el  cap.  9,  n.  2  de  las  Ordenanzas  de  Bilbao. 

(3)  Véanse  las  cit.  Orden,  de  Bilbao,  cap.  9,  n.  3. 
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ó  persona  en  particular,  trasladando  á  cada  cuenta  por  orden 
riguroso  de  fechas  los  asientos  del  diario  ;  art.  3íi  del  cód.  da 
com.  En  este  libro  debe  abrirse  también  una  cuenta  parti- 
cular, á  que  deben  trasladarse  todas  las  cantidades  que  el 
comerciante  tomare  de  su  caja  para  sus  gastos  domésticos , 
con  el  objeto  de  que  en  caso  de  quiebra  se  pueda  conocer  si 
estos  han  sido  escesivos  y  descompasados  con  relación  á  su 
haber  líquido ,  atendidas  las  circunstancias  de  su  rango  y  fa- 
milia ;  en  cuyo  caso  seria  perseguido  como  quebrado  culpa- 
ble ;  arts.  31  yû't.  —  El  libro  mayor  no  se  diferencia  del 
diario  sino  en  el  orden,  pues  su  contenido  es  el  mismo.  Yéase 
Libros  de  comercio. 

5LIBBO  de  inventarios.  El  registro  de  los  bienes ,  cré- 
ditos y  deudas  de  un  negociante.  Este  libro  empieza  con  la 
descripción  exacta  del  dinero,  bienes  muebles  é  inmuebles, 
créditos  y  otra  cualquiera  especie  de  valores  qué  formen  el 
capital  del  comerciante  al  tiempo  de  comenzar  su  giro; 
arl.  36.  Después  forma  el  comerciante  anualmente  y  estiende 
en  el  mismo  libro  el  balance  general  de  su  giro,  compren- 
diendo en  él  todos  sus  bienes,  créditos  y  acciones,  así  como 
también  todas  sus  deudas  y  obligaciones  pendientes  en  la 
fecha  del  balance,  sin  reserva  ni  omisión  alguna  ;  art.  56. 
—  Todos  los  inventarios  y  balances  generales  deben  firmarse 
por  todos  los  interesados  en  el  establecimiento  mercantil  que 
se  hallen  presentes  á  su  formación  ;  art.  36.  —  En  los  inven- 
tarios y  balances  generales  de  una  sociedad  es  suficiente  que 
se  haga  espresion  de  las  pertenencias  y  obligaciones  comu- 
nes de  la  masa  social,  sin  estenderse  á  las  peculiares  de 
cada  socio  en  particular;  art.  37.  —  Los  comerciantes  por 
menor  no  están  obligados  á  hacer  el  balance  general  sino 
cada  1res  años  ;  art.  38.  Véase  Libros  de  comercio. 

LIBRO  copiados  (1).  Un  libro  encuadernado  y  foliado  en 
que  el  comerciante  traslada  íntegramente  yá  la  letra  todas  las 
cartas  que  escribe  sobre  su  tráfico;  art.  57,  càd.  de  com.  Las 
cartas  se  han  de  poner  por  el  orden  de  sus  fechas ,  y  sin  de- 
jar huecos  en  blanco  ni  intermedios  ;  art.  58.  Las  erratas  se 
salvarán  á  continuación  de  la  misma  carta  por  nota  escrita 
dentro  de  las  márgenes  del  libro,  y  no  fuera  de  ellas;  y  las 
posdatas  ó  adiciones  que  se  hagan  despues  que  se  hubieren 
registrado  las  cartas,  se  insertan  á  continuación  de  la  última 
carta  copiada  con  la  conveniente  referencia  ;  art.  58.  —  Se 
prohibe  trasladar  las  cartas  al  copiador  por  traducción,  sino 
que  se  copiarán  en  el  idioma  en  que  hayan  escrito  los  ori- 
ginales ;  art.  59.  —  La  falta  del  libro  copiador,  su  informa- 
lidad ,  ó  los  defectos  que  en  él  se  adviertan  en  contraven- 
ción de  la  ley,  se  corrigen  con  las  penas  pecuniarias  que 
están  prescritas  para  casos  iguales  con  respecto  á  los  libros 
de  comercio  ;  arl.  60.  —  El  tribunal  puede  decretar  de  ofi- 
cio ,  ó  á  instancia  de  parle  legítima ,  que  se  presenten  en  el 
juicio  las  cartas  que  tengan  relación  con  el  litigio,  así  como 
que  se  estraigan  del  registro  copias  de  las  de  igual  clase  que 
se  hayan  escrito  por  los  litigantes,  designándose  determina- 
damente de  antemano  las  que  hayan  de  copiarse  por  la  parte 
que  lo  solicite  ;  —  art.  61. 

LIBRO  penador.  El  registro  que  en  algunos  pueblos 
tiene  la  justicia  para  sentar  las  penas  en  que  condena  á  los 
que  rompen  con  el  ganado  los  cotos  y  límites  de  las  hereda- 
des y  sitios  prohibidos. 

LIBROS  parroquiales.  Los  libros  ó  registros  que  por 
disposición  del  concilio  de  Trento  hay  en  cada  parroquia 
para  hacer  constar  todos  los  nacimientos,  matrimonios  y 
muertes  que  suceden  en  ella. 

I.  No  se  puede  usar  de  guarismos  ni  de  abreviaturas  en  la 
estension  de  las  actas. 
Las  palabras  borradas ,  interlineadas  ó  enmendadas  de- 


(1)  Véanse  dichas  Orden,  de  Bilbao,  cap.  9,  n.  ü. 


ben  salvarse  al  fin  de  cada  acta  con  espresion  individual  f 
de  la  misma  letra. 

Las  actas  de  partidas  de  nacimiento  ,  matrimonio  y  muer- 
te deben  estenderse  una  en  pos  de  otra ,  sin  claros  ni  huecos 
algunos  ;  lo  cual  se  entiende  con  las  de  cada  especie. 

II.  En  real  orden  de  Io.  de  diciembre  de  1837,  con  el  ob- 
jeto de  establecer  reglas  fijas  y  uniformes  en  este  asunto , 
se  dispuso  : 

Io.  Que  los  arzobispos,  obispos  ,  vicario  general  castrense 
y  lodos  los  que  ejercen  una  superior  jurisdicción  eclesiás-í 
tica  ,  comunicasen  la  competente  orden  á  los  párrocos  dei 
sus  respectivas  jurisdicciones  y  superiores  de  los  conventos 
no  suprimidos  ,  así  como  los  jefes  políticos  á  los  directores, 
rectores  ó  administradores  de  hospicios,  hospitales,  casas  de 
expósitos  y  demás  establecimientos  de  beneficencia ,  para 
que  en  los  formularios  de  sus  respectivos  libros  de  nacidos, 
casados  y  muertos  se  espresen  las  circunstancias  que  se 
creyeron  oportunas ,  las  cuales  se  anotan  en  los  artículos 
Bautismo,  Matrimonio  y  Muerte. 

2o.  Que  para  que  estas  circunstancias  se  espresen  en  di- 
chas partidas,  se  coloque  por  primera  hoja  en  cada  libro 
de  nacidos  y  casados  y  muertos  el  respectivo  formulario  que 
se  remitía,  firmado  por  el  alcalde  del  ayuntamiento  á  que 
corresponda  la  parroquia ,  convento  ó  casa  de  beneficencia  , 
cuyos  huecos  en  blanco  son  los  sitios  en  que  han  de  colo- 
carse los  nombres  y  circunstancias  de  las  personas  que  in- 
tervienen en  estos  aclos  ;  debiendo  servir  de  modelo  los 
formularios  para  en  un  todo  imitarlos  en  las  partidas  que  á 
continuación  se  estiendan. 

5o.  Que  los  mismos  párrocos  y  superiores  de  casas  de 
beneficencia  pasen  á  sus  respectivos  ayuntamientos  los 
estados  numéricos  por  trimestres  contados  desde  Io.  de  enero 
del  año  siguiente,  de  los  nacidos,  casados  y  muertos  que 
haya  habido  en  su  feligresía  ó  establecimientos,  arreglando 
dichos  estados  á  los  modelos  que  van  adjuntos  ,  y  remitién- 
dolos siempre  en  el  mes  inmediato  á  la  conclusion  de  cada 
trimestre. 

h°.  Que  los  arzobispos  y  obispos  conminen  del  modo  que 
su  prudencia  les  dicte  á  dichos  párrocos  y  demás  superiores 
que  ejercen  jurisdicción  eclesiástica,  así  como  los  jefes  polí- 
ticos á  los  directores,  rectores  ó  administradores  de  casas 
de  beneficencia ,  por  las  faltas  ú  omisiones  que  cometan  en 
lo  prevenido  en  los  tres  artículos  precedentes,  según  queja 
presentada  por  el  ayuntamiento  que  haya  notado  la  falta 
al  jefe  político  ,  que  debe  trasladar  este  al  respectivo  arzo- 
bispo ú  obispo,  si  se  tratase  de  persona  sujeta  á  su  juris- 
dicción. 

5o.  Que  los  ayuntamientos  cuiden  bajo  su  responsabilidad 
de  la  puntual  remisión  que  les  han  de  hacer  los  párrocos  y 
superiores  de  casas  de  beneficencia  de  los  mencionados 
estados,  é  igualmente  de  su  examen,  con  facultad  de  ven- 
tilar las  dudas  que  les  ocurran,  comisionando  al  intento  á 
un  individuo  de  su  seno  ;  y  si  por  parte  de  dichos  párrocos 
ó  superiores  se  faltase  á  esta  puntualidad,  se  la  deben  re- 
cordar de  oficio  los  ayuntamientos  antes  de  dar  cuenta  á  su 
respectivo  jefe  político. 

6o.  Que  los  ayuntamientos  compendien  los  estados  de  los 
trimestres  en  resumen  con  arreglo  á  los  modelos  que  se  les 
envian  ;  los  cuales  deben  remitir  precisamente  en  el  mes 
siguiente  de  su  recibo  á  la  diputación  provincial  á  que  cor- 
respondan; estas  corporaciones  deben  castigarlas  faltas  ú 
omisiones  que  aquellos  cometan  con  la  multa  que  juzguen 
prudente. 

7o.  Que  las  diputaciones  provinciales  formen  un  estado 
compuesto  de  los  totales  de  los  partidos,  y  los  remitan  al 
ministro  de  la  gobernación  en  el  mes  siguiente  de  haberlos 
recibido. 

III.  Los  estrados  ó  traslados  de  u**  seta  ó  partida  espe- 
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didos  por  el  cura  párroco,  ó  sacados  por  uti  ééfe/ibano  á  quien 
el  registro  parroquial  se  haya  puesto  de  manifiesto,  hacen 
fe  en  juicio,  estando  legalizados  en  debida  forma. 

Si  los  actos  de  matrimonio  ,  nacimiento  y  muerte  pasaren 
fuera  del  territorio  español,  pueden  las  partes  interesadas 
acreditar  su  existencia  en  forma  legal,  y  presentar  el  do- 
cumento justificativo  al  agente  diplomático  español  mas 
cercano. 

En  los  casos  de  omisión  ,  ó  pérdida  por  incendio ,  inun- 
dación ,  robo  ú  otra  causa  ,  se  puede  suplir  la  identidad  de 
los  actos  por  prueba  instrumental  ó  de  testigos  ;  y  la  calidad 
de  hijo  de  persona  determinada  se  prueba  también  en  este 
caso  acreditando  la  posesión  de  los  siguientes  estreñios  : 
Io.  la  de  haber  sido  reputado  como  tal  hijo  por  el  padre , 
la  familia  ,  y  el  común  de  vecinos  :  2o.  la  de  haber  usado 
constantemente  y  sin  contradicción  el  apellido  del  padre  : 
3o.  la  de  haber  recibido  de  él  como  tal ,  alimentos  y  edu- 
cación. 

LICENCIA  absoluta.  La  separación  total  del  servicio 
público  hecha  siempre  de  real  orden,  unas  veces  con  el  uso 
de  uniforme,  fuero  ó  sueldo,  y  otras  sin  ventaja  alguna  y 
aun  con  prohibición  de  servir  en  lo  sucesivo.  La  causa  del 
licénciamiento  varía  sus  términos  en  cada  caso  individual. 

LICENCIA  temporal.  Permiso  real  ó  de  las  autoridades 
compatenles  para  dejar  por  algún  tiempo  el  servicio  activo 
ó  diferir  la  toma  de  posesión  de  un  destino.  En  real  orden 
de  2S  de  febrero  de  1838  ,  confirmada  y  estrechamente 
recordada  por  la  de  26  de  mayo  de  1844,  espedidas  am- 
bas por  el  ministerio  de  Gracia  y  Justicia ,  se  manda  lo 
siguiente  : 

Io.  Todo  el  que  siendo  nombrado  magistrado  ,  juez  ó  pro- 
motor fiscal  solicita  próroga  del  término  de  los  cincuenta 
dias  que  por  regla  general  están  señalados  á  lo  mas  para 
tomar  posesión  de  un  destino ,  se  entenderá  que  lo  renuncia. 
Lo  mismo  se  entenderá  respecto  del  que  no  se  presente  á 
tomar  posesión  dentro  del  término  que  se  le  haya  señalado. 
—  2o.  Las  audiencias  cuidarán  bajo  su  responsabilidad  de 
hacer  que  no  se  dé  posesión  á  los  que  se  hallen  compren- 
didos en  el  artículo  anterior,  y  la  que  se  diere  en  contra- 
vención á  él  quedará  sin  efecto.  —  5.°  Toda  solicitud  de 
licencia  se  dirigirá  por  conducto  del  regente,  el  cual,  oyendo 
al  fiscal  ó  fiscales  si  los  hubiere,  informará  sobre  la  legiti- 
midad y  justificación  de  las  causas  en  que  se  fundo ,  y  sobre 
la  oportunidad  de  la  licencia ,  espresando  si  el  servicio  pú- 
blico queda  bien  atendido.  —  4o.  Cualesquiera  otras  instan- 
cias de  los  funcionarios  arriba  señalados,  de  los  subalternos, 
de  los  tribunales  y  juzgados,  de  los  escribanos,  notarios  y 
procuradores ,  alguaciles  y  demás  oficiales  públicos  que 
tengan  que  acudir  à  este  ministerio  ,  so  dirigirán  por  el 
mismo  conducto  del  regente  ,  quien  las  remitirá  con  un  in- 
forme igualmente  espresivo  y  motivado  ,  oyendo  al  fiscal 
cuando  se  trate  de  la  derogación  ó  dispensa  de  alguna  ley 
ó  reglamento.  —  b°.  Los  subalternos  de  los  juzgados  de  pri- 
mera instancia  se  dirigirán  al  juez,  quien  pasará  las  instan- 
cias con  su  informe  al  regente,  y  este  obrará  como  queda 
prevenido.  —  6o.  Los  ministros  y  subalternos  del  supremo 
tribunal  de  Justicia  y  del  especial  de  las  órdenes  se  dirigirán 
por  conducto  de  sus  presidentes  ,  quienes  en  tal  caso  infor- 
marán en  la  forma  prevenida.  —  7o.  No  se  dará  curso  en 
este  ministerio  á  las  instancias  que  no  vengan  en  la  forma 
prevenida  ,  y  ademas  se  pondrá  en  los  respectivos  espe- 
die..ies  de  cada  interesado  ,  nota  de  la  infracción  ó  infrac- 
ciones que  cometan  contra  estas  reglas.  Solo  con  certificación 
de  haber  presentado  estas  solicitudes  adonde  determinan 
los  anteriores  artículos,  y  pasado  un  mes  sin  que  se  les  haya 
dado  curso  ,  sea  por  estravío  ú  otra  causa  semejante  ,  será 
permitido  acudir  al  gobierno  en  derechura.  —  8°.  Tampoco 
se  dará  curso  en  esta  secretaria  á  las  solicitudes  de  indulto 


que  no  vengan  por  conducto  de  los  jefes  de  presidio  cuando 
los  pretendientes  son  rematados,  ó  por  el  del  regente  en  otro 
caso,  debiendo  aquellos  y  este  remitir  las  instancias  con  su 
informe  motivado.  Cuando  su  parecer  sea  negativo,  no  darán 
curso  á  las  solicitudes,  pero  enterarán  á  los  interesados.  Se 
esceptúan  de  esta  regla  las  solicitudes  de  indulto  que  per- 
sonalmente entregan  los  interesados  á  la  real  persona,  y 
S.  M.  se  digna  admitirlas. 

El  uso  de  licencias  temporales  á  los  dependientes  del 
mismo  ministerio  de  gracia  y  justicia ,  está  sujeto  á  las 
siguientes  reglas  circuladas  en  real  orden  de  50  de  mayo 
de  1845  : 

Ia.  El  presidente  del  tribunal  supremo  dará  cuenta  al 
gobierno  cuando  se  ausente  en  uso  de  real  licencia  y  cuando 
vuelva  al  servicio  de  su  magistratura. 

2a.  El  mismo  presidente  deberá  dar  cuenta  al  gobierno 
del  dia  en  que  los  ministros,  fiscal  y  abogados  fiscales  del 
de  dicho  tribunal  empiecen  á  hacer  uso  de  la  licencia  que 
hayan  obtenido  de  S.  M.,  ó  de  dicho  presidente,  en  virtud 
de  la  facultad  que  á  este  concede  el  artículo  29  del  regla- 
mento del  espresado  tribunal.  Igual  aviso  pasará  del  dia  en 
que  el  interesado  vuelva  al  ejercicio  de  su  plaza. 

3a.  Los  subalternos  del  tribunal  supremo  darán  aviso  al 
presidente  cuando  empiecen  à  hacer  uso  de  licencia  y  cuando 
regresen ,  ya  se  conceda  esta  por  aquel  en  virtud  de  la 
facultad  que  le  concede  dicho  artículo  29,  ya  por  orden 
de  S.  M. 

4a.  Los  regentes  de  las  audiencias  al  ausentarse  por  ocho 
dias  sin  licencia  real ,  y  al  hacer  uso  de  la  que  S.  M.  les 
conceda ,  pasarán  aviso  á  este  ministerio ,  y  también  darán 
parte  al  mismo  al  volver  á  encargarse  de  la  regencia. 

5a.  Los  ministros  y  fiscales  de  las  audiencias ,  los  jueces 
de  primera  instancia,  los  abogados  fiscales,  los  promotores, 
y  los  subalternos  de  aquellas  darán  iguales  avisos  al  regente 
respectivo,  cualquiera  que  sea  el  término  de  la  licencia  ;  y 
los  promotores  participarán  ademas  su  salida  y  su  vuelta 
al  fiscal  de  la  audiencia  respectiva  como  su  inmediato  jefe. 
6a.  Los  regentes  darán  cuenta  al  gobierno  del  dia  en  que 
hubieren  empezado  á  usar  de  la  licencia  y  del  en  que  re- 
gresaren los  ministros,  fiscales,  abogados  fiscales  ,  jueces 
de  primera  instancia  y  promotores. 

7a.  Los  subalternos  de  las  audiencias  darán  iguales  avisos 
al  regente  respectivo  ;  pero  este  no  tendrá  obligación  de 
comunicarlos  al  gobierno. 

8a.  Los  subalternos  délos  juzgados  pasarán  iguales  partes 
al  juez,  cuando  hagan  uso  de  licencia  ,  y  cuando  regresen 
á  su  residencia  respectiva,  ya  sea  que  la  hayan  obtenido 
de  S.  M.,  ó  ya  del  juez  de  primera  instancia  con  arreglo  á 
los  artículos  46  y  66  del  reglamento  de  juzgados  ;  y  el  juez 
trasladará  los  avisos  al  regente  de  la  audiencia  para  su 
conocimiento. 

9a.  Toda  licencia,  cualquiera  que  fuere  el  plazo  por  quç- 
se  conceda ,  se  entenderá  sin  efecto ,  si  no  empieza  á  usarse-. 
dentro  de  los  treinta  dias  inmediatos  al  recibo  de  la  real 
orden  en  que  se  comunica  al  interesado  ;  á  menos  que  en 
esta  se  dispusiere  otra  cosa. 

10a.  En  cualquier  caso  en  que  se  conceda  licencia,  se 
considerará  como  terminada,  cuando  habiendo  empezado  á 
usarla  el  interesado,  regrese  à  servir  su  destino  ó  cargo 
aunque  falten  algunos  dias  para  cumplirla  ;  no  pudiendo 
por  consiguiente  usarse  de  una  parte  del  plazo  en  una  oca- 
sión, y  en  otra  del  tiempo  que  reste  hasta  su  vencimiento. 
IIa.  Los  que  en  la  actualidad  hubieren  obtenido  licencia 
sin  haberla  disfrutado  todavía,  se  sujetarán  á  lo  respectiva- 
mente prevenido  en  las  reglas  precedentes. 

Para  ultramar  está  mandado  por  punto  general  en  real 
orden  de  12  de  diciembre  de  1854  que  todas  las  solicitudes 
de  licencia  para  la  península,  vengan  por  conducto  de  los 


LI 


—  IfTôÇr 


LI 


jefes  respectivos  y  con  informe  de  estos  :  y  à  fin  de  que  el 
uso  intempestivo  de  las  que  se  concedieran  en  el  ramo  judi- 
cial no  perjudicase  al  servicio  público  ,  se  dispuso  en  real 
orden  circular  de  15  de  octubre  de  184b:  —  Io.  Que  toda 
licencia  temporal  quede  sin  valor  alguno  siempre  que  el 
interesado  no  haya  comenzado  á  usarla  dentro  de  los  tres 
meses  siguientes  al  recibo  de  la  real  orden  de  su  concesión. 

—  2o.  Que  toda  licencia  temporal  se  tenga  por  consumida 
cuando  habiendo  comenzado  á  usarla  el  interesado,  vuelva 
á  servir  su  destino  sin  haber  corrido  todo  el  plazo  del  real 
permiso.  De  esta  regla  general  quedaron  esceptuados  des- 
pués los  dependientes  del  ministerio  de  gracia  y  justicia  en 
Filipinas  en  virtud  de  real  orden  de  14  de  junio  de  1846, 
que  autorizó  al  capitán  general  presidente  de  la  real  au- 
diencia de  Manila  para  ampliar  el  término  de  los  tres  meses 
según  las  circunstancias  particulares  de  cada  caso. 

Los  eclesiásticos  necesitan  de  real  licencia  espresa  para 
trasladarse  á  la  corte  ,  y  el  vicario  eclesiástico  de  esta  debe 
cuidar  de  que  concluido  el  permiso  vuelvan  á  sus  iglesias, 
dando  cuenta  al  gobierno  si  no  lo  hicieren  ;  ley  8  ,  tít.  11  , 
lib.  1 ,  Nov.  Rec.  Las  solicitudes  de  esta  clase  están  com- 
prendidas en  lo  dispuesto  en  real  orden  espedida  por  gracia 
y  justicia  en  13  de  enero  de  1844  que  dice  lo  siguiente: 
«  Io.  Todos  los  eclesiásticos ,  de  cualquier  categoría  ó  digni- 
dad, al  dirigir  sus  esposiciones  á  la  reina  lo  harán  por  con- 
ducto de  su  respectivo  diocesano,  quien  al  remitirlas  á  este 
ministerio  informará  acerca  de  ellas  cuanto  se  le  ofrezca. 

—  2o.  Las  solicitudes  que  no  vengan  por  el  espresado  con- 
ducto quedarán  sin  curso ,  á  no  ser  que  versen  sobre  queja 
contra  el  diocesano.  — 5o.  Estas  disposiciones  regirán  desde 
Io.  de  febrero  próximo.  » 

LICENCIADO.  El  que  ha  obtenido  el  grado  de  licen- 
ciado en  alguna  facultad. 

Por  orden  del  gobierno  de  6  de  noviembre  de  1843  se  halla 
resuelto  :  Io.  que  el  título  de  licenciado  en  jurisprudencia 
obtenido  en  las  universidades  literarias  será  suficiente  para 
ejercer  la  abogacía  en  todo  el  territorio  español  sin  nece- 
sidad de  obtener  autorización  previa  de  los  tribunales  de 
justicia  :  2o.  que  este  título  será  espedido  de  orden  de  S.  M, 
por  el  ministro  de  la  gobernación  de  la  península  :  5o.  que 
para  llevar  á  efecto  lo  dispuesto  en  el  artículo  anterior,  las 
universidades  literarias ,  una  vez  concluidos  los  ejercicios 
que  se  exigen  para  el  grado  de  licenciado  ,  remitirán  á  este 
ministerio  el  acta  de  la  aprobación  del  aspirante  arreglada 
al  modelo  adjunto  en  lugar  de  entregarle  el  diploma  que  hoy 
se  libra  :  4o.  que  espedidos  los  títulos  se  enviarán  estos  á 
las  universidades  de  que  proceden ,  para  que  por  su  con- 
ducto lleguen  á  poder  de  los  interesados  :  —  b°.  que  lo  dis- 
puesto en  los  artículos  anteriores  no  se  entenderá  con  los 
que  á  esta  fecha  fueren  licenciados  en  jurisprudencia ,  á  no 
ser  que  prefieran  presentar  su  diploma  de  licenciado  espe- 
dido por  universidad  para  cancelarlo  por  el  de  este  minis- 
terio ,  á  solicitar  de  una  audiencia  territorial  la  autorización 
para  abogar,  en  cuyo  caso  habrán  de  abonar  el  importe  de 
sello  y  demás  gastos  que  por  esta  razón  se  ocasionen. 

LICITACIÓN.  La  venta  que  se  hace  á  pública  subasta 
por  los  comuneros  ó  copropietarios  de  una  cosa  común  que 
Jio  puede  dividirse  cómodamente.  Si  una  cosa  que  perte- 
nece á  muchos  dueños  no  puede  partirse  sin  pérdida  ó  de- 
terioro ,  y  no  hay  entre  ellos  quien  quiera  ó  pueda  tomarla 
por  su  justo  precio,  dando  á  los  demás  la  parte  que  les  cor- 
responda, se  saca  á  pública  subasta  y  se  adjudica  al  com- 
prador que  mas  ofrezca,  y  el  precio  se  reparte  entre  los 
varios  dueños.  La  licitación  tiene  lugar  principalmente  en 
las  particiones  de  herencias,  y  puede  considerarse  no  tanto 
una  venta  como  un  modo  de  hacer  la  division  de  una  cosa 
común ,  siendo  uno  de  los  efectos  de  la  acción  familiœ  er- 
ciscundee  ó  communi  dividundo.  La  licitación  se  suele  hacer 


entre  los  mismos  propietarios ,  y  queda  la  cosa  común  en 
favor  de  aquel  de  entre  ellos  que  ofrece  un  precio  mas  alto; 
mas  también  se  admite  ó  los  estraños  cuando  se  cree  que 
así  se  conseguirán  mayores  ventajas.  Véase  Bienes  indivi- 
duos, y  Subasta  pública. 

LICITADOB  ó  licitante.  El  que  vende  al  mayor  pos- 
tor ó  hace  almoneda  de  la  finca  ó  alhaja  que  no  puede  par- 
tirse entre  los  varios  dueños  ;  y  mas  comunmente  el  que 
ofrece  precio  ó  hace  postura  á  ella  .  ó  puja  la  cantidad  ofre- 
cida por  otro.  Licitar,  tiene  las  mismas  acepciones. 

LÍCITO.  Lo  que  no  está  prohibido  por  las  leyes  :  Id 
omne  licilum  est,  quod  non  esl  legibus  prohibiliim  ;  quam- 
obrem ,  quod  lege  permitiente  fit ,  pœnam  non  meretur.  Pero 
no  todo  lo  que  es  lícito,  es  honesto  :  Non  omne  quod  licet , 
honesium  est;  ley  144,  D.  de  regulis  juris.  Hay  cosas  que 
no  conviene  hacerlas  ,  aunque  sean  lícitas.  Est  aliquid  quod 
non  oporleat ,  eliamsi  licet  (Cicero  pro  Balbo). 

LICTOR.  Cierto  ministro  de  justicia  entre  los  Romanos, 
que  precedía  con  las  fasces  á  los  cónsules  y  otros  magis- 
trados. 

LID.  Una  especie  de  prueba  usada  antiguamente  por  los 
que  querian  defenderse  con  armas  del  delito  por  que  eran 
retados.  Los  hidalgos  peleaban  á  caballo,  y  los  plebeyos  á 
pié.  Si  el  retador  ó  acusador  moria  en  el  campo,  quedaba 
el  retado  ó  acusado  libre  del  reto  ó  acusación  ;  y  si  por  el 
contrario  moria  el  retado  quedaba  igualmente  libre  del 
yerro,  puesto  que  perdía  la  vida  por  defender  su  inocencia. 
Los  hombres  tenian  entonces  por  mas  conveniente  d'efender 
su  derecho  y  lealtad  con  las  armas  que  esponer  el  uno  y  la 
otra  á  los  riesgos  de  una  pesquisa  ó  de  unos  falsos  testigos. 
Véase  Juicios  de  Dios. 

LID  ferida  de  palabras.  Espresion  anticuada  que  signi- 
fica demanda  ó  pleito  contestado. 

LIGA.  La  confederación  que  hacen  entre  sí  algunas  per- 
sonas para  defenderse  de  sus  enemigos  ó  para  ofenderlos;  ó 
bien  para  impedir  el  arriendo  de  las  rentas  reales. 

Está  prohibida  toda  liga  ,  cofradía  ó  ayuntamiento  en  que 
se  obliguen  los  confederados  ó  cofrades  á  guardarse  unos  á 
otros  contra  otros  ,  bajo  las  penas  corporales  y  pecuniarias 
á  que  se  hagan  acreedores;  ley  1,  lit.  12,  lib.  12,  Nov.  Rec. 
Pero  por  la  ley  12  del  mismo  tít.  y  libro  se  manda,  que  las 
personas  que  formen  ligas  ó  cofradías  para  hacer  daño  á 
otras ,  ó  por  satisfacer  su  venganza  ó  el  odio  que  profesan  á 
algunos  sugetos ,  contribuyendo  para  ello  con  cantidades  de 
dinero  ,  aunque  para  ocultar  sus  perversos  fines  las  hagan 
bajo  la  advocación  de  algún  santo ,  incurran  en  las  penas  de 
muerte  y  confiscación  de  sus  bienes,  si  requeridas  no  las 
revocan  y  deshacen,  pudiendo  las  justicias  hacer  pesquisa 
sobre  dicho  delito  sin  preceder  denuncia  ni  mandato. 

Los  obispos ,  abades  ú  otras  personas  eclesiásticas  qua 
escandalicen  los  pueblos  mostrando  ser  de  algún  bando  ó 
parcialidad,  formando  ligas  ó  contribuyendo  á  ellas  con  su 
consejo,  favor  ó  ayuda,  bien  por  sus  mismas  personas, 
bien  per  medio  de  los  suyos,  deben  ser  espatriados  y  per- 
der las  temporalidades  ;   ley  3 ,  tít.  12 ,  lib.  12,  Nov.  Rec. 

Los  que  hicieren  liga  para  que  no  se  arrienden  las  rentas 
reales,  se  castigan  con  la  pérdida  de  todo6  sus  bienes;  y  los 
otros  conciertos ,  ligas  y  monopolios  en  perjuicio  de  las  mis- 
mas, con  la  pérdida  de  la  mitad;  ley  11 ,  tít.  12,  lib.  12, 
Nov.  Rec. 

Como  hoy  se  halla  abolida  la  confiscación ,  habría  de 
recurrirse  á  otra  pena  pecuniaria,  que  por  el  abuso  podría 
llegar  á  ser  una  confiscación  indirecta. 

LÍMITES  de  las  heredades.  Véase  Amojonamientos. 

LIMPIEZA  de  sangre  (I).  La  calidad  de  no  tener  mez- 
cla ni  raza  de  moros,  judíos,  herejes  ni  penitenciados. 

(1)  Las  diferencias  de  sangre,  y  la  necesidad  de  sus  informa- 
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Cuando  algún  sugeto  quería  incorporarse  en  algún  cole- 
gio, gremio  ó  instituto  ,  para  ejercer  su  profesión  ,  arte  ú 
oficio,  debia  sujetarse  á  la  prueba  que  se  hacia  de  su  lim- 
pieza de  sangre;  y  si  resultaba  que  descendía  de  alguna  de 
dichas  clases  ,  era  desechado  y  tenido  por  indigno  de  ser 
miembro  del  cuerpo  en  que  pretendía  entrar,  y  por.  consi- 
guiente quedaba  privado  del  ejercicio  de  su  industria,  á 
pesar  de  las  leyes  que  teniendo  por  objeto  promover  la  con- 
version de  los  que  no  siguen  la  religion  católica ,  concedían 
á  los  convertidos  y  sus  descendientes  los  mismos  derechos 
•que  á  los  cristianos  viejos.  Pero  por  real  orden  de  51  de 
enero  de  1835  se  mandó  que  no  se  exija  la  prueba  de 
limpieza  de  sangre  en  ninguno  de  los  casos  en  que  hasta 
entonces  se  habia  exigido  en  todos  los  establecimientos  ó 
profesiones  dependientes  del  ministerio  de  la  gobernación  , 
bastando  en  su  lugar  la  partida  de  bautismo  que  acredite 
ser  hijos  de  legítimo  matrimonio,  y  la  justificación  de  buena 
moral  y  conducta,  del  modo  que  está  prevenido  por  las 
leyes  ,  ó  por  las  constituciones  ó  reglamentos  de  los  mismos 
establecimientos. 

Ademas  por  real  decreto  de  21  de  setiembre  de  1856  se 
restableció  en  su  fuerza  y  vigor  el  promulgado  en  Cádiz 
por  las  Cortes  á  19  de  agosto  de  1811  sobre  abolición  de 
las  pruebas  de  nobleza  en  la  parte  que  concierne  á  la  ar- 
mada nacional;  y  en  fin  por  el  art.  5  de  la  Const.  de  1857 
se  declaró  que  todos  los  Españoles  son  admisibles  á  los 
empleos  y  cargos  públicos  según  su  mérito  y  capacidad. 
Véase  Artesanos. 

LINAJE.  La  descendencia  ó  línea  de  cualquier  familia. 
En  algunas  partes  se  llaman  linajes  los  vecinos  nobles  reco- 
nocidos por  tales  é  incorporados  en  el  cuerpo  de  la  nobleza. 

LÍNEA.  La  serie  ú  orden  de  las  personas  que  descienden 
de  una  raiz  ó  tronco.  Es  directa  o  colateral.  La  directa  es  la 
serie  de  las  personas  que  descienden  una  de  otra,  y  abraza 
por  tanto  los.  ascendientes  y  descendientes  :  la  colateral  ó 
transversal  es  la  serie  de  las  personas  que  no  descienden 
unas  de  otras,  pero  descienden  de  un  autor  común,  y  com- 
prende por  consiguiente  los  hermanos  ,  tios ,  primos ,  sobri- 
nos, etc.  La  línea  recta  se  divide  en  descendiente  y  ascen- 
diente :  la  primera  es  la  que  liga  al  jefe  con  los  que  descien- 
den de  él  ;  y  la  segunda  la  que  liga  ó  enlaza  una  persona 
con  aquellos  de  quienes  desciende  :  la  primera  contiene 
los  hijos,  nietos  ,  biznietos,  tataranietos,  etc.  ;  y  la  segunda 
los  padres  ,  abuelos,  bisabuelos  y  demás  que  suben  hasta 
la  raiz  ó  tronco.  La  línea  colateral  se  divide  en  línea  igual 
y  línea  desigual  :  la  igual  es  la  que  abraza  los  parientes 
que  se  hallan  igualmente  distantes  del  jefe  común  ,  como 
dos  hermanos  ,  etc.  ;  la  desigual  la  que  contiene  los  parien- 
tes de  los  cuales  el  uno  se  halla  mas  próximo  y  el  otro  mas 
remoto  de  la  raiz,  como  el  tio  y  el  sobrino ,  el  primo  hermano 
y  el  primo  segundo,  etc.  —  Llámase  ademas  línea  paterna 
la  que  abraza  los  parientes  de  parte  de  padre;  y  materna. 
la  que  comprende  los  parientes  de  parte  de  madre.  —  Los 
parientes,  así  en  la  línea  recta  como  en  la  transversal ,  es- 
tán mas  ó  menos  distantes  unos  de  otros;  y  estas  distancias 
se  llaman  grados,  los  cuales  se  computan  según  el  número 
de  generaciones  :  Gradus  est  dislantia  unius  cognali  ab  alio, 
quœ  ex  numero  generationum  computalur.  En  la  línea  recta 
se  cuentan  tantos  grados  como  son  las  generaciones  :  así  es 
que  el  hijo  está  en  primer  grado  con  respecto  al  padre,  y 
el  nieto  en  segundo.  En  la  línea  colateral  se  cuentan  los 
grados  por  el  número  de  generaciones  desde  el  uno  de  los 
parientes  hasta  el  autor  común  ,  y  desde  este  hasta  el  otro 

ciones,  incompatible  con  la  igualdad  legal ,  no  tienen  lugar  en  la 
república  de  Méjico  ;  y  aun  puede  verse  el  decreto  de  9  de  marzo 
de  1813  ,  cuyo  espíritu  es  evitar  la  rivalidad  de  clases,  salvos  los 
tratamientos  respectivos  con  arreglo  á  las  leye9^ 


pariente,  escluyendo  el  tronco  :  así  es  que  dos  hermanos 
están  en  segundo  grado,  el  lio  y  el  sobrino  en  tercero  ,  los 
primos  hermanos  en  cuarto,  y  así  en  adelante;  ley  \, 
lit.  6  ,  Part.  H.  Véase  Afinidad,  Com  ngu'.nidad  y  Grado. 

Aunque  en  rigor  no  hay  mas  que  do¿  líneas,  á  saber,  recta 
y  transversal ,  sin  embargo  los  autores  que  tratan  de  los 
mayorazgos  dan  diversos  nombres  á  las  que  contemplan 
mas  esenciales  en  ellos  y  son  las  siguientes  :  —  Ia.  Paterna 
y  efectiva ,  que  es  la  que  tiene  por  cabeza  y  principio  al  pa- 
dre, en  la  cual  se  comprenden  solo  los  descendientes  de 
este;  y  llamados  los  de  ella  ó  la  misma  línea  ,  no  suceden 
los  de  la  hembra  provenientes  del  mismo  padre,  porque  por 
la  hembra  se  rompe  la  línea  paterna  de  la  que  trae  su  orden 
la  agnación,  y  la  hembra  es  el  fin  de  la  propia  familia;  ley 
Jurisconsult.,%  Agnalionis,  D.de  gradib.;\ey  Pronunliatio, 
§  fin.,  D.  de  verbor.  signipcat.  :  —  2a.  Materna ,  porque  su 
tronco,  cabeza  ó  raiz  es  la  madre  ;  ley  Commun,  de  success.; 
leyes  1,2,  yo,  C.  de  bonis  quœ  liber.;  y  ley  Quidquid ,  C. 
de  bon.  malern.  :  —  3a.  Masculina  ,  porque  su  origen  pro- 
viene de  varón  :  —  4a.  Femenina,  porque  principia  y  dimana 
de  hembra  que  constituye  linea  ;  la  cual  se  divide  en  dos 
clases  ó  especies ,  de  las  cuales  la  primera  se  llama  incepíiva, 
porque  tiene  su  principio  en  hembra,  y  así  todos  los  que 
descienden  de  ella,  aunque  sean  varones, se  llaman  de  línea 
femenina,  porque  proceden  de  aquella  primera  hembra 
que  es  su  tronco  ;  y  la  segunda  se  llama  inceptivay  conti- 
nuativa ,  porque  se  compone  solo  de  hembras  sin  mezcla  de 
varón  alguno,  al  modo  que  la  de  varones  sin  interpolación 
de  hembra  en  la  sucesión;  la  cual  tiene  lugar  cuando  por 
eslincion  de  la  línea  masculina  entra  la  femenina ,  ó  cuando 
son  llamadas  las  hembras  á  la  sucesión  con  esclusion  espresa 
de  los  varones  ,  pues  en  el  llamamiento  de  aquellas  de  nin- 
gún modo  se  incluyen  los  varones;  lo  que  sucede  al  contra- 
rio en  el  de  estos  ;  y  así  en  la  sucesión  de  este  mayorazgo  se 
deben  observar  las  mismas  reglas  que  en  el  de  los  varones 
solos,  porque  versa  identidad  de  razón  ;  cap.  3  y  fin  de  con- 
sanguinil.  etaffinit. ,  %  Cœtcrum  ,  Institut.,  de  legitim.  ag- 
nat.  success.;  ley  Si  Ha  sit  scriptum ,  Uo  ,  D.  de  legal. 'i; 
ley  1 ,  D.  de  his  qui  sunl  sui  vel  alieni ,  y  ley  últ.,  §  fin.,  D. 
de  legat.  3  :  —  8a.  Actual  ó  posesoria ,  y  es  laque  constituye 
el  actual  poseedor,  que  como  legítimo  sucesor  la  ocupa 
verdadera  y  realmente  :  —  6a.  Contentiva  o  comprensiva,  y 
es  la  que  tiene  principio  en  el  superior  que  hace  la  agnación 
y  generación  del  padre ,  por  lo  que  no  solo  comprende  á 
este  sino  á  sus  ascendientes,  descendientes  y  transversales, 
y  á  los  del  fundador  y  último  poseedor  en  lo  que  toca  á  la 
parle  del  mismo  fundador,  pues  para  que  sea  contentiva 
han  de  tener  parentesco  con  ambos,  y  no  basta  que  lo  tengan 
con  el  último  poseedor  solamenle  :  —  7a.  De  sustancia,  y 
es  la  que  comprende  á  los  ascendientes,  descendientes  y 
transversales  sin  distinción  de  varones  ni  hembras,  mediando 
entre  ellos  la  preferencia  solo  por  atención  y  respeto  á  la 
línea,  grado,  sexo  y  edad:  cuya  línea,  como  irregular,  y 
por  su  variedad  de  difícil  comprensión  ,  se  encuentra  en  los 
mayorazgos  en  que  no  se  observa  el  orden  regular  de  lla- 
mar y  suceder  :  —  8a.  De  cualidad,  y  es  la  que  se  compono 
de  las  personas  que  tienen  las  cualidades  naturales  ó  acci- 
dentales que  apeteció  el  fundador,  v.  gr.  si  quiso  que  los 
sucesores  fuesen  agnados  ó  de  simple  masculínídad,  nobles, 
doctores,  licenciados,  hembras,  etc.  :  — 9a.  De  agnación, 
la  cual  es  de  tres  maneras,  esto  es ,  rigorosa  ó  absoluta ,  //- 
ttíüada,  y  artificiosa  ó  fingida,  entendiéndose  por  la  primera 
y  la  última  la  que  se  esplica  en  las  palabras  Agnación  y 
Mayorazgo,  y  por  la  limitada  cuando  el  rigor  de  la  mascu- 
línídad no  se  amplía*  ni  estiende  á  todos  los  llamados,  sme 
solamenle  á  algunos  determinados,  ó  á  ciertas  lineas,  grados 
y  tiempos,  porque  el  fundador  no  fundó  el  mayorazgo  sim- 
ple y  absolutamente  por  conservar  perpetuamente  la  agna- 
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cion  entre  todos  sus  sucesores  :  —  10.  Masculina,  à  de  sim- 
ple, pura  ó  nuda  masculinidad ,  de  la  cual  se  tratará  en  la 
palabra  Mayorazgo  : —  11.  Habitual  de  primogcMura ,  y 
es  la  que  cualquiera  primogénito  constituye  para  si  y  para 
.sus  descendientes  al  instante  que  nace  con  esclusion  del 
segundo  bijo,  aunque  muera  en  vida  del  poseedor,  ó  des- 
pués de  la  institución  del  mayorazgo  :  —  12.  Electiva ,  y  es 
laque  comprende  á  las  personas  que  eligen  aquellos  á quie- 
nes* el  fundador  dio  facultad  para  elegir  ó  nombrar  suceso- 
res en  el  mayorazgo  :  —  13.  Postergada  ,  y  es  cuando  una 
carece  de  varón,  y  por  esto  pasa  el  mayorazgo  á  otra,  y  fal- 
tando varón  en  esta  vuelve  á  la  atrasada  que  por  no  tener 
varón  lo  perdió  entonces  :  —  Uí.  Defectiva,  y  es  cuando  se 
llama  á  alguno  porque  se  estinguió  ó  faltó  la  de  otro ,  pues 
la  de  aquel  entra  á  la  sucesión  del  mayorazgo  y  ocupa  por 
defecto  el  lugar  de  la  de  esta.  Simon  de  Pétris,  interprétât, 
ullim.  volunt.,  lib.  3,  inlerprel.  2,  dub.  3;  Castillo,  lib.  S, 
controv.,  cap.  93;  Card.  Ant.  de  Luca,  de  linea  legali, 
tom.  1,  art.  ik;  Rojas,  de  incompat.,  parte  1  ,  cap.  6; 
Aramburu  ,  de  vera  identitate  legali,  cap.  3. 

LINEAL.  Lo  perteneciente  á  la  línea  ;  como  incompati- 
bilidad lineal,  contrapuesta  á  la  personal  en  los  mayorazgos. 

LIQUIDACIÓN.  La  aclaración  y  desenredo  de  algunas 
cuentas,  como  de  las  de  alguna  sucesión  ó  sociedad  de  co- 
mercio. En  materia  de  sucesiones  puede  definirse  :  la  cuenta 
que  se  forma  para  averiguar  la  suma  ó  cuota  que  corresponde 
por  sus  respectivos  derechos  á  cada  uno  de  los  interesados 
en  la  herencia. 

LÍQUIDO.  Aplícase  á  las  cosas  que  son  claras,  ciertas 
en  su  cantidad  ó  valor,  y  siû  contestación,  de  suerte  que 
baste  pronunciar  el  nombre  para  saber  en  qué  consisten  y 
cuál  es  su  estension  :  Cerlum  est  quod  ex  ipsa  pronunlia- 
tione  apparet  quid  ,  quale  ,  quantumque  sil.  Así  cuando  se 
dice  que  la  compensación  no  se  hace  sino  de  cosas  líquidas , 
se  quiere  dar  á  entender  que  no  puede  pedirse  aquella  sino 
cuando  las  deudas  son  ciertas  y  exigibles  hic  el  nuñe  tanto 
de  una  parte  como  de  otra  :  lo  que  no  podría  decirse  de  una 
deuda  que  pendiese  de  una  condición,  de  la  discusión  de 
una  cuenta,  del  éxito  de  un  proceso,  ó  déla  llegada  de 
cierto  dia.  Véase  Compensación. 

LITE,  litis,  litigio.  El  pleito,  la  altercación  en 
juicio. 

LITIGANTE.  El  que  disputa  en  juicio  con  otro  sobre 
alguna  cosa  ,  ya  sea  como  actor  ó  demandante  ,  ya  como 
reo  ó  demandado. 

Todo  litigante  que  no  tiene  justa  causa  para  litigar  se 
llama  litigante  temerario  ,  y  es  condenado  en  las  costas  que 
causó  á  su  contrario  pidiéndolas  este. 

Se  reputa  no  tener  causa  justa  para  litigar  el  que  pone 
una  demanda  inepta  ,  el  que  no  prueba  su  acción  ó  escep- 
cion ,  el  que  presenta  alguna  acción  ó  escepcion  maliciosa- 
mente ,  el  contumaz  y  otros. 

No  se  cree  sin  justa  causa  para  litigar  el  que  justifica  su 
intención  con  dos  testigos  á  lo  menos,  aunque  estos  sean 
luego  tachados,  à  no  ser  que  hubieran  sido  sobornados  ;  ni 
el  que  al  principio  del  pleito  hizo  el  juramento  de  calumnia, 
pues  con  él  se  escluye  la  presunción  de  haber  litigado  mali- 
ciosamente ,  á  menos  que  resulte  lo  contrario  del  proceso. 

Si  el  litigante  temerario  es  pobre,  no  se  le  debe  prender, 
ni  tomarle  sus  vestidos ,  ni  obligarle  á  dar  fiador  por  el 
importe  de  las  costas ,  ni  por  el  de  los  derechos  que  deven- 
gue en  defenderse. 

Se  llama  pobre  el  que  aunque  tenga  lo  indispensable  para 
vivir,  no  tiene  para  litigar  ;  y  debe  hacer  constar  su  pobreza 
mediante  información  ante  cualquier  juez,  con  tal  que  pre- 
sente ademas  un  testigo  fidedigno  ante  el  escribano  del  juz- 
gado en  que  se  sigue  el  pleito  :  bajo  el  concepto  de  que  no 
ha  de  ser  tenido  por  pobre  hasta  que  sea  declarado  tal ,  en 


cuya  atención  ha  de  pagar  los  derechos  de  la  informa- 
ción y  demás  que  ocurran.  Pero  véase  Información  de  ■po- 
breza. 

LITIGIOSO.  Lo  que  se  disputa  en  juicio.  La  cosa  liti- 
giosa no  puede  enajenarse  durante  el  pleito ,  á  no  ser  por 
razón  de  dote  ó  donación  por  casamiento  ó  de  transacción, 
ó  de  division  de  cosas  hereditarias,  ó  por  legado  ó  fidei- 
comiso, ó  en  los  juicios  universales  en  que  mediante  auto 
del  juez  se  enajena  alguna  cosa  para  el  funeral  del  deudor, 
pago  de  ciertos  débitos  y  alimentos  de  su  familia  ;  de  suerte 
que  fuera  de  estos  casos  es  nula  cualquiera  enajenación,  y 
la  cosa  enajenada  vuelve  á  su  antiguo  estado ,  ó  no  pudiendo 
verificarse  se  subroga  otra  en  su  lugar  ;  leyes  13  y  sig.,  tít.7, 
Part.  3,  y  64 ,  tit.  17,  Parí.  3.  Mas  es  preciso  advertir  que 
mientras  dura  el  pleito  continúa  el  demandado  en  la  posesión 
de  la  cosa  litigiosa  y  en  la  percepción  de  sus  frutos,  pues 
tiene  á  su  favor  la  presunción  de  ser  verdadero  dueño  hasta 
que  se  le  venza  en  juicio.  Véase  Innovación  y  Venta. 

LITISCONSORTE.  El  que  litiga  por  la  "misma  causa  ó 
interés  que  otro  ,  formando  con  él  una  sola  parte  ya  sea  de 
actor  ó  de  reo  demandado  en  el  pleito. 

LÎTISCONTESTACION.  La  respuesta  que  da  el  reo 
demandado  á  la  demanda  judicial  del  actor.  La  litisconles- 
tacion  es  el  principio  del  juicio.  Véase  Contestación. 

LITISEXPENSAS.  Las  costas  ó  gastos  causados  en  el 
seguimiento  de  un  pleito.  Generalmente  hablando,  la  parte 
que  sucumbe  debe  pagarlas  á  la  que  ha  quedado  vencedora, 
á  no  ser  que  haya  tenido  justa  causa  para  litigar  (  no  bas- 
tando haber  prestado  el  juramento  de  calumnia  ),  como  se 
ha  dicho  en  la  palabra  Litigante,  pues  entonces  cada  parte 
paga  sus  gastos  respectivos  ;  ley  8  ,  lit.  22 ,  Part.  3 ,  y  Grey. 
López  en  la  gl.  2.  Si  debiendo  el  juez  condenar  en  las  costas 
á  la  parte  vencida  ,  no  lo  hizo  en  la  sentencia  definitiva  ,  ó 
bien  la  condenó  en  mas  ó  en  menos  de  lo  que  debía  ,  puede 
enmendar  la  sentencia  dentro  del  dia  en  que  la  dio  y  no  des- 
pués ,  haciendo  la  condenación  de  costas  ó  reformando" la  ya 
hecha  en  los  términos  que  corresponda;  ley  3,  tit.  22, 
Part.  5.  Si  el  juez  no  hace  condenación  de  costas  habiéndose 
solicitado  y  el  vencido  apeló,  no  es  necesario  que  el  vence- 
dor apele  de  semejante  omisión;  pues  adhiriéndose  á  la 
apelación  ,  para  lo  cual  no  hay  término  señalado  ,  puede 
conseguir  que  en  la  segunda  instancia  se  le  condene  en  ellas  ; 
pero  si  el  vencido  no  apeló,  puede  el  vencedor  apelar  de 
dicha  omisión ,  ó  de  aquello  á  que  el  juez  no  hubiese  defe- 
rido. Véase  Costas  ,  y  Juicio  criminal ,  §  VI  y  XCIV. 

LITISPENDENCIA.  El  estado  del  pleito  que  se  halla 
pendiente  en  el  tribunal;  ó  el  tiempo  que  pende  en  justicia 
un  proceso. 

Para  que  haya  litispendencia  ,  esto  es,  para  que  pueda 
decirse  que  un  asunto  pende  en  un  tribunal ,  es  necesario 
que  el  juez  sea  competente,  y  que  el  reo  haya  sido  citado  é 
instruido  plenamente  de  la  demanda  en  tiempo  y  forma  ,  ó 
que  si  no  lo  está  sea  por  su  dolo  y  malicia. 

La  litispendencia  produce  dos  efectos:  Io.  la  imposibi- 
lidad legal  para  enajenar  la  cosa  litigiosa,  como  se  ha  dicho 
en  el  artículo  Litigioso;  y  2o.  la  acumulación  de  autos  ó  pro- 
cesos que  sobre  una  misma  cosa  se  siguen  ante  diversos 
jueces  ó  ante  un  juez  y  distintos  escribanos. 

La  acumulación  de  autos  por  razón  de  litispendencia  se 
puede  pretender  en  cualquier  parte  de  la  causa  ante  el  juez 
que  tomó  primero  conocimiento  del  asunto,  ó  ante  el  ;uez 
de  un  concurso  voluntario,  no  solo  para  evitar  á  los  liti- 
gantes los  mayores  gastos  y  vejaciones  que  se  les  habrían 
de  ocasionar  de  seguirse  el  pleito  en  dos  ó  mas  tribunales, 
sino  también  para  precaverel  peligro  de  que  sobre  un  mismo 
asunto  se  den  dos  sentencias  contrarias,  de  suerte  que  la 
dada  en  un  juicio  pueda  oponerse  como  escepcion  en  el 
otro  ,  y  últimamente  porque  no  se  divida  la  continencia  do 
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la  causa.  Véase  acumulación  de  autos,  y  Juicio  criminal, 
$  VIII  hasta  el  XYI  inclusive. 

LO 

LOCACIÓN  y  conducción.  Estas  palabras  correlativas 
significan  el  contrato  de  arrendamiento,  por  el  cual  uno  de 
los  contrayentes  se  obliga  á  conceder  al  otro  el  uso  de  al- 
guna cosa,  como  casa  ó  viña  ,  ó  bien  á  prestarle  algún  ser- 
vicio en  obras  iliberales ,  y  el  otro  á  pagarle  cierto  precio. 
Se  llama  locación  de  parte  del  que  da  el  uso  de  la  cosa  ó  su 
trabajo  ,  y  conducción  de  parte  del  que  paga  el  precio  ó  al- 
quiler ;  así  como  el  contrato  de  compra  y  venta  se  llama 
venta  con  respecto  al  que  da  la  cosa,  y  compra  con  res- 
pecto al  que  da  el  precio  convenido.  Véase  Arrendamiento. 

LOCAL.  Lo  que  pertenece  especialmente  á  un  lugar.  Así 
se  llama  costumbre  local  una  costumbre  que  se  observa  solo 
en  un  distrito ,  en  una  ciudad  ,  ó  en  un  pueblo ,  sin  ser  con- 
forme á  la  costumbre  ó  ley  general  de  la  provincia  ó  de  la 
nación. 

LOCO.  El  que  ha  perdido  el  juicio  hasta  el  punto  de  no 
saber  distinguir  lo  bueno  de  lo  malo. 

I.  Como  el  loco  es  incapaz  de  consentimiento,  no  puede 
celebrar  contratos ,  ni  casarse ,  ni  hacer  testamento,  ni  ejer- 
cer ningún  otro  acto  de  la  vida  civil,  ni  cometer  verdade- 
ros delitos,  á  no  ser  que  tenga  lúcidos  intervalos  ;  y  por  ello 
se  le  debe  nombrar  curador  que  cuide  de  su  persona  y  de 
sus  negocios;  ley  final,  lit.  1,  Part.  i;ley%,  til.  29,  Parí.  5; 
leyes  6  y  17,  lit.  2 ,  Part.  Il  ;  ley  1 ,  lit.  k ,  Part,  o  ;  ley  3 , 
lit.  8,  Part.  7  ;  regla  U,  til.  Zh,  Part.  7;  ley  11,  til.  5, 
Part.  6  ;  ley  9,  tít.  1,  Parí.  7;  ley  89,  til.  9,  Parí.  7;  ley  10, 
lit.  10,  Part.  7;  ley  9,  til.  1,  y  ley  17,  til.  14,  Part.  7.  Véase 
Lucidos  intervalos. 

II.  Es  válido  el  testamento  que  hizo  el  loco  antes  de  la 
locura,  y  el  que  formaliza  durante  sus  lúcidos  intervalos, 
con  tal  que  lo  perfeccione  dentro  de  ellos,  pues  no  valdría 
si  antes  de  la  conclusion  volviese  á  su  fatal  estado  ;  ley  15, 
lit.  1,  Part.  6.  Para  evitar  dudas  y  controversias  sobre  este 
punto,  suele  practicarse  lo  siguiente.  Acuden  los  parientes 
al  juez  manifestándole  que  el  paciente  se  halla  algunas  veces 
en  su  acuerdo ,  y  solicitando  se  autorice  al  escribano  para 
que  con  asistencia  de  médico  y  cirujano  vea  si  se  halla  en 
estado  de  otorgar  testamento  ,  y  proceda  en  su  caso  á  exa- 
minar su  voluntad.  Obtenida  la  facultad  judicial ,  declaran 
con  juramento  los  facultativos  si  el  loco  está  ó  no  en  su  jui- 
cio, estiende  el  escribano  la  declaración  á  continuación  de 
la  providencia  del  juez,  y  á  presencia  de  aquellos  y  do  los 
testigos  prevenidos  por  la  ley  hace  al  testador  las  preguntas 
concernientes  á  su  última  disposición,  estiende  el  testamento 
que  deberán  firmar  el  testador  y  todos  los  concurrentes  que 
supieren,  y  evacuado  todo  lo  presenta  al  juez,  á  fin  de  que 
lo  apruebe  para  su  mayor  validación,  precediendo  el  examen 
de  todos  los  que  asistieron  al  acto. 

III.  Hemos  dicho  que  el  loco  no  comete  verdadero  delito, 
porque  le  falta  el  conocimiento  y  la  voluntad  ;  y  asi  es  que 
si  comete  algún  acto  perjudicial ,  no  incurre  en  las  penas  es- 
tablecidas por  las  leyes  ;  pero  se  deben  lomar  precauciones 
para  que  no  haga  daño  á  nadie,  y  quedan  responsables  las 
personas  encargadas  de  su  custodia  ;  ley  9,  til.  ^  ,  y  ley  10, 
til.  10,  Parí.  7.  Y  no  solo  no  ha  de  castigarse  al  loco  pol- 
los delitos  cometidos  durante  su  locura,  sino  que  ni  aun  se 
le  debe  imponer  pena  estraordinaria,  como  algunos  quie- 
ren ,  por  los  cometidos  estando  en  su  razón  ;  pues  ni  puede 
tratarse  de  corregirle,  ni  su  impunidad  causa  mal  ejemplo, 
respecto  de  que  nadie  formará  el  proyecto  de  delinquir  con 
la  esperanza  de.  volverse  loco  después.  Véase  Lardiz. ,  dis- 
curso sobre  las  ¡¡cuas,  pág.  110. 

IV.  Les  hijos  6  descendientes  legítimos  que  abandonan  al 


loco  sin  cuidar  de  suministrarle  lo  necesario ,  pueden  ser 
desheredados  por  el  mismo  en  caso  de  que  ánles  de  morir 
vuelva  á  su  juicio;  y  si  un  estraño  le  recoge  en  su  casa  y  le 
cuida  movido  de  compasión  ,  después  de  haber  advertido 
inútilmente  á  sus  parientes  para  que  se  encarguen  de  su  cui- 
dado, se  hace  heredero  legítimo  de  todos  sus  bienes  en  el 
caso  de  que  el  loco  muera  bajo  la  protección  del  estraño , 
con  perjuicio  de  los  hijos  ú  otros  parientes  que  le  desampa- 
raron, aun  cuando  hubieran  sido  instituidos  herederos  en 
testamento  formalizado  antes  de  la  locura,  el  cual  seria  nulo 
en  cuanto  á  la  institución  y  solo  válido  en  cuanto  á  las  man- 
das. También  el  hijo  puede  desheredar  al  padre  que  le 
abandonó  en  la  locura.  Véase  Heredero  ,  %  Vil,  n.  8. 

LOGAR.  Alquilar,  ó  dar  en  arrendamiento.  Logarse  es 
obligarse  á  algún  trabajo  personal  por  cierto  precio  ó  sala- 
rio; que  es  lo  mismo  que  alquilarse,  ó  prestar  sus  servicios 
ó  trabajo  por  un  precio  convenido.  Esta  palabra  logar  viene 
de  la  latina  locare.  El  que  se  loga  debe  procurar  el  provecho 
y  utilidad  del  que  le  paga  su  trabajo,  y  resarcirle  los  daños 
y  perjuicios  que  se  le  originasen  por  su  negligencia  ó  impe- 
ricia. Véase  Arrendamiento  de  trabajo  personal. 

LOGRERO.  El  que  da  dinero  á  logro  ó  interés.  Véase 
Usurero. 

LOGRO.  La  ganancia  que  se  saca  del  dinero  ó  de  otra 
cosa.  Dar  á  logro  es  prestar  ó  dar  alguna  cosa  con  interés 
ó  usura.  Véase  ínteres  y  Usura. 

LOGUER  ó  loguero.  El  salario,  premio  ó  alquiler;  y  el 
jornal  de  un  dia  que  gana  un  peón.  Son  palabras  anti- 
cuadas. 

LONJA  ó  bolsa  de  comercio.  La  reunion  que  tienen 
bajo  la  autoridad  del  gobierno  los  comerciantes,  capitanes 
de  navio  ,  agentes  y  corredores  para  sus  contratos  y  nego- 
ciaciones ;  —  y  también  el  sitio  público  donde  se  verifica  la 
reunion.  Esta  reunion  tiene  por  objeto  :  Io.  la  venta  de  par- 
tidas considerables  de  mercancías;  2o.  el  fletamento  de  na- 
vios; 5o.  la  venta  de  las  rentas  sobre  el  Estado  ,  y  la  nego- 
ciación de  los  efectos  públicos,  así  como  de  las  letras,  billetes 
ó  vales  ,  y  demás  papeles  comerciales.  Las  lonjas  de  comer- 
cio facilitan  las  operaciones  y  negocios  que  no  podrían  eje- 
cutarse sino  por  la  via  lenta  de  los  anuncios  ,  periódicos  y 
otros  medios  semejantes  ;  ponen  en  presencia  los  comprado- 
res y  vendedores;  sujetan  á  la  vigilancia  inmediata  de  la 
autoridad  las  operaciones  que  interesan  al  público;  sirven 
para  hacer  constar  el  curso  de  las  mercancías  y  efectos  ;  y 
ofrecen  á  los  negociantes  la  ocasión  de  conocer  el  crédito 
que  merecen  tales  ó  tales  casas  de  comercio  por  la  natura- 
leza y  estension  de  las  operaciones  que  emprenden.  —  El 
resultado  de  las  negociaciones  y  contratos  que  se  verifican 
en  la  lonja  determina  el  curso  de  los  cambios,  mercancías, 
seguros ,  fletes  ,  precio  de  los  trasportes  por  tierra  ó  agua , 
efectos  públicos  y  demás  ;  y  al  síndico  y  adjuntos  de  corre- 
dores ó  agentes  toca  fijar  estos  diferentes  cursos,  y  estender 
la  nota  general,  después  de  haber  examinado  las  notas  de 
todos  los  agentes  corredores  de  la  plaza.  — Las  lonjas  están 
abiertas  no  solo  á  los  comerciantes  y  sus  agentes,  sino  tam- 
bién á  todos  los  ciudadanos  ,  y  aun  á  los  estranjeros  ,  sin 
que  sea  necesario  presentar  carta  ó  boletín  de  entrada. 
Véase  Bolsa. 

LOTE.  Una  de  las  varias  porciones  en  que  se  divido 
una  cosa  para  distribuirla  entre  muchas  personas.  Esta  voz 
viene  de  la  flamenca  lot  que  significa  suerte. 

LOTERÍA.  Una  especie  de  rifa  que  se  hace  coa  mer- 
caderías ,  billetes,  dineros  ,  ú  otras  cosas  con  autoridad  pú- 
blica; y  una  especie  de  banca  tenida  y  administrada  por  el 
Estado  ó  algún  establecimiento  público,  en  la  cual  so  sacan 
á  la  aventura  lotes  ó  números  sobre  que  los  accionistas  han 
puesto  cantidades  mas  ó  menos  fuciles. 

El  uso  de  las  loterías  fué  conocido  ya  entre  los  Romanos j 
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y  su  establecimiento  entre  nosotros,  que  parece  ser  del  año 
de  1763,  ha  tenido  por  objeto  el  atender  á  las  necesidades 
del  Estado,  y  á  ciertas  obras  pías  ó  fundaciones. 

Están  prohibidas  las  loterías  particulares  en  los  cafés  y 
casas  públicas,  sin  que  pueda  darse  licencia  con  motivo  al- 
guno para  su  uso  bajo  las  penas  de  la  real  pragmática  sobre 
juegos  prohibidos;  ley  17,  tít.  23  ,  lib.  12,  Nov.  Rec,  real 
orden  de  28  de  noviembre  de  1791 ,  y  auto  del  Consejo  de  12 
de  febrero  de  1799. 

También  están  prohibidas  las  loterías  estranjeras  ;  y  los 
que  beneficien  billetes  para  ellas  incurren  por  la  primera 
vez  en  la  multa  de  quinientos  ducados  para  el  denunciador, 
juez  y  fisco  por  iguales  partes ,  por  la  segunda  en  doble 
pena,  y  por  la  tercera  en  cuatro  años  de  presidio  ademas 
de  mil  ducados  de  multa  ;  ley  28 ,  lit.  23,  lib.  12,  Nov.  Rec. 

La  lotería  pública  se  ha  suprimido  en  algunos  estados  , 
como  un  juego  inmoral  y  una  contribución  injusta ,  que  ab- 
sorbe los  ahorros  de  la  clase  mas  necesitada,  seduciéndola 
con  el  cebo  engañoso  de  una  ganancia  exorbitante  que  nunca 
ó  casi  nunca  se  verifica. 

-j-  Los  pagarés  y  billetes  que  hubieren  obtenido  ganancias 
ó  premios ,  deberán  presentarse  al  cobro  dentro  del  térmi- 
no preciso  de  un  año ,  contado  desde  el  dia  de  la  extracción 
y  sorteo;  cumplido  este  tiempo  quedarán  nulos  y  de  ningún 
valor,  y  el  tenedor  de  libros  cancelará  las  cuentas  de  los 
jugadores,  pasando  el  saldo  á  la  de  ganancias  ó  valores  do 
la  renta. 

Para  evitar  que  con  perjuicio  de  las  obligaciones  de  la 
renta  se  detengan  los  fondos  en  poder  de  los  administrado- 
res ,  deberán  los  jugadores  presentarse  á  cobrar  las  ganan- 
cias en  las  administraciones  donde  jugaron,  en  el  término 
preciso  de  un  mes ,  contado  desde  el  dia  en  que  se  verificó 
la  extracción  ó  sorteo.  Pasado  este  plazo  no  deberán  los  ad- 
ministradores hacer  ningún  pago  sin  orden  espresa  del  di- 
rector, quien  determinará  si  se  han  do  satisfacer  por  los 
mismos  ó  por  la  tesorería  en  esta  corte  ,  obligando  á  los  ju- 
gadores á  que  acudan  á  ella.  Arts.  17  y  27  cíe  la  instruc. 
de  18  de  noviembre  de  1836.  Véase  Rifa. 

LU 

LÚCIDOS  intervalos.  El  espacio  do  tiempo  en  que  el 
loco  ó  furioso  habla  y  obra  con  juicio.  Véase  Loco  é  Inter- 
valos lúcidos. 

LUCRATIVO.  Lo  que  produce  utilidad  y  ganancia  ;  y 
así  llamamos  título  lucrativo  á  la  causa  que  nos  hace  adqui- 
rir una  cosa  sin  que  nos  cueste  nada ,  como  la  donación  y  el 
legado. 

LUCHO.  La  ganancia  ó  provecho  que  se  saca  de  alguna 
cosa,  especialmente  del  dinero.  Hay  lucro  cesante  y  lucro 
naciente.  Lucro  cesante,  es  la  ganancia  ó  utilidad  que  se 
regula  podria  producir  el  dinero  en  el  tiempo  que  ha  estado 
dado  en  empréstito  o  mutuo.  Lucro  naciente  ,  es  !a  ganan- 
cia ó  utilidad  que  produce  el  dinero  en  manos  del  que  le  ha 
tomado  en  empréstito  ó  mutuo.  El  lucro  cesante  es  cesante 
con  respecto  al  prestamista,  el  cual  se  priva  de  una  ganan- 
cia por  desprenderse  de  su  dinero;  y  el  lucro  naciente  es 
naciente  con  respecto  al  tomador  ó  mutuatario,  que  emplea 
el  dinero  prestado  en  algún  ramo  de  industria  ó  de  comer- 
cio. Siempre  que  se  verifica  alguno  de  estos  casos ,  es  decir, 
siempre  que  hay  lucro  cesante  ó  lucro  naciente  ,  puede  el 
prestamista  exigir  del  mutuatario  algún  interés  por  el  uso 
del  dinero  que  le  prestó.  Véase  ínteres. 

LUCTUOSA.  Cierto  derecho  antiguo  que  se  pagaba  en 
algunas  provincias  á  los  señores  y  prelados  cuando  morían 
sus  subditos,  y  consistía  en  una  alhaja  del  difunto,  la  que 
él  señalaba  en  su  testamento  ,  ó  la  que  el  señor  ó  prelado 
elegia.  Véase  Abadía. 


LUGAR.  Generalmente  significa  cualquier  sitio  ó  paraje, 
y  cualquiera  ciudad  ,  villa  ó  aldea  ;  pero  rigorosamente  so 
entiende  por  lugar  la  población  pequeña  menor  que  villa  y 
mayor  que  aldea. 

En  los  instrumentos  públicos,  ademas  del  dia ,  mes  y  año, 
debe  espresarse  el  lugar  en  que  se  otorgan  ,  para  saber  si 
el  escribano  se  hallaba  autorizado  para  estenderlos,  pues  no 
puede  ejercer  su  oficio  sino  dentro  de  los  límites  del  distrito 
que  le  está  señalado  ;  y  así  es  que  el  instrumento  estendido 
por  el  escribano  fuera  de  su  territorio  no  podrá  conside- 
rarse sino  como  instrumento  privado.  Lo  propio  debe  de- 
cirse de  las  providencias ,  mandatos ,  sentencias  y  demás 
actos  de  los  jueces  y  magistrados,  qui  extra  jurisdictionis 
fines  jus  dice-re  non  possunl ,  y  por  consiguiente  fuera  de  su 
distrito  son  reputados  como  personas  particulares.  Véaso 
Instrumento  y  Jurisdicción  prorogada. 

En  los  contratos  el  que  ha  prometido  pagar  en  tal  lugar 
no  puede  pagar  en  otra  parte ,  ni  aun  en  el  lugar  en  que  se 
hizo  el  contrato,  á  no  ser  que  no  le  sea  posible  cumplir  la 
obligación  en  el  lugar  convenido,  en  cuyo  caso  tendrá  quo 
satisfacerla  del  mejor  modo  indemnizando  ademas  al  acree- 
dor de  los  perjuicios  que  se  le  sigan ,  según  el  arbitrio  del 
juez.  —  Si  se  estipuló  que  se  habia  de  pagar  en  Zaragoza  y 
en  Madrid  ,  se  ha  de  hacer  parte  del  pago  en  Madrid  y  parte 
en  Zaragoza.  —  Si  se  prometió  pagar  en  Pamplona  ó  en  Bil- 
bao, el  promitente  tiene  la  elección  de  pagar  en  el  lugar 
que  mas  le  convenga,  mientras  el  acreedor  no  le  pida  ;  pero 
si  el  promitente  no  se  adelanta  á  ofrecer  el  pago  en  alguno 
de  los  dichos  lugares,  el  acreedor  tiene  derecho  de  elegir  el 
pueblo,  en  que  quiere  se  le  pague  :  Petitor  eleclionem  ha- 
bet  ubi  pelât,  l'eus  ubi  solvat,  scilicet  ante  pelilionem. — 
Aunque  yo  haya  estipulado  que  se  me  ha  de  dar  la  cosa  en 
tal  lugar,  puedo  no  obstante  pretender  según  las  circuns- 
tancias que  se  me  entregue  en  otro  ;  y  el  juez  en  tal  caso 
debe  atender  á  los  intereses  respectivos  del  demandante  y 
demandado  ,  tomando  en  consideración  el  perjuicio  que  les 
causa  respectivamente  la  mudanza  del  lugar  del  pago.  Véase 
Pago. 

LUGAR.  El  tiempo,  ocasión,  oportunidad,  causa  ó  mo- 
tivo para  hacer  ó  no  hacer  alguna  cosa. — Como  mejor  haya 
lugar  en  dereeho,  es  una.espresion  que  se  usa  en  lodo  pe- 
dimento para  manifestar  la  parte  que  ,  ademas  de  lo  que 
espone,  quiere  se  le  favorezca  lo  que  permite  el  derecho. — 
No  ha  lugar,  es  también  una  locución  forense  con  que  so 
declara  que  no  se  condesciende  á  lo  que  se  pide. 

LUGAR  profano  ó  puro.  El  que  no  es  sagrado,  santo 
ni  religioso.  Véase  Cosas. 

LUGARES  públicos.  Los  que  en  cuanto  á  la  propiedad 
pertenecen  al  pueblo ,  y  en  cuanto  al  uso  á  todos  y  cada  uno 
de  sus  individuos,  como  por  ejemplo  los  caminos  públicos, 
ejidos,  puertos,  riberas ,  etc.  Los  lugares  públicos  son  para 
el  uso  de  los  particulares,  no  por  derecho  de  propiedad  sino 
por  derecho  de  ciudadanía  :  Loca  publica  utique  privalorum 
asibus  deserviunt ,  scilicet  jure  civitatis  ,  non  quasi  propria 
cujusque.  Cada  particular  tiene  derecho  para  quejarse,  si  en 
un  lugar  público  se  hace  alguna  cosa  que  le  perjudica.  Véase 
Bienes  públicos. 

LUGARTENIENTE.  La  persona  que  tiene  autoridad 
y  poder  para-ejercer  las  veces  y  funciones  de  otro  en  algún 
ministerio  ó  empleo.  Es  palabra  compuesta  de  lugary  de 
teniente,  participio  activo  del  verbo  tener. 

LUICIÓN.  La  redención  de  censos.  Viene  de  luir,  que 
significa  redimir  ó  quitar  censos.  Véase  Censo  consig nativo. 

LUÎSMO.  Lo  mismo  que  laudemio ,  que  podrá  verse  en 
su  lugar. 

LUJO.  El  esceso  y  demasía  de  gastos  envestidos,  mue- 
bles ,  equipajes,  mesa,  etc.  Véase  Leyes  suntuarias. 

LUJURIA.  Todo  lo  que  concierne  á  los  vicios  y  delitos 
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que  nacen  del  uso  ilícito  de  los  placeres  sensuales.  Véase 
Incontinencia. 

LUSTRO.  Entre  los  Romanos  el  espacio  de  cinco  años, 
al  fin  de  los  cuales  se  hacia  un  nuevo  empadronamiento  de 
los  ciudadanos.  Esta  palabra  viene,  según  algunos,  de  lito, 
que  significa  pagar,  porque  al  principio  de  cada  cinco  años 
se  pagaba  el  tributo  impuesto  por  los  censores,  cuyo  cargo 
duraba  cinco  años  por  su  primera  institución,  bien  que  des- 
pués se  hizo  anual. 

LUTO.  El  vestido  negro  que  se  trae  por  la  muerte  de 
alguno.  El  luto  de  la  viuda  se  paga  del  caudal  privativo  del 
difunto  como  deuda  contra  él,  y  no  del  cuerpo  de  bienes  de 
la  herencia,  porque  entonces  pagaria  la  mitad  la  viuda;  ni 
tampoco  del  quinto  de  los  bienes ,  pues  el  quinto  solo  puede 
gravarse  con  los  gastos  de  funeral ,  misas  y  legados ,  según 
la  ley  30  de  Toro  ;  á  no  ser  que  el  testador  hubiere  dispuesto 
otra  cosa,  ó  haya  tal  costumbre  en  el  pueblo.  El  marido  no 
tiene  derecho  á  que  se  le  pague  el  luto  por  la  muerte  de  su 
mujer,  porque  no  debe  ser  alimentado  de  los  bienes  de 
ella  ;  y  asi  solo  se  le  abonará  en  los  pueblos  donde  hubiere 
tal  costumbre.  El  luto  de  los  herederos  ha  de  costearse  por 
ellos  mismos  ,  y  no  del  caudal  común ,  porque  entonces  la 
viuda  pagaria  indebidamente  la  mitad  de  su  importe;  ni 
tampoco  del  quinto ,  porque  este  gasto  no  se  halla  compren- 
dido entre  las  deducciones  que  deben  hacerse  de  él  ;  fuera  de 
que  el  luto  redunda  en  utilidad  de  los  mismos  herederos, 
ahorrándoles  otros  vestidos  mientras  le  gastan. 

LL 

LLAMAMIENTO.  El  acto  de  nombrar  personas  ó  fa- 
milias para  alguna  herencia  ó  sucesión.  Véase  Heredero , 
Herencia ,  Institución  de  heredero. 

LLANO.  Se  aplica  á  la  persona  que  es  pechera  ó  que  no 
goza  de  fuero  privilegiado;  y  hablando  de  fianzas,  depó- 
sitos, etc.,  se  dice  de  la  persona  que  no  puede  declinar  la 
jurisdicción  del  juez  á  quien  pertenece  el  conocimiento  de 
estos  actos. 

LLAVE.  El  instrumento  que  sirve  para  abrir  y  cerrar 
moviendo  el  pestillo  de  la  cerradura.  En  materia  civil ,  la 
entrega  que  el  vendedor  hace  al  comprador  de  las  llaves  de 


un  edificio  ó  de  un  almacén  en  que  se  hallan  las  mercancias 
vendidas  ,  produce  la  tradición  ó  entrega  y  la  traslación  de 
posesión  del  edificio  ú  objetos  vendidos.  En  materia  crimi- 
nal ,  la  fabricación  y  el  uso  de  llaves  falsas  constituye  un 
delito.  Por  llave  falsa  se  entiende  la  que  se  hace  furtiva- 
mente para  falsear  una  cerradura.  —  Por  llaves  de  la  Iglesia 
se  designa  la  potestad  espiritual  para  el  gobierno  y  direc- 
ción de  los  fieles.  Véase  Entrega  y  Falsedad. 

LLUVIA.  El  agua  que  cae  de  las  nubes.  El  que  temo 
venga  daño  à  sus  bienes  por  razón  del  agua  de  las  lluvias, 
á  causa  de  alguna  obra  que  ha  hecho  su  vecino,  tiene  de- 
recho  para  pedir  la  demolición  de  la  obra  y  el  resarcimiento 
de  los  perjuicios  que  se  le  hubieren  seguido;  ley  13,  lit.  52, 
Part.  3.  Puede  venir  daño  á  nuestros  bienes  por  razón  de 
la  lluvia  ,  cuando  nuestro  vecino  hace  una  obra  en  que  se 
recoge  el  agua  de  las  lluvias  por  canales  que  la  echan  sobre 
nuestras  paredes  ó  tejados;  cuando  levanta  pared  ,  ó  hace 
estacada ,  valladar  ú  otra  labor  en  su  heredad  ,  que  impide 
el  curso  acostumbrado  de  las  aguas,  las  cuales  por  tanto  for- 
man algún  estanque;  cuando  en  el  sitio  por  donde  el  agua 
solia  venir,  alza  alguna  obra  de  manera  que  se  muda  su 
curso ,  y  cae  tan  alta  que  forma  hoyos  ó  caños  en  nuestra 
heredad,  ó  bien  nos  la  embarga  y  detiene  de  modo  que  no 
podemos  regar  con  ella  nuestras  heredades  como  solíamos; 
ley  13,  lit.  32,  Par  1.5,  y  ley  1 ,  §  1 ,  li'o.  59,  D.  de  oper.  non.  nun- 
tiat.  En  cada  uno  de  estos  casos  y  otros  semejantes,  se  debe 
derribar  la  obra  á  costa  del  que  la  hizo ,  tornando  la  cosa  al 
primer  estado,  y  pagar  ademas  el  daño  que  hubiere  cau- 
sado ;  pues  aunque  todo  hombre  puede  hacer  en  lo  suyo  lo 
que  le  parezca ,  se  debe  entender  esto  de  suerte  que  no  haga 
daño  al  otro;  d.  ley  13,  lit.  52,  Part.  5.  Mas  no  podremos 
quejarnos  del  vecino,  en  caso  de  que  el  daño  nos  venga  sin 
culpa  suya ,  como  cuando  estando  nuestro  campo  mas  bajo 
que  el  suyo ,  nos  viene  el  agua  ,  no  por  obra  de  los  hombres, 
sino  por  la  razón  natural  de  que  el  agua  corre  de  lo  mas 
alto  á  lo  mas  bajo  ;  cuando  la  obra  que  nos  ocasiona  el  daño, 
ha  sido  tolerada  por  nosotros  durante  el  espacio  de  diez  años 
estando  presentes,  ó  de  veinte  estando  ausentes;  y  en  fin, 
cuando  hay  servidumbre  constituida  sobre  nuestro  fundo  ; 
leyes  Ul,  la,  16  y  17,  til.  52,  Part.  3.  Véase  Denuncia  de 
obra  nueva,  Interdicto,  %%  X  y  XI ,  y  Agua. 
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MADRASTRA.  La  segunda  mujer  de  un  hombre  que 
íiene  hijos  de  la  primera.  Dásele  el  nombre  de  madrastra 
con  respecto  á  los  hijos  de  su  marido  :  nombre  que  tiene 
algo  de  odioso  para  la  persona  á  quien  se  aplica,  y  que  por 
desgracia  de  la  sociedad  y  de  las  familias  puede  darse  con 
justicia  á  la  mayor  parte  de  las  mujeres  que  se  casan  con 
viudos  que  tienen  hijos  de  otro  matrimonio,  principalmente 
si  llegan  á  ser  madres.  Así  es  que  Racine  dice  con  razón  en 
Fedra  : 

«  Des  droits  de  ses  enfants  une  mère  jalouse 

«  Pardonne  rarement  au  fils  d'une  autre  épouse.  » 

La  madrastra  que  matare  á  su  entenado  ,  y  el  entenado 
que  matare  á  su  madrastra  ,  con  armas  ó  con  yerbas,  pala- 
dinamente ó  encubierto,  incurre  en  la  pena  del  parricidio; 
ley  12,  til.  8,  Part.  7.  Véase  Parricidio. 

ÏÏEADRE.  La  mujer  que  ha  dado  á  luz  algún  hijo. 

I.  La  madre  tiene  obligación,  del  mismo  modo  que  el 
padre ,  de  cuidar  de  la  educación  y  crianza  de  los  hijos  ; 
pero  no  tiene,  como  el  padre,  patria  potestad  sobre  ellos; 
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leyes  3,  U-  y  b,  tit.  19,  Part.  í,  y  ley  %  lit.  17,  Part.  Ù.Véaso 
Alimentos  y  Lactancia. 

II.  Si  el  padre  muere  dejando  á  los  hijos  en  menor  edad  , 
es  admitida  la  madre  á  la  tutela,  con  preferencia  á  cuales- 
quiera otras  personas,  con  tal  que  prometa  no  casarse  y 
renuncie  el  beneficio  del  senadoconsulto  Veleyano  ,  que  pro- 
hibe á  las  mujeres  el  poderse  obligar  por  otro;  leyes  -2  y  5, 
tit.  1,  lib.  3  del  Fuero  Real,  y  leyes  Ü  y  5,  tit.  16,  Parí.  6. 

En  caso  de  casarse,  debe  el  juez  sacar  al  huérfano  de  su 
poder,  pasándole  al  del  pariente  mas  inmediato,  y  quedan 
obligados  también  los  bienes  del  nuevo  marido  á  las  resul- 
tas déla  administración  de  la  tutela  por  el  tiempo  que  aquella 
la  tuvo;  ley  5,  lit.  16,  Part.  6,  y  ley  26,  tit.  15,  Part.  S. 
Sin  embargo  la  mujer  viuda  que  pasa  à  nuevo  matrimonio, 
puede  continuar  en  la  tutela  de  sus  hijos  habidos  en  el  an- 
terior sacando  dispensa  y  pagando  el  servicio  de  la  cantidad 
señalada  en  la  tarifa.  Véase  Gracias  al  sacar. 

Si  la  madre  no  quisiere  admitir  la  tutela ,  y  por  otra  parto 
no  hubiese  tutores  testamentarios  ni  legítimos,  debe  pedir 
al  juez  que  nombre  tutor  para  que  cuide  de  la  persona  y 
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bienes  del  huérfano,  bajo  la  inteligencia  de  que  si  no  hace 
esta  petición ,  pierde  el  derecho  que  tenia  de  heredarle  si 
muriese  sin  testamento;  ley  12,  lit.  16,  Pari.  6. 

Como  la  madre  no  tiene  patria  potestad ,  no  goza  del  de- 
recho de  dar  tutor  á  sus  hijos  huérfanos;  y  así  es  que  si  le  nom- 
brase en  su  testamento,  no  podría  el  nombrado  ejercer  su 
cargo  sin  ser  primero  confirmado  por  el  juez  :  con  la  diferencia 
de  que  si  la  madre  instituye  heredero  al  hijo  ,  no  puede  dejar 
el  juez  de  confirmar  el  tutor  sin  examinar  sus  circunstan- 
cias, y  si  solo  le  manda  alguna  cosa  ó  el  hijo  tiene  bienes 
por  otro  lado,  es  libre  el  juez  en  conceder  ó  negar  la  con- 
firmación por  lo  que  mira  á  estos;  ley  6 ,  tit.  16,  Parí.  6,  y 
Greg.  López,  glos.  2.  Véase  Huérfano  y  Tutor. 

III.  Aunque  la  madre  no  tiene  patria  potestad ,  está  no 
obstante  dispuesto  por  la  ley  que,  faltando  el  padre,  haya 
de  pedirle  su  consentimiento  para  casarse  el  hijo  que  no 
haya  cumplido  veinte  y  cuatro  años  y  la  hija  que  no  haya 
cumplido  veinte  y  dos,  de  modo  que  si  se  casan  sin  este  re- 
quisito, puede  desheredarlos,  prescindiendo  de  las  penas  en 
que  incurren  ;  ley  18,  til.  2,  lib.  10,  Nov.  Rec.  Véase  Matri- 
monio. 

IV.  La  madre  tiene  por  herederos  forzosos,  así  por  testa- 
mento como  ab  intestato,  á  sus  hijos  legítimos  y  legitimados 
por  subsiguiente  matrimonio,  y  en  defecto  de  ellos  á  los 
hijos  naturales  y  aun  á  los  espurios  ,  esceptuando  solamente 
á  los  que  hubo  en  adulterio  siendo  casada  ,y  á  los  que  tuvo 
siendo  monja  ;  ley  9  rie  Toro.  —  Como  los  derechos  de  su- 
cesión suelen  ser  recíprocos,  la  madre  sucede  en  union  con 
el  padre,  así  por  testamento  como  ab  intestato,  á  los  hijos 
legítimos  y  legitimados  que  mueren  sin  descendientes,  y  sola 
sin  el  padre  á  los  naturales  y  espurios  que  están  en  igual 
caso;  ley  G  de  Toro.  La  razón  de  la  diferencia  que  se  ob- 
serva entre  el  padre  y  la  madre,  es  que  la  madre  siempre 
es  cierta:  Semper  certa  est  mater,  etiam  si  vulgo  conccperit. 
—  Yéasé  Herederos,  Hijos  y  Ascendientes. 

V.  La  madre  que  pasa  á  segundas  nupcias  debe  reservar 
para  los  hijos  del  primer  matrimonio  todos  los  bienes  que 
por  cualquier  título  lucrativo  hubiere  adquirido  del  consorte 
difunto;  los  que  hubiese  heredado  ab  intestato  de  cualquiera 
de  los  propios  hijos,  con  tal  que  este  los  hubiese  heredado 
antes  de  su  padre  ;  y  según  algunos  jurisconsultos ,  los  que 
le  hubiesen  dado  los  parientes  ó  amigos  del  difunto  marido 
por  consideración  á  este  :  todo  en  la  forma  y  con  las  escep- 
ciones  que  se  han  indicado  en  el  artículo  Bienes  resertables. 

VI.  En  cuanto  á  la  obligación  que  alguna  vez  tiene  la 
madre  de  dotar  á  las  hijas  ó  hacer  á  los  hijos  donaciones 
propler  nuplias,  véase  Donación  y  Dole. 

MADRE  de  familias.  La  mujer  que  vive  en  su  casa  ho- 
nestamente ó  es  de  buenas  costumbres,  aunque  no  tenga 
hijos;  ley  6,  lit.  53,  Part.  7.  Véase  Pudre  de  familias. 

MADRINA.  La  mujer  que  tiene  á  la  criatura  en  la  pila 
mientras  la  bautizan ,  ó  le  asiste  en  la  confirmación.  La  ma- 
drina contrae  parentesco  espiritual  con  el  haulizado  ó  con- 
firmado y  sus  padres ,  de  modo  que  no  puede  casarse  con. 
ellos  ;  Conc.  trid.,  sess.  24,  de  reform.  malr.,  cap.  2  (1). 
Véase  Impedimento  dirimente. 

MAESTRANZA  de  caballería.  Sociedad  de  caballeros 
cuyo  instituto  es  ejercitarse  en  el  manejo  y  destreza  de  los 
caballos.  Antes  gozaban  de  fuero  particular  los  maestrantes, 
según  las  leyes  del  título  3,  lib.  6,  Nov.  Rec;  pero  en  el  dia 
eslá  abolido  este  fuero  por  real  decreto  de  24  de  mayo  de 
1842.  Véase  Jurisdicción  de  Maestranza. 

MAESTRANZA  de  marina.  El  conjunto  de  operarios 
destinados  en  los  arsenales  á  la  construcción  y  reparo  de  los 
buques  y  de  sus  perlrechos  ;  y  el  obrador  donde  se  traba- 

(1)  Decretales,  lib.  4,  tit.  il, De  cognalione  spirituali;  leyes  1 
y  2,  tit.  7,  Part.  4. 


jan  las  maderas,  cordajes  ,  lonas  y  otras  cosas  para  el  uso 
de  la  navegación.  Véase  Arsenales  y  Marina. 

MAESTRAZGO.  La  dignidad  ó  empleo  de  gran  maestro 
de  cada  una  de  las  órdenes  militares  ,  y  también  las  rentas 
y  el  territorio  correspondientes  á  dicha  dignidad.  Llámanso 
maestres  quasi  magistri  ó  superiores  á  todos  los  caballeros 
de  la  orden.  Antiguamente  obtenían  estas  dignidades  varios 
caballeros  ;  pero  desde  el  tiempo  de  los  reyes  católicos  van 
unidas  á  la  corona.  Véase  Ordenes  militares. 

MAESTRE.  En  el  comercio  marítimo,  la  persona  quo 
tiene  á  su  cargo  la  dirección  y  gobierno  de  la  embarcación. 
Véase  Capitán. 

MAESTRO.  El  que  está  aprobado  en  algún  oficio  me- 
cánico, ó  le  ejerce  públicamente,  como  maestro  sastre, 
maestro  de  coches.  Véase  Artesano,  Aprendiz,  y  Arrendar 
miento  de  trabajo  personal. 

MAESTRO  de  obras.  El  profesor  que  cuida  de  la  cons- 
trucción material  de  un  edificio  bajo  el  plan  del  arquitecto 
y  puede  trazar  por  sí  edificios  comunes.  Todo  maestro  es 
responsable  de  los  perjuicios  que  se  sigan  por  su  negligencia 
ó  impericia.  El  maestro  que  toma  á  destajo  alguna  obra  en 
cierto  precio,  y  por  acabarla  con  prontitud  se  apresura  de 
modo  que  sale  falsa  y  mal  hecha  y  se  arruina  antes  de  con- 
cluirla ,  queda  obligado  á  hacerla  de  nuevo,  ó  restituir  el 
precio  con  los  daños  y  perjuicios  al  dueño  :  si  después  de 
acabada  creyere  el  dueño  ser  falsa  y  no  estable,  debe  llamar 
peritos  que  la  reconozcan  ;  y  si  estos  la  estiman  falsamente 
hecha  por  culpa  del  maestro,  la  hará  este  de  nuevo  ó  pagará 
el  precio  con  los  daños  y  perjuicios;  pero  no  juzgándola 
falsa ,  ni  culpado  al  maestro ,  sino  que  su  deterioro ,  antes  ó 
después  de  hecha ,  provino  de  lluvias,  avenidas,  terremotos 
ú  otras  causas  semejantes,  no  tendrá  obligación  de  reha- 
cerla ni  de  volver  el  precio  recibido;  ley  16,  tit.  8,  Part.  5. 

Si  el  maestro  pactare  con  el  dueño  de  la  obra  que  no  re- 
cibirá el  precio  hasta  después  de  acabada  á  satisfacción  do 
este,  y  luego  el  dueño  dijere  maliciosamente  que  la  obra  no 
le  agrada,  por  retener  el  precio,  puede  el  maestro  pedir  que 
se  reconozca  por  peritos,  y  se  obligue  al  dueño  á  la  entrega 
del  precio ,  luego  que  se  vea  que  cumplió  fielmente  con  el 
contrato;  y  si  habiendo  pactado  el  maestro  que  sea  suyo  el 
peligro  de  la  obra  hasta  que  el  dueño  se  diere  por  satisfecho 
de  ella ,  le  avisare  despues  para  que  la  vea  concluida  y  se 
satisfaga,  y  este  no  quisiere  hacerlo,  no  será  el  maestro 
responsable  en  el  caso  de  que  la  obra  se  pierda  ó  arruine 
sin  su  culpa,  como  ni  tampoco  en  el  caso  de  que  la  ruina  ó 
pérdida  suceda  después  de  darse  el  dueño  por  satisfecho  ; 
ley  17,  tit.  8,  Part.  S. 

Los  maestros  no  pueden  alegar  nunca  la  lesión  ó  engaño 
en  mas  del  justo  precio ,  por  la  razón  de  ser  espertas.  Véase 
Arquitecto. 

MAJESTAD.  Lo  que  sobrepuja  en  grandeza  y  superio- 
ridad á  todas  las  cosas.  Esta  palabra  en  su  propia  significa- 
ción no  pertenece  sino  á  Dios ,  que  es  el  único  que  no  tiene 
quien  le  sobrepuje  : 

qui  res  hominum  ac  deorum  , 

Qui  marc  et  terras,  variisque  mundum 

Tempérât  horis: 
Unde  nil  majus  generalur  ipso  , 
Necviget  quidquam  simile  aut  secundum. 

Mas  como  los  hombres  acostumbran  dar  á  las  potestades  do 
la  tierra  los  títulos  mas  encumbrados,  se  ha  introducido  el 
uso  de  dar  el  tratamiento  de  majestad  á  los  reyes  y  empe- 
radores. 

MAGISTRADO.  Entre  los  Romanos  era  la-persona  re- 
vestida de  la  autoridad  pública  con  mando  y  jurisdicción  , 
quasi  magiskr  suœ  jurisdiclionis,  jefe  de  una  jurisdicción 
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ordinaria,  como  los  cónsules,  tribunos  ,  ediles ,  cuestores  , 
pretores ,  etc.  ;  y  por  analogía  entre  nosotros  se  llama  así  el 
ministro  superior  de  justicia,  como  por  ejemplo,  el  conse^ 
jero  y  el  individuo  de  una  audiencia,  aunque  no  deja  de 
aplicarse  también  á  los  jueces  inferiores  ,  y  á  todo  funcio- 
nario público  que  es  jefe  de  alguna  administración  civil.  — 
Magistratura  es  el  oficio  y  dignidad  de  magistrado,  el  tiempo 
que  dura,  y  la  clase  ó  cuerpo  de  magistrados. 

MALA  y  buena  fe.  Véase  Fe. 

MALCORTE.  El  quebrantamiento  de  los  estatutos  de 
montes  altos  en  hacer  leña  ó  carbón,  ó  en  sacar  camas  de 
arado  de  los  árboles. 

MALEFICIO.  Esta  palabra  tomada  generalmente  signi- 
fica toda  especie  de  crimen  y  todo  daño  ó  perjuicio  que  se 
causa  á  otro  ;  pero  en  una  acepción  mas  estrecha  es  el  mal 
que  se  hace  á  las  personas,  ó  á  los  animales,  ó  á  los  frutos  de 
la  tierra,  según  creen  los  supersticiosos,  empleando  el  sor- 
tilegio, el  hechizo,  y  otros  medios  del  arte  mágica.  Véase 
Adivinos. 

MALENTRADA.  Cierto  derecho  que  pagaba  el  que 
entraba  preso  en  la  cárcel. 

MALFETRÍA.  Voz  antigua  usada  en  el  derecho  para 
denotar  alguna  cosa  mal  hecho  ó  alguna  maldad.  Nace  de 
mal  y  factura;  y  así  en  contraposición  belfelría  significa  cosa 
bien  hecha ,  de  donde  nació  behetría.  Véase  Behetría. 

MALHECHOR.  El  que  ha  cometido  algún  delito. 

El  malhechor  debe  ser  allí  convenido  donde  hizo  el  male- 
ficio; ley  52,  lit.  2,  Part.  3. 

El  malhechor  queda  obligado  por  los  daños  que  hizo  á  al- 
guno ,  como  si  le  debiera  alguna  otra  deuda  ;  ley  13,  lit.  Ui, 
Part.  b.  =  Véase  Juicio  criminal. 

MALVERSACIÓN.  La  inversion  de  caudales  en  usos 
distintos  de  aquellos  para  que  están  destinados.  El  malver- 
sador es  responsable  de  su  administración  ,  y  es  castigado 
según  las  circunstancias  que  aumentan  ó  disminuyen  su 
delito. 

MANANTIAL.  El  agua  que  mana ,  ó  la  fuente.  El  pro- 
pietario de  una  heredad  puede  disponer  á  su  arbitrio  del 
agua  de  una  fuente  que  nace  en  ella  ,  y  desviarla  de  la  he- 
redad de  su  vecino  por  donde  solia  pasar;  porque  el  ma- 
nantial hace  parte  del  fundo  en  que  nace,  y  pertenece  por 
tanto  en  propiedad  al  dueño  de  este;  ley  1,  lit.  28,  Part.  3. 
Mas  deberá  decirse  lo  contrario,  si  el  propietario  del  fundo 
en  que  está  el  manantial  no  apartase  ó  mudase  el  curso  del 
agua  en  beneficio  suyo  sino  solo  por  hacer  mal  á  su  vecino, 
ó  si  el  vecino  tuviese  derecho  de  servidumbre,  pues  nunca 
debe  favorecerse  á  la  malicia  ,  y  siempre  ha  de  atenderse 
á  la  mayor  utilidad;  ley  19,  lit.  32,  y  ley  Ib,  til.  31, Part.  3. 

MANCEBA.  La  amiga  ó  concubina  con  quien  alguno 
tiene  comercio  ilícito  continuado.  Véase  Amancebado ,  Con- 
cubina y  Adúlteros. 

MANCEBÍA.  La  casa  ó  lugar  donde  habitan  las  mujeres 
que  se  prostituyen.  No  se  permiten  mancebías  ni  lupanares  : 
la  justicia  que  las  consienta  en  su  distrito,  pierde  el  oficio  ó 
incurre  en  la  multa  de  cincuenta  mil  maravedís  para  el  fisco, 
juez  y  denunciador;  y  el  que  á  sabiendas  preste  su  casa  para 
tal  objeto  ,  incurre  en  la  pena  de  confiscación  de  ella  y  en 
la  multa  de  diez  libras  de  oro;  ley  2,  til.  22,  Part.  7.  Véase 
Lenocinio  y  Prostitución. 

MANCEBO.  El  que  trabaja  por  su  salario  en  algún  arte 
ú  oficio. 

En  el  comercio  carecen  los  mancebos  de  la  facultad  de 
contratar  y  obligarse  por  sus  principales,  á  no  ser  que  se 
la  confieran  estos  espresamento  para  las  operaciones  que 
determinadamente  les  encarguen ,  teniendo  aquellos  capa- 
cidad legal  para  contratar  válidamente  ;  art.  188  del  cod.  de 
com.;  y  en  este  caso  negociarán  y  tratarán  á  nombre  de  sus 
comitentes,  quienes  no  podrán  sustraerse  de  cumplir  las 


obligaciones  que  hicieren  sus  mancebos ,  ni  aun  pretestando 
abuso  de  confianza  ó  malversación. 

El  comerciante  que  confiera  á  un  mancebo  de  su  casa  el 
encargo  esclusivo  de  una  parte  de  su  administración  de  co- 
mercio ,  como  el  giro  de  letras ,  la  recaudación  y  recibo  de 
caudales  bajo  firma  propia  ,  ú  otra  semejante  en  que  sea 
necesario  que  se  suscriban  documentos  que  producen  obli- 
gación y  acción  ,  le  dará  poder  especial  para  todas  las  ope- 
raciones que  abrace  dicho  encargo ,  y  este  registrará  y  ano- 
tará según  va  dispuesto  en  el  art.  174,  con  respecto  á  los 
factores;  de  consiguiente  no  será  lícito  á  los  mancebos  de 
comercio  girar,  aceptar  ni  endosar  letras,  poner  recibo  en 
ellas,  ni  suscribir  ningún  otro  documento  de  cargo  ni  de 
descargo  sobre  las  operaciones  de  comercio  de  sus  princi- 
pales, sin  que  al  intento  se  hallen  autorizados  con  poder  su- 
ficiente; art.  189.  Véase  Factor. 

Sí  por  medio  de  una  circular  dirigida  á  sus  correspon- 
sales diere  un  comerciante  á  reconocer  á  un  mancebo  de  su 
casa  como  autorizado  para  algunas  operaciones  de  su  trá- 
fico ,  serán  válidos  y  obligatorios  los  contratos  que  este  haga 
con  las  personas  à  quienes  se  comunicó  la  circular  siempre 
que  estos  sean  relativos  á  la  parte  de  administración  con- 
fiada á  dicho  subalterno.  Igual  comunicación  es  necesaria 
para  que  la  correspondencia  de  los  comerciantes  ,  firmada 
por  sus  mancebos,  sea  eficaz  con  respecto  á  las  obligaciones 
que  por  ella  se  hayan  contraído;  art.  190. 

Las  disposiciones  de  los  arts.  176,  177,  179,  181,  182, 
183,  184  y  18b,  se  aplican  igualmente  á  los  mancebos  de 
comercio  que  estén  autorizados  para  regir  una  operación 
de  comercio  ó  alguna  parte  del  giro  ó  tráfico  de  su  principal  • 
art.  191.  Véase  Factor. 

El  mancebo  encargado  de  vender  por  menor  en  un  al- 
macén público,  se  reputa  autorizado  para  cobrar  el  producto 
de  las  ventas  que  hace ,  y  sus  recibos  son  válidos  espi- 
diéndolos à  nombre  de  sus  principales  ;  y  lo  mismo  ha  de 
decirse  del  que  vende  en  los  almacenes  por  mayor,  siempre 
que  las  ventas  sean  al  contado,  y  el  pago  se  verifique  en  el 
almacén  ;  pero  cuando  las  cobranzas  se  hacen  fuera  de  este, 
ó  proceden  de  ventas  hechas  á  plazos  ,  los  recibos  han  de 
estar  firmados  por  el  principal  ó  apoderado;  art.  192.  Los 
asientos  hechos  por  los  mancebos  de  comercio  encargados 
de  la  contabilidad  en  los  libros  y  registros  de  sus  princi- 
pales, causan  los  mismos  efectos,  y  les  paran  á  estos  per- 
juicio, como  si  hubieran  sido  hechos  por  ellos  mismos; 
art.  193.  Cuando  un  comerciante  encarga  á  su  mancebo  la 
recepción  de  mercaderías,  y  este  las  recibe  sin  repugnancia 
ni  reparo  en  su  calidad  y  cantidad ,  se  tiene  por  bien  hecha 
la  entrega  á  perjuicio  del  mismo  principal,  y  no  se  admiten 
sobre  ella  mas  reclamaciones  que  las  que  podrían  tener  lu- 
gar si  aquel  en  persona  las  hubiera  recibido;  art.  194. 

No  estando  determinado  el  plazo  del  empeño  del  mancebo 
con  su  principal,  puede  cualquiera  de  ellos  darlo  por  fene- 
cido, dando  aviso  á  la  otra  parte  con  un  mes  de  anticipa- 
ción; pero  si  se  hubiere  fijado  término,  no  pueden  arbitra- 
riamente las  partes  separarse  de  su  cumplimiento,  y  la  que 
se  separe  debe  indemnizar  á  la  otra  de  los  perjuicios  que 
por  ello  le  sobrevengan.  —  Se  estima  arbitraria  la  inobser- 
vancia del  contrato  entre  el  comerciante  y  su  mancebo,  ' 
siempre  que  no  se  funde  en  una  injuria  que  haya  hecho  el 
uno  á  la  seguridad  ,  al  honor  ó  á  los  intereses  del  otro.  EJ 
comerciante  puede  despedir  á  su  mancebo  por  fraude  j 
abuso  de  confianza ,  como  también  por  alguna  negociación 
de  comercio  que  este  hiciere  sin  su  permiso  por  cuenta  pro- 
pia ó  de  otro.  El  mancebo  es  responsable  de  cualquiera  le- 
sión que  cause  á  los  intereses  de  su  principal  por  malicia, 
negligencia  culpable  ó  infracción  de  las  órdenes  que  hubiere 
recibido.  Véase  Factor. 

MANGER.  El  hijo  de  mujer  pública.  Llámase  así  por  ia 
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especie  de  mancha  ó  nota  que  le  resulta  de  no  tener  padre 
conocido.  Véase  Hijo  mancer. 

MANCIPAR.  Sujetar  ó  hacer  esclavo  á  otro.  Esta  voz 
viene  de  las  palabras  launas  manu  capere ,  coger  con  la 
mano.  De  aquí  es  que  el  esclava  se  llamaba  mancipio ,  manu 
captus ,  porque  el  que  era  cogido  por  los  enemigos  quedaba 
esclavo  suyo. 

MANCOMUNAR.  Obligar  á  dos  ó  mas  personas  de 
mancomún  á  ¡a  paga  ó  ejecución  de  alguna  cosa.  Mancomu- 
narse  es  convenirse  ú  obligarse  dos  ó  mas  personas  á  la  eje- 
cución de  una  cosa. 

MANCOMUNIDAD.  Un  contrato  por  el  cual  dos  ó  mas 
personas  se  obligan  como  principales  á  pagar  á  prorata  3  ó 
cada  una  insólidum,  la  deuda  que  contraen. 

La  mancomunidad  se  diferencia  de  la  fianza,  en  que  en 
esla  se  obligan  los  fiadores  á  la  solución  del  débito  á  falta 
del  deudor  principal,  hecha  excusión  en  sus  bienes,  y  aun- 
que se  obliguen  como  pagadores  principales,  siempre  hay 
uno  ó  mas  que  son  los  verdaderos  deudores  ;  pero  en  la 
mancomunidad  todos  son  deudores  principales,  ya  se  obli- 
guen simplemente,  ya  cada  uno  por  el  lodo,  y  no  hay  que 
hacer  excusión  en  los  bienes  del  uno  para  reconvenir  al  otro 
por  su  parte ,  sino  que  à  un  propio  tiempo  puede  el  acreedor 
dirigir  su  acción  contra  todos;  leyes  8 y  10,  lit.  12  ,  Part.  S. 

Si  cada  uno  se  obliga  simplemente  á  satisfacer  la  deuda  ó 
cumplir  el  contrato,  debe  ser  reconvenido  solamente  por  su 
parte  ;  y  si  se  obliga  insólidum ,  puede  el  acreedor  recon- 
venirle por  el  lodo  ;  le;/ 10,  lit.  1 ,  lib.  10,  Nov.  Rec. 

Si  alguno  es  pobre ,  ó  no  está  en  el  lugar  al  tiempo  que 
el  acreedor  pide  la  deuda ,  deben  pagarla  por  entero  los  pu- 
dientes ó  presentes;  y  pendiente  el  pleito  contra  uno  de  los 
deudores ,  puede  el  acreedor  dirigir  su  acción  contra  el  otro, 
aun  después  de  dada  la  sentencia;  ley  10,  til.  12,  Part.  b. 

El  deudor  que  pagó  por  todos  y  obtuvo  el  lasto  del  acree- 
dor, puede  pedir  á'los  demás  mancomunados  la  parte  que  á 
prorata  les  corresponda,  ó  bien  repetir  por  el  todo  contra 
cualquiera  de  ellos ,  deducida  su  parte  ,  y  aquel  que  se  lo 
pague  usar  de  la  misma  acción  contra  otro  de  los  consocios, 
y  así  cada  uno  de  los  demás  hasta  la  estincion  del  crédito; 
bien  que  algunos  dicen  que  solo  puede  echar  mano  del  pri- 
mer medio.  Si  uno  de  los  mancomunados  percibió  toda  la 
utilidad  del  negocio ,  pueden  pedir  los  otros  que  se  le  de- 
mande primero.  Véase  Obligación  solidaria. 

MAMGUADRA.  Antiguamente  se  llamaba  juramento  de 
mancuaclra  el  juramento  mutuo  que  hacen  los  litigantes  de 
proceder  con  verdad  y  sin  engaño  en  el  pleito.  Véase  Ju- 
ramento de  calumnia. 

MANDA.  La  oferta  que  hace  alguno  á  otro  de  darle  al- 
guna cosa  ;  y  especialmente  la  donación  que  uno  deja  á  otro 
en  su  testamento  ó  codicilo-,  ya  sea  con  palabras  directas, 
en  cuyo  caso  se  llama  legado ,  ya  sea  con  palabras  oblicuas, 
en  cuyo  caso  se  llama  fideicomiso.  Véase  Fideicomiso  y  Le- 
gado. 

MANDAMIENTO.  El  despacho  del  juez  por  escrito 
mandando  ejecutar  alguna  cosa,  como  mandamiento  de 
apremio  ,  de  ejecución,  de  despojo,  etc.;  ley  22,  lit.  22, 
Part.  3. 

MANDATO.  Un  contrato  consensual  por  el  que  una  de 
as  partes  confia  la  gestion  ó  desempeño  de  uno  ó  mas  ne- 
gocios á  la  otra  que  lo  toma  à  su  cargo.  Llámase  mandante 
la  persona  que  da  el  encargo  ó  comisión  ;  y  mandatario  la 
que  lo  acepla.El  mandato  tiene  también  el  nombre  de  procu- 
ración ,  y  el  mandatario  de  procurador;  pero  la  palabra 
mandato  es  mas  general  y  comprende  todo  poder  dado  á  otro 
de  cualquier  modo  que  sea ,  al  paso  que  la  procuración  su- 
pone un  poder  dado  por  escrito. 
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I.  Todo  mandato  es  de  una  de  las  cinco  especies  siguien- 
tes :  —  Ia.  por  beneficio  tan  solo  del  mandante  ,  que  es  lo 
regular  y  mas  frecuente ,  como  si  uno  manda  á  otro  que  le 
recaude  todas  las  rentas  que  tiene  en  tal  pueblo  :  —  2a.  por 
beneficio  de  un  tercero  ,  como  si  Pedro  encargase  á  Juan 
que  saliese  fiador  de  Diego  ;  en  cuyo  caso  si  por  culpa  del 
mandatario  se  siguiese  algún  perjuicio  al  tercero,  ha  de  re- 
petirlo este  del  mandante ,  quien  podrá  después  reconvenir 
al  mandatario  :  —  3a.  por  beneficio  del  mismo  mandante  y 
de  un  tercero,  como  si  se  ruega  á  una  persona  que  compre 
alguna  hacienda  para  los  dos;  y  entonces  el  tercero  debe 
satisfacer  su  parte  al  mandatario  de  lo  que  hubiere  espen- 
dido si  fué  beneficiado  con  ello,  y  el  mandante  ha  de  pro- 
ceder contra  el  mandatario  si  no  desempeñó  debidamente 
su  encargo  :  —  4a.  por  beneficio  del  mandante  y  mandata- 
rio, como  si  quien  necesita  alguna  cantidad  de  dinero ,  pide 
á  un  comerciante  que  se  lo  entregue  á  él  ó  á  su  mayordomo, 
ofreciéndole  ciertas  ganancias  :  —  ba.  por  beneficio  del  mis- 
mo mandatario  y  de  un  tercero,  como  si  algún  sugeto  pi- 
diese á  otro  que  diese  prestado  algún  dinero  con  interés  á 
cierta  persona  ;  en  cuyo  caso  si  el  mandatario  no  puede  re- 
cobrar su  dinero  del  tercero ,  quedará  obligado  el  mandante 
á  la  devolución.  Si  el  mandato  se  hace  tan  solo  por  utilidad 
del  mandatario,  como  si  yo  te  mando  ó  encargo  que  com- 
pres bienes  nacionales ,  entonces  no  habrá  verdadero  man- 
dato, sino  una  mera  recomendación  ó  un  consejo  que  no 
producirá  ninguna  obligación  ,  á  no  ser  fraudulento.  Leyes 
2!,  22  y  23,  lit.  12,  Part.  b. 

IL  Todo  negocio  puede  ser  objeto  del  mandato,  con  tal 
que  no  se  oponga  à  las  leyes  ni  á  las  buenas  costumbres , 
ley  2b,  Ht.  12,  Part.  S  ;  y  con  tal  asimismo  que  sea  de  tal 
naturaleza  que  pueda  considerarse  que  lo  hace  el  mismo 
mandante  por  ministerio  del  mandatario. 

III.  El  mandato  puede  contraerse, entre  presentes  ó  au- 
sentes, por  palabras,  por  mensajeros,  por  escrito  público 
ó  privado  y  aun  por  cartas ,  como  asimismo  por  hechos, 
v.  gr.  si  alguno  estando  presente  permite  que  otro  desem- 
peñe sus  negocios,  ó  si  alguno  pone  en  ejecución  el  encargo 
que  se  le  confirió  sin  haberlo  aceptado  espresamente  ;  ley  %l¡, 
lit.  12,  Pari.  5. 

El  mandato  es  gratuito  por  su  naturaleza  ;  pero  no  queda 
viciado  por  la  asignación  de  salario  ú  honorario  ;  y  segura- 
mente el  administrador  que  recibe  sueldo  no  deja  por  eso 
de  ser  un  mandatario. 

IV.  El  mandato  puede  ser  especial,  esto  es,  reducido  á 
uno  ó  aciertos  negocios  solamente,  ó  bien  general  para  to- 
dos los  negocios  del  mandante.  El  mandato  concebido  en 
términos  generales  no  abraza  sino  los  actos  de  administra- 
ción, como  alquilar  las  casas,  arrendar  las  heredades,  sem- 
brar las  tierras,  recoger  las  cosechas,  vender  los  frutos, 
cuidar  los  intereses  del  mandante ,  y  otros  actos  de  esla 
especie.  Mas  para  enajenar,  hipotecar,  transigir,  compro- 
meter, ó  para  cualquiera  otro  acto  de  propiedad,  es  necesario 
que  el  mandato  sea  espreso;  pues  como  tales  actos  son  mu- 
cho mas  importantes  que  los  de  pura  administración  ,  res- 
pecto de  que  pueden  estinguir  ó  al  menos  modificar  los  de- 
rechos de  propiedad  que  el  mandante  tiene  en  la  cosa ,  no 
puede  prescindirse  de  que  este  dé  para  ellos  su  consentimien- 
to especial.  Ley  7,  lit.  14,  Part.  5,  y  sugl.  b. 

Obligaciones  del  mandatario. 

V.  El  mandatario  es  el  que  toma  á  su  cargo  el  desempeño 
ó  administración  de  los  negocios  que  otro  le  confia.  Puedo 
ser  mandatario  el  mayor  de  diez  y  siete  años;  y  como  el 
mandante  que  le  confia  sus  intereses  le  juzga  de  la  capaci- 
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dad  suficiente  para  su  gestion ,  no  puede  escusarse  á  la  eje- 
cución de  los  actos  que  el  mandatario  hiciere  con  terceras 
personas ,  sin  que  este  pierda  sus  derechos  de  menor  por 
el  hecho  de  la  aceptación  de!  mandato.  Mas  es  necesario 
tener  presente  que  aquí  solo  hablamos  del  mandatario  ex- 
trajudicial,  y  que  del  judicial  se  trata  en  la  palabra  Procu- 
rador. 

VI.  El  mandatario  puede  aceptar  ó  no  aceptar  el  manda- 
to; pero  una  vez  aceptado  espresa  ó  tácitamente,  queda 
obligado  á  cumplirlo  mientras  dure  su  encargo ,  bajo  la  pena 
de  satisfacer  los  intereses  y  perjuicios  que  puedan  resultar 
de  su  inejecución ,  ya  porque  nunca  se  debe  faltar  á  lo  que 
se  ha  prometido ,  grave  est  fidem  fallere ,  ya  porque  no  debe 
engañar  impunemente  al  mandante,  quien  si  no  hubiese 
confiado  en  la  oferta  ó  fidelidad  del  mandatario  se  hubiera 
valido  de  otra  persona  para  la  evacuación  de  sus  negocios  : 
jldjuvari ,  non  decipi  beneficio  oporíeí.  También  está  obli- 
gado á  concluir  el  negocio  empezado  al  tiempo  de  la  muerte 
del  mandante  ,  si  hay  peligro  en  la  tardanza. 

VIL  El  mandatario  no  solo  debe  ejecutar  el  mandato 
aceptado,  como  acabamos  de  decir,  sino  que  ha  de  poner 
todo  el  cuidado  necesario  en  cumplirlo  bien  y  fielmente , 
pues  por  el  hecho  de  su  aceptación  promete  los  esfuerzos  de 
su  celo  y  habilidad  ,  spondet  diligentiam  et  industrian!  ;  y 
por  consiguiente  se  hace  responsable  no  solamente  del  dolo, 
sino  también  de  las  faltas  que  cometa  en  su  gestion ,  debien- 
do indemnizar  al  mandante  del  perjuicio  que  le  cause  por 
su  negligencia,  porque  aceptando  el  mandato  le  impidió 
echar  mano  de  otro  procurador  mas  hábil  y  diligente  ;  ley  20, 
tít.  12,  Part.  S.  No  obstante,  la  responsabilidad  relativa  á 
las  faltas  no  se  aplica  con  tanto  rigor  al  mandatario  que  des- 
empeña el  mandato  gratuitamente  como  al  que  recibe  sa- 
lario. 

VIH.  Finalizado  el  mandato ,  debe  el  mandatario  dar  al 
mandante  las  correspondientes  cuentas  de  su  gestion.  —  El 
mandatario  responde  del  sustituto  que  él  se  ha  nombrado, 
cuando  no  se  le  dio  facultad  para  la  sustitución,  y  cuando 
habiéndosele  dado  sin  designación  de  persona,  hizo  elección 
de  una  que  de  notoriedad  era  incapaz  ó  insolvente;  mas  sea 
que  el  mandatario  tuviese  ó  no  tuviese  facultad  para  susti- 
tuir, parece  que  el  mandante  puede  dejar  de  perseguir  al 
mandatario  para  dirigirse  en  derechura  contra  el  sustituto, 
quien  habiéndole  causado  algún  perjuicio  por  su  gestion  ,  no 
tiene  pretestos  para  negarse  á  repararlo  ;  ley  19,  tít.  b,  Part. 
5. — Cuando  hay  muchos  mandatarios  nombrados  eti  un  mis- 
mo poder,  parece  que  el  mandante  no  puede  reconvenir 
insólidum  á  cualquiera  de  ellos  ,  si  no  se  ha  espresado  así 
en  el  mismo  poder,  porque  no  se  debe  presumir  fácilmente 
que  unos  mandatarios  que  ejercen  ordinariamente  un  acto 
de  beneficencia, hayan  querido  obligarse  á  responder  hasta 
de  las  faltas  de  sus  co-mandatarios,  y  es  por  otra  parte  un 
principio  general  que  la  obligación  solidaria  no  se  presume 
jamas. 

IX.  No  puede  el  mandatario  emplear  en  su  utilidad  pro- 
pia las  sumas  que  ha  recibido  del  mandante ,  pues  esto  seria 
faltar  á  la  fidelidad  que  debe  guardar  en  sus  funciones;  y  si 
las  emplea ,  debe  pagar  los  intereses  que  se  conceptúen  jus- 
tos desde  el  dia  en  que  echó  mano  de  ellas ,  quedando  res- 
ponsable ademas  de  los  perjuicios  que  se  sigan  por  esia  ra- 
tona su  principal.  También  debe  satisfacer  áesle  los  intereses 
de  la  cantidad  en  que  sea  alcanzado,  desde  el  dia  que  se 
constituya  en  tardanza  ó  mora;  ind.  de  la  ley  5,  lit.  h, 
lib.  5  del  Fuero  Juzgo.  Véase  Comisionista  y  Procurador. 

Obligaciones  del  mandante. 

X.  Mandante  es  el  que  encarga  á  otra  persona  la  gestion 
ó  desempeño  de  sus  negocios.  El  mandante  está  obligado  á 


cumplir  los  empeños  ó  tratos  que  el  mandatario  hubiere  he- 
cho con  arreglo  al  poder  que  se  le  dio;  mas  no  está  obligado 
á  lo  que  se  hubiere  hecho  fuera  de  los  límites  del  poder,  sino 
en  cuanto  lo  hubiese  ratificado  espresa  ó  tácitamente.  Puede 
decirse  que  el  mandatario  se  ha  circunscrito  á  los  límites  del 
mandato,  cuando  ha  hecho  precisamente  el  mismo  negocio 
que  se  le  encargó  ;  ya  sea  con  las  condiciones  prescritas  en 
el  poder,  ya  sea  con  otras  mas  ventajosas.  Si  yo  te  he  en- 
cargado, por  ejemplo,  la  compra  de  cierta  casa  por  cien  mil 
reales ,  y  tú  la  has  comprado  en  efecto  por  este  precio  ó  por 
otro  mas  bajo,  no  puedo  negarme  á  la  ratificación  de  esta 
compra.  Pero  cuando  el  mandatario  se  escede  de  los  límites 
de  su  poder,  su  gestion  no  es  ya  la  gestion  del  mandato,  y 
por  consiguiente  el  mandante  puede  negarse  á  reconocerla. 
Así  es  que  en  el  ejemplo  precedente ,  si  tú  compraste  la  casa 
por  ciento  veinte  mil  reales,  ó  si  compraste  otra  casa  dife- 
rente de  la  que  yo  te  habia  designado,  no  quedaré  obligado 
á  pasar  por  tu  compra  ;  ley  11,  til.  10,  lib.  1,  Fuero  Real. 

XI.  El  mandante  debe  satisfacer  al  mandatario  los  ade- 
lantos y  gastos  que  este  hubiere  hecho  por  razón  del  man- 
dato, así  como  los  salarios  que  le  hubiere  prometido,  sin 
poder  reducir  el  importe  de  dichos  gastos  y  adelantos  bajo 
el  preteslo  de  que  pudieron  ser  menores,  ni  dispensarse  de 
hacer  el  pago  de  eslos  y  del  salario,  aun  cuando  haya  tenido 
mal  éxito  el  negocio,  con  tal  que  no  haya  habido  faltas  que 
puedan  imputarse  al  mandatario  ;  ley  20,  lit.  12,  Part.  5. 
También  parece  natural  que  el  mandante  indemnice  al  man- 
datario de  las  pérdidas  que  este  esperimentase  con  motivo 
de  la  gestion,  sin  imprudencia  que  le  sea  imputable.  Si  ha- 
biendo pues  comprado  para  tí  un  toro  que  tú  me  designaste, 
rompe  la  soga  con  que  estaba  atado  y  mata  mi  caballo,  de- 
berías tú  indemnizarme  de  esta  pérdida,  con  tal  que  no  se 
me  pueda  reconvenir  de  imprudencia,  como  v.  gr.  de  haber 
puesto  el  toro  en  el  mismo  establo  que  mi  caballo,  ó  de  no 
haberlo  asegurado  del  modo  que  convenia. 

XII.  Guando  el  mandatario  ha  sido  constituido  por  mu- 
chas personas  para  un  negocio  común ,  cada  una  de  ellas  le 
está  obligada  solidariamente  á  todos  los  efectos  del  manda- 
to ;  y  así  es  que  podrá  reclamar  de  cualquiera  de  ellas  la 
ratificación  de  lo  obrado  según  el  poder,  y  la  satisfacción  de 
adelantos  y  demás.  —  El  interés  de  los  adelantos  hechos  por 
el  mandatario  debe  ser  pagado  por  el  mandante,  acontar 
desde  el  dia  en  que  hubiere  mora  ó  tardanza  con  respecto  á 
la  satisfacción  de  los  adelantos. 

Modos  de  acabarse  el  mandato. 

XIII.  El  mandato  fenece  :  Io.  por  revocación  del  man- 
dante; 2o.  por  renuncia  del  mandatario;  5o.  por  muerte  na- 
tural ó  civil ,  interdicción  ó  quiebra  ,  sea  del  mandante  ,  sea 
del  mandatario  ;  leyes  23  y  2'i ,  tít.  8 ,  Part.  5. 

Como  este  contrato  se  funda  por  una  parte  en  la  confianza 
que  tiene  el  mandante  en  el  mandatario,  y  por  otra  en  la 
amistad  que  el  mandatario  profesa  al  mandante;  y  puede 
cesar  la  confianza  así  como  estinguirse  la  amistad  ,  era  con- 
siguiente permitir  al  mandante  revocar  los  poderes  que  ha- 
bia dado  ,  y  al  mandatario  desistir  del  servicio  que  habia 
tomado  á  su  cargo. 

XIV.  Puede  el  mandante  revocar  el  mandato  cuando  le 
parezca,  y  recoger  la  escritura  pública  ó  privada  que  lo 
contiene,  á  fin  de  que  el  mandatario  no  pueda  inducir  en 
error  á  terceras  personas.  La  revocación  que  se  notifica  solo 
al  mandatario  no  puede  oponerse  contra  las  terceras  per- 
sonas que  por  ignorarla  han  tratado  con  él  de  buena  fe  ; 
pero  queda  salvo  al  mandante  su  recurso  contra  el  manda- 
tario que  continuó  usando  de  una  facultad  que  ya  no  tenia. 
Si  el  mandante  nombra  nuevo  mandatario  para  el  mismo 
negocio  ,  se  entiende  que  revoca  tácitamente  el  poder  dado 
al  primero  desde  el  dia  de  la  notificación  ;  mas  si  habiendo 
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dado  al  primero  un  poder  general ,  da  luego  á  otro  un  man- 
dato especial,  por  ejemplo  ,  para  alquilar  cierta  casa  y  per- 
cibir el  alquiler,  es  claro  que  el  primer  mandato  no  queda 
revocado  sino  en  cuanto  al  negocio  contenido  en  el  segundo. 

XV.  El  mandatario  puede  por  su  parte  renunciar  al  man- 
dato, haciéndolo  saber  al  mandante;  pero  si  le  causa  algún 
perjuicio  por  dejar  el  negocio  sin  terminar,  tiene  que  darle 
la  competente  indemnización  ,  á  no  ser  que  no  pueda  conti- 
nuar las  funciones  de  mandatario  sin  esperimentar  él  mismo 
algún  daño  considerable,  por  ejemplo,  sin  abandonar  nego- 
cios que  sean  importantes  para  él;  porque  el  servicio  que 
ha  querido  hacer  no  debe  convertirse  en  detrimento  suyo  : 
Nemini  sivim  officium  débet  esse  damnosum. 

XVI.  Si  el  mandatario  ignora  la  muerte  natural  ó  civil , 
la  interdicción  ó  la  quiebra  del  mandante ,  no  puede  dudarse 
de  la  validez  de  lo  que  hubiere  hecho  durante  su  ignorancia; 
y  sus  empeños  deben  ejecutarse  con  respecto  á  las  terceras 
personas  que  obraron  de  buena  fe,  mas  no  con  respecto  á 
las  que  obraron  de  mala  sabiendo  la  causa  de  la  cesación 
del  mandato.  —  En  caso  de  muerte  del  mandatario,  deben 
sus  herederos  dar  aviso  al  mandante  ,  y  cuidar  entretanto 
de  que  no  le  suceda  perjuicio  en  sus  intereses. 

XVII.  El  mandato  puede  ser  judicial  ó  extrajudicial  :  aquí 
hablamos  del  segundo.  En  cuanto  al  primero  ,  véase  Pro- 
curador, como  también  Poder. 

MANDATO  criminal.  El  mandato  que  tiene  por  objeto 
la  ejecución  de  un  delito. 

I.  Suponiendo  que  el  mandante  y  mandatario  concurren 
libremente  á  la  perpetración  del  delito  ,  ambos  deben  sufrir 
la  misma  pena,  porque  el  mandante  pervierte  el  ánimo  del 
mandatario,  le  induce  eficazmente  á  hacer  lo  que  no  haria 
sin  el  mandato ,  y  aunque  no  concurra  físicamente  á  la  eje- 
cución ,  tiene  tanta  parte  como  si  concurriera.  Aquel  face  el 
daño  que  lo  manda  facer,  dice  la  regla  20 ,  tít.  34 ,  Part.  7. 
La  muerte  de  Urías  se  imputa  á  David  ,  que  solo  la  mandó 
ejecutar,  como  si  la  hubiese  hecho  por  su  mano:  Mataste  cotí 
la  espada  á  Urías  Heteo;  Uriam  Hethœum  percussisti  gladio, 
le  dice  Nathan  cuando  le  reprende  en  nombre  de  Dios.  El 
mandatario  es  el  instrumento  con  que  se  comete  el  delito; 
pero  no  un  instrumento  muerto  como  el  cuchillo,  que  solo 
se  mueve  á  la  voluntad  del  que  le  dirige;  sino  un  instrumento 
cooperativo,  porque  se  mueve  por  sí  mismo,  y  concurre 
libremente  á  la  acción. 

II.  De  aquí  es  que  si  el  mandatario  se  escedió  en  la  ejecu- 
ción del  mandato  como  si  habiéndole  mandado  que  hiriese  á 
uno  se  propasó  hasta  matarle,  esta  muerte  aunque  hecha 
contra  la  voluntad  del  mandante,  deberá  imputársele  igual- 
mente que  al  mandatario,  porque  es  verdadera  causa  de 
ella  ,  pues  no  solo  debia  saber  que  el  mandatario,  podia  es- 
ceder fácilmente  los  términos  del  mandato  ,  sino  que  espre- 
samente  le  esponia  à  ello,  mandándole  por  otra  parte  una 
cosa  ilícita. 

III.  Pero  si  el  mandante  revocare  en  tiempo  hábil  el  man- 
dato, y  no  obstante  le  pusiere  en  ejecución  el  mandatario, 
entonces  solo  á  este  se  le  deberá  imputar  el  delito,  porque 
ya  no  puede  decir  que  el  mandato  es  causa  de  él.  Sin  em- 
bargo ,  dicen  algunos  autores  y  con  razón  á  juicio  del  Sr.  Lar- 
dizabal ,  que  el  mandante  debe  ser  castigado  con  alguna 
pena  estraordinaria ,  por  haber  pervertido  el  ánimo  del 
mandatario  y  por  el  peligro  que  traen  consigo  semejantes 
mandatos  aunque  después  se  revoquen.  Por  la  misma  razón, 
aunque  no  se  ponga  en  práctica  el  mandato ,  deberá  casti- 
garse con  alguna  pena  proporcionada ,  pues  importa  á  la 
pública  utilidad  el  impedir  semejantes  mandatos,  la  depra- 
vación que  causan  en  el  ánimo  del  mandatario ,  y  el  peligro 
que  de  aquí  puede  resultar  á  la  sociedad. 

IV.  Hemos  dicho  que  deben  sufrir  igual  pena  el  mandante 
y  el  mandatario  cuando  ambos  concurren  libremente  á  la 


ejecución  del  delito.  Pero  ¿qué  será  cuando  el  mandatario 
es  una  persona  que  en  el  orden  común  está  sujeta  á  los  pre- 
ceptos del  mandante?  Entonces  el  mandante  es  sin  duda  al- 
guna mucho  mas  criminal  que  el  mandatario  que  por  hábito 
de  obediencia ,  por  temor  á  su  superior,  ha  ejecutado  el  man- 
dato. No  es  esto  decir,  que  el  precepto  del  crimen  pueda  ser 
una  justificación  para  los  que  le  cometen  ;  porque  como  na- 
die tiene  derecho  á  mandarlo,  nadie  tiene  tampoco  obliga- 
ción de  obedecerlo.  Pero  una  cosa  es  que  no  escuse  al  eje- 
cutor, y  otra  que  no  agrave  la  posición  y  la  culpa  del  que 
lo  ha  dictado.  La  conciencia  humana  verá  siempre  en  este 
la  parte  principal  de  la  obra ,  y  no  podrá  prescindir  de  cali- 
ficarle con  mayor  dureza  que  al  ciego  ó  débil  instrumento 
de  su  maldad.  No  tenia  ,  es  cierto,  derecho  para  obligar  á 
otro  á  cometer  lo  que  le  mandaba  ;  pero  de  hecho  se  lo 
mandaba,  y  por  eso  el  otro  lo  cometió.  En  el  ejecutor  se 
encuentra  un  yerro  de  debilidad ,  un  yerro  de  obediencia 
que  podrá  servirle  de  circunstancia  atenuante;  en  el  que 
mandaba  no  se  encuentra  sino  el  mas  horrible  abuso  de  po- 
der, dirigido  al  mas  odioso  de  los  objetos. 

MANEBQ.  Decíase  antiguamente  del  deudor  que  se  sus- 
tituía para  pagar  ó  cumplir  la  obligación  de  otro. 

MANIFESTACIÓN.  En  Aragon ,  la  acción  exhibitoria 
para  que  una  cosa  se  ponga  de  manifiesto  y  se  presente  ante 
el  juez  para  que  puedan  verla  los  interesados  ;  la  protección 
judicial  para  libertar  á  las  personas  de  la  violencia ,  opresión 
ó  tropelía  que  padecen,  y  especialmente  la  estraccion  y  de- 
pósito voluntario  de  una  hija  de  familia  ,  con  autoridad  del 
juez,  para  esplorar  su  voluntad  en  materia  de  matrimonio. 
Cuando  una  hija  de  familia  quiere  casarse  con  cierta  per- 
sona ,  y  sus  padres  ó  tutores  se  niegan  á  darle  su  consenti- 
miento ,  de  modo  que  ella  trata  de  acudir  á  la  autoridad  po- 
lítica de  la  provincia  para  que  declarando  irracional  el 
disenso  le  conceda  la  habilitación  para  que  tenga  efecto  el 
matrimonio  (i),  se  presenta  primero  el  juez  del  distrito,  á 
solicitud  del  interesado ,  acompañado  del  escribano ,  en  casa 
de  los  padres  ó  tutores  en  cuyo  poder  se  halla  la  hija  de  fa- 
milia, y  enterado  de  la  resistencia  que  oponen  al  matrimo- 
nio proyectado ,  como  asimismo  de  la  insistencia  de  la  hija 
en  llevarlo  à  ejecución  y  salir  manifestada,  la  saca  efectiva- 
mente de  la  casa  de  sus  padres  ó  tutores  y  la  deposita  en 
poder  de  una  familia  respetable ,  para  que  libre  allí  de  opre- 
sión y  de  lodo  temor  de  malos  tratamientos,  como  también 
de  la  influencia  del  pretendiente ,  pueda  manifestar  franca- 
mente su  voluntad  ,  y  llevar  adelante  la  solicitud  de  la  men- 
cionada habilitación. 

MANLIEVE.  Voz  anticuada  con  que  se  denotaba  el 
engaño  que  se  hace  á  alguno  para  sacarle  dinero ,  deján- 
dole en  su  poder  como  en  prenda  y  seguridad  cofre  ó  arca 
cerrada  llena  de  cosas  de  poco  ó  ningún  valor,  dándole  á 
entender  que  contiene  cosas  muy  preciosas.  Véase  En- 
gaño. 

MANO  fuerte.  La  gente  armada  para  hacer  cumplirlo 
que  el  juez  manda  ;  y  también  la  que  el  juez  secular  manda 
dar  al  eclesiástico  cuando  este  implora  su  ausilio. 

MANOS  libres.  Los  poseedores  de  bienes  no  vinculados 
ni  amortizados. 

MANOS  muertas.  Los  poseedores  de  bienes ,  en  quie- 
nes se  perpetúa  el  dominio  de  ellos  por  no  poder  enajenar- 
los ó  venderlos.  De  esta  clase  eran  las  comunidades  y  m^o- 
razgos. 

(1)  Ténganse  presentes  las  leyes  15  y  16  ,  tít.  2,  lib.  10,  Nov. 
Rec. ,  sobre  los  depósitos  judiciales  de  las  hijas  de  familia  para 
esplorar  su  libertad,  pues  si  el  recurso  es  sobre  ser  ó  no  irracio- 
nal el  disenso,  conocerá  el  juez  civil ,  y  decretará  cuándo  sea  ne- 
cesario el  depósito  ;  pero  si  fuere  sobre  esponsales,  evacuado  ante 
el  secular  el  juicio  instructivo  sobre  disenso,  conocerá  el  eclesiás- 
tico impartiendo  el  ausilio  del  brazo  seglar  si  es  necesario. 
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MANSOS.  En  algunas  partes  las  tierras  ó  bienes  pri-  ¿Pero  existió  entre  nosotros  una  moneda  real  y  efectiva 

mordíales  de  los  curatos,  que  están  libres  de  pagar  diezmos,  llamada  maravedí?  Hay  algún  autor  que  suscita  esta  cues- 

Llámanse  mansos  del  verbo  latino  manere ,  permanecer,  ha-  tion  curiosa  é  importante  ,  y  la  decide  por  la  negativa;  ase- 

bitar,  porque  en  ellos  suelen  estar  las  casas  en  que  habitan  gurando  que  nunca  se  dijo  que  las  monedas  ensayadas  para 

los  curas.  conocer  el  valor  del  maravedí  fueran  maravedises;  ni  en  la 

MANTENER.  Amparar  y  sostener  á  alguno  en  la  po-  ordenanza  sobre  batimento  de  moneda  se  habló  de  la  acu- 

sesion  ó  goce  de  alguna  cosa.  nación  de  maravedises.  El  único  dato  que  de  su  existencia 

MANUAL.  El  libro  en  que  los  hombres  de  negocios  van  pudiera  presentarse ,  dice  D.  Ramón  Martínez  de  Montados 

notando  las  partidas  de  cargo  y  data  para  pasarlas  después  en  su  erudito  informe  dado  el  año  de  1852,  seria  el  medio 

al  libro  mayor.  Véase  Libro  diario.  real  de  plata  acuñado  por  Alfonso  X  que  valia  un  maravedí. 

MANUALES.  Antiguamente  se  llamaban  así  los  dere-  Pero  esto  no  puede  ser  tipo  seguro  para  calcular  la  equiva- 

chos  que  se  daban  á  los  jueces  ordinarios  por  su  firma.  lencia,  respecto  á  que  sufrió  tales  variaciones  como  que  el 

MANUMISIÓN.  La  concesión  de  libertad ,  que  un  señor  marco  de  plata  estimado  en  aquel  reinado  en  130  mará  ve- 
hace  á  su  esclavo.  Llámase  manumisión  de  las  palabras  la-  dises,  solo  valió  123  en  el  siguiente  de  Alfonso  XI,  200  en 
tinas  mames  y  mulera  ,  de  que  se  formó  manumitiere ,  ma-  el  de  Enrique  II  y  280  en  el  de  D.  Juan  I. 
numitir,  soltar  déla  mano,  sacar  de  su  poder,  dar  libertad.  Puede  hallarse  ,  según  el  señor  Montados,  un  tipo  mas 
Los  esclavos  se  consideraban  no  como  porsonas  sino  como  exacto  para  resolver  el  valor  de  las  monedas  en  cada  reí- 
cosas;  y  los  señores  podían  despojarse  de  su  dominio,  ya  nado  ,  tomándolo  en  el  marco  de  plata  que  D.  Alfonso  XI en 
vendiéndolos,  ya  declarándolos  libres.  Véase  Esclavo  y  las  Cortes  de  Alcalá  de  1349  hizo  venir  de  Colonia,  así  como 
Liberto.  en  el  de  Troyas  conocido  con  el  nombre  de  Teja,  sobre  los 

MANUSCRITOS.  Las  obras  manuscritas  que  se  hallan  cuales  hizo  aquel  monarca  un  ordenamiento,  en  cuya  virtud 

en  una  herencia  pertenecen  á  los  herederos  del  difunto,  mandó  «  que  el  oro,  plata  y  vellón  de  moneda  se  pesase 

quienes  gozan  del  derecho  de  autor  y  pueden  hacerlas  im-      por  el  marco  de  Colonia,  que  haya  en  él  ocho  onzas 

primir  y  publicar  en  utilidad  suya.  pesándose  el  cobre,  fuera  estaño,  plomo,  azogue  y  demás... 

MANUTENCIÓN.  El  amparo  y  protección  que  se  con-  por  el  marco  de  Teja ,  en  que  haya  ocho  onzas ,  y  en  la 

cede  por  el  juez  al  que  se  queja  de  que  se  ve  turbado  por  libra  dos  marcos,  y  en  la  arroba  veinte  y  cinco  libras.  » 

otro  en  la  posesión  de  alguna  cosa  ,  conservándole  y  soste-  Este  marco,  desde  dicha  época,  no  tuvo  alteración  alguna 

niéndole  en  ella  con  sus  providencias ,  sin  perjuicio  de  exa-  hasta  el  dia  ;   así  como  tampoco  desde  Alfonso  X  la  tuvo  la 

minar  el  derecho  de  las  partes  á  la  propiedad  en  juicio  peti-  ley  de  la  plata ,  que  en  todos  los  reinados  ha  sido  de  once 

torio.  Véase  Interdicto.  dineros  y  diez  granos  el  marco,  del  cual  sacaban  64 '/*,  6o, 

MAÑERÍA.   En  lo  antiguo  el  derecho  que  teníanlos  67,  682/3  reales  plata, 

reyes  y  señores  de  suceder  en  los  bienes  á  los  que  morian  La  variación  ha  dimanado  de  los  valores  de  los  marave- 

sin  sucesión  legítima.  dises  y  demás  fracciones  de  estos,  que  bajando  sucesiva- 

MAR.  El  conjunto  de  aguas  que  rodean  la  tierra  (1).  Nin-  mente  y  en  cada  reinado  ,  no  puede  establecerse  mas  regla 

guna  nación  tiene  derecho  de  atribuirse  el  imperio  del  mar;  que  la  que  corresponde  á  la  época  en  que  se  busca  el  valor, 

pero  los  tratados  de  paz  y  de  comercio  han  fijado  en  general  Constante  el  marco  en  su  ley  de  once  dineros  y  cuatro  gra- 

á  dos  leguas  de  la  costa  la  distancia  á  que  se  estiende  el  nos,  su  valor  nacido  de  las  alteraciones  que  sufrieron  los 

dominio  respectivo  de  cada  soberano  cuyos  estados  baña  el  maravedises  ,  fué  el  siguiente  : 

mar.  El  uso  del  mar  es  común  á  todos  los  hombres,  y  . 

todos  loshombres  por  consiguiente  pueden  navegar  y  pescar      Ü"  tiempo  de  Altonso  X. 150  mrs. 

en  él  sin  restricción  alguna,  pues  nunca  puede  temerse  que  la.  de  Altonso  XI 123 

llegue  á  faltar  la  pesca;  mas  en  las  partes  del  mar  cercanas  Id.  de  Enrique  II 

á  las  costas  puede  el  gobierno  arreglar  ó  modificar  los  es-  ;,    ,    í,113!1       *      *     •"   '     •     '     * 

presados  derechos.  Id.  de  Ennque  III SOO 

MARAVEDÍ.  Voz  árabe  que  significa  moneda.  No  se  }J'  ,    ¡,uan  "" i'0™ 

vio  entre  nosotros  hasta  el  siglo  xi,  en  cuyo  tiempo  le  intro-  Id.  de  Enrique  IV. 2,250 

dujeron  los  almorabides,  arreglando  con  él  las  cuentas  que  ¡J  ^e. '°s  r(Lye!, catohcos-     •     •     •    •    2,210 

hasta  entonces  se  llevaban  con  los  ases,  semises  y  tremises  m<  del  br'  U"  1<ernan(1°  vu-     •    •    •    5>"40 

romanos.  Inalterable  el  marco  en  su  ley,  para  averiguar  el  valor 

En  los  siglos  xiv  y  xv  corrieron  los  maravedises  con  la  equivalente  á  los  maravedises  en  tiempo  de  Juan  I ,  parli- 
dcnominacion  de  buenos ,  de  la  buena  moneda ,  viejos ,  nove-  remoç  ¿e  i£r  base  ¿e  componerse  el  marco  de  230  maravedi- 
ses ,  prietos  ,  blancos,  alfonsíes ,  burgaleses  y  cobreños.  Su  ses.  RepartJendo  los  8,440  que  dan  los  160  reales  valor  ac- 
valor  se  compuso  de  otras  monedas  efectivas  inferiores  que  tual  del  marco  enlre  230  maravedises,  valor  de  aquella 
llamaran  blancas,  cornados  nuevos  y  viejos,  sueldos,  diñe-  épocaj  tendremos  21  maravedises  2A-  De  aquí  se  inferirá 
ro  meajas  nueva  y  vieja,  etc.,  que  eran  como  fracciones  que  maravedi  y  medîo  del  tiempo  de  Juan  I,  equivale  á  un 
del  maravedí.  reaj  ¿0  VG\\Qn  f  0  qUe  5  maravedises  de  Juan  I  valen  un  real 

Vanas  aunque  infructuosas  fueron  las  investigaciones  he-  de    jata  ¿  dos  de  vellón 

chas  por  los  sabios  anticuarios  en  diferentes  épocas  para  Asimismo  cada  maravedí  del  tiempo  de  Alfonso  X  cqui- 

avenguar  el  valor  de  cada  una  de  estas  monedas,  y  la  vaie  á  fti»Ade  los  maravedises  actuales, 

correspondencia  con  las  corrientes  del  día.  El  ensayo  de  que  MARCA.  La  señal  que  se  pone  en  algunas  cosas ,  ya 

se  Han  valido  no  les  ofreció  la  ley  y  la  mezcla  de  la  plata  ge  conozca  el  clueño  a  quien  pertenecen  ,  ya  para 

para  compararlas  con  el  valor  del  marco,  por  lo  muy  gasta-  ,)ar          se  han          do  los  derechos  impuestos  sobro 

das  que  estaban  ,  por  las  mermas  hechas  en  el  peso  ,  por  el  e,lag         para          conste          han  si(lo  vistas  0  vis¡tadas 

sello  que  se  les  poma  al  tiempo  de  acunarlas ,  y  por  falla  de  ,as  personas  qoe  tionen  autoridad  pública  al  efecto.  La 

criterio  sobre  los  documentos  tomados  para  los  cálculos.  marca  inf]ucc  preSunc¡on  de  que  las  cosas  en  que  se  halla 

(i)  Lpy  28,  tít.  9,  Part.  2.  —  Véase  sobre  todo  el  contenido  puesta  pertenecen  al  dueño  de  la  misma;  pero  no  puedo 

de  este  artículo  la Cur.  Filip.,  lib.  5,  comeré,  napaí., cf*p.  1 ,  ¿IJíir.  reputarse  por  sí  sola  como  prueba  completa  del  dominio, 

—  Vattel,  Derecho  de  gentes,  lib.  i ,  cap.  ¿3. .  siendo  tan  fácil  cometer  el  fraude  de  usar  de  marca  ó  señal 
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ajena.  Sin  embargo ,  cuando  algunas  personas  disputan  so- 
bre pertenencia  de  cosas  perdidas  en  naufragio  ó  robadas 
por  piratas,  debe  declararse  que  corresponden  al  dueño  de 
la  marca ,  puesto  que  este  tiene  á  su  favor  una  conjetura  de 
que  carecen  los  demás  (i).  Véase  Platero  y  Contraste. 

MARCA.  Cierta  pena  que  en  algunas  partes  se  impone 
á  los  reos  de  ciertos  delitos,  haciéndoles  una  señal  en  la 
frente,  mejilla,  ó  espalda  con  la  aplicación  de  un  yerro 
encendido.  Esta  pena  no  se  usa  entre  nosotros ,  y  se  va 
proscribiendo  de  los  códigos  penales  de  las  naciones  civili- 
zadas. El  hombre  que  ha  cometido  un  delito,  y  después  de 
haberlo  expiado  vuelve  á  la  libertad,  puede  tener  la  espe- 
ranza de  recobrar  su  reputación ,  y  aun  de  abrirse  con  su 
conducta  la  puerta  déla  fortuna  y  de  la  gloria;  pero  si  lleva 
sobre  sí  la  terrible  marca ,  esta  señal  indeleble  de  su  crimi- 
nalidad ,  este  sello  perpetuo  de  su  ignominia,  se  ve  ya  para 
siempre  hecho  el  objeto  del  desprecio  de  todos  ,  y  ó  bien 
perece  víctima  de  la  miseria  ó  del  despecho,  ó  bien  se  relira 
á  los  bosques  para  hacerse  salteador  y  abrirse  el  camino  del 
cadalso.  La  humanidad  pues  y  el  interés  de  la  sociedad  des- 
tierran  de  toda  legislación  tan  perniciosa  pena  (2). 

MARIDO.  El  hombre  casado  con  respecto  á  la 
mujer. 

El  marido  debeá  la  mujer  fidelidad  ,  socorro  ,  asistencia 
y  protección.  —  Sin  embargo  la  infidelidad  del  marido  no 
se  castiga  como  la  de  la  mujer  (3)  ;  porque  no  lleva  con- 
sigo, como  la  de  esta,  el  peligro  de  introducir  hijos  estraños 
en  la  familia;  y  así  es  que  el  marido  no  puede  ser  acusado 
de  adulterio  por  la  mujer.  Véase  Adulterio. 

El  marido  debe  hacer  participante  á  la  mujer  de  todas 
las  comodidades  de  que  él  disfrute,  por  razón  de  la  igual- 
dad que  debe  reinar  entre  los  dos;  ha  de  prodigarle  toda 
especie  de  cuidados  en  caso  de  enfermedad ,  desgracia  ó 
accidente;  y  proveerla  de  lo  preciso  para  las  necesidades 
de  la  vida ,  según  su  estado  y  facultades.  Véase  Alimentos , 
$  II ,  y  Cuarta  marital. 

El  marido  es  el  jefe  de  la  familia  ,  y  tiene  por  tanto  cierta 
potestad  sobre  la  mujer,  por  razón  de  su  mayor  fuerza, 
prudencia  y  aptitud.  Es  el  administrador  délos  bienes  dota- 
les, y  puede  enajenarlos  cuando  se  le  dieron  estimados,  pues 
por  la  estimación  se  hizo  dueño  de  ellos:  también  puede  ena- 
jenar sin  consentimiento  de  la  mujer  los  bienes  gananciales, 
y  aun  hacer  de  ellos  donaciones  moderadas,  con  tal  que  no 
lo  ejecute  con  malicia  por  defraudar  á  la  mujer;  y  en 
entrando  en  la  edad  de  diez  y  ocho  años  si  se  hubiere  ca- 
sado antes,  puede  administrar  su  hacienda  y  la  de  su  mujer 
menor,  sin  necesitar  de  venia  ó  dispensa,  bien  que  hasta  la 
edad  de  veinte  y  cinco  años  gozará  de  los  beneficios  de  los 
menores.  Véase  Bienes  gananciales ,  Dote,  y  Menor. 

El  marido  tiene  que  autorizar  á  su  mujer  para  celebrar 
contratos  y  comparecer  en  juicio,  en  caso  necesario  ;  pues 
ella  por  el  hecho  de  casarse  perdió  la  facultad  de  ejercer 
por  sí  sola  la  mayor  parte  dé  sus  derechos  civiles.  Véase 
Mujer  casada. 

El  marido  gana  para  sí  la  dote,  si  la  mujer  hubiese  come- 

(1)  Cur.  Fiííp.,  lib.  1  ,  cap.  7,  Marcas,  n.  22;  y  en  otros  nú- 
meros se  trota  sobre  lo  ilícito  de  usar  marcas  ajenas,  v.  gr.  un 
mercader  fallido  y  quebrado  la  de  otro  de  crédito  y  buena  fama. 

(2)  Gutier. ,  Pract.  crim. ,  discurso  sobre  los  delitos  y  las  pe- 
nas, §  2,  cap.  t>.  —  Véase  la  ley  6,  lit.  31,  Part.  7,  que  impugna 
esas  penas  principalmente  aplicadas  á  la  cara  ,  «  porque  la  cara 
del  borne  fizo  Dios  á  su  semejanza  ;  et  por  ende  ningún  juez  non 
debe  penar  en  la  cara,  ante  defendemos  que  lo  non  faga.  Ca  pues 
Dios  tanto  lo  quiso  honrar  et  ennoblecer  faciéndolo  á  su  semejanza, 
non  es  guisado  que  sea  desfeada  nin  destorpada.  » 

(3)  En  el  juicio  secular;  pero  en  el  eclesiástico  marido  y  mu- 
jer se  juzgan  igualmente  según  la  les  15  al  fin  ,  tít.  9,  Part.  4. 


tido  adulterio,  y  muriese  sin  hijos  ni  padres.  Véase  Doíc, 
Bienes  extradotales ,  Bienes  gananciales ,  Donación  entre 
cónyuges  ,  Arras ,  Adulterio ,  Mujer  casada,  Lenocinio,  Di- 
vorcio y  Cautivo. 

MARINA.  El  conjunto  de  todo  lo  que  concierne  á  la 
navegación  por  mar,  y  forma  el  poder  naval  de  una  nación. 

I.  El  servicio  de  la  marina  abraza  dos  objetos  distintos  ;  á 
saber,  el  personal  y  el  material.  El  personal  se  subdivide 
en  dos  clases  ,  esto  es,  en  la  de  los  que  sirven  con  las  armas 
en  la  mano ,  y  en  la  de  los  administradores.  El  material 
comprende  todo  lo  que  se  refiere  á  la  construcción  délos 
navios ,  á  su  conservación  ,  á  su  movimiento ,  á  la  policía 
de  los  puertos  y  á  la  de  los  arsenales. 

II.  Gozan  del  fuero  militar  de  marina:  —  Io.  todos  y 
cualesquiera  individuos  de  la  real  armada ,  esto  es ,  los 
oficiales  de  guerra  ,  compañías  de  guardias  marinas  y 
demás  que  componen  los  batallones  de  infantería  de  marina 
y  la  real  brigada  de  artillería  :  —  2o.  los  intendentes  de 
marina,  comisarios,  contadores,  tesoreros,  oficiales  de 
contaduría  de  todas  clases,  contadores  de  navio  y  de  fraga- 
ta :  —  3o.  los  matriculados  de  mar  y  maestranza  de  cual- 
quiera clase  que  fueren,  sus  mujeres  y  las  viudas  mientras 
se  mantengan  en  este  esta'do  :  —  !i°.  los  médicos,  cirujanos 
y  dependientes  de  los  hospitales  :  —  S°.  los  empleados  de 
los  juzgados  de  marina  en  sus  partidos  ó  provincias,  y  los 
escribientes  que  se  ocuparen  en  los  despachos  de  todas  las 
comandancias  de  este  ramo  :  —  6o.  los  hijos  de  los  matricu- 
lados que  antes  de  la  edad  competente  para  alistarse  se 
empleen  en  el  ejercicio  de  la  mar  ó  se  apliquen  en  ese  tiempo 
al  estudio  de  la  náutica  en  las  escuelas  establecidos.  Leyes  1, 
3  y  7,  lib.  6,  Nov.  Bec.  y  nota  o  del  mismo  lit.  y  lib.  Pero 
no  se  estiende  dicho  fuero  á  los  asentistas  de  víveres,  per- 
trechos, municiones,  hospitales,  fábricas  y  oíros  cualesquiera 
efectos  de  marina,  á  no  ser  en  los  asuntos  que  tengan  rela- 
ción con  sus  asientos  ó  contratas;  ni  tampoco  á  los  carpin- 
teros de  blanco,  herreros  ,  pintores,  faroleros  ,  fabricantes 
de  lona  ,  jarcias,  etc.,  á  menos  que  estuvieren  destinados 
al  servicio  de  la  marina  y  de  sus  buques,  arsenales  ó  fábri- 
cas ;  ley  1 ,  tít.  lí,  y  ley  2  ,  tít.  7  con  su  nota  !í  ,  lib.  6  ,  Nov. 
Bec,  y  rs.  órds.  de  Io.  de  octubre  de  1830. 

III.  La  jurisdicción  de  marina  comprende  el  conocimiento 
de  todos  los  negocios  civiles  y  criminales  en  que  fueren 
demandados  los  que  gozan  su  fuero  ó  se  procediere  de  oficio 
contra  ellos  ,  salvo  los  de  mayorazgos  en  posesión  y  pro- 
piedad y  particiones  de  herencias  que  no  provengan  de 
disposición  testamentaria  de  los  mismos  aforados  ;  ley  2 , 
tít.  7,  lib.  6 ,  Nov.  Bec;  y  es  estensiva  por  consiguiente  á 
los  asuntos  de  testamentarías  y  abintestatos,  inventarios 
de  muebles  ,  dinero  y  alhajas  y  sus  particiones  que  no  pro- 
vengan de  bienes  raices  ni  de  mayorazgos,  pues  en  cuanto 
á  ellos  debe  conocer  privativamente  la  justicia  ordinaria  ; 
leyes  2  y  7,  lit.  7,  lib.  6,  Nov.  Bec  ,  ó  orls.  1  y  2  ,  til.  5  , 
y  art.  %h  ,  lit.  6  de  la  orden,  de  matriculas  de  1802. 

IV.  Es  privativo  asimismo  de  la  jurisdicción  de  marina  : 
todo  cuanto  corresponde  á  la  materia  de  pesca  hecha  en  la 
mar,  en  sus  orillas,  puertos,  rios,  abras  y  en  cualquiera. 
otra  parte  donde  bañe  el  agua  salada  y  haya  comunicación 
con  la  mar  :  —  todo  lo  relativo  á  la  seguridad  ,  limpieza  de 
los  puertos ,  balizas ,  linternas  ó  faros ,  y  construcción  de 
muelles  :  —  la  facultad  de  proceder  contra  toda  persona 
complicada  en  la  ocultación  ó  robo  de  efectos ,  ó  que  hubiere 
contribuido  de  cualquier  modo  al  naufragio  ó  pérdida  de 
alguna  embarcación  en  la  mar,  costa  ó  puerto  ,  ó  á  la  estrac- 
cion  de  pertrechos  en  los  arsenales;  así  como  contra  los 
autores  de  los  delitos  cometidos  á  bordo  de  los  bajeles  de  la 
armada  nacional ,  ó  en  alta  mar,  costas  ó  puertos  dentro  de 
las  embarcaciones.  Leyes  9,  \0y  11,  til.  7,  lib.  G,  Nov.  Bec; 
art.  556,  til.  9  de  la  ordenanza  de  arsenales,  y  Irai.  S  ,  lit  4 

76 


MA 


—  \%m  — 


MA 


de  las  ordenanzas  de  marina.  Pero  no  alcanza  la  jurisdicción 
de  marina  á  los  delitos  ó  causas  anteriores  à  la  matrícula, 
ni  á  los  que  los  empleados  en  los  arsenales  y  en  las  maes- 
tranzas cometieren  fuera  de  ellos,  ó  no  tengan  conexión 
con  el  destino  y  trabajo  interior  de  sus  respectivos  talleres; 
art.  9,  ley  7,  y  nota  8,  tít.  7,  lib.  6,  Nov.  Rec.  Véase  Arse- 
nales. 

V.  La  jurisdicción  contenciosa  de  marina  se  ejerce  en 
primer  grado  por  los  comandantes  de  marina  que  residen 
en  las  provincias  litorales  con  sus  asesores  letrados;  en  grado 
de  apelación  por  los  comandantes  generales  del  departa- 
mento de  Cádiz  y  apostaderos  del  Ferrol  y  Cartagena  con 
sus  respectivos  auditores:  y  en  tercera  y  última  instancia 
por  el  tribunal  supremo  de  guerra  y  marina;  tíls.  1 ,  5  y  6 
de  las  ordenanzas  de  matriculas  de  2  de  enero  de  1802.  Los 
ayudantes  de  marina  ó  sus  delegados  de  distrito  ejercen 
también  jurisdicción,  pero  limitada  solo  à  las  cuestiones 
cuya  entidad  no  esceda  de  quinientos  reales,  y  á  las  actua- 
ciones ó  diligencias  cuya  ejecución  les  encargue  el  respec- 
tivo comandante;  real  orden  de  2  de  junio  de  1852. 

MARINERO  (1).  El  hombre  de  mar  que  sirve  en  las 
maniobras  de  las  embarcaciones. 

I.  Puede  ajustar  su  servicio  en  una  nave:  —  Io.  por  el 
viaje ,  esto  es ,  concertándose  mediante  una  cantidad  alzada 
por  todo  el  viaje,  cualquiera  que  sea  su  duración  ;  —  2o.  por 
meses,  esto  es  ,  empeñándose  por  todo  el  viaje,  mas  no  á 
una  cantidad  alzada ,  sino  á  tanto  por  mes  ;  —  5o.  á  la  parle, 
esto  es ,  conviniéndose  en  recibir  por  salario  una  parte 
alícuoladelbeneficio  que  resulte  de  la  espedicion  ó  empresa 
ó  del  fletamento.  En  los  dos  primeros  casos  el  ajuste  es  un 
verdadero  contrato  de  locación  ó  arrendamiento  de  indus- 
tria ó  trabajo ,  y  en  el  tercero  es  de  algún  modo  un  contrato 
de  sociedad.  Cuando  no  consta  el  tiempo  del  empeño,  se 
entiende  haberse  contraido  por  ida  y  vuelta. 

II.  El  marinero  no  puede  rescindir  su  empeño  ni  dejar  de 
cumplirlo,  sino  por  impedimento  legítimo,  bajo  la  pena 
de  pagar  un  sustituto  al  arbitrio  del  capitán  ,  y  de  perder 
los  salarios  devengados,  sin  perjuicio  de  las  penas  correc- 
cionales á  que  pueda  condenarle  la  autoridad  militar  de 
marina  ;  arts.  700  y  701 ,  cód.  de  com.;  —  ni  tampoco  du- 
rante el  tiempo  de  su  contrata  puede  ser  despedido ,  sino 
por  delito  contra  el  orden  de  la  nave ,  por  reincidencia  en 
faltas  de  insubordinación  ,  disciplina  ó  cumplimiento  de  su 
deber,  por  el  hábito  de  la  embriaguez ,  y  por  inhabilitación 
para  el  trabajo;  y  si  fuese  despedido  arbitrariamente  antes 
de  emprender  el  viaje ,  conserva  derecho  á  su  soldada  como 
si  hiciera  su  servicio  ;  arts.  704  y  705  ;  —  y  empezada  la 
navegación ,  ya  no  puede  ser  abandonado  en  tierra  ni  en 
mar,  sino  para  ser  entregado  á  la  autoridad  competente  en 
caso  de  delito  ;  art.  706. 

III.  En  caso  de  revocación  del  viaje  de  la  nave  por  causa 
del  naviero  ó  de  los  cargadores ,  tiene  derecho  á  una  mesada 
por  via  de  indemnización  ,  ademas  de  los  salarios  deven- 
gados ,  ó  bien  al  salario  de  quince  dias  cuando  el  viaje 
proyectado  no  debiese  haber  pasado  de  un  mes ,  habiendo 
de  graduarse  por  proraleo  lo  que  corresponda  á  dicha 
mesada  y  dietas  cuando  el  ajuste  se  haya  hecho  en  cantidad 
alzada  ;  mas  si  dicha  revocación  ocurriere  después  de  co- 
menzado el  viaje ,  no  solo  percibirá  los  salarios  devengados 
sino  también  los  correspondientes  al  tiempo  que  necesite 

(1)  Escriclie  espone  las  doctrinas  de  este  articulo  con  referen- 
cia al  código  de  comercio  de  España  ,  lib.  5  ,  lit.  2 ,  secc.  3  ,  De 
los  oficiales  y  equipaje  de  la  nave;  pero  entre  los  Mejicanos 
véase  el  cap.  24  de  las  Orden,  de  Bilbao,  y  ténganse  presentes  las 
leyes  26,  tít.  8,  y  10,  tít.  9,  Part.  5, y  la2,  tít.  24, Part.  2.  — 
"Véase  también  la  Cur.  Filíp.,  comeré,  naval,  lib.  5,  cap.  4,  Ma- 
rinero», 


para  llegar  al  puerto  donde  debia  terminarse  el  viaje,  y  en 
caso  de  estar  ajustado  en  cantidad  alzada  será  pagado  por 
entero  conforme  á  la  '  convención ,  teniendo  derecho  en 
ambos  casos  á  que  se  le  proporcione  trasporte  para  el  puerto 
del  viaje  ó  para  el  de  la  espedicion;  arts.  707,  708 y  710. 

IV.  Cuando  por  el  naviero  se  diere  á  la  nave  destino 
diferente  del  que  estaba  determinado ,  solo  tendrá  derecho 
á  los  salarios  devengados ,  si  rehusa  conformarse  á  la  varia- 
ción ;  pero  si  se  conforma  á  ella,  podrá  reclamar  el  aumento 
de  retribución  á  que  la  mayor  distancia  ú  otras  circunstan- 
cias dieren  lugar  :  y  en  caso  de  revocarse  el  viaje  de  la 
nave  por  justa  causa,  independiente  de  la  voluntad  del  na- 
viero y  cargadores  ,  como  v.  gr.  por  guerra ,  interdicción 
de  comercio  ,  bloqueo  ,  peste  ,  embargo  ,  ó  descalabro  de  la 
nave,  solo  puede  exigir  los  salarios  devengados  por  el 
tiempo  que  hubiere  servido,  hayase  ó  no  comenzado  el  viaje; 
con  la  diferencia  de  que  si  comenzado  ya  el  viaje  ocurre 
detención  ó  embargo  de  la  nave  por  orden  del  gobierno , 
recibirá  la  mitad  de  su  haber  durante  la  detención  ó  em- 
bargo estando  ajustado  por  meses,  y  será  pagado  en  los 
términos  de  su  empeño  estando  ajustado  por  el  viaje  ; 
arts.  709,  711,  712  y  713. 

.  V.  Si  por  beneficio  de  la  nave  ó  del  cargamento  se  esten- 
diese el  viaje  á  puntos  mas  distantes  de  los  convenidos , 
percibirá  un  aumento  de  soldada  proporcional  á  su  ajuste  ; 
y  si  al  contrario  se  redujese  el  viaje  á  un  puerto  mas 
cercano,  no  sufrirá  desfalco  alguno  por  esta  razón;  art.  714: 
—  mas  habiéndose  ajustado  á  la  parte ,  no  tiene  derecho  á 
otra  indemnización  por  causa  de  revocación,  demora  ó 
mayor  estension  del  viaje  ,  que  á  la  parte  proporcional  que 
le  corresponda  en  la  indemnización  que  hagan  al  fondo 
común  de  la  nave  las  personas  que  puedan  ser  responsables 
de  aquellas  ocurrencias  ;  art.  715. 

VI.  Perdida  enteramente  la  nave  por  causa  de  apresa- 
miento ó  naufragio  ,  no  tiene  derecho  á  reclamar  salario 
alguno  ;  pero  no  está  obligado  á  restituir  las  anticipaciones 
que  hubiese  recibido  :  —  si  se  salvare  alguna  parte  de  la 
nave ,  será  pagado  sobre  ella  de  los  salarios  devengados 
hasta  la  cantidad  que  alcance  su  producto  ;  y  si  solo  se  hu- 
biere salvado  alguna  parte  del  cargamento,  tendrá  el  mismo 
derecho  sobre  los  fletes  que  deban  percibirse  por  su  tras- 
porte :  navegando  á  la  parte ,  no  tiene  derecho  alguno  sobre 
los  restos  de  la  nave,  sino  solo  sobre  el  flete  del  cargamento 
que  haya  podido  salvarse  :  en  caso  de  haber  trabajado  para 
recoger  las  reliquias  de  la  nave  naufragada,  se  le  abonará 
sobre  el  valor  de  lo  que  haya  salvado  una  gratificación  pro- 
porcionada á  sus  esfuerzos  y  al  riesgo  á  que  se  espuso  ; 
arts.  716  y  717. 

VIL  No  cesa  de  devengar  salario  ,  aunque  enfermare 
durante  la  navegación  ,  con  tal  que  no  sea  por  un  hecho 
culpable  :  —  cuando  su  dolencia  proceda  de  herida  reci- 
bida en  el  servicio  ó  defensa  de  la  nave,  será  asistido  y 
curado  á  espensas  de  todos  los  que  interesen  en  el  producto 
de  esta,  deduciéndose  de  los  fletes  estos  gastos  ante  todas 
cosas  :  —  muriendo  durante  el  viaje  ,  se  abonará  á  sus  he- 
rederos el  salario  que  corresponda  al  tiempo  que  haya  estado 
embarcado,  si  el  ajuste  estuviere  hecho  por  mesadas;  si 
hubiere  sido  ajustado  por  el  viaje,  la  mitad  de  su  ajuste 
falleciendo  en  la  ida,  y  la  totalidad  en  el  regreso  :  y  habién- 
dose ajustado  á  la  parte ,  toda  la  que  le  corresponda  si  murió 
después  de  comenzado  el  viaje;  arts.  718,  7 19 y  720. 

VIII.  Cualquiera  que  sea  su  ajuste ,  muerto  en  defensa 
de  la  nave  ,  se  le  considerará  vivo  para  devengar  los  sala- 
rios, y  participar  de  las  utilidades  que  correspondan  á  los 
demás  de  su  clase,  concluido  que  sea  el  viaje;  y  del  mismo 
modo  se  considerará  presente  para  gozar  de  los  mismos 
beneficios  si  fuere  apresado  en  ocasión  de  defender  la  nave; 
pero  siéndolo  Dor  descuido  ú  otro  accidente  que  no  tenga 
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relación  con  el  servicio  de  esta,  percibirá  solamente  los 
salarios  devengados  hasta  el  dia  de  su  apresamiento  ; 
art.  721. 

IX.  La  nave,  aparejos  y  flete  son  responsables  de  los 
salarios  debidos  al  marinero  ajustado  por  mesadas  ó  por 
viajes;  art.  722. 

MARQUES.  En  lo  antiguo  era  el  señor  de  alguna  tierra 
que  estaba  en  la  comarca  del  reino;  y  hoy  es  un  título  de 
honor  ó  de  dignidad  con  que  condecora  el  rey  á  alguno 
en  remuneración  de  sus  servicios  ó  por  su  distinguida 
nobleza. 

Marques  tanto  quiere  decir,  según  la  ley  i  i ,  tít.  1,  Part.  2, 
como  señor  de  alguna  gran  tierra,  que  está  en  comarca  de 
reino.  Unos  quieren  que  la  palabra  marques  venga  de  mar- 
chin  ,  como  si  dijéramos  de  marea,  porque  los  marqueses 
solían  mandar  en  las  provincias  litorales;  otros  que  dimana 
de  marca ,  señal  de  la  severidad  y  rigor  de  la  justicia , 
porque  los  marqueses  ejercían  su  jurisdicción  en  lugares 
montuosos  y  ásperos  ó  en  provincias  entregadas  al  liber- 
tinaje, cuyos  habitantes  no  podían  ser  contenidos  ni  enfre- 
nados sino  con  el  rigor  ;  otros  en  fin ,  que  trae  su  origen 
de  la  voz  marca,  que  no  sé  en  qué  lengua  significa  caballo  , 
como  si  marques  quisiera  decir  prefecto  ó  capitán  de  la 
caballería ,  diciendo  en  apoyo  de  su  opinion  que  marco- 
manos  se  llamaban  los  pueblos  que  sobresalían  en  la  equi- 
tación, y  que  el  rey  Marcoboduo  tenia  este  nombre  porque 
su  cuerpo  se  parecía  al  de  un  caballo.  Otras  opiniones  hay 
todavía  sobre  el  origen  de  esta  vùz  ;  pero  prescindiendo  de 
ellas,  nos  atenemos  á  la  ley  de  Partida. 

Como  quiera  que  sea ,  los  marqueses  parece  que  no  fueron 
al  principio  mas  que  unos  gobernadores  ó  jefes  militares  y 
políticos  de  provincias  ó  distritos  limítrofes  à  reinos  estran- 
jeros  ó  al  mar,  tanto  en  tiempo  de  los  Godos  ,  á  imitación 
de  los  Romanos,  como  en  los  primeros  tiempos  de  la  recon- 
quista ;  hasta  que  por  fin  los  títulos  de  marqueses  se  dieron 
perpetuos  para  los  sucesores  con  tierras  y  jurisdicción.  El 
primer  marques  de  esta  nueva  especie  que  hubo  en  Castilla 
y  León ,  fué  don  Alonso ,  hijo  del  infante  don  Pedro  de 
Aragon ,  á  quien  el  rey  don  Enrique  II ,  en  la  primera  en- 
trada que  hizo  en  estos  reinos  con  la  gente  que  juntó  en 
Francia ,  estando  en  Burgos  en  1336  dio  el  señorío  de  Villena 
con  el  título  de  marquesado.  De  Sanlillana  fué  el  siguiente 
marques  por  gracia  de  don  Juan  II ,  y  por  merced  de  Enri- 
que IV  lo  fueron  el  de  Astorga,  el  de  Coria  y  el  de  Cádiz. 
Yóase  Conde,  Duque  y  Señorío. 

MARTINIEGA.  Cierta  especie  de  tributo  antiquísimo 
que  se  pagaba-  el  dia  de  San  Martin  por  las  heredades  que 
cada  uno  poseia,  ora  al  rey  si  estaban  situadas  en  lugares 
poblados  en  términos  suyos  propios  ,  ora  á  los  señores  si  lo 
estaban  en  lugares  de  su  señorío. 

MARZADGA.  Tributo  que  se  pagaba  en  el  mes  de  mar- 
zo, de  donde  tomó  este  nombre,  y  era  de  la  misma  natura- 
leza que  el  anterior. 

MARRANO.  El  jabalí  domesticado;  y  antiguamente  era 
lo  mismo  que  maldito  ó  descomulgado.  Se  suele  decir  inju- 
riosamente del  que  se  ha  convertido  á  la  religión  católica. 
Véase  Injuria ,  §  VII ,  y  Limpieza  de  sangre. 

MÁSCARA.  Vestido  de  singular  invención  hecho  de  in- 
tento para  disfrazarse  ;  y  la  persona  que  se  disfraza  con  ella 
cubriéndose  el  rostro  para  no  ser  conocida.  Estaba  prohibido 
disfrazarse  con  máscaras  disimulando  y  encubriendo  la  per- 
sona :  el  que  así  se  disfrazaba  de  dia ,  incurría  en  la  pena  de 
cien  azotes  siendo  de  baja  clase,  y  en  la  de  seis  meses  de 
desti  erro  del  pueblo  siendo  noble  ú  honrado  ;  cuyas  penas 
se  duplicaban  cometiéndose  de  noche  la  contravención  ;  y 
las  justicias  que  no  las  ejecutaban  perdían  sus  oficios.  En  la 
corte  estaba  mandado  que  ninguno  tuviese  ni  admitiese  en 
su  casa  personas  algunas  para  que  con  el  título  de  carnaval 


ó  asamblea  se  divirtiesen,  danzando  con  máscaras  ó  sin  ellas, 
bajo  la  pena  de  mil  ducados  ;  y  que  nadie  usase  en  tiempo 
de  carnaval  del  disfraz  de  máscara,  bajo  la  pena  de  cuatro 
años  de  presidio  al  noble,  y  cuatro  de  galeras  al  plebeyo, 
ademas  de  treinta  dias  de  cárcel  al  uno  y  al  otro  :  fuera  de 
estas  penas,  se  imponía  la  de  mil  ducados  á  cualquiera  per- 
sona á  quien  se  justificase  haber  danzado  ó  estado  en  alguna 
casa  con  máscara  ó  disfraz  ;  leyes  del  tít.  13,  lib.  12,  Nov. 
Rec.  Sin  embargo ,  las  máscaras  y  disfraces  no  envuelven 
delito  por  su  naturaleza  ni  se  pueden  contar  entre  los  críme- 
nes, aunque  tal  vez  por  las  circunstancias  sea  conveniente 
vedarlas  como  perjudiciales.  Así  es  que  hoy  las  máscaras  no 
solo  son  objeto  de  diversiones  públicas,  sino  también  de  es- 
peculaciones particulares ,  y  las  autoridades  se  limitan  á  re- 
gularizarlas por  bandos  de  policía  (1). 

MASCULINO.  Lo  que  es  propio  del  varón  ó  le  perte- 
nece. El  nombre  masculino  comprende  muchas  veces  al  fe- 
menino. Pronuntiatio  sermonis  in  sexu  masculino, ad  utrwfà' 
que  sexum  pleramque  porrigilur ;  ley  6,  til.  53,  Parí.  7.  La 
palabra  hombre  se  suele  entender  de  la  mujer,  lo  mismo  que 
del  hombre.  Véase  Hombre. 

MATERIALES.  Todo  lo  que  es  necesario  para  la  cons- 
trucción de  edificios,  como  piedra,  madera,  hierro,  cal, 
arena ,  teja ,  ladrillo,  etc.  El  que  con  buena  ó  mala  fe  se  sirve 
de  materiales  ajenos  en  la  fabricación  de  su  casa  ú  otra  obra 
que  haga,  gana  el  dominio  de  ellos,  y  no  está  obligado  sino 
á  dar  á  su  dueño  el  importe  duplicado  :  lo  que  así  está  dis- 
puesto para  evitar  se  derriben  las  obras  ya  hechas ,  con  de- 
trimento del  adorno  y  hermosura  de  las  poblaciones,  ne  urbs 
ruinis  deformetur.  —  Los-  materiales  preparados  y  puestps 
en,  un  lugar  para  hacer  alguna  obra ,  tienen  la  naturaleza  da 
muebles  ;  pero  los  materiales  de  una  casa  derribada ,  que 
eslán  destinados  para  su  reedificación,  conservan  la  calidad 
de  inmuebles  :  de  aquí  es  que  vendida  la  casa ,  se  entienden 
comprendidos  los  materiales  en  el  segundo  caso,  y  no  en  el 
primero  ,  á  no  ser  que  se  hubiese  estipulado  otra  cosa. 
Leyes  58,  tít.  28, y  16,  til.  2,  Part.  3.  Véase  Accesión  in- 
dustrial. 

MATRÍCULA  de  comercio.  La  lista  ó  catálogo  de  los 
nombres  de  las  personas  que  se  asientan  para  ejercer  el 
comercio. 

Toda  persona  que  se  dedique  al  comercio  está  obligada  á 
inscribirse  en  la  matrícula  de  comerciantes  de  la  provincia  , 
á  cuyo  fin  debe  hacer  una  declaración  por  escrito  ante  la 
autoridad  civil  municipal  de  su  domicilio  ,  en  que  espresc 
su  nombre  y  apellido ,  estado  y  naturaleza,  su  ánimo  de 
emprender  la  profesión  mercantil,  y  si  la  ha  de  ejercer  por 
mayor  ó  por  menor,  ó  bien  de  ambas  maneras.  Esta  decla- 
ración ha  de  llevar  el  visto  bueno  del  síndico  procurador  del 
pueblo,  quien  está  obligado  á  ponerlo  si  en  el  interesado  no 
concurre  un  motivo  probado  ó  notorio  de  incapacidad  legal 
que  le  obste  para  ejercer  el  comercio ,  y  en  su  vista  se  es- 
pide sin  derechos  por  la  autoridad  civil  el  certificado  de  ins- 
cripción ;  art.  11 ,  cód.  decom.  „  . 

La  autoridad  civil  bajo  su  responsabilidad  ha  de  remitíc 
un  duplicado  de  la  inscripción  al  jefe  político  déla  provincia, 
quien  dispondrá  que  el  nombro  del  inscrito  se  note  en  la 
matrícula  general  de  comerciantes  que  se  llevará  en  todos 
los  gobiernos  políticos  del  reino  ;  art.  12. 

Si  el  síndico  rehusa  poner  el  visto  bueno  en  la  declaración 

(1)  Las  máscaras  estuvieron  prohibidas  en  America  bajo  penas 
muy  severas;  pero  hoy  en  la  república  de  Méjico  son  considera- 
das únicamente  como  otra  de  las  diversiones  que  requieren  licen- 
cia previa  de  la  autoridad  competente  ;  bando  de  20  de  diciembrt 
de  1751  ,  y  real  orden  de  7  de  enero  de  1754  (Beleña,  5a.  folia- 
ción, pág.  225,  n°.  hih  y  sus  uotas),2/í>roi'i'cienc¡«  de  i  o  de  marzo 
de  1830. 


MA 


—  4204  — 


MA 


del  interesado ,  puede  acudir  este  al  ayuntamiento  de  su  do- 
micilio pidiendo  el  certificado  de  inscripción,  y  apoyando 
su  solicitud  con  los  documentos  que  puedan  justificar  su 
idoneidad.  La  decisión  del  ayuntamiento,  que  deberá  pro- 
veerse en  el  término  preciso  de  ocho  dias  contados  desde  la 
presentación  de  la  solicitud ,  se  llevará  á  efecto  desde  luego, 
siendo  favorable  al  interesado:  y  si  le  fuere  contraria  podrá 
usar  de  su  derecho  ante  el  jefe  político,  en  juicio  de  revi- 
sion; art.  13. 

El  jefe  político  admitirá  dicho  recurso  en  cualquiera  tiempo 
que  se  le  presente,  llamando  ante  sí  por  la  via  gubernativa 
el  espediente  obrado  ante  el  ayuntamiento,  y  concederá  al 
interesado  un  mes  de  término  para  que  esfuerce  y  corrobore 
su  pretensión  con  las  esposiciones  y  documentos  que  le  con- 
vengan. Cumplido  este  término  ,  ó  en  el  caso  de  renunciarlo 
el  interesado,  al  octavo  dia  después  que  haga  dicha  renun- 
cia, proveerá  su  fallo  definitivo  ,  confirmando  ó  revocando 
el  acuerdo  del  ayuntamiento  ;  art.  14. 

Esta  decisión  no  causará  estado  cuando  la  tacha ,  opuesta 
al  que  solicita  ejercer  el  comercio ,  sea  por  su  naturaleza 
temporal  y  estinguible  ,  y  le  quedará  abierto  el  juicio  para 
reproducir  su  solicitud  luego  que  cese  el  obstáculo  ;  art.  15. 

La  matrícula  de  comerciantes  de  cada  provincia  se  circu- 
lará anualmente  á  los  tribunales  de  comercio ,  y  estos  cui- 
darán de  que  se  fije  una  copia  auténtica  en  el  atrio  de  sus 
salas  para  conocimiento  del  comercio,  reservando  el  origi- 
nal en  su  secretaría;  art.  16. 

El  ejercicio  habitual  del  comercio  se  supone  para  los  efec- 
tos legales,  cuando  después  de  haberse  inscrito  la  persona 
en  la  matrícula  de  comerciantes ,  anuncia  al  público  por 
circulares  ,  ó  por  los  periódicos ,  ó  por  carteles  ,  ó  por  ró- 
tulos permanentes  espuestos  en  lugar  público ,  un  estableci- 
miento que  tiene  por  objeto  cualquiera  de  las  operaciones 
que  en  el  código  se  declaran  como  actos  positivos  de  co- 
mercio ;  y  á  estos  anuncios  se  sigue  que  la  persona  inscrita 
se  ocupa  realmente  en  actos  de  esta  misma  especie;  art.  17. 

MATRIMONIO.  La  sociedad  legitima  del  hombre  y  de 
la  mujer,  que  se  unen  con  vínculo  indisoluble,  para  perpe- 
tuar su  especie ,  ayudarse  á  llevar  el  peso  de  la  vida ,  y 
participar  de  una  misma  suerte;  ley  1 ,  lit.  2,  Part.  4. 

Tomó  el  nombre  de  las  palabras  latinas  matris  munium, 
que  significan  oficio  de  madre  ;  y  no  se  llarn?»  patrimonio  , 
porque  la  madre  contribuye  mas  á  la  formación  y  crianza  de 
los  hijos  en  el  tiempo  de  la  preñez  y  lactancia  ;  ley  2 ,  til.  2 , 
Part.  4. 

I.  El  matrimonio ,  que  por  su  origen  es  un  contrato ,  ha 
sido  elevado  á  la  dignidad  de  sacramento  ;  y  ciertamente 
que  una  institución  social  que  es  la  base  principal  de  la 
civilización  ,  merecía  por  muchas  razones  ser  santificada. 

II.  Al  matrimonio  preceden  algunas  veces  los  esponsales , 
sobre  cuyos  requisitos  ,  valor  y  efectos  se  trata  en  la  pala- 
bra Esponsales  ;  pero  siempre  ha  de  preceder  para  con- 
traerle la  licencia  del  padre ,  madre ,  abuelo  paterno  ó 
materno ,  tutor  ó  juez,  en  los  menores,  según  los  respectivos 
casos,  como  diremos  luego;  y  asimismo  la  publicación  de 
las  amonestaciones  ó  proclamas  en  la  parroquia ,  no  solo  para 
que  llegue  á  noticia  de  todos,  sino  también  para  que  se  ma- 
nifiesten los  impedimentos  que  pudiere  haber.  Mas  es  de 
advertir  que  ni  la  omisión  de  las  proclamas ,  ni  la  de  dicha 
licencia  ó  consentimiento  paterno,  son  causa  de  nulidad; 
antes  bien  las  proclamas  se  dispensan  fácilmente,  y  por  la 
falta  del  referido  consentimiento  solo  se  incurre  en  ciertas 
penas  de  que  se  hará  mención.  Véase  Proclamas. 

III.  El  hijo  mayor  de  2íj  años  ,  y  la  hija  mayor  de  23, 
pueden  casarse  á  su  arbitrio,  sin  necesidad  de  pedir  ni  ob- 
tener consentimiento  ni  consejo  de  su  padre  ;  pero  los  me- 
nores deben  obtener  dicho  consentimiento.  En  defecto  del 
padre  ,  ha  do  pedirse  á  la  madre;  mas  en  este  caso  el  hí|o 


adquiere  la  libertad  de  casarse  á  los  24  años,  y  la  hija  à 
los  22.  À  falta  de  padre  y  madre,  se  solicitará  del  abuelo 
paterno  ,  y  á  falta  de  este  del  materno  ;  pero  el  varón  ad- 
quirirá entonces  la  libertad  á  los  23  años ,  y  la  hembra  á 
los  21.  A  falta  de  los  padres  y  abuelos,  suceden  en  la  auto- 
ridad los  tutores,  y  á  falta  de  estos  el  juez  del  domicilio  ; 
pero  en  este  caso  adquiere  la  libertad  el  varón  á  los  22  años, 
y  la  hembra  á  los  20  ;  bajo  el  supuesto  de  que  los  años 
siempre  han  de  ser  cumplidos;  ley  18,  tít.  2,  lib.  10,  Nov. 
Rec.  Ninguno  de  los  espresados  tiene  que  dar  razón  de  las 
causas  que  tenga  en  su  caso  para  negar  su  consentimiento; 
pero  los  menores  que  creyesen  que  se  les  negaba  sin  razor» 
ó  injustamente ,  podrán  recurrir  al  jefe  político  de  la  pro- 
vincia de  su  domicilio ,  quien  ,  previos  los  informes  que  crea 
convenientes  ,  concederá  ó  negará  el  permiso  ó  habilitación 
para  que  tenga  ó  no  efecto  el  matrimonio;  real  decr.  de  30 
de  agosto  de  1836;  sin  poder  dar  copia  sencilla  ni  certificada 
de  lo  actuado  en  el  espediente  á  ninguno  de  los  interesados  , 
sino  solo  hacerles  saber  la  resolución  definitiva  ;  ley  9,  fit.  2, 
lib.  10,  Nov.  Rec.  Los  menores  que  contraigan  matrimonio 
sin  estos  requisitos ,  y  los  vicarios  eclesiásticos  que  lo  auto- 
ricen ,  incurren  aquellos  en  las  penas  de  expatriación  y 
confiscación  de  bienes,  y  estosen  la  misma  pena  de  expatria- 
ción y  en  la  ocupación  de  temporalidades  ;  ley  18  ,  til.  2, 
lib.  10,  Nov.  Rec.  Pero  la  pena  de  confiscación  está  hoy 
abolida.  Ademas  pueden  los  hijos  que  así  se  casan  ser  des^* 
heredados  por  sus  padres. 

Las  personas  que  siendo  menores,  ademas  del  corisentí- 
miento  paterno  necesitan  de  licencia  del  rey  ó  de  sus  jefes 
para  contraer  matrimonio ,  deben  al  pedirla  hacer  espresion 
de  las  causas  que  sus  padres,  abuelos  ó  tutores  tuvieron  para 
concederles  su  consentimiento  ;  y  los  que  por  ser  mayores 
de  edad,  no  necesitasen  de  este  y  sí  de  aquella,  manifesta- 
rán las  circunstancias  de  la  persona  con  quien  intentan  en- 
lazarse ;  ley  18,  lit.  2,  lib.  10,  Nov.  Rec. 

IV.  Cuando  una  hija  de  familia  no  goce  en  la  casa  paterna 
de  la  suficiente  libertad  para  manifestar  su  voluntad,  el  juez 
de  primera  instancia  (  y  en  el  dia  quizá  el  jefe  político  )  á 
solicitud  de  cualquiera  de  los  interesados,  debe  decretar  y 
ejecutar  el  depósito  de  aquella  para  preservarla  de  las  ame- 
nazas, sugestiones  ó  trato  cruel  de  los  padres,  parientes  ó 
tutores  ,  eligiendo  una  casa ,  en  la  que  no  puedan  influir  para 
su  determinación  ni  los  padres  que  se  oponen  al  matrimonio- 
ni  el  que  desea  contraerlo  con  ella ,  á  fin  de  que  pueda  li- 
bremente manifestar  su  resolución  de  contraerlo  ó  desistir 
de  su  propósito  ;  ley  16,  Ht.  2,  lib.  10,  iVo>\  Bec,  y  decr- 
de  30  de  agosto  de  1836.  <3k 

V.  Los  requisitos  necesarios  para  el  valor  del  matrimo- 
nio son  :  Io.  la  pubertad  ;  —  2o.  el  consentimiento  de  los 
contrayentes  ;  —  3o.  la  libertad  de  todo  impedimento  diri- 
mente ;  —  4o.  la  presencia  del  párroco  y  dos  testigos. 

VI.  La  primera  condición  para  el  valor  del  matrimonio  es 
la  ■pubertad ,  esto  es,  la  edad  en  que  se  halla  ya  desarrollada 
la  aptitud  para  la  procreación  de  la  especie ,  porque  el  fin 
principal  de  este  contrato  es  el  tener  hijos.  La  edad  de  la 
pubertad  varia  según  los  climas  y  aun  según  el  tempera- 
mento de  los  individuos  ;  mas  como  el  orden  público  recla- 
maba una  regla  uniforme  y  general,  se  ha  fijado  para  los 
varones  la  edad  de  catorce  años  cumplidas ,  y  para  las  hem- 
bras la  de  doce  también  cumplidos;  ley  6,  lit.  1,  Part.  4. 
El  matrimonio  celebrado  antes  de  dicha  edad  no  se  consi- 
dera sino  como  desposorio  ó  esponsales  ;  salvo  si  los  con- 
trayentes se  hallaren  próximos  à  ella,  y  hábiles  para  juntarse, 
pues  en  este  caso  la  aptitud  suple  la  mengua  de  edad  ,  como 
dice  la  ley,  malilia  supplct  œlatem.  Véase  Edad  para  cá- 
sense. 

VIL  La  segunda  condición  es  el  consentimiento  de  los 
contrayentes.  Como  el  matrimonio  es  un  contrato,  y  un  coa- 
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trato  el  mas  importante  de  todos,  no  puede  formarse  sino 
por  el  concurso  del  consentimiento  de  las  partes,  el  cual 
debe  estar  esento  así  de  error,  como  de  violencia;  de  modo 
que  el  celebrado  por  fuerza ,  miedo  grave  ó  error  sobre  la 
persona  ,  seria  declarado  nulo  por  los  tribunales.  El  consen- 
timiento ha  de  darse  por  palabras  ó  por  señas  :  así  es  que 
pueden  casarse  los  sordo-mudos  ,  con  tal  que  sean  capaces 
de  manifestar  su  voluntad  de  una  manera  indudable,  al  paso 
que  no  pueden  casarse  los  locos ,  por  ser  incapaces  de  con- 
sentimiento, aunque  tengan  libre  el  uso  de  la  palabra,  á  no 
ser  que  disfruten  de  lúcidos  intervalos.  —  Luego  que  se  ha 
dado  el  consentimiento  por  ambos  contrayentes ,  queda  con- 
traído el  matrimonio ,  porque  el  consentimiento  es  el  que 
lo  constituye  y  no  la  cohabitación  :  Nuptias  consensus ,  non 
concubilus  facit.  Ley  5  y  6 ,  tit.  2 ,  Part.  h.  Véase  Error  de 
hecho ,  %  I,  n.  8  y  10,  é  Impedimento  dirimente. 

VIII.  La  tercera  condición  es  la  libertad  de  todo  impedi- 
mento dirimente,  es  decir,  de  todo  impedimento  ó  prohibi- 
ción cuya  violación  lleva  consigo  la  nulidad  del  matrimonio. 
Son  impedimentos  dirimentes  los  que  resultan  del  paren- 
tesco, ya  sea  de  consanguinidad  ó  afinidad,  ya  sea  espiritual 
ó  civil;  de  la  pública  honestidad;  del  voto  solemne  de  casti- 
dad ;  del  delito  de  homicidio  contra  el  primer  cónyuge,  ó 
bien  de  adulterio,  cometido  con  esperanza  ó  promesa  de 
casamiento  ;  de  la  diferencia  de  culto;  del  casamiento  ante- 
rior que  todavía  subiste;  de  la  impotencia  ;  del  rapto  ;  y  de 
las  órdenes  mayores.  Véase  Impedimento  dirimente. 

IX.  La  cuarta  condición  es  la  asistencia  del  cura  párroco 
y  de  dos  ó  1res  testigos.  Será  pues  nulo  el  matrimonio  que  no 
se  contrae  en  presencia  del  párroco  ó  de  cualquier  otro  sacer- 
dote autorizado  por  el  mismo  párroco  ó  por  el  ordinario; 
Conc.  trid.,  sess.  24,  de  reform.  malr.,  cap.  1.  Véase  Cape- 
llán de  regimiento. 

No  es  indispensable  que  concurran  personalmente  los  dos 
interesados ,  pues  pnede  contraerse  el  matrimonio  por  me- 
dio de  apoderados,  leu  S ,  til.  2 ,  Part.  U ,  con  tal  que  el  uno 
de  los  contrayentes  no  se  arrepienta  de  haber  dado  su  con- 
sentimiento por  medio  de  poder  antes  que  el  otro  le  haya 
aceptado ,  aunque  el  apoderado  y  la  persona  con  quien 
contrae  ignoren  absolutamente  la  revocación;  cap.  Procu- 
ralor  ,  9,  de  procuraloribus  in  6;  y  ley  i,  lit.  1 ,  Part,  k  : 
lo  que  solo  tiene  lugar  en  el  contrato  matrimonial ,  y  no  en 
los  demás  contratos,  en  los  cuales  queda  obligado  el  poder- 
dante ó  comitente  á  todo  cuanto  hiciere  el  procurador  ó 
mandatario  en  virtud  de- los  poderes,  aunque  al  tiempo  del 
cumplimiento  del  mandato  hubiese  mudado  de  resolución. 

Basta  para  el  valor  del  sacramento  del  matrimonio  la  pre- 
sencia del  párroco  con  los  dos  ó  tres  testigos ,  aunque  no 
profiera  ninguna  palabra,  aunque  esté  allí  contra  su  volun- 
tad, aunque  disienta  y  aunque  lo  contradiga ,  como  lo  ha 
declarado  muchas  veces  la  sagrada  congregación  intérprete 
del  concilio  Tridentino;  pues  no  se  requiere  que  asista  el 
párroco  sino  como  testigo  autorizado  á  fin  de  que  el  matri- 
monio conste  á  la  Iglesia,  sin  perjuicio  de  las  penas  que  me- 
rezcan los  contrayentes  por  faltar  á  los  requisitos  que  se 
exigen  y  quedan  mencionados. 

Según  el  decreto  de  Cortes  de  23  de  febrero  de  1822  res- 
tablecido en  7  de  enero  de  1857,  debe  observarse  uniforme 
y  puntualmente  en  toda  la  monarquía  española  lo  dispuesto 
en  los  capítulos  Io.  y  7o.  de  la  sesión  24  del  concilio  de 
Trento  sobre  la  reformación  del  matrimonio  ;  y  en  su  virtud 
los  párrocos  procederán  á  la  celebración  de  los  matrimonios 
sin  licencia  del  ordinario  cuando  sean  entre  feligreses  pro- 
pios ó  naturales  ó  domiciliados  en  sus  mismas  diócesis , 
comprendidos  los  soldados  licenciados  que  presenten  la 
competente  certificación  de  libertad  ,  espedida  por  su  res- 
pectivo párroco  castrense,  y  autorizada  por  los  jefes  de  su 
cuerpo  ;  peto  exigirán  precisamente  dicha,  licencia  cuando 


los  contrayentes  sean  estranjeros,  vagos,  de  ajena  diócesis, 
ó  intervenga  circunstancia  especial ,  en  la  que  con  arreglo 
á  derecho  se  necesite  la  intervención  del  ordinario. 

X.  Los  teólogos  han  reunido  en  cinco  ó  seis  versos  todos 
los  impedimentos  dirimentes  que  hemos  mencionado,  po- 
niendo también  como  tales  la  falta  de  asistencia  del  párroco 
y  testigos  ,  y  las  circunstancias  que  se  oponen  à  la  libertad 
del  consentimiento,  cuales  son  el  error  y  la  violencia.  Aña- 
den igualmente  la  condición,  esto  es,  el  estado  servil  de 
uno  de  los  interesados,  ignorado  por  el  otro;  mas  este  im- 
pedimento queda  ya  comprendido  en  el  del  error.  Los  versos 
son  los  siguientes 

Error,  conditio  ,  volum  ,  cognatio  ,  crimen, 

'Cultus  disparitas ,  vis,  ordo,  ligamen,  honestas, 

Si  sis  affinis ,  si  forte- coire  nequibis , 

Si  mulier  sit  rapta  ,  loco  nec  reddita  tuto  , 

Si  paroclii  et  duplicis  desit  prœsentia  testis  : 

Hœc  faciendo,  vêlant  connubiu  ,  facta  rétractant. 

Ademas  de  los  impedimentos  dirimentes ,  que  son  los 
que  anulan  el  matrimonio ,  hay  otros  que  se  llaman  impe- 
dientes  ó  prohibitivos  ,  los  cuales  presentan  un  obstáculo  à 
su  celelebracion  ,  pero  no  son  causa  de  nulidad  cuando  ya 
se  ha  contraído  á  despecho  de  ellos.  Así  de  los  prohibitivos 
como  de  los  dirimentes  se  habla  con  mas  estension  en  los 
artículos  de  las  voces  Impedimento  dirimente  é  Impedimen- 
to prohibitivo ,  donde  también  se  trata  con  estension  sobre 
las  dispensas. 

XI.  En  caso  de  impedimento  dirimente,  puede  ser  ata- 
cado el  matrimonio  ya  contraído  ,  para  que  se  anule;  y  en 
caso  de  impedimento  impediente  ó  prohibitivo  ,  puede  ata- 
carse el  matrimonio  proyectado  para  que  no  se  celebre.  Pero 
¿quién  es  el  que  debe  atacarlo  ú  oponerse  para  que  no  se 
contraiga  ó  para  que  se  anule  según  los  casos?  General- 
mente hablando ,  debe  decirse  que  solamente  está  autorizado 
para  llevar  adelante  dicha  oposición  el  que  tiene  ínteres  en 
ello.  Mas  es  necesario  distinguir  si  el  impedimento  es  de 
aquellos  que  los  cónyuges  pueden  perdonarse,  como  por 
ejemplo ,  el  error  y  la  violencia  ,  ó  si  por  el  contrario  es  tal 
que  los  cónyuges  no  se  lo  pueden  perdonar  ó  remitir,  como 
el  parentesco  y  el  voto  solemne  de  castidad  :  en  el  primer  caso 
solamente  los  cónyuges  pueden  acusar  ú  oponerse  al  matri- 
monio, pues  si  no  lo  atacan  dan  á.entender  que  se  remiten  el 
impedimento;  y  en  el  segundo, todos  pueden  hacer  la  oposi- 
ción, porque  el  público  interesa  en  que  tales  matrimonios  no 
tengan  efecto,  bien  que  en  esta  acusación  son  preferidos  los 
parientes  á  los  estraños.  Leyes  del  tit.  9 ,  Part.  4.  Véase 
Adulterio. 

.XII.  Una  vez  contraído  válidamente  el  matrimonio,  es 
indisoluble  :  Quod  ergo  Deus  conjunxit,  homo  non  separet. 
Mientras  dura  pues  la  vida  de  ambos  cónyuges,  no  puede 
ninguno  de  ellos  contraer  otras  nupcias  ,  bajo  las  penas  que 
se  espresan  en  la  palabra  Bigamo  ;  á  no  ser  que  no  habién- 
dose consumado  el  matrimonio,  abrace  el  uno  la  vida  monás- 
tica, aunque  sea  contra  la  voluntad  del  otro  ,  pues  en  tal  caso 
queda  libre  el  que  permanece  en  el  siglo  para  casarse  con 
'otra  persona  luego  que  se  verifique  la  profesión  (1)  ;  y  á  no 
ser  también  que  de  dos  consortes  infieles  se  convierta  el  uno 
al  cristianismo,  y  no  quiera  el  otro  seguir  cohabitando  con 
él  sine  blasphemia  in  Christam;en  cuyo  caso  concede  el  Após- 
tol (2)  al  convertido  la  facultad  de  pasar  á  nuevas  nupcias. 

(t)  Alejandro  é  Inoc.  III,  caps.  2  y  14,  ext.  de  convers. 
conjug.;  Conc.  trid.,  ses.  24,  de  reform.  malr.,  can.  G  ;  ley  5, 
tit.   10,  Part.  4. 

(2)  Apost.  1  adCor. ,  cap.  7,  ex  y.  lo;  cap.  7,  d,e  diyortiiq 
inpççret. 
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Leyes  1,  3  y  7 ,  lit.  2 ,  Part.  4.  Puede  no  obstante  cualquiera 
de  los  cónyuges  separarse  del  otro  en  cuanto  á  la  cohabita- 
ción, qnoad  torum  et mensam ,  no  en  cuanto  al  vínculo, 
quoad  fœdus  el  vinculum ,  siempre  que  hubiere  causa  justa 
para  ello.  Leyes  del  til.  10,  Pari.  4.  Véase  Divorcio. 

XIII.  El  matrimonio  produce  varios  efectos,  cuales  son  : 
—  Io.  la  libertad  ó  esencion  de  la  patria  potestad,  pues  por 
el  hecho  de  casarse  sale  el  hijo  del  poder  de  su  padre ,  y 
adquiere  el  usufructo  de  los  bienes  adventicios  que  este  dis- 
frutaba hasta  entonces  :  —  2o.  los  derechos  y  deberes  res- 
pectivos de  los  esposos  ó  consortes  ,  que  se  indican  en  las 
palabras  Marido  y  Mujer  :  —  5o.  la  sociedad  legal ,  por  la 
que  durante  el  matrimonio  se  hacen  comunes  de  ambos 
cónyuges  por  mitad  los  bienes  gananciales ,  aunque  el  uno 
haya  traído  mas  capital  que  el  otro:  — 4o.  la  legitimidad 
de  los  hijos  concebidos  durante  el  matrimonio,  pater  is  est 
quem  nupliœ  demonstrant,  y  aun  de  los  concebidos  antes 
siendo  reconocidos ,  como  se  verá  en  las  palabras  Hijo  legí- 
timo y  Legitimación  :  —  S°.  la  patria  potestad  sobre  los  hi- 
jos, y  la  obligación  de  criarlos,  en  los  términos  que  se  es- 
plica  en  las  palabras  Madre  y  Padre.  Véase  Arras,  Dona- 
ción entre  cónyuges,  Dole,  Bienes  gananciules,  Alimentos, 
Patria  potestad ,  Hijos ,  etc. 

XIV.  El  matrimonio  es  entre  nosotros  uno  de  los  siete 
sacramentos  ;  y  por  esta  razón  conocen  los  jueces  eclesiásti- 
cos de  lo  perteneciente  á  su  valor,  en  cuanto  es  sacramento  ; 
pero  las  causas  relativas  al  contrato  y  sus  efectos  civiles  son 
de  la  competencia  de  los  jueces  seculares. 

[*  En  la  república  de  Méjico,  según  los  arts.  74,  75,  110 
y  lit  de  la  ley  de  "20  de  marzo  de  1837,  el  menor  que  juz- 
gaba infundado  el  disenso  de  los  padres  ó  tutores,  en  los 
casos  y  términos  prescritos  en  la  ley  18,  lit.  2 ,  lib.  10  de  la 
Novís.  Recop.,  de  que  habla  el  autor  en  el  n°.  III  de  este  ar- 
tículo, debia  dirigirse  al  subprefecto,  al  prefecto  ó  al  gober- 
nador, quedando  á  su  arbitrio  someter  la  queja  al  juicio  de 
cualquiera  de  estas  tres  autoridades  ;  pero  con  el  bien  en- 
tendido de  que  elevándola  primero  al  gobernador,  si  bien 
debia  tomar  consejo  de  lo  que  hoy  es  Asamblea  departa- 
mental ,  su  fallo  era  irrevocable.  Estas  autoridades  conocían 
gubernativamente  del  negocio,  y  cuando  se  juzgaban  sufi- 
cientemente instruidas,  dictaban  su  providencia;  pero  de 
esta  podia  apelarse  ,  escepto  en  el  caso  que  acabamos  de 
notar,  haciéndolo  así  presente  á  la  misma  que  habia  dado  el 
fallo ,  dentro  de  los  ocho  dias  siguientes  á  su  notificación. 
Para  este  segundo  examen  era  competente  la  inmediata  en 
la  escala  de  su  jerarquía  ;  y  así  el  prefecto  entendía  en  la 
reforma  ó  revocación  del  acuerdo  tomado  por  el  subprefecto , 
y  el  gobernador  en  la  del  que  hubiese  provisto  el  prefecto; 
debiendo  el  primero  tomar  parecer  de  asesor,  y  oir  este 
último  el  parecer  de  lo  que  hoy  os  Asamblea  del  deparla- 
mento. Pero  como  estas  disposiciones  forman  parte  de  un 
Reclámenlo  provisional  para  el  gobierno  interior  délos  de- 
partamentos ,  incompatible  con  el  espíritu  de  las  nuevas 
Bases  de  organización  política  de  12  de  junio  de  1843,  y  seña- 
ladamente con  el  til.  7.°,  solo  puede  sentarse  como  doctrina 
segura,  que  esta  materia  de  suplemento  de  licencia  civil 
para  contraer  matrimonio,  no  es  judicial,  sino  gubernativa, 
y  que  de  ella  debe  conocerse  en  la  forma  y  tiempo  que  de- 
termine cada  Asamblea  en  su  respectivo  departamento. 

La  pena  de  confiscación  de  bienes  de  que  habla  el  autor 
en  el  citada  n°.  III  no  puede  hoy  imponerse  ,  en  virtud  del 
artículo  179  de  las  Bases  de  organización  política  de  12  de 
junio  de  rl  843.  —  En  América  ademas  se  ha  guardado  desde 
muy  antiguo  el  derecho  de  que  todos  los  curas  párrocos  , 
seculares  ó  regulares  ,  y  con  su  licencia  los  vicarios  ú  otros 
sacerdotes  pueden  casar  sin  necesidad  del  beneplácito  del 
Ordinario ,  siempre  que  conste  la  libertad  de  entrambos  con- 
trayentes por  medio  de  la  información  debida ,  y  no  resulte 


impedimento  canónico  de  las  diligencias  ordinarias.  Pero 
están  esceptuados  de  esta  regla  general  los  que  no  tienen 
domicilio  fijo  y  se  llaman  vagantes ,  y  los  que  son  de  diversa 
nación  ó  de  diócesis  distinta,  y  se  apellidan  eslranjeros , 
para  los  cuales  es  necesaria  la  intervención  del  diocesano  ; 
real  céd.  de  26  de  julio  de  1774.  (Beleña.  5a.  fol.,  pág.  187, 
n.  320.) 

**  En  la  república  de  Venezuela,  la  doctrina  contenida  en 
el  n°.  III  del  presente  artículo  ha  sido  derogada  con  todas  las 
leyes  en  que  se  funda,  por  la  de  7  de  abril  de  1826  ;  la  cual 
ha  establecido  en  su  lugar  las  disposiciones  siguientes  : 

Los  hombres  menores  de  21  años  y  las  mujeres  que  lo 
sean  de  18,  no  pueden  contraer  matrimonio  sin  el  consen- 
timiento previo ,  Io.  del  padre  y  madre  :  2o.  del  abuelo  pa- 
terno :  3o.  del  abuelo  materno  :  4o.  del  curador  :  3°.  del 
alcalde.  Las  personas  nombradas  ejercen  esta  autoridad  por 
el  orden  y  del  modo  siguientes  :  En  primer  lugar  ambos 
padres ,  y  en  caso  de  divergencia  prevalece  el  dictamen  del 
padre ,  aunque  sea  opuesto  al  matrimonio  :  por  muerte  ó 
impedimento  de  alguno  de  ellos  reasume  toda  la  autoridad 
el  sobreviviente,  si  está  hábil  para  mostrar  su  voluntad.  En 
el  caso  de  muerte  ó  inhabilitación  de  entrambos ,  ejerce  en 
segundo  lugar  esta  autoridad  el  abuelo  paterno  ;  y  en  los 
mismos  casos  sucesivamente  en  tercero  ,  cuarto  y  quinto 
lugar  el  abuelo  materno,  el  curador  y  el  alcalde.  Se  entiende 
solo  por  inhabilitado  el  que  se  halla  en  uno  de  los  cuatro 
casos  siguientes  :  Io.  demencia  perpetua  ó  temporal;  pero 
siendo  de  esta  última  clase,  solo  mientras  dure  :  2o.  ausencia 
en  países  estranjeros  de  donde  no  p-ueda  recibirse  contes- 
tación antes  de  seis  meses  :  5o.  destiero  perpetuo  del  terri- 
torio de  la  república  :  4o.  condenación  á  presidio  ú  otra 
pena  infamante,  mientras  no  se  obtenga  rehabilitación.  La 
cualidad  de  empleado  no  dispensa  de  esta  obligación  de 
pedir  el  consentimiento  previo  á  dichas  personas  en  la  edad 
establecida,  ni  sujeta  tampoco  á  solicitar  el  de  ningún  otro 
superior  en  su  carrera.  El  Presidente  y  vicepresidente  de  la 
república  necesitan  tan  solo  el  beneplácito  del  Congreso , 
cuando  quieran  enlazarse  con  alguna  estranjera  ;  y  los  mi- 
litares únicamente  están  obligados  á  participar  su  matri- 
monio ala  persona  con  quien  lo  han  contraído  por  el  orden 
siguiente  :  los  soldados  hasta  sarjento  inclusive ,  al  coman- 
dante del  cuerpo;  desde  subteniente  hasta  teniente  coronel 
inclusive  ,  al  comandante  general  del  departamento  en  que 
estuvieren  acantonados  ,  ó  al  general  del  ejército  bajo  cuyas 
órdenes  sirvan  ;  y  desde  coronel  adelante,  al  Gobierno. 

Los  varones  desde  la  edad  de  21  hasta  la  de  2o  años  ,  y 
las  mujeres  desde  la  de  18  à  la  de  21  que  lengan  padre, 
están  obligados  á  pedir  su  permiso  antes  de.  casarse.  Si  no 
lo  concede,  deben  suspender  el  enlace  por  tres  meses,  reite- 
rando su  petición  en  este  término,  y  si  se  niega  á  esta  se- 
gunda instancia  ,  pasados  otros  tres  meses  ,  adquieren  la 
facultad  de  casarse  libremente.  Este  permiso  debe  pedirse 
por  medio  del  alcalde,  y  puede  nombrarse  también  procu- 
rador al  mismo  efecto  en  caso  de  ausencia.  En  todos  los 
casos  propuestos  es  inapelable  la  resolución  del  padre,  ma- 
dre ,  abuelos ,  curador  ó  alcalde  ;  de  modo  que  ninguna 
autoridad  ni  tribunal  pueden  admitir  demanda  alguua  con- 
tra ella. 

El  menor  de  21  años  y  la  menor  de  18  que  contraiga  ma- 
trimonio sin  el  consentimiento  previo  de  las  personas  nom- 
bradas ,  puede  ser  castigado  con  la  desheredación  ,  ó  bien 
con  una  prisión  de  seis  meses  á  un  año,  si  tenia  padre  ó 
madre;  si  solo  abuelos  paternos  ó  maternos,  con  una  multa 
á  su  favor  de  cincuenta  á  quinientos  pesos  ,  ó  de  uno  á  tres 
meses  de  cárcel  en  defecto  de  bienes;  y  si  curador,  ú  ocu- 
pando el  alcalde  su  lugar  para  este  caso ,  por  no  tenerle , 
con  la  multa  de  veinte  y  cinco  á  doscientos  pesos  ,  ó  de 
quince  dias  à  dos  meses  de  prisión  por  falta  de  biabes-  El 
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menor  de  25  años  y  mayor  de  21 ,  ó  la  mujer  mayor  de  18 
y  menor  de  21  que  se  casen  sin  la  licencia  previa  ,  ó  antes 
del  término  que  fija  la  ley  en  caso  que  la  deniegue  el  padre, 
puede  ser  desheredado  en  la  quinta  parte  de  lo  que  le  per- 
tenezca ,  ó  condenado  á  prisión  por  uno  y  hasta  tres  meses. 
El  padre,  como  los  abuelos  paternos  y  maternos  son  arbitros 
y  esclusivos  al  mismo  tiempo  para  pedir  ó  no  la  imposición 
de  estas  penas  en  sus  casos  respectivos;  pero  el  curador  y 
el  alcalde  están  obligados  á  hacerlo  ,  directamente  el  pri- 
mero ,  y  por  medio  del  procurador  municipal  el  segundo. 
Todos  ellos  deben  hacer  uso  de  está  facultad  dentro  de  un 
plazo  fijo  ,  que  es  el  de  tres  meses  para  el  padre  ó  madre  , 
siendo  menor  de  18  ó  de  21  años  la  hija  ó  el  hijo  casado  sin 
su  consentimiento,  de  un  mes  páralos  abuelos,  el  curador  y 
el  alcalde,  y  de  quince  dias  para  el  padre  siendo  mayor  de 
18  y  menor  de  21  ó  mayor  de  21  y  menor  de  25  el  hijo  ó 
hija  casado  sin  licencia  ó  antes  del  término  prescrito;  de- 
biendo contarse  estos  términos  desde  el  dia  en  que  cada 
uno  de  ellos  tenga  noticia  de  haberse  verificado  el  enlace. 
Estas  demandas  deben  ponerse  ante  la  autoridad  judicial, 
única  competente  para  imponer  dichas  penas  de  cárcel  ó 
mulla  ;  y  el  juez ,  citado  el  reconvenido ,  oidas  ambas  partes, 
apuntadas  en  una  relación  sencilla  sus  razones  respectivas } 
y  sabido  el  hecho  por  ellas,  da  su  fallo,  contra  el  cual  no  se 
admite  mas  recurso  que  el  de  queja ,  si  en  él  se  impone  una 
pena  mayor  de  las  prescritas,  á  fin  de  que  ,  exigida  la  res- 
ponsabilidad ,  se  obtenga  la  indemnización  de  los  daños  y 
perjuicios  sufridos. 

El  cura  que  administre  voluntariamente  el  matrimonio  , 
presenciando  el  de  menores  de  18  ó  de  21  años  según  el 
sexo,  que  no  lengan  el  consentimiento  previo  de  las  per- 
sonas á  quienes  debe  pedirse  ,  queda  privado  de  su  bene- 
ficio é  inhabilitado  para  obtener  otro  por  dos  años  á  la 
primera  vez  ,  por  tres  á  la  segunda ,  y  para  siempre  á  la 
tercera  ;  y  si  los  menores  lo  fueren  de  21  ó  2o,  pero  mayores 
de  18  ó  21  según  el  mismo  sexo ,  la  pena  en  que  incurre  es 
un  año  de  suspension  del  ministerio  por  la  primera  vez,  dos 
á  la  segunda  ,  y  los  dos  mismos  años  de  suspension  ,  pero 
unida  á  la  reclusión  en  un  convento  ,  á  la  tercera  y  en  las 
sucesivas.] 

MATRIMONIO  consumado.  Llámase  así  el  matrimonio 
luego  que  los  casados  han  tenido  el  primer  acto  en  que  se 
pagan  el  débito  conyugal. 

MATRIMONIO  rato.  El  celebrado  legítima  y  solemne- 
mente que  no  ha  llegado  aun  á  consumarse.  Llámase  ralo , 
quia  firmum  illud  et  ralum  habel  Ecclesia.  Se  disuelve  por 
la  profesión  monástica  del  uno  de  los  cónyuges,  que  entra 
en  algún  instituto  religioso ,  contradiciéndolo  ó  conformán- 
dose el  otro. 

MARTRIMONÏQ  legítimo.  El  matrimonio  rato,  por  ha- 
berse contraído  con  arreglo  à  las  leyes  y  cánones;  y  el  con- 
traído en  cualquiera  otra  nación  con  arreglo  á  las  leyes  que 
en  ella  rigen. 

MATRIMONIO  clandestino.  Antes  del  concilio  de 
Trento  era  matrimonio  clandestino  el  que  se  contraía  de  uno 
de  estos  tres  modos:  Io.  sin  testigos,  aunque  se  pudiera 
probar  :  2o.  sin  demandar  la  novia  ásu  padre  ó  á  su  madre 
ó  á  los  otros  parientes  que  estuviesen  encargados  de  su  cui- 
dado :  5o.  sin  publicarse  en  la  iglesia  de  donde  los  contra- 
yentes eran  parroquianos,  para  que  los  concurrentes  pudie- 
ran manifestar  los  impedimentos  que  supiesen.  Así  lo  declara 
la  ley  1,  tít.  5,  Part,  k,  la  cual  se  halla  conforme  con  el 
derecho  canónico ,  principalmente  con  los  capítulos  2  y  3  de 
elandesl.  despons.,  y  con  el  canon  1 ,  cau.  50,  cuest.  5. 

I.  El  matrimonio  celebrado  de  cualquiera  de  estos  tres 
modos  ,  esto  es  ,  sin  testigos ,  sin  noticia  ó  sin  consentimien- 
to de  los  padres,  sin  proclamas,  ó  faltando  todas  estas  rjir_ 
cunslancias ,  aunque  clandestino ,  era  sin  embargo  v/alido  y 


verdadero ,  y  los  hijos  se  consideraban  legítimos  siempre 
que  se  podia  probar  de  un  modo  suficiente  que  los  padres 
estaban  cacados ,  pues  el  matrimonio  se  perfeccionaba  por 
solo  el  consentimiento  de  los  contrayentes ,  y  aunque  la 
Iglesia  siempre  detestó  y  prohibió  por  repetidos  decretos  y 
bajo  gravísimas  penas  los  matrimonios  clandestinos ,  los  re-, 
conoció  á  pesar  de  todo  como  válidos,  porque  entonces, 
ahora  y  siempre  mulla  fieri  velantur  quce  lamen  facta 
tenenL 

II.  También  las  leyes  civiles  impusieron  gravísimas  penas 
á  los  que  contrajesen  matrimonio  clandestino;  pues  enpri-  :. 
mer  lugar  no  reconocian  como  legítimos  los  hijos  nacidos  de 
tal  matrimonio  si  llegaba  á  descubrirse  algún  impedimento 
dirimente  ,  aunque  se  pretendiese  que  los  padres  habían 
ignorado  el  impedimento  al  tiempo  de  casarse  :  en  segundo 
lugar  autorizaban  al  prelado  para  imponer  penitencia  á  los 
que  se  casasen  omitiendo  las  proclamas;  y  en  tercer  lugar 
á  los  que  no  demandaban  la  novia  á  sus  padres,  ó  en  de- 
fecto á  los  parientes  ,  los  condenaban  á  ser  entregados  á 
ellos  con  todos  sus  bienes  para  servirlos  durante  su  vida. 
Leyes  2 ,  3 ,  H  y  5 ,  tít.  5 ,  Part.  h. 

III.  Últimamente  ,  Ta  ley  í(9  de  Toro,  que  es  la  5,  tít.  2  , 
lib.  10,  Nov.  Rec,  dispuso  que  el  que  contrajese  matrimo- 
nio que  la  Iglesia  tuviere  por  clandestino ,  incurra  por  el 
mismo  hecho  él  y  los  interventores  y  los  testigos  en  perdi- 
miento de  todos  sus  bienes  y  sean  desterrados  de  estos  rei- 
nos ,  sin  que  puedan  volver  á  ellos  so  pena  de  muerte,  pu- 
diendo  ademas  el  padre  y  la  madre  desheredar  á  sus  hijos  ó 
hijas  que  tal  matrimonio  contrajesen;  en  lo  cual  otro  nin- 
guno no  pueda  acusar  sino  el  padre  ,  y  la  madre  muerto  el 
padre. 

IV.  En  este  estado  vino  el  concilio  de  Trento ,  y  después 
de  declarar  que  los  matrimonios  clandestinos,  celebrados 
con  el  libre  consentimiento  de  los  contrayentes ,  mientras  la 
Iglesia  no  los  ha-  anulado  son  verdaderos  matrimonios ,  lo 
mismo  que  los  contraidos  por  hijos  de  familias  sin  el  con- 
sentimiento de  sus  padres,  anatematizando  á  los  que  afirman 
lo  contrario  ,  sin  embargo  de  haber  prohibido  y  detestado 
siempre  la  Iglesia  semejantes  matrimonios  ,  viendo  que  no 
habian  sido  suficientes  las  prohibiciones  anteriores  para 
precaver  los  daños  que  se  originaban  de  los  matrimonios 
clandestinos  ,  siguiendo  las  huellas  del  concilio  Lateranen- 
se  IV,  manda  en  la  sesión  %t ,  capítulo  1 ,  que  en  lo  suce- 
sivo antes  de  contraer  matrimonio  se  hagan  las  proclamas  ó 
amonestaciones  por  el  párroco  en  tres  dias  festivos  conse- 
cutivos en  la  iglesia  al  tiempo  de  la  misa  mayor,  y  que  no 
resultando  impedimento  los  pase  á  casar  el  propio  párroco 
ú  otro  sacerdote  de  su  licencia  ó  de  la  del  ordinario  ,  con 
asistencia  de  dos  ó  tres  testigos  ,  y  concluye  declarando  / 
nulos  é  írritos  los  matrimonios  que  sin  la  concurrencia  <* 


párroco  .y  testigos  se  celebren  :  Qui  aliter  quàm  prr 
parodio  ,  vel  alio  sacerdote ,  de  ipsius  parochi  seu  r 
licentia,  et  duobus  vel  tribus  teslibus  matrimor  ' 
liere  atlenlabunt,   eos  sánela  synodus  ad  si? 
omnino  inhabiles  reddit,  el  hujusmodi  cr 
millos  esse  decernit,  proul  eos  prcesen1' 


¿sente 
jrdinarii 

.mm  conlra- 

contrahendum 

nlraclus  Írritos  et 

i  decreto  írritos  facit 


et.annullat. 

V.  No  es  pues  verdad  lo  qv"  .  '  ¡ 

gina  284  ,  del  Febrero  qu-  .  '*  se  sienla  en  el  tomo  7>  Pa" 
Sres.  Goyena  y  Aguir*-  --,d  corre  baÍ°  los  nombres  de  los 
en  la  sesión  2?t  Cf  "tí '  a  saDer>  °lue  e'  concilio  de  Trento 
que  se  celebra*-'  "P"  *  ' fleclaro  nulos  todos  los  matrimonios 
temo  nrc'  °en  S'n  'os  re(lu's't03  de  consentimiento  pa- 
j.  .  ' ,.  sarnas  ó  denuncias ,  asistencia  de  testigos  y  ben- 
ciir  oii        i     » 

r       jel  párroco  propio  ,  aunque  sabemos  que  el  Sr.  Go- 

7  .ia  y  suponemos  que  el  Sr.  Aguirre  no  son  capaces  de 
incurrir  en  errores  tan  manifiestos.  Los  matrimonios  que 
declaró  nulos  é  írritos  el  concilio  de  Trento  ,  eran  los  que 
no  se  celebrasen  en  presencia  del  párroco  5  ó  de  otro  sacer- 
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dote  con  licencia  del  mismo  ó  del  ordinario ,  y  de  dos  ó  tres 
testigos;  de  suerte  que  no  son  ya  matrimonios,  ni  tienen  la 
calidad  de  clandestinos,  porque  lo  que  no  existe  ó  no  es  de 
ningún  efecto,  no  puede  tener  una  calidad  que  supone  la 
existencia  y  efectos  de  la  cosa  á  que  va  inherente.  El  matri- 
monio clandestino  era.  "verdadero  matrimonio,  aunque  re- 
probado; y  el  matrimonio  á  que  no  concurre-n  el  párroco  y 
dos  ó  tres  testigos,  no  es  ya  matrimonio ,  no  es  acto  que 
produzca  efectos  legales,  no  es  nada,  jurídicamente  ha- 
blando. Pero  no  anuió  el  concilio  de  Trento  los  matrimonios 
en  que  faltase  el  consentimiento  paterno ,  ó  en  que  se  omi- 
tiesen las  proclamas  sin  dispensa ,  ó  en  que  no  diese  el 
párroco  su  bendición  sacerdotal  por  haber  sido  violentado  ó 
sorprendido ,  habiéndose  contentado  los  contrayentes  con 
manifestar  ante  él  su  voluntad  :  bien  que  en  estos  casos  se 
deja  de  cumplir  con  los  cánones  y  con  las  leyes  civiles; 
hay  una  infracción  de  ellas  ,  y  de  consiguiente  un  delito  que 
no  debe  quedar  impune. 

VI.  Mas  ¿podrán  todavía  después  del  concilio  de  Trento 
llamarse  clandestinos  los  matrimonios  de  los  hijos  de  famila 
celebrados  sin  noticia  ó  consentimiento  délos  padres,  y 
aquellos  en  que  se  han  omitido  las,  proclamas  sin  dispensa 
del  ordinario? 

VIL  No  habiendo  hecho  el  concilio  otra  innovación  por  el 
citado  decreto  ,  que  la  de  declarar  nulos  los  matrimonios 
contraídos  sin  la  intervención  del  párroco  y  de  lis  testigos, 
es  claro  que  deja  en  pié  la  clandestinidad  de  los  matrimo- 
nios celebrados  por  los  hijos  de  familias  sin  el  consentimiento 
de  sus  padres ,  como  lo  persuade  el  concilio  de  Colonia, 
que  dice  :  Optanilum  est,  ul  canon  Evaristi  ponüficis  conci- 
lio generali  renovetur,  lollanturque  illa  cla?ideslina  matri- 
vionia,  quœ  invilis  parentibus  ac  propinquis,  vencris  potins , 
quàm  Dei  causa  conlrahunlur .  Nam  quanta  mala  ex  las 
clandestinis  matrimoniis  suborianlur  in  aperlo  est;  mlerim 
vero  doñee  Ecclesia  de  hoc  prospicial,  si  non  irrita, prohibita 
saltem  sint ,  et  pœnœ  canonical,  id  est,  excommunicalioni 
conlrahentes ,  et  qui  his  ope  et  consilio  adfuerint,  subjaceant. 

VIII.  Igualmente  es  y  se  llama  clandestino,  aun  des- 
pués del  concilio  ,  el  matrimonio  en  que  se  han  omitido  las 
proclamas  sin  dispensa  del  ordinario,  como  lo  dice  Sánchez, 
de  matrimonio,  lib.  8,  disp.  1 ,  cuest.  1 ,  y  lo  confirma  Be- 
nedicto XIV,  de  syn.  diœc,  lib.  13,  cap.  25,  núm.  10,  con 
las  palabras  finales  del  cap.  3  de  cland.  desp.,  «  si  quis  vero 
hujusmodi  clandestina  coiijugia  inire  prcesumpserit,  »  donde 
trata  de  aquellos  matrimonios  que  celebran  los  contrayentes 
sorprendiendo  al  párroco  ó  haciéndole  asistir  dolosamente, 
y  sienta  que  son  válidos,  no  solo  aunque  el  párroco  afecte 
no  haber  oido  á  los  contrayentes ,  sino  aun  en  el  caso  de  que 
realmente  no  haya  visto  ni  oido  á  alguno  de  los  dos,  si  por 
^1  párroco  quedó  el  no  haberlo  visto  ni  oido  ,  habiendo  po- 

^¡k'i  fácilmente  hacer  uno  y  otro,  como  dice  que  sucedió  en 
„v,  L  ">  ocurrido  en  el  obispado  de  Cartagena,  reino  de 
ïlurcia    e    an0        l'So.  En  electo  el  concilio  de  Trento 

™„r,,.^A  i  ^  nrobó  la  decisión  del  concilio  Laleranense  en 
conmino  y  a»-         -lili  i  ■  ,  i   , 

cuanto  ala  nece^  proclamas;  con  que  si  antes  del 

concilio  de  Trento  Cl&  c'anc'esLm0  ^  matrimonio  en  que  se 
habían  omitido  ,  como  n0,  se  Puede  dudar>  son  Y  deberan 
llamarse  igualmente  clano^11™3  los  matrimonios  que  des- 
pués de  dicho  concilio  se  han  ¿«obrado  sin  el  espresado  re- 
quisito :  bien  que  ni  la  omisión  diT  la?  Procla'™s  m  la  falta 
de  bendición  sacerdotal  hacen  nulo  el  patrimonio,  aunque 
le  hacen  clandestino ,  como  lo  declaró  la  s.re;racla  congrega- 
ción del  concilio  en  2>¡  de  setiembre  de  1591  y  ¿n  noviembre 
de  1587:  Sacra  congregalio  concilii  censu.it omu*10™  »e" 
nunlialionum  ,  et  contradiclione  parocld  adhibili  non  c-l'Ci 
nullum  malrimonium, 

IX.  Se  dirá  tal  vez ,  como  en  efecto  dicen  algunos ,  que 
los  matrimonios  celebrados  sin  consentimiento  ó  sin  noticia 


de  los  padres,  y  los  celebrados  sin  que  precedan  las  procla- 
mas, si  se  contraen  en  presencia  de  la  mayor  parte  de  los 
vecinos  ó  sabiéndolo  estos,  deben  llamarse  públicos  y  no 
clandestinos,  porque  no  es  de  temer  que  permanezcan  ocul- 
tos ni  que  den  ocasión  para  que  los  contrayentes  puedas 
enlazarse  con  otro  matrimonio  permaneciendo  el  primero  ¡ 
antes  bien  suelen  divulgarse  con  mas  rapidez  cuando  los 
padres  niegan  su  consentimiento  ó  cuando  se  sorprende  y 
violenta  á  los  párrocos  para  su  asistencia.  Pero  cuando  la 
ley  espresamente  prescribe  cierta  formalidad  para  un  acto, 
no  se  cumple  poniendo  otra  en  su  lugar,  aunque  por  ella  se 
logre  el  fin  de  la  ley  ;  y  así  hablando  Benedicto  XIV  en  el 
citado  lugar  de  los  matrimonios  que  se  celebran  sin  procla- 
mas y  sorprendiendo  á  los  párrocos,  los  tiene  por  clandes- 
tinos de  jure ,  aunque  sean  mas  públicos  que  los  otros;  de 
modo  que  serán  públicos  de  hecho ,  pero  de  derecho  serán 
siempre  clandestinos  para  incurrir  los  contrayentes  en  las 
penas  establecidas  por  los  cánones  y  por  las  leyes ,  que  no 
estén  derogadas  ó  en  desuso ,  como  lo  está  la  confiscación 
de  bienes  y  la  pena  capital  en  estos  delitos. 

MATRIMONIO  Á  yuras.  Véase  Barragana. 

MATRIMONIO  de  conciencia.  El  que  se  contrae  fal- 
tando á  las  formalidades  prescritas  por  las  leyes  del  país  , 
que  subsiste  válido  como  sacramento ,  pero  inhabilita  á  la 
prole  para  los  efectos  civiles. 

Benedicto  XIV  en  su- constitución  que  empieza  Satis  vobis, 
espone  los  muchos  males  que  nacen  de  los  matrimonios 
ocultos  ó  de  conciencia ,  y  manda  á  los  obispos  que  no 
dispensen  fácilmente  las  proclamas  ó  amonestaciones,  y  que- 
dispensándolas  no  permitan  que  el  matrimonio  se  celebre 
de  tal  modo  ante  el  párroco  ú  otro  sacerdote  delegado  y 
testigos  confidenciales  que  su  celebración  pueda  permanecer 
oculta  y  reservada.  Mas  mediando  justa  y  urgente  causa 
permite  también  los  matrimonios  secretos  ,  á  los  cuales  de- 
berá asistir  el  párroco  propio  de  alguno  de  los  contrayentes, 
ó  atendiendo  á  las  circunstancias,  cualquier  otro  sacerdote 
delegado  por  el  obispo.  El  que  asistiere  debe  poner  en  ma- 
nos del  obispo  un  documento  que  contenga  el  acta  de  la 
celebración  del  matrimonio  con  espresion  del  lugar,  del 
tiempo  y  de  los  testigos,  la  cual  hará  el  obispo  transcribir  en 
un  libro  particular  y  distinto  que  no  contenga  mas  que  los 
matrimonios  secretos ,  y  que  cerrado  y  sellado  debe  custo- 
diarse en  la  cancelaría  episcopal.  Si  hubiere  prole  de  tales 
matrimonios,  ha  de  bautizarse  en  la  iglesia  respectiva  y 
anotarse  en  el  libro  de  Bautismos ,  omitiendo  el  nombre  de 
los  padres ,  los  cuales  estarán  obligados  á  hacerlo  saber  al 
obispo  por  sí  ó  por  otra  persona  dentro  del  término  de 
treinta  dias,  espresando  el  lugar,  el  tiempo  y  demás  cir- 
cunstancias del  bautismo  :  lodo  lo  cual  con  el  nombre  de  los 
padres  se  ha  de  transcribir  en  otro  libro  que  con  las  mismas 
precauciones  ha  de  guardarse  en  la  cancelaría  episcopal; 
y  si  dentro  de  los  treinta  dias  no  hicieren  saber  los  padres 
al  obispo  el  nacimiento  de  la  prole  y  su  bautismo  con  dichas 
circunstancias  ,  tendrá  el  obispo  que  hacer  notorio  el  ma- 
trimonio secreto  de  que  supiere  con  certeza  haber  nacido 
dicha  prole ,  debiendo  advertir  esta  obligación  á  los  que  así 
contraen  el  sacerdote  al  asistir  á  su  matrimonio. 

Para  evitar  estos  matrimonios  de  conciencia  ó  con  perso- 
nas desiguales,  están  prescritas  en  la  ley  9,  tit.  2,  lib.  10, 
Nov.  Rec,  ó  sea  en  pragmática  de  23  de  marzo  de  1776,  las 
disposiciones  siguientes  : 

«  XI.  Mando  asimismo  que  se  conserve  en  los  infantes  y 
grandes  la  costumbre  y  obligación  de  darme  cuenta,  y  á  los 
reyes  mis  sucesores,  de  los  contratos  matrimoniales  que  in- 
tenten celebrar  ellos  ó  sus  hijas  é  inmediatos  sucesores , 
para  obtener  mi  real  aprobación  :  y  si  (loque  no  es  creíble) 
omitiese  alguno  el  cumplimiento  de  esta  necesaria  obliga- 
ción .  casándose  sin  real  permiso ,  asi  los  contraventores 
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como  su  descendencia ,  por  este  mero  hecho  queden  inhá- 
biles para  gozar  los  títulos,  honores  y  bienes  dimanados  de 
la  Corona  :  y  la  cámara  no  les  despache  á  los  grandes  la 
cédula  de  sucesión ,  sin  que  hagan  constar  al  tiempo  de 
pedirla ,  en  caso  de  estar  casados  los  nuevos  poseedores  , 
haber  celebrado  sus  matrimonios ,  precedido  el  consenti- 
miento paterno  y  el  regio  sucesivamente. 

»  XII.  Pero  como  puede  acaecer  algún  raro  caso  de  tan 
graves  circunstancias  que  no  permita  que  deje  de  contraerse 
el  matrimonio,  aunque  sea  con  persona  desigual,  cuando 
esto  suceda  en  los  que  están  obligados  á  pedir  mi  real  per- 
miso, ha  de  quedar  reservado  á  mi  real  Persona  y  á  los 
reyes  mis  sucesores  el  poderlo  conceder;  pero  también  en 
este  caso  quedará  subsistente  é  invariable  lo  dispuesto  en 
esta  pragmática ,  en  cuanto  á  los  efectos  civiles  ;  y  en  su  vir- 
tud la  mujer  ó  el  marido  que  cause  la  notable  desigualdad, 
quedará  privado  de  los  títulos,  honores  y  prerogativas  que 
les  conceden  las  leyes  de  estos  reinos,  ni  sucederán  descen- 
dientes de  matrimonio  en  tales  dignidades,  honores,  vínculos 
ó  bienes  dimanados  de  la  Corona,  los  que  deberán  recaer  en  las 
personas  á  quienes  en  su  defecto  corresponda  la  sucesión , 
ni  podrán  tampoco  estos  descendientes  de  dichos  matrimo- 
nios desiguales  usar  de  los  apellidos  y  armas  de  la  casa  de 
cuya  sucesión  quedan  privados,  pero  tomarán  precisamente 
el  apellido  y  las  armas  del  padre  ó  madre  que  haya  causado 
la  notable  desigualdad,  concediéndoles  que  puedan  suceder 
en  los  bienes  librSsy  alimentos  que  deban  corresponderles, 
lo  que  se  prevendrá  con  claridad  en  el  permiso  y  partida 
de  casamiento.» 

MATRIMONIO  putativo.  El  matrimonio  que  siendo 
nulo  por  causa  de  impedimento  dirimente ,  es  tenido  no 
obstante  por  verdadero  matrimonio  ,  en  razón  de  haberse 
contraído  de  buena  fe,  ignorando  ambos  cónyuges  ó  alguno 
de  ellos  el  impedimento;  ind.  de  la  ley  1,  til.  13,  Part.  k. 
Llámase  putativo  del  verbo  latino  pillare,  creer  ó  juzgar. 

La  buena  fe  se  presume  siempre ,  y  el  que  quiere  impedir 
sus  efectos  es  el  que  debe  probar  que  no  la  ha  habido.  Para 
que  sea  perfecta  es  necesario  :  Io.  que  los  esposos  hayan 
celebrado  su  matrimonio  con  las  solemnidades  prescritas  : 
2o.  que  hayan  ignorado  los  vicios  que  le  hacian  nulo  :  5o.  que 
su  ignorancia  sea  escusable  ;  tetj  2,  tít.  la,  Part.  U. 

El  matrimonio  putativo  produce  los  efectos  civiles  del  ver- 
dadero matrimonio,  así  con  respecto  á  los  esposos,  como  con 
respecto  á  los  hijos.  Los  consortes  al  separarse  arreglarán 
sus  inlereses  conforme  á  las  capitulaciones  matrimoniales  ó 
á  lo  que  disponen  las  leyes  para  el  caso  de  la  disolución  del 
matrimonio  por  muerte  ó  divorcio  ;  y  los  hijos  serán  legíti- 
mos ,  y  gozarán  de  todos  los  derechos  de  legitimidad,  v.  gr. 
de  los  de  sucesión  ;  ley  1,  lit.  15,  Part.  U. 

Mas  no  basta  que  haya  buena  fe  al  tiempo  de  la  celebra- 
ción del  matrimonio;  luego  que  ella  cesa,  cesan  también  los 
efectos  que  producía.  De  aquí  es  que  los  hijos  concebidos 
durante  la  buena  fe  y  hasta  que  se  dé  sentencia  que  declare 
la  nulidad  del  matrimonio,  tendrán  los  derechos  de  hijos  le- 
gítimos, y  los  hijos  concebidos  después  no  podrán  reclamar- 
los; leyes  1,  tít.  13,  y  %  tít.  15,  Part.  U,  y  sunotaj  til.  28, 
lib.  12,  Nov.  Rec. 

Si  la  buena  fe  no  existe  sino  solo  de  parte  del  uno  de  los 
consortes,  parece  natural  que  no  produzca  el  matrimonio  sus 
efectos  civiles  sino  en  favor  de  este  consorte  y  de  los  hijos 
nacidos  del  matrimonio ,  los  cuales  serán  legítimos  ;  ¿e¡/  5 , 
tít.  3  ,  Part.  h.  Oculta  un  hombre ,  por  ejemplo ,  su  primer 
matrimonio ,  y  se  casa  con  otra  mujer  que  lo  ignora;  declá- 
rase luego  nulo  este  enlace  :  la  mujer  que  tenia  buena  fe 
gozará  de  los  derechos  civiles  de  esposa  legítima,  tanto  con 
respecto  á  sus  hijos  como  con  respecto  á  su  marido ,  y  los 
hijos  también  gozarán  de  los  derechos  de  hijos  legítimos ,  así 
con  respecto  á  su  padre  como  cor»  respecto  á  su  madre;  ma§ 


el  esposo  de  mala  fe  no  parece  justo  tenga  sobre  la  mujer 
ni  sobre  los  hijos  ninguno  de  los  derechos  producidos  por 
el  matrimonio  ,  porque  á  nadie  debe  favorecer  su  fraude. 
Leyes  50  y  SI ,  lit.  \h  ,  Part.  5. 

El  matrimonio  putativo  puede  convertirse  en  matrimonio 
verdadero ,  si  después  de  su  celebración  llega  á  cesar  el  im- 
pedimento. En  el  caso,  por  ejemplo,  de  que  un  hombre  se 
case  con  una  segunda  mujer  viviendo  la  primera ,  si  después 
ésta  muriese  ,  podrá  la  segunda  que  ignoraba  el  primer  en- 
lace de  su  marido  abrazar  el  partido  de  permanecer  con  él, 
ó  separarse  y  casar  con  otro;  cap.  1,  de  eo  qui  duxit  in  matr. 
quam  polluit  per  aduït.,  y  ley  19,  til.  2,  Part.  h.  Yéase  Bi- 
gamo ,  é  Hijo  legítimo ,  %  I. 

MATRIZ.  Aplícase  á  la  escritura  ó  instrumento  que 
queda  en  el  oficio  del  escribano  para  que  con  ella,  en  caso 
de  duda,  se  cotejen  el  original  y  traslados  :  llámase  también 
registro  ó  protocolo.  Véase  Instrumento  piMico,  especial- 
mente en  el  §  II. 

MAYOR  de  edad.  La  persona  que  tiene  veinte  y  cinco 
años  cumplidos.  El  mayor  de  edad  es  capaz  de  todos  los  ac- 
tos de  la  vida  civil:  sale  por  consiguiente  de  la  cúratela, 
puede  comprar,  vender,  permutar,  aceptar  ó  hacer  dona- 
ciones ,  casarse  sin  consentimiento  de  sus  padres ,  como  se 
ha  dicho  en  la  falabra  Matrimonio  ,  celebrar  otros  cua- 
lesquiera contratos  ,  presentarse  en  juicio  como  deman- 
dante ó  demandado,  ser  tutor  ó  curador,  ejercer  los  car- 
gos de  escribano ,  procurador  judicial  y  otros ,  etc.  Véase 
Edad. 

MAYOR  de  toda  excepción.  El  testigo  que  no  padece 
tacha  ni  escepcion  legal. 

MAYORAZGO.  El  derecho  de  suceder  en  los  bienes 
vinculados,  esto  es,  en  los  bienes  sujetos  al  perpetuo  do- 
minio en  alguna  familia  con  prohibición  de  enajenación.  El 
célebre  mayorazguista  Molina  dice  ser  un  derecho  que  tiene 
el  primogénito  mas  próximo  de  suceder  en  los  bienes  dejados 
con  la  condición  de  que  se  conserven  íntegros  perpetuamente 
en  su  familia;  y  añade  que  no  debe  abandonarse  esta  defi- 
nición por  el  motivo  de  haber  algunos  mayorazgos  en  que 
no  sucede  el  primogénito,  y  otros  que  no  son  perpetuos  sino 
temporales,  pues  que  semejantes  modos  de  suceder,  ó  no 
son  mayorazgos,  ó  cuando  mas  lo  son  impropios.  Llámase 
también  mayorazgo  el  conjunto  de  bienes  vinculados  ,  y  la 
persona  que  los  posee  ó  ha  de  heredarlos.  Esta  palabra  viene 
de  las  latinas  major  natu,  mayor  de  nacimiento",  primogé- 
nito, porque  el  derecho  de  suceder  suele  pasar  de  primo- 
génito en  primogénito  por  orden  sucesivo. 

I.  Aunque  los  mayorazgos  están  ya  suprimidos,  creemos 
no  obstante  oportuno  dejar  las  nociones  que  dábamos  en  la 
primera  edición  de  este  Diccionario,  del  modo  en  que  esta- 
ban constituidos,  por  ser  aun  aplicable  la  antigua  legislación 
á  las  sucesiones  de  la  mitad  de  los  bienes  vinculados  hasta 
que  se  estingan  del  todo. 

Modo  de  fundar  los  mayorazgos. 

II.  Cualquiera  persona  hábil  para  testar  y  contratar  podia 
en  lo  antiguo  libremente  instituir  mayorazgo  ó  vínculo  en 
contrato  ó  en  testamento ,  de  parte  ó  de  todos  sus  bienes , 
con  tal  que  no  se  perjudicase  en  su  legítima  á  los  herederos 
forzosos;  mas  desde  mayo  del  año  1789  no  se  han  podido 
fundar  mayorazgos  ,  ni  aun  por  vía  de  agregación  ó  de 
mejora  de  tercio  y  quinto,  ni  por  los  que  no  tenían  here- 
deros forzosos  ,  ni  prohibir  perpetuamente  por  medios  di- 
rectos ó  indirectos  la  enajenación  de  bienes  raices  ó  estables, 
sin  preceder  licencia  del  soberano,  la  cual  se  concedía  á 
consulta  de  la  cámara  previo  informe  ó  conocimiento  de  si 
el  mayorazgo  ó  mejora  llegaba  ó  escedia ,  como  debería  ser, 
á  tres  mil  ducados  de  renta,  de  si  la  familia  del  fundador 
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podia  por  su  situación  aspirar  á  esta  distinción  para  em- 
plearse en  las  carreras  militar  ó  política  con  utilidad  del  Es- 
tado ,  y  de  si  el  todo  ó  la  mayor  parte  de  los  bienes  consistía 
en  raices,  lo  cual  habia  de  moderarse  disponiendo  que  las 
dotaciones  perpetuas  se  hiciesen  y  situasen  principalmente 
sobre  efectos  de  réditos  fijos,  como  censos,  juros,  efectos 
de  villa  ,  acciones  de  banco  ,  ú  otros  semejantes  ,  á  fin  de 
que  quedase  libre  la  circulation  de  bienes  estables  para 
evitar  su  pérdida  ó  deterioro.  Era  nula  pues  toda  vincula- 
ción hecha  sin  facultad  superior,  y  los  parientes  inmediatos 
del  fundador  ó  testador  tenían  derecho  para  reclamarla  y 
suceder  libremente;  mas  no  por  esto  estaban  prohibidas  las 
mejoras  de  tercio  y  quinto  sin  vinculación  perpetua. 

III.  Obtenida  la  competente  autorización ,  podia  fundar 
mayorazgo  ,  sin  perjuicio  de  los  herederos  forzosos,  así  por 
contrato  entre  vivos  como  en  última  voluntad,  cualquiera 
persona  que  no  fuese  inhábil  para  testar  y  contratar;  y  no 
solo  podia  fundarlo  por  sí  misma,  sino  también  por  medio 
de  comisario,  dándole  al  efecto  suficiente  poder,  como  al 
comisario  que  se  nombra  para  hacer  testamento.  La  mujer 
casada  podia  fundar  mayorazgo  en  testamento  sin  licencia 
de  su  marido  ;  mas  para  fundarle  en  contrato  habia  de  inter- 
venir precisamente  dicha  licencia ,  porque  la  mujer  puede 
testar,  pero  no  contratar  sin  este  requisito.  El  hijo  de  fa- 
milia con  edad  para  testar  podia  fundar  mayorazgo  de  la 
tercera  parte  de  sus  bienes  en  testamento  y  última  voluntad 
sin  licencia  de  sus  ascendientes. 

IV.  Después  de  instituido  el  mayorazgo ,  podia  el  funda- 
dor revocarle ,  añadir,  variar  y  mudar  sus  llamamientos,  ó 
poner  las  condiciones  y  gravámenes  que  le  pareciesen,  á  no 
ser  que  habiéndole  instituido  en  contrato,  le  hubiese  con- 
firmado con  juramento  de  no  hacer  mudanza  alguna ,  ó  hu- 
biese dado  la  posesión  de  los  bienes  al  primer  llamado  ,  ó  le 
hubiese  entregado  la  escritura  ante  escribano  ,  ó  le  hubiese 
fundado  por  causa  onerosa  con  tercero  ,  como  por  ejemplo 
de  casamiento  ú  otras  semejantes  ;  en  cuyos  casos  nada 
podia  hacer  de  lo  insinuado  si  no  se  reservó  facultad  para 
ello.  Véase  Amortización  civil. 

Division  de  los  mayorazgos. 

V.  Los  mayorazgos  se  dividen  en  perpetuos  y  temporales, 
•y  en  regulares  é  irregulares. 

Mayorazgo  perpetuo  se  llamaba  cuando  el  fundador  quería 
que  los  bienes  permaneciesen  siempre  vinculados,  sin  que 
volviesen  jamas  á  la  clase  de  libres,  aunque  se  estinguiese 
la  familia  á  cuyo  favor  se  habia  instituido  ;  en  cuyo  caso  no 
solo  pasaba  después  de  los  llamados  á  otros  parientes,  sino 
también  a  los  estraños  que  nombraba  el  último  poseedor. 

Mayorazgo  temporal  por  el  contrario  era  cuando  se  fundó 
únicamente  para  ciertas  líneas  ó  personas  ,  mandando  el 
fundador  que  acabadas  ó  muertas  cesase  la  vinculación  de 
sus  bienes  ,  y  pudiese  el  último  poseedor  disponer  de  ellos 
á  su  arbitrio,  ó  darlo  á  otros  sin  aquel  gravamen. 

Mayorazgo  regular  es  aquel  para  cuya  sucesión  se  llama 
primero  al  hijo  varón  mayor  y  á  sus  descendientes  legíti- 
mos ,  prefiriendo  siempre  el  mayor  al  menor,  y  el  varón  á  la 
hembra,  y  después  á  los  demás  por  el  mismo  orden  ,  guar- 
dándose entre  ellos  la  prelacion,  atendida  la  linea,  grado, 
sexo  y  edad,  y  observándose  lo  mismo  en  los  transversales, 
conforme  á  las  reglas  de  la  sucesión  á  la  corona.  Y  mayo- 
razgo irregular  se  dice  el  que  en  la  forma  ,  modo  ú  orden 
de  suceder  se  aparta  del  que  se  observa  en  la  sucesión  de  la 
corona,  según  la  ley  2,  tít.  18,  Part.  2. 

VI.  El  mayorazgo  irregular  depende  en  un  todo  de  la  vo- 
luntad de  los  fundadores  ;  pero  los  autores  suelen  referir 
varias  clases  de  mayorazgos  irregulares,  á  saber  :  —  Io.  de 
agnación  rigorosa  ó  verdadera  ;  —  2o.  de  agnación  fingida 


ó  artificiosa  ;  — •  3°.-  de  simple  masculinidad  ;  —  h°.  de  fe- 
mineidad;—  b°.  de  elección;  —  6o.  alternativos;  —  7o.  sal- 
tuarios  ;  —  8o.  de  segundo  -  genitura  ;  —  9o.  incompa- 
tibles. 

Io.  Mayorazgo  de  verdadera  ó  rigorosa  agnación  es  aquel 
á  cuya  sucesión  son  admitidos  únicamente  los  varones  des- 
cendientes de  varón  en  varón  del  fundedor,  sin  mediar  hem- 
bra alguna.  Se  llama  de  agnación,  porque  solo  puede  ser 
obtenido  por  los  agnados ,  esto  es,  por  los  parientes  de  parto 
de  padre  ,  con  esclusion  de  los  cognados ,  esto  es,  de  los  pa- 
rientes de  parte  de  madre.  Este  mayorazgo  se  fundaba  es- 
cluyendo  entera  y  perpetuamente  á  las  hembras  y  á  los  va- 
rones que  nazcan  de  ellas  :  bajo  el  supuesto  de  que  en  los 
mayorazgos  fundados  desde  el  año  de  16lo*en  adelante ,  para 
que  las  hembras  se  entiendan  escluidas,  es  preciso  que  el 
fundador  las  escluya  espresa  y  literalmente,  sin  que  basten 
presunciones,  argumentos  ni  conjeturas,  por  precisas,  cla- 
ras y  evidentes  que  sean ,  de  suerte  que  siendo  de  mejor  lí- 
nea y  grado  serán  preferidas  á  los  varones  mas  remotos , 
sean  varones  de  varones,  ó  varones  de  hembras  ;  ley  8,  til.  19, 
Ub.  10,  Nov.  Rec. 

2o.  Mayorazgo  de  agnación  fingida  ó  artificiosa  se  dice 
aquel  á  cuya  sucesión  llama  en  primer  lugar  el  fundador  á 
un  cognado  suyo,  ó  á  un  estraño  ó  tal  vez  á  una  hembra, 
previniendo  que  después  sucedan  al  primer  llamado  sus  hijos 
y  descendientes  varones  de  varones.  Se  llama  de  agnación 
fingida,  porque  el  fundador  que  no  tiene  agnación  propia  en 
que  perpetuar  su  mayorazgo,  la  finge  y  la  llama,  exigiendo 
regularmente  que  los  poseedores  lleven  siempre  su  apellido 
y  armas. 

3o.  Mayorazgo  depura  masculinidad  es  aquel  á  cuya  su- 
cesión se  admiten  solamente  los  varones,  sean  agnados  ó 
cognados,  esto  es,  sin  distinción  de  si  vienen  por  varón  ó 
por  hembra.  Téngase  presente  que  las  hembras  no  se  en- 
tienden escluidas  en  los  mayorazgos  fundados  desde  el 
año  de  1615 ,  si  el  fundador  no  las  escluyó  espresa  y  literal- 
mente. 

h0m Mayorazgo  de  femineidad  es  aquel  en  que  solamente 
suceden  las  hembras  ,  ó  por  lo  menos  son  preferidas  á  los 
varones.  Es  de  dos  maneras  ;  de  femineidad  propia ,  y  de 
femineidad  impropia.  El  de  femineidad  propia  es  cuando  el 
fundador  escluye  de  la  sucesión  á  todos  los  varones,  y  manda 
que  lo  posean  siempre  las  hembras  de  su  familia.  Este  puede 
ser  de  contraria  agnación  y  de  contraria  masculinidad  :  es 
de  contraria  agnación  ,  cuando  el  fundador  llama  á  hembra, 
mandando  que  después  de  la  primera  suceda  siempre  hem- 
bra de  hembra  ;  y  de  contraria  masculinidad ,  cuando 
manda  que  lo  posea  siempre  hembra,  sin  espresar  si  ha  de 
ser  hembra  de  hembra ,  ó  hembra  de  varón.  El  de  feminei- 
dad impropia  es  cuando  le  funda  en  favor  de  hembras,  y 
manda  que  teniendo  varones  y  hembras  el  poseedor  sucedan 
estas  y  no  aquellos,  pero  que  si  no  las  tuviere  entre  á  su 
goce  el  varón  y  despues  de  sus  dias  la  hembra  mayor. 

5o.  Mayorazgo  electivo  es  aquel  cuyo  poseedor  tiene  fa- 
cultad concedida  por  el  fundador  para  elegir  por  sucesor  á 
alguno  de  sus  hijos  ,  y  en  falta  de  estos  al  pariente  suyo 
que  mejor  le  parezca.  Conceden  los  fundadores  esta  facultad 
para  fomentar  la  obediencia ,  el  respeto  y  demás  virtudes 
de  sus  sucesores.  Si  el  poseedor  muere  sin  hacer  uso  de  esta 
facultad,  pasa  el  mayorazgo  à  su  primogénito  ,  ó  á  la  per- 
sona á  quien  corresponda,  según  el  orden  de  los  mayorazgos 
regulares  ,  á  no  ser  que  el  fundador  hubiese  prevenido  otra 
cosa  para  este  caso. 

6o.  Mayorazgo  alternativo  es  aquel  á  cuya  sucesión  llama 
el  fundador  á  uno  de  una  linea  durante  su  vida ,  y  después 
de  su  muerte  á  otro  de  otra  línea,  mandando  que  así  siga 
en  adelante  la  sucesión  ,  alternando  las  líneas. 

7o.  Mayorazgo  salluario  ó  de  hecho  es  aquel  en  cuyos 
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líamamíentos  no  se  atiende  á  la  prerogativa  de  primoge- 
nilura  ni  á  la  línea  del  primogénito  sino  únicamente  á  la 
mayor  edad  entre  todos  los  de  la  familia  del  fundador ,  de 
manera  que  muerto  el  poseedor  no  ha  de  suceder  precisa- 
mente su  hijo  primogénito  ,  ni  el  segundo  ,  ni  otro  de  su 
línea,  sino  el  que  de  dicha  famiiia  tenga  entonces  mas  edad, 
sea  ó  no  sea  el  mas  próximo  pariente  del  último  poseedor. 
Se  llama  saltuario,  porque  en  su  sucesión  se  va  saltando  y 
pasando  de  una  en  otra  línea;  y  de  hecho,  porque  en  su 
sucesor  solo  se  busca  el  hecho  de  la  mayoría  de  edad.  Este 
mayorazgo  suele  producir  muchos  pleitos ,  en  razón  de  los 
muchos  parientes  que  le  pretenden  en  cada  vacante. 

8o.  Mayorazgo  de  segundogenitura  es  aquel  á  cuya  suce- 
sión son  siempre  'llamados  los  segundogénitos.  Su  uso  es 
muy  raro. 

9o.  Mayorazgo  incompatible  es  el  que  no  puede  estar  jun- 
tamente con  otro  en  una  misma  .persona.  Son  varias  sus 
especies,  porque  la  incompatibilidad  puede  ser  por  la  ley 
ó  por  el  hombre  ;  espresa  ó  tácita;  personal  ó  real;  absoluta 
ó  respectiva;  para  adquirir  ó  para  retener.  Incompatibilidad 
por  la  ley  es  la  que  establece  la  ley  7,  tít.  17,  lib.  10  de  la 
Nov.  Rec,  mandando  que  si  por  causa  de  matrimonio  se 
unen  dos  mayorazgos  de  los  cuales  el  uno  tenga  la  renta 
anual  de  dos  cuentos,  esto  es,  88,823  reales  ,  ó  S,347  duca- 
dos, 6  reales  y  18  mrs.,  se  dividan  entre  los  hijos,  dando 
al  primogénito  la  elección ,  y  pasando  el  otro  al  segundo- 
génito. Incompatibilidad  por  el  hombre  es  la  que  viene  por 
voluntad  del  fundador.  —  Espresa  es  la  que  se  manifiesta 
con  palabras  de  la  ley  ó  del  fundador.  Tácita  la  que  se  in- 
fiere de  las  condiciones  ó  gravámenes  puestos  en  la  funda- 
ción ;  como  cuando  dice  el  fundador  que  el  poseedor  lleve 
sus  armas  solas  sin  mezcla  de  otras ,  en  cuyo  caso  será  in- 
compatible con  otro  de  igual  condición.  — Personal  es  la 
que  se  impone  solamente  á  la  persona;  como  cuando  manda 
el  fundador  que  quien  posea  su  mayorazgo,  no  tenga  otro, 
pasando  su  derecho  en  cuanto  al  que  no  quiere  á  su  primo- 
génito ó  inmediato  sucesor.  Real  ó  lineal  es  la  que  impide 
que  el  poseedor  de  un  mayorazgo  y  toda  su  línea  pueda 
obtener  olro ,  que  deberá  por  lo  mismo  pasar  á  su  hermano 
segundogénito  ó  á  su  línea.  —  Absoluta  es  la  que  impide 
que  el  poseedor  de  un  mayorazgo  tenga  otro  ,  de  cualquier 
género  y  calidad  que  fuere.  Respectiva  la  que  solamente 
impide  que  un  mayorazgo  se  junte  con  otros  ciertos  y  de- 
terminados, no  con  todos.  —  La  de  adquisición  es  la  que 
impide  al  poseedor  de  un  mayorazgo  el  que  pueda  adquirir 
otro,  de  cualquiera  manera  que  sea  :  de  modo  que  si  vacase 
otro  que  le  tocaba  por  derecho  de  sucesión  ,  se  deferiría  al 
sucesor  mas  próximo.  La  de  retención  es  la  que  impide 
al  poseedor  de  un  mayorazgo  no  el  adquirir  otro  que  le 
venga  después  ,  sino  el  retenerlos  ambos  ,  por  lo  que  debe 
dejar  uno  de  ellos  dentro  de  dos  meses.  —  La  irregularidad 
de  los  mayorazgos  incompatibles  consiste  solo  en  la  incom- 
patibilidad ,  pues  en  lo  demás  pueden  ser  regulares. 

Reglas  de  los  mayorazgos. 

VIL  Las  reglas  generales  de  los  mayorazgos  son  aplicables 
á  los  regulares  é  irregulares,  escepto  en  aquellos  puntos 
singulares  y  característicos  que  los  separan  de  los  primeros. 

Regla  Ia.  El  orden  prescrito  en  la  ley  2,  til.  15,  Part.  2  , 
para  la  sucesión  de  la  monarquía ,  es  la  norma  de  todos  los 
mayorazgos  ,  de  manera  que  en  caso  de  duda  sobre  la  vo- 
luntad del  fundador,  el  mayorazgo  se  reputa  regular.  En  la 
citada  ley  se  dispone,  que  la  corona  la  haya  solo  el  hijo 
mayor  ;  que  la  hereden  los  descendientes  por  línea  recta  , 
y  á  falta  de  hijo  varón,  la  hija  mayor  del  rey;  que  en  caso 
de  morir  el  hijo  antes  de  suceder  al  padre  ,  deberá  heredar 
su  hijo  ó  hija  legítima  y  á  falta  de  todos  el  mas  cercano 


pariente ,  que  sea  hombre  para  ello ,  y  no  haya  hecho  cosa 
por  que  deba  perderlo. 

Regla  2a.  Los  mayorazgos  por  su  naturaleza  son  indivi- 
sibles. La  razón  es  que  su  objeto  principal  es  la  conservación 
de  la  memoria  y  esplendor  de  la  familia.  Solo  en  el  caso  de 
que  naciesen  dos  varones  ó  dos  hembras  en  un  parto  ,  sin 
saberse  quién  nació  primero  ,  se  habria  de  dividir  el  mayo- 
razgo entre  los  dos.  Naciendo  de  un  parto  varón  y  hembra  , 
en  caso  de  duda  se  presume  que  aquel  nació  primero. 
Cuando  salen  á  luz  dos  gemelos  mediante  la  operación  cesá- 
rea ,  ha  de  tenerse  por  primogénito  al  que  el  comadrón 
reciba  antes  en  sus  manos  ,  según  dice  Foderé  en  su  me- 
dicina legal. 

Regla  3a.  La  sucesión  en  el  mayorazgo  es  perpetua  en  todos 
aquellos  que.  vienen  de  la  familia  del  fundador.  De  aquí  es 
que  3unque  este  solo  hubiese  llamado  á  su  primogénito  y 
descendientes  sin  hacer  mención  de  los  demás  hijos,  no  por 
eso  se  en'.ienclen  estos  escluidos ,  faltando  la  descendencia 
del  primero.  De  aquí  es  también  que  los  bienes  de  mayo- 
razgo no  se  pueden  enajenar,  á  no  mediar  licencia  del  sobe- 
rano, quien  suele  concederla  por  utilidad  pública  ó  del 
mismo  mayorazgo  con  conocimiento  de  causa  y  citación 
del  inmediato  sucesor.  De  aquí  es  por  último  ,  que  en  los 
bienes  de  mayorazgo  no  basta  la  prescripción  de  diez  ó 
veinte  años  ,  y  aun  según  algunos  autores  ni  la  de  treinta  ó 
cuarenta,  sino  solo  la  inmemorial,  porque  solo  el  haber 
pasado  tanto  tiempo  hace  presumir  que  concurrieron  los 
requisitos  necesarios  para  la  enajenación. 

Regla  4a.  En  los  mayorazgos  deben  tenerse  presentes  cua- 
tro cosas,  la  linea,  el  grado,  el  sexo  y  la  mayor  edad  :  — 
la  línea,  porque  los  de  la  línea  del  último  poseedor  son  antes 
que  los  de*  las  otras  :  —  el  grado,  porque  el  mas  próximo 
pariente  de  dicho  poseedor  escluye  al  mas  remoto,  siendo 
de  notar  que  aquí  tiene  lugar  la  representación  no  solo  en 
la  línea  recta  sino  también  en  la  transversal  hasta  el  infinito  : 
■ —  el  sexo ,  porque  siempre  el  varón  escluye  á  la  hembra 
que  es  de  la  misma  línea  y  grado ,  mas  no  á  la  que  es  de 
mejor  línea  y  grado,  la  cual  será  preferida  al  varón  mas 
remoto,  á  no  ser  que  el  fundador  escluyese  á  las  hembras 
espresamente  sin  que  basten  presunciones,  por  precisas, 
claras  y  evidentes  que  sean  :  —  la  mayor  edad,  porque  ha- 
biendo concurrentes  que  sean  iguales  en  línea,  grado  y  sexo, 
debe  preferirse  al  que  esceda  á  los  otros  en  edad;  leyes  8 
¡y  9,  lit.  17,  lib.  10,  Nov.  Rec.  Véase  Línea. 

Regla  5a.  Acabada  la  linea  del  primogénito ,  se  pasa  à  la 
del  segundogénito,  y  así  en  adelante  à  la  del  tercero, 
citarlo,  etc.,  con  esclusion  de  los  ilegítimos,  no  entendién- 
dose tales  los  nacidos  de  m  atrimonio  putativo  ,  en  que  tino 
de  los  cónyuges  ó  ambos  ignoren  el  impedimento  que  tenian  ; 
leyes  16  ,  17,  18  y  19  ,  tít.  17  ,  lib.  10,  Nov.  Rec. 

Regla  6a.  El  hijo  legitimado  por  subsiguiente  matrimonio 
se  entiende  llamado  á  la  sucesión  desde  el  tiempo  de  su  legi- 
timación, esto  es,  desde  el  casamiento  de  sus  padres: 
por  lo  cual  si  su  padre  antes  de  este  matrimonio,  nacido  ya 
el  ilegítimo  ,  hubiese  contraído  otro,  y,  tenido  de  él  un  hijo 
legitimo,  este  se  considerará  el  primogénito;  ley  1,  lit.  13, 
Part.  H.  Véase  Hijo  legitimado.  —  El  legitimado  por  res- 
cripto del  príncipe  es  escluido  de  la  sucesión  por  todos 
los  parientes  del  fundador.  El  arrogado  ó  adoptivo  nunca 
sucede. 

Regla  7a.  La  proximidad  de  parentesco  se  ha  de  considerar 
respecto  del  último  poseedor,  y  no  del  fundador,  tanto  en  la 
línea  recta  como  en  la  lateral,  pero  con  tal  que  los  conte- 
nidos en  esta  sean  también  parientes  del  fundador,  pues  á 
estos  solos  pertenece  la  sucesión  del  mayorazgo. 

Regla  8a.  En  los  mayorazgos  no  se  sucede  al  último  poseedor 
por  derecho  hereditario ,  sino  de  sangre.  De  aquí  es,  que  el 
mayorazgo  pertenece  al  primogénito  del  poseedor,  aunque 
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este  le  hubiese  desheredado.  Pero  respecto  del  fundador, 
todos  suceden  por  derecho  hereditario  :  de  lo  cual  se  infiere 
que  el  poseedor  debe  pagar  todas  las  deudas  del  fundador, 
sino  es  que  se  hubiesen  contraído  después  de  fundado  irre- 
vocablemente el  mayorazgo  ;  mas  no  las  de  su  antecesor, 
como  no  estén  contraidas  en  beneficio  del  mayorazgo, 
j  Regla  9a.  Muerto  el  poseedor  del  mayorazgo  ,  pasa  la  pose- 
'sion  civil  y  natural  de  todos  los  bienes  al  inmediato  sucesor, 
por  virtud  del  mismo  derecho  ó  ministerio  de  la  ley ,  sin 
ningún  acto  de  aprehensión  ,  aunque  algún  otro  haya  tomado 
la  posesión  de  ellos  en  vida  del  tenedor,  y  aunque  el  sucesor 
lo  ignore  ,  ó  sea  infante  ,  furioso ,  mentecato  ó  postumo.  En 
las  demás  cosas  no  se  adquiere  la  posesión  natural  sino 
por  la  tenencia  de  ellas,  y  la  civil  por  ministerio  de  la  ley 
precediendo  la  toma  de  la  natural  y  habiendo  ánimo  de  con- 
servarla; pero  en  los  mayorazgos,  con  solo  el  hecho  del 
fallecimiento  del  poseedor  se  trasfieren  al  siguiente  en  grado 
ambas  posesiones  conforme  á  los  llamamientos  de  la  funda- 
ción ;  de  suerte  que  aunque  después  nazca  otro  que  por  ser 
de  mejor  línea  y  grado  hubiera  obtenido  el  mayorazgo  vi- 
viendo al  tiempo  de  la  vacante ,  no  puede  privar  de  él  al 
que  ya  le  tiene  adquirido  por  ministerio  de  la  ley  ni  á  su 
legítima  posteridad.  Blas  como  á  veces  puede  dudarse  quién 
es  el  siguienle>en  grado,  y  sucede  frecuentemente  que  con- 
tienden muchos  sobre  la  pertenencia  del  mayorazgo  solici- 
tando que  declarándoseles  por  poseedores  legítimos  se  les 
dé  la  posesión  real  á  fin  de  que  se  les  contribuya  con  sus 
rentas  ,  es  indispensable  el  famoso  juicio  de  tenuta  con  el 
previo  artículo  de  administración.  Por  tres  medios  puede 
obtenerse  la  posesión  actual  y  real  del  mayorazgo  vacante  : 
primero,  pidiéndola  ante  la  justicia  ordinaria  del  pueblo 
en  donde  están  sitos  los  bienes  :  segundo,  contradiciendo 
alguno  semejante  posesión  ante  la  misma  justicia  y  solici- 
tando se  le  ponga  en  ella  con  esclusion  del  que  la  tomó;  y 
tercero  ,  valiéndose  del  interdicto  de  tenuta.  Véase  Tenuta. 
Regla  10.  Todas  las  fortalezas,  cercas  y  edificios  que  se 
hicieren  à  repararen  en  los  pueblos  y  heredamientos  de  mayo- 
razgo ,  ceden  y  corresponden  al  mismo  mayorazgo ,  cuyo 
sucesor  no  está  obligado  á  dar  parte  alguna  de  su  estimación 
á  la  mujer  ni  á  los  herederos  del  que  las  hizo  ;  ley  6,  lit.  17, 
lib.  10,  Nov.  Rec.  Esta  disposición  se  reduce,  como  se  ve, 
á  las  fortalezas,  cercas  y  edificios  ;  pero  los  pragmáticos  la 
estienden  á  toda  especie  de  mejoras  hechas  en  cualesquiera 
bienes  del  mayorazgo  ,  fundándose  en  que  no  puede  seña- 
larse razón  de  diferencia  entre  bienes  y  bienes;  en  que  si  el 
sucesor  hubiese  de  abonar  las  mejoras  á  la  mujer  y  here- 
deros del  mejorante  ,  podria  suceder  que  importando  mas 
las  mejoras  que  todos  los  frutos  que  percibiese  en  el  curso 
de  su  vida,  quedase  así  privado  indirectamente  de  los  emo- 
lumentos del  mayorazgo  ;  y  en  que  si  el  inmediato  sucesor 
del  mejorante  tuviese  que  hacer  dicha  satisfacción  ,  recae- 
ría luego  la  misma  obligación  en  el  segundo  sucesor  con 
respecto  á  los  herederos  del  primero ,  en  el  tercero  con  res- 
pecto á  los  del  segundo  y  así  en  adelante  procediendo  en 
infinito,  porque  no  seria  justo  que  el  primer  sucesor  se 
cargase  con  el  pago  del  importe  de  unos  bienes  que  no  ad- 
quiría como  libres.  Mas  todos  estos  argumentos  parece 
pueden  desvanecerse  fácilmente.  En  primer  lugar  es  nece- 
sario atender  á  la  época  en  que  se  dio  semejante  ley  :  en- 
tonces no  era  ya  licito  á  los  particulares  construir  castillos 
y  casas  fuertes  ;  se  prohibía  espresamente  reparar  los  que 
caminaban  á  su  ruina; se  mandaban  arruinarlos  que  poseían 
los  señores  ;  y  luchaba  el  gobierno  por  arrancar  á  la  nobleza 
estos  baluartes  del  despotismo  feudal ,  donde  se  abrigaban 
la  insubordinación  y  el  menosprecio  de  la  justicia  y  de  las 
leyes.  ¿Qué  estraño  es  pues  que  en  tales  circunstancias 
mandase  la  ley  que  las  ampliaciones  y  mejoras  hechas  por 
Jo?;  particulares  en  sus  castillos  y  fortalezas  quedasen  yin-* 


culadas  como  los  heredamientos  en  que  se  Laclan,  sin  que 
ni  las  mujeres  por  razón  de  bienes  gananciales,  ni  los  hijos 
ú  otros  herederos  pudiesen  reclamar  del  sucesor  el  abono 
de  su  importe?  No  fué  seguramente  la  intención  de  la  ley 
favorecer  y  fomentar  los  mayorazgos,  sino  distraer  y  apar- 
tar á  los  buenos  padres  de  familias  de  emplear  su  dinero  , 
con  perjuicio  de  sus  mujeres  y  de  sus  hijos ,  en  hacer  ó 
reparar  castillos  ,  casas  fuertes  y  otros  edificios ,  que  no  so- 
lian  ceder  en  beneficio  del  Estado  ni  en  aumento  de  la  riqueza 
nacional.  Véase  pues  la  razón  que  pudo  tener  la  ley  para 
declarar  vinculadas  las  mejoras  hechas  en  edificios  sin  de- 
ducción de  su  importe ,  y  véase  al  mismo  tiempo  cómo  pudo 
escluir  de  semejante  disposición  todas  las  demás  por  el  he- 
cho de  no  nombrarlas ,  puesto  que  no  militaban  iguales 
razones  contra  ellas.  Es  cierto  que  parece  se  presenta  alguna 
dificultad  en  el  modo  de  abonar  el  importe  de  cualquiera 
especie  de  mejoras  en  bienes  de  mayorazgo  ;  pero  ¿no  podria 
imponerse  sobre  ellas  un  censo  proporcionado  en  favor  de 
la  mujer  y  herederos  del  mejorante  ? 

Regla  i  i.  El  mayorazgo  se  puede  probar,  entre  otros ,  por 
los  tres  medios  siguientes  :  —  Io.  por  la  escritura  de  funda- 
ción ,  con  la  licencia  correspondiente  :  —  2o.  por  testigos  que 
depongan  del  tenor  de  dichos  documentos  ,  si  se  hubiesen 
perdido  :  —  5o.  por  costumbre  inmemorial  acreditada  con 
testigos  que  juren  haber  sido  poseídos  aquellos  bienes  según 
las  reglas  de  mayorazgo,  que  así  lo  vieron  ellos  por  espacio 
de  cuarenta  años,  y  así  lo  oyeron  decir  á  sus  mayores  y 
ancianos  j  quienes  también  así  lo  habian  visto  y  oido  sin 
cosa  en  contrario ,  y  que  esta  es  la  pública  voz  y  fama  en- 
tre los  moradores  de  la  tierra. — Esta  prueba  de  inmemorial 
contra  la  presunción  mas  fuerte  del  derecho,  que  supone 
libre  ,  comunicable  y  trasmisible  toda  propiedad,  ha  con- 
vertido muchas  veces  en  vinculada  la  propiedad  hbre  de  las 
familias.  Ley  1,  til.  17,  lib.  10,  Nov.  Rec.  Véase  Agregación 
de  mayorazgos. 

Regla  12.  En  los  mayorazgos  todas  las  reglas  ceden  á  la 
voluntad  del  fundador,  quien  puede  poner  las  condiciones 
que'quisiere,  como  sean  posibles  y  honestas,  obligando  de 
tal  modo  á  su  cumplimiento  ,  que  por  su  falta  pierda  el  ma- 
yorazgo la  persona  á  quien  tocaba  por  derecho  de  sangre. 

Quiénes  pueden  suceder  en  el  mayorazgo ,  obligacio- 
nes del  poseedor,  modos  de  perderlo ,  y  de  hacer  \a 
division  de  frutos. 

VIII.  Pueden  suceder  en  el  mayorazgo  el  clérigo,  el  mudo 
y  sordo ,  el  loco  ,  mentecato  y  el  ciego ,  no  habiéndoselo 
prohibido  espresamente  el  fundador,  sino  es  que  tenga  aneja 
jurisdicción.  El  poseedor  de  mayorazgo  debe  cumplir  las 
condiciones  que  se  le  hubieren  puesto;  hacer  inventario 
formal  de  todos  los  bienes  y  papeles  al  tomar  posesión;  re- 
parar y  conservar  las  fincas  con  su  producto;  dar  caución 
á  los  inmediatos  sucesores  en  caso  de  que  disipe  ó  deteriore 
los  bienes  ;  resarcir  las  pérdidas  ó  desmejoras  notables  oca- 
sionadas por  su  culpa;  pagar  los  censos,  pensiones,  tribu- 
tos y  cargas  reales  que  han  de  satisfacerse  anualmente;  su- 
ministrar alimentos  à  sus  hermanos  pobres,  y  dotar  á  sus 
hermanas  ;  y  por  fin  dar  también  alimentos  al  inmediato  su- 
cesor, aunque  no  sea  pobre,  según  el  arbitrio  de  los  jueces, 
que  suelen  señalar  la  octava  parte  de  la  renta  del  mayo- 
razgo. 

El  poseedor  puede  perder  el  mayorazgo  por  incurrir  en  in. 
famia  de  hecho  ó  de  derecho,  por  ingratitud,  por  disipa* 
cion  de  todas  ó  parte  de  sus  lincas,  si  el  fundador  lo  manda 
espresamente,  ó  por  cometer  alguno  de  los  tres  delitos  es- 
ceptuados,  que  son  lesa  majestad  divina  y  humana,  sodomía 
y  herejía,  aunque  no  lo  mande,  y  la  pena  de  estos  delitos  se 
estiende  á  los  hijos  procreados  despues  de  la  perpetracipn, 
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Cuando  muere  el  poseedor  de  mayorazgo ,  está  recibido 
en  la  práctica  que  sus  herederos  perciban  la  parte  de  frutos 
pendientes  que  corresponde  al  tiempo  en  que  vivió ,  y  el  su- 
cesor la  que  corresponde  al  tiempo  que  pasó  desde  el  falle- 
cimiento hasta  la  recolección  de  dichos  frutos. 

Origen  y  efectos  de  los  mayorazgos. 

IX.  Los  mayorazguistas  pretenden  derivar  de  los  insti- 
tutos romanos  nuestros  mayorazgos  ,  y  justificarlos  con  el 
ejemplo  de  las  sustituciones  y  fideicomisos  familiares;  pero 
las  sustituciones  no  eran  otra  cosa  que  nombramientos  con- 
dicionales de  sgundos  herederos  en  falta  de  los  primeros, 
sin  estender  las  últimas  voluntades  á  nuevas  sucesiones;  y 
los  fideicomisos  familiares  no  tenían  por  objeto  prolongar  las 
sucesiones,  sino  dividirlas,  no  fijarlas  en  una  serie  de  per- 
sonas, sino  eslenderlas  por  toda  una  familia,  no  llevarlas  á 
la  posteridad  ni  refundirlas  para  siempre  en  una  sola  cabeza, 
sino  comunicarlas  á  una  generación  limitada  y  existente,  y 
cuando  mas  á  cuatro.  No  hay  pues  en  las  instituciones  de 
los  Romanos,  así  como  tampoco  en  las  de  los  Griegos,  ni  en 
las  de  ninguno  de  los  legisladores  antiguos  ,  sombra  alguna 
de  nuestros  mayorazgos.  Esta  institución  funesta  ,  que  abrió 
una  sima  insondable  donde  se  ha  ido  sepultando  la  propie- 
dad territorial  ;  que  quitaba  à  los  padres  los  medios  de  fo- 
mentar la  virtud  y  el  mérito  de  sus  hijos;  que  condenaba  á 
la  pobreza,  al  celibato  y  á  la  ociosidad  un  número  incalcu- 
lable de  individuos  del  Estado,  al  mismo  tiempo  que  ocasio- 
naba el  lujo  escesivo  y  la  corrupción  de  otros;  que  arruina- 
ba la  agricultura,  disminuía  la  riqueza  nacional  y  reducía 
la  población;  esta  institución,  repito  ,  tan  repugnante  á  los 
principios  de  una  sabia  y  justa  legislación,  tan  contraria  á 
los  intereses  de  la  sociedad,  no  pudo  ser  sino  aborto  del 
monstruo  del  feudalismo.  La  mas  antigua  memoria  de  los 
mayorazgos  no  sube  del  siglo  xiv;  á  fines  del  siglo  xv  fué 
cuando  se  rompieron  los  diques  que  les  oponían  las  leyes; 
y  desde  los  principios  del  xvi  corrieron  como  en  irrupción 
á  este  abismo  todas  las  familias  que  podían  juntar  una  me- 
diana fortuna. 

Abolición  de  los  mayorazgos. 

X.  Pero  por- fin  se  han  suprimido  todos  los  mayorazgos , 
fideicomisos,  patronatos,  vinculaciones  de  toda  especie,  y 
se  han  restituido  á  la  clase  de  absolutamente  libres  en  la 
forma  que  es  de  ver  por  las  leyes  y  decretos  que  se  trans- 
criben en  el  artículo  Bienes  vinculados,  y  en  la  ley  de  19  de 
agosto  de  1841  que  es  como  sigue  : 

Artículo  Io.  Las  leyes  y  declaraciones  de  la  anterior  época 
constitucional  sobre  supresión  de  mayorazgos  y  otras  vincu- 
laciones que  están  válidamente  en  observancia  desde  50  de 
agosto  de  1856  en  que  fueron  restablecidas,  continuarán  en 
vigor  solo  en  la  Península  é  islas  adyacentes. 

Art.  2o.  Es  válido  y  tendrá  cumplido  efecto  todo  lo  que  se 
hizo  en  virtud  y  conformidad  de  dichas  leyes  y  declaracio- 
nes desde  que  se  espidieron  hasta  Io.  de  octubre  de  1823. 
Serán  respetados  ,  y  se  harán  efectivos  los  derechos  que  en 
aquel  período  se  adquirieron  por  lo  establecido  en  las  mis- 
mas del  modo  que  se  espresará  en  los  artículos  siguientes. 
i  Art.  3o.  Los  bienes  vinculados  correspondientes  á  la  mitad 
de  que  pudieron  disponer  los  poseedores ,  y  cuyo  dominio 
trasfirieron  á  otros  por  cualquier  título  legítimo ,  ya  one- 
roso, ya  lucrativo,  se  devolverán  á  los  que  los  adquirieron, 
ó  á  sus  herederos  en  su  caso ,  si  la  trasladacion  se  hizo  con 
los  requisitos  y  formalidades  prevenidas  en  las  citadas  leyes 
y  declaraciones  ,  y  los  adquirientes  no  han  recibido  ya  su 
valor  ó  equivalencia. 

Art.  k°.  Si  los  que  á  virtud  de  esta  ley  deben  recobrar 
bienes  amayorazgados  <iue  por  título  lucrativo  adquirieron 


desde  11  de  octubre  de  1820  hasta  Io.  del  mismo  mes  de 
1825,  o  entrar  en  posesión  de  ellos,  hubiesen  recibido  con 
posterioridad  á  este  último  dia  algunas  cantidades  por  via 
de  dote  ú  otra  causa  cualquiera  con  arreglo  á  las  respectivas 
fundaciones ,  ó  en  virtud  de  pactos  celebrados  entre  los  po- 
seedores anteriores  y  sus  inmediatos  ,  quedan  obligados  al 
abono  de  la  mitad  de  la  suma  en  que  consistan ,  debiendo 
recibirla  en  cuenta  de  lo  que  les  corresponda. 

Las  pensiones  alimenticias  dadas  al  inmediato  sucesor  y  à 
los  hermanos  del  poseedor  en  virtud  de  la  fundación  ,  no 
están  comprendidas  en  la  disposición  de  este  artículo. 

Art.  S°.  Recobrarán  su  fuerza  y  se  harán  también  efecti- 
vos los  contratos  que  celebraron  los  referidos  poseedores 
desde  11  de  octubre  de  1820  hasta  Io.  de  igual  mes  de  1823 
con  respecto  á  la  enajenación ,  hipoteca  ú  obligación  de  la 
milad  de  ios  bienes  de  que  podían  disponer. 

Art.  6o.  Se  entregarán  à  los  herederos  testamentarios  ó 
legítimos  de  los  mismos  poseedores,  y  á  los  legatarios  los 
bienes  que  respectivamente  les  correspondieran  de  la  men- 
cionada mitad ,  si  dichos  poseedores  fallecieron  antes  del 
Io.  de  octubre  de  1825. 

Art.  7o.  Las  disposiciones  de  les  artículos  que  anteceden 
son  aplicables  á  la  otra  mitad  de  los  bienes  vinculados  re- 
servada á  los  inmediatos  sucesores  ,  si  adquirieron  el  dercho 
á  disponer  de  ella  por  fallecimiento  del  anterior  poseedor 
ocurrido  antes  de  Io.  de  octubre  de  1823. 

Art.  8o.  Los  que  en  virtud  de  esta  ley  deben  recobrar  bie- 
nes de  que  fueron  privados  por  lo  dispuesto  en  el  real  de- 
creto de  Io.  de  octubre  de  1823  y  cédula  de  11  de  marzo 
de  1824,  ó  entrar  en  posesión  de  los  que  con  arreglo  á  la 
ley  de  11  de  octubre  de  1820  les  correspondieron,  no  tie- 
nen acción  para  reclamar  los  frutos  y  rentas  de  los  mismos 
bienes  producidos  desde  Io.  de  octubre  de  1825  hasta  la  pu- 
blicación de  esta  ley. 

Art.  9o.  Los  poseedores  en  11  de  octubre  de  1820  que  fa- 
llecieron desde  Io.  de  octubre  de  1825  hasta  50  de  agosto 
de  1856,  no  trasfirieron  derecho  alguno  para  suceder  en  los 
bienes  que  se  reputaban  durante  este  último  período  como 
vinculados. 

Art.  10.  Los  que  desde  11  de  octubre  de  1820  hasta  el 
Io.  del  mismo  mes  de  1823  sucedieron  en  bienes  que  habian 
sido  vinculados,  y  fallecieron  desde  este  último  dia  hasta 
el  50  de  agosto  de  1856,  no  trasmitieron  por  sucesión  tes- 
tada ni  intestada  derecho  de  suceder  en  los  bienes  que  á  su 
fallecimiento  estaban  considerados  como  vinculados.  Esto 
no  se  entiende  con  los  herederos  de  los  que  habian  adqui- 
rido bienes  vinculados  por  compra  ó  cualquiera  otro  con- 
trato, durante  el  citado  período  desde  11  de  octubre  de  1820 
á  Io.  del  mismo  mes  de  1825. 

Art.  11.  Se  declaran  válidas  y  subsistentes  las  enajenacio- 
nes de  bienes  vinculados  que  se  hayan  hecho  desde  Io.  de 
octubre  de  1823  hasta  30  de  agosto  de  1856  en  virud  de  fa- 
cultad real  y  con  las  formalidades  prescritas  por  derecho. 
El  producto  de  las  ventas  que  no  se  haya  empleado  en  me- 
jora ó  beneficio  de  la  vinculación,  se  imputará  al  vendedor 
en  la  parle  'de  esta  que  le  corresponda  come  libre. 

Art.  12.  Se  esceptúan  de  lo  dispuesto  en  el  artículo  ante- 
rior las  enajenaciones  de  aquellos  bienes  que  específica  y 
determinadamente  pueden  recobrar  otros  interesados  en 
virtud  de  esta  ley.  Si  estos  los  hubiesen  adquirido  por  título 
oneroso  ,  los  recobrarán  indemnizándose  al  comprador  pos- 
terior de  los  otros  bienes  existentes  en  las  vinculaciones, 
y  si  el  título  hubiese  sido  lucrativo,  los  retendrán  los  que 
con  facultad  rea!  los  hayan  adquirido,  indemnizándose  al 
que  debiera  recobrarlos  de  los  demás  bienes  de  las  vincu- 
laciones. 

Art.  15.  También  se  declaran  válidas  y  subsistentes  las 
adquisiciones  que  hayan  hecho  las  vinculaciones  por  per- 
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muta,  subrogación  ú  otro  título,  y  los  bienes  asi  adquiri- 
do? se  considerarán  en  el  mismo  caso  que  los  demás  que  las 
componían. 

Art.  ik.  Los  contratos  y  transacciones  que  se  hayan  ce- 
lebrado en  consecuencia  de  la  ley  de  9  de  junio  de  1835, 
las  ejecutorias  dictadas  en  su  virtud,  y  lo  que  se  haya  prac- 
ticado en  cumplimiento  de  la  misma,  se  guardará  y  cum- 
plirá en  todas  sus  partes. 

Art.  Ib.  Los  poseedores  de  las  fincas  vinculadas  y  los  due- 
ños de  las  que  deban  entregarse  en  cumplimiento  de  esta  ley, 
podrán  reclamarse  mutuamente  con  arreglo  á  derecho  los 
desperfectos  ó  mejoras  de  las  mismas  desde  Io.  de  octubre 
de  1823  hasta  la  promulgación  de  esta  ley. 

Art.  16.  Los  viudos  y  viudas  de  poseedores  de  vínculos  ó 
mayorazgos  ,  sea  la  que  que  quiera  la  época  en  que  se  hu- 
bieren casado  ,  no  tendrán  derecho  á  otras  consignaciones 
alimenticias  que  las  que  resulten  de  promesas  y  convenios 
celebrados  con  arreglo  á  derecho  en  capitulaciones  matri- 
moniales, ó  en  otros  instrumentos  legalmente  otorgados,  y 
esto  con  la  disminución  que  se  espresará  en  el  artí- 
culo 18. 

Art.  17.  Los  dichos  poseedores,  y  en  su  caso  los  suce- 
sores inmediatos  ,  aun  teniendo  herederos  forzosos  podrán 
consignar  à  sus  mujeres  ó  maridos  por  escritura  pública  ó  por 
testamento  ,  y  en  concepto  de  viudedad ,  hasta  la  cuarta 
parte  de  la  renta  de  la  mitad  de  los  bienes  cuya  libre  dis- 
posición han  adquirido. 

Art.  18.  Las  consignaciones  de  viudedad  en  virtud  de  fa- 
cultad competente  concedidas  desde  Io.  de  octubre  de  1825 
y  antes  del  30  de  agosto  de  1856,  tendrán  su  debido  cum- 
plimiento ,  siendo  responsables  á  él  los  bienes  que  existían 
en  las  vinculaciones  al  tiempo  de  concederse  la  facultad , 
menos  los  que  deban  entregarse  á  otros  interesados  en  vir- 
tud de  esta  ley;  pero  cuando  haya  esta  disminución  se 
disminuirá  proporcionalmente  la  cantidad  consignada. 

Art.  19.  Lo  mismo  se  entenderá  con  respecto  á  las  con- 
signaciones de  alimentos  que  los  actuales  poseedores  deben 
pagar  á  los  sucesores  inmediatos  ú  otras  personas  con  arre- 
glo á  las  fundaciones,  pactos  ó  fallos  de  los  tribunales. 

Art.  20.  Quedan  derogadas  en  cuanto  sean  contrarias  á 
esta  ley,  la  de  9  junio  de  1855,  y  cualesquiera  otras  órdenes 
ó  decretos. 

[*  En  la  república  de  Méjico  ,  por  decreto  de  7  de  agosto 
de  1823  ,  todos  los  bienes  que  habían  sido  legalmente  vin- 
culados hasta  el  27  de  setiembre  de  1820.  fueron  declarados 
absolutamente  libres  desde  estaúltima  fecha,  prohibiéndose 
al-  mismo  tiempo  toda  vinculación  ulterior  de  estos  mismos 
ó  de  otros  algunos.  Al  que  entonces  era  poseedor  del  mayo- 
razgo ,  no  se  le  permitió  sin  embargo  disponer  mas  que  de 
la  mitad  del  vínculo ,  y  se  reservó  para  el  sucesor  inme- 
diato la  parte  restante ,  la  cual  pasó  á  ser  de  libre  dispo- 
sición, así  que  llegó  á  adquirirla  el  nuevo  dueño.  Para 
determinar  el  modo  de  hacer  la  division  por  mitad  de  los 
que  fueron  vínculos,  la  distribución  de  las  cargas,  la  de- 
claración de  si  habia  ó  no  sucesor  inmediato  ,  el  reparto  de 
los  títulos  ó  dictados  de  honor,  y  todos  los  demás  incidentes 
propios  de  este  sistema  de  desvinculacion ,  adoptó  la  citada 
\¡y  las  reglas  dictadas  en  el  decreto  de  Cortes  de  27  de  se- 
tiembre de  1820,  declarándolo  vigente  desde  su  fecha:  pero 
como  en  la  parte  relativa  á  las  capellanías  eclesiásticas, 
3bras  pias  y  manos  muertas  se  separó  de  este  decreto  dero- 
gándolo espresamente  ,  y  en  algún  otro  punto  modificó  tal 
cual  de  sus  artículos;  vamos  á  copiar  los  que  no  sean  idén- 
ticos entre  sí,  limitándonos  á  indicar  los  que  sean  exacta- 
mente iguales  en  su  contesto.  * 

«  Art.  Io.  Los  bienes  que  alguna  vez  fueron  vinculados  , 
lo  dejaron  de  ser  desde  27  de  setiembre  de  1820,  en  virtud 
de  la  Jrj  de  esa  fecha,  y  continuarán  en  la  clase  de  abso- 


lutamente libres  sin  que  ni  ellos  ni  otros  algunos  se  puedan 
volver  á  vincular. 

Art.  2o.  Han  estado  por  tanto  en  la  clase  de  libres  I03 
mayorazgos,  cacicazgos,  fideicomisos  ,  patronatos  ó  cape- 
llanías laicas,  y  cualquiera  otra  especie  de  vinculación  de 
,  bienes  raices,  muebles,  semovientes,  censos,  juros,  foros, 
ó  de  cualquiera  otra  naturaleza  ;  debiendo  por  lo  mismo 
arreglarse  á  la  mencionada  ley  los  casos  ocurridos  sobre  la 
materia. 

Art.  3o.  Los  que  poseían  en  27  de  setiembre  de  1820,  y 
aun  poseen  las  vinculaciones  suprimidas,  han  podido  y  pue- 
den disponer  libremente,  como  propios  ,  de  la  mitad  de  los 
bienes  en  que  aquellas  consistieron,  y  después  de  su  muerte 
pasará  la  otra  mitad  al  que  debía  suceder  inmediatamente 
en  el  mayorazgo  ,  si  subsistiese,  para  que  pueda  también 
disponer  de  ella  libremente  como  dueño. 

Art.  h°.  (Está  formado  de  la  última  cláusula  del  2o.  del 
decreto  de  las  Cortes  españolas  de  27  de  setiembre  de  1820, 
que  se  halla  en  la  pág.  575  de  este  Diccionario.) 

Art.  5o.  Los  créditos  con  que  estuviesen  gravados  en  ge- 
neral todos  los  bienes  de  la  vinculación  ,  y  las  cargas  así 
temporales  como  perpetuas  que  reporten  ,  se  dividirán  por 
mitad  entre  los  bienes  de  que  puede  disponer  el  poseedor 
actual,  y  los  que  se  reservan  al  inmediato  sucesor,  de  ma- 
nera que  este  no  quede  perjudicado;  pues  si  algunos  bienes 
ó  fincas  particulares  reportasen  censos  ó  gravámenes  con 
hipoteca  especial,  y  estos  se  comprendiesen  en  la  parte 
reservada  para  dicho  sucesor  inmediato ,  deberá  el  actual 
poseedor  redimirle  ó  indemnizarle  de  ese  gravamen  con 
parte  de  los  bienes  que  quedan  á  su  disposición. 

Arts.  6°.,  7o.  y  8o.  (Son  por  su  orden  el  3°.,  U°.  y  5o.  del 
decreto  de  Corles  con  la  variación  natural  y  necesaria  de  la 
referencia  á  los  artículos  anteriores.) 

Art.  9o.  Lo  dispuesto  en  los  artículos  precedentes  no  se 
entiende  con  respecto  á  los  bienes  que  fueron  vinculados  , 
acerca  de  los  cuales  pendan  en  la  actualidad  juicios  de  in- 
corporación ó  reversion  á  la  nación,  tenuta,  administración, 
posesión ,  propiedad  ,  incompatibilidad  ,  incapacidad  de 
poseer,  nulidad  de  la  fundación,  ó  cualquiera  otro  que  ponga 
en  duda  el  derecho  de  los  poseedores  actuales  :  estos  ,  en 
tales  casos  ,  ni  los  que  les  sucedan ,  no  podrán  disponer  do 
los  bienes,  hasta  que  en  última  instancia  se  determinen  á 
su  favor  en  propiedad  los  juicios  pendientes ,  los  cuales 
deberán  arreglarse  á  las  leyes  dadas  hasta  el  día  27  de  se- 
tiembre de  1820,  ó  que  se  dieren  en  adelante.  Pero  se  de- 
clara, para  evitar  dilaciones  maliciosas,  que  si  el  que  perdiese 
el  pleito  de  posesión  ó  tenuta ,  no  entablase  el  de  propiedad 
dentro  de  cuarenta  dias  precisos,  contados  desde  el  en  que 
se  le  notificó  la  sentencia,  ó  si  habiéndose  entablado  y  clá- 
dose  sentencia  en  primera  instancia,  ó  en  vista,  no  inter- 
pusiere el  recurso  de  apelación  ó  suplicación,  ó  interpuesto, 
no  lo  siguiere  dentro  del  término  de  cuatro  meses;  no  tendrá 
después  derecho  para  reclamar,  y  aquel  en  cuyo  favor  se 
hubiere  declarado  la  tenuta,  posesión  ó  propiedad,  será 
considerado  como  poseedor  legítimo,  y  podrá  usar  délas 
facultades  concedidas  en  el  art.  3o. 

Art.  10.  (Es  elO°.  del  decreto  de  Cortes.) 

Art.  11.  Entiéndase  del  mismo  modo  que  lo  que  queda 
dispuesto,  es  sin  perjuicio  de  los  alimentos  ó  pensiones  que 
los  poseedores  actuales  deben  pagar  á  sus  madres  viudas, 
hermano,  sucesor  inmediato,  ú  otras  personas  con  arreglo 
á  las  fundaciones  ó  convenios  particulares,  ó  á  determina- 
ciones en  justicia.  Los  bienes  que  fueron  vinculados  ,  aun- 
que pasen  como  libres  á  otros  dueños,  quedan  sujetos  al 
pago  de  estos  alimentos  ó  pensiones,  mientras  vivan  los  que 
en  el  día  las  perciban ,  ó  mientras  conserven  el  derecho  do 
percibirlos, si  este  fuere  temporal;  escepto  si  los  alimentistas 
son  sucesores  inmediatos ,  en  cuyo  caso  dejarán  de  disfru- 
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tarlos,  luego  que  mueran  los  poseedores  actuales.  Despues 
cesarán  las  obligaciones  que  existan  ahora  de  pagar  tales 
pensiones  y  alimentos  ;  pero  se  declara  que  si  los  posee- 
dores actuales  no  invierten  en  los  espresados  alimentos  y 
pensiones  la  cuarta  parte  líquida  de  las  rentas  del  mayo- 
razgo ,  están  obligados  á  contribuir  con  lo  que  quepa  -en  la 
misma  cuarta  parte  del  valor  de  los  bienes  de  que  puedan 
disponer,  para  dotar  á  sus  hermanas  y  ausiliar  á  su  madre 
y  hermanos  que  carezcan  de  arbitrios;  é  igual  obligación 
tendrán  los  sucesores  inmediatos  por  lo  respectivo  à  la  parte 
de  bienes  que  se  les  reserva. 

Art.  12.  (Es  el  11  del  decreto  de  Cortes,  con  la  adición  si- 
guiente :  Si  los  poseedores  actuales  no  tuviesen  consignada 
cantidad  alguna  á  sus  mujeres  para  cuando  queden  viudas, 
careciendo  estas  de  bienes  propios  con  que  mantenerse  en 
este  estado ,  deberán  percibir  durante  su  vida  la  quinta  parte 
de  las  reutas  líquidas  del  mayorazgo,  que  se  les  pagará  en 
los  términos  esplicados  antes.) 
Art.  13.  (Es  el  mismo  15  del  decreto  de  Cortes.) 
Art.  14.  Se  derogan  los  artículos  de  la  ley  de  27  de  setiem- 
bre de  1820,  relativos  á  capellanías  eclesiásticas,  obras pias 
y  manos  muertas,  dejando  vigentes  las  antiguas  leyes  sobre 
adquisición  de  bienes  raices  y  amortización. 

Se  declaró  ademas  en  22  de  mayo  de  185a  por  decreto  de 
esa  fecha,  que  «  los  poseedores  de  mayorazgos  ó  de  cual- 
quiera otra  especie  de  vinculaciones,  cuyo  sucesor  haya 
sido  ó  sea  desconocido  ,  han  podido  y  pueden.disponer  li- 
bremente de  todos  los  bienes  que  por  tal  título  hayan  po- 
seído ó  posean  ,  practicadas  las  diligencias  que  previno  la 
orden  de  las  Corles  españolas  de  lo  de  mayo  de  1821.  »  Estas 
diligencias  son  las  que  hemos  espuesto  como  necesarias  para 
declarar  mostrencos  en  su  caso  estos  mismos  bienes  en  lo 
que  hemos  anotado  al  artículo  Bienes  mostrencos. 

**  En  la  república  de  Venezuela  se  halla  abolida  toda 
vinculación  ,  y  prohibida  para  lo  sucesivo  la  fundación  de 
mayorazgos,  habiéndose  adoptado  con  el  primer  objeto  las 
disposiciones  siguientes.  Todos  los  mayorazgos ,  vincula- 
ciones y  sustituciones  existentes  el  dia  10  de  julio  de  1824 , 
■  quedaron  estinguidos,  y  sus  bienes  de  libre  disposición  para 
el  que  entonces  los  poseía  ,  á  escepcíon  del  tercio  y  de  la 
mitad  del  quinto  de  su  valor  total  en  aquella  época,  en  ca- 
so de  existir  sucesor  inmediato  presunto,  nacido  ó  concebido, 
para  el  cual  debió  reservarse  esta  parte.  Para  la  calificación 
de  sucesor  inmediato  presunto  ,  nacido  ó  por  nacer,  se 
mandaron  guardar  las  reglas  comunes  del  derecho ,  y  á  fin 
de  que,  una  vez  averiguado  que  existia  en  efecto ,  encon- 
trase asegurados  el  tercio  y  la  mitad  del  quinto  que  la  ley 
le  reservaba  ,  independientemente  del  aumento  ó  diminu- 
ción que  pudiese  tener  su  valor  en  las  variaciones  sucesi- 
vas; se  mandaron  tasar  todos  los  bienes  de  que  se  compo- 
nían los  vínculos ,  dentro  de  los  primeros  seis  meses 
contados  desde  dicho  10  de  julio,  con  intervención  del  suce- 
sor inmediato  ,  si  era  mayor,  y  si  no ,  con  la  del  defensor 
correspondiente.  En  el  caso  de  que  todo  el  vinculo  estuviese 
gravado  con  alguna  pension,  debieron  sacarse  bienes  espe- 
ciales por  el  valor  correspondiente  al  capital  que  aquella 
representaba  según  el  rédito  ordinario,  ó  imponerla  como 
censo  en  alguna  parte  de  sus  fondos  con  intervención  de  los 
interesados;  y  en  este  supuesto,  el  tercio  y  mitad  del  quinto 
que  debia  reservarse  al  sucesor  inmediato  ,  no  era  del  total 
del  vinculo,  sino  del  residuo  después  de  hecha  la  deducción 
precedente.  —  Habiendo  litigio  pendiente  sobre  la  perte- 
nencia de  algún  mayorazgo*,  vinculación  ó  sustitución  al 
tiempo  en  que  fué  promulgada  la  ley,  se  declaró  como  po- 
seedor para  sus  efectos  el  que  ganase  el  pleito  en  última  ins- 
tancia ;  y  no  habiendo  ninguno  que  no  fuese  legítimo  desde 
!a  fecha  citada  de  10  de  juïio  de  1824  en  adelante  ,  se  de- 
clararon mostrencos  todos  s»s  bienes. 


Por  la  identidad  de  naturaleza  que  hay  entre  la  vincula- 
ción civil  y  la  amortización  eclesiástica  ,  la  ley  dictó  para 
esta  última  acuerdos  análogos  á  los  tomados  acerca  de  la 
primera;  y  en  los  artículos  siguientes  dispuso  que  fuese 
nula  toda  fundación  de  capellanías  y  patronatos  de  legos  que 
se  hiciese  con  la  cláusula  directa  ó  indirecta  de  no  enajenar 
los  bienes  en  que  aquella  consistiese  ,  y  solo  se  reputase 
lícita  la  que  dejase  la  facultad  de  enajenarlos  libremente  ó 
traspasarlos  con  la  imposición  de  censo.  Las  fincas,  añadió, 
correspondientes  á  estas  fundaciones  ó  á  cualquiera  obra 
pia  ,  podrán  venderse  al  contado  ,  invirtiendo  su  valor  en 
otra  finca  con  las  formalidades  de  derecho,  ó  bien  recono- 
ciendo su  capital  á  censo  redimible  en  favor  del  objeto  de  los 
fundadores.  Y  mandó  por  fin,  que  los  bienes  raices  que  por 
testamento  ó  de  otro  modo  se  dejasen  á  las  manos  muertas 
en  lo  sucesivo,  se  vendiesen  en  almoneda  pública  ,  impo- 
niendo su  producto  á  censo  en  la  tesorería  nacional,  y  apli- 
cando la  pension  anua  al  objeto  prevenido  en  el  título  por  el 
cual  se  trasfirió  el  dominio  á  dichas  corporaciones  :  ley  de  10 
de  julio  de  1824,  y  art.  212,  Conslit.  de  24  de  setiembre 
de  1850. 

***  Sobre  esta  materia  de  mayorazgos,  todo  es  recelo  é 
incertidumbre  en  la  legislación  de  la  república  de  Chile* 
Las  Constituciones  de  1X22  y  1823  nadainnovaron  en  el  par- 
ticular, y  con  su  silencio  dejaron  subsistente  la  legislación 
que  estaba  en  vigor  á  aquella  hora.  En  las  disposiciones  fun- 
damentales adoptadas  por  el  Congreso  nacional  en  14  de  fe- 
brero de  1827,  para  que  sirviesen  de  gobierno  mientras  se 
ordenaba  la  nueva  Constitución,  otra  de  las  prohibiciones 
que  impuso  el. art.  7o.  al  mismo  Congreso,  á  las  Asambleas 
y  á  las  demás  autoridades,  fué  la  del  párrafo  15,  según  el 
cual  no  podían  establecerse  vinculaciones.  Quedaban  por  lo 
mismo  en  pié  las  establecidas ,  cuando  los  arts.  126  y  127  de 
la  Constitución  de  1823  abolieron  para  siempre  los  mayo- 
razgos, y  toda  vinculación  que  impidiese  la  libre  enajena-, 
cion  de  los  bienes  raices.  Para  no  lastimar  sin  embargo  en 
tanta  manera  derechos  adquiridos .  solo  se  dejó  á  disposición 
de  los  que  eran  entonces  sus  poseedores  ,  üa  parte  que  repre- 
sentase los  dos  tercios  del  mayorazgo  ó  vinculación,  reser- 
vando la  tercera  restante  al  que  debia  ser  sucesor  inmediato 
con  el  mismo  libre  arbitrio  ;  y  de  estas  dos  partes  que  se 
concedieron  á  dicho  poseedor,  se  le  prohibió  disponer  en 
favor  de  los  estraños,  mientras  tuviese  parientes,  sin  dis- 
tinción de  grado ,  supuesta  la  falta  de  herederos  forzosos. 
Medida  de  tanto  bulto  requería  perentoriamente  una  ley  es- 
pecial ,  que  dispusiese  los  medios  de  llevarla  á  cabo  y  soltase 
las  muchas  dificultades  que  su  mismo  contesto  suscitaba  ; 
pero  pasaron  uno  y  otro  año  sin  que  el  legislador  volviese 
los  ojos  al  estado  lastimoso  de  este  asunto,  hasta  que  á  so- 
licitud de  parte  interesada  se  vio  obligado  á  declarar  por 
decreto  de  10  de  setiembre  de  1832  ,  que  estos  artículos  de 
la  Constitución ,  su  aplicación  é  inteligencia ,  exigían  una 
declaración  especial  de  su  parle.  Mandóse  ordenar  una  ley 
sobre  la  materia  ;  pero  antes  de  que  se  viese  cumplido  este 
precepto,  la  Constitución  de  1833  cambió  la  base  dé  esta 
reforma.  «  Las  vinculaciones,  »  dice  el  art.  162,  «  de  cual- 
quiera clase  que  sean,  tanto  las  establecidas  hasta  aquí, 
como  las  que  en  adelante  se  establecieren ,  no  impiden  la 
libre  enajenación  de  las  propiedades  sobre  que  descansan , 
asegurándose  á  los  sucesores,  llamados  por  la  respectiva 
institución,  el  valor  de  las  que  se  enajenaren.  »  Subsisten 
pues  los  mayorazgos,  subsisten  las  vinculaciones  presentes 
y  venideras  ;  pero  este  testimonio  de  respeto  dado  á  la  libre 
disposición  de  los  bienes  por  última  voluntad,  ha  querido 
concillarse  con  la  desembarazada  administración  y  circula- 
ción que  requiere  el  fomento  de  la  riqueza  pública,  y  se  ha 
circunscrito  la  inmutabilidad  al  fondo  que  es  el  valor,  eman- 
cipando de  ella  la  forma  que  son  los  bienes.  Semejante  sis- 
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tema,  sin  embargo,  requiere  mas  esencialmente  que  los  an- 
teriores una  ley  especial,  que  muestre  que  es  una  transacción 
practicable,  y  no  una  teoría  abstracta  é  ideal ,  como  á  pri- 
mera vista  aparece  ;  y  así  debió  de  reconocerlo  el  mismo 
legislador,  cuando  á  renglón  seguido  del  testo  anterior  aña- 
dió, que  «  una  ley  particular  arreglaría  el  modo  de  hacer 
efectiva  esta  disposición.  »  A  la  hora  en  que  escribimos,  no 
ha  llegado  aun  á  nuestras  manos  una  ley  de  tanta  impor- 
tancia ;  y  el  estado  de  esta  materia  es  el  mismo  que  debió 
tener  durante  el  imperio  de  la  anterior  reforma.  Mientras  el 
legislador  no  fije  los  medios ,  él  mismo  ha  reconocido  que  es 
imposible  reducir  á  práctica,  aplicar,  hacer  efectivo  el  prin- 
cipio. 

Empero  si  este  queda  estéril,  no  sucede  lo  mismo  res- 
pecto del  cambio  producido  en  la  base  de  la  reforma.  Si 
durante  el  imperio  de  la  Constitución  de  1828  debieron  des- 
aparecer todas  las  vinculaciones,  hoy  por  el  contrario  sub- 
sisten las  presentes,  y  son  válidas  las  posteriores  al  2o  do 
mayo  de  1853.] 

MAYORAZGUISTA.  El  autor  que  trata  ó  escribe  de 
la  materia  de  mayorazgos  ,  como  Roxas ,  Molina  ,  Torre 
y  otros. 

MAYORÍA.  La  mayor  edad  prescrita  por  las  leyes  para 
salir  de  la  curaduría  y  poder  ejercer  los  actos  de  la  vida 
civil.  Véase  Edad. 

ME 

MEAJA.  Moneda  antigua  de  Castilla  que  valia  la  sexta 
parte  de  un  maravedí;  —  y  cierto  derecho  que  los  jueces 
exigían  de  las  partes  en  las  ejecuciones. 

-J-  MEDIA  anata.  Véase  Impuesto  especial  sobre  gran~ 
dezasy  ututos. 

MEDICAMENTO.  Cualquiera  remedio  interno  ó  ester- 
no  que  se  aplica  al  enfermo  para  hacerle  recobrar  la  salud. 

I.  Es  obligación  de  la  autoridad  impedir  que  los  charla- 
tanes ó  curanderos  den  ni  vendan  medicamentos  ni  remedios 
específicos  y  secretos  sino  con  la  competente  autorización  , 
debiendo  imponerse  á  los  contraventores  las  mismas  penas 
que  á  los  intrusos  en  la  medicina ,  que  consisten  en  la  multa 
de  cincuenta  ducados  por  la  primera  vez  ,  cien  ducados  y 
ademas  destierro  de\  pueblo  de  su  residencia  ,  de  Madrid 
y  sitios  reales  y  diez  leguas  en  contorno  por  la  segunda,  y 
doscientos  ducados  y  pena  de  presidio  en  uno  de  los  de 
África  ó  América  por  la  tercera,  precedida  formación  de 
causa  con  arreglo  á  derecho  si  la  venta  de  medicamentos 
compuestos  puede  originar  perjuicio  á  la  salud  ó  vida  de 
alguna  persona  ;  art.  8,  ley  12,  tít.  12,  lib.  8,  Nov.  Rec, 
y  art.  8,  cap.  27  del  real,  de  10  de  julio  de  1827,  ó  real  cèd, 
de  10  de  diciembre  de  1828. 

Está  mandado  igualmente  por  real  orden  de  16  de  octubre 
de  1829  :  que  no  se  prescriban  los  vomitivos  purgantes  y  los 
purgantes  llamados  de  Leroy  por  personas  que  no  sean 
médicos  ó  licenciados  en  cirugía  :  que  se  castigue  sin  escep- 
cion  de  clase  ni  fuero  con  arreglo  á  las  leyes  al  que  los 
administre  ó  los  aconseje;  y  que  tampoco  puedan  despa- 
charlos los  farmacéuticos  sin  espresa  receta  de  profesor, 
como  está  prevenido  para  toda  clase  de  enfermedades. 

II.  No  solo  no  pueden  dar  ni  vender  medicamentos,  bajo 
las  penas  indicadas  ,  los  particulares  ni  los  profesores  que 
no  estén  autorizados  al  efecto  por  sus  títulos;  orí.  12,  ley  12, 
tít.  12,  lib.  8,  Nov.  Rec,  y  circular  de  22  de  octubre  de  1829; 
pero  ni  aun  á  los  mismos  farmacéuticos  les  es  lícito  vender 
al  público  los  medicamentos  ,  á  no  tener  botica  constituida 
con  arreglo  á  las  leyes  ,  según  es  de  ver  por  orden  del  su- 
premo gobierno  de  11  de  junio  de  1812  ,  en  la  cual  á  con- 
secuencia de  los  dictámenes  de  la  junta  suprema  de  sanidad 
y  academia  de  ciencias  naturales  con  motivo  de  cierta  solb 


citud  de  un  licenciado  en  farmacia  que  creia  falsamente 
^que  su  título  le  autorizaba  para  ejercer  libremente  su  facul- 
tad ,  se  manda  :  Io.  que  se  renueve  la  prohibición  de  la 
venta  al  público  de  medicamentos  á  todo  profesor  de  far- 
macia ,  como  no  sea  en  botica  constituida  conforme  á  las 
leyes  ,  y  las  formalidades  y  responsabilidad  que  ellas  orde- 
nan :  y  2o.  que  tanto  los  jefes  políticos  como  los  alcaldes  y 
demás  autoridades  gubernativas  presten  su  mas  eficaz  apoyo 
á  los  dependientes  de  la  junta  suprema ,  que  en  cumpli- 
miento de  sus  deberes  traten  de  corregir  con  arreglo  á  las 
leyes  los  abusos  que  se  cometan  por  cualquiera  persona  en 
la  elaboración  y  venta  de  los  medicamentos ,  bien  sean  sim- 
ples, compuestos  ,  secretos  ó  conocidos. 

III.  En  su  consecuencia  se  halla  acordado  por  orden  de  15 
de  junio  de  1812 ,  con  dictamen  de  la  junta  suprema  y  de  te 
academia  de  ciencias  naturales  :  —  Io.  que  las  aguas  mine- 
rales artificiales  no  deben  ser  elaboradas  sino  en  boticas  ó 
en  establecimientos  dirigidos  por  farmacéuticos  :  —  2o.  que 
el  director  ó  jefe  de  estos  establecimientos,  antes  de  ela- 
borar las  referidas  aguas  ,  ha  de  dar  cuenta  á  la  autoridad 
del  establecimiento  de  la  fábrica  presentando  las  recetas 
adoptadas  para  la  elaboración  de  cada  una  de  ellas  :  — 
5o.  que  las  vasijas  que  salgan  de  la  fábrica  con  el  agua  all! 
elaborada  han  de  llevar  precisamente  una  etiqueta  ó  nota 
en  que  conste  la  misma  receta  ,  y  el  sello  de  la  fábrica  sobre 
el  tapón  de  la  vasija  :  —  U°.  que  no  pueda  hacerse  anuncio 
ninguno  de  estas  aguas  sin  espresarse  en  él  los  componentes 
de  ellas:  —  5o.  que  estas  "aguas  minerales  artificiales  han 
de  estar  en  todo  tiempo  sujetas  á  la  inspección  de  la  auto- 
ridad ,  para  que  cuando  lo  tenga  por  conveniente  pueda 
mandar  que  se  examine  si  el  agua  manufacturada  es  entera- 
mente conforme  á  la  receta  :  —  6o.  que  se  han  de  vender 
estas  aguas  precisamente  en  boticas  :  —  7o.  que  no  se  han 
de  dar  sin  recela  de  profesor  conocido  :  —  8o.  que  se  per- 
mita á  toda  clase  de  personas  la  elaboración  y  venta  de  las 
naranjadas  y  limonadas  gaseosas,  así  como  también  los  re- 
frescos llamados  orchata ,  liinon ,  agraz,  naranja ,  sangüesa, 
grosella  y  fresa  ,  ya  se  preparen  con  los  zumos  y  azúcar,  ya 
con  los  jarabes  de  su  respectivo  nombre,  en  atención  á  que 
pocas  veces  se  emplean  como  medicamentos ,  y  casi  siempre 
se  usan  como  bebidas  de  agrado ,  incapaces  de  ocasionar 
por  solo  su  composición  ningún  daño  en  la  salud ,  prohi- 
biéndose absolutamente  la  venta  de  cualquier  otro  jarabe  á 
no  ser  en  las  boticas ,  así  como  igualmente  la  de  cualquiera 
otra  sustancia  medicinal  compuesta  y  preparada. 

IV.  Ninguna  persona  pues,  de  cualquiera  clase  ó  condi- 
ción que  sea  ,  puede  elaborar  ni  vender  medicamentos  sino 
solo  los  boticarios  ó  farmacéuticos  aprobados  ,  ni  estos  des- 
pacharlos sino  por  recetas  de  médico  ó  cirujano.  Los  dro- 
gueros y  especieros  podrán  vender  los  medicamentos  sim- 
ples por  mayor,  y  de  ningún  modo  por  menor  de  cuarterón 
abajo  ;  mas  no  podrán  vender  los  compuestos  en  pequeñas 
ni  en  grandes  cantidades. 

V.  Si  de  las  visitas  que  deben  hacerse  á  los  boticarios, 
resultase  que  tienen  medicamentos  alterados  ó  corrompidos 
por  cualquier  motivo  ,  el  visitador  á  la  primera  vez  los  reco- 
gerá sin  dar  escándalo ,  y  los  remitirá  á  la  junta  suprema 
para  la  oportuna  providencia,  previniendo  entretanto  al 
boticario  que  los  reponga  :  á  la  segunda  vez  hará  arrojar  y 
quemar  los  medicamentos,  y  le  exigirá  la  multa  de  seis  mil 
maravedís  ú  otra  que  sea  mas  proporcinada  según  los  tiem- 
pos, le  apercibirá  y  señalará  un  término  competente  para 
que  los  reponga  con  otros  de  buena  calidad  ;  y  si  no  cumple 
el  boticario,  deberá  darse  cuenta  á  la  junta  suprema,  para  que 
esta  le  obligue  imponiéndole  en  caso  necesario  la  pena  de 
cerramiento  de  la  botica  y  la  multa  de  quinientos  ducados; 
ley  10,  fit.  15  ,  lib.  8  ,  Nov.  Rec. 

VI.  Los  géneros  medicinales  no  pueden  ser  sacados  de  la3 
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aduanas  sin  ser  antes  visitados  y  declarados  buenos  por  los 
inspectores  nombrados  por  el  gobierno  á  propuesta  en  terna 
de  la  junta  suprema  ;  y  si  estos  los  encuentran  en  mal  esta- 
do ,  darán  parte  á  la  misma  para  que  disponga  lo  conve- 
niente ,  deteniéndose  entre  tanto  los  géneros  :  mas  si  los 
inspectores  dieren  por  buenos  los  géneros  adulterados  que 
pueden  ser  perjudiciales ,  quedarán  por  el  mismo  hecho 
privados  perpetuamente  del  ejercicio  de  su  facultad,  sin 
perjuicio  de  otras  providencias,  según  la  entidad  y  circuns- 
tancias del  esceso;  ley  8,  lit.  i3,  lib.  8,  Nov.  Rec.  =  Véase 
Boticario,  Cirujano,  Específico ,  Médico,  y  Junta  suprema 
de  sanidad. 

VII.  Tal  es  en  resumen  el  contenido  de  nuestras  leyes  y 
de  las  disposiciones  justamente  adoptadas  por  el  gobierno 
supremo  de  la  nación  para  evitar  el  peligro  de  que  se  per- 
judique á  la  salud  pública  con  la  venta  libre  de  medica- 
mentos, y  deque  la  farmacia  quede  reducida  á  ser  una 
arma  terrible  contra  las  vidas  de  los  ciudadanos.  Sin  em- 
bargo ,  un  hombre  que  queria  establecer  la  libertad  absoluta 
de  elaborar  y  vender  medicamentos  sin  trabas  ni  embarazos, 
tuvo  la  osadía  de  recurrir  contra  el  poder  administrativo  al 
poder  judicial  ,  y  rechazado  por  uno  de  los  jueces  de  pri- 
mera instancia  de  Madrid  que  miró  con  demasiado  funda- 
mento como  absurdo  tal  recurso,  apeló  á  la  audiencia  terri- 
torial, la  cual  con  asombro  de  cuantos  saben  algo  de  derecho 
administrativo  ,  no  creyó  lo  mismo  que  el  juez,  y  dio  lugar 
á  que  figurándose  el  recurrente  seguro  con  este  apoyo , 
haya  echado  el  guante  á  las  leyes  y  al  gobierno,  como  dicen 
los  Anales  del  instituto  médico,  pasándose  apenas  un  dia 
sin  que  un  anuncio  suyo  en  los  papeles  públicos  no  proclame 
al  universo  entero  lo  posible  que  es  en  España  mofarse 
abierta  é  impunemente  de  las  mas  importantes  disposiciones 
administrativas.  —  Con  este  motivo  el  colegio  de  Farma- 
céuticos de  Madrid  dirigió  á  la  junta  suprema  de  sanidad  la 
siguiente  esposicion  ;  y  los  Anales  del  instituto  médico  publi- 
caron en  noviembre  de  1842  el  adjunto  artículo  que  se  nos 
invita  á  reproducir,  porque  subsisten  todavía  y  aun  van  en 
aumento  los  peligros  que  acarrea  á  la  salud  pública  la  vio- 
lación de  las  leyes  y  providencias  gubernativas. 

«  El  colegio  de  Farmacéuticos  de  Madrid  no  cumpliría 
con  uno  de  los  principales  objetos  de  su  instituto,  si  no  lla- 
mara la  atención  de  la  Junta  Suprema  de  Sanidad  hacia  un 
acontecimiento  que  por  el  grave  perjuicio  que  amenaza  á  la 
salud  pública ,  es  digno  de  la  mas  severa  represión.  Los 

anuncios  puestos  por  el  licenciado  en  farmacia  D.  José 

en  el  Diario  de  Avisos  y  otros  periódicos  del  dia  2  del 
corriente  ,  interpretando  el  auto  de  amparo  proveído  por  la 
Audiencia  territorial ,  confundiendo  la  facultad  de  tener  un 
laboratorio  farmacéutico  con  la  de  vender  al  público  sus 
productos  sin  sujeción  alguna  á  lo  que  previenen  las  leyes , 
y  despreciando  el  decreto  del  Supremo  gobierno  de  14  de 
junio  último,  son  el  colmo  de  la  impudencia  y  del  menos- 
precio á  los  códigos  que  arreglan  el  modo  de  desempeñar 
la  profesión  farmacéutica.  Si  tan  perniciosa  idea  se  admi- 
tiese ,  si  se  adoptase  el  absurdo  principio  de  proteger  el 
particular  interés  en  perjuicio  de  la  salud  pública  y  en  men- 
gua de  la  defensa  de  la  vida  é  intereses  sociales  de  los  ciu- 
dadanos; si  cada  farmacéutico  solo  se  dedicase  à  elaborar 
aquellos  medicamentos  de  cómoda  fabricación  y  ventajoso 
lucro,  ¿qué  seria  de  la  humanidad  doliente?  En  vano  las 
leyes  habrían  procurado  dar  á  la  educación  farmacéutica 
la  estension  é  importancia  que  exige  la  conservación  de 
aquella  :  en  vano  se  impone  al  farmacéutico  la  mas  estrecha 
responsabilidad  en  el  cumplimiento  de  sus  deberes  y  se  le 
obliga  á  reponer  su  oficina  de  cuanto  el  médico  tiene  dere- 
cho á  prescribir  al  enfermo  :  todoes  en  vano,  puesto  que  el 
hecho  en  cuestión  una  vez  consentido ,  autoriza  á  cada  far- 
macéutico á  reponer  solo  lo  <jue  tenga  por  conveniente, 


desoyendo  la  voz  de  la  humanidad  por  atender  á  sus  inte- 
reses. El  colegio  no  sabe  qué  admirar  mas  en  este  asunto, 

si  la  perseverancia  y  descaro  del  licenciado en  hollar 

las  leyes,  ó  la  apatía  é  indiferencia  de  su  jefe  natural  é'ir.  ■ 

mediatoD.  Andrés inspector  de  farmacia  militar  (deque 

es  ayudante  aquel) ,  en  consentir  tamaña  infracción  ce  las 
leyes  de  parte  de  un  subordinado  suyo,  de  un  empleado 
del  Gobierno  que  le  paga  para  que  le  sirva  ,  y  no  para  que 
plantee  establecimientos  no  permitidos  por  las  leyes  y  que 
no  puede  desempeñar  sin  desatender  las  primitivas  obliga- 
ciones de  su  destino. 

»  El  colegio  recurrente,  bien  penetrado  del  celo  de  la 
Junta  Suprema  por  el  buen  régimen  de  las  facultades  mé- 
dicas, espera  confiadamente  que  no  será  consentido  tal  des- 
orden y  que  la  junta  sabrá  imponer  el  condigno  castigo  á 
todos  los  que  se  olviden  de  sus  deberes,  y  hacerles  enten- 
der que  no  en  vano  se  ha  confiado  á  sus  desvelos  el  magní- 
fico baluarte  que  las  leyes  hayan  erigido  en  pro  de  la 
conservación  de  la  vida  de  los  ciudadanos.  Madrid  2S  de- 
octubre  de  I8ít2.  »  —  Siguen  las  firmas. 

«  Confesamos  que  hemos  sido  agradablemente  sorpren- 
didos por  esta  representación  ,  pues  aun  cuando  no  dudáse- 
mos de  los  buenos  sentimientos  que  animan  á  la-inmensa 
mayoría  de  los  farmacéuticos  de  Madrid  ,  nadie  exigia  de 
ellos  que  diesen  tan  esclarecida  prueba  de  que  prefieren  el 
bien  público  á  sus  particulares  intereses  ;  cosa  demasiado 
poco  común  en  estos  tiempos.  No  negaremos  también  que 
nos  ha  parecido  mucho  mas  oportuna  la  resolución  del  cole- 
gio, porque  al  ver  ajzar  al  Sr...  la  bandera  de  rebelión  contra 
las  trabas  impuestas  por  las  leyes  á  la  venta  por  menor  de 
los  medicamentos ,  temíamos  mucho  que  hallara  eco  su  grito 
entre  los  farmacéuticos  ,  al  menos  para  mantenerse  pasivos 
en  la  pelea,  pues  á  nadie  nos  gusta  tener  trabas,  especial- 
mente cuando  dañan  á  nuestros  intereses,  por  muy  justas 
que  las  creamos.  Aun  mas ,  desde  el  momento  que  la  Au- 
diencia de  Madrid  dio  alas  al  campeón  de  la  licencia  farma- 
céutica para  habérselas  frente  á  frente  con  el  Gobierno, 
esperábamos  con  temor  ver  de  un  día  á  otro  propagarse  el 
pronunciamiento  y  formarse  una  coalición  numerosa  com- 
puesta no  solamente  de  los  farmacéuticos  que  no  creyeran 
deshonroso  ejercer  su  profesión  del  modo  y  manera  que 
mejor  conviniese  á  su  interés  particular,  según  el  programa 
del  Sr....  sino  también  de  los  que  creen  lícito  y  nada  cri- 
minal ó  infamante  embadurnar  todos  los  diarios  con  anun- 
cios de  secretos  ó  específicos  estranjeros  y  nacionales,  y  de 
los  no  farmacéuticos  que  muestran  en  los  periódicos  (anta 
impudente  habilidad  en  el  arte  de  cazar  tontos.  Nada  á  la 
verdad  hubiera  tenido  de  estraño  que  con  el  apoyo  inespe- 
rado del  poder  judicial ,  con  el  alortolamiento  de  las  autori- 
dades administrativas  ,  y  con  haber  hecho  nuestros  finan- 
cieros el  gran  descubrimiento  de  que  el  charlatanismo  es 
una  industria  que  debe  pagar  subsidio ,  se  hubieran  enva- 
lentonado los  charlantes  de  todo  género  y  se  coligaran  para 
hacer  la  guerra  á  los  reglamentos  y  ordenanzas ,  donde  se 
hallan  las  condiciones  que  la  ley  exige  como  precisas  para 
el  ejercicio  de  las  profesiones  médicas ,  y  en  especial  para  la 
venta  de  medicamentos.  Será  sin  embargo  un  grande  obs- 
táculo para  que  se  forme  una  liga  de  esta  especie .  la  reso- 
lución del  colegio  farmacéutico  de  Madrid,  que  mientras  ha 
librado  por  una  parte  á  toda  la  clase  de  la  mancha  que  iba 
indefectiblemente  á  hacer  caer  sobre  ella  el  Sr....  á  haberse 
mantenido  pasivos  sus  compañeros,  nos  ha  quitado  por  otra 
el  miedo  cerval  que  antes  teníamos  de  que  este  ya  famoso 
libertador  de  la  farmacia  lograra  convertir  nuestras  boticas 
en  laboratorios  farmacéuticos;  cambio  todo  lo  útil  que  se 
quiera  para  el  beneficio  individual,  pero  de  malísimas  con- 
secuencias para  el  servicio  público. 

»  En  nuestro  número  anterior  hicimos  una  lijera  reseña 
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de  los  trámites  seguidos  en  este  asunto,  que  lleva  trazas  de 
demostrar  al  mundo  entero  nuestro  estado  administrativo  y 
judicial  en  toda  su  desnudez.  Confiados  entonces  en  el  em- 
peño mostrado  por  el  gobierno  y  por  las  autoridades  supe- 
riores médica  y  administrativa  en  dar  fin  á  un  escándalo  que 
tan  poco  las  honraba ,  nos  resolvimos  á  no  profundizar  el 
asunto  ,  creyendo  que  podríamos  en  este  mes  dar  cuenta  á 
nuestros  lectores  de  su  conclusion.  Confesamos  con  poco 
gusto  la  candidez  que  tuvimos  al  abrigar  tal  creencia  ,  siendo 
lo  único  que  puede  escusar  nuestro  engaño  ,  el  habernos 
dejado  ofuscar  por  los  deseos  ardientes  que  llenos  de  una 
hambre  nunca  satisfecha  de  gobierno  ,  tenemos  y  hemos 
siempre  tenido  de  encontrar  en  todos  los  actos  de  las  auto- 
ridades motivos  justos  para  elogiar  su  celo  y  su  tino.  Sen- 
timos por  tanto  mucho  mas  el  que  habiéndonos  engañado 
nuestros,  deseos ,  se  nos  ponga  en  la  triste  precisión  de  decir 
cosas  que  sin  duda  parecerán  duras,  pero  de  las  cuales  no 
rebajaremos  ni  una  letra ,  mientras  no  se  nos  demuestre 
nuestro  error;  lo  que  no  es  fácil  en  el  caso  presente  ,  pues 
quizá  ninguno  ha  sido  mas  discutido  ni  mirado  bajo  todos 
aspectos  por  personas  inteligentes,  á  quienes  ni  podia  cega"' 
la  pasión  ,  ni  dominar  el  interés. 

»  Creemos  en  primer  lugar  que  en  el  ministerio  se  debió 
principiar  desde  luego  por  hacer  observar  al  Sr....  lo  pres- 
crito en  las  leyes  ,  antes  de  admitirle  reclamación  ó  repre- 
sentación alguna  acerca  de  si  estaba  bien  ó  mal  dispuesto  lo 
que  en  ellas  se  prescribía.  Aun  suponiendo  que  este  farma- 
céutico hubiese  tenido  razón  en  pedir  que  fuera  libre  lo  que 
él  llamaba  ejercicio  de  la  farmacia ,  valiéndose  de  una  com- 
paración que  no  admitia  la  menor  paridad,  debió  pedir  y 
alcanzar  la  resolución  del  gobierno  antes  de  poner  en  prác- 
tica su  pensamiento.  Habiendo  hecho  todo  lo  contrario,  hu- 
biera debido  seguir  inmediatamente  el  castigo  á  la  falta , 
aun  en  el  caso  de  ser  razonable  su  deseo  ,  pues  nada  podria 
producir  un  desorden  igual  al  que  resultaría  de  creerse  cual- 
quiera con  derecho  á  faltar  á  lo  dispuesto  en  las  leyes  vi- 
gentes, cuando  no  lo  creyera  acertado ,  ó  no  le  acomodasen 
sus  disposiciones;  y  tan  indisputables  son  estos  principios, 
que  el  mismo  Sr....  único  que  se  opuso  á  que  se  aprobara 
el  dictamen  de  la  Academia  de  ciencias  naturales  contra  su 
subalterno,  á  pesar  de  haber  sido  muy  concurrida  lasesion , 
deseó  que  se  espresara  su  conformidad  con  ellos.  El  minis- 
terio, sin  embargo  ,  admitió  hasta  quejas  del  Sr,...  contra 
sus  autoridades  naturales,  sin  hacerle  primero  entrar  en 
orden  ;  pidió  informes  á  la  Junta  suprema  sobre  estas  quejas, 
y  no  satisfecho  con  estos  informes ,  consultó  á  la  Academia 
de  ciencias  naturales,  y  solo  cuando  esta  le  hizo  ver  las  tris- 
tísimas consecuencias  que  podían  seguirse  de  permitir  tan 
escandalosa  infracción  de  la  ley,  se  resolvió  á  hacer  lo  que 
debia  haber  hecho  seis  meses  antes,  durante  los  cuales  el 
Sr...  había  seguido  violando  pública  é  impunemente  las  con- 
diciones mismas  con  que  se  le  había  concedido  el  título  de  qur 
tanto  blasonaba.  La  Academia  habia  tenido  cuidado  de  re- 
sumir en  conclusiones  su  dictamen  ,  y  el  gobierno  halló  tan 
justas  estas  conclusiones,  que  las  publicó  literalmente  en 
forma  de  decreto  ,  con  lo  cual  parecía  deber  quedar  entera- 
mente concluido  el  asunto  ;  pues  aun  cuando  no  hubiera  ha- 
bido ,  como  habia  en  este  caso ,  leyes  anteriores  acomodadas 
á  él,  el  nuevo  decreto  dado  por  el  poder  administrativo  en 
uso  de  sus  indisputables  atribuciones  para  arreglar  el  ejercicio 
de  la  profesión  farmacéutica  ,  tenia  tanta  fuerza  como  una 
ley  para  ser  obedecido.  EISr....  sin  embargo,  á  quien  no 
detienen  leyes  ni  decretos,  acudió  según  dijimos  en  nuestro 
número  anterior,  al  poder  judicial  á  fin  de  que  le  protegiese 
contra  el  gobierno  en  un  asunto  puramente  administrativo  , 
y  no  hallando  apoyo  en  el  Sr.  juez  do  primera  instancia.... 
apeló  á  la  Audiencia,  no  sin  haber  agravado  antes  sus  faltas, 
insultando  de  un  modo  tan  asqueroso  como  lo  es  su  proyecto 


de  libertad  farmacéutica ,  á  cuantas  autoridades  habían  en- 
tendido en  su  asunto.  La  conducta  de  la  Audiencia  en  este 
caso  merece  ser  detenidamente  examinada  ,  y  lo  haremos 
con  toda  la  moderación  que  exige  la  dignidad  de  este  cuerpo 
superior  judicial  y  con  toda  la  franqueza  qjie  pide  la  impor- 
tancia del  asunto  y  el  interés  de  la  salud  pública. 

i*  >  No  creemos  que  haya  un  solo  individuo  entre  cuantos 
sepan  algo  de  la  ciencia  de  gobierno ,  que  no  conceda  sin 
titubear  la  imposibilidad  absoluta  de  gobernar  una  nación, 
si  la  autoridad  administrativa  no  es  independiente  en  sus 
actos  déla  judicial.  Máximas  son  de  consiguiente  de  laciencia 
de  aquel  el  que  la  autoridad  administrativa  solo  puede  con- 
siderarse como  subordinada  al  poder  legislativo  y  que  es 
igual,  ó  según  se  espresan  los  escritores  sobre  derecho  admi- 
nistrativo, paralela  al  poder  judicial,  el  cual  ni  puede  mez- 
clarse en  los  actos  propios  de  aquella  autoridad  ni  tomar 
conocimiento  de  ellos ,  ni  menos  impedir  de  modo  alguno 
que  se  ejecuten  las  disposiciones  emanadas  de  ella  en  el 
ejercicio  de  sus  deberes.  A  la  verdad ,  no  es  preciso  mas 
que  la  simple  razón  para  conocer  cuan  inútil  seria  que  la 
autoridad  suprema  administrativa  diese  las  disposiciones  ne- 
cesarias para  arreglar  convenientemente  el  servicio  de  los 
intereses  generales  de  la  nación  puestos  á  su  cuidado,  si  hu- 
biera de  estar  obligada  en  cada  caso  á  seguir  un  pleito  en 

"  los  tribunales  de  justicia  con  cualquier  individuo  que  no 
quisiera  obedecerlos.  Esta  sin  embargo  seria  la  consecuencia 
precisa  de  admitirse  la  opinion  de  la  Audiencia  de  Madrid, 
que  no  ha  encontrado  obstáculo  en  prestar  á  la  desobe- 
diencia à  leyes  antiguas  y  á  decretos  modernos  el  apoyo  que 
justísimamente  le  habia  negado  un  juez  de  primera  instan- 
cia, causando  con  este  apoyo  el  escándalo  de  que  un  infrac- 
tor contumaz  de  la  ley  haya  cantado  en  los  papeles  públicos 
el  triunfo  contra  el  gobierno  supremo  del  Estado  ,  de  una 
manera  repugnante  á  la  moral  pública.  El  auto  de  la  sala 
tercera  de  la  Audiencia  dice  así  :  se  revoca  el  auto  apelado 
y  se  ampara  y  mantiene  en  la  ¡posesión  del  establecimiento 
laboratorio  farmacéutico  que  tiene  en  la  calle  del  Caballero 
de  Gracia  á  D.  José....  Dejemos  á  los  legistas  disputar  sobre 
si  revocado  el  auto  del  juez  de  primera  instancia,  debió 
volver  á  él  la  demanda,  y  examinemos  el  fondo  del  auto 
dado  por  la  Audiencia.  En  una  colección  de  anécdotas  de 
Napoleón  se  dice,  que  hallándose  una  vez  disputando  acalo- 
radamente con  un  magistrado  ,  el  célebre  legista  Portalis  , 
que  habia  sido  hasta  entonces  espectador  pasivo  de  la  dis- 
puta ,  interpelado  por  el  Emperador  para  que  diese  la  razón 
á  quien  la  tuviera ,  dijo  con  mucha  calma ,  que  si  la  cuestión 
se  consideraba  conforme  á  las  reglas  del  sentido  común  nr> 
habia  duda  en  que  S.  M.  tenia  razón  ;  pero  que  si  se  consi- 
deraba con  arreglo  á  las  formas  legales ,  pod\a  haber  alguna 
duda  en  ello.  Napoleón  desde  entonces  ,  sigue  diciendo  la 
anécdota,  siempre  que  estaba  de  buen  humor,  solia  pre- 
guntar á  los  jurisconsultos  antes  de  entraren  materia  acerca 
de  cualquier  asunto  ,  si  le  seria  permitido  considerarle  sin 
mas  reglas  que  las  del  sentido  común.  Recordamos  esta 
anécdota  sin  la  menor  intención  de  faltaren  lo  mas  mínimo 
al  respeto  debido  á  los  jurisconsultos,  y  menos  de  ridiculizar 
las  formas  legales,  que  miramos  como  la  salvaguardia  de  los 
mas  caros  intereses  de  los  particulares,  y  solo  la  traemos  á 
cuento  porque  podria  ser  que  nosotros ,  legos  en  materias 
de  jurisprudencia  ,  nos  halláramos  en  el  caso  de  Napoleón  ; 
hacemos  en  fin  esta  salva ,  antes  de  demostrar  nuestra  es- 
trañeza de  que  se  mantenga  y  ampare  alSr....  en  la  posesión 
de  su  laboratorio,  cuando  nadie  intenta  privarle  de  él.  O 
este  amparo  de  posesión  lleva  consigo  la  facultad  de  hacer 
de  su  establecimiento  el  uso  que  mas  convenga  á  sus  inte- 
reses ,  como  él  dice  con  tanto  decoro  farmacéutico  como 
desprendimiento  patriótico,  ó  no.  En  el  último  caso  ,  el  am- 
paro de  posesión  nada  quiere  decir,  y  en  nuestro  dictamen 
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no  se  rîebia  haber  concedido,  sin  que  el  Sr....  hubiera  pro- 
bado que  se  quería  privarle  de  su  propiedad ,  lo  que  á 
nadie  le  ha  pasado  por  las  mientes.  Pero,  si  nos  hallamos  en 
el  primer  caso,  la  cosa  es  mas  seria  ,  pues  supone  que  la 
Audiencia  de  Madrid  se  cree  con  facultades  para  autorizar  á 
los  ciudadanos  á  que  desprecien  é  infrinjan  las  disposiciones 
que  la  autoridad  suprema  del  Estado  dé  en  uso  de  sus  de- 
beres administrativos ,  prohibiendo  las  cosas  y  acciones  que 
pueden  con  mucha  facilidad  dañar  al  público.  Si  hemos 
llegado  á  este  punto  y  -son  tales  los  rápidos  progresos  que 
vamos  haciendo  en  las  teorías  constitucionales ,  aconsejaría- 
mos con  todo  el  respeto  debido  y  poniendo  á  un  lado  nuestra 
íntima  convicción  sobre  la  utilidad  de  que  las  funciones  ju- 
diciales estén  separadas  de  las  administrativas,  que  se  esta- 
bleciera una  sala  de  gobierno  en  la  Audiencia  de  Madrid  , 
ó  se  hiciese  resucitar,  si  puede  hacerse  este  milagro ,  al 
Consejo  de  Castilla  ,  pues  al  menos  entonces  no  habria  miedo 
de  que  viéramos  á  cada  momento  el  escándalo  de  que  se 
huellen  como  una  cosa  indiferente  las  mas  útiles  disposi- 
ciones administrativas,  y  de  que  sea  dado  á  cualquier  atre- 
vido mofarse  pública  é  impunemente  déla  primera  autoridad 
del  Estado.  De  otro  modo ,  si  conviene  á  los  intereses  de  al- 
guno poner  en  la  Puerta  del  Sol  una  fábrica  de  productos 
químicos  ,  cuyas  exhalaciones  hagan  inhabitables  las  casas 
vecinas  é  incomoden  en  alto  grado  el  paso  por  la  calle,  en 
vano  la  autoridad  administrativa  tratará  de  mirar  por  el 
servicio  público  ,  obligando  al  dueño  á  llevarla  á  otra  parte; 
pues  con  solo  acudir  á  la  Audiencia  de  Madrid,  le  ampa- 
rará en  la  posesión  de  la  fábrica  ,  por  la  razón  misma  que 
ha  amparado  al  Sr....  y  los  vecinos  de  la  Puerta  del  Sol  que 
se  marchen  á  vivir  á  otro  barrio  y  que  los  pasajeros  se  vayan 
por  otra  calle. 

»  Aun  mas ,  si  se  admite  con  tal  laxitud  el  amparo  de 
posesión ,  posible  es  que  se  le  antoje  á  alguno  probar  cuanto 
es  capaz  de  galopar  su  caballo  por  las  calles,  y  si  la  autori- 
dad administrativa  en  uso  de  sus  deberes  intenta  librar  á 
los  subditos  de  S.  M.  Doña  Isabel  II  de  que  sean  mala- 
mente atropellados,  y  prohibe  este  galopeo,  la  Audiencia 
de  Madrid  amparará  al  antojadizo  galopeador  en  !a  posesión 
de  su  caballo,  y  con  este  auto  podrá  como  ha  hecho  y  hace 

el  Sr burlarse  del  gobierno  y  anunciar  continuamente 

en  los  diarios  que  está  burlándose  de  él.  Así  no  es  posible 
que  haya  ni  gobierno,  ni  orden  ,  ni  respeto  á  las  autorida- 
des ,  y  es  preciso' convenir  en  que  á  pesar  de  las  lamenta- 
ciones repetidas  á  cada  momento  acerca  de  la  falta  de  mo- 
ralidad pública,  el  pueblo  español  es  el  mas  moral  de  la 
tierra ,  pues  no  somos  mas  malos  que  los  demás,  á  pesar  de 
estar  ellos  enfrenados  de  mil  maneras ,  que  apenas  se  cono- 
cen entre  nosotros. 

«  Y  hasta  aquí  hemos  considerado  el  negocio  en  general 
y  sin  relación  alas  disposiciones  vigentes  sobre  esta  misma 
materia.  Hay  un  decreto  reciente  dado  por  el  ministerio  de 
Gracia  y  Justicia  en  8  de  mayo  de  1859,  en  el  cual  se  de- 
claró por  punto  general  quejas  disposiciones  y  providencias 
que  dicten  los  ayuntamientos  y  en  su  caso  las  diputaciones 
provinciales  en  los  negocios  que  pertenecen  à  sus  atribucio- 
nes ,  según  las  leyes ,  forman  estado  y  deben  llevarse  ó  efecto, 
sin  que  los  tribunales  admitan  contra  ellas  los  interdictos 
posesorios  de  manutención  ó  restitución.  Suponiendo  que  la 
Audiencia  de  Madrid  no  cree  limitada  á  las  disposiciones 
administrativas  de  los  ayuntamientos  y  diputaciones  la  pro- 
hibición es-presa  de  este  decreto,  pues  el  pensar  otra  cosa 
seria  agraviarla  enormemente  ,  no  podemos  menos  de  es- 
írañar  que  haya  faltado  á  lo  mandado  en  él,  admitiendo  un 
interdicto  posesorio  ,  no  ya  contra  una  providencia  admi- 
nistrativa cualquiera  ,  sino  contra  una  disposición  de  la  au- 
toridad suprema  administrativa  ,  dada  para  hacer  poner  en 
ejecución  lo  ordenado  por  leyes  antiguas  y  por  un  decreto 


modernísimo.  ¿No  consideraba  la  Audiencia  que  obrando 
de  esta  manera  impedia  completamente  que  las  resolucio- 
nes de  aquella  suprema  autoridad  formasen  estado  y  se  lle- 
varan à  efecto  ?  Y  ¿no  creia  incurrir  en  una  responsabilidad 
que  no  puede  menos  por  su  propio  honor  de  procurar  el 
gobierno  que  se  haga  efectiva?  Dejemos  esta  cuestión  de- 
masiado delicada  al  ministerio  de  la  Gobernación  ,  tan  inte- 
resado en  que  este  suceso  no  sirva  de  precedente  para  que 
lleguen  pronto  á  ser  objeto  de  escarnio  sus  disposiciones  , 
mientras  nosotros  seguimos  levantando  nuestro  clamor  á  las 
estrellas  porque  se  concluya  satisfactoriamente,  pues  de  no 
concluirse  pronto  así,  resultarán  por  precisión  las  conse- 
cuencias funestísimas  á  la  salud  pública  que  la  Academia  de 
ciencias  naturales  hizo  ver  en  toda  su  estension  al  gobierno 
en  el  informe  sobre  este  asunto.  Es  preciso  desagraviar  á 
las  leyes  protectoras  de  la  salud  pública  ,  ó  pronto  esperi- 
mentaremos  los  tristes  resultados  que  en  otras  naciones  ha 
causado  la  manía  de  favorecer  á  la  industria  particular  á 
costa  de  los  intereses  generales,  en  especial  cuando  estos 
intereses  son  los  relativos  á  salud  pública ,  y  los  profesores 
de  la  ciencia  de  curar,  que  somos  ya  en  parte  víctimas  de 
esta  manía,  lo  seriamos  enteramente  si  prevaleciera  un. 
error,  que  si  pudo  ser  escusable  cuando  no  se  conocian  bien 
los  verdaderos  principios  de  gobierno,  no  tiene  mas  escusa 
en  el  dia  que  la  miserable  de  no  conocerlos.  » 

Desde  que  el  colegio  de  farmacéuticos  de  Madrid  y  las  fa- 
cultades de  medicina  y  cirugía  levantaron  así  su  acorde 
grito  contra  la  infracción  de  las  leyes  protectoras  de  la  sa- 
lud pública  ,  ha  trascurrido  ya  el  espacio  de  tres  años;  y 
á  despecho  de  la  Junta  suprema  de  sanidad  del  reino,  de  la 
Academia  de  ciencias  naturales,  de  todos  los  médicos  y  ci- 
rujanos y  boticarios  del  mundo  ,  vemos  todos  los  días  anun- 
ciársenos por  carteles  y  periódicos  específicos  nuevos  y- 
viejos;  vemos  protegidos  y  amparados  por  la  justicia  en  la 
posesión  de  su  ejercicio  criminal  á  los  charlatanes,  pues  ya 
parece  que  otra  Audiencia  ha  seguido  los  pasos  de  la  de 
Madrid  ;  vemos,  vemos  mas,  vemos  al  charlatanismo  mismo 
elevado  por  el  ministerio  de  hacienda  en  orden  vergonzante 
de  15  de  mayo  de  18Ü2  al  rango  de  clase  industrial  sujeta 
al  subsidio,  á  propuesta  de  la  Dirección  general  de  rentas 
unidas  !  !  !  En  vano  se  ha  clamado  contra  orden  tan  estraña 
y  singular  en  los  Anales  del  instituto  médico  de  emulación. 
En  vano  han  gemido  los  profesores  del  arte  de  curar  con 
tanto  desorden  y  anarquía.  ¡  Oh  ,  hijos  de  Esculapio!  alzad 
mas  el  grito,  clamad  mas  fuerte,  que  vuestro  dios  está  dor- 
mido ;  y  su  representante  en  la  tierra  el  ministro  de  la  go- 
bernación se  ha  vuelto  enteramente  sordo  ! 

MÉDICO.  El  que  ha  estudiado  y  profesa  la  medicina  , 
esto  es ,  la  ciencia  de  precaver  y  curar  las  enfermedades 
del  cuerpo  humano. 

I.  Todos  los  profesores  de  las  ciencias  médicas  tienen 
obligación  de  presentar  sus  títulos  á  los  ayuntamientos  do 
los  pueblos  donde  intenten  ejercer  su  facultad  ó  muden  do 
domicilio,  para  que  se  anote  en  ellos  este  esencial  requisito 
y  sean  visados  por  los  alcaldes  haciéndose  mención  de  ello 
en  las  actas  ;  ley  U,  lit.  \  l  ,  lib.  8,  Nov.  Rec,  y  resolución 
de  5  de  febrero  de  1842. 

II.  Cualquiera  que  ejerza  alguna  de  estas  facultades  sin 
título  competente  ó  sin  cumplir  con  dicha  obligación ,  in- 
curre por  primera  vez  en  la  multa  de  cincuenta  ducados, 
por  la  segunda  en  cien  óacados  y  destierro  del  pueblo  do 
su  residencia,  de  Madrid  y  sitios  reales,  y  diez  leguas  en 
contorno,  y  por  la  tercera  en  doscientos  ducados  y  en  pona 
de  presidio  ;  y  en  las  mismas  penas  incurren  las  autoridades 
que  los  admitan:  ic.y  U,  tit.  12,  lib.  8,  Nov.  Rec,  y  cap.  29 
de  la  real  eéd.  de  10  de  diciembre  de  1828. 

III.  Cuando  muriere  cualquier  profesor  de  estas  cien- 
cias ,  es  obligación  de  la  justicia  recoger  inmediatamente. 
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el  titulo  y  remitirlo  á  la  junta  suprema  de  sanidad  para  su 
cancelación  á  fin  de  precaver  el  abuso  que  pudiera  hacer  de 
él  apropiándoselo  alguna  otra  persona  ,  á  la  cual  habria  de 
castigarse  con  las  mismas  penas  que  hay  establecidas  contra 
los  que  ejercen  sin  título  el  arte  de  curar;  art.  6,  cap.  29 
de  la  real  eéd.  de  10  de  diciembre  de  1828. 

IV.  Deben  los  profesores  de  las  ciencias  médicas  recetar 
en  romance,  y  abstenerse  de  recetar  para  la  casa  del  boti- 
cario que  fuese  hijo,  yerno,  hermano  ó  padre  suyo  :  bien 
que  la  ley  no  señala  pena  à  los  contraventores ,  sino  que  la 
deja  al  arbitrio  de  las  justicias  ;ley  2,  til.  11,  lib.  8,  Nov.  Rec. 

En  el  pueblo  donde  hubiere  una  sola  botica  y  un  solo 
médico  ó  cirujano  que  fuese  padre  ,  hijo  ,  yerno  ó  hermano 
del  boticario,  se  les  notificará  y  obligará  á  que  al  punto 
salga  de  él  cualquiera  de  ellos  ó  que  absolutamente  se  abs- 
tenga del  ejercicio  de  la  facultad  bajo  la  pena  que  corres- 
ponda ;  pero  esto  no  debe  entenderse  en  los  pueblos  donde 
hubiese  mayor  número  de  boticas  y  demás  facultativos  ; 
art.  11  ,  ley  10 ,  lit.  13  ,  lib.  8  ,  Nov.  Rec. 

V.  No  pueden  los  médicos  ni  los  cirujanos  hacer  en  sus 
casas  purgas  ni  medicamentos  para  vender,  pues  han  de 
dar  este  encargo  á  los  boticarios  examinados ,  bajo  la  pena 
de  diez  mil  maravedís  por  la  primera  vez  ,  veinte  mil  por 
la  segunda  ,  y  otros  veinte  mil  y  ademas  dos  años  de  des- 
tierro de  la  corte  y  cinco  leguas  del  lugar  donde  esto  suce- 
diere por  la  tercera  ;  ley  6,  til.  11 ,  lib.  8 ,  Nov.  Rec. 

No  puede  ejercerse  á  un  mismo  tiempo  la  farmacia  con 
la  medicina  ó  cirugía;  art.  10,  ley  10,  tit.  13,  lib.  8, 
Nov.  Rec. 

VI.  Si  los  profesores  de  las  ciencias  médicas  administra- 
ren por  impericia  medicina  tan  fuerte  ó  tan  desacertada  que 
mata  al  enfermo  -,  incurren  en  las  penas  de  cinco  años  de 
destierro  auna  isla  y  de  privación  de  oficio;  ley  6  ,  til.  8, 
Part.  7  :  Nam  sicut  medico  imputan  evenlus  morlalitatis 
non  débet,  ita  quod  per  imperitiam  commisit  imputar  i  ei 
débet;  prœtextu  humanœ  fragüitalis ,  delictum  desipienlis  in 
periculo  hominis  innoxiuni  esse  non  débet.  Si  por  su  culpa 
ó  su  poco  saber  erraren  en  la  cura  de  algún  enfermo  ,  son 
responsables  de  los  daños  y  perjuicios  que  se  le  siguieren  ; 
ley  10,  tit.  8,  Part.  5  :  si  abandonaren  intempestivamente 
la  curación  de  un  enfermo ,  deben  igualmente  responder  de 
las  resultas  que  hubiere  por  esta  causa;  ley  9,  tit.  18, 
Part.  7  :  y  si  maliciosamente  propinaren  ó  hicieren  propi- 
nar á  un  enfermo  medicamentos  capaces  de  quitarle  la  vida 
incurren  en  la  pena  de  homicidio,  aunque  no  se  siga  la 
muerte  ;  ley  7,  lit.  8 ,  Part.  7. 

VII.  Los  profesores  délas  ciencias  médicas  tienen  dere- 
cho á  reclamar  los  honorarios  que  se  les  deben  por  sus  ser- 
vicios; mas  si  dejan  pasar  tres  años  sin  pedirlos,  queda 
prescrita  su  acción  y  estinguida  la  deuda;  leycsQ  y  10, 
tit.  11 ,  lib.  10  ,  Nov.  Rec.  Las  leyes  no  hablan  mas  que  de 
los  abogados ,  procuradores  y  boticarios ,  así  como  de  los 
joyeros,  artesanos  y  de  las  personas  que  venden  comesti- 
bles ;  pero  los  intérpretes  estienden  su  disposición  por  iden- 
tidad de  razón  á  los  médicos  y  demás  profesores  del  arte  de 
curar.  Véase  Honorarios. 

Son  asimismo  acreedores  singularmente  privilegiados  por 
razón  de  la  asistencia  que  hubieren  dado  al  enfermo  en  la 
enfermedad  de  que  murió  ;  y  así  es  que  deben  ser  preferidos 
á  todos  los  demás  acreedores  del  deudor,  aunque  sean  hi- 
potecarios privilegiados,  escepto  á  los  propietarios.  Véaso 
Acreedor  personal  singularmente  privilegiado. 

VIII.  Los  profesores  do  las  ciencias  médicas  son  dignos  do 
nuestro  respeto  y  gratitud  ,  porque  son  los  atletas  de  la  vida 
contra  la  muerte,  y  pueden  á  veces  llamarse  justamente 
nuestros  salvadores  :  Honora  medicum  propler  necessila- 
tem,  dice  el  Eclesiástico ,  cap.  xxxvin,  vers.  1,  etenim  illum 
Altissimus  creavit;  y  en  el  vers.  12  :  Da  locum  medico,  ete- 


nim illum  Dominus  creavit,  et  non  discedat  à  le ,  quía  opera 
ejus  sunt  necessaria.  Por  eso  han  ocupado  siempre  un  lugar 
distinguido  en  la  sociedad  ,  y  apenas  hay  nación  que  no  les 
haya  concedido  esenciones"  y  prerogativas  ,  entre  las  cuales 
se  cuenta  el  derecho  que  les  acordó  el  senado  romano  de 
llevar  el  anillo  de  oro,  que  en  aquel  pueblo  era  distintivo 
de  la  nobleza  :  Disciplina  medici  exallabit  caput  illius, 
et  in  conspectu  magnalorum  collaudabilur  ;  Eclesiást., 
cap.  xxxvin,  vers.  3.  =  Véase  Academia  de  medicina  y  ci- 
rugía ,  Junta  suprema  de  sanidad ,  Medicamento  y  Salud 
pública. 

MEDIDA.  Cualquier  instrumento  que  sirve  para  el  co- 
nocimiento déla  estension  ó  cantidad  de  alguna  cosa. 

I.  Pueden  distinguirse  tres  especies  principales  de  medi- 
das, á  saber;  medidas  de  estension,  medidas  de  líquidos  y 
medidas  de  cosas  secas.  Se  ha  mandado  llevar  á  efecto  la 
igualación  de  medidas,  tomando  por  nórmalas  que  se  usan 
mas  generalmente.  Estas  normas  son  el  patro.n  de  la  vara 
de  Burgos,  el  de  la  media  fanega  de  Avila,  y  los  de  medi- 
das de  líquidos  de  Toledo. 

El  pié  es  la  raiz  de  todas  las  medidas  de  intervalos  ó  de 
longitud;  y  se  divide  en  diez  y  seis  dedos,  y  el  dedo  en 
mitad ,  cuarta ,  ochava ,  y  diez-y-seis-ava  parte  ;  como  tam- 
bién en  doce  pulgadas  ,  y  la  pulgada  en  doce  líneas.  —  La 
vara  ó  medida  usual  para  el  trato  y  comercio  se  compone 
de  tres  pies  ;  y  se  divide  en  mitad ,  cuarta,  y  media  cuarta, 
ú  ochava  ,  y  media  ochava ,  como  también  en  tercias ,  me- 
dias tercias  ó  sesmas,  y  medias  sesmas  (1).  —  La  legua,  que 
es  el  camino  regular  de  una  hora ,  es  de  veinte  mil  pies ,  y 
debe  usarse  en  todos  los  casos  en  que  se  trata  de  ella,  así 
en  caminos  reales  como  en  los  tribunales  y  fuera  de  ellos. — 
El  estadal  para  medir  tierras  es  de  cuatro  varas  ó  doce  pies 
de  largo.  La  aranzada  es  un  cuadro  de  veinte  estadales  de 
lado,  ó  tiene  de  superficie  cuatrocientos  estadales  cuadrados. 
La  fanega  de  tierra  es  un  cuadro  de  veinte  estadales  de  lado , 
ó  tiene  de  superficie  quinientos  setenta  y  seis  estadales  cua- 
drados; y  se  divide  en  doce  celemines,  y  cada  uno  de  estos 
en  cuatro  cuartos  ó  cuartillos. 

Para  medir  todo  género  de  granos,  sal  y  demás  cosas  se- 
cas ,  se  usa  el  cahiz  de  doce  fanegas  ,  y  la  fanega  de  doce 
celemines  :  esta  se  divide  en  dos  medias  y  cuatro  cuartillas; 
y  el  celemín  en  medio,  cuartillo  ,  medio  cuartillo,  ochavo, 
medio  ochavo,  y  ochavillo. 

Para  medir  todo  género  de  líquidos,  escepto  el  aceite,  se 
usa  la  cántara  ó  arroba,  y  sus  divisiones  por  mitades  suce- 
sivas, que  son  media  cántara,  cuartilla,  azumbre,  media 
azumbre,  cuartillo,  medio  cuartillo  y  copa.  El  moyo  es  de 
diez  y  seis  cántaras.  Las  medidas  para  el  aceite  están  arre- 
gladas al  peso  ;  y  se  usa  de  la  arroba  y  sus  divisiones,  que 
son  media  arroba .  cuarto  y  medio  cuarto  de  arroba ,  libra 
y  media  libra,  cuarterón  ó  panilla  y  media  panilla;  ley  5, 
tit.  9,  lib.  9,  Nov.  Rec.  (2).  Véase  Pesos  y  medidas. 

II.  Según  la  ley  7,  tit.  7,  Part.  7,  el  que  á  sabiendas  tu- 
viere medidas,  varas  ó  pesos  falsos,  y  comprare  ó  vendiere 
con  ellos ,  comete  falsedad ,  é  incurre  en  las  penas  do  pagar 
doblado  el  daño  al  que  por  esta  causa  lo  recibió,  de  ser  des- 
terrado por  cierto  tiempo  á  alguna  isla,  y  de  que  le  sean 
quebrantadas  públicamente  ante  las  puertas  de  su  casa  las 
medidas  ,  varas  ó  pesos  falsos.  En  la  ley  2,  tit.  9,  lib.  9, 
Nov.  Rec,  se  impone  al  que  usare  de  otras  medidas  diferen- 

(1)  Véase  la  esplieacion  de  la  vara  antigua  y  moderna  al  prin- 
cipio de  las  Ordenanzas  para  medir  tierras  entre  los  Mejicanos;  es 
del  año  15'i6. 

(2)  En  un  cuadernillo  que  trabajó  y  publicó  el  catedrático  del 
colegio  do  Minería  C.  Manuel  Castro,  con  el  titulo  de  Guia  de  mo- 
nedas y  medidas,  puede  verse  la  noticia  de  las  medidas  de  áridos 
y  agrarias  que  se  usan  en  los  Estados  Unidos  mejicanos. 
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tes  de  las  aprobadas,  por  la  primera  vez  la  pena  de  mil  ma- 
ravedís, por  la  segunda  la  de  tres  mil  y  por  la  tercera  la  de 
falsedad ,  ademas  de  haberse  de  quebrar  siempre  y  pública- 
mente la  medida  falsa. 

El  agrimensor  que  no  mide  bien  y  fielmente ,  y  á  sabien- 
das da  á  alguna  de  las  partes  mas  ó  menos  de  su  derecho, 
debe  ser  castigado  por  el  juez  con  pena  arbitraria  en  pro- 
porción al  delito;  y  si  la  parte  perjudicada  no  consigue 
indemnizarse  de  la  que  fué  beneficiada,  podrá  repetir  con- 
tra el  agrimensor;  ley  8,  til.  7,  Part.  7. 

MEDIDOR  de  tierras.  Véase  Agrimensor. 

MEDIERO.  El  que  vaá  medias  con  otro  en  la  adminis- 
tración de  tierras  ó  cria  de  ganados.  Yéase  Aparcero  y  Ar- 
rendatario. 

j-  MÉJICO.  En  28  de  diciembre  de  i 836  se  celebró  el 
siguiente  tratado  de  paz  y  amistad  con  esta  República. 

Art.  Io.  S.  M.  la  Reina  Gobernadora  de  las  Españas  á 
nombre  de  su  augusta  Hija  Doña  Isabel  II  reconoce  como 
nación  libre,  soberana  é  independiente  la  República  meji- 
cana, compuesta  de  los  Estados  y  países  especificados  en  su 
ley  constitucional ,  á  saber  :  el  territorio  comprendido  en  el . 
vireinalo  llamado  antes  Nueva  España ,  el  que  se  decia  ca- 
pitanía general  de  Yucatán  ,  el  de  las  comandancias  llama- 
das antes  de  provincias  internas  de  Oriente  y  Occidente,  el  de 
la  baja  y  alta  California,  y  los  terrenos  anejos  é  islas  adyacen- 
tes de  que  en  ambos  mares  está  actualmente  en  posesión  la  es- 
presada República.  Y  S.  M.  renuncia  tanto  por  sí  como  por 
sus  herederos  y  sucesores  á  toda  pretensión  al  gobierno , 
propiedad  y  derecho  territorial  de  dichos  Estados  y  países. 

Art.  2o.  Habrá  total  olvido  de  lo  pasado  y  una  amnistía 
general  y  completa  para  todos  los  Españoles  y  Mejicanos , 
sin  escepcion  alguna ,  que  puedan  hallarse  espulsados  ,  au- 
sentes ,  desterrados  ,  ocultos  ,  ó  que  por  acaso  estuviesen 
presos  ó  confinados  sin  conocimiento  de  los  Gobiernos  res- 
pectivos, cualquiera  que  sea  el  partido  que  hubiesen  segui- 
do durante  las  guerras  y  disensiones,  felizmente  terminadas 
por  el  presente  tratado,  en  todo  el  tiempo  de  ellas  y  hasta  la 
ratificación  del  mismo. 

Y  esta  amnistía  se  estipula  y  ha  de  darse  por  la  alta  inter- 
posición de  S.  M.  Católica  en  prueba  del  deseo  que  la  ani- 
ma de  que  se  cimenten  sobre  principios  de  justicia  y  bene- 
ficencia la  estrecha  amistad  ,  paz  y  union  que  desde  ahora 
en  adelante  y  para  siempre  han  de  conservarse  entre  sus 
subditos  y  los  ciudadanos  de  la  República  mejicana. 

Art.  5o.  S.  M.  Católica  y  la  República  mejicana  se  con- 
vienen en  que  los  subditos  y  ciudadanos  respectivos  de  am- 
bas naciones  conserven  espeditos  y  libres  sus  derechos  para 
reclamar  y  obtener  justicia  y  preña  satisfacción  de  las  deu- 
das ,  bona  fide  contraidas  entre  sí,  así  como  también  en  que 
no  se  les  ponga  por  parte  de  la  autoridad  pública  ningún 
obstáculo  legal  en  los  derechos  que  puedan  alegar  por  razón 
de  matrimonio,  herencia  por  testamento  ó  abintestato,  suce- 
sión, ó  por  cualquier  otro  de  los  títulos  de  adquisición  reco- 
nocidos por  las  leyes  del  pais  en  que  haya  lugar  á  la  recla- 
mación. 

Art.  4o.  Las  altas  partes  contratantes  se  convienen  asi- 
mismo en  proceder  con  la  brevedad  posible  á  ajustar  y  con- 
cluir un  tratado  de  comercio  y  navegación  fundado  sobre 
principios  de  recíprocas  ventajas  para  uno  y  otro  pais. 

Art.  5o.  Los  subditos  de  S.  M.  Católica  y  los  ciudadanos 
de  la  República  mejicana  serán  considerados,  para  el  adeudo 
de  derechos  por  los  frutos ,  efectos  y  mercaderías  que  im- 
portasen ó  esportasen  en  los  territorios  de  las  altas  partes 
contratantes  y  bajo  su  bandera  respectiva,  como  los 
de  la  nación  mas  favorecida,  fuera  de  aquellos  casos  en  que 
para  procurarse  recíprocas  utilidades  se  convengan  en  con- 
cesiones mutuas  que  refluyan  en  beneficio  de  ambos  paises. 
Art.  6o.  Los  comerciantes  y  demás  subditos  de  S.  M.  Ca- 


tólica ó  ciudadanos  de  la  República  mejicana  que  se 
establecieren,  traficaren  ó  transitaren  por  el  todo  ó  parte  de 
los  territorios  de  uno  ú  otro  pais,  gozarán  de  la  mas  perfecta 
seguridad  en  sus  personas  y  propiedades  ,  y  estarán  esen- 
tos  de  todo  servicio  forzoso  en  el  ejército  ó  armada  ,  ó  en  la 
milicia  nacional ,  y  de  toda  carga ,  contribución  ó  impuesto 
que  no  fuere  pagado  por  los  subditos  y  ciudadanos  del  pais 
en  que  residan;  y  tanto  con  respecto  á  la  distribución  de 
contribuciones,  impuestos  y  demás  cargas  generales  ,  como 
á  la  protección  y  franquicias  en  el  ejercicio  de  su  industria, 
y  también  en  lo  relativo  á  la  administración  de  justicia,  se- 
rán considerados  de  igual  modo  que  los  naturales  de  la  na- 
ción respectiva,  sujetándose  siempre  á  las  leyes,  reglamen- 
tos y  usos  de  aquella  en  que  residieren. 

Art.  7o.  En  atención  á  que  la  República  mejicana  por  ley 
de  28  de  junio  de  1824  de  su  Congreso  general  ha  recono- 
cido voluntaria  y  espontáneamente  como  propia  y  nacional 
toda  deuda  contraída  sobre  su  Erario  por  el  Gobierno  espa- 
ñol de  la  metrópoli  y  por  sus  autoridades  mientras  rigieron 
la  ahora  independiente  nación  mejicana  hasta  que  del  todo 
cesaron  de  gobernarla  en  1821 ,  y  que  ademas  no  existe  en 
dicha  República  confisco  alguno  de  propiedades  que  perte- 
necieran á  subditos  españoles  ,  S.  M.  Católica  por  sí  y  sus 
herederos  y  sucesores  ,  y  la  República  mejicana ,  de  común 
conformidad  ,  desisten  de  toda  reclamación  ó  pretensión 
mutua  que  sobre  los  espresados  puntos  pudjera  suscitarse  , 
y  declaran  quedar  las  dos  altas  partes  contratantes  libres  y 
quitas  desde  ahora  para  siempre  de  toda  responsabilidad  en 
esta  parte. 

Art.  8o.  El  presente  tratado  de  paz  y  amistad  será  rati- 
ficado por  ambos  Gobiernos,  y  las  ratificaciones  serán  can- 
geadas  en  la  corte  de  Madrid  en  el  término  de  nueve  meses, 
contados  desde  este  dia  ó  antes  si  fuere  posible ,  para  lo 
cual  se  empleará  la  mayor  diligencia. 

MEJORA.  Lo  que  se  ha  obrado  en  algún  edificio  ó 
heredad ,  para  ponerlos  en  mejor  estado. 

I.  Hay  tres  especies  de  mejoras,  á  saber,  necesarias, 
útiles  y  voluntarias.  Mejoras  necesarias  son  las  que  se  hacen 
en  la  cosa  para  impedir  su  pérdida  ó  deterioro;  como  los 
reparos  que  se  hacen  en  un  edificio  que  amenaza  ruina,  y 
la  calzada  que  se  levanta  en  una  heredad  para  preservarla 
de  la  rapidez  de  un  torrente.  Mejoras  útiles  son  las  que  aun- 
que no  sirven  para  conservar  la  cosa ,  aumentan  sin  em- 
bargo su  valor  y  renta;  como  el  plantío  de  árboles  ó  viña,  la 
construcción  de  horno, lagar,  hórreo,  cochera,  caballerizas. 
Mejoras  voluntarias,  que  con  mas  razón  podrían  llamarse 
voluptuarias ,  son  las  que  ni  contribuyen  á  la  conservación 
de  la  cosa  ni  aumentan  su  valor  y  renta,  sino  que  solo  sir- 
ven para  adorno,  lucimiento  y  recreo;  como  las  pinturas, 
las  eras  de  flores,  y  otras  decoraciones  semejantes. 

II.  El  poseedor  de  buena  ó  de  mala  fe  que  hubiere  hecho 
mejoras  necesarias  en  casa  ó  heredad  ajena  ,  tiene  derecho 
á  cobrarlas;  y  aunque  le  venza  en  juicio  el  dueño  de  la 
casa  ó  heredad ,  no  estará  obligado  á  entregársela  hasta  que 
se  le  haga  el  pago  de  las  tales  mejoras  ,  debiendo  tomar  en 
descuento  los  frutos  ó  rentas  que  percibiere.  —  El  posee- 
dor ae  buena  fe  puede  cobrar  las  mejoras  útiles  del  mismo 
modo  que  las  necesarias  ;  pero  el  de  mala  fe,  si  el  dueño  no 
quiere  satisfacerlas,  puede  llevarse  la  labor  que  hizo.  — El 
de  buena  fe  puede  tomar  y  llevarse  lo  obrado  por  razón  de 
mejoras  voluntarias  sino  es  que  el  dueño  quiera  darle  su 
valor  ;  pero  el  de  mala  fe  pierde  cuanto  hizo  y  obró ,  sin  po- 
der llevarse  cosa  alguna.  Leyes  41 ,  42,  45  y  44,  lit.  28, 
Part.  3  ;  y  ley  24,  lit.  8,  Part.  5.  Véase  Accesión  industrial, 
y  Arrendatario ,  §  IV. 

III.  Las  mejoras  que  durante  el  matrimonio  se  hicieron  en 
los  bienes  de  cualquiera  de  los  cónyuges ,  se  reputan  bienes 
gananciales;  y  el  dueño  del  solar  ó  terreno  en  que  se  hallan. 
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debe  llevárselo  con  ellas,  pagando  á  los  herederos  del  otro 
consorte  !a  mitad  del"  costo  que  tuvieron ,  ya  consistan  en 
edificios,  ya  en  plantación  de  árboles  ó  vüjbs,  ya  en  cual- 
quiera otra  cosa.  Mas  si  los  bienes  en  que  se  hicieron  las 
mejoras  fuesen  vinculados,  entonces  las  mejoras  acrecen  ó 
se  agregan  al  vínculo  ó  mayorazgo,  y  por  consiguiente  no 
son  gananciales.  Véase  Bienes  gananciales,  y  Mayorazgo  , 
§  VII,  regla  10.     . 

IV.  El  marido  puede  repetir  los  gastos  necesarios  ó  útiles 
que  hubiese  hecho  en  las  fincas  dotales,  reteniéndolas  hasta 
su  reintegro;  pero  si  estos  gastos,  ó  por  mejor  decir,  las 
mejoras  que  ellos  han  producido,  resultan  como  gananciales, 
deben  repartirse  entre  ambos  consortes  ó  sus  herederos, 
haciéndose  la  division  del  modo  siguiente.  Supongamos  que 
la  finca  dotal,  cuyo  valor  primitivo  era  de  20  mil  reales , 
recibió  una  mejora  de  10  mil  y  que  ademas  hay  de  ganan- 
ciales otros  10  mil.  En  tal  caso  se  aplicará  á  la  mujer  su 
finca  valuada  en  30  mil ,  los  20  mil  por  su  valor  primitivo, 
y  los  10  mil  por  la  mejora;  y  al  marido  se  adjudicarán  los 
10  mil  restantes  de  gananciales.  Si  aun  hubiere  mas  de  es- 
tos, se  repartirán  por  mitad  ,  adjudicando  á  la  mujer  su 
parte  en  otros  bienes  ;  pero  si  al  contrario  solo  resultare 
como  ganancial  la  mejora  de  la  finca  ,  se  aplicará  á  la  mujer 
una  y  otra ,  y  el  marido  ó  su  heredero  recibirá  la  mitad  que 
le  corresponde  de  dicha  mejora  en  otros  bienes  propios  de 
la  mujer,  ó  en  dinero  que  esta  le  entregue. 

V.  Si  el  marido  mandase  en  su  testamento  que  sus  here- 
deros entreguen  á  la  mujer  libremente  lo  que  llevó  al  matri- 
monio ,  dicen  los  autores  que  si  los  herederos  no  son  forzo- 
sos habrán  de  entregarle  los  bienes  dotales  sin  descuento 
alguno  de  mejoras ,  porque  la  palabra  libremente  hace  pre- 
sumir que  el  marido  le  hizo  donación  ó  legado  de  ellas; 
pero  si  los  herederos  fueren  forzosos,  solo  deberán  entregarle 
.fes  mejoras  en  cuanto  no  perjudiquen  à  su  legítima ,  des- 
contando por  consiguiente  el  esceso. 

ME  JOB  A.  El  recurso  que  el  apelante  hace  al  juez  supe- 
rior fundando  la  queja  ó  agravio  del  auto  apelado  del  infe- 
rior. Véase  Apelación  {mejorarla). 

MEJORA.  El  aumento  de  precio  que  se  da  á  alguna  cosa 
que  se  vende  ó  arrienda.  Véase  Puja,  y  Juicio  ejecutivo, 
g  XL  y  sig. 

MEJORA.  La  ampliación  de  la  traba  ó  ejecución  que  á 
pedimeuto  de  la  parte  manda  el  juez  se  haga  en  otros  bie- 
nes, derechos  ó  acciones  del  ejecutado,  por  no  ser  bastan- 
tes los  primeros  que  se  trabaron  para  la  total  satisfacción  de 
.a  deuda.  Véase  Juicio  ejecutivo. 

MEJORA  (  I  ) .  La  ventaja  que  un  ascendiente  concede  auno 
ó  mas  de  sus  descendientes  legítimos,  señalándole  mas  parte 
de  herencia  que  á  los  otros;  ó  sea  la  porción  de  bienes  que 
los  ascendientes  dejan  á  alguno  ó  algunos  de  sus  descendien- 
tes ,  ademas  de  lo  que  les  toca  por  legítima  precisa  y  nece- 
saria. 

I.  Una  ley  antigua,  que  sin  duda  seria  de  las  del  rey  Eu- 
ríco  ,  permitía  á  los  padres  y  abuelos  disponer  libremente 
de  sus  bienes,  aun  en  personas  estrañas;  pero  observando 
el  rey  Chisdanvinto  que  algunos  despendían  mal  sus  cosas  , 
vel  causa  luxuriœ  vel  cujusdam  malee  volunlalis  adsensu  , 
dándolas  á  personas  estrañas  y  quitándolas  sin  razón  á  los 
hijos  y  á  los  nietos ,  derogó  la  antigua  ley  por  la  1  ,  tít.  S  , 
lib.  /(-del  Fuero  Juzgo,  mandando  que  en  adelante  ni  los 
padres  ni  los  abuelos  pudiesen  hacer  de  sus  cosas  lo  que 

(I)  Eu  la  república  de  Méjico  y  en  Ja  de  Venezuela  el  grava- 
men perpetuo  del  tercio  está  prohibido;  en  la  primeva  por  el 
art.  Io.  ele  la  leí/  de  7  de  agosto  de  1823  ,  y  en  la  segunda  por  el 
art.  213  di'  la  Conslit.  de  24  de  setiembre  de  1830.  Con  respecto 
á  la  república  de  Chile  véase  lo  que  dispone  el  art.  1Ü2  de  la 
Coiistit  de  1853. 


quisiesen  ,  ni  desheredar  por  culpas  lijeras  á  los  hijos  ni  â 
los  nietos;  mas  que  si  querían  mejorar  á  alguno  de  ellos  no 
Jo  pudiesen  hacer  sino  en  la  tercera  parte  de  sus  bienes, 
fuera  de  la  quinta  de  que  tendrían  facultad  de  disponer  á 
favor  de  la  Iglesia  ó  de  otros  lugares. 

Esta  disposición  de  Chindasvinto  relativa  á  las  mejoras 
fué  proscrita  enteramente  por  los  fueros  municipales  y  el 
viejo  de  Castilla  ;  pero  volvió  á  ser  sancionada  en  el  Fuero 
Real,  disponiéndose  en  la  ley  9,  tít.  S,  lib.  3,  que  ninguno 
que  tuviese  hijos  ó  nietos  ú  otros  descendientes  con  derecho 
de  heredar  no  pueda  mandar  ni  dar  á  su  muerte  mas  de  la 
quinta  parte  de  sus  bienes  ;  y  que  si  quisiere  mejorar  à  al- 
guno de  los  hijos  ó  de  los  nietos,  puédalos  mejorar  en  la 
tercera  parte  de  sus  bienes,  sin  la  quinta  sobredicha  que 
pueda  dar  por  su  alma  ó  á  quien  quisiere  y  no  á  ellos. 

Separáronse  las  Partidas  de  lo  dispuesto  por  ambos  fue- 
ros, renovando  las  disposiciones  del  derecho  común  en  la 
ley  17,  tít.  1  de  la  Partida  6;  y  por  último  las  leyes  de  Toro 
restablecieron  el  derecho  del  Fuero  Juzo  y  del  Fuero  Real , 
regularizando  con  mas  estension  la  institución  de  las  me- 
joras. 

II.  Así  que ,  todos  los  bienes  de  los  padres  son  legítima  de 
los  hijos  ,  á  escepcion  del  quinto  que  es  lo  único  de  que  pue- 
den disponer  libremente  á  favor  de  su  alma  y  de  quien  les 
parezca  ;  pero  aunque  solo  puedan  dejar  el  quinto  á  estraños 
y  por  su  "alma,  tienen  libertad  para  dejar  á  uno  ó  mas  de 
sus  hijos  y  aun  de  sus  nietos  aunque  á  estos  les  viva  su  pa- 
dre, ademas  de  lo  que  corresponda  por  legítima,  el  quinto  ó 
el  tercio  de  sus  bienes,  ó  uno  y  otro  juntamente.  Cuando 
deja  pues  el  padre  ó  la  madre  á  alguno  de  sus  hijos  el  tercio 
ó  el  quinto  de  sus  bienes,  ó  los  dos  juntos,  ó  alguna  cosa 
mas  que  á  los  otros,  se  dice  que  le  mejora,  porque  efecti- 
vamente le  hace  de  mejor  condición  que  á  sus  hermanos. 

III.  Tienen  pues  los  padres  en  su  mano  los  medios  de 
atender  á  los  méritos  y  necesidades  de  cada  uno  de  sus  hi- 
jos ,  esto  es  ,  de  premiar  los  servicios,  cuidados  y  hasta  las 
afecciones  de  los  unos,  y  de  castigar  las  ingratitudes  y  ti- 
bieza de  los  otros;  pues  si  bien  pueden  desheredar  á  los 
que  incurren  en  alguna  de  las  justas  causas  que  señala  el 
derecho  ,  hay  sin  embargo  defectos  que  merecen  castigo  y 
no  son  causa  suficiente  para  la  desheredación,  y  virtudes 
que  merecen  premio  ó  necesidades  mayores  ó  menores  á 
que  no  puede  menos  de  atender  un  buen  padre  de  familias, 
y  no  podrían  recompensarse  aquellas,  ni  remediarse  estas 
sin  las  mejoras. 

Personas  que  pueden  mejorar  y  ser  mejoradas. 

IV.  La  facultad  de  mejorar  compete  à  los  padres  respeclo 
de  sus  hijos  legítimos,  aunque  sean  habidos  en  difercnU'S 
matrimonios,  y  aun  en  el  caso  de  que  siendo  el  padre  rico 
y  la  mujer  segunda  pobre,  se  deba  dar  á  esta  la  cuarta  ma- 
rital que  la  ley  le  concede  ,  porque  la  cuarta  marital  es  una 
deuda  legal  que  se  debe  á  la  mujer  por  la  disposición  de 
la  ley. 

V.  La  facultad  de  mejorar  se  estiende  también  á  los  abue- 
los respecto  de  sus  nietos  y  demás  descendientes  legítimos  , 
no  solo  en  el  quinto  sino  hasta  en  el  tercio  de  sus  bienes  , 
aun  cuando  sus  hijos,  padres  de  los  referidos  nietos,  estén 
vivos;  ley  18  de  Toro,  ó  2,  lit.  6,  lib.  10,  Nov.  Hcc. 

VI.  El  padre  que  tiene  un  solo  hijo,  no  puede  mejorarlo 
en  el  tercio  de  sus  bienes,  en  el  cual  sucede  como  heredero 
forzoso;  pero  puede  mejorarle  en  el  quinto ,  pues  que  de  este 
puede  disponer  á  su  arbitrio.  Así  lo  sientan  todos  los  auto- 
res nacionales  que  han  tratado  este  punto,  menos  Parlado- 
rio,  que  se  empeña  en  sostener  la  opinion  contraria  ;  pero  el 
doctor  Llamas  se  entretiene  menudamente  en  presentar  y 
combatir  lodas  las  razones  en  que  se  apoya ,  y  sostener  la 
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opinion  de  que  no  puede  tener  lugar  en  dicho  caso  la  mejora 
de  (ercio. 

VIL  Teniendo  el  abuelo  un  solo  hijo  y  muchos  nietos, 
¿  podrá  mejorar  á  cualquiera  de  estos  en  el  tercio  ?  Antonio 
Gómez  en  la  ley  17  de  Toro,  núm.  19,  afirma  que  en  tal 
caso  no  puede  el  abuelo  dejar  el  tercio  de  mejora  á  ninguno 
de  los  nietos,  suponiendo  que  la  facultad  que  concede  la 
ley  18  de  Toro  al  abuelo  para  que  pueda  mejorar  en  el  ter- 
cio á  un  nieto  se  ha  de  entender  cuando  tenga  muchos  hijos, 
y  de  estos  ó  de.  alguno  de  ellos  varios  nietos.  Pero  Covarru- 
bias ,  Tello ,  Malienzo  y  Llamas  con  otros ,  defienden  que  en 
el  caso  espresado  puede  el  abuelo  mejorar  á  cualquiera  de 
sus  nietos,  fundándose  en  que  aunque  el  tercio  de  mejora 
sea  legítima  de  los  hijos- respecto  de  los  estraños,  no  lo  es 
respecto  de  los  nietos  y  demás  descendientes  ;  y  en  que  si 
por  ser  el  tercio  legítima  de.  los  hijos  no  pudiera  el  abuelo 
mejorar  á  cualquiera  de  los  nietos  procedentes  de  un  hijo 
único,  era  forzoso  decir  que  tampoco  podia  tener  lugar  la 
mejora  del  tercio  en  los  nietos  cuando  el  abuelo  tuviese  mu- 
chos hijos ,  porque  no  menos  es  legítima  de  los  hijos  el  ter- 
cio cuando  son  muchos  que  cuando  es  uno  solo,  y  sin  em- 
bargo cuando  son  muchos  puede  el  padre  privarlos  á  todos 
del  tercio  para  dejárselo  á  un  nieto  ;  con  que  por  igual  ra- 
zón podrá  privar  del  tercio  á  su  único  hijo  para  dejárselo  á 
uno  de  los  nietos  procedentes  del  mismo  hijo.  De  aquí  es  que 
por  las  mismas  razones  podrá  el  abuelo  mejorar  en  el  ter- 
cio al  nieto  único  descendiente  de  su  único  hijo,  pues  como 
la  mejora  es  una  elección  y  predilección  de  personas,  siem- 
pre que  haya  dos ,  se  podrá  verificar  en  cualquiera  de 
ellas  la  mejora,  bien  sean  hijos  ó  nietos,  ó  "uno  de  cada 
grado. 

VIII.  Mejorando  á  un  nieto  cuyo  padre  fuere  disipador, 
puede  el  abuelo  privar  á  este  del  manejo  de  los  bienes  que 
constituyen  la  mejora,  siempre  que  haga  constar  aquel  de- 
fecto ;  pero  no  podrá  privarle  del  usufructo  de  aquellos  bie- 
nes, el  cual  pertenece  en  todo  caso  al  padre  del  nieto  me- 
jorado. 

IX.  La  mujer  casada  no  puede  mejorar  á  hijo  ni  descen- 
diente alguno  suyo  en  contrato  sin  licencia  de  su  marido  ; 
ni  tampoco  en  donación  por  causa  de  muerte  con  entrega  de 
los  bienes  donados,  pero  bien  puede  hacerlo  sin  dicha 
entrega,  porque  no  puede  privar  al  marido  del  usufructo 
que  le  corresponde  para  soportar  las  cargas  matrimoniales . 
pues  aunque  las  leyes  17,  19  y  27  de  Toro  permiten  á  los 
ascendientes  legítimos  que  mejoren  á  sus  legítimos  descen- 
dientes en  contrato  ó  última  voluntad,  no  pueden  enten- 
derse con  respecto  á  las  mujeres  casadas  sino  en  caso  que 
intervenga  dicha  licencia  que  exige  por  regla  general  la 
ley  bS  de  Toro  para  que  la  mujer  casada  pueda  celebrar  con- 
tratos y  cuasi  contratos  con  tercero. 

X.  Pueden  los  padres  y  abuelos  en  vida  y  en  muerte  se- 
ñalar en  parte  determinada  de  sus  bienes  el  tercio  y  quinto 
en  que  quieran  mejorar  á  sus  hijos  y  descendientes,  para  que 
se  les  dé  en  aquella  misma  cosa  que  señalaren ,  con  tal  que 
el  tercio  no  esceda  el  valor  de  lo  que  valia  la  tercera  parte 
de  sus  bienes  al  tiempo  de  su  muerte  ;  pero  no  pueden  co- 
meter esta  facultad  de  señalar  el  dicho  tercio  y  quinto  en 
cosa  cierta  á  ninguna  otra  persona  ;  ley  19  de  Toro,  ó  3, 
\ít.  6,  lib.  10,  Nov.  Rec.  La  razón  que  tuvo  la  ley  para  esta 
prohibición  fué  la  de  que  nadie  mejor  que  el  padre  conoce 
las  necesidades  de  sus  hijos,  y  que  no  seria  fácil  que  los  es- 
Iraños  pudieran  contentarlos,  dando  quizá  lugar  á  funestas 
disensiones.  Algunos  intérpretes  escluyen  al  hijo  de  la  ter- 
minante prohibición  de  la  ley  ;  pero  esta  opinion  parece  con- 
traria á  su  espíritu  y  letra,  porque  la  ley  manifiesta  clara- 
mente que  quiere  limitar  á  solo  el  testador  la  facultad  de 
designar,  y  porque  si  se  concediese  al  hijo  mejorado  el  que 
designase  los  bienes  en  que  habia  de  consistir  su  mejora,  es 


probable  que  eligiese  siempre  las  mejores  fincas  en  perjui- 
cio de  sus  hermanos,  lo  cual  indudablemente  ocasionada 
altercados  y  disputas  entre  ellos. 

XI.  Sin  embargo  de  la  facultad  que  tienen  los  padres  de 
disponer  de  la  quinta  y  tercera  parte  de  sus  bienes  á  favor 
de  uno  ó  mas  hijos  ó  nietos,  se  les  prohibe  sin  embargo  ha- 
cer cualquiera  de  estas  disposiciones  á  favor  de  las  hijas  le- 
gítimas, á  quienes  no  pueden  hacer  mejora  de  tercio  ni  de 
quinto  ,  ni  prometérsela  por  via  de  dote  ni  de  casamiento, 
ni  pueden  estas  entenderse  mejoradas  tácita  ni  espresamente 
por  ninguna  especie  de  contrato  entre  vivos  ;  ley  6,  lit.  3, 
lib.  10,  Nov.  Rec. 

XII.  Como  los  padres  no  pueden  mejorar  á  la  hija  legí- 
tima por  via  de  casamiento ,  se  hace  indispensable  examinar 
cuál  es  el  tiempo  á  que  ha  de  atenderse  para  ver  si  cabe  la 
dote  en  la  legítima  de  aquella.  Algunos  autores  opinan  que 
puede  la  hija  elegir  la  época  en  que  se  le  dio  la  dote  ,  ó  la  de 
la  muerto  del  padre  ;  pero  parece  mas  equitativo  atender 
al  tiempo  de  la  muerte  de  este ,  y  no  al  de  la  constitución  de 
la  dote  :  Io.  porque  esta  es  una  anticipación  hecha  por  el 
padre  á  cuenta  de  la  legítima  que  debe  percibirse  al  tiempo 
de  su  fallecimiento  ;  2°.  porque  si  aumentándose  las  facul- 
tades del  padre  dotante  puede  pedir  la  hija  el  suplemento  de 
su  legítima  ,  también  disminuyéndose  ó  no  cabiendo  en  ella 
tanta  dote,  debe  sufrir  su  disminución  y  entenderse  dotada 
entonces  ;  3o.  porque  la  ley  6,  tít.  3,  lib.  10, Nov.  Rec,  en 
que  se  prescribe  la  cantidad  respectiva  que  pueden  los  pa- 
dres dar  en  dote,  no  tuvo  mas  objeto  que  el  no  perjudicar 
en  sus  legítimas  á  los  demás  hijos ,  haciéndolos  de  peor  con- 
dición que  á  la  dotada;  y  si  á  esta  se  permitiese  la  elección, 
se  le  proporcionaría  un  medio  indirecto  de  frustrar  el  objeto 
de  dicha  ley.  Solo  en  dos  casos  podria  ser  justo  que  se  alen- 
diese  al  tiempo  de  la  donación  de  la  dote,  y  no  al  de  la  muerte 
del  dotante  :  Io.  cuando  al  casar  el  padre  á  su  hija  ó  dotarla 
cabia  la  dote  en  la  legítima,  y  la  hija  renunció  el  aumento 
que  pudiera  corresponderle  por  el  que  recibiesen  en  lo  suce- 
sivo los  bienes  paternos  :  2o.  cuando  cabia  la  dote  al  tiempo 
de  su  constitución  y  al  de  la  muerte  del  padre ,  considera- 
dos todos  los  bienes  de  este,  pero  que  por  mejorar  á  al- 
guno de  los  otros  hijos  resulta  aquella  escesiva  ;  pues  no 
parece  justo  que  esta  disposición  paterna  le  perjudique  y 
obligue  á  restituir  lo  que  poseyó  legítimamente. 

XIII.  Creen  algunos  autores  que  así  como  son  inválidas 
las  mejoras  que  por  razón  de  dote  ó  casamiento  se  hagan  por 
el  padre  ó  madre  alas  hijas  legítimas  ,  son  igualmente  nulas 
las  promesas  ó  pactos  que  por  esta  misma  razón  hagan  los 
mismos  á  su  hija  ó  yerno  de  no  mejorar  á  los  demás  hijos , 
pues  por  este  pacto  queda  mejorada  la  hija  respecto  de  que 
privándose  el  padre  ó  la  madre  de  mejorar  á  los  demás  hi- 
jos ha  de  recaer  precisamente  en  ella  la  parte  de  mejora  que 
entre  ellos  se  habia  de  partir  si  se  les  mejorase.  Pero  prome- 
tiendo los  padres  no  mejorar,  no  hay  mejora  que  es  lo  que 
la  ley  prohibe ,  sino  que  por  la  promesa  ó  pacto  se  establece 
la  igualdad  entre  todos  los  hijos  que  la  ley  está  muy  lejos  de 
reprobar,  y  recibiendo  todos  iguales  partes ,  es  evidente  que 
la  hija  no  queda  mejorada. 

XIV.  La  ley  que  prohibe  á  los  padres  mejorar  por  con- 
trato entre  vivos  á  las  hijas  legítimas,  ¿  es  estensiva  á  los 
abuelos  respecto  de  sus  nietas  teniendo  otros  hijos  ó  nietos? 
Muchos  autores  opinan  que  si  la  nieta  fuese  hija  de  hija  ,  no 
podrá  su  abuelo  mejorarla ,  por  la  regla  general  de  que  es- 
tando uno  privado  de  suceder,  lo  están  también  sus  descen- 
dientes ;  pero  que  si  la  nieta  fuere  hija  de  hijo,  podrá  me- 
jorarla, porque  sucede  en  los  derechos  de  su  padre,  quien 
como  varón  no  debe  estar  comprendido  en  una  ley  que  solo 
habla  de  las  hembras.  Mas  otros  autores,  desechando  esta 
distinción,  creen  que  la  prohibición  debe  ser  igual,  y  que 
podrá  el  abuelo  mejorar  por  via  de  dote  ó  casamiento  lo 
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mismo  á  las  nietas  hijas  de  sus  hijas ,  que  á  las  nietas  hijas 
de  sus  hijos. 

XV.  Aunque  según  queda  sentado  no  pueden  ser  mejora- 
das por  sus  padres  tácita  ni  espresamente  las  hijas  legítimas 
en  ninguna  especie  de  contrato  entre  vivos  ,  pueden  sin  em- 
bargo serlo  en  testamento  ó  en  otra  última  voluntad  ;  pues 
por  este  medio  no  solo  pueden  los  padres  hacerles  legados 
como  á  los  demás  hijos,  sino  también  mejoras,  y  aun  con- 
firmar la  dote  inoficiosa  hecha  sin  sospecha  de  fraude,  man- 
dando que  la  hija  la  lleve  íntegra  ,  en  cuanto  quepa  en  el 
quinto,  tercio  y  legítima.  La  razón  de  esta  diferencia  consiste 
en  que  si  les  hace  las  mejoras  en  contrato,  como  este  es  ir- 
revocable según  las  leyes  17  y  22  de  Toro,  se  causa  grave 
daño ,  no  solo  al  mejorante  por  cuanto  queda  privado  de  sus 
bienes  sin  poder  reclamar  ni  arrepentirse ,  sino  también  á 
los  demás  hijos,  porque  son  defraudados  en  sus  legíti- 
mas ;  pero  si  se  las  hace  en  testamento  ú  otra  última  vo- 
luntad ,  puede  enmendarlas,  revocarlas  y  anularlas,  y  ade- 
mas no  han  de  surtir  efecto  sino  después  de  su  muerte. 

XVI.  No  habiendo  hijos  legítimos  sino  solo  hijos  natura- 
íes  ,  podrá  el  padre ,  pero  no  la  madre,  así  por  contrato  entre 
vivos  como  por  testamento,  mejorar  á  la  hija  natural, 
cuando  todos  sean  herederos  voluntarios  del  padre  y  forzo- 
sos de  la  madre,  porque  entonces  el  padre  no  debe  legítima 
á  ninguno  de  ellos,  y  la  debe  la  madre.  Pero  cuando  llegan 
á  ser  herederos  forzosos  del  padre  así  como  lo  son  siempre 
de  la  madre ,  no  podrá  tampoco  el  padre  mejorar  en  tal  caso 
tácita  ni  espresamente  por  contrato  entre  vivos  á  la  hija 
natural  en  perjuicio  de  los  hijos.  Véase  Heredero  forzoso, 
§  IX ,  y  Heredero  legítimo ,  Hijo  natural  é  Hijo  legitimado 
por  el  rey. 

Modos  de  hacerse  las  mejoras. 

XVII.  Las  mejoras  pueden  hacerse  de  dos  modos ,  esto 
es,  tanto  espresa  como  tácitamente  ;  de  suerte  que  hay  dos 
especies  de  mejoras,  mejoras  espresas,  y  mejoras  tácitas. 
Son  espresas  las  mejoras  cuando  el  mejorante  al  constituir- 
las usa  de  palabras  claras  y  terminantes ,  como  cuando  dice  : 
«  mejoro  en  el  tercio  ó  el  quinto  ó  en  tal  cosa  á  mi  hijo  fu- 
lano ;  »  ó  emplea  otras  palabras  equivalentes,  que  no  dejen 
lugar  á  la  duda.  Son  Icicitas  las  mejoras  cuando  el  padre  ó 
la  madre  hacen  alguna  donación  á  favor  de  algún  hijo, 
solo  con  el  objeto  de  beneficiarle,  pues  en  tal  caso-se  reputa 
que  le  mejoran  en  lo  donado,  á  no  ser  que  conste  lo  con- 
trario de  la  voluntad  del  donante,  pues  siempre  se  debe 
atender  á  la  mente  de  los  otorgantes  y  recurrir  á  las  con- 
jeturas. 

Las  mejoras  se  dividen  también  en  simples  y  condiciona- 
les. Son  simples  las  que  se  hacen  absolutamente;  y  condi- 
cionales las  que  llevan  consigo  alguna  condición  ó  carga. 
Véase  Condición. 

XVIII.  Las  mejoras  pueden  hacerse,  no  solo  en  testamento 
úotra  última  voluntad,  sino  también  por  contrato  entre 
vivos;  ya  constituyéndolas  en  cosa  cierta  sin  designación 
de  cuota  ;  ya  designando  cuota,  v.  gr.  de  tercio  ó  quinto, 
sin  señalamiento  de  cosa  ;  ya  determinando  la  cuota  y  se- 
ñalándola en  cosa  particular  :  bajo  el  supuesto  de  que  no 
puede  disponerse  masque  de  un  solo  tercio  ó  quinto  en  vida 
ó  muerte  y  no  de  dos. 

Si  mejorare  genérica  y  simplemente  un  padre  á  un  hijo 
en  contrato  ó  última  voluntad  ,  sin  espresar  si  es  en  el  ter- 
cio ó  en  el  quinto,  ni  señalar  la  cosa  ó  cantidad  en  que 
quiere  qué  lo  sea,  diciendo  solamente  mejoro  ¿i  mi  hijo 
Pedro  ;  lejos  de  viciarse  esta  mejora  por  la  incertidumbre  y 
vaguedad  que  trae  consigo,  valdrá  sin  embargo  no  solo  en 
el  quinte  sino  también  en  el  tercio,  porque  siendo  su  ánimo 
declarado  mejorarle  se  supone  que  le  mejora  en  cuanto  le 


permiten  las  leyes  ,  porque  según  un  axioma  de  derecho ,  lo 
favorable  debe  entenderse  con  toda  amplitud. 

Si  la  mejora  fuere  del  tercio  y  quinto  de  los  bienes  del 
mejorante  ó  alguno  de  los  dos ,  y  los  bienes  consignados  no 
alcanzan  para  su  pago  total ,  atendidos  los  que  se  encuen- 
tren pertenecerle  al  tiempo  de  su  muerte ,  se  debe  suplir  lo 
que  falle  de  los  demás  de  la  herencia.  Pero  si  las  mismas 
cosas  fueren  señaladas  por  tercio  y  quinto,  como  si  dijese  el 
padre  mejoro  à  mi  hijo  Pedro  en  tal  y  tal  finca  por  razón  ae. 
tercio  y  quinto ,  ó  le  mejoro  en  tal  y  tal  cosa  sin  mas  espre- 
sion ,  no  se  debe  suplir  del  residuo  de  sus  bienes  lo  que  falte 
para  completar  el  tercio  y  quinto  de  todos  los  del  mejorante, 
porque  es  claro  que  solo  quiso  dejar  al  mejorado  por  razón 
del  tercio  y  quinto  las  cosas  consignadas. 

Aunque  la  legítima  de  los  hijos  y  descendientes  legítimos 
no  puede  gravarse  por  sus  ascendientes  ;  si  estos  dejaren  á 
alguno  mas  porción  que  la  que  les  corresponda  por  ella,  se 
les  permite  poner  en  el  esceso  condiciones  honestas  que  de- 
berán cumplir  los  mejorados;  ley  11 ,  til.  k,  Part.  6. 

XIX.  En  cuanto  á  las  mejoras  tácitas,  es  necesario  para 
formar  concepto  de  ellas ,  tener  presentes  los  términos  en 
que  se  esplica  la  ley. 

«  Si  el  padreó  la  madre,  dice  la  ley  de  Toro,  en  testamento 
ó  en  cualquiera  otra  última  voluntad ,  ó  por  algún  contrato 
entre  vivos  ficieren  alguna  donación  á  alguno  de  sus  hijos  ó 
descendientes,  aunque  no  digan  que  lo  mejoran  en  el  tercio 
y  en  el  quinto,  entiéndase  que  lo  mejoran  en  el  tercio  y  en 
el  quinto  de  sus  bienes,  y  que  la  tal  donación  se  cuente  en 
el  dicho  tercio  y  quinto  de  sus  bienes  en  lo  que  cupiere  , 
para  que  á  él  ni  á  otro  no  pueda  mejorar  mas  de  lo  que 
mas  fuere  el  valor  del  dicho  tercio  y  quinto,  y  si  de  mayor 
valor  fuere,  mandamos  que  vala  fasta  en  la  cantidad  del 
dicho  tercio  y  quinto  ,  y  legítima  de  lo  que  debían  haber  de 
los  bienes  de  su  padre  y  madre  y  abuelos,  y  no  en  mas.  » 

XX.  Parece  á  primera  vista  que  la  disposición  de  esta 
ley  está  en  contradicción  con  la  ley  29  de  Toro;  pues  en  la 
presente  se  ordena  que  la  donación  que  el  padre  ó  la  madro 
hace  á  cualquiera  de  sus  hijos  se  repute  por  mejora  de 
tercio  y -quinto  ,  y  solo  en  el  esceso  del  valor  de  estos  se 
impute  en  la  legítima,  al  paso  que  la  ley  29  por  el  contrario 
dispone  que  la  dote  ó  donación  propter  nuptias  y  las  domas 
donaciones  que  el  padre  ó  la  madre  hacen  á  sus  hijas  se 
imputen  primero  en  la  legítima  y  en  lo  que  esceda  del  valor 
de  esta  se  tengan  por  mejora  de  tercio  y  quinto.  De  la  va- 
riedad de  estas  resoluciones  infieren  generalmente  nuestros 
espositores  que  las  donaciones  de  que  habla  la  ley  26  no  se 
deben  traer  á  colación ,  sin  embargo  que  la  ley  29  espresa- 
mente establece  que  se  traigan  la  dote  y  la  donación  prop- 
ter nuptias  y  las  demás  donaciones.  Largo  seria  referir  lo 
que  han  dicho  los  comentadores  para  conciliar  estas  dos 
leyes  y  señalar  la  causa  ó  razón  de  la  diferencia  y  variedad 
de  sus  disposiciones,  bastando  decir  que  casi  todos  convie- 
nen en  que  la  ley  26  trata  de  las  donaciones  simples,  y  la  29 
de  las  que  se  hacen  por  causa,  y  en  esta  diferencia  fundan 
y  hallan  la  razón  para  que  las  primeras  no  se  traigan  á  co-^ 
lacion  sino  que  se  reputen  mejoras  de  tercio  y  quinto ,  y  s& 
traigan  las  segundas  sin  tenerse  por  mejoras  de  tercio  y 
quinto  sino  en  cuanto  escedan  del  valor  de  la  legítima. 

Pero  tanto  la  donación  por  cansa  como  la  donación  simple 
son  igualmente  gratuitas,  espontáneas  y  de  mera  liberalidad 
que  no  traen  su  origen  de  alguna  obligación  legal  impuesta 
al  que  hace  la  donación;  y  de  consiguiente  no  puede  soste- 
nerse que  la  diferencia  que  se  advierte  entre  las  disposicio- 
nes de  las  leyes  26  y  29  provenga  de  que  la  primera  hable 
de  las  donaciones  simples,  y  la  segunda  de  las  que  se  hacen 
por  causa.  Tampoco  puede  decirse  que  la  citada  diferencia 
depende  de  que  las  donaciones  de  la  ley  26  son  voluntarias 
y  espontáneas  ,  y  la¿  de  la  ley  29  son  necesarias  y  forzosas 
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en  virtud  de  la  obligación  que  se  impone  á  los  padres  de 
hacerlas;  pues  aunque  es  cierto  que  por  la  ley  8  ,  tít.  H, 
Part,  il ,  se  impone  al  padre  la  obligación  de  dotar  á  la  hija, 
la  madre  no  tiene  semejante  obligación ,  y  con  todo  no  me- 
nos la  dote  que  da  la  madre  que  la  que  constituye  el  padre 
está  sujeta  por  la  ley  29  á  traerse  á  colación  é  imputarse  en 
la  legítima  ;  á  lo  cual  debe  añadirse  que  aun  el  mismo  padre 
que  da  al  hijo  la  donación  propter  nuplias,  no  tiene  por  las 
leyes  ninguna  obligación  de  haberla  de  dar,  y  con  todo  la 
donación  propter  nuplias  se  manda  traer  á  colación  é  impu- 
tar en  la  legítima  por  la  ley  29  del  mismo  modo  que  la 
dote. 

La  verdadera  y  genuina  razón  de  la  diferencia  que  media 
entre  las  dos  leyes  de  Toro  no  consiste  en  que  en  la  una  se 
trate  de  donaciones  simples  ,  libres  ó  voluntarias ,  y  en  la 
otra  délas  donaciones  por  causa ,  necesarias  ó  forzosas, 
sino  en  la  presunción  de  que  siempre  se  cree  que  la  dote  y 
donación  propter  nuplias  las  hacen  los  padres  con  el  ánimo 
é  intención  de  que  las  reciban  los  hijos  á  cuenta  de  su  legí- 
tima, y  no  del  tercio  ni  del  quinto,  y  que  las  otras  donacio- 
nes no  las  hacen  los  padres  sino  por  mejorar  á  sus  hijos. 

XXI.  Se  presumen  pues  donaciones  que  incluyen  mejora 
tácita  :  —  Io.  cuando  el  padre  entrega  al  hijo  emancipado 
cierta  cantidad  de  dinero  ,  aunque  sea  grande,  para  que 
en  terreno  suyo  plante  viña  ú  olivar,  ó  fabrique  edificio  que 
de  otro  modo  no  construiría  ni  plantaría  :  —  2o.  cuando 
compra  espontáneamente  alguna  cosa  á  nombre  del  hijo  y 
se  la  entrega:  — 3o.  cuando  la  madre,  no  teniendo  ni  ad- 
ministrando bienes  del  hijo  le  da  alimentos,  pues  se  presume 
que  lo  ejecuta  movida  de  piedad  y  con  ánimo  de  hacerle  do- 
nación :  —  4o.  cuando  el  padre  nombra  á  uno  ó  mas  hijos 
por  sus  universales  herederos  ,  omitendo  ó  desheredando 
injustamente  á  los  restantes;  ó  los  instituye  á  todos,  pero 
dejando  á  alguno  ó  algunos  menor  parte  de  herencia  de  la 
que  les  corresponde  por  sus  legítimas  ;  pues  en  tal  caso  los 
hijos  instituidos  por  herederos  no  solo  percibirán  su  legíti- 
ma, sino  que  se  conceptuarán  mejorados  en  el  tercio  y  quinto 
si  el  testameulo  contiene  la  cláusula  codicilar;  y  los  prete- 
ridos ó  injustamente  desheredados  ó  instituidos  en  menor 
parte  que  los  otros  percibirán  únicamente  su  legítima  dimi- 
nuta ,  de  la  cual  no  debió  ni  pudo  privarlos  el  padre  :  — 
b°.  cuando  los  padres  hicieren  donación  por  testamento  de 
alguna  cantidad  ó  finca  á  cualquiera  de  sus  hijos ,  el  cual  se 
entiende  mejorado  en  ella  si  no  escediere  del  tercio  y  quinto, 
pues  si  hubiere  esceso  se  le  descontará  este  en  parte  de  su 
legítima  :  —  6o.  cuando  los  padres  hicieren  donación  entre 
vivos  á  cualquiera  de  sus  hijos  siempre  que  no  se  hable  de 
ella  en  el  testamento  ;  pues  si  en  él  espresare  el  testador 
que  el  hijo  traiga  á  colación  y  partición  y  à  cuenta  de  su 
legítima  lo  que  le  fué  donado ,  es  claro  que  no  quiso  mejo- 
rarle :  —  7o.  cuando  el  padre  en  su  testamento  ó  en  otra 
disposición  de  última  voluntad  deja  algún  legado  á  cual- 
quiera de  sus  hijos,  y  le  instituye  heredero  igualmente  con 
los  demás  ,  pues  se  debe  tener  este  legado  por  mejora,  como 
si  se  le  hubiese  hecho  donación  en  contrato  :  —  8°.  cuando 
û  padre  hiciere  á  cualquiera  de  sus  hijos  alguna  donación 
remuneratoria  en  premio  de  algún  servicio  que  de  él  hu- 
biese recibido  :  —  9o.  cuando  el  padre  hiciere  gastos  con  su 
hijo  en  estudios  mayores  y  en  libros  necesarios;  ley  5, 
lib.  k  ,  Part,  b  ,  y  ley  b,  lit.  Ib,  Part.  6. 

Revocabilidad  de  las  mejoras. 

XXII.  Pueden  el  padre  y  la  madre  y  los  demás  ascendien- 
tes revocar  hasta  la  hora  de  su  muerte ,  las  mejoras  que 
tanto  en  testamento  ú  otra  disposición  de  última  voluntad 
como  en  algún  contrato  entre  vivos  hubieren  hecho  á  favor 
de  alguno  de  sus  hijos ,  ora  este  se  halle  en  la  patria  potes- 


tad ,  ora  se  halle  fuera  de  ella  ;  ley  17  de  Toro  ,  ó  sea  ley  i  , 
tít.  6,  lib.  10,  Nov.  Rec. 

XXIII.  Puede  hacerse  la  revocación  de  dos  modos  ;  esto 
es,  bien  por  palabras  terminantes  y  espresas,  como  cuando 
el  mejorante  dice  formalmente  que  quiere  que  no  valgan 
las  mejoras  que  habia  otorgado  ;  bien  de  hecho,  cuando  por 
su  modo  de  obrar  da  á  entender  ó  hace  presumir  que  su 
intención  es  revocarlas,  como  en  los  casos  siguientes:  — 
Io.  cuando  habiendo  mejorado  el  padre  á  un  hijo  suyo  en 
testamento  ,  le  lega  después  en  codicilo  una  heredad  man- 
dando se  contente  con  ella ,  pues  en  este  caso  el  mejorado 
no  llevará  mas  que  la  heredad  ,  aunque  su  valor  sea  mucho 
mas  bajo  que  el  importe  de  la  mejora  :  —  2o.  cuando  el  as- 
cendiente ,  después  de  haber  mejorado  en  testamento  á  su 
descendiente ,  hipotecó  la  cosa  de  la  mejora  en  tanta  canti- 
dad que  no  pueda  haber  esperanza  de  satisfacerla  :  — 
3o.  cuando  después  de  hecha  la  mejora  enajenó  el  mejorante 
voluntaria  y  espontáneamente  ó  donó  la  cosa  en  que  la  ha- 
bia consignado  ;  pero  si  el  mejorante  solo  enajena,  dona  ó 
lega  parte  de  la  mejora ,  subsistirá  esta  en  el  resto  :  — 
4o.  cuando  habiéndola  hecho  el  padre  á  favor  de  algún  hijo 
con  el  fin  de  que  se  casase  con  cierta  mujer,  falleciere  esta 
antes  de  que  se  verificase  el  matrimonio  ;  á  menos  que  conste 
haberse  hecho  dicha  mejora  no  solo  por  causa  del  matrimo- 
nio sino  por  consideración  al  hijo  :  —  b°.  cuando  el  testa- 
dor que  habia  mejorado  á  uno  de  dos  descendientes  suyos 
mejora  después  al  otro  ,  espresando  que  lo  hace  para  que 
haya  igualdad  entre  ellos  :  —  6o.  cuando  habiendo  legado 
ó  donado  un  padre  á  un  hijo  cierta  cantidad  ó  finca,  mejo- 
rare después  á  otro  en  tercio  y  quinto,  pues  se  entenderá 
revocada  la  mejora  en  el  importe  de  la  suma  donada  ó  le- 
gada :  —  7o.  cuando  después  de  haber  mejorado  el  padre  á 
su  hijo  se  suscita  entre  ambos  una  grande  enemistad,  aun- 
que si  después  se  reconcilian  convalecerá  la  mejora. 

XXIV.  No  se  presume  revocada  la  mejora  en  los  casos 
siguientes  :  —  Io.  cuando  habiendo  mejorado  el  padre  en 
su  testamento  á  un  hijo  ó  descendiente  en  el  tercio  de  sus 
bienes  ó  en  el  tercio  y  quinto ,  mejora  después  á  otro  en  co- 
dicilo, pues  ambos  concurrirán  igualmente  á  su  goce,  como 
si  á  un  propio  tiempo  y  en  una  misma  cláusula  fueran  me- 
jorados :  —  2o.  cuando  en  un  mismo  testamento  ó  en  otro 
acto  celebrado  incontinenti  mejorase  el  padre  á  dos  hijos 
con  separación,  pues  no  se  presume  que  sin  motivo  se  qui- 
siese al  momento  retractar  de  lo  que  acababa  de  hacer  :  — 
5o.  cuando  mejorando  el  padre  á  un  hijo  suyo  en  cierta 
cantidad  que  tiene  en  parte  determinada,  compra  después 
con  ella  una  heredad  que  conserva  en  su  poder  al  tiempo  de 
su  muerte ,  pues  será  del  hijo  la  heredad  por  hallarse  em- 
pleado en  el  patrimonio  de  su  padre  aquello  en  que  habia 
sido  mejorado  :  —  h°.  cuando  mejorando  el  padre  á  un  hijo 
en  el  tercio  y  quinto ,  y  consignándole  por  parte  de  su  im- 
porte los  créditos  que  tiene  contra  ciertos  deudores,  los 
cobra  despues  y  depositad  dinero  ,  ó  compra  con  él  algún 
fundo  ú  otra  cosa  ;  pues  el  dinero  depositado  ó  el  fundo 
comprado  con  él  y  existente  en  poder  del  mejorante  al 
tiempo  de  su  muerte  se  subroga  en  lugar  de  los  créditos: 
—  o°.  cuando  después  de  haberse  hecho  la  mejora  en  un 
fundo  por  testamento  ,  el  testador  hipotecó  el  fundo  á  cierta 
cantidad  que  impuso  sobre  él;  ley  üü  ,  tít.  9,  Parí.  6  :  — 
6o.  cuando  el  mejorante  por  necesidad,  urgencia  ú  otra 
causa  onerosa  enajenó  la  cosa  en  que  habia  constituido  la 
mejora  :  —  7o.  cuando  el  padre  enajenare  voluntariamente 
la  finca  de  la  mejora,  y  después  de  haberla  enajenado,  la 
volviere  á  comprar,  y  existiere  en  su  patrimonio  al  tiempo 
de  su  muerte  ,  pues  entonces  convalece  la  mejora  :  — 
8o.  cuando  señalando  la  mejora  en  cosa  cierta  y  vendién- 
dola después  comprare  otra ,  pues  se  sustituirá  la  última  en 
lugar  de  aquella  :  —  9o.  cuando  habiendo  hecho  el  padre  á, 
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uno  de  sus  hijos  mejora  revocable  del  tercio  y  quinto  de  sus 
bienes  entregándole  la  mayor  parte  de  estos  ,  aunque  des- 
cues tenga  otros  hijos  ;  pues  por  su  nacimiento  posterior  no 
quedará  revocada  la  mejora  :  Io.  porque  no  son  perjudica- 
dos por  ella  en  su  legítima  necesaria  ó  rigurosa  los  hijos 
posteriores;  2o.  porque  cuando  el  padre  hizo  la  mejora  fué 
con  el  conocimiento  de  que  podia  tener  otros  hijos;  3°.  por- 
que aun  en  el  caso  de  que  se  conceda  que  no  fué  propia- 
mente mejora  por  ser  único  entonces  el  mejorado ,  sino  una 
mera  donación,  y  que  las  donaciones  se  revocan  por  el 
nacimiento,  posterior  de  los  hijos ,  esto  se  entiende  cuando 
aquellas  son  hechas  á  favor  de  estraños  ,  pero  las  que  se  ha- 
cen á  favor  de  algún  hijo  no  se  revocan  por  los  hermanos  que 
nacen  después  sino  solo  en  cuanto  á  lo  que  corresponda  á 
estos  por  su  legítima  diminuta  ó  rigurosa,  pues  en  lo  demás 
se  sostendrá  como  mejora  lo  que  en  su  principio  fué  mera 
donación  :  — 10.  cuando  hubiere  duda  sobre  si  el  mejorante 
tuvo  intención  de  mudar  su  voluntad  y  revocar  la  mejora  , 
pues  en  tal  caso  no  se  supone  revocada,  bajo  el  concepto  de 
que  el  que  afirma  la  revocación  de  una  mejora  debe  pro- 
barla ,  y  mientras  no  se  pruebe  no  se  tiene  aquella  por  he- 
cha; debiendo  también-  advertirse  que  todo  lo  que  se  ha 
dicho  acerca  de  la  mejora  hecha  en  última  disposición  , 
tiene  igualmente  lugar  en  la  revocable  por  contrato,  por  ser 
ambas  de  una  misma  naturaleza. 

Irrevocabilidad  de  las  mejoras  en  ciertos  casos. 

XXV.  Aunque  los  ascendientes  pueden  revocar  por  regla 
general  las  mejoras  hechas  en  testamento  ó  en  contrato  entre 
vivos  á  favor  de  sus  descendientes,  sin  embargo  no  pueden 
revocar  las  que  les  hubieren  hecho  por  contrato  entre  vivos 
en  los  casos  siguientes  :  —  Io.  cuando  el  mejorante  puso  al 
mejorado  ó  á  su  apoderado  especial  en  posesión  de  las 
cosas  en  que  consignó  la  mejora  ó  que  la  componen  :  — 
2o.  cuando  en  lugar  de  la  posesión  de  la  cosa,  le  entrega 
ante  escribano  la  escritura  en  que  la  mejora  está  constituida  : 
—  5o.  cuando  la  mejora  se  hubiese  hecho  en  contrato  cele- 
brado por  causa  onerosa  con  otro  tercero,  así  como  por  via 
de  casamiento  ó  por  otra  cosa  semejante;  ley  17  de  Toro  ,  ó 
ley  1 ,  lit.  6,  lib.  10,  Nov.  Rec.  Los  autores  suelen  añadir 
un  tt°.  caso  de  que  no  habla  la  ley,  y  es  cuando  el  instru- 
mento ó  escritura  de  mejora  se  afirma  y  corrobora  con  ju- 
ramento ,  siempre  que  no  sea  contra  las  buenas  costumbres, 
ni  redunde  en  perjuicio  de  tercero.  Véase  Juramento 
promisorio  ó  confirmatorio. 

XXVI.  La  ley  habla  solo  de  la  irrevocabilidad  ,  en  estos 
casos,  de  las  mejoras  del  tercio;  pero  parece  que  los  mas 
de  los  autores  se  inclinan  á  que  su  disposición  es  aplicable 
igualmente  á  las  mejoras  del  quinto.  En  efecto ,  la  misma 
razón  hay  para  declarar  irrevocables  ,  en  los  casos  mencio- 
nados, las  mejoras  del  quinto  que  las  del  tercio  ;  y  no  hay 
duda  de  que  la  identidad  de  razón  que  versa  entre  unas  y 
otras,  presta  fundamento  para  creer  que  en  ellas  rige  una 
misma  disposición ,  según  la  regla  que  enseña  que  ubi  mili- 
tal  eadem  ratio,  militât  eadem  juris  disposilio.  Ademas  las 
leyes  17,  22  y  Uk  de  Toro  forman  reunidas  la  idea  de  que 
corren  parejas  la  irrevocabilidad  de  la  mejora  del  quinto  y 
la  irrevocabilidad  de  la  del  tercio,  siempre  que  el  mejorante 
puso  al  mejorado  en  posesión  de  las  cosas  que  constituyen 
la  mejora ,  ó  le  entregó  la  escritura  de  ella  en  presencia  de 
escribano ,  ó  celebró  el  contrato  de  la  misma  por  causa  one- 
rosa con  tercero. 

•  XXY1I.  En  cuanto  al  primer  modo  de  hacer  irrevocable 
la  mejora  ,  es  de  observar  que  se  verifica  la  posesión  de  las 
cosas  que  la  constituyen ,  siempre  que  haya  entrega  de  ellas 
por  acto  verdadero  ó  ficto ,  como  lo  persuade  Gómez  al  nú- 


-  ME 

mero  15  de  sus  comentarios  á  la  ley  17  de  Toro,  citando 
oíros  autores.  Véase  Entrega. 

En  cuanto  al  segundo ,  se  ha  de  tener  presente ,  que  la 
ley  8,  tít.  50,  Part.  3,  requería  para  adquirir  la  posesión 
de  la  cosa  que  se  daba,  una  de  las  dos  escrituras,  bien  fuese 
la  de  pertenencia  del  donante  ó  la  que  este  hacia  de  nuevo  al 
donatario;  mas  por  la  ley  2,  y  mas  claramente  por  la  ley  10, 
tít.  12,  lib.  3  del  Fuero  Real,  se  ordenaba  que  la  donación 
se  hiciese  irrevocable ,  no  por  la  escritura  de  pertenencia  , 
sino  por  la  que  hacia  el  donante  al  donatario  mediando  la 
entrega;  y  siguiendo  su  espíritu  las  leyes  17  y  hk  de  Toro 
espresamente  exigen  que  entregándose  la  escritura  de  la 
mejora  al  mejorado  ante  escribano,  se  adquiérala  posesión 
de  la  cosa  ó  cosas  en  que  consiste ,  no  bastando  por  consi- 
guiente la  entrega  de  los  títulos  de  propiedad  hecha  priva- 
damente ,  por  la  facilidad  con  que  el  hijo  puede  apoderarse 
de  ellos  de  un  modo  clandestino. 

El  tercer  modo  de  hacer  irrevocable  la  mejora ,  es  cuando 
es  hecha  por  contrato  oneroso  con  algún  tercero  ;  de  suerte 
que  no  basta  que  el  contrato  sea  oneroso,  si  no  es  con  algún 
tercero  ,  ni  que  sea  con  un  tercero  si  el  contrato  no  es  one- 
roso. Podrá  decirse  pues  que  si  el  padre  hace  mejora  á  un 
hijo  por  contrato  con  un  tercero  la  podrá  revocar  siempre 
que  quiera ,  porque  aunque  esté  el  contrato  celebrado  con 
un  tercero  no  se  puede  sentar  que  es  por  causa  onerosa  si 
en  él  no  tiene  interés  un  tercero ,  y  por  el  contrario  si  el  pa- 
dre hace  mejora  al  hijo  por  causa  onerosa  en  que  no  tiene 
interés  un  tercero  ,  será  igualmente  revocable;  por  lo  que 
cautamente  pide  la  ley  de  un  modo  copulativo  uno  y  otro 
requisito.  De  aquí  se  infiere,  que  la  donación  hecha  al  hijo 
por  vía  de  casamiento  con  cierta  y  determinada  persona 
será  irrevocable  ,  siendo  indiferente  que  la  mejora  se  haga 
al  hijo  ó  á  la  nuera.  Pero  si  el  matrimonio  no  llega  á  tener 
efecto  ,  será  revocable  la  mejora ,  como  asimismo  cuando  se 
hace  generalmente  para  que  el  hijo  se  case  sin  señalarle  la 
persona  con  quién ,  porque  no  se  verifica  entonces  que  ten- 
ga interés  algún  tercero. 

XXVIII.  Hecha  una  mejora ,  no  de  cosa  ó  cantidad  deter- 
minada ,  sino  del  tercio  ó  del  quinto  en  general ,  y  siendo 
de  las  irrevocables  por  haberse  entregado  la  posesión  ó  es- 
critura ó  haberse  hecho  en  contrato  oneroso  con  tercero, 
¿será  irrevocable  igualmente  la  mejora ,  no  solo  respecto  de 
los  bienes  que  tenia  entonces  el  mejorante ,  sino  también 
respecto  de  los  que  adquirió  después  hasta  su  muerte?  Como 
la  ley  23  de  Toro  dice  que  la  mejora  debe  considerarse  con 
respecto  al  valor  que  los  bienes  del  mejorante  tuvieren  al 
tiempo  de  su  fallecimiento ,  parece  que  no  puede  dudarse 
de  la  irrevocabilidad  de  las  mejoras  con  respecto  á  todos  los 
bienes  habidos  y  por  haber,  sin  distinción  de  bienes  pre- 
sentes y  bienes  futuros  ,  à  no  haberse  limitado  de  un  modo 
espreso  el  mejorante  á  los  que  tenia  en  la  época  de  la  me- 
jora. 

XXIX.  Pero  aun  en  los  tres  casos  referidos  podrá  revo- 
carse la  mejora  si  al  tiempo  de  celebrarse  el  contrato  se  re- 
servó el  mejorante  por  cláusula  espresa  la  facultad  de 
revocarla ,  ó  si  concurriere  alguna  de  las  causas  por  las  que 
según  nuestras  leyes  pueden  revocarse  las  donaciones  per- 
fectas; leu  17  de  Toro ,  ó  ley  1  ,  lit.  6,  lib.  10,  Nov.  Rec. 
Estas  causas  son  :  —  Io.  por  deshonrar  de  palabra  el  mejo- 
rado al  mejorante  :  —  2o.  por  acusar  á  este  de  delito  que 
merezca  pena  de  muerte,  mutilación  de  miembro,  perdi- 
miento de  la  mayor  parle  de  sus  bienes  ó  destierro  :  — 
3o.  por  haber  puesto  en  él  sus  manos  airadas  :  —  U°.  por 
haber  proyectado  su  lesión  ó  muerte  :  —  b°.  por  haberle 
hecho  grave  daño  en  sus  bienes.  Para  que  el  mejorante  pue- 
da revocar  la  mejora  por  las  referidas  causas,  es  nectario 
que  las  pruebe  en  juicio  ,  porque  la  acusación  de  ingratitud 
irroga  grave  injuria  al  mejorado  ;  y  únicamente  correspondo 
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al  mejorante  esta  acción  revocatoria  por  ser  personal,  aun- 
que no  deja  de  haber  casos  en  que  puede  corresponder  á 
sus  herederos;  á  saber,  cuando  aquel  se  quejó  de  la  ingra- 
titud judicialmente;  cuando  murió  principiado  el  pleito,  ó 
haciendo  gestiones  para  principiarle;  y  por  último  cuando 
ignoró  la  injuria ,  ó  le  faltó  tiempo  para  hacer  la  acusación 
por  haberla  sabido  tarde. 

Blas,  según  observa  el  doctor  Llamas,  hay  una  notable 
diferencia  entre  la  reserva  que  hace  el  padre  de  poder  re- 
vocar la  mejora  y  las  causas  de  ingratitud  ,  y  es  que  por  la 
reserva  se  puede  revocar  la  mejora  aunque  se  haya  hecho 
por  contrato  con  algún  tercero  por  causa  onerosa,  como  lo 
manifiesta  la  letra  de  la  ley;  pero  ninguna  de  las  causas  de 
ingratitud  será  bastante  para  revocar  la  mejora  ó  donación 
siguiéndose  perjuicio  de  tercero,  como  se  colige  de  la  ley  2'4, 
C.  de  jure  dolium ,  en  donde  se  dispone  que  la  dote 
dada  por  el  patrono  al  marido  de  la  liberta  no  se  revoca  por 
la  ingratitud  de  esta  ,  y  de  consiguiente  debe  decirse  lo 
mismo  de  toda  donación  06  causam  ó  remuneratoria  ,  por 
reputarse  mas  bien  recompensa  ó  deuda  que  donación;  cuya 
opinion  siguen  también  Palacios  Rubios  y  Matienzo. 

Promesa  de  mejorar  o  de  no  mejorar. 

XXX.  Pueden  los  ascendientes  hacer  promesa  de  no  me- 
jorar á  ninguno  de  sus  descendientes  ;  y  habrá  de  cumplir- 
se, si  la  hicieron  por  contrato  entre  vivos  y  otorgaron  es- 
critura pública;  y  al  contrario  pueden  hacer  promesa  de 
mejorar  á  alguno  de  sus  hijos  ó  descendientes,  quedando 
por  lo  tanto  tan  obligados  á  cumplirla ,  siendo  por  via  de 
casamiento  ó  por  otra  causa  onerosa,  que  si  no  la  cumplie- 
ren durante  su  vida  se  tendrá  por  hecha  la  mejora  después 
de  su  muerte  :  «  Si  el  padre  ó  la  madre  (dice  la  ley  22  de 
Toro,  ó  la  6 ,  tít.  6,  lib.  10,  Nov.  Rec.)  ó  alguno  de  los  as- 
cendientes prometió  por  contrato  entre  vivos  de  no  mejorar 
á  alguno  de  sus  fijos  ó  descendientes ,  y  pasó  sobre  ello  es- 
critura pública ,  en  el  tal  caso  no  pueda  facer  la  dicha  me- 
jora de  tercio  ui  quinto,  y  si  la  ficiere,  que  no  vala  :  y  asi- 
mismo mandamos,  que  si  prometió  el  padre  ola  madre  ó 
alguno  de  los  ascendientes  de  mejorar  á  alguno  de  sus  fijos 
ó  descendientes  en  el  dicho  tercio  y  quinto  por  via  de  casa- 
miento, ó  por  otra  causa  onerosa  alguna,  que  en  tal  caso 
sean  obligados  á  lo  cumplir  y  hacer;  y  si  no  lo  hicieren, 
que  pasados  los  dias  de  su  vida,  la  dicha  mejoría  y  mejorías 
de  tercio  y  quinto  sean  habidas  por  fechas.  » 

XXXI.  Dos  partes  comprende  esta  ley,  á  saber,  la  obli- 
gación que  contraen  los  ascendientes  por  el  pacto  de  no  me- 
jorar á  ninguno  de  sus  descendientes ,  y  la  que  contraen  los 
mismos  por  el  pacto  de  mejorar  á  alguno  de  los  hijos.  En 
cuanto  á  la  primera,  quiere  la  ley  para  que  la  promesa  sea 
irrevocable,  que  intervenga  escritura  pública ,  pero  no  ma- 
nifiesta que  haya  de  intervenir  causa  onerosa;  y  en  cuanto 
á  la  segunda,  quiere  que  intervenga  causa  onerosa,  pero  no 
exige  escritura  pública.  No  habiendo  encontrado  los  autores 
la  razón  de  semejante  diferencia  ,  opinan  comunmente  que 
ambas  promesas  ,  tanto  la  negativa  ó  de  no  mejorar  como  la 
afirmativa  ó  de  mejorar,  deben  hacerse  por  causa  onerosa  y 
por  escritura  pública;  porque  lo  que  la  ley  omitió  en  un 
caso,  ha  de  suplirse  con  lo  que  espresó  en  el  otro.  Estos  dos 
casos  que  se  espresan  en  la  primera  y  segunda  parte  de  la 
ley,  dice  el  doctor  Llamas  ,  se  hallan  verdaderamente  com- 
prendidos en  cada  uno  délos  pactos  ó  promesas  que  se  con- 
tienen en  ellas,  que  es  decir,  que  la  promesa  negativa,  ade- 
mas del  caso  espreso  de  la  escritura  pública ,  comprende  el 
de  hacerse  por  causa  onerosa,  y  la  promesa  afirmativa 
ademas  del  caso  espreso  de  hacerse  por  causa  onerosa  com- 
prende el  de  intervenir  escritura  pública;  de  forma  que  el 
haber  espresado  la  ley  en  cada  pacto  un  caso  diverso ,  no 


fué  porque  el  mismo  pacto  no  comprendiese  los  dos  casos, 
sino  para  manifestar  que  con  el  que  proponía  en  el  parto 
negativo  se  habia  de  suplir  el  que  omitia  en  el  afirmativo, 
y  al  contrario  con  el  que  ponia  en  el  afirmativo  se  supliese 
el  que  no  espresaba  en  el  negativo  ;  de  manera  que  lo  mis- 
mo que  la  ley  dispuso  se  guardase  en  el  pacto  negativo, 
quiso  que  se  observase  en  el  afirmativo,  y  lo  que  en  este, 
ordenó  que  se  cumpliese  en  aquel. 

XXXII.  La  escritura  que  hace  irrevocable  la  promesa  de 
mejorar  ó  de  no  mejorar,  debe  ser  pública,  no  bastando  la 
privada ,  aunque  sea  reconocida  por  el  otorgante,  y  aunque 
sea  de  aquellas  que  se  equiparan  á  las  pública-s  ,  porque  no 
se  exige  como  medio  de  prueba  tan  solo  sino  como  reqnisiío 
sustancial  y  pro  forma;  y  cuando  se  requiere  escritura  pú- 
blica pro  forma  el  solemnitale,  y  no  adprobationem,  no  naeo 
obligación  del  pacto  ó  contrato  hasta  que  aquella  se  halle 
otorgada,  á  diferencia  de  cuando  se  pide  solo  para  prueba  , 
pues  en  tal  caso  permanece  firme  él  contrato  aunque  no  so 
otorgue  la  escritura. 

XXXIII.  Si  el  padre  prometiere  por  razón  de  casamiento 
ó  por  otra  causa  onerosa  no  mejorar  á  hijo  alguno  ,  acep- 
tando su  hija  y  yerno  la  promesa,  aunque  despues  faltare  á 
ella ,  solo  estará  obligado  á  resarcir  el  perjuicio;  pues  en  las 
obligaciones  de  hacer  ó  no  hacer  se  cumple  con  el  resarci- 
miento de  daños  y  perjuicios  en  caso  de  contravención  ;  y 
de  consiguiente  no  podrá  exigirse  del  padre  que  cumpla  el 
pacto,  sino  solo  que  reintegre  á  la  hija  de  lo  que  le  hubiera 
correspondido  si  aquel  no  se  hubiese  quebrantado. 

XXXIV.  Si  el  pacto  ó  la  promesa  de  no  mejorar  se  hizo 
de  un  modo  absoluto,  sin  haber  precedido  causa  alguna  para 
hacerlo  mas  que  la  mera  voluntad  del  padre  dirigida  al  único 
fin  de  que  todos  sus  hijos  consiguiesen  su  legítima  íntegra 
y  completa  y  le  heredasen  igualmente  ,  deberá. guardar  el 
padre  lo  pactado ,  y  no  podrá  por  lo  tanto  mejorar  á  ninguno 
de  sus  hijos,  nietos  ni  descendientes,  siendo  nula  la  mejora 
en  caso  de  hacerla. 

XXXV.  Aunque  el  padre  ó  la  madre  prometan  por  causa 
onerosa  no  mejorar  á  sus  hijos  ni  descendientes  en  el  tercio 
y  quinto  de  sus  bienes ,  pueden  disponer  de  este  último  por 
su  alma ,  á  favor  de  causas  pías  ó  en  lo  que  quisieren,  por- 
que en  este  caso  solo  el  tercio  es  legítima  necesaria  de  todos 
los  hijos. 

XXXVI.  Prometiendo  por  causa  onerosa  ó  simplemente 
el  padre  ó  la  madre  en  escritura  pública  no  mejorar  á  alguno 
de  sus  hijos ,  no  pueden  mejorar  tampoco  á  sus  nietos  ni  á 
otro  descendiente  de  este  hijo  ;  porque  cuando  consta  de  la 
voluntad  del  testador,  se  comprenden  siempre  en  el  nombre  « 
de  hijos  los  nietos  y  demás  descendientes. 

XXXVII.  Sin  embargo  de  que  el  padre  y  la  madre  hayan 
prometido  no  mejorar  á  cierto  hijo ,  pueden  mejorar  á  otro , 
porque  su  promesa  se  circunscribió  solamente  á  aquel.  Mas 
esto  debe  entenderse  cuando  la  causa  de  la  promesa  de  no 
mejorarle  no  fué  porque  todos  sucedieran  igualmente ,  pues 
si  hubo  esta  razón  y  en  la  promesa  se  espresó  asi,  á  nin- 
guno de  ellos  podrá  mejorar  ;  siendo  de  presumir  que  se 
hizo  mención  del  hijo  nombrado,  porque  se  creia  que  habría 
algún  motivo  para  mejorarle. 

XXXYIII.  El  hijo  á  quien  se  hizo  la  promesa  de  no  mejo- 
rar, puede  ser  mejorado  él  mismo,  porque  la  oügacion  que 
el  padre  ha  contraído  de  no  mejorar  se  entiende  única- 
mente con  los  demás  hermanos. 

XXXIX.  Quedan  los  padres  libres  del  cumplimiento  de 
la  promesa  de  no  mejorar  :  primero  si  el  hijo  á  cuyo  favor 
se  hizo  el  pacto  de  no  mejorar  á  sus  hermanos,  la  remite  y 
consiente  que  su  padre  ó  madre  mejoren  al  que  quieran: 
2o.  cuando  el  mismo  hijo  murió  sin  descendientes  antes  que 
el  mejorante;  pero  si  falleció  en  vida  de  este  dejando  hijos 
ó  descendientes ,  no  puede  mejorar  á  ningún  hijo ,  porque- 
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los  descendientes  de  aquel  á  quien  se  ofreció  no  mejorar  à 
los  demás,  ocupan  el  lugar  de  su  padre  y  le  suceden  en  to- 
dos sus  derechos. 

XL.  Tampoco  estará  obligado  el  padre  ó  la  madre  á  cum- 
plir la  promesa  de  mejorar  á  uno  de  sus  hijos ,  si  este  re- 
nunció el  derecho  adquirido  en  virtud  del  pacto  ,  ó  murió 
en  vida  del  padre  ó  madre  con  quien  lo  nizo  sin  dejar  des- 
cendientes; pudiendo  por  consiguiente  aquellos  hacer  la 
promesa  á  cualquiera  de  los  otros  hijos.  Pero  si  aquel  á  quien 
se  prometió  primero  dejó  hijos,  estará  obligado  el  mejorante 
á  cumplir  la  promesa  á  todos  sus  nietos  y  no  á  uno  sola- 
mente, porque  todos  juntos  entran  á  ocupar  el  lugar  de  su 
difunto  padre,  y  suceden  en  el  derecho  que  le  competía,  de 
modo  que  se  ha  de  dividir  entre  todos  ellos  la  mejora  con 
igualdad;  lo  cual  procede  no  obstante  la  ley  18  de  Toro,  que 
permite  al  abuelo  mejorar  á  cualquiera  de  sus  nietos ,  ya 
esté  ó  no  vivo  el  padre  de  estos  ;  pues  la  disposición  de  esta 
ley  se  entiende  en  el  caso  de  que  no  haya  precedido  el  pacto 
de  no  mejorar. 

Aceptación  de  la  mejora  con  renuncia  de  la  herencia. 

XLI.  El  hijo  ú  otro  cualquiera  descendiente  legítimo,  me- 
jorado en  tercio  ó  quinto  de  los  bienes  de  su  padre  ó  madre 
ó  abuelos ,  pueden  (si  quisieren)  repudiar  la  herencia  de  su 
padre  ó  madre  ó  abuelos ,  y  aceptar  la  dicha  mejora ,  con 
tanto  que  sean  primero  pagadas  las  deudas  tdel  difunto  ,  y 
sacadas  por  rata  de  la  dicha  mejora  las  que  al  tiempo  de  la 
partija  parecieren,  y  por  las  otras  que  después  parecieren 
sean  obligados  los  mejorados  á  pagarlas  por  rata  de  la  me- 
jora ,  como  si  fuesen  herederos  en  la  dicha  mejora  de  tercio 
y  quinto  :  lo  cual  debe  entenderse  ,  ora  la  dicha  mejora  sea 
en  cosa  cierta,  ó  en  incierta  parte  de  sus  bienes;  ley  21  de 
Toro,  ó  %,-til.  6,  lib.  10,  Nov.  Bec. 

XLII.  Tres  partes  abraza  la  disposición  de  esta  ley  :  en  la 
primera  se  concede  al  hijo  ó  nieto  mejorado  la  facultad  de 
repudiar  la  herencia  y  admitir  la  mejora  :  en  la  segunda  se 
prescribe  la  condición  con  que  ha  de  hacer  uso  de  la  facul- 
tad concedida  ,  que  es  satisfaciendo  á  prorata  de  la  mejora 
las  deudas  manifiestas  del  difunto  ,  y  afianzando  satisfacer 
las  que  después  se  descubrieren  :  en  la  tercera  se  declara 
la  especie  de  mejora  en  la  que  ha  de  tener  lugar  y  obser- 
varse la  precedente  disposición. 

XL1II.  En  cuanto  á  la  primera  parte,  ya  estaba  resuelto 
por  la  ley  2,  lit.  9,  Part.  6,  que  dejando  el  testador  muchos 
herederos  ,  si  á  alguno  de  ellos  le  mandase  determinada- 
mente alguna  cosa  mas  que  á  los  otros  ,  pudiera  este  repu- 
diar la  herencia  y  aceptar  la  manda.  Pero  como  el  heredero 
era  sucesor  de  todos  los  derechos  del  difunto ,  refundiendo 
en  su  persona  todas  las  acciones  activas  y  pasivas  del  tes- 
tador, y  de  consiguiente  quedaba  directamente  obligado  á 
responder  á  los  acreedores  hereditarios  por  las  deudas  que 
no  se  habian  descubierto  antes  de  dividida  la  herencia , 
aunque  después  de  haberlas  satisfecho  tuviese  repetición 
contra  los  legatarios  para  proratear  el  pago  de  deudas  y 
conservai'  ilesa  su  porción  legítima  ;  quiso  la  presente  ley  de 
Toro  en  su  segunda  parte  que  los  mejorados  queden  direc- 
tamente obligados  á  los  acreedores  hereditarios  como  si  en 
realidad  fuesen  herederos ,  pagando  desde  luego  á  prorata 
las  deudas  manifiestas  y  afianzando  las  que  en  cualquier 
tiempo  lleguen  á  descubrirse  ,  sin  que  ya  sea  necesario  que 
los  herederos  que  aceptan  la  herencia  sean  responsables  di- 
rectos de  estas  deudas. 

XLIV.  Por  último ,  en  la  tercera  parte  declara  la  ley  que 
la  responsabilidad  impuesta  á  los  mejorados  respecto  á  las 
deudas  hereditarias  que  aparezcan  después  de  dividida  la 
herencia  ,  ha  de  tener  lugar  en  dicha  mejora  hecha  en  cosa 
cierta  como  en  incierta  parte  de  bienes.  Algunos  esposito- 


res  ,  olvidándose  de  que  la  ley  está  hablando  de  la  mejora 
de  tercio  y  quinto,  que  es  de  cuota  de  bienes,  y  tomando 
aisladamente  las  palabras  ora  la  dicha  mejora  sea  en  cierta 
cosa ,  han  creído  que  la  decisión  comprendía  la  mejora  de 
cosa  cierta,  y  han  impuesto  al  mejorado  en  una  cosa  ó  can- 
tidad determinada  que  no  sea  cuota  de  bienes  la  misma 
obligación  que  al  mejorado  en  una  cuota  de  la  herencia  ; 
pero  cuando  la  ley  dice  dicha  mejora  ,  no  puede  menos  de 
referirse  ala  mejora  de  que  ánteshabia  hablado,  que  siempre 
ha  sido  la  de  tercio  ó  quinto,  sin  que  nunca  hubiese  hecho 
mención  de  la  que  se  hace  de  cosa  cierta  ,  como  se  echa  de 
ver  por  la  material  lectura  de  la  ley;  y  así  es  que  reunidas 
las  palabras  ora  la  dicha  mejora  sea  en  cosa  cierta  ó  en  in- 
cierta parte  de  sus  bienes ,  abrazan  y  comprenden  los  dos 
estremos  de  una  mejora  de  tercio  ó  quinto  hecha  en  cosa 
cierta,  esto  es,  con  señalamiento  de  fincas  para  su  entrega , 
ó  en  incierta  cosa  ó  parte  sin  señalamiento  de  fincas  para 
su  pago. 

XLV.  Declarado  nulo  el  testamento ,  nulas  serán  también 
las  mejoras  ;  pero  si  solamente  se  declarare  nula  la  insti- 
tución de  heredero  por  causa  de  preterición  ó  desheredación 
ó  por  cualquiera  otra ,  las  mejoras  quedarán  subsistentes  ; 
ley  24  de  Toro,  ó  ley  8,  lit.  6,  lib.  10,  Nov.  Rec. 

Derecho  de  acrecer  entre  los  mejorados. 

XL VI.  El  derecho  de  acrecer  tiene  lugar  en  las  mejoras 
del  mismo  modo  que  en  los  legados  y  en  las  herencias;  y 
así  es  que  mejorando  el  padre  ó  la  madre  en  el  tercio  y 
quinto  de  sus  bienes  á  dos  ó  mas  hijos  ,  sea  por  testamento 
ú  otra  última  voluntad ,  sea  por  contrato  revocable  entre 
vivos,  ora  uniéndolos  en  una  misma  cláusula,  ora  llamán- 
dolos á  una  misma  cosa  por  distintas  cláusulas  de  un  mismo 
acto  ó  disposición  ;  si  el  uno  de  ellos  falleciere  antes  que  el 
mejorante  ó  repudiare  su  parte ,  ó  se  hiciere  incapaz  de 
ella  ,  ó  por  cualquier  motivo  dejare  de  percibirla  ,  se  acre- 
cerá entonces  la  parte  vacante  á  los  demás  mejorados,  quie- 
nes dividirán  entre  sí  la  mejora  íntegra  como  si  hubieran 
sido  solos,  y  se  la  llevará  toda  siendo  único;  ley  55,  lit.  9, 
Part.  6.  Pero  si  la  mejora  se  hubiere  hecho  por  contrato 
irrevocable ,  no  tendrá  lugar  el  derecho  de  acrecer  respecto 
de  los  otros  mejorados  ;  porque  en  virtud  de  la  entrega  de 
la  escritura  y  su  aceptación  se  trasfirieron  la  propiedad  y 
posesión  de  los  bienes ,  de  suerte  que  la  parte  correspon- 
diente al  mejorado  difunto  pertenece  ya  á  sus  herederos  y 
no  ásus  hermanos.  Véase  Acrecencia  ó  acrecimiento. 

Modo  de  regularse  las  mejoras, 

XLVII.  Para  la  deducción  y  computación  de  las  mejoras 
hechas  por  contrato  entre  vivos  ó  en  última  voluntad,  se  ha 
de  atender  al  valor  que  deducidas  las  deudas  tuvieren  los 
bienes  del  mejorante  al  tiempo  de  su  muerte ,  y  no  al  valor 
que  tuvieron  al  tiempo  de  hacerse  la  mejora  ;  ley  25  de  Toro, 
ó  ley  7,  lit.  6,  lib.  10,  Nov.  Rec.  Así  que ,  si  al  tiempo  de  la 
muerte  del  mejorante  se  encontrasen  en  la  herencia  mas 
bienes  que  cuando  hizo  la  mejora,  debe  esta  siendo  de  ter- 
cio ó  quinto  aumentarse  á  proporción  del  aumento  que 
hayan  tenido  los  bienes,  y  por  el  contrario  disminuirse  con 
el  mismo  respecto  si  los  bienes  han  ido  á  menos. 

XLVIII.  Los  hijos  ó  descendientes  del  mejorante  no  pue- 
den pretender  pagar  en  dinero  la  mejora  del  tercio  ni  la  del 
quinto  hecha  á  los  demás  hijos  ó  nietos  ó  á  estraños",  sino 
que  la  deben  dar  en  los  mismos  bienes  en  que  el  testador  la 
hubiere  consignado;  y  no  habiendo  designado  bienes  para 
el  pago  de  la  mejora,  han  de  darla  en  los  que  hubiere 
dejado;  á  no  ser  que  la  hacienda  sea  de  tal  calidad  que  no 
pueda  cómodamente  !  dividirse ,  pues  en  tal  caso  pueden  los 
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herederos  dar  en  dinero  á  los  mejorados  el  valor  de  las  me- 
joras; ley  20  de  Toro,  6  ley  k,  tít.  6,  lib.  10,  Nov.  Rec. 

XLIX.  No  deben  contarse  ó  acumularse  para  la  deduc- 
ción de  las  mejoras  las  dotes ,  donaciones  propter  nuptias 
ni  las  demás  donaciones  hechas  á  los  descendientes  y  que 
estos  trajeren  á  colación  ó  partición',  porque  estos  bienes  se* 
reputan  fuera  del  patrimonio  de  los  ascendientes;  ley  2S  de 
Toro,  ó  ley  9,  tít.  6,  lib.  10,  Nov.  Rec. 

En  la  mejora  tácita  es  necesario  distinguir  si  la  donación 
que  intervino  ha  sido  simple  ó  por  causa.  La  donación  simple 
se  imputa  primero  en  el  tercio,  después  en  el  quinto  y 
últimamente  en  la  legítima,  porque  se  considera  acto  de  pura 
liberalidad.  La  donación  por  causa  primero  se  imputa  en  la 
legítima  ,  si  aun  escediese  de  esta  en  el  tercio ,  y  finalmente 
en  el  quinto,  porque  se  cree  que  el  objeto  del  mejorante  no 
fué  otro  que  el  de  dar  al  mejorado  su  legítima  anticipada. 
Leyes  26  y  29  de  Toro ,  ó  leyes  8  ,  tít.  5,  y  10,  tít.  6,  lib.  10, 
Nov.  Rec. 

L.  Dejándose  el  tercio  y  el  quinto  á  favor  de  dos  ó  mas 
personas ,  se  saca  primero  el  quinto,  y  después  de  rebajado 
este  se  saca  el  tercio;  ley  214  del  Estilo.  Sin  embargo  esta 
regla  general  tiene  escepciones ,  y  se  observará  el  orden 
inverso  en  los  casos  siguientes:  —  Io.  cuando  el  mejorante 
manda  que  se  deduzca  antes  el  tercio  que  el  quinto,  ya 
disponga  á  favor  de  uno  de  sus  descendientes  del  tercio  y 
á  favor  del  otro  ó  de  un  estraño  del  quinto  ,  ya  quiera  que 
este  sea  para  su  alma  ;  pues  en  todos  estos  casos  se  ha  de 
observar  su  mandato ,  porque  la  deducción  previa  del  quinto 
se  ha  establecido  á  favor  del  testador,  y  puede  renunciar 
este  beneficio  á  favor  del  mejorado  en  el  tercio:  —  2o.  cuando 
en  contrato  irrevocable  ó  por  causa  onerosa ,  como  casa- 
miento ,  hizo  mejora  del  tercio  á  favor  de  un  descendiente 
legítimo  con  entrega  de  los  bienes,  y  en  disposición  última 
lo  hizo  del  quinto  á'favor  de  otro  ó  de  un  estraño  ó  de  cual- 
quiera otro  objeto  ;  porque  antes  que  el  legatario  del  quinto 
adquiriese  derecho  á  él ,  lo  tenia  adquirido  el  mejorado  en 
el  tercio  al  importe  de  este  en  el  de  todos  los  bienes  del 
mejorante  :  —  3o.  cuando  se  pactó  entre  los  interesados 
que  la  donación  que  llevaba  consigo  la  mejora  del  tercio , 
surtiese  su  efecto  antes  de  la  muerte  del  donante ,  el  cual 
por  el  mismo  hecho  se  habia  privado  de  la  facultad  de  legar 
quinto  de  parte  del  tercio ,  que  tocaba  enteramente  al  mejo- 
rado en  él  :  —  k°.  cuando  la  mejora  del  tercio  se  hizo  en 
instrumento  irrevocable  y  la  del  quinto  en  instrumento  re- 
vocable,  siendo  indiferente  que  aquel  fuese  anterior  ó  poste- 
rior á  este  ,  porque  el  irrevocable  surtió  efecto  inmediata- 
mente y  el  revocable  no  lo  tuvo  hasta  que  se  confirmó  con 
la  muerte  del  otorgante. 

LI.  Habiendo  hijos  ó  descendientes  del  testador,  está  gra- 
vado el  quinto ,  bien  se  deje  á  hijos  ó  á  estraños,  con  los 
legados  y  gastos  del  entierro ,  aun  cuando  aquel  mande  lo 
contrario  ;  ley  30  de  Toro  ;  porque  las  restantes  partes  de 
la  herencia  son  legítima  de  los  hijos  ó  descendientes ,  á  los 
cuales  no  puede  el  testador  perjudicar  en  ella. 

LII.  Habiéndose  mejorado  en  testamento  á  uno  de  los  hijos 
en  el  tercio  sin  disponerse  del  quinto ,  se  bajan  primero  del 
cuerpo  de  la  hacienda  los  gastos  de  funeral ,  misas  y  lega- 
dos ,  en  cuanto  no  escedan  del  quinto ,  se  saca  luego  el 
tercio  de  la  masa  restante  para  el  mejorado  ;  y  el  residuo 
es  el  caudal  que  ha  de  repartirse  entre  todos  los  herederos. 
Si  la  mejora  consistiese  en  el  tercio  con  el  cargo  de  pagar 
los  gastos  de  funeral ,  misas  y  legados,  sin  disponerse  del 
quinto  ,  debe  el  mejorado  satisfacer  dicho  cargo  del  tercio 
hasta  el  importe  del  quinto  solamente  ;  y  lo  mismo  ha  de 
practicarse  cuando  habiéndose  dejado  á  un  descendiente 
la  mejora  del  tercio  y  á  otro  la  del  quinto  ,  se  dispuso  que 
aquel  y  no  este  satisfaciese  los  mencionados  gastos. 

Lili.  Toda  herencia,  para  deducirse  de  ella  las  mejoras. 


puede  considerarse  dividida  en  quince  partes  iguales.  Si  se 
saca  primero  el  quinto  ,  corresponden  á  este  tres  partes, 
y  cuatro  al  tercio ,  y  las  ocho  restantes  constituyen  el  líquido 
repartible  entre  todos  los  herederos,  inclusos  los  mejorados 
si  lo  fueren.  En  los  casos  en  que  se  deduce  antes  el  tercio 
que  el  quinto ,  corresponden  á  aquel  cinco  partes ,  y  dos  ai 
quinto  ,  y  el  resto  repartible  entre  todos  será  igual  que  en 
el  caso  anterior,  esto  es ,  las  mismas  ocho  décimasquintas 
parles. 

Frutos  de  la  mejora. 

LIV.  Los  frutos  de  la  mejora  hecha  en  vida  ,  revocable  6 
irrevocablemente  ,  de  cosas  ciertas  y  determinadas ,  perte- 
necen al  mejorado  desde  que  se  le  entregó  la  posesión  de 
ellas  ;  pero  si  no  se  verificó  la  entrega,  ni  fué  hecha  la-  me- 
jora por  causa  onerosa  ,  no  le  corresponden  los  frutos  hasta 
que  fallece  el  testador. 

LV.  Siendo  la  mejora  de  bienes  en  general  sin  designa- 
ción de  ellos  ,  solo  se  deben  al  mejorado  los  frutos  desde  el 
dia  en  que  se  hace  la  adjudicación  ;  pues  entonces  es  cuando 
se  sabe  de  qué  bienes  se  compone  la  cuota  de  la  mejora  ,  y 
por  consiguiente  desde  aquel  dia  tienen  lugar  la  traslación 
de  dominio  y  el  derecho  á  percibir  los  frutos. 

LVI.  Si  el  testador  mejorase  á  alguno  de  sus  hijos  y  mu- 
riese dejando  bienes  que  produzcan  fruto  después  de  su 
fallecimiento,  aunque  se  tarde  mucho  en  hacerla  partición, 
solo  percibirá  el  mejorado  el  importe  de  la  mejora,  y  no  se 
le  dará  en  razón  de  esta  mayor  parte  de  frutos  que  á  los 
demás  herederos:  —  Io.  porque  cuando  no  hay  designación 
ni  entrega  de  bienes  ,  solo  corresponden  al  mejorado  los 
frutos  desde  el  dia  de  la  adjudicación  :  —  2o.  porque  aun- 
que los  frutos  son  aumento  de  herencia  ,  esto  se  entiende 
de  los  que  el  testador  deja  pendientes  en  las  fincas  fructí- 
feras ó  recogidos  en  sus  trojes ,  mas  no  de  los  que  nacen 
después  de  su  muerte  ;  pues  solo  se  llama  propiamente  he- 
rencia al  acervo  de  bienes  que  existe  cuando  uno  fallece  : 

—  3o.  porque  para  la  adquisición  de  frutos  es  necesario  el 
dominio  absoluto  y  verdadero  en  la  cosa  que  los  produce , 
y  el  mejorado  no  le  tiene  específico  durante  la  proindivision , 
por  falta  de  designación  y  entrega  ,  sino  general  é  indistinto 
en  los  bienes  de  la  herencia ,  como  los  demás  herederos. 
Así  que ,  en  el  caso  propuesto  debe  hacerse  con  igualdad 
entre  todos  los  herederos  la  division  de  frutos ,  separando 
ante  todas  cosas  el  importe  de  la  mejora ,  y  agregando  luego 
al  residuo  de  la  herencia  el  total  valor  líquido  de  dichos 
frutos  ;  y  hecho  un  cuerpo  de  estas  dos  partidas,  se  dividirá 
con  igualdad  entre  todos  los  herederos ,  incluso  el  mejorado. 
Si  este  fuere  menor,  y  por  culpa  ó  morosidad  de  su  tutor 
se  hubiese  retardado  la  partición  ,  podrá  repetir  contra  él  á 
fin  de  que  le  indemnice  del  perjuicio  que  le  cansó  la  tar- 
danza en  la  percepción  de  frutos  hasta  la  adjudicación.  Es 
de  notar  también  que  si  quedasen  frutos  pendientes  en  los 
bienes  de  la  mejora,  corresponde  su  mitad  á  la  viuda  en 
razón  de  gananciales;  y  en  consecuencia  deben  inventa- 
riarse y  tasarse  dichos  frutos,  sucediendo  lo  mismo  si  falle- 
ciere la  mujer  y  sobreviviere  el  marido. 

LVI1.  En  algunos  casos  en  que  la  mejora  ha  sido  revol- 
cada ,  está  obligado  el  mejorado  á  restituir  con  los  frutos 
percibidos  la  cosa  en  que  se  le  mejoró ,  y  son  los  siguientes  : 

—  Io.  cuando  se  hizo  la  donación  por  causa  de  muerte , 
por  estar  suspensa  y  sin  efecto  mientras  vive  el  testador  : 

—  2o.  cuando  se  hizo  condicional  mente,  y  la  condición  no 
se  cumplió  ,  pues  entonces  no  produce  efecto  alguno.  Si  se 
hace  verdaderamente  nulo  el  título  en  que  consiste  la  me- 
jora ,  porque  se  revoca  ,  se  debe  restituir  la  cosa  donada  , 
mas  no  los  frutos;  ley  8,  tít.  U-,  Part.  5.  Si  la  mejora  se  revocó 
por  ingratitud  del  mejorado,  y  los  bienes  en  que  consistía 
le  habían  sido  entregados,  solo  se  restituirán  los  frutos 
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percibidos  desde  el  dia  de  la  ingratitud ,  porque  solo  desde 
entonces  es  poseedor  de  mala  fe  y  no  antes,  pues  los  adqui- 
rió como  verdadero  dueño.  También  se  restituyen  los  frutos 
desde  el  dia  de  la  restitución  de  la  mejora  y  no  antes , 
cuando  la  mejora  entregada  se  revoca  en  el  todo  por  haberse 
reservado  el  mejorante  la  facultad  de  revocarla  ,  pues  como 
el  mejorado  se  hace  verdadero  dueño  lucra  los  frutos  desde 
el  dia  en  que  se  hizo  la  mejora  hasta  el  de  la  revocación  , 
y  puede  pedir  las  espensas  y  aumentos  hechos  en  los  bienes 
sin  que  tenga  obligación  de  compensarlos  con  sus  frutos. 
—  Véase  Colación,  Donación  en  sus  diferentes  artículos, 
y  Dote. 

MSJORA  inoficiosa.  La  mejora  espresa  ó  la  tácita  por 
donación  simple  que  escede  el  valor  del  tercio  ,  quinto  y 
legítima  del  hijo  mejorado ,  y  la  mejora  tácita  procedente 
de  donación  causal  que  escede  el  valor  de  la  legítima ,  tercio 
y  quinto  ,  haciendo  el  cómputo  por  la  estimación  que  ten- 
gan los  bienes  al  tiempo  de  la  muerte  del  testador  ;  leyes  25 
y  26  de  Toro  ,  ó  leyes  7  y  10  ,  til.  6,  lib.  10 ,  Nov.  Rec.  En 
estos  casos  tienen  acción  los  demás  hijos  para  pedir  el  suple- 
mento de  sus  legítimas  ,  debiendo  repartirse  entçe  todos  el 
esceso  de  la  mejora  ;  ley  5,  lit.  5,  lib.  10,  Nov.  Rec.  (1). 

MELLIZOS.  Los  hermanos  nacidos  de  un  mismo  parto. 
Véase  Gemelos. 

MEMORIA.  La  facultad  de  acordarse  de  lo  que  se  ha 
percibido  por  los  sentidos.  Se  presume  que  nos  acordamos 
de  lo  que  hemos  hecho  ;  pero  esto  fio  siempre  es  cierto  : 
Incertum  est ,  ne  forsan  oblilus  datorum  aut  prœ  tumullu 
mortis  angustiatus ,  hujus  non  est  memoratus.  Se  dice  que 
no  hay  memoria  de  hombre  sobre  una  cosa  ó  hecho,  cuando 
es  opinion  general  que  nadie  lo  vio  ni  lo  oyó  ,  ni  sabe  que 
algún  otro  lo  hubiese  visto  ú  oido  :  Memoriam  non  extare 
dicitur,  ciim  omnium  hœc  est  opinio  ,  nec  audisse,  nec  vi- 
disse ,  cüm  opus  (  v.  gr.  )  fieret ,  nec  ex  eis  audisse  qui 
vidissenl  huí  audissent.  Véase  Ignorancia. 

MEMORIA.  La  fama ,  gloria  ó  aplauso  :  —  la  reputación 
buena  ó  mala  que  queda  de  una  persona  después  de  su 
muerte  :  —  el  monumento  que  queda  á  la  posteridad  para, 
recuerdo  ó  gloria  de  alguna  cosa  :  —  la  obra  pia  ó  aniver- 
sario que  instituye  ó  funda  alguno  para  conservar  su  memo- 
ria :  —  la  relación  de  gastos  hechos  en  alguna  dependencia 
ó  negociado,  ó  el  ayuntamiento  de  otras  cosas  ,  como  una 
especie  de  inventario  sin  formalidad  ,  etc.  Véase  Cadáver, 
Injuria,  §§  IV,  V,  IX  y  XIII,  Ti.  h,  Acusado,  n.  S,  y  Patro- 
nato de  legos. 

MEMORIA  testamentaria.  El  escrito  simple  á  que  se 
remite  el  testador  como  parte  de  su  testamento.  En  la  me- 
moria testamentaria  puede  declararse  el  nombre  del  here- 
dero instituido  en  el  testamento  ó  en  el  poder  para  testar, 
y  ponerse  asimismo  condiciones  y  gravámenes  que  se  anun- 
ciaron ,  pero  que  no  se  espresaron  en  aquellos  documentos. 
Si  dijere  pues  el  testador  que  quiere  sea  su  heredero  el 
sugeto  cuyo  nombre  tiene  escrito  de  su  puño  en  un  papel 
o  memoria  que  está  en  tal  gaveta  ó  en  poder  de  fulano ,  ó 
que  su  heredero  perciba  la  herencia  con  las  condiciones  y 
gravamen ,  y  en  los  bienes  y  forma  que  espresará  en  me- 
moria testamentaria  que  quiere  se  estime  por  parte  de  su 
testamento,  serán  válidas  estas  disposiciones  y  deberá  cum- 
plirse el  contenido  de  la  memoria  que  se  encontrare,  con 
tal  que  no  haya  motivo  para  dudar  de  que  esté  realmente 
escrita  por  el  testador;  pues  constando  ser  suya  ,  y  citán- 
dose en  el  testamento,  se  estima  parte  de  este.  Bien  es  cierto, 
que  en  una  memoria  testamentaria  no  se  puede  instituir 

(1)  Es  de  advertir  que  conforme  á  la  ley  24  de  Toro,  que  es  la 
8  del  tí t .  0,  lib.  10,  Nov.  Rec,  vale  la  mejora  de  tercio  y  quinto, 
aunque  se  anule  el  testamento  en  que  se  haga,  por  preterición  ó 
desheredación. 


heredero ,  ni  poner  condiciones  al  instituido  ;  pero  pueden 
hacerse  declaraciones  que  ya  se  anunciaron  en  el  testa- 
mento. Malienzo  en  la  ley  1 ,  til.  tí,  lib.  8 ,  Recop. 

MEMORIAL.  El  libro  ó  cuaderno  en  que  se  apunta  6 
nota  alguna  cosa  para  algún  fin  ;  —  y  el  papel  ó  escrito  en 
que  se  pide  alguna  merced  ó  gracia,  alegando  los  méritos 
ó  motivos  en  que  el  suplicante  apoya  su  razón. 

MEMORIAL  ajustado.  El  apuntamiento  en  que  se  con- 
tiene todo  el  hecho  de  algún  pleito  ó  causa.  Véase  Relator. 

MENDIGO.  El  pobre  que  va  pidiendo  limosna  de  puerta 
en  puerta  ('?).  Véase  Pobre. 

MENESTRAL.  El  oficial  mecánico  que  gana  la  subsis- 
tencia con  el  trabajo  de  sus  manos.  Véase  Artesano. 

MENOR.  Todo  individuo  de  ambos  sexos  que  no  ha 
cumplido  la  edad  de  veinte  y  cinco  años. 

I.  La  naturaleza  no  marca  igualmente  en  cada  persona  la 
época  en  que  la  razón  queda  suficientemente  desarrollada  ; 
pero  como  la  ley  no  podia  seguirle  los  pasos  en  todas  sus 
variaciones  ,  ha  tenido  que  fijar  una  regla  general ,  decla- 
rando que  hasta  los  veinte  y  cinco  años  cumplidos  no  nos 
considera  capaces  de  gobernar  nuestra  hacienda  ni  de  dis- 
poner de  nuestra  persona  ;  y  mientras  dura  este  estado  de 
incapacidad  ,  nos  toma  bajo  su  protección  ,  nos  concede 
ciertos  privilegios ,  nos  nombra  ó  hace  nombrar  personas 
que  en  caso  de  orfandad  cuiden  de  nuestros  intereses  ,  y 
anula  en  fin  los  contratos  que  tal  vez  hubiésemos  hecho  , 
siempre  que  nos  fueren  perjudiciales;  ley  2,  lit.  19,  Part.  6. 

II.  El  menor  se  llama  infante  desde  el  nacimiento  hasta  la 
edad  de  siete  años  cumplidos;  —  próximo  á  la  infancia 
desde  los  siete  años  hasta  los  diez  y  medio  ;  —  próximo  à  la 
pubertad  desde  los  diez  años  y  medio  hasta  los  catorce 
siendo  varón ,  y  hasta  los  doce  siendo  hembra;  —  y  menor 
particularmente  desde  los  catorce  ó  doce  años,  según  el 
sexo  ,  hasta  los  veinte  y  cinco.  Llámase  ademas  impúber  ó 
pupilo  el  menor  de  catorce  años  si  es  varón  ,  y  de  doce  si 
es  hembra.  Parece  que  la  hembra  debiera  llamarse  próxima 
á  la  infancia  desde  los  siete  años  hasta  los  nueve  y  medio  , 
puesto  que  efectivamente  durante  el  trascurso  de  esta  época 
se  halla  mas  inmediata  á  la  infancia  que  á  la  pubertad  ;  y 
próxima  á  la  pubertad  desde  los  nueve  años  y  medio  hasta 
los  doce.  Véase  Edad,  Infancia  é  Impúber. 

III.  El  menor  impúber  ó  pupilo  que  se  halla  en  estado 
de  orfandad ,  está  bajo  el  cuidado  de  su  tutor  testamen- 
tario ,  legítimo  ó  dativo,  quien  tiene  autoridad ,  así  para 
educarle  y  defenderle  como  para  administrar  sus  bienes  ; 
y  el  menor  que  ha  llegado  á  la  edad  de  la  pubertad,  esto 
es  ,  á  la  edad  de  catorce  años  siendo  varón  ó  de  doce  si  es 
hembra  ,  sale  de  la  tutela  ,  y  entra  en  la  cúratela  ,  es  decir, 
en  la  potestad  de  un  curador  que  le  dirija  ó  intervenga  en 
sus  negocios,  bien  que  no  puede  ser  obligado  á  nombrar  ni 
recibir  curador  sino  en  el  caso  de  tener  que  presentarse  en 
juicio  como  actor  ó  reo;  mas  si  ya  le  hubiere  recibido ,  ó  le 
hubiere  sido  dado  en  testamento  y  confirmado  por  el  juez 
con  conocimiento  de  su  utilidad ,  no  le  puede  desechar  hasta 
la  edad  de  veinte  y  cinco  años  ;  leyes  1 ,  2  y  13 ,  til.  16, 
Part.  6  ,  y  gl.  de  Greg.  López.  Véase  Tutor  y  Curador. 

IV.  Al  menor,  sea  varón  ó  hembra  ,  no  se  le  considera 
capaz  de  delinquir  hasta  despues  que  haya  cumplido  la  edad 

(2)  Véase  la  ley  21  y  notas  6  y  7,  tít.  59  ,  lib.  7,  Nov.  Rec, 
cuyo  título  trata  Del  socorro  y  recogimiento  de  los  pobres.  —  En 
la  república  de  Méjico,  el  art.  11  del  reglamento  de  la  ley 
de  vagos  prohibió  con  multa  de  25  pesos  el  dar  limosna  á  los 
que  la  pidiesen  en  las  puertas  de  templos,  atrios ,  portales, 
fondas  y  plazas  —  Véase  el  bando  de  9  de  agosto  de  1 830 ,  sobro 
recoger  en  el  Hospicio  de  Pobres  á  los  mendigos  y  necesitados, 
prohibición  de  pedir  limosna  en  público,  y  prevenciones  para 
fomento  del  Hospicio.  —  Véase  la  ordenanza  de  Intendentes. 
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de  diez  años  y  medio  ;  ley  9,  lit.  i  ,  ley  3 ,  til.  8 ,  ley  S, 
til.  51 ,  Part.  7  :  pero  nunca  debe  imponérsele  la  pena  ordi- 
naria del  delito,  sino  otra  mas  leve  ;  ley  9,  til.  \ ,  Parí.  7. 
Sin  embargo,  como  en  los  delitos  de  lujuria,  ademas  de  la 
voluntad ,  deba  concurriría  posibilidad  física  de  cometerlos, 
y  la  ley  no  la  supone  hasta  los  doce  años  en  las  hembras  y 
catorce  en  los  varones ,  por  ser  la  edad  que  respectivamente 
les  ha  señalado  para  poder  casarse,  tampoco  seles  supone 
capaces  de  delinquir  en  esta  materia  hasta  la  mencionada 
edad  de  doce  y  catorce  años;  leyes  9  y  31  ,  tít.  í,yley%, 
til.  21 ,  Part.  7.  Últimamente,  hasta  los  diez  y  siete  años 
cumplidos  no  puede  imponerse  á  los  menores  la  pena  capital 
por  ser  esta  ls  mas  terrible  de  todas  ;  y  la  ley  8  ,  tít.  31 , 
Part.  7,  manda  que  hasta  dicha  edad  se  les  mengüe  la  pena , 
lo  que  confirma  asimismo  la  ley  3,  tít.  14,  lib.  12, 
Nov.  Rec. 

El  menor  de  veinte  y  cinco  años  ,  en  materia  civil  y  para 
el  efecto  de  evitar  su  daño,  queda  escusado  con  la  ignorancia 
del  derecho  ;  leyes  29  y  51 ,  til.  \h,  Part.  5 ,  y  ley  9,  lit.  19, 
Part.  6.  Véase  Paga  indebida  y  Prescripción. 

V.  El  menor,  durante  su  infancia  ,  se  considera  incapaz 
de  consentimiento  ,  y  por  consiguiente  no  puede  obligarse  á 
otro  en  ninguna  manera  por  contrato,  intervenga  ó  no  la 
autoridad  de  su  tutor,  ni  tampoco  el  otro  contrayente  puede 
quedar  obligado  á  él ,  aunque  el  contrato  ceda  en  utilidad 
del  infante.  —  Si  habiendo  salido  de  la  infancia,  hizo  algún 
contrato  con  autoridad  de  su  tutor,  queda  obligado  á  cum- 
plirlo ,  aunque  si  padeció  lesión  podrá  valerse  del  beneficio 
de  la  restitución  por  entero  ;  mas  si  lo  hizo  sin  autoridad  del 
tutor,  el  contrato  es  válido  en  el  caso  de  que  le  sea  útil ,  y 
absolutamente  nulo  en  el  caso  de  que  le  sea  nocivo,  aun- 
que se  halle  próximo  á  la  pubertad.  —  El  que  ha  salido  de  la 
cduil  papilar,  esto  es,  el  mayor  de  catorce  años ,  goza  de  las 
mismas  ventajas  que  el  pupilo,  cuando  teniendo  curador 
contrae  sin  su  licencia ,  pues  es  nulo  ipso  jure  el  contrato  que 
cede  en  su  perjuicio,  y  válido  el  que  le  produce  utilidad  ; 
pero  si  no  tiene  curador  y  celebra  algún  contrato  ,  queda 
obligado  á  cumplirlo,  bien  que  si  hubiere  padecido  lesión 
en  él ,  podrá  pedir  la  restitución  in  integrum  ó  por  entero. 
Leyes  II  y  §,  tít.  11,  Part.%,  ley  17,  lit.  \b,yley  2,  til.  19, 
Part.  f>,ygl.  de  Greg.  López.  El  menor  de  veinte  y  cinco  años  y 
mayor  de  catorce  que  renunciare  con  juramento  el  beneficio 
de  la  restitución  in  integrum ,  no  podrá  efectivamente  in- 
vocar despues  este  beneficio.  Véase  Juramento  promisorio, 
§V,  n.S. 

VI.  Como  el  menor  no  tiene  la  libre  administración  de 
sus  bienes  ,  no  puede  enajenar  los  raices,  ni  los  muebles 
muy  preciosos ,  sino  con  autoridad  del  tutor  ó  curador  y  de- 
creto del  juez ,  por  causas  justas  y  urgentes ,  como  por  pagar 
deudas,  dotar  alguna  hermana,  contraer  matrimonio  él 
mismo ,  ú  otra  razón  semejante  ;  de  modo  que  si  faltan  estos 
requisitos,  es  nula  ipso  jure  la  enajenación,  sin  que  sea 
necesario  implorar  el  ausilio  de  la  restitución;  y  aunque  se 
observen  ,  si  hubiere  lesión  en  el  precio  ,  no  en  cualquiera 
parte  sino  á  lo  menos  en  la  sexta  ,  tiene  el  menor  dos  ac- 
ciones á  su  arbitrio,  la  una  personal  contra  su  tutor  ó  cu- 
rador ó  los  herederos  para  reclamar  la  indemnización  del 
daño  que  esperimenló  por  su  culpa  ,  y  la  otra  real  contra 
cualquier  poseedor  para  reivindicar  la  finca  enajenada. 
Cuando  la  enajenación  tiene  lugar  para  pagar  á  los  acree- 
dores, debe  hacerse  en  pública  subasta  de  treinta  dias;  y 
si  el  menor  prueba  que  por  no  haberse  subastado  padeció 
lesión  ,  ó  hay  alguno  que  ofrezca  mayor  precio  por  la  cosa 
vendida ,  se  le  concederá  la  restitución  para  que  se  vuelva 
á  vender.  Leyes  59  y  60,  til.  18 ,  Part.  3 ,  íey  18  ,  lit.  16  , 
Part.  6,  ley  17,  lit.  1 ,  lib.  10,  Nov.  Rec.  Salgad.,  Labyr. , 
p.  2,  c.  2,  ns.  8  y  9.  Véase  Tutor  y  Curador,  y  Juicio  eje- 
cutivo ,  §  XLIV. 


VII.  El  menor  que  tiene  tutor  ó  curador  no  puede  sin  su 
licencia  comprar  ni  tomar  en  fiado  mercaderías  ni  otros  gé- 
neros; de  manera  que  es  absolutamente  nulo  el  contrato, 
fianza ,  seguridad  y  mancomunidad  que  sobre  ello  se  hiciere 
en  cualquier  modo  y  con  cualesquiera  cláusulas  ;  ni  en  su 
virtud  puede  pedirse  cosa  alguna  en  juicio  ni  fuera  de  él  al 
menor  ni  á  sus  fiadores  ,  principales  pagadores  ,  ni  á  otras 
personas  que  por  él  se  hubiesen  obligado;  antes  por  el  con- 
trario el  platero  ,  mercader  ú  otra  persona  que  otorgue  tales 
contratos,  ó  atraiga  al  menor  á  que  los  jure,  pierde  su  oficioy 
tiene  que  pagar  la  multa  de  cien  mil  maravedís;  y  el  escribano 
que  intervenga  incurre  en  la  pena  de  perpetua  privación  de 
oficio.  El  menor  que  no  tuviere  tutor  ó  curador,  no  puede 
tomar  en  fiado  dineros,  plata,  oro  ni  otro  género  de  mer- 
caderías para  cuando  se  case ,  herede  ó  suceda  en  algún 
mayorazgo,  ó  para  cuando  tenga  mas  renta  ó  hacienda  :  los 
contratos  ,  fianzas  y  seguridades  que  sobre  ello  se  hicieren 
son  nulas  en  el  modo  dicho  ;  y  los  mercaderes ,  plateros  , 
escribanos  y  cualesquiera  otras  personas  que  intervinieren, 
incurren  en  las  penas  que  quedan  declaradas.  Ley  17,  lit.  i, 
lib.  10,  y  ley  1 ,  lit.  8,  lib.  10,  Nov.  Rec. 

VIII.  El  menor  tiene  hipoteca  tácita  en  los  bienes  de  su 
tutor  ó  curador,  herederos  y  fiadores ,  por  el  alcance  líquido 
que  resulte  ásu  favor  en  las  cuentas  de  la  tutela  ó  curadoría, 
aunque  la  tutela  ó  curadoría  estén  á  cargo  de  la  madre  ó 
abuela  :  bajo  el  concepto  de  que  si  la  madre  en  este  caso  se 
volviere  á  casar,  quedan  también  responsables  los  bienes  de 
su  nuevo  marido  hasta  la  rendición  de  cuentas  con  pago; 
ley  23,  tít.  13,  Parí.  S,  ley  21 ,  tít.  16,  Parí.  6,  y  ley  26, 
lit.  13,  Part.  S,  con  las  glos.  Esta  hipoteca  tácita  ó  legal 
comprende  únicamente  los  bienes  que  el  tutor  ó  curador 
posee  al  tiempo  que  recibe  el  cargo ,  y  los  que  adquiere 
mientras  este  dura  ,  mas  no  los  que  lucra  después  de  aca- 
bado ;  y  se  prefiere  á  la  hipoteca  posterior  tácita  ó  espresa, 
mas  no  á  la  anterior  que  tuviesen  otros  acreedores.  El  menor 
puede  dirigir  su  acción  en  caso  necesario  contra  cualquiera 
de  los  varios  fiadores  que  le  hubiere  dado  su  tutor  ó  cura- 
dor, sin  que  el  demandado  pueda  oponer  la  escepcion  de  la 
division  entre  los  otros  ;  mas  si  los  fiadores  hubiesen  sido 
dados  por  diversos  tutores,  que  administraron  á  un  tiempo 
la  tutela  ó  curadoría,  podrá  el  reconvenido  por  el  todo  fe- 
clamar  el  beneficio  de  la  division  contra  los  de  los  contutores; 
y  si  solo  el  uno  de  los  contutores  hubiese  sido  administrador, 
debe  el  menor  dirigirse  contra  su  fiador  antes  que  contra 
los  de  los  demás  que  no  administraron  ,  del  mismo  modo 
que  debe  atacar  primero  al  tutor  que  tuvo  parte  en  la  admi- 
nistración y  solo  subsidiariamente  al  que  no  la  tuvo.  — 
También  tiene  el  menor  hipoteca  tácita  en  las  fincas  que  se 
compran  con  su  dinero,  hasta  que  le  recobra,  á  pesar  de 
que  ,  generalmente  hablando  ,  la  cosa  comprada  con  dinero 
ajeno  se  hace  propia  del  comprador,  y  no  queda  hipotecada 
al  pago,  sino  en  caso  de  pactarse  lo  contrario.  Véase  Hipo- 
teca,  §X,  ns.  U  y  S,  g  XIV,  y  g  XXIX,  n.  5. 

IX.  El  menor  no  es  persona  legítima  para  presentarse  en 
juicio ,  como  actor  ni  como  reo ,  ya  sea  la  causa  civil,  ya  sea 
criminal  ;  de  modo  que  si  es  pupilo  ó  impúber,  debe  inter- 
venir en  sus  pleitos  el  tutor,  y  no  teniendo  tutor  se  le  pro- 
vee de  curador  para  el  negocio  ;  mas  si  fuere  adulto,  esto 
es,  si  hubiere  llegado  á  la  edad  de  la  pubertad,  tiene  que 
nombrar  por  sí  mismo  curador  de  pleito  que  le  defienda,  en 
caso  de  no  tenerle  ó  de  estar  ausente,  y  rehusando  nom- 
brarle puede  elegirle  el  juez  para  que  el  juicio  no  sea  iluso- 
rio y  nulo;  leyes  13  y  17,  tít.  16,  Part.  6.  Véase  Ador,  Acu- 
sado ,  n.  Io.  Acusador,  n.  2o.  Juicio  criminal,  §§  XLIV  y 
LXXII.  En  las  causas  espirituales  y  beneficíales  se  reputa 
mayor  el  adulto  ;  y  así  es  que  en  ellas  puede  comparecer  en 
juicio  por  sí  mismo  y  constituir  procurador  con  mandato  ó 
poder  especial  para  sostener  su  derecho  en  la  que  le  hubiere 
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ocurrido  (1).  —  El  menor  gozaba  en  lo  antiguo  el  privilegio 
de  caso  de  corle,  es  decir,  que  siempre  que  habia  de  litigar 
como  actor  ó  como  reo ,  en  causa  civil  ó  criminal ,  tenia  de- 
recho para  traer  á  su  adversario  ante  la  audiencia  ó  tribu- 
nal superior  de  la  provincia,  declinando  la  jurisdicción  del 
juez  ordinario  ante  quien  se  hubiese  incoado  el  pleito;  pero 
no  podia  usar  de  este  privilegio  en  pleito  que  se  hubiere 
principiado  con  el  difunto  mayor  de  veinte  y  cinco  años  á 
quien  hubiese  sucedido ,  ni  en  el  movido  á  su  tutor  sobre 
administración  de  la  tutela  sino  en  caso  de  alguna  razón  po- 
derosa ,  ni  tampoco  en  el  que  tuviese  contra  otro  menor  ó 
persona  igualmente  privilegiada  :  mas  ya  no  hay  casos  de 
corte.  Véase  Casó  de  corte. 

El  menor  de  veinte  y  cinco  años  no  puede  deferir  el  jura- 
mento sin  autorización  de  tutor  ó  curador  ;  y  si  lo  defiriere 
sin  ella,  no  valdrá  la  sentencia  que  á  virtud  de  tal  jura- 
mento se  diere  en  perjuicio  suyo  ;  pero  si  el  adversario  se  lo 
defiere  á  él,  valdrá  lo  que  jurase  en  beneficio  propio; 
leyes  3  y  7,  lit.  11 ,  Part.  3.  Véase  Juramento  decisorio  del 
pleito,  §  IV. 

X.  El  menor  no  puede  hacer  testamento  mientras  es  in- 
fante ó  pupilo  ;  pero  puede  hacerlo  siendo  adulto ,  es  decir, 
luego  que  cumple  catorce  años  si  es  varón  y  doce  si  es  hem- 
bra ,  sin  que  para  ello  necesite  la  licencia  ó  autorización  de 
sus  padres,  ni  la  de  su  tutor  ó  curador;  ley  13,  lit.  i,  Part.  6. 
Véase  Testamento. 

XI.  El  varón  menor  de  veinte  y  cinco  años ,  y  la  hembra 
menor  de  veinte  y  tres,  no  pueden  casarse  sin  el  consenti- 
miento paterno ,  como  se  esplica  con  mas  estension  en  la 
palabra  Matrimonio  ;  ley  18,  lit.  2,  lib.  10,  Nov.  Rec. 

XII.  El  menor  de  siete  años  no  puede  admitir  la  herencia 
por  sí  mismo ,  sino  que  debe  admitirla  por  él  su  padre  ó  tu- 
tor ;  el  mayor  de  siete  años  y  menor  de  catorce  puede  ad- 
mitirla por  sí  mismo,  bien  que  con  otorgamiento  del  padre 
ó  tutor,  ó  del  juez  del  lugar  en  su  defecto  ;  y  el  mayor  de 
catorce  que  no  está  en  guarda  y  poder  de  otro ,  puede  ha- 
berla por  sí,  y  aun  arrepentirse  después  por  el  derecho  de 
restitución  ;  ley  13 ,  lit.  6,  Part.  6.  Véase  Aceptación  de  he- 
rencia . 

XIII.  El  menor  que  se  hubiere  casado  puede  administrar 
su  hacienda  y  la  de  su  mujer  menor,  en  entrando  en  los 
diez  y  ocho  años,  sin  necesidad  de  venia  ;  ley  7,  lit.  "I, 
lib.  10,  Nov.  Rec.  :  pero  como  no  por  eso  se  constituye 
mayor,  conserva  siempre  hasta  los  veinte  y  cinco  años  el 
beneficio  de  la  restitución  in  inlegrum  para  el  caso  en  que 
padezca  daño  por  su  administración ,  necesita  de  la  inter- 
vención de  eurador  ad  lilem  para  presentarse  en  juicio  ,  y 
no  puede  enajenar  ni  gravar  sus  bienes  raices  sin  decreto 
del  juez,  aunque  sí  celebrar  otros  contratos. 

XIV.  El  varón  mayor  de  veinte  años ,  y  la  hembra  mayor 
de  diez  y  ocho,  pueden  obtener  dispensa  de  edad  para  ad- 
ministrar sus  bienes  sin  autoridad  de  curador,  acreditando 
su  edad  con  la  partida  de  bautismo,  y  su  idoneidad  para  la 
administración  con  información  judicial.  En  su  virtud  que- 
dan libres  de  la  potestad  de  su  curador,  y  no  necesitan  de 
su  licencia  para  los  actos  y  contratos  relativos  á  la  adminis- 
tración ;  pero  no  pueden  enajenar  ni  gravar  sus  bienes  in- 
muebles sin  decreto  judicial,  ni  tampoco  presentarse  en 
juisio  sin  curador  ad  lilem  ,  ni  pierden  el  privilegio  de  res- 
titución, ni  se  hacen  capaces  de  las  demás  cosas  para  que 
íio  están  habilitados  (2).  Véase  Gracias  al  sacar. 

(1)  Cap.  fin.  de  judie,  in  tí.  Pero  en  la  Curia  eclesiástica  de 
Méjico  siempre  se  les  ha  de  nombrar  curador  á  los  menores  en  to- 
das sus  causas,  como  está  determinado  en  el  concilio  5o.  Meji- 
cano, §  U  ,  lib.  2  ,  t.  d  ,  De  ordine  judiciorum. 

(2)  Véase  atentamente  la  lección  séptima  de  Práct.  for.  mcj., 
núms.  16  hasta  25 ,  en  que  se  trata  con  precisión  y  claridad  del 


XV.  El  hijo  de  familias  que  haya  cumplido  veinte  años , 
que  haya  sido  emancipado  legalmente,  que  tenga  peculio 
propio ,  que  haya  sido  habilitado  para  la  administración  de 
sus  bienes  ,  y  que  haga  renuncia  solemne  del  beneficio  de 
la  restitución  obligándose  con  juramento  à  no  reclamarlo  en 
los  negocios  mercantiles  que  haga ,  puede  abrazar  y  ejercer 
la  profesión  de  comerciante,  é  hipotecar  los  bienes  inmue- 
bles de  su  pertenencia  para  seguridad  de  las  obligaciones 
que  contraiga  como  tal;  arts,  k y  6  del  cocí,  de  com.  Véase 
Comerciante ,  Edad,  Huérfano,  Impúber,  Restitución ,  Tu- 
tor y  Curador,  Testamento  y  Testigo. 

MENORÍA  ó  minoridad.  El  estado  en  que  el  hombre  á 
causa  de  su  edad  se  reputa  incapaz  de  disponer  de  su  per- 
sona y  de  administrar  y  enajenar  sus  bienes.Véase  Menor. 

MENOSCABO.  En  el  lenguaje  vulgar  es  la  disminución 
ó  deterioración  de  alguna  cosa ,  de  modo  que  es  igual  á 
daño ,  según  el  diccionario  de  la  Academia;  pero  en  el  len- 
guaje legal  hay  grande  diferencia  entre  daño  y  menoscabo, 
pues  daño  no  es  otra  cosa  que  la  pérdida  que  se  sufre  en 
alguna  cosa  ,  y  menoscabo  la  ganancia  que  se  deja  de  hacer 
por  culpa  de  otro.Véase  Daños  y  perjuicios. 

MENTECATO.  El  que  se  halla  en  un  estado  de  imbeci- 
lidad ó  flaqueza  de  espíritu  que  casi  le  hace  incapaz  de 
concebir  y  formar  ideas  sino  es  sobre  sus  necesidades  físi- 
cas. La  mentecatez  es  un  estado  continuo ,  y  se  diferencia 
de  la  demencia  ó  locura  y  del  furor,  que  suelen  presentar 
lúcidos  intervalos  ó  momentos  de  calma.  La  demencia  es  el 
desarreglo  de  las  facultades  del  hombre  que  tiene  ideas 
multiplicadas  é  incoherentes  y  se  ve  privado  del  uso  de  la 
razón.  El  furor  es  el  esceso  de  la  demencia  que  inspira  al 
hombre ,  victima  de  sus  ataques ,  acciones  peligrosas  para 
sí  mismo  y  para  los  otros.  Al  desgraciado  que  se  halla  en 
un  estado  habitual  de  mentecatez,  demencia  ó  furor,  se  le 
pone  en  interdicción  declarándole  incapaz  de  los  actos  de 
la  vida  civil,  y  privándole  por  consiguiente  de  la  adminis- 
tración de  sus  bienes  ;  y  se  le  nombra  un  curador  para  que 
se  encargue  del  cuidado  de  su  persona  y  de  sus  intereses, 
en  la  misma  forma  que  lo  hace  el  tutor  de  un  huérfano  que 
está  todavía  en  la  infancia;  ley  13,  lit.  16,  Part.  6,  y  su 
glosa. 

«  Otrosí  el  home  que  es  fuera  de  su  seso,  non  face  ningún 
fecho  enderezadamente  ;  et  por  ende  non  se  puede  obligar, 
porque  non  sabe,  nin  entiende  pro  nin  daño  ;  vregla  h,  til.  54, 
Parí.  7. 

El  mentecato,  imbécil  ó  desmemoriado,  pues  con  todos 
estos  nombres  se  le  designa  ,  está  escusado  de  las  leyes ,  y 
no  incurre  en  las  penas  de  los  delitos,  fati  infelicitus  excu- 
sât; pero  son  culpables  los  parientes  ú  otros  encargados  de 
su  custodia  si  fueren  negligentes  en  ella  ;  y  á  ellos  es  á  quie- 
nes puede  pedirse  el  tuerto  que  aquellos  hicieren,  esto  es,  la 
responsablidad  pecuniaria  por  el  mal  causado  por  el  imbécil 
ó  mentecato;  ley  9  ,  lit.  1 ,  y  ley  8  ,  tít.  9,  Part.  7.  Véase 
Loco. 

MENUDOS.  El  diezmo  de  los  frutos  menores,  como  son 
hortalizas,  frutas,  miel,  cera  y  otros  semejantes  que  se 
arrendaban  y  recaudaban  con  el  nombre  de  renta  de  me- 
nudos. 

MERCADER.  El  que  tiene  la  ocupación  habitual  do 
comprar  y  vender  mercaderías  (5). 

Ningún  mercader  puede  vender  ni  dar  en  fiado  mercade- 
rías ni  otros  géneros  á  los  hijos  de  familia  mayores  ó  me- 
nores que  estén  en  poder  de  sus  padres  ,  ni  á  los  menores 

"menor  que  obtuvo  dispensa  ó  venia  de  edad,  y  se  manifiestan  las 
opiniones  contrarias  de  los  autores  sobre  este  punto,  insinuando 
los  medios  eficaces  para  terminar  dichas  cuestiones. 

(3)  Véase  el  cap.  9  de  las  Orden,  de  Bilbao,  De  los  mercaderes. 
—  Cur.  Filíp.,  cap.  i,  lib.  1,  comer,  terr.,  Mercaderes. 
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que  tengan  tutores  ó  curadores ,  sin  que  preceda  licencia  de 
los  padres  ,  tutores  ó  curadores,  respectivamente;  bajo  el 
supuesto  de  que  en  caso  de  haberlo  hecho,  no  puede  pedir 
su  importe  en  tiempo  alguno  judicial  ni  extrajudicialmente 
á  los  dichos  hijos  de  familia  y  menores ,  ni  á  las  personas 
que  tal  vez  se  hubiesen  obligado  por  ellos  ;  y  ademas  incurre 
en  las  penas  de  privación  de  oficio  y  de  cien  mil  maravedís 
de  multa,  si  los  hubiese  atraido  á  hacer  y  jurar  tales  con- 
tratos ;  ley  17,  til.  1 ,  lib.  iO,Nov.  Rec. 

Tampoco  puede  dar  géneros  en  fiado  ,  bajo  las  mismas 
penas  ,  á  los  mayores  ó  menores  que  no  estén  bajo  la  patria 
potestad ,  ni  tengan  tutor  ó  curador,  para  cuando  se  casen , 
hereden  ó  sucedan  en  algún  mayorazgo  ,  ó  para  cuando 
tengan  mas  renta  ó  hacienda;  ley  17,  lit.  I,  lib.  10, 
Nov.  Rec. 

Ningún  mercader  puede  por  sí  ni  por  otras  personas  de- 
mandar jamas  ni  deducir  en  juicio  las  mercaderías  y  géneros 
que  diere  al  fiado  para  bodas  á  personas  de  cualquier  esta- 
do, calidad  y  condición;  ley  2,  til.  8,  lib.  10  ,  Nov.  Rec.  El 
que  diere  á  préstamo  alguna  cantidad  en  mercaderías  de 
cualquier  especie ,  incurre  en  la  pena  de  perderla  á  favor 
del  juez,  fisco  y  denunciador  ;  ley  3,  lit.  8,  lib.  10,  Nov. Rec. 

El  que  después  de  haber  dado  algunos  géneros  al  fiado  , 
los  vuelve  á  recobrar  directa  ó  indirectamente  en  mas  bajo 
precio  por  dar  el  dinero  de  contado  al  que  se  los  compró, 
pierde  su  oficio  y  el  dinero,  y  ademas  incurre  en  la  multa 
de  cincuenta  mil  maravedís,  debiendo  aplicarse  el  dinero  y 
la  multa  al  fisco,  juez  y  denunciador  por  terceras  partes; 
ley  24,  lit.  1 ,  lib.  10  ,  Nov.  Rec.  Véase  Comerciante. 

MERCADERA.  La  mujer  que  tiene  por  ocupación  ha- 
bitual y  ordinaria  el  tráfico  mercantil. 

Puede  ser  mercadera  la  que  según  las  leyes  tiene  capaci- 
dad para  contratar  y  obligarse  (1).  También  puede  serlo  la 
mujer  casada  ,  mayor  de  veinte  años  que  tenga  para  ello 
autorización  espresa  de  su  marido ,  dada  en  escritura  pú- 
blica, ó  bien  estando  separada  legítimamente  de  su  cohabi- 
tación. En  el  primer  saso  están  obligados  á  las  resultas  del 
tráfico  los  bienes  dofales ,  y  todos  los  derechos  que  ambos 
cónyuges  tengan  en  la  comunidad  social  ;  y  en  el  segundo  lo 
estarán  solamente  los  bienes  de  que  la  mujer  tuviese  la 
propiedad,  usufructo  y  administración  cuando  se  dedicó  al 
comercio  ,  los  dotales  que  se  le  restituyan  por  sentencia  le- 
gal ,  y  los  que  adquiera  posteriormente  ;  art.  5  del  cód. 
de  com. 

La  mujer  casada  puede  hipotecar  los  bienes  inmuebles  de 
su  pertenencia  para  seguridad  de  las  obligaciones  que  con- 
traiga como  mercadera;  pero  no  puede  gravar  ni  hipotecar 
los  bienes  inmuebles  propios  del  marido  ,  ni  los  que  perte- 
nezcan en  común  á  ambos  cónyuges,  si  en  la  escritura  de 
autorización  no  se  le  dio  espresamente  esta  facultad  ;  arts.  6 
y  7,  cód.  de  com. 

No  se  reputa  mercadera,  ni  se  obliga  como  tal  la  mujer 
que  no  hace  otra  cosa  sino  vender  por  menor  las  mercade- 
rías del  comercio  de  su  marido,  en  cuyo  caso  puede  solo 
asimilarse  á  un  simple  dependiente  ó  mancebo.  La  merca- 
dera tiene  las  mismas  obligaciones  que  el  mercader.  Véase 
Comerciante  y  Comercio. 

MERCADERÍA.  Todo  género  que  se  vende  ó  compra 
por  mayor  ó  por  menor  en  lonjas,  tiendas,  almacenes,  fe- 
rias y  mercados.  El  curso  de  las  mercaderías  es  el  que  re- 
sulta de  las  negociaciones  y  transacciones  que  se  hacen  en 
la  bolsa  ó  lonja. 

I.  Las  mercaderías  que  se  remiten  en  consignación  de 
una  plaza  á  otra  ,  se  entienden  especialmente  obligadas  al 

(1)  Cur.  Filíp.,  n.  26,  lib.  i,  com.  terr.,  cap.  1.  —  Leyes  11, 
12,  15,  14  y  15,  tít.  1,  lib.  10,  N»v.  Rec, ,  que  son  conducentes 
al  caso. 


pago  de  las  anticipaciones  que  el  consignatario  hubiere  he- 
cho á  cuenta  de  su  valor  y  producto  ,  y  asimismo  de  los 
gastos  de  trasporte ,  recepción ,  conservación  y  demás  es- 
pendidos legítimamente ,  y  al  derecho  de  comisión  ;  con  tal 
que  estén  en  poder  del  consignatario,  ó  se  hallen  á  su  dis- 
posición en  un  depcsito  ó  almacén  público,  ó  se  hayan  es- 
pedido á  su  dirección  y  haya  recibido  un  duplicado  autén- 
tico del  conocimiento  ó  carta  de  porte. 

II.  Las  mercaderías  que  se  envian  por  tierra,  ríos  ó 
canales  navegables ,  se  trasportan  á  riesgo  y  ventura  del 
propietario ,  quien ,  si  otra  cosa  no  se  hubiere  eonvenido, 
tiene  que  sufrir  los  daños  y  menoscabos  que  sobrevengan 
por  caso  fortuito  inevitable,  por  violencia  insuperable  ,  ó 
por  la  naturaleza  y  vicio  propio  de  las  mismas  mercaderías, 
mas  no  los  que  procedan  de  culpa  ó  negligencia  del  portea- 
dor, antes  por  el  contrario  tiene  obligados  como  hipoteca 
especial  en  su  favor  las  bestias,  carruajes,  barcos,  apare- 
jos, y  todos  los  demás  instrumentos  principales  y  accesorios 
del  trasporte  ;  arts.  208  y  211  del  cód.  de  com. 

Cuando  hay  dudas  y  contestaciones  sobre  el  estado  de  las 
mercaderías  al  tiempo  de  hacerse  la  entrega ,  se  reconocen 
por  peritos  nombrados  por  las  partes  ó  en  su  defecto  por  la 
autoridad  judicial  ;  y  si  no  quedan  conformes  los  interesa- 
dos, usan  de  su  derecho  en  justicia,  depositándose  los  ge- 
nerasen almacén  seguro;  art.  218.— Las  mercaderías  están 
especialmente  obligadas  á  la  responsabilidad  del  precio  del 
trasporte  ;  de  suerte  que  si  el  porteador  no  logra  su  pago 
dentro  de  las  veinte  y  cuatro  horas  siguientes  á  la  entrega 
de  los  géneros ,  puede  exigir  la  venta  judicial  de  la  parte 
que  sea  necesaria  para  cubrir  dicho  precio  y  gastos  supli- 
dos ;  arts.  228  y  250. 

III.  Las  mercaderías  vendidas  pasan,  aun  antes  de  la  en- 
trega, al  dominio  del  comprador,  de  cuya  cuenta  corren  por 
consiguiente  los  daños  y  menoscabos  que  no  provengan  de 
fraude  ó  negligencia  del  vendedor;  á  no  ser  que  aquellas 
no  sean  un  objeto  cierto  y  determinado,  ó  hayan  de  exa- 
minarse por  el  comprador,  ó  hayan  de  entregarse  por  nú- 
mero, peso  ó  medida,  ó  se  hayan  vendido  condicionalmen- 
te  ;  arts.  366  y  367.— Cuando  las  mercaderías  se  entregaren 
en  fardos  ó  bajo  cubiertas  que  impiden  su  reconocimiento, 
puede  el  comprador  reclamar  en  los  ocho  dias  siguientes 
cualquier  perjuicio  que  haya  sufrido  por  falta  en  la  cantidad 
ó  por  vicio  en  la  calidad;  y  cuando  las  mercaderías  tuvie- 
sen vicios  internos  que  no  pudieron  apercibirse  por  el  reco- 
nocimiento hecho  al  tiempo  de  la  entrega,  recaen  sus  resultas 
en  el  vendedor  durante  los  seis  meses  siguientes  á  aquella  ; 
arts.  570  y  571.  —  Mientras  las  mercaderías  vendidas  est'ín 
en  poder  del  vendedor,  aunque  sea  por  via  de  depósito , 
tiene  este  preferencia  sobre  ellas  á  cualquiera  otro  acreedor 
del  comprador  por  el  importe  de  su  precio  é  intereses  de  la 
demora  en  su  pago  ;  art.  576. 

IV.  Las  mercaderías  que  existen  en  la  masa  de  una  quie- 
bra, sin  haberse  trasferido  su  propiedad  al  quebrado  por  un 
título  legal  é  irrevocable  ,  se  consideran  de  dominio  ajeno,  y 
se  ponen  por  consiguiente  á  disposición  de  sus  dueños.  Tales 
son  las  que  el  quebrado  tuviese  en  depósito ,  ó  por  comisión 
de  compra,  venta,  tránsito  ó  entrega  ;  las  que  se  le  hubieren 
vendido  à  pagar  de  contado ,  y  cuyo  precio  ó  parte  de  él  no 
estuviese  satisfecho  ínterin  subsistan  embaladas  en  sus  al- 
macenes ,  ó  en  los  términos  en  que  se  hizo  la  entrega ,  y  en 
estado  de  distinguirse  específicamente  por  las  marcas  y  nú- 
meros de  los  fardos  ó  bultos  ,  y  las  que  hubiere  comprado 
al  fiado,  mientras  no  se  le  hubiere  hecho  la  entrega  mate- 
rial de  ellas,  ó  que  después  de  cargadas  de  su  orden,  cuenta 
y  riesgo  se  le  hubiesen  remitido  las  cartas  de  porte  ó  los 
conocimientos;  cód.  de  com.,  arts.  1115  y  1114.  Véase 
Venta  mercantil ,  Porteador  y  Graduación  de  acreedores. 

MERCADO.  La  concurrencia  de  gente  á  un  paraje  de- 
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terminado  y  en  dias  fijos  para  comprar  y  vender  mercade- 
rías; y  el  sitio  público  en  que  se  verifica  tal  reunion.  Véase 
Feria. 

MERINO.  Cierto  funcionario  público  que  antiguamente 
ponia  el  rey  en  algún  territorio,  dándole  jurisdicción  amplia. 
Este  se  llamaba  merino  mayor,  y  tenia  facultad  para  nom- 
brar merinos  subalternos  con  la  jurisdicción  que  les  quería 
delegar.  Hubo  merinos  mayores  de  Castilla  ,  de  León  ,  de 
Galicia,  de  Asturias,  Guipúzcoa  y  Álava,  y  también  en  mu- 
chas ciudades.  Todavía  se  llamaba  merino  últimamente  en 
algunas  partes  un  oficial  inferior  de  justicia  que  ejecutaba 
las  órdenes  de  algún  corregidor;  y  de  hecho  en  las  monta- 
fias  de  Burgos ,  en  Cataluña  ,  Galicia  y  otras  partes  ,  habia 
merinos  que  mandaban  siete  y  ocho  y  aun  cincuenta  luga- 
res, y  se  solian  llamar  alcaldes  merinos  que  estaban  sujetos 
al  corregidor  del  partido  ,  y  eran  superiores  á  los  alcaldes 
particulares.  —  Dícese  también  merino  el  ganado  trashu- 
mante á  quien  mudan  de  pastos  ,  teniéndole  el  invierno  en 
Estremadura ,  y  el  verano  en  la  montaña. 

MÉRITOS  del  proceso.  Las  causas  ó  razones  que  re- 
sultan de  un  proceso  por  las  cuales  se  ha  de  gobernar  el 
juez  para  sentenciarle  en  justicia. 

MERO  imperio.  Véase  Imperio. 

MES.  Cada  una  de  las  doce  partes  en  que  se  divide 
el  año. 

I.  El  mes  es  astronómico  ó  civil. 

El  mes  astronómico  se  compone  del  tiempo  que  gasta  el 
sol  en  correr  cualquiera  de  los  doce  signos  del  zodíaco  :  uno 
de  estos  meses  es  siempre  igual  al  otro.  Mes  civil  es  cual- 
quiera de  las  doce  partes  del  año  que  se  designan  con  los 
nombres  de  enero,  febrero,  marzo,  etc.  :  estos  meses  son  des- 
iguales; hay  siete  de  treinta  y  un  dias,  cuatro  de  treinta, 
y  uno,  que  es  febrero ,  de  veinte  y  ocho  en  el  año  común  y 
de  veinte  y  nueve  en  el  bisiesto. 

II.  Esta  desigualdad  ha  causado  embarazos  en  la  juris- 
prudencia ,  cuando  se  ha  tratado  de  términos  fijados  por 
meses.  ¿  Cómo  en  efecto  se  han  de  arreglar  estos  plazos  se- 
gún una  variación  tan  marcada  en  el  modo  dé  computarlos? 
¿  se  harán  los  meses  de  treinta  dias?  ¿se  les  darán  treinta  y 
uno?  Cuando  el  plazo  ó  término  es  de  muchos  meses,  ¿se  les 
hará  en  parte  de  treinta  dias,  y  en  parte  de  treinta  y  uno? 
Hé  aquí  tres  maneras  de  calcular  que  son  por  cierto  bien 
diferentes  :  sin  embargo,  todas  tienen  textos  del  derecho  ro- 
mano que  las  autorizan;  y  lo  mas  particular  es  que  las  leyes 
del  reino  no  nos  han  enseñado  todavía  á  cuál  de  ellas  debe- 
mos atenernos. 

III.  La  ley  última,  C.  de  jure  deliberandi,  es  una  de  las 
que  adoptan  el  primer  partido.  Después  de  haber  fijado  á 
1res  meses  el  término  para  deliberar,  añade  que  si  el  here- 
dero quiere  aprovecharse  de  este  tiempo  para  tomar  la  su- 
cesión con  beneficio  de  inventario  ,  debe  dentro  de  treinta, 
dias,  inlra  triginla  dies,  desde  que  tuvo  conocimiento  de  su 
calidad  de  heredero,  comenzar  el  inventario  de  todo  lo  que 
el  difunto  dejó  á  su  muerte  ,  y  acabarlo  en  debida  forma 
dentro  de  los  sesenta  dias  restantes  ,  inlra  alios  sexaginla 
dies  :  de  suerte  que  dicha  ley  establece  una  perfecta  sinoni- 
mia entre  las  palabras  sesenta  dias  y  la  espresion  dos 
meses. 

IV.  El  segundo  partido,  es  decir,  el  de.  la  fijación  de  los 
meses  á  treinta  y  un  dias,  está  adoptado  por  la  ley  última, 
C.  de  temporibus  appellulionum.  En  ella  se  dice  que  todo  li- 
tigante que  sucumbió  ante  los  jueces  inferiores  del  Asia  ó  de 
la  Trucia,  debe  tener  para  llevar  su  apelación  á  Constanti- 
nopla  un  espacio  de  tres  meses  ó  de  noventa  y  tres  dias  , 
trium  mensium  spatiis,  id  est ,  nonaginla  el  tribus  diebus. 

V.  Finalmente,  la  ley  que  en  los  términos  compuestos  de 
muchos  meses  los  hace  en  parte  de  treinta  y  en  parte  de 
treinta  y  un  dias,  es  la  lev  101,  D.  de  regulis  juris  :  Ubi  lex, 


dice,  duorum  mensium  fccil  mentionem. ,  et  qui  sexagésimo 
etprimo  die  vcnerit ,  audiendus  est. 

VI.  Un  comentador, tratando  de  conciliar  estas  contra- 
dicciones verdaderamente  chocantes,  se  esplica  de  este  mo- 
do :  «  Si  se  divide  el  año  en  portes  iguales,  cada  una  se  en- 
contrará de  treinta  dias,  diez  horas  y  media  ó  cerca;  y  así 
la  duodécima  parte  del  año  se  aproxima  mas  à  treinta  dias 
que  á  treinta  y  uno  :  de  donde  puede  concluirse  que  el  mes 
no  debe  ser  sino  de  treinta  dias;  me  parece  que  así  es  como 
debe  contarse  cuando  el  plazo  se  fija  por  el  hombre  en  las 
sentencias  y  en  las  convenciones  ó  en  los  actos  de  última  vo- 
luntad. En  cuanto  á  los  plazos  determinados  por  la  ley,  hay 
mas  dificultad  á  causa  de  la  contrariedad  de  los  textos  del 
derecho;  ¿no  se  les  podria  conciliar,  diciendo  que  cuando 
el  término  se  compone  de  muchos  meses  en  número  igual 
debe  ser  el  uno  de  treinta  dias ,  y  el  otro  de  treinta  y  uno? 
La  ley  Ubi  lex ,  D.  de  regulis  juris ,  lo  ha  decidido  con  bas- 
tante claridad  :  Ubi  lex  duorum  mensium  fecil  mentionem, 
qui  sexagésimo  el  primo  die  venerit,  audiendus  est  ;  lo  quo 
conviene  á  la  estension  de  los  meses  civiles ,  que  son  casi 
alternativamente  de  treinta  ó  de  treinta  y  un  dias  :  pero 
cuando  el  número  de  los  meses  es  impar  ó  desigual ,  el  mes 
que  es  par  ó  igual  debe  ser  de  treinta  ó  de  treinta  y  un  dias, 
según  el  rigor  del  término  asignado;  á  no  ser  que  se  les  ha- 
ga á  todos  de  treinta  y  un  dias  cuando  el  término  es  favo- 
rable, como  en  el  caso  de  apelación,  y  á  todos  de  treinta  dias 
solamente,  cuando  el  término  no  es  favorable  ,  como  en  el 
caso  de  la  ley  de  jure  deliberandi. 

VII.  Mas  ¿  es  razonable  hacer  depender  del  mayor  ó  me- 
nor favor  de  una  acción  cuya  duración  se  mide  por  meses 
la  manera  con  que  cada  mes  debe  calcularse?  Hay  pocas 
acciones  que  no  sean  á  la  vez  favorables  bajo  un  aspecto  y 
desfavorables  bajo  otro.  Casi  no  se  puede  favorecer  á  una 
parte  sin  perjudicar  á  otra  cuyos  intereses  estén  en  oposi- 
ción con  los  suyos.  La  justicia  quiere  pues  que  la  computa- 
ción sea  la  misma  en  todos  los  casos,  y  que  sin  detenernos 
en  escepciones  puramente  arbitrarias  no  demos  á  la  palabra 
mes  otra  idea  que  la  del  espacio  de  tiempo  que  está  fijado 
por  el  calendario  Gregoriano. 

VIII.  La  ley  b,  tít.  ô,  Part.  6,  despues  de  fijar  igualmente 
el  término  de  1res  meses  para  formar  el  inventario  de  los 
bienes  de  la  sucesión  ,  quiere  que  el  heredero  lo  empiece 
dentro  de  treinta  dias  desde  que  supiere  la  muerte  del  fina- 
do, y  que  lo  acabe  dentro  de  los.  1res  meses  referidos.  Con 
cuyo  motivo  dice  Gregorio  López  en  la  glosa  G  do  dicha  ley, 
que  la  ley  última,  C.  de  jure  deliberandi ,  de  la  cual  fué  lo- 
mada la  de  Partida ,  habla  de  nóvenla  dias ,  y  quo  así  quiere 
la  ley  de  Partida  que  cada  mes  contenga  treinta  dias,  siem- 
pre que  se  haga  mención  de  meses,  y  que  no  obstante  pa- 
rece que  puede  concluirse  el  inventario  en  el  dia  noventa  y 
uno,  como  se  deduce  de  la  ley  Ubi  lex,  D.  de  regulis  juris: 
de  suerte  que  Gregorio  López  adopta  al  parecer  la  opinion 
de  que  cuando  las  leyes  hablan  de  muchos  meses,  deben 
entenderse  estos  alternativamente  de  treinta  y  de  treinta  y 
un  dias. 

IX.  Pero  la  regla  general  debe  ser  que  cuando  las  leyes  ó 
los  particulares  fijan  uno,  dos  ó  mas  meses  para  una  cosa, 
deben  tomarse  estos  como  están  designados  en  el  calendario 
Gregoriano  :  de  suerte  que  si  se  estipula  ó  se  manda  el  dia 
primero  de  febrero  que  se  haga  una  cosa  dentro  de  1res  me- 
ses, no  se  hará  precisamente  dentro  de  noventa  dias,  sino 
dentro  de  ochenta  y  nueve,  porque  febrero, marzo  y  abril 
no  contienen  mas  que  este  número  ;  y  si  por  el  contrario  se 
promete  ó  se  ordena  la  cosa  el  dia  primero  de  julio  para  den- 
tro de  igual  plazo,  no  se  cumplirá  este  sino  al  cabo  de  no- 
venta y  dos  dias,  porque  tal  es  el  número  que  se  encierra 
en  julio,  agosto  y  setiembre.  Así  es  que  el  código  de  comer- 
cio dispone  que  en  los  cómputos  de  meses  han  de  entenderso 
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estos  según  están  designados  en  el  calendario  Gregoriano  , 
art.  256  ;  y  que  de  consiguiente ,  los  meses  para  el  cómputo 
de  los  términos  de  las  letras  giradas  á  meses  ó  á  usos  se  con- 
tarán de  fecha  á  fecha ,  art.  liUH. 

MESEGUERÍA.  La  guarda  de  los  panes  ó  delasmieses; 
el  repartimiento  que  se  hace  entre  los  labradores  para  pa- 
gar dicha  guarda,  y  el  tanto  que  á  cada  uno  corresponda. 

MESÓN.  La  casa  donde  mediante  cierto  precio  se  da 
albergue  á  los  forasteros  que  acuden  de  diversas  partes.  En 
caso  de  que  á  un  viajante  se  le  robe  alguna  cosa  en  el  mesón, 
tiene  que  pagarla  doble  el  mesonero  si  el  robo  se  hubiere 
cometido  por  alguno  de  sus  sirvientes  ó  familiares ,  por  la 
culpa  de  tener  malhechores  en  su  casa;  pero  si  el  delin- 
cuente fuese  un  estraño,  y  no  mediare  culpa  del  mesonero, 
solo  estará  este  obligado  al  pago  de  la  cosa  hurtada  cuando 
la  hubiese  recibido  en  guarda  ;  ley  26,  lit.  8,  Part.  S,  y 
leyl,  lit.  \h,  Pari.  7. 

MESTA.  El  cuerpo  y  hermandad  de  pastores  y  dueños 
de  ganados  trashumantes ,  representado  por  una  junta  ó 
concejo  que  suele  reunirse  dos  veces  al  año  bajo  la  presi- 
dencia en  lo  antiguo  de  un  ministro  del  supremo  consejo 
de  Castilla  y  ahora  de  la  persona  propuesta  por  la  misma 
junta  y  aprobada  por  el  gobierno,  para  tratar  los  negocios 
concernientes  á  los  ganados  y  gobierno  económico  de  ellos. 

I.  Antes  tenia  el  honrado  concejo  de  la  Mesta  ciertos  jue- 
ces ó  alcaldes  ,  llamados  entregadores ,  que  visitando  los 
partidos,  conocian  de  las  causas  tocantes  á  ganados  y  pas- 
tos ,  aseguraban  los  pasos  y  cañadas  ,  y  libertaban  á  los  ga- 
nados de  vejaciones,  portazgos  é  impuestos  indebidos  en  su 
trashumacion  de  los  estremos  á  la  tierra  ó  al  revés  ;  pero 
estas  funciones  y  facultades  se  cometieron  posteriormente  á 
los  corregidores  y  alcaldes  mayores  de  letras  de  cada  terri- 
torio ,  como  subdelegados  del  presidente  de  dicho  concejo , 
que  era  el  juez  superior  inmediato  para  ante  quien  debían 
admitir  aquellos  las  apelaciones  de  derecho;  y  de  las  provi- 
dencias del  presidente  se  acudia  al  consejo  supremo  en  sala 
de  mil  y  quinientas,  cuya  primera  sentencia  causaba  eje- 
cutoria. 

II.  Mas  por  real  orden  de  16  de  febrero  de  1835  se  su- 
primió el  tribunal  de  esce'pcion  del  honrado  concejo  de  la 
Mesta,  el  cual  quedó  reducido  á  una  mera  corporación  de 
ganaderos  presidida  por  una  persona  que  ella  misma  propu- 
siera para  la  real  aprobación  ;  encargándose  á  las  reales  au- 
diencias respectivas  los  negocios  contenciosos  que  estaban 
antes  cometidos  á  la  presidencia  de  la  Mesta. 

Por  reales  órdenes  de  51  de  enero,  \k  de  mayo-,  15  de 
julio  y  3  de  octubre  de  1856  se  mandó  que  el  concejo  de  la 
Mesta  se  llamase  asociación  general  de  ganaderos  ;  que  hasta 
la  formación  de  las  leyes  que  derogasen  ó  reformasen 
las  que  entonces  regían  en  el  ramo  de  ganadería ,  se  conti- 
nuasen observando  las  hasta  entonces  vigentes  ;  que  la  pre- 
sidencia de  la  asociación  nuevamente  creada  continuase  en 
ol  ejercicio  de  las  atribuciones  gubernativas  y  administrati- 
vas que  las  mismas  leyes  señalaban  al  presidente  del  antiguo 
concejo  de  la  Mesta  ;  que  igualmente  siguiesen  desempe- 
ñando los  demás  funcionarios  del  ramo  sus  respectivos  en- 
cargos, y  los  gobernadores  civiles  (boy  jefes  políticos)  y 
demás  autoridades  cooperasen  al  cumplimiento  de  estas  dis- 
posiciones ;  y  que  los  alcaldes  ordinarios  y  ayuntamientos 
constitucionales  se  encargasen  de  las  funciones  que  estaban 
cometidas  á  los  alcaldes  de  la  Mesta ,  desempeñándolas  con 
arreglo  á  la  Constitución  y  á  las  leyes  y  reglamentos  vigentes 
del  ramo  de  ganadería. 

En  t¡  de  setiembre  de  1838  se  acordó  por  real  decreto  que 
la  suprema  inspección  de  las  cañadas  reales  y  demás  cami- 
nos pastoriles  de  todo  el  reino ,  con  sus  descansaderos,  abre- 
vaderos y  demás  servidumbres  públicas  de  los  ganados, 
correspondía  á  la  superintendencia  general  de  caminos  unida 


al  ministerio  de  la  gobernación  de  la  península  y  sus  depen- 
dencias ;  pero  por  real  decreto  de  27  de  junio  de  1839  se 
derogó  en  todas  sus  partes  el  de  h  de  setiembre  de  1838  y  se 
restableció  en  su  lugar  la  declaración  contenida  en  la  real 
orden  de  Ib  de  julio  de  1836,  que  casi  contiene  todos  los  es- 
tremos de  la  de  31  de  enero ,  14  de  mayo  y  3  de  octubre  del 
mismo. 

III.  Pertenece  pues  ahora  á  los  jueces  de  primera  instan- 
cia de  los  partidos  el  conocimiento  de  todos  los  asuntos  con- 
tenciosos de  la  ganadería  trashumante  ó  mesteña  ,  con 
apelación  á  las  audiencias  territoriales ,  conservándose  úni- 
camente en  este  ramo  los  procuradores  fiscales  de  ganade- 
ría ,  cuyo  nombramiento  se  hace  por  la  asociación  ,  previos 
los  informes  convenientes,  en  uno  de  los  principales  gana- 
deros del  pueblo  cabeza  de  partido ,  que  reúna  el  número 
de  cabezas  que  fije  la  instrucción  vigente. 

Respecto  de  los  asuntos  no  contenciosos  ,  y  aun  de  los 
que  lo  sean  si  no  pasan  las  penas  que  hayan  de  imponerse  de 
doscientos  reales ,  entienden  los  alcaldes  constitucionales  de 
los  pueblos  en  dond  se  causen  los  daños  ó  se  cometan  las 
transgresiones.  Así  es  que  si  se  diese  parte  de  que  se  hallan 
ganados  dolientes  en  cualquiera  término  de  un  pueblo  ,  el 
alcalde  y  no  el  juez  de  primera  instaucia  debe  proceder 
desde  luego  á  instruir  el  oportuno  espediente  para  acredi- 
tarlo ,  y  efectuado  que  sea  pasar  á  designar  terreno  donde 
hayan  de  pastar  los  ganados  enfermos ,  convocando  al  efecto 
á  los  demás  ganaderos  del  pueblo  para  deliberar  de  común 
acuerdo  acerca  de  este  punto;  en  la  inteligencia  de  que  si 
no  se  aviniesen ,  determinará  el  alcalde  con  la  premura  que 
exige  el  caso  para  evitar  la  infección  de  los  demás  rebaños, 
reservándose  el  derecho  á  los  interesados  de  acudir  al  jefe 
político  en  queja  contra  las  determinaciones  de  los  alcaldes 
cuando  se  crean  agraviados,  pero  sin  dejarse  por  esto  de 
ejecutar  la  providencia. 

IV.  La  existencia  de  este  concejo  pastoril  en  la  forma 
que  antes  tenia ,  dice  un  célebre  escritor,  era  una  ofensa  de 
la  razón  y  de  las  leyes.  Los  privilegios  de  que  gozaba  eran 
exorbitantes,  absurdos  ,  contrarios  al  derecho  de  propiedad 
y  al  interés  de  la  agricultura.  Entre  los  principales  se  con- 
taban :  —  Io.  la  posesión  que  ganaban  los  ganados  trashu- 
mantes en  sus  dehesas  y  pastos  :  —  2o.  la  tasa  de  las  yer- 
bas :  —  3o.  la  prohibición  de  romper  las  tierras  :  —  k°.  la 
prohibición  de  cercar  ó  cerrar  las  heredades. 

La  posesión  no  fué  seguramente  en  los  principios  otra 
cosa  que  un  convenio  ú  ordenanza  del  gremio  de  ganaderos, 
serranos  para  no  arrendar  ni  pretender  ninguno  de  sus  in-. 
dividuos  los  pastos  que  otro  hermano  tuviese  arrendados  , 
con  la  mira  de  precisar  por  este  medio  á  los  dueños  de  los 
pastos  y  dehesas  á  que  dejasen  en  el  disfrute  de  ellas  á  loa 
arrendatarios  mesteños  aun  después  de  cumplido  el  tiempo 
del  arrendamiento  ;  mas  sin  embargo  de  que  dicha  conven-   j 
cion  ú  ordenanza,  aprobada  con  las  demás  de  la  Mesta  en  el  ! 
siglo  xvi ,  se  hizo  sin  ánimo  de  perjudicar  á  ningún  tercero  j 
ó  estraño  en  sus  derecbos,  lograron  después  los  hermanos  | 
de  la  Mesta  con  sus  artificios  transformar  la  tal  posesión  en 
un  arrendamiento  perpetuo  ,  de  suerte  que  llegando  á  dis- 
frutar un  ganadero  trashumante  algunos  pastos  ó  dehesas , 
era  muy  difícil  tuviesen  estas  otro  destino  que  el  aprovecha- 
miento de  los  mesteños  que  las  esclavizaban  para  sí.  Esta 
posesión  no  tuvo  lugar  en  las  dehesas  de  propios  ó  boyales  , 
ni  en  las  de  pasto  y  labor,  ni  en  los  pastos  apropiados  ó  ar- 
bitrados. 

«  El  privilegio  de  la  lasa,  que  era  también  injusto  ,  anti- 
económico y  anti-político  por  su  esencia  ,  lo  era  mucho  mas, 
cuando  se  consideraba  unido  á  los  demás  que  había  usurpado 
la  Mesta...  ¿Qué  era  pues  lo  que  se  podía  decir  de  la  tasa  , 
sino  que  se  había  inventado  para  alejar  el  equilibrio  de  lo? 
precios  en  el  único  caso  en  que  faltando  el  privilegio  de  po- 
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sesión ,  pudieran  buscar  su  nivel ,  puesto  que  la  tasa  toma- 
ba por  regla  unos  valores  establecidos ,  y  no  los  que  pudie- 
ran dar  las  circunstancias  contemporáneas  à  los  arriendos? 
¿Y  qué  se  dirá  de  las  leyes  que  habían  fijado  inalterablemente 
el  valor  de  las  yerbas  al  que  corría  un  siglo  ha?  ¿Ha  sido 
esto  otra  cosa  que  envilecer  la  propiedad ,  cuyo  valor  pro- 
gresivo no  se  puede  regular  con  justicia  sino  con  respecto  á 
sus  productos  ?  ¿Porqué  habia  de  ser  fijo  el  precio  de  las 
yerbas  ,  siendo  alterable  el  de  las  lanas  ?  Y  cuando  las  vici- 
situdes del  comercio  levantaron  las  lanas  á  un  precio  tan 
espantoso,  ¿no  era  una  enorme  injusticia  fijar  por  medio  de 
semejantes  tasas  el  precio  de  las  yerbas?  »  Mas  es  necesario 
advertir  que  era  contrario  á  las  leyes  antiguas  sobre  tasa  el 
espíritu  de  un  decreto  mas  moderno  ,  en  el  cual  se  dispone 
que  ocurriendo  dudas  sobre  el  precio  ,  se  tasen  los  pastos  por 
reglas  prudentes  y  adaptables  al  precio  actual  de  ellos,  se- 
gún el  que  han  lomado  las  lanas  y  demás  productos  del  mis- 
mo ganado. 

La  prohibición  del  rompimiento  de  las  dehesas  tenia  por 
objeto  sostener  la  superabundancia  de  pastos;  pero  es  claro 
que  ofendía  y  menguaba  el  derecho  de  propiedad ,  ya  impi- 
diendo al  dueño  el  libre  uso  de  sus  tierras,  ya  oponiéndose 
á  la  solicitud  de  su  mayor  producto  ;  pues  seguramente  en 
el  instante  en  que  un  dueño  determinaba  romper  una  dehe- 
sa ,  es  constante  que  esperaba  mayor  utilidad  de  su  cultivo 
que  de  su  pasto  ,  y  por  consiguiente  lo  es  que  las  leyes  que 
encadenaban  su  libertad  obraban  no  solo  contra  la  justicia, 
sino  también  contra  el  objeto  general  de  la  legislación  agra- 
ria ,  que  no  puede  ser  otro  que  el  que  la  propiedad  tenga  el 
mayor  producto  posible. 

La  prohibición  general  de  cerrar  las  heredades  se  funda- 
ba por  nuestros  pragmáticos  en  dos  leyes  que  seguramente 
bien  entendidas  estaban  muy  lejos  de  favorecerla  ,  y  se 
adoptó  desgraciadamente  por  los  tribunales;  si  bien  no  pue- 
de desconocerse  la  influencia  que  tuvo  en  uno  y  otro  la  Sies- 
ta, tan  vigilante  siempre  en  solicitar  privilegios  como  pode- 
rosa para  obtenerlos  y  estenderlos.  Los  mayorales  cruzando 
con  sus  inmensos  rebaños  desde  León  á  Estremadura  en  una 
estación  en  que  la  mitad  de  las  tierras  cultivables  del  trán- 
sito estaban  de  rastrojo ,  y  volviendo  de  Estremadura  á  León 
cuando  ya  las  hallaban  en  barbecho,  empezaron  á  mirar  las 
barbecheras  y  rastrojeras  como  uno  de  aquellos  recursos 
sobre  que  siempre  fundó  esta  granjeria  sus  enormes  prove- 
chos. Invadióse  la  propiedad  de  los  particulares  ;  y  la  prohi- 
bición de  los  cerramientos  se  consagró  por  las  leyes  pe- 
cuarias de  la  Mesta ,  como  si  el  pasto  espontáneo  de  las 
tierras ,  ora  estén  de  rastrojo ,  de  barbecho ,  ó  eriazo ,  no 
fuese  también  una  parte  del  producto  del  fundo  del  propie- 
tario y  del  sudor  del  colono.  Apenas  pudieron  librarse  de  la 
apertura  perpetua  las  tierras  destinadas  á  huertas  ,  viñas  y 
plantaciones  ,  como  si  el  cultivo  del  vino,  la  hortaliza  y  las 
frutas  ,  que  por  la  mayor  parte  abastecen  el  lujo,  mereciese 
mas  protección  que  el  de  los  granos,  que  forma  el  primer 
apoyo  de  la  pública  subsistencia  y  el  primer  nervio  de  la 
agricultura. 

El  uso  de  las  cañadas  es  tal  vez  el  único  privilegio  justo  á 
favor  de  la  Mesta ,  porque  sin  ellas  perecería  sin  duda  el 
ganado  trashumante,  que  no  pudiendo  sostenerse  durante  el 
invierno  en  las  altas  cumbres  cubiertas  de  nieve,  ni  du- 
rante el  verano  en  los  sitios  esterilizados  por  el  sol  del  estío, 
exige  la  frecuencia  y  amplitud  de  los  caminos  pastoriles 
para  la  emigración  periódica  que  debe  hacer  todos  los  años 
en  otoño  y  primavera. 

.  V.  Mas  por  fin  todos  estos  privilegios  quedaron  abolidos 
por  el  decreto  de  8  de  junio  de  1815,  restablecido  en  6  de 
setiembre  de  1856,  el  cual  adoptó  las  disposiciones  siguien- 
tes : — Ia.  Se  consideran  cerradas  y  acotadas  perpetuamente 
desde  ahora  todas  las  dehesas ,  heredades  y  demás  tierras 


de  cualquiera  cíase ,  pertenecientes  á  dominio  particular,  ya 
sean  libres  ó  vinculadas,  y  sus  dueños  ó  poseedores  podrán 
cercarlas  sin  perjuicio  de  las  cañadas  ,  abrevaderos,  cami- 
nos, travesías  y  servidumbres.,  disfrutarlas  libre  y  esclusi- 
vamente ,  ó  arrendarlas  como  mejor  les  parezca ,  y  desti- 
narlas á  labor  ó  á  pasto  ó  á  plantío,  ó  al  uso  que  mas  les 
acomode;  derogándose  por  consiguiente  cualesquiera  leyes 
que  prefijen  la  clase  de  disfrute  á  que  deban  destinarse  es- 
tas fincas,  pues  se  ha  de  dejar  enteramente  al  arbitrio  de 
sus  dueños.  —  2a.  Los  arrendamientos  de  cualesquiera  fin- 
cas rústicas  son  libres  à  voluntad  de  los  contratantes  y  por 
el  precio  ó  cuota  en  que  se  convengan ,  no  pudiendo  el  due- 
ño ni  el  colono  pretender  que  la  renta  estipulada  se  reduzca 
á  tasación,  sino  usar  únicamente  del  remedio  legal  de  lesión 
y  engaño  con  arreglo  á  los  principios  de  derecho.  —  3a.  Los 
arrendamientos  obligan  del  mismo  modo  á  los  herederos  de 
ambas  partes.  —  h&.  Ninguna  persona  ni  corporación  puede 
bajo  preteslo  alguno  alegar  preferencia  en  los  arriendos 
con  respecto  á  otra  que  se  haya  convenido  con  el  dueño.  — 
5a.  Los  arrendamientos  por  tiempo  determinado  de  tierras , 
dehesas  ó  cualesquiera  otros  predios  rústicos  fenecen  á  su 
cumplimiento  sin  necesidad  de  mutuo  desahucio ,  y  sin  que 
el  arrendatario  de  cualquier  clase  pueda  alegar  posesión 
para  continuar  contra  la  voluntad  del  propietario  ;  aunque 
si  después  de  concluido  el  término,  permanece  aquel  en  la 
finca  con  aquiescencia  de  este,  se  entiende  arrendada  por 
otro  año  bajo  iguales  condiciones.  —  6a.  Durante  el  tiempo 
estipulado  el  dueño  no  puede  despedir  al  colono  ,  ni  aun  á 
pretesto  de  necesitar  las  tierras  para  si  mismo,  á  no  ser  en 
los  casos  de  no  pagar  la  renta ,  tratar  mal  la  finca  ó  faltar  á 
las  condiciones  estipuladas.  —  7a.  Los  arriendos  en  que  no 
se  hubiere  fijado  plazo  duran  á  voluntad  de  las  partes ,  y 
cualquiera  de  ellas  que  quisiere  disolver  su  obligación ,  pue- 
de hacerlo  avisando  un  año  antes  para  que  tengan  tiempo, 
la  una  de  buscar  colono  ,  y  la  otra  de  proporcionarse  here- 
dad adonde  trasladar  su  labor  :  una  vez  desahuciado  el 
arrendatario,  no  tiene  ningún  derecho  de  posesión. — 8a.  No 
es  lícito  á  .este  subarrendar  ni  traspasar  la  finca  en  lodo  ni 
en  parte  sin  permiso  del  dueño.  —  9a.  Tanto  en  las  primeras 
ventas  como  en  las  ulteriores  ningún  fruto  ni  producción  de 
la  tierra ,  ni  sus  ganados  ni  esquilmos  ,  ni  los  productos  de 
la  caza ,  ni  las  horas  del  trabajo  ni  de  la  industria  están  su- 
jetos á  tasas  ni  posturas.  Todo  pues  es  permitido  venderlo  y 
revenderlo  al  precio  y  de  la  manera  que  mas  convenga  á 
sus  dueños,  con  tal  que  no  perjudique  á  la  salud  pública, 
VI.  Debe  sin  embargo  protegerse  la  ganadería  en  el  uso 
de  los  derechos  justamente  adquiridos  ;  y  así  no  se  puedo 
impedir  á  los  ganados  mesteños  el  paso  por  sus  cañadas, 
cordeles  ,  veredas,  caminos  ó  servidumbres  ;  ni  el  disfrute 
de  los  pastos  comunes  de  los  pueblos  del  tránsito ,  en  que 
se  les  haya  permitido  anteriormente ,  mientras  conserven 
esta  cualidad.  Pero  no  se  entienden  por  comunes  para  este 
objeto  los  de  propios  de  los  pueblos  ni  los  baldíos  arbitra- 
dos; ni  tampoco  se  pueden  contar  entre  aquellos  derechos 
los  privilegios  que  en  otro  tiempo  gozaba  la  ganadería ,  con 
menoscabo  del  dominio  privado  ,  de  entrar  en  las  tierras 
particulares  alzado  el  fruto  y  en  las  viñas  concluida  la  ven- 
dimia :  ni  el  tanteo  y  preferencia  en  los  arrendamientos,  y 
otros  de  esta  clase  contenidos  en  las  antiguas  colecciones  de 
la  Mesta  y  derogados  hoy,  como  opuestos  al  decreto  de  8  de 
junio  de  1815.  Decreto  de  Cortes  de  2S  de  setiembre  de  1820, 
y  real  decreto  de  25  de  setiembre  de  1856.  Los  ganados  tras- 
humantes,  estantes  y  riberiegos  estaban  gravados  en  otro 
tiempo  con  varios  impuestos  que  bajo  diversos  títulos  co- 
braban algunos  particulares  y  corporaciones  ;  mas  ya  se 
hallan  eximidos  de  estas  cargas ,  aunque  no  de  los  derechos 
de  pontones  y  barcas;  así  como  también  están  esentos  los 
particulares  y  corporaciones  de  darles  los  ausilios  que  les 
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franqueaban  por  efecto  de  esas  mismas  prestaciones  aboli- 
das; real  decreto  de  23  de  setiembre  de  1836.=Véase  Acota- 
miento ,  Asociación  general  de  ganaderos ,  Concejo  de  la 
Mesla,  Cañada  y  Pastos. 

MEZCLA.  La  mixtura  ó  incorporación  de  una  cosa  con 
otra.  Es  uno  de  los  modos  de  adquirir  el  dominio  por  acce- 
sión. Véase  Accesión. 

MI 

MÎEDO.  La  perturbación  del  ánimo  ,  originada  de  la 
aprehensión  de  algún  peligro  ó  riesgo  que  nos  amenaza  ó  que 
recelamos  :  Mclus  est  instanlis  vel  fuluri  periculi  causa  men- 
tis trepidalio.  Hay  miedo  leve  y  miedo  grave  :  leve  es  el  que 
se  halla  en  el  ánimo  de  un  hombre  timido,  como  seria  el  de 
desagradar  á  alguno  é  incurrir  su  desgracia  :  grave  es  el 
que  puede  espantar  á  un  hombre  intrépido,  como  el  que  se 
tiene  á  la  muerte,  al  tormento  del  cuerpo,  al  perdimiento  de 
miembro,  de  la  libertad,  de  la  honra  ó  de  los  bienes,  etc.  — 
El  miedo  grave  ,  siendo  injusto  de  parte  del  que  lo  causa  , 
anula  las  convenciones  ó  contratos,  porque  se  opone  á  la 
libertad  del  consentimiento  ;  mas  el  leve  no  escusa  de  la 
obligación  contraída  en  su  virtud;  ley  Ib,  til.  2,  Part.  U, 
ley  56,  lit.  b,  Part,  b,  ley  28,  tú.  H  ,  Part.  b.  —  El  miedo 
reverencial  que  tienen  los  hijos  á  sus  padres ,  no  se  reputa 
miedo  grave;  y  así  es  que  el  matrimonio  contraído  por  un 
hijo  de  familia  en  fuerza  de  tal  temor,  no  puede  conside- 
rarse nulo,  porque  este  miedo  no  escluye  el  consentimiento. 
«  Metus  en  latin,  dice  la  ley  7,  tít.  53,  Part.  7,  tanto  quiere 
decir  en  romance  como  miedo  de  muerte,  ó  de  tormento  del 
cuerpo,  ó  de  perdimiento  de  miembro,  o  de  perder  libertad, 
ó  las  cartas  por  que  la  podría  amparar,  ó  de  rescebir  des- 
honra por  que  fincaría  enfamadê  :  et  de  tal  miedo  como 
este,  ó  de  otro  semejante,  fablan  las  leyes  deste  nuestro 
libro,  cuando  dicen  que  pleito  ó  postura  que  home  face  por 
miedo  non  debe  valer  :  ca  por  tal  miedo  non  tan  solamente 
se  mueven  á  prometer  ó  facer  algunas  cosas  los  homes  que 
son  flacos  ,  mas  aun  los  fuertes.  Mas  otro  miedo  que  non 
fuese  de  tal  natura  ,  á  que  dicen  vano,  non  escusaria  al  que 
se  obligase  por  él.  »  Mas  es  preciso  advertir  en  general,  que 
para  graduar  el  miedo  ha  de  atenderse  á  la  edad ,  al  sexo  y 
á  la  condición  de  las  personas ,  pues  un  anciano  y  una  mu- 
jer se  espantan  mas  fácilmente  que  un  hombre  en  la  fuerza 
de  la  edad.  Véase  Consentimiento  y  Violencia. 

MILICIA.  El  arte  de  hacer  la  guerra  ofensiva  y  defen- 
siva ,  y  de  disciplinar  los  soldados  para  ella  ;  el  servicio  ó 
profesión  militar;  y  la  misma  soldadesca  ó  la  gente  que  si- 
gue la  guerra.  «  Milicia  quiere  tanto  decir,  según  la  ley  1, 
tít.  21,  Part.  2,  como  campaña  de  homes  duros  et  fuertes,  et 
escogidos  para  sofrir  trabajo  et  mal,  trabajando  et  lazrando 
por  pro  de  todos  comunalmente.  »  Diósele  el  nombre  de 
milicia,  porque  antiguamente  de  cada  mil  hombres  se  es- 
cogía uno  para  militar  ó  soldado  ó  defensor  de  la  tierra. 

MILICIAS  provinciales.  Cuerpos  de  tropas  formados 
de  vecinos  de  algún  pais  ó  ciudad  que  se  alistan  por  sorteo 
para  salir  á  campaña  en  su  defensa  cuando  lo  pide  la  nece- 
sidad. 

I.  Los  cuerpos  de  milicias  provinciales  deben  conside- 
rarse ó  bien  disueltos  en  sus  respectivas  provincias ,  ó  reu- 
nidos en  asambleas ,  ó  bien  en  guarnición  y  operaciones 
activas.  Considerados  en  el  segundo  estado ,  están  sujetos  á 
la  ordenanza  general  del  ejército  y  á  sus  mismos  procedi- 
mientos ,  desde  el  día  que  para  el  efecto  se  reúnan  en  sus 
capitales;  real  declaración  cíe  31  de  mayo  de  1767,  lit.  8, 
arts.  8  y  26.  Y  para  que  ninguno  pueda  alegar  ignorancia 
de  las  penas  en  que  incurre ,  debe  tener  cuidado  el  sarjento 
mayor  de  intimarles  la  ordenanza  del  ejército  á  los  sarjentos  , 
cabos,  tambores  y  pífanos  cuando  entran  al  servicio  de  sus 


plazas  ,  notándolo  en  sus  filiaciones,  y  á  los  soldados  luego 
que  el  regimiento  se  reúna  para  marchar  á  guarnición  ó 
campaña;  id.,  art.  27.  Son  por  consiguiente  considerados 
estando  en  campaña  como  regimientos  del  ejército,  y  su 
coronel  obra  como  el  de  cualquiera  otro  regimiento  de  línea 
ó  lijero;  ó  ya  dependen  en  guarnición  de  las  órdenes  y  ju- 
risdicción del  gobernador  ó  comandante  de  la  plaza. 

II.  Desde  el  día  en  que  los  regimientos  de  milicias ,  ó  parte 
de  ellos,  se  reunieren  en  las  capitales  ú  otros  parajes  para  salir 
al  servicio  de  guarnición  ó  campaña,  deben  ser  siempre  juzga- 
dos y  castigados  en  todos  sus  crímenes  militares  como  indivi- 
duos del  ejército  en  consejo  de  guerra  competente;  id.,  art.  26; 
y  aun  por  real  orden  de  7  de  febrero  de  1839  se  han  uni- 
formado mas  y  mas  los  procedimientos  militares  del  ejército 
y  de  los  regimientos  de  milicias  en  servicio  activo  ,  dispo- 
niéndose que  toda  vez  que  estos  últimos  operan  alternati- 
vamente sin  distinción  alguna  con  aquellos,  sus  individuos 
disfrutan  los  mismos  goces,  sus  bajas  se  reemplazan  déla 
misma  quinta ,  y  sus  criminales  son  juzgados  en  la  misma 
forma,  se  impongan  también  los  mismos  castigos,  arreglán- 
dose á  la  ordenanza  general  del  ejército,  puesto  que  se  en- 
tera de  sus  leyes  penales  álos  que  se  filian  en  ellos. 

III.  Considerados  en  el  segundo  caso,  esto  es,  disueltos 
en  sus  r  spectivas  provincias  ó  reunidos  en  asamblea,  son 
independientes  en  su  administración  de  justicia  de  la  juris- 
dicción ordinaria  de  guerra  ,  ó  sea  de  la  autoridad  del- ca- 
pitán general  del  distrito  ,  y  dependen  tan  solo  de  la  que 
ejerce  el  coronel  de  cada  regimiento  con  su  asesor,  bajo  la 
revision  y  superioridad  del  inspector  general  del  cuerpo  en 
ciertos  casos ,  con  apelación  al  supremo  tribunal  de  guerra 
y  marina. 

IV.  Todo  oficial  de  milicias  mientras  sirviese  goza  del 
mismo  fuero  y  preeminencias  que  los  del  ejército  aunque  no 
tenga  sueldo  continuo  ,  y  de  sus  causas,  así  civiles  como 
criminales ,  solamente  puede  conocer  el  coronel  ó  coman- 
dante del  regimiento,  juzgándolos  conforme  á  derecho  con 
inhibición  de  todo  tribunal  y  juez,  con  apelación  al  supremo 
consejo  de  guerra  (ahora  al  supremo  tribunal  de  guerra  y 
marina);  real  declame.,  tít.  7,  art.  12.  —  Todos  los  sarjentos 
y  primeros  cabos,  y  los  segundos  de  granaderos  y  cazadores, 
los  tambores  y  pífanos  bajo  del  concepto  de  veteranos  go- 
zan del  fuero  civil  y  criminal  lo  mismo  que  los  oficiales; 
id.,  art.  27.  —  Ademas  de  las  esenciones  que  son  comunes 
á  todo  individuo  de  milicias ,  gozan  también  los  segundos 
cabos  de  fusileros  y  soldados  sin  escepcion  de  granaderos  y 
cazadores  ,  mientras  el  regimiento  se  hallare  quieto  en  su 
provincia,  del  fuero  militar  en  lo  criminal,  y  sus  causas  son 
juzgadas  por  sus  coroneles  con  su  asesor  conforme  á  dere- 
cho; y  cuando  saliere  el  regimiento  á  hacer  el  servicio  en 
guarnición  ó  campaña,  gozan  ellos  y  sus  mujeres  del  fuero 
militar  tanto  en  lo  civil  como  en  lo  criminal  en  la  misma 
forma  que  los  veteranos  ;  id. ,  art.  29.  —  Los  capellanes  y 
cirujanos  gozan  del  mismo  fuero  y  preeminencias  que  los 
del  ejército;  art.  37.  —  Los  asesores  y  escribanos  gozan  del 
fuero  militar  en  lo  criminal,  con  sujeción  á  la  jurisdicción 
de  los  coroneles  lo  mismo  que  los  soldados;  art.  38.  —  Los 
maestros  armeros  gozan  del  mismo  fuero  que  los  soldados  ; 
art.  59.  —  Finalmente,  todo  individuo  fle  milicias  en  sus 
testamentos  y  abintestatos  y  en  los  de  sus  mujeres  goza 
del  fuero  militar  conforme  al  real  decreto  de  2b  de  octubre 
de  1752  (que  se  debe  entender  lo  mismo  que  con  la  tropa 
del  ejército),  para  lo  cual  se  concedió  jurisdicción  privativa 
á  los  coroneles  ó  comandantes  respectivos  de  milicias  con 
apelación  al  supremo  consejo  de  guerra  ,  ó  sea  tribunal  de 
guerra  y  marina ,  y  lo  mismo  en  las  particiones  é  inventarios 
que  resulten  de  los  testamentos  ó  abintestatos  ;  art.  kO. 

V.  Estando  los  regimientos  de  milicias  en  sus  respectivas 
provincias  ó  departamentos  ejercen  sus  propios  coroneles , 
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y  en  su  defecto  los  comandantes  de  los  mismos  cuerpos  ,  la 
jurisdicción  correspondiente  al  fuero  entero  militar  crimi- 
nal ,  preeminencias  y  esenciones  concediadas  á  sus  indivi- 
duos ;  y  también  en  lo  respectivo  al  civil  de  que  deben  gozar 
los  oficiales,  cadetes,  sárjenlos ,  tambores  ,  pífanos,  primeros 
cabos,  segundos  de  granaderos  y  cazadores  ,  y  cirujanos  ; 
procediendo  en  las  causas  que  fueren  contenciosas  ó  deban 
seguirse  por  el  orden  civil  y  reglas  del  derecho  en  la  misma 
forma  judicial  y  legal  que  se  practica  ante  los  auditores  de 
guerra  y  corregidores  legos;  y  así  los  espresados  coman- 
dantes como  tales  jueces,  sus  asesores,  escribanos  y  demás 
ministros  que  actuaren  en  las  referidas  causas  ó  pleitos  pue- 
den exigir  de  las  partes  los  derechos  correspondientes  con- 
forme al  real  arancel  ;  pero  en  cuanto  pertenezca  al  conoci- 
miento de  delitos  puramente  militares  deben  formarse  los 
procesos  á  estilo  de  tropa  y  conforme  á  la  ordenanza  del  ejército 
por  el  sarjento  mayor,  sin  mas  intervención  del  asesor  que 
la  que  debe  tener  un  auditor  de  guerra  en  semejantes  ca- 
sos; real  declarac.de  31  de  mayo  de  1767,  tít.  8,  art.  16. 

VI.  En  esta  jurisdicción  no  se  comprenden  los  delitos 
esceptuados,  en  que  no  gozan  fuero  los  individuos  de  mili- 
cias, como  tampoco  la  demás  tropa  del  ejército.  Véase 
Jurisdicción  militar  ordinaria  y  Jurisdicción  de  hacienda 
pública. 

En  los  demás  delitos  son  sus  coroneles  jueces  absolutos , 
como  lo  declaró  el  rey  en  los  referidos  artículos  de  su  orde- 
nanza, y  lo  volvió  á  confirmar  por  dos  reales  órdenes  de 
16  de  marzo  de  1668  y  24  de  agosto  de  1770. 

VII.  Los  soldados  de  milicias  en  los  delitos  de  falta  de 
subordinación  y  respeto  á  los  oficiales  y  demás  superiores 
militares  ,  aun  cuando  sus  regimientos  se  hallen  retirados 
en  la  provincia ,  se  hacen  acreedores  al  rigor  de  las  penas 
en  que  por  leyes  de  ordenanza  incurren  los  individuos  del 
ejércilo,  sustanciando  y  determinando  las  causas  en  la  forma 
espresada  sus  coroneles  ó  comandantes,  para  lo  que  tienen 
jurisdicción  absoluta  y  privativa  ,  con  inhibición  de  todo 
tribunal  y  juez,  aunque  sea  comandante  militar,  con  sola 
apelación  al  supremo  consejo  de  la  guerra,  hoy  tribunal  su- 
premo de  guerra  y  marina;  id.,  til.  8,  art.  17. 

VIII.  Por  lo  respectivo  á  delitos  de  deserción  que  come- 
tieren los  soldados  milicianos,  y  en  las  incidencias  de  estas 
causas,  estando  el  regimiento  en  su  provincia,  conocen  pri- 
vativamente con  inhibición  de  todo  tribunal ,  comandante 
militar  ó  juez  ,  sus  propios  coroneles  ó  comandantes,  man- 
teniendo los  reos  en  segura  prisión ,  y  mandando  al  sarjento 
mayor  (cuya  acusación  ha  de  ser  la  cabeza  del  proceso)  lo 
forme  por  sí  ó  por  uno  de  sus  ayudantes;  y  luego  que  está 
concluso  lo  remite  el  coronel  ó  comandante  al  inspector  á 
fin  de  que  imponga  al  reo  la  pena  correspondiente  ;  bien 
entendido  que  de  las  providencias  y  resoluciones  de  este 
jefe  solo  hay  apelación  á  la  real  persona  por  la  via  del  des- 
pacho de  la  guerra;  id.,  art.  7. 

IX.  En  las  causas  civiles  ó  criminales,  que  en  lo  jurisdic- 
cional y  contencioso  deben  seguirse  ante  los  coroneles  ó 
comandantes ,  con  asistencia  de  asesores  y  escribanos , 
nunca  corresponde  conocimiento  alguno  á  ningún  otro  juez, 
tribunal,  comandante  militar  ni  aun  al  inspector,  y  solamente 
deben  otorgarse  por  los  propios  coroneles  ó  comandantes  las 
apelaciones  que  se  interpusieren  en  ellas,  y  que  hayan  lugar 
en  derecho,  para  ante  el  supremo  tribunal  de  guerra  y  ma- 
rina; pero  ha  de  darse  cuenta  al  inspector  antes  de  la  eje- 
cución de  la  sentencia,  cuando  por  ella  se  haya  impuesto 
pena  á  algún  individuo  de  milicias,  por  la  cual  sea  preciso 
separarle  del  servicio  de  su  empleo  ó  plaza;  y  aun  cuando 
no  intervenga  apelación  ,  so  han  de  consultar  siempre  con 
dicho  supremo  tribunal  las  causas  en  que  se  impone  ó  pueda 
imponer  á  los  reos  pena  aflictiva;  id.,  arl.  18,  ylcy%,  til.ü, 
lib.  6  del  suplemento  de  la  Nov.  Rec, 


X.  Cuando  un  regimiento  ó  parte  de  él  saliere  à  servir  en 
guarnición  ó  campaña,  queda  la  jurisdicción  en  lo  civil, 
respecto  de  todos  los  individuos  que  salieren  de  la  provincia, 
de  sus  mujeres,  y  de  los  oficiales,  sarentos,  cabos  y  tam- 
bores que  quedaron  en  ella,  en  el  ofici  !  del  regimiento  de 
mas  grado  que  hubiere  quedado  en  el  distrito  de  la  forma- 
ción ,  con  la  particular  criminal  por  lo  que  loca  á  las  muje- 
res de  los  que  han  salido,  y  demás  oficiales,  sárjenlos  ,  ca- 
bos, tambores  y  soldados  que  no  hubieren  ido  á  servir,  y 
demás  individuos  que  gozaren  del  fuero;  pero  si  por  haber 
marchado  todo  el  regimiento  no  hubiere  quedado  oficial  al- 
guno ,  debe  nombrar  el  inspector  general  de  milicias  un 
oficial  de  su  satisfacción,  de  la  clase  de  retirado  ó  agregado, 
ya  sea  del  ejército  ó  de  milicias  ,  para  que  ejerza  la  enun- 
ciada jurisdicción;  art.  24,  y  real  orden  de  7  de  agosto  de 
1799. 

XI.  Tanto  de  las  causas  civiles  ó  criminales  de  los  coro- 
neles ,  como  de  los  que  por  su  ausencia  ejerzan  su  jurisdic- 
ción en  el  deparlamento  de  los  regimientos  ,  debe  conocer 
(durante  su  ejercicio)  el  auditor  general  de  guerra  de  las 
provincias  en  que  se  comprenden  los  distritos  asignados  á 
la  formación  del  propio  cuerpo,  con  apelación  al  supremo 
tribunal  de  guerra  y  marina  ;  art.  2o. 

-f-  Los  cuerpos  de  milicias  provinciales  de  la  Península  é 
islas  Baleares  fueron  suprimidos  por  real  decreto  de  7  de 
setiembre  de  1846. 

MILITAR.  Cualquier  individuo  que  está  adido  al  ser- 
vicio del  ejército  de  mar  ó  tierra.  Son  pues  militares  lodos 
los  individuos  y  dependientes  del  supremo  tribunal  de  guerra 
y  marina  ,  sus  mujeres,  hijos  y  criados  ;  los  secretarios  de 
las  capitanías  ó  comandancias  generales  ,  sus  dependientes 
y  familias  ;  todos  los  que  sirven  en  las  tropas  ,  ó  que  tienen 
empleos  de  actual  ejercicio  en  guerra  ,  y  que  como  tales 
militares  perciben  sueldo  por  las  tesorerías  del  ejército  en 
campaña  ó  las  provincias  ;  las  mujeres  y  los  hijos  de  todo 
militar,  bajo  la  inteligencia  de  que  muerto  este  conservan 
el  fuero  su  viuda  y  las  hijas  mientras  no  tomen  estado  ,  y  los 
hijos  solamente  hasta  la  edad  de  diez  y  seis  años;  los  músi- 
cos ,  armeros  ,  silleros  ,  mariscales  y  picadores  de  los  regi- 
mientos ;  los  cirujanos  y  capellanes  de  regimiento  y  hospi- 
tales militares;  el  auditor  ó  asesor  de  guerra,  el  abogado 
fiscal ,  el  escribano  principal ,  un  procurador  agente  de 
pobres,  el  alguacil  mayor  y  un  escribiente  de  la  escribanía 
en  todos  los  tribunales  de  las  auditorías  de  guerra;  los  cria- 
dos de  militares  con  servidumbre  actual  y  goce  de  salario  ; 
los  asentistas  de  víveres  y  provisiones  del  ejército  y  armada, 
y  todos  los  empleados  en  este  servicio  así  en  las  oficinas 
principales  como  en  las  subalternas ,  etc.  (1).  Todos  están  su- 
jetos á  la  jurisdicción  militar  en  la  forma  y  con  las  limitacio- 
nes que  se  indican  en  la  palabra  Jurisdicción  militar.  Véase 
también  Peculio  castrense  y  Testamento  militar.- 

MILLONES  y  cientos.  El  servicio  ó  tributo  que  los 
reinos  concedieron  al  rey  sobre  el  consumo  de  las  seis  espe- 
cies, vino,  vinagre  ,  aceite  ,  carne,  jabón  y  velas  de  sebo, 
el  cual  se  renovaba  de  seis  en  seis  años. 

MINA.  Aquella  parte  de  la  tierra  en  que  se  forman  los 
metales  ó  minerales. 

I.  Según  el  antiguo  derecho  romano  ,  las  minas  de  oro  , 
plata  ,  cobre  ,  hierro,  acero  ,  plomo  ,  y  otras  ,  pertenecían 
al  propietario  del  fundo  en  que  se  hallaban  :  erant  privati 
juris,  el  in  libero  privatorum  usu  el  commercio  ;  porque 
son  un  beneficio  que  proviene  únicamente  de  la  naturaleza  , 
la  cual  al  formarlas  no  ha  querido  favorecer  sino  á  los  dueños 

(i)  Lejes  y  notasdel  tít.  h,  lib.  6,  Nov.  Rec,  Délos  militares, 
su  fuero,  privilegios  y  exenciones.  Pero  tengase  pésente  entre  los 
Mejicanos  que  el  art.  50  de  la  5a.  ley  const.  dice:  «  No  habrá 
mas  fueros  personales  que  el  eclesiástico  y  militar.  » 
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de  los  fundos  en  que  las  ha  producido  ;  mas  posteriormente 
los  emperadores  romanos  se  atribuyeron  un  décimo  del 
producto  de  las  minas,  cualquiera  que  fuese  el  lugar  en  que 
se  encontrasen. 

II.  Entre  nosotros  se  dieron  diferentes  disposiciones  sobre 
este  punto  ,  ya  prohibiendo  labrar  sin  real  licencia  las  minas 
de  oro ,  plata  ,  plomo  y  cualquier  otro  metal ,  por  perte- 
necer al  rey,  como  también  las  fuentes,  pilas  y  pozos  para 
hacer  sal;  ya  permitiendo  á  cualesquiera  personas  buscar 
y  cavar  en  sus  tierras  las  minas  de  metales  y  piedras,  y  en. 
otro  cualquier  sitio  con  licencia  de  su  dueño  y  sin  perjuicio 
de  unos  á  otros  ,  bajo  la  condición  de  quedarse  el  descubri- 
dor con  la  tercera  parte  del  producto  líquido,  y  dar  las  otras 
dos  para  el  Estado  ;  ya  incorporando  en  el  real  patrimonio 
las  minas  de  oro ,  plata  y  azogue,  aunque  se  hallasen  en 
lugar  de  señorío,  ó  en  sitio  público,  concejil  ó  baldío,  ó  en 
heredamientos  y  suelos  de  particulares  ;  leyes  i ,  2  y  3,  lit.  1 8, 
lib.  9  ,  Nov.  Reo.  Posteriormente  se  espidió  una  larga  orde- 
nanza de  84  capítulos  en  la  cual  dejando  en  su  fuerza  la 
referida  incorporación  en  el  real  patrimonio  de  todas  las 
minas  de  oro  ,  plata  y  azogue,  de  que  se  habia  hecho  mer- 
ced á  personas  particulares  ,  se  estableció  la  nueva  forma 
que  habia  de  observarse  en  el  descubrimiento ,  registro 
labor  y  beneficio  de  las  minas  de  dichos  metales  y  de  otros 
cualesquiera  ;  se  concedió  su  posesión  y  propiedad  á  los 
descubridores  que  las  beneficiasen,  ya  fuesen  naturales  ó 
estranjeros,  ya  las  hubiesen  encontrado  en  terrenos  públi- 
cos ,  comunes  ó  particulares  ;  se  asignó  la  parte  de  producto 
que  según  la  diversidad  de  circunstancias  correspondía  al 
Estado  ;  se  previnieron  las  reglas  y  formalidades  así  en  las 
nuevas  como  en  las  antiguas  y  desamparadas;  se  hicieron 
diferentes  prohibiciones  ,  y  se  impusieron  varias  penas  ; 
ley  4  ,  tít.  18  ,  lib.  9  ,  Nov.  Rec. 

Las  minas  y  pozos  de  sal  pertenecen  esclusivamente  al 
Estado,  de  modo  que  ningún  particular  puede  beneficiar 
lasque  hallare,  ni  traer  este  artículo  del  cstranjero  sino 
mediante  concesión  especial;  tít.  19,  lib.  9,  Nov.  Rec. 
Véase  Sal.  —  Las  minas  de  carbón  de  piedra  eran  de  libre 
aprovechamiento,  como  las  de  hierro  y  otras  sustancias  del 
seno  de  la  tierra  ;  pero  la  corona  conservaba  la  suprema 
regalía  de  incorporar  en  sí  las  qué  necesitase  para  el  uso 
de  la  marina  ,  fundiciones  ,  máquinas  y  otros  objetos  del 
servicio  público,  satisfaciendo  al  dueño  su  justo  valor.  El 
usufructo  y  aprovechamiento  de  estas  minas  pertenecía  al 
concejo ,  comunidad  ó  persona  á  quien  perteneciese  el  de 
las  demás  cosas  q«e  produce  el  terreno  en  que  se  hallan 
sin  diferencia  alguna;  de  modo  que  los  dueños  particulares 
podían  descubrirlas,  laborearlas  ó  beneficiarlas  por  sí,  ó 
permitir  que  otros  lo  ejecutasen  ,  arrendarlas  ó  venderlas 
á  su  arbitrio ,  sin  mas  licencia  ni  formalidad  que  la  necesaria 
para  disponer  del  terreno  que  las  contenia.  Los  concejos, 
parroquias  ó  lugares  no  podían  enajenar  sus  minas  sin  licen- 
cia del  supremo  consejo  ,  que  la  concedía  cuando  se  dedu- 
cían motivos*útiles  ó  justos  ;  pero  en  caso  de  no  quererlas 
beneficiar  sus  vecinos  por  sí  propios,  podían  arrendarlas  á 
subasta  por  tiempo  prefinido  que  no  pasase  de  nueve  años, 
sin  que  nadie  tuviese  derecho  de  preferencia  ni  tanteo  ; 
empleando  el  producto  en  cosas  necesarias  y  útiles  al  común, 
como  en  la  construcción  de  puentes  ó  composición  de  ca- 
minos ;  lit.  20,  lib.  9  ,  Nov.  Rec. 

III.  Mas  en  el  dia  es  necesario  tener  presentes  las  nuevas 
disposiciones  que  se  han  adoptado  sobre  la  minería  en  el 
real  decreto  de  4  de  julio,  real  instrucción  de  18  de  diciem- 
bre de  1825  y  otras  varias  resoluciones  y  órdenes  publi- 
cadas en  tiempos  mas  recientes. 

Según  ellas ,  todo  el  señorío  y  dominio  supremo  de  las 
minas  pertenecen  al  Estado;  y  nadie  tiene  facultad  de  bene- 
ficiarlas sino  aquellos  que  las  hubiesen  adquirido  por  espe- 


cial concesión  de  la  corona  ó  que  las  obtengan  por  los  medios 
que  la  ley  establece;  en  la  inteligencia  que  los  que  hubie- 
ren obtenido  minas  por  merced  ó  privilegio  han  de  haber 
impetrado  su  confirmación  en  el  término  de  dos  meses  con- 
tados desde  la  publicación  del  citado  real  decreto  de  1825 
y  han  de  haber  comenzado  à  beneficiarlas  en  el  término 
de  un  año,  pues  de  lo  contrario  perdieron  todo  su  derecho, 
y  cualquiera  puede  aprovecharse  de  esas  minas  ;  arts.  1 
y  28,  decr.  de  Í823. 

Los  puntos  capitales  que  deben  tratarse  en  esta  materia 
son  los  siguientes,  á  saber  :  Io.  Objetos  especíales  del  ramo 
de  minería  :  2o.  Calas  y  Calas  de  terrenos  para  el  des- 
cubrimiento de  minas  :  3o.  Registros  :  4o.  Denuncios  : 
5o.  Designación  de  pertenencias  :  6o.  Labor  precedente  á 
las  demarcaciones  :  7o.  Adjudicación,  reconocimiento, 
demarcación  y  posesión  :  8o.  Cualidad  indivisible  de  las 
minas  :  9o.  Trabajos  mineros  :  10.  Terrenos  y  oficinas  de 
beneficio  :  11.  Goces  y  beneficios  concedidos  á  los  dueños  : 
12.  Derechos  correspondientes  al  fisco  :  13.  Pérdida  de  los 
derechos  adquiridos  en  las  minas  :  14.  Reglas  especiales  á 
determinadas  producciones  :  15.  Industrias  análogas  á  la 
minería  :  16.  Jurisdicción  de  minas. 

Objetos  especiales  del  ramo  de  minería. 

IV.  Tiene  por  objaio  la  minería  el  aprovechamiento  de  Ia& 
piedras  preciosas,  y  todas  las  sustancias  metálicas  com- 
bustibles y  salinas,  ora  se  encuentren  en  las  entrañas  de  la 
tierra,  ora  en  su  superficie,  y  asimismo  los  escoriales  y 
terreros  antiguos;  art.  3  del  decr.  de  1825, 1  de  la  instrucción 
del  mismo  año  ,  y  resolución  de  18  de  abril  de  1841. 

Esceptúanse  sin  embargo  de  esta  regla  :  Io.  las  pro- 
ducciones de  naturaleza  terrosa  ,  como  las  piedras  salíceas 
y  las  de  construcción ,  las  arenas ,  las  tierras  arcillosas  y 
magnesianas ,  y  las  tierras  calizas  de  toda  especie,  las  cuales 
son  de  aprovechamiento  común  ó  particular  según  los  terre- 
nos en  que  se  encuentren,  sin  necesidad  de  especial  con- 
cesión ;  art.  2  de  dicho  real  decr.  :  2o.  las  minas  y  pozos 
de  sal  común,  para  cuyo  aprovechamiento,  gobierno  y 
administración  rigen  leyes  diversas  délas  de  la  minería  ; 
art.  54  de  dicho  decr.,  y  i  de  la  inslruc. 

Calas   y  catas  de  terrenos  para  el  descubrimiento 
de  minas. 

V.  Entiéndese  por  calas  y  calas  los  primeros  trabajos 
materiales  é  indagatorios  que  se  hacen  en  las  tierras  ó  can- 
teras ,  con  el  objeto  de  averiguar  si  en  ellas  hay  algún  pro- 
ducto mineral  de  cualquier  clase  de  los  comprendidos  en  el 
ramo  de  minería. 

Todo  español  ó  estranjero  puede  libremente  hacer  calas 
y  catas  para  descubrir,  reconocer  y  adquirir  los  criaderos 
minerales  de  las  especies  espresadas  en  la  regla  general, 
ya  sea  en  terrenos  realengos,  comunes  ó  concejiles,  ó  ya 
en  los  de  dominio  particular,  libres  ó  vinculados,  con  la 
obligación  de  resarcir  los  daños  y  perjuicios  que  se  ocasio- 
naren con  aquellas  operaciones,  sin  que  ni  aun  los  dueños 
particulares  puedan  impedirlos  ;  art.  4  de  dicho  decr.  , 
y  leyes  3  y  k,  tít.  18  ,  lib.  9,  Nov.  Rec,  que  se  conservan 
vigentes. 

Sin  embargo  ,  no  pueden  ejecutarse  calas  y  catas  ó  esca- 
vaciones  para  el  descubrimiento  de  nuevas  minas  en  las 
que  se  ha  reservado  la  hacienda  pública  ,  como  son  las  de 
azogue  de  Almadén,  de  cobre  de  lliotinto ,  de  plomo  de 
Linares  y  Falset,  de  calamina  en  Alcaraz  ,  de  azufre  en 
Hellin  y  Benamaurel,  y  de  grafito  y  lapiz-plomo  de  Marbella; 
art.  52  de  dicho  decr.  Mas  esta  prohibición  ¿  debe  enten- 
derse respecto  de  todo  el  término  de  los  pueblos  donde  están 
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situadas  dichas  minas  ,  ó  solo  de  cierta  demarcación  inme- 
diata á  las  mismas?  Nada  declaran  sobre  este  punto  los 
nuevos  decretos ,  y  es  necesario  por  tanto  acudir  al  texto 
de  las  leyes  recopiladas ,  las  cuales  prevenían  que  no  se 
pudieran  hacer  escavaciones  en  las  minas  que  en  otro  tiempo 
pertenecían  al  Estado,  cuales  eran  las  de  Guadalcanal, 
Cazalla ,  Gaiaroza  y  Aracena ,  y  que  se  entendiera  esta 
prohibición  desde  una  legua  en  contorno  respecto  de  la  pri- 
mera y  desde  un  cuarto  de  legua  en  cuanto  á  las  restantes; 
i.cycs  i  y  U  ,  lit.  1 8 ,  lib.  9  ,  Nov.  Rec. 

Los  que  hagan  alguna  operación  de  calas  y  catas  deben 
responder  como  ya  se  ha  dicho  de  los  daños  y  perjuicios 
que  con  ellas  ocasionen ,  sea  en  terrenos  de  dominio  parti- 
cular sea  en  realengos  ó  comunales;  y  esta  indemnización 
se  hace  por  convenio  de  las  partes ,  y  no  aviniéndose  ,  por 
peritos  que  ellas  mismas  nombren,  y  tercero  elegido  por  el 
inspector  en  caso  de  discordia  ;  art.  h  de  dicho  decr.,  y  88 
de  la  inslruc. 

Las  indagaciones  y  calicatas  no  pueden  hacerse  dentro 
de  las  poblaciones  ,  ni  fuera  de  ellas  en  los  edificios  ó  fábri- 
cas, ni  en  los  jardines  ó  huertos,  ni  tampoco  en  las  here- 
dades ni  campos  de  labor  mientras  las  cosechas  estén  en  pié 
y  no  se  hayan  recogido  ;  art.  85  de  la  inslruc.  Mas  como  es 
posible  que  hasta  en  el  interior  de  las  poblaciones  convenga 
no  solo  hacer  calicatas ,  sino  abrir  pozos  de  considerable 
profundidad  ó  emprender  otras  obra^,  no  se  deben  hacer 
las  escavaciones  en  este  caso  sino  con  conocimiento  y  cali- 
ficación del  inspector  del  distrito  y  con  anuencia  del  alcalde 
ó  ayuntamiento  del  pueblo,  y  las  restantes  operaciones  con 
estos  mismos  requisitos  y  la  aprobación  ademas  de  la  direc- 
ción general  de  minas  ,  procurando  que  las  labores  y  obras 
se  hagan  en  los  parajes  que  ofrezcan  menos  inconvenientes , 
y  con  las  oportunas  precauciones  para  evitar  todo  peligro; 
art.  87  de  la  instruc. 

Sin  la  precisa  licencia  del  inspector  del  distrito  no  pue- 
den los  buscones  y  cateadores  emprender  escavaciones  que 
escedan  de  dos  ó  tres  varas  de  hondo  en  cualquier  terreno 
que  sea  ;  ni  concederla  aquella  autoridad  sin  calificar  su  ob- 
jeto ó  conveniencia  ;  art.  86  de  la  instruc. 

Registros  de  minas. 

VI.  El  registro  es  la  manifestación  que  cualquier  intere- 
sado hace  ante  el  inspector  del  distrito,  de  su  intento  de  la- 
borear ó  beneficiar  una  mina  nuevamente  descubierta.  Eje- 
cútase por  medio  de  escrito  formal,  en  que  esprese  su  nombre 
y  los  de  sus  compañeros  si  los  tuviere  ,  el  lugar  de  su  naci- 
miento, su  vecindad,  profesión,  ejercicio,  destino  ó  calidad 
y  las  señas  individuales  del  sitio  y  territorio  en  que.se  en- 
cuentren los  criaderos  cuya  adquisición  pretendiere,  ha- 
ciendo de  cada  uno  de  estos  solicitud  separada,  con  indica- 
ción de  los  nombres  que  quisiere  darles  ;  art.  5  del  decr.,  y  89 
de  la  instruc. 

Una  circunstancia  que  debe  espresarse  necesariamente  en 
estas  solicitudes  es  la  existencia  positiva  del  criadero ,  en  el 
concepto  de  que  faltando  este  requisito,  no  puede  ser  ad- 
mitido ningún  registro.  No  habiendo  pues  seguridad  de  que 
aquel  exista,  únicamente  puede  pedirse  y  concederse  con  la 
.,  posible  amplitud  la  licencia  necesaria  para  descubrirlo  y 
hacer  calicatas,  con  sujeción  á  las  espresadas  restricciones. 
Hecho  este  reconocimiento  y  hallado  el  mineral ,  entonces 
es  cuando  se  pueden  registrar  las  minas  ;  circular  de  la  di- 
rección de  7  de  julio  de  1840.  Pero  la  dificultad  consiste  en 
la  inteligencia  de  la  palabra  criadero,  que  no  se  fija  exacta- 
mente en  el  decreto  ni  en  la  instrucción,  y  que  debiera  sig- 
nificar toda  sustancia  metálica  beneficiable ,  pues  es  muy 
frecuente  encontrarse  diversas  sustancias  oxidas  especial- 


mente de  hierro ,  y  no  por  eso  son  elaborables ,  ni  ofrecen 
ningún  mineral  provechoso. 

Si  en  un  mismo  terreno  dos  ó  mas  individuos  emprenden 
calas  ó  catas,  el  primero  que  descubra  el  criadero  es  pre- 
ferido en  el  formal  registro  ;  art.  94  de  la  instruc.  :  y  para 
que  siempre  conste  el  derecho  de  preferencia  que  por  su  an- 
telación corresponde  al  primer  registrador,  se  lia  de  anotar 
en  la  cabeza  ó  margen  del  escrito  el  dia  y  la  hora  de  su  pre 
sentacion  y  tomarse  razón  en  el  libro  de  registros  de  lainsc 
peccion  ;  y  fijados  carteles  para  que  se  haga  notorio  el  re<. 
gistro,  se  devuelve  el  registro  al  interesado  para  su  resguardo; 
art.  90  de  la  inslruc.  Ademas  de  esta  formalidad,  todo  registra 
se  ha  de  publicar  en  el  boletín  oficial  de  la  provincia,  en  la 
Gaceta  de  Madrid  y  en  el  Boletin  oficial  de  minas  de  la  corte  ; 
real  orden  de  17  de  junio  de  1838  ,  y  circular  de  la  dirección 
de  5  de  febrero  de  1842  :  y  en  cada  espediente  se  han  de 
acompañar  los  números  respectivos  de  dichos  boletines  como 
presentándolos  al  efecto  los  interesados  ante  la  inspección  , 
y  asimismo  los  edictos  originales,  con  certificación  del  se- 
cretario de  aquella  #  del  ayuntamiento  respectivo,  en  que 
conste  haber  sido  fijados  ;  resolución  de  Io.  de  diciembre 
deiSlíl. 

Si  se  hiciere  alguna  contradicción  al  registro ,  se  oye  bre- 
vemente á  las  partes  y  se  declara  su  derecho  á  la  que  mejor 
lo  hubiere  justificado.  Si  la  contradicción  se  interpone  pa- 
sados los  primeros  treinta  días ,  debe  ser  amparado  el  primer 
registrador,  sin  suspenderse  los  trabajos;  y  pasados  los  no- 
venta, no  tiene  ya  lugar  la  oposición;  art.  93  de  la  instruc. 

En  los  placeres  ó  criaderos  en  montes  superficiales,  las 
solicitudes  de  establecimientos  fijos  con  operaciones  por 
mayor  se  entablan  del  mismo  modo ,  y  publicadas  por  me- 
dio de  carteles,  se  admite  cualquier  contradicción  en  el  tér- 
mino de  los  noventa  dias  ;  art.  95  de  la  inslruc. 

Denuncios  de  minas. 

VIL  El  denuncio  es  la  manifestación  que  hace  cualquier 
interesado  ante  la  respectiva  inspección ,  de  desear  bene- 
ficiar ó  laborear  una  mina  que  ya  no  es  nueva ,  pero  que 
está  abandonada  ó  se  considera  por  algún  otro  motivo  de- 
nunciable.  Los  denuncios  se  instruyen  con  la  misma  forma- 
lidad y  bajo  las  reglas  respectivas  à  los  registros;  pero  agre- 
gándose á  todas  las  circunstancias  espresadas  la  indicación 
del  último  poseedor  de  la  mina  ,  si  hubiere  noticia  de  quién 
sea ,  y  los  de  las  colindantes,  si  estuvieren  ocupadas;  y 
puesta  la  anotación  marginal  de  la  presentación  del  escrito, 
se  manda  todo  lo  que  ya  se  indicó  mas  arriba  y  ademas  que 
se  haga  saber  el  denuncio  al  anterior  poseedor  de  la  mina 
y  á  los  dueños  de  las  colindantes,  habiéndolos,  y  que  se 
tome  razón  en  el  libro  de  denuncios.  Si  en  el  término  de 
diez  dias  no  compareciere  alguno  á  hacer  contradicción , 
y  hubiere  designado  el  interesado  la  pertenencia  ,  se  pre- 
gona en  los  tres  domingos  siguientes  y  se  publican  carteles 
sobre  ello.  No  habiendo  tampoco  contradicción  ,  se  notifica 
al  denunciador  que  en  el  término  que  falta  para  los  noventa 
días,  tenga  desembarazada  una  labor  de  diez  varas;  y  no 
puede  ya  alterar  su  posesión  ninguna  reclamación  ulterior, 
que  solo  es  admisible  sobre  la  propiedad ,  y  de  ningún  moda 
pasados  los  noventa  dias  ;  arts.  96  y  97  de  la  inslruc. 

Mas  abajo  se  espondrán  los  motivos  porque  puede  per- 
derse el  derecho  adquirido  sobre  una  mina  ;  mas  para  seguir 
el  orden  de  las  ideas  conviene  indicar  aqui,  que  perdido 
ese  derecho,  ó  por  el  desorden  ó  falta  de  cuidado  en  los  tra- 
bajos que  ocasionen  alguna  ruina  ó  entorpezcan  ó  imposibi- 
liten su  continuación ,  es  admisible  también  el  denuncio; 
pero  se  ha  de  hacer  saber  al  antiguo  dueño  de  la  mina ,  para 
que  con  su  audiencia  se  resuelva  lo  que  corresponda  ;  art,  98 
de  ia  instruc. 
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VIH.  Admitido  el  registro  ó  el  denuncio ,  el  interesado, 
mejor  instruido  de  las  cualidades  y  circunstancias  del  cria- 
dero, debe  en  el  término  de  diez  dias  contados  desde  la 
fecha  de  la  admisión ,  hacer  la  designación  de  la  pertenencia 
registrada  ó  denunciada,  es  decir,  manifestar  al  inspector  el 
punto  en  que  tenga  abierta  ó  intente  abrir  la  primera  boca 
de  su  mina ,  y  la  estension  que  con  respecto  á  ella  quiere 
tomar  por  cada  lado  ó  por  uno  solo  de  las  doscientas  varas 
que  le  corresponden  al  rumbo ,  hilo  ó  dirección  del  criadero. 
Esta  designación  causa  cuatro  efectos  :  Io.  el  señalamiento 
en  el  terreno,  de  la  estension  que  en  su  dia  ha  de  obtener  el 
interesado  y  á  la  cual  tiene  ya  derecho  presunto  desde  dicha 
admisión  :  2o.  que  nadie  pueda  disputar  ni  perturbar  al  de- 
nunciador la  posesión  de  su  terreno:  3o.  que  tampoco  el 
denunciador  pueda  impedir  á  otros  individuos  hacer  regis- 
tros fuera  del  terreno  que  legalmenle  haya  designado  (  cir- 
cular de  la  dirección  de  7  de  julio  de  1840  );  y  h°.  que  la 
demarcación  de  la  mina  se  circunscriba  precisamente  al  ter- 
reno que  el  interesado  designó,  en  el  término  y  en  la  forma 
establecida  por  la  ley;  de  modo  que  aunque  padeciera  equi- 
vocación en  orden  á  la  dirección  del  criadero ,  no  tiene  de- 
recho para  variarla  en  perjuicio  de  otro  (circular  de  la 
dirección  de  20  de  octubre  de  1840  ). 

Conviene  sobre  este  punto  hacer  una  esplicacion  intere- 
sante. Es  muy  posible  y  sucede  con  frecuencia,  que  los  de- 
nunciadores hacen  por  ignorancia  ó  por  malicia  estos  regis- 
tros ó  denuncios ,  suponiendo  y  afirmando  la  presencia  de 
un  criadero  que  no  existe ,  con  el  fin  de  obtener  desde  luego 
el  derecho  de  propiedad  sobre  el  terreno  donde  pretenden 
hacer  sus  calicatas  ó  escavaciones  mas  ó  menos  aventuradas. 
Pero  aunque  así  se  verifique,  y  aunque  á  su  consecuencia 
queden  indebidamente  admitidos  algunos  registros  ó  denun- 
cios ,  estos  actos  fundados  solo  en  la  relación  falsa  ó  equi- 
vocada de  los  denunciadores ,  no  dan  á  estos  verdadero  de- 
recho á  una  propiedad  que  no  existe ,  por  lo  cual  en  la 
admisión  del  registro  ó  denuncio  se  añade  la  fórmula  de  en 
cuanto  haya  tugar  en  derecho ,  y  la  que  se  hiciere  sobre  un 
concepto  equivocado,  es  nula  y  no  puede  perjudicar  al  de- 
recho que  tiene  cualquiera  otra  persona  de  reclamar  contra 
ella  y  verificar  trabajos  indagatorios  ó  de  calicatas  en  el 
mismo  terreno  obtenido  é  indebidamente  designado.  De  otra 
manera  quedaría  frustrado  el  objeto  de  la  ley,  cual  es  esti- 
mular á  todos  al  descubrimiento  de  los  minerales ,  conce- 
diendo después  su  propiedad  y  aprovechamiento  al  primero 
que  los  encuentre  ;  porque  cualquiera  en  otro  caso  podria 
impedir  tales  investigaciones  y  calicatas ,  suponiendo  mali- 
ciosamente la  existencia  del  criadero,  y  adquiriendo  antici- 
padamente y  con  perjuicio  de  los  demás  la  esclusiva  perte- 
nencia de  los  terrenos.  La  espresada  nulidad  la  persuade  el 
art.  10  del  real  decreto  de  182b  ,  pues  previniéndose  en  él 
que  cada  mina  tenga  doscientas  varas  castellanas  de  longi- 
tud al  hilo  del  criadero  y  la  mitad  de  latitud  á  su  echado  , 
es  evidente  que  requiere  la  existencia  del  mismo  criadero, 
á  cuyo  hilo  echado  han  de  marcarse  las  trescientas  varas 
que  forman  la  cuadra  ó  pertenencia  de  la  mina,  y  lo  corro- 
bora el  art.  100  de  la  instrucción ,  mediante  á  que  espresa- 
mente  previene,  que  en  el  espediente  se  ponga  razón 
individual  de  lo  que  observare  el  perito  que  haga  el  reco- 
nocimiento y  demarcación  en  orden  á  la  capacidad  de  la 
labor,  á  la  especie  y  cualidades  de  la  roca  ó  tierras  de  los 
respaldos  del  criadero,  y  al  rumbo,  echado,  corpulencia  y 
naturaleza  de  este ,  con  espresion  de  las  sustancias  que  le 
compongan;  y  por  último  que  se  recojan  algunas  muestras. 
Mal  pudiera  pues  cumplirse  con  todas  estas  formalidades, 
si  ce  demarcaran,  las  minas  sin  haberse  descubierto  el  cria- 


dero al  cual  son  relativas,  y  cuya  existencia  por  tanto  debe 
resultar  calificada  de  un  modo  fehaciente.  Todo  lo  que  en 
contrario  so  ejecute  es  una  violencia  directa  de  la  ley  en 
perjuicio  de  las  empresas* mineras  y  de  la  industria,  y  do 
consiguiente  no  puede  dar  derecho  alguno  de  posesión  y 
propiedad  al  registrador;  en  una  palabra,  es  nulo  do 
derecho. 

En  la  designación  ha  de  espresarse  también  el  punto  en 
que  se  haya  abierto  ó  se  intente  abrir  la  primera  boca  de  la 
mina  y  la  estension  que  con  respecto  á  ella  se  quiera  tomar 
á  cada  lado,  ó  por  uno  solo,  de  las  doscientas  varas  que  con 
arreglo  á  la  ley  le  corresponden  al  rumbo  ;  y  si  se  preten- 
dere mas  de  una  pertenencia,  debe  también  espresarse  (art.  6 
del  decr.,  91  de  la  instruc,  circ.  de  la  dirección  general  de  7 
de  julio  de  1840,  y  resolución  del  gobierno  de  24  de  setiem- 
bre de  1841). 

Para  la  genuina  inteligencia  de  esta  doctrina  debe  tenerse 
presente,  que  el  criadero  puede  estar  en  la  superficie  de  la 
tierra,  y  en  este  caso  el  registrador  ha  de  manifestar  el  punto 
en  que  intenta  abrir  la  boca  de  la  mina.  Pero  si  por  estar 
muy  enterrado  no  asoma  á  la  superficie,  y  para  llegar  á  él 
es  preciso  algún  rompimiento ,  cala  ó  calicata  de  considera- 
ción en  cualquier  terreno,  el  que  lo  intente  debe  pedir  li- 
cencia al  inspector,  manifestando  su  fundamento  y  conve- 
niencia ó  necesidad ,  con  designación  del  sitio  que  eligiere  ; 
y  si  publicada  la  solicitud  no  hubiere  contradicción  en  el 
término  de  diez  dias,  se  le  concede  el  permiso  con  la  obli- 
gación de  dar  cuenta  así  que  descubra  el  criadero,  á  fin  de 
que  designando  la  pertenencia,  le  corran  desde  entonces  los 
noventa  dias  para  la  habilitación  de  la  labor  de  diez  varas  ; 
y  se  publica  también  por  carteles  el  nuevo  registro  (  art.  94 
de  la  instruc).  Abierta  entonces  la  boca  de  la  mina ,  puede 
ya  designar  la  pertenencia ,  y  manifestar  el  punto  en  que  se 
hubiere  abierto.  Por  eso  el  art.  91  de  la  instruc.  abraza  uno 
y  otro  caso ,  el  de  estar  abierta  la  boca  de  la  mina  y  el  de 
intentarse  abrir. 

Si  en  un  mismo  terreno  dos  ó  mas  individuos  emprenden 
calas  ó  calicatas,  el  primero  que  descubra  el  criadero  es 
preferido  en  el  registro  formal  (  dicho  art.  94). 

Labor  precedente  á  las  demarcaciones. 

IX.  Admitido  el  registro  y  hecha  la  designación  espresa- 
da ,  está  obligado  el  interesado  á  habilitar  en  el  término  de 
noventa  dias  una  labor  de  pozo  ó  de  cañón  ,  á  lo  menos  de 
diez  varas  castellanas ,  en  los  términos  prevenidos  por  la 
instrucción;  art.  7  del  decr.,  y  92  de  la  instruc. 

Pero  ni  la  concesión  de  las  minas  ni  las  labores  espresa- 
das dan  derecho  alguno  ú  disponer  de  la  mena  ó  producto 
en  bruto  y  sin  elaborar  ;  y  solamente  son  lícitas  estas  ventas, 
cuando  las  minas  estuvieren  demarcadas  en  los  términos 
que  se  espondrán  en  el  párrafo  siguiente  ;  resolución  de  9  do 
enero  de  1842,  circulada  en  Vil  del  mismo. 

Adjudicación,   reconocimiento,   demarcación  y 
posesión. 

X.  Tanto  en  los  registros  de  minas  nuevas,  como  en  los 
denuncios  de  las  abandonadas,  cumplidos  los  noventa  dias, 
y  verificada  en  ellos  la  habilitación  de  la  respectiva  labor  ó 
escavacion ,  de  la  cual  debe  dar  aviso  el  interesado ,  se  de- 
creta la  adjudicación  y  se  procede  con  citación  de  los  colin- 
dantes, si  los  hubiere,  al  reconocimiento,  á  la  demarcación 
de  pertenencia ,  y  á  darse  la  posesión  formal  en  nombre  de 
la  corona.  Consiguiente  á  esta  citación  cualquier  interesado 
puede  oponerse  al  acto  de  la  demarcación  ,  sin  limitación 
de  tiempo  ni  de  circunstancias  ;  pero  debiera  estar  fijado  un 
plazo  dentro  del  cual  hubiera  de  hacerse  uso  de  ese  dere- 
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cho  ,  prescribiendo  después  de  pasado.  Por  no  suceder  así 
quedan  en  una  azarosa  incerlidumbre  los  intereses  cuantio- 
sos que  se  confieren  en  estas  demarcaciones,  y  siempre  hay 
cabida  parales  pleitos  que  en  este  ramo  mas  que  en  ningún 
otro  suscitan  la  codicia  y  la  mala  fe.  La  reclamación  contra 
el  registro  prescribe  á  los  noventa  dias ,  à  pesar  de  que  este 
acto  no  da  mas  que^un  derecho  presunto ,  y  con  mayor  ra- 
zón debería  haber  igual  prescripción  para  toda  oposición 
contra  el  acto  mas  solemne  que  es  el  de  la  demarcación, 
desde  el  cual  se  trasfiere  el  dominio. 

El  reconocimiento  y  la  demarcación  se  hacen  por  un  in- 
geniero, ó  en  su  defecto  por  algún  agrimensor,  arquitecto 
ó  á  lo  menos  alarife  ,  y  á  presencia  de  aquella  autoridad 
que  nunca  pueda  operar  en  este  acto  como  ingeniero  ó  pro- 
fesor, ó  bien  ante  la  persona  que  al  efecto  comisione,  y  con 
la  inescusable  autorización  de  escribano  ;  art.  8  del  decr., y 
99  de  la  insír.  circular  de  la  direc.  de  7  de  julio  de  1840,  y 
regí'.  7  de  la  resol,  de  Io.  de  diciembre  de  1841. 

La  demarcación  ha  de  hacerse  con  la  posible  puntualidad, 
y  prefiriéndose  la  de  las  minas  que  tuvieren  estraida  alguna 
mena  (resol,  de  9  de  enero  de  1842  ,  circulada  en  22  del 
mismo).  Esta  es  la  operación  mas  importante  de  cuantas  se 
ejecutan  con  relación  á  las  minas,  pues  de  su  exactitud 
depende  la  seguridad  de  los  derechos  que  se  trasfieren  por 
ella  ;  y  de  sus  defectos  se  originan  empeñados  litigios  que 
ponen  en  duda  la  suerte  de  infinitas  familias.  Ha  de  hacerse 
la  demarcación  del  terreno  por  líneas  rectas  horizontales  , 
cualquiera  que  sea  la  figuración  esterior  de  él ,  fijándose 
estacas  ó  poniéndose  hitos  ó  señales  ostensibles;  y  se  ha  de 
espresar  en  el  espediente  con  la  mayor  claridad ,  lo  que 
hubiere  observado  el  ingeniero  ó  inteligente  en  orden  á  la 
capacidad  de  la  labor,  á  la  especie  ó  calidad  de  la  roca  ó 
tierra  de  los  respaldos  del  criadero,  y  al  rumbo,  echado, 
corpulencia  y  naturaleza  de  este,  con  espresion  de  las  sus- 
tancias que  lo  compongan.  Se  ha  de  advertir  ademas  el  or- 
den de  las  medidas  echadas,  y  se  han  de  recoger  algunas 
muestras  del  criadero  (art.  8  y  11  del  decreto,  100  y  105  de 
lainstruc,  y  reg.  S  de  la  resol,  de  Io.  de  diciembre  de  1841). 
Esta  operación  tan  importante  se  ha  de  ejecutar,  como  ya  se 
ha  indicado,  con  citación  de  los  dueños  de  las  minas  inme- 
diatas, y  si  no  los  hubiere  se  ha  de  hacer  constar  así  en  el 
espediente;  reg.  6  de  dicha  resol,  de  1341. 

Es  necesario  tener  presente  al  ejecutar  estas  demarcacio- 
nes, que  cada  mina  ha  de  constar  de  doscientas  varas  cas- 
tellanas al  hilo  del  criadero,  y  la  mitad  de  latitud  á  su  echa- 
do, formando  ángulo  recto  con  la  primera  (art.  10  del 
decr.);  y  que  el  paralelogramo  rectángulo  que  resulta  de 
esta  medida  ,  es  lo  que  forma  la  pertenencia  de  la  mina 
cuyos  linderos  no  puedan  variarse.  Esta  es  la  regla  general 
dictada  por  la  ley;  pero  una  aclaración  de  mucha  trascen- 
dencia la  ha  alterado,  introduciendo  una  novedad  que 
ocasiona  muy  graves  cuestiones.  Según  ella  siempre  que  por 
circunstancias  particulares  resulte  que  el  espacio  comprendi- 
do entre  varias  minas  ya  adjudicadas,  constituya  una  super- 
ficie de  veinte  mil  ó  mas  varas  cuadradas,  puede  concederse 
la  pertenencia  al  que  haga  un  nuevo  registro  ó  denuncio  , 
aunque  aquel  espacio  no  sea  de  la  espresada  figura  rectan- 
gular; pero  cualquier  pertenencia  de  estas  ha  ele  tener 
exactamente,  lo  mismo  que  las  rectangulares,  veinte  mil 
varas  cuadradas.  Los  espedientes  relativos  á  oslas  demarca- 
ciones de  figura  irregular  deben  instruirse  del  mismo  modo 
que  los  restantes,  aunque  procurándose  siempre  que  la 
forma  de  eslas  perlem  mías  sea  lo  mas  regular  posible  (or- 
den de  5  de  mayo  de  1841  ,  circulada  en  12  del  mismo). 
Infiérese  pues  de  esta  declaración,  que  no  obsta  la  irregu- 
laridad del  terreno  para  las  concesiones  de  minas,  siempre 
que  tenga  un  espacio  de  veinte  mil  ó  mas  varas  cuadra- 
das; orden  de  28  de  agosto  de  1841. 


Pero  si  el  terreno  que  media  entre  dos  ó  mas  minas  con- 
tiguas no  llega  á  formar  una  pertenencia  completa  ,  por  no 
contener  toda  la  superficie  espresada  ,  se  tiene  por  demasía 
y  se  concede  bajo  el  título  vulgar  de  mejora  de  estacas  al 
primero  que  lo  pide  ,  siempre  que  los  dueños  de  aquellas 
no  se  obliguen  á  llegar  á  él  con  sus  labores  en  el  término 
que  el  inspector  les  señale;  arl.  14  del  real  úecrelo. 

Hecha  la  demarcación  y  fijadas  las  estacas  ó  señales,  se 
procede  á  dar  al  interesado  la  posesión  de  la  mina  (art.  8 
del  decr.) ,  si  se  hubiere  ejecutado  la  labor  que  la  ley  pre- 
viene y  descubierto  el  criadero,  circunstancia  precisa,  como 
queda  dicho ,  para  la  validez  de  aquel  acto  (circuí,  de  la  di- 
rec. de  7  de  julio  de  1840);  y  se  firma  la  diligencia  por  el 
mismo  interesado  y  los  testigos  ,  autorizándola  también  un 
escribano  (regís.  8a.  y  9a.  de  la  resol,  de  Io.  de  diciembre 
de  1841).  Enseguida  el  espediente  con  las  muestras  del 
mineral  se  remite  á  la  dirección  general  para  su  aprobación, 
y  obtenida ,  se  da  testimonio  al  dueño  para  que  le  sirva  de 
título  de  pertenencia  ;  art.  9  del  decr.,  101  y  102  de  la  instr., 
y  reg.  10  de  la  citada  resol,  de  Io.  de  diciembre  de  1841. 

Muy  común  es  que  la  dirección  general  no  espida  esta 
aprobación  con  la  premura  que  exige  la  seguridad  de  los 
derechos  de  los  interesados  ;  y  por  el  contrario  se  pasa  dila- 
tado tiempo  sin  concederla  ,  y  sin  dar  á  estos  los  títulos  de 
pertenencia.  Entretanto  puede  suceder  que  se  haga  alguna 
contradicción  por  un  tercero  interesado ,  y  entonces  si  ha 
trascurrido  un  año  y  un  día  desde  que  se  dio  la  posesión  al 
dueño,  tiene  este  derecho  á  que  se  le  ampare  en  ella  según 
los  principios  generales  de  la  jurisprudencia  común,  y  debe 
continuaren  su  goce,  mientras  no  fuere  vencido  en  el  juicio 
de  propiedad  :  y  aun  antes  de  cumplirse  el  año  y  día,  los 
cuantiosos  gastos  hechos  en  las  labores  y  beneficios,  y  el 
pago  de  los  impuestos  ,  le  dan  algún  derecho  á  no  ser  per- 
turbado por  otro  que  no  presente  iguales  motivos  de  consi- 
deración. 

Cualidad  indivisible  de  las  minas. 

XI.  Por  regla  general  las  minas  son  indivisibles  en  su  es- 
tension  ,  y  por  consiguiente  la  demarcación  que  forme  cada 
pertenencia  no  puede  dividirse  entre  diferentes  sugetos, 
Tampoco  se  pueden  reunir  en  uno  mismo  dos  minas  ó  per- 
tenencias contiguas  sobre  un  mismo  criadero.  Pero  se  cs- 
ceptúan  de  esta  regla  los  casos  siguientes  :  —  Io.  cuando  se 
descubre  un  criadero  nuevo  :  —  2o.  cuando  se  restaura  un 
establecimiento  de  mina  abandonado  :  —  5o.  si  los  dueños 
forman  empresas  por  compañías  á  lo  menos  de  tres  perso- 
nas :  —  4o.  cuando  se  solicite  una  mina  nueva  por  haber 
salido  con  los  labrados  de  la  primitiva  : — S°.  si  se  adquiere 
el  derecho  por  compra ,  donación ,  herencia  ú  otro  titulo 
legítimo;  arl.  15  del  decreto. 

En  los  dos  primeros  casos  se  pueden  conceder  hasta  tres 
minas  á  sus  primeros  descubridores,  si  se  hallan  en  paraje 
en  que  no  haya  mina  alguna  ó  cata  anteriormente  abierta  á 
distancia  de  dos  leguas  en  contorno  ;  y  dentro  de  este  re- 
cinto solo  dos  en  los  sitios  que  no  se  hubieren  laboreado. 
Parala  aplicación  de  estas  dos  ó  tres  pertenencias  se  consi- 
deran como  descubridores  los  restauradores  de  antiguos 
establecimientos;  art.  13  del  decr.,  y  10a  de  la  instr. 

A  las  empresas  por  compañías  se  pueden  conceder  cuatro 
minas;  y  tanto  en  este  caso  como  en  los  anteriores  las  con- 
cesiones se  hacen  por  la  dirección  general  (dichos  arts.); 
pero  en  el  4o.  están  facultados  para  hacerla  los  respectivos 
inspectores;  art.  107  de  la  instr. 

Adquiriéndose  los  derechos  por  compra ,  .sucesión  ú  otro 
título  legitimo,  deben  los  interesados  dar  cuenta  al  inspector 
del  distrito  para  que  lo  avise  á  la  dirección  general  ;  arl.  108 
de  la  inslruc. 
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XII.  Como  la  concesión  de  las  minas  tiene  por  objeto  su 
útil  aprovechamiento  en  beneficio  de  la  industria  minera  , 
todas  lian  de  elaborarse  con  sujeción  á  los  principios  y  re- 
glas del  arte;  y  sus  labores  no  pueden  suspenderse ,  sip 
darse  antes  aviso  al  inspector  ó  ingeniero  del  distrito; 
art.  27  del  decr.  Para  que  una  mina  se  entienda  poblada, 
ha  de  tener  porlo  menos  cuatro  operarios  dedicados  á  alguna 
labor  interior  ó  esterior  de  ella,  art.  18  del  decr.  ;  cuyos 
trabajos  se  han  de  hacer  de  modo  que  las  minas  se  manten- 
gan limpias  de  atierres,  desaguadas,  ventiladas  y  compe- 
tentemente fortificadas  ,  para  el  correspondiente  desahogo 
y  despejo  de  los  labrados  y  la  debida  seguridad  de  los  ope- 
rarios; y  su  laboreo  debe  coordinarse  de  modo  que  se  faci- 
liten sus  faenas  y  maniobras  ,  y  se  haga  subsistente  y 
durable;  arls.  116  à  124  de  la  instruc. 

Corresponde  á  los  inspectores  cuidar  de  que  los  trabajos 
no  se  suspendan  sin  su  conocimiento;  y  á  los  dueños  darles 
aviso  de  la  suspensión  con  espresion  de  causa;  y  cuando 
fuere  con  designio  de  abandonar  la  mina ,  recogiendo  los 
efectos  ó  enseres ,  lo  han  de  declarar  así ,  para  que  publi- 
cado el  abandono  por  carteles  ,  pueda  cualquiera  otra  per- 
sona continuar  las  labores;  arts.  125  «  128  de  la  inslruc. 

En  las  minas  que  por  ruinosas  pueda  convenir  la  suspen- 
sion de  los  trabajos  y  aun  cerrar  y  prohibir  su  entrada, 
corresponde  al  inspector  ordenar  lo  oportuno  para  su  re- 
medio y  hasta  disponerlo  á  costa  de  los  dueños;  art.  129  de 
la  inslruc.  ;  pero  ni  lo  uno  ni  lo  otro  puede  determinarse 
en  las  litigiosas  aunque  lo  pida  una  de  las  parles  ,  ni  em- 
bargarse estas  pertenencias  ni  sus  aperos  ó  enseres  ,  sino 
solamente  sus  productos;  arts.  130  y  151. 

Terrenos  y  oficinas  de  beneficio. 

XIII.  Para  el  servicio  de  las  minas  y  para  establecer  los 
hornos  de  fundición  y  demás  oficinas  necesarias ,  puede  ne- 
cesitarse algún  terreno  ,  y  en  este  caso  los  mineros  tienen 
derecho  á  su  adquisición,  mediante  la  indemnización  de 
daños  á  los  dueños  por  convenio  ó  á  justa  tasación  de  peri- 
tos; arls.  19  y  20  del  real  decr.  Estas  solicitudes  se  instru- 
yen y  conceden  del  mismo  modo  que  las  de  las  minas  ; 
arts.  109  y  110  de  la  instruc. 

Goces  y  beneficios  concedidos  á  los  dueños. 

XIV.  Varios  goces  están  dispensados  por  la  ley  á  los 
mineros  ,  y  pueden  recapitularse  en  las  siguientes  reglas  : 

Ia.  Las  concesiones  de  minas  se  hacen  por  tiempo  ilimi- 
tado ,  y  mientras  aquellos  cumplan  con  las  condiciones  le- 
gales ,  pueden  disponer  de  su  derecho  y  de  los  productos 
como  de  cualquiera  otra  propiedad;  art.  15  del  decr.  de  1825. 
2a.  Por  tiempo  de  diez  años  están  eximidas  del  pago  de 
alcabala  las  ventas  de  minas  ó  criaderos  de  los  minerales, 
las  de  fábricas  de  beneficio ,  y  las  de  los  metales  que  aque- 
llas produzcan  y  que  se  fundan  ó  afinen  en  estas;  reales  ór- 
denes de  25  cíe  diciembre  de  1852,  y  de  15  de  diciembre 
de  1853. 

;  5a.  Tanto  los  mineros  como  los  dueños  de  los  hornos  ú 
:  oficinas  de  beneficio  ,  tienen  el  mismo  derecho  que  los  veci- 
nos de  los  pueblos  donde  estas  se  hallen  situadas,  al  uso  y 
aprovechamiento  de  las  aguas  de  los  rios,  arroyos  y  manan- 
tiales, á  proveerse  do  las  leñas,  madera  y  carbón  de  los 
montes  con.  arreglo  á  las  leyes  y  ordenanzas,  y  ai  disfrute 
de  pastos  en  las  dehesas  ,  montes  ,  prados  y  ejidos,  para  las 
bestias  de  carga  ,  tiro  y  silla  dedicadas  á  las  faenas  y  tras- 
portes de  las  minas  y  oficinas  de  beneficio;  arts.  21,  22  y 
23  del  decr.,  y  111  de  la  inslruc.  Pero  todos  estos  goces  tie- 


nen su  limitación ,  pues  tanto  los  sitios  para  los  edificios  que 
hayan  de  construirse  en  las  bocas  délas  minas  ,  y  para  es- 
tablecer oficinas  de  beneficio,  como  el  uso  y  aprovecha- 
miento de  las  aguas  y  el  terreno  necesario  para  los  caminos, 
se  deben  reducir  al  espacio  que  á  juicio  del  inspector  res- 
pectivo fuere  indispensable;  art.  24  del  decr: 

4a.  Son  también  de  la  propiedad  de  los  dueños  de  minas 
las  aguas  y  todo  cuanto  aquellas  producen ,  mientras  los 
mismos  dueños  no  pierdan  el  derecho  que  la  ley  les  conce- 
de; y  no  tienen  obligación  de  satisfacer  ningún  canon  por 
este  disfrute;  art.  Io.  de  la  resol,  de  26  de  abril  de  1841. 

5a.  Para  los  trabajos  de  minas  se  les  debe  facilitar  á  costo 
y  costas  la  pólvora ,  el  azufre ,  la  sal  y  el  azogue  de  los  al- 
macenes del  estanco;  debiendo  hacerse  las  entregas  de  los 
pedidos  por  semestres  ó  cuatrimestres,  y  examinarse  en  es- 
tos períodos  las  existencias  que  resulten  de  dichos  artículos, 
á  fin  de  evitar  que  se  abuse  de  esta  concesión;  real  orden 
de  %  de  agosto  de  1828. 

6a.  Ademas  de  todos  estos  goces,  la  especial  protección  en 
favor  de  los  establecimientos  de  minas  se  estiende  á  ios  que 
trabajen  en  ellas  por  cuenta  de  estranjeros,  pues  están 
esentos  de  represalias  en  casos  de  guerra  ,  y  no  pueden  ser 
molestados  con  motivo  de  ella  en  sus  personas  y  bienes, 
mientras  observen  las  leyes  de  policía  y  buen  gobierno; 
y  asimismo  les  está  concedido  el  derecho  de  trasmitir  por 
donación,  venta  ó  sucesión  las  propiedades  que  adquieran 
en  España ,  aunque  los  dueños  de  minas  no  estén  naturali- 
zados en  el  reino  ;  art.  35  del  decr. 

Derechos  correspondientes  al  fisco. 

XV.  Cada  pertenencia  de  minas  de  la  dimension  de  200 
varas  castellanas  de  longitud  y  la  mitad  de  latitud ,  está  gra- 
vada con  el  impuesto  anual  de  cuarenta  duros  ,  ó  la  can- 
tidad proporcionada  si  aquella  no  llega  à  dichas  dimensio- 
nes ;  y  las  oficinas  de  beneficio  con  veinte  duros  por  cada  100 
varas  cuadradas  del  terreno  que  ocupen  ;  decr.  de  las  Cortes 
de  20  de  julio  de  1857,  que  altera  lo  dispuesto  en  el  art.  26 
del  decr.  de  1825  :  corresponde  ademas  á  la  hacienda  pú- 
blica el  5  por  ciento  del  producto  de  los  minerales  beneficia- 
dos, y  también  de  los  que  para  su  uso  ó  aplicación  á  las 
artes  se  espendan  en  su  estado  natural ,  sin  deducción  de 
costos  en  uno  ni  otro  caso  ;  art.  27  del  decr. 

Solamente  están  libres  de  este  impuesto  : 

Io.  Las  ferrerías  y  minas  de  hierro  ;  art.  28  del  mismo. 

2o.  Las  arenas  auríferas  y  cualesquiera  otras  produccio- 
nes minerales  de  los  rios  y  placeres,  mientras  su  aprove- 
chamiento no  se  verifique  con  operaciones  por  mayor,  en 
establecimientos  fijos;  art.  29,  id. 

La  recaudación  de  los  espresados  impuestos  se  hace  por 
los  inspectores  con  sujeción  á  las  disposiciones  reglamenta- 
rias establecidas;  arls.  lila  á  147,  y  151  á  154  de  la  inslruc; 
y  el  pago  se  ha  de  verificar  precisamente  en  metálico,  aun- 
que usándose  de  toda  equidad  en  la  regulación  del  valor  de 
los  producios  ,  al  deducirse  la  parte  correspondiente  al  de- 
recho del  5  por  ciento  ;  real  orden  de  Io.  de  mayo  de  1850, 
que  altera  lo  dispuesto  en  el  art.  147  de  la  instruc. 

A  fin  de  evitar  defraudaciones  en  su  pago  ,  han  de  pre- 
sentarse los  productos  al  inspector  para  su  reconocimiento 
y  para  que  ponga  la  marca  en  los  que  por  su  naturaleza  lo 
admitan;  y  si  por  la  distancia  no  fuere  posible  la  conduc- 
ción ,  se  debe  adoptar  el  medio  que  la  dirección  general 
establezca  ;  arls.  147  y  148  de  la  instruc.  Las  pastas  de  plo- 
mo argentífero  exigen  especiales  formalidades ,  que  están  re- 
glamentadas y  seria  prolijo  enumerar  en  este  capitulo  ;  puedo 
verse  la  resolución  de  25  de  abril  de  1841  :  y  el  cobre  tam- 
bién tiene  determinadas  reglas  con  igual  objeto;  real  orden 
de  11  de  enero  de  1829. 
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No  llevando  los  productos  la  espresada  marca,  ó  infrin- 
giéndose cualquiera  de  las  reglas  prescritas  para  evitar 
fraudes  en  el  pago  del  impuesto ,  caen  aquellos  en  comiso  ; 
arl.  148  de  la  inslruc,  y  resol,  citada  de  1841.  Una  délas 
principales  formalidades  es  la  de  no  poderse  conducir  los 
productos  de  las  minas  ni  aun  para  su  fundición  en  las  fá- 
bricas, sin  el  especial  requisito  de  una  guia  espedida  por  el 
inspector  y  sin  la  presentación  de  la  tornaguía  ;  art.  SO  de 
la  inslruc.  En  las  provincias  donde  no  hay  inspección ,  el 
despacho  de  estos  documentos  incumbe  al  respectivo  jefe 
político  ó  alcalde  ;  resolución  de  30  de  julio  de  184  1 . 

Con  igual  objeto  de  asegurar  el  pago  de  los  derechos  del 
fisco,  las  administraciones  de  rentas  no  pueden  facilitar 
guias  para  la  circulación  de  minerales  ,  menas  ni  metales, 
escepto  el  hierro ,  como  no  se  acredite  haber  satisfecho  el  5 
por  100  :  ni  el  resguardo  puede  tampoco  permitir  el  tras- 
porte de  dichos  productos,  si  no  se  acompaña  el  documento 
espresado;  resolución  de  12  de  agosto  de  1842,  circulada 
en  19  del  mismo. 

Pérdida  de  los  derechos  adquiridos  en  las  minas. 

XVI.  Piérdese  el  derecho  adquirido  sobre  una  mina  y 
queda  en  la  clase  de  denunciable  : 

Io.  Cuando  no  se  habilite  en  el  término  de  noventa  dias  la 
labor  de  que  se  hace  mención  en  el  párrafo  9o. 

2o.  Cuando  por  no  haberse  dado  á  tiempo  el  aviso  indica- 
do en  el  párrafo  10,  se  imposibilite  el  reconocimiento  com- 
pleto de  la  mina. 

5o.  Cuando  se  suspendan  los  trabajos  de  ella  durante  cua- 
tro meses  continuos  ú  ocho  interrumpidos  en  el  espacio  de 
un  año,  no  habiendo  guerra,  peste  ó  hambre  en  las  20  le- 
guas al  rededor. 

4o.  Cuando  por  disfrutarse  solo  las  labores  altas  de  la 
mina ,  se  dejan  inundadas  las  mas  profundas,  á  menos  que 
requerido  el  dueño  en  virtud  de  denuncio  entablado  por  otro, 
no  se  obligue  á  desaguarla  en  el  término  de  cuatro  meses; 
art.  30  del  real  decr.  de  182S. 

Las  oficinas  de  beneficio  se  entienden  abandonadas  cuan- 
do se  hayan  arruinado  sus  techos ,  de  modo  que  no  puedan 
servir  para  los  usos  y  operaciones  á  que  estaban  destinadas; 
art.  31 ,  id. 

Si  por  consecuencia  de  este  abandono  se  propusiere  algún 
denuncio,en  los  casos  1°.,  2o.  y  4o.  que  se  acaban  de  men- 
cionar, ó  en  el  de  que  por  el  desorden  ó  falla  de  cuidado  en 
los  trabajos  se  ocasione  alguna  ruina  ó  se  entorpezca  su  con- 
tinuación ,  es  admisible  el  denuncio,  como  ya  se  indicó  al 
principio  :  si  en  el  espresado  caso  4o.  el  poseedor  de  la  mina 
no  dispusiere  dentro  de  cuatro  meses  el  desagüe  propor- 
cionado de  las  labores  hondas,  el  denunciante  que  á  ello  se 
obligue,  ha  de  dar  fianza  de  verificarlo  y  completarlo  á  sa- 
tisfacción del  inspector,  bajo  la  pena  de  perder  el  gasto  que 
hiciere  ,  y  de  restituir  al  primero  los  frutos  estraidos  ó  su 
valor  ;  art.  98  cíe  la  inslruc. 

En  cualquiera  de  los  casos  en  que  el  dueño  de  ía  mina 
pierda  su  propiedad ,  pierde  también  ef  derecho  á  las  aguas 
que  hubiere  en  el  establecimiento ,  las  cuales  pasan  con  to- 
das las  pertenencias  de  la  mina  al  dominio  del  Estado ,  mien- 
tras no  haya  quien  la  solicite  por  medio  del  competente  de- 
nuncio ;  art.  2  de  la  resol,  de  21  de  abril  de  1841. 

Reglas  especiales  á  determinadas  producciones. 

XVII.  Cuanto  se  ha  espuesto  hasta  aquí  es  relativo  á  las 
minas  en  general ,  pero  hay  ademas  algunas  disposiciones 
especiales  acerca  de  diversas  clases  de  producciones,  cuales 
son  : — Io.  Los  escoriales  y  terreros  antiguos  :— 2o.  Las  mi- 
nas de  carbón  de  piedra  :  —  3o.  Las  minas  de  hierro  :  — 


4o.  El  azogue  :  —  5o.  El  azufre  :  —  6o.  El  plomo  :  —  7o.  El 
cobalto. 

Io.  Escoriales  y  terreros  antiguos.  Estos  escoriales  ó  des- 
pojos hallados  en  sitios  donde  se  han  hecho  en  lo  antiguo 
escavaciones  ó  trabajos  mineros ,  están  subordinados  á  las 
reglas  generales  que  se  han  espuesto  con  relación  á  las  mi- 
nas en  general  ;  pero  acerca  de  ellos  rigen  ademas  declara- 
ciones especiales  ;  á  saber  :  Ia.  Los  que  se  encuentren  en  el 
terreno  de  la  demarcación  ó  demarcaciones  de  una  mina , 
pertenecen  á  esta ,  con  tal  de  que  antes  no  hayan  sido  de- 
nunciados separadamente.  2a.  Son  por  consiguiente  de- 
nunciables  todos  los  escoriales  y  terreros ,  aunque  sean 
modernos,  que  pertenezcan  á  minas  ú  oficinas  de  beneficio, 
si  se  hallan  abandonadas  y  en  el  caso  de  ser  denunciables,  á 
menos  que  estuviesen  almacenados  en  edificios  cerrados. 
Pero  no  son  denunciables  los  que  se  encuentreu  en  terre- 
nos correspondientes  á  la  hacienda  pública.  3a.  Los  denun- 
cios se  hacen  en  los  mismos  términos  que  los  de  las  minas,  y 
á  la  dirección  general  corresponde  graduar  la  estension  y 
límites  que  ha  de  tener  cada  concesión  cuando  el  escorial 
sea  de  alguna  importancia ,  ó  si  se  han  de  comprender  dos  ó 
mas  manchones  bajo  una  sola  de  aquellas.  4a.  Al  darse  la 
posesión ,  ha  de  estar  abierta  una  zanja  de  cinco  varas  de 
longitud,  y  dos  de  profundidad,  para  que  el  inspector  se 
cerciore  de  si  es  escorial  ó  terrero  ,  y  cuál  es  la  sustancia 
metálica  que  se  trata  de  aprovechar.  Sa.  Es  obligación  del 
denunciador  designar  la  dirección  en  que  quiere  llevar  el 
apovechamiento  del  escorial  ó  terrero  ,  y  una  vez  determi- 
nada esta,  ha  de  llevar  la  labor  hasta  descubrir  el  terreno 
en  la  latitud  que  se  hubiere  dado  à  la  pertenencia.  6a.  Con 
vista  del  informe  del  inspector,  la  dirección  general  debe 
señalar  un  plazo  que  no  puede  esceder  de  un  año,  para  que 
el  denunciador  establezca  sus  hornos  ú  oficinas  de  beneficio; 
y  si  pasa  este  plazo  sin  haberse  construido,  pierde  el  inte- 
resado todo  su  derecho.  Tanto  del  día  en  que  se  empiece  la 
fundición ,  como  del  en  que  se  apaguen  los  hornos,  ha  de 
darse  cuenta  al  inspector.  7a.  Las  operaciones  del  beneficio 
ó  fundición  no  pueden  interrumpirse  mas  que  por  tres  me- 
ses consecutivos  al  año  ó  por  cuatro  con  interrupción  :  pa- 
sado este  tiempo ,  el  escorial  ó  terrero  es  denunciable ,  á 
menos  que  por  estraordinarias  circunstancias  haya  dado  li- 
cencia el  inspector  para  la  suspension  de  los  trabajos  con 
aprobación  de  la  dirección  general.  8a.  Los  productos  de 
estas  elaboraciones  están  sujetos  á  los  mismos  impuestos  que 
los  demás  minerales.  Se  esceptúan,  sin  embargo,  los  esco- 
riales y  terreros  que  se  benefician  por  contener  hierro; 
aunque  requieren  siempre  todas  las  formalidades  necesarias 
para  el  denuncio  y  adjudicación.  9a.  Finalmente  el  mercu- 
rio procedente  de  escoriales  ó  terreros,  se  ha  de  entregar  á 
la  respectiva  administración  de  rentas;  resolución  de  18  de 
abril  de  1841. 

2o.  Minas  de  carbón  de  piedra.  Incalculable  es  el  bien  que 
puede  hacer  la  administración  favoreciendo  la  investigación 
y  esplotacion  de  los  carbones  minerales  que  tanta  utilidad 
producen  á  la  industria  y  que  no  pueden  ser  reemplazados 
con  ningún  otro  combustible.  Las  prodigiosas  fuerzas  del 
vapor  no  se  aplicarían  hoy  al  movimiento  de  innumerables 
máquinas,  sin  ese  ausilio  tan  necesario  para  el  desenvolvi- 
miento en  grande  de  todas  las  industrias.  Por  eso  aunque  se 
dejen  al  ínteres  individual  las  minas  de  hierro  ,  plomo,  co- 
bre ,  plata,  y  otras  que  tanta  utilidad  producen,  la  admi- 
nistración debe  favorecer  con  preferencia  le  esplotacion  y 
beneficio  de  este  fósil  inapreciable,  agente  poderosísimo 
de  la  riqueza  ;  arl.  23  de  la  real  inslruc.  de  30  de  noviembre 
de  1853. 

La  legislación  protege  también  mas  decididamente  esta 
parle  de  la  industria  minera  por  medio  de  concesiones  im- 
portantes en  su  beneficio  ,  que  están  comprendidas  en  las 
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siguientes  reglas  :—  Ia.  El  carbón  de  piedra  de  todas  partes 
del  reino  es  libre  en  su  eslraccion  al  estranjero  y  á  nuestras 
posesiones  de  América  de  todo  impuesto  de  cualquier  clase 
ó  denominación.  — *  2a.  También  lo  es  por  su  conducción  en 
bandera  española  de  un  puerto  á  otro  de  la  península.  — 
5a.  El  carbón  de  piedra  estranjero  adeuda  á  su  entrada  en 
España  el  derecho  de  2  rs.  en  quintal  siendo  el  buque  espa- 
ñol, y  de  3  rs.  si  es  estranjero.— 4a.  Para  la  enseñanza  de  la 
esplotacion  y  beneficio  de  carbón  de  piedra  se  halla  esta- 
blecida una  cátedra  en  el  instituto  Asturiano  ;  reales  órdenes 
de  4  de  marzo  de  1832,  de  14  de  diciembre  de  1834  y  de  h  de 
agosto  de  1837.  —  5a.  Ademas  para  proporcionar  el  mayor 
ensanche  á  estas  minas,  cada  pertenencia  de  ellas  ha  de 
tener  600  varas  de  longitud,  y  100  de  latitud;  y  las  com- 
pañías ó  particulares  pueden  obtener  el  número  de  perte- 
nencias que  permite  el  artículo  13  del  real  decreto  de  1825, 
demarcándose  unas  á  continuación  ó  al  lado  de  las  otras, 
según  mas  conviniere  á  los  interesados  y  al  mejor  reparti- 
miento de  los  terrenos ,  con  la  precisa  circunstancia  de  que 
no  queden  espacios  francos  intermedios;  real  orden  de  11 
de  setiembre  de  1836. 

3o.  Minas  de  hierro.  Las  reglas  que  rigen  con  relación  à 
estas ,  son  las  mismas  que  las  de  todas  las  minas  en  general  ; 
pero  en  cuanto  á  la  adquisición  de  pertenencias,  la  demar- 
cación ha  de  hacerse  del  modo  que  se  acaba  de  indicar  en 
cuanto  á  las  del  carbón  de  piedra  ;  real  orden  de  28  de  julio 
de  1840. 

4o.  Minas  de  azogue.  Ya  se  dijo  al  principio  de  este  capí- 
tulo ,  que  las  minas  de  azogue  de  Almadén  pertenecen  al 
Estado.  Puede  sin  embargo  cualquiera  elaborarlas  por  su 
cuenta  ,  en  los  parajes  situados  fuera  de  la  demarcación  de 
aquellas  ;  pero  estando  estancada  la  venta  de  los  azogues  , 
los  que  los  esploten  y  adquieran  no  tienen  la  facultad  de  dis- 
poner de  ellos  como  propiedad  particular,  sino  que  los  han 
de  entregar  precisamente  en  los  almacenes  de  la  hacienda 
pública  (art.  16  del  decr.  de  1825),  al  precio  designado 
por  el  gobierno ,  que  es  á  razón  de  35  pesos  fuertes  por 
quintal ,  si  no  escede  de  50  quintales  la  entrega  que  haga 
el  beneficiador,  y  á  38  cuando  pase  de  esta  cantidad  ;  real 
orden  de  2  de  junio  de  1855 }  que  altera  lo  dispuesto  en  la 
de  29  de  marzo  de  1829. 

5o.  Minas  de  azufre.  Este  producto  está  estancado  por  la 
hacienda  pública  de  igual  modo  que  los  azogues,  y  por  con- 
siguiente los  mineros  que  lo  benefician  no  pueden  disponer 
de  él  con  entera  libertad  ,  sino  que  lo  han  de  vender  preci- 
samente á  la  misma  hacienda,  ó  han  de  esportarlo  al  estran- 
jero ;  real  orden  de  17  de  noviembre  de  1829. 

6o.  Minas  de  plomo.  Estas  minas  son  protegidas  con  las 
mismas  reglas  que  las  demás;  pero  el  alcohol  está  gravado 
en  su  estraccion  al  estranjero  con  un  real  en  quintal ,  ya  sea 
de  hoja  ancha ,  ya  de  hoja  menuda  ó  grano  fino  ;  real  orden 
de  14  de  noviembre  de  1828. 

;  7°.  Minas  de  cobalto.  La  esportacion  de  este  artículo  es 
;  absolutamente  libre  mientras  no  se  establezcan  en  España 
fábricas  de  esmalte;  real  orden  de  17  de  octubre  de  1837. 

Industrias  análogas  á  la  minería. 

XVIII.  El  descubrimiento,  evacuación ,  beneficio  y  apro- 
vechamiento de  algunos  productos  naturales  del  reino 
mineral  tienen  mucha  analogía  con  la  industria  minera , 
pero  se  rigen  por  reglas  diferentes.  Asi  sucede  respecto  de  : 
—  Io.  las  arenas  auríferas  y  topacios  :  —  2o.  las  arenas  y 
piedras  propias-  para  la  fabricación  de  loza  :  —  3o.  las  pie- 
dras biográficas  :  —  4o.  las  canteras. 

Indicaremos  los  medios  de  protección  establecidos  para 
el  aprovechamiento  de  estos  útiles  productos. 

Io.  Con  relación  á  las  arenas  auríferas  y  topacios.  —  Son 


de  libre  aprovechamiento,  sin  necesidad  de  licencia  ni  de 
otra  formalidad  y  sin  sujeción  á  ninguna  clase  de  impuestos, 
las  arenas  auríferas  y  cualesquiera  otras  producciones  mi- 
nerales de  los  rios  y  placeres  ,  mientras  no  se  beneficien 
con  operaciones  por  mayor  en  establecimientos  fijos;  orí.  29 
del  real  decr.  de  1825.  Igual  libertad  está  declarada  respecto 
del  topacio;  real  orden  de  16  cíe  mayo  de  1826. 

2o.  Arenas  y  piedras  propias  para  la  fabricación  de  loza. 
Todo  español  ó  estranjero  tiene  facultad  de  hacer  indaga- 
ciones y  escavaciones  con  el  fin  de  descubrir  y  reconocer 
las  arenas  y  piedras  salíceas  ,  las  aluminosas  ,  las  arcillas 
plásticas  y  magnesianas,  y  las  tierras  y  piedras  refractarias 
aplicables  á  la  alfarería  y  fabricación  de  loza  ,  sin  mas  re- 
quisito que  la  previa  licencia  del  alcalde  del  pueblo  á  que 
los  terrenos  pertenezcan  :  y  si  de  resultas  de  estas  indaga- 
ciones se  encuentran  dichas  sustancias  minerales ,  ya  sea 
en  tierras  realengas  ó  del  común ,  ya  en  las  de  dominio  par- 
ticular, debe  el  interesado  pedir  al  mismo  alcalde  la  de- 
marcación de  espacio  que  necesite,  que  puede  ser  un  cuadro 
de  cien  varas  de  lado  ,  ó  la  superficie  equivalente  de  diez 
mil  varas  cuadradas,  si  le  conviniere  otra  figura,  ó  bien  la 
parte  de  esta  área  que  estime  suficiente  al  intento  ;  pero 
ha  de  preceder  la  justa  indemnización  al  dueño  del  terreno; 
real  orden  de  2  de  agosto  de  1853. 

3o.  Piedras  Ulográficas.  Lo  mismo  sustancialmente  puede 
decirse  con  relación  á  estos  productos ,  pues  cualquiera 
tiene  derecho  á  ejecutar  iguales  indagaciones  acerca  de  las 
piedras  litográficas  ,  siempre  que  cumpla  con  las  dos  con- 
diciones espresadas  ,  y  que  ademas  abone  al  dueño  del  suelo 
el  5  por  ciento  de  lo  que  este  produzca  ;  real  orden  de  6  de 
marzo  de  1832.  Para  el  fomento  de  este  ausiliar  de  la  in- 
dustria está  encargado  á  la  dirección  general  de  minas , 
que  promueva  y  estimule  la  indagación  y  trabajos  de  can- 
teras y  piedras  litográficas  ;  real  decr.  de  10  de  enero 
de  1832. 

4o.  Con  relación  á  las  canteras.  Las  canteras  pueden 
contribuir  y  de  hecho  contribuyen  en  muchas  de  nuestras 
provincias  á  alimentar  algunas  industrias  y  á  hermosear 
los  pueblos;  y  aun  las  piedras  de  construcción  son  también 
una  riqueza  importante  ,  con  métodos  de  esplotacion  y  ca- 
minos para  su  acarreo.  Por  eso  está  encargado  á  los  jefes 
de  las  provincias  que  indaguen  la  riqueza  de  esta  clase  que 
produzca  su  respectivo  territorio,  y  empleen  lodos  los  me- 
dios posibles  para  utilizarla  ;  art.  24  de  la  real  instruc.  de  30 
de  noviembre  de  1833. 

Pero  la  esplotacion  y  beneficio  de  las  canteras  están  res- 
tringidos por  una  disposición  que  previene ,  que  los  dueños , 
arrendatarios  y  usufructuarios  de  terrenos  situados  en  la 
zona  de  mil  y  quinientas  varas  de  las  costas ,  no  puedar 
abrir  zanjas ,  ó  hacer  grandes  escavaciones  ,  amontonar 
tierra  ,  ni  fabricar  cosa  alguna  que  pueda  perjudicar  á  la 
defensa  ni  á  la  solidez  y  regularidad  de  las  mismas  costas , 
á  menos  que  obtengan  antes  permiso  de  la  autoridad  militar 
encargada  de  la  guarda  y  defensa  de  dichos  puntos  (  real 
orden  de  31  de  diciembre  de  1829 ,  circulada  en  24  de  fe- 
brero de  1830).  Igual  requisito  es  necesario  llenar,  ademas 
de  todos  los  trámites  prevenidos  por  las  leyes ,  para  la  esplo- 
tacion de  minas  situadas  dentro  de  dicha  zona  ;  real  orden 
de  7  de  junio  de  1830. 

Jurisdicción  de  minas. 

XIX.'  La  dirección  general  de  minas  ejércela  jurisdicción 
gubernativa  y  contenciosa  del  ramo.  Tiene  por  tanto  á  su 
cargo  :  —  Io.  el  cuidado  de  promover  y  fomentar  la  indus- 
tria minera  :  —  2o.  la  dirección  facultativa  y  el  gobierno 
económico  de  los  establecimientos  de  minas  reservadas  á  la 
hacienda  pública ,  hasta  la  entrega  de  sus  productos  :  — 
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5o.  la  inspección  y  vigilancia  sobre  los  trabajos  y  operaciones 
de  las  minas  de  particulares  para  celar  su  regularidad  y 
buen  orden  y  para  mantener  la  tranquilidad  y  subordinación 
entre  los  operarios,  capataces  y  demás  personas  que  se  ocu- 
pan en  las  labores  y  faenas  :  —  U°.  la  recaudación  de  los 
impuestos  señalados  á  las  minas  y  á  las  oficinas  de  beneficio 
correspondientes  á  particulares:  —  5o.  el  ejercicio  de  la 
jurisdicción  privativa  de  los  asuntos  de  minas  y  oficinas 
de  beneficio;  real  decreto  de  k  de  julio  de  1823,  real  orden 
de  9  de  junio  de  1857  ,  y  orden  de  29  de  diciembre 
de  mil. 

En  cada  distrito  de  minas  bay  un  inspector  particular 
con  el  número  de  ingenieros  del  ramo  proporcionado  á  su 
estension  ;  y  estos  inspectores  ejercen,  en  toda  la  demar- 
cación que  les  está  señalada  ,  las  mismas  atribuciones  que 
respecto  de  todos  los  distritos  del  reino  corresponden  á  la 
dirección  general.  En  las  provincias  donde  no  hay  inspector 
de  minas,  los  jefes  políticos  ejercen  las  mismas  atribuciones 
gubernativas  y  económicas  que  los  inspectores,  y  dependen 
en  este  concepto  de  la  dirección  general  del  ramo. 

XX.  La  jurisdicción  contenciosa  se  ejerce  en  primera 
instancia  por  el  inspector  de  cada  distrito  con  el  dictamen 
de  su  respectivo  asesor  ;  y  en  grado  superior  por  la  dirección 
general  del  ramo  ,  que  reside  en  la  corte ,  con  su  asesor 
general  ;  y  aunque  como  reducida  que  está  á  los  asuntos 
civiles  procedentes  de  la  industria  minera,  no  se  estiende 
á  la  parte  criminal ,  aun  cuando  los  delitos  sean  relativos  á 
aquella  materia ,  puede  no  obstante  el  inspector  imponer 
penas  correccionales  en  los  casos  leves ,  y  asegurar  á  los  reos 
y  prevenir  las  primeras  diligencias  en  los  graves,  para 
pasarlos  al  juez  competente  ;  arts.  37,  Uí  y  42  del  decreto 
de  li  de  julio  de  1825,  y  real  orden  de  9  de  junio 
de  1857. 

XXL- Los  juicios  de  conciliación  ó  avenencia  no  deben 
celebrarse  ante  los  alcaldes  constitucionales  de  los  pueblos, 
sino  ante  el  inspector  del  distrito  y  en  su  defecto  ante  el 
respectivo  jefe  político ,  según  se  dispone  por  real  orden 
de  S  de  noviembre  de  1838. 

XXII.  No  tienen  necesidad  los  inspectores  de  sujetarse 
en  la  sustanciacion  de  los  asuntos  contenciosos  á  todos  los 
trámites  de  los  juicios  comunes  ,  sino  que  deberán  tratarlos 
á  estilo  de  comercio,  verdad  sabida  y  buena  fe  guardada; 
y  así  es  que  escusarán  todos  los  escritos,  actuaciones  y 
trámites  que  no  sean  necesarios  para  la  aclaración  de  la 
verdad,  sin  permitir  que  sean  ordenados  ni  suscritos  por 
abogados ,  por  manera  que  en  los  pleitos  sobre  negocios  de 
minas,  en  el  momento  en  que  aparezca  descubierta  la  ver- 
dad ,  habrá  de  darse  la  determinación  definitiva. 

XXIII.  En  los  negocios  de  menor  cuantía  se  admitirán  las 
demandas  por  escrito  ,  firmadas  por  la  parte  misma,  y  se 
tratarán  á  la  vez  y  juntas  las  causas  de  posesión  y  propie- 
dad ,  señalando  breves  términos  para  todas  las  actuaciones, 
y  el  de  seis  ú  ocho  dias  prorogables  por  justa  causa  hasta 
la  mitad  para  la  contestación  de  la  demanda.  Si  el  pleito 
se  recibe  á  prueba ,  se  hace  por  solo  quince  ó  veinte  dias 
comunes  á  las  parles  y  prorogables  del  propio  modo  por  otros 
diez,  sin  admitir  mas  de  diez  testigos,  señalando  para  los 
alegatos  de  bien  probado  el  término  de  ocho  ó  diez  dias  , 
en  cuyo  estado  determinarán  definitivamente  el  asunto  cita- 
das las  partes.  Cuando  los  puntos  controvertidos  son  claros 
y  de  mero  hecho  ,  decidirá  el  inspector  por  sí  solo  ;  pero  si 
los  casos  ofrecen  duda  ó  comprenden  puntos  do  derecho, 
ha  de  consultar  el  inspector  con  asesor  letrado,  previo  con- 
sentimiento de  las  parles  y  á  costa  de  ellas. 

XXIV.  Si  el  inspector  fuere  recusado,  como  puede  ha- 
cerse, sin  espresibn  de  causa,  se  acompañará  con  algún 
propietario  de  minas  ó  inteligente  en  la  facultad  nombrado 
por-él  mismo,  con  tal  que  merezca  la  confianza  de  las  puis; 


y  si  no  le  hubiese,  se  acompañará  de  otra  persona  cualquiera 
de  buena  opinion  y  cualidades  correspondientes. 

XXV.  Si  de  sus  sentencias  definitivas  ó  autos  interlocu- 
torios  que  causen  gravamen  irreparable  se  interpusiese  ape- 
lación ,  debe  otorgarse  para  ante  la  dirección  general,  con- 
curriendo los  requisitos  siguientes  :  —  Io.  que  se  interponga 
dentro  de  tercero  dia  :  —  2o.  que  el  negocio  importe  mas  de 
tres  mil  reales  :  5o.  que  el  débito  quede  pagado  ó  asegu- 
rado. 

XXVI.  Dos  sentencias  conformes  de  toda  conformidad 
causarán  ejecutoria  sin  mas  recurso;  pero  cuando  la  de 
apelación  sea  revocatoria  en  todo  ó  en  parte,  habrá  lugar  á 
la  súplica ,  consistente  en  la  simple  revista  ,  sin  nuevos  es- 
critos, pruebas  ni  artículos;  y  la  dirección  fallará  con  dicta- 
men de  los  asesores  de  hacienda ,  y  este  fallo  causará 
ejecutoria. 

XXVII.  En  los  negocios  contenciosos  elevados  á  la  direc- 
ción en  grado  de  apelación  bien  sean  de  sentencia  definitiva 
ó  interlocutoria,  la  sustanciacion  será  breve  y  sumaria,  pre- 
cediendo á  toda  actuación  la  comparecencia  de  los  interesa- 
dos ó  de  sus  representantes  para  tratar  de  avenencia.  Sí 
por  este  medio  no  se  cortare  el  litigio,  se  entregarán  los  au- 
tos al  apelante  para  espresar  agravios  en  el  término  de  seis 
dias  improrogables,  y  por  oíros  tantos  se  dará  traslado  de 
su  alegato  al  contrario,  recibiéndose  á  prueba  la  causa  úni- 
camente cuando  la  que  se  ofrezca  recaiga  sobre  puntos  nue- 
vos y  conducentes,  no  ventilados  en  la  primera  instancia  , 
con  señalamiento  de  veinte  dias  á  lo  mas,  comunes  á  ambas 
partes,  y  hecha'su  publicación  se  concederán  à  cada  uno 
ocho  dias  para  sus  nuevos  alegatos.  Con  ella  ó  sin  ella  en  su 
respectivo  caso,  y  citadas  las  partes,  se  pronunciará  la  sen- 
tencia que  corresponda,  determinándola  por  sí  la  misma  di- 
rección cuando  los  asuntos  sean  de  puro  hecho  y  no  presen- 
ten duda  ninguna;  pero  consultándola  con  su  asesor  letrado 
en  el  todo  ó  en  parte  cuando  haya  puntos  dudosos  ó  de 
derecho. 

-j-  En  la  isla  de  Cuba  se  observe  para  el  laboreo  y  bene- 
ficio de  minas  el  real  decreto  de  k  de  julio  de  1823  é  instruc- 
ción provisional  de  18  de  diciembre  del  mismo  año ,  sin  otra 
modificación  que  la  del  artículo  lí°.  del  decreto  en  orden  á 
la  libertad  que  concede  á  todo  estranjero  de  hacer  calas  y 
catas  para  descubrir,  reconocer  y  adquirir  criaderos  mine- 
rales ,  pues  deberá  observarse  puntualmente  lo  mandado  en 
reales  cédulas  de  10  de  agosto  de  1813  y  21  de  octubre  de 
1817,  y  si  ocurrieren  alguno^  casos  que  no  estén  previstos 
por  el  decreto  é  instrucción  de  1823  ,  se  resolverán  por  la 
ordenanza  de  minería  de  Nueva  España  de  22  de  mayo  de 
1785.  Rls.  órds.  de  18  de  marzo  de  1842,  Z'l  de  febrero  de 
1843  y  9  de  julio  de  18M. 

[  *  En  la  república  de  Méjico,  se  gobierna  esta  ma- 
teria de  minas  por  lo  dispuesto  en  las  Ordenanzas  del  ramo 
de  22  de  mayo  de  1783,  cuyo  titulo  quinto  dispone,  que  si 
bien  las  minas ,  por  su  naturaleza  como  por  la  incorporación 
dispuesta  en  la  leyk,  lit.  15,  lib.  6  de  la  Nueva  Recopilación, 
ó  3,  tít.  19 ,  lib.  3  ríe  la  Novísima  ,  pertenecen  hoy  á  la  na- 
ción, sin  embargo  ,  sin  separarlas  de  su  patrimonio,  pue- 
den adquirirlas  los  particulares  en  propiedad  y  posesión  ,  de 
tal  modo  que  tengan  facultad  para  venderlas  ,  permutarías , 
arrendarlas,  donarlas,  dejarlas  en  testamento,  ó  enajenar  ó 
traspasar  de  cualquier  modo  su  derecho.  Para  esloes  indis- 
pensable labrar  y  disfrutar  dichas  minas  del  modo  que  está 
prevenido  en  las  Ordenanzas ,  y  contribuir  al  tesoro  con  el 
tanto  que  está  impuesto  á  su  producto.  Las  Recopilaciones 
de  Indias  y  de  Castilla  prohibieron  á  los  estranjeros  la  adqui- 
sición de  estas  propiedades  ;  mas  la  legislación  de  la  repú- 
blica comenzó  por  autorizarlos  para  adquirir  acciones,  y  ha 
acabado  por  derogar  absolutamente  dicha  prohibición  , 
igualándolos  en  un  lodo  con  los  naturales  para  este  efecto: 
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decr.  de 7  deoclubre  de  1825,  y  art.  2,  decr.  de  il  de  marzo 
de  1842(1). 

**  En  la  república  de  Venezuela  se  gobierna  también  este 
ramo  por  sus  Ordenanzas  de  Nueva  España  de  22  de  mayo  de 
1783,  como  lo  declaró  la  resolución  de  29  de  abril  de  1H52: 
habiendo  sido  sustituidos  á  los  intendentes  los  Gobernadores 
de  las  provincias  ,  para  recibir  las  solicitudes  y  denuncias, 
practicar  las  diligencias  que  encomendaba  á  aquellos  la  or- 
denanza, y  espedir  en  su  caso  el  título  correspondiente ,  se- 
gún lo  dispone  el  art.  26,  ley  de  24  de  abril  de  1&58. 

***  En  la  república  de  Chile  se  gobierna  igualmente  el  ra- 
mo de  minas  por  sus  Ordenanzas  de  Nueva  España  de  22  de 
mayo  de  1783  ,  según  declaración  de  11  de  junio  de  1855; 
habiendo  reemplazado  á  las  Diputaciones  de  minas  los  Go- 
bernadores departamentales  ,  y  la  Corte  de  apelaciones  en 
sala  de  minería  al  Tribunal  general  de  minería ,  para  el 
otorgamiento  de  mercedes  de  minas  los  primeros,  y  para  la 
concesión  de  permisos  para  disfrutarlas  las  segundas.  En 
caso  de  implicancia  legal  del  Gobernador  para  entender  en 
la  concesión  de  la  merced  de  mina  ,  le  reemplaza  el  Inten- 
dente de  la  provincia  que  le  siga  inmediatamente  en  auto- 
ridad :  deers.  de  23  de  mayo  de  1838 ,  y  5  de  diciembre 
de  1842.] 

MINISTERIO  fiscal.  Entiéndese  por  ministerio  fiscal 
que  también  se  llama  ministerio  público  ,  las  funciones  de 
una  magistratura  particular,  que  tiene  por  objeto  velar  por 
el  interés  del  Estado  y  delasociedaden  cada  tribunal;  ó  que 
bajo  las  órdenes  del  gobierno  tiene  cuidado  de  promover  la 
represión  de  los  delitos,  la  defensa  judicial  de  los  intereses 
del  Estado,  y  la  observancia  de  las  leyes  que  determinan  la 
competencia  de  los  tribunales.  Véase  Fiscal. 

I.  Para  dar  mas  unidad  ,  impulso  y  dirección  al  ministe- 
rio fiscal ,  se  han  adoptado  por  real  decreto  de  2G  de  enero 
de  1S44  las  medidas  siguientes  : 

Artículo  Io.  El  despacho  de  los  negocios  se  distribuirá 
por  audiencias  entre  los  fiscales  del  tribunal  supremo,  asig- 
nándose precisamente  al  mas  antiguo  en  la  carrera  fiscal  el 
de  los  procedentes  de  Ultramar. 

Art.  2o.  En  las  audiencias  de  la  Península  donde  hubiere 
dos  fiscales,  se  distribuirá  entre  ellos  ,  con  la  posible  igual- 
dad, el  despacho  de  la  manera  siguiente  : 

Io.  De  las  causas  criminales  del  fuero  ordinario,  por  par- 
tidos judiciales. 

2o.  De  las  de  hacienda  y  de  los  dernas  procesos  civiles  no 
comprendidos  en  el  número  anterior. 

Art.  5o.  Los  agentes  fiscales  percibirán  las  mesadas  de 
su  sueldo  de  los  mismos  fondos  y  al  mismo  tiempo  que  los 
fiscales  bajo  cuya  dependencia  desempeñen  su  encargo. 

Art.  4o.  Los  promotores  fiscales  y  los  fiscales  de  hacienda 
darán  parte  inmediatamente  á  los  fiscales  de  la  perpetración 
de  todos  los  delitos  cometidos  en  sus  respe  ctivas  demarca- 
ciones, espresando  si  se  ha  prevenido  la  causa,  si  el  reo  ó 
reos  han  sido  aprehendidos  y  de  todas  las  circunstancias 
dignas  de  atención. 

Art.  í)°.  Para  que  Jos  promotores  y  fiscales  de  hacienda 
tengan  conocimiento  exacto  de  la  formación  y  progreso  de 
todas  las  causas,  deberán,  no  solo  reclamar  las  noticias  que 
crean  conducentes,  sino  pedir  que  se  les  faciliten  las  listas 
quincenales  antes  que  los  jueces  ó  subdelegados  las  pasen 
al  tribunal  superior  del  territorio,  y  las  examinarán  y  fir- 
marán si  no  se  les  ofreciese  reparo. 

Si  advirtieren  en  ellas  alguna  omisión  ó  defecto  ,  pedirán 
que  se  subsane  antes  de  remitirse  á  la  audiencia;  y  siendo 
desestimada  su  solicitud,  lo  pondrán  en  cononocimienlo  de 
los  fiscales  con  los  antecedentes  oportunos. 

(4)  Téngase  présenle  en  esta  materia  la  famosa  obra  titulada  : 
Comentarios  á  tas  Ordenanzas  de  minas  por  D.  Francisco  Javier 
Gamboa. 


Art.  6o.  En  todas  las  causas  criminales,  los  promotores 
y  fiscales  de  hacienda  estenderán  la  acusación  guardando 
las  reglas  siguientes  : 

Primera.  Si  el  hecho  criminal  fuere  permanente,  espon- 
.  drán  los  dalos  que  justifiquen  el  cuerpo  del  delito  ,  citando 
los  folios  en  que  estén  -consignados  y  calificando  al  mismo 
tiempo  su  fuerza  probatoria. 

Segunda.  Analizarán  con  sencillez  ,  concision  y  orden  la 
prueba  del  cargo,  recorriendo  con  citación  de  los  folios  todos 
sus  pormenores,  y  graduándola  en  su  totalidad  con  arreglo 
á  derecho. 

Tercera.  Si  hubiese  circunstancias  agravantes  ó  atenuan- 
tes, ya  sean  generales  ó  particulares,  las  manifestarán ,  in- 
dicando los  datos  que  las  justifiquen  y  citando  los  folios. 

Cuarta.  Los  dictámenes  en  que  propongan  sobreseimien- 
tos, contendrán  siempre  una  reseña  de  lo  que  resulte  del 
proceso,  con  las  observaciones  oportunas  que  demuéstrenla 
improcedencia  de  su  continuación. 

Quinta.  En  el  mismo  ó  fin  del  escrito  de  acusación,  pedi- 
rán siempre  pena  determinada  ;  y  no  siendo  estraordinaria , 
citarán  la  ley  que  la  señala. 

Art.  7o.  Cuidarán  los  fiscales,  los  promotores  y  los  fisca- 
les de  hacienda  de  que  las  penas  impuestas  se  hagan  efecti- 
vas, y  en  el  caso  de  saber  que  algún  rematado  se  halla  en 
libertad  ó  no  sufrió  su  condena,  indagarán  el  motivo  y  re- 
clamarán el  remedio. 

Art.  8o.  Cuando  por  falta  de  número  suficiente  de  escri- 
banos, procuradores,  alcaides  de  las  cárceles,  alguaciles  ú 
otros  oficiales  de  justicia  padeciere  algún  retraso  su  admi- 
nistración ,  los  promotores  y  fiscales  de  hacienda  reclama- 
rán lo  conveniente,  y  en  su  caso  lo  pondrán  en  conocimiento 
de  los  fiscales. 

Art.  9o.  En  los  pleitos  sobre  señoríos,  mostrencos  y  cua- 
lesquiera otros  en  que  se  interese  el  Estado  ó  el  Real  Patri- 
monio, los  promotores  fiscales  y  fiscales  de  hacienda  en  su 
caso  no  podrán  proponer  demanda  ni  contestarla  sin  consul- 
tar primero  el  dictamen  del  fiscal  en  la  audiencia  respec- 
tiva, arreglándose  puntualmente  á  sus  instrucciones.  Si  no 
se  conformase  con  ellas  ,  le  dirigirán  las  observaciones  que 
estimaren  conducentes,  y  en  el  caso  de  insistir,  le  obedece- 
rán cumplidamente ,  y  salvarán  su  responsabilidad  dando 
cuenta  al  gobierno  por  conducto  del  ministerio  de  gracia  y 
justicia  ;  y  previniéndoselo  con  la  anticipación  debida  al 
fiscal. 

II.  Con  el  mismo  objeto  se  espidió  en  26  de  abril 
de  1844  otro  real  decreto  en  que  se  resolvió  que  haya  un 
solo  fiscal  en  el  tribunal  supremo  de  justicia  con  la  dotación 
anual  de  60,000  reales ,  otro  en  la  audiencia  de  Madrid  con 
la  de  40,000,  y  otro  en  cada  una  de  las  audiencias  de  la  pe- 
nínsula é  islas  adyacentes  con  50,000  reales  al  año  ;  y  que 
se  aumente  el  número  necesario  de  agentes  fiscales,  de  mo- 
do que  pueda  atenderse  sin  embarazo  al  servicio  público. 

Para  que  tuviese  desde  luego  cumplido  efecto  el  citade 
decreto  de  26  de  abril  se  sirvió  mandar  S.  M.  en  Io.  de  ma- 
yo del  mismo  año  la  observancia  de  las  siguientes  reglas  : 

Primera.  Para  la  ejecución  del  artículo  3o.  del  espresado 
real  decreto  habrá  los  siguientes  ausiliares  del  ministerio 
público  con  la  denominación  de  abogados  fiscales  :  cuatro 
en  el  tribunal  supremo;  cuatro  en  la  audiencia  de  Madrid; 
tres  en  las  de  Albacete,  Barcelona,  Coruña,  Burgos ,  Grana- 
da, Sevilla ,  Valladolid  ,  Valencia  y  Zaragoza,  y  uno  en  las 
de  Cáceres,  Canarias,  Mallorca,  Oviedo  y  Pamplona. 

Segunda.  La  dotación  de  los  abogados  fiscales  del  tribu- 
nal supremo  será  de  21,000  reales  al  año  ;  de  los  de  la  au- 
diencia de  Madrid  18,000;  17,000  los  de  las  audiencias  que 
han  de  tener  tres  abogados  fiscales  ;  13,000  los  de  las  au- 
diencias de  Cáceres,  Oviedo  y  Pamplona  ,  y  14,170  los  de 
las  de  Canarias  y  Mallorca. 
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Tercera.  Los  abogados  fiscales  serán  de  real  nombra- 
miento, y  amovibles  á  voluntad  del  gobierno. 

Cuarta.  Ei  nombramiento  deberá  recaer  en  vista  de  pro- 
puesta en  terna  del  fiscal  respectivo,  y  para  su  remoción  ha 
de  oírse  precisamente  á  este.  A  la  propuesta  acompañarán 
notas  de  las  cualidades  de  cada  uno  y  los  documentos  que 
'as  justifiquen. 

Quinta.  Para  ser  abogado  fiscal  se  requiere  haber  cum- 
plido la  edad  de  2b  años,  y  llevar  por  lo  menos  seis  de  ser- 
vir promotoría  fiscal  ó  de  ejercer  la  abogacía ,  ó  cátedra  en 
propiedad,  ó  judicatura  órelatoría. 

Sexta.  Los  abogados  fiscales,  como  sustitutos  de  los  fis- 
cales, asistirán  al  tribunal  para  informnr  en  estrados  ,  oirán 
notificaciones  y  ejercerán  todos  los  encargos  análogos  á  su 
oficio,  siendo  previamente  autorizados  para  ello  por  el  fis- 
cal; pero  no  podrán  concurrir  á  la  junta  gubernativa  de  la 
audiencia.  El  fiscal  será  en  estos  casos  responsable  de  las 
faltas  que  dichos  subordinados  cometan. 

Séptima.  En  vacante  ó  impedimento  del  fiscal  hará  sus  ve- 
ces el  abogado  fiscal  mas  antiguo ,  el  cual  en  este  caso  será 
también  accidentalmente  individuo  de  la  junta  gubernativa 
del  tribunal. 

Octava.  Los  abogados  fiscales  no  podrán  ausentarse  del 
punto  de  su  residencia  sin  permiso  del  fiscal  respectivo ,  y 
sin  real  licencia  si  la  ausencia  escediere  de  Ib  días. 

Novena.  En  las  audiencias  en  donde  hasta  el  26  de  abril 
ha  habido  de  dotación  un  solo  fiscal ,  y  en  aquellas  donde 
accidentalmente  hubiere  uno  solo,  tendrán  efecto  inmedia- 
tamente las  disposiciones  del  real  decreto  de  dicha  fecha  y  de 
esta  circular  ;  y  respecto  del  tribunal  supremo  y  de  las  demás 
audiencias  de  la  Península,  luego  que  se  reduzca  el  número 
de  los  fiscales  con  arreglo  á  los  artículos  Io.  y  2o.  del  citado 
real  decreto. 

III.  Por  último,  según  real  orden  de  27  de  abril  de  1844, 
rigen  para  la  cesación  de  los  fiscales  y  promotores  fiscales 
en  el  ejercicio  de  sus  oficios  las  mismas  reglas  que  para  la 
de  los  dernas  magistrados  y  jueces,  y  son  las  que  siguen  : 

Primera.  Los  magistrados,  jueces  y  promotores  fiscales 
que  fueren  exonerados  de  sus  cargos,  declarados  cesantes  ó 
jubilados.,  cesarán  en  su  ejercicio  inmediatamente  que  reci- 
ban la  orden  en  que  así  se  les  prevengan. 

Segunda.  Los  que  fueren  trasladados ,  ascendidos  ú  ocu- 
pados en  alguna  comisión,  podrán  continuar  ejerciendo  sus 
respectivos  cargos  hasta  la  presentación  de  su  sucesor,  á 
menos  que  se  vean  precisados  á  cesar  antes  para  presen- 
tarse dentro  del  término  competente  à  desempeñar  el  nuevo 
destino  que  hubieren  de  servir. 

Tercera.  En  el  acto  de  cesar,  cualquiera  que  sea  la  causa, 
darán  cuenta  al  superior  inmediato  para  que  este  lo  ponga 
en  conocimiento  del  gobierno. 

Cuarta.  Igual  comunicación  deberán  pasarlos  que  obten- 
gan el  cargo  de  senador  ó  diputado  cuando  se  ausenten  del 
punto  de  su  residencia  para  venir  á  desempeñarlo.  Yéase 
Ministro  de  tribunal ,  Juicio  criminal,  %%  IV,  XVII  ,,LXXX 
y  LXXXl ,  Juicio  criminal  contra  jueces  y  magistrados ,  y 
Estado. 

MINISTRO  de  trirunal.  Cualquiera  de  los  jueces  ó 
magistrados  que  se  emplean  en  la  administración  de  la  jus- 
ticia decidiendo  y  sentenciando  los  pleitos  ó  causas  ,  como 
individuo  de  un  tribunal  donde  vota  con  los  demás. 
•  I.  Según  el  real  decreto  de  29  de  diciembre  de  1858,  la  edad 
para  poder  ser  propuesto  para  ministro  de  alguna  audiencia 
es  la  de  treinta  años  cumplidos;  y  si  la  propuesta  fuese  para 
cualquierotraaudienciade  la  península  é  islasadyacentesque 
la  de  Madrid  ;  deben  ademas  hallarse  los  propuestos  en  algu- 
no de  los  casos  siguientes  :  —  Io.  haber  servido  en  judi- 
catura de  primera  instancia  por  lo  menos  seis  años,  de  los 
cuales  dos  hayan  sido  en  juzgado  de  ascenso ,  ó  uno  en  los 


de  término  :  —  2o.  los  que  hayan  servido  igual  número  de 
años  en  promotorías ,  ó  uno  menos  si  los  cinco  restantes 
hubiesen  sido  en  juzgados  de  término  :  —  3o.  los  que  hayan 
prestado  largos  y  señalados  trabajos  en  la  formación  de  có- 
digos ú  otro  encargo  semejante,  que  presuponga  sólidos  y 
distinguidos  conocimientos  en  jurisprudencia,  legislación  ó 
en  materias  jurídico-administrativas  :  —  li°.  haber  escrito 
alguna  obra  importante  sobre  dichas  materias:  — b°.  haber 
esplicado  derecho  con  reputación  en  universidad  ó  estable- 
cimiento aprobado ,  por  lo  menos  diez  años ,  ó  ejercido  la 
abogacía  con  crédito  y  reputación  notoria  por  el  propio 
tiempo  en  juzgados  inferiores ,  ó  por  nueve  años  en  los  su- 
periores ;  art.  8o.  Véase  Honorario. 

II.  Los  que  hubiesen  de  ser  propuestos  para  ministros  ó 
fiscales  de  la  audiencia  de  Madrid ,  deben  haber  servido  en 
alguna  délas  demás  cuatro  años  por  lo  menos  de  jueces,  ó 
tres  de  fiscales ,  en  atención  al  ímprobo  trabajo  de  este  mi- 
nisterio; art.  9. 

Los  que  se  hubieren  de  proponer  para  fiscales  de  las  de- 
mas  audiencias  deben  haber  cumplido  veinte  y  ocho  años  do 
edad  ,  y  hallarse  en  cualquiera  de  los  casos  prefijados  en  el 
art.  8o.  pero  sin  el  orden  de  preferencia  que  en  el  mismo  se 
establece,  y  bastando  la  tercera  parte  de  los  años  de  prepa- 
ración que  allí  se  señalan  ,  á  fin  de  dejar  mas  espedita  la 
acción  del  gobierno  en  la  elección  para  una  magistratura 
que  exige  circunstancias  especiales  ;  sin  embargo  de  lo  cual 
ha  de  atenderse,  en  cuanto  sea  posible ,  la  de  haber  desem- 
peñado bien  y  por  considerable  número  de  años  las  promo- 
torías fiscales  ;  art.  10. 

Los  fiscales  que  pasen  á  plaza  de  ministro  de  audiencias 
de  igual  categoría  que  aquella  en  que  han  ejercido  su  en- 
cargo ,  gozan  de  la  antigüedad  correspondiente  á  su  título 
de  fiscales;  art.  11. 

III.  Para  el  tribunal  supremo  de  justicia  no  debe  propo- 
nerse sino  á  los  que,  habiendo  cumplido  cuarenta  años, 
llevaren  cuatro  por  lo  menos  de  jueces ,  ó  tres  de  fiscales  de 
la  audiencia  de  Madrid  ,  ú  ocho  de  ministros,  ó  seis  de  fis- 
cales en  las  demás;  art.  12. 

Las  propuestas  para  regentes  y  para  la  presidencia  del 
tribunal  supremo  de  justicia  deben  hacerse  con  la  mayor 
analogía  posible  á  lo  dispuesto  en  este  decreto ,  reserván- 
dose el  rey  el  apreciar  las  razones  de  política,  de  justicia  y 
de  conveniencia  en  cada  uno  de  los  casos;  art.  13. 

IV.  Ningún  magistrado  ó  juez  puede  ser  depuesto  de  su 
destino ,  temporal  ó  perpetuo ,  sino  por  sentencia  ejecuto- 
riada; ni  suspendido  sino  por  auto  judicial,  ó  en  virtud  de 
orden  del  rey,  cuando  este  con  motivos  fundados  le  mando 
juzgar  por  el  tribunal  competente;  Consl.  de  18'tb,  art.  69. 
Véase  Juicio  criminal  contra  jueces  y  magistrados. 

«  No  obstante  la  calidad  de  interinos  de  los  jueces  actua- 
les (dice  el  real  decreto  de  29  de  diciembre  de  1838)  se 
guardará  la  mayor  economía  y  circunspección  en  la  tras- 
lación, suspension  y  destitución  de  los  mismos,  y  nunca  se 
procederá  á  la  destitución  sin  que  por  lo  menos  se  instruya 
espediente  informativo  si  no  hubiere  lugar  á  otra  cosa.  Lo 
propio  se  verificará  para  la  suspension  ,  si  hubiese  de  pasar 
de  cuatro  meses.  La  destitución  de  un  juez  ó  magistrado  y 
la  suspension,  si  hubiere  de  esceder  del  término  indicado  en 
el  párrafo  anterior,  se  tratará  y  decidirá  en  consejo  de  mi- 
nistros. »  art.  16.  Véase  Jutz,  Ministerio  fiscal,  %  III,  Ju- 
risdicción real  ordinaria  y  Tribunales. 

MINISTRO  consultante.  El  individuo  del  supremo 
consejo  que  en  las  consultas  del  viernes  proponía  el  caso 
consultado  y  el  dictamen  del  consejo  al  rey  cuando  estaba 
en  la  corte  y  recibía  á  este  tribunal ,  ó  al  consejo  pleno 
cuando  el  rey  estaba  ausente  ú  ocupado. 

MINISTRO  de  capa  y  espada.  En  los  tribunales  reales 
el  consejero  que  no  era  letrado  ,  y  que  por  consiguiente  no 
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tenia  voto  en  los  negocios  de  justicia  ,  sino  solo  en  los  con- 
sultivos y  de  gobierno.  Llamóse  así  cuando  se  traia  capa  y 
espada  como  traje  común  de  la  aacion  ,  y  después  conser- 
vaba este  nombre ,  aunque  habia  variado  el  traje.  Llamá- 
base también  plaza  de  capa  y  espada  la  que  obtenía  este 
ministro. 

MINISTRO  de  la  corona.  El  funcionario  público  á 
quien  el  rey  admite  en  su  confianza  para  administrar  alguno 
de  los  ramos  de  los  negocios  del  Estado,  darle  cuenta  de  los 
que  exigen  su  resolución  especial,  recibir  directamente  sus 
órdenes  y  hacerlas  ejecutar. 

I.  Son  seis  los  ministros  de  la  corona  ;  es  á  saber,  el  mi- 
nistro de  Estado,  el  de  Gracia  y  Justicia,  el  de  la  Gober- 
nación de  la  península,  el  de  Guerra ,  el  de  Marina,  Comercio 
y  Gobernación  de  ultramar,  y  el  de  Hacienda. 

II.  El  ministro  de  Estado  está  encargado  :  —  Io.  de  todas 
las  correspondencias  con  las  cortes  estran jeras  :  t-  2o  del 
nombramiento  de  ministros  para  ellas  :  —5o.  de  los  tratados 
con  otras  coronas  ó  príncipes  :  —  k°.  de  las  representa- 
ciones ,  quejas  y  pretensiones  de  los  que  no  son  subditos 
del  rey,  ó  de  ministros  de  príncipes  estranjeros,  en  materias 
pertenecientes  á  Estado  ó  regalías  :  —  5o.  de  los  decretos 
para  gastos  que  se  hayan  de  hacer  por  razón  de  Estado  ,  ó 
paga  de  dependientes  y  de  ministros  que  residan  de  orden 
del  rey  fuera  del  reino ,  y  la  formación  de  sus  [despachos  , 
cédulas  ó  patentes  :  —  6o.  de  la  correspondencia  con  las 
personas  de  la  real  familia  :  —  7o.  de  las  concesiones  de 
grandezas  de  España  ,  sus  honores,  y  habilitación  ó  decla- 
ración de  sus  clases  :  —  8o.  de  todo  lo  perteneciente  á  la 
insigne  orden  del  Toison ,  sus  estatutos  y  oficiales  ;  como 
asimismo  á  las  cruces  de  la  distinguida  orden  española  de 
Carlos  III  y  americana  de  Isabel  la  Católica,  sus  asambleas 
y  secretaría;  é  igualmente  la  autorización  para  el  uso  de 
condecoraciones  estranjeras:  —  9o.  del  tribunal  de  la  Rota: 

—  10.  de  la  agencia  general  de  preces  á  Roma  :  —  11.  de 
la  secretaría  de  la  interpretación  de  lenguas  :  —  12.  del  re- 
frendo de  todos  los  documentos  y  pasaportes  para  el  estran- 
jero  :  —  13.  de  todas  las  resoluciones  á  las  consultas  ó 
representaciones  que  en  cualquiera  de  estas  materias  se  hi- 
cieren á  S.  31.,  tanto  por  los  tribunales  de  oficio  ,  como  por 
otras  juntas  ó  ministros  particulares  ;  y  la  formación  de  los 
decretos  y  órdenes  que  el  rey  mandare  espedir  en  los  ne- 
gocios de  esta  naturaleza.  Ley  7,  tit.  6,  lib.  3,  Nov.  Rec.  y 
otras  órds.  poster. 

III.  El  ministro  de  Gracia  y  Justicia  tiene  á  su  cargo  tanto 
por  lo  que  hace  á  España  como  á  ultramar  :  —  Io.  los  nom- 
bramientos que  se  hagan  por  el  rey  para  plazas  de  judi- 
catura y  magistratura ,  esceptuadas  las  del  tribunal  su- 
premo de  guerra  y  marina  y  las  del  tribunal  mayor  de 
cuentas,  que  corresponden  á  sus  respectivos  ministerios: 

—  2o.  todo  lo  perteneciente  al  gobierno  de  los  tribunales , 
y  las  órdenes  ó  resoluciones  que  convengan  para  promover 
y  activar  la  recta  administración  de  justicia  :  —  3o.  todos 
los  negocios  del  Real  Patronato ,  con  las  contestaciones  de 
jurisdicción  eclesiástica  en  lo  que  no  tenga  conexión  con 
los  derechos  y  rentas  reales  :  —  U°.  lo  respectivo  á  puntos 
de  religion,  de  reforma  y  de  disciplina  eclesiástica,  y  la  con- 
servación de  las  regalías  de  la  corona  :  —  5°.  los  nombra- 
mientos para  arzobispados,  obispados,  prebendas  y  beneficios 
eclesiásticos  :  —  6o.  los  seminarios  conciliares ,  que  son  los 
destinados  á  la  educación  y  enseñanza  de  los  eclesiásticos  : 

! —  7o.  los  establecimientos  de  casas  de  comunidades,  así  de 
hombres  como  de  mujeres ,  en  la  parte  que  toque  al  rey  por 
la  suprema  inspección  económica  que  le  compete:  —  8o.  las 
mercedes  de  títulos  de  Castilla  :  —  9o.  el  notariato  mayor 
de  los  reinos ,  pues  como  notario  mayor  que  es  interviene  en 
Ujs  ^patrimonios,  nacimientos  y  defunciones  de  las  personas 
reales  ;  é  igualmente  en  todos  los  actos  á§  cesiones  ,  renun- 


cias, obligaciones  y  poderes  de  las  mismas;  legaliza  todos 
los  testimonios  de  documentos  públicos  que  reclaman  los 
tribunales  estranjeros  ó  que  se  remiten  á  los  mismos  ;  y 
presenta  à  la  sanción  de  S.  M.  todas  las  leyes  aprobadas  por 
las  Cortes ,  cualquiera  que  sea  el  ministerio  á  que  corres- 
pondan :  —  10.  la  provision  de  las  encomiendas  de  las  ór- 
denes militares  ;  ley  8,  lit.  6,  ¿¿6. 3,  Nov.  Rec.  y  órds.  porter. 

IV.  Son  de  la  incumbencia  y  atribución  privativa  del 
ministro  de  la  Gobernación  de  la  península  é  islas  adya- 
centes :  —  Io.  la  Estadística  general  del  reino,  y  la  fijación 
de  los  límites  de  las  provincias  y  pueblos  :  —  2o.  el  arreglo 
de  pesos  y  medidas:  —  3o.  la  construcción  y  conservación  de 
los  caminos,  canales,  puertos  mercantes,  puentes  y  todas  las 
obraspúblicas,  como  también  la  inspección  sobre  la  dirección 
general  de  estos  ramos,  el  cuerpo  de  ingenieros  de  los  mis- 
mos, y  su  escuela  facultativa:  —  U°.  la  navegación  interior: 

—  5°.  el  fomento  de  la  agricultura  :  —  6o.  las  casas  de  monta 
y  depósitos  de  caballos  padres  :  —  7o.  los  viveros  y  crias 
de  ganados  :  —  8o.  la  industria ,  las  artes,  oficios  y  manu- 
facturas :  —  9o.  los  gremios  :  —  10.  las  nuevas  poblaciones 
establecidas  ó  proyectadas  ,  mientras  gocen  de  privilegios 
especiales  :  —  11.  las  obras  de  riego  y  la  desecación  de 
terrenos  pantanosos  :  —  12.  los  desmontes  y  las  roturacio- 
nes :  —  13.  el  plantío,  conservación  y  fomento  de  los  montes 
y  arbolados,  y  el  cerramiento  de  tierras  :  —  14.  la  distri- 
bución y  aprovechamiento  de  las  tierras  de  propios,  comunes 
y  baldías  :  —  15.  las  minas  y  canteras  y  la  suprema  ins- 
pección sobre  la  dirección  general  de  este  ramo ,  el  cuerpo 
de  ingenieros  de  minas  y  su  escuela  especial:  — 16.  la  caza 
y  la  pesca  :  —  17.  la  instrucción  pública  ,  universidades  , 
colegios  ,  sociedades  literarias  y  económicas,  las  academias 
española,  de  la  historia  greco-latina,  de  las  artes  y  demás 
del  reino  y  las  bibliotecas  y  escuelas  de  primera  enseñanza: 

—  18.  la  inspección  sobre  la  prensa  y  los  periódicos,  y  la 
superintendencia  de  la  imprenta  nacional  :  —19.  los  correos, 
su  dirección  general  y  todas  las  dependencias  de  este  ramo: 

—  20.  los  establecimientos  de  caridad  y  beneficencia  y  sus 
juntas  municipales  :  —  21.  los  ayuntamientos  y  hermanda- 
des :  —  22.  las  ferias  y  mercados  :  —  23.  el  ramo  de  sanidad 
con  sus  lazaretos,  aguas  y  baños  minerales,  cementerios  é 
inspección  sobre  la  junta  suprema  ,  las  provinciales  y  las 
municipales  :  —  2Ü.  la  policía  urbana  y  rústica,  la  de  pro- 
tección y  seguridad  pública,  y  la  persecución  de  vagos  y 
mal  entretenidos  :  —  25.  las  cárceles  ,  casas  de  corrección  , 
establecimientos  penales ,  é  inspección  sobre  la  dirección 
general  de  presidios,  sus  comandantes,  juntas  económi- 
cas ,  etc.  :  —  26.  los  teatros  y  toda  clase  de  diversiones,  es- 
pectáculos y  recreos  públicos  :  —  27.  losjefes  políticos,  dipu- 
taciones y  consejos  provinciales,  alcaldes  y  ayuntamientos,  y 
el  gobierno  económico  y  municipales  de  los  pueblos  :  — 
28.  el  cuidado  y  administración  de  los  propios  y  arbitrios, 
de  los  pósitos  y  demás  fondos  comunes  :  —  29.  los  conser- 
vatorios de  artes  y  de  música ,  los  museos,  y  la  protección 
de  las  academias  de  San  Fernando  y  sus  agregadas  y  la  de 
ciencias  naturales  :  —  30.  los  archivos  nacionales  de  Si- 
mancas, Sevilla,  Barcelona  y  Valencia  :  —  31 .  las  sociedades 
económicas.  Real  decreto  de  9  de  noviembre  de  1852  y  résolue. 
poster. 

V.  El  ministro  de  la  Guerra  tiene  á  su  cargo  :  —  Io.  los 
asuntos  militares  que  dieren  motivo  â  la  correspondencia 
con  los  capitanes  generales  de  ejército  y  provincias,  direc- 
tores generales  é  inspectores  de  los  cuerpos  de  infantería  y 
caballería  del  ejército  ,  los  de  inválidos  y  milicias ,  inten- 
dentes, comisarios  ordenadores  y  de  guerra  y  demás  indi- 
viduos de  ella  :  —  2o.  todo  lo  que  tenga  y  haga  relación  á 
la  conservación,  aumento  ó  diminución  de  tropas  de  la  casa 
real  y  del  ejército ,  como  á  su  servicio ,  régimen ,  movi- 
miento y  subsistencia  en  guarnición,  cuarteles  ó  campaña  :-r- 
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3o.  la  artillería  en  todas  sus  partes ,  la  formación  y  cuerpo  de 
ingenieros ,  -cademias  y  escuelas  de  ambos  ramos  :  —  4o.  los 
estados  mayores  de  plazas,  vestuarios,  hospitales,  víveres 
y  utensilios ,  cuarteles ,  forraje  ,  alojamientos,  itinerarios  y 
demás  partes  correspondientes  á  la  fuerza  ,  armamento , 
entretenimiento  y  buena  asistencia  del  ejército  :  —  b°.  la 
nominación  de  empleos  de  todas  clases  y  grados  del  mismo; 
y  la  concesión  de  todo  género  de  mercedes  que  se  hagan 
por  servicios  de  guerra ,  esceptuando  aquelllas  cuya  ejecu- 
ción toque  á  otro  ministerio,  en  cuyo  caso  se  ha  de  pasar 
aviso  al  que  deba  espedir  los  decretos  :  —  6o.  la  provision 
de  las  plazas  que  le  correspondan  en  el  tribunal  suprema 
de  guerra  y  marina  :  —  7o.  las  mercedes  de  hábitos  de  las 
órdenes  militares,  pero  dirigiéndose  los  nombramientos  al 
ministerio  de  Gracia  y  Justicia  para  que  los  comunique  al 
tribunal  de  órdenes  :  —  8o.  los  reemplazo?  del  ejército. 
Ley  11,  tít.  6,  lib.  3,  Nov.  Rec. 

VI,  El  ministro  de  Marina,  Comercio  y  Gobernación  de 
ultramar  tiene  bajo  su  inspección  privativa  .  —  Io.  todo  lo 
correspondiente  á  arsenales  y  astilleros  de  la  real  armada, 
construcción  de  bajeles ,  armamentos  ,  espediciones  ,  provi- 
siones de  víveres ,  pertrechos  y  municiones  de  guerra ,  ma- 
trículas de  gente  de  mar,  pesca  ,  naufragios,  presas  y  lodo 
lo  demás  comprendido  en  la  jurisdicción  económica,  política 
y  militar  de  Marina,  según  se  previene  en  las  ordenanzas 
generales  del  ramo  :  —  2o.  las  disposiciones  relativas  al  ar- 
mamento de  los  navios  de  la  armada  que  se  hubieren  de 
enviar  á  ultramar,  con  los  oficiales ,  víveres  y  tripulación 
que  les  corresponda ,  dando  á  sus  comandantes  las  instruc- 
ciones necesarias  de  lo  que  han  de  ejecutar  según  las  órde- 
nes del  rey,  y  cuidando  también  de  que  se  paguen  los  suel- 
dos y  lo  demás  que  sea  preciso  para  su  subsistencia  :—  5o.  la 
provision  de  los  empleos  subalternos  en  los  cuerpos  militares 
y  en  el  político  de  la  armada;  y  la  propuesta  de  sugetos  al  rey 
para  todos  los  demás  empleos  militares  y  políticos  de  la  mis- 
ma :  —  4o.  las  linternas  y  faros ,  y  los  observatorios  astro- 
nómicos: —  b°.  la  formación  del  presupuesto  de  los  caudales 
que  sean  precisos  para  acudir  á  todos  los  gastos  ordinarios 
y  estraordinarios  que  se  ofrezcan  en  la  marina  para  que  el 
rey  mande  se  pongan  à  su  disposición  por  el  ministerio  de 
hacienda  :  —  6o.  el  despacho  de  armadas,  flotas,  registros 
y  avisos, cuidando  de  su  cumplimiento  :  — 7o.  iguales  ne- 
gocios por  lo  que  respeta  á  las  provinciasvde  América  y  Asia 
que  los  que  corresponden  á  los  diversos  ramos  que  se  asig- 
nan al  ministerio  de  la  gobernación  para  la  Península  :  — 
8o.  el  comercio  interior  y  esterior,  y  las  juntas  y  tribunales 
de  este  ramo  :  —  9o.  la  bolsa  de  Madrid  :  —  10.  la  conce- 
sión de  ferias  y  mercados.  Ley  9,  tít.  6,  lib.  3,  IVov.  Rec, 
y  real  decreto  cíe  11  cíe  setiembre  de  1836,  reales  órdenes  de 
44  de  marzo  y  29  de  mayo  de  1837.  Véase  Marina. 

VII.  El  ministro  de  Hacienda  tiene  á  su  cuidado  :  — 
Io.  todo  lo  relativo  á  los  ingresos  y  gastos  del  erario  público 
en  ambos  hemisferios ,  como  es  cobrar  é  invertir  las  contri- 
buciones ordinarias  y  estraordinarias ,  impuestos  y  rentas 
de  cualquiera  clase  que  se  decretaren  ó  asignaren  por  las 
Cortes  para  mantener  las  cargas  del  Estado  ;  todo  con  arre- 
glo á  las  leyes  y  reglamentos  :  —  2o.  los  negocios  de  las  ca- 
sas de  moneda  :  —  5o.  las  minas  que  quedan  reservadas  á 
la  hacienda  pública ,  como  son  las  de  azogue  de  Almadén , 
de  cobre  de  Riotinlo,  de  plomo  de  Linares  y  Falset,  de  ca- 
lamina en  Alcaraz ,  de  azufre  en  Hellin  y  Benamaurel,  y  de 
grafito  ó  lapiz-plomo  de  Marbella,  como  igualmente  todas 
las  minas  y  pozos  de  sal  común  :  —  4o.  las  fábricas  de  ta- 
bacos :  —  b°.  los  resguardos  de  mar  y  tierra  para  contener 
el  contrabando  :  —  6o.  la  vigilancia  sobre  las  oficinas  gene- 
rales y  particulares  de  cuenta  y  razón  ,  y  administración  de 
la  hacienda  pública,  cuidando  se  cumplan  las  leyes  y  regla- 
mentos que  haya  en  la  materia  :  —  7o.  la  administración  de 


los  bienes  mostrencos  y  nacionales  ó  sea  de  rentas  y  arbi- 
trios de  amortización  ,  como  asimismo  de  los  maestrazgos  y 
encomiendas  de  las  órdenes  militares,  inclusas  las  de  la  or- 
den de  San  Juan  de  Jerusaíen  :  —  8o.  las  loterías  y  todos  los 
demás  dereehos  y  efectos  de  la  hacienda  pública  :  —  9o.  los 
nombramientos  de  ministros  del  tribunal  mayor  de  cuentas, 
de  directores  de  rentas,  intendentes,  contadores,  tesoreros 
y  demás  empleados  en  los  diferentes  ramos  que  están  asig- 
nados á  este  ministerio.  Leyes  10  y  12  y  demás  del  tít.  6  , 
lib.  3 ,  N'ov.  Rec.  ;  real  decr.  de  h  de  julio  é  instrucción  de  18 
de  diciembre  de  182b,  realórdende\h  de  enero  de  l$Zh ;  ley  6, 
lit.  9,  lib.  6,  Nov.  Rec,  y  reales  órdenes  de  29  de  octubre 
de  1814  y  de  2b  de  noviembre  de  1839. 

VIII.  Con  el  fin  de  que  en  todas  las  medidas  del  Gobierno 
se  guarde  unidad  y  armonía,  y  de  que  las  providencias  to- 
madas ó  ejecutadas  en  cada  una  de  las  secretarías  de  estado 
y  del  despacho  sean  mas  conformes  al  bien  del  servicio  y  al 
interés  de  los  pueblos  siendo  dictadas  de  común  acuerdo ,  se 
resolvió  por  real  decreto  de  19  de  noviembre  de  1823,  que 
todos  los  ministros  formen  un  consejo  que  se  denomina  Con- 
sejo de  Ministros.  En  él  se  tratan  todos  los  asuntos  de  utili- 
dad general  :  cada  ministro  da  cuenta  de  los  negocios  cor- 
respondientes á  la  secretaría  de  su  cargo  :  se  delibera  sobre 
ellos  ;  recibe  las  resoluciones  del  rey  cuando  asiste  á  él  en 
persona  y  cuida  de  hacerlas  ejecutar.  Cuando  no  asiste  el 
rey  al  consejo,  lo  preside  el  primer  secretario  de  estado, 
que  es  regularmente  á  quien  toca  esta  presidencia  ,  ó  cual- 
quier otro  ministro  á  quien  se  haya  concedido  de  antemano 
esta  distinción  ;  se  entera  luego  al  rey  de  la  deliberación  y 
acuerdo  del  consejo  por  el  ministro  á  quien  pertenece  el  ne- 
gocio que  se  ha  tratado;  y  S.  M.  decídelo  mas  conveniente, 
que  luego  aquel  cuida  de  llevará  efecto.  El  ministro  de  Gra- 
cia y  Justicia  asienta  lasdeliberaciones  y  acuerdos  del  consejo, 
teniendo  á  su  cuidado  el  libro  destinado  para  este  objeto. 

IX.  Como  el  rey  es  inviolable ,  y  solo  son  responsables 
los  ministros ,  todo  lo  que  el  rey  mandare  ó  dispusiere  en  el 
ejercicio  de  su  autoridad ,  debe  ser  firmado  por  el  ministro 
á  quien  corresponda ,  y  ningún  funcionario  público  puede 
dar  cumplimiento  á  lo  que  carezca  de  este  requisito  ;  art.  61 
de  la  Const.  de  1837,  y  64  cíe  la  reformada. 

X.  Los  ministros  pueden  ser  senadores  ó  diputados,  y 
tomar  parte  en  la  discusión  de  ambos  cuerpos  colegislado- 
res ;  pero  solo  tendrán  voto  en  aquel  á  que  pertenezcan  ; 
art.  62  de  la  Const.  de  1837,  y  6b  cíe  la  reformada. 

XI.  Cuando  el  rey  se  imposibilitare  para  ejercer  su  auto- 
ridad ,  ó  vacare  la  corona  siendo  de  menor  edad  el  inmediato 
sucesor,  no  habiendo  persona  alguna  á  quien  corresponda  de 
derecho  la  regencia  ;  mientras  la  nombran  las  Cortes  ha  de 
ser  gobernado  el  reino  provisionalmente  por  el  consejo  do 
miuistros  ;  arls.  b7  y  b8  de  la  Const.  de  1837,  y  S9  y  61  cíe  la 
reformada. 

XII.  El  supremo  tribunal  de  justicia  es  quien  debe  cono- 
cer en  primera  y  segunda  instancia  de  las  causas  criminales 
que  por  delitos  comunes  ocurrieren  contra  algún  ministro 
de  la  corona  ;  pero  por  escesos,  culpas  ó  delitos  especiales 
ú  oficiales,  esto  es,  por  los  cometidos  en  el  ejercicio  del  mi- 
nisterio solamente  las  Cortes  pueden  juzgarlos  ,  pues  solo  h 
ellas  pertenece  la  facilitad  de  hacer  efectiva  la  responsabili- 
dad de  los  ministros ,  los  cuales  deben  ser  acusados  por  el 
congreso  de  los  diputados  ,  y  juzgados  por  el  senado  ;  ari.  íiO 
de  la  Const.  de  1837,  y  19  y  59  cíe  la  reformada.  Véase  Jui- 
cio criminal  contra  jueces ,  magistrados  y  otros  funcionarios 
públicos. 

f  Por  real  decreto  de  28  de  enero  de  18'i7  se  creó  un 
nuevo  ministerio  con  la  denominación  de  Secretaria  de 
Estado  y  del  Despacho  de  Comercio ,  Instrucción  y  Obras 
públicas.  Sobre  las  atribuciones  de  cada  ramo  puede  verse 
el  Suplemento  al  Diccionario  de  Eseriche. 
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|  *  En  la  república  de  Méjico  la  cuarta  ley  constitucional 
establece  acerca  del  ministerio  lo  siguiente  : 

«  Art.  28.  Para  el  despacho  de  los  asuntos  de  gobierno, 
habrá  cuatro  ministros  :  uno  de  lo  interior;  otro  de  Relacio- 
nes csleriores;  otro  de  Hacienda,  y  otro  de  Guerra  y 
Menina. 

Art.  29.  Los  ministros  deberán  ser  de  esclusiva  elección 
del  presidente  de  la  República  ,  mejicanos  por  nacimiento, 
ciudadanos  en  actual  ejercicio  de  sus  derechos  ,  y  que  no 
hayan  sido  condenados  en  proceso  legal  por  crímenes  ó 
mala  versación  en  los  caudales  públicos. 

Art.  30.  Todo  asunto  grave  del  gobierno  será  resuelto 
por  el  presidente  de  la  República  en  junta  de  ministros, 
quienes  firmarán  el  acuerdo  en  el  libro  respectivo,  especifi- 
cando el  que  ó  los  que  disientan. 

Art.  51.  A  cada  uno  de  los  ministros  corresponde  : 

10.  El  despacho  de  todos  los  negocios  de  su  ramo , 
acordándolos  previamente  con  el  presidente  de  la  Repú- 
blica. 

2o.  Autorizar  con  su  firma  todos  los  reglamentos,  decre- 
tos y  órdenes  del  presidente,  en  que  él  esté  conforme ,  y 
versen  sobre  asuntos  propios  de  su  ministerio. 

5U.  Presentar  á  ambas  cámaras  una  memoria  especifica- 
tiva del  estado  en  que  se  hallen  los  diversos  ramos  de  la  ad- 
ministración pública  respectivos  á  su  ministerio. 

Esta  memoria  la  presentará  el  secretario  de  hacienda  en 
julio  de  cada  año,  y  los  otros  tres  en  enero. 

Art.  52.  Cada  ministro  será  responsable  de  la  falta  de 
cumplimiento  á  las  leyes  que  deban  tenerlo  por  su  minis- 
terio, y  de  los  actos  del  presidente  que  autorice  con  su  fir- 
ma, y  sean  contrarios á  las  leyes,  singularmente  las  consti- 
tucionales. 

La  responsabilidad  de  los  ministros  no  se  podrá  hacer 
efectiva  sino  en  el  modo  y  términos  que  previene  la  tercera 
ley  constitucional. 

Art.  33.  El  gobierno  formará  un  reglamento  para  el  me- 
jor despacho  de  sus  .secretarías  ,  y  lo  pasará  al  congreso 
para  su  aprobación.] 

MINISTRO  público  ó  diplomático.  Aunque  la  palabra 
ministra  público  designa  en  su  mayor  estension  toda  persona 
encargada  de  los  negocios  del  común  ó  de  la  sociedad,  se 
aplica  mas  particularmente  al  apoderado  ó  mandatario  que  el 
gobierno  de  una  nación  envia  al  de  otra  para  tratar  negocios 
de  estado. 

I.  Estos  ministros  públicos  ó  agentes  diplomáticos  eran 
designados  entre  los  Romanos  con  los  títulos  de  legados  (  es 
decir  enviados  )  y  de  oradores,  porque  negociaban  verbal- 
mente.  La  ley  7,  D.  ad  lecjem  Juliam  de  vi  publica  ,■  confunde 
ambas  denominaciones  ;  y  en  efecto  parece  que  la  segunda 
era  tan  común  como  la  primera ,  y  que  entre  los  legados  y 
los  oradores  no  habia  diferencia  de  rango  ni  de  carácter. 
Pero  los  pueblos  modernos,  mas  fastuosos  en  esta  parte  que 
los  antiguos,  han  imaginado  nombres  y  calificaciones  masó 
menos  relevantes  para  distinguirlos  según  su  rango,  digni- 
dad ,  ceremonial  é  importancia  de  su  misión. 

Divei^sas  clases  de  ministros  públicos. 

11.  El  rango  que  los  agentes  diplomáticos  acreditados  á 
una  misma  corte  han  de  guardar  entre  sí  se  arregló  última- 
mente por  el  acta  del  congreso  de  Viena  de  9  de  junio  de 
1818  ,  á  que  concurrieron  los  plenipotenciarios  de  Austria  , 
España,  Francia ,  Gran  Rretaña,  Portugal ,  Prusia ,  Rusia  y 
Suecia,las  cuales  invitaron  á  las  otras  potencias  á  adoptarlo. 
En  él  se  estableció :=Primero  :  que  los  empleados  diplomá- 
ticosse  dividiesen  en  tres  clases  :— Ia.  embajadores,  legados 
ó  nuncios  :  —  2a.  enviados,  ministros,  ú  otros  agentes  acre- 
dilados  de  soberano  á  soberano  ;  y  5a.  encargados  de  nego- 


cios acreditados  con  los  secretarios  de  relaciones  esterioreg 
(  á  los  cuales  añadieron  los  plenipotenciarios  de  Austria , 
Francia,  Gran  Bretaña,  Prusia  y  Rusia  en  el  congreso  de 
Aquisgran  ó  Aix-la-Chapelle ,  sesión  de  21  de  noviembre 
de  1818,  la  clase  de  ministros  residentes,  intermedia  entre 
los  de  segundo  orden  y  los  encargados  de  negocios  ).  = 
Segundo  :  que  solo  los  ministros  de  primera  clase  tuviesen 
el  carácter  representativo  (en  virtud  del  cual  se  les  dispensan 
en  algunas  ocasiones  las  mismas  honras  que  á  sus  soberanos 
si  se  hallasen  presentes).  =  Tercero:  que  los  enviados  es- 
traordinarios  no  tuviesen  á  título  de  tales  superioridad  al- 
guna. =  Cuarto  :  que  en  cada  clase  la  precedencia  entre  los 
empleados  diplomáticos  se  reglase  por  la  fecha  de  la  nulifi- 
cación oficial  de  su  llegada  ;  pero  sin  hacer  innovación  con 
respecto  à  los  representantes  del  papa.  =  Quinto  :  que  en 
cada  estado  se  estableciese  un  modo  uniforme  de  recepción 
para  los  empleados  diplomáticos  de  cada  clase  :  =  Sexto: 
que  ni  el  parentesco  entre  los  soberanos  ni  las  alianzas  po- 
líticas diesen  un  rango  particular  á  los  empleados  diplomá- 
ticos. =  Séptimo:  que  en  las  actas  ó  tratados  entre  varias 
potencias  que  admitiesen  la  alternativa  ,  la  suerte  decidiese 
entre  los  ministros  para  el  orden  de  las  firmas.  (  Hoy  se  sigue 
generalmente  el  orden  alfabético.  ) 

III.  En  efecto ,  cuando  la  misión  del  ministro  no  está  limi- 
tada á  los  negocios  y  derechos  de  su  soberano,  sino  que 
se  estiende  á  representarle  en  su  persona,  en  su  dignidad  , 
en  su  grandeza,  y  que  por  consiguiente  se  reputa  que  el 
soberano  no  solo  trata  y  negocia  por  el  órgano  de  su  mi- 
nistro sino  que  recibe  él  mismo  todos  los  honores  que  se 
hacen  á  este ,  la  representación  es  casi  perfecta ,  y  el  carácter 
representativo  por  escelencia  que  de  aquí  resulta,  constituye 
lo  que  se  llama  un  ministro  de  primer  orden,  es  decir,  un 
legado,  un  nuncio  ,  un  embajador.  Decimos  que  en  los  mi- 
nistros de  esta  clase  es  casi  perfecta  la  representación  , 
porque  no  lo  es  absolutamente  ;  pues  cualesquiera  que  sean 
los  honores  que  se  hacen  á  un  ministro  de  primera  clase ,  no 
igualan  jamas  en  parte  alguna  á  los  que  se  harían  á  un  so- 
berano en  persona  ;  y  precisamente  el  embarazo  de  la  eti- 
queta con  respecto  á  un  soberano  que  pasa  á  pais  estranjero 
ha  hecho  imaginar  el  incógnito. 

Distínguense  dos  especies  de  embajadores:  los  ordinarios 
y  los  estraor dinar ios.  Embajadores  ordinarios  son  los  que 
residen  habitualmente  cerca  de  un  soberano  estranjero, 
para  tratar  con  él  todos  los  negocios  en  que  sus  amos  pueden 
tener  interés  ,  à  medida  que  van  ocurriendo.  Un  embajador 
estraordinario ,  tomando  esta  palabra  en  su  verdadero  sen- 
tido ,  es  el  que  se  envia  para  un  solo  negocio  ó  con  algún 
motivo  plausible  ,  como  por  ejemplo  para  negociar  un  tra- 
tado de  paz  ó  de  alianza  ,  para  cumplimentar  un  príncipe 
por  el  nacimiento  de  un  hijo,  por  su  advenimiento  á  la  co- 
rona ,  por  un  matrimonio,  etc.,  y  que  por  consiguiente  no 
debe  quedar  en  la  corte  después  de  haber  llenado  el  objeto 
de  su  misión. 

IV.  Llámanse  logados  los  ministros  de  primer  orden  que 
se  envian  por  el  papa  á  los  paises  católicos  ,  para  ejercer  en 
su  nombre  las  funciones  especiales  que  penden  de  su  calidad 
de  jefe  de  la  Iglesia. 

No  se  han  de  confundir  los  legados  con  los  nuncios.  Estos 
son  verdaderos  embajadores  á  quienes  el  papa  da  el  encargo 
de  representarle ,  para  cualesquiera  negocios ,  cerca  de 
los  otros  soberanos. 

V.  Después  de  la  calidad  de  embajador,  el  título  mas 
distinguido  que  puedan  llevar  los  ministros  públicos  de  un 
príncipe  estranjero  ,  es  el  de  enviado ,  ministro  ó  agente 
diplomático,  cuando  están  acreditados  de  soberano  á  sobe- 
rano ,  pues  por  el  hecho  de  llevar  letras  credenciales  ad- 
quieren cierto  grado  de  dignidad  y  de  consideración ,  re- 
presentan de  cierto  modo  imperfecto  la  dignidad  de  sua 
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amos,  y  siguen  inmediatamente  á  los  embajadores,  sin 
ceder  à  ningún  otro. 

VI.  El  tercer  orden  de  ministros  públicos  se  compone  de 
los  residentes ,  los  cuales  aunque  provistos  de  carta  creden- 
cial como  los  enviados  ,  no  representan  de  modo  alguno  la 
persona  de  su  amo  en  su  dignidad,  sino  solo  en  sus  negocios. 

VII.  Los  encargados  de  negocios  forman  la  cuarta  clase  : 
están  bajo  la  protección  del  derecho  de  gentes  :  gozan  de 
todas  las  ventajas  útiles  que  van  inherentes  al  carácter  de 
ministro ,  siendo  la  principal  la  esencion  de  la  jurisdicción 
local  :  sus  personas  son  inviolables  como  las  de  los  emba- 
jadores :  tratan  los  negocios  políticos  como  estos;  y  la  firma 
de  los  unos  equivale  á  la  de  los  otros.  Tal  es  el  uso  general , 
aunque- el  encargado  de  negocios  no  está  acreditado  por 
carta  credencial ,  sino  solamente  por  una  carta  del  ministe- 
rio de  estado  al  de  relaciones  ó  negocios  estranjeros  ó  por 
la  presentación  que  hace  de  su  persona  el  embajador  á 
quien  reemplaza. 

Inviolabilidad  de  los  ministros  públicos. 

VIII.  Según  el  derecho  de  gentes  (dice  Grocio  ,  de  jure 
belli  et  pacis ,  lib.  2,  cap.  1)  ,  como  un  embajador  repre- 
senta por  una  especie  de  ficción  la  persona  misma  de  su 
amo,  es  mirado  también  por  otra  fieccion  semejante  como 
existente  fuera  del  territorio  de  la  potencia  cerca  de  la  cual 
ejerce  sus  funciones.  Esta  ficción,  que  no  es  en  la  opinion  de 
los  que  la  admiten  sino  un  corolario  del  principio  que  hace 
mirar  la  persona  de  un  ministro  público  como  inviolable,  y 
de  consiguiente  fuera  de  la  jurisdicción  local ,  trae  natural- 
mente dos  consecuencias  que  fijan  de  un  modo  tan  cierto 
como  preciso  el  estado  de  un  ministro  público  en  el  pais 
adonde  es  enviado  por  su  soberano.  La  primera  es  que  per- 
manece siempre  subdito  de  este  ;  y  la  segunda  que  su  resi- 
dencia en  un  pais  estranjero  no  le  constituye  un  domicilio 
en  este  pais  ,  y  no  le  hace  participante  ni  de  los  privilegios 
ni  de  las  cargas  que  pueden  ir  inherentes  á  la  calidad  de 
domiciliado.  Sin  embargo  no  puede  ser  juzgado  ni  castigado 
por  su  amo  un  embajador  mientras  ejerce  sus  funciones , 
pues  que  durante  todo  este  tiempo  está  fuera  de  su  territo- 
rio y  jurisdicción.  Para  poder  castigarle,  es  preciso  que 
este  comience  por  llamarle.  Si  quisiera  juzgarle  durante  sus 
funciones,  no  podria  hacerlo  sino  por  contumacia  violando 
todas  las  formas.  ¿  Cómo  en  efecto  le  haria  citar,  arrestar  y 
arrebatar  de  un  pais  donde  no  tiene  autoridad  alguna  ?  Aña- 
damos que  si  la  cosa  fuese  posible ,  envilecería  su  propia 
digninad,  envileciendo  la  de  su  representante. 

IX.  La  persona  de  un  ministro  publicóse  ha  mirado  efec- 
tivamente en  lodo  tiempo  como  sagrada  é  inviolable  :  sancti 
habenlur  legali,  dice  la  ley  17,  D.  de  legationibus.  Maltra- 
tarle é  insultarle  es  una  violación  del  derecho  de  gentes ,  es 
un  delito  contra  todos  los  pueblos  ,  á  quienes  interesa  en 
alto  grado  la  seguridad  de  sus  representantes ,  como  nece- 
saria para  el  desempeño  de  las  delicadas  funciones  que  les 
están  cometidas  ,  sin  que  sirva  de  escusa  el  que  sea  minis- 
tro de  una  potencia  enemiga  :  siquis  legatum  hoslium  pul- 
sassel ,  añade  la  misma  ley,  contra  jus  genlium  id  commis- 
sum  csse  existimatur .  La  ley  1,  D.  ad  legem  Juliam  de  vi 
publica ,  quiere  que  sean  perseguidos  como  culpables  de 
violencia  pública  los  que  maltratan  á  un  embajador,  ó  solo  á 
cualquiera  de  los  individuos  de  su  comitiva.  Estas  máximas 
están  recibidas  entre  todas  las  naciones;  y  aun  las  que  te- 
nemos por  bárbaras ,  las  han  observado  siempre  con  religio- 
sidad. David  sostuvo  una  guerra  por  vengar  una  injuria 
hecha  á  sus  embajadores;  y  Alejandro  hizo  pasar  á  cuchillo 
á  los  habitantes  de  Tiro  por  haber  insultado  á  los  suyos. 

Es  verdad  que  un  soberano  está  obligado  á  proteger  y 
poner  á  cubierto  de  toda  injuria  á  cualquier  hombre  que  se 
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encuentre  en  sus  estados ,  sea  ciudadano  ó  estranjero  ;  pero 
esta  obligación  con  respecto  á  los  ministros  públicos  sube  á 
un  punto  mucho  mas  elevado.  El  insulto  hecho  á  un  parti- 
cular es  un  delito  común  que  no  ofende  sino  á  la  gran  so- 
ciedad de  que  es  miembro  :  mas  el  insulto  hacia  un  minis- 
tro público  ,  es  un  alentado  que  infringe  la  fe  nacional,  que 
vulnera  el  derecho  de  gentes,  que  no  solamente  injuria  al 
soberano  á  quien  el  ministro  representa  sino  que  ofende  la 
seguridad  común  de  todas  las  naciones. 

De  esta  distinción  en  la  naturaleza  de  las  dos  especies  de 
injurias  ,  nacen  otras  dos  diferencias  con  respecto  à  sus  re- 
sultados. La  primera  es  que  el  principe  en  cuyos  estados  se 
ha  cometido  el  delito  contra  un  particular,  puede  perdo- 
narle ó  tratarle  con  mas  ó  menos  rigor  según  las  circuns- 
tancias ;  en  lugar  de  que  el  perdón  de  un  insulto  hecho  á  un 
ministro  público  solo  toca  al  príncipe  que  ha  sido  ofendido* 
en  la  persona  de  su  representante.  La  otra  diferencia  con- 
siste en  que  la  pena  debe  ser  mucho  mas  grave  en  el  se- 
gundo caso  que  en  el  primero.  Los  Romanos  querían  que 
fuesen  entregados  á  las  potencias  estranjeras  los  que  habían 
insultado  á  los  embajadores  que  estas  les  habían  enviado, 
como  nos  enseña  el  jurisconsulto  Pomponio  en  la  ley  19,  D. 
de  legationibus.  Este  ejemplo  fué  seguido  por  la  corte  de 
Inglaterra  en  1627,  como  igualmente  por  la  de  Rusia; 
así  es  que  el  conde  de  Zabor  fué  entregado  á  discreción  del 
rey  de  Suecia  por  haber  injuriado  al  enviado  de  esta  nación. 
Pero  comunmente  el  soberano ,  en  cuyos  estados  se  han  co- 
metido delitos  contra  ministros  estranjeros,  se  toma  por  sí 
mismo  el  cuidado  de  hacer  justicia  por  medio  de  sus  tribu- 
nales. 

Los  actos  de  violencia  contra  un  ministro  público  solo¡ 
pueden  escusarse  cuando  provocándolos  este  lia  puesto  á- 
olro  en  la  necesidad  de  repeler  la  fuerza  con  la  fuerza.  Si. 
el  ministro  es  insultado  por  personas  que  no  tenían  conoci- 
miento de  su  carácter,  la  ofensa  desciende  á  la  clase  de  Ios- 
delitos  comunes  cuyo  castigo  pertenece  solamente  á  los: 
tribunales  del  pais  en  que  se  ha  cometido,  sin  que  ya  toque1 
á  la  nación  que  el  ministro  representa. 

X.  El  ministro  público  está  esento  de  la  jurisdicción  del 
pais  en  que  reside,  pues  debe  ser  independíenle  para  el  li- 
bre ejercicio  de  sus  funciones.  ¿Cómo  podria  en  efecto  des- 
empeñar un  ministro  público  su  misión  con  la  dignidad,  la 
libertad  y  seguridad  que  exige,  si  estuviera  en  una  depen- 
dencia aun  la  mas  mínima  del  soberano  cerca  del  cual  la 
tiene  que  ejercer?  Pero  esta  inmunidad  no  asegura  la  impu- 
nidad del  ministro.  Si  este  olvida  su  dignidad  y  decoro;  si- 
pierde  de  vista  la  máxima  de  que  ni  puede  ofender  ni  ser 
ofendido;  si  comete  injusticias  y  actos  arbitrarios  ;  si  se? 
atreve  á  turbar  el  orden  público,  y  á  faltar  á  lo  que  debe  á; 
los  habitantes  ó  al  soberano  mismo;  si  conspira, si  sehace? 
odioso ,  sospechoso  ó  culpable ,  si  corrompu  á  los  subditos 
del  gobierno  á  quien  debe  respetar,  si  siembra  entre  ellos: 
la  discordia  ;  deshonra  entonces  á  su  nación  y  se  debe  dar 
parte  á  su  soberano ,  haciendo  las  reclamaciones  convenien- 
tes para  que  le  castigue ,  siendo  una  obligación  suya  ejecu- 
tarlo ,  porque  esta  es  una  condición  tácita  de  la  admisión  de> 
su  agente  ,  y  aun  también  el  soberano  cerca  del  cual  resides 
puede  según  los  casos  tomar  medidas  de  seguridad  contra! 
él,  ya  interrumpiendo  toda  comunicación,  ya  haciéndole 
salir  de  su  territorio  en  el  caso  de  que  se  ponga  en  estado 
hostil. 

XI.  El  derecho  de  represalias  ¿  puede  autorizar  á  un  so- 
berano á  violar  en  la  persona  de  un  ministro  público  la  se- 
guridad y  la  protección  que  el  derecho  de  gentes  le  asegura? 

Gundling,  célebre  profesor  de  Hall  en  Sajonia  ,  sostiene  . 
la  afirmativa  en  su  Jus  nalurn?  oí  genlium  ;y  aun  llega  al 
estremo  de  decir  que  podemos  quitar  la  vida  al  ministro  de 
la  potencia  que  la  hubiese  quitado  al  nuestro,  dando  por 
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Tazón  que  podemos  tratar  como  enemigos  á  los  subditos 
-de  un  enemigo,  cual  se  declara  el  principe  que  así  viólalos 
(derechos  de  embajada. 

Vattel  y  Grocio  abrazan  sin  hesitación  alguna  la  contraria 
•opinion  ,  diciendo  que  el  príncipe  que  usa  de  violencia  con- 
tra un  ministro  público  comete  un  crimen ,  y  no  se  debe 
tomar  venganza  imitándole;  porque  las  represalias  no  pue- 
den jamas  autorizar  las  acciones  ilícitas  en  sí  mismas;  y 
tales  serian  sin  duda  los  malos  tratamientos  hechos  á  un 
ministro  inocente  por  las  faltas  de  su  amo.  Así  es  que  ha- 
biendo violado  los  Cartagineses  el  derecho  de  gentes  en  los 
embajadores  de  Roma ,  y  persuadiéndole  con  este  pretesto 
à  Escipion  que  tratase  del  mismo  modo  á  los  embajadores 
¡deCartago  ,  respondió  este  gran  capitán  que  no  podia  ha- 
<cer  una  cosa  que  era  indigna  de  las  máximas  del  pueblo 
¡romano  ,  y  despidió  sanos  y  salvos  á  los  embajadores.  Dí- 
gase cuanto  se  quiera  sobre  la  perfidia  del  amo,  nunca  es 
permitido  castigar  en  la  persona  del  ministro  al  inocente 
por  el  culpable  ;  lo  único  que  se  puede  hacer  es  despojarle 
de  su  carácter  y  dejarle  en  el  estado  en  que  se  hallaba  antes 
de  estar  revestido  de  él,  sin  tomar  en  cuenta  la  conducta 
que  ha  tenido  después  su  amo  contra  las  leyes  de  la  paz  y 
el  derecho  de  las  embajadas. 

Sin  embargo,  podemos  arrestar  y  tener  en  prisión  á  un 
ministro  estranjero  en  caso  de  que  su  amo  haya  hecho  otro 
tanto  con  el  nuestro.  Es  sin  duda  un  acto  de  violencia;  pero 
puede  ejercerse  contra  él,  porque  ha  dejado  de  ser  embaja- 
dor desde  el  momento  en  que  su  amo  ha  dado  una  prueba 
de  que  no  respeta  á  nuestro  enviado;  y  por  consiguiente 
se  le  puede  tratar  del  mismo  modo  que  à  cualquier  otro 
subdito  del  mismo  príncipe  que  se  encontrase  por  casua- 
lidad en  nuestro  pais.  Así  es  que  en  1665  se  puso  preso  en" 
la  Haya  à  un  secretario  del  embajador  de  Inglaterra,  por- 
que los  Ingleses  habían  encarcelado  primero  á  un  secretario 
del  embajador  de  los  estados  generales  en  Londres,  y  estas 
represalias  fueron  aprobadas  por  todos  los  embajadores  que 
había  entonces  en  la  Haya.  Vattel  enseña  la  misma  doctrina 
justificándola  con  un  ejemplo  :  «  Hay  un  caso,  dice  ,  en  que 
parece  muy  permitido  arrestar  aun  embajador,  con  tal  que 
no  se  le  haga  sufrir  por  otra  parte  ningún  mal  tratamiento. 
Cuando  un  príncipe  ,  violando  el  derecho  de  gentes,  hace 
arrestar  nuestro  embajador,  podemos  nosotros  ejecutar  otro 
tanto  con  el  suyo,  á  fin  de  asegurar  con  esta  prenda  la  vida 
y  libertad  del  nuestro;  pero  si  este  medio  no  surte  efecto, 
será  preciso  entonces  soltar  al  embajador  inocente,  y  ha- 
cerse justicia  por  vias  mas  eficaces.  » 

Esta  es  la  única  especie  de  represalias  que  el  derecho  de 
gentes  autoriza  ;  pero  nunca  pueden  tener  lugar  sino  para 
vengar  los  malos  tratamientos  hechos  à  un  ministro  público, 
sin  que  jamas  pueda  un  soberano  castigar  de  este  modo  las 
injurias  que  no  se  cometieron  contra  su  propio  embajador, 
no  solo  porque  la  seguridad  de  los  ministros  públicos  seria 
bien  incierta  si  dependiese  de  todas  las  diferencias  que 
pueden  sobrevenir,  sino  mas  bien  por  una  consecuencia 
necesaria  de  la  convención  tácita  que  se  hace  al  recibirlos 
de  tratarlos  como  si  estuviesen  fuera  del  pais.  Toda  via  de 
hecho  ejercida  contra  un  embajador  es  una  injuria  que  ne- 
cesita ó  una  reparación ,  ó  la  guerra ,  y  la  represalia  no 
reemplaza  á  la  una  ni  á  la  otra. 

Casos  y  modo  en  que  se  puede  obligar  á  los  minis- 
tros públicos  á  pagar  sus  deudas. 

XII.  Aunque  un  ministro  público  goza  el  privilegio  de  no 
estar  sujeto  á  los  tribunales  del  pais  en  que  ejerce  sus  fun- 
ciones ,  debe  sin  embargo  respetar  las  leyes  y  bandos  de 
policía  que  tienen  relación  con  la  seguridad  y  el  orden  pú- 
blico ,  pues  de  otro  modo  laltariç  contra  el  principio  mismo 


sobre  que  está  fundada  su  inmunidad  ;  y  puede  asimismo 
ser  obligado  á  pagar  las  deudas  y  satisfacer  las  obligaciones 
particulares  que  durante  el  ejercicio  de  su  ministerio  hu- 
biese contraído.  Así  es  que  á  un  ministro  estranjero  que  se 
iba  de  Paris  sin  pagar  sus  deudas  en  el  reinado  de  Luis  XV, 
se  le  negaron  los  pasaportes  y  se  autorizó  á  sus  acreedores 
para  hacerse  pago  con  sus  muebles  ;  y  para  justificar  esta 
medida  se  remito  entonces  á  las  cortes  estranjeras  por  la 
de  Versalles  la  memoria  siguiente  : 

«  La  inmunidad  de  los  embajadores  y  otros  ministros  pú- 
blicos se  funda  en  estos  dos  principios  :  primero,  en  la  dig- 
nidad del  carácter  representativo  ,  del  cual  ellos  participan 
mas  ó  menos  ;  segundo ,  en  la  convención  que  resulta  do 
que  admitiendo  un  ministro  estranjero  se  reconocen  los  de- 
rechos que  la  costumbre ,  ó  si  se  quiere,  el  derecho  de  gen- 
tes le  concede. 

»  El  derecho  de  representación  los  autoriza  á  gozar  con 
una  medida  determinada  las  prerogativas  de  sus  amos.  En 
virtud  de  la  convención  tácita  ,  ó  lo  que  es  lo  mismo,  del 
derecho  de  gentes,  tienen  derecho  de  exigir  que  nada  se 
haga  de  aquello  que  puede  turbar  sus  funciones  públicas. 

»  La  esencion  de  la  jurisdicción  ordinaria,  que  se  llama 
propiamente  inmunidad  ,  nace  naturalmente  de  estos  dos 
principios.  Pero  la  inmunidad  no  es  limitada,  ni  puede  es- 
tenderse á  mas  que  los  motivos  que  le  sirven  de  base. 

»  De  aquí  resulta  primero,  que  un  ministro  público  no 
puede  gozar  mas  de  lo  que  su  amo  gozaría;  segundo,  que 
no  puede  tener  este  goce  en  el  caso  en  que  la  convención 
tácita  ó  la  presunción  de  los  dos  soberanos  viene  á  cesar. 

»  Para  aclarar  estas  máximas  por  medio  de  ejemplos  aná- 
logos al  objeto  de  estas  observaciones,  conviene  notar  : 

»  Primero  :  que  es  constante  que  un  ministro  pierde  su 
inmunidad  ,  y  se  sujeta  á  la  jurisdicción  local  cuando  se  mez- 
cla en  maniobras  que  pueden  mirarse  como  crímenes  de  Es- 
tado ó  que  turban  la  seguridad  pública.  El  ejemplo  del 
príncipe  de  Cellamara  acredita  la  verdad  de  estas  máximas. 

»  Segundo  :  la  inmunidad  no  puede  tener  otro  efecto  que 
el  de  desviar  todo  aquello  que  podría  impedir  al  ministro 
público  el  dedicarse  á  sus  funciones.  De  aquí  resulta  que 
solo  la  persona  del  ministro  goza  de  la  inmunidad,  y  que 
pudiéndose  atacar  sus  bienes  sin  interrumpir  sus  funciones, 
todos  los  que  posee  en  el  pais  en  donde  ha  contraído  deudas 
están  sometidos  al  poder  territorial ,  y  por  una  consecuencia 
legítima  de  este  principio ,  una  casa  ó  una  renta  que  un  mi- 
nistro tuviese  en  Francia  estaría  sujeta  á  las  mismas  leyes 
que  las  otras  heredades. 

»  Tercero  :  la  convención  tácita  sobre  la  cual  se  funda  la 
inmunidad  cesa  cuando  el  ministro  se  somete  formalmente  á 
la  autoridad  local,  obligándose  por  ante  un  notario,  es  decir, 
invocando  la  autoridad  civil  del  pais  que  habita. 

»  Wiquefort ,  que  es  de  todos  los  autores  el  mas  celoso 
defensor  de  los  ministros  públicos,  y  que  ejecutaba  esto  con 
tanto  mayor  fervor  cuanto  que  en  ello  hacia  su  propia  cau- 
sa, conviene  en  este  principio  y  confiesa  :  «  Que  los  emba- 
jadores pueden  ser  obligados  á  cumplir  los  contratos  que 
han  hecho  por  ante  notario,  y  que  pueden  también  ser  em- 
bargados y  ocupados  sus  muebles  por  el  precio  de  los  ar- 
rendamientos de.  las  casas  que  se  hubiesen  hecho  en  esta 
manera.  »  Tom.  I,  púg.  Í|26. 

»  Cuarto  :  fundada  la  inmunidad  sobre  una  convención, 
y  siendo  todas  recíprocas,  el  ministro  público  pierde  su  pri- 
vilegio cuando  abusa  de  él  contra  las  intenciones  positivas 
de  los  dos  soberanos.  Por  esta  razón  un  ministro  público  no 
puede  valerse  de  su  privilegio  para  no  pagar  las  deudas  que 
ha  contraído  en  el  pais  en  que  reside  :  primero ,  porque  la 
intención  de  su  amo  no  puede  ser  que  él  viole  la  primera 
ley  de  la  justicia  natural,  la  cual  es  anterior  á  los  privile- 
gios del  derecho  de  gentes;  segundo,  porque  ningún  sobe- 
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rano  quiere  ni  puede  querer  ,  que  estas  prerogativas  se  con- 
viertan en  detrimento  de  sus  subditos,  y  que  el  carácter 
público  llegue  á  ser  para  ellos  un  lazo  y  motivo  de  su  ruina; 
tercero,  ptfrque  podrían  ocuparse  los  bienes  muebles  aun  del 
mismo  príncipe  á  quien  el  ministro  representa  si  poseyese 
bienes  en  nuestra  jurisdicción.  ¿Con  qué  derecho,  pues,  ha- 
bían de  esceptuarse  de  esta  regla  los  bienes  de  un  ministro 
suyo? 

»  Quinto  :  la  inmunidad  de  un  ministro  público  consiste 
esencialmente  en  hacer  que  se  le  considere  como  si  conti- 
nuase residiendo  en  los  estados  de  su  amo.  No  impide ,  pues, 
el  que  se  empleen  para  con  é!  los  medios  de  derecho  de  que 
usaría  si  se  encontrase  en  el  lugar  de  su  domicilio  ordinario. 
De  aquí  resulta  que  se  le  puede  obligar  de  una  manera  legal 
á  cumplir  sus  empeños  y  pagar  sus  deudas,  y  Bynkershoeck 
decide  espresamente  en  el  núm.  186  que  no  es  dejar  de  res- 
petar la  casa  de  un  embajador  el  enviar  à  ella  oficiales  de 
justicia  para  hacerle  saber  aquello  que  hay  necesidad  de  po- 
ner en  su  noticia. 

»  Sexto  :  el  privilegio  de  los  embajadores  no  alcanza  sino 
a  los  bienes  que  poseen  como  tales ,  y  sün  los  que  no  po- 
drían ejercer  las  funciones  de  su  empleo.  Bynkershoeck, 
pág.  165  y  173,  y  Barbeyrac,  pág.  173,  son  de  este  pare- 
rer  ;  y  la  corte  de  Holanda  ha  adoptado  esta  base  en  el 
emplazamiento  ó  citación  que  hizo  en  1721  al  enviado  de 
Holstein  después  de  haber  resuello  que  se  le  ocupasen  lodos 
los  bienes  y  efectos  fuera  de  los  muebles  y  equipaje ,  y  las  de- 
mas  cosas  pertenecientes  à  su  carácter  de  ministro.  Estos 
son  los  términos  de  la  resolución  de  la  corle  de  Holanda  en 
21  de  febrero  de  1721. 

»  Semejantes  consideraciones  justifican  bastantemente  la 
regla  adoptada  en  todas  las  corles  de  que  un  ministro  pú- 
blico no  debe  partir  de  un  pais  sin  haber  pagado  á  sus  acree- 
dores. Y  cuando  falta  á  sus  deberes,  ¿cuál  es  la  conducta 
que  debe  observarse?  Esta  es  la  única  cuestión  esencial  que 
el  caso  del  día  puede  suscitar,  y  debe  decidirse  por  un  uso 
conforme  á  las  diferentes  máximas  que  se  han  establecido 
arriba. 

»  No  se  hable  de  la  legislación  de  Inglaterra  ,  en  donde 
su  espíritu  limitado  á  la  letra  déla  ley  no  admite  ni  conven- 
ción tácita  ni  presunción ,  y  en  donde  el  peligro  de  una  ley 
positiva  en  una  materia  tan  delicada  ha  impedido  hasta  ahora 
el  fijar  legalmente  las  prerogativas  de  los  ministros  pú- 
blicos. 

»  En  todos  los  demás  casos  la  jurisprudencia  parece  casi 
igual ,  solo  los  modos  de  proceder  pueden  admitir  alguna 
diferencia. 

»  En  Yiena  el  mariscal  del  imperio iiene  sobre  todo  aque- 
llo que  no  guarda  relación  con  la  persona  del  embajador  y 
sus  funciones  una  jurisdicción  propiamente  tal ,  y  tan  es- 
tensa que  algunas  veces  ha  parecido  difícil  conciliaria  con 
las  máximas  generalmente  recibidas.  Este  tribunal  vela  de 
una  manera  particular  sobre  el  pago  de  las  deudas  contraí- 
das por  los  embajadores  y  sobre  todo  en  el  momento  de  su 
partida. 

»  Se  ha  visto  en  176Ü  un  ejemplo  de  esto  en  la  persona 

del  conde  de embajador  de  Rusia,  cuyos  efectos  fueron 

retenidos  hasta  que  el  príncipe  de  Lichtensluin  se  constituyó 
su  fiador. 

»  En  Rusia  un  ministro  público  ha  sido  obligado  á  anun- 
ciar su  partida  por  medio  de  tres  avisos  públicos.  Nosotros 
hemos  visto  detener  pocos  años  hace  los  hijos,  papeles  y 
efectos  del  difunto  Mr.  de  Bousset  hasta  que  el  rey  tomó  á  su 
;argo  el  pagar  las  deudas  que  este  ministro  había  contraído. 

»  En  la  Haya  el  consejo  de  Holanda  se  apropia  una  juris- 
dicción en  lodos  los  casos  en  que  los  intereses  de  los  sub- 
ditos se  hallan  comprometidos.  Se  han  dado  arriba  muchas 
pruebas  de  esta  aserción. 


»  En  1668  se  le  hizo  saber  un  emplazamiento  al  embajador 
de  España  en  persona ,  de  lo  cual  se  quejó  á  los  Estados 
generales,  y  estos  decidieron  que  lo  hací:tn  con  fundamen- 
to, porque  aquel  emplazamiento  debia  haberse  hecho  á  la 
familia  del  embajador. 

»  En  Berlín  el  baron  de  Bosse,  ministro  de  Suecia,  fué 
detenido  con  guardias  en  1723  porque  no  quería  pagar  á  un 
guarnicionero,  á  pesar  de  las  advertencias  reiteradas  del 
magistrado. 

»  En  Turin  se  retuvo  el  coche  de  un  embajador  de  España 
en  tiempo  del  rey  Manuel;  es  cierto  que  la  corte  de  Turin 
se  disculpó  de  esta  violencia ,  pero  nadie  redamó  contra  los 
procedimientos,  que  no  habian  tenido  otro  origen  que  el 
condenar  al  embajador  á  pagar  sus  deudas. 

»  Estos  ejemplos  parecen  suficientes  para  sentar  como 
indudable  que  un  ministro  estranjero  puede  ser  obligado  á 
pagar  sus  deudas,  y  acreditan  al  mismo  tiempo  que  se  ha 
usado  varias  veces  del  derecho  de  coacción.  Algu tíos  han  sos- 
tenido que  bastaba  el  avisar  al  ministro  que  pagase  sus  deu- 
das para  justificar  en  el  caso  de  no  hacerlo  las  medidas  judi- 
ciales, y  aun  la  ocupación  de  los  efectos. 

»  Grocio  en  el  lib.  II,  cap.  XVIII,  §  9 ,  dice  :  que  si  un 
embajador  ha  contraído  deudas,  y  no  tiene  bienes,  raices 
ni  muebles  en  el  pais,  es  necesario  decirle  cortesmente  que 
pague  :  si  no  lo  hace  dirigirse  à  su  amo  ,  y  tomadas  estas  me- 
didas sin  fruto ,  echar  mano  de  los  medios  que  se  adoptan 
contra  los  deudores  que  están  bajo  otra  jurisdicción. 

»  Estos  medios  son  sin  duda  los  procedimientos  legales 
que  recaen  sobre  los  bienes  del  embajador  fuera  de  aquellos 
que  son  inmediatamente  necesarios  para  el  servicio  de  sus 
funciones,  como  ya  hemos  observado. 

»  La  opinion  mas  moderada  es  que  conviene  en  cualquier 
caso  abstenerse  todo  lo  posible  de  atacar  á  la  decencia  que 
debe  acompañar  siempre  al  carácter  público  ;  pero  que  el 
soberano  está  autorizado  á  emplear  aquella  especie  de  coac- 
ción que  no  turba  de  modo  alguno  sus  funciones,  la  cual 
consiste  en  prohibir  la  salida  del  pais  hasta  que  no  se  hayan 
pagado  todas  las  deudas. 

»  En  este  sentido  es  en  el  que  Bynkershoeck  aconseja  que 
se  empleen  contra  los  embajadores  aquellas  acciones  que  lle- 
van consigo  mas  bien  el  carácter  de  una  prohibición  que  el 
de  una  orden  para  que  se  haga  esta  ó  la  otra  cosa  ,  porque 
entonces  no  habría  mas  que  una  simple  defensa ,  y  nadie  se 
atrevería  ó  sostener  que  era  ilícito  el  defenderse  contra  un 
embajador,  que  fto  tiene  derecho  alguno  para  turbar  la  tran- 
quilidad de  los  habitantes  usando  de  violencia,  y  llevándose 
lo  que  es  de  otro. 

»  Esta  máxima  es  todavía  mucho  mas  cierta  cuando  algu- 
nas circunstancias  mucho  mas  particulares  y  agravantes 
dan  motivo  á  que  pueda  echarse  en  cara  al  ministro  mala  le 
ó  manejos  reprensibles. Cuando  viola  de  este  modo  la  santi- 
dad de  su  carácter  y  la  seguridad  pública,  no  puede  exigir 
que  los  demás  le  respeten.  » 

Siguiendo  las  mismas  reglas  que  la  corte  de  Versaos , 
mandó  Felipe  V,  en  lo  de  junio  de  1757,  en  vista  de  los 
memoriales  de  los  acreedores  contra  el  enviado  estraordina- 
rio  de  los  cantones  católicos,  y  recursos  de eslo  á  la  real 
persona,  que  siguiese  su  derecho  dicho  enviado  en  los  tri- 
bunales sobre  sus  obligaciones  y  contratos,  y  que  en  su 
consecuencia  corriesen  ios  apremios  tan  justamente  acorda- 
dos por  el  Consejo  contra  este  sugeto  y  sus  bienes;  teniendo 
presente  que  la  prerogativa,  fuero  y  privilegio  de  los  mi- 
nistros públicos,  para  no  ser  apremiados  ni  convenidos  en 
juicio  durante  su  ministerio,  ni  estrechados  con  ejecu- 
ciones, se  entiende  y  practica  solo  cuando  los  contratos  an- 
teriores á  su  legacía  dieron  acción  y  derecho  á  sus  acree- 
dores; y  se  suspenden  por  el  tiempo  de  ella,  pero  no  por 
las  deudas,  negocios  y  contratos  particulares  propios  que 
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durante  el  ejercicio  de  su  ministerio  público  han  contraído  ; 
porque  el  atender  en  este  caso  al  privilegio  de  su  carácter, 
fuera  contra  justicia  y  razón  natural ,  y  conviene  que  á  la 
sombra  de  la  esencion  no  sea  engañado  ningún  tercero  ; 
ley  6,  lit.  9,  Mb.  5,  Nov.  Rec. 

Inmunidad  de  las  casas  de  los  ministros  públicos. 

XIII.  Las  casas  en  que  habitan  los  ministros  públicos  go- 
zan también  de  inmunidad ,  en  términos  que  no  es  lícito  á 
los  ministros  de  justicia  entrar  en  ellas  de  propia  autoridad 
para  registrarlas  ó' estraer  personas  ó  efectos.  Esta  franqui- 
cia, dice  Vattel,  está  reconocida  en  todas  las  naciones  ci- 
vilizadas, á  lo  menos  en  el  sentido  de  que  las  casas  de  los 
ministros  públicos  son  inaccesibles  á  los  ministros  ordina- 
rios de  justicia.  Pero  esta  inmunidad  se  entiende  solo  de 
puertas  adentro. 

«  He  resuelto,  decia  Felipe  V  en  1716 ,  por  lo  que  toca  á 
la  estension  de  inmunidad  que  intenta  dar  á  su  casa  el  em- 
bajador de  Francia,  se  le  diga  por  la  via  reservada ,  esté 
en  inteligencia  de  que  está  muy  equivocado,  pues  solo  se 
debe  entender,  como  se  ha  entendido  y  practicado  desde  el 
año  de  1684  con  todos  los  ministros  de  príncipes  en  esta 
corle,  que  es  solo  desde  las  puertas  adentro  de  su  casa,  y 
que  esto  y  nada  mas  es  lo  que  se  practica  en  Paris  con  mis 
embajadores.  »  Ley  5,  til.  9,  lib.  3  ,  Nov.  Rec. 

De  aquí  ha  venido  la  ficción  de  derecho  de  que  la  casa  de 
un  embajador  se  reputa  como  fuera  del  territorio ,  de  lo 
cual  han  querido  algunos  deducir  el  derecho  de  asilo  para 
los  criminales ,  tanto  estranjeros  como  indígenas.  Pero  se- 
mejante pretensión  es  un  absurdo,  porque  de  una  parte  no 
tiene  conexión  con  las  funciones  del  embajador  y  por  otra 
es  contra  la  soberanía.  Si  ocurriese  pues  el  caso  de  abri- 
garse delincuentes,  especialmente  de  crímenes  de  estado, 
en  casa  de  un  ministro  estranjero  ,  podrían  darse  órdenes 
para  que  se  rodease  de  guardias  la  casa  ó  para  insistir  en  la 
entrega  del  reo  y  aun  para  estraerle  por  fuerza.  Así  lo  hizo 
el  rey  de  España  en  1726 ,  después  de  haber  oido  al  consejo 
reai;  y  efectivamente  en  virtud  de  su  orden  se  presentó  un 
alcalde  de  casa  y  corte  con  un  destacamento  de  guardias  de 
corps  el  dia25  de  mayo,  se  introdujo  en  casa  del  embajador 
de  Inglaterra  luego  que  las  puertas  estuvieron  abiertas, 
sacó  de  allí  al  duque  de  Riperda  y  le  condujo  al  castillo  de 
Segovia. 

XIV.  Si  algún  individuo  déla  servidumbre  ó  comitiva  de 
un  ministro  público  cometiere  algún  delito  grave  y  se  refu- 
giare en  la  casa  de  su  amo,  debe  reclamarse  al  culpado  para 
aprisionarle  y  castigarle  conforme  á  las  leyes  del  pais,  pa- 
sando al  ministro  oficios  atentos  á  fin  de  que  disponga  su 
entrega,  pues  pierde  su  inmunidad  y  debe  ser  tratado  como 
otro  cualquiera  ;  pero  si  se  aprehendiere  al  delincuente  fuera 
de  dicho  asilo  ,  se  le  puede  arrestar  y  conducir  á  lugar  se- 
guro hasta  la  averiguación  del  hecho,  dándose  aviso  al  em- 
bajador para  su  noticia  ;  y  si  el  delito  no  fuere  de  los  graves 
ee  debe  entregar  el  reo  á  su  amo  para  que  le  corrija  y  casti- 
gue, con  la  advertencia  de  que  si  se  le  aprehendiere  segunda 
vez  por  igual  crimen  será  tratado  como  pide  la  justicia; 
ley  7,  lit.  9 ,  lib.  3 ,  Nov.  Rec. 

XV.  A  los  embajadores  y  ministros  representantes  de  las 
potencias  eslranjeras ,  y  á  las  casas  de  su  habitación ,  se 
guardan  las  inmunidades  y  franquicias  de  derechos  para  la 
introducción  de  sus  equipajes,  con  arreglo  á  la  ley  8,  tít.  9, 
lib.  3  de  la  Nov.  Rec.  ;art.  113  de  la  ley  penal  deZdemayo 
de  1850,  sobre  los  delitos  de  fraude  contra  la  real  hacienda. 

MINUCIA.  Cierta  especie  de  diezmo  que  se  pagaba  de 
los  frutos  menores,  como  son  hortalizas,  miel,  frutas  y  otros 
semejantes. 

MINUTA.  El  estrado  ó  borrador  que  se  hace  de  algún 


contrato  ú  otra  cosa ,  anotando  las  cláusulas  ó  partes  esen- 
ciales para  copiarle  despues  y  estenderle  con  todas  las  for- 
malidades necesarias  á  su  perfección. 

MINUTARIO.  El  cuadernillo  de  papel  común  en  que  e* 
escribano  pone  las  minutas  ó  borradores  de  las  escrituras 
que  se  otorgan  ante  él.  Presentándose  ante  el  escribano  las 
partes  que  han  de  otorgar  la  escritura ,  le  manifiestan  el 
convenio  que  han  hecho,  y  el  escribano  por  sí  ó  por  medio 
de  su  amanuense  lo  anota  ó  apunta  por  mayor  en  el  minuta- 
rio, donde  lo  firman  las  partes  ó  á  su  ruego  uno  de  los  testi- 
gos y  el  mismo  escribano.  Llámase  minutario ,  porque  en  él 
se  ponen  las  cosas  sin  la  estension  ó  esplicacion  con  que  se 
alargan  después  en  el  protocolo;  y  como  la  minuta  se  es- 
tiende en  presencia  de  los  interesados  en  los  términos  que 
estos  quieren,  parece  natural  que  el  minutario  haga  mas  fe 
que  el  protocolo  cuando  se  observa  alguna  discordancia  en- 
tre los  dos.  Sin  embargo  el  minutario  es  poco  atendido  y 
respetado,  porque  suele  contener  muchas  enmiendas  y  cor- 
recciones sin  que  se  procure  salvarlas,  y  puede  ser  cor- 
rompido fácilmente  por  cualquier  mal  intencionado  por  no 
estar  custodiado  como  corresponde  ;  pero  siempre  que  se 
presente  entero  ,  perfecto  y  con  limpieza  ,  parece  no  debe 
dudarse  en  preferirle  al  protocolo ,  á  no  ser  que  conste  ha- 
berse leido  á  las  partes  y  aprobado  por  ellas  la  escritura  , 
estendida  én  este;  Covarrubias,  cuesl.  19,  n.  1.  El  minu- 
tario se  introdujo  por  la  necesidad,  pues  muchas  veces  el 
escribano  tiene  que  asistir  fuera  de  su  casa  y  aun  con  ur- 
gencia y  prisa  al  otorgamiento  de  escrituras  especialmente 
al  de  las  de  testamento,  y  no  siempre  lleva  corriente  y  sin 
atraso  el  protocolo  :  por  cuya  razón  seria  de  desear  que  se 
pusiese  un  cuidado  mas  escrupuloso  en  su  legalidad  y  exac- 
titud ,  y  que  la  escritura  estendida  en  el  protocolo  fuese  en- 
teramente conforme  á  la  del  minutario ,  que  puede  consi- 
derarse como  la  matriz.  Cuando  fallece  el  escribano  sin 
haber  estendido  en  el  protocolo  la  escritura  del  minutario, 
como  por  desgracia  sucede  alguna  vez,  puede  el  interesado 
pedir  al  juez  que  la  declare  legítima  y  la  mande  protocoli- 
zar, después  de  haber  acreditado  su  legalidad  según  la  na- 
turaleza del  acto  que  contiene.  Véase  Instrumento  público. 

MISERICORDIA.  La  virtud  que  inclina  el  ánimo  á 
compadecerse  de  los  trabajos  y  miserias  ajenas.  La  miseri- 
cordia ejercida  fuera  de  propósito  puede  ser  una  falta,  y  aun 
á  veces  una  falta  próxima  al  dolo  :  tal  seria ,  por  ejemplo , 
la  de  un  alcaide  que  por  compasión  dejase  escapar  un 
preso. 

MISIONES.  Dábase  este  nombre  á  las  fundaciones  de 
varias  órdenes  religiosas  destinadas  á  la  conversion  y  re- 
ducción de  infieles  en  los  dominios  españoles  de  Ultramar. 
En  la  actualidad  subsisten  las  llamadas  de  Asia,  cuyo  princi- 
pal objeto  es  el  archipiélago  Filipino  ,  en  el  cual  las  tres 
quintas  partes  de  los  curatos  están  servidas  por  regulares 
dominicos ,  agustinos  calzados  y  descalzos  y  franciscanos 
recoletos,  peninsulares  todos.  Las  1res  primeras  órdenes 
llenan  hasta  donde  pueden  los  curatos  de  su  respectiva  pro- 
vincia con  religiosos  educados  en  los  colegios  de  Ocaña, 
Valladolid  y  Monteagudo,  que  por  el  art.  2o.  de  la  ley  de 
29  de  julio  de  1857  quedaron  esceptuados  déla  estincion  de 
casas  religiosas  en  la  península  é  islas  y  posesiones  adya- 
centes. Los  franciscanos  no  tuvieron  nunca  colegio  de  mi- 
sión ,  pues  solo  iban  á  ella  los  profesores  de  conventos  pe- 
ninsulares que  se  avenían  á  tal  servicio ,  y  en  la  actualidad 
hacen  este  y  el  de  los  santos  lugares  algunos  esclaustrados 
que  todavía  conservan  robustez  y  vocación  para  las  tareas 
apostólicas.  La  Iglesia,  la  corona  de  España  y  la  huma- 
nidad tienen  mucho  que  agradecer  á  estos  conquistadores, 
que  en  tres  siglos  que  cuentan  de  triunfos  no  han  vertido 
mas  sangre  que  la  suya. 
MIXTAMENTE'.  Adverbio  de  que  suele  usarse  para 
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denotar  que  una  causa  pertenece  á  los  dos  fueros  eclesiás- 
tico y  civil. 

MIXTIFORI.  Locución  latina  que  se  usa  en  nuestro 
castellano ,  aplicándola  á  los  delitos  de  que  pueden  conocer 
el  tribunal  eclesiástico  y  el  seglar. 

MITA.  El  repartimiento  que  se  hace  por  sorteo  en  los 
pueblos  de  los  Indios  para  sacar  el  número  correspondiente 
de  vecinos  que  deben  emplearse  en  los  trabajos  públicos.  El 
indio  á  quien  le  toca  la  suerte  se  llama  mitayo. 

MO 

MODO.  El  fin  para  que  se  hace  alguna  cosa ,  como  por 
ejemplo  una  institución,  un  legado,  un  fideicomiso,  una 
convención.  El  modo  no  es  suspensivo  como  la  condición; 
y  así  es  que  si  yo  te  dejo  un  legado  para  que  me  hagas  un 
sepulcro ,  tendrás  derecho  á  la  entrega  de  la  cosa  legada 
luego  que  el  testamento  quede  confirmado  con  mi  falleci- 
miento ,  con  tal  que  asegures  mediante  fianza  el  cumpli- 
miento de  la  carga  que  te  impuse.  Véase  Legado  modal. 

MODOS  de  adquirir  el  dominio.  Véase  Dominio. 

MOHATRA.  Un  contrato  simulado  de  venta,  por  el  cual 
compra  uno  de  un  comerciante  algunas  mercaderías  á  cré- 
dito y  á  muy  alto  precio ,  para  volverlas  á  vender  en  el  mis- 
mo instante  al  propio  comerciante  á  dinero  contado  y  á  pre- 
cio mas  bajo.  Vende,  por  ejemplo,  un  mercader  á  una  per- 
sona que  necesita  dinero  cierta  cantidad  de  mercancías  por 
quinientos  reales  vellón  ,  haciéndose  dar  un  vale  á  pagar 
dentro  de  un  año,  y  siendo  así  que  las  mercancías  no  valen 
á  lo  mas  sino  trescientos;  y  luego  después  el  comprador  las 
vuelve  á  vender  al  mismo  mercader  por  doscientos  reales  al 
contado.  Esto  es  lo  mismo  que  si  el  mercader  prestase  á 
usura  doscientos  reales  para  recibir  quinientos  al  cabo  del 
año.  Los  mercaderes  que  hicieren  tales  contratos  directa  ó 
indirectamente,  por  sí  ó  por  otras  personas,  pierden  sus 
oficios  y  el  dinero  prestado,  y  ademas  incurren  en  la  multa 
de  cincuenta  mil  maravedís  ,  con  aplicación  al  fisco  ,  juez  y 
denunciador  ;  ley  S  ,  lit.  22  ,  lib.  12 ,  y  ley  3 ,  lit.  8,  lib.  10 , 
Nov.  Rec.  Véase  ínteres  del  dinero  y  Usura. 

MOJONA.  La  acción  de  medir  ó  amojonar  las  tierras; 
—  y  cierta  renta  que  se  arrienda  en  los  lugares ,  y  consiste 
en  el  tributo  que  se  paga  por  la  medida  del  vino  ú  otra 
especie. 

MOJONES.  Las  piedras ,  árboles  ú  otras  señales  que  se 
ponen  para  dividir  los  términos  ó  lindes  de  las  heredades 
de  los  particulares  ,  ó  de  los  territorios  de  los  pueblos. 

El  que  mude  maliciosamente  los  mojones  que  distinguen 
una  heredad  de  otra,  comete  delito  semejante  al  hurto,  debe 
pagar  por  cada  uno  cincuenta  maravedís  de  oro  con  destino 
al  fisco ,  pierde  su  derecho  en  la  parte  de  heredad  que  pro- 
curó adquirir  por  este  medio;  y  no  teniendo  derecho  en 
ella,  ha  de  restituirla  con  otro  tanto  de  la  suya.  Lo  mismo 
se  entiende  respecto  del  que  mude  los  mojones  divisorios 
de  términos  de  pueblos  ,  castillos  ú  otros  lugares.  Ley  30 , 
til.  Ik  ,  Part.  6. 

Suelen  ser  muy  frecuentes  las  contiendas  y  litigios  sobre 
los  mojones  ó  límites  de  los  terrenos  y  heredades.  Siempre 
se  presume  que  los  términos  antiguos  conservan  su  primi- 
tivo estado;  pero  si  los  mojones  se  han  alterado  ó  no  apare- 
cen, y  se  duda  dónde  se  hallaban  puestos,  es  preciso 
señalar  de  nuevo  los  términos,  procurando  venir  en  conoci- 
miento de  ellos  por  todos  los  medios  posibles.  Estos  medios 
pueden  ser  :  Io.  la  posesión  justificada  con  documentos  ó 
deposiciones  ;  —  2o.  los  monumentos  antiguos,  v.  gr.  zan- 
jas ,  árboles,  los  autores  y  censos  anteriores  al  pleito ,  como 
también  la  fama  antigua ,  las  presunciones  y  otras  circuns- 
tancias; si  bien  contra  esto  podrá  hacerse  una  prueba  supe- 
rior, fundada  en  las  sucesiones  y  aumento  ó  diminución  de 


las  heredades  por  la  voluntad  ó  disposición  de  los  poseedo- 
res ;  —  3o.  el  pago  de  los  derechos  de  alcabala  y  el  de 
diezmos  de  los  frutos  del  terreno  litigioso  á  cierta  y  deter- 
minada población;  —  k°.  el  ejercicio  en  el  territorio  sobre 
que  se  controvierte,  de  la  jurisdicción  civil  y  criminal 
por  las  justicias  de  un  pueblo  llevando  su  vara  ,  prendando 
los  ganados,  y  prendiendo  á  sus  pastores  por  introducirse  á 
pastar  en  dicho  territorio;  —  b°.  la  mayor  ó  menor  distan- 
cia, de  modo  que  se  cree  pertenecer  á  cualquiera  pueblo 
los  términos  adyacentes  ;  —  6o.  las  escrituras  de  amojona  - 
miento;  —  7o.  "los  testimonios  de  testigos  fidedignos  que 
tengan  entero  conocimiento  de  los  sitios;  —  8o.  los  mapas 
geográficos  ó  topográficos  hechos  para  la  utilidad  pública  ó 
por  pura  conveniencia  de  las  partes;  —  9o.  el  juicio  de 
peritos;  —  10°.  el  reconocimiento  hecho  por  el  juez  en  la 
forma  indicada  en  el  articulo  Inspección  ocular. 

Cuando  los  mojones  se  hallaren  tan  confusos  ó  entre- 
mezclados que  los  de  la  heredad  ó  territorio  de  un  litigante 
entran  en  la  del  otro  y  al  revés ,  de  modo  que  siempre  puede 
haber  contienda  entre  ellos ,  debe  el  juez  mudarlos  y  po- 
nerlos de  modo  que  evite  este  peligro ,  haciendo  que  el 
dueño  de  la  heredad  ó  territorio  que  recibe  algún  aumento 
con  la  mudanza ,  pague  al  otro  el  valor  de  lo  agregado  ; 
ley  10,  tít.  1S,  Part.  6. 

Como  de  las  causas  suscitadas  sobre  este  asunto  entre 
pueblos  vecinos  suelen  originarse  muchos  males  públicos 
y  privados,  ha  de  procurar  el  juez  poner  término  á  ellos  en 
los  casos  dudosos  por  medio  de  justas  y  arregladas  trans- 
acciones que  sofoquen  las  contiendas  ,  aseguren  el  derecho 
de  los  pueblos  ,  y  cuya  contravención  sea  refrenada  con  la 
satisfacción  ó  indemnización  de  todos  los  perjuicios  que  so 
causen  en  lo  sucesivo.  Véase  Amojonamiento. 

MOLINO.  Cierta  máquina  fuerte  compuesta  de  ruedas 
á  las  cuales  da  movimiento  algún  agente  esterior,  como  es 
el  peso  y  fuerza  del  agua,  ó  la  violencia  del  viento,  ó  el 
curso  de  las  caballerías,  para  moler  entre  dos  piedras  re- 
dondas ,  llamadas  muelas  ,  los  granos  ú  otras  cosas  que  se 
quiere  quebrantar  ó  reducir  à  polvo. 

Cualquier  vecino  puede  edificar  molino  ó  aceña  en  la 
ribera  del  rio  ,  no  perjudicándose  al  común  ,  sin  licencia 
•alguna  si  tuviese  la  propiedad  de  ella  ,  ó  con  permiso  del 
gobierno  si  fuese  pública  la  ribera  ó  el  lugar  por  donde  hu- 
biese de  pasar  el  agua  :  bajo  el  concepto  de  que  no  puede 
oponerse  á  su  construcción  el  particular  que  tuviese  otro 
molino  en  el  mismo  rio  y  cerca  del  propio  sitio ,  siempre 
que  no  se  le  impida  el  libre  curso  del  agua ,  aunque  alegue 
la  minoración  de  renta  que  va  á  sufrir;  ley  18,  lit.  52, 
Part.  3. 

Algunos  intérpretes ,  fundados  en  leyes  romanas ,  son 
de  sentir,  que  si  después  de  haber  obtenido  una  persona 
licencia  del  gobierno  para  hacer  molino  en  cierta  parte  del 
rio,  consigue  otra  igual  permiso  para  construir  otro  molino 
mas  arriba  ó  mas  abajo  del  primero  ,  podrá  el  primer  agra- 
ciado pedir  que  se  suspenda  el  cumplimiento  del  segundo 
privilegio  objetando  el  vicio  de  obrepción  siempre  que  le 
cause  perjuicio  y  no  haya  precedido  en  él  soberano  cono- 
cimiento de  causa  para  conceder  la  segunda  licencia.  Véase 
Agua. 

MONEDA.  La  pieza  de  oro ,  plata  ó  cobre ,  regularmente 
en  figura  redonda ,  que  sirve  para  el  comercio  ,  y  está 
acuñada  con  el  sello  de  un  príncipe  ó  estado  soberano;  ley  9, 
tít.  7,  Part.  7,  y  ley  2,  tít.  U,  Part.  2. 

I.  La  moneda  no  forma  la  riqueza  de  una  nación ,  sino  quo 
es  el  signo  representativo  del  valor  de  todas  las  cosas. 
Antes  de  su  introducción  ,  nadie  podia  adquirir  una  cosa 
que  necesitaba  sino  cediendo  por  ella  otra  cosa  que  le  era 
superflua  ó  menos  útil  ;  y  como  no  siempre  podran  hacerse 
los  cambios  ó  trueques  que  se  deseaban ,  va  por  las  distan- 
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cïas,ya  por  la  diversidad  de  necesidades,  ya  por  otras 
causas,  fué  preciso  adoptar  alguna  mercadería  que  sirviese 
para  cambiarla  con  todas  las  cosas.  El  ganado ,  las  pieles  , 
la  sal ,  las  conchas  y  otros  artículos  semejantes  sirvieron  al 
principio  en  varios  paises  de  medida  general  del  valor  de  los 
géneros  comerciables  ó  de  signo  universal  de  las  riquezas  ; 
mas  por  fin  las  naciones  cultas  convinieron  en  adoptar  para 
este  efecto  los  metales  preciosos  ,  que  son  los  que  ofrecen 
mas  ventajas  por  su  incorruptibilidad ,  divisibilidad  y  faci- 
lidad de  su  trasporte.  Durante  mucho  tiempo  se  acostumbró 
darlos  solo  por  su  peso  ,  lo  cual  era  embarazoso  y  motivaba 
muchos  fraudes  sin  la  operación  delicada  del  ensayo.  Intro- 
dújose  por  tanto  para  la  mayor  comodidad  y  facilidad  de  las 
ventas  que  cada  gobierno  determinase  la  cantidad,  calidad 
y  valor  de  cada  porción  ó  pedazo  de  metal  haciendo  poner 
su  sello,  con  el  que  pasa  á  ser  moneda  ó  dinero.  Numa 
Pompilio  hizo  moneda  redonda  de  madera  y  cuero ,  y  no  se 
comenzó  entre  los  Romanos  á  batir  moneda  de  plata  sino  en 
el  año  líSk  de  la  fundación  de  Roma ,  y  moneda  de  oro  en  el 
de  S46. 

II.  Como  la  moneda  es  el  medio  ó  instrumento  de  las  per- 
mutas, no  solo  entre  los  individuos  de  un  pueblo ,  sino  entre 
los  de  todas  las  naciones,  no  debe  hacerse  depender  su 
valor  del  capricho  de  cada  gobierno  ,  sino  de  la  estimación 
intrínseca  de  lo&  metales  de  que  se  compone  ;  y  por  fatales 
que  sean  las  circunstancias  en  que  se  halle  un  estado,  nunca 
debe  darse  á  la  moneda  un  precio  superior  á  su  valor  real, 
pues  la  subida  forzada  del  valor  de  la  moneda  es  en  realidad 
una  bancarrota  fraudulenta,  necia,  desastrosa  é  inútil,  res- 
pecto de  que  el  príncipe  que  adopta  esta  medida  no  paga 
lo  que  debe  aunque  aparente  pagarlo ,  hace  cómplices  de  su 
robo  á  todos  los  deudores  ,  arruina  á  los  ciudadanos  honra- 
dos ,  enriquece  á  los  bribones ,  desarregla  el  comercio ,  y 
causa  otros  muchos  males,  sin  sacar  mas  utilidad  que  la 
deshonra.  Véase  la  glosa  11  à  la  ley  2,  tit.  1,  Pari.  2,  y  el~ 
diccionario  de  hacienda  de  Canga  Arguelles,  art.  Alteración 
en  el  valor  de  la  moneda. 

III.  La  efigie  del  príncipe  ó  cualquiera  otra  señal  que  el 
gobierno  pone  en  la  moneda,  es  el  garante  de  su  legitimidad, 
atuio ,  peso  y  valor  ;  y  por  ello  no  puede  fabricarla  cualquier 
particular,  sino  solo  la  autoridad  pública ,  evitándose  de  este 
modo  infinitos  fraudes  que  harían  desvanecer  bien  pronto 
la  confianza  y  llegarían  á  inutilizar  absolutamente  una  ins- 
titución tan  ventajosa.  Así  es  que  el  gobierno  debe  tomar 
todas  las  medidas  necesarias  no  solo  para  el  arreglo  de  las 
piezas  de  moneda,  sino  también  para  evitar  su  falsifica- 
ción (1).  Entre  las  mas  importantes  que  ha  tomado  el  nuestro 
se  cuentan  las  siguientes.  En  el  año  de  1772,  á  fin  de  evitar 
la  escesiva  abundancia  de  cuartos ,  ochavos  y  maravedises 
que  servían  de  embarazo  al  comercio  por  el  interés  que  se 
tenia  que  pagar  en  su  reducción  á  plata  y  oro ,  por  el  tiempo 
que  se  perdía  en  contarlos ,  y  por  las  quiebras  que  se  sufrían 
recibiéndolos  á  peso,  se  mandó  estinguir  toda  la  moneda 
antigua  de  vellón,  y  labrar  otra  nueva  con  cordoncillo  al 
canto  y  valor  de  ocho  ,  cuatro ,  dos  y  un  maravedís  respec- 
tivamente ,  hasta  en  la  cantidad  de  seis  millones  de  reales 
de  vellón.  En  el  año  de  1757  se  aumentó  el  valor  de  la 
moneda  de  plata  ordenándose  que  el  peso  grueso  ó  escudo 
de  plata  ,  que  antes  valia  diez  y  ocho  reales  y  veinte  y  ocho 
maravedís  de  vellón ,  valiese  veinte  reales  de  á  treinta  y 
cuatro  maravedís  cada  uno  ;  el  medio  peso  ó  escudo  diez 
reales  ;  la  pieza  de  á  dos  reales  de  su  misma  especie  y  ley 

(1)  Véase  i\  Flores  Estrada  ,  Curso  de  econom.  polít. ,  pág.  3  , 
cap.  8,  De  los  principios  por  los  que  se  regula  la  cantidad  de  di- 
nero de  una  nación,  y  del  que  necesita  para  hacer  su  comercio  : 
y  cap.  9,  De  la  proporción  que  hay  entre  el  valor  del  oro  y  el  de 
la  plata,  y  cuál  sea  el  efecto  de  que  el  gobierno  la  fije. 


de  once  dineros  de  columnas  y  mundos ,  cinco  reales  de 
vellón;  y  á  esta  proporción  los  reales  y  medios  reales  de 
plata  de  su  especie  ;  y  que  siguiendo  esta  misma  regla  tu- 
viese cada  pieza  de  dos  reales  de  plata  provincial  el  valor 
de  cuatro  reales  de  vellón  justos  ;  el  real  de  plata  de  su 
especie  dos  reales  de  vellón  ;  y  el  medio  real  de  plata  un  real 
de  vellón  ó  treinta  y  cuatro  maravedís. 

IV.  En  el  año  de  1779,  para  que  hubiese  la  debida  pro- 
porción entre  las  monedas  de  oro  y  las  de  plata,  se  estableció 
que  el  doblón  de  á  ocho  que  se  había  dejado  en  quince  pesos 
de  á  veinte  reales  y  cuarenta  maravedís  ,  valiese  diez  y  seis 
pesos  fuertes  cabales  siendo  del  nuevo  cuño  ,  y  que  el  del 
antiguo  tuviera  los  cuarenta  maravedís  de  aumento,  y  á  esta 
proporción  las  monedas  subalternas  de  su  clase;  à  cuyo 
respecto  debe  correr  el  doblón  de  á  cuatro  por  ocho  pesos 
duros,  por  cuatro  el  doblón  de  oro  y  por  dos  el  escudo. 
Mandóse  ademas  corriese  el  veintén  de  oro  por  veinte  y  un 
reales  y  cuartillo  de  vellón;  y  como  este  veintén  ó  escudito 
causaba  embarazo  en  el  comercio  por  diaLo  quebrado  de 
real  y  cuartillo,  se  dispuso  en  1786  hacer  una  nueva  labor 
de  esta  moneda  por  el  precio  de  veinte  reales  vellón  con 
arreglo  á  la  ley  y  calidad  de  las  monedas  antiguas.  Los 
escuditos  nuevos  son  conocidos  por  el  año  en  que  empezaron 
á  correr,  que  es  el  de  1786  en  adelaute  ,  y  por  el  escudo 
de  armas  que  es  ovalado  ,  y  no  de  peto  esquinado  como  el 
de  los  antiguos  (2).  Leyes  del  lit.  17,  lib.  9,  Nov.  Rec.  Véase 
Junta  de  moneda  y  Jurisdicción  de  hacienda  pública  ,  y  Mo- 
nedero falso.  Permitida  su  eslraccion  por  real  orden  de  2 
de  julio  de  1846. 

MONEDA  forera.  Cierto  tributo  que  se  pagaba  al  rey 
de  siete  á  siete  años. 

MONEDERO  falso.  El  que  hace  moneda  por  su  propia 
autoridad  sin  licencia  del  gobierno. 

I.  El  monedero  falso  era  castigado  entre  los  Romanos 
con  el  mismo  suplicio  que  el  reo  de  lesa  majestad  ;  y  asimismo 
entre  nosotros  el  que  hiciere  moneda  falsa  de  oro ,  plata  ó 
cobre,  el  que  diese  ayuda  ó  consejo  para  hacerla  ,  y  el  que 
á  sabiendas  encubriere  el  delito  en  su  casa  ó  heredad , 
incurren  por  las  leyes  de  las  siete  Partidas  en  la  pena  de  ser 
quemados ,  debiendo  ademas  confiscarse  la  casa  ó  lugar 
en  que  se  fabricase  la  moneda  ,  menos  en  los  tres  casos  si- 
guientes :  Io.  si  su  dueño  estuviese  tan  lejos  que  no  lo  pu- 
diese saber,  ó  si  luego  que  lo  sabe  lo  descubre  :  2o.  si  la 
casa  fuere  de  mujer  viuda  ,  aunque  more  cerca  de  ella  ,  á 
no  ser  que  sepa  ciertamente  y  oculte  el  delito  :  3o.  si  el  dueño 
fuese  un  huérfano  menor  de  catorce  años ,  bien  que  en  este 
caso  tiene  el  tutor  que  pagar  al  fisco  la  estimación  de  la  casa, 
salvo  si  estuviese  tan  distante  que  no  pudiese  saber  lo  que 
se  hacia  en  ella  ;  leyes  9  y  10 ,  lit.  7,  Part.  7.  Las  mismas 
Partidas  sujetan  á  pena  arbitraria  al  que  cercene  la  moneda 

(2)  Entre  los  Mejicanos  por  la  escandalosa  cantidad  acuñada  de 
cobre  y  la  enorme  que  corría  falsificada  ,  y  por  la  desproporción 
entre  su  valor  representativo  y  el  legitimo  ,  fué  necesario  para 
salvar  á  la  nación  de  completa  ruina  ,  no  solamente  decretar  su 
amortización  por  medio  de  un  banco  nacional,  y  suspender  toda 
acuñación  haciendo  inutilizar  los  troqueles  é  instrumentos  por  ley 
de  17  de  enero  de  1837,  sino  á  poco  tiempo  tomando  de  dia  en 
dia  aumento  los  males,  ocurrir  al  peligrosísimo  arbitrio  de  redu- 
cir la  moneda  de  cobre  á  la  mitad  de  su  valor  por  la  ley  de  8  de 
marzo  de  1837  ;  aunque  en  verdad,  supuesto  que  no  hubo  un  gran 
acontecimiento  funesto ,  los  resultados  han  sid(>  útiles  ;  y  siendo 
así  en  verdad,  como  dice  la  ley  citada  de  8  de  uiarzo,  que  ya  el 
público  estimaba  la  moneda  en  la  mitad,  hubo  para  la  diminución 
de  valor  el  consentimiento  del  pueblo  que  se  insinúa  en  el  nota- 
ble cap.  Quanto,  de  jurejur.,  y  en  la  glosa  11  de  la  ley  2 ,  tit.  i  , 
Part.  2,  Si  Princeps  velit  minuere  monttam  jam  factam,  non 
poteril  hoc  faceré  sine  consensupopuli.  — Véase  también  el  Em- 
blema 81  de  Solón.,  Monelam  probam  et  venerandam  esse  deberé. 
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corriente ,  al  que  pintare  la  que  tiene  mucho  cobre  para  que 
parezca  buena ,  y  al  que  hiciere  alquimia  persuadiendo 
con  engaño  lo  que  no  puede  ser  naturalmente  ;  d.  leyes.  Las 
propias  Partidas  finalmente ,  después  de  declarar  que  come- 
ten hurto,  en  cuan-to  á  la  ganancia  que  sacan,  los  fabricantes 
que  á  vuelta  de  la  moneda  del  rey  la  labran  separada  para 
sí ,  aunque  sea  igual  en  bondad  ,  y  los  que  recibiendo  plata 
ú  oro  del  gobierno  para  fabricar  moneda  ó  afinarla  ó  hacer 
otra  cosa  mezclan  por  tener  lucro  algún  otro  metal  de  menos 
valor,  disponen  que, tales  delincuentes  sean  condenados  en 
el  cuatro  tanto  de  lo  hurlado ,  como  también  á  trabajos 
perpetuos  en  las  obras  públicas  siendo  menestrales  ,  y  á 
destierro  perpetuo  en  alguna  isla  si  no  lo  fueren  ;  leyes  cit. 
II.  Las  leyes  de  la  Recopilación  ordenan  que  ningún  na- 
tural ni  estranjero  deshaga,  funda  ni  cercene  las  monedas 
de  oro ,  plata  y  vellón ,  so  pena  de  muerte  y  perdimiento 
de  bienes,  mitad  para  el  fisco,  y  la  otra  mitad  para  el  juez 
y  acusador  ;  —  que  se  ejecute  la  pena  de  muerte  y  perdi- 
miento de  bienes  en  los  que  imiten  ó  falsearen  en  cualquier 
modo  la  moneda  nueva  que  se  labrare  ó  hicieren  otro  fraude, 
y  se  proceda  según  derecho  contra  los  sabedores  que  no  lo 
manifiesten  ;  —  que  los  que  la  introduzcan  en  el  reino,  ó  la 
reciban  ó  ayuden  á  su  entrada  ó  la  recepten  ,  sean  conde- 
nados en  pena  de  muerte  de  fuego  y  perdimiento  de  bienes 
desde  el  dia  del  delito,  y  de  los  barcos,  recuas  ó  carros  en 
que  hubiere  entrado ,  aunque  haya  sido  sin  noticia  del  dueño 
de  ellos,  y  sin  que  puedan  escusarse  por  ser  menores  de 
edad  ó  estranjeros;  —  que  los  hijos  de  dichos  delincuentes 
hasta  la  segunda  generación  inclusiva  sean  incapaces  de 
oficios  honoríficos  ;  —  que  el  intento  solo  de  entrar  ó  recibir 
la  dicha  moneda,  aunque  no  se  efectúe,  se  castigue  con 
pena  capital  ;  y  los  que  tuvieren  noticia  de  la  entrada  y  no 
la  manifiesten  ,  sean  condenados  en  pena  de  galeras  y  per- 
dimiento de  bienes;  —  que  para  la  comprobación  de  este 
delito  basten  pruebas  privilegiadas  ó  tres  testigos  singulares 
que  depongan  cada  uno  de  su  hecho;  y  el  cómplice  que  de- 
nuncie al  compañero ,  estando  donde  se  pueda  prender , 
consiga  liberación  de  su  persona  y  bienes  ;  —  que  en  nin- 
guno de  dichos  casos  puedan  los   reos  oponer  privilegio 
alguno  de  fuero  ;  —  que  ningún  cambiador  ni  otra  persona 
reciba  ,  tenga  ni  dé  en  pago  moneda  que  no  sea  labrada  en 
alguna  de  las  casas  autorizadas  de  moneda  ,  ni  la  estranjera 
de  falsa  le$,  so  pena  de  cuatro  años  de  destierro  y  de  perder 
la  mitad  de  los  bienes  ;  y  el  cambista  á  quien  se  diere  al- 
guna moneda  falsa  ,  luego  la  corte  por  medio  y  entregu-e  á 
la  justicia  para  quemarla  públicamente  (1).  Leyes  del  til.  8, 
lib.  12,  Nov.  Rec. 

III.  Parece  que  nuestras  leyes  no  han  hecho  una  gradua- 
ción arreglada  de  las  diferentes  especies  que  puede  haber 
en  este  delito  ,  para  proporcionarles  las  penas.  ¿  Son  por 
ventura  crímenes  de  igual  trascendencia  hacer  moneda  por 
6U  propia  autoridad  sin  quitarle  nada  del  valor  intrínseco 
que  debe  tener,  fabricarla  disminuyendo  este,  raer,  limar 
ó  cercenar  de  otro  modo  la  verdadera  ,  y  ejecutar  estas 
operaciones  en  piezas  de  oro ,  de  plata  ó  de  cobre?  Las  penas 
de  morir  quemado,  la  de  confiscación  de  bienes,  y  la  de 
inhabilitación  de  los  hijos  para  empleos  públicos  han  des- 
aparecido :  la  muerte  en  algunos  casos  parece  pena  muy 
dura  ;  y  no  faltan  jurisconsultos  que  preferirían  sacar  par- 
tido del  delincuente  que  en  la  falsificación  manifestase  habi- 


(1)  Laslcyes  5  y  h  del  tít.  y  lib.  que  cita  el  autor  hablan  tam- 
bién de  la  prueba  privilegiada  de  este  delito.  En  cuanto  á  penas 
de  los  monederos  falsos  entre  los  Mejicanos,  véase  la  ley  de  12  de 
julio  de  1S56,  publicada  por  bando  el  dia  siguiente. 

Con  respecto  á  America  véase  también  esta  materia  en  el  artículo 
Falsedad,  pág.  672. 


lidad  y  destreza ,  destinándole  á  trabajar  con  el  grillete  al 
pié  en  la  casa  pública  de  moneda. 

IV.  Cuando  el  juez  tiene  noticia  de  que  en  alguna  parte 
se  fabrica  moneda  falsa ,  se  dirige  al  sitio  con  el  escribano  y 
testigos  ;  lo  registra  y  reconoce  todo  cuidadosamente  ;  re- 
coge ,  señala  y  pone  en  poder  del  escribano  los  moldes,  cu- 
ños, ceniza,  monedas,  metal  y  otros  cualesquiera  instru- 
mentos y  materiales  aptos  para  la  fabricación  ,  que  tal  vez 
encontrare  ;  examina  á  los  testigos  del  registro  para  que  re- 
conociendo las  cosas  depositadas  en  poder  del  escribano 
depongan  si  son  las  mismas  que  se  han  encontrado  y  si  sa- 
ben á  quién  pertenecen  ;  interroga  también  á  los  criados  y 
domésticos  de  la  casa,  manifestándoles  lo  aprehendido,  para 
adquirir  noticias  circunstanciadas  sobre  todo  lo  que  hubie- 
ren visto  ú  oido  acerca  de  la  fábrica  y  las  personas  que  in- 
tervenían ;  evacúa  las  citas  que  tal  vez  resultaren  de  las 
declaraciones;  prende  á  los  que  aparecieren  reos,  reco- 
giendo en  la  propia  forma  las  monedas  é  instrumentos  que 
se  les  hallaren  ;  nombra  dos  plateros  que  reconociendo  lodos 
los  objetos  cogidos  y  el  sitio  de  la  fabricación  declaren  con 
juramento  si  las  monedas  son  falsas  y  los  instrumentos  y 
lugar  á  propósito  para  hacerlas  ;  trata  de  averiguar  el  fa- 
bricante de  los  instrumentos,  los  que  llevaban  los  mate- 
riales y  de  dónde,  los  distribuidores  y  espendedores  de  la- 
moneda,  etc.,  etc.  ;  y  sigue  la  causa  en  la  forma  compe- 
tente (2). 

V.  Para  que  se  vea  con  cuánto  pulso  deben  proceder  los 
jueces  en  causas  de  esta  naturaleza,  creemos  oportuno  po- 
ner á  la  vista  con  esta  ocasión  un  ejemplo  tan  notable  como 
terrible  de  un  error  de  espertos  ó  peritos  en  materia  de  falsa 
moneda ,  que  acaba  de  suceder  en  Francia.  En  el  mes  de 
octubre  de  1829  se  entablaron  ante  el  tribunal  de  Agen  dos 
acusaciones  de  moneda  falsa  contra  los  llamados  Miguel  pa- 
dre é  hijo  y  contra  un  tal  Meusat.  Reprochábaseles  la  emi- 
sión de  quince  piezas  de  cinco  francos ,  cuya  fabricación  era 
tan  perfecta  que  puso  en  consternación  á  todo  el  pais.  El 
presidente  del  tribunal  hizo  llamar  para  que  las  exami- 
nase ,  al  contraste  público  de  monedas  de  oro  y  plata ,  quien 
declaró  falsas  las  piezas ,  y  aun  indicó  la  combinación  de  los 
diversos  metales  de  que  estaban  compuestas,  como  igual- 
mente los  métodos  ó  procedimientos  que  habian  empleado 
en  la  fabricación  los  falsos  monederos.  Encargóse  la  misma 
verificación  á  un  platero,  á  solicitud  del  abogado  que  los 
defendía  ;  y  este  hombre  del  arte ,  después  de  haber  hecho 
nuevamente  el  ensayo  de  las  piezas  con  un  instrumento  de 
su  oficio ,  no  se  detuvo  en  declararlas  falsas  del  propio  modo 
que  el  contraste.  Una  multitud  de  circunstancias  concurría 
igualmente  contra  los  acusados,  los  cuales  sin  embargo  fue- 
ron absueltos  después  de  una  hora  de  terrible  agonía ,  no 
dejando  de  alzarse  en  la  sala  de  la  audiencia  un  murmullo 
casi  unánime  de  que  la  convicción  de  los  jurados  no  habia 
cedido  sino  á  la  enormidad  de  la  pena.  Despues  que  la  jus- 
ticia pronunció  sus  oráculos ,  las  piezas  de  convicción  reco- 
nocidas como  falsas  fueron  enviadas  á  la  administración  do 
monedas  de  Paris  ;  y  hé  aquí  que  en   virtud   (Je  ensayos 
que  no  pueden  ser  tenidos  por  sospechosos ,  se  declaran 
buenas  y  legítimas  estas  piezas  de  moneda  y  se  vuelven  á 
poner  en  circulación ,  como  que  habian  sido  acuñadas  en  la 
fábrica  del  gobierno.  La  acusación  pues  no  habia  tenido  otro 
fundamento  que  el  error  de  los  peritos.  Dos  testigos  mayo- 
res de  toda  escepcion  habian  declarado  también  en  presen- 
cia del  tribunal  que  la  hija  de  Meusat,  niña  de  seis  á  sioto 
años,  les  habia  revelado  que  su  padre  habia  enterrado  en 
un  rincón  del  jardin  los  moldes  con  que  hacia  los  escudos, 
siendo  asi  que  realmente  no  habia  habido  en  casa  de  Meusat 
ni  moldes  ni  escudos  falsos  ! 

(2)  Gutierr.,  Práct.  crim.,  tom.  1,  pág.  165,  n.  120  y  sig. 
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ItXONEDAJE.  El  derecho  que  se  paga  al  soberano  por  la 
fábrica  de  la  moneda  ;  —  y  cierto  servicio  ó  tributo  de  doce 
dineros  por  libra  que  impuso  en  Aragon  y  Cataluña  sobre 
los  bienes  muebles  y  raices  el  rey  D.  Pedro  II. 

MONICIÓN.  El  aviso ,  anuncio ,  ó  amonestación.  Úsase 
regularmente  por  las  tres  que  se  hacen  en  lo  jurídico  y  ca- 
nónico antes  de  contraer  matrimonio  para  que  se  manifiesten 
los  impedimentos  dirimentes  ó  prohibitivos  que  se  opusieren 
á  su  celebración,  como  asimismo  antes  de  publicar  la  esco- 
munion  y  otras  penas  eclesiásticas. 

MONIPODIO.  El  convenio  ó  contrato  que  hacen  las  per- 
sonas que  se  coligan  para  algún  trato  ó  fin  malo.  Véase  Liga. 

MONITORIA.  Las  letras  ó  despacho  que  se  obtiene  del 
tribunal  eclesiástico  para  obligar  á  uno  á  que  comparezca 
personalmente  y  deponga  de  lo  que  supiere  y  fuere  pre- 
guntado. 

MONOPOLIO.  Esta  voz  se  deriva  de  las  palabras  griegas 
monos  que  significa  uno  y  poleo  que  significa  vender;  y 
designa  el  tráfico  abusivo  y  odioso  de  quien  se  hace  dueño 
de  todas  las  mercaderías  de  un  género  con  el  fin  de  darles 
el  mayor  valor;  como  asimismo  toda  liga  ó  convención  que 
hacen  á  veces  los  mercaderes  ó  menestrales  de  no  vender 
sus  mercaderías  ú  obras  sino  á  cierto  precio. 

Este  fraude  puede  comelerse.de  varios  modos,  como  v.  gr.: 
Io.  cuando  los  individuos  de  un  cuerpo  hacen  convenio  entre 
sí  de  no  vender  sus  géneros  sino  á  cierto  precio  muy  subido  : 

—  2o.  cuando  algunos  conciertan  no  llevar  provisiones  á 
cierta  plaza  ó  impedir  que  se  lleven  á  fin  de  que  otro  sugeto 
haga  mejor  negocio  ó  ellos  logren  el  suyo  :  —  3o.  cuando 
los  artífices  ó  artesanos  se  convienen  en  no  enseñar  á  nadie 
su  arte  ú  oficio  sino  á  los  suyos  ó  á  señaladas  personas  ,  ó 
fijan  por  su  enseñanza  un  precio  sumamente  escesivo  :  — 
k°.  cuando  los  mercaderes  se  unen  y  de  común  acuerdo 
tratan  de  hacer  sus  acopios  y  sus  ventas  á  un  mismo  precio 
con  pacto  de  no  alterarle  ni  variarle:  —  5o.  cuando  se  esti- 
pula entre  ellos  no  vender  hasta  que  los  otros  vendan  pri- 
mero :  —  6o.  cuando  compran  todo  el  género  existente  en 
un  pueblo  y  lo  estancan,  por  decirlo  así,  ó  interceptan  ó  em- 
bargan á  los  que  vienen  de  fuera  para  su  abasto  y  provision: 

—  7o.  cuando  los  menestrales  se  convienen  en  no  dar  sino 
por  cierto  precio  las  obras  de  sus  oficios  ó  en  no  acabar  lo 
comenzado  por  otro  :  —  8o.  cuando  los  vecinos  y  dueños  de 
las  casas  se  confederan  para  subir  el  precio  de  los  alqui- 
leres y  arreglarse  todos  á  esta  subida  :  —  9o.  cuando  los 
trabajadores  del  campo  ,  artistas  y  menestrales  se  conciertan 
para  no  trabajar  sino  por  cierto  estipendio  :  —  10.  cuando 
todos  ó  la  mayor  parte  de  los  postores  en  alguna  almoneda 
ó  subasta  pública  se  confederan  sacando  uno  solo  el  remate 
para  dar  par-te  á  los  demás  confederados.  Ley  2,  til.  7, 
Part.  5 ,  ley  i  i  ,  lit.  12,  lib.  12,  Nov.  Rec,  y  Acevedo  en  la 
ley  h  ,  lit.  14  ,  lib.  8,  Recop. 

La  ley  2 ,  tít.  7,  de  la  Part.  8  declara  nulas  tales  cofradías, 
convenciones,  ligas,  cotos  y  otros  semejantes,  si  no  fueren 
con  real  licencia  ;  al  que  las  haga  impone  la  pérdida  de  todos 
sus  bienes  para  el  fisco ,  con  destierro  perpetuo  de  la  tierra  ; 
y  castiga  á  las  jueces  que  las  consientan  con  la  multa  de 
cincuenta  libras  de  oro. 

Pero  siendo  libre  la  industria  y  el  comercio,  y  no  ha- 
biendo gremios  ni  restricciones  puestas  por  las  leyes  ,  han 
debido  desaparecer  la  mayor  parte  de  eslas  especies  de  mo- 
nopolio por  la  concurrencia  y  el  interés  individual  ;  y  por 
otra  parte  no  hay  lugar  á  la  confiscación  ni  al  destierro  per- 
petuo. 

MONSTRUO.  Cualquier  producción  contra  el  orden  re- 
gular de  la  naturaleza  :  Ostenlum  Labeo  définit ,  omne  quod 
contra  naluram  cujusque  rci  genitum  factumquc.  El  que 
nace  de  una  mujer  bajo  una  figura  que  nada  tiene  de  la  na- 
turaleza humana ,  se  reputa  monstruo ,  y  no  se  cuenta  en  el 
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número  de  los  hombres.  Los  Romanos  se  apresuraban  á 
precipitar  los  monstruos  en  elTíber,  con  arreglo  ala  ley  de 
Rómulo  ,  por  la  persuasion  en  que  estaban  de  que  eran  de 
mal  agüero  y  presagiaban  acontecimientos  desastrosos  ;  mas 
las  mujeres  que  los  parian  no  dejaban  de  contarlos  para 
gozar  del  privilegio  que  les  daban  las  leyes  por  tener  cierto 
número  de  hijos  ,  pues  habian  hecho  cuanto  estaba  de  su 
parte  para  hacerse  dignas  del  beneficio  de  la  ley.  Entre  nos- : 
otros  dice  una  ley  de  las  Partidas  ,  que  no  se  llaman  hijos 
los  monstruos  nacidos  con  figura  de  bestia,  ó  contra  común 
costumbre  de  la  naturaleza  ;  y  otra  añade  con  mas  eslension, 
que  no  deben  tenerse  por  hijos  ni  herederos  los  nacidos  sin 
forma  de  hombre ,  como  si  tienen  cabeza  ú  otros  miembros 
de  bestia ,  pero  que  á  los  que  nacieren  con  dicha  forma, 
aunque  les  sobren  ó  falten  miembros  ,  no  les  obsta  para  he- 
redar los  bienes  de  sus  padres  ó  parientes;  ley  8,  lit.  55, 
Pari.  7,  leyes  U  y  8,  til.  23,  Part.  4,  y  ley  2,  lit.  $,lib.  10, 
Nov.  Rec. 

MONTAZGO.  El  tributo  que  pagan  los  ganados  por  el 
tránsito  de  un  territorio  á  otro  ;  y  también  la  tierra  o  las  ca- 
ñadas por  donde  pasan. 

MONTE.  En  rigor  es  cualquier  parte  de  tierra  notable- 
mente encumbrada  sobre  las  demás  ;  pero  generalmente  se 
entiende  por  monte  la  tierra  cubierta  de  árboles  silvestres. 
En  este  sentido,  dice  la  ordenanza  de  22  de  diciembre 
de  1853 ,  que  bajo  la  denominación  de  montes  se  compren- 
den todos  los  terrenos  cubiertos  de  árboles  á  propósito  para 
la  construcción  naval  ó  civil,  carboneo,  combustible  y  demás 
necesidades  comunes,  ya  sean  montes  altos,  bajos,  bosques, 
sotos,  plantíos  ó  matorrales  de  toda  especie  distinta  de  los 
olivares  ,  frutales  ó  semejantes  plantaciones  de  especial  fruto 
ó  cultivo  agrario.  Llámase  monte  alio  el  que  está  poblado 
de  árboles  grandes,  como  encinas,  robles,  pinos,  alcorno- 
ques y  otros  ;  y  monte  bajo  el  poblado  de  matas  y  malas  yer- 
bas. En  algunas  parles  se  llama  monte  blanco  el  que  no  es 
propio  de  ningún  vecino,  sino  del  común  ó  del  señor  de  los 
lugares. 

.Distinción  y  administración  de  los  montes. 

I.  Los  montes  se  dividen  por  razón  del  dominio  ó  perte- 
nencia :  —  Io.  en  montes  nacionales,  que  son  los  realengos, 
baldíos,  de  dueños  no  conocidos,  y  los  que  están  secuestra- 
dos ó  por  cualquier  otro  título  poseídos  por  la  nación  :  — 
2o.  en  montes  municipales,  esto  es,  los  de  propios  y  arbi- 
trios de  cada  pueblo  :  —  5o.  en  montes  de  establecimientos 
públicos ,  como  de  hospitales ,  hospicios ,  casas  de  miseri- 
cordia, universidades  ,  y  demás  :  —  4o.  en  montes  de  do- 
minio particular  :  —  8o.  en  montes  que  pro  indiviso  perte- 
necen á  dos  ó  mas  de  las  clases  anteriores. 

Io.  Montes  nacionales.  Son  estos  los  baldíos,  realengos % 
de  dueños  no  conocidos ,  y  los  que  aun  cuando  pertenezcan 
á  dominio  particular  estén  secuestrados  por  la  nación  ;  re- 
sol, de  10  de  diciembre  de  1840.  Véase  Raldío.  Estos  montes 
están  administrados  directamente  por  el  ministerio  de  la  go- 
bernación (  habiéndose  estinguido  la  dirección  general  de 
montes  en  6  de  agosto  de  1842  ),  en  cada  pueblo  por  el  al- 
calde  como  subdelegado ,  y  en  cada  partido  por  el  subde- 
legado que  es  el  alcalde  de  la  cabeza  del  mismo  partido  ií 
otra  persona  á  quien  se  haya  conferido  este  cargo  ;  y  en  toda 
la  provincia  por  el  respectivo  jefe  político,  el  cual  nombra 
los  guardas  y  celadores  necesarios,  y  les  señala  sus  dotacio- 
nes ;  rs.  órds.  de  51  de  mayo  y  Io.  de  agosto  de  1857, 18  de  fe- 
brero y  Io.  de  abril  de  1858.  En  estos  montes  nacionales  ni  los 
alcaldes  ni  los  subdelegados  tienen  facultad  de  conceder  li- 
cencias para  cortas  de  ninguna  clase,  pues  solo  están  auto- 
rizados para  darlas ,  si  son  de  poca  consideración ,  los  jefes 
políticos ,  precediendo  el  justiprecio  de  las  maderas  y  el 
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afianzamiento  del  pago  con  arreglo  á  ordenanza  ;  real  órd. 
cit.  de  31  de  mayo  de  1837. 

En  decreto  de  13  de  mayo  de  1833  dispusieron  las  Cortes 
que  no  se  inquietase  en  la  posesión  y  disfrute  de  los  terre- 
nos baldíos  y  realengos  repartidos  en  virtud  de  lo  dispuesto 
en  1813  á  los  que  los  habian  obtenido  ;  mas  habiendo  dado 
lugar  este  decreto  á  dudas  y  consultas  de  parte  de  las  dipu- 
taciones provinciales,  se  espidió  otro  en  4  de  febrero  de  1811 
disponiendo  lo  siguiente  :  —  Io.  que  á  los  militares  ó  brace- 
ros que  á  consecuencia  de  lo  dispuesto  en  el  decreto  de  4  de 
enero  de  18i3  obtuvieron  terrenos  en  cualquiera  de  las  épo- 
cas en  que  ha  regido,  no  se  les  inquiete  en  su  posesión  y 
disfrute  :  —  2o.  que  á  los  que  hayan  sido  despojados  al  res- 
tablecimiento del  gobierno  absoluto  de  terren-os  de  que  es- 
tuviesen en  posesión  por  repartimiento  que  se  les  hiciera 
en  dichas  épocas  en  cumplimiento  del  citado  decreto,  seles 
restituya  á  ella  inmediatamente  :  —  3o.  que  si  esto  no  fuere 
posible  por  enajenación  de  los  terrenos,  se  forme  el  opor- 
tuno espediente,  y  los  jefes  políticos  oyendo  alas  diputa- 
ciones provinciales  propongan  los  medios  de  indemnizar  á 
los  que  por  dicha  causa  no  puedan  obtener  la  restitución  : — 
4o.  q-ue  cese  desde  la  publicación  de  este  decreto  la  exac- 
cion-de  todo  canon  que  se  haga  por  los  espresados  terrenos 
á  los  militares  á  quienes  se  concedieron  gratuitamente,  con- 
tinuando lo  que  en  el  mismo  decreto  de  1813  se  estableció 
respecto  de  los  pueblos  à  quienes  se  adjudicaran. 

2o.  Montes  municipales.  La  administración  de  los  montes 
de  propios  y  comunes  de  los  pueblos  está  al  cuidado  de  sus 
respectivos  ayuntamientos  ;  y  sus  productos  se  aplican  á 
beneficio  de  los  mismos  propios  ó  vecindarios  á  que  perte- 
necen. «Los  ayuntamientos,  dice  la  ley  de  8  de  enero 
de  1845,  deliberan  conformándose  á  las  leyes  y  reglamen- 
tos, sobre  el  plantío,  cuidado  y  aprovechamiento  de  los 
montes  y  bosques  del  común,  y  la  corta,  poda  y  beneficio 
de  sus  maderas  y  leñas  ;  pero  los  acuerdos  sobre  cualquiera 
de  estos  puntos  han  de  comunicarse  al  jefe  político ,  sin  cuya 
aprobación,  ola  del  gobierno  en  su  caso,  no  pueden  lle- 
varse á  efecto.  »  Tampoco  puede  hacerse  sin  real  permiso 
enajenación ,  permuta  ,  partición  ni  rescate ,  ni  rompimiento 
ó  variación  esencial  de  cultivo ,  ni  conversion  en  monte  ó 
arbolado  de  terreno  alguno  actualmente  raso  y  destinado  á 
paslos.  El  ayuntamiento  que  por  sí  solo  procediere  á  seme- 
jantes actos ,  incurre  en  una  multa  no  menor  de  mil  reales, 
ni  mayor  de  quince  mil;  y  ademas  debe  ser  condenado  al 
resarcimiento  de  los  daños  y  perjuicios  que  resultaren,  de- 
clarándose nulo  loque  hubiere  hecho.  Arts.  13,  Ib,  16,  17 
y  18  ííe  la  ordenanza  de  montes  de  1833. 

3o.  Montes  de  establecimientos  públicos.  La  administración 
inmediata  de  los  montes  de  los  hospitales,  hospicios,  uni- 
versidades y  demás  establecimientos  públicos,  aunque  de- 
pendiente del  gobierno  y  subordinada  á  su  acción  tutelar, 
está  confiada  á  las  personas  bajo  cuya  dirección  se  hallen 
estos  mismos  establecimientos  ;  art.  14  de  la  orden,  de  1855. 

4o.  Montes  de  dominio  particular.  Todo  dueño  particular 
de  montes  puede  cerrar  ó  cercar  los  de  su  pertenencia  siem- 
pre que  los  tuviese  deslindados  y  amojonados, ó  provocar  el 
•deslinde  y  amojonamiento  de  los  que  aun  no  lo  estuvieren; 
y  una  vez  cerrados  ó  cercados ,  puede  variar  el  destino  y 
cultivo  de  sus  terrenos ,  y  hacer  de  ellos  y  de  sus  produc- 
ciones el  uso  que  mas  le  conviniere;  art.  5o.  de  la  orden. 
de  1835. 

5o.  Montes  proindivisos.  Los  que  corresponden  á  uno  ó  irfas 
dueños  en  participación  ó  con  el  común  ó  con  el  Estado  y 
los  que  por  cualquier  concepto  están  confundidos  entre  sí. 
Como  es  siempre  tan  útil  la  division  de  la  propiedad  ,  cual- 
quiera de  los  partícipes  de  estos  montes  comunes  puede 
pedir  su  partición  por  ante  el  juez  del  territorio  del  mon- 
te, siempre  que  no  h  verificarse  por  avenen- 


cia ó  convenio  de  las  partes ,  ó  por  la  via  gubernativa  en 
caso  de  ser  públicos  los  montes.  Si  la  indivision  no  con- 
siste en  proporciones  del  terreno,  sino  en  la  promiscuidad 
de  usos,  aprovechamientos  ó  servidumbres,  puede  cual- 
quiera de  los  dueños  proponer  y  solicitar  igualmente  el  res- 
cale  de  todas  ó  cualquiera  de  estas  cargas,  bien  cediendo 
una  parte  del  monte  si  el  uso  ó  carga  consistiere  en  leñas  ó 
maderas,  bien  por  otro  cualquier  medio  de  indemnización 
si  la  carga  consistiere  en  yerbas,  pastos  ú  otros  aprovecha- 
mientos semejantes.  En  los  montes  en  que  está  separado  el 
dominio  útil  del  directo  ,-  puede  el  dueño  útil  ofrecer  al  di- 
recto el  rescate  de  todo  ó  de  una  parte  del  canon  con  que  le 
contribuya;  y  la  reducción  se  hace  bien  por  precios  ó  per- 
mutas convencionales,  bien  por  cesión  de  alguna  parte  del 
terreno  para  que  se  consoliden  en  cada  porción  ambos  do- 
minios, bien  por  equitativo  aprecio  del  valor  del  canon  ,  á 
razón  de  veinte  y  cinco  de  capital  por  cada  uno  de  renta. 
Arts.  6,  7,  8,  9 y  10  de  la  orden,  de  1833. 

Los  montes  nacionales  se  hallan  de  tal  modo  confundidos 
con  los  de  los  pueblos,  con  los  de  establecimientos  públicos 
y  aun  con  los  de  particulares,  que  cualquier  medida  de  fo- 
mento hacia  esta  parte  de  la  riqueza  agrícola  encuentra 
obstáculos  insuperables  si  previamente  no  son  deslindados. 
Así  es  que  está  muy  eficazmente  encargada  tan  difícil  ope- 
ración á  los  jefes  políticos  de  las  provincias  por  los  medios 
que  previene  la  ordenanza  y  que  el  gobierno  ha  prescrito  ; 
arts.  20  hasta  el  25 de  dicha  orden.,  y  reales  órdenes  de  51  de 
mayo  de  1857,  24  de  mayo  de  1858,  y  Io.  de  abril  de  1859. 
Véase  Amojonamiento  y  Amojonamiento  de  montes. 

Conservación  y  aprovechamiento  de  los  montes 
públicos. 

II.  Enajenación.  Los  montes  públicos ,  esto  es,  los  montes 
nacionales,  los  municipales  y  los  de  establecimientos  pú- 
blicos, están  sujetos  á  la  inspección  tutelar  del  gobierno,  y 
no  se  pueden  enajenar,  permutar,  dividir  ni  rescatar,  sino 
con  espresa  intervención  y  aprobación  del  mismo  gobierno; 
art.  15  de  la  ordenanza. 

Corlas  y  talas.  Ninguna  corporación  ni  autoridad  puede 
acordar  cortas  ó  ventas  ordinarias  ó  estraordinarias  de  ar- 
bolado sin  previo  permiso  del  gobierno,  á  no  ser  de  muy 
poca  consideración  ;  art.  58  de  la  orden.,  y  real  orden  de  25 
de  diciembre  de  1858.  Si  la  corta  fuere  de  alguna  importan- 
cia ,  deben  intervenir  los  requisitos  siguientes  :  — Io.  La  ins- 
trucción de  espediente  con  informe  de  la  diputación  provin- 
cial :  —  2o.  La  averiguación  de  la  utilidad  ó  perjuicio  de  la 
corta,  pues  délo  contrario  son  responsables  las  autoridades 
ó  corporaciones  que  la  permitan  ;  arls.  18 y  42  de  la  orden., 
y  resol,  de  6  de  noviembre  de  1841  :  —  5o.  La  observancia 
de  ciertas  precauciones  prescritas  por  la  ordenanza  para  eje- 
cutar las  cortas  luego  que  se  haya  obtenido  el  permiso  del 
gobierno  ;  arts,  45  y  44  de  la  orden.  Pero  los  jefes  políticos, 
ó  las  diputaciones  provinciales  con  el  visto  bueno  de  aquel , 
pueden  conceder  licencias  para  hacer  limpias,  guias  y  entre- 
sacas y  para  el  aprovechamiento  de  leñas  muertas  en  todos 
los  montes  públicos  ;  órdenes  de  6  de  diciembre  de  1841  y  24 
de  enero  de  1842.  Las  demás  cortas,  esto  es,  lasque  se  ha- 
gan previo  real  permiso,  han  de  ejecutarse  precisamente  en 
virtud  de  ventas  en  pública  subasta  y  con  sujeción  á  las  re- 
glas que  la  ordenanza  establece;  arts.  65  hasta  108  de  la 
ordenanza. 

Rompimientos.  Para  cualquier  rompimiento  y  variación 
esencial  de  cultivo,  ó  para  convertir  en  monte  ó  arbolado 
algún  terreno  raso  ó  destinado  á  pastos,  se  necesita  igual- 
mente real  permiso  ,  el  cual  se  obtiene  en  vista  de  espe- 
diente formado  en  los  mismos  (orminos  que  para  las  cortas, 
y  haciéndose  también  constar  ;  —  Io.  si  hay  en  el  pueblo 
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..tros  montes  ademas  del  que  se  intenta  roturar  :  —  2°.  la 
estension  de  cada  uno  de  ellos  :  —  5o.  si  el  que  ha  de  rotu- 
rarse ó  descuajarse  está  en  llano  ó  en  ladera,  y  puede  te- 
merse que  en  faltando  el  arbolado,  las  aguas  se  lleven  la 
tierra  :  —  4o.  si  en  el  caso  de  no  haber  otros  montes  hay 
terreno  á  propósito  para  el  plantío  de  árboles,  de  manera 
que  pueda  ser  reemplazado  el  que  se  pretende  reducir  á 
cultivo:  —  5o.  que  se  oiga  el  dictamen  de  los  ganaderos  in- 
teresados, por  el  perjuicio  que  puedan  esperimentar  en 
el  rompimiento;  art.  16  de  la  orden., [y  resol,  de  51  de  mar- 
zo de  1811. 

Repoblación.  Para  la  repoblación  y  fomento  de  los  montes 
se  halla  establecido  :  —  Io.  que  los  jefes  políticos  y  diputa- 
ciones provinciales  encarguen  à  los  ayuntamientos  la  elec- 
ción de  personas  espertas  ,  que  reconociendo  los  montes  y 
dehesas  de  propios  y  comunes  ,  vean  las  plantaciones  que 
convendrá  hacer,  qué  número  de  árboles  y  de  qué  clases 
según  los  terrenos  :  —  2o.  que  todos  los  años  se  haga  en  los 
pueblos  un  reparto  del  número  de  árboles  que  pueda  plan- 
tar cada  vecino ,  ó  la  cantidad  de  bellotas ,  castaños  ,  piño- 
nes, etc.  que  pueda  sembrar  :  —  5o.  que  estos  plantíos  ó 
siembras  se  ejecuten  anualmente  desde  el  15  de  diciembre 
hasta  fin  de  febrero  ,  remitiendo  testimonio  à  la  diputación 
provincial,  la  cual  ha  de  formar  una  relación  general  para 
conocimiento  del  gobierno  :  —  4o.  que  los  ayuntamientos 
hagan  preparar  al  efecto  los  pedazos  de  montes  ó  de  terre- 
nos que  se  destinen  á  este  objeto  ,  y  obliguen  á  los  vecinos 
á  que  por  carga  concejil  y  en  los  dias  designados  ejecuten 
las  plantaciones  ó  siembras  ,  bajo  la  pena  de  que  los  que  no 
concurran  planten  doble  número  de  árboles  que  los  que  les 
hubieran  locado  :  —  5°.  que  en  los  sitios  nuevamente  plan- 
tados ó  sembrados  no  entren  ganados  de  ninguna  clase  du- 
rante los  seis  años  que  se  consideran  precisos  para  la  cria 
de  dichos  árboles ,  observándose  lo  mismo  en  los  plantíos 
que  se  hallaren  en  estado  de  talleres  :— 6o.  que  en  los  tiem- 
pos oportunos  se  han  de  podar,  limpien  y  rocen  los  árboles 
con  diligencia  y  esmero,  pero  sin  limpiar  ni  rozar  la  tierra 
donde  se  hicieren  los  nuevos  plantíos  :  —  7o.  que  todas  es- 
tas operaciones  se  ejecuten  igualmente  en  los  montes  nacio- 
nales ,  bajo  la  dirección  de  los  jefes  políticos  y  no  de  los 
ayuntamientos  ;  resol,  de  20  de  noviembre  de  1841. 

Aprovechamiento.  La  venta  de  la  bellota  y  montanera  se 
hace  en  pública  subasta ,  y  con  iguales  formalidades  que  la 
de  los  arbolados  ;  y  los  rematantes  de  estos  productos  no  pue- 
den introducir  en  los  montes  mayor  número  de  cabezas  de 
ganado  que  el  señalado  en  las  condiciones  de  la  subasta  y 
con  las  condiciones  reglamentarias  que  la  ordenanza  pres- 
cribe. Los  pastos  y  yerbas  arrendables  ó  vendibles  deben 
también  arrendarse  ó  venderse  en  pública  subasta  y  con 
iguales  requisitos  que  los  dernas  productos  de  los  montes , 
y  lo  mismo  las  leñas  muertas  ú  otros  cualesquiera  despojos 
de  los  montes  que  no  tengan  ya  una  aplicación  determiuada 
precedentemente.  Arts.  109  hasta  118  de  la  ordenanza. 

Policía  de  los  montes. 

III.  Policía  común  à  lodos  los  montes  del  reino.  Toda  es- 
traccion  ,  sin  la  autorización  del  dueño ,  de  piedras ,  arenas, 
tierra,  árboles  ,  matas,  juncos,  yerbas,  hojas  verdes  ó  se- 
cas, estiércoles,  abonos  que  haya  en  el  terreno  de  los 
montes,  las  bellotas  ú  otros  frutos  silvestres  ó  semillas  de 
arbolados  ,  es  castigada  con  las  multas  siguientes  :  por  car- 
retada, de  treinta  á  ciento  veinte  rs.  vn.  por  caballería  de 
tiro  :  por  cada  carga  mayor,  de  quince  á  cincuenta  reales  : 
por  cada  carga  menor,  de  diez  á  cuarenta  reales  ;  y  por  cada 
carga  de  hombre,  de  seis  á  veinte  rs.  vn.  ;  art.  145  de  la 
ordenanza. 

En  caso  de  haber  en  estos  terrenos  algunos  materiales 


convenientes  para  caminos  ú  otra  obra  semejante  de  pública 
necesidad ,  puede  el  ingeniero  ó  empresario  decir  cuáles 
sean ,  pero  no  se  pueden  sacar  ni  tomar  sin  previo  ajuste 
con  el  dueño  ó  administrador  del  monte  y  pago  de  la  in- 
demnización que  fuere  justa  ;  orí.  146. 

Cualquiera  que  se  hallase  dentro  délos  mentes,  fuera  de 
los  caminos  ó  veredas  ordinarias  con  azadas  de  peto,  hachas, 
sierras  ú  otros  utensilios  de  arranque  ó  corta,  debe  ser  con- 
denado á  una  multa  de  veinte  rs.  vn.  y  confiscación  de  los 
instrumentos;  art.  147. 

Los  dueños  de  los  carruajes ,  animales  de  tiro  ó  carga  ó 
de  montar,  que  se  hallaren  en  los  bosques  fuera  de  los  ca- 
minos ó  carriles  ordinarios ,  serán  condenados  por  cada 
carruaje  á  una  multa  de  cuarenta  rs.  en  los  montes  de  mas 
edad  de  diez  años ,  y  de  setenta  y  cinco  en  los  de  menos 
edad  :  por  cada  caballería  suelta,  á  las  multas  establecidas 
para  los  que  se  introducen  á  pastar  :  todo  ademas  del  re- 
sarcimiento de  daños  y  perjuicios;  art.  148. 

Se  prohibe  llevar  ó  encender  fuego ,  así  dentro  del  monte 
como  en  el  espacio  al  rededor  hasta  doscientas  varas  de  sus 
lindes ,  so  pena  de  una  multa  desde  sesenta  á  trescientos 
rs.  vn.  con  resarcimiento  de  daños  y  perjuicios  si  resultase 
incendio,  y  sin  perjuicio  de  las  penas  de  incendiario  público 
si  se  probase  delito;  art.  149. 

Los  que  teniendo  algún  uso  ó  aprovechamiento  en  un 
monte  no  acuden  á  apagar  el  incendio ,  deben -ser  castigados 
con  la  privación  de  un  año  á  lo  menos,  y  cinco  á  lo  mas, 
de  los  usos  ó  aprovechamientos  que  en  el  monte  tuvieren; 
art.  ISO.  • 

Los  propietarios  colindantes  no  pueden  cortar  las  ramas 
ó  las  raices  de  los  árboles  que  estén  en  los  lindes  del  monte, 
aunque  las  estiendan  dentro  de  su  propiedad  si  el  árbol 
tiene  ya  mas  de  treinta  años  ;  y  aunque  el  árbol  tenga  menos 
edad,  no  puede  tampoco  hacerse  á  menos  de  diez  varas  del 
tronco  sin  la  autorización  competente,  bajo  la  multa  ordina- 
ria de  toda  corta  en  contravención  de  ordenanza;  art.  151. 

IV.  Policía  particular  de  los  montes  públicos.  No  puede 
establecerse  sin  real  licencia  ningún  horno  de  cal,  yeso, 
ladrillo  ó  tejas,  ni  temporalmente  ni  á  perpetuidad,  á  menor 
distancia  de  mil  varas  de  los  lindes  del  monte ,  ni  menos 
dentro  de  él ,  bajo  la  multa  desde  trescientos  á  mil  quinientos 
rs.  vn.  y  la  demolición  de  lo  que  se  hubiere  construido  ;  — 
ni  tampoco  choza, barraca  ó  cobertizo,  dentro  niá  distancia 
de  mil  varas  del  linde  del  bosque ,  so  pena  de  una  multa  de 
ciento  sesenta  reales  vellón  y  su  demolición  inmediatamente; 
—  ni  edificio  ni  casa  de  labor  á  la  distancia  de  quinientas 
varas  de  un  monte  cuya  cabida  sea  mayor  de  veinte  y  cinco 
mil  varas  cuadradas  ,  so  pena  de  demolición;  bien  que  si 
alguno  pidiere  licencia  y  pasasen  seis  meses  sin  negársela , 
puede  proceder  á  la  construcción  ;  —  ni  sierra  ninguna  de 
madera  dentro  del  monte  ni  á  dos  mil  varas  de  él,  bajo  la 
pena  desdeciento  sesenta  ámil  quinientos  reales  vellón  y  su 
demolición  ó  destrucción  inmediata  :  —  ni  podrán  tener  allí 
ningún  taller  de  labrar  maderas, ni  almacén  para  el  comer- 
cio de  ellas  los  habitantes  de  casas  de  labor  ó  edificios  ya 
existentes  ,  ó  que  se  permitan  construir  dentro  del  radio 
prohibido ,  so  pena  de  ciento  sesenta  reales  de  multa  y  la 
confiscación  de  las  maderas  ;  bien  que  están  esceptuados  de 
estas  tres  últimas  disposiciones  las  casas  ó  artefactos  que 
forman  parte  y  estén  en  el  recinto  del  vecindario  del  pueblo 
inmediato  ,  aunque  no  se  hallen  fuera  de  las  distancias  se- 
ñaladas, pero  estarán  sujetos  á  ciertas  precauciones  y  á  las 
visitas  de  los  guardas  de  montes.  Arts.  152  à  162. 

Penas  por  los  daños  cansados  en  ios  montes  públi- 
cos y  particulares. 

V.  La  corta  ó  arranque  de  árboles  de  ocho  y  media  pul- 
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gadas  de  circunferencia  en  adelante  ,  da  lugar  â  las  penas 
proporcionales  siguientes.  Divídense  para  esto  los  árboles 
en  dos  clases,  atendida  su  calidad.  La  primera  comprende 
los  robles,  encinas,  hayas,  olmos,  fresnos,  alerces,  casta- 
ños, nogales,  pinos,  pinavetes,  y  otros  semejantes.  La  se- 
gunda comprende  los  alisos,  tilos  ,  álamos  blancos  ,  sauces 
y  demás  no  señalados  en  la  primera  clase.  Si  los  árboles  de 
esta  tienen  ocho  y  media  pulgadas  de  circunferencia,  la  multa 
será  de  seis  rs.  vn.,  y  se  aumentará  á  razón  de  dos  rs.  por 
pulgada.  Si  los  árboles  son  de  la  segunda  clase,  la  multa 
será  de  cuatro  rs.  vn.  por  los  de  ocho  y  media  pulgadas,  y 
se  aumentará  un  real  por  pulgada.  La  circunferencia  se  me- 
dirá á  tres  cuartas  de  vara  del  suelo  ;  art.  186. 

Si  se  han  llevado  los  árboles  ó  los  han  labrado ,  se  medirá 
la  circunferencia  por  el  tocón  que  haya  quedado  ;  y  si  este 
fué  arrancado,  se  calculará  la  circunferencia  en  un  quinto 
mas  de  lo  que  resulte  midiendo  las  cuatro  caras  de  lo  la- 
brado; y  si  ni  existe  el  árbol  ni  el  tocón,  el  juzgado  estimará 
su  grueso  por  los  indicios  ó  luces  que  dieren  las  diligencias 
de  denuncia;  art.  187. 

El  que  descepare,  descortezare  ó  mutilare  árboles  de 
modo  que  los  inutilizare,  será  castigado  como  si  los  hubiere 
cortada  por  su  pié  ;  art.  188. 

El  que  se  llevase  furtivamente  árboles  caidos  ó  que  fueron 
detenidos  por  cortados  en  contravención  á  la  ordenanza , 
incurrirá  en  igual  pena  y  restitución  que  si  los  hubiese  cor- 
tado por  su  pié;  art.  189. 

En  todos  los  casos  de  robo  de  maderas ,  leñas  ú  otros 
productos  de  los  montes ,  se  hará  condenación ,  ademas  de 
las  multas,  á  la  restitución  de  los  objetos  sustraídos  ,  ó  su 
valor,  y  á  la  indemnización  de  daños  y  perjuicios  á  que  hu- 
biese lugar.  Las  sierras,  hachas,  barretas,  ú  otros  instru- 
ios que  llevasen  consigo  los  dañadores  y  sus  cómplices, 
serán  confiscados;  art.  190. 

Los  dueños  de  animales  cogidos  de  dia  en  contravención, 
serán  condenados  á  una  multa  de  tres  rs.  por  un  cerdo  ,  de 
cuatro  por  cabeza  lanar,  de  diez  por  cabeza  caballar,  asnal  ó 
mular,  de  catorce  por  cada  cabra  ,  y  de  diez  y  seis  por  cada 
res,vacuna  :  se  doblarán  las  multas  si  el  monte  tuviese  me- 
nos de  diez  años;  y  se  atenderá  siempre  al  resarcimiento  de 
daños  y  perjuicios;  art.  191. 

En  caso  de  reincidencia  serán  dobles  las  multas.  Se  en- 
tiende que  hay  reincidencia  siempre  que  dentro  del  año 
anterior  haya  sufrido  el  contraventor  un  juicio  por  delito  ó 
contravención  alo  mandado  en  estas  ordenanzas;  art.  192. 
También  se  doblarán  las  mullas  si  el  delito  se  ha  come- 
tido de  noche ,  ó  si  los  delincuentes  se  han  servido  de  sierra 
ú  otro  artificio  que  no  cause  ruido  para  cortar  los  árboles; 
art.  193. 

En  todo  caso  en  que  haya  lugar  á  resarcimiento  de  daños, 
la  estimación  de  estos  no  podrá. ser  menor  que  la  multa  que 
se  impusiere  ;  art.  194. 

Las  restituciones  y  el  resarcimiento  de  daños  pertenecen 
á  los  dueños  del  monte  :  las  multas  y  confiscaciones  ,  al 
fondo  de  penas  de  cámara;  art.  19b. 

En  caso  de  declararse  nulas  por  fraude  ó  colusión  las 
ventas  ó  remates  hechos  en  los  montes  públicos,  el  com- 
prador ó  rematante  será  condenado,  ademas  de  las  mullas 
prescritas  y  la  indemnización  de  daños,  á  restituir  las 
maderas  ya  beneficiadas ,  ó  á  pagar  su  valor  al  precio  de  la 
subasta  ó  venta;  art.  190. 

Los  maridos,  padres,  madres  y  tutores  serán  responsa- 
bles, no  á  las  multas  ,  pero  si  á  las  restituciones  ,  daños  y 
perjuicios,  y  gastos  por  los  delitos  ó  contravenciones  que 
cometan  sus  mujeres,  hijos  menores  de  edad,  y  pupilos  que 
viven  en  su  compañía,  ó  por  sus  obreros,  carreteros,  ú 
otros  criados  suyos  ;  quedándoles  salvas  las  repeticiones  que 
se  crean  con  derecho  á  hacer  contra  las  personas  de  los 


dañadores.  Todo  ello  á  menos  de  probar  que  habían  hecho 
de  su  parte  Cuanto  el  mas  diligente  pudiera  hacer  para  im- 
pedir el  delito;  art.  197. 

Las  penas  que  van  señaladas  en  ciertos  casos  contra  los 
empleados,  dependientes  ó  comisionados  del  gobierno  ,  son 
independientes  de  las  que  estos  mismos  merecieren  por  mal- 
versación ,  colusión  ó  abuso  de  autoridad.  También  son 
independientes  de  las  que  merezcan  los  acusados  de  soborno 
para  con  los  mismos  empleados;  cuyo  delito,  así  como  cual- 
quier otro  no  especificado  en  estas  ordenanzas ,  se  castigará 
según  las  leyes  comunes;  art.  198. 

Jurisdicción  de  motiles. 

VI.  Han  cesado  todas  las  jurisdicciones  privativas  ó  pri- 
vilegiadas que  entendían  mas  ó  menos  directamente  en  la 
administración,  gobierno  ó  conocimiento  de  causas  de  mon- 
tes, con  el  título  de  jueces  conservadores,  comisarios  de 
marina  ,  subdelegados,  superintendentes  y  otros,  reasumién- 
dose todo  por  los  juzgados  y  tribunales  reales  ó  por  la  di- 
rección general,  que  á  su  vez  ha  sido  suprimida  y  sustituida 
por  una  sección  del  ministerio  de  la  Gobernación  ;  y  de 
consiguiente  ,  prescindiendo  de  las  atribuciones  que  corres- 
ponden respectivamente  á  los  ayuntamientos,  alcaldes  y  jefes 
políticos ,  las  causas  relativas  á  talas  ,  incendios  y  daños  en 
los  montes  y  arbolados  públicos  y  de  particulares,  que  antes 
eran  de  la  competencia  de  las  subdelegaciones,  pertenecen 
ahora  al  conocimiento  de  los  jueces  letrados  de  primera  ins- 
tancia de  los  partidos,  con  apelación  á  las  audiencias;  y  los 
litigios  concernientes  al  deslinde  y  amojonamiento  de  los 
montes  propios  del  Estado,  de  los  pueblos  ó  de  los  estable- 
cimientos públicos ,  han  de  oírse  y  fallarse  por  los  consejos 
provinciales,  con  apelación  ante  el  consejo  supremo  de  ad- 
ministración del  Estado  ,  reservando  las  cuestiones  sobre  la 
propiedad  á  los  tribunales  competentes;  real  ordenanza  de 
22  Je  diciembre  de  1855,  real  decr.  de  22  de  abril  de  183S, 
y  ley  de  2  abril  de  184b. 

VIL  Las  acciones  por  delitos  y  contravenciones  de  montes 
se  prescriben  por  tres  meses  ,  contados  desde  el  día  de  la 
primera  diligencia  sumaria  ,  cuando  en  ella  se  nombraron 
los  contraventores;  y  si  no  se  espresó  entonces  quiénes  fue- 
sen estos,  el  término  de  la  prescripción  será  de  seis  meses  : 
pero  no  es  aplicable  la  prescripción  á  los  delitos ,  contra- 
venciones ó  malversaciones  de  los  empleados  ó  guardas  del 
gobierno ,  ó  sus  cómplices  ;  art.  184  de  la  orden. 

En  los  delitos  y  contravenciones  sobre  asuntos  de  montes 
cesa  todo  fuero,  pero  debe  estarse  en  cuanto  á  la  sustancia 
y  modo  á  lo  prevenido  acerca  de  los  fraudes  contra  la  ha- 
cienda pública  respecto  de  eclesiásticos,  militares,  depen- 
dientes de  casa  real  y  demás;  art.  18b.  Véase  Juicios  por 
delitos  contra  la  hacienda  pública,  §  III,  y  Pastos. 

f  Por  real  decreto  de  6  de  julio  de  18'<5  se  organizó  la 
administración  de  este  ramo.  Véase  el  artículo  Empleados 
de  montes  y  plantíos. 

MONTE  pío.  Cierto  depósito  de  dinero  formado  ordina- 
riamente de  los  descuentos  que  se  hacen  á  los  individuos  de 
algún  cuerpo  ,  ú  otras  contribuciones  de  los  mismos  ,  para 
socorrer  á  sus  viudas  y  huérfanos, ó  para  facilitarles  ausilios 
en  sus  necesidades. 

MONTE  de  piedad.  Cierto  establecimiento  público,  au- 
torizado por  el  gobierno ,  en  que  mediante  un  interés  se 
presta  á  los  menesterosos  alguna  cantidad  determinada  por 
¡imitado  tiempo,  dejando  en  él  prenda  de  mas  valor  para  la 
sogu  ridad  del  recobro  (l).  Sí  el  ínteres  que  se  paga  es  muy 

(1)  Que  los  moules  de  piedad  son  lícitos}'  sin  vicios  de  usura,  se 
declaró  en  el  concilio  Lateranense  en  tiempo  del  papa  León  X  ;y 
también  consta  del  Trid. ,  sess.  32  de  reform. ,  caps.  8  y  9,  Ua- 
.in-imioiQs  este  último  establecimientos  de  piedad.  —  Véase  el 
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corto,  no  hay  duda  que  puede  ser  ventajoso  semejante  es- 
tablecimiento; pero  si  es  demasiado  fuerte,  como  sucede 
en  algunas  parles,  no  puede  menos  de  admirarse  la  incon- 
secuencia de  la  ley  que  después  de  prohibir  á  los  particu- 
lares como  ilícito  el  préstamo  á  interés,  á  no  haber  lucro 
cesante  ó  daño  emergente,  protege  luego  y  aun  autoriza  un 
establecimiento  en  que  se  presta  sin  riesgo  alguno  de  per- 
der el  capital  ni  los  intereses ,  los  cuales  quedan  asegurados 
en  la  posesión  actual  de  una  cosa  mueble  fácil  de  venderse. 
El  interés  que  se  lleva  el  monte  de  piedad  de  Paris  es  de 
nueve  por  ciento,  y  anteriormente  era  el  de  doce;  y  todavía 
eube  mucho  mas  si  los  que  van  á  pedir  dinero  prestado  se  valen 
del  intermedio  de  los  comisionados  del  establecimiento. 

El  monte  de  piedad  de  Madrid  no  se  lleva  sino  un  interés 
ó  renta  anual  que  no  escede  de  seis  por  ciento  pagadero 
en  el  acto  de  desempeñar  las  alhajas  y  en  proporción  al 
tiempo  que  haya  trascurrido  desde  el  dia  del  empeño  ;  y  se 
halla  autorizado  por  real  orden  de  8  de  octubre  de  1838 
para  tomar  dinero  á  préstamo  en  caso  necesario,  sin  que  el 
interés  que  abone  esceda  nunca  al  que  el  monte  ha  de  exigir 
por  los  empeños.  Véase  ínteres,  g  XII. 

MONTERÍA.  La  caza  de  jabalíes ,  venados  y  otras  fieras, 
que  llaman  caza  mayor.  Antes  se  hallaba  mandado  que  las 
justicias  de  los  pueblos  procediesen  al  esterminio  de  los  ani- 
males nocivos  mediante  batidas  y  monterías;  pero  habién- 
dose observado  que  solo  servían  estas  funciones  para  diver- 
sion de  los  concurrentes,  gastos  de  crecidas  cantidades  de 
los  caudales  públicos,  destrucción  general  de  toda  especie 
de  caza,  daños  en  los  plantíos  y  sembrados,  y  oíros  per- 
juicios no  menos  considerables  ,  se  prohibieron  posíerior- 
menle  las  batidas  y  monterías  de  lobos,  zorros,  osos  y  otras 
fieras  dañinas,  como  también  las  cacerías  generales  que  so- 
lian  hacerse  una  ó  mas  veces  al  año  en  algunos  pueblos 
con  el  pretesto  de  aplicar  ru  producto  á  alguna  cofradía  , 
imagen  ó  santuario.  Mandóse  al  mismo  tiempo  á  las  justi- 
cias pagasen  de  los  caudales  públicos  por  cada  lobo  que  les 
fuese  presentado  ocho  ducálíos,  diez  y  seis  por  la  loba, 
veinte  y  cuatro  siendo  cogida  con  carnada,  cuatro  por  cada 
lobezno,  veinte  por  zorra  ó  zorro,  y  ocho  per  cada  hijuelo. 
Leyes  i  y  2,  tít.  31,  üb.  7,  Nov.  Rec.  Véase  Caza,  art.  2o  y 
siguientes. 

MORA.  La  dilación  ó  tardanza  de  alguna  persona  en 
cumplir  con  la  obligación  que  se  habia  impuesto;  como  la 
de  un  deudor  en  pagar  la  deuda  ,  la  de  un  vendedor  en  en- 
tregar al  comprador  la  cosa  vendida,  la  de  un  comodatario 
en  restituir  al  comodante  la  cosa  prestada,  etc.  El  que  se 
halla  en  mora ,  tiene  que  satisfacer,  generalmente  hablando, 
los  perjuicios  que  por  su  tardanza  se  sigan  á  la  otra  parte, 
pues  la  mora  se  considera  como  culpa;  ley  3,  til.  2,  Part.  S. 
Así  es,  que  aunque  el  caso  fortuito  no  se  presta  en  ningún 
contrato  ,  es  decir,  aunque  no  se  tiene  que  resarcir  el  daño 
causado  por  casualidad ,  se  presta  sin  embargo  cuando  ha 
habido  mora  ó  tardanza  ;  de  suerte  que  si  habiéndote  yo 
prestado  un  caballo  para  hacer  un  viaje,  no  me  lo  restituyes 
luego  que  fina  el  tiempo  del  contrato,  y  muere  por  casua- 
lidad "en  tu  poder  mientras  lo  retienes  contra  mi  voluntad, 
me  tienes  que  pagar  su  importe  por  razón  de  la  mora , 
fiiendo  así  que  si  hubiese  fallecido  en  el  viaje  sin  culpa  tuya, 
yo  tendría  que  soportar  la  pérdida  ,  por  la  regla  general  de 
que  las  cosas  perecen  para  su  dueño,  res  domino  suoperit. 
Ley  29,  tít.  23,  Part.  3. 


Tratado  del  P.  Sech  de  montibus  pietalis ,  de  que  se  Rabia  en 
una  larga  nota  al  art.  ínteres,  pág.  909.  Si  hoy  en  el  monte  pió 
de  Méjico  se  paga  un  duplo  de  indemuizacion  que  antiguamente, 
es  porque  habiendo  sufrido  sus  fondos  un  terrible  golpe,  no  po- 
dría conservarse  de  otra  suerte  ni  cubrir  los  sueldos  de  sus  em- 
pleados y  los  demás  gastos. 


MORATORIA.  La  espera  concedida  antiguamente  por 
el  rey  ó  su  consejo  supremo  para  que  no  se  apremiase  al 
deudor  á  la  paga  por  tiempo  determinado.  El  deudor  que 
quería  obtenerla  presentaba  por  sí  ó  por  medio  de  apoderado 
una  relación  de  sus  acreedores  ,  deudas  y  bienes ,  con  un 
pedimento  en  que  manifestaba  que  estaba  debiendo  á  los 
sugetos  mencionados  en  la  relación  tanta  cantidad  por  prés- 
tamos ,  arrendamientos  ú  otras  causas ,  habiendo  motivado 
este  atraso  las  malas  cosechas  ,  enfermedades  ú  otros  con- 
tratiempos ;  que  para  satisfacerles  tenia  bienes  ó  fincas  cuyo 
importe  escedia  al  de  las  deudas  ,  según  resultaba  de  la 
misma  relación  ;  que  sus  acreedores  le  ejecutaban  para  el 
pago,  aunque  todo  les  constaba;  y  que  si  se  malvendían 
sus  bienes,  quedada  perdido  y  arruinado;  por  lo  cual  con- 
cluía pidiendo  que  para  que  así  no  sucediera,  se  le  conce- 
diese moratoria  por  tanto  tiempo,  plazos,  condiciones,  etc. 
El  consejo  en  su  vista  solía  mandar  que  se  diese  traslado  á 
los  acreedores ,  que  no  se  molestase  al  deudor  por  cierto 
tiempo  limitado,  y  que  subsistiesen  los  bienes  embargados. 
El  deudor  recogía  el  despacho  de  emplazamiento  ;  lo  noti- 
ficaba á  todos  los  acreedores  ;  lo  devolvía  y  presentaba  con 
las  diligencias;  y  si  pasado  el  término  prefinido  no  habia 
comparecido  ninguno  de  aquellos,  les  acusaba  la  rebeldía, 
pidiendo  se  notificasen  los  autos  en  los  estrados  ;  presentaba 
luego  otro  pedimento  llamado  de  afirmativa,  porque  en  él 
afirmaba  y  renovaba  lo  que  tenia  espuesto  y  solicitado;  y 
después  de  pasados  tres  dias  desde  la  notificación  del  nuevo 
decreto  de  traslado  que  daba  el  consejo  y  se  notificaba  en 
los  estrados,  ponía' otro  pedimento  de  acusación  de  rebeldía; 
á  cuya  consecuencia  el  consejo  mandaba  pasar  los  autos  al 
relator,  y  procedía  después  á  dar  su  decisión  definitiva.  Pero 
si  algún  acreedor  ocurría  en  tiempo  mostrándose  parte,  se 
le  comunicaba  el  espediente  ;  del  escrito  que  presentaba  se 
daba  traslado  al  deudor,  y  del  de  este  á  los  acreedores;  de 
modo  que  se  observaban  las  mismas  formalidades  que  en  los 
demás  pleitos ,  sacándose  apremios ,  concediéndose  términos, 
sustanciándose  en  estrados  con  el  acreedor  ó  acreedores  que 
no  comparecían ,  recibiéndose  á  prueba ,  y  teniendo  vista  y 
revista. 

La  moratoria  podia  concederse  solo  por  el  rey  ó  su  con- 
sejo supremo ,  no  por  las  cnancillerías,  audiencias  ni  jueces 
inferiores  ;  ley  33,  til.  18 ,  Part.  3,  y  ley  Ib  ,  'lit.  i,  lib.  3, 
Nov.  Rec.  ;  —  comprendía  solo  las  deudas  que  tenia  el  deu- 
dor al  tiempo  de  pedirla  ,  no  las  que  hubiese  contraído  des- 
pués ;  —  era  solo  un  privilegio  personal  que  protegía  al 
deudor,  no  á  sus  sucesores  ni  fiadores,  à  no  ser  que  se  hi- 
ciese mención  de  ellos,  ó  que  el  no  protegerlos  cediese  en 
perjuicio  del  mismo  deudor  ;  ley  33  citada  ;  —  debía  recaer 
sobre  deudas  individuales  espresadas  por  el  deudor,  pues 
de  otro  modo  no  valia,  siendo  de  presumir  que  cuando  era 
general  se  concedió  sin  conocimiento  de  causa  ;  —  no  debia 
concederse  sin  dar  traslado  á  los  acreedores  de  la  petición  ; 
y  acordándose  en  vista  de  la  respuesta  ,  habia  de  ser  con  la 
condición  de  dar  fianzas  á  satisfacción  de  ellos  para  la  paga 
de  sus  créditos  pasado  que  fuese  el  tiempo  de  la  concesión  ; 
bien  que  cuando  se  concedía  provisionalmente  y  por  poco 
tiempo,  no  se  solia  oir  á  los  acreedores;  ley  1,  Ht.  33,  lib.  14, 
■Nov.  Rec.  ;  —  no  suspendía  el  curso  de  los  réditos  de  censos 
é  intereses,  ni  hacia  novación  en  la  suerte  principal,  sino 
que  solo  impedia  la  exacción  en  el  intermedio.  Es  de  adver- 
tir por  último  que  en  caso  de  ocurrir  al  rey  algunos  deudo- 
res pidiendo  moratoria  ,  y  de  remitirse  estas  súplicas  al  con- 
sejo para  que  consultase  su  parecer,  no  por  eso  debían  dejarse 
de  hacer  y  proseguir  las  diligencias  judiciales  que  corres- 
pondían á  los  acreedores  conforme  á  la  naturaleza  de  sus 
acciones ,  escepto  cuando  se  mandaba  lo  contrario  ;  leyes  3 
y  k,  lit.  33  ,  lib.  11,  Nov.  Rec. 

Pero  al  presente  no  se  conoce  otra  moratoria  que  la  espera 
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que  los  acreedores  conceden  á  veces  al  deudor,  para  que  en 
su  intermedio  proporcione  medios  de  pagar  lo  que  les  debe, 
no  pudiendo  ya  otorgarla  el  rey  ni  ningún  tribunal  según  el 
real  decreto  de  21  de  marzo  de  1834  ,  concebido  en  los  tér- 
minos siguientes  :  «  Deseando  sostener  la  firmeza  de  las  obli- 
gaciones contraidas  legalmente ,  y  que  no  se  hagan  ilusorios 
los  derechos  que  de  ellas  emanan ,  con  menoscabo  de  la  fe 
pública  y  de  la  santidad  de  las  leyes,  he  venido  en  mandar 
que  no  se  dé  curso  á  ninguna  solicitud  sobre  concesión  de 
plazo  ó  moratorias  para  retardar  ó  suspender  el  pago  de  deu- 
das. »  Véase  Espera. 

[  *  En  la  república  de  Méjico  la  concesión  de  morato- 
ria por  la  autoridad  judicial  está  implícitamente  derogada 
por  las  Bases  de  organización  política ,  porque  es  una  dimi- 
nución de  la  propiedad,  de  cuyo  dominio,  uso  y  aprove- 
chamiento no  puede  ser  privado  en  todo  ni  en  parte,  directa 
ni  indirectamente,  ningún  habitante  de  la  república,  mas 
que  para  algún  objeto  de  utilidad  pública,  previa  la  indem- 
nización correspondiente  ;  ó  por  medio  de  contribuciones  y 
arbitrios  generales  ,  bien  consista  esta  propiedad  en  cosas,  ó 
ya  en  acciones  ó  derechos  :  §§  12  y  13,  ari.  9 ,  Bases  de  or- 
ganiz.  polit,  de  12  de  junio  de  1843. 

**  En  la  república  de  Venezuela  tampoco  puede  tener 
cabida  la  concesión  de  moratoria,  porque  es  un  privilegio 
que  mengua  en  cierto  modo  la  propiedad  particular  á  des- 
pecho del  dueño,  lo  cual  no  puede  hacerse  sino  por  causa 
del  bien  ó  utilidad  pública,  con  anuencia  del  Congreso,  y 
previa  la  indemnización  correspondiente.  Así  lo  declaró  en 
efecto  el  Congreso  de  Colombia  por  queja  de  parte  agraviada, 
diciendo  espresamente,  que  siendo  contraria  al  derecho  de 
propiedad  la  concesión  de  moratoria  en  perjuicio  y  contra  la 
voluntad  de  los  acreedores ,  los  magistrados  de  la  república 
no  habian  podido  ni  podían  usar deesta  prerogativa:  art.  208., 
Consl.it.  de  24  de  setiembre  1830,  y  resolución  de  12  de  se- 
tiembre de  1821. 

***  En  la  república  de  Chile  la  espera  ó  moratoria  con- 
cedida por  el  legislador  ó  por  el  Gobierno ,  se  declaró  im- 
Dlícitamente  derogada  Dor  el  Drincioio  constitucional  que 
.consagra  ia  inviolabilidad  üe  ios  Dienes  privados,  fuera  del 
caso  de  espropiacion  por  utilidad  pública  y  previa  la  indem- 
nización correspondiente  ;  y  á  mayor  abundamiento  fué 
luego  derogada  la  ley  de  Partida  que  cita  el  autor,  y  en  la 
cual  se  fundaba  esta  gracia  :  declaración  de  25  de  setiem- 
bre, ley  de  8  de  noviembre  de  1823,  y  art.  12,  §5,  Const. 
de  1853.] 

MORDAZA.  Instrumento  que  se  pone  en  la  boca  para 
impedir  el  hablar.  Usábale  mucho  el  tribunal  de  la  Inqui- 
sición. 

MORIBUNDO.  El  que  atacado  de  una  enfermedad  mor- 
tal se  halla  en  los  últimos  momentos  de  su  vida.  Nadie  puede 
durante  su  última  enfermedad  dejar  herencia  ni  manda  al- 
guna á  su  confesor,  clérigo  ó  religioso,  ni  á  deudo  de  ellos, 
ni  á  su  iglesia  ó  religion.  La  institución  y  la  manda  en  caso 
•de  hacerse  serian  nulas  ;  el  escribano  que  interviniese  seria 
castigado  por  la  primera  vez  con  la  multa  de  doscientos  du- 
cados y  suspension  de  oficio  por  dos  años;  y  por  la  segunda 
doble  multa  y  privación  de  oficio  ;  y  cada  uno  de  los  testi- 
gos incurriria  en  la  multa  de  veinte  ducados.  Lo  cual  así  está 
•dispuesto  para  evitar  las  sugestiones  con  que  los  confesores 
suelen  turbar  la  conciencia  y  voluntad  de.  los  moribundos. 
Ley  15,  lit.  20,  lib.  10,  Nov.  Rec.  ;  y  rls.  céd.  de  13  de  fe- 
brero de  1787,  y  50  de  mayo  de  1850. 

MOSTRENCO.  Dícese  de  la  alhaja  ó  bienes  que  no 
tienen  dueño  conocido,  y  por  eso  pertenecen  al  príncipe  ó 
comunidad  que  tienen  privilegio  de  él.  El  que  hallare  cosa 
ajena  está  obligado  á  notificarla  ante  el  escribano  del  con- 
cejo ,  y  à  ponerla  en  poder  del  alcalde  del  lugar  en  cuyo 
término  se  halle,  el  cual  debe  depositarla  en  persona  idónea 


que  la  tenga  de  manifiesto  un  año  y  dos  meses  ;  en  cuyo 
tiempo  se  ha  de  hacer  pregonar  cada  mes  en  dia  de  mercado; 
y  si  durante  los  14  meses  se  presentare  el  dueño  ,  ha  de 
restituírsele  la  cosa  libremente ,  pagando  las  costas  causadas 
en  su  guarda  ;  mas  si  no  pareciere ,  se  manda  vender  y 
aplicar  al  objeto  de  construcción  y  conservación  de  caminos. 
Cuando  la  cosa  mostrenca  fuese  de  tal  naturaleza  que  no  se 
puede  guardar,  se  vende  desde  luego  en  pública  almoneda 
según  forma  de  derecho ,  depositándose  el  producto  para 
entregarlo  después  á  quien  corresponda  :  lo  cual  se  practica 
también  con  las  cosas  semovientes,  cumplidos  los  dos  meses 
primeros  desde  su  hallazgo,  para  evitar  los  gastos  de  su 
manutención  ;  ley  6  ,  iit.  22 ,  lib.  10 ,  Nov.  Rec. ,  que  com- 
prende el  decreto  de  27  de  noviembre  de  1785,  y  la  instrucción 
de  26  de  agosto  de  1786.  Véase  Bienes  mostrencos,  Estado  y 
Hallazgo. 

MOTÍN.  El  tumulto  ó  levantamiento  del  pueblo  ó  de 
alguna  multitud  contra  sus  cabezas  ó  jefes;  —  y  en  la  anti- 
gua milicia  española  la  tropa  que  desamparando  sus  compa- 
ñías porque  no  se  les  pagaba  el  sueldo ,  se  reunía  en  cuerpo , 
nombraba  su  consejo  militar  y  un  jefe  con  el  titulo  de 
electo,  y  desde  un  lugar  donde  solia  encerrarse,  ponia  en 
contribución  los  pueblos  circunvecinos  para  mantenerse. 
Véase  Asonada  ,  Fuerza,  Levantamiento,  Resistencia  á  la 
justicia,  y  Juicio  criminal  por  delitos  políticos. 

MOTU  proprio.  Espresion  latina  que  significa  por  su  ar- 
bitrio ,  y  sin  seguir  el  orden  regular.  Úsase  hablando  de  las 
bulas  pontificias  y  cédulas  reales  espedidas  de  este  modo. 

MU 

MUCHACHO.  En  su  riguroso  sentido  se  dice  del  niño 
que  mama  ;  pero  comunmente  se  estiende  á  significar  el  que 
no  ha  llegado  á  la  edad  juvenil.  Las  justicias  no  deben  per- 
mitir que  un  mendigo  lleve  consigo  muchachos  ni  mucha- 
chas, aunque  sean  hijos  suyos,  sino  que  se  los  debe  quitar 
para  ponerlos  con  amos  ó  maestros  que  les  enseñen  uq  oficia 
Tampoco  han  de  consentir  que  los  muchachos  pasea  ei 
tiempo  en  ciertos  ejercicios  que  fuera  de  inspirarles  amor  al 
ocio  y  al  libertinaje,  no  pueden  usarse  en  edad  mas  ade- 
lantada ,  ni  proporcionarles  la  subsistencia  en  lo  sucesivo. 
Leyes  (j'y  14,  til.  59,  lib.  7,  Nov.  Rec. 

MUDO.  El  que  no  puede  hablar  por  tener  algún  impedi- 
mento en  el  órgano  de  la  voz.  Como  el  mudo  pueda  manifestar 
sus  ideas,  su  voluntad  ó  consentimiento  porseñas  ó  por  escrito, 
no  debe  considerarse  incapaz  de  celebrar  contratos,  Hacer 
testamento,  y  deponer  como  testigo  acerca  de  lo  quehubiere 
visto  ;  y  aun  si  no  es  sordo  al  mismo  tiempo  ,  puede  asistir 
como  testigo  al  otorgamiento  de  un  (estamento  ú  otra  última 
voluntad  ;  mas  no  puede  ejercer  aquellos  cargos  en  que  seria 
muy  embarazosa  su  mudez,  como  por  ejemplo  los  de  tutor, 
juez  y  otros,  pero  sí  los  de  arbitrador.Lei/2,  til.  11,  Part.  5; 
ley  15 ,  lit.  1 ,  Part.  6  ;  ley  4,  tít.  16 ,  Part.  6  ;  y  ley  4,  lit.  4, 
Part.  3. 

MUEBLES.  Las  cosas  ó  bienes  que  pueden  moverse  y 
llevarse  de  una  parte  á  otra  sin  deterioro  ,  ya  sea  por  si 
mismos,  como  los  animales  ,  que  por  eso  se  llaman  semo- 
vientes, ya  sea  por  efecto  de  una  fuerza  estraña  ,  como  las 
mesas,  sillas  y  otras  cosas  inanimadas;  ley  i,  til.  17,  Parí.  2, 
ley  k ,  tít.  29,  Part.  5,  ley  10,  lit.  55,  Part.  7.  Las  cosas 
muebles  se  dividen  en  fungibles  y  no  [tingibles.  Las  primeras 
son  aquellas  que  se  representan  perfectamente  por  otras  de 
su  especie  ,  de  modo  que  para  cumplir  la  obligación  de  que 
son  objeto  pueden  darse  las  unas  en  pago  por  las  otras  : 
una  fungilur  vice  aller ius.  Las  segundas  por  el  contrario 
son  aquellas  que  no  pudiendo  ser  exactamente  representadas 
por  otras ,  tienen  que  restituirse  idénticamente  :  de  modo 
que  la  intención  de  las  partes  es  la  que  hace  á  veces  que 
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una  cosa  se  repute  fungible  ó  no  fungible;  ley  i  ,  lit.  i  , 
Part.  S.  Así  es  que  si  yo  te  presto  v.  gr.  un  ejemplar  de  una 
obra  que  me  regaló  su  autor,  no  podrás  volverme  en  su 
lagar  otro  ejemplar  de  la  misma  obra ,  por  mas  precioso  que 
sea,  porque  aquel  puede  tener  para  mí  un  precio  de  afec- 
ción ;  pero  si  te  presto  diez  fanegas  de  trigo  ó  diez  mil  rea- 
les ,  cumplirás  con  volverme  otras  diez  fanegas  de  trigo  de 
la  misma  especie  y  calidad  ú  otros  diez  mil  reales.  Comun- 
mente se  dice  que  son  fungibles  las  cosas  que  se  consumen 
por  el  uso  ,  ya  sea  naturalmente  como  el  vino ,  ya  sea  civil- 
mente como  el  dinero;  pero  esta  definición  no  es  tan  exacta 
como  las  que  preceden  ;  pues  por  un  lado  puede  suceder 
que  no  sean  fungibles  según  la  intención  de  las  partes  las 
cosas  que  se  consumen  por  el  uso,  como  cuando  te  presto 
v.  gr.  ciertas  piezas  de  moneda  á  que  por  alguna  causa  par- 
ticular doy  un  precio  de  afección  para  que  te  sirvan  de 
fichas  en  el  juego;  y  por  otro  lado  pueden  considerarse 
fungibles  cosas  que  no  se  consumen  por  el  uso ,  como  cuando 
te  presto  un  ejemplar  nuevo  de  una  obra  á  que  no  doy  nin- 
gún precio  de  afección  ,  en  cuyo  caso  puedes  volverme  en 
su  lugar  otro  ejemplar  igualmente  nuevo.  El  conocimiento 
de  esta  division  de  los  muebles  puede  ser  útil  especialmente 
para  la  aplicación  de  las  reglas  de  la  compensación ,  del 
usufructo  y  del  préstamo. 

II.  Las  cosas  pueden  ser  muebles  por  su  naturaleza  ó  por 
su  objeto.  Son  muebles  por  su  naturaleza  los  cuerpos  que 
pueden  trasportarse  de  un  lugar  á  otro ,  como  dice  la  defini- 
ción que  se  ha  puesto  al  principio.  Son  ó  pueden  conside- 
rarse muebles  por  su  objeto  ,  aunque  no  sean  muebles  ni 
inmuebles  por  su  naturaleza,  las  cosas  incorporales  que 
tienen  por  objeto  un  mueble,  quœ  lendunt  ad  quid  mobile , 
como  por  ejemplo  las  obligaciones  y  acciones  que  tienen 
por  objeto  cantidades  de  dinero  ú  otros  efectos  pagaderas  de 
pronto  ó  á  plazos,  las  acciones  ó  intereses  en  las  compañías 
de  industria  ó  de  comercio ,  los  censos  redimibles  y  las  ren- 
tas vitalicias;  Curia  Filíp.,  part.  2,  juicio  ejecut.,  $  ib;  y 
ley  5,  lit.  16 ,  lib.  10,  Nov.  Rec. 

III.  Son  muebles  los  barcos,  lanchas,  navios ,  molinos  y 
baños  en  barcas,  y  generalmente  toda  especie  de  ingenios 
ó  máquinas  que  ni  están  fijas  sobre  columnas  ó  cimientos  ni 
hacen  parte  del  edificio  ;  como  igualmente  los  materiales 
que  proyienen  de  la  demolición  de  un  edificio  ,  y  los  que 
están  reunidos  para  construir  otro  nuevo,  mientras  no  se 
emplean  en  la  construcción  ,  mas  no  los  que  se  han  sepa- 
rado de  un  edificio  para  volverlos  à  poner  en  él  con  el 
objeto  de  repararlo  ;  leyes  28  ,  29  y  31 ,  lit.  5 ,  Part.  S. 

IV.  La  palabra  mueble  empleada  por  sí  sola  en  las  dispo- 
siciones de  la  ley  ó  del  hombre ,  sin  otro  aditamento  ni 
designación,  no  parece  debe  comprender  el  dinero  contante, 
las  pedrerías,  créditos,  libros  ,  medallas ,  instrumentos  de 
ciencias,  artes  y  oficios  ,  caballos,  coches  ,  armas,  granos, 
vinos  y  otros  efectos  semejantes ,  y  mucho  menos  los  géne- 
ros que  hacen  el  objeto  de  un  comercio  ;  pues  es  constante 
que  cuando  uno  habla  en  general  de  sus  muebles,  no  en- 
tiende hablar  del  dinero,  pedrerías,  libros  y  demás  cosas 
que  acabamos  de  indicar.  Mas  cuando  no  se  emplea  sola, 
sino  que  va  acompañada  de  alguna  designación  ó  adita- 
mento ,  entonces  tiene  una  significación  mas  estensa  :  así 
es  que  si  un  testador  dijese  que  legaba  á  Pedro  lodos  sus 
muebles  absolutamente  ,  ó  bien  sus  muebles  à  Pedro  y  sus 
inmuebles  á  Pablo  ,  debería  entenderse  por  mueble  lodo  lo 
que  no  es  inmueble ,  á  no  ser  que  hubiese  otras  circunstan- 
cias que  manifestasen  no  ser  tan  amplia  la  voluntad  del 
testador. 

V.  Por  muebles  de  una  casa  no  se  entienden  sino  los  mue- 
bles destinados  al  uso  y  adorno  de  las  habitaciones  ,  como 
tapicerías,  camas,  sillería,  espejos,  péndolas,  mesas,  por- 
celana, cuadros,  estatuas  y  otros  objetos  de  esta  natura- 


leza; mas  en  los  casos  particulares ,  por  las  circunstancias 
puede  conocerse  si  ha  de  darse  mas  estension  á  aquellas 
espresiones.  —  Las  palabras  bienes  muebles  comprenden 
generalmente  todo  loque  se  reputa  mueble  según  las  reglas 
que  hemos  sentado.  —  La  venta  ó  donación  de  una  casa  con 
todo  lo  que  hay  en  ella  no  parece  puede  comprender  el  di- 
nero contante  ni  los  créditos  y  otros  derechos  cuyos  títulos 
se  encuentran  en  la  misma;  porque  los  títulos  representan 
unos  derechos  incorporales  que  van  principalmente  con  la 
persona  ,  no  siendo  por  otra  parte  mas  que  la  prueba  de  los 
derechos  ,  y  no  los  derechos  mismos;  y  por  lo  que  hace  al 
dinero,  se  le  asimila  de  algún  modo  á  un  título  que  repre- 
senta una  cosa  incorporal,  considerándole  mas  bien  con 
respecto  al  valor  que  representa  que  con  respecto  á  su  sub- 
sistencia. Véase  Bienes  inmuebles  y  Bienes  muebles. 

MUELLAJE.  El  derecho  ó  impuesto  que  se  cobra  á 
toda  embarcación  que  da  fondo ,  y  suele  aplicarse  á  la  con- 
servación de  los  muelles  y  limpieza  de  los  puertos. 

MUERTE.  El  fin  de  la  vida. 

I.  El  hombre  al  dejar  la  vida  trasmite  los  derechos  que 
poseia  hasta  entonces  á  las  personas  que  le  suceden  ó  reem- 
plazan ;  y  por  eso  este  acontecimiento  debe  hacerse  constar 
de  un  modo  solemne,  para  que  no  haya  incertidumbre  sobre 
los  derechos  que  ocasiona. 

II.  Ningún  entierro  puede  ejecutarse  sin  que  primero 
asegure  el  médico  la  certeza  que  tiene  de  la  muerte  ,  y  sin 
que  pasen  veinte  y  cuatro  horas  después  de  ella,  así  "para 
evitar  las  suposiciones  de  fallecimiento,  como  para  precaver 
el  peligro  de  inhumaciones  precipitadas. 

III.  En  caso  de  muerte  repentina ,  debe  la  justicia  trasla- 
darse con  el  escribano  al  paraje  en  que  está  el  difunto ,  cer- 
ciorarse de  la  identidad  de  la  persona  por  información  de 
tres  ó  mas  testigos ,  hacer  que  el  médico  y  cirujano  reconoz- 
can el  cadáver,  y  declarando  estos  la  muerte  natural  proveer 
un  auto  para  que  se  le  dé  sepultura  eclesiástica;  mas  si 
resultase  que  la  muerte  fué  violenta ,  como  se  trata  ya  de 
proceder  criminalmente,  debe  la  justicia  disponer  en  el 
auto  para  dar  sepultura  al  cadáver,  que  el  escribano  asista 
al  entierro;  y  forme  pieza  separada  ,  dando  fe  del  paraje  en 
que  se  le  sepultó ,  traje  ó  vestido  que  llevaba,  y  demás  se- 
ñales, para  que  si  conviniese  desenterrarle,  no  se  dude  que 
es  él  mismo. 

IV.  El  párroco  en  todos  los  casos  debe  estender  en  el  libro 
de  registros  la  partida  del  entierro,  espresando  en  ella  la 
hora  del  fallecimiento ,  el  nombre,  apellido,  edad  ,  profe- 
sión ,  naturaleza  y  domicilio  del  difunto,  como  igualmente 
el  nombre  y  apellido  del  otro  consorte  siendo  el  muerto  ca- 
sado ó  viudo  ,  y  si  es  posible  los  nombres ,  apellidos ,  profe- 
sión y  domicilio  de  sus  padres.  El  estrado  de  esta  partida 
es  el  que  suele  servir  de  prueba  en  los  tribunales,  ya  se 
espida  por  el  cura  que  la  estendió  ó  su  suceser,  ya  por  dn 
escribano  á  quien  se  hayan  puesto  de  manifiesto  los  regis- 
tros à  solicitud  del  interesado.  También  se  admite  á  veces 
la  prueba  de  testigos  presenciales ,  y  aun  la  de  auriculares 
cuando  hay  otros  adminículos  y  presunciones. 

V.  Ocurriendo  duda  sobre  la  vida  ó  muerte  de  algún 
ausente,  y  disputa  entre  sus  parientes  herederos  que  ale- 
guen haber  ya  mucho  tiempo,  como  el  de  diez  años  ,  que 
murió  en  tierra  estraña  y  remota  ,  bastará  que  prueben  ser 
así  fama  pública  entre  todos  los  vecinos  del  lugar,  por 
cuanto  no  es  fácil  hallar  testigos  presenciales  de  tal  hecho  ; 
pero  alegando  que  murió  de  poco  tiempo  ,  como  de  cinco  * 
años  abajo ,  ó  en  tierra  de  que  se  pueda  saber  la  verdad 
fácilmente ,  debe  probarse  con  testigos  presenciales  de  su 
muerte  ó  entierro.  Esta  es  la  disposición  de  la  ley  14, 
tít.  ik,  Part.  3  :  en  cuya  consecuencia  para  tener  por 
muerto  al  ausente  ,  es  menester  probar  su  muerte  con  tes- 
tigos oculares  siempre  que  se  la  suponga  sucedida  de  cinco 
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años  á  esta  parte  ó  en  tierra  con  que  se  tengan  fáciles  co- 
municaciones ;  y  basta  probarla  con  la  fama  pública,  cuando 
se  alega  haber  sucedido  hace  ya  mas  de  diez  años  y  en  un 
paraje  de  que  no  sea  fácil  tener  noticias  exactas.  Pero  esta 
fama  pública  no  debe  ser  aérea  é  infundada  ,  sino  que  ha 
de  traer  su  origen  de  causa  razonable,  como  de  naufragio, 
guerra  ú  otro  acontecimiento  en  que  se  hubiese  hallado  el 
supuesto  difunto,  y  ha  de  proceder  ademas  de  personas  ir- 
reprochables que  no  tengan  interés  en  el  asunto.  Siempre 
que  no  resulte  completamente  probada  la  muerte  supuesta 
del  ausente,  pero  haya  graves  presunciones  sobre  ella,  de- 
ben entregarse  sus  bienes  al  pariente  mas  cercano ,  me- 
diante inventario,  para  que  los  tenga  como  curador,  dando 
lianzas  seguras  de  restituirlos  con  los  frutos  que  produzcan 
al  ausente  ó  al  heredero  que  tal  vez  haya  instituido  cuando 
venga.  Véase  Fama. 

VI.  La  muerte  desata  y  deshace  los  delitos  ,  como  á  suc 
autores  ,  según  espresion  de  la  ley  7,  tít.  1 ,  Part.  7  ;  y  así 
es  que  el  muerto  no  puede  ser  acusado  sino  por  delito  de 
traición ,  herejía  ,  malversación  de  los  caudales  del  erario , 
inteligencia  con  los  enemigos  en  perjuicio  del  Estado ,  robo 
sacrilego  ,  muerte  dada  por  la  mujer  á  su  marido,  ó  injusti- 
cia cometida  por  algún  juez  en  fuerza  de  soborno.  Si  con- 
testado el  pleito  de  demanda  sobre  satisfacción  de  robo , 
hurto,  daño  ó  deshonra,  muriese  el  actor,  debe  continuar- 
se „  y  responder  á  sus  herederos  el  demandado  ,  y  también 
por  muerte  de  este  ,  han  de  seguir  el  pleito  sus  herederos 
con  el  demandante  vivo,  y  pagarle  si  fueren  vencidos  cuanto 
deberia.  satisfacer  el  difunto;  y  aunque  ambas  partes  mue- 
ran, pueden  continuar  el  pleito  sus  respectivos  herederos. 
Pero  si  antes  de  contestado  muriese  el  actor  ó  reo ,  los  he- 
rederos de  este  no  están  obligados  á  responder,  sino  en 
cuanto  resulte  que  vino  á  poder  del  difunto  por  razón  del 
hurto  ó  robo  ;  pues  la  pena  no  trasciende  á  los  herederos 
sino  en  el  caso  de  que  el  pleito  estuviese  ya  contestado  con 
el  difunto,  ó  en  el  de  que  hubiese  llegado  á  ellos  alguna 
parte  del  lucro.  Leyes  23  y  2a,  tít.  i,  Part.  7.  Véase  Cadá- 
ver, Acusación  y  Acusado. 

MUERTE.  El  homicidio  ,  ó  delito  que  uno  comete  pri- 
vando á  otro  de  la  vida  con  hierro,  veneno  ú  otra  cosa. 
Véase  Homicidio. 

MUERTE.  La  pena  de  privación  de  la  vida  establecida 
por  la  ley  para  el  castigo  de  algunos  delitos. 

I.  La  especie  de  muerte  acostumbrada  entre  nosotros  era 
en  los  últimos  tiempos  la  de  horca ,  la  de  garrote  y  la  de 
arcabuceo  :  la  de  horca  para  los  plebeyos  ;  la  de  garrote  para 
los  nobles  ;  y  la  de  arcabuceo  para  los  militares.  La  primera 
se  reputaba  infamatoria,  pero  no  las  otras  dos.  Los  nobles 
iban  al  sepulcro  en  bestia  de  silla  ;  los  plebeyos  en  bestia  de 
albarda  ;  y  los  militares  á  pié.  En  épocas  mas  remotas  esta- 
ban prescritas  la  muerte  de  fuego,  la  de  saeta  y  la  de  deca- 
pitación ;  pero  ninguna  de  las  tres  se  hallaba  en  uso.  La 
decapitación ,  que  consistía  en  cortar  la  cabeza  al  reo,  se 
practicaba  en  lo  antiguo  solo  con  algunas  personas  distin- 
guidas, por  reputarse  menos  indecorosa  que  la  de  garrote; 
de  modo  que  no  falta  quien  haya  sido  reconocido  por  noble 
solo  por  haber  probado  que  su  abuelo  perdió  la  cabeza  en 
el  cadalso.  Entre  los  judíos  sin  embargo  es  la  decapitación 
el  mas  afrentoso  de  los  suplicios  ;  y  en  la  China  por  el  con- 
trario se  ahorca  á  los  grandes  ,  y  se  decapita  á  los  demás 
ciudadanos. 

II.  Mas  en  el  dia ,  habiéndose  abolido  la  pena  de  horca 
por  real  decreto  de  28  de  abril  de  1832,  no  está  en  práctica 
otra  pena  de  muerte  para  los  crímenes  no  militares  que  la 
de  garrote ,  distinguiéndose  1res  especies  de  él  por  ciertas 
señales  esteriores  :  vil  para  los  reos  de  delitos  infamantes 
sin  distinción  de  clases ,  ordinario  para  los  otros  delitos  en 
personas  del  estado  llano ,  y  noble  ea  igual  caso  para  ios 


hidalgos ,  aunque  al  presente  no  será  fácil  sostener  esta  se- 
gunda distinción  por  razón  de  clases  ó  personas.  Véase 
Garrote. 

III.  La  sentencia  de  muerte  suele  ejecutarse  tres  días 
después  de  su  publicación ,  durante  los  cuales  se  pone  al 
reo  en  capilla  :  pero  si  fuese  mujer  embarazada ,  tiene  que 
suspenderse  hasta  que  se  verifique  el  parto,  bajo  el  con- 
cepto de  que  el  que  la  hiciere  ejecutar  antes  debe  ser  casti- 
gado como  homicida ,  pues  si  el  hijo  nacido  no  ha  de  sufrir 
pena  por  el  yerro  de  su  padre,  con  mucha  mayor  razón  no 
deberá  sufrirla  por  el  de  la  madre  el  hijo  que  tenga  en  su 
vientre ,  aunque  se  hubiese  hecho  preñada  por  evitar  el  cas- 
tigo ;  ley  il,  lit.  51 ,  Part.  7. 

IV.  La  pena  de  muerte  está  muy  prodigada  en  nuestros 
códigos  ;  pero  como  estos  fueron  dictados  en  tiempos  de 
costumbres  mas  ásperas  y  duras  que  las  del  dia ,  nuestros 
jueces  hallan  con  frecuencia  alguna  razón  para  no  aplicarla 
en  todos  los  casos  que  debieran  siguiendo  el  rigor  de  la  ley. 

Esta  pena  tiene  ademas  grandes  inconvenientes.  En  pri- 
mer lugar,  no  es  susceptible  de  mas  y  menos  :  si  con  la  pena 
de  muerte  se  castiga  al  que  ha  cometido  un  asesinato,  ¿con 
qué  pena  mas  fuerte  se  castigará  al  que  ha  cometido  diez? 
Si  con  la  pena  de  muerte  se  castiga  el  robo,  ¿con  qué  pena 
se  castigará  el  robo  y  el  homicidio?  Si  el  salteador  de  cami- 
nos ve  que  la  misma  pena  le  amenaza  por  el  robo  solo  que 
por  el  robo  y  el  asesinato  ,  empezará  sin  duda  asesinando  , 
para  tener  menos  denunciadores  y  testigos  de  su  crimen. 
En  segundo  lugar,  no  es  igual  â  ella  misma,  porque  no  puede 
producir  los  mismos  efectos  sobre  todos  los  autores  de  un 
mismo  delito.  En  tercer  lugar,  es  irreparable  :  una  vez  eje- 
cutada, ya  no  puede  enmendarse  el  mal,  aunque  se  descu- 
bra que  la  condenación  ha  sido  injusta.  ¿No  se  ha  visto  mu- 
chas veces  reunirse  contra  un  acusado  todas  las  apariencias 
del  delito,  y  demostrarse  después  su  inocencia  ,  cuando  ya 
no  podia  hacerse  mas  que  gemir  sobre  los  errores  de  una 
precipitación  presuntuosa?  Nunca  deberia  pues  imponerse 
la  pena  de  muerte  sino  cuando  fuese  absolutamente  necesa- 
ria. Mas  ¿cuándo  es  absolutamente  necesaria?  ¿se  dirá  que 
lo  es  para  quitar  à  un  asesino  el  poder  de  reiterar  sus  deli- 
tos? Pero  por  la  misma  razón  se  deberia  dar  la  muerte  á  ¡os 
frenéticos  y  á  los  rabiosos ,  de  quienes  la  sociedad  puede  (  e- 
merlo  todo;  y  si  nos  podemos  asegurar  de  estos,  ¿porqué 
no  podríamos  asegurarnos  de  los  otros  ?  ¿  Se  dirá  que  la 
muerte  es  la  única  pena  que  puede  hacer  vencer  ciertas 
tentaciones  de  cometer  un  homicidio?  Pero  estas  tentaciones 
no  pueden  venir  sino  de  enemistad  ó  de  codicia  ;  y  estas 
dos  pasiones  ¿no  deben  temer  por  su  propia  naturaleza  la 
humillación ,  la  indigencia  y  la  cautividad  mas  que  la  muer- 
te ?  Mulli  sutil  qui  morlem  ut  requiem  malorum  contemnunt, 
et  graviter  expavescunt  ad  captivitalem.  Ademas  ¿no  so 
puede  sacar  mucho  partido  de  los  delincuentes ,  destinán- 
dolos á  un  trabajo  forzado  en  beneficio  de  la  sociedad  ?  Un 
ahorcado  para  nada  es  bueno ,  dijo  un  filósofo  ;  y  el  poeta 
Horacio  dice  también  muy  al  caso  : 

Venderé  ciim  possis  captivum,  occidere  noli: 
Serviet  utiliter  ;  sivc  pascal  durus  aretque; 
Naviget  ac  mediis  hiemet  mercator  in  imdis  ,* 
Annonœ  prosit;  portet  frumenta  penusque. 

Ni  se  crea  que  la  muerte  disminuye  el  número  de  los  deli- 
tos. Las  leyes  Valeria  y  Porcia  prohibían  que  se  impusiese 
la  pena  de  muerte  â  los  ciudadanos  romanos ,  y  no  por  eso 
eran  en  Homa  mas  frecuentes  los  delitos  que  en  los  pueblos 
en  que  aquella  estaba  recibida.  El  gran  duque  Leopoldo ,  y 
la  emperatriz  de  Rusia  Isabel ,  abolieron  esta  pena  en  sus 
estados,  y  no  por  eso  se  multiplicaron  en  ellos  los  delitos 
atroces ,  antes  por  el  contrario  comparando  los  años  en  que 


MU 


—  1267 


ïfU 


la  muerte  estuvo  en  uso  con  los  posteriores  en  que  no  lo  es- 
taba ,  se  observó  una  diminución  muy  considerable  de  deli- 
tos y  delincuentes. 

V.  Sin  embargo  ,  está  reconocida  generalmente  la  necesi- 
dad de  mantener  todavía  la  pena  capital  :  en  el  pais  mas 
civilizado  de  Europa  ,  y  donde  la  teoría  de  su  abolición 
ha  encontrado  mas  ardientes  defensores  dentro  y  fuera  del 
parlamento,  no  se  ha  creido  aun  que  se  estaba  en  el  caso 
do  adoptarla;  y  la  práctica  de  todos  los  pueblos  y  de  lodos 
los  siglos  ha  resuelto  hasta  ahora ,  y  probablemente  resol- 
verá siempre  esta  cuestión  en  sentido  contrario  á  las  dudas 
de  la  filosofía  y  á  los  escrúpulos  de  la  humanidad.  Al  discu- 
tirlo on  Francia  el  código  penal  de  1791  fué  reclamada  por 
algunos  oradores  con  mucho  calor  y  talento  la  abolición  de 
osla  pena  ;  pero  prevaleció  la  opinion  contraria.  En  una  ley 
posterior  se  anunció  que  desde  la  publicación  de  la  paz  ge- 
neral quedaría  suprimida  la  pena  de  muerte  en  la  república 
francesa  ,  y  sin  embargo  esta  promesa  no  llegó  á  cumplirse. 
En  las  deliberaciones  del  consejo  de  estado  que  prepararon 
el  código  penal  bajo  Napoleón  ,  se  estableció  como  principio 
la  conservación  de  la  pena  de  muerte,  y  pasó  sin  contradic- 
ción y  hasta  sin  que  mereciese  los  honores  de  la  discusión. 
Finalmente,  después  de  la  revolución  de  1850,  un  diputado 
propuso  la  abolición  de  esta  pena  :  la  proposición,  que  ad- 
quiría nuevo  interés  por  la  acusación  pendiente  contra  los 
ministros  de  Carlos  X,  fué  acogida  con  entusiasmo  y  adop- 
tada por  unanimidad  en  la  misma  sesión  :  el  rey,  á  quien 
fué  presentada  inmediatamente,  la  recibió  con  el  mismo  fa- 
vor, y  sin  embargo  no  tuvo  consecuencias.  En  el  código, 
modificado  por  la  ley  de  28  de  abril  de  1852,  se  conservó 
la  pena  de  muerte  para  algunos  casos  ,  á  pesar  de  la  viva 
oposición  de  algunos  diputados,  suprimiéndola  para  otros  en 
que  antes  se  imponía. 

VI.  Mas  no  por  eso  es  menos  cierto  que  siendo  esta  pena 
la  última  y  la  mas  terrible  ,  no  debe  recurrirse  á  ella  sino 
en  estrema  necesidad ,  y  contra  delitos  que  ó  sean  una  gra- 
ve violación  de  las  leyes  naturales ,  ó  si  lo  son  de  las  de  la 
sociedad  pongan  á  esta  en  gran  peligro.  Sobre  todo  el  mie- 
do de  la  muerte  es  el  único  freno  que  puede  contener  á  los 
grandes  criminales  en  la  carrera  de  sus  atentados,  impor- 
tándoles poco  las  otras  penas  seguros  de  la  evasión  por  el 
oro  ó  por  la  astucia.  La  pena  de  muerte  podría  suprimirse 
en  algunos  casos,  y  convendría  suprimirla  desde  luego  en 
los  que,  teniéndola  señalada  por  la  ley,  no  la  tienen  por  la 
práctica  :  no  debería  sobre  todo  aplicarse  á  un  gran  número 
de  crímenes  difíciles  de  probar,  á  los  crímenes  cuya  malefi- 
cencia es  ,  por  decirlo  así ,  momentánea  y  transitoria,  á  los 
delitos  políticos  que  poco  tiempo  después  de  su  perpetración 
son  olvidados  de  todos,  con  inclusion  de  la  parte  agraviada. 
Al  enviar  la  justicia  en  este  último  caso  al  suplicio  á  los  pri- 
meros delincuentes  que  le  caen  en  las  manos  ,  se  asemeja  á 
una  lotería  en  que  los  billetes  que  pierden  son  los  que  salen 
primero. 

MUERTE  civil.  El  estado  de  un  hombre  que  por  efecto 
de  una  pena  se  halla  privado  de  los  derechos  civiles. 

La  muerte  civil  puede  ocurrir,  según  dice  la  ley,  por  ser- 
vidumbre de  pena,  como  si  uno  es  condenado  en  juicio  á 
perpetuo  trabajo  en  las  obras  públicas  ó  minas  de  metales  ; 
y  por  deportación,  como  si  es  desterrado  para  siempre  á  al- 
guna isla  ó  á  otro  lugar,  con  ocupación  de  todos  sus  bienes, 
por  delito  cometido.  El  que  así  muere  civilmente  pierde  ¡a 
honra,  la  nobleza,  la  patria  potestad,  la  tutela  ó  cúratela 
activa  ó  pasiva  que  tuviere,  el  usufructo  de  que  gozare  ,  la 
capacidad  de  ser  heredero ,  la  facultad  de  acusar  sino  es  por 
daño  que  se  le  hiciere  á  él  ó  á  sus  parientes ,  y  otros  dere- 
chos semejantes  que  antes  podia  ejercer  libremente  ;  pero 
bien  puede  hacer  testamento,  aunque  se  le  prohibía  en  las 
antiguas  leyes,  pues  por  las  de  la  Recopilación  osla  ordo- 


nado  que  el  condenado  por  delito  á  muerte  civil  ó  natura!, 
pueda  testar  como  si  no  lo  fuese  ,  disponiendo  por  sí  mismo 
ó  por  medio  de  comisario  de  lodos  aquellos  bienes  que  no 
se  le  confiscaren;  leyl,  lit.  18,  Part.  h;y  leí]  3,  tít.  18, 
lib.  10,  Nov.  Rec.  —  El  desterrado  para  siempre  ó  por  cierto 
tiempo  sin  ocupación  de  bienes  ,  que  se  llama  relegado ,  no 
se  entiende  muerto  civilmente ,  y  por  consiguiente  no  pierde 
los  derechos  civiles  ;  ley  3 ,  lit.  18 ,  Pari.  k.  El  banido  ó  en- 
cartado ,  que  es  el  que  emplazado  y  acusado  por  algún  de- 
lito no  quiere  venir  ni  responder  á  los  plazos  de  los  llama- 
mientos, y  por  esta  razón  le  manda  el  juez  pregonar  para 
que  no  entre  en  el  pueblo  de  su  morada  ó  de  su  naturaleza, 
mandando  á  veces  tomarle  el  todo  ó  parte  de  sus  bienes  se- 
gún la  calidad  del  delito ,  se  tiene  por  deportado  y  muere 
por  tanto  civilmente  en  el  caso  de  que  se  le  destierre  para 
siempre  y  se  le  ocupen  los  bienes;  mas  si  por  el  contrario 
solo  se  le  impone  destierro  temporal  sin  ocupación  de  bie- 
nes ,  se  cuenta  entre  los  desterrados  ó  relegados  y  no  in- 
curre en  muerte  civil;  ley  í  ,  lit.  18,  Part.  U. 

Mas  ya  no  tiene  lugar  la  muerte  civil  desde  que  quedó 
abolida  la  perpetuidad  de  las  penas  por  la  pragmática  de  12 
de  marzo  de  1771 ,  en  la  cual  se  dispone  que  para  evitar  el 
total  aburrimiento  y  desesperación  de  los  que  se  vieren  su- 
jetos al  interminable  sufrimiento  de  los  trabajos  perpetuos, 
no  puedan  los  tribunales  destinar  á  reclusión  perpetua  ni 
por  mas  tiempo  que  el  de  diez  años  en  los  arsenales  y  pre- 
sidios á  reo  alguno  ,  sino  que  á  los  mas  agravados  ,  y  de 
cuya  salida  se  recela  algún  grave  inconveniente,  se  les  pue- 
da añadir  la  calidad  de  que  no  salgan  sin  licencia;  y  según 
fueren  los  informes  de  su  conducta  por  el  tiempo  espreso  de 
su  condena ,  el  tribunal  superior  por  quien  fuere  dada  ô 
consultada  la  sentencia  puede  después  con  audiencia  fiscal 
proveer  su  soltura;  ley  7,  tít.  Ü0,  lib.  i%  Nov.  Rec. 

MUERTE  simultánea.  La  muerte  de  dos  ó  mas  perso- 
nas ocurrida  á  un  mismo  tiempo.  Cuando  muchas  personas 
mueren  en  un  mismo  acontecimiento ,  sin  poderse  averiguar 
quién  murió  primero  ,  la  presunción  de  supervivencia  debe 
determinarse  por  las  circunstancias  del  hecho,  y  en  su  de- 
fecto por  la  fuerza  del  seso  ó  de  la  edad.  En  un  naufragio, 
por  ejemplo  ,  los  que  sabían  nadar  es  probable  sobrevivie- 
sen á  los  que  no  sabian  ;  y  en  el  incendio  de  una  casa  que 
principió  por  el  primer  piso,  es  natural  que  los  que  estaban 
en  este  pereciesen  antes  que  los  que  se  hallaban  en  los  mas 
altos.  Mas  en  los  casos  en  que  faltan  absolutamente  circuns- 
tancias que  nos  guien  para  formar  nueslros  cálculos ,  tene- 
mos que  recurrir  á  presunciones  fundadas  en  la  edad  y  en  la 
fuerza.  Según  ellas  dispone  la  ley,  que  si  marido  y  mujer 
murieren  juntos  en  naufragio  ,  ruina  ó  incendio  de  casa  ó 
nave,  se  entiende  que  la  mujer,  como  mas  flaca,  murió  prime- 
ro ;  —  que  si  padre  é  hijo  mayor  de  catorce  años  muriesen 
en  lid,  naufragio  ú  otro  tal  modo,  se  entiende  muerto  antes 
el  padre  ;  y  lo  mismo  la  madre  en  igual  caso  de  morir  con 
su  hijo,  y  de  ignorarse  cuál  murió  primero;  —  pero  que 
siendo  el  hijo  menor  de  catorce  años,  debe  sospecharse  que 
fué  muerto  antes  por  razón  de  su  mayor  flaqueza  ;  ley  12 , 
tít.  33 ,  Part.  7. 

Nada  mas  dicen  nuestras  leyes  sobre  este  punto.  El  có- 
digo francés  se  esplica  con  mas  ostensión  en  sus  arts.  720 , 
721  y  722;  y  no  creo  fuera  de  propósito  mencionar  aquí 
sus  declaraciones.  Según  él,  si  los  que  murieron  juntos  te- 
nían menos  de  quince  años,  se  presume  haber  sobrevivido 
el  de  mayor  edad ,  porque  hallándose  todos  ellos  en  la  época 
en  que  crecen  las  fuerzas  físicas,  es  natural  que  el  mas  ade- 
lantado en  edad  sea  tenido  por  el  mas  fuerte.  Si  todos  pasa- 
ban de  sesenta  culos,  se  presume  haber  sobrevivido  el  de 
menos  edad,  porque  hallándose  todos  en  la  época  en  que  las 
fuerzas  se  disminuyen  ,  el  de  mas  edad  debe  considerarse 
mas  débii. Silos  unos  tenían  menos  de  quince  años,  y  los  otros 
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mas  de  sesenta,  se  entiende  que  sobrevivieron  los  primeros, 
porque  hallándose  todos  en  una  edad  de  flaqueza ,  es  pre- 
ciso buscar  entonces  el  orden  natural, según  el  cual  se  supo- 
ne que  el  mas  joven  vivió  mas  tiempo.  Si  los  que  fallecieron 
juntamente  tenían  mas  de  quince  años  y  menos  de  sesenta, 
se  presume  haber  sobrevivido  el  varón  siempre  que  hay- 
igualdad  en  la  edad  ó  que  la  diferencia  no  pasa  de  un  año, 
mas  si  eran  del  mismo  sexo  ,  se  entiende  haber  sobrevivido 
el  mas  joven;  porque  hallándose  todos  en  una  época  inter- 
media en  que  la  diferencia  de  los  años  no  produce  una  gran 
diferencia  de  fuerzas ,  parece  muy  justo  conformarse  enton- 
ces con  el  orden  ordinario  déla  naturaleza ,  estableciendo 
no  obstante  la  presunción  á  favor  del  sexo  mas  fuerte  en  el 
caso  de  no  pasar  de  un  año  la  diferencia  de  edad. 

MUESTRA.  La  lista  pequeña  de  cualquiera  tela  ,  ó  la 
porción  corta  de  alguna  mercancía  ,  que  se  da  para  recono- 
cer su  calidad;  y  el  diseño  ó  modelo  de  alguna  cosa  para 
dar  á  entender  lo  que  ha  de  ser  y  las  calidades  que  debe  de 
tener.  En  el  comercio ,  cuando  la  venta  se  hubiere  hecho 
sobre  muestras ,  ó  determinando  una  calidad  conocida  en 
los  usos  del  comercio ,  no  puede  el  comprador  rehusar  el 
recibo  de  los  géneros  contratados,  siempre  que  sean  confor- 
mes á  las  mismas  muestras ,  ó  á  la  calidad  prefijada  en  el 
contrato.  En  caso  de  resistirse  á  recibirlos  por  falta  de  esta 
conformidad ,  se  reconocen  los  géneros  por  peritos,  quienes 
atendidos  los  términos  del  contrato  y  confrontándolos  con 
las  muestras ,  si  se  hubieren  tenido  á  la  vista  para  su  cele- 
bración, califican  si  los  géneros  son  ó  no  de  recibo.  En  el 
primer  caso  se  declara  consumada  la  venta  quedando  desde 
luego  los  géneros  por  cuenta  del  comprador,  y  en  el  segun- 
do se  rescinde  el  contrato,  sin  perjuicio  de  las  indemniza- 
ciones á  que  tenga  derecho  el  comprador  por  los  pactos  es- 
peciales que  hubiere  hecho  con  el  vendedor  ó  por  disposición 
de  la  ley.  Art.  362,  cód.  de  com. 

MUJER.  Esta  voz  abraza  en  general  las  solteras ,  las 
casadas  y  las  viudas.  Bajo  el  nombre  de  mujer,  dice  la  ley, 
se  entienden  todas  desde  la  soliera  mayor  de  doce  años;  y 
bajo  la  palabra  hombre  se  comprende  también  comunmente 
la  mujer  ;  ley  6,  tít.  33,  Part.  7.  Enuntiatio  sermonis  in  sexu 
masculino  fœminas  etiam  comprehendit ,  nisi  justa  inlerpre- 
talio  aliud  suadeat. 

I.  Así  es  que  las  prohibiciones  y  penas  asignadas  en  las 
leyes  al  hombre ,  alcanzan  igualmente  á  la  mujer,  y  esta 
tiene  las  mismas  obligaciones  y  derechos  que  aquel ,  es- 
cepto  en  aquellas  cosas  en  que  se  hallare  escluida  ;  ley  6 
cit.  Mas  aunque  la  mujer  se  comprenda  ambien  bajo  la 
palabra  hombre,  es  cierto  que  la  diferencia  del  sexo  hace 
diferente  la  condición  del  hombre  y  de  la  mujer  en  mu- 
chos artículos  del  derecho.  La  mujer  es  nubil  antes  que 
el  hombre  y  capaz  antes  que  él  de  otorgar  testamento  y  de 
otros  actos  civiles;  pues  lo  es  á  doce  años  cumplidos,  al 
paso  que  el  varón  no  lo  es  sino  á  los  catorce  :  también 
puede  casarse  sin  licencia  paterna  en  cumpliendo  veinte  y 
tres  años,  mientras  que  aquel  no  puede  hacerlo  sino  siendo 
mayor  de  veinte  y  cinco;  ley  6,  tít.  1,  Parí,  H,  ley  13, 
tít.  1,  Part.  6,  ley  18,  tít.  2,  lib.  10,  Nov.  liec.  ;  porque  se- 
gún dicen  los  comentadores,  así  como  el  cuerpo  de  la  mujer 
se  desenvuelve  y  llega  á  su  perfección  antes  que  el  del  hom- 
bre, del  mismo  modo  adquiere  su  espíritu  la  prudencia  ne- 
cesaria à  su  sexo  antes  que  el  hombre  adquiera  la  que  exige 
el  suyo. 

II.  La  mujer  es  de  un  temperamento  menos  fuerte  y  só- 
lido que  el  hombre ,  mas  frágil  y  pundonorosa  ;  y  por  eso 
su  condición  es  menos  ventajosa  en  muchas  cosas,  y  menos 
onerosa  en  otras.  No  se  la  castiga  con  tanto  rigor,  ni  se  le 
imponen  penas  muy  dolorosas  ni  menos  las  de  trabajos  pú- 
blicos ;  y  á  veces  tiene  una  escusa  en  la  ignorancia  del  de- 
recho :  Fœminis  in  quibusdam  causis  jus  ignorare  permissmn 


est.  Véase  Ley.  —  No  puede  ser  tutora  sino  de  sus  hijos  y 
nietos  ;  —  ni  asistir  como  testigo  en  los  testamentos,  aunque 
puede  serlo  en  las  demás  cosas,  porque  los  testigos  del  tes- 
tamento representaban  entre  los  Romanos  la  asamblea  ó  junta 
del  pueblo ,  que  era  la  única  que  podia  hacer  leyes ,  cuales 
eran  los  testamentos  ;  ley  17,  tít.  16,  Part.  3,  y  ley  1,  til.  1, 
Part.  6  ;  —  ni  acusar  en  juicio  sino  sobre  delito  de  alta  trai- 
ción ó  por  daño  hecho  á  ella,  ó  á  sus  parientes  dentro  del 
cuarto  grado ,  y  demás  personas  con  quienes  está  ligada  ; 
ley  2,  tít.  1,  Pdrl.  7;  —  ni  ser  procuradora  judicial ,  ni  de- 
mandar en  juicio  por  otras  personas  que  por  sus  parientes 
de  la  línea  recta  que  fuesen  viejos  ,  enfermos  ó  impedidos 
y  no  tuviesen  de  quien  valerse  ,  y  por  los  demás  parientes 
solo  en  causas  de  servidumbre  ó  de  apelación  de  sentencia 
de  muerte  ;  ley  5,  tít.  S,  Parí.  3  ;  —  ni  ejercer  los  oficios  y 
cargos  públicos  ó  civiles  :  fœminœ  ab  omnibus  officiis  civili- 
bus  velpublicis  remolce  sunt ,  et  ideo  neejudices  csse  possunt, 
nec  magistratum  gerere,nec  postulare,  nec  pro  alio  interve' 
ñire ,  nec  procuralores  exislere. 

III.  Tampoco  puede  salir  fiadora  por  persona  alguna ,  ni 
aun  por  sus  hijos,  ni  por  sus  padres,  ni  por  su  marido  ;  pues 
como  por  la  fianza  nada  pierde  de  presente,  se  la  podría  per- 
suadir ó  engañar  con  facilidad, y  porque,  como  dice  la  ley,  seria 
esponerla  á  concurrencia  con  los  hombres,  y  al  uso  de  cosas 
contrarias  al  recato  y  buenas  cosiumbres  que  debe  guardar. 
Así  que  será  nula  su  fianza ,  escepto  en  los  casos  siguientes  : 
—  Ie.  por  la  libertad  de  un  esclavo  :  —  2o.  por  razón  de 
dote ,  v.  gr.  en  favor  del  que  la  ofrece  á  otra  mujer  para 
que  se  case  :  —  5o.  cuando  cerciorada  de  no  poder  ni  deber 
fiar,  lo  hace  sin  embargo  renunciando  voluntaria  el  derecho 
que  la  ley  le  concede  :  —  4o.  si  habiendo  entrado  fiadora  , 
permanece  en  la  fianza  dos  años  ,  y  la  renueva  después  ó 
entrega  prenda  al  acreedor  para  la  seguridad  del  débito  :  — 
5o.  si  recibiere  precio  por  la  fianza:  —  6o.  si  se  vistiere  de 
varón  ó  hiciere  otro  engaño  para  que  la  reciban  por  fiador 
en  concepto  de  ser  hombre  :  —  7o.  cuando  sale  fiadora  por 
su  propia  utilidad  y  provecho,  como  si  fia  por  aquel  que  la 
hubiese  fiado  á  ella  :  —  8o.  cuando  entrare  por  fiadora  de 
alguno  cuyos  bienes  heredare  después;  ley  3,  tít.  12,  Part.  5; 
pero  nunca  puede  ser  fiadora,  ni  aun  renunciando  su  dere- 
cho, por  su  marido  ni  con  él  ;  ley  61  de  Toro ,  ó  ley  3,  tít.  10, 
lib.  10,  Nov.  Rec.  Por  las  c3cepciones  se  echa  de  ver  que  el 
no  poder  ser  fiadora  la  mujer  no  es  precisamente  una  falta 
de  facultad  ,  sino  un  derecho  ó  privilegio  que  goza  de  no 
quedar  comprometida  por  la  fianza  mas  que  en  ciertos  ca- 
sos, puesto  que  puede  renunciarlo  siempre  que  quiera,  con 
tal  que  lo  haga  con  todo  conocimiento. 

IV.  La  mujer  mayor  de  veinte  y  cinco  años,  que  no  está 
casada  ni  bajo  la  patria  potestad  ,  y  tiene  la  libre  adminis- 
tración de  sus  bienes,  puede  obligarse  como  principal ,  del 
mismo  modo  que  cualquier  hombre,  sin  licencia  de  nadie  ; 
y  por  consiguiente  puede  comprar,  vender,  permutar,  ce- 
der, transigir,  donar,  tomar  y  dar  prestado,  comparecer  en; 
juicio  ,  y  hacer  otros  contratos,  como  igualmente  obligarse' 
por  su  acreedor  ó  consentir  en  ser  reconvenida  por  lo  que 
este  debe;  pero  aunque  se  la  puede  compeler  judicialmente 
á  observar  los  contratos  que  hubiere  hecho,  precediéndose 
en  caso  necesario  contra  sus  bienes  ,  no  ha  de  obrarse  nunca 
contra  su  persona,  ni  se  la  ha  de  poner  presa,  sino  por 
deuda  que  provenga  de  delito  ó  cuasi  delito;  bajo  el  su- 
puesto que  no  puede  la  mujer  renunciar  este  privilegio. 
Ley  62  de  Toro,  ó  ley  k,  lit.  H,  lib.  10,  Nov.  Rec. 

Y.  La  pena  de  muerte  que  se  hubiere  impuesto  á  una 
mujer  embarazada  ,  no  puede  ejecutarse  hasta  después  del 
parto  ;  bajo  el  supuesto  de  que  debe  ser  condenado  como 
homicida  el  que  contraviniere  á  esta  disposición  ;  ley  (¡nal, 
tít.  31,  Parí.  7.  Se  tiene  ademas  por  muy  conforme  á  razón 
y  al  espíritu  de  la  ley  que  se  practique  lo  mismo  cuando 
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haya  de  sufrir  la  mujer  embarazada  otra  pena  corporal  y 
aflictiva,  de  que  podria  seguirse  su  muerte;  y  aun  deberá 
dilatarse  la  ejecución  de  ella  hasta  que  convalezca  de  su 
parto,  porque  con  su  debilidad  pudiera  morir  y  ser  mayor 
su  castigo  que  su  delito. 

MUJER  casada.  Debe  fidelidad  y  obediencia  á  su  ma- 
rido :  fidelidad ,  por  razón  de  la  obligación  que  ha  conlraido, 
y  por  evitar  el  riesgo  de  introducir  hijos  estraños  en  la  fa- 
milia ;  y  obediencia,  porque  este  homenaje  rendido  al  poder 
protector  del  marido  es  una  consecuencia  necesaria  de  la 
sociedad  conyugal ,  que  no  podría  subsistir  si  el  uno  de  los 
esposos  no  estuviese  subordinado  al  otro. 

I.  La  mujer  tiene  también  obligación  de  habitar  en  com- 
pañía de  su  marido,  y  seguirle  al  paraje  en  que  creyere 
oportuno  fijar  su  residencia.  Mas  ¿puede  el  marido  reclamar 
el  ausilio  de  la  fuerza  pública  para  compeler  á  la  mujer  á 
cumplir  con  esta  obligación?  Habiéndose  dado  mutuamente 
los  esposos  el  uno  al  otro  ,  y  siendo  el  objeto  principal  del 
matrimonio  la  procreación  de  hijos,  no  existida  realmente 
el  contrato ,  si  fuese  posible  al  uno  de  los  consortes  sus- 
traerse á  la  cohabitación  común  ;  pero  ¿  de  qué  serviría 
emplear  la  fuerza  para  hacer  que  la  mujer  fuese  ó  se  man- 
tuviese en  la  casa  conyugal  ?  Nunca  se  podria  evitar  que  se 
escapase  cuando  quisiere ,  á  no  ser  (fue  se  la  tuviese  en- 
cerrada, lo  que  no  es  admisible.  No  tiene  pues  mas  medios 
el  marido  para  forzar  á  su  mujer  á  volver  al  domicilio  co- 
mún ,  que  negarle  los  alimentos  y  la  participación  de  los 
beneficios  de  la  sociedad  conyugal  ó  comunión  de  bienes. 
Véase  Divorcio. 

II.  La  mujer  que  se  casa  pierde  la  facultad  de  ejercer  por 
sí  sola  la  mayor  parte  de  sus  derechos  civiles  :  el  ínteres 
de  la  asociación  conyugal  y  la  deferencia  que  debe  á  su 
marido  la  obligan  á  no  hacer  jamas  cosa  importante  sin  su 
autorización.  No  puede  por  tanto  la  mujer  sin  licencia  del 
mando  hacer  contrato  ,  ni  separarse  del  que  tuviere  he- 
cho ,  ni  dar  por  libre  á  nadie  de  él  ;  ni  hacer  cuasi  con- 
trato, ni  estar  en  juicio  (slare  in  judicio)  demandando 
ni  defendiendo  por  sí  ó  por  procurador;  ni  repudiar  he- 
rencia por  testamento  ó  ab  intestato  ,  pero  sí  aceptarla 
con  beneficio  de  inventarío  y  no  de  otro  modo;  leyes  50 
y  55  de  Toro,  que  son  las  leyes  11,  lit.  1,  y  10,  til.  20,  lib.  10, 
Nov.  Rec.  El  marido  puede  dar  licencia  general  á  su  mujer 
para  contraer  y  hacer  todo  lo  que  no  podria  sin  ella;  y 
así  vale  cuanto  hiciere,  y  puede  asimismo  el  marido  ra- 
tificar general  ó  especialmente  lo  hecho  por  su  mujer'sinsu 
permiso;  ley  58  de  Toro,  ó  ley  lk,  til.  1,  lib.  10,  Nov.  Rec. 
El  juez  con  conocimiento  de  causa  legítima  ó  necesaria  debe 
compeler  al  marido  que  dé  licencia  á  su  mujer  para  todo  lo 
que  no  podria  hacer  sin  ella;  y  si  no  la  diere ,  puede  el  juez 
darla  :  en  el  caso  de  que  el  marido  se  halle  en  estado  de 
demencia ,  ó  de  que  estando  ausente  no  se  espere  su  próxi- 
ma venida ,  ó  corra  peligro  en  la  tardanza  ,  puede  el  juez 
con  conocimiento  de  causa  necesaria  ó  útil  á  la  mujer  darle 
la  licencia  que  él  le  habia  de  dar,  y  lo  hecho  con  esta  li- 
cencia queda  tan  válido  ,  como  si  el  marido  la  hubiera  dado  ; 
leyes  lo  y  lo,  til.  1 ,  lib.  10,  Nov.  Rec,  que  son  las  58  y  59 
de  Toro.  Mas  no  necesita  la  mujer  la  espresada  licencia  para 
usar  contra  su  marido.de  sus  acciones  civiles  y  criminales; 
—  ni  para  defenderse  en  materia  criminal ,  pues  como  la 
negativa  del  marido  no  puede  detener  la  vindicta  pública  , 
es  preciso  que  la  mujer  tenga  derecho  de  rechazar  la  acu- 
sación que  se  entabla  contra  ella  ;  —  ni  tampoco  para  hacer 
testamento ,  el  cual  no  ha  de  tener  efecto  sino  después  de 
su  muerte  cuando  ya  no  existirá  la  potestad  del  marido. 

III.  Si  la  mujer  casada  es  menor  de  veinte  y  cinco  años  , 
y  concurre  á  algún  contrato  en  que  haya  de  hipotecar,  ceder 
ó  enajenar  sus  bienes  ,  debe  el  marido  pedir  al  juez  que  le 
nombre  curador  para  que  intervenga  en  la  celebración  de 


aquel;  pues  la  emancipación  que  adquiere  por  el  matrimo- 
nio solo  sirve  para  que  su  padre  no  tenga  poder  sobre  ella 
ni  vuelva  á  tenerle  después  que  enviude ,  mas  no  para  que 
sea  reputada  mayor  y  capaz  de  gobernarse. 

IV.  La  mujer  casada  no  queda  obligada  en  su  persona  ni 
en  sus  bienes  por  fianza  que  hiciere  el  marido;  ni  puedo 
obligarse  como  fiadora  de  este  aun  cuando  se  diga  que  la 
deuda  se  convirtió  en  beneficio  de  ella.  Si  se  obliga  de  man- 
común con  su  marido  en  algún  contrato ,  á  nada  queda  obli- 
gada, sino  es  que  se  pruebe  haberse  convertido  la  deuda  en 
su  provecho  ,  en  cuyo  caso  ha  de  pagar  á  prorata  del  que 
se  le  siguió,  no  consistiendo  este  en  las  cosas  que  el  ma- 
rido tiene  obligación  de  darle,  como  el  vestido,  comida  y 
domas  necesario  ,  escepto  que  la  tal  fianza  y  obligación  de 
mancomún  sea  por  pechos  ó  derechos  reales  ;ley  61  de  Toro, 
ó  ley  3,  til.  lt,  lib.  10,  Nov.  Rec. 

V.  La  mujer  casada  que  sea  mayor  de  veinte  años  puedo 
ejercer  el  comercio ,  teniendo  para  ello  autorización  espresa 
de  su  marido,  dada  en  escritura  pública,  ó  bien  estando  sepa- 
rada legítimamente  de  su  cohabitación  (1).  En  el  primer  caso 
están  obligados  á  las  resultas  del  tráfico  los  bienes  dotales 
de  la  mercadera,  y  todos  los  derechos  que  ambos  cónyuges 
tengan  en  la  comunidad  social;  y  en  el  segundo  lo  están 
solamente  los  bienes  de  que  la  mujer  tuviese  la  propiedad , 
usufructo  y  administración  cuando  se  dedicó  al  comercio,  los 
dotales  que  se  le  restituyan  por  sentencia  legal,  y  los  que 
adquiera  posteriormente.  La  mujer  comerciante  puede  hi- 
potecar los  bienes  inmuebles  de  su  pertenencia  para  la  se- 
guridad de  las  obligaciones  que  contraiga  como  tal;  pero 
no  los  inmuebles  propios  del  marido,  ni  los  que  pertenezcan 
en  común  á  ambos  cónyuges  ,  si  en  la  escritura  de  autori- 
zación no  se  le  dio  espresamente  esta  facultad.  Arts.  5,  6y 
7,  cód.  de  com.  —  Véase  Adulterio,  Bienes  dotales ,  Bienes 
cxlradolales,  Bienes  gananciales ,  Donación  entre  cónyuges, 
Divorcio,  Lenocinio,  Marido,  Madre,  Matrimonio. 

MUJER  pública.  La  que  hace  tráfico  de  sí  misma  entre- 
gándose vilmente  al  vicio  de  la  sensualidad  por  interés. 
Toda  mujer  pública  debe  prenderse  donde  quiera  que  so 
halle ,  bien  en  los  paseos  públicos  causando  nota ,  bien  en  tas 
calles  y  plazas,  bien  en  su  posada,  y  encerrarse  en  la  casa 
de  galera  ó  reclusión  por  el  tiempo  que  parezc&.conveniente; 
leyes  7  y  S  y  su  nota,  lit.  26  ,  lib.  12  ,  Nov.  Rec.  Esto  es  lo 
que  está  dispuesto  por  las  leyes ,  pero  no  se  observa  con 
rigor,  ya  porque  estas  mujeres  no  carecen  de  protectores , 
ya  porque  se  disimula  en  cierto  modo  la  prostitución  por 
evitar  otros  males.  Vemos  no  obstante  que  cuando  alguna 
causa  escándalo  ,  ó  tiene  pervertido  algún  hijo  de  familia 
ú  hombre  casado ,  se  la  destierra  del  pueblo  ,  ó  se  la  pone 
en  reclusión  ,  especialmente  si  se  da  queja  contra  ella  ,  ó  si 
desprecia  las  amonestaciones  que  se  le  hubieren  hecho. 
Véase  Escándalo.  —  Aunque  la  mujer  pública  salga  emba- 
razada ,  no  puede  quejarse  del  autor  de  su  preñez ,  ni  re- 
convenirle por  ninguna  indemnización  :  Scienti  et  volenli 
nulla  fit  injuria.  Véase  Prostitución ,  Lenocinio,  Burdel, 
Paga  por  causa  torpe. 

MULTA.  La  pena  pecuniaria  que  se  impone  por  alguna 
falta  ,  esceso  ó  delito.  La  exacción  de  multas  tanto  en  las 
causas  civiles  como  en  las  criminales  ha  de  hacerse  ejecu- 
tivamente, y  no  se  puede  admitir  sobre  ellas  recurso  alguno 
sin  que  antes  se  verifique  el  pago  en  la  tesorería  ó  recepto- 
ría ;  y  el  tal  recurso  que  se  haya  admitido  se  ha  de  terminar 
dentro  de  sesenta  días;  ley  15  ,  lit.  h\  ,  lib.  12  ,  Nov.  Rec. 
Está  prohibido  à  los  jueces  eclesiásticos  y  curas  párrocos  el 
■  — ^~~~~"  I 

(1)  La  doctrina  de  este  g  es  del  código  mercantil  de  España; 
pero  entre  los  Mejicanos  véase  la  Cur.  Filíp.,  n.  26,  lib.  1,  com. 
terr.,  cap.  i  ;  y  son  conducentes  las  leyes  \\ ,  12,  15  y  14,  tít.  1, 
lib.  10,  Nov.  Rec. 


mo 


M€ 


imponer  ó  exigir  multas ,  pues  esto  solo  corresponde  á  las 
autoridades  seculares  ;  ley  10  ,  lit.  8,  lib.  1  ,  Nov.  Ilcc.  — 
Las  multas  establecidas  por  nuestras  antiguas  leyes  se  han 
reducido  á  extraordinarias  ó  arbitrarias  pot  necesidad,  á 
causa  de  que  habiendo  bajado  tanto  desde  entonces  el  valor 
del  dinero ,  serian  inútiles  y  despreciables  si  se  observaran 
según  la  tasa  (1).  Véase  Maravedí. 

La  multa  tiene  la  triple  ventaja  de  ser  susceptible  de 
graduación ,  de  llenar  el  objeto  de  la  pena  y  de  servir  de 
indemnización  ;  pero  la  misma  multa  nominal  no  es  la  misma 
mulla  real;  la  misma  multa  será  un  juego  para  el  rico,  y  un 
acto  de  opresión  y  ruina  para  el  pobre.  A  fin  pues  de  evitar 
esta  desigualdad ,  debería  determinar  la  ley  no  la  cantidad 
absoluta  sino  la  relación  de  la  multa  con  los  bienes  del  delin- 
cuente, sin  olvidar  el  provecho  y  el  mal  del  delito  :  v.  gr. 
el  delincuente  será  multado  en  la  octava,  cuarta  ó  tercera 
parte  de  sus  bienes  ;  y  aun  para  evitar  las  dificultades  que 
ocurrirían  en  la  ejecución  de  esta  regla  ,  seria  mejor  que  la 
multa  fuese  relativa  á  la  renta  y  no  al  capital  del  delincuente, 
pudiéndose  averiguar  fácilmente  la  renta  por  las  contri- 
buciones que  pagase  (2). 

Antiguamente  se  hacia  un  grande  abuso  de  las  multas , 
imponiéndolas  imprudentemente  casi  contra  todos  los  deli- 
tos, y  aun  contra  los  homicidios  y  otros  crímenes  atroces  ; 
pero  parece  que  por  su  naturaleza  no  deben  tener  por  objeto 
sino  refrenar  los  delitos  causados  por  la  codicia  ó  sed  del 
dinero,  como  la  estorsion,  cohecho  y  venalidad  de  los  jueces 
y  otros  funcionarios  públicos,  y  también  contener  las  trans- 
gresiones de  las  leyes  y  ordenanzas  de  policía. 

-j-  En  ik  de  abril  de  1848  se  espidió  un  real  decreto  que 
contiene  6  artículos,  de  los  cuales  los  dos  primeros  son  co- 
mo siguen  : 

Art.  Io.  Se  establece  una  nueva  clase  de  papel  sellado, 
que  se  denominará  de  multas  ,  con  destino  á  recaudar  el  im- 
puesto de  este  nombre ,  el  cual  se  espenderá  en  los  puntos  y 
bajo  las  propias  reglas  que  el  ordinario.  Los  pliegos  serán 
del  precio  de  2,  U-,  8,  20,  50,  100,  500,  1,000,  8,000  y 
10,000  reales. 

Art.  2o.  Cada  pliego  se  dispondrá  de  modo  que  pueda 
cortarse  en  dos  parles  ,  una  superior  y  otra  inferior. 
En  la  primera  estampará  la  autoridad  el  origen  6  mo- 
tivo de  la  multa,  su  importe,  la  ley,  decreto  ó  instruc- 
ción en  cuya  virtud  se  imponga ,  su  fecha ,  el  nombre  del 
multado,  y  por  último  el  número  que  corresponda  á  la 
multa,  cuidando  de  observar  una  numeración  sucesiva  en 
todas  las  respectivas  á  cada  año,  y  se  entregará  después  á 
la  parte  interesada  para  su  resguardo  :  la  segunda  con 
iguales  notas  se  conservará  por  la  autoridad  como  com- 
probante y  garantía  de  su  disposición.  —  Cuando  el  impor- 
te de  la  multa  escediese  del  valor  de  cualquiera  de  los  plie- 
gos del  nuevo  sello ,  se  tomarán  los  que  sean  necesarios , 
estampándose  entonces  las  notas  en  el  de  mayor  precio,  á 
cuya  mitad  se  unirán  al  cortarle  las  respectivas  á  los  demás 
dividendos  en  igual  forma. 

MUNICIPAL.  Lo  que  loca  ó  pertenece  al  municipio  ; 
como  ley  municipal,  cargo  municipal.  Llámanse  municipales 
los  concejales  ó  individuos  de  ayuntamiento. 

MUNÍCIPE.  El  ciudadano  del  municipio  donde  natural- 
mente nació  ó  se  entiende  nacido  por  derecho.  Los  Romanos 
tomaban  esta  voz  en  sentido  mas  estrecho ,  llamando  muní- 
cipe  al  que  siendo  de  ciudad  libre  y  amiga  era  admitido  á 
los  oficios  públicos  de  la  suya,  como  si  se  dijera  partícipe 
de  cargos  ,  de  las  palabras  latinas  munus  y  capio. 

MUNICIPIO.  La  ciudad  principal  que  se  gobierna 
por  sus  propias  leyes.  Los  Romanos  denominaban  así  las 

(1)  Gutiérrez,  Discurso  sobre  los  delitos  y  penas. 

(2)  Gutiérrez,  Disc,  sobre  los  delitos  y  penas,  cap.  C,  n.  94. 


ciudades  libres  y  aliadas ,  cuyos  vecinos  podian  ob- 
tener los  privilegios  y  gozar  los  derechos  de  la  ciu- 
dad de  Roma. 

MUROS.  Las  murallas  ó  fábricas  c'ia  ciñen  ó  cierran  las 
plazas  para  su  defensa.  Los  muros  y  [  lertas  de  las  ciudades 
son  cosas  respetables  y  puestas  por  la  ley  al  abrigo  de  la 
injuria  de  los  hombres  ,  mediante  las  penas  establecidas 
contra  los  que  falten  al  respeto  que  se  les  debe.  Rómulo ,[ 
que  de  su  propia  autoridad  hizo  morir  á  su  hermano  Remo' 
por  haber  pasado  de  un  salto  en  señal  de  menosprecio  la 
primera  muralla  de  Roma  ,  estableció  en  seguida  una  ley 
particular  imponiendo  la  pena  de  muerte  á  los  que  se  atre- 
viesen á  violar  los  muros  de  las  ciudades  :  y  luego  los  juris- 
consultos estendieron  esta  ley  á  los  que  violasen  las  puertas 
de  las  mismas  :  Si  quis  violaveril  muros  .  capite  punilur, 
siculi  si  quis  íramcendet  scalis  admolis  vel  alia  qualibet  ra- 
lione  ;  nam  cives  romanos  alià  quàm  per  portas  egredi  non 
licct,  cüm  illud  hostile  et  abominandum  sit.  A  este  tenor 
dicen  nuestras  leyes  de  las  Partidas  que  los  muros  y  puertas 
de  las  ciudades  y  villas  son  cosas  santas ,  y  que  quien  los 
quebrante ,  rompiendo ,  forzando  ó  entrando  sobre  ellos  por 
escalera  ú  otro  modo,  sino  es  por  las  puertas  ,  debe  perder 
la  cabeza  ,  según  el  establecimiento  de  Rómulo  ,  señor  de 
Roma  ;  ley  15  ,  lit.  28  ,  Part.  3.  Sin  embargo  no  sé  cuál 
podria  ser  el  caso  en  que  se  impusiese  ahora  tan  es-1 
cesiva  pena  á  un  ciudadano  por  violar  ó  escalar  una 
muralla  ,  si  no  era  en  el  de  que  lo  verificase  con  ánimo 
de  facilitar  la  entrada  á  los  enemigos  (3).  —El  reparo 
de  los  muros  de  los  pueblos  se  hace  á  costa  de  sus  veci- 
nos y  de  los  que  han  costumbre  de  contribuir  para  ello  ,  y 
no  pueden  hacerse  de  nuevo  sino  con  licencia  del  gobier- 
no. Cuando  los  muros  se  hacen  para  la  defensa  de  una 
plaza  ,  no  debe  costear  sus  gastos  sino  el  Estado  ;  ley  20 , 
lit.  32  ,  Part.  3. 

MUTILACIÓN.  La  cortadura  ó  separación  de  alguna 
parte  del  cuerpo  humano.  Puede  considerarse  como  delito, 
ó  como  pena.  Considerándola  como  delito ,  parece  que  nues- 
tras leyes  no  hablan  de  ella  en  general  sino  solo  de  una  >!o 
sus  especies,  esto  es,  de  la  castración.  El  que  castre  ó 
mande  castrar,  dice  la  ley  13,  tít.  8,  Part.  7,  á  hombre 
libre  ó  siervo,  habrá  la  misma  pena  que  si  lo  matase; 
pero  el  que  hiciere  castrar  á  su  siervo  ,  debe  perderlo  para 
el' fisco  sin  otra  pena,  y  el  médico  ó  cirujano  que  lo 
castre  habrá  la  de  homicida  :  bajo  el  supuesto  de  que  r:o 
se  hace  esta  operación  por  via  de  medicina.  Por  olra 
ley  se  impone  la  pena  de  ocho  años  de  servicio  militar 
al  curandero  que  castre  á  un  niño  por  curarle  la  quebra- 
dura; circ.  de  24  de  enero  de  1783.  ¿Qué  se  dirá  de  las 
demás  especies  de  mutilación,  v.  gr.  del  corte  de  un 
zo,  de  una  pierna,  de  una  oreja,  de  la  nariz  ,  etc.'í  Estás 
especies  habrán  de  referirse  á  las  heridas  y  conatos  ó 
tentativas  de  homicidio  según  los  casos.  Véase  Herida  y 
Homicidio. 

La  mutilación  considerada  como  pena  se  impone  en  al- 
gunas de  nuestras  leyes,  como  por  ejemplo  la  cortadura 
de  la  mano  ó  de  la  lengua;  pero  la  suavidad  de  nue 
costumbres  ha  desterrado  ya  de  la  práctica  tan  pernicioso 
y  bárbaro  castigo.  ¿Qué  se  haria  de  un  delincuente  de- 
de  haberle  estropeado  privándole  de  un  miembro  que  lo 
servia  para  el  trabajo,  ó  cuya  falta  le  convertiría  en  o! 
del  desprecio  universal?  Si  el  Estado  le  mantenía,  la  pena 
era  muy  dispendiosa  y  gravosa  á  la  sociedad;  y  si  le  aban- 
donaba, le  condenaba  sin  remedio  á  la  desesperación  y  á  la 
muerte.  Ademas  esta  pena  tiene  los  gravísimos  inconve- 
nientes de  ser  irreparable,  y  de  confundirse  con  accide 
naturales;  porque  ninguna  diferencia  aparente  hay  entre 

13}  Véase  la  nota  al  art.  Cosas  santas,  pág.  520. 
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aquel  á  quien  se  ha  cortado  un  brazo  por  un  delito ,  y  aquel 
que  lo  ha  perdido  en  servicio  de  la  patria  (1). 

MUTUANTE.  El  que  presta  à  otro  una  cosa  fungible, 
con  la  condición  de  que  se  le  restituya  otro  tanto  de  la 
misma  especie  y  calidad.  El  mutuante  ó  prestador  que  no 
advierte  al  mutuatario  los  defectos  ó  vicios  de  la  cosa  pres- 
tada, queda  responsable  de  los  perjuicios  que  por  tal  razón 
se  siguieren  á  este;  con  tal  empero  que  tuviese  conocimiento 
de  ellos,  pues  como  este  contrato  es  puramente  gratuito, 
no  se  le  puede  obligar  á  responder  sino  de  su  falla  ó  de  su 
dolo.  El  mutuante  no  puede  pedir  las  cosas  prestadas  antes 
que  llegue  el  plazo  convenido;  y  si  no  se  hubiese  fijado  tér- 
mino para  la  restitución  ,  puede  ya  demandarlas  á  los  diez 
dias después  del  contrato,  ley  2,  tít.  1,  Part.  h\  mas  habién- 
dose acordado  que  eVmutuatario  las  volviese  cuando  pudiere 
ó  tuviere  los  medios  para  ello ,  parece  natural  que  esté  en 
arbitrio  del  juez  fijar  el  término  del  pago  con  arreglo  á  las 
circunstancias.  Véase  Mutuatario  y  Mutuo. 

MUTUATARIO.  El  que  toma  prestada  de  otro  una  cosa 
fungible,  con  el  cargo  de  restituirle  otro  tanto  de  la  misma 
especie  y  calidad.  El  mutuatario  hace  suya  la  cosa  prestada, 
puede  disponer  de  ella  á  su  arbitrio  ,  y  debe  volver  otra 
semejante  en  el  dia  y  lugar  que  estipule  con  el  prestador; 
leyes  1  y  2,  tít.  1,  Part.  b.  Si  no  puede  volverla  tan  buena 
como  la  prestada  ó  en  el  dia  y  lugar  convenidos ,  ha  de  dar 
la  estimación  justa  que  tenia  cuando  debió  volverla  ;  y  si 
nada  se  pactó  sobre  el  lugar  y  tiempo  ,  cumple  con  volverla 
según  el  precio  que  tenga  en  el  dia  y  paraje  en  que  se  le 
demanda.  Si  se  apreció  la  cosa  al  tiempo  del  préstamo, 
debe  volverla  según  el  valor  que  se  le  dio  entonces  ,  aunque 
al  tiempo  de  su  restitución  valga  mas  cara  ó  mas  barata  : 
si  no  se  apreció  al  tiempo  y  en  el  lugar  en  que  se  le  prestó , 
ha  de  entregarla  por  la  estimación  que  tenga  en  el  tiempo 
y  lugar  en  que  debe  restituirla  ;  y  si  no  se  apreció  ni  se 
trató  acerca  del  dia  ni  lugar  de  su  restitución  ,  solo  tiene 
obligación  de  volverla  según  el  valor  que  se  le  diere  en  el 
tiempo  y  lugar  en  que  se  le  pida  ;  ley  8 ,  tít.  1 ,  Part.  5.  De 
todos  modos  en  caso  de  morosidad  debe  pagar  ademas  la 
pena  que  se  hubiere  estipulado  ;  y  no  habiéndola ,  los  per- 
juicios causados  al  mutuante  :  ley  10,  tít.  1,  Parí.  b.  Véase 
Mutuo  y  Contrato  literal. 

MUTUO.  Un  contrato  real  por  el  que  una  de  las  partes 
entrega  á  la  otra  cierta  cantidad  de  cosas  fungibles  ,  con  el 
cargo  de  que  se  le  restituya  otro  tanto  de  la  misma  especie 
y  calidad  ;  ley  1  ,  tít.  1 ,  Part,  b  ,  y  ley  1  ,  tít.  16  ,  Ub.  o  , 
Fuero  Real.  Llámase  mutuo  de  mió  luyo ,  porque  lo  que  es 
mío  se  hace  luyo  mediante  este  contrato  :  Appellala  est  au- 
tcm  hœc  mului  datio ,  ab  eo  quod  de  meo  tuum  fit;  et  ideo 
si  non  fíat  tuum,  non  nascitur  obligalio.T)íceae  real,  porque 
este  contrato  no  puede  formarse  sino  por  la  tradición  ó 
entrega ,  respecto  de  que  la  obligación  de  volver  la  cosa  , 
que  es  la  obligación  principal  del  mutuo  y  la  que  constituye 
su  esencia ,  no  puede  nacer  antes  que  la  cosa  haya  sido 
recibida.  No  es  esto  decir  que  sea  nula  la  convención  en  que 
yo  me  haya  obligado  á  prestarte  ó  darte  en  mutuo  una  cosa  : 
tú  tendrías  acción  en  tal  caso  para  obligarme  á  entregarle 
la  cosa  prometida;  mas  el  mutuo  no  quedaría  formado  sino 
después  de  la  tradición.  Dicese  de  cosus  fungibles,  esto  es , 
de  cosas  que  se  representan  las  unas  por  las  otras ,  ó  que  se 
consumen  por  el  uso,  como  el  trigo,  vino  ,  aceite,  dinero. 
—  El  que  da  en  mutuo  se  llama  mutuante;  y  el  que  recibe , 
mutuatario.  Por  virtud  de  este  contrato  el  dominio  déla  cosa 
prestada  pasa  al  mutuatario  luego  que  se  hace  la  entrega  , 
pues  de  otro  modo  no  tendría  este  el  derecho  de  servirse 
de  ella,  respecto  de  que  no  puede  usarla  sin  consumirla,  y 
asi  es  que  si  la  cosa  perece ,  de  cualquiera  manera  que  esto 

(1)  Véase  á  Gutiérrez,  Discurso  sobre  los  delitos  y  penas, 
)is.  44  y  45. 


suceda ,  perece  para  el  mutuatario ,  res  domino  suo  perit. 
Leyes  1 ,  2  y  10 ,  tít.  1  ,  Parí.  5. 

No  pueden  darse  á  título  de  mutuo  aquellas  cosas  que , 
aunque  sean  de  la  misma  especie,  se  diferencian  no  obstante 
en  el  indi-viduo ,  como  los  animales,  pues  entonces  seria 
comodato.  Si  me  has  prestado  un  caballo,  por  ejemplo,  no 
quedaré  yo  libre  volviéndote  un  animal  de  la  misma  especie, 
sino  que  será  preciso  que  te  restituya  el  mismo  caballo , 
puesto  que  no  es  una  cosa  fungible.  Mas  es  de  observar 
que  los  animales  se  convierten  en  cosas  fungibles  cuando 
se  destinan  á  la  matanza,  y  pueden  por  tanto  ser  objeto  del 
mutuo.  Así  es  que  un  cortador  puede  tomar  prestado  de  otro 
cortador  un  carnero  que  quiere  matar  para  el  abasto  del 
común ,  con  el  cargo  de  restituir  al  prestador  ó  mutuante 
otro  carnero  de  la  misma  calidad. 

La  obligación  que  resulta  de  un  mutuo  ó  préstamo  de  di- 
nero se  reduce  siempre  á  volver  la  suma  ó  cantidad  numé- 
rica espresada  en  el  contrato.  Si  después  las  monedas  tienen 
algún  aumento  ó  diminución  por  disposición  del  gobierno 
antes  de  la  época  del  pago,  el  mutuatario  debe  restituir  la 
suma  numérica  que  recibió,  y  no  debe  restituir  sino  esta 
suma  en  las  monedas  corrientes  al  tiempo  de  la  paga,  á  no 
ser  que  otra  cosa  se  hubiese  estipulado.  Si  me  prestaste, 
por  ejemplo,  veinte  monedas  de  plata  de  veinte  reales  ve- 
llón, que  forman  cuatrocientos  reales,  y  posteriormente 
una  ley  aumenta  el  valor  de  estas  piezas  á  veinte  y  un  rea- 
les, no  estaré  yo  obligado  á  volverte  veinte  monedas  ó  du- 
ros como  tú  me  los  habias  prestado,  sino  solamente  una 
suma  de  cuatrocientos  reales,  porque  no  son  las  piezas  de 
moneda  las  que  hacen  la  materia  del  mutuo,  sino  solo  el 
valor  que  representan  :  In  pecunia  non  corpora  quis  cogi- 
tât ,  sed  quantitatern.  No  tiene  lugar  esta  regla ,  si  el  mutuo 
se  hizo  en  barras,  porque  el  contrato  recae  entonces  sobre 
la  materia  misma,  y  no  sobre  un  valor  de  convención,  como 
en  la  moneda.  Si  son  pues  barras  ú  otras  mercancías  las  que 
se  han  dado  en  mutuo  ,  cualquiera  que  sea  la  diminución  ó 
aumento  de  su  precio  ,  debe  siempre  devolverse  la  misma 
cantidad  y  calidad'y  no  mas  ni  menos.  Leyes  18  y  19,  lit.  1, 
Ub.  10,  Nov.  Rec.  Véase  Mutuatario. 

El  mutuo  es  gratuito  por  su  naturaleza  ;  pero  bien  puede 
el  mutuante  exigir  algún  interés  compensatorio  por  razón 
del  daño  emergente  ó  por  la  del  lucro  cesante  ó  naciente  ; 
pues  no  es  justo  que  nadie  sufra  pérdidas  ó  se  prive  de  ga- 
nancias por  prestar  á  otro  sus  cosas.  Véase  ínteres  del  dinero. 

Quien  tiene  facultad  para  contratar  puede  dar  y  recibir 
prestado  ,  sea  por  sí ,  ó  en  nombre  y  como  mandatario  de 
otro.  —  A  las  iglesias,  concejos,  comunidades  y  menores  se 
puede  prestar  ;  ley  3  ,  lit.  1 ,  Part,  b  ;  pero  para  recobrar 
de  ellos  el  préstamo  es  necesario  probar  que  se  convirtió  en 
utilidad  suya  ;  y  asi  para  que  el  prestador  quede  asegurado 
está  en  práctica  el  que  preceda  prueba  de  la  utilidad  y  ob- 
tención de  licencia  judicial  antes  de  hacerse  el  préstamo.— 
No  se  puede  prestar  á  ninguna  persona  con  el  pacto  de 
pagar  cuando  se  case  ó  herede  ó  suceda  en  algún  mayoraz- 
go, ley  17,  tít.  1 ,  Ub.  10,  Nov.  Rec.  ;  ni  tampoco  á  los  hijos 
de  familia  sin  consentimiento  del  padre  en  cuyo  poder  es- 
tán ;  de  modo  que  en  tales  casos  nadie  está  obligado  à  pagar 
la  deuda ,  ni  aun  los  fiadores  si  los  hay  ;  leyes  ky&,  tít.  1 , 
Part,  b,  y  sws  glosas,  y  ley  17,  lit.  I,  Ub.  10,  Nov.  Rec. 
Debe  no  obstante  tenerse  aquí  presente  lo  dicho  sobre  esto 
punto  en  el  artículo  Hijo  de  familia.  —Ningún  comerciante, 
mercader  ni  otra  persona  puede  dar  á  préstamo  cantidnd 
alguna  en  mercaderías  de  cualquier  especie,  ni  los  escriba- 
nos otorgar  escritura  sobre  tales  contratos,  pena  de  suspen- 
sion de  oficio  por  dos  años  y  de  perdimiento  de  la  cantidad 
así  dada  para  el  fisco,  juez  y  denunciador;  bastando  ia 
prueba  privilegiada  de  derecho  que  es  competente  en  lodo 
contrato  usurario.  Los  jueces  ordinarios  que  conocieren  do 
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esto  deben  tener  particular  atención  á  que  si  la  persona  que 
tomase  á  préstamo  mercaderías  solas  ó  juntas  con  dinero, 
acostumbrase  ejecutar  tales  contratos  malversando  sus  bie- 
nes y  patrimonio,  con  la  justificación  debida  se  le  ponga 
intervención  para  evitar  su  desarreglo  ;  ley  5 ,  tít.  8 ,  y 
ley  24 ,  lit.  1 ,  lib.  10 ,  Nov.  Rec.Yéase  Mercader  y  Contrato 
literal. 

MUTUO  pignoraticio.  El  mutuo  que  se  hace  sobre 
prenda ,  es  decir,  el  contrato  en  que  uno  entrega  á  otro  al- 
guna cosa  fungible  asegurando  su  restitución  sobre  otra 
cosa  mueble  ó  raiz.  No  es  válido  en  este  ni  en  otro  contrato 
el  pacto  que  tal  vez  hubieren  hecho  los  contrayentes,  de 
que  no  desempeñando  el  deudor  ó  mutuatario  la  prenda  ó 
hipoteca  hasta  cierto  dia,  quede  por  propia  como  comprada 
del  que  la  tomó  para  seguridad  del  débito  ;  pero  es  válido  el 
pacto  de  que  no  desempeñada  hasta  el  dia  asignado  ,  quede 
por  propia  del  mutuante  ó  prestador  como  vendida  y  com- 


prada en  aquel  precio  que  estimaren  hombres  buenos; 
ley  41  ,  tít.  5,  Part.  S,  y  ley  12  ,  <&.  13,  Part.  S.  En  este 
caso  ,  ademas  de  hacerse  la  valuación,  siendo  la  hipoteca 
fructífera  se  ha  de  deducir  del  préstamo  el  importe  de  los 
frutos  que  produjo  si  el  prestador  los  ha  percibido,  pues  se 
tiene  por  celebrada  la  venta,  la  cual  se  perfecciona  con  el 
suplemento  del  precio  justo.  Es  claro  que  el  objeto  de  estas 
disposiciones  legales  es  precisamente  evitar  la  usura  ó  el 
interés  del  dinero  prestado  :  por  lo  cual  debe  tenerse  pre- 
sente lo  dicho  en  el  artículo  del  interés  del  dinero.  Véase 
Antierésis. 

MUTUO.  Aplícase  alo  que  recíprocamente  se  hace  en- 
tre dos  ó  mas  personas.  Donación  mutua  ,  por  ejemplo  ,  es 
una  donación  recíproca  hecha  entre  dos  ó  mas  personas  á 
beneficio  de  la  que  sobreviva  ;  y  del  mismo  modo  es  testa- 
mento mutuo  el  que  hacen  dos  personas  á  favor  déla  que 
sobreviva  ala  otra. 
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NACIMIENTO.  La  venida  de  un  niño  al  mundo.  Los 
hijos  no  nacen  solo  para  sus  padres ,  sino  también  para  la 
república  ;  y  es  que  el  estado  de  sus  personas  pertenece 
mas  bien  al  público  que  á  sus  padres  mismos.  Por  eso  la 
ley  de  Rómulo  que  permitía  al  padre  desheredar  y  aun  ma- 
lar á  sus  hijos,  no  le  permitia  desecharlos  ni  abdicarlos 
como  estraños  :  podia  muy  bien  el  padre  renunciar  á  la 
bondad  y  cariño  paternal ,  pero  no  despojarse  de  la  calidad 
de  padre";  podia  quitar  la  vida  á  los  hijos ,  pero  no  el  título 
de  su  nacimiento. 

Como  no  está  en  poder  de  un  hijo  probar  física  y  demos- 
trativamente quién  es  su  padre,  la  ley  declara  tal  al  que 
está  casado  con  su  madre  ,  considerando  legítimo  á  todo  el 
que  nace  bajo  el  sello  del  matrimonio  :  Paler  is  est  quem 
justa;  nupliœ  démons trant.  La  ley  es  pues  la  que  forma  la 
genealogía  de  los  hijos,  y  los  padres  están  obligados  á  re- 
conocer como  suyos  todos  aquellos  que  el  matrimonio  les 
presenta;  de  modo  que  para  sostener  el  estado  de  estos  basta 
alegar  la  posibilidad  de  la  cohabitación  del  marido  y  la  mu- 
jer ;  siguiéndose  de  aquí  que  por  mas  pruebas  que  se  tengan 
de  la  disolución  y  libertinaje  de  una  madre,  y  por  mas  que 
se  diga  haberse  hecho  embarazada  en  ausencia  del  marido, 
nunca  podrá  desecharse  el  hijo  nacido  durante  el  matrimo- 
nio mientras  no  se  justifique  plenamente  la  imposibilidad 
física  de  que  el  marido  haya  tenido  trato  con  la  mujer  al 
tiempo  en  que  el  hijo  fué  concebido. 

Mas  ¿cuál  es  el  tiempo  en  que  ha  de  nacer  el  hijo  de  le- 
gítimo matrimonio  para  que  sea  tenido  por  legítimo?  Aun- 
que nada  hay  que  pueda  decirse  absolutamente  cierto  con 
respecto  al  término  del  nacimiento  ,  la  esperiencia  sin  em- 
bargo ha  introducido  la  regla  de  que  los  niños  vienen  al 
mundo  casi  siempre  á  los  nueve  meses  de  su  concepción  , 
alguna  vez  al  principio  del  séptimo  ,  y  también  alguna  vez 
al  principio  del  décimo,  ley  4 ,  lit.  23,  Part,  h;  á  no 
ser  que  algunas  circunstancias  particulares  produzcan  pre- 
sunciones muy  fuertes  en  favor  de  la  madre,  dando  lugar 
á  creer  que  su  preñez  ha  sido  mas  larga  de  lo  ordinario. 
Así  es  que  para  que  un  hijo  sea  tenido  por  legítimo ,  es  pre- 
ciso que  el  tiempo  de  su  concepción  cuadre  con  el  de  su 
nacimiento,  es  decir,  que  haya  sido  concebido  dentro  del 
matrimonio.  El  que  naciere  pues  de  una  viuda  diez  meses 
después  de  la  muerte  de  su  marido,  se  supone  no  haber  sido 
concebido  sino  después  de  dicha  muerte  ,  y  por  consiguiente 
no  se  suele  contar  en  el  número  de  los  legítimos;  y  el  que 


naciere  dentro  de  los  primeros  meses  del  matrimonio  antes 
de  empezar  el  séptimo ,  lleva  también  consigo  cierta  marca 
que  da  lugar  á  que  se  presuma  su  falta  de  legitimidad ,  de 
modo  que  el  marido  no  está  en  la  necesidad  absoluta  de  re- 
conocerle por  su  hijo,  antes  bien  puede  ser  admitido  á  jus- 
tificar que  no  lé  es.  No  parece  sin  embargo  que  pueda  fijarse 
absolutamente  el  término  preciso  de  la  duración  de  la  pre- 
ñez ,  para  calificar  de  legítimo  ó  ilegítimo  á  un  niño  por  ha- 
ber nacido  algunos  dias  mas  tarde  ó  mas  temprano  ;  pues  es 
imposible  marcar  los  límites  de  lo  que  la  naturaleza  puede 
y  no  puede,  visto  que  la  combinación  de  diferentes  causas 
varia  alguna  vez  sus  operaciones;  y  de  aquí  es  que  una 
cuestión  de  tanta  importancia  no  se  hace  siempre  depender 
de  una  regla  que  puede  en  ocasiones  salir  falsa ,  principal- 
mente habiéndose  visto  partos  naturales  de  cinco  y  seis 
meses,  como  asimismo  de  once,  doce,  trece  y  catorce. 
Véase  Hijo  legitimo,  y  Año  de  viudedad. 

Como  el  nacimiento  asegura  al  hombre  los  derechos  do 
que  goza  en  la  sociedad  y  en  la  familia ,  conviene  mucho  ha- 
cer constar  de  un  modo  auténtico  un  acontecimiento  quo 
produce  los  intereses  mas  preciosos.  A  este  efecto  se  forman 
registros  en  todas  las  parroquias ,  y  en  ellos  estiende  el  cura 
párroco  la  partida  de  cada  nacimiento,  espresando  el  dia  do 
él  y  el  del  bautismo,  el  nombre  y  sexo  del  recien  nacido, 
y  los  nombres  de  sus  padres ,  como  igualmente  los  del  pa- 
drino y  madrina.  El  estrado  de  esta  partida  es  el  que  sirvo 
de  prueba  en  los  tribunales ,  ya  sea  sacado  por  el  cura  pár- 
roco ,  ya  por  un  escribano  á  quien  se  pongan  de  manifiesto 
los  registros,  debiendo  estar  legalizadas  sus  firmas.  Véaso 
Bautismo. 

NACIMIENTO  simultáneo.  El  nacimiento  de  dos  ó 
mas  hijos  en  un  mismo  parto.  Si  nacen  á  un  tiempo  varón 
y  hembra  ,  sin  que  se  sepa  quién  de  los  dos  nació  primero , 
se  presume  haber  nacido  antes  el  varón  ;  y  si  los  dos  fueren 
varones  ó  los  dos  hembras,  río  debe  darse  á  ninguno  la  pre- 
ferencia ;  de  modo  quo  en  caso  de  mayorazgo  ha  de  partirse 
este  entre  ambos  :  ley  12,  til.  23,  Part.  7,  y  su  glosa  5. 

NATURAL.  El  nativo  ú  originario  de  algún  pueblo  ó 
reino.  La  ley  7,  tít.  14,  lib.  1  de  la  Novís.  Recop.,  que  trata 
de  este  asunto,  decia  así  :  «  Aunque  por  leyes  de  estos 
reinos  está  prevenido  ,  que  los  que  no  fueren  naturales 
dellos,  no  puedan  tener  prelacias,  dignidades,  ni  otras  be- 
neficios ;  porque  se  ha  dudado  y  duda  cuáles  se  dirán  natu- 
rales  para  poder  tener  los  dichos  beneficios ,  ordenamos  y 
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mandamos,  que  aquel  se  diga  natural ,  que  fuere  nacido  en 
estos  reinos ,  y  hijo  de  padres  que  ambos  á  dos  ,  ó  á  lo  me- 
nos el  padre,  sea  asimismo  nacido  en  estos  reinos,  ó  haya 
contraído  domicilio  en  ellos,  y  demás  de  esto  haya  vivido 
en  ellos  por  tiempo  de  diez  años  ;  con  que  si  los  padres  , 
siendo  ambos  ,  ó  á  lo  menos  el  padre  nacido  y  natural  en 
estos  reinos ,  estando  fuera  de  ellos  en  servicio  nuestro ,  ó 
por  nuestro  mandado ,  ó  de  paso ,  y  sin  contraer  domicilio 
fuera  destos  reinos  ,  habieren  algún  hijo  fuera  dellos ,  este 
tal  sea  habido  por  natural  de  estos  reinos  :  y  esto  se  entienda 
en  los  hijos  legítimos  y  naturales,  ó  en  los  naturales  sola- 
mente; pero  en  los  espurios  disponemos  y  mandamos  ,  que 
las  calidades ,  que  conforme  á  lo  de  suso  dispuesto  se  re- 
quieren en  los  padres,  hayan  de  concurrir  y  concurran  en 
las  madres.  »  Por  la  ley  8  que  sigue  se  disponía,  que  se 
tengan  por  naturales  de  estos  reinos  los  nacidos  en  otros 
dominios  ,  hijos  de  padre  español  empleado  en  el  real  ser- 
vicio, para  el  caso  de  que  se  emplearen  en  él ,  ó  vengan  á 
establecer  su  residencia  en  ellos  ;  mas  no  para  el  de  que- 
darse en  pais  estraño  sin  empleo  en  servicio  de  S.  M.  — 
Solo  el  natural ,  y  no  el  estranjero ,  es  el  que  puede  tener 
beneficios  eclesiásticos  ó  pensiones  sobre  ellos,  y  cargos  ú 
oficios  de  alcaldías  y  regimientos  en  las  ciudades  ,  villas  ó 
lugares,  como  también  cualesquiera  otros  empleos  de  justicia 
y  gobierno.Véaseen  el  art.  Español  las  variaciones  que  se  han 
hecho  en  la  Const.  de  1837, que  han  quedado  en  esta  parte  lo 
mismo  que  en  las  modificaciones  de  28  de  mayo  de  1845. 

[  *  República  de  Méjico.  Son  mejicanos  :  Io.  los  nacidos 
en  cualquier  punto  del  territorio  de  la  república,  y  los  que 
nazcan  fuera  de  ella  de  padre  mejicano  :  2o.  los  que  sin  haber 
nacido  en  la  república ,  se  hallaban  avecindados  en  ella  en 
1821,  y  no  han  renunciado  su  calidad  de  mejicanos  :  5o.  los 
que  siendo  naturales  de  Centro-América,  habitaban  ya, 
cuando  este  formaba  parte  de  la  nación  mejicana,  y  han 
continuado  residiendo  después  en  territorio  de  la  república  : 
4o.  los  estranjeros  que  hayan  obtenido  ú  obtengan  carta  de 
naturaleza  conforme  á  las  leyes.  Pero  debe  observarse ,  res- 
pecto á  los  comprendidos  bajo  el  núm.  Io.,  que  cuando  los 
nacidos  en  territorio  de  la  república  sean  hijos  de  padre  es- 
tranjero ,  ó  los  que  vean  la  luz  fuera  de  este  territorio ,  no 
deban  el  ser  á  quien ,  á  mas  de  ser  mejicano ,  esté  empleado 
en  servicio  de  la  república  ;  no  pueden  gozar  de  los  derechos 
de  naturales  de  ella  ,  á  menos  que  no  muestren  su  voluntad 
de  adquirirlos  en  la  edad  perentoria  y  del  modo  solemne  quo 
la  ley  designe.  Esta  cualidad  de  mejicano  se  pierde  :  Io.  por 
naturalizarse  en  pais  estranjero:  2o.  por  servir  bajo  la  ban- 
dera de  otra  nación  sin  licencia  del  Congreso:  3o.  por  acep- 
tar condecoración  ó  empleo  de  otro  gobierno  sin  el  mismo 
permiso  ,  no  considerándose  como  tal  empleo  ,  para  este 
efecto,  el  cargo  de  cónsul  ó  vice-cónsul.  El  Congreso  puede 
rehabilitar  esta  cualidad  después  de  perdida  ;  órd.  de  10  de 
junio  de  1838,  y  arls.  11  ,  12,  16  y  17,  Bases  de  organiz. 
polil.  de  12  de  junio  de  1843. 

Los  estranjeros  gozan  en  la  república  de  los  derechos  que 
les  conceden  las  leyes  y  sus  respectivos  tratados;  y  los  prin- 
cipales son ,  con  arreglo  á  las  primeras ,  libertad  en  la  con- 
dición civil  y  en  la  publicación  y  circulación  desús  opiniones; 
'.  las  garantías  comunes  para  evitar  la  prisión  arbitraria;  la 
¡  anterioridad  de  la  ley  y  del  tribunal  al  castigo  y  juicio  del 
hecho  ;  la  inviolabilidad  de  la  propiedad  y  del  asilo  domés- 
tico, etc.  Según  las  leyes  constitucionales  no  podían  adquirir 
bienes  raíces  á  no  estar  naturalizados  ,  haberse  casado  con 
mejicana,  y  arreglarse  á  lo  demás  que  prescribía  la  loy  res- 
pecto de  estas  adquisiciones  ;  pero  hoy  pueden  ya  adqui- 
rirlos en  la  proporción  y  bajo  las  condiciones  que  previene 
el  decreto  en  que  se  les  otorga  este  derecho.  No  pueden  sin 
embargo  trasladar  su  propiedad  mobiliaria  á  suelo  estraño, 
6¡n  cumplir  los  requisitos  y  dejar  satisfecha  la  cuota  que 


previenen  las  leyes,  porque  en  este  punto  no  han  concedido 
las  nuevas  Bases  libertad  absoluta  mas  que  á  los  mejicanos  ; 
y  aun  los  bienes  raices  deben  venderlos,  si  se  ausentan  por 
mas  de  dos  años  de  la  república  con  su  familia  sin  permiso 
del  Gobierno  ,  ó  la  propiedad  llega  á  pasar  por  herencia,  ó 
cualquier  otro  título ,  á  poder  de  persona  que  no  resida  en 
la  república.  En  estas  reglas  no  están  comprendidos  los  co- 
lonizadores; arls.  Io. y  8,  decreto  de  11  de  marzo  de  1842, 
y  7  á  10,  Bases  de  organiz.  polit,  de  12  de  jimio  de  1843. 

Para  el  ejercicio  de  los  derechos  políticos  se  dividen  también 
los  mejicanos  en  simplemente  tales  y  en  ciudadanos.  Son 
ciudadanos  los  mejicanos  que  hayan  cumplido  18  años , 
siendo  casados,  y  21 ,  si  no  lo  son  ;  que  tengan  ademas  una 
renta  anual  de  doscientos  pesos  por  lo  menos,  procedente 
de  capital  físico,  industria  ó  trabajo  personal  honesto;  cuya 
cuota  puede  aumentar  ó  disminuir  el  Congreso  según  las 
circunstancias  particulares  de  los  departamentos.  Desde  el 
año  de  1850  en  adelante  será  requisito  indispensable  saber 
leer  y  escribir ,  á  mas  de  los  que  llevamos  dichos.  Los  dere- 
chos particulares  de  ciudadano  se  suspenden  :  Io.  por  el  es- 
tado de  sirvieate  doméstico  :  2o.  por  causa  criminal,  desde 
la  fecha  del  mandamiento  de  prisión  ,  si  es  un  particular;  y 
si  es  empleado  público,  desde  que  se  declare  haber  lugar  á 
la  formación  de  causa  :  3o.  por  el  estado  de  interdicción  le- 
gal :  4o.  por  ser  dado  á  la  embriaguez ,  tahúr  de  profesión , 
ó  tener  casa  de  juegos  prohibidos  :  b°.  por  no  desempeñar 
los  cargos  de  elección  popular  sin  causa  justificada ,  en  cu  yo 
caso  dura  la  suspension  lo  que  debia  durar  el  desempeño 
del  cargo.  Pero  tanto  en  este  caso,  como  en  los  que  com- 
prenden los  núms.  3o.  y  4°.,  la  suspension  no  puede  tener 
efecto  hasta  que  así  lo  declare  la  autoridad  competente  en 
la  forma  que  la  ley  disponga.  Se.  pierden  estos  derechos  : 
Io.  por  sentencia  que  imponga  pena  infamante  :  2o.  por 
quiebra  declarada  fraudulenta  :  3o.  por  abrazar  el  estado 
religioso  :  4o.  por  malversación  ó  deuda  fraudulenta  con- 
traída en  la  administración  de  algún  fondo  público.  También 
en  este  último  caso  es  indispensable  la  declaración  de  auto- 
ridad competente ,  en  la  forma  que  prevenga  la  ley,  para 
que  sea  efectiva  dicha  pérdida.  Esta  puede  repararla  eí 
Congreso,  rehabilitando  al  que  haya  incurrido  en  ella: 
arls.  18,  21  á24,  Bases  de  organiz.  polit,  de  21  de  junio 
de  1843. 

'  **  Venezuela.  La  calidad  de  venezolano  se  adquiere  por 
nacimiento  ó  por  naturalización.  Son  venezolanos  por  naci- 
miento :  Io.  los  hombres  libres  nacidos  en  el  territorio  de 
Venezuela  :  2o.  los  nacidos  de  padre  ó  madre  venezolanos  en 
cualquier  parte  del  territorio  que  componía  la  república  de 
Colombia:  3o.  los  nacidos  en  países  estranjeros  de  padres 
venezolanos,  ausentes  en  servicio  ó  por  causa  de  la  república, 
ó  con  espresa  licencia  de  autoridad  competente.—  Son  vene- 
zolanos por  naturalización  :  Io.  los  no  nacidos  en  el  territorio 
de  Venezuela  ,  que  el  19  de  abril  de  1810  estaban  domici- 
liados en  cualquier  punto  de  él ,  y  hayan  permanecido  fieles 
á  la  causa  de  la  independencia  :  2o.  los  hijos  de  venezolano 
ó  venezolana,  nacidos  fuera  del  territorio  de  Venezuela, 
que  no  estando  sus  padres  ausentes  en  servicio  ó  por  causa 
de  la  república ,  manifiesten  del  modo  prevenido  por  la  ley, 
luego  que  vengan  á  ella,  su  voluntad  de  domiciliarse: 
5o.  los  estranjeros  con  carta  de  naturaleza  conforme  à  la  ley  : 
4o.  los  nacidos  en  cualquiera  de  las  otras  dos  secciones  que 
formaban  la  república  de  Colombia ,  que  estén  domiciliados 
ó  se  domicilien  en  Venezuela  :  5o.  los  estranjeros  que  hayan 
hecho  servicios  importantes  á  la  causa  de  la  independencia , 
previa  la  declaración  correspondiente. 

Los  estranjeros  de  cualquiera  nación  son  admitidos  en 
Venezuela  ,  y  gozan  en  ella  de  la  misma  seguridad  que  los 
naturales  respecto  á  sus  personas  y  propiedades  ,  sin  per- 
juicio de  las  demás  ventajas  que  se  les  concedan  por  los 


NA 


—  W4 


IVA 


tratados  ;  y  en  cambio  están  sujetos  á  las  mismas  leyes  del 
Estado  que  los  demás  ciudadanos. 

En  punto  al  ejercicio  de  los  derechos  políticos  ,  se  dividen 
los  naturales  de  la  república  en  simples  venezolanos  y  en 
ciudadanos.  Pertenecen  á  esta  última  clase  los  naturales 
casados  ó  mayores  de  21  años,  que  son  dueños  de  una  finca 
cuya  renta  anual  llega  á  lo  menos  á  cincuenta  pesos  ,  ó  tie- 
nen una  profesión  ,  oficio  ó  industria  útil  que  produce  cien 
pesos  anuales,  sin  dependencia  alguna  en  clase  de  sirviente 
doméstico,  ó  gozan  de  un  sueldo  anual  de  ciento  cincuenta 
pesos ,  debiendo  también  saber  leer  y  escribir  al  tiempo 
que  la  ley  determine.  Todos  los  demás  son  simples  vene- 
zolanos. Los  derechos  de  ciudadano  se  suspenden  por  ena- 
jenación mental ,  por  pasar  á  la  condición  de  sirviente 
doméstico  ,  por  ser  deudor  fallido,  por  serlo  de  plazo  cum- 
plido á  los  fondos  públicos,  por  haber  sido  declarado  judi- 
cialmente vago,  por  estar  dado  á  la  embriaguez,  por  inter- 
dicción judicial ,  por  estar  procesado  ;  y  se  pierden  por 
naturalizarse  en  pais  estranjero ,  por  admitir  empleo  de  otro 
gobierno  sin  permiso  del  Congreso  ,  teniendo  alguno  de 
honor  ó  de  confianza  en  la  república ,  por  comprometerse 
á  servir  contra  Venezuela ,  por  haber  sido  condenado  á  pena 
corporal  ó  infamante  mientras  no  se  obtenga  rehabilitación  : 
arts.  9  â  il  ,  1!|  â  16,  y  218 ,  Consíit.  de  24  de  setiembre 
de  1850. 

***  Chile.  La  calidad  de  chileno  se  adquiere  por  naci- 
miento ,  ó  por  naturalización.  Son  chilenos  por  nacimiento  : 
i°.  los  nacidos  en  el  territorio  de  Chile  :  2o.  los  hijos  de 
padre  ó  madre  chilenos  ,  nacidos  en  territorio  estranjero  , 
siempre  que  se  avecinden  en  Chile  ;  y  si  este  nacimiento 
acaeciese  hallándose  el  padre  en  actual  servicio  de  la  repú- 
blica ,  la  cualidad  de  natural  se  entiende  tan  relevante  y 
completa  como  la  de  primera  clase  ,  para  los  casos  en  que 
las  leyes  exigen  de  rigor  el  nacimiento  en  territorio  de  la 
república.  —  Son  chilenos  por  naturalización  :  Io.  los  estran- 
jeros  que  ,  reuniendo  las  circunstancias  de  llevar  diez  años 
cumplidos  de  residencia  ,  profesar  alguna  ciencia,  arte  ó 
industria  ,  ó  tener  propiedad  raiz  ó  capital  en  circulación  , 
declaren  ante  la  municipalidad  del  departamento  de  su  resi- 
dencia la  intención  de  avecindarse  en  Chile.  Si  á  estas  cir- 
cunstancias se  reúne  la  de  estar  casado  ,  y  tener  familia  en 
Chile  ,  en  vez  de  diez  ,  no  son  necesarios  mas  que  seis  años 
de  residencia;  si  la  mujer  que  ha  llevado  en  matrimonio 
os  chilena  ,  bastan  tres  años  :  2o.  los  que  obtengan  esta 
gracia  del  Congreso.  La  declaración  de  estar  ó  no  en  alguno 
de  los  casos  anteriores,  corresponde  al  Senado;  y  cuando 
la  resolución  es  favorable,  el  Presidente  de  la  república  es 
el  encargado  de  espedir  la  competente  carta  de  naturaleza. 

Para  el  ejercicio  de  los  derechos  políticos  se  dividen 
ademas  los  chilenos  en  simplemente  tales  ,  y  en  ciudadanos. 
Son  ciudadanos,  los  que  á  la  cualidad  de  naturales  reúnen 
alguna  de  las  circunstancias  siguientes  :  Ia.  tener  23  años 
cumplidos  ,  si  son  solteros  ,  y  21 ,  sisón  casados  :  2a.  saber 
leer  y  escribir  :  5a.  poseer  una  propiedad  raiz  ,  ó  tener  un 
capital  en  circulación,  del  valor  que  la  ley  haya  fijado  para 
aquel  decenio  ;  ó  bien  ejercer  una  industria  ó  arte,  ó  gozar 
de  empleo,  renta  ó  usufructo ,  cuyos  emolumentos  ó  pro- 
ductos guarden  proporción  con  los  que  correspondan  al 
valor  señalado  á  la  finca  ó  capital  en  el  caso  precedente.  — 
Esta  cualidad  se  suspende  :  Io.  por  falta  de  aptitud  física 
ó  moral  para  obrar  con  rcllexion  y  libertad  :  2o.  por  estar 
en  la  condición  de  sirviente  doméstico  :  3.°.  por  ser  deudor 
moroso  del  fisco  :  'i°.  por  estar  procesado  como  reo  de  delito 
que  merezca  pena  infamante  ó  aflictiva.  —  Se  pierde  la 
misma  cualidad  :  Io.  por  quiebra  fraudulenta  :  2o.  por  na- 
turalizarse cu  pais  estranjero  :  3U.  por  admitir  empleos, 
cargos ,  distinciones  ó  pensiones  de  un  gobierno  eslraño, 
sin  permiso  especial  del  Congreso  :  'i°.  por  residir  en  pais 


estranjero  mas  de  diez  años  sin  permiso  del  Presidente  de 
la  república  :  5o.  por  haber  sido  condenado  á  pena  infa- 
mante ó  aflictiva.  De  esta  pérdida  por  cualquiera  de  las  cau- 
sas mencionadas  puede  rehabilitar  el  Senado  :  arts.  6  á  11, 
¡y  Io.  de  las  Disposiciones  transitorias,  Constit.  de  1833.] 

NATURALEZA.  El  origen  que  alguno  tiene  en  alguna 
ciudad  ó  reino  en  que  ha  nacido  ;  —  la  calidad  que  da  de- 
recho á  ser  tenido  por  natural  de  un  pueblo  para  ciertos 
efectos  civiles  ó  eclesiásticos;  —  y  el  privilegio  que  concede 
el  soberano  á  los  estranjeros  para  gozar  de  los  derechos 
propios  de  los  naturales.  Según  la  ley  6,  tít.  l?i,  lib.  1  déla 
Novís.  Récop.,  no  puede  el  rey  conceder  naturaleza  de  estos 
reinos  sino  en  caso  de  precisa  necesidad  ;  pero  como  este 
caso  puede  llegar,  ó  por  especiales  méritos  de  algún  sugelo , 
ó  por  no  haber  cosa  proporcionada  con  que  premiar  sus  ser- 
vicios sino  con  algún  oficio  ó  dignidad  que  pida  para  su 
goce  posesión  de  naturaleza ,  entonces  se  pedirá  su  consen- 
timiento á  las  ciudades  y  villas  de  voto  en  Cortes,  para  quo 
libre  y  espontáneamente  convengan  en  concederla  así;  bien 
entendido  que  la  naturaleza  absoluta  es  para  una  total  incor- 
poración en  estos  reinos  del  sugeto  á  quien  se  concediere, 
para  poder  disfrutar  todos  y  cualesquiera  oficios ,  como  si 
verdaderamente  hubiese  nacido  en  España  ;  y  la  limitada  es 
una  mera  aptitud  para  aquella  determinada  gracia  que  se 
concede  entonces,  sin  que  el  agraciado  quede  por  eso  habi- 
litado para  otros  oficios  y  dignidades,  ni  aun  para  el  goce 
de  lo  otorgado  mientras  no  residiere  en  estos  reinos. 

La  naturaleza  pues,  considerada  como  una  habilitación 
de  la  persona  estranjera  para  que  pueda  gozar  de  los  mis- 
mos derechos  que  los  naturales ,  es  de  cuatro  clases  :  la  pri- 
mera absoluta,  para  gozar  de  todo  lo  eclesiástico  y  secular 
sin  limitación  alguna  ;  la  segunda  ,  para  todo  lo  secular,  con 
la  limitación  de  que  no  comprenda  cosa  que  toque  alo  ecle- 
siástico ;  la  tercera,  para  poder  obtener  cierta  cantidad  do 
renta  eclesiástica  en  prebenda,  dignidad  ó  pension,  sin  es- 
ceder de  ella;  y  la  cuarta,  para  lo  secular,  y  solo  para  gozar 
de  honras  y  oficios  como  los  naturales,  esceptnando  todo  lo 
que  está  prohibido  por  las  condiciones  de  millones.  El  des- 
pacho de  las  cartas  de  naturaleza  para  estranjeros  corres- 
pondía antes  á  la  cámara  y  en  la  actualidad  á  las  Cortes. 

Una  ley  determinará  los  derechos  que  deberán  gozar  los 
estranjeros  que  obtengan  carta  de  naturaleza  ó  hayan  ganado 
vecindad  ;  art.  1°.,  Const.  modif.  en  28  de  mayo  de  18'lb. 
En  real  decreto  de  22  de  setiembre  de  18Ü5  está  mandado 
que  sea  consultado  el  consejo  real  sobre  la  naturalización  de 
estranjeros  ;  art.  7o. 

NATURALIZACIÓN.  El  derecho  que  concede  el  so- 
berano á  los  estranjeros  para  que  gocen  de  los  privilegios 
que  tienen  los  naturales  del  pais;  y  el  acto  ó  instrumento  en 
que  se  concede  tal  derecho.  En  todas  las  naciones  han  sido 
siempre  preferidos  los  naturales  á  los  estranjeros.  En  Lace- 
demonia  no  se  toleraba  sino  á  los  que  eran  de  la  patria,  se- 
gún las  leyes  de  Licurgo  ;  y  si  la  entrada  en  Atenas  era  li- 
bre, los  naturales  de  esta  célebre  ciudad  no  dejaban  de  tener 
mas  distinciones  que  los  que  traian  su  origen  de  otra  parto. 
Entre  nosotros  no  se  naturaliza  ó  admite  como  natural  al  es- 
tranjero sino  con  mucha  dificultad ,  como  se  puede  ver  en  el 
artículo  anterior. 

[*  Según  decreto  de  24  de  febrero  de  1822,  en  la  repú- 
blica de  Méjico  están  naturalizados  todos  los  estranjeros, 
sea  cual  fuere  su  origen ,  que  se  hallaban  en  ella  el  2'í  do 
febrero  de  1822 ,  y  pueden  serlo  lodos  los  que  quieran,  cum- 
pliendo con  los  requisitos  que  previene  la  ley  de  \k  de  abril 
de  1828 ,  según  la  cual  el  que  desea  naturalizarse  se  pre- 
senta un  año  antes  al  ayuntamiento  del  lugar  de  su  residen- 
cia manifestando  su  designio,  y  acreditará  del  modo  quo 
allí  se  previene  y  con  citación  del  síndico,  que  es  católico, 
apostólico,  romano,  y  que  tiene  tal  giro  ó  industria,  y  su 
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buena  conducta  ¡  con  lo  demás  que  puede  verse  allí .  —Tén- 
gase presente  el  |6,  art.  Io.  de  la  Ia.  ley  constitucional.] 

NAUFRAGIO.  La  pérdida  de  un  navio,  que  á  resulta 
de  la  agitación  de  las  olas,  del  furor  de  los  vientos,  del  rayo 
ú  otro  accidente ,  se  abisma  en  el  mar.  Los  restos  de  la  nave 
naufragada  eran  ocupados  antiguamente  por  el  fisco  ó  por  los 
pueblos  de  las  costas;  pero  entre  nosotros  se  recogen  y  con- 
servan para  sus  dueños,  castigándose  á  los  ocultadores,  quie- 
nes los  deben  pagar  como  hurto  ;  ley  \,  lit.  8,  lib.  9,  Nov. 
Ilec.  —  El  que  dirigiendo  algún  navio  le  llevare  á  lugar 
peligroso  para  que  naufrague  ó  se  estrelle  con  la  mira  de 
poder  robar  algo  de  lo  que  trae,  incurre  en  la  pena  capital, 
y  en  la  obligación  de  satisfacer  con  sus  bienes  los  perjuicios 
causados;  ley  10,  lil.  9,  Part.  S.  Los  pescadores  ú  otros 
residentes  en  la  ribera  que  de  noche  hicieren  señales  de 
fuego  en  ¡os  lugares  peligrosos  para  atraer  á  los  navegantes 
con  la  depravada  intención  de  que  se  estrellen  sus  embarca- 
ciones para  robarlos,  ademas  de  la  pena  corporal  que  me- 
rezcan ,  han  de  restituir  cuatro  tantos  de  lo  robado  si  se  les 
demanda  en  el  término  de  un  año ,  y  otro  tanto  mas  si  se  les 
pide  pasado  este  tiempo  ;  ley  H,  tít.  9,  Part.  5.  (1). 

Encallando  ó  naufragando  la  nave,  sus  dueños  y  los  inte- 
resados en  el  cargamento  tienen  que  sufrir  individualmente 
las  pérdidas  y  desmejoras  que  ocurran  en  sus  respectivas 
propiedades,  perleneciéndoles  los  restos  de  ellas  que  pue- 
dan salvarse  ;  ley  2 ,  lib.  8  ,  tít,  9 ,  Nov.  Rec,  —  Si  el  nau- 
fragio procede  de  ignorancia  ó  descuido  del  capitán  ó  su 
piloto,  estos  son  responsables  civilmente  de  los  daños  sobre- 
venidos á  la  nave  y  su  cargamento  :  si  procede  de  malicia 
de  los  mismos ,  ademas  de  dicha  responsabilidad  ,  incurren 
en  las  penas  prescritas  por  las  leyes  criminales;  y  si  procede 
de  los  vicios  ó  defectos  del  buque  que  no  se  hallaba  suficien- 
temente reparado  y  petrechado  para  navegar  cuando  se 
emprendió  el  viaje,  será  de  cargo  del  naviero  la  indemniza- 
ción cielos  perjuicios  causados  al  cargamento.  —  El  capitán 
que  habiendo  naufragado  su  nave  se  salvare  solo  ó  con  parto 
de  la  tripulación,  debe  presentarse  á  la  autoridad  mas  in- 
mediata ,  y  hacer  relación  jurada  del  suceso,  la  cual  ha  de 
comprobarse  por  las  declaraciones  de  los  demás  individuos 
que  se  hubieren  salvado  ;  art.  982  y  sig.  del  caá.  de  coin. 
Véase  Capitán,  maestre  ó  patron  de  navio ,  Bienes  mostren- 
cos, Echazón,  Avería  y  Estado. 

NAVEGACIÓN.  El  viaje  que  se  hace  por  agua  en  al- 
guna embarcación.  La  navegación  debe  ser  enteramente  li- 
bre ;  y  por  eso  no  pueden  hacerse  en  los  rios  ni  en  sus  ribe- 
ras molinos  ,  casa  ú  otro  edificio  que  la  emharacen  ;  de  modo 
que  así  las  obras  nuevas  como  las  antiguas  que  impidan  el 
uso  comunal,  deben  derribarse,  porque  non  es  cosa  gui>- 
sada ,  como  dice  la  ley,  que  el  pro  de  lodos  los  homes  co- 
\nunalmcnle  se  estorbe  por  el  pro  de  alguno  ;  ley  8  ,  tít.  28, 
Part.  3. 

NAVIERO.  El  dueño  de  navio  ó  de  cualquiera  embar- 
cación capaz  de  navegar  en  alta  mar,  y  particularmente  el 
que  corre  con  su  espedicion.  Pertenece  al  naviero  hacer  to- 
dos los  contratos  respectivos  á  la  nave,  su  administración , 
íletamento  y  viajes,  como  también  hacer  el  nombramiento 
y  ajuste  del  capitán  ,  pudiendo  desempeñar  por  sí  mismo  los 
oficios  de  capitán  ó  maestre.  El  naviero  es  responsable  de 
las  deudas  y  obligaciones  que  contrae  el  capitán  para  repa- 
rar ,  habilitar  y  aprovisionar  la  nave,  siempre  que  se  justi- 
fique haberse  invertido  en  beneficio  de  ella  la  cantidad  que 
se  reclama  ;  y  también  debe  responder  de  las  indemnizacio- 
nes en  favor  de  tercero  à  que  haya  dado  lugar  la  .conducta  deí 

(i)  Véanselas  Ordenanzas  de  Bilbao,  cap.  21,  n.  1. 

(2)  Este  artículo  está  tomado  del  código  mercantil  de  España 
desde  el  art.  610,  de  las  personas  que  intervienen  en  el  comercio 
marítimo  ;  pero  cutre  los  Mejicanos  véanse  las  Orden,  de  Bilbao. 


capitán  en  la  custodia  de  los  efectos  cargados  en  la  nave,  bien 
que  podrá  salvarse  de  esta  responsabilidad  haciendo  aban- 
dono de  la  nave  y  de  los  fletes  devengados  en  el  viaje,— 
El  naviero  debe  indemnizar  al  capitán  de  lodos  los  suplemen- 
tos que  haya  hecho  en  utilidad  de  la  nave  con  arreglo  á  sus 
instrucciones,  ó  en  uso  de  las  facultades  que  legítimamente 
le  competen.  —  Antes  de  hacerse  el  buque  á  la  vela  puedo 
el  naviero  despedir  á  su  arbitrio  al  capitán  é  individuos  do 
la  tripulación  ,  cuyo  ajuste  no  tenga  tiempo  ó  viaje  determi- 
nado ,  pagándoles  los  sueldos  que  tengan  devengados  según 
sus  contratas  ;  y  empezado  ya  el  viaje,  abonándoles  su  sa- 
lario hasta  que  regresen  al  puerto  donde  se  hizo  el  ajuste,  & 
menos  que  no  hubiesen  cometido  delito  que  dé  justa  causa 
para  despedirlos,  ó  los  inhabilite  para  el  servicio  ;  mas  cuando 
el  ajuste  tiene  tiempo  ó  viaje  determinado ,  no  puede  despe- 
dirlos hasta  el  cumplimiento  délas  contratas ,  sino  por  causa 
de  insubordinación  en  materia^grave,  hurto,  embriaguez 
habitual,  ó  perjuicio  causado  al  buque  ó  su  cargamento  por 
dolo  ó  negligencia  manifiesta  ó  probada.  Si  el  capitán  fuese 
copropietario  de  la  nave ,  no  puede  ser  despedido  sin  que  se 
le-  reintegre  el  valor  de  su  porción  social  ;  y  si  hubiere  oble- 
nido  mando  por  pacto  especial  del  acta  de  sociedad  ,  no  se  le 
podrá  privar  de  su  cargo  sin  causa  grave.  —  El  naviero  no 
puede  admitir  mas  carga  de  la  que  corresponda  á  la  cavidad 
que  esté  detallada  á  su  nave  ;  y  si  lo  hiciere,  es  responsa- 
ble de  los  perjuicios  que  se  sigan  á  los  cargadores ,  y  á  los 
que  por  esta  razón  no  puedan  cargar  sus  géneros  según  sus 
contratos.  Cócl.  de  com. ,  art.  616  y  sig.  Véase  Capitán  ó 
maestre. 

NAVE  ó  na  vio.  Se  toma  generalmente  por  toda  embar- 
cación capaz  de  navegación  en  alta  mar. 

I.  Cualquiera  que  no  sea  estranjero  puede  adquirir  la  pro- 
piedad de  las  naves  mercantes  del  mismo  modo  que  la  de  las 
cosas  comerciables,  mediando  empero  escritura  pública; 
mas  la  espedicion  de  ellas  aparejadas,  equipadas  y  arma- 
das, ha  de  girar  bajo  el  nombre  y  responsabilidad  directa 
de  un  naviero.  La  posesión  de  la  nave  sin  el  título  de  adqui- 
sición ,  no  atribuye  la  propiedad  al  poseedor  si  no  ha  sido 
continua  por  espacio  de  treinta  años  ;  y  el  capitán  no  puedo 
adquirir  la  propiedad  por  prescripción.  Cocí,  de  com. , 
art.  583. 

II.  No  puede  aparejarse  la  nave  sin  que  se  haga  constar 
su  buen  estado  para  la  navegación  por  una  visita  de  peritos 
nombrados  por  la  autoridad  competente.  —  El  comercio  de 
un  puerto  á  otro  puerto  del  reino  se  hace  esclusivamente  en 
buques  nacionales.  —  La  nave  que  se  inutiliza  en  un  viaje 
sin  poder  ser  rehabilitada ,  puede  venderse  en  pública  su- 
basta por  el  capitán  ó  maestre  con  aprobación  del  tribunal 
de  comercio  ó  del  juez  ordinario  del  puerto.  —  En  la  venta 
de  la  nave  se  entienden  comprendidos  todos  sus  aparejos  que 
se  hallen  bajo  el  dominio  del  vendedor  ;  y  si  se  hallare  en 
viaje  sin  haber  llegado  al  puerto  de  su  destino ,  se  compren- 
den también  los  fletes  del  mismo  viaje.  —  En  la  nave  eje- 
cutada y  vendida  judicialmente  para  pago  de  acreedores, 
tienen  privilegio  de  prelacion  por  su  orden  las  obligaciones 
siguientes  :  Io.  los  créditos  de  la  real  hacienda  ;  —  2o.  las 
costas  judiciales  de  la  ejecución  y  venta  ;  —  5o.  los  derechos 
de  pHotaje  y  demás  de  puerto  ;  —  h°.  los  salarios  de  los  de- 
positarios y  guardianes  de  la  nave  y  demás  gastos  causados 
en  su  conservación  desde  su  entrada  en  el  puerto  hasta  su 
venta  ;  —  b°.  el  alquiler  del  almacén  donde  se  hayan  custo- 
diado los  aparejos  ;  —  6o.  los  empeños  y  sueldos  que  se  ác 
ban  al  capitán  y  tripulación  por  el  último  viaje;  —  7o.  las 
deudas  inescusables  que  en  el  último  viaje  haya  contraído 
el  capitán  en  utilidad  de  la  nave  ;  —  8o.  lo  que  se  deba  por 
los  materiales  y  mano  de  obra  de  la  construcción  de  la  nave 
cuando  no  hubiere  hecho  viaje  alguno  ;  y  si  hubiese  nave- 
gado ,  la  parte  del  precio  que  aun  no  esté  satisfecha  á  su 
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último  vendedor,  y  las  deudas  que  se  hubieren  contraído 
para  repararla,  aparejarla  y  aprovisionarla  para  el  último 
viaje  ;  —  9o.  las  cantidades  lomadas  á  la  gruesa  sobre  el 
casco',  quilla ,  aparejos ,  pertrechos ,  armamento  y  apresto 
antes  de  la  última  salida  de  la  nave  ;  —  10°.  el  premio  de  loa 
seguros  hechos  para  el  último  viaje  sobre  el  casco,  quilla, 
aparejos ,  pertrechos ,  armamento  y  apresto  de  la  nave  ;  — 
i  Io.  la  indemnización  que  se  deba  á  los  cargadores  por  valor 
de  los  géneros  cargados  en  la  nave ,  que  no  se  hubieren  en- 
tregado á  los  consignatarios,  y  la  indemnización  que  les  cor- 
responda por  las  averías  de  que  sea  responsable  la  nave.  En 
caso  de  no  ser  suficiente  el  producto  de  la  venta  para  pagar 
á  lodos  los  acreederes  de  un  mismo  grado ,  se  dividirá  entre 
estos  á  prorata  del  importe  de  sus  respectivos  créditos  la 
cantidad  que  corresponda  á  la  masa  de  ellos,  después  de 
haber  quedado  cubiertos  por  entero  los  de  las  clases  prefe- 
rentes. La  nave  no  puede  ser  detenida  ni  embargada  por 
cualquiera  otra  deuda  del  propietario  sino  en  el  puerto  de  su 
matrícula  ;  y  si  se  hallare  cargada  y  despachada  para  hacer 
viaje,  no  puede  ser  detenida  ni  embargada  sino  precisa- 
mente por  las  deudas  que  se  hubieren  contraído  para  apres- 
tarla y  aprovisionarla  para  aquel  mismo  viaje,  y  no  por  otras 
de  cualquiera  especie  que  sean ,  y  aun  en  este  caso  cesan 
los  efectos  del  embargo  dando  fianzas  cualquier  interesado 
en  la  espedicion.  —  Las  naves  estranjeras  surtas  en  los  puer- 
tos españoles  no  pueden  ser  embargadas  por  deudas  que  no 
hayan  sido  contraidas  en  territorio  español  y  en  utilidad  de 
las  mismas  naves.  Cód.  de  corn.,  art.  583.  Véase  Capitán  ó 
maestre. 

III.  Las  naves  son  tenidas  por  bienes  muebles.  En  el 
año  de  1790  se  señalaron  premios  á  los  Españoles  que  cons- 
truyan buques  menores  en  nuestros  puertos  ,  es  á  saber  : 
500  rs.  anuales  por  los  de  100  toneladas  hasta  200;  600  rs. 
por  los  de  200  toneladas  que  no  lleguen  á  500;  900 
por  los  de  300  que  no  lleguen  á  400;  y  1,200  por  los  que 
lleguen  á  ftOO;  si  bien  á  los  buques  de  vela  latina  solo  se  da 
respectivamente  la  mitad  de  la  gratificación,  cuya  diferen- 
cia se  hace  para  estimular  á  la  construcción  de  fragatas, 
urcas,  paquebotes,  bergantines,  etc.,  por  ser  mas  propios 
para  el  mar,  llevar  mayor  carga,  y  necesitar  de  menos  gen-" 
te  para  su  gobierno.  Ley  h  ,  til.  8,  llb.  9  ,  %%  1 ,  2  y  5 ,  ley  6 
del  mismo  lib.  9. 

IV.  Por  decreto  de  Cortes  de  12  de  octubre  de  1837,  ó  sea 
en  Io.  de  noviembre  del  mismo  año,  se  prohibió  la  compra 
de  naves  estranjeras  en  los  términos  siguientes  : 

«  Se  prohibe  la  compra  de  buques  estranjeros  para  el  ser- 
vicio del  Estado,  tanto  de  vapor  como  de  vela,  con  la  sola 
cscepcion  de  aquellos  que  se  necesiten  con  urgencia  para 
las  atenciones  militares  de  la  guerra  actual  en  las  costas  de 
los  dominios  españoles;  art.  Io. 

Del  mismo  modo  se  renueva  la  prohibición  de  matricular 
buques  mercantes  de  construcción  estranjera,  y  solo  podrán 
matricularse  y  navegar  con  la  bandera  nacional  los  construi- 
dos en  los  dominios  de  España  y  las  presas;  art.  2. 

Quedan  derogados  el  art.  590  del  código  de  comercio,  y 
cuantas  órdenes  ó  disposiciones  se  opongan  á  lo  decretado 
en  el  anterior;  art.  3. 

Esceptúanse  únicamente  de  esta  regla  aquellos  buques 
cuya  matriculacion  esté  ya  hoy  pedida  al  gobierno  "con  las 
condiciones  siguientes  :  Ia.  que  dichos  buques  sean  ya  pro- 
piedad de  la  persona  que  solicita  la  gracia  al  tiempo  de  im- 
petrarla :  2a-;  que  para  obtenerla  se  ha  de  obligar  á  trasladar 
su  domicilio  á  cualquiera  punto  de  los  dominios  españoles, 
sin  que  hasta  haberlo  ejecutado  pueda  concedérsele  la  gra- 
cia :  5a.  que  todo  buque  estranjero  ,  una  vez  malriculado  en 
los  dominios  españoles,  habrá  de  pertenecer  siempre  al  pa- 
bellón español;  art.  h. 

Los  buques  españoles  no  podrán  carenarse  en  países  es- 


tranjeros ,  esceptuando  los  casos  siguientes  :  Io.  en  el  de 
gruesa  avería  sufrida  en  la  mar  por  temporal  ó  abordaje,  sin 
poder  arribar  á  puertos  de  los  dominios  de  España  ,  tal  que 
necesite  carena  :  2o.  en  el  de  varada  á  la  entrada  ó  salida 
de  un  puerto  ó  fondeadero  estranjero,  ó  en  sus  costas,  abor- 
daje ó  avería  sufrida  por  temporal  dentro  del  mismo  :  5o.  en 
el  de  haber  permanecido  dentro  de  un  puerto  ó  fondeadero 
estranjero  cuando  menos  un  año  ,  por  causas  que  imposibi- 
litaren su  salida,  ó  por  incidente  de  guerra;  art.  o. 

Los  capitanes  de  buques  que  se  hallen  en-  alguno  de  los 
casos  espresados  en  el  artículo  anterior,  deberán  acreditarlo 
ante  los  cónsules  de  la  nación  ,  y  estos  cerciorarse  por  los 
diarios  de  bitácora  y  navegación  ,  declaraciones  de  las  tri- 
pulaciones y  pasajeros,  y  reconocimiento  facultativo  en  el 
primer  caso;  y  en  los  demás  por  el  mismo  reconocimiento  y 
por  los  informes  de  las  autoridades  marítimas  de  puertos,  y 
por  su  propia  convicción ,  sin  causar  por  este  motivo  gasto 
alguno  á  los  capitanes;  art.  6. 

Acreditado  ante  los  cónsules  ó  agentes  consulares  lo  es- 
presado en  el  artículo  precedente,  librarán  estos  un  testimo- 
nio fehaciente  de  ello  á  los  capitanes  de  los  buques,  espre- 
sando en  él  la  carena  ó  composición  que  se  les  haya  dado  y 
su  coste;  remitiendo  los  mismos  cónsules  una  copia  de  este 
testimonio  al  jefe  de  la  matrícula  á  que  pertenezca  el  buque, 
que  dispondrá  se  anote  literal  en  su  asiento;  art.  7. 

Queda  permitida,  por  ahora,  libre  de  todo  derecho  de  en- 
trada la  introducción  de  las  máquinas  necesarias  para  los 
buques  de  vapor,  los  que  deberán  construirse  en  España; 
art.  8. 

El  gobierno  propondrá  á  las  Cortes  lo  que  conceptúe  me- 
jor pai'a  que  tenga  cumplido  efecto  el  artículo  9o. ,  título  9o. 
de  la  ordenanza  de  matrículas  de  mar  de  1802,  á  fin  de  fo- 
mentar la  construcción  naval  española;  art.  9. 
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NECESIDAD  extrema.  El  estado  en  que  ciertamente 
perderá  alguno  la  vida  si  no  se  le  socorre  ó  sale  de  él.  Véase. 
Homicidio  necesario  y  Hurlo  necesario. 

NEFASTO.  Decíase  entre  los  Romanos  de  los  días  en 
que  estaban  cerrados  los  tribunales ,  y  en  que  no  se  permi- 
tía tratar  los  negocios  públicos. 

NEGATIVA.  La  proposición  en  que  se  niega  alguna 
cosa  ,  ó  se  dice  no  ser  verdad  lo  que  otro  afirma  ó  supone. 
Hay  negativa  de  derecho ,  negativa  de  calidad  ,  y  negativa 
de  hecho.  Negativa  de  derecho  es  aquella  en  que  se  niega  la 
conformidad  de  alguna  cosa  con  lo  prescrito  por  la  ley  ;  co- 
mo cuando  uno  niega  el  valor  de  un  instrumento  por  no  es- 
tar revestido  de  las  formalidades  que  se  requieren,  ó  cuando 
niega  que  otro  pueda  ser  juez,  abogado,  testigo,  etc.,  por  no 
tener  las  circunstancias  que  se  exigen  al  intento.  Negativa 
de  calidad  es  aquella  por  la  que  se  niega  la  concurrencia  do 
cierta  calidad  natural  ó  accidental  en  una  cosa  ó  en  una  per- 
sona ;  natural ,  como  cuando  se  niega  que  cierto  sugeto  sea 
capaz  y  declaro  entendimiento;  accidental,  como  cuando 
se  niega  que  uno  sea  noble  ó  doctor.  La  negativa  de  hecho 
puede  ser  indefinida  ó  coartada  :  es  indefinida  la  que  no  de- 
termina tiempo,  lugar  ni  otra  circunstancia  en  que  fundar- 
se, como  cuando  uno  niega  haber  hecho  el  contrato  que  se 
le  supone  ;  y  coarlada  es  la  que  se  limita  á  cierto  lugar, 
tiempo  ú  otra  circunstancia,  como  cuando  el  acusado  de  ha- 
ber cometido  un  homicidio  en  tal  parte ,  dia  y  hora  ,  niega 
que  estuviese  entonces  en  tal  paraje;  cap.  55  de  teslib., 
Zei/52,  til.  11,,  Parí.  5,  Acevedo  en  la  ley  U,  lit.  17,  lib.  17, 
lib.  8,  liec,  nvm.  59  y  sig.  La  prueba  de  la  negativa  de  de- 
recho, de  la  negativa  de  calidad  natural,  y  de  la  negativa  de 
hecho  coartada,  corresponde  al  negante;  mas  la  prueba  de 
la  negaliva  de  calidad  accidental,  y  de  la  negativa  de  hecho 
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indefinida,  no  coïnpete  sino  al  afirmante.— Esta  es  la  clasifi- 
cación que  hacen  los  doctores,  y  que  quizá  en  la  práctica  no 
estará  esenta  de  alguna  confusion.  Es  regla  general  del  de- 
recho que  ninguno  está  obligado  á  probar  lo  que  negare  en 
juicio  ,  leyes  2 y  4,  til.  ik ,  Part  3  ;  pero  como  hay  algunos  " 
casos  de  escepcion,  se  ha  creido  designarlos  claramente  con 
la  invención  de  las  divisiones  y  subdivisiones  que  quedan 
indicadas.  Mas  sencillo  es  ,  y  bastante  quizá  ,  decir  que  la 
negativa  que  admite  prueba  debe  probarse ,  siempre  que  está, 
contra  ella  la  presunción,  puesto  que  tal  es  generalmente  la 
razón  en  que  se  apoya  la  decisión  de  cada  caso. 

NEGATIVO.  Aplícase  al  reo  que  preguntado  jurídica- 
mente no  confiesa  el  delito  de  que  se  le  hace  cargo. 

NEGLIGENCIA.  La  omisión  del  cuidado  que  se  debe 
poner  en  los  negocios  ;  ley  8 ,  tit.  1 6 ,  Part.  {,yleyl&,  lit.  7, 
Part.  1.  Cada  cual  es  responsable  de  su  negligencia  en  la 
administración  ó  manejo  de  los  negocios  ajenos ,  á  no  ser  que 
los  creyera  propios;  pues  nadie  puede  quejarse  del  que  des- 
cuida una  cosa  como  suya  :  qui  quasi  suam  rem  neglexil, 
nulli  querelce  subjectus  est.  Véase  Culpa.  • 

NEGOCIAR.  Tratar  y  comerciar  comprando  y  vendien- 
do, ó  cambiando  géneros,  mercaderías  ó  dineros  para  au- 
mentar el  caudal  ;  —  ajustar  el  traspaso ,  cesión  ó  endoso  de 
algún  vale,  efecto  ó  letra  ,  arreglando  los  intereses  ó  cam- 
bios que  se  han  de  satisfacer  ó  abonar  conforme  al  estilo  ; 
—  manejar  políticamente  las  dependencias  ó  pretensiones , 
disponiéndolas  de  modo  que  se  logren  ;  —  y  corromper  con 
el  soborno  la  integridad  con  que  se  debe  proceder. 

NEGEOS.  Llámanse  así  los  naturales  ó  habitantes  de  di- 
ferentes partes  de  la  tierra  que  son  enteramente  negros. 

Los  europeos  hacen  un  comercio  de  negros  que  sacan  de 
Guinea  y  de  otras  costas  de  África  para  sostener  las  colonias 
que  han  establecido  en  muchos  paises  de  América  y  en  las 
Antillas. 

A  lo  que  llevamos  dicho  sobre  los  negros  en  el  articulo 
Esclavitud,  debe  añadirse  la  ley  de  2  de  marzo  de  I8í»b,  que 
contiene  las  penas  en  que  incurren  los  que  se  emplean  ó  to- 
man parte  en  el  ilícito  comercio  de  esclavos,  y  el  modo  de 
proceder  en  estos  delitos ,  que  es  como  sigue  : 

título  i.  —  De  las  penas  en  que  incurren  los  que 
se  emplean  ó  toman  parte  en  el  ilícito  comercio 
de  esclavos. 

Artículo  i°.  Los  capitanes,  sobrecargos,  pilotos  y  contra- 
maestres de  los  buques  apresados  con  negros  bozales  á  bor- 
do, procedentes  del  continente  de  África,  por  los  cruceros 
autorizados  para  ejercer  el  derecho  de  registro ,  serán  con- 
denados á  la  pena  de  seis  años  de  presidio  cuando  no  hubie- 
sen hecho  resistencia  ;  á  la  de  ocho  si  la  hubiesen  hecho  sin 
resultar  muerte  ó  herida  grave  ;  y  si  la  ocasionaren,  se  les 
impondrá  la  pena  que  para  esta  clase  de  delitos  esté  deter- 
minada por  las  leyes. 

Art.  2o.  Los  marineros  y  demás  equipaje  del  barco  apre- 
sado con  negros  bozales  á  bordo ,  procedentes  del  continente 
de  África  ,  sufrirán  la  pena  de  cuatro  años  de  presidio  si  no 
hubiesen  hecho  resistencia;  y  la  de  seis  años  si  la  hubiesen 
hecho ,  ademas  de  las  penas  á  que  deben  quedar  sujetos  por 
las  muertes  ó  heridas  que  se  hubiesen  ocasionado. 

Art.  5o.  Los  capitanes ,  pilotos  ,  sobrecargos  y  contra- 
maestres de  un  buque  destinado  al  tráfico  de  negros,  pero 
á  cuyo  bordo  no  se  hallen  estos  ,  sufrirán  las  penas  si- 
guientes : 

Si  el  buque  fuere  apresado  en  las  costas  del  continente  de 
África  anclado  ó  á  menos  de  tres  millas  de  distancia  de  ellas, 
ocupándose  en  la  compra  de  esclavos  ,  se  impondrá  la  pena 
de  seis  años  de  presidio  ;  la  de  cuatro  si  el  buque  fuere  apre- 
sado en  alta  mar,  haciendo  rumbo  para  aquel  destino ,  y  la 


de  dos  si  fuere  el  buque  detenido  en  el  puerto  de  Su 
partida. 

Art.  lí°.  A  los  marineros  y  demás  individuos  de  la  tripu- 
lación del  buque  se  les  impondrá  la  mitad  de  las  penas  se- 
ñaladas en  el  artículo  precedente ,  según  los  casos  respec- 
tivos. 

Art.  §°.  Los  propietarios  de  los  buques;  los  armadores, 
los  dueños  del  cargamento  y  aquellos  por  cuya  cuenta  so 
hiciere  la  espedicion ,  serán  condenados  á  tantos  años  de 
destierro  á  mas  de  cincuenta  leguas  de  su  domicilio  como 
se  impongan  de  presidio.al  capitán  del  buque. 

Se  les  exigirá  ademas  una  multa  que  no  deberá  bajar  de 
mil  pesos  fuertes  y  podrá  llegar  hasta  diez  mil ,  según  la 
gravedad  y  las  circunstancias  del  delito. 

En  caso  de  insolvencia  se  aumentará  la  pena  de  destierro 
á  razón  de  un  año  por  cada  mil  pesos  fuertes. 

Solo  se  eximirán  de  toda  responsabilidad  si  probaren  no 
haber  tenido  parte  á  sabiendas  en  el  uso  que  el  capitán  y  la 
tripulación  hayan  hecho  del  buque  para  este  ilícito  co- 
mercio. 

Art.  6o.  Ademas  de  las  penas  determinadas  en  el  artículo 
anterior  sufrirán  los  reos  la  pena  de  comiso  del  buque  y  do 
todos  J^efec  tos  hallados  á  bordo.  El  buque  será  hecho  pe- 
dazc^jpe  procederá  á  su  venta  por  trozos  separados  con 
arreglo  á  lo  dispuesto  en  el  tratado  de  mil  ochocientos  treinta 
y  cinco. 

Art.  7o.  Los  delitos  que  se  cometan  en  un  buque  contra 
los  negros  bozales  de  África  que  en  él  se  hallen  embarcados, 
se  castigarán  con  las  penas  impuestas  por  derecho  común 
á  tales  delitos. 

Art.  8o.  En  el  caso  de  reincidencia  se  aumentarán  desde 
una  tercera  parte  hasta  la  mitad  las  penas  determinadas  en 
los  artículos  anteriores. 


TITULO   II. 


Del  modo  de  proceder  en  los  delitos  que 
son  objeto  de  esta  ley. 

Art.  9o.  Las  autoridades  superiores ,  los  tribunales ,  jue- 
ces ordinarios  y  fiscales  de  S.  M.  pueden  y  deben  proceder 
en  sus  respectivos  casos  y  según  sus  atribuciones  contra  los 
que  se  ocupen  en  este  ilicito  comercio,  ya  sea  de  oficio  ,  ya 
por  denuncia  ó  declaración  hecha  con  los  requisitos  legales, 
siempre  que  llegue  á  su  noticia  que  se  está  preparando  una 
espedicion  marítima  de  esta  clase  ó  que  ha  llegado  á  tierra 
con  cargamento  de  esclavos  procedentes  del  continente  de 
África  ;  pero  en  ningún  caso  ni  tiempo  podrá  procederse  ni 
inquietar  en  su  posesión  á  los  propietarios  de  esclavos  con 
pisteslo  de  su  procedencia. 

Art.  10.  Las  autoridades  y  empleados  residentes  en  un 
punto  en  que  se  haya  verificado  un  desembarco  de  negros 
bozales  recien  llegados  del  continente  de  África ,  si  se  pro- 
bare complicidad  ó  connivencia,  por  soborno  ó  cohecho,  su- 
frirán la  pena  que  las  leyes  imponen  á  esta  clase  de  delitos. 

Si  del  juicio  resultare  negligencia  ú  omisión,  y  si  la  falta 
se  estimase  leve,  serán  relevados  en  sus  destinos: si  la  culpa 
fuese  grave,  sufrirán  dichas  autoridades  la  pena  de  seis  me- 
ses á  cuatro  años  de  suspension  de  empleo. 

Art.  11.  Se  impondrá  la  pena  de  dos  á  cuatro  años  do 
suspension  de  oficio  al  escribano  que  autorice  alguna  escri- 
tura ú  otro  documento  en  contravención  de  esta  ley  ;  y  si  rein- 
cidiere, la  de  privación  perpetua  de  ejercer  dicho  oficio. 

Art.  12.  Los  tribunales  mixtos  de  que  habla  el  tratado 
de  1833  pasarán,  el  establecido  en  las  Antillas  á  los  gober- 
nadores capitanes  generales  de  las  islas  de  Cuba  y  Puerto 
Rico ,  y  el  establecido  en  Sierra  Leona  al  regente  de  la  au- 
diencia de  Canarias ,  todas  las  actuaciones  practicadas  en  el 
caso  de  haber  declarado  por  buena  presa  algún  buque,  con 
las  personas  aprehendidas  en  él ,  á  fin  de  que  los  tribunales 
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competentes  puedan  formar  la  correspondiente  causa  para 
la  averiguación  del  delito  y  aplicación  de  las  penas  que 
prefija  esta  ley. 

En  la  sustanciacion  de  estas  causas  y  en  la  calificación  de 
las  pruebas  de  los  delitos  de  que  en  esta  ley  se  trata  ,  se 
observará  lo  dispuesto  por  las  leyes  del  reino  para  los  deli- 
tos comunes. 

Art.  1 3.  Son  tribunales  competentes  para  el  conocimiento 
y  decisión  de  estas  causas  : 

En  la  Península,  los  jueces  de  primera  instancia,  con  ape- 
lación á  las  audiencias  territoriales. 

En  las  islas  Cananas  ,  el  juzgado  de  primera  instancia  de 
la  ciudad  de  Las  Palmas,  con  apelación  á  la  audiencia  ter- 
ritorial. 

Y  en  las  islas  de  Cuba  y  Puerto  Rico,  sus  audiencias  ter- 
ritoriales en  primera  y  segunda  instancia. 

Queda  derogado  todo  fuero  en  las  causas  que  se  siguie- 
ren sobre  estos  delitos. 

Art.  14.  Para  el  puntual  cumplimiento  y  ejecución  de  la 
presente  ley  se  fija  el  término  de  un  mes  después  de  su  pro- 
mulgación en  la  Península  é  islas  adyacentes,  el  de'tres 
meses  en  las  provincias  de  América,  y  el  de  seis  en  África. 

NEUTRALIDAD.  Dícese  del  estado  de  una^atencia 
que  no  hallándose  en  guerra  con  ninguna  de  la^Jpncias 
beligerantes  ,  mantiene  relaciones  de  amistad  y  comercio 
con  ellas,  de  modo  que  sus  navios  y  demás  embarcaciones, 
que  se  llaman  neutrales,  son  admitidas  en  todos  los  puertos 
como  en  tiempo  de  paz. 

NI 

NIDOS  de  perdices.  No  pueden  los  pastores  ni  sus  za- 
gales, criados  ni  compañeros,  los  segadores  ni  otros  mozos 
ni  muchachos,  por  lo  común  ociosos,  buscar  los  nidos  de  las 
perdices,  no  tanto  por  el  grandísimo  perjuicio  que  causan 
en  los  sembrados  ,  cuanto  porque  soliendo  coger  á  lazo  el 
macho  y  la  hembra  inutilizan  la  cria  próxima  é  impiden  las 
sucesivas.  Al  contraventor  se  impone  por  la  primera  vez  la 
pena  de  treinta  dias  de  cárcel,  por  la  segunda  la  de  sesenta, 
y  por  la  tercera  la  de  cuatro  3ños  de  presidio,  si  tuviese  edad 
para  ello.  Estando  en  la  menor  edad  se  le  castiga  á  propor- 
ción, como  asimismo  á  sus  padres  ó  personas  encargadas  de 
su  educación  con  la  multa  de  tres  mil  maravedís  por  la  pri- 
mera vez,  con  la  de  seis  mil  por  la  segunda,  y  con  treinta 
dias  de  cárcel  por  la  tercera  ,  fuera  de  apercibirse  á  todos 
con  penas  mas  graves  según  la  inobediencia  si  reincidiesen. 
Las  justicias  son  responsables  de  cualquier  disimulo  ó  tole- 
rancia. LeyM^tíl.  50,  lib.  7,  Nov.  Rec. 

NIETO.  Término  relativo  al  abuelo,  como  hijo  de  su  hi- 
jo; y  se  llama  también  así  por  estension  el  descendiente  de 
una  línea  en  las  terceras  ,  cuartas  y  demás  generaciones, 
usándose  con  los  adjetivos,  segundo,  tercero ,  cierto,  etc. — 
Los  nietos  se  comprenden  bajo  el  nombre  genérico  de  hijos, 
cuando  se  trata  de  su  bien,  mas  no  cuando  se  trata  de  lo  que 
les  es  dañoso.  Los  nietos  concurren  á  la  sucesión  intestada 
de  sus  abuelos  en  representacien  de  sus  padres  que  hubie- 
sen fallecido  antes  ;  y  pueden  sus  abuelos,  aunque  tuviesen 
hijos,  dejarles  la  mejora  de  tercio  y  quinto  de  sus  bienes. 
Véase  Alimentos,  Descendientes ,  Herederos  y  Mejora;  ley  5, 
lit.  lo,  Part.6;y  ley  1,  til.  20,  lib.  16,  Nov.  Rec,  ley  18  de 
Toro,  ó  ley  2,  til.  B,  lib.  10,  Nov.  Rec. 

NIGROMANCIA.  El  arte  abominable  de  ejecutar  cosas 
cstrañas  y  preternaturales  por  medio  de  la  invocación  del 
demonio  y  pacto  con  él  :  Dicción,  de  la  leng.  casi.  —  Ni- 
gromancia, según  la  ley  de  las  Partidas  ,  es  un  arte  estraño 
para  encantar  espíritus  malos  ,  del  cual  usan  algunos  con 
grave  daño  de  los  que  los  consultan  y  creen  ,  causándoles 
espantos  de  que  suelen  morir,  ó  quedar  locos  y  desmemo- 


riados. Se  prohibe  á  todos  su  uso,  y  el  hacer  imágenes  de 
cera  ó  metal  y  otros  hechizos  para  enamorar  los  hombres  á 
las  mujeres,  ó  separar  la  voluntad  de  los  que  se  quieren;  y 
también  el  dar  yerbas  y  brebaje  por  causa  de  enamora- 
miento, de  que  suele  resultar  la  muerte  al  que  las  toma  ,  ó 
alguna  grave  enfermedad  habitual.  Cualquiera  del  pueblo 
podía  acusar  á  los  tales  agoreros,  sorteros  y  demás  barata- 
dores ;  y  probado  ó  confesado  el  delito,  debían  morir  ;  y  los 
que  á  sabiendas  los  ocultaban  en  sus  casas  eran  desterrados 
para  siempre  :  pero  los  que  hicieren  encantamiento  ú  otras 
cosas  con  buena  intención,  como  para  espeler  demonios  de 
los  cuerpos,  desligar  los  casados  impedidos  de  juntarse,  des- 
hacer nube  de  granizo  ó  niebla,  matar  langosta  ó  pulgón  ,  ó 
por  otra  razón  útil  semejante  á  estas,  deben  recibir  premio 
por  ello  !  !  !  Así  lo  dicen  las  leyes  de  Partidas  ,  2 ,  lit.  55  , 
Part.  3.  Véase  Adivino. 

NIÑEZ.  La  edad  de  los  niños  hasta  los  siete  años.  Véaso 
Edad,  Infancia  é  Impúber. 

NO 

NOBILIARIO.  El  libro  ó  cuaderno  en  que  está  escrita 
la  nobleza  de  las  familias. 

NCSLE.  El  hombre  que  es  de  una  condición  mas  ele- 
vada que  los  otros  y  goza  de  ciertas  esenciones  y  preeminen- 
cias. La  palabra  noble  se  deriva  de  la  latina  nobilis  ó  nosci- 
bilis,  que  significa  conocido ,  digno  de  ser  conocido  ó  el  que 
se  hace  conocer  ;  porque  efectivamente  el  noble  debe  darse 
á  conocer  por  sus  virtudes.  Antiguamente  los  nobles  fueron 
llamados  defensores,  por  tener  á  su  cargo  la  defensa  de  la 
tierra  con  esfuerzo ,  honor  y  poder  :  posteriormente  se  dije- 
ron caballeros,  no  por  razón  de  andar  á  caballo,  sino  por- 
que se  les  daban  mas  honras  que  á  los  demás  defensores ,  y 
de  cada  mil  hombres  se  escogía  uno.  En  su  elección  se  aten- 
día á  que  fuesen  sufridos ,  para  tolerar  los  trabajos  de  las 
guerras;  acostumbrados  á herir,  para  malar  mejor  y  vencer 
á  sus  enemigos  ;  crueles,  para  no  apiadarse  de  ellos  en  sus 
robos  ,  heridas  y  muertes  ;  y  perfectos  de  miembros,  para 
ser  recios,  fuertes  y  lijeros.  Por  esto  se  elegia  para  caballeros 
á  los  cazadores,  como  hechos  á  pasar  trabajos  en  el  monte; 
á  los  carpinteros ,  herreros  y  pedreros,  por  el  uso  de  herir 
y  su  fortaleza  de  manos;  y  á  los  carniceros,  por  su  costum- 
bre de  matar  y  derramar  sangre.  Así  lo  dice  la  ley.  Después 
se  echó  mano  de  los  que  tenían  algo,  esto  es,  bien,  hacienda, 
caudal  ;  y  de  aqui  so  les  dio  el  nombre  de  (ijosdalgo,  que  ha 
venido  á  quedar  en  el  de  hidalgos.  Llamáronse  también  gen- 
tiles por  su  gentileza  ó  nobleza  manifiesta  en  linaje,  sabidu- 
ría y  bondad  de  costumbres.  Es  inútil  detenernos  en  clasifi- 
car las  varias  especies  que  hay  de  nobles ,  puesto  que  sus 
diferencias  son  de  poco  momento,  y  están  ya  casi  entera- 
mente confundidas.  Ley  6,  tít.  9 ,  Part.  2  ;  ley  i ,  til.  1  i , 
Part.  7  ;  ley  l,  leyes  6  y  7,  lit.  18,  Part.  2  ;  ley  :2o,  til.  25, 
Parí.  5;  ley  %  lit.  21,  Part.  2;  leyes  1  y  5,  til.  11,  Parí.  7. 

Las  principales  prerogativas  de  que  gozaban  los  nobles 
eran  las  siguientes  :  Io.  estaban  esentos  de  pechos  ó  tribu- 
tos plebeyos;  pero  debian  contribuir  para  el  reparo  de  mu- 
ros ,  cercas ,  fuentes  y  puentes  :  —  2o.  no  podían  ser  encar- 
celados por  deudas  civiles  ;  pero  lo  podían  ser  por  las  que 
procedían  de  delito,  ó  cuasi  delito,  y  de  pechos  ó  derechos 
reales ,  bien  que  en  tal  caso  habían  de  ponerse  en  cárcel  se- 
parada de  la  que  está  destinada  á  los  demás  :  —  5o.  no  podia 
trabarse  ejecución  sino  por  débitos  reales  en  la  morada , 
armas,  caballos  y  muías  que  tuvieren  y  en  que  anduvieren  ; 
bien  que  si  carecían  de  otros  bienes  ,  se  solia  hacer  la  traba 
en  estas  cosas ,  por  no  ser  justo  que  el  acreedor  se  quedase 
sin  su  crédito  que  de  justicia  se  le  debia  :  —  U°.  no  podian 
ser  puestos  à  tormento  :  —  5°.  no  podia  condenárselos  á  quo 
se  desdijesen  de  la  injuria  que  hubieren  hecho  á  otro  ;  pero 
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habian  de  sufrir  en  sa  lugar  otras  penas ,  como  se  advierte 
en  la  palabra  Injuria  :  —  6o.  podían  usar  de  pistolas  de  ar- 
zón ,  cuando  fuesen  montados  en  caballo ,  y  en  traje  decente 
interior  :  —  7o.  no  podian  ser  condenados  á  muerte  afren- 
tosa de  horca,  etc.  Ley  3,  tit.%yZ,  tít.  18,  lib.  6,  Nov.  Rec; 
Inj  b  del  mismo  tít.  18  ;  leyes  2  y  Ib,  til.  2,  lib.  6,  Nov.  Rec; 
leyes  fOy  11  de  dicho  tít.  2  ,  leyes  10,  15,  Ib  y  22,  í?'í.  2, 
lib.  6,  Nov.  Rec;  ley  2,  lit.  30,  Part.  7  ;  ley  1 ,  lit.  2b, 
lío.  12,  Nov.  Rec.  ;  ley  19,  tit.  19,  lib.  12,  Nov.  Rec. 

No  podian  los  nobles  renunciar  la  preeminencia  de  no 
ser  presos  por  deudas,  ni  prendadas  las  casas  de  su  mora- 
da; de  suerte  que  eran  nulas  tales  renuncias.  —  Las  viudas 
délos  nobles  gozaban  de  las  mismas  prerogativas,  mientras 
se  mantuvieren  en  su  estado  de  viudez  ó  no  se  casaren  des- 
pués con  un  pechero,  como  asimismo  las  mujeres  nobles 
viudas  de  pecheros  ;  de  modo  que  las  viudas  ,  mientras  lo 
eran  ,  conservaban  la  condición  de  nobleza  de  sus  difuntos 
maridos  ,  y  recobraban  la  nativa  nobleza  que  perdieron  por 
haberse  casado  con  plebeyo.  —  Eran  tenidos  por  nobles  en 
algunas  cosas  los  jueces  durante  su  oficio  ;  los  graduados  de 
doctores  ó  licenciados  en  cualquiera  facultad  por  universi- 
dad aprobada;  los  abogados  ,  aunque  solo  tuviesen  el  grado 
de  bachiller;  y  los  oficiales  militares;  ley  ih,  tit.  18,  lib.  6, 
Nov.  Rec.  Hoy  todos  los  Españoles  son  admisibles  á  los 
empleos  y  cargos  públicos  según  su  mérito  y  capacidad ,  y 
todos  están  obligados  á  contribuir  en  proporción  de  sus  ha- 
beres para  los  gastos  del  Estado  ;  de  suerte  que  ya  no  hay 
diferencia  para  los  efectos  civiles  entre  los  nobles  y  los  del 
estado  general  :  sin  embargo  aun  se  hacen  pruebas  de  no- 
bleza en  las  órdenes  militares  y  en  el  consejo  de  ellas;  lo 
cual  acredita  una  particular  distinción.  Yéase  Artesano, 
Limpieza  de  sangre  y  Garrote. 

NOBLEZA.  Cierta  calidad  de  distinción  que  por  razón 
de  su  estado  eleva  al  hombre  á  una  clase  superior  á  la  ordi- 
naria de  los  demás;  y  le  hace  gozar  de  ciertos  derechos  y 
esenciones.  Hay  nobleza  de  privilegio  y  nobleza  de  sangre; 
esto  es,  nobleza  adquirida  por  acciones  gloriosas,  y  nobleza 
heredada  de  los  mayores.  La  nobleza  de  privilegio  es  la  con- 
cedida por  el  soberano  en  remuneración  de  servicios  hechos 
al  Estado;  y  es  personal  ó  trasmisible  :  personal,  cuando 
solo  se  concede  á  un  sugeto  para  que  goce  de  ella  durante 
su  vida ,  de  modo  que  se  estingue  con  su  muerte  ;  y  trasmi- 
sible ,  cuando  se  concede  á  una  persona  para  sí  misma  y 
para  sus  descendientes ,  de  modo  que  pasa  á  todos  los  gra- 
dos en  línea  recta  de  varón  en  varón ,  y  no  de  hembra  en 
hembra.  La  nobleza  de  sangre  es  la  que  viene  por  linaje,  es 
decir,  la  que  se  hereda  de  aquellos  à  quienes  se  concedió 
por  privilegio.  Así  que ,  la  nobleza  de  privilegio  y  la  de  san- 
gre no  son  en  realidad  dos  especies  de  nobleza,  sino  una  mis- 
ma nobleza  sustancialmente,  que  se  llama  de  privilegio  con 
respecto  al  sugeto  á  quien  se  otorga ,  y  de  sangre  con  res- 
pecto á  sus  hijos  y  demás  descendientes  que  laheredan(l).  La 
nobleza  se  hereda  del  padre ,  y  no  de  la  madre  :  por  lo  cual 
si  el  padre  la  goza  ,  aunque  la  madre  no  la  tenga ,  serán  no- 
bles sus  hijos  legítimos  y  naturales;  mas  no  al  contrario, 
1  porque  la  mujer  es  el  fin  de  la  familia,  y  á  nadie  ennoblece 
por  sí  sola  :  Liberi  sequunlur  conditionem  patris  quoad  no- 
men ,  dignilalem  et  familiam,  mulierque  est  capul  et  finis 
familia  suœ  :  «  La  mayor  parte  de  la  fidalguía ,  dice  la  ley 
de  las  Partidas ,  ganan  los  homes  por  honra  de  los  padres  , 
ca  maguer  la  madre  sea  villana,  et  el  padre  fidalgo  ,  fidalgo 
es  el  fijo  que  dellos  nasqiere;....  mas  si  nasciere  de  fidalga 
et  de  villano  ,  non  tovieron  por  derecho  que  fuesse  contado 
por  fijodalgo.  » 

(1)  Véase  la  nota  puesta  al  art.  Limpieza  de.  sangre,  y  tén- 
gase presente ,  como  dice  la  ley  6 ,  tít.  9 ,  Part.  2 ,  que  la  nobleza 
de  bondad  es  mejor  que  la  nobleza  del  linaje. 


La  nobleza  se  prueba  con  el  título  de  su  concesión  ,  por- 
que no  puede  haberla  sin  que  la  conceda  el  soberano  ;  mas 
si  por  el  trascurso  de  los  tiempos,  por  el  trastorno  de  los 
archivos,  por  la  devastación  causada  por  las  guerras,  no  se 
encuentra  vestigio  del  título  ni  documento  capaz  de  acredi- 
tarla, fuerza  es  entonces  contentarse  con  justificar  la  pose- 
sión en  que  se  halla  una  familia  del  goce  ó  disfrute  de  los 
derechos  y  prerogativas  de  la  nobleza.  La  prueba  pues  se 
hace  en  tal  caso  ó  de  posesión  local,  ó  de  posesión  general, 
ó  de  propiedad  posesoria,  como  dicen  los  pragmáticos.  Para 
la  posesión  local  es  suficiente  acreditar  que  el  pretendiente  y 
su  padre  han  estado  en  posesión  de  hijosdalgo  por  espacio  de 
veinte  años ,  y  en  su  virtud  se  le  manda  guardar  la  posesión 
de  hijodalgo  en  el  lugar  donde  vive  solamente ,  por  lo  que 
se  llama  vulgarmente  hidalgo  de  gotera  ó  de  canales  aden- 
tro, dando  á  entender  que  en  saliendo  de  su  lugar  ya  no  lo 
es;  y  efectivamente  si  muda  de  domicilio,  pierde  sus  esen- 
ciones. Para  la  posesión  general  es  necesario  probar  la  de 
tres  personas,  á  saber,  del  pretendiente,  su  padre  y  abuelo 
por  igual  tiempo  de  veinte  años  continuos  y  cumplidos;  y  al 
que  así  probare  se  manda  amparar  en  la  posesión  de  la  hidal- 
guía, que  le  ha  de  ser  guardada  generalmente,  pero  no  se 
le  declara  hidalgo  en  propiedad ,  porque  este  litigio  se  con- 
serva al  procurador  fiscal  y  al  consejo  del  pueblo  para  que 
sigan  su  derecho;  y  si  estos  vencen  después,  se  manda  des- 
pojar de  la  posesión  al  pretendiente.  Finalmente  para  la 
propiedad  posesoria ,  aunque  antiguamente  era  preciso  jus- 
tificar la  posesión  de  cuatro  personas  ,  esto  es,  del  preten- 
diente ,  su  padre,  abuelo  y  bisabuelo,  hoy  basta  probar  la 
del  pretendiente,  su  padre  y  abuelo,  con  tal  que  ademas  se 
pruebe  la  inmemorial,  y  en  virtud  de  esta  prueba  se  espide 
ejecutoria ,  por  lo  cual  se  declara  hijodalgo  al  pretendiente, 
imponiendo  perpetuo  silencio  á  los  contradictores.  Tales  son 
los  medios  adoptados  por  la  ley  para  probar  la  posesión  de 
hidalguía  ;  pero  hay  en  los  pueblos  tantos  amaños  para  lo- 
grar lo  que  se  desea  en  esta  parte  ,  que  con  razón  puede 
asegurarse  no  ser  verdaderos  hidalgos  los  dos  tercios  de 
los  que  al  parecer  justifican  hallarse  considerados  como 
tales. 

Cuanto  mas  vieja  es  la  nobleza ,  dícese  que  es  mas  bella  : 
de  modo  que  hay  fijodalgo  tan  envanecido  y  orgulloso  con 
la  carcomida  amarillez  de  unos  pergaminos  de  cuatro  siglos, 
que  no  duda  en  mirar  con  el  mas  alto  desprecio  al  que  no 
los  puede  presentar  sino  recientes  ;  y  no  falta  quien  tiene 
por  mas  gloria  adornarse  con  las  virtudes  ó  las  hazañas  de 
un  antepasado  remoto,  que  con  las  suyas  propias.  La  nobleza 
debería  ser  solo  la  recompensa  de  la  virtud  y  de  los  servi- 
cios hechos  al  Estado ,  y  no  trasmitirse  nunca  á  los  descen- 
dientes por  via  de  sucesión ,  como  sucede  en  la  China ,  don- 
de los  hijos  heredan  los  bienes  y  no  los  honores  de  sus 
padres.  Nobililas  sola  est  atque  única  virtus;  ley  2,  tit.  21 , 
Part,  2,  ley  K,  tit.  27,  lib.  11 ,  Nov.  Rec.  (2).  Véase  Noble  al 
fin. 

N0M3F«E.  La  palabra  que  se  apropia  ó  se  da  á  alguna 

(2)  En  la  república  de  Méjico,  por  decreto  de  2  de  marzo  de 
1826  fueron  estinguidos  para  siempre  los  títulos  de  nobleza;  y 
las  demás  esenciones  ó  privilegios  de  que  trata  el  autor  son  con- 
trarios á  las  Bases  de  organización  política  de  la  república.  — 
En  Venezuela  ni  las  distinciones  ni  los  privilegios  pueden  lener 
cabida  ;  porque  respecto  á  lo  pasado  la  ley  garantiza  la  igualdad 
ante  ella  á  todo  venezolano ,  y  en  cuanto  á  lo  venidero,  está  pro- 
hibida la  concesión  de  título  alguno  de  nobleza  ,  honores  ó  distin- 
ciones hereditarias  :  arts.  188,  215  y  21o,  Consl.  de  24  de  se- 
tiembre de  1830.  —  En  Chile  las  leyes  sobre  privilegios  están  de- 
rogadas por  el  art.  12 ,  §  Io.  de  la  Constit.  de  1855,  según  el 
cual ,  la  igualdad  ante  la  ley  es  una  de  sus  garantías,  y  en  dicha 
república  no  hay  clase  alguna  privilegiada. 
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cosa  o  persona  para  darla  á  conocer  y  distinguirla  de  olra. — 
Como  los  nombres  no  se  han  introducido  sino  para  designar 
las  personas  y  las  cosas,  aunque  un  testador  haya  errado 
en  el  nombre  de  la  persona  del  legatario  ó  heredero ,  ó  en 
el  de  la  cosa  legada,  no  por  eso  deja  de  ser  válido  el  nom- 
bramiento de  heredero  ó  el  legado,  con  tal  que  por  otra 
parle  haya  certeza  sobre  su  voluntad ,  pues  la  demostración 
suficiente  de  la  persona  ó  de  la  cosa  tiene  lugar  de  nombre; 
ley  5 ,  tit.  55  ,  Part.  7,  ley  28 ,  lit .  9 ,  Part.  6.  —  En  cuanto 
á  las  personas,  hay  entre  nosotros  dos  especies  de  nombres 
que  sirven  para  designarlas,  es  á  saber,  el  nombre  de  pila 
y  el  de  familia  ó  linaje  :  el  de  pila  es  el  de  algún  santo  ó 
santa  que  el  padrino  ó  madrina  dan  á  la  criatura  cuando  la 
presentan  para  el  bautismo  ;  y  el  de  linaje  ó  familia,  que  co- 
munmente se  dice  apellido  ,  es  el  que  de  padres  á  hijos  se 
trasmite  á  todos  los  descendientes  y  á  todas  las  ramas  de  la 
familia  para  distinguirlas  de  las  otras.  Yéase  Apellido.  —  El 
que  muda  su  nombre  ó  toma  el  ajeno ,  incurre  como  falsario 
en  la  pena  de  destierro  perpetuo  y  confiscación  de  sus  bie- 
nes, no  teniendo  descendientes  ó  ascendientes  que  los  here- 
den ,  con  tal  empero  que  lo  haga  con  el  fin  de  engañar  ó 
perjudicar  á  otro,  m  fraudem  allerius ;  pues  si  lo  hicier» 
por  diversion  ó  por  salvarse  de  algún  peligro  ,  no  merece 
pena;  ley  2,  tit.  7, Part.  7. 

NON  bis  in  ídem.  Estas  palabras  latinas,  que  literalmen- 
te significan  no  dos  veces  sobre  lo  mismo ,  contienen  un 
axioma  de  derecho,  cuyo  sentido  es  que  por  un  mismo  de- 
lito no  se  ha  de  sufrir  mas  que  una  persecución;  es  decir, 
que  no  puede  ser  nuevamente  acusado  de  un  delito  el  que 
fué  ya  juzgado  y  absuelto  de  él;  bien  que  podrá  serlo  otra 
vez,  probándose  en  la  segunda  acusación  que  se  procedió 
con  dolo  en  la  primera  ,  ó  si  habiéndose  hecho  esta  por  al- 
gún estraño  se  entablase  la  segunda  por  algún  pariente  del 
agraviado  que  ignoraba  la  primera.  Véase  Absolver  de  la  ins- 
tancia, Absolución  y  Acusado. 

La  máxima  Non  bis  in  idem  se  ha  sacado  del  derecho 
romano. 

La  ley  9,  G.  de  aecusationibus  el  inscriplionibus,  dice  así  : 
Qui  de  crimine  publico  in  aecusalionem  deduclus  est ,  ab  alio 
super  eodem  crimine  deferri  non  potest.  Si  lamen  ex  eodem 
fado  plurima  crimina  nascuntur,  et  de  uno  crimine  in  ae- 
cusalionem fuerit  deduclus,  de  altero  non  p7-ohibetur  ab  alio 
¿eferri.  Judex  aulem  super  utroque  crimine  audientiam  ac- 
commodabit.  Nec  enim  licebit  ei  separatim  de  uno  crimine 
senlcnliam proferre ,  priusquam plenissima  examinatio  super 
altero  quoque  crimine  fíat. 

La  ley  11  del  mismo  título  dice  :  Si  quis  homicida  crimen 
cxislimat  esse  persequendum ,  secundùm  juris  publici  for- 
mam  debebil  eum  qui  in  primordio  homicida  postulaveril 
reum,  ñeque  probaverit,  ideoque  reus  absolulus  est,  prœvari- 
cationis  arguere.  Id  enim  salubriler  slatulis  principum  pa- 
rcnlum  nostrorum ,  jurisque  forma  prœsciplum  est.  Vel  si 
non  putaverit  agendum,  ad  sequens  crimen  (id  est,  prœdo- 
num  lalronumve)  descenderé  eum  coges,  atqueid  exequi ju- 
díelo luo  :  eum  si  quidem  id  ab  incusalo  appareat  esse  com- 
mhsum,  ob  ullionem  publicam  obnoxius  legibus  fíat. 

Tales  son ,  como  lo  anuncia  el  mismo  legislador,  las  leyes 
que  la  justicia  y  la  humanidad  han  prescrito  en  todo  tiempo 
á  favor  de  los  acusados.  Ilusoria  seríala  ventaja  de  haber  sido 
absuelto ,  si  el  acusador  tenia  el  derecho  cruel  de  renovar 
perpetuamente  sus  denuncias  sobre  el  mismo  hecho  y  si  el 
acusado  no  pudiese  esperar  asilo  sino  en  la  tumba.  La  ley  7 
del  mismo  título  del  Digesto  está  concebida  en  términos  tan 
positivos  como  los  que  acabamos  de  citar  :  Jisdem  crimini- 
bus  quibus  quis  liberalus  est ,  non  débet  prœscs  pâli  eumdem 
ilerum  decusari. 

Es  necesario  observar  sin  embargo ,  que  si  en  un  proceso 
que  contuviese  muchos  capítulos  de  acusación,  no  hubiese 


instruido  y  juzgado  el  juez  sino  uno  6  dos  de  ellos,  ó  aun  si 
hubiese  instruido  y  dado  su  juicio  sobre  todos  esceptuando 
uno  solo  ,  entonces  este  capítulo  omitido  daria  al  acusador 
el  derecho  de  renovar  su  acusación ,  no  precisamente  sobre 
todos  los  capítulos  sin  distinción ,  sino  sobre  el  que  se  habia 
omitido.  Esta  consecuencia  sale  naturalmente  de  la  primera 
de  las  leyes  romanas  que  hemos  citado  mas  arriba.  Si  lamen 
ex  eodem  fado  plurima  crimina  nascuntur,  et  de  uno  cri- 
mine in  aecusalionem  fuerit  deduclus ,  de  altero  non  prohi- 
belur  ab  alio  deferri. 

NOTAS.  El  cúmulo  de  protocolos  de  un  escribano. 

NOTARIO.  Entre  los  Romanos  era  un  secretario  que 
asistía  al  senado,  y  notaba  ó  escribía  con  la  mayor  velocidad 
y  por  medio  de  cifras  y  abreviaturas  todo  cuanto  hablaban 
los  padres  conscriptos  ó  recitaban  los  abogados;  mas  entre 
nosotros  es  el  escribano  público  que  tiene  por  oficio  redactar 
por  escrito,  en  la  forma  establecida  por  las  leyes,  los  instru- 
mentos de  las  convenciones  y  últimas  voluntades  de  los  hom- 
bres. El  nombre  de  notario  viene  de  la  palabra  latina  nota  , 
que  significa  título,  escritura  ó  cifra,  yaseaporque  los  escri- 
banos recibían  antes  en  cifras  ó  abreviaturas  los  contratos  y 
demás  actos  que  pasaban  ante  ellos,  ya  sea  porque  en  todo 
instrumento  ponian  como  todavía  ponen  su  sello ,  marca , 
cifra  ó  signo,  para  autorizarle.  Lo- mismo  es  pues  notario 
que  escribano  público  ,  cuyo  artículo  puede  verse  en  su  lu- 
gar ;  pero  en  algunas  partes  ha  prevalecido  vulgarmente  la 
costumbre  de  llamar  escribano  al  que  entiende  en  los  nego- 
cios seglares,  y  notario  al  que  entiende  en  los  eclesiásticos. 

I.  Para  los  negocios  eclesiásticos  hay  encada  diócesis  cierto 
número  de  notarios  mayores  y  de  notarios  ordinarios ,  á 
voluntad  de  los  prelados  diocesanos.  Los  mayores  son  exa- 
minados en  cada  obispado  á  presencia  del  provisor  ó  vicario 
general  por  los  demás  notarios  mayores,  haciendo  estos 
juramento  y  votando  su  admisión  secretamente;  Conc.  Trid.. 
ses.  22,  cap.  10;  y  dentro  de  dos  meses  contados  desde  su 
nombramiento  hecho  por  el  prelado  ó  persona  á  quien  cor- 
responda ,  tienen  que  examinarse  de  escribanos  reales  ante 
la  autoridad  seglar  y  obtener  fíat  de  notaría  de  reinos  bajo  la 
pena  de  quedar  vacante  su  plaza.  Los  notarios  ordinarios,  quo 
son  los  que  se  nombran  para  estar  de  asiento  en  los  partidos, 
como  para  receptores  y  hacer  diligencias  fuera  de  la  capital, 
son  elegidos  de  entre  los  que  tienen  título  de  escribanos  realesj 
y  examinados  por  dos  notarios  mayores.  Unos  y  otros  han 
de  tener  veinte  y  cinco  años  de  edad  y  cuatro  ó  cinco  de 
práctica;  deben  ser  legos  y  no  clérigos,  no  han  de  dar  las 
escrituras  signadas  sino  en  la  forma  que  las  dan  los  escri- 
banos públicos,  dejando  el  registro  de  ellas  firmado  de  las 
partes  conforme  á  la  ley;  ley  8,  lit.  ih,  lib.  %  Nov.  Rec;  no 
pueden  usar  de  sus  oficios  entre  legos;  ni  recibir  escrituras 
sino  en  cosas  de  las  iglesias  ó  pertenecientes  à  ellas,  ni  dar 
fe  sobre  negocio  locante  á  la  jurisdicción  real  y  temporal , 
bajo  la  pena  de  nulidad,  de  ser  desterrados,  y  de  perder  la 
mitad  de  sus  bienes;  leyes  1  y  2,  til.  ik,  lib.  2,  Nov.  Rec. 

II.  Todos  los  escribanos  ,  así  de  los  juzgados  civiles  como 
de  los  privativos  y  privilegiados  ,  han  de  acudir  á  solicitar 
y  obtener  el  real  titulo  de  notarios  de  reinos  pagando  el  fiai 
y  demás  derechos, sin  que  se  les  dé  posesión  de  sus  respec- 
tivas escribanías  no  cumpliéndolo  previamente.  Real  órd. 
de  17  de  marzo  de  1851. 

III.  Los  escribanos  numerarios  de  los  pueblos  cabeza  do 
partido  judicial  deben  actuar  esclusivamenle  en  los  negocios 
de  sus  juzgados  de  primera  instancia.  En  el  caso  de  que  el 
número  de  escribanos  residentes  en  la  cabeza  de  partido  no 
llegue  á  1res  ,  la  audiencia  respectiva  ,  si  lo  considera  nece- 
sario ó  conveniente  puede  nombrar  para  completarle  ,  con 
calidad  de  «  interinamente  ,  »  de  entre  los  numerarios  del 
mismo  partido  ,  que  reúnan  á  todas  las  otras  circunstancias 
requeridas  ,  la  de  una  firme  y  sincera  adhesión  á  la  reina 
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nuestra  señora  y  libertades  patrias.  Los  escribanos  nume- 
rarios de  los  demás  pueblos  del  partido  deben  limitarse  á 
actuar  en  los  negocios  cuyo  conocimiento  corresponda  á  los 
alcaldes  ordinarios  ó  sus  tenientes:  y  últimamente  á  estos 
irismos  escribanos  ,  con  esclusion  de  los  numerarios  de  la 
cabeza  de  partido,  han  de  encargarse  las  diligencias  de  cual- 
quiera naturaleza  que  sean  ,  que  deban  practicarse  en  los 
pueblos  de  su  residencia,  cesando  las  medidas  contrarias  á 
las  presentes  que  se  hayan  adoptado  por  las  audiencias  ter- 
ritoriales. Real  órd.  de  7  de  octubre  de  1855. 

IV".  La  separación  de  un  escribano  debe  entenderse  que- 
dándole salva  la  propiedad  de  su  escribanía  si  está  enajenada 
de  la  corona  por  titulo  oneroso ,  y  si  le  está  concedida  la 
facultad  de  nombrar  teniente  ,  el  que  fuere  nombrado  por 
el  dueño  para  servirla  debe  solicitar  de  S.  M.  la  habilitación 
correspondiente  en  la  forma  ordinaria  por  medio  de  la  res- 
pectiva audiencia.  Real  órd.  de  22  de  enero  de  1836. 

V.  Todos  los  escribanos  del  distrito  de  cada  audiencia 
deben  remitir  á  la  misma  dentro  de  los  ocho  primeros  dias 
del  mes  de  enero  de  cada  año  testimonio  literal  del  índice  de 
los  protocolos  que  hubieren  otorgado  en  el  año  anterior  con 
fe  negativa  de  no  quedar  otros  en  su  poder,  para  que  ar- 
chivados en  el  tribunal  puedan  suministrarse  á  los  interesados 
las  noticias  que  necesiten  del  paradero  de  los  protocolos ,  y 
se  eviten  al  mismo  tiempo  los  fraudes  que  la  esperiencia  ha 
hecho  ver  se  cometían  algunas  veces  en  punto  tan  intere- 
sante. Real  órd.  tfe21  de  octubre  de  1856.  Véase  Archivo. 

VI.  El  tribunal  especial  de  las  órdenes  no  puede  ya  nombrar 
escribanos  ni  notarios  para  el  despacho  de  los  negocios  ci- 
viles. Los  notarios  con  licencia  general  para  el  territorio  de 
las  órdenes  creadas  anteriormente,  deben  sacar  nuevo  título 
en  caso  de  obtener  notaría  de  reinos.  Dichos  notarios  con 
licencia  general  no  pueden  ejercer  su  oficio  sino  en  los  pue- 
blos en  que  se  haya  fijado  su  residencia.  Los  escribanos  y 
notarios  creados  por  el  consejo  ó  tribunal  de  órdenes ,  que 
en  virtud  de  títulos  por  él  espedidos  se  hallen  destinados  á 
algún  juzgado  ó  notaría  dependiente  de  la  jurisdicción  espe- 
cial de  las  órdenes  al  tiempo  de  la  espedicion ,  no  ne- 
cesitan sacar  nuevos  títulos,  siempre  que  su  nombramiento 
sea  anterior  á  la  real  órd.  de  17  de  marzo  de  1857.  En  el 
caso  de  haber  de  desempeñar  otra  escribanía  ó  notaría  di- 
ferente, deben  sacar  nuevo  título.  Todos  los  escribanos  y 
notarios  que  en  virtud  de  estas  disposiciones  hayan  de  sacar 
nuevos  títulos,  pagarán  el  fiai  sin  descuento  délo  que  hayan 
pagado  en  el  consejo  ó  tribunal  de  órdenes;  pero  délos  fon- 
dos ae  estos  deberá  reintegrarse  á  los  que  no  llegaron  á  po- 
der usar  del  título  espedido  por  el  tribunal.  Real  órd.  de  Io. 
de  mayo  de  1837. 

VIL  Se  reconocen  como  acreedores  del  Estado  todos  los 
poseedores  de  oficios  públicos  que  salieron  de  la  corona  por 
título  oneroso,  y  que  han  sido  suprimidos  por  incompatibles 
con  la  Constitución  y  las  leyes;  y  por  consiguiente  debe 
indemnizarse  del  valor  de  las  escribanías  á  los  poseedores 
por  compra  ,  que  quedaron  suprimidas  como  oficios  enaje- 
nados de  la  corona.  Decr.  de  Cortes  de  12  de  junio  de  1822, 
comunicado  al  gobierno  en  9  de  mayo  de  1857. 

V11L  Resuelto  el  Gobierno  á  no  proveer  los  oficios  de 
escribanos  y  de  procuradores  sin  oir  antes  á  las  audiencias 
acerca  de  la  necesidad  del  reemplazo  de  las  vacantes  y  de 
las  cualidades  de  los  pretendientes,  se  sirvo  resolver  S.  M. 
la  Reina  Gobernadora  :  —  Io.  Que  los  ayuntamientos  de  los 
pueblos  en  que  se  verique  una  vacante  de  escribanía  Nu- 
meral ó  de  Notaría  de  reinos,  den  inmediatamente  cuenta  á 
la  audiencia  del  territorio  :  —  2o.  La  audiencia  abrirá  la 
oportuna  instrucción  informativa  para  declarar  si  la  provi- 
sion es  necesaria,  y  siéndolo  mandara  al  ayuntamiento  ins- 
truir espediente  en  la  forma  acostumbrada  :  —  5°t  La  au- 
diencia remitirá  al  ministerio  de  Gracia  y  Justicia  aquellos 


espedientes  con  su  informe  acerca  del  mérito  relativo  de  los 
pretendientes  :  —  ft°.  Se  mantendrán  en  todo  su  vigor  las 
disposiciones  que  prohiben  por  regla  general  la  provision  de 
notarías  reales  en  la  antigua  corona  de  Castilla,  esceptuando 
las  de  los  pueblos  en  que  hay  colegios,  respecto  de  los  cuales 
procederán  las  audiencias  del  modo  que  va  espresado  en  los 
artículos  2o.  y  3o.  :  —  S°.  No  se  dará  curso  en  el  ministerio 
de  Gracia  y  Justicia  á  las  instancias  de  los  pretendientes  á  es- 
cribanías y  notarías,  pues  estos  deben  acudir  directamente 
á  las  audiencias  á  no  ser  que  soliciten  el  título  de  propiedad 
solamente  sin  aspirar  al  ejercicio:  —  6o.  Los  que  poseyendo 
los  oficios  á  título  de  propiedad  soliciten  cédulas  para  su 
ejercicio  ,  acudirán  también  á  las  audiencias,  en  cuyo  caso 
limitarán  estas  su  informe  á  la  censura  de  dichos  títulos  y 
á  las  cualidades  personales  del  que  pretenda  servir  en  su 
propio  nombre  ó  como  tenientes  cuando  el  propietario  tenga 
facultad  de  nombrarlos,  ó  con  la  calidad  de  ínterin  por  la 
incapacidad  legal  del  dueño  del  oficio  :  —  7o.  Lo  dispuesto 
en  los  artículos  5o.  y  6o.  respecto  á  los  que  pretenden  escri- 
banías ó  notarías ,  se  entiende  igualmente  para  con  los  que 
soliciten  oficios  de  procurador,  corregidor,  alcaide  ú  otro 
cualquiera  de  los  enajenados  de  la  corona  que  no  estén  su- 
primidos. Real  órd.  de  12  de  mayo  de  1837. 

IX.  Por  el  ministerio  de  Hacienda  de  acuerdo  con  el  de 
Gracia  y  Justicia  se  espidió  en  9  de  octubre  de  1858  sobre 
provision  de  las  escribanías  de  la  corona  la  real  orden  si- 
guiente : 

He  dado  cuenta  á  S.  M.  la  Reina  Gobernadora  del  espe- 
diente que  se  ha  instruido  en  este  ministerio,  de  acuerdo 
con  el  del  digno  cargo  de  V.  E.  sobre  las  medidas  que  con- 
vendría adoptar  para  la  provision  de  las  escribanías  y  demás 
oficios  públicos  de  los  incorporados  al  Estado  que  resulten 
vacantes  en  lo  sucesivo ,  y  en  su  vista  teniendo  S.  M.  pre- 
sentes todas  las  bases  y  escepciones  que  se  han  indicado 
por  una  y  otra  parte,  se  ha  servido  mandar  se  observen  las 
reglas  siguientes:  —  Ia.  Que  los  ayuntamientos  de  los  pue- 
blos en  que  se  verifique  una  vacante  de  escribanía  ó  do 
cualquiera  otro  oficio  público  de  los  incorporados  al  Estado 
den  inmediatamente  cuenta  á  la  audiencia  del  territorio  para 
los  fines  que  se  espresarán:  —  2a.  Que  recibido  el  aviso  de 
la  vacante  ,  la  audiencia  respectiva  proceda  á  instruir  el 
oportuno  espediente  para  declarar  si  es  necesaria  y  útil  la 
provision  en  conformidad  á  lo  mandado  en  real  orden  de 
12  de  mayo  de  1857  :  —  5a.  Que  declarada  la  necesidad  y 
utilidad  de  la  provision  del  oficio  ,  pásela  audiencia  aviso  al 
Intendente  á  fin  de  que  designe  los  peritos  que  hayan  de 
tasarle ,  con  presencia  de  los  gravámenes  á  que  estuviese 
afecto ,  que  han  de  ser  de  cuenta  del  rematante  :  —  4a.  Que 
ejecutada  la  tasación ,  anuncie  la  Intendencia  la  subasta  en 
los  mismos  términos  que  se  ha  ejecutado  hasta  el  día  y  con 
sujeción  á  las  reales  instrucciones  y  órdenes  vigentes  ,  no 
admitiendo  postura  que  sea  menor  que  la  tasación ,  cuya 
circunstancia  se  publicará  en  el  anuncio  para  conocimiento 
de  los  lidiadores  ,  así  como  también  que  no  tendrá  efecto 
el  remate, 'ínterin  que  el  Gobierno  oida  la  audiencia  terri- 
torial no  resuelva  que  el  mejor  postor  reúne  en  grado  pre- 
ferente las  circunstancias  necesarias  de  inteligencia ,  probi- 
dad ,  adhesión  á  la  justa  causa  de  S.  M.  Doña  Isabel  II  ,y 
demás  indispensables  para  el  buen  desempeño  del  oficio:  — 
ba.  Que  realizado  el  remate,  se  pase  el  espediente  á  la  au- 
diencia, que  lo  remitirá  al  ministerio  de  Gracia  y  Justicia 
para  que  disponga  la  espedicion  del  título ,  hecha  que  sea 
la  calificación  de  que  trata  la  regla  anterior,  y  asegurando 
el  pago  del  remate  por  parte  del  que  reúna  en  grado  prefe- 
rente las  mencionadas  cualidades  :  —  6a.  Que  verificada  la 
calificación ,  la  cancillería  espida  los  convenientes  avisos  á 
la  dirección  general  de  amortización  á  fin  de  que  esta  dis- 
ponga la  percepción  del  precio  del  remate ,  deteniendo  la 


NO 


428£  — 


no 


primera  la  espedicion  del  título  hasta  tanto  que  no  se  le  haga 
constar  por  el  interesado  ó  bien  el  pago  ,  ó  el  otorgamiento 
de  la  escritura  de  fianza  que  habrá  de  ser  á  entera  satisfac- 
ción de  la  referida  dirección  general ,  la  cual  no  percibirá 
derecho  alguno  de  los  que  hasta  ahora  se  cobraban  por  la 
cédula  de  confirmación,  porque  los  que  lueren  se  han  de 
acumular  á  los  de  la  espedicion  de  dicho  título,  único  que 
ha  de  obtener  el  agraciado,  á  quien  no  se  librará  la  citada 
cédula  de  confirmación  por  no  ser  necesaria  :  —  7a.  Que  el 
nombrado  ha  de  acreditar  á  los  sesenta  dias  de  su  elección  el 
pago  del  precio  ofrecido,  ó  en  su  defecto  el  correspondiente 
afianzamiento,  y  si  no  lo  verificase,  quedará  caducado  el 
nombramiento ,  recayendo  este  en  cualquiera  de  los  demás 
licitadores,  contal  que  reúna  las  circunstancias  insinuadas 
en  la  regla  4a.  y  se  convenga  en  abonar  el  precio  en  que 
baya  quedado  rematado  el  oficio ,  y  lo  verifique  á  los  cua- 
renta dias  posteriores  al  en  que  se  le  haga  saber  la  gracia  : 
—  8a.  Que  si  no  pudiese  tener  efecto  la  provision  en  ninguno 
de  los  licitadores  ,  ó  á  estos  no  les  acomodase  admitir  el 
oficio,  bajo  las  condiciones  espresadas,  se  dé  aviso  á  la  In- 
tendencia con  devolución  del  espediente  instruido  con  ob- 
jeto de  que  se  vuelva  á  repetir  el  remate  :  —  9a.  Que  si  la 
esperiencia  aconsejare  algún  dia  la  necesidad  de  restablecer 
alguno  de  los  oficios  que  en  la  actualidad  parezca  que  deban 
suprimirse,  se  dé  la  preferencia  á  los  pertenecientes  al  Estado 
á  fin  de  que  este  obtenga  los  beneficios  que  hayan  de  pro- 
ducir, y  de  los  cuales  necesita  para  cubrir  las  obligaciones 
que  pesan  sobre  su  tesoro. 

X.  Para  disminuir  los  perjuicios  que  por  consecuencia  de 
las  últimas  disposiciones  relativas::al  arreglo  de  tribunales 
se  han  seguido  á  los  dueños  de  escribanías  y  otros  oficios 
enajenados,  se  ha  resuelto  que  en  las  propuestas  y  provi- 
siones de  dichos  oficios  que  se  hicieren  por  el  tribunal  su- 
premo y  audiencias  de  la  península  é  islas  adyacentes  se 
prefiera ,  en  igualdad  de  circunstancias,  á  los  dueños  de  los 
mismos  hasta  tanto  que  puedan  ser  indemnizados  por  la 
nación.  Real  órd.  de  2  de  marzo  de  1839. 

XI.  Teniendo  presente  lo  que  ha  consultado  el  supremo 
tribunal  de  justicia  de  acuerdo  con  los  fiscales ,  y  en  vista 
de  todos  los  antecedentes  de  la  materia,  se  ha  resuelto  que 
las  escribanías  de  los  pueblos  de  la  orden  de  San  Juan  deben 
proveerse  por  S.  M.,  á  lo  menos  mientras  la  espresada  or- 
den no  justifique  legalmente  que  le  corresponde  dicho  nom- 
bramiento por  título  de  propiedad ,  distinto  del  de  señorío 
jurisdiccional.  Real  órd.  de  29  de  julio  de  1839. 

XII.  Para  la  provision  de  las  escribanías  que  pertenecie- 
ron á  los  maestrazgos  de  las  órdenes  militares,  incorpora- 
das actualmente  con  ellos  á  la  hacienda  pública ,  deben 
guardarse  las  mismas  reglas  que  rigen  para  con  las  demás 
escribanías  enajenadas  y  revertibles  á  la  corona ,  sin  que  se 
entiendan  derogadas  las  pensiones  que  por  razón  de  dichos 
oficios  están  obligados  á  pagar  algunos  pueblos  por  virtud 
de  la  real  orden  de  Io.  de  setiembre  de  1828  ;  debiendo  en- 
tenderse todo  esto  por  ahora  y  hasta  que  por  una  ley  se  ar- 
regle definitivamente  la  organización  del  oficio  de  escriba- 
nos y  notarios.  Real  órd.  de  26  de  octubre  de  1859. 

XIII.  Para  que  las  reformas  sean  lo  menos  gravosas  que 
sea  posible  á  aquellos  á  quienes  alcanzan  se  ha  resuelto:  — 
Io.  Que  los  poseedores  de  oficios  enajenados  de  la  corona 
cuyas  clases  subsisten  aun  en  los  tribunales,  sean  de  nom- 
bramiento do  aquella  ó  de  estas,  y  que  por  carecer  de  los  re- 
quisitos necesarios,  no  teniendo  facultad  de  nombrar  teniente, 
no  pueden  gozar  de  la  preferencia  indicada  ,  y  los  que  tie- 
nen aquella  facultad  en  todo  caso ,  puedan  designar  persona 
en  quien  concurran  las  circunstancias  aue  exigen  las  dispo- 
siciones vigentes  de  la  materia,  con  el  solo  y  esclusivo  ob- 
jeto de  que  mostrándose  pretendientes  en  las  vacantes  de 
su  respectiva  clase ,  se  les  dispense  la  misma  preferencia 


concedida  á  los  propietarios  según  real  orden  de  2  de  marzo 
de  1859  ,  hasta  que  llegue  el  caso  de  que  puedan  ser  estos 
completamente  indemnizados  :  —  2o.  Que  los  sugetos  que  al 
tiempo  de  publicarse  las  ordenanzas  ó  reglamentos  de  los 
tribunales  servían  dichos  oficios  en  calidad  de  tenientes  ,  ó 
con  cédulas  de  ínterin,  y  quedaron  escluidos  en  el  arreglo 
que  á  su  virtud  se  hizo,  gocen  de  dicha  preferencia,  en  cuyo 
caso  no  harán  los  propietarios  la  designación  de  persona  de 
que  trata  el  artículo  anterior,  á  no  ser  que  no  puedan  con- 
currir aquellos  por  falta  de  los  requisilos  que  actualmente 
se  exigen  :  —  5o.  Que  las  disposiciones  precedentes  sean 
aplicables  igualmente  á  los  oficios  de  receptores  de  los  tri- 
bunales, no  obstante  de  estar  suprimidos,  entendiéndose  la 
preferencia  para  las  escribanías  de  número  de  los  pueblos 
del  distrito  en  que  ejercian  sus  funciones  al  tiempo  de  la 
supresión  de  aquellos  oficios  :  —  4°.  Que  cuando  los  tribu- 
nales no  den  la  preferencia  á  los  sugetos  comprendidos  en 
las  disposiciones  precedentes,  manifiesten  al  elevar  las  pro- 
puestas al  gobierno ,  los  fundamentos  de  su  dictamen,  y  que 
cuando  los  interesados  tengan  que  reclamar  en  su  razón, 
aunque  el  nombramiento  corresponda  á  los  mismos  tribuna- 
les ,  se  dirijan  á  los  regentes  ,  quienes  remitirán  la  solicitud 
al  ministerio  de  Gracia  y  Justicia,  informada  con  la  debida 
espresion,  para  que  en  su  vista  pueda  S.  M.  resolver  lo  que 
estime  conveniente.  Real  órd.  de  14  de  junio  de  1840. 

XIV.  Pidiéndose  á  la  vez  copia  de  diversas  escrituras 
existentes  en  un  mismo  protocolo ,  no  debe  causarse  mas 
que  un  derecho  ;  sucediendo  lo  contrario  si  se  solicita  en 
diferentes  épocas  copia  de  las  mismas  escrituras.  Real  órd. 
de  18  de  julio  de  1840. 

XV.  En  las  notarías  subastadas  debe  cesar  el  pago  que  se 
hacia  á  la  hacienda  pública  con  el  nombre  de  fíat  y  servicio 
eslraordinario ,  sustituyendo  en  su  lugar  el  importe  del  re- 
mate vitalicio  :  y  el  mínimum  de  la  tasación  de  toda  nota- 
ría para  el  efecto  de  subastarse  vitaliciamente  ha  de  ser  el 
de  dos  mil  setecientos  sesenta  reales  equivalentes  á  dicho 
fíat  y  servicio  ;  sin  perjuicio  de  aumentarse  la  tasación  se- 
gún la  probabilidad  de  mayores  utilidades  del  oficio  por  su 
localidad,  población  y  circunstancias.  Real  órd:  de  13  de 
febrero  de  1842. 

XVI.  Las  audiencias  de  la  península  é  islas  adyacentes 
no  deben  dar  curso  á  ningún  espediente  sobre  provision  de 
escribanías  numerarias  de  juzgado ,  cuando  en  este  haya  al 
menos  cuatro  escribanos  para  el  despacho  de  los  negocios 
judiciales  :  tampoco  han  de  dar  curso  á  ninguna  solicitud 
dirigida  á  la  creación  de  notaría  de  reinos  ,  ni  á  la  provision 
de  vacantes  de  esta  clase  que  ocurran.  Sin  embargo  ,  se  es- 
ceptúan  de  estas  reglas  las  escribanías  ó  notarías  de  propie- 
dad particular,  cuyos  dueños  soliciten  servir  estos  oficios 
por  sí  ó  por  tenientes.  Real  órd.  de  11  de  diciembre  de  1844. 

XVII.  Teniendo  en  consideración  la  conveniencia  y  aun 
necesidad  de  exigir  cualidades  de  notoria  suficiencia  á  los 
que  aspiren  á  ejercer  los  cargos  de  escribanos  y  notarios  , 
se  ha  resuelto  :  —  Io.  Que  se  establezca  una  cátedra  en  las 
capitales  donde  residen  las  audiencias  territoriales  ,  para  la 
enseñanza  de  los  que  se  dedican  á  esta  carrera  :  —  2o.  Que 
estas  cátedras  sean  regentadas  por  letrados  incorporados  en 
algún  colegio,  nombrados  por  el  gobierno  á  propuesta  en 
terna  de  la  junta  gubernativa  de  la  respectiva  audiencia  :  — 
3o.  Que  en  cada  una  de  estas  cátedras  se  cursen  por  un 
mismo  catedrático ,  dos  años  escolásticos ,  uno  de  toda  la 
parte  de  derecho  civil  español  que  tiene  relación  con  el  ofi- 
cio de  escribanos,  y  otro  de  la  práctica  forense  ,  o  sustan- 
ciaron civil  y  criminal,  y  otorgamiento  de  documentos  pú- 
blicos :  —  4o.  Que  los  cursos  escolásticos  duren  el  mismo 
tiempo  que  los  de  las  universidades;  y  al  principio  de  cada 
uno  el  respectivo  catedrático  remita  al  gobierno  por  con- 
ducto del  regente  de  la  audiencia,  y  con  su  visto  bueno,  una 
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li?ta  de  todos  los  cursantes  que  se  hubieren  matriculado  ,  y 
al  fin  del  curso  otra  lista  en  igual  forma  de  todos  los  que  se 
hubieren  examinado,  con  las  notas  que  hayan  obtenido  :  — 
b°.  Que  para  matricularse  en  esta  enseñanza  han  de  suje- 
tarse los  aspirantes  á  examen  de  gramática  castellana  y  de 
aritmética  :  —  6o.  Al  fin  de  cada  curso  habrá  exámenes  ge- 
nerales que  se  celebrarán  ante  la  junta  gubernativa  del  re- 
ferido tribunal ,  espidiendo  su  secretario  certificado  de  apro- 
bación, si  el  interesado  la  obtuviere  con  el  visto  bueno  del 
presidente  :  —  7o.  Que  en  lo  sucesivo  nadie  pueda  obtener 
el  título  de  escribano,  ni  de  notario  de  reinos  ,  sin  acreditar 
con  la  certificación  prevenida  en  el  anterior  artículo  ,  haber 
cursado  y  probado  los  dos  años  académicos  de  que  trata  el 
artículo  3°.,  y  haber  practicado  después  del  examen  del 
último  curso  un  año  completo  en  el  oficio  de,  un  escribano 
de  los  incorporados  en  alguno  de  los  colegios  de  esta  clase, 
y  que  también  sehagan  constarlas  demás  cualidades  que  se 
exigen  por  las  órdenes  vigentes  :  —  8o.  Que  de  la  regla  ge- 
neral que  antecede  se  esceptúan  los  abogados,  los  cuales 
pueden  obtener  título  de  escribano  ó  notario,  si  reúnen  las 
demás  cualidades  que  hasta  hoy  se  han  requerido  para  ser- 
vir estos  oficios  :  —  9o.  Que  se  esceptúan  también  los  que 
aspiren  á  servir  alguna  escribanía  de  Cámara  ,  los  cuales 
podrán  obtener  el  nombramiento  con  arreglo  á  las  ordenan- 
zas de  las  audiencias. 

Los  fiscales  ,  como  ausiliares  natos  del  gobierno,  ejercen 
una  inspección  superior  sobre  los  catedráticos  encargados 
de  la  enseñanza  de  los  aspirantes  á  la  carrera  de  escribano, 
para  cuidar  de  que  observen  estrictamente  su  obligación.  A 
este  efecto  pueden  visitar  las  cátedras  cuando  lo  crean  opor- 
tuno ó  necesario  ,  informarse  de  la  asistencia  y  adelanto  de 
los  estudiantes,  y  de  si  los  preceptores  toleran  que  aquellos 
dejen  de  asistir  con  rígida  puntualidad  ;  y  deben  dar  cuenta 
al  ministerio  de  Gracia  y  Justicia  de  cuanto  juzguen  digno 
de  la  atención  del  gobierno.  Real  decreto  de  13  de  abril 
de  1844. 

XVIII.  Las  juntas  de  gobierno  de  las  audiencias  de  la 
península  é  islas  adyacentes,  esceptuando  la  de  Madrid, 
deben  señalar  la  dotación  fija  y  anual  de  los  catedráticos  de 
los  escribanos  y  notarios,  la  cual  en  ningún  caso  puede  esce- 
der de  diez  mil  reales  ,  y  satisfechos  estos  sueldos  y  los  mas 
precisos  gastos  de  enseres  necesarios,  se  ha  de  conservar 
el  sobrante  de  los  derechos  de  matrícula  en  poder  del  se- 
cretario de  la  junta  de  gobierno  y  á  disposición  del  ministe- 
rio de  Gracia  y  Justicia.  Real  órd.  de  S  de  noviembre  de  1844. 

XIX.  Es  incompatible  el  cargo  de  escribano  con  el  de  se- 
cretario de  ayuntamiento;  pero  el  secretario  de  ayuntamiento 
que  á  la  vez  ienga  la  cualidad  de  escribano  numerario  de 
juzgado,  puede  actuar  en  los  negocios  judiciales  en  los  ca- 
sos de  recusación  ó  impedimento  legal  de  todos  los  demás 
escribanos  del  mismo  juzgado.  Reales  órdenes  de  23  de  mayo 
de  1 844,  y  12  de  enero  de  1843. 

XX.  Los  juzgados  de  entrada  tendrán  al  menos  dos  escri- 
banos, tres  los  de  ascenso  y  cuatro  los  de  término,  sin  ha- 
cer novedad  en  los  que  actualmente  existen,  continuando  la 
diferencia  de  escribanos  civiles  y  criminalistas  en  Madrid  y 
en  las  demás  poblaciones  en  que  los  hay  en  el  dia.  Reglam. 
de  los  juzgados  de  primera  instancia  de  Io.  de  mayo  de  1844. 

XXI.  Para  organizar  el  notariado ,  y  no  defraudar  las  jus- 
tas esperanzas  de  los  que  han  adquirido  sus  oficios  bajo  la 
protección  de  la  legislación  vigente,  se  ha  dignado  S.  M.  re- 
solver por  real  orden  de  17  de  noviembre  de  1845  que  se 
observen  las  siguientes  disposiciones  : 

Ia.  Por  ahora  no  se  dará  curso  en  las  audiencias  de  la 
Península  é  islas  adyacentes ,  ni  en  el  ministerio  de  Gracia 
y  Justicia,  á  ninguna  instancia  sobre  provision  de  notaría 
real,  escribanía  pública ,  del  número  ó  del  crimen ,  ni  cual- 
quiera otro  oficio  de  esta  clase ,  va  sea  de  los  que  corres- 


ponden al  Estado ,  ya  de  los  que  pertenecen  á  particulares, 
ayuntamientos  ú  otras  corporaciones. 

2a.  Tampoco  se  proveerán  por  ahora  las  escribanías  de 
Cámara  que  vacaren  en  las  audiencias  de  la  Península  é  islas 
adyacentes. 

3a.  El  registro  público  y  demás  documentos  de  las  nota- 
rías y  escribanías  que  vaquen  se  custodiará  en  la  forma  que 
previenen  las  leyes  10  y  11  ,  tít.  23 ,  lib.  10  de  la  Novísima 
Recopilación  hasta  que  se  disponga  la  provision  del  oficio  ; 
cuidando  de  ello  los  respectivos  jueces  de  primera  instancia 
bajo  su  responsabilidad  ,  en  cumplimiento  de  la  ley  12  del 
mismo  título  y  libro,  y  celando  las  salas  de  gobierno  y  el  mi- 
nisterio fiscal  sobre  la  exacta  observancia  de  dichas  leyes, 
para  que  los  archivos  de  los  oficios  vacantes  se  conserven 
en  depósito  con  todas  las  seguridades  posibles.  —  Véase 
Escribano  é  instrumento  público. 

NOTIFICACIÓN.  El  acto  de  hacer  saber  alguna  cosa 
jurídicamente,  para  que  la  noticia  dada  á  la  parte  le  pare 
perjuicio  en  la  omisión  de  lo  que  se  le  manda  ó  intima,  ó 
para  que  le  corra  término. 

En  las  notificaciones  deben  guardarse  las  reglas  siguien- 
tes que  son  las  contenidas  en  la  ley  de  4  de  junio  de  1837. 

Ia.  Las  notificaciones  se  practicarán  leyéndose  íntegra- 
mente la  providencia  á  la  persona  á  quien  se  haga  ,  y  dán- 
dole en  el  acto  copia  literal  de  ella,  aun  cuando  ñola  pida,  y 
en  la  diligencia  se  hará  espresion  de  haberse  cumplido  lo 
uno  y  lo  otro. 

2a.  Todas  las  diligencias  de  notificación  se  firmarán  por  la 
persona  ó  personas  notificadas,  y  no  sabiendo  hacerlo,  por 
un  testigo  á  su  ruego.  Si  alguna  ó  algunas  de  las  personas  á 
quienes  se  notifique  una  providencia  no  quisieren  firmar,  ó 
en  el  caso  de  no  saber  no  quisiesen  presentar  el  testigo  que 
firme  á  su  ruego,  el  escribano  practicará  la  notificación  en 
presencia  de  dos  testigos.  Estos,  en  el  caso  de  hacerse  la 
notificación  en  la  casa  del  notificado ,  deberán  ser  vecinos 
de  la  misma  casa,  ó  de  las  mas  próximas  á  ella.  Cuando  la 
notificación  se  practique  en  otro  lugar,  deberán  ser  los  tes- 
tigos vecinos  de  aquel  pueblo;  los  oficiales  y  dependientes 
del  escribano  que  practique  la  notificación,  no  podrán  ser 
testigos  de  la  diligencia  en  ningún  caso. 

3a  Cuando  la  notificación  se  practique  por  cédula,  á  causa 
de  no  poder  ser  habida  la  persona  que  debe  ser  notificada , 
se  espresará  en  la  diligencia  el  nombre,  calidad  ,  y  habita- 
ción de  la  persona  á  quien  se  entregue  la  cédula,  y  esta 
firmará  su  recibo.  En  el  caso  de  que  no  sepa  ó  no  quiera 
firmar,  se  observará  fo  que  para  ambos  casos  queda  preve- 
nido en  el  artículo  precedente.  La  notificación  por  cédula  se 
hará  á  la  primera  diligencia  en  busca,  sin  necesidad  de 
mandato  judicial,  escepto  en  los  emplazamientos  ó  trasla- 
dos de  demanda,  y  las  notificaciones  de  estado  y  citaciones 
de  remate  en  los  juicios  ejecutivos. 

4a.  Omitiéndose  en  las  notificaciones  las  formalidades 
prevenidas  en  los  tres  artículos  precedentes,  se  tendrán  por 
no  hechas,  y  se  declararán  nulos  los  procedimientos  ulterio- 
res que  no  se  hubieran  podido  practicar  sin  haberse  hecho 
las  notificaciones  legítimamente,  á  menos  que  la  persona 
notificada  por  algún  escrito  posterior  á  la  notificación  ,  ó  en 
diligencia  judicial  practicada  por  ella  ó  à  su  instancia,  se 
hubiese  manifestado  sabedora  de  la  providencia  y  no  recla- 
mase la  notificación  formal ,  en  cuyo  caso  se  tendrá  por  he- 
cha y  por  subsistentes  las  actuaciones  espresadas. 

5a.  El  escribano  que  notificare  una  providencia  sin  obser- 
var las  formalidades  prevenidas  en  esta  ley,  incurrirá  en  la 
multa  de  500  rs.  vn.  siendo  ademas  responsable  de  los  per- 
juicios que  se  sigan  á  las  partes,  si  se  declara  nula  la  notifi- 
cación. En  iguales  términos  se  manda  hacer  las  notificacio- 
nes en  materias  de  comercio  por  los  arts.  60  hasta  fi4  de  la 
ley  de  enjuiciamiento. 
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NOTO.  El  hijo  bastardo  ó  ilegítimo;  y  particularmente  el 
adulterino ,  esto  es ,  el  nacido  de  adulterio  de  mujer  casada, 
porque  no  siendo  hijo  del  marido  parece  que  loes,  como 
dice  la  ley;  ley  1 ,  tít.  15,  Part.  U.  Véase  Hijo  adulterino. 

NOTORIEDAD.  La  noticia  pública  que  todos  tienen  de 
alguna  cosa.  Hay  notoriedad  de  hecho  y  notoriedad  de  de- 
recho. La  primera  es  el  conocimiento  general  que  se  tiene 
de  un  acontecimiento  ó  caso  sucedido;  y  la  segunda  es  la 
pública  noticia  que  resulta  de  la  sentencia  dada  en  algún 
caso,  particularmente  criminal.  Véase  Fama. 

NOVACIÓN  (l).  La  sustitución  de  una  nueva  deuda  ú 
obligación  á  la  antigua  ó  contraída  anteriormente,  quede 
este  modo  queda  estinguida;  ley  15,  tít.  lit,  Part.  5.  La  no- 
vación puede  hacerse  de  tres  maneras  :  —  1°.  contrayendo 
el  deudor  con  su  acreedor  una  nueva  deuda  en  lugar  de  la 
antigua  ,  que  así  se  estingue;  como  si  habiéndome  obligado 
yo  á  pagarte  diez  mil  reales ,  nos  convenimos  después  en 
que  te  daré  tres  caballos  que  tengo  en  vez  de  dicha  canti- 
dad, á  cuya  consecuencia  me  descargas  de  mi  primera  obli- 
gación; Cur.  Füíp.,  lib.  2,  com.  terr.,  cap.  5  ,  n.  \h  :  — 
2o.  sustituyéndose  un  nuevo  deudor  al  antiguo  que  queda 
descargado  por  el  acreedor  ;  como  si  debiéndote  yo  seis  mil 
reales ,  te  presento  mi  hermano  como  deudor  en  mi  lugar, 
y  tú  consientes  en  aceptarle  descargándome  de  mi  obliga- 
ción :  —  3o.  sustituyéndose  mediante  nuevff  empeño  un  nue- 
vo acreedor  al  antiguo,  de  quien  queda  libre  el  deudor;  como 
si  debiéndome  tú  cinco  mil  reales ,  y  ofreciéndote  yo  des- 
cargarte de  esta  deuda,  con  tal  que  contraigas  otra  igual  á 
favor  de  mi  hermano ,  convienes  tú  en  este  arreglo;  en  cuyo 
caso  queda  estinguida  la  deuda  que  tenias  á  mi  favor  y  se 
le  sustituye  la  que  contraes  á  favor  de  mi  hermano  :  bajo  el 
concepto  de  que  no  ha  de  confundirse  esta  especie  de  nova- 
ción con  la  subrogación  que  habria  si  yo  pusiese  á  mi  her- 
mano en  mi  lugar,  pues  en  este  caso  mi  crédito  contra  tí  no 
se  estinguiria  sino  que  pasaría  á  mi  hermano  con  todos  los 
derechos  consiguientes  ;  ley  15  ,  lit.  IU ,  Part.  5. 

No  puede  hacerse  la  novación  sino  entre  personas  capa- 
ces de  contratar,  porque  las  partes  no  solo  estinguen  por  su 
medio  sus  primeras  obligaciones  ,  sino  que  contraen  otras 
nuevas. —  La  novación  no  se  presume,  sino  que  debe  re- 
sultar claramente  de  la  voluntad  de  las  partes;  pues  la  re- 
nuncia de  los  derechos  que  daba  la  primera  obligación  no 
debe  pender  de  una  presunción  que  siempre  es  mas  ó  menos 
incierta.  —  La  novación  por  la  sustitución  de  un  nuevo  deu- 
dor, puede  hacerse  sin  la  concurrencia  del  primer  deudor  : 
un  padre ,  por  ejemplo  ,  que  quiere  libertar  á  su  hijo  de  las 
persecuciones  de  un  acreedor,  puede  obligarse  á  favor  de 
este  último  en  lugar  de  su  hijo ,  y  hacer  una  novación  sin 
que  este  intervenga  en  el  aclo ,  porque  la  novación  equivale 
á  la  paga ,  y  cualquier  persona  puede  pagar  la  deuda  de  un 
tercero,  libertándole  de  la  obligación  aunque  lo  ignore  ó  lo 
contradiga  :  Libérât  me  is  qui  quod  debeo  promülil,  etiamsi 
nolim. 

La  delegación  por  la  que  el  deudor  presenta  à  su  acree- 
dor una  tercera  persona  que  se  obliga  á  pagar  la  deuda  ,  no 
forma  novación  sino  en  el  caso  de  que  el  acreedor  declare 
espresamente  que  descarga  al  deudor  delegante  ;  pues  de  otro 
modo  no  habria  novación  sino  fianza,  y  tanto  el  deudor  dele- 
gante como  el  delegado  quedarían  obligados  á  la  paga,  bien 
que  pagando  cualquiera  de  ellos  se  estinguiria  para  ambos  la 
obligación.  Es  de  observar  aquí  que  en  el  caso  de  la  delega- 
ción es  indispensable  la  concurrencia  de  tres  personas;  esta 
es ,  del  deudor  que  presenta  al  tercero  ,  del  tercero  que  con- 
siente en  obligarse  por  él,  y  del  acreedor  que  se  conviene 


(1)  Sobre  esta  materia  véase  la  Cur.  Filíp.,  lib.  2  ,  com.  terr., 
cap.  5.  Novación;  Febr.,  tom.  5,  pág.  220  ,  il,  12  basta  16;  Sa- 
la, tom.  5,  pág.  118.  núuis.  9  y  10. 


en  recibir  la  obligación  de  este  y  en  estínguír  la  primera. 
El  acreedor  que  ha  descargado  al  deudor  delegante,  no  tie- 
ne ya  recurso  contra  él,  aun  cuando  el  delegado  venga  á 
pobreza  y  se  .haga  insolvente  ó  sea  menor  de  catorce  años 
que  se  haya  obligado  sin  otorgamiento  de  su  tutor.  Leyes  14 
y  19,  til.  IU,  Parí.  5. 

Los  privilegios  é  hipotecas  del  antiguo  crédito  no  parece 
deben  pasar  al  crédito  sustituido  ,  á  no  ser  que  el  acreedor 
los  haya  reservado  espresamente  ;  pues  estinguiéndose  el 
crédito  ,  que  es  lo  principal ,  deben  estinguirse  también  to- 
dos los  accesorios  que  lo  garantizaban.  Si  debiéndote  yo 
cuatro  mil  reales,  por  ejemplo,  y  teniéndote  hipotecada  mi 
casa  para  seguridad  de  este  crédito ,  convenimos  después 
en  que  yo  te  daré  la  biblioteca  en  vez  de  dicha  cantidad, 
se  estingue  la  primera  deuda  y  con  ella  la  hipoteca  que  le 
estaba  afecta.  Asimismo  cuando  la  novación  se  hace  por  la 
sustitución  de  un  nuevo  deudor,  no  se  suponen  trasladados 
sobre  sus  bienes  los  privilegios  é  hipotecas  que  pesaban  so- 
bre los  del  primero;  porque  la  primera  deuda  se  estingue 
con  sus  hipotecas,  y  la  segunda  que  comienza  en  el  momen- 
to de  la  novación  no  puede  tener  hipotecas  anteriores  á  su 
existencia  ;  de  modo  que  el  acreedor  no  tendrá  otras  garan- 
tías en  los  bienes  del  nuevo  deudor  que  las  que  hubiere  es- 
tipulado en  el  nuevo  contrato  (2). 

Cuando  se  hace  la  novación  entre  el  acreedor  y  uno  de 
los  deudores  solidarios  ,  no  pueden  reservarse  los  privile- 
gios é  hipotecas  del  antiguo  crédito  sino  sobre  los  bienes 
del  que  contrae  la  nueva  deuda  ,  porque  como  queda  estin- 
guida la  primera  con  sus  hipotecas  ,  no  tienen  facultad  el 
acreedor  ni  el  deudor  para  gravar  los  bienes  de  los  otros 
deudores  que  habian  quedado  libres.  Efectivamente  la  no- 
vación hecha  entre  el  acreedor  y  cualquiera  de  los  deudores 
solidarios  ,  libra  á  los  codeudores;  como  asimismo  la  que  so 
hace  con  respecto  al  deudor  principal  libra  á  los  fiadores. 
Mas  si  para  hacerla  exige  el  acreedor  la  concurrencia  de  los 
deudores  solidarios  ó  la  de  los  fiadores  en  sus  respectivos 
casos,  y  ellos  en  efecto  consienten  ,  contraen  de  este  modo 
la  obligación  de  continuar  como  deudores  solidarios  ó  fiado- 
res d«  la  nueva  deuda  ,  y  si  no  consienten  ,  no  tiene  lugar 
la  novación  ,  puesto  que  el  acreedor  no  ha  querido  hacerla 
sino  con  la  condición  de  que  los  fiadores  ó  codeudores  adhi- 
riesen á  ella. 

NOVATIONE  cessante.  Espresion  latina  que  suele  po- 
nerse al  concluir  el  último  de  los  escritos  en  que  se  alega  de 
bien  probado  en  las  causas ,  para  dar  á  entender  que  si  un- 
tes de  pronunciarse  la  sentencia  se  proporcionase  al  litigante 
algún  otro  medio  de  prueba  que  no  sea  de  testigos  ,  como 
carta  ,  instrumento ,  etc.*  es  su  ánimo  valerse  de  él. 

NOVALES.  Las  tierras  que  se  ponen  nuevamente  en 
cultivo ,  desmontándolas  y  limpiando  la  m  ileza  ;  ley  8  ,  lit. 
33,  Part.  7.  En  algunas  partes  está  mand..do  distribuir  los 
terrenos  incultos  á  los  que  los  pidan  ,  y  se  concede  su  pro- 
piedad y  la  esencion  de  tributos  y  diezmos  por  cierto  nú- 
mero de  años  á  las  personas  que  los  limpien,  descuajen  y 
cultiven.  Véase  Baldío  y  Acequia. 

NOVELAS.  Las  constituciones  de  algunos  emperadores 
romanos ,  llamadas  asi  por  ser  posteriores  á  las  leyes  que 
habian  publicado  los  mismos.  Las  mas  conocidas  y  las  que 
se  entienden  vulgarmente  bajo  este  nombre  son  las  que  es- 
pidió el  emperador  Justiniano  ,  después  de  la  promulgación 
de  su  código  para  decidir  las  cuestiones  que  se  presentaban. 
Un  anónimo  se  tomó  el  trabajo  de  reunirías  en  un  solo  vo- 
lumen que  se  llama  Auténtico,  quasi  plurimwn  valais, 
como  que  tiene  mas  valor  y  autoridad  que  los  otros  ,  por  la 
razón  de  que  las  leyes  posteriores  derogan  las  anteriores 
que  les  son  contrarías.  Un  tal  Irnerio  hizo  de  ellas  unos  su- 

(2)  Car.  Filio.,  lib.  2,  com.  terr.,  §g  1  y  20. 
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marios  ó  compendios  que  colocó  al  pié  de  las  diferentes  le- 
yes del  Código  que  encerraban  disposiciones  opuestas;  mas 
estos  compendios  que  el  autor  quiso  llamar  Auténticos,  de- 
ben distinguirse  con  cuidado  del  Auténtico  de  que  hemos 
hecho  mención. 

NOVICIO.  El  que  se  prepara  en  un  convento  ó  monaste- 
rio para  abrazar  la  vida  religiosa;  ley  lí,  lit.  7,  Part.  1. 
Como  la  profesión  se  reputa  muerte  civil ,  suelen  antes  los 
novicios  hacer  disposición  y  renuncia  de  los  bienes  que  po- 
seen, del  mismo  modo  que  si  fuesen  á  morir  naturalmente  ; 
y  como  esta  disposición  ó  renuncia  se  parece  al  testamento, 
no  pueden  menos  los  novicios  de  arreglarse  á  las  leyes  que 
limitan  la  libertad  de  disponer  de  su  hacienda  por  última 
voluntad;  leyes  fiy  28  de  Toro. Si  tienen  pues  descendientes, 
solo  podrán  disponer  libremente  del  quinto  de  sus  bienes;  y 
si  no  tienen  mas  que  ascendientes,  podrán  disponer  del  ter- 
cio y  no  mas  ,  porque  nunca  tienen  facultad  para  privar  de 
las  legítimas  á  sus  herederos  forzosos.  Mas  no  teniendo  as- 
cendientes ni  descendientes,  pueden  disponer  de  todos  sus 
bienes  en  favor  de  quien  quisieren  ,  ó  reservarse  el  todo  ó 
parte  de  los  frutos  para  sus  necesidades  (si  es  que  no  les 
está  prohibido  poseerlos  precariamente  con  permiso  de  su 
prelado),  y  aun  dejarlos  á  sus  conventos  en  propiedad  y 
usufructo  mientras  no  haya  ley  que  lo  prohiba.  De  los  bie- 
nes qye  no  poseen  ni  so  les  han  deferido ,  no  pueden  hacer 
disposición  ni  renuncia  en  manera  alguna  ,  aunque  tengan 
esperanza  de  que  permaneciendo  en  el  siglo  llegarían  á  ob- 
tenerlos ;  porque  mediante  la  profesión  van  á  morir  civil- 
mente para  el  mundo ,  perdiendo  por  tanto  la  capacidad  y 
aptitud  de  hacer  adquisiciones,  y  nadie  por  otra  parte  pue- 
de disponer  de  los  bienes  que  habría  de  adquirir  si  viviese 
mas  tiempo.  Los  novicios  que  no  hacen  renuncia  ni  disposi- 
ción de  sus  bienes,  se  consideran  mediante  la  profesión 
muertos  ab  intestato.  —  El  religioso  que  sindo  novicio  hizo 
renuncia  de  sus  bienes  á  favor  del  convento,  y  después  se 
seculariza  ccn  dispensa,  tiene  derecho  á  recobrar  los  bie- 
nes renunciados  ,  pues  la  renuncia  se  supone  hecha  bajo  la 
condición  tácita  de  que  surta  su  efecto  mientras  el  religioso 
permanezca  en  el  instituto  (1). 

Conforme  á  estos  principios  ,  por  decreto  de  Cortes  de  29 
de  junio  de  1822,  restablecido  por  otro  de  27  de  enero 
de  1857,  se  ha  concedido  facultad  á  los  ex-regulares  para 
adquirir  bienes. 

«  Toados  los  regulares  secularizados  de  uno  y  otro  se- 
xo están  habilitados  para  adquirir  bienes  de  cualquiera 
clase  ,  tanto  por  título  de  legítima  como  por  cualquier 
otro  de  sucesión, bien  sea  ex  testamento  ó  bien  ab  intestato; 
entendiéndose  esta  habilitación  desde  la  fecha  de  la  secula- 
rización ,  y  sin  que  tenga  efecto  retroactivo  con  relación  á 
las  legítimas  y  sucesiones  adjudicadas  ó  adquiridas  por 
otros  parientes  ó  personas  antes  de  la  época  espresada,  cuya 
resolución  deberá  tener  lugar,  no  obstante  cualesquiera  re- 
nuncias ó  cesiones  que  hubiesen  hecho  los  interesados  en 
favor  de  sus  propias  comunidades  ó  de  sus  familias  cuando 
entraron  en  religion.  » 

NOVILLOS.  Está  prohibido  correr  por  las  calles ,  de  dia 
ó  de  noche,  novillos  y  toros  de  cuerda,  á  causa  de  haberse 
esperimentado  que  de  tales  diversiones  suelen  seguirse 
muertes  ,  heridas  y  otros  males  y  desgracias ,  debiéndose 
proceder  contra  los  transgresores  con  arreglo  á  derecho.  Sin 
embargo  las  autoridades  políticas  dan  muchas  veces  permi- 
so para  celebrar  funciones  de  novillos  sin  cuerda  en  plaza 
cerrada ,  precediendo  informe  de  que  no  podrán  seguirse 
fatales  consecuencias.  En  Aragon  no  se  necesita  licencia 
superior  para  tener  fiesta  de  novillos  ó  vaquillas  de  balde  y 
por  mera  diversion;  pues  tienen  facultad  para  concederla 

(i)  Febrero,  loja.  2,  pág.  2o*,  ns.  15  y  14 }  y  pág.  237,  n.  19. 


los  alcaldes  y  ayuntamientos ,  con  tal  que  no  haya  toro  de 
muerte,  embolado  ó  de  ronda;  pero  tienen  que  pedir  per- 
miso los  pueblos  que  quieran  celebrar  tales  funciones  con  el 
objeto  de  exigir  alguna  cantidad  destinada  á  obras  públicas 
ó  piadosas. 

NU 

NULÎBAD.  Esta  voz  designa  á  un  mismo  tiempo  el  es- 
tado de  un  acto  que  se  considera  como  no  sucedido ,  y  el 
vicio  que  impide  á  este  acto  el  producir  su  efecto.  Hay  nu- 
lidad absoluta  y  nulidad  relativa  :  aquella  es  la  que  proviene 
de  una  ley,  sea  civil  ó  criminal,  cuyo  principal  motivo  es 
el  interés  público  ;  y  esta  es  la  que  no  interesa  sino  á  ciertas 
personas.  No  ha  de  confundirse  la  nulidad  con  la  rescision. 
Hay  nulidad  cuando  el  acto  está  tocado  de  un  vicio  radica! 
que  le  impide  producir  efecto  alguno  ;  ya  sea  que  no  se  haya 
ejecutado  con  las  formalidades  prescritas  por  la  ley,  como 
en  el  caso  de  que  no  asista  en  un  testamento  ej  competente 
número  de  testigos  ;  ya  sea  que  se  halle  en  contradicción 
con  las  leyes  ó  las  buenas  costumbres,  como  la  fianza  de  la 
mujer  y  la  venta  de  una  sucesión  futura  ;  ya  sea  en  fin  que 
se  haya  celebrado  por  personas  á  quienes  no  puede  supo- 
nerse voluntad  ,  como  un  niño  ó  un  demente.  Hay  rescision  , 
cuando  el  acto  ,  válido  en  apariencia  ,  encierra  sin  embargo 
un  vicio  que  puede  hacerle  anular,  si  así  lo  pide  alguna  de 
las  partes ,  como  por  ejemplo  el  error,  la  violencia ,  el  dolo , 
una  causa  falsa  ,  la  menor  edad ,  etc.  La  nulidad  se  refiere 
generalmente  al  orden  público  ,  y  no  puede  por  tanto  cu- 
brirse entonces  con  la  ratificación  ni  con  la  prescripción  ; 
de  modo  que  los  tribunales  deben  pronunciarla  por  sola  la 
razón  de  que  el  acto  nulo  no  puede  producir  ningún  efecto, 
sin  detenerse  á  examinar  si  las  parles  han  recibido  ó  no  han 
recibido  lésion.  La  rescision,  por  el  contrario,  puede  cubrirse 
por  la  ratificación  ó  el  silencio  de  las  partes  ;  y  ninguna  de 
estas  puede  pedirla  sino  probando  que  el  acto  le  es  perju- 
dicial ó  dañoso.  Mas  á  pesar  de  estas  diferencias  que  existen 
en  las  cosas,  se  emplean  á  veces  indiferentemente  las  espre- 
siones de  nulidad  y  rescision  ;  y  suelen  suscitarse  algunas 
cuestiones  sobre  si  tal  ó  tal  acto  es  nulo  por  su  naturaleza  ó 
necesita  rescindirse.  Véase  Sentencia  nula,  Error,  y  Obli- 
gación nula. 

NULO.  Lo  que  no  tiene  valor  ni  fuerza  para  obligar  ó 
surtir  efecto,  por  carecer  de  las  solemnidades  que  se  requie- 
ren en  la  sustancia  ó  en  el  modo.  Véase  Nulidad. 

NUNCIATURA.  Véase  Rola. 

NUNCUPATIVO.  Se  dice  solo  del  testamento  hecho 
verbalmente  y  de  viva  voz.  Véase  Testamento. 

NUNCUPATORIO.  Se  aplica  à  la  carta  ó  escrito  con 
que  se  dedica  alguna  obra,  ó  en  que  se  nombra  é  instituye 
alguno  por  heredero ,  ó  se  le  confiere  algún  empleo. 

NUPCIAL.  Lo  que  concierne  á  las  bodas  ó  al  matri- 
monio ;  como  anillo  nupcial,  bendición  nupcial,  vestido 
nupcial. 

NUPCIAS.  Las  bodas  ó  el  casamiento.  Esta  palabra 
viene  del  verbo  latino  nubere;  porque  antiguamente  éntrelos 
Romanos  era  costumbre  (2)  que  las  mujeres  que  se  casaban 
fuesen  conducidas  á  casa  de  sus  esposos  ,  cubiertas  de  un 
velo  que  denotaba  su  pudor.  Dícese  que  el  color  de  este  velo 
era  de  un  amarillo  que  tiraba  á  rojo.  Solemos  usar  de  la 
palabra  nupcias  para  designar  ei  número  de  matrimonios 
que  ha  contraído  una  persona;  y  así  decimos,  primeras, 
segundas  y  terceras  nupcias. 

(2)  Y  aun  lo  fué  entre  los  cristianos  el  cubrir  con  un  velo  no 
solamente  á  la  mujer,  sino  á  ambos  cónyuges,  como  dice  Cavala- 
rio  :  ¡n  nuptiarum  celebratione  ulerqae  conjux  velo  obnubcbalur. 
Solemnis  erat  Judœorum  et  Romanorum  mos  obnubendi  sponsam, 
quando  ad  virum  dycebatur,  etc. 
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0.  Partícula  disyuntiva  siempre  de  las  palabras,  pero  no 
siempre  y  constantemente  de  las  cosas,  como  lo  indican  los 
ejemplos  siguientes  :  Pedro  ó  Juan  ;  un  caballo  ó  un  burro  ; 
un  monte  ó  un  valle  ;  pues  en  todos  estos  casos  la  partícula 
ó  es  disyuntiva  de  palabras  y  de  cosas ,  porque  ni  la  palabra 
Pedro  es  la  palabra  Juan  ,  ni  la  de  caballo  es  la  de  burro  , 
ni  la  de  monte  es  la  de  valle  ,  ni  al  contrario  ;  y  también 
disyuntiva  de  cosas ,  porque  ni  Pedro  es  Juan  ,  ni  el  caballo 
burro,  ni  el  monte  valle,  ni  vice  versa.  Pero  cuando  se  dice 
hombre  ó  animal  racional,  un  cerdo  ó  un  lechon,  un  perro 
perdiguero  ó  un  pachón ,  en  estos  casos  la  partícula  ó  es 
disyuntiva  solamente  de  palabras  por  lo  mismo  que^  se  ha 
dicho  ;  pero  no  lo  es  de  cosas,  porque  hombre  y  animal  ra- 
cionales en  realidad  una  misma  cosa,  como  un  cerdo  y  un 
lechon ,  un  perro  perdiguero  y  un  pachón  ;  de  modo  que  la 
partícula  ó  en  los  casos  espresados  es  disyuntiva  únicamente 
de  palabras  ,  pero  no  lo  es  de  cosas ,  porque  aunque  las  pa- 
labras son  distintas  tienen  un  mismo  y  solo  significado.  Esta 
esplicacion  del  valor  ó  significado  de  la  partícula  disyuntiva 
ó -sirve  para  dar  claridad  alas  disposiciones  de  algunas 
leyes  por  el  vario  uso  que  dicha  partícula  tiene  en  nuestra 
lengua. 

OBEDIENCIA.  La  sujeción  ó  subordinación  á  la  vo- 
luntad del  superior  ejecutando  sus  preceptos. 

1.  El  que  por  necesidad  está  obligado  á  obedecer  no  tiene 
culpa  :  Ejus  vero  milla  culpa  est,  eut  parère  necesse  est.  El 
que  hace  alguna  cosa  por  orden  del  juez  no  se  supone  obrar 
con  dolo  :  Qui  jussu  judiéis  aliquid  facit ,  non  videlur  dolo 
malo  faceré,  quia  parère  necesse  habet.  El  que  hace  daño  por 
obedecer  á  su  amo  ó  á  su  padre  no  merece  pena,  quia  pa~ 
rendí  habet  necessilatem  ;  pero  la  deben  pagar  estos  :  mas 
esta  regla  tiene  lugar  en  las  penas  pecuniarias  ,  y  no  en  las 
corporales  ,  pues  estas  las  deben  sufrir  los  dos  ,  mandante 
y  mandatario.  Dedúcese  de  lo  dicho  que  la  necesidad  de 
obedecer  es  una  razón  de  escusa  ;  pero  no  debe  estenderse 
este  principio  sino  á  las  cosas  que  están  dentro  de  la  esfera 
del  que  las  manda ,  y  que  no  presentan  la  atrocidad  de  un 
crimen  ó  delito ,  quœ  non  habent  alroeitatem  facinoris  vel 
scelcris.  Véase  Amo,  y  Zey  15 ,  til.  35  ,  Parí.  7  ;  decr.  de  31 
de  enero  de  1837;  ley  16,  lit.  1S,  Part.  3 ;  leyes  9,  20  y  21 , 
lit.  3fl ,  Part.  7  ;  ley  o,  tit.  18  ,  Part.  7  ;  Fuero  Real,  lit. 
de  las  fuerzas  y  daños. 

II.  Debiéndose  establecer  en  todas  las  clases  de  la  monar- 
quía la  absoluta  subordinación  y  obediencia  al  gobierno, 
como  el  único  medio  de  dar  movimiento  y  dirección  uniforme 
á  la  máquina  del  Estado  ,  y  dirigir  á  un  lin  los  esfuerzos  de 
todos  ,  decretaron  las  Cortes  en  14  de  julio  de  1811  y  reno- 
varon en  51  de  enero  de  1837  las  disposiciones  siguientes: 
—  Io.  Todo  general,  junta,  audiencia  ó  cualquier  otro  supe- 
rior á  quien  incumba  el  dar  cumplimiento  á  las  superiores 
órdenes  serán  responsables  de  la  ejecución  de  ellas,  y  privados 
de  sus  respectivos  empleos,  si  por  culpable  omisión,  negli- 
gencia ó  tolerancia,  por  no  aplicar  inmediatamente  las  penas 
á  los  desobedientes  dejaren  de  cumplimentarse  :  —  2o.  Las 
justicias  y  autoridades  inferiores,  á  quienes  toque  el  inme- 
diato cumplimiento  de  la  ley  ú  orden  ,  incurrirán  en  la 
misma  pena  que  los  desobedientes  si  no  se  la  aplicaren  al 
instante  ,  según  permita  la  ley  :  —  5o.  Celará  el  consejo  de 
regencia  que  se  cumplan  las  leyes,  ordenanzas  y  decretos  , 
exigiendo  una  estrecha  responsabilidad  de  las  autoridades 
encargadas  del  cumplimiemo ,  castigándolas  irremisible- 
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mente  en  los  casos  dichos  ;  y  quieren  las  Cortes  que  por 
ningún  motivo  reitere  el  consejo  de  regencia  órdenes  una 
vez  dadas ,  sin  imponer  antes  la  merecida  pena  á-  cuantos 
hubiesen,  de  cualquier  modo  culpable  ,  retardado  su  cum- 
plimiento. 

OBJETOS  del  derecho.  Los  objetos  del  derecho  son 
las  personas ,  las  cosas  y  las  acciones  ;  de  modo  que  todo 
derecho  se  refiere  á  una  de  estas  tres  casas. 

OBLIGACIÓN.  Un  vínculo  del  derecho  que  nos  consti- 
tuye en  la  necesidad  de  dar  ó  hacer  alguna  cosa  ;  arg.  de  la 
ley  b,  til.  12,  Part.  5  :  vinculumjuris  quo  necessilate  adslrin- 
rjimur  alicujus  rei  solvendee ,  id  est ,  faciendœ  vel  prœstandœ. 
Puede  ser  meramente  natural ,  meramente  civil ,  y  mista. 
Obligación  meramente  natural  es  la  que  nos  impone  el  de- 
recho natural  sin  que  le  acompañe  el  civil ,  cual  es  la  de  los 
pupilos  por  los  contratos  que  celebran  sin  la  autoridad  del 
tutor.  Obligación  meramente  civil  es  la  que  nos  impone  el 
derecho  civil ,  sin  que  le  acompañe  el  natural,  cual  es  la  de 
los  que  celebran  por  la  fuerza  algún  contrato  ;  ley  o,  tit.  12, 
Part.  S.  Obligación  mixta.es  la  que  nos  imponen  ambos 
derechos  juntamente,  esto  es,  el  natural  y  el  civil.  La  natura t 
no  produce  acción  en  el  fuero  judicial ,  por  provenir  de 
contrato  que  no  está  admitido  en  las  leyes  civiles;  y  así  es 
que  su  ejecución  pende  solamente  de  la  probidad  del  obli- 
gado. La  civil  produce  acción  en  el  fuero  judicial,  porque 
si  bien  no  subsiste  en  realidad ,  consta  sin  embargo  de  tal 
suerte  ,  que  puede  el  que  aparece  deudor  ser  estrechado 
por  el  juez  á  su  cumplimiento  ,  como  por  ejemplo  ,  el  que 
confesó  por  escrito  el  recibo  de  alguna  cosa  que  no  le  fué 
entregada  y  no  puede  probar  la  omisión  de  la  entrega  ; 
pero  generalmente  puede  destruirse  mediante  la  oposición 
de  alguna  escepcion  perentoria  que  la  deja  sin  efecto.  La 
mixta  produce  acción  eficaz  que  no  puede  destruirse  por 
ninguna  escepcion  perentoria;  y  se  llama  así,  porque  toma 
del  derecho  natural  la  subsistencia,  y  del  civil  la  coacción 
á  su  cumplimiento.  —  También  hay  obligación  perfecta  y 
obligación  imperfecta  :  perfecta  es  aquella  cuyo  cumpli- 
miento puede  exigirse  judicialmente  ;  é  imperfecta  la  que 
no  encadena  sino  la  conciencia,  como  la  obligación  de  hacer 
limosna  y  el  reconocimiento  de  un  servicio.  La  mixta  puede 
llamarse  perfecta  en  todos  sentidos  ;  y  así  la  natural  como 
la  civil  pueden  decirse  imperfectas  ,  en  cuanto  la  primera 
no  produce  acción ,  y  la  segunda  no  la  produce  sino  tan 
débil  que  puede  rechazarse  por  una  escepcion.  Mas  no  ha 
de  confundirse,  á  pesar  de  ello,  la  obligación  imperfecta 
con  la  natural  ó  civil,  pues  estas  dos  producen  algunos  efectos 
civiles,  al  paso  que  aquella  no  produce  ninguno.  Si  yo  seiïvê 
la  vida  á  una  persona,  por  ejemplo,  la  obligación  que  lo 
impone  el  reconocimiento  es  imperfecta  ;  por  lo  cual  no  tengo 
acción  para  exigirle  una  recompensa,  y  si  me  presta  una 
cantidad  de  dinero,  no  podré  mirarla  como  precio  del  ser- 
vicio que  le  hice  y  dispensarme  de  restituirla  :  si  gané  ai 
juego  cierta  cantidad  á  un  individuóla  obligación  que  tiene 
de  pagármela  es  natural,  y  no  tendré  tampoco  acción  para 
forzarle  á  cumplirla  ;  pero  si  él  lo  ejecuta ,  no  estaré  yo  pre- 
cisado á  volverle  lo  que  me  hubiere  pagado.  —  De  todo  lo 
dicho  se  infiere  que  la  obligación  mixta  es  la  verdadera 
obligación,  porque  se  funda  en  el  derecho  natural  y  en  el 
civil;  y  efectivamente  esta  es  la  que  se  entiende  bajo  el 
nombre  general  de  obligación. 

Toda  obligación  nace"  ó  de  la  iey,  ó  do  un  contrato  ,  ó  de 
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un  hecho  personal.  Nace  de  la  ley ,  cuando  la  autoridad  de 
esta  ,  aun  independientemente  de  nuestra  voluntad ,  nos 
impone  algún  deber,  como  por  ejemplo  la  obligación  de  ser 
tutor,  cuyo  cargo  no  podemos  rehusar  sin  justa  causa  en  el 
caso  de  que  se  nos  defiera.  Nace  de  un  contrato,  siempre 
que  nos  comprometemos  seriamenle  con  otra  persona  á  dar 
ó  hacer  alguna  cosa  en  su  favor.  Nace  de  un  hecho  personal , 
siempre  que  hacemos  alguna  cosa  de  que  nos  resulla  un 
deber  para  con  un  tercero.  Este  hecho  personal  puede  ser 
lícito  ó  ¡licito  :  si  es  lícito,  se  llama  cuasi  contrato  ;  y  si  es 
ilícito,  se  habrá  cometido  con  intención  de  dañar  ó  sin  ella: 
en  el  primer  caso  es  un  delito  ;  y  en  el  segundo  ,  un  cuasi 
delito.  Las  fuentes  pues  de  las  obligaciones  son  los  contra- 
tos .  cuasi  contratos  ,  delitos  ,  cuasi  delitos  ,  y  la  ley.  Tam- 
bién puede  decirse  que  todas  las  obligaciones  provienen  de 
la  ley,  unas  inmediatamente ,  y  otras  mediante  los  contratos, 
cuasi  contratos ,  delitos  y  cuasi  delitos  ;  porque  la  ley  es  la 
que  determina  ó  sanciona  los  derechos  y  deberes  que  pro- 
duce cada  uno  de  dichos  actos. 

Las  obligaciones  que  nacen  de  los  contratos  y  cuasi  con- 
tratos ,  pasan  á  los  herederos  y  á  favor  de  los  herederos  ; 
es  decir,  que  los  herederos  del  obligado  por  contrato  ó  cuasi 
contrato  suceden  en  las  cargas  que  aquel  se  impuso  ,  quia 
qui  conlrahendo  se  obligat ,  non  tanlüm  se ,  sed  eliam  hœ- 
redes  sitos  obligat;  y  ios  herederos  de  la  parte  contraria 
suceden  en  los  derechos  que  por  medio  del  mismo  contrato 
ó  cuasi  ó  contrato  habia  adquirido  el  difunto  ,  quia  qui  con- 
traint ,  non  tantàm  sibi,  sed  eliam  suis  hceredibus  prospicere 
velle  inlclligi tur.  Las  obligaciones  que  provienen  de  los  deli- 
tos y  cuasi  delitos,  pasan  también  á  los  herederos  y  á  favor 
de  los  herederos,  en  cuanto  á  la  reparación  ó  indemnización 
del  daño  causado  ó  recibido  por  el  difunto  ;  pero  no  en 
cuanto  á  la  pena  corporal  ni  en  cuanto  á  la  pecuniaria  apli- 
cable al  fisco,  quia  scilicel pœna  manet  suos  auclores,  et  nemo 
succedit  in  delicia.  Véase  Acción  penal  y  Acción  civil,  y 
Juicio  criminal,  ns.  III  y  IV. 

Las  obligaciones  se  estinguen  :  Io.  por  la  paga  ó  solu- 
ción ;  —  2o.  por  la  novación;  —  5o.  por  la  remisión  volun- 
taria ó  el  perdón  ;  —  k°.  por  la  compensación  ;  —  o°.  por  la 
confusion  ó  consolidación  ;  —  6o.  por  la  pérdida  de  la  cosa  ; 
—  7o.  por  la  nulidad  ó  la  rescision  ;  —  8o.  por  el  juramento 
decisorio  ;  —  9o.  por  el  mutuo  consentimiento  ;  —  10°.  por 
la  prescripción.  Véanse  los  artículos  de  estas  palabras. 
Es  de  advertir  que  se  llama  acreedor  el  sugeto  á  cuyo  favor 
ge  contrae  la  obligación,  y  deudor  el  que  la  contrae.  Véase 
Pacto. 

OBLIGACIÓN  de  dar.  Aquella  por  la  que  uno  está 
comprometido  á  dar  alguna  cosa  ;  quœ  in  dando  consistit. 
La  obligación  de  dar  lleva  consigo  la  de  entregar  la  cosa 
y  conservarla  hasta  la  entrega  ,  bajo  la  pena  de  pagar  al 
acreedor  los  daños  y  perjuicios  que  se  le  siguieren  ;  ley  13  , 
til.  1  I  ,  Part.  8.  La  obligación  de  conservar  la  cosa  somete 
al  deudor  al  resarcimiento  del  daño  causado  por  su  dolo  , 
cualquiera  que  sea  la  naturaleza  del  contrato  ;  al  del  cau- 
sado por  su  culpa  lata  ,  en  los  contratos  hechos  por  solo  el 
interés  del  acreedor,  como  el  depósito;  al  del  causado  por  su 
culpa  leve  ,  en  los  contratos  hechos  por  el  interés  de  ambas 
partes  ,  como  la  venta  :  y  al  del  causado  por  su  culpa  leví- 
sima ,  en  los  contratos  hechos  por  sola  su  utilidad ,  como  el 
comodato  ;  ley  3,  lit.  S  ,  Part.  S.  La  obligación  de  hacer  la 
entrega  somete  al  deudor  que  la  retarda  á  la  necesidad  de 
resarcir  el  daño  causado  á  la  cosa  por  caso  fortuito  desde 
el  momento  en  que  debió  entregarse  ,  á  no  ser  que  hubiese 
perecido  igualmente  en  poder  del  acreedor  si  le  hubiera 
sido  entregada;  ley  3,  lit.  2,  Part.  S.  Si  yo  te  presté  ,  por 
ejemplo,  mi  caballo  para  ocho  dias,  y  reteniéndole  tú  mas 
tiempo  perece  en  tu  cuadra  à  resultas  de  un  rayo  que  cae 
en  ella ,  debes  pagarme  su  valor  por  causa  de  la  tardanza 


ó  mura,  pues  si  me  lo  hubieses  restituido  al  cabo  del  tér- 
mino prefijado  ,  no  se  hubiese  hallado  en  el  paraje  en  que 
le  sucedió  la  desgracia  ;  pero  si  habiéndote  yo  vendido  mi 
casa  ,  tardo  en  hacerte  la  entrega  ó  tradición  á  pesar  de  tus 
reclamaciones ,  y  cae  entretanto  un  rayo  que  la  consume  , 
perece  para  tí ,  porque  si  te  la  hubiese  entregado  hubiese 
perecido  del  mismo  modo.  Véase  Obligación  de  hacer;  ley  2, 
til.  16,  lib.  5,  Fuero  Real;  ley  3,  tít.  2,  Part.  S  ,  y  ley  3 , 
lit.  14  ,  Part.  7. 

OBLIGACIÓN  de  hacer  ó  no  hacer.  Aquella  en  que 
uno  está  comprometido  á  hacer  ó  á  no  hacer  alguna  cosa; 
quœ  in  faciendo  vel  non  faciendo  consistit.  Toda  obligación 
de  hacer  ó  no  hacer  se  reduce  á  la  satisfacción  de  daños  y 
perjuicios  ,  en  caso  de  que  el  deudor  no  quiera  ejecutarla  ; 
al  paso  que  la  obligación  de  dar  ha  de  llevarse  à  efecto 
precisamente  dando  el  deudor  la  cosa  ,  si  así  lo  exige  el 
acreedor,  quien  puede  reclamar  la  fuerza  pública  para  com- 
peler á  su  adversario  :  ínter  obligationem  quœin  faciendo 
consistit ,  et  eam  quœ  consistit  in  dando,  hocWbmmum  dis- 
crimen est,  quod  qui  ad  faciendum  lenclur,  non  obligelur 
prœcisè  ad  faciendum ,  sed  ejus  obligatio  resolvilur  in  id  quod 
inlerest ,  propler  naluralem  hominum  libertcttem,  quœ  non 
palilur  quemquam  ad  faciendum  prœcisè  compelli;  qui  vero 
daré  lenclur,  prœcisè  ad  dandum  cogi  polest,  quia  si  non 
del  id  quod  daré  tenetur,  manu  militari  capi  potest.  Si  yo 
me  obligué  pues  á  hacerte  una  pintura,  no  se  me  podrá  for- 
zar á  ejecutar  mi  empeño,  y  por  consiguiente  mi  obligación 
habrá  de  resolverse  en  daños  y  perjuicios  ;  mas  si  rehuso 
entregarte  la  casa  que  te  he  vendido  ,  podrás  hacerme  salir 
de  ella  y  ponerte  tú  en  posesión  con  el  ausilio  de  la  fnerza 
pública.  —  Puede  no  obstante  autorizarse  al  acreedor,  en 
caso  de  inejecución  ,  para  que  haga  ejecutar  él  mismo  la 
obligación  á  espensas  del  deudor:  si  un  arquitecto,  por 
ejemplo,  se  ha  obligado  á  edificarme  una  casa,  no  puedo  yo 
compelerle  á  edificarla  por  sí  mismo  ,  pero  podré  hacer  que 
otro  la  edifique  á  su  costa.  —  En  la  obligación  de  no  hacer, 
el  que  contraviene  á  ella  debe  los  daños  y  perjuicios  por  el 
solo  hecho  de  la  contravención  ;  ley  3,  lit.  Mi,  Part.  S.  Si  tú 
te  has  obligado  v.  gr.  á  ayudarme  en  un  descubrimiento 
que  yo  he  hecho,  y  á  no  confiar  á  nadie  mi  secreto  ,  en  el 
momento  que  lo  divulgues  me  debes  los  daños  y  perjuicios. 
El  acreedor  tiene  derecho  para  pedir  que  se  destruya  lo  que 
se  hubiere  hecho  en  contravención  al  empeño  contraído , 
ademas  del  resarcimiento  de  daños  y  perjuicios  á  que  hu- 
biere lugar  :  si  tú  te  has  obligado,  por  ejemplo,  á  no  levantar 
en  tu  fundo  ninguna  obra  que  me  quite  la  luz  ó  las  vistas  , 
y  á  pesar  de  eso  la  levantas ,  yo  podré  hacer  que  se  derribe. 
Véase  Denuncia  de  obra  nueva.  —  Lo  que  hemos  sentado 
sobre  la  obligación  de  hecho  ó  de  hacer,  es  conforme  á  lo 
que  opinan  los  intérpretes,  Gómez,  Var.,  lib.  2,  cap.  10, 
fundados  mas  bien  en  las  leyes  romanas  que  en  las  nues- 
tras; pero  como  según  nuestro  derecho,  ley  1,  lit.  1,  ¿¿'6.  10, 
Nov.  Rcc,  queda  obligado  cualquiera,  de  cualquier  modo 
que  quiso  obligarse,  son  de  parecer  algunos  que  quien  pro- 
mete hacer  alguna  cosa ,  debe  hacerla  en  todo  caso  y  ser 
apremiado  á  ello,  siempre  que  el  hecho  prometido  sea 
posible  y  convenga  ai  acreedor  ó  estipulante. 

OBLIGACIÓN  condicional.  La  que  depende  de  un 
acontecimiento  futuro  é  incierto.  La  obligación  contraída 
bajo  una  condición  imposible  ó  contraria  á  las  leyes  ó  á  las 
buenas  costumbres,  es  absolutamente  nula;  porque  si  la 
condición  es  imposible  ,  debe  decirse  que  las  partes  no  han 
obrado  con  seriedad  sino  de  burlas  ,  y  si  es  contraria  á  las 
leyes  ó  á  las  buenas  costumbres,  no  puede  dudarse  que  han 
cometido  un  acto  criminal.  En  los  testamentos  por  el  con- 
trario se  tienen  por  no  escritas  semejantes  condiciones ,  y 
queda  válida  la  disposición  del  testador  ;  porque  allí  no 
intervienen  los  herederos  ni  legatarios ,  y  como  hay  una 
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prueba  cierta  de  que  el  testador  los  ha  preferido  ,  no  hay 
razón  legítima  para  privarlos  de  sus  herencias  ó  legados. 
La  obligación  contraída  bajo  la  condición  de  no  hacer  una 
cosa  imposible,  v.  gr.  de  no  andar  doscientas  leguas  en  un 
dia,  debe  ser  válida  y  reputarse  simple  ,  pues  existe  desde 
el  momento  del  contrato;  mas  la  contraída  bajo  la  condición 
de  no  hacer  una  cosa  contraria  á  las  leyes  ó  á  las  buenas 
costumbres,  v.  gr.  de  no  cometer  un  homicidio,  debe  con- 
siderarse nula ,  pues  no  ha  de  permitirse  que  se  estipule 
una  ventaja  por  abstenerse  de  un  crimen.  Leyes  oyh,  lit.  h, 
Parí.  6. 

La  obligación  contraída  bajo  una  condición  posible  ,  sea 
potestativa  ,  casual  ó  mixta  ,  no  existe  realmente  sino  des- 
pués del  cumplimiento  de  la  condición;  ley  12,  lit.  11, 
Part.  S,  y  til.  \k;  pues  si  bien  hasta  este  caso  hay  una 
convención  ,  no  hay  todavía  obligación  sino  solo  esperanza 
de  que  la  habrá  :  Pendente  conditione ,  nondam  debelur, 
sed  spes  est  debilvm  iri.  Así  es  que  si  el  deudor  paga  por 
error,  podrá^fcclamar  el  reembolso  de  lo  que  hubiere  dado , 
pues  que  todavía  no  debe  nada;  ley  57,  lit.  14,  Part.S. 
La  condición  una  vez  cumplida  tiene  efecto  retroactivo  hasta 
el  dia  en  que  se  hizo  el  contrato  ;  porque  lo  que  impidió 
que  la  convención  fuese  simple  y  absoluta  fué  solo  la  in- 
certidumbre  en  que  estaban  las  partes  con  respecto  á  la 
condición  :  si  hubiesen  sabido  que  esta  se  cumpliría,  la  con- 
vención se  hubiera  hecho  simplemente ,  y  si  hubiesen  sa- 
bido que  no  se  había  de  cumplir,  no  hubieran  hecho  el  con- 
trato de  ningún  modo;  ley  12,  lit.  11,  Part.  5.  Preciso  es 
pues  seguir  sus  intenciones  cuando  el  acontecimiento  llega 
á  ser  cierto  ,  y  obrar  de  la  misma  suerte  que  si  lo  hubiera 
sido  al  momento  de  la  convención  :  In  stipulalionibus  id 
tempus  spectalur  quo  contrahimus.  Mas  es  de  observar  que 
para  que  la  condición  cumplida  tenga  efecto  retroactivo, 
es  indispensable  que  dé  nacimiento  á  la  obligación  que  se 
hallaba  suspendida  :  si  después  de  celebrado  el  contrato 
perece  la  cosa  que  era  su  objeto,  en  vano  se  cumplirá  la 
condición  ,  la  cual  ya  no  puede  producïr  ningún  vínculo  de 
derecho  ,  por  rio  existir  la  cosa  sobre  que  debia  recaer  ;  y 
por  consiguiente  en  este  caso  la  obligación  no  ha  existido 
jamas ,  el  deudor  ha  sido  siempre  propietario  de  la  cosa 
que  por  tanto  ha  perecido  para  él  solo,  res  domino  perit , 
y  el  acreedor  no  le  debe  nada  por  el  precio  de  esta  cosa. 

Si  el  acreedor  ó  el  deudor  muriere  antes  del  cumplimiento 
de  la  condición,  pasan  á  sus  respectivos  herederos  los  efec- 
tos de  la  obligación,  por  la  regla  general  de  queeí  que  contrae, 
contrae  para  si  y  para  sus  herederos:  qui  conlrahit,  sibiet 
suis  hœredibus  conlrahit.  Ley  Ik,  til.  11,  Part.  5.  Lo  con- 
trario sucede  en  los  legados  condicionales,  los  cuales  se 
estinguen  muerto  el  legatario  pendiente  la  condición,  por- 
que se  supone  que  el  testador  que  hace  un  legado  tiene 
consideración  solamente  al  legatario  y  no  á  los  sucesores 
de  este.  Ley  1 1,  lit.  Ht,  Pari.  5,  y  ley  5?i,  til.  9,  Part.  6. 

Repútase  cumplida  la  condición,  cuando  el  obligado  im- 
pide su  cumplimiento.  Se  compromete  uno  v.  gr.  á  dar 
cuatro  mil  reales  á  un  albañil  si  le  levanta  una  pared  en  el 
espacio  de  diez  dias,  y  queriendo  luego  eludir  su  obliga- 
ción, derriba  la  obra  que  el  albañil  habia  comenzado;  no 
por  eso  dejará  de  eslar  obligado  á  pagar  la  cantidad  pro- 
metida ,  pues  no  se  ha  de  permitir  que  se  aproveche  de  su 
propia  culpa  :  Qúicumque  sub  conditione  oblígalas ,  curavit 
ne  condilio  cxisterel,nihilominus  obligalur.  Pero  si  el  deudor 
ño  ha  impedido  el  cumplimiento  de  la  condición  sino  indi- 
rectamente y  ejerciendo  un  derecho  legítimo  ,  no  se  consi- 
dera cumplida  la  condición.  En  el  caso  propuesto,  v.gr., el 
albañil  comete  un  hurto  contra  el  que  le  emplea  en  la  cons- 
trucción de  la  pared,  y  este  le  hace  poner  preso  de  modo 
que  le  impide  acabar  la  obra  en  los  diez  dias  :  es  claro  que 
el  albañil  no  podrá  pedir  que  la  condición  se  repute  cum- 


plida por  el  obstáculo  que  ha  puesto  el  deudor,  pues  no  es 
culpa  de  este  sino  suya  propia.  Véase  Condición. 

OBLIGACIÓN  Á  día  ó  Á  plazo.  La  que  se  contrae  para 
cumplirla  dentro  de  algún  espacio  de  tiempo  ,  ya  sea  de- 
terminado,  como  dentro  de  seis  meses  ó  para  el  dia  primero 
de  tal  mes,  ya  sea  indeterminado,  como  para  el  dia  de  la 
muerte  de  cierto  sugelo.  El  cumplimiento  de  la  obligación  á 
dia  ó  á  plazo  no  puede  exigirse  antes  que  llegue  el  venci- 
miento del  término;  pero  lo  que  se  hubiere  pagado  antici- 
padamente no  puede  repetirse,  porque  el  deudor  ha  pagado 
lo  que  realmente  debia  ,  siendo  indudable  que  el  plazo  ha 
de  llegar;  á  diferencia  de  lo  que  se  paga  pendiente  la  con- 
dición, por  ser  posible  que  no  se  cumpla;  leyes  lli  y  17, 
til.  11,  Part.  S.  —  El  plazo  se  presume  siempre  estipulado 
á  favor  del  deudor,  por  considerarse  un  término  que  se  le 
concede  para  que  pueda  libertarse  de  la  deuda  ú  obligación 
con  mas  desahogo,  á  no  ser  que  déla  estipulación  ó  circuns- 
tancias resulte  claramente  que  se  ha  convenido  también  en 
utilidad  del  acreedor.  De  esta  doctrina  se  deduce  que  el 
deudor  tiene  facultad  para  pagar  antes  del  vencimiento  del 
término,  puesto  que  cada  cual  puede  renunciar  su  derecho, 
siempre  que  de  ello  no  se  siga  perjuicio  al  acreedor;  pero 
que  no  tendrá  tal  facultad  cuando  aparezca  ser  contraria  al 
espíritu  del  contrato ,  como  si  yo  presto  cierta  cantidad  á 
interés,  estipulando  que  no  se  me  ha  de  volver  sino  al  cabo 
de  tres  años  ;  ni  cuando  no  sea  conforme  á  las  circunstancias, 
como  si  yo  he  comprado  un  rebaño  de  carneros  para  ven- 
derlos en  la  feria  de  Pascua,  debiéndoseme  hacer  la  entrega 
en  la  víspera  de  la  feria ,  pues  no  se  me  podrá  forzar  á  re- 
cibirlos antes,  siendo  evidente  que  yo  estipulé  el  plazo  por 
escusarme  los  gastos  de  la  manutención  hasta  el  dia  de  la  feria. 

OBLIGACIÓN  alternativa.  La  que  comprende  dos  ó 
mas  cosas,  de  modo  que  pagando  una  quede  el  deudor  libre 
del  pago  de  la  otra  :  Alterius  solutio  totam  obligationem  in- 
lerimit.  La  elección  corresponde  al  deudor,  si  no  se  ha  con- 
cedido espresamente  al  acreedor;  porque  en  caso  de  duda 
se  interpretan  las  cláusulas  en  favor  de  aquel  ;  leyes  25  y  24, 
til.  11,  Part.  S.  —  El  deudor  se  liberta  de  la  obligación  en- 
tregando cualquiera  de  las  dos  cosas  prometidas ,  pero  no 
puede  forzar  al  acreedor  á  recibir  una  parte  de  la  una  y  otra 
parte  de  la  otra  :  mas  si  la  deuda  es  periódica,  como  si  pro- 
meto darte  cada  año  cien  fanegas  de  trigo  ó  tres  toneles  de 
vino,  podrá  renovarse  cada"año  la  elección ,  haciéndola  recaer 
unas  veces  sobre  el  vino  y  otros  sobre  el  trigo,  porque  en  ca- 
da término  existe  una  obligación  alternativa.  Pereciendo  una 
de  las  dos  cosas,  queda  el  deudor  obligado  á  dar  la  otra,  sin 
que  pueda  forzar  al  acreedor  á  recibir  el  precio  de  la  per- 
dida ;  y  si  han  precido  ambas  por  culpa  del  deudor,  alguna 
de  ellas  debe  pagar  el  precio  de  la  última  que  pereció,  por- 
que destruida  la  primera,  recayó  la  obligación  sobre  la  que 
restaba;  pero  si  las  dos  perecieron  sin  culpa  del  deudor,  y 
antes  que  estuviese  en  tardanza  ó  mora,  queda  estinguida 
la  obligación,  como  se  dirá  en~la  palabra  Pérdida;  ley  23  cil. 

Cuando  la  elección  pertenece  al  acreedor  en  virtud  del 
contrato,  puede  efectivamente  elegir  la  cosa  que  mas  le 
acomode;  y  una  vez  hecha  la  elección,  no  podrá  arrepen- 
tirse dejando  la  cosa  escogida  y  tomando  la  otra.  En  caso 
de  perecer  una  de  las  dos  cosas  sin  culpa  del  deudor,  debe  el 
acreedor  tomarla  que  queda;  y  si  hubo  culpa  de  parte  del 
deudor,  puede  el  acreedor  pedir  la  cosa  que  resta,  ó  el  precio 
de  la  que  pereció,  porque  no  debe  estar  en  poder  del  deudor 
privarle  del  derecho  de  elección  dejando  perecer  por  su  culpa 
una  de  las  cosas  debidas,  que  podia  ser  la  mas  preciosa. En 
caso  de  haber  perecido  las  dos  cosas,  ambas  ó  la  una  de  ellas 
cuando  menos  por  culpa  del  deudor,  puede  el  acreedor  pedir 
el  precio  de  la  una  ó  de  la  otra  según  su  voluntad.  No  ha- 
biendo culpa  ni  mora  del  deudor,  nada  se  puede  reclamar 
contra  él,  como  ya  hemos  insinuado. 
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OBLIGACIÓN  facultativa.  Aquella  en  que  uno  se 
compromete  á  dar  una  cosa ,  reservándose  la  facultad  de  dar 
otra  en  su  lugar.  No  ha  de  confundirse  esta  obligación  con  la 
alternativa  :  en  la  alternativa  se  comprenden  dos  cosas  ;  y  en 
la  facultativa  no  hay  realmente  mas  que  una,  porque  la  otra 
no  se  considera  sino  como  un  modo  de  ejecución.  Yo  me  obli- 
gué, por  ejemplo,  á  darte  mi  caballo , pero  me  reservé  la  fa- 
cultad de  darte  en  su  lugar  mil  reales.  La  obligación  no  pesa 
sino  sobre  el  caballo,  yo  no  te  debo  sino  este  objeto,  y  la  fa- 
cultad de  darte  mil  reales  en  su  lugar  noes  mas  que  un  medio 
que  me  he  reservado  para  cumplir  con  mi  empeño.  De  aquí 
es  que  si  llega  á  perecer  la  cosa  prometida,  no  recae  la 
obligación  sobre  la  otra,  como  en  la  alternativa,  sino  que  se 
estingue;  y  en  el  ejemplo  propuesto  del  caballo  ,  muerto  el 
caballo,  no  tendré  que  darte  los  mil  reales. 

OBLIGACIÓN  divisible.  La  que  tiene  por  objeto  una 
cosa  ó  un  hecho  que  en  su  entrega  ó  ejecución  es  suscep- 
tible de  division  material  ó  intelectual.  Es  capaz  de  division 
material  lo  que  puede  dividirse  realmente  en  muchas  par- 
tes, como  una  yugada  de  tierra  ó  una  cantidad  de  diez  mil 
reales  ;  y  de  division  intelectual  lo  que  no  puede  dividirse 
realmente  sin. degradación ,  pero  puede  dividirse  su  utilidad, 
como  un  caballo,  cuya  utilidad  puede  valorarse.  La  obli- 
gación divisible  debe  ejecutarse  entre  el  acreedor  y  el  deudor 
como  si  fuese  indivisible ,  puesto  que  el  último  haya  pro- 
metido pagar  cierta  suma  de  una  vez  y  no  sucesivamente 
por  partes.  La  divisibilidad  no  tiene  aplicación  sino  con 
respecto  á  sus  herederos,  los  cuales  no  pueden  pedir  la 
deuda  ni  están  obligados  á  pagarla  sino  por  la  parte  que  les 
corresponda  como  representantes  del  acreedor  ó  del  deu- 
dor; ley  10,  til.  \,  lib.  10,  Nov.  Rec.  Este  principio  estaba 
consagrado  por  laley  de  lasxiiTablas:  Nomina  (loscréditos) 
inter  hceredes  pro  portionibas  hœreditariis  creta  cita  simio. 
Si  yo  debo  10,000  reales,  por  ejemplo,  mi  acreedor  puede 
perseguirme  por  el  todo,  porque  entre  nosotros  dos  mi 
obligación  debe  ejecutarse  como  si  fuese  indivisible;  pero 
si  muero  dejando  dos  heredores,  mi  acreedor  no  podrá  per- 
seguirlos sino  por  3,000  rs.  á  cada  uno,  porque  la  obligación 
es  divisible  con  respecto  á  ellos.  Si  muriese  mi  acreedor  de- 
jando dos  herederos,  no  podrian  estos  pedirme  sino  3,000  rs. 
cada  uno.  Si  muriésemos  ambos  ,  cada  uno  de  sus  herederos 
no  podria  pedir  á'cada  uno  de  los  siios  sino  2,300  rs.  — 
Esta  doctrina  de  la  divisibilidad  admite  escepcion  con  res- 
pecto á  los  herederos  del  deudor  en  los  casos  siguientes  :  — 
Io.  cuando  la  deuda  es  hipotecaria;  —  2o.  cuando  es  de  un 
cuerpo  cierto  ó  cosa  determinada;  —  5o.  cuando  se-  trata  de 
la  deuda  alternativa  de  dos  ó  mas  cosas  á  elección  del  acree- 
dor, siendo  indivisible  una  de  ellas  ; —  4o.  cuando  por  el  ins- 
trumento está  encargado  de  la  ejecución  de  la  obligación 
uno  de  los  herederos  solamente;  —  3o.  cuando  de  la  natu- 
raleza de  la  convención,  ó  de  la  cosa  que  es  su  objeto,  ó 
del  fin  para  que  se  hace  el  contrato,  resulla  claramente  que 
la  intención  de  las  partes  era  que  la  deuda  no  pudiera  satis- 
facerse parcialmente.  En  los  tres  primeros  casos,  el  heredero 
que  posee  la  cosa  debida  ó  el  fundo  hipotecado  á  la  deuda , 
puede  ser  demandado  por  el  lodo  sobre  la  cosa  debida  ó  el 
fundo  hipotecado,  salvo  el  recurso  contra  sus  coherederos. 
En  el  cuarto  caso  solo  el  heredero  encargado  de  la  deuda  , 
y  en  el  quinto  cada  heredero  puede  ser  demandado  también 
por  el  lodo,  salvo  su  recurso  contra  sus  coherederos.  Gómez, 
Variar.,  lib.  2,  cap.  10,  n.  U,  y  Ayllon. 

OBLIGACIÓN  indivisible.  La  que  tiene  por  objeto  una 
cosa  ó  un  hecho  que  en  su  entrega  ó  ejecución  no  es  capaz 
de  division  material  ni  intelectual.  Tal  es  la  obligación  de 
una  servidumbre ,  como  v.  gr.  el  derecho  de  paso  :  si  dos 
personas  me  deben  este  derecho,  podré  pedirle  á  la  una  ó 
á  la  otra  ,  porque  no  podria  ofrecerme  una  de  ellas  el  que 
pasase  por  su  fundo  solamente  una  parte  de  mí  mismo,  m- 


possibile  est  pro  parte  iré;  yo  ejerzo  el  derecho  en  totalidad 
y  no  por  partes  si«mpre  que  le  ejerzo  :  del  mismo  modo,  si 
yo  lo  debo  á  muchas  personas,  cada  una  de  ellas  puede 
exigirlo  en  totalidad,  porque  no  puede  pasar  sin  ejercer  lodo 
el  derecho.  —  La  obligación  es  indivisible,  aunque  la  cosa 
ó  el  hecho  que  forma  su  objeto  sea  divisible  por  su  natura- 
leza, si  el  modo  con  que  se  la  considera  no  la  hace  suscep- 
tible de  ejecución  parcial.  La  obligación  de  construir  una 
casa  ,  por  ejemplo,  es  divisible  por  su  naturaleza,  porque 
una  persona  puede  hacer  el  primer  piso  ,  y  otra  el  segundo  : 
sin  embargo  si  dos  personas  estipulan  conmigo  que  me  ha- 
rán una  casa,  y  una  de  ellas  se  niega  luego  á  hacerla  ,  no 
quedará  exonerada  la  otra  construyéndome  un  piso  sola- 
mente, porque  yo  queria  una  casa  entera,  y  el  modo  con 
que  se  consideraba  obligación  no  la  hace  susceptible  de 
ejecución  parcial. 

Cada  uno  de  los  que  contraen  juntamente  una  obligación 
indivisible  ,  queda  obligado  á  cumplirla  en  su  totalidad , 
como  se  deja  conocer  por  el  ejemplo  de  la  servidumbre.  Mas 
no  se  crea  por  eso  que  la  obligación  indivisible  es  también 
solidaria  ,  pues  hay  una  gran  diferencia  entre  una  y  otra. 
Es  cierto  que  en  ambas  se  debe  el  todo  por  cada  uno  de  los 
deudores;  pero  en  la  primera  es  á  causa  de  la  naturaleza  de 
la  deuda,  y  en  la  segunda  á  causa  del  contrato.  De  aquhes 
que  en  el  primer  caso ,  si  cambia  la  naturaleza  de  la  deuda 
convirtiéndose  en  divisible,  no  estarán  ya  obligados  por  ei 
todo  los  deudores,  al  paso  que  lo  estarán  siempre  en  el  se- 
gundo en  virtud  de  su  convención.  De  aqu!  es  también  que 
en  general  el  deudor  de  una  deuda  indivisible  demandado 
por  el  todo  puede  pedir  término  para  hacer  venir  sus  co- 
deudores; y  el  deudor  solidario  tiene  que  pagar  el  todo  sin 
dilación. 

Cada  uno  de  los  herederos  del  acreedor  puede  exigir  ti 
todo  de  la  deuda  indivisible;  mas  no  puede  por  sí  solo  hacer 
la  remisión  del  lodo,  ni  recibir  el  precio  en  lugar  de  la  cosa. 
Si  tú,  por  ejemplo ,  has  vendido  un  caballo  á  mi  tio,  y  mi  t¡o 
muere  sucediéndole  yo  con  dos  hermanos  mios,  podré  yo 
pedirte  el  caballo  en  totalidad ,  pues  que  no  es  divisible ,  y 
cada  uno  de  mis  hermanos  tendrá  por  su  parte  el  mismo 
derecho  ,  en  lo  cual  nuestro  crédito  se  parece  á  un  crédito 
solidario  ;  pero  no  podré  recibir  por  mí  solo  ,  en  lugar  del 
caballo  ,  su  valor,  por  dos  razones  :  Io.  porque  no  puedo 
sin  el  consentimiento  de  mis  hermanos  mudar  la  naturaleza 
de  tu  obligación  ;  2o.  porque  aun  en  el  caso  de  que  mis  her- 
manos consintiesen  la  mudanza,  yo  no  podria  pedirte  sino 
mi  parte,  pues  tu  obligación  no  es  ya  indivisible,  como  an- 
tes, y  por  otra  parte  nuestro  crédito  no  es  solidario. 

OBLIGACIÓN  solidaria.  Aquella  cuyo  cumplimiento 
puede  exigirse  en  totalidad  por  cada  uno  de  los  acreedores, 
ó  de  cada  uno  de  los  deudores.  Hay  pues  obligación  solida- 
ria con  respecto  á  los  acreedores ,  y  con  respecto  á  los  deu- 
dores :  en  el  primer  caso  no  es  otra  cosa  que  el  derecho  que 
tiene  cada  acreedor  para  exigir  el  pago  total  del  crédito;  y 
en  el  segundo  es  la  obligación  que  cada  deudor  tiene  de  pa- 
gar el  total  de  la  deuda ,  si  le  fuere  pedido. 

La  obligación  es  solidaria  entre  muchos  acreedores  cuan- 
do cada  uno  de  ellos  tiene  derecho  espreso  para  demandar 
el  pago  de  todo  el  crédito,  de  modo  que  el  pago  hecho  á  uno 
de  el'¿os  exonere  al  deudor,  aunque  la  utilidad  de  la  obliga- 
ción sea  divisible  entre  los  diferentes  acreedores.  Está  en 
mano  del  deudor  pagar  á  uno  ó  á  otro  de  los  acreedores  so- 
lidarios ,  siempre  que  no  haya  sido  demandado'  por  uno  de 
estos  ;  pues  en  este  caso  no  quedaría  exonerado  con  respec- 
to al  demandante  pagando  á  otro.  La  remisión  que  hiciere 
uno  de  los  acreedores  solidarios  no  exonera  al  deudor  sino 
únicamente  respecto  á  la  parte  de  este  acreedor  ;  pues  como 
cada  acreedor  solidario  debe  considerarse  mandatario  de  los 
otros  con  poder  para  recibir  por  todos ,  pero  no  para  dar, 
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no  puede  hacer  remisión  sino  de  su  parte.  Todo  acto  que 
interrumpe  la  prescripción  respecto  de  uno  de  los  acreedo- 
res solidarios ,  aprovecha  á  los  demás  ,  porque  todos  sus 
derechos  están  confundidos,  y  son  unos  mismos . 

Hay  obligación  solidaria  ó  insólidum  por  parte  de  los  deu- 
dores ,  cuando  están  obligados  á  una  misma  cosa  ,  de  modo 
que  cada  uno  pueda  ser  apremiado  por  el  todo,  y  que  el 
pago  hecho  por  uno  solo  liberte  á  los  otros  para  con  el 
acreedor.  La  obligación  puede  ser  solidaria  ,  aunque  uno  de 
los  deudores  se  obligue  diferentemente  que  el  otro  al  pago 
de  la  misma  cosa:  por  ejemplo,  si  el  uno  se  obliga  con 
condición,  el  otro  simplemente,  y  alguno  á  plazo.— La  obli- 
gación solidaria  no  se  presume,  sino  que  es  menester  que 
se  estipule  espresatnente ,  á  no  ser  que  tenga  lugar  por 
disposición  de  la  ley.— El  acreedor  puede  reconvenir  á  cual- 
quiera de  los  deudores  solidarios,  sin  que  este  pueda  opo- 
nerle el  beneficio  de  division;  ley  10,  til.  1  ,  lia.  10 ,  Ñov. 
Rec.  —  El  procedimiento  contra  uno  de  los  deudores  no 
impide  al  acreedor  proceder  también  contra  los  otros.  —  Si 
la  cosa  debida  perece  por  culpa  ó  durante  la  mora  de  uno  de 
los  deudores  solidarios,  los  otros  no  quedan  libres  de  la 
obligación  de  pagar  su  valor,  porque  no  seria  justo  que  se 
aprovechasen  de  la  falta  de  su  codeudor  ;  pero  solo  este  es 
responsable  de  los  daños  y  perjuicios,  porque  las  faltas  son 
personales;  Gómez,  lib.  2,  Variar.,  cap.  Ib,  y  Ayllon. — 
El  procedimiento  contra  uno  de  los  deudores  interrumpe  la 
prescripción  respecto  de  todos.  —  La  demanda  de  intereses 
contra  uno  hace  que  corran  contra  todos,  puesto  que  todos 
hayan  incurrido  en  la  falta  de  no  haber  pagado  à  la  época 
prefijada.— El  codeudor  solidario  reconvenido  por  el  acree- 
dor puede  oponer  todas  las  escepciones  inherentas  á  la  obli- 
gación ,  y  todas  las  que  le  son  personales,  así  como  las  que 
son  comunes  á  lodos  los  codeudores  ;  pero  no  las  que  son 
puramente  personales  á  alguno  de  ellos.  —  Cuando  alguno 
de  los  deudores  llega  à  ser  único  heredero  del  acreedor,  ó 
cuando  el  acreedor  llega  á  ser  heredero  único  de  uno  de  los 
deudores ,  la  confusion  no  estingue  el  crédito  solidario 
sino  por  lo  respectivo  á  la  parte  del  deudor  ó  del 
acreedor. 

La  obligación  solidaria  deja  de  serlo  por  el  consentimien- 
to espreso  ó  tácito  del  acreedor.  Consiente  espresamente  , 
cuando  conviene  con  los  deudores  solidarios  en  que  cada 
uno.de  ellos  no  será  demandado  sino  por  su  parte.  Consiente 
tácitamente,  cuando  exige  de  cada  deudor  únicamente  lo 
que  le  correspondería  si  la  obligación  no  fuese  solidaria. 
Mas  cuando  el  acreedor  pide  á  uno  de  los  deudores  solo  la 
porción  que  le  pertenece  á  prorata,  sin  hacer  reserva  ni 
protesta  alguna,  ¿se  entiende  que  por  tal  hecho  concede 
á  los  otros  la  misma  gracia  ,  y  divide  por  tanto  la  obligación 
de  todos  conviniéndola  de  solidaria  en  simple?  No  falta 
quien  así  lo  crea  ;  pero  como  no  es  de  presumir  que  nadie 
renuncie  fácilmente  sus  derechos,  nenio  facile  donare  prœ- 
sumilur,  parece  deben  decidirse  á  favor  del  acreedor  las 
cuestiones  que  ocurran  en  caso  de  duda  sobre  la  estension 
de  su  voluntad.  Así  pues  el  acreedor  que  consiente  en  la  di- 
vision de  la  deuda  con  respecto  al  uno  de  los  codeudores 
conserva  su  acción  solidaria  contra  los  otros  ,  aunque  dedu- 
cida la  parte  del  deudor  á  quien  ha  exoneíado  de  la  obli- 
gación insólidum.  Del  mismo  modo,  el  acreed^  que  recibe 
separadamente  la  parle  de  uno  de  los  deudores  sin  reservar 
en  el  finiquito  ó  carta  de  pago  el  derecho  solidario  ó  sus 
derechos  en  general ,  solo  renuncia  su  acción  solidaria  res- 
pecto de  este  deudor  ;  y  aun  para  ello  es  necesaria  la  reunion 
de  tres  circunstancias,  á  saber,  que  el  acreedor  haya  reci- 
bido separadamente  la  parte  del  deudor,  que  en  el  finiquito 
esprese  que  la  ha  recibido  por  la  parte  que  le  toca,  y  que 
no  haya  hecho  reserva  ni  protesta ,  pues  de  otro  modo  debe 
suponerse  que  el  acreedor  no  ha  recibido  la  suma  parcial 


sino  á  buena  cuenta ,  sin  hacer  remisión  de  la  obligación 
solidaria. 

El  deudor  que  ha  pagado  toda  la  deuda ,  libertando  á  sus 
compañeros  para  con  el  acreedor,  ¿tiene  que  sufrir  él  solo 
toda  la  carga,  ó  puede  recurrir  contra  los  codeudores  repi- 
tiendo de  cada  uno  la  parte  que  proporcionalmente  le  cor- 
responda? Dícese  comunmente  que  nada  puede  repetir  de 
los  demás  codeudores  sino  haciendo  que  el  acreedor  le  ceda 
en  la  carta  de  lasto  sus  derechos  y  acciones  contra  ellos  ; 
porque  solo  en  nombre  del  acreedor  y  no  en  el  suyo  propio 
podria  reconvenirlos,  puesto  que  no  haya  entre  ellos  obli- 
gación reciproca;  leyes  8  y  1 1 ,  lit.  12,  Part.  S.  Pero  parece 
mas  equitativo  que  sin  necesidad  de  carta  de  lasto  ni  cesión 
de  acciones  del  acreedor,  pueda  reconvenir  á  cada  uno  de 
sus  compañeros  por  su  parte  y  porción;  pues  si  bien  cada 
deudor  se  obligó  á  pagar  al  acreedor  la  totalidad  de  la  deu- 
da ,  ninguno  se  obligó  á  pagar  por  los  otros;  y  el  que  vién- 
dose reconvenido  pagó  por  entero  ,  puede  decirse  que  pagó 
no  solamente  por  sí  sino  también  por  los  demás  como  su 
fiador  ó  mandatario.  —  Si  el  negocio  por  que  se  contrajo  in- 
sólidum la  deuda ,  solo  concernía  á  uno  de  los  obligados  so- 
lidarios ,  este  se  hallará  obligado  por  toda  la  deuda  con  res- 
pecto á  los  demás  codeudores  ,  que  no  se  considerarán  para 
con  él  sino  como  fiadores  suyos.  Supongamos,  por  ejemplo, 
que  necesitando  mi  hermano  una  cantidad  de  dinero,  con- 
siento yo  en  tomarla  prestada  solidariamente  con  él ,  y  lue- 
go que  se  nos  presta  se  la  abandono  :  si  al  vencimiento  del 
plazo ,  el  acreedor  me  la  hace  pagar  á  mí  solo  en  virtud  de 
su  acción  solidaria ,  yo  tendré  recurso  contra  mi  hermano 
para  que  me  restituya  toda  la  suma,  pues  que  solo  él  se  ha 
aprovechado  de  ella,  no  habiendo  yo  sido  sino  su  fiador  en 
cierto  modo. 

OBLIGACIÓN  con  cláusula  penal.  Para  mas  asegurar 
la  observancia  de  los  contratos,  se  pone  á  veces  en  ellos  al- 
guna pena  á  que  se  sujeta  el  obligado  en  caso  de  inejecución; 
y  la  obligación  que  resulta  de  cualquiera  convención  de  esta 
especie  se  llama  obligación  con  cláusula  penal  ;  ley  5U, 
til.  H,  Part.  S.  Esta  obligación  no  ha  de  confundirse  con 
la  condicional.  «Yo  me  obligo  á  derribar  tal  pared  que  te 
impide  las  vistas,  y  si  no  la  derribo  dentro  de  seis  meses , 
te  daré  mil  reales  :  »  aquí  hay  dos  obligaciones,  y  pasados 
los  seis  meses  podrás  demandarme  la  pena  de  los  mil  reales 
ó  la  ejecución  de  la  obligación  principal.  «  Yo  te  daré  mil 
reales  si  no  derribo  tal  pared  que  te  quita  las  vistas  :  »  aquí 
no  hay  sino  una  abligacion  contraída  bajo  una  condición 
potestativa  de  que  podré  libertarme  pagándote  mil  reales; 
ley  55,  til.  lt ,  Part.  5. — La  nulidad  de  la  obligación  prin- 
cipal ¡leva  consigo  la  de  la  cláusula  penal,  pero  no  al  revés; 
porque  la  cláusula  penal  no  es  mas  que  un  accesorio  de  la 
obligación  principal,  y  debe  por  tanto  estinguirse  con  ella  . 
mientras  que  la  obligación  principal  puede  muy  bien  sub- 
sistir sin  lo  accesorio  :  en  el  caso,  por  ejemplo,  de  que  yo 
prometa  darte  mil  reales  si  no  te  pago  el  interés  de  la  canti- 
dad que  me  has  prestado  á  doce  por  ciento ,  es  nula  la  cláu- 
sula penal ,  porque  la  obligación  principal  es  contraria  á  las 
leyes. 

La  cláusula  penal  es  la  compensación  de  los  daños  y  per- 
juicios que  sufre  el  acreedor  por  la  inejecución  de  la  obliga- 
ción principal  ;  y  así  es  que  solo  estará  obligado  el  promi- 
tente á  cumplir  lo  prometido  ó  á  pagar  la  pena  ,  salvo  si  se 
hubiese  obligado  á  todo  en  caso  de  faltar  al  trato;  ley  54, 
tit.  11  ,  Part.  Î).  Si  contraída  la  obligación  á  dia  señalado  y 
bajo  cierta  pena ,  no  se  cumpliere  en  él ,  debe  el  obligado 
pagar  la  pena  ,  ó  dar  ó  hacer  lo  prometido ,  aunque  el  otro 
no  lo  hubiese  demandado  :  si  contraída  sin  dia  cierto  para 
su  cumplimiento,  y  demandado  este  en  tiempo  conveniente 
y  lugar  oportuno ,  no  quisiere  acceder  el  deudor,  ó  dejare 
pasar  el  tiempo  en  que  pudo  ejecutarlo ,  será  apremiado  á 
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pagar  la  pena  ;  y  si  hecha  la  obligación  sin  pena  ni  dia  se- 
ñalado, pasare  tanto  tiempo  que  habiendo  podido  el  deudor 
cumplirla  dentro  de  él  dejó  de  hacerlo  por  negligencia ,  se  le 
puede  en  adelante  demandar  sobre  el  cumplimiento  de  lo 
prometido  con  los  daños  y  perjuicios  ocasionados  por  su  de- 
fecto; pero  si  luego  quisiere  comenzar  á  cumplirlo,  antes 
de  responder  en  juicio  al  demandante,  será  admitido;  y 
cumpliéndolo  no  pagará  los  daños  y  perjuicios;  ley  55, 
til.  1 1 ,  Pari.  S. 

OBLIGACIÓN  nula.  La  que  no  puede  tener  efecto,  sea 
por  razón  de  la  cosa  que  hace  su  objeto ,  sea  por  razón  de 
las  personas,  sea  por  falta  de  consentimiento  mutuo,  sea 
por  defecto  en  la  forma ,  sea  por  razón  de  ser  falsa  ó  ilícita 
la  causa.  Es  nula  por  razón  de  la  materia  la  obligación  de 
dar  ó  hacer  cosa  que  nunca  fué-,  ni  es ,  ni  será  ;  la  de  cosa 
naturalmente  imposible  ;  la  de  dar  una  cosa  que  ya  estuviese 
muerta  ;  la  de  cosa  sagrada  ,  santa  ó  religiosa  ;  y  en  fin  la  de 
cosa  que  no  está  en  el  comercio  de  los  hombres;  leyes  11  y 
22,  lit.  11 ,  Part.  S.  —  Es  nula  por  razón  de  las  personas 
la  que  se  contrae  por  los  que  no  tienen  capacidad  para  obli- 
garse ,  como  la  del  demente  ó  loco  ,  la  del  pródigo  que  tiene 
puesta  intervención  judicial,  la  del  infante;  y  la  del  menor, 
del  hijo  de  familia  y  de  la  mujer,  en  ciertos  casos  ,  según  se 
puede  ver  en  sus  respectivos  artículos  ;  leyes  h  y  5  ,  lit.  1 1 , 
Pari.  5.  —  Es  nula  por  falta  de  consentimiento  la  de  los  que 
no  se  han  puesto  de  acuerdo  sobre  la  cosa  y  el  tiempo  del 
pago  ;  la  que  se  hace  bajo  una  condición  imposible ,  quia  sic 
contrállenles  videntur  jocari potius  qu'am  serió  agere  et  velle 
conlrahère  obligalionem  ;  y  la  contraída  por  error,  violen- 
cia ó  dolo, bien  que  esta  no  se  considera  nula  por  derecho, 
sino  que  da  lugar  á  la  acción  de  nulidad  ó  rescision;  Greg. 
López,  gl.  de  la  ley  17,  til.  11  ,  Part,  b;  Gómez,  lib.  1, 
Variar.,  cpp.  12  ;  ley  28,  til.  11 ,  Part.  5.  —  Es  nula  por 
defecto  en  la  forma  la  que  se  contrae  sin  los  requisitos  que 
exige  la  ley  ;  como  por  ejemplo  la  constitución  de  censo  he- 
cha sin  escritura  pública.  — Es  nula.en  fin  por  razón  de  la 
causa  la  que  no  se  funda  sino  en  una  causa  falsa  ó  ilícita , 
esto  es ,  en  una  causa  ó  motivo  que  no  existe  realmente  ó 
que  se  opone  á  las  leyes  ó  á  las  buenas  costumbres.  Si  yo 
me  obligo  v.  gr.  á  pagarle  ocho  mil  reales  que  te  legó  mi 
padre,  y  después  encuentro  un  testamento  posterior  en  que 
revoca  el  legado,  ya  no  te  deberé  nada;  porque  mi  obliga- 
ción se  apoyaba  en  una  causa  que  dejó  de  existir.  La  pro- 
mesa de  pagar  una  cantidad  á  uno  porque  cometa  un  homi- 
cidio ú  otro  delito ,  porque  se  bata  en  desafío ,  vaya  desnudo 
por  la  calle  ó  haga  otra  cosa  semejante,  seria  contraria  al 
orden  público,  alas  leyes  y  á  las  buenas  costumbres,  y 
por  consiguiente  no  debería  cumplirse;  d.  ley  28. 

OBLIGACIÓN  de  comercio.  Véase  Contrato  mercan- 
til, é  Interpretación  de  las  convenciones. 

OBLIGACIÓN  literal.  Véase  Contrato  literal,  é  Ins- 
trumento privado,  n.  V. 

OBRA  nueva.  La  que  se  fabrica  sobre  cimiento  nuevo  ; 
y  también  aunque  sea  sobre  viejo,  si  se  le  muda  la  fachada 
ú  forma  que  antes  tenia.  Véase  Denuncia  de  obra  nueva.  — 
Los  edificios  y  obras  que  hacen  los  alarifes  ,  canteros  ,  car- 
pinteros y  otros  menestrales  ó  artesanos,  han  de  durar,  des- 
pués de  su  conclusion  ,  quince  años  sin  arruinarse  para  que 
se  tengan  por  bien  hechos;  y  si  antes  se  hunden  ó  falsean, 
tienen  contra  sí  la  presunción  legal  de  estar  mal  construidos; 
en  cuya  atención  no  proviniendo  la  ruina  de  -terremoto , 
rayo,  avenida  de  rio  ú  otro  caso  fortuito  ,  ifcben  ellos  ó  sus 
herederos  reedificarlos  á  su  costa  y  pagar  á  su  dueño  los 
daños.  Mientras  se  hacen  las  obras  y  después  de  finalizadas, 
puede  su  dueño  hacerlas  '.econocer  cuantas  veces  quisiere 
por  peritos  de  su  satisfacción;  y  si  estos  declaran  que  están 
fabricadas  falsamente,  se  deben  demoler  y  volver  á  fabricar 
á  costa  del  maestro;  ley  16,  lit.  8,  Part.  o.  —  No  pueden  los 


referidos  oficiales  alegar  lesión  ni  engaño  en  obra  que  han 
tomado  á  destajo  ó  en  almoneda  por  lo  tocante  á  su  oficio  , 
ni  sobre  ello  han  de  ser  oídos  ,  porque  como  inteligentes  y 
prácticos  tienen  obligación  de  saber  su  valor;  ley  U,  til.  8, 
lib.  iO,  Nov.  Rec.  Véase  Maestro,  interdictos  y  Arquitecto. 

OBREPCIÓN.  El  fraude  que  se  comete  en  lá  obtención 
de  alguna  gracia,  rescripto  ,  empleo  ó  dignidad  callando  en 
la  narración  hecha  al  superior  alguna  verdad  que  era  nece- 
sario manifestar  para  la  validez  del  acto.  La  subrepción  por  el 
contrario  es  el  fraude  que  se  comete  en  la  obtención  de  di- 
chas cosas  avanzando  hechos  contrarios  á  la  verdad.  Obrep- 
lio  fit  verilate  tacita  ;  subreptio  aulem  fit  subjecla  falsitale. 
Así  la  obrepción  como  la  subrepción  anula  por  derecho  la 
gracia  ó  título  en  que  se  encuentra,  con  especialidad  si  pro- 
cede de  dolo  del  impetrante  ,  pues  no  vale  la  carta  ganada 
con  mentira  ó  encubriendo  la  verdad.  Los  títulos  ,  cartas  , 
concesiones  ó  privilegios  que  se  han  logrado  por  obrepción 
ó  subrepción,  se  llaman  obrepticios  ó  subrepticios  respectiva- 
mente; ley  56,  lit.  18,  Part.  S;  cap.  Super  lilteris,  20,  de 
rescriplis. 

OBRERO.  El  oficial  que  trabaja  por  jornal  ó  á  destajo 
en  las  obras  de  las  casas  ó  en  las  labores  del  campo.  Véase 
Artesano,  Jornalero,  Maestro  y  Menestral. 

oc 

OCIOSIDAD.  El  vicio  de  perder  ó  gastar  el  tiempo  inú- 
tilmente. La  ociosidad  es  madre  de  los  vicios.  «  El  hombre 
público  que  sea  vigilante,  dice  un  gran  publicista,  no  dejará 
nunca  á  la  ociosidad  tiempo  para  convertirse  en  vicio  :  pi- 
diéndole cuenta  de  su  inacción,  le  cortará  de  un  golpe  el  ca- 
mino del  crimen  ;  y  hará  conocer  al  ocioso  que  haciéndose 
objeto  de  sospechas  es  ya  medio  criminal ,  y  que  victima  en 
adelante  destinada  á  los  tribunales  no  cesará  de  tener  siem- 
pre encima  el  ojo  de  la  justicia.  ¿Qué  puede  hacer  la  ocio- 
sidad cuando  se  le  quila  la  esperanza  de  obrar  mal?  Es  in- 
dispensable que  se  corrija,  ó  que  abandone  una  tierra  que 
no  alimenta  sino  á  los  que  la  hacen  fecunda.  »  —  Entre  los 
antiguos  Griegos  se  consideraba  la  ociosidad  como  delito  pú- 
blico que  todo  ciudadano  podia  acusar;  y  en  la  legislación 
romana  se  halla  escrito  que  es  mejor  dejar  morir  á  los  hol- 
gazanes que  mantenerlos  en  su  holgazanería.  La  nuestra 
destinaba  á  los  ociosos  y  vagos  al  servicio  de  las  armas  en 
el  ejército  ó  en  la  marina  ,  considerando  esta  aplicación  no 
tanto  como  una  pena  cuanto  como  una  precaución  para  im- 
pedirles que  cayesen  en  delitos,  y  obligarles  á  que  fuesen 
útiles  á  la  patria  :  y  no  siendo  aptos  para  dicho  objeto ,  los 
mandaba  poner  en  los  hospicios  ó  casas  de  misericordia,  donde 
se  instruyesen  en  algún  oficio  y  aprendiesen  buenas  cos- 
tumbres. Véase  Vagos. 

OCULTACIÓN.  La  sustracción  que  se  hace  de  alguna 
cosa  para  quitarla  de  donde  pueda  ser  vista  y  ponerla  donde 
se  ignore  que  la  hay.  —  El  heredero  estraño  que  al  tiempo 
de  hacer  el  inventario  de  la  herencia  ocultare  algunos  bie- 
nes, debe  restituir  el  duplo  ;  pero  siendo  legitimóse  en- 
tiende aceptar  por  este  hecho  la  herencia,  y  queda  obligado 
á  todas  las  deudas  y  legados  del  difunto,  aunque  importen 
mas  que  aquella.  —  Cuando  alguno  de  los  herederos,  des- 
pués de  la  aceptación,  oculta  alguna  cosa  de  la  herencia, 
se  presume  que  lo  hizo  con  ánimo  de  cobrarse  en  todo  ó  en 
parte  del  haber  que  le  corresponde,  y  por  esta. razón  no 
compete  á  los  coherederos  la  acción  penal  de  ocultación  de 
bienes;  pero  si  estando  yacente  ó  sin  aceptar  una  herencia, 
toma  ú  oculta  un  estraño  algo  de  ella,  aunque  no  puede  ser 
reconvenido  de  hurto,  debe  restituirlo  con  los  frutos  perci- 
bidos, y  ser  desterrado  á  isla  por  cierto  tiempo,  ó  haber 
otra  pena  arbitraria,  si  fuere  hidalgo,  y  no  siéndolo  sufrir 
la  de  trabajo  en  obras  públicas  por  el  tiempo  que  el  juez  ar- 
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bitre  ;  leyes  9  y  10  ,  Ut.  6,  Part.  6,  %  21,  lit.  14,  Pari.  7, 
ley  5,  f¿<.  54,  h'6.  11,  Nov.  Rec.  —  Tampoco  es  perseguido 
como  ladrón  el  tutor  ó  curador  que  oculta  alguna  cosa  de  los 
bienes  de  su  pupilo  ó  menor,  pues  hace  las  veces  de  padre 
de  este  ;  pero  tiene  que  pagar  duplicado  al  huérfano  todo 
cuanto  le  hubiese  usurpado  ;  ley  5,  Ut.  Ik,  Part.  7.  —  El 
que  oculta  en  su  casa  á  un  traidor,  pierde  la  tercera  parte 
de  sus  bienes  para  el  juez ,  el  acusador  y  el  fisco  por  partes 
iguales;  ley  K,  til.  7,  lib.  12  ,  Nov.  Rec.  —  El  que  oculta  á 
un  salteador  de  caminos  dándole  ausilio,  incurre  en  pena 
capital  ;  y  el  que  recibe  á  sabiendas  y  oculta  ó  encubre  al- 
gunos hurtos,  en  la  de  destierro  por  diez  años;  ley  18,  til.  ih, 
Part.  7. 

OCUPACIÓN.  La  aprehensión  ó  apoderamiento  de  una 
cosa  que  carece  de  dueño  con  ánimo  de  hacerla  propia.  Es 
uno  de  los  dos  modos  originarios  de  adquirir  el  dominio  de 
las  cosas ,  que  carecen  de  dueño  ,  ó  porque  nunca  le  han  te- 
nido ,  ó  porque  san  sido  desamparadas  por  él  con  intención 
de  que  no  sean  suyas.  Sus  especies  son  la  caza,  la  pesca,  y 
el  hallazgo  ó  invención ,  que  pueden  verse  en  sus  lugares. 
La  jurisprudencia  considera  la  ocupación  bajo  las  tres  rela- 
ciones que  tiene  con  la  propiedad  por  el  derecho  natural, 
por  el  de  gentes  y  por  el  civil.  Por  el  derecho  natural,  la 
ocupación  es  el  signo  y  el  título  único  de  la  propiedad  :  todo 
pertenece  al  primer  ocupante  mientras  continúa  en  ocupar 
la  cosa.  Por  el  derecho  de  gentes ,  la  ocupación  de  un  campo 
que  se  ha  desmontado,  cultivado  y  sembrado,  se  reconoce 
como  una  propiedad  hasta  que  el  ocupante  haya  recogido  en 
la  cosecha  el  fruto  de  su  trabajo.  Por  el  derecho  civil,  la 
ocupación  viene  á  ser  un  título  de  propiedad  trasmisible  por 
donación,  sucesión,  venta,  compra,  permuta  y  otros  con- 
tratos ;  ley  8,  lit.  28,  Part.  3.  Las  razones  que  hay  para 
dar  la  propiedad  de  una  cosa  que  no  tiene  dueño  al  primero 
que  la  ocupa ,  son  :  Ia.  evitarle  la  pena  de  esperanza  enga- 
ñada ;  —  2a.  precaver  los  combates  con  los  concurrentes 
sucesivos  ;  —  3a.  producir  goces  seguros  ;  —  4a.  estimular 
la  industria  y  fomentar  el  aumento  de  la  riqueza  general  ; 
■ —  5a.  prevenir  la  opresión  continua  en  que  estaría  el  débil, 
si  no  se  adjudicase  al  primer  ocupante  la  cosa  no  apropia- 
da, pues  entonces  seria  del  mas  fuerte.  Véase  Caza,  Pesca 
y  Hallazgo. 

OCUHBENCIA  de  acreedores.  El  pleito  que  estos  tie- 
nen entre  sí  para  cobrarse  de  los  bienes  del  deudor  que  hizo 
concurso.  Véase  Concurso  de  acreedores. 

OF 

OFENSA.  El  daño,  injuria  ó  agravio  que  se  hace  áotro 
de  palabra  ú  obra.  Véase  Injuria. 

OFEETA  ú  oblación.  Lo  que  se  presenta  ó  propone  á 
alguno  para  que  lo  acepte.  Hay  oferta  real  y  oferta  verbal  : 
oferta  real  es  la  presentación  material  y  efectiva  de  una  cosa 
con  el  objeto  de  estinguir  la  acción  de  la  parte  contraria , 
como  la  que  se  hace  á  un  acreedor  del  dinero  que  se  le  debe 
intimándole  que  lo  reciba  :  oferta  verbal  no  es  otra  cosa  que 
la  declaración  que  hace  el  deudor  de  palabra  ó  por  escrito 
de  que  está  pronto  á  dar,  cumplir  ó  ejecutar  lo  prometido. 
La  oferta  real  seguida  de  la  consignación  hace  las  veces  de 
verdadero  pago  con  respecto  al  deudor,  que  no  debe  sufrir 
los  caprichos  ó  pretensiones  injustas  del  acreedor.  Véase 
Consignación. 

OFICIAL.  El  que  se  ocupa  ó  trabaja  en  algún  oficio  ;  y 
particularmente  el  que  trata  ó  ejerce  algún  oficio  de  manos 
con  inteligencia  y  conocimiento  ,  y  no  ha  pasado  á  ser 
maestro.  Véase  Artesano,  Jornalero,  Maestro,  Menestral  y 
Oficio. 

OFICIAL  de  justicia.  Cualquiera  de  los  que  están  en- 
cargados de  administrar  justicia ,  ó  de  hacer  los  actos  y  di- 


ligencias necesarias  en  la  formación  de  los  procesos ,  ó  da 
ejecutar  las  órdenes  y  mandamientos  de  los  tribunales.  Tales 
son  los  jueces  ,  escribanos  y  alguaciles. 

OFICIAL  de  justicia  y  gobierno.  En  lo  antiguo  cual- 
quiera de  los  alcaldes  y  regidores  de  un  pueblo.  Llamábanse 
oficiales  de  justicia  y  gobierno  los  alcaldes  y  regidores,  por- 
que tenian  á  su  cargo  la  administración  de  justicia  y  el  go- 
bierno económico-político  de  la  ciudad,  villa  ó  lugar  y  su 
territorio.  Los  asuntos  de  justicia,  no  habiendo  alcalde  mayor 
nombrado  por  el  rey,  se  despachaban  en  primera  instancia 
por  el  alcalde  ordinario  con  acuerdo  de  asesor,  y  en  su  au- 
sencia ó  enfermedad  por  el  regidor  primero  ó  de  privilegio, 
en  defecto  de  este  por  el  segundo ,  y  así  sucesivamente  :  los 
de  gobierno  se  decidían  por  la  corporación ,  que  solia  dar 
comisión  á  individuos  de  su  seno  para  el  desempeño  de  al- 
gunos ramos.  Los  oficiales  de  justicia  y  gobierno  se  nom- 
braban todos  los  años  en  unos  pueblos  á  son  de  campana  y 
en  concejo  abierto  ,  en  otros  por  compromiso  en  determina- 
das personas ,  en  otros  por  insaculación  temporal  ó  perpetua 
que  se  renovaba  de  cinco  en  cinco  años ,  en  otros  por  sor- 
teo ,  en  otros  por  votación  ó  sufragio  de  los  que  dejaban  de 
serlo ,  y  en  otros  por  propuesta  hecha  por  los  cesantes  al 
consejo ,  cnancillería  ó  audiencia  :  en  algunos  eran  perpe- 
tuos y  se  nombraban  por  el  rey.  Véase  Ayuntamiento. 

OFICIAL  militar  y  oficial  civil.  En  la  milicia  se  llama 
oficial  todo  militar  de  alférez  arriba  ;  y  en  lo  civil  todo  em- 
pleado subalterno  que  bajo  la  dirección  y  órdenes  de  un  jefe, 
como  secretario ,  contador,  tesorero  ú  otro ,  trabaja  en  al- 
guna oficina  pública  en  el  despacho  de  los  negocios,  mas  en 
cierto  sentido  puede  aplicarse  la  denominación  de  oficial  á 
todo  funcionario  público,  sea  jefe  ó  subalterno.  Los  oficiales 
públicos ,  así  militares  como  civiles ,  no  deben  ser  presos  por 
deudas  que  no  provengan  de  delito  ó  cuasi  delito  ;  y  no  puede 
trabarse  ejecución  en  su  estipendio,  sueldo  ó  salario  sino  á 
falta  de  otros  bienes  ,  para  evitar  que  se  distraigan  de  su  mi- 
nisterio ,  y  tengan  que  mendigar  en  desdoro  de  su  estado. 
Aun  careciendo  de  bienes  con  que  satisfacer  á  sus  acreedo- 
res, no  se  les  ocupa  lodo  el  sueldo,  sino  que  siempre  se  les 
deja  congrua  sustentación  á  arbitrio  del  juez  según  su  clase 
y  familia  ;  ley  3  ,  Ht.  23  ,  Part.  3  ;  y  lo  que  se  acostumbra 
es  embargarles  la  tercera  parte  del  sueldo,  y  á  veces  la  mitad 
siendo  este  tan  crecido  que  puedan  mantenerse  con  el  resto. 
Véase  Juicio  ejecutivo. 

OFICIAL  de  la  sala.  En  algunas  partes  se  llama  asi  el 
escribano  que  actúa  en  las  causas  criminales. 

OFICIAL  eclesiástico.  El  juez  delegado  por  el  prelado 
ú  ordinario  eclesiástico  para  conocer  de  las  causas  conten- 
ciosas que  pertenecen  à  su  jurisdicción.  Véase  Jurisdicción 
eclesiástica. 

OFICIO.  El  trabajo  y  ejercicio  en  que  se  emplean  varios 
artífices,  según  las  reglas  del  arte  que  cada  uno  profesa. 

I.  Los  artífices  de  cada  ramo,  como  por  ejemplo,  los  car- 
pinteros, ebanistas,  herreros,  zapateros,  etc.,  estaban  reu- 
nidos en  gremios  bajo  el  régimen  de  ciertas  ordenanzas  que 
prescribían  el  modo  de  su  admisión,  los  requisitos  ó  circuns- 
tancias que-habian  de  tener  los  pretendientes ,  las  preroga- 
tivas  de  que  gozaban  sus  individuos,  y  las  penas  en  quo 
incurrían  los  que  trabajaban  en  el  oficio  sin  haberse  incluido 
en  la  corporación.  Ningún  natural  ni  estranjero  podia  ejer- 
cer trato,  comercio,  oficio  ó  arte,  sin  haberse  incorporado 
en  el  gremio  correspondiente  donde  lo  hubiese  ,  contribu- 
yendo con  la  parte'que  le  tocase  en  los  repartimientos;  do 
manera  que  eí  contraventor  perdía  las  mercaderías  que  se 
le  hallasen,  y  habia  de  ser  condenado  en  las  penas  de  orde- 
nanza y  demás  arbitrarias  que  estimase  la  justicia  ordinaria 
por  denuncia  de  los  diputados  y  veedores  del  gremio. 

II.  Los  oficiales  artistas  ó  menestrales  que  pasasen  de  un 
pueblo  á  otro ,  tenian  derecho  á  que  se  les  aprobase  de 
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maestros  y  recibiese  en  el  gremio  mediante  examen  por  los 
veedores  y  examinadores  de  él.  pagando  las  mismas  propinas 
y  derechos  que  los  demás  que  hubieren  sido  oficiales  en  el 
mismo  pueblo;  y  si  alguno  era  reprobado,  podia  acudir  á  la 
justicia,  para  que  nombrase  de  oficio  otros  dosexaminadores 
indiferentes,  que  á  presencia  de  ella  y  por  ante  el  escribano 
de  ayuntamientole  examinasen  de  nuevo  y  aprobasen  ó  re- 
probasen.— El  maestro  examinado  que  pasaba  de  un  pueblo 
á  otro  ,  podia  pedir  y  se  le  debia  conceder  la  incorporación 
en  el  gremio  ó  colegio  de  su  arte  ú  oficio  con  solo  manifestar 
la  carta  de  examen  original,  pagando  lo  mismo  que  el  na- 
tural del  pueblo  á  que  se  trasladaba.  Todo  lo  dicho  de  ofi- 
ciales y  maestros  se  entendía  no  solo  de  los  naturales  ,  sino 
también  de  los  estranjeros  que  viniesen  de  otras  naciones  y 
se  hallaban  en  iguales  casos;  leyes!  y  9,  til.  23,  lib.  8, 
Nov.  Rec. 

III.  No  obstante  las  ordenanzas  gremiales  ,  se  hallaba 
dispuesto  lo  siguiente  :  —  Io.  que  pudieran  ser  admitidos 
en  los  gremios  los  que  fuesen  hijos  ilegítimos  :  —  2o.  que 
las  viudas  de  los  artesanos  pudieran  conservar  sus  tiendas 
y  talleres,  aunque  casasen  con  segundos  maridos  que  no 
fuesen  del  oficio  de  los  primeros  :  —  5o.  que  no  se  impidiese 
á  las  mujeres  y  niñas  el  aprender  las  labores  y  artefactos 
propios  de  su  sexo ,  ni  el  vender  libremente  las  maniobras 
que  hiciesen  :  —  k°.  que  todas  las  mujeres  tuviesen  facultad 
de  trabajar  en  las  artes  y  manufacturas  compatibles  con  el 
decoro  y  fuerzas  de  su  sexo  :  —  b°.  que  fuese  enteramente 
libre  la  operación  de  torcer  la  seda,  quedando  estinguido 
el  gremio  de  torcedores  :  —  6o.  que  el  ejercicio  de  un  oficio 
no  impidiese  el  uso  de  otro  al  que  tuviese  para  ello  la  sufi- 
ciencia que  se  requiere,  acreditada  con  la  carta  de  examen; 
al  cual  deben  ser  admitidos  todos  los  que  le  pretendieran  , 
sin  obstarles  la  falta  de  los  requisitos  de  aprendizaje, 
oficialía,  domicilio,  ni  otro  alguno  de  los  que  prescribían 
las  ordenanzas  del  oficio  que  intentaban  ejercer,  y  sin  que 
en  estas  habilitaciones  hubiese  otros  gastos  ni  propinas  que 
la  cantidad  que  bastaba  para  indemnizar  á  los  examinado- 
res del  tiempo  que  ocupaban  en  el  examen  :  —  7o.  que  los 
soldados,  en  las  guarniciones  y  pueblos  donde  se  hallaban 
pudieran  poner  tienda  abierta  del  oficio  que  tuvieren ,  con- 
tribuyendo á  las  cargas  del  gremio  y  revision  de  su  obra 
cuando  trabajasen  para  el  pueblo  y  no  para  la  tropa  :  — 
8o.  que  los  aprendices  y  oficiales  no  pudieran  ser  admitidos 
á  la  maestría  si  no  estaban  instruidos  en  el  dibujo  :  — 9o.  que 
todos  y  cualesquiera  artesanos  fuesen  mantenidos  por  la 
justicia  en  el  libre  ejercicio  de  sus  profesiones,  cerciorándose 
la  misma  de  su  idoneidad ,  y  removiendo  oposiciones  gre- 
miales  :  —  10°.  que  cuando  algún  estranjero  artista  ó  fabri- 
cante deseare  establecerse  en  estos  reinos ,  é  hiciere  constar 
ante  la  junta  de  comercio  y  moneda  ó  ante  los  intendentes 
de  las  provincias  que  ¿estaba  suficientemente  instruido  en 
algún  arte  ú^ficio  útil  al  reino  ,  se  le  permitiese  (no  siendo 
judío)  establecer  su  taller,  fábrica  ó  laboratorio,  sin  inco- 
modarle por  sus  opiniones  religiosas  en  caso  de  no  ser  ca- 
tólico, siempre  que  respetare  las  costumbres  públicas;  le- 
yes 9  ,  13,  14,  15,  12  y  U,  lit.  23,  lib.  S,  Nov.  Rec.;  real 
arden  de  28  de  marzo  de  1775,  ó  ñola  1  y  ñola  2  allí  ;  y 
real  resolución  de  julio  de  1797,  nolaU. 

IV.  Está  declarado  por  la  ley  que  son  honestos  y  honra- 
dos los  oficios  de  curtidor,  herrero ,  sastre  ,  zapatero ,  car- 
pintero y  otros  á  este  modo  ;  y  que  el  uso  de  ellos  no  envi- 
lece la  familia  ni  persona  del  que  los  ejerce,  ni  la  inhabilita 
para  los  empleos  municipales  de  la  república ,  ni  para  el 
goce  y  prerogativas  de  la  hidalguía.  El  consejo  supremo  , 
cuando  hallare  que  en  tres  generaciones  de  padre ,  hijo  y 
nieto  ha  ejercitado  y  sigue  una  familia  el  comercio  ó  las 
fábricas  con  adelantamiento  notable  y  útil  al  Estado ,  debia 
proponer  al  rey  la  distinción  que  pueda  concederse  al  que 


fuere  director  ó  cabeza  de  la  tal  familia  ,  sin  esceptuar  el 
privilegio  de  nobleza  ;  ley  8,  til.  23,  lib.  8  ,  Nov.  Rec. Véase 
Gremio  ,  artesano,  Jornalero,  Maestro,  Menestral  y  Lim- 
pieza de  sangre. 

OFICIO.  Cualquier  papel  ó  carta  que  escribe  un  funcio- 
nario público  comunicando  alguna  orden  ó  aviso á  sus  subor- 
dinados sobre  asunto  perteneciente  á  su  cargo  ó  empleo  , 
como  igualmente  aquel  en  que  se  le  contesta  :  —  la  oficina 
de  los  escribanos  donde  trabajan  y  hacen  los  instrumentos 
públicos ,  y  despachan  lo  que  es  de  su  ejercicio  :  —  y  el 
cargo  de  cualquier  funcionario  ó  empleado  público;  y  así 
cuando  se  dice  que  un  juez  ú  otro  funcionario  procede  ó 
hace  alguna  cosa  de  oficio,  se  da  á  entender  que  obra  por 
propia  obligación ,  en  virtud  del  deber  que  le  impone  su 
ministerio  ,  y  sin  instancia  ajena. 

OFICIO  público.  El  cargo,  empleo,  dignidad  ó  poder  que 
se  halla  instituido  para  el  servicio  del  pueblo. 

I.  El  soberano  ha  podido  vender  los  oficios  públicos,  dar- 
los en  administración,  ó  disponer  de  ellos  á  su  arbitrio; 
ley  1 ,  lit.  20 ,  lib.  8  ,  Rec.  de  Indias  ,  y  til.  25  ,  lib.  h  de  la 
de  Castilla.  El  que  los  compra,  adquiere  su  dominio,  en  cuya 
virtud  puede  servirlos  por  sí  mismo  ó  por  otro ,  ó  bien  ven- 
derlos, arrendarlos  ,  cederlos  ,  renunciarlos,  hipotecarlos  y 
usarlos  libremente,  sin  que  el  arrendatario  ó  sirviente  ne- 
cesite mas  título  para  ejercerlos  que  su  nombramiento,  á  no 
ser  que  otra  cosa  se  esprese  en  ellos  ;  bajo  el  concepto  de 
que  si  nombró  sirviente  ó  teniente  que  los  administre,  no 
puede  removerle  sino  por  causa  de  malversación,  inhabili- 
dad ,  utilidad  pública ,  ó  para  servirlos  él  mismo  como  due- 
ño. Pero  cuando  para  ejercer  los  oficios  ,  ademas  de  legali- 
dad y  buena  conducta ,  se  requiere  idoneidad ,  como  en  el 
oficio  de  escribano  ,  el  sugeto  que  haya  de  servirlos,  sea  el 
propietario  ú  otro ,  ha  de  hacerla  constar  al  soberano  ó  al 
ministro  ó  tribunal  diputado  para  su  examen,  y  sacar  el 
título  de  ella,  como  también  pagar  una  vez  la  media  anata 
que  es  el  dos  y  medio  por  ciento  del  valor  del  oficio,  y 
tercera  parte  de  utilidades  ó  aprovechamientos  si  los  tiene  , 
del  mismo  modo  que  cuando  se  concede  por  juro  de  here- 
dad, á  no  ser  que  el  oficio  esté  relevado  de  su  pago  por 
gracia  especial  ó  por  haber  sido  creado  antes  del  estableci- 
miento de  este  derecho  :  sin  cuyos  requisitos  no  puede  ad- 
mitirse á  ninguno  de  ellos  para  el  uso  y  ejercicio  del  oficio 
por  el  pueblo  en  que  le  habia  de  ejercer;  ley  1  ,  lit.  6, 
leyes  11,  15  y  19,ííí.  15  ,  ley  11,  tít.  21,  lib.  7,  Nov.  Rec.(i). 

II.  Si  el  rey  concede  algún  oficio  en  administración  ,  hace 
merced  al  oficial  solamente  de  sus  rentas  y  emolumentos,  y 
la  administración  por  su  naturaleza  no  pasa  de  la  vida  del 
concesionario  ,  por  ser  visto  que  es  elegida  para  ella  la  in- 
dustria ó  habilidad  de  su  persona.  Mas  si  concede  privilegio 
perpetuo  de  él,  que  es  una  gracia  ó  merced  que  llaman  por 
juro  de  heredad  para  que  pase  de  padres  á  hijos  ,  cada  su- 
cesor es  nuevo  administrador  que  para  administrar  necesita 
nuevo  título  del  rey  y  pagar  la  media  anata  ;  y  aunque 
pueda  arrendar  y  enajenar  el  oficio,  no  puede  nombrar  te- 
niente sin  espresa  facultad;  ley  11 ,  tít.  5,  lib.  U,  leyes  1  , 
2,  8  y  9,  tít.  6,  leyes  11  y  19,  tít.  15,  leyes  15  y  19, 
tít.  15,  lib.  7 ,  Nov.  Rec. 

III.  El  teniente  nombrado  para  servir  un  oficio  durante 
la  imposibilidad  ó  voluntad   del  dueño,  debe  obtener  la 

(1)  Téngase  presente  éntrelos  Mejicanos,  que  repugnando  ala 
naturaleza  de  sus  instituciones  la  venta  de  oficios  públicos  de  ju- 
risdicción que  se  obtienen  por  elección  ó  nombramiento  constitu- 
cional ,  no  hay  para  que  hacer  mérito  de  ella  :  y  en  cuanto  á  los 
oficios  públicos  de  escribanos  para  su  venta  y  renuncia  ,  véanse 
las  providencias  de  Beleña  534  á  567,  tom.  1  ,  y  nota  \  I  ,  pág. 
752  allí.  —  Puede  verse  también  el  Teatro  de  legislación,  tom. 
26 ,  pág.  207  ;  títs.  20 ,  21  y  22 ,  lib.  8 ,  Rec.  de  Ind.  ;  Solórz., 
Polit.,  lib.  4,  cap.  10. 
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aprobación  de  la  autoridad,  à  cuyo  efecto  tiene  que  presen- 
tar :  —  Io.  el  nombramiento  que  el  propietario  hace  en  él; 
—  2o.  su  fe  de  bautismo  legalizada  para  que  conste  su  edad 
mayor  de  veinte  y  cinco  años ,  su  legitimidad  y  naturaleza 
del  reino  ;  —  5o.  el  título  original  del  oficio  con  la  posesión 
dada  al  que  le  nombra  ;  —  4o.  el  titulo  de  idoneidad  si  fuere 
necesaria,  y  concluye  suplicando  á  S.  M.  se  sirva  mandar 
se  le  despache  la  competente  cédula  :  en  cuya  vista  la  auto- 
ridad pide  de  oficio  informes  secretos  al  pueblo  en  que  se 
ha  de  ejercer  el  oficio,  y  siendo  favorables  se  le  espide  la 
cédula  ,  y  pagada  la  media  anata  se  le  devuelve  el  título  y 
posesión  que    exhibió  para  entregarlos  al  dueño  del  ofi- 
cio. —  E!  sucesor  en  el  oficio  de  regidor,  escribano  ,  procu- 
rador ú  otro  de  los  que  se  sirven  con  real  título,  ha  de 
presentar  con  memorial  en  la  secretaría  déla  autoridad  el 
testamento  ,  escritura  de  venta ,  renuncia,  adjudicación  ó 
cualquier  otro  documento  de  adquisición,  su  partida  de 
bautismo  ,  información  de  limpieza,  instrumento  de  idonei- 
dad, si  la  requiere  el  oficio,  y  el  título  original  espedido  al 
último  dueño ,  ó  en  su  defecto  una  copia  del  Sello  real  de  la 
corte  ó  del  archivo  de  Simancas.  —  Si  el  dueño  de  un  oficio 
muere  dejando    hijos  menores,  puede  su  tutor  nombrar 
quien  le  sirva  ,  mientras  los  varones  llegan  á  edad  compe- 
tente, ó  las  hembras  se  casan  con  quien  sea  apto  para  ser- 
virle :  y  si  el  oficio  recae  en  mujer,  puede  esta  pasando  de 
veinte  y  cinco  años  nombrar  teniente  que  lo  sirva  en  el 
ínterin  que  ella  toma  estado  :  bajo  el  supuesto  de  que  en  to- 
dos casos  debe  el  teniente  solicitar  la  cédula  presentando 
los  documentos  necesarios  ;  ley  12,  til.  8,  lib.7,Nov.  Rec; 
leyes  15  y  \p ,  tít.  S ,  lib.  7,  Nov.  Rec. 

IV.  El  poseedor  de  oficio  renunciable  ha  de  hacer  su  re- 
nuncia en  persona  hábil  y  capaz  de  servirlo  por  sí,  jurando 
el  que  lo  renuncia  y  el  que  lo  acepta  que  no  interviene  dá- 
diva ,  promesa,  venta  ni  arrendamiento  directa  ni  indirec- 
tamente. No  vale  la  renuncia  que  alguno  hiciere  de  su  olido 
público  en  los  veinte  dias  últimos  de  su  vida;  y  así  es  que 
el  sugeto  en  cuyo  favor  se  hizo,  debe  hacer  constar  me- 
diante fe  de  vida  que  el  renunciante  vivió  veinte  dias  natu- 
rales después  del  otorgamiento;  con  cuyo  documento,  el  de 
renuncia  y  demás  necesarios  ha  de  acudirá  la  autoridad 
por  nuevo  título  dentro  de  treinta  dias  contados  desde  la 
propia  fecha  de  la  renuncia  ;  y  obtenido  el  título  ha  de  pre- 
sentarlo ante  el  concejo  del  pueblo  y  tomar  posesión  del 
oficio  dentro  de  sesenta  dias  contados  desde  la  data  del 
mismo  título  :  bajo  la  inteligencia  de  que  faltando  alguno  de 
los  indicados  requisitos ,  se  pierde  el  oficio  enteramente  y 
recae  en  el  real  patrimonio.— Hay  otro  género  de  oficios  que 
se  distinguen  con  la  espresion  de  una  sola  renuncia,  los 
cuales  por  consiguiente  no  son  perpetuos  ;  pero  los  posee- 
dores deben  renunciarlos  en  vida  ó  muerte  por  testamento 
ó  en  otra  manera  :  de  forma  que  la  sucesión  en  ellos  ha  de 
ser  precisamente  por  via  de  renuncia,  y  no  por  la  de  ven- 
ta, herencia  ó  adjudicación,  pues  de  otro  modo  quedan 
perdidos  é  incorporados  en  el  real  patrimonio  ;  lit.  8 ,  lib.  7, 
Nov.  Rec. 

V.  La  renuncia  de  los  oficios  cuya  provision  pertenece  á 
los  pueblos,  no  puede  hacerse  á  favor  de  persona  alguna 
sino  solo  en  manos  y  á  favor  de  los  mismos  pueblos.  —  Las 
renuncias  de  alcaldías,  regimientos,  alguacilazgos,  merjn- 
dades,  juradorias  y  escribanías,  no  pueden  hacerse  ni  pa- 
sarse sino  de  padre  á  hijo;  y  esto  cuando  S.  M.  tenga  á 
bien  proveer  cualquiera  de  dichos  oficios  al  hijo  del  renun- 
ciante que  sea  idóneo. 

VI.  Ningún  oficial  provisto  por  el  rey  puede  poner  sustituto 
sin  real  licencia.  —  Los  corregidores,  alcaldes,  merinos, 
alguaciles  y  demás  oficiales  de  justicia  y  gobierno  de  la 
corte,  chancillerías  y  pueblos,  no  pueden  arrendar  sus 
oficios,  bajo  la  pena  de  perderlos  por  el  mismo  hecho.  Los 


corregidores  no  pueden  arrendar  los  oficios  de  alguacilazgo 
y  entregas ,  ni  la  cárcel ,  almotacenazgos,  alcaidías,  mayor- 
domías,  escribanías,  ni  otros  oficios  que  tienen  por  razón 
del  corregimiento  ,  bajo  la  pena  de  pagar  al  fisco  lo  que  asi 
llevaren  con  otro  tanto.  Los  escribanos  de  cámara,  procu- 
radores, receptores,  escribanos  de  provincia  de  los  ayun- 
tamientos, del  número,  y  de  cualesquiera  tribunales,  juz- 
gados ó  pueblos  ,  no  pueden  arrendar  sus  oficios  ,  sino  que 
los  deben  ejercer  por  sus  personas ,  ó  bien  renunciarlos 
dentro  de  sesenta  dias  ;  líts.  6  y  8  ,  lib.  7,  Nov.  Rec. 

VIL  Los  oficios  perpetuos  de  los  pueblos  no  pueden  pro- 
veerse sino  á  los  naturales  que  sean  vecinos  y  moradores, 
ó  á  los  que  no  siendo  naturales  vengan  á  hacer  morada  en 
ellos.  —  Ningún  estranjero  puede  tener  oficios  de  alcaldías, 
ni  regimientos  ,  ni  otros  cargos  concernientes  al  gobiernode 
los  pueblos.  —  Los  oficios  de  provision  real,  vacantes  por 
muerte  ó  renuncia ,  deben  darse  á  los  naturales ,  prefiriendo 
á  los  que  sean  de  los  pueblos  en  que  vacaren.  —  Los  corre- 
gimientos ,  alcaldías  y  alguacilazgos  no  deben  darse  à  hom- 
bres poderosos  ,  privados  del  rey  ó  palaciegos  ,  por  cuanto 
de  los  tales  no  se  espera  administración  de  justicia  ,  y 
porque  saben  mejor  usar  de  las  armas  que  no  leer  libros  de 
los  fueros  y  derechos,  según  dice  la  ley  ,  sino  á  personas 
idóneas,  llanas  ,  abonadas  y  sin  sospecha.  —  No  puede  ha- 
cerse merced  ni  dar  expectativa  de  alcaldías  ,  regimientos, 
escribanías  ú  otros  oficios  públicos  ,  no  siendo  de  padre  á 
hijo,  hasta  que  mueran  las  personas  que  los  tienen,  por 
evitar  los  grandes  peligros  que  de  ello  podrían  nacer.  —  No 
quedan  vacantes  por  muerte  del  rey  los  oficios  públicos  de 
la  corte  ,  chancillerías  y  pueblos  dados  de  por  vida.  —  No 
se  pueden  comprar  ni  vender  los  oficios  de  jurisdicción , 
bajo  la  pena  de  infamia  en  que  incurren  el  comprador  y  el 
vendedor,  quienes  por  tanto  quedan  inhábiles  perpetua- 
mente para  los  oficios  públicos;  ley  3,  til.  16,  lib.  10, 
Nov.  Rec. 

VIII.  Entre  los  medios  de  que  se  valió  el  ministerio  de 
hacienda  de  España  en  tiempo  de  los  monarcas  de  la  casa 
de  Austria  ,  para  obtener  caudales  con  que  suplir  el  déficit 
del  tesoro  público;  fué  uno  el  de  enajenar,  por  precio  deter- 
minado, muchos  destinos,  empleos  y  oficios  públicos,  que 
pasaron  por  juro  de  heredad  á  los  hijos  y  sucesores  de  los 
que  los  han  comprado.  Arbitrio ,  que  no  puede  compensar 
con  el  rendimiento  los  daños  políticos  y  morales  que  oca- 
sionó al  Estado.  Say  reputa  el  arbitrio  de  la  venta  de  oficios 
y  empleos  por  el  peor  de  todos,  porque  sobre  los  inconve- 
nientes que  llevan  consigo  los  que  se  desempeñan  graciosa- 
mente puesto  que  sus  emolumentos  no  son  mas  que  el  interés 
del  capital  que  paga  el  propietario  ,  tienen  el  de  exigir,  no 
la  capacidad  necesaria  para  su  buen  desempeño,  sino  las 
riquezas  que  no  la  dan.  Esto  es  lo  mismo,  decia  Platon, 
que  si  en  un  navio  se  nombrase  por  piloto  al  mas  rico. 
Encuéntranse  pruebas  de  las  quejas  que  los  autores  han 
consignado  en  sus  escritos  sobre  la  venalidad^  los  oficios  : 

Bine  rapti  fasces  pretio,  sectorque  favoris 
Ipse  sui  populus;  lelalisque  ambitas  urbi, 
dnnua  venali  referens  certamina  campo. 

(Lucano,  De  bello  civili  ,  lib.  d.) 

Perpetuos  se  venden 
Oficios ,  gobiernos , 
Que  es  dar  á  los  villas 
Verdugos  eternos. 

(Quevcdo  á  Felipe  IV.) 

Pero  muchos  oficios  públicos  son  ahora  incompatibles  con  la 
Constitución  y  las  leyes,  y  no  pueden  por  consiguiente  pro- 
veerse como  antiguamente.  De  aquí  es  que  las  Cortes  en  12  do 
junio  de  1822  y  en  mayo  de  1857  decretaron  se  reconociesen 
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como  acreedores  del  Estado  todos  los  poseedores  de  oficios 
públicos  que  salieron  de  la  corona  por  Ululo  oneroso,  y  que 
han  sido  suprimidos  por  incompatibles  con  la  Constitución 
y  las  leyes.  Y  en  real  orden  de  17  de  noviembre  de  1845 
se  manda  :  —  Io.  Que  por  ahora  no  se  dé  curso  en  las  au- 
diencias de  la  península  é  islas  adyacentes  ,  ni  en  el  minis- 
terio de  gracia  y  justicia  á  ninguna  instancia  sobre  provision 
de  notaría  real,  escribanía  pública  ,  del  número  ó  del  cri- 
men ,  ni  cualquiera  otro  oficio  de  esta  clase ,  ya  sea  de  los 
que  corresponden  al  Estado ,  ya  de  los  que  pertenecen 
L  particulares,  ayuntamientos  ú  otras  corporaciones:  — 
2o.  Que  tampoco  se  provean  por  ahora  las  escribanías  de 
cámara  que  vaquen  en  las  audiencias  de  la  península  é 
islas  adyacentes  :  —  5o.  Que  el  registro  público  y  demás 
documentos  de  las  notarías  y  escribanías  que  vaquen  se 
custodie  en  la  forma  que  previenen  las  leyes  10  y  11,  tít.  23, 
lib.  10  de  la  Novís.  Recop.  hasta  que  se  disponga  la  provi- 
sion del  oficio  ;  cuidando  de  ello  los  respectivos  jueces  de 
primera  instancia  bajo  su  responsabilidad  en  cumplimiento 
de  la  ley.  Véase  Notario. 

OFICIO  de  república.  Cualquiera  oficio  de  los  que 
tienen  por  objeto  el  gobierno  económico-político  de  algún 
pueblo.,  como  el  de  alcalde  y  regidor  ;  los  cuales  están  com- 
prendidos también  bajo  la  denominación  de  oficios  públicos. 
Yéase  Ayuntamiento. 

OFICIOS  municipales.  Acerca  de  los  de  la  isla  de  Cuba 
se  mandó  en  real  decreto  de  25  de  julio  de  1844  :  —  Io.  Que 
los  oficios  municipales  enajenados  de  la  corona  se  sirvan 
por  sus  dueños  sin  que  en  lo  sucesivo  se  conceda  á  estos  la 
facultad  de  nombrar  tenientes:  —  2o.  Que  se  indemnice á 
los  que  hasta  aquí  la  tenian  concedida  ,  p:\uluandose  el  per- 
juicio y  la  manera  de  repararlo  por  una  junta  compuesta 
del  gobernador  capitán  general ,  del  superintendente  dele- 
gado de  Hacienda ,  y  del  regente  de  la  audiencia  pretorial 
de  la  Habana  :  —  5o.  Que  cuando  la  propiedad  de  los  oficios 
recaiga  en  persona  inhábil  para  servirlos ,  proponga  tres 
personas  idóneas  al  gobernador  capitán  general  para  que 
este  elija  una,  repitiendo  la  propuesta  de  otras  tres  si  nin- 
guna de  las  primeras  mereciese  la  confianza  de  dicha  auto- 
ridad ,  la  cual  por  fin  nombrará  libremente  servidor  del 
oficio  si  tampoco  los  de  la  terna  segunda  fuesen  aptos  :  — 
4o.  Que  al  renunciarse  alguno  de  estos  oficios  en  favor  de 
quien  no  sea  hijo  ó  sucesor  inmediato  del  renunciante  sea 
preferida  por  el  tanto  la  real  Hacienda  descontando  al  tiempo 
de  abonar  el  precio  la  parte  que  según  leyes  de  Indias  de- 
bería percibir  si  se  hubiese  llevado  á  efecto  la  enajenación  : 
—  5o.  Que  se  suspenda  el  remate  de  los  oficios  que  vayan 
caducando  y  se  dé  parte  de  los  que  se  hallan  en  este  caso. 

Por  real  orden  de  28  de  febrero  de  1845  se  declaró  que 
los  sustitutos  ó  tenientes  nombrados  en  conformidad  del 
art.  5o.  del  real  decreto  anterior  están  obligados  á  sacar  sus 
títulos  y  pagar  los  derechos  que  hasta  aquí ,  quedando  úni- 
camente relevados  de  hacerlo  los  que  hallándose  ya  ejer- 
ciendo el  cargo  de  tenientes,  vuelvan  á  ser  nombrados  bajo 
las  reglas  del  mencionado  decreto. 

OFICIO  de  hipotecas.  Una  oficina  establecida  en  cada 
cabeza  de  partido  para  tomar  razón  de  las  escrituras  que  se 
otorguen  ante  los  escribanos  de  los  pueblos  del  distrito ,  con 
el  objeto  de  que  puedan  llegar  á  noticia  de  todos  las  com- 
pras, ventas,  hipotecas,  censos,  tributos  y  cualesquiera 
otros  gravámenes  de  los  bienes  raices ,  evitándose  así  ocul- 
taciones y  fraudes  ,  y  de  que  en  caso  de  perderse  los  pro- 
tocolos y  originales  puedan  sacarse  copias  auténticas  que 
los  reemplacen  (1). 

(1)  Por  reales  cédulas  de  9  de  mayo  de  1778  y  16  de  abril  de 
1783  se  hizo  estensivo  á  América  el  establecimiento  de  estos  ofi- 
cios de  anotación  de  hipotecas ,  con  el  propio  fin  y  bajo  las  mi?- 


Con  fecha  de  23  de  mayo  de  1845  se  ha  dado  por  el  mi- 
nistro de  hacienda  el  ultimo  decreto  sobre  hipotecas ,  el  cual 
dice  así  : 

capítulo  i.  —  Naturaleza  y  condiciones  de  este  derecho. 

Art.  Io.  Estarán  sujetos  al  derecho  de  hipotecas  en  todas 
las  provincias  del  reino é islas  adyacentes:  —  Io.  Toda  tras- 
lación de  bienes  inmuebles,  ya  sea  en  propiedad  ó  en  usu- 
fructo,  cualquiera  que  sea  el  título  con  que  se  verifique, 
escepto  el  usufructo  conocido  en  Aragon  con  el  nombre  de 
viudedad  que  corresponde  á  los  cónyuges  por  la  ley  ;  sin 
necesidad  de  traslación  ni  contrato.  —  2o.  Todo  arriendo  ó 
subarriendo  de  los  mismos  bienes.  —  5o.  Toda  imposición 
y  redención  de  censos  ú  otras  cargas  sobre  los  mismos. 

Quedan  esentas  de  este  derecho  las  herencias  en  línea 
recta  de  ascendientes  ó  descendientes,  y  las  adquisiciones 
que  se  hagan  á  nombre  y  por  interés  general  del  Eslaáo, 
Pero  unas  y  otras  estarán  sujetas  al  registro  que  ha  de  lle- 
varse para  toda  clase  de  traslaciones  de  propiedad  ó  de 
usufructo. 

Art.  2o.  En  las  traslaciones  de  bienes  inmuebles,  sea  en 
propiedad  ,  sea  en  usufructo ,  el  derecho  será  pagado  por 
el  adquiridor;  en  los  arriendos  por  el  propietario  ó  usufruc- 
tuario que  arrienda  ;  en  los  subarriendos  por  el  arrendatario 
que  cede  ó  traspasa  sus  derechos  ;  en  las  imposiciones  de 
censos  ú  otras  cargas  por  las  personas  á  cuyo  favor  se  im- 
pongan; en  las  redenciones  p<or  el  propietario  que  las  redime. 

Art.  5o.  Para  exigir  el  derecho  en  las  traslaciones  de  pro- 
piedad se  deducirá  del  valor  total  de  las  fincas  el  importe 
de  las  cargas  con  que  estén  gravadas,  de  manera  que  no  se 
exija  sino  con  respecto  al  precio  líquido  desembolsado  por 
el  adquiridor. 

Art.  4o.  En  las  ventas  de  bienes  inmuebles,  el  derecho 
será  3  por  100  del  valor  de  la  propiedad  vendida  ,  aunque 
el  contrato  se  verifique  con  la  cláusula  de  retrocesión.  Si 
por  efecto  de  esta  condición  la  propiedad  vuelve  á  poder 
del  vendedor,  la  retrocesión  no  devengará  mas  derecho  que 
el  1  por  100. 

Art.  5°.  En  las  permutas  de  bienes  inmuebles  el  derecho 
de  3  por  100  será  pagado  por  los  dos  contratantes  por  mitad 
si  las  fincas  son  de  igual  valor  ;  y  no  siéndolo  ,  por  el  que 
pague  en  dinero  el  importe  de  la  diferencia. 

mas  reglas  que  se  esponen  por  el  autor;  Beleña,  3a.  foliación, 
pcig.  209,  ns.  552  y  553,  y  tomo  2,  pág.  306,  n.  55. 

Las  oficinas  ú  oficios  de  que  se  habla,  lian  sido  reemplazados 
en  la  república  de  Venezuela  por  las  oficinas  de  registro,  las  cua- 
les llenan  el  mismo  fin ^  y  se  estienden  ademas  á  conservar  el  tes- 
timonio de  todos  los  otros  contratos,  y  de  los  actos  del  Gobierno  y 
de  los  civiles  que  asi  lo  requieren.  No  estando  pues  confiado  á 
particulares  el  cuidado  de  autorizar  y  dar  fe  á  los  contratos  de 
ninguna  especie,  pues  se  hallan  abolidos  los  oficios  de  escribano, 
y  cometido  su  cargo  á  las  citadas  oficinas,  ya  no  puede  decirse, 
que  toda  escritura  de  imposición  de  censo  debe  ser  registrada,  si- 
no que  este  contrato  ó  imposición  debe  celebrarse  por  medio  de 
escritura,  puesto  que  toda  escritura  lleva  en  sí  misma  la  diligen- 
cia de  registro  ;  ley  U  ,  tít.  8  ,  Cód.  de  yroccd.  jud.  de  19  de  mayo 
de  1856,  y  leyes  de  17  de  marzo  y  18  de  abril  de  1837. 

En  la  república  de  Chile  se  hallan  también  establecidos  estos 
oficios  de  anotación  de  hipotecas  para  el  fin  y  bajo  las  reglas  men- 
cionadas, y  ademas  se  ha  dado  á  estas  oficinas  el  encargo  de  ano- 
tar ó- tomar  razón  en  registro  separado,  abierto  al  intento  ,  de  to- 
das las  providencias  de  los  tribunales  ó  juzgados,  por  las  cuales  so 
prohiba  ó  suspenda  la  enajenación  de  algunos  bienes,  á  fin  de 
evitar  los  perjuicios  y  contiendas  que  resultan  de  su  venta  ;  y  así 
están  obligados  á  hacerlo  dichos  anotadores  de  hipotecas  por  or- 
den del  juez,  ó  á  instancia  verbal  de  parte  interesada;  decr.  de 
12  de  julio  de  1839. 
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Art.  6°.  En  las  herencias  de  bienes  inmuebles  se  pagará 
cl  derecho  con  arreglo  á  la  escala  siguiente  : 

Uno  por  ciento  en  las  herencias  de  colaterales  de  segundo 
grado  ,  en  las  de  hijos  naturales  legalmente  declarados,  y 
en  las  de  marido  á  mujer  ó  de  mujer  á  marido  :  —  Cuatro 
por  ciento  en  las  colaterales  de  tercer  grado ,  y  en  la  de 
hijos  naturales  no  declarados  legalmente  :  —  Seis  por  ciento 
en  las  colaterales  de  cuarto  grado  :  —  Ocho  por  ciento  en 
las  de  grados  mas  distantes ,  ó  en  las  de  estraños  :  —  Cuatro 
por  ciento  en  los  legados  de  propiedades  á  favor  de  parientes 
dentro  del  cuarto  grado,  de  marido  á  mujer  y  de  mujer  á 
marido  :  —  Ocho  por  ciento  en  los  legados  á  favor  de  pa- 
rientes en  grados  mas  distantes  ó  en  favor  de  estraños. 

Art.  7o.  En  las  sustituciones  y  fideicomisos  se  pagarán 
por  de  pronto  2  por  100.  Si  en  el  término  de  un  año,  contado 
desde  la  muerte  del  testador,  se  declarase  el  verdadero  he- 
redero, se  exigirá  de  este  el  derecho  que  con  arreglo  á  la 
escala  del  artículo  anterior  le  corresponda ,  según  su  grado 
de  parentesco  ,  descontándose  la  cantidad  ya  satisfecha.  Si 
pasase  aquel  término  sin  haberse  hecho  la  declaración  de 
heredero ,  se  exigirá  del  sustituto  el  8  por  100  con  deducción 
también  de  la  cantidad  antes  entregada. 

Art.  8o.  En  las  donaciones  por  cualquier  título  se  exigirá 
el  derecho  señalado  á  los  legados  en  el  art.  6o.  según  el 
grado  de  parentesco  que  tenga  el  donatario  con  el  donante. 
Esceptúansé:  Io.  las  donaciones  ínter  vivos  de  padres  ó 
abuelos  á  hijos  ó  nietos:  2o.  las  donaciones propter  nuptias: 
unas  y  otras  devengarán  solo  el  derecho  de  */a  por  100. 

Art.  9o.  En  los  usufructos  se  exigirá  la  cuarta  parte  de 
los  derechos  fijados  respectivamente  para  los  legados  de 
propiedad. 

Art.  10.  Los  grados  de  parentesco  de  que  se  trata  en  lo* 
artículos  anteriores  son  todos  de  consanguinidad  ,  y  han  de 
regularse  por  la  ley  civil. 

Art.  11.  En  las  adjudicaciones  de  bienes  inmuebles  por 
pago  de  deudas  se  satistará  como  en  las  ventas  el  3  por  100 
de  la  cantidad  adjudicada. 

Art.  12.  En  las  imposiciones  y  redenciones  de  censos  y 
de  pensiones  alimenticias  sin  tiempo  limitado,  se  exigirá  el 
2  por  100  del  capital  impuesto  ó  redimido;  1  por  100  en  las 
vitalicias  y  en  las  de  mas  duración  de  15  años;  y  i/¡,  por 
100  en  las  estinguibles  antes  de  este  período. 

Cuando  la  duración  de  la  carga  no  conste  espresamente  en 
1&  escritura  de  imposición,  se  considerará  como  sin  tiempo 
limitado. 

Art.  13.  En  los  arriendos  ,  subarriendos,  subrogaciones, 
cesiones  ó  retrocesiones  de  arriendo  de  fincas  rústicas  se 
exigirá  V»por  100  ae  la  cantidad  total  que  haya  de  pagarse 
en  todo  el  período  de  la  duración  del  contrato;  y  si  este  no 
se  limitase  á  un  período  fijo  */s  Por  *00  del  importe  de  la 
renta  anual. 

Art.  ih.  Los  mismos  derechos  se  pagarán  en  los  contra- 
tos de  arriendo  de  los  edificios  ,  sea  que  estén  situados  en 
los  campos  ó  en  las  poblaciones;  pero  deduciendo  de  la 
renta  que  en  el  contrato  aparezca  la  sexta  parte  por  gastos 
de  reparaciones  y  vacíos. 

Si  atendidas  las  condiciones  particulares  de  los  arriendos 
de  los  predios  urbanos  de  ciertas  localidades  conviniese  á 
los  propietarios  ajustarse  con  la  administración,  podrán  ha- 
cerlo fijando  el  derecho  por  tres ,  cuatro  ó  cinco  años  sobre 
la  base  del  producto  de  los  alquileres  del  año  corriente  ,  y 
rebajando  la  cuarta  parte  en  lugar  de  la  sexta. 

Art.  15.  Los  derechos  especificados  en  los  artículos  ante- 
riores se  devengarán  por  todos  los  contratos  sobre  los  obje- 
tos que  quedan  indicados. 


capítulo  ii.  Organización  é  incumbencias  de  las 
oficinas  de  registro  de  hipotecas. 

Art.  16.  Los  encargados  de  las  contadurías  y  oficios  de 
hipotecas  que  existen  en  cada  pueblo,  cabeza  de  partido,  lo 
serán  igualmente  de  las  oficinas  de  registro  que  se  estable- 
cen para  la  cobranza  de  este  derecho. 

Art.  17.  Las  oficinas  de  registro  dependerán  inmediata- 
mente de  una  de  las  administraciones  de  la  Hacienda  pú- 
blica en  cada  provincia  ;  pero  como  depósitos  de  garantía  de 
todos  los  actos  que  en  ellas  hayan  de  registrarse ,  estarán 
sujetas  á  la  inspección  de  la  autoridad  judicial  del  partido 
en  que  estén  situadas. 

Art.  18.  De  todos  los  actos  sujetos  al  pago  de  derechos 
de  hipotecas  ha  de  tomarse  razón  en  la  oficina  de  registro 
del  partido  en  que  se  hallen  las  fincas,  presentándose  al  efecto 
por  los  interesados  en  el  término  de  ocho  dias  copias  auto- 
rizadas de  los  contratos  cuando  estos  se  hayan  celebrado  en 
el  mismo  pueblo  en  que  exista  la  oficina,  y  en  el  de  un  mes, 
cuando  lo  hayan  sido  en  otros. 

Respecto  á  las  traslaciones  de  inmuebles  en  propiedad  ó 
en  usufructo  procedentes  de  herencias,  el  plazo  para  el  re- 
gistro del  respectivo  documento  se  contará  desde  la  fecha 
de  la  adjudicación  si  no  interviene  en  ella  la  autoridad  judi- 
cial, y  desde  la  aprobación  de  la  cuenta  y  participación  si 
aquella  interviene. 

Art.  19.  En  los  mismos  plazos  fijados  en  el  párrafo  pri- 
mero del  articulo  anterior  se  presentarán  igualmente  á  las 
oficinas  de  registro  para  la  correspondiente  toma  de  razón  , 
pero  8in  pago  de  derecho  de  hipoteca,  las  copias  autorizadas 
de  todo  instrumento  público  por  el  cual  se  hipotequen  bie- 
nes inmuebles  al  pago  de  una  obligación  de  cualquiera  es- 
pecie. Los  mandatos  judiciales  de  embargo  de  toda  propie- 
dad inmueble  quedan  sujetos  á  la  misma  formalidad. 

Art.  20.  Todas  las  escrituras  destinadas  á  formalizar  cual- 
quiera de  los  contratos  especificados  en  este  mi  real  decreto 
contendrán  la  cláusula  de  nulidad  si  dentro  de  los  plazos  fi- 
jados en  los  dos  artículos  anteriores  no  se  presentan  al  re- 
gistro las  copias  autorizadas. 

Art.  21.  En  los  mismos  plazos  se  presentarán  igualmente 
los  contratos  particulares  en  que  no  intervenga  escribano  , 
firmados  por  los  interesados  respectivos;  y  con  arreglo  al 
precio  que  del  documento  presentado  resulte  se  liquidarán 
y  satisfarán  los  derechos.    ■ 

Art.  22.  Cuando  en  algún  contrato  de  traslación  de  pro- 
piedad ó  de  usufructo  no  conste  el  valor  del  inmueble  ,  se 
suplirá  esta  falta  por  medio  de  la  tasación,  que  se  efectuará 
á  costa  de  los  contratantes. 

Art.  25.  En  todos  los  casos  de  traslación  de  propiedad  ó 
de  usufructo,  de  imposición  ó  redención  de  censos  ó  pen- 
siones, ó  de  arriendos  y  subarriendos,  el  derecho  se  pagará 
antes  de  hacerse  el  registro. 

Art.  2't.  Este  se  verificará  previo  el  reconocimiento  de 
las  copias  autorizadas  de  los  documentos  arriba  designados, 
v  la  liquidación  que  hará  la  oficina  del  derecho  que  en  cada 
caso  corresponda.  Con  nota  de  la  liquidación  pasará  el  in- 
teresado á  efectuar  el  pago  en  manos  del  recaudador,  de 
quien  exigirá  dos  recibos  ;  conservará  uno  para  su  resguar- 
do y  entregará  el  duplicado  para  que  se  archive  en  la  oficina 
del  registro,  la  cual  con  presencia  del  recibo  pondrá  la  cor- 
respondiente nota  al  pié  del  documento  que  devolverá ,  con 
espresion  del  dia  en  que  se  ha  efectuado  el  pago  y  el  libro 
y  fecha  en  que  queda  hecho  el  registro. 

Art.  25.  El  registro  se  llevará  en  libros  separados  por 
pueblos  y  con  distinción  de  fincas  rústicas  y  urbanas.  Los 
asientos  se'ordenarán  de  modo  que  una  vez  rearada  una 
finca  puedan  sentarse  à  continuado.»  todas  'fes  srcadaxias 
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que  haya  esperimentado  ,  y  las  obligaciones  à  que  porun 
cálculo  aproximado  pueda  sujetarse  en  un  período  de  12  años. 

Esceptúanse  de  estas  reglas  los  arriendos  y  subarriendos, 
para  cuyo  registro  se  llevarán  libros  diferentes,  aunque 
con  la  misma  distinción  de  pueblos  y  de  fincas  rústicas  y 
urbanas. 

Art.  26.  Las  traslaciones  de  propiedad  ó  de  usufructo 
por  herencia  en  línea  recta  ó  por  cualquier  otra  causa  que  las 
exima  del  pago  del  derecho  serán  anotadas  como  las  sujetas 
à  este  en  los  libros  respectivos.  El  plazo  para  el  registro  de 
estos  actos  será  el  que  para  los  demás  semejantes  señalan 
los  párrafos  primero  y  segundo  del  artículo  18. 

Art.  27.  De  unos  y  otros  libros  se  formarán  índices 
exactos  que  faciliten  la  consulta  de  los  asientos  cuando  sea 
necesaria  ,  y  en  su  caso  la  de  los  recibos  archivados,  cuya 
clasificación  ha  de  sujetarse  al  orden  y  numeración  de  los 
registros. 

Art.  28.  La  administración  de  rentas  de  cada  provincia  á 
cuyo  cargo  esté  la  de  este  derecho,  suministrará  á  la  oficina 
de  hipotecas  los  libros  destinados  al  registro,  los  cuales  han 
de  ser  foliados  y  rubricados  en  todas  sus  hojas  por  el  mis- 
mo administrador  y  por  el  juez  de  primera  instancia  del 
partido,  y  estarán  ademas  arreglados  de  tal  manera  que  no 
puedan  ser  falsificados  ni  contrahechos. 

Art.  29.  En*  el  registro  ha  de  constar  :  —  Io.  La  fecha 
del  otorgamiento  de  la  escritura  de  todo  acto  comprendido 
en  este  mi  real  decreto ,  la  del  (estamento  si  se  trata  de  he- 
rencias ,  la  del  fallecimiento  deí  último  poseedor,  la  de  la 
cuenta  y  partición  de  sus  bienes  y  la  de  la  aprobación  judi- 
cial de  esta  si  la  hubiere.  —  2o.  El  nombre  y  el  lugar  de  la 
residencia  del  escribano  ante  quien  se  haya  otorgado  la  es- 
critura é  testamento,  ó  practicado  las  diligencias  de  adjudi- 
cación dé  bienes  con  espresion  del  oficio  en  que  queden 
protocolizadas.  —  3o.  Los  nombres  y  vecindad  de  los  otor- 
gantes ó  interesados.  —  4o.  La  calidad  ó  naturaleza  del 
contrato ,  con  espresion  de  si  es  público  ó  privado.  —  3°.  El 
inmueble  que  es  objeto  del  contrato,  con  espresion  de  su  si- 
tuación, cabida  ,  linderos,  valor  y  cargas  que  sobre  sí  ten- 
ga. —  6o.  La  liquidación  del  derecho  y  la  fecha  del  recibo 
de  su  pago. 

Art.  50.  Con  las  mismas  formalidades  se  hará  el  registro 
de  los  contratos  por  los  cuales  se  grave  una  finca  con  la 
responsabilidad  de  fianzas ,  de  los  mandatos  judiciales  de 
embargo  de  inmuebles,  ó  de  otro  acto  cualquiera  que  no  de- 
vengue derecho  de  hipotecas.  En  tal  caso,  y  en  el  del  regis- 
tro de  traslaciones  de  propiedad  ó  usufructo  ,  que  tampoco 
devenguen  derecho  de  hipotecas,  se  exigirá  solo  un  derecho 
de  inscripción  con  arreglo  á  los  aranceles  generales  estable- 
cidos por  la  ley  de  2  de  mayo  de  este  año. 

Art.  51.  En  el  mes  de  enero  de  cada  año  todos  los  escri- 
banos de  cada  partido  remitirán  á  la  oficina  de  hipotecas  de 
él  una  relación  de  los  instrumentos  otorgados  ante  ellos  en 
ol  año  anterior,  y  que  debieron  ser  registrados.  La  oficina 
confrontará  estas  relaciones  con  sus  asientos;  y  si  resulta 
que  alguno  de  dichos  actos  no  se  ha  presentado  al  registro  , 
lo  noticiará  al  subdelegado  del  partido  para  que  persiga  al 
defraudador  ú  ocultador. 

Art.  52.  Las  oficinas  de  hipotecas  espedirán  con  referen- 
cia á  sus  asientos  las  notas  ó  certificaciones  que  les  fueren 
pedidas  judicial  ó  cxtrajudicialmente ,  exigiendo  por  cada 
una  el  derecho  señalado  en  el  mismo  arancel.  El  interesado 
deberá  suministrar  el  papel  del  sello  que  corresponda. 

Art.  53.  Las  certificaciones  que  las  autoridades  civiles  y 
judiciales  pidan  para  asuntos  de  justicia  ó  de  administración 
en  que  no  haya  parte  interesada,  serán  espedidas  de  oficio 
y  sin  derechos,  salvo  el  reintegro  de  los  que  á  la  oficina 
correspondan,  cuando  en  los  negocios  judiciales  se  condene 
á  alguno  en  las  costas. 


Art.  54.  Los  jefes  de  las  oficinas  de  hipotecas  prestarán, 
para  responder  de  la  exactitud  con  que  deben  ser  llevados 
los  registros  y  custodiados  los  documentos  en  sus  archivos, 
la  fianza  que  según  los  casos  determine  el  gobierno. 

Art."  53.  Los  inspectores  visitarán  en  períodos  frecuentes, 
y  á  lo  menos  una  vez  cada  año,  las  oficinas  de  hipotecas  de 
sus  respectivos  distritos;  reconocerán  y  confrontarán  sus  li- 
bros é  índices;  examinarán  la  cuenta  particular  que  las  mis- 
mas deben  llevar  de  los  derechos  adeudados  ,  y  señalarán 
todas  las  faltas,  descuidos  ó  abusos  que  noten  para  el  con- 
veniente castigo  ó  represión. 

Art.  56.  En  los  casos  de  queja  ó  de  sospecha  fundada 
contra  las  oficinas  ó  contra  sus  inspectores  podrán  los  inten- 
dentes nombrar  comisiones  especiales  de  visita  ,  con  cargo 
de  residenciar  á  los  reos  de  fraude  ú  ocultación  ,  y  aun  á 
los  de  simple  negligencia. 

Art.  57.  El  juez  del  partido  podrá  igualmente  visitarla 
oficina  de  hipotecas,  y  examinar  y  comprobar  los  registros 
y  documentos  dando  cuenta  al  intendente  de  las  faltas  que 
advierta  ,  y  siendo  estas  graves  solicitar  la  suspension  del 
jefe  de  la  oficina. 

Art.  58.  En  cada  una  de  las  oficinas  habrá,  ademas  da 
los  libros  de  que  antes  se  ha  hablado  ,  uno  especial  que  se 
titulará  de  Acias  de  visita,  y  en  el  cual  se  anotarán  los  re- 
sultados de  las  que  se  verifiquen,  ya  sean  ordinarias  ó  es- 
traordinarias.  Las  actas  se  firmarán  por  el  visitador  y  el  jefe 
de  la  oficina,  aunque  este  ofrezca  justificarse  de  las  faltas 
que  en  el  acta  se  consignen. 

Art.  39.  Siempre  que  al  devolverse  un  documento  con  la 
nota  de  registrado,  ó  de  entregarse  una  certificación  con  re- 
ferencia á  registro  hecho  ó  documento  archivado,  exija  el  in- 
teresado su  comprobación  con  el  mismo  registro  ó  documento 
á  que  se  hace  referencia  ,  el  jefe  de  la  oficina  dispondrá  que 
así  se  verifique  en  presencia  del  mismo  reclamante,  á  quien 
será  permitido  tomar,  á  vista  de  los  empleados ,  las  notas 
que  le  convengan. 

capítulo  ni.  —  Disposiciones  penales. 

Art.  40.  Todo  título  ó  documento  que  estando  sujeto  al 
registro  de  hipotecas,  aparezca  sin  la  nota  correspondiente 
que  acredite  estar  registrado  ,  será  nulo  y  de  ningún  valor 
en  juicio  y  fuera  de  él. 

Art.  41.  Los  individuos  que  en  los  plazos  arriba  fijados 
no  presenten  al  registro  las  escrituras  y  documentos  sujetos 
á  él,  pagarán  la  multa  de  un  doble  derecho  si  los  presentan 
dentro  de  un  término  igual  al  ya  vencido.  Si  esceden  de  este 
término  ,  la  multa  se  elevará  al  cuadruplo  del  derecho  ade- 
mas de  las  costas  del  apremio ,  si  es  menester  emplearlo 
para  obligar  á  la  presentación. 

En  los  casos  de  no  devengar  derecho  se  estimará  este 
para  la  fijación  de  la  multa  en  !/a  por  100  del  valor  de  la 
finca  ó  fincas  no  registradas. 

Art.  42.  Los  que  para  el  registro  de  los  contratos  pri- 
vados presenten  un  documento  en  que  el  valor  ó  precio 
de  la  cosa  contratada  se  halle  disminuido  de  un  décimo , 
pagarán  el  cuadruplo  del  derecho  que  á  su  contrato  corres- 
ponda. Si  la  disminución  del  precio  escede  del  décimo,  la 
mulla  será  doble  de  la  anterior,  sin  perjuicio  de  las  demás 
penas  que  las  leyes  comunes  señalen  á  los  reos  de  semejantes 
ocultaciones. 

Art.  43.  Los  jueces  ó  autoridades  que  en  juicio  ó  fuera 
de  él  admitan  un  documento  no  registrado  cuandjj  sea  de  los 
sujetos  á  esta  formalidad ,  incurrirán  por  primera  vez  en  la 
pena  de  suspension  de  empleo  por  dos  meses,  y  en  la  multa 
del  duplo  del  derecho  defraudado;  y  en  la  misma  mulla  y 
destitución  de  empleo  si  reincidieren. 

Art.  44.  En  iguales  penas  incurrirán  los  escribanos  que 
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actúen  diligencias  de  cualquiera  especie  por  virtud  de  un 
documento  sujeto  al  registro  y  no  registrado. 

Art.  ho.  Los  escribanos  que  de  cualquier  modo  alteraren 
en  los  instrumentos  que  deben  presentarse  al  registro  el 
verdadero  valor  sujeto  al  derecho  ,  pagarán  la  multa  de  500 
á  1,000  rs.,  según  la  gravedad  de  la  falta  ,  sin  perjuicio  de 
la  pena  que  les  corresponda  en  la  causa  que  se  les  formará 
por  falsificación. 

Art.  46.  Los  escribanos  que  en  el  mes  de  enero  de  cada 
año  no  hayan  remitido  á  la  oficina  del  partido  la  relación 
anual  de  los  actos  sujetos  al  registro  ,  pagarán  una  multa 
de  200  rs.,  sin  perjuicio  de  que  á  costa  de  los  morosos  envie 
la  oficina  comisionados  que  formen  la  relación. 

Art.  'í7.  Los  alcaldes  y  jueces  que  no  presten  á  los  agen- 
tes de  la  administración  los  ausilios  que  reclamen  para 
obligar  á  la  presentación  de  los  documentos  sujetos  al  re- 
gistro,  sufrirán  la  multa  de  2H0  rs.,  sin  perjuicio  de  las 
penas  que  les  correspondan ,  si  formándoseles  causa  aparece 
de  su  resistencia  á  la  prestación  de  los  ausilios  reclamados 
connivencia  en  algún  fraude  ú  ocultación. 

Art.  ftK.  Las  multas  que  se  señalan  en  los  seis  artículos 
anteriores  han  de  recaudarse  con  separación  de  las  que 
deben  sufrir  los  que  no  hayan  presentado  al  registro  los 
actos  sujetos  á  esta  formalidad. 

Art.  Zi9.  Para  la  exacción  de  los  derechos  defraudados  y 
de  las  multas  impuestas  á  los  defraudadores ,  se  procederá 
ejecutivamente  por  los  juzgados  especiales  de  Hacienda 
como  en  las  defraudaciones  de  las  demás  contribuciones 
y  rentas  del  Estado. 

Art.  50.  A  los  mismos  juzgados  de  Hacienda  corresponde 
el  conocimiento  de  los  delitos  de  defraudación  del  derecho 
de  hipotecas  y  de  los  de  connivencia  con  los  defrauda- 
dores. 

01 

OIDOR.  Cualquiera  de  los  ministros  togados  que  en  las 
audiencias  del  reino  oyen  y  sentencian  las  causas  y  pleitos 
civiles  que  en  ellas  ocurren  (1).  En  el  dia  no  hay  diferencia 
entre  oidores  y  alcaldes  del  crimen.  Todos  son  llamados 
ministros.  Véase  Ministro  de  tribunal. 

OIMIENTO.  Antiguamente  se  tomaba  por  la  audiencia 
que  se  daba  á  cualquier  actor  ó  reo. 

OL 

OLIGARQUÍA.  El  gobierno  que  se  concentra  en  pocos 
individuos ,  cuando  algunos  poderosos  se  aunan  para  que 
todas  las  cosas  dependan  de  su  arbitrio,  que  es  el  vicio  en 
que  suele  degenerar  la  aristocracia. 

OLÓGRAFO.  Palabra  derivada  de  dos  voces  griegas , 
de  las  cuales  la  una  significa  solo  y  la  otra  escribir  ;  y  se 
aplica  al  papel ,  documento  ó  disposición  que  se  halla  escrita 
por  entero  y  firmada  de  la  mano  de  su  autor  ú  otorgante , 
sin  que  haya  una  sola  voz  escrita  por  una  mano  estraña. 
Véase  Testamento  ológrafo. 

OM 

OMECILLO.  Cierta  pena  pecuniaria  en  que  incurre  el 
que  viéndose  acusado  de  delito  grave  ,  no  comparece  en  el 
tribunal  al  llamamiento  del  juez  ,  dando  lugar  á  que  la  causa 
se  sentencie  en  rebeldía.  Véase  Hornecino. 

OMISIÓN.  La  omisión  de  algunas  palabras  no  impide  el 
valor  de  las  disposiciones,  si  las  que  están  escritas  convie- 
nen con  las  que  se  suponen  ,  y  está  clara  por  otra  parte  la 

(1)  Con  respecto  á  Méjico,  véase  en  el  art.  Tribunal  lo  relativo 
á  los  tribunales  superiores  délos  departamtntoi. 


voluntad  de  los  interesados.  La  omisión  de  las  formalidades 
prescritas  por  la  ley  anula  el  instrumento.  La  omisión  del 
cuidado  que  uno  debe  poner  en  alguna  cosa ,  le  hace  respon- 
sable del  daño  que  se  siguiere.  Véase  Culpa. 

OMOLOGADO  Palaba  griega  que  significa  consentido 
ó  aprobado.  Véase  Homologación. 

ON 

ONERARIO.  El  que  tiene  el  cuidado  y  la  carga  de  una 
cosa  de  que  otro  tiene  el  honor. 

ONEROSO.  Lo  que  contiene  ó  incluye  algún  gravamen  , 
lo  que  cuesta  alguna  cosa  y  que  no  poseemos  á  título  lucra- 
tivo ;  y  así  se  llama  onerosa  la  disposición  que  se  hace  con 
la  condición  de  que  el  aceptante  haga ,  dé  ó  pague  alguna 
cosa. 

ONZA.  Una  de  las  partes  en  que  se  divide  la  libra,  que 
por  lo  regular  es  en  Castilla  de  diez  y  seis  onzas,  aunque 
en  algunos  parajes  suele  ser  de  doce,  de  veinte  ,  de  treinta 
y  seis  ,  etc.;  —  y  la  duodécima  parte  del  as  ó  del  todo  de  la 
herencia.  Véase  As  y  Peso. 

OP 

■* 
OPCIÓN.  La  facultad  de  elegir.  La  opción  pertenece  al 
deudor  que  debe  una  cosa  genérica  ó  una  de  dos  cosas  alter- 
nativamente ,  á  no  ser  que  se  haya  concedido  al  acreedor. 
Véase  Obligación  alternativa. 

OPERACIÓN  cesárea.  Cierta  operación  quirúrgica  que 
se  hace  abriendo  la  matriz  para  estraer  el  feto.  Dícese  que 
Julio  César  vino  al  mundo  por  medio  de  esta  operación  , 
la  cual  tomó  de  él  el  nombre  de  cesárea.  La  mujer  de  cuyo 
seno  se  estrae  viva  ,  antes  ,  al  tiempo  ó  después  de  sn 
muerte,  la  criatura  de  que  estaba  en  cinta,  se  reputa  haber 
parido  y  no  haber  muerto  sin  hijos  (2). 

OPINION.  Dictamen  ó  juicio  que  se  forma  de  alguna 
cosa  ,  habiendo  razón,  para  lo  contrario  ;  el  concepto  que 
hace  el  hombre  de  que  su  dictamen  es  verdadero  en  cuanto 
no  le  consta  ser  falso;  ó  mas  claramente,  según  santo  Tomas, 
un  acto  del  entendimiento  que  abraza  como  verdadero  uno 
de  los  partidos  en  contradicción ,  con  recelo  opuesto  :  Opinio 
est  assensus  unius  partis  cum  formidine  alterius. 

Este  concepto  del  hombre  puede  ser  probable  ,  ó  no  pro- 
bable. Probable  no  se  llama  aquello  á  que  solo  se  pueda 
dar  algún  color  de  verdad  ;  pues  no  hay  cosa  tan  falsa  que 
no  se  pueda  vestir  con  este  color;  y  no  solo  esto,  sino  que 
hay  cosas  ciertamente  falsas  que  son  mas  probables  que  las 
verdaderas  :  Nihil  est  tam  improbabile  ,  quod  dicendo  non 
fiai  probabile.  Multa  falsa  sunt  probabiliora  veris.  Se  dice 
pues  probable,  aquello  que  está  sostenido  de  graves  funda- 
mentos que  persuaden  al  entendimiento  á  asentir  en  alguna 
cosa  como  verdadera  ;  y  según  que  el  mayor  ó  menor. peso 
de  estos  fundamentos  impele  al  entendimiento  al  asenso,  se 
dirá  mas  ó  menos  probable  :  Probabilia  sunl  quœ  videnlUr 
omnibus,  velplerisquc,  vel  sapienlibus ,  atque  his  vel  omnibus 
vel  plerisque,  vel  maxime  nolis.  Si  los  fundamentos  son  leves 
ó  falaces,  se  dirá  levemente  probable  ó  improbable.  Aun- 
que alguna  opinion  tenga  fundamentos  de  verosimilitud, 
una  vez  que  no  llegue  á  fundar  probabilidad  como  tal  cono- 
cida, no  es  lícito  seguirla  en  la  práctica,  aunque  pueda  servir 
de  diversion  en  las  escuelas  ;  pero  recibiendo  el  grado  de 
probabilidad ,  ya  logra  asiento  en  los  tribunales.  Mas  como 

(2)  De  esta  operación  hablan  frecuentemente  las  leyes  romanas; 
y  enseña  la  historia  que  muchos  niños  salvaron  la  vida  por  este 
medio,  y  algunos  fueron  célebres,  como  S.  Lamberto,  obispo, 
Drogon  ,  S.  Kamon  ,  Gregorio  XIV,  y  varios  de  que  habla  Teófilo 
Raynaldo,  t.  ik,  tract.  De  orla  infant,  per  seclionem  cœsaream, 
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toda  opinion  tenga  opuesta  otra  opinion  ,  aun  es  necesario 
graduar  cada  una  con  su  opuesta  ,  pudiendo  la  una  ser  mas 
probable  que  la  otra,  ó  estar  en  equilibrio  la  probabilidad 
de  entrambas.  Si  la  una  es  mas  probable  que  la  otra ,  hay 
muy  grave  disputa  si  se  puede  dejar  la  mas  probable,  y 
elegir  la  menos  probable.  Pero  es  preciso  distinguir  entre 
jueces  y  abogados.  Muchos  y  muy  graves  doctores  pensaron 
antes  de  ahora  poder  el  juez  sentenciar  según  opinion  solo 
probable  ,  dejando  la  mas  probable ,  por  la  razón  de  que 
un  juicio  formado  según  opinion  probable,  es  un  juicio 
recto,  según  el  que  fallando  el  juez  procede  con  rectitud, 
y  eslá  esento  de  culpa.  Con  mas  seguridad  caminaron  otros, 
no  eximiendo  al  juez  de  injusticia  ,  siguiendo  opinion  pro- 
bable en  competencia  de  la  mas  probable.  Esta  perniciosa 
controversia  mereció  la  censura  de  la  Iglesia ,  condenando 
entre  otras  proposiciones  la  que  deua  :  Probable  juzgo  que 
puede  él  juez  juzgar  según  opinion  menos  probable.  En  vista 
de  este  decreto ,  ya  ninguno  puede  dudar  de  que  el  juez 
debe  seguir  en  sus  decisiones  la  opinion  mas  probable. 
Véase  Aulor  al  fin  ,  y  Autoridad. 

OPOSICIÓN.  El  concurso  de  los  pretendientes  á  alguna 
cátedra  ó  prebenda  por  medio  de  los  actos  literarios  en  que 
demuestran  su  suficiencia  para  conseguir  por  ella  su  pre- 
tensión ;  —  y  el  acto  que  tiene  por  objeto  impedir  que  se 
ejecute  ó  Heve  á  efecto  alguna  cosa  en  perjuicio  del  que  lo 
hace,  como  cuando  uno  pone  impedimento  á  la  celebración 
de  un  matrimonio  proyectado  entre  dos  personas  por  tener 
contraidos  esponsales  con  una  de  ellas  ó  por  otra  razón  ,  y 
cuando  en  un  juicio  de  ejecución  sale  un  tercero  preten- 
diendo pertenecerle  el  dominio  de  los  bienes  ejecutados  ,  ó 
alegando  un  crédito  preferente  al  del  ejecutante.  Véase  Juicio 
ejecutivo. 

OR 

OFJD  ALLAS.  Véase  Juicios  de  Dios. 

ORDEN.  Esta  palabra  se  toma  en  diferentes  acepciones. 
En  política  significa  los  cuerpos  ó  brazos  que  componen  un 
estado  ,  como  entre  los  Romanos  el  orden  de  los  senadores, 
el  orden  de  los  caballeros  ,  el  orden  de  los  plebeyos  :  y  entre 
nosotros  el  orden  del  clero  ,  el  orden  de  la  nobleza,  el  orden 
del  estado  llano  ó  general.  En  materia  de  comercio  y  de 
banca,  se  dice  del  endoso  ó  escrito  breve  que  se  pone  al 
dorso  ó  en  el  cuerpo  de  un  billete ,  vale  ó  pagaré  negociable 
ó  de  una  letra  de  cambio ,  para  trasladar  su  propiedad  á  otra 
persona.  En  derecho  es  el  mandato  del  superior  que  se  debe 
obedecer,  observar  y  ejecutar  por  los  inferiores  ó  subordi- 
nados ;  —  la  comisión  ó  poder  que  se  da  á  una  persona 
para  hacer  alguna  cosa,  como  al  agente,  procurador,  man- 
datario, comisionista;  —  el  mandamiento  espedido  por  un 
tribunal  ; —  la  graduación  ó  arreglo  de  los  diferentes  acree- 
dores de  un  mismo  deudor  para  hacerles  pago  con  el  pro- 
ducto de  los  bienes  de  este  según  la  preferencia  de  sus  cré- 
ditos, en  la  forma  indicada  bajo  la  palabra  Graduación  de 
acreedores;  —  el  beneficio  que  tiene  el  fiador  de  no  poder 
ser  reconvenido  por  el  acreedor  sin  que  primero  se  haga 
excusión  de  los  bienes  del  deudor  principal ,  como  puede 
verse  en  el  artículo  Beneficio  de  excusión;—  y  la  serie  ó  su- 
cesión de  las  instancias  ó  demandas  en  justicia  según  los  tres 
grados  de  jurisdicción  en  que  pueden  introducirse.  — 
Venga  por  su  orden  es  una  espresion  que  suelen  usar  los 
tribunales  superiores  para  mandar  que  la  causa  sentenciada 
por  el  juez  ordinario  se  les  remita  con  el  reo  para  exami- 
narla de  nuevo ,  y  dar  sentencia  en  vista  de  lo  que  resultare 
del  proceso. 

ORDEN.  El  sexto  en  número  de  los  sacramentos  de  la 
Iglesia  instituidos  por  N.  S.  Jesucristo;  y  cualquiera  de  los 
grados  de  este  sacramento  que  se  van  recibiendo  sucesiva- 
mente ,  y  constituyen  ministros  de  la  Iglesia ,  como  ostiario, 


lector,  exorcista  y  acólito,  los  cuales  se  llaman  órdenes 
menores,  y  el  subdiaconato ,  diaconato  y  sacerdocio,  que 
se  llaman  mayores  y  sagrados  porque  llevan  anexo  el  voto 
de  perpetua  castidad.  Véase  Jurisdicción  eclesiástica. 

©EDENES  militares.  La  de  Calalrava  ,  la  de  Santiago, 
la  de  Alcántara ,  la  de  Montesa  y  la  de  San  Juan  de  Jeru- 
salen. 

I.  Orden  de  Calatrava.  Reinando  don  Sancho  III,  el  de- 
seado, dieron  principio  á  esta  religion  ú  orden  militar  el 
V.  Fr.  Raimundo  Serra ,  abad  de  Fitero ,  y  don  Frey  Diego 
Velazquez,  monje  del  mismo  monasterio.  El  motivo  de  esta 
fundación  fué  que  estando  la  villa  y  castillo  de  Calatrava  en 
poder  de  los  caballeros  templarios  ocho  años,  juntando  los 
Bloros  un  poderoso  ejército  para  recuperarla  temieron  no 
poder  resistirles,  y  la  entregaron  al  rey  don  Sancho.  Este 
hizo  publicar  en  su  corte  que  cualquiera  señor  que  qui- 
siese tomar  por  su  cuenta  la  defensa  de  dicha  villa  ,  se  le 
daria  en  propiedad  con  el  derecho  de  que  pasase  á  sus  he- 
rederos y  sucesores.  No  hubo  señor  alguno  que  ni  aun  con 
el  aliciente  del  por  juro  de  heredad  aceptase  el  partido.  Se 
ofrecieron  los  espresados  dos  religiosos  abad  y  monje  á  ocu- 
parla y  defenderla.  El  rey  se  desentendió  al  principio  de  la 
propuesta  y  aun  la  despreció;  pero  porfiando  los  religiosos 
y  movido  aquel  de  una  superior  inspiración  celestial,  se  la 
entregó.  Puestos  en  posesión  de  ella ,  propusieron  al  rey  la 
fundación  de  esta  orden ,  que  se  estableció  en  el  mismo  año 
1158  con  el  fin  de  hacer  guerra  y  oponerse  á  los  Moros, 
enemigos  del  nombre  de  Cristo  ;  la  aprobó  y  confirmó  en  Se- 
non  en  setiembre  de  1164  Alejandro  111.  Por  algún  tiempo 
se  llamó  de  Salvatierra ,  por  haber  trasladado  á  su  castillo 
el  monasterio  de  la  orden  cuando  se  perdió  Calatrava.  Usan 
de  una  cruz  floreteada  y  cantonada  de  ocho  círculos  acosta- 
dos y  unidos  al  centro ,  formados  de  un  cordon  que  sale  de 
las  hojas  de  la  flor,  y  profesan  la  regla  de  san  Benito.  Se  in- 
corporó á  la  corona  á  fines  del  siglo  xv,  y  tiene  5  dignida- 
des con  la  renta  anual  de  559,01b  rs.  ;  55  encomiendas  con 
2.146,522  rs.  ;  13  prioratos  con  58,070  ;  y  S  conventos.  Su 
instituto  es  hacer  la  guerra  á  los  enemigos  del  nombre  de 
Cristo. 

II.  Orden  de  Santiago.  Esta  orden  tuvo  su  principio  en 
Galicia,  año  1170,  reinando  don  Fernando  II  de  León.  Habia 
cerca  de  la  ciudad  de  Santiago  un  convento  llamado  de 
Loyo,  de  canónigos  regulares  de  san  Agustín,  y  habiendo 
resuelto  varios  caballeros  estimulados  y  dirigidos  por  don 
Pedro  Fernandez  de  Fuente  Encalada,  fundar  una  orden 
militar  que  se  ocupase  de  hacer  la  guerra  á  los  infieles,  se 
hallaron  embarazados  para  la  ejecución  de  este  proyecto 
con  la  dificultad  de  no  poder  vivir  bien  arreglados  sin  sa- 
cerdotes que  cuidasen  de  sus  almas.  Parecióles  muy  á  pro- 
pósito para  la  consecución  de  su  intento  unirse  con  el  prior 
y  canónigos  del  dicho  monasterio,  por  haber  observado  en 
ellos  un  método  de  vida  análoga  al  que  ellos  deseaban  :  hi- 
cieron su  pretensión  ,  y  valiéndose  de  don  Celebruno,  ar- 
zobispo de  Toledo ,  y  de  don  Pedro  Martínez  ,  arzobispo  de 
Santiago,  esforzaron  estos  con  tanta  eficacia  sus  deseos, 
que  lograron  los  pretendientes  su  solicitud  ,  y  unidos  esta- 
blecieron esta  orden  militar  ;  formaron  sus  constituciones 
bajo  la  regla  de  san  Agustín ,  y  protegidos  y  recomendados 
por  don  Jacinto,  diácono  cardenal  de  Roma,  que  á  la  sazón 
vino  á  España  por  legado  del  papa  Alejandro  III,  la  aprobó 
y  confirmó  por  su  bula  fecha  5  de  julio  de  11/5,  haciéndola 
esenta  ct  nullius  diœcesis  ;  como  también  al  lugar  que  fuese 
su  cabeza  :  su  divisa  es  una  espada  de  Gules  en  forma  de 
cruz ,  y  fué  progresando  con  tal  rapidez  en  honores  y  rique- 
zas, que  hoy  tiene  en  España  1res  dignidades  con  h  renta 
anual  de  15«,t77  rs.  ;  87  encomiendas  con  la  de  6.1 17,896 
rs.;  once  conventos  y  dos  prioratos  ricos  y  opulentos. 

III.  Orden  de  Alcántara.  Don  Suero  Fernandez  y  don  Go- 
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iriez  Fernandez  Barrientos ,  naturales  de  Salamanca,  se  aso- 
ciaron con  otros  caballeros  para  fundar  una  orden  militar 
contra  los  enemigos  del  nombre  cristiano,  reuniéndose  con 
la  denominación  de  caballeros  de  San  Julián  del  Pereiro 
en  una  ermita  inmediata  al  rio  Coca,  diez  leguas  de  Ciudad- 
Rodrigo  ;  formaron  sus  constituciones  bajo  la  regla  de  san 
Benito  :  puestos  bajo  la  protección  de  don  Ordoño,  obispo 
de  Salamanca  y  monje  de!  Cister,  obtuvo  este  del  papa  Ale- 
jandro III  la  aprobación  de  las  indicadas  constituciones,  re- 
cibiendo la  orden  bajo  la  protección  de  la  silla  apostólica  en 
29  de  diciembre  de  1 177.  La  declaró  esenta  y  mitins  diœcesis, 
con  inmediación  ala  silla  apostólica  el  pontífice  Lucio  III,  en 
h  de  abril  de  1183.  Pasando  despues  esta  orden  su  conven- 
io y  residencia  de  la  ermita  de  San  Julián  del  Pereiro  á  la 
villa  de  Alcántara  ,  tomaron  el  nombre  de  caballeros  de  Al- 
cántara ,  variando  de  hábito  y  la  divisa  de  unas  trabas  de 
Gules  con  un  peral  de  Sinople  en  campo  de  oro  ,  en  el  que 
hoy  tienen  con  una  cruz  de  Sinople  de  la  forma  y  figura  de 
la  orden  de  Calatrava  ,  con  sola  la  diferencia  del  color  :  tie- 
tiene  esta  orden  cinco  dignidades  con  la  renta  anual  de 
194,369  rs.;  37  encomiendas  con  1.212,177;  dos  prioratos 
con  b,258,  y  cuatro  conventos  ricos  y  poderosos. 

IV.  Orden  de  Montesa.  Noticioso  don  Jaime  II  de  Aragon, 
que  el  pontífice  Clemente  V  estinguió  la  religion  de  los  Tem- 
plarios .  y  que  sus  bienes  se  iban  aplicando  á  la  de  San  Juan, 
de  Jerusalen,  pretendió  con  el  mayor  ahinco  y  conato, 
que  el  papa  cediese  todas  las  rentas  que  los  templarios  te- 
nían en  sus  reinos  con  el  fin  de  erigir  una  religion  militar 
cuyo  instituto  fuese  defender  sus  vasallos  de  los  robos  con- 
tinuos que  frecuentemente  hacían  los  Moros  en  sus  costas  ; 
pero  fueron  inútiles  todas  sus  esforzadas  diligencias,  hasta 
que  muerto  este  papa  y  sucediéndole  el  pontífice  Juan  XXII, 
se  logró  una  bula, su  data  10  de  junio  de  1517,  en  que  apro- 
bando los  deseos  del  rey,  lomó  inmediatamente  las  disposi- 
ciones necesarias  para  dar  principio  al  establecimiento  de  la 
deseada  orden  ,  y  vencidas  varias  dificultades  que  se  ofre- 
cieron ,  juntos  en  su  real  palacio  de  Barcelona ,  su  reve- 
rendo obispo  don  Gonzalo  Gómez  ,  los  abades  de  Santas 
Cruces,  de  Benifarra  y  Valldigna,  y  varios  caballeros  mili- 
lares  de  San  Juan  ,  San  Jorge,  la  Merced  y  otros  seculares 
distinguidos  en  la  corte  ,  se  instaló  la  orden  de  Santa  María 
de  Montesa  ,  que  se  estableció  por  cabeza  en  la  villa  de  este 
nombre  :  con  sus  constituciones  correspondientes  que  apro- 
bó Clemente  VII,  dándola  por  divisa  una  cruz  de  Sable, 
que  se  varió  despues  en  cruz  llana  de  Gules,  cuando  se  in- 
corporó á  ella  la  orden  de  San  Jorge  de  Alfama  en  el  año 
de  líiOO;  y  tiene  en  España  cinco  dignidades  con  la  renta 
de  6,000  rs.;  trece  encomiendas  con  la  de  '(01,962;  dos 
conventos  y  siete  prioratos  ricos  y  pingües. 

V.  Orden  de  San  Juan.  Bomensor  Monslensaf ,  Califa  de 
Egipto,  dio  permiso  à  principios  del  siglo  xi  á  un  tal  Ge- 
rardo, rector  de  una  hospedería,  que  por  los  años  de  1048 
establecieron  en  Jerusalen  en  la  casa  cenáculo  donde  Cristo 
tuvo  la  cena  del  cordero  unos  mercaderes  italianos,  para  que 
enfrente  del  templo  que  se  llamaba  de  la  Resureccion  de 
Cristo  levantase  una  casa  en  honra  de  la  Virgen  María  y  de 
san  Juan  Bautista ,  en  el  mismo  sitio  en  que  según  tradición 
oraba  el  padre  de  este  santo  Zacarías.  Cuando  Godofredo  de 
Bullón  se  apoderó  de  Jerusalen  en  julio  de  1090,  cooperó 
Gerardo  á  tan  feliz  suceso,  y  fué  tal  la  diligencia  y  cuidado 
que  puso  en  la  asistencia  de  los  enfermos  y  heridos  del  ejér- 
cito cristiano,  que  Godofredo  en  recompensa  le  hizo  dona- 
tion de  algunas  posesiones  y  rentas  que  poseía  cu  Francia 
en  la  fria  montaña  de  Montalem  y  Montebier.  Muerto  Gerar- 
do le  sucedió  Raimundo  de  Podio  ,  quien  se  dice  formó  la 
regla  de  esta  orden  ad  instar  de  la  de  san  Agnstin,  que 
aprobó  y  confirmó  Calixto  II  el  año  de  1120  ,  con  cuyo  mo- 
tivo se  aumentaron  sujg  renias  -  sus  caballeros  y  sus  religio- 


sos; que  á  poco  tiempo  se  emplearon  ya  no  solo  en  el  ser- 
vicio del  hospital,  sino  en  la  guerra  contra  los  enemigos  de 
la  Iglesia,  con  tan  favorables  sucesos  ,  que  Inocencio  II  por 
bula  espedida  el  año  1 150  aprobó  este  nuevo  segundo  insti- 
tuto, señalándoles  por  divisa  y  estandarte  una  cruz  blanca, 
lisa  en  campo  rojo.  Habiendo  muerto  el  rey  de  Aragon  don 
Alonso  I  en  la  batalla  contra  los  Moros  cerca  de  Fraga  ,  dejó 
por  heredera  del  reino  á  esta  orden  junto  con  las  del  Santo 
Sepulcro  y.  Templo,  y  en  virtud  de  esta  disposición  vino 
Raimundo  de  Podio,  ya  gran  maestre,  á  tomar  posesión  de 
su  herencia,  cuando  ya  el  príncipe  de  Aragon  y  el  conde 
de  Barcelona  se  habian  hecho  dueños  de  ella,  pero  obtuvo 
algunas  concesiones  de  tierras  y  rentas,  por  cuyo  medio  se 
estableció  esta  orden  en  España,  donde  entre  otras  funcio- 
nes militares,  asistieron  á  la  célebre  batalla  de  las  Navas  de 
Tolosa  que  la  ofreció  nuevas  recompensas  y  adquisiciones; 
y  por  último  vino  á  parar,  y  es  ya  cerca  de  otros  cuatro  siglos, 
en  una  institución  que  no  ha  servido  en  el  Estado  mas  que 
para  hacer  ostentación  de  sus  antiguas  hazañas  miiitares, 
disfrutar  y  consumir  solo  en  España  las  rentas  de  nueve  dig- 
nidades con  la  renta  anual  de  1.669/;52  rs.,  112  enco- 
miendas con  la  de  2.203,129  rs.,  y  cuatro  prioratos  coa 
10,290  rs.  cada  uno ,  <i  conventos  de  frailes  que  llaman 
freires  ,  y  nueve  de  monjas,  todos  ricos. 

VI.  Las  órdenes  militares  tienen  dos  clases  de  individuos  : 
unos  son  religiosos  conventuales  ,  que  viven  en  comunidad 
y  clausura,  los  cuales  no  solo  gozan  del  fuero  privilegiado 
en  todas  sus  causas  civiles  y  criminales,  sino  que  también 
les  compete  el  privilegio  del  canon.  Otros  son  caballeros 
cruzados,  que  viven  en  el  siglo,  casados  ó  solteros,  suje- 
tos á  la  regla  de  aquella  orden  y  á  los  votos  que  profesaron. 
Estos  votos  no  son  los  rigurosos  de  castidad,  pobreza  y  obe- 
diencia que  hacen  los  demás  conventuales,  sino  otros  que 
se  les  asemejan ,  como  el  de  continencia  conyugal  en  vez 
del  de  castidad ,  el  de  subordinación  y  sujeción  á  los  pre- 
ceptos del  gran  Maestre  en  lugar  del  de  obediencia  ;  y  el  de 
de  no  tener  bienes  ,  ni  poseerlos ,  ni  dispon*  de  ellos  en 
vida  ni  por  última  voluntad  sin  licencia  del  mismo  gran 
Maestre  en  vez  del  de  pobreza.  En  orden  al  fuero  de  estos  , 
hé  aquí  lo  que  dispuso  el  emperador  Carlos  V  en  la  concor- 
dia llamada  del  conde  Osorno,ó  sea  en  la  ley  1,  tít.  8, 
lib.  2,  Nov.  Rec.  : 

«  Io.  Los  pleitos,  causas  y  debates  que  hubiere  sobre 
cualesquiera  villas ,  lugares ,  castillos  ,  fortalezas ,  jurisdic- 
ciones, vasallos,  términos,  dehesas,  rentas  y  "derechos 
reales ,  se  hayan  de  pedir,  seguir  y  demandar  ante  los  nues- 
tros jueces  seglares  ,  y  ellos  y  no  otros  hayan  de  conocer  y 
conozcan  de  ellos,  agora  el  comendador,  ó  la  orden,  ó  mesa 
maestral,  sean  autores  ó  reos,  y  porque  estas  cosas  tocan  á 
nuestra  preeminencia  real ,  de  que  siempre  los  reyes  nues- 
tros predecesores  de  gloriosa  memoria  y  Nos ,  y  nuestros 
oficiales  y  justicias  acostumbraron  á  conocer,  aunque  sea 
contra  clérigos  y  frailes ,  y  religiosas  y  órdenes,  sin  que  otro 
se  haya  de  entrometer,  ni  entrometa  en  ello  ,  ni  se  le  haya 
de  dar  ni  dé  parte  alguna  de  ello. 

»  2.  ítem,  que  en  los  lugares  donde  la  dicha  orden  de 
Santiago  tiene  la  jurisdicción  temporal,  se  guarde  lo  que 
siempre  se  ha  fecho,  reservando  como  reservamos  para  Nos 
y  para  nuestra  corona  real  de  nuestros  reinos,  y  para  nues- 
tros jueces  y  oficiales  en  lo  que  toca  á  las  segundas  apela- 
ciones, y  de  lodo  lo  otro  que  nos  es  debido  pur  razón  de  la 
suprema  potestad  y  mayoría,  conforme  á  derecho  y  leyes 
de  nuestros  reinos. 

»  5.  Que  en  las  causas  civiles  los  comendadores  de  la  di- 
cha orden ,  siendo  actores  ó  reos ,  hayan  de  ser  y  sean  con- 
venidos ,  y  se  convengan  ante  las  nuestras  justicias  seglares; 
pero  cuando  fuere  el  pleito  ó  debate  entre  los  comenda- 
dores, que  esté,  y  quede   en  su   elección    de   ir    en 
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se    na    fecho  y  acos- 


' donde  quisieren,  como  siempre 
tumbrado. 

»  h.  Que  si  los  comendadores  ó  caballeros  de  la  dicha 
orden  de  Santiago ,  ó  alguno  de  ellos  cometiere  delito  de  he- 
rejía ó  crimen  lœsœ  majestatis  de  cualquier  calidad,  ó  el 
pecado  nefando ,  ú  olra  manera  de  traición  ó  rebelión  con- 
tra Nos,  ó  fueren  alteradores  ó  conmovedores  de  pueblo, 
provincia,  ciudad  ovilla,  ó  movedores  de  guerra  ,  ó  que- 
branladores  de  nuestras  cartas  ó  seguros,  ó  rebeldes  y  des- 
obedientes á  Nos,  y  á  nuestros  mandamientos  reales,  y  en 
cualquier  manera  fueren  culpantes  y  causantes  ellos,  que 
las  nuestras  audiencias  en  estos  casos  conozcan  privativa- 
mente contra  cualesquier  personas  de  cualquier  estado  y 
preeminencia  ó  dignidad  que  sean  si  cometieren  los  dichos 
delitos  ó  alguno  de  ellos,  ó  en  cualquier  manera  fueren  cul- 
pantes en  ellos. 

»  S.  ítem,  que  en  otros  cualesquier  delitos  enormes  y 
atroces,  no  siendo  de  los  arriba  contenidos,  como  si  fuesen 
aleves  ó  forzadores,  ó  públicos  robadores  é  incendiarios,  ó 
escandalizadores ,  quebrantadores  de  iglesias  ó  monasterios, 
ó  incurriesen  en  otros  delitos  semejantes  y  calificados,  que 
agora  sea  á  pedimento  de  parte  ,  que  acuse ,  ó  se  proceda 
de  oficio  ;  que'  haya  lugar  á  prevención  entre  las  nuestras 
justicias,  y  de  la  dicha  orden  ;  pero  que  en  lodos  los  otros 
delitos  y  escesos  menures  ,  y  de  menos  calidad  que  los  su- 
sodichos, aunque  sean  tales  que  por  ellos  se  deba  imponer 
pena  de  muerte  ó  cortamiento  de  miembro  ó  destierro  per- 
petuo, conforme  á  derecho  y  leyes  de  estos  reinos,  que  con- 
tra los  dichos  comendadores  puedan  solamente  conocer  para 
hacer  la  pesquisa,  y  prender  ó  préndanlos  delincuentes. 
Porque  luego  dentro  de  veinticuatro  horas  (  si  los  jueces  de 
la  orden  estuvieren  presentes ,  y  en  otra  manera  dentro  de 
tres  dias  )  sean  obligados  á  los  remitir  ó  entregar  á  los  jue- 
ces de  la  orden  á  costa  de  los  delincuentes,  con  la  informa- 
ción que  ovieren  lomado ,  para  que  por  ellos  sean  punidos  y 
castigados  conforme  á  justicia.  Y  que  no  puedan  volver  ni 
vuelvan  á  la  jurisdicción  del  juez  que  los  prendió  ó  donde  se 
cometió  el  delito,  sin  que  traigan  cartas  en  forma  de  los  jueces 
de  las  órdenes  de  como  fueron  sentenciados,  y  muestren  co- 
mo han  cumplido  la  sentencia  en  el  tiempo ,  según  y  de  la 
manera  que  en  ella  fuere  contenido. 

»  6.  ítem ,  que  si  algún  comendador  ó  caballero  de  la  or- 
den delinquiere  en  presencia  del  presidente,  ó  de  los  del 
nuestro  Consejo,  ó  ante  el  presidente  y  oidores  de  cualquier 
de  las  nuestras  audiencias ,  ó  ante  los  alcaldes  de  nuestra 
corte ,  ó  del  gobernador  ó  alcaldes  mayores  del  reino  de  Ga- 
licia, que  le  puedan  punir  y  castigar  por  ello.  E  si  delin- 
quiere delante  de  algún  corregidor  ó  alcalde  ú  otro  juez  de 
nuestros  reinos  ,  y  en  desacatamiento  suyo ,  que  si  el  esceso 
fuere  poniendo  ó  mandando  poner  manos  en  alguna  persona, 
que  el  tal  juez  le  pueda  castigar  por  ello.  E  si  el  delito  fuere 
de  palabras  injuriosas  ,  que  se  haya  la  información  de  ello, 
y  requiriéndolo  la  calidad  de  las  palabras  lo  puedan  prender 
y  enviar  preso  á  su  costa  á  su  juez  junto  con  la  información 
que  sobre  ello  se  hubiere.  E  siendo  las  palabras  muy  cali- 
ficadas ,  lo  tengan  preso  hasta  nos  lo  hacer  saber,  para  que 
mandemos  declarar  lo  que  en  ellas  se  haga. 

7.  »  ítem ,  que  los  comendadores  y  caballeros  de  la  orden, 
que  fueren  nuestros  alcaldes  ó  capitanes,  ó  corregidores,  ó 
tuvieren  otros  oficios  ó  cargos  reales  ó  públicos  por  Nos , 
que  en  las  cosas  que  tocaren  y  concernieren  á  dichos  cargos  , 
sean  convenidos  y  juzgados  por  las  nuestras  justicias  se- 
glares, así  en  demandando  como  en  defendiendo. 

8.  »  Otrosí,  que  las  penas  y  calumnias  que  se  ovieren  de 
llevar  de  los  dichos  comendadores  y  caballeros,  sean  y  per- 
tenezcan á  la  dicha  orden  de  Santiago ,  y  que  las  confisca- 
ciones de  bienes  que  les  fueren  fechas ,  sean  y  pertenezcan 
á  Nos  y  á  nuestra  Cámara  y  fisco. 


9.  »  ítem,  que  los  familiares  de  la  dicha  orden,  ni  de  las 
personas  de  ella  no  hayan  de  gozar  ni  gocen  cosa  alguna 
civil  ni  criminal  de  lo  suso  conlenido ,  sino  que  en  todo  sean 
sujetos  á  nuestra  justicia  real. 

10.  »  Y  si  algún  caso  se  ofreciere,  que  aquí  no*raya  de- 
clarado lo  que  en  ello  se  deba  hacer,  ansí  en  lo  civil  como  en 
lo  criminal ,  reservamos  para  Nos  la  declaración  é  interpre- 
tación de  ello  para  lo  mandar  declarar  como  convenga.  » 

VII.  Consultado  el  Consejo  por  el  señor  Don  Felipe  V, 
sobre  si  las  justicias  ordinarias  podian  conocer  de  las  causas 
criminales  de  los  caballeros  de  las  órdenes  militares  de  San- 
tiago, Alcántara  y  Calatrava  ,  siendo  de  las  comprendidas 
en  là  anterior  concordia ,  ó  si  tocaba  su  conocimiento  al  con-' 
sejo  de  las  órdenes  ó  junta  de  comisiones;  fué  de  dictamen 
que  podia  S.  M.  nombrar  cuatro  caballeros  profesos  de  las 
tres  órdenes  para  que  conociesen  de  dichas  causas  ,  y  para 
el  grado  de  suplicación  otros  dos  mas,  quienes  habian  de 
consultarlo  todo  con  el  soberano  :  que  de  este  modo  se  cum- 
plía con  la  mente  de  los  breves  que  solo  pedian  dos  instan- 
cias y  la  última  decisión  de  la  real  persona,  y  no  se  podria 
apelar  á  la  santa  Sede,  mayormente  cuando  siempre  que  la 
jurisdicción  eclesiástica  estaba  aneja  á  alguna  corona  real , 
si  el  rey  conocía  personalmente,  ó  se  le  consultaba  la  sen- 
tencia ,  no  solía  su  Santidad  admitir  las  apelaciones  por  tener 
la  mayor  confianza  en  su  justicia.  S.  M.  se  conformó  con 
este  parecer  y  con  el  de  algunos  votos  particulares ,  en 
cuanto  á  la  incapacidad  de  conocer  los  jueces  seculares  de 
las  causas  criminales  y  mixtas  de  los  caballeros  de  las  ór- 
denes militares,  que  únicamente  podian  ser  castigados  por 
jueces  de  su  orden.  Ley  10,  til.  8,  lib.  2,  Nov.  Rec. 

VIII.  En  otra  ley  posterior  está  resuelto  lo  siguiente. 
«  Para  remover  de  una  vez  los  motivos  de  controversias,  y 
que  cada  consejo  ,  tribunal  y  chancillería  ejerza  sin  emba- 
razo la  jurisdicción  que  á  cada  uno  compete,  y  yo  le  tengo 
comunicada,  he  mandado  prevenir  al  consejo  de  órdenes," 
por  mi  resolución  á  sus  consultas  de  12  de  abril  y  13  de 
setiembre  de  este  año ,  que  sabe  y  debe  tener  presente ,  que 
su  jurisdicción  es  limitada  á  las  materias  eclesiásticas  y 
temporales  que  tocan  á  las  órdenes  militares  ,  y  que  la  juris- 
dicción ordinaria  que  tiene  y  ejerce  en  los  territorios  de  las 
mismas  órdenes,  está  sujeta  al  Consejo  real ,  chancillerías 
y  demás  tribunales  reales  ;  y  que  si  se  ha  tolerado  que  tam- 
bién los  recursos  ó  apelaciones  vengan  á  aquel  consejo  ,  es 
por  gracia ,  no  de  justicia ,  como  que  esto  ha  sido  à  preven- 
ción :  que  igualmente  sabe  aquel  consejo  ,  que  los  mismos 
caballeros  de  las  órdenes  en  las  causas  civiles  han  estado  y 
están  sujetos  á  la  jurisdicción  real  ordinaria  ,  y  en  las  cri- 
minales en  muchos  casos,  especialmente  en  los  que  no  de- 
linquen como  tales  caballeros  de  orden ,  sino  como  otro 
cualquiera  ;  siendo  cierto  que  cuanto  en  esto  se  le  ha  per- 
mitido al  consejo  de  las  órdenes,  no  osen  fuerza  de  las 
bulas,  pues  como  les  consta ,  ni  los  señores  reyes  católicos  , 
ni  otro  alguno  de  sus  predecesores  las  admitieron  ni  toleraron 
su  práctica  ;  sino  que  esto  ha  sido  por  volunlad  de  los  mismos 
señores  reyes,  lo  que  yo  no  solo  he  conservado,  pero  he 
ampliado  con  nuevos  decretos  y  declaraciones,  que  jamas 
aquel  consejo  ha  tenido  ni  podido  lograr;  pero  que  viéndole 
ahora  tan  empeñado  en  querer  quitar  y  desnudar  á  mis  con- 
sejos y  chancillerías  de  la  jurisdicción  que  les  ha  quedado 
y  compete,  me  ha  parecido  prevenirle  de  ello,  para  que  se 
contenga  en  los  términos  de  la  suya ,  v  advierta  que  mi 
deseo  se  observe  y  practique  en  todo  lo  que  se  observó  y 
practicó  desde  que  las  órdenes  entraron  en  la  corona,  hasta 
la  muerte  del  señor  Felipe  IV  mi  bisabuelo ,  que  son  las  re- 
glas mas  seguras  y  sólidas,  en  que  se  afianza  el  acierto  de 
aquel  y  los  demás  tribunales:  y  el  Consejo  en  inteligencia 
de  esta  mi  deliberación  se  arreglará  á  ella  ,  y  dará  las  ór- 
denes convenientes  à  la  sala  y  chancillerías,  para  que  la 


OR 


—  430B  — 


OR 


observen  y  guarden  en  lo  que  les  toca  :  y  be  mandado  pre- 
venir de  ello  á  los  consejos  de  Guerra,  Indias  y  Hacienda. 
Ley  12,  lit.  H,lib.  2,  Nov.  Rec. 

IX.  En  otra  ley  (  que  es  la  9 ,  lit.  3 ,  lib.  6 ,  Nov.  Rec.  )  se 
dispone  lo  siguiente.  «  Usando  de  mis  facultades,  he  resuelto 
avocar  á  mi  persona  las  causas  criminales  que  ocurrieren 
en  los  militares  caballeros  de  orden,  pero  con  separación  de 
ellas,  distinto  respeto  y  diverso  fin,  de  suerte  que  las  cansas 
criminales  que  por  la  concordia  de  25  de  agosto  de  lb"27,  co- 
munmente llamada  del  Conde  de  Osorno  (ley  1 ,  lit.  8,  lib.  2, 
Nov.  Rec),  se  hallan  escepluadas  de  la  jurisdicción  del  con- 
sejo de  órdenes,  ó  que  conoce  de  ellas  á  prevención,  ó  no  se 
declaran  en  ella ,  deban  entenderse  avocarlas  á  Mi  en  fuerza 
de  mi  real  preeminencia  y  superior  jurisdicción  ,  á  fin  de 
remitirse  su  conocimiento  y  decisión  al  tribunal,  junta  ó  mi- 
nistro que  sea  de  mi  satisfacción ,  porque  conociéndose  de 
estas  en  virtud  de  la  real  jurisdicción,  me  es  facultativo  am- 
pliarla, limitarla  ó  restringirla  y  conferirla  á  quien  me  pa- 
reciere :  pero  las  causas  criminales,  que  por  la  misma  con- 
cordia se  estimó  tocar  su  conocimiento  al  consejo  de 
órdenes,  debe  entenderse  las  avoco  á  Mí,  usando  de  la  fa- 
cultad de  maestre  y  administrador  perpetuo  de  las  órdenes  , 
para  remitirlas  a  quien  jne  pareciere,  á  fin  de  que  me  infor- 
me, siendo  persona  de  letras,  aunque  no  lo  sea  de  orden;  y 
hecho,  pueda  yo  resolverlas  y  determinar  por  Mí.  » 

X.  Ofrécese  ahora  una  duda,  y  es  ¿si  los  caballeros  de 
alguna  de  dichas  órdenes  militares  que  solo  han  tomado  el 
hábito,  y  no  son  profesos,  gozarán  del  privilegio  del  fuero? 
Aunque  están  discordes  los  autores  sobre  este  punto  ;  la  opi- 
nion afirmativa  parece  mas  probable  ,  mayormente  estando 
apoyada  por  la  práctica  que  se  sigue  en  España,  y  las  varias 
decisiones  del  real  consejo  de  las  órdenes. 

Por  lo  respectivo  á  la  orden  de  San  Juan  ,  es  indudable 
que  por  ser  verdaderamente  religiosos  y  personas  eclesiás- 
ticas gozan  del  fuero  así  en  lo  civil  como  en  lo  criminal,  de 
suerte  que  no  pueden  ser  juzgados  en  otro  tribunal  que  en  el 
de  su  asamblea.  Sin  embargo  los  que  llevan  media  cruz 
blanca,  á  que  llaman  taho  ,  no  gozan  la  inmunidad  de  este 
fuero,  porque  se  consideran  en  todo  como  personas  secula- 
res; á  no  ser  que  estén  autorizadas  para  el  servicio  de  algún 
convento  ú  hospital  de  dicha  religion. 

XI.  Sin  perjuicio  del  fuero  que  corresponde  á  los  caba- 
lleros delincuentes  en  todos  los  delitos  que  no  estén  escep- 
tuados  en  la  referida  concordia  ,  podrá  el  juez  secular  ase- 
gurar sus  personas  con  el  debido  decoro,  siempre  que  haya 
peligro  de  fuga.  Para  proceder  á  esto  ha  de  hacer  sumaria 
instructiva  ó  informativa  ,  remitiéndola  prontamente  con  el 
arrestado  á  su  propio  juez  ;  debiendo  notarse  ademas,  que  el 
haber  tomado  el  hábito  después  de  cometido  el  delito  no  exi- 
me al  caballero  de  la  jurisdicción  secular,  siempre  que  antes 
hubiese  sido  denunciado,  acusado  y  procesado  ante  aquella 
del  mismo  delito. 

Los  trámites  de  las  causas  civiles  y  criminales  en  todos 
los  tribunales  de  las  órdenes,  son  los  mismos  que  los  de  rea- 
lengo, escepto  el  término  para  apelar  que  es  de  diez  días,  y 
no  de  cinco  como  en  estos. 

Nuevas  disposiciones  sobre  las  órdenes  militares. 

XII.  Enterado  el  rey  de  lo  manifestado  por  la  contaduría 
general  de  Valores  y  por  la  dirección,  á  consecuencia  de 
las  reclamaciones  de  los  contadores  de  las  mesas  maestrales, 
para  que  los  juzgados  privativos  de  las  mismas  no  se  incor- 
poren á  las  subdelegaciones  de  rentas,  cuya  incorporación 
está  prevenida  en  la  última  parte  de  la  real  orden  de  50  de 
agosto  de  1831,  porque  la  reunion  en  una  persona  de  la  ju- 
risdicción contenciosa  y  la  autoridad  gubernativa  forman 
una  fuerza  tan  útil  y  precisa  para  la  administración  ,  re- 


caudación y  distribución  dé  los  productos  aplicados  alas 
atenciones  del  Estado,  conviniendo  esto  mismo  respecto  á 
los  de  maeztrazgos  que  están  destinados  á  la  real  caja  de 
amortización  :  S.  M..  en  vista  de  lo  que  acerca  de  este 
asunto  han  espuesto  los  asesores  de  la  superintendencia  ge- 
neral de  real  hacienda,  se  ha  servido  .esolver  que  los  refe- 
ridos contadores  continúen  desempeñando  las  atribuciones 
judiciales  y  gubernativas  en  los  negocios  y  asuntos  de  dichas 
mesas  maestrales  con  las  apelaciones  al  consejo  supremo  de 
Hacienda.  Real  orden  de  31  de  julio  de  1833- 

Ia.  La  jurisdicción  eclesiástica  que  ejercen  los  priores  de 
las  casas  de  las  cuatro  órdenes  militares  de  San  Juan  de 
Jerusalen ,  no  debe  devolverse  por  ahora  á  los  ordinarios 
en  cuyas  diócesis  se  hallen  enclavados  sus  territorios  esen- 
tos  ,  no  obstante  lo  dispuesto  en  el  articulo  Viáe\  decreto  de 
8  de  marzo  último sobresupresion  de  conventos.  Real  orden 
de  25  Üe  abril  de  1836  y  8  de  junio  de  1^37. 

2a.  Por  real  decreto  de  50  de  julio  de  1836  se  resolvió  : 
— Io.  Que  el  consejo  de  las  órdenes  se  limite  en  lo  sucesivo 
á  conocer  de  los  negocios  religiosos  de  las  cuatro  órdenes 
militares  de  Santiago  ,  Calatrava  ,  Alcántara  y  Montes», 
ejerciendo  la  jurisdicción  eclesiástica  como  hasta  entonces 
conforme  á  las  reglas  prescritas  por  las  bulas  pontificias,  y 
observando  el  reglamento ,  las  disposiciones  y  prácticas 
vigentes  en  la  actualidad  :  —  2o.  Que  se  suprima  el  juzgado 
de  iglesias,  cuya  jurisdicción  debe  reasumir  el  consejo, 
como  antes  de  la  creación  de  aquel,  conociendo  también 
de  los  negocios  gubernativos  de  las  mismas  iglesias,  ha- 
ciendo instruir  por  su  secretaría  :  —  3o.  Que  los  fondos  do 
toda  especie  pertenecientes  al  consejo  ,  cualquiera  que  sea 
su  denominación  y  origen  ,  se  recauden  por  la  real  hacienda, 
rindiéndose  las  debidas  cuentas  por  quien  corresponda  ;  y 
que  á  su  consecuencia  se  suprima  la  superintendencia  de  los 
tesoros  de  las  órdenes  ,  la  tesorería  y  la  contaduría  de  enco- 
miendas :  —  k°.  Que  se  suprima  la  real  junta  apostólica  :  — 
b°.  Que  se  componga  el  consejo  de  un  decano  ,  cuatro  mi- 
nistros y  un  fiscal  ;  que  haya  un  caballero  procurador 
general  para  las  cuatro  órdenes  militares,  un  agente  fiscal , 
un  escribano  de  cámara  y  un  relator,  un  canciller  registra- 
dor, cuatro  porteros ,  un  secretario ,  cinco  oficiales ,  dos 
escribientes,  un  archivero  y  un  escribiente  del  archivo. 

5a.  La  jurisdicción  privativa  de  maestrazgos  y  encomien- 
das debe  continuar  subsistente  por  lo  tocante  á  las  cosas, 
debiendo  cesar  el  fuero  privilegiado  de  las  personas.  Raúl 
orden  de  Io.  de  noviembre  de  1837. 

ORDENAMIENTO.  Cualquiera  orden  que  da  el  supe- 
rior mandando  alguna  cosa  ;  —  la  ley  ó  pragmática  ,  y  la 
colección  ó  cuerpo  de  algunas  leyes,  como  el  Ordenamiento 
de  Alcalá,  el  Ordenamiento  Real. 

ORDENAMIENTO  de  alcalá.  Código  publicado  en  el 
año  de  15't8  ,  que  contiene  treinta  y  dos  títulos  divididas  en 
leyes,  las  cuales  se  han  pasado  casi  todas  á  la  Recopilación  , 
ó  enteras  ó  con  alguna  leve  corrección.  En  1 77't  se  hi¿o  en 
Madrid,  por  Aso  y  de  Manuel,  una  edición  do  este  código 
ilustrado  con  notas. 

ORDENAMIENTO  real.  Código  publicado  en  tiempo 
de  los  reyes  Don  Fernando  y  Doña  Isabel ,  y  es  una  compi- 
lación alfabética  de  varias  leyes,  ya  dispersas,  ya  conteni- 
das en  el  Fuero  Real,  leyes  del  Estilo,  y  Ordenamiento  de 
Alcalá,  dividida  en  ocho  libros,  y  dispuesta  por  Alonso 
Montalvo,  quien  añadió  sus  glosas  y  repertorio.  Se  cree  quo 
este  jurisconsulto  emprendió  la  obra  por  comisión  de  dichos 
reyes,  pues  así  lo  asegura  en  el  prólogo  puesto  al  frente  de 
las  1res  ediciones  que  se  hicieron  viviendo  los  mismos  cu 
los  años  de  Ift85,  1G92  y  1496;  pero  como  no  recayó  en 
ella  la  sanción  real  ,  se  la  considera  de  autoridad  privada , 
sin  que  sus  leyes  tengan  mas  fuerza  que  la  que  traen  de  su 
original ,  bien  que  tuvo  mucha  acogida  esta  colección  así 
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por  su  título  como  por  la  comodidad  del  orden  alfabético  en 
que  está  distribuida.  En  1S60  publicó  Diego  Pérez  de  Sala- 
manca sus  comentarios  á  esta  compilación  bajo  los  auspicios 
de  Carlos  Quinto. 

ORDENANZA.  La  ley  ó  estatuto  que  se  manda  obser- 
var, y  especialmente  se  da  este  nombre  á  las  que  están 
hechas  para  el  régimen  de  los  militares,  ó  para  el  buen 
gobierno  de  alguna  ciudad,  comunidad,  corporación  ó 
gremio  (1). 

ORDENACIÓN.  Lo  mismo  que  ordenanza. 

ORDINARIAMENTE.  Por  el  orden  regular  de  cono- 
cer que  disponen  las  leyes. 

ORDINARIO.  Dícese  del  juez  que  en  primera  instancia 
conoce  de  laacausas  y  pleitos;  —  del  juez  que  tiene  autori- 
dad para  juzgar  por  derecho  propio  de  su  oficio  ,  en  con- 
traposición al  que  solo  la  tiene  por  comisión  ó  delegación  ; 
—  del  juez  que  ejerce  en  un  territorio  la  jurisdicción 
ordinaria  ó  común,  en  contraposición  al  juez  militar,  ecle- 
siástico, de  hacienda,  etc.  ;  y  mas  particularmente  del  juez 
eclesiástico,  vicario  del  obispo,  y  por  antonomasia  del 
mismo  obispo.  Véase  Juez  ordinario. 

ORDINARIO.  Aplícase  á  la  provision  ó  auto  que  los 
jueces  libran  en  vista  de  la  petición  sola  de  la  parte;  y  se 
dice  así  por  la  frecuencia  y  orden  de  proveerse.  Úsase  de 
este  adjetivo  como  de  sustantivo  diciendo  :  pido  ó  deseo  la 
ordinaria;  y  se  entiende  la  provision  que  según  el  orden 
de  derecho  se  debe  y  suele  librar  para  que  se  haga  ó  eje- 
cute lo  que  la  parte  demanda. 

CRÍGEN.  La  ascendencia  ó  familia  de  donde  uno  pro- 
cede, y  también  la  patria  donde  se  ha  nacido  ó  donde  tuvo 
principio  la  familia.  El  que  no  tiene  padre  legitimo  sigue  el 
origen  de  su  madre.  No  se  puede  cambiar  de  origen  por 
error  ó  por  mentira  :  Errore  enim  ventas  originis  non  ad- 
tnitiilur,  nec  mendacio  dicenlis  se  esse  unde  non  sit  deponitur. 

ORIGINAL.  En  los  tribunales  se  llama  original  la  sala 
donde  tuvo  principio  y  se  radicó  algún  pleito. 

ORIGINAL .  La  escritura  pública  que  se  saca  inmedia- 
tamente del  protocolo  ó  registro,  es  decir,  la  primera  copia 
que  se  estrae  literal  y  fielmente  del  protocolo  por  el  escribano 
que  le  hizo ,  ó  bien  por  su  sucesor  ú  otro  que  esté  autori- 
zado para  ello  por  el  juez  competente  y  con  citación  de  las 
partes.  En  rigor  solo  el  protocolo  parece  debiera  llamarse 
original ,  porque  todo  lo  que  no  sea  protocolo  no  es  mas 
que  una  copia;  pero  se  da  el  nombre  de  original  á  la  copia 
que  se  saca  de  él,  porque  sale  inmediatamente  de  la  matriz 
como  de  su  origen,  y  también  para  distinguirla  de  las  co- 
pias, ejemplares,  trasuntos  ó  traslados  que  se  sacaren  de 
ella  sin  acudir  al  protocolo.  La  escritura  ó  instrumento  ori- 
ginal hace  plena  fe  enjuicio,  trae  aparejada  ejecución,  y 


no  puede  redargüirse  de  falsa  civilmente  sino  solo  criminal- 
mente en  caso  de  haberse  suplantado.  Véase  instrumento 
público. 

ORO.  Todas  las  alhajas  de  oro  que  se  fabriquen  han  de 
ser  indispensablemente  de  veinte  y  dos  quilates,  y  un  cuarto 
de  quilate  de  beneficio;  pero  si  fueren  menudas  sujetas  á 
soldadura,  como  veneras,  cajas,  estuches,  hebillas,  boto- 
nes, cajas  de  relojes,  y  todo  lo  que  vulgarmente  se  llama 
enjoyelado,  se  pueden  fabricar  de  la  ley  de  veinte  quilates 
y  el  cuarto  de  quilate  de  beneficio  :  bajo  la  inteligencia  de 
que  el  artífice  contraventor  incurre  en  la  pena  de  falsario  y 
en  la  de  pagar  el  oro  con  las  setenas,  esto  es,  el  siete  tanto. 
Por  lo  que  toca  á los  tiradores,  hiladores  y  batihojas,  el  ora 
que  empleen  en  sus  maniobras  debe  ser  de  toda  ley,  esta 
es,  de  veinte  y  cuatro  quilates  con  un  grano  de  beneficio; 
leyes  20,  21  y  22  ,  til.  10 ,  lib.  9,  Nov.  Roe,  ley  %%,  til.  10  , 
lib.  9 ,  Nov.  Rec.  Está  severamente  prohibida  la  estraccion 
del  oro  en  pasta  ó  moneda  á  reinos  estranjeros;  y  permitida 
libremente  su  introducción  (2).  Véase  Contrabando. 

OS 

OSTRACISMO.  Destierro  político  por  espacio  de  diez 
años  que  usaban  los  Griegos  con  aquellas  personas  que  te- 
nían gran  poder  y  crédito,  á  fin  de  que  no  aspirasen  á  qui- 
tar la  libertad  al  gobierno  ;  y  á  veces  para  quitar  los  zelos  y 
envidia  de  los  inferiores.  Llamábase  ostracismo,  porque 
cada  ciudadano  daba  su  voto  en  una  concha  de  ostra. 

OT 

OTOR.  Antiguamente  se  llamaba  así  la  persona  que  se 
designa  en  juicio  por  poseedora  ó  autora  de  alguna  cosa  para 
poder  ser  demandada;  y  otoría  era  la  designación  ó  nom- 
bramiento que  hace  en  juicio  alguno  á  quien  demandan  al- 
guna cosa  ó  le  atribuyen  haberla  hecho,  determinando  otra 
persona  contra  quien  como  autor  de  ella  se  deba  dirigir  la 
acción  ,  demanda  ó  pesquisa. 

OTORGAMIENTO.  El  permiso,  consentimiento ,  vo- 
luntad ,  licencia  ó  parecer  :  y  el  acto  de  otorgar  ó  hacer  un 
instrumento  ,  como  poder,  testamento ,  etc.  ;  de  consentir  ó 
conceder  lo  que  se  pide;  y  de  ofrecer,  estipular  ó  prometer 
con  autoridad  pública  el  cumplimiento  de  alguna  cosa. 

OTORGO.  En  lo  antiguo  se  daba  este  nombre  al  contrato 
esponsalicio  y  capitulaciones  matrimoniales. 

OTROSÍ.  Palabra  muy  usada  en  lo  forense  como  adver- 
bio y  como  sustantivo  :  como  adverbio,  en  lugar  de  ade- 
mas, demás  de  esto;  y  como  sustantivo,  para  designar 
cada  una  de  las  peticiones  ó  pretensiones  que  se  ponen  des- 
pués de  la  principal. 
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PACTO.  El  consentimiento  ó  acuerdo  de  dos  ó  mas  per- 
sonas sobre  una  misma  cosa  :  Paclio  est  duorum  vel  plurium 
in  idem  placilum  consensus.  La  palabra  pacto  viene  de  pac- 
cion,  y  de  aquí  el  nombre  de  paz;  mas  según  los  etímolo- 
gistas,  todas  estas  voces  tienen  un  origen  común,  es  á  sa- 
ber, su  analogía  y  consonancia  con  el  ruido  que  hacen  dos 
hombres  tocándose  las  manos  en  señal  de  paz,  de  amistad  y 

(1)  Las  aguas  de  la  capital  de  Méjico  se  conservan  y  distribu- 
yen en  mercedes  y  por  ramos,  con  arreglo  á  propia  ordenanza 
del  ramo  ,  bastante  sabia  ,  como  lo  son  también  todas  las  de  los 
gremios  que  se  conservan  en  el  archivo  de  la  ciudad. 


PA 

de  concierto.  El  pacto  entre  los  Romanos  no  producía  ac- 
ción ,  sino  solo  escepcion  ;  es  decir  que  si  uno  se  obligaba  á 
una  cosa  mediante  un  simple  pacto,  no  podia  ser  apremiado 
al  cumplimiento,  pero  si  la  cumplía  voluntariamente,  no  tenia 
ya  derecho  para  reclamar  lo  que  hubiese  dado  ó  ejecutado, 
porque  si  no  habia  contraído  obligación  civil,  la  había  con- 
traído natural,  lilas  entre  nosotros  no  hay  ya  vestigio  alguno 
de  la  diferencia  que  las  leyes  romanas  pusieron  entre  los 
pactos  y  los  contratos  :  lodo  pacto  serio  es  obligatorio,  por- 

(2)  En  la  república  de  Méjico,  por  las  leyes  de  9  do  enero  y  6 
de  junio  de  1 856,  con  otra  de  junio  de  1857. 
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que  la  fe  humana,  esto  es,  la  fidelidad  que  se  deben  mu- 
tuamente los  hombres,  exige  se  cumpla  todo  aquello  en 
que  se  hubieren  convenido,  mientras  no  se  opongan  las 
leyes  ni  las  buenas  costumbres  :  Quid  tam  congruum 
fidei  hnmanœ,  quàm  ea  quœ  ínter  eos  placnerunt  servare  ? 
«  Paresciendo ,  dice  la  ley  1,  tít.  1,  lib.  10  de  la  Novís. 
Recop.,  que  alguno  se  quiso  obligar  á  otro  por  promisión  ó 
por  algún  contrato  ó  en  otra  manera ,  sea  tenudo  de  cumplir 
aquello  que  se  obligó ,  y  no  pueda  poner  escepcion ,  que  no 
fué  hecha  estipulación ,  que  quiere  decir  prometimiento  con 
cierta  solemnidad  de  derecho ,  ó  que  fué  hecho  el  contrato  ú 
obligación  entre  ausentes,  ó  que  no  fué  hecho  ante  escri- 
bano público  ,  ó  que  fué  hecha  á  otra  persona  privada  en 
nombre  de  otros  entre  ausentes,  ó  que  se  obligó  alguno  que 
daria  otro  ó  haria  alguna  cosa;  mandamos  que  todavía  vala 
la  dicha  obligación  y  contrato  que  fuere  hecho,  en  cualquier 
manera  que  parezca  que  uno  se  quiso  obligar  á  otro.  »  Véase 
Obligación  y  Dación. 

PACTO  anticrético.  El  que  se  hace  entre  el  acreedor 
y  el  deudor  para  que  perciba  el  primero  por  via  de  intere- 
ses los  frutos  de  la  prenda  que  le  entrega  el  segundo,  hasta 
que  llegue  el  caso  de  que  este  le  satisfaga  el  importe  de  la 
deuda.  Llámase  anticrético  de  la  voz  griega  anlichresis  que 
significa  goce  ó  uso  contrario ,  porque  el  acreedor  disfruta 
de  la  heredad  ó  cosa  fructífera  del  deudor,  mientras  el  deu- 
dor disfruta  del  dinero  del  acreedor.  El  pacto  anticrético 
está  reprobado  por  la  ley  2,  tít.  13,  Part.  5,  la  cual  ordena 
que  el  que  perciba  esquilmo  ó  fruto  de  la  cosa  que  tuviere 
en  prenda,  debe  descontarlo  de  lo  dado  sobre  ella,  ó  resti- 
tuirlo á  su  dueño  (t).  Pero  es  de  observar  que  siempre  que 
sea  lícito  llevarse  interés  por  el  uso  del  dinero  en  razón  del 
daño  emergente  ó  lucro  cesante  ó  naciente,  será  también 
permitido  percibir  los  frutos  de  la  prenda  por  via  de  réditos 
ó  intereses,  con  tal  que  en  caso  de  haber  esceso  entre  los 
frutos  y  los  intereses  legítimos  se  haga  la  competente  reduc- 
ción ;  pues  no  seria  justo  que  el  acreedor  quedase  privado 
del  aprovechamiento  de  su  dinero  y  de  los  frutos  de  la  he- 
redad ,  mientras  el  deudor  disfrutaba  de  ambas  cosas.  La 
disposición  que  reprueba  el  pacto  anticrético,  no  puede 
apoyarse  sino  en  el  famoso  principio  de  Aristóteles  de  que 
el  dinero  es  estéril  y  no  produce  dinero:  Pecunia  slerilis 
est ,  et  nummus  nummum  non  paril.  Véase  ínteres  del  dinero 
y  Anlicrésis. 

PACTO  de  quota  litis.  El  que  hace  un  litigante  con 
otra  persona  ofreciéndole  cierta  parte,  v.  gr.  la  tercera  ó  la 
cuarta,  de  la  cosa  ligiosa,  si  se  encarga  de  seguir  el  pleito 
y  lo  gana.  Este  pacto  está  reprobado  ,  y  es  nulo  por  consi- 
guiente, cuando  se  hace  con  un  abogado  ,  quien  incurre  en 
la  pena  de  privación  de  oficio;  ley  14,  tít.  6,  Part.  5,Zef/22, 
til.  "1% ,  lib.  £},  Nov.  Rec.  ;  pero  parece  debe  ser  válido ,  ha- 
blando en  general ,  cuando  se  hace  con  un  tercero  que  ade- 
lanta la  suma  de  dinero  que  se  necesita  para  hacer  valer  el 
derecho  litigioso,  esponiéndose  á  perderla. 

PACTO   DE  ADICCION  Ó    SEÑALAMIENTO  DE  DÍA  (iN  DIEM 

(i)  El  pacto  anticrético,  que  en  el  texto  se  da  como  ilícito  en  el 
contrato  de  que  se  habla,  esta  permitido  en  la  república  de  Vene- 
zuela, porque  el  art.  2  de  la  ley  de  10  de  abril  de  1854  aprueba 
y  manda  guardar  todos  los  que  pongan  las  partes  en  cualquiera 
espe'cjtü  de  contratos,  sea  cual  fuere  el  ínteres  que  en  ellos  se  es- 
tipule ó  encierre. 

Como  que  dicho  pacto  anticrético  no  está  prohibido  por  otra 
razón  en  el  derecho  hispano  que  por  la  de  ser  usurario,  esta  cau- 
sa ha  desaparecido  en  la  república  de  Chile,  en  la  cual  es  lícito 
estipular  por  este  medio  el  interés  que  tengan  á  bien  los  contra- 
yentes;)' por  lo  tanto  puede  en  ella  celebrarse  el  contrato  de 
prenda  con  el  pacto  de  que  el  acreedor  gane  los  frutos  de  la  cosa 
empeñada  ;  ley  de  11  de  setiembre  de  1832. 


addictio).  El  que  en  un  contrato  de  venta  se  hace  á  veces 
entre  el  vendedor  y  el  comprador,  conviniéndose  ambos  en 
que  si  hasta  cierto  día  encuentra  el  vendedor  quien  le  ofrezca 
mas  precio  por  la  cosa  vendida,  pueda  retirarla  délas  ma- 
nos del  comprador  para  darla  al  segundo.  Este  pacto  es  vá- 
lido ;  y  si  efectivamente  se  halla  dentro  del  término  señalado 
quien  ofrezca  mas ,  debe  ser  preferido  por  el  mismo  precio 
el  primer  comprador,  quien  si  no  quisiere  aceptar  el  au- 
mento ha  de  volver  la  cosa  con  los  frutos  que  hubiere  per- 
cibido, deducidas  las  espensas,  quedando  nula  la  venta- 
pero  si  el  segundo  comprador  que  pujase  el  precio  ,  fuese 
hijo  del  vendedor,  ú  otro  que  por  su  consejo  procediere 
fraudulentamente,  no  estará  obligado  el  primero  á  volver  la 
cosa  ni  á  pagar  el  aumento  ;  ley  Ü0,  tít.  S,  Part.  5. 

PACTO  de  la  ley  comisoria.  El  que  se  hace  entre  el 
comprador  y  el  vendedor,  estipulando  que  si  no  se  paga  la 
cosa  hasta  cierto  dia  señalado,  se  deshaga  la  venta.  Si  el 
comprador  pues  no  entrega  todo  el  precio  ó  la  mayor  parte 
al  plazo  asignado,  queda  á  elección  del  vendedor  demandar 
el  precio  y  llevar  á  efecto  la  venta ,  ó  revocarla  y  retener 
para  sí  la  señal  ó  parte  de  precio  que  hubiere  recibido  :  y 
escogido  uno  de  estos  dos  medios,  no  podrá  después  arre- 
pentirse y  valerse  del  otro  ;  ley  58,  tít.  5,  Parí.  3.  En  tal 
caso ,  si  la  venta  se  deshace  y  el  vendedor  no  quiere  volver 
la  señal  ó  parte  de  precio  que luibiere  recibido,  no  debe 
haber  los  frutos  de  la  cosa  percibidos  por  el  comprador  ; 
pero  si  aquel  los  quisiere  restituyendo  la  señal  ó  parte  de 
precio ,  será  obligado  à  pagar  los  gastos  de  su  recolección; 
dicha  ley  58.  Si  deshecha  la  venta  ,  resulla  la  cosa  deterio- 
rada por  culpa  del  comprador  en  el  tiempo  que  la  tuvo,  de- 
berá este  reintegrar  al  vendedor  su  perjuicio;  ley  58,  al 
fin.  Este  pacto  se  llama  de  la  ley  comisoria,  porque  los  pactos 
son  leyes  de  los  contratos  ,  y  llegado  el  caso  convenido  por 
el  comprador  y  vendedor  se  vuelve  á  este  la  cosa  vendida, 
res  venditori  commiltilur. 

PACTO  comisorio.  La  convención  hecha  entre  el  acree- 
dor y  el  deudor,  por  la  cual  resuelven  que  si  el  deudor  no 
satisface  la  deuda  en  el  término  prefijado ,  se  quede  el 
acreedor  con  la  prenda  haciéndola  suya  por  solo  lo  que 
tiene  dado  sobre  ella.  Este  pacto  está  reprobado,  porque 
como  dice  la  ley,  si  valiera  ,  no  querrían  los  que  prestan 
dinero  á  otros  sobre  peños  hacerlo  de  otra  manera,  y  los 
que  reciben  apurados  de  su  pobreza  consentirían  en  el  pacto, 
aunque  conociesen  ser  en  daño  suyo.  Pero  es  válido  el  pacto 
de  que  no  desempeñando  el  deudor  hasta  cierto  dia  la  cosa 
dada  en  prenda ,  quede  vendida  al  acreedor  pagando  este 
sobre  lo  que  ya  hubiere  dado  lo  que  valiere  de  mas  según 
justiprecio  de  hombres  buenos;  ley  41,  tít.  5,  Part.  S. 

PACTO  de  retrovendendo.  El  que  se  hace  entre  el 
comprador  y  vendedor,  estipulando  que  volviendo  este  el 
precio  recibido  haya  de  recobrar  la  cosa  vendida;  ley  W2, 
til.  5,  Part.  S.  El  cumplimiento  de  este  pacto  de  parte  del 
vendedo'r  se  llama  redención,  y  de  parte  del  comprador  rc- 
trovenla.  El  derecho  de  redimir  es  perpetuo,  según  unos,  do 
suerte  que  siempre  que  el  vendedor  ó  sus  herederos  quieran 
recobrar  la  cosa  vendida,  podrán  compeler  al  comprador  ó  los 
suyos;  Ant.  Gómez,  Variar.,  lib.  2,  cap.  2,«.  28;  pero  según 
otros,  solo  dura  veinte  años,  poruue  este  es  el  tiempo  ea 
que  se  prescriben  las  acciones  personales;  a  no  ser  que  so 
hubiese  fijado  el  término  por  los  contrayentes ,  en  cuyo  caso  v 
aun  suele  concederse  el  de  veinte  años  por  los  tribunales  si 
no  hay  antes  interpelación  de  parte  del  comprador;  pues  si 
la  hay  se  observa  la  coartación  puesta  en  el  pacto,  y  si  el 
vendedor  no  escoge  el  medio  de  la  redención  ,  queda  el 
comprador  con  el  dominio  libre  y  absoluto  de  la  cosa;  Gómez, 
allí,  núms.  27,  28  y  29.  Como  ¡a  acción  para  obligar  al 
comprador  á  la  retroventa  es  meramente  personal ,  por  salir 
de  solo  el  contrato,  no  puede  intentarse  contra  tercer  po- 
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seedor  à  quien  hubiese  pasado  la  cosa  vendida ,  y  solo  podrá 
precisarse  en  tal  caso  al  primer  comprador  á  la  satisfacción 
délos  perjuicios,  que  se  sigan  al  vendedor  por  no  resti- 
tuírsele la  cosa,  á  no  ser  que  se  hubiere  puesto  la  condición 
de  que  no  pudiese  venderse  á  otro  pendiente  el  tiempo  de 
la  redención ,  porque  entonces  ,  siendo  nula,  la  segunda 
venta ,  estará  obligado  el  primer  comprador  á  su  recobro  y 
relroventa. 

PACTO  de  sücederse  mutuamente.  El  pacto  ó  pro- 
mesa que  se  hacen  dos  personas  de  sücederse  ó  heredarse 
la  una  á  la  otra  :  Paclum  ad  invicem  succedendo.  Este  pacto 
está  reprobado  por  la  ley  así  entre  marido  y  mujer,  como 
entre  otras  personas,  para  evitar  que  alguno  de  los  con- 
trayentes maquine  la  muerte  del  otro,  y  para  que  el  hom- 
bre no  se  prive  de  la  facultad  de  testar  libremente;  ley  33, 
tit.  11,  Part.  b.  Tampoco  es  válido  el  pacto  de  dividirse  la 
herencia  que  se  espera  de  cierta  y  determinada  persona,  por 
militar  igual  razón  ;  pero  lo  es  cuando  recae  sobre  herencia 
de  persona  incierta.  De  aquí  no  debe  deducirse  que  sea 
también  nulo  el  testamento  recíproco,  en  que  dos  se  insti- 
tuyen mutuamente  herederos ,  pues  no  es  irrevocable,  como 
lo  seria  el  pacto  de  suceder;  Gómez,  en  la  ley  22  de  Toro. 

PADRASTRO.  El  hombre  casado  con  mujer  que  tiene 
hijos  de  otro  matrimonio  ,  respecto  de  los  cuales  se  le  da 
este  nombre.  El  padrastro  que  tuviere  al  entenado  en  su 
casa,  dándole  de  comer  y  demás  necesario,  puede  cobrar 
de  sus  bienes  tales  espensas  ,  protestando  que  las  hacia  con 
este  ánimo;  pero  si  se  sirviere  de  él ,  no  debe  haberlas,  por 
cuanto  el  servicio  se  descuenta  en  ellas,  y  solo  podrá  rein- 
tegrarse de  las  que  hiciere  en  la  recaudación  y  beneficio  de 
sus  cosas  ;  ley  37,  lit.  12,  Part.  S.  Y  si  el  entenado  ó  hijastro 
fuese  tan  medrado,  aplicado  y  robusto  como  los  criados  que 
ademas  de  la  comida  ganan  soldada,  se  le  debe  abonar 
también  según  el  arbitrio  del  juez.  Los  bienes  del  padrastro 
están  obligados,  igualmente  que  los  de  la  madre  tutora,  á 
las  resultas  de  la  administración  que  esta  tuviere  de  la  tu- 
tela de  sus  hijos  ;  ley  26,  lit.  15,  Part.  b. 

PADBE.  El  hombre  que  tiene  hijos.  El  padre  tiene  obli- 
gación de  criar  los  hijos, suministrándoles  todo  lo  necesario 
para  vivir,  como  la  comida ,  vestido  y  habitación ,  según  su 
riqueza  y  facultades;  y  puede  el  juez  del  pueblo  apremiarle 
á  que  así  lo  cumpla.  Del  mismo  modo  están  obligados  los 
hijos  á  proveer  y  ayudar  á  sus  padres  en  cuanto  puedan  y 
estos  necesiten  ;  y  si  el  hijo  durante  su  crianza  contrajere 
deuda  sin  mandato  ni  utilidad  del  padre  ,  no  será  este  res- 
ponsable á  su  pago;  ley  2,  til.  19,  Part.  U.  Debe  la  madre 
criar  los  hijos  menores  de  tres  años,  salvo  si  no  pudiere  por 
ser  pobre;  en  cuyo  caso,  y  en  el  de  pasar  de  dicha  edad, 
ha  de  criarlos  el  padre;  y  sean  mayores  ó  menores  de  1res 
años ,  si  el  matrimonio  de  separare  por  alguna  justa  causa 
el  culpado  debe  costear  su  crianza,  y  correr  esta  al  cuidado 
y  bajo  la  tutela  del  otro  cónyuge  ;  y  en  tal  caso ,  si  la  tuviere 
la  madre  y  se  casare,  debe  pasar  al  padre  su  tutela  y 
crianza;  ley  5,  lit.  19,  Part.  h.  Si  el  culpado  en  la  sepa- 
ración del  matrimonio  fuese  pobre  y  el  otro  rico ,  este  debe 
costear  la  crianza  de  los  hijos;  y  siendo  ambos  pobres,  será 
obligado  á  hacerlo  cualquiera  de  los  abuelos  ó  bisabuelos 
que  sea  rico,  por  la  misma  razón  que  á  estos  ,  si  vinieren 
á  pobreza  ,  deben  proveerles  sus  nietos  y  biznietos;  ley  h  , 
til.  19,  Part.  U.  A  los  hijos  legítimosy  á  los  naturales  deben 
criarlos  sus  padres  y  ascendientes  de  ambas  líneas;  pero  á 
los  adulterinos,  incestuosos,  etc., solo  son  obligadas  las  ma- 
dres y  ascendientes  de  ellas  teniendo  con  que  hacerlo;  mas 
no  los  paternos,  sino  es  que  quieran  por  gracia,  como  po- 
drían practicarlo  con  otros  estraños ,  por  evitar  su  muerte  : 
y  es  la  razón  de  esta  diferencia  la  certeza  de  la  madre ,  y  la 
duda  respecto  del  padre  en  tales  hijos  ;  ley  b,  tit.  19,  Parí  h. 
—  Cuando  el  hijo  es  ingrato  ó  desconocido  para  con  el  padre, 


ó  el  padre  para  con  el  hijo,  como  si  le  acusare  de  cosa  porque 
merezca  muerte  ,  deshonra  ó  pérdida  de  bienes,  cesa  en  el 
padre  la  obligación  de  criar  al  hijo,  y  en  este  la  de  proveer 
á  su  padre  :  también  cesa  en  el  uno,  cuando  el  otro  tuviere 
con  que  vivir,  ú  oficio  honesto  de  que  proveerse.  Si  el  hijo, 
que  tiene  obligación  de  mantener  al  padre  ,  le  deshereda  en 
su  testamento  por  alguna  justa  causa,  é  instituye  á  un  estraño 
por  heredero,  no  será  este  obligado  à  darle  alimentos,  sino 
en  caso  devenir  á  muy  grande  pobreza;  ley  6,  tit.  19, 
Part.  U.  —  Si  demandando  el  hijo  la  crianza  y  demás  nece- 
sario al  padre  en  concepto  de  serlo,  este  se  escusa  negando 
que  lo  sea ,  debe  en  tal  duda  el  juez  del  pueblo  averiguar 
de  oficio  la  verdad  llanamente,  sin  las  dilaciones  y  forma  de 
juicio  que  exigen  los  demás  pleitos ,  atendiendo  á  la  fama  de 
los  vecinos  del  lugar,  ó  al  juramento  del  hijo  ó  á  otros  modos 
de  saberla;  y  resultando  indicios  de  ella,  debe  mandar  que 
lo  crie  y  provea  ;  quedando  salvo  su  derecho  á  las  dos  partes 
para  probar  en  cuanto  á  la  filiación;  ley  7,  tit.  19,  Part.  ft. 
Véase  Alimentos. 

El  padre  tiene  potestad  sobre  los  hijos  legítimos  ,  y  en  su 
virtud  puede  sujetarlos,  corregirlos  y  castigarlos  moderada- 
mente, ley  9,  lit.  8,  Part.  H,  y  ley  18,  tit.  18,  Part.  U;  y 
hace  suyos  por  la  misma  razón  los  bienes  profeclicios  de  ellos 
en  cuanto  al  usufructo  y  la  propiedad  ,  los  adventicios  solo 
en  cuanto  al  usufructo ,  pero  no  los  castrenses  ni  cuasi  cas- 
trenses ,  los  cuales  son  en  todo  de  los  mismos  hijos  ;  leyes  b , 
6y7,  til.  17,  Part.  II.  El  padre  puede  enajenar  con  justa 
causa  los  bienes  adventicios  de  los  hijos ,  sin  necesidad  de 
decreto  de  juez,  y  no  está  obligado  á  hacer  inventario  so- 
lemne de  ellos;  pero  si  quiere  volverse  à  casar,  debe  hacer 
descripción  ante  escribano  y  dos  testigos  á  presencia  de  los 
hijos  siendo  capaces,  ó  bien  sin  escribano  relación  indivi- 
dual jurada  y  firmada  ;  ley  21 ,  tit.  13,  Part,  b  ;  Gómez,  lib.  % 
Variar.;  Grey.  López,  cap.  Vi,  comenl.  à  la  ley  /i8  de 
Toro.  En  caso  de  que  no  tenga  el  usufructo  ,  por  ser  cas- 
trenses ó  cuasi  castrenses  los  bienes  ó  por  estar  casados  ó 
emancipados  los  hijos,  debe  entonces  inventariarlos,  puesto 
que  tiene  que  dar  cuentas.  Véase  Bienes  adventicios,  Profec- 
licios, Castrenses  y  Cuasi  castrenses.  —  Antiguamente  podía 
el  padre  por  efecto  de  su  potestad  vender  y  empeñar  el  hijo, 
en  caso  de  que  oprimido  del  hambre  ó  déla  pobreza  no  pu- 
diera socorrerse  por  otro  medio,  para  evitar  la  muerte  de 
ambos;  y  en  tal  caso  tenia  derecho  de  libertarlo  después, 
devolviendo  al  comprador  el  mismo  precio  y  lo  que  mas 
valiese  el  hijo,  según  peritos,  por  haberle  enseñado  alguna 
ciencia  ú  oficio  ó  gastado  en  que  lo  aprendiese;  leyes  8 y  9, 
til.  17,  Part.  U  :  pero  en  el  dia  ha  cesado  el  referido  poder 
de  los  padres,  que  por  otra  parte  es  contrario  alas  costum- 
bres; Esdras,  2,  cap.  b. 

El  padre  que  pasa  á  segundas  nupcias  ,  así  como  la  madre, 
debe  reservar  para  los  hijos  del  primer  matrimonio  tocios  los 
bienes  que  por  titulo  lucrativo  hubiere  adquirido  déla  mujer 
difunta;  los  que  hubiese  heredado  ab  intestato  de  cualquiera 
de  los  propios  hijos,  con  tal  que  este  los  hubiese  heredado 
antes  de  su  madre,  ley  3,  til.  12,  Parí,  ¡l ,  íej/26,  til.  13, 
Pari,  o ,  y  ley  \  ,  lit .  2 ,  lib.  3 ,  Fuero  Real  ;  y  según  algunos 
jurisconsultos  ,  los  que  le  hubiesen  dado  los  parientes  y 
amigos  de  la  difunta  mujer  por  consideración  á  esta  :  todo 
en  la  forma  y  con  las  escepciones  que  se  han  indicado  en  el 
artículo  Bienes  reservables.  —  En  cuanto  á  la  obligación  que 
tiene  el  padre  de  dotar  á  las  hijas,  y  de  hacer  á  los  hijos 
donaciones  propter  nuplias,  véase  Donación  y  Dote  en  sus 
diferentes  artículos.  —  Por  lo  que  respecta  á  los  derechos 
recíprocos  de  sücederse  los  padres  y  los  hijos,  así  por  tes- 
tamento como  ab  intestato,  véase  Ascendientes ,  Descen- 
dientes, Herederos  é  Hijos  en  sus  diferentes  artículos  ,  Legí- 
tima  y  Mejora.  —  Otros  derechos  y  obligaciones  entre 
padres  é  hijos  pueden  verse  en  los  artículos  Hijo  emancipado 
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ê  Hijo  de  familias,  Véase  también  Filiación,  Paternidad, 
Parlo  y  Patria  potestad. 

PADRE  de  familia.  La  cabeza  de  la  casa  y  familia,  que 
la  rige  y  gobierna,  tenga  ó  no  tenga  hijos;  ley  G,  lit.  53, 
Part.  7  :  Pater  aulem  familias  appellalur  qui  in  domo  domi- 
nium  habet,  quamvis  filium  non  habeal.  Puede  por  tanto  ser 
padre  de  familias  el  que  no  está  bajo  la  patria  potestad, 
aunque  sea  impúber  :  Dcnique  et  pvpillum  palrem  familias 
appellamus.  El  hijo  emancipado  es  padre  de  familias  :  Idem- 
que  eveniet  el  in  eo  qui  emancipaius  est ,  nam  et  hic  suijuris 
effectus  propriam  familiam  habet.  También  lo  es  el  bijo  que 
está  constituido  en  dignidad  ó  ejerce  los  honores  públicos; 
y  en  fin  todo  hijo  se  considera  padre  de  familias  por  lo  que 
hace  á  su  peculio  castrense  ó  cuasi  castrense. 

PADRE  adoptivo.  El  que  ha  adoptado  hijo  ajeno  parti- 
cipándole los  derechos  de  propio.  Véase  Adoptante,  Arro- 
bador é  Hijo  adoptivo. 

PADRES  putativo.  El  que  es  tenido  y  reputado  por 
padre,  sin  serlo  realmente  :  Paler  is  est  quem  juslœ  ntiptiœ 
demonslrant.  Véase  Matrimonio  putativo. 

PADRES.  Bajo  este  nombre  tomado  en  plural  se  entiende 
no  solo  el  padre ,  sino  también  la  madre  ;  y  aun  á  veces  los 
abuelos  y  demás  progenitores  de  una  familia.  Hablando  en 
general,  debe  estenderse  à  la  madre  lo  que  se  dice  del 
padre  ,  esceplo  aquellas  cosas  en  que  hay  diferencia,  como 
por  ejemplo,  en  la  patria  potestad,  que  compete  al  padre 
y  no  á  la  madre  ;  mas  aunque  sea  diferente  su  poder,  debe 
ser  igual  el  amor  que  los  hijos  profesen  á  los  dos  ,  igual  su 
respeto  y  obediencia ,  é  igual  el  celo  por  servirlos  :  Una 
omnibus  parentibus  servanda  reverenlia.  Los  padres  gozan 
del  beneficio  de  competencia  con  respecto  á  sus  hijos ,  y  vice 
versa. 

PADRINO.  El  que  tiene  al  niño  ó  niña  en  la  pila  mientras 
le  bautizan,  y  el  que  le  asiste  en  la  confirmación.  El  padrino 
contrae  parentesco  espiritual  con  el  bautizado  ó  confirmado 
y  con  sus  padres ,  de  modo  que  no  puede  casarse  con  ellos , 
según  lo  dispuesto  en  el  concilio  de  Trento,  sess.  Ti  de 
reform.  malr.,  cap.  2;  ley  7  ,  lit.  h,  Part',  1  ;  leyes  1  y  %, 
lit.  7,  Part.  II. 

PADSON.  La  nómina  ó  lista  que  se  hace  en  las  ciudades, 
villas  y  lugares  para  saber  por  sus  nombres  el  número  de 
vecinos  contribuyentes  para  los  tributos  y  pechos  reales;  — 
la  columna  de  piedra  con  una  lápida  ó  inscripción  de  alguna 
cosa  que  conviene  sea  perpetua  y  pública;  —  y  la  nota  pú- 
blica de  infamia  ó  desdoro  que  queda  en  la  memoria  por 
alguna  acción  mal  hecha. 

PAGA  (1).  La  satisfacción  ó  prestación  délo  que  se  debe 
dar  ó  hacer  ;  ley  1 ,  lit.  ih ,  Part.  8.  Esta  palabra  se  aplica 
vulgarmente  al  cumplimiento  de  la  obligación  de  dar;  pero 
aquí  se  estiende  al  de  todas  las  demás ,  de  modo  que  no  es 
otra  cosa  que  el  cumplimiento  de  una  obligación.  Si  te  obli- 
gaste, por  ejemplo,  á  fabricarme  una  casa,  la  construcción 
de  ella  es  la  paga  ó  desempeño  de  tu  obligación.  Mas  ¿cuáles 
son  las  condiciones  que  se  requieren  para  que  la  paga  sea 
válida  ,  de  modo  que  el  deudor  quede  exonerarlo?  ¿Quién 
ha  de  pagar,  á  quién  ,  qué ,  dónde ,  cómo  y  cuándo  ?  ¿  Quis , 
\uid ,  ubi ,  cuinam  persolvet ,  quomodo  ,  quand  o  ? 

¿  Quién  puede  hacer  la  paga  ?  Quis?  El  deudor,  ó  cual- 
juiera  persona  interesada,  como  el  coobligado  ó  el  fiador; 
/  aun  puede  hacerla  un  tercero  que  no  tenga  interés,  con 
<al  que  la  haga  en  nombre  del  deudor,  ó  que  si  la  hace  en  su 
propio  nombre  no  se  subrogue  en  los  derechos  del  acreedor  ; 
■  ley  ó,  til.  y  Pari.  cil.  Puede  el  tercero  hacer  la  paga  ,  aun- 
que el  deudor  lo  ignore ,  y  aunque  sabiéndolo  lo  contradiga  ; 
y  en  todos  casos  quedan  libres  para  con  el  acreedor  no  solo 

(1  )  Soln-o  la  materia  de  este  artículo  trata  estén  sa  mente  la  Cur. 
Filíp.,  lib.  3,  com.  ten1.,  cap.  7,  Paga 


el  deudor,  sino  también  los  fiadores  y  las  prendas  ó  hipo- 
tecas ;  ley  1  cil.  Dijimos  que  si  la  hace  en  su  nombre  pro- 
pio, no  ha  de  quedar  subrogado  en  los  derechos  del  acree- 
dor; pues  si  solo  paga  por  ponerse  en  lugar  de  este  y  hacer 
pasar  el  crédito  á  su  persona  ,  no  queda  estinguida  la  deuda, 
y  no  hay  maS  que  mudanza  de  acreedor.  Mas  por  el  contrario, 
cuando  el  tercero  no  se  hace  subrogar  en  los  derechos  del 
acreedor,  se  estingue  enteramente  la  deuda  por  la  paga  que 
hace  él  mismo.  Y  ¿tendrá  el  tercero  en  tal  caso  alguna  acción 
para  pedir  al  deudor  lo  que  ha  pagado  por  él?  No  tendrá 
seguramente  la  que  resultaba  de  la  obligación  primitiva  , 
puesto  que  no  se  ha  revestido  délos  derechos  del  acreedor; 
pero  parece  claro  y  evidente  que  tiene  una  nueva  acción, 
como  neqoliorum  gestor  por  haber  desempeñado  un  negocio 
del  deudor,  ó  como  su  mandatario  tácito.  Si  ha  pagado  pues 
diez  mil  reales  v.  gr.,  podrá  reclamarlos  del  deudor  á  quien 
ha  exonerado;  pero  si  la  deuda  primitiva  estaba  garantizada 
con  hipotecas,  no  tendrá  derecho  para  perseguirlas,  porque 
seconsideranestinguidascon aquella; ley  11,  til.  L2,  Part.3. 

—  La  obligación  de  hacer  no  puede  cumplirse  por  un  tercero 
contra  la  voluntad  del  acreedor,  cuando  este  último  tiene 
interés  en  que  se  cumpla  por  el  mismo  deudor  personal- 
mente. Poco  importa  al  acreedor  que  la  obligación  de  dar  ó 
entregar  una  cosa  se  cumpla  por  el  uno  ó  por  el  otro ,  con 
tal  que  la  cosa  sea  entregada  ;  pero  no  puede  decirse  otro 
tanto  de  la  obligación  de  hacer.  Así  que  ,  si  un  hábil  pinl  r 
se  ha  obligado  á  hacerme  un  retrato,  no  puede  hacerlo  eje- 
cutar por  otro  contra  mi  voluntad. 

¿  A  quién  ha  de  hacerse  la  paga?  Cuinam  ?  Â1  acreedor,  á 
no  ser  que  esté  acusado  de  crimen  por  que  pueda  perder  su 
persona  y  bienes  ;  —  ó  á  su  procurador  ó  mayordomo  puesto 
para  recibir,  recaudar  y  administrar  todos  sus  bienes;  —  ó 
á  su  mandatario  que  tenga  poderes  al  efecto ,  mas  no  al  que 
solamente  los  tenga  para  pedir  en  juicio  la  deuda;  —  ó  á 
un  tercero  designado  en  la  convención ,  á  no  ser  que  despurs 
hubiese  mudado  de  estado,  haciéndose  religioso,  ó  siendo 
deportado  para  siempre,  ó  pasando  á  poder  de  otro  por 
adopción  ó  esclavitud;  —  ó  á  la  persona  que  estuviese  au- 
torizada por  la  justicia  ó  por  la  ley  ;leyo,  til.  Ul ,  Parí.  ';:. 

—  La  paga  hecha  al  que  no  tiene  poder  para  recibirla  por 
el  acreedor,  es  válida  si  este  la  ratifica  ó  se  aprovecha  de 
ella  ,  como  por  ejemplo  ,  en  el  caso  de  que  la  cosa  pagada 
se  hubiese  empleado  en  su  utilidad  ,  ó  de  que  la  haya  en- 
contrado en  la  sucesión  de  su  padre  que  la  habia  recibido 
sin  poder  y  falleció  después;  dicha  ley  S.  —  La  paga  hecha 
de  buena  fe  al  que  se  halla  en  posesión  del  crédito,  es  tam- 
bién válida  ,  aunque  el  poseedor  sea  despojado  después  por 
la  eviccion  :  si  muriendo  mi  acreedor,  por  ejemplo  ,  y  po- 
niéndose en  posesión  desús  bienes  uno  de  sus  parientes,  lo 
pago  yo  mi  deuda,  queda  enteramente  libre  y  exonerado  , 
aunque  se  presente  después  otro  pariente  mas  próximo  que 
le  venza  y  le  despoje,  porque  todo  poseedor  se  presume 
propietario  ,  possessor  por  domino  habetur  ;  mas  es  preciso 
que  yo  haya  pagado  de  buena  fe,  creyendo  realmente  que 
el  poseedor  del  crédito  era  su  dueño.  —  No  es  válida  la 
paga  que  se  hace  á  un  acreedor  incapaz  de  recibirla;  y  asi 
para  que  sea  segura  la  que  se  hace  à  un  menor  de  veinte  y 
cinco  años ,  se  ha  de  hacer  á  este  ó  á  su  curador  con  licen- 
cia ó  mandato  del  juez;  pues  de  otro  modo,  si  jugare,  mal- 
gastare ó  perdiere  lo  pagado,  se  le  habría  de  entregar  de 
nuevo  ;  entendiéndose  lo  mismo  respecto  del  loco,  desme- 
moriado ,  ó  disipador  de  sus  bienes  que  tenga  curador  de 
ellos;  ley  l\ ,  lit.  ih,  Parí.  b. 

¿Qué  es  lo  que  se  ha  de  pagar?  Quid  ?  La  misma  cosa 
que  se  debe,  porque  no  se  puede  forzar  al  acreedor  á  reci- 
bir una  cosa  por  otra,  aunque  el  valor  de  lo  ofrecido  sea 
igual  ó  mayor  :  Aliud  pro  alio  ,  imito  credilore  ,  solví  non 
polcst  ;  pero  si  acaeciese  que  el  deudor  no  pudiese  pagar 
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la  misma  cosa  que  debia,  podrá  dar  otra  según  el  arbitrio 
del  juez  ;  y  si  la  obligación  fuere  de  hacer  alguna  cosa  ,  y  el 
deudor  no  pudiere  hacerla  del  modo  que  prometió,  la  de- 
berá hacer  de  otro,  también  según  el  arbitrio  del  juez,  sa- 
tisfaciendo ademas  los  daños  y  perjuicios  ocasionados  por 
tal  defecto;  ley  b,  til.  14,  Part.  ti.  —  El  deudor  de  un 
cuerpo  cierto  y  determinado,  como  v.  gr.  de  tal  caballo, 
del  trigo  que  existe  en  tal  granero,  de  tal  tonel  de  vino, 
cumple  con  dar  la  cosa  en  el  estado  en  que  se  halla  al  tiempo 
de  la  entrega,  sin  ser  responsable  del  deterioro  que  no  pro- 
venga de  su  culpa  ó  después  de  estar  en  mora  ;  y  si  la  deuda 
es  de  una  cosa  que  no  está  determinada  sino  por  su  es- 
pecie, como  v.  gr.  un  caballo,  tanta  cantidad  de  trigo, 
un  tonel  de  vino,  no  está  obligado  el  deudor  á  darla  de  la 
mejor  calidad,  ni  tampoco  puede  ofrecerla  de  la  peor; 
ley  <3,  Hit.  11 ,  y  ley  9,  til.  14,  Part.  b.  —  Si  la  cosa  se 
pierde  ó  muere  sin  fraude  ni  culpa  del  deudor,  antes  del 
plazo  asignado  para  darla,  ó  á  falta  de  este ,  antes  que  el 
acreedor  la  demande  en  juicio ,  se  estingue  la  deuda  ;  pero 
si  la  muerte  ó  pérdida  ocurriere  por  su  culpa  ó  engaño , 
será  obligado  á  pagar  la  estimación  de  ella. 

¿En  dónde  se  ha  de  hacer  la  paga  ?  Ubi  ?  En  el  lugar  de- 
signado por  la  convención  ;  y  no  habiéndose  designado  ,  en 
el  lugar  en  que  estaba  la  cosa  debida  al  tiempo  de  la  obli- 
gación ,  cuando  consiste  en  un  cuerpo  cierto  y  determina- 
do :  si  yo  le  vendí,  por  ejemplo,  el  trigo  que  tenia  encerrado 
en  mi  granero,  allí  es  donde  te  lo  habré  de  entregar,  no 
habiendo  pacto  contrario  ;  ley  2b,  til.  11 ,  Part,  b,  y  ley  2, 
lit.  55,  Part.  7  (I).  Fuera  de  estos  dos  casos  ,  la  paga  debe 
hacerse  en  el  domicilio  del  deudor,  porque  en  la  duda  las 
cláusulas  se  interpretan  en  su  favor.  — Los  gastos  de  la  paga 
son  de  cargo  del  deudor,  así  los  que  ocurren  en  el  trasporte 
de  la  cosa  desde  el  lugar  donde  se  halla  hasta  el  lugar  en 
que  debe  entregarse,  como  los  que  tienen  por  objeto  hacer 
constar  el  cumplimiento  de  la  obligación,  v.  gr.  los  del 
recibo,  finiquito,  carta  de  pago  ó  escritura. Véase  Layar. 

¿  Cómo  se  ha  de  hacer  la  paga?  Quomodo  ?  Del  modo  que 
se  hubiere  estipulado,  parcial  ó  totalmente;  y  no  habién- 
dose tratado  nada  sobre  este  punto,  se  ha  de  pagar  preci- 
samente por  entero  ,  de  manera  que  no  se  podrá  forzar  al 
acreedor  á  recibir  por  partes  la  deuda,  aunque  cea  divisi- 
ble; y  si  el  deudor  no  pudiere  pagarla  de  una  vez  ,  habrá 
de  satisfacerla  del  mejor  modo  que  le  sea  posible ,  indemni- 
zando ademas  al  acreedor  de  los  daños  y  perjuicios  que  se 
le  siguieren.  Si  el  acreedor  no  quisiere  recibir  la  paga , 
puede  el  deudor  ofrecérsela  en  el  tiempo  y  forma  corres- 
pondientes, delante  de  hombres  buenos,  ó  ante  el  juez  como 
se  acostumbra,  y  depositarla  en  seguida  con  aprobación  de 
este  en  paraje  seguro  ,  con  lo  cual  queda  libre  de  la  obliga- 
ción ,  y  del  peligro  de  la  cosa,  que  si  se  pierde  después,  se 
pierde  para  el  acreedor;  ley  8,  lit.  14,  Part.  b.  Véase 
Oferta  y  Consignación.  Si  el  deudor  se  resistiere  á  hacer  la 
paga,  no  puede  el  acreedor  apremiarle  por  sí  ni  tomarle 
prenda  sin  mandato  del  juez  ,  á  no  ser  que  así  se  hubiese 
dispuesto  en  la  convención  :  en  caso  contrario ,  debe  resti- 
tuir lo  cobrado  por  fuerza,  y  pierde  su  derecho  á  1-a  deuda; 
y  si  solo  hubiere  prendado  por  razón  de  ella,  volverá  la 
prenda  doble  al  deudor,  y  este  no  está  obligado  á  respon- 
derle hasta  reintegrarse;  ley  14,  til.  14  ,  Part.  S. 

¿Cuándo  se  ha  de  hacer  la  paga?  Quando  ?  En  el  tiempo 
convenido ,  ó  en  el  que  se  presuma  que  el  deudor  quiso 
obligarse  á  hacerla,  según  las  circunstancias.  El  obligado  á 
dar  ó  hacer  lo  prometido  en  cierto  plazo ,  no  se  puede  escu- 
sar,  aunque  el  acreedor  no  lo  demande  :  Dies  interpellât 

(1)  Véase  al  P.  Murillo,  lil>.  5  ,  t.  23,  de  solulionibus  :  solulio 
quid  sit ,  ù  <¡uo  ,  ciu  ,  in  qua  monda ,  guo  tempore  et  loco  fieri 
debeat. 


pro  homine;  ley  8,  tít.  14,  Part.  S.  El  plazo  se  presumo 
establecido  á  favor  del  deudor;  y  así  es  que  este  puede  re- 
nunciarlo, y  ofrecer  la  paga  al  acreedor  antes  de  su  venci- 
miento; pero¿  puede  forzarse  á  este  á  recibirla  (2)?  Sostienen 
algunos  autores  que  así  como  no  puede  obligarse  al  deudor 
á  pagar  antes  del  plazo,  tampoco  puede  apremiarse  al  acree- 
dor á  la  aceptación  de  la  paga  antes  de  dicho  tiempo,  según 
la  regla  de  que  pacta  dant  legem  conlraclibus ;  mas  parece 
que  el  acreedor  debe  tomar  la  cosa  debida  aun  antes  del 
vencimiento  del  término /acore  liberalionis ,  con  tal  que  c\p 
ello  no  se  le  siga  perjuicio,  ó  no  se  deduzca  de  la  naturalez 
ó  circunstancias  del  contrato  que  el  plazo  se  estipuló  en  si  / 
favor.  | 

El  que  debe  diferentes  sumas  á  un  mismo  acreedor,  tieni  i 
derecho  de  declarar  cuando  paga  cuál  es  la  deuda  qus 
quiere  estinguir  :  si  calla ,  se  imputará  la  cantidad  pagada  i 
la  deuda  que  elija  el  acreedor  sin  contradicción  del  deudor: 
si  ninguno  la  señala,  se  aplicará  á  la  mas  gravosa  por  razón 
de  pena ,  réditos  ó  intereses  ;  y  si  son  iguales,  á  todas  pro- 
porcionalmente,  aunque  parece  natural  se  aplique  á  la  mas 
antigua ,  esto  es,  á  la  que  haga  mas  tiempo  que  ha  vencido, 
como  disponía  el  derecho  romano;  ley  10,  til.  14,  Part:  b, 
y  ley  58,  tít.  Ib,  Parí.  b. — El  deudor  que  no  tiene  bastante 
caudal  para  pagar  todas  sus  deudas  por  entero,  suele  pedir 
espera  ,  moratoria  ó  quita  ,  ó  hace  cesión  de  bienes  á  sus 
acreedores.  —  Véase  Obligación  en  sus  diferentes  artículos , 
Acreedores  ,  Concurso  de  acreedores ,  Graduación  de  acree- 
dores ,  Cesión  de  bienes ,  Espera  ,  Moratoria  y  Quita. 

PAGA    INDEBIDA    Ó    PAGA   DE    LO    QUE    NO   SE  DEBE.  Un 

cuasi  contrato  por  el  cual  pagando  uno  por  yerro  una  cosa 
que  no  debe  ,  queda  obligado  el  que  la  recibe  á  devolvér- 
sela con  sus  productos.  El  que  paga  una  deuda  creyendo 
por  error  que  la  debia,  como  cuando  uno  la  paga  ignorando 
haberla  ya  satisfecho  su  procurador  ó  mayordomo,  ó  habér- 
sela remitido  el  acreedor  en  su  testamento,  tiene  derecho 
de  repetición  contra  la  persona  á  quien  se  pagó;  ley  28, 
til.  14,  Parí.  b.  Si  el  demandado  sobre  la  restitución  con- 
fiesa la  paga  como  legítima  y  niega  el  error,  habrá  de  pro- 
barlo el  demandante;  pero  si  aquel  niega  la  paga  y  este  la 
prueba,  aunque  no  acredite  el  error,  se  habrá  de  hacer  la 
restitución  ,  sino  es  que  el  demandado  quisiere  probar  luego 
q,ue  la  paga  se  hizo  por  ser  deuda  verdadera.  Mas  no  ha 
lugar  esta  regla  respecto  del  menor  de  veinte  y  cinco  años, 
mujer,  labrador  sencillo  y  soldado  ;  pues  si  alguno  de  ellos 
demandare  en  juicio  sobre  paga  indebida,  y  el  demandado 
respondiere  que  era  legítima  y  verdadera,  tiene  que  probar 
este  su  derecho  á  ella  para  eximirse  de  su  restitución,  sin 
que  el  demandante  haya  de  probar  su  yerro;  ley  59  ,  tít.  14, 
Part.  b. 

Hemos  dicho  que  la  paga  ha  de  haberse  hecho  por  er- 
ror, para  que  pueda  repetirse;  pues  el  que  paga  sabiendo 
que  no  debia,  no  podrá  recobrarlo  por  juzgarse  que  lo  hizo 
con  intención  de  darlo;  salvo  si  fuese  menor  de  veinte  y 
cinco  años,  que  por  razón  de  su  edad  podría  repetirlo; 
ley  50,  tít.  14,  Part.  b.  Mas  si  la  paga  se  hizo ,  no  por  error 
de  hecho,  sino  por  error  de  derecho,  ¿podrá  reclamarse? 
Puede  decirse  aquí,  como  en  todos  los  contratos,  que  si  el 
error  de  derecho  ha  sido  la  causa  principal  y  el  motivo 
determinante  de  la  paga,  esta  es  nula  y  por  consiguiente' 
revocable  :  si  creyendo  yo,  por  ejemplo,  que  según  nuestro 
derecho  la  mujer  hereda  al  marido ,  pago  á  la  viuda  de  mi 
acreedor  la  deuda  que  habia  contraído  á  favor  de  este ,  no 
hay  duda  que  podré  repetir  de  ella  lo  que  le  hubiere  dado. 
Pero  cuando  el  error  de  derecho  no  es  el  único  motivo  de- 

(2)  Véase  á  Gómez,  Variar.,  lib.  2,  cap.  9,  n.  4;  y  véanse  va- 
rios lugares  del  cap.  10.  —  P.  Murillo,  lib.  5,  n.  210  al  medio; 
y  téngase  presente  la  Orden,  de  Bilbao,  cap.  13,  u.  59. 
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terminante  de  la  paga,  sino  que  esta  se  funda  también  en 
alguna  abligacion  natural  ó  imperfecta  ,  no  hay  entonces 
lugar  á  la  repetición.  Si  he  pagado  pues  una  cantidad  que 
perdí  al  juego,  si  he  cumplido  una  obligación  que  contraje 
sin  autorización  en  mi  menor  edad  ,  si  he  restituido  una  cosa 
que  habia  ya  prescrito ,  si  siendo  heredero  he  dado  las  man- 
das dejadas  en  un  testamento  imperfecto ,  si  he  pagado  vo- 
luntariamente una  deuda  después  de  haber  sido  absuelto  de 
ella  sin  razón  en  juicio,  no  tendré  ya  derecho  para  hacer 
reclamación  alguna  ;  porque  si  bien  es  cierto  que  en  lodos 
estos  casos  y  otros  semejantes  carecía  mi  adversario  de  ac- 
ción civil  para  apremiarme  al  cumplimiento  de  mis  obliga- 
ciones ,  yo  no  he  hecho  mas  que  cumplir  con  un  deber  de 
probidad  al  ejecutarlas,  y  mi  paga  no  deja  de  tener  causa; 
ley  55,  tit.  14,  Part.  5.  Tampoco  puede  repetirse  lo  que  se 
diere  por  título  de  dote  ó  arras  á  una  mujer  por  alguno  que 
creyese  falsamente  tener  para  tal  generosidad  algún  motivo 
de  parentesco  ú  otra  razón  ,  porque  tal  donación  es  obra  de 
piedad;  ley  55,  til.  14,  Part.  5;  ni  tampoco  lo  que  se  paga 
por  transacción ,  á  no  justificarse  que  el  acreedor  hizo  con 
dolo  que  se  perdiesen  las  cartas  ó  instrumentos  y  demás 
medios  de  prueba  que  el  deudor  podia  tener  á  su  favor; 
leyZk,  lit.  14,  Part.  5. 

El  que  recibe  la  cosa  que  se  le  paga  indebidamente  ,  ó 
tiene  buena  fe  creyendo  que  se  le  debe,  ó  la  tiene  mala  sa- 
biendo que  no  se  le  debe.  En  uno  y  otro  caso  ha  de  resti- 
tuir la  cosa  con  los  frutos  percibidos  ;  mas  teniendo  buena 
fe  ha  de  satisfacer  el  precio  si  la  hubiere  vendido,  pero  no 
si  la  hubiere  perdido  sin  culpa;  y  teniendo  mala  fe ,  ha  de 
pagar  su  valor  no  solo  en  el  caso  de  venta ,  sino  también  en 
el  de  pérdida,  aunque  esta  sea  inculpable;  ley  57,  lit.  14, 
Part.  5. 

PAGA  por  causa  torpe.  La  paga  que  se  hace  por  alguna 
copa  torpe,  injusta  ó  contra  derecho.  La  torpeza  ó  injusticia 
puede  estar  de  parle  del  que  da,  ó  del  que  recibe  ,  ó  de 
ambos.  Cuando  la  torpeza  está  únicamente  de  parle  del  que 
recibe,  hay  lugar  á  la  repetición  de  la  cosa  pagada  ;  y  no  le 
hay,  cuando  está  de  parte  del  que  da  ó  de  ambos;  ley  47, 
lit.  14  ,  Part.  5.  Así  pues  ,  si  das  dinero  á  Pedro  porque  no 
cometa  hurto,  sacrilegio  ,  homicidio,  adulterio  ú  otro  deli- 
to, ó  al  juez  para  que  no  le  haga  injusticia,  podrás  repe- 
tirlo ;  porque  es  torpeza  recibir  precio  por  abstenerse  de  lo 
que  no  se  puede  hacer  sino  faltando  á  sus  deberes ,  y  no  lo 
es  el  darlo  para  que  no  se  haga  mal  ó  para  redimir  una  ve- 
jación. Pero  si  das  dinero  ú  otra  cosa  al  juez  con  el  fin  de 
sobornarle,  ó  á  una  mujer  de  buena  fama  con  intención  de 
seducirla ,  no  lo  podrás  recobrar,  aunque  en  el  segundo  caso 
la  mujer  no  acceda  á  tus  deseos;  porque  hay  torpeza  de 
parte  de  los  dos,  y  habiendo  igualdad  es  mejor  la  condición 
del  que  posee  ;  bien  que  en  el  caso  del  juez  lo  dado  no  queda 
en  él  sino  que  pasa  al  fisco;  ley  53 ,  lit.  14,  Part.  5.  Si  los 
que  se  casan  sabiendo  que  tienen  impedimento  legítimo 
entre  si,  se  dieren  uno  áotro  alguna  cosa  por  dote  ó  arras, 
y  después  se  separa  el  matrimonio ,  ninguno  de  los  dos 
podrá  pedir  ni  recobrar  lo  dado  al  otro,  por  cuanto  la  tor- 
peza procede  de  ambas  partes;  pero  tampoco  gana  cada  uno 
lo  recibido,  sino  que  debe  aplicarse^al  fisco;  á  no  ser  me- 
nores de  veinte  y  cinco  años,  los  cuales  habrán  de  restituirse 
lo  que  se  hubieren  dado  por  dote  ó  arras,  sin  que  incurran 
en  la  pena  de  perderlo  para  el  fisco;  ley  51,  tit.  14,  Parí.  5. 
Si  una  mujer  sabiendo  que  tiene  impedimento  para  casarse 
con  Juan  que  lo  ignora  ,  se  casa  no  obstante  dándole  dote, 
no  la  podrá  reclamar  cuando  los  separen  ,  porque  hay  tor- 
peza de  parte  del  que  da  ;  ley  50 ,  til.  ib ,  Parí.  5.  Por  esta 
misma  razón  no  tiene  derecho  de  repetición  el  que  diese 
dinero  á  mujer  pública  por  tener  acceso  con  ella;  en  cuyo 
caso  dice  la  ley  que  está  la  torpeza  de  parte  de  él ,  y  no  de 
la,  mujer,  que  sin  embargo  de  su  grave  pecado,  no  obra  mal 


en  recibir  lo  que  le  ofrecen;  Íey53,  tit.  {k,'Part.  5.  Véase 
Concusión,  Concusionario  y  Baratería.  —  El  que  habiendo 
cometido  algún  adulterio,  homicidio,  hurto  ú  otro  delito 
semejante,  diere  alguna  cosa  á  otro  para  que  no  le  descu- 
bra ,  puede  pedir  su  restitución  ;  porque  s"i  bien  fué  torpeza 
haber  cometido  el  delito ,  no  lo  es  dar  algo  para  evitar  el 
peligro  de  ser  descubierto ,  pues  todo  hombre  debe  solicitar 
cuanto  pudiere  no  caer  en  riesgo  de  perder  la  vida  ó  la 
fama. 

PAGARÉ.  Papel  de  obligación  por  alguna  cantidad  que 
se  ofrece  pagar  á  tiempo  determinado.  Véase  Contrato  lite- 
ral, Instrumento  privado ,  é  Instrumento  ejecutivo  por  lo 
que  hace  á  la  palabra  Vale  que  es  lo  mismo. 

PAGARE  Á  la  orden  (1).  En  el  comercio  es  el  papel  en 
que  un  comerciante  se  obliga  á  pagar  cierta  cantidad ,  den- 
tro de  un  tiempo  determinado  á  cierta  persona  ó  á  su  orden. 
El  pagaré  ó  vale  á  la  orden  que  proceda  de  operaciones  de 
comercio  produce  las  mismas  obligaciones  y  efectos  que  la 
letra  de  cambio,  menos  en  cuanto  á  la  aceptación  y  en  lo 
demás  que  se  espresa  en  este  artículo  ;  y  debe  contener  la 
fecha ,  la  cantidad  ,  la  época  de  su  pago,  la  persona  á  cuya 
orden  se  ha  de  hacer  el  pago,  el  lugar  donde  este  ha  de  ha- 
cerse ,  el  origen  y  especie  del  valor  que  representa ,  y  la 
firma  del  que  contrae  la  obligación  de  pagarlo  ;  arts.  558  y 
563 ,  cód.  de  com.  —  El  vale  ó  pagaré  á  la  orden  es  paga- 
dero diez  dias  después  de  su  fecha,  si  no  tuviese  época  de- 
terminada para  el  pago  ;  y  si  la  tuviese  ,  es  pagadero  el  dia 
de  su  vencimiento  sin  término  alguno  de  cortesía  ,  gracia  ni 
uso  :  teniendo  entendido  que  el  plazo  marcado  en  él  corre 
desde  el  dia  después  de  su  fecha  ,  y  se  gradúa  SU  curso  como 
en  las  letras  de  cambio;  art.  561.  —  Los  endosos  han  de 
estenderse  con  la  misma  espresion  que  los  de  las  letras  de 
cambio  ;  art.  564.  —  El  tenedor  no  puede  rehusarse  á  per- 
cibir las  cantidades  que  le  ofrezca  el  deudor  á  cuenta  al  ven- 
cimiento del  pagaré,  á  cuyo  dorso  han  de  anotarse,  sin  que 
por  eso  se  pueda  omitir  el  protesto  para  usar  de  su  derecho 
contra  los  endosantes  por  el  residuo;  art.  565.  —  La  acción 
ejecutiva  del  pagaré  no  puede  ejercerse  sino  después  de  ha- 
ber reconocido  judicialmente  su  firma  la  persona  contra 
quien  se  dirige  el  procedimiento;  art.  5'i6.— La  responsabi- 
lidad de  los  endosantes  caduca  trascurridos  que  sean  dos 
meses  desde  la  fecha  del  protesto ,  quedando  solo  al  tenedor 
la  acción  contra  el  deudor  directo  del  vale  ó  pagaré; 
art.  568. —  Ninguna  acción  es  admisible  enjuicio  para  el 
pago  ó  reembolso  del  pagaré,  después  de  haber  pasado  cua- 
tro años  desde  su  vencimiento;  art.  169.  —  El  pagaré  que 
no  esté  espedido  á  la  orden  no  se  considera  contrato  de  co- 
mercio, sino  simple  promesa  de  pago  sujeta  á  las  leyes  co- 
munes sobre  préstamos;  art.  570.  —  El  pagaré  á  favor  del 
portador,  sin  espresion  de  persona  determinada ,  no  pro- 
duce obligación  civil  ni  acción  enjuicio;  art.  571.  Véase 
Letra  de  cambio  y  Libranza. 

PAGO.  La  entrega  de  algún  dinero  que  se  debe; — lj 
satisfacción,  premio  ó  recompensa  ;  —  y  el  distrito  determi» 
nado  de  tierras  ó  heredades,  especialmente  de  viñas. 

PAGO  de  letra  de  cambio.  La  satisfacción  ó  prestación 
de  la  cantidad  que  se  manda  pagar  por  una  letra  de  cambi( 
al  tiempo  de  su  vencimiento. 

«  Las  letras  deben  pagarse  en  la  moneda  efectiva  que  de- 
signen ,  y  si  estuvieren  concebidas  en  monedas  de  cambi^ 
ideales  ,  se  reducirán  á  monedas  efectivas  del  pais  donde  se. 
hace  el  pago,  haciendo  el  cómputo  á  uso  y  costumbre  de  la 
piaza  ;  »  art.  49'J. 

(i)  Sobre  el  contenido  de  este  artículo,  véase  el  código  de  co- 
mercio de  España,  tit.  10,  arts,  desde  558  á  571  ;  pero  entre  los 
Mejicanos  véase  lo  adaptable  de  los  caps.  13  y  14  de  las  Orden, 
de  Bilbao. 
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=  Si  una  letra  de  cambio  fuese  pagadera  en  España  con 
piezas  de  cinco  francos  ó  napoleones,  seria  necesario  dar 
piezas  de  cinco  francos  ó  napoleones  y  no  su  valor  ;  y  si  la 
letra  de  cambio  no  indica  precisamente  el  género  de  mone- 
da, puede  escoger  el  portador  entre  las  monedas  nacionales, 
es  decir,  entre  el  oro  y  la  plata,  porqueta  moneda  de  cobre 
ó  de  vellón  no  puede  emplearse  en  estos  pagos  sino  en  cor- 
tísima cantidad  y  á  voluntad  de  las  parles.  El  portador  de 
la  letra  de  cambio  puede  exigir  su  pago  en  numerario ,  y 
desechar  los  billetes  de  banco  que  establecidos  para  la  co- 
modidad del  comercio ,  no  son  sino  de  simple  confianza. 
Esta  regla  no  impide  que  si  la  moneda  es  estranjera  ,  no 
pueda  pagarse  la  letra  al  curso  del  cambio  en  moneda  del 
lugar  en  que  debe  cobrarse.  El  articulo  no  ha  hecho  mas  que 
establecer  el  principio,  es  decir,  constituir  la  deuda  en  la 
moneda  que  debe  darse,  indemnizando  la  diferencia  entre 
esta  moneda  y  aquella  en  que  se  paga.  Si  se  hubiese  dicho 
que  la  diferencia  habia  de  arreglarse  al  curso  del  cambio, 
se  hubiese  podido  concluir  que  era  necesario  seguirla  inde- 
finidamente ,  y  que  por  ejemplo  una  letra  de  cambio  en  li- 
bras esterlinas  sobre  Madrid  debía  ser  pagada  á  la  tasa  mas 
alta  ó  mas  baja  que  la  libra  tendría  en  esta  villa  en  el  día 
del  vencimiento.  Por  lo  demás,  es  preciso  detenerse  en  el 
curso  que  tuviere  la  moneda  en  el  tiempo  del  vencimiento 
de  la  letra  ;  y  no  en  el  que  podrá  tener  en  el  dia  que  se  gi- 
rare la  letra,  á  no  ser  que  hubiere  estipulación  contraria. 

«  El  que  paga  una  letra  antes  de  haber  vencido  ,  no  que- 
da exonerado  de  la  responsabilidad  de  su  importe ,  si  resul- 
tare no  haber  pagado  á  persona  legítima  ;  »  art.  495. 

=  La  letra  de  cambio  ha  podido  perderse  ,  y  era  posible 
que  en  el  intervalo  del  pago  al  vencimiento  formase  oposi- 
ción el  verdadero  propietario  en  manos  del  aceptante ,  ó  que 
el  portador  hiciese  quiebra  antes  de  vencer  la  letra.  Enton- 
ces el  pago  anticipado  podia  perjudicar  ásus  acreedores. 

«  Se  presume  válido  el  pago  hecho  al  portador  de  la  letra 
vencida  ,  como  no  haya  precedido  embargo  de  su  valor  en 
virtud  de  decreto  de  autoridad  competente  ;  »  orí.-  496. 

=  Dícese  que  se  presume  ;  pues  si  prueba  el  dueño  de  la 
letra  que  ha  habido  concusión  culpable  entre  el  portador  y 
el  pagador,  ó  bien  negligencia  uiescusable,  podrá  el  tribu- 
nal,  tomando  en  consideración  estas  circunstancias,  deci- 
dir que  el  pagador  no  quede  exonerado.  El  pagador  no 
tiene  los  medios  ni  la  posibilidad  de  asegurarse  de  la  verdad 
de  las  firmas  puestas  al  dorso  de  una  letra  de  cambio ,  ni  de 
la  identidad  de  la  última  firma  y  del  portador  que  se  la  pre- 
senta. Por  otra  parte ,  no  se  podia  permitir,  sin  dar  un  gol- 
pe funesto  al  comercio,  que  el  aceptante  se  negase  al  pago 
déla  letra  bajo  un  vano  protesto;  y  se  ha  debido  decidir 
que  el  pagador  queda  libre  de  pleno  derecho  por  el  pago  , 
sin  que  se  vea  obligado  à  probar  su  buena  fe;  pero  solo  se 
oresume  que  es  válido  el  pago ,  es  decir,  que  si  el  propieta- 
rio de  la  letra  prueba  una  colusión  culpable  entre  el  porta- 
dor y  el  pagador,  ó  una  negligencia  inescusable ,  podria  de- 
cidirse que  no  se  ha  pagado  apersona  legítima,  y  así  es 
preciso  que  preceda  embargo  del  valor  de  la  letra  por  de- 
creto de  juez  para  que  el  pagador  quede  exonerado. 

«  El  embargo  del  valor  de  una  letra  solo  puede  proveerse 
en  los  casos  de  pérdida  ó  robo  de  la  letra  ó  de  haber  que- 
brado el  tenedor;  »  art.  497. 

=  Es  tan  esencial  á  la  letra  de  cambio  el  ser  pagada  en 
el  momento  de  su  vencimiento  ,  que  la  ley  prohibe  á  los 
jueces  el  prorogar  este  término  ;  ordena  al  portador  hacer 
el  protesto  luego  que  se  le  ha  negado  el  pago,  y  no  permite 
al  deudor  anticiparse  á  la  época  de  su  vencimiento.  Mas  to- 
das estas  precauciones  hubieran  llegado  á  ser  inútiles,  si  se 
hubiese  permitido  detener  el  pago  por  oposiciones  fundadas 
en  cualesquiera  de  las  demás  causas  que  producen  este  efec- 
to con  respecto  a.  las  deudas  ordinarias.  La  ley  no  admita 


pues  oposiciones  ni  embargos  sino  en  dos  casos  en  que  seria 
imposible  negarlos  sin  perjudicar  el  interés  mismo  que  se  ha 
querido  servir  proveyendo  con  tantas  precauciones  á  la 
exactitud  del  pago,  es  decir,  al  interés  del  propietario.  El 
primer  caso  de  estos  es  el  de  pérdida  ó  robo  de  la  letra  de 
cambio,  y  el  segundo  es  cuando  deja  de  pertenecer  al  porta- 
dor, y  por  su  quiebra  viene  á  ser  la  prenda  ó  mas  frecuen- 
temente la  propiedad  de  sus  acreedores. 

Asi  es  que  lodos  los  embargos  fundados  sobre  otras  cau- 
sas, por  mas  poderosas  que  sean  respecto  de  las  deudas  de 
diferente  naturaleza ,  no  impiden ,  ó  por  mejor  decir,  no  dis- 
pensan al  aceptante  de  pagar.  Sin  embargo  y  como  en  cier- 
tas circunstancias  responde  el  aceptante  del  pago  que  por 
falta  de  precaución  hubiera  hecho  indebidamente,  no  le  está 
prohibido  cuando  se  presentan  tales  circunstancias  el  dar 
su  negativa;  pero  debe  tener  cuidado  de  no  permitirse  este 
eslremo,  sino  en  cuanto  puede  no  temer  las  consecuencias 
del  protesto;  y  puede,  por  ejemplo,  negar  el  pago  à  un  he- 
redero menor  ó  á  una  mujer  casada  que  estuviere  en  poder 
del  marido. 

«  Siempre  que  por  persona  conocida  se  solicite  del  paga- 
dor de  una  letra  la  retención  de  su  importe  por  alguna  de 
las  causas  que  se  refieren  en  el  artículo  precedente,  debe 
detener  su  entrega  por  lo  restante  del  dia  de  su  presenta- 
ción; y  si  dentro  de  él  no  le  fuese  notificado  el  embargo 
formal .  procederá  á  su  pago;  »  art.  498. 

«  El  tenedor  de  la  letra  que  solicita  su  pago,  está  obli- 
gado, si  el  pagador  lo  exigiere,  á  acreditarle  la  identidad  de 
su  persona  por  medio  de  documentos  ó  de  sugetos  que  le  co- 
nozcan ó  salgan  garantes  de  esta;  »  art.  499. 

«  Son  válidos  los  pagos  anticipados  que  se  hagan  de  letras 
no  vencidas  bajo  descuento  ó  sin  él.  á  menos  que  no  sobre- 
venga quiebra  en  el  giro  del  pagador  en  los  quince  días  in- 
mediatos al  pago  hecho  por  anticipación.  Si  eslo  sucediere, 
restituirá  el  portador  de  la  letra  ala  masa  común  la  cantidad 
que  percibió  del  quebrado,  y  se  le  devolverá  la  letra  para 
que  use  de  su  derecho;  »  art.  500. 

«  El  portador  de  una  letra  no  está  obligado  en  caso  al- 
guno á  percibir  su  importe  antes  del  vencimiento;  »  art.  501 . 
=  En  derecho  común  el  plazo  se  presume  siempre  estipu- 
lado á  favor  del  deudor,  á  no  ser  que  resulte  de  la  estipula- 
ción ó  de  las  circunstancias  que  se  ha  convenido  también  á 
favor  del  acreedor.  Resulta  de  aquí  que  en  el  derecho  común 
el  deudor  puede  renunciar  al  beneficio  del  término  introdu- 
cido en  su  favor  y  pagar  antes  del  vencimiento.  Pero  no  es 
así  en  materia  de  comercio;  pues  el  que  toma  una  letra  de 
cambio,  no  tiene  solamente  la  intención  de  procurarse  di- 
nero en  el  lugar  convenido  ,  sino  también  de  no  tenerlo  ni 
mas  temprano  ni  mas  tarde  que  en  el  momento  preciso  en 
que  tuviere  necesidad  de  él. 

«  Conviniendo  en  ello  el  portador  de  la  letra ,  y  no  de  otra 
manera ,  se  puede  satisfacer  una  parte  de  su  valor  y  dejarse 
la  otra  en  descubierto.  Cuando  asi  suceda  será  protestable 
la  letra  por  la  cantidad  que  haya  dejado  de  pagarse,  y  el 
portador  la  retendrá  en  su  poder,  anotando  en  ella  la  canti- 
dad cobrada,  y  dando  recibo  separado  de  esta;  »  art.  502. 

=  Podria  dudarse  que  el  portador  de  una  letra  que  con- 
sentía en  recibir  parte  de  su  importe  ,  la  tomaba  por  su 
cuenta  y  perdiasu  recurso  contra  todos  los  endosanles  por 
la  cantidad  que  dejó  de  recibir.  Esta  costumbre  pondría  al 
portador  en  una  fatal  alternativa.  Se  ha  creído  pues  que  de- 
bía olvidarse ,  dando  al  portador  la  facultad  de  hacer  pro- 
testar la  letra  por  el  resto ,  porque  es  evidente  que  la  ley  le 
asegura  su  recurso  obligándole  á  llenar  la  formalidad  que 
es  necesaria  para  conservarlo;  y  los  pagos  hechos  á  cuenta 
no  tendrán  otro  efecto  que  el  de  producir  en  otro  tanto  la 
exoneración  de  los  libradores  y  endosantes. 

«  El  que  paga  una  letra  aceptada  sobre  alguno  de  sus 
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ejemplares  que  no  sea  el  de  su  aceptación  ,  quería  siempre 
responsable  del  valor  de  la  letra  hacia  el  tercero  que  fuere 
portador  legítimo  de  la  aceptación;  »  arl.  50o. 

=  Lo  primero  que  debe  hacer  el  pagador  de  una  letra  es 
recoger  la  que  contiene  su  aceptación,  porque  en  ello  tiene 
interés,  como  que  el  legitimo  portador  de  ella  tendría  de~ 
recho  á  hacerse  pagar  su  importe ,  pues  por  medio  de  su 
aceptación  quedó  obligado  directamente  á  él  ;  mas  si  el  por- 
tador de  la  aceptación  era  el  mismo  individuo  ya  satisfecho 
por  el  ejemplar  primero  ó  segundo  no  aceptado  todavía  ,  es 
evidente  que  no  podria  ser  pagado  segunda  vez  en  virtud 
de  la  letra  aceptada  que  presentase.  La  equidad  y  los  prin- 
cipios del  derecho  común  se  oponen  á  ello ,  porque  todo 
pago  supone  una  deuda,  y  en  este  caso  ya  no  la  hay;  mas 
luego  que  el  aceptante  ha  pagado  en  virtud  de  una  letra  dé 
cambio  no  aceptada ,  sin  retirar  la  que  lleva  su  aceptación, 
¿queda  libre  con  respecto  al  librador  que  ha  hecho  la  pro- 
vision ?  La  afirmativa  parece  resultar  de  estas  palabras  del 
articulo  :  queda  siempre  responsable  del  valor  de  la  letra  Inicia 
el  tercero  que  fuere  portador  legítimo  de  la  aceptación  ;  lue- 
go no  lo  queda  con  respecto  á  todos  los  demás  y  por  consi- 
guiente del  librador. 

«  El  aceptante  de  una  letra  á  quien  se  exija  el  pago  sobre 
otro  ejemplar  que  el  de  su  aceptación  ,  no  está  obligado  á 
verificarlo ,  sin  que  el  portador  afiance  á  su  satisfacción  el 
valor  de  la  letra  ;  pero  si  rehusare  el  pago ,  no  obstante  que 
se  le  dé  la  fianza ,  tiene  lugar  el  protesto  de  aquella  por 
falta  de  pago.  Esta  fianza  queda  cancelada  de  derecho  , 
luego  que  haya  prescrito  la  aceptación  que  dio  ocasión  á  su 
otorgamiento  ,  sin  haberse  presentado  reclamación  alguna  ;  » 
arl.  SOft. 

=  Una  letra  no  aceptada  no  puede  ser  un  título  en  mano 
del  que  no  sea  propietario  de  ella  ,  porque  aquel  que  la 
hubiese  pagado  sobre  otro  ejemplar  á  la  persona  á  quien 
pertenece  rechazaría  al  falsario  presentándole  la  letra  satis- 
fecha. La  fianza  pues  no  es  absolutamente  necesaria  para 
la  seguridad  del  aceptante.  Sin  embargo  ,  el  aceptante  no 
está  obligado  á  verificar  el  pago  sobre  otro  ejemplar  que  el 
de  su  aceptación  si  el  portador  no  se  presta  á  dar  fianza  , 
porque  mientras  este  no  presente  la  letra  aceptada,  no  tiene 
aquel  ninguna  obligación  á  satisfacerla. 

«  Las  letras  no  aceptadas  se  pueden  pagar  después  de  su 
vencimiento  y  no  antes  sobre  las  segundas ,  terceras  ó  demás 
que  se  hayan  espedido  en  la  forma  que  prescribe  el  art.  436;  » 
art.  505.  =  Mas  sobre  las  copias  de  las  letras  que  espidan 
los  endosantes  al  tenor  de  lo  dispuesto  en  el  articulo  Ù57, 
no  puede  hacerse  válidamente  el  pago  sin  que  el  portador 
acompañe  alguno  de  los  ejemplares  espedidos  por  el  libra- 
dor; »  art.  S06. 
=  Véase  Letra  de  cambio ,  §§  XV  y  XVI. 
«  El  que  haya  perdido  una  letra  estuviese  ó  no  aceptada, 
de  que  no  tenga  otro  ejemplar  para  solicitar  el  pago ,  no 
puede  hacer  con  el  pagador  otra  gestion  que  la  de  requerirle 
ó  que  deposite  el  importe  de  la  letra  en  la  caja  común  de 
depósitos ,  si  la  hubiere ,  ó  en  persona  convenida  por  ambos , 
ó  designada  por  el  tribunal  en  caso  de  discordia  ;  y  si  el 
pagador  no  consintiere  en  hacer  el  depósito ,  se  hará  constar 
esta  resistencia  por  medio  de  una  protestación  hecha  con  las 
mismas  solemnidades  que  se  haria  el  protesto  por  falta  de 
pago ,  y  mediante  esta  diligencia  ,  conservará  el  reclamante 
íntegramente  sus  derechos  contra  los  que  sean  responsables 
á  las  resultas  de  la  letra;  »  arl.  507. 

«  Si  la  letra  perdida  estuviese  girada  fuera  del  reino  ó  en 
ultramar,  y  el  portador  acredita  su  propiedad  por  sus  libros 
y  la  correspondencia  de  la  persona  de  quien  hubo  la  letra , 
ó  por  certificación  del  corredor  que  intervino  en  su  nego- 
ciación, tendrá  derecho  à  que  se  le  entregue  su  valor  desde 
iuego  que  haga,  esta  prueba ,  dando  fianza,  idónea,  cuyos 


efectos  subsistirán  hasta  que  presente  el  ejemplar  de  la  letra, 
dado  por  el  mismo  librador  ;  »  art.  508. 

«  La  reclamación  del  ejemplar  que  se  sustituya  á  la  letra 
perdida  ,  debe  hacerse  por  el  último  tenedor  á  su  cedente  , 
y  así  sucesivamente  de  endosante  en  endosante  hasta  el 
librador.  Ninguno  podrá  rehusar  la  prestación  de  su  nombre 
é  interposición  de  sus  oficios  para  que  se  espida  el  nueuo 
ejemplar,  satisfaciendo  el  dueño  de  la  letra  perdida  los  gas- 
tos que  se  causasen  hasta  obtenerla;  »  art.  509. 

«  Los  pagos  hechos  á  cuenta  del  importe  de  una  letra  por 
la  persona  á  cuyo  cargo  estuviese  girada,  disminuyen  ea 
otro  tanto  la  responsabilidad  de  librador  y  endosantes  ;  » 
art.  510.  Véase  Letra  de  cambio ,  é  Intervención  en  la 
aceptación  y  pago  de  letra. 

PALABRAS  de  la  ley.  Por  palabras  de  la  ley  debe 
entenderse  los  términos  en  que  se  halla  concebida  una  ley  ; 
pero  vulgarmente  no  se  entiende  sino  ciertas  espresiones 
que  las  leyes  dan  y  señalan  por  gravemente  injuriosas,  y 
que  ofenden  y  piden  satisfacción  ,  cuales  son  las  de  gafo  , 
sodomita ,  cornudo,  traidor,  hereje,  etc.  ;  ley  1 ,  lit.  25,  lib.  12, 
Nov.  Rec.  Véase  Ley,  Interpretación  de  las  leyes,  é  Injuria 
verbal. 

PALINODIA.  La  retractación  pública  de  lo  que  antes 
se  habia  dicho.  El  que  hace  á  una  persona  ciertas  injurias 
verbales  ,  tiene  que  desdecirse  ó  cantar  la  palinodia  ante  el 
juez  y  testigos,  á  menos  que  el  injuriante  no  pertenezca  á 
la  clase  de  los  nobles  ,  los  cuales  están  dispensados  de  esta 
pena  ;  ley  l ,  tít.  25 ,  lib.  1 2 ,  Nov.  Rec.  Véase  Injuria  verbal. 
PALOMAS.  Las  palomas  son  silvestres  ó  domésticas. 
Las  silvestres  son  consideradas  como  cualquiera  otra  ave 
que  no  tiene  dueño,  y  las  domésticas  se  reputan  de  dominio 
privado  en  las  cercanías  de  los  palomares. 

Las  palomas  campesinas  pueden  cazarse  con  sujeción  á  las 
reglas  prescritas  en  la  palabra  Caza. 

No  podrá  tirarse  á  las  palomas  domésticas  ajenas  sino  á 
la  distancia  de  mil  varas  de  sus  palomares.  Los  infractores 
pagarán  al  dueño  el  valor  de  la  caza,  y  ademas  pagarán  á  la 
justicia  20  rs.  por  la  primera  vez,  50  por  la  segunda  y  kO 
por  la  tercera  ,  siendo  la  mitad  de  esta  multa  para  el  dueño, 
y  la  otra  mitad  para  el  forido  que  se  dirá  en  el  título  U°.  de 
la  palabra  Pesca. 

Los  dueños  de  palomares  tendrán  obligación  de  tenerlos 
cerrados  durante  los  meses  de  octubre  y  noviembre  ,  para 
evitar  el  daño  que  pueden  ocasionar  las  palomas  en  la 
sementera.  Los  infractores,  ademas  del  daño,  si  lo  hubiere, 
pagarán  100  rs.  de  multa  por  la  primera  vez,  150  por  la 
segunda  y  200  por  la  tercera. 

La  misma  obligación  y  bajo  las  mismas  penas  tendrán  los 
dueños  de  palomares  durante  la  recolección  de  las  mieses 
desde  15  de  junio  hasta  15  de  agosto. 

Si  por  razón  de  la  diferencia  de  los  climas  conviniese 
señalar  plazos  diversos  de  los  fijados  anteriormente  pura  el 
cerramiento  de  los  palomares  en  las  dos  épocas  espresadas, 
ó  en  alguna  de  ellas,  podrá  hacerlo  la  justicia  del  pueblo  , 
siempre  que  el  plazo  respectivo  no  esceda  dedos  meses, 
avisándolo  con  anticipación  para  gobierno  de  los  dueños  de 
palomares. 

Durante  las  dos  épocas  espresadas  de  recolección  y  de 
sementera  ,  será  libre  tirar  á  las  palomas  domésticas  á  cual- 
quier distancia  fuera  del  pueblo ,  aunque  sea  dentro  de  las 
mil  varas  señaladas  arriba,  siempre  que  en  este  último  caso 
se  tire  con  las  espaldas  vueltas  al  palomar.  Arts.  19  y  ik 
de  la  ordenanza  de  5  de  mayo  de  183!i.  Véase  CaZÍP. 

Cuando  las  palomas  de  un  palomar  vecino  desamparan 
su  palomar  para  venir  á  establecerse  en  el  mió,  adquiero 
el  dominio  de  ellas  por  derecho  de  accesión.  Efectivamente, 
como  las  palomas  de  nuestros  palomares  son  aves  bravas, 
ferai  natural,  que  se  hallan  en  estado  de  libertad,  in  laxilate 
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naîvrali,  no  podemos  llamarnos  propiamente  dueños  ni 
poseedores  de  tales  palomas  per  se,  sino  solo  en  cuanto 
hacen  parte  de  nuestro  palomar  en  que  se  han  fijado  ;  pues 
luego  que  estas  aves  se  han  establecido  en  un  palomar,  se 
considera  que  mientras  conservan  la  costumbre  de  ir  y  vol- 
ver no  componen  con  el  cuerpo  del  palomar  sino  una  misma 
cosa  ,  esto  es ,  un  palomar  poblado  de  palomas,  y  no  forman 
sino  un  todo  cuya  parte  principal  es  el  casco  del  palomar, 
y  las  palomas  que  lo  pueblan  ,  las  partes  accesorias.  De  aquí 
es  que  las  palomas  que  vienen  á  establecerse  en  mi  palo- 
mar, se  hacen  partes  accesorias  de  mi  palomar,  y  yo  de 
consiguiente  gano  su  dominio  por  derecho  de  accesión  ,  vi 
ac  poteslale  reí  mece.  El  dueño  del  palomar  vecino  que  estas 
palomas  han  abandonado  ,  no  puede  reclamarlas  ,  porque 
no  era  poseedor  ni  propietario  de  ellas  sino  en  cuanto  ha- 
dan parte  de  sy  palomar,  y  no  hacian  parte  de  su  palomar 
sino  on  cuanto  conservaban  la  costumbre  de  ir  y  volver  á 
él;  de  modo  que  habiendo  perdido  esta  costumbre,  han 
dejado  ya  de  hacer  parte  del  palomar  antiguo  y  de  perte- 
necer al  dueñodel  mismo.  Mas  aunque  podamos  adquirir 
legítimamente  las  palomas  que  abandonan  los  palomares 
inmediatos  para  venir  á  establecerse  en  los  nuestros ,  no  nos 
es  permitido  servirnos  de  maniobras  para  atraerlas  ;  y  así 
es  que  si  el  dueño  de  un  palomar  pusiera  en  él  alguna  cosa 
con  el  objeto  de  atraer  las  palomas  de  los  vecinos ,  podrían 
estos  reclamar  el  resarcimiento  de  los  daños  y  perjuicios 
que  se  les  siguiesen. 

PANALES.  Los  receptáculos  que  las  abejas  forman  de 
cera ,  y  en  que  fabrican  y  guardan  la  miel.  Como  las  abejas 
se  repulan  por  animales  fieros  ó  salvajes,  no  las  hace  suyas 
el  dueño  del  árbol  en  que  hicieren  enjambre  ,  hasta  que  las 
encierre  en  colmenas  ú  otra  cosa,  ni  tampoco  los  panales 
hasta  que  los  tome  y  se  los  lleve  ;  de  modo  que  si  viene 
una  persona  estraña  y  toma  el  enjambre  ó  los  panales  áules 
que  el  dueño  del  árbol,  gana  su  dominio,  á  menos  que  este 
hallándose  presente  se  lo  prohiba  ;  ley  22,  lit.  28  ,  Pari.  3. 
Véase  Abejas. 

PANDECTAS.  Palabra  griega  que  significa  colección 
universal ,  y  está  adoptada  para  designar  la  compilación  de 
las  sentencias  y  opiniones  de  los  antiguos  jurisconsultos 
romanos  ,  hecha  de  orden  del  emperador  Justiniano  por  diez 
y  siete  magistrados  ó  juristas ,  dividida  en. cincuenta  libros, 
y  promulgada  en  el  año  de  b53-  Llámase  también  Digesto 
por  el  orden  seguido  en  ella.  Véase  Derecho  romano. 

PAPEL.  Lo  que  se  escribe  en  papel  ó  pergamino  ajeno 
cede  al  dueño  de  este ,  ya  sea  que  el  escritor  tenga  buena  fe 
creyendo  que  el  papel  era  suyo ,  ya  sea  que  la  tenga  mala 
sabiendo  que  no  lo  era  ;  con  la  diferencia  de  que  en  el  pri- 
mer caso  puede  reclamar  el  valor  de  lo  escrito  por  justi- 
precio de  peritos,  y  en  el  segundo  lo  pierde.  La  razón  do 
tan  estraña  disposición  se  funda  en  la  regla  general  de  que 
lo  accesorio  sigue  á  lo  principal ,  y  el  papel  es  lo  principal 
respecto  de  la  escritura  ,  la  cual  no  podría  subsistir  sin  él  : 
Ncccsse  est  ei  rei  cedi  quod  sine  illa  slare  non  polesl.  Mas  si 
lo  escrito  es  un  secreto  ó  cosa  que  interese  á  su  autor, 
¿será  posible  exisla  un  tribunal  que  fiel  observador  de  la 
letra  de  la  ley  lo  adjudique  al  dueño  del  papel  que  lo  re- 
clame ?  La  equidad  dicta  que  el  autor  ó  dueño  de  lo  escrito 
se  quede  con  él ,  pagando  al  del  papel  lo  que  este  valiese. 
Véase  Accesión  industrial. 

PAPEL  en  derecho.  El  informe  que  hacen  del  pleito 
los  abogados  en  defensa  de  su  cliente,  y  se  suele  dar  im- 
preso á  los  jueces  que  han  de  votarlo  para  que  se  instruyan 
y  enteren  bien  del  negocio. 

PAPEL  aioNEDA.  Llámanse  así  ciertos  billetes,  cédulas 
ó  vales  impresos  y  revestidos  de  signos  y  caracteres  distin- 
tivos ,  que  se  emiten  por  autoridad  pública  y  se  sustituyen 
al  dinero  efectivo ,  terí^aés  sííísq  cesao  si,  fuesen  moneda. 


Tales  son  las  cédulas  de  banco ,  ó  vales  trasmisibles  que 
representan  ciertas  partes  ó  porciones  de  que  se  compone 
el  fondo  de  un  banco  :  tales  son  también  los  vales  reales 
de  que  se  hablará  en  su  lugar.  Tales  eran  en  Francia  los 
asignados  y  mandatos  territoriales  durante  la  revolución,  y 
tales  son  en  el  dia  las  acciones  y  los  billetes  del  banco  de  la 
misma.  Hay  varias  especies  de  papel  moneda  :  unas  dan 
rédito  ó  interés,  y  otras  no  lo  dan  ;  unas  son  à  la  orden , 
como  las  letras  de  cambio  ,  y  se  traspasan  como  estas  me- 
diante endoso  ;  y  otras  son  pagaderas  al  portador,  y  se  tras- 
miten solo  mediante  la  entrega  sin  ninguna  formalidad.  El 
papel  moneda  ,  hablando  en  general,  presenta  muchas  ven- 
tajas ;  facilita  las  operaciones  mercantiles  ;  circula  y  se 
remite  sin  riesgo  y  sin  gastos  á  los  paises  lejanos  ,  evita  el 
trasporte  incómodo ,  costoso  y  arriesgado  de  los  metales , 
y  representa  el  dinero  ,  así  como  el  dinero  representa  las 
riquezas.  En  el  art.  13  del  real  decreto  de  30  de  agosto 
de  1780  se  dice  :«  Los  falsificadores  de  vales  reales.sus  ausi- 
liadores  y  espendedores  quedan  sujetos  á  las  mismas  penas 
que  los  monederos  falsos.»  La  falsificación  de  los  billetes  del 
banco  de  San  Fernando  lleva  consigo  la  pena  capital ,  como 
se  estampa  en  ellos;  pero  los  estatutos  ó  reglamento  del 
mismo  aprobados  por  el  rey  se  refieren  á  la  ley  recopilada  k, 
lit.  8,  ¡ib.  12. 

No  puede  dudarsepuesquelasdisposiciones  legales  contra 
los  falsificadores  de  moneda  metálica  son  aplicables  al  caso  de 
igual  delito  en  papel  moneda  del  Estado.  En  este  delito  concur- 
ren todavía  razones  mas  poderosas  que  las  que  moti- 
varon el  justo  rigor  del  legislador  contra  los  falsifica- 
dores de  là  moneda  metálica.  La  falsificación  del  papel 
es  mas  fácil  de  hacerse ,  y  mucho  mas  difícil  de  des- 
cubrirse. Es  también  difícil  el  fabricar  y  espender  mone- 
da metálica  falsa  en  grandes  cantidades;  y  en  papel  es  muy 
fácil  hacerlo.  Por  eso  en  Inglaterra  es  castigada  con  pena 
capital  la  falsificación  de  los  billetes  de  banco,  del  Echiquier, 
de  loterías  ,  y  hasta  de  alguna  compañía.  En  Francia  por  el 
código  penal  de  Napoleón  tenia  la  misma  pena  y  la  de  con- 
fiscación de  bienes  ,  que  después  de  la  revolución  de  julio 
de  1830  ha  quedado  reducida  á  la  de  trabajos  perpetuos. 

PAPEL  sedicíoso.  Véase  Pasquín. 

PAPEL  sellado.  El  que  está  señalado  con  las  armas 
del  rey,  y  sirve  para  autorizar  las  escrituras  públicas  ,  las 
diligencias  judiciales  y  otros  instrumentos,  que  serian  nulos 
si  se  hiciesen  en  papel  común.  Hácese  todos  los  años  con 
distintos  caracteres  y  señales,  de  modo  que  solo  puede  usar- 
se durante  el  año  para  que  se  hace  ;  tiene  diferentes  precios, 
según  el  sello,  pues  lo  hay  de  cuatro  sellos  distintos,  mayor 
ó  primero,  y  ademas  lo  hay  de  pobres  y  de  oficio,  con  las 
armas  reales  y. una  inscripción  que  así  lo  declara,  siendo  el 
producto  para  el  erario  ;  y  el  que  lo  falsificare  ó  concurriere 
á  la  fabricación  ó  espendicion  del  falso,  incurre  en  todas  las 
penas  impuestas  á  los  falsificadores  de  moneda.  Ningún  ins- 
trumento público  puede  estenderse  sino  en  papel  del  sello 
que  le  corresponda  según  la  materia  ó  cantidad  de  que  se 
trate,  bajo  la  pena  de  no  hacer  fe  judicial  ni  extrajudicial- 
mente,  la  de  no  dar  derecho  ni  título  alguno  á  las  partes,  las 
cuales  al  contrario  por  el  mismo  hecho  pierden  el  que  tu- 
vieren con  el  interés  y  cantidades  sobre  que  el  instrumento 
.  se  hubiere  otorgado,  y  finalmente  la  de  gravísimas  multas  y 
privación  de  oficio  en  que  incurre  el  escribano,  procurador, 
abogado  y  juez  que  lo  estienda,  presente  ó  admita.  —  Los 
contraíós  y  obligaciones  que  se  estienden  en  escritos  priva- 
dos y  en  papel  del  sello  correspondiente  según  su  calidad  } 
cantidad,  se  prefieren  á  lodos  los  créditos  personales  y  qui 
rografarios  que  estén  escritos  en  papel  común  sin  sello,  gra< 
duándolos  después  de  las  escrituras  públicas,  y  dándoles  lu< 
gar  entre  sí  mismos  conforme  á  su  antelación  y  orden  do 
fechas,  sin  que  por  esto  se  dé  á  dichos  escritos  privados 
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mas  fuerza,  fe  ni  autoridad  de  la  que  por  derecho  tienen. 
Ley  5,  til.  24,  lib.  10,  Nov.  Rec. 

Cédula  real  de  42  de  mayo  de  4824  para  el  uso 
del  papel  sellado. 

Artículo  i°.  Todos  los  instrumentos  que  hayan  de  presen- 
tarse enjuicia)  y  en  oficinas  reales ,  eclesiásticas  ó  de  señorío, 
para  hacer  fe  y  tener  curso  se  han  de  eslender  en  una  de 
las  clases  de  papel  que  se  mencionarán  ,  prohibiéndose  la 
admisión  y  curso  de  los  que  carezcan  de  este  requisito ,  bajo 
la  responsabilidad  de  quien  los  presente  y  reciba ,  los  cuales 
incurrirán  en  la  pena  señalada  en  el  real  decreto  y  cédula 
de  veinte  y  tres  de  julio  de  mil  setecientos  noventa  y  cuatro. 
Art.  2o.  Los  falsificadores  de  los  sellos  incurrirán  en  las 
penas  de  los  falsificadores  de  moneda,  y  en  las  declaradas 
contra  los  que  introducen  moneda  falsa  en  estos  reinos,  se- 
gún las  leyes  de  la  Recopilación. 

Art.  5o.  Se  formarán  siete  clases  de  sellos  :  uno  con  el 
nombre  de  Ilustres  :  otro  primero  :  otro  segundo  :  otro  ter- 
cero: otro  cuarto  mayor:  otro  cuarto  de  Pobres,  y  otro  para 
despacho  de  oficios.  Cada  uno  de  ellos  tendrá  la  inscripción 
que  declare  la  clase  á  que  corresponde  y  su  valor.  También 
tendrá  las  armas  reales  y  el  busto  del  Soberano.  El  tipo  va- 
riará cada  año. 

Art.  4o.  Se  prohibe  el  uso  de  rubricar  papel  blanco  á  pre- 
testo  de  faltar  el  sellado.  Igualmente  se  prohibe  rubricar 
papel  de  sello  diferente  del  que  se  requiere  para  cada  instru- 
mento ,  en  atención  á  que  estando  surtidas  las  datarías  no 
debe  esperi mentarse  falta  de  papel  sellado  de  todas  las  clases. 
Art.  5o.  Se  hará  como  hasta  ahora  la  impresión  de  los 
sellos  y  busto  real  en  el  papel  que  se  ha  de  sellar  para  Es- 
paña y"  para  los  dominios  de  Indias,  pues  no  ha  de  haber 
otra  diferencia  que  la  de  los  precios,  como  se  especificará 
mas  adelante. 

Art.  6o.  Los  precios  del  papel  sellado  serán  los  mismos 
que  hoy  tiene,  á  escepcion  del  del  sello  de  Ilustres,  que 
tendrá  el  do  sesenta  reales. 

Art.  7o.  Las  reales  cédulas  ,  provisiones  y  demás  papeles 
donde  haya  de  ponerse  la  firma  real ,  refrendada  por  mis 
secretarios  ,  y  las  provisiones  reales  despachadas  por  cual- 
quier consejo,  tribunal  ó  junta  ,  se  han  de  escribir  en  papel 
del  sello  de  Ilustres  ;  y  las  cédulas  ordinarias  que  no  sean 
de  mercedes ,  honores  ,  privilegios  y  oficios  perpetuos  ó 
renunciables  ,  y  se  dieren  á  instancia  de  parte,  se  han  de 
escribir  en  papel  del  sello  tercero. 

Art.  8U.  Las  cédulas  ó  provisiones  sobre  contrato  ó  asiento 
que  loque  á  la  real  Hacienda  ó  á  otras  personas ,  deben  es- 
cribirse en  papel  del  sello  que  por  su  calidad  y  cuantía  cor- 
responda al  contrato  principal. 

Art.  9o.  Las  certificaciones,  despachos  ó  cualquiera  docu- 
mento justificativo  de  gracia  ó  merced  que  deba  despacharse 
por  las  oficinas  de  la  Cámara  ó  consejos,  deben  escribirse 
en  sello  de  Ilustres  ,  y  si  contuviesen  mas  de  un  pliego  ,  los 
intermedios  serán  del  sello  cuarto. 

Ait.  10.  Los  títulos  de  regidores,  receptores,  procura- 
dores ,  alguaciles  mayores  ,  escribanos  numerarios  de  au- 
diencias ó  de  cabildos,  y  todos  los  demás  oficios  perpetuos 
ó  renunciables  de  provision  ó  confirmación  de  grandes  ,  títu- 
los, comendadores  ó  comunidades  religiosas,  se  estenderán 
en  papel  del  sello  de  Iluslres  :  los  demás  nombramientos  de 
oficios  inferiores  en  papel  del  sello  cuarto. 

Art.  11.  Los  títulos  de  las  clases  referidas  en  el  artículo 
anterior  que  se  espidan  por  las  ciudades  de  voto  en  Cortes  , 
se  estenderán  en  papel  del  sello  de  Ilustres.  Los  de  las 
mismas  clases  que  espidan  las  ciudades  y  villas  que  no  ten- 
gan aquel  honor,  irán  en  sello  primero  ;  y  los  de  los  oficios 
inferiores  en  unas  y  otras  en  papel  d&J  sello  cuarto. 


Art.  12.  Para  los  títulos,  testimonios,  certificaciones  ó 
nombramientos  de  oficios  que  ios  administradores,  arrenda- 
dores, tesoreros  ó  receptores  de  Hacienda  real  dan  á  los 
guardas  ,  comisarios  ,  ejecutores  ,  verederos  ,  diligencieros 
ó  alguaciles  de  dichas  comisiones ,  se  usará  del  sello  tercero. 
Todos  los  demás  superiores  á  estos  se  escribirán  en  el  del 
sello  de  Ilustres.  Los  que  fuesen  provistos  por  los  adminis- 
tradores y  arrendadores  de  los  estados  que  están  puestos  eu 
administración  ó  secuestro  en  virtud  de  auto  judicial,  de- 
berán obtener  sus  títulos  en  papel  del  sello  tercero. 

Art.  13.  Los  títulos ,  testimonios  y  certificaciones  de  nom- 
bramientos de  priores,  cónsules,  receptores,  tesoreros  y 
asesores  de  los  consulados,  se  escribirán  en  papel  del  sello 
de  Ilustres:  los  de  escribanos,  con  inclusion  de  los  de  flotas, 
armadas  y  naos  marchantes,  en  el  del  sello  primero  y  los 
inferiores  á  estos  en  el  del  sello  tercero. 

Art.  14.  Los  títulos,  testimonios  ,  certificaciones  ó  nom- 
bramientos que  se  espiden  por  el  concejo  de  la  Mesta  se 
estenderán  en  papel  del  sello  de  Ilustres. 

Art.  1S.  Todo  nombramiento  militar,  testimonio  ó  certi- 
ficación justificativa  de  él,  siendo  destino  que  tenga  trata- 
miento de  Señoría  ó  Escelencia,  se  escribirá  en  papel  del 
sello  de  Ilustres. 

Art.  16.  Asimismo  los  títulos,  nombramientos,  testimo- 
nios ó  certificaciones  de  los  oficios  militares  de  mar  ó  tierra; 
es  á  saber  :  *los  superiores  de  generales ,  mariscales  de 
campo,  coroneles , almirantes ,  sarjentos  mayores,  capitanes, 
ayudantes ,  maestros  de  naos  ó  de  plata,  pilotos  principales, 
así  de  navios  de  guerra  como  mercantes,  nombrados  por  Mí 
ó  por  otras  personas  ó  tribunales  á  quienes  tocase  su  nom- 
bramiento ,  se  escribirán  en  papel  del  sello  de  Ilustres.  Los 
demás  inferiores  desde  el  alférez  inclusive  en  el  del  sello 
cuarto  mayor. 

Art.  17.  En  las  oficinas  militares  de  cuenta  y  razón ,  como 
las  de  provisiones  ,  hospitales  y  demás,  se  espedirán  los 
títulos  de  jefes  en  papel  del  sello  de  Ilustres:  los  de  oficiales 
mayores  en  el  del  sello  primero  ;  y  los  de  los  demás  en  el 
del  sello  tercero. 

Art.  18.  Los  títulos  de  oficios  de  pluma  militares  ,  como 
los  de  veedor,  contador  ó  pagador,  se  escribirán  en  papel 
del  sello  de  Ilustres,  y  los  demás  inferiores  á  estos  en  el  del 
sello  tercero. 

Art.  19.  Los  títulos  ó  nombramientos  de  los  oficios  ó 
ejercicios  que  nombrasen  \o§  secretarios  y  contadores  de  los 
consejos  ó  juntas,  se  pondrán  en  papel  del  sello  segundo. 

Art.  20.  Las  certificaciones  que  se  dieren  á  cualquiera 
soldado  de  sus  servicios,  plazas,  puestos  ú  otras  cosas,  y  las 
patentes  ,  licencias  y  suplementos  ,  si  fuesen  de  los  oficios 
superiores  referidos  en  los  artículos  13,  16,  17  y  18,  se  des- 
pacharán en  papel  del  sello  de  Ilustres,  y  si  de  los  inferio- 
res en  el  del  sello  cuarto. 

Art.  21.  Todos  los  títulos  ó  nombramientos  de  oficios  ó 
comisiones  que  tengan  40,000  reales  de  sueldo,  y  se  espidan 
por  los  consejos,  cnancillerías,  audiencias,  tribunales,  jun- 
tas ó  corporaciones  aprobadas  por  la  real  autoridad,  se  es- 
cribirán en  sello  de  Ilustres  ;  los  que  pasen  de  30,000  reales 
y  no  lleguen  á  40,000  se  pondrán  en  papel  del  sello  prime- 
ro ;  y  los  inferiores  en  el  del  sello  cuarto. 

Art.  22.  Las  certificaciones  ó  testimonios  que  se  diesen 
por  los  oficios  de  secretarios,  contadores,  escribanos  ú  otros 
ministros  ó  justicias  para  cualquier  efecto  ,  se  escribirán  en 
papel  del  sello  cuarto. 

Art. .  23.  Las  licencias  para  ir  à  Indias ,  para  salir  navios 
y  para  comerciar  en  géneros  que  necesiten  licencia,  debe- 
rán ir  en  papel  del  sello  de  Ilustres. 

Art.  24.  Las  cartas  de  examen  de  los  oficios  que  dan  los 
gremios  ó  los  pueblos  irán  en  papel  del  sello  primero.  Las 
licencias  para  teuer  tiendas,  tabernas,  figones, bodegones, 
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fondas  y  demas  casas  de  trato  se  darán  en  papel  del  sello 
segundo. 

Art.  25.  Las  escrituras  públicas  de  fundaciones  de  pósi- 
tos, administraciones ,  tutelas  ,  ventas  de  bienes ,  censos  y 
tribuios,  y  de  redenciones  de  ellos  ;  las  de  donaciones,  obli- 
gaciones, fianzas  y  conocimientos  ante  escribanos  ,  ú  otro 
cualquier  género  de  escrituras  públicas  de  cualesquiera  con- 
tratos entre  cualesquier  personas,  y  las  que  toquen  à  la  real 
Hacienda  y  ministros  ó  justicias ,  que  fuesen  de  dar  ó  de 
recibir,  ó  en  otra  forma ,  sean  de  cualquier  género  ,  calidad 
ó  nombre,  aunque  los  nombres  de  los  tales  contratos  no  es- 
tén espresados  en  este  artículo ,  siendo  sobre  cantidad  de 
1,000  ducados  arriba,  en  una  ó  muchas  sumas  ,  en  dinero, 
especie  ú  otro  cualquier  efecto,  género  ó  cosa,  se  habrán  de 
escribir  en  papel  del  sello  de  Ilustres  :  las  que  bajaren  de 
1,000  ducados  hasta  100  en  el  del  sello  segundo ,  y  las  que 
fuesen  de  menos  de  100  en  el  del  sello  cuarto,  regulándose 
por  el  principal  á  razón  de  20,000  al  millar  los  valores  de 
las  escrituras  que  fuesen  sobre  rentas,  para  que  según  esto 
se  les  aplique  el  papel  del  sello  que  les  perteneciere. 

Art.  26.  Las  escrituras  de  obligaciones ,  asientos  de  ren- 
tas ó  arrendamientos,  obras,  tasaciones,  ú  otros  cualesquiera 
contratos  ,  en  que  por  su  calidad  y  naturaleza  no  se  puede 
nombrar  precio ,  se  usará  del  papel  del  sello  segundo;  y  en 
las  que  se  otorgasen  sobre  frutos,  mercaderías  ú  otras  espe- 
cies ,  se  regularán  por  la  tasa,  si  la  hubiere,  y  no  habién- 
dola ,  por  la  estimación  común ,  para  aplicarles  el  papel  del 
sello  que  les  tocase ,  conforme  al  importe  de  las  cosas  ú 
obligaciones  que  se  contraten. 

Art.  27.  Las  escrituras  que  contuviesen  cantidad  incierta, 
como  transacciones  ,  renunciaciones  de  legítimas  ,  ú  otros 
derechos  inciertos,  y  las  de  lesiones  ó  compromisos,  se  re- 
gularán ,  si  hay  sentencia  sobre  que  recaigan  ,  por  la  canti- 
dad de  ella,  para  que  si  fuese  de  1,000  ducados  y  de  ahí 
arriba,  se  estiendan  en  papel  del  sello  de  Ilustres  :  si  bajase 
hasta  100  en  el  del  sello  segundo  ;  y  si  bajase  de  100  en  el 
del  sello  cuarto.  Y  no  habiendo  sentencia,  se  considerará  la 
cantidad  del  pedimento  y  demanda  en  la  forma  que  queda 
dicha  para  las  escrituras  que  recaen  sobre  sentencia. 

Art.  28.  Las  escrituras  de  empréstito  ó  permuta  de  cual- 
quiera géneros  ó  especies ,  aunque  no  se  señale  su  precio,  se 
escribirán  en  papel  del  sello  de  Ilustres. 

Art.  29.  Las  escrituras  públicas  de  cartas  de  pago  ó  fini- 
quito de  cuentas  que  pasasen  de  1,000  ducados  ,  y  de  ahí 
arriba ,  se  otorgarán  en  papel  del  sello  segundo  :  las  que 
bajasen  de  1,000  ducados  hasta  100,  en  el  del  sello  tercero; 
y  si  bajasen  de  100,  en  el  del  sello  cuarto. 

Art.  30.  Las  escrituras  de  fianzas  y  abonos,  si  fuesen 
sobre  cantidad  señalada  de  1,000  ducados,  y  de  ahí  arriba, 
se  pondrán  en  papel  del  sello  de  Ilustres  :  si  bajasen  has- 
ta 100,  en  el  del  sello  segundo  ;  y  si  bajasen  de  100 ,  en  el 
del  sello  cuarto. 

Art.  31.  Las  fianzas  que  no  fuesen  sobre  cantidad  seña- 
lada se  escribirán  en  papel  del  mismo  sello  que  el  en  que 
se  escribió  el  contrato  principal  sobre  que  se  otorgaron. 

Art.  32.  Las  fianzas  que  se  dan  por  los  jueces  de  comisión 
ú  ordinarios,  por  los  tutores  ,  administradores ,  receptores, 
tesoreros,  ejecutores,  comisarios,  maestros  de  naos  ó  de 
plata,  ú  otros  cualesquiera  oficiales  para  asegurar  la  buena 
y  fiel  administración  de  sus  oficios ,  y  obligarse  á  dar  cuenta 
con  pago  de  sus  administraciones,  se  escribirán  en  el  mismo 
papel  sellado  en  que  se  escribieron  los  títulos  de  sus  oficios. 

Art.  53.  Las  fianzas  y  obligaciones  que  se  diesen  en  el 
consejo  de  las  órdenes,  ó  en  otro  cualquier  consejo,  tribu- 
nal ,  comunidad  ó  juzgado  sobre  los  depósitos  que  se  hacen 
para  las  pruebas  de  calidad  ,  se  estenderán  en  papel  del 
sello  de  Ilustres. 
Art.  54.  Para  mayor  claridad  ,  y  evitar  alguna  duda  que 


pudiese  ocurrir  sobre  el  contenido  de  los  artículos  anterio- 
res desde  el  24  hasta  el  32,  ambos  inclusive,  se  previene  : 
que  todas  las  escrituras  y  demas  instrumentos  públicos  que 
pasen  ante  escribano,  y  quedan  mencionados  en  ellos  sobre 
materia  que  esceda  de  20,000  reales,  ó  sobre  concesión  de 
honores  ,  se  estenderán  en  papel  del  sello  de  Ilustres  :  desdo 
1,000  ducados  hasta  20,000  reales  en  el  del  sello  primero  : 
de  bOO  ducados  á  1,000  en  él  del  sello  segundo;  y  los  do 
bOO  ducados  en  el  del  sello  tercero. 

Art.  3b.  Las  fianzas  de  l,b00  doblas  de  la  segunda  su[l¡- 
cacion,  y  la  de  estar  y  pagar  juzgado  y  sentenciado,  sa 
otorgarán  en  papel  del  sello  segundo  :  las  de  las  leyes  de 
Toledo  y  de  Madrid  que  se  sigan  sobre  mas  de  1,000  duca- 
dos en  el  del  sello  primero  :  de  1,000  hasta  bOO  en  el  del 
segundo  ;  y  de  bOO  abajo  en  el  del  tercero.  Y  se  previene 
que  si  en  la  clase  de  las  primeras  pasase  alguna  de  la  suma 
de  20,000  reales ,  se  estenderá  en  papel  del  sello  de  Ilustres; 
y  ademas  que  los  abonos  se  deberán  escribir  también  en  el 
propio  papel  que  se  hubiesen  escrito  las  fianzas. 

Art.  36.  Los  poderes  que  otorgaren  los  Grandes  para  ad- 
ministrar, se  estenderán  en  papel  del  sello  de  Ilustres  :  los 
que  se  otorguen  por  estos  y  por  los  particulares  para  cobrar 
mas  de  1,000  ducados,  en  el  del  sello  primero;  y  los  de  esta 
cantidad  abajo  en  el  del  sello  segundo.  Los  que  se  otorguen 
para  seguir  pleitos  se  escribirán  en  papel  del  sello  tercero. 

Art.  37.  Las  posturas  de  oficios,  rentas,  prometidos, 
pujas,  aceptaciones  ^traspasos  ,  declaraciones,  cesiones  y 
remates  se  harán  en  papel  del  sello  tercero  ;  pero  las  escri- 
turas de  la  obligación  principal  de  la  renta,  si  versasen 
sobre  la  cantidad  de  1,000  ducados ,  y  de  ahí  arriba ,  se  es- 
tenderán en  papel  del  sello  primero  :  si  bajasen  hasta  100, 
en  el  del  segundo  ;  y  si  de  100 ,  en  el  del  cuarto. 

Art.  38.  Las  obligaciones  que  hacen  los  escribanos  de 
usar  bien  y  legalmente  de  sus  oficios  cuando  se  examinan , 
se  pondrán  en  papel  del  sello  segundo.  Las  protestaciones 
extrajudiciales  y  los  embargos  y  desembargos  en  el  del  sello 
tercero  ;  y  los  requerimientos  para  pagos  de  juros  ú  otras 
deudas  en  el  del  sello  cuarto. 

Art.  39.  Los  registros  y  fletamentos  de  navios  se  estende- 
rán en  papel  del  sello  de  Ilustres,  y  lo  mismo  los  registros 
de  minas  y  despachos  que  sobre  ellos  se  dieren.  Todos  los 
demas  registros  de  cualquiera  especie  y  géneros  se  escribi- 
rán en  papel  del  sello  tercero. 

Art.  40.  Los  fletamentos  ó  seguros  de  navios,  mercaderías 
ó  dinero,  si  importasen  20,000  reales  ó  mas  ,  se  escribirán 
en  papel  del  sello  de  Ilustres  :  de  1,000  ducados  á  bOO  en  el 
del  sello  primero  :  de  bOO  á  100  en  el  del  segundo;  y  do 
ahí  abajo  en  el  del  tercero. 

Art.  41.  Los  testamentos  y  codicilos  abiertos,  en  que 
haya  mejora  de  tercio  y  quinto,  se  pondrán  en  papel  del 
sello  primero.  Si  estas  ó  los  legados  pasasen  de  20,000  rea- 
les ,  en  el  del  sello  de  Ilustres  :  los  demas  en  que  no  haya 
disposición  que  llegue  á  esta  cantidad,  en  el  del  sello  terce- 
ro. Si  hubiese  fundación  de  vínculo ,  patronato,  mayorazgo 
ó  fundación  civil  ó  eclesiástica,  se  estenderán  en  papel  del 
sello  de  Ilustres.  Las  reales  gracias  para  cualquiera  clase  de 
amortización  de  bienes  civil  ó  eclesiástica  ,  y  las  escrituras 
ó  contratos  entre  vivos  que  sobre  ellos  se  otorguen  ,  se  es- 
cribirán en  el  del  sello  de  Ilustres. 

Art.  42.  Todos  los  testamentos  ó  codicilos  cerrados,  do 
cualquier  género  ó  calidad  que  sean ,  se  escribirán  en 
papel  sellado  con  el  sello  cuarto  enteramente  ,  sin  que  ten- 
gan pliego  alguno  que  no  lo  esté,  mediante  que  han  de  ser- 
vir de  protocolos;  y  los  originales  y  sacas  de  copias  testi- 
moniadas que  se  lian  de  dar  á  las  partes,  después  de  abierto 
el  testamento  ó  codícilo,  se  escribirán  según  lo  que  queda 
dispuesto  acerca  de  los  testamentos  abiertos. 

Art.  45.  Los  testamentos  cerrados  podrán  escribirse  tam- 
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bien  en  papel  común  ;  pero  con  la  precisa  calidad  de  que 
los  escribamos ,  después  de  haberlos  abierto,  saquen  copia 
del  protocolo ,  escrita  toda  en  pliegos  del  sello  cuarto,  y 
poniéndola  en  el  registro  testificada  con  el  protocolo  origi- 
nal ,  los  traslados  que  dieren  irán  signados  en  papel  del  sello 
cuarto. 

Art.  44.  Las  particiones  ,  hijuelas,  divisiones  de  bienes, 
tasaciones,  adjudicaciones  y  almonedas,  se  estenderán  en 
}>apel  del  sello  que  corresponda  á  su  cuantía  ,  empezando 
tfesde  la  de  100  ducados. 

Art.  45.  Los  testamentos  de  los  pobres  que  mueren  en  los 
hospitales  se  harán  en  papel  del  sello  cuarto  de  Pobres,  si 
no  contienen  manda  ó  legado  ;  pero  si  la  contuviesen ,  se 
estenderán  en  el  que  corresponda  según  la  cuantía  de  que 
testen.  Los  legados  y  mandas  ad  pias  causas  se  regularán 
conforme  á  lo  prevenido  en  el  artículo  29  :  los  traslados  de 
los  testamentos  de  pobres  en  papel  del  sello  cuarto  ;  y 
siendo  pobre  de  solemnidad  ,  en  el  del  sello  de  esta  clase. 

Art.  46.  Lo  dicho  acerca  de  las  escrituras  y  demás  ins- 
trumentos que  van  especificados ,  se  entenderá  no  solo  para 
las  primeras  sacas  que  llaman  originales  ,  sino  también  para 
las  demás  sacas  ó  traslados  que  de  ellos  se  hiciesen,  aunque 
se  haya  verificado  el  otorgamiento  antes  de  la  fecha  de  este 
mi  real  decreto  ,  escribiéndose  en  los  pliegos  que  quedan 
aplicados  y  asignados  á  cada  instrumento  ;  de  modo  que  el 
primero  y  último  pliego  sean  del  sello  correspondiente  á  la 
cuantía  y  calidad  del  contenido,  y  los  demás  pliegos  inter- 
medios sean  del  sello  cuarto  en  lugar  del  papel  blanco,  co- 
mún, ú  ordinario ,  cuyo  uso  en  los  pliegos  intermedios  que- 
dará abolido  desde  ahora ,  sustituyéndose  en  su  lugar  por 
regla  general  el  del  sello  cuarto ,  y  con  la  prevención  de 
que  bajo  de  un  sello  no  se  podrá  escribir  mas  que  un  solo 
instrumento  de  una  contextura. 

Art.  47.  Los  instrumentos  y  despachos  que  se  hayan  de 
escribir  en  papel  del  cuarto  sello,  podrán  ir  en  medio  pliego 
sellado,  cabiendo  en  él  la  contextura  del  instrumento  y  des- 
pacho; y  en  el  caso  contrario  se  escribirán  en  pliego  entero 
del  mismo  sello  cuarto ,  siéndolo  también  los  demás  que 
fuere  preciso  añadir. 

Art.  48.  Todos  los  mencionados  instrumentos,  recaudos  y 
despachos  que  se  hicieren  y  otorgaren  ante  escribanos  ó 
notarios  de  estos  reinos  ,  han  de  quedar  registrados  y  pro- 
tocolizados en  poder  de  los  mismos  funcionarios,  escribién- 
dose íntegramente  los  protocolos  y  registros  en  papel  sellado 
del  sello  cuarto  ,  sin  que  en  los  tales  registros  ó  protocolos 
haya  ningún  pliego  que  no  sea  sellado  ;  pues  con  este  re- 
quisito y  con  que  sea  del  sello  correspondiente  el  primer 
pliego  en  la  primera  y  demás  sacas  sucesivas ,  queda  afian- 
zada y  asegurada  en  lo  posible  la  legalidad  y  fidelidad  de 
los  instrumentos. 

Art.  49.  Para  que  se  eviten  fraudes  tendrán  los  escriba- 
nos obligación  de  poner  al  pié  de  las  escrituras,  despachos 
y  recaudos  que  formalicen  el  dia  en  que  se  sacan,  y  como 
se  sacaron  en  el  pliego  sellado  de  la  clase  correspondiente , 
anotando  lo  mismo  al  margen  de  los  protocolos,  y  dando  fe 
de  ello.  Todo  lo  cual  guardarán  y  cumplirán  los  espresados 
escribanos  y  notarios,  pena  de  100,000  maravedís,  aplica- 
dos por  terceras  parles  à  la  cámara  ,  juez  y  denunciador,  y 
con  la  de  privación  de  ofició"  por  la  primera  vez,  y  por  la 
segunda  incurrirán  en  las  penas  impuestas  á  los  falsarios.  Y 
se  declara  que  en  los  registros  y  protocolos  que  se  han  de 
escribir  en  papel  del  sello  cuarto  ,  puedan  insertarse  uno  ó 
mas  instrumentos  ,  aunque  sean  de  diferentes  personas. 

Art.  SO-  Los  libros  de  los  ayuntamientos  ,  de  las  ciudades 
y  villas  de  voto  en  Cortes  y  honorarias  :  los  de  las  capita- 
les de  provincia  :  los  délas  santas  iglesias  metropolitanas  y 
catedrales  :  los  de  los  consulados  y  compañías  de  comercio 
autorizadas  por  el  Gobierno  ,  v  de  las  de  seguros  de  cual- 


quiera clase ,  serán  del  papel  del  sello  cuarto ,  escepto  el 
primero  y  último  pliego  ,  que  serán  del  sello  primero.  Los 
libros  de  los  comerciantes  y  de  las  compañías  de  comercio 
particulares,  y  de  los  gremios  y  cofradías  ,  serán  del  sello 
cuarto, con  el  primero  y  últimopliego  del  tercero.  Los  libros 
de  actas  de  los  ayuntamientos,  los  de  las  iglesias  colegía- 
tas  y  parroquiales,  los  de  conocimientos  de  dar  y  tomar 
pleitos  ,  consullas  ,  espedientes  ,  informes  ,  ú  otros  cuales- 
quiera cuadernos  de  secretarios,  escribanos  de  cámara,  re- 
latores ,  procuradores  y  agentes  solicitadores  :  los  de  en- 
tradas y  salidas  de  presos  :  los  de  vistas  y  acuerdos  :  las 
propuestas  de  ternas  en  Aragon  ,  y  las  ordenanzas  de 
cuerpos  gremiales,  que  se  impriman,  se  estenderán  en 
papel  del  sello  cuarto  ,  con  la  calidad  de  renovarse  todos 
los  años  los  que  no  se  imprimen.  Los  libros  de  conocimiento 
de  los  fiscales  serán  de  papel  de  Oficio. 

Art.  al.  Todos  los  actos  judiciales  interlocutorios  hasta  la 
sentencia  definitiva  ,  peticiones ,  memoriales  do  partes,  ale- 
gaciones, notificaciones  y  otros  cualesquiera  que  se  presen- 
tasen en  juicio  ,  se  han  de  escribir  en  pliego  sejlado  del 
sello  cuarto  :  y  los  autos ,  decretos  y  otras  cualesquiera 
diligencias  que  se  manden  hacer ,  y  los  pregones  que  se 
diesen  en  las  vías  ejecutivas  ,  en  las  ventas  judiciales  y  en 
las  almonedas,  se  podrán  continuar  en  el  mismo  papel  en 
que  estuviese  escrito  el  auto  ;  y  cuando  no  cupiesen  en  él, 
se  proseguirán  en  otros  del  mismo  sello  coartó. 

Art.  52.  Cualesquiera  peticiones  que  se  hayan  de  leer  ju- 
dicialmente ,  y  en  que  se  haya  de  poner  decreto ,  se  han  de 
escribir  en  papel  del  sello  cuarto. 

Art.  53.  Los  mandamientos  de  ejecución  deberán  escri- 
birse en  papel  del  sello  segundo,  como  también  los  manda- 
mientos de  pago,  siendo  la  cantidad  por  que  se  ejecuta  de 
100  ducados  arriba,  y  de  ahí  abajo  se  escribirán  en  papel 
del  sello  cuarto. 

Art.  54.  Así  lo  ejecutarán  y  observarán  literalmente  los 
escribanos  en  lo  sucesivo ,  con  arreglo  á  la  real  pragmática 
de  diez  y  siete  de  enero  de  mil  setecientos  cuarenta  y  cua- 
tro, y  bajo  las  penas  en  ella  señaladas,  sin  interpretación 
alguna ,  ni  á  pretesto  de  ponerse  á  continuación  de  los  au- 
tos ,  y  no  formar  protocolo.  Lo  propio  ejecutarán  en  las  fian- 
zas de  saneamiento  por  lo  tocante  al  traslado  que  de  ellas 
se  sacase  para  poner  en  los  autos,  debiendo  ser  su  registro 
en  papel  del  sello  cuarto,  y  la  saca  en  el  "que  le  corresponda, 
con  respecto  á  la  cantidad  por  que  se  hubiese  trabado  la 
ejecución. 

Art.  55.  Las  solturas  se  escribirán  en  papel  del  sello  cuar- 
to. Las  probanzas  judiciales  y  las  demás  que  se  hiciesen 
para  presentar  en  juicio  ante  cualesquiera  consejos,  tribu- 
nales y  justicias,  se  escribirán  en  papel  del  sello  segundo 
el  primero  y  el  último  pliego ,  y  los  intermedios  en  el  del 
sello  cuarto. 

Art.  56.  En  las  compulsas  de  autos  en  apelación  se  usará 
para  los  intermedios  del  papel  del  sello  cuarto ,  y  los  pliegos 
primero  y  último  serán  del  sello  segundo. 

Art.  57.  Las  pruebas  é  informes  de  nobleza ,  y  los  autos 
ó  sentencias  definitivas,  aprobándolas  ó  reprobándolas,  so 
escribirán  en  papel  del  sello  de  Ilustres.  Las  de  limpieza  de 
sangre  y  sus  definitivas  se  pondrán  en  papel  del  sello  cuar- 
to ,  empezándolas  y  concluyéndolas  con  pliegos  del  sella 
primero. 

Art.  58.  Los  memoriales  ajustados  de  los  relatores  en  ne. 
gocios  entre  partes  llevarán  la  primera  y  última  foja  de  pa- 
pel del  sello  tercero.  Los  papeles  en  derecho  irán  todos  en 
el  del  sello  cuarto. 

Art.  59.  El  uso  del  papel  de  Oficio  continuará  como  hasla 
aquí ,  y  con  las  mismas  aplicaciones  que  ha  tenido  desde  su 
creación. 

Art.  60.  Se  permite  como  hasla  ahora  el  uso  del  papel  de 
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Pobres,  entendiéndose  por  estos  los  que  hagan  justificación 
de  tales  con  tres  testigos  ante  escribano  aprobado ,  y  con 
autoridad  judicial ,  si  los  asuntos  fuesen  contenciosos ,  ó  por 
informe  de  su  párroco  ó  de  su  diputación  ,  si  las  solicitudes 
fuesen  de  otra  clase.  La  información  judicial  se  estenderá 
en  papel  del  sello  cuarto  ,  y  si  el  pleito  fuese  sobre  interés, 
y  el  pobre  obtuviese  sentencia  consentida  ó  ejecutoria  de 
ella ,  abonará  el  importe  del  papel  consumido  .en  el  pro- 
ceso. 

Art.  61.  Gozarán  de  este  beneficio  las  comunidades  y  es- 
tablecimientos de  beneficencia  que  tengan  este  privilegio  : 
los  jornaleros  y  braceros  que  se  mantienen  con  su  jornal ,  y 
no  tienen  propiedad  que  produzca  500  ducados  :  las  viudas 
que  no  tengan  viudedad  que  esceda  de  400  :  los  pósitos 
pios  administrados  por  eclesiásticos;  y  las  diputaciones  de 
caridad  en  sus  recursos  y  libros.  Pero  no  podrá  usarle  el 
que  tenga  vínculo,  legado  vitalicio  ,  memoria  ó  capellanía, 
sueldo  por  el  Gobierno,  ó  renta  de  cualquiera  clase  que  pase 
de  500  ducados. 

Art.  62.  Todos  los  memoriales  que  se  diesen  al  rey  sobre 
cualesquiera  negocios  ó  pretensiones  han  de  estenderse  en 
papel  del  sello  cuarto.  Los  que  se  diesen  por  cualquiera  de 
los  ministerios  ,  y  los  que  se  hayan  de  ver  en  cualquiera 
consejo ,  tribunal  ó  junta  ,  han  de  ir  en  papel  del  sello  cuar- 
to, sin  cuyo  requisito  no  se  recibirán  ni  decretarán.  Lo 
mismo  se  observará  con  los  que  se  presenten  en  el  consejo 
de  Estado,  en  el  de  Guerra,  en  la  Cámara  y  en  los  demás 
tribunales  ó  juntas  sobre  cualesquiera  pretensiones;  no  en- 
tendiéndose esto  con  los  escriLos  que  se  diesen  solamente 
para  hacer  recuerdo  de  los  negocios  ó  pretensiones. 

Art.  65.  Para  asegurar  la  perpetuidad  (igualmente  que  la 
comodidad  de  los  interesados)  de  algunos  documentos, 
como  son  los  privilegios,  cédulas,  ejecutorias  ,  despachos, 
y  otros  documentos  que  se  acostumbran  escribir  en  perga- 
mino ,  estos  se  sellarán  con  los  particulares,  que  para  el 
efecto  se  depositarán  en  persona  señalada ,  como  lo  son  los 
cancilleres  de  mis  consejos,  cnancillerías  y  audiencias, 
aplicando  á  cada  uno  de  dichos  documentos  el  sello  corres- 
pondiente á  su  calidad  ,  y  mudándose  los  sellos  cada  año. 

Art.  64.  Todas  las  provisiones  de  llamamiento  y  autos 
que  se  espidiesen  por  el  tribunal  de  la  contaduría  mayor  de 
Cuentas  para  darlas,  deberán  escribirse  en  papel  del  sello 
cuarto ,  asignado  á  los  despachos  de  oficio  en  la  forma  si- 
guiente. 

Art.  6o.  Las  relaciones  juradas  que  se  presenten  por  las 
parles  para  dar  sus  cuentas ,  irán  en  papel  del  sello  cuarto 
todos  los  pliegos  que  comprendan. 

Art.  66.  Los  finiquitos  ó  certificaciones  que  de  ellas  se 
diesen, irán  escritos  en  papel  del  sello  cuarto  si  el  cargo  fue- 
se de  menos  de  100  ducados  :  si  fuese  de  100  ducados  has- 
ta 1,000,  se  usará  del  papel  del  sello  segundo  ;  y  si  de  1,000 
ducados ,  y  de  ahí  arriba ,  se  estenderán  en  papel  del  sello 
priaiero. 

Art.  67.  Los  libros  de  cargo  encuadernados  y  sus  manua- 
les de  cargos  de  pliego  agujereado ,  el  de  ejecutores  ,  el  de 
memorias  y  asientos,  el  de  receptor  de  alcances  y  los  libros 
de  alcances ,  y  otros  cualesquiera  que  sirvan  para  mas  de 
un  año  y  están  formados  y  «orren  en  la  contaduría  mayor 
de  Cuentas  ,  se  sellarán  con  el  sello  reservado  al  fin  de  lo 
escrito  de  cada  libro,  para  que  no  se  pueda  escribir  en  ellos 
ninguna  otra  partida;  permitiéndose  poner  has  necesarias 
adiciones  y  notas  al  margen  de  las  partidas  ya  escritas  en 
los  referidos  libros.  Los  que  se  hubiesen  de  hacer  nuevos 
de  las  clases  insinuadas  serán  del  papel  sellado  aplicado  á 
los  despachos  de  oficio ,  y  al  principio  de  cada  uno  de  ellos 
se  pondrá  auto  por  los  ministros  del  tribunal ,  en  el  cual  se 
declarará  el  año  de  la  formación  del  libro,  el  sello  y  el  nú- 
mero de  las  hojas ,  sj  fuese  encuadernado  ó  agujereado ,  & 


cuyos  libros  se  usará  del  modo  siguiente  :  Los  que  hubiesen 
de  servir  para  mas  tiempo  de  un  año,  correrán  hasta  que  se 
acabe  el  papel  con  que  en  el  principio  fueron  formados,  y 
en  el  año  en  que  se  concluyesen  se  cerrarán  con  el  sello  re- 
servado al  final  de  las  últimas  partidas  en  la  forma  dicha 
mas  arriba ,  haciéndose  otros  del  papel  sellado  del  año  en 
que  se  cerraron.  Y  si  los  libros  fuesen  de  aquellos  en  que  no 
hay  inconveniente  concluir  cada  año,  se  cerrarán  también  en 
fin  del  que  acaba  en  la  forma  que  queda  dicha  ,  formándose 
otros  para  el  año  siguiente  con  el  sello  en  que  él  hubiese  de 
correr,  y  pudiendo  ponerse  en  unos  y  otros  las  notas  y  adi- 
ciones que  se  ofreciesen  en  la  forma  arriba  referida. 

Art.  68.  Los  libros  dé  las  secretarías  y  contadurías  del 
Consejo ,  y  de  la  contaduría  general  de  Valores,  como  son 
el  de  la  razón,  el  de  relaciones  y  el  de  mercedes,  y  los  de  la 
escribanía  mayor  de  Rentas,  como  son  los  de  quitaciones  y 
rentas,  los  de  sueldos,  de  penas  de  cámara  y  otros  cuales- 
quiera que  perteneciesen  al  dicho  Consejo,. deberán  quedar 
en  el  oficio  donde  se  originasen  los  despachos  ,  la  copia  y 
registro  en  pliegos  del  sello  cuarto  ;  y  en  cuanto  al  despa- 
cho original,  sacas  y  recetas  que  se  diesen  á  las  partes,  se 
guardará  lo  dispuesto  en  la  real  cédula  de  quince  de  diciem- 
bre de  mil  seiscientos  treinta  y  siete,  con  las  declaraciones, 
interpretaciones  y  limitaciones  de  la  pragmática-sanción  de 
mil  setecientos  cuarenta  y  cuatro ,  y  en  los  demás  oficios 
donde  se  tomase  la  razón  del  despacho  se  escribirá  en  papel 
común,  como  se  acostumbra  :  entendiéndose  esto  mismo  en 
todas  las  secretarías  ,  contadurías,  veedurías,  proveedurías, 
pagadurías ,  y  otro  cualquiera  oficio  y  ejercicio  de  papeles 
que  pertenecen  ó  dependen  de  los  consejos,  tribunales, 
juzgados,  juntas,  comisiones  y  diputaciones  del  reino,  y 
sus  ciudades;  y  por  los  dichos  consejos,  juntas,  tribunales, 
comisiones  y  diputaciones  se  darán  las  órdenes  necesarias 
para  que  se  guarde  este  orden. 

Art.  69.  Las  escrituras  y  obligaciones  que  hiciese  mi  te- 
sorero general  en  que  no  hay  parte  interesada  de  quien  se 
puedan  y  deban  cobrar  los  derechos  que  se  dan  en  ellas  del 
dinero  que  entra  en  las  arcas  ,  y  de  las  partidas  que  son  en- 
trada por  salida;  y  las  que  diesen  los  pagadores  de  mis  ca- 
sas reales  y  los  receptores  de  los  consejos  del  dinero  que 
recibiesen  de  la  real  Hacienda  para  distribuirlo  ,  y  todos  los 
libros  de  sus  oficios,,  se  han  de  formar  enteramente  con  pa- 
pel sellado  para  los  despachos  de  oficio.  Y  en  cuanto  á  las 
cartas  de  pago  que  los  demás  tesoreros,  receptores,  paga- 
dores y  administradores  de  la  real  Hacienda  dieren  por  los 
recibos  de  las  partidas  de  dinero  que  cobran  y  entran  en  su 
poder,  deberán  escribirse  en  pliegos  del  sello  cuarto,  for- 
mándose enteramente  con  papel  de  esta  clase  los  libros  de 
sus  oficios. 

Art.  70.  Las  obligaciones  de  los  encabezamientos  genera- 
les de  las  ciudades  ,  villas  y  lugares  que  hacen  los  ayunta- 
mientos y  los  gremios  de  ellas,  se  estenderán  en  papel  del 
sello  cuarto  ,  pudiendo  hacerse  consecutivamente  en  un 
mismo  pliego  las  que  cupiesen  en  él. 

Art.  71.  El  repartimiento  que  por  menor  hacen  los  gre- 
mios se  hará  en  papel  del  sello  cuarto.  En  el  propio  sello  irán 
los  mandamientos  que  cumplido  el  plazo  se  dan  para  que 
paguen  todas  las  personas  contenidas  en  las  copias  de  lo.s 
encabezamientos;  usándose  también  del  mismo  en  los  que 
se  dan  para  ejecutar  los  particulares,  y  en  todos  los  despa- 
chos relativos  á  los  encabezamientos,  como  los  de  posturas, 
pujas,  remales,  traspasos ,  fianzas ,  abonos,  recudimientos  , 
y  otros  cualesquiera  que  causan  los  arrendamientos  que  se 
hacen  de  los  ramos  de  rentas  por  menor,  observándose  la 
real  cédula  de  quince  de  diciembre  de  mil  seiscientos  trein- 
ta y  siete  ,  á  que  se  refiere  la  pragmática-sanción  de  mil  se- 
tecientos cuarenta  y  cuatro. 

Art.  72.  Las  cédulas  que  se  diesen  de  cantidad  señalada 
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de  maravedises  de  merced  ó  de  ayuda  de  costa  se  escribirán 
en  papel  del  sello  tercero ,  no  llegando  á  100  ducados  ;  y  en 
el  del  sello  primero  las  que  fuesen  de  100  ducados  ó  mas. 
Las  que  se  despachen  para  pagar  por  la  real  Hacienda  ,  no 
llegando  á  100  ducados, se  estenderán  en  el  del  sello  cuarto; 
y  si  fuesen  de  100  ducados  ó  mas  hasta  1 ,000,  en  el  del  sello 
segundo  :  lasque  fuesen  ó  escediesen  de  esta  cantidad,  en 
el  del  sello  primero.  Las  libranzas  ó  provisiones  que  se  die- 
sen en  virtud  de  dichas  cédulas  ,  y  no  llegasen  á  100  duca- 
dos ,  se  estenderán  en  papel  del  sello  cuarto  ;  y  las  que  fue- 
sen de  esta  cantidad  ó  escedieren  de  ella  en  el  del  tercero.  Y 
así  las  cédulas  como  las  libranzas  que  se  diesen  para  limos- 
nas ,  se  despacharán  en  papel  del  sello  de  Oficio. 

Art.  73.  Las  cédulas  de  aprobación  de  las  partidas  apun- 
tadas ó  libradas  por  billetes  de  los  presidentes  ó  goberna- 
dores del  consejo  de  Hacienda  se  harán  en  papel  del  sello  de 
Oficio.  Las  que  se  despachasen  en  aprobación  de  las  escri- 
turas que  las  partes  otorgan  sobre  asientos,  ventas,  trans- 
acciones, arrendamientos  y  otros  cualesquiera  contratos, 
que  suelen  ponerse  al  respaldo  ó  al  pié  de  dichos  documentos, 
por  ser  parte  integrante  de  los  contratos,  se  pondrán  cuando 
fuese  necesario  añadir  pliegos,  en  el  papel  del  sello  en  que 
estuviesen  las  mismas  escrituras. 

Art.  74.  En  las  cédulas  que  se  dan  á  los  asentistas  y  otras 
personas  para  consignarles  por  mayor  la  cantidad  que  han 
de  haber  por  razón  de  asientos,  débitos  ó  mercedes,  se 
guardará  lo  prevenido  en  el  artículo  72  ;  pero  las  libranzas 
que  en  virtud  de  dichas  cédulas  se  despachen  de  partidas 
pequeñas  sobre  efectos  ó  ramos  de  las  rentas  reales  ,  se  es- 
cribirán en  pliego  del  sello  tercero. 

Art.  7b.  El  auto  ó  billete  que  el  Consejo  diere  en  el  se- 
ñalamiento de  las  medias  anatas  ,  se  pondrá  en  papel  del 
sello  cuarto  ,  poniéndose  al  respaldo  el  recibo  del  tesorero, 
y  dándose  por  la  contaduría  en  papel  del  mismo  sello  la 
certificación  acostumbrada  de  haberse  pagado  aquel  dere- 
cho. Todos  los  despachos  que  antecediesen  á  la  primera 
paga,  se  escribirán  en  papel  común;  y  en  cuanto  á  los  me- 
moriales ,  peticiones,  provisiones,  cédulas,  comisiones, 
lianzas,  obligaciones,  libranzas  y  otros  cualesquiera  despa- 
chos se  guardará  lo  dispuesto  en  este  mi  real  decreto. 

Art.  76.  Los  libros  de  los  pósitos  han  de  estar  en  papel 
Ael  sello  cuarto,  escepto  el  primero  y  último  pliego  que  se- 
rán del  sello  primero,  renovándose  los  libros  todos  los  años. 
Las  cuentas  de  estos  establecimientos,  inclusa  la  copia  que 
queda  en  el  archivo,  se  formarán  en  papel  del  sello  cuarto. 
Las  licencias  para  sacas  de  trigo  y  dinero  se  pondrán  al 
margen  del  memorial  en  que  se  soliciten.  Todos  los  demás 
actos,  escrituras,  ejecuciones,  apremios,  testimonios  y  obli- 
gaciones ,  se  han  de  estender  en  papel  del  sello  cuarto. 

Art.  77.  En  las  oficinas  principales  de  la  corte  y  en  las  de 
las  provincias,  en  las  cuales  deben  formarse  libros  (aunque 
sean  en  fono)  de  cargo  y  data  de  efectos  ó  caudales,  contra- 
tos con  las  Rentas,  y  demás  objetos  que  exigen  una  rigurosa 
intervención,  se  usará  en  ellos  de  papel  común,  á  escepcion 
de  la  primera  y  última  hoja ,  que  será  de  papel  del  sello 
cuarto  de  Oficio,  observándose  precisamente  la  circunstancia 
de  estamparse  en  la  primera  hoja  el  destino  del  libro ,  hojas 
que  contiene  ,  inclusas  las  del  sello,  y  firmándola  con  firma 
entera  los  jefes  principales  :  las  restantes  hojas  se  rubricarán 
por  los  mismos.  Todos  los  demás  libros  do  asiento  particular, 
O  que  para  su  gobierno  lleven  los  tesoreros  ,  contadores  y 
administradores  de  todas  rentas,  podrán  ser  de  papel  co- 
mún ;  pero  siempre  foliados  y  rubricados  por  sus  respec- 
tivos jefes. 

Art.  78.  Todos  los  documentos  que  se  espidan  por  las 
oficinas  de  mi  real  Hacienda  para  uso  del  servicio ,  inclusas 
las  relaciones  juradas  con  que  los  administradores  y  tesore- 
ros rinden  sus  cuentas ,  deberán  estar  eslendidos  en  papel 


del  sello  cuarto  de  Oficio,  como  asimismo  las  certificaciones 
y  finiquitos. 

Art.  79.  Las  guias,  licencias  de  sacas,  pasaportes  y 
salvo-conductos  de  mercaderías,  frutos,  ganados  y  bes- 
tias para  dentro  de  estos  reinos  se  harán  en  papel  co- 
mún, y  para  los  reinos  estranjeros  en  papel  del  sello  pri- 
mero. Pero  siendo  los  interesados  personas  que  vivan  dentro 
de  las  tres  leguas  de  la  raya  y  al  contorno  de  los  puertos 
secos ,  y  entren  y  salgan  á  comerciar  de  unos  á  otros  reinos, 
habiendo  de  volver  los  ganados  y  bestias  que  registraron  , 
se  harán  las  guias  en  papel  común.  Y  si  volviesen  ,  y  los 
derechos  de  la  extracción  no  importasen  el  valor  de  media 
pliego  del  sello  de  Ilustres  ,  se  harán  las  guias  en  papel  del 
sello  cuarto. 

Art.  80.  Los  registros  y  contraregistros  de  mercaderías 
en  los  puertos  secos  y  mojados  se  ■pondrán  en  papel  del  sello 
cuarto. 

Art.  81.  Las  certificaciones  ó  testimonios  que  se  diesen 
por  las  contadurías,  secretarías  ó  escribanías,  siendo  á  ins- 
tancia de  parla  ó  dependiente,  se  barán  en  papel  del  sello 
cuarto ,  y  si  fuesen  puramente  de  oficio  ó  á  instancia  fiscal , 
en  papel  de  Oficio;  guardándose  la  misma  distinción  en  los 
informes  que  diesen  al  Consejo  ó  al  tribunal. 

Art.  82.  Las  escrituras  públicas  de  cartas  de  pago,  así  en 
el  registro  como  en  las  copias,  se  otorgarán  en  papel  deí 
sello  cuarto, y  de  las  otras  clases  superiores,  con  las  distin- 
ciones que  hacen  las  leyes  á  proporción  de  la  entidad;  pero 
en  las  que  fuesen  puras  limosnas  concedidas  sobre  las  ren- 
tas, y  las  de  recompensas  á  los  eclesiásticos  en  la  adminis- 
tración del  Excusado,  nunca  se  usará  mas  que  del  papel  del 
sello  cuarto. 

Art.  83.  Todos  los  títulos,  testimonios ,  certificaciones , 
nombramientos  de  oficios  que  dan  y  despachan  los  inten- 
dentes ,  subdelegados ,  administradores  generales,  tesoreros, 
contadores  ó  arrendadores  de  rentas,  así  de  guardas  como 
de  comisarios ,  ejecutores,  veedores,  diligencieros  y  algua-- 
ciles ,  se  estenderán  en  papel  del  sello  tercero  :  los  demás 
oficios  superiores  en  el  del  sello  primero  ;  pero  en  los  que  se 
despachan  en  virtud  de  órdenes  reales ,  y  sirven  con  sola 
carta-órden  de  los  directores  generales ,  no  se  hará  novedad. 
Art.  84.  En  los  demás  puntos  no  especificados  en  estas 
reglas  ,  concernientes  al  uso  del  papel  sellado  en  la  admi- 
nistración y  oficinas  de  rentas,  se  observará  lo  dispuesto  en. 
las  leyes;  proponiéndose  los  casos  dudosos  á  la  dirección 
general  de  aquellas  para  que  los  resuelva ,  ó  si  fuere  nece- 
sario los  consulte  á  mi  consejo  de  Hacienda. 

Art.  85.  Para  ocurrir  álos  inconvenientes  que  resultarían 
de  reducírselos  negocios  y  contratos  alas  confianzas  y  cré- 
ditos privados  en  perjuicio  de  los  función  irios  públicos  j 
riesgo  de  la  justicia  de  las  partes  ,  prevé. go  que  todos  los 
contratos  y  obligaciones  que  se  escribiesen  en  dichos  docu- 
mentos privados ,  si  se  sellasen  con  el  sello  que  les  corres- 
ponde, según  su  calidad  y  cantidad  ,  consiguiente  á  lo  que 
se  ha  ordenado  respecto  de  las  escrituras  públicas  ,  tendrán 
relación  á  todos  los  créditos  personales  y  quirografarios 
que  estén  escritos  en  papel  común  sin  sello,  graduándolos 
después  de  las  escrituras  públicas,  y  dándoles  lugar  entre  sí 
mismos  conforme  á  su  antelación  ,  sin  que  por  esto  sea  visto 
dar  á  las  cédulas  y  escritos  privados  mas  fuerza,  fe  ni  au- 
toridad do  la  que  por  derecho  tienen  y  deben  tenor. 

Art.  86.  Ni  en  los  puestos  de  esta  corte,  ni  en  las  demás 
receptorías  de  los  partidos  del  reino,  se  recibirán  otros  plie- 
gos errados  que  los  de  los  cuatro  primeros  sellos,  que  en  el 
mismo  acto  de  escribirse ,  formarse  ó  eslenderse  los  despa- 
chos ,  instrumentos  y  actos  judiciales  se  hubiesen  errado,  y 
por  ningún  caso  aquellos  cuya  primera  hoja  se  haya  llegado 
á  escribir  enteramente  para  continuar  en  papel  blanco  ó 
sellado. 
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Art.  87.  Tampoco  se  recibirán  los  que  en  el  mismo  pliego 
se  verifique  la  errala  ,  acabado  todo  el  instrumento  con  las 
refrendatas  y  suscripciones  que  le  cierran  ;  ni  los  que  llega- 
sen á  estar  cosidos,  ni  los  pliegos  y  medios  pliegos  que  en 
asuntos  y  materias  contenciosas  se  hayan  firmado  por  los 
abogados  ó  procuradores,  ni  los  que  se  bailen  con  decreto 
de  los  consejos  y  juntas,  ó  con  auto  de  los  juzgados  ordi- 
narios; porque  todos  estos  no  son  errados  por  accidente  ó 
casualidad  ,  y  el  admitirlos  causaría  fraudes  y  abusos.  Lo 
mismo  se  observará  con  los  pliegos  que  se  devuelven  im- 
presos con  el  nombre  de  errados ,  cuyo  recibo  perjudicaría 
á  la  real  Hacienda. 

Art.  88.  Debiendo  guardarse  la  regla  establecida  para  el 
recibo  de  los  sellos  cortados  de  los  mismos  cuatro  primeros 
sellos,  no  se  recibirá  ninguno  de  los  juzgados  ordinarios  y 
oficiales  públicos  ,  sino  únicamente  los  que  se  errasen  por 
accidente  en  los  despachos  de  los  consejos,  juntas,  chan- 
cillerías  y  audiencias,  y  aun  estos  estando  rubricados  de  los 
secretarios,  contadores,  escribanos  de  cámara  y  oficiales  de 
papeles  de  los  mismos  tribunales,  á  quienes  solo  se  permite 
isla  confianza,  y  no  á  los  demás  juzgados  ordinarios  y  ofi- 
ciales públicos  ,  á  los  cuales  tampoco  comprende  para  este 
caso  la  posterior  real  declaración  á  consulta  de  mi  consejo 
de  Castilla  de  catorce  de  diciembre  de  mil  setecientos  cua- 
renta y  cuatro ,  pues  en  ella  no  se  trata  de  sellos  cortados  , 
sino  solamente  de  la  admisión  de  lo  errado ,  sin  distinción 
de  los  cuatro  sellos. 

Art.  89.  Siendo  el  sello  de  Oficio  determinado  y  estable- 
cido precisamente  con  aplicación  á  ciertas  causas,  y  con 
espresa  prohibición  para  otras ,  no  se  hará  común  su  venta, 
sino  facilitarse  á  los  que  lo  necesiten  y  puedan  gastarlo  con 
el  pago  de  su  valor,  al  contado.  Y  mediante  que  lo  primero 
se  ejecuta  con  los  consejos,  tribunales  y  juntas,  como  tam- 
bién con  las  oficinas  de  esta  corte  ,  á  escepcion  de  la  sala 
de  alcaldes  de  mi  real  casa  y  corte ,  se  deberá  proveer  á 
esta,  como  dimanada  de  dicho  consejo,  de  las  resmas  que 
necesitare  hasta  la  cantidad  que  tiene  asignado  y  recibe 
anualmente  el  escribano  de  cámara  de  gobierno  del  mismo 
consejo,  por  cuya  mano  se  proveerá  al  de  la  sala. 

Art.  90.  Y  en  atención  á  que  por  la  disposición  del  artí- 
culo antecedente  no  queda  en  la  corte  tribunal  ni  comisión 
à  que  se  deba  surtir  del  referido  sello  de  Oficio,  sino  es  el 
juzgado  ordinario  del  corregidor,  sus  tenientes  y  gobierno 
del  ayuntamiento  ,  deberá  acudir  el  primero  al  tesorero 
particular  de  este  derecho,  para  que  entregue  á  la  persona 
que  diputare  las  resmas  que  del  papel  de  Oficio  necesite  , 
cuyo  importe  pagará  de  contado  ,  celando  que  no  se. gaste 
ni  consuma  en  otras  causas  que  en  aquellas  para  que  está 
establecido,  previniéndose  lo  mismo  á  los  presidentes  de 
las  chancillerías  y  audiencias ,  intendentes  y  corregidores 
de  los  partidos  adonde  se  remita  papel  sellado,  con  inser- 
ción del  artículo  que  trata  de  este  sello  para  su  puntual  ob- 
servancia. 

Arf.  91.  Como  al  fin  del  año  podrá  quedar  porción  de 
papel  sellado  en  poder  de  varias  personas  que  serian  de- 
fraudadas en  el  coste,  por  no  servir  para  el  año  siguiente  , 
se  deberá  entregar  á  los  consejos  ó  persona  nombrada  por 
ellos  desde  primero  hasta  quince  de  enero  inclusive,  admi- 
tiéndoseles y  dándoles  en  su  lugar  otro  del  año  corriente  , 
según  el  valor  y  tasa  de  cada  uno ,  con  la  circunstancia  de 
que  los  que  se  volviesen  pasado  el  citado  plazo  no  se  hayan 
de  admitir  ni  cambiar  por  otros;  y  las  personas  en  cuyo 
poder  se  hallaren,  pasado  dicho  término,  incurrirán  en  las 
penas  impuestas  á  los  que  introducen  moneda  falsa ,  para 
que  con  esta  prevención  se  consiga  el  fin  de  la  legalidad. 

Art.  92.  Debiéndose  entender  comprendidos  en  esta  mi 
soberana  determinación  todos  y  cualesquiera  géneros  de 
instrumentos,  escrituras,  cédulas,  despachos  ,  títulos,  pri- 


vilegios y  demás  documentos  que  se  usan  y  pueden  usar  en 
estos  reinos ,  si  alguna  se  omitiere  se  ha  de  regular  por  la 
razón  y  comparación  de  las  espresadas,  según  la  calidad  y 
cantidad  que  mas  convenga  con  su  naturaleza  ,  consultán- 
dome los  consejos,  chancillerías,  audiencias ,  juntas  y  demás 
tribunales  en  cualquiera  duda ,  para  tomar  la  resolución 
conveniente. 

Art.  93.  Cuando  hubiesen  de  presentarse  en  juicio  cartas 
particulares  ú  otros  papeles  que  por  su  naturaleza  no  deben 
estar  en  papel  sellado ,  se  acompañarán  otros  tantos  pliegos 
ó  medios  pliegos,  en  los  que  se  pondrá  la  nota  de  reintegro. 

Art.  94.  Las  letras  de  cambio  se  despacharán  en  la  misma 
forma  y  precios  que  se  ejecuta  en  el  dia. 

Art.  9o.  No  son  comprendidas  en  el  artículo  anterior  las 
letras  ó  libranzas  que  se  giren  por  mis  reales  tesorerías. 

Art.  96.  Estará  de  venta  el  papel  sellado  de  Pobres,  y  de 
su  uso  y  admisión  serán  responsables  respectivamente  el 
que  lo  presente  y  el  que  lo  admita. 

Art.  97.  Queda  derogada  la  cédula  del  año  de  mil  sete- 
cientos noventa  y  cuatro  en  todo  lo  que  se  oponga  á  este 
mi  soberano  decreto,  por  haberse  refundido  en  él  la  parte 
de  los  artículos  que  quedan  vigentes. 

Art.  98.  Asimismo  derogo  cuanto  las  llamadas  Corles  han 
dispuesto  sobre  este  punto. 

Art.  99.  En  todas  las  oficinas  y  dependencias  por  don- 
de deban  correr  estas  materias,  habrá  ejemplares  de 
este  mireal  decreto  para  conocimiento  de  todos  los  intere 
sados. 

=  Real  orden  aclaratoria  del  artículo  7  de  la  real  cédula 
de  12  de  mayo  de  1824.  Que  los  documentos  que  lleven  su 
real  firma,  la  de  los  Sermos.  Sres.  Infantes,  ó  de  algún 
consejo,  tribunal  ó  junta  de  provincia,  se  continúen.escri- 
biendo ,  si  el  pliego  primero  y  otro  al  último  no  bastan, 
en  intermedios  del  de  igual  sello  ;  pero  que  los  que  se  libren- 
con  firmas  de  otro ,  aunque  sea  por  las  oficinas,  secretarías 
ó  escribanías  de  S.  M.,  de  los  consejos,  tribunales  ó  juntas 
ó  de  cualesquiera  juzgados  y  otra  corporación ,  puedan  con- 
tinuarse en  pliegos  intermedios  del  sello  cuarto,  con  tal  que 
necesiten  mas  de  dos,  pues  estos,  uno  al  principio  y  otro 
al  fin  ,  han  de  ser  del  sello  que  en  dicho  real  decreto  está 
señalado  según  los  casos. 

En  todos  los  pleitos  donde  sea  parte  la  real  Hacienda , 
debe  usar  esta  del  papel  del  sello  de  oficio ,  y  si  la  parte 
contraria  fuese  condenada  en  costas  ,  ha  de  reintegrar  esta 
lo  que  corresponda  al  valor  del  papel  del  sello  cuarto  mayor, 
que  dejó  aquella  de  usar  por  este  privilegio.  Real  orden 
de  16  de  marzo  de  1826. 

A  los  que  ofrezcan  información  de  pobreza  se  les  debe 
admitir  la  instancia  en  papel  de  pobres  ,  y  tal  información 
sin  exigirles  derechos  ;  y  en  el  caso  de  no  estar  justificada 
tal  pobreza,  paguen  las  costas  é  indemnización  á  la  real 
Hacienda  del  papel  sellado  correspondiente.  Real  orden  de  15 
cíe  agosto  de  1829. 

El  primero  y  último  pliego  de  cualquier  instrumento  que 
se  otorgue  sean  ambos  del  sello  correspondiente  á  la  cuantía 
y  calidad  de  su  contenido,  debiendo  aplicarse  y  entenderse 
el  referido  artículo  48  lo  mismo  que  el  46  ,  y  que  los  pliegos 
intermedios  sean  del  papel  del  sello  4o.  Real  orden  de  2  de 
mayo  de  1850. 

Que  dicho  artículo  54  (de  la  real  cédula  de  12  de  marzo 
de  1829)  quede  redactado  en  estos  términos  :  «  Todos  los 
títulos  de  concesión  de  honores  se  estenderán  en  papel  del 
sello  de  ilustres  ,  »  anulándose  todo  lo  demás  que  contiene. 
Real  orden  de  50  de  noviembre  de  1830. 

Debe  admitirse  á  cambio  en  los  puntos  de  espendicion  el 
papel  de  ilustres  errado  ,  observándose  en  este  cambio  los 
mismos  requisitos  y  circunstancias  que  para  el  de  los  cuatro 
sellos  mayores  se  prescriben  en  los  artículos  86  y  87  de¿ 
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real  decreto  de  12  de  mayo  de  1824.  Real  orden  de  15  de 
abril  de  1834. 

Ha  de  reformarse  la  disposición  del  artículo  28  del  espre- 
sado real  decreto  de  12  de  mayo  de  1824,  que  se  redactará 
y  cumplirá  en  los  términos  siguientes  :  Artículo  28.  Las 
escrituras  de  empréstito  ó  permuta  de  cualesquiera  género 
ó  especies  se  entenderán  comprendidos  en  los  de  que  habla 
el  artículo  25  .  y  se  escribirán  en  el  papel. sellado  corres- 
pondiente á  su  importe,  con  sujeción  ala  escala  gradual 
que  en  el  mismo  artículo  se  establece.  Real  orden  de  17  de 
setiembre  de  1854. 

El  beneficio  del  uso  del  papel  del  sello  de  pobres  ha  de 
dispensarse  á  las  corporaciones  y  personas  que  obtengan 
renta  de  cualquiera  clase  ó  sueldo  por  el  gobierno  que  no 
pase  de  ciento  cincuenta  ducados  anuales  ,  y  á  las  viudas 
que  no  gocen  mas  de  doscientos  de  viudedad,  á  cuyas  cali- 
dades se  reducen  los" designados  en  el  artículo  citado  61  , 
quedando  vigente  en  todo  lo  demás  que  comprende.  Real 
orden  de  30  de  setiembre  de  1834. 

Los  hospitales  ,  hospicios  y  demás  institutos  de  bene- 
ficencia sean  defendidos  gratuitamente  como  pobres  en  los 
pleitos  de  cualquier  clase  qué  tengan  que  sostener.  Real 
orden  de  20  de  julio  de  1838. 

No  hay  inconveniente  en  suministrar  á  los  tribunales  y 
juzgados  mayor  número  de  pliegos  de  oficio  á  cuenta  del 
que  tengan  presupuestado  para  cada  tercio  de  año,  cuando 
por  las  circunstancias  sea  necesario,  pues  si  la  partida  res- 
pectiva al  primero  ó  segundo  tercio  no  fuese  suficiente  por 
las  muchas  causas  y  negocios  que  en  ellos  ocurrieren ,  tal 
vez  en  el  último  hayan  cesado ,  ó  no  sean  tantos ,  en  cuyo 
caso  deberá  rebajarse  el  esceso  ;  y  cuando  esto  no  suceda  , 
acompañarse  á  fin  de  un  año  un  presupuesto  adicional,  en 
el  que  se  acredite  competentemente  el  papel  tomado  demás 
que  el  calculado  y  aprobado  por  la  dirección  ,  con  cuyo 
requisito  no  se  altera  el  buen  orden  y  claridad  que  debe 
haber  en  las  cuentas  ,  y  se  aleja  el  caso  sumamente  gravoso 
á  los  intereses  nacionales  ,  de  que  los  tribunales  y  juzgados 
presenten  anualmente  presupuestos  exagerados  para  que  no 
les  falte  el  surtido  de  papel  de  oficio ,  pues  que  por  el  medio 
que  se  establece  aseguran  lo  necesario  sin  menoscabo  de  la 
administración  de  justicia.  Circular  de  20  de  mayo  de  1840. 

S.  M.  oido  el  parecer  del  Tribunal  supremo ,  ha  tenido  á 
bien  resolver  en  real  orden  de  19  de  enero  de  1846  :  Io.  Que 
los  apuntamientos  ó  memoriales  ajustados  de  los  relatores  , 
en  negocios  entre  partes  pudientes  ,  se  escriban  en  papel 
común  ,  escepto  el  primer  pliego  y  el  último,  que  deberán 
serlo  en  el  del  sello  tercero  :  2o.  Que  en  las  causas  de  oficio 
y  en  los  pleitos  de  pobres ,  cuando  se  formen  apuntamientos 
ó  memoriales  ajustados,  se  esliendan  estos  en  papel  blanco, 
escepto  el  primer  pliego  y  el  último  que  serán  de  oficio  ó  de 
pobres  ;  y  si  hubiere  condenación  de  costas,  se  hará  el  reinte- 
gro de  los  pliegos  primero  y  último  en  la  clase  del  sello  tercero. 

PAPEL  SELLADO  PARA    DOCUMENTOS  DE  GIRO.    Culi  fecha . 

26  de  mayo  de  1853  se  dio  una  ley  sobre  el  impuesto  gra- 
dual del  sello,  y  es  como  sigue  : 

Art.  Io.  El  impuesto  gradual  del  sello  sobre  los  documentos 
que  se  espidan  para  el  giro  de  caudales  recaerá -en  lo  suce- 
sivo :  Io.  sobre  las  letras  de  cambio  :  2o.  sobre  las  libranzas 
á  la  orden  :  5o.  sobre  los  pagarés  ;  y  4o.  sobre  las  cartas- 
órdenes  de  crédito  por  cantidad  fija.  Las  pólizas  de  la  Bolsa 
no  estarán  por  ahora  sujetas  al  derecho  del  sello  ;  pero  si  se 
presentasen  en  juicio  irán  acompañadas  del  pliego  de  papel 
sellado  correspondiente  á  la  cantidad  que  espresen. 

Art.  2o.  Los  documentos  de  las  cuatro  especies  referidas 
que  se  libren  para  el  interior  ó  para  el  estranjero  serán  solo 
espedidos  por  cuenta  del  Estarlo  en  los  propios  términos 
que  el  papel  sellado  ;  y  todos,  como  este,  llevarán  los  sellos 
ó  timbres  de  costumbre. 


Art.  3o.  No  podrán  circular  sino  en  la  forma  ya  indicada , 
pues  de  lo  contrario,  ademas  de  perder  su  fuerza  el  docu- 
mento ,  quedarán  sujetos  los  infractores  á  las  penas  que  se 
determinarán. 

Art.  4o.  Los  citados  documentos  sellados  para  el  giro  de 
caudales  se  venderán  impresos  y  en  blanco  á  tenor  de  los 
adjuntos  modelos  números  1°.,  2°.,  3o.  y  4o.  Unos  y  otros 
deberán  usarse  desde  luego  ;  pero  las  personas  que  quisiesen 
estampar  sus  láminas  con  emblemas  mercantiles  u  otras 
contraseñas  que  acostumbren,  podrán  comprar  en  blanco 
los  ejemplares  que  necesiten ,  y  hacer  después  el  estampado  , 
con  tal  que  los  sellos  no  sufran  deterioro  alguno. 

Art.  5o.  I»s  clases  y  precios  de  estos  mismos  documentos 
serán  proporcionados  á  las  cantidades  que  por  ellos  se  giren 
en  esta  forma. 


CLASES. 


CANTIDADES, 
í's.  vn. 


PRECIOS, 
rs.  vn. 


Ia. 

2a. 

3a. 

4a. 

5a. 

6a. 

7a 

8a. 

9a. 
10a. 
11a. 
12a. 


hasta.  ......     2,000  inclusive 1  '/, 


desde 2,001  a 

desde 5,001  á 

de 10,001  á 

de 20,001  á 

de 30,001  á 

de 40,001  á 

de 50,001  á 

de 60,001  á 

de 70,001  á 

de 80,001  á 

de 90,001  á 

y  de  aquí  adelante 


5,000 ó 

10,000 6 

20,000 12 

50,000 i8 

40,000 24 

50,000 50 

60,000 36 

70,000 42 

80,000 48 

90,000 54 

10°>000  ]  ....  60 


Art.  6o.  En  ninguno  de  los  espresados  documentos  podrá 
girarse  mas  cantidad  que  aquella  que  esté  asignada  en  los 
mismos. 

Art.  7o.  Para  el  giro  de  cada  suma  no  se  entregará  mas 
que  un  solo  ejemplar  en  las  administraciones  ó  estancos 
donde  se  espendan  ,  aunque  aquel  se  duplique  ó  triplique. 

Art.  8o.  Las  letras  ó  documentos  que  se  inutilicen  por  im- 
previsión de  las  personas  que  hubiesen  de  llenarlos,  se  po- 
drán devolver  á  las  administraciones  ó  estancos  donde  se 
hubiesen  comprado  ,  entregándose  á  los  que  los  presenten 
otros  de  la  propia  clase. 

Art.  9o.  Los  mismos  documentos  que  librados  en  el  estran- 
jero hayan  de  presentarse  para  su  realización  en  cualquiera 
punto  del  reino ,  no  producirán  obligación  ni  otro  efecto 
alguno  si  no  van  acompañados  de  un  ejemplar  sellado  y 
timbrado  de  la  clase  correspondiente  á  la  cantidad  girada, 
en  el  cual  se  estenderá  la  aceptación  ,  lachando  lo  no  aco- 
modable á  este  objeto. 

Art.  10.  La  pena  común  del  fraude  que  se  cometa  en  las 
letras  de  cambio  y  demás  documentos  de  giro  de  que  se  ha 
hecho  mención,  será  una  multa  igual  al  tres  por  cíenlo  de 
la  cantidad  librada,  sin  perjuicio  del  reintegro  que  ha  de 
hacerse  del  importe  del  sello  defraudado  ;  advirliendo  que 
esta  multa  no  pasará  nunca  de  tres  mil  reales  ,  aun  en  los 
casos  en  que  el  tres  por  ciento  sobre  la  suma  á  que  so  refiera 
produjese  una  cantidad  mayor. 

Art.  11.  Toda  letra  de  cambio,  libranza  á  la  orden, 
pagaré  ócarla-órden  de  crédito  por  cantidad  lija  que  se  gire, 
negocie  ó  circule  después  de  la  publicación  de  esta  ley  sin 
tener  el  sello  que  se  establece ,  será  ilegal  y  no  tendrá  fuerza 
alguna  si  no  es  purgada  de  su  vicio,  uniendo  á  ella  otra  del 
sello  correspondiente  ,  y  acreditando  haber  satisfecho  la 
mulla  impuesta  en  el' artículo  anterior. 

Art.  12.  Los  tenedores  de  los  documentos  de  giro  ilegales 
serán  obligados  à  satisfacer  la  condenación  pecuniaria  que 


PA 


<§313  — 


PA 


corresponda  á  la  defraudación  perpetrada,  reservándoles 
su  derecho  contra  el  librador  ó  endosante. 

Art.  13.  Los  endosantes  de  estos  documentos  de  giro  que 
los  pongan  en  circulación  sin  el  requisito  ordenado  por  la 
presente  ley,  se  considerarán  ausiliadores  del  fraude  que 
hoya  cometido  el  librador  al  espedirlos  ,  y  de  que  se  hicie- 
ron cómplices  recibiéndolos  ó  haciendo  uso  de  ellos.  Por 
esta  cooperación  á  la  defraudación  satisfarán  una  multa 
equivalente  á  la  mitad  que  corresponda  al  librador,  conforme 
á  lo  dispuesto  en  este  punto  por  la  ley  penal  de  3  de  mayo 
de  1830.     - 

Art.  14.  Los  jueces  que  admitan  en  cualquiera  juicio  ó 
diligencias  en  que  interpongan  su  autoridad  documentos 
de  esta  especie,  que  no  se  hallen  estendidos  con  los  requi- 
sitos ordenados,  y  los  escribanos  que  den  fe  en  estos  mismos 
casos  ó  ante  quienes  se  presenten  los  propios  documentos 
para  su  protesto  en  partición  de  herencias ,  en  concurso  de 
acreedores  ó  de  cualquiera  otro  modo ,  y  autoricen  las  ac- 
tuaciones que  emanen  de  los  indicados  autos,  pagarán  la 
multa  de  mil  y  cien  reales  vellón. 

Art.  Ib.  Los  jueces  privativos  para  entender  en  todas  las 
defraudaciones  hechas  en  el  sello  ó  impuesto  sobre  letras 
de  cambio  y  demás  documentos  de  esta  clase ,  serán  los 
subdelegados  de  rentas.  En  los  pueblos  donde  no  los  haya 
conocerá  el  juez  local ,  dando  cuenta  al  subdelegado  res- 
pectivo, y  poniendo  á  su  disposición  la  parte  de  la  condena 
que  se  aplique  al  fisco. 

Art.  16.  Pero  si  ademas  de  la  defraudación  existiese  el 
delito  de  falsificación  ,  será  puesto.el  reo  con  el  cuerpo  del 
delito  à  disposición  de  la  jurisdicción  ordinaria  para  que  lo 
juzgue  con  arreglo  á  las  leyes. 

Art.  17.  Los  fueros  de  todas  clases,  por  privilegiados  que 
sean ,  quedan  derogados  para  el  conocimiento  y  castigo  de 
estos  delitos,  según  lo  dispuesto  en  el  artículo  127  de  la  ley 
penal  de  3  de  mayo  de  1830. 

Art.  18.  Los  juicios  sobre  defraudación  del  derecho  im- 
puesto en  los  documentos  de  giro  serán  sumarísimos,  y  se 
determinarán  de  plano,  precedido  que  sea  el  reconocimiento 
del  reo. 

Art.  19.  El  importe  de  las  multas  que  se  impongan  será 
distribuido  por  mitad  entre  el  fisco  y  los  aprehensores  del 
fraude ,  con  tal  que  no  sean  jueces  de  la  causa  ;  pues  sién- 
dolo, se  aplicará  todo  al  fisco. 

Art.  20.  Quedan  derogadas  todas  las  disposiciones  que 
contrarien  ó  se  opongan  al  tenor  de  lo  mandado  en  la  pre- 
sente ley,  que  se  hace  estensiva  à  todos  los  dominios  espa- 
ñoles. 

Enterada  la  Reina  Gobernadora  de  la  consulta  de  V.  E., 
fecha  24  de  diciembre  último,  y  conformándose  S.  M.  con  el 
parecer  del  consejo  real  de  España  é  Indias,  ha  tenido  á  bien 
declarar,  que  el  art.  7  de  la  ley  de  26  de  mayo  de  183o  no 
autoriza  á  librar  en  papel  común  los  segundos  documentos 
de  giro ,  que  deben  ser  estendidos  lo  mismo  que  los  terceros, 
cuando  haya  necesidad  de  usar  de  ellos,  en  papel  del  gobier- 
no ,  con  el  sello  y  timbre  de  costumbre ,  mandando  por 
tanto  que  á  los  infractores ,  endosantes  y  tenedores ,  y  en  su 
caso  á  los  jueces  y  escribanos,  se  apliquen  las  penas  mar- 
cadas en  la  citada  ley.  Real  orden  de  22  de  febrero  de  1836. 

f  PÁPElí  continuo  (ó  mecánico).  Está  prohibido  su 
uso  en  los  oficinas  y  dependencias  de  los  ministerios  de  la 
Guerra,  Gobernación  y  Gracia  y  Justicia  por  reales  órdenes 
de  Ib  de  junio  ,  5  de  julio  y  18  de  noviembre  de  1846. 

-J-  PAPEL  sellado  de  wültas.  Véase  Mullas. 


[*  De  las  Clases,  valores  y  Usos  del  Papel  sellado  en  U 

república  de  Méjico  según  la  ley  de  23  de  noviembre  de  1836  ,  publicada 
por  bando  en  19  de  diciembre  del  mismo  año  ,  y  dice  así  (  Antes  de  esta 
ley,  la  reglamentaria  del  papel  sellado  era  la  de  6  de  octubre  de  1823.)  (1)  : 

Art.  Io.  Las  clases  y  precios  del  papel  sellado  serán  las 
mismas  que  hasta  aquí ,  á  saber  :  sello  primero ,  de  seis  , 
pesos  :  segundo,  de  doce  reales,  ambos  sellos  en  pliego  :  j 
tercero,  cuatro  reales  en  pliego  y  en  mitad  de  dos  reales  :  f 
sello  cuarto ,  de  medio  real ,  y  de  una  cuartilla  en  medio  ' 
pliego.  Del  sello  cuarto  se  estampará  una  parte  sin  precio ,  ¡ 
con  el  rubro  de  oficio  ,  y  al  margen  :  Destinado  solamente 
para  las  causas  criminales  que  se  sigan  de  oficio  en  lodos  los 
juzgados  y  tribunales  de  la  república. 

Art.  2o.  El  sello  será  de  las  armas  de  la  nación ,  grabadas 
con  delicadeza,  y  con  las  precauciones  acostumbradas  para 
impedir  la  falsificación  ;  y  una  inscripción  en  letra  clara  y 
proporcionada  que  esprese,  sin  número  ni  abreviatura ,  la 
clase  del  sello  del  papel ,  su  valor  y  el  bienio  de  su  circula- 
ción. 

Art.  5o.  El  sello  primero  se  usará  precisamente  : 

I.  En  el  título  ó  despacho  de  todo  emplearlo  civil,  en  pro- 
piedad é interino ,  en  todos  los  ramos  en  servicio  del  Estado, 
cuyo  sueldo,  premio  ó  emolumentos  sean  de  mil  pesos  en 
adelante,  ya  sea  espedido  por  el  gobierno,  ya  por  alguna 
corporación,  ú  funcionario  facultado  para  ello. 

II.  En  los  nombramientos  de  toda  clase  de  beneficio  ecle- 
siástico ,  ya  se  confiera  en  propiedad  ó  interinamente,  cuya 
renta  ó  frutos  sean  de  mil  pesos  en  adelante. 

III.  En  los  títulos  de  todo  acomodado  en  conveniencia 
pública  por  la  cual  sirva  en  alguna  iglesia  ó  corporación 
eclesiástica  ó  secular,  inclusas  las  municipales,  cuyo  sueldo 
llegue  á  dicha  cantidad. 

IV.  En  los  nombramientos  para  mandos  de  ejército,  es- 
cuadras y  departamentos ,  siempre  que  al  nombrado  le 
resulte  aumento  de  sueldo,  sobre  el  que  tiene  por  su  empleo 
en  el  ejército. 

V.  En  los  despachos  de  empleos  militares  de  general  de 
brigíTda  para  arriba. 

VI.  En  los  títulos  de  aprobación  que  se  espiden  por  los 
respectivos  tribunales  ó  corporaciones  á  los  doctores ,  abo- 
gados ,  médicos,  escribanos  y  procuradores  ;  y  á  toda  clase 
de  facultativos  que  la  necesiten  para  ejercer  alguna  profe- 
sión. 

VIL  En  los  títulos  de  toda  condecoración  dada  por  el 
gobierno  ,  por  la  que  se  deba  gozar  uniforme  ,  distintivo  ó 
tratamiento  honorífico,  á  escepcion  de  los  grados  militares 
de  coronel  para  abajo. 

VIH.  En  los  registros  de  los  buques  tanto  nacionales  como 

(1)  En  la  república  de  Venezuela  todo  documento  ó  acto  lleva-  ■ 
do  á  registrar  ,  para  darle  la  autoridad  pública  correspondiente, 
debe  estar  estendido  ó  estenderse  en  el  popel  del  sello  que  cor- 
responda, sin  lo  cual  no  puede  tomar  razón  de  él  ningún  registrador 
subalterno  ;  y  escepto  los  autos  de  oficio,  que  se  escribirán  en  pa- 
pel común,  todos  los  demás,  tanto  civiles  como  criminales,  deben 
estenderse  en  papel  sellado.  Las  clases  de  este  papel  son  siete. 
Para  los  demás  pormenores  puede  consultarse  la  ley  de  18  de 
abril  de  1858,  á  que  nos  referimos  ;  art.  15 ,  ley  de  17  de  marzo 
de  1858. 

La  legislación  de  la  república  de  Cbile  ha  confirmado  la  dispo- 
sición de  que  la  falta  de  sello  competente  es  causa  de  nulidad  de 
todo  documento,  menos  <le  los  recibos  ,  letras  de  cambio,  pagarés 
y  obligaciones  reconocidos  por  la  parte  en  juicio  ordinario  y  pre- 
sentados con  el  diez  tanto  del  papel  en  que  debieron  estenderse  ; 
pero  se  ha  separado  en  cuanto  al  número,  valor  y  competencia  de 
dichos  sellos,  estableciendo  siete,  y  haciendo  de  ellos  la  distribu- 
ción que  puede  verse  en  el  decreto  de  16  de  julio  de  18¿7;  ley  de 
id  de  noviembre  de  1842. 
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estranjeros ,  que  salgan  de  los  puertos  de  la  república  para 
los  de  otra  nación. 

IX.  En  los  títulos  de  tierras,  cuyo  valor  sea  de  mil  pesos 
en  adelante. 

X.  En  los  testamentos  cuyo  heredero  ó  herederos  no  sean 
descendientes  ó  ascendientes,  sino  colaterales  ó  estraños. 

XI.  En  toda  escritura  en  que  se  verse  acto  de  liberalidad, 
como  donación  ,  cesión,  promisión  de  dote,  arras,  etc.,  por 
el  que  conocidamente  resulte  lucrada  una  parte  en  cantidad 
que  llegue  á  trescientos  pesos. 

XII.  En  las  escrituras  de  toda  venta  ó  contrato  nominado 
ó  innominado,  en  que  se  verse  el  importe  ó  cantidad  de 
dos  mil  pesos  arriba. 

XIII.  En  las  libranzas  que  giren  los  particulares  de  dos 
mil  pesos  en  adelante. 

XIV.  En  los  recibos  que  otorguen  los  particulares  de  dos 
mil  pesos  en  adelante,  á  escepcion  de  los  que  se  estiendan 
en  correspondencia  de  las  libranzas  giradas  en  el  mismo 
papel  sellado,  como  se  ordena  en  el  párrafo  anterior,  los 
cuales  se  podrán  escribir  en  seguida  de  las  mismas  libranzas. 

XV.  Las  copias  ó  testimonios  de  documentos  que  se  de- 
ben estender  en  el  papel  del  sello  primero ,  se  pondrán  en 
el  mismo  cuando  se  den  sueltas  para  el  uso  de  interesados , 
siempre  que  la  acción  de  estos  sea  sobre  cantidad  de  dos 
mil  pesos  en  adelante. 

Art.  U°.  Se  usará  precisamente  del  sello  segundo  : 

I.  En  los  títulos,  despachos  y  nombramientos  de  todo 
empleado  ,  ya  sea  de  servicio  de  la  nación  ,  de  corporación 
civil  ó  eclesiástica  ,  cuyo  sueldo  importe  desde  trescientos 
hasta  novecientos  noventa  y  nueve  pesos  inclusive. 

II.  En  los  títulos  ó  nombramientos  de  los  eclesiásticos 
en  la  misma  forma  que  se  asigna  en  el  párrafo  II  del  art.  3°., 
cuando  por  el  beneficio  hayan  de  percibir  en  renta  ó  frutos 
desde  trescientos  hasta  novecientos  noventa  y  nueve  pesos. 

III.  En  los  despachos  de  empleos  militares  desdecapitan 
hasta  coronel  inclusive,  aunque  solo  sean  grados,  y  lo  mismo 
en  toda  distinción  honorífica  equivalente  en  su  respectiva 
línea  á  estas  clases. 

IV.  En  las  escrituras  de  venta  ó  contrato  en  que  se  verse 
cantidad  de  trescientos  hasta  mil  novecientos  noventa  y 
nueve  pesos. 

V.  En  los  registros  de  buques  de  comercio  de  cabotaje. 

VI.  En  los  testamentos  cuyo  heredero  ó  herederos  sean 
descendientes  ó  ascendientes. 

VIL  Continuarán  estendiéndose  los  poderes  en  papel  del 
sello  segundo,  inclusos  los  que  se  otorguen  para  testar. 

VIII.  Se  usará  de  él  en  las  escrituras  en  que  no  se  esprese 
cantidad  determinada  sino  indefinida,  sin  que  por  la  narra- 
ción so  pueda  inferir  cuál  es. 

IX.  En  todas  las  libranzas  que  se  giren  por  particulares, 
desde  quinientos  hasta  mil  novecientos  noventa  y  nueve 
pesos. 

X.  En  los  recibos  que  otorguen  por  iguales  cantidades, 
fuera  de  los  que  deben  ponerse  al  calce  de  las  libranzas  de 
que  habla  el  párrafo  anterior. 

XI.  En  las  obligaciones  privadas  que  se  otorguen  por 
cantidad  do  dos  mil  pesos  en  adelante. 

XII.  En  las  copias  ó  testimonios  sueltos  que  se  dieren  por 
jueces  ó  escribanos,  para  uso  de  partes,  siempre  que  el 
interés  que  en  ellas  tengan  sea  de  quinientos  hasta  mil  no- 
vecientos noventa  y  nueve  pesos. 

Art.  K°.  Se  usará  del  sello  tercero  : 

I.  En  los  despachos  do  todo  empicado  ó  acomodado  secu- 
lar ó  eclesiástico,  como  so  ha  dicho  para  los  sellos  anterio- 
res, cuyo  sueldo  sea  de  doscientos  noventa  y  nueve  pesos 
abajo. 

II.  En  los  despachos  de  oficiales ,  desde  teniente  para 
abajo,  aunque  sean  grados. 


III.  En  lodo  memorial  ó  libelo  de  petición  ó  demanda  civil 
ó  criminal,  intentada  en  todo  tribunal  secular  ó  eclesiástico. 

FV.  En  todo  ocurso,  representación  ó  solicitud  de  interés 
particular  ó  personal ,  que  se  dirija  á  cualquiera  autoridad 
ó  jefe  de  oficina  ;  esceptuándose  solamente  los  ocursos  de 
los  militares  en  los  asuntos  de  su  carrera  y  los  de  las  viudas 
y  huérfanos. 

V.  En  los  autos  originales  de  las  actuaciones  interlocuto- 
rias  ó  definitivas,  citaciones  ,  traslados  ,  declaraciones  y 
todo  trámite  judicial  que  haga  el  juez,  á  petición  de  parte, 
ya  sea  enjuicio  contradictorio,  ó  en  diligencias  que  practi- 
que de  buena  fe. 

VI.  En  las  certificaciones  que  á  pedimento  de  parte  dieren 
los  párrocos  de  partida  de  bautismo  ,  casamiento  ,  entierro, 
ó  de  otro  acto  de  su  ministerio;  escepto  las  viudas  y  huér- 
fanos. 

VIL  En  las  certificaciones  que  dieren  los  jefes  de  ofici- 
nas, los  jueces,  los  letrados,  médicos,  preceptores  y  demás 
facultativos  á  pedimento  de  partes  ;  á  escepcion  de  los  mili- 
lares  en  los  asuntos  que  sean  relativos  al  servicio ,  y  de  las 
viudas  y  huérfanos. 

VIH.  En  las  obligaciones  que  se  otorguen  privadamente 
desde  cincuenta  hasta  mil  novecientos  noventa  y  nueve  pesos. 

IX.  En  las  libranzas  que  giren  los  particulares  desde  la 
cantidad  de  cien  pesos  á  cuatrocientos  noventa  y  nueve. 

X.  En  los  recibos  que  otorguen  por  las  mismas  cantida- 
des de  cien  á  cuatrocientos  noventa  y  nueve  pesos,  fuera 
de  los  que  deben  ponerse  al  calce  y  correspondencia  de  las 
libranzas  de  que  habla  elpárrafo  anterior. 

XI.  En  las  copias  y  testimonios  sueltos  de  todos  los  docu- 
mentos que  se  den  para  uso  de  interesados  ,  cuya  acción 
sea  de  cien  á  cuatrocientos  noventa  y  nueve  pesos. 

XII.  Los  avisos  al  público  de  remates,  almonedas  y  otros 
que  por  ley  ó  costumbre  se  han  puesto  hasta  aquí  en  papel 
del  sello  tercero  ,  continuarán  del  mismo  modo. 

XIII.  En  los  protocolos  ó  registros  de  los  escribanos  ó 
jueces  receptores  en  que  se  escriban  las  diversas  clases  de 
instrumentos  públicos  que  otorguen  las  partes  en  sus  con- 
tratos ó  negocios. 

XIV.  En  los  pliegos  intermedios  de  los  testamentos  cuyos 
herederos  no  sean  descendientes  ó  ascendientes ,  sino  cola- 
terales ó  estraños. 

Art.  6o.  Se  usará  del  sello  cuarto  : 

I.  En  los  pliegos  intermedios  de  toda  copia  testimoniada, 
si  no  fuere  bastante  el  primer  pliego  del  sello  en  que  por 
su  clase  y  cuantía  debe  estenderse  ;  escepto  los  pliegos 
intermedios  de  que  habla  el  párrafo  XIV  del  precedente 
artículo. 

II.  En  las  memorias  ó  testamentos  y  demás  recados  de 
los  notoriamente  pobres. 

III.  En  los  escritos  y  demandas  de  los  notoriamente  po- 
bres ,  y  en  las  actuaciones  que  se  hicieren  á  consecuencia 
de  ellos. 

IV.  En  las  causas  puramente  criminales  en  que  se  pro- 
ceda por  acusación. 

V.  En  las  libranzas  y  en  los  recibos  que  otorguen  los  par- 
ticulares desde  veinte  y  cinco  hasta  noventa  y  nueve  pesos. 

VI.  En  los  anuncios  que  se  fijen  en  los  parajes  públicos,  en 
los  convites  particulares  escitando  á  concurrencias,  compras 
ó  actos,  de  donde  provenga  utilidad  pecuniaria  al  que  los 
haga,  escepto  los  avisos  de  almoneda  y  demás  de  que  trata 
el  párrafo  XII  del  art.  5o. 

VIL  Para  cualquier  anuncio  bastará  un  solo  sello ,  sea 
cual  fuere  el  tamaño  del  cartel. 

VIII.  En  los  ocursos ,  representaciones  ó  solicitudes  de 
los  militares  sobre  asuntos  del  servicio  en  su  carrera  ,  y  en 
las  de  viudas  y  huérfanos;  y  en  las  certificaciones  que  pi- 
dan üara  asuntos  de  su  propio  interés. 
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IX.  Las  fianzas  que  otorgan  en  los  puertos  los  comercian- 
tes para  caucionar  el  pago  á  las  aduanas  marítimas  de  los 
derechos  que  causan,  se  estenderán  en  papel  del  sello  cuarto, 
cualquiera  que  sea  el  monto  de  dichas  fianzas. 

X.  En  los  libros  de  cuentas  de  los  comerciantes  donde 
asientan  las  partidas  por  mayor  :  en  los  de  los  administra- 
dores de  bienes  propios  ó  ajenos ,  y  en  los  libros  de  caja  de 
todo  negociante  ó  administrador  de  fincas. 

XI.  En  lodo  despacho ,  oficina  ó  secretaría  principal  ó 
subalterna,  y  de  toda  comunidad  ó  corporación  secular  ó 
eclesiástica,  aun  de  regulares,  municipales,  cofradías,  com- 
pañías de  cualquiera  objeto  ,  etc.,  cuyo  papel  no  se  pague 
por  la  hacienda  pública,  se  usará  igualmente  del  sello  cuarto 
en  los  libros  de  cuentas,  de  acias,  acuerdos  de  elecciones, 
matrículas  ,  conocimientos ,  registros  ,  asientos  de  partidas 
de  ingreso  y  egreso  de  caudales  ó  efectos,  libramientos, 
certificaciones  que  no  sean  á  pedimento  de  partes ,  copias 
de  cuentas ,  relaciones  juradas ,  recibos  y  demás  recaudos 
de  oficinas,  esceptuando  los  oficios  de  contestación,  los 
borradores  ,  listas  y  demás  apuntes  donde  provisionalmente 
se  asientan  algunas  partidas  ó  diligencias  antes  de  pasarse 
á  los  libros. 

XII.  En  toda  oficina,  tribunal  ó  juzgado  civil  ó  militar, 
cuyo  papel  pague  la  hacienda  pública  ,  se  usará  del  papel 
común  para  los  libros  de  cuentas  y  cualesquiera  otros, 
marcándose  la  primera  y  última  foja  de  ellos  con  el  sello  de 
la  respectiva  oficina,  tribunal  ó  juzgado  :  se  usará  del  mis- 
mo papel  común  ,  con  igual  sello ,  en  los  conocimientos, 
registros,  cuentas,  libramientos,  copias,  relaciones  jura- 
radas,  recibos  que  otorguen  oficialmente  dichas  oficinas  y 
autoridades,  comunicaciones  y  demás  recaudos  oficiales, 
inclusas  las  certificaciones  que  deban  espedirse  también 
oficialmente  de  enteros  de  caudales  ó  entregas  de  efectos 
que  hagan  otras  oficinas  ó  individuos  particulares  ;  mas 
cuando  estos  soliciten  algún  certificado  ú  otra  cualquiera 
constancia  que  pueda  concedérseles  ,  y  no  sean  las  precisas 
y  ordinarias  que  libran  las  oficinas,  se  observará  lo  pre- 
venido en  el  párrafo  VII  del  art.  5°., ó  el  VIII  del  art.  6°., 
según  sus  casos. 

XIII.  El  papel  del  sello  cuarto  de  oficio  queda  destinado 
única  y  precisamente  para  las  causas  criminales  que  se 
sigan  de  oficio  en  todos  los  tribunales  y  juzgados  de  la  re- 
pública del  fuero  civil  y  militar. 

Art.  7o.  Todo  individuo  que  presente  algún  documento 
sin  hallarse  estendido  en  el  papel  sellado  correspondiente, 
incurrirá  por  el  mero  hecho ,  en  una  mulla  del  triplo  del 
valor  del  papel  que  haya  debido  usarse,  reponiéndose  ade- 
mas la  hoja  ú  hojas  respectivas  ,  que  se  agregarán  tachadas 
al  documento  ;  sin  cuyo  requisito  no  podrá  tener  curso ,  ni 
surtir  efecto  alguno  (1). 

Art.  8o.  Será  del  cargo  de  toda  autoridad,  jefe  de  oficina, 
tribunal  y  juez,  cuidar  de  la  observancia  del  artículo 
snterior,  exigiendo  la  reposición  del  papel  en  el  acto  de 
advertirse  la  falta,  y  al  mismo  tiempo  la  multa  correspon- 
diente; para  la  cual  se  declara  la  facultad  coactiva  necesaria 
á  las  autoridades  y  jefes  de  oficina  que  no  la  tengan  actual- 
mente, bajo  el  concepto  que  cualquiera  tolerancia  ú  omisión 
de  las  autoridades  y  demás  funcionarios  que  deben  vigilar 
el  cumplimiento  de  este  artículo,  los  hará  responsables 
pecuniariamente,  sin  perjuicio  de  lo  demás  á  que  haya 
lugar. 

(i)  Según  se  dijo  en  la  nota  al  art.  Escribano ,  no  lo  prevenía 
así  la  ley  de  6  de  octubre  de  1825  (cuya  prevención  parecía  mas 
útil  ),  pues  conociendo  que  se  necesita  pena  mas  temible,  ordena- 
ba que  á  tales  documentos  no  se  diese  fe  en  juicio ,  ni  fuesen  ad- 
mitidos a  las  oficinas  de  cuentas,  como  otras  leyes  anteriores  1» 
habían  prevenido. 


Art.  9o.  Bajo  iguales  responsabilidades  harán  los  jueces  , 
autoridades  y  jefes,  que  todas  las  mullas  indicadas  se  ente- 
ren sin  dilación  ,  en  Méjico  en  la  tesorería  depositaría  de 
papel  sellado,  y  fuera  de  esta  capital  en  las  administraciones 
del  ramo  ;  cuyas  oficinas  espedirán  siempre  formal  certifica- 
ción de  cada  entero,  espresando  la  fecha  y  foja  del  libro  en 
que  conste  la  partida  de  cargo  para  que  ese  documento  sea 
remitido  por  los  jueces ,  autoridades  y  jefes  ,  á  la  dirección 
general  de  rentas ,  como  constancia  justificativa  de  los  pro- 
ductos del  ramo. 

Art.  10.  El  que  falseare  el  papel  sellado,  pagará'  por 
primera  vez  el  importe  de  todo  el  papel  que  se  le  justifique 
haber  falsificado  ,  y  será  condenado  á  dos  años  de  presidio  : 
por  la  segunda  vez,  sufrirá  doble  pena  en  el  pago  del  pa- 
pel falseado  ,  y  en  el  número  de  años  de  presidio;  y  por  la 
tercera  y  demás  reincidencias,  sufrirá  la  pena  triple. 

Art:  11.  El  abuso  del  papel  sellado  de  oficio,  que  consis- 
tirá en  cualquier  consumo  que  se  haga  de  él,  fuera  del  objeto 
que  á  su  margen  se  espresa  ,  será  castigado  con  una  multa 
de  cinco  á  veinte  pesos  por  la  primera  vez  ,  del  duplo  por 
la  segunda ,  y  el  triplo  por  la  tercera  ;  observándose  res- 
pecto de  estas  multas  todo  lo  conducente  de  los  arts.  8  y  9. 
Art.  i-2.  No  seguirá  sellándose  papel  especial  para  libran- 
zas y  recibos,  sino  que  se  usará  en  esos  documentos  del 
que  respectivamente  corresponda  de  las  cuatro  clases  de 
papel  sellado  de  parte,  según  las  prevenciones  del  presente 
decreto. 

Art.  15.  El  recibo  de  las  cantidades  de  libranzas  giradas 
en  paises  estranjeros,  se  comenzará  á  estender  según  cos- 
tumbre ,  en  la  misma  libranza  ;  y  se  continuará  en  papel  del 
sello  que  corresponda  á  su  valor,  bajo  las  penas  estableci- 
das en  el  art.  7o. 

Art.  11.  Los  sellos  errados  de  la  primera  y  segunda  clase 
se  admitirán  en  cambio  según  es  costumbre  ,  interviniendo 
el  valor  de  dos  reales.  El  cambio  del  sello  tercero,  se  hará 
mediante  el  valor  demedio  real.  Para  todo  cambio  precederá 
la  constancia  de  escribano ,  autoridad  ó  jefe  de  la  oficina 
respectiva  en  el  pliego  que  se  haya  errado. 

Art.  1S.  Los  sellos  sobrantes  con  que  se  hallaren  los  par- 
ticulares, oficinas,  tribunales  ó  juzgados  al  fin  del  bienio  , 
los  pueden  cambiar  en  todo  el  mes  de  enero  de  la  nueva 
circulación  bienal. 

Art.  16.  Los  particulares  y  corporaciones  pueden  usar  de 
libros  formados  en  el  papel  y  términos  que  gusten  ;  ocur- 
riendo en  Méjico  á  la  tesorería  deposilaria  de  papel  sellado  , 
en  las  capitales  de  los  departamentos  á  la  administración 
general  del  ramo,  yen  los  demás  lugares  á  la  respectiva 
oficina  del  mismo,  para  satisfacer  los  tres  granos  por  cada 
foja  del  sello  cuarto  que  debe  contener  el  libro  :  poniéndose 
en  la  primera  foja  certificación  de  la  oficina  ,  que  acredite 
el  número  de  fojas,  y  la  cantidad  consiguientemente  recibida. 
Art.  17.  La  falta  de  la  necesaria  constancia  del  pago  de 
que  trata  el  artículo  anterior  en  los  libros  de  los  comer- 
ciantes y  los  demás  que  espresan  los  párrafos  X  y  XI  del 
art.  6°.,  será  castigada  por  la  primera  vez  con  una  mulla  por 
cada  libro,  que  no  baje  de  diez  pesos  ni  esceda  de  cincuen- 
ta :  por  la  segunda  con  el  duplo  ;  y  por  la  tercera  y  demás 
reincidencias,  con  el  triplo  de  dichas  cantidades ,  cuyas 
mullas  se  aplicarán  en  su  totalidad,  sin  deducción  ni  aun  de 
costas ,  al  denunciante  ,  imponiéndose  de  plano  sin  forma  de 
juicio ,  por  las  autoridades ,  jefes  de  oficinas  ,  juzgados  ó  tri- 
bunales con  la  puntualidad  debida  :  admitiéndose  esta  clase 
de  denuncias  como  de  acción  popular. 

Organización  de  las  oficinas  del  papel  sellado  y  hjOIocío  fie 
su  espendio  en  la  atepública. 

Art.  18.  Desde  Io.  de  enero  de  1857,  comenzará  á  usarse 


Ï»A 


1322  - 


PA 


en  todos  los  departamentos  de  la  república,  el  papel  sellado 
que  al  efecto  remitirá  la  dirección  general  de  rentas  según 
el  presente  decreto. 

Art.  19.  Sin  perjuicio  de  dicho  nuevo  surtimiento  para 
lo  sucesivo  ,  se  consumirán  desde  luego  todas  las  existen- 
cias del  papel  sellado  de  actuaciones  que  hubiere  en  cada 
departamento,' continuándose  su  espendio  en  los  términos 
correspondientes,  según  el  decreto  de  29  de  setiembre 
próximo  pasado  ;  pero  ningún  papel  mas  se  sellará  desde  el 
recibo  del  presente  decreto. 

Art.  20.  En  la  capital  de  cada  departamento  habrá  una 
administración  general  del  ramo  de  papel  sellado  ,  y  lo  será 
la  oficina  principal  de  rentas  del  mismo  departamento.  El 
jefe  de  ella,  cualquiera  que  sea  su  denominación  de  admi- 
nistrador, tesorero,  director,  etc.,  de  sus  rentas,  será  el 
administrador  general  de  papel  sellado  ;  y  estarán  subordi- 
nados á  él  cuantos  administradores  ó  espendedores  del  cita- 
do ramo  haya  en  el  propio  departamento.  Dicho  adminis- 
trador general  será  responsable  ante  el  gobierno  supremo 
del  manejo,  contabilidad  ,  recolección  de  productos,  con- 
servación de  la  mitad  de  ellos  para  los  gastos  de  la  renta  ,  y 
cuanto  concierne  al  giro  y  administración  del  repetido  ramo 
de  papel  sellado. 

Art.  21.  Todos  los  sellos  de  que  se  ha  usado  hasta  ahora 
en  los  departamentos,  deben  ser  inutilizados  á  presencia 
del  contador  mayor  de  la  sección  de  hacienda  ,  según  lo  dis- 
puesto por  el  art.  18  de  la  ley  de  26  de  enero  de  1831  ;  con 
cuyo  objeto  cuidarán  los  gobernadores  de  recoger  cuantos 
existan  en  el  departamento  de  su  mando  ,  remitiéndolos  á  la 
dirección  general  de  rentas  lo  mas  pronto  posible,  bajo  las 
seguridades  oportunas. 

Art.  22.  El  dia  del  recibo  de  este  mismo  decreto  en  cada 
oficina ,  formará  precisamente  ella  un  corte  de  caja  de  la 
existencia  de  caudales  del  ramo ,  y  á  su  calce  un  inventa- 
rio de  sellos  de  papel  de  cada  clase  ,  tanto  de  actuaciones 
como  de  oficio  que  existan  en  la  oficina  ,  firmándolo  el  em- 
pleado responsable  y  autorizándolo  el  comisario  respectivo, 
y  donde  no  lo  hubiere,  la  primera  autoridad  política  del 
lugar. 

Art.  23.  Estos  documentos  se  estenderán  por  duplicado, 
quedando  un  ejemplar  en  la  oficina  respecLiva  y  dirigién- 
dose el  otro  á  la  administración  general  del  departamento, 
con  el  objeto  de  que  lo  tenga  presente  reuniéndolo  á  los 
demás  de  las  otras  administraciones  ,  para  formar  sobre  to- 
dos ellos  el  primer  corle  ó  estado  de  existencias  de  caudales 
y  efectos  de  cada  administración  subalterna  y  de  la  general, 
el  dia  déla  publicación  de  este  decreto  en  cada  paraje.  Del 
estado  general  referido  se  remitirá  un  ejemplar  á  la  direc- 
ción de  rentas  ,  con  el  visto  bueno  del  gobernador. 

Art.  %h.  Al  recibirse  también  el  presente  decreto  en  cada 
oficina  del  ramo  de  los  departamentos  ,  se  cotarán  las  cuen- 
tas de  papel  sellado,  asentándose  en  sus  libros  de  cargo  y 
data  una  razón  que  así  lo  esprese,  firmada  por  el  responsa- 
ble ó  responsables,  y  autorizada  por  el  comisario,  y  en 
su  falta  por  la  primera  autoridad  política  del  lugar.  De  estas 
razones  se  estenderán  copias  por  duplicado  en  iguales  tér- 
minos; y  á  cada  uno  de  los  ejemplares  de  ellas ,  se  dará  el 
mismo  curso  que  á  los  inventarios  de  que  trata  el  artículo 
anterior: 

Art.  23.  Los  comisarios  ó  autoridades  políticas  de  cada 
lugar,  en  su  respectivo  caso  ,  luego  que  hayan  autorizado  !a 
razón  de  que  trata  el  artículo  anterior,  rubricarán  las  fojas 
siguientes  de  los  libros  de  esta  renta  ,  y  los  foliarán  si  no  lo 
estuviesen  ,  á  (in  de  que.  se  abra  en  los  mismos  libros  la  nue- 
va cuenta  que  debe  llevarse  ,  cargándose  por  primera  par- 
tida la  existencia  que  resulte  de  caudales  y  de  papel  sellado 
en  especie ,  cuyas  partidas  se  documentarán  con  el  corte 
do  caja  é  inventario  espresados  ;  teniéndose  presente  que 


se  deben  llevar  con  absoluta  separación ,  aunque  sea  en  di- 
versas fojas  de  un  mismo  libro  ,  los  asientos  de  la  cuenta 
de  cargo  y  data  de  sellos  de  cada  clase  y  de  los  de  cargo  y 
data  de  caudales. 

Art.  26.  La  dirección  general  de  rentas  comenzará  lo  ma3 
pronto  posible  los  surtimientos  de  toda  clase  de  papel  sella- 
do, remitiéndolo  á  los  gobernadores  de  los  departamentos , 
bien  por  medio  de  conductores  cuando  el  volumen  de  la 
remesa  lo  exija  y  puedan  aquellos  proporcionarse,  ó  bien 
por  la  estafeta,  siempre  que  no  esceda  de  una  resma  de 
papel  el  envío  á  cada  gobierno. 

Art.  27.  Los  gobernadores  acusarán  á  la  dirección  el  re- 
cibo de  cada  partida  de  papel  que  esta  les  envie;  y  en 
seguida  dispondrán  la  proporcionada  distribución  del  papel 
en  las  oficinas  del  ramo  de  cada  departamento,  según  los 
consumos  de  ellas. 

Art.  28.  Para  la  continuación  de  los  surtimientos,  de  suer- 
te que  nunca  falte  el  papel  necesario  ,  pedirán  los  goberna- 
dores á  la  dirección  general ,  ahora  y  en  lo  de  adelante ,  con 
la  mayor  anticipación  posible,  el  número  de  sellos  de  cada 
clase  que  computen  podrá  espenderse  en  el  departamento 
hasta  en  el  tiempo  de  seis  meses. 

Art.  29.  Para  la  debida  seguridad  en  el  fiel  manejo  de  los 
intereses  de  esta  renta  ,  los  gobernadores  departamentales 
dispondrán  que  cuantos  administradores  y  espendedores 
subalternos  no  hayan  afianzado  su  manejo,  lo  ejecuten  de 
toda  preferencia  en  las  cantidades  que  designen  los  admi- 
nistradores generales  y  á  su  completa  satisfacción  ;  pues  que 
estos  han  de  ser  responsables  por  sí  y  por  todos  sus  subal- 
ternos ,  de  cuantos  caudales  y  efectos  se  administren  bajo 
sus  órdenes  en  el  departamento  respectivo.  Los  gobernado- 
res remitirán  por  ahora  á  la  dirección  general  solo  una  no- 
ticia circunstanciada  de  las  fianzas  que  tengan  dadas  los 
administradores  generales  ,  espresando  la  cantidad  de  cada 
uno ,  el  nombre  de  los  fiadores ,  si  se  halla  justificada  en  los 
términos  debidos  la  supervivencia  é  idoneidad  de  ellos  ,  y 
cuáles  son  las  cláusulas  de  su  obligación  ,  igualmente  que 
las  con  que  se  obliguen  los  que  hayan  de  afianzar  en  lo 
sucesivo. 

Art.  30.  Los  administradores  generales  disfrutan  el  pre- 
mio ú  honorario  de  cuatro  por  ciento  sobre  el  importe  de 
todo  el  papel  sellado  que  espendan  por  sí  mismos,  y  uno  por 
ciento  sobre  el  valor  de  las  ventas  de  sus  subalternos,  des- 
pués de  que  aquellos  comiencen  á  ser  responsables  bajo  las 
debidas  fianzas ,  por  el  manejo  de  estos. 

Art.  31.  Dichos  administradores  subalternos  y  espende- 
dores ,  disfrutarán  el  cuatro  por  ciento  sobre  el  importe  del 
papel  sellado  que  vendan. 

Art.  52.  Será  obligación  precisa  de  los  administradores 
generales,  formar  y  presentar  al  gobernador  respectivo,  al 
fin  de  cada  mes,  un  estado  ó  relación  exacta  y  circunstan- 
ciada que  manifieste  la  entrada,  salida  y  existencia  de  cau- 
dales del  mes  anterior  en  la  propia  administración  general 
y  todas  sus  subalternas  ;  y  otro  del  papel  sellado  de  cada 
clase  recibido,  consumido  y  existente  en  fin  del  propio 
mes  anterior  ,  en  la  administración  general  y  sus  subal- 
ternas. 

Art.  35.  Para  el  exacto  cumplimiento  de  esta  disposición, 
sobre  la  cual  no  tolerarán  los  gobernadores  ninguna  demora 
ni  omisión ,  será  del  cargo  y  responsabilidad  de  los  admi- 
nistradores generales  ,  recoger  de  cada  uno  de  sus  subalter- 
nos los  estados  respectivos  del  mes  anterior,  iguales  en  sus 
partidas  al  método  de  los  prevenidos  en  el  precedente  artí- 
culo ,  visados  por  el  comisario  ó  autoridad  primera  política 
de  cada  lugar  en  falta  de  este.  Sobre  dichos  documentos 
formará  los  suyos  la  administración  general ,  abrazándolos 
todos  ,  é  incluyendo  lo  que  pertenezca  á  ella  misma  ,  y  los 
presentará  al  gobernador,  quien  con  presencia  délos  datos 
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referidos  les  pondrá  su  visto  bueno  ,  remitiéndolos  con  este 
requisito  á  la  dirección  general  de  rentas. 

Art.  34.  Del  mismo  modo  y  bajo  las  propias  reglas  y  pre- 
venciones, recogerán  los  administradores  generales  dentro 
del  primer  mes ,  después  de  concluido  cada  año  económico , 
las  cuentas  de  todo  él,  que  deben  rendirle  sus  subalternos 
comprobadas  con  los  documentos  respectivos;  y  dentro  de 
los  dos  meses  siguientes  formará  y  presentará  su  cuenta 
general ,  que  las  comprenda  todas ,  al  gobernador,  quien  las 
remitirá  á  la  dirección  general  de  rentas. 

Art.  3b.  Será  del  mas  estrecho ,  preciso  é  indispensable 
cargo  de  los  administradores  generales  del  ramo  en  los  de- 
partamentos, recoger  y  conservar  en  arcas  al  fin'  de  cada 
mes,  la  mitad  de  los  productos  líquidos  del  anterior  en  to- 
das sus  administraciones  subalternas  y  en  la  propia  admi- 
nistración general ,  y  remitir  por  el  primer  correo  siguiente 
el  total  de  dicha  mitad  ,  en  libranza  segura  pagadera  en  Mé- 
jico á  favor  del  tesorero  depositario  del  ramo  en  la  misma 
clase  de  moneda  que  se  reciba  ,  ó  bien  en  otra;  pero  abo- 
nándose y  descontándase  en  este  caso  la  renta ,  el  premio 
de  cambio  que  corresponda  ;  así  como  también  se  abonará  ó 
descontará  el  premio  local  que  sea  preciso,  procurándose 
siempre  el  mayor  beneficio  ó  menos  gravamen  posible  de 
estos  fondos. 

Art.  36.  Cuando  no  se  pudieren  proporcionar  libranzas 
de  la  manera  espresada,  conservarán  los  administradores 
generales  en  sus  arcas  dicha  mitad  de  productos  líquidos 
mensuales,  á  disposición  de  la  dirección  general,  para  que 
esta  libre  ó  providencie  lo  que  convenga  en  los  términos  re- 
feridos por  el  artículo  anterior;  bajo  el  concepto  de  que 
por  ningún  motivo  ni  pretesto  podrá  hacerse  uso  de  la  mitad 
de  productos  para  objeto  alguno ,  por  grave,  urgente  y  pri- 
vilegiado que  sea  ;  pues  la  subsistencia  de  la  renta  requiere 
forzosa  é  indispensablemente  esos  caudales  para  la  compra 
de  papel ,  gastos  de  impresión  y  sellos ,  fletes,  y  demás  ero- 
gaciones generales  del  ramo. 

Art.  37".  Los  administradores  generales  remitirán  á  la 
dirección  dichas  libranzas  por  conducto  del  gobernador  res- 
pectivo ;  y  las  que  ella  gire  en  sus  casos ,  serán  dando  aviso 
á  los  mismos  gobernadores,  á  quienes  por  tanto  se  reencar- 
ga  muy  encarecidamente  un  cuidado  y  empeño  singular  en 
el  cumplimiento  de  los  dos  artículos  anteriores ,  por  los  po- 
derosos y  trascendentales  fundamentos  espuestos  que  los 
motivan. 

Art  58.  En  todos  los  negocios  concernientes  al  ramo  de 
papel  sellado ,  se  entenderán  los  gobernadores  ron  la  direc- 
ción general  de  rentas,  y  esta  con  aquellos. 

Art.  39.  Por  consecuencia  de  este  arreglo,  cesarán  el 
dia  31  de  diciembre  del  presente  año  las  administraciones 
de  papel  sellado  del  gobierno  general  que  en  la  actualidad 
existen  á  cargo  de  los  colectores  de  lotería,  administradores 
de  correos  ó  de  otras  rentas  que  antes  se  llamaron  de  la  fe- 
deración ,  continuando  por  ahora  solo  las  administraciones 
del  ramo  en  los  territorios  ,  conforme  hoy  se  hallan. 

Art.  40.  Las  administraciones  que  cesan  ,  entregarán  di- 
cho dia  31  de  diciembre  venidero,  los  caudales  y  el  papel 
sellado  de  todas  clases  que  entonces  exista  en  su  poder,  al 
respectivo  administrador  ó  espendedor  del  ramo  por  el  de- 
partamento en  cada  lugar,  para  que  continúe  la  venta  sin 
ninguna  interrupción  ni  perjuicio  público.  Dichas  entregas 
se  verificarán  bajo  el  correspondiente  corte  de  caja ,  de 
caudales  y  balance,  con  la  constancia  consiguiente  del  pa- 
pel sellado  en  especie;  interviniendo  y  autorizando  tales 
documentos  el  respectivo  comisario ,  y  en  su  falta  la  prime- 
ra autoridad  política  del  lugar,  y  estendiéndose  por  cuatri- 
plicado  ,  á  fin  de  qu6  un  ejemplar  sea  remitido  desde  luego 
á  la  dirección  general  de  rentas  por  el  administrador  qua 
cese  :  otro  al  gobernador  respectivo  por  el  funcionario  que 


recibe  :  otro  sirva  á  este  de  comprobante  de  los  cargos  que 
desde  luego  debe  formarse  en  sus  cuentas  de  caudales  del 
ramo  y  de  papel  sellado  en  especie  ;  y  el  otro  quede  en  po- 
der de  dicho  administrador  que  cesa  ,  para  acompañarlo 
como  comprobante  de  las  datas  de  ambas  clases  en  sus  cuen- 
,  tas ,  que  debe  cerrar  con  esas  partidas,  y  remitirlas  por 
'primer  correo  á  la  dirección  general,  bajo  los  términos  pre- 
venidos ,  y  en  los  libros  que  para  el  efecto  les  envió  la  mis- 
ma en  su  debido  tiempo. 

Art.  ai.  Se  encarga  mucho  al  celo  de  los  gobernadores  y 
de  la  dirección  general,  que  se  bagan  los  pedimentos  y  re- 
mesas de  toda  clase  de  papel  sellado  con  la  mayor  oportu- 
nidad para  el  tiempo  de  seis  meses,  según  espresa  el  art.  27, 
con  el  fin  de  que  en  ningún  lugar  falte  jamas  el  surtimiento 
necesario  al  servicio  del  público  y  de  la  renta,  y  á  efecto 
también  de  que  se  procure  siempre  evitar  la  necesidad  de 
habilitaciones;  pero  si  en  algún  caso  fueren  absolutamente 
indispensables,  se  podrán  habilitar  los  sellos  muy  precisos 
de  la  clase  ó  clases  que  se  requieran  momentáneamente , 
ejecutándose  la  habilitación  en  las  capitales  de  los  departa- 
mentos por  el  administrador  general  y  el  comisario ,  con 
previa  aprobación  del  gobernador,  y  en  los  demás  lugares 
por  el  administrador  y  comisario  respectivo,  y  en  falla  de 
este ,  por  la  primera  autoridad  política. 

Art.  42.  La  habilitación  se  verificará  en  papel  con  la  mar- 
ca de  la  oficina  ,  espresándose  la  clase  del  sello,  su  valor, 
el  bienio  á  que  pertenezca  ,  el  lugar  y  la  fecha  ,  con  las  fir- 
mas del  administrador,  comisario  ó  autoridad  política. 

Art.  45.  En  el  acto  de  ejecutarse  cualesquier  habilitacio- 
nes ,  se  cargará  el  administrador  los  sellos  respectivos,  espe- 
cificándose el  número  total  de  ellos  y  sus  clases,  cuya  partida 
en  el  libro  de  la  cuenta  firmará  el  comisario  ó  autoridad 
política  que  intervenga  en  la  habilitación ,  dando  aviso  el 
administrador,  con  certificación  de  la  partida  ,  al  gobernador 
del  departamento  por  conducto  del  administrador  general 
del  ramo,  y  remitiendo  el  gobernador  á  la  dirección  de  ren- 
tas el  espresado  documento  como  una  constancia  concer- 
nienie  á  las  cuentas  del  ramo. 

En  13  de  enero  de  1837  se  publicó  por  bando  una  decla- 
ración de  la  ley  de  papel  sellado  ,  de  fecha  15  de  diciembre , 
y  que  dice  así  : 

El  presidente  interino  de  la  república  mejicana ,  á  los 
habitantes  de  ella  ,  sabed  :  Que  en  uso  de  la  autorización 
concedida  al  gobierno  por  la  íey  de  20  de  setiembre  último, 
y  consultando  al  beneficio  del  comercio  ,  he  tenido  á  bien 
decretar  como  aclaración  del  decreto  de  23  de  noviembre 
próximo  anterior  sobre  arreglo  del  ramo  de  papel  sellado  lo 
siguiente. 

«  Se  admitirán  en  papel  del  sello  cuarto  los  pedimentos 
de  guias ,  los  de  despacho  ,  las  hojas  de  este  ,  y  todos  los 
demás  ocursos  del  comercio  en  las  aduanas  ,  cuando  se  re- 
fieran solamente  á  la  introducción  ó  estraccion  de  efectos  ; 
pero  las  solicitudes  que  promuevan  los  comerciantes  ,  sobre 
esenciones  de  derechos  ,  devoluciones  ú  otras  cualesquiera 
incidencias  ,  se  harán  precisamente  en  papel  del  sello  ter- 
cero. » 

En  9  de  febrero  de  1837  se  publicó  por  bando 
la  siguiente  aclaración. 

«  Dada  cuenta  al  Excmo.  Sr.  presidente  interino  con  las 
diversas  consultas  que  se  han  dirigido  á  esta  secretaría  so- 
bre la  inteligencia  que  deba  darse  á  algunas  de  las  disposi- 
ciones que  contiene  el  decreto  de  23  de  noviembre  úl- 
timo ,  sobre  arreglo  del  ramo  de  papel  sellado  ,  y  en  virtud 
de  la  autorización  que  le  concede  el  decreto  de  20  de  se- 
tiembre del  año  próximo  pasado ,  se  ha  servido  dictar  las 
prevenciones  siguientes  : 
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Primera.  En  lodos  los  juicios  civiles  de  interés  del  erario 
que  se  instruyan  en  los  tribunales  ó  juzgados,  cuando  se 
promuevan  ó  sigan  en  cualquiera  estado  á  instancia  de  algu- 
na otra  parte,  y  no  solo  por  las  oficinas  de  hacienda  ó  fiscales, 
deberán  ministrar  cada  una  de  las  mismas  partes  interesadas 
en  el  negocio,  el  papel  que-  sea  propio  de  las  respectivas 
actuaciones. 

Segunda.  Los  administradores  generales  del  ramo  en  las 
capitales  de  los  departamentos ,  y  sus  subalternos  en  los  lu- 
gares foráneos,  entregarán  álos  citados  tribunales  ó  jueces 
el  papel  del  sello  cuarto  que  sea  necesario  para  los  referidos 
juicios  civiles  ,  cuando  se  promuevan  ó  sigan  de  oficio  por 
alguna  oficina,  ó  por  la  voz  fiscal,  dejando  el  correspon- 
diente recibo  en  la  administración  general  ó  subalterna  que 
se  lo  haya  entregado,  cuyos  documentos  se  les  admitirán 
en  data  en  sus  cuentas:  siendo  obligación  de  los  repetidos 
tribunales  ó  jueces ,  presentar  al  fin  de  cada  semestre  la  in- 
version que  hayan  dado  al  relacionado  papel ,  al  adminis- 
trador ó  empleado  respectivo,  y  de  este  exigir  el  citado  do-' 
cumenlo  si  no  lo  hubiere  exhibido  en  tiempo  oportuno. 

Tercera.  Los  jueces  y  tribunales  cuidarán  con  el  mayor 
celo  ,  de  que  se  reintegre  á  la  oficina  correspondiente  el  im- 
porte del  papel  del  sello  cuarto  invertido  en  cada  negocio 
de  los  que  tratan  las  prevenciones  anteriores,  siempre  que 
en  el  progreso  ó  término  de  él  deba  satisfacerlo  en  todo  ó 
parte,  con  arreglo  á  derecho,  alguno  de  los  otros  interesa- 
dos; en  cuyos  casos  la  respectiva  oficina  espedirá  el  recibo 
oportuno  ,  haciéndose  cargo  de  la  partida  ,  con  las  espira- 
ciones correspondientes. 

Cuarta.  Las  facluias  que  acompañan  los  comerciantes  á 
los  pedimentos  de  guias  para  el  despacho  de  sus  efectos, 
continuarán  estendiéndose  en  papel  común  ,  como  hasta 
ahora  se  ha  hecho. 

Quii  ta.  No  están  comprendidos  en  la  declaración  hecha 
en  decreto  de  Ib  de  diciembre  anterior  los  registros  de  bu- 
ques ,  respecto  de  los  cuales  está  espresamente  designado  en 
las  prevenciones  octava  del  art.  5  y  quinta  del  art.  h  del 
citado  decreto  de  25  de  noviembre  ,  el  papel  sellado  en  que 
se  deben  estender,  contrayéndose  únicamente  el  de  15  do 
diciembre  á  los  documentos  que  espresa. 

Sexta.  Las  libranzas  que  exhiban  los  interesados  en  pago 
de  derechos  marítimos,  se  estenderán  en  papel  del  sello 
cuarto  ,  conforme  al  tenor  y  espíritu  de  la  prevención  no- 
vena del  art.  6  del  referido  decreto  de  25  de  noviembre  del 
año  próximo  pasado. 

Séplima.  Los  premios  ú  honorarios  que  señala  el  art.  50 
-del  propio  decreto  ,  no  se  abonarán  á  los  empleados  que  con 
anterioridad  lenian  á  su  cargo  el  ramo  de  papel  sellado  y 
disfruten  sueldo  (ijo. 

Octava.  Los  que  abusaren  del  papel  del  sello  cuarto ,  con- 
sumiéndolo en  otros  objetos  diversos  de  los  que  espresan  las 
prevenciones  primera  y  segunda  de  esta  circular,  incurri- 
rán en  las  penas  impuestas  en  el  art.  H  del  referido  decreto 
de  23  de  noviembre  último  á  los  que  usaren  mal  del  papel 
sellado  de  oficio.  Las  autoridades  locales  y  sus  agentes  cui- 
darán ,  bajo  su  mas  estrecha  responsabilidad  ,  de  que  tenga 
efecto  esta  prevención. 

Lo  que  de  ó-den  del  mismo  Excmo.  Sr.  presidente  interino 
comunico  á  V.  S.  para  su  inteligencia  y  efectos  correspon- 
dientes. 

Dios  y  libertad,  Méjico  2G  de  enero  de  2837.  —  J.  M. 
Cervantes.  —  Sr.  gobernador  del  distrito.»  ] 

PARAFERNALES.  Los  bienes  que  la  mujer  casada  no 
ha  comprendido  en  la  constitución  do  su  dote ,  así  los  que 
se  reservó  espresa  ó  tácitamente  en  el  contrato  matrimonial, 
como  los  que  adquiere  después  durante  el  matrimonio  por 
sucesión ,  donación  ú  otro  titulo  lucrativo.  Parafernales  es 
lo  mismo  que  exlradolales,  y  viene  de  la  palabra  griega  pa- 


rapherna  que  significa  extra  dolem  ,  fuera  de  dote;  ley  17, 
tít.  11  ,  Part.  ti.  Véase  Bienes  exlradolales. 

PARATITLA.  Palabra  bárbara  de  que  se  sirvió  el  em- 
perador Justiniano  en  una  ley  en  que  permite  hacer  paratitlas 
y  no  comentarios  sobre  el  Código  y  el  Digesto.  Algunos  intér- 
pretes creyeron  que  por  esta  voz  se  designaba  el  suplemento 
de  lo  que  faltaba  à  cada  título  y  que  podia  llenarse  con  lo 
que  resultaba  de  los  otros;  pero  la  opinion  que  por  fin  ha 
prevalecido,  no  entiende  por  paratitla  sino  el  compendio  ó 
sumario  de  las  leyes  contenidas  en  cada  título.  Paratitlas 
pues  en  general  son  los  sumarios  de  lo  que  contiene  un  libr6 
de  jurisprudencia  civü  ó  canónica  ,  sumarios  que  dan  una 
esplicacion  precisa  de  todos  los  títulos ,  y  que  abrazan  sus 
principales  decisiones.  No  puede  contestarse  la  utilidad  de 
estos  sumarios ,  pues  que  son  un  método  breve  y  sencillo 
para  evitar  la  confusion  de  una  infinidad  de  leyes  que  aun- 
que dispuestas  en  diferentes  títulos,  necesitan  todavía  re- 
ducirse á  principios  redactados  con  cierto  orden  ;  y  por  eso 
ha  habido  varios  autores  que  han  tomado  á  su  cargo  la  em- 
presa de  hacer  estas  paratitlas,  con  el  objeto  de  abrir  un 
camino  seguro  á  los  que  quieren  leer  con  fruto  el  Código  y 
el  Digesto. 

PARENTESCO.  La  relación  ó  conexión  que  hay  entre 
personas  unidas  por  los  vínculos  de  la  sangre  ;  proemio  y 
leyes  1  y  2,  lit.  6,  Part.  tí.  Están  unidas  por  los  vínculos 
de  la  sangre  las  personas  que  descienden  una  de  otra,  oque 
sin  descender  una  de  otra  proceden  de  una  misma  raiz  ó 
tronco.  Los  que  descienden  uno  de  otro  son  los  ascendientes 
y  descendientes  :  los  que  descienden  de  una  misma  raiz  son 
los  hermanos,  tios,  sobrinos,  primos,  etc.,  los  cuales  se 
llaman  colaterales;  ley  2,  lit.  13,  Part.  5.  Estos  ascen- 
dientes ,  descendientes  y  colaterales  están  mas  ó  menos 
lejanos  unos  de  otros  ;  y  es  preciso  conocer  sus  distancias  , 
así  para  los  matrimonios  como  para  las  sucesiones.  A  este 
fin  se  ponen  los  ascendientes  y  descendientes  en  una  serie 
ó  línea  que  llamamos  recta,  y  los  colaterales  en  otra  lla- 
mada colateral  u  oblicua.  Estas  distancias  se  llaman  grados; 
y  cada  generación  ó  cada  persona  engendrada  forma  un 
grado.  Así  que  ,  el  hijo  está  en  la  primera  distancia  de  su 
padre,  ó  por  mejor  decir,  en  el  primer  grado  de  parentesco, 
porque  entre  el  padre  y  el  hijo  no  hay  mas  que  una  genera- 
ción, ó  una  sola  persona  engendrada  que  es  el  hijo;  y  el 
nieto  dista  dos  grados  de  su  abuelo  ,  porque  enlre  ellos  hay 
dos  personas  engendradas,  que  son  el  hijo  y  el  nielo,  pues 
aunque  aparecen  tres  personas,  no  se  cuenta  la  del  abuelo 
que  es  el   tronco,  cían  de  cjus  generationc  non  agalur. 

—  Las  distancias  ó  grados  que  hay  entre  colaterales,  se 
cuentan  igualmente  por  generaciones  ó  personas  engen- 
dradas, con  la  diferencia  de  que  para  saber  su  número,  se 
ha  de  recurrir  al  tronco  ó  raiz  común  de  qife  descienden  los 
colaterales  cuyos  grados  se  buscan  ,  y  contar  los  grados 
que  se  encuentran  entre  el  tronco  ó  el  pariente  común  y  los 
colaterales,  de  modo  que  toi  sunl  gradas,  quoi  sunt  persoruv 
genitœ,  dcmplo  commuai  slipile,  qui  non  computatur.  Si 
quiero  saber,  por  ejemplo,  cuántos  grados  distan  entre  si 
dos  primos  hermanos  ,  subiré  al  tronco  de  quien  ambos  des- 
cienden ,  esto  es ,  al  abuelo  :  y  como  entre  el  mismo  y  sus 
dos  nietos  encuentro  cuatro  generaciones  ó  personas  engen- 
dradas, es  á  saber,  los  dos  hijos  y  los  dos  nidos,  que  son 
entre  sí  primos  hermanos  ;  diré  que  distan  uno  de  otro 
cuatro  grados,  según  la  regla  de  que  cada  persona  engen- 
drada forma  un  grado  ,  sin  comprender  el  pariente  común. 

—  Esta  regla  se  sigue  para  la  computación  de  grados  en 
línea  recta  tanto  por  el  derecho  civil  como  por  el  derecho 
canónico;  mas  en  la  linea  colateral  no  se  halla  adoptada  sino 
por  el  derecho  civil,  pues  el  canónico  cuenta  en  ella  dos 
personas  engendradas  para  hacer  uñ  grado,  como  se  ha 
esplicado  en  el  articulo  Computación  canónica.  Los  grados 
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se  cuentan  según  el  derecho  canónico  para  los  matrimonios, 
y  según  el  derecho  civil  para  las  sucesiones  y  demás  efectos 
civiles;  ley3,tít.  6,  Part.  3(1).  —  El  parentesco  es  impedí- 
mentodirimente  del  matrimonioenlalínea recta sinlimitacion 
de  grados,  y  en  la  colateral  hasta  el  cuarto  inclusive ,  ya  sea 
parentesco  legítimo  ,  ya  lo  sea  solo  natural.  Véase  Matri- 
monio ,  Dispensa  ,  Consanguinidad ,  Herederos,  Doble  viñ- 
ado, Agnación  y  Cognación, 

Es  claro  que  aquí  hablamos  del  parentesco  verdadero  y 
propiamente  tal,  del  parentesco  de  consanguinidad,  el  cual 
'  puede  ser  solo  por  parte  de  padre ,  ó  solo  por  parte  de 
madre  :  en  el  primer  caso  se  llama  agnación,  y  en  el  se- 
gundo cognación  ;  pero  esta  distinción  que  en  el  derecho 
romano  producía  tan  diferentes  efectos ,  apenas  tiene  ya 
uso  entre  nosotros  sino  en  los  mayorazgos.  Hay  también 
parentesco  de  afinidad  que  es  el  que  por  medio  del  matri- 
monio contrae  el  marido  con  los  parientes  de  la  mujer,  y  la 
mujer  con  los  del  marido;  del  cual  se  habla  en  la  palabra 
Afinidad. 

PARENTESCO  civil.  La  conexión  ó  relación  que  se 
contrae  por  la  adopción.  Esta  especie  de  parentesco  produce 
impedimento  dirimente  del  matrimonio  entre  la  persona 
adoptante  y  la  adoptada  aunque  se  deshaga  la  adopción ,  y 
entre  la  adoptada  y  los  hijos  de  la  adoptante  mientras  la 
adopción  subsista.  Véase  Adopción  y  Arrogación ,  etc. 

PARENTESCO  espiritual.  La  conexión  que  se  contrae 
por  el  sacramento  del  bautismo  ó  por  el  de  la  confirmación. 
Es  impedimento  dirimente  del  matrimonio ,  de  modo  que  el 
bautizante  ó  confirmante  y  el  padrjno  ó  madrina  no  pueden 
casarse  con  la  persona  bautizada  ó  confirmada  ni  con  sus 
padres  ;  leyes  1  y  2,  tít.  7  ,  Part,  h;  Conc.  Trid.,  scss.  24 
de  ref.  matr. ,  cap.  2.  Véase  Bautismo. 

Para  que  no  se  multipliquen  por  causa  del  bautismo  las 
relaciones  de  parentesco  espiritual  en  perjuicio  déla  libertad 
de  los  matrimonios,  se  halla  dispuesto  por  el  concilio  de 
Trento,  d.  sesión  y  cap.,  que  solo  concurra  un  padrino  ó  una 
madrina ,  ó  á  lo  mas  una  madrina  y  un  padrino ,  que  el  pár- 
roco pregunte  antes  de  proceder  á  la  administración  del  sa- 
cramento quién  ó  quiénes  son  las  personas  elegidas  para 
aquel  cargo,  que  no  admita  sino  á  estas  para  tener  al  bau- 
tizado en  la  pila ,  y  que  las  demás  que  tuvieren  ó  tocaren  al 
bautizado  en  la  pila  bautismal  no  contraigan  parentesco  de 
modo  alguno  ,  sin  que  obsten  las  constituciones  contrarias. 

PARIAS.  El  tributo  que  paga  un  príncipe  á  otro  en  re- 
conocimiento de  superioridad.  De  aquí  dar  ó  rendir  parias 
es  someterse  ó  prestar  obsequio  á  otro. 

PARIDAD  de  casos.  La  igualdad  ó  perfecta  semejanza 
de  los  casos  entre  sí.  La  decisión  de  las  leyes  se  aplica  á  los 
casos  que  tienen  paridad  ó  semejanza  completa  :  Eadem  ra- 
llo ,  idem  jus  :  cüm  in  aliqua  causa  senlentia  legum  mani- 
festa est ,'  ad  $hnilia  procederé  débet. 

PARIENTES.  Los  que  están  relacionados  entre  sí  por 
!os  vínculos  de  la  sangre ,  ya  sea  por  proceder  unos  de 
otros,  como  los  descendientes  y  ascendientes,  ya  sea  por 
proceder  de  una  misma  raíz  ó  tronco,  como  los  colaterales. 
Los  vínculos  de  la  sangre  pueden  duplicarse  entre  unas 
mismas  personas,  las  cuales  por  consiguiente  tendrán  entre 
si  diferentes  relaciones  de  parentesco  ;  y  aun  es  bastante 
frecuente  el  ver  reunidas  en  un  mismo  sugeto  las  calidades 
opuestas  de  tio  y  sobrino  con  respecto  á  otro.  Esto  sucede 
cuando  dos  hombres  viudos  que  tienen  hijas  ,  se  las  dan 
mutuamente  en  matrimonio  :  entonces  los  hijos  de  uno  de 
estos  matrimonios  serán  necesariamente  tíos,  y  al  mismo 
tiempo  sobrinos  de  los  que  nacieren  del  otro ,  y  vice  versa  ; 
porque  en  efecto  los  hijos  nacidos  del  primer  matrimonio 

(1)  Yéasela  nota  al  articulo  Heredero  legítimo  ó  al  intestato, 
pág.760. 


serán  hijos  del  abuelo  de  los  nacidos  del  segundo  ,  ó  her- 
manos consanguíneos  de  la  madre  de  ellos,  y  por  consi- 
siguiente  tios  suyos ,  al  paso  que  por  otra  parte  serán  nietos 
del  padre  de  ellos,  y  por  tanto  sobrinos  suyos.  Véase  Cola- 
terales, Parentesco ,  Herederos,  Hijos  y  Hermanos  en  sus 
diferentes  artículos. 

PARRICIDA.  (2)  El  que  mata  á  su  padre,  abuelo  ó  bisa- 
buelo, hijo,  nieto,  ó  biznieto,  hermano,  tio  ó  sobrino,  mari- 
do ó  mujer,  suegro  ó  suegra,  yerno  ó  nuera,  padrastro,  ma- 
drastra, entenado  ó  patrono.  Antiguamente,  y  hablando  cou 
rigor,  solo  era  parricida  el  que  mataba  á  sus  padres;  pero 
también  se  llamó  después  así  por  las  leyes  romanas  y  luego 
por  las  nuestras  el  que  mata  á  cualquiera  de  las  personas 
que  hemos  indicado.  El  célebre  Solón  no  quiso  establecer 
en  Atenas  pena  alguna  contra  los  parricidas,  no  pudiendo 
persuadirse  que  hubiese  jamas  una  persona  tan  perversa 
que  osase  romper  los  vínculos  mas  sagrados  y  dulces  de  la 
naturaleza,  y  arrojarse  al  crimen  mas  horroroso  y  repugnan- 
te ;  mas  como  la  triste  esperiencia  nos  demuestra  que  no 
hay  maldad  de  que  sea  incapaz  el  hombre  ,  se  hubo  por  fin 
de  escogitar  penas  eslraordinarias  y  severas  contra  los  que 
atentan  á  la  vida  de  los  autores  de  sus  días  :  Attamcn  ,  ut 
ait  Cicero  in  oralione  pro  Roscio,  quia  nihil  tam  sanclnm 
est,  quod  non  aliquando  violet  audacia,  excogitalum  fuit  in 
parricidas  singulare  supplicium,  ut  illos  quos  naturas  hones- 
tas in  officio  retiñere  non  possit,  pœnœ  magniludo  à  malefi- 
cio summovcrel.  En  Egipto  se  atormentaba  al  parricida  me- 
tiéndole cañas  puntiagudas  en  todas  las  partes  del  cuerpo,  y 
luego  se  le  arrojaba  sobre  un  montón  de  espinas  á  que  se 
prendía  fuego.  El  matador  de  su  hijo  debía  tener  en  sus 
brazos  el  triste  cadáver  por  espacio  de  tres  dias  y  tres  no- 
ches continuas  ,  y  después  quedaba  abandonado  al  terrible 
suplicio  de  sus  remordimientos.  En  Roma  se  ordenó  por  los 
decenviros  que  el  parricida  fuese  arrojado  al  rio  con  la  ca- 
beza cubierta  y  metido  en  un  saco  de  cuero  :  cuyo  castigo 
agravaron  después  las  leyes  de  las  xu  Tablas  mandando  que 
en  el  saco  se  metiesen  un  perro,  una  víbora  y  un  mono,  pa- 
ra que  privado  de  todos  los  elementos  y  abandonado  al  furor 
de  estos  animales  esperimentase  el  culpado  todos  los  supli- 
cios y  quedase  privado  de  sepultura;  y  por  fin  en  tiempo 
del  emperador  Adriano  se  dispuso  que  el  parricida  fuese 
quemado  vivo  ó  arrojado  á  la  furia  de  las  fieras. 

Según  el  Fuero  Juzgo,  ha  de  morir  el  parricida  del  mismo 
modo  que  dio  la  muerte,  y  sus  bienes  han  de  aplicarse  á  sus 
hijos  y  á  los  del  muerto  por  mitad  ,  ó  no  habiéndolos  á  los 
parientes  mas  próximos  de  aquel  que  acusaren  el  delito  ;  le- 
yes 17  y  18,  lit.  5,  lib.  6  del  Fuero  Juzgo.  Pero  las  Partidas 
adoptaron  y  aun  agravaron  las  penas  de  las  xu  Tablas,  es- 
tableciendo que  el  que  mate  con  armas  ó  yerbas,  pública  ó 
secretamente,  á  cualquiera  de  los  parientes  espresados,  y  el 
que  le  diere  ayuda  ó  consejo  para  ello,  sea  azotado  y  luego 
encerrado  con  un  perro,  un  gallo,  una  culebra  y  un  simio  ó 
mono  en  un  saco  de  cuero,  que  cosido  se  arroje  al  mar  ó  rio 
mas  inmediato;  que  en  la  misma  pena  incurra  el  que  com- 
pre yerbas  ó  ponzoña  para  matar  á  su  padre  y  procure  dár-> 
selas,  aunque  no  lo  consiga;  y  que  si  noticioso  de  ello  algu- 
no de  sus  hermanos,  no  diere  aviso  pudiendo,  sea  desterrado 
por  cinco  años  ;  ley  12,  til.  8,  Part.  6.  El  rigor  de  las  Par- 
tidas se'ha  mitigado  en  la  práctica  :  y  lo  que  se  acostumbra 
es  llevar  al  reo  al  patíbulo  arrastrando  ,  esto  es  ,  sostenido 
por  personas  caritativas  en  un  serón  de  esparto  con  asas  al 
rededor,  quitarle  la  vida ,  meter  luego  el  cadáver  en  un  cu- 
bo donde  están  pintados  los  referidos  animales ,  hacer  la  ce- 
remonia de  arrojarle  al  rio  ,  y  concluida ,  darle  sepultura 
eclesiástica. 


(2)  Véase  en  las  obras  postumas  de  Solórzano ,  De  parricida 
crimine  disputatio. 
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PARRICIDIO.  La  muerte  violenta  que  alguno  da  à  su 
padre  ó  madre  ó  á  algún  otro  pariente  ,  como  se  ha  indicado 
en  el  artículo  anterior.  Parecia  no  obstante  que  este  crimen 
debiera  circunscribirse  á  la  muerte  violenta  de  aquellos  de 
quienes  se  recibe  ó  á  quienes  se  da  mediata  ó  inmediata- 
mente el  ser,  de  la  mujer  ó  del  marido  y  del  hermano; 
pues  entre  estas  personas  unidas  con  los  vínculos  mas 
estrechos  y  las  demás  espresadas  en  la  ley  hay  no  poca 
diferencia,  y  las  personas  estrañas  solo  pueden  cometer  un 
simple  homicidio.  Véase  Parricida  é  Infanticidio. 

PARTE.  Cualquiera  délos  litigantes,  sea  el  demandante 
ó  el  demandado.  Mostrarse  parte  es  presentar  una  persona 
pedimento  al  tribunal  para  que  se  le  entregue  el  espediente, 
y  pedir  en  su  vista  lo  que  le  convenga. 

PARTE  viril.  La  parte  que  un  heredero  tiene  en  una 
sucesión  por  testamento  ó  ab  intestato ,  y  es  igual  á  la  de 
cada  uno  de  los  demás  :  Tune  parles  illorum  sunt  viriles , 
id  esl ,  œquales. 

PARTICIÓN.  La  separación  ,  division  y  repartimiento 
que  se  hace  de  una  cosa  común  entre  las  personas  á  quienes 
pertenece,  como  por  ejemplo,  de  una  herencia  ó  legado  que 
se  dejó  á  muchos.  Siempre  que  la  comunión  de  bienes  no 
proceda  del  contrato  de  compañía  ó  sociedad  ,  sino  de  otra 
causa  ,  como  de  herencia  ,  legado  ú  otro  título  semejante  , 
cualquiera  de  los  condueños  ó  comuneros  tiene  derecho 
para  demandar  la  partición  ,  la  cual  debe  ejecutarse  efecti- 
vamente dando  á  cada  uno  la  parte  que  le  corresponda  , 
sin  que  pueda  impedirlo  ni  embarazarlo  ninguno  de  los 
demás,  ya  porque  teniendo  cada  cual  lo  suyo  con  separa- 
ción lo  aliña  y  aprovecha  mejor,  ya  porque  la  indivision 
da  lugar  á  contestaciones  desagradables  que  el  orden  público 
se  interesa  en  prevenir  ;  ley  i  ,  lit.  S,  Part.  6.  Communio 
liles  et  jurgia  parit,  quitus  lurbatur  pax  et  concordia 
civium.  Véase  Licitación ,  Partición  de  herencia  ,  y  Juicio 
divisorio. 

PARTICIÓN  de  herencia.  La  division  y  distribución 
que  se  hace  de  los  bienes  hereditarios  entre  los  coherederos, 
dando  á  cada  uno  la  parte  que  le  corresponde  según  la  vo- 
luntad del  difunto ,  ó  en  su  defecto  con  arreglo  á  lo  dispuesto 
por  las  leyes.  La  partición  se  puede  hacer  judicial  ó  extra- 
judicialmente;  ley  1,  lit.  15,  Part.  6.  Se  hace  judicialmente 
cuando  por  menor  edad ,  ausencia  ó  incapacidad  de  algún 
heredero  se  requiere  la  vigilancia  é  intervención  del  juez  , 
á  fin  de  evitar  perjuicios  á  los  que  personalmente  no  pueden 
precaverlos.  Se  hace  extrajudicialmente  ó  sin  intervención 
de  juez  en  los  casos  siguientes  :  Io.  cuando  los  herederos 
son  mayores  de  veinte  y  cinco  años,  pues  entonces  pueden 
hacer  por  sí  propios  la  partición  ,  reduciéndola  ó  no  á  escri- 
tura pública  ,  según  les  parezca  ;  ley  8,  til.  4,  lib.  3,  Fuero 
Real ,  y  leyes  1  y  2 ,  til.  1 ,  lib.  10  del  Fuero  Juzgo.  — 
2o.  cuando  el  testador  dejando  algún  hijo  menor  de  edad , 
nombra  en  su  testamento  tutor  que  no  sea  partícipe  en  la 
herencia ,  ú  otras  personas  de  confianza ,  á  quienes  da  facul- 
tad para  hacer  el  inventario ,  la  tasación  y  partición  ,  sin 
acudir  al  juez  para  otra  cosa  mas  que  para  la  aprobación 
de  las  diligencias  practicadas  ;  ley  10,  til.  21 ,  lib.  10 ,  Nov. 
Rec.  :  —  5o.  cuando  el  testador  dejare  hecha  la  partición  , 
la  cual  será  válida  ;  bien  que  si  perjudicare  á  los  herederos 
descendientes  ó  ascendientes  en  su  legítima  ,  habrá  de  su- 
plirse ó  completarse  la  falta  que  haya  en  esta  ;  ley  9 , 
lit.  tí),  Parí.  6.  Véaso  Legitima. 

Pueden  pedir  la  partición  :  Io.  todos  y  cada  uno  de  los 
herederos  ó  partícipes  en  la  herencia  del  difunto  que  sean 
mayores  de  veinte  y  cinco  años  y  tengan  capacidad  legal 
para  administrar  sus  bienes;  ley  2  ,  til.  13,  Part.  6  :  — 
2o.  por  los  menores  ó  incapaces,  como  dementes,  fatuos,  etc., 
sus  curadores  ó  defensores ,  debiendo  nombrárseles  al  efecto 
si  no  los  tuvieren;  ylos.  1  cíe  la  cit.  ley  2  :  —  5".  la  viuda 


del  difunto  ,  aunque  no  sea  heredera  ,  para  que  se  le  satis- 
fagan sus  gananciales  y  demás  derechos  que  le  pertenezcan: 
—  lí°.  el  que  pretende  ser  partícipe  ó  heredero,  con  tal  que 
posea  la  herencia;  pues  si  ñola  posee,  y  se  le  niega  la 
calidad  de  partícipe  ó  coheredero  ,  no  será  admitido  al  juicio 
divisorio  sino  después  que  se  le  haya  declarado  heredero 
en  juicio  ordinario  :  —  5o.  el  estraño  que  antes  de  la  divi- 
sion hubiese  comprado  de  alguno  de  los  herederos  la  part» 
que  le  correspondía  de  la  herencia  ,  porque  mediante  la 
venta  se  le  trasmitieron  todas  las  acciones  que  tenia  el 
vendedor  :  —  6o.  el  fisco  ,  cuando  por  delito  de  algún  here- 
dero recayó  en  aquel  la  parte  á  que  este  tenia  derecho. 
Cuando  alguno  de  los  herederos  se  hallare  ausente ,  pueden 
los  presentes  pedir  la  partición  ;  pero  el  juez  debe  darle 
traslado  de  la  pretensión  de  estos  con  el  término  competente 
para  que  esponga  lo  que  le  convenga.  Si  los  herederos  pre- 
sentes no  hicieren  mención  del  ausente ,  ó  se  ignorase  que 
existia,  y  se  hiciere  la  partición  sin  contar  con  él  ó  su  de- 
fensor, no  valdrá  en  cuanto  al  mismo  ni  por  consiguiente 
podrá  perjudicarle  ;  pero  será  válida  con  respecto  á  los  pre- 
sentes ,  los  cuales  deberán  dar  al  ausente,  cuando  parezca, 
la  parte  que  le  corresponda  ;  ley  12,  til.  2,  Parí.  3.  —  La 
partición  ha  de  pedirse  ante  el  juez  del  territorio  en  que 
estuvieren  situados  los  bienes  de  la  herencia  ;  pero  si  el  juez 
del  lugar  donde  estuvo  domiciliado  el  difunto,  y  á  quien 
corresponde  el  conocimiento  del  inventario,  hubiere  inter- 
venido en  este  ,  á  él  debe  pedirse  la  partición  como  perte- 
neciente al  mismo  negocio  ;  ley  última,  lit.  9,  y  ley  10, 
til.  Ib  ,  Part.  6.  —  La  acicion  con  que  se  pide  la  division  de 
la  herencia ,  llamada  por  los  Romanos  familiœ  erciscundœ , 
es  mixta  ,  esto  es ,  real  y  personal  :  es  real ,  en  cuanto  tiene 
por  objeto  efectuar  la  partición  de  cosas  comunes  ;  y  es  per- 
sonal ,  en  razón  de  las  prestaciones  ó  indemnizaciones  per- 
sonales que  se  exigen  por  lucro  ,  daño  ó  gastos  ;  pues  si 
alguno  de  los  herederos  percibe  ó  lucra  algo  del  acervo 
común,  debe  dar  la  correspondiente  parte  á  los  demás  ;  si 
por  su  culpa  ó  negligencia  se  irroga  algún  daño  á  los  bienes 
hereditarios ,  debe  resarcirlo  ;  y  si  hace  algunos  gastos 
útiles  à  dichos  bienes ,  debe  ser  reintegrado  por  los  co- 
herederos. 

Antes  de  proceder  á  la  partición  ,  se  ha  de  hacer  inven- 
tario y  tasación  de  los  bienes  hereditarios  ,  según  lo  que  se 
dice  en  las  palabras  Beneficio  de  inventario  ,  Inventario  y 
Tasación.  Cuando  el  inventario  se  ha  de  ejecutar  de  oficio 
por  fallecimiento  de  alguno  que  no  hizo  testamento  ,  y  deja 
herederos  menores,  desconocidos  ó  ausentes  cuyo  pronto 
regreso  no  se  espera  ,  se  empiezan  las  diligencias  de  testa- 
mentaría por  un  auto  judicial  en  que  se  da  comisión  á  un 
alguacil  y  al  escribano  para  que  pasen  á  la  casa  del  difunto  , 
recojan  las  llaves,  secuestren  sus  bienes,  custodiándolos 
en  donde  no  se  estravien,  y  procedan  al  examen  de  testigos, 
llevando  médico  y  cirujano  que  reconozcan  el  cadáver , 
para  evitar  por  una  parte  la  ocultación  de  bienes  en  per- 
juicio de  los  herederos  ,  y  asegurarse  por  otra  de  la  causa 
de  la  muerte.  En  su  virtud  proceden  el  escribano  y  el  algua- 
cil á  hacer  la  información  acerca  de  la  identidad  de  la  per- 
sona del  difunto,  examinando  tres  ó  mas  testigos,  y  poniendo 
en  el  proceso  sus  declaraciones.  Se  pasa  luego  al  reconoci- 
miento del  cadáver ,  si  la  muerte  fué  repentina;  y  decla- 
rándola natural  los  facultativos,  provee  el  juez  un  auto  para 
que  se  le  dé  sepultura  eclesiástica.  Hecho  esto  se  procedo 
á  las  diligencias  de  inventario  ,  nombrando  antes  defensor 
de  los  bienes  ,  si  el  heredero  se  hallare  ausente  y  no  se  es- 
perare su  pronta  venida;  ley  12,  til.  2,  Part.  3.  Cuando  es 
menor  de  catorce  años,  se  le  nombra  curador  para  pleitos, 
si  no  tiene  tutor,  ó  si  teniéndole  están  interesados  ambos 
en  la  partición,  ó  ha  de  litigar  con  él  sobre  cuentas  ó 
malversación  de  la  tutela.  Fuera  de  estos  casos ,  el  tutor 
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ó  curador  de  bienes  pueden  ejecutar  por  sí  cualesquiera 
diligencias,  ó  dar  poder  á  quien  en  su  nombre  las  practique, 
sin  necesidad  de  que  se  grave  al  menor  con  dietas  inútiles 
para  el  curador  ad  litcm.  —  No  habiendo  quedado  hijos  ni 
otros  herederos  conocidos  del  difunto ,  se  nombra  defensor 
de  la  herencia  yacente;  se  fijan  edictos  en  los  parajes  públi- 
cos del  pueblo  ,  y  se  espiden  requisitorias  á  otros  donde  se 
tenga  noticia  que  hay  parientes  suyos,  para  que  se  fijen 
allí  también  ,  llamándolos,  como  asimismo  á  los  acreedores, 
con  término  perentorio.  El  que  pretendiese  tener  derecho 
á  la  herencia,  ha  de  presentar  pedimento,  acompañando 
las  partidas  de  bautismo ,  casamiento  y  cualesquiera  otros 
papeles  que  acrediten  su  grado  de  parentesco  con  el  difunto, 
pidiendo  á  mayor  abundamiento  se  le  reciba  información 
sobre  ello ,  y  se  le  dé  la  posesión  de  los  bienes  hereditarios  : 
se  le  recibe  la  información  con  citación  del  defensor,  el  cual 
en  vista  del  traslado  que  luego  se  le  comunica  espone  en 
pro  ó  en  contra  lo  que  le  parezca  ;  y  resultando  tener  dere- 
cho el  pretendiente  ,  se  le  declara  heredero.  —  Cuando  el 
inventario  se  ha  de  hacer,  no  de  oficio  sino  á  petición  de  los 
interesados  ,  habiendo  entre  ellos  algún  menor  de  edad  , 
puede  presentarse  cualquiera  de  los  mismos  con  un  pedi- 
mento ante  el  juez,  diciendo  que  su  padre,  abuelo,  ó  quien 
fuere  ,  ha  fallecido  nombrándole  heredero  en  su  testamento, 
cuya  copia  testimoniada  presenta  ,  y  pidiendo  que  con  cita- 
ción de  los  demás  interesados  se  inventaríen  y  tasen  los 
bienes  de  dicha  herencia ,  ia  que  acepta  con  beneficio  de 
inventario.  A  continuación  se  provee  auto  de  que  se  haga 
como  se  pide  ,  señalando  dia  y  hora  para  ejecutar  el  inven- 
tario :  luego  se  cita  á  la  viuda ,  si  la  hubiere ,  y  á  los  co- 
herederos ;  y  no  hallándose  estos  en  el  mismo  pueblo ,  se 
despacha  requisitoria  á  la  justicia  del  lugar  en  que  habi- 
taren ;  y  se  nombra  curador  ad  litem  que  mire  por  los  inte- 
reses del  heredero  que  se  halla  en  la  edad  pupilar  ;  ley  5, 
lit.  6  ,  Part.  6.  Cuando  el  testador  dejare  nombrado  tutor  ó 
tutora  de  su  hijo,  se  ha  de  presentar  aquel  ó  aquella  con  un 
pedimento  acompañando  testimonio  de  la  disposición  testa- 
mentaria ,  y  solicitando  se  le  discierna  el  cargo.  —  Ultima- 
mente  si  el  testador  hubiese  nombrado  albaceas  ú  otras 
personas  de  confianza  para  hacer  el  inventario  y  la  partición, 
ó  si  todos  los  herederos  fuesen  mayores  de  edad ,  pueden 
unos  ú  otros  proceder  exlrajudicialmente  á  la  formación  del 
inventario ,  el  cual  no  obstante  debe  hacerse  ante  escribano  , 
precediendo  auto  de  juez  que  le  comisione  al  efecto  ;  ley  10, 
til.  21 ,  lib.  10  ,  Nov.  Rec.  —  Hecho  el  inventario  con  asis- 
tencia del  juez  ó  sin  ella  ,  según  los  casos ,  en  la  forma 
«splicada  en  el  articulo  Beneficio  de  inventario  ,  y  deposita- 
dos los  bienes  en  poder  del  mismo  inventariante  ó  de  la 
persona  elegida  por  los  partícipes  de  su  cuenta  y  riesgo  , 
¿e  procede  á  la  tasación  de  ellos  ,  si  ya  no  se  hizo ,  como 
conviene  para  ahorrar  gastos ,  al  tiempo  de  la  formación 
Sel  inventario ,  con  arreglo  á  lo  que  se  dirá  en  el  artículo 
Tasación. 

Inventariados  y  tasados  los  bienes  ,  es  preciso  hacer  en 
seguida  la  liquidación  (1  )  de  ellos  para  averiguarlo  que  perte- 
nece á  cada  uno  de  los  consortes  ,  si  el  difunto  era  casado  , 
ya  por  el  fondo  ó  capital  que  respectivamente  pusieron  en 
la  sociedad  conyugal,  ya  en  razón  de  los  gananciales  ú  otro 
derecho ,  y  repartir  y  adjudicar  luego  á  cada  heredero  lo 
que  le  corresponda  de  los  bienes  líquidos  de  la  herencia. 
A  este  efecto  se  nombran  contadores-partidores  en  la  forma 
y  con  las  obligaciones  esplicadas  en  el  artículo  Contador- 
partidor,  que.  puede  verse. 

Los  contadores  toman  el  inventario  ,  la  tasación  y  los 
demás  papeles  relativos  á  la  herencia  ;  se  juntan  en  casa 

(i)  Qué  sea  propiamente  liquidar  el  caudal  partible ,  véase  en 
Febrero,  tom.  6,  pág.  71. 


del  mas  antiguo,  donde  conferencian  y  acuerdan  lo  que  haya 
de  hacerse  ;  consultan  con  el  juez  las  dudas  ó  puntos  difíciles 
de  derecho  que  no  pueden  resolver  por  sí  mismos,  para 
que  este  los  determine  con  audiencia  de  los  interesados;  y 
allanadas  las  dificultades,  procede  el  contador  mas  mo- 
derno á  formar  la  liquidación  y  adjudicación  en  la  forma 
siguiente. 

Ante  todas  cosas  se  forma  un  total  de  bienes,  no  por 
menor  como  en  el  inventario ,  sino  por  mayor  y  por  clases: 
v.  gr.  en  tierras  tanto,  en  dinero  tanto,  etc.  Este  conjunto  se 
llama  cuerpo  de  bienes,  en  el  que  habrán  de  incluirse  cuantos 
consten  inventariados;  y  luego  se  hacen  las  rebajas  ó  de- 
ducciones de  él  por  este  orden.  En  primer  lugar  se  des- 
cuenta el  importe  de  la  dote  legítima  y  numerada  que  la 
mujer  acredite  haber  llevado  al  matrimonio  y  entregado  á 
su  marido.  Véase  Bienes  dotales  y  Dote  en  todos  sus  artícu- 
los. —  Después  de  la  dolé  se  hace  la  deducción  de  los  bienes 
exlradotales  ó  parafernales.  Véase  Bienes  extradotales.  — 
Rebajados  del  caudal  hereditario  los  bienes  dotales  y  extra- 
dotales  propios  de  la  mujer,  se  hace  en  seguida  el  descuento 
de  los  bienes  que  el  marido  hubiese  llevado  como  capital 
suyo  al  matrimonio,  y  de  los  que  durante  este  haya  adqui- 
rido por  herencia  ú  otro  título  lucrativo  ;  pues  como  fondo 
puesto  en  la  sociedad ,  debe  segregarse  antes  de  proceder  á 
liquidar  los  gananciales  si  los  hubiere;  mas  como  en  vez  de 
estos  suele  haber  deudas  ,  preciso  es  tratar  ahora  de  ellas  , 
porque  á  veces  tienen  que  pagarse  del  capital  del  marido. 
Las  contraidas  por  cualquiera  de  los  consortes  antes  del 
matrimonio,  no  deben  rebajarse  del  caudal  común,  pues 
cada  cual  está  obligado  á  satisfacerlas  de  su  propio  caudal; 
teniendo  presente  que  por  deudas  no  solo  se  entienden  las 
que  dimanan  de  algún  préstamo,  fianza,  venta  ú  otro  con- 
trato semejante  ,  sino  también  los  censos  y  otras  cargas  ó 
responsabilidades  á  que  están  afectos  los  bienes  propios  de 
ambos  consortes  ;  pues  solamente  lo  que  resulta  líquido  y 
efectivo  se  llama  herencia ,  y  como  tal  es  objeto  de  la  par- 
tición. Suponiendo  pues  que  el  marido  llevó  al  matrimonio 
60,000  reales  de  caudal,  y  después  resultó  quedebia  10,000; 
ó  que  perdió  en  juicio  alguna  finca  de  este  valor,  ó  bien  que 
esta  se  hallaba  afecta  á  un  censo  ú  otra  carga  de  igual  suma 
que  ambos  consortes  redimieron  durante  el  matrimonio;  en 
cualquiera  de  estos  casos  lo  que  realmente  llevó  el  marido 
á  la  sociedad  conyugal  fueron  80,000  reales,  y  estos  son  los 
que  han  de  reputarse  legítimo  y  efectivo  capital  suyo  ,  de- 
duciéndole despues  de  la  dote  y  demás  bienes  propios  de  la 
mujer,  y  antes  que  los  gananciales.  Si  alguno  de  los  con- 
sortes no  hubiese  llevado  capital  alguno,  sino  deudas  que  se 
pagaron  con  lo  adquirido  durante  el  matrimonio,  esto  menos 
le  tocará  de  gananciales,  en  cuyo  casóse  separa  para  el 
consorte  no  deudor  igual  cantidad  á  la  que  se  pagó  por  las 
deudas  del  otro,  y  se  divide  entre  ambos  por  mitad  el  resto 
de  los  gananciales.  Tampoco  se  rebaja  del  caudal  común  ni 
de  los  gananciales  lo  que  cada  uno  de  los  consortes  hubiere 
gastado  en  alimentar  á  sus  respectivos  padres  pobres,  ó  en 
dotar  y  alimentar  á  los  hijos  que  haya  tenido  de  otro  ma- 
trimonio; porque  estas  obligaciones  son  privativas  del  que 
las  contrajo,  y  no  comunes  á  la  sociedad ,  á  no  ser  que  se 
hubiese  pactado  lo  contrario ,  ó  que  el  otro  no  reclame  el 
importe  de  dichos  alimentos.  Las  deudas  contraidas  por  el 
marido,  ó  por  la  mujer  con  su  permiso,  ó  por  entrambos 
durante  el  matrimonio ,  en  razón  de  la  sociedad  conyugal , 
han  3e  pagarse  de  los  gananciales  que  hubiere.  Si  no 
hubiere  gananciales  ó  las  deudas  importaren  mas  que  ellos, 
deberán  estas  deducirse  después  del  haber  propio  de  la 
viuda,  yantes  de  sacar  el  capital  del  marido,  quien  solo 
percibirá  el  residuo  y  nada  mas,  porque  generalmente  ha- 
blando él  es  quien  debe  pagar  las  deudas  á  falta  de  ganan- 
ciales, y  no  la  mujer,  cuya  obligación  es  solo  subsidiaria  ó 
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accesoria  ,  á  falta  de  bienes  del  marido  ,  y  aun  para  esto  es 
necesario  que  se  le  haya  seguido  á  ella  utilidad  de  las  deu- 
das ,  ó  que  estas  provengan  de  tributos  ó  derechos  reales  ; 
de  modo  que  aunque  dichas  deudas  absorban  todos  los 
gananciales  y  el  capital  del  marido,  no  se  proratearán  entre 
este  y  la  mujer,  sino  que  él  deberá  pagarlas  enteramente. — 
Deducidos  del  caudal  inventariado  los  bienes  que  la  mujer 
y  el  marido  pusieron  en  la  sociedad  conyugal  al  tiempo  de 
casarse  y  después  de  casados ,  y  las  deudas  contraidas  cons- 
tante su  matrimonio  en  la  forma  que  acabamos  de  indicar, 
son  incremento  de  la  sociedad  todos  los  que  quedan,  los 
cuales  se  llaman  bienes  gananciales ,  y  deben  dividirse  por 
mitad  entre  los  dos  cónyuges,  separando  primero  de  su  con- 
junto el  lecho  matrimonial  para  la  viuda;  ley  ifc,  til.  20, 
lib.  3  del  Fuero  Real;  ley  207  del  Eslilo  ;  ley  61  de  Toro  ; 
ley  1,  lit.  U,  lib.  10,  Nov.  Rec.  Véase  Bienes  gananciales  y 
Lecho  matrimonial.  —  Aquí  hay  que  hablar  de  las  arras,  de 
la  donación  esponsalicia,  y  del  luto  y  vestidos  de  la  viuda. 
Si  el  marido  entregó  las  arras  á  la  mujer  como  aumento  de 
dote,  y  ella  las  incorporó  bajo  este  concepto  en  la  carta 
dotal,  deberán  deducirse  del  cuerpo  de  bienes  juntamente 
con  la  dote;  pero  si  no  mediaron  dichas  circunstancias  ,  y 
se  hubiere  empleado  el  importe  de  las  arras  en  cosa  útil  á 
la  sociedad  conyugal ,  se  deducirán  después  de  la  dote  ,  á 
modo  de  los  bienes  extradotales;  y  así  como  la  mujer  no 
tiene  derecho  á  que  se  le  abonen  estos  cuando  los  gasta  en 
usos  ajenos  del  matrimonio  ,  tampoco  tiene  derecho  al  abono 
de  las  arras  cuando  las  empleó  de  esta  manera.  Habiendo 
mediado  solo  promesa  del  marido  en  cuanto  á  las  arras  ,  y 
no  entrega,  se  rebajarán  del  caudal  propio  del  marido,  como 
deuda  privativa  de  él ,  en  el  caso  de  no  haber  gananciales  ; 
pero  si  los  hubiese,  entonces  después  de  rebajar  la  dote ,  los 
bienes  parafernales,  las  deudas  del  matrimonio  ,  el  capital 
del  marido  ,  y  la  mitad  de  gananciales  que  corresponden  á 
la  mujer,  se  agregará  la  otra  mitad  de  ellos  al  capital  del 
marido  ,  y  de  esta  suma  se  descontará  la  décima  parte  ,  ó 
menos  ,  según  lo  que  hubiere  prometido  en  arras  el  con- 
sorte; pues  si  se  hiciera  la  deducción  antes  dedividirse  los 
gananciales,  saldría  la  mujer  perjudicada.  La  donación  es- 
ponsalicia hecha  por  el  marido  á  la  mujer,  se  deduce  del 
cuerpo  de  bienes  como  cosa  propia  de  ella;  pero  si  hubiese 
arras  y  donación  ,  debe  decir  la  mujer  dentro  de  veinte  dias 
desde  que  fuere  requerida  por  los  herederos  del  marido , 
cuál  de  las  dos  cosas  prefiere,  pues  no  puede  llevarse  sino 
una  de  ellas  ;  ley  3,  tit.  3,  lib.  10,  Nov.  Rec.  Véase  Arras  y 
Donación  esponsalicia.  El  luto  debe  rebajarse  del  caudal 
privativo  del  difunto  como  deuda  contra  él,  y  no  del  cuerpo 
de  bienes  ;  porque  entonces  pagaría  la  viuda  la  mitad.  Véase 
Lulo.  Los  vestidos  usuales  ó  diarios  de  la  mujer  se  le  deben 
entregar  sin  inventariarlos  ,  á  menos  que. los  hubiese  llevado 
en  dote  é  incorporado  en  la  carta  dotal  ;  pues  entonces  deben 
tasarse ,  y  adjudicárselos  en  cuenta  de  su  haber.  Pero  los 
vestidos  de  lujo  que  solo  gastaba  la  mujer  en  dias  señalados, 
se  anotarán  en  el  inventario,  y  se  tasarán,  agregando  su 
importe  al  caudal  común  para  aplicarlos  luego  á  la  mujer 
en  cuenta  del  haber  que  le  corresponda.  —  La  viuda  tiene 
derecho  á  veces  á  la  cuarta  marital,  que  puede  verse  en  su 
lugar.  —  Cuando  hay  hijos  de  dos  ó  mas  matrimonios ,  se 
han  de  formar  tantas  particiones  ,  cuantos  sean  los  matri- 
monios, pues  en  cada  uno  hay  que  hacer  diversa  liquidación 
para  averiguar  el  respectivo  haber  de  las  mujeres ,  y  lo  quo 
por  este  corresponde  á  cada  uno  de  los  hijos. 

Liquidados  ya  y  separados  los  respectivos  haberes  de  los 
consortes ,  y  hechas  del  modo  referido  las  correspondientes 
deducciones  del  caudal  perteneciente  al  difunto,  se  procede  á 
su  partición  entre  los  herederos  del  mismo  (1).  Estos  pueden 

(1)  Véase  á  Febrero,  tom.  C,  pág.162,  t.  5,  De  la  partición  de 


ser  legítimos  ó  estraños,  y  el  repartimiento  entre  ellos  debe 
hacerse  según  el  derecho  que  cada  uno  tenga  por  la  ley  ó 
por  el  testamento,  con  arreglo  á  lo  dicho  en  los  artículos  de 
la  palabra  Heredero;  pero  aquí  suponemos  que  son  hijos, 
herederos  legítimos  ó  forzosos  :  y  aun  suponemos  también 
que  algunos  han  sido  mejorados  en  tercio  y  quinto,  y  que 
otros  recibieron  del  padre  mientras  vivia  bienes  que  ahora 
deben  colacionar.  Vista  la  suma  de  que  se  compone  la  he- 
rencia ,  esto  es  ,  la  suma  que  resulta  del  capital  del  padre 
y  de  la  mitad  líquida  de  gananciales  que  le  pertenecen  , 
se  saca  primero  la  quinta  parte  del  total  para  el  hijo 
mejorado  en  el  quinto  ,  quien  debe  satisfacer  de  él  los 
gastos  de  entierro  y  misas  y  los  legados  ;  y  luego  se 
saca  la  tercera  parte  del  caudal  que  queda ,  rebajado  el 
quinto,  para  el  hijo  mejorado  en  el  tercio,  á  no  ser  que 
el  testador  hubiese  dispuesto  se  saque  primero  esta  mejora 
ó  la  hubiese  hecho  de  antemano  irrevocablemente  :  siendo 
de  advertir,  que  si  son  muchos  los  mejorados  espresa  ó  tá- 
citamente, debe  repartirse  igualmente  la  mejora  entre  todos 
ellos,  á  menos  que  el  testador  haya  señalado  á  cada  uno  su 
cuota;  ley  2U  del  Eslilo ,  y  11  y  17  de  Toro.  Véase  Mejora 
de  tercio  y  quinto.  Practicados  estos  dos  rebajes,  se  hace  la 
colación,  esto  es,  se  aumentan  al  caudal  que  resta  los  bienes 
que  el  padre  hubiere  dado  á  los  hijos  mientras  vivia  por 
razón  de  dote,  donación  propter  nuptias,  ú  otra  que  no  sea 
ni  se  entienda  mejora ,  á  fin  de  que  contándoseles  como 
parte  de  su  legítima ,  se  haga  la  division  de  la  herencia  con 
la  debida  igualdad  entre  todos  los  herederos.  Véase  Colación 
de  bienes.  Aumentada  la  herencia  con  los  bienes  traídos  á 
colación,  se  distribuye  igualmente  entre  todos  los  hijos 
dando  á  cada  uno  su  porción  que  se  llama  legítima,  en  la 
cual  se  le  imputa  lo  que  ya  hubiere  percibido.  Y  por  último 
se  forman  las  hijuelas  ,  adjudicando  y  aplicando  así  á  la 
viuda  como  á  cada  uno  de  los  herederos  los  bienes  que  se 
estimen  mas  proporcionados  para  pago  de  sus  respectivos 
haberes  según  la  tasación  :  bajo  el  supuesto  de  que  si  por 
haber  pasado  mucho  tiempo  padeciesen  deterioro  algunos 
bienes,  muebles  ó  semovientes,  han  de  tasarse  nuevamente 
para  evitar  perjuicio  á  los  interesados.  En  cuanto  al  modo 
de  adjudicar  los  bienes  que  no  admiten  cómoda  división  , 
véase  Bienes  individuos  y  Licitación.  Véase  también  Fondo 
muerto. 

Despues  que  el  contador  mas  moderno  ha  estendido  la 
partición  según  el  orden  insinuado ,  la  pasa  luego  en  bor- 
rador á  los  otros;  y  si  estos  no  se  conformaren  en  un  todo 
con  ella  ,  la  variarán  ó  modificarán  de  común  acuerdo. 
Así  que  estén  convenidos  ,  la  pondrán  en  limpio ,  y  la  pa- 
sarán al  juez  ,  cuando  sea  necesario  que  este  interponga  su 
autoridad  ,  en  cuyo  caso  dará  traslado  de  ella  á  los  intere- 
sados ,  y  si  estos  quisieren  decir  de  agravios,  los  oirá  en 
debido  juicio;  pero  si  nada  espusieren  en  contrario  dentro 
de  tercero  dia  ,  aprobará  la  partición,  mandando  entregar  á 
cada  uno  el  testimonio  de  su  haber  y  adjudicación. 

Si  después  de  hecha  la  partición  ,  y  entregada  á  cada  he- 
redero la  posesión  de  la  parle  que  le  hubiere  tocado ,  le 
quitase  en  juicio  algún  tercero  dicha  parte  ó  alguna  de  las 
cosas  que  se  le  adjudicaron ,  tiene  derecho  de  repetir  con- 
tra los  demás  siempre  que  haya  hecho  citarles  de  eviccion 
al  principio  del  litigio,  para  que  salgan  á  su  defensa ,  de- 
biendo ademas  seguir  la  causa  con  diligencia,  sin  dolo  ni 
calumnia,  apelar  si  fuese  condenado  en  primera  instancia, 
y  seguir  la  apelación  hasta  finalizarse  el  pleito.  Previos  estos 
requisitos,  si  hubiere  entregado  la  cosa  demandada  en  vir- 
tud de  sentencia  ejecutoria ,  podrá  exigir  de  los  coherederos 

bienes  del  que  nutrió  testado  ó  intestado  entre  sus  descendientes 
legítimos ,  haya  ó  no  mejora,  de  donde  se  estractó  la  doctrina  que 
Escriche  pone  en  este  artículo. 


PA 


—  1329  - 


PA 


el  reintegro  de  lo  que  hubiere  perdido ,  y  ellos  estarán  obli- 
gados á  satisfacerle.  —  No  tiene  lugar  la  eviccion  cuando  el 
padre  dejó  hecha  la  division  de  bienes  entre  sus  hijos , 
siempre  que  no  resulte  perjuicio  en  las  legítimas;  pero 
habiéndole,  debe  reintegrarse  al  hijo  perjudicado,  si  per- 
diere en  juicio  algo  de  lo  que  se  le  adjudicó;  ley  9 , 
Ut.  18,  Part.  6.  Véase  Beneficio  de  inventario.  También 
tendrá  lugar  la  eviccion  si  los  mismos  hermanos  hicieren  la 
division  de  los  bienes  hereditarios ,  escepto  en  los  casos  si- 
guientes :  Io.  si  estipularon  entre  sí  que  ninguno  quedase 
obligado  de  eviccion  á  los  otros ,  cuyo  pacto  podrá  hacerse 
igualmente  por  toda  clase  de  herederos  :  —  2o.  si  la  cosa  se 
pierde  por  su  propia  condición  y  naturaleza;  como  por 
ejemplo ,  en  el  caso  de  que  un  hermano  á  quien  se  hubiere 
adjudicado  un  feudo,  muriese  dejando  una  hija  incapaz  de 
obtenerle ,  y  pasase  por  esta  razón  á  un  tio  de  esta ,  la  cual 
no  tendría  derecho  de  eviccion  :  —  5o.  si  la  misma  cosa  ó 
finca  que  se  dudaba  perteneciese  á  la  herencia  ,  se  dividió 
igualmente  entre  todos  los  hermanos;  pues  si  se  la  quitan 
en  juicio ,  es  en  tal  caso  igual  la  pérdida  para  todos  ;  pero 
si  por  esta  razón  quedase  perjudicado  alguno  de  ellos  en  su 
legítima,  deben  completársela  los  coherederos.  Véase  Evic- 
cion y  Herencia. 

Los  derechos  de  inventario,  tasación,  partición,  testi- 
monio de  las  adjudicaciones ,  papel  gastado ,  y  demás  dili- 
gencias ocurridas  hasta  la  conclusion  de  todo ,  se  tasan  por 
la  persona  que  elige  el  juez  de  la  testamentaría  y  se  satis- 
facen por  los  herederos  á  prorata  de  lo  que  perciben ,  pero 
no  por  la  viuda  en  razón  de  las  arras,  dote,  lecho  y  luto  , 
sino  solo  en  razón  de  los  gananciales  y  legados  que  perci- 
biere. El  menor  debe  pagar  ademas  los  que  le  son  pecu- 
liares ,  como  los  del  curador  y  defensa  de  los  bienes  que  le 
corresponden. 

PARTÍCIPES  legos.  Los  seculares  que  tenían  parte  en 
la  distribución  de  diezmos  antes  de  la  alteración  y  abolición 
del  sistema  decimal. 

En  favor  de  estos  partícipes  se  ha  dado  con  fecha  de  20  de 
marzo  de  2846  la  siguiente  ley  : 

Art.  1°.  Las  rentas  que  los  partícipes  legos  acrediten  ha- 
ber percibido  en  el  año  común  del  decenio  de  1827  á  1856 
se  capitalizarán  por  la  base  de3por  100,  bajándolas  cargas 
que  tuviesen  por  objetos  religiosos,  instrucción  pública, 
beneficencia  y  demás;  y  este  capital  se  indemnizará  en  títu- 
los de  la  deuda  consolidada  del  3  por  100  por  sextas  partes 
en  cada  un  año  ,  á  contar  desde  Io.  de  julio,  en  que  recibi- 
rán la  primera,  y  por  las  cinco  restantes  obtendrán  certifi- 
caciones que  se  canjearán  por  los  títulos  en  las  épocas  de- 
signadas. 

Art.  2o.  Las  cantidades  que  los  partícipes  legos  hayan 
dejado  de  percibir  por  sus  derechos  en  los  años  trascurridos 
desde  la  alteración  y  abolición  del  sistema  decimal ,  así 
como  la  parte  de  intereses  que  no  se  les  abone  en  seis  años, 
en  virtud  délo  dispuesto  en  el  artículo  anterior,  se  consig- 
narán en  certificaciones  que  no  tendrán  derecho  á  ser  con- 
vertidas en  títulos ,  pero  que  les  serán  admitidas  en  pago  d« 
los  débitos  que  tengan  hasta  31  de  diciembre  de  1845  por 
lanzas  y  medias  anatas  de  títulos,  censos  procedentes  de 
comunidades  estinguidas  y  antiguos  arbitrios  de  amortización 
no  suprimidos',  marcados  en  la  instrucción  de  9  de  mayo 
de  183S. 

Art.  3o.  Los  partícipes  podrán  emplear  los  documentos 
de  crédito  designados  en  los  artículos  Io.  y  2o.  en  pago  del 
total  importe  de  los  remates  de  bienes  del  clero  secular  y 
regular,  y  podrán  trasferirlos  bajo  las  mismas  garantías  y 
condiciones.  Estos  documentos  se  admitirán  en  lugar  de  los 
títulos  del  4  y  5  por  100  para  el  pago  de  los  plazos  que  de- 
ben hacerse  en  esta  clase  de  papel  de  la  deuda  pública  si  lo 
prefiriesen. 


Art.  4o.  Los  títulos  de  los  partícipes  deberán  ser  califica- 
dos previamente.  La  calificación  se  hará  en  primer  lugar 
por  el  gobierno,  oyendo  al  consejo  real ,  y  en  caso  de  que 
los  interesados  no  se  conformasen  con  su  decisión  ,  ó  esta  se 
dilatase  mas  del  año,  podrá  intentarse  la  via  judicial  ante 
los  consejos  de  provincia  con  apelación  á  dicho  consejo  real. 
Para  la  calificación  délos  derechos  referidos  se  tendrán  pre- 
sentes los  títulos  origínales  de  propiedad  ó  testimonios  de 
ellos ,  concertados  con  los  mismos  por  mandamiento  judi- 
cial y  con  asistencia  del  representante  de  la  Hacienda  pú- 
blica, las  ejecutorias  de  los  tribunales  declarando  aquellos, 
y  en  defecto  de  unos  y  otras  se  admitirá  la  prueba  de 
posesión  inmemorial,  con  arreglo  á  las  leyes. 

Art.  b°.  La  calificación  gubernativa  ó  judicial  de  los  dere- 
chos de  los  partícipes  no  obstará  para  que  antes  ó  después 
de  ella  y  por  separado  se  promuevan  por  parte  de  la  Ha- 
cienda las  demandas  de  reversion  é  incorporación  á  la 
corona  y  demás  que  tenga  por  conveniente  ,  siempre  que  se 
encuentre  alguna  cláusula  en  los  títulos  que  favorezca  esta 
pretensión  ,  ó  aparezca  de  cualquier  otro  modo  este  dere- 
cho ;  pero  esta  acción  caducará  á  los  dos  años  de  hecha  la 
espresada  calificación.  La  acción  de  los  partícipes  á  ser  in- 
demnizados caducará  por  su  parte  igualmente  al  cabo  de 
este  tiempo  ,  si  dentro  de  él  no  hubiesen  hecho  valer  sus 
reclamaciones  por  la  via  gubernativa,  ó  en  caso  de  no  con- 
formarse con  la  declaración  obtenida  de  este  modo ,  por  la 
judicial. 

Art.  6o.  El  gobierno  adoptará  todas  las  disposiciones  ne- 
cesarias para  la  ejecución  de  la  presente  ley. 

-f  El  20  de  marzo  de  1848  terminó  el  plazo  para  la  pre- 
sentación por  los  partícipes  legos  en  diezmos  de  los  títulos 
justificativos  de  sus  derechos.  Rl.  órd.  de  10  de  abril  de  1848. 

PARTIDA.  El  asiento  que  queda  en  los  libros  de  las 
iglesias  parroquiales  de  haberse  hecho  el  bautismo  ,  confir- 
mación, matrimonio  ó  entierro;  y  la  copia  autorizada  que 
se  saca  de  ellos.  Véase  Muerte  y  Nacimiento. 

PARTIDAS.  El  código  Alfonsino,  ó  la  célebre  colección 
de  leyes  compiladas  en  tiempo  del  rey  don  Alonso  el  Sabio, 
llamadas  las  Siete  Partidas  ,  porque  consta  de  siete  partes. 
En  la  primera  se  trata  de  las  cosas  pertenecientes  á  la  fe 
católica,  y  al  conocimiento  de  Dios  por  creencia  :  en  la  se- 
gunda,  de  los  emperadores ,  reyes  y  señores  de  la  tierra, 
que  deben  mantenerla  en  justiciaren  la  tercera,  de  la  justi- 
cia ,  y  del  modo  de  administrarla  ordenadamente  en  juicio 
para  la  espedicion  de  los  pleitos  :  en  la  cuarta,  de  los  des- 
posorios y  matrimonios  :  en  la  quinta ,  de  los  contratos  :  en  * 
la  sexta,  de  los  testamentos  y  herencias;  y  en  la  séptima, 
de  las  acusaciones,  delitos  y  penas.  Este  código  es  semejante 
á  las  Pandectas  romanas  ,  y  se  halla  formado  de  los  usos  y 
costumbres  antiguas  de  España,  de  las  leyes  romanas  ,  de 
varias  decisiones  canónicas,  de  doctrinas  de  los  santos  pa- 
dres ,  y  de  sentencias  de  los  sabios  y  filósofos  antiguos.  Pro- 
yectóse esta  obra  por  el  rey  don  Alonso  el  Sabio  para  fijar 
la  legislación  y  desterrar  el  desorden  y  confusion  que  reinaba 
en  los  tribunales  :  se  emprendió  la  víspera  de  San  Juan  Bau- 
tista del  año  1256,  y  se  concluyó  en  el  de  1263,  de  modo 
que  duró  su  redacción  siete  años  cumplidos;  pero  no  se  pu- 
blicó hasta  el  año  de  1348  en  el  reinado  de  don  Alonso  XI,  y 
aun  entonces  corregida  y  reformada  no  solo  en  cuanto  al  es- 
tilo sino  también  en  cuanto  á  la  sustancia  de  sus  leyes,  porque 
se  temió  que  los  pueblos  se  resistieran  á  su  admisión  por 
conservar  sus  privativos  fueros.  —  No  se  ha  podido  averi- 
guar todavía  quiénes  fueron  sus  autores  :  no  falta  quien 
atribuya  este  trabajo  al  mismo  rey  don  Alonso,  que  se  hallaba 
dotado  de  grandes  conocimientos;  pero  generalmente  se 
cree  que  no  se  debe  sino  á  los  hombres  de'  talento  que  el 
citado  rey  solia  reunir  en  su  corte,  entre  los  cuales  unos 
señalan  á  los  discípulos  del  jurisconsulto  Azon ,  y  otros  á. 
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García  Hiélense,  Bernardo,  presbítero  Compostelano , 
Maese  Jacobo  y  otros  insignes  varones  que  florecieron  en 
aquel  reinado  con  fama  de  sabios  en  el  derecho.  —  Este  có- 
digo ,  sin  embargo  de  ser  el  mas  completo,  tiene  el  último 
lugar  para  la  decisión  de  los  pleitos,  pues  primero  se  atiende 
en  los  tribunales  á  las  leyes  de  la  Recopilación  y  á  las  que  se 
han  establecido  después  de  ellas ,  por  su  defecto  á  las  del 
Fuero  Real  y  á  las  de  los  fueros  municipales  en  cuanto  estén 
en  uso,  y  últimamente  álasde  las  Siele  Partidas;  pero  como 
estas  forman  un  todo  mas  completo  ,  metódico  y  regular,  al 
paso  que  las  otras  no  son  sino  fragmentos ,  deben  mirarse 
como  el  cuerpo  principal  de  nuestra  legislación  reformado 
en  parte  por  los  demás.  Son  varias  las  ediciones  que  se  han 
hecho  de  las  Siete  Partidas ,  unas  con  solo  el  texto ,  otras 
con  adiciones  y  glosas  del  doctor  Alfonso  Diaz  de  Montalvo, 
otras  con  apuntamientos  al  tenor  de  las  leyes  recopiladas, 
autores  españoles  y  práctica  moderna  ,  y  otras  con  los  co- 
mentarios de  Gregorio  López  (1). 

PARTO.  El  acto  de  parir  ;  y  el  mismo  feto  despues  que 
ha  salido  á  luz.  Hay  tres  delitos  relativos  al  parto  :  uno  lla- 
mado exposición  de  parto  ;  otro,  suposición  de  parto ,  y  otro 
ocultación  de  parto.  El  primero  consiste  en  dejar  abando- 
nada en  un  lugar  público  o  privado  alguna  criatura  incapaz 
de  proveer  por  sí  misma  á  su  subsistencia.  Véase  Expósito  é 
Infanticidio. 

El  segundo  consiste  en  hacer  pasar  un  niño  por  hijo  de 
personas  á  quienes  no  debe  el  ser  ;  y  le  comete  la  mujer 
que  no  pudiendo  haber  hijo  de  su  marido,  se  finge  preñada, 
y  al  tiempo  del  parto  introduce  y  supone  como  suyo  al  aje- 
no. De  este  delito  solo  puede  acusarla  el  marido  ,  y  por  su 
muerte  los  parientes  herederos  mas  cercanos;  pero  habiendo 
después  hijo  verdadero,  podrá  acusar  al  supuesto  hermano, 
y  probarla  falsedad,  para  que  no  tenga  parte  en  la  herencia 
paterna  ni  materna.  «  Trabájense  á  las  vegadas,  dice  la  ley  3, 
tít.  7,  Part.  7,  algunas  mujeres  que  non  pueden  aver  fijos 
de  sus  maridos ,  de  fazer  muestra  que  son  preñadas ,  non  lo 
seyendo  :  et  son  tan  arteras ,  que  fazen  á  sus  maridos  creer 
que  son  preñadas  ;  et  cuando  llegan  al  tiempo  del  parto,  to- 
man engañosamente  fijos  de  otras  mugeres,  et  mótenlos 
consigo  en  los  lechos,  et  dizen  que  nascen  délias.  Esto  deci- 
mos que  es  gran  falsedad  faciendo  ,  et  poniendo  fijo  ageno 
por  heredero  en  los  bienes  de  su  marido ,  bien  así  como  si 
fuese  fijo  dél.  Et  tal  falsedad  como  esta  puede  acusar  el 
marido  á  la  muger  :  et  si  él  fuese  muerto ,  puédenla  acusar 
ende  todos  los  parientes  mas  propíneos  que  fincaren  del 
finado  ,  aquellos  que  oviesen  derecho  de  heredar  lo  suyo  , 
si  fijos  nonoviesse.  Et  demás  dezimos,  que  si  después  deso 
oviese  fijos  delta  su  marido  ,  como  quier  que  ellos  non  po- 
drían acusar  à  su  madre  para  recibir  pena  por  tal  falsedad 
como  esta ,  bien  podrían  acusar  á  aquel  que  les  dio  la  madre 
por  hermano  ,  et  probándolo  que  así  fuera  puesto  non  deve 
aver  ninguna  parte  de  la  herencia  del  que  dize  que  era  su 
padre  ó  su  madre.  Mas  otro  ninguno ,  sacando  estos  que 
avernos  dicho ,  non  pueden  acusar  á  la  muger  por  tal  yerro 
romo  este  :  ca  guisada  cosa  es  que  pues  estos  parientes  lo 
callan,  que  lqs  otros  non  gelo  demanden.  »  La  ley  no  espresa 
con  qué  pena  se  ha  de  castigar  este  delito;  pero  la  ley  G 
que  sigue  ordena  que  las  falsedades  mencionadas  en  las  le- 
yes anteriores  ,  entre  las  cuales  está  comprendida  la  pre- 
sente ,  se  castiguen  con  destierro  perpetuo  á  isla  y  confisca- 
ción de  bienes  en  defecto  de  ascendientes  ó  descendientes 
que  hereden. 

El  tercero ,  que  es  la  ocultación  de  parto,  no  es  otra  cosa 

(1  )  Sobre  este  y  otros  glosadores  de  las  leyes  de  Partidas ,  y  las 
antiguas  ediciones  de  estas,  véase  la  obra  Sacra  Themidis  Hispa- 
na; arcana.  Sect,  2.  De  Partitarwn  îcgibus  et  Foro  regio  Cas- 
fefíce. 


que  la  ocultación  de  un  niño  recien  nacido,  y  se  necesitan 
1res  cosas  para  probarla  :  Ia.  la  certeza  de  la  preñez;  2*.  las 
señales  de  haberse  verificado  el  parto  recientemente  ;  y 
3a.  la  existencia  de  la  criatura.  El  reconocimiento  de  facul- 
tativos de  medecina  y  cirugía  ,  y  la  declaración  de  la  ma- 
trona ó  partera  que  haya  asistido  á  la  parida,  son  requisitos 
indispensables,  como  igualmente  el  examen  de  los  testigos 
que  hayan  tenido  parte  masó  monos  directa  en  los  hechos 
por  los  cuales  se  pueda  deducir  la  ejecución  del  delito. 

PASAJE.  El  derecho  que  se  paga  por  pasar  por  algún 
paraje. 

PASAPORTE.  Un  despacho  tí  instrumento  de  la  auto- 
ridad pública ,  que  contiene  el  nombre ,  apellido ,  profesión, 
domicilio  y  señas  de  una  persona  que  ha  declarado  su  deseo 
de  viajar  así  por  el  interior  del  reino  como  por  los  países 
estranjeros,  y  que  manda  ó  ruega  se  la  deje  ir  y  venir  libre- 
mente de  un  lugar  á  otro,  y  aun  se  le  dé  asistencia  en  caso 
necesario.  Es  una  especie  de  carta  de  recomendación  con 
que  el  portador  se  pone  á  cubierto  de  las  persecuciones  ó 
embarazos  á  que  por  equivocación  podria  estar  espuesto 
en  países  donde  no  le  conocen.  Llámase  también  pasaporte 
la  licencia  que  se  da  á  los  militares,  con  itinerario,  para 
que  en  los  lugares  del  tránsito  se  les  asista  con  alojamiento 
y  bagajes. 

PASE.  El  permiso  que  da  algún  tribunal  ó  superior  para 
que  se  use  de  un  privilegio,  licencia,  gracia  ó  concesión  : — 
la  licencia  por  escrito  para  pasar  algunos  géneros  de  un  lu- 
gar á  otro  y  poderlos  revender  ;  —  y  en  algunas  partes  se 
suele  tomar  por  pasaporte. 

PASIVO.  Aplícase  á  los  juicios  tanto  civiles  como  crimi- 
nales con  relación  al  reo  ó  persona  que  es  demandada  ;  y 
también  á  las  deudas  que  uno  tiene  contra  sí. 

PASO.  La  licencia  ó  facultad  que  uno  tiene  de  trasferir 
á  otro  la  gracia ,  merced ,  empleo  ó  dignidad  que  se  le  con- 
cede ó  posee;  —  la  facultad  ó  licencia  que  da  el  supremo 
consejo  para  que  corran  libremente  y  sin  impedimento  los 
despachos  y  bulas;  —  y  por  fin  el  derecho  que  uno  tiene  de 
entrar  en  su  heredad  por  la  del  vecino ,  ó  de  pasar  agua 
por  un  fundo  ajeno  para  riego  de  sus  tierras  ó  para  su  mo- 
lino; leyes  3  y  h,  tít.  31,  Part.  3.  Cuando  un  propietario 
tiene  enclavada  su  heredad  en  la  de  otro,  de  modo  que  no 
puede  llegar  á  ella  por  camino  público  ni  propio,  puede  for- 
zar á  su  vecino  á  que  le  deje  pasar  por  la  suya  indemni- 
zándole del  perjuicio  que  le  ocasione;  pues  así  lo  exige  el 
interés  general  que  no  permite  sean  condenadas  á  esterili- 
dad las  propiedades  fructíferas  por  no  poder  entrar  en  ellas, 
y  es  también  muy  conforme  al  principio  que  obliga  á  los 
particulares  á  ceder  sus  cosas  ó  un  derecho  sobre  las  mismas 
por  causa  de  utilidad  pública.  El  paso  ha  de  tomarse  regu- 
larmente por  el  lado  en  que  la  travesía  es  mas  corta  ,  á  no 
ser  que  la  construcción  del  camino  en  esta  parte  haya  de 
causar  gastos  considerables  al  que  lo  pide  ,  ó  mayores  daños 
al  que  lo  concede.  Véase  Camino ,  Carrera  y  Servidumbre. 

PASQUÍN.  El  escrito  que  se  fija  en  parajes  públicos  con 
espresiones  sediciosas  ó  satíricas  contra  el  gobierno  ó  alguna 
persona  constituida  en  dignidad,  ó  contra  sugetos  particu- 
lares. En  la  ley  5,  lit.  11 ,  lib.  12  de  la  Novís.  Recop.  sobre 
tumultos  ,  asonadas  y  conmociones  populares  ,  se  previene 
que  en  vista  de  que  la  premeditada  malicia  de  los  delin- 
cuentes bulliciosos  suele  preparar  sus  crueles  intenciones 
con  pasquines  y  papeles  sediciosos,  ya  fijándolos  en  puestos 
públicos  ,  ya  distribuyéndolos  cautelosamente ,  con  el  fin  de 
preocupar  bajo  pretestos  falsos  y  aparentes  los  ánimos  de 
los  incautos  ,  estén  las  justicias  muy  atentas  y  vigilantes 
para  ocurrir  con  tiempo  á  detener  y  cortar  sus  perniciosas 
consecuencias;  que  procedan  contra  los  distribuidores  y 
demás  cómplices  en  este  delito  formándoles  causa  ;  que  oidas 
sus  defensas  les  impongan  las  penas  establecidas  por  dere- 
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cho  ;  que  se  tengan  por  cómplices  en  dicha  distribución  todos 
los  que  copien  ,  lean  ú  oigan  leer  semejantes  papeles  sedi- 
ciosos ,  sin  dar  prontamente  cuenta  á  las  justicias  ;  que  los 
nombres  de  los  que  dieren  cuenta  se  pongan  en  testimonio 
reservado  ,  si  quieren  no  sonar  en  los  autos  ;  y  que  en  caso 
de  resultar  indicios  contra  militares ,  se  acuerde  la  justicia 
con  el  jefe  militar  del  distrito  para  que  con  su  ausilio  se 
proceda  ala  averiguación,  y  se  logre  mejor  y  mas  fácil- 
mente detener  con  el  pronto  castigo  los  progresos  de  la  es- 
pendicion  (1). 

En  la  ley  8  ,  lit.  23 ,  lib.  12 ,  Nov.  Rec,  se  dispone  que 
todos  los  que  tuvieren  pasquines  ú  otros  papeles  injuriosos 
á  personas  públicas  ó  particulares,  los  entreguen  al  alcalde 
del  cuartel  ó  al  mas  cercano  en  el  término  preciso  de  vein- 
ticuatro horas,  averiguándose  por  la  sala ,  corregidor  y 
tenientes  cualquier  contravención  que  hubiere,  y  mantenién- 
dose en  secreto  el  nombre  del  delator  en  testimonio  separado; 
en  inteligencia  de  que  á  los  contraventores  se  les  castigará 
irremisiblemente  con  arreglo  á  las  leyes,  procediéndose  á 
prevención  por  los  alcaldes  y  tenientes  á  su  prisión  y  á  la 
formación  de  causa ,  dándose  cuenta  de  todo  al  presidente 
del  Consejo.  Como  esta  ley  se  refiere  solo  á  Madrid,  habrá 
de  entenderse  que  en  los  demás  pueblos  deben  entregarse 
dichos  papeles  á  la  justicia. 

Cuando  en  parajes  públicos  ú  otros  se  hubiesen  puesto 
pasquines  ó  libelos  infamatorios  ,  debe  pasar  el  juez  con  el 
escribano  al  sitio  en  que  estuvieren  ,  y  mandará  á  este  los 
arranque ,  recoja  y  rubrique ,  poniéndolo  todo  por  diligencia, 
como  también  que  hecho  los  junte  al  proceso  principiado, 
dando  fe  de  ser  los  mismos  que  recogió.  Examinará  á  los 
testigos  que  hubieren  visto  fijados  los  pasquines,  y  se  los 
mostrará  para  que  los  reconozcan  y  declaren  si  son  los 
mismos  que  vieron  en  tal  sitio  y  tal  dia.  Se  nombrarán  ade- 
mas dos  maestros  de  primeras  letras ,  y  en  su  defecto  dos 
escribanos ,  para  que  viendo  dichos  pasquines  declaren  con 
juramento  á  qué  letras  les  parece  se  asemeja  la  que  en  ellos 
se  halla  ;  para  cuyo  efecto  habrá  dispuesto  de  antemano  el 
juez  que  algunos  sugelos,  especialmente  aquellos  de  quienes 
se  tuviere  alguna  sospecha,  escriban  á  su  presencia  ,  la  del 
escribano  y  testigos  alguna  cosa  con  su  firma  respectiva  , 
dando  fe  el  escribano  de  ser  letra  de  cada  uno  lo  que  ha  es- 
crito y  firmado  ,  y  juntándolo  todo  á  los  autos  para  que  lo 
tengan  presente  los  peritos  al  tiempo  del  reconocimiento. 
Mas  es  necesario  advertir,  que  la  semejanza  que  tal  vez  se 
encuentre  entre  la  letra  de  alguno  de  dichos  escritos  y  la  del 
pasquín  no  es  prueba  suficiente  de  que  el  autor  de  la  una  lo 
sea  también  de  la  otra ,  pues  hay  muchos  que  saben  imitar 
con  perfección  toda  especie  de  letras  ,  y  pudiera  suceder 
que  el  verdadero  autor  del  pasquín  hubiese  imitado  la  letra 
de  un  rival  ó  enemigo  suyo  para  hacer  recaer  sobre  él  las 
sospechas.  —  En  cuanto  á  la  pena  de  los  autores  de  pas- 
quines ,  pueden  verse  los  artículos  Asonada  é  Injuria  por 
escrito.  4> 

PASTO.  La  yerba  que  sirve  para  el  alimento  de  los  ga- 
nados paciéndola  ;  y  el  sitio  en  que  pasta  el  ganado.  En  los 
arriendos  de  montes  ó  prados  para  pasto ,  habiendo  en  ellos 
malas  yerbas  que  causen  muerte  ú  otro  perjuicio  ,  debe  el 
dueño  manifestar  su  mala  calidad  si  la  supiere ,  ó  pagar  el 
daño  causado  por  razón  de  ella;  mas  si  la  ignorase  ,  no  es 
responsable  del  daño ,  pero  ha  de  perder  el  precio  del  arren- 
damiento ;  leyes  14  y  21,  lit.  8,  Part.  S. 

I.  Los  pastos  deben  dividirse  en  privados  y  en  públicos  ó 
comunes.  Tratando  primero  de  los  de  dominio  privado  se  ha 
de  tener  presente  la  regla  de  que  todas  las  dehesas  ,  here- 
dades y  demás  tierras  de  cualquier  clase  ,  pertenecientes  á 

(1)  En  bando  de  22  «de  marzo  de  1834,  se  prohibió  en  Méjico 
fijar  pasquines  ó  caricaturas  ÍRsuUauU:s^Yvise/»;Mna¿>or  escrito. 


dominio  particular,  están  declaradas  cerradas  y  acotadas 
perpetuamente ,  y  sus  dueños  ó  poseedores  pueden  cercarlas 
sin  perjuicio  de  las  cañadas,  abrevaderos,  caminos ,  trave- 
sías y  servidumbres,  disfrutarlas  libre  y  esclusivamente,  ó 
arrendarlas  como  mejor  les  parezca  ,  y  destinarlas  á  labor, 
á  pasto  ó  á  plantío  ó  al  uso  que  mas  les  acomode  ,  derogán- 
dose por  consiguiente  cualesquiera  leyes  que  prefijen  la 
clase  de  disfrute  á  que  deban  destinarse  estas  fincas,  pues 
se  ha  dedejarenteramente  al  arbitrio  de  sus  dueños.  Decreto 
de  8  de  junio  de  1815.  Véase  Mesla.  Pero  no  se  impedirá  á 
los  ganados  de  todas  especies  ,  trashumantes  ,  estantes  ó  ri- 
beriegos el  paso  por  sus  cañadas ,  cordeles ,  caminos  óser- 
vidumbres  ;  ni  se  les  impedirá  tampoco  pacer  en  los  pastos 
comunes  de  los  pueblos  del  tránsito  en  que  se  les  ha  permi- 
tido hasta  ahora ,  mientras  conserven  esta  cualidad  ;  no  en- 
tendiéndose por  pastos  comunes  los  propios  de  los  pueblos 
ni  los  baldíos  arbitrados  ;  ni  se  exigirán  á  los  ganados  tras- 
humantes, estantes  y  riberiegos  los  impuestos  que  con  varios 
títulos  se  cobraban  por  particulares  y  corporaciones  ;  pero 
sí  los  de  barcos  y  pontones,  quedando  libres  dichas  corpo- 
raciones y  particulares  de  darles  los  ausilios  que  les  fran- 
queaban por  efecto  de  aquellas  prestaciones.  Decr.  de  25 
de  setiembre  de  1820,  restablecido  en  25  de  setiembre  de  1856. 

II.  Los  dueños  particulares  de  montes  pueden  cerrar  ó 
cercar  los  de  su  pertenencia;  art.  3  de  la  real  ordenanza  de 
22  de  diciembre  de  1833. 

Cada  cual  puede  en  tierras  de  su  dominio  introducir  en 
todo  tiempo  sus  ganados  ó  los  ajenos  sin  embargo  de  cual- 
quier reglamento  ó  disposición  municipal;  real  arden  de  29 
de  marzo  de  1854  ,  confirmatoria  de  la  real  cédula  de  19  de 
octubre  de  1814  y  del  real  decreto  de  20  de  febrero  de  1850. 

Pero  este  principio  tan  justo  como  fundado  en  el  respeto 
debido  á  la  propiedad  privada,  no  puede  ser  tan  absoluto 
que  menoscabe  los  derechos  legítimamente  adquiridos  sobre 
esa  misma  propiedad,  pues  no  altera  en  manera  alguna  los 
derechos  de  uso  y  de  aprovechamiento  ó  servidumbre ,  con 
que  estén  gravadas  las  heredades  ,  ni  menos  las  que  pro- 
ceden de  convenios ,  arriendos  w  otros  contatos  celebrados 
entre  particulares ,  ó  entre  estosy  los  ayuntamientos.  Todas 
estas  convenciones  conservan  su  fuerza  y  efectos  legales  á 
pesar  del  derecho  de  dominio  ;  pues  el  principio  consignado 
arriba  tiene  por  objeto  como  la  justicia  exige  proteger  á  los 
propietarios  en  el  uso  de  su  legitimo  derecho,  pero  sin  per- 
judicar el  que  las  personas  ó  corporaciones  hubieren  adqui- 
rido legítimamente.  Real  órd.  de  12  de  setiembre  de  1854. 

III.  En  apoyo  de  tan  buenos  principios  se  han  hecho 
las  declaraciones  siguientes  :  —  Ia.  que  el  principio  de 
justicia  y  de  buen  gobierno  es  el  de  defender  los  derechos 
de  la  propiedad  agrícola  contra  las  invasiones  que  bajo  dife- 
rentes pretestos  se  han  hecho  en  ella,  privando  á  los  dueños 
de. las  heredades  del  libre  uso  de  los  pastos  que  en  ella 
se  crian  :  —  2a.  que  por  consiguiente  no  deben  tenerse 
por  títulos  de  adquisición  á  favor  de  otros  particulares  ó 
comunes  sino  los  que  el  derecho  tiene  reconocidos  como 
tales  títulos  especíales  de  adquisición  de  propiedad  ,  esclu- 
yéndose  por  lo  tanto  todos  aquellos  que  se  fundan  en  las  ! 
malas  prácticas  mas  ó  menos  antiguas  á  que  se  ha  dado  j 
contra  lo  establecido  por  las  leyes  el  nombre  de  uso  ó  cos>~  \ 
lumbre  :  —  5a.  que  por  lo  mismo  el  que  pretenda  tener  ó  \ 
aprovechar  los  pastos  de  suelo  ajeno  es  el  que  debe  pre- 
sentar el  título  de  su  adquisición  y  probar  su  legitimidad 
y  validez,  sin  que  de  otro  modo  pueda  turbarse  al  dueño  en 
el  libre  uso  de  su  propiedad  :  —  4a.  que  siendo  viciosas  en 
su  origen  las  enajenaciones  ó  empeños  que  los  ayuntamien- 
tos hayan  hecho  de  tales  pastos  de  dominio  particular,  con- 
siderándolos como  si  fueran  del  común  por  efecto  de  las  re- 
feridas prácticas,  usos  y  mal  llamadas  costumbres,  no  deben 
oponerse  tales  actos  al  reintegro  que  está  mandado  hacer  á 
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los  dueños  en  el  pleno  goce  délos  derechos  dominicales  :— 
5a.  que  los  dueños  de  los  terrenos  subsistan  en  la  posesión 
de  sus  pastos,  y  que  se  respeten  los  derechos  de  los  pueblos 
á  los  pastos  comunes  en  terrenos  públicos  ,  ó  mas  claro  que 
un  pueblo  comunero  no  estorbe  á  otro  de  la  misma  comu- 
nidad la  entrada  de  sus  ganados  en  terrenos  sitos  en  la  juris- 
dicción del  primero.  Reales  órdenes  de  11  de  febrero  de  1836 
y  S  de  enero  de  18ftl. 

IV.  En  vista  de  una  esposicion  de  la  asociación  general 
de  ganaderos,  manifestando  los  males  que  ocasiona  en  algu- 
nos territorios  la  inobservancia  de  las  órdenes  vigentes  so- 
bre el  uso  y  mancomunidad  de  pastos  comunes ,  en  que  ci- 
fran su  subsistencia  un  gran  número  de  individuos  dedicados 
á  la  industria  pecuaria  con  cortas  piaras  de  ganados ,  se 
adoptarán  las  disposiciones  siguientes  :  —  Ia.  que  los  jefes 
políticos  cuiden  del  exacto  cumplimiento  del  artículo  S°.  del 
real  decreto  de  division  territorial  de  30  de  noviembre  do 
1833,  y  del  11  del  capítulo  Io.  de  la  instrucción  que  con  la 
misma  fecha  se  dirigió  á  los  subdelegados  de  fomento ,  hoy 
jefes  políticos ,  cuyas  disposiciones  no  están  derogadas  por 
ninguna  otra  posterior,  haciendo  entenderá  los  ayuntamien- 
tos que  las  demarcaciones  de  límites  entre  provincias,  par- 
tidos ó  términos  municipales,  no  alteran  los  derechos  de 
mancomunidad  de  los  pueblos  en  los  prados,  pastos,  abre- 
vaderos y  demás  usufructos  que  siempre  han  poseído  en  co- 
mún :  —  2a.  que  ínterin  no  se  promulgue  la  ley  que  anun- 
cia el  citado  real  decreto  se  mantenga  la  posesión  de  los 
pastos  públicos  y  demás  aprovechamientos  de  una  sierra  ó 
de  la  tierra  de  una  ciudad  ó  villa  ,  ó  del  sesmo ,  ó  de  otro 
distrito  común  de  cualquiera  denominación  ,  tal  como  ha 
existido  de  antiguo ,  hasta  que  alguno  de  los  pueblos  comu- 
neros ha  intentado  novedades  en  perjuicio  de  los  demás  : 
—  3a.  que  al  ayuntamiento  de  tales  pueblos  que  petenda 
corresponderle  el  usufructo  privativo  para  sus  vecinos  ,  en 
el  todo  ó  parte  de  su  término  municipal  ,  se  les  reserve  su 
derecho,  de  que  podrá  usar  el  tribunal  competente  ,  pero 
sin  alterar  la  tal  posesión  y  aprovechamiento  común  hasta 
que  judicialmente  se  declare  la  cuestión  de  propiedad  :  — 
fta.  que  no  por  esto  se  haga  jiovedad  en  el  uso  de  los  ejidos 
y  dehesas  boyales  destinadas  para  cada  pueblo  en  particu- 
lar, aunque  lo  demás  de  su  término  pertenezca  al  común  de 
la  tierra,  sesmo  ó  territorio  :  —  5a.  que  no  se  dé  al  artí- 
culo Io.  del  decreto  de  las  Cortes  de  8  de  junio  de  1813, 
restablecido  por  el  de  S .  M.  de  6  de  setiembre  de  1856,  mas 
eslension  que  la  que  espresa  su  letra  y  espíritu ,  según  los 
cuales  solo  se  autoriza  el  cerramiento  y  acotamiento  de  las 
heredades  de  dominio  particular,  sin  perjuicio  de  las  servi- 
dumbres que  sobre  sí  tengan,  absteniéndose  de  consiguiente 
los  alcaldes  y  ayuntamientos  de  ejecutar  ó  consentir  el  aco- 
tamiento ó  adehesamiento  de  aquellos  terrenos  públicos  que 
siempre  han  sido  de  aprovechamiento  común  de  uno  ó  mas 
pueblos,  impidiendo  asimismo  el  cerramiento ,  ocupación  ú 
otro  embarazo  de  las  servidumbres  públicas  destinadas  al 
uso  de  hombres  y  ganados  ,  que  en  ningún  caso  pueden  ser 
obstruidas  :  —  6a.  que  las  diputaciones  provinciales  al  ins- 
truir los  espedientes  sobre  acotar  para  dehesa  ó  labor  terre- 
nos públicos  de  uso  común ,  cuando  sea  necesario  este  arbi- 
trio ,  oigan  á  las  juntas  de  ganaderos  ó  sus  representantes, 
y  cuiden  se  haga  constar  que  quedan  pastos  suficientes 
para  los  ganados  del  pueblo  ,  y  que  no  se  embarazan  los 
tránsitos,  abrevaderos  y  demás  servidumbres  rurales  y  pe- 
cuarias. Real  orden  de  17  de  mayo  de  1858. 

V.  La  suprema  inspección  de  las  cañadas  reales  y  demás 
caminos  pastoriles  de  todo  el  reino ,  con  sus  descansaderos, 
abrevaderos  y  demás  servidumbres  públicas  de  los  ganados 
corresponde  á  la  superintendencia  general  de  caminos,  la 
cual,  como  parte  de  su  instituto,  debe  cuidar  de  la  conserva- 
ción y  libre  uso  de  las  tales  cañadas  y  servidumbres  anexas, 


del  mismo  modo  que  lo  hace  de  los  caminos  comunes.  Real 
decreto  de  h  de  setiembre  de  1838,  que  luego  quedó  dero- 
gado en  todas  sus  partes  por  otro  de  27  de  junio  de  1859, 
subsistiendo  en  su  lugar  la  declaración  contenida  en  la  real 
orden  de  15  de  julio  de  1836.  Véase  Asociación  general  de 
ganaderos  y  Mes  ta. 

Mediante  una  esposicion  que  hizo  el  procurador  general 
de  la  cabana  de  carreteros  del  reino  ,  sus  derramas  y  caba- 
ñales, se  mandó  cumplir  con  la  mayor  exactitud  lo  dispuesto 
en  la  real  orden  de  13  de  octubre  de  1837,  por  la  que  se 
circuló  una  resolución  de  las  Cortes  declarando  á  dicha  ca- 
bana comprendida  en  el  art.  Io.  del  real  decreto  de  23  de 
setiembre  de  1836,  relativo  á  la  ganadería,  y  con  derecho 
á  las  dispensaciones  que  el  mismo  contiene,  procurando  en 
consecuencia  que  no  se  causen  á  los  individuos  de  aquellas 
vejaciones  contrarias  á  las  leyes  vigentes  ,  ni  se  les  ponga 
obstáculo  en  el  paso  de  sus  cañadas,  caminos  ó  servidum- 
bres ,  así  como  en  el  uso  de  pastos ,  abrevaderos  y  demás 
que  les  corresponda ,  en  los  términos  que  esplican  las  men- 
cionadas disposiciones.  Real  orden  de  h  de  junio  de  1859- 
Véase  mas  arriba  el  decreto  de  23  de  setiembre  de  1836  „ 
Baldíos,  Mesla  y  Montes. 

PASTOR.  El  que  guarda,  guia  y  apacenta  el  ganado. 
Los  pastores  y  demás  guardas  de  ganado  que  reciben  salario^ 
por  su  custodia,  deben  procurar  que  no  se  pierda  ni  dañe 
por  falta  de  la  debida  diligencia;  y  han  de  buscar  lugares 
convenientes  de  buenos  pastos  y  aguas  para  traerle  á  ellos 
en  los  tiempos  oportunos  del  año  ,  y  libertarle  de  los  peli- 
gros del  frió  y  nieves  del  invierno ,  y  del  calor  del  verano. 
Los  que  así  no  lo  hicieren ,  dejando  de  poner  el  cuidado 
posible  ,  están  obligados  à  pagar  al  dueño  del  ganado  todo 
el  daño  que  por  su  culpa  le  resulte  ;  y  el  que  de  ellos  alegue 
no  ser  culpado ,  ni  haber  podido  evitar  el  daño  ,  sin  embar- 
go de  haber  puesto  cuanto  cuidado  pudo ,  ha  de  ser  oido;  y 
por  lo  que  así  jure  y  pruebe  por  algunos  indicios  ciertos,  no. 
debe  pagar  ;  pero  si  el  dueño  probare  la  culpa  del  pastor^ 
no  se  admitirá  tal  juramento.  Ley  Ib,  til.  %,Part.  5. 

PASTURAJE.  El  lugar  de  pasto  abierto  ó  común;  — 
y  el  derecho  con  que  se  contribuye  para  poder  pastar  los: 
ganados. 

PATENTE.  El  título  ó  despacho  real  para  el  goce  d& 
algún  empleo  ;  —  la  cédula  que  dan  algunas  cofradías ,  her- 
mandades ó  gremios  á  sus  hermanos  ó  individuos,  para  que 
conste  que  lo  son  ,  y  puedan  gozar  de  los  privilegios  que- 
les  están  concedidos;  —  la  cédula  ó  despacho  que  dan  los 
superiores  á  los  religiosos  cuando  los  mudan  de  un  convento» 
á  otro ,  ó  les  permiten  ir  á  alguna  parte ,  para  que  conste  y 
no  se  les  ponga  embarazo;  —  el  despacho  real  con  que  se 
autoriza  algún  sugeto  para  ejecutar  alguna  cosa ,  v.  gr.  para 
hacer  el  corso  contra  los  enemigos  esteriores  ,  el  cual  se 
llama  patente  de  corso  ;  —  y  la  certificación  que  llevan  las*, 
embarcaciones  que  van  de  un  puerto  á  otro  de  no  haber  peste, 
ó  contagio  en  el  paraje  de  su  salida  ;  y  esta  es  conocida  con. 
el  nombre  de  patente  de  sanidad. 

PATERNA  paternis,  materna  materna.  Espresiones- 
latinas  con  las  que  se  quiere  dar  á  entender  que  en  una  su- 
cesión intestada ,  los  bienes  que  proceden  de  la  parle  del 
padre  del  difunto  deben  volver  á  sus  parientes  paternos ,  y 
los  que  provienen  de  la  parte  de  la  madre  deben  volver  á 
sus  parientes  maternos.  Es  regla  general  que  cuando  uno 
muere  intestado  sin  descendientes ,  hayan  de  pasar  sus  bie- 
nes al  pariente  mas  inmediato ,  sin  distinción  de  bienes  pa- 
ternos y  maternos  ;  y  así  es  que  si  el  difunto  dejó  v.  gr.  ma- 
dre y  abuelos  paternos,  aquella  llevará  esclusivamente  toda 
la  herencia  del  hijo ,  aunque  toda  ella  consista  en  bienes 
que  este  habia  recibido  del  padre  ó  de  los  mismos  abuelos. 
Pero  esta  regla  no  tiene  lugar  en  aquellos  pueblos  en  que 
según  el  fuero  de  la  tierra  se  acostumbra  tornar  los  bienes 
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al|rpnc6  ó  la  raiz  á  la  raíz ,  como  dice  la  ley  ;  ley  10,  til.  16, 
lib.  3,  Fuero  Real;  y  ley  6  de  Toro,  que  es  la  1,  lit.  20,  lib. 
10,  Nov.  jRec.,puesen  ellos  tienen  que  volver  los  bienes  tron- 
cales á  la  linea  paterna  ó  materna  áquepertenecian,  para  que 
sa  conserven  en  las  familias  de  que  proceden  :  Paterna  pa- 
¡térnis,  materna  maternis.  Mas  esta  disposición  foral  no 
comprende  los  muebles ,  sino  solamente  los  raices  ;  y  no  to- 
dos los  raices,  sino  solo  los  que  existen  dentro  del  territorio 
«n  que  existe  la  costumbre ,  la  cual  ha  de  probarse  por  el 
■que  la  alega. 

PATERNIDAD.  La  calidad  de  padre,  ó  la  relación  que 
tiene  con  su  hijo.  Las  palabras  paternidad  y  filiación  es- 
presan calidades  correlativas  ;  esto  es,  aquella  la  calidad  de 
padre,  y  esta  la  calidad  de  hijo.  La  paternidad  y  la  filiación 
son  de  tres  maneras  :  Io.  naturales  y  civiles  con  respecto  al 
padre  y  á  los  hijos  nacidos  de  legítimo  matrimonio  ;  2o.  na- 
turales solamente ,  con  respecto  al  padre  y  á  los  hijos  naci- 
dos fuera  de  matrimonio;  5o.  solamente  civiles,  con  respecto 
al  padre  y  à  los  hijos  adoptivos.  La  paternidad  no  puede 
demostrarse,  porque  no  hay  ninguna  señal  con  que  la  na- 
turaleza indique  cuál  es  el  padre  de  un  hijo,  y  como  es  in- 
dispensable al  orden  social  que  conste  una  calidad  de  tan 
importantes  consecuencias,  se  ha  escogido  á  falta  de  indi- 
cios ciertos  y  seguros,  la  presunción  mas  próxima  á  la  prue- 
ba ,  cual  es  la  que  resulta  del  matrimonio  ;  de  modo  que  el 
hijo  concebido  durante  el  matrimonio  tiene  por  padre  al 
marido  de  su  madre ,  paler  is  est  quem  nuptiœ  demonslranl. 
Esta  presunción  legal  ma  apoya  tanto  en  la  cohabitación  de 
los  esposos,  como  en  la  fidelidad  que  se  tienen  prometida, 
y  no  puede  atacarse  sino  en  ciertos  casos.  Mas  cuando  no 
media  matrimonio  ,  ¿  cómo  podrá  probarse  la  paternidad  y 
filiación  ?  De  dos  maneras  :  por  la  declaración  del  padre,  y 
por  el  concubinato  de  este  con  la  madre.  «  Porque  no  se 
pueda  dudar,  dice  la  ley  l,tit.  S,lib.  10,Novis.  Recop.,  cuá- 
les son  hijos  naturales  ,  ordeaamos  y  mandamos,  que  en- 
tonces se  digan  ser  los  hijos  naturales ,  cuando  al  tiempo 
que  nascieren  ó  fueren  concebidos,  sus  padres  podían  casar 
con  sus  madres  justamente  sin  dispensación  ,  con  tanto  que 
el  padre  lo  reconozca  por  su  hijo  ,  puesto  que  no  haya  te- 
nido la  mujer  de  quien  lo  hubo  en  su  casa  ni  sea  una  sola  ; 
ca  concurriendo  en  el  hijo  las  cualidades  susodichas,  man- 
damos que  sea  hijo  natural.  »  Debe  pues  uno  ser  tenido 
por  padre  natural  de  un  hijo,  si  se  prueba  que  le  reconoció 
por  tal ,  ó  que  le  hubo  de  una  concubina  ó  mujer  que  tenia 
en  su  casa.  Algunos  quieren  que  el  reconocimiento  sea  es- 
preso, esto  es  ,  que  se  manifieste  positivamente  con  pala- 
bras claras  y  terminantes,  y  escluyen  el  reconocimiento  tá- 
cito para  cerrar  la  puerta  á  los  muchos  fraudes  que  acerca 
de  este  punto  pueden  cometerse  ;  mas  otros  creen  que  basta 
el  reconocimiento  tácito,  que  es  el  que  se  acredita  por  he- 
chos y  conjeturas.  Véase  Filiación,  Hijo  legitimo,  Hijo  na- 
tural, Hijo  adoptivo  y  Parto. 

PATÍBULO.  El  lugar  en  que  se  ejecuta  la  pena  de  muer- 
te. Véase  Muerte. 

PATRIA  potestad.  La  autoridad  que  las  leyes  dan  al 
padre  sobre  la  persona  y  los  bienes  de  sus  hijos  legítimos; 
ley  1 ,  lit.  17,  Part.  U.  Esta  autoridad  compete  al  padre  y  no 
á  la  madre,  y  recae  precisamente  sobre  los  hijos  legítimos 
ó  legitimados,  mas  no  sobre  los  naturales, incestuosos,  adul- 
terinos y  demás;  leyes  2  y  3,  lit.  17,  Part.  U.  Se  consti- 
tuye :  Io.  por  el  matrimonio;  2o.  por  la  legitimación;  3o.  por. 
juicio  fenecido  entre  padre  é  hijo  que  litiguen,  y  en  el  cual  se 
declare  la  legitimidad  de  este;  U°.  por  delito  del  hijo  contra 
el  padre  que  le  libró  de  su  poder,  al  cual  debe  restituirse 
en  tal  caso;  5o.  por  la  adopción,  en  los  términos  que  puede 
verse  en  esta  palabra  y  sus  correlativas  ;  ley  h ,  lit.  y  Part, 
cit.  El  segundo  medio  puede  decirse  que  está  incluido  en  el 
primero  :  el  tercero  es  mas  bien  modo  de  probar  la  patria 


potestad  que  de  constituirla;  y  sobre  el  cuarto  hay  que  ad- 
vertir que  el  delito  en  cuya  virtud  vuelve  el  hijo  emancipado 
al  poder  del  padre,  consiste  en  la  deshonra  cometida  de  pa- 
labra ú  obra;  ley  19,  til.  18,  Part.  h. 

Puede  el  padre  en  virtud  de  su  potestad  sujetar,  corregir 
y  castigar  moderadamente  á  sus  hijos;  servirse  de  ellos, 
sin  darles  salario,  pues  cumple  con  mantenerlos  y  educar- 
los; implorar  el  ausilio  de  la  autoridad  pública  para  redu- 
cir à  su  poder  al  hijo  que  voluntario  ó  forzado  estuviere  en 
poder  de  otro ,  ó  anduviere  vagando  sin  querer  obedecerle; 
y  aun  antiguamente  tenia  derecho  para  venderlos  ó  empe- 
ñarlos en  estrema  necesidad.  También  tiene  el  padre  en  vir- 
tud de  su  potestad  la  posesión,  propiedad  y  usufructo  de 
los  bienes  profecticios  de  sus  hijos ,  y  el  usufructo  de  los 
adventicios,  pero  nada  en  los  castrenses  ni  en  los  cuasi  cas- 
trenses. Ley  3,  tít.  17,  Part.  4  ;  ley  18,  lit.  17,  Part.  Il;  ley  9, 
tít.  S,  Part.  7  ;  ley  13,  lit.  7,  Part.  %;ley?>,  til.  20,  Parí. 
2;  ley  8 ,  lit.  17,  Part,  h;  ley  Ib,  til.  18,  Part,  k;  leyes  6 
y  7,  til.   17,  Part.  U. 

Se  estingue  la  patria  potestad  :  Io.  por  la  muerte  natural 
del  padre  :  —  2o.  por  la  muerte  civil  del  padre ,  ya  ocurra 
por  servidumbre  de  pena,  como  si  fuese  condenado  en  juicio 
á  perpetuo  trabajo  en  las  obras  públicas  ó  en  las  minas,  ya 
sea  por  deportación ,  como  si  fuese  desterrado  por  siempre 
á  alguna  isla  ó  á  otro  lugar  con  ocupación  de  todos  sus  bie- 
nes por  delito  cometido  (1);  —  3o.  por  el  delito  de  incesto  , 
como  si  estando  viudo  con  hijos  se  casare  sin  dispensa  con 
parienta  suya  dentro  del  cuarto  grado  ó  con  religiosa  pro- 
fesa sabiendo  el  impedimento  ;  —  h°.  por  dignidad  á  que  su- 
biere el  hijo ,  con  tal  que  sea  la  de  consejero ,  juez  general 
de  la  corte  con  destino  á  alguna  provincia  ,  adelantado  ma- 
yor de  la  corte  ,  juez  mayor  de  ciudad  ,  cabeza  de  reino  , 
adelantado  mayor  de  provincia ,  oficial  mayor  de  rentas 
reales  ,  alférez  mayor  fiscal  del  rey,  mayordomo  ó  provee- 
dor de  la  corte  ,  canciller,  notario  del  rey,  y  obispo;  mas 
como  la  mayor  parte  de  estas  dignidades  son  ya  desconoci- 
das ,  podrá  entenderse  aquí  la  dignidad  de  jefe  de  algún 
distrito  ó  cuerpo  distinguido  ;  —  5o.  por  la  esposicion  de 
parto,  cuando  el  padre  desampara  al  hijo  dejándole  á  las 
puertas  de  la  iglesia,  hospital  ú  otro  paraje,  de  donde  la 
piedad  de  otro  le  recoge;  —  6o.  por  el  casamiento  del  hijo, 
el  cual  por  este  hecho  sale  de  la  patria  potestad  para  siem- 
pre, así  respecto  de  las  cosas  útiles  como  de  las  perjudicia- 
les ,  y  jamas  vuelve  á  ella ,  aunque  quede  viudo  ;  y  hace 
suyo  enteramente  el  usufructo  de  sus  bienes  adventicios  , 
sin  que  su  padre  pueda  retenerle  el  todo  ni  parte  de  él,  bajo 
el  supuesto  de  que  si  no  lo  reclamase  durante  la  vida  de 
este ,  tendrá  después  derecho  á  que  los  coherederos  se  lo 
abonen  ,  por  presumirse  que  lo  dejó  de  pedir  por  respeto  y 
reverencia  á  su  padre  ;  —  7o.  por  la  emancipación ,  me- 
diante la  cual  sale  el  hijo  de  la  potestad  de  su  padre  y  ya 
no  vuelve  à  ella ,  aunque  cese  la  causa  porque  la  obtuvo ,  á  j 
no  ser  que  sea  ingrato  con  su  padre  tratándole  mal  de  pala- 
bra ú  obra.  Leyes  l  y  2 ,  lit.  18  ,  Part.  U;  ley  18,  lit.  1 , 
Part.  6;  ley  17,  tít.  ftO,  lib.  12,  Nov.  Rec;  ley  6,  til.  18, 
Part.  U;ley7  hasta  la  \k,  lit.  18,  Part.  U  ;  ley  b,  tít.  37,  lib. 
7,  Nov.  Rec;  leyes  h7 y  Ü8  de  Toro;  ley  Ib,  tit.  18,  Part.  U. 
Véase  Padre  é  Hijo. 

(i)  En  la  república  de  Méjico,  según  observan  los  redactores 
del  Sala  novís.,  tom.  1,  pág.  67,  n.  6,  no  puede  tener  lugar  esto 
modo  de  perderse  la  patria  potestad ,  sea  porque  no  se  conoce  ya 
la  servidumbre  de  pena  ,  que  consistía  en  la  perpetuidad  ,  según 
las  leyes  citadas,  y  á  nadie  se  puede  condenar  á  pena  perpetua , 
ó  por  tiempo  que  pase  de  diez  años  (ley  7,  |  5,  tít.  40 ,  lib.  1 2  , 
Nov.  Rec),  ó  sea  principalmente  porque  está  probibida  la  confis- 
cación de  bienes ,  que  era  el  motivo  porque  el  desterrado  perdía 
la  patria  potestad. 
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PATRIMONIALIDAD.  El  derecho  que  tiene  alguno 
por  ser  natural  ú  originario  de  algún  pais  para  obtener  los 
beneficios  eclesiásticos  que  deben  conferirse  á  los  sugetosque 
son  naturales  ó  proceden  del  mismo  pueblo. 

PATRIMONIO.  Se  toma  alguna  vez  por  toda  especie 
de  bienes ,  cualquiera  que  sea  el  título  con  que  se  hayan 
adquirido;  mas  en  un  sentido  menos  estenso ,  se  toma  por 
los  bienes  ó  hacienda  de  una  familia  ;  y  aun  á  veces  no 
significa  esta  palabra  sino  los  bienes  que  recaen  en  una  per- 
sona por  sucesión  de  sus  padres  ó  abuelos.  De  aquí  es  que 
se  llaman  bienes  patrimoniales  los  inmuebles  ó  raices  que 
uno  tiene  heredados  de,  sus  ascendientes  ,  á  diferencia  de  los 
bienes  adquiridos  ó  de  adquisición  ,  que  son  los  que  se 
ganan  por  cualquier  otro  título  que  no  sea  el  de  sucesión 
de  sus  mayores.  En  algunas  partes  hay  costumbre  de  que 
los  bienes  patrimoniales  no  pasen  al  heredero  regular,  sino 
que  busquen  y  requieran  persona  de  la  familia  ó  línea  de 
que  proceden.  Véase  Paterna  paternis. 

PATRIMONIO.  Los  bienes  propios  espiritualizados 
para  que  alguno  pueda  ordenarse  á  título  de  ellos.  Constituir 
patrimonio  es  sujetar  ú  obligar  una  porción  determinada 
de  bienes  para  congrua  sustentación  del  ordenado  con  apro- 
bación del  ordinario  eclesiástico. 

PATRIMONIO  real.  Véase  Bienes  realengos  y  Junta 
suprema  patrimonial  de  apelaciones. 

PATRON  ó  patrono.  El  defensor  ó  protector  ;  y  en  este 
sentido  se  llama  patrono  el  abogado  ,  como  que  defiende  y 
protege  à  sus  clientes  ;  —  y  el  que  ha  dado  libertad  á  su 
esclavo ,  y  goza  de  los  derechos  designados  en  la  palabra 
Liberto;  —  y  el  que  tiene  derecho  de  patronato.  Véase 
Patronato. 

PATRON  de  na  vio.  El  que  tiene  cargo  y  mando  de  al- 
guna embarcación.  Véase  Capitán. 

PATRONATO  (1).  El  derecho  de  presentar  sugeto  para 
que  se  le  confiera  algún  beneficio  eclesiástico;  ó  bien  :  un 
derecho  honorífico ,  oneroso  y  útil  que  compete  á  uno  en 
alguna  iglesia  por  haberla  fundado ,  construido  ó  dotado 
con  consentimiento  del  obispo,  ó  por  haberle  heredado  de 
sus  predecesores  que  lo  hicieron  ;  ley  i  ,  tít.  15,  Part.  {  ; 
Ferrar is3Biblioth.,  verb.  Juspalronat.,  art.  1,  n.  2  (2).  Por 
derecho  canónico  todas  las  iglesias  están  bajo  la  potestad 
del  obispo ,  y  solo  á  este  corresponde  nombrar  clérigos 
idóneos  que  las  rijan  y  administren  ;  pero  se  ha  introducido 
el  derecho  de  patronato  á  fin  de  premiar  y  escitar  la  libe- 
ralidad de  los  fieles  para  con  la  Iglesia  ,  ad  remunerandam 
el  provocandam  fldelium  in  Ecclesiam  liber alitatem.  Se  divide 
en  hereditario  ,  gentilicio  y  mixto  :  el  hereditario  es  el  que 
se  trasfiere  á  los  herederos  ,  aunque  sean  estraños  :  el  gen- 
tilicio ó  familiar  es  el  que  compete  y  se  deja  solamente  á  la 
familia  del  fundador  ;  y  el  mixto  es  el  que  requiere  las  dos 
circunstancias  de  pariente  y  heredero.  Subdivídese  en  ac- 
tivo y  pasivo  :  activo  es  el  derecho  que  tiene  el  patrono  de 
presentar  persona  para  algún  beneficio  eclesiástico  ,  y  es  de 
dos  maneras,  real  y  personal  :  real  es  el  que  está  anejo  á 
cierta  cosa  ó  lugar  determinado,  como  por  ejemplo  á  una 
heredad  ó  viña  ,  y  pasa  al  comprador  ó  donatario  ,  aunque 


(1)  Sobre  el  contenido  de  este  artículo,  á  mas  de  los  comenta- 
dores de  las  Decretales  en  el  lib.  3  ,  tít.  58  ,  puede  verse  á  Rocho 
de  Curte  ,  César  Lamberlini  y  Julián  Viviano,  de  jure  patron.  • 
Biner,  Apparalus  erudit.  ecclesiast.  dissert.  2,  después  de  ¡a 
part.  U,  cap.  9  ;  Francisco  Ventura  ,  de  jure  patron.,  y  el  Pron- 
tuario de  los  grados  canónicos  civiles,  etc.,  por  D.  Pedro  José  Ji- 
ménez Carrion  Piton,  de  controvers.  patron.  ;  Cardenal  de  Luca, 
de  jure  patron. 

(2)  Véase  el  importante  cap.  9 ,  ses.  25  de  reformat,  del  conc. 
Trid.  Quomodo  probandiun  jus  palronatus,  et  Cttí  deferendum. 
Palronis  quid  non  íiceo(,etc. 


no  sea  heredero  ;  y  personal  es  el  que  compete  á  la  persona 
del  patrono  sin  conexión  ni  dependencia  de  cosa  ó  lugar. 
El  pasivo  es  el  derecho  que  tienen  los  individuos  de  cierta 
familia  ó  lugar  de  ser  presentados  para  algún  beneficio , 
siendo  idóneos,  sin  que  ningún  otro  pueda  obtenerle.  —  Se 
divide  asimismo  en  eclesiástico ,  laical  y  mixto.  Eclesiástico 
es  el  que  se  erige  de  bienes  eclesiásticos,  ó  aunque  se  erija 
de  laicales,  se  trasfiere  al  principio  á  la  iglesia,  cabildo, 
colegio,  ó  persona  eclesiástica  por  razón  de  la  iglesia, 
dignidad  ó  beneficio,  ó  después  por  testamento,  donación, 
fundación  ó  de  otro  modo.  Laical  es  el  que  compete  al  lego 
ó  clérigo  ,  no  por  razón  de  la  iglesia,  dignidad  ó  beneficio  , 
sino  por  la  de  patrimonio.  Mixto  es  el  que  se  compone  del 
eclesiástico  y  laical.  Ferraris,  Biblioth.,  verb.  Juspalronat., 
art.  1  ,  n.  57  ¡y  sig.;  ley  23,  lit.  5,  ïib,  l,Nov.  Bec;  ley  15 , 
tít.  15,  Part,  i  ;  Conc.  Trid.,  cap.  9,  sess.  25. 
El  patronato  lleva  consigo  honor,  gravamen  y  utilidad. 

Patrono  debetur  honos ,  onus ,  utilitasque , 
Prœsentet ,  prœsit ,  defendat ,  alalar  egenus. 

E 1  honor  consiste  en  la  regalía  de  presentar  clérigo  que  sirva 
la  iglesia  ó  beneficio  vacante,  presidir  como  superior  las  pro- 
cesiones, y  tener  en  la  iglesia  lugar  ó  asiento  mas  distinguido 
que  los  otros  :  Prœsentet, prcesit.  La  carga  ó  gravamen  se  re- 
duce á  cuidar  y  defender  la  iglesia  ó  capilla,  celar  la  conserva- 
ción de  sus  fincas ,  y  cumplir  las  obligaciones  impuestas 
por  el  fundador  :  Defendat.  La  utilidad  se  cifra  en  percibir 
los  emolumentos  que  se  hubieren  señalado  en  la  fundación , 
y  en  ser  alimentado  por  la  iglesia  en  caso  de  indigen:  'a  : 
Alatur  egenus.  Can.  32,  cau.  16,  q.  7;  cap.  8  et  25,  dejnr. 
patron.;  ley  3,  tít.  15,  Part.  1  ;  can.  Filiis,  cau.  16,  g.  7; 
Zpí/2,  tít.  15,  Part.  1  ;  can.  Quicumque,  cau.  16, 17.  7. 

Pueden  obtener  patronato  clérigos  y  legos ,  hombres  y 
mujeres,  adultos  y  pupilos,  aunque  no  hayan  nacido  de 
legítimo  matrimonio  ,  con  tal  que  no  sean  judíos ,  herejes 
ni  infieles.  Si  los  pupilos  tuvieren  menos  de  siete  años  , 
han  de  presentar  en  su  nombre  sus  tutores  :  siendo  mayores 
de  dicha  edad,  pueden  hacer  la  presentación  ó  nombra- 
miento por  sí  mismos ,  mayormente  cuando  también  pueden 
comparecer  en  juicio  sobre  asuntos  beneficíales  y  espiri- 
tuales sin  autoridad  de  sus  tutores ,  bien  que  conviene  su 
concurrencia  ó  aprobación  ;  y  si  hubieren  entrado  en  la 
pubertad ,  no  tienen  facultad  los  tutores  para  presentar  sin 
su  consentimiento,  porque  estos  no  se  dan  á  los  menores 
para  lo  espiritual  y  eclesiástico.  Cap.  7,  de  jur.  patron.;  y 
cap.  fin.  de  concess.  prœbendœ ;  can.  50,  cau.  16,  q.  50; 
cap.  fin.  de  judie,  in  6. 

Hay  algunas  diferencias  entre  los  patronos  legos  y  los 
eclesiásticos.  En  primer  lugar  los  legos  deben  hacer  la  pre- 
sentación dentro  de  cuatro  meses  contados  desde  el  día  en 
que  saben  la  vacante  ;  y  los  eclesiásticos  tienen  seis  meses 
de  tiempo,  ano  ser  que  el  fundador  hubiese  limitado  los 
plazos.  Siendo  mixto  el  patronato ,  se  permite  á  todos  los 
patronos  hacer  la  presentación  dentro  de  los  seis  meses , 
aunque  la  menor  parte  sea  de  clérigos,  pues  el  patronato 
mixto  goza  del  privilegio  de  patronato  eclesiástico.  Si  el 
presentado  fallece  ó  no  acepta  la  presentación  ,  se  deben 
empezar  los  cuatro  y  seis  meses  respectivamente  desde  el 
día  de  la  noticia  ,  no  habiendo  dolo  ni  fraude.  Si  los  patro- 
nos legos  ó  eclesiásticos  no  hacen  la  presentación  dentro  del 
término  prefijado  ,  ó  discuerdan  en  la  elección  ,  y  por  esta 
causa  ó  sobre  el  derecho  de  patronato  se  mueve  pleito  y  no 
se  decide  en  dicho  tiempo ,  espira  por  aquella  vez  su  facul- 
tad de  presentar,  y  pasa  al  ordinario  rhncesano ,  quien 
deberá  arreglarse  á  lo  dispuesto  en  la  fundación.  —  En  se- 
gundo lugar  el  patrono  lego  puede  variar  su  presentación, 
y  no  puede  hacerlo  el  eclesiástico.  El  lego  puede  con  efecto 
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presentar  varios  sugetos  cumulativamente ,  pero  no  priva- 
tiva ó  esclusivamenle,  es  decir,  que  tiene  facultad  de  pre- 
sentar á  varios  en  una  ó  muchas  veces  para  que  el  obispo 
elija  al  que  quisiere ,  mas  no  escluir  á  los  que  ya  habia 
presentado  :  bajo  la  inteligencia  de  que  si  con  cierta  ciencia 
presenta  al  indigno  y  dentro  de  los  cuatro  meses  no  varía 
la  presentación  ,  puede  el  obispo  conferir  el  beneficio  á 
quien  quisiere ,  bien  que  si  la  indignidad  del  presentado 
consiste  en  la  falta  de  literatura  ,  se  presume  que  no  tenia 
noticia  de  ella  el  patrono  ,  puesto  que  muchas  veces  nos 
parecen  doctos  los  ignorantes.  El  eclesiástico,  por  el  con- 
trario ,  elegido  ya  ó  presentado  algún  sugeto  idóneo  ,  no 
puede  mudar  de  voluntad  y  presentar  otro  por  aquella  vez, 
ni  aun  cumulativamente,  quoniam  ejusmodi  variatio  in  cede- 
siaslico  patrono  lurpis  existima  tur  ;  si  á  pesar  de  eso  lo 
hiciere ,  debe  el  obispo  instituir  al  primer  presentado;  y  si 
con  cierta  ciencia  presentare  al  indigno  ó  inhábil ,  pierde 
por  entonces  el  derecho  de  volver  à  presentar,  mas  no  si  lo 
ignorase.  Cap.  22  ,  de  jur.  patron.;  cap.  3  et  27,  de  jur.  pa- 
tron.; ley  H  ,  til.  Ib,  Parí.  1  ;  leyes  6  y  7,  tít.  Ib  citado. 

El  derecho  de  patronato  es  individuo  ;  y  así  es  que  si  los 
patronos  son  muchos  ,  todos  tienen  igual  facultad  para  hacer 
la  presentación;  ley  12,  til.  Ib  ,  Parí.  1.  Si  los  patronos 
forman  cuerpo  ,  como  cabildo  ó  colegio  ,  todos  deben  ser 
convocados;  en  el  concepto  de  que  la  falta  de  uno  solo  por 
no  haber  sido  citado  ,  es  bastante  para  anular  la  presen- 
tación ,  aunque  todos  los  demás  concuerden  en  un  sugeto. 
Si  los  patronos  no  forman  cuerpo  ,  sino  que  cada  uno  de  ellos 
tiene  facultad  de  presentar  por  separado ,  debe  ser  preferido 
siendo  digno  aquel  de  los  presentados  que  reúna  en  su  favor 
mayor  numero  de  votos  ,  aunque  no  llegue  á  la  mitad  ;  de 
manera  que  si  en  el  caso  de  ser  ocho  los  patronos,  tres  pre- 
sentan á  Juan,  dos  á  Diego,  y  los  otros  tres  cada  uno  al  suyo, 
Juan  habrá  de  ser  el  elegido  por  tener  mas  votos ,  aun 
cuando  sean  mas  dignos  sus  coopositores  ;  pero  si  fuere  in- 
digno sabiéndolo  los  patronos ,  serán  preferidos  los  otros. 
Cuando  dos  patronos  presentan  cada  uno  el  suyo  ,  ninguno 
de  ellos  ha  de  preferirse  ,  sino  que  el  ordinario  ha  de  elegir 
almas  digno;  y  si  en  ambos  concurren  iguales  méritos, 
puede  elegir  á  su  arbitrio  al  que  mejor  le  parezca;  con  la 
diferencia  de  que  siendo  legos  los  patronos  ha  de  aguardar 
á  que  pasen  los  cuatro  meses  en  que  se  les  permite  variar 
la  presentación ,  y  siendo  eclesiásticos  no  tiene  que  esperar, 
porque  como  no  se  les  permite  la  variación  ,  se  le  trasfiere 
inmediatamente  el  derecho  que  ellos  tenían. 

No  puede  el  patrono  presentarse  á  sí  mismo,  por  muchos 
que  sean  sus  méritos,  ya  porque  en  ello  daria  muestras  de 
ambición,  ya  porque  debe  haber  distinción  de  personas 
entre  el  presentante  y  el  presentado  ;  pero  bien  puede  pre- 
sentar á  su  hijo  siendo  idóneo  ;  y  si  los  patronos  son  mu- 
chos ,  pueden  presentarse  unos  á  otros,  no  habiéndolo  pro- 
Libido  el  fundador  del  patronato.  Ley  7,  lit.  Ib  ,  Part.  1  ; 
cap.  26.  de  jur. patron. 

%  El  término  de  cuatro  y  seis  meses  concedido  á  los  patronos 
para  hacer  la  presentación  ,  se  entiende  en  los  beneficios 
eclesiásticos  y  capellanías  colativas,  no  en  las  puramente- 
laicales  que  llaman  cumplideras ,  memorias  de  misas ,  ó  le- 
gados pios ,  pues  los  patronos  de  estas  pueden  conferirlas 
dentro  de  dichos  plazos  ó  después  si  la  fundación  no  dispone 
otra  cosa  ,  respecto  de  que  no  están  sujetas  á  las  reglas 
canónicas  ni  á  la  jurisdicción  eclesiástica  ,  la  cual  no  debe 
mezclarse  en  otra  cosa  que  en  hacer  se  cumplan  sus  cargas 
con  arreglo  á  lo  ordenado  por  el  fundador. 

El  patronato  se  adquiere  de  tres  modos  :  Io.  por  funda- 
ción ,  esto  es  ,  dando  el  fundo  ó  suelo  para  hacer  la  iglesia  ; 
—  2o.  por  edificación,  esto  es,  fabricando  la  iglesia  con 
licencia  del  obispo  ;  —  5o.  por  dotación  ,  esto  es,  asignando 
y  dando  á  la  iglesia  bienes  suficientes  para  mantener  los 


clérigos  que  la  sirvan.  Can.  32,  cau.  16,  q.  7.  Véanse  las 
leyes  13,  hh  y  4b  ,  tít.  6  ,  ¡ib.  1 ,  Rec.  de  Ind.  Si  uno  pues 
pone  el  fundo  ó  suelo  ,  otro  los  gastos  de  la  edificación  ,  y 
un  tercero  la  dotación ,  tendrá  la  iglesia  tres  patronos  con 
iguales  derechos  y  prerogativas.  Estos  tres  modos  de  ad- 
quirir el  patronato  ,  que  también  puede  adquirirse  por  pri- 
vilegio y  prescripción  ,  como  luego  se  dirá ,  se  comprenden 
en  el  siguiente  verso  : 

Patronum  faciunt  dos,  cedificatio,  fundus. 

El  patronato  se  trasfiere  de  una  persona  á  otra  :  Io.  por 
herencia  ó  sucesión ,  así  como  los  demás  bienes ,  con  la 
diferencia  de  que  en  el  patronato  hereditario  ó  mixto  se 
sucede  por  estirpe  y  no  por  personas ,  de  manera  que 
muchos  herederos  de  un  patrono  se  reputan  por  uno  y  tienen 
una  voz ,  al  paso  que  en  el  patronato  gentilicio  ó  familiar 
se  sucede  por  personas  ,  de  manera  que  los  descendientes 
deben  presentar  en  esta  forma  :  —  2o.  por  donación  hecha 
con  consentimiento  del  obispo,  en  la  inteligencia  de  que 
este  puede  obtenerse  antes  ó  después  de  aquella  :  —  3o.  por 
venta  de  la  herencia  ó  fundo  á  que  va  inherente,  pues  aun- 
que como  cosa  espiritual  no  puede  venderse  por  separado 
sin  incurrir  en  simonía ,  no  obstante  si  se  vende  la  cosa  ó 
lugar  á  que  está  anejo  ,  pasa  este  derecho  al  comprador 
aun  cuando  en  la  escritura  no  se  mencione  :  —  k°.  por  true- 
que ó  cambio  de  un  patronato  con  otro  mediante  el  asenso 
del  obispo  :  —  b°.  por  arriendo  ó  empeño  de  la  villa,  lugar 
ó  heredad  á  que  está  anejo,  como  no  se  pacte  lo  contrario. 
Clem.  2,  rie  jur.  patron.;  ley  8,  tít.  Ib  ,  Part.  \  y  sus  (¡los.; 
ley  9,  tít.  Ib,  Part.  1;  cap.  7,  de  jur.  patron. 

Se  pierde  ó  estingue  el  patronato  :  Io.  por  renuncia  del 
patrono  :  —  2o.  por  arruinarse  la  iglesia  y  no  haber  espe- 
ranza de  reedificarla,  ó  por  faltar  su  dotación  ó  rentas:  — 
3o.  por  permitir  el  patrono  que  la  iglesia  se  haga  colegiata 
ó  monasterio,  pues  en  estos  no  tiene  lugar  la  presentación 
sino  la  elección  :  —  h°.  por  eslincion  de  la  familia  para  la 
cual  se  habia  fundado  únicamente  el  patronato  :  —  b°.  por 
la  union  ó  incorporación  de  la  iglesia  á  otra  iglesia  ó  mo- 
nasterio con  anuencia  del  patrono  :  —  6o.  por  no  hacerse 
uso  del  patronato  en  el  tiempo  que  puede  prescribirse ,  si 
en  su  intermedio  fué  instituido  dos  veces  á  lo  menos  su 
rector  ó  párroco  sin  intervenir  presentación  del  patrono,  no 
hallándose  este  legítimamente  impedido  de  hacerla  :  — 
7o.  por  intentar  el  patrono  matar  ó  mutilar  alevosamente  al 
rector  ó  á  otro  clérigo  de  la  misma  iglesia  no  siendo  en  de- 
fensa propia  :  —  8o.  por  perversion  del  patrono  haciéndose 
hereje,  cismático  ó  apóstata,  pues  con  los  bienes  se  le  con- 
fisca el  derecho  de  patronato  :  —  9o.  por  entrometerse  en 
'a  disposición  ó  percepción  de  frutos  contra  lo  mandado  por 
al  concilio  de  Trento  :  —  10°.  por  vender  ó  trasferir  á  otro 
el  derecho  de  patronato  de  algún  modo  prohibido  por  los 
cánones  :  —  11°.  por  adquirirle  con  simonía.  —  La  pres- 
cripción es  un  medio  de  adquirir  y  de  perder  el  patronato, 
con  la  distinción  de  que  el  patronato  de  una  iglesia  libre  no 
se  adquiere  sino  por  la  prescripción  inmemorial,  y  el  de 
ana  iglesia  patronada  puede  prescribirse  ó  perderse  contra 
el  patrono  mediante  el  trascurso  de  cuarenta  años ,  de  modo 
que  al  cabo  de  este  tiempo  queda  libre  la  iglesia ,  ó  ad- 
quiere otra  persona  este  derecho.  Cap.  b,  ext.  de  consuetud.; 
>:ap.  {"L,ext.  de  poznis;  cap.  10  y  13,  ext.  de  hœretic;  Conc. 
Trident.,  ses.  2b  de  reformat.,  cap.  9.  Véase  Mayorazgo ,  su 
abolición  ,  ley  de  19  de  agosto  de  1841. 

PATRONATO  real.  El  derecho  que  tiene  el  rey  de  pre- 
sentar sugetos  idóneos  para  los  obispados,  prelacias  secu- 
lares y  regulares,  dignidades  y  prebendas  en  las  catedrales 
ó  colegiatas, y  otros  beneficios.  Llámase  también  patronato 
real  el  patronato  particular  que  está  anejo  á  cierta  cosa  ó 
lugar  determinado,  y  que  pasa  por  consiguiente  al  dona- 
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tario,  comprador,  ó  heredero  de  la  misma  cosa  ó  lugar. 
Ley  1,  lit.  17,  lib.  i,  Nov.  Rec. 

El  monarca  es  en  efecto  el  protector  y  patrono  de  todas 
las  iglesias  catedrales  del  reino,  y  le  compete  la  presentación 
ó  nombramiento  de  los  arzobispados ,  obispados  ,  prelacias 
y  abadías ,  ley  k,  til.  17,  lib.  1,  Nov.  Rec,  y  la  elección  de 
eclesiásticos  para  el  servicio  de  las  dignidades  ,  prebendas 
y  beneficios  que  vacan  en  los  ocho  meses  del  año  llamados 
apostólicos;  pero  e!  nombramiento  de  iguales  piezas  ecle- 
siásticas ,  cuyas  vacantes  ocurren  en  los  meses  restantes  , 
que  se  llaman  ordinarios  y  son  marzo,  junio,  setiembre  y 
diciembre,  corresponde  á  los  prelados  de  las  diócesis  á  me- 
nos que  estuviese  vacante  la  dignidad  episcopal ,  pues  en- 
tonces aun  en  estos  cuatro  meses  la  presentación  es  privativa 
de  la  corona.  Lo  es  asimismo,  aun  cuando  vaquen  dichos 
beneficios  en  los  cuatro  meses  ordinarios  ,  viviendo  el 
obispo,  si  murió  sin  proveerlos,  y  aun  si  vacaren  después 
de  espedidas  las  bulas  al  obispo  sucesor,  pero  antes  de  haber 
tomado  real  y  efectiva  posesión  de  su  dignidad  episcopal; 
concordato  de  11  de  enero  de  1755.  Tres  escepciones  están, 
sin  embargo,  estipuladas  en  favor  de  la  potestad  eclesiás- 
tica ,  y  en  limitación  del  patronato  de  la  corona  :  la  primera 
relativa  á  los  cincuenta  y  dos  beneficios ,  que  corresponde 
á  S.  S.  proveer,  en  cualquier  tiempo  y  casos  que  vacaren  : 
la  segunda  referente  á  los  beneficios  que  los  arzobispos , 
obispos  y  coladores  inferiores  proveían  antes  del  concor- 
dato, siempre  que  vaquen  en  los  cuatro  meses  ordinarios  :  la 
tercera  comprende  los  beneficios  de  patrimonio  eclesiástico 
vacantes  en  los  mismos  cuatro  meses. 

Se  ve  pues,  por  las  indicaciones  hechas ,  cuál  es  la  es- 
tension  délas  pre^ogativas  del  trono,  en  el  ejercicio  del 
supremo  patronato  que  le  compete.  Si,  pues,  la  potestad 
eclesiástica  se  propasa  á  proveer  las  dignidades,  prebendas 
ó  beneficios ,  cuya  presentación  ó  nombramiento  es  regalía 
del  monarca ,  comete  notoria  fuerza ,  y  sus  actos  están  en- 
tonces sometidos  al  poder  de  los  tribunales  civiles  por  me- 
dio del  competente  recurso.  Este  se  propone  por  el  ministerio 
fiscal ,  y  se  sustancia  por  los  trámites  comunes  ante  el  pri- 
mer tribunal  del  reino  (1). 

(t)Enel  Dictionnaire  de  Droit  canonique  deDurand  de  Maillane, 
en  la  palabra  Aominalion  royale ,  podrá  verse  la  naturaleza  y  la 
historia  de  este  derecho;  y  en  Frasso,  Solórzano,  Rivadeneira, 
Cardoso,  Cahedo,  y  en  las  leyes  de  Indias ,  lib.  1,  tít.  6,  la  esten- 
sion  de  los  efectos  del  antiguo  Real  Patronato,  y  cl  modo  en  que 
estaba  arreglado  su  ejercicio. 

Las  antiguas  leyes  sobre  esta  materia  han  estado  de  hecho  suspen- 
sas en  Méjico  todo  el  período  de  su  independencia,  puesno  llegaron 
atener  efecto  alguno  las  leyes  de  17  de  diciembre  de  1  835  y  12  de 
abril  de  1834,  que  establecían  el  ejercicio  del  Patronato  ,  y  fue- 
ron posteriormente  declaradas  nulas  por  la  ley  de  Io.  de  abril 
de  1835. 

A  falta  de  Patronato  se  estableció  que  los  cabildos  respectivos 
propusieran  al  gobierno  número  competente  de  personas,  entre 
quienes  eligiera  una  que  proponer  á  su  Santidad  (circular  del  mi- 
nisterio de  justicia  de  23  de  setiembre  de  1829  ,  y  decreto  de  17 
de  febrero  de  1830  ),  mandándose  posteriormente  que  la  propues- 
ta de  los  cabildos  fuera  en  lerna  (decretos  de  29  de  enero  de  1853, 
y  19  de  setiembre  de  483C).  Para  la  provision  de  los  demás  be- 
neficios, se  estableció  la  eselusiva  por  ley  de  22  de  mayo  de  1829. 
Si  de  derecho  pertenecía  á  la  nación  el  Patronato,  ha  sido  una 
grave  cuestión  sostenida  entre  los  agentes  del  gobierno  y  el  clero 
mejicano.  T'or  ¡a  parte  afirmativa  puede  verse  la  memoria  del 
ministerio  de  justicia  del  año  de  1835,  con  los  documentos  ante- 
riores á  que  ella  se  refiere.  Por  la  negativa  varios  impresos  bien 
conocidos  en  la  república,  tales  como  el  Examen  crítico  de  la 
HJemoriadel  ministerio  de  justicia  ,  etc.  (  la  anterior)  por  el  Dr. 
B.  Basilio  Arrillaga.  —  Patronato  nacional.  —  Patronato  en  la 
Dación.  —  Patronato  analízale  contra  el  Patronato  embrollado. 


PATRONATO  real  de  las  indias.  El  patronato  ecle- 
siástico corresponde  á  la  corona  de  España  en  aquellos  países 
por  haberlos  descubierto  y  adquirido  á  su  costa  erigiendo 
y  dotando  sus  iglesias  y  monasterios ,  razón  por  la  cual  los 
sumos  pontífices  han  espedido  Bulas  de  motu  proprio  para 
la  conservación  de  esta  regalía.  El  patronazgo  real  es  único 
é  insólidum ,  perpetuamente  reservado  á  la  corona ,  sin 
que  jamas  pueda  salir  de  ella  por  costumbre,  prescripción, 
donación  ni  otra  causa  cualquiera  que  se  diga.  Los  que 
atenten  al  patronazgo  real,  sea  presentando  ó  admitiendo  la 
presentación ,  confiriendo  ó  aceptando  judicial  ó  exlraju- 
dicialmente  y  con  cualquiera  ocasión  ó  causa ,  siempre  que 
la  gracia  no  provenga  de  la  corona  y  á  su  nombre,  incurre 
siendo  seglar  en  perdimiento  de  las  mercedes  -xeales  quo 
tuviere  en  Indias,  inhabilitación  para  obtener  otras  y  des- 
tierro perpetuo  de  todos  los  dominios  españoles;  y  siendo 
eclesiástico,  en  privación  de  naturaleza  de  los  reinos  é  in- 
capacidad para  tener  en  ellos  beneficio  ni  oficio  eclesiástico, 
sin  perjuicio  de  incurrir  unos  y  otros  en  las  demás  penas 
establecidas  por  las  leyes  ;  ley  1,  lit.  6,  lib.  i  de  la  Rec.  de 
Indias.  Está  prohibido  erigir,  instituir,  fundar  ni  constituir 
iglesia  catedral  ni  parroquial,  monasterio,  hospital,  iglesia 
votiva  ni  otro  lugar  pió  ni  religioso  sin  espresa  licencia  real  ; 
ley  2  ,  lit.  6,  lib.  1.  Los  monasterios  de  religiosos  hechos  ó 
comenzados  sin  real  licencia ,  deben  demolerse  y  quedar  en 
el  estado  que  antes  tenian;  ley  l,  lit.  3,  lib.  1.  Los  obis- 
pos están  facultados  para  habilitar  oratorios  y  capillas  en 
poblado  y  despoblado  cuando  lo  exija  la  necesidad ,  pero 
con  consentimiento  del  real  vice-patrono  ;  cédula  de  25  de 
abril  de  1785.  A  los  actos  de  oposición  á  las  cuatro  canon- 
gías  llamadas  de  oficio  debe  concurrir  el  virey  presidente  ó 
gobernador,  ó  el  que  con  el  nombre  de  asistente  real  dipu- 
taren estos  para  intervenir  en  el  acto ,  y  las  propuestas  deben 
entregarse  abiertas  al  mismo  virey  presidente  ó  gobernador 
para  que  las  dirijan  á  S.  M.  con  informe  ó  parecer;  ley  7, 
tít.  6,  Hb.  1  de  dicha  Recop.,  y  cédula  de  17  de  junio  de  1799. 
En  las  vacantes  de  dignidades,  conongías  y  demás  prebendas 
de  la  metropolitana  de  Manila,  el  vice-patrono,  gobernador 
capitán  general  presenta  persona  idónea  que  sirva  el  cargo 
con  todas  sus  rentas  hasta  que  S.  M.  le  confirme  ó  nombre 
otro  de  las  ternas  que  deben  remitir  el  vice-patrono  y  el 
arzobispo  de  las  Islas;  leyes  16  y  17,  til.  6,  lib.  i  de  dielta 
Recop.  Al  consejo  de  Indias  se  atribuyó  por  su  ordenanza  la 
jurisdicción  suprema  de  todas  las  Indias  occidentales  des- 
cubiertas y  que  se  descubrieren  y  la  facultad  de  ver  y  exa- 
minar, antes  que. el  rey  las  apruebe  y  mande  guardar,  cua- 
lesquier  ordenanzas,  constituciones  y  otros  estatutos  que 
hiciesen  los  prelados,  capítulos  y  conventos  de  las  religio- 
nes; ley  2,  lit.  2  ,  lib.  2  de  la  misma  Recop.  S.  M.  en  virtud 
del  patronazgo  está  en  posesión  de  que  se  despache  su  cédula 
real  dirigida  á  las  catedrales  sede  vacante,  para  que  entre- 
tanto que  lleguen  las  Bulas  de  su  Santidad  y  los  presentados  á 
las  prelacias  son  consagrados,  les  den  poder  para  gobernar 
los  arzobispados  y  obispados  de  las  Indias ,  y  así  se  ejecuta 
lit.  6,  lib.  1  de  la  citada  Recop.  al  fin.  Los  arzobispos  y 
obispos  electos  para  las  iglesias  metropolitanas  y  catedrales 
de  las  Indias  que  son  del  real  patronato,  pueden  y  deben, 
siempre  que  las  estén  gobernando  en  virtud  de  las  cédulas 
que  para  ello  se  les  espiden  en  tanto  que  se  les  despachan 
y  reciben  sus  Bulas ,  asistir  à  los  ejercicios  de  las  oposi- 
ciones á  prebendas  de  oficio ,  y  votar  en  ellas  del  mismo 
modo  que  lo  practican  por  autoridad  propia  después  de  su 

—  Pastoral  de  Michoacan.  —  Observaciones  del  obispo  y  cabildo 
de  Pucbla{Co\or.  ccl.  mej.,toin.  2,  p;ig.  105). —  Esposicion  del 
obispo  y  cabildo  de  Oajaca  sobre  Patronato.  —  Esposicion  del 
¡limo  Sr.  Obispo  'le  Puebla  ,  inserta  en  el  tom.  3  ,  p;ig.  3  de  la 
Colee,  ccl.  mej.,  donde  hay  otras  varias  de  diversos  señores  obis- 
pos, etc. 
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consagración;  real  cédula  de  13  de  julio  de  1778  dirigida 
á  los  venerables  deanes  y  cabildos  de  las  iglesias  de  Indias. 
También  están  los  reyes  de  España  desde  el  descubrimiento 
de  las  Indias  en  posesión  de  instituir  cuantos  obispados 
nuevos  ocurran  en  aquellas  partes ,  dividir,  restringir,  unir 
ó  suprimir,  los  que  crean  necesarios  sin  otro  cargo  que  el 
dar  cuenta  á  su  Santidad  de  lo  que  quisiesen  innovar  y  las 
causales  que  para  ello  tuviesen;  y  la  santa  Sede  sin  mas 
examen  espide  su  Bula  de  aprobación.  Estas  y  otras  muchas 
regalías  del  patronato  real  introducidas  unas  de  acuerdo 
con  la  antigua  disciplina  de  la  península ,  conformes  otras 
con  la  establecida  en  los  dominios  de  Portugal,  fundadas 
varias  en  repetidas  Bulas  pontificias  señaladamente  en  la  de 
Alejandro  VI  y  Julio  II  de  1193  y  1508  ,  y  ejercidas  todas 
en  gran  provecho  de  la  Iglesia  y  del  Estado  ,  han  merecido 
á  los  reyes  de  España  el  concepto  de  delegados  natos  de  la 
santa  Sede  y  vicarios  generales  apostólicos  en  aquellos  paí- 
ses. Véase  Solórz.,  de  Indiarum  jure  y  demás  autores  por  él 
citados. 

PATRONATO  real  de  jerusalen.  El  real  patronato 
fundó  también  la  obra  pia  de  conservación  de  los  santos 
lugares  de  Jerusalen,  que  contribuye  al  culto  católico,  apos- 
tólico, romano,  tolerado  en  la  ciudad  santa,  y  á  la  subsistencia 
de  las  casas  religiosas  abiertag  en  la  misma  y  en  varios  otros 
puntos  de  levante.  Todos  los  establecimientos  dependientes 
de  la  obra  pia  fuera  de  la  península  están  y  han  estado  siem- 
pre á  cargo  de  religiosos  franciscanos  españoles  que  pedian 
ó  aceptaban  el  ser  destinados  á  aquellas  regiones.  La  con- 
servación de  los  conventos,  colegios  y  dependencias  de  los 
santos  lugares  de  Jerusalen  ,  y  la  de  los  bienes ,  rentas,  de- 
rechos y  acciones  de  la  obra  pia  está  terminantemente  dis- 
puesta en  los  artículos  7  y  21  de  la  ley  de  29  de  julio  de 
1837.  El  patronato  real  de  los  santos  lugares  tuvo  origen  en 
el  reinado  de  los  reyes  de  Sicilia  Roberto  y  doña  Sancha, 
quienes  por  grandes  sumas  y  solemnes  tratados  ajustaron 
con  el  Soldán  de  Egipto  la  libertad  del  culto  católico  en 
aquellos  parajes ,  y  estos  derechos  heredados  por  los  mo- 
narcas de  España  cuentan  ya  mas  de  cinco  siglos  de  pacífica 
posesión.  Véase  la  real  cédula  de  17  de  diciembre  de  1772. 

En  la  actualidad  está  la  obra  pia  á  cargo  de  un  eclesiás- 
tico constituido  en  dignidad  con  el  nombre  de  Comisario 
general  de  los  santos  lugares  de  Jerusalen ,  sin  mas  haber 
que  el  que  le  corresponda  por  su  clase  conforme  á  la  ley 
provisional  de  culto  y  clero  de  21  de  julio  de  1838  y  con 
facultad  para  adoptar  por  sí  las  medidas  que  convengan 
para  el  mayor  lustre  del  establecimiento  ;  real  decreto  de  29 
de  marzo  de  \  844.  Los  comisarios  diocesanos  son  preben- 
dados de  las  catedrales  propuestos  por  el  comisario  general 
y  nombrados  por  S.  M.  por  el  ministerio  de  Hacienda,  que 
esclusivamente  entiende  en  la  administración  económica  de 
la  obra  pia. 

PATRONATO  de  legos.  Cierto  vínculo  ó  mayorazgo 
fundado  con  la  carga  ó  gravamen  de  mandar  celebrar  en 
una  iglesia  ó  capilla  determinada  las  misas  que  el  fundador 
designa.  Llámase  también  capellanía  laical,  memoria  de 
misas  y  legado  pió,  porque  se  funda  sin  autoridad  del  ordi- 
nario diocesano ,  y  ninguno  puede  ordenarse  á  título  de 
ella.  El  patrono  ó  poseedor  del  patronato  ó  capellanía  puede 
ser  soltero  ó  casado ,  hombre  ó  mujer;  tiene  facultad  para 
nombrar  sacerdote  que  celebre  las  misas  y  removerle  cuando 
quiera,  ó  bien  mandarlas  celebrar  sin  necesidad  de  nombra- 
miento, tomando  recibo  del  colector  ó  sacerdote  conocido 
que  las  diga  para  acreditar  su  cumplimiento  al  obispo;  po- 
see los  bienes  como  de  mayorazgo;  y  no  paga  subsidio  ni 
otro  derecho  alguno  de  los  que  se  imponen  á  las  capellanías 
colativas.  Como  los  bienes  de  esta  capellanía  ó  patronato 
son  absolutamente  profanos ,  nada  tiene  que  ver  en  ellos  el 
obispo ,  quiea  solo  puede  inspeccionar  el  cumplimiento  de 


las  misas  :  el  juez  secular  es  el  que  debe  conocer  de  su  su- 
cesión ,  en  la  cual  se  observan  las  mismas  reglas  que  en 
los  mayorazgos.  En  el  dia  no  se  puede  hacer  vinculación 
alguna  sin  licencia  del  soberano ,  por  el  gran  perjuicio  que 
acarrea  al  Estado  la  falta  de  circulación  de  los  bienes.  Véase 
Mayorazgo. 

PATRONATO  de  capellanía  cumplidera.  El  derecho 
de  dar  y  quitar  á  un  presbítero  alguna  capellanía  laical  de 
la  especie  de  aquellas  que  se  llaman  cumplideras.  El  patrono 
tiene  facultad  privativa  para  nombrar  capellán  cumplidor 
dentro  del  término  que  el  fundador  le  hubiere  prefijado  ; 
compelerle  por  medio  de  los  tribunales  seculares  al  cumpli- 
miento de  las  cargas  y  á  la  conservación  y  cuidado  de  los 
bienes;  en  su  defecto  embargarle  la  renta;  y  por  esta  ú  otra 
causa  ó  sin  ella  quitarle  la  capellanía,  mandándolo  así  el 
fundador;  y  si  falleciendo  el  capellán,  tarda  el  patrono  en 
nombrar  otro  ,  puede  el  mismo  juez  secuestrar  las  fincas  de 
la  capellanía ,  hacer  cumplir  las  cargas ,  y  depositar  el  so- 
brante para  que  le  perciba  luego  el  capellán  que  se  nom- 
brare. Véase  Mayorazgo. 

PATRONO.  Esta  palabra  ,  según  dice  la  ley,  quiere  de- 
cir padre  de  carga,  y  viene  de  las  voces  latinas  pater  onus; 
porque  el  patrono  suele  tener  efectivamente  alguna  carga , 
obligación  ó  gravamen.  Llámase  patrono  el  que  toma  á  su 
cargo  la  defensa  ó  protección  de  alguna  persona  ó  cosa  ;  — 
el  que  manumite  ó  saca  de  su  poder  á  un  esclavo  ; — el  señor 
del  dominio  directo  en  los  feudos;  — y  el  que  tiene  derecho 
de  presentar  ó  nombrar  algún  sugeto  para  alguna'  iglesia , 
beneficio  eclesiástico  ,  ó  capellanía  laical.  Véase  Patronato 
y  Liberto. 

PAULINA.  La  carta  ó  despacho  de  escomunion  que  se 
solia  espedir  en  los  tribunales  pontificios  para  el  descubri- 
miento de  algunas  cosas  en  caso  de  sospecharse  haberse 
robado  ú  ocultado  maliciosamente. 

PAZ.  Suele  usarse  á  veces  de  la  espresion  en  paz  y  en 
haz  (1),  para  dar  á  entender  que  uno  hace  alguna  cosa  con 
vista  y  consentimiento  de  la  persona  que  podria  oponerse  y 
no  lo  ejecuta  ;  por  lo  cual  llega  con  el  tiempo  á  adquirir 
derecho  mediante  la  prescripción. 
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PEAJE.  El  derecho  que  se  paga  por  el  paso  de  carros , 
bestias,  ganados,  géneros,  mercancías ,  y  aun  personas , 
por  ciertos  caminos,  calzadas,  puentes,  rios,  canales  ú 
otros  parajes. 

PECIO.  Antiguamente  el  derecho  que  exigía  el  dueño  ó 
señor  de  un  puerto  da  mar  de  las  naves  que  naufragaban 
en  sus  marinas  y  costas.  Véase  Naufragio. 

PECUARIO.  Lo  que  pertenece  al  ganado  ;  y  así  se  dice 
leyes  pecuarias,  que  son  las  que  tienen  por  objeto  el  fo- 
mento de  la  ganadería.  Véase  Mcsta. 

PECULADO.  La  sustracción  de  caudales  del  erario 
público  ,  hecha  por  las  mismas  personas  que  los  manejan  : 
Peculatus ,  dice  Tácito ,  propriè  est  pecuniœ  publicœ  vel  fis- 
calisfurlum;  et  peculalor  dicjtur  qui  de  principia  vel  po- 
puli  œrario  furalur  (2).  Este  delito  se  castigó  entre  los 
Romanos ,  primero  con  la  pérdida  del  empleo  y  de  la  honra  ; 
luego  con  el  destierro  ,  las  minas  y  aun  la  muerte;  después 
con  la  deportación  y  confiscación  de  bienes;  y  última- 
mente con  la  privación  del  derecho  de  ciudadano  y  con  la 
restitución  del  doblo.  Nuestra  legislación  se  muestra  también 

(1)  De  esta  frase  en  paz  y  en  faz  usan  entre  otras  leyes  la  1, 
tít.  \  \ ,  lib.  2,  Fuero  Real  ;  i  92  y  242  del  Estilo  ;  i ,  tít.  9,  Orden, 
de  Alcalá. 

(2)  Del  peculado  y  en  qué  se  distingue  del  hurto,  wsc  á  Dou, 
toru.  7,  lib  5,  tít.  5,  §  15, 
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ya  mas,  ya  menos  rigurosa  con  el  peculado.  El  Fuero  Juzgo 
manda  que  quien  furia  tesoro  del  rey,  ó  otra  cosa,  ó  le  faz 
daño,  entregue  en  nove  dublo  quanlo  tomar.  Una  ley  de 
Partida  ordena  que  el  que  teniendo  dinero  del  rey  ó  de  algún 
pueblo  para  pagar  salarios,  hacer  algunas  labores,  ó  para 
otros  fines  semejantes,  lo  empleare  en  su  propia  utilidad  , 
debe  restituirlo  y  pagar  ademas  un  tercio  de  su  importe  (1); 
y  otra  ley  de  la  misma  impone  la  pena  capital  al  tesorero, 
recaudador  ó  juez  que  robe  ú  oculte  maliciosamente  alguna 
cantidad  de  los  fondos  públicos,  y  aun  á  los  ausiliadores  , 
consejeros  ó  encubridores  ;  bien  que  si  el  rey  ó  concejo  no 
demanda  el  hurto  cometido  por  su  oficial  dentro  del  término  de 
cinco  años  desde  que  tuvo  noticia  cierta,  no  podrá  darse  la 
pena  de  muerte,  sino  solo  la  pecuniaria  del  cuatro  tanto. 
Por  las  leyes  recopiladas,  el  que  tomare  violentamente  para 
sí  y  por  su  propia  autoridad  las  rentas  y  derechos  reales  de 
que  el  rey  se  halllare  en  pacífica  posesión  ,  ó  hiciere  resis- 
tencia pública  con  violencia  para  impedir  su  cobranza  ,  in- 
curre en  las  penas  de  muerte  y  Confiscación  de  bienes  jun- 
tamente con  los  que  le  diesen  consejo  ,  favor  ó  ayuda  :  — el 
empleado  público  ó  arrendador  de  las  rentas  ó  derechos 
reales  que  usurpare  fraudulentamente  los  caudales  que  ma- 
neja, ó  diere  ausilio  ó  consejo  á  otro  para  hacerlo  ,  es  casti- 
gado con  la  pérdida  de  Lodos  sus  bienes  y  destierro  perpetuo 
del  reino;  y  el  empleado  que  sabiendo  y  pudiendo  probar  la 
fraudulenta  usurpación,  no  la  denuncia  dentro  de  dos  me- 
ses contados  desde  que  tuvo  noticia,  pierde  la  mitad  de 
sus  bienes,  y  cualquiera  merced  ú  oficio  que  hubiese  reci- 
bido del  soberano.  Finalmente  por  otras  leyes  no  recopila- 
das está  dispuesto  ,  que  los  arqueros,  tesoreros,  receptores 
y  administradores  no  hagan  uso  de  los  caudales  de  la  real 
hacienda,  los  cuales  han  de  permanecer  depositados  en  las 
arcas  de  tres  llaves  en  las  mismas  especies  en  que  se  reci- 
ben ;  que  si  alguno  usare  de  ellos,  aunque  llegue  à  apron- 
tarlos ,  se  le  ha  de  privar  de  oficio ,  y  declarar  inhábil  para 
obtener  otro  ;  que  si  hay  descubierto  y  no  lo  reintegra  ,  se 
le  imponga  la  pena  de  presidio  desde  dos  hasta  diez  años 
según  las  circunstancias,  y  aun  si  continúa,  con  la  calidad 
de  no  salir  de  él  sin  real  licencia,  sin  que  por  dimanar  la 
quiebra  de  omisión,  ó  de  infidelidad  de  criados  haya  de 
disminuirse  la  pena;  y  que  enfin  si  procede  aquella  de  ha- 
berse alzado  con  los  caudales  del  rey,  se  castigue  con  el 
último  suplicio  al  reo  principal  y  á  sus  ausiliadores.  Estas 
son  las  penas  prescritas  por  las  leyes  romanas  y  las  nues- 
tras contra  el  peculado;  pero  así  en  nuestro  tiempo  como 
en  el  de  los  Romanos  es  demasiado  verdadero  lo  que  decia 
Catón  :  Privalarum  rerum  fur  es  in  compedibus  vitam  agunt, 
publicarum  aulem  in  auro  et  purpura  conspicui  palam  in- 
cedunt  magno  cum  apparalu.  Ley  ik  ,  lit.  Ift ,  Part.  7', 
ley  18,  til.  Hl ,  Part.  7  ;  ley  7,  til.  4b,  lib.  12,  Nov.  Rec. ; 
ley  2 ,  til.  8 ,  lib.  9  de  la  Rec.  ;  ley  5  del  mismo  til.  y  lib.  ; 
real  decr.  de  S  de  mayo  de  1760,  confirmado  y  declarado 
por  otro  de  17  de  noviembre  de  1790  ;  real  céd.  de  22  de 
julio  de  1768  ;  leyes  5  y  6 ,  tít.  líí ,  lib.  12  ,  Nov.  Rec. 

PECULIO.  La  hacienda  ó  caudal  que  tiene  el  hijo  de 
familia  con  separación  de  \os  bienes  del  padre.  Divídese 
en  profccticio,  adventicio,  castrense  y  cuasi  castrense. 
Profeclicio  es  todo  lo  que  adquiere  el  hijo  con  los  bienes 
del  padre  ó  por  respecto  y  contemplación  á  este.  Adven- 
ticio,lodo\oq\ie  adquiere  el  hijo  por  su  industria,  por  fortu- 
na, por  donación  ó  herencia  de  su  madre,  parientes  ó 
estraños.  Castrense  ,  todo  lo  que  adquiere  el  hijo  en  la 
milicia  ó  con  motivo  de  ella.  Cuasi  castrense ,  todo  lo  que 
adquiere  el  hijo  por  razón  de  las  ciencias  ó  de  los  oficios 

(i)  Ley  üi,  tít.  ib,  Part.  7.  Esto  crimen  se  llama  por  los  au- 
tores crimen  de  los  residuos  ;  de  él  trata  Dou  en  el  tom.  7, 
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públicos  que  ejerce,  ó  por  beneficio ,  renta  ó  dignidad  ecle- 
siástica. El  peculio  profecticio  pertenece  en  todo  al  padre 
por  razón  de  la  patria  potestad  :  el  adventicio  es  del  padre 
en  cuanto  al  usufructo ,  y  del  hijo  en  cuanto  á  la  propiedad  : 
el  castrense  y  el  cuasi  castrense  son  enteramente  del  hijo  ; 
lit.  17,  Part.  li.  Véase  Bienes  en  sus  respectivos  artículos, 
y  la  palabra  Padre. 

PECHERO.  El  que  estaba  obligado  á  pagar  ó  contribuir 
con  el  pecho  ó  tributo.  Usábase  comunmente  contrapuesto 
á  noble  ;  y  en  este  sentido  es  lo  mismo  que  plebeyo. 

PECHO.  El  tributo  que  se  paga  al  rey  ó  señor  territorial 
por  razón  de  los  bienes  ó  haciendas.  De  aquí  viene  peche- 
ría,  que  es  el  padrón  ó  repartimiento  de  lo  que  deben  pagar 
los  pecheros. 

PEDÁNEO.  Aplícase  al  juez  ó  alcalde  de  una  aldea  ó 
lugar  corto,  que  solo  tiene  una  jurisdicción  muy  limitada. 
Véase  Juez  pedáneo. 

PEDERASTÍA.  Generalmente  se  toma  esta  palabra  grie- 
ga por  el  concúbito  entre  personas  de  un  mismo  sexo ,  ó  en 
vaso  indebido;  pero  la  ley  no  entiende  por  pederastía  ó  so- 
domía sino  el  concúbito  de  hombre  con  hombre.  En  el  Fuero 
Juzgo  se  ordena  que  los  pederastas  sean  castrados  y  entre- 
gados al  obispo  para  que  los  ponga  en  cárceles  separadas 
donde  hagan  penitencia,  como  también  que  si  son  casados  , 
se  apliquen  sus  bienes  á  sus  hijos  legítimos,  y  puedan  ca- 
sarse sus  mujeres  con  quienes  quisieren.  En  el  Fuero  Real 
se  añade  á  la  castradura  ,  que  esta  se  haga  públicamente , 
que  al  tercer  dia  sean  colgados  de  las  piernas  los  sodomitas 
hasta  que  mueran  ,  y  que  nunca  se  les  quite  del  patíbulo. 
Las  Partidas  prescriben  simplemente  la  pena  capital,  de- 
clarando que  el  forzado  y  el  menor  de  catorce  años  no  han 
de  haber  pena  alguna.  La  Recopilación  impone  la  muerte  de 
quema  y  la  confiscación  de  todos  los  bienes,  aunque  el  de- 
lito no  se  haya  consumado ,  con  tal  que  haya  habido  actos 
muy  próximos  ásu  consumación  y  no  haya  quedado  por  los 
reos  el  consumarle.  La  práctica  habia  establecido  última- 
mente dar  primero  garrote  á  los  reos  para  que  no  muriesen 
desesperados  en  las  llamas,  quemarlos  luego  en  una  ho- 
guera, y  esparcir  sus  cenizas  ;  pero  ya  se  ha  mitigado  mu- 
cho la  severidad  de  las  penas  prescritas  contra  este  y  demás 
delitos  de  incontinencia,  y  ya  no  se  instruye  á  la  tierna 
juventud  con  espantosos  suplicios  de  la  existencia  de  una 
horrible  disolución  que  debiera  siempre  ignorar.  Ley  1  y 
proem.,  lit.  21 ,  Part.  7  ;  leyes  8  y  6,  tít.  b ,  lib.  5  del  Fuero 
Juzgo  ;  ley  2,  tít.  9  ,  lib.  ti  del  Fuero  Real;  ley'H,  til.  21 , 
Part.  7  ;  ley  1  ,  tít.  50  ,  lib.  12 ,  Nov.  Rec.;  Ant.  Gómez  en 
la  ley  80  de  Toro  (2). 

PEDIDOS.  Las  contribuciones  ó  tributos  que  pagan  los 
pueblos  para  cubrir  las  obligaciones  del  Estado;  y  especial- 
mente los  donativos  ó  concesiones  que  piden  los  soberanos 
á  los  subditos  en  casos  de  necesidad. 

PEDIMENTO.  El  escrito  en  que  se  pide  ó  demanda 
jurídicamente  ante  el  juez.  Nadie  que  no  sea  abogado  puede 
formar  pedimentos  páralos  tribunales  ;  bien  que  los  dueños 
de  los  negocios  pueden  hacer  los  de  levísimo  momento ,  y 
los  procuradores  los  pedimentos  llamados  de  cajón  para  acu- 
sar rebeldías ,  nombrar  lugares  ,  pedir  prórogas ,  dar  rela- 
ciones por  concertadas,  concluir  los  pleitos,  y  otros  autos 
semejantes.  Véase  Demanda  y  Juicio. 

j-  PEDIR  GRACIA  POR  UN  REO  EN  EL  ACTO  DE  EJECU- 
TARSE la  sentencia.  Estando  formado  el  cuadro  de  la  tropa 
para  la  ejecución  de  la  sentencia  de  muerte  en  un  reo  mili- 
tar, tiene  pena  de  la  vida  cualquiera  que  apellidare  perdón, 
para  lo  cual  el  sargento  mayor  de  la  plaza  en  guarnición,  en 
cuartel  el  del  cuerpo  del  reo  ,  y  en  campaña  un  ayu- 
dante del  mayor  general,  publicará  al  frente  de  banderas  la 

(2)  Puede  verse  también  á  Bobadilla  ,  lib.  2  ,  Polit. ,  cap.  15  , 
ii,  t>7  ;  Covar.,  de  matrim.,  cap.  7,  gs,  núuis.  9  y  10. 
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cláusula  siguiente  :  Por  el  Rey  :  A  cualquiera  que  levante  la 
voz  apellidando  gracia,  se  impone  pena  de  la  vida.  Orden,  del 
ejérc,  arls.  61  y  62,  tít.  8o. ,  irai.  8o. 

-j-  PEDIR  limosna  sin  necesidad.  Si  algún  soldado 
fuese  cogido  en  público  por  dependientes  civiles  pidiendo 
limosna  ,  se  pondrá  á  disposición  de  su  jefe  militar  con  la 
nota  ó  testimonio  de  lo  que  resulta  para  que  le  aplique  á  su 
propio  cuerpo  por  mas  tiempo  del  empeñado,  ose  le  casti- 
gue la  deserción  si  la  hubiese  cometido  ;  y  si  fuese  inválido 
ó  inútil,  se  le  hará  encerrar  en  los  hospicios  conforme  á  las 
ordenanzas  generales.  Rl.  órd.  de  2  de  febrero  de  1779. 

PEGUJAL.  El  peculio,  ó  lo  que  el  padre  permite  tener 
al  hijo  no  emancipado ,  y  el  señor  al  criado  ó  al  esclavo, 
.:.  como  el  sembrar  para  su  aprovechamiento  alguna  porción 
*  de  tierra ,  ó  tener  algún  ganado  junto  con  el  del  padre  ó 
señor  ;  ley  7,  tít.  17,  Parí.  &.  También  significa  la  corta 
porción  de  siembra ,  ganado  ó  caudal  ;  y  de  aquí  viene  pe- 
gujalero, que  es  el  labrador  que  tiene  poca  siembra  ó  labor, 
ó  el  ganadero  que  tiene  poco  ganado.  Véase  Peculio. 

PENA  (1).  Un  mal  de  pasión  que  la  ley  impone  por  un 
mal  de  acción  ;  ó  bien  :  un  mal  que  la  ley  hace^al  delin- 
cuente por  el  mal  que  él  ha  hecho  con  su  delito.  La  pena 
pues  produce  un  mal  lo  mismo  que  el  de-lito  ;  pero  el  delito 
produce  mas  mal  que  bien ,  y  la  pena  al  contrario  mas  bien 
que  mal.  La  ley  dice  en  una  parte  que  la  pena  es  galardón 
y  acabamiento  de  los  malos  fechos,  y  en  otra  que  es  enmienda 
de  pecho,  ó  escarmiento  que  es  dado  à  algunos  por  los  yerros 
que  ficieron.  El  fin  de  la  pena  es  reparar  en  cuanto  sea  po- 
sible el  mal  causado  por  el  delito ,  quitar  al  delincuente  la 
Voluntad  ó  el  poder  de  reincidir,  y  contener  por  medio  del 
temor  los  designios  de  los  que  intenten  imitarle.  Proem.  del 
tít.  31  ,  Part.  7;  y  ley  l  ,  tít.  31 ,  Parí.  7. 

Las  especies  de  penas  señaladas  por  la  ley  de  Partida  son 
siete ,  cuatro  mayores  y  tres  menores  ,  á  saber  :  Ia.  la  de 
muerte  ó  perdimiento  de  miembro  :  — 2a.  la  de  trabajo  per- 
petuo en  los  metales  ó  labores  del  rey  : — 3a.  la  de  destierro 
perpetuo  á  isla  ú  otro  lugar  cierto  ,  con  ocupación  de  todos 
los  bienes  :  —  4a.  la  de  perpetua  prisión  ,  que  solo  puede 
darse  al  siervo  ,  según  dice  la  ley,  porque  la  cárcel  no 
es  para  castigo  de  los  presos  sino  para  guardarlos  hasta 
que  sean  juzgados  :  — ba.  la  de  destierro  perpetuo  á  isla  sin 
confiscación  de  bienes  :  —  6a.  la  de  infamia,  privación  de 
oficio,  ó  suspension  temporal  en  el  uso  de  él  :  —  7a.  la  de 
azotes ,  heridas  y  deshonra  pública ,  poniendo  al  reo  en  la 
picota ,  ó  al  sol  desnudo  y  untado  con  miel  para  que  le  pi- 
quen las  moscas.  La  pena  de  perdimiento  de  miembro  ,  ó 
sea  la  mutilación ,  no  está  ya  en  uso  ,  como  ni  tampoco  la 
de  heridas  ni  la  de  esponer  al  reo  untado  con  miel  para  que 
le  piquen  las  moscas.  Las  penas  de  trabajos  públicos,  des- 
tierro y  prisión,  ya  no  son  perpetuas,  sino  que  se  imponen 
solo  por  cierto  tiempo  que  no  puede  pasar  de  diez  años  ;  bien 
que  á  veces  se  suelen  aplicar  con  la  calidad  de  retención , 
en  cuyo  caso  no  adquiere  el  reo  su  libertad  aun  cumplidos 
los  diez  años ,  sin  previa  licencia  del  rey  ó  del  tribunal  que 
dio  la  sentencia.  Otras  penas  menores  hay  que  se  aplican 
según  el  arbitrio  del  juez  por  delitos  leves;  y  entre  ellas  son 
muy  frecuentes  las  multas  ó  penas  pecuniarias.  Está  pro- 
hibido señalar  la  cara  á  ningún  reo,  quemándole  con  fuego , 
ó  cortándole  la  nariz  ,  ó  sacándole  los  ojos ,  ó  haciendo  otra 
cosa  que  le  afee.  También  está  prohibida  la  pena  de  ape- 
dreo ,  crucifixion  y  despeño  ;  y  se  halla  ya  desterrada  de  la 
práctica  la  de  muerte  de  fuego ,  asaeteo ,  y  esposicion  á  las 

(i)  Sobre  esta  materia ,  véanse  los  comentadores  de  las  Decre- 
tales en  el  tít.  37,  lib.  5  de  pcenis;  el  tom.  7  de  la  obra  de  Dere- 
cho público  de  Dou.  Es  bien  conocido  el  Discurso  de  D.  Manuel  de 
Lardizabal  y  Uribe  sobre  las  penas ,  y  el  que  c»rre  con  la  Práct. 
criui.  de  D.  José  Marcos  Gutiérrez. 


fieras ,  como  igualmente  la  de  corte  ú  horadamiento  de  len- 
gua, y  otras  demasiado  crueles  que  estaban  prescritas  por 
las  leyes.  El  género  de  muerte  que  suele  usarse  es  el  de  gar- 
rote ó  arcabuceo,  según  las  circunstancias  de  las  personas. 
La  confiscación  de  bienes  no  puede  hacerse  sino  en  los  casos 
prevenidos  por  la  ley,  deduciendo  siempre  la  dote  y  arras 
de  la  mujer  y  las  deudas  contraidas  hasta  el  dia  de  la  sen- 
tencia ;  bajo  el  concepto  de  que  á  nadie  se  habian  de  con- 
fiscar todos  los  bienes  ,  teniendo  ascendientes  ó  descendien- 
tes, sino  al  juzgado  por  traidor  y  en  los  otros  casos  que 
estén  espresos.  Ley  k,  tít.  31 ,  Part.  7;  orden,  de  20  de  abril 
de  1800,  y  leijes  7  y  8,  tít.  kO,  lib.  12,  Nov.  Rec. ;  ley  6, 
tít.  13,  Part.  7  ;  ley  S ,  til.  31,  Part.  7.  Véase  Muerte, 
Muerte  civil ,  Mutilación,  Destierro,  Prisión ,  Infamia  ,  Pri- 
vacion  de  oficio ,  Azotes ,  Confiscación  ,  Multa ,  Presidio. 

Debe  darse  á  los  delincuentes  el  castigo  que  las  leyes  de- 
signan ;  pero  la  desigualdad  de  ellos  y  la  diferencia  de  los 
tiempos  en  que  cometen  sus  delitos  ,  exigen  por  fuerza  el 
aumento  ó  diminución  de  sus  penas.  Antes  de  su  imposición, 
debe  proceder  el  juez  con  mucho  cuidado  á  la  averiguación 
del  delito ,  de  modo  que  resulte  bien  probado  ,  con  las  cir- 
cunstancias de  su  ejecución  ;  pues  el  hecho  á  sabiendas  ha 
de  ser  castigado  con  las  penas  establecidas ,  el  causado  por 
culpa  de  alguno  con  menor  pena ,  y  con  ninguna  el  ocurrido 
por  ocasión.  Por  el  mero  pensamiento  malo  no  se  merece 
pena,  cogitalionis pœnam  nemopalitur,  á  no  ser  que  se  em- 
piece á  poner  por  obra  en  la  traición,  homicidio  ó  rapto  de 
mujer,  y  no  quede  por  el  delincuente  su  ejecución;  pero  en 
otros  delitos  menores  que  estos  tres  no  merece  pena  alguna 
el  que  los  piensa  y  procede  á  ejecutarlos,  si  se  arrepintiere 
antes  de  su  cumplimiento.  —  No  puede  imponerse  la  pena 
sino  después  de  acreditado  completamente  ó  confesado  el 
delito  en  juicio ,  y  con  arreglo  á  lo  alegado  y  probado  por 
ambas  partes  ;  pero  jamas  por  sospechas ,  señales  ni  presun- 
ciones, especialmente  cuando  la  pena  ha  de  ser  muerte  ó 
perdimiento  de  miembro ,  pues  en  tal  caso  deben  ser  las 
pruebas  tan  ciertas  y  claras  como  la  luz ,  de  manera  que  no 
pueda  haber  duda  alguna.  No  estando  el  delito  claramente 
probado,  ó  siendo  dudoso,  debe  el  juez  inclinarse  masa 
absolver  que  á  condenar  al  reo ,  por  ser  mas  justo  dejar  sin 
pena  al  que  la  merezca  que  imponerla  al  inocente.  Leyes  1 
y  2,  lit.  31,  Part.  7;  Acevcdo  en  la  ley  1,  tít.  21,  lib.  8,  Rec; 
leyes!  y  12,  tít.  Ul,  Part.  5  ;  ley  9,  tít.  13,  Part.  7,  y  ley  12, 
lit.  ik,  Part.  3. 

En  la  imposición  de  la  pena  se  ha  de  tener  consideración 
á  la  persona  del  reo,  á  la  persona  ofendida,  al  tiempo  y 
lugar  del  delito,  al  modo  de  su  ejecución  ,  á  su  mayor  ó 
menor  gravedad ,  y  á  las  circunstancias  del  delincuente.  A 
la  persona  del  reo;  pues  mayor  castigo  corresponde  al  siervo 
que  al  libre,  al  villano  que  al  hidalgo,  al  mancebo  que  al 
viejo  y  mozo  ;  y  así  al  hidalgo  ú  hombre  honrado  por  su 
ciencia  ú  otra  bondad  no  debe  darse  muerte  afrentosa ,  al 
menor  de  diez  años  y  medio  no  se  dará  pena  alguna  ,  y  al 
menor  de  diez  y  siete  se  debe  minorar  la  correspondiente  á 
los  mayores.  A  la  persona  ofendida  ;  pues  siendo  padre, 
señor,  superior  ó  amigo  del  reo  ,  merece  este  mas  pena  que 
si  delinquiese  contra  otro  sin  ninguna  de  estas  calidades.  Al 
tiempo  y  lugar  del  delito;  pues  el  ejecutado  de  noche  merece 
pena  mas  grave  que  el  hecho  de  dia  ;  y  mayor  el  cometido 
en  iglesia ,  casa  real ,  audiencia  de  juez  ó  casa  de  amigo, 
que  el  que  se  ejecutare  en  otro  paraje.  Al  modo  de  la  ejecu- 
ción del  delito;  pues  con  mas  rigor  se  castiga  el  homicidio 
á  traición  ó  aleve ,  que  el  ocurrido  en  riña  ó  en  otra  forma , 
y  mas  el  robo  que  el  hurto.  A  la  mayor  ó  menor  gravedad  del 
delito;  para  poder  aplicar  la  pena  proporcionada.  A  las  cir- 
cunstancias del  delincuente;  pues  la  pena  debe  adaptarse  á 
ellas:  y  así  es  que  siendo  pecuniaria  ,  ha  de  darse  menor  al 
pobre  que  al  rico ,  de  modo  que  pueda  cumplirse.  Con  cui- 
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dadosa  atención  á  estos  principios  puede  el  juez  aumentar, 
disminuir  ó  quitar  las  penas ,  según  estime  justo.  —  Las 
penas  se  ejecutan  en  público,  pregonándose  los  delitos  al 
mismo  tiempo,  para  que  sirvan  de  escarmiento.  Ley?,, 
til.  31 ,  Parí. -7 ;  ley  11 ,  allí.  Véase  Azotes,  Confiscación, 
fiesf  ierro  y  Desterrado ,  Infamia,  Marca,  Muerte  y  Muerte 
civil ,  Mulla ,  Mutilación ,  Interpretación  de  las  leyes,  Prisión. 
Las  penas  deben  ser  proporcionadas  á  los  delitos  (1):  Adsit 
regula peccalis  quce  pcenas  irrogel  cequas  (2).  —  El  mal  de  la 
pena  debe  sobrepujar  al  provecho  del  delito  ;  porque  para 
estorbar  el  delito  es  necesario  que  el  motivo  que  reprime 
sea  mas  fuerte  que  el  motivo  que  seduce ,  y  porque  una 
pena  insuficiente  es  un  mal  mayor  que  un  esceso  de  rigor, 
pues  una  pena  insuficiente  es  un  mal  sin  provecho  alguno. 
Mas  no  se  deduzca  de  aquí  que  las  penas  deben  ser  atroces , 
pues  entonces  serian  dispendiosas  é  injustas  y  darían  ocasión 
á  la  impunidad(5):  basta  que  el  motivo  represivo  quepresenta 
la  pena  sea  mas  fuerte  que  el  motivo  seductor  que  presenta 
el  delito ,  y  que  el  hombre  pierda  mas  en  la  pena  que  lo  que 
puede  ganar  en  el  delito.  —  Cuanto  mas  incierta  ó  mas  fácil 
de  evitar  sea  una  pena ,  tanto  mas  grave  debe  ser,  para  con- 
trabalancear las  probabilidades  de  la  impunidad;  y  por  el 
contrario  ,  cuanto  mas  inevilable  sea  una  pena  ,  tanto  mas 
lijera  puede  ser;  debiendo  procurarse  que  siga  al  delito  tan 
inmediatamente  como  sea  posible ,  porque  la  distancia  de  la 
pena  aumenta  su  incertidumbre.  Una  pena  moderada,  pero 
inevitable,  previene  los  delitos  mejor  que  una  pena  dema- 
siado grave  que  puede  eludirse  con  facilidad  ;  y  cuanto  mas 
de  cerca  siga  al  delito ,  tanto  mayor  será  su  impresión  sobre 
el  espíritu  de  los  hombres  :  culpam  pœna  premat  comes.  — 
Si  concurren  dos  delitos  de  gravedad  desigual ,  el  mayor 
debe  ser  castigado  con  una  pena  mas  fuerte,  para  dar  al 
delincuente  un  motivo  de  detenerse  en  el  menor.  El  ladrón 
de  caminos  empezará  asesinando,  para  tener  menos  denun- 
ciadores y  testigos  de  su  delito,  si  ve  que  la  misma  pena  le 
amenaza  por  el  robo  y  el  asesinato  juntos.  —  No  debe  im- 
ponerse la  misma  pena  por  el  mismo  delito  á  todos  los  de- 
lincuentes sin  escepcion  ,  sino  que  debe  atenderse  á  las 
circunstancias  de  cada  uno  ;  porque  efectivamente  las  mismas 
penas  nominales  no  son  las  mismas  penas  reales  :  la  misma 
multa  será  un  juego  para  el  rico  ,  y  un  acto  de  opresión  para 
el  pobre  :  la  misma  prisión  causará  la  ruina  de  un  hombro 
de  negocios  ,  la  muerte  de  un  viejo  achacoso  ,  un  deshonor 
eterno  á  una  mujer,  y  será  sin  consecuencia  para  otros  indi- 
viduos. Horacio ,  lib.  l,Sât.  3,  v.  117. 

PENAS  corporales  y  no  corporales.  Las  penas  se 
dividen  principalmente  en  corporales  y  no  corporales.  Cor- 
porales son,  ademas  de  la  capital,  la  de  azotes,  vergüenza, 
bombas ,  galeras ,  minas  ,  arsenales ,  presidio ,  destierro  del 
reino  y  prisión  ó  reclusión  por  mas  de  seis  meses;  art.  11 
del  regí,  provisional  de  26  de  setiembre  de  1835.  Están  por 
tanto  abolidas  todas  las  penas  de  mutilación,  y  la  pena  de 
marca  :  algunas  no  están  ya  en  uso,  como  las  de  bombas, 
minas,  galeras  ;  y  no  se  ve  ya  que  se  apliquen  las  de  azotes 
y  vergüenza.  En  el  citado  artículo  11  no  se  hace  mención 
del  servicio  de  las  armas ,  que  sin  embargo  en  lodo  el  tí- 
tulo HO,  y  especialmente  en  la  nota  16,  ley  22,  lib.  12,  Nov. 
Rec. ,  es  colocado  entre  las  penas  corporales;  pero  ya  no 
puede  haber  caso  ni  motivo  de  duda  desde  que  un  ministro, 
usurpando  el  poder  legislativo  ,  abolió  esta  pena  por  una 
simple  real  orden  de  15  de  agosto  de  1859.  La  calidad  de 

(1)  Véase  á  Don,  tom.  7,  pág.  08,  de  la  proporción  de  las  pe- 
nas con  los  delitos. 

(2)Horac,  lib.  1,  S;U.  5,  v.  117. 

(5)  Véase  á  Don.  iug.  cit.,  pág.  90,  n.  8,  si  las  penas  son  eme- 
les,  no  se  aplican  con  mucho  perjuicio;  y  por  eso  dice  que  en 
Europa  lian  quedado  impunes  los  fallidos  y  los  ladrones  domésti- 
cos, por  la  severidad  de  las  penas. 


pena  corporal  se  toma   de  la  prisión  ó  reclusión  ,  no  de  \s 
naturaleza  de  la  misma  pena  sino  del  término  de  su  duración. 

Las  penas  corporales  unas  eran  perpetuas  y  otras  tempo- 
rales ,  hasta  que  por  las  leyes  7  y  8  ,  tít.  40  ,  lib.  12  ,  Nov. 
Rec,  se  redujeron  todas  á  temporales  : 

«  Para  evitar,  se  decia ,  el  total  aburrimiento  y  desespe- 
ración délos  condenados  á  trabajos  interminables,  los  tri- 
bunales no  pueden  deslinar  á  reclusión  perpetua  ,  ni  por 
mas  de  diez  años  á. presidio  ;  aunque  á  los  reos  mas  agrava- 
dos ,  y  de  cuya  salida  al  tiempo  de  la  sentencia  se  recele 
algún  grave  inconveniente  ,  se  les  puede  añadir  la  cláusula 
de  retención  ,  ó  la  calidad  de  que  no  salgan  sin  licencia.  » 

Sobre  este  interesante  punto  merece  ser  leido  y  meditado 
el  dictamen  de  la  comisión  de  la  cámara  de  diputados  de 
Francia  cuando  se  trató  de  modificar  el  código  penal. 

«  La  perpetuidad  de  las  penas  ha  sido  el  blanco  de  repe- 
tidas críticas.  Se  ha  alegado  en  contra  de  ellas  que  es  con- 
trario al  objeto  que  debe  proponerse  toda  pena  ,  á  saber,  Ia> 
enmienda  del  culpable.  La  esperanza  de  volver  á  ocupar  una 
posición  honrosa  en  la  sociedad  es  la  que  sostiene  al  conde- 
nado en  los  esfuerzos  que  hace  para  cambiar  sus  hábitos  y 
corregir  sus  inclinaciones.  ¿Y  podrá  sentirla  necesidad  de 
reconciliarse  consigo  mismo,  si  la  ley  le  declara  irreconci- 
liable con  la  sociedad?  ¿  No  equivale  esto  á  destruir  el 
arrepentimiento  en  su  mismo  germen  ,  y  la  rehabilitación 
moral  en  su  mas  poderoso  estímulo? 

»  Vuestra  comisión  ha  opinado  casi  por  unanimidad  que 
esta  objeción  no  es  decisiva.  El  objeto  político  de  toda  pena 
es  prevenir  los  crímenes.  La  enmienda  del  condenado  con- 
tribuye sin  duda  alguna  á  este  objeto,  pues  que  preserva  á 
la  sociedad  de  los  nuevos  crímenes  á  que  pudieran  arras- 
trarle sus  malas  inclinaciones  ;  pero  no  se  consigue  entera- 
mente el  objeto  sino  por  el  saludable  espanto  que  inspira  la 
pena  :  la  intimidación  mucho  mas  que  la  enmienda  consti- 
tuye el  efecto  preventivo  de  la  pena  ,  porque  la  enmienda 
obra  únicamente  sobre  el  culpable  ,  y  la  intimidación  sobre 
toda  la  sociedad. 

»  Bajo  este  doble  aspecto,  la  supresión  de  las  penas  per- 
petuas seria  un  fatal  vacío  en  nuestras  leyes  penales  :  los 
crímenes  á  que  se  aplican  las  penas  perpetuas ,  son  tan 
graves  que  la  enmienda  del  culpable  viene  á  ser  un  sueño 
de  la  filantropía ,  desmentido  casi  siempre  por  la  esperiencía. 
En  los  rarísimos  casos  en  que  puede  verificarse  la  enmienda, 
será  mas  poderosa  y  eficaz  sobre  el  condenado  la  esperanza 
del  perdón  ,  posible  siempre  y  siempre  cercano,  que  una 
libertad  muy  lejana.  Cuando  el  vicio  de  las  instituciones 
multiplicaba  los  errores  judiciales,  la  prerogativa  de  in- 
dultar pudo  ser  considerada  como  un  remedio  de  los  tales 
errores  ;  al  presente  que  la  justicia  peligra  casi  esclusiva- 
mente  por  la  impunidad  ,  el  derecho  ó  prerogativa  de  in- 
dulto es  principalmente  útil  como  un  estímulo  para  el  arre- 
pentimiento, como  la  recompensa  de  la  enmienda  ,  como  el 
instrumento  mas  eficaz  del  régimen  penitenciario. 

»  Asi,  la  perpetuidad  de  las  penas  no  sirve  en  manera 
alguna  de  obstáculo  á  la  enmienda  del  culpable,  y  cuando 
esta  es  imposible,  viene  aquella  por  el  interés  de  la  socie- 
dad á  llenar  este  vacío,  quitando  del  mundo  un  ser  incor- 
regible, y  evitando  á  sus  semejantes,  no  menos  que  á  él 
mismo,  los  nuevos  crímenes  á  que  en  cierto  modo  se  ha- 
llaba predestinado  por  hábitos  indestructibles  ;  de  este  modo 
se  tranquiliza  la  sociedad  disipando  la  alarma  causada  por 
el  crimen ,  y  previniendo  la  que  podia  escitarse  por  la  liber- 
tad del  criminal. 

»  Ademas,  las  penas  perpetuas  ejercen  un  poderoso  in- 
flujo para  intimidar  :  ellas  son  una  imitación  de  la  eternidad 
de  los  suplicios,  y  esta  idea  hiere  fuertemente  las  imagina- 
ciones. Serán  también  como  tránsito  ó  término  medio  entre 
la  pena  de  muerte  y  las  penas  temporales.  Quitad  las  penas 
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perpetuas,  y  al  instants  se  notará  en  la  escala  penal  un  in- 
tervalo inmenso  sin  correspondencia  con  la  escala  de  los 
crímenes ,  porque  hay  muchos  de  estos  para  los  que  la  pena 
de  muerte  es  demasiado  severa,  y  las  penas  temporales  de- 
masiado suaves.  Las  penas  perpetuas  inquietan  la  concien- 
cia del  jurado  menos  que  una  pena  irreparable,  espantan  á 
los  criminales  mas  que  una  pena  cuyo  fin  esperan  ver,  y 
tienen  por  lo  tanto  una  eficacia  preventiva,  que  les  es  pe- 
culiar y  debe  conservarse. 

»  Sea  cualquiera  el  partido  que  adopte  el  legislador  en  la 
cuestión  de  la  pena  de  muerte  ,  debe  siempre  conservar  las 
penas  perpetuas  que  la  reemplazan  en  el  caso  de  suprimirse, 
y  sirven  de  transición  entre  la  misma  y  las  penas  tempora- 
les, si  no  es  suprimida.  El  legislador  debe  ante  todo  defen- 
der la  sociedad  por  el  efecto  preventivo  de  sus  leyes  ;  y  la 
perpetuidad  de  las  penas,  que  tan  de  lleno  obra  sobre  la 
imaginación,  tiene  este  carácter  en  un  grado  eminente.  La 
perpetuidad  de  las  penas  debe  estar  escrita  en  la  ley,  por- 
que hay  crímenes  tan  espantosos  para  el  orden  público, 
que  solo  el  miedo  de  un  castigo  sin  fin  puede  preservar  de 
ellos  á  la  sociedad  ;  pero  ,  aquí  es  precisamente  donde  pue- 
de ejercerse  la  gracia  ó  prerogativa  del  indulto  en  toda  su 
■eslension  ,  pues  ni  hay  temor  de  que  llegue  larde  como  en 
el  caso  de  la  pena  capital ,  ni  de  que  falten  garantías  para 
asegurar  su  ejercicio;  abierta  queda  siempre  la  puerta  al 
Arrepentimiento ,  y  este  puede  entrar  aun  en  el  corazón  mas 
culpable  :  asi  por  la  enmienda  del  condenado  puede  conver- 
tirse la  perpetuidad  de  las  penas  en  un  castigo  temporal.  » 

Estos  poderosos  argumentos  no  fueron  impugnados ,  y 
se  conservó  en  el  código  penal  modificado  la  perpetuidad 
de  ias  penas  introducida  en  el  de  1810  casi  por  las  mismas 
¡razones. 

PENA  capital.  La  que  pone  un  fin  inmediato  á  la  vida 
del  delincuente.  Pena  no  capital  es  la  que  no  priva  de  la 
wida  al  reo;  como  la  de  azotes.  Véase  Muerte. 
,  PENA  pecuniaria.  La  que  consiste  en  privar  al  delin- 
cuente de  una  suma  de  dinero  ya  sea  con  destino  al  fisco  ó 
á  obras  pías ,  ya  sea  para  indemnizar  á  la  parte  ofendida  de 
3os  daños  y  perjuicios  que  se  le  hubieren  ocasionado.  Véase 
Multa  y  Confiscación. 

En  las  causas  leves ,  en  que  la  pena  haya  de  ser  de  algún 
tiempo  de  cárcel,  están  facultados  los  tribunales  para  con- 
mutarla en  pecuniaria,  proporcionándola  de  modo  que  se 
haga  exigible,  y  lo  mismo  en  las  de  presidio  permitiéndolo 
la  clase  del  delito  ;  real  orden  de  26  de  mayo  de  1797,  no- 
ta 1,  tít.  40,  lib.  12,  Nov.  Rec.  Aun  siendo  este  grave,  no  solo 
pueden ,  sino  que  deben  los  tribunales  superiores  conmutar 
Jas  penas  de  cárcel ,  arresto ,  presidio  ú  otras  semejantes 
en  pecuniarias,  con  tal  que  lo  permita  la  naturaleza  del  de- 
pilo ;  puesto  que ,  sobre  ser  útil  al  aumento  de  fondos  que 
necesita  la  administración  de  justicia ,  producirá  mas  escar- 
mientos y  menos  malas  consecuencias  en  muchas  familias; 
«arí.  5,  ley  21 ,  lit.  41  ,  lib.  12,  Nov.  Rec.  Pero  el  homicida 
alevoso ,  el  ladrón  público ,  el  incendiario ,  el  forzador  ú 
¡otros  delincuentes  de  tanta  gravedad  no  pueden  redimir  la 
pena  de  sus  atentados ,  entregando  en  el  erario  alguna  can- 
tidad de  dinero;  y  por  eso  los  tribunales  ,  al  hacer  uso  de 
esta  facultad ,  deben  proceder  con  la  circunspección  que 
■exige  el  interés  de  la  vindicta  pública,  dando  cuenta  cir- 
•  'cunstanciada  al  ministerio  de  Gracia  y  Justicia  ;  real  órd. 
■de  22  de  marzo  de  1841. 

PENA  de  pecho  y  pena  de  castigo.  Pena  de  pecho  es 
3a  que  tiene  por  objeto  satisfacer  al  perjudicado  los  daños 
-que  se  le  hubieren  ocasionado,  cual  es  la  del  duplo  ,  triplo 
y  cuadruplo  en  los  casos  de  hurto  y  rapiña.  Pena  de  castigo 
<es  la  que  tiene  por  objeto  satisfacer  á  la  vindicta  pública  y 
reprimir  los  delitos  con  el  temor  del  escarmiento. 

PENA  infamante.  La  que  quita  el  honor  á  la  persona 


condenada  à  ella  ;  como  las  de  horca  ,  vergüenza  pública  y 
azotes.  Pena  no  infamante  es  la  que  no  quita  el  honor  al 
condenado  ;  como  la  de  multa ,  y  la  simple  confinación  ó 
destierro. 

Como  los  efectos  de  la  infamia  no  dependen  absolutamen- 
te de  las  leyes,  es  indispensable  que  en  el  establecimiento 
despenas  infamatorias  se  consulte  la  opinion  pública;  pues 
si  se  trata  de  declarar  por  afrentosa  una  acción  que  la  opi- 
nion no  tiene  por  tal ,  la  ley  no  tendrá  fuerza  y  será  despre- 
ciada ,  como  sucede  en  el  desafío.  La  infamia  no  debe  em- 
plearse con  prodigalidad ,  ni  hacerse  recaer  á  un  tiempo 
sobre  muchas  personas ,  porque  la  infamia  de  muchos  no 
será  luego  infamia  de  ninguno,  así  como  los  honores  que  se 
conceden  con  facilidad  á  muchos  pierden  luego  su  atractivo 
y  su  valor.  La  infamia  no  ha  de  imponere  sino  al  que  lá  ha 
merecido  por  sus  hechos  ,  y  en  ningún  caso  debe  ser  tras- 
cendental á  su  familia  ,  la  cual  padece  ya  demasiado  por 
las  consecuencias  necesarias  del  delito  de  su  jefe.  Véase 
Infamia. 

PENA  legal.  La  que  está  prescrita  por  la  ley,  y  no  de- 
pende del  arbitrio  del  juez. 

PENA  arbitraria.  La  que  no  estando  determinada  por 
las  leyes ,  depende  del  arbitrio  del  juez.  En  cierto  sentido 
puede  decirse  que  la  mayor  parte  de  las  penas  son  arbitra- 
rias, porque  la  diferencia  de  circunstancias  de  los  delitos  y 
delincuentes  pone  al  juez  en  el  caso  de  aumentar  ó  dismi- 
nuir la  pena  señalada  por  la  ley;  pero  nunca  puede  un  tri- 
bunal inventar  penas  nuevas  ,  sino  que  debe  acomodarse  á 
las  que  están  en  uso. 

El  mayor  defecto  que  puede  tener  una  legislación  penal , 
es  la  arbitrariedad  que  hace  depender  la  suerte  del  hombre, 
no  de  la  ley  impasible  y  siempre  imparcial,  sino  del  carác- 
ter y  opinion  del  juez  que  varía  según  un  millón  de  circuns- 
tancias que  pueden  influir  en  ella,  circunstancias  personales 
que  será  muy  raro  hallar  las  mismas  en  dos  jueces. 

Algunos  autores  han  pensado  que  siendo  imposible  que  el 
legislador  señale  una  pena  proporcionada  á  cada  delito  en 
particular,  es  preciso  dejar  al  juez  el  cuidado  de  buscar  esta 
proporción,  dirigiéndole  solamente  por  reglas  generales; 
pero  ¿no  puede  el  juez  apartarse  muy  fácilmente  de  estas 
reglas ,  y  obrar  contra  la  intención  del  legislador  ó  por  ma- 
licia ,  ó  por  ignorancia?  La  proporción  misma  que  desea 
tiene  mucho  de  arbitrario,  si  la  ley  no  la  señala  :  unos  la 
buscarán  en  la  malicia  de  la  acción,  malicia  que  no  puede 
apreciarse  sino  por  reglas  muy  falibles  ;  otros  por  el  mal 
producido  por  la  acción,  mal  que  algunos  mirarán  como 
muy  grave  cuando  sea  muy  lijero  ó  absolutamente  no  sea 
un  mal;  otros  en  las  circunstancias  del  delincuente  y  del 
ofendido,  circunstancias  que  cada  uno  estimará  según  su 
modo  de  ver;  y  otros  en  fin  en  otros  motivos,  como  puede 
verse  en  los  escritores  de  jurisprudencia  criminal. 

Ya  que  sea  pues  inevitable  alguna  desproporción  entre  la 
pena  y  el  delito ,  mas  valdrá  que  venga  de  la  ley  que  no  del 
hombre  ;  y  al  fin  ,  esta  desproporción  que  siempre  será  pe- 
queña ,  si  el  legislador  busca  estudiosamente  la  proporción 
posible,  nunca  puede  ser  un  mal  tan  grande  como  la  arbi- 
trariedad. La  ley  pues  debe  señalar  todas  las  penas,  y  lo 
mas  que  puede  confiar  al  juez  en  ciertos  casos  ,  es  la  facul- 
tad de  minorar  ó  aumentar  la  cantidad  de  la  pena  señalada, 
sin  salir  de  los  límites  estrechos  que  la  ley  debe  fijarle.  So- 
bre todo  en  la  multa  es  necesario  que  estos  límites  no  se 
esliendan  mucho ,  pues  de  otro  modo  una  multa  podria  ser 
equivalente  à  una  confiscación. 

PENA  de  la  nuestra  MERCED.  Conminación  que  loa 
reyes  usan  para  amenazar  con  su  indignación  ó  castigo  al 
que  contraviniere  á  sus  mandatos. 

PENA  del  talion.  La  del  tanto  por  tanto,  como  por 
ejemplo,  la  que  poi  la  ley  debe  sufrir  el  falso  acusador, 
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que  es  la  misma  que  se  impondría  al  acusado  si  se  le  pro- 
base haber  cometido  el  delito  que  se  le  imputa.  Yéase 
Talion. 

PENA  convencional.  La  pena  à  que  se  sujeta  en  un 
contrato  alguno  de  los  contrayentes  para  mas  asegurar  el 
cumplimiento  de  lo  que  promete.  Llámase  convencional, 
porque  se  impone  por  voluntad  de  ambas  partes;  y  en  tal 
caso  solo  queda  obligado  el  promitente  á  cumplir  lo  prome- 
tido ó  á  pagar  la  pena ,  salvo  si  se  obligase  à  todo  en  caso 
de  faltar  al  trato.  Si  algunos  hicieren  promesa  de  casamien- 
to bajo  cierta  pena  en  nombre  de  otros,  por  no  hallarse  pre- 
sentes ó  no  tener  edad ,  ó  por  otra  razón  justa,  y  después 
alguno  de  estos  rehusare  cumplirlo  ,  no  estará  obligado  el 
promitente  à  pagar  la  pena;  porque  sin  esta,  y  sin  miedo 
ni  otra  fuerza  se  debe  hacer  el  casamiento ,  según  dice  la 
ley.  Tampoco  está  obligado  á  pagar  la  pena  el  que  bajo  de 
ella  prometiere  dar  cierta  cantidad  ,  aunque  no  cumpla  la 
promesa ,  cuando  el  otro  acostumbre  tomar  usura  ;  porque 
en  tal  caso  se  supone  mediar  un  préstamo  con  usura  simu- 
lada ;  pero  si  nunca  la  hubiere  tomado ,  deberá  aquel  satis- 
facer la  pena,  faltando  á  dar  lo  prometido.  Cap.  7,  de  pœnis; 
ley  39,  tít.  11 ,  Parí,  S  ;  ley  hO,  tît.  H,  Part.  S.  Véase  Obli- 
gación con  cláusula  penal. 

PENA  judicial.  La  que  se  pone  en  una  promesa  he- 
cha en  juicio;  como  si  uno  saliere  fiador  de  otro,  prome- 
tiendo ante  el  juez  con  cierta  pena  que  le  ayudará  á  estar  y 
cumplir  derecho  al  querellante  en  el  plazo  que  se  asigne. 
Si  el  que  fiare  á  otro  en  juicio  prometiendo  traerle  á  dere- 
cho en  cierto  dia  y  bajo  cierta  pena ,  no  lo  cumpliere  por 
efecto  de  algún  impedimento ,  como  enfermedad ,  avenidas 
de  rios,  ú  otra  causa  semejante  ,  no  está  obligado  á  pagar 
la  pena ,  sino  que  deberá  traerle  luego  que  se  halle  libre  del 
impedimento,  tomismo  se  entiende,  si  en  juicio  de  arbitros 
se  mandare  á  una  de  las  partes  hacer  alguna  cosa  en  dia 
señalado  y  con  cierta  pena  ;  en  la  cual  no  incurre,  si  estan- 
do pronta  á  cumplir  el  mandato  ,  le  ocurriere  impedimento 
legítimo.  Esta  disposición  tiene  lugar  en  las  penas  puestas 
en  juicio,  mas  no  en  las  que  se  ponen  fuera  de  él  ;  pues  es- 
tas han  de  pagarse  en  caso  de  que  no  se  cumpla  !a  prome- 
sa ,  sin  que  valga  la  escusa  de  impedimento.  Ley  37,  tít.  11, 
Part.  5. 

PENA  ordinaria.  La  pena  capital.  Véase  Muerte. 

PENAS  de  cámara.  Las  condenaciones  pecuniarias  que 
los  tribunales  imponen  á  las  parles  con  aplicación  á  la  cá- 
mara real  ó  fisco. 

Si  pasamos  la  vista  por  nuestros  antiguos  códigos ,  halla- 
remos á  cada  paso  que  eran  muchos  los  casos  en  que  cierta 
clase  de  delitos  se  castigaban  con  multas  y  condenaciones 
pecuniarias,  que  es  el  origen  de  las  penas  de  cámara.  Los 
reyes  don  Alonso  XI,  don  Enrique  III  y  don  Juan  el  II,  die- 
ron varias  leyes  que  están  refundidas  en  la  primera  y  se- 
gunda, tít.  41 ,  lib.  12  de  la  Novís.  Recop. ,  y  en  ellas  se 
determinan  las  reglas  para  la  exacción,  prohibiendo  su  ena- 
jenación, como  que  son  un  derecho  ó  regalía  inherente  á  la 
soberanía  del  rey.  Don  Fernando  y  doña  Isabel  las  am- 
pliaron ,  declarando  que  á  lo  menos  la  mitad  de  su  importe 
se  había  de  aplicar  precisamente  á  la  cámara ,  y  permitien- 
do que  del  resto  se  dispusiera  para  objetos  piadosos.  Estas 
disposiciones  fueron  confirmadas  y  aclaradas  por  los  reyes 
i  don  Carlos  I ,  Felipe  II  y  Felipe  III;  mas  habiéndose  intro- 
ducido muchos  abusos  en  su  ejecución  ,  se  dispuso  por  real 
cédula  de  27  de  julio  de  1716,  que  se  establecieran  en  todos 
los  pueblos  receptores  de  dichos  productos,  con  la  obligación 
de  presentar  anualmente  sus  cuentas  al  Consejo.  No  se  con- 
siguieron las  ventajas  que  tuvo  por  objeto  esta  ley;  y  por 
otra  de  27  de  febrero  de  17/tl ,  se  determinó  que  los  pueblos 
que  quisieran  libertarse  de  esta  administración ,  se  encabe- 
zasen, no  siendo  las  capitales  de  las  ilumcillerias  y  audien- 


cias. En  27  de  diciembre  de  1748,  se  dio  una  instrucción 
mas  estensa  para  la  administración  de  este  ramo ,  en  la  cual, 
después  de  declarar  que  las  penas  de  cámara  son  fruto  de 
la  jurisdicción  real  y  de  la  soberanía  ,  y  que  pertenecen  es- 
clusivamente  al  fisco ,  sin  que  nadie  pueda  usar  de  esta  re- 
galía ,  á  no  tener  privilegio  real ,  se  determina  que  el  su- 
perintendente general  de  la  real  Hacienda  lo  sea  también  de 
este  ramo;  que  se  nombre,  con  aprobación  de  S.  M.,  un 
ministro  del  Consejo  en  calidad  de  subdelegado  general, 
que  cuide  de  su  administración  y  gobierno  por  medio  de 
una  contaduría  especial;  que  en  cada  cnancillería  ó  audien- 
cia se  nombre  un  ministro  que  sea  subdelegado  de  su  dis- 
trito ,  y  un  receptor  de  los  productos  ;  que  en  las  demás  ciu- 
dades y  villas  se  nombrasen  también  receptores  por  las 
respectivas  justicias,  bajo  su  responsabilidad;  y  finalmente 
se  prescribieron  otras  reglas,  que  fueron  adicionadas  por 
otra  instrucción  de  16  de  julio  de  1803. 

En  la  nueva  planta  que  se  dio  al  supremo  consejo  de  la 
guerra,  en  k  de  noviembre  de  1763,  se  determinó  aplicar  al 
real  erario  el  importe  de  las  denuncias  en  las  causas  de  ca- 
ballería, y  de  las  condenaciones  pecuniarias  que  hiciesen  los 
tribunales  de  Guerra  y  Marina,  los  capitanes  generales,  co- 
mandantes y  gobernadores ,  para  cuya  administración  se 
nombró  por  superintendente  un  ministro  togado  ,  y  se  creó 
una  contaduría  y  tesorería  que  bajo  sus  órdenes  cuidaran 
de  su  recaudación. 

Las  audiencias  tuvieron  á  su  cargo  la  cobranza  de  dichos 
fondos  esclusivamenle,  y  con  sujeción  solo  á  la  suprema  vi- 
gilancia de  la  superintendencia  general,  hasta  el  año  de  1831 
en  que  se  confió  á  la  hacienda  pública  por  real  orden  de  12 
de  mayo  del  mismo  año.  Mas  recientemente  se  ha  adoptado 
un  sistema  mixto  que  consiste  en  confiar  á  dichos  tribuna- 
les, esto  es,  la  exacción,  dejando  al  fisco  únicamente  la  in- 
tervención necesaria  para  la  unidad,  orden  y  pureza  en  la 
cuenta  y  razón  de  estos  fondos  del  Estado ,  aplicados  á  cu- 
brir el  presupuesto  de  Gracia  y  Justicia.  Establecióse  esta 
novedad  por  real  orden  de  18  de  mayo  de  1858,  circulada 
por  el  ministerio  de  Gracia  y  Justicia  en  3  de  octubre  del 
propio  año  ,  encargando  á  las  audiencias  que  corran  como 
antes ,  en  la  forma  que  les  parezca  mejor ,  cou  la  recauda- 
ción de  las  penas  de  cámara  impuestas  por  la  jurisdicción 
ordinaria  ,  cada  una  dentro  de  su  respectivo  territorio  judi- 
cial ,  y  que  cuiden  de  desempeñar  este  deber  con  la  mayor 
exactitud  y  esmero ,  valiéndose  de  los  jueces  y  subalternos 
que  sean  mas  á  propósito,  cuidando  también  de  lo  mismo  el 
supremo  tribunal  por  lo  tocante  á  las  condenas  que  él  im- 
ponga. 

Los  pueblos  solían  celebrar  antes  encabezamientos  por 
este  ramo ,  obligándose  á  satisfacer  cierta  cantidad  en  la  re- 
ceptoría respectiva,  y  aplicando  álos  fondos  de  propios  las 
multas  recaudadas  ;  mas  por  consecuencia  del  sistema  nue- 
vamente establecido  cesaron  dichos  encabezamientos,  y  las 
mullas  impuestas  por  los  alcaldes  se  recaudan  de  igual  modo 
que  las  de  los  tribunales  y  juzgados,  aplicándose  sus  pro- 
ductos al  presupuesto  de  Gracia  y  Justicia;  real  órd.  de  iíde 
diciembre  de  1858.  La  generalidad  con  que  está  concebida  la 
real  orden  que  así  lo  previene  daba  lugar  á  creer  que  todas  las 
condenaciones  pecuniarias  impuestas  por  aquellos,  ya  fuese 
ejerciendo  atribuciones  judiciales  ya  políticas  ó  administra- 
tivas, debian  tener  igual  deslino  que  las  multas  exigidas  por 
los  jueces  ;  pero  recientemente  se  ha  hecho  una  distinción 
de  dicha  regla ,  mandándose  que  ingresen  en  las  comisiones 
pagadurías  del  ministerio  de  la  Gobernación  de  la  península 
todas  las  cantidades  que  por  multas  ó  penas  correccionales 
hagan  efectivas  las  autoridades  dependientes  del  mismo  mi- 
nisterio ;  real  orden  de  Ti  de  enero  de  18/fO;  por  manera  que 
olo  cuando  las  impongan  los  alcaldes  ejerciendo  las  atribu- 
sciones  de  jueces  ordinarios  ó  subordinados  á  las  audiencias, 
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es  cuando  son  aplicables  sus  productos  al  presupuesto  de 
Gracia  y  Justicia  ;  y  para  estos  casos  deben  dar  al  juez  de 
primera  instancia  del  partido  noticia  exacta  mensual  ó  por 
trimestre  de  las  multas  que  hubieren  impuesto  con  espre- 
sion  de  las  personas;  cuyos  documentos  deben  acompañar 
à  los  que  los  mismos  jueces  tienen  precisión  de  remitir  á  la 
audiencia  del  territorio.  El  mecanismo  que  debe  establecerse 
en  las  audiencias  para  la  recaudación  y  para  la  intervention 
de  las  oficinas  ha  de  ser  conforme  á  las  reglas  generales  con- 
tenidas en  la  real  instrucción  de  6  de  setiembre  de  1838, 
que  es  la  vigente  en  esta  materia,  debiendo  pasars-e  men- 
sualmentepor  medio  del  intendente  respectivo  una  certifica- 
ción estendida  por  el  escribano  de  cámara  que  se  nombre  y 
visada  por  el  ministro  que  igualmente  elijan  ,  en  cuyo  do- 
cumento se  esprese  :  Io.  las  penas  de  cámara  que  respecti- 
vamente hubieren  impuesto  durante  el  mes  :  2o.  las  que 
procedan  de  conmutaciones  de  penas  corporales  en  pecu- 
niarias ;  3o.  las  que  impongan  los  juzgados  de  primera  ins- 
tancia en  su  respectivo  distrito ,  según  las  noticias  que  de 
ello  recibieren  las  audiencias  en  el  discurso  del  mes. 

-j-  La  recaudación  de  las  penas  de  cámara  se  verifica  des- 
de Io.  de  enero  de  1849  en  los  propios  términos  que  los  es- 
tablecidos para  las  multas  gubernativas.  Véase  Mulla. 

-j-  PENAS  graves.  El  rey  prohibe  á los  coroneles  y  demás 
jefes  de  regimiento  que  puedan  imponer  á  individuo  alguno 
de  ellos,  como  ha  sucedido,  la  pena  de-arsenales,  presidio, 
obras  públicas  ni  otras  penas  afrentosas  ,  ni  aun  privada- 
mente, siendo  graves,  sin  que  sean  por  sentencia  del  con- 
sejo de  guerra  de  oficiales  ,  pronunciada  con  todas  las 
formalidades  que  previene  la  ordenanza.  Rl.  órd.  de  20  de 
agosto  de  1771. 

PENAL.  Lo  que  incluye  ó  impone  pena ,  como  ley  penal, 
código  penal.  Véase  Ley  penal. 

PENDENCIA.  Lo  mismo  que  litispendencia. 

PENDOLAJE.  El  derecho  de  apropiarse  en  las  presas 
de  mar  todos  los  géneros  que  están  sobre  cubierta ,  y  per- 
tenecen á  los  individuos  de  la  embarcación  apresada. 

PENITENCIARÍA.  Tribunal  eclesiástico  de  la  corte  de 
Roma  ,  compuesto  de  varios  individuos  y  un  cardenal  pre- 
sidente ,  para  acordar  y  despachar  las  bulas  y  gracias  de  dis- 
pensaciones pertenecientes  á  materia  de  conciencia. 

PENSAMIENTO.  No  se  castiga  á  nadie  por  haber  te- 
nido pensamiento  ó  proyecto  de  cometer  algún  delito  ,  cogi- 
lationis  poznam  tierno  palilur  ;  ni  aun  al  que  después  de 
haber  pensado  el  delito  procede  á  su  ejecución  ,  si  se  arre- 
pintiere antes  de  su  cumplimiento  ;  escepto  en  la  traición, 
homicidio  y  rapto,  en  los  cuales  se  incurre  en  pena  por  el 
mal  pensamiento  que  se  empezó  á  poner  por  obra,  no  que- 
dando por  el  delincuente  su  ejecución.  Ley  %,ül.  31, 
Part.  7.  (1). 

PENSION.  La  renta  ó  canon  anual  que  perpetua  ó  tem- 
poralmente se  impone  sobre  alguna  finca.  La  pension  ó  ré- 
dito ha  de  pagarse  en  dinero  efectivo,  y  también  puede 
satisfacerse  en  frutos  donde  hubiere  esta  costumbre.  En  uno 
y  otro  caso  debe  ser  proporcionada  al  precio,  esto  es .  al  tres 
por  ciento  en  los  censos  redimibles,  al  diez  por  ciento  en  los 
vitalicios  de  una  vida ,  al  ocho  y  un  tercio  en  los  de  dos ,  al 
dos  por  ciento  en  los  irredimibles ,  y  al  uno  y  medio  por 
ciento  en  los  enfitéuticos ,  ó  según  uso  y  costumbre  en  estos 
dos  últimos.  Véanse  los  varios  artículos  de  la  palabra  Censo, 
como  también  Fondo  muerto  y  Renta. 

PENSION.  La  cantidad  anual  que  da  el  rey  por  algún 
servicio  especial  sobre  las  rentas  del  Estado  ,  ó  se  impone 
sobre  algún  oficio  ó  empleo. 

(1)  Véase  á  Lardizabal  en  su  Discurso  sobre  las  penas  ,  cap.  4  , 
g  1 ,  que  comienza  manifestando  que  no  se  debe  confundir  el  de- 
lito coa  el  pecado. 


PENSION.  El  derecho  de  percibir  cierta  porción  de  frutos 
de  la  mesa  ó  beneficio  durante  la  vida  del  que  le  goza.  Casar 
la  pension  es  libertar  el  beneficio  sobre  que  está  impuesta 
la  carga  de  la  pension,  ajustándose  á  pagar  de  una  vez  la 
renta  de  cierto  número  de  años  ó  una  cantidad  alzada. 

PENSION  bancaria.  La  pension  que  se  cargaba  en  Roma 
sobre  piezas  eclesiásticas ,  y  se  aseguraba  en  el  banco. 

f  PENSIONES  de  regulares.  Véase  Exclaustrados. 

■j-  PENSIONES  de  religiosas.  Véase  Religiosas. 

PENSIONARIO.  El  que  paga  alguna  pension.  Véase 
Censatario. 

PENSIONISTA.  El  que  tiene  derecho  de  percibir  y  co- 
brar alguna  pension.  Véase  Censualista  y  Censo. 

PEÑO.  Hablando  con  rigor  y  propiedad ,  es  la  cosa  mue- 
ble que  uno  empeña  á  otro  apoderándole  de  ella ,  esto  es, 
poniéndola  en  su  poder  ;  pero  en  sentido  lato  de  la  ley  se 
llama  así  toda  cosa  mueble  ó  raiz  empeñada  á  otro  ,  aunque 
no  se  le  haya  entregado  ;  ley  1,  til.  12  ,  Part.  5.  El  peño 
pues  abraza  la  prenda  y  la  hipoteca  :  será  prenda ,  cuando 
la  cosa  empeñada  se  entrega  al  acreedor  ;  y  será  hipoteca, 
cuando  la  cosa  empeñada  se  queda  en  poder  del  deudor.  La 
prenda  suele  consistir  en  cosa  mueble  ;  y  la  hipoteca  en  in- 
mueble ó  raiz.  Véase  Hipoteca  y  Prenda. 

PÉRDIDA.  La  pérdida  de  una  cosa  que  se  debe,  suce- 
dida por  muerte  ó  estravío  ó  en  otra  manera,  sin  fraude  ni 
culpa  del  deudor,  antes  del  plazo  asignado  para  entregarla  , 
ó  á  falta  de  este  antes  que  el  acreedor  la  demande  en  juicio, 
estingue  la  deuda  ú  obligación  ;  pero  si  la  pérdida  de  la  cosa 
ocurriese  por  culpa  ó  engaño  del  deudor,  ó  después  del  plazo 
señalado  para  su  entrega ,  ó  despues  que  habiéndosele  pe- 
dido en  juicio  no  quiso  darla  pudiendo,  queda  obligado  el 
deudor  á  pagar  su  importe  ó  estimación;  ley  9 ,  lit.  14,  y 
ley  18,  tit.  11,  Part.  S.  Todo  lo  dicho  se  entiende  cuando 
la  cosa  debida  es  un  cuerpo  cierto  y  determinado  ;  pues  si 
fuese  genérica  ó  no  estuviese  determinada  sino  en  cuanto 
á  la  especie,  como  por  ejemplo  una  onza  de  oro  ,  cincuenta 
fanegas  de  trigo ,  ó  1res  toneles  de  vino ,  siempre  se  perde- 
ría para  el  deudor,  el  cual  por  consiguiente  no  se  libertaria 
de  la  deuda ,  ya  porque  se  supone  que  el  género  por  su  na- 
turaleza nunca  perece,  nunquam  genus  perit,  ya  porque 
aunque  se  diga  que  perece,  no  puede  perecer  sino  para  su 
dueño  que  es  el  deudor,  res  domino  suo  perit  ;  ley  18  y  su 
glosa  1,  tit.  11,  Part.  b.  Si  prestas  pues  á  Pedro  una  onza 
de  oro  que  luego  le  roban,  tendrá  que  pagártela,  porque  su 
obligación  no  consistía  en  haberte  de  dar  aquella  misma 
onza,  sino  generalmente  una  onza.  Véase  Obligación  en  sus 
diferentes  artículos,  y  principalmente  en  el  de  Obligación 
de  dar.  Aunque  por  la  pérdida  de  la  cosa  debida,  cuando 
esta  consiste  en  un  objeto  cierto  y  determinado  ,  cesa  la 
obligación  de  hacer  la  entrega  ,  puesto  que  no  puede  darse 
lo  que  no  existe ,  no  se  estingue  sin  embargo  la  convención  ; 
y  así  es  que  el  acreedor  no  puede  dispensarse  de  pagar  el 
precio  convenido  ;  y  con  mayor  razón ,  si  ya  lo  hubiese  pa- 
gado, no  tendrá  derecho  á  repetirlo. 

PERDÓN.  La  remisión  de  la  deuda,  esto  es,  la  renuncia 
que  el  acreedor  hace  de  sus  derechos  ,  consintiendo  en  que 
la  deuda  quede  estinguida.  No  puede  perdonar  la  deuda  si- 
no el  acreedor  que  tenga  la  libre  disposición  de  sus  dere- 
chos, porque  el  perdón  es  una  verdadera  enajenación  á  tí- 
tulo gratuito.  El  perdón  puede  ser  espreso  ó  tácito  :  es  espreso, 
cuando  se  hace  por  palabras  claras  que  lo  manifiestan ,  ya 
sea  pactando  el  acreedor  con  el  deudor  que  nunca  le  pedirá  la 
deuda,  que  es  lo  que  en  las  leyes  de  Partida  se  ltema  liberación 
ó  quitamiento,  ya  sea  dándose  aquel  por  pagadoy  satisfecho, 
leyes  1  y  2,  til.  14,  Part.  5,  que  es  lo  que  entre  los  Romanos  se 
llamaba  aceptilacion:  tácito  es,  cuando  resulta  de  un  dere- 
cho que  supone  necesariamente  en  el  acreedor  la  intención 
de  estinguir  la  deuda,  como  si  entregase  voluntariamente  al 
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deudor  la  carta  ,  vale  ó  título  de  la  deuda,  ó  la  rompiese  á 
sabiendas  con  ánimo  de  renunciar  su  derecho  ;  pero  será  lo 
contrario  si  probase  el  mismo  acreedor  que  solo  dio  el  ins- 
trumento al  deudor  en  confianza  ó  depósito,  ó  que  se  lo  hur- 
taron ,  forzaron  ó  rompieron  contra  su  voluntad;  ley  9, 
tít.  15,  Part.  5.  El  perdón  tácito  concedido  á  uno  délos 
deudores  solidarios ,  parece  debe  aprovechar  también  á  sus 
codeudores ,  porque  desprendiéndose  el  acreedor  del  título 
que  prueba  sus  derechos  contra  todos  ellos ,  manifiesta  bas- 
tante la  intención  de  remitirá  lodos  la  deuda.  También  el 
perdón  espreso  concedido  á  uno  de  los  deudores  solidarios, 
debe  libertar  á  todos  los  demás ,  porque  como  la  obligación 
de  un  deudor  solidario  es  de  pagar  toda  la  deuda,  el  acree- 
dor que  le  perdona  esta  obligación  estingue  su  crédito  por 
entero,  á  no  ser  que  se  reserve  espresamente  su  derecho 
contra  los  otros,  en  cuyo  caso  no  podria  pedirles  la  deuda 
sino  deducida  la  parte  de  aquel  á  quien  la  había  remitido. 
Mas  ¿cuál  es  la  parte  que  se  habria  de  deducir?  ¿La  parte 
viril  ó  la  parte  real  ?  Yo  y  mi  hermano,  por  ejemplo,  hemos 
Jomado  prestada  de  tí  solidariamente  una  cantidad  de  treinta 
mil  reales  ,  de  los  cuales  se  han  empleado  veinte  mil  en  mi 
beneficio,  de  suerte  que  mi  parte  real  en  la  deuda  es  de  dos 
tercios,  y  mi  parte  viril  es  solo  la  mitad.  Si  tú  me  per- 
donas mi  parte,  ¿  se  ha  de  entender  que  me  perdonas  los 
dos  tercios  ó  solo  la  mitad  de  la  deuda?  En  tal  caso  parece 
necesario  averiguar  tu  intención  :  si  hay  circunstancias  que 
prueben  que  tú  tenias  conocimiento  de  que  mi  parte  real  era 
de  dos  tercios ,  y  que  tu  ánimo  fué  perdonarme  esta 
parte,  se  ha  de  seguir  tu  voluntad  ;  pero  á  falta  de  tales  cir- 
cunstancias, es  mas  natural  creer  que  tú  quisiste  remitirme 
mi  parte  viril,  por  ser  esta  la  que  yo  debia  en  apariencia. 
—  La  restitución  de  la  prenda  no  basta  para  hacer  presumir 
la  remisión  de  la  deuda  ,  pues  solo  se  perdona  entonces  el 
derecho  de  prenda,  dando  á  entender  con  esto  el  acreedor 
que  se  fia  del  deudor  sin  necesidad  de  garantías  ni  seguri- 
dades. —  El  perdón  concedido  al  deudor  principal  deja  li- 
bres los  fiadores,  porque  lo  accesorio  no  puede  subsistir  sin 
lo  principal;  pero  el  concedido  á  los  fiadores  no  exonera  al 
deudor  ;  ni  tampoco  el  concedido  á  uno  de  los  fiadores,  pue- 
de libertar  á  los  otros,  pues  el  acreedor  puede  renunciar  en 
todo  ó  en  parte  sus  derechos  á  la  fianza  sin  renunciarlos  á 
la  deuda. 

PERDÓN.  La  remisión  del  agravio  ,  injuria  ú  ofensa 
que  uno  ha  recibido ,  ó  de  la  pena  merecida  por  un  delito. 
Puede  un  particular  remitir  la  injuria  que  se  le  ha  hecho, 
y  renunciar  la  satisfacción  de  los  perjuicios  que  se  le  hayan 
ocasionado;  mas  solo  el  soberano  puede  conceder  la  remi- 
sión de  la  pena  en  que  ha  incurrido  el  delincuente;  pues 
como  el  fin  de  la  pena  no  es  la  venganza  sino  la  enmienda 
y  la  prevención  de  los  delitos  ;  seria  un  absurdo  poner  en 
manos  de  una  persona  privada  la  potestad  de  librar  del 
castigo  á  los  culpados,  privando  al  público  de  la  utilidad 
del  escarmiento ,  y  al  monarca  de  un  derecho  inherente  á  la 
soberanía.  Es  no  obstante  muy  frecuente  moderar  mucho 
las  penas  prescritas  por  las  leyes,  aun  en  delitos  graves, 
cuando  la  persona  interesada  remite  el  agravio.  Esta  costum- 
bre vieno  sin  duda  de  una  ley  de  Partida,  /e¡/22,  lit.  1, 
Parí.  7,  que  dice  que  cuando  un  acusador  de  crimen  digno 
de  muerte  ó  perdimiento  de  miembro  se  conviniere  con  el 
acusado  en  dejar  la  causa  antes  de  darse  la  sentencia  ,  por 
recibir  alguna  cosa  ,  no  ha  de  imponerse  al  reo  pena  cor- 
poral, porque  guisada  cosa  es  et  derecha  que.  todo  home 
pueda  redemir  su  sangre  ;  mas  una  ley  recopilada  ,  ley  h  , 
til.  'i0,  lib.  12,  Nov.  Rec,  declara  que  aunque  haya  perdón 
de  parto,  siendo  el  delito  y  persona  tal,  que  justamente  le 
corresponda  pena  corporal,  pueda  imponerse  la  de  servicio 
en  galeras  por  el  tiempo  que  pareciere. 

El  perdón  de  parte  se  hace  en  escritura  pública ,  en  la  cual 


después  de  relacionar  sucintamente  la  causa ,  su  estadg, 
ante  qué  juez  y  escribano  pende  ,  y  si  el  reo  está  preso  ó 
suelto  ,  el  injuriado  manifiesta  que  perdona  libremente  la 
ofensa  ,  da  por  rota  y  cancelada  la  causa  por  lo  que  á  sí 
toca,  renuncia  las  acciones  civil  y  criminal  que  tiene  contra 
el  reo ,  suplica  á  S.  M.  se  sirva  indultar  á  este  y  remitirle 
la  pena  en  que  incurrió  por  su  delito ,  mandando  que  no  se 
proceda  contra  su  persona  ni  bienes  en  manera  ni  tiempo 
alguno ,  y  espresa  que  el  perdón  es  gracioso  ó  bien  por  al- 
guna cantidad  para  cubrir  las  costas,  alimentos  de  la  viuda 
ó  de  hijos  menores ,  gastos  de  curación  ,  sufragios  por  el 
alma  del  muerto ,  etc.  Si  el  que  perdona  fuere  menor,  ha  de 
intervenir  su  curador,  ha  de  hacerse  información  de  serle 
mas  útil  perdonar  al  agresor  que  seguir  la  causa  ,  ha  de  dar 
licencia  el  juez  de  ella  ,  y  ha  de  insertarse  todo  en  la  escri- 
tura ;  ley  ¡l,  tít.  11 ,  Part.  5.  La  mujer  casada  necesita  per- 
miso de  su  marido  para  perdonar.  —  El  apartamiento  de 
querella  ,  que  es  lo  mismo  que  el  perdón ,  se  ejecuta  ante 
el  juez  por  pedimento  ó  por  escritura. 

Los  jueces  ofrecen  á  veces  á  un  delincuente  el  perdón  de 
su  delito  por  el  descubrimiento  de  sus  cómplices  ;  pero  esta 
práctica  no  se  halla  autorizada  por  la  ley,  es  contraria  al 
respeto  que  se  debe  á  las  costumbres  ,  y  quizá  lejos  de  in- 
timidar á  los  perversos  por  el  recelo  de  que  alguno  los  des- 
cubra por  obtener  el  indulto  ,  los  estimula  por  el  contrario 
á  la  ejecución  de  sus  crímenes  con  la  esperanza  de  poder 
evitar  la  pena  mediante  la  delación.  Solo  en  los  delitos  de 
lesa  majestad  está  dispuesto,  que  el  que  consienta  en  traición 
con  otros  y  antes  de  jurar  el  pacto  la  descubra,  sea  per- 
donado y  aun  premiado  ;  y  el  que  la  delate  después  de  jurada 
y  antes  de  ejecutada,  tenga  el  perdón,  mas  no  el  premio. 
—  Véase  Indulto  en  sus  diferentes  artículos,  y  Querella. 

PERENTORIO.  Lo  último  que  se  concede  ó  determina 
en  cualquier  línea  ,  como  término  perentorio;  —  y  lo  que 
es  concluyente ,  decisivo  y  terminante ,  como  escepcion 
perentoria ,  esto  es ,  escepcion  que  termina  y  estingue  el 
derecho  del  actor.  Esta  palabra  viene  de  la  voz  latina 
perimere ,  que  significa  estinguir,  acabar,  anonadar. 

PERITOS.  Los  prácticos  ó  versados  en  alguna  ciencia , 
arte  ú  oficio.  Cuando  para  la  decisión  de  un  asunto  litigioso 
se  necesitan  conocimientos  facultativos,  han  de  nombrar  las 
partes  dos  peritos  que  hagan  el  exámeu  ó  reconocimiento 
y  rindan  su  declaración ,  en  caso  que  los  haya  en  el  pueblo, 
y  si  alguna  no  quiere  nombrar  por  sí ,  le  nombra  el  juez  de 
oficio  por  su  rebeldía  ;  pero  si  no  hay  mas  que  uno ,  será 
suficiente  y  se  deberá  estar  á  su  aserción ,  esceplo  en  las 
causas  arduas  y  de  entidad,  en  las  cuales  se  deben  buscar 
dos ,  á  no  ser  que  las  partes  se  conformen  en  uno  ;  ley  56, 
lit.  6,  Part,  5,  glosa  6  de  Herm.  desde  el  núm;  Ib  al  70  ; 
Gómez,  lib.  2,  Variar.,  cap.  6,  núm.  fin.  Hecho  y  notificado 
el  nombramiento ,  se  les  recibe  juramento  por  el  juez  ó 
escribano  ,  con  citación  de  las  partes,  de  que  desempeñarán 
su  encargo  con  fidelidad  y  exactitud ,  y  dirán  la  verdad 
como  la  conciban  según  su  inteligencia,  sin  causar  agravio 
á  ninguno  de  los  interesados.  Luego  proceden  á  la  vista 
ocular,  examen  ó  reconocimiento  de  la  cosa  litigiosa  los  dos 
juntos  ó  cada  uno  por  separado  ,  á  presencia  del  escribano 
y  del  juez,  y  también  con  citación  de  las  parles  por  si  qui- 
sieren asistir  como  pueden  hacerlo  ;  y  para  que  depongan 
con  justificación  y  pleno  conocimiento,  se  les  han  de  poner 
de  manifiesto,  siendo  preciso,  no  solo  los  autos  sino  también 
los  documentos  producidos  en  ellos.  Practicado  el  recono- 
cimiento, hacen  sus  declaraciones  ante  el  escribano  que  las 
esliendo  en  los  autos  ,  ó  bien  se  las  presentan  por  escrito, 
y  en  ambos  casos  se  pasan  al  juez  para  que  las  apruebe. 
Si  los  peritos  no  se  convinieren,  se  nombrará  un  tercero 
en  discordia  por  las  mismas  partes ,  ó  bien  por  el  juez  en 
caso  de  que  sobre  este  punto  hubiere  desavenencia  entre 
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ellas;  y  se  le  exhibirán  las  declaraciones  de  los  primeros, 
á  fin  de  que  en  vista  de  todo  se  conforme  con  la  que  sea 
mas  arreglada. 

Los  peritos  han  de  tener  conocimiento  en  la  materia , 
probidad ,  buena  opinion ,  y  las  demás  circunstancias  que 
se  exigen  para  testigo  mayor  de  toda'  escepcion.  Los  peritos 
pueden  ser  obligados  á  aceptar  el  encargo  ,  cuando  son  pú- 
blicos y  no  tienen  impedimento  ni  escusa  legítima  ;  pero  si 
fueren  elegidos  por  las  partes ,  solo  podrán  ser  competidos 
en  el  caso  de  que  no  haya  en  el  pueblo  otros  igualmente 
idóneos  é  imparciales  ;  mas  de  todos  modos  después  de 
aceptado  el  encargo  no  pueden  prescindir  de  su  desempeño. 
—  Los  peritos  nombrados  por  el  juez  pueden  ser  recusados 
bajo  el  mero  juramento  de  que  se  les  tiene  por  sospechosos, 
protestando  no  proceder  en  ello  maliciosamente,  ni  con  in- 
tención de  injuriarlos;  escepto  el  caso  en  que  el  juez  los 
nombre  por  contumacia  ó  rebeldía  de  los  interesados ,  pues 
entonces  se  necesita  alegar  causa  para  recusarlos.  Los  peri- 
tos nombrados  de  común  acuerdo  por  las  mismas  partes , 
no  podrán  después  ser  recusados  por  ellas  ,  porque  en  el 
hecho  de  haberlos  elegido  ,  es  visto  que  aprobaron  su  ido- 
neidad ;  á  menos  que  sobrevenga  después  del  nombramiento, 
ó  de  nuevo  se  sepa  y  pruebe  ,  alguna  justa  causa  de  recu- 
sación. Lo  mismo  sucederá  si  cada  uno  de  los  interesados 
nombrare  su  perito ,  el  cual  no  puede  ser  recusado  por  la 
otra  parte  ,  por  cuanto  debe  haber  igualdad  entre  ellos  ,  y 
les  queda  el  medio  de  recurrir  á  un  tercero  en  discordia. 
El  tercero  en  discordia  puede  ser  recusado  ,  con  tal  que  se 
alegue  justa  causa ,  posterior  ó  anterior  al  nombramiento  , 
probándose  que  la  ignoraba  el  recusante. 

Cuando  los  primeros  peritos  y  el  tercero  en  discordia  han 
sido  nombrados  unánimemente  por  los  interesados ,  habrá 
de  conformarse  el  tercero  con  el  parecer  de  uno  de  los  otros, 
sin  dar  dictamen  separado  ;  porque  habiendo  unanimidad 
en  el  nombramiento ,  se  infiere  que  los  interesados  eligieron 
al  tercero  para  decidir  como  arbitrador  sobre  el  parecer 
discorde  de  los  demás;  pero  si  fuere  nombrado  por  el  juez, 
podrá  disentir  del  dictamen  de  los  primeros  ,  dando  el  suyo 
separadamente. 

Siendo  muchos  los  peritos  y  estando  discordes  ,  se  ha  de 
distinguir  de  casos  para  saber  á  quiénes  deberá  darse  cré- 
dito. Cuando  son  desiguales  en  número  é  iguales  en  aptitud, 
se  ha  de  seguir  el  parecer  del  mayor  número.  Cuando  hay 
mayor  pericia  en  unos  que  en  otros ,  y  discrepan  en  igual 
número,  debe  preferirse  el  voto  de  los  mas  inteligentes. 
Cuando  hay  igualdad,  así  en  el  número  de  los  discrepantes 
como  en  la  pericia,  se  debe  seguir  el  dictamen  de  los  que 
favorecen  al  que  en  el  juicio  hace  la  parte  de  reo.  Si  fueren 
varios  los  peritos  que  contradicen  á  uno  solo  ,  aunque  este 
tenga  mas  pericia,  ha  de  creerse  á  aquellos.  Finalmente 
cuando  uno  es  mas  anciano  y  práctico  que  el  otro ,  debe 
seguirse  el  dictamen  del  primero.  —  No  pueden  los  peritos 
delegar  á  otro  su  comisión ,  porque  habiendo  sido  elegidos 
por  sus  calidades  personales,  y  jurando  que  desempeñarán 
su  encargo  según  su  leal  saber  y  entender,  es  claro  que  ellos, 
y  no  otra  persona  ,  son  los  que  deben  ejecutarlo. 

No  solo  en  las  causas  civiles ,  sino  también  en  las  crimi- 
nales ,  se  tiene  que  echar  mano  de  peritos,  como  v.  gr. 
para  examinar  y  reconocer  heridas,  instrumentos,  monedas 
falsas  y  otros  cuerpos  de  delito;  pero  aunque  por  lo  común 
son  muy  atendidas  en  todos  asuntos  sus  declaraciones  , 
deben  mirarse  no  obstante  con  mucho  cuidado  y  reserva  los 
dictámenes  dados  sobre  estas  materias  tan  delicadas  y  tras- 
cendentales ,  en  que  es  tan  fácil  y  de  tanta  consecuencia  el 
error,  con  especialidad  en  las  poblaciones  pequeñas ,  donde 
los  profesores  de  artes  y  ciencias  suelen  carecer  de  sufi- 
cientes nociones  para  formar  juicios  prudentes  y  exactos, 
y  declarar  con  acierto  sobre  aquellos  delitos  en  que  es  for- 


zoso recurrir  á  ellos.  De  aquí  es  que  está  en  mano  de  los 
jueces  conformarse  con  tales  pareceres  ó  desecharlos,  según 
las  circunstancias  y  demás  adminículos  :  de  suerte' que  es 
una  preocupación  muy  perjudicial  creer  que  forzosamente 
deben  seguirse  ,  aunque  se  advierta  su  falsedad;  ley  118, 
tít.  18,  Parí.  3.  —  Véase  un  ejemplo  terrible  de  un  error 
de  peritos  en  el  artículo  Monedero  falso. 

j-  PERITO  agrónomo.  Véase  Empleados  de  montes  y 
plantíos. 

PERJURIO.  El  delito  de  jurar  en  falso,  ó  de  quebrantar 
maliciosamente  el  juramento  que  se  ha  hecho.  Según  las 
leyes  de  las  Partidas,  el  testigo  que  juró  en  falso  á  sabiendas, 
ademas  de  la  pena  de  falso  que  según  ellas  es  arbitraria  , 
debe  pagar  al  perjudicado  todos  los  daños  que  le  hubiere 
ocasionado  por  su  testimonio  :  y  si  á  resultas  de  su  decla- 
ración hubiere  sido  muerta  ó  lisiada  alguna  persona  ,  ha  de 
padecer  igual  pena;  ley  42 ,  til.  16 ,  Part.  5  :  —  el  que 
habiendo  prometido  alguna  cosa  con  juramento  ,  deja  de 
cumplirla  pudiendo  hacerlo,  y  no  siendo  injusta  ó  ilícita, 
incurre  en  la  pena  de  no  ser  creído  nunca  su  testimonio  ,  y 
en  la  de  no  ser  par  de  otro,  esto  es,  en  la  de  infamia;  ley  1, 
Ut.  S  ,  Part.  7  y  su  glosa  1  :  —  y  el  que  por  otorgamiento 
del  juez  ó  de  su  contrario  jurase  mentira  en  algún  pleito, 
no  habrá  mas  pena  que  la  que  Dios  le  diere  ;  ley  26,  til.  11, 
Part.  5  ;  mas  si  el  que  defiere  el  juramento  ó  le  hace  ,  usa 
de  alguna  palabra  engañosa  ó  dudosa ,  ha  de  entenderse 
según  la  entendió  el  engañado;  y  si  puede  probar  el  engaño, 
no  debe  valer  el  juramento,  ni  aprovechar  al  engañador, 
el  cual  no  podrá  escusarse  de  perjuro  ;  ley  29,  Ht.  1 1 ,  Part.  3. 
—  Las  leyes  de  la  Recopilación  previenen,  que  el  que  jure 
en  falso  sobre  la  cruz  y  santos  Evangelios ,  pague  seiscientos 
maravedís  para  el  fisco  :  —  que  el  que  quebrante  ó  no 
guarde  su  juramento  hecho  sobre  cualquier  contrato  en  que 
pueda  hacerse ,  pierda  por  el  mismo  hecho  todos  sus  bienes 
para  el  fisco  :* —  que  cuando  presuman  los  jueces  que  algu- 
nos testigos  deponen  falsamente ,  ó  cuando  ven  que  hay 
diversidad  en  sus  deposiciones,  trabajen  por  averiguar  la 
verdad  ó  falsedad  ,  y  aun  los  careen  unos  con  otros ,  y  casti- 
guen los  testigos  falsos  así  en  las  causas  civiles  como  en  las 
criminales,  procediendo  con  toda  brevedad  y  de  oficio,  sin 
esperar  la  determinación  de  la  causa  principal  :  —  que  el 
testigo  que  depuso  falsamente  contra  alguna  persona  en  cual- 
quiera causa  criminal ,  por  la  que  à  no  haberse  averiguado 
la  falsedad  del  dicho  se  le  habría  impuesto  la  pena  de 
muerte  ú  otra  corporal ,  sea  castigado  en  su  persona  y  bienes 
con  la  misma  pena  que  hubiese  correspondido  al  acusado, 
tít.  6,  lib.  12,  Nov.  Rec;  y  que  en  las  demás  causas  crimi- 
nales y  civiles  se  observe  lo  dispuesto  por  las  leyes ,  esto  es, 
por  las  leyes  del  Fuero  Juzgo ,  según  creen  algunos,  en  que 
se  ordena  que  si  alguno  por  cuita  negare  la  verdad  ó  se 
perjurare,  sufra  cien  azotes,  sea  retraído  para  siempre, 
no  pueda  ser  testigo  contra  nadie,  y  pierda  la  cuarta  parte 
de  su  hacienda  para  la  persona  engañada  con  su  perjurio  , 
y  por  las  leyes  del  Fuero  Real  en  que  se  manda  que  ademas 
de  indemnizar  el  testigo  falso  á  quien  perjudicó  con  su  dicho, 
nunca  valga  su  testimonio  ,  y  se  le  arranquen  los  dientes  ; 
ley  14 ,  til.  4 ,  lib.  2  del  Fuero  Juzgo  ,  y  ley  3 ,  til.  12,  lib.  4 
del  Fuero  Real  :  —  y  finalmente  que  se  conmute  en  ver- 
güenza pública  y  diez  años  de  galeras  la  pena  de  quitar  los 
dientes  al  testigo  falso  en  las  causas  civiles  en  los  casos  en 
que  según  las  leyes  había  de  condenarse  á  ella  ;  y  que  al 
mismo  testigo  falso  en  las  causas  criminales,  no  siendo  caso 
de  muerte  en  que  se  le  haya  de  imponer  esta  misma,  se  le 
condene  en  vergüenza  pública  y  galeras  perpetuas  :  lo  cual 
se  estiende  á  las  personas  que  le  hubieren  inducido  ;  ley  3, 
tít.  6,  lib.  12,  Nov.  Rec.  (1).  Como  en  el  dia  no  hay  gale- 


(1)  En  la  ttecop.  de  Lid.  la  ley  25,  tít.  i  ,  lib.  i  ,  declarando 
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ras  ,  se  les  sustituyen  las  penas  (Je  presidio  ,  arsenales  ú 
otras  al  arbitrio  del  juez.  Véase  Penas  y  Juramento. 

PERJURO.  El  que  jura  en  falso,  ó  quebranta  maliciosa- 
mente el  juramento  que  ha  hecho.  Véase  Perjurio. 

PERMUTA.  El  contrato  en  cuya  virtud  se  cede  una 
cosa  por  otra  ;  ley  1,  lit.  6,  Part.  5.  La  permuta  se  perfec- 
ciona por  solo  el  consentimiento  ,  como  la  compra  y  venta; 
y  se  diferencia  de  esta  en  que  el  precio  no  se  fija  .en  dinero, 
en  que  cada  cosa  es  á  un  mismo  tiempo  cosa  vendida  y 
precio  de  la  otra,  y  en  que  cada  uno  de  los  contrayentes 
tiene  las  dos  calidades  de  comprador  y  vendedor.  Algunos 
dividen  la  permuta  en  simple  y  eslimaloria  :  es  simple , 
cuando  no  se  determina  el  precio  de  ninguna  de  las  dos  cosas; 
y  estimatoria  cuando  se  hace  valuación  de  ellas:  la  primera 
dicen  ser  semejante  á  la  donación  ;  y  la  segunda  á  la  compra 
y  venta:  en  la  primera  no  es  forzoso,  añaden,  que  haya 
igualdad  ,  de  modo  que  ninguno  de  los  contrayentes  puede 
quejarse  de  lesión  ,  no  habiendo  habido  fuerza ,  dolo  ú  otra 
causa  para  ello;  y  en  la  segunda  sucede  lo  contrario  por 
razón  del  aprecio  de  las  cosas  trocadas.  Pueden  permutar 
los  que  pueden  vender,  y  pueden  permutarse  las  cosas  que 
pueden  venderse  ;  ley  2,  lit.  6,  Part.  b.  —  Si  uno  de  los 
permutantes  ha  recibido  ya  la  cosa  del  otro ,  y  luego  resulta 
que  este  no  era  propietario  de  ella ,  no  está  obligado  á  en- 
tregarle la  que  le  habia  prometido  en  cambio  ,  sino  solo  á 
devolverle  la  recibida  ,  porque  no  fué  su  ánimo  celebrar  un 
contrato  de  venta  ,  sino  adquirir  la  propiedad  de  una  cosa 
que  ya  no  se  le  puede  trasladar  :  Pedius  ait,  alienam  rem 
dantem  nullam  contrahere  permulalioncm.  —  La  permuta 
produce  las  mismas  obligaciones  que  la  venta.  De  aquí  es 
que  cada  uno  de  los  permutantes  queda  obligado  en  favor 
del  otro  no  solo  á  la  entrega  de  la  cosa  prometida  ,  sino 
también  á  la  eviccion  y  saneamiento  de  ella ,  y  á  la  satis- 
facción de  todos  los  perjuicios  originados  por  la  falta  de 
cumplimiento  ;  ley  h  ,  til.  6 ,  Part.  8.  El  riesgo  de  la  cosa 
que  cada  permutante  ha  ofrecido  dar,  corresponde  á  aquei 
á  quien  se  ha  prometido,  del  mismo  modo  que  en  el  con- 
trato de  venta  corresponde  al  comprador  el  riesgo  de  la  cosa 
vendida  :  por  manera  que  si  la  cosa  prometida  en  cambio 
perece  sin  culpa  del  que  la  ofreció ,  y  antes  de  haberse  cons- 
tituido en  mora  ,  quedará  libre  de  su  obligación ,  sin  que  el 
otro  contrayente  pueda  repetir  la  cosa  dada  por  su  parte  ,  ni 
aun  dejar  de  darla  si  todavía  no  lo  ha  hecho.  También  deben 
manifestarse  los  defectos  ó  tachas  de  las  cosas  trocadas;  y 
si  se  encubren  maliciosamente ,  podrá  deshacerse  la  per- 
muta en  los  mismos  términos  que  lávenla,  pues  aquella 
puede  anularse  por  las  mismas  causas  que  esta.  Todas  las 
demás  reglas  prescritas  para  el  contrato  de  venta  se  aplican 
igualmente  á  la  permuta.  —  El  derecho  romano  consideraba 
la  permuta  como  un  contrato  imperfecto,  y  le  ponia  entre 
los  innominados  ó  que  no  tienen  nombre,  resultando  de  aquí 
que  no  mediando  la  forma  de  la  estipulación ,  ni  la  entrega 
hecha  por  alguno  de  los  contrayentes ,  no  podía  ninguno  de 
ellos  pedir  su  ejecución ,  y  que  cuando  uno  de  los  permu- 
tâmes habia  hecho  la  entrega  no  tenia  acción  para  pedir 
judicialmente  lo  que  se  le  habia  prometido  sino  tan  solo  para 
recobrar  lo  que  habia  entregado;  pero  como  entre  nosotros 
deben  cumplirse  todas  las  convenciones  ,  porque  todo  hom- 
bre queda  obligado  de  cualquier  modo  que  parezca  quiso 
obligarse ,  según  la  ley  de  la  Recopilación  que  puede  verse 
en  la  palabra  Pacto,  produce  la  permuta  todo  su  efecto,  y 
debe  ejecutarse  como  cualquier  otro  contrato  ;  ley  i,  lit.  1, 
lib.  10,  Nov.  Rcc. 
PERMUTA.  En  los  beneficios  eclesiásticos  es  la  resig- 

que  solo  quedan  permitidos  los  juramentos  hechos  en  juicio,  ú 
para  valor  de  algún  contrato,  establece  también  varias  penas 
contra  los  perjuros. 


nación  ó  renuncia  que  dos  hacen  de  sus  beneficios  en  manos 
del  ordinario  eclesiástico  ,  con  súplica  recíproca  para  que 
confiera  libremente  el  beneficio  del  uno  al  otro.  No  puede 
hacérsela  permuta  de  prebendas  y  demás  piezas  eclesiásticas 
sin  permiso  del  rey  en  virtud  del  concordato  hecho  con  la 
corle  romana  ,  tocando  solamente  al  ordinario  diocesano  su 
colación  é  institución  canónica.  Cap.  Quœsitum,  de  feftttn 
permul.,  y  cap.  Citm  universorum ,  ibi;  ley  63  al  fin  ,  til.  S , 
Part.  l,yley<i,  lit.  6,  Part.  5  (1). 

f  PERMUTA  mercantil.  Las  permutas  mercantiles  se 
califican  y  se  rigen  por  las  mismas  reglas  prescritas  sobre 
las  compras  y  ventas  en  cuanto  estas  sean  aplicables  á  las 
circunstancias  especiales  de  este  género  de  contralos.  Cad. 
de  corn.,  art.  386. 

PERSONA.  En  derecho ,  no  es  lo  mismo  persona  que 
hombre:  hombre  es  todo  ser  humano  considerado  sin  res- 
pecto alguno  á  los  derechos  que  la  ley  le  garantiza  ó  le  niega  : 
Homo  est,  ciiicumque  mens  ralione  prœdila  in  corpore  hu- 
mano conligit.  Persona  es  el  hombre  considerado  según  el 
estado  de  que  goza  y  que  le  produce  ciertos  derechos  y 
deberes  :  Persona  est  homo,  cum  statu  quodam  consideratus. 
Entre  los  Romanos  ,  que  habían  consagrado  la  esclavitud, 
era  exacta  la  distinción;  pues  el  esclavo  ,  despojado  de  toda 
especie  de  derecho,  no  era  realmente  persona,  sino  sola- 
mente hombre ,  ser  humano ,  y  aun  nada  mas  que  cosa ,  que 
podia  comprarse  y  venderse  como  un  mueble.  Mas  entre 
nosotros  no  es  rigurosamente  verdadera  semejante  diferen- 
cia, sino  en  las  colonias,  pues  no  hay  quien  deje  de  gozar 
de  algunos  derechos.  Las  personas  son  el  primer  objeto  del 
derecho,  porque  toda  ley  se  ha  establecido  por  causa  do 
ellas,  omne  jus personarum  causa  conslilulum  est  ;  y  de  aquí 
es  que  los  instilutistasj  siguiendo  el  orden  de  Justiniarto  , 
tratan  primero  de  las  personas,  luego  de  las  cosas,  y  des- 
pués de  las  acciones;  Heineccio ,  Recitaciones,  lib.  1 ,  tít.  5. 
Véase  Estado  de  los  hombres. 

PERSONAL.  Cierto  tributo  que  pagan  en  algunas  partes 
los  individuos  del  estado  general  que  hacen  de  cabeza  de 
familia. 

PERSONERO.  El  constituido  procurador  ó  mandatario 
para  desempeñar  ó  solicitar  el  negocio  ajeno  ;  —  y  el  pro- 
curador síndico  de  algún  pueblo.  Véase  Mandatario  ,  Pro- 
curador y  Sindico. 

PERTENENCIA.  La  acción  ó  derecho  que  alguno  lieflfi 
á  la  propiedad  de  alguna  cosa;  —  el  espacio  que  toca  á  al- 
guno por  jurisdicción  ó  propiedad  ;  —  y  lo  que  es  accesorio 
ó  consiguiente  á  lo  principal ,  y  entra  con  ello  en  la  pro- 
piedad ,  como  cuando  se  dice  que  fulano  compró  tal  ha- 
cienda con  todas  sus  pertenencias. 

PERTINENTE.  Lo  que  hace  al  caso  ó  viene  á  propó- 
sito; y  asi  se  admite  por  el  juez  un  interrogatorio  en  cuanto 
es  pertinente ,  esto  es ,  solo  con  respecto  á  las  preguntas 
que  vienen  á  propósito ,  por  ser  útiles  á  la  parte  que  las  pre- 
senta; ley  2,  lit.  12,  Part.  5;  ley  i7k  del  Estilo:  ley  5,  ttt.  10, 
lib.  11,  Nov.  Rcc.  Véase  Interrogatorio. 

PESCA.  La  acción  y  el  derecho  de  coger  peces  en  eí  mar 
ó  en  los  rios  con  redes  ,  cañas  ú  otros  instrumentos  á  pro- 
pósito. La  pesca  y  la  caza  son  tal  vez  los  modos  mas  antiguos 
de  adquirir  que  han  ejercido  los  hombres  :  así  la  una  como 

(1)  En  cédula  de  G  de  junio  de  1783  recopilada  por  Belefia  , 
último  foliaje,  n.  615,  se  previene  que  cuando  los  prebendado! 
de  las  iglesias  de  Indias  soliciten  permutar  con  otros  por  no  pro- 
barles el  temperamento  donde  respectivamente  se  hallan,  hagan 
constar  los  interesados  el  consentimiento  de  sus  prelados  y  anuen- 
cia de  los  vicepalronos,  para  que  concurran  las  dos  potestades  á 
calificar  la  utilidad  ó  necesidad  de  las  permutas  que  soliciten.  — 
Por  otra  cédula  de  14  de  febrero  de  1796,  están  prohibidas  por 
punto  general  las  permutas  de  curatos  por  capellanías  ó  benefi- 
cios, para  cerrar  todo  camino  á  negociaciones  y  simonías  paliadas. 
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la  otra  fueron  permitidas  á  todo  el  mundo  por  el  derecho  de 
gentes,  y  los  animales  cogidos  en  la  tierra  ó  en  el  agua 
fueron  desde  un  principio  el  premio  de  la  industria  y  des- 
treza de  los  que  los  tomaban;  mas  luego  por  las  costumbres 
de  los  pueblos  esta  libertad  natural  de  caza  y  pesca  fué  limi- 
tada y  sometida  á  ciertas  reglas,  ya  para  evitar  la  destruc- 
ción de  un  medio  tan  fecundo  de  subsistencia,  ya  para  pre- 
caver la  ociosidad ,  el  atraso  de  las  artes,  y  otros  males  que 
se  indican  en  la  palabra  Caza.  Entre  nosotros  está  prohibido 
generalmente  el  pescar  en  aguas  dulces  desde  primero  de 
marzo  hasta  fin  de  julio  de  cada  año  con  ningún  instrumento, 
como  no  sea  la  caña,  y  solo  los  dueños  particulares  ó  sus 
arrendadores  pueden  pescar  desde  el  dia  veinte  y  cuatro  de 
junio;  leyes  del  til.  30,  lib.  7,  Nov.  Rec.  Asimismo  está  pro- 
hibida la  pesca  de  truchas  en  los  meses  de  octubre,  noviem- 
bre, diciembre,  enero  y  febrero  que  es  el  tiempo  de  su 
desove  y  cria  ,  y  permitida  en  lo  demás  del  año.  En  los 
tiempos  en  que  se  permite  la  pesca ,  solo  se  puede  usar  del 
anzuelo,  nasas  y  redes  de  cualquier  género  que  sean,  te- 
niendo precisamente  cada  malla  la  estension  ó  cabida  de- 
mostrada por  cierta  figura  marcada  por  la  ley,  vista  y  apro- 
bada por  la  justicia ,  y  habiendo  de  ser  la  entrada  de  la 
pesca  ,  para  justificar  la  contravención,  por  la  cabeza  y  no 
por  la  cola  ;  con  absoluta  prohibición  en  todo  tiempo  de  otro 
instrumento,  y  mucho  mas  de  medios  ilícitos,  como  cal 
viva,  beleño,  coca,  y  cualesquiera  otros  simples  ó  com- 
puestos que  estingan  la  cria  de  la  pesca  ,  y  sean  nocivos  á 
la  salud  pública  ó  á  los  abrevaderos  de  los  ganados  ;  ley  11, 
til.  50,  lib.  7,  Nov.  Rec.  —  Los  menestrales,  artesanos, 
trabajadores  y  oficiales  mecánicos  solo  pueden  pescar  los 
dias  de  fiesta  de  precepto  en  los  tiempos  permitidos  ,  y  usar 
de  la  caña  en  los  mismos  dias  todo  el  tiempo  del  año  (1). 

Mas  en  las  ordenanzas  de  Caza  y  Pesca  de  o  de  mayo  de 
1834  se  ha  determinado  lo  siguiente  sobre  la  pesca. 

título  v.  —  De  la  pesca. 

56.  Los  dueños  particulares  de  .estanques  ,  lagunas  ó  char- 
cas que  se  hallen  en  tierras  cercadas  están  autorizados,  en 
virtud  del  derecho  de  propiedad ,  para  pescar  en  ellos  du- 
rante todo  el  año  sin  sujeción  á  regla  alguna.  Se  entienden 
por  tierras  cercadas  en  este  título  y  en  todos  los  demás  del 
presente  decreto  las  que  lo  estén  enteramente  ,  y  no  á  me- 
dias ó  aportilladas;  de  suerte  que  no  puedan  entraren  ellas 
las  caballerías. 

37.  Los  dueños  podrán  en  virtud  del  mismo  derecho  de 
propiedad  comunicar  estas  facultades  á  sus  arrendatarios  en 
los  términos  que  entre  ellos  se  estipule. 

38.  Se  prohibe  á  los  dueños  particulares  y  arrendatarios 
de  estanques  y  lagunas  que  se  hallan  en  tierras  abiertas, 
aunque  estén  amojonadas,  pescaren  ellas  envenenando  ó  in- 
ficionando de  cualquier  modo  el  agua ,  de  suerte  que  pueda 
perjudicar  á  las  personas  ó  á  los  animales  domésticos  tran- 
seúntes que  la  bebieren. 

3'J.  Si  las  lagunas  y  aguas  estancadas  lindasen  con  tierras 
de  varios  dueños  particulares ,  podrá  cada  cual  pescar  desde 
su  orilla  con  sujeción  á  las  reglas  generales  establecidas  ; 
pero  poniéndose  los  dueños  de  común  acuerdo  podrán  pes- 
car con  arreglo  á  los  tres  artículos  precedentes ,  como  si 
l'uera  uno  solo  el  dueño. 

(4)  El  í¡f.  2o  ,  lib.  h  de  la  Rccop.  de  Ind.  ponía  algunas  trabas 
U\  buceo  de  perlas;  pero  las  cortó  radicalmente  el  decreto  de  Cor- 
tes de  16  de  abril  de  1SH  ,  derogando  espiesameute  las  leyes  de 
dicho  título  y  todas  las  demás  que  restringiesen  en  algún  modo 
la  absoluta  libertad  que  estableció  para  el  indicado  buceo,  como 
también  para  la  pesca  de  la  ballena,  de  la  nutria  y  del  lobo  mari- 
no ;  d.  decr.  de  Cortes,  y  deers,  de  20  de  noviembre  de  1829  y  25 
(¡e  mayo  de  1852. 


40.  En  las  aguas  corrientes  á  que  sirven  de  linde  tierras 
de  propiedad  particular,  podrán  los  dueños  de  estas  pescar 
desde  la  orilla  hasta  la  mitad  de  la  corriente  con  sujeción  á 
las  restricciones  de  ordenanza.  Y  nadie  podrá  hacerlo  sin  su 
licencia. 

41.  En  las  aguas,  corrientes,  cuyas  riberas  pertenezcan  á 
propios  ,  podrán  los  ayuntamientos  arrendar  la  pesca  con  la 
aprobación  del  subdelegado  de  la  provincia;  y  los  arrenda- 
tarios podrán  dar  á  otros  licencia  para  pescar;  pero  todos 
estarán  sujetos  á  las  restricciones  espresadas. 

42.  En  las  aguas  corrientes,  cuyas  orillas  pertenezcan  á 
baldíos  ó  á  propios  en  el  caso  de  no  estar  arrendada  la  pes- 
ca ,  se  declara  esta  libre  hasta  la  mitad  de  la  corriente  para 
todos  los  vecinos  del  pueblo  á  cuyo  término  pertenezcan  las 
orillas  ,  y  no  álos  de  otros  pueblos  ,  aunque  tengan  comu- 
nidad de  pastos.  Las  justicias  podrán  dar  licencia  para  pes- 
car à  los  forasteros  ;  pero  tanto  estos  como  los  vecinos  esta- 
rán sujetos  á  las  restricciones  designadas. 

43.  En  los  rios  y  canales  navegables  se  ha  de  entender 
que  las  facultades  de  los  dueños  y  arrendadores,  espresadas 
en  los  tres  artículos  precedentes  ,  han  de  ser  sin  perjuicio 
de  la  navegación  ni  de  las  servidumbres  á  que  con  motivo 
y  á  beneficio  de  ella  están  sujetas  las  tierras  riberiegas. 

44.  En  los  canales  de  navegación  y  de  riego,  como  asi- 
mismo en  los  cauces  y  acequias  para  molinos  ú  otros  estable- 
cimientos industriales  ó  de  placer,  se  observarán  las  mismas 
reglas  establecidas  anteriormente  ,  según  la  calidad  de  las 
orillas,  á  no  ser  que  haya  costumbre  ó  contrato  en  contrario. 

título  vi.  —  De  las  restricciones  de  la  pesca. 

4b.  Se  prohibe  pescar  envenenando  ó  inficionando  las 
aguas  en  ningún  caso  fuera  de  el  de  ser  estancadas  y  estar 
enclavadas  en  tierras  cercadas  de  propiedad  particular.  Los 
infractores ,  ademas  de  los  daños  y  costas ,  pagarán  40  rs. 
por  la  primera  vez,  60  por  la  segunda  y  80  por  la  tercera. 

46.  Se  prohibe  asimismo  pescar  con  redes  ó  nasas  cuyas 
mallas  tengan  menos  de  una  pulgada  castellana  ó  el  duodé- 
cimo de  un  pié  en  cuadro  ,  fuera  de  los  estanques  ó  lagunas 
que  sean  de  un  solo  dueño  particular,  el  cual  podrá  hacerlo 
de  cualquier  modo. 

47.  Desde  el  Io.  de  marzo  hasta  últimos  de  julio  se  pro- 
hibe pescar  no  siendo  con  la  caña  ó  anzuelo,  lo  cual  so 
permite  en  cualquier  tiempo  del  año. 

título  vil.  —  De  la  ejecución  de  este  reglamento 
de  caza  y  pesca. 

48.  El  modo  de  proceder  de  las  justicias  en  materias  do 
caza  y  pesca  será  por  regla  general  gubernalh'o. 

49.  Los  procedimientos  tendrán  lugar  :  Io.  por  queja  do 
parto  agraviada  :  2o.  de  oficio  :  5o.  por  denuncia  de  guarda 
jurado  ó  de  cualquier  individuo  del  ayuntamiento  :  4o.  por 
denuncia  de  cualquier  vecino,  siendo  caso  do  aguas  infi- 
cionadas ó  de  cepos  armados  fuera  de  cercado. 

50.  El  alcalde  hará  comparecer  al  presunto4nfractor,  y 
comprobado  el  hecho,  exigirá  de  él  la  multa,  el  valor  de  la 
caza  y  del  daño  cuando  lo  haya,  dando  á  estas  cantidades 
el  destino  que  se  ha  prescrito  en  el  presente  decreto. 

51.  Cuando  se,  proceda  por  queja  de  parle  agraviada,  sí 
resulta  ser  cierto  el  hecho  y  hubiere  daño  ,  el  alcalde  pro- 
curará que  los  interesados  transijan  en  cuanto  al  daño  ,  sin 
perjuicio  de  cobrar  la  multa  ;  y  si  no  se  avinieren ,  dcc:dirá 
gubernativamente  en  las  causas  de  menor  cuantía,  dejando 
que  las  otras  sigan  el  curso  judicial  que  les  corresponda; 
pero  satisfaciendo  antes  el  reo  la  mitad' de  la  multa  desti- 
nada al  fondo  del  artículo  31  para  la  persecución  de  animales 
dañinos. 

*$.  Las  infracciones  de  que  se  trata  en  este  decreto  pies- 


PE 


—  1348  - 


PE 


cribirán  à  los  SO  dias  en  los  casos  de  aguas  maleficiadas  ó 
de  cepos  y  armadijos  fuera  del  cercado ,  y  en  todos  los  de- 
mas  á  20  dias.  Pasados  estos  plazos  las  justicias  no  podrán 
proceder  de  oficio  ni  admitirán  queja  ni  denuncia  alguna. 

título  viii.  —  De  las  penas  de  los  infractores. 

53.  La  pena  general  por  las  infracciones  de  este  regla- 
mento ,  cuando  en  él  no  se  espresa  otra  ,  será ,  ademas  del 
daño  y  costas,  si  las  hubiere,  20  rs.  por  la  primera  vez, 
30  por  la  segunda  y  40  por  la  tercera.  Si  todavía  se  repi- 
tiese el  delito,  la  justicia  consultará  al  subdelegado  de  fo- 
mento de  la  provincia  sobre  la  pena  que  convenga. 

bíi.Xos  padres  y  los  tutores  son  responsables  de  las 
infracciones  cometidas  por  sus  hijos  de  menor  edad  y  por 
los  pupilos. 

5b.  Quedan  derogadas  todas  las  ordenanzas  y  reglamentos 
anteriores  en  cuanto  se  opongan  al  presente  decreto. 

PESCA  en  el  mar.  La  facultad  de  pescar  en  el  mar, 
costas  y  aguas  saladas  está  solo  reservada  á  los  matricula- 
dos de  marina.  Mas  siendo  común  á  todos  los  hombres  el  uso 
del  mar,  las  leyes  que  prescriben  el  modo,  tiempo  y  má- 
quinas con  que  se  ha  de  pescar,  solo  pueden  regir  en  las 
costas  ó  riberas  ,  rios,  lagos ,  estanques  y  pesquerías  deter- 
minadas, no  en  alta  mar,  donde  es  inagotable  la  pesca,  y 
puede  cada  uno  pescar  como  mejor  le  parezca.  En  efecto ,  la 
real  ordenanza  de  2  de  enero  de  1802  prohibe  á  todo  el  que 
no  esté  inscrito  en  la  matrícula  de  mar,  que  pueda  dedi- 
carse al  ejercicio  de  esta  industria ,  y  previene  que  la  pesca 
de  peces  y  del  coral  en  todos  los  espresados  parajes  solo  se 
permita  á  dichos  matriculados  para  la  prosperidad  de  la  ma- 
rina nacional  y  déla  mercante.  Véase  Marina. 

El  uso  del  arle  de  pesca  conocido  por  almadraba  de  bu- 
che está  prohibido  desde  la  bahía  de  Cádiz  hasta  la  isla  de 
Tarifa.  Ley  de  lk  de  junio  de  1857. 

PESOS  y  medidas.  Se  ha  indicado  ya  en  su  lugar  lo  que 
concierne  particularmente  á  las  medidas;  y  ahora  hablare- 
mos de  lo'  que  concierne  particularmente  á  los  pesos ,  y  de 
lo  que  es  común  á  las  dos  cosas.  Peso  es  el  instrumento  que 
sirve  para  examinar  la  gravedad  de  las  cosas,  y  conocer  la 
proporción  en  que  está  la  gravedad  de  un  cuerpo  con  res- 
pecto á  la  de  otro.  Para  medir  ó  graduar  esta  proporción,  se 
pone  en  una  de  las  balanzas  del  peso  el  cuerpo  ú  objeto 
cuya  gravedad  se  desea  saber,  y  en  la  otra  ciertas  piezas  de 
gravedad  determinada  que  se  llaman  pesas;  de  modo  que 
para  averiguar  la  gravedad  de  una  cosa  no  basta  tener  el 
peso,  sino  que  son  necesarias  también  las  pesas.  Así  como 
la  igualación  de  medidas  se  ha  mandado  también  llevar  á 
efecto  la  de  pesas  ,  lomando  por  norma  el  marco  de  las  pe- 
sas que  existia  en  el  archivo  del  supremo  consejo  ;  y  según 
dice  la  ley,  para  las  cosas  que  se  compran  y  venden  al  peso 
se  usará  la  libra  de  diez  y  seis  onzas,  la  que  se  dividirá, 
según  se  acostumbra  ,  en  mitades  sucesivas  con  los  nombres 
de  media  libra  ,  cuarterón  y  medio  cuarterón  :  —  la  onza  se 
dividirá  también  en  dos  medias  onzas,  en  cuatro  cuartas, 
en  ocho  ochavas  ó  dracmas,  y  en  diez  y  seis  adarmes;  y 
para  los  usos  en  que  se  necesita  mayor  division,  se  dividirá 
el  adarme  en  1res  tomines,  y  cada  tomin  en  doce  granos  : 
—  la  arroba  de  peso  se  compondrá  de  veinte  y  cinco  libras, 
y  el  quintal  será  de  cuatro  arrobas.  Los  médicos  y  botica- 
rios continuarán  usando  de  la  libra  medicinal  de  doce  onzas 
iguales  á  las  onzas  del  marco  español ,  para  evitar  los  daños 
quede  alterarla  podrían  resultar  á  la  salud  pública.  Ley  5, 
lit.  9 ,  lib.  9 ,  Nov.  Rec. 

A  pesar  de  las  órdenes  que  se  han  espedido  para  lograr 
la  uniformidad  de  pesos  y  medidas  en  lodos  los  pueblos , 
continúa  siempre  la  misma  diversidad  que  antes  no  solo  en 
las  diferentes  provincias,  sino  también  en  los  diferentes 


partidos  ó  distritos  de  una  misma  provincia,  y  aun  quizá  en 
un  mismo  pueblo ,  no  sin  producir  embarazos  en  el  comer- 
cio, engaños,  perjuicios,  disensiones  y  pleitos.  Mas  como 
quiera  que  sea  ,  nunca  puede  hacerse  uso  de  otros  pesos 
ni  otras  medidas  que  de  las  corrientes  y  aprobadas  en  cada 
pais  por  la  autoridad  pública,  trátese  de  monedas  ó  de 
mercaderías,  bajo  nulidad  de  los  contratos,  y  varias  penas 
en  que  incurren  los  interesados  y  los  que  intervinieren  ;  si 
bien  para  su  imposición  es  indispensable  que  las  justicias, 
luego  que  hayan  tomado  posesión  de  sus  oficios,  hagan 
pregonar  que  concurran  todos  á  corregir  y  concertar  sus  pesos 
y  medidas  dentro  de  cierto  término,  lo  cual  ha  de  verifi- 
carse con  el  marco  y  padrón  que  tuviere  el  ayuntamiento 
destinado  para  ello  ;  y  ademas  las  justicias  han  de  visitar 
con  frecuencia  las  plazas,  tiendas  y  demás  oficinas  de  trato 
y  comercio  y  abastos  públicos  para  evitar  que  se  hagan 
fraudes  en  los  pesos  y  medidas.  —  Los  que  tengan  medidas 
ó  pesos  falsos  sabiendo  que  son  tales  ,  han  de  abonar  dupli- 
cado el  daño  que  hicieron  á  los  que  les  compraron  ó  vendie- 
ron algunas  cosas,  y  ademas  han  de  ser  desterrados  por 
tiempo  determinado  á  arbitrio  del  juez  ,  y  los  pesos  ó  me- 
didas falsas  se  han  de  quebrar  públicamente  delante  de  las 
puertas  de  los  que  solían  comprar  y  vender  con  ellos;  ley  7 , 
til.  7,  Part.  7.  —  Cuando  en  un  contrato  se  hubiere  usado 
para  designar  el  peso  ó  la  medida  de  una  voz  genérica  que 
convenga  á  cantidades  diferentes,  se  entiende  hecha  la  obli- 
gación en  aquella  especie  de  medida  ó  peso  que  esté  en  uso 
para  los  contratos  de  igual  naturaleza  ,  y  por  su  defecto  en. 
la  que  mas  se  conforme  con  el  precio  estipulado. 

[*Por  lo  tocante  á  la  ciudad  de  Méjico  y  su  fiel  contraste, 
se  nombran  anualmente  dos  regidores  en  el  ayuntamiento 
comisionados  de  pesos  y  medidas  ,  pues  desde  el  año  157ft 
se  halló  por  conveniente  hacer  ordenanzas  para  que  los 
pesos  y  pesas,  varas  y  medidas  de  los  mercaderes  y  demás 
personas  que  tienen  trato  y  las  han  de  menester^  estuviesen 
afieladas,  ajustadas  y  marcadas  con  el  signo  que  los  fieles 
tienen  para  este  objeto ,  y  que  al  intento  se  hiciera  una 
visita  cada  cuatro  meses  por  la  justicia  y  fieles  ejecutores 
de  la  ciudad. 

Tal  prevención  está  hecha  en  el  artículo  Io.  de  su  antigua 
ordenanza ,  condenándose  al  que  usó  falsedad  ó  desfalco 
con  que  se  le  rompieran  sus  pesos  y  medidas,  y  pagara  la 
pena  de  tres  mil  maravedís  de  buena  moneda ,  aplicables  á 
la  ciudad  y  al  único  hospital  que  habla  entonces. 

Los  fieles  ejecutores ,  que  se  nombran  por  otro  nombro 
fieles  diputados,  eran  los  encargados  de  tal  reconocimiento, 
y  por  él  gozaban  ciertos  sueldos  y  obvenciones.  Las  espre- 
sadas ardenanzas  no  estaban  «  hechas  con  toda  claridad  y 
conforme  á  las  leyes  soberanas;  »  por  lo  que  un  D.  Pedro 
Calderón,  fiel  de  pesos  y  pesas,  y  D.  Juan  López  de  Torres, 
fiel  de  las  varas  y  medidas,  lo  representaron  así,  y  es- 
pusieron que  ni  sabian  lo  que  habían  de  guardar  y  ni  sus 
derechos  en  los  ajustamientos  y  marcas.  Pidieron  en  con- 
clusion ,  que  usando  de  las  facultades  referidas  hiciera  el 
ayuntamiento  de  Méjico  todas  las  aclaraciones  oportunas  y 
reglamentase  este  ramo;  y  tomándolo  en  consideración  ei, 
cabildo  de  27  do  julio  de  1620,  formó  los  capítulos  y  orde- 
nanzas que  rigen  hasla  el  dia. 

Veinte  y  cinco  artículos  comprende,  y  de  ellos  estrada- 
dos,  los  mas  dignos  do  atención  son  : 

Io.  Que  no  se  usase  de  pesos,  pesas,  varas  y  medidas  en 
el  comercio  sin  que  estén  afieladas,  bajo  la  pena  de  veinte 
pesos  aplicables  al  rey.  jueces,  ciudad  y  administrador. 

2o.  Que  no  se  use  por  los  comerciantes  de  medidas  cslran- 
jeras  sin  que  estén  antes  ajustadas  por  el  marcador  do  la 
ciudad,  incurriendo  de  lo  contrario  en  la  pena  referida. 

5o.  Que  cada  cuatro  meses  se  afielen  los  espresados 
pesos  y  medidas,  y  narquen;  y  que  para  no  alegar  igno- 
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rancia ,  si  no  se  ocurre  á  verificarlo ,  se  den  púb.icos  pre- 
gones. 

4o.  Que  cada  año  se  hagan  tres  visitas  generales  en  todas 
las  tiendas,  almacenes  y  oficios  por  el  fiel  ejecutor. 

b°.  Que  este  tenga  los  sellos  y  marcas  encerrados ,  y  por 
sí  mismo  los  aplique  sin  confiarse  de  persona  alguna. 

6o.  Que  el  empleo  no  mas  dure  dos  años. 

7o.  Que  tenga  el  fiel  marcador  un  padrón  por  donde  ajuste 
todas  las  pesas  y  pesos  según  el  que  existe  en  el  archivo  de 
esta  ciudad. 

8o.  Este  artículo  trata  de  cuanto  se  debia  de  llevar  por 
cada  marco  de  caja.  A  este  y  á  todos  los  demás  sobre  dere- 
chos de  fiel  contraste,  los  pasaremos  en  alto.— 9°.,  10  y  ii. 

12.  Que  no  se  marcasen  pesos  ni  pilones  que  tuvieran 
nones,  esceptuando  las  pesas  de  carnicerías  y  tocinerías, 
las  cuales  se  debian  hacer  según  las  cantidades  en  que  es- 
tuviere puesto  eltocino.  Todo  bajo  la  pena  de  ser  quebradas 
y  consumidas,  y  lastar  la  multa  de  SO  pesos. 

15.  Prohibe  los  pesos  de  madera  bajo  la  propia  pena. 

14.  Que  no  se  usen  romanas  de  medias  libras ,  so  la  pena 
de  ser  quebradas  y  la  de  veinte  pesos. 

Ib.  Que  las  varas  de  medir  estén  sueltas  y  no  rayadas  en 
las  bancas  y  mostradores. 

16.  Que  el  fiel  marcador  tenga  un  padrón  de  cántara  con 
su  cuartilla  y  demás  medidas  necesarias  hechas  de  bronce , 
y  ajustadas  al  que  tiene  la  ciudad  ,  y  que  las  medidas  de 
vino  sean  los  dichos  padrones^or  sisar,  y  sisados  y  quitados 
la  cuarta  parte  de  cada  género. 

17.  Que  tenga  también  un  padrón  de  media  fanega  y  de 
las  precisas  medidas  para  semilla,  hechas  de  cedro  y  bar- 
reteadas, conformes  y  ajustadas  á  la  media  que  tiene  la 
ciudad. 

18.  Que  posea  igualmente  un  padrón  de  vara  de  medir 
vaciado  enhueco,  de  bronce,  con  sus  puntos  de  media 
vara  ,  tercia,  cuarta,  sesma,  ochava,  dos-avo  y  ochavo,  la 
cual  ha  de  conformar  con  el  padrón  del  archivo. 

19.  Es  poco  importante  al  caso.  —  20,  21  y  22. 

23.  Que  no  se  puede  hacer  marca  alguna  de  medida,  si 
no  es  que  sea  ajustada  con  los  padrones  de  la  ciudad, bajo  la 
pena  de  cincuenta  pesos  por  la  primera  vez,  doble  la  se- 
gunda y  privación  de  oficio  la  tercera. 

24.  No  se  selle  ninguna  medida  de  medias  varias ,  bajo  la 
multa  de  veinte  pesos. 

2b.  El  borde  de  una  media  fanega  para  marcarse  sea  de 
una  pulgada  ,  siendo  la  multa  de  treinta  pesos  al  fiel  si  no 
cumpliere. 

26.  Que  no  se  selle  ninguna  medida  de  manera  que  no 
sea  estando  secas  y  bien  acordinadas. 

27.  Que  sean  quebradas  las  medidas  que  se  presenten  al 
fiel  contraste  para  sellar,  y  no  estén  arregladas  con  estas 
ordenanzas. 

28.  Contenia  la  prevención  de  que  se  observase  este  re- 
glamento en  todo  el  reino ,  por  cuanto  Méjico  era  cabeza ,  y 
tenia  como  tal  el  original  del  marco  de  pesos  y  pesas,  varas 
y  medidas. 

Remitido  el  espediente  al  virey  Márquez  de  Guadala- 
jara,  confirmó  el  reglamento  en  13  de  marzo  de  1621  años , 
previo  el  parecer  del  Dr.  D.  Luis  de  Yillanueva  y  Zapata, 
bajo  de  estas  restricciones.  —  Primera  ,  que  las  medias 
fanegas  se  forrasen  por  encima  de  Ijs  bordos  de  hoja  de 
lata.  —  Segunda  ,  por  la  manifestación  de  varas  se  enten- 
diese cada  año  en  el  mes  de  enero  :  la  de  los  pesos  de  todo 
género  y  romanas,  de  seis  en  seis  meses  para  que  los 
ajusten  y  lleven  los  derechos  señalados,  y  la  de  medias 
cada  año. — Y  tercera ,  que  se  pudieran  hacer  pesas  de  cinco 
arrobas,  por  ser  útiles  en  el  comercio.  —  Aquí  sigue  el 
arancel ,  que  omitimos  por  no  estendernos  demasiado  sobre 
este  punto.] 


PESQUISA.  La  averiguación  que  hace  el  juez  del  delito 
y  del  delincuente,  escilado  por  delación  judicial  ó  por  noti- 
cias extrajudiciales.  Hay  pesquisa  general  y  particular. 
Aquella  es  la  que  se  hace  inquiriendo  generalmente  sobre 
todos  los  delitos  sin  individualizar  crimen  ni  delincuente;  y 
esta  es  la  que  se  dirige  á  la  averiguación  de  un  delito  y 
delincuente  determinado;  ley  1  ,  tít.  17,  Parí.  3.  Las  pes- 
quisas generales  no  pueden  hacerse  sin  que  preceda  real 
orden  ;  ley  1 ,  lit.  54 ,  lib.  12 ,  Nov.  Ree.  ;  lo  cual  se  entiende 
no  solo  de  las  pesquisas  generales  en  cuanto  á  personas  y 
delitos,  sino  'también  de  las  que  solamente  lo  son  con  res- 
pecto á  estos  y  especiales  en  cuanto  á  aquellas  :  mas  siendo 
la  pesquisa  especial  en  cuanto  á  delitos  y  general  en  cuanto 
á  las  personas ,  puede  hacerse  y  está  muy  en  uso  sin  previa 
disposición  del  rey,  pues  sin  esta  especie  de  pesquisas  que- 
darían impunes  muchos  delitos;  ley  2,  tít.  54,  lib.  12, 
Nov.  Rec.  —  Hay  delitos  q-ue  no  están  sujetos  á  pesquisa, 
como  son  : —  Io.  las  injurias  livianas  y  aun  graves,  no 
habiendo  parte  que  se  querelle  ;  con  la  diferencia  de  que  si 
el  acusador  se  apartare  de  la  querella,  no  puede  el  juez  se- 
guir la  causa  de  oficio  en  las  injurias  livianas ,  y  puede  ha- 
cerlo en  las  graves;  ley3,lit.  2b,it'fr.  12,íVop.  Rec.  : — 2o. el 
juego  prohibido  pasados  dos  meses  de  cometido  el  delito  : 
—  5o.  la  defraudación  de  los  malos  diezmeros.  —  Pueden 
hacer  pesquisas  todos  los  jueces  ordinarios,  y  á  veces  sue- 
len nombrarse  jueces  peculiares  llamados  pesquisidores ,  ó 
comisionados  para  que  las  hagan. 

PESQUISIDOR.  El  juez  estraordinario  ó  de  comisión  que 
se  nombra  y  envia  por  el  rey  ó  tribunal  superior  para  hacer 
la  averiguación  ó  pesquisa  de  algunos  delitos  ó  delincuentes 
en  algún  paraje.  Véase  Juez  pesquisidor. 

PETALISMO.  Nombre  que  se  daba  á  cierta  especie  de 
destierro  usado  entre  los  Siracusanos,  llamado  así  de  las 
hojas  del  pétalo  en  que  se  escribían  los  nombres  de  los  que 
habian  de  ser  desterrados. 

PETICIÓN.  El  escrito  en  que  se  pide  jurídicamente  al- 
guna cosa  ante  el  juez.  Véase  Demanda  y  Pedimento. 

PETICIÓN  de  herencia.  La  acción  que  se  concede  al 
heredero  de  un  difunto  para  pedir  los  bienes  hereditarios 
de  cualquiera  que  los  tuviere  en  su  poder  en  calidad  de  he- 
redero ó  de  poseedor,  con  los  frutos,  accesiones  y  perte- 
nencias. Véase  Interdicto  de  adquirir  la  posesión  ,  y  Parti- 
ción de  herencia. 

PETITORIO.  El  juicio  que  se  sigue  sobre  la  propiedad 
de  algún  cosa  ,  á  distinción  del  juicio  posesorio  ,  que  es  en 
el  que  se  controvierte  la  posesión.  Véase  Juicio  petitorio. 
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PICOTA.  El  rollo  ú  horca  de  piedra  que  suele  haber  á 
las  entradas  de  los  lugares ,  adonde  ponen  las  cabezas  de 
los  ajusticiados  ó  los  reos  á  la  vergüenza.  La  pena  de  poner 
al  reo  á  la  vergüenza  en  la  picota  no  está  ya  en  uso  entre 
nosotros.  La  picota  ,  dice  un  sabio  inglés,  es  en  Inglaterra 
la  mas  desigual  y  la  mas  mal  ordenada  de  todas  las  penas  : 
se  abandona  en  ella  al  delincuente  al  capricho  de  los  indivi- 
duos; de  que  resulta  que  este  estravagante  suplicio  tan  pronto 
es  un  triunfo,  y  tan  pronto  la  muerte.  Un  literato  fué  con- 
denado hace  algunos  años  á  la  picota  por  un  libelo  ;  y  el  tablado 
fué  para  él  una  especie  de  liceo ,  pasándose  toda  la  escena 
en  cumplimientos  entre  él  y  los  espectadores.  Mas  un  hom- 
bre condenado  recientemente  á  la  misma  pena  por  un  vicio 
crapuloso,  fué  inmolado  bárbaramente  por  el  populacho. 

PIEZA  de  autos.  El  conjunto  de  papeles  cosidos  perte- 
necientes á  una  causa. 

PILOTAJE.  Cierto  derecho  que  pagan  las  embarca- 
ciones en  algunos  puertos  y  entradas  de  ríos,  en  que  sa 
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necesita  de  pilotos  prácticos  que  las  guien  á  su  entrada  y 
salida  para  librarlas  de  los  riesgos. 

PILOTO.  El  que  gobierna  y  dirige  un  buque  en  la  nave- 
gación. Nadie  puede  ser  piloto  de  nave  mercante,  sin  haber 
obtenido  la  habilitación  y  autorización  que  previenen  las 
ordenanzas  de  matrículas  de  mar,  bajo  nulidad  del  contrato 
hecho  por  el  naviero  ó  capitán  con  persona  que  carezca  de 
este  requisito  ;  art.  687  del  cód.  de  com.  El  piloto  es  nom- 
brado por  el  naviero  con  anuencia  del  capitán  ;  —  hace 
interinamente  las  veces  de  capitán  por  muerte  ,  ausencia  ó 
enfermedad.de  este;  —  debe  ir  provisto  de  las  cartas  de 
navegación  é  instrumentos  necesarios  para  el  desempeño  de 
su  encargo,  siendo  responsable  de  los  accidentes  á  que  diere 
lugar  su  omisión  en  esta  parte; —  no  puede  mudar  de  rumbo 
sino  con  acuerdo  del  capitán,  y  si  este  se  opusiere  á  que  tome 
el  que  convenga  al  buen  viaje  de  la  nave,  le  espondrá  las  ob- 
servaciones convenientes  en  presencia  de  los  demás  oficiales 
de  mar;  y  en  caso  de  insistir  el  capitán  en  su  resolución, 
estenderá  su  protesta  en  el  libro  de  navegación,  sin  perjuicio 
de  obedecer  al  capitán ,  á  cuyo  perjuicio  vendrán  las  resul- 
tas de  su  mala  disposición;  —  llevará  un  libro  en  que  ano- 
tará diariamente  la  altura  del  sol ,  la  derrota ,  la  distancia,  la 
longitud  y  latitud  en  que  juzgare  hallarse,  los  encuentros 
de  otros  naves  ,  y  todas  las  particularidades  útiles  que  ob- 
serve durante  la  navegación;  —  si  por  su  impericia  y  des- 
cuido varase  ó  naufragase  la  nave,  responderá  de  todos  los 
perjuicios  que  se  causen  á  esta  y  al  cargamento;  y  si  el 
daño  procediese  de  haber  obrado  con  dolo,  será  procesado 
criminalmente  y  castigado  según  derecho,  quedando  in- 
habilitado para  volver  á  ejercer  las  funciones  de  piloto  en 
ningún  otro  buque;  art.  688  hasta  el  695  del  cód.  de  com. 
El  piloto  que  cometiese  el  engaño  y  falsedad  de  conducir  la 
nave  por  lugares  peligrosos  para  que  perezca  y  haya  oca- 
sión de  hurtar  ó  robar  algo  de  lo  contenido  en  ella ,  incurre 
en  la  pena  de  muerte  según  la  ley  5,  tít.  24,  Part.  2  (1)  ;  y  de 
sus  bienes  se  entregan  los  daños  y  menoscabos  á  los  intere- 
sados ,  que  deben  ser  creídos  por  su  juramento  en  razón  de 
ellos  ,  precedida  la  arbitraría  tasación  del  juez.  Véase  Capi- 
tán de  navio. 

PINTÜBA.  El  que  pintare  imagen  ú  otra  cosa  en  tabla 
ó  viga  ajena  con  buena  fe,  pensando  ser  esta  suya,  gana  el 
dominio  de  ella  ,  pero  debe  dar  su  valor  al  dueño;  y  si  obró 
de  mala  fe,  sabiendo  ser  ajena,  perderá  la  pintura,  por 
entenderse  que  quiso  darla  al  dueño  de  la  tabla.  Lo  mismo 
procede  en  el  dibujo  ó  entalladura  hecha  en  piedra  ó  madera 
ajena.  Con  respecto  pues  á  la  pintura  falla  la  regla  de  que 
lo  accesorio  sigue  á  lo  principal;  y  así  es  que  aunque  la 
escritura  cede  al  papel,  como  se  dijo  en  esta  palabra,  la 
pintura  no  cede  á  la  tabla  ó  lienzo.  Ley  57,  tít.  28,  Part.  5. 
V^|se  Accesión  industrial. 

PIRATA.  El  que  roba  en  el  mar  con  buque  armado. 
Incurre  en  la  pena  de  muerte  por  el  primer  robo  que  hiciere. 

PL 

PLAGIARIO.  El  que  hurta  ó  sonsaca  los  hijos  ó  siervos 
ajenos,  bien  para  servirse  de  ellos  como  de  esclavos,  bien 
para  venderlos  en  paises  estrañosó  de  enemigos.  La  ley  del 
Fuero  Juzgo  dice  :  «  Quien  vende  fiyo  ó  íiya  de  orno  libre  ó 
de  moyer  libre  en  otra  tierra ,  ó  la  saca  de  su  casa  por  en- 
gaño ,  ó  lo  lieba  por  otra  tierra ,  sea  fecho  servo  del  padro 
ó  de  la  madre,  ó  de  los  hermanos  duquel  niño;  quel  podan 
joslizar,  ó  vender  si  quisier.  »  La  legislación  de  Partidas 
impone  aj  plagiario  que  fuere  hidalgo  la  pena  de  trabajos 
perpetuos  en  obras  públicas,  y  al  que  no  lo  fuere  la  del  úl- 

(1)  Sobre  pilotos  ícm<utcs;  u'ase  el  cap.  26  de  las  Orden,  de 
Bilbao. 


timo  suplicio;  añadiendo  que  en  las  mismas  penas  incurren 
los  que  dan  ó  reciben,  venden  ó  compran  hombres  libres  , 
sabiendo  que  lo  son  ,  con  ánimo  de  servirse  de  ellos  como 
de  siervos  ó  con  el  de  venderlos  ;  ley  22,  fit.  lit,  Part.  7. — 
La  ley  de  Moisés  castigaba  al  plagiario  con  la  misma  pena 
que  al  homicida  ;  Exod.  xx,  16.  Platon  mira  este  crimen  con 
tanto  odio  como  la  tiranía;  y  por  fin  los  Romanos  estable- 
cieron contra  él  las  penas  que  nosotros  hemos  adoptado.  — 
Llámanse  también  plagiarios  los  que  se  dan  por  autores  de 
los  escritos  ajenos  y  los  publican  á  su  nombre  atribuyéndose 
la  gloria  y  la  utilidad. 

PLAGIO.  El  hurto  de  hijos  ó  siervos  ajenos  para  servirse 
de  ellos  ó  venderlos  como  esclavos;  —  y  la  apropiación  de 
libros ,  obras  ó  tratados  ajenos.  —  La  voz  plagio  viene,  se- 
gún dicen  algunos,  de  la  palabra  latina  plaga  que  significa 
llaga  ,  herida ,  calamidad ,  infortunio  ;  y  á  la  verdad  ,  ¿  qué 
herida  mas  profunda  puede  hacerse  al  corazen  de  un  padre 
que  la  de  privarle  de  lo  que  mas  ama  en  el  mundo?  Sicque 
plagiarií  dicunlur  qui  vivenlinm  filiorum  miserandas  infli- 
gunt  parenlibus  orbitates.  El  infame  comercio  de  negros  es 
sin  duda  uno  de  los  plagios  mas  detestables.  Véase  Negros. 

PLANO.  Llano,  liso,  sin  estorbos  ni  tropiezos.  Así  es 
que  proceder  de  plano  significa  formar  un  proceso  con  toda 
brevedad  ,  despreciando  muchas  de  las  formalidades  y  di- 
laciones que  prescribe  el  derecho;  —  y  confesar  de  plano  es 
manifestar  un  reo  lisa  y  llanamente  la  verdad  sobre  el  delito 
que  se  le  imputa  y  que  realmente  ha  cometido. 

PLANTACIÓN.  La  acción  de  introducir  en  la  tierra  el 
vastago  ó  mata  de  árboles  ú  otra  planta.  Es  uno  de  los  modos 
de  adquirir  el  dominio  de  las  cosas  por  accesión  mixía. 
El  que  con  buena  fe  plantare  árboles  ó  majuelos  en  he- 
redad ajena  que  creia  propia,  tiene  derecho  al  abono  de 
los  gastos,  deduciendo  el  valor  de  los  frutos  que  hubiere 
percibido  ;  pero  si  el  dueño  fuese  tan  pobre  que  no  los  pu- 
diese pagar,  podrá  el  plantador  llevarse  lo  que  había  plan- 
tado, salvo  si  el  dueño  quisiere  darle  el  tanto  de  lo  que  habría 
de  valerle  en  caso  de  sacarlo  ;  leyhi,  lit.  23,  Part.  5.  El  que 
plante  árboles  ó  majuelos  en  heredad  ajena  con  male  fe , 
pierde  el  dominio  de  ellos  luego  que  arraiguen  ,  crezcan  ó 
se  crien  ;  y  lo  mismo  se  entiende  del  que  en  su  heredad 
plante  árboles  ó  sarmientos  ajenos  con  buena  ó  mala  fe, 
pues  gana  su  dominio  luego  que  echan  raices;  pero  estará 
obligado  á  dar  su  estimación  al  dueño  de  ellos.  Si  el  árbo\ 
plantado  en  la  heredad  propia  estendiese  sus  principales 
raices  à  la  inmediata,  el  dueño  de  esta  adquiere  el  dominio 
del  árbol;  mas  si  las  raices  principales  estuviesen  en  ambas 
heredades,  será  el  árbol  común  de  los  dueños  de  ellas  ; 
ley  ho,  til.  28,  Parí.  5.  Véase  Accesión  mixta. 

PLANTÍO.  El  lugar  ó  sitio  donde  se  han  puesto  nue- 
vamente cantidad  de  árboles,  sean  ó  no  sean  fructíferos , 
como  vides,  olivos,  álamos,  fresnos;  —  y  el  conjunto  do 
estos  árboles  nuevos.  Está  prohibida  la  entrada  de  toda 
clase  de  ganados  en  todos  los  terrenos  en  que  se  hagan 
plantíos  nuevos  ó  siembras  de  árboles  silvestres  hasta  haber 
pasado  los  veinte  primeros  años  que  se  consideran  necesa- 
rios para  su  arraigo  y  cria;  los  cuales  cumplidos  pueden 
entrar  los  ganados  á  pastar  las  yerbas  de  su  suelo  ,  según 
lo  hubieren  hecho  antes  con  arreglo  á  órdenes  vigentes.  Las 
tierras  en  que  se  hagan  plantíos  de  olivares  ,  viñas  con  ar- 
bolado ,  ó  huertas  de  hortaliza  con  árboles  frutales ,  se  con- 
sideran cerradas  por  todo  el  tiempo  que  se  mantengan 
pobladas  de  las  cosas  referidas  ;  ley  19,  fit.  2'l ,  Ub.  7,  Nov. 
Rcc.  Véase  Monte. 

PLATA.  No  puede  fabricarse  alhaja  ó  pieza  alguna  de 
piata,  sin  que  tenga  la  ley  de  once  dineros,  bajo  la  pena  de 
falsario  y  la  de  pagar  la  plata  con  las  setenas  en  que  incurre 
el  artífice  que  contraviniere;  pero  pueden  trabajarse  y  co- 
merciarse con  la  lev  de  nueve  dineros  las  piezas  menudas  de 
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plata ,  como  son  las  de  los  tocadores ,  cajas  de  relojes  ,  al- 
gunos instrumentos  de  cirugía,  los  adornos  de  sus  cabos,  y  de 
los  de  otras  facultades  y  arles  ,  y  todas  las  demás  compren- 
didas bajo  el  nombre  de  enjoyelado  ,  y  sujetas  á  engarce  , 
con  inclusion  de  las  medallas  de  imágenes  y  piezas  de  vajilla 
que  no  pasen  de  una  onza  de  peso;  y  con  prevención  de  que 
su  valor  se  ha  de  regular  y  reducir  al  de  la  espresada  ley. 
Por  lo  que  toca  á  los  tiradores,  hiladores  y  batihojas,  la  plata 
que  empleen  en  sus  maniobras  debe  ser  de  toda  ley,  esto 
es,  de  doce  dineros.  Leyes  24y  28,  tít.  10,  lib.  9,Nov.  Ree. 
Está  prohibida  la  estraccion  de  la  plata  en  pasta  ó  moneda 
á  países  estranjeros ,  y  permitida  libremente  su  introduc- 
ción (1).  Véase  Contrabando. 

PLATERO.  El  artífice  que  labra  la  plata  y  el  oro,  ha- 
ciendo de  estos  metales  varias  cosas.  El  platero  que  por  su 
ignorancia  ó  impericia  quebrantare  la  piedra  preciosa  que 
alguno  le  hubiere  dado  para  engastar  por  cierto  precio , 
debe  pagar  su  estimación  à  juicio  de  peritos;  pero  probando 
que  sabia  bien  su  oficio,  y  que  el  daño  ocurrió  sin  culpa 
suya  por  alguna  tacha,  pelo  ú  otro  defecto  de  la  piedra,  no 
estará  obligado á  pagarla,  salvo  si  al  recibirla  hubiese  pac- 
tado con  el  dueño  su  satisfacción  en  caso  de  quebrarse. 
Véase  Oro  y  Piala. 

Los  plateros  deben  estar  mas  que  otros  artífices  sujetos  á 
prudentes  precauciones,  para  que  por  medio  de  ellas  se 
eviten  los  fraudes  tan  fáciles  de  cometer  en  la  elaboración 
y  venta  de  las  alhajas  y  metales  preciosos.  Con  este  objeto 
rigen  las  ordenanzas  gremiales  de  los  plateros,  declaradas 
vigentes  en  real  orden  de  17  de  febrero  de  1859,  aunque 
con  dos  modificaciones,  á  saber  :  —  1».  Que  no  subsiste  ya 
la  antigua  jurisdicción  privilegiada  para  el  conocimiento  de 
los  asuntos  contenciosos  de  este  gremio ,  pues  como  todos  los 
de  su  clase  corresponden  á  los  tribunales  ordinarios  :  — 
2a.  Que  tanto  el  colegio  titulado  de  San  Eloy  de  la  corte 
como  todos  los  demás  plateros  del  reino  están  considerados 
como  asociaciones  artísticas,  en  las  que  nadie  puede  ser 
obligado  á  entrar,  y  á  las  cuales  deben  las  autoridades  ad- 
ministrativas dispensar  toda  protección.  Mas  esta  facultad 
de  corresponder  ó  no  á  las  asociaciones  ó  gremios  de  pla- 
teros, no  da  libertad  á  estos  artífices  para  ejercer  su  arte 
sin  sujeción  á  regla,  pues  tienen  que  sujetarse  á  la  ley  y 
marca  de  los  metales  y  á  las  reglas  contenidas  en  el  arancel 
de  ensayadores  de  2  de  setiembre  de  1805,  en  cuanto  nosean 
contrarias  al  decreto  de  8  de  junio  de  1815;  resolución  de 
7  de  marzo  de  18'(2. 

No  puedan  pues  los  plateros  y  joyeros  vender  alhajas  y 
metales  preciosos  ,  ya  sean  elaborados  por  ellos,  ya  impor- 
tados del  estranjero ,  sino  contienen  tres  requisitos  nece- 
sarios, esto  es  :  estar  arreglados  á  ley,  tener  la  marca  del 
artífice,  y  tener  la  marca  pública.  En  cuanto  á  la  ley  délos 
metales,  véase  Oro  y  Piala.  Para  que  conste  quién  es  el 
autor  de  las  alhajas,  y  se  sepa  sobre  quién  recae  la  respon- 
sabilidad, si  en  su  ley  se  comete  algún  fraude,  todos  los 
plateros  deben  tener  una  marca  propia  que  han  de  mostrar 
al  ayuntamiento  y  que  no  pueden  variar  por  ningún  mo- 
tivo; y  de  ella  están  obligados  á  usar  en  las  alhajas  ,  antes 
que  estas  sean  selladas  con  la  marca  pública;  y  para  ser 
admitidas  á  comercio  tanto  las  alhajas  de  plata  como  las  de 
oro,  es  necesario  que  estén  selladas  con  la  marca  de  un  ofi- 
cial público  llamado  contraste;  leyes  16,  24  y  25,  tít.  10, 
lib.  9,  Nov.  Rec.,  y  real  órd.  de  17  de  oclubre  de  1825.  Véase 
Contraste  y  Ensayador. 

PLAYA.  La  ribera  del  mar,  esto  es ,  todo  el  lugar  ó  es- 
pacio que  cubren  sus  aguas  en  el  tiempo  que  mas  crecen 
con  su  flujo  y  reflujo ,  sea  en  invierno  ó  en  verano  :  quous- 

(1)  En  Méjico  por  leyes  de  9  de  enero  y  6  de  junio  dé  1836, 
con  otra  de  junio  de  1857. 


que  maximus  fluclus  à  mari  pervenit.  Las  leyes  de  las  Par- 
tidas ponen  la  playa  entre  las  cosas  comunes  de  que  todos 
los  hombres  pueden  aprovecharse;  pero  no  puede  ser  su 
intención  mirarla  como  independiente  del  imperio  deja  na- 
ción á  que  pertenece.  Cualquiera  puede  hacer  en  la  playa 
casa  ó  cabana  á  que  se  acoja  cuando  quisiere ,  ú  otro  edificio 
que  le  convenga  ,  de  manera  que  no  impida  el  uso  común 
de  las  gentes,  como  también  construir  navios,  fabricar, 
tender  y  enjugar  redes,  sin  que  nadie  pueda  ponerle  emba- 
razo, ni  usar  ni  derribar  sus  obras  ;  pero  si  se  cayesen  ó  el 
mar  las  derribase,  bien  podría  cualquiera  levantar  otro  edi- 
ficio en  el  mismo  lugar,  pues  solo  son  las  obras  del  que  las 
hace  mientras  se  conservan  y  no  mas.  El  que  hallare  en  la 
playa  oro,  aljofaró  piedras  preciosas,  lo  hace  todo  suyo 
mediante  la  ocupación  ,  por  no  ser  propio  de  ninguno.  Le- 
yes 5  ~h  y  5 ,  tít.  28  ,  Part.  5. 

PLAZO.  El  espacio  de  tiempo  que  se  concede  al  deudor 
para  satisfacer  á  su  obligación.  Puede  ser  determinado  ó  in- 
determinado :  es  determinado  cuando  se  fija  un  dia  cierto, 
como  si  yo  me  obligase  á  pagarte  mil  reales  dentro  de  seis 
meses  ó  el  dia  de  San  Juan  :  es  indeterminado  cuando  se 
designa  un  acontecimiento  futuro  cuyo  dia  se  ignora  ,  como 
si  yo  me  obligase  á  pagarte  los  mil  reales  al  tiempo  de  la 
muerte  de  tu  tio.  También  puede  ser  espreso  ó  tcicilo ,  según 
que  se  indica  en  la  convención,  ó  que  resulta  necesaria- 
mente de  ella  ,  como  por  ejemplo  ,  si  me  obligo  á  facilitarte 
dos  peones  para  la  vendimia  ,  es  preciso  esperar  á  que  el 
fruto  esté  maduro.  Finalmente  será  de  derecho  ó  de  gracia  , 
según  que  se  concede  por  la  convención  ó  por  el  juez.  —  El 
plazo  se  diferencia  de  la  condición  ,  en  que  esta  suspende  la 
obligación  y  aquel  no  hace  mas  que  retardar  su  cumpli- 
miento. Lo  que  se  debe  á  plazo  no  puede  exigirse  antes  de 
su  vencimiento;  pero  si  el* deudor  pagare  alguna  cosa  con 
anticipación  ,  no  podrá  ya  repetirla  ,  pues  pagó  lo  que  real- 
mente debia ,  siendo  cierto  que  el  plazo  ha  de  llegar  :  lo  que 
no  sucede  en  lo  que  se  debe  bajo  condición  ,  porque  como 
esta  es  incierta  por  su  naturaleza,  nada  se  debe  hasta  que 
se  cumpla.  El  plazo  se  presume  estipulado  á  favor  del  deu- 
dor, á  no  ser  que  de  la  estipulación  ó  circunstancias  resulte 
que  se  ha  convenido  también  á  favor  del  acreedor.  De  aquí 
parece  seguirse  que  como  cada  cual  puede  renunciar  su  de- 
recho, tendrá  el  deudor  la  facultad  de  pagar  antes  del  ven- 
cimiento, á  no  ser  que  el  acreedor  tenga  interés  en  no  recibir 
el  pago  hasta  que  llegue  el  plazo.  Cur.  Filíp.,  lib.  2.  com. 
terr.,  cap.  7. 

PLAZO.  El  término  ó  espacio  de  tiempo  que  se  concede 
á  las  partes  para  responder  ó  probar  lo  espuesto  y  negado 
en  juicio.  Puede  ser  legal ,  judicial  y  convencional  :  se  llama 
legal  el  concedido  por  la  ley,  estatuto  ,  estilo  ó  costumbre 
sin  ministerio  del  juez  ni  de  los  litigantes  :  judicial  el  con- 
cedido por  el  juez  en  virtud  de  disposición  ó  permiso  de  la 
ley  ;  y  convencional  el  que  se  conceden  mutuamente  las 
partes.  El  objeto  de  los  plazos  ó  dilaciones ,  que  también  así 
se  llaman,  es  según  dice  la  ley,  dar  tiempo  á  las  partes  para 
que  puedan  buscar  abogados  que  les  aconsejen ,  responder 
á  las  demandas  que  se  les  hacen ,  y  buscar  y  presentar 
testigos  ,  instrumentos  ó  cartas ,  interponer  y  seguir  apela- 
ción ,  y  hacer  ó  cumplir  lo  que  el  juez  mande  ;  y  mientras 
dura  el  plazo  ,  ninguna  cosa  nueva  se  puede  hacer  en  el 
pleito  ,  sino  sobre  aquello  por  cuya  razón  fué  dado ,  como 
examinar  los  testigos,  ó  reconocer  cartas  ó  privilegios  pre- 
sentados para  la  prueba.  El  tiempo  de  cada  plazo  se  indica 
en  los  artículos  de  los  Juicios.  Ley  1 ,  tít.  15,  Parí.  5.  Véase 
también  Término. 

PLEBEYO.  Cualquiera  individuo  delestado  llano  ó  ge- 
neral del  pueblo ,  es  decir,  el  que  no  es  noble  ó  hidalgo  y  no 
goza  por  consiguiente  de  los  privilegios  de  la  nobleza.  Entre 
los  Romanos  eran  plebeyos  todos  los  ciudadanos  menos  lus 
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senadores  y  ios  patricios  :  Plebis  aulem  appellatione  sine  pa- 
triciis  et  senatoribus  cceteri  cives  significanlur. 

PLEBISCITO.  La  ley  que  en  liempo  de  la  república  es- 
tablecía, el  pueblo  romano  ,  separado  de  los  patricios  y  se- 
nadores, á  propuesta  de  un  magistrado  popular  que  llamaban 
tribuno.  Por  algún  tiempo  no  obligaban  los  plebiscitos  sino 
á  los  plebeyos,  pero  después  adquirieron  fuerza  obligatoria 
con  respecto  á  todo  el  pueblo. 

PLEITO.  El  litigio  judicial  entre  partes;  —  ei  proceso 
ó  cuerpo  de  autos  sobre  cualquier  causa;— y  antiguamente 
el  pacto  ,  convenio ,  ajuste ,  tratado  ó  negocio.  Véase  Juicio. 

PLEITO  de  cédula.  En  las  cbancillerías  el  pleito  que  se 
ve  con  dos  ó  mas  salas  y  con  asistencia  del  presidente  en 
virtud  de  cédula  real. 

PLEITOS  de  menor  cuantía.  En  10  de  enero  de  1838, 
se  espidió  para  la  sustanciacion  de  los  pleitos  de  menor 
cuantía  en  los  tribunales  ordinarios  ,  y  no  en  los  tribunales 
eclesiásticos ,  militares  ó  de  hacienda  ni  en  los  de  comercio, 
ni  eu  los  demás  privilegiados  según  real  orden  de  30  de 
enero  de  1 8'i0 ,  la  ley  que  sigue  : 

Art.  Io.  Los  pleitos  en  que  el  valor  de  la  cosa  litigiosa  , 
escediendo  de  veinte  y  cinco  duros  no  pase  de  ciento  ,  se 
denominarán  de  menor  cuantía,  y  se  sustanciarán  por 
los  trámites  y  bajo  las  reglas  que  se  prescriben  en  esta 
ley. 

Art.  2o.  Empezarán  por  un  escrito  breve  en  que  se  pro- 
ponga la  acción  ó  demanda  con  la  claridad  y  los  demás  re- 
quisitos que  exigen  las  leyes. 

Art.  5o.  Del  escrito  de  demanda  se  conferirá  traslado  al 
demandado  por  el  término  de  nueve  dias ,  dentro  de  los  cua- 
les deberá  presentarse  la  contestación  ;  y  pasados,  el  escri- 
bano hará  recoger  los  autos  con  escrito  ó  sin  él,  sin  que 
se  necesite  para  ello  petición  de  la  parte  ni  mandato  del 
juez. 

Art.  ft°.  Si  el  demandado  formare  algún  artículo  de  no 
contestar  ó  de  previo  pronunciamiento,  no  dejará  por  eso  de 
contestar  subsidiariamente  sobre  lo  principal. 

Art.  b°.  Recogido  el  pleito  como  se  dispone  en  el  artí- 
culo 3°.,  se  proveerá  auto  señalando  el  dia  en  que  las  partes 
han  de  hacer  su  respectiva  prueba.  El  dia  que  se  señale  ha 
de  ser  posterior  al  quinto  ,  y  anterior  al  duodécimo ,  siguien- 
tes al  de  la  fecha  de  dicho  auto. 

Art.  G°.  En  el  intermedio  desde  esta  providencia  hasta  el 
día  de  la  prueba  se  manifestarán  los  autos  en  la  escribanía 
á  las  partes  ó  sus  defensores  si  lo  apetecieren  ;  la  actora 
para  enterarse  de  la  contestación  á  la  demanda ,  y  ambas 
para  preparar  sus  probanzas  con  el  debido  conocimiento. 
Por  esta  manifestación  de  los  autos  no  devengará  derechos 
algunos  el  escribano. 

Art.  7o.  El  dia  señalado  para  la  prueba  producirán  el  de- 
mandante y  el  demandado  la  que  les  convenga,  instrumen- 
lal-,  testifical  por  juramento  deferido,  ó  referido,  ó  por  posi- 
ciones. La  propondrán  verbalmente,  y  del  mismo  modo  las 
posiciones  y  las  preguntas  que  hayan  de  hacerse  á  los 
testigos. 

Art.  8o.  Todo  lo  relativo  á  las  pruebas  se  espresará  bre- 
ve ,  pero  claramente  ,  en  una  diligencia  que  se  estenderá  en 
el  acto,  y  que  firmarán  el  juez,  el  escribano,  las  partes,  sus 
defensores  si  hubiesen  asistido ,  y  los  testigos  que  supieren 
escribir. 

Art.  9o.  Si  por  cualquier  causa  no  se  pudieren  concluir 
ambas  pruebas  en  el  mismo  dia,  se  continuarán  en  los  dos  si- 
guientes ;  y  sí  dentro  de  los  tres  se  señalare  y  ofreciere  pre- 
sentar algún  testigo  que  esté  ausente  ,  se  podrá  prorogar  el 
término  probatorio  por  otros  ocho  dias,  pero  para  el  solo 
efecto  de  examinar  al  testigo  ó  testigos  señalados.  También 
podrán  ser  examinados  antes  del  término  de  prueba  los  tes- 
tigos que  estén  para  ausentarse. 


Art.  10.  Los  interesados  que  litigan ,  y  sus  defensores , 
presenciarán,  si  les  conviniere,  todos  los  actos  de  la  prue- 
ba ,  así  de  la  suya  como  de  la  contraria ,  y  podrán  hacer  á 
los  testigos  todas  las  preguntas  que  sean  concernientes  al 
asunto. 

Art.  11.  Dentro  de  los  primeros  cuatro  dias  después  do 
concluido  el  término  de  prueba  ,  pronunciará  el  juez  la  sen- 
tencia ,  en  la  que  decidirá  lo  que  corresponda  sobre  al- 
gún artículo  si  se  hubiese  formado  ,  y  sobre  lo  principal  ; 
pero  si  el  artículo  es  de  los  que  permiten  la  acción  ó  impiden 
el  progreso  ad  ulteriora  .  decidiéndose  que  tiene  lugar,  no 
se  fallará  sobre  lo  principal. 

Art.  12.  Cuando  el  artículo  se  funde  en  que  el  pleito  no  es 
de  cuantía  señalada  en  esta  ley,  si  se  declara  así,  porque  el 
valor  de  la  cosa  litigiosa  no  pasa  de  veinte  y  cinco  duros, 
el  juez  decidirá  también  sobre  lo  principal;  pero  si  es  por- 
que esceda  de  cíen  duros ,  se  repondrá  el  pleito  al  estado 
de  la  contestación  de  la  demanda ,  y  se  proseguirá  por  los 
trámites  señalados  para  los  pleitos  de  mayor  cuantía.  En 
ambos  casos  pagará  el  actor,  en  el  primero  todas  las  costas, 
y  en  el  segundo  las  causadas  desde  dicha  contestación. 

Art.  13.  La  sentencia  no  apelada  se  tiene  por  consentida 
y  pasada  en  autoridad  de  cosa  juzgada  por  ministerio  de  la 
ley  y  sin  necesidad  de  delaracion  judicial.  Trascurrido  el 
término  de  la  apelación,  el  juez  ejecutará  la  sentencia. 

Art.  14.  Si  se  interpusiese  apelación  dentro  de  los  cinco 
dias  señalados  por  la  ley,  el  juez  la  admitirá  lisa  y  llana- 
mente y  sin  dar  traslado,  mandando  que  se  cite  á  las  parles 
para  que  dentro  de  quince  dias  acudan  por  sí,  ó  por  medio 
de  procurador,  á  la  audiencia  territorial,  á  la  que  se  remi- 
tirán los  autos  à  costa  del  apelante. 

Art.  1S.  Llegados  los  autos  á  la  audiencia  ,  hecho,  el  re- 
partimiento inmediatamente  que  haya  trascurrido  el  término 
de  la  citación  ó  emplazamiento,  se  dará  cuenta  á  la  sala  á 
que  corresponda,  y  esta  mandará  pasar  los  autos  al  rela- 
tor, señalando  desde  luego  el  dia  de  la  vista ,  que  ha  de  ser 
uno  de  los  seis  primeros  siguientes. 

Art.  16.  El  dia  señalado  dará  cuenta  el  relator  sin  formar 
estracto  ni  apuntamiento,  pero  leyendo  á  la  letra  lo  que  sea 
necesario  especialmente  -en  las  diligencias  de  prueba.  No 
asistirán  abogados;  mas  se  permitirá  que  hablen  las  partes  ó 
sus  procuradores  sobre  los  hechos. 

Art.  17.  Los  pleitos  de  menor  cuantía  pueden  verse  y  de- 
terminarse en  segunda  instancia  por  tres  magistrados,  de 
los  cuales  hacen  sentencia  dos  votos  conformes. 

Art.  18.  Si  la  sentencia  de  vista  confirma  en  todas  sus 
partes  la  del  juez  de  primera  instancia,  causa  ejecutoria.  Si 
la  revoca  por  los  votos  conformes  de  todos  los  magistrados 
que  vean  el  pleito,  también  causa  ejecutoria.  En  la  misma 
sentencia  se  espresará  si  es  por  unanimidad  ó  por  mayoría 
absoluta  lo  que  se  falle  ó  resuelva. 

Art.  19.  Cuando  la  sentencia  de  vista  no  cause  ejecutoria, 
podrá  suplicar  de  ella  la  parte  que  se  crea  agraviada;  y  ad- 
mitida la  súplica  sin  dar  traslado ,  se  señalará  dia  para  la 
revista  dentro  de  los  seis  primeros  siguientes. 

Art.  20.  La  revista  se  verificará  por  dos  magistrados  di- 
versos y  en  los  mismos  términos  que  quedan  prevenidos 
para  la  vista.  Estos  magistrados  se  reunirán  con  los  que  vie- 
ron antes  el  pleito;  votarán  unos  y  otros,  y  lo  que  resulte 
acordado  por  la  mayoría  hará  sentencia  y  causará  eje- 
cutoria. 

Art.  21.  Ni  el  relator,  ni  el  escribano  de  cámara  ,  ni  otros 
subalternos,  percibirán  sus  derechos  mientras  esté  pendien- 
te el  pleito  en  la  audiencia.  Después  de  ejecutoriado,  po- 
drán recibirlos  si  las  partes  ó  sus  procuradores  se  los  pagan 
voluntariamente.  Cuando  no  se  verifique  esto,  el. escribano 
de  cámara,  sin  mandato  del  tribunal,  pasará  los  autos  al 
tasador  para  que  regule  los  derechos. 
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Art.  22.  Fenecido  el  pleito  en  la  audiencia ,  el  escribano 
de  cámara ,  también  sin  mandato  del  tribunal ,  devolverá 
los  autos  al  juzgado  inferior  con  una  certificación  á  la  letra 
de  la  sentencia  ó  sentencias  de  la  audiencia .  y  de  la  tasación 
de  costas  si  la  hubiere. 

Art.  25.  En  virtud  de  esta  certificación  ,  llevará  el  juez 
de  primera  instancia  à  puro  y  debido  efecto  la  sentencia 
que  haya  causado  ejecutoria  ,  y  exigirá  de  quien  corres- 
ponda las  costas  comprendidas  en  la  tasación  ,  cuyo  importe 
se  remitirá  á  la  escribanía  de  cámara  para  su  distribución 
entre  los  interesados. 

Art.  24.  En  la  ejecución  de  la  sentencia ,  y  en  la  exacción 
de  las  costas ,  procederá  el  juez  de  plano ,  sin  permitir  gastos 
y  dilaciones  que  puedan  escusarse.  Para  ello ,  si  requerido 
el  deudor  no  pagare  dentro  de  dos  dias  ,  se  embargarán  y 
venderán  en  almoneda  pública  bienes  suficientes  ;  los  mue- 
bles á  los  tres  dias,  y  los  raices  á  los  nueve ,  pregonándolos 
de  tres  en  1res. 

/ir?.  25.  En  toda  la  sustanciacion  de  los  pleitos  de  menor 
cuantía  no  se  admitirán  mas  escritos  que  el  de  demanda  y 
contestación.  Sin  embargo ,  la  apelación  y  la  súplica  se 
puede  interponer  por  escrito  ó  in  voce.  En  el  último  caso 
se  anotará  por  diligencia  formal ,  y  lo  mismo  se  hará  con 
otras  peticiones  verbales  ó  requerimientos  que  hagan  las 
partes. 

Art.  26.  Los  escribanos  notificarán  todas  las  providencias 
en  el  dia  de  la  fecha  de  estas  ,  ó  á  mas  tardar  en  el  siguiente. 

Art.  27.  Todos  los  términos  señalados  en  esta  ley  son 
perentorios  é  improrogables ,  pero  no  se  contarán  en  ellos 
los  dias  festivos  en  que  vacan  los  tribunales.  Véase  Juicio 
de  mayor  y  de  menor  cuantía. 

PLENARIAMENTE.  Con  juicio  plenario  ,  ó  sin  omitir 
las  formalidades  establecidas  por  las  leyes. 

PLENARIO.  Aplícase  al  juicio  posesorio  en  que  se  trata 
con  mas  detención  del  derecho  de  las  partes  para  declara- 
ción de  la  posesión  á  favor  de  una  de  ellas,  ó  reconociendo 
el  buen  derecho  que  tiene  en  la  propiedad.  En  la  práctica 
criminal  se  aplica  al  estado  de  la  causa  en  que  se  recibe  á 
prueba  para  la  ratificación  de  los  testigos  de  la  sumaria  y 
admisión  de  otros  nuevos ,  y  para  el  descargo  del  reo  y  otras 
diligencias  hasta  la  sentencia.  Véase  Juicio  petitorio  y  pose- 
sorio ,  y  Juicio  criminal  plenario. 

PLICA.  El  pliego  cerrado  y  sellado  en  que  se  contiene 
testamento ,  sentencia  ó  voto  para  publicarse  á  su  tiempo. 

PLURALIDAD  de  votos.  El  mayor  número  de  sufra- 
gios en  una  deliberación  á  que  concurren  muchos  individuos. 
La  pluralidad  puede  ser  absoluta  ó  relativa.  Hav  pluralidad 
absoluta,  cuando  una  de  las  opiniones  reúne  mas  votos  que 
todas  las  otras  juntas  :  así  es  que  si  en  ua  cuerpo  que  consta 
de  siete  miembros  se  ha  de  dar  un  empleo  á  pluralidad  ab- 
soluta de  votos,  y  resultan  dos  por  Juan,  uno  por  Diego  y 
cuatro  por  Antonio,  queda  nombrado  este  último ,  por  haber 
reunido  á  su  favor  la  pluralidad  absoluta.  Hay  pluralidad 
relativa ,  cuando  una  opinion  reúne  mas  votos  que  cada  una 
de  las  otras  separadamente  :  así  es  que  si  en  el  caso  pro- 
puesto se  ha  de  dar  el  empleo  á  pluralidad  relativa  ,  y  re- 
sultan dos  votos  á  favor  de  Pedro ,  otros  dos  al  de  José  y  tres 
al  de  Domingo ,  este  último  es  el  que  vence  por  tener  res- 
pectivamente mayor  número  que  cualquiera  de  los  otros. 

PLUSPETICION.  La  acción  de  pedir  mas  de  lo  debido  : 
ó  el  esceso  que  comete  el  actor  pidiendo  mas  de  lo  que  se  le 
debe.  Puede  suceder  que  el  demandante  se  esceda  pidiendo 
mas  de  lo  justo  en  cuatro  maneras  :  Io.  en  la  cantidad , 
como  si  pide  veinte  mil  reales  no  debiéndosele  mas  que  diez 
mil:  —  2o.  en  el  modo  ,  como  si  debiéndosele  una  de  dos 
cosas  que  elija  el  deudor,  él  la  señala  en  su  demanda  qui- 
tando al  otro  la  elección  :  —  5o.  en  el  tiempo  ,  como 
gi  pide  el  pago  ánles  del  plazo  asignado  para  hacerlo  ;  — 


U°.  en  el  lugar,  demandando  el  pago  en  otro  lugar  distinto 
del  señalado  en  el  trato.  —  El  actor  que  se  escediere  en  su 
pretensión  de  cualquiera  de  los  cuatro  modos  espresados  , 
no  por  error  sino  por  dolo  ,  y  no  modificare  su  demanda 
según  lo  justo  antes  de  la  contestación ,  ni  se  apartare  de  lo 
que  pidió  de  mas ,  ni  fuere  menor  que  goza  del  beneficio 
de  restitución  ,  deberá  ser  condenado  en  costas  y  perderá 
la  deuda  principal  ;  mas  no  mediando  engaño  sino  solo  error, 
aunque  pida  mas  de  lo  debido  y  no  pruebe  todo  lo  pro- 
puesto en  su  demanda  ,  tiene  derecho  á  que  se  le  pague 
cuanto  probare  contra  el  reo  ,  el  cual  debe  ser  condenado 
al  pago  de  ello  ,  y  absuelto  de  lo  demás  no  probado  ;  bien 
que  si  por  tal  esceso  se  hubieren  causado  á  este  costas  ó 
espensas,  habrá  de  satisfacérselas  el  demandante.  ¿e¿/22, 
til.  1,  lib.  10,  Nov.  Rec,  y  ley  42,  til.  2,  Parí.  5. 
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POBRE.  El  que  carece  de  lo  necesario  para  el  sustento 
de  la  vida.  El  pobre  sin  mas  bienes  que  la  labor  de  sus  ma- 
nos puede  por  esta  razón  escusarse  de  tomar  á  su  cargo  la 
tutela  ó  cúratela  que  se  le  hubiere  conferido.  El  pobre  de 
solemnidad  ,  que  es  el  que  se  ve  obligado  á  pedir  limosna 
para  mantenerse  ,  no  puede  acusar  á  nadie  sino  por  delito 
de  lesa  majestad  ,  ó  por  agravio  hecho  á  él  ó  á  sus  parientes 
hasta  el  cuarto  grado.  El  muy  pobre  no  puede  ser  testigo , 
si  al  mismo  tiempo  fuese  vil  y  usase  de  malas  compañías. 
El  pobre  que  ,  aunque  tenga  lo  suficiente  para  vivir,  carece 
de  lo  necesario  para  litigar,  no  ha  de  ser  compelido  á  pagar 
las  costas  y  derechos  que  devengue  en  defenderse,  con  tal 
que  haga  constar  su  pobreza  mediante  información  ante 
cualquier  juez,  presentando  ademas  un  testigo  fidedigno 
ante  el  tribunal  en  que  se  sigue  el  pleito.  Ley  20  ,  lit.  23, 
Part.  5  ;  ley%,  til.  17,  Part.  6;  ley  2,  lit.  1,  Part.  7;  ley  8, 
til.  16,  Part.  3.  Véase  Papel  sellado. 

PODER.  La  facultad  que  da  uua  persona  á  otra  para 
que  haga  en  su  nombre  lo  mismo  que  ella  baria  por  sí  pro- 
pia en  el  negocio  que  le  encarga  ;  ó  bien  :  el  instrumento 
en  que  alguno  da  facultad  á  otro  para  que  en  lugar  de  su 
persona  y  representándola  pueda  ejecutar  alguna  cosa. 
Quien  recibe  tal  poder  ó  facultad  se  llama  apoderado,  per- 
sonero,  poderhabiente,  procurador  ó  mandatario;  y  el  que 
lo  da  ,  poderdante  ó  mandante.  El  poder  ha  de  hacerse  auto 
escribano  público;  y  ha  de  contener  los  nombres  del  poder- 
dante y  del  apoderado ,  los  de  los  testigos  ,  el  lugar,  dia  y 
año  de  su  otorgamiento ,  el  objeto ,  fin  ,  pleito  ó  negocio 
para  que  se  da  ,  las  facultades  que  se  conceden  al  apode- 
rado ,  y  la  obligación  de  tener  por  firme  cuanto  este  practi- 
care dentro  de  los  límites  del  poder  ;  leyes  13  y  14,  lit.  8, 
Part.  5.  Antiguamente  el  poder  á  pleitos  se  hacia  también 
apud  acta,  esto  es,  en  los  mismos  autos,  nombrando  la  parlo 
á  su  apoderado  delante  del  juez,  quien  lo  hacia  poner  en  el 
mismo  proceso  :  pero  ahora  no  está  ya  en  uso  semejante 
modo  de  dar- poderes  ;  Cur.  Filíp.,  y  ley  5  ,  lit.  3  ,  lib.  1 1  , 
Nov.  Rec.  —  Cuando  muchas  personas  tienen  algún  pleito 
ó  negocio  común ,  pueden  dar  un  solo  poder  nombrando 
uno  ó  muchos  apoderados;  ley  18,  lit.  li,  Part.  5.  —  El 
poder  vale  tan  solo  en  lo  que  espresa  ;  de  modo  que  en  la 
práctica  se  desestiman  las  cláusulas  por  las  que  el  poder- 
dante confiere  á  su  apoderado  el  poder  con  Ubre ,  franca  y 
general  administración  ,  para  que  haga  en  su  virtud  lodo 
lo  que  él  haría  por  sí  mismo  y  podría  hacer  hallándose  pré- 
senle ,  porque  los  escribanos  suelen  ponerlas  por  estilo  y  por 
seguir  las  fórmulas  introducidas;  ley  19,  lit.  S,  Part.  3. 
También  ponen  por  estilo  la  cláusula  de  relevación  ó  exone- 
ración al  apoderado ,  ya  para  que  no  se  pueda  reconvenir 
á  este  en  caso  de  que  hiciere  alguna  cosa  en  perjuicio  del 
poderdante ,  ya  para  que  no  preste  caución  ni  otra  segu- 


PO 


-  1354  ^ 


PO 


ridad  de  pagar  lo  juzgado  :  no  obstante  lo  cual  puede  el 
demandado  pedir  que  el  procurador  del  demandante  dé 
fianza  de  estar  á  derecho  y  pagar  juzgado  y  sentenciado  en 
la  causa  de  reconvención ,  dado  caso  que  este  no  tenga 
bienes  con  que  aquel  pueda  reintegrarse  en  paraje  cercano. 
—  Es  válido  cuanto  el  apoderado  hiciere  en  virtud  del 
poder,  aunque  el  poderdante  lo  hubiese  revocado  antes  de 
que  aquel  lo  llevase  á  ejecución ,  mientras  no  conste  la  re- 
vocación á  las  partes  interesadas  ;  ley  24  ,  til.  5  ,  Part.  5  , 
y  su  ylos.  5.  Pero  no  sucede  así  en  el  poder  para  casarse  , 
pues  si  el  poderdante  ó  novio  lo  revocase  antes  del  momento 
de  la  celebración  del  matrimonio,  seria  este  nulo  y  de  nin- 
gún efecto ,  aunque  lo  ignorasen  el  apoderado  y  el  otro 
contrayente ,  porque  es  indispensable  en  los  sacramentos 
la  intención  actual  ó  habitual  al  tiempo  de  recibirlos  ;  y  así 
es  que  por  si  sucede  que  en  un  mismo  dia  efectúe  el  casa- 
miento el  apoderado  ,  y  revoque  el  poder  el  novio ,  conviene 
para  evitar  dudas  espresar  la  hora  del  matrimonio  y  la  de  la 
revocación;  ley  1 ,  til.  i  ,  Pari,  k  ;  cap.  últ.  de  procuralo- 
ribus  in  G.  —  El  poder  puede  ser  general  ó  especial ,  del 
mismo  modo  que  el  mandato.  —  El  poder  para  pleitos  no 
puede  sustituirse ,  sin  que  antes  se  haya  contestado  la  de- 
manda, á  no  ser  que  en  él  se  dé  espresa  facultad  para  ello; 
mas  el  poder  para  negocios  extrajudiciales  puede  susti- 
tuirse ,  aunque  en  él  no  se  dé  tal  facultad.  La  sustitución 
puede  hacerse  en  todo  ó  en  parte  á  continuación  de  la  copia 
original  ó  traslado  del  poder,  ó  bien  por  separado  con  in- 
serción de  copia  testimoniada  del  mismo.  Véase  Mandato , 
Mandante ,  Mandatario  y  Procurador. 

PODES  para  testar.  El  acto  y  disposición  en  que  una 
persona  da  facultades  á  otra  para  ordenar  su  última  volun- 
tad ,  declararla  y  disponer  de  sus  bienes.  En  el  otorgamiento 
de  este  poder  ha  de  intervenir  la  misma  solemnidad,  número 
y  calidad  de  testigos  que  en  el  testamennto  nuncupativo; 
el  poder  ha  de  insertarse  en  el  testamento  que  en  su  virtud 
se  ordene;  y  el  apoderado  ,  que  se  llama  comisario  ,  ha  de 
declarar  al  tiempo  de  hacer  uso  de  él  que  no  se  le  ha  revo- 
cado, suspendido  ni  limitado;  ley  8,  til.  19  ,  lib.  iO,  Nov. 
Rec.  —  Puede  conferir  dicho  poder  el  que  tiene  facultad 
para  testar,  á  cualquiera  sugeto  que  no  esté  privado  de  ser 
personero  ó  apoderado,  y  suele  darlo  por  no  morir  intestado 
el  que  no  puede  ó  no  quiere  disponer  determinadamente 
de  lodas  sus  cosas;  ley  6,  lit.  5,  lib.  5  del  Fuero  Real. 
No  puede  sustituirse  este  poder,  á  no  ser  que  el  poder- 
dante hubiese  dado  en  él  facultad  espresa  para  ello.  Véase 
Comisario. 

[  *  PODER  nacional.  El  art.  k°.  de  las  Bases  constitu- 
cionales de  la  república  de  Méjico  dice  que  el  ejercicio  del 
supremo  poder  nacional  continuará  dividido  en  legislativo  , 
ejecutivo  y  judicial,  que  no  podrán  reunirse  en  ningún  caso 
ni  pur  ningún  pretesto.  —  El  art.  5o.  establece  que  el  ejer- 
cicio del  poder  legislativo  residirá  en  un  congreso  de  repre- 
sentantes de  la  nación,  dividido  en  dos  cámaras,  una  de  di- 
putados y  otra  de  senadores,  los  que  serán  elegidos  popular 
y  periódicamente. Véase  Cámara  de  Diputados  y  Cámara  de 
Senadores. 

El  art.  6o.  dice  que  el  ejercicio  del  poder  ejecutivo  resi- 
dirá en  un  presidente  de  elección  popular  indirecta  y  pe- 
riódica, mejicano  por  nacimiento,  cuyas  demás  circunstan- 
cias, lo  mismo  que  las  de  su  elección,  su  duración,  facultades 
y  modo  de  ejercerlas  ,  establecerá  la  ley  constitucional. 
Véase  Presidente  de  la  República,  Consejo  de  gobierno,  Mi- 
nistro. 

En  el  art.  7°.  se  previene  que  el  ejercicio  del  poder  judi- 
cial residirá  en  una  corte  suprema  de  justicia  y  en  los  tri- 
bunales y  jueces  que  establecerá  la  ley  constitucional.  Véase 
Corle  suprema  de  Juslicia,  Juez  y  Tribunales  en  sus  dife- 
rentes artículos. 


PODER  conservador.  La  2a.  ley  constitucional  esta- 
blea lo  siguiente  : 

Art.  Io.  Habrá  un  supremo  poder  conservador  que  se 
depositará  en  cinco  individuos,  de  los  que  se  renovará  uno 
cada  dos  años,  saliendo  en  la  primera,  segunda ,  tercera  y 
cuarta  vez  el  que  designare  la  suerte,  sin  entrar  en  el  sor- 
teo el  que  ó  los  que  hayan  sido  nombrados  para  reemplazar. 
De  la  quinta  vez  en  adelante  saldrá  el  mas  antiguo. 

Art.  2o.  El  sorteo  de  que  habla  el  artículo  anterior,  se 
hará  por  el  senado  el  dia  Io.  de  agosto  inmediato  anterior  á 
la  renovación;  y  si  estuviere  en  receso,  lo  verificará  el  con- 
sejo de  gobierno. 

Art.  5o.  Tanto  las  elecciones  bienales  ordinarias  como 
las  estraordinarias  ulteriores  ,  se  harán  de  la  manera  si- 
guiente : 

I.  Cada  una  de  las  juntas  departamentales  elegirá  el  niW 
mero  de  individuos  que  deben  nombrarse  aquella  vez. 

II.  Estas  elecciones  se  harán  siempre  por  todas  las  juntas, 
en  el  mismo  dia  :  las  ordinarias  bienales  en  Io.  de  octubre 
del  año  inmediato  anterior  á  la  renovación;  las  estraordina- 
rias ,  para  la  primera  elección  total  de  los  cinco  ,  y  para 
reemplazar  por  vacante,  en  el  dia  que  les  prefijare  el  supre- 
mo poder  ejecutivo. 

III.  La  elección  estraordinaria  por  vacante  ,  solo  tendrá 
lugar  cuando  esta  acaezca  mas  de  seis  meses  antes  de  la  re- 
novación periódica  ;  en  el  caso  contrario  se  diferirá  para  el 
Io.  de  octubre  en  que  se  llenarán  todos  los  huecos. 

IV.  Verificada  la  elección  á  pluralidad  absoluta  de  votos , 
remitirán  las  juntas  en  pliego  cerrado  y  certificado  ,  por  el 
correo  inmediato  siguiente  ,  la  acta  de  elección  á  la  secre- 
taria de  la  cámara  de  diputados. 

V.  La  omisión  de  la  elección  en  el  dia  prefijado ,  y  la  do 
envío  de  la  acta  de  ella  que  prescribe  el  párrafo  anterior, 
será  caso  de  responsabilidad  para  las  juntas  departamenta- 
les, según  lo  que  prevenga  la  ley  de  la  materia. 

VI.  El  dia  15  de  noviembre  inmediato  anterior  á  la  reno- 
vación bienal  ordinaria,  y  á  los  cuarenta  dias  de  cualquiera 
elección  estraordinaria,  abrirá  los  pliegos  la  cámara  de  di- 
putados, y  acto  continuo  formará  lista  de  los  que  han  sido 
nombrados,  y  sin  salir  de  ella  elegirá  á  pluralidad  absoluta 
de  votos,  una  terna  de  individuos  por  cada  hueco. 

VIL  Al  dia  siguiente  al  de  la  elección  de  la  terna  ó  ternas, 
las  pasará  la  cámara  de  diputados  á  la  de  senadores  con  to- 
do el  espediente  de  elecciones  ,  y  esta  en  el  mismo  dia  ele- 
girá un  individuo  de  cada  terna,  publicará  la  elección,  y  la 
participará  al  supremo  poder  ejecutivo  para  que  avise  do 
su  nombramiento  al  electo  ó  electos  ,  á  fin  de  que  se  pre- 
senten á  ejercer. 

Art.  k°.  El  individuo  que  acaba  puede  ser  reelegido; 
pero  en  tal  caso  podrá  ó  no  aceptar  el  encargo. 

Art.  5o.  Se  elegirán  tres  suplentes  residentes  en  la  capi- 
tal que  tengan  las  mismas  circunstancias  que  exige  esta  ley 
para  los  propietarios  y  del  mismo  modo  que  estos;  reno- 
vándose en  su  totalidad  cada  elección  bienal  ordinaria. 

Art.  6o.  Por  el  orden  que  sean  elegidos  entrarán  á  ocu- 
par el  lugar  de  los  propietarios  que  falten;  y  mientras  es- 
tén funcionando  disfrutarán  del  mismo  sueldo  y  de  las 
mismas  prérogatives  que  dichos  propietarios. 

Art.  7o.  Solo  suplirán  las  faltas  temporales  ó  mientras  so 
hace  la  elección  por  alguna  vacante. 

Art.  8o.  La  elección  para  este  cargo  ,  será  preferente  á 
cualquiera  otra  que  no  sea  para  la  presidencia  de  la  Repú- 
blica, y  el  cargo  no  podrá  ser  renunciado  antes  ni  después 
de  la  posesión,  sino  por  imposibilidad  física  calificada  por  el 
congreso  geueral. 

Art.  9o.  Los  individuos  del  supremo  poder  conservador 
prestarán  juramento  ante  ej  congreso  general ,  reunidas  las 
dos  cámaras,  bajo  la  fórmula  siguiente  : 
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«  ¿Jurais  guardar  y  hacer  guardar  la  Constitución  de  la 
República,  sosleniendo  el  equilibrio  constitucional  entre  los 
poderes  sociales ,  manteniendo  ó  restableciendo  el  orden 
constitucional  en  los  casos  en  que  fuere  turbado,  y  a  valiéndoos 
para  ello  del  poder  y  medios  que  la  Constitución  pone  en 
vuestras  manos?  Después  de  la  respuesta  afirmativa  del 
otorgante  ,  añadirá  el  secretario  la  fórmula  ordinaria  :  «  Si 
así  lo  hieiereis,  Dios  os  lo  premie,  y  si  no,  os  lo  demande.  » 
Cuando  el  congreso  no  estuviere  reunido,  podrán  jurar  su- 
pletoriamente en  el  seno  de  su  corporación;  pero  repetirán 
el  juramento  luego  que  se  abran  las  sesiones  del  cuerpo  le- 
gislativo. 

Art.  10.  Cada  miembro  de  dicho  supremo  poder  disfru- 
tará anualmente  durante  su  cargo,  seis  mil  pesos  de  sueldo  : 
su  tratamiento  será  el  deEscelencia. 

Art.  il.  Para  ser  miembro  del  supremo  poder  conserva- 
dor se  requiere  : 

I.  Ser  mejicano  por  nacimiento  y  estar  en  actual  ejercicio 
délos  derechos  de  ciudadano. 

H.  Tener  el  dia  de  la  elección  cuarenta  años  cumplidos 
de  edad  ,  y  un  capital  (físico  ó  moral)  que  le  produzca  por 
lo  menos  1res  mil  pesos  de  renta  anual. 

III.  Haber  desempeñado  alguno  de  los  cargos  siguientes  : 
presidente  ó  vice-presidente  de  la  República,  senador,  dipu- 
tado ,  secretario  del  despacho ,  magistrado  de  la  suprema 
corte  de  justicia. 

Art.  12.  Las  atribuciones  de  este  supremo  poder  son  las 
siguientes  : 

I.  Declarar  la  nulidad  de  una'  ley  ó  decreto  dentro  de 
dos  meses  después  de  su  sanción,  cuando  sean  contrarios  á 
artículo  espreso  de  la  Constitución  ,  y  le  exijan  dicha  decla- 
ración ó  el  supremo-poder  ejecutivo  ,  ó  la  alta  corte  de  jus- 
ticia ,  ó  parte  de  los  miembros  del  poder  legislativo  en  re- 
presentación que  firmen  diez  y  ocho  por  lo  menos. 

II.  Declarar,  escitado  por  el  poder  legislativo  ó  por  la 
suprema  corte  de  justicia  ,  la  nulidad  de  los  actos  del  poder 
ejecutivo,  cuando  sean  contrarios  á  la  Constitución  ó  á  las 
leyes,  haciendo  esta  declaración  dentro  de  cuatro  meses  ? 
contados  desde  que  se  comuniquen  esos  actos  á  las  autori- 
dades respectivas. 

III.  Declarar  en  el  mismo  término  la  nulidad  de  los  actos 
de  la  suprema  corte  de  justicia,  escilado  por  alguno  de  los 
otros  dos  poderes,  y  solo  en  el  caso  de  usurpación  de  facul- 
tades. —  Si  la  declaración  fuere  afirmativa  ,  se  mandarán 
los  datos  al  tribunal  respectivo  para  que  sin  necesidad  de 
otro  requisito  proceda  á  la  formación  de  causa  ,  y  al  fallo 
que  hubiere  lugar. 

IV.  Declarar,  por  escilacion  del  congreso  general,  la  inca- 
pacidad física  ó  moral  del  presidente  de  la  República,  cuan- 
do le  sobrevenga. 

V.  Suspender  á  la  alta  corte  de  justicia,  escitado  por  al- 
guno de  los  otros  dos  poderes  supremos,  cuando  desconozca 
alguno  de  ellos,  ó  trate  de  trastornar  el  orden  público. 

VI.  Suspender  hasta  por  dos  meses  (  á  lo  mas  )  las  se- 
siones del  congreso  general  ,  ó  resolver  se  llame  á  ellas 
á  los  suplentes  por  igual  término  cuando  convenga  al 
bien  público,  y  lo  escite  para  ello  el  supremo  poder  ejecutivo. 

VII.  Restablecer  constitucionalmente  á  cualquiera  de  di- 
chos tres  poderes,  ó  á  los  tres,  cuando  hayan  sido  disueltos 
revolucionariamente. 

VIII.  Declarar,  escitado  por  el  poder  legislativo  ,  previa 
iniciativa  de  alguno  de  los  otros  dos  poderes ,  cuál  es  la  vo- 
luntad de  la  nación,  en  cualquiera  caso  estraordinario  en  que 
sea  conveniente  conocerla. 

IX.  Declarar,  escitado  por  la  mayoría  de  las  juntas 
departamentales ,  cuándo  está  el  presidente  de  la  Repú- 
blica en  el  easo  de  renovar  todo  el  ministerio  por  bien  de  la 
nación. 


X.  Dar  ó  negar  la  sanción  á  las  reformas  de  Constitu- 
ción que  acordare  el  congreso,  previas  las  iniciativas,  y 
en  el  modo  y  forma  que  establece  la  ley  constitucional 
respectiva. 

XI.  Calificar  las  elecciones  de  los  senadores. 

XII.  Nombrar  el  dia  Io.  de  cada  año  diez  y  ocho  letra- 
dos entre  los  que  no  ejercen  jurisdicción  ninguna,  para  juz- 
gar á  los  ministros  de  la  alta  corte  de  justicia  y  de  la  mar- 
cial ,  en  el  caso ,  y  previos  los  requisitos  constitucionales 
para  esas  causas. 

Art.  13.  Para  cualquiera  resolución  de  este  supremo  po- 
der, se  requiere  indispensablemente  la  absoluta  conformi- 
dad de  tres  de  sus  miembros  por  lo  menos. 

Art.  \k.  Toda  declaración  que  haga  el  supremo  poder 
conservador,  toda  resolución  que  tome  ,  no  siendo  de  las 
especificadas  en  el  art.  12,  y  aunque  sea  de  ellas  si  la 
toma  por  sí  y  sin  la  escilacion  que  respectivamente  so 
exige  para  cada  una  en  dicho  artículo  ,  es  nula  y  de  ningún 
valor. 

Art.  Ib.  Toda  declaración  y  disposición  de  dicho  su- 
premo poder  conservador,  dada  con  arreglo  á  las  disposi- 
ciones precedentes,  y  citando  la  respectiva,  debe  ser  obede- 
cida al  momento  y  sin  réplica  por  todas  las  personas  á 
quienes  se  dirija  y  corresponda  la  ejecución. 

La  formal  desobediencia  se  tendrá  por  crimen  de  alta 
traición. 

Art.  16.  Los  miembros  de  este  supremo  poder,  durante 
el  tiempo  de  su  cargo  ,  y  dentro  de  los  dos  años  inmedia- 
tos siguientes  ,  no  pueden  ser  elegidos  para  la  presidencia 
de  la  República  ni  obtener  empleo  que  no  les  toque  por 
rigorosa  escala,  ni  ser  nombrados  para  ninguna  comisión  , 
ni  solicitar  del  gobierno  ninguna  clase  de  gracia  para  sí  ni 
para  otro. 

Art.  17.  Este  supremo  poder  no  es  responsable  de  sus 
operaciones  mas  que  á  Dios  y  á  la  opinion  pública,  y  sus  in- 
dividuos en  ningún  caso  podrán  ser  juzgados  ni  reconveni- 
dos por  sus  opiniones. 

Art.  18.  Si  alguno  de  ellos  cometiere  algún  delito,  la 
acusación  se  hará  ante  el  congreso  general  reunidas  las 
dos  cámaras,  el  cual,  á  pluralidad  absoluta  de  votos,  cali- 
ficará si  ha  lugar  á  la  formación  de  causa  ,  y  habiéndolo  , 
seguirá  esta  y  la  fenecerá  la  suprema  corte  de  justicia 
ante  la  que  se  seguirán  también  las  causas  civiles  en  que 
sean  demandados. 

Art.  19.  Este  supremo  poder  residirá  ordinariamente 
en  la  capital  ;  pero  en  el  caso  de  que  la  seguridad  pública 
ó  la  suya  ,  exija  su  traslación  á  otro  punto  cualquiera  de 
la  República  ,  podrá  acordarla  y  verificarla  por  tiempo 
limitado. 

Art.  20.  El  dia  Io.  de  cada  bienio  elegirá  el  supremo  po- 
der conservador  entre  sus  individuos,  un  presidente  y'  un 
secretario,  pudiendo  reelegir  á  los  que  acaban. 

Art.  21.  Se  dirigirán  al  secretario  todas  las  comunica- 
ciones de  los  otros  poderes. 

Art.  22.  Todas  las  discusiones  y  votaciones  de  este1  cuer- 
po serán  secretas  ,  haciéndose  las  segundas  por  medio  de 
bolas  negras  y  blancas. 

Art.  25.  Aunque  se  le  destinará  un  salon  correspondiente 
en  el  palacio  nacional,  no  tendrá  dias  ni  horas  ,  ni  lugar 
preciso  para  sus  sesiones  ,  y  el  presidente  las  empla- 
zará cuando  convenga  ,  por  medio  de  esquelas  citato- 
rias á  sus  compañeros ,  en  que  especificará  las  dichas 
circunstancias. 

Después  de  haber  hablado  la  2a.  ley  constitucional  del 
Poder  conservador,  la  3a.  en  su  art.  57  trata  de  la  Diputa- 
ción permanente  en  estos  términos  : 

Art.  37.  Esta  se  compondrá  de  cuatro  diputados  y 
tres  senadores,  que   al    fin   de  las   primeras  sesiones 
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ordinarias  de  cada  bienio,  nombrarán  sus  respectivas 
cámaras. 

Art.  58.  Toca  á  esta  diputación  : 

■I.  Citar  al  congreso  à  sesiones  eslraordinarias  cuando  lo 
resuelva  el  presidente  de  la  República,  ó  ella  lo  crea  nece- 
sario con  arreglo  al  art.  21. 

II.  Citar  al  congreso  á  la  continuación  de  sus  sesiones  or- 
dinarias interrumpidas  según  el  art.  23. 

III.  Citar  al  senado  á  sesión  particular  en  los  casos  y  para 
los  fines  del  art.  53,  párrafo  2o. 

IV.  Dar  ó  negar  á  los  individuos  del  congreso  licencia 
para  ausentarse  de  la  capital  ,  estando  las  cámaras  en 
receso. 

V.  Velar  durante  él  sobre  las  infracciones  de  la  Cons- 
titución. ] 

POLICÍA(l).De  la  palabra  griega  polis  que  significa  ciu- 
dad ,  se  deriva  politiá,  policía ,  que  significa  el  arreglo, 
gobierno  y  buen  orden  de  una  ciudad  ó  república.  Policía 
pues  se  loma  comunmente  por  el  arte  ó  ciencia  de  procurar 
á  todos  los  habitantes  de  un  pueblo  una  vida  cómoda  y  tran- 
quila, como  también  por  la  jurisdicción  que  tiene  derecho 
de  ejercer  el  magistrado  de  policía  para  lograr  aquel  fin. 
Son  objetos  de  la  policía  la  disciplina  de  las  costumbres ,  la 
salud  pública  ,  la  reforma  de  los  abusos  que  pueden  come- 
terse en  el  comercio,  los  víveres  ,  la  seguridad  y  tranqui- 
lidad general ,  la  limpieza  de  las  calles,  la  solidez  y  hermo- 
sura de  los  edificios  ,  la  observancia  de  los  estatutos,  leyes, 
bandos  ú  ordenanzas  municipales  (2)  ,  la  represión  délos 
juegos  ,  del  uso  de  las  armas,  de  la  ociosidad  ú  holgaza- 
nería ,  y  de  todas  aquellas  acciones  que  aunque  poco  ó  nada 
criminales  por  sí  mismas  pueden  tener  malas  resultas  ú 
ocasionar  crímenes  ó  males  á  los  ciudadanos  ,  la  vigilancia 
sobre  la  ejecución  de  las  leyes  de  caza  y  pesca  ,  el  cuidado 
de  los  caminos ,  calles ,  plazas  y  paseos ,  los  teatros ,  espec- 
táculos y  demás  diversiones  públicas ,  y  en  fin  todo  lo  que 
concierne  á  la  seguridad  y  bienestar  de  los  moradores.  La 
policía  está  á  cargo  de  los  corregidores ,  alcaldes  y  jefes 
políticos  (3). 

POLICITACIÓN.  La  oferta  ó  promesa  que  uno  hace  á 
otro.  No  es  obligatoria  mientras  no  esté  aceptada  por  la  otra 
parle.  Véase  Promesa. 

POLIGAMIA.  El  estado  de  un  hombre  casado  á  un 
tiempo  y  á  sabiendas  con  dos  ó  mas  mujeres,  ó  de  una  mu- 
jer casada  en  iguales  términos  con  dos  ó  mas  hombres. 
«Maldad  conocida  facen  los  homes,  dice  la  ley  16,  tít.  17, 
Part.  7,  en  casarse  dos  veces  á  sabiendas,  viviendo  sus 
mujeres;  et  otrosí  las  mujeres,  sabiendo  que  son  vivos  sus 
maridos.  »  También  se  llama  poligamia  el  estado  de  la  per- 
sona que  ha  tenido  muchas  mujeres  ó  muchos  maridos  su- 
cesivamente; y  para  distinguirlas,  aquella  se  llama  simul- 
tánea, y  esta  sucesiva.  Nada  hay  que  decir  de  la  poligamia 
sucesiva ,  por  ser  inocente  ;  pero  la  poligamia  simultánea  se 
tiene  por  criminal  entre  nosotros,  y  se  castiga  con  severi- 
dad. Según  las  leyes  romanas  la  pena  de  este  delito  era  la 
infamia.  La  legislación  de  Partidas,  ley  16  citada,  dispone 
que  Cualquiera  que  casare  á  sabiendas,  pendiente  su  primer 
matrimonio,  ó  permitiere  que  su  esposa  case  con  otro  igno- 

(I)  Qué  es  todo  lo  que  se  comprende  bajo  la  palabra  policía  , 
véa^c  en  Dou,  loin.  5,  pág.  5'iü  á  343. 

(2,'  Quien  quisiere  ver  esas  leyes,  estatuios  y  bandos  con  res- 
pecto á  Méjico, lea  la  obrita  Manual  de  providencias  cconómico- 
jioliticas  por  Rodríguez  de  San  Miguel. 

(5)  l'.n  l;i  república  de  Méjico  la  policía  está  por  su  Constitución 
á  cargo  de  los  ayuntamientos,  como  se  dice  en  las  notas  al  art. 
¿uuntumknlo,  pág.  538,  nota  2,  y  ni  la  corle  suprema  de  justicia 
ni  los  tribunales  superiores  de  los  departamentos  pueden  tomar 
loiiocijuienlo  alguno  sobre  asuntos  gubernativos  ó  económicos. 


rante  de  que  ya  se  halla  casada  ,  sea  desterrado  á  isla  por 
cinco  años  ,  y  pierda  los  bienes  que  tuviere  en  el  lugar  do 
su  delito  para  el  engañado  y  el  fisco  por  mitad,  á  falta  do 
hijos  y  nietos;  y  que  si  ambos  contrayentes  lo  fueren  á  sa- 
biendas, sean  desterrados  cada  uno  á  su  isla,  y  aplicados 
al  fisco  los  bienes  de  aquel  que  no  tuviere  hijos  ó  nietos.  La 
Recopilación  contiene  varias  leyes,  de  las  cuales  una  pre- 
viene que  ademas  de  las  penas  establecidas  por  derecho 
se  imprima  en  la  frente  al  polígamo  con  hierro  ardiente  la 
señal  de  la  q  :  otra  ordena  que  sea  condenado  en  la  pena  do 
aleve  y  de  perdimiento  de  la  mitad  de  sus  bienes  :  otra  man- 
da que  se  tenga  especial  cuidado  de  castigarle  conforme  á 
derecho ,  y  que  se  entiendan  de  galeras  los  cinco  años  de 
destierro  á  una  isla  de  que  habla  la  ley  de  Partida  ;  y  en  fin 
la  mas  reciente  declara  que  la  pena  que  está  puesta  por  las 
leyes  contra  los  que  se  casan  dos  veces,  en  caso  que  se  les 
habia  de  imponer  pena  corporal  y  señal,  se  conmute  en  ver- 
güenza pública  y  diez  años  de  servicio  de  galeras;  leyes  6, 
8  y  9,  lit.  28  ,  lib.  12,  Nov.  Rec.  Se  ha  mitigado  no  obs- 
tante algunas  veces  el  rigor  de  la  ley  condenando  á  los  reos 
á  seis  ó  mas  años  de  presidio.  Con  respecto  á  la  mujer  polí- 
gama, se  conmuta  en  reclusión  la  pena  de  galeras  ó  presi- 
dio. Véase  Incontinencia. 

La  poligamia  ó  matrimonio  simultáneo  de  un  hombre  con 
muchas  mujeres  se  permitió  por  la  ley  antigua  entre  los 
Hebreos  ,  porque  según  dicen  los  comentadores  de  la  Biblia, 
se  consideraba  entonces  necesaria  para  la  propagación  del 
género  humano  ;  se  estableció  después  por  el  falso  profeta 
Mahoma,se  adoptó  por  sus  sectarios ,  se  admitió  en  otras 
muchas  naciones  infieles  é  idólatras,  y  se  prohibió  entre  los 
católicos,  á  quienes  está  prescrita  la  monogamia  ó  unidad 
del  matrimonio  ;  Inoc.  III,  cap.  8,  de  tibor  tus;  cap.  19, 
ext.  de  sponsalib.  (k). —  La  poligamia  ó  malrinmonio  de  una 
mujer  con  muchos  varones,  que  también  se  llama  polian- 
dria ,  repugna  todavía  mas  á  la  razón  ,  por  ser  incierto  en 
tal  caso  el  padre  de  la  prole.  Se  ha  permitido  no  obstanto 
entre  los  Iroqueses  ,  donde  las  mujeres  pueden  tener  mu- 
chos maridos;  en  el  Calicut, donde  puede  una  mujer  casarso 
hasta  con  siete  á  un  tiempo  ;  en  la  Arabia  ,  donde  todos  los 
hombres  de  una  misma  familia  solo  tenian  una  mujer;  entro 
los  Ingleses  antiguamente ,  según  refiere  César;  y  por  fin 
entre  algunos  herejes  y  muchas  naciones  que  establecieron 
la  comunidad  de  mujeres. 

No  puede  negarse  que  la  poligamia  es  sumamente  perni- 
ciosa :  Io.  porque  se  sacrificarían  los  intereses  de  las  muje- 
res; 2o.  porque  si  un  hombre  tomaba  muchas  mujeres, 
muchos  hombres  tendrían  que  vivir  privados  de  una  compa- 
ñera; 5o.  porque  degeneraría  la  especio  humana,  y  nacería 
mayor  número  de  hembras  que  de  varones;  h°.  porque  las 
familias  se  dividirían  en  facciones  enconadas  por  la  envidia, 
los  zelos  y  la  ambición  de  las  esposas  rivales  y  de  sus  hijos, 
y  se  corrompería  la  juventud  en  medio  do  lanías  pasiones 
hostiles  (o).  Bien  es  cierto  q^e  en  el  oriéntela  poligamia  sub- 
siste con  la  paz;  pero  es  porque  allí  las  mujeres  viven  en  la 
esclavitud  y  en  el  encierro  ;  lo  que  ademas  de  ser  un  nial 
para  ellas,  loes  también  muy  grande  parala  sociedad,  quo 
en  aquellos  paises  se  ve  privada  del  ascendiente  de  esta 
bella  porción  del  género  humano  tan  favorable  á  la  civiliza- 
ción y  dulzura  de  las  costumbres.  Véase  Bigamo. 

POLÍTICA.  El  arte  de  gobernar,  dar  leyes  y  reglamen- 
tos para  mantener  la  tranquilidad  y  seguridad  públicas,  y 
conservar  el  orden  y  buenas  costumbres. 

PÓLIZA.  La  libranza  ó  instrumento  en  que  se  da  orden 

(/i)  Véase  a  Cavalario,  part.  2  ,  cap.  28,  §  17.  Inhabiles  ad  no- 
cas nuptias  conjugali. 

(5)  Véase  á  Cavalario,  part.  2,  cap.  27,  §  5.  Vagœ  conjunctio- 
nes  obslanl  generationi,  —  P,  ¡Murillo,  lib.  1 ,  n,  61, 
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para  percibir  ó  cobrar  algún  dinero;  —  la  guia  ó  instru- 
mento que  acredita  ser  legítimos  y  no  de  contrabando  los 
géneros  y  mercancías  que  se  llevan  ;  —  y  la  escritura  de 
algún  contrato  marítimo,  como  póliza  de  seguro  ,  póliza  de 
fletamento,  póliza  de  préstamo  á  la  gruesa.  Esta  palabra 
viene  del  verbo  latino  polliceri,  que  significa  prometer;  de 
manera  que  póliza  viene  á  ser  lo  mismo  que  promesa. 

PONTAZGO.  El  derecbo  que  se  paga  en  algunas  par- 
tes por  pasar  los  puentes,  con  destino  à  la  conservación  y 
reparo  de  estos. 

PONTIFICAL.  La  renta  de  diezmos  eclesiásticos  que 
corresponde  á  cada  parroquia. 

PORCIÓN  congrua.  La  legítima  ó  pension  anual  que  se 
da  al  eclesiástico  que  tiene  cura  de  almas,  y  no  percibe  los 
diezmos  por  estar  unidos  á  alguna  comunidad  ó  dignidad,  ó 
por  estar  secularizados.  Como  el  diezmo  se  debe  por  su  na- 
turaleza al  que  sirve  ó  administra  la  iglesia,  es  muy  justo 
que  cuando  hay  otros  díezmadores  en  una  parroquia  sumi- 
nistren al  cúralo  necesario  para  sus  alimentos. 

PORDIOSERO.  El  pobre  mendigo  que  pide  limosna  de 
puerta  en  puerta  implorando  el  nombre  de  Dios.  Véase 
Mendigo  y  Pobre. 

PORTADOR  de  letra  de  cammbio.  El  que  tiene  á  su 
favor  una  letra  de«cambio,  ya  sea  que  la  haya  lomado  di- 
rectamente del  librador,  ya  sea  que  la  baya  adquirido  por 
endoso  en  virtud  de  negociación.  El  portador  debe  presen- 
tar la  letra  á  la  aceptación  y  al  pago  dentro  del  término  que 
prefija  la  ley  ;  urt.  479,  cód.  de  com.  Las  letras  giradas  en  la 
península  é  islas  Baleares  á  un  plazo  contado  desde  la  vista 
sobre  cualquiera  pueblo  de  ella  ó  de  dichas  islas,  deben  pre- 
sentarse á  la  aceptación  dentro  de  los  cuarenta  dias  de  su 
fecha  ;  y  las  letras  libradas  á  la  vista  se  han  de  presentar  al 
pago  dentro  del  mismo  término;  arí.  480.  En  las  letras  de 
la  misma  procedencia  y  sobre  los  mismos  puntos  libradas  á 
un  plazo  de  la  fecha,  no  hay  obligación  de  presentarlas  á  la 
aceptación ,  si  el  plazo  que  designan  no  escediere  de  treinta 
dias;  pero  si  pasare  de  este  término,  se  exigirá  la  acepta- 
ción dentro  de  los  mismos  treinta  dias;  art.  481.  Los  tér- 
minos precedentes  se  entienden  dobles  para  las  letras  que 
se  giran  entre  la  península  é  islas  Canarias;  art.  482.  Las 
letras  giradas  entre  la  península  y  las  Antillas  españolas,  ú 
otro  de  los  puntos  de  ultramar  que  están  mas  acá  de  los  ca- 
bos de  Hornos  y  Buena  Esperanza ,  se  presentarán  al  pago  ó 
á  la  aceptación  dentro  de  seis  meses,  cuando  mas ,  contados 
desde  su  fecha,  cualquiera  que  sea  la  forma  del  plazo  desig- 
nado en  su  giro.  Este  término  es  de  un  año  con  respecto  á 
las  plazas  de  ultramarque  estén  mas  allá  de  aquellos  cabos; 
art.  483.  —  Los  tenedores  de  letras  que  las  dirijan  á  ultra- 
mar deben  siempre  remitir  con  buques  distintos  segundos 
ejemplares  cuando  menos;  y  si  probasen  que  los  buques  en 
que  se  remitían  ó  conducían  las  primeras  y  segundas  letras 
padecieron  accidente  de  mar  que  estorbó  su  viaje ,  no  en- 
trará en  el  cómputo  del  plazo  legal  el  tiempo  trascurrido 
hasta  la  fecha  en  que  se  supo  aquel  accidente  en  la  plaza 
donde  residiere  el  remitente  de  las  letras.  El  mismo  efecto 
producirá  la  pérdida  presunta  de  los  buques ,  cuando  no  se 
haya  recibido  noticia  de  ellos;  art.  484.  —  Las  letras  gira- 
das en  países  estranjeros  sobre  plazas  del  territorio  de  Es- 
paña, se  deben  presentar  á  su  pago  ó  aceptación  para  que 
surtan  efecto  enjuicio  ante  los  tribunales  españoles  en  los 
plazos  contenidos  en  ellas  si  estuvieren  libradas  á  la  fecha; 
y  si  lo  estuvieren  á  la  vista ,  dentro  do  los  cuarenta  dias  si- 
guientes á  su  introducción  en  el  reino  ;  orí.  485.  Las  que  se 
giren  en  territorio  español  sobre  paises  estranjeros,  se  han 
de  presentar  y  protestar  con  arreglo  á  las  leyes  vigentes  en 
la  plaza  donde  sean  pagaderas;  art.  486.— El  portador  debe 
exigir  el  pago  de  la  letra  en  el  dia  del  vencimiento ,  y  si  fue- 
re feriado  en  el  precedente.  La  falta  de  aceptación  ó  pago 


ha  de  acreditarse  por  medio  del  protesto  sacado  dentro  de 
los  términos  y  en  la  forma  que  se  indica  en  la  palabra  Pro- 
testo ;  art.  487.  Si  el  portador  dejare  trascurrir  los  térmi- 
nos prefijados  para  exigir  la  aceptación  y  sacar  el  protesto 
en  falta  de  ella,  pierde  el  derecho  de  exigir  del  librador  y 
endosantes  el  afianzamiento ,  depósito  ó  reembolso  que  le 
competirían  en  virtud  del  protesto  por  falta  de  aceptación , 
hecho  en  tiempo  hábil  ;  art.  488.  La  letra  que  no  se  pre- 
sente para  cobrarla  el  dia  de  su  vencimiento,  yen  defecto 
de  pago  se  proteste  en  el  siguiente,  se  tiene  por  perjudicada; 
y  caduca  el  derecho  del  portador  contra  los  endosantes,  ce- 
sando la  responsabilidad  de  estos  á  las  resultas  de  la  co- 
branza ,  y  aun  también  contra  el  librador  que  al  vencimiento 
de  la  letra  tuviese  hecha  provision  de  fondos  para  su  pago 
en  poder  de  la  persona  à  cuyo  cargo  iba  girada  ;  arts.  489 
y  490.  —  En  las  letras  que  tengan  indicaciones  hechas  por 
el  librador  ó  endosantes  para  acudir  á  exigir  su  aceptación 
ó  pago  en  defecto  do  aceptarse  ó  pagarse  por  la  persona  á 
cuyo  cargo  estén  giradas,  debe  el  portador  después  de  sa- 
cado el  protesto  solicitar  la  aceptación  ó  pago  de  los  sugetos 
contenidos  en  las  indicaciones,  acudiendo  en  primer  lugar 
á  la  del  librador,  y  después  á  las  de  los  endosantes,  siguien- 
do en  estas  el  mismo  orden  de  los  endosos  :  bajo  el  concepto 
de  que  la  omisión  de  esta  diligencia  hace  responsable  al 
portador  de  todos  los  gastos  del  protesto  y  recambio,  y  le 
inhabilita,  hasta  que  conste  haberla  evacuado,  para  usar  de 
su  repetición  contra  el  que  puso  la  indicación  ;  art.  491.  — 
En  las  letras  que  se  remiten  de  una  plaza  á  otra  fuera  de 
tiempo  para  poderlas  presentar  y  protestar  oportunamente, 
recae  el  perjuicio  de  ellas  sobre  los  remitentes,  reputándose 
los  endosos  por  meras  comisiones  para  hacer  la  cobranza; 
arl.  492.  —  Para  que  el  que  toma  por  su  cuenta  una  letra 
que  ya  no  deja  tiempo  para  presentarla  al  pago  en  el  dia  de 
su  vencimiento,  ó  á  la  aceptación  dentro  del  término  prefi- 
jado por  la  ley,  conserve  íntegro  su  derecho  contra  el  ce- 
dente,  ha  de  exigir  de  este  una  obligación  especial  de  res- 
ponder del  pago  de  la  letra ,  aun  cuando  se  presente  y 
proleste  fuera  de  tiempo;  art.  493. 

En  defecto  de  pago  de  una  letra  de  cambio  presentada  y 
protestada  en  tiempo  y  forma,  tiene  derecho  el  portador  do 
exigir  su  reembolso  con  los  gastos  de  protesto  y  recambio 
del  librador,  endosantes  y  aceptantes,  como  responsables 
que  son  todos  á  las  resultas  de  la  letra;  y  puede  dirigir  su 
acción  contra  quien  mas  le  convenga;  pero  intentada  con- 
tra uno  de  ellos,  no  puede  ejercerla  contra  los  demás,  sino 
en  caso  de  insolvabilidad  del  demandado;  arts.  554  y  555. 
Cuando  dirigiere  su  acción  contra  el  aceptante  ánles  que 
contra  el  librador  y  endosantes,  debe  hacer  notificar  á  lo- 
dos estos  el  protesto  por  medio  de  un  escribano  público  ó 
real,  dentro  de  los  mismos  plazos  que  se  señalan  para  exi- 
gir la  aceptación,  como  hemos  indicado;  de  modo  que  los 
endosantes  á  quienes  se  omita  hacer  esta  notificación  ,  que- 
dan exonerados  de  responsabilidad  sobre  el  pago  de  la  letra, 
aun  cuando  el  aceptante  resulte  insolvente  ;  y  lo  mismo  se 
entiende  con  respecto  al  librador  que  probare  haber  hecho 
oportunamente  la  provision  de  fondos;  arl.  556.  —  Si  he- 
cha excusión  en  los  bienes  del  deudor  ejecutado  ,  solo  hu- 
biere podido  percibir  una  parte  del  importe  de  la  letra, 
puede  dirigirse  sucesivamente  contra  los  demás,  por  loque 
todavía  alcance,  hasta  quedar  enteramente  reembolsado. 
Constituyéndose  en  quiebra  el  deudor  contra  quien  procede, 
puede  dirigir  sucesivamente  su  acción  contra  los  demás 
responsables;  y  si  todos  resultaren  quebrados,  tiene  derecho 
á  percibir  de  cada  masa  el  dividendo  que  corresponda  á  su 
crédito,  hasta  quedar  este  cubierto  en  su  totalidad  ;  arts.  557 
y  838. 

El  endosante  que  reembolsa  una  letra  protestada  por  falta 
de  pago ,  se  subroga  en  todos  los  derechos  del  portador 
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contra  el  librador,  los  endosantes  que  le  precedan  y  el  acep- 
tante; y  el  endosante  que  la  reembolsa  por  defecto  de 
aceptación  ,  solo  puede  exigir  del  librador  ó  los  endosantes 
que  le  precedan  en  orden  el  afianzamiento  del  valor  de  la 
letra,  ó  el  depósito  en  defecto  de  la  fianza;  arls.  539  y  540. 

No  tiene  efecto  la  caducidad  de  la  letra  perjudicada  por 
defecto  de  presentación ,  protesto  y  su  notificación  en  los 
plazos  que  van  determinados  para  con  el  librador  ó  endo- 
sante,  que  después  de  trascurridos  estos  mismos  plazos  se 
halle  cubierto  del  valor  de  la  letra  en  sus  cuentas  con  el 
deudor,  ó  con  valores  ó  efectos  de  su  pertenencia  ;  art.  541 . 

Tanto  el  librador  como  cualquiera  endosante  de  una  letra 
protestada  puede  exigir  luego  que  llegue  á  su  noticia  el 
protesto ,  que  el  portador  perciba  su  importe  con  los  gastos 
legítimos,  y  le  entregue  la  letra  con  el  protesto  y  la  cuenta 
de.recambio.  En  la  concurrencia  del  librador  y  los  endo- 
santes ha  de  ser  preferido  el  librador,  y  después  los  endo- 
santes por  el  orden  de  fechas  de  sus  endosos;  art.  542. 

El  portador  tiene  derecho  á  exigir  el  pago  de  la  letra  por 
la  via  ejecutiva  ,  y  á  percibir  el  interés  de  su  importe  desde 
el  dia  del  protesto;  y  si  hiciere  remisión  ó  quita  de  alguna 
cantidad  al  deudor  contra  quien  repite  el  pago ,  se  entiende 
hacerla  también  á  los  demás  que  sean  responsables  á  las  re- 
sultas de  su  cobranza;  arts.  545  y  548,  cód.  de  com.  Véase 
Instrumento  ejecutivo  é  Instrumento  ejecutivo  en  el  comercio, 
Letra  perjudicada ,  y  Letra  de  cambio  al  fin. 

PORTAZGO,  pontazgo  y  barcaje.  El  derecho  que  pa- 
gan los  caminantes  sobre  todos  los  carruajes,  caballerías  y 
ganados  que  transitan  por  los  caminos  y  puentes  y  por  las 
barcas  de  los  rios.  Estos  derechos  se  arriendan  en  pública 
subasta  por  la  dirección  general  de  caminos,  á  la  cual  in- 
cumbe la  dirección  superior  en  todo  lo  relativo  á  su  admi- 
nistración y  cobranza  y  á  su  inversion  en  los  objetos  á  que 
están  destinados ,  ó  bien  se  administran  por  cuenta  de  la 
misma  autoridad  central.  Si  se  arriendan,  es  obligación  de 
los  alcaldes  y  del  jefe  político  de  la  respectiva  provincia 
prestar  á  los  arrendatarios  la  debida  protección  para  que  no 
se  les  defrauden  las  retribuciones  establecidas  y  evitar  que 
se  hagan  exacciones  abusivas;  leyes  1,  2  y  13,  til.  20,  lib.  6, 
Nov.  Rec,  y  resol,  de  6  de  junio  de  1842. 

Por  regla  general  lodos  están  obligados  al  pago  de  por- 
tazgos, pontazgos  y  barcajes,  aunque  las  caballerías  y  car- 
ruajes vayan  de  vacío;  reales  órdenes  de  Io.  de  octubre  de 
1819,  Io.  de  mayo  de  1824,  4  de  agosto  de  1827,  29  de  enero 
de  1831,  28  de  abril  y  12  de  noviembre  de  1840. 

Pero  se  esceptúan  de  esta  obligación  los  siguientes  :  — 
Io.  Los  dueños  de  los  ganados  que  se  trasportan  por  temor 
de  guerra  ;  ley  4,  lit.  20,  lib.  6,  Nov.  Rec.  :  —  2o.  Los  ca- 
ballos de  postas;  ley  10,  til.  13,  lib,  3,  Nov.  Rec:  —  3o.  Los 
ministros  de  S.  M.  que  viajan  por  alguna  comisión  real  ó 
por  acuerdo  del  tribunal  respectivo;  nota  6,  til.  13,  lib.  3, 
Nov.  Rec.  :  — 4o.  Los  militares,  siempre  que  en  el  pasaporte 
que  lleven  se  esprese  que  van  en  comisión  del  servicio  na- 
cional ;  nota  7  del  mismo  lit.  y  lib.  ;  —5o.  Los  caballos  espa- 
ñoles que  pasen  de  diez  dedos  de  la  marca;  real  decr.  de  17 
de  febrero  de  1834  :  —  6o.  Los  vecinos  de  las  poblaciones 
que  tienen  especial  privilegio  para  no  pagar  derechos  en  los 
caminos  de  travesía;  ley  5,  lit.  13,  lib.  3,  Nov.  Rec,  y  real 
ord.de  23  de  julio  de  1831  : — 7o.  Los  jefes  políticos  dentro  de 
'as  provincias  de  su  mando;  resol,  de  26  (fe  marzo  de  1842:  — 
8o.  Los  arrendatarios  de  bagajes;  resol,  de  16  de  abril  de  1842: 
—  9o.  Los  vecinos  de  los  pueblos  en  cuya  inmediación  hu- 
biere algún  camino  ó  carretera  general,  puente  ó  barca  por 
donde  hayan  de  ir  para  ocuparse  en  sus  labores ,  industria 
ó  granjeria;  ley  de  9  de  julio  de  1842. 

PORTEADOR.  El  que  se  encarga  de  trasportar  mer- 
caderías por  tierra,  rios  y  canales  navegables  medíanle  el 
porte  ó  precio  en  que  se  ajusta.  Conviene  estendef  para 


evitar  desavenencias  una  carca  de  porte  que  contenga  los 
nombres,  apellidos  y  domicilios  del  cargador,  porteador  y 
consignatario,  la  fecha  en  que  se  hace  la  espedicion ,  el  lugar 
y  dia  en  que  ha  de  hacerse  la  entrega,  la  designación  de  las 
mercaderías,  el  precio  que  se  ha  de  dar  por  el  porte,  y  la 
indemnización  que  haya  de  abonar  el  porteador  en  caso  de 
retardo.  La  carta  de  porte  es  el  título  del  contrato  hecho 
entre  el  cargador  y  el  porteador,  y  en  su  defecto  se  tendrá 
que  estar  al  resultado  de  las  pruebas  jurídicas  que  haga  cada 
parte.  El  porteador  debe  recoger  la  carta  de  porte  original, 
y  dará  un  duplicado  al  cargador  para  que  pueda  reclamar 
en  caso  necesario  la  entrega  de  los  efectos.  Cumplido  el  con- 
trato por  ambas  partes,  se  canjean  ambos  títulos,  y  se 
tienen  por  canceladas  sus  respectivas  obligaciones  y  accio- 
nes ;  y  si  por  estravío  ú  otra  causa  no  pudiere  el  consigna- 
tario devolver  al  porteador  en  el  acto  de  recibir  los  géneros 
el  duplicado  de  la  carta  de  portes  ,  debe  darle  un  recibo  de 
los  efectos  entregados.  Art.  203  hasta  el  207  del  cód.  de  com. 

Las  mercaderías  se  trasportan  á  riesgo  y  ventura  del  pro- 
pietario, quien  por  consiguiente  ha  de  sufrir  los  daños  y 
menoscabos  que  les  sobrevengan  por  caso  fortuito  inevita- 
ble, por  violencia  insuperable,  ó  por  la  naturaleza  y  vicio 
propio  de  los  mismos  géneros.  Fuera  de  estos  casos,  el  por- 
teador está  obligado  á  entregar  los  efectos  cargados  en  el 
mismo  estado  en  que  resulte  de  la  carta  de  portes  haberlos 
recibido,  sin  desfalco,  detrimento  ni  menoscabo  alguno;  y 
no  haciéndolo,  habrá  de  pagar  el  valor  que  estos  debieran 
tener  en  el  punto  donde  debia  hacerse  la  entrega  á  la  época 
en  que  correspondía  ejecutarse  :  bajo  el  supuesto  de  que  la 
estimación  ha  de  hacerse  con  arreglo  á  la  designación  que 
se  les  hubiere  dado  en  la  carta  de  portes,  sin  admitirse  al 
cargador  prueba  sobre  que  entre  el  género  que  en  ella  de- 
claró entregar  se  contenían  otros  de  mayor  valor  ó  dinero 
metálico.  Art.  208  hasta  el  210. 

Las  bestias,  carruajes,  barcos  ,  aparejos,  y  lodos  los  de- 
mas  instrumentos  principales  y  accesorios  del  trasporte  están 
especialmente  obligados  en  favor  del  cargador,  como  hipo- 
teca de  los  efectos  entregados  al  porteador.  —  El  porteador 
responde  de  todas  las  averías  que  no  provengan  de  caso 
fortuito,  violencia,  ó  vicio  de  los  géneros;  y  aun  tiene  que 
responder  de  las  de  caso  fortuito  ó  vicio,  si  ocurrieron  por 
negligencia  suya  ó  por  omisión  de  las  precauciones  que  el 
uso  tiene  adoptadas  entre  personas  diligentes.  Cesa  la  res- 
ponsabilidad deí  porteador  en  las  averías  cuando  se  hubiere 
cometido  engaño  en  la  carta  de  portes,  suponiéndolas  de 
distinta  calidad  genérica  que  la  que  tengan  realmente.  Co- 
mienza la  responsabilidad  del  porteador  desde  el  momento  en 
que  recibe  las  mercaderías  por  sí  ó  por  otro.  Art.  211  hasta 
el  217. 

El  porteador  tiene  que  quedarse  por  su  cuenta  con  los  gé- 
neros que  por  razón  de  averia  se  hubiesen  inutilizado  para 
su  venta  y  consumo ,  pagando  su  valor  al  consignatario  al 
precio  corriente  en  aquel  dia  ;  y  cuando  el  efecto  de  las 
averías  sea  solo  una  diminución  en  el  valor  del  género,  debe 
solo  abonar  lo  que  importe  el  menoscabo  á  juicio  de  peritos. 
En  caso  de  contestaciones  sobre  el  estado  de  las  mercaderías, 
se  reconocen  estas  por  peritos  nombrados  por  las  partes ,  ó 
en  su  defecto  por  el  juez;  y  si  en  su  vista  no  quedaren  con- 
formes los  interesados,  usarán  de  su  derecho  como  corres- 
ponda ,  depositándose  los  géneros  en  almacén  seguro.  La 
reclamación  contra  el  porteador  por  daño  ó  avería  que  se 
encontrare  en  los  géneros  al  abrir  los  bultos,  solo  tiene  lugar 
dentro  de  las  veinte  y  cuatro  horas  siguientes  al  recibo;  y 
pasado  este  término,  ó  pagados  los  portes,  ya  no  se  admito 
repetición  sobre  el  estado  en  que  se  hizo  la  entrega.  —  No 
hallándose  el  consignatario  en  el  domicilio  indicado  en  la 
carta  de  portes ,  ó  rehusando  recibir  los  géneros,  se  provee 
su  depósito  por  el  juez  local  á  disposición  del  cargador  ó  re- 
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mitente,  sin  perjuicio  de  tercero  de  mejor  derecho.  Art.  218 
hasla  cl  222. 

No  puede  el  porleader  variar  la  ruta  convenida  sin  ha- 
cerse responsable  de  lodos  los  daños  que  por  cualquiera 
causa  sobrevengan  á  los  géneros  ;  debe  hacer  su  entrega 
dentro  del  plazo  prefijado ,  bajo  la  pena  de  pagar  la  indem- 
nización pactada  en  la  carta  de  portes;  y  si  la  tardanza  es- 
cediere un  doble  del  tiempo  estipulado,  tiene  que  pagar, 
ademas  de  la  indemnización,  los  perjuicios  que  hayan  podido 
seguirse  al  propietario ,  mas  no  habiéndose  asignado  tér- 
mino, ha  de  conducir  los  géneros  en  el  primer  viaje,  bajo 
el  cargo  de  satifacer  en  otro  caso  los  perjuicios  de  la  de- 
mora. Art.  223  /¿asía  el  227. 

El  porteador  tiene  privilegio  sobre  los  efectos  porteados 
para  hacerse  pagar  el  precio  del  trasporte  y  los  gastos  y 
derechos  causados  en  la  conducción ,  de  modo  que  si  no  se 
le  hace  el  pago  dentro  de  veinte  y  cuatro  horas  después  de 
la  entrega,  no  habiendo  reclamación  sobre  desfalco  ó  ave- 
lía,  puede  exigir  la  venta  judicial  de  aquellos  en  cantidad 
suficiente  para  cubrir  dichos  objetos  ;  pero  cesa  el  privi- 
legio ,  cuando  los  géneros  pasan  á  tercer  poseedor  después 
de  haber  trascurrido  tres  dias  desde  su  entrega  ,  ó  cuando 
deja  pasar  un  messin  hacer  uso  de  su  derecho;  en  cuyos 
dos  casos  no  tendrá  otra  calidad  que  la  de  un  acreedor  ordi- 
nario por  acción  personal  contra  el  consignatario.  Art.  227 
hasla  el  229. 

POSADA.  La  casa  donde  se  da  hospedaje  á  la  gente  por 
su  dinero.  Véase  Mesón. 

POSEEDOR.  El  que  tiene  en  su  poder  alguna  cosa.  Po- 
seedor se  opone  á  propietario;  porque  el  poseedor  de  una 
cosa, hablando  con  rigor  no  es  el  propietario,  ni  el  que  tiene 
la  propiedad  de  un  fundo  se  dice  su  poseedor.  Llámase  pues 
poseedor  el  que  tiene  una  cosa  como  propietario,  sin  serlo 
realmente ,  sepa  ó  ignore  que  la  cosa  pertenece  á  otro.  Todo 
poseedor  es  poseedor  de  buena  fe  ó  poseedor  de  mala  fe. 

POSEEDOR  de  buena  fe.  El  que  por  justo  título ,  como 
compra,  dote  ó  legado,  ha  adquirido  una  cosa  de  quien 
creia  ser  dueño  ó  tener  derecho  para  enajenarla.  Él  posee- 
dor de  buena  fe  tiene  las  ventajas  de  hacer  suyos  los  frutos 
de  la  cosa,  de  poder  retenerla  hasta  cobrarse  de  las  mejo- 
ras, y  de  poder  adquirir  la  propiedad  mediante  ls  prescrip- 
ción, todo  en  la  forma  que  se  dirá.  —  Con  efecto ,  el  que 
con  buena  fe  adquirió  un  predio  ajeno  pensando  que  el  que 
lo  enajenaba  tenia  dominio  ó  facultad  de  hacerlo,  si  después 
fuere  demandado  y  vencido  en  juicio  por  el  verdadero  dueño, 
hace  suyos  los  frutos  industriales  consumidos  hasta  la  con- 
testación del  pleito,  por  razón  de  la  obra  y  trabajo  que  puso  en 
ellos  ;  y  ha  de  volver  los  existentes  al  dueño  de  la  heredad  , 
rebajados  gastos;  pero  siendo  los  frutos  naturales  no  pro- 
cedentes de  labor,  debe  restituirlos  con  la  heredad ,  aunque 
los  haya  consumido,  en  cuanto  se  hubiere  hecho  mas  rico; 
ley  39,  til.  28,  Part.  3.  —  El  que  con  buena  fe  hubiere 
adquirido  heredad  ajena ,  y  después  hiciere  de  nuevo  alguna 
cosa  en  ella ,  como  torre,  casa  ú  otro  edificio,  ó  bien  plan- 
tare árboles,  majuelos  ó  cosa  tal,  si  después  fuere  vencido 
en  juicio  por  el  verdadero  dueño ,  tiene  derecho  á  que  se  le 
abonen  antes  de  hacer  la  entrega  de  la  heredad  los  gastos 
de  lo  nuevamente  obrado  en  ella ,  con  la  rebaja  del  valor  de 
los  frutos  percibidos;  pero  si  el  dueño  fuere  tan  pobre  que 
no  pueda  pagarle  las  nuevas  obras ,  no  estará  obligado  á 
satisfacerlas;  y  el  que  las  hizo  podrá  sacarlas  de  la  casa  ó 
heredad  y  llevárselas  para  aprovecharse  de  ellas,  salvo  si 
el  dueño  quiere  darle  el  tanto  de  lo  que  podrían  valerle  lle- 
vándolas. Si  adquirida  la  cosa  con  buena  fe,  la  tuviese  des- 
pués mala,  é  hiciere  nueva  labor,  no  podrá  cobrar  los  gastos 
de  esta,  pero  sí  llevarse  lo  puesto  y  labrado  en  ella,  como 
queda  dicho;  ley  41,  til.  28,  Part.  5.  El  poseedor  de  buena 
fe  que  hiciere  en  casa  ó  heredad  ajena  algunas  espensas 


nuevas ,  necesarias  para  rehacerla  ó  repararla ,  ó  bien  útiles 
y  provechosas,  debe  cobrarlas  mientras  fuere  tenedor  de  la 
finca  :  y  aunque  sea  vencido  en  juicio  por  su  dueño ,  no  eslá 
obligado  á  entregársela  hasta  que  se  las  pague ,  descontando 
su  valor  de  los  frutos  percibidos  ;  pero  si  las  espensas  fuesen 
solo  voluntarias  y  hechas  mas  bien  para  adorno  y  hermo- 
sura que  para  provecho  de  la  finca,  como  pinturas  ,  caños 
de  agua  ó  cosas  semejantes,  puede  tomar  y  llevarse  lo 
obrado  ,  sino  es  que  el  dueño  de  la  casa  ó  heredad  quiera 
darle  el  valor  ó  importe  que  tendría  después  de  habérselo 
llevado;  ley  44,  fit.  28,  Part.  3;  Acev.  en  la  ley  3,  tit.  13, 
Ub.  4,  Recop.  Véase  Mejoras.  —  El  poseedor  de  buena  fe 
adquiere  por  fin  ía  propiedad  y  dominio  de  una  cosa,  si  ha- 
biéndola adquirido  con  justo  título  la  posee  sin  interrupción 
durante  el  tiempo  fijado  por  la  ley,  como  se  verá  en  la  pa- 
labra Prescripción.  —Todo  poseedor  se  presume  de  buena 
fe,  mientras  no  se  pruebe  lo  contrario;  y  de  aquí  es  que  en 
igual  causa  debe  ser  preferido ,  in  pari  cansa  posscssor  po- 
tior  habcri  debe!,  cap.  65,  de  reg.jur.  in  6,  y  riada  tiene  que 
probar,  sino  que  el  demandante  ha  de  acreditar  su  propie- 
dad ,  hoc  enim  peliloris  muñas  est,  non  possessoris. 

POSEEDOR  de  mala.  fe.  El  que  tiene  en  su  poder  una 
cosa  ajena  con  el  designio  de  apropiársela,  sin  título  tras- 
lativo de  dominio  ;  y  el  que  tiene  una  cosa  en  virtud  dé 
título  legítimo ,  pero  de  persona  que  sabia  no  tener  derecho 
de  enajenarla.  El  poseedor  de  mala  fe  que  lo  es  por  haber 
hurtado  la  cosa  ó  entrado  en  ella  sin  derecho  ,  vencido  que 
sea  en  juicio ,  ha  de  restituirla  á  su  dueño  con  los  frutos  per- 
cibidos y  aun  con  los  que  pudieron  percibirse  de  ella;  pero 
el  que  lo  es  por  haberla  adquirido  ,  aunque  con  justo  título, 
de  persona  que  sabia  no  tener  facultad  para  enajenarla, 
siendo  Vencido  en  juicio  ha  de  volverla  con  los  frutos  per- 
cibidos, bajados  gastos  ,  pero  no  con  los  que  pudiera  haber 
percibido  el  dueño  sino  en  estos  cuatro  casos  :  Io.  cuando  el 
comprador  sabe  que  el  que  vende  la  heredad  lo  hace  en 
fraude  de  sus  acreedores;  2o.  cuando  la  heredad  se  enajenó 
por  fuerza  ó  miedo  ;  3o.  cuando  se  compra  encubiertamente 
alguna  cosa  de  las  que  mandare  vender  el  oficial  de  la  corte 
contra  la  costumbre  que  debe  observarse  en  la  venta; 
4o.  cuando  se  adquiere  la  heredad  contraviniendo  á  las  leyes  ; 
ley  íiO,  lit.  28,  Part.  3.  —  El  poseedor  de  mala  fe  que  edi- 
ficase ó  sembrase  en  heredad  ajena ,  siendo  vencido  en 
juicio  por  su  dueño,  debe  perder  cuanto  hubiese  invertido 
en  ello ,  sin  cobrar  otros  gastos  que  los  hechos  por  razón  de 
frutos,  cuando  haya  de  restituir  los  frutos  ó  su  valor;  y  si 
hubiese  plantado  árboles  ó  majuelos,  pierde  el  dominio  do 
ellos  luego  que  arraiguen,  crezcan  ó  se  crien;  leyes  Vi  y 
?l3  ,  til.  28,  Parí.  5.  —  Si  hubiere  hecho  nuevas  espensas  , 
necesarias  para  rehacer  ó  reparar  la  casa  ó  heredad,  debe 
cobrarlas  mientras  fuere  tenedor  de  la  finca  ;  y  aunque  sea 
vencido  en  juicio  por  su  dueño  ,  no  está  obligado  á  entre- 
gársela hasta  que  se  las  pague  ,  descontando  su  valor  de  los 
frutos  percibidos  :  —  sí  las  espensas  fuesen  útiles  y  prove- 
chosas á  la  heredad  ó  casa  y  el  dueño  no  quisiere  sastisfa- 
cerlas,  puede  llevarse  la  labor  que  hizo;  y  si  solo  fuesen 
voluntarias ,  hechas  mas  para  adorno  y  recreo  que  para 
provecho  ,  pierde  cuanto  hizo  y  obró  ,  sin  poder  llevarse 
cosa  alguna  ;  ley  44,  til.  28,  Part.  3.  Véase  Mejoras.  —  El 
poseedor  de  buena  fe  se  hace  poseedor  de  mala  fo  por  la 
contestación  del  pleito,  porque  en  vista  de  los  títulos  pre- 
sentados por  la  parte  contraria  en  apoyo  de  su  derecho , 
debe  conocer  que  no  le  pertenecen  los  bienes  de  que  se 
trata  ,  y  cesa  por  consiguiente  de  ganar  los  frutos,  que  no 
pueden  ser  sino  premio  y  recompensa  de  la  buena  fe  ;  y  de 
aquí  viene  la  regla  de  derecho  :  Posl  litem  contesta  tam  omnes 
possessores  sant  pares,  después  de  contestado  el  pleito  todos 
los  poseedores  son  iguales. 

POSESIÓN.  En  el  estado  primitivo  del  género  humano, 
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(odas  las  cosas  se  adquirían  por  la  ocupación ,  se  conser- 
vaban por  la  posesión ,  y  se  perdían  con  ella  ;  de  modo  que 
la  posesión  se  confundía  entonces  con  la  propiedad.  El  esta- 
blecimiento del  derecho  civil  hizo  de  ellas  dos  cosas  distintas 
é  independientes  :  la  posesión  no  fué  ya  sino  el  mero  hecho 
de  tener  la  cosa,  y  la  propiedad  llegó  á  ser  un  derecho  ,  un. 
vínculo  moral  entre  la  cosa  y  el  propietario  ,  vinculo  que  ya 
no  pudo  romperse  sin  su  voluntad  ,  aunque  la  cosa  no  es- 
tuviese en  su  mano  :  en  una  palabra  ,  pudo  uno  ser  propie- 
tario sin  poseer  la  cosa ,  y  poseerla  sin  ser  propietario.  Tú 
tienes  mi  reloj  en  tus  manos,  hé  aquí  el  hecho  de  la  pose- 
sión; pero  el  reloj  continúa  siendo  mío,  yo  puedo  disponer 
de  él,  venderle  ó  darle,  hé  aquí  el  derecho  de  propiedad. 
Sin  embargo  la  posesión,  separada  de  la  propiedad,  ha 
conservado  muchas  de  sus  antiguas  prerogativas  :  así  es 
que  sirve  de  base  á  la  prescripción,  atribuye  los  frutos  al 
poseedor  de  buena  fe,  y  se  reputa  unida  con  la  propiedad 
mientras  no  se  pruebe  lo  contrario. 

Posesión  pues,  generalmente  hablando,  es  la  tenencia  de 
una  cosa  corporal;  ley  1 ,  tít.  50,  Parí.  5.  Las  cosas  incor- 
porales, como  las  servidumbres,  acciones  y  derechos,  no 
pueden  poseerse  propiamente,  porque  no  pueden  tenerse  ni 
ocuparse  materialmente  como  las  corporales  ;  pero  su  uso  , 
goce  ó  disfrute  se  llama  cuasi  posesión,  y  se  comprende 
también  bajo  la  palabra  posesión;  ley  1 ,  lit.  50,  Parl.Z. 
Hay  posesión  de  hecho  ,  y  posesión  de  hecho  y  de  voluntad. 
La  posesión  de  hecho  no  es  mas  que  una  simple  tenencia  de 
una  cosa  que  está  en  nuestras  manos ,  sin  intención  de  ad- 
quirir la  cosa  para  nosotros  :  tal  es  la  del  depositario ,  como- 
datario, colono  y  otros  que  poseen  una  cosa  en  nombre  ajeno 
y  no  en  el  suyo  propio  ;  mas  esta  no  puede  llamarse  verda- 
dera posesión.  La  posesión  de  hecho  y  de  voluntad  es  la  te- 
nencia de  una  cosa  con  ánimo  de  escluir  á  los  otros  de  su 
uso  ;  ó  como  dice  la  ley,  la  tenencia  que  home  ha  en  las  cosas 
corporales  con  ayuda  del  cuerpo  et  del  entendimiento.  Diví- 
dese esta  posesión  en  natural  y  civil.  Posesión  natural  es  la 
que  consiste  en  tener  uno  la  cosa  por  sí  mismo  corporal- 
mente ,  como  cuando  está  en  su  casa  ó  heredad  :  y  posesión 
civil  la  que  consiste  en  tener  la  cosa  habitual  ó  mentalmente , 
como  cuando  uno  sale  de  su  casa  ó  heredad  sin  ánimo  de 
desampararla;  ley%,  lit.  50,  Pari.  3.  También  puede  de- 
cirse que  posesión  natural  es  la  tenencia  de  una  cosa  con 
intención  de  guardarla ,  aunque  sepamos  que  pertenece  á 
otro  ;  y  puede  ser  justa  ó  injusta  :  será  justa  ,  cuando  está 
autorizada  por  la  ley,  como  la  del  acreedor  que  tiene  en  su 
poder  la  cosa  que  su  deudor  le  ha  dado  en  prenda;  y  será 
injusta  ,  cuando  está  reprobada  por  la  ley,  como  la  del  la- 
drón y  la  del  poseedor  de  mala  fe.  Del  mismo  modo  puede 
decirse  que  posesión  civil  es  la  tenencia  de  una  cosa  con 
ánimo  de  guardarla  ,  creyendo  que  se  tiene  su  propiedad  , 
aunque  verdaderamente  no  se  tenga;  y  tal  es  la  del  poseedor 
de  buena  fe. 

De  todo  lo  dicho  se  infiere  que  la  verdadera  posesión  es 
la  mixta  de  natural  y  civil  que  procede  de  título  justo,  esto 
es,  de  título  apto  para  trasladar  la  propiedad.  Esta  es  la 
que  define  la  ley  1 ,  tít.  50,  Part.  3  ,  diciendo  ser  tenencia 
derecha  que  home  ha  en  las  cosas  corporales  con  ayuda  -del 
cuerpo  el  del  entendimiento  ;  y  para  que  abrace  también  las 
cosas  incorporales,  puede  definirse:  la  tenencia  ó  el  uso 
legal  de  una  cosa  ó  derecho  que  tenemos  q  ejercemos  por 
nosotros  mismos  ó  por  medio  de  otra  persona.  —  Pueden 
ganarla  todas  las  personas  de  sano  entendimiento  por  sí 
mismas  ó  por  medio  de  sus  hijos  constituidos  en  su  poder  ó 
por  mandatarios  y  procuradores  ;  ley  5,  til.  50,  Parí.  3  ;  los 
tutores  ó  curadores  en  nombre  de  los  huérfanos  ,  dementes 
ó  pródigos;  y  el  síndico  ú  oficial  de  algún  concejo  en  repre- 
sentación de  este  ;  ley  h  ,  til.  50,  Part.  5.  Mas  no  la  ganan 
para  sí  los  arrendatarios ,  depositarios,  comodatarios  ni  otros 


semejantes,  porque  no  tienen  las  cosas  sino  en  nombre  de 
sus  dueños;  ley  o,  til.  50,  y  ley  22,  tít.  29,  Part.  5,  y  ley  1, 
lit.  8,  lib.  11,  Nov.  Rec,  ni  tampoco  los  que  entran  por 
fuerza  en  la  cosa  ó  la  roban ,  por  no  ser  derecha  su  tenencia, 
esto  es  ,  por  carecer  de  título  que  por  £u  naturaleza  sea 
traslativo  de  dominio;  ley  10,  tít.  8,  lib.  11  ,  Nov.  Rec. 

Para  adquirir  la  posesión  se  necesita  voluntad  ó  intención 
de  adquirirla  y  ocupación  ó  aprehensión  efectiva  de  la  cosa 
por  sí  ó  por  otro;  ley  6,  lit.  50,  Pari.  5.  Esta  ocupación  de 
la  cosa  ó  toma  de  posesión  se  puede  hacer  de  muchas  ma- 
neras: Io.  por  tradición  déla  cosa  hecha  de  mano  en  mano, 
ó  por  introducción  en  ella  cuando  es  inmueble  como  casa  6 
viña  :  —  2o.  por  demostración  de  la  cosa  que  está  á  la  vista, 
hecha  por  el  enajenante  al  adquirente;  ley  6  citada:  — 
5o.  por  la  entrega  de  alguna  señal  ó  símbolo ,  como  de  las 
llaves  de  una  casa  ,  granero  ,  almacén  ó  alhóndiga  ;  ley  7, 
tít.  50,  Parí.  5:  —  h°.  por  la  entrega  de  las  escrituras  ó 
instrumentos  de  adquisición  ;  ley  8,  id.,  id.  : — b°.  por  la  de- 
claración que  hace  el  enajenante  de  que  posee  á  nombre  dei 
adquirente  la  cosa  enajenada  que  retiene  en  razón  de  usu- 
fructo, arrendamiento,  comodato,  ú  otro  título  semejante; 
ley  9,  id.,  id.:  — 6o.  por  ajudicacion  judicial  en  razón  de 
paga  ó  de  vencimiento  en  juicio;  mas  no  por  asentamiento; 
ley  10,  id. ,  id.  :  —  7o.  por  el  uso  y  disfrute  de  la  cosa  con 
noticia  y  sin  contradicción  del  enajenante  :  —  8o.  en  las 
cosas  incorporales  por  la  entrega  de  alguna  señal  de  ellas 
en  representación  ,  como  del  bastón  al  general ,  del  bonete 
al  beneficiado,  etc.;  y  también  por  el  uso  del  adquirente  y 
consentimiento  del  enajenante.  Una  vez  que  alguno  ha  ga- 
nado la  posesión  de  una  cosa ,  sea  ó  no  corporalmente ,  mien- 
tras no  la  abandone  con  intención  de  no  haberla  mas,  se 
presume  que  la  tiene  siempre  por  sí  ó  por  su  personero  , 
amigo,  huésped  ,  hijo,  labrador  ú  otra  persona  que  la  tu- 
viere y  usare  en  su  nombre.  Véase  Entrega. 

Pierde  uno  la  posesión  de  una  cosa  raiz  :  Io.  si  es  echado 
de  ella  por  fuerza  ;  —  2o.  si  en  su  ausencia  entra  algún  otro  en 
ella  y  después  no  quiere  recibirle;  —  3o.  si  sabiendo  que 
alguno  entró  en  ella  no  quiere  ir  á  recuperarla  por  temor 
de  que  no  le  admitan  ó  de  que  le  echen  con  violencia  ;  ley  17, 
tít.  50,  Part.  5:  —  h°.  si  el  arrendatario  diese  á  otro  la  po- 
sesión de  la  cosa  arrendada  con  ánimo  de  que  el  dueño  la 
pierda  ó  sea  echado  por  la  fuerza  ;  ley  13 ,  id. ,  id.  :  —  S°.  si 
la  creciente  de  mar  ó  rio  la  cubriese  del  todo ,  de  suerte  que 
nadie  pueda  ocuparla  ;  ley  Ul ,  id.,  id.  :  —  6o.  si  el  poseedor 
la  desampara  con  ánimo  de  no  contarla  en  el  número  de  sus 
cosas;  ley  12,  id.,  id.  En  los  cinco  primeros  casos,  aunque 
el  dueño  pierde  la  posesión,  Gonserva  no  obstante  el  dominio, 
y  puede  por  consiguiente  demandar  la  cosa  al  que  la  tuviere. 
Piérdese  la  posesión  de  una  cosa  mueble  :  Io.  si  la  cosa  se 
cayere  en  el  rio  ó  en  el  mar,  de  modo  que  no  sea  fácil  su  re- 
cobro ;  ley  ib,  id.,  id.  : — 2o.  si  la  cosa  fuese  hurtada  ;  ley  10, 
lit.  50,  Part.  5  :  —  5o.  si  el  tenedor  ó  guardador  de  ella  la 
perdiese  y  dejase  de  buscarla;  ley  17,  id.,  id.:  —  li°.  si 
siendo  ave  ó  bestia  brava  que  hubiere  cogido  ,  huyese  des- 
pués volviendo  á  su  primitiva  libertad;  ley  19,  til.  28,  y 
ley  18,  til.  50,  Parí.  5.  —  K°.  si  el  poseedor  abandona  la 
cosa  con  intención  de  que  ya  no  sea  suya;  ley  12.  til.  30, 
Part.  3.  En  los  tres  primeros  casos  es  claro  que  el  dueño 
conserva  el  dominio  de  la  cosa  caida ,  hurlada  ó  pérdida,  y 
puede  reclamarla  de  quien  la  tuviese  en  su  poder.  —  La 
posesión  con  título  y  buena  fe  se  prescribe  por  un  año  y  un 
dia  ,  de  modo  que  el  que  tiene  una  cosa  por  dicho  tiempo 
con  título  y  buena  fe  puede  escusarse  de  responder  sobro 
su  posesión  ;  ley  3,  til.  8,  lib.  11,  Nov.  Rec.  Véase  Interdictos 
y  Juicio  posesorio. 

POSESIÓN.  So  toma  frecuentemente  por  la  misma  cosa 
poseída  ;  y  así  del  que  tiene  muchos  bienes  raices  se  dice 
que  tiene  muchas  posesiones. 


PÔ 


-  1361  — 


PO 


POSESIÓN  actual.  La  que  va  acompañada  del  goce 
real  y  efectivo  de  un  fundo  con  percepción  de  frutos.  Llá- 
mase actual  por  contraposición  á  la  imaginaria  ó  artificiosa. 

POSESIÓN     ARTIFICIOSA,    IMAGINARÍA    Ó    FINGIDA.    Una 

ficción  del  derecho  que  nos  hace  considerar  como  posee- 
dores de  una  cosa  que  otro  posee  á  nuestro  nombre,  y  que 
no  se  nos  ha  entregado  ;  como  sucede  cuando  el  que  nos 
vende  ó  dona  una  cosa  ,  la  retiene  en  su  poder  á  título  de 
arriendo,  usufructo,  préstamo  ó  comodato  ,  y  declara  que 
se  constituye  poseedor  de  ella  á- nuestro  nombre,  voluntad 
ó  ruego.  Esta  toma  de  posesión  produce  los  mismos  efectos 
que  la  que  se  hace  de  cualquiera  de  los  modos  indicados  en 
la  palabra  Entrega. 

POSESIÓN  clandestina.  La  que  se  toma  ó  tiene  furtiva 
ú  ocultamente  ,  de  modo  que  no  ha  podido  ser  conocida  de 
la  parte  contraria. 

POSESIÓN  continua.  La  que  consiste  en  una  serie  de 
actos  ciertos  que  no  han  sido  impedidos  por  ninguna  especie 
de  oposición  natural  ó  civil.  Véase  Interrupción. 

POSESIÓN  inmemorial.  La  que  escede  la  memoria  de 
los  hombres  mas  ancianos  ,  de  suerte  que  no  hay  ninguno 
que  tenga  conocimiento  de  su  origen.  Cuando  se  trata ,  por 
ejemplo ,  de  saber  cuál  ha  sido  siempre  la  disposición  y  si- 
tuación de  ciertos  lugares  sobre  que  tienen  litigio  algunos 
particulares,  se  dirá  que  tiene  á  su  favor  la  posesión  inme- 
morial el  que  justifique  mediante  el  testimonio  de  los  mas 
ancianos  del  pueblo  que  la  disposición  de  los  lugares  ha 
sido  siempre  tal  cual  él  la  sostiene,  como  no  se  pruebe  lo 
contrario  por  instrumentos.  Esta  posesión  prpduce  la  ad- 
quisición de  todo  lo  que  no  es  absolutamente  imprescripti- 
ble, es  decir,  de  todas  aquellas  cosas  cuya  prescripción  no 
osla  espresamenle  prohibida  por  la  ley,  cualquiera  que  sea 
el  tiempo  que  trascurra.  La  jurisdicción  suprema  v.  gr.  no 
puede  adquirirse  por  posesión  inmemorial ,  porque  es  un 
derecho  que  no  admite  prescripción  alguna;  ley  6,  tit.  29, 
Parí.  3 ,  y  ley  k ,  tit.  8 ,  llb.  10 ,  Nov.  Rec.  Pero  en  las  cosas 
que  no  son  absolutamente  imprescriptibles,  la  posesión  in- 
memorial hace  veces  de  título,  porque  seria  una  injusticia  el 
obligar  á  los  que  la  han  ganado  á  presentar  documentos  que 
han  podido  estraviarse  sin  culpa  suya  con  el  trastorno  de  los 
tiempos.  —  La  posesión  inmemorial  se  prueba  en  los  ma- 
yorazgos y  en  los  señoríos  y  jurisdicciones  civiles  y  crimi- 
nales de  las  ciudades,  villas  y  lugares,  diciendo  los  testigos 
que  así  lo  vieron  ellos  por  tiempo  de  cuarenta  años  ,  y  así  lo 
oyeron  decir  á  sus  mayores  y  ancianos,  quienes  también 
así  lo  habían  visto  y  oido  sin  cosa  en  contrario ,  siendo  tal 
la  pública  voz  y  fama  y  común  opinion  entre  los  vecinos  y 
moradores  de  aquella  tierra  ;  ley  1 ,  lit.  17,  lib.  10,  Nov.  Rec, 
y  ley  7,  lit.  29,  Part.  3;  pero  con  respecto  á  los  demás 
asuntos  dicen  los  autores  no  ser  necesario  ni  estar  admitido 
en  la  práctica  el  que  digan  los  testigos  que  así  lo  oyeron  á 
sus  mayores  y  ancianos.  Acevedo  en  la  ley  1,  tit.  7,  lib.  5, 
Recop. 

POSESIÓN  equívoca.  La  que  deja  dudar  si  el  que  tiene 
en  su  poder  alguna  cosa  la  posee  en  su  nombre  ó  en  el  de 
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POSESIÓN  pacífica.  La  que  se  adquiere  sin  violencia,  y 
también  la  que  se  tiene  sin  obstáculo  ni  interrupción. 

POSESIÓN  viciosa.  La  que  se  tiene  por  fuerza  ó  violen- 
cia, ó  furtiva  y  ocultamente,  ó  solo  á  título  deprecarlo.  ' 

POSESIÓN  violenta.  La  detentación  de  una  cosa  in- 
mueble .  de  cuya  posesión  fué  violentamente  arrojado  ó  im- . 
pedido  para  su  recobro  el  que  la  tenia. 

POSESIÓN  pretoria.  La  que  seda  à  alguno  en  la  finca 
redituable  de  su  deudor  para  que  se  haga  pago  de  sus  frutos. 

POSESIÓN  pro  indiviso.  La  que  tienen  dos  ó  mas  per- 
sonas de  una  cosa  común ,  v.  gr.  de  una  casa  ó  campo  que 
han  heredado  y  se  mantiene  sin  dividir. 


POSESIÓN  DE  mayorazgo.  Yéase  Mayorazgo  regular  y 
Temita. 

POSESORIO.  Lo  que  toca  ó  pertenece  á  la  posesión  ;  y 
así  se  dicen  juicios,  entredichos  ó  interdictos  y  remedios 
posesorios  los  litigios  que  se  siguen  en  orden  á  tomar,  rete- 
ner ó  recobrar  la  posesión.  Véase  Interdicto  y  Juicio  pose- 
sorio. 

POSICIONES.  Ciertas  proposiciones  ó  asertos  breves  de 
hechos  pertenecientes  á  la  causa  sobre  los  cuales  pide  un 
litigante  que  el  otro  declare  bajo  de  juramento ,  para  rele- 
varse de  la  prueba;  tit.  12,  Part.  3  (1).  Se  espresan  estas 
posiciones  ó  aserciones,  diciendo  que  el  contrario  declare 
como  tal  hecho  es  cierto  ó  incierto;  á  diferencia  de  un 
interrogatorio  presentado  para  prueba,  en  que  no  se  ase- 
gura ,  sino  que  se  pregunta  ,  ¿  si  saben  -los  testigos  ,  han 
visto  ó  tienen  noticia  de  tal  cosa  ó  hecho  ?  Las  posiciones 
se  hacen  regularmente  en  causas  civiles,  y  los  interrí* 
gatorios  en  causas  civiles  y  criminales  :  las  posiciones  Sí 
hacen  por  la  parte  y  no  por  el  juez  para  aclarar  alguns 
duda  ,  y  los  interrogatorios  por  la  parte  y  por  el  juez  :  aque* 
lias  tienen  por  objeto  sacar  ala  parte  contraria  una  confe- 
sión que  escuse  otra  prueba  ,  y  estos  probar  con  las  decla- 
raciones de  los  testigos  lo  que  se  ha  negado  por  la  parte 
contraria.  No  solo  puede  hacer  posiciones  el  actor  sino  tam- 
bién el  reo ,  y  aun  los  procuradores  de  ambos  en  su  nombre 
con  poder  especial  y  no  de  otra  suerte.  Siendo  sobre  el 
negocio  principal,  se  deben  poner  después  de  contestada  la 
demanda  en  el  término  probatorio  y  antes  de  la  presenta- 
ción de  los  testigos,  porque  suceden  en  lugar  de  prueba  si 
se  confiesan  llanamente;  pero  siendo  sobre  algún  artículo  ó 
escepcion  que  se  proponga  antes ,  se  pueden  poner  entonces  ; 
bien  que  las  puede  hacer  una  parte  á  otra  hasta  la  senten- 
cia en  cualquier  estado  del  pleito;  ley  1  ,  til.  12,  Part.  3. 
Lo  que  á  veces  se  practica  por  abreviar,  es  presentar  la 
parte  el  interrogatorio  y  pedir  por  un  otrosí  que  antes  de 
procederse  al  examen  de  los  testigos  jure  posiciones  el  con- 
trario al  tenor  de  todas  ó  de  algunas  de  las  preguntas  del 
interrogatorio.  Una  vez  agregadas  las  posiciones  á  los  autos, 
no  se  pueden  revocar,  mudar  ni  enmendar,  sino  es  inconti- 
nenti ó  por  error  de  hecho  que  contengan  ;  pero  cuando 
están  obscuras  ,  se  deben  declarar  ápedimenlodel  contrario. 
Presentado  que  sea  el  escrito  de  posiciones,  debe  el  juez 
llamar  al  otro  litigante,  y  tomándole  juramento  de  decir 
verdad,  examinarle  por  sí  ó  por  medio  del  escribano,  sin 
darle  tiempo  para  consultar  ni  deliberar,  y  obligarle  á  que 
responda  categóricamente  afirmando  ó  negando  con  pala- 
bras terminantes  ,  sin  admitirle  otras  dudosas  ,  como  por 
ejemplo  ,  me  persuado,  me  inclino  à  creer,  niego  la  pregunta 
según  está  puesta,  ú  otras  semejantes  ;  leyes  1  y  2,  tit.  9, 
lib.  1 1  ,  Nov.  Rec.  Si  el  litigante  no  respondiere  del  modo 
dicho ,  ó  se  ocultare  para  no  responder,  debe  el  juez  decla- 
rarle por  confeso,  seguir  la  causa  y  determinarla,  con  tal 
que  precedan  tres  autos  notificados  para  que  haga  debidamen- 
te la  declaración  (2).  Sin  embargo  ,  presentándose  después 
dicho  litigante  en  cualquier"  estado  del  juicio  antes  de  pro- 
nunciada la  sentencia,  podrá  ser  oido  con  la  obligación  de 
probar  lo  contrario  de  lo  que  afirman  las  posiciones ,  por 
estar  prevenido  que  los  jueces  para  fallar  se  atengan  á  la 
prueba  que  resulte  de  los  hechos  ó  cosas  que  se  ventilan  ,  y 
no  á  las  meras  formalidades  del  orden  judicial.  Si  después 
de  haber  declarado  fuere  convencido  de  perjuro  á  sabiendas, 
incurre  siendo  el  actor  en  perdimiento  de  causa,  y  siendo 
el  reo  es  habido  por  confeso  ,  p-udie-ndo  imponérseles  ade- 


(1)  Véase  á  Cavalario,  loin.  6,  cap.  25  ,  g  22  ,  donde  habla  de 
la  diferencia  de  artículos  y  posiciones. 

(2)  Mas  no  se  requieren  los  tres  autos  notificados  ,  pues  basta 
una  rebeldía  para  todo  lo  que  se  necesitaban  tres. 
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mas  otras  penas.  —  De  la  confesión  ó  respuesta  á  las  posi- 
ciones se  debe  dar  traslado  al  que  las  hizo  ,  aunque  no  lo 
pida,  para  que  esponga  y  pida  en  su  vista  lo  q-ue  le  con- 
venga ;  y  no  han  de  hacerse  preguntas  ni  pruebas  sobre  lo 
confesado  clara  y  espresamente  por  el  contrario  ,  bajo  la 
pena  de  tres  mil  maravedís  al  abogado  que  las  hiciere  ; 
ley  h,  lit.  9 ,  lib.  i  l ,  Nov.  Rec. Véase  Confesión  y  Juramento. 

POSITIVO.  Se  aplica  al  derecho  divino  ó  humano  por 
contraposición  al  natural.        r    . 

PÓSITO.  Cierto  establecimiento  que  suele  haber  en  las 
ciudades,  villas  y  lugares ,  donde  se  guarda  la  cantidad  de 
granos ,  y  especialmente  de  trigo  ,  que  se  tiene  de  repuesto 
y  prevención ,  con  el  objeto  de  prestarlos  á  los  labradores 
así  para  la  siembra  como  para  su  consumo  en  los  meses  de 
mayor  urgencia  y  escasez ,  y  de  invertirlos  en  el  panadeo 
para  el  abasto  del  público.  Dícese  que  el  origen  de  los  pósi- 
tos sube  hasta  el  patriarca  José,  quien  gobernando  en  Egipto 
mandó  almacenar  en  todas  sus  provincias  grandes  cantida- 
des de  trigo  para  los  siete  años  de  esterilidad  que  habian  de 
suceder  á  otros  tantos  de  abundancia.  Vérnoslos  adoptados 
también  entre  los  Romanos,  en  cuyo  derecho  se  hallan  va- 
rias leyes  que  ordenaban  á  los  habitantes  de  las  provincias 
vender  al  fisco  cierto  número  de  fanegas  de  trigo  que  se 
custodiaban  en  suntuosos  graneros  para  socorrer  á  los  po- 
bres y  ocurrir  á  las  necesidades  públicas.  Entre  nosotros 
debieron  su  principio  á convenios  de  los  vecinos  de  algunos 
pueblos  ó  á  fundaciones  particulares  de  personas  caritati- 
vas, entre  las  cuales  sobresalió  el  célebre  cardenal  Cisneros, 
que  fundó  á  sus  espensas  los  pósitos  de  Toledo,  Alcalá  y 
algunos  otros;  luego  se  fueron  generalizando  en  todas  par- 
tes ;  y  se  pusieron  en  cada  pueblo  bajo  el  gobierno  y  admi- 
nistración de  una  junta  compuesta  del  corregidor,  alcalde 
mayor  ú  ordinario,  de  un  regidor,  del  diputado  mas  anti- 
guo ,  del  procurador  síndico  del  común  ,  del  personero  y  de 
un  depositario  ó  mayordomo,  con  asistencia  de  un  escri- 
bano elegido  por  el  ayuntamiento.  Esta  junta  tenia  á  su  cargo 
la  provision  ó  acopio  de  granos  ,  su  repartición ,  inversion  y 
reintegro,  y  el  examen  y  aprobación  de  las  cuentas  del  de- 
positario, que  se  remitía  luego  á  la  contaduría  general  de 
pósitos  para  su  revision  y  liquidación ,  debiendo  someterse 
en  todo  à  los  reglamentos  espedidos  sobre  el  asunto,  y  á 
las  providencias  del  supremo  consejo  á  cuyo  cargo  corría  la 
dirección  de  estos  establecimientos.  —  No  se  entrega  á  los 
labradores  partida  alguna  de  granos  sin  que  otorguen  pri- 
mero  la  correspondiente  obligación  de  reintegro  corrobo- 
rada con  fianzas  ;  y  efectivamente  en  llegando  el  plazo  acor- 
dado ,  que  suele  ser  á  la  próxima  cosecha,  tienen  que 
devolver  los  granos  con  las  creces  ó  aumento  de  un  celemín 
por  fanega;  bajo  la  inteligencia  de  que  en  caso  de  morosi- 
dad procedía  por  la  via  ejecutiva  contra  ellos  ó  sus  fiadores 
á  instancia  del  síndico  el  presidente  mismo  de  la  junta, 
quien  en  los  juicios  universales  de  acreedores  ó  de  inventa- 
rio tenia  el  singular  privilegio  de  atraer  los  autos  á  su  juz- 
gado para  cobrar  sin  dilación  ni  competencia  lo  que  se 
debia  al  pósito  con  preferencia  á  todo  otro  acreedor  que  no 
fuese  el  fisco.  El  producto  de  las  indicadas  creces  tiene  el 
deslino  de  cubrir  las  asignaciones  de  los  individuos  de  la 
junta  y  dependientes,  los  sueldos  de  los  empleados  en  la 
contaduría  general,  los  demás  gastos  de  administración,  y 
las  cantidades  que  en  dilerenles  tiempos  se  han  sacado  de 
estos  fondos  para  las  urgencias  de  la  monarquía  :  por  ma- 
nera que  los  infelices  que  iban  á  sacar  trigo  del  pósito  pa- 
gaban de  este  modo  una  contribución  estraordionaria  que 
no  pesaba  sobre  los  otros  vecinos  mas  acomodados ,  ademas 
del  interés  del  préstamo  que  seguramente  parece  superior 
al  permitido  por  la  ley  en  los  contratos  ó  transacciones  par- 
ticulares. Dicese  que  el  objeto  de  los  pósitos  es  contener  la 
subida  del  precio  de  los  granos,  poner  un  obstáculo  á  los 


monopolios,  fomentar  la  agricultura ,  y  proveer  á  la  subsis- 
tencia ;  pero  estas  ventajas  no  se  pueden  lograr  sino  con  el 
libre  comercio  de  .los  granos  :  los  medios  directos ,  los  pósi- 
tos, los  graneros  de  precaución  ,  los  suministros  hechos  por 
el  gobierno  ,  aumentan  el  mal  en  vez  de  remediarlo.  Le- 
yes h  y  6 ,  til.  20 ,  íib.  7,  Nov.  Rec. 

Habiendo  cesado  las  subdelegacioaes  del  ramo  de' pó- 
sitos ,  pertenecen  ya  á  los  jueces  de  primera  instancia  los 
negocios  contenciosos  relativos  á  estos  establecimientos;  real 
arel,  de  2  de  marzo  de  1834. 

Para  la  entrega  á  cada  labrador  del  trigo  ó  metálico  que 
le  hubiere  correspondido  en  los  repartimientos,  ha  de  otor- 
gar obligación  con  fianza  hipotecaria  de  reintegrarlo  en  la 
recolección  próxima  con  las  creces  que  se  llaman  pupilares, 
consistentes  en  medio  celemín  por  fanega ,  y  el  tres  por 
ciento  respecto  del  dinero;  real  cid.  de  15  de  julio  de  1813. 

Llegada  la  época  de  la  recolección  ,  debe  hacerse  inme- 
diatamente el  reintegro ,  ya  en  granos  ,  ya  en  dinero  á  elec- 
ción del  interesado  ;  y  en  el  primer  caso  han  ser  trasladados 
al  pósito  desde  la  era  antes  de  entrojarlos;  circular  de  18  de 
junio  de  1819. 

De  todo  lo  que  se  recaude  y  de  las  existencias  se  hace 
cargo  el  depositario  nombrado  por  el  ayuntamiento.  El  cui- 
dado de  la  recaudación  es  peculiar  de  estas  corporaciones 
cuyos  individuos  son  responsables  de  las  partidas  que  no  se 
hagan  efectivas  por  su  tolerancia  ó  negligencia.  Pero  pue- 
den las  diputaciones  provinciales  conceder  moratorias  á  los 
pueblos  ó  particulares  ,  fundadas  en  esterilidad  ,  lluvias  de 
piedra  ,  destrucción  por  langosta  ú  otra  calamidad  pública; 
decr.  de  Cortes  de  Ik  de  setiembre  de  1857. 

Era  tal  en  otro  tiempo  el  privilegio  de  los  pósitos ,  que  el 
sostenimiento  de  sus  fondos  pesaba  sobre  todos  los  vecinos 
colectivamente,  y  las  partidas  fallidas  se  exigían  por  medio 
de  repartimientos  vecinales  ó  de  arbitrios;  mas  hoy  ni  lo 
uno  ni  lo  otro  puede  ejecutarse  para  el  reintegro  y  restaura- 
ción de  los  fondos  perdidos  ;  rls.  órds.  de  25  de  octubre  de 
1833  y  20  de  enero  de  1854. 

Si  por  consecuencia  de  los  procedimientos  ó  por  otro  mo- 
tivo adquieren  en  pago  de  sus  créditos  algunas  fincas,  no 
pueden  retenerlas,  pues  todas  deben  enajenarse  en  pública 
subasta  en  venta  ó  á  censo  redimible  á  razón  de  dos  y  medio 
por  ciento ,  esceptuáudose  únicamente  los  edificios  que  sir- 
ven de  almacenes  ó  paneras;  real  órd.  de  9  de  junio  de  1853. 

Si  el  grano  sobrante  del  primer  repartimiento  no  se  hu- 
biese distribuido  en  los  meses  mayores  ,  se  puede  reducir  á 
pan  ó  vender  para  renovarlo;  pero  no  cuando  estuviere  á 
bajo  precio,  pues  entonces  sufriría  pérdida  ó  quebranto  el 
establecimiento;  real  órd.  de  Ik  de  noviembre  de  1836. 

Las  cuentas  se  rinden  y  remiten  á  la  diputación  provin- 
cial para  que  calificándolas  y  poniendo  su  visto  bueno,  las 
apruebe  el  jefe  político  en  nombre  del  gobierno;  art.  266  de 
la  ley  de  3  de  febrero  de  1823. 

PÓSITO  pío.  El  establecimiento  ó  granero  público  que 
por  su  fundación  y  gobierno  tiene  algunas  circunstancias 
filantrópicas  ó  piadosas,  como  la  de  prestar  el  trigo  sin  cre- 
ces ni  rec-rgo,  ó  la  de  prestarlo  á  viudas  ó  labradores 
pobres.     r  $ 

POSTLIMINIO.  Cierta  ficción  del  derecho  romano ,  por 
la  cual  los  que  en  la  guerra  quedaban  hechos  prisioneros  de 
los  enemigos,  en  restituyéndose  á  la  ciudad  se  reintegra- 
ban en  los  derechos  de  ciudadanos  (de  que  en  aquel  ínterin 
no  gozaban  por  reputarse  esclavos  ó  muertos  )  como  si 
nunca  hubiesen  faltado  del  territorio  del  imperio,  continuán- 
dose en  la  consideración  legal  el  instante  antes  de  la  prisión 
con  el  instante  de  la  libertad,  de  donde  se  dijo  postliminio 
como  junta  de  límites. 

POSTOR.  El  que  pone  ú  ofrece  precio  á  alguna  cosa  quo 
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se  vende  ó  arrienda,  particularmente  en  almoneda  ó  por 
justicia. 

POSTULACIÓN.  En  lo  antiguo  lo  mismo  que  petición, 
instancia  ó  súplica;  —  y  en  el  derecho  canónico  la  petición 
unánime  del  cabildo  para  que  sea  promovido  á  la  prelacia  de 
la  iglesia  un  sugelo  que  no  puede  ser  elegido  sin  dispensa 
por  ser  prelado  de  otra  iglesia  ó  religioso ,  ó  por  defecto  de 
edad  ,  de  orden ,  de  nacimiento  ú  otro  que  no  sea  de  ánimo 
ó  de  cuerpo. 

POSTUMO.  Lo  que  sale  á  luz  después  de  la  muerte  de 
su  autor;  y  asi  se  llama  hijo  postumo  el  que  nace  después 
de  la  muerte  de  su  padre;  y  obras  postumas  las  que  se  im- 
primen después  del  fallecimiento  del  que  las  compuso.  Mas 
esta  voz  se  aplica  especialmente  al  hijo  que  nace  después  de 
la  muerte  ó  después  del  testamento  de  su  padre  ;  ley  20, 
lit.  i  ,  Part.  6.  Según  algunos  intérpretes,  se  decían  postu- 
mos entre  los  Romanos  los  que  nacían  después  del  testa- 
mento del  padre,  aunque  este  viviese,  y  póslhumos  con  h 
los  que  nacían  después  de  su  muerte.  Parece  sin  embargo 
mas  natural  dar  á  la  palabra  postumo  en  ambos  casos  la 
misma  ortografía  y  etimología  ,  como  lo  hace  Cuyacio  se- 
guido por  Vinio,  diciendo  con  este  motivo  :  rectè  in  Pandec- 
iis  ¡lorenlinis  hanc  vocem  legi  sine  aspir alione,  et posthumum 
dici  qnasi  posleriorem  seu  postea  nutum ,  non  verá  sumí  pro 
eo  qui  naseilur  post  humalum  patrem  ,  ut  vulgo  interpretes. 
Mas  á  pesar  de  la  autoridad  de  estos  doctores,  son  de  opi- 
nion otros  muchos  que  siendo  postumo  propiamente  el  que 
nace  después  de  la  muerte  del  padre,  post  humalum  pa- 
trem, debió  llamarse  por  analogía  póslhumo  con  aspiración, 
y  que  después  se  empleó  por  estension  esta  palabra ,  sin 
mudar  de  ortografía,  para  designar  también  los  cuasi  pós- 
lhumos, esto  es,  todos  los  que  las  leyes  asimilaron  á  los  pos- 
tumos verdaderos.  Véase  Hijo  postumo. 

POSTUSA.  El  precio  que  por  la  justicia  se  pone  á  las 
cosas  comestibles.  «  La  postura  ó  tasa  en  los  frutos  de  la 
tierra  es  tanto  mas  perniciosa  ,  dice  un  sabio  escritor,  cuan- 
to no  es  regulada  por  la  equidad  y  sabiduría  del  legislador, 
sino  por  el  arbitrio  momentáneo  de  los  jueces  municipales. 
Y  cuando  los  granos ,  objeto  de  primera  necesidad  para  la 
subsistencia  de  los  pueblos  ,  han  arrancado  á  la  justicia  la 
libertad  de  precios,  ¿cómo  es  que  los  demás  frutos  que  for- 
man un  objeto  de  consumo  menos  necesario,  no  han  podido 
obtenerla?  Por  esta  sola  diferencia,  continúa  el  mismo,  se 
puede  graduar  el  descuido  con  que  las  leyes  han  mirado  la 
policía  alimentaria  de  los  pueblos  abandonándola  á  la  pru- 
dencia de  sus  gobernadores,  y  la  facilidad  con  que  han  sido 
aprobadas  ó  toleradas  sus  ordenanzas  municipales;  puesto 
que  las  tasas  y  posturas  de  los  comestibles  no  se  derivan  de 
ninguna  ley  general,  sino  de  alguno  de  estos  principios. 
Por  las  posturas  queda  espuesta  la  propiedad  de  los  frutos  á 
la  arbitrariedad  y  à  la  injusticia,  porque  en  ellas  los  magis- 
trados municipales  dan  todo  su  cuidado  á  las  conveniencias 
de  la  población  urbana  ,  y  prescinden  de  las  del  propietario 
de  los  frulos.  Pero  ha  sucedido  con  este  sistema  lo  que  con 
todas  las  leyes  que  ofenden  el  interés  individual.  Los  ma- 
nantiales de  la  abundancia  no  están  en  las  plazas  sino  en  los 
campos  :  solo  puede  abrirlos  la  libertad,  y  dirigirlos  á  los 
puntos  donde  los  llama  el  interés.  Por  consiguiente  los  es- 
torbos presentados  á  este  interés  han  detenido  ó  desterrado 
la  abundancia ,  y  à  pesar  de  las  posturas  la  carestía  de  los 
comestibles  ha  resultado  de  ellas.  Es  en  vano  esperar  la  ba- 
ratura de  los  precios  de  otro  principio  que  de  la  abundan- 
cia, y  es  en  vano  esperar  esta  abundancia  sino  de  la  libre 
contratación  de  los  frutos.  Solo  la  esperanza  del  interés 
puede  escitar  al  cultivador  á  multiplicarlos  y  traerlos  al 
mercado.  Solo  la  libertad ,  alimentando  esta  esperanza , 
puede  producir  la  concurrencia,  y  por  su  medio  aquella 
equidad  de  precios  que  es  tan  justamente  deseada.  Las  lasas, 


las  prohibiciones ,  y  todas  las  demás  precauciones  regla- 
mentarias, no  pueden  dejar  de  amortiguar  aquella  esperan- 
za ,  y  por  lo  mismo  de  desalentar  el  cultivo  ,  y  disminuir  la 
concurrencia  y  la  abundancia;  y  entonces  por  una  reacción 
infalible  ,  la  carestía  nacerá  de  los  mismos  medios  endere- 
zados á  evitarla.  » 

Por  fin,  en  ley  de  8  de  julio  de  1813  restablecida  en  8  de 
setiembre  de  1836  se  estableció  ,  que  así  en  las  primeras 
ventas  como  en  las  ulteriores  ningún  fruto  ni  producción 
de  la  tierra ,  ni  tos  ganados  ni  sus  esquilmos ,  ni  los  produc- 
tos de  la  caza  y  pesca ,  ni  las  obras  del  trabajo  y  de  la  in- 
dustria ,  estén  sujetas  à  lasas  ni  posturas,  sin  embargo  de 
cualesquiera  leyes  generales;  de  suerte  que  todo  se  pueda 
vender  y  revender  al  precio  y  en  la  manera  que  mas  aco- 
mode á  sus  dueños,  con  tal  que  no  perjudiquen  á  la  salud 
pública;  y  ninguna  persona,  corporación  ó  establecimiento 
tendrá  privilegio  de  preferencia  en  las  compras  ,  pero  se 
continuará  observando  la  prohibición  de  estraer  á  paises 
estranjeros  aquellas  cosas  que  actualmente  no  se  pueden  es- 
portar, y  las  reglas  establecidas  en  cuanto  al  modo  de  es- 
portarse los  frulos  que  puedan  serlo.  También  queda  ente- 
ramente libre  y  espedito  el  tráfico  y  comercio  interior  de 
granos  y  demás  producciones  de  unas  á  otras  provincias  de 
la  monarquía,  de  modo  que  puedan  dedicarse  á  él  los  ciu- 
dadanos de  todas  clases  ,  almacenar  sus  acopios  donde  y 
mejor  les  parezca  ,  y  venderlos  al  precio  que  les  acomode  , 
sin  necesidad  de  matricularse  ni  de  llevar  libros,  ni  de  re- 
coger testimonio  de  las  compras. 

POSTURA.  El  precio  que  uno  pone  ú  ofrece  por  alguna 
cosa  que  se  vende  ó  arrienda,  particularmente  eil  almoneda 
ó  por  justicia.  No  se  admite  la  primera  postura  si  no  escede 
de  las  dos  terceras  partes  de  la  tasa ,  y  en  su  caso  se  comu- 
nica en  las  ventas  judiciales  al  deudor  y  acreedores,  y  las 
posturas  subsiguientes  ó  pujas  á  los  mismos  y  á  los  anterio- 
res postores  para  que  les  conste  y  espongan  lo  que  les  con- 
venga ó  usen  de  la  acción  que  les  compela;  siendo  de  ad- 
vertir que  el  postor  ó  pujador  que  no  es  abonado  ha  de 
presentar  quien  le  abone,  para  que  si  se  hace  el  remate  en 
su  favor,  haya  contra  quien  repetir  para  el  cumplimiento  de 
la  postura.  Admitida  la  postura  del  segundo,  queda  libre  el 
primero  de  la  suya;  admitida  la  del  tercero  ,  queda  libre  el 
segundo,  y  así  sucesivamente  ,  escepto  en  rentas  reales  en 
que,  admítase  ó  no,  subsisten  todos  gradual  y  subsidiaria- 
mente obligados  por  su  postura,  y  por  falta  de  pago  de  los 
unos  se  puede  repetir  contra  los  otros.  El  postor  á  cuyo  fa- 
vor queda  rematada  la  cosa  puede  ser  compelido  por  la  vía 
ejecutiva  á  cumplir  la  postura  que  hizo  y  la  obligación  que 
contrajo,  y  aprontar  el  precio  en  dinero,  y  no  en  censos, 
réditos  ni  otra  cosa.  Hermosilla  en  la  ley  52,  lit.  5,  Pari.  5; 
leyes  7  á  16,  lit.  11,  y  desde  8  hasla  11,  til.  12,  lib.  «J, 
Recop.  suprimidas  en  la  Novís.;  y  Cur.  Filíp.,  juic.  ejec, 
§22,»?.  6. 

POTESTAD  marital.  El  derecho  y  autoridad  que  ad- 
quiere el  marido  sobre  la  mujer  y  sus  bienes  desde  el  día  de 
lacelebracion  del  matrimonio. Véase  Marido  y  Mujer  casada. 

POTESTAD  paterna.  La  autoridad  y  derecho  que  la 
ley  concede  al  padre  sobre  la  persona  y  bienes  de  sus  hijos 
legítimos.  Véase  Patria  potestad. 

■     POTESTATIVO.  Lo  que  está  en  la  facultad  ó  potestad 
de  alguno ,  como  condición  potestativa. 

POTRO.  Cierta  máquina  de  madera  sobre  la  cual  senta- 
ban y  atormentaban  antiguamente  á  los  acusados  que  esta- 
ban negativos,  para  hacerles  que  confesasen  ó  declarasen  la 
verdad  de  lo  que  se  les  preguntaba.  Véase  Tormento. 

POYA.  El  derecho  que  se  paga  en  pan  en  el  horno 
común. 

POYO.  El  derecho  que  se  da  á  los  jueces  cuando  están 
desoachando. 
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POZO.  El  hoyo  profundo  que  se  abre  en  la  tierra  hasta 
encontrar  manantial  de  agua  para  el  servicio  de  las  casas. 
Puede  cualquiera  hacer  pozo  en  su  casa ,  aunque  quite  ó  dis- 
minuya el  agua  del  pozo  de  su  vecino  ,  salvo  si  lo  hiciere 
maliciosamente  sin  haberlo  menester,  por  causar  daño  al 
otro;  pues  en  este  caso  puede  el  vecino  usar  del  remedio  de 
la  denuncia  para  que  no  se  haga,  y  aun  pedir  después  de 
hecho  que  se  cierre;  ley  19,  lit.  32,  Part.  3.  También  po- 
demos impedir  la  fabricación  ó  abertura  de  un  pozo,  cuando 
el  vecino  lo  hace  de  tal  manera  que  puede  ocasionar  la  ruina 
de  alguna  pared  de  nuestra  casa. 
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PRÁCTICA.  El  ejercicio  ó  actual  ejecución  conforme  á 
las  reglas  de  algún  arte  ó  facultad  que  enseña  á  hacer  algu- 
na cosa  ,  como  consiguiente  á  la  teórica  ;  y  particularmente 
la  ciencia  de  instruir  bien  un  proceso ,  y  de  hacer  y  seguir 
los  procedimientos  convenientes  según  el  orden  judicial  y  en 
la  forma  prescrita  por  las  leyes  y  los  usos  de  los  tribunales, 
sea  demandando  ,  sea  defendiendo;  —  el  uso  continuado, 
costumbre,  ó  estilo  de  alguna  cosa;  y  así  decimos  que  tal  ó 
tal  disposición  de  la  ley  no  se  observa  con  rigor  en  la  prác- 
tica ;  —  y  el  ejercicio  que  bajo  la  dirección  de  un  maestro  y 
por  cierto  número  de  años  tienen  que  hacer  algunos  profe- 
sores para  habilitarse  y  poder  ejercer  públicamente  sus 
profesiones ,  como  sucede  á  los  abogados ,  médicos  y  ci- 
rujanos. 

PRÁCTICO.  El  hombre  esperimentado,  versado  y  dies- 
tro en  la  instrucción  de  los  procesos;  y  el  esperto  en  alguna 
ciencia ,  arte  ú  oficio,  que  se  llama  para  declarar  ó  informar 
sobre  algún  asunto  que  exige  conocimientos  facultativos. 
Véase  Perito. 

PRAGMÁTICA.  Palabra  tomada  del  código  de  Justi- 
niano,  que  significa  la  ley  que  se  diferencia  de  los  reales 
decretos  y  órdenes  generales  en  las  fórmulas  de  su  publi- 
cation. 

PRAGMÁTICO.  El  autor  jurista  que  interpreta  ó  glosa 
las  leyes  nacionales. 

PRECARIO.  En  su  mas  estrecha  acepción  es  un  prés- 
tamo revocable  á  voluntad  del  que  le  ha  hecho  ;  y  se  toma 
también  por  todo  lo  que  se  posee  como  en  préstamo  y  á 
voluntad  de  su  dueño;  y  así  se  llama  precaria  una  posesión  , 
para  dar  á  entender  que  la  tal  posesión  no  es  mas  que  un 
efecto  de  la  tolerancia  del  propietario ,  sin  que  pueda  dar 
derecho  alguno  al  poseedor;  Duret,  lib.  3,  lit.  ik,  depre- 
caras. El  que  tiene  una  cosa  precariamente ,  debe  restituirla 
al*dueño  siempre  que  por  este  le  fuere  pedida  ;  y  por  eso 
decia  con  razón  Decio  :  Breve  et  fragüe  beneficium  est  pre- 
éarium ,  cuín  id  quoque  restituí  debeat,  vcl  confeslim,  vcl 
ciim  quandocumque  libuerit  concedenli.  La  palabra  precarjo 
viene  del  verbo  latino  precari ,  que  significa  rogar  ó  supli- 
car, porque  como  dice  la  ley  romana  ,  ley  1,'D.  de  precario, 
el  precario  es  una  concesión  ó  merced  que  se  hace  á  uno 
en  virtud  de  sus  ruegos  para  usar  de  alguna  cosa  mientras 
so  lo  permita  el  concedenle  :  Precarium  est ,  quod  precibus 
pelenti  ulendum  conceditur,  landiu  quamdiu  is  qui  concessit 
patitur.  El  precario  se  diferencia  del  comodato  ó  préstamo 
en  que  el  comodante  ó  prestamista  no  puede  repetir  la  cosa 
prestada  sino  después  de  acabado  el  tiempo  del  comodato, 
al  paso  que  el  que  la  dio  á  título  de  precario  la  puede  repetir 
siempre  que  quiera  ;  y  en  que  si  se  ha  de  estar  á  lo  dispuesto 
por  el  derecho  romano  el  comodatario  tiene  que  prestar  el 
dolo  y  toda  especie  de  culpa ,  aun  la  levísima  ,  mientras 
que  el  que  ha  tomado  una  cosa  en  precario  solamente  res- 
ponde del  dolo  y  de  la  culpa  lata  ,  mas  no  de  la  leve  ni  de  la 
levísima  :  la  razón  que  se  da  de  tal  diferencia  es  que  totitm 
hoc  ex  liberalitale  ¿lescendit  ejus  qui  precaria  concessit  ;  ct 


salis  est  si  dolus  et  culpa  dolo  próxima  prœstelur  :  at  is  qül 
commodato  dédit,  càm  in  eo  gravetur  quód  ante  usum  fini- 
tum  non  possit  rem  commodalam  revocare,  sublevandus  est 
in  eo  quôd  el  ad  culpam  levissimam  agat. 

PRECEPTOS  del  derecho.  Los  preceptos  del  derecho 
son  tantos  cuantas  son  las  leyes  ;  pero  se  distinguen  con  este 
nombre  1res  principios  generales  de  que  nace  como  de  su 
fuente  toda  la  doctrina  del  derecho ,  y  son  :  Io.  vivir  hones- 
tamente, honesté  vivere;  2o.  no  hacer  mal  á  otro  ,  neminetn 
leedere;  3o.  dar  á  cada  uno  lo  suyo  ,  suum  cuique  Iribucre. 
El  objeto  del  primero,  dicen,  es  hacer  un  hombre  de  bien  ; 
el  objeto  del  segundo  es  hacer  un  buen  ciudadano  ;  y  »l 
objeto  del  tercero  es  hacer  un  buen  magistrado.  El  primero 
enseña  lo  que  el  hombre  se  debe  á  sí  mismo  ;  el  segundo  lo 
que  debe  á  los  demás  ;  y  el  tercero  lo  que  debe  un  magis- 
trado á  los  que  están  sometidos  á  su  jurisdicción.  El  primero 
de  estos  preceptos  se  limita  á  una  pura  y  simple  honesti- 
dad ,  la  cual  puede  violarse  sin  hacer  daño  á  nadie,  cuando 
se  hace  una  cosa  que  está  permitida  ,  pero  que  no  es  con- 
forme al  decoro  :  Non  omne  quod  licel ,  honeslum  est.  El 
segundo  nos  ordena  que  no  hagamos  en  el  comercio  de  la 
vida  cosa  alguna  que  cause  daño  ó  perjuicio  á  otra  persona  ; 
cualquiera  que  ella  sea  ,  en  sus  bienes  ,  en  su  reputación 
ó  en  su  cuerpo  ,  sive  in  bonis,  sive  in  fama,  sive  in  corpore, 
de  modo  que  este  precepto  escluye  toda  violencia ,  toda 
malicia ,  lodo  fraude ,  y  generalmente  todo  lo  que  se  opone 
á  la  buena  fe.  El  tercero  por  fin  enseña  á  los  encargados  de 
la  administración  de  la  justicia  bs  reglas  que  deben  seguir 
en  el  desempeñóle  sus  funciones  ;  ley  3 ,  tít.  1,  Part.  3. 

PRECIO.  El  valor  pecuniario  en  que  se  estima  alguna 
cosa.  El  precio  en  las  ventas  debe  ser  pecuniario  ,  cierto  y 
justo.  Debe  ser  pecuniario,  esto  es,  consistir  en  dinero; 
pues  si  consistiere  en  otra  cosa ,  no  habría  venta,  sino  per- 
muta. Debe  ser  cierto,  bien  por  sí  mismo  ,  como  cuando  se 
vende  un  caballo  por  cien  pesos  ,  bien  por  relación  á  otra 
cantidad  ,  como  cuando  uno  dice  que  vende  su  caballo  por 
lo  mismo  que  le  costó ,  ó  por  tanto  dinero  cuanto  tiene  en 
el  arca  ;  en  cuyos  dos  últimos  casos  ,  no  encontrándose  di- 
nero en  el  arca  del  vendedor,  ó  no  habiendo  este  adquirido 
su  caballo  por  compra ,  sino  por  donación  ó  herencia  , 
claudicaría  la  venta  por  falta  de  precio.  Por  la  misma  razón 
de  haber  de  ser  cierto  ,  no  puede  ponerse  en  la  voluntad  ó 
arbitrio  de  alguno  de  los  contrayentes,  pero  bien  puedo 
dejarse  por  convenio  de  ambos  al  arbitrio  de  un  tercero  ;  y 
la  valuación  que  este  hiciere  ,  habrá  de  observarse ,  á  no  ser 
que  fuese  desproporcionada  é  injusta ,  pues  entonces  habría 
de  regularse  por  hombres  buenos  ó  por  el  juez  ;  si  el  ter- 
cero no  quisiere  ó  no  pudiere  hacer  la  estimación,  no  habria 
venta,  por  no  haber  precio.  Si  los  contrayentes  discuerdan 
en  el  precio  ,  queriendo  el  vendedor  que  sea  mayor,  y  el 
comprador  que  sea  menor,  no  existe  contrato;  pero  existirá 
por  el  contrario ,  y  los  contrayentes  quedarán  obligados , 
si  el  comprador  estuviere  por  el  mayor  y  el  vendedor  por 
el  menor,  porque  siempre  que  el  que  ha  de  soltar  el  precio 
lo  señala  mayor  que  el  que  lo  ha  de  recibir,  se  reputa  que 
también  quiere  tomar  la  cosa  por  menos ,  y  el  vendedor 
que  lo  recibe  tiene  el  menor  que  le  contentaba ,  de  modo 
que  puede  decirse  que  el  mutuo  consentimiento  de  ambos 
recae  sobre  el  precio  menor.  El  precio  por  fin  debe  ser  justo, 
esto  es  ,  proporcionado  á  la  cosa  :  por  manera  que  habiendo 
lesión  en  mas  de  la  mitad  del  precio  común  ,  como  sucede 
cuando  uno  vende  por  menos  de  cinco  ó  compra  por  mas 
de  quince  lo  que  vale  diez,  ha  de  resarcirse  el  daño  ó  res- 
cindirse el  contrato  ,  ya  sea  el  perjudicado  el  vendedor,  ya 
lo  sea  el  comprador,  pudiendo  intentarse  la  acción  dentro 
de  cuatro  años  y  no  despues.  Esta  doctrina  se  estiende  á  los 
demás  contratos  en  cuanto  puede  serles  aplicable.  Los  es- 
pertes en  sus  oficios  aue  toman  obras  á  destajo  ó  en  almo- 
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neda,  no  pueden  alegar  engaño  en  mas  de  la  mitad  del  justo 
precio;  Cur.  Filip.  lib.l,  com.  terr.,  cap.  12;  Solórz.,  Polít., 
lib.  6  ,  cap.  14;  Larrea,  decís.  11  ;  Bobad.,  Políl. ,  lib.  3  , 
cap.  3;  ley  9,  tít.  o  ,  Part.  S;  Gómez,  2,  Variar.,  cap.  2; 
ley  2,  til.  1 ,  lib.  10  ,  ÍVop.  Rec;  ley  4,  lit.  I,  lib.  10,  Nov. 
Rec.  Véase  Lesión  y  Postura. 

PREDIO.  La  heredad ,  hacienda,  tierra,  ó  posesión  in- 
mueble. El  predio  es  rústico  ó  urbano.  Predio  rústico  es  la 
parte  de  tierra  vacía  que  se  cultiva  ó  beneficia  de  algún 
modo,  como  las  hazas  y  heredades  en  el  campo ,  y  los  huer- 
tos y  jardines  en  el  poblado.  Predio  urbano  es  el  sitio  en 
que  hay  edificio  para  habitar,  ya  sea  en  el  poblado  ó  ya  en 
el  campo.  No  se  distinguen  pues  los  predios  rústicos  y  urba- 
nos por  el  lugar,  como  querían  algunos  jurisconsultos  anti- 
guos ,  sino  solo  por  la  calidad  y  el  uso.  El  predio,  sea  rústico 
ó  urbano  ,  puede  ser  dominante  ó  sirviente;  es  dominante 
el  predio  á  que  se  debe  alguna  servidumbre,  y  sirviente  el 
que  la  debe  ,  con  tal  que  cada  predio  pertenezca  á  diferente 
dueño. 

[*PREFECTO.  La  6a.  ley  constitucional  de  Méjico  en  su 
art.  16  establece  lo  siguiente.  «  En  cada  cabecera  de  distrito 
habrá  un  prefecto  nombrado  por  el  gobernador  y  confir- 
mado por  el  gobierno  general  :  durará  cuatro  años,  y  podrá 
ser  reelecto.  —  Art.  17.  Para"  ser  prefecto  se  necesita  : 
Io.  ser  ciudadano  mejicano  en  ejercicio  de  sus  derechos  : 
2o.  natural  ó  vecino  del  departamento  :  3o.  mayor  de  treinta 
años  :  4o.  poseer  un  capital  físico  ó  moral  que  le  produzca 
por  lo  menos  mil  pesos  anuales.  —  Art.  18.  Toca  á  los  pre- 
fectos :  Io.  cuidar  en  su  distrito  del  orden  y  tranquilidad 
pública,  con  entera  sujeción  al  gobernador  :  2o.  cumplir  y 
hacer  cumplir  las  órdenes  del  gobierno  particular  del  depar- 
tamento :  3o.  velar  sobre  el  cumplimiento  de  las  obligacio- 
nes de  los  ayuntamientos,  y  en  general  sobre  todo  lo  con- 
cerniente al  ramo  de  policía. 

Para  dar  lleno  á  las  atribuciones  anteriores  se  estendió 
en  muchos  pormenores  la  ley  secundaria  que  habla  de  ellas, 
y  es  la  de  20  de  marzo  de  1837  sobre  gobierno  interior  de  los 
departamentos  que  debe  verse  desde  el  art.  64  al  106.  ] 

PREFECTO  pretorio.  Entre  los  Romanos  el  magistrado 
que  desde  el  tiempo  de  Constantino  se  destinaba  para  gober- 
nar cualquiera  de  las  cuatro  provincias  ó  departamentos 
en  que  se  dividió  el  imperio  romano  ,  con  autoridad  para 
administrar  justicia  y  juzgar  de  los  negocios  en  último  re- 
curso ó  instancia  ;  ley  8  ,  tít.  18  ,  Part.  4. 

PREFERENCIA  ó  prelacion.  La  ventaja ,  primacía  ó 
antelación  que  se  da  á  un  competidor  sobre  otro  ;  Cur.  Filip., 
lib.  2  ,  com.  terr.,  cap.  12.  Debe  darse ,  según  la  disposición 
de  las  leyes  del  tít.  13 ,  Part.  5 ,  al  que  tiene  mejor  derecho; 
pero  en  caso  de  duda  es  preciso  darla  al  que  tiene  un  dere- 
cho mas  aparente,  siguiendo  en  esto  la  razón  y  la  equidad  : 
según  las  máximas  generales  que  siguen.  Siempre  se  ha 
de  dar  á  cada  uno  lo  suyo  ,  á  no  ser  que  se  cruce  otra  de- 
manda mas  justa  :  si  un  ladrón,  por  ejemplo,  deposita  en  tu 
poder  una  cosa  que  ha  robado,  la  fidelidad  del  depósito  te 
obliga  á  volvérsela  cuando  te  la  pida;  pero  cesa  esta  obli- 
gación luego  que  se  diere  á  conocer  el  verdadero  dueño  á 
quien  pertenece.  El  que  contesta  ó  litiga  por  evitar  el  daño 
o  menoscabo  de  sus  bienes  ,  ha  de  ser  preferido  siempre  al 
que  los  aumentaría  si  ganase  el  pleito;  y  así  es  que  cuando 
se  venden  los  bienes  de  un  difunto  ,  se  prefieren  los  acree- 
dores á  los  legatarios  :  Potior  est  causa  ejus  qui  certat  de 
iamno  vitando ,  quàm  Ulitis  qui  certat  de  lucro  captando. 
Çntre  los  que  litigan  igualmente  por  ganar  ó  por  librarse 
de  .algún  daño  ha  de  preferirse  el  que  tiene  un  derecho 
anterior,  según  la  regla  :  qui  prior  est  tempore ,  potior  est 
jure;  ley  27,  tít.  13,  Part.  5.  Finalmente  entre  los  que  liti- 
gan por  el  daño  ó  por  la  ganancia ,  si  su  derecho  es  igual , 
ee  prefiere  siempre  al  que  posee  :  In  pari  causa  melio-r  est 


conditio  dissidentis  quàm  petentis  ;  de  manera  que  si  dos 
tienen  litigio  sobre  la  propiedad  de  una  tierra ,  y  ninguno 
de  ellos  prueba  suficientemente  su  pertenencia,  no  debo 
despojarse  al  que  se  halla  en  posesión  ;  rey.  6b ,  in  6  Décret. 
Véase  ¿creedores  ^Graduación  de  acreedores  é  Hipoteca. 

PREGUNTA.  La  demanda  ó  interrogación  que  se  hace 
para  que  uno  responda  lo  que  sabe  sobre  algún  hecho , 
negocio  ó  acontecimiento;  leyes  1  y  2,  lit.  12,  Part.  3. 
Absolver  las  preguntas  oposiciones  de  algún  interrogatorio  T 
es  responder  á  ellas  ó  declarar  à  su  tenor  bajo  de  juramento 
Hay  preguntas  generales ,  preguntas  especiales  ó  útiles, 
preguntas  sugestivas  ,  y  preguntas  capciosas.  Preguntas 
generales  son  las  que  al  principio  del  interrogatorio  se  hacen 
á  todos  los  testigos,  para  calcular  el  grado  de  fuerza  que  ha 
de  darse  á  sus  testimonios ,  y  conocer  las  tachas  que  se  les 
pueden  oponer.  Preguntas  especiales  ó  útiles  son  las  que 
recaen  sobre  el  fondo  tJel  asunto  litigioso  ;  y  pueden  ser 
pertinentes  ó  impertinentes  :  son  pertinentes  las  queseciñen 
á  lo  alegado  y  escepcíonado  en  el  pleito;  é  impertinentes 
las  que  se  estienden  á  hechos  ó  circunstancias  que  no  tienen 
conexión  con  el  negocio  de  que  se  trata  ó  que  no  se  han 
alegado  ni  escepcíonado.  De  estas  preguntas  se  ha  hablado 
ya  en  la  palabra  Interrogatorio.  —  Preguntas  sugestivas  son 
las  que  influyen,  inspiran  ó  determinan  la  respuesta  que  ha 
de  dar  el  preguntado ,  y  pueden  ser  claras  ó  paliadas  :  se 
llaman  claras  las  que  se  hacen  específicamente  de  algunas 
cosas ,  espresando  las  personas ,  circunstancias  y  calidades 
de  la  causa  civil  ó  criminal,  ó  del  hecho  ó  delito,  como  si 
se  preguntase  al  testigo,  si  vio  que  Pedro  mató  á  Juan  en  tal 
dia  ,  en  tal  parte  y  á  tal  hora ,  hiriéndole  con  un  puñal  en 
el  pecho;  y  se  dicen  paliadas  aquellas  en  que  se  previene 
sutilmente  al  preguntado  indicándole  el  modo  de  responder, 
ó  se  le  abre  camino  y  da  luz  para  la  respuesta.  Las  pre- 
guntas sugestivas  están  reprobadas  por  derecho  ;  porque 
puede  decirse  que  su  efecto  es  dar  las  respuestas  los  suge- 
rentes  y  no  los  preguntados,  con  especialidad  siendo  pobres 
ó  sencillos  ;  pues  estos  suelen  asentir  á  ellas  mas  por  miedo 
ó  por  no  desagradar  al  que  pregunta ,  que  por  ser  verdad 
lo  que  dicen;  ley  2,  tít.  12,  Parí.  3.  «  Las  leyes,  dice  un 
grave  autor,  prohiben  las  preguntas  sugestivas,  es  decir, 
las  que  recaen  sobre  el  hecho  mismo  del  delito;  porque 
según  los  jurisconsultos ,  no  ha  de  interrogarse  sino  sobre  el 
modo  con  que  el  crimen  se  cometió  y  sobre  las  circunstan- 
cias que  le  acompañaron;  y  nunca  puede  permitirse  un  juez 
las  cuestiones  directas  que  sugieran  al  acusado  una  res- 
puesta inmediata.  El  juez  que  interroga,  dicen  los  crimi- 
nalistas ,  no  debe  ir  al  hecho  sino  indirectamente  ,  y  jajras 
en  línea  recia.  Si  se  ha  establecido  este  método  por  e\^rr 
que  se  sugiera  al  culpable  una  respuesta  que  le  salve  ,  ó 
porque  se  ha  mirado  como  cosa  monstruosa  y  repugnante 
á  la  naturaleza  el  que  un  hombre  se  acuse  á  sí  mismo ,  cual- 
quiera que  sea  el  motivo  de  la  prohibición  de  las  preguntas 
sugestivas  ,  se  ha  hecho  por  cierto  caer  á  las  leyes  en  una 
contradicción  bien  manifiesta,  pues  al  mismo  tiempo  se  ha 
autorizado  la  tortura.  ¿Hay  con  efecto  pregunta  mas  suges- 
tiva que  el  dolor?  El  criminal  robusto  que  puede  evitar  un 
largo  y  riguroso  castigo  sufriendo  con  fuerza  tormentos  de 
un  instante ,  guarda  un  obstinado  silencio  y  se  ve  absuelto  ; 
al  paso  que  el  hombre  débil  se  deja  arrancar  por  la  tortura 
una  confesión  que  le  libra  del  dolor  presente ,  el  cual  le 
afectaba  con  mas  violencia  que  la  idea  de  todos  los  males  ve- 
nideros.» —  Preguntas  capciosas  son  las  que  algunos  jueces 
poco  delicados  se  permiten  hacer  al  acusado  empleando  las 
suposiciones  falsas ,  el  artificio  y  la  mentira  para  descubrir 
la  verdad.  «  Trastornan  la  cabeza  al  infeliz  acusado  con  cíen 
preguntas  inconexas  :  afectan  desviarse  á  cada  momenta 
del  orden  de  los  hechos  ;  deslúmbranle  la  vista  haciéndola 
girar  con  rapidez  en  torno  de  una  multitud  de  objetos  diftr 
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rentes;  y  luego  deteniéndole  de  golpe ,  lesuponen  una  con- 
fesión que  no  ha  hecho  :  Mira  ,  le  dicen,  lo  que  acabas  de 
confesar,  tú  te  contradices  ,  tú  mientes  y  estás  cogido.  El 
acusado  se  corta  ;  las  palabras  de  su  juez  caen  sobre  su 
cabeza  como  un  rayo  imprevisto;  pásmase  de  verse  vendido 
por  sí  mismo;  pierde  la  memoria  y  la  razón  ;  los  hechos  se 
le  embrollan  y  confunden  ;  y  muchas  veces  una  contradic- 
ción supuesta  le  hace  caer  en  una  contradicción  real.  Este 
artificio  es  tan  odioso  como  injusto  ,  dice  un  célebre  magis- 
trado ;  no  manchemos  con  él  nuestras  augustas  funciones; 
no  tengamos  mas  arte  que  la  sencillez  ;  vamos  á  la  verdad 
por  el  camino  de  la  verdad  ;  sigamos  al  acusado  en  todos  los 
hechos,  pero  paso  á  paso  y  sin  atrepellarle  ;  observemos  su 
marcha,  pero  sin  estraviarle;  y  si  llega  á  caer,  que  sea  por 
la  fuerza  de  la  verdad  y  no  por  las  redes  que  le  tendamos.  » 
Véase  Juicio  criminal  informativo ,  'Interrogatorio  y  Posi- 
ciones. 

FREJUDICEAIi.  Lo  que  requiere  ó  pide  decisión  ante- 
rior ó  previa  á  la  seytencia  en  lo  principal;  y  así  se  llama 
prejudicial  la  cuestión  ,  acción  ó  escepcion  que  ante  todas 
cosas  se  debe  examinar  y  decidir.  Si  Ticio,  por  ejemplo  , 
pide  contra  los  hijos  de  un  difunto  que  se  les  condene  á 
partir  la  herencia  con  él  como  hijo  que  es  ó  pretende  ser 
del  mismo  difunto,  y  los  demandados  le  objetan  que  no  le 
reconocen  la  calidad  de  heredero  por  no  haber  nacido  de 
legitimo  matrimonio  ó  por  haber  sido  desheredado,  tenemos 
aquí  una  cuestión  prejudicial  sobre  la  legitimidad  ó  deshe- 
redación de  Ticio ,  que  será  preciso  discutir  y  determinar  ' 
antes  de  entrar  en  el  negocio  principal  de  la  demanda. 

PREMATURA.  Dícese  de  la  mujer  que  no  ha  llegado  á 
edad  de  admitir  varón. 

PREMIO.  La  vuelta,  demasía  ó  cantidad  que  se  sobrea- 
ñade en  los  cambios  para  igualar  la  estimación  ó  !a  calidad 
de  una  cosa.  Véase  Letra  de  cambio. 

PRENDA.  El  contrato  real  por  el  que  un  deudor  entrega 
una  cosa  al  acreedor  para  seguridad  de  la  deuda;  —  y  la 
misma  cosa  entregada  con  este  objeto.  Este  contrato  es  ac- 
cesorio como  el  de  fianza ,  pues  no  es  otro  su  fin  que  ase- 
gurar el  cumplimiento  de  las  demás  obligaciones.  No  se  ha 
de  confundir  la  prenda  con  la  hipoteca ,  pues  aquella  con- 
siste en  una  cosa  que  se  entrega  al  acreedor,  al  paso  que 
esta  no  consiste  sino  en  una  cosa  que  aunque  obligada  ó 
afecta  al  pago  de  la  deuda  queda  siempre  en  poder  del  deu- 
dor; ley  i  yproem.,  tit.  13,  Part.  S.  —  Pueden  darse  en 
prenda,  ó  empeñarse,  como  suele  decirse,  todas  las  cosas 

«^mercio  humano  capaces  de  dar  seguridad  al  acreedor  ;. 
as  corporales  como  las  incorporas;  así  las  presentes 
como  las  futuras,  v.  gr.  los  partos  de  los  ganados,  y  los  fru- 
tos que  han  de  nacer  de  los  árboles  ó  campos  ;  así  las  inmue- 
bles ó  raices  como  las  muebles;  y  no  solo  las  propias,  sino 
también  las  ajanas  con  la  anuencia  ó  ratificación  del  dueño; 
leyes  2  y  9,  líts  15,  Part.  S.  Mas  no  pueden  empeñarse  las 
cosas  que  por  su  naturaleza,  ley,  estatuto  ú  otra  razón  no 
pueden  enajenarse  ,  porque  el  dar  en  prenda  es  una  especie 
de  enajenación.  —  Puede  empeñar  el  que  puede  enajenar,  el 
apoderado  ó  mayordomo,  y  el  curador;  bien  eme  este  solo  pue- 
de empeñar  las  cosas  muebles  del  huérfano,  mas  no  las  raices 
sin  otorgamiento  del  juez;  leyes!,  8  y  18,  los  mismos  lit. y 
Part.  Puede  hacerse  el  empeño  por  escritura  ó  sin  ella,  por 
mensajero  ó  por  cartas,  estando  presentes  ó  ausentes  el  dueño 
efe  la  cosa  y  el  acreedor,  pura  y  simplemente  ó  prefiniendo 
término  y  condición;  bajo  el  supuesto  de  que  en  todos  casos 
se  debe  designar  la  cosa  empeñada  con  la  individualidad 
necesaria  para  que  conste  su  identidad  ;  leyes  6  y  12,  id.,  id. 
Si  e.  contrato  se  hizo  bajo  condición  ó  á  dia  cierto,  es  claro 
que  el  acreedor  no  tiene  derecho  á  pedir  la  entrega  de  la 
prenda  hasta  que  se  dumpla  la  condición  ó  venga  el  dia  ; 
pero  temiendo  se  ausente  el  que  la  empeñó,  podrá  pedirle 


que  se  le  entregue  desde  luego  ó  que  le  afiance  su  entrega 
para  cuando  llegue  el  caso  de  cumplirse  el  plazo  ó  la  con- 
diccion;  ley  17,  la;,  id. 

No  pasa  al  acreedor  el  dominio  ni  el  uso  de  la  prenda  , 
sino  solo  la  custodia  como  en  el  depósito  ,  con  el  cual  tiene 
este  contrato  infinidad  de  relaciones;  ley  9,  id.,  id.  De  aquí 
es  que  no  puede  hacer  suyos  los  frutos  ó  provechos  (le  la 
cosa  empeñada ,  sino  que  debe  entregarlos  á  su  dueño  ,  ó 
bien  descontarlos  de  la  deuda;  pues  está  reprobado  como 
usurario  el  pacto  anlicrélico,  reducido  á  que  perciba  el 
acreedor  en  lugar  de  intereses  los  frutos  de  la  prenda  mien- 
tras no  se  le  satisfaga  el  crédito  ;  bien  que  no  puede  menos 
de  ser  lícito  este  pacto  cuando  se  establece  por  razón  de 
daño  emergente  ó  lucro  cesante  ó  naciente,  y  desde  luego 
está  admitida  por  nuestros  autores  la  doctrina  canónica  cíe 
<3¡ue  el  marido  que  sostiene  las  cargas  del  matrimonio  puede 
percibir  y  retener,  sin  imputar  en  la  suerte  ó  capital ,  los 
frutos  de  los  bienes  que  se  le  hubiesen  dado  en  prenda 
para  seguridad  de  la  dote  prometida;  ley 'i,  tit.  13,  Part.  5; 
cap.  I  y  2,  cíe  usuris  ;  cap.  h  y  6,  de  pignoribus  et  aliis  cau- 
íionibus  en  las  Decretales.  Véase  Pacto  anlicrctico  y  Anli- 
crésis. 

Los  deberes  del  deudor  que  ba  dado  prenda  son  :  Io.  dejar 
que  el  acreedor  retenga  en  su  poder  la  cosa  empeñada 
hasta  el  pago  de  la  deuda;  —  2o.  darle  otra  prenda,  si  la 
primera  fuese  nula  por  alguna  razón  ,  v.  gr.  por  ser  ajena; 
—  3o.  satisfacerle  los  gastos  hechos  en  la  conservación  y 
mejora  útil  de  la  prenda.  —  Los  deberes  del  acreedor  pig- 
noraticio son  :  Io.  cuidar  de  la  prenda  como  de  cosa  propia , 
de  manera  que  tendrá  que  prestar  la  culpa  leve,  mas.  no  el 
caso  fortuito  ;  —  2o.  abstenerse  de  hacer  uso  de  la  cosa  em- 
peñada en  utilidad  suya  ,  á  no  ser  que  intervenga  el  pacto 
anticrético  en  los  casos  en  que  se  puede  permitir; —3o.  res- 
tituir al  deudor  la  prenda  en  el  estado  en  que  le  fué  entre- 
gada con  sus  frutos  y  provechos,  luego  que  le  fuere  satis- 
fecha la  deuda  ;  bajo  el  concepto  de  que  la  podrá  retener 
por  razón  de  nueva  deuda  hasta  que  esta  le  sea  pagada  tam- 
bién, mas  ño  con  la  calidad  de  prenda;  leyes  20,  21  y  22. 
tit.  13,  Part.  5. 

Las  facultades  ó  derechos  que  tiene  el  acreedor  sobre  la 
prenda  son  los  siguientes  :  Io.  puede  empeñarla  á  otro; 
pero  si  el  deudor  le  paga  lo  que  le  debia ,  habrá  de  reco- 
brarla para  restituírsela  :  —  2o.  puede  quedársela  por  su 
justo  valor  con  anuencia  del  dueño,  si  este  no  paga  la  deuda 
á  su  tiempo;  teniéndose  presente  que  está  reprobado  el 
pacto  comisorio,  reducido  á  que  el  acreedor  se  quede  con  la 
prenda  por  solo  lo  que  dio  al  tiempo  de  recibirla  ,  aunque 
valga  mas  :  3o.  puede  venderla  en  almoneda  pública,  no  de 
otro  modo,  pasado  el  término  de  su  redención,  estoes,  del 
pago  de  la  deuda,  haciéndolo  saber  antes  al  deudor  mediante 
aviso  dado  al  mismo  ó  á  las  personas  que  encontrare  en  su 
casa,  con  talque  se  hubiese  pactado  tal  facultad  de  venta  al 
hacerse  el  contrato  (1)  :  —  k°.  también  puede  venderla  en  la 
propia  forma,  aunque  nada  se  hubiese  pactado  sobre  tiempo 
de  redención  ni  sobre  venta,  con  tal  que  requiera  al  deudor 
delante  de  hombres  buenos  para  que  la  redima ,  y  este  deje 
pasar  sin  hacerlo  doce  dias  si  la  cosa  es  mueble  ,  y  treinta 
si  fuere  raiz  :  b°.  puede  venderla  igualmente  en  la  misma 
forma,  aun  en  el  caso  de  que  se  hubiese  pactado  que  no  la 
pudiese  vender,  con  tal  que  requiera  tres  veces  al  deudor 

(1)  Eu  la  república  de  Venezuela  no  es  necesario  avisar  con 
anticipación  al  deudor,  cuando  en  el  contrato  se  estipuló  que  pu- 
diese venderse  la  prenda,  si  no  la  redimía  dentro  de  tal  plazo; 
sino  que  puede  procederse  desde  luego  a  su  enajenación  ,  siempre 
que  se  haga  en  subasta  pública,  y  guardando  las  formalidades  del 
remate  judicial  en  los  pleitos  ejecutivos;  arts,  i ,  2  y  3,  ley  de 
10  de  abril  de  1834. 
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delante  de  hombres  buenos  para  que  la  desempeñe ,  y  este 
deje  pasar  dos  años  sin  hacerlo:  —  6o.  puede  pedir  al  juez 
que  la  otorgue  por  suya  y  se  la  adjudique  ,  si  puesta  en  al- 
moneda no  hubiese  comprador;  bajo  el  concepto  de  que  en 
todos  los  casos  se  han  de  dar  al  deudor  las  sobras  del  precio 
de  la  prenda  sobre  el  importe  de  la  deuda,  ó  se  podrán  co- 
brar del  mismo  las  faltas  si  ¡as  hubiere;  leyes  12,  55,  41, 
42  y  44,  til.  13,  Pari,  5.  Véase  Subasta. 

Hecha  la  promesa  ó  contrato  de  prenda ,  puede  el  acreedor 
compeler  al  deudor  ó  á  sus  herederos  á  que  se  la  entreguen  ; 
y  si  este,  antes  de  darle  la  posesión,  la  donare,  vendiere  ó 
empeñare  á  otro  haciéndole  su  entrega,  puede  el  primero 
demandarle  lo  que  le  hubiese  dado  por  su  empeño,  y  pu- 
diendo  cobrarlo  ,  debe  dejar  en  paz  al  segundo  ;  mas  si  no 
lo  cobrare,  podrá  entonces  pedirla  cosa  al  que  la  tuviese  :  bien 
que  si  el  deudor  la  hubiese  enajenado  despues  que  el  acree- 
dor le  movió  pleito  sobre  ella,  tendrá  este  la  elección  de 
demandar  el  pago  del  crédito  al  deudor,  ó  la  cosa  empeñada 
al  tercer  poseedor,  según  mejor  le  pareciere.  No  puede  el 
acreedor  tomar  prenda  al  deudor  por  su  propia  autoridad  ; 
y  si  lo  hiciere  sin  mandato  de  juez ,  debe  restituirla  á  su 
dueño,  y  pagar  su  valor  al  fisco  ,  ademas  de  perder  su  de- 
recho y  demanda  contra  el  prendado;  leyes  11 ,  14  y  38, 
lit.  15,  Parí.  5. 

La  obligación  de  prenda  se  acaba  :  Io.  por  la  estincion  de 
la  obligación  principal  ;  —  2o.  por  la  pérdida  ó  consunción 
entera  y  total  de  la  cosa  empeñada  sin  culpa  del  deudor  ;  — 
5o.  por  la  remisión  ó  condonación  del  acreedor,  ya  sea  es- 
presa ,  ya  sea  solo  tácita  y  de  hecho ,  como  si  restituyese  al 
deudor  la  cosa  empeñada  ó  el  título  ó  cautela  de  su  dere- 
recho  ;  —  4o.  por  la  prescripción  de  diez  años  entre  presentes 
y  veinte  entre  ausentes  habiendo  buena  fe  en  el  poseedor  ; 
y  por  la  de  treinta  en  caso  de  mala  fe;  leyes  15, 38,  39 y 40, 
til.  13,  Part.  5(1). 

PRENDA  pretoria.  La  alhaja  ó  finca  que  se  da  al  acree- 
dor para  seguridad  y  pago  de  su  crédito  por  autoridad  del 
juez,  y  con  obligación  de  dar  cuenta  de  sus  productos. 

PRENDAR.  Sacar  alguna  alhaja  ó  prenda  para  la  segu- 
ridad de  una  deuda,  ó  para  la  satisfacción  de  algún  daño 
cometido.  Ninguno  puede  prendar  de  su  propia  autoridad  á 
otro  por  cosa  que  diga  deberle  ó  haberle  de  cumplir  ó  hacer, 
ni  prendar  á  uno  por  lo  que  otro  debiere ,  salvo  si  el  deudor 
le  hubiese  dado  poder  ó  facultad  para  hacerlo  ;  y  el  contra- 
ventor incurre  en  la  pena  de  forzador  :  pero  los  guardas  de 
montes,  pan,  vino,  pastos  y  términos,  por  ser  personas  pú- 
blicas, pueden  prendar  según  sus  fueros  y  costumbres.  No 
se  puede  prendar  á  vecinos  de  un  lugar  por  razón  de  de- 
mandas contra  otros  del  mismo  ,  bajo  la  pena  de  forzador  ; 
pero  el  juez  del  lugar  del  demandado  debe  hacer  justicia  al 
querellante  sin  dilación  maliciosa,  bajo  la  pena  de  ser  cas- 
tigado por  el  daño  que  cause  su  omisión.  Tampoco  pueden 
ser  prendados  unos  pueblos  ni  sus  vecinos  por  los  pechos 
que  otros  deban  ;  —  ni  los  navios  que  vengan  con  mercade- 
rías por  deudas  de  sus  dueños  á  favor  de  sus  conciudadanos; 
—  ni  los  recueros  y  mercaderes  por  las  de  los  pueblos  de  su 

(i)  En  la  república  de  Méjico,  por  bando  de  23  de  abril 
de  1781 ,  recopilado  por  Beleña,se  prohibe  que  en  las  vinaterías, 
patquerías  y  tiendas  se  reciban  por  prenda  cosas  que  parezcan 
ser  de  iglesia,  instrumentos  de  artes  y  oficios,  llaves,  chapas,  fre- 
nos, estribos  y  género  nuevo  en  pedazo  que  manifieste  valer  hasta 
2  pesos,  y  se  puede  admitir  en  el  monte  pió.  Por  bando  de  8  de 
abril  de  1790,  se  prohibe  recibir  armas,  vestuario,  municiones, 
y  demás  concerniente  á  soldados,  bajo  las  penas  que  se  espresan. 
Y  en  el  de  4  de  mayo  de  1790  se  repite  la  prohibición  de  recibir 
ropa  nueva  ó  vieja  que  se  puede  empeñar  en  el  monte  pió,  y  que 
cuando  lo  domas  se  reciba  como  prenda,  se  dé  al  dueño  un  papel 
firmado  ,  con  espresion  de  nombres,  cantidad  y  abonos. 


vecindad  ;  —  ni  los  procuradores  de  los  pueblos  que  vi- 
nieren á  la  corte ,  por  deudas  de  sus  concejos  ;  —  ni  los 
ganados  y  bienes  semovientes  de  los  vecinos  de  los  pueblos, 
y  especialmente  del  concejo  delaMesta,  por  deudas  de  los 
concejos  y  lugares  donde  moraren;  —  ni  los  bueyes,  muías 
y  demás  bestias  de  arada  y  labor,  aparejos  de  labranza,  tor- 
nos, telares  y  demás  instrumentos  ó  máquinas  que  los  labra- 
dores ,  fabricantes  y  artesanos  tuvieren  para  sus  respectivas 
labores ,  oficios  ó  manufacturas ,  ni  las  armas  y  caballos  de 
los  hidalgos,  sino  es  por  deudas  del  fisco  ó  que  provengan 
de  delito  ó  cuasi  delito,  no  habiendo  otros  bienes  muebles  ni 
raices  bastantes  para  satisfacer  la  cantidad  adeudada  ó  el 
daño  cometido;  leyes  iOy  15,  lit.  10,  Part.  7,  ley  H, lit.  lu, 
Part.  5,  ley  15,  tít.  10,  Part.  7,  leyes  1  y  2,  tít.  29,  Part.  7; 
tít.  34,  lib.  11,  Nov.  Rec.  Algunas  de  estas  disposiciones 
legales  manifiestan  bastante  la  anarquía  que  reinó  algún 
tiempo  en  la  administración  de  justicia.  Véase  Ejecución. 

PRENSA.  Véase  Libertad  de  imprenta. 

PREÑEZ.  El  estado  de  una  mujer  que  se  halla  en  cinta  (2). 
Es  bien  difícil  acreditar  la  preñez,  no  estando  ya  muy  ade- 
lantado el  embarazo,  mayormente  cuando  la  mujer  tenga 
interés  en  fingirse  embarazada  ó  en  ocultar  que  lo  eslá.  No 
deja  de  haber  muchas  señales ,  de  las  cuales  unas  se  llaman 
racionales  y  otras  particulares  ó  sensibles.  Entre  las  prime- 
ras se  cuentan  como  principales  las  varias  incomodidades 
que  padece  la  mujer,  como  la  inapetencia  aun  de  los  man- 
jares de  que  antes  gustaba,  los  antojos  ó  deseos  de  otros  es- 
traños  de  que  no  usaba ,  los  vómitos  y  náuseas  por  lo  regu- 
lar de  mucha  duración  ,  los  dolores  de  cabeza  y  muelas ,  los 
vahidos  y  desmayos,  la  somnolencia,  etc.,  la  retención  del 
menstruo  ó  flujo  periódico,  el  aumento  sucesivo  del  vientre 
y  la  protuberancia  del  ombligo ,  el  aumento ,  dureza  y  dolor 
de  los  pechos  ,  la  leche  serosa  que  echa  en  los  últimos  tiem- 
pos del  preñado,  la  mayor  grosura,  firmeza  y  elevación  de 
los  pezones,  su  mayor  circunferencia  y  su  color  mas  obs- 
curo de  lo  regular,  y  el  movimiento  que  siente  en  el  vientre. 
Todos  ó  casi  todos  estos  síntomas  suelen  esperimentar  las 
mujeres  embarazadas  ;  pero  se  ha  visto  no  pocas  veces  que 
aun  el  concurso  de  todos  ellos  ha  sido  una  prueba  muy  equí- 
voca de  la  verdadera  preñez.  La  falta  de  menstruación  y  el 
aumento  de  volumen  en  el  vientre  pueden  provenir  de  otras 
causas ,  como  por  ejemplo  del  miedo  y  del  frió  ;  y  se  han 
visto  por  otra  parte  mujeres  que  han  menstruado  en  los  dos 
ó  tres  meses  primeros  de  su  embarazo.  Los  que  se  creen  mo- 
vimientos del  feto  pueden  ser  movimientos  de  la  matriz,  que 
son  frecuentes  en  los  afectos  histéricos.  La  hinchazón  de  los 
pechos  y  la  leche  de  los  pezones  pueden  provenir  también 
del  frotamiento.  —  Las  señales  particulares  ó  sensibles  son 
las  que  se  adquieren  por  medio  de  un  atento  examen  del 
estado  del  cuerpo,  del  cuello  y  orificio  del  útero.  Unidas  es- 
tas con  las  anteriores,  presentan  una  prueba  mas  ó  menos 
cierta  de  la  existencia  de  la  preñez  ;  pero  siempre  se  ha  de 
proceder  con  mucho  tiento  en  esta  materia ,  asi  por  los  fa- 
cultativos para  rendir  sus  declaraciones ,  como  por  los  jue- 
ces para  formar  su  juicio  y  dar  sentencia,  debiendo  unos  y 
otros  en  los  casos  dudosos  esperar  á  que  el  tiempo  descorra 
el  velo  que  no  puede  á  veces  descorrerse  ni  con  las  doctri- 
nas de  los  autores  ni  con  las  mas  escrupulosas  investigacio- 
nes (5).  Véase  Adulterio,  Estupro,  Mujer,  Rapto,  Seducción, 
Infanticidio ,  Hijo  y  Alimentos. 

(2)  Téngase  presente  que  la  preñez  es  causa  de  dilatar  en  la 
mujer  la  pena  de  muerte  ,  conforme  á  la  ley  11 ,  tít.  51 ,  Part.  7. 
—  Sobre  la  posesión  de  los  bienes  del  marido  por  la  mujer  que 
quedó  preñada  ,  véanse  las  leyes  16  y  17  ,  tít.  6,  Part.  6,  y  H, 
tít.  10,  Part.  7. 

(5)  Estas  doctrinas  están  tomadas  de  la  Práct.  crim.  de  Gu- 
tiérrez, toin.  1 ,  cap.  4  ,  núms.  95  á  96  ,  págs.  157  y  158,  muy 
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PRESA.  El  pillaje ,  botín  ó  robo  que  se  hace  y  toma  al 
enemigo  en  la  guerra ,  así  por  tierra  como  por  mar  ;  y  es- 
pecialmente los  naves  enemigas  de  que  se  apoderan  los  cor- 
sarios autorizados  al  efecto. 

La  ordenanza  de  las  matrículas  de  mar  de  12  de  agosto  de 
1802  trae  sobre  esta  materia  de  presas  las  disposiciones  si- 
guientes : 

I.  El  conocimiento  de  las  presas  que  los  corsarios  condu- 
jeren ó  remitieren  á  los  puertos  de  las  provincias,  corres- 
ponde á  los  respectivos  comandantes  de  ellas  ,  sin  que 
ninguna  otra  jurisdicción  pueda  intervenir  directa  ni  indi- 
rectamente en  estas  materias.  Solo  en  el  caso  de  que  los 
buques  enemigos  por  temporal  ú  otro  accidente  se  hubiesen 
rendido  á  las  fortalezas  ó  destacamentos  de  las  costas ,  el 
gobernador  ó  comandante  de  armas  de  aquel  paraje  será  el 
que  entienda  por  sí  en  las  causas  de  su  apresamiento  ;  pero 
aun  en  este  caso,  viniendo  el  enemigo  perseguido  por  bu- 
que de  guerra  ó  corsario  español ,  corresponderá  su  conoci- 
miento al  juzgado  de  marina. 

II.  Desde  luego  examinará  el  comandante  militar  de  ma- 
rina que  hubiere  de  entender  en  causas  de  presas  todos  los 
papeles  correspondientes  al  buque  apresado,  y  oirá  suma- 
riamente á  los  apresadores  y  apresados,  para  que  en  vista 
de  las  principales  circunstancias  del  hecho ,  y  precedido  el 
dictamen  del  auditor,  pronuncie  en  su  honor  y  conciencia  la 
legitimidad  ó  invalidación  de  la  presa ,  sin  la  menor  demora, 
siendo  posible  antes  de  las  veinte  y  cuatro  horas ,  á  no  en- 
contrar motivos  de  suspender  el  juicio,  á  fin  de  no  aventu- 
rarlo en  materia  tan  escrupulosa  ,  y  en  que  debe  proceder 
como  responsable  á  las  resultas  :  en  estas  determinaciones, 
que  avisará  al  capitán  general  del  departamento  por  mano 
del  comandante  principal ,  tendrá  presente  el  comandante 
militar  de  marina  lo  prevenido  en  la  ordenanza  particular 
de  corso  y  presas ,  y  lo  declarado  en  órdenes  particulares 
posteriores,  que  habrán  debido  comunicarle  los  capitanes 
generales  por  medio  de  los  principales ,  quienes  responderán 
de  las  consecuencias  que  se  originasen  si  hubiesen  pendido 
de  su  omisión  en  circular  las  providencias. 

III.  También  será  de  la  privativa  inspección  de  los  co- 
mandantes de  provincia  intervenir  con  los  interesados  en  la 
custodia  de  las  presas  y  sus  efectos  hasta  la  terminación  del 
juicio  ,  reintegrar  de  su  valor  los  gastos  que  ocasionasen,  y 
conocer  de  todas  las  pretensiones  y  pleitos  que  resultaren 
de  la  partición ,  con  presencia  de  las  contratas  y  convenios 
celebrados  entre  los  armadores ,  capitanes  y  equipajes  de 
las  embarcaciones  ;  igualmente  que  de  la  ocultación  ó  venta 
fraudulenta  de  algunos  de  dichos  efectos,  de  cualquiera  juris- 
dicción que  fuere  el  incursor. 

IV.  Como  en  todas  las  sentencias  dadas  por  los  coman- 
dantes militares  de  las  provincias  podrán  apelar  las  partes  que 
se  juzgaren  agraviadas  de  resultas  de  algún  juicio  de  presas 
al  capitán  general  del  departamento  para  su  decisión  confor- 
me á  justicia ,  sobre  estos  recursos  después  de  vistos  y  ven- 
tilados en  junta  de  departamento,  á  que  asistirán  el  coman- 
dante principal  de  los  tercios  y  el  auditor  de  marina,  se  re- 
solverá en  la  misma  junta  lo  conveniente  ;  y  si  ios  interesados 

:  no  se  conformasen  con  esta  sentencia  ,  podrán  recurrir  en 
;  última  instancia  al  consejo  de  la  guerra. 

V.  Mientras  durase  el  juicio  sobre  la  legitimidad  de  una 
presa  limitarán  los  jueces  de  rentas  sus  providencias  al  mero 
resguardo  del  contrabando ,  sin  dar  otras  que  alteren  do 


conformes  con  las  del  nov.  código  y  práct.  crini.de  Pérez  Vizcaíno 
por  Alvarado,  en  la  adición  á  la  causa  de  estupro,  art.  2  de  la 
preñez.  —  Sobre  las  señales  de  virginidad  en  las  mujeres  véase 
Martin  Martínez  en  su  anatomía  completa,  lección  5,  cap.  2, 
íol.  186,  y  P.  Luis  Maria  Sinistrari  de  Ameno  ,  tom.  1  de  sus 
abras  criminales,  fol.  260 ,  núins.  59  á  4¿. 


modo  alguno  la  integridad  del  inventario ,  ni  se  opongan  á 
las  disposiciones  para  e4  depósito  y  custodia  de  los  efectos 
del  cargamento  que  hubiere  dado  el  jefe  de  marina ,  quien 
ausiliará  en  cuanto  de  él  pendiese  todas  las  medidas  regu- 
lares para  el  resguardo  de  rentas. 

VI.  Si  condujeren  presas  de  piratas  ó  levantados,  se  en- 
tregarán todos  á  la  disposición  de  los  jefes  de  marina,  para 
que  sin  dilación  les  formen  su  causa  criminal  por  el  orden 
de  pruebas  establecido  para  la  indagación  de  los  hechos ,  re- 
mitiendo después  los  autos ,  con  el  dictamen  del  auditor,  al 
comandante  principal  de  los  tercios,  para  que  los  ponga  en 
manos  del  capitán  general  del  departamento  para  su  con- 
clusion final.  Véase  Corsario. 

PRESCRIBIR.  Señalar,  ordenar  ó  determinar  alguna 
cosa  ;  —  adquirir  el  dominio  de  una  cosa  mediante  la  pose- 
sión continuada  por  cierto  tiempo  ;  —  y  libertarse  de  una 
obligación  ó  carga  mediante  el  trascurso  de  cierto  tiempo. 

PRESCRIPCIÓN.  Un  modo  de  adquirir  el  dominio  de 
una  cosa  ó  de  libertarse  de  una  carga  ú  obligación  mediante 
el  trascurso  de  cierto  tiempo  y  bajo  las  condiciones  señaladas 
por  la  ley.  Hay  pues  dos  especies  de  prescripción  :  una  para 
adquirir,  y  otra  para  quedar  libre  ó  exonerado:  aquella 
puede  llamarse  prescripción  de  dominio  ;  y  esta ,  prescripción 
de  acción.  La  primera  suple  á  veces  la  falta  de  título  ó  de 
buena  fe  ,  y  á  veces  cubre  el  vicio  que  tiene  un  título  por 
no  haber  emanado  del  verdadero  propietario  :  la  segunda 
suple  la  falta  de  recibo  ,  finiquito  ú  otro  de  los  documentos 
capaces  de  acrediíar  el  pago  ó  cumplimiento  de  una  obli- 
gación. La  prescripción  parece  contraria  á  la  equidad  na- 
tural, que  no  permite  se  despoje  á  nadie  de  sus  bienes  á 
pesar  suyo  ó  sin  su  noticia,  ni  que  uno  se  enriquezca  con  la 
pérdida  de  otro;  pero  la  ley  ,  presumiendo  que  el  que  lleva 
su  negligencia  hasta  el  estremo  de  no  reclamar  ni  hacer  uso 
de  sus  derechos  en  tanto  tiempo ,  los  abandona ,  cede  ó  ena- 
jena de  hecho;  y  apoyándose  en  el  público  interés ,  que  no 
puede  permitir  la  diminución  de  la  riqueza  nacional  por  el 
descuido  con  que  algunos  miren  sus  bienes,  *ni  la  incerti- 
dumbre  y  poca  seguridad  de  las  propiedades,  ni  el  peligro 
á  que  por  la  pérdida  de  sus  títulos  estariati  espuestas  aun 
aquellas  personas  que  hubiesen  adquirido  una  cosa  del  ver- 
dadero dueño  ó  se  hubiesen  librado  de  una  obligación  por 
un  medio  legítimo  ,  se  ha  visto  en  la  precisión  de  fijar  un 
término ,  pasado  el  cual  no  se  pueda  inquietar  á  los  posee- 
dores ,  ni  hacer  averiguaciones  sobre  derechos  demasiado 
tiempo  abandonados.  La  prescripción  pues  se  considera  entre 
todas  las  instituciones  sociales  como  la  mas  necesaria  al  or- 
den público  ;  y  no  sin  razón  ha  sido  llamada  por  los  antiguos 
patrona  del  género  humano  ¡palrona  generis  humani ,  y  fin 
de  los  cuidados  y  ansiedades  ,  finis  solliciludinum ,  á  causa 
de  los  servicios  que  hace  á  la  sociedad  manteniendo  la  paz  y 
tranquilidad  entre  los  hombres ,  y  cortando  el  número  de  los 
pleitos.  Todo  el  tít.  26  deprœscriplionibus  en  las  Decretales  ; 
ley  1 ,  tít.  29,  Part.  5  ;  Acev.  en  la  ley  6,  tít.  15,  lib.  4,  Recop. 

Como  la  prescripción  se  ha  establecido  por  causa  del  in- 
teres  genera),  v  es  Dor  consiguiente  da  derecho,  oúblico, 
ñame  puede  renunciaría  coït  anticipación  o  ae  anvem<mc  ; 
pero  bien  puede  renunciarse  después  do  adquirida.  Si  se 
permitiera  la  renuncia  anticipada,  llegaría  á  ser  de  estilo  y 
fórmula  en  los  contratos  ,  á  solicitud  de  los  acreedores  que 
siempre  tendrían  interés  en  ello,  y  de  este  modo  fallaría  el 
objeto  de  utilidad  que  se  ha  propuesto  la  ley  ;  mas  luego 
que  la  prescripción  está  adquirida  ,  no  es  ya  sino  un  dere- 
cho privado  que  cada  uno  es  dueño  de  renunciar  á  su  arbi- 
trio. Esta  renuncia  puede  ser  espresa  ó  tácita  :  será  espresa, 
cuando  se  consiente  formalmente  ó  con  palabras  claras  y 
terminantes  :  será  tácita ,  cuando  resulta  de  un  hecho  que 
supone  el  abandono  del  derecho  adquirido ,  como  si  el  po- 
seedor de  una  heredad  ya  prescrita  la  toma  en  arriendo  del 
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antiguo  propietario,  ó  como  si  un  deudor  pide  término  para 
pagar  una  deuda  que  ya  tenia  prescrita.  —  Para  hacer  la 
renuncia  es  necesario  tener  facultad  para  enajenar,  porque 
la  renuncia  es  una  verdadera  abdicación  de  un  derecho  ;  y 
así  es  que  no  puede  hacerla  un  menor,  ni  uno  que  tiene 
puesta  intervención  judicial  en  sus  bienes.  —  Los  jueces  no 
pueden  suplir  de  oficio  el  medio  de  la  prescripción  en  mate- 
rias civiles,  pues  la  parte  que  no  la  opone  puede  ceder  al 
grito  de  su  conciencia;  mas  bien  pueden  y  aun  deben  su- 
plirlo en  asuntos  criminales.  —  La  prescripción  puede  opo- 
nerse en  cualquier  estado  de  la  causa  ,  sin  que  pueda  pre- 
sumirse renuncia  el  silencio  observado  durante  una  parte 
/del  proceso ,  pues  ha  podido  el  interesado  creer  al  principio 
que  los  demás  medios  bastarían  para  rechazar  la  acción,  y 
el  derecho  adquirido  por  la  prescripción  no  deja  por  eso  de 
conservar  toda  su  fuerza  hasta  que  la  autoridad  de  la  cosa 
juzgada  haya  fijado  la  suerte  de  las  partes.  —  Los  acreedores  ó 
cualquiera  otra  persona  que  tenga  interés  en  hi  prescripción, 
pueden  oponerla  ,  aunque  la  renuncie  el  deudor  ó  propie- 
tario. 

Puede  prescribir  todo  hombre  que  tenga  entendimiento  , 
y  no  el  loco  ó  demente ,  quien  no  puede  ganar  ni  perder 
cosa  alguna  ,  aunque  la  tenga  en  su  poder;  pero  si  antes  de 
quedar  privado  del  juicio,  había  comenzado  á  ganar  alguna 
cosa  él  ó  la  persona  cuyos  bienes  hubiese  heredado  ,  conti- 
tinuará  ganándola  en  el  tiempo  de  su  locura.  —  No  pierden 
sus  cosas  ó  derechos  por  la  prescripción  los  que  se  hallen 
ausentes  en  campaña,  ó  en  comisión  del  rey  ó  concejo  ,  ó  en 
cautiverio,  escuela  ó  romería,  etc.,  los  cuales  tienen  cuatro 
años  después  de  su  vuelta  para  hacer  la  reclamación  ;  —  ni 
el  menor  de  veinte  y  cinco  años;  —  ni  el  hijo  de  familia  ;  — 
ni  tampoco  la  mujer  casada  su  dote  inestimada,  salvo  si  no 
la  demandare  al  marido  disipador;  ley  2,  til.  29  ,  Parí.  3; 
ley  ih,  lit.  21 ,  Part.  2;  ley  S,  til.  29,  Pari.  2;  ley  28, 
til.  29,  Parí.  3;  ley  8,  lit.  29,  Part.  3  ;  ley  7,  lit.  14,  Part.  G. 
Véanselos  dos  artículos  que  siguen,  en. que  se  trata  sepa- 
radamente de  las  dos  especies  de  prescripción. 

PRESCFdFCION  de  dominio.  El  modo  de  adquirir  ó  ha- 
cer suya  alguna  cosa  por  tener  la  posesión  de  ella  todo  el 
tiempo  que  prefine  la  ley.  Para  que  tenga  lugar  esta  pres- 
cripción, son  necesarios,  hablando  en  general,  cinco  requi- 
sitos :  —  Io.  justo  título;  —  2o.  buena  fe;  —  5o.  posesión 
continuada;  —  U°.  el  tiempo  tasado  por  la  ley  ;  —  b°.  pres- 
criptibilidad  de  la  cosa.  Adquiero  pues  el  dominio  de  una 
cosa  ,  si  habiéndola  recibido  par  título  legítimo,  v.  gr.  por 
compra  ,  donación,  legado  ó  herencia  ,  de  quien  creí  era  su 
dueño,  aunque  en  realidad  no  lo  era,  la  poseo  sin  interrup- 
ción durante  el  tiempo  fijado  por  la  ley.  Estos  cinco  requi- 
sitos se  comprenden  en  este  dístico  : 

Sil  res  apta,  fidcs  bona,  el  Ululas  quoque  juslus, 
Possideas  juste ,  completo  tcmpore  leáis. 

En  primer  lugar  es  necesario  justo  titulo  ,  es  decir,  una 
causa  capaz  de  trasladar  el  dominio,  como  la  compra,  do- 
nación ,  permuta  ,  dote  ,  legado,  herencia  ;  y  no  basta  que 
sea  existimado  ,  sino  que  ha  de  ser  verdadero  y  real ,  á  no 
fundarse  la  falsa  creencia  en  el  error  inculpable  de  un  hecho 
ajeno.  Así  es  que  si  poseo  como  mia  una  cosa  creyendo  por 
inadvertencia  haber  venido  á  mi  poder  por  justa  causa,  que 
realmente  no  ha  existido,  no  puedo  prescribirla  ;  pero  si  la 
creo  mia  en  virtud  de  un  error  en  que  no  incurrí  por  culpa 
ni  por  inadvertencia ,  v.  gr.  si  se  me  entregó  como  com- 
prada por  mi  procurador  que  realmente  la  adquirió  por  un 
medio  injusto,  ó  como  legada  en  un  testamento  que  después 
resulta  nulo,  ó  como  debida  por  uno  que  se  creia  mi  deudor 
pensándolo  yo  también  así ,  la  podré  prescribir  sin  duda  al- 
guna, no  siéndome  demandada  durante  el  liempo  que  la  ley 
ha  señalado.  Leyes  Ut  y  11  ,  til.  29,  Part.  3. 


El  segundo  requisito  es  la  buena  fe  ,  la  cual  consiste  en 
creer  el  poseedor  que  la  persona  de  quien  recibió  la  cosa 
tenia  su  propiedad  ó  cuando  menos  facultad  para  enajenar- 
la. La  buena  fe  se  presume  siempre,  mientras  no  se  pruebe 
lo  contrario;  y  basta  que  se  tenga  al  principio  de  la  pose- 
sión, de  modo  que  no  perjudica  la  mala  fe  que  sobreviniere 
después  de  la  entrega  :  Mala  (¡des  supervéniens  non  inler- 
rumpit  usueapionem.  Nuestros  intérpretes  (t)  sin  embargo,  á 
pesar  de  la  decisión  terminante  de  la  ley,  dicen  que  en  esta 
parte  se  observa  entre  nosotros  la  disposición  del  derecho 
canónico,  que  requiere  la  duración  de  la  buena  fe  desde  el 
principio  hasta  el  complemento  de  la  prescripción,  la  cual 
según  ellos  queda  interrumpida  por  la  mala  fe  que  sobre- 
venga después  al  poseedor  ó  sus  herederos  ;  ley  12 ,  til.  29, 
Parí.  3;  ley  2,  til.  8 ,  lib.  11 ,  Nov.  Rec;  cap.  20,  de  prœs- 
criplionlbus  (2). 

El  tercer  requisito  es  la  posesión  ,  pero  una  posesión  con- 
tinua, pacífica,  pública,  no  equívoca,  y  á  título  de  propie- 
tario. Dícese  continua,  estoes,  que  no  sea  interrumpida 
natural  ni  civilmente  :  naturalmente,  perdiéndola  de  hecho 
el  que  estaba  prescribiendo  ;  y  civilmente  ,  por  medio  de 
emplazamiento  ó  demanda  que  le  hiciere  el  interesado.  Pa- 
cífica ,  esto  es, adquirida  sin  violencia;  porque  la  violencia 
es  un  obstáculo  á  la  prescripción.  Pública,  para  que  no 
pueda  ocultarse  á  la  persona  contra  quien  se  prescribe. 
No  equivoca,  para  que  no  pueda  dudarse  si  el  tenedor  de 
la  cosa  goza  de  ella  por  sí  mismo  ó  por  otro;  ley  9,  líl.  29, 
Part.  3.  Finalmente  á  título  de  propietario,  porque  no 
pueden  prescribir  los  que  poseen  á  nombre  de  otro,  como 
por  ejemplo  el  colono,  arrendatario,  inquilino,  depositario, 
usufructuario,  comodatario  y  todos  los  que  tienen  pre- 
cariamente la  cosa  ajena  :  bajo  el  supuesto  de  que  se 
presume  siempre  que  uno  posee  por  sí  mismo  y  á  titulo  de 
propietario ,  si  no  se  prueba  que  comenzó  á  poseer  por 
otro,  pues  la  posesión  es  un  hecho  que  acompaña  ordina- 
riamente á  la  propiedad  ;  y  cuando  uno  comenzó  á  poseer 
por  otro  se  presume  que  siempre  sigue  poseyendo  del  mismo 
modo  y  con  el  propio  título  ,  si  no  hay  prueba  de  lo  contra- 
rio; ley  5,  til.  30,  Part.  3.  —  Para  completar  la  pres- 
cripción ,  puede  uno  juntar  á  su  posesión  la  de  su  autor  ó 
causante,  de  cualquiera  modo  que  le  haya  sucedido,  ya  sea 
á  título  universal  ó  particular,  ya  sea  á  título  lucrativo  ú 
oneroso;  de  suerte  que  el  heredero  ,  legatario  ,  donatario  ó 
comprador  puede  aprovecharse  del  tiempo  en  que  tuvo  la 
posesión  el  difunto,  donador  ó  vendedor,  con  tal  que  tenga 
buena  fe;  y  así  es  que  si  tú  poseíste  una  cosa  mueble  dos 
años,  y  después  me  la  vendiste ,  donaste  ó  dejaste  en  testa- 
mento ,  poseyéndola  yo  otro  año ,  completaré  los  tres  que 
exige  la  ley  para  su  prescripción;  ley  16  ,  lit.  9,  Part.  3. 

El  cuarto  requisito  es  el  liempo  señalado  por  la  ley.  Las 
cosas  muebles  se  prescriben  por  1res  años;  l$yes  9  y  17, 
lit.  29,  Pari.  5.  Las  raices  por  diez  entre  presentes,  y  veinte 
entre  ausentes ,  esto  es  ,  por  diez  si  el  dueño  se  halla  en  la 
tierra  ó  provincia  donde  la  cosa  está  situada  ,  aunque  no  se 
halle  en  el  mismo  lugar,  y  por  veinte  si  reside  fuera  de  la 

(i)  Véase  á  Greg.  López,  glos.  1  de  la  misma  ley  12  ,  ti  t.  29, 
Part.  5  ;  Covarrubias,  lib.  1,  Variar.  ,  cap.  5  ;  Castillo  ,  de  ler- 
tiis,  cap.  26  ;  Molina,  de  primogen^  lib.  2,  cap.  6  ;  Vela  ,  disert. 
1)8  ,  n.  US  y  sig. 

(2)  El  cap.  20  que  se  cita  dice  :  Quoniam  omne,  quod  non  est  ex 
fide,peccalum  est,  etc.  Esta  disposición  como  prohibitiva  de  pe- 
cado, se  debe  observar  no  solo  cu  el  derecho  canónico,  sino  en  el 
civii,  y  este  se  corrige  por  aquel  cuyo  objeto  es  el  bien  espiritual, 
y  es  opinion  común  de  los  doctores.  Así  es  que  es  regla  general 
en  la  materia  :  Possessor  malee  fidei  ullo  témpora  non  prœscri- 
bit  ;  cap.  2,  de  reg.  jur. ,  in  6.  Véase  también  a  Acev.  en  la  ley 
C,  lit.  15,  lib.  !t,  Rec,  n.  53  ,  Jus  canonicam  in  foro  cUili  ser- 
vatttr,  ubidatur  materia  peccati. 
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provincia,  ley  18,  id.,  id.  ;  mas  si  el  poseedor  ó  el  dueño 
estuviesen  parle  del  tiempo  dentro  de  la  provincia  y  parte 
fuera,  se  ha  de  añadir  á  lo  que  falte  para  los  diez  años  de 
presencia  un  número  de  años  de  ausencia  doble  del  que  fal- 
tare para  el  complemento  de  aquellos;  de  manera  que  si 
los  de  presencia  son  ocho  ,  por  ejemplo  ,  y  cuatro  los  de 
ausencia,  estos  cuatro  últimos  formarán  los  dos  que  faltaban 
para  adquirir  la  prescripción  de  diez  años;  ley  20,  id.,  id. 
Lo  dicho  sobre  la  prescripción  de  diez  y  veinte  años  pro- 
cede ,  cuando  tiene  buena  fe  así  el  que  enajena  la  cosa 
como  el  que  la  recibe;  pero  si  el  enajenante  sabia  que  no 
tenia  derecho  para  enajenarla  ,  el  que  la  reciba  de  él  no 
podrá  prescribirla  por  menos  de  treinta  años ,  á  no  ser  que 
el  dueño  supiese  la  enajenación  y  callase  ,  pues  en  este  caso 
bastarán  los  diez  años  entre  presentes  y  veinte  entre  au- 
sentes.—  El  que  tuviese  alguna  cosa  por  tiempo  de  treinta 
años  ó  mas  continuos  ,  en  cualquier  modo  que  la  hubiese, 
sin  movérsele  pleito  sobre  ella ,  la  prescribe  y  hace  suya, 
aunque  sea  hurtada  ,  forzada  ó  robada;  pero  si  pierde  su 
tenencia  ó  posesión  por  cualquier  motivo  ,  no  podrá  pedirla 
en  juicio  al  que  la  tenga,  salvo  si  este  la  hubiese  hurta'do, 
robado  ó  forzado  á  él  mismo,  ó  recibido  de  él  por  préstamo 
ó  alquiler,  en  cuyo  caso  bien  la  podrá  pedir  y  cobrar;  y 
lo  mismo  se  entiende  si  habiendo  el  juez  por  su  rebeldía 
dado  la  posesión  á  otro,  se  presentare  dentro  de  un  año,  y 
quisiere,  pagando  las  costas,  contestar  á  la  demanda  que 
contra  él  se  hubiese  puesto.  Tal  es  la  disposición  de  la 
ley  21,  tít.  29,  Part.  3;  mas  á  pesar  de  que  no  exige  la 
buena  fe  en  la  prescripción  de  treinta  años ,  como  se  echa 
de  ver,  la  exigen  no  obstante  los  intérpretes  que  se  atienen 
mas  bien  al  derecho  canónico  que  á  nuestros  códigos,  y 
aun  no  faltan  quienes  pretenden  que  la  mala  fe  no  solo  im- 
pide la  prescripción  trenlenaria  sino  también  la  inmemo- 
rial; Greg.  López  en  la  glos.  Sí  de  la  Zq/21 ,  tít.  29,  Part.  3. 
La  misma  ley  sigue  diciendo  que  el  que  poseyere  una  cosa 
raiz  por  treinta  ó  mas  años  con  buena  fe ,  pensando  ser  suya 
ó  de  su  padre  ó  habida  por  otra  justa  razón ,  no  puede  ser 
reconvenido  sobre  ella  ;  y  que  si  perdiese  su  tenencia  ó  po- 
sesión, la  podrá  demandar  á  cualquiera  que  la  tenga,  no 
siendo  el  verdadero  dueño;  pues  este,  si  la  recobrase  sin 
fuerza  ni  engaño  y  probase  su  dominio,  no  estaría  obligado  á 
dársela.  — Las  cosas  del  patrimonio  de  las  ciudades  ó  villas, 
ssto  es,  aquellas  cuyo  producto  sirve  para  el  beneficio  co- 
mún ,  como  v.  gr.  para  la  construcción  ó  reparo  de  muros, 
puentes ,  fuentes  ú  otras  obras  públicas ,  ó  para  salarios  de 
corregidores,  ú  otros  empleados,  sin  que  ninguno  de  los 
vecinos  pueda  usar  de  ellas  en  particular,  se  prescriben  por 
el  liempo  de  cuarenta  años,  bien  que  se  puede  pedir  por 
las  ciudades  ó  villas  la  restitución  in  inlegrum  durante  cua- 
tro años  después  de  los  cuarenta.  Las  cosas  raices  pertene- 
cientes á  iglesia  ó  lugar  religioso  se  prescriben  también  por 
cuarenta  años  ;  pero  las  muebles  por  solos  tres;  y  las  de  la 
iglesia  romana  por  ciento.  El  señorío  de  las  ciudades,  villas 
y  lugares ,  el  derecho  de  exigir  imposiciones ,  y  según  al- 
gunos autores  las  cosas  de  mayorazgo,  se  prescriben  por 
tiempo  inmemorial.  —  La  posesión  que  se  tiene  de  una  cosa 
con  título  y  buena  fe ,  se  prescribe  por  un  año  y  un  dia;  es 
decir,  que  el  que  tiene  por  un  año  y  un  dia  una  cosa  con 
título  y  buena  fe,  en  paz  y  en  faz  de  quien  la  demanda, 
puede  escusarse  de  responder  sobre  la  posesión;  leyes  7 y 
2G,  lit.  29,  Pari,  3;  ley  G,  lit.  29,  Part.  3;  leyes  3  y  8, 
fit.  8,  lib.  l\,Nov.Rec. 

El  quinto  y  último  requisito  es  la  prescriptibilidad  de  la 
cosa  ,  esto  es  ,  (pie  la  cosa  sea  capaz  de  prescripción  ó  pueda 
prescribirse.  Pueden  prescribirse  todas  las  cosas  que  están 
en  el  comercio  de  los  hombres  ,  menos  las  siguientes  :  — 
Io.  las  cosas  que  se  llaman  de  derecho  divino,  víon  las  sa- 
gradas, religiosas  y  santas  :—  2o.  las  plazas,  calíes, caminos, 


dehesas,  ejidos  y  demás  lugares  que  tienen  los  pueblos 
para  el  uso  común  de  sus  vecinos  :  —  3o.  la  jurisdicción  ó 
derecho  de  administrar  justicia: — 4o.  los  tributos,  pechos, 
rentas  y  otros  derechos  reales  :  —  5o.  las  cosas  hurtadas  ó 
robadas  ;  leyes  6 ,  7  y  h ,  lit.  29 ,  Part.  3  ;  leyes  4  ,  9  y  2  , 
til.  8  ,  lib.  1 1 ,  Nov.  Rec.  El  que  compre  de  buena  fe  cierva , 
yegua  ó  cosa  semejante  de  las  que  dan  fruto ,  que  fuese 
hurtada  ,  robada  ó  forzada  ,  si  en  su  poder  concibe  y  pare, 
puede  ganar  por  prescripción  el  parlo;  mas  no  si  antes  o'e 
la  concepción  supiese  que  el  vendedor  la  había  adquirido 
por  un  medio  injusto.  Si  después  de  la  concepción  sabe  quo 
no  era  de  quien  la  vendió,  é  ignora  que  este  la  habia  hurtado 
ó  robado  ,  podrá  prescribir  el  fruto;  y  si  por  ventura  des- 
pués del  parto  y  no  antes  supiese  el  hurto  ó  robo  ,  solo  po- 
drá prescribir  el  fruto  en  el  caso  de  que  diere  noticia  al 
dueño  y  este  no  quisiere  reclamar  su  derecho,  como  igual- 
mente en  el  de  que  tratando  de  darle  aviso  no  le  hallase 
por  estar  muy  distante  dellugar;  ley  o  ,  lit.  29,  Part.  3. 

PRESCRIPCIÓN  de  acción.  El  modo  de  libertarse  de  una 
obligación  por  no  haberse  pedido  su  cumplimiento  durante 
el  liempo  fijado  por  la  ley;  ó  bien  :  laestincion  de  una  deuda 
por  no  haber  usado  de  su  derecho  el  acreedor  contra  el 
deudor  dentro  del  tiempo  señalado  por  la  ley.  La  prescrip- 
ción pues  no  solo  sirve  para  hacernos  adquirir  el  dominio  de 
una  cosa  ,  como  se  ha  dicho  en  el  artículo  que  antecede 
sino  también  para  adquirir  la  libertad  ó  exoneración  de  una 
carga  ,  obligación  ó  deuda  ,  luego  que  el  acreedor  ha  dejado 
pasar  el  tiempo  que  le  estaba  prefijado  para  usar  de  su  ac- 
ción ó  derecho.  Resulla  de  aquí  que  prescribir  una  acción 
ú  obligación  no  es  lo  mismo  que  prescribir  una  cosa 
v.  gr.  una  heredad  ó  viña  :  prescribir  una  cosa  es  adquirirla 
ó  hacerla  suya;  y  prescribir  una  acción  ú  obligación  es  por 
el  contrario  estinguirla  ó  acabarla.  Bajo  este  supuesto 
vamos  á  ver  cuánto  liempo  es  necesario  para  prescribir  las 
acciones.  La  ley  5,  tít.  8,  lib.  11  .de  la  Nov.  Rec.(l)dice:  «  El 
derecho  de  ejecutar  por  obligación  personal  se  prescriba  por 
diez  años,  y  la  acción  personal  y  la  ejecutoría  dada  sobro 
ella  se  prescriba  por  veinte  años  y  no  menos;  pero  donde 
en  la  obligación  hay  hipoteca  ,  ó  donde  la  obligación  es 
mixta  ,  personal  y  real,  la  deuda  se  prescriba  por  treinta 
años  y  no  menos.  »  Esta  ley  contiene  tres  partes,  la  primera 
dice  «  que  el  derecho  de  ejecutar,  ó  la  acción  de  pedir  eje- 
cutivamente la  deuda  porjobligacion  personal  dura  solo  diez 
años,  y  pasados  queda  prescrita  (2).»  Estos  diez  años  empie- 
zan á  correr  desde  que  nace  la  acción  ejecutiva  ;  es  decir, 
en  là  sentencia ,  desde  el  dia  en  que  se  declaró  por  pasada 
en  autoridad  de  cosa  juzgada  ;  en  la  ejecutoria,  desde  el  dia 
en  que  se  dio  ;  en  el  instrumento  público  ,  desde  el  dia  de 
su  otorgamiento  cuando  la  obligación  es  pura  ó  simple  ,  y 
desde  el  dia  del  cumplimiento  de  la  condición  ó  del  plazo 
cuando  la  obligación  es  condicional  ó  á  dia  cierto;  en  los 
instrumentos  de  cetiso  ,  pension  ó  legado  anual ,  desde  la  úl- 
tima paga,  ó  desde  la  celebración  del  contrato  si  ninguna 
ha  habido  todavía;  en  lostxtíes,  quirógrafos  ú  otros  pape- 
les simples,  desde  el  día  de  su  reconocimiento.  Pasados  los 
diez  años  se  prescribe  la  acción  ejecutiva  ,  y  solo  queda  al 
acreedor  la  acción  ordinaria ,  la  cual  dura  otros  diez  años 
que  con  los  diez  de  la  ejecutiva  son  veinte,  y  cumplidos  no 
puede  pedir  enjuicio  ni  ejecutiva  ni  ordinariamente,  por  te- 
ner contra  sí  la  presunción  legal  de  estar  satisfecha  ó  remitida 

(1)  Sobre  cuyos  pormenores  véanse  los  comentadores  de  laf 
leyes  de  Toro  en  la  63,  y  Acevedo  en  la  6,  til.  15,  lib.  4,  Uecop. 

(2)  Mas  es  de  advertir  con  algunos  autores,  que  sin  embargo  de 
la  prescripción  que  conceden  las  leyes,  el  deudor  no  queda  libre 
de  su  responsabilidad  en  el  fuero  interno  ,  si  uo  paga  piuliendo 
hacerlo.  Véase  la  obra  que  se  cila  en  la  nota  al  art.  Fuero  externo 
é  interno,  pág.  726. 
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h  deuda.  —  La  segunda  parte  dice  «  que  la  acción  personal 
y  la  ejecutoria  dada  sobre  ella  se  prescribe  por  veinte  años 
y  no  menos.  »  Pedro,  por  ejemplo  ,  prestó  á  Juan  mil  reales 
ante  testigos,  y  por  no  habérselos  pagado  en  el  plazo  conve- 
nido se  los  demanda  judicialmente  :  niega  Juan  la  deudn  ;  y 
luego  la  justifica  Pedro,  en  cuya  virtud  es  condenado  aquel 
á  su  satisfacción,  y  se  ejecutoria  por  tribunal  superior  ó  de- 
"clara  el  juez  inferior  por  pasada  en  autoridad  de  cosa  juz- 
gada su  sentencia.  En  semejante  caso  hay  acción  personal , 
porque  Pedro  siempre  la  tuvo  para  pedir  á  Juan  lo  que  le 
debia  ;  y  hay  también  ejecutoria  dada  sobre  la  acción ,  por-  ■ 
que  se  declaró  en  juicio,  y  así  desde  el  dia  en  que  se  da  la 
ajecutoria,  ó  en  que  se  declara  la  sentencia  por  pasada  en 
autoridad  de  cosa  juzgada ,  empiezan  á  correr  los  veinte 
años  :  los  diez  para  pedir  ejecutivamente ,  y  los  otros  diez 
para  pedir  ordinariamente  dentro  de  ellos  ,  si  en  los  prime- 
ros no  ha  usado  de  su  derecho.  —  La  tercera  parte  dispone 
«  que  cuando  en  la  obligación  hay  hipoteca,  que  es  ser  mixta 
de  real  y  personal,  ó  cuando  el  deudor  obliga  su  persona  y 
bienes,  se  prescriba  la  deuda  por  treinta  afos  y  no  menos:» 
por  manera  que  en  los  diez  primeros  puede  el  acreedor  pe- 
dir ejecutivamente  ;  si  calla  en  ellos,  puede  pedir  ordinaria- 
mente en  los  veinte  restantes;  y  si  deja  pasar  los  treinta  sin 
haber  usado  de  ninguna  de  las  dos  acciones,  ya  no  puede 
demandar  en  juicio  la  deuda,  y  aunque  la  demande  puede 
ser  rechazado  mediante  la  escepcion  de  la  prescripción  , 
pues  se  presume  pagado  por  no  ser  regular  que  el  acreedor 
esté  tanto  tiempo  sin  hacer  uso  de  su  derecho.  —  En  resu- 
men ,  la  acción  que  nace  de  un  instrumento  ejecutivo  para 
ejecutar  por  obligación  personal,  se  prescribe  por  diez  años: 
la  acción  personal  para  proceder  por  la  via  ordinaria ,  por 
veinte  años: la  acción  mixta  deiwsonalyreal,  que  es  la  que 
resulta  de  un  contrató  en  que  el  deudor  obliga  su  persona  y 
bienes,  por  treinta  años.  La  acción  meramente  real,  que  es  la 
que  resulta  cuando  el  deudor  solo  tiene  obligados  sus  bienes 
y  no  su  persona  ,  se  prescirbe  por  treinta  años  ,  según  la 
ley  21 ,  tit.  29,  Part-.  5.  Mas  es  necesario  advertir  con  al- 
gunos intérpretes ,  que  la  doctrina  indicada  sobre  las  accio- 
nes real  y  mixta  se  enltende  solo  cuando  al  poseedor  de  la 
cosa  le  faltó  algún  requisito  para  adquiridla  por  la  prescrip- 
ción de  dominio;  pues  si  nada  le  faltó,  adquirió  el  poseedor 

dominio  y  propiedad  de  la  cosa  luego  que  se  concluyó 

tiempo  necesario  para  ello ,  y  por  consiguiente  cesó  toda 
acción  contra  él. 

Los  capitales  de  los  censos  al  quitar  nunca  se  prescriben 
según  dicen  los  autores  ,  pero  se  prescriben  los  réditos;  y 
solo  se  pueden  exigir  ejecutivamente  los  devengados  en  los 
nueve  años  y  medio  ó  nueve  y  dos  tercios  últimos  según  los 
plazos  de  la  escritura  de  su  constitución  ,  aun  cuando  hayan 
pasado  cuarenta,  ochenta  ó  mas;  y  el  importe  de  los  res- 
tantes hasta  veinte  años  en  via  ordinaria ,  que  con  los  nueve 
y  dos  tercios  de  la  ejecutiva  son  veinte  y  nueve  y  dos  ter- 
cios, por  la  acción  mixta  que  se  prescribe  en  treinta  años. — 
Bastan  1res  años  para  prescribirse  las  acciones  siguientes  :  la 
que  corresponde  á  cualquiera  que  haya  servido  á  otro,  para 
cobrar  su  estipendio  ó  salario  :  la  que  compete  á  los  botica- 
rios ,  confiteros  ,  joyeros,  especieros,  y  demás  oficiales  me- 
cánicos y  tenderos  de  comestibles  por  el  importe  de  sus 
géneros  ó  hechuras  :  últimamente  la  que  tienen  los  letrados , 
procuradores,  agentes,  notarios  y  escribanos  ,  para  pedir 
sus  honorarios  ó  estipendios.  Los  tres  años  en  los  sirvientes 
se  cuentan  desde  que  se  despidieron  ó  fueron  despedidos , 
y  en  los  demás  desde  que  dieron  sus  géneros  ó  efectos  ;  le- 
yes  9,  10,  11  y  15,  lit.  11 ,  lib.  10,  Nov.  ¡lee. 

La  prescripción  de  las  deudas  se  interrumpe  por  renovar- 
las con  escritura,  fianza  ó  prenda,  por  satisfacer  alguna  parle 
de  ellas,  por  indemnizar  algún  perjuicio,  por  pedirlas  en  pre- 
sencia de  amigos  ó  avenidores,  ó  por  otra  causa  semejante. 


Entre  comerciantes  las  acciones  que  por  las  leyes  de  co- 
mercio no  tuvieren  un  plazo  determinado  para  deducirlas 
en  j>uicio,  se  prescriben  en  el  tiempo  que  corresponda ,  aten 
dida  su  naturaleza,  según  las  disposiciones  del  derecho  co- 
mún. La  prescripción  se  interrumpe  en  ellas  por  la  demanda 
ú  otro  cualquier  género  de  interpelación  judicial  hecha  al 
deudor,  ó  por  la  renovación  del  documento  en  que  se  funde 
la  acción  del  acreedor.  En  el  primero  de  estos  dos  casos  co- 
menzará á  contarse  nuevamente  el  término  de  la  prescrip- 
ción desde  que  se  hizo  la  última  gestion  en  juicio  á  instancia 
de  cualquiera  de  las  partes  litigantes  ;  y  en  el  segundo  des- 
de la  fecha  del  nuevo  documento  :  y  si  en  él  se  hubiere  pro- 
rogado  el  plazo  del  cumplimiento  de  la  obligación,  desde 
que  este  hubiere  vencido.  Arts.  581  y  S82  del  cód.  de 
comercio. 

PRESCRIPCIÓN  de  delito.  La  estincion  del  derecho  ó 
facultad  de  perseguir  y  castigar  á  un  delincuente,  pasado 
cierto  tiempo.  Así  como  se  prescriben  las  propiedades  y  las 
acciones  civiles ,  del  mismo  modo  parece  deben  cesar  por 
fin  y  prescribirse  por  el  trascurso  del  tiempo  las  acusacio- 
nes y  las  penas,  con  tanta  mas  razón  cuanto  son  mas  apre- 
ciables  que  los  bienes  y  otros  derechos,  el  honor,  la  liber- 
tad y  la  vida  del  ciudadano.  Mas  no  todos  los  publicistas 
están  acordes  Jodavía  sobre  este  punto.  ¿Debe  la  pena,  se 
pregunta  un  célebre  escritor,  quedar  abolida  por  el  tras- 
curso del  tiempo?  Es  decir,  si  el  delincuente  logra  evadirse 
de  la  pena  por  cierto  número  de  años,  ¿deberá  por  esto  que- 
dar libre  de  ella  para  siempre?  Esta  es ,  dice ,  una  cuestión 
que  aun  no  está  decidida.  El  perdón  ó  prescripción  puede 
tener  lugar  sin  inconveniente  en  los  delitos  de  temeridad  y 
de  negligencia  ,  en  los  delitos  resultantes  de  una  falta  esen- 
ta  de  mala  fe,  en  los  delitos  no  consumados  ó  tentativas  que 
han  fallado,  porque  el  delincuente  en  el  intervalo  ha  sufri- 
do en  parle  la  pena,  se  ha  abstenido  de  delitos  semejantes, 
se  ha -reformado  á  sí  mismo;  su  perdón  por  prescripción  es 
un  bien  para  él ,  y  no  es  un  mal  para  nadie.  Pero  nunca 
puede  estenderse  á  un  delito  mayor,  v.  gr.  à  una  adquisi- 
ción fraudulenta,  auna  poligamia,  á  un  estupro  violento,  á 
un  robo  con  fuerza  armada;  porque  el  espectáculo  de  un  de- 
lincuente que  goza  en  paz  del  fruto  de  su  delito  ,  es  un  eslí-  • 
mulo  para  los  malhechores,  un  objeto  de  dolor  páralos 
hombres  de  bien  ,  y  un  insulto  público  á  la  justicia  y  á  la 
moral.  Así  discurre  el  citado  escritor,  que  en  sus  obras  de 
legislación  penal  propende  generalmente  mas  á  la  dureza 
que  á  la  indulgencia.  Mas  ¿cuál  es  el  objeto  de  la  pena? 
Prevenir  delitos  semejantes,  quitando  al  delincuente  la  vo- 
luntad ó  el  poder  de  repetirlos  :  cuando  sin  la  pena  pues  sé 
consiga  el  fin,  la  pena  será  superflua,  y  de  consiguiente  in- 
justa ;  y  ¿cómo  puede  pensarse  que  un  hombre  que  por  el 
espacio  de  veinte  años  ,  por  ejemplo,  no  ha  reincidido  en  el 
delito  ,  no  ha  perdido  la  voluntad  de  repetirlo  ?  La  misma 
esperanza  de  la  impunidad  le  daria  un  fuerte  motivo  para 
corregirse  ,  al  paso  que  la  perspectiva  eterna  de  la  pena 
cerraría  la  puerta  al  arrepentimiento  ,  y  le  precipitaría  en 
nuevos  atentados.  Y  ¿qué?  ¿no  queda  á  veces  bastante  cas- 
tigado el  culpable  con  el  destierro  voluntario?  La  espatria- 
cion  que  él  mismo  se  ha  impuesto .,  es  tal  vez  una  pena  mu- 
cho mas  dura  de  lo  que  creía  al  principio  ,  y  quizá  superior 
á  la  que  el  tribunal  le  ha  lanzado  después  de  su  fuga.  Pero 
aunque  por  el  trascurso  del  tiempo  quedase  el  delincuente 
dispensado  de  la  satisfacción  penal  ,  nunca  debería  quedarlo 
de  la  pecuniaria  ,  no  pudiendo  eximirse  ,  ni  aun  después  de 
un  siglo ,  de  indemnizar  al  perjudicado.  El  término  de  la 
prescripción  debería  ser  diferente  según  la  edad  de  los  de- 
lincuentes ,  bastando  diez  años  ,  por  ejemplo ,  en  el  que  pa- 
sase de  treinta  años  de  edad ,  si  se  señalaban  quince  para  el 
mas  joven;  y  aun  habría  de  tenerse  en  consideración  la 
mayor  ó  menor  gravedad  del  delito  para  aumentar  ó  dis- 
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minuir  el  número  de  los  años  requeridos  para  ganar  la  im- 
punidad. 

Según  las  leyes  romanas  unos  delitos  se  prescribían  por 
un  año  ,  otros  por  dos,  otros  por  cinco  ,  y  otros  por  veinte. 
Eñ  Inglaterra  se  prescriben  todos  por  tres,  menos  los  de 
lesa  majestad.  El  código  francés  dispone  que  se  prescriba 
por  diez  años  la  acción  criminal  procedida  de  un  delito  dig- 
no de  pena  de  muerte  ó  de  otra  cualquiera  aflictiva  ó  infa- 
mante, y  por  veinte  años  la  sentencia  de  condenación  ya 
pronunciada.  —  En  nuestra  legislación  no  se  encuentra  ley 
que  determine  en  general  el  tiempo  en  que  hayan  de  pres- 
cribirse los  delitos;  pero  hay  varias  leyes  que  fijan  la  pres- 
cripción de  algunos.  Los  de  falsedad  pueden  acusarse  por 
cualquiera  vecino  del  pueblo  dentro  del  término  de  veinte 
años  y  no  después  ;  ley  S  ,  til.  7,  Part.  7.  El  adulterio  pue- 
de acusarse  solo  dentro  de  cinco  años;  y  si  hubiere  sido 
ejecutado  por  fuerza  ,  dentro  de  treinta ,  con  tal  que  los 
consortes  no  se  hallen  divorciados  por  sentencia  del  juez 
eclesiástico  :  en  caso  de  haberse  pronunciado  la  sentencia 
de  divorcio  ,  puede  el  marido  acusar  á  su  mujer  de  adúltera 
para  la  pena  dentro  de  sesenta  dias  contados  desde  el  di- 
vorcio,  sin  incluir  los  feriados  ni  los  de  legítimo  impedi- 
mento. El  incesto,  y  el  acceso  con  religiosa,  viuda  que  vive 
honestamente  ,  ó  con  doncella ,  han  de  acusarse  en  igual 
tiempo  que  el  adulterio.  La  injuria,  tuerto  ó  agravio  puede 
acusarse  por  quien  le  recibió,  en  el  trascurso  de  un  año  y 
no  mas;  pues  se  presume  por  el  silencio  de  tanto  tiempo 
que  no  se  tuvo  por  agraviado,  ó  que  perdonó  la  ofensa.  La 
prescripción  en  los  delitos  empieza  desde  el  dia  en  qué  se 
cometieron;  leyes  3  y  k,  lit.  17,  Part.  7  ;  ley  2  ,  lit.  18, 
Part.  7;  ley  22,  lit.  9,  Part.  7. 

Sin  embargo  ,  la  ley  3,  tít.  2,  lib.  10  del  Fuero  Juzgo 
señala  el  trascurso  de  treinta  años  para  prescribir  los  delitos. 

Omnes  causee  ,  seu  bonce  sive  malee ,  aut  etiam  criminales , 
queeinfra  triginta  anuos  definilce  non  fuerinl,  nullo  modo 
repclantur.  Si  quis  aulcm  posl  hunc  triginta  annorum  nu- 
merum  causam  moveré  tentaverit,  iste  numerus  ei  résistât,  et 
libram  auri  cui  Rex  jusserit ,  coaclus  exsolvat. 

«  Todos  los  pleitos  buenos  é  malos ,  si  fueren  dalgun  pe- 
cado, sinon  fueren  demandados  ó  terminados  fasta  treinta 

annos dallí  adelantre  non  sean  demandados.  E  si  algún 

omne  depues  de  treinta  annos  quisiere  demandar  alguna 
cosa  este  tiempo  la  tuelle,  que  non  pueda  demandar,  é  de- 
mas  peche  una  libra  doro  á  quien  el  rey  maceare.  » 

f  PRESCRIPCIÓN    EN    LAS   OBLIGACIONES   PECULIARES 

del  comercio  marítiwo.  La  acción  parí,  iepetir  el  valor  de 
los  efectos  suministrados  pa^  con?lrsir,  reparar  y  pertre- 
char las  naves,  se  prescril  c  ;■••"■  üinco  años  contados  desde 
que  se  hizo  su  entrega  \  ari.  902  del  código  de  comercio. 
Véase  todo  el  título  V  del  iioro  III  del  mismo  código ,  donde 
se  trata  de  la  materia. 

PRESENCIA.  La  asistencia  personal  ó  el  estado  de  una 
persona  que  se  halla  delante  ó  en  el  mismo  paraje  que  otra. 
No  se  reputa  presente  el  que  no  puede  comprender  lo  que  se 
hace  :  Corara  Tilio  aliquid  faceré  jussus ,  non  vide  tur  pres- 
tente eo  fecisse ,  nisi  inlelUgat.  Así  es  que  lo  que  se  hace  de- 
lante de  un  furioso ,  de  un  mentecato ,  de  un  niño,  ó  de  uno 
que  duerme,  no  se  considera  hecho  en  su  presencia  :  Ita- 
que  si  fnriosus  aut  infuns  sil,  aut  dormiat,  non  videtur  co- 
ratn  eo  fecisse.  Pero  cuando  se  nos  manda  hacer  alguna  cosa 
en  presencia  y  con  noticia  de  alguno ,  no  es  preciso  que  este 
quiera  la  cosa  y  adhiera  á  ella:  Scire  autem  ,  non  velle,  is 
débet  ;  nam  el  invito  eo  recle  ¡il  quod  fussum  est.  —  En  ma- 
teria de  prescripción  ,  so  reputa  presente  el  que  reside  en  la 
tierra  ó  provincia  en  que  está  situada  la  cosa  que  se  prescri- 
be, ó  en  que  se  ejerce  el  derecho  de  que  se  trata  ,  aunque 
no  se  halle  precisamente  en  el  mismo  lugar;  y  por  el  con- 
trario, se  considera  ausente  el  que  tiene  su  domicilio  en  otra 


provincia;  ley  5,  til.  15,  lib.   h,  Recop.,  y   ley  242  del 
Estilo. 

PRESENTACIÓN.  La  proposición  de  un  sugeto  apio 
para  alguna  dignidad ,  beneficio  ó  empleo ,  hecha  por  el  que 
tiene  este  derecho,  á  fin  de  que  le  apruebe  ó  instituya  el 
colador  ó  el  que  tiene  la  jurisdicción  principal.  Véase  Pa- 
tronato. 

PRESENTERO.  El  que  presenta  ó  propone   sugetos 
idóneos  para  beneficios,  prebendas  ú  otras  cosas  semejantes. 
[*  PRESIDENTE  de  la  república  de  méjico.  En  su  li°. 
ley  constitucional  se  establece  lo  siguiente. 

Art.  Io.  El  ejercicio  del  poder  ejecutivo  se  deposita  en 
un  supremo  magistrado,  que  se  denominará  Presidente  de 
la  república:  durará  ocho  años,  y  se  elegirá  de  la  manera 
siguiente. 

Art.  2o.  El  dia  16  de  agosto  del  año  anterior  á  la  renova- 
ción, elegirán  el  presidente  de  la  República  en  junta  del  con- 
sejo y  ministros  ,  el  senado  y  la  alta  corte  de  justicia  ,  cada 
uno  una  terna  de  individuos ,  y  en  el  mismo  dia  las  pasarán 
directamente  á  la  cámara  de  diputados. 

Esta  en  el  dia  siguiente  escogerá  tres  individuos  de  los  es- 
pecificados en  dichas  ternas ,  y  remitirá  la  terna  resultante 
á  todas  las  juntas  departamentales. 

Estas  elegirán  un  individuo  de  los  tres  contenidos  en  la 
terna  que  se  les  remita ,  verificando  su  elección  el  dia  la  de 
octubre  del  año  anterior  á  la  renovación ,  y  remitirán  en 
pliego  certificado  la  acta  de  elección ,  precisamente  por  el 
correo  próximo  inmediato  ,  á  la  secretaría  de  la  cámara  de 
diputados,  siendo  caso  de  responsabilidad  para  las  juntas 
departamentales  la  falta  de  cumplimiento  á  lo  prevenido  en 
este  párrafo. 

El  dia  15  del  inmediato  mes  de  diciembre  se  reunirán  las 
dos  cámaras,  abrirán  los  pliegos  de  actas  que  se  hubieren 
recibido  ^nombrarán  una  comisión  especial  de  cinco  indivi- 
duos que  las  examine  y  califique  las  elecciones  (solo  por  lo 
respectivo  á  su  validez  ó  nulidad),  haga  la  regulación  de 
los  votos,  y  presente  el  correspondiente  dictamen. 

Discutido  y  aprobado  dicho  dictamen  en  el  congreso  ge- 
neral reunido ,  se  declarará  presidente  al  que  hubiere  obte- 
nido mayor  número  de  votos ,  y  en  easo  de  igualdad ,  al  que 
designe  ía  suerte,  verificándose  el  sorteo  y  todo  lo  demás  en 
la  misma  sesión. 

Art.  3o.  Los  actos  especificados  en  el  artículo  anterior  se- 
rán nulos  ejecutándose  en  otros  dias  que  los  asignados  en  é^ 
y  solo  en  el  caso  de  que  algún  trastorno  social  imposibilite, 
ó  la  reunion  del  congreso ,  ó  la  de  la  mayor  parte  de  las 
juntas  departamentales  ,  el  congreso ,  con  el  voto  de  las  dos 
terceras  partes  de  los  individuos  presentes  de  cada  cámara, 
designará  otros  dias,  valiendo  este  acuerdo  estraordinaria- 
mente  y  por  aquella  sola  vez. 

Art.  U°.  Se  espedirá  decreto  declaratorio  de  la  elección, 
el  cual  se  publicará  solemnemente  por  el  gobierno ,  y  se 
comunicará  al  interesado  para  que  se  presente  á  otorgar  el 
juramento,  y  à  tomar  posesión  el  dia  2  del  próximo  enero. 

Art.  o°.  El  presidente  que  termine  puede  ser  reelecto, 
siempre  que  venga  propuesto  en  las  tres  ternas  de  que  ha- 
bla el  párrafo  primero,  art.  2°.,  sea  escogido  para  uno  de  los 
de  la  terna  de  la  cámara  de  diputados,  de  que  habla  el  pár- 
rafo segundo  del  mismo  artículo ,  y  obtenga  el  voto  de  las 
1res  cuartas  partes  de  las  juntas  departamentales. 

Art.  6o.  El  cargo  de  presidente  de  la  República  no  es  re- 
nunciable  sino  en  el  caso  de  reelección,  y  aun  en  él  solo 
con  justas  causas  que  calificará  el  congreso  general. 

Art.  7o.  Si  el  electo  estuviere  ausente,  el  congreso, «ten- 
dida la  distancia  ,  le  prefijará  el  dia  para  presentarse. 

Art.  8o.  En  las  faltas  temporales  del  presidente  de  la  Re- 
pública ,  gobernará  el  presidente  del  consejo. 

Este  mismo  se  encargará  del  gobierno  en  el  intervalo  que 
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puede  haber  desde  la  cesación  del  antiguo  ,  hasta  la  presen- 
tación del  nuevo  presidente. 

Art.  9o.  Las  funciones  del  presidente  de  la  República  ter- 
minan en  Io.  de  enero  del  año  de  la  renovación. 

Art.  10.  En  caso  de  vacante  por  muerte  ó  destitución  le- 
gal del  presidente  de  la  República,  se  procederá  á  las  eleccio- 
nes en  los  mismos  términos  dichos  en  el  art.  2°.,  designando 
el  congreso  por  decreto  especial  el  dia  en  que  cada  una  deba 
verificarse. 

Si  la  muerte  ó  destitución  aconteciere  en  el  último  año  de 
su  mando,  se  procederá  à  las  elecciones  de  que  habla  el  ar- 
tículo siguiente  ,  y  el  electo  fun-cionará  hasta  la  posesión  del 
presidente  que  se  elija  en  el  tiempo  y  modo  designados  en 
el  art.  2o.  de  esta  ley. 

Art.  il.  En  lodo  caso  de  vacante,  y  mientras  se  verifica 
la  elección  y  posesión  del  presidente  propietario  ,  electo  or- 
dinaria ó  estraordinariamente,  se  nombrará  un  interino  en 
esta  forma. 

La  cámara  de  diputados  elegirá  tres  individuos  en  quienes 
concurran  todas  las  calidades  que  exige  esta  ley  para  ese 
cargo,  y  remitirá  al  senado  la  terna. 

Esta  cámara ,  al  dia  siguiente ,  escogerá  de  la  terna  el  in- 
dividuo que  ha  de  ser  presidente  interino,  lo  avisará  á  la 
cámara  de  diputados,  y  el  decreto. del  nombramiento  se  co- 
municará al  gobierno  para  su  publicación  y  comunicación 
al  interesado,  prefijando  el  dia  en  que  debe  presentarse  á 
otorgar  el  juramento. 

Art.  12.  El  presidente  propietario  ó  interino  ,  para  tomar 
posesión  de  su  cargo ,  hará  ante  el  congreso  general ,  reu- 
nidas las  dos  cámaras,  juramento  bajo  la  fórmula  siguiente  : 

«  Yo  N.,  nombrado  presidente  de  la  República  mejicana  , 
juro  por  Dios  y  los  santos  Evangelios  que  ejerceré  fielmente 
el  encargo  que  se  me  ha  confiado,  y  observaré  y  haré  ob- 
servar exactamente  la  Constitución  y  leyes  déla  nación.  » 

El  reglamento  interior  del  congreso  detallará  todas  las 
ceremonias  de  esle  acto. 

Art.  13.  Cuando  al  presidente  le  sobrevenga  incapacidad 
física  ó  moral,  la  escitacion  de  que  habla  el  párrafo  IV, 
art.  12  de  la  segunda  ley  constitucional ,  deberá  ser  votada 
por  las  dos  terceras  partes  de  los  individuos  presentes  de  la 
cámara  de  diputados,  y  confirmada  por  la  mayoría  absoluta 
de  los  individuos  que  deben  componer  la  del  senado. 

Art.  lh.  Para  ser  elegido  presidente  de  la  República  se 
requiere  : 

I.  Ser  mejicano  por  nacimiento  y  estar  en  actual  ejercicio 
de  los  derechos  de  ciudadano. 

II.  Tener  de  edad  el  dia  de  la  elección  cuarenta  años 
cumplidos. 

III.  Tener  un  capital  físico  ó  moral  que  le  produzca  al  in- 
dividuo anualmente  cuatro  mil  pesos  de  renta. 

IV.  Haber  desempeñado  alguno  de  los  cargos  superiores 
civiles  ó  militares. 

V.  No  haber  sido  condenado  en  proceso  legal  por  críme- 
nes ó  mala  versación  en  los  caudales  oúblicos. 

VI.  Residir  en  la  República  al  tiempo  de  .ït  elección. 
Art.  Ib.  Son  prerogalivas  del  presidente  de  la  República: 
Ia.  Dar  ó  negar  la  sanción  á  las  leyes  y  discretos  del  con- 
greso general ,  en  los  casos  no  escepluados  en  la  tercera  ley 
constitucional. 

2a.  Que  no  puedan  dejar  de  tomarse  en  consideración  las 
iniciativas  de  ley  ó  decreto  que  dirija  al  congreso  general 
en  todo  lo  que  está  facultado  para  hacerlas. 

5a.  No  poder  ser  acusado  criminalmente ,  durante  su  pre- 
sidencia y  un  año  después,  por  ninguna  clase  de  delitos  co- 
metidos antes,  ó  mientras  funge  de  presidente  ,  sino  en  los 
términos  que  prescriben  los  artículos  kl  y  48  de  la  tercera 
ley  constitucional. 

4a.  No  poder  ser  acusado  criminalmente  por  delitos  polí- 


ticos cometidos  antes  ó  en  la  época  de  su  presidencia  des- 
pués de  pasado  un  año  de  haber  terminado  esta. 

ba.  No  poder  ser  procesado  sino  previa  la  declaración  de 
ambas  cámaras,  prevenida  en  el  art.  49,  párrafo  último  de 
la  tercera  ley  constitucional. 

Ga.  Nombrar  libremente  á  los  secretarios  del  despacho, 
y  poderlos  remover  siempre  que  lo  crea  conveniente. 

7a.  Elegir  y  remitir  á  las  cámaras  oradores  que  manifies- 
ten y  apoyen  la  opinion  del  gobierno  ,  en  todos  los  casos  en 
que  la  importancia  del  asunto  haga ,  á  su  juicio  y  al  del  con- 
sejo ,  oportuna  esta  medida. 

Art.  16.  Las  mismas  prerogativas  disfrutará  el  que  funja 
de  presente  interina  ó  supletoriamente;  pero  en  estos,  el 
término  para  gozar  de  la  5a.,  4a.  y  ba.,  se  estenderá  solo  á 
dos  meses  después  de  terminado  el  encargo. 

Art.  17.  Son  atribuciones  del  presidente  de  la  República  : 

Ia.  Dar  con  sujeción  á  las  leyes  generales  respectivas, 
todos  los  decretos  y  órdenes  que  convengan  para  la  mejor 
administración  pública,  observancia  de  la  Constitución  y 
leyes  ,  y  de  acuerdo  con  el  consejo  los  reglamentos  para  el 
cumplimiento  de  estas. 

2a.  Iniciar  todas  las  leyes  y  decretos  que  eslime  conve- 
nientes, de  acuerdo  con  el  consejo,  para  el  buen  gobierno 
de  la  nación. 

3a.  Hacer  con  acuerdo  del  consejo  las  observaciones  que 
le  parezca  á  las  leyes  y  decretos  que  el  congreso  le  comuni- 
que para  su  publicación ,  no  siendo  en  los  casos  esceptua- 
dos  en  la  tercera  ley  constitucional. 

4a.  Publicar,  circular,  y  hacer  guardar  la  Constitución, 
leyes  y  decretos  del  congreso. 

5a.  Resolver  con  acuerdo  del  consejo  las  escitaciones  de 
que  hablan  los  párrafos  I  y  VI,  art.  12  de  la  segunda  ley 
constitucional. 

6a.  Pedir  al  congreso  la  próroga  de  sus  sesiones  ordi- 
narias. 

7a.  Resolver  lo  convoque  la  diputación  permanente  á  se- 
siones estraordinarias,  y  señalar,  con  acuerdo  del  consejo, 
los  asuntos  que  deben  tratarse  en  ellas. 

8a.  Negarse  de  acuerdo  con  el  supremo  poder  conserva- 
dor, á  que  la  diputación  permanente  haga  la  convocatoria 
para  que  la  faculta  el  art.  20  de  la  tercera  ley  constitucio- 
nal en  su  2a.  parte. 

9a.  Cuidar  de  la  recaudación  ,  y  decrelar  la  inversion  do 
las  contribuciones  con  arreglo  á  las  leyes. 

10a.  Nombrar  á  los  consejeros  en  los  términos  que  dispo- 
ne esta  ley. 

11a.  Nombrar  á  los  gobernadores  de  los  departamentos  á 
propuesta  en  terna  de  la  junta  departamental,  y  con  acuer- 
do del  consejo. 

12a.  Remover  á  los  empleados  diplomáticos  siempre  que 
lo  juzgue  conveniente. 

13a.  Nombrar  á  los  empleados  diplomáticos,  cónsules, 
coroneles  y  demás  oficiales  superiores  del  ejército  perma- 
aeme ,  ae  ia  armaaa  y  ae  la  milicia  activa ,  y  á  los  primeros 
jefes  de  las  oficinas  principales  de  hacienda  ,  establecidas  ó 
que  se  establezcan ,  con  sujeción  en  los  primeros  á  la  apro- 
bación del  senado,  y  en  estos  últimos  á  la  de  la  cámara 
de  diputados ,  según  prescriben  los  artículos  b2  y  b3  de  la 
tercera  ley  constitucional. 

14a.  Nombrar  para  todos  los  demás  empleos  militares  y 
de  las  oficinas  con  arreglo  á  lo  que  dispongan  las  leyes. 

lba.  Intervenir  en  el  nombramiento  de  los  jueces  é  indi- 
viduos de  los  tribunales  de  justicia  conforme  á  lo  que  esta- 
blece la  quinta  ley  constitucional. 

16a.  Dar  retiros,  conceder  licencias  y  pensiones  conformo 
lo  dispongan  las  leyes. 

17a.  Disponer  de  la  fuerza  armada  de  mar  y  tierra  para 
la  seguridad  interior  y  defensa  esterior. 
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48a.  Declarar  la  guerra  en  nombre  de  la  nación ,  previo 
el  consentimiento  del  congreso  ;  y  conceder  patentes  de  corso 
con  arreglo  á  lo  que  dispongan  las  leyes. 

19a.  Celebrar  concordatos  con  la  Silla  Apostólica,  arre- 
glado á  las  bases  que  le  diere  el  congreso. 

20a.  Dirigir  las  negociaciones  diplomáticas ,  y  celebrar 
tratados  de  paz,  amistad,  alianza,  tregua,  neutralidad  ar- 
mada ,  sujetándolos  á  la  aprobación  del  congreso  antes  de 
su  ratificación.  J 

21a.  Recibir  ministros  y  demás  enviados  estranjeros. 

22a.  Escitar  á  los  ministros  de  justicia  para  la  pronta  admi- 
nistración de  esta  y  darles  todos  los  ausilios  necesarios  para 
la  ejecución  de  sus  sentencias  y  providencias  judiciales. 

2ôa.  Suspender  de  sus  empleos  haîla  por  tres  meses ,  y 
privar  de  la  mitad  de  sus  sueldos,  por  el  mismo  tiempo  ,  á 
los  empleados  de  su  nombramiento  infractores  de  sus  órde- 
nes y  decretos,  y  en  el  caso  que  crea  debérseles  formar 
causa ,  pasará  los  antecedentes  al  tribunal  respectivo. 

24a.  Conceder  el  pase  ó  retener  los  decretos  conciliares , 
bulas  pontificias,  breves  y  rescriptos  con  consentimiento 
del  senado  ,  si  contienen  disposiciones  generales  ;  oyendo  á 
la  suprema  corte  de  justicia ,  si  se  versan  sobre  asuntos  con- 
tenciosos, y  al  consejo  si  fueren  relativos  á  negocios  parti- 
culares ,  ó  puramente  gubernativos. 

En  cualquier  caso  de  retención  deberá  dirigir  al  Sumo 
Pontífice,  dentro  de  dos  meses  á  lo  mas,  csposicion  de  los 
motivos  ,  para  que  instruido  su  Santidad,  resuelva  lo  que 
tuviere  á  bien. 

25a.  Previo  el  concordato  con  la  Silla  Apostólica",  y  se- 
gún lo  que  en  él  se  disponga ,  presentar  para  todos  los  obis- 
pad s ,  dignidades  y  beneficios  eclesiásticos  que  sean  del 
patronato  de  la  nación  ,  con  acuerdo  del  consejo. 

26a.  Conceder  ó  negar,  de  acuerdo  con  el  consejo ,  y  con 
arreglo  á  las  leyes,  los  indultos  que  se  le  pidan,  oidos  los 
tribunales  cuyo  fallo  baya  causado  la  ejecutoria  y  la  suprema 
corte  de  justicia,  suspendiéndose  la  ejecución  de  la  senten- 
cia mientras  resuelve. 

27a.  Cuidar  de  la  exactitud  legal  en  la  fabricación  de  mo- 
neda. 

28a.  Providenciar  lo  conducente  al  buen  gobierno  de  los 
departamentos. 

29a.  Contraer  deudas  sobre  el  crédito  nacional ,  previa 
autorización  del  congreso. 

30a.  Habilitar  puertos  ó  cerrarlos,  establecer  ó  suprimir 
aduanas,  y  formar  los  aranceles  de  comercio  con  absoluta 
sujeción  á  las  bases  que  prefije  el  congreso. 

31a.  Conceder,  de  acuerdo  con  el  consejo,  cartas  de  na- 
turalización, bajo  las  reglas  que  prescriba  la  ley. 

32a.  Dar  pasaporte  á  los  mejicanos  para  ir  á  paises  estran- 
jeros ,  y  prorogarles  el  término  de  la  licencia. 

35a.  Dar  ó  negar  el  pase  á  los  estranjeros  para  introdu- 
cirse á  la  República,  y  espeler  de  ella  á  los  no  naturalizados 
que  le  sean  sospechosos. 

54a.  Conceder,  de  acuerdo  con  el  consejo,  privilegios  es- 
elusivos  en  los  términos  que  establezcan  las  leyes. 

Art.  18.  No  puede  el  presidente  de  la  República  : 

Io.  Mandar  en  persona  las  fuerzas  de  mar  ó  tierra,  sin 
consentimiento  del  congreso  general  ó  en  sus  recesos  del 
senado,  por  el  voto  de  dos  terceras  partes  de  los  senadores 
presentes. 

Mientras  esté  mandando  las  fuerzas  cesará  toda  su  in- 
tervención en  el  gobierno ,  á  quien  quedará  sujeto  como 
general. 

2o.  Privar  á  nadie  de  su  libertad  ,  ni  imponerle  por  si  pe- 
na alguna;  pero  cuando  lo  exijan  el  bien  ó  la  seguridad  pú- 
blica podrá  arrestar  á  los  que  le  fueren  sospechosos ,  de- 
biendo ponerlos  á  disposición  del  tribunal  ó  juez  competente 
á  los  tres  días  á  mas  tardar. 


3o.  Ocupar  la  propiedad  de  ninguna  persona  ni  corpora- 
ción sino  en  el  caso  y  con  los  requisitos  que  detalla  el  pár- 
rafo 3°.,  art.  2o.  de  la  primera  ley  constitucional. 

4°.  Salir  del  territorio  de  la  República  durante  su  presi- 
dencia y  un  año  después  sin  el  permiso  del  congreso. 

5°.  Enajenar,  ceder  ó  permutar  ciudad,  villa,  lugar  ó  parto 
alguna  del  territorio  nacional. 

6o.  Ceder  ni  enajenar  los  bienes  nacionales,  sin  consenti- 
miento del  congreso. 

7°.  Imponer  por  sí  directa  ni  indirectamente  contribucio- 
nes de  ninguna  especie  generales  ni  particulares. 

8o.  Hacer  ejecutar  los  actos  que  prohiben  los  párrafos  ti0., 
5°.,  6o.  y  7°.,  art.  2o.  de  la  primera  ley  constitucional, y  el 
b0.,  art.  45  déla  tercera. 

9°.  Impedir  ó  diferir  las  elecciones  establecidas  en  las 
leyes  constitucionales. 

10°.  Impedir  ó  turbar  las  reuniones  del  poder  conserva- 
dor, ó  negar  el  cumplimiento  -á  sus  resoluciones. 

Art.  19.  Todo  acto  contrario  al  artículo  precedente  es 
nulo  ,  y  hace  responsable  al  secretario  del  despacho  que  lo 
autorice. 

Art.  20.  Las  leyes  secundarias  designarán  el  sueldo  que 
debe  indemnizar  à  este  supremo  magistrado,  y  todos  los 
ceremoniales  que  se  deben  observar  respecto  de  él.] 

PRESIDIO.  La  guarnición  de  soldados  que  se  pone  en. 
las  plazas ,  castillos  y  fortalezas  para  su  guarda  y  custodia  : 
—  la  misma  ciudad  ó  fortaleza  que  se  puede  guarnecer  de 
soldados  :  —  el  castigo  que  se  impone  á  ciertos  delincuentes 
de  servir  en  algún  presidio  en  los  trabajos  à  que  se  les  desti- 
na; — y  la  misma  plaza  ó  lugar  destinado  para  dicho  castigo. 

I.  Los  presidios  considerados  como  destino  de  los  delin- 
cuentes ,  se  dividirán  en  tres  clases. 

La  primera  es  la  de  los  condenados  á  dos  años  de  presidio 
por  via  de  çorrecion. 

La  segunda  la  de  los  condenados  por  mas  de  dos  años 
hasta  ocho  inclusive. 

La  tercera  la  de  aquellos  cuyas  condenas  pasen  de  ocho 
años  con  retención  ó  sin  ella. 

Los  presidios  de  la  primera  clase  se  llaman  Depósitos  cor- 
reccionales, y  no  irrogan  nota. 

Los  de  la  segunda  se  llaman  Presidios  peninsulares. 

Y  los  de  la  tercera  Presidios  de  África.  Arls.  1  y  2,  orden, 
de  près,  de  14  de  abril  de  1854. 

II.  Las  aplicación  de  los  reos  á  los  presidios  especificados 
solo  puede  alterarse  cuando  por  faltar  ó  esceder  penados  de 
una  clase  ,  sea  forzoso  destinarlos  ó  reemplazarlos  por  los 
de  la  inmediata;  pero  esta  medida  no  durará  mas  tiempo 
que  el  que  exija  la  necesidad  que  la  motive,  y  los  reos  tras- 
ladados no  perderán  la  condición  de  su  clase.  Art.  3. 

III.  Los  depósitos  correccionales  residirán  en  las  capitales 
de  provincia  donde  los  hay  en  el  dia  ,  y  en  Palma  de  Ma- 
llorca, Badajoz  y  Pamplona,  donde  se  establecerán  desde 
luego  ,  sin  perjuicio  de  establecerse  también  en  las  demás 
capitales  donde  se  crea  conveniente.  Art.  4. 

IV.  Habrá  presidios  peninsulares  con  entera  separa- 
ción de  los  depósitos  correccionales  en  Barcelona ,  Valencia  , 
Granada ,  Sevilla ,  Valladolid ,  la  Coruña  y  Zaragoza. 
Arl.  5.  -i 

La  demarcación  de  cada  presidio  peninsular  se  arreglará 
en  la  forma  siguiente  : 

Ia.  La  del  presidio  de  Barcelona  abrazará  todos  los  pue- 
blos comprendidos  en  las  provincias  de  Barcelona,  Lérida  , 
Gerona  y  Tarragona. 

2\  La  del  de  Valencia  los  de  las  Drovincias  de  Valencia, 
Castellón,  Alicante,  Murcia,  Albacete  y  Cuenca. 

5a.  La  del  de  Granada  los  de  las  provincias  de  Granada, 
Almería,  Jaén,  Málaga ,  Ciudad  Re.\l,  y  los  de  la  de  Toledo, 
situados  á  la  izquierda  del  Tajo. 
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h3.  La  del  de  Sevilla  los  de  las  provincias  de  Sevilla, 
Huelva,  Cádiz,  Córdoba,  Badajoz  y  Cáceres. 

5a.  La  del  de  Valladolid  los  de  las  provincias  de  Valla- 
dolid,  Oviedo,  Avila,  Burgos,  León  ,  Zamora,  Patencia, 
Salamanca,  Soria,  Logroño,  Segovia  ,  Santander,  Guadala- 
jara,  Madrid ,  y  los  de  la  provincia  de  Toledo  situados  á  la 
derecha  del  Tajo.  Art.  6. 

6».  La  del  de  la  Coruña  los  de  las  provincias  de  Coruña , 
Lugo,  Orense  y  Pontevedra. 

7a. "La  del  de  Zaragoza  los  de  las  provincias  de  Zaragoza, 
Huesca,  Teruel,  Navarra,  Álava,  Vizcaya  y  Guipúzcoa. 
Arts.  S  y  6. 

V.  Los  penados  de  primera  clase  de  las  islas  Baleares 
cumplirán  su  condena  en  el  depósito  correccional  de  la  ca- 
pital ,  y  los  de  la  segunda  y  tercera  en  los  presidios  de  Bar- 
celona y  África. 

En  Badajoz  y  Pamplona  podrá  haber  destacamentos  de 
otros  presidios  peninsulares,  si  la  necesidad  lo  exigiese; 
pero  siempre  con  la  separación  prevenida. 

Por  regla  general  todo  penado  con  destino  á  presidio  de 
segunda  clase  ,  cumplirá  su  condena  en  otro  distinto  de 
aquel  en  cuya  demarcación  tenia  su  vecindario  ó  familia. 

Habrá  presidios  de  tercera  clase  en  Ceuta  ,  Melilla  ,  Al- 
hucemas y  Peñón  de  Velez  de  la  Gomera ,  en  África.  Arts.  7 
y  10. 

VI.  Los  confinados  á  los  depósitos  correccionales  se  apli- 
carán á  trabajos ,  ya  dentro  de  los  cuarteles  ,  ya  en  los  ob- 
jetos de  policía  urbana  ,  ya  en  otros  equivalentes ,  pero 
siempre  en  la  ciudad  ó  su  término. 

Los  confinados  á  los  presidios  peninsulares  trabajarán  en 
los  caminos ,  canales ,  arsenales  y  empresas  á  que  el  rey 
tenga  por  conveniente  destinarlos  ;  y  no  habiendo  trabajos 
de  estas  clases ,  en  los  obradores  establecidos  en  los  presi- 
dios mismos. 

De  los  presidios  peninsulares  saldrán  los  confinados  que 
se  necesiten  para  ocuparse  en  los  puntos  de  sus  respectivos 
distritos  en  que  estén  ó  se  considere  conveniente  ocuparlos; 
pero  en  calidad  de  destacamentos,  y  con  dependencia  del 
presidio  peninsular  de  donde  proceden. 

Cuando  el  rey  tenga  á  bien  conceder  á  alguna  empresa 
un  número  determinado  de  presidiarios  de  establecimientos 
distintos,  los  destacamentos  dependerán  del  depósito  ó  pre- 
sidio del  distrito  en  que  se  halle  la  empresa,  dándose  de  baja 
en  los  establecimientos  á  que  antes  pertenecian. 

Los  confinados  en  los  presidios  de  África  se  aplicarán  á 
los  trabajos  y  ocupaciones  que  exijan  la  necesidad  y  con- 
veniencia del  servicio  de  aquellas  plazas. 

VIL  Para  la  corrección  de  los  desgraciados  jóvenes  á 
quienes  la  orfandad ,  el  abandono  de  los  padres ,  ó  la  in- 
fluencia de  malas  compañías  lanzó  en  la  carrera  de  los  crí- 
menes, antes  de  que  la  esperiencia  les  haya  revelado  los 
males  que  causan  á  la  sociedad  y  á  sí  mismos ,  todos  los 
presidiarios  menores  de  diez  y  ocho  años  que  haya  en  cada 
presidio  ,  vivirán  reunidos  en  una  cuadra  ó  deparlamento 
con  total  separación  de  los  de  mayor  edad.  Art.  123. 

VIII.  Con  cada  presidiario  se  entregará  por  el  conductor 
al  jefe  del  presidio  de  su  primera  entrada  el  certificado  feha- 
ciente de  su  condena. 

El  certificado  estará  estendido  en  papel  sellado  corres- 
pondiente ,  donde  se  use;  contendrá  á  la  letra  la  sentencia 
ejecutiva  que  hubiere  recaído  ,  con  espresion  del  delito,  sus 
circunstancias,  el  nombre  ,  apellido  ,  corregimiento,  patria, 
vecindad,  estado,  edad,  padres  y  oficio  del  procesado  ;  si 
lo  es  de  primera  vez  ó  reincidente  ;  si  resultan  bienes  em- 
bargados ,  espresándolos  ,  ó  en  su  defecto  que  es  pobre  de 
solemnidad ,  autorizado  todo  por  el  escribano  ó  secretario. 
Y  las  condenas  originales  se.  archivarán  en  la  Mayoría  del 
presidio. 


IX.  El  cumplimiento  de  la  condena  fe  empezará  á  contar, 
en  cuanto  á  la  duración  de  la  pena  ,  desde  el  dia  en  que  la 
última  sentencia  del  tribunal  ó  juzgado  competente  fué  no- 
tificada al  reo,  sin  otra  interrupción  ó  pérdida,  si  se  deser- 
tare, que  la  del  tiempo  que  estuviere  fugado. 

No  habrá  presidiarios  rebajados  ó  destinados  al  servicio 
doméstico ,  ó  que  gozan  de  libertad  morando  en  casas  par- 
ticulares, aunque  dejen  el  pan  y  prest,  pues  todos  han  de 
cumplir  sus  condenas  en  el  presidio  con  sujeción  á  su  go- 
bierno y  disciplina. 

Ningún  jefe  de  presidios  dispensará  por  sí  rebaja  por  pe- 
queña que  sea  del  tiempo  que  designe  la  condena,  ni  alzará 
la  retención  á  los  que  la  tengan,  ni  concederá  indulto,  con- 
mutación de  pena  ó  licencia  temporal.  La  imposibilidad  de 
trabajar,  ó  la  falta  de  salud  no  eximirá  à  los  confinados  del 
cumplimiento  de  la  pena  prefijada  en  su  sentencia,  y  solo 
en  un  caso  raro  ,  como  de  locura  permanente ,  decrepitud 
estremada,  ceguedad  ú  otro  semejante,  se  formará  espe- 
diente que  remitirá  el  subdelegado  de  la  provincia  al  direc- 
tor general  para  que  lo  eleve  á  la  real  consideración. 

Subsistirán  las  reales  órdenes  preventivas  de  que  los 
eclesiásticos  cumplan  sus  condenas  en  los  conventos,  hospi- 
tales, casas  de  reclusión  ó  cárceles  eclesiásticas  de  la  Pe- 
nínsula, y  que  solamente  se  les  destine  á  África  por  delitos 
de  la  mayor  gravedad. 

Y  en  este  caso  precederá  real  licencia  por  el  ministerio 
de  la  Gobernación  comunicada  al  director  general ,  y  por 
este  al  jefe  del  establecimiento  con  la  asignación  eclesiástica 
que  hagan  al  penado  sus  superiores  sobre  capellanías,  bene- 
ficios, obispados  ó  religiones  á  que  pertenezcan  ,  suficiente 
para  su  manutención  y  gastos,  que  no  deben  gravitar  sobre 
el  presupuesto  de  presidios  civiles. 

Los  presidiarios  de  África  no  deberán  ser  ocupados  en 
faena  de  marinero,  remero  ú  otra  semejante ,  ni  en  los  jabe- 
ques ó  buques  de  los  presidios,  á  fin  de  evitar  que  eludan 
las  condenas ,  y  se  fuguen  á  la  costa  del  Moro  ó  á  la  Penín- 
sula. Arts.  <296  y  302. 

X.  Con  copia  certificada  de  los  asientos  del  libró  de  la 
Mayoría  respectiva  ,  é  informe  del  jefe,  se  propondrá  por  el 
conducto  del  jefe  político  respectivo  al  director  general  el 
presidiario  que  por  su  mérito  particular  ó  trabajo  estraor- 
dinario ,  arrepentimiento  y  corrección  acreditada  deba  ser 
atendido  y  premiado  con  alguna  rebaja  de  tiempo ,  bajo 
grave  responsabilidad  en  la  exactitud  de  los  informes,  ins- 
truyéndose el  espediente  por  el  ministerio  de  Gracia  y  Jus- 
ticia. El  director  cuando  lo  considere  oportuno  pedirá  otros 
á  las  autoridades,  ó  personas  de  carácter  que  tenga  por  con- 
veniente, para  asegurarse  del  arrepentimiento  y  enmienda 
del  interesado  ,  y  con  presencia  de  estos  datos  y  de  la  con- 
dena propondrá  al  rey  la  rebaja  ó  la  suspenderá  hasta  que 
el  presidiario  dé  mayores  pruebas  de  merecimiento. 

No  se  propondrá  para  rebaja  á  los  presidiarios  que  no 
hayan  cumplido  sin  nota  la  mitad  del  tiempo  de  su  condena. 

La  rebaja  no  escederá  jamas  de  la  tercera  parle  del  tiempo 
de  la  condena  ,  aun  cuando  se  reúnan  muchos  motivos  para 
concederla,  según  está  prevenido  en  real  orden  de  16  de 
junio  de  1830  :  en  el  caso  en  que  por  gracia  especial  conce- 
diere el  rey  alguna  rebaja,  no  se  anotará  al  presidiario  ni 
se  le  espedirá  la  licencia  ,  sin  que  precedan  las  diligencias 
espresadas  y  la  aprobación  real. 

Las  rebajas  no  serán  estensivas  á  ltrv  sentenciados  con 
retención,  los  cuales  cumplirán  su  condena  dia  por  dia, 
pero  se  tendrán  presentes  su  conducta  y  circunslancias  en 
el  espediente  que  se  formará,  cumplidos  los  diez  años,  para 
alzarles  la  retención.  Tampoco  se  concederán  á  los  que  se 
hubiesen  desertado ,  y  si  lo  verificasen  después  de  obtenidas 
las  perderán. 

Los  espedientes  de  rebajas  se  prepararán  con  la  oportuna 
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anticipación ,  á  fin  de  que  las  concedidas  por  corrección  y 
adelantamientos  en  las  artes  ú  oficios  que  se  enseñen  en  el 
presidio ,  se  publiquen  para  satisfacción  de  los  interesados  y 
estímulo  de  los  demás,  en  el  dia  de  la  Reina,  ó  en  los  de  sus 
legítimos  sucesores. 

Estos  artículos  y  los  demás  sobre  deserción  y  correcciones 
fo  imprimirán  y  fijarán  en  los  parajes  mas  concurridos  de 
los  presidios,  y  se  leerán  el  dia  Io.  de  cada  mes  á  todos  los 
presidiarios.  Arl.  303  hasta  308. 

XI.  Los  espedientes  de  licencias  se  instruirán  en  la  Ma- 
yoría cuatro  meses  antes  del  cumplimiento  de  la  condena  , 
á  fin  de  que  los  confinados  las  reciban  indefectiblemente, 
y  bajo  la  responsabilidad  de  los  comandantes,  en  los 
mismos  dias  en  que  espire  el  término  de  las  sentencias 
respectivas. 

Los  comandantes  remitirán  al  director  genera"!  una  copia 
del  asiento  del  libro  correspondiente  al  confinado  á  quien 
haya  de  espedirse  la  licencia,  y  una  liquidación  á  conti- 
nuación del  tiempo  que  lleve  de  presidio.  Si  el  director  halla 
estos  documentos  arreglados  dirigirá  la  licencia  impresa  al 
comandante,  quien  dispondrá  la  intervenga  el  comisario  de 
revisas,  y  la  entregará  al  cumplido  para  que  acompañado 
del  ayudante  se  presente  con  ella  á  la  autoridad  que  deba 
darle  el  pasaporte,  en  el  que  se  fijarán  los  dias  y  la  ruta, 
dando  aviso  al  propio  tiempo  al  jefe  político  para  que  se 
anote  la  licencia  en  la  condena  respectiva. 

El  director  general  al  espedir  las  licencias  á  los  cumplidos 
avisará  al  juez  ó  presidente  del  tribunal  que  los  sentenció,  á 
fin  de  que  comunique  las  órdenes  oportunas  para  vigilarlos, 
y  el  comandante  del  presidio  oficiará  á  la  justicia  del  pueblo 
para  el  cual  haya  pedido  el  cumplido  su  pasaporte. 

No  se  espresaràn  en  las  licencias  los  delitos  que  motiva- 
ron las  condenas  de  los  cumplidos ,  á  fin  de  que  puedan 
presentarlas  sin  rubor  satisfecha  ya  la  vindicta  pública. 

Al  presidiario  que  no  tenga  alcances  suficientes  á  su  favor 
para  restituirse  á  sus  hogares,  se  le  facilitarán  dos  reales 
diarios  por  cada  tránsito  hasta  su  pueblo  ,  con  arreglo  á  la 
rula  que  señale  el  pasaporte. 

Recibido  el  haber  de  marcha  no  podrá  el  presidiario  cum- 
plido residir  mas  de  tres  dias  en  el  pueblo  donde  se  halle  el 
presidio  ó  destacamento  á  que  perteneció,  á  no  ser  que  se 
halle  casado  en  él ,  con  parientes,  bienes  ó  antiguo  domici- 
lio; y  si  no  concurriendo  estas  circunstancias  le  conviniese 
por  su  industria  ú  otra  causa  una  escepcion  de  esta  regla 
general ,  la  pedirá  con  anticipación  por  conducto  del  co- 
mandante del  presidio  al  director  general. 

Los  que  hayan  cumplido  sus  condenas  en  los  presidios 
peninsulares  ó  en  Ultramar,  no  podrán«establecerse  en  la 
corte ,  su  rastro  ni  sitios  reales  hasta  pasados  cuatro  años 
sin  reincidencia,  bajo  la  pena  que  les  imponga  la  audiencia 
de  Madrid ,  esceptuándose  únicamente  los  naturales  ó  do- 
miciliados que  vuelvan  á  sus  casas  y  seno  de  sus  familias. 
Art.  309  hasta  315. 

XII.  Los  tribunales  no  podran  aplicar  la  pena  de  reclu- 
sión perpetua  ni  de  presidio  por  mas  de  diez  años  en  cada 
sentencia,  como  está  prevenido  en  las  leyes  7  y  1S,  título  k, 
libro  12  de  la  Novísima  Recopilación  ,  fijando  "el  tiempo  de 
la  condena  ,  que  debe  ser  cierto  y  no  dividido  en  forzoso  y 
á  voluntad  de  las  salas  del  crimen ,  como  dispone  la  real 
orden  de  !>  de  junio  de  1816,  pudiendo  únicamente  agregar 
la  cláusula  de  retención  para  después  de  cumplidos  los  diez 
años  respecto  de  los  reos  mas  graves  ,  los  que  serán  cuida- 
dosamente vigilados  por  los  jefes  de  los  presidios  de  África 
para  evacuar  con  acierto  los  informes  que  so  les  pidan. 

Ni  el  director  general ,  ni  los  jefes  de  los  presidios ,  ni 
tribunal  alguno  del  reino  podrá  alzar  las  retenciones,  reser- 
vándose el  rey  hacerlo  cuando  lo  estime  conveniente  por  el 
ministerio  de  la  Gobernación. 


Para  ello  precederá  solicitud  del  interesado ,  que  infor- 
mada al  margen  por  la  junta  económica  con  el  estrado  de 
las  condenas  y  anotaciones  del  libro  del  presidio  remitirá 
el  comandante  al  gobernador  de  la  plaza ,  y  este  con  su  in- 
forme al  director  general ,  quien  por  su  parte  lo  pedirá  al 
gobernador  de  la  sala  del  crimen  ó  juez  que  impuso  la  re- 
tención ,  acompañándoles  un  resumen  exacto  del  espediente, 
instruido  para  alzarla. 

El  gobernador  de  la  sala  ó  juez  de  la  causa,  con  estrado 
breve  de  ella,  manifestará  su  parecer,  espresando  los  fun- 
damentos en  que  lo  apoye ,  y  teniendo  presente  que  la  pena 
no  debe  ser  perpetua. 

El  director  general  podrá  pedir  aclaraciones  de  estos  in- 
formes y  cualesquiera  otros  que  estime  convenientes ,  y  cor 
presencia  de  ellos  propondrá  al  rey  por  el  ministerio  de  la 
Gobernación  la  resolución,  que  considere  justa. 

Cuando  el  sentenciado  con  retención  haya  cumplido  los 
diez  años,  y  dos  mas  en  el  presidio,  dia  por  dia  y  sin  rebaja, 
sin  reincidir  ó  incurrir  en  delito,  se  le  graduará  de  corre- 
gido ,  y  no  se  le  detendrá  su  licencia  de  cumplido,  prece- 
diendo siempre  la  real  aprobación.  Art.  316  /tosía  321. 

XIII.  El  presidiario  que  falte  á  la  lista,  ó  pernocte  fuera 
del  presidio,  será  penado  correccionalmente por  disposición 
del  comandante. 

El  que  se  deserte ,  saliendo  del  pueblo  en  que  se  halle  el 
establecimiento  ó  destacamento  del  presidio,  si  antes  de 
ocho  dias  se  presenta  voluntariamente  ,  se  sujetará  á  una 
corrección  mayor  por  primera  vez. 

El  que  pasados  los  ocho  dias  en  cualquier  tiempo  se  pre- 
sente voluntariamente  sin  ser  aprehendido,  perderá  como 
todo  desertor,  el  tiempo  que  esté  fugado  ,  y  se  le  recarga- 
rán cuatro  meses  en  su  condena  por  primera  vez. 

El  desertor  de  presidio  peninsular  ó  depósito  correccio- 
nal ,  siéndolo  de  primera  vez ,  perderá  ,  si  fuere  aprehen- 
dido ,  ademas  del  tiempo  que  esté  fugado  las  rebajas  que  se 
le  hayan  concedido  ,  se  pondrá  en  mayor  seguridad,  unién- 
dolo á  otro  en  cadena  por  el  tiempo  que  se  gradúe  necesa- 
rio :  y  se  le  recargarán  un  año  á  su  condena ,  y  dos  si  es  de 
los  destinados  á  África,  aunque  deserte  en  el  tránsito  ;  pero 
si  después  acreditase  de  un  modo  positivo  su  enmienda, 
aplicación  al  trabajo  y  buena  conducta ,  podrá  obtener 
alguna  rebaja  de  tiempo,  que  perderá  si  reincidiese. 

El  desertor  de  segunda  de  depósito  correccional  sufrirá 
la  recarga  de  dos  años,  y  pasará  á  un  presidio  peninsular  á 
cumplir  su  tiempo. 

Al  desertor  de  segunda  de  presidio  peninsular  se  le  re- 
cargarán dos  años ,  que  cumplirá  en  África  con  los  que  le 
resten  de  su  condena. 

Si  fuese  desertor  de  segunda  de  los  destinados  á  Ultra- 
mar, tendrá  la  recarga  de  cuatro  años,  que  cumplirá  en  otro 
de  los  de  su  clase  con  la  mayor  seguridad. 

Si  los  desertores  de  segunda  se  presentasen  voluntaria- 
mente, redimirán  la  mitad  del  tiempo  de  la  recarga. 

El  desertor  al  campo  del  Moro  sufrirá  la  pena  que  impo- 
nen los  bandos  que  anualmente  se  publican  en  los  presidios 
de  África  contra,  tales  desertores  de  las  clases  de  tropa  y 
presidiarios. 

Cuando  ocurran  aprehensiones  y  presentaciones  de  deser- 
tores, sin  formar  proceso  ni  espediente,  se  anotará  en  el 
libro  á  continuación  de  la  deserción,  con  espresion  del  dia, 
el  de  la  entrada  y  la  recarga,  dando  cuenta  al  subdelegado 
de  Fomento  y  al  director  general  para  el  arreglo  de  sus 
asientos. 

En  el  momento  en  que  se  advierta  la  deserción,  el  co- 
mandante del  presidio  dará  noticia  de  ella  ,  y  oficiará  para 
la  aprehensión  á  las  justicias  inmediatas,  á  la  del  domicilio 
y  procedencia  del  reo,  á  la  policía  y  al  subdelegado  de 
Fomento  de  la  provincia  de  su  naturaleza  y  último  domici- 
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lio,  para  que  perseguido  en  todas  direcciones  se  logre  su 
pronta  captura. 

Si  en  la  deserción  del  presidiario  concurren  circunstancias 
agravantes,  corno  la  de  desertar  al  campo  del  Moro,  ó  eje- 
cutarla con  escalamiento,  resistencia  ú  otro  acto  que  cons- 
tituya delito  distinto  que  el  de  la  deserción,  será  juzgado  en 
cuanto  á  este  por  el  juez  competente  para  que  ademas  de 
la  pena  de  desertor  sufra  la  que  corresponda  por  la  circuns- 
tancia agravante,  ó  crimen  agregado  á  ella. 

Las  omisiones  reparables  ,  desobediencia,  faltas  contra  la 
disciplina,  buen  gobierno  ú  órdenes  de  los  jefes,  se  refre- 
narán en  los  presidios,  depósitos  ó  destacamentos  p*or  correc- 
ciones oportunas  y  proporcionadas  siempre  que  el  esceso 
no  llegue  á  constituir  delito  de  los  que  se  castigan  por  las 
leyes  comunes,  en  cuyo  caso  se  dará  parle  al  juez  compe- 
tente. 

Para  los  escesos,  reincidencias  y  faltas  de  mas  trascen- 
dencia y  gravedad  en  lo  correccional  se  usará  de  la  prisión 
solitaria  por  el  tiempo  necesario  en  una  celdilla  de  seis  á 
ocho  pies  de  ancho  y  nueve  de  elevación  ,  aislada  y  con  in- 
comunicación absoluta  aun  con  el  que  cuide  de  proveer  de 
alimento  al  preso. 

Contra  los  que  no  se  contuviesen  después  de  estas  correc- 
ciones ,  se  instruirá  espediente  gubernativo  para  trasladar- 
los á  los  presidios  de  África,  donde  cumplirán  el  tiempo  que 
les  reste  de  sus  condenas ,  previa  la  aprobación  del  direc- 
tor general. 

Del  mismo  modo  se  procederá  en  África  dando  parte  con 
los  espedientes  de  los  incorregibles  al  director  general  para 
su  encierro  temporal  ó  perpetuo ,  y  evitar  pendencias  y 
muertes. 

Para  imponer  la  pena  de  palos,  azotes  ú  otras  graves, 
debe  preceder  formación  de  causa.  La  mortificación  cor- 
reccional consistirá  en  reagravación  de  hierro,  encierro 
durante  el  dia  y  noche,  calabozo,  privación  de  alimento, 
reduciéndolo  á  pan  y  agua  por  algún  tiempo  moderado ,  y 
sin  perjuicio  de  la  salud  del  presidiario  ,  ó  del  producto  de 
su  trabajo,  aumento  de  otro  mas  penoso  á  los  holgazanes,  y 
retardación  del  alimento  ordinario  hasta  concluir  su  tarea 
regular.  Para  los  que  abusen  con  palabras  ó  geslos  inde- 
centes se  podrá  usar  de  la  mordaza  ó  argolla  en  público  en 
el  patio  del  cuartel,  de  modo  que  sea  visto,  pero  no  mofado 
por  los  demás  de  su  clase. 

Un  consejo  de  disciplina  compuesto  de  los  vocales  de  la 
junta  económica  calificará  los  casos  mas  graves  de  correc- 
ción, y  acordará  el  castigo  que  debe  imponerse  à  los  pena- 
dos, sin  perder  de  vista  que  el  principal  objeto  de  toda 
disciplina  es  precaver  los  delitos. 

En  celebridad  del  dia  de  la  Reina ,  ó  de  sus  sucesores  , 
cesarán  las  reagravaciones  de  hierro,  encierros  estraordi- 
narios,  calabozos,  uso  de  argolla  ó  mordaza,  el  de  la  prisión 
solitaria,  y  toda  mortificación  y  privación  correccional  de 
los  presidiarios  para  que  se  esliendaá  todos  el  júbilo.  Igual 
alivio  y  alzamiento  se  hará  en  la  Semana  santa ,  como  no 
ocurriese  ,  á  juicio  del  jefe  político  de  la  provincia,  motivo 
muy  grave  que  lo  impida  respecto  de  alguno.  Art.  523 
hasla  559. 

XIV.  En  5  de  agosto  de  1836  se  tomaron  las  disposicio- 
nes siguientes  :  Ia.  Todos  los  juzgados  conocidos  con  el 
título  de  rematados,  cualquiera  que  sea  la  autoridad  que 
los  desempeñe  y  el  ministerio  de  que  la  misma  dependa  , 
quedan  suprimidos,  debiendo  cesar  en  todas  sus  funciones 
desde  luego  y  pasar  sus  papeles  y  documentos  á  los  respec- 
tivos gobernadores  civiles  ó  jefes  políticos  ,  esceptuando  las 
causas  no  concluidas  que  se  dirigirán  à  los  jueces  que  deban 
conocer  de  ellas  conforme  á  lo  dispuesto  en  los  artículos  340 
y  siguientes  de  la  ordenanza  general  de  presidios.  —  2a.  Los 
gobernadores  civiles  desempeñaráa-tóañs  las  funciones  gu- 


bernativas que  hasta  aquí  hubiesen  estado  al  cargo  de  los 
jueces  de  rematados,  sujetándose  para  ello  á  las  prevencio- 
nes de  la  misma  ordenanza.  —  3a.  En  los  casos  de  pura 
corrección  y  deserciones  simples  de  los  presidiarios  se  pro- 
cederá gubernativamente  en  la  forma  establecida  por  orde- 
nanza. —  4a.  De  los  delitos  ó  crímenes  que  cometieren  los 
confinados  fuera  de  los  casos  espresados  en  la  anterior  dis- 
posición conocerán  las  justicias  y  tribunales  ordinarios  sin 
devengacion  de  derechos  respecto  de  los  que  carezcan  de 
bienes  ,  según  se  previene  en  los  artículos  340  y  siguientes 
de  la  citada  ordenanza. 

Y  posteriormente  enterada  S.  M.  de  una  consulta  del 
director  general  de  presidios ,  relativa  á  las  atribuciones 
que  respecto  á  aquellos  establecimientos  deben  tener  los 
fiscales  de  las  audiencias  :  y  atendiendo  á  que  del  mismo 
modo  que  á  los  fiscales,  como  partes  de  la  administración 
representantes  delinteres  público,  corresponde  reclamar 
ante  los  tribunales  la  aplicación  de  las  leyes  en  las  causas 
criminales  ,  así  también  debe  corresponderás  la  averigua- 
ción de  si  se  ejecuta  ó  no  lo  juzgado  ;  se  ha  servido  resolver 
S.  M.  que  desde  luego  se  los  considere  autorizados  para 
visitar  los  presidios,  cárceles  y  casas  de  corrección  de  mu- 
jeres ,  siempre  que  lo  juzguen  conveniente  ;  pero  sin  que 
puedan  introducir  ninguna  variación  en  el  régimen  y  disci- 
plina délas  prisiones,  debiendo  limitarse  á  esponer  al  go- 
bierno los  vicios  que  notaren.  Real  orden  de  29  de  enero 
de  1846. 

PRESO.  El  que  está  encarcelado.  Véase  Prisión. 

-f-  PRESOS  miutares.  Deben  estar  en  los  cuarteles  ,  y 
si  las  circunstancias  ó  algún  caso  estraordinario  exigiesen 
su  traslación  á  la  cárcel,  no  debe  pagar  el  soldado  por  razón 
de  carcelaje  sino  cuando  esté  desaforado  y  reputado  por 
paisano,  y  aun  en  este  caso,  nunca  del  haber  que  como  sol- 
dado le  corresponde,  sino  de  los  bienes  ó  dinero  que  tuviese. 
Rls.  órds.  de  17  de  marzo  de  177b  y  21  de  mayo  de  1828. 

f  PRESOS  pobres.  Véase  Alimentos  de  los  presos  pobres. 

PRESTACIÓN.  El  censo,  canon ,  foro,  tributo ,  rédito , 
interés,  derecho  ú  otra  carga  anual  á  que  uno  está  obligado; 
—  y  el  acto  de  dar  ó  hacer  alguna  cosa ,  como  prestación 
de  juramento  ó  de  homenaje. 

PRESTAMISTA.  El  que  da  ó  toma  dinero  á  préstamo; 
pero  mas  comunmente  se  entiende  el  que  da ,  que  también 
se  llama,  aunque  con  menos  frecuencia  ,  prestador  y  mu- 
tuante. Véase  Mutuante. 

PREST  ARIO.  La  porción  ó  parte  desmembrada  del  be- 
neficio curado,  que  se  destina  para  ayudar  á  los  mozos 
hábiles  y  virtuosos  el  tiempo  que  se  mantienen  en  las  uni- 
versidades hasta  que  tengan  letras,  edad  y  suficiencia  para 
darles  beneficios  ú  otros  empleos.  En  algún  tiempo  se  desti- 
naban también  y  daban  los  préstamos  á  los  soldados  qua 
peleaban  contra  los  infieles. 

PRÉSTAMO.  Un  contrato  por  el  que  una  persona  en- 
trega áotra  graciosamente  alguna  cosa  suya  para  que  se  sirva 
de  ella  por  cierto  tiempo  ;  ley  i,  lit.  1 ,  Part.  S.  Hay  dos 
especies  de  préstamo,  á  saber  :  el  de  las  cosas  que  pueden 
usarse  sin  destruirse  ;  y  el  de  las  cosas  que  se  consumen  con 
el  uso.  La  primera  especie  se  llama  comodato  ;  y  la  segunda 
mutuo  ;  ley  1  cit.  El  préstamo  en  general  es  un  contrato  si- 
nalagmático imperfecto ,  porque  la  obligación  de  la  una  de 
las  partes  existe  en  el  momento  mismo  de  su  celebración,  y 
la  otra  depende  de  un  hecho  posterior  que  puede  existir  ó 
no,  ex  posl  facto.  La  obligación  principal  de  este  contrato  es 
la  que  se  imponed  comodatario  ó  mutuatario,  esto  es,  el 
que  toma  prestado ,  de  volver  la  cosa  que  ha  recibido  :  las 
obligaciones  del  comodante  ó  mutuante  ,  esto  es,  del  queda 
prestado,  no  se  miran  sino  como  incidentes  y  accesorias. — 
El  préstamo  es  también  contrato  real,  es  decir  que  no  puede 
formarse  sino  por  la  entrega  ó  tradición ,  pues  la  obligación 
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de  restituirla  cosa,  que  es  la  obligación  principal  del  prés- 
tamo, y  la  que  constituye  su  esencia,  no  puede  nacer  ni 
tener  principio  antes  que  se  haya  recibido  la  cosa  que  es  su 
objeto.  Mas  no  se  deduzca  de  aquí  que  seria  nula  la  conven- 
ción en  que  yo  me  hubiese  obligado  á  prestarte  alguna  cosa: 
tú  tendrías  derecho  en  este  caso  para  compelerme  á  entre- 
garle la  cosa  prometida  ;  mas  el  préstamo  no  quedaría  for- 
mado sino  después  de  la  entrega.  El  préstamo  es  gratuito 
por  su  naturaleza,  con  especialidad  el  de  cosas  que  no  se 
consumen  por  el  uso;  pues  si  mediase  precio ,  se  converti- 
ría en  alquiler  ó  en  contrato  innominado.  Permítese  no  obs- 
tante estipular  algún  interés  en  el  préstamo  de  cosas  que  se 
consumen  por  el  uso,  para  indemnizar  al  prestamista  de  los 
perjuicios  que  puede  esperimentar  por  la  privación  de  la 
cosa  que  presta  (1).  Véase  Comodato  y  Mutuo  con  sus  artí- 
culos adhérentes. 

PRÉSTAMO  mercantil.  "El  contrato  por  eT  que  se  da  ó 
entrega  á  un  comerciante  alguna  cantidad  de  dinero  ú  otra 
cosa  para  que  se  sirva  de  ella  en  actos  ú  operaciones  de  co- 
mercio ,  con  la  obligación  de  restituir  otro  tanto  dentro  de 
cierto  tiempo.  Sigúese  de  la  definición,  que  para  que  un 
préstamo  se  tenga  por  mercantil ,  es  necesario  que  se  haga 
entre  comerciantes ,  ó  que  al  menos  el  deudor  tenga  esta 
calidad ,  y  que  se  contraiga  en  el  concepto  y  con  la  espre- 
sion  de  que  la  cosa  prestada  se  deslina  á  actos  de  comercio, 
y  no  para  necesidades  ajenas  de  este,  de  modo  que  faltando 
cualquiera  de  estas  dos  condiciones  se  considera  como  prés- 
tamo común,  y  se  rige  por  las  leyes  comunes  ;  art.  587  del 
cód.  de  com. —  El  comerciante  que  retardé  el  pago  de  su  deuda 
después  de  cumplido  el  plazo  estipulado,  debe  pagar  rédito 
desde  el  dia  en  que  conste  en  forma  auténtica  que  fué  inter- 
pelado al  pago  de  orden  del  juez  ó  por  requerimiento  extra- 
judicial  ante  escribano.  Consisliendo  el  préstamo  en  espe- 
cies ,  se  ha  de  graduar  su  valor  para  computar  dicho  rédito 
por  los  precios  mercuriales  que  en  el  dia  del  vencimiento  de 
la  obligación  tengan  las  especies  prestadas  en  el  lugar  donde 
debía  hacerse  su  devolución  ;  arts.  588  y  389.  —  El  prés- 
tamo hecho  por  tiempo  indeterminado  no  puede  exigirse  sin 
prevenir  al  deudor  la  restitución  con  treinta  dias  de  antici- 
pación. Cuando  no  resulta  bien  determinado  el  plazo,  lo  fija' 
el  tribunal  prudencialmente  según  las  circunstancias  de  los 
contrayentes  y  términos  del  contrato.  En  los  préstamos  he- 
chos én  dinero  por  una  cantidad  determinada,  cumple  el 
deudor  con  devolver  igual  cantidad  numérica  con  arreglo  al 
valor  nominal  que  tenga  la  moneda  cuando  se  haga  la  devo- 
lución. Pero  si  el  préstamo  se  hubiere  contraído  sobre  mo- 
nedas específicamente  determinadas  con  condición  de  de- 
volverlo en  otras  de  la  misma  especie,  se  cumplirá  así  por 
el  deudor,  aun  cuando  sobrevenga  alteración  en  el  valor  no- 
minal de  las  monedas  que  recibió  ;  art.  590  hasta  592. 

Los  réditos  de  los  préstamos  entre  comerciantes  se  han  de 
pactar  siempre  en  cantidades  determinadas  de  dinero ,  aun 
cuando  el  préstamo  consista  en  efectos  ó  géneros  de  comer- 
cio ;  art.  595. —  Los  préstamos  no  causan  obligación  de  pa- 
gar rédito  sino  se  pactan  espresamente  por  escrito.  Si  el 
deudor  paga  voluntariamente  réditos  sin  haberlos  estipula- 
do, no  puede  repetirlos  sino  en  cuanto  hayan  escedido  la 
tasa  legal ,  pues  se  entiende  haberlos  dado  por  remunera- 
ción de  gratitud.  Los  rédilos  estipulados  corren  también  du- 
rante el  tiempo  en  que  se  demore  la  devolución  del  capital  ; 
arts.  594,  595  y  596.  —  El  interés  legal  es  de  un  seis  por 
ciento  al  año  ;  y  el  convencional  no  puede  esceder  de  la 
misma  tasa. —  No  se  debe  rédito  de  réditos  devengados  '& 
mientras  que  no  se  incluyen  estos  como  aumento  de  capital 
en  .un  nuevo  contrato,  ó  se  agregan  al  saldo  de  cuentas  fi- 
jado de  común  acuerdo  ó  por  declaración  judicial.  —  El  do- 
^  i 

(O  Vóanse  las  notas  al  art.  ínteres  del  dinero. 


cumento  de  recibo  del  capital  que  hubiere  dado  el  acreedor 
sin  reservarse  espresamente  la  reclamación  de  réditos,  hace 
presumir  el  pago  de  estos,  que  por  consiguiente  se  tienen 
por  condonados  ;  art.  597  hasla  403. 

PRÉSTAMO  Á  la  gruesa  ó  Á  riesgo  ..'.arítimo.  En  el 
comercio  marítimo  es  un  contrato  por  el  que  una  persona 
presta  á  otra  cierta  cantidad  sobre  objetos  espuestos  á  riesgos 
marítimos ,  con  la  condición  de  que  pereciendo  estos  objetos 
pierda  el  dador  la  suma  prestada,  y  llegando  ábuen  puerto 
los  objetos  se  le  devuelva  la  suma  con  un  premio  convenido. 

Este  contrato  puede  celebrarse  por  instrumento  público  , 
por  póliza  firmada  por  las  partes  con  intervención  de  cor- 
redor, y  por  documento  privado  entre  los  contrayentes.  El 
instrumento  público,  la  póliza  del  demandante  comprobada 
por  el  registro  del  corredor,  y  el  documento  privado  recono- 
cido en  juicio  ó  en  otra  forma  suficiente  ,  traen  aparejada 
ejecución;  pero  sobre  el  préstamo  contraído  de  palabra  no 
se  admite  demanda  ni  prueba  alguna  ;  art.  812.  —  Las  es- 
crituras y  pólizas  obtienen  preferencia  en  perjuicio  de  ter- 
cero, si  se  toma  razón  de  ellas  en  el  registro  de  hipotecas 
del  partido  dentro  de  los  ocho  dias  siguientes  al  de  su  fecha , 
sin  cuyo  requisito  no  producen  efecto  sino  entre  los  que  las 
suscribieron.  Con  respecto  á  los  contratos  que  se  hagan  en 
país  estranjero  será  suficiente  se  celebren  anle  el  cónsul ,  ó 
no  habiéndolo  ante  la  autoridad  que  conozca  de  los  asuntos 
mercantiles  ;  art.  813.  —  El  instrumento  público  ó  privado 
debe  espresar:  la  clase,  nombre  y  matrícula  del  buque;  los 
nombres,  apellidos  y  domicilios  del  capitán  ,  del  dador  y 
del  tomador  del  préstamo  ;  el  capital  del  préstamo  y  el  pre- 
mio convenido;  el  plazo  del  reembolso;  los  efectos  hipote- 
cados; y  el  viaje  por  el  cual  se  corra  el  riesgo;  art.  Süi.  — 
Las  pólizas  pueden  cederse  y  negociarse  por  endosos'estando 
estendidas  á  la  orden.  —  Puede  hacerse  el  préstamo  no  sola- 
mente en  moneda  metálica  sino  también  en  efectos ,  arre- 
glándose en  este  caso  por  ngnyegio  de  las  Dartes  un  valor 
fijo;  arts.  815  y  816. 

Puede  constituirse  el  préstamo  conjunta  o  separadamente 
sobre  el  casco  y  quilla  del  buque  ,  las  velas  y  aparejos  ,  el 
armamento  y  vituallas,  y  las  mercaderías  cargadas.  Si  se 
constituye  sobre  el  casco  y  quilla  del  buque,  se  entienden 
hipotecados  al  capital  y  premios  el  buque,  las  velas,  apa- 
rejos, armamento,  provisiones  ,  y  los  fletes  que  ganare  en 
el  viaje.  Si  sobre  la  carga  en  general ,  se  comprenden  en  la 
hipoteca  todas  las  mercaderías  y  efectos  que  la  componen  ; 
y  si  sobre  un  objeto  particular  del  buque  ó  de  la  carga,  solo 
este  y  no  lo  restante  será  hipoteca  del  préstamo;  arts.  817 
y  818.  —  No  puede  tomarse  dinero  á  la  gruesa  sobre  los 
fletes  no  devengados  de  la  nave,  ni  sobre  las  ganancias  que 
se  esperen  del  cargamento;  y  el  prestador  que  lo  diere  no 
tendrá  mas  derecho  que  al  reembolso  del  capital  sin  premio 
alguno.  Después  de  realizados  los  fletes ,  así  estos  como  las 
ganancias  que  se  hayan  sacado  del  cargamento  pueden  ser 
ejecutados  para  pago  de  los  préstamos  en  esta  forma  :  los 
fletes  por  el  que  se  hizo  sobre  el  casco  y  quilla  de  la  nave, 
y  los  beneficios  de  la  carga  por  el  que  se  dio  sobre  ella; 
arts.  819  y  820.  Tampoco  puede  hacerse  préstamo  ala  gruesa 
al  equipaje  de  la  nave  sobre  sus  salarios.  No  puede  tomarse  á 
la  gruesa  sobre  el  cuerpo  y  quilla  de  la  nave  mas  cantidad 
que  las  tres  cuartas  partes  de  su  valor;  ni  sobre  las  merca- 
derías cargadas  una  cantidad  superior  al  importe  del  valor 
que  tengan  en  el  puerto  donde  empezaron  á  correr  el  riesgo. 
Las  cantidades  que  escedieren  de  estas  proporciones  deben 
restituirse  al  prestador  con  el  rédito  correspondiente  al 
tiempo  en  que  haya  estado  en  desembolso  de  ellas  ;  y  si  se 
probare  que  el  tomador  usó  de  medios  fraudulentos  para 
dar  un  valor  exagerado  á  los  objetos  sobre  que  se  hizo  el 
préstamo,  ha  de  pagar  también  el  premio  convenido  en  esto 
que  corresponda  á  las  cantidades  devueltas;  arl.  821  hasta 
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823.  —  Cuando  el  que  tomó  un  préstamo  para  cargar  el 
buque  no  pudiese  emplear  en  la  carga  toda  la  cantidad  pres- 
tada, ha  de  restituir  el  sobrante  al  prestador  antes  de  la 
espedicion  de  la  nave  ;  y  lo  mismo  debe  hacer  con  los  efectos 
que  hubiere  tomado  en  préstamo,  si  no  hubiese  podido  car- 
garlos; art.  82ft. 

No  quedan  obligados  el  buque ,  sus  aparejos ,  armamento, 
ni  vituallas  al  préstamo  que  lome  el  capitán  en  la  plaza 
donde  residan  el  naviero  ó  sus  consignatarios,  sin  que  estos 
intervengan  en  el  contrato  ó  lo  aprueben  por  escrito  ;  y  la 
obligación  del  capitán  solo  es  eficaz  con  respecto  ala  nave 
por  la  parte  de  propiedad  que  tenga  en  ella.  Fuera  déla  plaza 
donde  residan  el  naviero  ó  el  consignatario  del  buque,  puede 
el  capitán  tomar  préstamo  á  la  gruesa  sobre  el  casco,  quilla 
y  aparejos ,  en  caso  necesario  por  falta  de  otros  medios  mas 
ventajosas,  y  con  previa  licencia  del  tribunal  de  comercio 
del  puerlo  donde  se  halle  ,  y  en  pais  estranjero  del  cónsul , 
ó  no  habiéndolo  de  la  autoridad  que  conozca  de  los  asuntos 
mercantiles  ;  arls.  82o  y  826. 

Es  nulo  el  contrato  á  la  gruesa  que  se  celebro  sobre  efec- 
tos que  estuviesen  corriendo  riesgo  al  tiempo  de  su  celebra- 
ción. Cuando  los  efectos  sobre  que  se  toma  dinero  á  la  gruesa 
no  llegan  á  ponerse  en  riesgo ,  queda  sin  efecto  el  con- 
trato. —  Las  cantidades  tomadas  à  la  gruesa  para  el  último 
viaje  del  buque  ,  se  han  de  pagar  con  preferencia  á  los  prés- 
tamos de  los  viajes  anteriores,  aun  cuando  estos  últimos  se 
hubiesen  prorogado  por  un  pacto  espreso.  Los  préstamos 
hechos  durante  el  viaje  son  preferidos  á  los  que  se  hicieron 
antes  de  la  espedicion  de  la  nave,  graduándose  entre  ellos 
'la  preferencia  en  el  caso  de  ser  muchos  por  el  orden  con- 
trario al  de  sus  fechas.  Estas  disposiciones  de  preferencia  se 
apoyan  en  el  principio  de  que  sin  los  últimos  que  prestan  ó 
contribuyen  para  la  conservación  de  los  objetos  se  hubieran 
perdido  estos  para  los  contribuyentes  anteriores  ;  arls.  827 
y  830. 

Las  acciones  del  prestador  se  estinguen  enteramente  con 
la  pérdida  absoluta  de  los  efectos  sobre  que  se  hizo  el  prés- 
tamo ,  acaecida  en  el  tiempo  y  lugar  convenidos  para  cor- 
rer el  riesgo,  con  tal  que  no  proceda  de  causa  esceptuada 
por  pacto  especial,  ó  dé  vicio  propio  de  la  cosa,  de  dolo  ó 
culpa  del  tomador,  de  baraterías  del  capitán  ó  del  equipaje, 
de  haberse  cargado  las  mercaderías  sin  necesidad  en  buque 
diferente  del  que  se  designó  en  el  contrato ,  ó  de  emplearse 
el  buque  en  el  contrabando.  El  tomador  es  el  que  debe  pro- 
bar la  pérdida ,  y  en  los  préstamos  sobre  el  cargamento  jus- 
tificar asimismo  que  los  efectos  declarados  al  prestador 
como  objetos  del  préstamo  existían  realmente  en  la  nave 
embarcados  de  su  cuenta  ,  y  que  corrieron  los  riesgos  ; 
orí.  831  lutsla  833.  —  Los  prestadores  tienen  que  soportar 
á  prorata  de  su  interés  respectivo  las  averias  comunes  que 
ocurran  en  las  cosas  sobre  que  se  hizo  el  préstamo  ;  y  lo 
mismo  á  falta  de  convenio  espreso  las  averías  simples  que  no 
pertenezcan  á  las  especies  de  riesgos  esceptuados;  art.  834. 
—  En  defecto  de  pacto ,  el  riesgo  empieza  á  correr  en  cuanto 
al  buque  y  sus  agregados  desde  el  momento  en  que  se  hizo 
á  la  vela  hasta  que  ancló  y  quedó  fondeado  en  el  puerto  de 
su  destino  ;  y  en  cuanto  á  las  mercaderías  desde  que  se  car- 
guen en  la  playa  del  puerto  donde  se  hace  la  espedicion 
hasta  que  se  descarguen  en  el  puerto  de  la  consignación  ; 
art.  85b\  —  Acaeciendo  naufragio,  percibe  el  prestador  la 
cantidad  que  produzcan  los  efectos  salvados  sobre  que  se 
constituyó  el  préstamo,  deduciéndoselosgastoscausadospara 
ponerlos  á  salvo  ;  art.  856.  —  Si  con  el  prestador  á  la  gruesa 
concurriere  en  caso  de  naufragio  un  asegurador  de  los  mis- 
mos objetos  sobre  que  estuviere  constituido  el  préstamo , 
dividirán  entre  sí  el  producto  de  los  que  se  hubieren  salva- 
do ,  á  prorala  de  su  interés  respectivo  ,  siempre  que  la  can- 
tidad asegurada  cupiqrji  en  el  Yalor  de  los  objetos,  desnues 


Je  deducido  elimporle  del  préstamo.  No  siendo  así,  perci- 
birá solamente  el  asegurador  la  parte  proporcional  que  cor- 
responda al  resto  del  valor  de  las  cosas  aseguradas,  hecha 
antes  la  espresada  deducción  ;  art.  837.  —  Dándose  fiador 
en  el  contrato  á  la  gruesa  ,  se  le  tiene  por  obligado  manco- 
munadamente  con  el  tomador,  si  en  la  fianza  no  se  puso  res- 
tricción en  contrario.  Cumplido  el  tiempo  que  se  fijó  para  la 
fianza  ,  queda  estinguida  la  obligación  del  fiador,  como  no 
se  renueve  por  un  segundo  contrato;  art.  838.  —  Si  hubiere 
demora  en  la  reintegración  del  capital  prestado  y  de  sus 
premios  ,  tendrá  derecho  el  prestador  al  rédito  mercantil 
que  corresponda  al  capital,  sin  inclusion  délos  premios; 
art.  859(1). 

PEESUNCEON.  La  conjetura  ó  indicio  que  sacamos,  ya 
del  modo  que  generalmente  tienen  los  hombres  de  condu- 
cirse, ya  de  las  leyes  ordinarias  de  la  naturaleza;  ó  bien  : 
la  consecuencia  que  saca  la  ley  ó  el  magistrado  de  un 
hecho  conocido  para  averiguar  la  verdad  de  un  hecho 
desconocido  ó  incierto.  Hay  pues  dos  especies  de  presun- 
ción; á  saber,  una  determinada  por  la  ley,  que  se  llama 
presunción  legal  ó  de  derecho ,  y  otra  que  forma  el  juez  por 
las  circunstancias  antecedentes,  concomitantes  ó  subsiguien- 
tes al  hecho  principal  que  se  examina,  y  se  llama  presun- 
ción de  hombre.  La  primera  es  de  dos  clases  ;  pues  ó  tiene 
tal  grado  de  fuerza  que  contra  ella  no  se  admite  prueba ,  y 
entonces  se  llama  presunción  juris  et  de  jure ,  de  derecho  y 
por  derecho  ;  ó  solo  se  considera  cierta  mientras  no  se  pruebe 
lo  contrario ,  y  en  tal  caso  se  llama  presunción  juris,  de  solo 
derecho.  Naciendo  v.  gr.  de  un  mismo  parto  hembra  y 
varón ,  se  presume  este  nacido  primero  ,  y  goza  por  consi- 
guiente los  derechos  de  primogenitura  :  esta  es  presunción 
juris  et  de  jure,  contra  la  cual  no  se  admite  prueba.  Justi- 
ficado el  matrimonio  de  dos  personas  ,  se  presume  que  los 
hijos  en  él  habidos  son  legítimos ,  mientras  no  se  pruebe  lo 
contrario  :  hé  aquí  la  presunción  juris.  —  La  presunción  de 
hombre  à  juez  es  de  tres  modos;  á  saber,  vehemente  ó  vio- 
lenta, probable  ó  mediana ,  y  leve,  según  el  mayor  ó  menor 
grado  que  tiene  de  probabilidad.  Décret.,  lib.  2,  til.  25  de 
prœsumplionibus ;  ley  8,  til.  Vi,  Part.  3;  ley  12,  lit.  33, 
Part.  7  ;  Cur.  Filip.,  part.  3,  §  15,  n.  11. 

La  presunción  juris  el  de  jure,  estando  bien  determinada 
por  la  ley,  es  baslante  para  probar  plenamente  ;  y  la  pre- 
sunción juris  del  mismo  modo,  no  probándose  lo  contrario. 
Las  presunciones  de  hombre,  que  son  las  que  están  estable- 
cidas por  la  ley,  solo  hacen  semiplena  probanza  mas  ó  menos 
fuerte  según  el  grado  de  probabilidad  ,  y  quedan  abando- 
nadas á  las  luces  y  á  la  prudencia  del  magistrado,  que  no 
debe  admitir  sino  las  que  sean  graves  ,  precisas  y  concor- 
dantes :  graves,  porque  es  preciso  que  el  hçcho  conocido  en 
que  se  apoya  la  presunción  haga  sacar  la  consecuencia  casi 
necesaria  del  hecho  desconocido  que  se  busca  :  precisas, 
porque  la  presunción  no  debe  ser  vaga  ni  capaz  de  aplicarse 
á  muchas  circunstancias  :  concordantes,  pues  las  presun- 
ciones no  deben  destruírselas  unas  á  las  otras.  En  las  causas 
criminales  las  presunciones  á  favor  del  acusado  sirven  para 
absolverle  ;  pero  las  que  le  son  contrarias  no  pueden  ser 
bastantes  para  condenarle ,  pues  para  ello  se  necesitan  prue- 
bas mas  claras  que  la  luz  del  mediodía,  en  razón  del  grave 
detrimento  que  las  penas  irrogan  al  hombre,  y  en  vista  de 
que  los  indicios  mas  apárenles  y  violentos  son  muchas  veces 
engañosos  como  manifiesta  el  triste  espectáculo  de  muchos 
acusados  que  han  sido  condenados  á  muerte  por  presun- 
ciones al  parecer  las  mas  ciertas  é  indubitables ,  y  luego 
han  sido  reconocidos  inocentes.  Las  presunciones  en  asuntos 
de  delitos  son  señales  equívocas  que  van  siempre  acompa- 

(t)  Véase  cl  art.  Empréstito  á  la  gruesa  ventura,  redactado 
conforme  á  las  Ordenanzas  de  Bilbao. 
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nadas  de  dudas  y  oscuridad  ;  y  es  necesario  por  tanto  tener 
presente  lo  que  decia  Cuyacio  :  Quœ  non  est  plena  veritas, 
est  plena  falsitas  :  si  quod  non  est  plena  probalio,  plané  nidia 
estprobalio.  Solo  hay  un  caso  en  nuestras  leyes  en  que  se 
permite  condenar  por  sospechas  ó  indicios ,  y  es  cuando  el 
marido  después  de  haber  prohibido  á  su  mujer  el  trato  ó 
conversación  con  otro  y  haber  requerido  á  este  por  tres 
veces  delante  de  testigos,  los  encontrase  hablando  solos 
en  lugar  sospechoso ,  pues  entonces  puede  por  presunción 
vehemente  pedir  contra  su  mujer  la  pena  de  adulterio. 
Ley  12,  til.  14,  Part.  3  (1).  Véase  Indicio. 

PRETERICIÓN.  La  omisión  del  que  teniendo  herederos 
forzosos  no  hace  mención  de  ellos  en  su  testamento  en  orden  á 
instituirlos  herederos  ó  desheredarlos  espresamente  ;  ley  10, 
tít.  7,  Part.  6.  La  preterición  se  tiene  por  una  injuria  hecha 
á  la  naturaleza  ;  pues  un  testador  que  tiene  herederos  for- 
zosos, estoes,  descendientes  ó  ascendientes,  debe  insti- 
tuirlos herederos  ó  desheredarlos  espresamente  si  tiene 
causa  legal  para  ello.  Así  es  que  en  el  caso  de  preterición  se 
entienden  nombrados  y  llamados  á  la  sucesión  los  herederos 
forzosos  con  la  obligación  de  pagar  las  mandas  en  cuanto 
no  les  mengüen  sus  legítimas ,  quedando  nula  la  institución 
de  otro  heredero  si  la  hubiese;  ley  1,  tít.  8,  Parí.  6.  Los 
hermanos  que  han  sido  preteridos  ú  omitidos ,  prefiriéndo- 
seles alguna  persona  infame  de  hecho  ó  de  derecho,  pueden 
atacar  el  testamento  como  inoficioso,  y  pretender  la  heren- 
cia que  debe  dárseles  efectivamente  ,  anulándose  el  nom- 
bramiento del  infame  ;  ley  2,  tít.  8,  Part.  6. 

PREVARICATO.  El  delito  que  cometen  el  abogado  y 
procurador  que  violando  la  fidelidad  debida  á  su  litigante 
favorecen  á  su  contrario  ;  ley  1,  tít.  7 ,  Parí.  7.  Este  engaño, 
que  es  una  especie  de  falsedad ,  y  como  dice  una  ley,  ha  en 
sí  ramo  de  traición,  se  castiga  con  destierro  perpetuo  á  isla 
y  confiscación  de  todos  los  bienes,  no  habiendo  descendientes 
ni  ascendientes  dentro  del  tercer  grado  que  hereden  ;  ley  11, 
til.  16,  Part.  7;  ley  & ,  lit.  7,  Part.  7.  También  se  llama 
prevaricato  el  delito  de  los  empleados  públicos ,  y  especial- 
mente de  los  jueces ,  que  faltan  à  las  obligaciones  de  su 
oficio  quebrantando  la  palabra,  fe,  religion  ó  juramento. 
Véase  Juez. 

PREVENCIÓN.  El  conocimiento  anticipado  de  un  juez 
en  alguna  causa  que  por  su  naturaleza  pudiera  pertenecer  á 
varios;  ó  bien  :  el  derecho  que  tiene  un  juez  para  conocer 
de  un  negocio  por  ser  el  primero  que  lo  ha  ocupado,  antici- 
pándose á  otro  juez  á  quien  pertenecía  igualmente  por  pre- 
vención este  mismo  negocio.  La  prevención  pues  priva  al 
juez  natural  y  competente  de  alguna  parte  de  su  jurisdic- 
ción ;  y  es  la  regla  en  este  punto ,  que  entre  dos  jueces  que 
tienen  derecho  de  conocer  á  prevención  sobre  una  causa  , 
aquel  que  se  anticipa  y  la  toma  primero  es  el  solo  competente 
para  continuarla  con  esclusion  del  otro.  Véase  Jurisdicción 
acumulativa. 

PREVENTIVO.  Dícese  preventiva  la  jurisdicción  que 
ejerce  un  juez  cuando  promiscuamente  la  tiene  con  otro  y 
se  anticipa  á  él.  Llámase  también  acumulativa,  porque  los 
que  la  ejercen  la  tienen,  digámoslo  así,  en  común  y  pro 
indiviso. 

PRIMA.  En  el  comercio,  la  cantidad  que  paga  el  ase- 
gurado al  asegurador  como  coste  ó  precio  del  seguro.  Esta 
prima  es  ordinariamente  una  suma  <j^.  dinero,  mas  también 
podría  consistir  en  cualquiera  otra  cosa  ,  y  aun  en  una  obli- 

(1)  Sobre  presunciones  véase  al  P.  lUurillo  ,  1¡I>.  2,  t.  23;  Ca- 
vaiario,  part.  5,  cap.  25,  g  18,  Dcfinilio  el  varias  species  prœ- 
sumptionis;  y  §  20,  Fis  probationum  ex  pra'sumplionibus  de- 
sumplarum;  Dou,  tom.  C,  pág.  2'*6,  De  las  presunciones,  su  de- 
finición y  divisiones,  enumeración  de  las  de  derecho  y  de  hombre, 
tu  fuerza  y  efecto,  etc. 


gacion  de  hacer  ó  de  hecho  que  contrajese  el  asegurado.  La 
prima  es  un  tanto  por  ciento  del  valor  de  las  cosas  asegu- 
radas ,  y  suele  pagarse  al  tiempo  de  firmar  el  contrato 
(primo  ,  ante  todas  cosas);  y  aun  de  aquí  le  viene  el  nom- 
bre de  prima  :  pueden  sin  embargo  las  partes  estipular 
sobre  su  pago  el  término  que  les  parezca.  El  asegurador 
adquiere  la  prima  en  todos  los  casos,  sea  que  las  cosas  ase- 
guradas lleguen  á  buen  puerto ,  sea  que  se  pierdan  en  el 
viaje.  En  esta  última  suposición  está  obligado  á  reparar  la 
pérdida,  pero  guarda  siempre  la  prima;  y  si  todavía  no  la 
ha  cobrado ,  la  deduce  de  lá  indemnización  que  tiene  que 
dar.  Cuando  se  hace  un  seguro  por  un  viaje  de  ida  y  vuelta, 
la  prima  que  se  paga  entonces  se  llama  prima  ligada,  por- 
que la  prima  de  la  ida  está  ligada  en  algún  modo  con  la  de 
la  vuelta.  Véase  Aseguración  ó  seguro  marítimo,  art.  841, 
ns.  14  y  15.  —  En  términos  de  aduana,  se  llama  prima  el 
premio  concedido  por  el  gobierno  ó  por  una  compañía  co- 
mercial al  comerciante  ó  fabricante  que  importe  ó  esporte 
ciertos  géneros  y  mercaderías  por  causa  de  utilidad  pública. 

PRIMICIA.  La  primera  parte  ó  cosa  que  se  mide  ó 
cuenta  de  los  frutos  cogidos  de  la  tierra  ó  de  los  ganados  que 
se  crian ,  para  darla  á  Dios  en  acción  de  gracias  (2).  Debe 
darse  la  primicia  de  los  frutos  secos,  como  trigo,  centeno, 
cebada  ,  mijo  y  demás  semejantes  ;  del  vino,  aceite  y  otros 
licores;  y  de  los  frutos  de  los  ganados  que  se  crian.  En  la 
ley  antigua  se  usó  por  primicia  una  parte  de  cuarenta  hasta 
sesenta,  según  la  voluntad  de  cada  uno,  sin  que  pudiese 
demandarse  mas.  Aunque  en  lo  antiguo  fueron  varias  las 
opiniones  sobre  el  dar  la  primicia,  últimamente  se  acordó  , 
que  se  diese  según  la  costumbre  de  cada  tierra;  que  donde 
no  la  hubiese ,  se  guardara  el  uso  de  las  mas  cercanas  ;  y 
que  donde  fuesen  varios  los  modos  de  darla ,  se  tomase  en 
el  mas  arreglado.  Debe  darse  por  todos,  como  el  diezmo.— 
Ha  de  darse  la  primicia  á  los  clérigos  de  las  iglesias  parro- 
quiales donde  se  reciben  los  sacramentos; y  pueden  los  obis- 
pos disponer  el  modo  de  partirla ,  y  descomulgar  como  por 
los  diezmos  al  que  rehuse  darla.  Estas  son  las  disposiciones 
que  se  hallan  en  las  leyes  del  tít.  19,  Part.  1  (5).  Véase 
Mayorazgo. 

PRIMOGENITURA.  La  prerogativa  ó  derecho  del  hijo 
primogénito  ó  que  nace  primero.  Véase  Mayorazgo. 

PRINCIPAL.  Lo  esencial  ó  fundamental,  por  oposición 
á  accesorio  ;  ó  la  cosa  que  es  mas  importante  y  considerable 
con  respecto  à  otra  que  depende  de  ella.  Una  heredad,  por 
ejemplo,  es  lo  principal,  y  los  frutos  que  produce  son  lo 
accesorio  :  un  contrato  de  préstamo  v.  gr.  es  principal  con 
respecto  al  de  fianza  ó  prenda  que  se  establece  como  acce- 
sorio para  asegurar  su  cumplimiento.  Lo  accesorio  sigue  á  lo 
principal  ;  y  cuando  cesa  lo  principal ,  cesa  también  lo  acce- 
sorio :  Accessorium  sequitur  principale;  et:  Cùm principalis 
causa  non  consislit,nec  ea  quidem  quœ  sequunlur  locum  lia- 
bent.  Así  es  que  si  se  vende  una  casa ,  se  entiende  también 
vendida  la  bodega  destinada  para  su  uso,  aunque  esté  á  cierta 
distancia;  y  estinguida  la  obligación  ó  deuda  principal,  se 
estingue  también  la  del  fidor.  Mas  esta  regla  no  deja  de  tener 
algunas  escepciones  :  la  pintura,  por  ejemplo,  no  cede  al 
lienzo,  aunque  el  lienzo  es  lo  principal,  y  la  pintura  lo  sc- 
cesorio,  pues  que  esta  no  puede  subsistir  sin  aque.;  y  .3. 
obligación  del  que  ha  salido  fiador  por  un  pupilo  sin  la  con- 
currencia del  tutor,  es  válida  y  suDsiste,  aunque  la  obliga- 
ción principal  sea  nula  ó  pueda  anularse.  Cap.  42,  de  reg. 
jur.  Í)t6;  ley  51 ,  tít.  5,  Part.  5.  Véase  Accesión  industrial 
y  Accesorio. 

PRINCIPAL.  En  las  obligaciones  y  contratos  el  capital 

(2)  Exod.  xxn,  v.  29  :  Decimas  tuas  et  primitios  tuas  non  tar- 
dabis  reidere. 

(5)  Véase  el  P.  Murillo,  lib.  5,  Décret.,  t.  30,  n.  287. 
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impuesto  á  censo  ó  á  réditos.  Llámase  principal  con  res- 
pecto á  las  pensiones  ,  réditos  ó  intereses,  que  son  los  acce- 
sorios. 

PRIOR.  El  que  es  cabeza  de  cualquier  consulado  esta- 
blecido con  autoridad  legítima  para  entender  en  asuntos  de 
comercio;  es  decir  ,  el  presidente  de  un  tribunal  de  comer- 
cio. El  prior  ha  de  reunir  las  mismas  circunstancias  que  los 
demás  individuos  del  tribunal,  debiendo  llevar  ademas  diez 
años  de  matricula  y  ejercicio  en  el  comercio  ,  y  haber  sido 
anteriormente  cónsul  en  propiedad  ó  sustituto.  Este  cargo 
es  anual. 

PRIORIDAD.  La  anterioridad  de  una  cosa  respecto  de 
otra  ó  en  el  tiempo  ó  en  el  orden.  Aunque  es  regla  general , 
que  el  que  es  primero  en  el  tiempo,  lo  es  también  en  el 
derecho,  qui  prior  est  íempore,  polior  est  jure,  hay  sin  em- 
bargo casos  en  que  sucede  lo  contrario,  como  puede  verse 
en  los  artículos  Graduación  de  acreedores  y  Préstamo  á  la 
gruesa. 

PRISIÓN.  El  acto  de  prender,  asir  ó  coger  alguna  per- 
sona privándola  de  la  libertad  ;  —  y  la  cárcel  ó  el  sitio 
donde  se  encierran  y  aseguran  los  presos  ;  til.  21 ,  Part.  7; 
lit.  53,  lib.  5,  y  lit.  58,  lib.  12 ,  Nov.  Rec.  —El  deudor  que 
no  habiendo  pagado  sus  deudas,  y  que  dando  lugar  á  la 
ejecución  de  sus  bienes ,  no  presenta  fianza  de  saneamiento, 
esto  es  ,  fianza  de  que  los  bienes  que  designa  son  suficientes 
para  cubrir  el  importe  del  débito  y  de  las  costas  ,  ha  de  ser 
hecho  preso  y  llevado  á  la  cárcel ,  ley  12,  lit.  28 ,  Ub.  11 , 
Nov.  Rec,  escepluando  ciertas  personas  que  no  pueden  ser 
presas  por  deudas  puramente  civiles,  y  son  las  siguientes  : 
Io.  los  nobles  ó  hijosdalgo,  salvo  si  fueren  arrendadores  ó 
recaudadores  de  tributos  ó  derechos  reales  :  —  2o.  los  doc- 
tores ó  licenciados  en  cualquiera  ciencia  ,  y  los  abogados  : 

—  5o.  los  maestros  de  primeras  letras  con  título  del  Consejo  : 

—  k°.  los  que  ejercen  las  nobles  artes  de  arquitectura,  es- 
cultura y  pintura  :  —  5o.  los  labradores  ,  á  menos  que  la 
deuda  sea  á  favor  del  lisco  :  —  6o.  los  artistas,  y  artesanos 
de  cualquiera  clase  que  sean,  y  los  operarios  de  las  fábricas: 

—  7o.  los  que  desamparan  sus  bienes  ó  hacen  cesión  de 
ellos  à  favor  de  sus  acreedores  :  —  8o.  las  mujeres  ,  por  de- 
coro á  su  sexo ,  á  no  ser  conocidamente  deshonestas:  — 
9o.  los  que  gozan  el  beneficio  de  competencia.  Hoy  es  dere- 
cho general  el  que  nadie  sea  preso  por  deuda  puramente 
civil. 

.  El  que  comete  algún  delito  ha  de  ser  hecho  preso  para 
evitar  su  fuga  ,  y  proceder  á  la  imposición  del  castigo  que 
merezca.  Mas  ¿cuáles  son  los  indicios  ,  presunciones  ó  prue- 
bas de  criminalidad  que  han  de  resultar  contra  un  ciuda- 
dano para  precederse  á  su  prisión  y  privarle  del  bien  inesti- 
mable de  la  libertad?  Según  la  ley  1,  tít.  29,  Part.  7  (1), 
parece  basta  para  prender  á  una  persona  el  que  sea  infamada 
ó  acusada  de  algún  delito:  Enfamado,  dice,  ó  acusado 
seyendo  algunt  home  de  yerro  que  oviese  fecho....  ¡modelo 
luego  mandar  recabdar  el  juez  ordinario  ante  quien  fuesse 
fecho  el  acusamiento.  Los  jueces  sin  embargo  antes  de  pro- 
ceder al  arresto  de  una  persona  deben  pesar  la  mayor  ó 
menor  gravedad  del  delito  que  se  le  imputa ,  el  grado  de 
prueba  que  hay  contra  ella,  que  al  menos  ha  de  ser  semi- 
plena ,  y  el  perjuicio  que  puede  seguírsele  por  razón  de  su 
crédito ,  de  su  estado ,  de  su  edad  y  de  su  familia.  Está  man- 
dado que  los  jueces  no  sean  fáciles  sino  que  procedan  con 
toda  prudencia  en  decretar  autos  de  prisión  en  causas  ó 
delitos  que  no  sean  graves  ,  ó  en  que  no  se  tema  la  fuga  ú 
ocultación  del  reo  ,  principalmente  contra  las  mujeres,  cuyo 
natural  pudor  debe  respetarse,  y  contra  ios  que  se  propor- 

(i)  Las  circunstancias  que  exigen  las  leyes  constitucionales  de 
Méjico  para  proceder  á  la  prisión  de  un  ciudadano  ,  yéanse  en  el 
articulo  Arrestar. 


cionan  la  subsistencia  con  su  jornal  ó  trabajo;  cap.  8  de  la 
instruc.  de  corregidores.  Por  delitos  que  no  sean  dignos  de 
pena  corporal  ó  aflictiva,  aunque  merezcan  destierro,  no 
debe  recurrirse  á  la  prisión,  siempre  que  el  reo  dé  fiador 
lego,  llano  y  abonado  que  se  obligue  á  presentarle,  estar  á 
juicio  ,  y  pagar  lo  que  se  determine  en  la  sentencia;  ley  10, 
tít.  29,  Part.  7,  y  su  glos.  1  ;  ley  16,  til.  1,  Part.  7,  con  su 
glos.  $;ley6,  lit.  12,  Ub.  S  ,  Nov.  Rec.  Se  halla  también 
recibido  en  la  práctica  :  —  poner  en  libertad  bajo  dicha  fianza 
al  que  está  preso  por  alguno  de  dichos  delitos ,  como  igual- 
mente al  que  lo  está  por  delito  grave ,  si  después  de  la  su- 
maria ó  de  la  publicación  de  probanzas  conoce  el  juez  que 
es  inocente  ó  que  es  leve  su  culpa;  —  soltar  bajo  fianza  al 
noble  ó  muy  rico  ,  aunque  el  delito  merezca  pena  corporal  ó 
aflictiva  ,  no  siendo  de  las  mas  graves;  —  señalar  por  cárcel 
á  las  personas  ilustres  su  propia  casa  ó  el  pueblo  y  sus  ar- 
rabales bajo  caución  juratoria  ó  palabra  de  honor  ;  —  dejar 
su  casa  por  cárcel  al  reo  que  padezca  alguna  enfermedad  de 
consideración ,  dándose  fianzas  de  presentarle ,  recobrada 
que  sea  su  salud  ;  —  y  en  fin  soltar  á  cualquiera  reo  bajo 
caución  juratoria ,  si  no  encuentra  fiador  en  el  pueblo  donde 
se  sigue  la  causa ,  siempre  que  su  fuga  haya  de  ser  una  pena 
mayor  que  là  que  se  le  pudiera  imponer  en  la  sentencia.  Los 
magistrados,  jueces,  intendentes,  jefes  de  provincia,  y 
demás  sugetos  de  estas  clases  no  pueden  ser  arrestados  sin 
la  noticia  y  aprobación  del  rey. 

Con  el  fin  de  evitar  prisiones  arbitrarias ,  está  dispuesto 
que  no  pueda  prenderse  á  los  delincuentes  sin  mandato  del 
juez  ;  de  modo  que  ni  aun  los  alguaciles  están  autorizados 
para  prenderlos  sin  este  requisito,  á  no  ser  que  los  hallen 
en  fragante  ;  en  cuyo  caso  siendo  de  dia  deben  presentarlos 
al  juez,  y  siendo  de  noche  los  pondrán  en  la  cárcel  y  darán 
noticia  al  juez  en  la  mañana  siguiente  ileyU,  lit.  55,  lib.  5, 
Nov.  Rec.  (2).  Esceptúanse  no  obstante  el  acusado  ó  infamado 
de  falsificación  de  moneda ,  el  soldado  que  sin  consentimiento 
de  su  jefe  abandona  la  frontera  ó  puesto  que  se  le  confió ,  el 
ladrón  conocido,  el  incendiario  nocturno  de  alguna  casa, 
el  que  cortase  viñas  ó  árboles ,  el  que  quemase  mieses,  y  el 
forzador  ó  raptor  de  alguna  doncella  ó  religiosa ,  á  los  cuales 
lodo  ciudadano  puede  arrestar  donde  quiera  que  los  halle , 
y  presentar  al  juez  competente  ;  ley  2,  tít.  29,  Part.  7.  Los 
jueces  deben  ausiliarse  reciprocamente  para  el  arresto  de 
los  delincuentes;  y  así  es  que  si  un  reo  huye  á  otro  terri- 
torio ,  ha  de  mandarlo  prender  el  juez  de  este ,  ya  sea  pro- 
cediendo de  oficio  en  fuerza  de  las  noticias  que  tuviere  ,  ya 
sea  en  virtud  de  requisitoria  del  juez  competente,  á  quien 
debe  remitirlo  ;  ley  1 ,  til.  56,  lib.  12,  Nov.  Rec.  El  arresto 
ha  de  ejecutarse  sin  insulto  ni  violencia  :  ha  de  permitirse 
al  preso  que  vea  y  hable  á  su  familia,  no  habiendo  en  ello 
inconveniente  particular;  y  se  le  ha  de  escusar  la  afrenta  de 
ser  conducido  públicamente  á  la  cárcel ,  pudiendo  ir  en 
coche  ó  de  modo  que  no  se  llame  la  atención  y  curiosidad 
del  pueblo  ;  ley  4,  lit.  29,  Part.  7,  y  opinion  de  los  autores 
criminalistas. 

Nadie  puede  tener  prisión  en  su  casa  ni  encerrar  en  ella 
á  persona  alguna  por  su  propia  autoridad  ,  pues  se  considera 
como  delito  de  lesa  majestad  que  se  castiga  con  pena  de 
muerte  ,  en  la  que  incurren  también  los  jueces  que  no  lo 
impidan  :  bien  que  para  la  recta  inteligencia  de  esta  ley  es 
necesario  tener  presente  que  se  dio  en  los  tiempos  de   la 

(2)  Es  derecho  del  ciudadano  mejicano  :  No  poder  ser  preso 
sino  por  mandamiento  de  juez  competente,  dado  por  escrito  y  fir- 
mado, ni  aprehendido  sino  por  disposición  de  las  autoridades  á 
quienes  corresponda  según  ley.  Esceptúase  el  caso  de  delito  »n 
fraganí",  en  fl  que  cualquiera  puede  ser  aprehendido  y  cualquie- 
ra aprehenderle,  presentándole  desde  luego  á  su  juez  ó  ii  otra 
autoridad  pública  ;  ley  Ia,  conslit.,  art.  2. 
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anarquía  feudal,  en  que  eran  muy  frecuentes  tales  atentados  ; 
ley  Ib,  tít.  29,  Part.  7,  y  ley  5 ,  til.  38,  Mb.  8,  Nûv.  Rec.  Las 
comunidades  religiosas  no  pueden  destinar  para  encarcelar 
á  sus  individuos  sino  celdas  apartadas,  cómodas  yen  un 
todo  iguales  á  las  demás  ,  ni  tenerlos  recluidos  mas  de  un 
año,  ni  limitarles  el  alimento  por  mas  término  que  el  de 
ocho  días. 

Los  presos  deben  ser  tratados  en  la  cárcel  con  toda  huma- 
nidad ,  y  estar  con  la  correspondiente  separación  de  clases 
para  que  unos  no  sean  atormentados  ni  se  inficionen  con  la 
presencia  de  los  otros  :  los  que  se  hallan  todavía  en  los  pri- 
meros años  de  la  juventud,  los  que  han  delinquido  mas  por 
debilidad  que  por  malicia  ,  los  que  han  recibido  una  me- 
diana educación,  los  que  no  han  cerrado  su  corazón  á  la 
virtud  y  al  arrepentimiento,  los  que  no  han  cometido  sino 
escesos  que  no  son  incompatibles  con  la  hombría  de  bien  , 
no  debieran  estar  mezclados  con  aquellos  criminales  empe- 
dernidos que  tal  vez  llegan  á  hacer  alarde  de  sus  iniquidades 
y  atentados;  y  todo  habia  de  conspirar  en  la  prisión  para 
que  los  hombres  que  una  vez  han  llegado  á  entrar  en  ella, 
inocentes  ó  culpados,  saliesen  luego  corregidos  y  con  dispo- 
sición de  ser  mejores.  Pero  por  desgracia  las  cárceles,  como 
dice  un  sabio  escritor,  encierran  todo  lo  mas  eficaz  que  po- 
dría hallarse  para  infectar  el  cuerpo  y  el  alma  :  allí  las  fa- 
cultades de  los  presos  se  entorpecen  y  enervan  à  fuerza  de 
no  usarlas ,  quedando  estos  infelices  inhabilitados  para  el 
trabajo  y  obligados  después  por  el  aguijón  de  la  miseria  á 
lanzarse  de  nuevo  en  la  carrera  del  crimen  :  allí  sufren  estos 
hombres ,  sometidos  al  despotismo  de  carceleros  depravados, 
mil  penas  desconocidas  que  los  irritan  contra  la  sociedad  : 
allí ,  en  vez  de  corregirse  ,  se  elevan  todos  al  nivel  del  mas 
malvado:  el  mas  feroz  inspira  á  los  otros  su  ferocidad,  el 
mas  astuto  su  ardid,  el  mas  disoluto  su  libertinaje;  y  de 
este  modo,  unos  desgraciados  que  hubieran  podido  ser  res- 
tituidos á  la  virtud  y  á  la  felicidad  ,  llegan  al  heroísmo  del 
delito  y  á  la  cumbre  de  la  perversidad;  ley  li  ,  lit.  29, 
Part.  7;  art.  7  de  la  inslruc.  de  corregidores;  ley  8,  tít.  29, 
Part.  7. 

No  solo  se  considera  la  prisión  como  lugar  destinado  para 
la  custodia  de  los  acusados,  sino  que  á  veces  tiene  también 
el  concepto  de  pena  que  la  ley  impone  á  cierta  clase  de  de- 
lincuentes, como  por  ejemplo  á  los  transgresores  de  las  or- 
denanzas sobre  juegos  y  sobre  caza  y  pesca.  En  tal  caso  es 
necesario  tener  mucho  mas  cuidado  de  no  confundir  estos 
reos  con  los  que  están  convencidos  de  grandes  crímenes , 
pues  podría  suceder  que  saliesen  con  inclinaciones  y  vicios 
que  no  tenían  cuando  entraron.  La  pena  de  encierro  no 
j)uede  menos  de  ser  funesta  y  perjudicial ,  mientras  no  se 
construyan  y  administren  las  prisiones  por  el  modelo  de  las 
de  Filadelfia  ,  ó  del  famoso  panóptico  de  Benlham.  Véase 
Alcaide,  Captura,  Cárcel,  Carcelaje,  Arrestar,  Juicio  cri- 
minal ,  §  XIV. 

PRISIONES.  Los  grillos ,  cadenas ,  cepos  y  otros  instru- 
mentos con  que  en  las  cárceles  se  asegura  ó  apremia  á  los 
acusados.  Los  acusados  pueden  ser  inocentes ,  y  aun  cuando 
3ean  culpados  ,  no  se  les  debe  hacer  sufnr  otra  pena  que  la 
pe  se  les  imponga  en  la  sentencia.  Si  se  les  pone  presos  , 
do  es  para  atormentarlos  ,  sino  para  que  no  se  escapen;  y 
para  que  no  se  escapen,  no  es  necesario  tratarlos  cou  mas 
rigor  que  á  las  bestias  feroces ,  sino  guardarlos  en  paraje 
seguro.  Los  grillos,  los  cepos  ,  las  esposas  ,  las  cadenas ,  los 
calabozos  húmedos  ,  estrechos  y  hediondos,  con  que  suele 
martirizarse  á  los  reos  para  arrancarles  una  confesión  á  que 
se  resisten ,  no  son  sino  medios  de  buscar  la  verdad  seme- 
jantes al  tormento ,  y  aun  á  veces  tanto  mas  bárbaros  y 
crueles  cuanto  son  mas  prolongados.  Son  también  inútilos  y 
superíluos,  pues  se  castiga  al  reo  convencido  ,  aunque  esté 
negativo  ;  y  aun  puede  decirse,  que  la  confesión  arrancada 


de  este  modo  debe  tenerse  por  nula  según  la  ley,  como  he- 
cha por  fuerza  ó  miedo  ;  leyes  del  tít.  50  ,  Part.  7.  Véase 
Juicio  criminal,  §  XL. 

PKISÏOEEKO.  El  militar  cogido  en  tiempo  de  guerra  á 
los  enemigos,  y  que  no  puede  recobrar  su  libertad  sino  por 
consentimiento  de  ellos  ó  por  medio  de  cange  ó  rescate. 
Antiguamente  los  prisioneros  quedaban  esclavos  de  los  ene- 
migos que  los  habían  cogido;  pero  como  la  esclavitud  se 
ha  desterrado  deEuropa  por  el  tácito  consentimiento  de  todas 
las  naciones  ,  ha  perdido  ya  la  victoria  el  derecho  de  quitar 
la  libertad  á  los  vencidos  y  de  hacerlos  siervos  de  los  ven- 
cedores. Es  cierto  que  los  prisioneros  quedan  en  poder  de 
los  que  los  han  cogido ,  mas  no  con  la  calidad  y  sujeción  que 
antiguamente  ,  sino  solo  por  tiempo  hasta  que  sean  cangea- 
dos  ó  se  concluya  la  guerra  ;  y  no  se  hallan  como  antes  en 
la  imposibilidad  de  hacer  testamento ,  pues  conservan  ahora 
sus  derechos  civiles.  Reyncval,  lomo  2 ,  cap.  7  (1). 

PRIVACIÓN.  La  pena  con  que  se  desposee  á  alguno 
del  empleo,  cargo  ó  dignidad  que  tenia  ,  por  -algún  delito 
que  ha  cometido, 

PMVÏIjEGIO.  La  gracia  ó  prerogativa  que  se  concede 
á  uno  libertándole  de  alguna  carga  ó  gravamen,  ó  confi- 
riéndole algún  derecho  de  que  no  gozan  otros;  ley  i,  lit.  {{ 
Parí,  i;  y  ley  2,  tít.  18,  Parí.  5.  Puede  ser  personal  ó  real. 
Llámase  personal  el  que  se  concede  á  una  ó  mas  personas 
determinadas,  á  quienes  se  limita  sin  pasar  á  los  herederos. 
Llámase  real  el  que  se  concede  por  razón  de  cosa  ,  cansa 
cargo  ó  estado  ,  á  que  va  inherente  ,  de  suerte  que  perma- 
nece en  los  sucesores  ;  regí.  27,  til.  34,  Part.  7.  El  privilegio 
personal  no  puede  ser  sino  temporal,  pues  se  eslingue  con 
la  persona ,  á  no  ser  que  otra  cosa  se  diga  en  su  concesión  ; 
mas  el  privilegio  real  es»  perpetuo  por  su  naturaleza ,  puesto 
que  pasa  á  los  sucesores  ó  herederos;  ley 'il,  til.  7,  Part.  5, 
y  ley  o,  til.  7,  Parí.  5.  Quccdam  adhœredem  transmiltuntur, 
quai  causee  sunt  ;  cjuce  vero  personen  sutil,  ad  haredem  non 
Iranseunt.  —  El  privilegio  se  da  ó  por  propia  voluntad  del 
concedenle,  ó  por  súplica  del  concesionario  :  en  el  primer 
caso  no  se  le  pueden  oponer  los  vicios  de  obrepción  y  sub- 
repción; mas  en  él  segundo  puede  ser  atacado  por  alguno 
de  dichos  vicios,  de  manera  que  si  el  agraciado  calló  en  su 
esposicion  alguna  verdad  que  lo  hubiese  impedido,  ó  dijo 
alguna  falsedad  que  lo  motivó  ,  será  entonces  nulo  y  de 
ningún  efecto  ,  porque  siempre  se  presume  concedido  coa 
la  condición  tácita  de  que  sea  verdadero  lo  espuesto;  leyes  55 
y  57,  til.  18,  Part.  5.  —  Según  la  causa  impulsiva  que  in- 
fluye en  la  concesión  ,  puede  ser  el  privilegio  gracioso,  re- 
muneratorio ú  oneroso  :  será  gracioso,  cuando  se  concede 
sin  atención  á  los  méritos  del  privilegiado,  sino  solo  por 
pura  gracia,  merced  ó  beneficencia  :  será  remuneratorio, 
cuando  se  concede  en  premio  de  alguna  acción  gloriosa  ó 
de  algún  servicio  hecho  al  Estado  ;  y  será  oneroso  ,  cuando 
se  concede  con  alguna  carga  ó  gravamen;  Deere!. ,  lib.  8, 
tít.  55.  —  También  se  divide  el  privilegio  en  afirmativo  y 
negativo:  es  afirmativo  el  que  se  concede  para  hacer  lo  que 
no  se  podría  hacer  sin  él,  como  v.  gr.  el  que  se  da  para 
tener  feria  ó  mercado,  ó  para  vender  ó  estraer  cosas  prohi- 
bidas; y  es  negativo  el  que  se  concede  para  dejar  de  hacer 
lo  que  sin  él  habría  de  hacerse,  como  el  que  se  otorga  para 
eximir  á  uno  del  pago  de  pecho,  portazgo  ú  otro  servicio; 
ley  42,  tít.  18,  Part.  5.  —  Es  por  último  el  privilegio  favo- 
rable ú  odioso  :  dícese  favorable  el  que  favorece  al  privile- 
giado sin  perjudicar  á  ninguno;  y  so  llama  odioso  e¡  que 
cede  en  perjuicio  del  pueblo  ó  de  tercero  (2). 

(1)  Véase  también  á  Olmeda,  tom.  2  de  su  Derecho  público, 
cap.  6;  Fritot,  Espíritu  ilel  derecho,  tom.  1  ,  cap.  2,  g  /», 
páj.  127. 

(2)  P.  Murillo,  lib.  5,  Décret.,  t.  55,  u.  286  y  sig. 
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Aunque  todo  privilegio  es  obligatorio,  hablando  general- 
mente ,  porque  á  nadie  se  concede  un  derecho  ó  esencion 
sin  imponer  al  mismo  tiempo  à  todos  los  demás  la  obligación 
de  mantenerle  y  respetarle  en  su  goce  ,  se  dan  no  obstante 
privilegios  que  no  deben  cumplirse,  por  ser  contra  la  pú- 
blica utilidad ,  ó  contra  el  derecho  de  gentes  en  detrimento 
de  tercero;  y  lo  que  se  hace  en  este  caso  es  representar  ai 
concedente  para  que  revoque  una  merced  que  se  supone 
obrepticia  ó  subrepticia ,  esto  es ,  arrancada  por  sorpresa 
ocultándole  una  verdad  ódiciéndole  una  mentira.  Mas  ya  que 
existan  privilegios  odiosos  (1),  como  realmente  hay  muchos 
sin  haberse  revocado,  á  pesar  de  ser  contra  el  derecho 
común  ó  ceder  en  perjuicio  de  tercero,  deben  interpretarse 
estrictamente  y  reducirse  á  lo  mínimo  posible  ;  y  al  con- 
trario los  privilegios  favorables ,  que  no  causan  daño  al 
común  ni  á  ningún  individuo,  se  han  de  interpretar  lata- 
mente y  ampliarse  en  cuanto  permita  su  contenido  :  Odia 
restringí,  favores  convenu  ampliar  i;  cap.  ib  de  regulis  juris 
in  6. 

Los  privilegios  se  confirman  á  veces  por  el  concedente  ó 
su  sucesor  ;  pero  esta  confirmación  puede  dejarlos  en  el 
estado  que  tenian  antes  de  validez  ó  nulidad  ,  ó  bien  darles 
un  nuevo  valor  de  que  anteriormente  carecían  :  los  deja  en 
el  estado  anterior,  cuando  se  hace  en  forma  común,  sin 
preceder  conocimiento  de  causa;  y  les  da  nuevo  vigor, 
cuando  se  hace  con  pleno  conocimiento,  precediendo  examen 
del  privilegio  y  sus  circunstancias. 

El  privilegiado  no  goza  de  su  privilegio  contra  otro  que 
es  igualmente  privilegiado  :  Privilegiatus  contra  œquè  pri- 
vilegialum  non  util nr  privilegio  ;  y  así  es  que  el  menor  no 
puede  valerse  del  beneficio  de  la  restitución  contra  otro 
menor.  Mas  esta  regla  tiene  algunas  limitaciones  :  en  primer 
lugar,  el  que  tiene  doble  privilegio  puede  usarlo  contra  el 
que  solo  tiene  uno  :  en  segundo  lugar ,  cuando  el  uno  de  los 
privilegiados  trata  de  evitar  su  daño,  goza  de  su  privilegio 
contra  el  que  trata  de  adquirir  lucro  ó  utilidad  :  Polior  est 
causa  ejus  qui  certat  de  dañino  vitando,  quant  illius  qui 
cerlat  de  lucro  captando  ;  y  en  tercer  lugar,  en  concurso 
de  dos  privilegios,  uno  general  y  otro  especial ,  se  prefiere 
el  especial ,  porque  al  género  se  deroga  por  la  especie.  El 
privilegiado  que  viola  y  atropella  el  privilegio  de  otro  debo 
ser  privado  del  goce  del  suyo ,  por  no  ser  justo  que  se  con- 
serven sus  prerogativas  al  que  desprecia  las  ajenas  ;  ley  11, 
§  6,  D.  de  minoribus  ;  lib.  5  Décret.,  til.  53. 

(1)  En  la  república  de  Méjico,  por  decreto  de  6  de  agosto  de 
1811  quedaron  abolidos  todos  los  privilegios  procedentes  de  se- 
ñorío ,  como  los  de  caza  ,  pesca  ,  bornos,  etc. ,  quedando  al  libre 
uso  de  los  pueblos  con  arreglo  al  derecho  común.  —  Está  come- 
tida al  presidente  de  la  República  la  facultad  de  conceder  privi- 
legios esclusivos,  conforme  á  las  leyes  ,  á  los  inventores,  intro- 
ductores ó  perfeccionadores  de  algún  arte  ó  industria  útil  á  la  na- 
ción ;  S  27,  art.  86,  Bases  de  organiz.  ■polit,  de  12  de  junio 
de  1845.  —  Últimamente  en  la  4a.  ley  constit.  se  dice  ser  atri- 
bución del  presidente  :  «  54.  Conceder,  de  acuerdo  con  el  conse- 
jo, privilegias  esclusivos  en  los  términos  que  establezcan  las 
leyes,  » 

En  la  república  de  Venezuela,  ademas  de  garantir  á  todo  in- 
ventor la  propiedad  de  sus  descubrimientos  y  producciones  ,  la 
ley  le  asegura  un  privilegio  temporal ,  ó  el  resarcimiento  de  la 
pérdida  que  le  ocasione  su  publicación  ;  reservando  la  facilitad  de 
conceder  dicho  privilegio  ,  cuando  la  invención  es  útil  ó  inge- 
niosa, á  las  diputaciones  provinciales;  arts.  161,  §  22,  y  217, 
Constit.  de  24  de  setiembre  de  1850. 

En  la  república  de  Chile  el  artículo  152  delaConstit.  de  1835 
asegura  un  privilegio  temporal  al  autor  de  un  descubrimiento  ó 
producción  nueva,  con  arreglo  á  la  ley  ;  y  la  que  lia  ordenado  esta 
materia,  hace  estensiva  la  preeminencia  á  los  simples  introduc- 
tores; or(.  8,  ley  de  9  de  setiembre  de  1840. 


El  privilegio  cesa  y  se  estingue  :  Io.  por  muerte  de  la  per- 
sona á  quien  se  concedió  ,  siendo  personal  :  —  2o.  por  aca- 
barse la  cosa  privilegiada,  siendo  real  el  privilegio,  como 
se  estinga  ó  perezca  sin  que  haya  esperanza  de  repararse 
ó  volverse  al  estado  que  antes  tenia  :  —  3o.  por  cesar  la 
causa  final  porque  se  concedió  ,  siendo  odioso  :  —  k°.  por 
haber  espirado  el  tiempo  de  su  concesión  ó  faltado  la  con- 
dición puesta  en  él  :  —  !j°.  por  renuncia  libre  y  espontánea 
del  privilegiado  ,  porque  cada  uno  puede  abdicar  y  renun- 
ciar lo  que  está  establecido  en  su  beneficio  privativo  :  — 
6o.  por  empezar  á  ser  nocivo  :  —  7o.  por  convertirse  en  daño 
de  muchos ,  á  causa  del  mal  uso  del  agraciado  :  —  8o.  por 
abusar  de  él  la  persona  privilegiada  ,  escediéndose  á  mas 
de  lo  concedido  ;  bien  que  en  este  caso  no  se  pierde  ipso 
jure,  sino  que  es  menester  sentencia  declaratoria  :  —  9o.  por 
no  alegarle  en  juicio  para  su  defensa  la  persona  privile- 
giada, ó  no  apelar  de  la  sentencia  condenatoria  :  —  10°.  por 
no  usarle  en  el  término  de  diez  años,  siendo  afirmativo,  y 
en  el  de  treinta  siendo  negativo  ;  salvo  si  en  ambos  casos 
fuere  favorable  y  de  pura  gracia  :  —  11°.  por  el  uso  con- 
trario ,  siendo  privilegio  negativo  y  gravoso  á  otros  :  — 
12°.  por  la  revocación  ó  derogación  que  sea  suficiente  según 
la  naturaleza  del  privilegio.  Los  privilegios  se  despachan 
por  la  cancillería  á  consecuencia  de  real  decreto  de  la  con- 
cesión de  la  gracia. 

PRIVILEGIO  del  canon.  El  que  gozan  las  personas 
del  estado  clerical  y  religioso ,  de  que  quien  impusiere 
manos  violentas  en  alguna  de  ellas,  incurra  por  el  mismo 
hecho  en  la  pena  de  escomunion  reservada  al  papa;  cap.  de 
lnoc.  Si  quis  suadente  diabolo. 

PRIVILEGIO  del  fuero.  El  que  tienen  los  eclesiásticos 
para  ser  juzgados  en  sus  tribunales.  Véase  Juez  eclesiástico. 

PRIVILEGIO  local.  El  que  se  concede  á  algún  lugar 
determinado  ,  fuera  de  cuyos  límites  no  se  estiende  ;  como 
el  privilegio  del  asilo,  que  no  aprovecha  al  que  voluntaria- 
mente sale  de  los  términos  del  lugar  privilegiado.  Es  una 
especie  del  privilegio  real ,  de  que  se  habla  en  la  palabra 
Privilegio. 

PRIVILEGIO  rodado.  El  que  antiguamente  después 
de  la  data  contenia  una  rueda,  en  cuyo  centro  se  ponia 
el  signo  ó  sello  real ,  y  al  rededor  las  firmas  de  los  jefes  de  la 
casa  del  rey,  y  luego  las  de  los  prelados  y  ricoshombres. 

PRIVILEGIO  de  acreedores.  El  derecho  que  tienen 
ciertos  acreedores  de  ser  pagados  de  los  bienes  del  deudor 
con  preferencia  á  los  dema»,  aunque  sean  hipotecarios. 
Véase  Graduación  de  acreedores. 

PRIVILEGIOS  ESCLUSIVOS,  PRIVATIVOS  t  prohibitivos. 
Con  fecha  de  29  de  enero  de  1857  restablecieron  las  Cortes 
el  decreto  délas  generales  y  estraordinarias,  fecha  19  de  julio 
de  1813,  que  es  una  declaración  del  de  6  de  agosto  de'1811 
sobre  la  abolición  de  los  privilegios  esclusivos ,  privativos 
y  prohibitivos  en  que  tomaron  las  resoluciones  siguientes  : 
—  Io.  Lo  resuelto  en  el  decreto  de  6  de  agosto  de  1811 , 
en  que  se  abolieron  los  privilegios  esclusivos,  privativos 
y  prohibitivos  que  poseían  algunos  cuerpos  ó  particulares  , 
se  hace  estensivo  á  los  pueblos  de  las  provincias  de  Valencia, 
islas  Baleares,  Granada  y  demás  del  reino  que  por  el  real 
Patrimonio,  censo  de  población  ú  otro  título  sufren  los  gra- 
vámenes de  que  por  dicho  decreto  se  libertó  á  los  de  seño- 
río, _  2o.  En  su  consecuencia  los  habitantes  de  dichas  pro- 
vincias podrán  en  lo  sucesivo  edificar  hornos,  molinos  y 
demás  artefactos  de  esta  especie  libremente  sin  necesidad 
de  obtener  establecimiento  ó  permiso ,  y  con  amplia  facultad 
de  enajenarlos  á  su  arbitrio  ,  como  cualquier  otra  finca  de 
su  privativo  dominio,  quedando  abolido  el  dominio  directo 
que  se  reservaba  el  real  Patrimonio.  —  5o.  Los  derechos 
de  laudemioy  fadiga,  y  las  demás  pensiones  y  gravámenes 
imouestos  en  uso  del  directo  dominio ,  quedan  igualmento 
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suprimidos  y  abolidos. —  4°.  Los  poseedores  de  hornos  , 
molinos  y  demás  artefactos  edificados  hasta  el  dia ,  reunirán 
al  dominio  útil  que  disfrutan,  el  directo  que  se  reservaba 
el  real  Patrimonio ,  quedando  libres  del  pago  de  pensiones 
y  de  los  demás  gravámenes  impuestos  en  las  escrituras  de 
establecimientos  que  obtuvieron.  —  S°.  El  artículo  7  y 
siguientes  del  dicho  decreto  de  6  de  agosto  servirán  de  regla 
á  los  pueblos  y  habitantes  de  dichas  provincias  ,  así  para 
la  gracia  que  por  el  presente  se  hace  estensiva  ,  como  para 
las  restricciones  con  que  deben  usarla.  Véase  Señoríos. 

PROBANZA.  La  averiguación  ó  prueba  que  jurídica- 
mente se  hace  de  alguna  cosa  con  razones  ,  instrumentos  ó 
testigos.  Véase  Prueba. 

PROBATORIO.  Lo  que  sirve  para  probar  ó  averiguar 
la  verdad  de  alguna  cosa  ;  y  se  aplica  también  al  término 
concedido  por  la  ley  ó  por  el  juez  para  hacer  la  probanza. 

PROCEDIMIENTO  judicial.  La  instrucción  de  una 
causa  ó  proceso  en  materia  civil  ó  criminal.  Todo  proce- 
dimiento en  materia  civil  es  siempre  á  instancia  de  parte  ; 
mas  en  materia  criminal  se  procede  unas  veces  por  acusa- 
ción ó  querella  de  parte,  y  otras  de  oficio  por  el  juez  ó  por 
acusación  fiscal.  Véase  Juicio  en  sus  diferentes  artículos. 

PROCEDIMIENTO  ejecutivo  en  negocios  mercan- 
tiles. 

I.  El  procedimiento  ejecutivo  no  tiene  lugar  sino  en  vir- 
tud de  un  título  que  por  disposición  espresa  de  ley  traiga 
aparejada  ejecución.  Véase  Instrumento  ejecutivo  en  el 
comercio. 

El  acreedor  jurará  en  la  demanda  misma  ser  cierta  la 
deuda ,  sin  cuyo  requisito  no  será  admisible  su  acción. 

Si  se  hubiese  de  preparar  la  via  ejecutiva  por  la  con- 
fesión judicial  ó  el  reconocimiento  de  la  firma  del  deudor 
en  documento  que  sin  este  requisito  no  sea  ejecutivo  ,  se  pre- 
sentará escrito ,  pidiendo  la  que  corresponda  de  estas  dili- 
gencias, y  se  hará  comparecer  al  deudor  para  que  responda 
á  las  posiciones  que  presente  el  acreedor. 

Negando  aquel  no  podrá  despacharse  la  ejecución  ,  y  el 
acreedor  usará  de  su  derecho  en  el  juicio  correspondiente 
para  probar  la  legitimidad  de  la  obligación  en  que  funde 
su  crédito.  Art.  315  de  la  ley  de  cnjuiciam. 

El  tribunal  examinará  detenidamente  el  título  de  la  eje- 
cución ,  oyendo  el  dictamen  del  consultor,  si  se  le  ofreciere 
duda  de  derecho  sobre  su  fuerza  ejecutiva.  Art.  314. 

Procediendo  la  ejecución  con  arreglo  al  título  en  que  la 
funde  el  acreedor,  se  librará*  mandamiento  cometido  á  los 
alguaciles  del  tribunal  para  que  requieran  al  deudor  en  per- 
sona á  que  haga  el  pago  en  el  acto  ,  y  en  defecto  de  veri- 
ficarlo le  embarguen  bienes  en  cantidad  suficiente  para 
cubrir  la  deuda  y  costas ,  y  los  depositen  en  persona  de 
conocida  responsabilidad  ,  dejando  trabada  en  ellos  la  eje- 
cución. Art.  318. 

No  pudiendo  ser  habido  el  deudor  para  requerirle  en 
persona  con  el  mandamiento  en  tres  diligencias  hechas  en 
su  domicilio  ó  habitación  para  encontrarle,  se  le  dejará 
copia  de  aquel  á  su  mujer,  hijos  ,  dependientes  ú  otras  per- 
sonas que  habiten  la  misma  casa  ,  y  se  procederá  en  el  acto 
á  la  ejecución. 

Las  tres  diligencias  se  han  de  hacer  con  intervalo  á  lo 
menos  de  dos  horas  de  la  una  á  la  otra.  Art.  516. 

II.  Para  el  orden  de  los  embargos  se  preferirán  los  efectos 
de  comercio  á  los  demás  muebles  del  deudor,  y  unos  y  otros 
á  los  inmuebles,  guardándose  las  escepciones  prevenidas 
por  las  leyes  comunes  sobre  los  bienes  que  no  pueden  ser 
ejecutados. 

El  alguacil  ejecutor  será  responsable  de  cualquier  esceso 
que  cometa  en  la  ejecución  y  perjuicio  que  cause  por  no 
haberse  arreglado  á  derecho.  Art.  517. 

Cuando  el  titulo  de  la  ejecución  contenga  hipoteca  espe- 


cial de  algún  inmueble,  se  trabará  siempre  la  ejecución  sa- 
bre este  ,  sin  perjuicio  de  que  si  contuviese  ademas  la  obli- 
gación general  de  los  bienes  del  deudor,  se  embargarán 
también  los  muebles  por  el  orden  prescrito  en  el  artículo 
precedente. 

Esta  prevención  deberá  haberse  hecho  en  el  auto  y  man- 
damiento de  ejecución  ,  y  no  dejarse  à  la  calificación  del 
ejecutor.  Art.  318. 

El  acreedor  podrá  asistir  por  sí  ó  por  medio  de  apoderado 
á  la  ejecución  ;  y  si  entendiese  no  ser  suficientes  los  bienes 
embargados,  ó  que  se  han  dejado  de  embargar  los  necesa- 
rios por  haberse  ocultado  ,  podrá  en  el  progreso  del  juicio 
pedir  mejora  de  la  traba  en  .bienes  que  estén  de  manifiesto, 
ó  en  los  que  se  hayan  ocultado,  designando  con  respecto  á 
estos  los  que  sean  y  su  paradero  ,  y  justificando  que  son 
propiedad  del  deudor  si  se  hallaren  en  poder  de  otra  per- 
sona, y  esta  lo  negare.  Art.  319. 

En  las  ejecuciones  por  obligaciones  mercantiles  no  se 
causa  décima.  Art.  320. 

La  traba  será  notificada  al  deudor  en  acto  continuo  de  ha- 
berse hecho,  citándole  al  mismo  tiempo  de  remate  en  su 
persona,  ó  por  medio  de  cédula  si  no  pudiere  ser  habido  en 
la  primera  diligencia.  Art.  521. 

III.  El  deudor  tendrá  el  plazo  de  tres  dias  naturales  des- 
pués de  hecha  la  citación  de  remate  para  hacer  el  pago  de 
la  deuda,  ú  oponerse  á  la  ejecución.  Art.  522. 

Pagando  el  deudor  se  tasarán  las  costas  que  deberá  tam- 
bién satisfacer ,  y  se  sobreseerá  en  el  procedimiento. 
Art.  325. 

No  verificándose  el  pago  ,  ni  haciendo  el  deudor  oposi- 
ción en  los  tres  dias  del  término  de  la  citación  ,  se  pronun- 
ciará en  la  primera  audiencia  sentencia  de  remate  ,  man- 
dando proceder  á  la  venta  de  los  bienes  embargados  y  que 
de  ellos  se  haga  pago  al  acreedor.  Art.  524. 

Si  el  deudor  hiciere  oposición,  se  le  mandarán  entregar 
los  autos  para  que  proponga  su  escepcion  ,  encargándose  á 
ambas  parles  los  diez  dias  de  la  ley  para  que  dentro  do 
ellos  aleguen  ambas  y  prueben  lo  que  respectivamente  les 
convenga.  Art.  525. 

El  ejecutado  no  podrá  retener  los  autos  mas  que  dos  dias 
precisos  é  improrogables,  pasados  los  cuales  se  recogerán  do 
poder  de  quien  los  tenga  ,  si  no  los  hubiese  devuelto. 
Art.  526. 

IV.  En  las  ejecuciones  sobre  obligaciones  mercantiles 
solo  tienen  lugar  las  escepciones  siguientes  : 

Falsedad  del  título. 

Prescripción  ó  caducidad  del  mismo. 

Fuerza  con  daño  grave  inminente  en  la  persona  para 
obligar  al  consentimiento  ó  suscripción  de  la  obligación  ;  ó 
si  con  el  mismo  objeto  y  sin  causa  legal  hubiese  sido  apri- 
sionado. 

Falta  de  personalidad  en  el  ejecutante. 

Pago  de  la  deuda. 

Compensación  de  ella  por  crédito  líquido. 

Novación  de  contrato. 

Quitamiento  ó  espera. 

Transacción  ó  compromiso. 

También  tendrá  lugar  contra  las  ejecuciones  despacha- 
das por  los  tribunales  de  comercio  la  incompetencia  de  su 
jurisdicción,  si  con  arreglo  á  las  disposiciones  del  código  de 
comercio  no  se  debiere  calificar  de  acto  mercantil  el  contrato 
de  que  proceda  el  título  de  la  ejecución.  Art.  527. 

Procediendo  la  ejecución  de  letra  de  cambio  presentada 
por  legítimo  portador,  solo  tendrán  lugar  las  escepciones  que 
previene  el  artículo  545  del  código  de  comercio.  Art.  528. 

Esto  es,  contra  la  acción  ejecutiva  de  las  letras  de  cambio 
no  se  admitirá  mas  escepcion  que  las  de  falsedad  ,  pago , 
compensación  de  crédito  líquido  y  ejecutivo,  prescripción  ó 


PR 


—  1385  — 


PR 


caducidad  de  la  letra  y  espera  ó  quita  concedida  por  el  de- 
mandante que  se  pruebe  por  escritura  pública  ó  por  docu- 
mento privado  reconocido  en  juicio.  Cualquiera  otra  escep- 
cion que  competa  al  deudor,  se  reservará  para  el  juicio 
ordinario,  y  no  obstará  al  progreso  del  juicio  ejecutivo  ,  el 
cual  continuará  por  sus  trámites  hasta  quedar  satisfecho  de 
su  crédito  el  portador  de  la  letra. 

De  la  escepcion  propuesta  por  el  ejecutado  se  dará  tras- 
lado al  ejecutante  por  término  de  dos  dias  improrogables  ; 
pasados  los  cuales,  y  no  habiéndolos  devuelto  ,  se  sacarán 
los  autos  de  poder  de  quien  los  tenga.  Art.  329. 

La  contestación  del  ejecutante  se  unirá  á  los  autos  ,  dán- 
dose al  ejecutado  copia  de  ella,  si  la  pidiere  para  su  inteli- 
gencia. Arl.  550. 

Desde  la  presentación  de  sus  respectivos  alegatos  hasta 
que  haya  espirado  el  término  del  encargado,  podrán  ,  tanto 
el  ejecutante  como  el  ejecutado  ,  articular  y  probar,  eva- 
cuándose con  recíproca  citación  las  diligencias  de  prueba 
que  soliciten,  siendo  arregladas  á  derecho.  Arl.  331. 

En  las  probanzas  de  los  juicios  ejecutivos  tendrán  lugar 
lodos  los  mdios  de  prueba  establecidos  en  el  artículo  158  de 
esta  ley.  Art.  352. 

Los  medios  de  prueba  que  se  admiten  en  las  causas  de 
comercio,  según  el  art.  158,  son  :  Io.  las  escrituras  públicas 
ó  solemnes:— 2o.  los  documentos  hechos  privadamente  entre 
las  partes,  de  cualquiera  especie  que  sean  :  —  3o.  los  libros 
de  cuentas  :  — 4o.  la  correspondencia  epistolar  :  — b°.  la  con- 
fesión judicial  :  —  6o.  el  juramento  decisorio  :  —  7o.  el  jui- 
cio de  espertos  :  — 8o.  el  reconocimiento  judicial  :  —  9o.  la 
vista  ocular  :  —  10.  la  confesión  extrajudicial  hecha  de  pro- 
pósito con  palabras  positivas  hecha  á  presencia  de  testigos 
y  de  la  persona  á  quien  aproveche  :  —  11.  las  informacio- 
nes de  testigos. 

También  serán  aplicables  á  las  probanzas  de  los  procedi- 
mientos ejecutivos  las  disposiciones  de  los  artículos  139  al 
1S2  de  esta  misma  ley,  sobre  el  orden  de  practicarse  las  di- 
ligencias de  prueba  en  los  juicios  ordinarios.  Art.  535. 

Véanse  estos  artículos  en  el  Juicio  ordinario  en  asuntos  de 
comercio,  %  VIII. 

Concluido  el  término  del  encargado,  pondrá  nota  el  escri- 
bano actuario  de  haber  fenecido,  y  en  la  audiencia  inme- 
diata, bajo  su  responsabilidad,  dará  cuenta  al  tribunal ,  el 
que  en  su  consecuencia  mandará  unir  las  probanzas  á  los 
autos  ,  y  entregarlos  á  cada  una  de  las  partes  por  término 
de  un  dia  improrogable,  para  solo  el  efecto  de  instruirse  de 
sus  méritos.  Art.  "bVx. 

V.  Devueltos  los  autos  por  el  ejecutado  se  señalará  para 
su  vista  la  audiencia  vacante  mas  inmediata,  haciéndose 
saber  á  las  partes  el  señalamiento.  Art.  55b. 

Los  litigantes  podrán  asistir  á  la  vista  é  informar  de  su 
derecho  por  sí  mismos  ó  por  sus  defensores ,  sin  hacer  mé- 
rito de  pruebas  que  no  obren  en  el  proceso.  Art.  556. 

El  tribunal,  concluida  la  vista,  ó  á  mas  lardar  en  la  au- 
diencia inmediata  ,  pronunciará  sentencia  de  remate  ,  ó  si 
esta  no  procediere  según  lo  espuesto  y  probado  por  el  reo 
ejecutado,  revocará  la  ejecución,  absolviéndolo  de  la  acción 
ejecutiva,  y  maudando  alzar  los  embargos  hechos,  y  que  los 
bienes  embargados  se  le  entreguen  libremente.  Arl.  557. 

En  el  caso  de  que  aunque  aparezca  legítima  la  escepcion 
del  ejecutado  no  se  hubiere  probado  esta  suficientemente  en 
el  término  del  encargado  ,  se  sentenciará  también  la  causa 
de  remate,  sin  darse  lugar  á  nuevas  pruebas  en  el  procedi- 
miento ejecutivo,  quedando  salvo  el  derecho  del  ejecutado 
para  que  use  de  él  en  el  juicio  ordinario.  Arl.  338. 

VI.  En  la  sentencia  de  remate  será  condenado  en  costas 
el  ejecutado  ;  y  cuando  este  fuere  absuelto  se  hará  la  misma 
condenación  contra  el  ejecutante.  Art.  359. 

En  consecuencia  de  la  sentencia  de  remate ,  notificada 


que  sea  á  las  partes  ,  se  hará  sin  dilación  el  justiprecio  de 
los  bienes  embargados  por  peritos  que  nombren  ambas  ,  ó 
el  juez  de  oficio  por  la  que  no  lo  hiciere,  y  se  sacarán  á  pú- 
blica subasta  por  los  términos  y  con  las  formalidades  de  de- 
recho, rematándose  en  el  mejor  postor,  y  haciéndose  pago 
con  su  producto  al  acreedor  del  importe  de  la  deuda  y  de 
todas  las  costas  del  procedimiento.  Art.  340. 

Durante  las  diligencias  de  justiprecio  y  subasta  hasta  la 
apertura  del  acto  del  remate  ,  tendrá  el  deudor  la  facultad 
de  redimir  los  bienes  ejecutados,  satisfaciendo  íntegramente 
el  principal  y  las  costas  del  procedimiento. 

Después  de  celebrado  el  remate  queda  hecha  irrevoca- 
blemente la  venta  en  favor  del  rematante.  Art.  541. 

A  falta  de  postor  de  los  bienes  ejecutados  en  los  términos 
de  la  subasta  y  en  el  primer  remate,  se  anunciará  segundo 
remate,  subastando  de  nuevo  los  bienes  por  los  mismos  tér- 
minos que  lo  fueron  anteriormente  ;  y  si  tampoco  se  presen- 
tase postor,  quedará  al  arbitrio  del  acreedor  dejar  abierta  la 
subasta  ó  pedir  la  adjudicación  de  los  bienes  en  pago  de  su 
crédito. 

Esta  solicitud  podrá  hacerse  aun  cuando  la  subasta  quede 
abierta,  siempre  que  haciéndose  un  remate  nuevo  no  se  hu- 
biere hecho  postura.   Art.  342. 

Los  bienes  ejecutados  no  podrán  rematarse  en  menos  de 
las  tres  cuartas  parles  del  valor  del  justiprecio  si  fuesen 
muebles  ó  semovientes  ,  y  de  las  dos  terceras  partes  si  fue- 
sen raices.  Art.  345. 

El  acreedor  que  pretenda  la  adjudicación  de  los  bienes 
ejecutados,  los  recibirá  por  la  cantidad  en  que  con  arreglo  á 
la  disposición  del  artículo  anterior  hubiera  podido  hacerse 
el  remate.  Arl.  544. 

Si  los  bienes  ejecutados  consistiesen  en  valores  de  comer- 
cio endosables,  se  hará  su  venta  al  cambio  corriente  por  el 
corredor  que  nombre  el  tribunal,  uniéndose  á  los  autos  nota 
de  la  negociación  que  presentará  el  corredor  con  certifica- 
ción al  pié  de  ella  ,  dada  por  los  síndicos  del  colegio  ó  los 
dos  corredores  mas  antiguos  si  no  hubiere  colegio  ,  por 
donde  conste  haberse  hecho  aquella  al  cambio  corriente  del 
dia  déla  fecha.  Art.  54b. 

No  podrá  hacerse  el  pago  al  acreedor  que  hubiere  obte- 
nido sentencia  de  remate  :  aun  cuando  se  pudiere  verificar 
con  dinero  embargado  ó  con  el  producto  délos  valores  de 
comercio,  hasta  que  haya  trascurrido  el  término  para  ape- 
lar de  la  misma  sentencia.  Arl.  546. 

VIL  En  caso  de  interponerse  apelación  de  la  sentencia 
de  remate,  habrá  de  preceder  al  pago  del  acreedor  que  esto 
preste  fianza  suficiente  para  asegurar  las  resultas  del  recurso 
interpuesto.  Art.  547. 

No  usándose  del  recurso  de  la  apelación  en  el  término  de 
la  ley,  se  hará  el  pago  al  acreedor  luego  que  haya  fondos 
con  que  verificarlo ,  y  no  estará  obligado  á  prestar  fianza 
alguna.  Art.  348. 

El  apremio  personal  contra  los  deudores  á  falta  de  bienes 
sobre  que  hacer  efectivo  el  pago  de  la  deuda  ,  se  arreglará 
por  ahora  á  las  disposiciones  del  derecho  común  con  las  es- 
cepciones  que  ellas  prescriben,  hasta  que  publicado  el  códi- 
go de  enjuiciamiento  civil  se  hagan  en  razón  de  las  deudas 
por  obligaciones  mercantiles  las  aplicaciones  ó  modificacio- 
nes que  se  hallen  convenientes,  atendidos  sus  peculiares 
caracteres.  Art.  549. 

VIII.  Para  que  sea  admisible  la  oposición  del  tercero  en 
los  procedimientos  ejecutivos  sobre  obligaciones  mercanti- 
les, se  ha  de  fundar  sobre  título  de  dominio  en  los  bienes 
ejecutados  ó  de  crédito  preferente  sobre  ellos  por  razón  de 
hipoteca  legal  ó  convencional,  ú  otra  causa.  Art.  580. 

Con  la  oposición  presentará  el  tercero  la  prueba  docu- 
mental, sin  la  cual  se  desestimará  desde  luego,  mandándolo 
usar  de  su  derecho  en  forma.  Art.  381. 
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En-virtud  de  la  oposición  se  suspenderán  los  procedi- 
mientos ejecutivos,  si  el  derecho  deducido  por  el  tercero 
fuese  de  dominio  ó  por  dote  inestimada,  y  se  conferirá  tras- 
lado al  ejecutante  y  ejecutado  por  su  orden  con  término  de 
tercero  dia,  y  en  vista  de  lo  que  espongan  se  recibirá  la 
causa  á  prueba  á  petición  de  cualquiera  de  las  partes  ,  ha- 
biendo méritos  para  estimarla  necesaria,  ó  en  su  defecto  se 
procederá  con  su  citación  á  la  vista  y  decisión  del  artículo 
de  oposición.  Arl.  582. 

El  término  de  prueba  será  de  veinte  dias  improrogables, 
á  cuyo  vencimiento  podrán  instruirse  las  partes  de  las  pro- 
banzas hechas,  para  lo  cual  se  entregarán  los  aulos  á  cada 
una  por  dos  dias  precisos,  y  trascurridos  que  estos  sean  se 
mandarán  traer  para  sentencia  con  citación  de  los  interesa- 
dos litigantes.  Arl.  383. 

Si  tuviese  lugar  la  tercería  se  entregarán  al  opositor  los 
bienes  que  se  hubieren  declarado  pertenecerle,  y  el  ejecu- 
tante usará  de  su  derecho  según  le  convenga  contra  los  de- 
mas  embargados ,  ú  otros  del  deudor.  Art.  384. 

Para  la  sustanciacion  de  la  tercería  que  se  funde  en  la 
calidad  preferente  del  crédito  del  opositor,  se  formará  ramo 
separado,  siguiendo  sus  trámites  la  via  ejecutiva  en  la  pieza 
principal  hasta  la  venta  de  los  bienes  embargados  ,  cuyo 
producto  se  depositará  para  entregarse  al  acreedor  que  ob- 
téngala preferencia  en  la  tercería.  Art.  585. 

A  consecuencia  de  haberse  hedióla  oposición, cualquiera 
que  sea  el  título  en  que  esta  se  funde ,  se  ampliará  la  eje- 
cución ,  si  lo  pidiere  el  ejecutante ,  en  otros  bienes  del  deu- 
dor que  cubran  su  crédito  en  caso  de  declararse  legítima  la 
tercería;  y  si  este  no  los  tuviese,  le  quedará  espedito  su 
derecho  al  ejecutante  para  promover  la  declaración  de  quie- 
bra con  arreglo  al  artículo  1025  del  código.  Arl.  586. 

Si  por  la  ampliación  de  la  ejecución  se  hallaren  bienes 
suficientes  para  cubrir  el  crédito  del  ejecutante  sin  perjuicio 
del  derecho  del  tercer  opositor,  se  dirigirán  los  procedimien- 
tos ejecutivos  sobre  ellos,  y  el  opositor  ejercerá  el  que  le 
competa  contra  el  deudor  y  los  bienes  comprendidos  en  su 
tercería.  Arl.  387.  Véase  Apremio,  y  Embargo  provisional. 
PROGEDÜFfíIENNO  ejecutivo  en  asuntos  de  hacienda 
pública.  En  las  subastas  y  remates  de  rentas  del  Estado, 
como  igualmente  cuando  es  necesario  hacer  pago  de  algún 
crédito  á  la  hacienda  pública,  rigen  varias  reglas  que  son 
diversas  de  las  comunes  que  se  aplican  en  el  juicio  ejecutivo 
ordinario  y  son  las  siguientes  :  —  Ia.  Son  admisibles  las  pu- 
jas ó  mejoras  del  diezmo  y  medio  diezmo ,  ó  lo  que  es  lo 
mismo,  del  10  ó  del  5  por  ciento,  haciéndose  dentro  de  los 
quince  dias  déla  celebración  del  remate,  y  la  del  cuarto  ó 
23  por  ciento  dentro  de  los  1res  meses;  til.  15 ,  lib.  9  de  la 
Rrc,  suprimido  en  la  Novís.  :  —  2a.  concluido  aquel  acto  en   ' 
favor  del  último  postor,  no  quedan  libres  los  anteriores } 
sino  que  por  el  contrario  subsisten  obligados  para  el  caso  de 
insolvencia  de  cualquiera  de  ellos,  y  por  lo  tanto  se  puede 
repetir  gradualmente  contra  todos  los  demás,  por  la  canti- 
dad que  ofrecieran  en  sus  posturas,  exigiéndose  al  postor 
fallido  solo  el  esceso  de  su  puja  ;  leyes  12,  13  y  14,  til.  11 , 
lib.  9  de  la  Rec,  no  inserías  en  la  Novís.  :  —  5a.  las  fincas 
embargadas  deben  tasarse  con  arreglo  al  estado  que  tuvie- 
ren al  hacerse  la  subasta,  sin  que  sirva  la  valuación  que 
anteriormente  se  hubiese  hecho  :  —  U".  debe  anunciarse  la 
subasta  con  arreglo  al  nuevo  justiprecio;  y  causa  efecto  el 
remate,  siempre  que  haya  postor  que  cubra  las  dos  terce- 
ras partos  de  aquel.  :  —  5a.  no  habiéndolo  se  han  de  retasar 
los  bienes  ,  publicándose  otra  vez  la  subasta,  y  sirviendo 
de  base  el  nuevo  evalúo  hecho  :  —  6a.  si  tampoco  hubiere 
postor  que  ofrezca  las  dos  terceras  parles  del  último  justi- 
precio, tiene  entonces  lugar  por  estas  mismas  dos  terceras 
partes  la  adjudicación  de  las  (incas  á  favor  del  erario;  el 
cual  por  consiguiente  adquiete  su  propiedad  :  —  7".  por 


último ,  si  dicho  valor  es  mayor  que  la  cantidad  reclamada 
por  la  hacienda  pública,  y  no  puede  dividírsela  finca,  se 
reconoce  un  capital  igual  al  esceso  en  favor  del  propietario, 
prorateándose  la  renta  en  proporción  de  los  capitales  :  rea- 
les órds.  de  10  de  agoslo  y  de  12  de  diciembre  de  1834. 

Los  apremios  y  ejecuciones  contra  los  deudores  del  ramo 
de  amortización  se  siguen  en  los  mismos  términos  que  los 
relativos  ala  recaudación  de  contribuciones  y  débitos  á  fa- 
vor de  la  hacienda  pública  ;  art.  Io.  de  la  real  orden  de  25 
de  noviembre  de  1859  ;  esto  es,  no  es  preciso  para  su  co- 
branza seguir  todo  el  orden  del  juicio  ejecutivo  ,  sino  la  via 
de  apremio. 

PROCESO.  El  conjunto  ó  agregado  de  los  autos  y  demás 
escritos  en  cualquiera  causa  civil* ó  criminal.  Fulminar  el 
proceso  es  hacerle  y  sustanciarle  hasta  ponerle  en  estado  de 
sentencia.  Vestir  el  proceso  es  formarle  con  todas  las  dili- 
gencias y  solemnidades  requeridas  por  derecho. 

PROCLAMA.  La  publicación  que  se  hace  en  la  iglesia 
en  dia  festivo,  al  tiempo  de  la  misa  mayor,  de  las  personas 
que  quieren  contraer  matrimonio,  para  que  si  alguno  su- 
piere algún  impedimento,  lo  denuncie  y  declare,  como  se 
le  ordena,  bajo  la  pena  de  escomunion.  Suelen  preceder  á 
la  celebración  del  matrimonio  tres  proclamas  hechas  en  tres 
dias  festivos  en  la  parroquia  de  los  contrayentes,  pero  no 
son  necesarias  para  la  esencia  del  matrimonio;  y  así  es  que 
el  ordinario  dispensa  con  facilidad  una ,  dos  y  aun  las  tres 
á  solicitud  de  los  interesados,  según  las  circunstancias; 
done.  Trid.,  sess.  54  fíe  reform.  matr.,  cap.  1. 

PROCLAMACIÓN.  La  publicación  de  algún  decreto, 
bando  ó  ley,  que  se  hace  solemnemente  para  que  llegue  á 
noticia  de  todos. 

PROCURA.  La  comisión  ó  poder  que  alguno  da  á  otro 
para  que  en  su  nombre  haga  ó  ejecute  alguna  cosa.  Véase 
Mándalo  y  Poder. 

PROCURACIÓN.  El  acto  por  el  que  una  persona  da 
poder  á  otra  para  que  haga  alguna  cosa  en  su  nombre;— el 
oficio  ó  empleo  de  procurador;  —  y  la  contribución  ó  dere- 
chos que  los  prelados  exigen  de  las  iglesias  que  visitan  para 
el  hospedaje  y  mantenimiento  suyo  y  de  su  familia  durante 
el  tiempo  de  la  visita.  Véase  Mandato. 

PROCURADOR.  El  que  en  virtud  de  poder  ó  facultad 
de  otro  ejecuta  en  su  nombre  alguna  cosa;  ó  como  dice  la 
ley  de  las  Partidas  :  «  Aquel  que  recabda  ó  face  algunos 
pleitos  ó  cosas  ajenas  por  mandado  del  dueño  de  ellas;  » 
ley  1 ,  til.  5,  Parí.  5.  Antiguamente  se  llamaba  personero, 
porque  se  presenta  en  juicio  ó  fuera  de  él  en  lugar  de  la 
persona  mandante.  Hay  procurador  para  pleitos  y  procu- 
rador para  negocios,  ó  procurador  judicial  y  procurador 
extrajudicial.  El  procurador  extrajudicial  puede  haber  to- 
mado á  su  cargo  el  desempeño  de  los  negocios  ajenos  en 
virtud  de  mandato  del  dueño  ó  sin  su  noticia  :  en  el  primer 
caso  se  llama  mandatario,  y  en  el  segundo  se  llamaba  entro 
los  Romanos  negotiorum  gestor,  y  entre  nosotros  no  tiene 
nombre  particular,  pero  se  designa  con  la  denominación  da 
administrador  voluntario.  Véase  Administrador  y  Manda- 
tario. 

PROCURADOR  judicial.  El  que  sigue  un  pleito  á  nom- 
bre de  otro.  —  Pueden  nombrar  procurador  :  Io.  el  mayor 
de  veinte  y  cinco  años  que  no  está  sujeto  á  la  patria  potes- 
tad ,  y  aun  estándolo  siempre  que  se  halle  en  el  caso  de 
parecer  por  si  en  juicio  :  —  2o.  el  menor  de  veinte  y  cinco 
años  con  otorgamiento  de  su  tutor  ó  curador;  bien  que  si  le 
nombra  por  sí  solo,  valdrá  lo  que  haga  el  procurador  en 
beneficio  del  menor,  mas  no  lo  que  sea  perjudicial  á  este; 
ley  5,  lit.  5, Part.  5:  —  5o.  el  tutor  ó  curador  del  pupilo,  de- 
mento ó  pródigo;  ley  5  cit.  al  fin.  —  En  los  tribunales  su- 
periores de  las  provincias  y  de  la  corte  es  necesario  valerse 
de  procurador  para  presentarse  en  juicio.  —  Pueden  ser 


PR 


4387 


PR 


procuradores  los  que  no  tienen  impedimento  legal,  y  los  que 
le  tienen  son  :  Io.  los  menores  de  veinte  y  cinco  años,  aun- 
que para  los  negocios  extrajudiciales  hasta  la  edad  de  diez  y 
siete;  /cy  19,  id.,  id.:—  2o.  los  locos,  desmemoriados,  sordos 
y  mudos  y  pródigos  :  —  5o.  los  acusados  de  algún  delito 
grave  mientras  dure  la  causa  :  —  li°.  las  mujeres  ,  sino  por 
sus  parientes  en  línea  recta  que  fuesen  viejos  ,  enfermos  ó 
impedidos  por  olra  razón  ,  y  no  tuviesen  de  quien  valerse, 
como  también  por  cualesquiera  otros  parientes  en  causas  de 
servidumbre  ó  de  apelación  de  sentencia  de  muerte  :  — 
b°.  los  frailes,  esceplo  en  causa  de  su  orden  con  mandato 
del  prelado  ;  ley  5 ,  id.,  id.  :  —  6o.  los  clérigos  ordenados  in 
sacris,  escepto  en  pleitos  de  su  iglesia,  de  su  prelado  ó  de 
su  rey  ;  ley  5,  lit.  S,  Pari.  3;  /ci/  2,  lit.  27,  lib.  1,  Nov.  Rec.  : 
—  7°.  los  soldados ,  escepto  en  las  cosas  pertenecientes  á  la 
milicia,  en  los  pleitos  ele  servidumbre  de  algún  pariente 
suyo,  en  la  defensa  de  cualquier  hombre  condenado  injus- 
tamente á  muerte  sin  ser  oido  ,  y  en  el  caso  de  que  la  parte 
contraria  contestase  el  pleito  sin  recusarlo;  leyes  G  y  7, 
Ül.  5  ,  Part.  3  :  —  8o.  los  jueces,  escribanos  mayores  de 
la  corte  del  rey,  y  demás  oficiales  que  son  poderosos  por 
razón  de  su  oficio,  con  las  mismas  escepciones  que  los  sol- 
dados; ley  8,  lit.  S,  Part.  3  (1)  :  —  9o.  los  empleados  au- 
senles  por  comisión  del  rey  ó  en  servicio  del  público;  ley  9, 
til.  be//.  :  — 10°.  los  que  son  ineptos  ó  carecen  de  título,  en 
los  tribunales  donde  este  es  necesario. 

Ninguno  puede  tomarse  por  sí  el  oficio  de  procurador  del 
actor,  sin  queestele  otorgue  poder.  Esceptúanse  no  obstante 
ciertas  personas  ,  que  sin  presentar  poder  son  admitidas  á 
nombre  de  otros  en  los  juicios  :  tales  son  el  marido,-  el  pa- 
riente hasta  el  cuarto  grado  ,  el  suegro,  yerno  ó  cuñado,  el 
aparcero  ó  condueño  do  una  misma  heredad  ú  otra  cosa, 
los  cuales  antes  de  entrar  en  juicio  deben  asegurar  con 
fiadores  ó  prendas  que  aquel  por  quien  demandan  habrá  por 
firme  lo  alegado  ,  hecho  y  juzgado  en  el  pleito.  Mas  para 
responder  y  defender  por  el  ausente  emplazado,  cualquiera 
puede  parecer  en  juicio ,  aunque  no  presente  poder,  ni  sea 
pariente,  dando  fianza  de  que  el  demandado  ratificará  lo 
hecho  y  pagará  lo  juzgado;  ley  10,  til.  5,  Parí.  3.  Estas 
disposiciones  se  aplican  solamente  á  las  causas  civiles; 
pues  por  lo  que  respeta  á  las  criminales,  parece  ser  práctica 
recibida  en  la  mayor  parle  de  los  tribunales  el  no  admitir 
ni  oír  á  las  personas  que  se  presenten  como  procuradores  ó 
defensores  de  los  reos  ausentes  ó  prófugos,  aunque  sean 
parientes,  sin  embargo  de  que  se  halla  mandado  que  los 
jueces  se  informen  por  todos  los  medios  posibles  de  la  ino- 
cencia del  reo. 

Las  obligaciones  del  procurador  son  :  Ia.  exhibir  al  pre- 
sentarse en  juicio  poder  suficiente  firmado  de  un  abo- 
gado ;  ley  3,  til.  3,  lib.  11  ,  Nov.  Rec.  (2)  :  2a.  entregar 
á  los  letrados  el  dinero  y  las  escrituras  que  los  litigantes 
enviaren  :  3a.  devolver  los  procesos  en  los  términos  señala- 
dos ,  bajo  su  responsabilidad  (5)  :  4\  arreglarse  á  los  límites 
de  su  poder,  sin  escederse  ni  sustituirle ,  á  no  ser  que  se  le 
hubiese  dado  facultad  para  esto;  ley  19,  Ül.  b  ,  Parí.  5  ;  y 
ley  H,  lit.  10,  lib.  i  del  Fuero  Real  :  b\  ser  muy  activo  y 
vigilante  en  el  desempeño  de  su  encargo  ,  bajo  las  reglas  y 
la  responsabilidad  que  se  han  indicado  en  la  palabra  Man- 
datario :  6a.  guardar  fidelidad  á  la  parle  que  representa , 
absteniéndose  sobre  todo  de  manifestar  sus  secretos  á  la. 

(t)'Sobre  no  poderlo  ser  en  la  república  de  ¡Méjico  los  ministros 
y  fiscal  do  la  suprema  corte  ,  ministros  de  los  tribunales  superio- 
res, ni  los  jueces  de  primera  instancia,  conforme  á  las  leyes  cons- 
titucionales, véanse  sus  respectivos  artículos. 

(2)  Ley  15,  tít.  28,  lib.  2,  ttecop.  de  Ind. 

(5)  Auto  acordado  de  la  audiencia  de  Méjico,  de  6  de  junio 
de  1806. 


contraria,  bajo  la  pena  indicada  en  la  palabra  Prevaricato  : 
7a.  indemnizar  á  la  parte  del  daño  que  por  su  culpa  le  cau- 
sare; leyes  2b  y  26,  lit.  8,  Part.  3. — No  puede  el  procurador 
presentar  á  nombre  suyo  y  sin  firma  de  abogado  otros  pe- 
dimentos que  los  llamados  de  cajón,  los  cuales  se  reducen  á 
pedir  términos,  acusar  rebeldías,  dar  relaciones  por  concer- 
tadas, concluir  los  pleitos,  y  otros  actos  semejantes;  leyes  10 
y  1 1 ,  til.  28 ,  lib.  2 ,  Rec.  —  Si  el  poder  fuere  sospechoso , 
debe  dar  fianza  de  que  el  principal  habrá  por  firme  y  vale- 
dero lo  que  haga  en  su  nombre;  y  si  fuere  falso  procurador, 
valdrá  no  obstante  lo  que  ejecutare,  con  tal  que  la  parte  lo 
ratifique.  —  Guando  hay  dos  ó  mas  procuradores  para  una 
causa,  se  sigue  la  instancia  con  el  que  la  empezó;  y  sí  lóelos 
la  hubiesen  comenzado,  bastará  que  uno  de  ellos  las^;; 
ley  18,  id.,  id.  —  Necesita  el  procurador  de  poder  especia! 
para  pedir  restitución  in  inlegrum  ó  el  hijo  que  alguno  re- 
tiene contra  la  voluntad  de  su  padre,  para  acusar  á  un  tutor 
de  sospechoso,  aceptar  beneficio  y  tomar  pesesion  de  él , 
hacer  juramento  de  calumnia,  jurar  en  el  juicio,  proroger 
jurisdicción,  hacer  donaciones,  cesiones  ó  transacciones, 
renunciar  apelación  ó  no  seguirla,  y  para  algunos  otros  ac- 
tos; leyes  lo,  16  y  17, id.,  id.—  El  procurador  tiene  derecho 
á  que  el  litigante  le  satisfaga  todos  los  gastos  que  hubiere 
hecho  en  el  cumplimiento  de  su  encargo,  menos  los  ocasio- 
nados por  su  mala  fe,  culpa,  omisión  ó  rebeldía;  leyese  y 
26,  lit.  S,  Part.  3. 

La  procura  ó  poder  dado  para  pleitos  se  acaba  :  Io.  por 
revocación  del  principal,  hecha  antes  de  la  contestación  del 
pleito  aunque  sea  sin  alegar  causa  alguna,  y  después  de  la 
contestación  alegando  causa  justa  ó  diciendo  que  no  le  re- 
mueve con  ánimo  de  injuriarle  ó  por  considerarle  sospecho  ; 
ley  24,  tít.  5 ,  Part.  3  :  —  2o.  por  renuncia  del  procurador 
hecha  libremente  antes  de  la  contestación  del  pleito ,  y  con 
justa  causa  después;  ley  24,  til.  S,  Parí.  5: —  5o.  por 
muerte  del  procurador  ó  del  poderdante,  acaecida  antes  de 
la  contestación  del  pleito,  mas  no  después  ;  de  modo  que  si 
muere  el  poderdante  después  de  la  contestación ,  puede  el 
procurador  continuar  el  pleito,  aunque  no  reciba  poder  de 
los  herederos  del  difunto  ;  y  si  muere  el  procurador,  pueden 
continuar  los  herederos  siendo  aptos  pra  ello  :  mas  no  está 
en  uso  el  que  los  herederos  sigan  en  la  procura;  Ícy2'4, 
tít.  b,  Purt.  3  :  —  U°.  por  la  conclusion  ó  terminación  del 
asunto  para  que  se  dio  ;  pero  el  procurador  puede  y  aun 
debe  apelar  de  la  sentencia  que  le  fuere  contraria,  aunque 
esta  facultad  no  esté  espresa  en  el  poder,  mas  no  continuar 
la  apelación  sin  otorgamiento  del  dueño  ;  ley  23,  lit.  b, 
Part.  3 ,  y  ley  3 ,  tít.  23  ,  y  glosas  de  Greg.  López. 

En  los  consejos,  cnancillerías  y  audiencias  nadie  puede 
ser  procurador  sin  la  aprobación  de  los  mismos  tribunales, 
en  los  cuales  suele  haber  colegio  de  procuradores  con  limi- 
tación de  número.  Estos  hacen  juramento  deque  usarán  bien 
y  fielmente  de  su  oficio  ;  no  pueden  dar  peticiones  ante  es- 
cribano que  sea  padre,  hermano,  hijo  ó  yerno  suyo,  el  cual 
ha  de  pasar  la  causa  á  otro  escribano  cjue  no  tenga  tal  pa- 
rentesco ;  no  pueden  concertarse  con  las  partes  y  receptores 
para  abreviar  ó  alargar  las  conclusiones,  á  fin  de  propor- 
cionar el  repartimiento,  ni  recibir  por  ello  cosa  alguna,  bajo 
la  pena  de  privación  de  oficio;  y  si  fueren  inhábiles  ó  hicie- 
ren cosas  indebidas ,  puede  el  tribunal  quitarles  sus  oficios. 
Estas  disposiciones  pueden  entenderse  también  con  los  pro- 
curadores de  los  demás  tribunales.  —  Finalmente  está  man- 
dado en  general ,  que  no  hagan  partido  los  procuradores  do 
seguir  y  fenecer  los  pleitos  á  su  propia  costa  por  cierta  suma, 
bajo  la  pena  de  cincuenta  miTmara vedis  para  el  fisco,  en  la 
que  incurren  por  el  mismo  hecho  sin  otra  sentencia  ;  —  que 
no  se  concierten  con  su  litigante  sobre  darles  parle  en  el 
pleito  si  se  gana ,  bajo  pena  de  infamia  y  otras;  —  y  que  no 
hagan  pacto  por  via  directa  ni  indirecta  para  llevsr  parto 
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alguna  del  estipendio  ó  interés  correspondiente  á  los  aboga- 
dos por  los  pleitos ,  bajo  la  pena  de  suspension  de  oficio  por 
un  año,  y  de  volver  lo  llevado;  iít.  51,  lib.  5,  Nov.Rec. 
Véase  Poder  y  Mandatario. 

Nuevas  disposiciones  tomadas  del  cap.  11  de  las 
ordenanzas  de  las  audiencias. 

202.  Habrá  en  cada  audiencia  el  número  de  procuradores 
que  ella  estime  necesarios,  sin  que  puedan  pasar  de  seis  por 
cada  sala  ordinaria;  pero  por  ahora  continuarán  sirviendo 
como  tales  los  que  en  la  actualidad  lo  sean,  aunque  escedan 
del  número  sobredicho. 

Los  que  actualmente  ó  en  lo  sucesivo  faltaren  para  com- 
pletarlo serán  nombrados  por  S.  M. ,  á  simple  propuesta  de 
la  audiencia  respectiva ,  la  cual  no  propondrá  para  estos  ofi- 
cios sino  personas  mayores  de  25  años ,  de  probidad  y  buena 
reputación,  acreditadas  y  de  suficiente  arraigo,  que  hayan 
practicado  tres  años  sin  intermisión  al  lado  de  procurador 
de  alguna  audiencia ,  y  cuya  capacidad  para  el  desempeño 
aparezca  por  un  examen  que  les  hagan  dos  ó  mas  ministros 
del  tribunal  proponente. 

203.  Los  que  en  adelante  soliciten  entrar  en  el  ejercicio 
de  procuradores  de  alguna  audiencia,  no  serán  admitidos 
sin  hallarse  corrientes  sus  oficios  ,  acreditándolo  con  la  ma- 
nifestación de  los  procesos  y  papeles  que  sus  antecesores 
hubieren  recibido  de  las  escribanías  de  cámara  de  aquella. 

204.  Todos  los  procuradores  de  la  audiencia  asistirán  dia- 
riamente á  ella  á  las  horas  de  despacho ,  y  allí  se  les  harán 
las  notificaciones  y  citaciones.  Esceptúanse  de  esta  obliga- 
ción los  procuradores  del  número  de  la  corte ,  cuando  tuvie- 
ren que  concurrir  á  otros  tribunales  de  ella ,  en  cuyo  caso 
bastará  que  asista  á  la  audiencia ,  durante  el  despacho  ,  un 
escribiente  de  dichos  procuradores,  para  avisarlos  siempre 
que  se  necesite. 

205.  No  podrán  hacer  uso  de  los  poderes  que  reciben  de 
las  partes,  sin  que  hayan  sido  declarados  bastantes  por  al- 
gún abogado  del  colegio. 

206.  Será  de  su  cargo  formar  los  pedimentos  de  términos, 
apremios  ,  rebeldías ,  publicación  de  probanzas ,  señala- 
mientos y  demás  que  sean  de  mera  sustanciacion  ;  y  para 
cualesquier  otras  peticiones  deberán  valerse  de  algún  abo- 
gado del  colegio,  sin  cuya  firma  no  les  serán  admitidas. 

207.  No  volverán  á  pedir  por  una  escribanía  lo  que  se  les 
hubiere  negado  por  otra,  ni  lo  pedirán  por  la  misma  sin 
hacer  mención  del  antecedente,  suplicando,  sin  causar  ins- 
tancia ,  ó  con  ella.  El  que  contraviniere  será  suspendido  por 
ían  mes ,  y  multado  en  veinte  à  treinta  ducados. 

208.  Pondrán  todas  las  pretensiones  de  primer  ingreso 
Con  los  poderes  bastanteados  respectivos  á  ellas  en  poder  del 
repartidor,  donde  le  haya ,  media  hora  antes  de  formarse  las 
salas  ;  para  que  repartidas ,  las  puedan  tomar  desde  luego 
los  escribanos  de  cámara  á  quienes  hayan  tocado,  y  dar 
cuenta  de  ellas  en  el  mismo  día.  Donde  no  haya  repartidor, 
las  entregarán  á  este  fin  á  dichos  escribanos  con  la  antici- 
pación necesaria. 

209.  Para  entrar  en  las  salas  cuando  sean  llamados,  ó 
tengan  que  hacer  en  ellas  algún  acto  como  procuradores, 
vestirán  el  traje  de  ceremonia  acostumbrado.  Estarán  de 
pié  siempre  que  necesitaren  hacer  alguna  esposicion  de  pa- 
labra al  tribunal,  ó  leer  algún  escrito;  pero  en  las  vistas 
de  pleitos  y  causas  en  que  sean  parte,  tomarán  asiento  en 
el  lugar  señalado  para  los  de  su  oficio  ,  y  allí  permanecerán 
con  la  mayor  oompostura  y  decoro,  atendiendo  muy  cuida- 
dosamente á  la  relación  del  relator  y  á  los  informes  de  los 
abogados  para  deshacer  después  cualquiera  equivocación  de 
hecho  en  que  incurran. 

210.  Será  obligación  de  los  procuradores  asistir,  mien- 


tras puedan  ,  á  la  vista  de  los  pleitos  y  causas  en  que  lo  sean, 
y  si  á  un  mismo  tiempo  fueren  llamados  en  diferentes  sa- 
las, ó  estando  en  una  se  les  llamare  à  otra,  asistirán  á  la 
que  mejor  estimen  ;  pero  pendiente  la  vista  no  podrán  sa- 
lir de  la  sala  en  que  se  hallen  sin  licencia  del  que  la  pre- 
sida. • 

211.  Cada  procurador  tendrá  un  libro  en  que  lleve  con  la 
mayor  puntualidad  su  correspondencia  con  los  litigantes, 
que  le  hayan  apoderado  ;  otro  en  que  anote  los  poderes  que 
se  le  confieran ,  con  espresion  de  los  otorgantes",  de  su  ve- 
cindad y  de  la  fecha  del  otorgamiento  y  aceptación;  otro  de 
cargo  y  data  en  que  ponga  con  toda  distinción  y  claridad  sus 
cuentas  pendientes  con  los  que  hayan  otorgado  poder;  otro 
de  notificaciones,  en  que  asiente  todas  las  que  se  hagan  ; 
otro  en  que  anote  las  provisiones  y  ejecutorias  que  por  su 
conducto  se  libraren;  y  otro  de  conocimientos,  en  que  reco- 
gerá los  recibos  de  los  abogados  ,  cuando  les  pase  los  presos. 
Todos  estos  libros  tendrán  la  primera  y  última  hoja  del  sello 
correspondiente ,  y  serán  rubricados  en  la  primera  por  el 
ministro  mas  moderno  de  la  audiencia. 

212.  Todo  procurador  estará  obligado  á  defender  sin  de- 
rechos los  pleitos  y  causas  de  los  pobres,  cuando  fueren  nom- 
brados por  ellos  ;  y  sin  perjuicio  dos  de  aquellos  por  turno 
serán  cada  año  procuradores  de  pobres,  para  los  que  no 
elijan  defensor  especial ,  debiendo  observarse ,  respecto  á 
todos  estos  curiales,  cuando  actúen  en  causas  de  pobres,  lo 
que  el  art.  199  prescribe  en  cuanto  á  los  abogados. 

213.  Los  que  tuvieren  clientes  presos  asistirán  gratis  á 
las  visitas  generales  de  cárceles,  se  presentarán  á  ellos  siem- 
pre que  los  llamen,  si  estuvieren  en  comunicación,  y  los 
tratarán  con  las  consideraciones  que  merece  su  estado  ; 
promoviendo  eficazmente  el  mas  pronto  despacho  de  sus 
causas ,  y  lo  demás  que  conviniere  para  su  alivio  y  con- 
suelo. 

214.  Pondrán  el  mayor  cuidado  en  la  conservación  de 
cuantos  documentos,  títulos  de  pertenencia,  instrucciones 
y  otros  papeles  les  remitan  sus  clientes,  guardándolos  con 
todo  aseo  y  separación,  para  que  los  tengan  prontos  cuando 
se  necesite  usar  de  ellos,  ó  haya  que  devolverlos  á  las  par- 
tes ;  y  no  omitirán  diligencia  alguna  en  los  negocios  que 
tengan  á  su  cargo,  observando  el  mayor  celo,  actividad  y 
exactitud  en  la  correspondencia  con  sus  principales ,  á  los 
cuales  deberán  dar  puntual  razón  del  estado  y  progresos  de 
sus  asuntos,  y  de  lo  demás  de  que  les  interese  tener  pronto 
conocimiento. 

215.  Igual  cuidado  tendrán  en  la  limpieza  con  que  deben 
manejar  los  procesos ,  sin  ajarlos  ni  descuadernarlos  ;  pro- 
curando devolverlos  á  las  escribanías  de  cámara  en  el  mismo 
estado  en  que  los  recibieron  ,  y  evitar  en  esta  parte  todo  mo- 
tivo de  queja  ó  de  disgusto  á  los  interesados. 

216.  Solamente  por  sí  mismos  ó  por  sus  oficiales  recoge- 
rán de  las  escribanías  de  cámara  las  provisiones,  ejecuto- 
rias, certificaciones,  instrumentos  y  demás  papeles  que 
haya  en  los  pleitos,  sin  que  los  escribanos  ni  sus  oficiales 
puedan ,  por  ningún  pretesto,  entregarlos  á  otra  persona  al- 
guna que  no  esté  competentemente  autorizada. 

217.  Del  mismo  modo  siempre  que  tengan  que  llevar  pro- 
visiones ó  cartas  ejecutorias  al  canciller-registrador,  lo  ha- 
rán por  sí  propios  ó  por  sus  oficiales  solamente,  y  nunca  por 
medio  de  otras  personas. 

218.  Los  procuradores  de  pobres  por  el  turno  anual,  y 
los  que  tengan  negocios  pendientes  en  la  audiencia,  no  po- 
drán ausentarse  por  mas  de  ocho  dias,  fuera  de  vacaciones, 
sin  licencia  del  regente  ;  y  nunca  se  ausentarán  sin  dejar 
otro  ú  otros  procuradores  del  mismo  tribunal  que  los  su- 
plan en  todos  los  negocios  de  su  cargo.  De  este  propio  me- 
dio se  valdrán  en  caso  de  enfermedad  ó  de  otro  impedi- 
mento. 
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219.  Los  procuradores  son  los  responsables  al  pago  de 
todas  las  costas  que ,  por  la  parte  que  defiendan ,  se  causen 
en  el  negocio  en  que  hubieren  aceptado  y  presentado  po- 
der ;  pero  si  despues  de  entablado  el  negocio  no  los  habili- 
taren sus  principales  con  los  fondos  necesarios  para  conti- 
nuarlo, podrán  aquellos  pedir  á  la  sala  que  los  obligue  á  ello, 
la  cual  lo  hará  así ,  fijando  la  cantidad  proporcionada  que 
cslime. 

220.  Cuando  los  procuradores  quieran  exigir  de  sus  prin- 
cipales morosos  las  cantidades  que  estos  les  adeuden  por 
sus  derechos ,  ó  por  las  que  hubieren  adelantado  para 
pagar  á  los  demás  curiales ,  presentarán  la  correspondiente 
instancia  á  la  sala  en  que  esté  radicado  el  negocio  respec- 
tivo ,  y  si  juraren  que  les  son  debidas  y  no  pagadas  las  can- 
tidades que  piden,  y  presentaren  cuenta  de  ellas,  la  sala 
mandará  pagar  con  las  costas  lo  que  resultare  de  la  tasa- 
ción ,  sin  perjuicio  de  que  hecho  el  pago,  pueda  el  deudor 
reclamar  cualquier  agravio  ;  y  en  el  caso  de  que  el  procu- 
rador se  hubiere  escedido  en  su  cuenta ,  devolverá  el  duplo 
del  esceso ,  con  las  costas  que  se  causen  hasta  el  entero  re- 
sarcimiento. 

Igual  derecho  que  los  procuradores  tendrán  sus  herederos, 
respecto  á  los  créditos  de  esta  naturaleza  que  aquellos  les 
dejaren. 

221.  El  procurador  que  se  separe  voluntariamente  de  su 
oficio,  deberá  dar  á  los  que  le  tengan  conferidos  poderes  el 
correspondiente  aviso  con  la  anticipación  necesaria ,  para 
que  determinen  á  qué  personas  han  de  encargar  sus  ne- 
gocios. 

222.  Siempre  que  por  fallecimiento  ó  separación  de  algún 
procurador  vacare  su  oficio,  se  ocuparán  todos  los  papeles 
respectivos  á  él  por  el  ministro  mas  moderno  de  la  audien- 
cia, acompañado  de  un  escribano  de  cámara  y  de  un  por- 
tero ;  pero  en  la  corte  haráuesta  ocupación  uno  de  los  jueces 
de  primera  instancia  por  turno,  que  llevará  el  mas  antiguo, 
asistiendo  á  ella  un  escribano  del  número,  un  alguacil  y  otra 
persona  nombrada  en  el  acto  por  la  familia  ó  representantes 
del  procurador  difunto  ;  y  en  ambos  casos  se  formará  por  el 
escribano  un  exacto  inventario,  bajo  del  cual  se  entregarán 
á  otro  procurador  los  negocios  de  oficio ,  y  los  de  personas 
particulares  se  conservarán  hasta  que  ellas  nombren  nuevos 
apoderados. 

225.  Todo  procurador  será  responsable  por  el  atraso  ó 
por  el  culpable  estravio  de  los  procesos,  provisiones,  instru- 
mentos y  cualesquier  otros  papeles  que  se  les  hubieren  en- 
tregado relativos  á  negocios  de  su  oficio. 

224.  Los  procuradores  no  podrán  hacer  petición  ,  ni  usar 
de  su  oficio  por  ante  escribano  que  sea  su  padre,  hijo,  her- 
mano ,  suegro  ó  yerno. 

22o.  En  la  visita  que  cada  año  debe  hacerse  de  los  subal- 
ternos de  las  audiencias,  se  entenderán  siempre  compren- 
didos los  procuradores  de  las  mismas.  Véase  Junta  guber- 
nativa de  los  tribunales. 

-j-  El  reglamento  de  Io.  de  mayo  de  1844  trae  sobre  el 
procurador  judicial  otras  disposiciones  ,  que  pueden  verse 
en  el  Suplemento  al  Diccionario  de  Escriche. 

[*  Con  referencia  á  los  apartes  Io.  y  b°.  del  presente 
artículo  es  de  notar  que  en  la  república  de  Méjico  no  hay 
necesidad  de  valerse  de  un  procurador  de  número  para 
comparecer  ante  la  Suprema  Corte  de  justicia  ,  como  no  la 
habia  tampoco  respecto  de  los  llamados  Tribunales  superio- 
res; sino  que  puede  hacerlo  personalmente  la  parte  intere- 
sada, ó  nombrar  al  efecto  á  persona  de  su  confianza.  En  este 
último  caso  el  nombrado  debe  ser  un  sugeto  de  probada 
honradez,  residente  en  el  lugar  en  donde  se  halle  el  tribu- 
nal, y  hábil  según  las  leyes  para  cuidar  de  negocios  ajenos  ; 
el  cual  antes  de  comenzar  á  ejercer  su  oficio  ,  ha  de  dar 
fianza,  á  satisfacción  del  secretario  de  dicho  tribunal,  en  ga- 


rantía del  puntual  cumplimiento  de  su  encargo  y  especial- 
mente de  la  seguridad  de  los  autos  y  documentos  que  reci- 
ba, y  ha  de  jurar  ademas  ante  el  mismo,  que  desempeñará 
fielmente  su  cometido.  Para  los  que  no  quieran  practicar 
estas  diligencias  por  sí  ó  por  apoderado  especial,  tiene  nom- 
brados el  tribunal  un  número  determinado  de  procurado- 
res ,  los  cuales  han  de  ser  personas  de  probidad  ,  conoci- 
mientos y  práctica  de  negocios  del  foro ,  mayores  de  2o 
años  y  ciudadanos  en  ejercicio  de  sus  derechos  ,  y  han  de" 
prestar  la  misma  fianza  y  juramento  que  los  apoderados 
particulares.  Ni  unos  ni  otros  pueden  hacer  mas  pedimentos 
que  los  llamados  de  cajón  ,  como  dice  el  autor,  ni  usar  de 
poderes  que  no  estén  bastanleados  ;  pero  los  apoderados 
particulares  y  las  partes  tienen  ademas  la  cortapisa  de  es- 
tar precisados  á  valerse  de  los  procuradores  de  número  para 
encargarse  de  los  autos  ,  porque  ellos  son  los  únicos  autori- 
zados para  este  acto,  como  también  los  responsables  de  su 
conservación  ,  integridad  y  despacho;  cap.  12,  Reglam.  de 
la  Supr.  Corte  de  just.  de  13  de  moyo  de  1826  ,  art.  55  ,  ley 
de  23  de  mayo  de  1857,  y  cap.  7,  Reglam.  de  1S  de  enero 
de  1858. 

**  En  la  república  de  Venezuela  en  ningún  caso  puede 
obligarse  á  las  partes  á  constituir  apoderados  ni  valerse  de 
procuradores;  art.  12,  ley  única,  til.  11  ,  Cód.  de  proecd. 
jad.,  reformada  en  3  de  mayo  de  1838. 

***  Con  respecto  á  la  república  de  Chile  y  al  aparte  b°. 
de  este  artículo,  debe  tenerse  presente  que  el  nombramiento 
de  procuradores  correspondió  primero  en  la  república  á  la 
Cámara  de  justicia,  encargada  del  examen  de  la  suficiencia, 
conducta  y  méritos  de  las  plazas  que  debieran  proveerse  , 
quedando  reservada  solo  al  Gobierno  la  espedicion  de  los 
títulos  á  los  que  dicha  Cámara  agraciase;  mas  posterior- 
mente ha  declarado  este  último  .  que  no  solo  la  espedicion 
del  título,  sino  el  mismo  nombramiento  eran  atribuciones 
suyas  privativas  ,  y  hoy  es  él  quien  nombra  á  los  procura- 
dores, previos  el  examen,  aprobación  y  consulta  de  la  Corte 
de  apelaciones,  ante  la  cual  deben  prestar  después  su  jura- 
mento. Para  obtener  estos  oficios  deben  los  aspirantes  in- 
corporarse en  la  respectiva  sección  de  la  Academia  de  leyes, 
y  permanecer  en  ella  y  cumplir  con  las  obligaciones  de  re- 
glamento por  espacio  de  un  año  ;  decr.  de  9  de  mayo  de  1825, 
art.  6 ,  decr.  de  29  de  enero  de  1824,  §  12 ,  art.  b4,  Reglam. 
de  adm.  de  just.  de  2  de  junio  de  1824,  y  decr.  de  25  de  se- 
tiembre de  1857.  ] 

PROCURADOR  síndico  general.  El  sugeto  elegido 
para  que  en  el  ayuntamiento  ó  concejo  promueva  los  inte- 
reses del  pueblo ,  defienda  sus  derechos  y  se  queje  de  los 
agravios  que  se  le  hacen.  Tiene  asiento  en  el  ayuntamiento. 

■f-  Para  desempeñar  el  cargo  de  procurador  síndico  en 
todos  los  casos  en  que  las  leyes  exijan  su  intervención ,  nom- 
brará el  ayuntamiento  uno  de  los  regidores  en  la  primera 
sesión  de  cada  año.  Art.  k°.  de  la  ley  de  8  de  enero  de  184b. 
Véase  Ayuntamientos. 

PROCURADOR  de  cortes.  El  sugeto  nombrado  y  di- 
putado en  lo  antiguo  por  alguno  de  los  reinos,  ciudades  ó 
villas  que  tenian  voto  en  Cortes ,  para  venir  á  ellas  con  sus 
poderes  ,  y  otorgar  en  su  nombre  los  servicios  que  el  rey 
pidiere. 

PROCURADOR  astricto.  En  Aragon  el  que  estaba 
obligado  à  seguir  ciertas  causas,  especialmente  criminales, 
porque  nunca  se  procedía  de  oficio  en  ellas. 

PROCURADOR  voluntario.  El  que  viendo  abandonados 
los  bienes  ó  negocios  de  algún  ausente ,  toma  á  su  cargo  es- 
pontáneamente sin  orden  ni  mandato  su  cuidado  y  direc- 
ción ,  movido  solo  de  piedad ,  ó  por  razón  de  amistad  o 
parentesco.  Véase  Administrador  voluntario. 

•f  PROCURADOR  en  el  comercio.  Serán  arbitros  los 
comerciantes  de  seguir  sus  litigios  en  nombre  propio  ,  ó  de 
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constituir  por  apoderados  especiales  para  hacerlo  á  sus  fac- 
tores ó  mancebos  que  tengan  veinticinco  años  cumplidos  ; 
pero  habiéndose  de  valer  de  persona  que  no  tenga  la  calidad 
de  dependiente  de  su  establecimiento  mercantil ,  no  podrán 
ser  representados  sino  por  los  procuradores  de  causas  del 
tribunal  ante  que  penda  el  juicio.  Ley  de  enjuiciam.  de  2't  de 
julio  de  i  830. 

PIv'ÎjDÎGO.  Aquel  á  quien  por  senteneia  del  juez  se  ha 
Cuitado  la  libre  administración  de  sus  bienes  á  causa  de  di- 
sipación. Prodigi  (  inquil  Tulláis ,  lib.  2  cíe  officiis,  art.  16) 
sífjf  f  qui  epulis  el  visceralionibus ,  el  gladialorum  muneribus, 
liulorum  venalionumque  apparalu ,  pecunias  profundxml  in 
cas  res,  quorum  memoriam  aut  brevem,  aut  nullam  omnino 
sint  rcliclurU  Entre  los  Romanos  ,  para  poner  á  un  pródigo 
en  estado  de  interdicción,  usaba  el  juez  de  la  fórmula  si- 
guiente :  Quando  lúa  bona  palerna ,  avitaque,  nequitia  lúa 
disperdis ,  liberosque  luos  ad  egeslalem  perducis ,  ob  eam  rem 
Ubi  ca  re  commercioque  interdico.  Entre  los  Atenienses, 
incurrían  en  la  nota  de  infamia  por  la  ley  de  Solón  los  que 
habían  disipado  su  patrimonio ,  y  aun  eran  tratados  como 
criminales  por  las  sentencias  del  Areopago.  Entre  nosotros 
se  trata  á  los  pródigos  como  á  los  locos  ;  justificándose  do 
un  modo  suficiente  que  un  sugeto  malversa  su  hacienda  en 
perjuicio  de  su  familia,  se  le  pone  la  conveniente  interdicción 
para  evitar  su  desarreglo ,  esto  es  ,  se  le  nombra  curador 
que  cuide  de  la  conservación  de  sus  bienes  y  le  asista  en  sus 
contratos  y  demás  actos  de  la  vida  civil.  El  pródigo  pues 
que  ha  sido  declarado  tal  no  puede  celebrar  contratos  ni 
comparecer  en  juicio  sin  autoridad  ó  consentimiento  de  su 
curador,  ni  tampoco  ser  tutor,  ni  testigo  testamentario,  ni 
hacer  testamento ,  ni  ejercer  la  profesión  de  abogado ,  ni  te- 
ner el  cargo  de  juez  ,  procurador,  ú  otro  empleo  público. 
Ley  5,  lit.  1  1 ,  Parí.  8;  tcy4,  lit.  16,  Part.  6;  ley  9,  lit.  1, 
Pari.  6;  ley  13,  lit.  1,  Part.  6;  ley  %  lit.  6,  Part.  5. 

PRODUCIR.  Exhibir,  presentar,  .manifestar  alguno  á  la 
vista,  al  conocimiento  ,  al  examen  aquellas  razones  ó  moti- 
vos que  pueden  apoyar  su  justicia,  el  derecho  que  tiene 
para  su  pretensión  ,  ó  los  instrumentos  que  le  convienen. 

PRQFEGTIGIO.  Véase  Peculio. 

PROFESIÓN  religiosa.  La  promesa  que  se  hace  solem- 
nemente de  observar  los  tres  votos  de  pobreza  ,  obediencia 
y  castidad ,  y  las  reglas  de  la  religion  ú  orden  que  se  abraza 
para  toda  la  vida  ,  después  de  haber  pasado  un  año  de  prue- 
ba ó  de  noviciado.  Véase  Edad  para  pro  fesar,  Muerte  civil, 
Novicio  y  Religioso. 

PROGENITURA.  La  calidad  ó  el  derecho  de  primogé- 
nito. Véase  Mayorazgo. 

PROHIJAMIENTO.  El  acto  de  recibir  uno  por  su  hijo 
al  que  verdadera  y  naturalmente  lo  es  de  otro.  Puede  pro- 
hijarse no  solo  al  que  no  tiene  padre  ó  no  está  bajo  la  pa- 
tria potestad,  sino  también  al  que  tiene  padre  y  se  halla 
bajo  su  poder.  En  el  primer  caso  el  prohijamiento  se  llama 
arrogación  ,  y  en  el  segundo  adopción  :  en  el  primero  se  ne- 
cesita la  autorización  real,  y  en  el  segundo  basta  la  del  juez  : 
en  el  primero  es  necesario  el  consentimiento  espreso  del 
que  va  á  ser  prohijado  ,  que  debe  ser  mayor  de  siete  años, 
y  en  el  segundo  basta  el  consentimiento  tácito  :  en  el  pri- 
mero pasa  el  prohijado  á  la  patria  potestad  del  prohijante, 
y  en  el  segundo  solo  pasa  cuando  el  prohijante  es  ascendiente 
suyo.  Véase  Adopción  y  Arrogación  con  los  artículos  ad- 
hérentes. 

PROHOMBRE.  En  los  gremios  de  los  artesanos  se  lla- 
maba así  el  veedor  ó  maestro  del  mismo  oficio  que  por  su» 
probidad  y  conocimientos  era  elegido'  para  el  gobierno  del 
gremio  según  sus  ordenanzas  particulares. 

PROLETARIO.  El  que  no  tiene  bienes  ningunos,  y  no 
es  comprendido  en  el  padrón  ó  lista  vecinal  del  pueblo  en 
que  habita  sino  por  su  persona  y  familia. 


PROMESA.  La  oferta  deliberada  que  una  persona  hace 
á  otra  de  darle  ó  hacerle  alguna  cosa  ;  ó  bien  :  un  contrato- 
unilateral  por  el  que  uno  concede  ú  otorga  á  otro  la  cosa  ó 
el  hecho  que  le  pide,  quedando  por  ello  obligado  á  cum- 
plirlo; ley  1,  lit.  11,  Part.  S.  Este  contrato ,  que  también 
se  llama  estipulación ,  requería  antiguamente  cierta  solem- 
nidad de  palabras,  á  saber,  pregunta  y  respuesta;  pero  en 
el  día  de  cualquiera  modo  que  parezca  que  alguno  quiso 
obligarse,  queda  efectivamente  obligado,  aunque  sea  á  fa- 
vor de  un  ausente;  ley  2,  lit.  11  ,  Pari.  S,  ¡y  ley  1 ,  til.  l  , 
lib.  10  ,  Nov.  Rec.  La  promesa  puede  hacerse  verbalmente 
ó  por  escrito,  entre  presentes  ó  ausentes,  por  instrumento 
público  ó  privado,  por  sí  mismo  ó  por  medio  de  otro.  Pue- 
den todos  prometer,  menos  los  prohibidos  espresamente, 
cuales  son  :  Io.  el  loco  ó  desmemoriado:  —  2o.  el  infante 
ó  menor  de  siete  años  :  —  5o.  el  pupilo  mayor  de  siete  y 
menor  de  catorce;  y  el  mayor  de  catorce  y  menor  de  veinte 
y  cinco  sin  otorgamiento  de  su  curador;  pero  si  lo  hiciere  el 
pupilo  ó  el  menor  de  2b  sin  autoridad  de  su  curador,  val- 
drá la  promesa  en  cuanto  importe  el  beneficio  que  les  re- 
sulte, mas  no  -en  cuanto  les  perjudique  :  y  si  el  mayor  do 
catorce  y  menor  de  veinte  y  cinco  no  tuviese  curador,  valu 
su  promesa  ,  bien  que  con  sujeción  á  la  restitución  in  intc- 
grum  :  — li°.  el  pródigo  disipador  de  sus  bienes,  privado 
por  el  juez  del  uso  de  ellos  ,  y  provisto  de  curador,  sino  en 
los  mismos  términos  que  el  pupilo  :  —  8°.  el  padre  al  hijo 
que  tiene  en  su  poder,  y  el  hijo  al  tal  padre ,  sino  es  en  razón 
del  peculio  castrense  ó  cuasi  castrense ,  y  de  mejoras  de 
tercio  y  quinto  ;  ley  h ,  til.  11 ,  Parí.  5  ;  leyes  8,  6,  21  y  22, 
lit.  M,  Parí.  3. 

No  pueden  ser  objeto  de  promesa  las  cosas  que  están  fue- 
ra del  comercio  de  los  hombres, como  v.  gr.  las  de  derecho 
divino;  ni  las  que  no  son  ni  pueden  ser;  ni  las  que  ya  hu- 
biesen perecido  :  pero  pueden  serlo  todas  las  cosas  que  sean 
enajenables,  presentes  ó  futuras,  y  todos  los  hechos  lícitos; 
leyes  20,  21  y  22 ,  lit.  H  ,  Part'.  S. 

La  promesa  de  dar  ó  hacer  alguna  cosa  puede  ser  pura  , 
á  dia  cierto ,  condicional  y  mixta.  Es  pura  ó  simple ,  cuando 
no  hay  señalamiento  de  plazo  ni  condición  ;  y  entonces  pen- 
de del  arbitrio  del  juez  señalar  el  dia  en  que  ha  de  cum- 
plirse ,  atendidas  las  circunstancias  de  los  interesados,  y  la 
naturaleza  y  objeto  de  la  promesa.  Es  á  dia  cierto,  cuando 
se  designa  el  plazo  en  que  ha  de  cumplirse  ;  y  entonces  no 
puede  exigirse  su  cumplimiento  antes  que  llegue  el  dia  pre- 
fijado ;  pero  si  el  promisor  diere  ó  hiciere  la  cosa  con  anti- 
cipación ,  no  puede  ya  reclamarla  ó  repetirla,  porque  es  in- 
dudable que  el  dia  ha  de  llegar.  Es  condicional,  cuando  se 
hace  bajo  alguna  condición  posible  y  honesta;  y  entonces  no 
solo  no  puede  exigirse  su  cumplimiento  antes  que  se  verifi- 
que la  condición,  sino  que  en  el  caso  de  que  el  promisor  la 
cumpliere  antes  de  existir  este  requisito,  podrá  repetir  la 
cosa  dada ,  porque  podria  suceder  que  la  condición  no  lle- 
gase á  lener  lugar.  Es  mixta,  cuando  se  señala  plazo  y  conj 
dicion  ;  y  entonces  ha  de  verificarse  uno  y  otro,  para  quo 
el  promisor  pueda  ser  competido  al  cumplimiento  ;  leyes  12, 
13,  Uy  17,  til.  11,  Part.  5. 

Una  vez  hecha  la  promesa  ,  sea  condicionalmente,  sea  á 
dia  cierto ,  pasan  sus  efectos  á  los  herederos  ;  de  suerte  que 
si  el  promisor  muriese  antes  de  llegar  el  dia  ó  la  condición , 
tendrían  que  cumplir  sus  herederos  lo  prometido  por  el  di- 
funto luego  que  llegase  el  dia  ó  se  verificase  la  condición;  y 
del  mismo  modo  falleciendo  el  acreedor,  sus  herederos  su- 
cederían en  los  derechos  que  tenia  contra  el  promitente,  por 
la  regla  general  de  que  el  que  contrae,  contrae  para  si  y 
para  su  heredero  :  lo  que  no  sucede  en  los  legados  condi- 
cionales, los  cuales  se  estinguen  muerto  el  legatario  pen- 
diente la  condición;  ley  II,  til.  14 ,  Parí.  5. 

Cuando  dos  personas  prometen  simplemente  una  misma 
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cosa,  se  entiende  obligada  cada  una  por  la  mitad;  pero 
cuando  la  prometen  insólidum,  esto  es,  por  entero  ó  por 
el  todo,  puede  exigirse  á  cualquiera  de  ellas  el  cumplimien- 
to de  toda  la  promesa.  Si  á  dos  personas  se  promete  ¿nsó- 
lidum  una  misma  cosa ,  cada  una  de  ellas  puede  exigirla 
toda;  bajo  el  concepto  de  que  la  obligación  espira  si  se  da  la 
cosa  á  uno  solo,  como  también  si  la  da  uno  solo  en  el  caso 
anterior;  ley  10,  lit.  i,  lib.  10,  Nov.  Rec.  Los  que  prome- 
ten insólidum  una  misma  cosa  á  una  misma  persona  se  llaman 
correos  ó  dos  reos  de  prometer;  y  aquellos  á  quienes  se  pro- 
mete insólidum  una  misma  cosa  ,  reos  de  estipular.  Véase 
Estipulación  y  Obligación  en  sus  diferentes  artículos. 

PROMESA  de  casamiento.  La  palabra  recíproca  que 
sedan  de  casarse  un  hombre  y  una  mujer.Véase  Esponsales. 

PROMETIDO.  En  las  posturas  ó  pujas  aquella  talla  que 
se  pone  de  premio  á  los  postores  ó  pujadores  desde  la  pri- 
mera postura  hasta  el  primer  remate,  y  que  paga  el  que 
hace  la  mejora  ;  Cur.  Filip.,  lib.  1 ,  com.  terr.,  cap.  15. 

PROMOTOR  fiscal.  El  ministro  destinado  á  promover 
la  observancia  de  las  leyes  penales,  ó  el  que  en  una  causa 
criminal  es  nombrado  por  el  juez  para  formalizar  y  soste- 
ner la  acusación  contra  el  reo.  —  Concluida  la  sumaria , 
manda  el  juez  que  se  entreguen  los  autos  al  acusador  si  le 
hubiere;  y  no  habiéndole  por  seguirse  de  oficio  la  causa, 
nombra  mediante  aulo  un  promotor  fiscal  mayor  de  veinte  y 
cinco  años,  el  cual  acepta  y  jura  desempeñar  bien  y  fiel- 
mente su  ministerio,  toma  luego  los  autos,  examina  si  está 
completamente  evacuada  la  sumaria,  pide  se  practique  lo 
que  falte  si  le  parece  que  todavía  queda  alguna  diligencia 
por  hacer,  y  estando  completa  la  sumaria  pone  la  acusación  : 
de  esta  se  da  traslado  al  reo,  este  responde,  el  promotor 
replica  y  el  reo  satisface,  por  manera  que  con  dos  escrilos 
de  cada  parte  se  concluye  para  prueba ,  y  luego  se  conti- 
núan los  demás  procedimientos  del  modo  que  queda  indi- 
cado en  el  articulo  Juicio  criminal  plenario.  —  No  es  abso- 
lutamente necesario  el  nombramiento  de  promotor  fiscal, 
puesto  que  no  hay  ley  alguna  que  lo  mande  ,  de  modo  que 
el  juez  pudiera  en  rigor  seguir  la  causa  de  oficio,  haciendo 
él  mismo  las  veces  de  promotor  ;  pero  como  los  promotores 
contribuyen  á  la  mejor  espedicion  de  las  causas,  no  dejan 
de  nombrarse  sino  en  las  leves,  en  que  es  muy  frecuenle 
cortarlas  después  de  la  confesión  con  un  aulo  definitivo, 
condenando  en  costas  y  apercibiendo  ó  imponiendo  alguna 
multa  al  reo,  que  puede  consentirla  ó  reclamarla. 

Pero  en  el  dia  el  promotor  fiscal  es  un  abogado  nombrado 
permanente  por  el  rey  para  defender  en  los  juzgados  de 
primera  instancia  los  intereses  del  fisco ,  los  negocios  perte- 
necientes ala  causa  pública, y  las  prerogativas  de  la  corona 
y  déla  real  jurisdicción  ordinaria. 

Para  poder  ser  nombrado  promotor  fiscal  deberá  concurrir 
en  el  agraciado  alguna  de  las  circunstancias  siguientes  :  — 
1°.  Haber  ejercido  por  dos  años  la  profesión  de  abogado  con 
estudio  abierto  y  reputación  ;  cuyas  circunstancias  se  acre- 
ditarán debidamente,  oyendo  al  tribunal  en  que  hubiere 
ejercido  dicho  cargo  el  que  ha  de  ser  nombrado  :  —  2a.  Ha- 
ber desempeñado  por  igual  tiempo  en  comisión,  sustitución  ó 
propiedad  alguna  relatoría,  abogacía  fiscal,  asesoría -de  ren- 
tas, ú  otros  cargos  semejantes  :  —  5a.  Haber  esplicado  por 
dicho  tiempo  alguna  cátedra  de  derecho  en  establecimiento 
aprobado;  art.  Io.  del  decr.  de  29  de  diciembre  de  1838.  Solo 
en  el  caso  de  que  no  hubiere  alguno  que  reuniese  las  cir- 
cunstancias espresadas ,  podrá  ser  nombrado  aquel  en  quien 
mas  aproximadamente  concurran  ;  art.  2o.  de  dicho  real  dc- 
/  crelo. 

Los  promotores  fiscales  nombrados  porS.  M.  presentarán, 
dentro  del  término  que  el  gobierno  les  hubiere  fijado ,  el 
nombramiento  al  juez  del  partido  ó  al  que  haga  sus  veces, 
y  acordado  el  cumplimiento  se  señalará  dia  y  hora  para  la 


posesión;  art.  26  del  reglamento  de  juzgados.  Reunida  la 
audiencia  pública,  el  secretario  del  juzgado  introducirá  en 
ella  al  promotor,  llevándole  á  la  derecha ,  y  puesto  delante 
de  la  presidencia,  el  juez  le  juramentará  y  dará  posesión; 
art.  27  del  espresado  reglamento.  Acto  continuo  el  secretario 
esteriderá  la  correspondiente  acta  en  el  libro  de  posesiones, 
copiando  el  nombramiento  y  su  cumplimiento,  y  entregará 
al  promotor  el  original  con  testimonio  de  la  toma  de  pose- 
sión; art.  28  del  mismo  reglam. 

Los  promotores  fiscales  deben  sostener  la  jurisdicción 
real  ordinaria  en  todos  los  casos  en  que  la  crean  invadida. 
También  deben  consultar  al  fiscal  de  la  audiencia  del  res- 
pectivo territorio  acerca  de  si  propondrán  ó  contestarán  las 
demandas  sobre  pleitos  de  señoríos  ó  mostrencos,  y  cuales- 
quiera otras  en  que  se  interese  el  Estado  ó  el  real  patrimonio  ; 
en  todo  lo  cual  se  deberán  arreglar  puntualmente  á  las 
instrucciones  que  este  les  diere.  Mas  si  por  causas  que 
creyesen  legítimas  no  se  conformasen  con  ellas ,  le  dirigirán 
las  observaciones  que  estimasen  conducentes,  obedecién- 
dole cumplidamente  en  el  caso  de  insistir,  y  salvando  su 
responsabilidad  ,  dando  cuenta  al  gobierno  por  conduelo  del 
ministerio  de  Gracia  y  Justicia,  y  previniéndolo  todo  al  fiscal 
con  la  anticipación  debida;  art.  9  del  decr.  de  26  de  enero 
de  1844. 

Tienen  también  los  promotores  nscaies  obligación  de  asis- 
tir á  las  visilas  de  cárceles  semanales  y  generales  :  podrán 
presentarse  asimismo  en  audiencia  pública  á  la  vista  de 
todos  los  negocios  criminales  ó  civiles  en  que  sean  parte,  y 
lo  harán  en  aquellos  en  que  hubiesen  pedido  la  pena  de  pre- 
sidio peninsular  ú  otra  mayor,  en  todas  las  causas  de  cons- 
piraciones contra  el  Estado ,  y  finalmente  en  todas  las  demás 
en  que  versen  intereses  del  mismo,  ó  en  que  especialmente 
lo  prevenga  el  fiscal  de  la  audiencia;  art.  51  del  regí,  de 
juzgados. 

Deben  asimismo  dar  parteáeste  funcionarioinmediatamen- 
te  déla  perpetración  de  todos  los  delitos  cometidos  en  su  res- 
pectivo juzgado,  espresando  si  se  ha  prevenido  la  causa  ,  si 
el  reo  ó  reos  han  sido  aprehendidos  ,  y  todas  las  demás  cir- 
cunstancias dignas  de  atención  :  art.  h  del  decr.  de  26  de  enero 
de  [%1Vi.  » 

Para  estender  las  acusaciones  en  tas  causas  criminales 
observarán  los  promotores  fiscales  las  reglas  siguientes  :  — 
Ia.  Si  el  hecho  criminal  fuese  permanente, espondrán  los 
datos  que  justifiquen  el  cuerpo  del  delito,  citando  los  folios 
en  que  están  consignados  y  calificando  al  propio  tiempo  su 
fuerza  probatoria.  —  2a.  Analizarán  con  sencillez,  concision 
y  orden  la  prueba  del  cargo ,  recorriendo,  con  citación  de 
los  folios,  todos  sus  pormenores  y  graduándolo  en  su  tota- 
lidad con  arreglo  á  derecho.  —  5a.  Si  hubiere  circunstancias 
agravantes  ó  atenuantes,  ya  sean  generales  ya  particulares, 
las  manifestarán  indicando  los  datos  que  las  justifiquen,  y 
citando  los  folios.  —  h\  Los  dictámenes  en  que  propongan 
sobreseimientos,  contendrán  siempre  una  reseña  de  lo  que 
resulta  del  proceso,  con  las  observaciones  oportunas  que 
demuestren  la  .improcedencia  de  su  continuación.  —  ba.  En 
el  ingreso  ó  fin  del  escrito  de  acusación ,  pedirán  siempre 
pena  determinada,,  y  no  siendo  estraordinaria  citarán  la  ley 
que  la  señala  ;  orí.  \J  del  mismo  real  decr. 

Deben  reclamar  los  promotores  fiscales  no  solo  las  noti- 
cias que  crean  conducentes  para  tener  conocimiento  exacto 
de  la  formación  y  progresos  de  todas  las  causas ,  sino  tam- 
bién pedir  que  se  les  faciliten  las  listas  quincenales  que  los 
jueces  pasen  al  tribunal  superior  del  territorio,  examinarlas 
y  firmarlas  si  no  se  les  ofreciese  reparo.  Si  advirtiesen  en 
ellas  alguna  omisión  ó  defecto,  pedirán  que  se  subsane  an- 
tes de  remitirse  à  la  audiencia ,  y  siendo  desestimada  su 
solicitud' ,  lo  pondrán  en  conocimiento  del  fiscal  con  los  an- 
tecedentes oportunos  i  orí.  5  del  mismo  decr. 
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Deben  cuidar  también  los  promotores  fiscales  que  las 
penas  impuestas  se  hagan  efectivas,  y  en  el  caso  de  saber 
que  algún  rematado  se  halla  en  libertad  ,  ó  no  sufrió  la  con- 
dena, indagar  el  motivo  y  reclamar  el  remedio;  art.  7  de 
dicho  dccr.  Asimismo  es  obligación  de  los  promotores  hacer 
que  se  ejecuten  y  cumplan  exactamente  las  sentencias  eje- 
cutorias, para  lo  cual  se  les  comunicarán  las  reales  provi- 
siones ó  certificaciones  que  las  contengan  ;  art.  57  del  regla- 
mento de  juzgados. 

Los  promotores  fiscales  en  desempeño  de  la  obligación 
que  tienen  de  sostener  la  real  jurisdicción  ordinaria  ,  vigi- 
larán para  que  los  alcaldes  no  invadan  la  de  los  juzgados,  y 
denunciarán  ante  estos  cualquier  abuso  que  aquellos  come- 
tan, ya  entendiendo  en  negocios  civiles  con  asesor  aunque 
sea  en  consecuencia  de  lo  convenido  en  juicio  de  paz ,  ya  en 
tercerías,  ya  ejecutando  detenciones  ó  prisiones  de  que  no 
den  parte  inmediatamente  ó  traspasando  de  cualquiera 
modo  los  límites  de  sus  atribuciones  judiciales  ;  art.  56  del 
tspresado  regí. 

Los  promotores  siempre  que  hayan  de  salir  fuera  de  la 
capital  del  partido  á  los  pueblos  de  su  comprensión,  aunque 
sea  por  razón  de  su  cargo ,  deberán  dar  aviso  al  fiscal  de 
S.  M.  y  al  juez  respectivo.  Mas  para  ausentarse  de  los  pue- 
blos de  la  comprensión  del  juzgado ,  deberán  obtener  la 
licencia  del  fiscal,  si  la  ausencia  no  pasa  de  un  mes,  ó  del 
gobierno  si  escediere  de  este  tiempo  ;  art.  29  del  regí,  de 
juzgados,  y  real  decr.  de  26  de  enero  de  1844.  En  ausencia  ó 
enfermedad  del  promotor,  el  juez  nombrará  interinamente 
quien  le  sustituya,  dando  cuenta  á  la  junta  gubernativa  de 
la  audiencia;  art.  30  del  espresado  regí.  Véase  Fiscal,  Mi- 
nisterio fiscal  y  Ministro  de  tribunal. 

PROMULGACIÓN.  La  publicación  solemne  de  alguna 
ley  para  que  llegue  á  noticia  de  todos.  La  ley  12,  tít.  2,  lib.  3 
de  la  Nov.  Rec.  dice  sobre  este  punto  lo  siguiente  :  «  Con- 
forme á  lo  despuestó  por  derecho,  y  á  lo  que  se  ha  practi- 
cado en  cuantas  providencias  se  han  establecido  ,  se  haga 
saber  al  público  de  esta  corte  y  demás  pueblos  del  reino  , 
que  ninguna  ley,  regla  ó  providencia  general  nueva  se  debe 
creer  ni  usar,  no  estando  intimada  ó  publicada  por  prag- 
mática, cédula ,  provision  ,  orden ,  edicto ,  pregón  ó  bandos 
de  las  justicias  ó  magistrados  públicos;  y  que  se  debe  de- 
nunciar al  que  sin  preceder  alguna  de  estas  circunstancias 
y  requisitos ,  se  arrogase  la  facultad  de  poner  en  ejecución , 
ó  de  fingir  ó  anunciar  de  autoridad  propia  y  privada  algu- 
nas leyes,  reglas  de  gobierno  inciertas,  ó  á  vueltas  de  ellas 
especies  sediciosas ,  ya  sea  de  palabra  ó  por  escrito,  con 
firma  ó  sin  ella,  por  papeles  ó  cartas  ciegas  ó  anónimas; 
castigándosele  por  las  justicias  ordinarias  como  conspirador 
contra  la  tranquilidad  pública,  á  cuyo  fin  se  le  declara  para 
lo  sucesivo  como  reo  de  Estado,  y  que  contra  él  valen  las 
pruebas  privilegiadas  :  y  para  que  se  ejecute  todo  lo  refe- 
rido, y  eviten  los  escesos  csperimentados ,  se  imprima  este 
auto  acordado ,  y  comunique  copia  certificada  de  él  á  la  sala 
de  alcaldes  de  corte,  para  que  la  haga  saber  al  público  por 
bando,  y  á  las  cnancillerías,  audiencias  y  demás  justicias  del 
reino ,  para  que  lo  observen  y  publiquen  en  la  forma  acos- 
tumbrada, y  cuiden  de  su  exactísimo  cumplimiento.  »  La 
ley  es  obligatoria  luego  que  se  promulga,  á  no  ser  que  se 
esprese  en  ella  misma  el  tiempo  en  que  debe  empezar  á 
obligar,  como  sucede  algunas  veces;  pero  mientras  no  se 
promulga ,  no  tiene  todavía  fuerza  ejecutoria  ,  porque  no 
existe  para  los  ciudadanos  sino  mediante  la  publicación.  Así 
es  que  si  un  individuo  cometiese  un  acto  que  no  estando 
prohibido  por  ninguna  ley  existente  se  colocaba  en  el  número 
de  los  delitos  por  una  nueva  ley  todavía  no  promulgada,  no 
podria  incurrir  en  la  pena  establecida  por  la  nueva  ley, 
aunque  se  probase  que  tenia  ya  de  antemano  conocimiento 
de  ella.  Mas  una.  vez  hecha  la  publicación,  ya  no  puede  ale- 


garse ignorancia ,  aunque  haya  muchos  que  realmente  no 
tengan  noticia  de  la  ley,  porque  leges  est  idem  scire,  aut  de- 
buisse  autpotuisse.  Véase  Ley  y  su  promulgación. 

[  *  En  la  nueva  reconstrucción  de  la  organización  po- 
lítica de  la  república  de  Méjico  no  se  ha  creido  necesario 
confirmar  esta  doctrina ,  como  lo  hacia  el  art.  42  de  la  3a. 
ley  constitucional ,  declarando  que  toda  ley  obliga  desde  el 
dia  de  la  fecha  de  su  publicación  ,  á  no  ser  que  ella  misma 
señale  otro  plazo  posterior,  y  que  la  promulgación  es  requi- 
sito indispensable  para  que  pueda  tener  fuerza  obligatoria 
la  que  contenga  algún  precepto;  pero  en  cambio  se  ha  esta- 
blecido de  un  modo  espreso  ,  que  ni  aun  toda  la  suma  de 
poderes  reunidos  está  autorizada  para  dar  á  ninguna  ley 
efecto  retroactivo;  §  5,  art.  67,  Bases  de  organiz.  polít.  de 
12  de  junio  de  1845. 

**  En  la  república  de  Venezuela  el  mismo  precepto  de 
que  ninguna  ley  puede  tener  efecto  retroactivo,  se  er-cierra 
bajo  otra  forma  en  la  Constitución  de  24  de  setiembre  de  *  830, 
al  disponer  por  su  art.  196,  que  ningún  venezolano  puede 
ser  juzgado,  ni  mucho  menos  castigado  ,  sino  en  virtud  de 
ley  anterior  á  su  acción  ó  delito.  El  101  de  la  misma  esnfir- 
ma  también  la  doctrina  de  que  la  ley  no  obliga  hasta  des- 
pués de  su  promulgación,  cuando  no  se  establece  en  ella  el 
tiempo  desde  el  cual  comenzará  á  tener  fuerza  ;  pero  deter- 
mina ademas  que  la  publicación  debe  hacerse  y  entenderse 
en  cada  lugar  respectivo  y  con  la  solemnidad  debida,  de  lo 
cual  debe  tomarse  acta  en  las  oficinas  subalternas  de  regis- 
tro, para  que  conste  oficialmente  la  fecha  de  la  promulga- 
ción en  el  pueblo  cabeza  de  cada,  uno  de  los  cantones;  arts, 
cits.  ,  y  lOy  II,  ley  de  17  de  marzo  de  1858. 

***  En  la  república  de  Chile  corresponde  al  presidente 
de  ella  la  promulgación  de  las  leyes;  art.  82,  §  1  ,  Constit. 
de  1855.  —  En  materia  criminal  no  pueden  darse  leyes  so- 
bre casos  anteriores;  art.  133 cit.,  Constit.  de  1835.] 

PROPIEDAD.  El  derecho  de  gozar  y  disponer  libre- 
mente de  nuestras  cosas ,  en  cuanto  las  leyes  no  se  opongan  ; 
ley  27,  til.  2,  ley  1 ,  tít.  28,  Part.  5 ,  y  ley  10,  lit.  55,  Part.  1. 
Esta  voz  tiene  dos  acepciones  :  tan  pronto  espresa  el  derecho 
en  sí  mismo,  que  también  se  llama  dominio,  y  tan  pronto 
significa  la  misma  cosa  en  que  se  tiene  el  derecho.  Dícese 
que  es  el  derecho  de  gozar,  esto  es,  de  sacar  de  la  cosa  todos 
los  frutos  que  puede  producir  y  todos  los  placeres  que  puede 
dar  :  de  disponer,  esto  es,  de  hacer  de  ella  el  uso  que  mejor 
nos  parezca,  de  mudar  su  forma,  de  enajenarla;  destruirla: 
en  cuanto  no  se  opongan  las  leyes,  es  decir,  que  protegida  la 
propiedad  por  la  ley  civil  no  ha  de  ser  contraria  á  esta 
misma  ley  ni  perjudicar  á  los  derechos  de  los  demás  indi- 
viduos de  la  sociedad;  así  es  que  puede  muy  bien  un  pro- 
pietario derribar  la  casa  que  posee  en  un  pueblo,  mas  no 
puede  pegarle  fuego  por  el  daño  que  ocasionaría  á  las  de- 
mas  :  Dominium  est,  decían  los  Romanos,  jus  utendi  abu- 
iendire  sua,  quatcnus  juris  ratio  palitur.  —  La  propiedad 
de  una  cosa  nos  da  derecho  sobre  todo  lo  que  esta  produce, 
y  sobre  lo  que  se  le  incorpora  accesoriamente,  sea  por 
obra  de  la  naturaleza ,  sea  por  obra  de  nuestras  manos. Véase 
Accesión. 

La  propiedad  es  obra  de  la  ley  civil.  Antes  del  estableci- 
miento de  las  leyes ,  el  hombre  no  tenia  sobre  las  cosas  quo 
ocupaba  mas  derecho  que  el  de  la  fuerza  con  que  las  de- 
fendía y  conservaba  ,  hasta  que  un  rival  mas  fuerte  le  pri- 
vaba de  ellas;  de  suerte  que  las  cosas  se  adquirían  por  la 
ocupación  ,  se  conservaban  por  la  posesión,  y  se  perdían 
con  la  pérdida  de  la  posesión.  En  medio  de  un  estado  tan 
precario  vino  la  ley  civil,  y  estableció  cierto  vínculo  moral 
entre  la  cosa  y  la  persona  que  la  había  adquirido  ;  vínculo 
que  ya  no  pudo  romperse  sin  la  voluntad  de  la  persona,  aun 
cuando  la  cosa  no  estuviese  en  su  mano.  Este  vínculo  era  el 
derecho  de  propiedad ,  derecho  distinto  é  independiente  de 
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la  posesión  ;  de  modo  q«e  desde  entonces  pudo  uno  ser  pro- 
pietario sin  poseer  la  cosa  ,  y  poseerla  sin  ser  propietario. 
La  propiedad  pues  es  un  derecho  ,  y  la  posesión  no  es  mas 
que  un  hecho  :  la  propiedad  puede  conservarse,  aunque  se 
pierda  la  posesión  ;  y  la  posesión  puede  conservarse  asimismo, 
aunque  se  pierda  la  propiedad.  Mas  la  propiedad  y  la  pose- 
sión suelen  ir  juntas  ;  y  así  es  que  el  poseedor  de  una  cosa 
se  presume  propietario,  mientras  no  conste  que  estas  dos 
calidades  están  separadas.  Véase  Posesión. 

La  propiedad  se  divide  en  perfecta  é  imperfecta.  El  vin- 
culo que  existe  entre  el  propietario  y  la  cosa  que  le  perte- 
nece, es  efectivamente  susceptible  de  division.  Cuando  no 
está  dividido ,  cuando  ningún  derecho  estraño  viene  á  limi- 
tar el  ejercicio  del  derecho  de  propiedad,  se  dice  que  la  pro- 
piedad es  perfecta.  Cuando  el  vínculo  está  dividido,  cuando 
el  ejercicio  del  derecho  de  propiedad  está  limitado  por  un 
derecho  que  pertenece  á  otro  propietario ,  se  dice  entonces 
que  la  propiedad  es  imperfecta.  Estas  sustracciones  ,  estos 
desmembramientos, digámoslo  así,  del  derecho  de  propiedad 
se  llaman  servidumbres,  por  analogía  de  la  esclavitud  de  las 
personas  ;  porque  así  como  una  persona  está  en  esclavitud 
cuando  debe  sus  servicios  á  otra,  del  mismo  modo  un  pre- 
dio ó  heredad  está  en  una  especie  de  esclavitud  ó  servi- 
dumbre, cuando  debe  sus  servicios  á  otro  diferente  del  pro- 
pietario. —Vulgarmente  se  llama  propiedad  y  también  nuda 
propiedad  el  dominio  que  no  va  acompañado  del  usufructo; 
y  plena  propiedad  el  dominio  que  va  acompañado  del  usu- 
fructo :  es  decir,  que  nuda  propiedad  es  el  derecho  de  dis- 
poner de  una  cosa,  salvo  el  derecho  de  disfrutarla  ó  gozar 
de  sus  frutos  que  pertenece  á  otra  persona  ;  y  plena  propie- 
dad es  el  derecho  de  disponer  y  de  gozar  de  la  cosa.  Si- 
gúese pues  que  la  nuda  propiedad  es  una  especie  de  la  pro- 
piedad imperfecta;  y  la  propiedad  plena  una  especie  de  la 
propiedad  perfecta ,  si  acaso  no  es  la  misma  en  toda  su  es- 
tension.  Véase  Dominio. 

Nadie  puede  ser  forzado  á  ceder  su  propiedad  sino  es  por 
causa  de  utilidad  pública ,  y  aun  entonces  tiene  derecho  á 
que  se  le  dé  en  cambio  otra  cosa  igual  ó  bien  el  justo  valor 
de  la  que  pierde.  —  La  ley  que  creó  el  derecho  de  propie- 
dad, mirándole  como  el  mas  identificado  con  nuestra  exis- 
tencia, le  hizo  estable  al  mismo  tiempo  y  le  aseguró  contra 
los  conatos  del  artificio  y  la  violencia,  imponiendo  severas 
penas  á  los  que  osasen  turbarnos  ó  privarnos  de  su  goce  ; 
luego  le  hizo  comunicable ,  dando  origen  á  los  contratos  ;  y 
al  fin  le  hizo  trasmisible  en  el  instante  de  la  muerte,  abriendo 
la  puerta  á  los  testamentos  y  sucesiones.  —  La  propiedad 
de  las  cosas  se  adquiere  por  ocupación  y  accesión ,  por  pres- 
cripción, por  sucesión,  por  disposición  testamentaria,  y  por 
entrega  ó  tradición  en  virtud  de  las  obligaciones  ó  contratos. 
—  Escritores  juiciosos  han  llamado  terrible  y  quizá  no  ne- 
cesario al  derecho  de  propiedad ,  considerándole  como  la 
causa  verdadera  de  todos  los  males  y  vicios  que  afligen  al 
linaje  humano  ;  mas  otros  no  menos  célebres  ,  al  paso  que 
miran  con  horror  las  leyes  tiránicas  y  sanguinarias  que  se 
han  fundado  sobre  este  derecho ,  preconizan  al  derecho  en 
sí  mismo  como  que  no  presenta  sino  ideas  de  placer,  de  se- 
guridad y  de  abundancia.  Véase  Estado ,  Enajenación  y 
Enajenación  forzosa. 

PROPIEDAD  literaria.  La  definición,  estension  y 
garantías  del  derecho  de  los  autores  de  obras  literarias,  están 
reunidas  en  la  siguiente  ley  de  10  de  junio  de  1847. 

título  i.  —  De  los  autores. 

Artículo  Io.  Se  entiende  por  propiedad  literaria  para  los 
efectos  de  esta  ley  el  derecho  esclusivo  que  compete  á  los 
autores  de  escritos  originales  para  reproducirlos  ó  autorizar 


su  reproducción  por  medio  de  copias  manuscritas,  impresas, 
litografiadas  ó  por  cualquiera  otro  semejante. 

Art.  2o.  El  derecho  de  propiedad  declarado  en  el  artículo 
anterior  corresponde  á  los  autores  durante  su  vida  ,  y  se 
trasmite  á  sus  herederos  legítimos  ó  testamentarios  por  el 
término  de  SO  años. 

Art.  3o.  Igual  derecho  corresponde  : 

Io.  A  los  traductores  en  verso  de  obras  escritas  en  len- 
guas vivas. 

2o.  A  los  traductores  en  verso  ó  prosa  de  obras  escritas 
en  lenguas  muertas. 

3o.  A  los  autores  de  sermones,  alegatos ,  lecciones  ú  otros  ■ 
discursos  pronunciados  en  público  y  á  los  de  artículos  y 
poesías  originales  de  periódicos,  siempre  que  estos  diferentes 
escritos  se  hayan  reunido  en  colección. 

'i°.  A  los  compositores  de  cartas  geográficas  y  á  los  de 
música ,  y  á  los  calígrafos  y  dibujantes  ,  salvo  los  dibujos 
que  hubieren  de  emplearse  en  tejidos,  muebles  y  otros  artí- 
culos de  uso  común,  los  cuales  estarán  sujetos  á  las  reglas  esta- 
blecidas ó  que  se  establecieren  para  la  propiedad  industrial. 

b°.  A  los  pintores  y  escultores  con  respecto  á  la  repro- 
ducción de  sus  obras  por  el  grabado  ú  otro  cualquier  medio. 

Art.  h°.  Corresponde  al  autor  durante  su  vida,  y  se  tras- 
mite á  los  herederos  del  autor  por  el  término  de  2a  años  : 

Io.  La  propiedad  de  los  escritos  enumerados  en  el  párrafo 
tercero  del  artículo  anterior,  si  sus  autores  no  los  han  reu- 
nido en  colecciones. 

2o.  La  propiedad  de  los  traductores  en  prosa  de  obras 
escritas  en  lenguas  vivas ,  entendiéndose  que  no  se  podrá 
impedir  la  publicación  de  otras  distintas  traducciones  de  la 
misma  obra. 

Si  el  primer  traductor  reclamare  contra  una  nueva  tra- 
ducción alegando  ser  esta  una  reproducción  de  la  antigua 
con  lijeras  variaciones ,  y  no  un  nuevo  trabajo  sobre  el 
original ,  el  juez  ante  quien  se  acuda  admitirá  la  reclamación 
y  la  fallará,  oído  el  informe  de  dos  peritos  nombrados  por 
las  partes,  y  tercero  en  caso  de  discordia. 

Para  los  efectos  de  esta  ley  será  considerada  como  tra- 
ducción la  edición  que  haga  en  castellano  un  autor  estranjero 
de  una  obra  original  que  haya  publicado  en  su  pais  en  su 
propio  idioma. 

Art.  5o.  Corresponde  la  propiedad  durante  SO  años, 
contados  desde  el  dia  de  la  publicación  : 

Io.  Al  Estado  respecto  de  las  obras  que  publique  el  go- 
bierno á  costa  del  erario. 

2o.  A  toda  corporación  científica ,  literaria  ó  artística , 
reconocida  por  las  leyes  ,  que  publique  obras  compuestas 
de  su  orden  ó  antes  inéditas. 

Lo  dispuesto  en  este  artículo  no  es  aplicable  á  los  alma- 
naques, libros  de  rezo  eclesiástico  ni  otras  obras  de  que  el 
gobierno  se  haya  reservado  la  reproducción  esclusiva  é  in- 
definida ,  ó  adjudicándola  por  razones  de  conveniencia  pú- 
blica á  algún  instituto  ó  corporación. 

Art.  6o.  Corresponde  la  propiedad  por  el  término  de  25 
años,  contados  desde  el  dia  de  la  publicación,  á  los  que  den 
á  luz  por  primera  vez  un  códice  manuscrito  ,  mapa .  dibujo  , 
muestra  de  letra  ó  composición  musical  de  que  sean  legíti- 
mos poseedores  ,  ó  que  hayan  sacado  de  alguna  biblioteca 
pública  con  la  debida  autorización. 

Act.  7o.  Los  que  con  arreglo  á  las  disposiciones  anteriores 
tengan  el  derecho  esclusivo  de  reproducir  una  obra,  podrán 
enajenarlo  y  trasmitirlo  por  cuantos  medios  reconocen  las 
leyes  por  todo  ó  parte  del  tiempo  que  respectivamente 
corresponda  á  cada  uno  de  los  autores. 

Art.  8o.  Si  las  obras  de  que  tratan  los  anteriores  artículos 
fuesen  postumas,  la  duración  de  los  términos  arriba  fijados 
empezará  à  contarse  desde  el  dia  en  que  por  primera  vez 
hayan  salido  á  luz. 
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Para  los  efectos  de  este  artículo  se  estimará  postuma  una 
obra  publicada  durante  la  vida  del  autor,  si  después  se  pro- 
dujese con  adiciones  ó  correcciones  del  mismo. 

Art.  9o.  Los  editores  de  las  obras  anónimas  ó  seudónimas 
gozarán  de  los  mismos  derechos  que  quedan  reconocidos  á 
los  autores;  pero  si  en  cualquier  período  del  disfrute  pro- 
basen estos  ó  sus  herederos  ó  derecho-habientes  que  les 
pertenece  la  propiedad  ,  entrarán  en  su  pleno  y  entero  goce 
por  el  tiempo  que  falte  hasta  completar  el  plazo  respecti- 
vamente fijado  à  cada  clase  de  obra  por  los  anteriores  ar- 
tículos. 

Art.  10.  Nadie  podrá  reproducir  una  obra  ajena  con  pro- 
testo de  anotarla  ,  comentarla ,  adicionarla  ó  mejorar  la 
edición  sin  permiso  de  su  autor. 

El  de  adiciones  ó  anotaciones  á  una  obra  ajena  podrá  no 
obstante  darlas  á  luz  por  separado ,  en  cuyo  caso  será  con- 
siderado como  su  propietario. 

Art.  H.  El  permiso  del  autor  es  igualmente  necesario 
para  hacer  un  -stracto  ó  compendio  de  su  obra. 

Sin  embarg  ,  si  el  estracto  ó  compendio  fuese  de  tal 
mérito  é  impoi  .ancia  que  constituyese  una  -obra  nueva  ó 
proporcionase  u>ia  utilidad  general,  podrá  autorizar  el  go- 
bierno su  impresión  oyendo  previamente  á  los  interesados 
y  á  tres  peritos  que  él  designe.  En  este  caso  el  autor  ó  pro- 
pietario de  la  obra  primitiva  tendrá  derecho  á  una  indem- 
nización que  se  señalará  con  audiencia  de  los  mismos  inte- 
resados y  peritos ,  y  se  fijará  en  la  misma  declaración  de 
utilidad  que  deberá  hac&rse  pública. 

Art.  12.  Las  leyes,  decvetos,  reales  órdenes ,  reglamentos 
y  demás  documentos  que  publique  el  gobierno  en  la  Gaceta 
ú  otro  papel  oficial,  podrán  insertarse  en* los  demás  perió- 
dicos y  en  otras  obras  en  que  por  su  naturaleza  ú  otro  objeto 
convenga  citarlos  ,  comentarlos  ,  criticarlos  ó  copiarlos  á  la 
letra  ;  pero  nadie  podrá  imprimirlos  en  colección  sin  auto- 
rización espresa  del  mismo  gobierno. 

Art.  13.  Ningún  autor  gozará  de  los  beneficios  de  esta  ley 
si  no  probase  haber  depositado  un  ejemplar  de  la  obra  que 
publique  en  la  biblioteca  nacional,  y  otro,  en  el  ministerio 
de  Instrucción  pública  antes  de  anunciarse  su  venta. 

Si  las  obras  fueren  publicadas  fuera  de  la  provincia  de 
Madrid  ,  cumplirán  sus  autores  ó  editores  con  la  obligación 
que  les  impone  este  artículo,  probando  haber  entregado 
los  dos  ejemplares  al  jefe  político  de  la  provincia,  el  cual  los 
remitirá  al  ministerio  de  Instrucción  pública  y  á  la  biblio- 
teca nacional. 

Art.  lh.  Cuando  fenezca  el  término  que  concede  esta  ley 
á  los  autores  ó  editores,  y  á  sus  herederos  ó  derecho- 
habientes  ,  ó  no  conste  el  dueño  ó  propietario  de  una  obra, 
entrará  esta  en  el  dominio  público. 

Art.  Ib.  Para  los  efectos  espresados  en  esta  ley,  no  pierde 
su  derecho  de  propiedad  el  autor  español  de  una  obra  por 
haberla  publicado  fuera  del  reino  por  primera  vez. 

Sin  embargo  las  obras  en  castellano  impresas  en  país 
estranjero  no  podrán  introducirse  en  los  dominios  españoles 
sin  previo  permiso  del  gobierno,  que  no  le  dará  sino  para 
í)00  ejemplares  á  lo  mas  y  esto  con  sujeción  á  la  ley  de 
aduanas ,  y  cuando  la  obra  sea  de  utilidad  ó  importancia 
conocida. 

título  n.  —  De  las  obras  dramáticas. 

Art.  16.  Las  obras  dramáticas  quedan  sujetas  á  las  dispo- 
siciones contenidas  en  el  titulo  I  de  esta  ley  respecto  al 
derecho  de  reproducirlas. 

Art.  17.  Respecto  á  la  representación  de  las  mismas  en  los 
teatros  se  observarán  las  reglas  siguientes  : 

Ia.  Ninguna  composición  dramática  podrá  representarse  en 
los  teatros  públicos  sin  el  previo  consentimiento  del  autor. 


2a.  Este  derecho  de  los  autores  dramáticos  durará  toda  su 
vida,  y  se  trasmitirá  por  2o  años ,  contados  desde  el  dia  del 
fallecimiento  ,'  á  sus  herederos  legítimos  ó  testamentarios  , 
ó  á  sus  derecho-habientes  ,  entrando  después  las  obras  en 
el  dominio  público  respecto  al  derecho  de  ri  presentarlas. 

Art.  18.  Lo  prevenido  en  los  dos  artículos  anteriores 
sobre  la  reproducción  de  las  obras  dramáticas  y  su  repre- 
sentación en  los  teatros ,  es  aplicable  á  la  reproducción  y 
representación  de  las  composiciones  musicales. 

título  m.  —  De  las  penas. 

Art.  19.  Todo  el  que  reproduzca  una  obra  ajena  sin  el 
consentimiento  del  autor  ó  del  que  le  haya  subrogado  en  el 
derecho  de  publicarla ,  quedará  sujeto  á  las  penas  siguientes: 

Primera.  A  perder  todos  los  ejemplares  que  se  le  en- 
cuentren de  la  obra  impresa  fraudulentamente,  los  cuales 
se  entregarán  al  autor  de  la  obra  ó  á  sus  derecho-habientes. 

Segunda.  Al  resarcimiento  de  los  daños  y  perjuicios  que 
hubiere  sufrido  el  autor  ó  dueño  de  la  obra.  La  indemni- 
zación no  podrá  bajar  del  valor  de  2,000  ejemplares.  Si  se 
probase  que  la  edición  fraudulenta  ha  llegado  á  este  nú- 
mero ,  el  resarcimiento  no  bajará  del  valor  de  3,000  ejem- 
plares ,  y  así  sucesivamente  ,  entendiéndose  siempre  por 
valor  de  ejemplar  el  precio  á  que  el  autor  ó  su  derecho- 
habiente  venda  la  edición  legítima. 

Tercera.  A  las  costas  del  proceso. 

En  caso  de  reincidencia  se  añadirá  á  estas  penas  una 
mulla  que  no  podrá  bajar  de  2,000  rs.  ni  esceder  de  4,000. 

En  caso  de  reincidencia  ulterior  se  añadirá  á  las  penas 
señaladas  en  los  párrafos  anteriores  la  de  uno  á  dos  años 
de  prisión  correccional. 

Art.  20.  A  las  mismas  penas  quedan  sujetos  : 

Primero.  Los  que  reproduzcan  las  obras  de  propiedad 
particular  impresas  en  español  en  paises  estranjeros. 

Segundo.  Los  autores  de  estas  obras  que  las  introduzcan 
en  los  dominios  españoles  sin  permiso  del  gobierno,  ó  en 
mayor  número  de  ejemplares  de  los  que  hayan  sido  fijados 
en  el  permiso  mismo. 

Tercero.  El  impresor  que  falsifique  el  título  ó  portada  de 
una  obro ,  ó  que  estampe  en  ella  haberse  hecho  la  edición 
en  España  habiéndose  Verificado  en  pais  estranjero. 

Cuarto.  El  propietario  de  un  periódico  que  usurpe  el  título 
de  otro  periódico  existente. 

Art.  21  i  En  caso  de  que  no  aparezca  el  editor  fraudulento 
de  una  obra,  ó  de  que  por  muerte,  insolvencia  ú  otra  causa 
no  puedan  hacerse  efectivas  estas  penas ,  recaerán  ellas 
sobre  el  impresor,  á  quien  ademas  se  cerrarán  sus  estable- 
cimientos, si  por  tercera  vez  incurriere  en  la  misma  falta. 

Art.  22.  Para  la  aplicación  de  las  anteriores  disposiciones 
penales  se  considerarán  como  autores  todas  las  personas  ó 
cuerpos  en  quienes  reconoce  esta  ley  el  derecho  esclusivo 
de  publicar  y  reproducir  obras  durante  mas  corto  ó  mas 
largo  período. 

Art.  23.  El  empresario  de  un  teatro  que  haga  representar 
una  composición  dramática  ó  musical  sin  previo  consenti- 
miento del  autor  ó  del  dueño,  pagará  á  los  interesados  por 
via  de  indemnización  una  multa  que  no  podrá  bajar  do 
1,000  rs.,  ni  esceder  de  3,000.  Si  hubiese  ademas  cambiado 
el  título  para  ocultar  el  fraude,  se  le  impondrá  doble  multa. 

Art.  2k.  En  todos  estos  juicios  se  procederá  por  los  juz- 
gados de  primera  instancia,  con  apelación  á  los  tribunales 
superiores  de  la  jurisdicción  ordinaria  y  derogación  de 
cualquier  fuero  privilegiado. 

Art.  2b.  Cuando  el  autor  ó  propietario  de  una  obra  sepa 
que  se  está  imprimiendo  ó  espendiendo  furtivamente,  podrá 
pedir  ante  el  juez  del  partido  donde  se  cometa  el  fraude  quo 
se  prohiba  desde  luego  la  impresión  ó  espendicion  de  la 
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misma,  y  el  juez  deberá  acceder  á  ello  en  los  términos  y 
por  los  trámites  de  derecho. 

Disposiciones  generales. 

Art.  26.  El  gobierno  procurará  celebrar  tratados  ó  con- 
venios con  las  potencias  estranjeras  que  se  presten  á  con- 
currir al  mismo  fin  de  impedir  recíprocamente  que  en  los 
respectivos  paises  se  publiquen  ó  reimpriman  obras  escritas 
en  otra  nación  sin  previo  consentimiento  de  sus  autores  ó 
legítimos  dueños ,  y  con  menoscabo  de  su  propiedad. 

Art.  27.  Los  efectos  y  beneficios  de  esta  ley  comprende- 
rán á  todos  los  propietarios  de  obras  que  no  hayan  entrado 
en  el  dominio  público. 

Art.  28.  El  que  haya  comprado  al  autor  la  propiedad  de 
una  de  estas  obras  gozará  de  ella  durante  el  término  fijado 
por  la  legislación  hasta  hoy  vigente.  Al  cumplirse  este  plazo 
volverá  la  propiedad  al  autor,  que  la  disfrutará  por  el  tiempo 
que  falle  para  completar  el  que  para  cada  clase  de  obras 
fija  la  presente  ley. 

Para  cumplimiento  del  art.  13  de  la  ley  que  precede  y 
asegurar  los  medios  de  que  en  todo  tiempo  conste  si  se  han 
entregado  ó  no  los  ejemplares  mandados ,  se  espidió  en 
Io.  de  julio  de  1847  real  orden  circular  con  las  disposiciones 
siguientes  : 

Ia.  Los  que  publiquen  en  Madrid  alguna  obra  entregarán 
un  ejemplar  de  ella  en  el  archivo  del  ministerio  de  Comer- 
cio ,  Instrucción  y  Obras  públicas ,  en  el  que  se  abrirá  un 
registro  donde  consten  las  que  se  presenten  ,  espresándose 
el  nombre  .de  la  obra,  su  autor  ó  editor,  el  lomo  ó  cuaderno 
entregado ,  la  oficina  donde  se  haya  impreso ,  la  forma  ó 
tamaño,  y  el  dia  de  la  entrega;  debiendo  estar  foliadas  y 
rubricadas  por  el  archivero  las  hojas  de  este  registro. 

2a.  A  los  autores  ó  editores  se  les  entregará  un  recibo  con 
las  mismas  circunstancias  anotadas  en  el  registro,  y  con  es- 
presion  ademas  del  folio  y  número  del  asiento,  cuyo  recibo 
lo  firmará  el  propio  archivero  para  que  en  todo  tiempo  obre 
los  efectos  que  la  ley  previene. 

3a.  En  todas  las  secretarías  de  los  gobiernos  políticos  se 
abrirá  otro  registro  igual  para  los  mismos  efectos,  cuyas 
hojas  foliadas  rubricará  el  jefe  político. 

h*.  El  mismo  jefe  entregará,  firmado  por  él,  al  autor  ó 
editor,  un  recibo  semejante  al  del  artículo  2o. 

8a.  Tanto  el  archivero  como  los  jefes _políticos  firmarán  un 
duplicado  de  los  recibos  que  entreguen ,  haciéndolo  tam- 
bién el  autor,  editor  ó  comisionado  que  presente  la  obra. 

6a.  Los  jefes  políticos  remitirán  mensualmente  al  minis- 
terio los  duplicados  que  obren  en  su  poder,  acompañados  del 
índice  correspondiente,  en  la  inteligencia  de  que  la  nume- 
ración de  todos  ha  de  ser  correlativa  é  igual  á  la  de  los  re- 
cibos entregados  á  los  autores  ó  editores.  Estos  duplicados 
y  los  del  archivo  se  conservarán  legajados  en  este  y  en  el 
orden  conveniente;  y  cuando  en  todo  el  mes  no  se  hubiese 
entregado  obra  alguna,  lo  participará  también  el  jefe  político 
al  gobierno. 

7a.  Los  referidos  jefes  remitirán ,  con  los  recibos  dupli- 
cados y  sus  índices ,  los  dos  ejemplares  de  que  habla  el 
artículo  13  cíela  ley;  quedando  al  cuidado  del  archivero 
entregar  á  la  Biblioteca  nacional  el  que  le  corresponde. 

8a.  En  Madrid  los  autores  ó  editores  entregarán  directa- 
mente á  la  Biblioteca  el  espresado  ejemplar,  llevando  el 
establecimiento  su  registro  correspondiente,  y  dando  los  re- 
cibos; en  virtud  de  lo  cual  quedará  el  gobierno  político  de  la 
provincia  libre  de  esta  obligación.  Véase  Autor. 

[  *  En  la  república,  de  Méjico  ,  según  el  decreto  de 
Corles  de  10  de  junio  de  1813,  el  autor  goza  del  derecho  es- 
clusivo  de  imprimir  su  obra  por  todo  el  resto  de  su  vida  y 
hasta  diez  años  después  de  su  muerte,  contándose  este  úl- 


timo término  de  diez  años  desde  el  dia  en  que  se  dé  à  luí, 
cuando  la  obra  sea  postuma.  Las  corporaciones  gozan  de 
este  privilegio  por  el  término  de  cuarenta  años.  Se  entiende 
por  obra  toda  producción  literaria  ,  sea  cual  fuere  su  osten- 
sión, aunque  sea  periódica.  La  violación  de  este  privilegio 
reimprimiendo  furtivamente  una  obra  de  propiedad  ajena , 
puede  ser  denunciada  por  el  interesado  ,  y  debe  ser  casti- 
gada por  el  juez  como  una  usurpación  de  propiedad  ordi- 
naria. 

**  En  la  república  de  Venezuela,  la  ley  de  19  de  abril 
de  1839  concede  al  venezolano  ó  estranjero  residente  que 
ísea  autor  ó  traductor  de  una  composición  literaria  de 
cualesquiera  estension  ó  importancia,  ó  de  un  mapa, 
plano  ,  pintura  ,  diseño,  dibujo  ó  composición  de  música, 
el  derecho  es:lusivo,  como  ella  lo  llama,  de  imprimir, 
grabar,  litografiar  y  reproducir  su  obra  de  cualquiera 
otra  manera  semejante  ,  usada  ó  que  se  usare  para  mul- 
tiplicar los  ejemplares ,  por  todo  el  tiempo  de  su  vida  y 
hasta  catorce  años  después  de  su  muerte  :  el  cesionario  por 
justo  título  adquiere  y  goza  de  lleno  de  este  privilegio  por 
el  mismo  espacio  de  tiempo.  Para  obtenerlo  ,  el  cesionario, 
autor  ó  traductor  deben  presentar  el  título  de  la  obra  al 
Gobernador  antes  de  imprimirla  ó  multiplicarla  del  modo 
dicho ,  solicitando  que  se  registre  y  se  les  espida  la  patente  ; 
y  esta  autoridad  en  efecto,  después  de  hacer  jurar  al  peti> 
cionario  en  su  presencia  ,  que  aquella  obra  no  ha  visto  la 
luz  pública  en  el  Estado  ni  el  estranjero  ,  accede  á  su  ins- 
tancia. Cuando  la  obra  es  una  traducción,  el  juramento  no 
encierra  mas  afirmativa  que  la  de  no  haber  sido  publicada 
la  que  va  á  dar  á  luz  el  que  hace  la  instancia  ,  aunque  lo 
hayan  sido  otras  distintas  ;  y  la  patente  no  comprende  tam- 
poco otra  prohibición  que  la  de  reproducir  la  que  autoriza  , 
pudiendo  por  lo  tanto  nacerse  y  obtener  el  mismo  privilegio 
otra  version  distinta.  Dentro  de  los  dos  primeros  meses  de 
esta  concesión ,  debe  hacerse  saber  cuatro  veces  por  lo 
menos  en  alguno  de  los  periódicos  que  se  den  á  luz  en  la 
república  ,  é  imprimirse  ademas  el  contesto  literal  de  la  pa- 
tente á  la  vuelta  de  la  hoja  en  que  esté  la  portada  de  la  obra, 
si  esta  es  literaria,  y  si  es  gráfica,  poniendo  como  equiva- 
lente registrada  conforme  á  la  ley;  presentando  ademas  á 
dicho  Gobernador  un  ejemplar  tal  como  se  vaya  á  dar  ó  se 
haya  dado  á  luz  ,  dentro  de  dichos  dos  meses  :  la  omisión 
de  cualquiera  de  estos  requisitos  produce  la  nulidad  del 
privilegio. 

La  reproducción  ,  venta  ó  introducción  de  ejemplares  de 
una  obra  que  esté  gozando  del  privilegio  esclusivo  ,  es  cas- 
tigada con  la  pérdida  de  los  ejemplares  furtivos  y  el  duplo 
de  su  valor  á  beneficio  del  privilegiado ,  ó  con  la  prisión  de 
uno  á  seis  meses  ,  si  el  contraventor  no  pudiere  pagar  esta 
última  multa:  la  impresión  de  un  manuscrito  contra  la  vo- 
luntad de  su  dueño  ,  debe  serlo  con  el  cuadruplo  de  dicho 
valor,  y  en  caso  de  insolvencia  ,  con  la  prisión  de  dos  meses 
á  un  año.  Se  entiende  por  reproducción  furtiva  la  que  lo 
fuere  de  mas  de  la  mitad  de  la  obra  ,  aunque  sea  por  medio 
de  estrados  citados  en  otra  distinta  ,  ó  añadiéndole  notas  , 
comentarios  ,  etc.  ;  pero  si  dicha  obra  es  un  mapa  ,  plano , 
pintura ,  diseño  ó  dibujo ,  basta  para  que  se  entienda  fur- 
tiva ,  que  dicha  reproducción  lo  sea  del  lodo  ó  mas  de  la 
tercera  parte  ,  Con  los  mismos  delineamientos  ,  signos  y 
proporciones ,  aunque  sea  en  una  escala  menor  ó  mayor 
que  la  del  original. 

El  propietario  de  una  obra  privilegiada,  á  quien  después 
de  citado  y  oido ,  convenzan  en  juicio  el  fiscal ,  el  personero 
público  ó  un  interesado,  de  que  solicitó  y  obtuvo  el  privi- 
legio despues  que  dicha  obra  habia  sido  publicada  dentro 
del  Estado  ó  en  el  estranjero,  ó  de  que  dejó  de  cumplir  al- 
guno de  los  requisitos  necesarios  según  la  ley  para  obtener 
aquel  derecho  ,  queda  privado  de  él  y  multado  en  una  suma 
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de  cincuenta  á  doscientos  pesos ,  sin  perjuicio  de  la  pena  de 
perjuro  ;  debiendo  publicarse  la  sentencia  por  tres  veces  en 
uno  de  los  periódicos  de  la  república. 

***  En  la  república  de  Chile  ,  el  autor  de  cualquier  género 
de  escrito ,  ó  de  composición  de  música ,  de  pintura ,  dibujo, 
escultura ,  en  una  palabra ,  aquel  á  quien  pertenece  la  pri- 
mera idea  de  una  obra  literaria  ó  artística ,  goza  en  la  repú- 
blica del  derecho  esclusivo  ,  como  lo  llama  la  ley,  durante 
eu  vida  ,  de  vender,  hacer  vender  ó  distribuir  su  obra  por 
medio  de  la  imprenta,  litografía,  ó  cualquier  otro  medio  de 
reproducir  ó  multiplicar  las  copias;  y  sus  herederos  testa-^ 
mentarios  ó  legítimos  disfrutan  del  mismo  privilegio  por  es- 
pacio de  cinco  años  ,  el  cual  puede  prorogar  el  Gobierno 
hasta  diez  :  el  fisco  está  declarado  inhábil  para  suceder  en 
este  derecho.  Los  traductores  y  sus  herederos ,  con  la  citada 
esclusion  del  fisco ,  gozan  del  mismo  privilegio  y  por  el 
propio  tiempo  que  el  autor  y  sus  sucesores ,  pudiendo  unos 
y  otros  ceder  sus  derechos  á  un  tercero  ;  y  los  estranjeros  , 
ademas  de  ser  iguales  en  un  todo  álos  naturales  de  la  repú- 
blica en  el  goce  de  este  privilegio ,  si  publican  en  Chile  una 
obra  que  hayan  dado  ya  á  luz  en  otro  pais  ,  obtienen  por 
este  medio  el  derecho-  esclusivo  de  espenderla  en  la  repú- 
blica por  espacio  de  diez  años.  Si  la  obra  es  postuma ,  el 
propietario  del  manuscrito  goza  del  privilegio  esclusivo  por 
el  tiempo  tan  solo  de  diez  años  improrogables  ,  contados 
desde  la  fecha  de  la  primera  edición  ,  con  tal  que  la  publique- 
por  separado ,  y  no  en  una  nueva  edición  de  otras  obras 
dadas  ya  á  luz  en  vida  del  autor,  porque  entonces  sigue  la 
suerte  de  estas  últimas;  y  si  dicho  manuscrito  contiene  solo 
correcciones  de  otra  obra  publicada  en  vida ,  gozará  también 
el  propietario  del  mismo  derecho  por  espacio  de  diez  años 
igualmente  improrogables,   pero  solo  en  el   caso  de  que 
cumpla  con  la  condición  de  presentar  á  la  justicia  ordinaria 
su  manuscrito  dentro  del  año  siguiente  à  la  muerte  del  au- 
tor, y  probar  ante  ella  que  es  legítimo.  —  Cuando  el  autor 
de  la  obra  sea  algún  cuerpo  colegiado  ,  goza  del  derecho 
esclusivo  por  ej  término  de  cuarenta  años ,  contados  desde 
la  fecha  de  la  primera  edición.  —  Las  piezas  teatrales,  ade- 
mas del  privilegio  de  su  reproducción,  común  á  las  demás 
obras  ,  llevan  consigo  el  derecho  de  no  poder  representarse 
en  ningún  teatro  de  la  república  sin  permiso  de  aquel  que 
esté  gozando  del  indicado  privilegio.  —  El  Gobierno  puede 
conceder  el  derecho  esclusivo  de  que  vamos  hablando  ,  por 
él  término  de  cinco  años  á  lo  sumo,  á  los  reimpresores  do 
obras  interesantes  de  dominio  público  ,  siempre  que  las  edi- 
ciones sean  correctas  y  hermosas. 

Fuera  de  este  último  caso  ,  para  gozar  en  todos  los  demás 
de  tal  privilegio  esclusivo ,  es  necesario  ,  y  basla  al  mismo 
tiempo ,  anunciar  en  la  portada  la  persona  á  quien  pertenece 
la  obra ,  y  depositar  tres  ejemplares  de  ella  en  la  biblioteca 
pública  de  Santiago  antes  de  ponerla  en  venta.  Cumplidos 
estos  requisitos  ,  si  alguno  reimprimiere  ,  grabare,  imitare 
una  obra  ajena  ,  ó  de  algún  modo  contraviniere  á  las  dispo- 
siciones espuestas ,  el  interesado  puede  denunciarle  ante 
el  juez ,  y  este  debe  juzgarle  sumariamente  con  arreglo 
á  las  leyes  ,  como  usurpador  de  la  propiedad  ajena  :  ley 
de  24  do  julio  de  1834,  y  art.  17,  leu  de  9  de  setiembre 
de  18'i0.  ] 

PROPIETARIO.  El  que  tiene  el  derecho  de  propiedad 
en  alguna  cosa,  es  decir,  el  derecho  de  gozar  y  hacer  de 
ella  loque  mejor  le  parezca,  en  cuanto  no  se  lo  impida  la 
ley  ó  alguna  convención.  À  veces  la  voz  "propietario  designa 
al  que  no  tiene  mas  que  la  nuda  propiedad  ó  la  propiedad 
desnuda  del  usufructo,  por  oposición  al  usufructuario  que  es 
el  que  tiene  el  derecho  de  percibir  los  frutos.  —  En  los  con- 
ventos se  llama  propietario  al  religioso  que  incurre  en  el 
vicio  de  propiedad  ;  esto  es,  que  viola  ó  quebranta  el  voto 
de  pobreza  ,   teniendo  apego  á  los  bienes  temporales,  ó 


usando  de  ellos  sin  la  debida  facultad  ó  licencia  de  sil 
prelado. 

PROPIOS  y  arbitrios.  Propios  son  las  heredades,  dehe- 
sas ,  casas  ú  otros  cualesquiera  bienes  que  tiene  una  ciudad, 
villa  ó  lugar  para  los  gastos  públicos  :  y  arbitrios  se  llaman 
los  derechos  que  en  defecto  de  propios  impone  un  pueble 
con  la  competente  autorización  sobre  ciertos  géneros  ó  ra- 
mos, como  por  ejemplo  sobre  el  aceite,  vino,  vinagre, 
carne  y  otras  cosas  ó  frutos  vendibles. 

I.  La  dirección  de  propios  y  arbitrios  se  hallaba  encargada 
al  supremo  consejo  de  Casulla  y  en  virtud  de  instrucción  de 
13  de  octubre  de  1828  á  un  director  general,  el  cual  dispo- 
nía y  acordaba  lo  que  estimaba  justo  sobre  todos  los  puntos 
relativos  á  su  administración  é  inversion,  sobre  adquisición, 
enajenación  ó  permuta  de  fincas,  sobre  imposición  de  cen- 
sos, sobre  concesiones  de  nuevos  derechos  ó  recursos,  pró- 
rogas  de  los  establecidos  por  cierto  tiempo,  subrogaciones 
de  los  antiguos  por  otros  mas  ventajosos ,  sobre  dotaciones 
de  médicos  y  otros  facultativos  y  empleados  que  perciben 
estipendio  de  los  productos  de  estos  ramos,  sobre  construc- 
ción y  reparo  de  edificios  ,  puentes  ,  fuentes  y  demás  obras 
necesarias  ó  útiles  para  el  servicio  y  comodidad  de  los  pue- 
blos ,  instruyéndose  los  espedientes  por  la  contaduría  gene- 
ral con  informes  de  los  intendentes  de  las  provincias.  Para 
el  gobierno  y  manejo  de  los  propios  y  arbitrios  hay  en  cada 
pueblo  una  junta  municipal ,  compuesta  dei  corregidor, 
donde  le  hay,  en  calidad  de  presidente,  y  no  habiéndole, 
del  alcalde  primero  con  dicha  calidad  ,  del  regidor  decano, 
síndico  procurador,  diputados  del  común ,  apoderado  de 
acreedores  censualistas  ó  en  caso  de  no  haberlos  del  regidor 
tercero ,  con  asistencia  del  escribano  de  ayuntamiento  ó  fiel 
de  fechos,  y  con  la  del  personero  sin  voto  para  proponer  y 
pedir  lo  mas  conveniente  y  útil  á  estos  ramos. 

II.  Con  respecto  á  los  pastos  y  tierras  labrantías  de  pro- 
pios ó  concejiles,  está  mandado  lo  siguiente.  Todas  las 
tierras  labrantías  deben  repartirse  entre  manos  legas,  es- 
ceptuada  la  senara  ó  tierra  de  concejo  en  los  pueblos  donde 
se  cultiva  de  vecinal.  En  primer  lugar  se  ha  de  repartir  una 
suerte  de  ocho  fanegas  por  cada  yunta  á  los  labradores  de 
una,  dos  ó  tres,  que  carecen  de  tierras  suficientes  para 
emplearlas.  En  segundo  lugar  ha  de  darse  á  los  braceros  y 
toda  gente  acostumbrada  á  las  labores  del  campo  una  suerte 
de  tres  fanegas,  si  la  pidea,  en  el  paraje  menos  distante  do 
la  población,  aunque  la  perderán  si  dejan  de  beneficiarla  un 
año  ,  ó  no  satisfacen  la  pension.  À  los  pastores  y  artistas  con 
yunta  propia  de  labor  debe  repartírseles  como  á  labra- 
dores de  una  yunta ,  y  no  teniéndola  han  de  reputarse  en 
la  clase  de  braceros  ó  jornaleros.  Si  hecho  el  primer  reparto 
sobran  tierras,  ha  de  hacerse  otro  y  mas,  hasta  que  todos 
tengan  las  que  puedan  labrar;  y  si  todavía  sobrasen  ó  no  so 
necesitasen  algunas,  se  sacarán  á  subasta  admitiéndose  fo- 
rasteros, sin  que  nadie  pueda  pasarlas  á  otra  mano.  Los 
comisarios  electores  de  parroquias  nombrarán  los  tasadores 
que  con  intervención  de  la  junta  de  propios  regulen  el  tanto 
que  ha  de  pagarse  á  estos  por  cada  suerte  en  frutos  ó  en 
dinero  :  bajo  el  supuesto  de  que  no  se  ha  de  alterar  la  cos- 
tumbre de  aquellos  pueblos  en  que  los  vecinos  tienen  dere- 
cho de  cultivaren  los  montes  ó  términos  comunes,  y  deque 
tampoco  se  ha  de  cargar  pension  alguna  por  las  tierras  con- 
cejiles en  los  pueblos  donde  por  no  ser  de  propios  ni  tener 
sobre  si  arbitrio  alguno  se  han  repartido  y  labrado  libre- 
mente sin  canon;  ley  17,  fíí.  2i>,  lib.  7,  Aroc.  Ilcc. 

III.  En  las  dehesas  de  pasto  y  labor,  donde  esta  se  hace 
á  hojas ,  cada  vecino  ha  de  tener  la  mitad  de  la  suerte  en 
una  y  la  otra  mitad  en  la  otra. — Los  mismos  comisarios  han 
de  nombrar  también  tasadores  que  con  igual  intervención 
tasen  en  los  tiempos  oportunos  la  bellota  y  yerba  de  las  de- 
hesas de  propios  y  arbitrios ,  cuya  tasación  ha  de  publicarse 
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con  término  de  quince  dias ,  para  que  en  ellos  acudan  los 
vecinos  á  pedir  los  pastos  ó  bellotas  que  necesiten  para  sus 
ganados  propios,  haciendo  constar  que  lo  son.  El  reparto 
se  les  ha  de  hacer  por  la  tasa  :  no  habiendo  lo  suficiente 
para  todos ,  se  les  hará  en  proporción  de  forma  que  todos 
queden  socorridos ,  sin  dejar  de  atender  á  los  poseedores  de 
menor  número  de  cabezas  que  no  pueden  salir  á  buscar  de- 
hesas á  suelos  estraños;  y  si  algunos  vecinos  tuviesen  tan 
corto  número  que  no  se  les  pudiese  repartir  terreno  separa- 
do, se  les  debe  señalar  el  competente  para  que  todos  los  de 
esta  clase  puedan  meter  sus  reses,  regulando  su  precio  á 
diente  y  por  cabezas.  Si  hubiese  pastos  sobrantes  de  una  ú 
olía  especie,  se  sacarán  á  subasta  sobre  el  precio  de  la 
tasa,  se  admitirán  forasteros,  y  se  rematarán  en  el  mejor 
postor;  no  debiéndose  admitir  nueva  lasa  ,  tanteo  ni  prefe- 
rencia sobre  el  precio  del  remate,  por  privilegiado  que  sea 
el  ganado. 

IV.  La  junta  municipal  debe  formar  una  relación  del  va- 
lor que  hubiestn  tenido  las  tierras  propias  y  concejiles  de 
labor,  pastos  y  bellota  en  cada  quinquenio  ,  para  que  en 
vista  de  ella  hagan  la  tasa  los  tasadores  del  siguiente;  y 
cuando  estos  conozcan  que  los  pastos  y  fruto  de  bellota  no 
pueden  tener  igual  valor  que  en  el  quinquenio  anterior, 
subsistiendo  el  que  regulen  conveniente  ,  se  dará  cuenta  al 
intendente  con  una  declaración  formal  de  los  tasadores ,  en 
que  se  esprese  la  causa  de  la  rebaja  ,  para  que  resuelva  lo 
que  mas  convenga  ,  y  nombre  ,  si  le  parece ,  otros  tasadores 
forasteros. — Hade  procurar  la  junta  riiunicipal  que  los  pro- 
ductos de  todos  los  ramos  de  propios  y  arbitrios  tengan  el 
aumento  posible ,  ó  que  á  lo  menos  no  decaigan;  en  inteli- 
gencia de  que  sise  justifica  colusión  en  la  subasta  ó  reparti- 
miento, ocultación  ó  desmembración  de  alguna  parte  de  los 
rendimientos,  ó  que  con  titulo  de  adehala  ó  sobreprecio  se 
disminuye  el  legitimo  producto  de  los  ramos  para  invertirle 
arbitrariamente  en  usos  ajenos  de  sus  primitivas  obligacio- 
nes, será  responsable  de  su  importe  con  la  pena  del  cuatro 
tanto.  A  fin  de  que  se  logren  tales  aumentos  ,  ha  de  cuidar 
de  que  se  saquen  á  pública  subasta  en  tiempos  oportunos , 
y  se  admitan  las  posturas  y  mejoras  que  hicieren  personas 
conocidas  y  abonadas,  con  esclusion  de  los  capitulares  ó 
dependientes  de  ayuntamiento  y  junta  que  no  deben  tener 
parte  directa  ni  indirecta.  No  pueden  celebrarse  estos  arren- 
damientos por  mas  tiempo  que  el  de  un  año,  á  no  hallarse 
ampliado  al  de  tres,  cuatro  ó  mas  en  alguna  provincia  ó 
pueblo,  y  verificado  el  remate  no  se  ha  de  admitir  otra  pos- 
tura ó  baja  que  se  haga  después ,  escepto  la  de  la  cuarta 
parte  que  se  ha  de  verificar  dentro  de  noventa  dias.  Los 
arrendatarios  han  de  dar  fianzas  bastantes  y  libres  de  toda 
otra  responsabilidad  ,  en  inteligencia  de  que  la  junta  por  el 
hecho  de  su  admisión  queda  responsable  á  la  quiebra;  real 
provision  de  23  de  mayo  de  1770,  ó  ley  17,  tít.  2S,  lib.  7, 
Nov.  Rcc.  Esto  es  lo  que  se  halla  dispuesto  por  las  leyes; 
pero  observa  un  célebre  magistrado,  que  estas  providencias 
recibirían  mayor  perfección  silos  repartimientos  se  hiciesen 
en  todas  partes  y  de  todas  las  tierras  y  propiedades  conce- 
jiles; si  se  hiciesen  por  constitución  de  enfitéusis  ó  censo 
reservativo  ,  y  no  por  arrendamientos  temporales,  aunque 
indefinidos  ;  y  en  fin  si  se  proporcionase  á  los  vecinos  la  re- 
dención de  sus  pensiones  ,  y  la  adquisición  de  la  propiedad 
absoluta  de  sus  suertes  :  ni  tampoco  habría  inconveniente 
en  que  se  hiciesen  ventas  libres  y  absolutas  de  estas  tierras. 

V.  Son  cargas  de  los  productos  de  propios  y  arbitrios  : 
Io.  el  suministro  de  los  jornales  del  comisario  y  mozos  que 
según  la  ordenanza  de  reemplazos  han  de  acompañar  á  los 
quintos  :  —  2o.  los  reparos  menores  de  sus  edificios  y  fun- 
dos, los  cuales  deben  costearse  del  tanto  señalado  en  el  re- 
glamento de  cada  pueblo  para  gastos  estraordinarios,  pues 
con  respecto  á  las  obras  mayores  se  ha  de  representar  á  la 


autoridad  :  —  3o.  los  gastos  de  proclamaciones  de  los  reyes  : 

—  k°.  mil  reales  de  gastos  de  exequias  por  fallecimiento  de 
personas  reales  en  las  ciudadesde  voto  en  Cortes  :— 3°.  un  dos 
por  ciento  para  la  paga  de  sueldos  de  la  contaduría  general 
y  de  la  de  provincia  :  —  6o.  las  consignaciones  hechas  á  los 
regulares  por  predicación  de  cuaresma,  celebración  de  mi- 
sas, enseñanza  pública  y  otros  actos  piadosos  :  — 7o.  los 
derechos  por  las  veredas  ó  circulación  de  órdenes  : — 8o.  los 
gastos  de  administración  de  justicia  y  de  causas  de  oficio, 
no  teniendo  bienes  los  reos  y  no  habiendo  penas  de  cámara  : 

—  9o.  las  asignaciones  hechas  á  maestros  de  primeras  le- 
tras ,  médicos,  cirujanos,  boticarios,  ú  otros  empleados  y 
dependientes;  y  por  último  todas  las  atenciones  señaladas 
en  el  reglamento  aprobado  por  el  ministerio. 

El  sobrante  de  los  propios  y  arbitrios  se  divide  en  tres 
partes,  dos  para  la  redención  de  capitales  de  censo ,  y  una 
para  pago  de  atrasos  de  sus  réditos,  habiendo  de  preferirse 
en  ambos  casos  al  acreeder  que  haga  mayor  baja  ó  remisión  : 
en  inteligencia  de  que  los  censos  cuyo  capital  no  llegue  á 
cien  mil  reales  pueden  redimirse  por  mitad  ,  y  los  que  es- 
cedan de  aquella  cantidad ,  por  terceras  partes  ,  aun  cuan- 
do en  las  escrituras  de.su  imposición  se  hubiese  pactado 
que  solo  pudiera  hacerse  por  el  todo.  Cuando  no  hubiere 
censos  que  redimir,  ni  réditos  que  pagar,  está  mandado  des- 
tinar el  sobrante  á  la  imposición  de  censos  sobre  la  renta 
del  tabaco. 

VI.  Las  cuentas  se  forman  anualmente  por  el  mayordomo 
ó  depositario  de  propios ,  se  reconocen  por 'la  junta  munici- 
pal del  pueblo,  se  comunican  al  ayuntamiento  y  procurador 
síndico  para  que  las  adicionen,  y  se  remiten  á  principio  de 
febrero  al  jefe  político  de  la  provincia  ,  quien  haciéndolas 
examinar  por  la  diputación,  y  hallando  los  cargos  justifica- 
dos y  las  datas  conformes  al  reglamento  ,  despacha  el  cor- 
respondiente finiquito,  y  dirige  al  ministerio  certificación 
estendida  del  cargo  ,  data  y  sus  resultas.  —  El  jefe  político 
es  el  que  debe  cuidar  de  la  mejor  administración  de  los  pro- 
pios y  arbitrios  en  cada  uno  de  los  pueblos  de  su  provincia, 
de  la  ejecución  de  las  leyes  y  disposiciones  del  ministerio 
sobre  estos  ramos  ,  de  la  puntual  presentación  y  examen  de 
las  cuentas  ,  de  la  instrucción  de  los  espedientes  sobre  las 
pretensiones  de  los  pueblos.  —  Las  audiencias  y  chancille- 
rías  no  han  de  entender  en  cosa  alguna  relativa  á  propios 
y  arbitrios;  y  los  jueces  ordinarios  que  tienen  el  primer 
conocimiento  sobre  ellos' en  lo  contencioso,  solo  han  de 
otorgar  las  apelaciones  para  el  tribunal  que  corresponda.  — 
Son  muchas  y  largas  las  órdenes  é  instrucciones  que  se  han 
espedido  sobre  propios  y  arbitrios  ,  y  se  formó  de  ellas  una 
colección  que  se  comunicó  á  lodos  los  pueblos. 

Método  que  ha  de  seguirse  en  las  enajenaciones 
de  fincas  de  propios. 

VIL  Para  que  sea  uniforme  el  método  que  se  siga  en  las 
enajenaciones  de  predios  rústicos  y  urbanos ,  pertenecientes 
á  los  propios  de  los  pueblos,  y  facilitar  la  reducción  de  es- 
tos bienes  á  dominio  particular,  sin  que  por  ello  se  perjudi- 
que á  los  fondos  municipales  á  que  pertenezcan,  se  deben 
observar  sobre  este  punto  las  reglas  siguientes  : 

Ia.  Los  ayuntamientos  de  los  pueblos  formarán  de  propio 
acuerdo,  ó  por  prevención  de  los  gobernadores  civiles,  los 
oportunos  espedientes  para  la  subasta  de  la  finca  ó  fincas  de 
los  propios  que  convenga  enajenar,  sea  en  venta  real ,  sea  á 
censo  reservativo  ó  enfitéutico.  En  estos  espedientes  se  hará 
constar  la  naturaleza  de  la  finca  ,  y  siendo  rústica  si  tiene  ó 
no  arbolado  ;  las  ventajas  de  la  enajenación  y  de  la  especie 
de  contrato  que  se  determine;  el  dominio  que  tengan  loa 
propios  sobre  el  predio  ó  predios  que  se  trate  de  enajenar; 
la  tasación  en  venta  y  renta ,  y  el  método  que  convendrá  se- 
guir en  la  subasta.  . 
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2a.  El  espediente  así  formado  lo  remitirá  el  ayuntamiento 
al  gobernador  civil  de  la  provincia,  quien,  previa  audien- 
cia de  la  contaduría  de  propios  ,  y  no  oponiendo  reparo  esta 
oficina,  podrá  aprobarlo  y  devolverlo  para  que  se  lleve  á 
efecto  la  subasta  y  el  remate  en  el  mejor  postor,  observán- 
dose las  leyes  que  rigen  por  punto  general  en  materia  de 
subastas. 

3a.  Si  hubiese  discordancia  entre  el  ayuntamiento  y  la 
contaduría  de  propios,  ó  si  habiendo  conformidad  no  cre- 
yese conveniente  el  gobernador  civil  de  la  provincia  prestar 
su  aprobación  ,  remitirá  este  el  espediente  con  su  dictamen 
al  ministerio  de  la  gobernación  para  la  resolución  de  S.  M. 

4a.  No  se  adjudicarán  las  fincas  subastadas  en  venta  real 
si  no  se  cubren  á  lo  menos  las  dos  terceras  partes  del  pre- 
cio máximo  de  la  tasación;  y  en  los  remates  solo  se  admi- 
tirá dinero  ,  efectos  de  la  deuda  consolidada  por  su  valor 
corriente,  y  créditos  legítimos  contra  los  mismos  propios; 
pero  cuando  la  adquisición  haya  de  hacerse  con  esta  última 
especie  de  créditos ,  se  satisfará  precisamente  el  precio 
máximo  ó  total  de  la  tasación. 

Sa.  Si  las  fincas  rústicas  que  hayan  de  darse  á  censo  en- 
fitéutico  tuviesen  monte  alto  ,  se  verificará  la  dación  á  cen- 
so tan  solamente  por  lo  respectivo  al  suelo  considerado 
como  raso;  y  el  arbolado  se  enajenará  en  venta  real  por  el 
precio  máximo  de  la  tasación. 

6a.  Las  fincas  enajenadas  quedarán  afectas  á  las  cargas  ó 
derechos  que  tuvieren ,  y  en  el  precio  de  la  tasación  se  hará 
la  rebaja  ó  aumento  consiguiente  del  respectivo  capital. 

7a.  Todos  los  gastos  que  ocurran  en  la  enajenación  de  las 
fincas  de  los  propios  serán  de  cuenta  del  adquirente,  incluso 
el  coste  de  la  escritura  y  de  dos  copias  de  esta ,  que  deberán 
archivarse,  una  en  el  ayuntamiento,  y  la  otra  en  la  conta- 
duría de  propios  de  la  provincia. 

8a.  Toda  reclamación  sobre  la  enajenación  de  las  fincas 
de  propios ,  ó  sobre  los  términos  ó  incidentes  de  la  subasta, 
deberá  dirigirse  desde  luego  á  la  autoridad  que  hubiere 
entendido  en  ella;  si  esta  la  desatendiese,  á  la  inmediata 
superior;  y  así  sucesivamente  hasta  llegar  á  S.  M.  por  el 
conducto  de  la  secretaría  del  despacho.  Pasado  un  año  des- 
pués de  haber  tomado  posesión  el  adquirente  ,  no  se  admi- 
tirá reclamación  de  ninguna  especie. 

9*.  Los  gobernadores  civiles  de  las  provincias  remitirán 
cada  mes  al  ministerio  un  estado  de  las  fincas  de  paopios 
que  se  hubiesen  enajenado  en  el  anterior,  en  sus  respectivas 
provincias ,  y  espresan'm  en  él  las  especies  de  contratos  bajo 
los  cuales  se  hayan  traspasado ,  y  el  precio  ó  canon  de  la 
trasmisión  ;  real  arden  de  24  de  agosto  de  1854. 

VIH.  Habiendo  consultado  al  ministeriode  la  Gobernación 
los  gobernadores  civiles  de  las  provincias  de  Cádiz  y  Tarra- 
gona algunos  inconvenientes  que  en  su  concepto  ofrecía  la 
ejecución  de  la  real  orden  de  24  de  agosto  del  año  último,  re- 
lativa á  facilitar  la  enajenación  de  fincas  pertenecientes  á  los 
propios,  se  resolvió  lo  siguiente  : 

i°.  Que  en  las  subastas  para  Ut  enajenación  de  fincas  de 
propios  se  convoque  á  los  acreedores  de  estos  caudales  ,  ob- 
servando respecto  de  los  que  gozan  derecho  de  prelacion  en 
pagos  lo  que  previenen  las  leyes  en  este  particular. 

2o.  Que  cuando  se  verifique  la  enajenación  á  censo  enfi- 
téulico  de  un  terreno  con  arbolado  en  los  términos  preveni- 
dos en  el  artículo  t>°.  do  la  citada  real  orden  de  24  de  agos- 
to, haya  de  recaer  asi  el  suelo  como  el  arbolado  en  el 
mismo  adquirente. 

S°.  Que  no  se  saquen  à  subasta  los  terrenos  repartidos  se- 
gún la  real  cédula  que  se  espidió  en  1770  y  en  años  siguien- 
tes, ,  si  sus  poseedores  los  cultivan ,  reconociéndoles  la  pro- 
piedad por  medio  do  escritura  con  el  canon  ó  gravamen  bajo 
el  cual  se  les  concedió. 

4o.  Que  los  capitales  en  dinero  resultantes  de  tales  ventas 


se  empleen  preferentemente  y  previo  permiso  del  goberna- 
dor civil  respectivo  : 

Io.  En  redimir  censos  ó  en  pagar  créditos  que  devenguen 
intereses  sobre  los  propios  ó  arbitrios  de  los  pueblos. 

2o.  En  estinguir  créditos  y  obligaciones  de  justicia  aun 
cuando  no  devenguen  interés. 

3o.  En  acabar  alguna  obra  de  utilidad  común  al  pueblo 
aprobada  por  el  gobierno ,  que  estuviese  pendiente  por  falta 
de  medios. 

U°.  A  falta  de  estas  atenciones ,  en  efectos  públicos  de 
billetes  al  portador  de  la  deuda  con  interés  para  que  for- 
men parte  del  tesoro  municipal  ;  real  arden  de  3  de  marzo 
de  183b. 

IX.  Las  Cortes  resolvieron  en  18  de  mayo  de  1857  que  á 
los  labradores,  senareros  y  braceros  del  campo,  á  quienes 
por  disposición  de  la  circular  del  consejo  de  Castilla  de  26 
de  mayo  de  1770  se  repartieron  en  suerte  terrenos  de  pro- 
pios, en  los  que  por  declaraciones  posteriores  han  sucedido 
sus  descendientes,  pagando  canon  como  si  hubiese  sido  un 
verdadero  enfitéusis,  no  se  les  inquiete  en  su  posesión  y 
disfrute  :  que  lo  mismo  se  entienda  con  los  terrenos  repar- 
tidos bajo  las  mismas  reglas  durante  la  guerra  de  la  inde- 
pendencia por  disposición  de  los  ayuntamientos  ó  de  las 
juntas  :  con  los  que  lo  fueron  por  lo  dispositivo  del  decreto 
de  las  Cortes  de  4  de  enero  de  1813  en  las  dos  épocas  que 
ha  regido  :  con  los  que  hasta  el  dia  se  han  distribuido  con 
orden  superior  compétente  ;  y  finalmente,  que  respecto  de 
los  arbitrariamente  roturados,  siempre  que  los  hayan  me- 
jorado, plantándolos  de  viñedo  ó  arbolado,  se  conserve  á 
sus  tenedores  en  la  posesión ,  pagando  el  canon  de  2  por  iOO 
del  valor  de  aquellos  antes  de  recibir  la  mejora. 

X.  Y  por  fin  la  regencia  provisional  del  reino,  para  que 
tenga  cumplido  efecto  lo  determinado  por  las  Cortes  en  lo 
de  mayo  de  1857,  y  aclarar  las  dudas  que  sobre  su  inteli- 
gencia han  ocurrido,  decretó  lo  siguiente  : 

Art.  Io.  Que  á  los  militares  ó  braceros  que  á  consecuen- 
cia de  lo  dispuesto  en  el  decreto  de  4  de  enero  de  1815  ob- 
tuvieron terrenos  en  cualquiera  de  las  épocas  en  que  ha 
regido,  no  se  les  inquiete  en  su  posesión  y  disfrute. 

Art.  2o.  Que  á  los  que  hayan  sido  despojados  al  restable- 
cimiento del  gobierno  absoluto  de  terrenos  de  que  estuvie- 
sen en  posesión  por  repartimiento  que  se  les  hiciera  en  dichas 
épocas,  en  cumplimiento  del  citado  decreto,  se  los  ; 
tuya  á  ella  inmediatamente. 

Art.  5o.  Que  si  esto  no  fuese  posible  por  enajenación  do 
los  terrenos,  se  forme  el  oportuno  espediente,  y  los  jefes 
políticos,  oyendo  á  las  diputaciones  provinciales,  propongan 
los  medios  de  indemnizar  á  los  que  por  dicha  causa  no  pue- 
dan obtener  la  restitución. 

Art.  4o.  Que  cese  desde  la  publicación  de  este  decreto  la 
exacción  de  todo  canon  que  se  haga  por  los  espresados 
renos  á  los  militares  á  quienes  se  concedieron  gratuitamente, 
continuando  lo  que  en  el  mismo  decreto  de  1815  se  esta- 
bleció respecto  de  los  pueblos  à  quienes  se  adjudicaron  ; 
orden  de  4  de  febrero  de  1841. 

[*  La  6a.  ley  constitucional  de  la  república  de  Méjico 
en  su  articulo  25  puso  á  cargo  de  los  ayuntamientos  la  re- 
caudación é  inversion  de  los  propios  y  arbitrios  :  y  en  con- 
secuencia la  ley  de  20  de  marzo  de  1837  establece  lo 
siguiente  :  «  Art.  1S8.  Estará  á  su  cargo  la  administra 
y  justa  inversion  de  los  caudales  de  propios  y  arbit. 
arreglándose  á  lo  establecido  en  sus  ordenanzas,  y  respecto 
de  los  gastos  aprobados  por  el  gobierno.  —  Art.  lo9.  Don- 
tro  de  los  dos  primeros  meses  del  año  remitirán  al  sub-pre- 
fecto  ,  y  á  falta  de  él  al  prefecto,  para  que  e&te  lo  haga  al 
gobernador,  cuenta  documentada  del  monto  total  de  sus 
propios  y  arbitrios  y  de  la  inversion  que  se  les  haya  dado 
en  el  año  anterior.  —  Art.  160.  Los  caudales  de  propios  so 
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depositarán  por  la  persona  ó  personas  que  nombren  los 
ayuntamientos  bajo  su  responsabilidad.  —  Art.  161.  La 
mala  administración  de  los  fondos  de  propios  y  arbitrios  y 
su  inversion  en  gastos  que  no  estén  designados  en  las  orde- 
nanzas de  los  ayuntamientos  ó  no  hayan  obtenido  la  aproba- 
ción del  gobierno  ,  induce  responsabilidad  pecuniaria  ,  á 
mas  de  la  personal  de  cada  uno  de  sus  miembros  que  re- 
sulten culpables  por  su  manejo  ó  por  haber  concurrido  con 
su  voto  a  los  acuerdos;  pero  los  que  lo  hayan  salvado  que- 
darán líbresele  esa  responsabilidad.  » 

También  previene  esa  ley,  hablando  de  los  gobernadores, 
lo  siguiente  :  «  Art.  8.  Previo  el  informe  de  los  prefectos,  y 
oido  el  dictamen  de  la  junta  departamental ,  podrán  conce- 
der licencia  á  los  ayuntamientos  ó  autoridades  encargadas 
de  la  administración  é  inversion  de  los  fondos  municipales 
para  los  gastos  estraordinarios  que  se  dirijan  á  objetos  de 
necesidad  ó  utilidad  común.  —  Art.  9.  En  casos  de  necesi- 
dad ó  por  motivos  de  conveniencia  pública ,  podrán  conce- 
der licencia  á  las  mismas  autoridades,  previa  anuencia  de  la 
junta  departamental  para  enajenar  algunos  de  los  bienes  de 
propios  y  arbitrios  ;  y  cualquiera  cesión  ,  donación  ó  con- 
trato hecho  sin  ese  requisito,  será  nulo  y  de  ningún  valor.» 
Esa  misma  ley  hablando  de  las  juntas  departamentales 
dice  que  toca  á  estas  :  a  8.  Examinar  y  aprobar  las  cuentas 
que  deben  rendirse  de  la  recaudación  é  inversion  de  los 
propios  y  arbitrios.  »  Así  como  refiriéndose  á  los  prefectos, 
establece  en  el  art.  80  que  :  «  En  la  administración  é  inver- 
sion de  los  fondos  de  propios  y  arbitrios  de  los  pueblos  ejer- 
cerán la  sobrevigilancia  que  les  dieren  las  ordenanzas  de 
loe  ayuntamientos.  —  Art.  81.  Las  mismas  ordenanzas  di- 
rán el  manejo  ó  sobrevigilancia  que  hayan  de  tener  los  pre- 
fectos en  la  propia  clase  de  bienes  ,  no  habiendo  ayunta- 
miento en  la  cabecera  del  distrito.  »  ] 

PRORATA.  La  cuota  parte  que  toca  á  alguno  de  aquello 
que  se  reparte  entre  varios ,  hecha  la  cuenta  proporcionada 
á  lo  mas  ó  menos  que  cada  uno  debe  haber  ó  contribuir. 
Cuando  un  difunto,  por  ejemplo,  deja  muchos  herederos, 
cada  uno  tiene  que  contribuir  al  pago  de  las  deudas  de  la 
sucesión  á  prorata  ó  en  proporción  de  los  bienes  que  saca 
de  la  herencia. 

PR&ROGA  ó  prorogacion.  La  ampliación  ó  estension 
de  jurisdicción  á  casos  ó  personas  que  no  comprendía  ;  y  la 
dilatación  ó  continuación  del  término  señalado  para  alguna 
cosa.  Véase  Jurisdicción  prorogada,  y  Término. 

PROSCRIPCIÓN.  El  bando  con  que  se  declara  á  alguno 
por  público  malhechor,  dando  facultad  á  cualquiera  para  que 
pueda  quitarle  la  vida ,  y  algunas  veces  ofreciendo  premios 
á  quien  le  entregue  vivo  ó  muerto.  ¿  Es  ventajoso  á  la  so- 
ciedad ,  pregunta  un  sabio  escritor,  poner  en  talla  ó  precio 
la  cabeza  de  un  criminal ,  y  armar  de  un  puñal  á  cada  ciu- 
dadano, convirtiéndolos  á  todos  en  verdugos?  O  el  delin- 
cuente ha  salido  del  pais ,  ó  todavía  está  en  él.  En  el  primer 
caso  se  escita  á  los  ciudadanos  á  cometer  un  asesinato,  á  des- 
cargar su  golpe  quizá  sobre  un  inocente  ,  á  merecer  los  su- 
plicios ,  se  hace  un  agravio  á  la  nación  estranjera ,  se  atenta 
á  su  autoridad,  y  se  la  faculta  para  iguales  usurpaciones  en 
el  territorio  de  su  vecina.  En  el  segundo  caso,  el  gobierno 
descubre  su  debilidad  ;  pues  cuando  uno  tiene  fuerza  para 
defenderse,  no  compra  el  ausilio  de  los  otros.  Ademas  el 
í  uso  de  poner  en  precio  la  cabeza  de  un  ciudadano  destruye 
todas  las  ideas  de  moral  y  de  virtud ,  que  por  desgracia  son 
demasiado  débiles  y  vacilantes  en  el  espíritu  humano;  la 
ley  por  una  parte  castiga  la  traición  ,  y  por  otra  la  autoriza 
y  la  fomenta  :  el  legislador  estrecha  con  una  mano  los  lazos 
de  la  amistad  y  de  la  sangre ,  y  recompensa  con  la  otra  al 
que  los  rompe  :  siempre  en  contradicción  consigo  mismo  , 
tan  pronto  trata  de  asegurar  la  confianza  mutua  y  la  buena 
íe ,  tan  pronto  siembra  la  desconfianza  y  la  sospecha  en  todos 


los  corazones;  y  por  prevenir  un  delito  produce  ciento. 
Véase  Bandido  ,  y  Juicio  contra  reos  ausentes  y  por  delitos 
políticos. 

PROSTITUCIÓN.  El  tráfico  vergonzoso  que  una  mujer 
hace  de  sí  misma.  La  prostitución  ,  tolerada  en  unos  países, 
y  severamente  prohibida  en  otros,  se  ejerce  sin  embargo  en 
todos,  particularmente  en  las  ciudades  populosas.  Este  estado 
es  por  sí  mismo  un  objeto  del  desprecio  público ,  y  por  ello 
no  es  necesario  añadir  el  desprecio  de  las  leyes  ,  como  dice 
un  profundo  jurisconsulto  :  él  lleva  ya  consigo  su  pena  na- 
tural; pena  que  no  deja  de  ser  demasiado  grave,  si  se 
atiende  á  lo  digna  que  es  de  conmiseración  esta  clase  des- 
graciada,víctimade  la  desigualdad  social,  delainesperiencia 
de  la  edad,  de  un  error  momentáneo,  del  delito  de  un  se- 
ductor, de  la  corrupción  ó  de  la  severidad  inexorable  de  sus 
padres,  y  por  fin  del  abandono  y  de  la  miseria.  La  ley  que 
prohibe  la  prostitución ,  no  la  impide,  sino  que  la  hace  mas 
perniciosa;  pues  auméntala  corrupción,  precipita  á  las  in- 
felices que  se  entregan  á  ella  en  la  crápula  y  en  el  esceso  de 
los  licores  fuertes,  las  hace  insensibles  al  freno  de  la'ver- 
güenza ,  agotando  sobre  la  desgracia  el  oprobio  debido  á  los 
delitos  verdaderos,  y  estorba  las  precauciones  que  podrían 
minorar  los  inconvenientes  de  este  desorden  si  fuera  tole- 
rado. La  emperatriz,  reina  de  TJngría ,  se  empeñó  en  estir- 
par  la  prostitución;  pero  la  corrupción  se  estendió  en  la 
vida  pública  y  privada,  el  lecho  conyugal  fué  violado,  y  la 
justicia  fué  corrompida  :  el  adulterio  ganó  todo  lo  que  perdia 
el  libertinaje  :  los  magistrados  hicieron  tráfico  de  su  con- 
nivencia :  el  fraude,  la  prevaricación ,  la  opresión  se  espar- 
cieron en  el  pais;  y  el  mal  que  quería  abolirse,  precisado  á 
ocultarse ,  se  hizo  mas  peligroso.  —  La  tolerancia  de  este 
males  útil  bajo  ciertos  aspectos  en  las  grandes  ciudades;  y 
convendría  instituir  anualidades  adaptadas  á  este  triste  es- 
tado ,  en  que  el  tiempo  de  la  cosecha  es  corlo,  pero  muy 
lucrativo  á  veces;  esto  es,  fundar  cajas  de  economía  donde 
estas  mujeres  fuesen  depositando  sus  ahorros  para  formar 
un  capital  que  les  pudiese  dar  una  anualidad  considerable 
en  la  época  en  que  vienen  á  ser  inútiles  para  su  profesión, 
ó  bien  podria  dárseles  un  asilo  en  casas  de  recogimiento 
donde  se  las  mantuviese  de  lo  necesario,  haciéndolas  traba- 
jar moderadamente.  La  prostitución  es  sin  duda  un  mal  ; 
pero  es  un  mal  menos  grave  que  el  adulterio,  que  el  rapto, 
que  la  fuerza,  y  que  la  seducción  que  ella  evita:  y  pues 
que  es  un  mal  inevitable  y  aun  conveniente  para  evitar  otros 
mayores,  el  legislador  en  vez  de  prohibirla  y  castigarla 
inútilmente,  debería  aplicarse  á  buscar  medidas  que  mino- 
rasen el  mal.  Esto  es  lo  que  se  ha  querido  lograr  en  algunos 
grandes  pueblos  con  el  establecimiento  de  casas  de  prosti- 
tución ó  lupanares  bajo  de  ciertas  reglas;  y  en  otros  no  se 
permite  ejercer  esta  miserable  profesión  sino  á  las  mujeres 
que  han  hecho  inscribir  sus  nombres  en  una  matrícula  ,  la 
cual  sirve  á  la  policía  para  no  perderlas  de  vista,  y  cuidar 
sobre  todo  de  que  no  se  propague  aquel  mal  funesto  que 
ataca  á  la  población  en  su  fuente  ,  y  es  ordinariamente  fruto 
amargo  de  la  prostitución.  En  otras  partes  la  profesión  do 
mujer  pública  se  ejerce  libremente,  y  en  ninguna  hay  mas 
libertad  en  este  punto  que  en  la  metrópoli  del  mundo  cris- 
tiano. Véase  Burdel,  Alcahuete,  Lenocinio,  Mujer  pública. 
-j-   PROTECCIÓN  y  seguridad  pública.   Tomó   este 
nombre  desde  agosto  de  1856  el  ramo  conocido  hasta  en- 
tonces con  el  de  policía ,  y  que  ha  sido  organizado  última- 
mente por  el  real  decreto  de  26  de  enero  de  18M. 

PROTESTA.  La  testificación  ó  declaración  espontánea 
que  se  hace  para  adquirir  ó  conservar  algún  derecho,  ó 
precaver  algún  daño  que  puede  soh.  avenir.  Llámase  pro- 
testa,  porque  quien  la  hace  manifiosU  que  no  tiene  ánimo 
de  hacer  lo  que  va  á  hacer.  Hay  protesta  declaratoria  ,  pro- 
hibitoria ó  inhibitoria ,  invitatoria  ó  monitoria,  y  certifica- 
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toria.  La  primera  es  una  declaración  de  la  voluntad  del  que 
protesta  :  la  segunda  es  aquella  en  que  se  prohibe  la  eje- 
cución de  alguna  cosa  :  la  tercera  es  en  la  que  se  incita  ó 
estimula  para  que  se  haga;  y  la  cuarta  es  aquella  por  la 
cual  uno  se  cerciora  de  estar  ó  no  hecha  cierta  cosa.  —  El 
remedio  de  la  protesta  se  ha  establecido  principalmente  para 
cuando  uno  hace  contra  su  voluntad  y  con  gran  perjuicio 
suyo  alguna  cosa  que  se  le  manda  ó  propone,  viéndose  for- 
zado á  ello  por  el  miedo ,  la  opresión  ó  el  respeto  reveren- 
cial. Una  hija  de  familia,  por  ejemplo,  que  fuese  competida 
por  sus  padres  á  tomar  el  hábito  y  profesar  en  un  convento, 
y  que  por  evitar  sus  malos  tratamientos  se  decidiese  á  obe- 
decerles, podria  hacer  su  protesta,  para  poder  reclamar 
un  dia  contra  sus  votos.  —  Puede  hacerse  la  protesta  por  el 
mismo  interesado  ó  por  su  procurador  con  poder  especia! , 
verbalmente  ó  por  escrito  ante  testigos,  extrajudicial  ó  judi- 
cialmente, ánles  del  contrato  ó  acto  á  que  es  competido  el 
protestante  ó  bien  después  luego  que  recobre  la  libertad 
que  tal  vez  no  hubiese  tenido  ;  mas  siempre  conviene  que 
se  haga  por  escritura  pública ,  para  que  conste  y  se  pueda 
probar  en  tiempo  oportuno ,  y  después  de  hecha  no  debe 
ejecutarse  voluntariamente  cosa  que  le  sea  contraria,  para 
que  no  se  diga  que  ha  sido  revocada.  Larrea,  allegat.  3b. 

PROTESTA  contra  el  mar.  La  relación  ó  esposicion 
justificada  que  ante  el  juez  competente  hace  el  capitán  ó 
maestre  de  alguna  nave,  de  las  desgracias  que  ha  padecido 
por  temporal  ú  otro  accidente  fortuito  ,  á  fin  de  que  no  se  le 
imputen  ni  haga  cargo  de  ellas. 

PEOTESTO.  El  requerimiento  que  se  hace  al  que  no 
quiere  aceptar  ó  pagar  una  letra  ,  protestando  recobrar  su 
importe  del  dador  de  ella,  con  mas  los  gastos,  cambios  y  re- 
cambios y  otros  cualesquiera  daños  que  se  causaren  ;  ó  bien  : 
el  testimonio  con  que  el  tenedor  de  una  letra  de  cambio  hace 
constar  la  falta  de  aceptación  ó  de  pago  de  parte  de  la  per- 
sona á  cuyo  cargo  está  girada. 

Hay  protesto  por  falta  de  aceptación  ,  y  protesto  por  falta 
de  pago.  El  protesto  por  falta  de  aceptación  debe  formali- 
zarse en  el  dia  siguiente  á  la  presentación  de  la  letra  ;  y  si 
este  fuere  feriado ,  en  el  siguiente. — Todo  protesto  se  hace 
ante  escribano  público  ó  real  y  dos  testigos  vecinos  del  pue- 
blo que  no  sean  comensales  ni  dependientes  del  escribano 
que  lo  actúe.  Las  diligencias  del  protesto  han  de  entenderse 
personalmente  con  el  sugelo  á  cuyo  cargo  esté  girada  la 
letra  ;  en  su  defecto  con  los  dependientes  de  su  tráfico  ;  y  á 
falta  de  estos  con  su  mujer,  hijos  ó  cfiados;  dejándose  en 
el  acto  copia  del  mismo  protesto  á  la  persona  con  quien  se 
haya  entendido  la  diligencia,  bajo  pena  de  nulidad.  El  do- 
micilio legal  paraevacüar  las  diligencias  del  protesto  es: 
d°.  el  que  esté  designado  en  la  letra;  —  2o.  en  defecto 
de  designación ,  el  que  tenga  de  presente  el  pagador  ;  — 
5o.  á  falta  de  ambos,  el  último  que  se  le  hubiere  conocido  : 
no  constando  de  modo  alguno,  se  indaga  de  la  autoridad 
municipal  local  ;  y  con  la  persona  que  la  ejerza  se  enten- 
derán las  diligencias  del  protesto  y  la  entrega  de  su  copia 
en  defecto  de  descubrirse  el  paradero  del  pagador.  —  Des- 
pués de  evacuado  el  protesto  con  el  pagador  directo  de  la 
letra  ,  se  acude  á  los  que  vengan  indicados  en  ella  subsidia- 
riamente, si  hubiere  indicaciones.  Art.  Sil  liasta  bl6,  cód. 
úe  corn.  (i). 

El  acta  de  protesto  debe  contener  la  copia  literal  de  la 
letra  con  la  aceptación,  si  la  tuviese,  y  todos  los  endosos  é 
indicaciones  hechas  en  ella;  el  requerimiento  hecho  á  la 
perlina  que  deba  aceptar  ó  pagar  la  letra,  y  su  contesta- 
ción; la  conminación  de  gastos  y  perjuicios  á  cargo  de  la 
misma  persona  por  la  falla  de  aceptación  ó  de  pago  ;  la  firma 

y^)  Entre  los  Mejicanos  véase  sol>re  esta  materia  el  cap.  5  de 
las  Orden,  de  Bilbao,  uíuns.  19  al  23,  y  30,  hO  y  ¡ti. 


de  la  persona  á  quien  se  haga  el  protesto,  y  no  sabiendo  ó 
no  pudiendo  firmar  la  de  los  dos  testigos;  y  la  mención  de 
la  hora  en  la  fecha.  Todo  protesto  que  no  esté  conforme  á 
las  disposiciones  mencionadas,  es  ineficaz.  —  Conteniendo 
indicaciones  la  letra  protestada,  se  hacen  constar  en  el  pro- 
testo las  contestaciones  que  dieren  las  personas  indicadas  á 
los  requerimientos  que  se  les  hagan ,  y  la  aceptación  ó  el 
pago  en  el  caso  de  haberse  prestado  á  ello.  Todas  las  dili- 
gencias del  protesto  de  una  letra  se  entienden  progresiva- 
mente y  por  el  orden  con  que  se  evacúan  en  una  sola  acta, 
de  que  el  escribano  da  copia  testimoniada  al  portador  de  la 
letra  devolviéndole  esta  original.  —  El  protesto  se  ha  de 
evacuar  necesariamente  antes  de  las  tres  de  la  tarde ,  y  el 
escribano  debe  retener  en  su  poder  la  letra  sin  entregar 
esta  ni  el  testimonio  del  protesto  al  portador  hasta  puesto  el 
sol  del  dia  en  que  se  hubiere  hecho;  y  si  el  pagador  se  pre- 
sentare entretanto  á  satisfacer  el  importe  de  la  letra  y  los 
gastos  del  protesto,  ha  de  admitir  el  pago,  haciéndole  en- 
trega de  la  letra,  y  cancelando  el  protesto.  Arl.  S17  hasta 
eí5u21. 

Ningún  acto  ni  documento  puede  suplir  la  omisión  y  falla 
de  protesto  para  la  conservación  de  las  acciones  que  com- 
peten al  portador  contra  las  personas  responsables  á  las 
resultas  de  la  letra ,  fuera  del  caso  de  la  protestación-  con 
que  se  suple  el  protesto  de  pago  cuando  se  ha  perdido  la 
letra.  Ni  por  el  fallecimiento,  ni  por  el  estado  de  quiebra 
de  la  persona  á  cuyo  cargo  esté  girada  la  letra,  queda  dis- 
pensado el  portador  de  protestarla  por  falta  de  aceptación 
ó  de  pago.  —  El  protesto  por  falta  de  aceptación  no  exime 
al  portador  de  la  letra  de  protestarla  de  nuevo ,  si  no  se  pa- 
gare. —  Puede  protestarse  la  letra  por  falta  de  pago  antes 
de  su  vencimiento  ,  si  el  pagador  se  constituye  en  quiebra  ; 
y  desde  que  así  suceda  tiene  el  portador  su  derecho  espe- 
dito  contra  los  que  sean  responsables  á  las  resultas  de  la 
letra.  ArltXm  hasta  el  52b. 

Por  dias  feriados  ,  para  los  actos  de  protesto  ,  no  pueden 
entenderse  sino  los  festivos  de  precepto ,  en  que  no  se  puede 
trabajar,  ni  están  abiertos  al  giro  los  escritorios  de  los 
comerciantes ,  y  de  ningún  modo  los  dias  de  media  fiesta ,  ni 
vacación  de  tribunales.  Real  orden  de  7  de  febrero  de  18't6. 

PROTOCOLAR  ó  protocolizar.  Poner  ó  incluir  en  el 
protocolo. 

PROTOCOLO.  Esta  palabra  viene  de  la  voz  griega  prolos 
que  significa  primero  en  su  línea  ,  y  de  la  latina  collium  ó 
collalio  que  significa  comparación  ó  cotejo.  Entre  los  Roma- 
nos prolocollum  era  lo  que  estaba  escrito  á  la  cabeza  del 
papel ,  donde  solia  ponerse  el  tiempo  de  su  fabricación  ; 
pero  entre  nosotros  protocolo  tiene  tres  significaciones  , 
"pues  se  llama  así  el  minutario  en  que  el  escribano  nota 
brevemente  la  sustancia  de  un  acto  ó  contrato ,  la  escritura 
matriz  que  el  escribano  estiende  con  arreglo  á  derecho  en 
un  libro  encuadernado  de  pliego  entero,  y  este  mismo  libro 
ó  registro  en  que  el  escribano  estiende  las  escrituras  ma- 
trices á  medida  que  se  van  otorgando.  Esta  última  signifi- 
cación es  la  que  se  halla  mas  en  uso  ;  y  así  se  entiende  por 
protocolo  el  libro  encuadernado  de  pliego  de  papel  entero, 
en  que  el  escribano  pone  y  guarda  por  su  orden  las  escri- 
turas ó  instrumentos  que  pasan  ante  él ,  para  sacar  y  dar 
en  cualquier  tiempo  las  copias  que  necesiten  los  interesados, 
y  confrontar  ó  comprobar  las  que  ya  se  hubiesen  dado  en 
caso  de  dudarse  de  la  verdad  de  su  contenido.  El  protocolo 
se  llama  también  registro.  Lo  que  está  mandado  sobre  este 
punto  es  :  —  que  tenga  cada  escribano  un  libro  de  protocolo 
encuadernado  de  pliego  de  papel  entero,  en  que  escriba 
por  estenso  las  notas  de  las  escrituras  que  ante  él  pasaren, 
declarando  los  otorgantes  lo  que  se  otorga,  el  dia,  mes  y 
año,  el  lugar  ó  casa,  las  condiciones,  renuncias  y  sumi- 
siones; —  que  así  escritas  las  lea  á  presencia  de  los  testigos 
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y  partes  otorgantes ,  y  estas  las  firmen  de  sus  nombres  ,  y 
por  la  que  no  sepa  lo  haga  uno  de  los  testigos  ú  otro,  espre- 
sando el  escribano  que  firmó  el  testigo  por  no  saber  escribir 
la  parte  ;  y  si  leida  la  nota ,  se  añadiere  ó  quitare  algo , 
lo  salve  al  fin  de  ella  antes  de  las  firmas  ;  —  que  no  se  dé 
escritura  alguna  signada  ,  sin  que  al  tiempo  de  otorgar  la 
nota  hayan  sido  presentes  las  partes  y  testigos  ,  y  firmada 
en  la  forma  dicha  ;  y  se  dé  sin  quitar  ni  añadir  palabra  de 
lo  que  esté  en  el  registro,  salva  la  suscripción:  —  y  que  todo 
lo  cumpla  el  escribano ,  so  pena  que  la  escritura  que  de  otro 
modo  se  diere  signada  ,  sea  nula  ,  y  el  que  la  dé  pierda  el 
oficio,  quede  inhábil  para  otro,  y  pague  el  interés  á  la 
parle  ;  ley  9  ,  lit.  19  ,  Pari.  3,  y  ley  i  ,  til.  23,  lib.  10, 
Nov.  Rec.  —  El  protocolo  ó  registro  es  la  matriz  de  donde 
se  sacan  todas  las  copias  ó  Jfaslados  que  piden  los  intere- 
sados ,  y  por  él  se  disuelven  las  dudas  que  ocurren  en  ellos , 
para  cuyo  fin  se  introdujo  y  no  para  otro  alguno;  debe  estar 
siempre  en  poder  del  escribano  ante  quien  pasó  ,  quien  ha 
de  custodiarle  y  signarle  al  fin  del  año  bajo  la  pena  de  diez 
mil  maravedís  y  suspension  de  oficio  por  un  año,  poniendo 
asimismo  en  él  fe  ó  nota  de  si  ha  dado  copia  de  su  conte- 
nido ;  y  en  caso  de  duda  mas  se  ha  de  estar  al  registro  que 
al  trasunto  ó  copia  ;  pero  presentado  en  juicio  no  hace  fe  , 
porque  no  se  estableció  para  esto  ,  y  porque  carece  del  signo 
ó  carácter  real  que  lo  corrobore;  ley  6,  lit.  23,  lib.  10, 
Nov.  Rec.  (1).  —  En  caso  de  muerte  ó  privación  de  algún 
escribano  ,  pasan  sus  protocolos  al  sucesor  en  el  oficio  ,  ó 
al  del  concejo  ó  del  número ,  y  en  su  defecto  á  la  justicia , 
para  que  los  interesados  hallen  las  escrituras  cuando  las 
necesiten;  leyes  10,  II  y  12  ,  til.  23,  lib.  10,  Nov.  Rec. 
Véase  Instrumento  público  y  Minutario. 

PROTONOTARÏO.  El  primero  y  principal  délos  nota- 
rios y  jefes  de  ellos  ,  ó  el  que  despacha  con  el  príncipe  y 
refrenda  sus  despachos,  cédulas  y  privilegios.  En  Aragon 
era  dignidad  que  constituía  parte  del  consejo  supremo. 

PROTONOTARÏO  apostólico.  Dignidad  eclesiástica 
con  honores  de  prelacia  que  el  papa  concede  á  algunos  clé- 
rigos ,  eximiéndolos  de  la  jurisdicción  ordinaria  ,  y  dándoles 
otros  privilegios  (2) ,  para  que  puedan  conocer  de  causas 
delegadas  por  su  Santidad.  En  Roma  hay  un  colegio  de  los 
protonotarios  (5)  que  se  llaman  participantes  ,  y  gozan  de 
mayores  prerogativas. 

PROVEER.  Dar  ó  conferir  alguna  dignidad ,  empleo  ú 
otra  cosa  ;  —  y  despachar  ó  dar  algún  auto. 
PROVEÍDO.  El  auto  dado  por  el  juez. 
PROVINCIA.  La  parte  de  un  reino  ó  estado  que  se  suele 
gobernar  en  nombre  del  príncipe  por  un  ministro  que  se 
llama  gobernador  ó  jefe  político;  —  y  en  lo  antiguo  el  juz- 
gado de  los  alcaldes  de  corte  ,  separado  de  la  sala  criminal, 
para  conocer  de  los  pleitos  y  dependencias  civiles,  las  cuales 
se  actuaban  ante  escribanos  que  se  llamaban  escribanos 
de  provincia. 

PROVISION.  El  despacho  ó  mandamiento  que  en  nom- 
bre del  rey  espiden  algunos  tribunales  ,  especialmente  los 
consejos,  cnancillerías  y  audiencias,  para  que  se  ejecute  lo 
que  por  ellos  se  ordena  y  manda;  —  y  la  acción  do  dar  ó 
conferir  algún  oficio  ,  dignidad  ó  empleo. 

PROVISION.  En  el  comercio  la  prevención  ó  envío  de 
fondos  que  se  ponen  en  poder  de  la  persona  á  cuyo  cargo 
se  ha  girado  una  letra  de  cambio  ,  para  que  pueda  pagarla 
á  su  tiempo.  La  provision  debe  hacerse  por  el  librador,  ó 

(1)  Véasela  Cur.  Filíp.,  part.  1,  g  17,  n.  51  ;  Dou,lib.  5,  t.  2, 
cap.  10,  secc.  4,  núms.  5  a  9. 

(2)  En  tiempo  del  papa  León  X ,  que  se  confirmaron  por 
Sixto  V. 

(5)  Son  doce,  pues  por  la  coustit.  de  Sixto  V  de  Io.  de  setiem- 
bre de  1385,  se  aumentaron  cinco. 


por  el  tercero  de  cuya  cuenta  se  hubiere  girado  la  letra  , 
sin  que  el  librador  deje  de  quedar  obligado  personalmente 
en  este  caso.  Hay  provision  ,  siempre  que  al  vencimiento 
de  la  letra  la  persona  contra  quien  se  libró  deba  al  librador, 
ó  al  tercero  por  cuya  cuenta  se  hizo  el  giro,  una  cantidad 
igual  al  importe  de  la  misma  letra.  Si  aquel  contra  quien 
se  hizo  el  giro  debia ,  por  ejemplo  ,  diez  mil  reales  al  libra- 
dor, y  este  la  misma  cantidad  al  primero  ,  habría  compen- 
sación de  una  suma  por  otra,  y  por  consiguiente  no  se 
consideraría  hecha  la  provision.  La  aceptación  supone  la 
provision  ;  de  modo  que  el  aceptante  no  puede  oponer  la 
escepcion  de  no  habérsele  hecho  provisión  de  fondos ,  para 
dejar  por  eso  de  pagar  la  letra  á  su  vencimiento.  Véase 
Librador  de  letra  de  cambio. 

PROVISOR.  El  juez  eclesiástico  en  quien  el  obispo  delega 
su  autoridad  y  jurisdicción  para  la  determinación  de  los 
pleitos  y  causas  pertenecientes  á  su  fuero.  Véase  Juez  ecle- 
siástico. 

PRUEBA  (h).  La  averiguación  que  se  hace  en  juicio  de  una 
cosa  dudosa  ;  ó  bien  ,  el  medio  con  que  se  muestra  y  hace 
patente  la  verdad  ó  falsedad  de  alguna  cosa  ;  leyes  l,  2  y  5, 
lit.  14,  Part.  3.  La  prueba  es  de  dos  maneras,  á  saber, 
plena  y  semiplena.  Prueba plena,que  también  puede  llamarse 
completa  ó  perfecta,  es  la  que  manifiesta  sin  dejar  duda  al- 
guna la  verdad  del  hecho  controvertido,  instruyendo  sufi- 
cientemente al  juez  para  que  en  virtud  de  ella  pueda  dar 
sentencia  condenatoria  ó  absolutoria.  Prueba  semiplena , 
que  igualmente  puede  llamarse  incompleta  ó  imperfecta,  es 
la  que  por  sí  sola  no  demuestra  con  claridad  el  hecho  , 
dejando  duda  acerca  de  la  verdad  de  él ,  y  por  consiguiente 
no  instruye  al  juez  en  términos  de  poder  dar  sentencia.  Las 
especies  de  prueba  plena  ó  completa  son  cuatro  ;  á  saber  : 
Ia.  la  confesión  de  parte  hecha  en  juicio  :  —  2a.  la  decla- 
ración de  dos  ó  mas  testigos  contestes:  —  3a.  las  escrituras 
ú  otros  documentos  públicos  :  —  U*.  la  evidencia  ó  inspec- 
ción ocular  del  juez  en  las  causas  de  division  ó  amojona- 
miento de  términos  de  lugares  y  campos ,  ú  otras  en  que 
cabe  esta  especie  de  prueba.  Las  especies  mas  frecuentes 
y  conocidas  de  prueba  incompleta  ó  semiplena  son  las  si- 
guientes :  Ia.  la  deposición  de  un  solo  testigo  :  —  2a.  la 
confesión  exlrajudicial  :  —  3a.  el  cotejo  de  letras  :  —  Ua.  la 
famn  pública  por  sí  sola  sin  el  apoyo  de  testigos  idóneos  : 
—  5a.  el  juramento  supletorio  :  —  6a.  las  presunciones. 
Leyes  8  y  11 ,  tit.  ik,  Part.  3;  y  ley  119 ,  til.  18,  Parí.  3. 
El  juramento  decisorio  suele  contarse  también  entre  las 
pruebas; pero  mas  bien  es  transacción  que  modo  de  justificar 
una  cosa.  Hay  ademas  otro  modo  de  probar  las  cosas  anti- 
guas, y  es  el  de  los  monumentos  públicos,  como  inscrip- 
ciones ,  columnas  ú  obeliscos,  etc.,  que  pueden  servir  do 
mucho  en  causas  de  señoríos  y  linajes  ;  pero  como  las  leyes 
nada  han  establecido  sobre  el  grado  de  certidumbre  que  se 
les  haya  de  dar,  queda  al  arbitrio  de  los  jueces  graduar  su 
valoró  autenticidad.  Véase  Confesión,  Tesliijo,  Instrumento, 
Inspección  ocular,  Cotejo ,  Fama,  Juramento,  Indicio,  Fuga, 
Presunción,  Libros  de  comercio. 

El  actor  es  el  que  debe  hacer  la  prueba  sobre  el  hecho  ó 
cosa  que  negare  el  reo  ,  el  cual  habrá  de  ser  absuello  no 
probando  aquel  lo  negado  :  Quoniam  actor  semper  aliquid 
intendit,  ei  regulariter  incumbit  onus  probana  i ,  adeo  ut  ac- 
torc  non  probante  reus  sil  absolvendus,  ctiamsi  niliil  prcesli- 
leril.  Del  mismo  modo  el  reo  debe  probar  los  hechos  en  que 
funda  su  defensa  :  Quia  tune  ipse  reus  aliquid  dicil  el  in- 
lendit ,  alque  adeo  in  exceptione  parlibus  acloris  fungilur. 
Es  pues  regla  general  que  el  que  afirma  una  cosa  es  el  que 

(4)  Décret.,  lib.  2,  t.  19,  de  probationibus.  —  Parr.  5,  tít.  14, 
—Nov.  Rec,  lib.  H,  tít.  10.  De  las  probanzas  y  sus  términos.— 
Cur.  Filíp.,  part.  1,  juic.  civ.,  §  17.  Prueba. 
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ha  de  probarla  y  no  el  quo  la  niega  ,  porque  la  negación  no 
puede  probarse  por  su  naturaleza ,  á  no  ser  que  contenga 
afirmación  :  Ei  incumbit  onus  probandi  qui  dicit,  non  ci  qui 
negat,  quoniam  factum  neganlis  per  rerum  naturam  nidia 
probado  est  :  quod  quidem  de  mera  negalione  inlelligerc 
oporlel,  non  verá  de  ea  quœ  affîrmationem  admixlam  habet. 
Así  es  que  si  uno  niega  la  idoneidad  de  un  juez  ,  testigo  , 
abogado,  etc.,  ó  la  cordura  del  testador  cuando  trata  de  quo 
se  anule  un  testamento,  tiene  que  probar  su  negativa, 
porque  contiene  afirmación  ,  y  ademas  está  la  presunción  á 
favor  de  su  contrario;  leyes  1 ,  2  y  k ,  til.  14 ,  Part.  3.  Véase 
Negativa. 

La  presunción  que  uno  tiene  á  su  favor,  echa  sobre  el 
adversario  la  carga  de  hacer  la  prueba  ;  Cur.  Filíp.,  pari.  1 , 
juic.  civ.,  §  17-  De  aquí  es  que  el  que  pagó  por  error  alguna 
cantidad,  debe  probar  que  no  la  debía,  por  presumirse 
que  nadie  da  lo  suyo  á  otro  sin  deberlo  ,  à  no  ser  labrador, 
menor  de  catorce  años  ,  mujer  ó  cualquier  otro  á  quien  no 
perjudique  la  ignorancia  del  derecho  ;  pues  en  estos  casos 
la  parte  contraria  ha  de  probar  ser  verdadera  la  deuda  ; 
ley  6,  til.  14  ,  Parí.  3.  Si  muerto  el  marido  se  hallare  en 
poder  de  la  mujer  dinero  ú  otra  cosa ,  y  pidiéndolo  los  here- 
deros negare  la  mujer  que  pertenezcan  á  la  herencia,  estará 
obligada  á  probar  que  es  suyo  ó  á  entregarlo  en  otro  caso, 
porque  se  presume  ser  del  marido  todo  lo  que  la  mujer 
iuvieseen  su  poder  (1),  mientras  estaño  pruébelo  contrario, 
á  no  ser  que  pudiese  hacer  adquisiciones  propias  mediante 
el  uso  de  algún  arte  ú  oficio.  Si  un  padre  en  su  testamento, 
después  de  haber  dejado  á  un  hijo  ilegítimo  cuanto  le  per- 
mite la  ley,  manda  que  se  le  restituya  cierta"  cantidad  , 
espresando  que  se  la  dio  secretamente  para  guardarla  por 
él  un  pariente  suyo  ,  ó  que  la  percibió  de  los  frutos  de  tal 
heredamiento  propio  del  hijo  ó  de  la  madre,  ó  que  la  ad- 
quirió de  otro  modo  semejante  con  dicho  objeto ,  no  estarán 
obligados  los  herederos  á  la  satisfacción  de  tal  deuda  , 
mientras  el  hijo  no  pruebe  que  es  real  y  verdadera,  por 
presumirse  que  el  difunto  no  tuvo  otra  mira  que  la  de  hacer 
bien  á  su  hijo  ilegítimo  en  fraude  de  la  ley  y  en  perjuicio  de 
sus  legítimos  herederos;  ley  3,  lit.  14,  Parí.  5.  Véase 
Presunción. 

Las  pruebas  deben  ceñirse  al  asunto  sobre  que  se  litiga, 
sin  que  puedan  admitirse  las  impertinentes ,  esto  es ,  las  que 
ni  aprovechan  á  la  una  parte  ni  dañan  á  la  otra;  y  han  de 
darse  ante  el  juez  y  no  ante  la  parte  contraria  ,  bien  que 
podrá  presenciar  esta  el  juramento  de  los  testigos ,  y  después 
se  le  habrá  de  dar  traslado  de  ellas  si  lo  pidiere;  pero  como 
se  supone  que  siempre  lo  desea ,  se  le  acostumbra  dar  sin 
esperarse  á  que  lo  pida  ;  leyes  2  y  7,  til.  14 ,  Parí.  3  ;  y  ley  5, 
til.  10,  lib.  1 1 ,  Nov.  Rec.  —  En  las  causas  civiles  dos  prue- 
bas semiplenas,  siendo  de  las  mas  fundadas,  constituyen 
plena  prueba;  según  dicen  algunos  autores  (2)  que  no  apoyan 
su  opinion  en  ninguna  ley  ;  pero  en  las  causas  criminales 
no  bastan  las  pruebas  semiplenas,  sino  que  es  preciso  haya 
una  total  certidumbre  para  condenar  al  acusado  ,  en  razón 
del  grave  detrimento  que  irrogan  al  hombre  las  leyes  pe- 
nales ;  ley  12,  til.  14 ,  Parí.  3. 

Solamente  las  cosas  de  hecho  son  las  que  necesitan  de 
prueba,  y  no  las  que  son  de  derecho  ;  pues  el  juez  mismo, 
luego  que  consta  del  hecho ,  debe  decidir  acerca  del  dere- 
cho ,  aunque  no  se  haya  alegado  por  los  litigantes  :  Porro  ea 
ianliim  quœ  sutil  facli  probaüone  indigent  ,  non  ea  quai  ju- 
ris  sunt  ;  sed  ipse  judex,  ubi  de  fado  constat,  de  jure  sla- 

(1)  Al  contrario,  en  deref-Uo  se.  presume  que  son  bienes  ganan- 
ciales, como  dijimos  en  la  nula  7  de  su  propio  artículo,  pág.  566. 

(2)  Sala,  tuin.  k  ,  pág.  215  ;  Ant.  Gómez,  5,  Variar.,  cap.  12, 
».  26  ;  Tapia  en  su  Febrero,  tom.  7  ,  t.  '♦,  cap.  2  ,  n.  2  en  la 
nota.  Véase  à  Cavalario,  loin.  6,  cap.  25,  §  2.  Scmipknœ  proba- 
tianes  non  rejiciendee. 


tuere  débet ,  etiamsi  à  litigantibus  allegaium  non  fucril.  Así 
es  que  en  los  escritos  presentados  en  juicio  no  se  debe  dis- 
putar alegando  leyes,  decretales,  partidas  y  fueros  ,  sino 
que  solo  ha  de  ponerse  simplemente  el  hecho  de  que  nace  el 
derecho  ,  como  dice  la  ley  1,  tít.  14,  lib.  11 ,  Nov.  Rec.  ; 
pero  estando  conclusos  los  autos,  puede  cada  parte,  antes 
de  la  sentencia,  informar  de  su  derecho  al  juez  de  palabra 
ó  por  escrito  ,  alegando  leyes,  decretos,  decretales,  parti- 
das y  fueros  ;  y  aun  en  todo  tiempo  podrán  informarle  de 
palabra,  alegando  todos  los  derechos  que  estimen  conve-- 
nirles.  Toda  ley  que  alguno  alegare  para  prueba  de  su  in- 
tención debe  valer  y  cumplirse  ,  como  dicen  las  Partidas  ; 
pero  si  alguno  alega  ley  ó  fuero  de  otra  tierra,  no  tendrá 
fuerza  de  prueba,  salvo  si  fuesen  de  ella  los  litigantes,  ó  la 
cosa  mueble  ó  raíz  litigiosa  ,  o  hubiesen  hecho  allí  el  con- 
trato disputado,  en  cuyos  casos  puede  el  juez  recibir  la 
prueba  de  la  ley  ó  fuero  de  la  tierra  estraña  ,  y  librar  el 
pleito  por  ella.  Asimismo,  cuando  sobre  algún  contrato  ó 
delito  hecho  en  tiempo  en  que  se  juzgaba  por  la  ley  ó  fuero 
viejo,  se  pusiere  demanda  en  tiempo  de  otro  fuero  nuevo 
contrario  al  primero,  se  debe  probar  y  librar  el  pleito  por 
el  viejo,  por  cuanto  se  ha  de  atender  siempre  al  principio 
de  las  cosas ,  aunque  después  sobre  ellas  se  litigue  en  otro 
tiempo.  Ley  15,  lit.  14,  Part.  5. 

Las  pruebas  han  de  hacerse  dentro  de  cierto  término  quo 
está  señalado  por  la  ley.  Véase  Término  probatorio.  —  Re- 
cibir á  prueba  es  pronunciar  la  sentencia  inlerlocutoría  en 
que  se  manda  hacer  las  probanzas  á  cada  una  de  las  partes, 
para  que  la  sentencia  definitiva  se  pueda  dar  después  con 
pleno  conocimiento  de  causa. 

PRUEBA  literal  ó  instrumental.  La  que  se  hace 
con  escrituras  ó  instrumentos  ,  sean  públicos  ó  privados. 
Véase  Instrumento  en  todos  sus  artículos,  y  Libros  de  co- 
mercio. 

PRUEBA  testimonial.  La  que  se  hace  con  testigos  idó- 
neos y  dignos  de  fe,  ó  la  que  resulta  de  la  declaración  de 
personas  presentes  al  hecho  que  se  trata  de  averiguar  ó  acla- 
rar. Esta  seria  la  mas  sencilla  y  perfecta  de  todas  las  prue- 
bas si  pudiera  suponerse  que  los  hombres  son  incapaces  do 
engañarse  y  de  apartarse  de  la  verdad  y  de  la  justicia;  pero 
como  una  triste  esperiencia  nos  enseña  la  facilidad  con  que 
los  hombres  caen  en  el  error  y  aun  se  entregan  á  la  men- 
tira y  à  la  impostura  ,  no  ha  podido  menos  de  mirarse  con 
desconfianza  su  testimonio,  y  por  eso  no  le  han  admitido  los 
legisladores  sino  con  ciertas  reslricciones  y  cautelas  que  ha- 
gan mas  segura  y  menos  peligrosa  esta  prueba.  Ella  es  sin 
embargo  la  mas  antigua  de  todas  ;  su  uso  ha  sido  y  es  ge- 
neral entre  todos  los  pueblos  y  no  puede  menos  de  consi- 
derarse como  necesaria  en  todos  aquellos  casos  en  que  no 
es  posible  descubrir  la  verdad  por  otro  camino.  Véase 
Testigo. 

PRUEBA  conjetural.  La  que  resulla  de  indicios,  se- 
ñales, presunciones  ó  argumentos.  Véase  Indicio  y  Pre- 
sunción. 

PRUEBA  vocal.  La  que  resulta  de  la  confesión  del  reo. 
Véase  Confesión. 

PRUEBA  én  materia  CRIMINAL.  Lo  que  se  ha  dicho 
de  la  prueba  en  general  conviene  indistintamente  así  á  las 
causas  criminales  como  á  las  civiles  (5).  No  será  sin  embae- 

(5)  El  art.  151  de  la  ley  de  25  de  majo  de  1857  ,  de  la  repú- 
blica de  Méjico,  dice  que  «  en  los  casos  en  que  deba  abrirse  el 
juicio  plenario,  se  recibirá  la  causa  á  prueba  por  un  coito  tér- 
mino ,  prorogable  según  las  circunstancias  de  aquella  hasla  cua- 
renta dias;  y  solo  en  el  caso  de  que  hayan  de  examinarse  testi- 
gos ó  recibirse  alguna  otra  prueba  á  distancias  tan  considerables 
que  no  fuere  bastante  aquel  término,  se  podrá  prorogar  hasta  se- 
tenta; sin  que  contra  el  l3pso  de  dichos  términos  haya  restitución 
ni  otro  recurso,  » 
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go  fuera  de  propósito  habiar  particularmente  de  la  prueba 
con  aplicación  á  los  asuntos  criminales,  para  que  pueda  for- 
marse un  juicio  mas  exacto  de  ella.  Prueba  es  pues  la  ave- 
riguación de  un  delito  y  de  la  persona  que  le  ha  cometido  ; 
y  se  divide  también  en  perfecta  é  imperfecta.  Es  perfecta, 
plena  y  completa  la  que  demuestra  de  un  modo  positivo  ser 
imposible  que  el  acusado  sea  inocente  ;  y  es  imperfecta  ó 
semiplena  la  que  no  escluye  la  posibilidad  deja  inocencia 
del  acusado.  La  primera  es  suficiente  para  condenar;  y  de 
las  segundas  son  necesarias  tantas  cuantas  basten  para  ha- 
cer una  perfecta,  de  modo  que  si  por  cada  una  de  ellas  es 
posible  que  uno  no  sea  reo,  por  su  reunion  en  el  mismo  su- 
gelo  sea  imposible  que  deje  de  serlo.  Ademas,  las  pruebas 
imperfectas  de  que  el  procesado  puede  justificarse,  y  no  lo 
hace  debiendo  hacerlo  ,  se  convierten  en  perfectas.  Según 
una  ley  de  Partida  ,  la  prueba  en  pleito  criminal  debe  darse 
por  testigos,  instrumentos  ó  confesión  del  acusado,  y  no  por 
solas  sospechas  ;  pues  ha  de  ser  tan  clara  como  la  luz  ,-  de 
modo  que  no  admita  duda  alguna,  y  será  cosa  mas  sania 
absolver  al  culpado  contra  quien  no  aparezca  prueba  cierta 
que  dar  sentencia  contra  el  inocente  por  indicios  de  alguna 
sospecha  que  le  resulte.  Pero  en  ciertos  casos ,  dice  la  mis- 
ma ley,  puede  admitirse  la  prueba  sola  de  sospechas,  como 
si  alguno  receloso  de  que  otro  le  hace  ó  intenta  hacer  agra- 
vio con  su  mujer,  le  requiere  tres  veces  por  escritura  de 
escribano  público  ó  ante  testigos  para  que  se  abstenga  de 
tratarla  ,  y  aun  la  corrige  á  fin  de  que  con  él  no  hable  ,  y 
después  los  halla  juntos  hablando  en  su  casa  ú  otra,  ó  en 
huerta,  ó  casa  distante  de  la  villa  ó  sus  arrabales ,  pues  en- 
tonces se  tiene  por  justificado  el  adulterio  para  imponerles  la 
pena  correspondiente.  Ley  12,  tít:  Ut,  Parí.  3. 

Dos  testigos  oculares  mayores  de  toda  escepcion  ó  sin  ta- 
cha, contestes  y  concordes  así  en  cuanto  al  delito  y  sus  cir- 
cunstancias como  en  cuanto  á  la  persona  del  delincuente  , 
hacen  plena  prueba  para  condenar  á  un  acusado;  ley  32, 
til.  16,  Part.  3.  Mas  no  se  crea  que  esta  es  una  prueba 
incontrastable  :  dos  hombres  igualmente  preocupados  se 
engañan  con  frecuencia,  y  se  imaginan  haber  visto,  lo  que 
realmente  no  han  visto,  principalmente  si  el  espíritu  de  par- 
tido ó  el  entusiasmo  de  religion  les  fascina  los  ojos  :  dos  tes- 
tigos hicieron  condenar  á  Sirven  y  Langlade,  que  eran  ino- 
centes :  dos  testigos  presenciaron  el  asesinato  de  la 
Pivardiere ,  un  tercero  oyó  los  últimos  gemidos  de  la  vícti- 
ma que  espiraba,  muchos  vieron  la  ropa  teñida  con  su  san- 
gre, y  otros  muchos  habían  oido  el  fusilazo  con  que  se  le 
había  quitado  la  vida,  á  pesar  de  que  ni  habia  habido  fusi- 
lazo, ni  ropa  ensangrentada,  ni  víctima,  ni  gemidos,  ni  ase- 
sinato, pues  la  Pivardiere  se  presentó  vivo  y  sano  á  los 
jueces  que  por  vengar  su  muerte  perseguían  á  su  inocente 
esposa.  Véase  Testigo.' 

El  instrumento  público  que  está  otorgado  con  todos  los 
requisitos  y  acredita  con  su  autoridad  el  crimen  y  su  autor, 
hace  prueba  plena  y  perfecta;  pero  el  instrumento  privado, 
como  carta  ú  otro-papel  que  se  halle  al  reo  ,  no  presenta 
6Íno  un  indicio,  á  no  ser  que  aquel  le  reconozca,  sin  que 
baste  para  acabar  de  hacer  prueba  completa  el  cotejo  de  la 
letra  hecho  por  peritos  ,  pues  estos  solo  pueden  asegurar 
que  les  parece  semejante  tal  y  tal  letra,  mas  no  que  es  ó  no 
es  de  una  misma  mano  la  letra  de  tal  y  tal  escrito  ó  docu- 
mento, ya  porque  hay  muchos  que  saben  imitar  con  perfec- 
ción las  letras  ajenas ,  ya  porque  una  misma  persona  suelo 
hacer  letra  desemejante  á  causa  de  la  diversidad  de  tinta  ó 
pluma,  ó  de  enfermedad  ó  vejez;  ley  116,  lit.  18,  Part.  3. 
El  instrumento  ó  escritura  puede  ser  el  cuerpo  mismo  del 
delito,  como  un  billete  falsificado  de  banco  con  la  firma  del 
falsario  y  fe  de  un  escribano  ;  ó  puede  acreditar  directa  é 
inmediatamente  el  crimen,  como  el  instrumento  solemne  de 
un  contrato  usurario  ó  simoníaco  ;  ó  puede  tan  solo  suminis- 


trar razones  y  argumentos  para  demostrar  el  hecho  :  en  los 
dos  primeros  casos  hace  prueba  perfecta  ,  y  en  el  tercero 
sin  embargo  de  su  autenticidad  no  da  mas  que  un  indicio. 
Si  testigos  declaran  haber  visto  á  una  persona  raer  cifras  ó 
letras  para  sustituir  otras,  imprimir  un  libelo,  ó  contrahacer 
una  letra  de  cambio  ,  la  prueba  no  es  en  tal  caso  mas  quo 
testimonial,  aunque  respectiva  á  escritos,  y  debe  ser  tanto 
mayor  la  precaución  para  darle  crédito  ,  cuanto  que  el  he- 
cho sobre  que  se  depone,  podia  por  su  naturaleza  escaparse 
á  la  inteligencia  del  testigo,  ó  burlar  sus  miradas.  Véase 
Instrumento . 

Por  la  confesión  de  una  parte  hecha  en  juicio ,  presente  la 
contraria  ,  dice  la  ley  2,  tít.  13,  Part.  3,  que  se  puede  li- 
brar el  pleito,  como  si  se  probase  con  testigos  ó  legítimas 
cartas  ,  y  que  por  tanto  debe  el  juez  dar  sentencia  definitiva 
por  ella  ,  si  el  pleito  estuviese  contestado  ;  y  que  lo  mismo 
se  entienda  de  la  confesión  hecha  en  cualquier  pleito  crimi- 
nal. Mas  no  por  eso  se  tiene  por  prueba  completa  la  confe- 
sión judicial  del  acusado;  pues  en  primer  lugar  ha  de  cons- 
tar el  hecho  del  delito,  y  en  segundo  ha  de  concurrir  alguna 
semiplena  probanza  contra  él.  Ha  de  constar  el  delito  ,  por- 
que pudiera  suceder,  como  en  efecto  ha  sucedido  algunas 
veces ,  que  un  procesado  por  un  supuesto  crimen  lo  confe- 
sase por  despecho  ú  otra  razón  :  ¿  no  se  ha  visto  acaso  morir 
un  hombre  en  el  patíbulo  por  un  homicidio  que  confesó  así 
en  el  tormento  como  fuera  de  él,  y  presentarse  algunos  años 
después  la  persona  que  se  suponía  asesinada ,  acusando  con 
su  presencia  la  injusticia  de  los  jueces?  Ha  de  concurrir  en 
segundo  lugar  alguna  otra  prueba  semiplena  contra  el  con- 
feso ,  pues  aun  cuando  conste  la  existencia  del  delito,  puede 
acaecer  que  sea  otra  la  persona  que  le  ha  cometido  y  que  el 
acusado  lo  confiese  y  se  lo  impute  á  sí  mismo  por  no  poder 
soportar  mas  largo  tiempo  las  molestias  de  la  prisión ,  por 
poner  fin  á  sus  desgracias,  por  turbación,  mentecatez,  se- 
ducción ó  fanatismo.  Es  cierto  que  la  ley  5,  tít.  13  ,  Part.  3 
dice  claramente  que  la  confesión  que  uno  hace  ante  el  juez 
de  haber  muerto  ó  herido  á  otro  que  realmente  está  muerto 
ó  herido ,  aunque  no  sea  verdadera ,  le  perjudica  como  si  lo 
fuese ,  porque  se  dio  á  sabiendas  por  autor  del  mal  que  otro 
hizo,  amándole  mas  que  á  sí  mismo  :  Si  alyúnt  home  fuese 
ferido  ó  muerto ,  et  viniese  otro  conosciendo  (confesando) 
delante  deljudgador,  que  él  mismo  lo  priera  ó  lo  matara  ■ 
maguer  en  verdat  él  non  fuese  culpado  de  su  muerte  por  fe- 
cho ,  nin  por  mandado,  nin  por  consejo,  empescerlc  (  perju- 
dicarle )  hie  aquella  conoscencia  (  confesión  )  bien  assi  como 
si  él  lo  oviesse  fecho  ;  porque  él  se  dio  por  fechar  á  sabiendas 
del  mal  que  otri  ficiera,  el  amó  mas  á  otri  que  à  sí  :  et  ma- 
guer él  quisiese  después  provar  que  otri  lo  ficiera  el  non  ¿l, 
non  le  debe  ser  cabido  (admitido  ).  Mas  parece  que  esta  ley 
habla  sojo  del  caso  en  que  uno  confiesa  ser  autor  de  la  muerto 
ó  las  heridas  por  salvar  al  verdadero  delincuente  ;  y  no  debo 
por  tanto  aplicarse  á  los  casos  en  que  uno  hace  tal  confesión 
por  otras  razones.  De  todos  modos,  aunque  el  reo  haya  con- 
fesado el  delito  que  se  le  imputa ,  ha  de  dársele  término  para 
que  alegue  y  pruebe  contra  su  confesión,  porque  puede,  por 
ejemplo,  haber  padecido  equivocación  en  ella,  ó  no  haber  es- 
tado en  su  razón  al  tiempo  de  hacerla.  No  vale  ni  tiene  fuerza 
la  confesión  que  hace  el  reo  por  premia  de  tormentos  ó  de  fc- 
ridas ,  ó  por  miedo  de  muerte  ó  deshonra,  ley  5 ,  tít.  13, 
Parí.  3,  ó  por  error,  ó  por  promesa  que  se  le  hubiere  hecho 
de  libertarle  ;  ni  la  confesión  hecha  en  un  juicio  debe  perju- 
dicar al  procesado  en  otro  juicio  diverso  ;  ni- la  confesión  do 
un  delito  menor  hecha  para  defenderse  de  la  acusación  do 
otro  mas  grave,  ha  de  tener  fuerza  alguna  si  habiendo  sido 
absuelto  de  este  el  procesado,  se  le  llamase  segunda  vez  á 
juicio  por  el  crimen  confesado.  —  La  confesión  extrajudi- 
cial  que  alguno  hiciere  de  haber  cometido  un  delito  ,  no  le 
perjudicará  si  siendo  acusado  lo  negase  en  juicio,  y  no  hu- 
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biese  otra  prueba  contra  él ,  porque  puede  haberla  dictado 
la  necia  é  imprudente  vanidad  que  da  cierta  idea  de  gloria 
á  los  mismos  delitos ,  y  hace  que  el  hombre  se  jacte  de  ellos 
cuando  no  se  halla  en  presencia  de  los  que  pueden  castigarle  ; 
ley  7,  til.  13,  Part.  3.  Véase  Confesión,  Prisiones,  Pregun- 
tas ,  y  Juicio  criminal ,  $  LXXIV. 

Encuanto  á  conjeturas,  sospechas,  argumentos ,  indicios  y 
presunciones ,  nada  añadiremos  á  lo  que  sé  ha  dicho  al  prin- 
cipio de  este  artículo  y  en  los  de  las  palabras  Indicio  y  Presun- 
ción; pero  nunca  nos  cansaremos  de  repetir,  que  nuestras 
leyes,  y  especialmente  la  12,  tít.  lh,  Part.  3,  así  como  las  de 
todos  los  pueblos  civilizados ,  exigen  para  condenar  á  un  pro- 
cesado pruebas  mas  claras  que  la  luz  del  mediodía,  lucemeri- 
dianaclariores,  desuerte  que  kninguno  se  haya  de  castigarpor 
sospechas,  nin  por  señales  nin  por  presunciones  ;  que  todas 
proclaman  el  principio  de  que  es  mejor  absolver  à  un  cul- 
pado que  condenar  á  un  inocente,  salius  esl  absolví  nocen- 
tem,  quam  innocentcm  condemnari  :  y  que  no  hay  alma  ge- 
nerosa que  no  se  horrorice  al  oir  aquella  máxima  de  hierro , 
dictada  por  la  mas  cruel  imbecilidad  y  admitida  por  el  vulgo 
de  los  criminalistas,  de  que  en  los  delitos  muy  atroces  bas- 
tan para  prueba  las  mas  lijeras  conjeturas  ,  in  atrocissimis 
leviores  cotijecturœ  sufficiunt ,  et  licet  judici  jura  transgredí. 
Así  es  que  no  puede  menos  de  causarnos  admiración  la  prác- 
tica de  aquellos  tribunales  que  no  hallando  en  los  autos 
pruebas  claras  y  bastantes  para  condenar  ó  un  acusado  de 
un  delito  digno  de  muerte,  le  imponen  sin  embargo  la  pena 
de  presidio  ú  otra  semejante  por  los  indicios  ó  sospechas  que 
contra  él  resultan.  Esta  práctica  que  no  falta  quien  llama 
respetable ,  puede  con  mas  razón  llamarse  abominable,  por- 
que es  contraria  á  la  buena  filosofía ,  á  la  razón,  á  la  huma- 
nidad, á  la  justicia  y  á  las  leyes.  Mientras  no  conste  de  un 
modo  cierto  que  el  acusado  es  culpable,  es  una  injusticia, 
es  un  delito  condenarle  á  cualquiera  pena  que  sea ,  porque 
puede  ser  inocente ,  y  aun  todo  hombre  tiene  derecho  á  que 
se  le  considere  tal  siempre  que  no  se  le  convenza  de  lo  con- 
trario. Los  indicios  pueden  ser  falaces,  y  la  esperiencia  nos 
enseña  que  efectivamente  lo  han  sido  muchas  veces  los  que 
parecían  mas  fuertes  y  verosímiles  :  las  semipruebas  impli- 
can contradicción,  porque  no  hay  medias  verdades,  ni  puede 
ser  una  cosa  medio  cierta  y  medio  falsa.  Ademas ,  las  sos- 
pechas que  pueden  resultar  contra  un  acusado ,  ¿  no  quedan 
bastante  purgadas  con  la  larga  duración  y  los  horrores  de  la 
prisión ,  con  los  sustos ,  la  inquietud,  las  "lágrimas  y  quizá  la 
ruina  de  su  triste  familia,  con  ese  formidable  escuadrón  de 
vejaciones  y  tormentos  que  se  le  hace  sufrir  hasta  la  termi- 
nación del  proceso  ? 

PRUEBA  privilegiada.  Una  prueba  que  es  prueba  en 
unos  delitos  y  no  es  prueba  en  otros,  como  la  que  se  hace 
en  el  crimen  de  lesa  majestad  con  el  testimonio  de  personas 
que  la  ley  ha  declarado  indignas  ó  incapaces  de  ser  testigos 
en  todas  las  demás  causas,  y  la  que  se  hace  en  causas  de 
usura  con  testigos  singulares;  leyes  8  y  13  ,  lit.  16,  Part.  3. 
Las  pruebas  privilegiadas  han  hecho  gemir  en  toda  Europa 
la  inocencia  y  la  humanidad.  Por  eso  el  gran  duque  de  Tos- 
cana  Pedro  Leopoldo  en  su  célebre  edicto  sobre  la  reforma 
de  la  legislación  criminal  dice  lo  siguiente  :  «  Se  prohibe 
absolutamente  desde  ahora  en  cualquier  caso  y  en  cualquier 
delilo,  aunque  sea  atrocísimo  ,  el  uso  de  las  pruebas  llama- 
das privilegiadas,  que  siendo  siempre  irregulares,  y  de  con- 
siguiente injustas,  no  pueden  permitirse  en  ningún  caso 
posible,  puesto  que  debiéndose  buscar  la  verdad  en  todos 
los  delitos  por  unos  mismos  medios,  si  estos  no  son  aptos 
para  hallarla  en  un  caso ,  tampoco  podrán  serlo  en  otro.  » 
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PUBERTAD.  La  edad  en  que  uno  se  reputa  con  aptitud 
para  reproducirse.  La  pubertad  varía  según  los  climas  y 
los  individuos;  mas  como  el  orden  público  reclamaba  una 
regla  uniforme  y  general,  se  ha  fijado  por  la  ley  á  los  ca- 
torce años  cumplidos  en  los  varones  y  álos  doce  en  las  hem- 
bras ;  y  así  es  que  ni  estas  ni  aquellos  pueden  contraer  ma- 
trimonio sin  que  hayan  llegado  respectivamente  á  dicha 
edad  ;  ley  6,  tít.  1 ,  Part.  k,y  ley  21,  tít.  16,  Part.  6.  La 
razón  de  habilitar  á  las  hembras  antes  que  á  los  varones,  es 
sin  duda  por  suponerse  que  lo  que  se  acaba  mas  presto  se 
perfecciona  con  mas  prontitud ,  y  lo  que  es  mas  tardo  en 
perfeccionarse  lo  es  también  en  espiraré  acabarse,  como  se 
observa  en  los  vejetales  ,  en  los  brutos  y  aun  en  los  racio- 
nales ,  pues  la  mujer  se  hace  infecunda  por  lo  general  á  los 
cincuenta  años  y  aun  antes ,  al  paso  que  el  hombre  suele 
todavía  procrear  hasta  una  edad  mucho  mas  avanzada, 
como  hasta  los  setenta  ú  ochenta  años  ,  según  dicen  los  na- 
turalistas. Los  Romanos  distinguian  la  pubertad  en  simple  y 
plena  :  la  pubertad  simple  era  á  los  catorce  y  doce  años, 
como  hemos  esplicado;  y  la  plena  á  los  diez  y  ocho  años  en 
los  varones  y  á  los  catorce  en  las  hembras.  La  puberíad 
plena  tenia  uso  en  los  legados  de  alimentos  y  en  las  adop- 
ciones ;  de  modo  que  nadie  podia  ser  padre  adoptivo  sí  no 
tenia  diez  y  ocho  años  mas  que  el  adoptado  ,  y  cuando  so 
legaban  alimentos  á  un  menor  hasta  la  pubertad  ,  se  enten- 
dían legados  hasta  los  diez  y  ocho  años  siendo  varón  y  hasta 
los  catorce  siendo  hembra;  sobre  lo  cual  dice  el  emperador 
Adriano  en  su  rescripto  :  Elsi  generaliter  pubertas  non  sic 
definialur,  lamen  pietatis  intuilu ,  in  sola  specie  alimento- 
rum  hoc  tempus  œtatis  esse  observandum  ,  non  esl  incivile. 
Entre  nosotros  no  se  conoce  la  distinción  de  pubertad  simple 
y  plena  ó  entera;  pero  están  admitidos  sus  efectos  en  cuanto 
á  la  adopción  y  al  legado  de  alimentos,  como  puede  verse 
en  los  artículos  de  estas  palabras.  Yéase  también  Menor, 
Impúber  y  Edad. 

PUBLICACIÓN  de  LEY.  Véase  Promulgación  y  Ley. 

PUBLICACIÓN  de  probanzas.  La  union  y  comunicación 
recíproca  de  las  pruebas  hechas  en  juicio  por  cada  una  de 
las  partes,  para  alegar  de  bien  probado  en  vista  de  ellas, 
tachar  á  los  testigos ,  ó  hacer  lo  que  convenga  á  su  defensa. 
Pasado  el  término  concedido  para  hacer  la  prueba ,  puede 
cualquiera  de  los  litigantes  pedir  publicación  de  probanzas  , 
si  las  hicieron  :  de  este  pedimento  se  da  traslado  á  la  parte 
contraria  ,  para  que  pueda  esponer  si  está  ó  no  pasado  el 
término,  ó  falta  que  examinar  algún  testigo  juramentado,  ó 
tiene  algún  motivo  que  la  impida  por  entonces,  á  cuyo  fin 
puede  tomar  la  pieza  corriente  ó  todos  los  autos  escepto  las 
probanzas;  y  si  nada  dice  á  la  primera  audiencia  ó  á  los 
tres  dias  de  notificado  el  traslado,  defiere  el  juez  á  la  publi- 
cación ,  haciéndola  saber  á  las  dos  partes;  de  modo  que  se 
dan  dos  pedimentos ,  uno  pidiendo  llanamente  la  publica- 
ción ,  y  otro  insistiendo  en  ella  y  acusando  la  rebeldía;  bien 
que  en  algunos  juzgados  se  da  uno  solo,  y  el  juez  dice  :  tras- 
lado y  autos,  y  pasado  el  tercer  dia,  contado  desde  el  si- 
guiente á  la  notificación  ,  sin  responder,  se  pone  el  auto  de 
publicación  ,  escusándose  así  un  pedimento  ;  ley  3  ,  til.  lij , 
lib.  11,  Nov.  Rec.  (1).  Dado  este  auto  y  notificado  á  las 
parles  ,  se  les  entregan  todos  los  autos  con  las  probanzas 
por  su  orden  ,  esto  es,  primero  al  actor  y  después  al  reo, 
quienes  viendo  y  examinando  recíprocamente  lo  que  han 
justificado  con  testigos  ,  instrumentos  y  demás  medios  lega- 


(1)  Véanse  las  leyes  9,  tít.  U,  y  i  ,  tít.  12  del  mismo  lib.  di , 
Jiov.  Rec. 
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les  de  que  se  han  valido ,  alegan  lo  conducente  ásu  dere- 
cho. Véase  Juicio  civil  ordinario ,  §  XVI. 

PUBLICANO.  Entre  los  Romanos  era  el  arrendador  ó 
cobrador  de  los  derechos  públicos  :  Publicani  dicuntur  qui 
■publica  vecligalia  liabenl  conduela.  Esta  palabra  viene  de  la 
voz  público.  Los  publícanos  se  hicieron  muy  odio'sos  por  su 
audacia  y  temeridad  en  las  exacciones.  También  se  daba 
el  nombre  de  publícanos  á  los  que  gozaban  de  un  fundo  pú- 
blico mediante  una  renta  ó  tributo. 

PUSLICATA.  El  despacho  que  se  da  para  que  se  hagan 
las  amonestaciones  ó  proclamas  del  que  ha  de  recibir  los 
órdenes  sagrados  por  si  alguno  supiere  algún  impedimento 
que  se  oponga  á  ello;  y  también  la  certificación  ó  testimo- 
nio de  haberse  corrido  dichas  amonestaciones.  Conc.  Trid., 
sess.  23  cíe  re  forma  t.,  cap.  8. 

PUBLICISTA.  El  autor  que  escribe  del  derecho  público 
ó  el  muy  versado  en  esta  ciencia. 

PÚBLICO.  Lo  que  pertenece  á  todo  el  pueblo  ó  conjunto 
de  vecinos;  y  el  común  del  pueblo  ó  ciudad.  Véase  Cosa 
pública. 

PUENTE.  Véase  Rio,  y  la  ley  7,  lit.  29,  lib.  6,  Nov.Rcc. 

PUERTO.  El  lugar  situado  en  la  ribera  del  mar  donde 
se  cargan  y  descargan  las  naves ,  y  pueden  invernar  sobre 
las  áncoras;  ó  el  lugar  situado  en  la  embocadura  de  rio  ó 
costa  del  mar,  donde  las  embarcaciones  hallan  abrigo  con- 
tra las  tempestades  y  contra  los  ataques  de  las  escuadras 
enemigas;  ley  8 ,  tít.  33,  Parí.  7  :  Portas  appellalus  est  con- 
clusus  locus,  quo  importanlur  merces,  et  unde  exportantur  : 
caque  nildlominus  stalio  est  conclusa  atque  munila  :  inde 
angiportum  dictum  est.  Los  puertos,  segan  dice  la  ley  6, 
tít.  28,  Part.  3,  así  como  los  rios  y  caminos  públicos, 
pertenecen  á  todos  en  común;  de  modo  que  pueden  usar 
de  ellos  así  los  moradores  de  la  tierra  ,  como  los  forasteros 
de  ella  ;  pero  los  intérpretes  entienden  que  el  uso  de  estas 
cosas  no  es  común  á  todos  los  hombres  del  mundo,  sino 
solo  á  los  individuos  de  la  nación  en  que  se  hallan.  —  La 
construcción  y  reparación  de  los  puertos  suele  hacerse  á 
costa  de  los  propios  y  arbitrios  de  los  pueblos,  ó  con  el  pro- 
duelo de  los  derechos  impuestos  á  las  embarcaciones  que 
entran  en  ellos.  —  No  todos  los  puertos  están  habilitados 
parala  introducción  y  esportacion  de  mercaderías;  pues 
hay  algunos  cuyo  uso  está  prohibido  por  reglamentos  á  los 
naturales,  tanto  para  la  saca  de  sus  frutos  como  para  la 
introducción  de  los  que  necesitan. 

PUESTO.  Cualquiera  de  las  gargantas  de  los  montes 
por  donde  se  pasa  de  una  provincia  ó  reino  -á  otro.  Así 
cuando  la  ley  1 ,  lit.  10,  lib.  11,  Nov.  Rec,  concede  ochenta 
dias  de  término  para  hacer  la  prueba  si  los  testigos  se  ha- 
llan 'de  puertos  aquende ,  y  ciento  veinte  si  están  de  puertos 
allende,  se  entiende  designado  por  la  primera  espresion  el 
territorio  comprendido  dentro  de  los  límites  déla  provincia 
donde  se  sigue  el  pleito,  y  por  la  segunda  cualquier  otro 
punto  fuera  de  ellos  ,  suponiendo  que  cada  provincia  está 
rodeada  de  montes  que  la  separan  de  las  otras. — En  el  con- 
cejo de  la  Mesta  se  llaman  puertos  los  pastos  de  verano. 
Véase  Ausente. 

PUERTO  franco.  Aquel  en  que  entran  y  salen  las 
embarcaciones  de  cualquiera  nación  sin  pagar  derechos  por 
ellas  ni  por  sus  mercaderías,  con  tal  que  no  se  introduzcan 
en  el  pais  que  no  está  comprendido  en  la  franquicia. 

PUERTOS  secos.  Los  lugares  de  las  frouteras  en  donde 
están  establecidas  las  aduanas. 

PUJA.  El  aumento  de  precio  que  se  ofrece  por  alguna 
cosa  que  se  vende  ó  arrienda  en  pública  subasta.  En  los 
remates  judiciales  se  han  de  admitir  libremente  todas  las 
pujas  ;  pues  si  alguno  las  impide  ó  comete  fraude ,  tiene  el 
deudor  acción  de  dolo  contra  él.  Las  pujas  se  han  de  comu- 
nicar al  deudor,  á  los  acreedores  y  á  los  postores  anteriores, 


para  que  les  conste  y  espongan  lo  que  les  convenga  ó  usen 
de  la  acción  que  les  competa  ,  siendo  de  advertir  que  no 
deben  admitirse  á  los  pujadores  que  no  sean  abonados  ó  no 
tengan  quien  los  abone.  Admitida  la  puja  del  segundo,  queda 
el  primero  libre  de  la  suya,  y  así  sucesivamente,  escepto 
en  rentas  reales  en  que  todos  quedan  gradual  y  subsidia- 
riamente obligados;  Curia  Filíp.,  part.  2,  juic.  ejecut., 
§  22.  —  Celebrado  el  remate  y  aceptado  por  el  postor  ó  pu- 
jador, ya  no  se  admiten  mas  pujas;  pero  en  rentas  reales  se 
debe  admitir  la  puja  del  diezmo  ó  medio  diezmo  y  no  menos, 
haciéndose  precisamente  dentro  de  los  quince  dias  siguien- 
tes al  del  remate;  y  la  del  cuarto  de  todo  el  valor  en  qne 
está  puesta  la  renta  sin  descontar  prometidos  ,  dentro  de  los 
tres  meses  próximos  al  segundo  remate;  lit.  15,  lib.  9, 
Rec,  suprimido  en  laNovís.(i).— Los  menores  pueden  hacer 
uso  del  beneficio  de  la  restitución  hasta  dentro  de  cuatro 
años  después  de  cumplidos  los  veinte  y  cinco  de  su  edad, 
de  suerte  que  si  se  les  ofrece  una  mejora  ó  puja  que  llegue 
á  la  sexta  parte  del  valor  en  que  se  remató  la  cosa,  tienen 
derecho  á  que  se  admita  por  el  juez  ;  leyes  5 ,  8  ,  9  y  10, 
til.  19,  Parí.  6.  La  puja  que  por  vía  de  restitución  se  admite 
después  del  remate,  se  hace  saber  al  sugeto  en  cuyo  favor 
se  había  celebrado  ,  pues  si  quiere  los  bienes  con  este  au- 
mento se  prefiere  al  pujador;  y  si  no  los  quisiere,  se  vuelven 
á  la  subasta  y  rematan  en  el  mayor  postor.  Mas  es  preciso 
advertir  que  aunque  el  deudor  sea  mayor  y  no  haya  lesión, 
suelen  los  jueces  admitir  las  pujas  que  se  hacen  después  de 
celebrado  el  remate  ,  si  ven  que  son  ventajosas  al  deudor  ó 
á  los  acreedores,  ó  media  otra  justa  causa,  fundándose  en 
que  no  está  perfecto  el  contrato ,  por  no  haberse  entregado 
la  cosa  ni  su  precio,  ni  tampoco  causarse  perjuicio  al  postor. 

PUPILO.  Esta  palabra  significa  niño  pequeño ,  y  se  apli- 
ca al  que  no  ha  llegado  á  la  edad  de  la  pubertad ,  esto  ea, 
al  menor  de  catorce  años  siendo  varón ,  ó  de  doce  siendo 
hembra  ,  quien  por  consiguiente  necesita  de  tutor;  ley  U  , 
til.  1  i ,  Parí.  b.  El  derecho  romano  dice  :  Pupillus  est  qui 
cùm  impubes  est,  desiit  in  polestale  patris  esse ,  aut  morte 
aut  emancipalione.  Véase  Impúber,  Huérfano  y  Menor. 

PURAMENTE.  Sin  condición  ,  escepcion  ó  restricción; 
y  así  se  dice  que  la  institución  de  heredero  se  puede  hacer 
ó  condicional  ó  puramente. 

PURGACIÓN.  El  acto  de  purificarse  y  desvanecer  los 
indicios  que  resultan  contra  un  acusado;  ó  la  manifestación 
que  una  persona  hace  de  su  inocencia  en  algún  delito  que 
se  le  imputa.  Hay  dos  especies  de  purgación  que  han  sido 
muy  conocidas  y  frecuentes  en  otros  tiempos,  á  saber,  la 
purgación  canónica  y  la  purgación  vulgar. 

PURGACIÓN  canónica.  La  prueba  establecida  por  los 
cánones  para  que  el  acusado  de  algún  delito  que  no  podia 
probarse  plenamente ,  acreditase  su  inocencia  y  destruyese 
las  sospechas  ó  indicios  que  le  perjudicaban,  mediante  su 
juramento  y  el  de  los  compurgadores.  Juraba  solemnemente 
el  acusado  que  no  habia  cometido  ni  por  si  ni  por  otra  per- 
sona el  delito  que  se  le  imputaba ,  ya  tomando  un  puñado 
de  espigas ,  arrojándolas  al  aire ,  y  poniendo  al  cielo  por  tes- 
tigo de  su  inocencia ,  ya  declarando  con  una  lanza  en  la 
mano  que  estaba  pronto  á  sostener  con  el  acero  lo  que  afir- 
maba ,  ya  poniendo  la  mano  sobre  los  Evangelios  ó  sobre  los 
altares ,  sepulcros  y  reliquias  de  los  santos.  Los  compurga- 
dores  ,  que  también  se  llamaban  conjuradores  y  sacramen- 
tales, y  eran  tres ,  cinco  ,  seis,  siete  ó  mas  sugetos  de  buena 
fama  ,  de  la  misma  clase  y  vecindario  del  reo  ,  aseguraban 
también  bajo  juramento,  no  que  el  acusado  era  inocente  , 
sino  que  según  la  opinion  en  que  le  tenian  ,  no  podían  me- 
nos de  dar  crédito  á  su  deposición.  El  juramento  del  acusado 
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se  llamaba  juramento  de  verdad ,  y  elde  los  compurgadores 
juramenlo  de  credulidad  ;  lib.  S ,  tít.  Zh  de  las  Decrelales ,  de 
purgalione  canónica;  can.  5  y  7,  eau.  2,  q.  S;  can.  12  et  seq., 
eau.  1 ,  q.  5;  caps.  7,  9  y  H ,  ext.  depurg.  canon.  Al  prin- 
cipio únicamente  los  seculares  tenian  que  pasar  por  la  prue- 
ba de  la  purgación  ;  pero  después  se  impuso  también  esta 
obligación  á  los  clérigos.  El  efecto  de  la  purgación  canónica 
era  que  el  que  la  hacia  en  debida  forma,  quedaba  absuelto 
de  la  acusación  ;  pero  el  que  fallaba  en  ella  ó  porque  no  que- 
na prestar  el  juramento  ,  ó  porque  no  encontraba  compur- 
gadores, era  castigado  como  si  se  le  hubiese  convencido  del 
delito.  Aunque  esta  purgación  canónica  se  ha  abolido  ya 
casi  del  lodo  por  el  peligro  de  los  perjurios  ,  dicen  que  se 
conserva  todavía  en  algunas  iglesias  ó  curias  eclesiásticas. 
PURGACIÓN  vulgar.  La  disquisición  ó  examen  judi- 
cial, en  que  por  defecto  de  otra  prueba  ,  se  sujetaba  al  acu- 
sado á  la  esperiencia  del  fuego,  del  hierro  encendido,  del 
agua  hirviendo,  del  agua  fría,  del  duelo  ó  combale  singular, 
ú  otras  semejantes  ;  de  suerte  que  si  se  quemaba  en  el  fuego, 
ó  se  hundía  en  el  agua  fria  eu  que  se  le  arrojaba  atado  de  pies 
y  manos,  ó  quedaba  vencido  en  el  combate,  era  declarado 
delincuente  y  castigado  con  la  pena  que  correspondía  al  de- 
lito que  se  le  imputaba,  porque  no  se  dudaba  por  una  parte 
que  el  cielo  haria  un  milagro  en  favor  de  la  inocencia ,  y 
por  otra  no  se  sospechaba  que  los  malhechores  pudieran  ser- 
virse de  artificios  para  sujetarse  impunemente  átales  prue- 
bas. No  faltó  sin  embargo  en  aquellos  tiempos  quien  rehusó 
la  prueba  del  hierro  encendido  ,  diciendo  al  juez  que  le  to- 
maría de  buena  gana  con  tal  que  él  se  lo  entregase  con  su 
mano.  Décret.,  lib.  5,  tít.  5S,  de  purg.  vulg.  Véase  Juicios 
de  Dios. 


PURGACIÓN  de  infamia.  El  hombre  conocidamente 
de  mala  fama,  esto  es,  el  infame,  no  puede  ser  testigo  en 
ninguna  causa  sino  en  la  de  traición  contra  el  rey  ó  reino; 
y  aun  para  serlo  en  este  caso  queria  la  ley  que  primero  se 
le  diese  tormento  ,  con  cuya  operación  se  decia  que  purgaba 
su  infamia  y  quedaba  habilitado  para  dar  testimonio!!!  Pero 
un -hombre  declarado  infame  por  las  leyes,  ¿queda  purificado 
y  limpio  por  el  hecho  de  quebrantarle  los  huesos  ?  El  dolor 
que  es  una  sensación ,  ¿puede  destruir  la  infamia  que  es 
una  combinación  moral?  ¿Es  acaso  la  tortura  un  crisol,  y  la 
infamia  un  cuerpo  mixto  que  deja  allí  todo  lo  que  tiene  de 
impuro?  ¿Cuál  puede  ser  el  origen  de  tan  estravagante  dis- 
posición ?  Algunos  creen  hallarle  en  las  creencias  religiosas, 
que  tanto  influjo  han  tenido  en  el  espíritu  de  los  legisladores 
de  todos  los  paises  y  de  todos  los  tiempos.  La  infamia,  di- 
rían estos  ,  es  una  mancha  civil;  y  pues  que  el  dolor  y  el 
fuego  del  purgatorio  destruyen  las  manchas  espirituales, 
¿porqué  los  dolores  causados  por  la  tortura  no  han  de  bor- 
rar también  la  mancha  civil  de  la  infamia  ? 

PUBO.  Lo  que  no  incluye  ninguna  condición  ,  escepcion 
ó  restricción;  como  cuando  se  dice  una  donación  pura  y 
simple  -,  para  designar  la  que  se  hace  sin  condición  y  sin  re- 
serva de  usufructo;  una  institución  pura  y  simple,  para  sig- 
nificar la  que  se  hace  de  un  modo  absoluto  sin  imponer  con- 
diciones al  heredero. 

PUTEAL.  El  brocal  del  pozo  fatídico  con  una  ara 
encima  donde  se  ponian  supersticiosamente  los  jueces 
á  fin  de  que  la  diosa  Témis  les  inspirase  las  sentencias.  En 
Córdoba  era  muy  celebrado  el  puteal  que  llamaban  de 
Tadeo. 

PUTA.  Véase  Mujer  pública,  Injuria  y  Prostitución. 
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QUEBRADO.  El  comerciante  que  sobresee  en  el  pago 
corriente  de  sus  obligaciones.  No  puede  llamarse  propia- 
mente quebrado  el  que  manifestando  bienes  suficientes  para 
cubrir  todas  sus  deudas  ,  suspende  temporalmente  los  pa- 
gos ,  y  pide  á  sus  acreedores  un  plazo  en  que  pueda  realizar 
sus  mercaderías  ó  créditos  para  satisfacerles,  sino  el  que 
deja  absolutamente  de  pagar  sus  obligaciones  por  insolven- 
cia fortuita,  culpable  ó  fraudulenta,  ó  por  alzamiento; 
art.  1005,  cód.  de  com.  —  Entiéndese  quebrado  por  insol- 
vencia fortuita  el  comerciante  á  quien  sobrevienen  infortunios 
casuales  é  inevitables  en  el  orden  regular  y  prudente  de 
una  buena  administración  mercantil  que  reducen  su  capital 
al  punto  de  no  poder  satisfacer  el  todo  ó  parte  de  sus  deu- 
das; art.  1004.  Se  reputa  quebrado  por  insolvencia  culpa- 
ble :  Io.  si  en  sus  gastos  domésticos  y  personajes  hubiere 
espendido  cantidades  escesivas  y  descompasadas  con  rela- 
ción á  su  haber  líquido  :  —  2o.  si  hubiere  hecho  pérdidas 
considerables  en  cualquiera  especie  de  juego  :  —  5o.  si  hu- 
biere tenido  pérdidas  por  apuestas  cuantiosas,  por  compras 
y  ventas  simuladas  ú  otras  operaciones  de  agiotaje,  cuyo 
éxito  dependa  absolutamente  del  azar  :  —  h°.  si  hubiese  re- 
vendido á  pérdida ,  ó  por  menos  precio  del  corriente ,  efec- 
tos comprados  al  fiado  en  los  seis  meses  precedentes  á  la 
declaración  de  la  quiebra ,  que  todavía  estuviese  debiendo  : 
—  5o.  si  en  el  período  trascurrido  desde  el  último  inventario 
hasta  la  declaración  de  quiebra  hubiese  estado  debiendo 
durante  algún  tiempo  por  sus  obligaciones  directas  una  can- 
tidad doble  del  haber  líquido  que  le  resultaba  según  el  mis- 
mo inventario;  art.  1005.  Es  también  tratado  en  el  juicio 
como  quebrado  culpable,  salvas  las  esoepciones  que  pro- 


QUE 

ponga  y  pruebe  para  demostrar  su  inculpabilidad  :  Io.  el 
que  no  hubiese  llevado  los  libros  de  contabilidad  en  la  forma 
indicada  en  el  artículo  Libros  de  comercio ,  aunque  de  sus 
defectos  y  omisiones  no  haya  resultado  perjuicio  á  tercero  : 
—  2o.  el  que  no  hubiese  hecho  su  manifestación  de  quiebra 
en  el  término  y  forma  que  prescribe  la  ley  :  —  5o.  el  que 
habiéndose  ausentado  al  tiempo  de  la  declaración  de  la  quie- 
bra ó  durante  el  progreso  del  juicio,  dejare  de  presentarse 
personalmente  en  los  casos  que  la  ley  impone  esta  obliga- 
ción ,  á  menos  de  tener  impedimento  legítimo  para  no  ha- 
cerlo; art.  1006. 

Se  tiene  por  quebrado  fraudulento  :  Io.  si  hubiese  inclui- 
do en  sus  libros  gastos ,  pérdidas  ó  deudas  supuestas  ;  — 
2o.  si  no  hubiese  llevado  libros,  ó  los  ocultare  ó  introdujere 
en  ellos  partidas  que  no  se  hubiesen  sentado  en  el  lugar  y 
tiempo  oportuno;  —  5o.  si  de  propósito  rasgase,  borrase  ó 
alterase  en  otra  cualquiera  manera  el  contenido  de  los  li- 
bros ;  —  k°.  si  no  hiciere  constar  en  su  contabilidad  co- 
mercial la  salida  ó  existencia  del  activo  de  su  último  inven- 
tarío ,  y  del  dinero  ,  valores ,  muebles  y  efectos  que  poste- 
riormente hubieren  entrado  en  su  poder  ;  —  5o.  si  hubiese 
ocultado  en  el  balance  alguna  cantidad  de  dinero,  créditos, 
géneros  ú  otra  especie  de  bienes  ó  derechos  ;— 6o.  si  hubiese 
consumido  y  aplicado  para  sus  negocios  propios  fondos  ó 
efectos  ajenos  que  le  estuviesen  encomendados  en  depósito, 
administración  ó  comisión;  —  7o.  si  sin  autorización  del 
propietario  hubiese  negociado  letras  de  cuenta  ajena  que 
obrasen  en  su  poder  para  su  cobranza,  remisión  ú  otro  uso 
distinto  del  de  la  negociación  ;  y  no  le  hubiese  hecho  remesa 
de  su  producto  ;  —  8o.  si  hallándose  comisionado  para  la 
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venta  de  algunos  géneros  ó  para  negociar  créditos  ó  valores 
de  comercio,  hubiese  ocultado  la  enajenación  al  propietario 
por  cualquier  espacio  de  tiempo  ;  —  9o.  si  supusiere  enaje- 
naciones simuladas  de  cualquiera  clase  que  estas  sean;  — 
10°.  si  hubiese  otorgado,  consentido,  firmado  ó  reconocido 
deudas  supuestas  presumiéndose  tales,  salva  la  prueba  en 
contrario  ,  todas  las  que  no  tengan  causa  de  deber  ó  valor 
determinado;  —  11°.  si  hubiese  comprado  bienes  inmuebles, 
efectos  ó  créditos  en  nombre  de  tercera  persona  ;— 12°.  si  en 
perjuicio  de  los  acreedores  hubiese  anticipado  pagos  que  no 
eran  exigibles  sino  en  época  posterior  á  la  declaración  de  la 
quiebra;  —  i 5o.  si  después  del  último  balance  hubiese  ne- 
gociado letras  de  su  propio  giro  á  cargo  de  persona  en  cuyo 
poder  no  tuviera  fondos,  ni  crédito  abierto  sobre  ella ,  ó  au- 
torización para  hacerlo;  —  ik°.  si  después  de  haber  hecho 
la  declaración  de  quiebra  hubiese  percibido  y  aplicado  á  sus 
usos  personales  dinero ,  efectos  ó  créditos  de  la  masa ,  ó  por 
cualquiera  medio  hubiese  distraído  de  esta  alguna  de  sus 
pertenencias;  art.  1007.  Se  presume  fraudulento ,  sin  per- 
juicio de  las  escepciones  que  se  prueben  en  contrario,  el 
quebrado  de  cuyos  libros  no  pueda  deducirse,  en  razón  de 
su  informalidad,  cuál  sea  su  verdadera  situación  activa  y 
pasiva,  é  igualmente  .el  que  gozando  de  salvoconducto  no 
se  presente  ante  el  tribunal  que  conoce  de  la  quiebra,  siem- 
pre que  se  le  llame;  art.  1008.  Las  quiebras  de  los  corre- 
dores se  reputan  siempre  fraudulentas,  sin  admitirse  escep- 
cion  en  contrario  al  corredor  quebrado  á  quien  se  justifique 
que  hizo  por  su  cuenta  en  nombre  propio  ó  ajeno  alguna 
operación  de  tráfico  ó  giro ,  ó  que  se  constituyó  garante  de 
las  operaciones  en  que  intervino  como  corredor,  aun  cuan- 
do no  proceda  de  estos  hechos  el  motivo  de  la  quiebra  ; 
art.  1009. 

Son  cómplices  del  quebrado  fraudulento  :  Io.  el  que  ha- 
biéndose confabulado  con  el  quebrado  para  suponer  cré- 
ditos contra  él ,  ó  aumentar  el  valor  de  los  que  efectivamente 
tenga  sobre  sus  bienes ,  sostenga  esta  suposición  en  el  juicio 
de  examen  y  calificación  de  los  créditos,  ó  en  cualquiera 
junta  de  los  acreedores  de  la  quiebra;  —  2o.  el  que  de 
acuerdo  con  el  mismo  quebrado  alterase  la  naturaleza  ó  fecha 
del  crédito  para  anteponerse  en  la  graduación  ,  con  perjuicio 
de  otros  acreedores,  aun  cuando  esto  se  verificase  antes  de 
la  declaración  de  quiebra;  —  5o.  el  que  de  ánimo  deliberado 
hubiese  ausiliado  al  quebrado  para  ocultar  ó  sustraer,  des- 
pués que  cesó  en  sus*pagos,  alguna  parte  de  sus  bienes  ó 
créditos;  —  k".  el  que  siendo  tenedor  de  alguna  pertenencia 
del  quebrado  al  tiempo  de  hacerse  notoria  la  declaración  de 
quiebra  por  el  tribunal  que  de  ella  conozca  ,  la  entregase  al 
mismo  quebrado  y  no  á  los  administradores  legitimos  de  la 
masa  ,  á  menos  que  siendo  de  reino  ó  provincia  diferente  de 
la  del  domicilio  del  quebrado,  pruebe  que  en  el  pueblo  de 
su  residencia  no  se  tenia  noticia  de  la  quiebra;  —  S°.  el  que 
negare  á  los  administradores  de  la  quiebra  la  existencia  de 
los  efectos  que  obrasen  en  su  poder  pertenecientes  al  que- 
brado; —  6o.  el  que  después  de  publicada  la  declaración  de 
la  quiebra  admitiese  endosos  del  quebrado;  —  7o.  el  acree- 
dor legítimo  que  hiciese  conciertos  privados  y  secretos  con 
el  quebrado,  en  perjuicio  y  fraude  de  la  masa;  —  8o.  el 
corredor  que  interviniese  en  operación  alguna  de  tráfico 
ó  giro  que  hiciere  el  que  estuviese  declarado  en  quiebra  ; 
art.  1010.  Los  cómplices  del  quebrado  fraudulento  son  con- 
denados civilmente  y  sin  perjuicio  de  las  penas  en  que 
incurran  con  arreglo  á  las  leyes  criminales  :  Io.  á  perder 
cualquiera  derecho  que  tengan  en  la  masa  de  la  quiebra  ;  — 
2o.  á  reintegrar  á  la  misma  masa  los  bienes ,  derechos  y 
acciones  sobre  cuya  sustracción  hubiese  recaído  su  com- 
plicidad; —  5o.  á  la  pena  del  doble  tanto  de  la  sustracción, 
aun  cuando  no  se  llegara  á  verificar,  aplicada  por  mitad  al 
fisco  y  á  la  masa  de  la  quiebra;  art.  1011.  Todas  estas  dis- 


posiciones son  aplicables- á  los  cómplices  de  los  alzados.  El 
que  facilite  al  alzado  medios  de  evasión  incurre  en  las  penas 
impuestas  por  el  derecho  común  á  los  que  favorecen  á  sa- 
biendas la  fuga  de  los  criminales.  —  El  que  no  tenga  la  ca- 
lidad de  comerciante  no  puede  constituirse  ni  ser  declarado 
en  quiebra.  Arls.  1012,  1013,  1014  y  1015. 

Todo  mercader,  cambista  ó  factor  que  se  alce  con  merca- 
derías ,  dinero  ú  otra  hacienda  ajena ,  incurre  en  las  mismas 
penas  que  el  ladrón  público,  pues  es  tenido  por  tal;  y  en 
caso  de  no  ejecutarse  en  él  las  penas  criminales,  queda 
perpetuamente  inhabilitado  para  el  ejercicio  de  dichos  ofi- 
cios, bajo  la  pena  de  confiscación  de  todos  sus  bienes  y  las 
demás  á  que  se  hacen  acreedores  los  que  ejercen  oficios 
públicos  sin  tener  facultad  para  ello  :  en  el  concepto  de  que 
la  hidalguía  no  escusa  de  las  penas  ni  tiene  otro  efecto  en 
esta  materia  :  todo  lo  cual  debe  entenderse ,  aunque  el  mer- 
cader, cambista  ó  factor  no  se  oculte  ni  ausente.  Si  el  mer- 
cader ó  cambista  no  se  alzare  con  su  persona  ni  bienes  , 
pero  quebrare  por  su  culpa  ,  dolo  ó  malicia ,  debe  ser 
juzgado  conforme  á  derecho  y  según  la  calidad  de  los  ne- 
gocios. Cód.  decom.  (1).  Véase  Quiebra. 

QUEBRANTAMIENTO.  La  fractura  ó  rompimiento 
de  alguna  cosa,  como  de  puerta  ,  arca  ó  cofre  para  robar  : 
—  la  fuerza  hecha  para  escaparse  ó  librarse  de  alguna  opre- 
sión ,  v.  gr.  de  la  cárcel;  —  la  infracción,  transgresión  ó 
violación  de  alguna  ley,  estatuto,  precepto,  palabra  ú  obli- 
gación ;  —  la  casación ,  anulación  ó  revocación  de  un  tes- 
tamento. Véase  Citrcel  y  Testamento. 

QUEBRAR.  Cesar  en  el  comercio  por  falla  de  caudales 
con  que  satisfacer  á  los  acreedores ,  perdiendo  el  crédito. 
Véase  Quebrado. 

QUEMADERO.  El  sitio  ó  paraje  destinado  antiguamente 
para  quemar  los  sentenciados  ó  condenados  á  la  pena  de 
fuego. 

QUERELLA.  La  acusación  ó  queja  que  uno  pone  ante 
el  juez  contra  otro  que  le  ha  "hecho  algún  agravio  ó  que  ha 
cometido  algún  delito  en  perjuicio  suyo,  pidiendo  se  le  cas- 
tigue. Es  pues  la  querella  un  modo  de  principiar  una  causa 
criminal  :  se  ha  de  hacer  por  escrito,  para  que  conste  y  no 
se  pueda  mudar  ni  alterar  después- de  contestada  :  y  en  ella 
el  querellante  estiende  la  relación  del  delito  cometido  contra 
su  persona  ,  designando  el  nombre  del  agresor,  su  estado  , 
oficio  y  demás  circunstancias  que  le  caractericen  ,  así  como 
el  sitio  ,  día  y  hora  en  que  se  ejecutó  el  hecho,  con  los  an- 
tecedentes que  tengan  conexión;  y  después  de  hacer  ver  la 
realidad  del  suceso  ,  como  también  lo  grave  de  la  ofensa  y 
la  necesidad  del  castigo,  concluye  pidiendo  se  le  admita 
sumaria  información  para  probar  lo  que  espone,  y  constando 
en  la  parte  que  baste  se  mande  prender  al  reo  y  embargar 
sus  bienes,  como  asimismo  á  los  que  resulten  cómplices , 
condenándolos  en  la  pena  merecida  con  resarcimiento  de 
daños  y  perjuicios;  leij  ik,  tít.  1,  Part.  7;y  ley  k,  til.  3,  ' 
lib.  11 ,  Nov.  Reç.  Dijimos  que  debe  espresarse  el  dia  y  la 
hora  en  que  se  ejecutó  el  hecho  ,  porque  así  lo  previene  po- 
sitivamente la  ley;  pero  algunos  intérpretes  no  miran  como 
necesaria  esta  circunstancia,  á  no  ser  tal  el  delito  que  solo 
sea  punible  en  cierto  dia  y  tiempo ,  y  aun  hay  quien  añade 
que  el  acusador  no  está  obligado  á  hacer  semejante  espre- 
sion  aunque  lo  pida  el  acusado ,  fundándose  en  que  de  este 
modo  se  coartaría  sobremanera  al  acusador  y  se  restringiría 
sumamente  la  prueba  con  grande  detrimento  de  la  repú- 
blica, porque  no  habiendo  una  prueba  específica  quedarían 
impunes  los  delitos.  Parece  no  obstante  que  debe  estarse  á 
lo  que  con  tanta  claridad  prescribe  la  ley  ,  la  cual  sin  duda 

(1)  Véase  el  art.  Bancarrota  ,  donde  se  hace  mérito  del  tít.  17 
de  las  Orden,  de  Bilbao  ,  De  los  atrasos  y  quiebras.  —  Véase 
también  la  Cur.  Filíp.,  lib.  2,  com.  terr.,  cap.  14.  Fallidos, 
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ha  tenido  por  objeto  hacer  con  esta  medida  mas  dificultosa 
la  calumnia,  disminuir  los  riesgos  de  la  inocencia,  y  pre- 
caver la  arbitrariedad  de  las  sentencias,  siguiendo  el  sis- 
tema de  los  Atenienses  y  Romanos,  que  exigían  también 
en  las  acusaciones  la  mas  circunstanciada  especificación. 
Véase  Acusado ,  Acusación  y  Acusador,  Juicio  criminal, 
§  LXXIX  y  sig.,  y  Perdón. 

QUERELLA  de  testamento  inoficioso.  La  queja  que 
los  herederos  forzosos  injustamente  deshererados  ú  omitidos 
(prœlerili)  proponen  ante  el  juez,  pidiendo  la  invalidación 
ó  rescision  del  testamento  como  inoficioso ,  esto  es ,  como 
hecho  contra  los  oficios  de  piedad  que  se  deben  mutuamente 
los  padres  y  los  hijos;  ley  1,  lit.  8,  Pari.  6.  Pueden  intentar 
esta  querella  :  Io.  los  ascendientes  y  descendientes  deshe- 
redados por  causa  falsa  ó  sin  espresion  de  causa;  ley  1  cit.: 
—  2o.  los  hermanos  desheredados  en  la  propia  forma ,  ó 
bien  omitidos  ó  preteridos,  si  se  les  ha  preferido  alguna 
persona  infame  de  hecho  ó  de  derecho  ,  en  cuyo  solo  caso 
se  tienen  por  herederos  forzosos  ;  ley%,  allí.  No  tiene  lugar 
esta  acción  ó  querella  :  Io.  cuando  los  ascendientes  ó  des- 
cendientes han  sido  omitidos  en  el  testamento  con  nombra- 
miento de  otro  heredero  ó  sin  tal  nombramiento  ,  pues  en 
el  primer  caso  es  nula  la  institución,  y  en  el  segundo  se 
entienden  nombrados  con  la  obligación  de  pagar  las  mandas 
en  cuanto  no  les  mengüen  ó  disminuyan  su  legítima;  ley  1, 
til. 8,  Part.  &;yley  8,  lit.  6,  lia.  10, Nov.  Rec.  :  —  2o.  cuando 
los  mismos  han  sido  instituidos  en  porción  menor  de  la  que 
les  corresponde,  pues  entonces  solo  tienen  derecho  al  com- 
plemento de  su  legítima  (1)  :  —  5o.  cuando  nace  algún  hijo 
después  de  otorgado  el  testamento  en  que  no  se  hizo  men- 
ción de  él,  pues  percibirá  su  parte;  ley  20,  tít.  i,  Part.  6, y 
ley  5,  lit.  8,  Part.  6  :  —  k°.  si  los  desheredados  dejan  pasar 
cinco  años  desde  que  el  nombrado  entró  en  la  herencia,  á 
no  ser  menores,  los  cuales  pueden  reclamar  durante  su  me- 
nor edad  y  cuatro  años  después ,  ley  U  :  —  b°.  si  los  mismos 
aprueban  el  testamento  espresa  ó  tácitamente,  defendiéndolo 
como  abogados  ó  procuradores  de  otro ,  ó  recibiendo  legado 
para  sí  ó  para  otra  persona;  ley  6.  Los  efectos  de  la  resci- 
sion son  que  la  herencia  va  á  los  herederos  ab  intestato  , 
conservándose  empero  los  legados  y  mejoras.  El  heredero 
instituido  debe  probar  ser  cierta  la  causa  que  alegó  el  tes- 
tador para  la  desheredación  del  forzoso ,  sin  que  este  tenga 
que  acreditar  su  falsedad,  pues  se  presume  que  el  testador 
obró  sin  estar  en  su  acuerdo  ;  ley  7.  Véase  Desheredación  y 
Preterición ,  Legítima  de  los  descendientes ,  legítima  de  los  as- 
cendientes y  legítima  de  los  hermanos. 

QUERELLARSE.  Poner  acusación  ante  el  juez  que- 
jándose de  alguno  por  delito,  injuria  ó  agravio  que  le  ha 
hecho. 

QUI 

QUIEBRA  (2).  El  estado  de  un  comerciante  que  por  tras- 
torno ó  desarreglo  de  sus  negocios  ha  cesado  ó  sobreseído  en 
el  pago  de  sus  obligaciones.  La  declaración  formal  del  estado 
de  quiebra  se  hace  por  providencia  judicial  á  solicitud  del 
mismo  quebrado,  ó  á  instancia  de  acreedor  legítimo,  cuyo 
derecho  proceda  de  obligaciones  mercantiles.  —  Todo  co- 
merciante que  hubiere  cesado  en  el  pago  corriente  de  sus 
obligaciones,  debe  hacerlo  saber  al  tribunal  ó  juez  de  co- 
mercio dentro  de  los  tres  dias  siguientes  al  de  la  cesación, 
mediante  una  esposicion  en  que  se  manifieste  en  quiebra  y 

(4)liCyS,  tit.  8,  Part.  6  ;  pero  sobre  diferencias  entre  esta 
acción  ad  suppletnentum  y  la  queja  de  inoficioso,  véase  á  Gom., 
lib.  i,  Variar  ¿y  cap.  11,  n.  23. 

(2j  Véase  el  art.  Bancarrota,  donde  estensamente  se  hace  mé- 
rito del  cap.  17  de  las  Orden,  de  Bilbao  sobre  procedimientos  en 
caso  de  quiebra;  y  la  Cur.  Filíp.,  lus-  cit. 


designe  su  habitación  y  todos  sus  escritorios,  almacenes  y 
establecimientos,  acompañando  el  balance  general  desús 
negocios  en  que  estén  valoradas  todas  sus  pertenencias,  así 
como  todas  sus  deudas  y  obligaciones  pendientes  ,  y  una 
memoria  ó  relación  de  las  causas  directas  é  inmediatas  de 
su  quiebra  con  los  documentos  de  comprobación  que  tenga 
por  conveniente  :  en  cuya  vista  el  tribunal  declara  en  la 
primera  audiencia  el  estado  de  quiebra,  fijando  en  la  misma 
providencia  con  calidad  de  por  ahora  la  época  á  que  deban 
retrotraerse  los  efectos  de  la  declaración.  El  quebrado  que 
así  obrare  tiene  derecho  á  una  asignación  alimenticia  ,  la 
cual  cesará  en  el  instante  que  se  le  califique  de  fraudulento. 
También  puede  el  tribunal  declarar  la  quiebra  á  instancia 
de  acreedor  legítimo  ,  sin  que  preceda  la  manifestación  es- 
pontánea del  quebrado,  si  se  le  hace  constar  la  cesación  de 
pagos  del  deudor  por  haberse  denegado  generalmente  á  sa- 
tisfacer sus  obligaciones  vencidas,  ó  bien  por  su  fugaú 
ocultación,  acompañada  del  cerramiento  de  sus  escritorios  y 
almacenes  ,  sin  haber  dejado  quien  le  represente;  y  aun  en 
caso  de  fuga  notoria  con  dichas  circunstancias,  debe  proce- 
der de  oficio  á  la  ocupación  de  los  establecimientos  del  fu- 
gado ,  y  prescribir  las  medidas  que  exija  su  conservación  , 
entretanto  que  los  acreedores  usan  de  su  derecho.  El  co- 
merciante á  quien  se  declare  quebrado  sin  su  manifestación, 
puede  solicitar  la  reposición  ó  revocación  de  tal  providencia 
dentro  de  los  ocho  dias  siguientes  ;  y  efectivamente  se  ac- 
cede á  su  solicitud ,  si  prueba  en  juicio  contradictorio  la 
falsedad  ó  insuficiencia  legal  de  los  hechos  alegados  contra 
él ,  y  que  se  halla  corriente  en  sus  pagos  :  bajo  el  concepto 
de  que  la  sustanciacion  de  este  artículo  no  ha  de  esceder  de 
veinte  dias.  Art.  1016  hasta  1031,  cód.  de  com. 

El  quebrado  queda  de  derecho  separado  é  inhibido  de  la 
administración  de  todos  sus  bienes  presentes  y  futuros, 
mientras  se  halla  en  estado  de  quiebra.  Cuanto  hubiere  sa- 
tisfecho en  los  quince  dias  precedentes  á  la  declaración  de 
quiebra  por  deudas  y  obligaciones  directas  ,  cuyo  venci- 
miento fuese  posterior  á  esta,  debe  devolverse  á  la  masa. 
—  Se  reputan  fraudulentos  y  son  ineficaces  con  respecto  á 
los  acreedores  los  contratos  que  hubiere  celebrado  en  los 
treinta  dias  precedentes  á  su  quiebra  siendo  de  las  especies 
siguientes  :  Ia.  las  enajenaciones  de  inmuebles  á  título  gra- 
tuito ;  —  2a.  las  constituciones  dotales  hechas  de  bienes 
propios  á  sus  hijos  ;  — .5a*  las  cesiones  y  traspasos  de  in- 
muebles en  pago  de  deudas  no  vencidas  al  tiempo  de  la 
quiebra  ;  —  Ia.  las  hipotecas  convencionales  establecidas 
sobre  obligaciones  de  fecha  anterior  que  no  tuviesen  esta 
calidad,  ó  sobre  préstamos  de  dinero  ó  mercaderías  cuya 
entrega  no  se  verificase  de  presente  al  tiempo  de  otorgarse 
la  obligación  ante  el  escribano  y  testigos  que  intervinieron 
en  ella.  También  se  comprenden  en  esta  disposición  las 
donaciones  entre  vivos  que  no  tengan  el  carácter  de  remu- 
neratorias ,  otorgadas  después  del  último  balance  ,  si  de  este 
resultaba  ser  inferior  el  pasivo  del  quebrado  á  su  activo. 
Art.  103b  hasta.  1040. 

Podrán  anularse  á  instancia  de  los  acreedores,  mediante 
la  prueba  de  haberse  obrado  en  fraude  de  sus  derechos  : 
Io.  las  enajenaciones  á  título  oneroso  de  bienes  raices  he- 
chas en  el  mes  precedente  á  la  declaración  de  quiebra;  — 
2o.  las  constituciones  dotales  o  reconocimientos  de  capitales 
hechos  por  un  cónyuge  comerciante  en  favor  del  otro 
cónyuge  en  los  seis  meses  precedentes  á  la  quiebra  ,  sobro 
bienes  que  no  fueren  inmuebles  de  abolengo  ,  ó  los  hubiere 
adquirido  y  poseído  de  antemano  el  cónyuge,  en  cuyo  favor 
se  haga  el  reconocimiento  de  dote  ó  de  capital  ;  —  3o.  toda 
confesión  de  recibo  de  dinero  ó  de  efectos  à  título  de  prés- 
tamo que  hecha  seis  meses  antes  de  la  quiebra  en  escritura 
pública  no  se  acreditare  por  la  fe  de  entrega  del  escribano; 
ó  habiéndose  hecho  por  documento  privado ,  no  constare 
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uniformemente  de  los  libros  de  los  contrayentes  ;  —  k°.  todos 
los  contratos,  obligaciones  y  operaciones  mercantiles  del 
quebrado  que  no  sean  anteriores  de  mas  de  diez  dias 
á  la  declaración  de  la  quiebra.  —  Todo  contrato  hecho 
por  el  quebrado  en  los  cuatro  años  anteriores  á  la  quiebra 
an  que  se  pruebe  cualquiera  especie  de  suposición  ó 
simulación  hecha  en  fraude  de  sus  acreedores,  se  puede 
revocar  á  instancia  de  estos.  —  En  virtud  de  la  declara- 
ción de  quiebra  se  tienen  por  vencidas  todas  las  deudas 
pendientes  del  quebrado  bajo  descuento  del  rédito  mercantil 
por  la  anticipación  del  pago  ,  sieste  llegase  á  verificarse 
antes  del  tiempo  prefijado  en  la  obligación.  Art.  104 i 
hasta  10'l3. 

Al  tiempo  de  hacerse  por  el  tribunal  la  declaración  de 
quiebra  ,  se  provee  también  :  Io.  el  nombramiento  de  juez 
comisario  en  uno  de  los  individuos  del  mismo  tribunal,  para 
que  autorice  la  ocupación  de  bienes  y  papeles  ,  los  ponga  en 
seguridad,  presida  las  juntas  de  acreedores,  haga  el  examen 
de  los  libros  ,  papeles  y  documentos,  inspeccione  las  ope- 
raciones del  depositario  y  de  los  síndicos  ,  cele  el  buen  ma- 
nejo délas  pertenencias  de  la  quiebra  ,  active  la  liquidación 
y  calificación  de  créditos ,  etc.  :  —  2o.  el  arresto  del  que- 
brado en  su  casa  si. diese  en  el  acto  fianza  de  cárcel  segura; 
y  en  defecto  de  dar  en  el  acto  la  fianza  de  cárcel,  hasta  que 
se  vea  si  resultan  méritos  para  graduar  la  quiebra  de  cul- 
pable :  —  3o.  la  ocupación  judicial  de  todas  las  pertenencias 
del  quebrado  y  de  los  libros,  papeles  y  documentos  de  su 
giro  :  —  h°.  el  nombramiento  de  depositario  ,  á  cuyo  cargo 
se  pone  la  conservación  de  todos  los  bienes  y  la  cobranza  de 
las  deudas  hasta  que  se  nombren  los  síndicos  :  —  5o.  la  pu- 
blicación de  la  quiebra  por  edictos  y  en  los  periódicos  :  — 
6o.  la  detención  déla  correspondencia  del  quebrado,  que 
el  juez  comisario  ha  de  abrir  á  presencia  de  aquel  ó  de  su 
apoderado  ,  entregando  al  depositario  las  cartas  que  tengan 
relación  con  las  dependencias  de  la  quiebra ,  y  al  quebrado 
las  que  sean  de  otros  asuntos  ;  lo  que  practicarán  los  síndicos 
luego  que  estén  nombrados  :  —  7o.  la  convocación  de  los 
acreedores  á  la  primera  junta  general ,  cuya  celebración  no 
podrá  diferirse  mas  de  treinta  dias.  Esta  convocación  se 
hace  por  el  juez  comisario  mediante  circular  repartida  á 
domicilio  ó  enviada  por  el  correo.  Constituida  la  junta  en  el 
dia  y  lugar  señalados  con  citación  del  quebrado,  se  da  co- 
nocimiento á  los  acreedores  del  balance  y  memoria  presen- 
lados  por  este,  y  el  depositario  informa  sobre  el  estado  de 
las  dependencias  de  la  quiebra.  Si  el  quebrado  ó  su  apode- 
rado hicieren  proposiciones  en  esta  junta  sobre  el  pago  de 
sus  deudas,  se  discuten  y  ponen  á  votación,  formando  re- 
solución el  voto  de  un  número  de  acreedores  que  compongan 
la  mitad  y  uno  mas  de  los  concurrentes  siempre  que  su  in- 
terés en  la  quiebra  cubra  las  tres  quintas  partes  del  total 
pasivo  del  quebrado.  En  el  caso  de  no  hacerse  proposi- 
ciones, ó  de  que  no  resulte  convenio  entre  el  quebrado  y 
sus  acreedores  ,  se  pasa  en  seguida  por  estos  al  nombra- 
miento de  síndicos  de  la  quiebra,  cuyo  número  no  hade 
pasar  de  tres.  Art.  10'l5  hasta  1067. 

Son  atribuciones  de  los  síndicos  :  Io.  la  administración  de 
las  pertenencias  de  la  quiebra  :  —  %°.  la  recaudación  y  co- 
branza de  los  créditos  de  la  masa  :  —  5o.  el  cotejo  y  rectifi- 
cación del  balance  general  :  —  h°.  el  examen  de  los  docu- 
mentos justificativos  de  los  acreedores  :  —  5o.  la  defensa  de 
1  >  derechos  de  la  quiebra  :  —  6o.  promover  la  convocación 
y  celebración  délas  juntas  :  —  7o.  procurar  la  venta  de  los 
bienes  cuando  deba  ejecutarse  con  sujeción  á  las  formali- 
dades de  derecho.  El  nombramiento  de  los  síndicos  se  ha  de 
ratificar  por  los  acreedores  reconocidos  en  la  junta  de  cali- 
ficación de  créditos ,  ó  bien  se  hará  un  nuevo  nombramiento 
si  no  se  acordare  su  confirmación.  Los  síndicos  son  respon- 
sables á  la  masa  de  cuantos  daños  y  perjuicios  le  causen  por 


abuso  ó  por  negligencia  ;  y  gozan  de  cierta  retribución  por 
su  trabajo.  Art.  1067  hasta  1077. 

El  examen  y  reconocimiento  de  los  créditos  contra  la 
quiebra  se  hace  en  junta  general  de  acreedores  con  vista  de 
los  documentos  originales  de  crédito,  y  de  los  libros  y  pa- 
peles del  quebrado ,  como  asimismo  del  informe  de  los  sín- 
dicos sobre  cada  uno  de  los  créditos;  y  los  acreedores  que 
no  hubieren  presentado  sus  documentos  justificativos  en  los 
plazos  prescritos  por  el  tribunal,  que  no  pueden  pasar  de 
sesenta  dias  desde  el  nombramiento  de  los  síndicos ,  pierden 
el  privilegio  que  tuvieren ,  y  quedan  reducidos  á  la  clase 
de  acreedores  comunes  para  percibir  las  porciones  que  les 
correspondan  bajo  esta  calidad  en  los  dividendos  que  estu- 
vieren aun  por  hacerse,  cuando  intentaren  su  reclamación  , 
precediendo  el  reconocimiento  de  la  legitimidad  de  sus  cré- 
ditos, que  se  hará  judicialmente  á  espensas  de  los  mismos 
acreedores  morosos,  con  citación  y  audiencia  délos  síndicos  : 
bajo  la  inteligencia  de  que  si  cuando  se  presenten  los  acree- 
dores morosos  á  reclamar  sus  derechos ,  estuviere  ya  repar- 
tido todo  el  haber  de  la  quiebra ,  no  serán  oidos.  Art.  1079 
hasta  1112. 

Celebrada  la  junta  de  examen  y  reconocimiento  do  los 
créditos,  se  procede  por  los  síndicos  á  la  clasificación  de  los 
que  hayan  sido  reconocidofs  y  aprobados ,  dividiéndolos  en 
cuatro  estados.  En  el  primero  se  comprenden  los  acreedores 
con  acción  de  dominio ,  esto  es ,  las  mercaderías ,  efectos  y 
cualquiera  otra  especie  de  bienes  que  existan  en  la  masa  de 
la  quiebra,  sin  haberse  trasferido  su  propiedad  al  quebrado 
por  un  título  legal  é  irrevocable.  En  el  segundo  estado  so 
ponen  los  acreedores  privilegiados  con  hipoteca  legal  ó  con- 
vencional ó  con  prenda,  graduándose  el  lugar  de  su  prela- 
cion  respectiva  por  el  de  la  fecha  de  cada  privilegio.  En  el 
tercero  los  acreedores  que  lo  sean  por  escritura  pública  por 
el  orden  de  sus  fechas.  En  el  cuarto  los  acreedores  comunes, 
esto  es ,  los  acreedores  por  letras  de  cambio ,  pagarés ,  li- 
branzas, simples  recibos,  cuentas  corrientes  ú  otro  cual- 
quiera título  que  no  tenga  preferencia.  En  vista  de  estos 
estados  ,  manda  el  tribunal  se  entreguen  desde  luego  á  los 
acreedores  del  primero  las  cantidades ,  efectos  ó  bienes  de 
su  pertenencia;  para  el  examen  y  aprobación  de  los  tres 
restantes  se  convoca  junta  general  de  los  acreedores  com- 
prendidos en  ellos  ;  y  con  presencia  del  acta  de  esta  junta 
se  procede  al  repartimiento  de  todos  los  fondos  disponibles 
do  la  quiebra,  pagando  en  primer  lugar  á  los  acreedores 
hipotecarios  según  el  orden  de  fechas,  después  á  los  escri- 
turarios también  por  orden  de  sus  fechas  ,  y  últimamente  á 
los  comunes  sueldo  á  librasin  distinción  de  fechas.  Concluida 
la  liquidación  de  la  quiebra,  rinden  los  síndicos  su  cuenta, 
la  cual  se  examina  y  aprueba  en  junta  general  de  acree- 
dores. Los  que  no  quedan  íntegramente  pagados,  conservan 
acción  por  lo  que  se  les  reste  debiendo  sobre  los  bienes 
que  ulteriormente  pueda  adquirir  el  quebrado.  Art.  1113 
hasta  1155. 

La  calificación  de  la  quiebra  se  hace  en  un  espediente  se- 
parado, que  se  sustancia  instructivamente  con  audiencia 
de  los  síndicos  y  del  mismo  quebrado.  Para  hacerla  se  tiene 
presente  la  conducta  del  quebrado  en  el  cumplimiento  de  lo 
que  debe  practicar  al  hallarse  en  estado  de  quiebra ,  el  re- 
sultado de  los  balances,  el  estado  de  los  libros  de  su  co- 
mercio, la  relación  de  las  causas  de  la  quiebra,  lo  que  re- 
sulte de  los  libros ,  documentos  y  papeles  de  esta  sobre  su 
verdadero  origen,  y  los  méritos  que  ofrezcan  las  reclama- 
ciones que  en  el  progreso  del  procedimiento  se  hagan  contra 
el  quebrado  y  sus  bienes.  El  juicio  se  prepara  con  el  informe 
que  el  juez  comisario  da  al  tribunal  después  de  la  ocupación 
de  bienes  y  papeles,  y  con  la  esposicion  en  que  los  síndicos 
dentro  de  los  quince  dias  siguientes  á  su  nombramiento  ma- 
nifiestan los  caracteres  de  la  quiebra ,  fijando  la  clase  en  que 
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creen  que  debe  calificarse.  El  informe  del  juez  comisario  y 
la  esposicion  de  los  síndicos  se  comunican  al  quebrado  ,  el 
cual  puede  impugnar  la  calificación  propuesta  según  le  con- 
venga. En  el  caso  de  oposición  pueden  así  los  síndicos  como 
el  quebrado  usar  de  los  medios  legalesfle  prueba  para  acre- 
ditar los  hechos  que  respectivamente  hayan  alegado  :  bajo 
el  concepto  de  que  el  término  para  hacer  esta  prueba  no  ha 
de  pasar  de  cuarenta  dias.  En  vista  de  lo  alegado  y  pro- 
bado ,  hace  el  tribunal  la  calificación  de  la  quiebra:  si  esta 
proviene  de  insolvencia  fortuita ,  ó  no  es  mas  que  una  mera 
suspension  de  pagos,  se  pone  en  libertad  al  quebrado  en  el 
caso  de  hallarse  todavía  detenido  :  si  fuere  culpable,  se  im- 
pone al  quebrado  una  pena  correccional  de  reclusión ,  que 
no  ha  de  bajar  de  dos  meses  ni  esceder  de  un  año  ;  y  si  re- 
sultan méritos  para  calificarla  de  fraudulenta  ó  de  alza- 
miento, se  inhibe  el  tribunal  de  comercio  y  remite  el  espe- 
diente á  la  jurisdicción  ordinaria  para  que  proceda  con 
arreglo  alas  leyes.  Si  en  la  primera  junta  general  de  acree- 
dores hubiere  convenio  entre  estos  y  el  quebrado,  cuyos 
pactos  no  produzcan  quita  en  las  deudas  del  mismo ,  se  so- 
bresee en  el  espediente  de  calificación  de  la  quiebra  ;  pero 
si  hubiere  quita  ó  remisión  de  alguna  parte  de  los  créditos, 
se  continúa  de  oficio  el  espediente  hasta  la  resolución  que 
corresponda  en  justicia.  Art.  1137  hasta  el  1146. 

El  quebrado  puede  hacer  proposiciones  de  convenio  á  los 
acreedores  en  cualquier  estado  del  procedimiento  en  junta 
general  y  no  fuera  de  ella  ;  pero  no  goza  de  esta  facultad  el 
alzado,  ni  el  quebrado  fraudulento  desde  que  el  tribunal  de 
comercio  se  inhiba  en  este  concepto  del  conocimiento  de  la 
calificación  de  la  quiebra,  ni  el  que  habiendo  obtenido  salvo- 
conducto se  hubiere  fugado  y  no  se  presentare  siendo  lla- 
mado. Las  proposiciones  se  discuten  y  votan  en  junta ,  for- 
mando resolución  el  voto  de  un  número  de  acreedores  que 
compongan  la  mitad  y  uno  mas  de  los  concurrentes ,  siempre 
que  su  interés  en  la  quiebra  cubra  las  tres  quintas  partes 
del  total  pasivo  del  quebrado;  bajo  el  supuesto  de  que  no 
tiene  voz  la  mujer  de  este.  Los  acreedores  con  título  de  do- 
minio y  los  hipotecarios  no  son  comprendidos  en  las  esperas 
ó  quitas  acordadas  por  la  junta ,  si  se  han  abstenido  de  to- 
mar parte  en  la  resolución.  Aprobado  el  convenio  por  el 
tribunal ,  es  obligatorio  para  todos  los  acreedores  ,  y  se  en- 
tregan los  bienes  y  pertenencias  al  quebrado ,  quien  queda 
sujeto  á  la  intervención  de  uno  de  los  acreedores  ,  á  elección 
de  la  junta,  para  llevar  cuenta  y  razón  de  las  entradas  y 
salidas  de  la  caja,  hasta  que  haya  cumplido  íntegramente 
los  pactos  del  convenio,  sin  poder  disponer  para  sus  gastos 
domésticos  sino  de  la  cuota  mensual  que  se  le  haya  fijado. 

El  alzado  y  el  quebrado  fraudulento  no  puede  ser  reha- 
bilitado al  ejercicio  del  comercio  :  el  quebrado  culpable 
puede  ser  rehabilitado  ,  acreditando  el  pago  íntegro  de  las 
deudas  liquidadas  y  el  cumplimiento  de  la  pena  correccio- 
nal que  se  le  hubiere  impuesto;  y  el  quebrado  de  otra  clase 
puede  serlo,  justificando  el  cumplimiento  íntegro  del  con- 
venio aprobado  que  hubiere  hecho  con  sus  acreedores ,  ó  la 
satisfacción  de  sus  obligaciones  con  el  haber  de  la  quiebra 
ó  con  entregas  posteriores.  La  rehabilitación  corresponde 
al  tribunal  que  hubiere  conocido  de  la  quiebra,  y  no  puede 
solicitarse  sino  terminado  el  espediente  de  calificación. 

La  cesión  de  bienes  de  un  comerciante  se  entiende  siem- 
pre quiebra,  y  se  rige  enteramente  por  las  mismas  leyes 
que  esta,  menos  en  cuanto  al  convenio  y  rehabilitación  que 
no  tienen  lugar  en  el  comerciante  que  hace  cesión  de  bienes. 
La  inmunidad  en  cuanto  á  la  persona  que  por  el  derecho 
común  se  concede  á  los  que  hacen  cesión  de  bienes,  no  tiene 
lugar  siendo  estos  comerciantes ,  sino  en  el  caso  de  ser  de- 
clarados inculpables  en  el  espediente  de  calificación  de 
quiebra.  Este  articulo  debe  verse  en  el  código  de  comercio. 
Art.  1147  hasta  117b.  Véase  también  Quebrado. 


QUINDENIO.  El  espacio  y  trascurso  de  quince  años: 
y  se  toma  por  el  derecho  que  en  algunas  partes  tiene  el 
dueño  directo  de  cobrar  cada  quince  años  el  laudemio  , 
como  si  entonces  se  enajenara  la  cosa  enfitéutica,  cuando 
esta  se  halla  en  poder  de  manos  muertas.  Uno  de  los  dere- 
chos que  tiene  un  dueño  directo,  como  puede  verse  en  el 
artículo  del  censo  enfitéutico ,  es  el  de  percibir  el  laudemio 
ó  luismo  ,  que  suele  ser  la  quincuagésima  parte  del  precio 
de  la  cosa  censida  siempre  que  se  vende ,  ó  de  su  estimación 
siempre  que  se  da;  mas  como  en  el  caso  do  que  los  posee- 
dores de  la  cosa  enfitéutica  sean  manos  muertas  ,  esto  es , 
ciudades,  iglesias,  monasterios,  colegios,  hermandades, 
y  otros  cuerpos  semejantes  ,  eclesiásticos  ó  seculares ,  que 
siempre  permanecen  los  mismos,  aunque  se  muden  las  per- 
sonas que  los  representan ,  no  puede  enajenarse  aquella 
libremente,  y  de  aquí  resulta  perjuicio  al  dueño  directo  que 
se  ve  privado  del  luismo,  se  finge  ó  supone  en  algunas  par- 
tes que  se  vende  ó  enajena  la  cosa  cada  quince  años ,  y  bajo 
esta  consideración  se  paga  el  luismo  periódicamente  en 
dicho  tiempo ,  aunque  realmente  no  haya  enajenación. 
Parece  que  milita  igual  razón  para  que  paguen  también  este 
derecho  los  poseedores  de  mayorazgos  y  fideicomisos  ;  pero 
la  costumbre  que  le  introdujo  en  las  manos  muertas,  no  ha 
es  tendido  á  ellos  este  gravamen.  Véase  Mayorazgo  y  Bienes 
vinculados.  ; 

QUINTO.  La  quinta  parte  del  caudal  del  testador.  El 
"  padre  ó  madre  que  tiene  hijos  ó  descendientes  legítimos , 
debe  dejarles  todos  sus  bienes,  escepto  el  quinto  ,  que  es  lo 
único  de  que  puede  disponer  libremente  en  vida  ó  muerte 
á  favor  de  su  alma  ó  de  un  estraño  ;  ley  S,  lit.  20,'  lib.  10 , 
Nov.  Rec.;  ley  9,  til.  8,  y  ley!,  tít.  12,  lib.  5,  Fuero  Real; 
y  del  quinto  por  consiguiente  y  no  del  cuerpo  de  la  hacienda 
se  han  de  deducir  los  gastos  del  funeral ,  misas,  entierro  y 
legados ,  aunque  el  testador  lo  prohiba  espresamente.  Así 
lo  disponen  las  leyes  28  y  30  de  Toro,  que  dicen  :  «  La  ley 
del  fuero  que  permite  que  el  que  tuviere  fijo  ó  descendiente 
legítimo,  pueda  hacer  donación  hasta  la  quinta  parte  de  sus 
bienes ,  y  no  mas  ;  y  la  otra  ley  del  fuero  que  asimismo 
permite  que  puedan  mandar,  teniendo  hijos  ó  descendientes 
legítimos  al  tiempo  de  su  muerte ,  la  quinta  parte  de  sus 
bienes  ,  se  entienda  y  platique  que  por  virtud  de  la  una  ley 
y  de  la  otra  no  pueda  mandar  el  padre  ni  la  madre  á  nin- 
guno de  sus  hijos  ni  descendientes  mas  de  un  quinto  de  sus 
bienes  en  vida  y  en  muerte.  »  —  «  La  cera  y  misas  y  gastos 
del  enterramiento  se  saquen  con  las  otras  mandas  graciosas 
del  quinto  de  la  hacienda  del  testador,  y  no  del  cuerpo  de 
la  hacienda,  aunque  el  testador  mande  lo  contrario;  »  ley  9, 
tít.  20,  lib.  10,  Nov.  Rec. —  También  se  bajan  del  quinto  los 
gastos  ó  derechos  de  visitar  el  testamento  ,  pues  aunque 
la  ley  no  habla  de  ellos  ,  no  obstante  como  accesorios  se 
entienden  comprendidos  ;  pero  la  misa  de  novenario  y  el 
cabo  de  año  han  de  costearse  por  los  herederos ,  á  no  ser 
que  el  testador  mande  hacer  estos  gastos  ,  pues  entonces  se 
reputan  como  parte  del  funeral.  Cuando  el  testador  carece 
de  hijos  ó  descendientes  legítimos ,  se  rebajan  todos  los  re- 
feridos gastos ,  no  del  quinto  ,  sino  del  caudal  ó  cuerpo 
de  bienes  del  mismo,  á  no  ser  que  hubiere  dispuesto  otra 
cosa  (1). 

Mas  puesto  que  el  padre  o  la  maure  teniendo  hijos  ó  des- 
cendientes legítimos,  no  puede  disponer  en  perjuicio  de  estos, 
à  favor  de  su  alma  ó  de  un  estraño ,  sino  solo  de  un  quinto  ; 
si  dejare  dos  á  personas  eslrañas,  ¿cuál  de  ellos  valdrá? 
Si  la  primera  disposición  tuviere  la  calidad  de  irrevocable , 
será  preferida  á  la  segunda  ;  pero  siendo  revocable  ,  ya  se 

(1)  Febrero  mej.,  tom.  tí,  pág.  168,  n.  1.  Sobre  los  gastos  de 
inventario,  tasación,  etc.,  véase  la  misma  íbrajtom.  6,  pág.  108, 
uúms.  12  y  15. 
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baya  hecho  como  legado  ya  como  donación  ,  es  preciso  dis- 
tinguir los  tres  casos  siguientes.  Io.  Si  al  uno  se  hubiere 
dejado  ó  legado  el  quinto  en  términos  generales  ,  y  al  otro 
en  cierta  especie  ó  cantidad,  este  será  preferido  al  otro, 
pues  el  legado  específico  deroga  ó  disminuye  el  genérico. 
2o.  Si  entrambas  disposiciones  fueren  de  la  misma  clase , 
ó  iguales  en  los  términos  con  que  se  hicieron,  habrán  de 
disminuirse  con  igualdad  hasta  el  valor  del  quinto,  que 
deberá.repartirse  entre  los  dos  legatarios.  5o.  Si  en  cada  una 
de  dichas  disposiciones  se  hubiere  asignado  cuota  diferente, 
y  ambas  fueren  menores  que  el  quinto ,  se  prorateará  este 
entre  los  legatarios. 

Si  el  testador  en  estado  de  sanidad  hiciere  donación  de 
un  quinto  á  cualquiera  de  sus  descendientes  legítimos ,  y 
después  legase  á  otro  de  ellos  por  última  disposición  otro 
quinto  ,  valdrán  ambos  quintos,  con  tal  que  no  disponga 
del  tercio  ;  porque  teniendo  el  padre  facultad  para  mejorar 
á  uno  ó  mas  de  sus  descendientes  legítimos  en  el  tercio  y 
quinto  ,  con  mayor  razón  podrá  hacerlo  en  dos  quintos , 
uno  de  los  cuales  se  considera  entonces  como  parte  del  tercio. 
Lo  mismo  se  entiende  si  dejare  un  quinto  á  favor  de  su  alma 
ó  de  un  estraño ,  y  otro  quinto  à  un  descendiente  suyo 
legítimo.  —  Si  el  testador  hubiere  legado  el  tercio  á  un 
estraño  ó  á  un  ascendiente  teniendo  hijos  ,  debe  reducirse 
al  quinto  ,  y  como  tal  valdrá  hasta  en  su  importe  y  no  mas. 
—  Si  el  testador  legase  á  un  hijo  suyo  en  testamento  el 
quinto  do  sus  bienes  ,  y  dijere  después  en  otra  cláusula  que 
deja  á  otro  hijo  que  nombra  el  mismo  quinto  que  legó  al 
primero  ,  ni  se  revocará  este  ni  serán  dos  quintos,  sino  que 
se  considerará  como  un  solo  quinto*repartible  entre  los  dos 
hijos  con  igualdad. 

Se  disputa  entre  los  autores  ,  si  teniendo  el  padre  ó  madre 
cinco  ó  mas  hijos  ó  descendientes  legítimos ,  podrá  disponer 
libremente  del  quinto  entero  á  favor  de  un  hijo  natural  ó 
espurio ,  ó  de  un  estraño ,  ó  de  su  alma.  Algunos  lo  niegan , 
fundándose  en  que  el  ilegítimo  ó  el  estraño  seria  entonces 
de  mejor  condición  ,  puesto  que  llevada  mayor  porción  que 
cualquiera  de  los  hijos  legítimos.  Un  padre  ,  por  ejemplo  , 
tiene  cinco  hijos  y  cinco  mil  pesos  que  dejarles  :  si  manda 
dar  á  un  espurio  ó  estraño  mil  pesos  como  quinto  íntegro 
de  sus  bienes ,  no  quedan  mas  que  cuatro  mil  para  sus  hijos, 
y  solo  tocarán  á  cada  uno  doce  mil  reales ,  al  paco  que  el 
estraño  ó  espurio  percibirá  quince  mil.  Sin  embargo  parece 
indudable  la  opinion  afirmativa  ,  porque  la  ley  concede  al 
padre  ó  madre  la  libertad  absoluta  de  disponer  del  quinto 
como  mejor  les  parezca,  sin  distinción  del  número  de  hijos 
que  tengan  ;  y  apenas  merece  refutación  la  razón  de  que 
el  espurio  ó  estraño  quedaría  mas  aventajado ,  pues  es  una 
casualidad  que  se  deje  el  quinto  á  una  sola  persona  y  no  á 
muchas  ;  ademas  de  que  los  hijos  no  tienen  derecho  sino  á 
las  cuatro  quintas  partes  de  los  bienes  del  padre ,  el  cual 
por  consiguiente  no  los  grava  ni  injuria  usando  de  una  facul- 
tad que  le  ha  dado  la  ley. 

El  quinto  está  sujeto  ,  como  ya  hemos  indicado  ,  al  pago 
de  los  gastos  del  funeral,  de  la  limosna  de  las  misas,  y 
de  las  mandas  ó  legados,  cuando  el  testador  deja  descen- 
dientes legítimos.  Si  la  herencia  fuere  de  tan  corlo  valor 
que  no  alcance  su  quinto  para  los  precisos  é  indispensables 
gastos  funerarios  ,  deben  estos  pagarse  por  los  herederos  , 
aunque  sea  de  sus  legítimas:  y  en  este  caso  serán  entera- 
mente nulos  ó  ineficaces  los  legados  que  hubiere  hecho  el 
testador  á  favor  de  estraños  ;  mas  no  la-  mejora  del  tercio 
dejada  á  cualquiera  de  sus  descendientes,  quien  sin  embargo 
contribuirá  á  proporción  de  ella  y  de  lo  demás  que  le  corres- 
ponda. —  Cuando  el  testador  deja  dos  quintos  á  dos  de  sus 
hijos  ó  descendientes  en  vida  ó  en  muerte,  los  referidos 
gastos  y  los  legados  se  rebajan  de  entrambos  por  mitad  ,  no 
debiendo  esceder  la  quinta  parí-"  Manida  del  caudal  here- 


ditario. —  Si  el  testador  teniendo  herederos  legítimos  legase 
el  usufructo  del  quinto  á  su  mujer  ó  á  un  estraño ,  no  ha 
de  pagar  el  usufructuario  parte  de  dichos  gastos  ó  legados, 
sino  todos  los  herederos,  porque  podría  suceder  que  no 
disfrutase  el  usufructo  por  sobrevenirle  la  muerte,  y  en  tal 
caso  habria  pagado  indebidamente  de  su  propio  caudal , 
quedando  perjudicado  contra  la  mente  del  testador.  — 
Guando  el  testador  instituye  por  herederos  á  sus  hermanos 
en  razón  de  no  tener  descendientes  ni  ascendientes  legíti- 
mos ,  y  deja  el  quinto  á  un  hijo  natural ,  los  gastos  funera- 
rios y  los  legados  no  deben  deducirse  del  quinto  ,  sino  que 
han  de  pagarse  por  los  herederos,  porque  la  ley  que  manda 
sacarlos  del  quinto  se  entiende  solo  en  el  caso  de  ser  des- 
cendientes legítimos  los  herederos  ,  y  por  otra  parte  dicho 
hijo  es  capaz  de  heredarlo  todo  faltando  descendientes  legí- 
timos ,  y  ademas  tiene  derecho  á  los  alimentos.  Sin  embargo 
alguno  autores  quieren  que  se  deduzcan  del  quinto  los  lega- 
dos específicos  ,  porque  estos  disminuyen  las  mandas  gené- 
ricas cual  es  la  de  dicho  quinto  ;  pero  no  aparece  razón  de 
diferencia  en  el  caso  propuesto  entre  los  legados  genéricos 
y  específicos ,  pues  el  fundamento  porque  los  hermanos 
deben  satisfacer  los  primeros  después  de  sacado  el  quinto , 
tiene  también  lugar  respecto  á  los  segundos. 

Si  el  padre  condenado  por  sentencia  á  dar  alimentos  á  un 
hijo  natural  durante  la  vida  de  este  ,  dejare  hijos  legítimos 
á  su  fallecimiento ,  y  hubiere  legado  á  uno  de  ellos  ó  á  un 
estraño  el  quinto  de  sus  bienes  ,  el  legatario  del  quinto  es 
el  que  ha  de  costear  dichos  alimentos  hasta  donde  este  al- 
cance ;  porque  la  legítima  de  los  hijos  no  puede  ser  gravada, 
y  el  natural ,  habiendo  legítimos,  no  tiene  mas  derecho  que 
á  ser  alimentado  del  quinto.  —  Si  el  testador  hubiese  dis- 
puesto del  quinto  por  donación  ú  otro  contrato  irrevocable, 
los  gastos  funerarios  ,  habiendo  hijos  ó  descendientes  legí- 
timos, se  han  de  rebajar  del  mismo  quinto  ,  hayase  hecho 
ó  no  la  entrega  de  él  en  cosa  determinada,  por  las  siguientes 
razones  :  Ia.  porque  los  gastos  del  funeral  son  preferidos  á 
cualquiera  otro  crédito  por  privilegiado  que  sea;  2a.  porque 
la  ley  previene  que  se  saquen  del  quinto  ,  aunque  el  testa- 
dor disponga  lo  contrario  ;  5a.  porque  las  legítimas  no  pue- 
den ser  perjudicadas  ;  4a.  porque  el  donatario  posee  la  cosa 
con  este  gravamen.  Véase  Mejora  de  tercio  y  quinto. 

QUIRÓGRAFO.  El  instrumento  ó  resguardo  que  el 
acreedor  da  á  su  deudor  para  acreditarlo  que  este  le  pagó, 
y  que  vulgarmente  se  llama  carta  de  pago  ó  recibo.  Tam- 
bién significa  el  instrumento  que  da  el  deudor  á  su  acreedor 
para  que  pueda  hacer  constar  su  crédito  ;  y  de  aquí  viene 
la  denominación  de  acreedor  quirografario  que  suele  darse 
al  que  justifica  su  crédito  con  algún  documento,  principal- 
mente si  este  fuere  privado,  como  recibo,  vale,  pagaré, 
carta  misiva,  cuenta,  etc.  Véase  Acreedor  quirografario  é 
Instrumento  privado. 

QUITA.  Un  beneficio  introducido  por  la  ley  á  favor  de 
los  deudores ,  en  virtud  del  cual  se  quita,  remite  ó  perdona 
parte  de  las  deudas  ;  ley  l ,  lit.  lh,  Part.  5.  Reunidos  los 
acreedores  á  instancia  del  deudor  antes  que  haga  cesión 
de  bienes ,  les  ruega  si  quieren  perdonarle  parte  de  sus  deu- 
das en  vista  de  los  contratiempos  que  ha  tenido,  obligándose 
á  pagar  el  resto;  y  en  el  caso  de  convenirse  en  ello  la  mayor 
parte  de  los  acreedores,  se  compele  á  los  demás  á  pasar  por 
la  quila,  aunque  no  hayan  asistido  á  la  junta,  con  tal  que  se 
les  haya  citado,  rebajándoles  á  prorata  la  cantidad  que  res- 
pectivamente se  les  debe  ;  bajo  el  concepto  de  que  se  en- 
tiende mayor  parte  los  que  tienen  mas  cantidad  en  sus 
deudas.  Si  ocurriendo  discordia  entre  los  que  concedan  y 
los  que  nieguen  la  quita ,  fuesen  iguales  unos  y  otros ,  así 
en  la  cantidad  de  las  deudas  como  en  el  número  de  sus  per- 
sonas, debe  valer  la  resolución  de  los  que  favorecen  al  deu- 
dor, porque  parece  que  se  mueven  por  piedad;  pero  siendo 
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iguales  en  la  cantidad  de  las  deudas ,  y  desiguales  en  el 
número  de  las  personas,  valdrá  lo  que  determine  el  mayor 
número  de  estas.  Pero  es  de  observar  que  lo  resuelto  en 
junta  á  favor  del  deudor  no  perjudica  al  acreedor  ausente 
cuyo  crédito  supera  á  todos  los  demás  juntos  ,  ni  la  remisión 
hecha  por  los  acreedores  simples  ó  no  hipotecarios  perjudica 
al  hipotecario  ó  pignoraticio  ausente  ó  que  no  se  conforma; 
ni  el  perdón  de  la  mayor  parte  valdrá  contra  los  otros,  si 
los  que  lo  conceden  son  parientes  del  deudor  ó  de  otra  ma- 
nera sospechosos;  ley  6,  til.  15,  Part.  5  ;  y  Greg.  López, 
glos.  2  de  dicha  ley.  Por  lo  demás  se  observan  en  este  con- 


curso las  mismas  reglas  que  en  el  de  espera,  que  puede 
verse  en  su  lugar.  No  se  concede  el  beneficio  de  quita  á  los 
mercaderes  ó  tratantes  que  se  hubiesen  alzado  con  sus  bie- 
nes ó  libros  ;  ípí/cs  7 y  i  á  3,  lit.  32,  Ub.  il,  Nov.  Bec.  Tam- 
bién se  revocan  los  quitamientos  ó  quitas  que  se  hacen 
maliciosamente  ó  en  fraude  de  los  acreedores;  leyes  ii  y 
12,  til.  18,  Part.  5.  Puede  el  deudor  renunciar  el  beneficio 
de  quita  ,  por  cuanto  se  ha  introducido  en  su  favor  ;  y  re- 
nunciándole, no  puede  gozarle  después.  Véase  Concurso  de 
acreedores,  y  Quiebra. 
QUOTA  litis.  Véase  Pacto  de  quota  lilis. 
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RAICES.  Las  haciendas  de  campo,  como  viñas,  tierras, 
olivares;  y  los  edificios  y  demás  cosas  que  rio  se  pueden 
llevar  de  una  parte  á  otra. Véase  Bienes  inmuebles  y  Muebles. 

RAMERA.  La  mujer  que  hace  un  tráfico  vergonzoso  de 
sí  misma.  Véase  Mujer  pública  y  Prostitución. 

RAPIÑA.  El  acto  de  arrebatar  violentamente  la  cosa 
ajena  con  ánimo  de  hacerla  propia;  ley  1 ,  lit.  13,  Part.  7. 
La  rapiña  ó  robo  se  diferencia  del  hurto  en  el  modo  y  en  la 
pena  :  en  el  modo,  porque  el  hurto  se  hace  encubiertamente, 
y  la  rapiña  se  ejecuta  abiertamente  ó  con  violencia  :  en  la 
pena  ,  porque  la  del  hurto  es  el  cuadruplo  ó  duplo  según  su 
especie  de  manifiesto  ó  no  manifiesto,  y  la  de  la  rapiña  es 
siempre  el  triplo;  bien  que  estas  penas  del  triplo,  duplo  y 
cuadruplo  se  han  sustituido  en  la  práctica  por  el  resarci- 
miento de  daños  y  perjuicios  en  todos  los  casos;  ley  % , 
til.  18  ,  Part.  1  ;  ley  18,  tít.  Ht ,  Part.  7,  y  ley  3  ,.tij.  13  , 
Part.  7.  Ademas  la  acción  penal  es  perpetua  en  el  hurto,  y 
añal  en  la  rapiña  ;  es  decir,  que  la  pena  del  triplo,  ó  sea  de 
tres  tantos  del  valor  de  la  cosa  robada,  solo  puede  pedirse 
dentro  del  término  de  un  año,  y  no  después,  contado  desde 
el  dia  de  la  ejecución  del  delito ,  sin  incluir  los  feriados  ni 
los  de  legítimo  impedimento  para  la  demanda  ,  al  paso  que 
la  del  duplo  ó  cuadruplo,  ó  sea  de  los  dos  ó  cuatro  tantos 
del  valor  de  la  cosa  hurlada  ,  puede  pedirse  en  cualquier 
tiempo  por  el  interesado  ;  ley  3  cil.  No  ha  de  confundirse  la 
acción  penal  con  la  acción  persecutoria  de  la  cosa,  pues  esta 
es  perpetua  así  en  la  rapiña  como  en  el  hurto  ;  de  modo  que 
siempre  podrá  el  interesado  ó  su  heredero  reclamar  del  de- 
lincuente ó  su  heredero  la  cosa  hurtada  ó  robada  con  sus 
frutos,  y  en  su  defecto  la  estimación  :  mas  si  el  robado  no 
hubiese  demandado  en  vida  la  pena  de  la  rapiña  ó  del  hur- 
lo, no  puede  ya  pedirla  el  heredero;  porque  las  acciones 
penales  no  pasan  á  los  herederos  ni  contra  los  herederos,  á 
no  ser  que  estuviese  ya  contestada  la  demanda  cuando  mu- 
rió la  persona  à  quien  se  hereda,  mientras  que  las  acciones 
que  no  son  penales  sino  solo  persecutorias  de  la  cosa  pasan 
álos  herederos  y  contra  los  herederos;  ley  2  ,  lit.  13,  y 
ley  2o  ,  lit.  10  ,  Part.  7.  La  ley  distingue  dos  especies  de 
penas  ;  pena  de  pecho  y  pena  de  castigo  :  la  pena  de  pecho 
tiene  por  objeto  satisfacer  al  perjudicado  los  daños  que  se 
,  le  han  ocasionado ,  y  tal  es  la  del  duplo,  triplo  ó  cuadruplo 
en  sus  respectivos  casos  :  la  pena  dceasligo  tiene  por  objeto 
satisfacer  á  la  vindicta  pública,  y  reprimir  los  delitos  con  el 
temor  del  escarmiento  ;  ley  5,  til.  13,  Par!.  7.  Aquí  ha- 
blamos solo  de  la  primera  :  en  cuanto  á  la  segunda  puede 
verse  la  palabra  Hurlo  en  sus  diferentes  artículos,  pues  el 
hurto  y  el  robo  ó  rapiña  son  iguales  en  los  demás  efectos 
que  aqui  no  se  espresan. 

RAPTO.  El  robo  que  se  hace  de  alguna  mujer  sacándola 


RA 

de  su  casa  para  llevarla  á  otro  lugar  con  el  fin  de  corrom- 
perla ó  de  casarse  con'ella;  ley  ib  ,  til.  2  ,  Part,  h;  y  Corte. 
Trid.,  ses.  21,  de  reform.  matr.,  cap.  6  (i).  Hay  dos  especies 
de  rapto;  rapto  de  fuerza,  y  rapto  de  seducción:  el  primero 
es  el  que  se  ejecuta  con  violencia  contra  la  voluntad  de  la 
persona  robada  ;  y  el  segundo  es  el  que  se  hace  sin  resis- 
tencia de  la  persana  robada  ,  cuando  esta  consiente  en  él 
por  promesas,  halagos  ó  artificios  de  su  raptor.  Los  Griegos 
y  Romanos  apenas  hacían  diferencia  entre  el  rapto  que  pro- 
venia de  la  fuerza  y  el  que  era  obra  de  la  seducción  ;  y  aun 
el  legislador  de  Atenas  castigó  elsegundo  con  mas  severidad 
que  el  primero  :  mas  no  puede  negarse  que  el  violento  es 
mucho  mas  grave  y  odioso,  porque  no  solo  atenta  al  honor 
y  al  reposo  de  las  familias,  como  el  otro  ,  sino  también  á  la 
libertad  de  la  persona  ofendida  y  al  orden  público.  El  rapto 
de  fuerza  es  un  crimen  contra  la  persona  robada  y  su  fami- 
lia, y  el  de  seducción  no  se  hace  en  realidad  sino  contra 
los  padres,  marido  ó  tutor  de  la  seducida. 

Los  Romanos  que  cometieron  el  robo  de  las  Sabinas,  no 
castigaban  el  rapto  sino  con  penas  muy  tijeras;  pero  des- 
pués le  impusieron  la  interdicción  del  agua  y  fuego ,  ó  la 
deportación;  y  por  fin  en  tiempo  de  los  emperadores,  se 
establecieron  contra  este  delito  las  penas  de  muerte  y  con- 
fiscación de  bienes.  —  Según  nuestro  Fuero  Juzgo,  el  que 
robaba  violentamente  alguna  doncella  ó  viuda  y  la  restituía 
intacta  ,  perdía  la  mitad  de  sus  bienes  que  se  aplicaba  á  la 
injuriada  ;  y  si  le  quitaba  la  virginidad  ,  no  podia  casarse 
con  ella,  era  azotado  públicamente,  y  se  le  entregaba  por 
siervo  al  padre  de  la  robada  ó  á  esta  misma.  Si  la  ofendida 
era  esposa  de  otro  ,  se  partía  entre  ambos  cuanto  tenia  el 
raptor  :  si  nada  tenia ,  se  les  daba  por  siervo  que  podían 
Vender  para  percibir  por  mitad  su  precio  ;  y  si  habia  tenido 
comercio  con  la  robada ,  era  atormentado  ;  leyes  1  y  5 , 
til.  5 ,  Ub.  o ,  Fuero  Juzgo.  —  Las  leyes  del  Fuero  Real  im- 
ponían la  pena  de  muerte  al  raptor  violento  siguiéndose  el 
acceso  carnal;  mas  en  el  caso  contrario  no  le  imponían  sino 
la  multa  de  cien  maravedís  y  la  prisión  hasta  que  pagase  ,.  • 
salvo  si  la  robada  era  religiosa ,  pues  entonces  siempre  in-  \ 
curria  el  reo  en  la  pena  de  muerte  :  teniendo  marido  la  ; 
robada,  se  entregaba  á  este  el  raptor  para  que  dispusiera 
do  él  á  su  arbitrio,  juntamente  con  sus  bienes  en  caso  de 
no  tener  descendientes  ;  leyes  1  ,  2  ,  5  y  h ,  lit.  10,  Ub.  h  del 
Fuero  Real.  —  También  se  establecía  la  pena  capital  contra 
el  raptor  en  el  Fuero  Viejo  de  Castilla;  lit.  2  ,  Ub.  2,  Fuero 
Viejo  de  Castilla.  

(I)  El  rapto  es  impedimento  dirimente  para  casarse,  mientras 
la  mujer  no  sea  restituida  á  parte  segura  donde  pueda  esplicar  su 
voluntad  libremente.  Conc.  Trid.,  ses.  24  de  reform.  matrirn., 
cap.  C. 
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La  legislación  de  las  Partidas  castiga  asimismo  el  rapto  de 
doncella ,  viuda  honesta ,  casada  y  religiosa ,  ó  la  fuerza  que 
se  haga  à  alguna  de  ellas ,  y  aun  el  robo  violento  de  la  esposa 
futura  por  el  futuro  esposo ,  con  la  pena  capital  y  la  pérdida 
de  todos  los  bienes  aplicados  á  la  ofendida ,  á  no  ser  que  esta, 
no  siendo  casada,  quiera  después  dar  voluntariamente  su 
mano  al  raptor  ó  forzador,  en  cuyo  caso  se  aplicarán  los  bie- 
nes á  los  padres  de  ella  que  no  hubieren  consentido  la  fuerza 
niel  casamiento,  pues  habiendo  consentido,  serán  todos  para 
el  fisco  :  siendo  religiosa  la  robada  ó  forzada,  se  dan  á  su  con- 
vento ó  monasterio  los  bienes  del  delincuente  ;  bajo  el  su- 
puesto de  que  siendo  casado  ,  se  deducen  en  todos  los  casos 
la  dote  y  arras  de  su  mujer  y  las  deudas  contraidas  hasta  el 
dia  de  la  sentencia. 

En  las  mismas  penas  incurren  las  personas  que  ausiliaren 
á  sabiendas  el  rapto  ó  la  fuerza.  Mas  si  la  mujer  robada  ó 
violentada  no  fuere  de  las  referidas  clases ,  será  entonces 
castigado  el  reo  con  la  pena  arbitraria  que  el  juez  estime 
justa ,  teniendo  presentes  las  circunstancias  de  las  personas, 
asi  como  las  del  lugar  y  tiempo  de  la  ejecución  del  delito. 
Estas  son  las  disposiciones  de  la  ley  5,  tít.  20,  Part.  7,  so- 
bre cuyo   contesto   hay   que  hacer   tres    observaciones  : 
Ia.  que  no  solo  se  habla  del  rapto ,  sino  también  de  la  fuerza 
ó  violencia  ejecutada  sin  él ,  imponiéndose  á  los  dos  delitos 
unas  mismas  penas  :  —  2a.  que  se  exige  siempre  para  la 
imposición  de  la  pena  la  repugnancia  de  la  mujer  robada  , 
de  modo  que  parece  se  habla  solo  del  rapto  de  fuerza  y  no 
del  de  seducción,  siendo  consiguiente  que  este  no  haya  de 
castigarse  con  las  penas  que  se  prescriben  sino  con  otras 
menores  :  —  5a.  que  como  las  últimas  palabras  de  la  ley 
comprenden  á  toda  mujer  que  no  sea  doncella ,  viuda  ho- 
nesta ,  casada  ó  religiosa  ,  es  claro  que  el  raptor  ó  forzador 
de  una  ramera  debe  también  ser  castigado  con  pena  arbi- 
traria ,  porque  efectivamente  comete  un  atendado  contra  la 
libertad  personal  y  contra  el  orden  público ,  siendo  un  error 
manifiesto  la  opinion  de  los  intérpretes  que  afirman  lo  con- 
trario ;  Anl.  Gómez  en  la  ley  80  de  Toro.  Es  de  advertir  por 
último  que  en  los  delitos  de  incontinencia  se  ha  mitigado 
mucho  el  rigor  de  las  penas  establecidas  por  las  leyes.  En 
el  dia  se  impone  á  los  forzadores  de  mujeres,  no  resultando 
herida. ni  otra  desgracia ,  la  pena  de  presidio  ó  galeras ,  se- 
gún la  calidad  de  las  personas  y  las  circunstancias  del  de- 
lito; ley  2,  til.  40,  lib.  12,  Nov.  Rec,  y  ley  7  del  mismo 
lit.  y  lib.  No  obstante,  según  las  ordenanzas  del  ejército,  el 
soldado  que  haga  fuerza  á  mujer  honrada,  doncella,  casada 
ó  viuda,  ha  de  ser  pasado  por  las  armas;  y  cuando  solo 
conste  de  sus  esfuerzos  para  conseguirlo,  se  le  destinará  á 
presidio  de  África  por  diez  años,  ó  á  los  arsenales  por  seis, 
sino  es  que  hubiese  habido  amenaza  con  armas  ,  ó  hubiese 
padecido  la  ofendida  algún  daño  notable  en  su  persona ,  en 
cuyos  casos  será  irremisiblemente  sentenciado  à  muerte  el 
agresor  ;  art.  82 ,  lit.  10 ,  Irai.  8  de  las  ordenanzas  del  ejér- 
cito. V ease  Impedimento  dirimente  del  matrimonio,  y  Homi- 
cidio voluntario. 

RAPTOS.  El  que  comete  el  delito  de  rapto  llevándose 
por  fuerza  ó  engaño  alguna  mujer.  Véase  Rapto, 

RASTRO.  El  territorio  hasta  donde  alcanzaba  la  juris- 
dicción de  los  alcaldes  de  corte  en  Madrid,  y  la  de  los  al- 
caldes de  cuartel  en  las  ciudades  en  que  habia  chancillería 
ó  audiencia.  El  rastro  de  la  corte  comprendía  antiguamente 
una  legua,  después  se  estendió  á  cinco,  y  últimamente  á 
diez.  El  de  las  demás  ciudades  abrazaba  regularmente  cinco 
leguas. 

RATIFICACIÓN.  La  confirmación  ó  aprobación  de  lo 
que  hemos  dicho  ó  hecho,  ó  de  lo  que  otro  ha  hecho  en  nues- 
tro nombre.  Puede  hacerse  la  ratificación  ó  bien  espresa- 
menie  con  términos  positivos ,  ó  bien  tácitamente  con  he- 
chos ;  Non  lantiim  verbis  i'aluin  liaberi  potest,  sed,  eUarn 


aclu.  —  La  ratificación  tiene  efecto  retroactivo ,  de  modo 
que  sube  ó  se  retrotrae  al  dia  del  acto  ó  contrato  :  Ratiha- 
bitio  relrolrahilur  ad  inilium;  mas  para  que  así  sea ,  es  pre- 
ciso que  el  acto  ó  contrato  no  haya  tenido  nulidad  esencial 
en  su  principio  ,  guia  quod  ab  iniiio  non  valet ,  ex  posl  fado 
convalescere  non  potest  :  dije  nulidad  esencial  ó  absoluta , 
pues  si  solo  hubiese  habido  alguno  de  aquellos  defectos  es- 
teriores  que  dan  lugar  á  la  rescision  por  la  restitución  in  in~ 
tegrum,  quedaría  cubierto  el  vicio  con  la  ratificación,  y  en 
virtud  de  esta  tendría  el  acto  ó  contrato  toda  la  fuerza  de  que 
fuese  susceptible.  —  La  ratificación  equivale  al  mandato  ;  de 
suerte  que  cuando  uno  da  por  firme  lo  que  otro  hizo  en  su 
nombre,  vale  tanto  como  si  le  hubiese  mandado  que  lo  hi- 
ciera :  Ralihabitio  mándalo  cequiparalur  ;  regí.  10,  lit.  34, 
Part.  7,  y  cap.  10,  de  reg.  jur.  in  6. 

RATIFICACIÓN  de  testigos.   La  confirmación  que 
hacen  los  testigos  de  lo  que  anteriormente  habian  decla- 
rado. Todos  los  testigos  examinados  sin  citación  de  la  parte 
contraria,  sea  en  causas  civiles  ó  criminales,  han  de  ratifi- 
carse ante  el  juez  con  dicha  citación  en  sus  declaraciones 
dentro  del  término  de  prueba,  porque  de  otra  manera  no 
tendrían  sus  dichos  fuerza  alguna,  según  la  práctica  intro- 
ducida en  los  tribunales  :  á  cuyo  efecto  se  les  leen  sus  de- 
posiciones, no  solo  para  que  se  enteren  de  su  contenido  y 
vean  si  es  lo  mismo  que  dijeron ,  sino  también  para  que  qui- 
ten, añadan  ó  enmienden  lo  que  les  pareciere  en  caso  de 
haber  padecido  al  principio  algún  olvido  ó  equivocación  ; 
ley  17,  lit.  52,  lib.  12,  Nov.  Rec.  (1).  También  han  de  ratifi- 
carse en  el  concepto  de  testigos ,  los  médicos ,  cirujanos  y 
otros  cualesquiera  facultativos  ó  peritos  que  hayan  depuesto 
en  ellas.  Si  algunos  testigos  hubiesen  fallecido,  ó  se  hallasen 
ausentes  y  se  ignorase  el  lugar  de  su  residencia,  se  les  ha 
de  abonar  con  citación  de  la  parte  contraria,  esto  es,  ha  de 
solicitar  el  interesado  se  le  reciba  información  de  otros  tes- 
tigos que  depongan  que  los  muertos  ó  ausentes  eran  repu- 
tados por  hombres  ingenuos  y  fidedignos ,  y  que  por  consi- 
guiente debe  darse  entero  crédito  á  su  declaración  (2).  Algunos 
autores  (5)  tienen  por  inútil  la  ratificación,  diciendo  que  si  se 
usa  por  evitar  fraudes  de  los  jueces  y  escribanos ,  es  una  ne- 
cedad creer  que  ella  les  pueda  impedir  el  cometerlos,  mayor- 
mente cuando  la  citación  no  es  para  presenciar  la  ratificación 
de  los  testigos,  sino  tan  solo  su  juramento  ;  pero  parece  que 
no  deja  de  presentar  ventajas  la  ratificación ,  puesto  que  da 
lugar  á  esplicaciones  que  pueden  tener  grande  influencia  en 
la  decisión  de  la  causa ,  y  á  la  reforma  ó  corrección  de  er- 
rores ó  equivocaciones  que  pudieron  haberse  padecido  al 
tiempo  de  la  primera  deposición.  Para  precaver  los  fraudes 
que  pueden  cometerse  ,  seria  muy  conveniente  la  introduc- 
ción de  la  costumbre  que  hay  en  alguna  provincia  de  nom- 
brarse acompañados  por  parte  del  reo ,  no  solo  para  presen- 
ciar el  juramento  de  los  testigos,  sino  también  para  oir  lo  quo 
depongan  al  tiempo  de  ratificarse  ;  y  aun  seria  mejor  que 
asistiese  á  la  ratificación  el  mismo  procesado.  —  En  los  de- 
litos atrocísimos  dicen  algunos  que  hacen  fe  los  testigos  no 
ratificados,  pero  otros  aseguran  con  mayor  razón  que  en  los 
delitos  de  esta  clase  precisamente  deben  exigirse  mayores 
precauciones  y  seguridades  á  favor  del  acusado. 

RATIHABICIÓN.  La  declaración  que  uno  hace  de  su 
voluntad  en  orden  á  algún  acto  que  otro  hizo  por  él,  apro- 
bándole y  confirmándole  por  bien  hecho  y  valedero.  Rati- 
habición y  ratificación  se  diferencian  solamente  en  que  ra- 
tificación tiene  una  significación  mas  estensa  y  comprende 
la  ratihabición  como  el  género  á  su  especie  ;  pues  aquella 
palabra  denota  la  confirmación  no  solo  de  lo  que  nosotros 

(1)  Cur.  Filíp.,  juic.  crim.,  part.  o,  $  ib,  n.  2  á  h. 

(2)  Vilanova,  Mater,  crim.   for.,observ.  iO,  §  4,  n.  65. 
(5)  Gutierre?}  Práct»  crim,,  tom,  i,  cap.  8,  n.  50. 
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habíamos  hecho  anteriormente,  sino  también  de  lo  que  otro 
ha  hecho  en  nuestro  nombre  sin  preceder  nuestro  mandato, 
al  paso  que  ratihabición  no  abraza  sino  esta  segunda  parte. 
Véase  Ratificación. 

La  ratihabición  ó  aprobación  de  un  delito,  dada  por  per- 
sona en  cuyo  nombre  se  cometió  este ,  aunque  sin  su  noticia 
ni  participación,  no  parece  debe  ser  castigada  ni  aun  con 
pena  estraordinaria,  como  quieren  algunos  intérpretes;  pues 
como  el  aprobante  no  puede  ser  causa  física  ni  moral  de  un 
delito  de  que  no  tuvo  noticia  hasta  después  de  su  perpetra- 
ción ,  es  claro  que  con  la  ratihabición  no  puede  cometer 
sino  un  pecado,  que  no  está  sujeto  á  la  jurisdicción  hu- 
mana. 

RATO.  Dícese  del  matrimonio  celebrado  legítima  y  so- 
lemnemente que  todavía  no  está  consumado,  porque  desde 
el  acto  de  su  celebración  es  ya  válido  y  firme  sin  necesidad 
de  la  consumación  ;  ley  4,  lit.  10,  Part.  4. 

RE 

REA.  La  que  ha  cometido  algún  crimen  ó  delito;  y  tam- 
bién la  demandada  en  juicio  civil  ó  criminalmente  á  distin- 
ción de  la  actora.  No  puede  la  mujer  casada  comparecer  en 
juicio  ni  aun  para  contestar  á  una  demanda  civil ,  sin  licen- 
cia de  su  marido  ó  sin  la  del  juez  en  caso  de  que  aquel  se  la 
negase,  leyes  11,  i 2  y  13,  tit.  i,  lib.  10,  Nov.  Rec.  ;  mas 
bien  puede  presentarse  como  rea  en  causa  criminal  sin  di- 
cho requisito ,  pues  como  la  negativa  del  marido  no  puede 
detener  la  vindicta  pública ,  es  preciso  que  la  mujer  tenga 
derecho  de  rechazar  la  acusación  que  se  entablare  contra 
ella.  Véase  Reo. 

REALENGO.  Lo  que  pertenece  al  rey  ;  y  especialmente 
el  patrimonio  real.  En  algunas  leyes  se  designaban  con  el 
dictado  de  realengo  los  bienes  raices  de  seglares  pecheros  ó 
contribuyentes  ;  y  así  cuando  se  manda  en  ellas  que  realengo 
non  pase  à  abadengo ,  se  quiere  dar  á  entender  que  el  domi- 
nio de  los  bienes  sujetos  al  pago  de  contribuciones  no  debe 
trasladarse  á  las  manos  muertas.  Véase  Amortización  ecle- 
siástica. 

REATO.  Entre  los  Romanos  era  el  estado  de  acusación 
en  que  se  hallaba  alguno  por  algún  crimen  ó  delito  de  que 
se  le  hacia  cargo. 

REBAJA.  El  desfalco  ó  descuento  que  se  hace  del  todo 
de  alguna  cosa,  v.  gr.  del  precio  de  un  arriendo  por  sobre- 
venir justa  causa.  Véase  Esterilidad.        , 

REBELDE.  El  que  no  comparece  ó  no  responde  enjui- 
cio dentro  del  término  de  la  citación  ó  del  llamamiento  he- 
cho por  el  juez  :  —  y  el  que  se  levanta  ó  subleva  faltando  á 
la  obediencia  que  se  debe  á  la  autoridad  legítima.  Véase  Re- 
beldía y  Rebelión. 

REBELDÍA.  Lainobediencia  al  mandato  del  juez  legítimo 
que  llama  á  alguno  al  juicio  ;  ó  bien,  la  omisión  ó  tardanza  en 
responder  ó  comparecer  enjuicio  el  reo  ó  actor  en  el  término 
de  la  citación  ó  llamamiento  hecho  por  el  juez.  La  rebeldía, 
que  también  se  llama  contumacia  ,  se  comete  en  los  casos 
siguientes  :  Io.  cuando  el  actor  no  deduce  su  acción  habién- 
doselo mandado  el  juez  dos  ó  mas  veces  :  —  2o.  cuando  des- 
pués de  haberla  deducido  ó  manifestado  y  habiendo  contes- 
tado el  reo,  no  la  prosigue  instándole  este  :  —  5o.  cuando 
el  reo  no  comparece  ,  ó  impide  que  se  le  haga  la  citación , 
ó  se  oculta  maliciosamente  :  —  h?.  cuando  no  responde  á  la 
demanda  ó  posiciones  del  actor,  ó  responde  con  obscuridad 
á  pesar  de  habérsele  mandado  que  responda  clara  y  categó- 
ricamente :  —  S°.  cuando  el  uno  ó  el  otro  no  quieren  pres- 
tar el  juramento  de  calumnia  mandándoselo  el  juez  :  — 
6o.  cuando  no  obedecen  la  sentencia  ó  impiden  su  ejecución  : 
7o.  cuando  estando  delante  del  juez  no  quieren  responder  á 
lo  que  se  les  pregunta  ;  ley  9 ,  til.  22 ,  Part.  5 ,  ley  1,  til.  8, 


Part.  3  ;  leyes  i  y  2,  til.  9,  lib.  11,  Nov.  Rec;  glos.  3  de 
Greg.  López  sobre  la  ley  \ ,  til.  8 ,  Parí.  3.  —  La  rebeldía  e? 
notoria,  verdadera,  presunta  ó  ficta.  Se  llama  notoria, 
cuando  el  citado  en  persona  responde  que  no  quiere  com- 
parecer :  verdadera,  cuando  el  citado  legítimamente  ó  sabe- 
dor de  la  citación  dice  que  comparecerá  ó  calla,  mas  no 
comparece  :  presunta ,  cuando  no  consta  que  la  citación  haya 
llegado  á  noticia  del  citado,  pues  se  presume  mientras  no 
pruebe  lo  contrario  ;  y  ficta,  cuando  comete  dolo  para  que 
no  llegue,  pues  entonces  finge  ó  supone  la  ley  que  llegó  y 
fué  citado.  Entre  la  rebeldía  verdadera  y  ficta  hay  la  dife- 
rencia de  que  el  rebelde  ó  contumaz  ficto  puede  apelar  ó 
pedir  restitución  por  entero  y  el  verdadero  no,  ley  9,  lit.  23, 
Part.  3  ;  y  para  proceder  contra  este ,  aunque  á  la  primera 
rebeldía  que  se  le  acuse  se  le  tiene  ya  por  contumaz  según 
ley,  y  se  le  puede  condenar  en  las  costas  y  daños  causados 
á  su  contrario ,  no  obstante  en  la  práctica  suelen  preceder 
tres  citaciones  ó  notificaciones  estando  en  el  pueblo,  ó  una 
perentoria  si  se  halla  fuera  de  la  jurisdicción  ,  y  aun  en  este 
caso  es  menester  que  lo  pida  la  parte  y  le  acuse  dos  rebel- 
días; ley  8,  lit.  7,  Part,  o;  ley  13,  lit.  k,y%lü.  15,  lib.  íl, 
Nov.  Rec.  (I). 

No  incurre  en  contumacia  ó  rebeldía  el  que  tiene  impedi- 
mento para  venir  por  causa  de  grave  enfermedad  ,  crecienie 
de  rio,  grandes  nieves,  tempestad,  guerra,  miedo  de  la- 
drones ó  enemigos  conocidos  ,  prisión  ,  cautividad  ,  prohi- 
bición de  su  propio  juez,  tiempo  de  ferias  ú  otra  razón 
semejante;  —  ni  el  juez  mayor  ó  igual  al  que  le  emplace;  — 
ni  el  clérigo  mientras  dice  misa  ó  reza  las  horas  canónicas 
en  la  iglesia  ;  —  ni  el  monje  ó  religioso  que  se  halla  bajo  la 
obediencia ,  pues  la  citación  debe  entenderse  con  el  prelado  ; 

—  ni  el  que  estuviese  ocupado  en  el  servicio  de  la  repúbli- 
ca ,  si  bien  debe  comparecer  por  procurador  ;  —  ni  los  no- 
vios el  dia  en  que  se  casan  ;  —  ni  el  que  va  acompañando 
algún  cadáver  de  su  casa  ó  de  la  de  su  señor,  amigo  ó  pa- 
riente ,  hasta  después  del  entierro  ;  —  ni  los  menores ,  locos, 
pródigos  y  mentecatos  que  tienen  curador;  —  ni  el  prego- 
nero^  ínterin  pregona  ;  —  ni  el  que  está  llamado  al  mismo 
tiempo  por  otro  juez  superior,  pues  debe  presentarse  á  este  ; 

—  ni  la  mujer  á  quien  el  juez  hubiere  intentado  hacer  fuer- 
za ,  ó  con  quien  hubiere  querido  casarse  contra  su  voluntad; 
leyese,  6  y  il',  lit.  7,  Part.  3. 

Contra  el  verdadero  rebelde  ó  contumaz  puede  proceder 
el  juez  por  prisión ,  embargo  de  bienes,  condenación  de 
costas,  imposición  de  multa  y  otras  penas  arbitrarias,  pero 
no  por  condenación  á  perdimiento  de  la  causa  ni  por  confis- 
cación de  bienes,  aunque  el  delito  sea  grave  y  estraordinario,; 
leyS,  til.  7,  Parí.  5.  —  Si  el  actor,  contestada  la  demanda, 
se  ausenta  ó  no  quiere  comparecer,  puede  compelerle  á 
pedimento  del  reo  y  no  de  oficio  á  proseguir  el  pleito;  y  en 
caso  de  no  proseguirle,  debe  absolver  á  este  de  la  instancia, 
y  condenar  á  aquel  en  las  costas  y  daños  que  le  hubiese 
causado  y  no  oirle  después,  á  monos  que  prest:-!  caución  do 
comparecer  y  continuarla  ,  ó  pruebe  haber  eMado  impedido 
legítimamente,  ó  el  reo  haya  sido  también  contumaz,  en  cuyo 
caso  se  compensa  la  contumacia  del  uno  con  la  del  otro  ;  ley  9, 
til.  22,  Part.  5.  —  Si  el  reo  es  contumaz  ó  rebelde,  liona 
el  ador  dos  medios  para  conseguir  su  pretensión.  El  primero 
es  el  regular  de  seguir  la  causa  por  rebeldía  hasta  la  senten- 
cia definitiva  inclusive,  para  lo  cual  señala  el  juez  los  estra- 
dos del  tribunal  por  procurador,  y  en  ellos  se  leen  sus  pro- 

(i)  En  Belcña,  provid.  n.  621  ,  pueden  verse  la  cédula  de  10 
de  marzo  de  1774,  y  aulo  de  G  de  junio  de  1806,  con  otras  cita- 
das allí,  que  previenen  se  sustancien  y  concluyan  los  negocios  eu 
todos  los  tribunales  eclesiásticos  y  seculares  de  América  con  una 
sola  rebeldía,  en  lugar  de  las  tres  con  que  se  hacia  antes.  Yéanse 
los  núms.  4077  y  4078  de  las  Pandectas  Mejic. 
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videncias ,  causando  al  reo  el  mismo  perjuicio  que  si  se  le 
notificasen  en  persona.  En  tal  caso  estando  el  reo  en  el  pue- 
blo y  la  causa  no  líquida  ,  se  declara  por  contestada  la  de- 
manda á  la  tercera  rebeldía  que  el  actor  le  acusa  :  se  recibe 
á  prueba  y  se  le  hace  saber  el  auto  de  esta  :  justifica  el  actor 
su  acción,  y. pasado  el  término  de  prueba  y  hecha  publica- 
ción si  la  pide ,  alega  de  bien  probado,  concluye,  y  el  juez 
procede  à  sentenciar  la  causa,  notificándose  las  diligencias 
de  sustanciacion  en  los  estrados  de  la  audiencia ,  á  escepcion 
de  las  de  demanda  ,  prueba  y  sentencia  que  se  le  deben  ha- 
cer saber  en  persona  ,  y  no  dejándose  ver  ásu  mujer,  hijos 
ó  criados,  ó  no  teniéndolos  á  sus  vecinos  mas  inmediatos, 
y  pasado  el  término  de  la  apelación  declara  la  sentencia  por 
pasada  en  autoridad  de  cosa  juzgada,  y  la  hace  ejecutar: 
todo  á  instancia  del  mismo  actor  ;  leyes  1  y  2 ,  tít.  5,  lib.  1 1 , 
Nov.  Rec,  y  ley  10,  lit.  20,  Part.  3.  Si  el  reo  se  halla  do- 
miciliado en  otra  jurisdicción  ,  estando  sujeto  en  aquel 
negocio  al  juez  que  conoce  de  él,  aunque  según  ley  debe 
ser  uno  y  perentorio  el  término  sin  necesidad  de  otro  ni  es- 
tar obligado  el  actor  á  acusarlas  rebeldías  sino  al  fin  de  él, 
mandándose  notificar  los  autos  y  demás  diligencias  en  los 
estrados  de  la  audiencia;  se  suelen  librar  no  obstante  cua- 
tro despachos  ó  requisitorias  en  el  discurso  del  pleito,  no 
estando  muy  distante  el  reo  :  el  primero  de  emplazamiento 
con  término  perentorio  para  que  comparezca  :  el  segundo, 
para  hacerle  saber  el  auto  de  prueba ,  pues  aunque  no  haya 
comparecido  hasta  entonces,  se  le  deben  entregar  los  autos 
si  comparece  y  los  pide ,  y  admitir  las  pruebas  que  hiciere 
dentro  del  término  :  el  tercero,  para  notificarle  la  sentencia 
por  si  quisiere  apelar  de  ella;  y  el  cuarto,  para  que  una  vez 
declarada  la  sentencia  por  pasada  en  autoridad  de  cosa  juz- 
gada ,  se  ejecute  en  su  persona  y  bienes.  —  El  segundo  me- 
dio que  las  leyes  conceden  al  actor  contra  el  reo  contumaz, 
es  el  llamado  de  asentamiento ,  por  el  cual  si  la  demanda 
fuere  sobre  acción  real,  la  cosa  demandada  se  ha  de  entregar 
al  actor;  y  si  fuere  sobre  acción  personal,  se  le  han  de  dar 
bienes  muebles ,  ó  en  su  defecto  raices  del  reo ,  hasta  en  la 
cantidad  á  que  ascienda  la  deuda.  Si  el  reo  compareciere  á 
alegar  de  su  justicia  dentro  de  dos  meses  siendo  la  acción 
real,  y  de  uno  siendo  personal ,  purga  la  rebeldía  ,  y  se  le 
devuelven  los  bienes ,  siguiéndose  la  causa  enjuicio  ordina- 
rio; leyes  diadas.  Pero  este  medio  de  asentamiento  no  está 
en  uso  en  muchas  partes ,  y  así  es  que  suele  echarse  mano 
del  primer  medio  llamado  de  prueba.  Por  lo  que  hace  á  la 
rebeldía  en  asuntos  criminales,  véase  'Juicio  criminal  con- 
iru  reos  ausentes. 

Sin  embargo  ,  el  reglamento  de  justicia  de  26  de  setiem- 
bre de  1855  tiene  dispuesto  :  que  sean  precisos  y  perento- 
rios, como  corresponde  ,  los  términos  que  las  leyes  recopi- 
ladas señalan  para  el  emplazamiento  del  demandado  en  los 
juicios  ordinarios  para  la  contestación  á  la  demanda  ,  oposi- 
ción y  prueba  de  las  escepciones  y  reconvenciones ,  y  escri- 
tos de  réplica  y  duplica  ;  y  que  el  juez,  bajo  su  mas  estrecha 
responsabilidad  ,  no  pueda  nunca  prorogar  estos  términos 
sino  por  causa  justa  y  verdadera  que  se  esponga ,  y  por  el 
tiempo  absolutamente  necesario  ,  con  tal  que  la  próroga  no 
esceda  en  ningún  caso  del  término  señalado  por  la  ley;  de- 
biendo bastar  siempre  el  que  se  acuse  una  sola  rebeldía , 
cumplido  que  sea  el  término  respectivo ,  para  que  sin  nece- 
sidad de  especial  providencia  se  despache  el  apremio  y  se 
recojan  los  autos  á  fin  de  darles  su  debido  curso. 

REBELDÍA  en  asuntos  mercantiles.  Véase  Juicio  or- 
dinario en  asuntos  de  comercio ,  §  X. 

REBELIÓN.  El  levantamiento  ó  conspiración  de  muchos 
contra  la  patria  ó  el  gobierno;  —  y  el  acto  de  impedir  con 
violencia  la  ejecución  de  las  órdenes  emanadas  de  la  auto- 
ridad pública.  Véase  Lesa  majestad  y  Resistencia  á  la  jus- 
ticia. 


REGADO  de  justificación.  El  instrumento  ó  papel  que 
se  presenta  para  cobrar  ó  aclarar  algún  derecho.  Véase 
Instrumento.  Sacar  los  recados  es  acudir  al  juez  eclesiástico 
para  que  se  hagan  los  autos  matrimoniales,  y  sacar  el  des- 
pacho para  las  amonestaciones. 

RECAMBIO.  El  segundo  cambio ,  ó  el  precio  de  un 
nuevo  cambio  debido  por  una  letra  que  vuelve  protestada, 
y  que  debe  reembolsar  á  su  tenedor  el  que  la  ha  librado  ó 
endosado  ;  ó  mejor  :  el  precio  del  nuevo  cambio  que  el  por- 
tador de  una  letra  protestada  tiene  que  pagar  por  la  nego- 
ciación de  la  nueva  letra  que  gira  sobre  el  librador  ó  alguno 
de  los  endosantes  de  la  protestada  para  reembolsarse  del 
importe  de  esta.  Para  entender  bien  esta  palabra,  es  nece- 
sario saber  que  el  portador  de  una  letra  de  cambio ,  en  caso 
de  que  se  le  niegue  el  pago  de  su  importe  ,  puede  luego  que 
haga  su  protesto ,  tomar  de  un  banquero  del  lugar  en  que 
debia  pagarse  la  letra ,  una  cantidad  de  dinero  igual  á  la 
contenida  en  la  letra  no  pagada ,  y  darle  en  trueque  del  di- 
nero que  recibe  de  él  una  letra  de  cambio  de  la  misma  suma 
girada  á  cargo  del  librador  de  la  protestada  ó  de  uno  de  los 
endosantes  :  ahora  pues,  el  derecho  de  cambio  que  se  lleva 
el  banquero  por  dar  dinero  en  lugar  de  la  letra  que  recibe, 
es  lo  que  se  llama  recambio,  en  razón  de  que  ya  se  pagó 
otro  cambio  al  librador  de  la  primera  letra.  Véase  Resaca. 

RECARGAR.  Hacer  nuevo  cargo  ó  reconvención  al  reo, 
ó  retenerle  en  la  prisión  por  diferente  juez  ó  nueva  cau- 
ca. Recargo  es  pues  el  nuevo  cargo  ó  reconvención  que  se 
hace  á  un  acusado,  y  la  retención  del  reo  por  nueva  causa, 
ó  por  otro  juez. 

-f-  RECAUDADOR  de  contribuciones.  Véase  Cobra- 
dor de  contribuciones. 

RECAUDO.  La  caución ,  fianza  ó  seguridad. 

RECEPCIÓN.  La  admisión  de  una  persona  en  algún 
empleo,  comunidad,  congregación,  gremio  ó  colegio;  —  y 
hablando  de  testigos  el  examen  que  se  hace  judicialmente 
de  ellos  para  averiguar  la  verdad. 

RECEPTA.  El  libro  en  que  se  asientan  las  multas  im- 
puestas por  algún  tribunal. 

RECEPTADOR.  El  que  oculta  ó  encubre  maliciosa- 
mente algún  delito  ó  reo.  Véase  Encubridor  y  receptador. 

RECEPTOR.  El  escribano  que  en  virtud  de  facultad  ó 
comisión  de  un  tribunal  sale  á  practicar  diligencias  judicia- 
les. El  supremo  consejo  tenia  antiguamente  cien  receptores, 
que  después  se  redujeron  á  cincuenta,  y  las  audiencias  te- 
nían también  un  número  fijo  que  por  fin  han  sido  todos 
suprimidos,  y  así  no  se  debe  hacer  propuesta  para  recep- 
tores, cuyas  plazas  no  están  asignadas  en  las  ordenanzas, 
pues  por  el  hecho  de  no  asignarse  quedan  suprimidas;  real 
orden  de  25  de  diciembre  de  1855;  quedando  sin  embargo 
los  dueños  de  dichos  oficios  con  el  derecho  de  ser  reintegra- 
dos según  y  en  la  forma  prescrita  por  regla  general  para  los 
demás  enajenados  de  la  corona;  real  orden  de  h  de  diciem- 
bre de  18ft0. 

RECEPTOR.  El  tesorero  que  recibe  los  caudales;  y  asi 
se  llama  receptor  general  el  súgeto  en  cuyo  poder  entran 
todas  las  multas  por  causas  civiles  y  criminales,  impuestas 
por  los  tribunales  superiores. 

RECEPTORÍA.  El  oficio  de  receptor;  y  el  despacho  ó 
comisión  que  llevaba  el  receptor  cuando  salia  á  desempeñar 
algún  negocio  que  le  habia  encargado  el  tribunal. 

RECIBIDOR.  En  la  orden  de  San  Juan  el  ministro  que 
la  religion  tiene  diputado  para  recaudar  todos  los  caudales 
que  le  pertenecen. 

RECIBO.  El  escrito  ó  resguardo  firmado  en  que  uno  de- 
clara haber  recibido  de  otro  alguna  cosa.  Véase  Contrato 
literal  é  Instrumento  privado  y  ejecutivo. 

RECÍPROCO.  Lo  que  se  hace  mutuamente  por  una  y 
otra  parte. 
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RECLAMACIÓN.  La  oposición  ó  contradicción  que  se 
hace  de  palabra  ó  por  escrito  contra  alguna  cosa  como  in- 
justa ,  ó  mostrando  no  consentir  en  ella  ;  —  y  la  reivindica- 
ción ó  demanda  que  hace  dé  una  cosa  el  que  tiene  derecho 
de  dominio  en  ella  contra  el  que  la  posee  ó  la  detenta. 

RECLUSION.  La  pena  de  encierro  que  se  impone  á  los 
reos  de  ciertos  delitos.  Véase  Cárcel,  Prisión,  Presidio  y 
Calera. 

RECOMENDACIÓN.  El  ruego  ó  encargo  que  uno  hace 
á  otro  á  favor  de  un  tercero.  La  simple  recomendación  no 
produce  obligación  ni  fianza ,  porque  el  que  recomienda  no 
manda,  á  no  ser  que  intervenga  dolo.  En  el  comercio  toda 
carta-órden  de  crédito  que-  no  se  conlraiga-á  cantidad  fija, 
como  máximum  de  la  que  deberá  entregarse  al  portador,  se 
considera  simple  carta  de  recomendación. 

RECOMPENSA.  La  remuneración  ó  gratificación  que 
se  da  por  algún  servicio  ó  alguna  buena  obra.  La  ley  ofrece 
recompensa  al  que  habiendo  tratado  con  otros  de  cometer 
alguna  traición  contra  el  Estado,  la  descubre  á  la  autoridad 
antes  de  hacerse  juramento  sobre  tal  convenio  ;  y  el  ma- 
gistrado la  promete  á  veces  á  quien  entregue  vivo  ó  muerto 
algún  malhechor.  Véase  Lesa  majestad  y  Proscripción.  —  Si 
un  padre  en  su  testamento,  después  de  haber  dejado  á  un 
hijo  ilegítimo  cuanto  le  permite  la  ley,  manda  que  se  le  en- 
tregue ademas  cierta  cosa  ó  cantidad  á  título  de  recompensa, 
mercedis  gralia ,  por  algunos  servicios  que  dice  haber 
recibido  de  él ,  no  estarán  obligados  á  dársela  los  herederos, 
mientras  el  tal  hijo  no  acredite  la  realidad  de  los  servicios  , 
por  presumirse  que  el  difunto  los  supuso  y  alegó  en  fraude 
de  la  ley  y  en  perjuicio  de  sus  legítimos  herederos.  Ley  3, 
lit.  ih,  Part.  3. 

RECONCILIACIÓN.  La  renovación  de  la  amistad  que 
se  habia  quebrado,  ó  la  reunion  de  los  ánimos  que  estaban 
desunidos.  La  reconciliación  estingue  la  acción  de  injuria  ; 
de  suerte  que  despues  que  el  injuriado  se  ha  reconci- 
liado con  el  injuriante ,  ya  sea  espresamente  por  palabras 
positivas,  ya  sea  tácitamente  por  hechos,  como  si  se 
acompaña  de  su  grado  y  comeó  bebe  con  él,  ya  no  puede 
acusarle  ó  ponerle  querella;  ley  22,  lit.  9,  Part.  7.  La  re- 
conciliación del  marido  con  la  mujer  estingue  la  acción  de 
adulterio,  sea  también  espresa  ó  tácita,  como  si  después  del 
delito  la  recibe  en  su  lecho  y  la  tiene  en  su  casa  ;  ley  8 , 
til.  7,  Parí.  7.  Parece  igualmente  que  la  reconciliación  del 
padre  con  el  hijo  debe  revocar  la  desheredación  hecha  por 
aquel;  de  modo  que  aunque  el  heredero  instituido  pruebe 
la  causa,  si  el  hijo  prueba  por  otra  parte  la  reconciliación  , 
ha  de  quedar  este  reintegrado  en  sus  derechos  por  una 
consecuencia  necesaria  ;  pues  si  el  padre  olvidó  la  causa  que 
le  habia  impelido  á  dar  un  paso  lan  contrario  á  sus  senti- 
mientos naturales,  no  se  presenta  ya  razón  bastante  fuerte 
para  sostener  los  efectos  de  una  causa  que  ya  no  existe  , 
subíala  causa  lollilur  effectus ,  principalmente  sise  hace 
constar  de  algún  modo  que  el  padre  no  dejó  de  variar  su 
testamento  sino  por  razones  independientes  de  su  voluntad. 
—  También  hay  reconciliación  de  iglesia,  que  no  es  otra 
cosa  sino  la  nueva  bendición  que  se  hace  de  una  iglesia  que 
ha  sido  violada  ó  profanada  por  alguna  efusión  de  sangre  ú 
otro  escándalo;  ley  20,  til.  10,  Part.  i. 

RECONDUCCIÓN.  El  contrfco  de  segundo  arrenda- 
miento, que  se  celebra  con  alguno  después  de  cumplido  el 
tiempo  del  primero;  ó  bien  :  la  renovación  de  un  arrenda- 
miento. Puede  hacerse  espresa  ó  tácitamente  :  espresamente, 
esto  es,  por  escrito  ó  palabras  positivas  entre  las  partes  : 
tácitamente,  esto  es,  no  avisándose  á  tiempo  la  despedida  los 
contrayentes.  Si  cumplido  el  tiempo  del  arriendo  de  heredad 
de  pan,  viña,  huerta  ó  cosa  semejante  de  labor  y  esquilmo, 
permanece  en  ella  su  arrendatario  por  tres  ó  mas  dias,  sin 
dejarla  al  dueño,  se  entiende  arrendada  para  el  año  siguiente, 


bajo  el  mismo  precio  que  en  cada  uno  de  los  pasados;  poro 
siendo  casa  ú  otro  edificio ,  solo  estará  obligado  el  arrenda- 
tario á  satisfacer  lo  correspondiente  al  tiempo  que  mas  la 
tenga  ó  habite  con  respecto  al  anterior  :  y  es  la  razón  de 
esta  diferencia,  que  las  casas  en  cualquiera  estación  del  año 
pueden  servir  y  alquilarse,  al  paso  que  en  las  heredades  el 
tiempo  que  las  retenga  su  arrendatario  podria  ser  causa  do 
que  el  dueño  no  encontrase  otro  para  aquel  año,  y  perdiese 
su  renta  y  fruto;  ley  20, lit.  8,  Part.  S.  Esto  es  loque  está 
dispuesto  en  las  Partidas;  mas  la  Novísima  Recopilación, 
después  de  ordenar  que  en  los  arrendamientos  de  tierras  , 
fundos  y  posesiones  de  particulares  tengan  libertad  sus  due- 
ños para  hacerlos  como  les  acomode  y  se  convengan  con  los 
colonos,  previene  que  en  el  principio  del  último  año  esti- 
pulado tengan  obligación  el  dueño  y  colono  de  avisarse  para 
su  continuación  ó  despedida,  como  mutuo  desahucio;  y  fal- 
tando el  aviso  del  último  año,  si  solo  se  hiciere  en  el  fin  do 
este ,  se  entienda  deber  seguir  el  año  inmediato ,  como  tér- 
mino para  prevenirse  cualquiera  de  las  partes ,  sin  que  los 
colonos  tengan  derecho  de  tanteo ,  ni  á  ser  mantenidos  mas 
que  el  tiempo  estipulado  en  los  arrendamientos ,  esceplo  en 
los  paises ,  pueblos  ó  personas  en  que  haya  privilegio ,  fuero 
ú  otro  derecho  particular.  Esta  ley  parece  habla  solamente 
de  las  tierras  de  labor;  pero  algunos  la  estienden  también 
á  las  casas;  ley  3,  lit.  10,  lib.  iO,  Nov.  Rec.  Mas  téngase 
presente  lo  que  se  dice  en  el  art.  Arrendamiento  de  casas, 
y  en  Arrendatario. 

RECONOCIMIENTO.  La  declaración  ó  confesión  quo 
uno  hace  de  alguna  obligación  que  tiene  á  favor  de  otro  , 
como  reconocimiento  de  dote,  reconocimiento  de  vale.Véaso 
Confesión,  Dole  confesada,  Instrumento  privado,  Instru- 
mento ejecutivo,  Legado  de  deuda,  Legado  de  dote,  y  Prueba 
en  materia  criminal. 

RECONOCIMIENTO.  El  examen ,  registro,  inquisición 
ó  averiguación  que  se  hace  de  alguna  cosa.  Véase  Inspec- 
tion ocular,  Juicio  criminal  informativo,  Herido,  Cuerpo, 
del  delito ,  Peritos ,  Monedero  falso. 

RECONOCIMIENTO  de  hijos. Véase  Paternidad,  Parlo 
y  Filiacio7i. 

RECONVENCIÓN.  La  acción  con  la  cual  se  pide  contra 
la  misma  persona  que  pedia;  ó  bien  :  la  petición  que  pono 
el  reo  contra  el  actor  ante  el  mismo  juez  después  de  contes- 
tada la  demanda;  Décret.,  lib.  2,  til.  ft,  de muluis petitionib. 
El  demandado  no  solo  puede  alegar  escepciones  para  des- 
truir ó  enervar  la  pretensión  del  demandante,  sino  que  si 
tiene  algún  derecho  ó  acción  para  reconvenirle  judicial- 
mente, puede  usar  de  este  derecho  ó  acción  ante  el  mismo 
juez  por  quien  ha  sido  emplazado  ,  aunque  no  sea  compe- 
tente para  el  actor;  y  esto  es  lo  que  se  llama  reconvención 
ó  mutua  petición  ,  la  cual  se  ha  introducido  para  que  so 
disminuya  el  número  de  los  pleitos ,  y  para  que  no  se  mo- 
leste ni  distraiga  al  actor  poniéndole  demanda  ante  otro 
juez  y  obligándole  de  este  modo  á  que  por  atender  á  la  de- 
fensa de  esta  nueva  causa  tenga  que  abandonar  la  que  ha 
entablado  contra  el  reo.  La  reconvención  tiene  cierta  seme- 
janza con  la  compensación  ;  pero  se  diferencia  de  ella  :  Io.  en 
que  el  que  opone  la  compensación  confiesa  el  débito,  y  no 
el  que  hace  la  reconvención  ,  de  modo  que  el  deudor  quo 
no  está  bien  cerciorado  de  la  legitimidad  de  su  crédito  debo 
preferir  la  reconvención  á  la  compensación  :  —  2o.  en  quo 
la  compensación  no  puede  recaer  á  lo  mas  sino  sobre  una 
cantidad  igual  á  la  que  se  pide  al  reo  en  la  demanda,  al  paso 
que  la  reconvención  abraza  todo  el  crédito  que  el  reo  tiene 
á  su  favor;  de  suerte  que  si  teniendo  el  reo  un  crédito  supe- 
rior al  débito  ,  usa  del  medio  de  la  compensación,  se  verá 
precisado  después  á  valerse  de  la  reconvención  para  cobrar 
el  esceso  ;  —  5o.  en  que  el  reo  vencido  en  la  compensación 
puede  usar  luego  de  la  reconvención ,  y  no  al  revés  ;  — 
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4o.  en  que  la  compensación  puede  oponerse  en  la  segunda 
instancia  ,  aunque  se  haya  omitido  en  la  primera,  lo  cual 
no  sucede  con  la  reconvención. 

Está  obligado  el  actor  á  responder  á  la  reconvención  en 
el  mismo  juicio  y  ante  el  mismo  tribunal  en  que  puso  su  de- 
manda ,  aunque  este  sea  incompetente  para  él  por  gozar  de 
fuero  privilegiado;  de  manera  que  si  se  escusa  á  ello,  puede 
también  el  reo  negarse  á  contestarle  por  su  parte ,  pues  la 
condición  de  los  dos  debe  ser  igual ,  y  ambas  causas  han  de 
tratarse  á  un  mismo  tiempo;  ley  h,  lit.  10,  y  ley  32,  til.  2, 
Part.  3.  De  aquí  es  que  el  clérigo  de  orden  sacro  que  de- 
mandó al  lego  ante  el  juez  seglar,  como  corresponde,  tiene 
que  contestar  ante  el  mismo  juez  á  la  reconvención  que  el 
reo  le  oponga  por  via  de  escepcion  y  defensa  ó  por  via  de 
acción  :  «  Si  el  clérigo,  dice  la  ley  57,  tít.  6,  Part.  1,  de- 
mandare al  lego  alguna  cosa  temporal ,  tal  demanda  como 
esta  debe  ser  fecha  ante  el  judgador  seglar  ;  et  si  ante  quel 
pleito  se  acabase ,  el  lego  á  quien  demanda  quisiere  facer 
otra  demanda  al  clérigo  su  demandador,  allí  debe  respon- 
der este  por  aquel  mismo  juicio,  et  non  se  puede  excusar  por 
la  franqueza  que  han  los  clérigos  por  razón  de  la  iglesia.  » 
Dicen  sin  embargo  los  autores,  fundados  en  los  cánones, 
que  el  lego  demandado  no  puede  reconvenir  al  clérigo 
demandante  ante  el  juez  seglar  en  ninguno  de  estos  tres 
casos  :  Io.  sobre  cosa  espiritual  ó  aneja  á  ella,  porque  si  bien 
la  reconvención  quita  el  privilegio  de  la  persona,  no  quita 
empero  el  de  la  causa  de  que  el  juez  no  puede  conocer  por 
falta  de  jurisdicción  aun  cuando  las  partes  lo  consientan  :  — 
2o.  por  delito  cometido  por  el  clérigo  contra  el  lego  aunque 
este  lo  intente  civilmente,  pues  milita  la  propia  razón  que  se 
acaba  de  deducir  :  —  3o.  cuando  el  lego  injurió  ó  hizo  daño 
al  clérigo  para  que  demandándole  este  ante  el  juez  seglar 
pudiese  reconvenirle  ante  el  mismo ,  pues  entonces  estaría 
en  el  arbitrio  del  uno  sujetar  ó  atraer  al  otro  á  la  jurisdic- 
ción de  juez  ajeno;  Greg.  López  en  la  glos.  4  de  la  cil.  Iey\i7  ; 
cap.  3,  de  ordin.  cognit.  in  6,  lit.  qui  filii  sint  legilimi,  cap. 
unie,  de  clerig.  conjug.  in  6  ,  cap.  sedes  15  y  16  de  rescriptis. 
Mas  el  actor  lego  que  demanda  á  un  clérigo  ante  el  juez 
eclesiástico ,  ¿  podrá  ser  reconvenido  ante  el  mismo  sobre 
cosa  profana?  Los  autores  guardan  silencio  sobre  este  punto  ; 
y  de  ahí  deduce  otro  autor,  el  conde  de  la  Cañada  en  el 
capítulo  6,  parte  primera  de  sus  instituciones  prácticas,  que 
no  hallarán  motivo  para  dudar  de  que  así  sea,  guardándose 
entera  uniformidad  entre  clérigos  y  legos,  pues  así  como 
aquellos  sin  embargo  de  no  poder  renunciar  la  inmunidad 
de  su  fuero  se  sujetan  al  común  ú  ordinario  por  efecto  de  la 
reconvención ,  también  los  legos ,  aunque  les  eslá  prohibido 
someterse  en  las  causas  profanas  al  fuero  eclesiástico,  han 
de  ceder  a)  beneficio  público  en  que  se  funda  la  reconven- 
ción con  lodos  sus  efectos. 

La  demanda  y  la  reconvención  caminan  á  igual  paso  ,  se 
siguen  á  un  propio  tiempo  y  en  la  misma  forma  ,  y  se  de- 
terminan en  una  sentencia  ,  bien  que  por  su  orden,  aunque 
la  reconvención  sea  de  mas  entidad  (1);  pero  si  la  causa  prin- 
cipal requiriese  brevedad  por  ser  sumaria,  y  la  reconven- 
ción exigiese  prolijo  examen  por  ser  plenaria,  y  no  estar 
líquida  ni  poderse  liquidar  ni  probar  con  prontitud,  debería 
entonces  el  juez  proferir  ásu  tiempo  la  sentencia  sobre  cada 
una ,  sin  aguardar  la  liquidación  y  prueba  de  la  reconven- 
ción para  decidir  sobre  la  demanda ,  porque  en  esto  haría 
agravio  al  actor  (2).— La  reconvención  puede  proponerse  en 
cualquier  estado  de  la  causa  ,  según  el  derecho  canónico  ; 
cap.  3,  de  rescriplis  in  6,  ley  i,  lit.  7,  lib.  11,  Nov.  Rec; 
pero  según  el  derecho  civil,  ha  de  entablarse  precisamente 

(i)  Véase  á  Cavalario .  tom.  6,  «rp.  22,  §7.  Reconventionis 
dcscriptio,  |  8,  etc. 

(2)  Febr.  mej.,  toin.  4,  pág.  470,  n,  7,  <•       . 


dentro  de  los  mismos  veinte  dias  concedidos  para  proponer 
las  escepciones  perentorias  ;  y  al  mismo  tiempo  ha  de  pre- 
sentar el  reo  las  escrituras  de  prueba,  pues  no  se  le  admi- 
tirán después  sino  es  que  jure  no  haberlas  podido  lograr 
antes,  y  si  ha  de  valerse  de  testigos,  debe  jurar  que  los 
tiene  y  que  cree  poder  justificar  con  ellos  su  derecho;  ley  1 
cit.  De  la  reconvención  y  documentos  se  da  traslado  al  actor, 
quien  debe  contestar  á  ella  y  presentar  las  escrituras  que  la 
enerven,  dentro  de  nueve  dias  que  se  cuentan  desde  el  de  la 
notificación  del  traslado  esclusive ,  y  que  corren  de  momento 
á  momento ,  aunque  sean  feriados.  De  la  contestación  y  do- 
cumentos del  actor  se  comunica  igual  traslado  al  reo ,  para 
que  en  el  término  de  seis  dias  deduzca  sus  réplicas  ó  con- 
cluya. Fuera  de  estos  términos  ya  no  se  admiten  escrituras, 
sino  es  jurando  haber  venido  nuevamente  á  su  noticia;  en 
cuyo  caso  puede  presentarlas  el  actor  hasta  sentencia  inter- 
locutoria ,  y  el  reo  hasta  la  definitiva.  Sin  mas  pedimento  ni 
auto  de  conclusion  se  tiene  el  pleito  por  concluso  ,  aunque 
las  partes  no  concluyan;  Ze¡/es2y3,  lit.  7,  lib.  11, Nov. Rec. 
Esto  es  lo  que  dispone  la  ley  ;  pero  lo  que  se  practica  cuando 
se  sigue  llanamente  el  juicio  y  no  hay  artículos  dilatorios  , 
es  dar  el  actor  dos  pedimentos  principales  que  son  el  de 
demanda  y  el  de  réplica  al  de  contestación  del  reo ,  respon- 
diendo en  la  réplica  al  mismo  tiempo  á  la  reconvención; 
y  el  reo  otros  dos,  el  uno  contestando  á  la  demanda  en  el 
que  pone  la  reconvención  y  escepciones  perentorias  ,  y  el 
otro  satisfaciendo  á  la  réplica  del  actor ,  ó  concluyendo 
para  prueba  ;  bien  que  el  actor  en  vista  de  la  contes- 
tación y  reconvención  puede  concluir  sobre  todo  sin  re- 
plicar. Si  se  forma  algún  artículo  ,  se  da  por  cada  parte  su 
pedimento  sobre  él,  y  del  último  se  comunica  traslado  al 
que  le  formó  para  que  concluya;  y  decidido,  se  continúa  el 
negocio  principal,  en  caso  de  que  con  el  artículo  no  se  ter- 
mine, pues  mientras  dura  este ,  debe  estar  suspenso  el  curso 
de  aquel.  Si  el  actor  no  responde  á  la  reconvención ,  sino 
que  concluye  llanamente,  se  estima  haber  respondido  á 
ella  ,  y  el  pleito  se  recibe  á  prueba  sobre  lodo  ;  y  si  concluye 
sobre  su  demanda,  desentendiéndose  de  la  reconvención, 
se  da  traslado  de  la  conclusion  al  reo  ,  quien  pretende  que 
en  atención  á  no  oponer  su  contrario  escepcion  que  le  exima 
de  responder  á  su  reconvención ,  se  haya  esta  por  contes- 
tada y  los  autos  por  conclusos  para  prueba  ó  para  los  efectos 
á  que  haya  lugar  en  derecho;  y  el  juez  así  lo  declara  sin 
dar  mas  audiencia. 

La  reconvención  tienelugarencualquieracausa, no  repug- 
nándolo su  naturaleza  ó  no  habiendo  prohibición  especial , 
aunque  las  dos  sean  de  diverso  género ,  como  si  la  demanda 
es  por  la  acción  de  compra  y  la  reconvención  por  la  de  mu- 
tuo, ó  la  una  procede  de  acción  real  y  la  otra  de  personal,  ó 
una  es  sumaria  y  otra  plenaria.  En*  las  causas  ejecutivas 
tiene  lugar,  según  algunos ,  cuando  ambas  se  pueden  liqui- 
dar y  decidir  á  un  tiempo,  de  suerte  que  no  impida  la  una 
el  curso  de  la  otra;  pero  parece  ser  la  práclica  que  el  reo 
en  tal  caso  use  de  su  acción  en  forma  de  compensación  y 
defensa.  No  solo  en  las  causas  civiles,  sino  también  en  las 
criminales  se  admite  la  reconvención,  la  cual  loma  entonces 
con  mas  propiedad  el  nombre  de  recriminación ,  que  puede 
verse  en  el  artículo  siguiente.  Véase  también  Acumulación 
de  acciones. 

RECRIMINACIÓN.  La  acusación  que  hace  un  acusado 
contra  su  acusador  ;  y  es  en  las  causas  criminales  lo  mismo 
que  la  reconvención  en  las  civiles.  Se  admite  al  acusado  la 
recriminación  de  un  delito  mayor  que  el  suyo  ,  pero  no  de 
un  delito  igual  ó  menor,  á  no  ser  que  se  hubiere  cometido 
contra  él  ó  sus  parientes,  ó  que  por  su  acusación  se  liberto 
del  delito  que  se  le  imputa  :  Negando,  est  uceusalis ,  dice  el 
derecho  romano,  qui  non  suas  suorumve  injurias  exequunlur, 
licentia  criminandi  inpari  velminori  crimine  priusquam  íc 
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crimine  r¡uo  premunlur  exuerint.  Si  el  emplazado ,  según  la 
ley  4,  tít.  10,  Part.  3,  quisiere  también  demandar  al  actor,  y 
fuesen  las  dos  demandas  sobre  negocios  civiles,  no  suscep- 
tibles de  pena  de  muerte  ó  lesión  ,  se  deben  oir  y  librar 
juntas,  y  de  modo  que  vaya  delante  la  del  primero,  aunque 
sea  mayor  la  del  segundo  :  pero  siendo  ambas  de  acusa- 
ción ,  porque  pueda  recaer  pena  corporal  ó  pecuniaria  ,  se 
ha  de  oir  y  librar  la  mayor,  antes  de  principiar  la  menor; 
salvo  si  esta  fuese  por  razón  de  mal  ó  agravio  hecho  al  que 
la  intenta  ó  á  los  suyos  ,  en  cuyo  caso  se  oirán  y  librarán 
juntas.  El  acusado,  según  la  ley  4,  tít.  1,  Part.  7,  no  puede 
acusar  á  otro  por  delito  menor  ó  igual  al  suyo,  hasta  que  se 
acabe  el  pleito  de  su  acusación  ,  ni  el  sentenciado  á  muerte 
ó  destierro  perpetuo,  á  no  ser  por  delito  contra  su  persona 
ó  sus  parientes  en  cuarto  grado; mas  siendo  la  sentencia  de 
destierro  temporal,  podrá  acusar  á  su  acusador.  Yéase  Re- 
convención y  Acumulación  de  acciones. 

RECOPILACIÓN.  El  último  de  nuestros  códigos  que  se 
publicó  por  la  primera  vez  en  el  año  de  mil  quinientos  treinta 
y  siete  bajo  el  reinado  de  Felipe  II,  y  contiene  las  leyes  que 
sucesivamente  se  fueron  promulgando  desde  la  formación 
de  las  siete  Partidas  y  Fuero  Real  según  la  variedad  de 
tiempos  y  circunstancias,  como  también  muchas  que  esta- 
ban insertas  en  códigos  anteriores,  por  ejemplo  algunas  del 
Fuero  Juzgo,  y  de  las  llamadas  leyes  del  Estilo  ,  casi  todas 
.as  del  ordenamiento  de  Alcalá,  y  las  famosas  ochenta  y 
tres  leyes  de  Toro.  Se  han  hecho  después  varias  ediciones , 
añadiéndose  en  cada  una  de  ellas  las  leyes  que  se  iban  es- 
tableciendo en  el  intermedio  ;  y  en  el  año  de  1806  se  ha 
publicado  la  última  con  el  título  de  Novísima  Recopilación. 
Esta  se  halla  dividida  en  doce  libros  :  cada  libro  comprende 
diferentes  títulos;  y  cada  título  se  subdivide  en  diversas 
leyes.  El  primer  libro  trata  de  la  santa  Iglesia,  sus  derechos, 
bienes  y  rentas,  prelados  y  subditos,  y  patronato  real:  —  el 
segundo  ,  de  la  jurisdicción  eclesiástica,  ordinaria  y  mixta  ; 
y  de  los  tribunales  y  juzgados  en  que  se  ejerce  :  —  el'ter- 
cerc,  del  rey,  y  de  su  real  casa  y  corle  :  —  el  cuarto  ,  de 
la  real  jurisdicción  ordinaria,  y  de  su  ejercicio  en  el  supremo 
consejo  de  Castilla  :  —  el  quinto,  de  las  cnancillerías  y  au- 
diencias del  reino,  sus  ministros  y  oficiales  :  —  el  sexto,  de 
los  vasallos,  su  distinción  de  estados  y  fueros,  obligaciones, 
cargas  y  contribuciones  :  —  el  séptimo  ,  de  los  pueblos,  y 
su  gobierno  civil,  económico  y  político  :  —  el  octavo,  do 
las  ciencias,  artes  y  oficios  :  —  el  nono,  del  comercio,  mo- 
neda y  minas  :  —  el  décimo,  de  los  contratos  y  obligaciones, 
testamentos  y  herencias:  —  el  undécimo,  de  los  juicios 
civiles,  ordinarios  y  ejecutivos;  —  y  el  duodécimo,  de  los 
delitos  y  sus  penas,  y  de  los  juicios  criminales.  No  es  este 
un  cuerpo  completo  de  legislación;  pero  es  el  primero  que 
con  las  leyes  posteriores  debe  tenerse  presente  en  la  orde- 
nación y  decisión  de  los  pleitos  y  causas  civiles  y  crimina- 
les (1) ,  sin  que  de  nada  sirva  el  alegar  no  haberse  usado  ni 
guardado  (2).  En  lo  que  por  la  Recopilación  y  leyes  poste- 
riores no  pueda  determinarse  se  ha  de  guardar  el  Fuero 

(1)  En  cl  art.  Derecho  español  se  dijo  el  orden  que  se  debe  se- 
guir en  lispafía  en  la  observancia  de  códigos.  Entre  los  Mejicanos 
el  orden  que  ha  de  seguirse  es  el  siguiente  :  Io.  Los  decretos  de 
los  Congresos  mejicanos  :  —  2o.  Los  de  las  Cortes  españolas  :  — 
5o.  Las  cédulas  y  órdenes  posteriores  á  la  Nov.  Rec. ,  ó  las  orde- 
nanzas particulares  de  cada  ramo  en  sus  respectivos  asuntos,  si 
en  ellas  no  se  ha  hecho  novedad  :  —  U°.  La  Recopilación  de  In- 
dias: —  5o.  La  Recopilación  novísima,  por  la  que  se  entiende 
haber  cesado  la  Nueva  :  —  6o.  El  Fuero  Real  y  ordenamientos  : 
—  7o.  Las  Partidas,  que  son  código  subsidiario,  como  se  puede 
ver  por  la  cédula  de  15  de  julio  de  1788. 

(á)  La  ley  2 ,  tít.  i ,  lib.  2 ,  Rec.  de  Ind. ,  manda  .que  se  guar- 
den las  leyes  de  Castilla  en  lo  que  no  estuviere  decidido  por  las 
délas  Indias. 


Real  ó  Fuero  de  las  leyes,  aunque  no  se  haya  usado  ni  guar- 
dado ,  y  los  Fueros  municipales  de  cada  pueblo  en  cuanto 
se  hayan  usado  y  guardado  y  no  sean  contrarios  á  la  Re- 
copilación. En  ios  casos  que  no  puedan  decidirse  por  la 
Recopilación  ni  por  el  Fuero  Real  ni  por  los  Fueros  munici- 
pales, se  tiene  que  recurrir  á  las  leyes  de  las  Siele  Partidas, 
aunque  no  sean  usadas  ni  observadas,  y  no  á  otras  algunas. 
En  todo  caso  de  duda  sobre  la  interpretación  ó  declaración 
de  las  leyes  de  dichos  cuerpos ,  se  ha  de  acudir  al  soberano 
para  que  esplique  su  voluntad.  Véase  Derecho  civil  y  Ley.     , 

f  RECTOR.  La  persona  nombrada  directamente  por  el 
rey,  á  cuyo  cargo  está  el  gobierno  y  administración  de  la 
universidad.  Sobre  loque  corresponde  á  los  rectores  véase 
el  Reglam.  de  19  de  agoslo  de  1847. 

RECUDIMIENTO.  El  despacho  y  poder  que  se  da  al 
fiel  ó  arrendador  para  cobrar  las  rentas  que  están  á  su 
cargo. 

RECURSO.  La  acción  que  queda  á  la  persona  condenada 
en  juicio  para  poder  acudir  á  otro  juez  ó  tribunal  en  solici- 
tud de  que  se  enmiende  el  agravio  que  cree  habérsele  he- 
cho. Ademas  deJa  apelación,  súplica,  segunda  suplicación, 
recursos  ordinarios  y  estraordinarios ,  eran  muy  conocidos 
el  recurso  de  injusticia  notoria  y  el  de  fuerza. 

RECURSO  de  injusticia  notoria  (5).  El  recurso  que  tiene 
lugar  cuando  se  violan  de  un  modo  manifiesto  en  el  proceso 
las  formas  sustanciales  del  juicio  en  la  última  instancia  ó  por 
ser  el  fallo  dado  en  esta  contra  ley  espresa. 

En  los  casos  que  en  los  pleitos  de  comercio  tenga  lugar  el 
recurso  de  injusticia  notoria  en  conformidad  del  art.  1217 
del  cód.,  se  interpondrá  dentro  de  50  dias  después  de  noti- 
ficada la  ejecutoria  ante  el  tribunal  que  la  haya  pronuncia- 
do. Arl.  435. 

=  E1  art.  1217  del  cód.  de  com.  dice  «  que  de  la  senten- 
cia en  grado  de  apelación  confirmatoria  de  la  de  primera 
instancia ,  ni  de  la  de  revista  en  los  casos  que  esta  procede , 
no  se  da  otro  recurso  en  las  causas  de  comercio  que  el  de 
injusticia  notoria  :  este  recurso  tendrá  solamente  lugar 
cuando  se  interponga  de  sentencia  definitiva,  y  el  interés 
de  la  causa  esceda  de  cincuenta  mil  reales  vellón.  » 

Para  la  interposición  del  recurso  de  injusticia  notoria 
presentará  el  procurador  poder  especial  de  su  mandante. 
Art.  436. 

Del  escrito  en  que  se  interponga  el  recurso  se  dará  tras- 
lado á  la  parte  que  hubiere  ganado  la  ejecutoria  por  el  tér- 
mino de  tercero  dia ,  y  con  lo  que  esponga  se  declarará  si 
ha  lugar  ó  no  al  recurso.  Art.  457. 

Admitiéndose  el  recurso ,  se  mandará  en  la  misma  provi- 
dencia que  la  parte  que  lo  hubiese  interpuesto,  haga  el  de- 
pósito de  la  cantidad  de  cinco  mil  quinientos  reales  vellón 
en  el  establecimiento  público  que  esté  señalado  para  los 
depósitos  judiciales. 

Si  al  vencimiento  de  aquel  término  no  se  presentare  en 
autos  el  documento  que  acredite  estar  constituido  el  referido 
depósito,  se  declararé  per  desierto  á  solicitud  de  la  parto 
contraria  ,  y  no  se  admitirá  nueva  instancia  sobre  él. 
Art.  458. 

Acreditándose  el  depósito,  se  remitirán  los  autos  originales 
al  tribunal  supremo,  emplazándose  á  las  parles  para  que 
comparezcan  á  usar  de  su  derecho  t>n  el  término  de  treinta 
dias.  Art.  459. 

Luego  que  las  partes  se  personen  en  el  tribunal ,  se  les 
entregarán  los  autos  por  su  orden  con  término  de  diez  dias 
precisos  á  cada  una  de  ellas  para  el  solo  efecto  de  que  los 
>  

(5)  Véase  el  tít.  23,  lib.  H,  Nov.  Rec,  teniéndose  presente  que 
según  el  art.  54  de  la  5a.  ley  constit.  de  Méjico,  y  recursos  deta- 
llados en  la  de  administración  de  justicia  de  25  de  mayo  de  1837, 
no  tiene  lugar  en  la  república  el  de  injusticia  notoria. 
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defensores  tomen  la  instrucción  necesaria  para  informar  al 
tiempo  de  la  vista.  Arl.  lihO. 

No  se  admitirán  en  el  supremo  tribunal  documentos,  ale- 
gatos ni  pretensiones  de  especie  alguna  que  intenten  las 
partes.  Arl.  hh\. 

Devueltos  los  autos  por  el  procurador  que  loshaya  tomado 
en  último  lugar,  se  señalará  dia  parala  vista,  haciéndose 
saber  á  tocias  las  partes  litigantes.  Art.  hh°í. 

La  decisión  del  recurso  de  injusticia  notoria  en  las  causas  de 
comercióse  arreglará  por  el  artículo  1218  del  código.  Art.hhZ. 

=  El  art.  1218  dice  :  «  que  la  declaración  de  injusticia 
notoria  no  tiene  lugar  en  las  causas  de  comercio  sino  por 
violación  manifiesta  en  el  proceso  de  las  formas  sustanciales 
del  juicio  en  la  última  instancia,  ó  por  ser  el  fallo  dado  en 
esta  contra  ley  espresa.  » 

El  depósito  do  los  cinco  mil  quinientos  reales,  en  caso  de 
desestimarse  el  recurso,  tendrá  la  aplicación  prevenida  en 
las  leyes  comunes.  Art.  khh. 

La  interposición  del  recurso  de  injusticia  notoria  no  im- 
pedirá que  se  lleve  á  efecto  la  ejecutoria  del  tribunal  de 
apelación ,  bajo  fianza  idónea  á  juicio  del  mismo  tribunal  que 
asegure  las  resultas  del  recurso.  Art.  445. 

RECURSOS  DE  INJUSTICIA  NOTORIA  Y  DE  SEGUNDA  SUPLI- 
CACIÓN. El  reglamento  de  26  de  setiembre  de  183b  dice  en 
su  articulo  68 ,  que  los  recursos  de  injusticia  notoria  y  se- 
gunda suplicación  deben  continuar  en  sus  respectivos  casos 
con  arreglo  á  las  leyes  ;  pero  como  á  consecuencia  del  artí- 
culo 261  déla  Constitución  del  año  12  que  rige  como  decre- 
to, y  de  los  reales  decretos  de  20  de  agosto  de  1856  y  h  de 
noviembre  de  1858,  no  pueden  ya  interponerse  estos  recur- 
sos porque  el  primero  no  tenia  lugar  sino  respecto  de  los 
fallos  ejecutoriados  en  juicios  cuya  primera  instancia  se 
hubiese  seguido  ante  un  juez  inferior  ,  y  el  otro  cuando  el 
tribunal  superior  habia  conocido  en  primer  grado  en  virtud 
del  privilegio  que  se  llamaba  caso  de  corle,  solo  tiene  lugar 
en  el  dia  contra  las  ejecutorias  de  las  audiencias  y  del  tri- 
bunal especial  de  guerra  y  marina  el  recurso  de  nulidad 
ante  el  supremo  tribunal  de  justicia. 

Así  pues  ha  lugar  al  recurso  de  nulidad  contra  las  sen- 
tencias de  revista  de  las  reales  audiencias  y  del  tribunal 
especial  de  guerra  y  marina  en  lo  que  no  sean  conformes  con 
las  sentencias  de  vista,  si  fueren  contrarias á  ley  clara  y 
terminante  :  cuando  la  parte  en  que  difieran  de  la  sentencia 
de  vista  sea  inseparable  de  la  en  que  fueren  conformes  á 
ella,  tendrá  lugar  el  recurso  contra  todo  el  fallo  de  revista] 
art.  5o.  del  decreto  de  k  de  noviembre  de  1838. 

Ha  lugar  igualmente  al  recurso  de  nulidad  contra  las  eje- 
cutorias de  dichos  tribunales  ,  cuando  en  las  instancias  de 
vista  ó  revista  se  hayan  infringido  las  leyes  del  enjuicia- 
miento en  los  casos  siguientes  :  Io.  Por  defecto  del  emplaza- 
miento en  tiempo  y  forma  de  los  que  deban  ser  citados  al 
juicio.  2o.  Por  falla  de  personalidad  ó  poder  suficiente  de 
los  litigantes  para  comparecer  en  juicio.  5o.  Por  defecto  de 
citación  para  prueba  ó  definitiva  y  para  toda  diligencia  pro- 
batoria. k°.  Por  no  haberse  recibido  el  pleito  á  prueba,  de- 
biéndose recibir,  ó  no  haberse  permitido  á  las  partes  hacer 
la  prueba  que  les  convenia ,  siendo  conducente  y  admisible. 
5°.  Por  no  haberse  notificado  el  auto  de  prueba  ó  la  senten- 
cia definitiva  en  tiempo  y  forma.  6o.  Guando  se  denegare  la 
súplica  sin  embargo  de  ser  conforme  á  derecho.  7o.  Por 
incompetencia  de  jurisdicción.  Arl.  li°. 

Para  que  proceda  el  recurso  en  los  casos  de  que  trata  el 
articulo  anterior,  será  necesario  que  se  haya  reclamado  la 
nulidad  antes  que  recayese  sentencia  en  la  instancia  res- 
pectiva ,  y  que  la  reclamación  no  haya  surtido  efecto.  Sin 
embargo,  si  la  nulidad  reclamada  y  desatendida  en  una 
instancia  pudiese  subsanarse  en  la  ulterior,  se  debe  reclamar 
nuevamente  en  ella.    ' 


No  ha  lugar  al  recurso  de  nulidad  en  las  causas  crimi- 
nales, ni  en  los  pleitos  posesorios  y  ejecutivos.  Arl.  6o. 

El  recurso  de  nulidad  debe  interponerse  en  el  tribunal 
superior  à  quo  dentro  de  los  diez  días  siguientes  al  de  la 
notificación  de  la  sentencia  que  cause  ejecutoria ,  por  escrito 
firmado  de  letrado  en  que  se  citen  la  ley  ó  doctrina  legal 
infringida  ,  y  por  el  procurador  autorizado  con  poder  espe- 
cial. Si  careciese  de  él,  y  su  principal  se  halla  ausente,  le 
manifestará  así  protestando  presentar  dicho  poder.  El  tri- 
bunal le  señalará  con  calidad  de  improrogable  el  término 
que  parezca  necesario  según  las  distancias  y  estado  de  las 
comunicaciones.  Arl.  7o. 

A  la  admisión  del  recurso  precederá  por  parte  del  que  lo 
interponga  el  depósito  de  diez  mil  reales  vellón.  En  lugar 
del  depósito  podrá  admitirse  fianza  suficiente  ,  pero  en  doble 
cantidad.  Al  litigante  pobre  le  bastará  obligarse  en  escri- 
tura pública  ó  en  los  autos  á  responder  de  dicha  suma 
cuando  llegase  á  mejor  fortuna.  Los  fiscales  de  S.  M.  cuando 
interpusieren  el  recurso  no  estarán  obligados  al  depósito  ni 
á  la  fianza.  Art.  8o. 

Interpuesto  el  recurso  con  arreglo  á  los  artículos  ante- 
riores, lo  admitirá  sin  mas  trámites  el  tribunal  à  quo,  y 
mandará  remitir  al  supremo  el  todo  ó  la  parte  de  autos  que 
se  estime  conducente ,  previa  citación  de  los  interesados 
para  que  comparezcan  á  usar  de  su  derecho  dentro  de  treinta 
dias,  contados  desde  el  en  que  se  les  notificare  el  auto  de 
admisión  del  recurso  y  emplazamiento.  Este  término  será 
de  cincuenta  dias  para  los  recursos  que  se  interpongan  de 
la  audiencia  de  Mallorca  ,  y  de  sesenta  para  los  de  Canarias. 
Entregarán  originales  á  la  parle  que  interpuso  el  recurso, 
de  conformidad  con  la  contraria  y  con  la  obligación  de  satis- 
facer previamente  el  porte  del  correo  ,  la  pieza  ó  piezas 
que  se  consideren  bastantes  para  su  determinación.  Pero 
siempre  se  acompañarán  :  Io.  el  memorial  ajustado  en  copia 
autorizada  :  2o.  originales,  ó  por  testimonio  literal ,  si  exis- 
tiesen en  otra  pieza ,  la  sentencia  que  causó  ejecutoria , 
la  reclamación  de  nulidad  y  lodo  lo  relativo  á  la  interpo- 
sición y  admisión  del  recurso  ,  con  un  informe  en  que  el 
tribunal  manifieste  los  fundamentos  de  hecho  y  de  de'recho 
que  tuvo  presentes  para  dictar  su  fallo.  Art.  9o. 

La  sentencia  de  que  se  interponga  recurso  de  nulidad  se 
ejecutará  si  lo  solicitare  la  parte  que  lo  obtuvo,  dando  fianzas 
suficientes  de  estar  á  las  resultas.  Para  dicho  efecto  se  sacará 
el  testimonio  oportuno.  Arl.  10. 

El  auto  en  que  se  deniegue  el  recurso  de  nulidad  por  el 
iribunal  à  quo  ,  es  apelable  para  ante  el  supremo.  Si  se  in- 
terpusiese la  apelación  ,  el  tribunal  à  quo  mandará  sacar 
testimonio  de  lo  conducente  por  señalamiento  de  los  intere- 
sados ,  y  lo  remitirá  al  supremo  dentro  de  los  quince  dias 
inmediatos  al  en  que  se  les  hubiese  notificado  el  auto  de  que 
se  apeló,  emplazando  á  las  partes  para  que  se  presenten  á 
usar  de  su  derecho  en  dicho  tribunal  dentro  del  término 
respectivamente  señalado  por  el  artículo  anterior.  El  tri- 
bunal supremo,  previa  entrega  de  los  autos  á  las  mismas  para 
el  solo  efecto  de  que  informen  el  dia  de  la  vista  ,  decidirá 
definitiva  é  irrevocablemente  este  incidente.  Arl.  11. 

Recibidos  los  autos  en  el  Iribunal  supremo  ,  y  pasado  el 
término  del  emplazamiento  sin  que  se  haya  presentado  la 
parte  recurrente  ,  se  declarará  á  petición  de  la  contraria 
por  desierto  el  recurso  ,  condenando  al  que  le  interpuso  al 
pago  de  las  costas  causadas ,  y  á  la  pérdida  de  la  mitad 
de  la  cantidad  depositada,  ó  de  que  se  obligó  á  responder. 
Esta  cantidad  se  aplicará  según  se  previene  para  la  del  todo 
en  el  artículo  22.  Arl.  12. 

Presentándose  las  partes  en  el  tribunal  supremo  por  me- 
dio de  procurador,  se  les  entregarán  los  autos  para  instruc- 
ción de  sus  letrados  por  un  término  suficiente  ,  con  tal  que 
no  pase  de  treinta  dias  á  cada  una.  Art.  15. 
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Devueltos  los  autos ,  y  hecho  si  se  pidiere  el  cotejo  del 
memorial  ajustado ,  se  señalará  dia  para  la  vista  del  recurso, 
y  se  procederá  á  ella ,  citadas  las  parles.  Art.  14. 

Concurrirán  siete  jueces  à  la  vista  y  determinación  de 
estos  recursos.  A  la  de  los  que  se  interpusieren  de  las  sen- 
tencias y  actuaciones  de  la  sala  de  justicia  del  tribunal  espe- 
cial de  Guerra  y  Marina ,  asistirán  los  ministros  y  fiscal 
togado  de  la  misma ,  que  no  hayan  entendido  en  el  negocio; 
tomándose  del  supremo  de  Justicia  los  restantes  hasta  com- 
pletar dicho  número.  Art.  15. 

La  sentencia  se  pronunciará  dentro  de  los  quince  dias 
siguientes  al  de  la  vista.  Contra  ella  no  se  admitirá  recurso 
alguno.  Art.  16. 

En  la  sentencia  se  hará  espresa  declaración  de  si  ha  ó  no 
lugar  al  recurso ,  esponiéndose  los  fundamentos  legales  del 
Jallo.  Art.  17. 

Cuando  se  declare  haber  lugar  al  recurso  por  ser  el  fallo 
contrario  á  ley  espresa  y  terminante  ,  el  tribunal  supremo 
devolverá  los  autos  al  tribunal  ¿i  quo  ,  para  que  sobre  el 
fondo  de  la  cuestión  determine  en  última  instancia  lo  que 
eslime  justo  por  siete  ministros  que  no  hayan  intervenido 
en  los  anteriores  fallos.  Art.  18. 

Cuando  se  declare  haber  lugar  al  recurso  por  infracción 
de  las  leyes  de  enjuiciamiento  de  que  trata  el  artículo  4°., 
se  devolverán  los  autos  al  tribunal  à  quo  ,  para  que  repo- 
niendo el  proceso  al  estado  que  tenia  antes  de  cometerse  la 
nulidad  ,  lo  sustancie  y  determine  con  arreglo  á  las  leyes 
por  ministros  diferentes  de  los  que  tomaron  parte  en  los 
fallos  anteriores.  Art.  19. 

Si  la  declaración  de  nulidad  recayere  sobre  autos  seguidos 
en  el  tribunal  de  Guerra  y  Marina  ,  ó  en  audiencias  que  no 
constaren  del  número  necesario  de  ministros  hábiles ,  se  re- 
mitirán por  el  tribunal  supremo  para  los  efectos  espresados 
en  los  dos  artículos  precedentes  á  la  audiencia  mas  inme- 
diata. Art.  20. 

Contra  el  fallo  del  tribunal  à  quo  ó  del  inmediato  en  pro- 
cesos devueltos  ó  remitidos  por  consecuencia  de  la  decla- 
ración de  nulidad  ,  no  habrá  lugar  á  recurso  alguno ,  salvo 
el  de  responsabilidad  contra  los  ministros  que  lo  dictaren. 
Aunque  estos  incurrieren  en  ella,  su  determinación  será 
siempre  firme  ,  y  tendrá  fuerza  de  cosa  juzgada  entre  los 
litigantes.  Art.  21. 

Siempre  que  se  declare  no  haber  lugar  al  recurso ,  se 
condenará  al  recurrente  en  las  costas  y  en  la  pérdida  de  la 
suma  depositada  ó  de  que  se  obligó  á  responder.  Esta  can- 
tidad se  repartirá  por  mitad  entre  la  parle  contraria  y  el 
fondo  de  penas  de  justicia.  Art.  22. 

En  la  Gaceta  del  Gobierno  se  publicarán  los  fallos  del  tri- 
bunal supremo  relativos  á  los  recursos  de  nulidad  ,  y  los 
que  dictaren  los  superiores ,  á  quienes  se  devolviere  el  cono- 
cimiento de  los  autos  anulados.  Art.  23. 

En  los  pleitos  sobre  negocios  mercantiles  continuará  ob- 
servándose ,  mientras  no  se  mande  otra  cosa ,  lo  dispuesto 
en  el  código  de  comercio  acerca  de  los  recursos  de  injusticia 
notoria.  Art.  24. 

RECURSO  de  retención  de  bulas.  El  supremo  tribunal 
de  justicia  tenia  la  facultad  de  hacer  que  se  le  presentasen 
las  bulas  ,  breves  y  rescriptos  apostólicos  para  examinarlos 
y  concederles  el  pase  ó  retenerlos  con  arreglo  á  las  leyes  ; 
y  examinar  también  ,  y  dar  ó  negar  el  pase  á  las  preces 
que  se  dirigían  á  Roma  en  aquellos  casos  en  que  para  tal 
efecto  debiesen  presentarse  al  tribunal  supremo  con  arreglo 
á  las  reales  disposiciones  vigentes;  art.  90,  facult.  11  y  12, 
del  regí,  de  26  de  setiembre  de  1855.  Véase  Bula. 

En  la  actualidad  corresponden  esclusivamente  al  consejo 
real  todas  las  consultas  «  sobre  el  pase  y  retención  de  las 
bulas,  breves  y  rescriptos  pontificios  y  de  las  preces  para 
obtenerlos.  »  Yéase  Cornejo  Real. 


RECURSO  de  fuerza  (1).  La  reclamación  conque  la  per- 
sona que  se  siente  injustamente  agraviada  por  algún  juez 
eclesiástico ,  acude  al  juez  secular  implorando  su  protección 
para  que  disponga  que  aquel  alce  la  fuerza  ó  violencia  que 
hace  al  agraviado;  ley  1 ,  til.  2,  lib.  2,  Nov.  Rec.  —  El  juez 
eclesiástico  puede  hacer  fuerza  de  tres  modos  :  Io.  cuando 
conoce  en  causa  meramente  profana  y  que  por  consiguiente 
no  está  sujeta  á  su  jurisdicción  :  —  2o.  cuando  conociendo 
en  causa  de  su  atribución  no  observa  en  sus  trámites  el 
método  y  forma  que  prescriben  las  leyes  y  cánones  :  — 
3o.  cuando  no  otorga  las  apelaciones  que  son  admisibles  de 
derecho;  ley  17,  d.  lit.  2. 

Si  el  juez  eclesiástico  intenta  el  conocimiento  de  una  causa 
que  no  es  de  su  jurisdicción ,  presenta  el  agraviado  un  pedi- 
mento ante  el  mismo  juez  eclesiástico  manifestando  las 
razones  porque  no  le  compete  conocer  de  la  causa  ,  pidiendo 
se  abstenga  de  él  y  remita  los  autos  al  juez  civil  competente, 
y  protestando  de  lo  contrario  implorar  el  real  ausilio  contra 
la  fuerza.  Si  el  eclesiástico  se  resiste,  se  pide  testimonio  : 
y  con  él  si  le  concede ,  ó  en  caso  contrario  con  testimonio 
de  la  denegación ,  se  interpone  el  recurso  ante  el  tribunal 
secular,  quien  usa  en  tal  caso  del  aulo  que  llaman  de  legos , 
por  el  cual  recoge  los  autos  obrados  por  el  eclesiástico ,  los 
declara  nulos  ,  y  los  remite  al  seglar  competente  para  quo 
conozca  del  asunto  y  le  determine  ;  d.  ley  17.  —  Si  la  fuerza 
se  hiciere  en  el  modo  de  proceder,  ó  en  no  otorgar  las  ape- 
laciones, se  debe  pedir  al  mismo  eclesiástico  reforme  el  auto 
con  que  hace  fuerza,  apelando  de  lo  contrario;  y  si  el 
eclesiástico  negare  lo  uno  y  lo  otro ,  se  debe  insistir  en 
la  apelación  protestando  el  ausilio  contra  la  fuerza;  y  si  aun 
así  no  se  consigue,  se  usa  del  recurso.  Introducido  este, 
despacha  el  tribunal  secular  carta  ordinaria  al  eclesiástico 
para  que  reforme  la  fuerza  ;  y  si  esto  no  bastare ,  sobrecarta 
para  que  remita  los  autos  originales,  y  en  vista  de  ellos 
manda  el  tribunal  civil  alzarla  fuerza  si  la  hubiere  ;  debiendo 
advertirse  que  este  recurso  no  tiene  lagar  en  los  autos  in- 
terloculorios  que  no  tengan  fuerza  de  definitivos;  leyes  2 
y  17,  dicho  lit.  2.  La  razón  de  la  diferencia  en  el  modo  de 
preparar  y  entablar  el  recurso  de  fuerza ,  consiste  en  que 
en  el  primer  caso  procede  el  juez  eclesiástico  sin  tener  juris- 
dicción ,  y  por  eso  se  le  saca  desde  luego  la  causa  de  las 
manos ,  lo  que  no  sucede  en  los  demás.  El  recurso  de  fuerza 
se  hace  ante  la  cnancillería  ó  audiencia  en  cuyo  territorio 
eslu viere  el  juez  eclesiástico  ,  y  no  ante  la  del  domicilio  del 
reo  ;  pero  el  supremo  tribunal  de  justicia  conoce  de  los  re- 
cursos que  se  interpongan  de  la  nunciatura,  del  consejo 
de  órdenes  y  de  todos  los  demás  tribunales  eclesiásticos 
superiores  de  la  corte.  Leyes  4  y  11,  d.  til.  2;  Consl.  de  1812, 
arts.  261  y  266;  y  reglamento  de  26  de  setiembre  de  183ü, 
arts.  58  y  90.  Véase  Inmunidad  eclesiástica,  al  fin. 

[*En  la  república  de  Méjico  el  conocimiento  de  los  re- 
cursos de  fuerza  y  protección  que  se  interpongan  de  los 
M.  RR.  Arzobispos,  RR.  obispos  ,  provisores  y  vicarios  ge- 
nerales y  demás  jueces  eclesiásticos  de  la  república  ,  cor- 
responde á  la  Suprema  Corte  de  justicia;  pero  si  conviene 
á  la  parte,  puede  introducir  el  recurso  ante  el  tribunal  su- 
perior del  mismo  deparlamento,  si  es  colegiado  ,  ó  ante  el 
mas  inmediato  que  lo  sea.  Contra  su  fallo  no  procede  ni  aun 
el  recurso  introducido  para  reparar  las  denegaciones  injus- 
tas de  apelación  ó  súplica:  art.  S,  ley  de  18rfe  marzo  de  1840, 
y  §  13  ,  art.  118,  Bases  de  organiz.  polit,  de  12  de  junio 
de  1843. 

**  El  modo  de  proceder  en  estos  recursos  en  la  república 
de  Venezuela  ,  es  el  siguiente.  El  que  se  cree  agraviado  por 
cualquiera  de  las  razones  espuestas  en  el  presente  articulo, 

(1)  Véase  el  tít.  2,  lib.  2,  Noy.  Rec.  De  las  fuerzas  de  jueces 
eclesiásticos,  y  recursos  al  real  ausilio. 
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debe  manifestar  al  tribunal  eclesiástico,  que  si  no  se  abstiene 
del  conocimiento  ó  no  reforma  su  providencia  ,  interpondrá 
el  recurso  de  queja  ;  y  despues  que  sea  ineficaz  esta  especie 
de  intimación  previa,  presentará  el  ofendido  un  escrito  á  la 
Corte  superior  de  justicia ,  espresando  su  nombre ,  apellido 
y  domicilio,  la  causa  ó  negocio  en  que  se  ha  librado  la  pro- 
videncia de  que  se  queja,  cuál  sea  esta  ,  su  fecha,  quién  es 
el  juez  que  la  ha  dictado  ,  y  las  razones  en  que  funda  su 
agravio,  en  términos  claros  y  concisos.  Apareciendo  de 
esta  relación,  que  el  caso  propuesto  es  alguno  de  aquellos 
en  los  cuales  tiene  lugar  este  recurso  ,  dispone  la  Corte  su- 
perior, que  por  el  ministro  canciller  se  pidan  los  autos  al 
juez  eclesiástico,  bajo  multa  y  apercibimiento  de  nulidad  de 
todo  lo  que  actuare  en  lo  sucesivo;  y  en  vista  de  esta  co- 
municación ,  cuya  entrega  puede  confiarse  al  mismo  recur- 
rente, debe  el  citado  juez  remitir  sin  dilación  ni  escusa  los 
autos  pedidos,  so  pena  de  que  se  le  duplique  la  multa  cada 
vez  que  justificado  el  recibo  de  la  comunicación,  sea  nece- 
sario reiterarla  por  no  haber  sido  cumplida.  Llegados  los 
autos  á  la  Corte  de  justicia,  debe  esta  examinarlos  desde 
luego,  sin  comunicarlos  ni  dar  oidos  al  recurrente;  y  dentro 
délos  tres  dias  siguientes  al  del  recibo  falla  el  recurso,  de- 
clarando si  el  juez  eclesiástico  hace  ó  no  fuerza  en  el  punto  á 
que  se  concreta  el  que  lo  interpuso ,  sin  estenderse  á  ningún 
otro  que  pueda  llamar  su  atención  al  examinar  el  espediente. 
Contra  este  fallo  no  se  concede  apelación  ni  recurso  de  nuli- 
dad ;  y  por  lo  tanto ,  dentro  de  las  cuarenta  y  ocho  horas  de 
pronunciado ,  se  devuelven  los  autos  con  copia  certificada 
de  la  sentencia  por  el  canciller,  poniéndolos  en  el  correo 
con  sobre  á  su  juez  eclesiástico.  Si  la  declaración  es  que 
esteno  hace  fuerza,  el  recurrente  debe  abonar  veinte  pesos 
para  los  gastos  de  justicia  :  ley  12,  lit.  7,  Cad.  de  proced. 
jud.,  reformada  en  3  de  mayo  de  1838. 

***  En  la  república  de  Chile  ,  de  todos  los  negocios 
de  patronato  y  protección  corresponde  conocer,  luego 
que  se  hagan  contenciosos,  al  Consejo  de  estado  ,  oyendo 
al  tribunal  de  justicia  que  la  ley  designe  ;  y  á.él  por  lo  mismo 
competerá  el  fallo  de  estos  recursos,  si  se  entienden  compren- 
didos bajo  la  denominación  de  malcrías  de  patronato  y  pro- 
tección. Mas  si  los  recursos  de  fuerza  se  consideran  como 
una  tercera  cosa  enteramente  distinta,  según  debe  hacerse 
en  nuestro  concepto  por  razones  que  no  es  posible  aducir 
en  una-  obra  de  esta  naturaleza ,  el  conocimiento  y  fallo  cor- 
responden soberana  y  esclusivamente  á  la  Corte  suprema 
de  justicia  :  art.  166,  §§  6  y  7,  Conslit.  de  1822,  art.  146  , 
||  7 y  8,  Constit.  de  1823,  arl.  S4,  §4,  Reglam.  de  adm.  de 
just.  de  2  de  junio  de  182'1 ,  art.  96,  §  9  ,  Conslit.  de  1828  , 
y  arts.  104  ,  %  4 ,  y  3,  disposic.  transit,  de  la  de  1 853.  ] 

RECURSO  de  nulidad  en  el  comercio.  Tiene  lugar  el 
recurso  de  nulidad  contraías  sentencias  dadas  con  violación 
de  la  forma  y  solemnidad  que  prescriben  las  leyes,  ó  en 
virtud  de  un  procedimiento  en  que  se  haya  incurrido  en 
algún  defecto  de  los  que  por  espresa  disposición  de  derecho 
anularen  las  actuaciones.  Art.  419. 

En  las  causas  de  comercio  no  procederá  el  recurso  de 
nulidad  sino  contra  las  sentencias  definitivas  de  los  tribu— 
|  nales  que  hayan  conocido  en  primera  instancia ,  inter- 
poniéndose ante  estos  conjuntamente  con  el  de  apelación 
dentro  del  término  prefijado  por  la  ley  para  este.  Art.  420. 

Conocerá  del  recurso  de  nulidad  el  mismo  tribunal  que 
conozca  del  de  apelación  ,  siguiéndose  la  segunda  instancia 
á  un  tiempo  sobre  ambos  remedios.  Art.  421. 

Si  el  procedimiento  estuviere  arreglado  á  derecho  y  la  nu- 
lidad consistiere  en  las  formas  de  la  sentencia,  el  tribunal 
deparando  esta  por  nula ,  proveerá  también  sobre  el  fondo 
de  la  cuestión  del  pleito.  Art.  422. 

Cuando  la  nulidad  provenga  de  vicio  en  el  procedimiento, 
se  declarará  por  nulo  todo  lo  obrado  desde  la  actuación  que 


dé  motivo  á  ella,  y  se  devolverán  los  autos  al  tribunal  in- 
ferior, para  que  volviendo  á  sustanciar  el  proceso  desdo 
aquella  misma  actuación  en  adelante,  pronuncie  sentencia 
con  arreglo  á  derecho. 

En  este  caso  será  inescusablemente  condenado  en  costas 
el  juez,  el  consultor,  el  escribano  ú  otro  oficial  de  la  admi- 
nistración de  justicia  que  sea  responsable  del  defecto  quo 
causare  la  nulidad  del  procedimiento.  Art.  423. 

Si  el  recurso  de  nulidad  se  interpusiere  de  sentencia  de 
los  tribunales  de  comercio  que  cause  ejecutoria  conforme  al 
artículo  1212  del  código  se  remitirán  ios  autos  al  tribunal 
superior,  citadas  y  emplazadas  las  partes  del  mismo  modo 
que  para  el  recurso  de  apelación. 

El  recurrente  espondrá  las-causas  de  la  nulidad  al  inter- 
poner el  recurso.  Arl.  424. 

El  tribunal  superior,  concluido  el  término  del  emplaza- 
miento, mandará  traer  los  autos  para  pronunciar  sobre  la 
nulidad,  citándose  las  partes  que  se  hayan  personado  ante 
él  y  oyendo  en  voz  el  dia  de  la  vista  á  los  defensores.  Fa- 
llará lo  que  halle  arreglado  á  justicia ,  devolviendo  los  autos 
con  certificación  de  su  providencia  al  tribunal  inferior , 
Art.  42b. 

La  interposición  del  recurso  de  nulidad  sobre  providencia 
que  cause  ejecutoria,  no  impedirá  la  ejecución  de  esta,  á 
cuyo  fin  se  reservará  copia  certificada  en  el  tribunal  infe- 
rior. Arl.  426. 

RECURSO  de  nulidad.  Véase  Sentencia  nula. 

RECURSOS    CONTRA  LA    ARBITRARIEDAD  DE  LOS  JUECES. 

Véase  Juez  superior. 

RECURSOS  extraordinarios.  Las  súplicas  dirigidas  al 
soberano  solicitando  alguna  gracia  ó  merced  en  materias 
criminales.  Se  habia  observado  efectivamente  en  la  práctica 
que  el  soberano  ha  mandado  unas  veces  que  se  abrevien  los 
términos  rituales  de  ciertos  y  determinados  procesos;  otras 
que  se  proroguen  ó  dilaten  aquellos;  otras  que  se  suspenda 
el  curso  de  alguna  causa  hasta  nueva  resolución  ;  otras  que 
se  corte  el  proceso,  cualquiera  que  sea  su  estado  ;  otras  que 
la  sala  criminal  consulte  la  sentencia  y  espere  la  soberana 
aprobación  para  ejecutarla  ;  otras  que  se  revea  el  proceso 
para  revocar  el  juicio  anterior  ó  moderar  su  pena  ,  aunque 
el  sentenciado  se  halle  sufriendo  su  castigo  en  presidio,  des- 
tierro ú  otro  lugar;  otras  que  se  conmute  la  pena  ó  abrevio 
el  tiempo  de  ella;  y  otras  en  fin  que  la  causa  aun  después 
de  ejecutoriada  se  pase  á  otro  tribunal  distinto  del  qrje  la 
juzgó,  para  su  revision  estrabrdinaria.  Estas  gracias  no  se 
suelen  dispensar  sino  con  motivos  muy  poderosos,  pero  ya 
han  cesado  por  real  orden  de  21  de  marzo  de  1854  (1). 
Véase  Abrir  el  juicio ,  al  fin. 

RECUSACIÓN.  La  escepcion  que  se  pone  al  juez  ú  otro 
ministro  para  que  no  conozca  ó  entienda  en  la  causa  ;  ó  bien  : 
un  remedio  legal  para  evitar  parcialidades  injustas  de  parte 
del  juez,  asesor,  relator  ó  escribano,  de  quienes  tiene  sos- 
pecha alguno  de  los  litigantes;  ley  22,  til.  4,  Part.  3; 
Conde  de  la  Cañada  ,  juicio  civ.,  part.  3,  cap.  6.  La  recusa- 
ción puede  hacerse  en  cualquier  estado  del  pleito  ,  según 
dicen  los  autores,  con  tal  que  no  se  haya  publicado  la  sen- 
tencia (2)  ;  y  si  el  juez  ú  oficial  recusado  legítimamente  pro- 
cedieren en  la  causa  sin  cumplir  los  requisitos  de  la  recusa- 
ción ,  será  nulo  cuanto  hicieren;  á  no  ser  que  el  recusante 
siga  litigando  ante  el  recusado  sin  protestar,  pues  en  tal  caso 
se  presume  haber  renunciado  á  la  recusación.  Glos.,  in 
can.  16,  cau.  2,  q.  6. 

Las  causas  porque  se  puede  tener  por  sospechoso  y  recu- 

(1)  Entre  los  Mejicanos  téngase  presente  la  division  de  poderes 
y  las  esclusivas  atribuciones  de  cada  uno,  detalladas  por  las  leyes. 

(2)  Tapia  en  su  Febrero,  lib.  5,  t.  l,cap.  5,  n.  17;  Murillo, 
lib.  2,n.  287. 
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sar  al  juez  son  las  siguientes  :  Ia.  por  tener  grande  familiar}» 
dad  con  la  otra  parte  :  —  2a.  por  tener  parentesco  de  con- 
sanguinidad ó  afinidad  con  ella  :  —  5a.  cuando  es  teniente 
del  juez  ordinario  á  quien  se  considera  sospechoso  con  justa 
causa  :  —  4a.  cuando  es  enemigo  capital  del  recusante  ,  ó  lo 
fué  en  otro  tiempo  aunque  después  se  hayan  reconciliado  : 
—  5a.  cuando  es  pariente  del  pariente  de  su  enemigo,  ó 
conmensal  suyo  ó  de  este,  ó  su  paisano  ú  oriundo  de  su  pais, 
y  hallándose  en  tierra  eslraña  se  tratan  como  hermanos  : — 
Ca.  cuando  es  subdito  de  la  otra  parte  por  razón  de  jurisdic- 
ción ú  otro  motivo  :  —  7a.  cuando  fué  abogado  de  ella  en 
aquella  misma  causa  :  —  8a.  cuando  favorece  demasiado  á 
la  otra  parte  y  grava  al  recusante  :  —  9a.  si  tiene  otro  pleito 
igual  al  que  pende  ante  él ,  pues  se  presume  juzgará  en  este 
del  modo,  que  quiere  se  juzgue  en  el  suyo  :  —  10a.  si  el  re- 
cusante tiene  algún  pleito  con  el  juez  como  persona  priva- 
da :  —  11a.  cuando  el  prelado  es  juez  en  pleito  de  su  iglesia  : 

—  12a.  cuando  fué  consultor  en  la  causa  y  reveló  su  voto  : 

—  13a.  si  fué  electo  por  consultor  á  pedimento  solo  de  la  otra 
parte ,  ó  testigo  en  la  causa ,  y  luego  pasa  á  ser  juez  en  ella  : 

—  14a.  si  es  canónigo  de  la  misma  iglesia  de  la  que  lo  es 
una  de  las  partes  :  —  15a.  si  la  parte  contraria  impetró  á  su 
señor  por  juez  suyo  en  la  causa,  ó  el  mismo  juez  procuró 
serlo  ,  ó  es  socio  suyo ,  ó  ambos  viven  juntos  :  —  16a.  cuan- 
do el  recusante  tiene  apelado  de  sentencia  del  propio  juez , 
pues  pendiente  la  apelación  se  hace  sospechoso  para  otra 
sentencia  :  —  17a.  si  recibió  don  ó  premio  de  la  otra  parte  : 

—  18a.  cuando  por  algún  motivo  puede  redundar  la  causa 
en  daño  ó  provecho  del  juez  :  —  19a.  cuando  es  imperito  y 
la  causa  ardua  ,  escesivamente  severo  y  cruel ,  ó  indiscre- 
to :  —  20a.  si  es  compadre  de  la  otra  parte,  ó  no  quiere  oir 
al  recusante,  aunque  el  pleito  sea  claro.  Ley  8,  lit.  1,  Ub.  11, 
Nov.  Rec.  ;  leyes  9  y  10,  til.  4,  y  ley  6,  til.  7,  Parí.  5;  Ze- 
yes  24  y  2b,  lit.  22,  Part.  3;  leyes  14  y  28,  til.  11,  Ub.  7, 
Nov.  Rec.  ;  ley  5 ,  lit.  5  ,  Part.  5  ;  leyes  5  y  8,  lit.  10 ,  Part. 
7,  y  ley  0,  lit.  7,  Part.  5.  Véase  Extorsion  y  Ba- 
ralerïa. 

Si  el  juez  es  inferior,  como  corregidor  ó  alcalde,  no  es 
necesario  espresar  causa  ó  motivo  para  recusarle  ;  pero  tra- 
tando de  recusar  á  los  jueces  de  tribunales  superiores,  es 
preciso  alegar  justa  causa;  y  no  probándola  debe  pagar  el 
recusante  120  mil  maravedís  si  el  recusado  fuere  presiden- 
te ,  CO  mil  si  fuere  oidor,  y  50  mil  si  fuere  alcalde  del  cri- 
men; bien  que  siendo  pobre  el  que  recusa,  cumplirá  con 
obligarse  á  pagar  cuando  tenga  bienes,  si  incurriere  en  di- 
cha pena.  El  tribunal  superior  debe  examinar  ante  todo  si 
la  causa  en  que  se  funda  la  recusación  es  justa  y  probable  ; 
y  si  tal  no  fuere,  no  debe  admitir  la  recusación,  antes  bien 
condenará  á  la  parte  en  6  mil  maravedís.  Cédula  de  29  de 
mayo  de  1771  y  18  cíe  noviembre  de  178b. 

En  la  recusación  del  juez  inferior  no  es  necesaria  espre- 
sion  de  causa  como  ya  hemos  indicado ,  sino  que  basta  que 
el  recusante  alegue  que  le  tiene  por  sospechoso,  jurando  al 
mismo  tiempo  que  no  le  recusa  con  malicia  ni  por  calum- 
niarle; ley  1 ,  til.  2,  Ub.  11 ,  Nov.  Rec.  En  las  causas  civiles 
el  juez  inferior  recusado  debe  tomar  por  adjunto  ó  compa- 
ñero á  un  hombre  bueno,  para  determinar  ambos  el  pleito, 
jurando  sobre  los  Evangelios  que  guardarán  el  derecho  á 
jimbas  partes;  y  si  el  adjunto  fuere  también  recusado  con 
espresion  y  justificación  de  causa ,  como  corresponde ,  ó  dis- 
cordare después  en  la  sentencia  ,  deben  los  dos  nombrar 
otro  tercero  para  proceder  los  tres  á  la  decisión  ,  prevale- 
ciendo en  ella  la  mayoría  de  votos.  Mas  en  las  causas  crimi- 
nales debe  el  juez  recusado,  sea  ordinario  ó  delegado,  to- 
mar por  adjunto  al  otro  juez  del  pueblo  si  le  hubiere,  en  su 
defecto  á  dos  de  los  regidores  que  estos  nombrarán  entre  sí 
por  convenio  ó  por  suerte  ,  y  á  falta  de  regidores  á  dos  nom- 
ines buenos  que  cuatro  de  los  mas  ricos  del  pueblo  desig- 


nados por  éi  elegirán  entre  sí'por  suerte  ;  debiendo  también 
prevalecer  en  la  sentencia  la  mayoría  de  votos  ,  y  si  estos 
fueren  iguales  la  sentencia  mas  benigna;  siendo  de  notar 
que  el  voto  de  los  dos  acompañados  no  vale  sino  como  uno 
solo.  Leyes  i  y  2,  d.  til.  2,  Ub.  11,  Nov.  Rec,  y  ley  18, 
tít.  22 ,  Part.  5. 

La  recusación  del  asesor,  que  también  se  hace  sin  espre- 
sion de  motivo,  produce  el  que  no  tenga  entrada  en  la  cauv 
sa  ,  á  diferencia  de  la  del  juez  inferior  ;  y  cada  parte  puede 
recusar  hasta  tres  abogados  asesores  para  la  final  determi- 
nación ó  artículos  de  cada  causa;  pero  si  el  asesor  de  rentas 
es  recusado  por  los  reos  de  contrabando ,  no  se  le  separa 
enteramente ,  sino  que  se  le  nombra  acompañado.  Si  fueren 
recusados  el  relator  ó  el  escribano  ,  no  se  les  quita  la  causa 
y  los  derechos  ,  sino  que  debe  el  juez  nombrarles  acompa- 
ñado; cédula  de  22  de  setiembre  de  1793,  y  27  de  mayo  de 
1786,  ley  6,  til.  20,  Ub.  U,Nov.  Rec,  cuyos  derechos  ó  salario 
ha  de  pagar  el  recusante,  como  también  los  del  adjunto  del 
juez  que  fuere  recusado  en  su  caso,  á  cuyo  efecto  puedo 
mandar  el  juez  que  se  deposite  cierta  cantidad.  El  juez  eje- 
cutor no  puede  ser  recusado ,  porque  no  procede  en  virtud 
de  autoridad  propia ,  y  por  otra  parle  no  puede  causar  per- 
juicio á  los  litigantes. 

«  El  acompañado  que  nombre  un  juez  ordinario  ,  dice  un 
escritor,  no  puede  serenar  los  recelos  de  la  parte  que  le  re- 
cusó ,  porque  el  juez  quedará  irritado  con  la  recusación  y  se 
hará  mas  enemigo  del  recusante ,  como  acredita  la  espe- 
riencia.  Cuando  el  acompañado  no  se  adhiera  al  dictamen 
del  juez  principal,  que  sucede  las  mas  veces,  quedarán  en 
discordia,  y  resultarán  mayores  daños  á  las  parles;  y  esta 
es  otra  prueba  de  no  ser  suficiente  este  medio  para  remover 
la  sospecha  ,  ni  para  evitar  los  perjuicios  que  temia  el  recu- 
sante. Los  ministros  de  los  tribunales  superiores  que  fueren 
recusados,  siendo  probada  y  declarada  la  causa  por  sufi- 
ciente ,  son  removidos  enteramente ,  sin  que  baste  para  qui- 
tar la  sospecha  el  que  los  compañeros  juzguen  con  el  mismo 
recusado.  ¿Cómo  pues  podrá  estinguirse  el  recelo  permane- 
ciendo el  juez  en  el  conocimiento  de  la  causa  con  solo  un 
acompañado  que  nombre  él  mismo?  Conde  de  la  Cañada, 
juicio  civ.,  part.  3  ,  cap.  6,  núm.  26. 

[  *  La  legislación  de  la  república  de  Méjico  ha  allerado 
la  doctrina  del  aparte  5o.  de  esle  artículo  en  cuanto  dispone, 
por  punto  general ,  que  en  los  tribunales  colegiados  pueda 
recusarse,  sin  espresion  de  causa  y  con  solo  el  juramento 
de  no  proceder  de  malicia  ,  un  ministro  en  las  salas  que  se 
componen  de  1res  magistrados,  y  dos  en  las  que  se  forman 
con  cinco,  debiendo  ocupar  sus  puestos  los  suplentes  á 
quienes  corresponda.  Si  las  partes  quieren  recusar  mayor 
número  ,  ha  de  guardarse  el  derecho  que  espone  el  autor. 
Entiéndese  lo  dicho  sin  perjuicio  de  la  facultad  que  lienen 
las  Asambleas  departamentales  para  alterar  este  derecho,  en 
virtud  del  §  14,  art.  134  de  las  Bases  de  organiz.  polit,  de  12 
de  junio  de  1843  ,  ley  1  y  sig.,  lit.  11 ,  Ub.  5  ,  Rec.  de  Ind., 
art.  63  ,  Inslr.  de  20  de  junio  de  1776  (Beleña,  tomo  2°., 
pág.  359,  n.  66)  ,  ley!,  til.  2,  ÍZ6.  11  ,  Nov.  Rec,  art.  14, 
Réglant,  de  14  de  febrero  de  \  826  ,  art.  22 ,  ley  de  27  de  abril 
de  1837  ,  art.  8 ,  Reglam.  de  15  <íe  enero  de  183S  ,  art.  4  , 
decr.  de  14  de  marzo  del  mismo  año  ,  y  art.  5  ,  ley  de  15 
de  julio  de  1839. 

En  cuanto  á  la  Suprema  Corle,  dice  el  art.  14  de  la  ley  de 
25  de  mayo  de  1857,  que  cuando  los  ministros  no  pudieren 
conocer  tic  algún  asunlo  particular  de  sus  salas  por  hallarse 
impedidos  ó  recusados  ,  se  suplirá  esta  falta  del  modo  si- 
guiente. Si  el  negocio  no  debe  tener  mas  que  una  instancia 
en  la  Suprema  Corle,  se  llenará  el  hueco  del  ministro  impedido 
ó  recusado,  con  olro  propietario  de  las  otras  salas,  según  el 
orden  de  su  antigüedad,  comenzando  por  el  menos  antiguo; 
pero  si  el  negocio  pudiere  tener  dos  ó  1res  instancias  en  el 
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tribunal,  suplirá  las  veces  del  ministro  impedido  ó  recusado 
el  magistrado  suplente  á  quien  corresponda. 

En  orden  á  los  tribunales  superiores  ,  establece  el  art.  2b 
de  la  misma,  que  cuando  por  ausencia,  recusación,  vacante 
ó  cualquier  otro  motivo  faltare  número  de  ministros  para 
completar  las  salas  ,  se  llamará  á  los  jueces  de  primera  ins- 
tancia de  la  capital  que  estuvieren  espeditos,  y  en  su  de- 
fecto ,  el  tribunal  pleno  elegirá  á  pluralidad  absoluta  de  vo- 
;  tos  el  letrado  ó  letrados  que  se  necesiten. 

**  Todo  juez,  conjuez,  secretario,  fiscal  ú  otros  funcio- 
narios de  los  tribunales  de  la  república  de  Venezuela  , 
sean  ordinarios  ó  especiales,  pueden  ser  recusados  por  las 
causas  siguientes  :  Ia.  Por  parentesco  de  consanguinidad 
con  las  partes  litigantes  dentro  del  cuarto  grado  civil,  ó  por 
el  de  afinidad  dentro  del  segundo ,  ambos  inclusive  :  2a.  Por 
el  parentesco  de  afinidad  de  la  mujer  del  recusado  con  cual- 
quiera de  las  partes  litigantes  dentro  del  segundo  grado 
civil ,  mientras  exista  la  mujer,  ó  habiendo  muerto,  si  exis- 
ten hijos  de  ella  en  su  matrimonio  con  el  recusado  (la  mujer 
divorciada  se  considera  en  este  caso  como  muerta):  3a.  Por 
tener  el  recusado  sociedad  de  intereses  ó  amistad  íntima  con 
alguno  de  los  litigantes,  ó  haber  recibido  beneficios  de  im- 
portancia que  empeñen  su  gratitud ,  ó  haberlos  recibido 
alguno  de  sus  parientes  dentro  del  cuarto  grado  civil  de 
consanguinidad  ó  segundo  de  afinidad  ambos  inclusive  ;  ó 
porque  tenga  interés  directo  en  las  resultas  del  pleito  : 
4a.  Por  enemistad  capital  entre  el  recusado  y  alguno  de  los 
litigantes,  acreditada  con  hechos  que  manifiesten  la  inten- 
ción del  uno  ó  del  otro  de  atacar  la  vida ,  el  honor  ó  la 
fortuna  de  su  enemigo  ;  ó  por  enemistad  capital  entre  el 
recusante  y  alguno  de  los  parientes  del  recusado  dentro  de 
los  grados  dichos  de  consanguinidad  y  afinidad  :  ba.  Por 
estarse  siguiendo  pleito  civil  entre  el  recusado  y  el  recu- 
sante ,  ó  entre  este  y  alguno  de  los  parientes  del  recusado 
dentro  del  cuarto  grado  civil  de  consanguinidad  ó  segundo 
de  afinidad  ambos  inclusive,  siempre  que  se  haya  comen- 
zado antes  de  la  instancia  en  que  sobreviene  la  recusación  , 
ó  por  no  haber  trascurrido  seis  meses  después  de  concluido 
el  pleito  entre  los  mismos  :  6a.  Por  haber  recibido  dádivas 
el  recusado  de  alguno  de  los  litigantes  después  de  comen- 
zado el  pleito  :  7a.  Por  haber  dado  el  recusado  recomen- 
daciones en  favor  de  alguno  de  los  litigantes  con  relación 
al  pleito  en  que  se  le  recusa ,  antes  ó  después  de  princi- 
piado :  8a.  Por  tener  el  recusado  un  pleito  diferente  sobre 
una  cuestión  semejante  á  la  que  agita  el  que  le  recusa  : 
0a.  Por  ser  el  recusado  dependiente  ó  comensal ,  tutor  ó 
curador,  heredero  presunto  ó  donatario  de  alguno  de  los 
litigantes,  ó  porque  alguno  de  estos  sea  siervo  suyo  ó  de  su 
mujer,  ó  de  alguno  de  sus  parientes  dentro  de  los  grados 
dichos  de  consanguinidad  ó  afinidad  :  10a.  Por  ser  el  recu- 
sado administrador  de  cualquier  establecimiento  público  ó 
particular  que  tenga  interés  directo  en  la  causa  :  11a.  Por 
haber  habido  entre  el  juez  y  alguno  de  los  litigantes  agre- 
sión ,  injurias  ó  amenazas  en  los  seis  meses  precedentes  al 
pleito,  ó  por  injurias  y  amenazas  hechas  por  el  mismo  juez 
á  alguna  de  las  partes  después  de  comenzado  el  pleito  : 
i  2a.  Por  haber  manifestado  el  juez  recusado  su  opinion  sobre 
lo  principal  del  pleito  antes  de  la  sentencia  :  13a.  Por  haber 
sido  el  juez  recusado  testigo  en  el  pleito  en  que  se  le  recusa  : 
lfta.  Por  ser  pariente  del  tutor  ó  curador  de  alguna  de  las 
parles,  ó  de  los  miembros,  jefes  ó  administradores  del  es- 
tablecimiento, sociedad  ó  cuerpo  que  sea  parte  en  la  causa, 
cuando  dichos  guardadores ,  miembros  ó  representantes 
tengan  en  ella  interés  personal  y  directo  ;  mas  no  en  el  caso 
contrario  :  15a.  Por  haberle  impuesto  alguna  pena  al  juez 
en  virtud  de  queja  intentada  por  alguna  de  las  partes; 
mas  no  mientras  está  pendiente  el  recurso  :  16a.  Por  haber 
emitido  su  opinion  sobre  el  pleito  de  algún  modo  el  que 


conoció  ó  actuó  en  él  en  otra  instancia  ;  pero  no  si  solo  in- 
tervino como  juez  ó  bajo  otro  carácter  sin  haber  dejado  tras- 
lucir su  juicio. 

Todo  juez ,  conjuez  ó  funcionario  que  sepa  que  en  su 
persona  concurre  alguna  de  estas  causas,  debe  declararla 
sin  esperar  á  que  se  le  recuse;  y  las  partes,  ó  sus  apode- 
rados sin  necesidad  de  poder  especial ,  no  siendo  este  paso 
superior  ú  opuesto  à  sus  instrucciones,  deben  declarar  en- 
tonces si  se  allanan  ó  no  à  que  continúe  en  el  conocimiento 
ó  intervención  el  recusado ,  interpretándose  el  silencio  como 
negativa.  Tanto  en  esfe  caso,  como  en  el  de  que  sean  las 
partes  las  que  propongan  la  recusación ,  queda  suspenso  el 
curso  de  la  causa  hasta  que  se  termine  este  incidente  ;  y  si 
el  recusado  es  el  juez ,  se  nombra  otro  para  que  conozca  de 
él  y  lo  determine,  escepto  en  las  Cortes  superiores  y  en  la 
suprema ,  en  las  cuales  es  el  presidente ,  y  en  su  caso  el  ma- 
gistrado ó  ministro  mas  antiguo  en  el  orden  de  los  nom- 
bramientos, el  señalado  para  juzgarlo. 

La  recusación  puede  proponerse  en  cualquier  estado  del 
pleito,  con  tal  que  sea  antes  del  dia  señalado  para  su  vista,  y 
de  oirse  el  último  informe  para  su  fallo  ;  pero  no  pueden 
intentarse  mas  de  tres  por  cada  parle  en  una  instancia ,  in- 
clusos todos  sus  incidentes,  ni  incluir  en  ninguna  de  ellas 
jueces  que  no  estén  actualmente  conociendo  del  fondo  del 
asunto  ó  del  artículo.  En  uno  como  en  otro  caso  queda  es- 
pedito  á  los  litigantes  el  recurso  de  queja ,  para  que  se 
haga  efectiva  la  responsabilidad  del  juez  que,  teniendo 
impedimento  "para  conocer,  no  lo  manifestó  como  es  de- 
bido ,  é  igualmente  la  facultad  do  ;  acusar  al  funcionario 
que  hubiere  intervenido  á  sabiendas  con  dicho  impedi- 
mento. 

Declarada  legitima  la  recusación,  el  que  ha  sido  objeto 
de  ella  queda  separado  enteramente  del  conocimiento  del 
asunto  ;  pero  si  no  se  da  lugar  á  la  propuesta ,  el  recusante 
debe  pagar  la  multa  de  2o  pesos  ,  si  la  causa  alegada  no  era 
criminosa ,  y  si  lo  era,  la  de  ciento,  ó  diez  dias  de  cárcel  en 
caso  de  insolvencia  ,  á  mas  de  quedar  siempre  responsable 
de  la  suma  de  2b  pesos  para  gastos  de  justicia  ;  teniendo 
reservado  ademas  el  juez  en  este  último  caso  el  derecho  de 
exigir  la  competente  satisfacción  en  juicio  separado  ,  bien 
que  para  ejercerlo,  debe  abstenerse  del  conocimiento  de  la 
causa  en  que  fué  recusado. 

Respecto  á  los  trámites  y  formalidades  que  deben  guar- 
darse en  la  sustanciacion  de  las  recusaciones,  véanse  los  res- 
tantes artículos  de  la.  ley  2,  til.  2,  Cod.  de  proced.  jud.,  re- 
formada en  3  de  mayo  di:  183S,  á  la  cual  nos  referimos. 

En  las  causas  criminales  hay  de  particular  tan  solo  en  la 
república ,  respecto  de  la  recusación ,  la  circunstancia  de 
que  el  ascendiente ,  descendiente ,  cónyuge  ó  pariente  hasta 
el  cuarto  grado  civil  de  consanguinidad  y  segundo  de  afi- 
nidad (ambos  inclusive)  del  procesado,  no  puede  se%juez 
en  semejante  causa ,  aun  cuando  se  allane  la  parte  contra 
quien  obra  el  impedimento ,  como  acabamos  de  ver  está 
permitido  en  los  negocios  civiles :art.  17 ',  ley  única, lit.  13, 
,  Cód.  de  proced.  jud.,  reformada  en  9  de  mayo  de  t8'J2. 

***  La  legislación  de  la  república  de  Chile  determina 
espresament.e  las  causas ,  por  las  cuales  puede  ó  debe  el  juez 
separarse  del  conocimiento  de  un  negocio,  y  las  distingue 
en  implicancias ,  como  ella  las  llama ,  y  en  causas  de  re- 
cusación. 

Las  primeras  son  :  Io.  Parentesco  con  alguna  de  las  partes 
en  cualquier  grado  de  la  linea  recta  de  ascendientes  ó  des- 
cendientes ;  hasta  el  cuarto  grado  ,  civilmente  computado , 
en  la  trasversal  por  consanguinidad,  y  hasta  el  tercero, 
igualmente  computado ,  por  afinidad ,  aun  cuando  haya 
fallecido  el  consorte  de  quien  provenia  este  parentesco , 
ambos  inclusive  ;  pero  si  el  juez  es  pariente  en  igual  grado 
do  entrambos  litigantes,  dejan  de  ser  impedimento  estas 
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relaciones  :  2o.  Pleito  pendiente  ,  ó  causa  comenzada  entre 
alguna  de  las  partes  y  el  juez,  sus  ascendientes,  descen- 
dientes ,  consorte,  suegros,  yernos,  hermano  ó  cuñado ,  bien 
sea  en  nombre  propio  ó  ajeno,  ó  ya  como  tutor,  curador, 
apoderado ,  albacea ,  sindico,  administrador  ó  representante 
de  algún  establecimiento  público  ;  escepto  el  caso  en  que  esta 
demanda  ó  acusación  se  haya  interpuesto  dos  meses. antes 
de  dar  principio  al  juicio  ,  para  el  cual  se  supone  al  juez  im- 
pedido :  5o.  Ser  el  juez  tutor,  curador,  administrador,  jefe 
ó  empleado  de  algún  menor,  establecimiento" ó  corporación 
que  tenga  interés  en  el  pleito,  ó  estar  alguna  de  las  parles 
en  su  servicio  doméstico  :  k°.  Haber  sido  abogado  ó  apo- 
derado de  alguna  délas  partes  en  la  misma  causa  ,  ó  haber 
alegado  en  ella  :  5o.  Haber  concurrido  como  juez  al  fallo 
sobre  que  versa  el  nuevo  juicio,  ó  declarado  como  testigo 
en  el  negocio  principal  de  que  se  trata  ;  no  entendiéndose 
por  tal  concurrencia  ó  declaración,  el  acuerdo  de  autos  ín- 
terlocutorios  ,  ni  la  deposición  en  artículos  ó  incidentes  que 
no  tengan  conexión  inmediata  con  el  asunto  principal  que  se 
ventila  :  6o.  Incapacidad  legal  del  juez  por  haber  incurrido 
en  alguno  de  los  casos  en  que  debe  ser  suspendido  ó  sepa- 
rado ,  bien  haya  recaído  sentencia  formal  en  que  así  se 
declare ,  ó  bien  se  ofrezca  á  probarlo  la  parte  dentro  del 
término  competente.  Estos  impedimentos  son  comunes  á  todo 
el  que  ejerza  jurisdicción  en  la  república ,  sea  cual  fuere  su 
índole  ó  jerarquía,  y  á  todo  .el  que  de  cualquier  modo  inter- 
venga en  los  pleitos  ó  procesos;  pero  las  partes  son  arbitras 
de  alegarlos ,  ó  de  consentir  en  que  á  pesar  de  ellos  conozcan 
en  su  litigio. 

Las  causas  de  recusación  son  :  Io.  Tener  el  juez  su  con- 
sorte ,  ascendientes  ,  descendientes  ,  suegros  ,  yernos ,  her- 
manos ó  cuñados  pleito  pendiente,  en  el  cual  se  trate  de  la 
misma  cuestión  y  sostenga  alguno  de  ellos  el  mismo  derecho 
que  se  ventila  :  2o.  Ser  el  juez  deudor  de  plazo  cumplido  ó 
acreedor  de  alguna  de  las  partes  :  5o.  Tener  el  juez,  su  con- 
sorte, ascendientes,  descendientes,  suegros,  yernos  ó  her- 
manos causa  pendiente,  en  la  que  deba  fallar  como  juez  ó 
como  compromisario  alguna  de  las  partes  :  k°.  Ser  pariente 
consanguíneo  en  la  línea  trasversal,  en  quinto  ó  sexto  grado 
de  alguno  de  los  litigantes ,  ó  afin  de  la  misma  línea  en 
cuarto  ,  quinto  ó  sexto  :  b°.  Ser  la  consorte  ó  alguno  de  los 
ascendientes  ,  descendientes ,  suegros ,  yernos  ó  hermanos 
del  juez  deudor  ó  acreedor  de  la  parte  contraria  :  6o.  Ser  el 
juez  heredero  instituido  en  testamento  ,  donatario,  patron, 
comensal  ó  compañero  en  alguna  negociación  de  là  parto 
contraría;  ó  ser  esta  heredera  del  juez,  también  instituida 
en  testamento  :  7o.  Haber  recibido  el  juez  de  la  parte  con- 
traria beneficio  de  importancia  para  sí  ó  para  su  familia  , 
que  empeñe  su  gratitud  :  8o.  Conservar  el  juez  amistad 
que  se  manifieste  por  actos  do  estrecha  familiaridad  con  la 
parte  contraria  :  9o.  Haber  seguido  pleito  dentro  de  los  fres 
año? anteriores  á  la  demanda  ,  ó  causa  criminal  dentro  de 
los  seis,  contra  el  juez,  sus  ascendientes,  descendientes  , 
consorte  ,  suegros  ,  yernos ,  hermanos  ó  cuñados  ,  en  nom- 
bre propio  ó  ajeno  :  10.  Haber  el  juez  promovido  como  parte 
las  diligencias  del  pleito ,  contribuido  á  los  gastos  del  pro- 
ceso ,  ó  recomendado  su  buen  despacho  :  11.  Ser  el  juez 
compadre  ,  ahijado  ó  padrino  de  la  parte  contraria ,  ó  haber 
recibido  dádivas  de  ella  después  de  comenzado  el  pleito 
eea  cual  fuere  su  calidad  ó  cantidad  :  12.  Ser  el  juez  ascen- 
diente, descendiente,  hermano  ó  cuñado  del  abogado  de 
alguna  de  las  partes  :  15.  Haber  el  juez  acometido,  acecha- 
do, injuriado  ó  amenazado  de  palabra  ó  por  escrito  al  que 
lo  recusa  :  l'l.  Odio  ó  resentimiento  del  juez  contra  el  re- 
cusante ,  indicados  por  hechos  conocidos  ó  causas  graves  , 
que  es  presumible  los  produzcan  :  18.  Haber  interpuesto  el 
mismo  recursos  vejatorios  contra  el  juez ,  los  cuales  haya 
juzgado  el  tribunal  superior  justos  ó  fundados  :  16.  Tener 


interés ,  por  cualquiera  causa  ó  relación  ,  en  que  el  éxito 
del  pleito  sea  contrario  al  recusante  :  17.  Haber  manifestado 
el  juez  de  palabra  ó  por  escrito  su  dictamen  después  de 
haber  lomado  conocimiento  del  pleito  pendiente ,  ó  antes 
si  lo  hizo  en  vista  del  proceso  ó  con  conocimiento  del  asunto. 
—  Estas  causas  de  recusación  obran  determinada  y  esclu- 
sivamente  contra  toda  clase  de  jueces  ;  y  solo  se  diferencian 
de  los  impedimentos  ó  implicancias ,  en  que  estas  no  han 
menester  prueba  ,  si  son  notorias  ó  resultan  del  espediente, 
al  paso  que  aquellas  exigen  siempre  justificación  de  parte 
del  que  las  alega  ;  y  en  que  la  propuesta  de  impedimento 
no  espone  al  que  la  hace,  á  incurrir  en  pena  alguna ,  mien- 
tras que  la  recusación  es  castigada  con  una  multa,  siempre 
que  es  infundada  ó  resulta  maliciosa. 

Por  lo  demás  en  la  república  son  recusables,  con  espre- 
sion  y  justificación  de  alguna  de  dichas  causas ,  todos  los 
jueces;  y  sin  necesidad  de  alegar  motivo,  fuera  del  caso 
en  que  espresamente  lo  requieran  las  leyes,  todos  los  que 
intervengan  en  cualquiera  instancia  ó  recurso  judicial  como 
asesores,  peritos,  liquidadores,  contadores  entre  partes, 
tasadores  ,  ó  subalternos  del  juzgado  ;  debiéndose  prestar 
siempre,  en  uno  como  en  otro  caso,  el  juramento  de  ma- 
licia, y  depositar  la  suma  que,  según  la  categoría  de  la 
persona  ó  del  juez,  marca  la  ley  que  vamos  examinando  , 
cuando  es  necesario  espresar  la  causa.  Los  encargados  de 
proteger  ó  coadyuvar  oficialmente  el  derecho  de  alguna  de 
las  partes  ,  y  los  que  desempeñan  el  ministerio  público  ó 
defienden  los  derechos  del  fisco,  no  pueden  ser  recusados. 
La  recusación  ó  propuesta  de  impedimento  compete  solo  al 
que  es  parte  formal  y  directa  en  aquella  instancia  ;  y  debe 
hacerse  ante  el  juez  que  conoce  ó  debe  conocer  del  negocio, 
al  tiempo  de  proponer  la  demanda  ,  si  el  recusante  es  el 
actor,  y  al  dar  su  contestación,  si  es  el  reconvenido.  Después 
no  es  admisible ,  sino  bajo  juramento  de  que  ha  llegado 
posteriormente  á  su  noticia,  siempre  que  esto  sea  antes  de 
llamados  los  autos  para  definitiva  ;  y  desde  este  trámite  hasta 
el  acto  de  la  vista  ó  examen  para  sentencia ,  en  el  único  caso 
de  que  el  impedimento  ó  causa  de  recusación  hayan  tenido 
origen  en  este  intermedio.  En  los  casos  en  que  la  ley  no 
exige  espresion  de  causa ,  ó  en  que  la  implicancia  resulta 
de  autos  ó  es  notoria  ,  quedan  ambas  admitidas  desde  luego 
que  se  proponen  ;  pero  en  el  supuesto  contrario,  está  sujeta 
la  demanda  de  la  parte  á  dos  juicios;  primero,  sobre  si  la 
causa  propuesta  es  legal  ó  bastante  ,  y  segundo  ,  sobre  si  es 
verdadera.  Para  que  el  litigante  pueda  justificar  esto  último, 
señala  la  ley  ocho  dias  improrogables,  comunes  á  entrambas 
partes.  —  Este  incidente  suspende  en  todo  caso- el  conoci- 
miento del  juez  sobre  lo  principal  ;  pero  no  impide  que  so 
lleven  á  efecto  las  providencias  ya  acordadas  ,  ni  que  el 
mismo  juez  recusado  acuerde  despues  las  que  aparezcan 
urgentes,  y  no  admitan  espera  sin  grave  daño,  aunque 
siempre  con  el  carácter  de  provisionales  ,  y  previo  el  pa- 
recer de  un  letrado,  ó  si  no  le  hubiere,  de  un  regidor  ó 
vecino  adornado  de  las  cualidades  necesarias  para  ser  juez, 
á  quien  debe  nombrar  como  acompañado  para  este  solo 
intento. 

Admitida  y  aprobada  la  recusación ,  queda  enteramente 
separado  del  conocimiento  de  la  causa  el  juez  de  primera 
instancia  ;  pero  el  que  le  reemplaza  en  él ,  ya  no  puede  ser 
recusado  mas  que  para  el  efecto  de  nombrar  por  acom- 
pañado á  un  abogado ,  si  le  hubiere ,  y  si  no ,  á  un  regidor 
ó  vecino  de  conocida  honradez,  que  tenga  las  cualidades 
necesarias  para  ser  juez,  como  hemos  dicho  :  solo  en  los 
juicios  sumarios  no  se  separa  del  conocimiento ,  sino  que 
nombra  en  el  acto  ,  con  citación  de  los  litigantes,  un  acom- 
pañado revestido  del  carácter  ó  requisitos  que  dejamos 
espuestos.  Los  ministros  de  los  tribunales  colegiados  quedan 
enteramente  inhibidos;  y  solo  el  Regente,  ó  el  que  bajo 
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cualquier  otro  titulólos  presida ,  continúa  autorizado  para 
ejercer  las  atribuciones  económicas  y  directivas.  Estos , 
como  todas  las  demás  personas  que  pueden  ser  recusadas^ 
no  quedan  inhabilitados  mas  que  para  conocer  de  aquet 
negocio  en  que  se  les  recusa  ;  sin  que  esto  sea  trascendental 
á  otro  pleito  que  pueda  haber  éntrelas  mismas  parles  ,  ni  á 
aquella  persona  en  el  ejercicio  de  diversas  atribuciones. 
De  los  asesores ,  peritos ,  liquidadores ,  contadores  entre 
partes  ,  tasadores  ,  relatores,  ú  otros  ministros  subalternos 
de  juzgado,  solo  puede,  recusar  dos  sucesivamente  cada  una 
de  las  partes.  —  No  es  de  esle  lugar  referir  los  tribunales , 
á  quienes  compete  respectivamente  el  conocimiento  de  estas 
recusaciones  é  impedimentos ,  ni  los  trámites  de  sustan- 
ciaron en  sus  respectivas  instancias  :  decrs.  de  2  de  febrero, 
8  de  marzo,  29  de  mayo  y  28  de  junio  de  1857.  ] 

RECUSACIÓN  en  los  tribunales  de  comercio.  Los 
jueces  de  los  tribunales  de  comercio  pueden  ser  recusados 
por  las  partes  litigantes,  espresando  la  causa  y  con  jura- 
mento de  no  hacerlo  de  malicia.  Art.  96. 

Serán  causas  justas  de  recusación  : 

Ia.  El  parentesco  de  consanguinidad  con  las  partes  liti- 
gantes dentro  del  cuarto  grado,  y  el  de  afinidad  dentro  del 
segundo  computados  civilmente. 

T.  La  sociedad  de  comercio  que  exista  pendiente  el  pleito 
entre  el  juez  y  el  litigante,  aunque  sea  de  la  accidental  ó 
cuenta  en  participación  ,  pero  no  la  anónima. 

5".  La  amistad  entre  el  juez  y  el  litigante  antes  ó  después 
de  comenzado  el  pleito  ,  que  se  manifieste  por  una  estrecha 
familiaridad. 

hA.  Si  el  juez  dependiese  del  litigante  en  clase  de  factor, 
administrador  ó  bajo  cualquiera  otro  género  de  dependen- 
cia ó  relación  de  servicio  que  le  produjese  sueldo  ó  interés 
en  el  giro  del  mismo  negociante ,  ó  si  fuere  su  banquero  ó 
comisionista  durante  el  pleito  ó  después  de  haber  este  co- 
menzado. 

5a.  Por  haber  recibido  el  juez  del  litigante  beneficios  de 
imporlancia  para  sí  ó  su  familia  que  empeñen  su  gratitud 
bácia  el  mismo. 

6a.  Cuando  medie  odio  ó  resentimiento  del  juez  centra  el 
recusante  por  hechos  conocidos,  ó  que  en  los  seis  meses  an- 
teriores al  pleito ,  ó  á  la  época  en  que  el  juez  hubiere  entra- 
do en  el  ejercicio  de  sus  funciones,  le  hubiese  amenazado 
en  disensiones  privadas. 

7a.  Si  hubiere  pleito  pendiente  entre  el  juez  y  el  recusan- 
te ,  ó  le  hubiere  acusado  criminalmente  antes  ó  después  de 
incoarse  aquel ,  ó  en  cualquiera  ocasión  le  hubiere  hecho 
daño  grave  en  su  persona ,  honor  ó  bienes. 

8a.  Si  el  juez  hubiere  recibido  dádivas  del  litigante,  pen- 
diente el  pleito,  ó  hubiere  dado  recomendaciones  sobre  él 
antes  ó  después  de  principiado. 

9a.  Si  siendo  juez  hubiere  manifestado  su  opinion  sobre 
el  pleito  antes  de  proferirse  sentencia. 

10a.  Siempre  que  por  cualquiera  causa  ó  relación  tenga 
el  juez  interés  en  las  resultas  del  pleito.  Art.  97. 

La  recusación  puede  ponerse  en  cualquiera  estado  de  la 
causa  antes  de  declararse  por  conclusa  para  definitiva. 

Pero  siempre  que  un  pleito  estuviere  visto  y  para  votarse 
sobre  articulo  que  cause  sentencia  interlocutoria,  no  podrá 
usarse  de  la  recusación  hasta  después  de  pub'icada  ésta. 
Art.  98. 

Propuesta  la  recusación,  el  tribunal  sin  concurrencia  del 
juez  recusado ,  que  será  reemplazado  por  el  cónsul  sustituto 
á  quien  corresponda ,  y  con  previo  dictamen  del  letrado 
consultor,  declarará  si  es  ó  no  suficiente  la  causa  propuesta. 

Siéndolo ,  quedará  suspenso  el  curso  del  pleito ,  y  se  man- 
dará al  recusante  que  la  pruebe  por  los  medios  de  derecho 
ante  el  mismo  tribunal  en  el  término  preciso  de  diez  dias. 

No  hallando  legal  la  causa  de  recusación ,  declarará  no 


haber  lugar  á  esta,  y  que  el  juez  recusado  debe  continuar 
en  el  conocimiento  del  pleito,  imponiéndose  al  recusante  la 
multa  de  quinientos  reales  vellón.  Art.  99. 

La  prueba  de  las  causas  de  la  recusación  se  actuará  en 
pieza  separada.  Art.  100. 

Concluso  el  término  de  la  prueba  y  sin  otra  sustanciacion 
se  dará  cuenta  en  audiencia  secreta  de  las  probanzas  hechas, 
formándose  el  tribunal  con  ios  mismos  jueces  que  las  hu- 
bieren mandado  recibir,  y  en  su  vista  se  declarará  si  está  ó 
no  probada  la  causa  de  la  recusación ,  habiéndose  ó  no  por 
recusado  al  juez  contra  quien  se  hubiere  propuesto. 

No  estándolo,  se  condenará  al  recusante  en  la  multa  de  mil 
reales  vellón.  Art.  101. 

Si  apelándose  de  la  sentencia  en  que  se  hubiese  desesti- 
mado la  recusación  por  insuficiencia  ó  por  falta  de  prueba  , 
fuere  aquella  confirmada  ,  se  doblará  la  multa  que  se  le 
hubiese  impuesto  en  primera  instancia  ,  y  se  le  condenaré 
ademas  en  las  costas  de  la  segunda.  Art.  102. 

Despues  del  auto  en  que  se  declare  suficiente  la  causa  de 
la  recusación  podrá  el  juez  recusado  declarar  al  tribunal, 
que  se  abstiene  del  conocimiento  ulterior  del  pleito,  y  en 
este  caso  se  omitirá  la  prueba  ,  y  se  le  habrá  per  recusado. 
Art.  103. 

En  consecuencia  dehaberse  admitido  la  recusación  ,  queda 
el  juez  recusado  enteramente  separado  del  conocimiento  del 
pleito ,  y  se  abstendrá  de  concurrir  à  las  vistas  y  delibera- 
ciones que  ocurran  sobre  él  ó  sus  incidencias,  completándose 
el  número  de  jueces  que  exige  la  ley  para  fallar  con  los  cón- 
sules sustitutos.  Art.  10&. 

En  las  recusaciones  de  los  jueces  ordinarios  que  conozcan 
de  los  negocios  mercantiles,  así  como  en  las  de  los  minis- 
tros de  los  tribunales  sjperiores  en  la  segunda  y  tercera 
instancia,  se  estará  á  lo  que  previenen  respectivamente 
sobre  unos  y  otros  las  leyes  comunes.  Art.  105. 

Los  letrados  consultores  de  los  tribunales  áe  comercio 
podrán  ser  recusados  sin  espresion  de  causa,  prestando  el 
recusante  el  juramento  de  no  proceder  de  malicia. 

En  virtud  de  la  recusación  se  nombrará  un  consultor  par- 
ticular para  el  negocio  en  que  se  haga  ,  sin  perjuicio  de  los 
honorarios  que  correspondan  al  propietario.  Art.  106. 

No  se  podrán  recusar  mas  que  tres  consultores  en  cada 
causa,  en  la  forma  que  con  respecto  á  los  asesores  de  los 
juzgados  ordinarios  está  mandado  en  las  leyes  comunes. 
Art.  107. 

REDENCIÓN.  El  rescate  ó  el  acto  de  sacar  de  la  escla- 
vitud al  cautivo  mediante  cierto  precio;  —  la  compra  ó 
recobro  de  alguna  cosa  que  se  habia  vendido  ,  poseído  ó 
tenido  por  alguna  razón  ó  titulo  ;  —  el  acto  de  librarse  de 
alguna  obligación  ,  ó  hacer  que  esta  cese  pagando  cierta 
cantidad  ;  —  y  la  restitución  que  el  dueño  de  la  prenda  ó 
hipoteca  hace  de  la  cantidad  de  dinero  recibida  sobre  ella 
á  la  persona  á  cuyo  favor  se  gravó  la  alhaja  ó  impuso  el 
censo,  para  que  así  quede  líbrela  cosa  empeñada.  Véase 
Pacto  de  retrovendendo,  Retracto ,  Hipoteca  ,  Prenda  y  Re- 
dención de  censo. 

REDENCIÓN  DE  CENSO.  La  restitución  ó  entrega 
que  el  deudor  ó  censatario  hace  al  acreedor  ó  censualista  del 
precio  ó  capital  que  este  le  habia  dado  al  tiempo  de  la  cons- 
titución del  censo  ,  ó  bien  del  precio  ó  capital  que  se  regule, 
Todo  poseedor  de  fincas  puede  redimir  no  solo  los  censos  al 
quitar  con  que  se  hallen  gravadas  sino  también  los  perpe- 
tuos ó  irredimibles,  las  pensiones  y  cargas  procedentes  do 
contratos  enfitéuticos  ,  y  las  cargas  de  aniversario,  misa, 
capellanía ,  festividad ,  limosna ,  dote  y  demás  de  su  clase  ; 
pero  no  pueden  redimirse  los  dominios  solariegos,  ó  esta- 
blecimientos de  carta-puebla  ,  ni  las  prestaciones  de  la  oc- 
tava, décima ,  undécima  ú  otra  parte  alícuota  de  los  frutos 
de  uno  ó  mas  predios ,  cuando  no  conste  haber  sido  adqui- 
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ridas  por  precio  cierto ,  ni  tampoco  los  foros  temporales 
como  los  de  Galicia  y  Asturias;  ley  24,  lit.  15,  lib.  10,  Nov. 
Rec,  %%  1  y  21.  —  Las  redenciones  de  los  censos  al  quitar, 
perpetuos,  y  demás  cargas  en  que  su  dueño  no  tuviere  mas 
derecho  que  á  percibir  el  tributo  ó  pension  en  los  plazos 
estipulados ,  se  hacen  por  el  capital  que  resulta  de  las  escri- 
turas de  imposición  :  si  en  estas  no  se  espresa ,  se  forma 
con  arreglo  á  la  práctica  del  pueblo  :  en  caso  de  no  haberla , 
por  la  de  la  cabeza  de  partido  ;  y  en  su  defecto ,  por  la  de 
la  capital  de  la  provincia ,  d.  ley,  %$Uyo.  —  En  las  reden- 
ciones de  los  censos  enfitéuticos  en  que  el  poseedor  de  la 
finca  solo  tenga  el  dominio  útil,  correspondiendo  el  directo 
al  dueño  de  la  carga,  se  ha  de  tener  presente  en  primer 
lugar  si  los  poseedores  de  ambos  dominios  estipularon  la 
estimación  que  deba  darse  al  capital  del  canon ,  y  al  de  los 
demás  derechos  dominicales  conocidos  con  los  nombres  de 
licencia,  fadiga,  tanteo,  laudemio,  luismo,  comiso  ó  cual- 
quiera otro  ,  ó  convinieron  entre  sí  las  reglas  por  las  cuales 
deba  procederse  ala  estimación  referida;  y  en  tal  caso  se 
observarán  puntualmente  estos  convenios.  Si  no  hubiere 
tales  pactos ,  se  forman  los  capitales  por  el  valor  que  en 
cada  pueblo  ,  partido  ó  provincia  se  dé  por  ley,  estatuto  ó 
práctica  al  canon  enfitéutico  y  á  los  derechos  espresados; 
til.  15  cil. ,  %%  6  y  7.  Finalmente,  á  falla  de  convenios  y 
de  práctica  constante,  se  procede  á  la.redencion ,  consignando 
por  el  canon  un  capital,  regulado  á  razón  de  uno  y  medio 
por  ciento  ó  sesenta  y  seis  y  dos  tercios  al  millar,  y  por  de- 
recho de  laudemio ,  en  que  van  considerados  todos  los  do- 
minicales, la  cantidad  que  en  el  espacio  de  veinte  y  cinco 
años  sea  capaz  de  redituar  al  tres  por  ciento  otra  igual  al 
importe  de  una  cincuentena  del  valor  de  la  finca  ,  rebajadas 
las  cargas  á  que  esté  sujeta  ,  ó  lo  que  es  lo  mismo ,  dos  y 
dos  tercios  por  ciento  de  su  precio  líquido  :  bajo  el  concepto 
de  que  en  ningún  caso  puede  hacérsela  redención  del  canon, 
sin  ejecutar  al  mismo  tiempo  la  de  los  demás  derechos  del 
dominio  directo  ;  til.  15  ,  §§  8  y  9.  —  Las  cargas  perpetuas 
de  aniversarios,  misas,  capellanías,  sufragios,  limosnas  y 
demás  de  su  especie  se  redimen  por  el  capital  que  resulta  de 
las  escrituras  de  fundación  :  cuando  no  lo  espresen ,  se  ob- 
serva para  su  formación  la  insinuada  práctica  constante;  y 
si  no  la  hubiere  ,  y  solo  consta  en  la  escritura  la  cantidad 
fija  que  debe  satisfacer  anualmente  el  poseedor  de  la  finca, 
se  regula  el  capital  al  respecto  de  tres  por  ciento  ó  treinta 
y  tres  y  un  tercio  al  millar.  —  Las  cargas  municipales  á  que 
se  hallen  afectas  las  tincas,  se  redimen  por  las  reglas  de  su 
respectivo  establecimiento,  y  á  falta  de  ellas,  por  las  de  los 
censos  redimibles;  la  misma  ley  y  lit.,  §§  10  y  11.  —Cuando 
los  réditos,  tributos  ó  pensiones  de  las  cargas  que  se  redi- 
mieren ,  se  pagaren  ó  cumplieien  en  granos,  ú  otra  especie 
que  no  sea  dinero ,  se  forma  el  capital  por  el  valor  que  hayan 
tenido  los  respectivos  frutosen  un  año  común  del  quinquenio 
anterior  á  la  redención,  escluyendo  los  estraordinariamente 
estériles;  y  la  propia  regla  del  quinquenio  se  observa  para 
la  formación  de  capitales,  cuando  el  importe  anual  de  las 
cargas  fuese  incierto  por  el  mas  ó  menos  gasto  en  su  cum- 
plimiento ;  lîl.  cit.,  ||  12  y  13. 

Todas  las  redenciones  de  censos  y  cargas  pueden  hacerse 
con  vales  reales  ,  aunque  se  haya  estipulado  en  la  esentura 
que  la  redención  se  haga  con  fincas  ú  otro  efecto ,  ó  en  me- 
tálico con  designación  de  monedas;  pero  con  tal  que  el  valor 
que  los  vales  tengan  en  el  dia  de  la  entrega,  quepa  en  el 
del  capital  que  deba  consignarse  para  la  redención.  —  Puede 
hacerse  por  partes  la  redención  ,  con  la  advertencia  de  que, 
si  las  escrituras  de  imposición  no  lo  permiten,  deberá  redi- 
mirse por  la  mitad  á  lo  menos,  conforme  á  lo  resuelto  por 
regla  general  respecto  á  los  censos  impuestos  sobre  propios 
y  arbitrios ,  á  no  ser  que  por  la  cortedad  del  capital  y  calidad 
de  la  carga  no  admita  esta  division,  sin  causar  perjuicio 


atendible  al  dueño  ú  objeto  del  gravamen.  — Los  poseedores 
de  mayorazgos  ó  vínculos  pueden  vender  algunas  de  sus 
fincas  en  pública  subasta  con  el  objeto  de  redimir  las  cargas 
á  que  se  hallen  afectas  otras  pertenecientes  á  ta  misma  fun- 
dación ;  ley  cit.,  til.  15-,  ||  18,  21  y  23. 

Las  redenciones  han  de  formalizarse  siempre  por  escri- 
tura otorgada  ante  escribano.  Si  el  acreedor  censualista  no 
quisiere  acceder  á  la  redención ,  se  le  puede  compeler  judi- 
cialmente. En  este  caso  se  pide  la  redención  ante  el  juez  quo 
se  hallare  nombrado  en  la  escritura  de  imposición ,  y  en  su 
defecto  ante  el  del  acreedor  censualista  ó  el  del  pueblo  donde 
exista  la  finca  ,  á  elección  de  su  poseedor,  haciéndolo  en 
todas  partes  según  práctica  del  foro,  á  fin  de  que  citándose 
al  dueño  del  censo,  canon  ó  gravamen  por  el  término  que 
resulte  de  la  escritura  de  imposición  ,  ó  el  que  en  su  defecto 
se  le  señale  ,  acuda  con  ella  dentro  de  él;  y  constando  de 
sus  condiciones  el  capital  déla  redención,  reciba  su  importe 
y  el  de  los  réditos  vencidos,  ó  bien  esponga  el  capital  que 
deba  consignarse  y  lo  que  le  corresponda  por  razón  de  ré- 
ditos; pero  sin  admitírsele  por  el  juzgado  ningún  recurso 
dilatorio  con  este  pretesto;  ley  cit.,  ||  28  á  30.  El  juez  ha  de 
proceder  de  plano,  breve  y  sumariamente,  formando  los  ca- 
pitales por  las  reglas  que  quedan  establecidas;  bajo  el  con- 
cepto de  que  si  fuese  preciso  para  su  ejecución  tasar  las 
fincas  por  peritos  que  nombren  las  partes,  se  estará  á  lo 
que  de  conformidad  declararen ,  ó  el  tercero  en  caso  de  dis- 
cordia ,  sin  admitir  sobre  su  regulación  recurso  ni  recla- 
mación ulterior  que  impida  la  pronta  redención  del  censo  ó 
carga.  Si  declarada  por  el  juzgado  la  redención  ,  se  negare 
el  acreedor  censualista  á  otorgar  á  favor  del  censuario  la 
competente  escritura,  se  le  requerirá  para  que  lo  ejecute 
dentro  del  preciso  término  de  tercero  dia  ;  y  no  cumplién- 
dolo ,  procederá  el  juez  á  otorgarla  á  su  costa  de  oficio ,  y 
á  lo  demás  que  corresponda  y  sea  consiguiente  á  la  entera 
ejecución  de  la  redención.  Véase  la  ley  24,  tít.  15,  lib.  10 
de  la  Nov.  Rec,  en  que  ademas  se  manda  imponer  los  capi- 
tales de  las  redenciones  en  la  real  caja  de  estincion  de  vales. 
—  Según  lo  dicho ,  puede  el  deudor  censuario  redimir  el 
censo  ó  carga  siempre  que  quisiere  ;  pero  el  acreedor  cen- 
sualista no  tiene  facultad  ,  según  sientan  los  autores,  para 
obligar  al  deudora  que  haga  la  redención,  porque  entonces 
no  seria  censo  sino  mutuo.  Solo  hay  tres  casos  en  que  puede 
el  acreedor  compeler  al  deudor  á  que  redima;  y  son  cuando 
el  deudor  no  manifestó  al  tiempo  de  la  constitución  del 
censo  todas  las  demás  cargas  con  que  estaba  gravada  la 
finca,  cuando  habiendo  citado  de  redención  al  acreedor  se 
retracta  después  sin  llevarla  á  debido  efecto,  y  cuando  la 
finca  se  hace  infructífera  ó  perece  por  culpa  del  deudor; 
ley  24,  lit.  i5,  lib.  10,  Nov.  Rec. 

Por  real  cédula  de  3  de  agosto  de  1818 ,  se  deroga  la  de 
17  de  enero  de  1805  que  es  esta  ley  24,  tít.  15,  lib.  10, 
Nov.  Rec,  y  se  deja  á  las  corporaciones  así  eclesiásticas 
como  seculares  y  personas  particulares  en  la  debida  plena 
libertad  de  celebrar  sus  contratos  censuales ,  y  poner  en 
ellos  las  cláusulas  y  condiciones  que  á  bien  tengan ,  y  exigir 
su  puntual  cumplimiento. 

Las  Cortes  por  decreto  de  6  de  junio  de  1857  declararon 
válidas  todas  las  redenciones  de  censos  y  cargas,  inclusa  la 
de  aposento,  verificadas  durante  la  época  constitucional  en 
virtud  de  los  decretos  de  las  Cortes;  otorgándose  á  los  in- 
teresados las  escrituras  correspondientes ,  si  entonces  no  se 
hubiese  hecho. 

REDIEZMO.  La  novena  parte  de  los  frutos  ya  diezma- 
dos ,  ú  otra  cualquier  porción  que  se  exija  de  ellos  después 
de  haber  pagado  el  diezmo  debido  y  justo. 

RÉDITO.  La  renta,  utilidad  ó  beneficio  que  rinde  algún 
dinero  en  virtud  de  contrato  ó  por  disposición  de  la  ley. 
Hay  rédito  legal  y  rédito  convencional  :  el  rédito  legal  en 
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el  comercio  se  lia  fijado  al  seis  por  ciento  al  año  ;  y  el  rédito 
convencional,  que  es. el  que  se  designa  por  las  partes,  no 
puede  esceder  del  mismo  seis  por  ciento.  Véase  ínteres, 
Mutuo,  Pension  y  Préstamo  mercantil. 

REDONDO.  Se  aplica  al  terreno  adehesado  y  que  no  es 
común. 

REDHIBICIÓN.  La  rescision  de  la  venta  que  puede 
intentar  el  comprador,  obligando  al  vendedor  á  restituirle 
el  precio  y  recobrar  la  cosa  vendida  ,  por  razón  de  su  dolo 
en  haber  ocultado  algún  vicio  ó  carga  que  esta  tenia  : 
Redliibitoria  aclio  venditionem  rescindit  in  tolum ,  reddita  re 
vcndiia,  et  pretio  recepto,  rebusque  omnibus  resülulis  in 
integrum.  El  vendedor  debe  manifestar  las  cargas,  vicios, 
tachas  ó  defectos  de  la  cosa  que  vende,  sea  raiz.  sea  mue- 
ble, sea  semoviente  ;  y  si  no  las  manifiesta  sabiéndolas, 
puede  el  comprador  intentar  dentro  de  seis  meses  contados 
désele  el  dia  de  la  celebración  de  la  venta  la  acción  redhi- 
biloria  para  que  se  rescinda  el  contrato  con  indemnización 
de  daños  y  menoscabos  llevando  cada  uno  lo  que  dio  al 
otro,  ó  bien  dentro  de  un  año  la  acción  eslimatoria  ó  del 
cuanto  menos  para  recobrar  del  vendedor  tanta  parte  del 
precio  dado  cuanta  valia  menos  la  cosa  por  razón  de  la  carga 
ó  vicio  que  se  ocultó.  Si  el  vendedor  ignoraba  las  cargas  ó 
vicios,  solo  estaría  esento  de  pagar  los  daños  y  perjuicios  ó 
menoscabos.  Estas  acciones  tienen  también  lugar  en  las 
permutas,  en  la  dación  en  pago,  y  en  la  dote  con  estima- 
ción que  causa  venta;  leyes  65,  Qh  y  65,  tít.  5,  Part.  S;  y 
ley  2,  tít.  i  ,  lib.  10,  Nov.  Rec. 

REDUCCIÓN.  La  diminución  que  se  hace  á  alguna  dis- 
posición entre  vivos  ó  de  última  voluntad ,  para  que  quede 
conforme  y  arreglada  á  las  leyes.  Cuando  un  testador,  por 
ejemplo,  legó  mas  del  quinto  de  sus  bienes  teniendo  des- 
cendientes legítimos ,  se  hace  reducción  del  escedente  para 
agregarlo  á  la  masa  repartible  entre  los  herederos.  Véase 
Querella  de  inoficioso  testamento.  En  los  censos  constituidos 
á  mas  del  tres  por  ciento  ,  se  hace  la  reducción  del  esceso 
para  que  el  rédito  quede  solo  en  el  tres  ,  como  está  deter- 
minado por  la  ley.  El  acreedor  censualista  puede  todavía 
reducir  ó  minorar  sus  réditos  al  dos  y  medio  ó  á  menos ,  ya 
sea  por  hacer  gracia  al  censuario,  ya  sea  por  empeñarle  á 
desistir  de  la  redención  quejntenta.  Si  el  capital  del  censo 
es  de  mayorazgo,  se  ha  de  ejecutar  la  reducción  con  audien- 
cia del  inmediato  sucesor,  porque  se  trata  de  su  perjuicio  : 
si  es  de  capellanía,  con  la  del  capellán  y  patronos;  y  en 
ambos  casos  conviene  que  intervenga  la  autoridad  judicial 
con  conocimiento  de  causa. 

REFACCIÓN.  La  restitución  que  se  hace  al  estado  ecle- 
siástico de  aquella  porción  que  ha  contribuido  en  los  dere- 
chos reales  de  que  está  esento.  Esto  sucede  en  las  sisas  y 
demás  contribuciones  indirectas ,  en  las  cuales  pagan  los 
clérigos  como  los  otros  ciudadanos,  y  luego  se  les  indemniza 
del  perjuicio  que  han  podido  esperimentar  en  su  franquicia 
ó  privilegio. 

f  Ninguna  persona,  corporación  ni  establecimiento, 
cualquiera  que  sea  su  xslase ,  disfrutará  de  esencion  total  ni 
parcial  en  el  pago  de  los  derechos  sobre  el  consumo  de  es- 
pecies determinadas:  Ley  dcprcsup.  de  23  de  mayo  de  18!(5. 

REFRACTAS!©.  El  que  falta  á  la  promesa  ó  pacto  á 
que  se  obligó;  y  el  que  rehusa  obedecer  á  las  leyes  y  á  las 
órdenes  de  los  superiores. 

REFRENDAR.  Legalizar  un  despacho  ó  cédula  firmando 
después  de  la  firma  del  superior;  —  y  antiguamente  marcar 
las  medidas,  pesos  y  pesas. 

REFRENDARIO.  El  que  con  autoridad  pública  refrenda 
ó  firma  después  del  superior  algún  despacho. 

REFRENDATA.  La  firma  del  que  por  autoridad  pú- 
blica suscribe  después  del  superior. 

REGALÍA.  La  preeminencia,  prerogativa  ó  derecho 


que  en  virtud  de  suprema  autoridad  y  potestad  ejerce  cual- 
quier príncipe  ó  soberano  en  su  reino  ó  estado,  como  el  ba- 
tir moneda ,  etc.  ;  —  el  privilegio  ó  escepcion  privativa  ó 
particular  que  alguno  tiene  en  cualquier  línea;  —  y  los  ga- 
jes ó  provechos  que  ademas  de  su  sueldo  perciben  los  em- 
pleados en  algunas  oficinas.  —  YéasePrivilenio. 

REGATÓN.  El  que  vende  por  menor  los  comestibles 
que  ha  comprado  por  junto.  Esta  definición,  que  es  la  que 
se  halla  en  el  diccionario  de  la  Academia  española,  carece 
de  exactitud  y  precisión,  pues  está  concebida  en  términos 
tan  generales  que  comprende  á  todos  los  que  tienen  tiendas 
ó  almacenes  de  comestibles  para  venderlos  al  menudo;  y  no 
es  tal  seguramente  la  idea  que  representa  esta  palabra  en 
el  uso  y  en  la  ley.  Por  regalón  no  suele  entenderse  sino  el 
pequeño  traficante  que  sale  á  las  aldeas  ó  á  los  caminos  ose 
presenta  en  el  mercado  y  tomando  de  mano  de  los  cultiva- 
dores los  frutos  destinados  al  surtido  diario  del  pueblo  ,  los 
revende  por  menor  en  la  plaza  misma  del  mercado  ó  recor- 
riendo las  calles  ó  estableciéndose  en  algún  punto.  Los  re- 
galones son  mirados  generalmente  con  horror,  y  tratados 
con  dureza  por  las  ordenanzas  y  los  jueces  municipales, 
como  si  ellos  no  fuesen  unos  intrumentos  necesarios  ó  por 
"lo  menos  útilísimos  en  este  comercio,  ó  como  si  no  fuesen 
respecto  de  los  cultivadores  lo  que  los  tenderos  y  mercade- 
res con  respecto  del  comerciante  y  fabricante.  Es  cierto  que 
los  regatones  compran  barato  para  vender  caro;  pero  esto  es 
propio  de  todo  tráfico  en  que  las  ventajas  del  precio  repre- 
sentan el  valor  de  la  industria  y  el  rédito  del  capital  del 
traficante.  El  sobreprecio  de  los  frutos  en  manos  del  reven- 
dedor recompensa  el  tiempo  y  el  trabajo  gastados  en  salir  á 
buscarlos  á  las  aldeas  ó  los  caminos ,  traerlos  al  mercado  , 
venderlos  al  menudo  y  sufrir  las  averías  y  pérdidas  de  este 
pequeño  tráfico.  Si  el  labrador  hubiera  de  tomar  sobre  si 
estas  funciones,  cargaría  también  sobre  sus  frutos  el  valor 
del  tiempo  y  el  trabajo  consumidos  en  ellas  y  robados  á  su 
profesión,  ó  los  vendería  con  pérdida,  en  cuyo  caso  los 
consumiría  en  vez  de  venderlos  ,  ó  dejaría  de  cultivarlos ,  y 
el  mercado  estaría  menos  provisto.  Esta  division  pues  de 
agentes  y  manos  intermedias,  lejos  de  encarecer,  abarata 
este  valor  :  primero ,  porque  economiza  el  tiempo  y  el  tra- 
bajo representados  por  el  ¡segundo,  porque  aumenta  la 
destreza  y  los  ausilios  de  este  tráfico ,  convertido  en  profe- 
sión :  tercero,  porque  proporcionando  el  conocimiento  de 
parroquianos  y  veceros,  facilita  el  consumo;  y  cuarto,  por- 
que multiplicando  las  ventas,  hace  que  la  reunion  de  muchas 
pequeñas  ganancias  componga  una  mayor,  con  tanto  bene- 
ficio de  las  clases  quecultivan  como  délas  que  consumen  (1). 

REGIDORES.  Las  personas  que  en  cada  pueblo  tienen  á 
su  cargo  el  gobierno  económico  del  mismo.  Véase  Ayunta- 
miento ,  que  también  se  llama  regimiento. 

REGISTRO.  El  libro  en  que  cada  escribano  estiende  la 
primera  matriz  ó  escritura  original  de  los  instrumentos  que 
pasan  ó  se  otorgan  ante  él  ;  y  sirve  para  sacar  las  copias  ó 
traslados  que  pidan  los  interesados ,  y  para  comprobar  ó 
confrontar  las  que  ya  se  hubiesen  espedido  y  presentasen 
alguna  duda  ó  dificultad.  Véase  Protocolo. 

REGISTRO.  El  asiento  que  se  hace  en  la  escribanía  de 
ayuntamiento  de  cada  cabeza  de  partido  de  las  escrituras 
que  se  otorgan  ante  los  escribanos  de  los  pueblos  del  distri- 
to ,  con  el  objeto  de  que  puedan  llegar  á  noticia  de  todos  las 
compras,  ventas,  hipotecas,  censos,  tributos  y  cualesquiera 

(1)  Sin  embargo,  la  regatonería  esta  prohibida  por  las  leyes  6 
basta  la  17  del  tit.  17,  lib.  5,  Nov.  Rec.  ,  mandadas  observar  por 
la  9,  tít.  5,  lib.  9  del  mismo  código.  En  la  Rec.  de  liul.  la  ley  6, 
tít.  18,  lib.  4,  manda  que  á  los  regatones  se  [jonga  tasa  ;  sobre  lo 
que  se  hallan  varias  disposiciones  insertas  en  la  Colección  de  Be~ 
leña,  fol.  2,  núms.  116  y  sig.,  y  núms.  626  y  627  del  último. 
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otros  gra\  amenes  ó  cargas  de  los  bienes  raices ,  para  que 
así  se  eviten  ocultaciones  y  fraudes ,  y  para  que  en  caso  de 
perderse  los  protocolos  ó  registros  particulares  de  los  escri- 
banos del  partido,  sirva  este  para  faciliíir  álos  interesados 
las  copias  que  necesiten.  Véase  Oficio  de  hipotecas. 

REGISTRO.  La  oficina  establecida  en  los  tribunales  su- 
periores, como  en  el  supremo  consejo  y  en  las  chancillerías 
ó  audiencias,  para  copiar  y  notar  á  la  letra  todos  los  privi- 
legios,  cédulas,  cartas ,  provisiones  y  despachos  que  se  li- 
bran ó  espiden  por  los  mismos. 

REGISTRO  farroquial.  El  asiento  que  se  hace  por  el 
cura  en  cada  parroquia  de  todos  los  nacimientos ,  matrimo- 
nios y  muertes  que  suceden  en  ella,  para  que  consten  en 
todo  tiempo,  y  pueda  justificarse  en  caso  necesario  el  estado 
civil  de  las  personas.  Los  estrados  ó  traslados  espedidos  por 
el  depositario  del  registro ,  ó  sacados  por  un  escribano  á 
quien  este  se  haya  puesto  de  manifiesto,  hacen  fe  en  juicio, 
estando  legalizados  en  debida  forma.  Véase  Muerte  y  Naci- 
miento. 

REGISTRO  público  de  comercio.  En  cada  capital  de 
provincia  se  establecerá  un  registro  público  y  general  de 
comercio  que  se  dividirá  en  dos  secciones. 

La  primera  será  la  matrícula  general  de  comerciantes,  en 
que  se  asentarán  todas  las  inscripciones  que  se  espidan  á 
los  que  se  dediquen  al  comercio ,  según  lo  que  va  dispuesto 
en  el  art.  11. 

En  la  segunda  se  tomará  razón  por  orden  de  números  y 
fechas  :  Io.  De  las  cartas  dotales  y  capitulaciones  matri- 
moniales que  se  otorguen  por  los  comerciantes ,  ó  tengan 
otorgados  al  tiempo  de  dedicarse  al  comercio  ,  así  como  de 
las  escrituras  que  se  celebren  en  caso  de  restitución  de 
dote  :  —  2o.  De  las  escrituras  en  que  se  contrae  sociedad 
mercantil,  cualquiera  que  sea  su  objeto  y  denominación:  — 
5o.  De  los  poderes  que  se  otorguen  por  comerciantes  á  fac- 
tores y  dependientes  suyos  para  dirigir  y  administrar  sus 
negocios  mercantiles.  —  Ademas  se  llevará  un  índice  gene- 
ral por  orden  alfabético  de  pueblos  y  de  nombres  de  todos 
los  documentos  de  que  se  tome  razón,  espresándose  al  mar- 
gen de  cada  articulo  la  referencia  del  número  y  página  del 
registro  donde  consta.  Art.  22. 

El  secretario  de  la  intendencia  mercantil  de  cada  provin- 
cia tendrá  á  su  cargo  el  registro  general,  y  será  responsable 
déla  exactitud  y  legalidad  de  sus  asientos.  Art.  23. 

Los  libros  del  registro  estarán  foliados  y  todas  sus  hojas 
rubricadas  por  el  que  fuere  intendente  de  la  provincia  en 
la  época  en  que  se  abra  cada  nuevo  registro.  Art.  24. 

Todo  comerciante  está  obligado  á  presentar  en  el  registro 
general  de  su  provincia  para  que  se  tome  razón  de  ellos,  las 
íres  especies  de  documentos  de  que  se  hace  mención  en  el 
artículo  22. 

Con  respecto  á  las  escrituras  de  sociedad  será  suficiente 
para  este  efecto  un  testimonio  autorizado  por  el  mismo  es- 
cribano ante  quien  pasaron,  que  contenga  las  circunstancias 
que  prescribe  el  articulo  290.  Art.  23. 

La  presentación  de  dichos  documentos  se  evacuará  en  los 
quince  dias  siguientes  á  su  otorgamiento,  y  con  respecto  á 
las  cartas  dotales  y  capitulaciones  matrimoniales  que  estu- 
viesen otorgadas  por  personas  no  comerciantes,  que  después 
se  inscribieren  para  ejercer  la  profesión  mercantil,  se  conta- 
rán los  quince  dias  desde  el  en  que  se  les  libró  por  la  auto- 
ridad correspondiente  el  certificado  de  la  inscripción.  Art.  20. 

Las  escrituras  dotales  entre  consortes  que  profesen  el 
comercio ,  de  que  no  se  haya  tomado  razón  en  el  registro 
general  de  la  provincia,  serán  ineficaces  para  obtenerla 
prelacion  del  crédito  dotal  en  concurrencia  do  otros  acree- 
dores de  grado  inferior.  Art.  27. 

Las  escrituras  de  sociedad  ,  de  que  no  se  tome  razón  en 
el  registr.o  general  del  comercio ,  no  producirán  acción  en- 


tre los  otorgantes  para  demandar  los  derechos  que  en  ellos 
les  hubieren  sido  reconocidos  :  sin  que  por  esto  dejen  de  ser 
eficaces  en  favor  délos  terceros  interesados  que  hayan  con- 
tratado con  la  sociedad.  Art.  2&. 

Tampoco  producirán  acción  entre  el  mandante  y  manda- 
tario los  poderes  conferidos  á  los  factores  y  mancebos  de 
comercio  para  la  administración  de  los  negocios  mercantiles 
de  sus  principales ,  si  no  se  presentan  para  que  se  tome  ra- 
zón de  ellos  en  el  registro  general,  observándose,  en  cuanto 
á  los  efectos  de  las  obligaciones  contraidas  por  el  apodera- 
do, lo  prescrito  en  el  artículo  177.  Art.  29. 

Ademas  de  los  efectos  que  en  perjuicio  de  los  derechos 
adquiridos  por  los  documentos  sujetos  á  la  toma  de  razón, 
produce  la  omisión  de  esta  formalidad,  incurrirán  los  otor- 
gantes mancomunadamente  en  la  multa  de  cinco  mil  reales 
vellón,  que  se  les  exigirá  con  aplicación  al  fisco  ,  siempre 
que  apareciere  en  juicio  documento  de  aquella  clase  con  esta 
informalidad.  Art.  50. 

Copia  del  asiento  que  se  haga  en  el  registro  general  de  to- 
dos los  documentos  de  que  se  toma  razón  en  él,  se  dirigirá 
sin  dilación  á  espensas  de  los  interesados,  por  el  secretario 
de  la  intendencia  á  cuyo  cargo  está  el  registro,  al  tribunal 
de  comercio  del  domicilio  de  aquellos ,  ó  al  juzgado  real  or- 
dinario, donde  no  haya  tribunal  de  comercio,  para  que  la  fije 
en  el  estrado  ordinario  de  sus  audiencias,  y  se  inserte  en  el 
registro  particular  que  cada  tribunal  deberá  llevar  de  estos 
actos.  Art.  31. 

REGISTRO  de  hipotecas.  Véase  Oficio  de  hipotecas. 

REGLAS  del  derecho.  Ciertos  axiomas  ó  principios 
que  en  breves  y  generales  palabras  demuestran  luego  la 
cosa  de  que  trüblan,  y  tienen  fuerza  de  ley  en  los  casos  que 
no  están  decididos  por  alguna  ley  contraria  :  Regula  est  quœ 
rem  quœ  est  breviler  enarrat ,  et  est  quasi  causœ  conjectio  ; 
princ.  del  lit.  34,  Part.  7.  Hay  muchas  reglas  esparcidas  en 
el  cuerpo  del  derecho,  y  varias  que  se  proponen  como  ejem- 
plos. Tales  son  las  siguientes  :  Ia.  Siempre  debe  favorecerse 
á  la  libertad  en  caso  de  duda ,  regí.  1  :  Qttodes  dubia  inter- 
pretalio  libertalis  est ,  secundùm  libertatem  respondendum 
erit.  —  2.  No  se  cuentan  por  bienes  los  que  causan  mas  da- 
ño que  provecho  ,  regí.  3  :  Quœ  plus  damni  quàm  ulililalis 
affermit,  ínter  bona  non  adnumeranlur.  —  3.  No  se  tienen 
por  bienes  sino  los  que  quedan ,  pagadas  las  deudas  :  Bona 
inlelliguntur  quœ,  deduelo  œre  alieno,  supersunt.  —  U.  Eu 
grave  culpa  incurre  el  que  intenta  hacer  lo  que  no  sabe  ni 
le  concierne,  regí.  S  :  Imperitia  culpœ  adnumeralur ;  et  cul- 
pa est  immiscere  se  rei  ad  se  non  perlinenli.  —  5.  Ninguno 
es  responsable  del  daño  que  resulta  de  su  consejo,  á  no  ser 
que  lo  hubiese  dado  engañosamente ,  regí.  0  :  Consilii  non 
fraudulenli  nulla  obligatio  est.  —  6.  El  que  ve  y  no  impide 
pudiendo  el  daño  que  otro  le  hace  en  sus  cosas,  se  entiendo 
que  lo  consiente,  regí.  7  :  Qui  videt  el  non  impedit ,  cüm 
possit,  damnum  quod  ab  alio  rebits  suis  in  fer  tur,  illud  con- 
sentiré intelligilur.  —  7.  Confirmar  uno  lo  que  otro  hizo  en 
su  nombre  ,  es  lo  mismo  que  haberlo  mandado  hacer, 
regí.  10  :  Ratihàbitio  mundillo  œquiparatur.  —  8.  Ninguno 
puede  dar  á  otro  mas  derecho  del  que  tiene,  regí.  12  :  Ne- 
mo  dat  quod  non  habet.  —  9.  No  hace  daño  á  otro  el  quo 
usa  de  su  derecho  ,  regí.  14  :  Damnum  non  fácil  qui  jure 
suo  uli tur.  —  10.  Lo  que  uno  hace  ó  dice  por  saña ,  no  se 
tiene  por  firme ,  mientras  no  subsista  en  ello  sin  arrepen- 
tirse, regí.  16  :  Qttidqtiid  in  calore  iracundia'  fit  vol  dicilur, 
non  priits  ralnmest  quàm  si  persevera  ni  ¡a  apparut  t  judicium 
animi  fuisse;  pero  este  principio  no  tiene  lugar  en  los  deli- 
tos sino  solo  para  moderar  la  pena.  —  11.  Ninguio  debe 
enriquecerse  con  perjuicio  de  otro,  regí.  17  :  Neme  cttm  al- 
teritts  damno  locuplelior  fteri  débet.  —  12-  La  culpa  de  uno 
no  debe  dañar  á  otro  que  no  tuvo  parte  :  AUcrius  culpa  no- 
bi¡>  nocere  non  débet,  —  13.  Causa  el  daño  el  oue  lo  manda 
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hacer,  regí.  21  :  Is  damnum  dat  qui  jubet  dari.  —  Ht.  El 
que  dio  lugar  ú  ocasión  al  daño,  se  entiende  que  lo  hace, 
regí.  21  :  Qui  occasionem  prcestat,  damnum  fecisse  vidctur. 
—  15.  El  que  calla,  ni  otorga  ni  niega ,  regí.  23  :  Qui  lacet 
non  ulique  faletur,  sed  lamen  verum  est  eum  non  negare.  — 
16.  A  ninguno  se  puede  dar  beneficio  contra  su  voluntad, 
regí.  24  :  Invito  beneficium  non  dalur  :  pero  puede  pagarse 
una  deuda  por  otro,  aunque  lo  resista.  —  17.  El  que  se  de- 
ja engañar  á  sabiendas,  no  puede  querellarse  como  hombre 
engañado,  regí.  25  :  Nemo  videlur  fraudare  eos  qui  sciunt 
et  consenliunt.  —  18.  Las  palabras  inútiles  y  superfluas  no 
dañan  ni  mudan  la  sustancia  de  las  cosas  ,  regí.  26  :  Non 
mulat  subslantiam  rerum  non  necessaria  verborum  multi- 
plicalio  ;  et  :  Non  soient  quœ  abundant  viliare  scripturas. — 
19.  Según  el  derecho  natural,  aquel  debe  sentir  el  daño  que 
siente  el  provecho  ,  regí.  29  :  Secundiim  naluram  est  com- 
moda  cujusque  rei  eum  sequi,  quem  sequunlur  incommoda. 
—  20  La  cosa  juzgada  por  sentencia  que  no  se  puede  revo- 
car, se  tiene  por  cierta  y  verdadera,  regí.  52  :  Res  judicala 
pro  verilate  habetur.  —  21.  Para  el  establecimiento  de  co- 
sas nuevas  debe  asegurarse  su  utilidad  ,  antes  de  dejar  las 
antiguas  tenidas  por  justas  y  buenas,  regí.  36  :  In  rebus  no- 
vis  constilucndis  evidcns  esse  ulilitas  débet ,  ut  receda  tur  ab 
eo  jure  quod  diu  œquum  visum  est. 

El  derecho  romano  contiene  ademas  otras  muchas  reglas 
muy  trascendentales  (1),  de  que  hemos  sacado  las  siguien- 
tes :  Ia.  Lo  que  se  ha  admitido  por  necesidad ,  no  se  puede 
producir  por  ejemplo  :  Quœ  propler  necessUalem  recepta 
,  sunt,  non  debent  in  argumentum  trahi.  —  2.  Cuando  no 
subsiste  lo  principal ,  no  puede  subsistir  lo  accesorio  :  Cüm 
principalis  causa  non  consistât,  nec  ea  quidem  quœ  sequunlur 
locum  habent.  —  3.  Lo  que  es  vicioso  en  su  principio  no 
puede  tomar  fuerza  por  el  trascurso  del  tiempo  :  Quod  ab 
inilio  vitiosum  est ,  non  polest  tractu  temporis  convalescere. 
—  k.  Subsiste  el  acto  válido  ,  aunque  sobrevenga  un  caso 
que  lo  hubiera  impedido  :  Non  novum  est  ut  quœ  semel  uli- 
liler  constituía  sunt,  durent ,  licèt  Ule  casus  extilerit  à  quo 
inilivm  capere  non  potuerunt.  —  5.  El  error  del  abogado 
no  perjudica  á  su  cliente  :  Advocatorum  error  liligantibus 
non  nocet.  —  6.  La  cosa  se  reputa  hecha  por  el  que  debia 
hacerla,  si  este  ba  dejado  de  ejecutarla  porque  otro  se  lo  ha 
impedido  :  In  omnibus  causis  pro  fado  accipitur  id  in  quo 
per  alium  mora  fil  quominus  fíat.  —  7.  Las  cláusulas  espe- 
ciales se  incluyen  en  las  generales  :  Semper  specialia  gene- 
ralibus  insunt.  —  8.  Al  género  se  le  deroga  por  la  especie  : 
In  tolo  jure,  generiper  speciem  derogatur.  —  9.  Es  un  vicio 
natural  el  descuidar  lo  que  se  posee  en  común  con  otros  : 
Nalurale  vilium  est  negligi  quod  communiler  possidelur. — 
10.  Nadie  puede  ser  forzado  á  permanecer  en  comunidad  : 
Nemo  invitus  compellilur  ad  communionem.  —  11.  El  con- 
trato hace  ley  :  Legem  conlruclus  dedit.  —  12.  No  se  deben 
castigar  fácilmente  las  palabras  indiscretas  :  Lubricum  lin- 
guœ  ad  pœnam  facile  Irahendum  non  est.  —  13.  Mas  vale 
dejar  impune  el  delito  que  condenar  á  un  inocente  :  Salius 
est  impunilum  relinquere  facinus,  quàm  innocenlem  damna— 
re.  —  14.  El  hijo  inocente  no  debe  sufrir  la  pena  del  delito 
de  su  padre  :  Nullum  patris  delictum  innocenli  filio  pœna 
est.  —  15.  Mas  debe  favorecerse  al  reo  que  al  actor  :  Favo- 
rabiliores  rei  polius  quàm  actores  habenlur.  —  16.  Puede 
uno  oponer  la  fuerza  á  la  fuerza  para  defenderse  :  Vira  vi 
repeliere  licet.  —  17.  Toda  definición  es  peligrosa  en  dere- 
cho :  Omnis  definilio  in  jure  periculosa  est.  — 18.  El  que  por 

(1)  También  son  muy  importantes  y  de  frecuente  uso  las  once 
reglas  del  5o.  de  las  Decretales  y  las  ochenta  y  ocho  del  6o.  La 
esplicacion  de  su  sentido  y  algunos  ejemplos  de  sus  aplicaciones, 
pueden  verse  al  fin  de  la  obra  de  Fallensis  ó  del  Vaulx,  y  de  la 
de  Murillo. 


dolo  dejó  de  poseer,  es  condenado  como  si  poseyese  :  Qui 
dolo  desiit  possidere  ,  pro  possidenle  damnatur. —  19.  Los 
frutos  pendientes  son  parle  del  fundo  :  Fructus  quamdiu  so- 
lo coheerent,  fundí  pars  sunt.  —  20.  En  caso  de  duda  debe 
seguirse  el  partido  mas  benigno  :  Semper  in  dubiis  benignio- 
ra  prœferenda  sunt.  —  21 .  No  hay  cosa  mas  natural  que  eí 
que  se  disuelva  cada  cosa  del  mismo  modo  que  se  hizo  : 
Nihil  lam  nalurale  est  quàm  eo  genere  quidquam  dissolvere 
quo  colligalum  est.  —  22.  En  él  todo  se  contiene  la  parle  : 
In  loto  pars  conlinelur.  —  23.  A  quien  se  permite  lo  mas  , 
le  es  permitido  lo  menos  :  Non  débet  Mi  cui  plus  licet,  quod 
minus  est  non  licere.  —  2'l.  En  causa  igual  es  mejor  la  con- 
dición del  que  posee  :  In  pari  causa  melior  est  conditio  pos- 
sidenlis.  —  25.  El  que  tiene  dos  derechos  á  una  sucesión  , 
no  queda  privado  del  uno  por  renunciar  al  otro  :  Quolies 
duplici  jure  dcfcrlur  alicui  successio ,  repudíalo  novo  jure, 
quod  ante  deferlur,  superest  velus.  —  26.  Mas  seguridad  hay 
en  la  cosa  que  en  la  persona  :  Plus  caUlionis  in  re  est  quàm 
in  persona.  —  Véase  Interpretación  de  las  leyes ,  Interpre- 
tación de  las  demandas  y  contestaciones ,  Interpretación  de 
las  sentencias,  Interpretación  de  las  convenciones  ó  contra- 
tos, Interpretación  de  los  testamentos,  Interpretación  de  los 
hechos,  Interpretación  de  lenguas  ,  Intérprete ,  é  Interpre- 
tación de  legados. 

REGÜRESO.  La  acción  ó  derecho  de  volver  á  obtener  y 
poder  repetir  lo  que  se  habia  enajenado  ó  cedido  por  cual- 
quier título;  —  la  acción  que  entre  parientes  se  tiene  para 
volver  á  obtener  la  posesión  de  lo  que  se  habia  enajenado; 
—  y  el  derecho  de  volver  á  entrar  en  posesión  del  benefi- 
cio que  se  habia  resignado  ó  permutado,  por  haberse  faltado 
á  las  condiciones  estipuladas,  ó  por  muerte  de  aquel  en  cu- 
yo favor  se  habia  hecho  la  cesión  ó  resigna. 

REHENES.  Las  personas  de  estimación  y  carácter  que 
quedan  en  poder  del  enemigo  ó  parcialidad  enemistada,  co- 
mo prenda  y  seguridad  ,  pendiente  la  ejecución  de  algún 
ajuste  ó  tratado.  Aunque  la  parte  que  dio  los  rehenes  falte 
luego  á  la  buena  fe,  no  se  puede  matar,  herir  ni  atormentar 
á  estos  ,  sino  que  solamente  se  les  ha  de  guardar  por  el 
tiempo  que  se  estime  justo  ó  hasta  que  se  cumplan  los  pac- 
tos (2).  Antiguamente  no  podian  hacer  testamento,  por  estar 
en  poder  ajeno  ;  pero  pueden  hacerlo  en  el  dia  ,  puesto  que 
conservan  los  derechos  de  ciudadanos. 

REINCIDENCIA.  La  reiteración  de  una  misma  culpa 
ó  delito.  La  reincidencia  debe  ser  castigada  con  mas  rigor 
que  la  primera  perpetración  de  un  delito ,  pues  demuestra 
mayor  perversidad  en  el  ánimo  del  delincuente.  Véase 
Hurto. 

REINTEGRACIÓN.  El  recobro  de  alguna  cosa;  y  es- 
pecialmente el  restablecimiento  de  alguno  en  la  posesión  y 
goce  de  un  inmueble  de  que  habia  sido  despojado  por  la 
fuerza.  Véase  Despojo  é  Interdicto  de  recobrar  la  posesión. 

REINTEGRACIÓN  de  la  línea.  El  tránsito  que 
hace  un  mayorazgo  cuando  vuelve  la  sucesión  à  aquella  lí- 
nea que  quedó  privada  ó  escluida  por  fallarle  la  calidad  de- 
seada por  el  fundador  ó  por  otro  cualquier  motivo. 

REIVINDICACIÓN.  La  acción  que  compete  á  alguno 
por  razón  de  dominio  ó  cuasi  dominio  para  pedir  ó  preten- 
der se  le  restituya  una  cosa  que  le  pertenece  por  derecho 
civil  ó  de  gentes. 

Como  por  la  reivindicación  reclama  el  actor  una  cosa  de 
que  es  dueño  ,  debe  en  la  demanda  esponer  la  pertenencia 
como  fundamento  de  la  acción  ;  y  aunque  no  es  necesario 
espresar  la  causa  ó  razón  porque  se  pide  ,  bastando  decir 
que  le  pertenece  el  dominio  ó  propiedad,  con  una  designa- 
ción clara  de  la  cosa  para  que  sea  conocida  ,  sin  embargo 

(2)  Véase  á  Olmeda ,  tom.  1  de  su  Derecho  público ,  cap.  i  6  ;  y 
Reyneval,  tom.  1,  cap.  8}  de  los  rehenes. 
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siempre  es  útil  espresarla,  porque  si  en  fuerza  de  la  razón  ó 
causa  que  deduce  no  se  declarase  en  su  favor,  podrá  recla- 
marla por  otra  que  no  se  haya  espresado  en  el  escrito.  Lo 
contrario  sucederá  si  no  espresó  causa  alguna  ;  porque  en- 
tonces se  presume  haber  hecho  su  pretensión  por  todas 
aquellas  que  juzgó  le  competían  antes  de  la  sentencia,  á  no 
ser  que  haga  constar  que  después  de  pronunciada  esta  so- 
brevino ó  llegó  á  su  noticia  otra  causa  ó  justa  razón  que 
antes  ignoraba  ;  en  cuyo  caso  por  su  ignorancia ,  podrá  pe- 
dir de  nuevo  la  cosa,  y  será  restituido  in  inlegrumj  ley  2b, 
lit.  2,  Part.  3,  y  ley  4,  til.  3,  lib.  11,  Nov.  Rec. 

Ademas  de  la  cosa,  debe  pedir  también  espresamente  los 
frutos  si  le  corresponden,  como  igualmente  los  intereses,  da- 
ños y  menoscabos  si  los  hubiere ,  y  asimismo  las  costas 
para  no  perderlas  por  su  silencio  ,  en  caso  de  que  el  reo 
deba  ser  condenado  al  pago  de  ellas.  A  este  fin  les  dará 
estimación  en  la  demanda  ,  pues  justificándolos  en  la  prue- 
ba, puede  el  juez  dar  sentencia  sobre  todo,  y  moderarlos  si 
le  parecieren  escesivos,  sin  remitirlo  á  contadores,  porque 
se  lo  prohibe  el  derecho;  leyes  6  y  7,  tít.  16,  lib.  11, 
Nov.  Rec. 

La  reivindicación  corresponde  no  solo  por  el  dominio  di- 
recto, sino  también  por  el  útil;  y  cuando  se  entable  por 
este,  no  ha  de  pedirse  la  propiedad  sino  el  dominio,  porque 
aquella  palabra  comprende  solo  el  dominio  directo  ,  al  paso 
que  esta  comprende  los  dos;  ley  27,  lit.  2,  Part.  3,  y  glosa 
de  Greg.  López. 

RELACIÓN.  El  informe  que  por  persona  pública  se  hace 
en  voz  ó  por  escrito  al  juez  sobre  el  hecho  de  un  proceso. 
Véase  Relator. 

RELACIÓN  jurada.  El  sumario  ó  resumen  de  cuenta 
que  se  presenta  antes  de  darla  formal  y  acompañar  los  ins- 
trumentos de  justificación.  Llámase  jurada  porque  se  jura  lo 
que  en  ella  se  espresa.  También  se  llama  así  la  razón  que 
da  el  estado  eclesiástico  del  consumo  de  sus  abastos. 

RELAJACIÓN.  La  entrega  del  reo  que  el  juez  eclesiás- 
tico hace  al  juez  secular  para  la  imposición  de  la  pena  en 
causa  de  sangre  :  —  el  alivio  ó  diminución  de  la  pena  que 
se  habia  impuesto  á  un  delincuente  :— la  conmutación  ó  re- 
levación de  algún  voto,  juramento  ú  obligación  :  —  y  la  de- 
cadencia de  la  debida  observancia  de  la  ley,  regla  ó  con- 
ducta que  exigen  las  buenas  costumbres  ,  ó  de  la  disciplina 
y  buen  orden  que  se  debe  guardar  en  cualquiera  profesión 
•ó  instituto. 

RELANCE.  El  acto  de  volver  á  entrar  en  el  cántaro  la 
cédula  en  las  elecciones  que  se  hacen  por  insaculación. 

RELAPSO.  El  que  reincide  ó  incurre  en  el  mismo  deli- 
to. En  el  tribunal  de  la  Inquisición  se  llamaba  así  el  que  vol- 
vía á  caer  en  una  herejía  de  que  habia  sido  absuelto. 

RELATOR.  La  persona  aprobada  y  diputada  en  cada 
audiencia  para  hacer  relación  de  las  causas  ó  pleitos  (1). 

98.  En  todas  las  audiencias  de  la  Península,  escepto  la 
de  Oviedo,  habrá  dos  relatores  por  cada  una  de  las  salas 
ordinarias,  aumentándose  otro  para  lo  criminal  en  la  audien- 
cia de  Madrid.  En  la  de  Oviedo  y  en  las  de  Canarias  y  Ma- 
llorca habrá  solamente  dos  relatores ,  uno  para  cada  sala. 

Todos  ellos  deberán  ser  letrados  de  probidad ,  fieles  é 
inteligentes  ,  y  percibirán  los  derechos  de  arancel,  á  mas  de 

(1)  Con  respecto  á  la  república  de  ¡Méjico,  el  art.  48  de  la  ley 
de  25  de  mayo  de  4857,  dice  en  el  cap.  5  ,  que  en  los  tribunales 
superiores  habrá  un  secretario  letrado  ,  un  oficial  y  un  portero 
pura  cuda  sala....  y  los  escribientes  y  demás  subalternos  que  es- 
presará  el  reglamento,  los  que  disfrutarán  el  sueldo  y  emolu- 
mentos que  en  él  se  designen....  El  art.  18  de  la  misma  dice  que 
cada  sala  de  la  Suprema  Corte  tendrá  un  secretario  letrado  ,  con 
el  mismo  número  de  subalternos  cite  designa  el  reglamento  actual 
del  tribunal. 


la  dotación  que  S.  M.  y  las  Cortes  se  dignen  señalar  á  los 
que  sirvan  en  las  salas  del  crimen. 

99.  A  unos  y  otros  los  nombrará  S.  M.  por  esta  vez  á  pro- 
puesta simple  de  la  respectiva  audiencia  ,  y  en  lo  sucesivo  á 
propuesta  de  la  misma  por  terna,  previa  oposición, bajo  las 
reglas  siguientes  : 

Primera.  Verificada  la  vacante  de  cualquier  relatoría  ,  se 
anunciará  por  edictos  en  la  puerta  de  la  audiencia  y  por 
medio  de  los  papeles  públicos  de  su  territorio ,  para  que 
dentro  del  término  de  cuarenta  dias  concurran  los  que  qui- 
sieran pretenderla ,  presentando  en  la  secretaría  el  título  de 
abogado. 

Segunda.  En  la  misma  secretaría  se  pondrá  un  número 
de  pleitos  igual  al  de  los  opositores  que  hubiere,  desglosán- 
dose las  sentencias  y  numerándolos  ;  y  se  formará  una  lista 
con  espresion  de  cada  pleito,  que  rubricará  el  ministro  mas 
moderno  de  la  audiencia. 

Tercera.  Cumplido  el  término  de  los  edictos  ,  y  señalado 
día  por  la  audiencia  para  dar  principio  á  las  oposiciones , 
concurrirá  á  la  secretaría  el  opositor  mas  antiguo  ,  según  su 
título,  y  se  le  entregará  uno  de  los  pleitos,  poniendo  recibo 
en  la  lista  que  se  espresa  en  el  párrafo  anterior,  cuyo  acto 
se  repetirá  en  los  demás  dias. 

Cuarta.  Entregado  el  pleito,  quedará  el  opositor  en  la 
pieza  que  se  le6eñale  en  la  audiencia  ;  y  sin  permitirle  mas 
que  un  escribiente,  formará  un  estracto  de  aquel,  eslen- 
diendo  y  fundando  la  sentencia  que  crea  arreglada  á  justicia 
en  el  preciso  término  de  24  horas. 

Quinta.  Cumplidas  estas  se  presentará  el  opositor  en  au- 
diencia plena,  y  en  público  hará  de  memoria  relación  del 
pleito ,  dejándolo  con  el  estracto  que  hubiere  formado  en  la 
mesa  del  tribunal;  y  en  seguida  se  le  hará  por  este  á  puerta 
cerrada  un  examen  de  media  hora  sobre  el  orden  y  método 
de  enjuiciar  y  demás  concerniente  á  las  obligaciones  y  ofi- 
cio de  relator. 

Sexta.  Concluidos  los  ejercicios  se  procederá  por  la  au- 
diencia á  la  propuesta  por  lerna,  entregándose  por  la  secre- 
taría á  cada  ministro  una  lista  comprensiva  de  los  nombres 
de  todos  los  opositores  para  la  votación,  y  deberá  recaer 
aquella  en  los  que  reunieren  mayoría  absoluta. 

Séptima.  Si  hubiere  dos  ó  mas  vacantes  ,  se  harán  las  opo- 
siciones á  un  tiempo ,  bastando  á  cada  opositor  una  sola 
oposición  para  todas,  y  concluidos  los  ejercicios  se  harán 
las  propuestas  en  el  mismo  día  sucesivamente. 

100.  Los  relatores  de  cada  audiencia  se  suplirán  unos  á 
otros,  en  caso  necesario ,  con  permiso  de  la  misma;  mas 
para  el  despacho  de  la  relatoría  que  vacare  por  cualquier 
motivo  ,  el  tribunal ,  hasta  que  tome  posesión  el  nuevo  rela- 
tor, que  fuere  nombrado  con  las  formalidades  establecidas, 
elegirá  á  pluralidad  absoluta  de  votos  un  interino,  letrado 
de  probidad  y  suficiencia  ,  el  cual  percibirá  por  el  tiempo 
que  la  sirva  los  derechos  de  arancel,  y  la  mitad  del  sueldo 
señalado  al  propietario;  encargándose  con  inventario  de  lo- 
dos los  espedientes  de  la  relatoría  vacante,  que  entre 
después  al  sucesor,  juntos  con  los  que  le  tocaren  durante  la 
interinidad. 

101.  En  cada  audiencia  se  destinará  para  los  relatores 
una  pieza  proporcionada,  en  la  cual  habrá  para  cada  une- 
una  mesa  con  cajón  de  llave  en  que  puedan  custodiar  sus 
respectivos  procesos. 

102.  Los  relatores  no  darán  cuenta  al  tribunal  sino  de  lo 
que  mande  pasar  á  ellos;  ni  podrán  tampoco  recibir  los  pro- 
cesos sin  que  conste  que  se  les  han  encomendado  ,  ni  des- 
pachar unos  por  otros  los  que  se  les  hayan  repartido,  á  no 
ser  que  por  ausencia,  enfermedad  ú  otra  causa  lo  hagan, 
con  aprobación  de  la  audiencia  ó  de  la  sala  que  conozca  del 
negoció. 

105.  Nunca  recibirán  proceso  alguno  de  mano  de  los  lili— 
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gantes  ni  de  sus  procuradores ,  sino  solamente  del  escribano 
de  cámara  á  quien  corresponda  ,  y  solo  á  él  los  flevolverán 
á  su  tiempo. 

104.  Al  entregarse  de  los  autos  anotarán  siempre  el  dia 
en  que  los  reciben. 

105.  Los  relatores  harán  su  relación  sentados,  como  los 
abogados  hacen  sus  defensas;  y  lo  ejecutarán  con  la  mayor 
exactitud  ,  bajo  su  mas  estrecha  responsabilidad  ,  anotando 
sus  derechos  al  margen  de  las  providencias. 

106.  Dadas  estas  por  el  tribunal,  y  rubricadas  por  el  mi- 
nistro semanero  ,  ó  autorizadas  en  su  caso  por  todos  los 
jueces  ,  las  firmará  el  relator  cuando  corresponda,  y  devol- 
verá los  autos  en  el  mismo  dia  en  que  se  rubrique  ó  autorice 
la  providencia. 

107.  En  ningún  caso  será  lícito  á  los  relatores  revelar  las 
sentencias  y  demás  providencias  del  tribunal  antes  de  estar 
rubricadas  ó  firmadas  por  los  ministros  á  "quienes  corres- 
ponda, y  publicadas  aquellas. 

108.  Cuando  los  negocios  pasen  á  los  relatores,  durante 
la  sustanciacion  instruirán  al  tribunal  verbalmente,  y  escu- 
sarán  el  hacerlo  por  medio  de  estracto,  á  no  exigirlo  su  gra- 
vedad ,  volumen  ú  otra  causa ,  á  juicio  suyo ,  óáno  man- 
darlo el  tribunal. 

109.  Cuando  el  relator  lleve  estracto  para  que  se  tome 
providencia  en  algún  negocio  ,  rubricará  el  ministro  sema- 
nero las  fojas  del  mismo  estrado ,  al  tiempo  que  se  rubrique 
la  providencia  que  recaiga,  y  correrán  tales  estrados  uni- 
dos á  los  procesos. 

110.  Siempre  que  los  relatores  den  cuenta  de  algún  ne- 
gocio, en  artículo  ó  en  definitiva,  reconocerán  y  manifes- 
tarán á  la  sala,  ante  todas  cosas,  si  va  concluso  legítima- 
mente ;  y  cuidarán  de  ordenar  la  relación  de  modo  que  por 
ella  se  venga  en  conocimiento  de  si  se  han  observado  ó  no 
las  leyes  que  arreglan  el  procedimiento.  Al  pié  de  los  es- 
tractos  pondrán  una  nota  espresiva  de  haberse  ó  no  guar- 
dado dichas  leyes ,  y  serán  responsables  de  la  exactitud  de 
ella. 

111.  Si  el  procurador  y  el  letrado  de  alguna  de  las  partes 
solicitaren  se  haga  cotejo  de  los  apuntamientos  que  han  de 
servir  para  la  determinación  definitiva  de  las  causas  y  plei- 
tos ,  se  prestarán  á  ello  los  relatores ,  sin  necesidad  de  acu- 
dir para  este  objeto  á  la  sala. 

112.  En  las  vistas  de  pleitos  y  causas  será  cargo  de  cada 
relator  anotar,-  bajo  su  firma,  en  el  proceso  el  dia  en  que  em- 
pezó y  el  en  que  se  concluyó  la  vista ,  espresando  los  nom- 
bres de  los  jueces  y  de  los  abogados  defensores  que  hu- 
bieren asistido  á  ella. 

113.  Los  relatores  para  el  alarde  semanal  prescrito  en  yl 
art.  31  entregarán  oportunamente  al  que  presida  la  sala  res- 
pectiva una  lista  de  las  causas  criminales  que  estuvieren 
pendientes  en  su  poder;  y  cada  quince  días  ,  para  el  mismo 
fin  ,  otra  de  los  negocios  civiles  que  pendan  ante  ellos,  es- 
presando en  ambos  el  dia  en  que  recibieron  los  procesos. 

114.  Los  relatores,  mientras  lo  sean,  no  podrán  ejercer  la 
abogacía  ,  y  precederán  á  los  escribanos  de  cámara  en  la 
audiencia  y  en  los  demás  actos  públicos  á  que  concurran  sus 
subalternos  (1). 

RELEGACIÓN.  Entre  los  antiguos  Romanos  la  pena  de 
destierro  que  se  imponía  á  un  ciudadano ,  conservándole 
todos  los  derechos  de  tal  ;  á  diferencia  de  la  deportación  que 
era  un  destierro  perpetuo  con  ocupación  de  todos  los  bie- 
nes y  privación  de  los  derechos  civiles.  Yéase  Muerte  civil. 

RELIEF.  En  la  milicia  es  la  habilitación  en  grado  ó 
sueldo  que  se  da  al  oficial  que  faltó  de  su  cuerpo  desde  el 

(1)  Véanse  l«s  obligaciones  de  los  relatores  en  el  lib.  2,  tít.  22, 
Rec.  de  lí.d.  De  los  relatores  de  las  audiencias  y  chanciller ias 
reoles  de  las  indias. 


dia  de  su  aus»ticia  hasta  el  de  su  presentación  al  cuerpo  ó  al 
destino  que  se  te  ordena,  considerándole  como  si  hubiera 
estado  en  actual  ejercicio. 

RELIGION.  Virtud  moral  con  que  adoramos  y  reveren- 
ciamos á  Dios,  como  á  primer  principio  de  todas  las  cosas, 
dándole  el  debido  culto  con  sumisión  interior  y  estcrior 
nuestra,  confesando  su  infinita  escelencia  ;  y  la  profesión, 
eslado  ó  modo  de  vivir  mas  estrecho  y  separado  con  votos, 
reglas  ,  constituciones,  pias  y  ordenadas  ceremonias  apro- 
badas por  la  Iglesia. 

La  religion  de  la  nación  española  es  la  católica ,  apostó- 
lica, romana;  y  el  Estado  se  obliga  á  mantener  e!  culto 
y  sus  ministros;  Consta,  reformada  de  28  de  maya 
de  1845. 

El  que  conspirase  directamente  y  de  hecho  á  establecer 
otra  religion  en  las  Españas ,  ó  á  que  la  nación  española  deje 
de  profesar  la  religion  católica,  apostólica,  romana,  será 
perseguido  como  traidor  y  sufrirá  la  pena  de  muerte.  Los 
demás  delitos  que  se  cometan  contra  la  religion  serán  casti- 
gados con  las  penas  prescritas  ó  que  se  prescribieren  por 
las  leyes;  decr.  de  Corles  de  17  de  abril  de  1821 ,  restable- 
cido en  30  de  agosto  de  183H  (2). 

El  Sr.  D.  Francisco  Martínez  de  la  Rosa  ha  demostrado 
en  un  bello  y  elegante  discurso  que  al  recorrer  el  círculo  de 
las  sociedades  humanas,  desde  su  infancia  misma  hasta  su 
mayor  desarrollo  y  adelantamiento,  se  ve  siempre  á  la  reli- 
gion derramando  por  todas  partes  su  benéfico  influjo.  Mo- 
dera ,  dice ,  los  horrores  de  la  barbarie  ,  y  allana  la  senda  á 
la  civilización  y  cultura,  prescribe  á  los  gobiernos  la  tem- 
planza, y  á  los  subditos  la  fidelidad  y  obediencia;  suple  por 
la  ineficacia  de  las  leyes ,  y  presta  á  la  moral  el  apoyo  de  la 
sanción  divina,  declara  iguales  á  todos  los  hombres,  her- 
mana á  las  diversas  clases  que  dividió  el  nacimiento  ó  la 
fortuna  ,  emplea  la  persuasion  y  los  medios  morales,  conde- 
nando la  opresión  y  violencia  ,  se  dirige  á  la  parte  mas  no- 
ble del  hombre,  le  purifica,  le  engrandece,  le  acerca  cuan- 
to cabe  al  mismo  Dios  que  le  ha  criado.  . 

Tendríamos  un  placer  en  presentarlo  todo  á  la  letra;  pero 
no  siéndonos  posible  por  su  demasiada  estension  ,  no  pode- 
mos prescindir  de  transcribir  el  trozo  que  sigue  sobre  el  sen- 
timiento religioso  : 

«  Pues  si  lo  que  no  alcanzan  la  instrucción  y  la  filosofía, 
se  quisiese  encomendar  acaso  á  las  instituciones  políticas,  se 
incurriría  en  otro  error  de  muy  funestas  consecuencias.  Tal 
vez  es  posible  concebir  una  nación,  en  la  cual  se  haya  debi- 
litado el  sentimiento  religioso,  y  que  sometida  al  duro  régi- 
men del  gobierno  absoluto ,  como  los  soldados  á  una  severa 
disciplina  ,  presente  por  algún  tiempo  cierto  aspecto  de  re- 
gularidad y  de  orden;  pero  es  tan  imposible  labrar  una  ciu- 
dad en  el  aire,  como  fundar  un  gobierno  libre  en  una  nación 
desmoralizada  y  descreída. 

Bajo  un  gobierno  despótico ,  obra  poderosamente  el  te- 
mor, obra  la  amenaza  ,  obra  el  influjo  de  los  antiguos  hábi- 
tos ;  caminan  los  hombres  encajonados  entre  angostos  lindes 
y  barreras  ;  mas  al  punto  en  que  se  dé  ensanche  y  holgura 
al  pueblo ,  concediendo  á  cada  individuo  la  mayor  suma  de 

(2)  Los  dos  primeros  artículos  de  las  Bases  constitucionales  do 
la  república  de  Méjico  dicen  :  «Art.  Io.  La  nación  mejicana,  una, 
soberana  é  independiente  como  basta  aquí,  no  profesa  ni  protege 
otra  religion  que  la  católica,  apostólica,  romana,  ni  tolera  el 
ejercicio  de  otra  alguna. —  Art.  2o.  A  todos  los  transeúntes,  es- 
tantes y  habitantes  del  territorio  mejicano,  mientras  respeten  la 
religion  y  las  leyes  del  país,  la  nación  les  guardará  y  hará  guar- 
dar los  derechos  que  legítimamente  les  correspondan  :  el  derecho 
de  gentes  y  el  internacional  designan  cuáles  son  los  de  los  estraii- 
j«ros:  una  ley  constitucional  declarará  los  particulares  del  ciu- 
dadano mejicano,  » 
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libertad  posible,  ¿qué  prenda,  ni  fianza  queda  á  la  socie- 
dad ,  si  se  rompen  de  un  golpe  los  vínculos  morales? 

Las  leyes pero  las  leyes  son  á  veces  ineficaces,  otras 

impotentes  ;  y  con  su  flaqueza  ó  con  su  rigor  mismo  suelen 
convidar  á  la  impunidad ,  desde  el  punto  y  hora  en  que  sea 
posible  burlarlas,  falsea  ya  su  escudo,  y  ni  defiende  ni  pre- 
serva. Mas  aun  cuando  se  suponga  que  sean  eficaces  y  po- 
derosas, no  alcanzan  á  todas  las  acciones  de  la  vida,  ni 
aun  una  pequeñísima  parte  ;  y  cabalmente  dejan  en  des- 
amparo lo  que  mas  íntimamente  toca  á  la  dicha  del  hom- 
bre !.... 

Suponed  una  sociedad ,  dotada  de  las  mejores  leyes  y  es- 
crupulosamente ejecutadas  :  si  no  existe  en  ella  un  principio 
de  moralidad  sostenido  y  alimentado  por  el  sentimiento  reli- 
gioso, esa  sociedad,  lejos  de  inspirar  confianza ,  debe  infun- 
dir espanto.  Muy  de  temer  es  que  la  moral  de  semejante 
pueblo  se  convierta  en  un  cálculo  de  probabilidades  ;  lle- 
vando cada  persona  el  código  penal  en  el  bolsillo,  para  con- 
sultarlo y  regir  su  conducta  :  como  se  cuenta  de  aquel  pa- 
tricio que  llevaba  por  las  calles  de  Roma  un  siervo  cargado 
de  oro,  para  pagar  la  multa  que  la  ley  imponía  al  que  abo- 
fetease á  un  ciudadano. 

Los  que  tienen  en  mas  estima  las  instituciones  populares, 
para  cimentar  en  ellas  la  felicidad  del  Estado ,  son  los  que 
debieran  cifrar  mayor  empeño  en  que  no  se  desacrediten  ; 
como  se  desacreditarán  infaliblemente  ,  si  no  estriban  en  un 
fondo  de  moralidad ,  sostenido  en  el  sentimiento  religioso. 
Porque  conviene  advertir  (  siendo  por  cierto  estraño  que  no 
se  vea  siquiera  lo  que  está  saltando  á  los  ojos  )  que  la  es- 
tructura de  semejante  régimen  descansa  en  aquel  funda- 
mento  Desde  el  último  elector  de  aldea,  que  deposita  su 

cédula  cerrada  en  el  seno  de  la  humilde  urna,  empieza  la 
sociedad  á  encomendar  su  suerte  á  la  buena  ó  mala  volun- 
tad de  los  ciudadanos ,  dejándolos  á  solas  con  Dios  y  su  con- 
ciencia. 

Proseguid  subiendo  la  escala  :  y  á  cada  paso  crece  la  gra- 
vedad y  se  aumentan  los  riesgos  ;  hasta  que  llegáis  á  los  es- 
caños de  los  legisladores ,  á  quienes  declaráis  esentos  de 
toda  responsabilidad ,  y  aun  los  proclamais  inviolables. 

Les  queda  el  freno  de  la  publicidad pero  alguna  vez 

puede  hacerse  el  daño  en  secreto  ;  y  otras  muchas  esa  misma 
publicidad  será  un  estímulo  para  el  mal ,  lejos  de  atajarlo. 
Colocad  á  los  legisladores  en  un  anfiteatro  :  dejadlos  fluc- 
tuantes entre  el  imán  de  la  ambición ,  entre  el  cebo  del  in- 
terés ,  entre  el  seductor  atractivo  de  los  aplausos  populares; 
acallad  la  voz  de  su  conciencia,  que  no  piensen  en  Dios, 
sino  solo  en  los  hombres  ,  y  exigid  luego  de  ellos  que  lo  sa- 
crifiquen todo  con  buen  ánimo  ,  á  trueque  de  no  faltar  á  su 
deber,  amargo  á  veces,  y  con  frecuencia  peligroso  ! 

Desdeñáis  como  inútiles  y  vanos  los  vínculos  religiosos  y 

morales pero  antes  de  tomar  asiento  en  el  sitial  de  los 

legisladores  ,  los  veo  arrodillarse  ,  poner  la  mano  sobre  un 
libro,  y  dar  por  fianza  á  la  sociedad  la  fórmula  de  un  jura- 
mento.... ¿  queréis  por  ventura  decirme  lo  que  significa  ese 
juramento  y  ese  libro ,  desde  el  punto  en  que  se  destruya  el 

sentimiento  religioso? El  acto  mas  augusto,  en  que  se 

pone  á  Dios  por  juez  y  por  testigo,  para  asentar  la  fe  de  las 
promesas  y  la  santidad  de  las  palabras ,  se  convierte  y  se 
trueca  en  una  indigna  farsa,  siendo  difícil  que,  al  recibir  y 
al  prestar  el  juramento,  no  se  sonrían  uno  y  otro,  como  al 
mirarse  de  cerca  los  Augures  de  Roma. 

A  proporción  que  se  arraiguen  mas  y  mas  las  institucio- 
nes populares,  dando  mayor  influjo  à  los  ciudadanos  en  el 
régimen  y  gobierno  del  Estado,  se  acrecienta  la  necesidad 
de  apelar  á  los  vínculos  morales;  vínculos  endebles  de  suyo 
y  quebradizos ,  si  no  están  de  tal  suerte  entrelazados  que 
vayan  á  parar  todos  ellos  al  sentimiento  religioso.  Plantead , 
por  ejemplo,  la  institución  del  jurado  en  una  nación  escasa 


de  moralidad  y  de  creencia  :  ¿  puede  concebir  la  imagina- 
ción del  hombre  nada  mas  absurdo  y  monstruoso? Al 

cabo  la  magistratura  ofrece  varias  prendas  que  infunden 
confianza  :  los  hábitos  de  orden  que  exige  una  larga  carrera, 
la  elección  del  gobierno,  el  estudio  y  la  práctica  de  la  ju- 
risprudencia ,  el  decoro  de  la  toga ,  la  obligación  de  atenerse 
alas  leyes,  la  subordinación  á  un  tribunal  superior,  que 
puede  corregir  ó  anular  la  sentencia ,  el  temor  de  la  respon- 
sabilidad, probable  á  veces,  ó  á  lo  menos  posible pero 

en  lugar  de  la  magistratura ,  formad  unas  listas  con  cente- 
nares de  nombres ,  oscuros  los  mas  ó  desconocidos ,  sacad 
de  ellos  unos  cuantos,  no  por  elección  sino  á  ciegas ,  con  los 
ojos  vendados,  como  se  sacan  los  números  de  una  lotería  ; 
reunid  à  esos  jueces  improvisados ,  y  empezad  por  decirles 
que  no  tienen  que  atenerse  á  ninguna  ley  ni  que  exigir  esta 
ó  esotra  prueba,  sino  meramente  juzgar  por  lo  que  les  dicte 
su  conciencia  ;  y  al  someter  á  su  fallo  la  hacienda ,  la  liber- 
tad ,  la  vida,  y  lo  que  es  mil  veces  mas  precioso  que  la  ha- 
cienda y  la  libertad  y  la  vida  ,  la  reputaciou  y  la  honra  de 
los  ciudadanos,  no  exijáis  mas  prenda  ni  fianza  que  la  fór- 
mula de  un  juramento ¿  queréis  decirme  (  vuelvo  á  pre- 
guntaros )  lo  que  significa  esa  conciencia  y  ese  juramento , 
desde  el  punto  en  que  se  amortigüe  ó  se  estinga  el  senti- 
miento religioso  ? 

-J-  RELIGIOSAS.  Las  juntas  creadas  por  el  real  decreto 
de  8  de  marzo  del  año  próximo  pasado  (1856)en  las  cabezas  de 
todas  las  diócesis  y  en  la  corte,  continuarán  con  el  encargo 
de  reducir  el  número  de  conventos  de  religiosas  al  que  crean 
conveniente  para  contener  con  comodidad  á  las  que  quieran 
permanecer  en  ellos  ,  procurando  ,  en  cuanto  sea  posible  , 
distribuir  las  de  los  que  se  cierren  entre  los  demás  de  la 
misma  orden  que  subsistan ,  y  arreglándose  á  las  bases  si- 
guientes :  Ia.  No  se  conservará  abierto  ningún  convento  ó 
monasterio  que  tenga  menos  de  doce  religiosas  profesas,  ni 
se  volverán  á  abrir  los  que  estén  ya  cerrados ,  aunque  antes 
de  cerrarse  tuviesen  aquel  número.  2a.  No  subsistirá  en 
una  misma  población  mas  de  un  solo  convento  de  la  misma 
orden.  3a.  Si  por  circunstancias  especiales  creyesen  las  jun- 
tas diocesanas  que  es  útil  ó  necesario  conser.var  en  una  po- 
blación dos  conventos  de  una  misma  orden  ,  lo  harán  pre- 
sente al  Gobierno,  que  queda  autorizado  para  resolver  sobre 
ello  lo  que  convenga. 

Según  la  ley  de  29  de  julio  de  1837,  las  religiosas  que 
permanezcan  en  las  casas  ó  conventos  que  queden  abiertos, 
tienen  la  facultad  de  solicitar  su  exclaustración  en  cualquier 
tiempo,  acudiendo  para  ello  al  jefe  político  ó  alcalde  consti- 
tucional. —  Las  religiosas  exclaustradas  ya  ,  y  las  que  te 
exclaustraren  en  adelante ,  no  podrán  volver  á  la  vida  co- 
mún. —  Se  prohibe  á  las  personas  de  ambos  sexos  el  uso 
público  del  hábito  religioso.  —  Por  cada  casa  de  religiosas 
que  subsista  se  abonarán  2,200  rs.  anuales  para  médico  , 
cirujano  y  botica.  —  Gozarán  de  la  testamentifaccion,  de  la 
capacidad  para  adquirir  entre  vivos  ó  ex  testamento  ó  ab 
inteslalo,  y  de  los  demás  derechos  civiles  que  corresponden 
á  los  eclesiásticos  seculares  ,  los  religiosos  secularizados  y 
exclaustrados  de  ambos  sexos  desde  que  salieron  de  los  con- 
ventos, y  las  monjas  que  continúen  en  los  que  queden  abier- 
tos desde  8  de  marzo  de  1856.  Ley  de  29  de  julio  de  IS37. 

RELIGIOSO.  El  que  ha  tomado  el  hábito  en  cualquiera 
de  las  órdenes  regulares ,  y  ha  hecho  los  1res  votos  de  obe- 
diencia, pobreza  y  castidad.  Como  los  religiosos  de  ambos 
sexos ,  dedicándose  enteramente  á  Dios ,  han  renunciado  so- 
lemnemente á  los  bienes  temporales,  al  matrimonio  y  á  su 
libertad ,  se  consideran  muertos  para  el  mundo  ;  de  modo 
que  la  profesión  religiosa  se  tiene  por  una  especie  de  muerte 
civil  f  ley  8  ,  til.7,  Parí.  i.  De  aquí  es  que  los  religiosos  no 
pueden  suceder  á  sus  parientes  intestados ,  ni  los  conventos 
ó  monasterios  en  su  representación ,  como  resulta  positiva- 
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mente  de  la  ley  17,  tít.  20,  lib.  10,  Nov.  Rec,  cuyo  conte- ^ 
nido  es  el  que  sigue  :  «  Prohibo  que  los  religiosos  profesos 
de  ambos  sexos  sucedan  á  sus  parientes  ab  intestato ,  por  ser 
tan  opuesto  á  su  absoluta  incapacidad  personal ,  como  re- 
pugnante á  su  solemne  profesión,  en  que  renuncian  al  mundo 
y  todos  los  derechos  temporales,  dedicándose  solo  á  Dios 
desde  el  instante  que  hacen  los  tres  solemnes  é  indispensa- 
bles votos  sagrados  de  sus  institutos,  quedando  por  conse- 
cuencia sin  acción  los  conventos  á  los  bienes  de  los  parientes 
de  sus  individuos  con  título  de  representación  ni  otro  oo.i- 
ccpto  :  4  igualmente  prohibo  á  los  tribunales  y  justicias  de 
estos  mis  reinos  ,  que  sobre  este  asunto  admitan  ni  permitan 
admitir  demanda  ni  contestación  alguna  ;  pues  por  el  hecho 
de  verificarse  la  profesión  del  religioso  ó  religiosa,  les  de- 
claro inhábiles  á  pedir  ni  deducir  acción  alguna  sobre  los 
bienes  de  sus  parientes  que  mueran  ab  inlestato ,  y  lo  mismo 
á  sus  monasterios  y  conventos  el  reclamar  en  su  nombre 
estas  herencias,  que  deben  recaer  en  los  demás  parientes 
capaces  de  adquirirlas,  y  á  quienes  por  derecho  corres- 
ponda. » 

Mas  ya  que  los  religiosos  no  pueden  heredar  ab  intestato, 
¿podrán  heredar  por  testamento  (1)?  La  ley  10,  tít.  S,  lib.  3 
del  Fuero  Real  ó  de  las  leyes ,  código  que  debe  observarse 
después  de  la  Recopilación  y  con  preferencia  al  de  las  Siete 
Partidas,  prohibe  que  se  dé  ó  mande  cosa  alguna  á  hombre 
de  religion  despues  de  profeso.  De  esta  prohibición  se  de- 
duce que  los  religiosos  son  incapaces  de  donaciones,  lega- 
dos y  herencias  testamentarias;  lo  que  también  es  muy  con- 
forme al  espíritu  de  la  ley  inserta  sobre  sucesiones  intestadas. 
En  efecto  ,  si  la  adquisición  por  sucesión  ab  intestato  es 
opuesta  y  repugnante  al  voto  de  pobreza,  ¿qué  razón  hay 
para  que  no  lo  sea  igualmente  la  adquisición  por  testa- 
mento ? 

¿  Pueden  los  religiosos  hacer  testamento?  Antes  de  la  pro- 
fesión pueden  hacerlo,  según  se  ha  dicho  en  la  palabra  Novi- 
cio ;  pero  no  lo  pueden  hacer  después  de  la  profesión  (2),  pues 
no  teniendo  cosa  suya,  como  dice  la  ley,  por  haber,  dejado 
las  del  mundo ,  no  pueden  dar  ni  mandar  lo  ajeno  ;  y  si  algo 
tienen  ,  pertenece  al  convento.  No  obstante  ,  los  religiosos 
que  sirven  de  capellanes  en  el  ejército  ó  armada ,  tienen  fa- 
cultad de  disponer  libremente  de  todas  las  cosas  y  bienes 
que  hayan  adquirido  con  motivo  del  empleo  y  durante  él, 
siempre  y  en  cualquier  tiempo  que  quisieren ,  así  en  vida 
como  en  muerte,  á  favor  de  cualesquiera  personas,  con  tal 
que  dejen  alguna  manda  proporcionada  à  sus  facultades  para 
que  se  invierta  en  destinos  piadosos;  Breve  de  Pió  VI i  à 
que  se  refiere  la  ley  9 ,  lit.  27,  lib.  1,  Nov.  Rec.  Los  religio- 
sos del  orden  militar  de  San  Juan  de  Jerusalen ,  llamados 
caballeros  de  Malta ,  ya  sean  bailios ,  comendadores ,  priores 
ó  capellanes  de  encomiendas,  ya  estén  en  el  claustro,  ya 
con  empleo  fuera  de  su  convento,  ya  en  sus  casas,  no  pue- 
den testar  estando  profesos  sin  licencia  de  su  gran  maestre, 
pues  son  verdaderos  religiosos ,  hacen  voto  de  pobreza ,  y 
no  tienen  voluntad  propia. 

Los  religiosos  que  se  secularizan  tienen  derecho  á  que  el 
convento  les  restituya  los  bienes  que  le  hubieren  dejado  en 
testamento  ú  otra  disposición  hecha- antes  de  profesar,  como 

(1)  Sí,  sin  duda ,  pues  ya  para  los  Mejicanos  el  punto  está  de- 
cidido. Por  testamento  ú  otra  cualquiera  disposición,  siendo  de 
orden  que  puedan  poseer  bienes,  pueden  con  licencia  de  sus  pre- 
lados, ó  sus  conventos  en  su  nombre  y  representación  ,  recibir  y 
gozar  las  herencias,  mandas,  capellanías,  patronatos,  etc.,  según 
aparece  de  una  real  cédula  fecha  en  San  Lorenzo  á  29  de  noviem- 
bre de  1796  ,  publicada  en  Méjico  á  51  de  agosto  de  1797,  y  de 
otra  fecha  en  Aran  juez  á  29  de  abril  de  1804  que  aclara  la  ley  58, 
tít.  15,  lib.  1  del  nuevo  Código  de  Indias. 

(2)  Real  cédula  mencionada  de  29  de  noviembre  de  1796. 


igualmente  los  que  poseyere  por  cualquier  otro  título  en  re- 
presentación suya  ;  pues  las  renuncias,  traspasos  ó  disposi- 
ciones hechas  por  los  religiosos  á  favor  del  convento  no  se 
suponen  simples  y  absolutas ,  sino  limitadas  por  la  tácita 
condición  de  que  hayan  de  perseverar  y  morir  en  el  instituto 
que  abrazan  ;  de  suerte  que  si  después  dejan  de  ser  subdi- 
tos é  individuos  de  la  religion  ú  orden,  cesa  la  causa  ó  título 
que  tenia  el  convento  para  poseer  los  bienes,  los  cuales  por 
consiguiente  hacen  reversion  á  su  dueño  legítimo  y  primi- 
tivo, quien  se  estima  en  esta  parte  como  si  nunca  hubiera, 
sido  religioso.  No  es  necesario  advertir  que  los  religiosos  se- 
cularizados pueden  disponer  de  sus  bienes  en  vida  ó  muerte 
del  mismo  modo  que  los  seculares,  puesto  que  han  adqui- 
rido su  antigua  libertad.  Todos  los  regulares  secularizados 
de  uno  y  otro  sexo  están  habilitados  para  adquirir  bienes  de 
cualquiera  clase,  tanto  por  título  de  legítima,  como  por 
cualquier  otro  de  sucesión ,  bien  sea  ex  testamento  ó  ab  in- 
testato ;  entendiéndose  esta  habilitación  desde  la  fecha  déla 
secularización ,  y  sin  que  tenga  efecto  retroactivo  con  rela- 
ción á  las  legítimas  y  sucesiones  adjudicadas  ó  adquiridas 
por  otros  parientes  ó  personas  antes  de  la  época  espresada, 
cuya  resolución  deberá  tener  lugar,  no  obstante  cualesquiera 
renuncias  ó  cesiones  que  hubiesen  hecho  los  interesados  en 
favor  de  sus  propias  comunidades  ó  de  sus  familias  cuando 
entraron  en  religion.  Decr.  de  Cortes  de  29  de  junio  de  1822, 
restablecido  por  otro  de  27  de  enero  de  1857. 

No  pueden  tampoco  los  religiosos  ser  tutores ,  ni  obtener 
cargos  públicos ,  ni  celebrar  contratos ,  ni  mezclarse  en  ne- 
gocios ó  dependencias  del  siglo  ni  en  pleitos  temporales, 
bajo  ningún  pretesto  ,  aunque  sea  de  piedad ,  sino  es  en  co- 
sas tocantes  á  su  respectiva  religion  y  con  licencia  escrita 
de  su  prelado.  No  pueden  ser  demandados  por  deudas  an- 
teriores á  su  ingreso  en  la  orden  ,  porque  ,  como  dice  la  ley„  " 
se  cuentan  como  muertos  desde  el  voto  de  quedar  en  ella  ; 
y  aeí  tal  demanda  debe  dirigirse  contra  el  superior  del  con- 
vento donde  pararen  sus  bienes,  el  cual  está  obligado  á  res- 
ponder en  cuanto  alcance  la  cantidad  de  ellos.  En  las  causas 
civiles  y  criminales  están  sujetos  los  religiosos  á  la  jurisdic- 
ción secular  ó  á  la  ordinaria  eclesiástica  ,  según  la  especie  ó 
naturaleza  de  los  asuntos  ó  de  los  delitos  ;  pues  la  de  los  su- 
periores regulares  se  limita  á  la  observancia  de  la  disciplina 
monástica  y  corrección  de  ciertas  faltas;  ley  14,  lit.  16, 
Part.  6  ;  ley  h,  lit.  4,  Part.  5  ;  ley  5,  lit.  5,  Part.  3;  ley  10, 
lit.  2,  Part.  ô. 

Hay  quien  cree  que  los  religiosos  no  pueden  ser  testigos 
en  los  testamentos  ni  otros  actos  de  última  voluntad  ,  porque 
no  son  vecinos  de  pueblo  alguno ,  ni  se  les  contempla  vivos 
por  hallarse  en  cierto  modo  fuera  de  la  sociedad  ;  mas  otros 
son  de  opinion  que  no  dejará  de  valer  el  testamento  en  que 
los  testigos  sean  religiosos ,  puesto  que  las  leyes  no  les  pro- 
hiben el  serlo  ,  principalmente  si  se  tiene  cuidado  de  espre- 
sar en  él  que  no  pudieron" ser  habidas  otras  personas.  . 

BEBÍATE.  La  adjudicación  que  se  hace  de  los  bienes 
que  se  venden  en  almoneda  ó  subasta  pública  al  comprador 
de  mejor  puja  y  condición.  Véase  Juicio  ejecutivo  ,  Puja  y 
Subasta. 

REBSE33IG.  La  acción  y  el  recurso  ;  y  así  se  dice  :  re- 
medio de  la  restitución  ,  remedio  posesorio ,  remedio  de  la 
apelación ,  remedio  petitorio,  etc.  Véase  Acción  é  Interdicto. 

REMISIÓN.  El  perdonó  exoneración  de  alguna  obliga- 
ción ó  deuda,  como  también  de  un  delito  ,  culpa  ó  pena. 
Véase  Perdón  en  sus  dos  artículos. 

REMISORIA.  El  despacho  del  juez  con  que  remite  la 
causa  ó  el  preso  á  otro  tribunal. 

RENTA.  El  beneficio  ,  utilidad  ó  rédito  que  se  percibe 
anualmente  en  dinero  ó. en  frutos,  como  la  renta  vitalicia, 
la  renta  de  un  censo ,  la  renta  de  un  arriendo.  Puede  una 
formarse  ó  constituirse  una  renta  perpetua  ó  temporal ,  ya 
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trasfiriendo  à  otro  una  finca  fructífera ,  ya  entregándole  una 
cantidad  de  dinero,  con  la  condición  de  que  le  pague  cada 
año  cierto  rédito  ,  sea  sin  limitación  de  tiempo,  sea  por  el 
tiempo  que  se  estipule.  Véase  Censo  en  todos  sus  artículos , 
y  Renta  vitalicia. 

RENTA  vitalicia  ó  viajera..  El  derecho  de  percibir 
cierta  pension  ó  rédito  anual  durante  la  vida  de  una  ó  mas 
personas  designadas.  Puede  constituirse  á  título  oneroso  ó 
á  titulo  gratuito  :  á  título  oneroso  mediante  una  cantidad  de 
dinero  ó  por  una  cosa  raiz,  como  si  me  cedes  una  suma  de 
cien  mil  reales  ó  una  viña  que  te  pertenece  con  el  cargo  de 
darte  mientras  viyas  una  renta  de  diez  mil  reales  :  á  título 
gratuito,  por  donación  entre  vivos  ó  por  testamento,  como 
si  le  doy  por  pura  liberalidad  ó  te  lego  una  renta  que  mis 
herederos  deban  pagarte  durante  tu  vida.  —  Puede  consti- 
tuirse la  renta  para  durante  la  vida  del  que  la  ha  de  pagar, 
ó  del  que  la  ha  de  percibir,  ó  de  un  tercero;  y  no  solamente 
por  una  vida  ,  sino  también  por  dos.  —  Puede   también 
constituirse  á  favor  de  un  tercero ,  aunque  el  precio  se  dé 
por  otra  persona ,  como  en  el  caso  de  que  yo  te  venda  una 
finca  con  la  condición  de  que  sobre  su  precio  des  á  mi  her- 
mano la  renta  que  estipulemos.  El  contrato  de  renta  vitalicia 
constituida  por  la  vida  de  una  persona  que  no  vivía  el  día 
del  contrato  ,  no  produce  efecto  alguno  ;  de  manera  que  si  te 
he  pagado  una  cantidad  ó  te  he  cedido  un  inmueble  por  la 
constitución  de  una  renta  en  cabeza  de  un  hijo  mió  ,  cuya 
muerte  ignorábamos  ,  es  nulo  el  contrato ,  y  podré  por  con- 
siguiente repetir  la  suma  ó  reivindicar  el  inmueble,  por  ha- 
bértelos dadosin  causa.  Lo  mismo  parece  ha  de  decirse  del 
contrato  en  que  la  renta  se  constituya  por  la  vida  de  una 
persona  que  se  halle  gravemente  enferma  y  muera  efectiva- 
.  mente  de  la  misma  enfermedad  ,  pues  hay  un  error  esencial 
que  vicia  el  consentimiento  ,  siendo  claro  que  si  las  partes 
hubieran  sabido  el  estado  de  la  persona  por  cuya  vida  se 
quería  establecerla  renta  ,  no  hubieran  hecho  la  convención. 
—  La  pension  anual  deberá  ser  la  que  establezcan  los  con- 
trayentes ;  pero  no  podrá  pasar  del  diez  por  ciento  cuando 
se  hace  la  constitución  por  una  vida,  ni  de  ocho  y^un  tercio 
por  ciento  cuando  se  hace  por  dos  vidas;  ley  12,  lit.  15, 
lib.  5  ,  Rec;  nota  2,  lit.  15,  lib.  10  ,  Nov.  Rec.  El  precio  , 
capital  ó  suerte  principal  con  que  se  compra  ó  adquiere  la 
renta  ,  ha  de  consistir  precisamente  en  bienes  raices  ó  en 
dinero  ,  y  no  en  plata  labrada  ,  ni  en  oro  labrado,  m  en  ta- 
pices, ni  en  otras  alhajas  ni  joyas  estimadas ,  como  advierte 
la  ley;  ley  29 ,  lit.  15,  lib.  10,  Nov.  Rec.  El  contrato  de 
renta  ó  censo  vitalicio  ,  en  que  se  fije  rédito  mas  alto  ó  en 
que  intervengan  muebles,  no  tiene  valor  ni  efecto;  y  el  es- 
cribano que  haga  la  escritura  incurre  en  la  pena  de  cin- 
cuenta mil  maravedís  para  el  fisco  y  en  privación  de  oficio; 
ley  29  cil. 

La  persona  á  cuyo  favor  se  ha  impuesto  la  renta  mediante 
precio,  puede  pedir  la  rescision  del  contrato,  si  la  otra 
parte  no  le  da  las  seguridades  estipuladas  para  su  ejecución, 
como  por  ejemplo  en  el  caso  de  haber  estipulado  una  hipo- 
leca  sobre  una  finca  que  se  le  habia  declarado  libre  y  está 
gravada,  ó  en  el  do  habérsele  prometido  una  caución  ó 
fianza  que  no  se  le  da.  Dije  mediante  precio,  pues  si  la  renta 
Be  habia  constituido  á  título  gratuito ,  es  claro  que  el  acreedor 
no  tendría  ínteres  en  pedir  la  invalidación  del  acto,  aunque 
no  se  le  diesen  las  seguridades  prometidas.  —  Parece  que 
Ja  falta  de  pago  de  los  réditos  vencidos  no  puede  autorizar 
al  acreedor  á  pedir  la  restitución  del  capital  que  enajenó; 
porque  la  renta  que  recibe  no  es  propiamente  el  interés  del 
capital ,  sino  el  precio  de  esto  capital  que  á  cada  pagamento 
anual  estingue  una  parte  de  la  deuda  ;  y  si  cuando  el  deudor 
se  descuida  en  pagarle  alguna  anualidad  ya  devengada ,  pu- 
diera el  acreedor  hacerse  reembolsar  el  capital  enajenado  , 
resultaría  que  no  solo  recobraría  su  cosa  ,  sino  que  guar- 
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daria  ademas  en  los  réditos  anteriormente  pagados  una  parle 
del  precio  de  esta  misma  cosa.  Tendrá  pues  derecho  única- 
mente á  proceder  á  la  cobranza  por  la  via  ejecutiva.  Tam- 
poco el  deudor  puede  libertarse  del  pago  de  la  renta  ofre- 
ciendo el  reembolso  del  capital  y  renunciando  la  repetición 
de  los  réditos  ya  pagados  ;  porque  realmente  la  renta  vita- 
licia no  tiene  capital ,  y  el  precio  que  se  dio  para  comprarla 
se  perdió  enteramente  para  el  comprador,  quien  ya  no  ha  de 
recobrarle,  puesto  que  mediante  su  entrega  aseguró  irrevo- 
cablemente la  renta  :  de  manera  que  pretender  el  deudor 
exonerarse  de  la  renta  volviendo  al  acreedor  el  precio  que 
este  habia  dado  por  ella ,  seria  querer  forzarle  á  vender  la 
renta  que  habia  comprado.  Está  obligado  pues  el  deudor  á 
servir  ó  pagar  la  renta  durante  la  vida  de  la  persona  ó  per- 
sonas en  cuya  cabeza  se  impuso,  por  mucho  tiempo  que 
vivan  y  por  muy  oneroso  que  haya  llegado  á  ser  este  ser- 
vicio. Véase  Vida. 

El  que  goza  la  renta  vitalicia  no  la  adquiere  sino  en  pro- 
porción del  número  de  días  que  vive,  porque  los  réditos  de 
una  renta  son  frutos  civiles  que  se  ganan  día  por  día  ;  y  asi 
es  que  no  puede  pedirlos  sino  justificando  su  existencia. 
Pero  si  se  hubiese  espresado  en  la  convención  que  cada 
pago  se  habia  de  hacer  adelantado ,  una  vez  empezado  el 
término  adquiere  el  acreedor  derecho  á  pedirlo  ,  y  parece 
por  consiguiente  que  ya  no  debe  restituirse  lo  percibido 
aunque  fallezca  antes  de  la  conclusion  del  plazo.  —  El  que 
adquiere  con  sus  propios  bienes  una  renta  vitalicia ,  no 
puede  estipular  en  el  contrato  ,  como  es  evidente  ,  que  sus 
acreedores  no  han  de  poder  trabar  ejecución  en  ella  para 
hacerse  pagar  sus  créditos  ,  porque  nadie  puede  sustraer 
á  la  acción  de  sus  acreedores  parte  alguna  de  su  hacienda; 
pero  el  que  constituye  una  renta  vitalicia  á  título  gratuito 
por  donación  ó  testamento ,  puede  poner  la  condición  de 
que  los  acreedores  de  la  persona  á  quien  la  concede  no  han 
de  poder  ejecutarla,  por  la  regla  de  que unicuique  licet  quem 
volüerit  modum  liberalilati  suœ  apponere ,  sin  que  los  acree- 
dores tengan  derecho  de  quejarse,  pues  que  el  donador  ó  tes- 
tador era  dueño  de  no  hacer  la  donación  ó  el  legado. 

Muerto  el  acreedor  vitalicio ,  ó  la  persona  ó  personas  por 
cuya  vida  se  impuso  la  renta,  cesa  la  obligación  de  pagarla 
y  el  deudor  queda  libre  de  toda  responsabilidad ,  sin  que  los 
herederos  del  acreedor  puedan  reclamar  el  capital  ó  la  finca 
que  se  dio  parala  adquisición  de  la  renta  ,  aunque  la  muerto 
se  haya  verificado  á  muy  poco  tiempo  de  la  constitución , 
pues  en  el  momento  que  esta  quedó  formalizada  hizo  suyo 
el  deudor  lo  que  se  le  dio  en  precio ,  quedando  compensadas 
las  ventajas  que  podia  tener  con  el  peligro  de  las  pérdidas  á 
que  se  esponia  por  depender  unas  y  otras  de  un  aconteci- 
miento futuro  é  incierto. 

También  hay  una  especie  de  renta  vitalicia,  en  que  aca- 
bada la  vida  porque  se  constituyó,  vuelve  la  finca  à  poder 
del  dueño  primitivo  ;  y  no  es  otra  cosa  que  una  especie  de 
censo  enfitéutico  ó  arrendamiento  que  hace  el  propietario  de 
una  finca  al  censatario  ó  enfileuta  para  que  la  disfrute  por 
una  ó  mas  vidas  con  la  obligación  de  repararla  ó  mejorarla 
y  pagarle  una  corta  pension  anual.  Esta  renta,  que  suelo 
llamarse  foro,  se  usa  mucho  en  Galicia,  y  se  constituye  con 
.  diferentes  pactos  ó  condiciones  á  arbitrio  de  los  contrayentes. 
Finalmente,  en  noviembre  del  año  de  1769  se  creó  en 
Madrid  un  banco  ó  establecimiento  llamado  de  vitalicios  ó 
fondo  perdido  ,  en  que  se  daba  por  sola  una  vida  el  rédito 
de  nueve  por  ciento  de  los  capitales  que  se  entregaban  y 
quedaban  á  favor  del  banco.  Véase  Fondo  muerto  ó  perdido. 
RENTA  de  sacas.  El  impuesto  que  paga  el  que  tras- 
porta géneros  à  otro  reino  ó  de  un  lugar  á  otro. 

RENTA  general  y  provincial.  Rentas  generales  se 
llaman  los  derechos  que  se  cobran  y  perciben  por  el  gobierno 
en  lodo  el  reino ,  como  e'  la  sal  y  las  aduanas  ;  y 
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rentas  provinciales  los  tributos  regulares  con  que  contribuye 
una  provincia  ,  como  alcabalas ,  cientos,  millones  y  servicio 
ordinario. 

f  Las  rentas  provinciales  han  sido  refundidas  en  el  dere- 
cho general  sobre  el  consumo  de  las  especies  de  vino,  sidra, 
chacolí,  cerveza  ,  aguardiente,  licores,  aceite  de  oliva  ,  ja- 
bón y  capaes.  Art.  7o.  de  la  ley  de  presup.  de  23  de  mayo  de 
18¿ia.  Véase  Derecho  de  consumo. 

¡RENTA  rentada.  La  que  no  es  eventual,  sino  fija  y 
segura. 

RENTÏLLAS.  Llámanse  siete  rentillas  ciertas  rentas 
del  Estado  ó  ramos  de  ellas,  que  por  no  ser  de  mucha  entidad 
se  arriendan  todas  juntas,  y  son  la  renta  de  los  naipes  del 
reino ,  el  quinto  de  la  nieve ,  su  millón  y  alcabala ,  la  estrac- 
cion  y  regalía  del  reino  de  Sevilla,  los  puertos  y  aduanas 
del  dicho  reino,  los  millones  de  lo  que  se  carga  por  el  rio 
de  Sevilla ,  y  la  renta  de  pescados  secos,  salados  y  salpre- 
sados. 

RENUNCIA.  La  dejación  voluntaria ,  dimisión  ó  aparta- 
miento de  alguna  cosa  ,  derecho  ,  acción  ó  privilegio  que  se 
tiene  ó  se  espera  tener.  Puede  hacerse  por  el  que  tiene  fa- 
cultad para  testar,  ceder  y  tratar,  y  se  restringe  por  su  na- 
turaleza á  las  personas,  cosas  y  derechos  espresados  en 
ella;  de  suerte  que  la  renuncia  de  un  derecho  no  se  amplía 
á  la  de  otro  ,  aunque  sea  en  la  misma  cosa,  ni  perjudica 
mas  que  al  renunciante.  La  renuncia  se  diferencia  de  la 
cesión  en  que  para  esta  deben  concurrir  la  voluntad  del  ce- 
dente  y  del  cesionario  y  causa  justa  por  la  que  se  trasfiera 
en  este  el  derecho  cedido,  al  paso  que  en  la  renuncia  basta 
para  su  perfección  la  voluntad  del  renunciante  ;  y  en  que  el 
efecto  principal  de  la  renuncia  es  solo  la  privación  ó  abdi- 
cación ,  y  el  de  la  cesión  es  la  traslación  del  derecho  en  el 
cesionario. 

Algunos  dividen  la  renuncia  en  traslativa  y  abdicativa. 
Renuncia  traslativa.;  que  también  llaman  trasmisiva,  es  la 
que  comprende  los  bienes  ,  derechos  y  acciones  que  el  re- 
nunciante tiene  adquiridos  y.  que  por  una  especie  de  dona- 
ción ó  cesión  implícita  trasfiere  en  la  persona  por  quien  se 
hace  la  renuncia,  que  es  á  la  que  aprovecha  solamente.  Esta 
renuncia  es  realmente  cesión  ,  puesto  que  en  nada  se  dife- 
rencia de  ella.  Renuncia  abdicativa ,  que  también  se  dice 
csliulíva,  es  aquella  en  que  el  renunciante  nada  cierto  y 
determinado  da  ni  trasfiere  de  presente,  porque  nada  tiene 
ni  posee,  sino  que  solamente  se  aparta  para  siempre  de 
cualquiera  derecho  que  en  lo  futuro  pueda  adquirir.  — 
Subdivídese  todavía  la  renuncia  en  real  y  personal.  Es  real 
la  que  hace  el  renunciante  no  por  amor  y  miramiento  á 
ciertas  personas  sino  por  un  motivo  general  y  absoluto;  y 
personal,  la  que  se  hace  á  favor  de  una  ó  mas  personas 
ciertas  y  determinadas. 

Cada  cual  puede  hacer  renuncia  de  lo  que  eslá  establecido 
en  su  favor,  unicuique  licel  conlenmere  hœc  quœ  pro  se  in- 
troducta sunt  ;  pero  con  tal  que  solo  renuncie  á  su  derecho 
particular,  y  no  al  derecho  público  :  Quüibel  polest  juri  suo 
renuntiare ,  modo  lamen  juri  publico  s  ¡mu  l  non  renunliel, 
quia  prkatorum  paclis  jus  publicum  infringí  non  polest. 

Un  heredero  puede  renunciar  la  herencia  verbalmente  ó 
de  hecho  :  verbalmente  ,  diciendo  antes  de  aceptarla  ,  que 
J30  quiere  recibirla;  y  de  hecho  ,  haciendo  en  ella  y  en  sus 
bienes  algún  pacto ,  contrato  ú  otra  cosa ,  no  como  heredero 
sino  como  estrafío,  ó  ejecutando  cosa  por  que  se  entienda 
que  no  tiene  voluntad  de  admitirla  ;  leyes  18  y  19,  lit.  G, 
Part.  6.  Una  vez  renunciada  la  herencia  no  puede  después 
haberla  ;  salvo  siendo  menor  de  veinte  y  cinco  años  ,  el  cual 
puede  pedirla  y  tomarla  después  de  la  renuncia  ,  si  la  es- 
tima malhecha.  El  que  una  vez  la  hubiere  aceptado  ,  no 
puede  renunciarla  ;  y  si  uno  de  dos  instituidos  la  acepta  y 
otro  la  renuncia  no  teniendo  sustituto ,  debe  aquel  tomar  la 


parte  de  este  ó  dejar  la  suya  aceptada  ,  según  elija  ;  bien 
que ,  sin  embargo  de  que  así  lo  dispone  la  ley  de  las  Partidas, 
y  así  lo  repiten  los  autores  ,  parece  que  en  el  dia  ,  después 
de  abolidas  las  sutilezas  del  derecho  romano  adoptadas  an- 
tiguamente por  el  nuestro,  la  parte  que  uno  de  los  herederos 
instituidos  renunciare  debe  pasar,  en  defecto  de  sustituto, 
al  heredero  legitimo  ó  ab  intestalo,  sin  necesidad  de  que  el 
otro  la  tome  ó  renuncie  también  la  suya.  Si  el  pariente  mas 
cercano  del  testador  fuere  instituido  heredero  ,  y  sabiendo 
serlo  renunciare  la  herencia  por  el  título  de  parentesco ,  sin 
aceptarla  en  el  mismo  acto  por  razón  del  testamento,  se  en- 
tiende que  la  renuncia  del  todo  ,  y  no  puede  después  ha- 
berla; mas  si  la  renunciare  como  pariente  ignorando  su 
institución ,  podrá  después  aceptarla  ó  cobrarla  por  razón 
de  ella  ;  ley  19,  lit.  6,  Part.  6.  El  mayor  de  veinte  y  cinco 
años  que  renuncie  la  herencia  de  su  ascendiente  difunto  , 
puede  recuperar  después  los  bienes  de  ella  hasta  tres  años, 
si  no  estuviesen  enajenados;  y  aunque  lo  estén,  podrá  ha- 
berlos en  caso  de  ser  menor;  ley  20,  lit.  6,  Part.  6.  —  No 
puede  renunciarse  la  herencia ,  mientras  no  conste  la  muerte 
de  su  dueño.  —  La  renuncia  que  hace  un  hijo  de  sus  legíti- 
mas y  sucesiones  futuras ,  hállese  ó  no  bajo  la  patria  potes- 
tad ,  estaba  reprobada  por  el  derecho  romano,  y  también 
entre  nosotros  quieren  los  autores  que  sea  nula  ,  aunque  se 
haga  por  causa  onerosa  ,  esto  es,  por  haber  recibido  el  re- 
nunciante alguna  cosa  de  su  ascendiente  ó  consanguíneo  á 
quien  debia  heredar,  en  premio  y  compensación  de  la  re- 
nuncia ;  pero  si  esta  se  corrobora  con  juramento ,  dicen  que 
será  firme  é  irrevocable,  porque  el  juramento  hace  válido 
el  contrato  que  sin  él  podria  revocarse,  siempre  que  no  se 
convierta  en  perjuicio  de  tercero,  ni  sea  contra  las  buenas 
costumbres.  La  licencia  jurada  que  los  ascendientes  con- 
ceden á  veces  á  sus  descendientes  para  testar  libremente, 
viene  à  ser  una  renuncia  de  la  legitima  que  por  fallecimiento 
de  los  últimos  podia  corresponderles.  Gómez  en  la  ley  22  de 
Toro,  ns.  1,  6,  7  y  9;  y  Gutiérrez,  juram.  confirm.,  part,  i, 
cap.  19. 

La  renuncia  no  tiene  lugar  en  los  contratos  para  el  efecto 
de  disolverlos,  porque  de  la  obligación  una  vez  contraída 
no  puede  apartarse  uno  de  los  contrayentes  contra  la  volun- 
tad del  otro.  Se  permite  no  obstante  en  el  contrato  de  com- 
pañía ó  sociedad  ,  por  evitar  los  desacuerdos  y  discordias 
que  suele  producir  el  mantenerse  en  comunión  los  que  no 
tienen  voluntad  de  ello  ;  y  así  es  que  se  acaba  la  sociedad 
por  renuncia  de  uno  de  los  socios,  con  tal  que  no  sea  frau- 
dulenta ni  intempestiva.  Es  fraudulenta  ó  de  mala  fe  cuando 
el  asociado  la  hace  por  apropiarse  á  sí  solo  el  provecho  ó  la 
utilidad  que  se  habían  propuesto  sacar  en  común  todos  los 
asociados,  en  cuyo  caso  queda  en  castigo  participe  de  las 
pérdidas,  y  no  de  las  ganancias.  Si  habiéndose  formalizado 
una  compañía  con  el  pacto,  por  ejemplo,  de  que  todas  las 
ganancias  sean  comunes,  y  viendo  alguno  de  los  socios 
que  le  venia  alguna  ganancia  por  herencia  ú  otro  título  ,  se 
separa  maliciosamente  de  sus  compañeros  por  adquirirla 
toda  para  sí,  estará  obligado  á  darles  la  parte  que  les  cor- 
responda ,  y  él  por  el  contrario  no  participará  ya  de  las  ga- 
nancias sino  solo  de  las  pérdidas  que  los  otros  tuvieren.  Es 
intempestiva  la  renuncia  cuando  se  ha  dado  ya  principio  al 
negocio  que  es  objeto  de  la  sociedad,  y  ya  no  podria  esta 
disolverse  sin  graves  consecuencias;  en  cuyo  caso  debe  pa- 
gar á  los  otros  el  que  la  hiciere  todos  los  perjuicios  que  les 
vinieren  por  esta  razón,  á  no  ser  que  tenga  justa  causa  para 
renunciar,  como  por  incompatibilidad  absoluta  de  genios, 
por  falta  de  cumplimiento  de  las  condiciones  ó  pactos ,  ó  por 
incapacidad  sobrevenida  después  de  la  convención.  Leyes  1 
y  2,  lit.  Vó,  Parí.  6, y  liytít.  10,  Parí.  5. 

La  renuncia  que  á  veces  hace  el  reo  del  término  probato- 
rio ,  no  debe  admitirse  fácilmente  en  causa  de  muerte  ú  otra 
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pena  corporal  ó  de  infamia,,  pues  acaso  querría  y  podría  ha- 
cer después  alguna  prueba  en  su  favor  ;  pero  bien  podrá  ad- 
mitirse en  causa  que  no  sea  de  tanta  importancia.  Curia 
Filip. ,  part.  3 ,  juic.  crim.  ,  %  3.  Véase  Aceptación 
de  donación,  Aceptación  de  Herencia  y  Aceptación  de 
legado. 

RENUNCIATARIO.  El  sugeto  á  cuyo  favor  se  ha  hecho 
alguna  renuncia. 

REO.  El  demandado  en  juicio  civil  ó  criminalmente  á  dis- 
tinción del  actor;  proemio  del  tít.  3,  Part.  3.  El  padre  legí- 
timo ó  adoptivo  no  puede  ser  demandado  por  el  hijo  que  to- 
davía estuvise  en  su  poder,  aun  siendo  mayor  de  veinte  y 
cinco  años ,  escepto  por  razón  de  bienes  castrenses  ó  cuasi 
castrenses,  disipaciones  de  bienes  adventicios,  malos  trata- 
míenlos,  denegación  de  alimentos,  y  por  causa  de  filiación; 
ley  2,  lit.  2  ,  Part.  3.  Mas  estando  el  hijo  fuera  de  la  patria 
potestad  ,  puede  el  padre  ser  demandado  civilmente  por  él, 
previa  licencia  del  juez;  pero  no  criminalmente  en  causa  de 
que  pueda  resultarle  muerte,  mutilación  de  miembro  ó  infa- 
mia de  hecho  ó  de  derecho;  ley  3,  lit.  2,  Part.  3.  —  El  hijo 
que  so  hallare  bajo  la  patria  potestad,  no  puede  responder 
á  la  demanda  que  le  hubieren  puesto ,  sin  la  autorización  de 
su  padre,  á  menos  que  sea  mayor  de  veinte  y  cinco  años  y 
su  padre  esté  ausente  de  la  provincia,  ó  que  se  trate  de 
bienes  castrenses  ó  cuasi  castrenses  ;  ley  7,  tít .  2,  Part.  3. — 
El  hermano  no  puede  ser  demandado  criminalmente  por  otro 
hermano  en  causa  de  que  le  resulte  muerte,  mutilación  de 
miembro  ó  destierro,  sino  es  por  haber  maquinado  alguna  de 
estas  cosas  contra  el  demandante,  ó  por  delito  de  traición  ; 
ley  U  ,  til.  2,  Part.  5.  — La  mujer  casada  no  puede  ser'de- 
mandada  por  el  marido  en  causa  de  que  le  pueda  resultar 
injuria,  mala  fama  ó  pena  aflictiva  ,  escepto  por  adulterio  ó 
traición  :  y  lo  mismo  debe  decirse  del  marido  respecto  de  la 
mujer;  ley  5.  —  El  menor  de  veinte  y  cinco  años  no  puede 
ser  demandado  sino  á  presencia  de  su  tutor  ó  curador;  y  á 
falta  de  este  ,  debe  el  juez  á  instancia  del  demandante  nom- 
brarle curador  que  le  defienda ,  bajo  nulidad  de  la  sentencia 
que  le  fuere  contraria;  leyes  7  y  11.  En  igual  caso  se  hallan 
el  mudo  y  sordo  por  naturaleza ,  el  pródigo  ,  y  el  loco  ó 
mentecato.  —  El  religioso  no  puede  ser  demandado  perso- 
nalmente por  causa  civil ,  la  cual  no  ha  de  seguirse  sino  con 
el  convento;  ley  10.  —  En  las  causas  contra  concejo ,  cabil- 
do ó  universidad ,  se  hace  la  demanda  contra  el  síndico,  pro- 
curador ó  personero  ;  ley  13.  —  En  causas  de  herencia  son 
reos  legítimos  los  herederos ,  y  si  estos  se  hallaren  ausentes 
ó  no  los  hubiese,  nombra  el  juez,  con  previa  información, 
curador  y  defensor  de  los  bienes. 

Es  máxima  constante  que  se  ha  de  favorecer  mas  al  reo 
que  al  actor  en  caso  de  duda  ;  ley  40,  tít.  16  ,  Part.  3  :  Fa- 
vorabiliores  sunl  rei  quam  actores.  De  aquí  es  que  en  lo  ci- 
vil no  se  le  ha  de  quitar  la  cosa  que  se  le  demanda,  mien- 
tras el  actor  no  justifique  claramente  su  pertenencia  /porque 
es  mas  ventajosa  la  condición  del  que  posee;  ley  1,  til.  14, 
Part.  3  :  Melior  est  condilio  possidcnlis  ;  y  del  mismo  modo 
en  lo  criminal  se  le  debe  absolver  de  toda  "pena  ,  mientras  el 
delito  no  resulte  plenamente  justificado,  aunque  haya  indi- 
cios que  induzcan  sospecha  contra  él ,  por  ser  un  mal  menor 
esponerse  á  absolver  á  un  delincuente  que  á  condenar  á  un 
inocente;  ley  12,  til.  14,  Parí.  5.  Véase  Ador,  Acusador, 
Acusable ,  Juicio,  Litigante ,  etc. 

REO  de  estado.  El  que  ha  cometido  algún  grave  delito 
contra  el  soberano  ó  la  patria.  Véase  Traición. 

REPARTIDOR.  La  persona  que  en  los  tribunales  supe- 
riores tiene  el  cargo  do  repartir  ó  distribuir  entre  los  relato- 
res y  escribanos  los  negocios  y  probanzas  que  han  de  des- 
empeñarse ó  recibirse  por  empleados  de  esta  clase.  Tiene 
obligación  de  presentar  cada  mes  al  presidente  el  libro  del 
repartimiento  ,  para  que  vea  si  ha  habido  igualdad,  si  los 


nombrados  fueron  al  negocio ,  y  si  ltoaron  mas  de  uno. 
Véase  Tasador  repartidor. 

REPETICIÓN.  La  acción  ó  derecho  que  compete  á  al- 
guno para  pedir  ó  reclamar  lo  indebidamente  pagado  ,  ó  lo 
que  se  ha  tenido  que  pagar  por  otro.  —  Lo  que  se  da  por 
error  está  sujeto  á  repetición  ;  y  lo  que  se  da  de  propósito 
ó  á  sabiendas  es  donación  ;  ley  28 ,  lit.  14,  Parí.  5  :  Cujus 
per  errorem  dali  repelitio  est ,  ejus  consultó  dati  donalio 
est.  La  obligación  natural  basta  para  esclnir  la  repetición  ; 
de  suerte  que  si  yo  pago  una  deuda  que  había  contraído  sin 
autorización  durante  mi  menor  edad ,  ó  si  restituyo  una  cosa 
que  habia  prescrito,  no  tengo  ya  derecho  á  repetir  lo  pagado 
ó  lo  entregado ,  pues  aunque  en  estos  casos  no  había  acción 
civil  para  forzarme  á  ejecutar  mis  obligaciones,  no  he  hecho 
otra  cosa  cumpliéndolas  sino  llenar  un  deber  natural,  y  mi 
pago  ó  satisfacción  no  deja  de  tener  causa.  Véase  Paga  in- 
debida y  Paga  por  causa  torpe. 

REPETICIÓN.  La  reiteración  de  algún  acto  ó  hecho. 
Véase  Legado  repelido. 

RÉPLICA  ó  replicacion.  El  segundo  escrito  ó  alegación 
que  presenta  cada  una  de  las  partes  litigantes,  respondien- 
do á  las  escepciones  que  mutuamente  se  han  opuesto  ;  y  con 
especialidad  se  da  este  nombre  al  escrito  en  que  el  actor 
procura  impugnar  ó  destruir  lo  que  espone  el  demandado 
en  su  contestación,  corroborando  mas  y  mas  los  fundamen- 
tos de  su  demanda.  La  réplica  pues  viene  á  ser  una  escep- 
cion  contra  la  escepcion. 

REPOSICIÓN.  El  acto  de  volver  la  causa  ó  pleito  á  su 
primer  estado.  Cuando  uno  de  los  litigantes  se  siente  agra- 
viado de  una  providencia  del  juez ,  puede  acudir  ante  el 
mismo  dentro  de  cinco  días,  pues  pasado  este  terminóse 
entendería  haberla  consentido  ,  solicitando  que  la  en- 
miende ó  altere,  ó  como  suele  decirse  que  la  reponga  por 
contrario  imperio;  y  de  esta  pretensión  se  da  vista  á  la  otra 
parte,  recayendo  después  ,  previa  citación,  auto  declarando 
no  haber  lugar  á  la  reposición  ,  ó  bien  enmendando  la  pro- 
videncia reclamada.  Durante  este  incidente  se  paraliza  el 
curso  de  la  cuestión  principal ,  porque  es  un  verdadero  ar- 
tículo de  previo  pronunciamiento. 

REPREGUNTA.  La  réplica  ó  segunda  pregunta  que  se 
hace  sobre  un  mismo  asunto  ó  materia.  En  algunos  tribuna- 
les suele  una  de  las  partes  hacer  repreguntas  á  los  testigos 
presentados  por  la  contraria  ,  para  apurar  y  aclarar  la  ver- 
dad de  los  hechos,  y  evitar  de  este  modo  que  se  forme  un 
juicio  erróneo  acerca  de  estos  por  el  modo  con  que  se  han 
podido  poner  las  preguntas  ó  artículos  en  el  interrogatorio. 
Véase  Interrogatorio  y  Preguntas. 

REPRESALIA.  El  derecho  que  tiene  una  nación  de  re- 
tener ó  tomar  los  bienes  de  otra  nación  con  quien  se  está  en 
guerra  ó  de  sus  individuos,  para  indemnizarse  de  los  que  la 
misma  nación  enemiga  le  ha  tomado  ó  retenido  ;  y  mas 
generalmente  puede  definirse  :  el  derecho  de  ocupar  los 
bienes  de  aquellos  que  ocuparon  los  nuestros  ;  jus  eorum 
bona  oceupandi  qui  noslra  usurparunl.  El  derecho  civil  no 
puede  permitir  que  un  individuo  se  apodere  por  su  propia 
autoridad  de  los  bienes  de  otro  que  le  ha  ocupado  los  suyos, 
pues  tiene  el  recurso  á  los  tribunales  que  están  establecidos 
para  dar  á  cada  uno  su  derecho ,  evitando  así  el  imperio  de 
la  violencia, leyes  1,2 y  11,  lit.  31,ti6.  l[,Nov.  fice.  (l);pero 
como  las  naciones  no  tienen  un  tribunal  supremo  que  deci- 
da las  diferencias  que  ocurran  entre  una  y  otra,  dando  á 
cada  una  lo  que  lo  pertenece,  se  ven  en  el  caso  de  hacerse 
justicia  por  si  mismas ,  buscando  en  la  ocupación  de  los  bie- 
nes do  la  contraria  la  indemnización  de  los  que  esta  ha  to- 
mado injustamente.  La  palabra  rep7-esalia  se  tomaba  tam- 

(I)  Véase  á  Olmeda  y  Reyneval  en  el  tom.  2 ,  donde  tratan 
del  derecho  de  guerra. 
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bien  antiguamente  por  lo  mismo  que  prenda  ;  esto  es,  prenda 
que  uno  cogia  ó  hacia  coger  judicialmente  sobre  los  bienes 
del  deudor  que  no  le  pagaba  la  deuda  á  su  debido  tiempo. 

K.EPRESENTACÍON.  El  derecho  en  cuya  virtud  una 
persona  viva  toma  el  lugar  y  ejerce  las  acciones  y  derecho 
de  una  persona  muerta  ;  —  y  contrayéndonos  mas  à  la  ma- 
teria de  sucesiones  á  que  particularmente  se  refiere ,  es  el 
derecho  de  suceder  en  una  herencia  ,  no  por  sí  sino  por  la 
persona  de  otro  que  ya  ha  muerto;  ó  bien  :  una  ficción  de 
la  ley  que  produce  el  efecto  de  hacer  entrar  á  los  represen- 
tantes en  el  lugar,  grado  y  derechos  del  representado, 
es  decir,  en  los  derechos  que  el  representado  tendría 
si  viviese.  No  ha  de  confundirse  la  representación  con  la 
trasmisión.  La  trasmisión  se  verifica  cuando  una  persona 
al  morir  pasa  á  sus  herederos  los  derechos  que  ya  han  des- 
cansado, digámoslo  así ,  sobre  su  cabeza  aunque  no  sea  mas 
que  un  momento,  sin  haber  hecho  por  otra  parte  ningún 
acto  de  heredero  con  respecto  á  ellos.  Muere,  por  ejemplo  , 
una  mujer  casada  ,  dando  á  luz  un  hijo  que  fallece  igual- 
mente 24  horas  despues  :  este  hijo  trasmite  á  su  padre  la 
sucesión  que  no  ha  descansado  sino  un  instante  sobre  su 
cabeza;  hé  aquí  la  trasmisión.  La  representación  se  verifica 
cuando  los  descendientes  de  una  persona  muerta  vienen  á 
lomar  en  una  sucesión  los  derechos  que  esta  persona  no  ha 
tenido  jamas ,  pero  que  hubiera  tenido  si  no  hubiese  falle- 
cido antes  que  la  persona  á  quien  se  hereda.  Muere,  por 
ejemplo,  un  hombre  dejando  un  hijo,  y  dos  nietos  huérfa- 
nos :  estos  últimos  vienen  á  la  sucesión  de  su  abuelo,  á 
tomar  la  parte  que  hubiera  tocado  á  su  padre  si  hubiese 
sobrevivido  al  abuelo;  hé  aquí  la  representación. 

La  representación  tiene  lugar  hasta  el  infinito  en  la  linea 
recta  descendiente;  y  se  admite  en  todos  los  casos,  ya  sea 
que  los  hijos  del  difunto  concurran  con  los  descendientes  de 
un  hijo  premuerto,  ya  sea  que  habiendo  muerto  antes  que 
el  difunto  todos  sus  hijos,  se  encuentren  entre  sí  los  des- 
cendientes de  dichos  hijos  en  grados  iguales  ó  desiguales. 
Así  es  que  los  biznietos  pueden  representar  en  la  sucesión 
de  su  bisabuelo  á  su  abuelo  premuerto,  para  tomar  la  parte 
que  le  hubiera  tocado.  Si  muere  un  hombre  dejando  dos 
hijos  propios  y  tres  hijos  de  otro  hijo  premuerto ,  estos  tres 
nietos  concurrirán  con  sus  dos  lios  á  la  sucesión  de  su  abuelo 
como  representantes  de  su  padre ,  y  tomarán  la  parte  que. 
á  este  correspondía  ;  ley  S,  tít.  13,  Part.  6;  y  ley  %  lit.  20, 
lib.  10,  Nov.  Rec.  Muere  un  hombre  que  habia  tenido  dos 
hijos  muertos  antes  que  él;  el  mayor  dejó  un  hijo,  y  el 
menor  dos  :  estos  tres  hijos  que  se  encuentran  entre  sí  en 
grados  iguales  ,  esto  es  ,  en  el  de  nietos  ,  vienen  represen- 
tando respectivamente  á  sus  padres  en  la  sucesión  de  su 
al  uelo  ;  y  si  uno  de  los  nietos  hubiese  premuerto  dejando  un 
Ir  jo ,  se  encontrarían  los  otros  nietos  en  grados  desiguales 
ci  n  este  último  ,  el  cual  seria  biznieto  del  difunto ,  y  ven- 
dí ian  en  lugar  de  su  padre. 

,  La  representación  no  tiene  lugar  en  favor  de  los  ascen- 
dientes :  el  mas  próximo  en  cualquiera  de  las  dos  líneas,  pa- 
tona ó  materna,  escluye  siempre  al  mas  remolo;  leykjít.  13, 
Tari.  6;  y  ley  7  de  Toro.  Así  es  que  si  uno  muere  sin 
hijos ,  dejando  su  padrre  ó  su  madre,  y  su  abuelo  ó  abuela  de 
parte  del  padre  ó  madre  que  ya  murió ,  no  concurre  el 
abuelo  ó  abuela  con  el  padre  ó  la  madre  del  difunto  á  quien 
se  hereda.  Mas  ¿  porqué  se  admite  la  representación  en  la 
línea  recta  descendiente  y  no  en  la  ascendiente?  Porque  la 
afección  del  hombre  se  estiende  á  todos  sus  descendientes , 
al  paso  que  en  la  línea  ascendiente  tiene  el  hijo  mas  cariño 
á  sus  padres  que  á  sus  abuelos;  pudiéndose  añadir  que  en 
el  orden  de  la  naturaleza ,  habiendo  debido  encontrar  el 
hijo  los  bienes  del  ascendiente  en  la  sucesión  de  su  padre  , 
gi  este  no  hubiese  premuerto ,  es  muy  conforme  que  le  re- 
presente ,  mientras  que  siendo  de  presumir  que  el  ascen- 


diente de  mas  avanzada  edad  debe  morir  antes  que  su  hijo 
ó  su  nieto,  no  existe  ya  el  motivo  de  la  representación.  Ycaso 
Suceder  por  líneas. 

En  la  línea  colateral  solo  se  admite  la  representación  en 
favor  de  los  hijos  de  los  hermanos  cuando  concurren  con 
sus  tios  á  la  sucesión  de  otro  lio.  Si  muere  pues  un  indivi- 
duo sin  descendientes  ni  ascendientes,  dejando  hermanos  ó 
hijos  de  otros  hermanos  premuerlos,  concurrirán  los  sobri- 
nos á  la  sucesión  juntamente  con  los  hermanos  del  difunto, 
representando  á  sus  padres  ;  ley  8  de  Toro,  que  es  la  2,  til.  20, 
lib.  10,  Nov.  Rec.  Mas  ya  no  tiene  lugar  la  representación 
en  la  sucesión  de  los  demás  colaterales,  pues  el  pariente 
mas  próximo  escluye  al  mas  remolo;  ni  tampoco  lo  tiene  á 
favor  de  los  sobrinos  cuando  concurren  por  sí  solos  á  la  su- 
cesión de  un  tio  sin  que  haya  hermanos  de  este,  pues  enton- 
ces los  sobrinos  suceden  igualmente  por  cabezas. 

En  todos  los  casos  en  que  tiene  lugar  la  representación  , 
se  hace  la  partición  de  la  herencia  por  estirpes  ó  troncos  : 
si  un  mismo  tronco  ha  producido  muchas  ramas,  la  subdi- 
vision se  hace  también  por  troncos  en  cada  rama ,  y  los 
miembros  de  la  misma  rama  se  distribuyen  entre  sí  por 
cabezas  la  parte  que  locó  á  la  rama.  Llámase  tronco  ó  estirpo 
el  autor  ó  jefe  de  una  familia  ;  y  así  suceder  por  estirpe  ó 
tronco  es  suceder  en  lugar  del  autor  común  y  á  la  porción 
que  le  hubiese  correspondido.  Cada  familia  en  esta  partición 
forma  un  ser  moral  que  no  se  cuenta  sino  por  uno  ;  de  modo 
que  si  tres  hijos  representan  à  su  padre  en  una  sucesión,  no 
tomará  cada  uno  de  ellos  una  parte  ,  sino  solamente  la  parte 
que  hubiese  tomado  su  padre,  para  subdividírsela  entre  to- 
dos. Suceder  por  cabezas  es  venir  á  la  sucesión  cada  uno 
por  su  propia  persona  ,  y  dividir  la  herencia  en  tantas  partes 
cuantas  son  las  personas  que  concurren.  La  misma  sucesión 
ó  herencia  se  reparte  á  veces  por  troncos  y  por  cabezas  : 
por  troncos,  entre  las  diversas  familias  que  concurren  ;  y 
por  cabezas ,  entre  los  individuos  de  que  se  compone  cada 
una  de  estas  familias. 

Como  la  representación,  según  se  ha  dicho,  es  el  derecho 
de  ocupar  el  lugar  y  ejercer  las  acciones  de  una  persona 
muerta ,  sigúese  de  aquí  que  no  puede  ser  representada  una 
persona  viva.  En  el  caso  pues  de  que  el  llamado  á  una  su- 
cesión la  renuncie,  no  podrán  sus  hijos  venir  en  su  lugar  por 
via  de  representación,  pues  no  representarían  sino  á  una 
persona  que  no  tiene  ningún  derecho,  puesto  que  ha  renun- 
ciado. Mas  bien  se  puede  representar  á  una  persona,  aun- 
que se  haya  renunciado  á  su  sucesión.  Supongamos,  por 
ejemplo,  que  muriendo  un  individuo  ,  renuncian  sus  hijos  á 
la  sucesión  y  por  consiguiente  á  todos  los  derechos  que  la 
misma  contiene  :  si  después  ocurre  otra  sucesión  á  que  seria 
llamado  el  difunto  si  viviese,  podrán  sus  hijos  concurrir  á 
ella  representándole  ;  porque  al  renunciar  á  la  sucesión  do 
su  padre ,  no  renunciaron  al  derecho  de  representación  quo 
les  pertenece  particularmente. 

REPRODUCCIÓN.  La  acción  de  volver  á  hacer  pre- 
sente lo  que  antecedentemente  se  dijo  y  alegó. 

REPÚBLICA.  La  causa  pública ,  el  común  ó  su  utilidad. 
Las  repúblicas,  esto  es,  las  ciudades,  villas,  lugares,  concejos 
ó  comunes,  gozan  de  los  privilegios  de  los  pupilos;  ley  10, 
tít.  19,  Part.  6  :  Rempublicam  ut  pupilhün  extra  or diñan 
adjuvari  moris  est. 

REPUDIACIÓN.  La  dimisión  de  una  cosa  ó  derecho 
que  se  nos  ha  deferido,  traspasado  ó  dejado.  Se  diferencia 
de  la  renuncia  en  que  la  repudiación  supone  adquisición  do 
la  cesa  ó  derecho  que  abandonamos,  y  la  renuncia  no  su- 
pone adquisición  sino  solo  esperanza  :  de  modo  que  repu- 
diación es  la  declaración  que  hacemos  de  que  desechamos 
ó  repelemos  lo  que  tenemos  ó  se  nos  defiere  ;  y  renuncia  es 
la  declaración  que  hacemos  de  que  abdicamos  ó  aban- 
donamos el  derecho  ó  cosa  que  todavía  no  hemos  adquirido, 
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pero  que  esperamos  adquirir.  No  obstante  ,  repudiación  y 
renuncia  se  usan  como  sinónimos.  Véase  Renuncia. 

REPUDIO.  La  dimisión  de  la  mujer  propia,  rompiendo 
el  vínculo  matrimonial  que  se  habia  contraído  con  ella..  El 
repudio  se  permitió  à  los  Judíos  por  su  dureza  de  corazón  , 
propler  duritiem  coráis;  pero  no  tiene  lugar  entre  nosotros, 
porque  el  matrimonio  legítimamente  contraído  es  un  vínculo 
que  no  puede  disolverse.  Véase  Divorcio. 

REQUERIMIENTO.  El  acto  judicial  por  el  cual  se 
amonesta  que  se  haga  ó  se  deje  de  ejecutar  alguna  cosa:  y 
la  intimación ,  aviso  ó  noticia  que  se  pasa  á  uno  haciéndole 
sabedor  de  alguna  cosa  con  autoridad  pública. 

REQUINTO.  La  puja  de  quinta  parte  que  se  hace  en 
los  arrendamientos  después  de  haberse  rematado  y  quin- 
tado ;  —  y  un  servicio  estraordinario  que  se  impuso  á  los 
Indios  del  Perú  y  en  algunas  otras  provincias  en  el  reinado 
de  Felipe  II,  y  era  una  quinta  parte  de  la  suma  de  sus 
contribuciones  ordinarias. 

REQUISA.  La  visita  y  reconocimiento  de  los  presos  y 
prisiones  que  por  el  dia  y  por  la  noche  repite  el  carcelero. 

REQUISICIÓN.  Lo  mismo  que  requerimiento. 

REQUISITORIA.  El  despacho  de  un  juez  á  otro  reque- 
riéndole  ó  exhortándole  á  que  ejecute  algún  mandamiento 
suyo.  La  requisitoria  se  usa  especialmente  para  citar  ó  em- 
plazar al  demandado  ó  reo  que  se  halla  en  territorio  de  otro 
juez,  se  espide  á  instancia  de  parte  ó  de  oficio  según  los 
casos,  y  debe  contener  el  poder  de  la  parte  si  le  hay,  la 
demanda  ,  el  papel  ó  escritura  en  que  se  funda,  el  auto  y 
los  demás  documentos  justificativos,  y  también  la  sentencia 
según  sea  el  estado  en  que  se  espide;  y  en  las  causas  cri- 
minales ha  de  contener  la  prueba  del  cuerpo  del  delito  ,  y 
de  que  es  reo  aquel  contra  quien  se  dirige,  y  legítimo  el 
juez  para  conocer  de  la  causa ,  á  fin  de  que  el  requerido  no 
tenga  reparo  en  cumplimentarla  ,  como  debe  hacerlo;  pues 
faltando  estos  requisitos  puede  denegarle  el  cumplimiento  sin 
incurrir  en  pena;  leyes  1  y  2,  y  iU,  tils.  k  y  36,  lib.  1 1 ,  Nov. 
liec.  También  ha  de  espresar  el  término  competente  y  pe- 
rentorio que  se  señala  al  reo  para  comparecer  ;  y  si  el  juez 
que  entiende  en  el  negocio  fuere  delegado  ó  comisionado  ; 
debe  incorporarse  el  título  ó  comisión  que  tiene ,  ó  cuando 
menos  ha  de  dar  fe  de  ello  el  escribano,  pues  de  otro  modo 
puede  negarse  al  cumplimiento  el  juez  requerido.  Concluidas 
las  diligencias  que  previene  la  requisitoria  ,  ha  de  conser- 
varse esta  tres  dias  naturales  en  el  juzgado  en  que  se  pre- 
senta ,  á  fui  de  que  el  sugeto  contra  quien  se  dirige  pueda 
pedir  su  retención,  si  tiene  fundamento  legal  para  ello,  como 
por  incompetencia  de  jurisdicción  ú  otro,  y  pidiéndola  se  le 
debe  entregar.  Sí  pretende  que  se  retenga  ,  parece  se  ha  de 
sustanciar  este  incidente  con  el  que  la  presentó  sin  pedirle 
poder,  por  ser  visto  habérselo  conferido  el  demandante  por 
el  hecho  de  darle  el  encargo;  y  el  juez  ha  de  declarar  haber 
ó  no  lugar  á  la  retención,  de  cuya  providencia  se  podrá 
apelar.  Véase  Exhorto. 

RESACA.  La  nueva  letra  de  cambio  que  el  portador  de 
■una  letra  protestada  gira  á  cargo  del  librador  ó  de  uno  de 
íes  endosantes  para  reembolsarse  de  su  importe  y  gastos  do 
protesto  y  recambio.  El  librador  de  la  resaca  debe  acompa- 
ñar à  esta  la  letra  original  protestada  ,  un  testimonio  del 
protesto  y  la  cuenta  de  la  resaca.  Esta  cuenta  no  puede 
comprender  sino  las  partidas  siguientes  :  el  capital  de  la 
letra  protestada ,  los  gastos  del  protesto ,  el  derecho  del  sello 
para  la  resaca  ,  la  comisión  de  giro  á  uso  de  la  plaza,  el  cor- 
relaje  de  su  negociación,  los  portes  de  carias,  y  el  daño 
que  se  sufra  en  el  recambio.  En  esta  cuenta  se  ha  de  hacer 
mención  del  nombre  de  la  persona  sobre  quien  se  gira  la 
resaca,  del  importe  de  esta,  y  del  cambio  á  que  se  haya 
hecho  su  negociación.  —  El  recambio  ha  de  ser  conforme  al 
curso  corriente  que  tenga  en  la  plaza  dondo  se  hace  el  giro 


sobre  el  lugar  en  que  se  ha  de  pagar  la  resaca,  y  esta  con- 
formidad ha  de  hacerse  constar  en  la  cuenta  por  certifica- 
ción de  un  corredor  de  número  ó  de  dos  comerciantes  donde 
no  le  haya.  No  pueden  hacerse  muchas  cuentas  de  resaca 
sobre  una  misma  letra  ,  sino  que  la  primera  se  irá  satisfa- 
ciendo por  los  endosantes  sucesivamente  de  uno  en  otro, 
hasta  estinguirse  con  el  reembolso  del  librador.  Tampoco 
pueden  acumularse  muchos  recambios ,  sino  que  cada  en- 
dosante, así  como  el  librador,  soportarán  solo  uno,  el  cual 
se  arreglará  con  respecto  al  librador  por  el  cambio  que 
corra  en  la  plaza  donde  sea  pagadera  la  letra  sobre  la  de 
su  giro;  y  con  respecto  á  los  endosantes,  por  el  que  rija  en 
la  plaza  donde  se  hubiere  puesto  el  endoso  sobre  la  que  se 
haga  el  reembolso.  El  portador  de  una  resaca  no  puede 
exigir  el  interés  legal  de  su  importe  sino  desde  el  dia  que 
emplaza  á  juicio  la  persona  de  quien  tiene  derecho  á  reco- 
brarla. Art.  S&9  hasta  SS6,  cód.  de  com.  Véase  Recambio. 

RESCISION.  La  anulación  ó  invalidación  de  algún  con- 
trato, obligación  ó  testamento.  Véase  Consentimiento ,  Nuli- 
dad ,  Restitución  inintegrum,  y  Desheredación. 

RESCRIPTO.  La  orden  ó  mandato  del  príncipe,  ya  la 
espida  espontáneamente  y  por  motu  propio,  ya  en  respuesta 
á  la  súplica  ó  requerimiento  que  se  le  hace  por  escrito. 

RESERVA.  La  declaración  que  hace  el  juez  en  su  sen- 
tencia de  que  por  ella  no  se  perjudique  á  alguna  de  las  par- 
tes para  que  pueda  deducir  su  derecho  en  distinto  juicio  ó 
de  distinto  modo  :  —  la  escepcion  que  el  superior  hace  de 
parte  de  las  facultades  que  concede  al  inferior  ;  —  y  el  acto 
ó  cláusula  en  que  uno  retiene  para  sí  alguna  cosa  sobre  lo 
que  dona  ,  vende  ó  traspasa ,  como  cuando  se  guarda  ó  re- 
tiene alguna  servidumbre  sobre  una  heredad  ó  fundo  que  se 
.enajena. 

RESERVACIÓN  de  bienes.  Véase  Bienes  resenables. 

RESGUARDO.  La  seguridad  que  se  hace  por  escrito  en 
las  deudas  ó  contratos;  —  y  el  conjunto  délos  empleados  en 
el  cuidado  de  que  no  se  introduzcan  géneros  de  contrabando 
ó  sin  pagar  los  derechos. 

RESIDENCIA.  La  morada  ,  domicilio  ó  asistencia  ordi- 
naria en  algún  lugar;  —  y  la  mansión  ó  permanencia  en  el 
lugar  en  que  se  tiene  algún  empleo  ó  ministerio  eclesiástico 
ó  secular  para  cumplir  con  las  obligaciones  que  le  son  anejas. 

RESIDENCIA.  La  cuenta  que  toma  un  juez  á  otro,  como 
á  corregidor  ó  alcalde  mayor,  ó  á  otra  persona  de  cargo 
público,  de  la  administración  de  su  oficio  por  aquel  tiempo 
que  estuvo  á  su  cuidado;  —  y  el  proceso  ó  autos  formados 
al  residenciado.  En  1799  se  mandó  que  se  escuse  el  juicio 
de  residencias  como  perjudicial,  por  el  gran  peligro  que  hay 
de  corrupción  en  los  jueces  de  ellas,  y  porque  estos  son  muy 
gravosos  á  los  pueblos  y  á  los  mismos  residenciados  sin 
utilidad  alguna,  según  lo  ha  acreditado  la  esperiencia,  que- 
dando espedito  el  medio  de  los  informes  y  el  de  la  queja, 
acusación  formal  ó  capitulación  en  el  tribunal  correspon- 
diente. 

Sin  embargo ,  el  tribunal  supremo  de  justicia  sigue  en 
primera  instancia  los  juicios  de  residencia  ,  es  decir,  los  que 
se  dirigen  á  indagar  los  cargos  que  resulten  contra  los  vire- 
yes,  capitanes  generales  y  gobernadores  de  ultramar  por 
los  actos  de  su  administración  ;  art.  90  del  reghnn.  de  26  de 
setiembre  de  1853,  |  U.  La  instrucción  del  sumario  y  los 
demás  tramif.es  del  juicio  se  confian  á  un  magistrado  de 
aquellos  dominios,  y  la  decisión  se  revista  por  la  sala  de 
Indias  de  dicho  tribunal  supremo,  arreglándose  el  proce- 
dimiento á  la  real  cédula  de  2't  de  agosto  de  1799  y  á  la  ins- 
trucción de  20  de  noviembre  de  i  8¿t  1 ,  la  cual  es  come  sigue  : 

«  Io.  Las  leyes  de  Indias  relativas  á  residencias  de  los 
funcionarios  públicos  en  Ultramar  se  observarán  exacta  y 
puntualmente. 

2o.  Do  las  residencias  de  los  1res  gobernadores  presiden- 
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tes  de  las  islas  de  Cuba ,  Puerto  Rico  y  Filipinas  únicamente 
se  conocerá  por  ei  tribunal  supremo  de  Justicia  en  sala  de 
Indias  en  los  términos  prevenidos  en  el  art.  2o.  de  la  real 
cédula  de  %h  de  agosto  de  1799  ,  y  en  estas  residencias  se- 
rán igualmente  comprendidos  los  asesores  de  aquellos  go- 
bernadores y  los  secretarios  de  gobierno  como  tales  por  los 
abusos  ó  culpa  que  puedan  haber  cometido  en  el  ejercicio 
de  sus  empleos. 

3o.  La  formación  de  los  procesos  y  la  determinación  en 
primera  instancia  de  las  residencias  de  los  gobernadores 
presidentes  de  las  audiencias  de  las  islas  y  de  los  demás 
funcionarios  espresados  en  el  artículo  anterior,  será  un  ser- 
vicio por  punió  general  anejo  á  los  magistrados  de  las  au- 
diencias, sin  que  por  él  adquieran  los  jueces  ni  curiales 
derecho  alguno  á  ser.  remunerados  por  los  fondos  públicos  , 
cuando  las  personas  residenciadas  queden  relevadas  de 
costas  ;  que  en  tal  caso  se  considerarán  puramente  de  ofi- 
cio. En  las  demandas  públicas  cobrarán  los  derechos  con- 
forme arancel. 

k°.  Las  residencias  de  los  demás  gobernadores  políticos  y 
militares  que  no  sean  presidentes,  así  como  las  de  los  te- 
nientes letrados,  alcaldes  mayores  y  corregidores  letrados  ó 
no  letrados  que  haya  en  dichas  islas,  corresponden  á  las 
respectivas  audiencias  en  el  modo  y  forma  prevenido  en  el 
art.  5o.  de  la  real  cédula  citada. 

5o.  Publicada  la  residencia  en  la  capital  en  que  ha  de  ce- 
lebrarse el  juicio,  sin  esperar  á  que  se  haga  la  misma  pu- 
blicación ,  y  sin  perjuicio  de  hacerla  en  los  demás  pueblos 
en  que  corresponda ,  podrá  el  residenciado  recusar  al  juez 
con  causa  justa  y  que  se  obligue  á  probar  en  la  forma  y 
bajo  la  pena  señalada  por  la  ley  i  ,  tít.  11,  lib,  8  de  la  Re- 
copilación de  Indias  para  la  recusación  de  los  oidores. 

6°.  En  el  término  de  doce  dias  de  publicada  la  residencia 
y  quién  sea  el  juez  nombrado  para  tomarla ,  se  ha  de  pro- 
poner, probar  y  determinar  en  la  respectiva  audiencia  cpn 
vista  del  fiscal  la  recusación  que  pudiere  corresponder  con- 
tra el  juez  nombrado ,  sin  permitir  otra  dilación  que  la  de 
los  doce  dias,  pasados  los  cuales  principiará  á  correr  el  tér- 
mino de  la  residencia. 

7o.  En  el  curso  de  la  causa  de  residencia,  despues  que  ya 
estuviese  corriendo  el  término  legal  de  aquel  juicio ,  no  po- 
drá ya  proponerse  la  recusación  sino  por  causa  legal  sobre- 
viniente  después,  cuya  circunstancia  deberá  justificarse 
bajo  la  misma  pena  señalada  contra  los  que  no  lo  hacen  de 
la  causa  de  la  recusación. 

8o.  Para  proponer,  probar  y  determinar  la  recusación  de 
que  se  trata  en  el  artículo  anterior  se  suspenderá  el  término 
do  la  residencia  por  los  mismos  doce  dias,  y  en  ellos  se  eje- 
cutará lo  prevenido  en  el  art.  6o.  respecto  de  las  recusacio- 
nes propuestas  á  la  publicación  de  la  residencia.  Pasado  ese 
término  volverá  á  correr  el  de  esta. 

9o.  Declarándose  haber  lugar  á  la  recusación  entrará  á 
conocer  el  magistrado  que  esté  nombrado  en  segundo  lugar, 
y  si  también  este  fuese  recusado  y  procediese  su  recusación 
conocerá  el  nombrado  en  tercer  lugar  sin  admitir  otra  al- 
guna recusación. 

10.  Quedan  escluidas  de  conformidad  con  las  leyes  de 
Indias  las  recusaciones  vagas  y  generales ,  ó  sea  sin  causa 
legal  espresa  y  justificada. 

11.  Publicada  la  residencia  el  juez  de  ella  procederá  á  la 
formación  de  la  de  oficio ,  sin  examinar  mas  testigos  ni  com- 
pulsar ni  agregar  mas  documentos  que  los  que  absoluta- 
mente sean  necesarios  para  averiguar  legalmente  la  verdad. 

12.  En  el  término  mas  breve  que  sea  posible  deberá  el 
juez  concluir  la  sumaria ,  de  modo  que  dentro  de  los  prime- 
ros treinta  dias  se  pasen  à  los  residenciados  ó  sus  procura- 
dores los  cargos  que  resulten. 

13.  Resultando  cargos  sedará  traslado,  y  en  el  mismo 


acto  se  recibirá  la  causa  á  prueba  por  via  de  justificación,  y 
con  calidad  de  todos  cargos,  por  el  término  competente, 
que  nunca  escederá  del  que  falte  para  cumplirse  los  sesenta  '■ 
dias ,  deducidos  los  suficientes  para  ver  y  examinar  la  causa,  "; 
dar  y  notificarla  sentencia  definitiva. 

Vi.  Notificado  el  auto  de  prueba  se  entregarán  á  los 
residenciados  ó  sus  procuradores  íntegros  y  originales  los 
autos  ,  sin  quedar  nada  reservado,  á  fin  de  que  con  todo 
conocimiento  de  su  resultado  articulen  su  prueba,  y  ale- 
guen en  su  defensa. 

15.  Cuando  resulten  cargos  contra  el  residenciado ,  y  este 
no  se  halle  presente  ni  hubiese  tampoco  constituido  apode- 
rado conforme  á  la  ley  5  ,  lit.  13  ,  lib.  5  de  la  Recopilación 
de  Indias,  se  sustanciará  y  determinará  la  causa  en  rebel- 
día ,  citándole  en  el  lugar  del  juicio  por  tres  edictos  de  tres 
en  tres  dias  cada  uno. 

16.  En  el  supuesto  de  que  según  las  leyes  de  Indias  las 
causas  de  residencia  deben  formarse  y  terminarse  con  sen- 
tencia definitiva  notificada  en  el  término  improrogable  de 
sesenta  dias  ,  será  nulo  y  de  ningún  valor  ni  efecto  lo  que  se 
hiciere  pasado  aquel  término,  á  no  ser  sobre  algún  punto 
concerniente  á  la  ejecución  de  la  sentencia  en  los  casos  en 
que  según  derecho  deba  ejecutarse  ,  ó  sobre  la  admisión  de 
la  apelación  que  se  interpusiere  para  la  sala  de  Indias  del 
tribunal  supremo  de  justicia.  Zaragoza  20  de  noviembre 
de  1841. 

RESIDENTE.  El  que  mora  ó  está  de  asiento  en  algún 
lugar  :  —  el  que  asiste  personalmente  y  permanece  por 
tiempo  determinado  en  un  lugar  por  razón  de  su  empleo, 
dignidad  ó  beneficio  ;  —  y  el  ministro  que  reside  en  alguna 
corte  estranjera  para  los  negocios  de  su  soberano  sin  el  ca- 
rácter de  embajador. 

RESIGNA  ó  resignación.  La  renuncia  ó  dimisión  que 
se  hacia  de  un  beneficio  eclesiástico  á  favor  de  un  sugeto 
determinado. 

BE  SIGNATARIO.  El  sugeto  en  cuyo  favor  se  hacia  la 
resigna. 

RESISA.  La  octava  parte  que  se  saca  de  la  otra  octava 
que  en  el  vino  ,  vinagre  y  aceite  se  habia  cobrado  por  el 
derecho  de  la  sisa. 

RESISAR.  Achicar  mas  las  medidas  ya  sisadas  del  vino, 
vinagre  y  aceite,  rebajando  de  ellas  lo  correspondiente  á  la 
resisa. 

RESISTENCIA  Á  la  justicia.  Quien  quite  la  vida  á 
algún  consejero ,  alcalde  de  casa  y  corte,  ó  á  otro  de  alta 
clase  como  gobernador  de  provincia  ,  cuando  están  usando 
de  su  oficio  ,  incurre  en  las  penas  de  muerte  y  confiscación 
de  todos  sus  bienes,  siendo  ademas  tenido  por  alevoso  ;  y  si 
solo  hiere  ó  prende,  sufrirá  la  pena  de  muerte  y  la  de  con- 
fiscación de  la  mitad  de  los  bienes;  ley  1  ,  tít.  10,  hb.  12, 
Nov.  Rec.  El  que  mate  ó  prenda  á  cualquiera  de  los  alcaldes, 
jueces  ,  justicias,  merinos,  alguaciles  y  demás  oficiales  que 
deben  juzgar  los  pleitos  y  administrar  justicia  por  sí  ó  por 
otro ,  ha  de  perder  la  vida  y  la  mitad  de  sus  bienes;  y  si 
solo  le  hiere,  pierde  también  la  mitad  de  estos ,  y  ha  de  ser 
desterrado  del  reino  por  diez  años  ;  ley  2 ,  lit.  y  lib.  cits. 
Valiéndose  de  las  armas  ó  juntando  gentes  y  yendo  con 
ellas  contra  las  justicias,  se  le  desterrará  del  reino  por  un 
año,  y  pagará  seis  mil  maravedís;  mas  si  les  quitare  algún 
preso ,  ó  les  impidiere  la  prisión  de  algún  reo  ó  la  ejecución 
de  justicia  en  él ,  siendo  este  acreedor  á  pena  corporal ,  se 
le  impondrá  la  misma  pena ,  y  no  siéndolo  sino  á  otra  menor, 
ha  de  estar  preso  medio  año  y  desterrado  por  dos  del  reino 
en  el  caso  de  ser  hidalgo,  por  su  osadía  contra  la  justicia,  y 
si  no  fuere  hidalgo  ,  tendrá  medio  año  mas  de  prisión ,  etc.  ; 
ley  S.  En  ley  posterior  se  manda  que  á  los  que  cometieren 
delito  de  resistencia  á  las  justicias  ó  las  hirieren,  si  atendida 
la  calidad  de  aquella  y  de  las  personas  se  les  habia  de  impo- 


RE 


—  Ui'J  — 


RE 


ner  pena  corporal ,  sg  les  commute  en  vergüenza  y  ocho  años 
de  galeras,  salvo  si  la  resistencia  fuere  tan  calificada,  que 
por  escarmiento  se  deba  y  convenga  hacer  mayor  castigo; 
ley  6.  No  obstante,  como  la  resistencia  á  las  justicias  puede 
cometerse  de  tantas  maneras  y  con  tanta  variedad  de  cir- 
cunstancias ,  tiene  mas  lugar  en  este  delito  que  en  otros  el 
aroitrio  del  juez  para  imponer  la  pena  proporcionada  á  cada 
caso.  Está  prohibido  imponer  penas  á  los  reos  de  resistencia 
á  la  justicia,  sin  preceder  su  declaración,  la  audiencia  desús 
escepciones  ó  defensas ,  y  la  prueba  legal  del  delito  y  delin- 
cuente, anulándose  cualquiera  estilo  ó  práctica  contraria; 
real  cédula  de  Io.  de  agosto  de  1784.  El  conocimiento  y  cas- 
tigo de  estos  delitos  corresponde  á  la  justicia  ordinaria,  la 
cual  puede  y  debe  proceder  aun  contra  los  que  gozan  del 
fuero  militar  ó  eclesiástico  ;  leyes  7,  8,  9  y  10,  lit.  10,  lib.  12, 
Nov.  Rec,  decr.  de  9  de  febrero  de  1793  (1).  No  se  impone 
ya  la  pena  de  confiscación  de  bienes. 

RESISTENCIA  Á  la  tropa.  Incurren  en  pena  de  la  vida 
los  bandidos,  contrabandistas  ó  salteadores  que  hicieren 
fuego  ó  resistencia  con  arma  blanca  á  la  tropa  que  los  capi- 
tanes ó  comandantes  generales  emplean  con  jefes  destinados 
expresamente  al  objeto  de  perseguirlos  por  sí  ó  como  auxi- 
liantes de  las  jurisdicciones  reales,  ordinaria  ó  de  rentas. 
Los  reos  quedan  sujetos  por  el  hecho  de  tal  resistencia  á  la 
jurisdicción  militar,  y  han  de  ser  juzgados  por  un  consejo 
de  guerra  de  oficiales ,  presidido  de  uno  de  graduación 
que  elija  el  capitán  ó  comandante  general  de  la  provincia. 
Los  reos  que  no  hayan  hecho  fuego  ni  resistencia  con  arma 
blanca ,  pero  que  hubieren  acompañado  á  los  que  cometían 
este  delito,  serán  condenados  por  el  mismo  consejo  de 
guerra  á  diez  años  de  presidio.  Pero  cuando  la  tropa  preste 
ausilio  á  las  mencionadas  jurisdicciones  ó  á  otra ,  sin  haber 
precedido  delegación  ó  nombramiento  de  jefe  de  ella  por  el 
capitán  ó  comandante  general,  conocerá  de  la  causa  la 
jurisdicción  á  quien  correspondan  los  reos,  aunque  hubiere 
habido  resistencia ,  por  la  cual  se  les  impondrá  la  pena  de 
azotes;  ley  10,  tit.  10,  lib.  12,  Nov.  Rec.  Cuando  la  tropa 
tenga  por  conveniente  disfrazarse  para  asegurar  mejor  la 
sorpresa  de  los  bandidos ,  ha  de  mostrar  forzosamente  alguna 
insignia  que  manifieste  serlo,  al  mismo  tiempo  en  que  les 
intime  la  rendición  invocando  el  nombre  de  la  justicia, 
para  que  no  puedan  alegar  ignorancia  sobre  la  resistencia 
que  hubiesen  hecho.  Real  resolución  de  50  de  marzo  de  1786. 
RESISTENCIA  Á  los  ministros  de  rentas.  Los  con- 
trabandistas que  hagan  resistencia  con  armas  á  los  ministros 
de  rentas ,  serán  castigados  por  solo  este  delito  con  dos- 
cientos azotes  y  cuatro  años  de  presidio  de  aumento  de  pena, 
si  no  son  nobles;  y  siéndolo,  con  seis  años  de  presidio  y  aun 
con  pena  de  muerte,  si  la  resistencia  es  tan  calificada  que  la 
merezca.  No  se  impone  ya  la  pena  de  azotes  sino  la  de  pre- 
sidio. Véase  Juicio  por  los  delitos  contra  la  hacienda  pú- 
blica, %  XVIII ,  circunstancias  agravantes. 

RESPONDER.  Replicar  á  un  pedimento  ó  alegato  :  — 
y  ser  ó  hacerse  responsable  de  alguna  cosa ,  salir  por  fiador, 
abonar  á  otro.  Viene  de  la  palabra  latina  responderé ,  que 
suele  tomarse  en  esta  segunda  significación  ,  como  si  se 
dijese  pro  alio  spondere. 

RESPONSABLE.  El  que  está  obligado  à  responder  ó 
satisfacer  por  algún  cargo; —  y  el  que  ha  salido  por  garante 
ó  fiador  de  otro. 

(1)  Éntrelos  Mejicanos  os  indudable  por  la  circular  del  minis- 
terio de  la  guerra  de  27  de  setiembre  de  18-25  ;  pero  si  no,  habría 
motivo  de  dudar,  porque  la  circular  de  5  de  noviembre  de  181 7  no 
permite  la  pérdida  del  fuero  sino  en  casos  espresos  en  el  decreto 
de  9  de  febrero  de  1793.  Sin  embargo  Gutiérrez,  Práet.  crim., 
nnms.  lf>?.¡  y  1C6,  dice  que  el  decreto  de  9  de.  febrero  de  1795  no 
ha  derogado  las  disposiciones  que  privan  de  su  fuero  á  los  milita- 
res que  bagan  resisteucia  formal  á  lus  justicias. 


RESPONSABILIDAD.  La  obligación  de  reparar  y  sa- 
tisfacer por  sí  ó  por  otro  cualquier  pérdida  ó  daño  que  se 
hubiere  causado  á  un  tercero. 

RESPONSABILIDAD  judicial.  «  Articulo  Io.  El  tri- 
bunal supremo  de  justicia  debe  siempre  proceder  á  la  forma- 
ción de  causa  contra  los  magistrados  y  jueces  que  aparezcan 
infractores  de  ley,  ora  adquiera  los  datos  por  las  listas  que 
deben  remitirse  á  dicho  supremo  tribunal ,  ora  por  docu- 
mentos que  le  dirija  el  gobierno  ,  ó  bien  los  adquiera  por 
otro  medio  legal. 

Art.  2o.  Se  autoriza  al  tribunal  supremo  de  justicia  para 
admitir  quejas  y  acusaciones  de  los  fiscales  y  de  los  ciuda- 
danos sobre  infracciones  de  ley  de  los  magistrados  y  jueces. 
Art.  5o.  Cuando  el  tribunal  supremo  de  justicia  reciba 
documentos  del  gobierno  sin  la  formación  del  espediente  y 
consulta  del  consejo  de  Estado,  ó  admita  quejas  y  en  su 
virtud  forme  causa  de  oficio,  se  cometerá  al  jefe  superior 
político  de  la  provincia  la  instrucción  del  sumario. 

Art.  4o.  Evacuada  la  sumaria  por  el  jefe  político  ,  se  pa- 
sará á  los  fiscales  para  que  examinen  si  ha  lugar  ó  no  á  la 
formación  de  causa  y  à  suspension  del  magistrado  ó  magis- 
trados acusados,  y  después  se  verá  en  tribunal  pleno  para 
hacer  dicha  declaración  ;  y  si  resultase  la  afirmativa  ,  pasará 
á  la  sala  que  corresponda  para  el  seguimiento  de  la  causa  , 
poniéndose  desde  luego  la  resolución  en  noticia  del  gobierno.  » 
Ley  de  22  de  marzo  de  1837,  en  que  se  renueva  y  restablece 
la  orden  de  29  de  junio  de  1822. 

El  artículo  234  de  la  Constitución  de  1812  que  rige  como 
decreto  de  16  de  setiembre  de  1837,  declara  que  toda  falta 
de  observancia  de  las  leyes  que  arreglan  el  proceso  en  lo 
civil  y  en  lo  criminal  hace  responsables  personalmente  á  los 
jueces  que  la  cometieren  ;  el  artículo  255  de  la  misma  Cons- 
titución concede  acción  popular  contra  los  magistrados  ó 
jueces  que  cometan  el  soborno ,  el  cohecho  y  la  prevari- 
cación. Y  el  artículo  70  de  la  Constitución  reformada  de  28 
de  mayo  de  1845  establece  que  los  jueces  son  responsables 
personalmente  de  toda  infracción  de  ley  que  cometan. 

No  son  menos  esplícitas  nuestras  leyes  antiguas.  El  juez 
que  á  sabiendas  juzga  contra  derecho  en  causa  ó  pleito  civil , 
pero  sin  mediar  soborno ,  debe  pagar  á  la  parte  contra  quien 
falló  otro  tanto  de  lo  que  le  hizo  perder  por  la  sentencia, 
con  los  daños,  menoscabos  y  gastos  que  la  misma  jurare 
habérsele  ocasionado;  y  ademas  perderá  su  plaza,  quedando 
infamado  para  siempre.  Si  falló  contra  derecho  por  igno- 
rancia ha  de  jurar  que  no  lo  hizo  maliciosamente,  y  pagará 
á  la  parte  los  daños  y  menoscabos  á  juicio  del  tribunal  su- 
perior. Si  falló  contra  derecho  por  soborno ,  á  mas  de  la 
pena  señalada  contra  el  que  juzgó  á  sabiendas ,  pagará  al 
fisco  el  triplo  de  lo  que  recibió ,  ó  el  duplo  de  lo  que  le  pro- 
metieron ;  leyes  24  y  25,  til.  22,  Part.  3. 

El  juez  que  fallare  á  sabiendas  contra  derecho  en  causa 
de  muerte ,  pérdida  de  miembro  ó  destierro ,  debe  haber 
la  misma  pena  que  él  impuso  ;  y  si  el  rey  le  hiciere  gracia 
de  la  vida ,  podrá  lomarle  todos  sus  bienes  y  desterrarle  del 
reino  para  siempre  por  infame  ;  ley  25,  tit.  22,  Part.  3. 

El  acusador  que  diere  ó  prometiere  al  juez  para  que  falle 
contra  derecho,  debe  perder  su  demanda  absolviéndose  al 
acusado,  y  tendrá  la  pena  señalada  contra  el  juez  en  igtia.'. 
caso.  El  acusado  que  diere  ó  prometiere  algo  al  juez  para 
que  le  absuelva  ,  se  entiende  haber  confesado  el  delito  do 
que  se  le  acusa ,  y  sufrirá  su  pena  ,  á  menos  que  resulte 
evidentemente  su  inocencia,  y  que  dio  ú  ofreció  por  miedo. 
El  litigante  que  diere  ó  prometiere  algo  en  pleito  civil ,  debo 
perder  su  derecho ,  y  será  multado  en  el  triplo  de  lo  quo 
dio  ,  ó  en  el  duplo  de  lo  que  prometió  ;  pero  si  él  mismo 
lo  descubriere  y  probare ,  quedará  libre  de  la  pena ,  y  el 
juez  sufrirá  la  suya  ;  si  no  lo  probare,  será  mullado  en  el 
duplo  de  lo  gue  se  litiga.  Si  el  que  dio  ó  prometió  alguna 
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cosa  en  causa  criminal ,  lo  descubre  y  no  lo  prueba ,  perderá 
lodos  sus  bienes,  sin  perjuicio  de  continuarse  la  causa; 
ley  26,  lit:  22,  Pari.  3;  y  ley»,  lit.  i,lib.li,  Nov.  Rec. 

El  litigante  que  diere  algo  al  juez  para  que  falle  contra 
derecho,  ó  para  que  alargue  el  pleito  y  no  lo  sentencie, 
no  puede  repetir  de  aquel  que  le  dio  ,  sino  que  se  aplicará 
al  fisco  ;  lo  mismo  se  hará  cuando  se  lo  dio  sin  decirle  nada , 
ó  diciéndole  simplemente  que  se  lo  daba  para  que  le  juz- 
gase; pero  si  se  lo  dio  para  que  le  hiciese  justicia,  ó  no 
fallase  contra  derecho,  puede  repetirlo;  ley  27,  til.  22, 
Parí.  7. 

La  ley  7,  lit.  1 ,  lib.  11 ,  Nov.  Rec,  prohibe  á  los  jueces 
recibir  cosa  alguna  ni  aun  comestibles ,  de  los  que  litigaren 
ó  hubieren  de  litigar  ante  ellos,  so  pena  de  perder  el  des- 
tino, quedar  inhábil  para  obtener  otro,  pagar  el  duplo  de  lo 
recibido,  y  ademas  otras  arbitrarias  según  la  cantidad  que 
recibieren. 

La  ley  9  del  mismo  título  los  hace  responsables  y  castiga 
como  si  por  sí  mismos  recibiesen  dones  y  regalos  prohibidos, 
siempre  que  se  les  probare  que  por  malicia,  omisión  ó  con- 
descendencia permiten  que  los  reciban  sus  mujeres  ,  hijos 
ó  demás  familiares  ó  domésticos;  la  anterior  8  admite  la 
prueba  privilegiada  en  el  delito  de  soborno  ;  la  9  tít.  2,  lib.  U, 
es  todavía  mas  rigurosa  y  circunstanciada,  pues  prohibe  á 
los  ministros  de  las  audiencias  recibir  presentes  ni  cosas  de 
comer  de  abogados,  procuradores  ni  relatores  de  las  mismas. 
Véase  Baratería ,  y  Juicio  criminal  contra  jueces,  magis- 
trados y  otros  funcionarios  ¡públicos. 

RESTITUCIÓN  in  integuum(I).  La  reintegración  de  un 
menor  ó  de  otra  persona  privilegiada  en  todas  sus  acciones 
y  derechos  ;  y  considerándola  con  mas  estension ,  es  :  un 
beneficio  legal ,  por  el  que  la  persona  que  ha  padecido  lesión 
en  algún  acto  ó  contrato,  logra  que  se  repongan  las  cosas 
al  estado  que  tenian  antes  del  daño  ;  de  suerte  que  la  resti- 
tución es  efecto  de  la  rescision  ;  ley  1 ,  lit.  19, Part.  G,  y  ley  i, 
til.  2b,  Part.  3.  Las  causas  para  conceder  la  restitución 
son  la  menor  edad  ,  la  fuerza  ó  miedo  grave ,  el  dolo  ó  de- 
cepción,  y  la  ausencia  necesaria;  ley  56,  lit.  5,  Part.  S, 
y  ley  7,  til.  33,  Part.  7.  La  restitución  se  concede  á  toda 
especie  de  personas,  no  solo  á  los  menores  sino  también  á 
los  mayores;  con  la  diferencia  de  que  el  menor  que  la  pide 
ha  de  acreditar  la  lesión  y  su  menor  edad ,  y  el  mayor  ha  de 
probarla  lesión  y  el  dolo,  miedo,  violencia  ú  otra  causa 
justa  que  tenga  para  demandarla  ;  pues  la  lesión  sola  ,  á  no 
ser  enorme ,  no  es  causa  suficiente  para  la  restitución  do  un 
mayor. 

Tiene  lugar  la  restitución  por  causa  de  minoridad ,  cuando 
el  menor  ha  padecido  daño  por  su  debilidad  de  juicio  ,  por 
culpa  de  su  guardador,  ó  por  engaño  de  otro  ,  tanto  en  los 
actos  judiciales  como  en  los  estrajudiciales  ,  de  cualquiera 
naturaleza  que  sean,  sin  que  la  impida  el  haber  intervenido 
decreto  del  juez.  —  La  restitución  de  las  sentencias  ha  de 
pedirse  por  el  guardador,  ó  por  el  menor  en  ausencia  de  él , 
ó  por  su  personero  con  poder  especial,  ante  el  juez  del  pleito 
ó  su  superior,  durante  el  liempo  de  la  menor  edad  hasta  la 
de  veinte  y  cinco  años  cumplidos  y  cuatro  años  después  ; 
ha  dé" otorgarse  ,  probándose  que  se  perjudicó  al  menor  en 
el  pleito  ó  sentencia ,  ó  que  por  lijereza  ó  yerro  confesó  ó 
negó  alguna  cosa  perjudicial ,  ó  que  su  abogado  no  mostró 
cumplidamente  sus  razones  ,  ó  que  de  nuevo  halló  algunos 
instrumentos  ó  testigos  con  que  puede  mejorar  su  pleito  , 
ó  que  quiere  alegar  leyes,  fueros  y  costumbres  en  su  favor 
contra  la  sentencia  ;  y  una  vez  concedida  ,  no  solo  aprovecha 
al  menor,  sino  también  á  la  parte  contraria  ,  de  suerte  que 
ambos  deben  ser  oidos  de  nuevo  en  el  pleito  restituido  á  su 

(i)  'Véase  á  Gome/.,  Variar.,  lib.  2,  cap.  14;  Molina,  dejust., 
tüiu.  á,  disp.  575  ;  Salgado,  labyr.t  \>.  2. 


anterior  estado  :  bajo  la  inteligencia  que  pendiente  el  juicio 
de  restitución,  ha  de  estar  suspenso  el  principal  sin  hacerse 
en  él  cosa  nueva  ;  leyes  2  y  3,  tít.  25,  Parí.  3.  —  El  menor 
prohijado  por  quien  le  enseñe  malas  costumbres  ó  disipe 
sus  bienes ,  puede  pedir  la  restitución  á  su  antiguo  estado. 
Si  en  testamento  ó  en  otro  modo  se  hubiese  dado  facultad 
al  menor  para  escoger  alguna  cosa  que  se  le  manda  ó  lega,  y 
se  engaña  eligiendo  la  peor,  puede  dejarla  y  pedir  la  mejor. 
Si  vendida  en  almoneda  la  cosa  de  un  menor,  viniere  otro 
ofreciendo  mucho  mas  por  ella  ,  puede  aquel  pedir  que  la 
entregue  el  primer  comprador  al  segundo  ,  y  asi  lo  debe 
acordar  el  juez  viendo  ser  grande  la  utilidad  que  se  le  sigue  ; 
ley  5  ,  til.  19,  Part.  6.  Si  el  menor  hiciere  un  contrato  per- 
judicial ,  ó  cambiare  su  deuda  por  otra  peor,  ó  de  cualquier 
otro  modo  se  perjudicare  en  sus  bienes  ó  derechos  ,  puede 
pedir  al  juez  que  lo  deshaga  y  reintegre;  y  este  debe  acce- 
der á  la  demanda ,  resultando  cierto  el  estado  de  su  menor 
edad  y  el  daño  recibido  :  bajo  el  concepto  de  que  la  resti- 
tución concedida  al  menor  en  los  casos  dichos ,  no  aprovecha 
á  sus  fiadores  sino  cuando  interviniese  fraude  en  el  negocio  , 
el  cual  entonces  debe  deshacerse  á  beneficio  del  menor  y 
fiadores  en  cuanto  montare  el  engaño.  Entendiendo  el  menor 
no  serle  útil  la  herencia  en  que  ya  hubiere  entrado ,  puede 
pedir  al  juez  permiso  para  renunciarla  ;  pero  debe  hacerlo 
delante  de  los  acreedores  de  ella  para  que  sepan  las  razones 
que  le  mueven  á  desampararla  ;  y  en  vista  de  serle  dañosa, 
lo  acuerda  el  juez,  poniendo  primeramente  en  seguridad 
todas  las  cosas  que  perteneciesen  á  la  misma;  ley 7,  til.  19, 
Part.  6.  Las  prescripciones  de  veinte  ó  menos  años  no  corren 
contra  los  menores  sino  en  el  caso  de  que  hayan  empezado 
contra  sus  predecesores,  y  entonces  les  compete  la  restitu- 
ción por  razón  del  tiempo  que  corrió  contra  ellos  durante 
su  menor  edad;  pero  las  de  mayor  tiempo  corren  contra 
los  mayores  de  catorce  años  sin  distinción ,  compitiéndoles 
la  restitución  para  rescindirlas  ;  ley  9,  til.  cil.  —  La  resti- 
tución de  los  menores  tiene  lugar,  según  opinion  de  los 
autores ,  no  solo  contra  cualesquiera  particulares  ,  sino 
también  contra  el  fisco,  y  aun  contra  los  privilegios  que  los 
senadoconsultos  Veleyano  y  Macedoniano  concedieron  á  las 
mujeres  é  hijos  de  familia.  —  El  menor  puede  hacer  la  de~ 
manda  de  restitución  no  solo  durante  su  menor  edad  ,  sino 
también  dentro  de  cuatro  años  después  de  ella ,  que  se  suelen 
llamar  el  cuadrienio  legal ,  y  no  solamente  el  menor  sino 
aun  sus  herederos;  y  el  juez  ha  de  concederla  con  conoci- 
miento de  causa ,  oyendo  á  la  parte  contraria  ;  ley  8 ,  lit.  19, 
Part.  6. 

Hay  sin  embargo  algunos  casos  en  que  se  niega  al  menor 
la  restitución  ,  y  son  los  siguientes  :  Io.  si  dijese  engañosa- 
mente en  sus  tratos  que  era  mayor  de  veinte  y  cinco  años, 
y  por  su  persona  pareciese  tal,  porque  las  leyes  ayudan  á 
los  engañados  y  no  á  los  engañadores;  ley  6  ,  lit.  19,  Part. 
6  :  —  2o.  si  el  pleito  se  hubiese  comenzado  siendo  el  huér- 
fano menor,  y  la  sentencia  se  diere  cuando  ya  era  ma- 
yor, pues  entonces  no  podrá  pedirse  restitución  de  dicha 
sentencia  ;  ley  2 ,  lit.  25 ,  Part.  3  :  —  3o.  si  siendo  mayor  de 
diez  años  y  medio  fuese  sentenciado  por  haber  cometido 
homicidio  ,  hurto  ú  otros  delitos  semejantes  ;  ó  mayor  de  ca- 
torce años  cometiese  adulterio  ;  pues  en  tales  casos  no  po- 
drá pedir  restitucior  contra  la  sentencia  ;  ley  4 ,  tít.  19, 
Part.  6  :  —  h°.  si  habiendo  seguido  pleito  pidiendo  se 
declarase  que  alguno  era  su  esclavo,  se  hubiese  sentenciado 
que  era  libre  ,  pues  el  derecho  prefiere  la  libertad  á  la  me- 
nor edad  :  -  5o.  si  su  deudor  le  pagase  con  otorgamiento  o 
mandato  del  juez;  pero  si  le  pagase  de  otra  manera  ,  y  des- 
pués el  menor  jugase  ó  malgastase  el  dinero,  habría  lugar  a 
este  remedio;  ley  a,  fit.  Ui,  Pari.  S  :  —  6o.  cuando  el  dafiu 
padecido  por  el  menor  en  sus  tratos,  le  viene  por  caso  for- 
tuito ,  y  no  por  su  debilidad  de  ju/cio ,  culpa  del  guardador 
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ó  engaño  de  otro;  ley  2 ,  lit.  19  ,  Part.  6  :  —  7o.  cuando 
tiene  el  remedio  de  nulidad ,  por  ser  nula  la  sentencia  que 
le  daña,  pues  la  restitución  es  un  medio  subsidiario  que 
cesa  cuando  compete  algún  medio  ordinario,  y  lo  que  es 
nulo  no  puede  rescindirse  ;  ley  1 ,  lit.  25  ,  Part.  3  :  —  8o.  si 
siendo  mayor  de  catorce  años  jurase  que  no  haria  uso  de  su 
menor  edad  para  rescindir  sus  contratos  ;  pero  ya  no  se  ob- 
serva el  juramento  ;  ley  16 ,  lit.  1 1 ,  Pari.  3 ,  y  ley  6,  til.  19, 
Part.  6.  En  el  derecho  romano  se  establece  que  no  gocen 
del  beneficio  de  la  restitución  los  que  hubiesen  obtenido  la 
venia  ó  dispensa  de  edad ,  porque  no  parezca  que  son  enga- 
ñados por  la  gracia  del  príncipe  los  que  contrajeron  con 
ellos;  pero  en  el  nuestro  nada  se  establece  sobre  este  pun- 
to. Tampoto  hay  restitución  de  algunos  términos  dilatorios 
que  por  eso  se  llaman  fatales ,  cuales  son  el  de  nueve  dias 
para  intentar  el  retracto  de  sangre  ó  aboleqgo  ,  el  de  tres 
para  suplicar  de  la  sentencia  interlocutoria ,  y  el  de  seis 
para  tachar  los  testigos;  ley  2,  lit.  13,  lib.  10,  Nov.  Rec, 
ley  1 ,  tít.  21  ,  y  ley  1  ,  til.  12,  lib.  11 ,  Nov.  Rec.  El  tiempo 
en  que  se  puede  pedir  restitución  en  juicio  sobre  probanzas,  - 
se  dice  en  la  palabra  Juicio  ordinario. 

También  gozan  del  beneficio  de  la  restitución  las  iglesias, 
el  fisco ,  los  concejos ,  ciudades  ó  universidades ,  cuando  re- 
ciben lesión  ó  daño  por  dolo  ó  negligencia  de  otro;  y  debe 
pedirse  dentro  de  cuatro  años  contados  desde  el  dia  del  daño 
ó  menoscabo  ;  pero  siendo  el  perjuicio  en  mas  de  la  mitad 
del  justo  precio ,  puede  demandársela  restitución  dentro  da 
treinta  años  ;  ley  10,  lit.  19,  Part.  6. 

Ademas  de  los  menores  y  cuerpos  mencionados,  hay  otros 
á  quieaes  compete  la  restitución  in  integrum.  La  tienen  en 
primer  lugar  los  que  reciben  daño  de  algún  contrato  que  se 
les  hizo  otorgar  por  fuerza  ó  miedo  grave ,  esto  es ,  por 
miedo  que  cae  en  varón  constante ,  como  el  de  la  muerte  , 
mutilación  de  miembro ,  pérdida  de  la  libertad  ó  de  la  fama  ; 
pues  aunque  los  contratos  así  celebrados  valen  atendido  el 
rigor  del  derecho ,  porque  la  voluntad  forzada  es  por  fin  vo- 
luntad ,  como  suele  decirse  ,  se  deshacen  ó  rescinden  por  la 
equidad,  que  es  la  que  ha  dictado  todas  las  restituciones 
in  integrum  ;  ley  7,  tít.  53 ,  Part.  7,  y  ley  56 ,  lit.  S ,  Part.  S. 
También  la  gozan  aquellos  cuyas  cosas ,  estando  ellos  au- 
sentes por  causa  de  guerra  ú  otra  de  la  república ,  de  estu- 
dios ,  romería  ó  cautiverio  ,  las  usucape  ó  prescribe  otro;  y 
seles  cuenta  el  cuadrienio  para  pedirla  desde  el  dia  en  que 
se  restituyeron  à  sus  hogares ,  y  á  sus  herederos  desde  el  de 
la  muerte  de  aquellos  en  el  lugar  de  su  ausencia  :  siendo  de 
observar  que  ,  según  opinion  de  algunos  autores,  les  com- 
pete este  beneficio ,  aunque  hubiesen  dejado  procurador  en 
el  pueblo  donde  están  situados  los  bienes;  ley  10  ,  lit.  23,. y 
ley  28,  tít.  7,  Parí.  3.  Últimamente  se  concede  este  ausilio 
contra  el  que  sabiendo  que  le  va  á  ser  demandada  una  cosa 
que  posee,  la  enajena  maliciosamente  á  persona  muy  poderosa 
para  oponer  al  demandante  un  contrario  mas  fuerte  ó  em- 
barazoso :  en  cuyo  caso  puede  el  demandante  usar  del  reme- 
dio de  la  restitución  pidiendo  la  cosa  al  que  la  tuviere,  ó  el 
resarcimiento  de  perjuicios  al  que  la  enajenó;  ley  50,  fit.  2, 
y  ley  15  ,  lit.  7,  Part.  5.  —  La  restitución  in  integrum  es  á 
veces  perjudicial  para  los  mismos  á  quienes  se  intenta  favo- 
recer, porque  disminuye  el  precio  de  las  propiedades  en 
razón  del  peligro  que  hay  de  que  aquellos  se  sirvan  de  este 
privilegio.  —  Véase  Menor,  Lesión  y  Redhibición. 

RESTITUCIÓN  de  frutos.  Véase  Poseedor  en  sus  di- 
ferentes artículos. 

RESTRICCIÓN.  La  limitación  ó  modificación  de  una 
ley  ó  convención.  Es  una  máxima  de  derecho,  que  las  dis- 
posiciones favorables  deben  entenderse  con  ostensión ,  y  las 
odiosas  con  restricción:  Favores  sunl  ampliandi,  odia  vero 
sunt  restringenda. 

RETENCIÓN.  El  derecho  que  tiene  un  acreedor  para 


conservar  en  su  poder  una  cosa  que  pertenece  y  debia  en- 
tregar á  su  deudor,  hasta  que  este  le  pague  la  deuda.  El 
que  posee  una  casa  ó  heredad  y  tiene  que  restituirla  á  su 
verdadero  dueño ,  puede  retenerla  ó  guardarla  en  su  poder 
hasta  que  este  le  satisfaga  las  mejoras  necesarias  que  hubie- 
se hecho  en  ella;  ley  hh ,  til.  28,  Part.  3.  El  comodatario 
puede  retener  la  cosa  que  se  le  dio  en  comodato  ,  hasta  que 
se  le  paguen  las  espensas  estraordinarias  que  hubiese  he- 
cho para  su  conservación;  ley  9,  tít.  2,  Part.  5.  El  acre- 
dor  pignoraticio  debe  restituir  la  prenda  al  deudor,  luego 
que  le  fuere  pagada  la  deuda  para  cuya  seguridad  se  le  ha- 
bía dado  ;  pero  la  podrá  retener  por  razón  de  nueva  deuda 
hasta  que  esta  le  sea  pagada  también  ,  aunque  no  con  la  ca- 
lidad de  prenda;  íe;/22,  lit.  iZ,Part.  5.  Mas  la  cosa  de- 
positada no  puede  retenerse  por  razón  de  compensación  ó 
deuda ,  ni  aun  por  las  espensas  hechas  en  ella ,  pues  el  de- 
positario debe  restituirla  necesariamente  cuando  le  sea  de- 
mandada ,  y  pedir  por  separado  lo  que  se  le  adeude  ;  ley  10, 
tít.  3,  Part.  5.  La  retención  tiene  mucha  semejanza  con  la 
compensación  ;  pero  se  diferencia  en  que  la  compensación 
equivale  á  paga,  y  la  retención  solo  sirve  para  obligar  al 
deudor  á  que  la  haga  ,  y  en  que  la  compensación  no  tiene 
lugar  cuando  una  de  las  cosas  debidas  es  cuerpo  inestimado, 
al  paso  que  lo  tiene  la  retención ,  como  se  ve  en  el  caso  en 
que  el  marido,  disuelto  el  matrimonio,  retiene  el  campo 
dotal  inestimado  hasta  que  se  le  paguen  las  mejoras  que  en 
él  hizo. 

RETENCIÓN.  La  reserva  que  hace  un  tribunal  supe- 
rior de  los  autos  del  juez  inferior,  pedidos  ó  llevados  á  él 
por  apelación  ú  otro  recurso  de  queja,  quedándose  con  ellos 
para  continuar  y  decidir  la  causa  ,  cuando  lo  estima  con- 
veniente, por  la  entidad  de  la  cosa  ó  calidad  de  las  personas 
que  litigan  :  —  la  reserva  que  uno  hace  de  algún  derecho 
en  alguna  cosa  que  enajena  ,  como  cuando  haciendo  dona- 
ción de  una  heredad  se  guarda  ó  retiene  el  usufructo  :  —  la 
conservación  del  empleo  que  se  tenia  cuando  se  asciende  á 
otro  :  —  y  la  suspension  que  hace  el  rey  del  uso  de  cual- 
quier rescripto  procedente  de  autoridad  eclesiástica.  Hoy 
no  puede  el  tribunal  superior  quedarse  con  los  autos  para 
continuar  y  decidir  la  causa.  Véase  Jaez  superior. 

RETO.  La  acusación  de  alevoso  que  un  hidalgo  hacia  á 
otro  delante  del  rey,  obligándose  á  mantenerlo  en  el  campo. 
El  título  tercero  de  la  Partida  séptima  trata  largamente  de 
la  utilidad  del  reto  ó  rieplo,  de  las  personas  y  causas  por 
que  podia  hacerse,  del  lugar  y  modo  de  seguirse  el  pleito 
hasta  sentencia  ,  y  de  la  pena  en  que  incurrían  así  el  relado 
convencido  como  el  retador  que  no  probase.  También  se 
toma  esta  palabra  por  la  provocación  ó  citación  al  duelo  ó 
desafío.  Véase  Duelo. 

RETORSION  de  derecho.  El  establecimiento  y  uso 
que  una  nación  hace  para  con  otra  de  la  misma  jurispruden- 
cia de  que  esta  se  sirve  para  con  ella.  Este  medio  es  legíti- 
mo, y  no  puede  dar  motivo  fundado  de  queja,  pues  lo  que 
una  nación  mira  como  justo  para  sí ,  debe  parecerle  lo  mis- 
mo para  otra  :  Quod  quisque  juris  in  alterum  slalucril ,  el 
ipse  codemjure  ulalur  :  Quis  enim  aspernabitur  Ídem  jas  sibi 
dici ,  quod  aliis  dixil  vel  dici  effectif 

RETRACTACIÓN.  La  desaprobación  espresa  de  lo  que 
antes  se  habia  dicho  ó  hecho,  desdiciéndose  de  ello.  Véaso 
Injuria  y  Palinodia. 

RETRACTO.  El  derecho  que  compete  á  ciertas  perso- 
nas para  retraer  ó  quedarse  por  el  lanío  con  la  cosa  vendida 
á  otro  ;  ó  bien  :  el  derecho  que  por  ley,  costumbre  ó  pacto 
compete  á  alguno  para  anular  alguna  venta  y  tomar  para  sí 
por  el  mismo  precio  la  cosa  vendida  á  otro.  Hay  varias  es- 
pecies de  -retracto  :  las  principales  son  el  retracto  de  abo- 
lengo ,  que  también  se  llama  de  sangre ,  legitimo  y  gentili- 
cio ;  el  retracto  de  sociedad  ó  comunión  ;  y  el  retracto 
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convencional.  En  todos  los  retractos  el  que  retrae  se  subro- 
ga en  lugar  del  primer  comprador,  teniendo  lugar  en  él  los 
efectos  de  la  venta  primera  ;  y  si  se  hubiesen  hecho  después 
oirás  ventas ,  quedan  anuladas  como  si  no  se  hubieran  cele- 
brado. Concurriendo  á  retraer  ó  sacar  por  el  tanto  una  misma 
co.-a  el  pariente  mas  cercano  con  el  señor  del  directo  domi- 
nio ,  ó  con  el  superficiario,  ó  con  el  que  tenga  parle  en  ella 
por  ser  común  ,  debe  entrar  en  primer  lugar  el  dueño  direc- 
to ó  el  superficiario,  en  segundo  el  comunero  ,  y  en  último 
el  pariente  ;  ley  8,  til.  13,  Ubi  10,  Nov.  Rec  El  retracto 
tiene  también  el  nombre  de  tanteo.  Véanse  los  artículos  si- 
guientes y  la  palabra  Tanteo. 

aSTHAGTO  de  abolengo.  Este  retracto,  que  también 
se  llama  legítimo ,  gentilicio  y  de  sangre  ,  es  el  derecho  que 
compete  á  los  mas  próximos  parientes  del  vendedor  consti- 
tuidos dentro  del  cuarto  grado ,  para  redimir  los  bienes  rai- 
ces de  sus  abuelos  ó  padres,  ofreciendo  al  comprador  el  mismo 
precio  que  le  cuestan  ;  leyes  2  ,  h  ,  7  y  9,  til.  13  ,  lib.  10, 
Nov.  Rec.  Se  ha  introducido  para  conservar  las  hereda- 
des en  la  familia  de  los  que  las  han  adquirido  ,  por  la  grande 
afición  que  muchos  tienen  á  los  bienes  de  sus  mayores;  pero 
como  es  contrario  á  la  libertad  que  todos  deben  tener  para 
disponer  de  sus  cosas  como  quieran,  se  ha  de  limitar  y  res- 
tringir mas  bien  que  ampliar  el  ejercicio  de  este  derecho, 
que  con  justa  razón  fué  reprobado  por  los  Romanos  y  otros 
pueblos.  L«y  15  ,  lit.  10,  lib.  3,  Fuero  Real;  leyes  6  y  7  , 
lit.  7,  lib.  S  del  Ordenamiento ,  y  ley  250  del  Estilo. 

¿Cuáles  son  los  parientes  á  quienes  sé  concede  este  dere-> 
cho?  Los  parientes  mas  próximos  del  vendedor  ,  con  tal 
que  desciendan  del  ascendiente  de  quien  se  deriva  la  cosa 
vendida ,  con  inclusion  de  los  hijos  naturales ,  de  los  deshere- 
dados y  de  los  que  hicieron  renuncia  de  la  herencia  pater- 
na, y  sin  que  dé  prelacion  el  doble  vínculo  de  parentesco; 
bajo  el  concepto  de  que  tiene  aquí  lugar  la  representación 
como  en  las  sucesiones  intestadas.  Leyes -2 ,  U  y  9,  til.  13, 
lib.  10,  Nov.  Rec.  y  del  Fuero  y  Ordenam.  cils.;  Gómez  en  la 
ley  70  de  Toro ,  y  Malienzo  en  la  ley  7  ,  til.  1 1 ,  lib.  5 ,  Rec. 
Si  el  mas  próximo  no  quiere  ó  no  puede  usar  de  este  dere- 
cho ,  pasa  al  siguiente  en  grado  ,  y  así  sucesivamente  hasta 
el  cuarto  grado  civil  inclusive  ,  aunque  no  falta  quien  sos- 
tiene la  computación  canónica  ;  y  si  hay  dos  ó  mas  de  un 
mismo  grado ,  todos  se  dividirán  la  cosa  por  iguales  partes, 
con  tal  que  concurran  dentro  del  término  legal ,  á  no  ser 
indivisible  ,  pues  entonces  habría  lugar  á  la  licitación  y  se 
la  llevaría  el  que  mas  ofreciese ,  según  opinan  los  autores. 
Leyes  l  y  7  ,  lit.  13,  lib.  10,  Nov.  Rec;  Parladorio,  dife- 
ren.  109. 

¿Cuáles  son  los  bienes  sobre  que  recae  este  derecho?  Los 
, bienes  raices,  no  los  muebles,  que  estuvieron  en  el  patri- 
monio de  los  abuelos  ó  padres  comunes  del  que  los  vende 
y  del  que  los  redime,  y  que  pasaron  á  poder  de  aquel  por 
título  universal  ó  singular,  esto  es  ,  por  herencia  ,  legado, 
donación,  dote,  mejora,  etc.,  con  tal  que  no  hayan  salido 
del  patrimonio  de  la  familia  haciéndose  de  libre  enajena- 
ción ;  Malienzo  y  Acevedo  en  la  ley  7,  til.  1 1  ,  lib.  b  ,  Rec.  Si 
se  venden  muchos  de  estos  bienes  juntamente  por  un  solo 
precio  ,  lodos  se  han  de  redimir  ó  ninguno;  pero  si  á  cada 
cesa  se  señaló  su  precio,  podrá  el  pariente  retraer  ó  sacar 
la  que  quisiere  y  dejar  las  otras;  porque  en  el  primer  caso 
se  considera  una  sola  venta,  y  en  el  segundo  muchas  :  bien 
que  si  el  comprador  no  hubiera  lomado  las  unas  sin  las 
oirás  ,  ley  5,  til.  15,  Nov.  Rec,  tendrá  que  llevarlas  ó  dejar- 
las todas  el  pariente,  aunque  cada  una  tenga  su  precio.  Si 
de  dos  cosas  vendidas  una  solamente  fuese  patrimonial, 
podrá  el  pariente  retraerla  y  dejar  la  libre  ,  lasándose  por 
peritos  su  valor  para  entregarlo  al  comprador  ;  bien  que 
según  algunos  autores,  puede  precisarse  al  pariente  á  tomar 
las  dos  ó  ninguna,  cuando  el  comprador  no  hubiese  lomado 


la  una  sin  la  otra,  como  en  el  caso  precedente.  Acevedo  en 
la  ley  10,  til.  11,  lib.  o,  Rec,  y  Malienzo  en  la  ley  7,  til.  11, 
lib.  8,  Rec 

¿Contra  quién  compete  esle  derecho?  Contra  el  compra- 
dor que  sea  estraño  á  la  familia  ó  pariente  mas  remoto  que 
el  retrayente,  mas  no  contra  el  que  sea  igual  en  grado  ; 
porque  en  este  caso  no  sale  de  la  parentela  la  cosa  vendida, 
ni  se  turba  el  orden  del  parentesco  ,  y  por  otra  parte  en  la 
duda  es  mejor  la  condición  del  que  posee.  Gómez  en  la 
ley  70  de  Toro. 

¿En  qué  casos  puede  ejercerse  el  retracto?  No  solamente 
cuando  se  vende  la  finca  patrimonial  ó  abolenga  á  un  es- 
traño ó  á  un  pariente  mas  remoto,  como  se  ha  dicho  ,  sino 
también  cuando  se  les  da  en  pago  de  deuda  ó  en  dote  esti- 
mada ,  porque  la  dación  en  pago  de  deuda  y  la  de  dote 
estimada  se  reputan  venta;  pero  no  tiene  lugar  cuando  so 
cambia  ó  trueca  la  finca  por  otra  ,  á  no  ser  que  haya  verda- 
dera venta  cubierta  con  el  nombre  de  permuta  ;  ley  l, 
lit.  lô,  lib.  10,  Nov.  Rec 

¿Cómo  se  hace  el  retracto?  Jurando  el  relrayente  quo 
quiere  para  sí  y  no  para  otro  la  finca,  y  que  no  procede  con 
fraude;  y  entregando  al  comprador  todo  el  precio  que  este 
hubiese  dado,  con  lasespensas,  tribuios  y  gabelas  que  hu- 
biere satisfecho;  leyes  1 ,  2  y  h,  til.  15,  lib.  10,  Nov.  Rec 
Si  el  comprador  no  quisiere  recibirlo,  debe  el  retrayente 
consignarlo  ó  depositarlo  delante  de  testigos ,  y  habiendo 
lugar  á  presencia  y  con  orden  del  juez.  Si  no  supiere  cuál 
es  el  precio ,  deberá  ofrecer  ó  depositar  el  que  le  pareciere 
serlo,  dando  fiadores  de  que  pagará  el  escesp  si  le  hay  ;  y 
si  la  venta  fuere  al  fiado  ,  dará  fiadores  ante  el  juez  de  que 
pagará  el  mismo  precio  que  el  comprador  al  tiempo  en  que 
este  estaba  obligado.  Acevedo  en  la  ley  8,  til.  11,  lib.  5,  Rec 

¿Qué  término  se  concede  para  usar  de  este  derecho? 
Nueve  dias  fatales  que  corren  contra  los  menores  y  los  au- 
sentes, y  aun  contra  los  ignorantes  á  no  haber  fraude,  sin 
que  se  conceda  el  remedio  de  restitución  in  integrum;  le- 
yes 1  y  2,  lit.  13,  lib.  10  ,  Nov.  Rec  Estos  nueve  dias  deben 
contarse  en  las  ventas  judiciales  desde  el  siguiente  al  rema- 
te, ley  k,  ¿d.,¿cí.,enlas  ventas  simples  desde  el  dia  siguiente 
ásu  celebración  y  perfección,  y  en  las  condicionales  desde  el 
siguiente  al  cumplimiento  de  la  condición  :  bien  que  algunos 
quieren  que  se  cuenten  desde  la  tradición  de  la  cosa  y  no 
desde  la  convención  ;  otros  pretenden  que  se  han  de  con  tai- 
de  momento  á  momento,  y  no  naturales;  y  otros  en  fin  in- 
cluyen en  el  número  el  primero  y  el  postrero;  Gómez  en  la 
ley  70  de  Toro.  —  Durante  los  nueve  dias  puede  intentarse 
la  acción  del  retracto  contra  cualquier  poseedor,  aunque  la 
cosa  hubiese  pasado  á  muchas  manos  ,  sin  que  el  pariente 
tanteador  deba  dar  otro  precio  que  el  de  la  primera  venta, 
pues  se  subroga  en  lugar  del  primer  comprador;  pero  no  so 
negará  à  los  demás  el  competente  recurso  contra  los  ante- 
riores hasta  llegar  al  primero  ,  que  deberá  contentarse  con 
recobrar  del  tanteador  ó  retrayente  el  precio  que  él  había 
pagado.  Pasado  el  término  legal  de  los  nueve  dias,  nadie 
puede  ya  usar  de  la  facultad  del  retraclo,  pues  la  finca 
perdió  su  calidad  de  patrimonial  ó  abolenga. 

¿Se  admite  la  compensacian  en  el  retracto?  No  se  admite 
en  el  gentilicio  deque  estamos  hablando,  pues  el  retrayente 
ha  de  hacer  la  entrega  ó  la  consignación  del  precio  ,  como 
se  ha  dicho;  pero  si  tuviese  algún  crédito  contra  el  compra- 
dor, puede  usar  de  la  cautela  de  depositar  todo  el  precio 
para  que  se  verifique  que  cumple  con  el  precepto  legal,  y 
pedir  al  mismo  tiempo  no  se  le  entregue  la  cantidad  líquida 
•que  resulte  deberle. 

HETEAGTO  pe  comunión  ó  sociedad.  El  derecho  quo 
tiene  cualquiera  de  los  comuneros ,  socios  ó  condueños  do 
una  cosa  indivisa  para  sacar  ó  retraer  la  parte  que  alguno 
de  ellos  vendiere  ó  quisiere  vender  á  un  estraño  ,  dando  al 
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mismo  precio  que  este  ofreciere  ó  hubiese  dado  ;  ley  S5 , 
tít.  5,  Part.S;  y  ley  9,  f¿<.  13,  Ub.  10,  íVop.  «ec.  Dícese 
cualquiera  de  los  comuneros  ó  socios ,  porque  cualquiera  de 
ellos ,  aunque  solo  tenga  una  parte  muy  pequeña  en  la  cosa 
común ,  puede  usar  de  esta  facultad  del  retracto,  sin  que  se 
conceda  prelacion  al  que  tenga  mayor  parte;  y  si  concur- 
ren muchos  de  los  socios  ó  comuneros  al  retracto  ó  tanteo, 
todos  deben  ser  admitidos  no  con  igualdad  sino  con  propor- 
ción á  la  parte  que  cada  uno  tuviere.  Dícese  de  una  cosa , 
esto  es  ,  de  una  cosa  mueble  ó  raiz,  pues  aunque  el  retracto 
de  sangre  se  limita  à  los  inmuebles ,  el  de  comunión  se 
estiende  también  á  las  inmuebles  ,  según  la  opinion  mas 
probable ,  ya  porque  la  ley  de  Partidas  usa  de  la  palabra 
cosa,  que  lo  comprende  todo,  ya  porque  la  razón  que 
introdujo  este  retracto  se  acomoda  á  las  cosas  muebles 
del  mismo  modo  que  à  las  inmuebles  ,  ya  en  fin  porque 
este  retracto  es  favorable  á  causa  de  que  se  dirige  á  es- 
tinguir  la  comunión,  que  suele  ser  fuente  perenne  de  dis- 
cordias. Dícese  de  una  cosa  indivisa  ,  esto  es ,  de  una  cosa 
que  se  posee  pro  indiviso  ó  en  común ,  pues  si  las  partes 
están  divididas,  aunque  sea  muy  lévela  division  ,  como  por 
ejemplo  la  de  un  surco  en  un  campo ,  ya  no  tiene  lugar 
el  retracto  porque  efectivamente  no  hay  comunión  ;  de 
modo  que  solamente  lo  tendrá  cuando  las  partes  son  intelec- 
tuales, como  si  uno  tiene  dos  parles  de  alguna  heredad, 
otro  tres  ,  y  otro  cuatro,  sin  señalamiento  de  ellas;  Gómez 
en  la  ley  70  de  Toro.  Dícese  por  fin  á  un  eslraño ,  pues  si  un 
socio  ó  comunero  vende  su  parte  á  otro  de  los  socios  ó  co- 
muneros y  no  á  una  persona  estraña ,  no  pueden  los  demás 
retraerla ,  por  grandes  que  sean  las  partes  que  ellos  tengan 
y  pequeña  la  del  comprador.  —  Este  retracto  tiene  también 
lugar,  según  dicen  los  autores  ,  no  solo  en  las  cosas  mue- 
bles 6  raices  ,  como  hemos  insinuado  ,  sino  también  en  las 
servidumbres  de  casa  ó  fundo,  en  el  derecho  de  apacentar 
ganado  en  prado  ó  dehesa  ajena ,  y  en  la  acción  ó  derecho  á 
alguna  cosa  inmueble  común  á  los  socios;  y  no  solo  en  la 
venta,  sino  también  en  la  transacción,  en  la  dación  en  pago, 
sea  voluntaria  ó  necesaria  ,  y  en  el  arrendamiento  hecho  á 
muchos  de  algún  fundo ,  diezmo  ú  otras  rentas.  —  Este  re- 
tracto debe  hacerse  dentro  del  mismo  término  yen  la  misma 
forma  que  el  de  abolengo  ,  es  decir,  el  retrayente  ó  tantea- 
dor debe  usar  de  su  derecho  dentro  de  nueve  dias  contados 
del  modo  que  se  ha  dicho  en  el  artículo  anterior  ;  ha  de  ju- 
rar que  quiere  para  sí  y  no  para  otro  la  parte  vendida ,  y 
que  no  procede  con  fraude ,  y  ha  de  entregar  al  comprador 
el  precio,  alcabala  y  demás  gastos  que  hubiere  hecho ,  ó  de- 
positarlo todo  judicialmente ,  y  practicar  las  demás  diligen- 
cias del  mismo  modo  que  el  pariente  consanguíneo;  con  la 
diferencia  de  que  en  este  retracto  de  comunión  ó  sociedad 
se  admite  la  compensación ,  que  no  tiene  lugar  en  el  de 
sangre. 

Como  es  una  especie  de  comunión  la  relación  que  hay 
entre  el  dueño  directo  ,  el  enfiteuta  y  el  superficiario,  pues 
gozan  del  dominio  de  una  misma  cosa,  tiene  lugar  también 
entre  ellos  el  tanteo  ó  retracto.  Así  es  que  si  el  señor  del 
dominio  directo ,  ó  de  la  propiedad  del  fundo ,  le  vende  á 
estraño ,  pueden  retraerle  por  el  tanto  el  enfiteula  y  super- 
ficiario dentro  de  los  nueve  dias  referidos ,  por  tener  el  do- 
minio útil  :  y  de  la  propia  manera,  si  el  eníiteuta  ó  superfi- 
ciario venden  su  dominio  ó  su  derecho  ,  puede  retraerle  el 
señor  del  dominio  directo  ó  de.  fundo  dentro  del  mismo  tér- 
mino, en  el  cuso  de  que  no  le  paguen  ninguna  pension;  pues 
6i  se  la  pagan  ,  tiene  otro  retracto  por  el  término  de  dos 
meses  contados  desde  que  se  le  requiera.  En  este  caso  el 
señor  del  dominio  directo  puede  dar  licencia  absoluta  al 
enfileuta  ó  superficiario  para  vender  la  finca  enfitéulica  ó  la 
superficie,  ó  bien  darla  limitada  sin  perjuicio  de  su  derecho 
de  tanteo  :  si  la  da  absoluta,  no  puede  usar  del  retracto  por 


aquella  vez;  y  si  la  da  limitada,  deberá  hacer  él  tanteo 
dentro  de  los  nueve  dias  siguientes  al  de  la  venta,  pues  los 
dos  meses  son  para  que  la  finca  no  caiga  en  comiso  si  se 
vende  sin  permiso  suyo.  Si  el  dueño  directo  y  el  supeificia- 
rio  ó  enfiteuta  concurren  al  retracto  con  el  pariente  ó  con  el 
socio,  ó  con  ambos  ,  serán  preferidos  aquellos  tres  á  estos 
dos  :  el  dueño  directo  se  ha  de  preferir  al  enfiteuta  y  super- 
ficiario; y  el  dueño  directo,  el  superficiario,  el  enfiteuta  y 
el  socio  son  antes  que  el  pariente  por  el  orden  con  que  so 
nombran.  Ley  8  ,  tít.  15,  Ub.  10 ,  Nov.  Rcc. 

RETRACTO  convencional.  El  que  procede  de  las  ven- 
tas hechas  á  carta  de  gracia,  esto  es,  con  el  pacto  cíe  relm- 
vendendo  ,  por  el  cual  se  reserva  el  vendedor  la  facultad  de 
redimir  ó  recobrar  la  cosa  vendida  mediante  la  restitución 
del  precio.  Sucede  en  efecto  muchas  veces  que  no  queriendo 
el  vendedor  desapropiarse  para  siempre  de  la  cosa,  la  vende 
con  la  condición  de  poderla  rescatar  cuando  quiera  ,  ó  bien 
dentro  de  un  término  prefijado.  Estas  ventas  se  llaman  en 
algunas  parles  á  caria  de  gracia ,  porque  su  duración  de- 
pende precisamente  de  la  gracia  ó  merced  que  hace  el  ven- 
dedor en  no  redimir  la  cosa  que  vendió.  Este  retracto  ó 
facultad  de  retraer  ó  redimir  la  cosa  vendida  se  llama  con- 
vencional ,  porque  se  establece  por  convención  y  voluntad 
de  los  contrayentes.  Véase  Parto  de  retrovendendo. 

RETRAER.  Adquirir  la  cosa  vendida  á  otro  ó  sacarla 
por  el  tanto ,  ofreciéndose  este  en  el  término  señalado  por 
la  ley. 

RETRAÍDO.  El  refugiado  al  lugar  sagrado  ó  inmune. 
Véase  Asilo  é  Inmunidad. 

RETROACCIÓN.  La  acción  ó  efecto  que  una  cosa  pro- 
duce con  respecto  al  tiempo  pasado;  y  así  se  dice  que  tal  ó 
tal  cosa  tiene  ó  no  tiene  efecto  retroactivo.  La  ratificación, 
por  ejemplo,  que  es  un  consentimiento  que  sobreviene 
después  de  la  celebración  de  un  contrato  .  tiene  efecto  re- 
troactivo, porque  se  retrotrae  al  tiempo  de- dicha  celebra- 
ción, produciendo  el  mismo  efecto  que  si  hubiese  intervenido 
en  ella.  Las  leyes  al  contrario,  hablando  generalmente,  no 
tienen  efecto  retroactivo,  pues  se  dan  solo  para  lo  venidero 
y  no  para  lo  pasado.  Véase  Ley,  y  Efecto  retroactivo. 

RETROCESIÓN.  El  acto  por  el  cual  una  persona  vuelve 
á  otra  el  derecho  ó  cosa  que  ella  habia  cedido  antes.  El 
efecto  de  la  retrocesión  es  que  las  cosas ,  créditos  ó  derechos 
que  se  retroceden,  se  restituyan  al  poder  ó  á  las  manos  de 
donde  habían  salido. 

RETROTRACCION.  El  acto  de  fingirse  que  una  cosa 
comenzó  en  tiempo  anterior  á  aquel  en  que  se  hizo  para  cier- 
tos efectos  del  derecho. 

RETROVENDENDO.  Voz  formada  de  las  latinas  rclro 
y  vendendo ,  que  tiene  uso  en  castellano  para  espresar  el 
contrato  ó  pacto  de  retrovendendo,  que  es  cierta  convención 
accesoria  al  contrato  de  compra  y  venta;  por  la  cual  se 
obliga  el  comprador  á  volver  al  vendedor  la  cosa  vendida, 
volviéndole  este  á  él  el  precio  que  dio  por  ella  dentro  de 
cierto  tiempo  ó  cuando  el  vendedor  quisiere,  según  los  tér- 
minos en  que  se  hubiere  hecho  la  convención.  Véase  Pacto 
de  retrovendendo. 

RETROVENDICION  ó  retroventa.  El  acto  de  retro- 
vender, esto  es  ,  de  volver  el  comprador  una  cosa  mueblo 
Ó  raíz  al  mismo  de  quien  la  compró,  volviéndole  este  el 
precio.  Véase  Pacto  de  retrovendendo. 

REVELACIÓN.  La  manifestación  de  alguna  verdad  se- 
creta ú  oculta,  ó  de  algún  hecho  de  que  uno  tiene  conoci- 
miento. La  revelación  es  unas  veces  forzosa,  otras  re- 
compensada, y  otras  castigada.  Es  forzosa  en  materia  de 
crímenes  ó  delitos  contra  la  seguridad  del  Estado.  Es  re- 
compensada en  los  cómplices  que  descubren  las  conspira- 
ciones. Ls  castigada  en  las  personas  que  venden  los  secretos 
de  que  son  depositarías  por  su  profesión  y  que  están  obli-. 
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gadas á guardar. Ley6,lit.  13, Pari.  1,ley  i%,lît.$,  Part.7, 
ley  7,  til.  m ,  ley  2,  lit.  9,  Part.  7,  ley  b,  lit.  2,  Pari.  7. 
Véase  Falsedad  y  Traición. 

REVENDEDOR.  El  que  vuelve  á  vender  por  menudo 
aquellos  géneros ,  frutos  ó  cosas  que  se  compraron  por  junto. 
Véase  Regatón. 

REVER.  Ver  segunda  vez  un  tribunal  superior  el  pleito 
que  ya  se  habia  visto  y  sentenciado  en  otra  sala  del  mismo. 

REVEREDAS.  Las  cartas  dimisorias  en  las  cuales  un 
obispo  ó  prelado  da  facultad  á  su  subdito  para  recibir  órde- 
nes de  otro. 

REVERSION.  La  restitución  de  alguna  cosa  al  estado 
que  tenia .  ó  la  devolución  de  ella  á  la  persona  que  la  poseía 
primero. 

REVISTA.  La  segunda  vista  en  los  pleitos.  Véase  Sú- 
plica. 

REVOCACIÓN.  La  anulación  ó  retractación  de  una 
disposición  que  se  habia  hecho,  ó  de  un  acto  que  se  habia 
otorgado,  como  de  una  donación,  de  un  legado,  de  un  tes- 
tamento ó  codicilo,  de  un  poder  ó  mandato.  Véanse  estas 
palabras. 

RI 

RIBERA:  La  margen  y  orilla  del  mar  ó  rio,  esto  es, 
el  lugar  ó  espacio  que  cubren  sus  aguas  en  el  tiempo  que 
mas  crecen  con  su  flujo  y  reflujo  periódico,  sea  en  invierno 
ó  en  verano,  sin  salir  de  su  madre.  Las  riberas  del  mar  per- 
tenecen en  cuanto  á  la  propiedad  á  la  nación  dueña  del  pais 
de  que  hacen  parte  ,  y  en  cuanto  al  uso  á  todos  los  hombres. 
Las  riberas  de  los  rios  pertenecen  á  los  dueños  de  las  here- 
dades contiguas  en  cuanto  á  la  propiedad  ,  y  á  todos  los 
hombres  en  cuanto  al  uso.  —  De  aquí  es  que  así  en  las  ri- 
beras del  mar  como  en  las  de  los  rios  puede  cualquiera  le- 
vantar casa  ó  cabana  donde  acogerse,  ú  otro  edificio  que  le 
acomode,  con  talque  no  embarace  el  uso  común;  hacer 
redes  y  secarlas,  componer  sus  naves  y  ligarlas  álos  árboles 
que  allí  hubiere,  poner  y  vender  sus  mercaderías  y  pes- 
cados, y  hacer  otras  cosas  semejantes,  sin  que  nadie  se  lo 
pueda  impedir;  mas  si  en  las  riberas  del  mar  se  halla  casa 
ú  olro  edificio,  nadie  puede  derribarle  ni  usar  de  él  sin  fa- 
cultad del  dueño ,  aunque  si  lo  derribare  la  mar  ó  se  cayese, 
podrá  cualquiera  edificar  de  nuevo  en  el  mismo  sitio;  leyes  3 
y  6,  til.  28,  Part.  5.  —  Los  árboles  existentes  en  las  riberas 
délos  rios  pertenecen  álos  dueños  de  las  heredades  inmedia- 
tas, y  estos  pueden  por  consiguiente  cortarlos  y  hacer  de 
ellos  lo  que  quisieren  ;  pero  si  por  ventura  al  tiempo  de 
cortar  alguno  estuviese  atada  en  él  alguna  nave,  ó  se  tra- 
íase de  atar  otra  que  hubiese  llegado,  debería  suspenderse 
la  corta,  por  ser  entonces  contraria  al  derecho  común  que 
tienen  lodos  los  hombres  para  hacer  uso  de  las  riberas  ; 
ley  7,  id.,  id.  —  El  oro,  aljófar  y  piedras  preciosas  que  se 
encuentren  en  las  arenas  ó  riberas  del  mar,  pertenecen,  al 
hallador  y  primer  ocupante,  por  ser  cosas  que  no  son  pro- 
pias de  ninguno,  ley  6,  til.  28,  Part.  3  ;  pero  en  orden  á  lo 
que  se  halle  en  las  riberas  de  los  rios ,  como  que  estas  tienen 
dueños ,  parece  debe  estarse  á  lo  que  se  ha  dicho  en  la  pa- 
labra Hallazgo  y  Estado. 

RIFA.  El  sorteo  de  alguna  alhaja  entre  muchos  por  la 
talla  que  se  pone.  Está  prohibida  toda  rifa,  sea  de  alhajas, 
sea  de  comestibles,  sea  de  cualesquiera  otros  géneros  ó 
efectos,  ya  se  haga  en  público,  ya  en  casas  particulares, 
aunque  sea  á  los  estrados  de  la  lotería ,  y  aunque  se  diga 
que  su  producto  se  ha  de  aplicar  á  alguna  obra  pia,  bajo  la 
pena  de  perder  las  cosas  que  se  rifaren  ,  como  también  el 
precio  que  se  pusiere,  con  otro  tanto  para  el  fisco,  juez  y 
denunciador,  á  no  ser  que  para  hacerla  se  obtenga  real  per- 
miso ;  real  órd.  de  3  de  noviembre  de  1790.  La  razón  que  da  la 
ley  para  esta  prohibición,  es  la  necesidad  de  evitar  los  escán- 


dalos que  se  siguen  de  las  rifas ,  y  las  usuras  de  los  dueños 
que  logran  doblar  el  precio  de  sus  alhajas;  ley  2,  tit.  24, 
lib.  i 2,  Nov.  Rec. 

RIO.  Un  conjunto  de  aguas  reunidas  entre  dos  riberas 
que  corre  perpetuamente  desde  tiempo  inmemorial.  Se  di- 
ferencia del  torrente  en  que  este  es  efecto  de  las  lluvias 
abundantes  ó  derretimientos  estraordinarios  de  nieve ,  de 
modo  que  solo  corre  un  cierto  tiempo,  y  deja  seco  su  álveo 
la  mayor  parte  del  año.  Los  rios,  según  dice  la  ley  6,  tít.  28, 
Part.  3,  pertenecen  á  todos  los  hombres  comunalmente ,  de 
modo  que  aun  los  que  son  de  otra  tierra  extraña  pueden  usar 
de  ellos  como  los  naturales  y  moradores  del  territorio  quo 
bañan.  Como  el  bien  particular  debe  ceder  al  bien  público, 
no  puede  hacerse  en  los  rios  ni  en  sus  riberas  ningún  edi- 
ficio que  impida  la  navegación  ó  embargue  su  uso  común; 
y  si  se  hiciese  ó  ya  estuviese  hecho,  deberá  arruinarse 
dentro  de  treinta  días  á  costa  del  que  lo  hizo,  á  no  ser  que 
este  hubiese  obtenido  el  competente  privilegio  al  efecto: 
ley  8,  tit.  28,  Part.  5.  Si  hubiere  de  enviarse  á  los  puertos 
de  mar  para  la  construcción  de  bajeles  alguna  madera  por 
los  rios,  habrá  de  removerse  á  costa  de  su  autor  todo  em- 
barazo que  haya  en  ellos,  á  beneficio  de  la  marina  ,  cuyo 
objeto  es  de  tanta  importancia  para  el  Estado;  ley  7,  tit.  26, 
lib.  7,  Nov.  Rec.  No  resultando  perjuicio  al  común  ,  puede 
cualquier  vecino  edificar  molino  ó  aceña  en  la  ribera  ó  sobre 
el  mismo  rio,  sin  que  pueda  impedirlo  el  dueño  de  otre 
molino  que  ya  estuviere  hecho  bajo  el  pretesto  de  que  so 
disminuirá  la  renta  del  suyo,  con  tal  que  no  se  impida  el 
curso  del  agua  con  motivo  de  la  nueva  construcción  :  en  el 
supuesto  de  que  si  ia  ribera  pertenece  al  rey  ó  al  concejo, 
ha  de  preceder  su  correspondiente  licencia  ;  ley  18,  lit.  32, 
Part.  5.  En  los  mismos  términos  puede  sacarse  del  rio  pú- 
blico por  medio  de  canal  el  agua  que  alguno  necesitare  ,  á 
no  ser  que  el  pueblo  ó  concejo  la  destine  á  sus  propíos  usos. 
Cur.  Filíp.,com.  naval,  lib.  3,  cap.  i  ;  y  cuando  un  rio  que 
no  es  navegable  lo  sea  después  juntándose  con  otro,  habré 
de  hacerse  uso  de  sus  aguas  de  modo  que  luego  no  hagan 
falta  para  la  navegación. 

Todos  los  pueblos  y  aun  cualesquiera  personas  pueden  á 
su  costa  edificar  puentes  en  los  rios,  sin  establecer  impo- 
siciones ni  tributos,  y  si  alguno  quisiere  impedirlo  alegando 
tener  barcos  ú  otros  derechos  en  el  rio ,  incurre  en  la  pena 
de  confiscación  de  bienes  siendo  seglar,  y  en  la  de  perder 
para  siempre  la  naturaleza  y  temporalidades  siendo  ecle- 
siástico ;  ley  7,  til.  20,  1/6.  6,  Nov.  Rec.  La  construcción  ó 
reparación  de  puentes  que  intenten  hacer  los  pueblos,  debe 
ser  á  costa  de  sus  propios;  y  á  falta  de  ellos,  ó  no  siendo 
suficientes,  á  costa  de  los  vecinos,  que  deben  contribuir 
en  proporción  de  sus  facultades,  sin  que  puedan  escusarse 
los  eclesiásticos  ni  otras  personas  por  privilegiadas  que 
sean ,  puesto  que  á  todas  sin  escepciou  son  beneficiosas  estas 
obras;  ley  20,  íít.  32,  Part.  3,  y  ley  6,  tit.  9,  lib.  i,  Nov. 
Rec.  Si  el  suelo  sobre  que  el  pueblo  quisiere  fabricar  un 
puente ,  fuese  ajeno ,  se  ha  de  comprar  al  dueño  por  su  justo 
precio ,  ó  bien  se  le  ha  de  indemnizar  de  otra  manera.  Pero 
cuando  sobre  el  paso  de  un  puente  se  carga  pontazgo,  claro 
es  que  sus  reparos  han  de  correr  por  cuenta  de  quien  per- 
cibe este  derecho;  ley  16,  tít.  20,  lib.  6,  Nov.  Rec.  Para  la 
construcción  ó  reparo  que  quieran  hacer  los  pueblos  de  al- 
gún puente,  es  indispensable  la  aprobación  de  la  autoridad, 
quien  la  concede  en  vista  de  la  necesidad  ó  utilidad  de  la 
obra ,  y  de  los  informes  de  la  academia  de  San  Fernando 
sobre  los  planos.  Véase  Propios  y  arbitrios. 

Si  un  rio  mudare  su  curso  por  nuevo  lugar,  dejando  seco 
el  antiguo,  será  este  de  los  dueños  de  las  heredades  inme- 
diatas ,  tomando  cada  uno  tanta  parte  de  él ,  cuanta  sea  la 
frontera  de  su  heredad  ;  y  los  dueños  de  aquellas  por  donde 
nuevamente  corriere,  pierden  el  dominio  del  nuevo  álveo, 
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por  hacerse  público  como  el  rio  y  corao  lo  era  el  álveo  que 
queda  abandonado;  ley  31 ,  til.  28,  Parí.  3.  Las  hereda- 
des cubiertas  de  agua  por  avenidas  de  rios  ,  permanecen 
propias  de  sus  dueños  ,  quienes  pueden  usar  de  ellas  como 
antes,  luego  que  queden  descubiertas  ;  ley  32,  lit.  28,  Part.  3. 
Cuando  los  rios  con  sus  crecientes  quitaren  poco  á  poco,  de 
modo  que  no  se  advierta,  algo  de  las  heredades  de  una  ri- 
bera ,  y  lo  aumentaren  á  las  de  la  otra ,  lo  adquieren  los 
dueños  de  estas  :  pero  si  el  rio  llevase  parle  de  una  heredad 
con  sus  árboles  ó  sin  ellos  á  otra ,  el  dueño  de  esta  no  gana 
su  dominio ,  sino  es  que  permanezca  tanto  tiempo  que  se 
arraiguen  los  árboles;  y  en  tal  caso  deberá  dar  al  otro  el 
menoscabo  que  aprecien  peritos;  ley  26,  lit.  28,  Part.  3. 
Véase  Accesión  natural  é  Isla. 

RO 

ROBO.  El  acto  de  quitar  ó  tomar  para  sí  con  violencia  ó 
fuerza  la  cosa  ajena.  Diferenciase  del  hurto  en  que  este  se 
comete  encubiertamente  y  aquel  públicamente ,  este  sin 
fuerza  y  aquel  con  ella  ;  de  modo  que  en  el  robo  no  solo  se 
priva  al  dueño  de  lo  que  le  pertenece  ,  como  en  el  hurto, , 
sino  que  ademas  se  atenta  á  su  tranquilidad  intimidándole 
con  armas  ó  amenazas:  por  lo  cual  debe  castigarse  el  robo 
con  mas  rigor  que  el  hurto;  ley  1,  lit.  i 3,  Parí.  7.  Sin  em- 
bargo, en  la  práctica  se  suele  usar  indistintamente  de  las 
dos  palabras  como  si  fueran  sinónimas.  Véase  Rapiña  y 
Hurto. 

j-  KOBO  de  armas  y  wuniciones.  El  que  se  verificare 
haber  hurtado  las  armas  ó  municiones  de  sus  camaradas, 
ó  estraídolas  de  almacén  real,  parque  ó  depósito,  sufrirá  la 
pena  de  muerte.  Orden,  del  ejérc,  art.  89,  lit.  10,  Irat.  8o. 

-j-  ROBO  con  muerte.  Los  que  cometieren  cualquier 
hurlo  con  muerte  serán  ahorcados  y  descuartizados.  Orden, 
del  ejérc,  art.  88,  lit.  10,  trat.  8o. 

-f-  ROBO  de  vasos  sagrados.  El  que  robare ,  ocultare 
maliciosamente,  ú  ocasionare  que  otro  robe  custodia,  cáliz, 
patena  ó  cualquiera  otro  vaso  sagrado ,  así  en  paz  como  en 
guerra,  y  tanto  en  los  dominios  del  rey  como  en  países  es- 
tranjeros  ó  de  enemigos,  será  ahorcado  y  descuartizado  :  y 
si  por  las  circunstancias  que  hubieren  intervenido  en  el 
hurto  se  verificase  haberle  ejecutado  con  profanación  del 
Santísimo  Sacramento,  serán  quemados  (después  de  ahor- 
cados) los  delincuentes  en  tan  enorme  delito,  en  cualquier 
número  que  sean  ,  sin  que  les  releve  de  esta  pena  el  raro 
accidente  de  que  no  sean  católicos. 

El  que  robare  las  sagradas  imágenes,  ornamentos  ó  cual- 
quiera de  las  cosas  dedicadas  al  culto  divino,  será  ahorca- 
do. Orden,  del  ejérc,  arts.  5  y  tí,  tít.  10,  trat.  8o. 

ROBRA.  La  escritura  ó  papel  autorizado  para  hacer 
constar  la  compra  y  venta  de  -las  mercaderías  presentadas 
en  la  aduana. 


i.  Cierto  derecho  ó  imposición  que  pagaban  los  ga- 
nados lanares. 

ROLLO.  La  picota  ú  horca  hecha  de  piedra  ,  y  en  forma 
redonda  ó  de  columna;  y  es  insignia  de  la  jurisdicción  de 
villa.  También  se  llama  así  la  pieza  de  los  autos  que  se  for- 
man en  un  pleito,  y  se  le  dio  este  nombre  porque  como  an- 
tiguamente se  escribía  en  pergamino,  se  Inician  liras  largas 
que  arrollaban  para  llevarlas  de  una  parte  á  otra. 

ROPAVEJERO.  El  tendero  de  ropas  y  vertidos  viejos. 
«  Porque  los  ropavejeros,  dice  la  ley  5,  tit.  12,lib.  10,  Nov. 
Rec,  compran  ropas  de  paño  ó  seda  hurtadas,  y  para  ocul- 
tar el  hurto  luego  las  deshacen  y  desbaratan  por  manera 
que  no  se  puedan  descubrir,  por  ende,  por  evilar  este  fraude, 
mandamos,  que  los  dichos  ropavejeros  ropa  alguna  que 
hubieren  comprado  no  la  puedan  loru.  á  vender  ni  deslía- 
per,  sin  la  tener  primero  colgada  á  su  puerta,  donde  mani- 


fiestamente se  pueda  ver  por  todos ,  á  lo  menos  por  tiempo 
de  diez  dias  ,  so  pena  que  el  ropavejero  que  deshiciere,  ó 
vendiere ,  ó  trocare  la  tal  ropa  ,  sin  la  haber  tenido  en  la 
manera  susodicha,  por  la  primera  vez  pague  el  valor  de  la 
ropa  con  el  cuatro  tanto  ,  y  por  la  segunda  las  setenas  del 
valor  de  la  ropa,  y  sea  desterrado  del  lugar  do  cometiere  el 
delito,  y  por  la  tercera  le  sean  dados  cien  azoles ,  ley  ti,  lit. 
y  lib.  cils.  ;  y  de  la  dicha  pena  pecuniaria  sea  la  tercia  parte 
para  el  denunciador,  y  la  otra  para  el  juez  ,  y  la  otra  para 
la  cámara.  »  —  Por  otra  ley  está  mandado  que  los  ropave- 
jeros no  compren  por  sí  ni  por  interpósita  persona  cosa  al- 
guna de  almonedas  ,  so  pena  que  pierdan  por  la  primera  vez 
lo  que  compraren  con  otro  tanto,  y  por  la  segunda  les  sean 
dados  cien  azotes.  —  No  creemos  que  en  el  dia  se  impu- 
siesen penas  tan  rigurosas,  y  menos  la  de  azoles  que  está 
abolida. 

ROTA.  Cierto  tribunal  de  la  corte  romana  ,  compuesto 
de  doce  ministros  que  llaman  auditores ,  en  el  cual  se  deciden 
en  grado  ó  en  apelación  las  causas  del  orbe  católico,  que 
pertenecen  à  los  tribunales  eclesiásticos.  Fué  establecida  por 
el  papa  Juan  XXII.  Hay  una  famosa  colección  de  sentencias 
dadas  por  esta  jurisdicción,  que  llaman  Decisiones  Rotœ{\). 

ROTA.  Un  tribunal  eclesiástico  llamado  de  la  Rota  de  la 
nunciatura  apostólica  que  reside  en  la  corte  ,  compuesto  del 
nuncio  de  su  Santidad  ,  y  de  los  auditores  eclesiásticos 
nombrados  por  la  corona,  para  conocer  en  tercera  y  última 
instancia  de  las  causas  que  van  á  él  por  apelación  de  los 
metropolitanos  y  otros  jueces  eclesiásticos. 

No  puede  el  nuncio  entender  por  sí  en  el  conocimiento  de 
los  negocios  judiciales  ,  pues  tiene  limitadas  sus  facultades 
en  lo  contencioso ,  por  varios  concordatos  y  leyes  del  reino, 
acometer  aquellos  al  tribunal  de  la  Rola  ó  á  jueces  sinodales, 
consideradas  todas  las  circunstancias  de  las  mismas  causas, 
de  las  personas  y  de  las  distancias  de  los  parajes,  y  obser- 
vando las  leyes  y  los  cánones  que  prohiben  se  estraigan  de 
sus  respectivas  provincias  sin  grave  motivo  los  pleitos  y  los 
litigantes.  Ley  1,  til.  5,  lib.  2,  Nov.  Rec;  cap.  10  de  las 
ordenanzas  de  la  Nunciatura ,  inserías  en  la  ley  2  ,  til.  h  , 
lib.  2,  Nov.  Rec;  cap.  h  de  dichas  ordenanzas ,  y  leyes  5  , 
6  y  7,  tít.  ti,  lib.  2,  Nov.  Rec 

No  pueden  tampoco  el  nuncio  y  el  tribunal  de  la  Rota  en- 
tender en  dichas  causas  en  primer  grado,  privando  de  su 
jurisdicción  á  los  obispos,  bajo  ningún  concepto,  ni  con  pro- 
testo de  protección,  ni  prescribirles  el  modo  de  proceder, 
ni  calificar  sus  providencias,  sino  en  el  grado  de  revision, 
ni  impedir  ó  suspender  los  efectos  de  ellas,  ni  admitir  recursos 
fuera  de  los  casos  permitidos  por  las  leyes ,  ni  espedir  des- 
pachos para  escitar  la  jurisdicción ,  aunque  no  se  trate  en 
ellos  de  alterar  la  sustancia  do  los  procedimientos;  dicho 
cap.  y  leyes.  Por  manera  que  la  jurisdicción  ordinaria  en 
primer  grado  es  integra  de  los  obispos  y  arzobispos  ;  en 
grado  superior  de  los  metropolitanos  respecto  de  los  sufra- 
gáneos; y  en  último  resultado  del  nuncio  de  su  Sanlidad, 
que  la  ejerce  por  medio  de  los  auditores  eclesiásticos  consti- 
tuyendo el  espresado  tribunal ,  ó  por  medio  de  los  jueces 
sinodales  de  la  respectiva  diócesis  como  sus  delegados  ,  si 
á  ellos  les  comete  la  jurisdicción. 

Los  juzgados  y  tribunales  eclesiásticos,  lo  mismo  que  los 
seculares ,  tienen  también  escribanos  ó  notarios  eclesiásticos, 

(1)  Véase  la  obra  de  Calderón  titulada  :  Grandezas  y  maravi- 
llas de  la  sania  ciudad  de  Romo,  donde  en  el  lib.  U  se  da  idea  de 
¿as  diez  y  oalio  congregaciones  ó  consejos  que  tiene  su  Santidad 
para  el  gobierno  espiritual  de  la  cristiandad,  u  temporal  del  es- 
tado de  la  Iglesia  y  su  corte  :  y  cu  el  lib.  5  se  trata  de  ia  Dataría, 
Cancelaría  ,  Sacra  Rata  y  Cámara  Apostólica.  Allí  se  dice  lla- 
marse Rota  este  tribunal .  porque  sentados  á  una  mesa  redonda 
¡os  auditores,  juzgan  y  examinan  en  él  las  controversias  ilel  orLe, 
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relatores,  fiscales,  alguaciles,  procuradores  ó  porteros,  que 
ejercen  las  respectivas  atribuciones  de  su  cargo. 

El'tribunal  de  la  Rota  consta  de  seis  jueces  de  número , 
que  han  de  ser,  y  son  realmente  ,  prebendados  de  las  cate- 
drales ,  y  legistas.  Divídense  en  dos  turnos ,  cada  uno  de  los 
cuales  consta  de  tres  votantes:  uno  de  ellos,  que  es  aquel  á 
quien  haya  cabido  la  comisión  para  seguir  y  sustanciar  la 
causa ,  se  llama  ponente,  el  cual  no  solamente  tiene  la  misma 
facultad  y  jurisdicción  que  usan  los  auditores  de  la  Rota 
romana  cuando  son  ponentes  en  los  actos  judiciales  que  pre- 
ceden ala  decisión,  sino  que  también  tiene  voto  en  la  causa 
que  él  ha  propuesto  y  seguido.  Si  por  discordia  ó  diversidad 
de  votos  no  quedasen  decididas  las  causas,  previene  dicho 
breve ,  art.  7,  que  según  Lí  norma  y  práctica  de  la  Rota 
romana  puede  el  nuncio  hacer  que  vote  en  ellas  cuarto  ,  y 
siendo  necesario  también  quinto  juez  de  los  sobredichos.  En 
los  litigios  ó  causas  falladas  en  los  dos  turnos  que  forma  el 
tribunal ,  si  llega  el  caso  de  verse  por  tercera  vez  en  el 
mismo  ,  concurren  como  jueces  individuos  de  ambas  salas 
ademas  del  asesor;  y  á  veces  el  fiscal  y  los  dos  ministros 
supernumerarios  para  dar  imparcialidad  al  juicio.  Dichos 
asesor  y  fiscal  se  presentan  por  el  rey,  los  confirma  su  San- 
tidad apostólicos.  Arts.  11  y  15.  Véase  Jurisdicción  eclesiás- 
tica ordinaria. 

SUBSIGA.  El  epígrafe  ó  inscripción  de  los  títulos  del 
cuerpo  del  derecho  ,  comunmente  estampados  en  los  libros 
con  letras  encarnadas. 

RUEDA  de  presos.  La  manifestación  que  en  las  cár- 
celes se  hace  de  muchos  presos  poniendo  entre  ellos  á  aquel 
á  quien  se  imputa  algún  delito  para  que  la  parte  ó  testigo  le 
reconozca.  Cuando  lá  parte  ó  algún  testigo  dijere  en  causa 
grave  que  vio  al  que  cometió  el  delito  ,  pero  que  no  le  co- 
noce ni  sabe  cómo  so  llama  ,  y  que  le  conocería  si  se  le 
pusiese  delante ,  manda  el  juez  que  se  forme  rueda  de  presos. 


esto  es,  que  se  pongan  en  fila  en  una  pieza  de  la  cárcel 
ocho  ,  diez  ó  mas  de  ellos ,  vestidos  todos  de  un  mismo  modo 
si  se  pudiere ,  debiendo  ser  uno  de  ellos  el  que  ha  de  ser 
reconocido  ,  y  si  no  hubiese  tantos  presos  en  la  cárcel ,  se 
pondrán  otros  sugetos  en  la  misma  conformidad  :  bajo  el 
supuesto  de  que  no  debe  ser  conocido  del  reconocedor  nin- 
guno de  los  que  se  incluyan  en  la  rueda.  Formada  esta,  se 
toma  juramento  al  reconocedor  para  que  se  ratifique  en  la 
declaración  que  tuviere  hecha  ,  y  afirme  decir  verdad  sobre 
lo  que  viese  en  el  reconocimiento.  Entra  después  donde  esté 
la  rueda  de  presos,  los  va  mirando  despacio  y  con  atención; 
si  reconoce  á  alguno  de  ellos  como  reo ,  le  coge  con  la 
mano  y  depone  con  juramento  ser  aquel  el  sugeto  á  quien 
se  refiere  su  declaración  ;  y  si  no  reconoce  á  ninguno,  ó 
duda  de  ello  ,  lo  espresa  también  así,  y  se  estiende  la  cor- 
respondiente diligencia  :  en  el  concepto  de  que  el  juez  y  el 
escribano  han  de  presenciar  lodo  el  acto.  Si  hubiesen  de  ser 
muchos  los  reconocedores,  entrarán  uno  á  uno  ,  y  harán  el 
reconocimiento  en  la  forma  referida ,  cuidándose  de  que  el 
reconocedor  que  sale  no  hable  con  el  que  entre  para  que 
no  puedan  decirse  cosa  alguna  y  se  eviten  las  sospechas  de 
inteligencias. 

Este  medio  de  averiguación  es  muy  falible  y  peligroso, 
ya  porque  puede  suceder  que  el  reconocedor  no  proceda  de 
buena  fe ,  ya  porque  es  muy  fácil  que  se  equivoque ,'  tomando 
á  una  persona  por  otra,  principalmente  si  solo  vio  de  paso 
al  delincuente.  Pudieran  con  efecto  citarse  muchos  casos  en 
que  los  reconocedores  han  sacado  hasta  tercera  vez  de  la 
rueda  de  presos  á  personas  que  no  pudieron  haberse  hallado 
en  el  lugar  del  delito;  y  así  es  que  algunos  jueces  no  quieren 
valerse  de  este  medio  supuesto  que  no  hay  ley  que  lo  pres- 
criba (i). 

RUFIÁN.  El  que  hace  el  infame  tráfico  de  mujeres  pú- 
blicas. Véase  Lenocinio. 
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SACA.  En  algunas  partes  lo  mismo  que  retracto  ó  lanteo  : 
—  entre  los  escribanos  el  primer  traslado  autorizado  que  se 
hace  del  que  queda  en  el  protocolo  :  —  y  la  esportacion, 
trasporte  ó  sstraccion  de  frutos  ó  de  géneros  de  un  pais 
á  otro. 

SACRILEGIO.  La  lesión  ó  violación  de  cosa  sagrada  , 
esto  es  ,  de  cosa  destinada  al  culto  divino  ;  ley  1  ,  til.  18 , 
Part.  3.  Divídese  el  sacrilegio  en  personal,  real  y  local. 
Cométese  <¡\  personal,  cuando  por  saña  se  hiere,  prende, 
encarcela ,  despoja  de  sus  vestidos ,  ó  atrepella  de  otro  modo 
á  clérigo ,  religioso  ó  monja ,  que  son  personas  sagradas. 
Cométese  el  real ,  cuando  se  hurtan  ó  fuerzan  en  lugar  sa- 
grado ó  profano  cosas  sagradas ,  como  cálices ,  cruces , 
vestiduras  ú  ornamentos  propios  de  la  iglesia  y  destinados 
á  su  servicio,  ó  cuando  se  quebrantan  las  puertas  ,  se  hora- 
dan las  paredes  ó  techos  para  entrar  en  los  templo*  y  hacer 
daño ,  ó  se  les  pega  fuego  para  quemarlos.  Cométese  el  local, 
cuando  se  hurtan  ó  fuerzan  cosas  profanas  en  lugar  sagrado  ; 
leijes  2  y  5,  ül.  18,  Parí.  5(2).  Las  penas  prescritas  por  la  ley 

(1)  Cuándo,  cómo  y  con  qué  objeto  se  verifica  la  rueda  de  pre- 
sos, lo  esplica  Tapia  en  su  Febrero,  tora.  7,  pág.  J14. 

(2)  Can.  sacrilegium,  cau.  17,  q.  4.  Can.  canónica,  cau.  11  , 
q.  5.  —  En  cuanto  á  las  penas  en  los  militares  ,  véase  la  Orden, 
del  ejército,  tiat.  8,  arts.  3,  4,  S  y  6. 

(5)  La  Orden,  del  ejército,  en  el  lug.  cit.,  art,  5, 
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contra  los  sacrilegos  son  la  escomunion  ,  la  cárcel ,  el  des- 
tierro y  las  mullas,  que  deben  imponerse  arbitrariamente 
según  las  circunstancias  de  los  hechos  y  de  las  personas; 
leyes  4 ,  5  y  6 ,  til.  18,  Part.  3.  Es  cierto  que  una  ley  (5)  or- 
dena la  pena  de  muerte  contra  el  sacrilego;  pero  no  es  por 
el  sacrilegio  precisamente  ,  sino  por  el  homicidio  deque  allí 
se  trata. 

SAGRADO.  Lo  que  está  dedicado  á  Dios  y  al  culto  di- 
vino. La  ley  llama  sagrados  á  los  clérigos  y  religiosos  de 
ambos  sexos  ,  por  las  órdenes  que  tienen  y  religion  que 
observan  ;  y  á  las  iglesias  ,  cálices ,  cruces ,  aras  y  orna- 
mentos, por  ser  hechos  para  el  servicio  de  Dios;  ley  i, 
lit.  18,  Part.  1. 

SAGRADO.  El  lugar  que  sirve  de  asilo  á  los  delin- 
cuentes en  los  delitos  que  no  esceplúa  el  derecho.  Véase 
Asilo. 

SAL.  Es  género  estancado;  y  el  fraude  se  castiga  con 
ciertas  penas.  Véase  Juicio  por  delitos  contra  la  hacienda 
pública ,  |  XVIlí ,  palabra  Sai. 

SALA.  En  los  tribunales  superiores  la  reunion  de  cierto 
número  de  jueces  para  ver  ~y  determinar  los  negocios  ;  y 
también  la  pieza  donde  los  jueces  tienen  sus  audiencias  y 
despachan  los  pleitos  Qi).  El  supremo  consejo  se  dividía  en 


(4)  La  organización  de  las  tres  salas  de  la  suprema  corle  de 
Méjico,  véase  en  el  cap.  i  de  la  ley  de  25  de  mayo  de  IS-V7  j  la 
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cuatro  salas  ,  á  saber,  sala  de  gobierno  ,  sala  de  justicia, 
sala  de  provincia  ,  y  sala  de  mil  y  quinientas.  —  La  sala 
de  mil  y  quinientas  estaba  especialmente  destinada  para 
ver  los  pleitos  graves  en  que  después  de  la  vista  y  revista 
de  la  chancillería  ó  audiencia  en  el  juicio  de  propiedad  se 
suplicaba  por  via  de  agravio  ante  la  persona  de  S.  M.  : 
llamábase  así  porque  para  admitir  esta  apelación  debia 
la  parle  por  quien  se  hacia  depositar  el  valor  de  mil  y  qui- 
nientas doblas  castellanas  ó  de  cabeza  ,  reguladas  á  cuatro- 
cientos ochenta  y  cinco  maravedís  cada  una  ;  y  si  ganaba 
el  pleito  se  le  volvían  ;  pero  si  le  perdia  se  repartían  por 
tercias  partes,  una  para  el  fisco  ,  otra  para  los  jueces  de  la 
chancillería  ó  audiencia  que  le  habian  sentenciado,  y  la  otra 
para  la  parte  que  obtenía  la  sentencia.  Entendía  esta  sala 
también  en  otros  negocios  ,  como  residencias  de  corregido- 
res, pleitos  entre  ganaderos  sobre  pastos  y  dehesas,  y  otras 
cosas.  —  Era  conocido  con  el  nombre  de  sala  el  tribunal  de 
alcaldes  de  casa  y  corte,  la  cual  ejercía  la  jurisdicción  civil 
en  primera  instancia  ,  y  la  criminal  en  grado  supremo,  de 
modo  que  no  podia  apelarse  de  sus  providencias  sino  supli- 
carse ante  ella  misma ,  por  cuya  razón  se  llamaba  quinta 
sala  del  consejo,  y  era  presidida  efectivamente  por  un  minis- 
tro de  este  cuerpo.  — La  sala  de  millones  era  en  el  consejo 
de  hacienda  la  que  se  componía  de  algunos  ministros  de  él , 
y  de  diputados  de  las  ciudades  de  voto  en  Cortes,  que  se 
sorteaban  al  tiempo  de  la  prorogacion  del  servicio  de  millo- 
nes, y  entendía  en  todo  lo  tocante  al  dicho  servicio.  —  Las 
cnancillerías  y  audiencias  se  dividían  también  en  varias  salas, 
á  saber,  unas  en  cuatro  ,  otras  en  tres  ,  y  algunas  en  dos  , 
según  la  población  de  su  respectivo  territorio,  para  conocer 
por  separado  de  las  causas  civiles  y  criminales  :  las  que 
conocen  de  las  civiles  se  llamaban  salas  de  oidores;  y  las  que 
conocen  de  las  criminales  tenian  el  nombre  de  salas  del 
crimen.  —  Hacer  sala  es  juntarse  el  número  de  magistrados 
suficiente  según  ley  para  constituir  tribunal. 

El  tribunal  supremo  se  divide  en  tres  salas  ordinarias, 
las  dos  para  los  negocios  de  la  Península  é  islas  adyacentes , 
y  la  otra  para  los  de  Ultramar  ;  alternando  en  las  dos  pri- 
meras sus  ministros  por  orden  de  antigüedad.  Pero  no 
solamente  podrá  la  sala  de  Indias  suplir  á  los  de  España  , 
siempre  que  se  necesite,  así  como  los  ministros  de  estas  podrán 
también  suplir  en  igual  caso  á  los  que  faltaren  en  la  otra; 
sino  que  de  los  mas  modernos  de  las  tres  indistintamente  , 
deberán  formarse  para  ausiliar  á  cualquiera  de  ellos  las  salas 
estraordinarias  que  convinieren. 

Sobre  las  salas  de  las  audiencias ,  véase  la  palabra  Au~ 
diencia,  teniendo  presentes  las  alteraciones  que  se  han  hecho 
por  el  real  decreto  de  12  de  marzo  de  1836  y  real  orden 
de  5  de  noviembre  de  1859.  Por  el  primero  se  manda ,  que 
los  negocios  civiles  y  criminales  se  repartan  para  su  sustan- 
ciacion  y  fallo  en  las  dos  ó  tres  salas  de  que  se  componen 
respectivamente  las  audiencias  del  reino  ;  y  por  la  segunda 
se  dispone  ,  que  no  se  haga  variación  anual  de  salas  en  las 
audiencias  sino  que  sean  fijas  ;  reemplazándose  las  vacantes 
en  las  mismas  calas  ,  de  modo  que  no  se  altere  su  compo- 
sición, entrando  ministros  de  otras.  También  está  mandado 
por  real  orden  de  28  de  abril  de  1846  que  los  magistrados 
jubilados  y  cesantes  sean  considerados  en  un  todo  como  los 
propietarios  cuando  concurran  á  los  tribunales  en  virtud 
de  lo  que  determina  el  artículo  11  del  real  decreto  de  5  de 
enero  de  18'ift  ,  debiendo  ocupar  el  asiento  que  les  corres- 
ponda después  del  presidente  do  la  sala  según  su  antigüedad 
y  con  sujeción  á  las  reglas  prescritas  en  la  real  orden  de  Ji 
de  enero  do  iWt. 

<lc  I  as  tros  del  tribunal  que  lia  de  juzgar  á  los  ministros  y  fiscal 
de  la  misma  y  la  marcial,  véase  en  el  cap.  52  ;  la  de  los  tribunales 
superiores  de  los  departamentos,  víase  en  el  cap.  5  allí,  pues  por 
ser  provisional  esa  ley  no  la  ponemos  á  la  letra. 


SALA  de  gobierno  en  las  atjdiencias.  Véanse  sus  atri- 
buciones en  el  artículo  Junta  gubernativa  de  los  tribunales. 

SALARIO.  El  estipendio  ó  recompensa  que  los  amos 
señalan  á  los  criados  por  razón  de  su  empleo,  servicio  ó 
trabajo.  Véase  Doméstico,  Jornal,  Jornalero,  Honorario 
y  Amo. 

SALINA.  El  lugar  donde  se  saca,  beneficia  ó  cria  la  sal. 
Véase  Mina  y  Sal. 

SALTEADOR.  El  que  sale  á  los  caminos  y  roba  á  los 
pasajeros.  Véase  Hurlo  calificado. 

SALUD  pública.  Véase  Boticario  ,  Cirujano ,  Medico, 
Consejo  de  sanidad  ,  Especifico  y  Medicamento  ,  Juntas  pro- 
vinciales ,  Juntas  municipales  de  sanidad,  Academia  mé- 
dico-quirúrgica. 

En  17  de  junio  de  18ft6  se  espidió  por  el  ministerio  de  la 
gobernación  la  real  orden  que  sigue  : 

«  Habiendo  llegado  á  conocimiento  de  la  junta  suprema 
de  sanidad  los  abusos  que  cometen  algunos  profesores  de  la 
ciencia  de  curar,  y  los  funestos  resultados  sobrevenidos 
de  la  imprevisión  é  imprudencia  de  administrar  sustancias 
venenosas  de  la  clase  de  medicamentos  ;  de  conformidad 
con  lo  prevenido  en  las  leyes  del  reino  ,  reales  órdenes  é 
instrucciones  relativas  á  la  policía  sanitaria  ,  y  á  las  facul- 
tades que  por  las  mismas  le  competen,  ha  resuelto,  que  ín- 
terin recae  la  aprobación  de  S.  M.  sobre  el  proyecto  de 
ordenanza  propuesto  á  su  real  deliberación  para  el  gobierno 
y  ejercicio  de  las  profesiones  médicas ,  se  observen  las  re- 
glas siguientes  : 

Ia.  Los  médicos  ,  los  cirujanos  y  los  farmacéuticos  están 
obligados  á  desempeñar  los  deberes  que  les  imponen  sus 
respectivos  títulos  con  la  precisión  .  moralidad  ,  exactitud  y 
decoro  que  exige  el  sagrado  objeto  de  su  ministerio. 

2a.  Ningún  profesor  de  medicina  ó  de  cirugía  podrá  entro- 
meterse á  visitar  enfermo  alguno  que  se  halle  al  cargo  de 
otro  ,  á  no  ser  de  acuerdo  con  este  ó  que  fuese  elegido  por 
los  interesados ,  después  de  haberse  enterado  del  estado  del 
paciente  por  medio  de  una  junta. 

5a.  Solo  á  los  profesores  es  licito  ,  según  sus  respectivos 
rítulos ,  hacer  el  uso  oportuno  del  magnetismo  animal. 

4a.  Profesor  alguno  de  medicina  ni  de  cirugía  puede  ad- 
ministrar por  sí  medicamentos ,  sino  prescribirlos  con  receta 
escrita  en  términos  y  caracteres  claros  y  precisos  ,  en  latin 
ó  castellano ,  de  modo  que  pueda  ser  despachada  por  cual- 
quier farmacéutico.  Se  espresará  en  ella  el  modo  de  usarla 
y  la  fecha  para  evitar  equivocaciones  y  abusos.  Los  contra- 
ventores á  esta  disposición  quedarán  sujetos  á  las  penas 
establecidas  y  á  la  responsabilidad  que  exijan  la  vindicta 
pública  ó  los  interesados  por  haberse  administrado  sustan- 
cias desconocidas  de  una  manera  misteriosa  é  imposible  do 
comprobar  sus  propiedades. 

5a.  Los  farmacéuticos  no  pueden  espender,  aunque  sea 
en  pequeña  dosis ,  medicamento  alguno  cuyo  abuso  pueda 
ser  perjudicial ,  sino  con  recela  firmada  por  profesor  co- 
nocido y  con  las  formalidades  prevenidas  en  el  artículo 
anterior,  archivándola  luego  en  su  botica  para  evitar  una 
repetición  intempestiva  ,  y  poder  responder  con  ella  en 
cualquiera  evento  desgraciado. 

6a.  Se  prohibo  el  uso,  aplicación  y  venta  de  todo  remedio 
secreto  tanto  á  los  facultativos  como  á  los  que  no  lo  son , 
en  los  términos  que  prescriben  las  leyes ,  bajo  las  penas 
que  imponen. 

7a.  Siempre  que  los  profesores  de  medicina  ó  cirugía  len- 
gan  que  recelar  bajo  alguna  fórmula  que  no  esté  espresa 
en  la  farmacopea  española,  están  obligados  á  dar  conoci- 
miento de  ella  al  farmacéutico  si  este  lo  exigiese  de  palabra 
ó  por  escrito. 

8a.  Cuando  algún  profesor  de  medicina  y  cirugía  obser- 
vare que  en  ol  pueblo  de  su  residencia  existen  causas  topo- 
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gráficas  capaces  de  producir  enfermedades  ,  ó  viesen  en  su 
práclica  indicios  ó  la  existencia  de  alguna  enfermedad 
endémica ,  epidémica  ó  contagiosa ,  lo  pondrá  inmediata- 
mente en  conocimiento  de  las  autoridades  civiles  y  faculta- 
tivas del  distrito,  espresando  los  medios  convenientes  para 
evitar  sus  consecuencias. 

9*.  Las  autoridades  facultativas  tomarán  las  medidas  que 
estén  á  su  alcance  ,  á  fin  de  que  en  todas  las  oficinas  de  far- 
macia sean  conocidos  los  profesores  existentes  en  sus  inme- 
diaciones que  estén  en  aptitud  de  ejercer  la  medicina  ó  la 
cirugía ,  á  fin  de  que  los  farmacéuticos  puedan  ocurrir  á  ellos 
cuando  les  convenga  para  cubrir  su  respectiva  responsa- 
bilidad. 

10a.  Todos  los  profesores  de  medicina ,  cirugía  y  farmacia 
del  reino,  en  el  mes  de  julio  de  este  año,  darán  conoci- 
miento de  las  fechas,  condiciones  de  sus  títulos  y  las  señas 
de  su  habitación  á  los  respectivos  subdelegados;  estos  á  las 
academias  y  subdelegaciones  principales,  y  estas  últimas  á 
la  junta  suprema. 

1  Ia.  Esta  operación  se  repetirá  todos  los  meses  de  diciem- 
bre por  los  particulares ,  y  de  enero  por  las  academias  y 
subdelegaciones  principales. 

12a.  También  se  repetirá  en  particular  por  cada  profesor 
que  en  los  intervalos  se  establezca  de  nuevo  ó  mudé  de  do- 
micilio. 

13a.  Las  autoridades  facultativas  cuidarán  bajo  su  respon- 
sabilidad de  que  estas  disposiciones  y  demás  prevenidas  en 
las  leyes  del  reino  ,  reales  órdenes  é  instrucciones  relativas 
á  la  conservación  de  la  salud  pública  tengan  el  mas  cumpli- 
do efecto  en  sus  respectivos  distritos  ,  reclamando  en  caso 
necesario  el  ausilio  de  las  gubernativas,  locales  ó  provin- 
ciales, y  últimamente  el  de  la  junta  suprema  ,  si  no  hubie- 
ren podido  conseguir  su  objeto. 

De  acuerdo  de  la  junta  suprema  lo  comunico  á  V.  para 
su  conocimiento ,  circulación  y  demás  efectos  correspon- 
dientes. 

Madrid  17  de  junio  de  1846.  —  El  oficial  mayor  Fermín 
Sánchez  Toscano.  —  Si' 

SALVA.  La  prueba  temeraria  que  algunos  hacían  anti- 
guamente de  su  inocencia  esponiéndose  á  un  grave  peligro, 
como  meter  la  mano  en  agua  hirviendo  ,  andar  descalzo  so- 
bre una  barra  hecha  ascua,  desconfiados  de  que  Dios  los 
salvaría  milagrosamente;  —  y  también  el  juramento,  la 
promesa  solemne  ,  y  la  palabra  de  seguro.  Véase  Juicios  de 
Dios. 

SALVAGUARDIA.  El  papel  ó  señal  que  se  da  á  alguno 
para  que  no  sea  ofendido  ó  detenido  en  lo  que  va  á  ejecu- 
tar :  —  la  guarda  que  se  pone  para  la  custodia  de  alguna 
cosa,  como  para  los  propios  de  las  ciudades  ,  villas  ó  luga- 
res, y  dehesas  comunes  ó  particulares;  —  y  en  lo  antiguo 
el  escudo  de  las  armas  estampadas  del  señor  de  alguno  de 
los  campos  que  se  daba  á  los  lugares  amigos ,  para  que  col- 
gado á  la  entrada  de  ellos,  y  viéndole  los  soldados  que  iban 
á  hacer  correrías  y  la  gente  desmandada,  no  se  atreviesen 
á  hacerles  daño. 

f  SALVAGUARDIA.  Llámanse  así  los  agentes  de 
protección  y  seguridad  pública.  Rl.  órd.  de  6  de  enero  de 
1818.  Véase  Agente  de  protección  y  seguridad  pública. 

SALVAR.  Poner  los  escribanos  ó  notarios  al  fin  de  la 
escritura  ó  instrumento  lo  que  está  entre  renglones  ó  borra- 
do, con  lo  que  queda  saneado  el  yerro  que  tenia  lo  escrito. 

SALVOCONDUCTO.  El  permiso  por  autoridad  pública, 
ô  el  despacho  do  seguridad  para  que  se  pueda  pasar  de  un 
lugar  á  otro  sin  reparo  ó  sin  peligro.  Suele  darse  salvocon- 
ducto al  quebrado  para  que  se  presente  á  poner  en  claro  y 
arreglar  sus  negocios  con  los  acreedores  sin  temor  de  ser 
puesto  en  prisión. 

SA32BSNITO.  El  capotillo  ó  escapulario  que  se  ponia 


á  los  penitentes  reconciliados  por  el  tribunal  de  la  inquisi- 
ción; —  y  el  letrero  que  se  ponia  en  las  iglesias  con  e- 
nombre  y  castigo  de  los  penitenciados  por  el  mismo  tri- 
bunal. 

SANCIÓN.  El  estatuto,  reglamento  ó  constitución  que 
tiene  fuerza  de  ley  :  —  el  acto  solemne  por  el  que  se  auto- 
riza ó  confirma  cualquiera  ley  ó  estatuto  ;  —  y  la  pena  ó  re- 
compensa, ó  sea  el  bien  ó  el  mal  que  impone  ó  establece  la 
ley  por  la  observancia  ó  violación  de  sus  preceptos  y  prohi- 
biciones. Así  la  pena  de  muerte  es  la  sanción  de  la  ley  que 
prohibe  el  asesinato  :  la  nulidad  de  un  matrimonio  contraído 
por  parientes  sin  dispensa,  es  la  sanción  de  la  ley  que  pro- 
hibe estos  enlaces;  y  por  el  contrario,  los  derechos  de  los 
esposos  y  la  legitimidad  de  los  hijos  forman  la  recompensa 
ó  la  sanción  de  una  union  contraída  conforme  á  la  ley. 

SANEAMIENTO.  El  acto  de  afianzar  ó  aseguaar  el  re- 
paro ó  satisfacción  del  daño  que  puede  sobrevenir.  Así  se 
'  llama  fianza  de  saneamiento  la  que  da  el  deudor  ejecutado, 
aunque  tenga  bienes  con  que  pagar,  para  evitar  que  se  le 
ponga  preso  ;  y  se  la  denomina  de  este  modo  ,  porque  el 
fiador  está  obligado  á  sanear  los  bienes  del  deudor,  esto  es, 
á  asegurar  que  los  bienes  embargados  son  del  ejecutado,  y 
que  serán  suficientes  al  tiempo  del  remate  no  solo  para  el 
pago  de  la  deuda ,  sino  también  de  las  costas  que  se  causen 
en  su  cobro,  obligándose  en  caso  contrario  á  la  satisfacción 
del  todo  ó  de  la  parte  de  la  deuda  y  demás  que  quedare  en 
descubierto. 

SARDO.  El  subdito  del  rey  de  Cerdeña. 

1.  Los  subditos  de  SS.  MM.  Católica  y  Sarda  tendrán  la 
facultad  de  disponer  de  sus  bienes,  cualesquiera  que  sean  , 
por  testamento  ,  donación  ú  otro  acto  reconocido  por  válido, 
en  favor  de  cualquier  subdito  de  la  una  ó  de  la  otra  poten- 
cia :  y  sus  herederos ,  que  sean  igualmente  subditos  de  una 
de  las  dos,  como  todos  aquellos  que  tengan  legítimo  título 
para  ejercer  sus  derechos,  sus  procuradores,  mandatarios, 
tutores  y  curadores  podrán  recoger  las  herencias  hechas  en 
su  favor  en  los  estados  respectivos ,  así  de  tierra  firme  como 
otros, sean  por  ab  intcstato  ó  en  virtud  de  testamento  ú 
otras  disposiciones  legítimas  ;  y  poseer  cualesquiera  bienes, 
muebles  y  raices  sin  escepcion  alguna,  derechos,  razones, 
nombres  y  acciones  ;  y  gozarlas  sin  necesidad  de  otras 
patentes  ó  cédulas  de  naturaleza ,  ú  otra  concesión  especial; 
transportar  los  bienes  y  efectos  movibles  adonde  lo  juzga- 
sen á  propósito,  no  comprendiéndose  entre  estos  los  bie- 
nes y  efectos  cuya  estraccion  está  prohibida  aun  á  los 
subditos  naturales,  sin  particular  licencia;  y  cuando  esta 
se  concediese  ,  será  según  las  reglas  y  pagando  los  derechos 
que  pagan  los  mismos  naturales,  como  se  espresa  al  fin  de 
este  artículo;  administrar  y  dar  valor  á  los  bienes  raices, 
ó  disponer  de  ellos  por  venta  ó  de  otro  modo  ,  sin  dificultad 
alguna  ni  impedimento,  dando  todos  los  descargos  legíti- 
mos, y  con  solo  justificar  sus  títulos  y  cualidades  :  y  dichos 
herederos  serán  tratados  en  esta  parte  ,  en  los  dominios  de 
la  potencia  en  que  se  hubiesen  verificado  las  sucesiones, 
con  el  mismo  favor  que  los  propios  subditos  y  naturales  del 
pais  ;  en  inteligencia  de  que  estarán  sujetos  á  las  mismas  le- 
yes, formalidades  y  derechos  á  que  estos  lo  estuviesen. 

2.  Ni  los  subditos  de  S.  M.  Católica  en  los  estados  do 
S.  M.  Sarda,  ni  lodfe  S.  M.  Sarda  en  los  del  Rey  Católico 
estarán  sujetos á  dCTechos  algunos,  bajo  el  título  de  deduc- 
ción ni  otro  con  cualquier  nombre  que  sea  ,  por  razón  de  los 
bienes  que  les  pertenezcan  en  virtud  de  legado,  donación  , 
sucesiones  testamentarias  ó  ab  intcstato,  ni  por  la  estrjecion 
de  los  muebles  y  sus  precios  ,  ó  de  los  raices  que  en  csts 
forma  hubiesen  heredado  ó  adquirido  ;  y  en  caso  que  dichos 
herederos,  legatarios  ó  donatarios,  después  de haber  to- 
mado poses:on  de  las  sucesiones  ó  cosas  legadas  ó  donadas, 
prefiriesen  continuar  en  poseerlas  y  gozarlas ,  no  se  exigi- 
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rán  de  estos  otros  derechos  que  aquellos  á  que  están  obligados 
los  propios  subditos  y  naturales  del  pais  en  que  se  hallaren 
dichos  efectos. 

3.  Cuando  se  suscitaren  algunas  contestaciones  sobre  la 
validación  de  un  testamento  ó  de  otra  disposición,  se  deci- 
dirán por  los  jueces  competentes,  conforme  á  las  leyes,  es- 
tatutos y  usos  recibidos  y  autorizados  en  el  paraje  en  donde 
dichas  disposiciones  se  hicieren;  de  suerte  que  si  estos  ac- 
tos llevasen  las  formalidades  y  condiciones  requeridas  en  el 
lugar  donde  se  ejecutasen ,  tendrán  igualmente  todo  su 
efecto  en  los  estados  de  la  otra  potencia ,  aun  cuando  en 
ellos  estén  semejantes  actos  sujetos  á  mayores  formalidades, 
y  á  reglas  diferentes  de  las  que  rigen  en  el  pais  en  que  se 
han  hecho. 
SATISDACIÓN.  Lo  mismo  que  Fianza. 
SAYÓN.  Antiguamente  se  llamaba  así  el  verdugo  que 
ejecutaba  la  pena  de  muerte  ú  otra  á  que  eran  condenados  . 
los  reos. 
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SECRETA.  La  sumaria  ó  pesquisa  secreta  que  se  hace 
á  los  residenciados.  Véase  Residencia. 

SECRETAMOS  del  despacho.  Véase  Ministros  de  la 
corona. 

SECRETO.  No  puede  quebrantarse  el  secreto  en  las  vo- 
taciones de  las  sentencias;  ley  12,  tít.  2,  y  ley  6,  lit.  8} 
lib.  h,  Nov.  Rec. 

SECUESTRACIÓN.  Lo  mismo  que  Secuestro. 

SECUESTRO.  La  persona  en  cuyo  poder  se  pone  una 
cosa  litigiosa  :  bien  que  esta  palabra  no  se  toma  tan  comun- 
mente en  este  sentido  como  en  el  que  se  le  da  en  el  artículo 
siguiente. 

SECUESTRO.  El  depósito  que  se  hace  de  una  cosa  liti- 
giosa en  un  tercero  ,  hasta  que  se  decida  á  quién  pertenece  ; 
ley  [,lít.  9,  Part.  3.  El  secuestro  es  convencional  ó  judicial; 
leyes  del  tít.  25  y  2G,  lib.  11  ,  Nov.  Rec.  Es  convencional 
cuando  le  hacen  las  partes  voluntariamente  sin  mandato  del 
juez;  y  judicial  cuando  se  ordena  por  autoridad  de  justicia. 
El  secuestro  convencional  no  puede  hacerse  sino  por  las 
dos  partes;  pues  si  una  sola  lo  hiciese,  no  habría  sino  un 
depósito  simple,  y  podria  el  depositante  pedir  en  cualquier 
tiempo  la  cosa  depositada  ,  á  diferencia  de  lo  que  sucede  en 
el  secuestro. — El  secuestro  puede  ser  ó  no  gratuito.  Guando 
es  gratuito,  queda  sujeto  á  las  reglas  del  depósito  simple 
en  cuanto  estas  no  sean  contrarias  á  lo  que  aquí  se  espresa  ; 
y  cuando  no  es  gratuito,  la  persona  á  quien  se  ha  confiado 
la  cosa,  tiene  una  responsabilidad  mas  estrecha  que  el  sim- 
ple depositario  ,  puesto  que  recibe  salario  por  cuidar  de  su 
conservación.  —  El  secuestro  puede  tener  por  objeto  no  so- 
lamente los  muebles,  sino  tamkien  los  raices,  pues  pudien- 
do  suscitarse  contestaciones  sobre  la  posesión  ó  propiedad 
de  una  heredad  del  mismo  modo  que  sobre  la  de  cualquiera 
alhaja  ,  puede  convenir  el  confiar  la  alhaja  ó  heredad  á  un 
tercero  hasta  la  decisión  del  pleito.  —  El  depositario  encar- 
gado del  secuestro  no  puede  quedar  exornado  antes  de  la 
conclusion  del  litigio  sino  por  consentimiento  de  todas  las 
partes  interesadas  ó  por  una  causa  que  se  juzgue  legítima  ; 
ley  2,  lit.  9,  Part.  3.  Con  efecto  en  eUlttpósito  simple  como 
el  depositario  no  recibió  la  cosa  sino  aWuano  de  uno  solo, 
debe  volvérsela  siempre  que  la  reclame;  pero  como  en  el 
secuestro  la  recibió  ó  la,  tiene  á  nombre  de  todas  las  parles, 
es  claro  que  no  debe  restituirla  sino  cuando  se  termino  la 
contestación  ó  consientan  en  retirarla  todos  los  interesados. 
El  secuestro  judicial  se  ordena  por  el  juez  en  los  casos  si- 
guientes :  Io.  cuando  siendo  mueble  la  cosa  que  se  litiga,  se 
teme  que  el  demandado  la  trasporte  ó  empeore  :— 2o.  cuan- 
do dada  sentencia  definitiva  contra  el  poseedor  de  la  cosa 
litigiosa ,  apela  este  de  ella ,  y  hay  sospecha  de  que  malba- 
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ratará  la  cosa  ó  disipará  sus  frutos  :  —  3o.  cuando  el  marido 
malgasta  sus  bienes  de  modo  que  viene  á  pobreza  por  su 
culpa ,  en  cuyo  caso  puede  la  mujer  pedir  al  juez  que  lo 
haga  entregar  su  dote  y  demás  que  le  pertenezca  ,  ó  bien  quo 
se  ponga  en  manos  de  persona  segura  que  la  administre  y 
dé  los  frutos  á  ella  ó  á  su  marido  :  —  ti0,  cuando  un  hijo 
preterido  ó  desheredado  injustamente  por  su  ascendiendo 
legítimo  pide  á  su  hermano  instituido  heredero  la  legítima 
que  le  toca,  trayendo  él  á  colación  lo  queánles  había  reci- 
bido del  tal  ascendiente ,  y  dando  fiadores  de  que  así  lo  cum- 
plirá sin  engaño;  pues  en  tal  caso  señala  el  juez  un  plazo  al 
desheredado  ó  preterido  para  que  haga  la  colación,  y  entre- 
tanto pone  en  secuestro  la  parte  de  herencia  que  le  corres- 
ponde; ley  1 ,  lit.  9,  Part.  o.  —  b°.  cuando  haya  recelo  de 
que  si  no  se  hace  el  secuestro  pueden  llegar  las  partes  á  las 
armas  :  —  6o.  cuando  se  embargan  los  bienes  de  alguno  por 
deudas  ó  daños  que  hubiese  de  satisfacer  :  —  7o.  cuando 
dos  ó  mas  litigan  sobre  la  tenuta  de  un  mayorazgo,  en  cuyo 
caso  se  suelen  poner  en  secuestro  los  bienes  del  mayorazgo 
hasta  la  decisión  del  pleito;  nota  ía.,  til.  24,  lib.  11, 
Nov.  Rec. 

El  depositario  judicial  ha  de  ser  lego,  llano  y  abonado,  y 
tener  el  depósito  todo  el  tiempo  que  quieran  el  juez  ó  los  in- 
teresados que  le  hicieron  ;  de  modo  que  no  puede  de  propia 
autoridad  sino  con  la  del  juez  y  con  causa  ponerle  en  otro 
sugeto,  aunque  el  depositario  extrajudicial  puede  compeler 
al  depositante  á  que  le  reciba  y  exonere  de  él,  así  como  este 
le  puede  sacar  de  su  poder  cuando  quiera,  aun  cuando  no 
se  haya  cumplido  el  tiempo  por  que  se  habia  hecho;  ley  1 , 
til.  9,  Part.  3,  y  leyes  1  y  2,  til.  26,  lib.  11 ,  Nov.  "Rec. 
Cualquiera  puede  ser  competido  á  ser  depositario  judicial , 
no  teniendo  escusa  legítima  que  le  exima  de  este  cargo; 
pero  el  escribano  de  la  causa  no  puede  admitir  depósito  en 
su  oficio  bajo  la  pena  de  diez  mil  maravedís  ,  ni  tampoco  el 
juez  de  ella;  leyes  1  y  9  ,  tit.  26  ,  lib.  11 ,  Nov.  Rec.  El  de- 
positario está  obligado  á  cuidar  y  administrar  la  cosa  se- 
cuestrada como  un  buen  padre  de  familias;  y  la  persona  á 
quien  después  se  adjudica  la  cosa  debe  satisfacer  ó  abonar 
á  aquel  los  gastos  que  hubiere  hecho. 

SECULAR.  Dícese  del  lego  que  vive  en  el  mundo ,  co- 
mo contrapuesto  á  regular  ó  religioso;  y  también  del  ecle- 
siástico que  vive  en  el  siglo  ,  á  distinción  del  religioso  que 
vive  en  clausura. 

SECULARIZACIÓN.  El  acto  y  efecto  de  hacer  secu- 
lar lo  que  era  eclesiástico;  y  de  sacar  ó  salir  del  estado  re- 
gular alguna  persona.  Véase  Religioso. 

SEDICIÓN.  El  tumulto  ó  levantamiento  popular  contra 
el  soberano  ó  las  autoridades.  La  sedición  tiene  tan  diferen- 
tes caracteres  como  causas;  y  siempre  es  digna  de  castigo, 
aunque  con  las  modificaciones  que  exija  la  equidad  con  ar- 
reglo á  su  origen  y  á  los  efectos  que  ha  producido  (l).Vé;i?c 
Asonada,  Lesa  majestad,  Fuerza,  Levantamiento,  Resistencia 
á  la  justicia. 

SEDUCTOR.  En  general  se  llama  seducto?  el  que  en- 
gaña con  arte  y  maña  y  persuade  suavemente  al  mal  ;  pero 
se  aplica  mas  particularmente  esta  voz  al  que  abusando  de 
la  inesperiencia  ó  debilidad  de  una  mujer  le  arranca  favores 
que  solo  son  lícitos  en  el  matrimonio.  «  Otrosí  decimos,  di- 
ce la  ley  1  ,  tít.  19,  Part.  7,  que  facen  muy  grant  maldat 
aquellos  que  sosacan  con  engaño ,  ó  halago,  ó  de  otra  ma- 
nera, las  mugeres  vírgenes  ó  las  viudas  que  son  de  buena 
fama  el  viven  honestamente;  et  mayormente  quando  son 
huéspedes  en  casa  de  sus  padres  ó  délias,  ó  de  los  otros  que 
facen  esto  usando  en  casa  de  sus  amigos.  Et  non  se  puede  ex- 

(1)  Las  severas  penas  establecidas  contra  este  crimen  pueden 
verse  en  la  Orden,  del  ejérc. ,  arts,  26,  27,  28,  29,  50,  51, 11  y 
42,  lit,  10,  trat,  8o, 
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cusar  el  que  yoguiere  con  alguna»muger  rîeslas,  que  non  fizo 
muy  grant  yerro,  maguer  diga  que  lo  fizo  con  su  placer  dé- 
lia, non  le  faciendo  fuerza;  ca  según  dicen  los  sabios  anti- 
guos, como  en  manera  de  fuerza  es  sosacar  y  falagar  las 
mugeres  sobredichas  con  prometimientos  vanos  ,  faciéndo- 
les facer  maldat  de  sus  cuerpos  :  et  aquellos  que  traen* esta 
manera,  mas  yerran  que  si  lo  ficiesen  por  fuerza....  Si  aquel 
que  lo  ficiese  fuere  home  honrado  ,  debe  perder  la  meytad 
de  todos  sus  bienes,  et  deben  ser  de  la  cámara  del  rey  :  et  si 
fuere  home  vil,  debe  ser  azotado  públicamente,  et  desterra- 
do en  alguna  isla  por  cinco  años;  pero  si  fuese  siervo,  ó 
sirviente  de  casa  aquel  que  sosacare  ó  corrompiere  á  alguna 
de  las  mugeres  sobredichas,  debe  ser  quemado  por  ende  : 
mas  si  la  muger  que  algunt  home  corrompiese  non  fuese 
religiosa,  nin  virgen,  nin  viuda,  nin  de  buena  fama,  mas 
fuese  alguna  otra  muger  vil,  estonce  decimos  que  le  non  de- 
ben dar  pena  por  ende,  solamente  que  non  le  faga  fuerza;  » 
ley  2,  lit.  19,  Parí.  7.  La  legislación  recopilada  prescribe 
las  penas  de  muerte,  de  azotes ,  de  vergüenza  pública,  pri- 
sión y  destierro  contra  los  que  abusan  de  la  confianza  de 
las  casas  en  que  viven  para  seducir  á  las  hijas  ,  parientas  y 
criadas  de  los  dueños;  leijesly  o,  til.  29,  lib.  12,  Nov.  Rec. 
Pero  ni  las  leyes  de  la  Recopilación  ni  las  de  las  Partidas 
acerca  de  este  punto  se  hallan  ahora  en  observancia ,  por- 
que se  resienten  demasiado  de  la  ferocidad  de  los  tiempos 
en  que  se  establecieron  ;  y  así  es  que  está  al  arbitrio  de  los 
tribunales  el  imponer  las  penas  que  sean  mas  conformes  á 
los  casos  y  circunstancias.  Véase  Estupro ,  Adulterio  y 
Rapio. 

SEGUNDA  suplicación.  Véase  Recursos  de  injusticia 
notoria  y  de  segunda  suplicación. 

SEGURANZA.  La  seguridad  que  en  lo  antiguo  se  da- 
ban los  hombres  cuando  se  suscitaba  enemistad  entre  ellos, 
ó  se  recelaban  unos  de  otros.  El  juez  podia  compeler  á  los 
enemistados  á  que  se  diesen  seguranza,  prometiendo  no  ha- 
cerse mal  de  palabra,  obra  ó  consejo,  y  presentando  fiado- 
res. Si  después  de  la  seguranza  heria  ,  mataba  ó  prendía  uno 
á  otro,  incurría  en  pena  de  muerte  :  si  le  hacia  daño  en  sus 
cosas,  lo  tenia  que  pagar  con  el  cuatro  tanto  ;  y  si  le  des- 
honraba ,  debía  darle  la  satisfacción  que  estimase  el  juez  :  los 
fiadores,  que  se  llamaban  de  salvo ,  incurrían  en  la  pena  á 
que  se  habían  obligado  ;  til.  12,  Part.  7. 

SEGURIDAD.  La  fianza  ú  obligación  de  indemnizar  á 
favor  de  alguno,  regularmente  en  materia  de  intereses.  Véase 
Fianza  é  Indemnidad. 

SEGURO.  El  salvoconducto,  la  licencia  ó  permiso  que 
sé  concede  para  ejecutar  lo  que  sin  él  no  se  pudiera. 

SEGURO.  El  contrato  en  que  una  de  las  partes  se  obliga 
mediante  cierto  precio  á  responder  á  la  otra  del  daño  que 
podrían  causarle  ciertos  casos  fortuitos  á  que  está  espuesta. 
Así  es  que  hay  seguros  contra  el  incendio,  contra  el  gra- 
nizo ,  contra  los  riesgos  del  mar,  aunque  entre  nosotros  es- 
tán circunscritos  por  ahora  á  estos  últimos  en  las  opera- 
ciones mercantiles.  Llámase  asegurador  el  que  se  obliga  á 
responder  de  los  riesgos  :  asegurado  aquel  á  quien» se  res- 
ponde; y  prima  6  premio  el  precio  que  exige  el  asegurador 
por  su  responsabilidad.  —  El  seguro  es  un  contrato  esen- 
cialmente aleatorio,  pues  la  pérdida  ó  ganancia  de  las  partes 
pende  de  un  acontecimiento  incierto  á  que  se  someten.  El 
asegurador  ganará  la  prima  si  no  hubiere  daños  que  repa- 
i?r  ;  pero  si  los  hubiere,  tendrá  que  rtípararlus.  El  asegu- 
rado por  su  parte,  si  no  sucede  ninguna  pérdida,  habrá  pagado 
inútilmente  la  prima;  pero  si  sucediere,  será  indemnizado 
de  ella  por  el  asegurador.  Este  contrato  pues  exige  tres  co- 
sas para  su  esencia  :  Io.  una  cosa  asegurada  ;  —  2o.  riesgos 
á  que  esta  cosa  se  halle  espuesta  ;  —  y  3°.  un  precio  esti- 
pulado por  el  asegurador  para  garantizar  estos  riesgos.  — 
El  seguro  debe  su  origen  á  los  Italiauos,  quienes  después  de 


la  caida  del  imperio  romano  en  ei  occidente  fueron  los  prí« 
meros  que  cultivaron  todos  los  ramos  delcomercio  conocido? 
antes  del  descubrimiento  de  la  América  y  del  cabo  de  Buenç 
Esperanza  ;  y  luego  fué  adoptado  por  los  Españoles,  Fran- 
ceses, Holandeses,  y  generalmente  por  lodos  los  pueblos 
comerciantes  de  Europa.  Su  introducción  ha  evitado  la  ruina 
de  muchas  familias,  y  ha  dado  un  impulso  estraordinario  al 
comercio.  Véase  Aseguración ,  y  Asegurador  y  asegurado. 
SELLO.  La  lámina  en  que  están  grabadas  las  armas  ó 
divisas  de  algún  príncipe,  estado,  república,  religion,  co- 
munidad ó  cuerpo,  y  se  estampa  en  las  provisiones,  instru- 
mentos ,  cartas  de  importancia  ú  otros  papeles  para  testificar 
su  contenido  y  darle  autoridad  ,  por  no  ser  tan  fácil  contra-/' 
hacer  los  sellos  como  las  firmas.  Entre  los  antiguos  era  co-j 
mun  el  uso  de  sellos  particulares,  y  se  servían  de  ellos  en! 
los  contratos  y  testamentos.  Véase  Falsedad.  ■   i 

SEMANERÍA.  En  los  tribunales  la  inspección  que  so 
hace  de  los  despachos  que  salen  de  ellos  para  ver  si  van  ar- 
reglados á  lo  que  ha  resuelto  el  cuerpo  :  llámase  semanería, 
porque  después  de  levantada  la  sesión  se  queda  un  ministro 
que  tiene  este  encargo  por  semanas.  Véase  Junta  guberna- 
tiva de  los  tribunales. 

SEMIPLENA.  Dícese  de  la  prueba  imperfecta  ó  media 
prueba ,  como  la  que  resulta  de  la  deposición  de  un  solo  tes- 
ligo,  mayor  de  toda  escepcíon.  Véase  Prueba. 

SEMOVIENTE.  Lo  que  por  sí  mismo  se  mueve,  como 
los  ganados  ,  etc.  Véase  Mueble. 

SENADO.  La  junta  ó  congreso  dé  las  personas  mas  no- 
tables y  distinguidas  de  una  república,  que  tienen  parle  en 
el  gobierno.  El  primer  cuerpo  conocido  con  este  nombre  es 
el  senado  romano. 

f  SENADO.  Uño  de  los  cuerpos  colegisladores  de  que 
habla  el  título  5o.  de  la  Constitución  de  18?lS,  donde  se  verá 
quiénes  pueden  ser  nombrados  senadores. 

SENABOGONSULTO.  El  decreto  ó  determinación  del 
senado.  El  senado  romano  daba  senadoconsultos  así  en 
tiempo  de  la  república  como  en  el  de  los  reyes  ;  pero  para 
que  tuvieran  fuerza  de  ley,  era  preciso  que  fuesen  confir- 
mados por  el  pueblo,  lo. que  dio  lugar  á  la  fórmula  :  Popu- 
lusjubet,  senalus  auctor  est.  En  tiempo  de  Tiberio  fué  cuando 
empezaron  á  mirarse  como  leyes  los  senadoconsultos ,  por- 
que se  hacian  á  propuesta  y  bajo  la  autoridad  del  príncipe, 
pues  quiso  aquel  emperador  que  en  lugar  de  consultar  al 
pueblo  se  consultase  al  senado,  bajo  el  pretesto  de  que  el 
número  de  los  ciudadanos  romanos  se  habia  aumentado 
hasta  tal  estremo ,  que  no  era  posible  reunidos  á  todos  en 
una  misma  asamblea.  En  tiempo  de  los  últimos  emperado- 
res daba  decretos  el  senado  sin  preceder  la  propuesta  del 
príncipe,  pero  solo  sobre  asuntos  de  poca  importancia, 
como  por  ejemplo  sobre  represión  del  lujo  en  los  vestidos; 
hasta  que  por  fin  León  el  filósofo  le  despojó  enteramente  de 
la  facultad  de  hacer  ordenanzas  ó  reglamentos  sobre  cual- 
quier materia  cjue  fuese,  dejándole  solo  el  derecho  de  era- 
minar  y  dar  su  aprobación  á  las  leyes  que  los  príncipes 
establecían.  Mas  aunque  el  senado  dejo  de  hacer  senadocon- 
sultos, no  por  eso  perdieron  su  autoridad  los  que  anterior- 
mente habia  hecho^  sino  que  permanecieron  siempre  en 
vigor,  como  por  ejemplo  los  senadoconsultos  Macedoniano  y 
Veleyano. 

SENADOCONSULTO  mackdoniano.  Un  decreto  do! 
senado  de  Roma  que  declaraba  nula  toda  obligación  de  v.n 
hijo  de  familias  nacida  de  haber  tomado  dinero  prestado,  do 
modo  que  el  prestamista  quedaba  sin  acción  alguna  para 
reclamar  lo  que  habia  dado.  Llamóse  macedoniano  ,  porque 
dio  motivo  ú  ocasión  á  él  un  particular  nombrado  Macedón, 
el  cual  según  unos  era  un  usurero  que  pervertía  las  costum- 
bres ,  y  según  otros  un  hijo  de  familia  que  viéndose  abru- 
mado de  deudas  por  sus  escesos  y  desórdenes,  habia  aten- 
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tado  á  la  vida  de  su  padre.  Este  senadoconsulto  eslá  recibido 
entre  nosotros.  Véase  [lijo  de  familia  y  Mélico, 

SENADOCONSULTO  veleyano.  Un  decreto  del  se- 
nado romano  que  concedia  á  las  mujeres  el  privilegio  de  no 
quedar  comprometidas  por  las  fianzas  ú  otras  obligaciones 
que  contrajesen  á  favor  de  cualesquiera  otras  personas.  Lla- 
móse vclcyano  por  haberse  dado  en  el  consulado  de  Veleyo. 
Son  notables  las  palabras  con  que  se  esplican  los  motivos  de 
este  senadoconsulto  :  Nam  sicut  moribus  civilia  officia 
adernpla  sunl  fœminis,  etpleraque  ipso  jure  non  valent;  ita 
multo  magis  adimcndum  eis  fait  id  officium,  in  quo  non  sola 
opera,  nudumqzie  minislerium  earum  versarelur ,  sed  eliam 
pcriculum  rei  familiaris.  Véase  Mujer. 

SENDA.  El  derecho  que  uno  tiene  de  pasar  á  su  here- 
dad atravesando  la  ajena,  á  pié  ó  á  caballo,  solo  ó  acompa- 
ñado, de  manera  que  en  este  caso  vaya  uno  detras  de  otro 
y  no  á  la  par.  La  senda  por  donde  se  pasa  suele  tener  la 
-anchura  de  dos  pies.  Véase  Servidumbre. 

SENTENCIA.  La  decisión  legítima  del  juez  sobre  la 
causa  controvertida  en  su  tribunal;  ley  1  ,  lit.  22,  Part.  3. 
Se  llama  así  de  la  palabra  latina  senliendo  ,  porque  el  juez 
declara  lo  que  siente  según  lo  que  resulta  del  proceso.  La 
sentencia  es  de  dos  maneras,  interlocutoria  y  definitiva.  Es 
interlocutoria  la  que  decide  algún  incidente  ó  artículo  del 
pleito  ,  y  dirige  la  serie  ú  orden  del  juicio.  Es  definitiva  la 
que  se  da  sobre  la  sustancia  ó  el  todo  de  la  causa,  absol- 
viendo ó  condenando  al  demandado  ó  reo.  La  ley  2  del  tít. 
y  lib.  cit.  añade  todavía  otra  especie  de  sentencia  ,  y  es  el 
mandato  que  hace  el  juez  al  demandado  para  que  pague  ó 
entregue  al  actor  la  deuda  ó  la  cosa  que  reconociere  ó  con- 
fesare ante  él  en  juicio;  pero  los  intérpretes  no  suelen  con- 
tar dicho  mandamiento  del  juez  como  sentencia  ,  por  ser 
brevísimo  este  juicio,  de  modo  que  no  necesita  alegar  otra 
clase  de  pruebas  el  actor;  y  así  es  que  rigorosamente  ha- 
blando, ni  aun  llega  á  formalizarse  juicio  en  tales  casos.  No 
obstante  ,  este  mandamiento  de  pagar  la  deuda  ó  entregar 
la  cosa  puede  considerarse  unas  veces  como  sentencia  inter- 
locutoria, y  otras  como  definitiva.  Si  se  da  sin  conocimiento 
de  causa  ó  con  cláusula  justificada,  como  cuando  se  dice  , 
pague,  y  si  razón  tuviere  para  no  hacerlo  ,  dedúzcala,  etc. , 
se  debe  tener  por  sentencia  interlocutoria,  y  compareciendo 
el  llamado  se  convierte  en  simple  citación  ;  pero  si  no  com- 
parece y  por  esto  se  le  acusa  la  rebeldía ,  queda  firme  el 
mandato  ;  ley  22,  tít.  22,  Part.  5.  Si  se  da  contra  el  confeso, 
precedida  demanda  formal,  contestación  y  forma  de  juicio,  se 
debe  tener  por  sentencia  definitiva,  porque  mas  se  asemeja  á 
esta  queála  interlocutoria  ;  perosisedióverbalmentesin  for- 
malidad de  proceso ,  'como  cuando  llamado  el  reo  á  presen- 
cia del  juez  confiesa  y  este  le  manda  que  pague ,  es  interlo- 
cutoria por  falta  de  las  solemnidades  necesarias.  Véanse  los 
artículos  siguientes,  y  Apelación,  Recurso  de  injusticia  no- 
toria, Súplica  y  Suplicación  segunda,  etc. 

SENTENCIA  interlocutoria.  La  que  el  juez  pronun- 
cia en  el  discurso  del  pleito  entre  su  principio  y  fin  sobre 
algún  incidente,  y  todo  auto  preparatorio  para  la  definitiva; 
¿y  2  ,  til.  22 ,  l'art.  5.  La  sentencia  interlocutoria  puede 
/evocarse,  ampliarse  ó  enmendarse  en  cualquiera  parte  del 
juicio  antes  de  la  definitiva,  á  no  ser  que  la  confirme  ó  re- 
voque el  superior,  á  diferencia  de  la  definitiva  que  no  puede 
revocarse  sino  en  ciertos  casos  ;  leyes  3  y  h,  til.  22 ,  Part.  3. 
Esta  puede  justificarse  en  grado  de  apelación  por  los  mis- 
mos autos  y  otros  nuevos  :  mas  la  interlocutoria  se  ha  de 
terminar  por  lo  que  re-sulla  justificado  y  escepcionado  ante 
el  juez  inferior,  sin  que  se  admita  nueva  prueba.  Para  dar 
la  definitiva,  se  han  de  citar  las  partes,  bajo  nulidad  ;  y  para 
dar  la  interlocutoria  no  es  necesario  citarlas  sino  en  ci  caso 
de  que  tenga  fuerza  de  definitiva  ,  ó  sea  de  mucha  entidad  y 
pueda  causar  grave  perjuicio.  —  Puede  apelarse  de  la  defi- 


nitiva, y  do  de  la  interlocutoria  à  no  ser  que  tenga  fuerza  de 
definitiva;  ley  13,  lit.  25,  Part.  3;  y  ley  23,  til.  20.  lib.  II, 
Nov.  Rec.  —  Tiene  fuerza  de  definitiva  la  que  surte  el  efecto 
de  tal  y  pone  fin  á  la  instancia  ó  incidente  :  por  ejemplo,  la 
absolutoria  de  la  observancia  del  juicio  ó  de  la  instancia  ;  la 
que  declara  por  desierta  la  apelación  ;  la  que  impone  multa 
á  alguno  ;  la  que  termina  el  oficio  del  juez  ,  como  cuando 
este  se  declara  incompetente  ;  la  que  define  algún  artículo 
sustancial  del  negocio  principal  ;  la  que  escluye  la  restitu- 
ción in  inlegrum  que  pide  alguno  de  los  litigantes;  la  quo 
admite  ó  escluye  la  escepcion  perentoria  ;  la  que  desecha 
algunas  pruebas  sin  las  cuales  no  puede  acreditar  su  dere- 
cho el  que  intenta  hacerlas;  la  que  manda  dar  ó  hacer  al- 
guna cosa,  y  otras  semejantes. 

SENTENCIA  definitiva.  Aquella  en  que  el  juez,  con- 
cluido el  proceso ,  resuelve  finalmente  sobre  el  negocio 
principal,  condenando  ó  absolviendo  al  demandado;  ley  2, 
tít.  22,  Part.  3.  Ha  de  pronunciarse  con  presencia  ó  cita- 
ción de  los  litigantes  dentro  de  los  veinte  dias  siguientes  al 
de  la  conclusion,  bajo  la  pena  de  pagar  el  juez  dobladas  las 
costas  que  les  causare  y  cincuenta  mil  maravedís  para  el 
fisco  si  siendo  requerido  por  alguno  de  ellos  no  lo  hace ,  y 
de  nulidad  si  falta  su  presencia  ó  citación  :  pero  en  los  gran- 
des pueblos  se  suele  lardar  mas  tiempo  en  dar  la  sentencia 
por  causa  del  cúmulo  de  negocios,  y  en  los  tribunales  supe- 
riores se  dan  los  informes  en  derecho  á  los  jueces  dentro  do 
treinta  dias  desde  que  se  vio  el  pleito  ,  y  con  dichos  infor- 
mes ó  sin  ellos  le  han  de  determinar  en  el  término  de  tres 
meses;  ley  1,  tít.  16  ,  lib.  11  ,  Nov.  Rec.  Para  dar  la  sen- 
tencia deben  los  jueces  inferiores  ver  y  examinar  por  sí 
mismos  los  autos  á  presencia  de  las  partes,  y  no  por  rela- 
ción de  los  escribanos  ni  tampoco  por  la  de  los  relatores, 
ley  3  ,  til.  16  ,  lib.  11 ,  Nov.  Rec;  bien  que  á  pesar  de  esta 
prohibición  se  acostumbra  en  los  juzgados  de  la  corte  y  do 
otros  pueblos  no  solo  hacer  relación  los  escribanos ,  sino 
también  pedir  las  partes  se  les  comunique  el  apuntamiento 
ó  memorial  ajustado  con  los  autos  para  ver  si  eslá  conforme, 
y  no  estándolo  hacer  que  se  enmiende,  como  asimismo  asis- 
tir sus  abogados  á  la  vista  para  informar  verbalmente  á  los 
jueces  del  derecho  de  sus  clientes  é  ilustrarlos  con  leyes  y 
doctrinas  que  conduzcan  al  asunto.  Al  dar  la  sentencia  de- 
ben los  jueces  superiores  ó  inferiores,  así  en  primera  como 
en  segunda  y  tercera  instancia,  mirar  y  atender  á  la  verdad 
sin  detenerse  en  las  solemnidades  y  sutilezas  prescritas  por 
derecho  para  el  orden  de  enjuiciar;  de  suerte  que  constando 
justificado  el  hecho,  aunque  falten  las  solemnidades  de  los 
trámites  del  juicio,  siempre  que  no  sean  las  sustanciales^ 
como  la  citación  ,  prueba ,  etc.,  pueden  y  deben  determinar 
el  pleito  conforme  á  lo  que  resulte  probado;  ley  2,  til.  16, 
lib.  11  ,  Nov.  Rec.  Asimismo  si  el  actor  hubiese  intentado  la 
demanda  por  una  causa  y  acción,  y  probado  otra  diferente, 
habrán  de  resolver  el  negocio  por  lo  que  aparezca  de  los 
autos  y  pruebas  ;  de  modo  que  si  alguno  pide  ,  por  ejemplo , 
una  finca  enfitéutica  diciendo  haber  caido  en  comiso,  y  en 
vez  de  acreditar  este  punto  solo  prueba  el  enfitéusis,  podrá 
condenarse  al  enfiteuta  al  pago  del  canon  ó  pension  anual  : 
pero  si  el  actor  probare  diferente  cosa  de  la  que  demandó,  se 
ha  de  absolver  al  reo  de  la  instancia,  con  lo  cual  aunque  el 
reo  queda  libre  de  este  juicio,  puede  volvérsele  á  demandar 
sobre  la  misma  cosa  ,  entablando  la  acción  correspondiente , 
bien  que  no  valen  los  autos  hechos  ,  sino  solo  los  instrumen- 
tos y  probanzas,  reproduciéndolos  de  nuevo.  Cur.  Filíp., 
part.  1,  juicio  civ .  §  18,  ns.  6,  7  y  8. 

Si  al  examinar  el  juez  la  causa  para  dar  sentencia  la 
hallare  dudosa,  debe  pedir  al  escribano  y  á  las  partes  los  in- 
formes que  crea  conducentes  ;  y  si  conociese  que  lomando 
alguna  nueva  declaración  ó  haciendo  alguna  otra  diligencia 
podrá  sentenciar  con  mayor  acierto ,  debe  dar  un  auto  para 
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mejor  proveer,  mandando  practicarla  diligencia  que  juzgue 
necesaria.  Si  aun  así  no  resultare  clara  la  justicia  á  favor  do 
una  ó  de  otra  parte  ,  de  suerte  que  la  probabilidad  esté 
igualmente  por  entrambas,  debe  remitir  la  causa  al  superior 
para  que  la  decida,  enviando  una  compulsa  y  no  los  autos 
originales,  á  no  ser  que  los  pida  el  superior;  y  según  algu- 
nos autores  puede  todavía  sentenciar  la  causa  después  de  la 
remisión  y  antes  que  el  superior  conteste  ,  bien  que  parece 
que  por  el  hecho  de  remitirla  se  priva  enteramente  de  la 
facultad  de  sentenciarla ,  y  que  por  otra  parte  hace  agravio 
al  superior  con  determinarla  después  de  remitida;  ley  11 , 
lit.  22,  y  leyllO,  tit.  16,  Parí.  3;  Greg.  López,  glos.  6 
de  d.  ley  11.  Véase  Jaez  superior,  donde  se  determina  otra 
cosa. 

En  los  pleitos  sobre  acción  real,  debe  mandársela  entrega 
de  la  cosa  con  los  frutos  percibidos  y  que  se  pudieron  per- 
cibir desde  la  contestación  ,  tasándolos  y  moderándolos  por 
lo  que  resultare  de  las  probanzas  sin  remitirlo  á  contado- 
res; leyes  6  y  7,  tit.  16,  lib.  11  ,Nov.  Rec.  Tanto  al  deman- 
dante como  al  demandado  que  pleiteare  maliciosamente  sa- 
biendo que  no  tenia  derecho  ,  se  le  debe  condenar  en  las 
costas;  pero  no  al  que  fuere  vencido,  habiendo  tenido  justa 
causa  para  litigar;  ley  8,  lit.  22 ,  Part.  3  ;  y  ley  1  ,  lit.  17, 
lib.  11 ,  Nov.  Rec.  Véase  Litigante. 

Una  vez  dada  y  publicada  la  sentencia  que  no  sea  nula, 
no  puede  ya  revocarla  el  juez  que  la  dio,  aun  cuando  después 
de  pronunciada  se  presentasen  tales  pruebas  ó  escrituras, 
que  á  haberlas  tenido  á  la  vista  hubiera  sentenciado  de  otro 
modo;  escepto  si  la  sentencia  fuere  dada  contra  el  rey  ó  su 
personero,  ó  en  causa  perteneciente  á  su  cámara  ó  señorío, 
en  cuyo  caso  si  fueren  halladas  después  buenas  pruebas , 
puede  hacerse  uso  de  ellas  para  que  se  revoque  dentro  de 
tres  años,  y  en  cualquier  tiempo  si  el  personero  procedió  en 
el  pleito  con  engaño;  ley  19,  til.  \7,lib.  H, y  ley  59,  til.  1, 
lib.  5,  Nov.  Rec.  Sin  embargo,  si  el  juez  no  hubiere  hecho  en 
la  sentencia  mención  de  los  frutos  ni  condenación  de  costas, 
ó  en  esto  hubiese  condenado  en  mas  ó  menos  de  lo  que 
debia ,  podrá  hacer  con  respecto  á  estos  puntos  las  enmien- 
das que  creyere  justas  dentro  del  mismo  dia  de  la  sentencia 
y  no  en  otro ,  como  también  perdonar  ó  remitir  la  multa  al 
que  en  razón  de  su  pobreza  no  pueda  pagarla  ;  leyes  3  y 
h  ,  tit.  22  ,  Part.  3.  Mas  aunque  no  pueda  el  juez  revocar, 
mudar,  corregir  ni  adicionar  la  sentencia ,  puede  no  obs- 
tante declararla  á  instancia  de  alguno  de  los  litigantes  en  lo 
que  estuviere  oscura  ;  ley  1 1 ,  til.  3 ,  Parí.  7,  y  leyes  3  y  h , 
lil.%i,  Parí.  5(1).  Solo  hay  un  caso  en  que  se  concede  al  juez 
la  facultad  de  revocar  la  sentenciahasta  el  término  de  veinte 
años ,  y  es  cuando  las  partes  lo  piden  por  via  de  restitución, 
si  la  hubiese  dado  por  soborno,  escrituras  ó  testigos  falsos; 
ley  13,  til.  22,  y  leyes  1  y  2,  tit.  26,  Parí.  3.  Véase  Senten- 
cia pasada  en  autoridad  de  cosa  juzgada,  Juicio  criminal 
6  Inlcrprelacion  de  las  sentencias. 

[*En  la  república  de  Méjico  ,  en  toda  causa  civil  ó  cri- 
minal debe  pronunciarse  la  sentencia  interlocutoria  dentro 
le  tres  dias,  y  la  definitiva  dentro  de  ocho  después  dexen- 
=;luida  dicha  causa,  si  su  juez  es  alguno  de  los  de  príwra 
instancia  ;  pero  si  corresponde  el  fallo  á  algún  tribunal  de 
¡os  de  segunda,  la  ley  alarga  á  quince  dias  el  plazo  señalado 
para  pronunciar  el  definitivo.  En  este,  como  en  el  interlo- 
cutorio  que  tenga  fuerza  de  definitivo  ó  cause  gravamen  ir- 

(i)  Según  la  legislación  de  la  república  de  Venezuela ,  cuando 
la  sentencia  contiene  algún  concepto  oscuro,  ó  no  comprende  to- 
dos los  puntos  controvertidos,  puede  el  juez  eáplicarla  y  ampliarla 
dentro  de  los  dos  dias  siguientes  á  su  publicación,  siempre  que 
alguna  de  las  partes  lo  haya  pedido  precisamente  dentro  délas 
primeras  veinte  y  cuatro  horas;  art.  19,  ley  única,  tit.  11.  Coi, 
de  proced.  jud.}  reformada  en  5  de  mayo  de  1858. 


reparable  en  la  misma  instancia  ,  deben  espresar,  lo  mismo 
el  tribunal  que  el  juez,  la  ley  ó  doctrina  en  que  se  fundan, 
esponiendo  el  concepto  en  proposiciones  claras,  precisas  y 
terminantes,  que  no  dejen  duda  sobre  cuál  ha  sido  la  reso- 
lución que  ha  recaído  acerca  de  cada  uno  de  los  punios  con- 
trovertidos :  art.  133  ,  ley  de  23  ^Jlmayo  de  1837,  y  decr. 
de  18  de  octubre  de  18Í11. 

**  En  la  república  de  Venezuela.  ,  antes  de  que  espire  el 
término  de  prueba ,  si  las  partes  se  ponen  de  acuerdo.sobre 
este  punto,  y  si  no,  el  mismo  dia  en  que  fenezca,  si  fuere 
hábil,  ó  el  primero  que  lo  sea  en  caso  contrario,  se  lee  en 
sesión  pública  todo  lo  actuado ,  y  las  partes  ó  sus  abogados 
informan  de  palabra,  para  deducir  de  ello  lo  que  juzgan  con- 
ducente á  la  demostración  de  su  derecho.  El  juez  hace  lue- 
go á  las  partes  cuantas  preguntas  cree  convenientes,  á  fin 
de  aclarar  hechos  y  formar  él  su  juicio,  y  en  la  misma  se- 
sesion  pronuncia  su  sentencia,  espresando  los  fundamentos 
en  que  estriba  y  la  ley  en  que  se  apoya.  En  los  negocios  has- 
ta quinientos  pesos,  los  miembros  del  juzgado  de  arbitra- 
mento pueden  diferir  la  sentencia  hasta  por  tres  dias,  á  fin 
de  examinar  mejor  la  cuestión  ,  y  aun  de  consultar  privada- 
mente á  personas  que  conceptúen  inteligentes  en  la  mate- 
ria. Si  la  cuestión  versa  sobre  un  punto  de  mero  derecho ,  la 
sentencia  debe  dictarse  á  los  seis  dias  de  dada  la  contestación 
sin  haber  podido  lograr  que  se  concillasen  las  partes.  El  se- 
cretario debe  haber  estendido  una  diligencia ,  por  la  cual 
conste  todo  lo  practicado  hasta  este  acto  ;  y  á  su  continua- 
ción escribe  dicha  sentencia  así  que  haya  sido  pronunciada, 
la  cual  autoriza  el  juez  con  él ,  poniendo  entrambos  sus  fir- 
mas. Si  las  partes  se  hallan  presentes,  ponen  también  las 
suyas  después  de  las  del  juez  y  el  secretario  al  pió  de  toda 
la  diligencia.  —  Como  se  echa  pues  de  ver,  la  sentencia  de- 
finitiva debe  ser  pronunciada  en  la  misma  sesión  en  que  se 
termina  la  vista  del  pleito;  y  la  interlocutoria,  aunque  no 
hay  una  regla  general,  bien  puede  asegurarse  por  lo  co- 
munmente establecido  ,  que  si  se  ha  dado  prueba  en  el  artí- 
culo, debe  pronunciarse  al  dia  siguiente  hábil  de  haber  es- 
pirado su  término,  y  si  no,  ó  en  la  misma  sesión  en  que  so 
propone,  si  está  presente  la  otra  parte,  y  si  no  lo  está,  en 
la  siguiente  para  la  cual  se  la  cita ,  ó  bien  dentro  de  las  vein- 
te y  cuatro  horas  inmediatas:  arls.  lob,  Conslit.  de  1850, 
tí ,  ley  1 ,  13 ,  ley  2 ,  7,  ley  3 ,  tit.  2,  12,  ley  1  ,  til.  9  ,  Cad. 
de  proced.  jud.,  reformadas  en  3  de  mayo  de  1838,  y  16, 
ley  3  ,  tit.  i  ,  S  y  %)  ley  4 ,  tit.  2 ,  y  1 ,  ley  única ,  lit.  3,  cit. 
Cad.  de  proced.  de  19  de  mayo  de  1836. — En  los  negocios 
difíciles  en  que  sea  necesario  un  examen  detenido ,  puede 
el  juez  diferir  la  sentencia  definitiva  por  dos  dias  á  lo  sumo; 
pero  hasta  que  la  pronuncie,  no  puede  ver  otro  pleito  ni 
entender  en  otro  asunto.  La  sentejicia  ha  de  contener  deci- 
sión espresa,  positiva  y  precisa  con  arreglo  á  las  acciones 
deducidas  enjuicio  ,  condenando  ó  absolviendo  en  todo  ó  en 
parte,  nombrando  la  persona  condenada  ó  absuella,  y  la 
cosa  sobre  que  recae  la  absolución  ó  condena,  sin  que  en 
los  negocios  civiles  pueda  nunca  fallarse  absolviendo  de  la 
instancia  ;  y  si  el  pleito  encierra  varios  puntos ,  aunque  sean 
conexos  entre  sí ,  debe  dividirse  la  sentencia  en  tantos  ca- 
pítulos cuantos  sean  dichos  puntos ,  para  que  cada  uno  ten- 
ga su  decisión  como  por  separado  :  arls.  16  ,  17  y  18,  ley 
única,  lit.  11,  Cad.  cit.,  reformada  en  5  de  mayo 
de  1858. 

***  La  legislación  de  la  república  de  Chile  ha  restringido 
el  plazo  dentro  del  cual  debe  darse  la  sentencia  definitiva, 
y  ha  señalado  el  de  10  dias,  después  de  concluso  el  pleito, 
ó  de  recibidos  los  autos,  si  en  tal  estado  se  lus  hubiesen  re- 
mitido de  otro  pueblo,  para  los  jueces  de  primera  instancia;  y 
para  la  Corte  de  apelaciones,  cincuenta,  en  el  caso  de  que 
se  escriba  papel  ó  informe  en  derecho,  y  quince,  cuando 
después  de  la  vista  y  antes  de  \&  votación  pida  ios  autos  al- 
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gun  magistrado.  Debe  tenerse  presente  ademas  que  toda 
sentencia  de  esta  naturaleza  debe  fundarse  breve  y  sencilla- 
mente, estableciendo  la  cuestión  de  hecho  ó  de  derecho  so- 
bre que  recae ,  y  poniendo  á  continuación  la  ley  en  que  es- 
triba el  fallo;  debiendoÁfalta  de  ella  ,  ó  en  casos  dudosos, 
espresarse  de  un  mod^paroy  sencillo  las  razones  que  han 
decidido  el  ánimo  del  juez  ó  del  tribunal  á  dar  aquella  sen- 
tencia :  arts.  29  y  61 ,  Reglam.  de  adm.  de  just.  de  2  de 
junio  de  1824,  y  decrs.  de'Zde  febrero  y  Io.  de  marzo  de  1837.] 

SENTENCIA  nula.  La  que  no  tiene  valor  ni  puede  sur- 
tir efecto.  Es  nula  <la  sentencia  cuando  el  que  la  da  no  tiene 
jurisdicción,  ó  es  juez  incompetente  ,  ya  en  razón  del  asunto 
que  se  controvierte,  ya  por  el  lugar  del  juicio,  ó  por  las 
personas  que  en  él  intervienen;  — cuando  no  contiene  abso- 
lución ó  condenación  en  todo  ó  en  parle,  ó  no  designa  la 
cosa  ó  cantidad  en  que  absuelve  ó  condena;  —  cuando  el 
juez  la  da  fuera  del  lugar  acostumbrado,  ó  no  la  hace  escri- 
bir, ó  la  pronuncia  sin  emplazar  ú  oir  á  la  parte ,  ó  sin  estar 
contestada  la  demanda,  á  menos  que  sea  juicio  de  apelación 
en  que  la  contestación  no  es  absolutamente  necesaria  ;  ó 
bien  si  no  cita  á  las  partes  para  que  asistan  á  oiría  ;  —cuando 
se  da  contra  el  que  debiendo  tener  curador  no  le  tuviere , 
salvo  si  le  fuese  favorable  ;  —  cuando  es  contraria  á  las  le- 
yes, á  la  naturaleza  ó  á  las  buenas  costumbres;  —  cuando 
se  da  en  dia  feriado ,  ó  de  noche,  ó  en  cosas  espirituales  por 
juez  lego  ;  —  cuando  se  pronuncia  contra  la  autoridad  de  la 
cosa  juzgada  ;  —  cuando  se  prueba  que  el  juez  la  dio  por 
dinero;  —  cuando  no  fuere  conforme  á  la  demanda;  tenién- 
dose presente  que  la  falta  de  la  formajudicial  en  la  deman- 
da ,  del  juramento  de  calumnia,  ó  de  cualquiera  de  las  so-, 
lemnidades  del  orden  del  juicio,  no  produce  nulidad ,  á  no 
ser  que  se  pida  su  observancia  por  alguna  de  las  partes ,  y 
mandada  no  se  ejecute  ,  pues  está  prescrito  por  la  ley  que 
se  juzgue  atendiendo  solamente  á  la  verdad  y  no  á  las  for- 
malidades del  orden  judicial  que  no  fueren  esenciales  ;  ley  12, 
til.  22,  Part.  5,  y  ley  2,  íít.  16,  lib.  11 ,  Nov.  Rec. 

La  nulidad  de  la  sentencia  debe  alegarse  ante  el  mismo 
juez  que  pronunció  la  sentencia ,  si  de  ella  no  se  apeló ,  ó  se 
hubiere  apelado  con  la  cláusula  salvo  el  derecho  de  nulidad; 
mas  en  otro  caso  ha  de  declararla  el  juez  superior,  á  quien 
desde  luego  conviene  acudir  proponiendo  juntamente  la 
nulidad  y  la  apelación  en  todos  casos ,  para  que  á  un  mismo 
tiempo  se  ventilen  y  decidan  en  su  tribunal.  La  nulidad 
puede  pedirse  perpetuamente ,  cuando  es  notoria  y  como 
¿al  consta  de  los  mismos  autos,  v.  gr.  por  defecto  de  cita- 
ción ó  de  jurisdicción  en  el  juez;  pero  si  fuese  de  otra  clase, 
concede  la  ley  el  término  de  sesenta  dias  que  corren  aun 
contra  el  ignorante  desde  el  dia  de  la  sentencia,  á  no  ser 
que  la  pida  un  menor  ó  cualquiera  de  las  corporaciones  que 
gozan  el  beneficio  de  la  restitución,  pues  á  estos  sedan 
cuatro  años.  El  recurso  de  nulidad  puede  intentarse  como 
acción  ó  como  escepcion  :  se  intenta  como  acción  cuando 
sin  pedir  el  vencedor  la  ejecución  de  la  sentencia,  solicita  el 
vencido  su  nulidad  ;  y  se  intenta  como  escepcion  cuando 
pretendiendo  el  vencedor  que  se  ejecute  la  sentencia,  pide  el 
vencido  que  se  declare  nula  é  insubsistente.  Es  por  último 
de  advertir  que  de  las  sentencias  del  supremo  tribunal  ó  de 
las  audiencias  de  que  no  baya  suplicación  ,  t'ampoce  puede 
alegarse  ni  oponerse  nulidad,  aunque  se  digaser  de  incompe- 
tcnciaó defecto  de  jurisdicción;  —  que  no  puede  impedir  la 
ejecución  délas  sentencias  que  deben  ejecutarse  sin  embargo 
de  suplicación ,  el  alegar  nulidad  contra  ellas  por  cualquier 
causa  que  fuere  ; — y  que  si  durante  la  suplicación  se  tratare 
de  nulidad,  se  ha  de  reservar  su  decisión  para  cuando  se 
determine  sobre  el  negocio  principal,  sin  fermar  juicio  se- 
parado sobre  ella;  leyes l  y 2,  til.  \$,lib,  11, Mw.  Rec. Véase 
Arbitro  é  Instrumento  ejecutivo,  n.  5,  como  también  Re- 
cursos de  injusticia  notoria  y  segunda  suplicación. 


[*  En  la  nEPÚnucA  de  Méjico  no  pueden  tacharse  de 
nulas  mas  sentencias  que  las  definitivas,  y  estas,  cuando 
ya  no  permitan  mas  instancias  ,  ó  lo  que  es  lo  mismo  ,  solo 
cuando  causen  ejecutoria.  El  recurso  ha  de  interponerse  ante 
el  mismo  juez  que  la  haya  dictado,  dentro  de  los  ocho  dias 
siguientes  á  su  notificación.  Admitido  por  este,  se  lleva  á 
efecto  ante  todo  dicha  sentencia  ,  si  la  parte  favorecida  da 
fianza  de  estar  á  las  resultas  del  nuevo  juicio,  en  el  caso 
de  que  se  ordene  la  reposición  ;  y  luego  se  remiten  á  la 
superioridad  los  autos  originales  ,  citadas  las  partes.  El  tri- 
bunal á  quien  compete  el  conocimiento  de  estos  recursos 
es  la  Corte  Suprema  de  justicia  ,  ó  si  conviene  á  la  parte  , 
el  tribunal  superior  del  departamento  mas  inmediato ,  siem- 
pre que  sea  colegiado  ,  cuando  se  interpone  dicho  recurso 
contra  ejecutoria  causada  en  algún  tribunal  superior  de  los 
departamentos,  pero  en  tercera  instancia;  cuando  se  ha 
causado  en  segunda  y  el  tribunal  superior  del  departamento 
no  es  colegiado ,  corresponde  á  los  mismos  que  acabamos 
de  decir  ;  pero  si  es  colegiado  ,  comoete  á  la  sala  del  mismo 
tribunal  à  quien  corresponderia  ei  de  la  tercera  instancia  , 
si  lo  permitiese  la  índole  del  litigio  ;  y  á  este  mismo  tribunal 
superior  del  departamento,  cuando  la  ejecutoria  provenga 
de  los  juzgados  de  primera  instancia  de  su  distrito.  Llegados 
los  autos  á  la  superioridad  competente  ,  se  comunican  á  las 
partes  por  su  orden,  esto  es,  primero  al  que  interpuso  el 
recurso,  y  luego  á  la  parte  contraria;  y  oido  después  el 
fiscal ,  se  celebra  la  vista  en  la  forma  ordinaria  ,  y  falla  el 
tribunal  dentro  del  plazo  común  de  quince  dias.  —  Si  el  juez 
ó  tribunal  creen  improcedente  y  deniegan  el  recurso  al 
tiempo  de  interponerlo  ,  la  parte  que  se  juzgue  agraviada  , 
puede  acudir  á  la  superioridad  á  quien  corresponderia  su 
conocimiento  ,  según  las  reglas  que  acabamos  de  esponer  , 
si  se  hubiese  admitido  ,  procediendo  en  este  asunto  dentro 
del  término  y  en  la  forma  siguiente.  Cuando  el  fallo  proviene 
de  un  juez  de  primera  instancia,  el  recurrente  ha  de  mani- 
festar su  ánimo  de  someter  la  negativa  al  juicio  del  superior 
en  el  acto  de  su  notificación ,  ó  á  lo  snrno  dentro  de  los  tres 
dias  siguientes  inmediatos.  En  su  vista  el  juez  está  obligado 
á  espedirle  dentro  de  tercer  dia  un  certificado,  con  su  firma 
y  la  del  escribano  ó  testigos  de  asistencia ,  en  el  cual  se  dé 
una  idea  breve  y  clara  de  la  materia  sobre  que  ha  versado 
el  juicio  y  de  su  naturaleza  ,  se  esprese  el  punto  sobre  que 
recayó  el  fallo  que  se  ataca  como  nulo,  se  inserten  á  la  letra 
esta  sentencia  y  el  auto  en  que  se  denegó  la  admisión  del 
recurso ,  y  se  fije  el  término  prudente  según  la  distancia , 
dentro  del  cual  ha  de  introducirse  este  nuevo  recurso ,  si  la 
superioridad  no  reside  en  el  mismo  lugar  que  el  juzgado  ; 
de  todo  lo  cual  ha  de  dejar  razón  autorizada  en  los  autos. 
Aunque  la  ley  no  lo  espresa ,  deberá  practicarse  lo  mismo, 
por  analogía  de  razón  ,  cuando  el  recurso  contra  la  negativa 
del  de  nulidad  haya  de  llevarse  ante  la  Suprema  Corte  de 
justicia  ó  el  tribunal  superior  colegiado  del  deparlamento 
inmediato ,  por  haberse  interpuesto  contra  ejecutoria  dictada 
en  tercera  instancia  por  alguno  de  estos  tribunales,  ó  en 
semiida  ,  si  no  es  colegiado  ;  pero  entonces  el  recurso  ha 
d<^mter ponerse  precisamente  por  escrito ,  y  no  dentro  de 
los  1res,  sino  solo  durante  los  dos  dias  útiles  siguientes  á  la 
notificación  de  la  negativa;  correspondiendo  al  secretario 
de  la  sala  ó  del  tribunal  librar  la  certificación  ,  en  los  mis- 
mos términos  que  el  juez  de  primera  instancia  ,  y  también 
dentro  del  plazo  de  dos  dias.  Asi  debe  practicarse  en  efecto, 
cuando  el  recurso  se  interpone  contra  ejecutoria  causada 
por  el  fallo  del  tribunal  superior  d»l  departamento  en  se- 
gunda instancia,  y  la  sala  ó  lodo  el  tribunal,  según  sea  ó 
no  colegiado  ,  lo  declara  inadmisible  ;  de  manera  que  puede 
establecerse  como  regla  general ,  que  el  recurso  contra  la 
negativa  del  de  nulidad,  en  los  tribunales  de  segunda  ins- 
lancin. .  debe  interponerse  por  escrito  en  los  dos  dias  siguien- 
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tes  á  su  notificación,  siendo  el  secretario  el  encargado  de 
librar  en  los  dos  inmediatos  la  certificación ,  adornada  de  los 
mismos  requisitos  que  los  prevenidos  para  los  jueces  de 
primera  instancia,  y  señalando  igualmente  plazo  para  su 
introducción ,  cuando  el  conocimiento  no  corresponda  á  otra 
sala  del  mismo  tribunal ,  sino  á  la  Corte  Suprema  de  justicia 
residente  en  diverso  distrito ,  ó  al  tribunal  superior  colegiado 
del  departamento  inmediato.  Con  este  documento  debe  pre- 
sentarse el  recurrente  ante  la  superioridad  dentro  de  los 
términos  siguientes  :  si  esta  no  se  halla  en  el  mismo  lugar 
que  el  juzgado  ó  tribunal  contra  quien  se  ha  interpuesto, 
ha  de  comparecer  dentro  del  plazo  que  en  la  certificación 
se  le  habrá  fijado  ;  si  se  halla  en  el  mismo  lugar  y  el  supe- 
rior es  la  Suprema  Corté  de  justicia,  dentro  de  los  tres  dias 
siguientes  á  la  fecha  del  certificado;  dentro  de  este  mismo 
término,  si  el  superior  es  el  tribunal  de  alzada  del  departa- 
mento y  el  recurso  se  ha  interpuesto  contra  la  negativa  del 
juez  de  primera  instancia  del  lugar  de  su  residencia  ;  y  en 
el  plazo  de  dos  dias  ,  contados  igualmente  desde  la  fecha 
de  la  certificación ,  si  quien  ha  de  juzgar  el  recurso ,  es  otra 
de  las  salas  del  mismo  tribunal  superior  colegiado.  Presen- 
tado el  recurso  ,  el  tribunal  debe  acordar  en  la  misma  au- 
diencia que  se  pidan  los  autos  originales ,  y  recibidos  estos , 
ha  do  fallar  por  su  sola  resultancia,  si  se  juzgó  bien  ó  mal 
al  desechar  el  recurso  ,  haciéndolo  dentro  de  los  ocho  dias 
siguientes  á  dicha  recepción  ,  cuando  proceden  de  otra  de 
las  salas  del  mismo  tribunal,  y  dentro  de  quince  en  los 
demás  casos.  Si  las  partes  se  convienen  espresamente  en  que 
al  mismo  tiempo  que  se  entiende  en  este  recurso ,  se  conozca 
y  decida  en  el  caso  que  proceda  ,  si  es  ó  no  nula  la  ejecu- 
toria que  tacha  de  tal  el  recurrente,  pueden  comprenderse 
entrambas  cosas  en  una  misma  sustanciacion  y  en  una  sola 
sentencia;  pero  no  mediando  este  convenio  espreso,  se  falla 
solo  sobre  la  procedencia  ó  improcedencia  del  recurso  de 
nulidad  ,  y  se  devuelven  los  autos  al  juzgado ,  sala  ó  tri- 
bunal de  donde  proceden ,  para  que  lleve  á  cumplido  efecto 
su  ejecutoria  ,  si  ha  sido  confirmado  el  auto  de  inadmisión  , 
ó  para  que  habiendo  sido  revocado  admita  el  recurso  de 
nulidad  ,  el  cual  entonces  se  eleva  ,  sustancia  y  determina 
del  modo  regular  que  hemos  espuesto.  Contra  esta  confir- 
mación ó  revocación  ya  no  resta  mas  recurso  que  el  de  res- 
ponsabilidad ;  pero  contra  el  fallo  que  decida  sobre  la  validez 
ó  nulidad  de  la  sentencia ,  no  procede  ni  aun  el  que  dejamos 
esplicado  :  arls.  Vil  ,  ley  de  25  de  mayo  de  1857,  1,2,3, 
6,  7,  8,  9,  10,  13  y  15,  ley  de  18  de  marzo  de  1840,  y  $  12, 
art.  118,  Bases  de  orrjaniz.  polít.  de  12  de  junio  de  1845. 

**  La  legislación  de  la  república  de  Venezuela  se- 
ñaia  «s  causas  por  "las  cuales  puede  demandarse  la  nuli- 
dad del  juicio  ó  de  la  sentencia  en  los  términos  siguientes  : 
Ia.  Falsedad  del  documento  en  cuya  virtud  fué  librada  la 
sentancia  : 2a.  Retención  en  poder  déla  parte  contraria  de  al- 
gún documento  decisivo  en  favor  del  otro  litigante  :  5a.  Falta 
de  audiencia  de  una  de  las  partes  :  4a.  Fallo  sobre  cosas  no 
comprendidas  en  la  demanda  :  Sa.  Omisión  por  el  contrario 
en  la  sentencia  de  alguna  de  las  espresadas  en  ella  :  6a.  Falta 
de  comparecencia  del  representante  legítimo  del  menor,  de- 
mente ó  pródigo ,  ó  del  que  lo  sea  del  Estado ,  comunidad  ó 
establecimiento  público  comprendidos  en  el  fallo.  El  término 
señalado  para  alegar  alguno  de  estos  vicios,  es  el  de  seis 
meses,  contados  de  este  modo  :  en  el  primero  y  segundo 
caso ,  desde  el  dia  en  que  se  descubrió  la  falsedad  del  do- 
cumento, ó  se  tuvo  la  prueba  de  la  retención  ;  en  el  cuarto 
y  quinto ,  desde  aquel  en  que  fué  librada  la  sentencia;  en  el 
tercero ,  desde  el  dia  en  que  llegó  el  pleito  á  noticia  de  la 
parte  ;  y  en  el  sexto ,  desde  que  el  menor  salió  de  la  cura- 
doría ,  y  las  demás  personas  y  corporaciones  privilegiadas 
tuvieron  el  representante  que  no  intervino  en  el  juicio.  Para 
interponer  este  recurso ,  debe  dirigirse  la  parte  al  juez  que 


haya  pronunciado  la  última  sentencia  en  aquel  pleito ,  y 
presentar  con  la  demanda  las  pruebas  ó  datos  que  la  ley 
exige ,  según  la  causa  que  se  alega  ;  depositando  ademas  en 
la  administración  respectiva  de  rentas  municipales  la  suma 
que  aquella  marca ,  con  arreglo  á  la  cuantía  del  negocio.  La 
admisión  de  este  recurso  no  estorba  en  manera  alguna  el 
cumplimiento  de  la  sentencia ,  la  cual  se  lleva  siempre  á  de- 
bido efecto  ;  ni  menos  la  pone  toda  en  tela  de  juicio ,  si  solo 
se  encamina  contra  alguna  parte  determinada.  Cuando  el 
juez  lo  desestima  por  reputarlo  improcedente,  la  parte  puede 
interponer  el  recurso  de  hecho,  de  que  hablaremos  luego. 
En  la  sustanciacion  se  guardan  los  trámites  que  correspon- 
den al  juicio  ordinario  ;  pero  ya  no  puede  interponerse  esto 
mismo  recurso  contra  el  fallo  que  en  él  recaiga.  Si  este  lo  de- 
clara justo  y  anula  en  consecuencia  el  juicio ,  se  devuelve  la 
suma  depositada  al  que  lo  interpuso  ;  pero  si  lo  desestima,  se 
entrega  en  calidad  de  indemnización  á  la  parte  contraria.  En 
el  primer  caso  se  repone  el  pleito  al  estado  de  demanda ,  y 
queda  espedito  á  las  partes  el  derecho  de  hacer  uso  de  sus 
acciones  ante  el  tribunal  competente  de  primera  instancia: 
ley  única,  ttt.  10,  €ód.  de- proced.  jud.  de  19  de  mayo 
de  18'36. 

El  indicado  recurso  de  hecho  (1),  lo  concede  laley  al  que  in- 
terpuso la  apelación  ó  el  recurso  de  nulidad  dentro  del  tér- 
mino legal ,  y  le  fué  negada  su  admisión  por  el  juez  de  la 
causa.  El  agraviado  entonces  pide  testimonio  à  sus  costas  de 
la  sentencia  y  de  las  actuaciones  relativas  á  la  interposición 
y  denegación  de  la  alzada  ó  del  recurso,  y  con  él  se  presenta 
ante  el  superior  inmediato;  lo  cual  debe  verificar  dentro  de 
los  tres  dias  siguientes  al  en  que  recibió  la  negativa,  y  los 
demás  que  correspondan  á  la  distancia  ,  á  razón  de  seis  le- 
guas cada  dia.  El  superior  falla  en  vista  de  estos  datos  den- 
tro de  los  tres  dias  siguientes  á  su  presentación,  y  su  acuer- 
do se  lleva  á  debido  cumplimiento  sin  mas  recurso  que  el 
de  queja  ;  debiendo  el  recurrente  pagar  una  suma  propor- 
cionada para  gastos  de  justicia  ,  según  la  categoría  del  tri- 
bunal de  quien  supuso  recibido  el  agravio,  si  dicho  superior 
desestima  sus  fundamentos  :  arls.  3,  ley  única  ,  til.  ¡i- ,  20  y 
31,  ley  única,  lit.  11 ,  Cad.  de  proced.  jud.,  reformadas  en 
5  de  mayo  de  1838,  y  9,  ley  de  h  de  mayo  de  1858. 

***  Aunque  el  autor  habla  solo  en  este  artículo  de  los 
vicios  radicales  que  son  propios  de  la  sentencia,  la  legislación 
_de  la  república  de  Chile  reconoce  otros  que  son  causa  lam- 
bien  de  que  esta  sea  nula  ,  si  bien  traen  su  origen  de  alguna 
falta  en  el  orden  sustancial  del  procedimiento;  y  como  que 
todos  se  dirigen  á  un  mismo  fin  y  deben  ser  interpuestos  y 
fallados  de  una  misma  manera ,  añadiremos  primero  las 
nuevas  causas  de  nulidad,  y  espondremos  luego  el  nuevo 
método  de  sustanciacion  adoptado  en  la  república. 

A  mas  pues  de  los  defectos  anotados  en  el  texto,  son  vicios 
que  anulan  la  sentencia  dictada  en  los  autos  en  donde  se 
hallan ,  los  siguientes  :  Io.  Incompetencia  manifiesta  del 
juez,  de  que  habla  el  autor  al  principio  del  artículo:  2o.  Omi- 
sión del  traslado  con  emplazamiento  en  forma  de  la  demanda 
y  de  los  documentos  que  la  acompañen,  ó  de  la  diligencia 
en  que  conste  haberse  verificado  la  citación  y  emplazamiento  : 
3o.  Haber  ocultado  á  una  parte  el  documento  que  conste  en 
autos  y  de  que  la  otra  haya  hecho  mérito  enjuicio  :  k°.  De- 
negación de  prueba  en  una  cuestión  de  hecho,  no  habiendo 
en  los  autos  la  justificación  competente  de  algún  punto  ca- 
pital para  el  acierto  en  la  sentencia  :  5o.  Falta  de  notificación 
del  auto  en  que  se  recibe  el  pleito  á  prueba ,  ó  del  que  no 

(d)  Este  recurso  que  Sala  (Ilustración  del  Derecho  Real,  tít.  9, 
lib.  3,  n°.  29)  cuenta  entre  los  ordinarios  y  muy  frecuentes,  dice 
que  tiene  lugar  cuando  el  juez  inferior  niega  la  apelación  ,  ó  la 
concede  solamente  en  el  efecto  devolutivo ,  lo  que  se  llama  acudir 
por  recurso. 
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da  lugar  á  la  solicitud  de  término  probatorio  ,  ó  de  a.¡uel  en 
que  se  señala  dia  para  la  práctica  de  alguna  diligencia  pro- 
batoria :  6o.  Haber  desechado  testigos  presentados  por  al- 
guna de  las  parles  dentro  del  término  de  prueba  y  del  nú- 
mero que  fija  la  ley,  libres  de  impedimento  ó  tachas  legales  : 
7o.  Falta  de  citación  para  definitiva  :  8o.  Fallo  sobre  cosas 
no  pedidas  ,  y  acerca  de  puntos  absolutamente  estraños  ó 
inconexos  con  lo  deducido  y  probado  en  autos  :  9o.  Conti- 
nuación en  el  conocimiento  del  pleito  por  parte  del  juez  que 
se  declaró  legalmente  implicado ,  ó  fué  legítimamente  recu- 
sado :  10.  El  cohecho  ;  ó  el  dar  la  sentencia  por  dinero,  como 
dice  el  autor  :  11.  Suposición  de  diligencias,  falsificación  de 
documentos  ,  ú  otro  cualquier  linaje  de  falsedad  cometido 
por  el  juez,  el  escribano,  ó  alguna  de  las  demás  personas 
que  intervienen  en  los  pleitos,  la  cual  haya  influido  en  el 
fallo  definitivo. 

Todas  estas  causas  de  nulidad  son  comunes  á  todo  género 
de  juicios  y  á  sus  diversas  instancias.  Son  peculiares  del 
juicio  ejecutivo  :  Io.  La  ejecución  decretada  en  virtud  de 
título  que  no  la  trae  aparejada  :  2o.  La  denegación  del  tér- 
mino legal  para  oponerse  :  3o.  La  admisión  de  alguna  escep- 
cion  no  comprendida  en  los  arts.  53,  34  y  3b  del  decreto  de 
S  de  febrero  ííe  1837 ,  espueslo  en  los  artículos  Cesión  de 
bienes  y  Juicio  ejecutivo:  4o.  La  denegación  del  térm'mo  del 
encargado,  ó  próroga  del  mismo,  fuera  del  caso  previsto  en 
cl  art.  38  del  citado  decreto. 

Pertenecen  solo  á  la  segunda  instancia  los  siguientes  : 
Io.  No  dar  lugar  al  pedimento  de  agravios  ó  ásu  contestación 
en  las  alzadas  de  sentencia  definitiva  en  juicio  ordinario  : 
2o.  Falta  de  citación  de  las  partes  para  la  vista  de  la  causa 
y  pronunciamiento  de  la  sentencia  ,  aun  cuando  esta  sea 
interlocutoria  ó  el  juicio  sumario  :  3o.  Admisión  de  una  ape- 
lación improcedente  ó  desierta  :  4o.  Fallo  sobre  cuestión ,  en 
Ja  cual  haya  recaido  sentencia  pasada  en  autoridad  de  cosa 
juzgada  :  5o.  Siendo  colegiado  el  tribunal ,  concurrencia  al 
fallo  de  algún  miembro  que  no  haya  asistido  á  la  vista  del 
pleito,  ó  falta  de  alguno  de  los  que  estuvieron  presentes  á 
dicha  vista  ,  fuera  del  caso  en  que  la  ley  permite  emitir  su 
voto  por  escrito  al  juez,  que  despues  de  este  acto  se  impo- 
sibilita para  asistir  al  acuerdo  de  la  sentencia;  y  menor  nú- 
mero de  jueces  del  que  la  ley  exige  para  que  pueda  haber 
tal  semencia  :  6o.  Y  por  fin  ,  es  causa  de  nulidad  la  omisión 
de  todo  trámite  ó  formalidad  que  las  leyes  prevengan  espre- 
samente  bajo  esta  pena. 

Este  recurso  no  puede  interponerse  mas  que  de  sentencia 
definitiva  dictada  en  pleito  de  mayor  cuantía,  y  de  la  que 
se  diere  en  negocios  de  menor  cuantía,  faltando  al  trámite 
esencial  de  citar  al  reconvenido  para  contestar  á  la  deman- 
da ;  y  por  lo  tanto  no  procede  nunca  contra  las  interlocu- 
torías  de  cualquier  especie  ,  ni  contra  las  definitivas  dadas 
por  la  Corte  suprema  de  justicia.  Debe  interponerse  por 
escrito  ,  ante  el  mismo  juez  que  pronunció  la  sentencia  , 
dentro  de  los  cinco  dias  fatales  siguientes  á  su  notificación  , 
espresando  determinadamente  el  vicio  ó  defecto  en  que  se 
funda  ,  y  acompañando  certificación  de  haber  depositado 
en  ia  tesorería  nacional  la  cantidad  que  corresponda  según 
\a  escala  fijada  por  la  ley,  cuando  la  parte  no  litiga  como 
ijjoljre,  y  la  sentencia  contra  la  cual  se  interpone,  causa  eje- 
cutoria. Si  el  fallo  no  es  de  esta  naturaleza  y  cabe  contra  él 
la  apelación,  deque  se  habló  en  el  lugar  correspondiente  , 
debe  interponerse  este  recurso  de  nulidad  á  la  par  de  dicha 
alzada  ;  y  en  este,  como  en  todos  los  demás  casos,  no  basta 
que  el  recurrente  señale  el  vicio  radical  en  que  funda  su 
queja,  sino  que  es  necesario  ademas  que  tan  luego  como  se 
cometió  ó  llegó  á  su  noticia,  lo  haya  reclamado  anlc 
el  juez  que  es  responsable  de  la  falla ,  à  menos  que  esta  se 
haya  cometido  al  tiempo  de  dictar  la  sentencia.  Reuniendo 
el  recurso  todas  estas  circunstancias  ,  el  juez  ante  quien  se 


iuierpone,  manda  en  seguida  que  se  remitan  los  autos  ori- 
ginales al  juez  ó  tribunal  que  corresponde;  el  cual  es  ,  el 
subdelegado  respectivo  para  el  fallo  de  los  inspectores;  el 
alcalde  ordinario  ó  en  su  defecto  los  regidores,  por  el  orden 
de  precedencia,  para  el  de  los  subdelegados;  el  juez  de  pri- 
mera instancia  ó  el  alcalde  para  el  que  se  dicte  en  juicis 
práctico  de  menor  cuantía,  de  que  hablamos  en  Juicio  ver- 
bal ;  la  Corte  de  apelaciones  para  el  del  alcalde  ó  juez  de  pri- 
mera instancia  ,  y  la  suprema  Corte  de  justicia  para  el  de 
la  Corte  de  apelaciones  en  cualquiera  de  sus  salas  y  el  que 
se  diere  en  juicio  práctico  de  mayor  cuantía.  Al  mismo 
tiempo  que  ordena  la  remisión  de  autos,  emplaza  espresa- 
mente  á  las  partes  ,  para  que  comparezcan  el  dia  inme- 
diato ante  dicho  juzgado  ó  tribunal  competen-te  ,  si  este  se 
halla  en  el  mismo  lugar  que  el  que  admite  el  recurso,  y  si 
no,  dentro  de  un  término  fijo  ,  á  hacer  uso  de  su  derecho. 
Cuando  por  ser  apelable  la  sentencia,  se  interpone  el  recur- 
so de  nulidad  al  mismo  tiempo  que  la  alzada ,  y  esta  no 
procede  ni  se  admite  mas  que  en  el  efecto  devolutivo,  no  se 
remiten  los  autos  originales  ,  sino  solo  en  compulsa  del  to- 
do ó  de  la  parle  que  sea  necesaria  ,  para  lo  cual  se  le  fija 
un  plazo  al  escribano;  y  el  término  del  emplazamiento  no 
corre  sino  desde  el  dia  en  que  este  entrega  dicha  compulsa 
al  recurrente. 

Llegados  los  autos  á  la  superioridad,  y  trascurrido  el 
espresado  término  del  emplazamiento,  se  señala  dia  para  la 
vista,  citando  á  las  partes  que  durante  él  hubiesen  compa- 
recido; y  oidos  en  estrados  á  los  que  se  presenten  á  hacer 
uso  del  derecho  de  hablar  en  ellos,  se  falla  el  recurso. 
Cuando  este  se  ha  interpuesto  por  haberse  ocultado  un  do- 
cumento presentado  por  la  otra  parle ,  de  que  se  hace  mé- 
rito en  juicio  y  el  cual  obra  en  autos ,  ó  por  haber  rehusado 
testigos  hábiles  dentro  del  número  que  fija  la  ley  y  durante 
el  término  de  prueba,  ó  por  cohecho  en  la  sentencia  acep- 
tado ó  recibido,  ó  por  falsedad  de  cualquier  género  come- 
tida por  el  juez,  escribano,  relator  ú  otra  de  las  personas 
que  intervienen  en  el  juicio,  ó  por  haber  fallado  sobro 
algún  punto  resuelto  ya  en  virtud  de  sentencia  pasada  en 
autoridad  de  cosa  juzgada,  ó  por  haber  concurrido  á  dar 
sentencia  en  un  tribunal  colegiado  algún  ministro  que  no 
estuvo  presente  al  tiempo  de  la  vista,  ó  haber  faltado  alguno 
de  los  que  asistieron  á  este  acto  fuera  del  caso  en  que  la 
ley  permite  emitir  el  voto  por  escrito,  ó  haberse  acordado 
la  sentencia  por  menor  número  del  que  la  ley  exige;  en 
todos  y  cada  uno  de  estos  casos  puede  el  tribunal  que  ha  de 
conocer  del  recurso,  disponer,  luego  que  recibe  los  autos, 
que  las  partes  le  den  la  instrucción  que  juzguen  conve- 
niente, señalando  despues  dia  para  la  vista  y  celebrándola, 
como  hemos  dicho.  Si  se  declara  nulo  lo  actuado  desde  que 
se  faltó  á  tal  formalidad,  sejeponen  los  autos  en  aquel  es- 
tado y  se  mandan  continuar,  mas  no  por  el  juez  ó  tribunal 
que  cometió  la  falta,  sino  por  otro  diverso;  de  manera  que 
la  Corle  suprema  retiene  el  conocimiento  de  los  pleitos  en 
que  declara  que  cometió  alguna  nulidad  la  Corte  de  apela- 
ciones, y  el  que  debe  reemplazar  al  juez  de  primera  instan- 
cia en  los  casos  de  inhabilitación  ó  implicancia,  recibe 
para  su  continuación  y  fallo  los  autos,  en  que  la  Corle  de 
apelaciones  declara  que  cometió  también  nulidad  dicho 
juez  de  primera  instancia.  Lo  mismo  decimos  en  el  caso  de 
que  el  juez  de  letras  ó  el  alcalde  ,  en  los  negocios  de  menor 
cuantía  de  que  conocen  los  subdelegados  ó  los  jueces  prác- 
ticos, reconozcan  que  efectivamente  se  ha  faltado  al  tramito 
esencial  de  citar  á  las  partes  para  contestar  á  la  demanda; 
pues  en  tal  caso  deben  reponer  la  instancia,  y  cometer  la 
sustanciacion  y  fallo  al  que  debe  subrogar  á  dicho  subdele- 
gado ó  jueces,  haciendo  efectiva  su  responsabilidad.  En  este 
caso  en  que  se  da  lugar  al  recurso ,  se  devuelve  el  depósito 
que  en  el  suyo  debe  hacer  el  que  lo  interpone,  así  comoenej 
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supuesto  contrario  de  que  no  se  dé  lugar,  queda  desde  luego 
aplicado  al  fisco  como  multa  ;  y  si  este  recurso  se  interpuso 
á  la  par  de  la  apelación ,  desechado  el  primero,  se  pasa  á 
conocer  déla  segunda;  pero  sise  admite,  no  surte  la  alzada 
ningún  efecto,  porque  se  reponen  los  autos á tal  estado  de 
la  instancia  anterior  en  la  cual  se  ha  de  dictar  de  nuevo  sen- 
tencia. Cuando  la  nulidad  proviene  de  competencia  mani- 
fiesta de  jurisdicción,  al  declararlo  así^l  tribunal  superior, 
remite  ya  los  autos  al  juzgado  que  estima  competente.  Contra 
el  fallo  dado  sobre  este  recurso  por  la  Corte  de  apelaciones, 
no  se  admite  nuevo  recurso  de  nulidad,  ni  tampoco  contra 
las  sentencias  dictadas  sobre  este  ú  otros  puntos  por  la 
Corte  suprema  de  justicia  :  art.  67,  Reglam.  de  adm,  de 
just.  de  2  de  junio  de  1824,  auto  de  la  Corle  suprema  de 
7  de  marzo  de  1856 ,  y  decr.  de  Io.  de  marzo  de  1837.  ] 

SENTENCIA  ejecutoriada  ó  pasada  en  autoridad  de 
cosa  juzgada.  La  sentencia  que  adquiere  fuerza  irrevocable 
por  haberse  consentido  espresamenle  ,  ó  por  no  haberse 
apelado  de  ella  ,  ó  por  haberse  apartado  el  apelante  de  la 
apelación  interpuesta,  ó  haberse  declarado  esta  por  desier- 
ta; ley  19  ,  til.  22 ,  Parí.  3.  En  efecto ,  si  la  parte  vencida 
en  el  juicio  no  apelare  en  el  término  de  cinco  dias,  ó  ape- 
lando no  mejorare  la  apelación  ,  ó  no  la  prosiguiere  dentro 
de  los  términos  concedidos  por  las  leyes,  puede  la  parte 
contraria  pedir  al  juez  que  declare  por  desierta  la  apelación, 
y  este  debe  declararla  tal ,  oyendo  sumariamente  al  ape- 
lante. Declarada  por  desierta  la  apelación,   la  sentencia 
queda  irrevocable  y  pasada  en  autoridad  de  cosa  juzgada, 
dándose  á  la  parte  vencedora  un  testimonio  que  se  llama 
carta  ejecutoria,  en  que  se  hace  una  sumaria  relación  del 
pleito ,  insertando  la  sentencia  y  el  auto  en  que  se  declaró 
por  pasada  en  autoridad  de  cosa  juzgada.  Despues  de  esta 
diligencia,  quedan  obligados  al  cumplimiento  de  la  senten- 
cia los  que  pleitearon  y  sus  herederos,  á  los  cuales  tan  sola- 
mente aprovecha  ó  daña ,  y  no  á  los  que  no  litigaron  ni 
traen  causa  de  ellos ,  escepto  en  las  acciones  perjudiciales  ; 
leyes  20  y  21  ,   til.  22,  Parí.  5.  La  sentencia  pasada  en 
autoridad  de  cosa  juzgada  debe  ejecutarse  dentro  de  tercero 
dia  si  fuere  sobre  raiz  ó  mueble  que  no  sea  dinero,  y  dentro 
de  diez  dias  si  fuere  sobre  dineros;  mas  si  el  condenado  no 
pudiere  entregar  la  cosa  en  dicho  plazo  por  estar  en  otra 
parte,  ó  por  otra  razón  ,  debe  dar  fianza  obligándose  á  en- 
tregarla en  el  plazo  que  el  juez  le  señale,  ó  bien  su  estima- 
ción si  no  la  pudiese  haber;  ley  1,  lit.  17,  lib.  11 ,  Nov.  Rec, 
y  ley  5,  til.  27,  Part.  5.  —  A  veces  se  ejecuta  la  sentencia 
provisionalmente,  sin  embargo  de  la  apelación  que  se  ha 
interpuesto  por  el  litigante  condenado;  y  esto  sucede  siem- 
pre que  la  causa  es  urgente  y  se  trata  en  juicio  sumario,  no 
concediéndose  en  tal  caso  la  apelación  sino  solo  en  el  efecto 
devolutivo.  Véase  Efecto  devolutivo.  La  sentencia  pasada  en 
autoridad  de  cosa  juzgada  produce  acción  y  escepcion  :  la 
acción,  según  las  Partidas,  duraba  treinta  años  ;  pero  por  la 
Recopilación  está  reducida  á  veinte ,  de  modo  que  el  vence- 
dor tiene  este  término  para  pedir  la  cosa  litigiosa ,  porque 
la  acción  personal  y  la  ejecutoria  dada  sobre  ella  se  pres- 
criben por  este  tiempo  ,  en  la  forma  esplicada  en  el  artículo 
Prescripción  de  acciones  :  la  escepcion  es  perpetua  á  favor 
del  demandado  absuelto  y  sus  herederos;  ley  19,  til.  22, 
Part.  3,  y  ley  63  de  Toro,  que  eslaü,  til.  8,  lib.  1 1 ,  Nov.  Rec. 
Hay  no  obstante  algunos  casos  en  que  puede  rescindirse 
y  revocarse  la  sentencia  pasada  en  autoridad  de  cosa  juz- 
gada, y  son  los  siguientes  :  Io.  cuando  el  condenado  en  ella 
halló  posteriormente  nuevos  instrumentos ,  en  cuyo  caso 
puede  pretender  se  rescinda  por  via  de  restitución  ,  según 
la  opinion  de  algunos  interpretes  ,  que  no  deja  de  parecer 
contraria  á  la  ley,  según  lo  dicho  en  el  artículo  Sentencia 
definitiva:  —  2o.  cuando  se  pronunció  la  sentencia  en  virtud 
del  juramento  supletorio  de  la  una  parte,  y  luego  justifica 


la  contraria  con  los  documentos  nuevamente  encontrados 

que  aquella  fué  perjura;  leyes  13  y  19,  lit.  22  ,  Part.  3: 

—  5o.  cuando  se  dio  en  causa-matrimonial  declarando  no 
haber  matrimonio ,  ó  que  fué  ilícito  ,  si  hubo  error  en  la 
declaración  ó  el  juez  no  fué  el  legítimo  diocesano  que  debió 
conocer  de  ella;  ley  13  y  su  glos.  U,  lit.  22,  Part.  3; 
caps.  10  y  11 ,  de  sentenlia  et  re  judicala  :  —  h°.  cuando  fué 
dada  por  pruebas  falsas  de  testigos  ó  instrumentos ,  en  cuyo 
caso  tiene  el  agraviado  veinte  años  de  término  para  pedir 
la  rescision  de  la  sentencia  por  via  de  restitución  ;  ley  15, 
til.  11  ,  ley  116,  tít.  18,  leyes  13  y  19,  lit.  22,  y  leyes  i  y  2, 
lit.  26  ,  Part.  3  :  —  S°.  cuando  despues  cesa  la  causa  por- 
que se  pronunció  ,  como  si  alguno  hubiere  sido  condenado 
á  pagar  el  valor  de  una  cosa  que  le  habian  prestado  y  per- 
dió ,  y  luego  la  halla  su  dueño  ;  ley  19 ,  lit.  22  cit.  :  — 
6o.  cuando  la  sentencia  fué  venal ,  por  haber  sido  sobornado 
el  juez  con  dádivas  ó  promesas;  leyes  24  y  25,  lit.  22, 
Part.  3  :  —  7o.  cuando  se  dio  contra  el  rey  ó  su  procurador, 
y  este  ú  otro  cometió  dolo  para  ello  ;  ley  19,  lit.  22,  Part.  3  : 
—  8o.  cuando  la  sentencia  es  tal  que  de  su  tenor  ó  por  vista 
ocular  ó  evidencia  del  hecho  aparece  su  iniquidad;  cap.  9, 
de  sentenlia  et  re  judicata.  Véase  Juicio  criminal  :  — 
9o.  cuando  la  sentencia  es  nula  ,  según  lo  dicho  en  el  artí- 
culo anterior,  á  no  ser  que  sea  consentida  por  las  partes. 

En  las  causas  criminales  la  sentencia  de  muerte  se  ejecuta 
al  tercero  dia  después  de  consultada  y  publicada;  y  no  en 
secreto  ,  sino  en  público  ,  para  que  la  pena  sea  ejemplar,  y 
pueda  contener  á  los  que  trataren  de  imitar  al  delincuente  ; 
á  cuyo  efecto  se  publica  también  por  pregones  el  delito  del 
reo  en  las  calles  de  la  carrera  por  donde  es  conducido  y  en 
el  lugar  del  suplicio  ;  ley  iilt.,  lit.  3,  Part.  7 ,  y  ley  5,  tít.  2, 
Part.  3.  —  Es  también  muy  conveniente  que  la  sentencia  se 
ejecute  en  el  pueblo  donde  se  cometió  el  delito,  para  que  los 
que  fueron  testigos  del  hecho  ,  lo  sean  también  de  la  pena  : 
pero  ordinariamente  se  verifica  en  la  capital  de  la  provincia , 
ya  por  evitar  gastos  ,  ya  por  la  mayor  necesidad  que  hay 
de  presentar  espectáculos  de  esta  especie  en  las  grandes 
poblaciones,  donde  el  mayor  número  de  habitantes  suele 
hacer  mayor  el  número  de  los  delitos.  —  En  la  mujer  que  se 
halla  embarazada  no  puede  ejecutarse  la  sentencia  de  muerte 
hasta  después  del  parto  ,  bajo  el  concepto  de  que  el  que  la 
hiciere  ejecutar  antes  debe  ser  castigo  como  homicida  ; 
ley  últ.,  tít.  31  ,  Part.  7. 

SENTENCIA  arbitral.  La  que  dan  los  arbitros  en  vir- 
tud del  poder  ó  compromiso  de  las  partes.  Véase  Arbilracion 
y  Arbitro,  é  Instrumento  ejecutivo ,  n.  3,  como  también 
Juicio  arbitral. 

f  SENTENCIA  en  materias  mercantiles.  El  que 
quiera  enterarse  de  este  punto  ha  de  ver  el  art.  82  hasta 
el  95  de  la  ley  de  enjuiciam.  de  24  de  julio  de  1830,  ó  el  Su- 
plemento al  Diccionario  de  Escriche. 

SEÑORÍO.  El  territorio  perteneciente  al  señor  y  de  que 
es  dueño.  Los  señoríos  territoriales  y  solariegos  se  consi- 
deran en  la  clase  de  propiedad  particular,  y  los  señoríos 
jurisdiccionales  deben  quedar  incorporados  á  la  nación  se- 
gún los  decretos  que  siguen,  esto  es,  conforme  al  decreto 
de  6  de  agosto  de  1811 ,  al  decreto  de  19  de  julio  de  1813 , 
á  la  ley  de  3  de  mayo  de  1823  y  á  la  de  26  de  agosto 
de  1837.  . 

I.  —  Decreto  de  las  Cortes  de  6  de  agosto  de  18 14, 
restablecido  ett  2  de  febrero  de  1837. 

«  Deseando  las  Cortes  generales  y  estraordinarias  remover 
los  obstáculos  que  hayan  podido  oponerse  al  buen  régimen, 
aumento  de  población  y  prosperidad  de  la  monarqnía  espa- 
ñola, decretan  : 

Io.  Desde  ahora  quedan  incorporados  á  la  nación  todos 
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los  señoríos  jurisdiccionales ,  de  cualquiera  clase  y  condición 
que  sean. 

2o.  Se  procederá  al  nombramiento  de  todas  las  justicias 
y  demás  funcionarios  públicos  por  el  mismo  orden  y  según 
se  verifica  en  los  pueblos  de  realengo. 

5o.  Los  corregidores,  alcaldes  mayores  y  demás  emplea- 
dos comprendidos  en  el  artículo  anterior  cesarán  desde  la 
publicación  de  este  decreto,  à  escepcion  de  los  ayuntamientos 
y  alcaldes  ordinarios,  que  permanecerán  hasta  fin  del  pré- 
sente año. 

'i°.  Quedan  abolidos  los  dictados  de  vasallos  y  vasallaje, 
j[  las  prestaciones  así  reales  como  personales ,  que  deban 
su  origen  á  título  jurisdiccional ,  á  escepcion  de  las  que 
procedan  de  contrato  libre  çn  uso  del  sagrado  derecho  de 
propiedad. 

5o.  Los  señoríos  territoriales  y  solariegos  quedan  desde 
ahora  en  la  clase  de  los  demás  derechos  de  propiedad  par- 
ticular, si  no  son  de  aquellos  que  por  su  naturaleza  deban 
incorporarse  á  la  nación  ,  ó  de  los  en  que  no  se  hayan  cum- 
plido las  condiciones  con  que  se  concedieron  ;  lo  que  resul- 
tará de  los  títulos  de  adquisición. 

6o.  Por  lo  mismo  los  contratos,  pactos  ó  convenios  que  se 
hayan  hecho  en  razón  de  aprovechamientos,  arriendos  de 
terrenos  ,  censos  ú  otros  de  esta  especie  celebrados  entre 
los  llamados  señores  y  vasallos ,  se  deberán  considerar 
desde  ahora  como  contratos  de  particular  á  particular. 

7o.  Quedan  abolidos  los  privilegios  llamados  esclusivos , 
privativos  y  prohibitivos  que  tengan  el  mismo  origen  de 
señorío;  como  son  los  de  caza,  pesca,  hornos,  molinos, 
aprovechamientos  de  aguas ,  montes  y  demás  ;  quedando  al 
libre  uso  de  los  pueblos  ,  con  arreglo  al  derecho  común  y  á 
las  reglas  municipales  establecidas  en  cada  pueblo,  sin  que 
por  esto  los  dueños  se  entiendan  privados  del  uso  que  como 
particulares  pueden  hacer  de  los  hornos  ,  molinos  y  demás 
fincas  de  esta  especie ,  ni  de  los  aprovechamientos  comunes 
de  aguas,  pastos  y  demás,  á  que  en  el  mismo  concepto 
puedan  tener  derecho  en  razón  de  vecindad. 

8o.  Los  que  obtengan  las  prerogativas  indicadas  en  los 
antecedentes  artículos  por  título  oneroso ,  serán  reintegrados 
del  capital  que  resulte  de  los  títulos  de  adquisición  :  y  los 
que  los  posean  por  recompensa  de  grandes  servicios  reco- 
nocidos ,  serán  indemnizados  de  otro  modo. 

9o.  Los  que  se  crean  con  derecho  al  reintegro  de  que 
habla  el  artículo  antecedente,  presentarán  sus  títulos  de  ad- 
quisición en  las  chancillerías  y  audiencias  del  territorio  ; 
donde  en  lo  sucesivo  deberán  promoverse  ,  sustanciarse  y 
finalizarse  estos  negocios  en  las  dos  instancias  de  vista  y  re- 
vista con  la  preferencia  que  exige  su  importancia ,  salvos 
aquellos  casos  en  que  puedan  tener  lugar  los  recursos 
estraordinarios  de  que  tratan  las  leyes  ,  arreglándose  en 
todo  á  lo  declarado  en  este  decreto  ,  y  à  las  leyes  que  por 
su  tenor  no  queden  derogadas. 

10.  Para  la  indemnización  que  deba  darse  á  los  poseedores 
de  dichos  privilegios  esclusivos  por  recompensa  de  grandes 
servicios  reconocidos ,  precederá  la  justificación  de  esta 
calidad  en  el  tribunal  territorial  correspondiente,  y  este  la 
consultará  al  Gobierno  con  remisión  del  espediente  original, 
quien  designará  la  que  deba  hacerse ,  consultándolo  con  las 
Cortes. 

11.  La  nación  abonará  el  capital  que  resulte  de  los  títulos 
de  adquisición  ,  ó  lo  reconocerá  otorgando  la  correspon- 
diente escritura  ;  abonando  en  ambos  casos  un  1res  por 
ciento  de  intereses  desde  la  publicación  de  este  decreto 
hasta  la  rendición  de  dicho  capital. 

12.  En  cualquier  tiempo  que  los  poseedores  presenten 
sus  títulos  serán  oidos,  y.  la  nación  estará  á  las  resultas 
para  las  obligaciones  de  que  habla  el  articulo  anterior. 

13.  No  se  admitirá  demanda  ni  contestación  alguna  que 


impida  el  puntual  cumplimiento  y  pronta  ejecución  de  todo 
lo  mandado  en  los  artículos  anteriores ,  sobreseyéndose  en 
los  pleitos  que  haya  pendientes  :  llevándose  inmediatamente 
à  efecto  lo  mandado  ,  según  el  literal  tenor  de  este  decreto  , 
que  es  la  regla  que  en  lo  sucesivo  debe  gobernar  para  la 
decisión  ;  y  si  se  ofreciese  alguna  duda  sobre  su  inteligencia 
y  verdadero  sentido ,  se  abstendrán  los  tribunales  de  re- 
solver é  interpretar,  y  consultarán  á  S.  M.  por  medio  Jel 
Consejo  de  Regencia  con  remisión  del  espediente  original. 

14.  En  adelante  nadie  podrá  llamarse  señor  de  vasallos, 
ejercer  jurisdicción ,  nombrar  jueces ,  ni  usar  de  los  pri- 
vilegios y  derechos  comprendidos  en  este  decreto  :  y  el  que 
lo  hiciere  perderá  el  derecho  al  reintegro  en  los  casos  que 
quedan  indicados. 

II. — La  ley  de  3  de  mayo  de  1823  es  la  siguiente, 
■restablecida  en  2  de  febrero  de  1837. 

Las  Cortes ,  después  de  haber  observado  todas  las  forma- 
lidades prescritas  por  la  Constitución  ,  han  decretado  lo 
siguiente  : 

Artículo  Io.  Para  evitar  dudas  en  la  inteligencia  del 
decreto  de  las  Cortes  generales  y  estraordinarias  de  6  de 
agosto  de  1811  se  declara  que  por  él  quedaron  abolidas  todas 
las  prestaciones  reales  y  personales ,  y  las  regalías  y  dere- 
chos anejos  inherentes  y  que  deban  su  origen  á  título  juris- 
diccional ó  feudal ,  no  teniendo  por  lo  mismo  los  antes 
llamados  Señores  acción  alguna  para  exigirlas,  ni  los  pueblos 
obligación  à  pagarlas. 

Art.  2o.  Declárase  también  que  para  que  los  señoríos  terri- 
toriales y  solariegos  se  consideren  en  la  clase  de  propiedad 
particular,  con  arreglo  al  artículo  5o.  de  dicho  decreto ,  es 
obligación  de  los  poseedores  acreditar  previamente  con  los 
títulos  de  adquisición  que  los  espresados  señoríos  no  son 
de  aquellos  que  por  su  naturaleza  deben  incorporarse  á  la 
nación,  y  que  se  han  cumplido  en  ellos  las  condicione:;  con 
que  fueron  concedidos,  según  lo  dispuesto  en  el  mencionado 
artículo,  sin  cuyo  requisito  no  han  podido  ni  pueden  con- 
siderarse pertenecientes  á  propiedad  particular. 

Art.  3o.  En  su  consecuencia  solo  en  el  caso  de  que  por  la 
presentación  de  títulos  resulte  que  los  señoríos  territoriales  y 
solariegos  no  son  de  los  incorporables  y  que  se  han  cumplido 
las  condiciones  de  su  concesión,  es  cuando  deben  conside- 
rarse y  guardarse  como  contratos  de  particular  á  particular, 
según  el  artículo  6o.  del  propio  decreto,  los  pactos  y  con- 
venios que  se  hayan  hecho  entre  los  antes  llamados  Señores 
y  vasallos,  aprovechamientos ,  arriendos  de  terrenos  ,  censos, 
ú  otros  de  esta  especie  ;  pero  sin  embargo  quedarán  siempre 
nulas  y  de.ningun  valor  ni  efecto  todas  las  estipulaciones  y 
condiciones  que  en  dichos  contratos  contengan  obligaciones 
ó  gravámenes,  relativos  á  las  prestaciones,  regalías  y  de- 
rechos anejos  é  inherentes  á  la  cualidad  iurisdiccional  ó 
feudal  que  quedó  abolida. 

Art.  k°.  Por  lo  declarado  y  dispuesto  ets  ros  artículos  prece- 
dentes ,  los  poseedores  que  pretendan  que  sus  señoríos  ter- 
ritoriales y  solariegos  son  de  los  que  se  deben  considerar 
como  propiedad  particular,  presentarán  ante  los  jueces  res- 
pectivos de  primera  instancia  los  títulos  de  adquisición  para 
que  se  decida  según  ellos  si  son  ó  no  de  la  clase  espresada  , 
con  las  apelaciones  á  las  audiencias  territoriales,  conforme 
á  la  Constitución  y  á  las  leyes.  En  este  juicio  ,  que  debe  ser 
breve  y  meramente  instructivo,  con  audiencia  de  los  mismos 
señores  ,  de  los  promotores  y  ministros  fiscales  y  de  los  pue- 
blos ,  no  se  admitirá  prueba  á  las  partes  en  ninguna  de  las 
instancias ,  sino  sobre  los  dos  puntos  precisos  de  ser  ó  no  los 
señoríos  incorporables  por  su  naturaleza  ,  ó  de  haberse  ó  no 
cumplido  las  condiciones  de  su  concesión ,  en  el  caso  de  que 
estas  circunstancias  no  resulten  completamente  de  los  mis- 
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mos  títulos,  y  sobre  si  efectivamente  son  ó  no  territoriales  y 
solariegos  los  espresados  señoríos  en  caso  que  los  pueblos 
nieguen  esta  caliüad. 

Art.b0.  Miéntrasqueporsentenciaque  cause  ejecutoria  no 
se  declare  que  los  señoríos  territoriales  y  solariegos  no  son  de 
los  incorporables  á  la  nación ,  y  que  se  han  cumplido  en  ellos 
las  condiciones  con  que  fueron  concedidos ,  los  pueblos  que 
antes  pertenecieron  á  estos  señoríos  no  están  obligados  á 
pagar  cosa  alguna  en  su  razón  á  los  antiguos  señores,  pero 
si  estos  quisiesen  presentar  sus  títulos,  deberán  los  pueblos 
dar  fianzas  seguras  de  que  pagarán  puntualmente  todo  lo 
que  hayan  dejado  de  satisfacer,  y  corresponda  según  el  ar- 
tículo 5o.  de  este  decreto,  si  se  determinase  contra  ellos  el 
juicio  ;  y  de  ningún  modo  perturbarán  á  los  señores  en  la 
posesión  y  disfrute  de  los  terrenos  y  fincas  que  hasta  ahora 
les  hayan  pertenecido ,  como  propiedades  particulares  .  sino 
en  los  casos  y  por  los  medios  que  ordenan  las  leyes,  enten- 
diéndose todo  sin  perjuicio  de  los  derechos  que  competan  á 
la  nación  acerca  de  la  incorporación  ó  reversión  de  dichos 
señoríos  territoriales.  Sin  embargo  se  declara  que  si  á  al- 
gunos de  los  espresados  señoríos  perteneciere  algún  foro  ó 
enfitéusis  que  se  haya  subforado  ó  vuelto  á  establecer  por  el 
primer  poseedor  del  dominio  útil ,  solo  este  será  el  obligado 
á  dar  la  fianza  prescrita  en  este  articulo,  para  satisfacer  á 
su  tiempo  lo  que  corresponda  al  señor  del  dominio  directo, 
según  lo  que  resulte  del  juicio;  pero  tendrá  derecho  á  exigir 
las  pensiones  contratadas  del  subforatario  ó  del  segundo 
poseedor  del  dominio  útil ,  y  estos  de  los  demás  á  quienes 
hayan  vuelto  á  traspasar  el  propio  dominio. 

Art.  6o.  Cuando  en  vista  de  los  títulos  de  adquisición  se  de- 
clare que  debenconsiderarse  como  propiedad  particular  de  los 
antiguos  señores  los  señoríos  territoriales  y  solariegos,  los 
contratos  espresados  en  dicho  artículo  5o.  se  ajustarán  ente- 
ramente en  lo  sucesivo  á  las  reglas  del  derecho  común, 
como  celebrados  entre  particulares  sin  fuero  especial  ni  pri- 
vilegio alguno. 

Art.  7o.  Por  consiguiente  en  los  enfitéusis  de  señorío  que  ha- 
yan de  subsistir  en  virtud  de  la  declaración  judicial  espresada, 
se  declara  por  punto  general ,  mientras  se  arreglan  de  una 
manera  uniforme  estos  contratos  en  el  código  civil,  que  la 
cuota  que  con  el  nombre  de  laudemio,  luismo  ú  otro  equi- 
valente, se  deba  pagar  al  señor  del  dominio  directo  siempre 
que  se  enajene  la  finca  infeudada,  no  ha  de  esceder  de  la 
cincuentena  ó  sea  del  dos  por  ciento  del  valor  líquido  de  la 
misma  finca ,  con  arreglo  á  las  leyes  del  reino  ;  ni  los  posee- 
dores del  dominio  útil  tendrán  obligación  á  satisfacer  mayor 
laudemio  en  adelante  ,  cualesquiera  que  sean  los  usos  ó  es- 
tablecimientos en  contrario.  Tampoco  la  tendrán  de  pagar 
cosa  alguna  en  lo  sucesivo  por  razón  de  fadiga  ó  derecho  de 
tanteo  ;  y  este  derecho  será  recíproco  en  adelante  para  los 
poseedores  de  uno  y  otro  dominio,  los  cuales  deberán  avi- 
sarse dentro  del  término  prescrito  por  la  ley,  siempre  que 
cualquiera  de  ellos  enajene  el  dominio  que  tiene;  pero  ni 
uno  ni  otro  podrán  nunca  ceder  dicho  derecho  á  otra  persona . 

Art.  8o.  Lo  que  queda  prevenido  ,  no  se  entiende  con  res- 
pecto á  los  cánones  ó  pensiones  anuales  que  según  los  contratos 
existentes  se  pagan  por  los  foros  y  subforos  de  dominio  par- 
ticular, ni  á  las  que  se  satisfacen  con  arreglo  á  los  mismos 
contratos  por  reconocimiento  del  dominio  directo ,  ó  por 
laudemio  en  los  enfitéusis  puramente  alodiales  ;  pero  cesarán 
para  siempre  donde  subsistan  las  prestaciones  conocidas  con 
los  nombres  áelerratge,  quistia,fogatge,jora,  llosol,tragí, 
acople,  lleuda ,  pcatge ,  ral  de  baille  ,  dinerillo  ,  cena  de  au- 
sencia y  de  presencia ,  caslillería  ,  tiratge ,  barcatgc  y  cual- 
quiera otra  de  igual  naturaleza,  sin  perjuicio  de  que  si  algún 
perceptor  de  estas  prestaciones  pretendiere  y  probare  que 
tienen  su  origen  de  contrato,  y  que  le  pertenecen  por  do- 
minio puramente  alodial,  se  \e  marfíenga  on  su  actual  po- 


sesión ,  no  entendiéndose  por  contrato  primitivo  las  concor- 
dias con  que  dichas  prestaciones  se  hayan  subrogado  er. 
lugar  de  otras  feudales  anteriores  de  la  misma  ó  de  distinta 
naturaleza. 

Art.  9° .  Así  los  laudemios,  como  las  pensiones  y  cualesquiera 
otras  prestaciones  anuales  de  dinero  ó  frutos  que  deban  sub- 
sistir en  los  enfitéusis  referidos ,  sean  de  señorío  ó  alodiales, 
se  podrán  redimir  como  cualesquiera  censos  perpetuos  bajo 
las  reglas  prescritas  en  los  artículos  k0.,  5o. ,  6°.,  7o. ,  8o.  y 
12  de  la  real  cédula  de  17  de  enero  de  180a  (  ley  2-'í,  tít.  1S, 
lib.  10  de  la  Noi  •'.  Rec.  ),  pero  con  la  circunstancia  de  que 
la  redención  se  j.odrá  ejecutar  por  terceras  partes  á  voluntad 
del  enfiteuta ,  y  que  se  ha  de  hacer  en  dinero  ó  como  con- 
cierten entre  sí  los  interesados,  entregándose  al  dueño  el  ca- 
pital redimido,  ó  dejándolo  á  su  libre  disposición.  Sevilla  27 
de  abril  de  1823. 

III.— Ley  de  26  de  agosto  de  4837. 

Artículo  Io.  Lo  dispuesto  en  el  decreto  de  lasGortes  generales 
y  estraordin arias  de  6  de  agosto  de  1811  y  en  la  ley  aclara- 
toria del  mismo  de  5  de  mayo  de  1823  acerca  de  la  presen- 
tación de  los  títulos  de  adquisición  para  que  los  señoríos  ter- 
ritoriales y  solariegos  se  consideren  en  la  clase  de  propiedad 
particular,  solo  se  entiende  y  aplicará  con  respecto  á  los 
pueblos  y  territorios  en  que  los  poseedores  actuales  ó  sus 
causantes  hayan  tenido  el  señorío  jurisdiccional. 

Art.  2o.  En  consecuencia  de  lo  dispuesto  en  el  artículo 
anterior,  se  consideran  como  de  propiedad  particular  los 
censos ,  pensiones ,  rentas  ,  terrenos ,  haciendas  y  heredades 
sitas  en  pueblos  que  no  fueron  de  señorío  jurisdiccional;  y 
sus  poseedores  no  están  obligados  á  presentar  los  títulos  do 
adquisición,  ni  serán  inquietados  ni  perturbados  en  su  po- 
sesión ,  salvo  los  casos  de  reversion  é  incorporación ,  y  las 
acciones  que  competan  por  las  leyes,  tanto  á  los  put'blos 
como  á  otros  terceros  interesados  ,  acerca  de  la  posesión  ó 
propiedad  de  los  mismos  derechos,  terrenos,  haciendas  y 
heredades. 

Art.  5o.  Tampoco  están  obligados  los  poseedores  á  pre- 
sentar los  títulos  de  adquisición  para  no  ser  perturbados  en 
la  posesión  de  los  predios  rústicos  y  urbanos  y  de  los  censos 
consignativos  y  reservativos  que  estando  sitos  en  pueblos  y 
territorios  que  fueron  de  su  señorío  jurisdiccional,  les  han 
pertenecido  hasta  ahora  como  propiedad  particular.  Si  ocur- 
riere duda  ó  contradicción  sobre  esto  ,  deberán  los  posee- 
dores justificar  por  otra  prueba  legal  y  en  un  juicio  breve 
y  sumario  la  cualidad  de  propiedad  particular  independiente 
del  título  de  señorío  :  será  prueba  bastante  en  cuanto  a  los 
censos  consignativos  la  escritura  de  imposición;  pero  en 
cuanto  á  los  reservativos,  ademas  de  la  escritura  de  dación 
á  censo,  acreditarán  que  al  tiempo  de  otorgarla  pertenecía 
la  finca  gravada  al  que  la  dio  á  censo  por  título  particular 
diverso  del  de  señorío.  La  resolución  que  recaiga  en  estos 
juicios  ,  decidirá  solo  sobrp  la  posesión,  quedando  salvo  el 
derecho  de  propiedad. 

Art.  h°.  Por  último ,  no  estarán  obligados  á  presentar  los 
títulos  de  adquisición  aquellos  señores  que  hayan  sufrido  ya 
el  juicio  de  incorporación  ó  el  de  reversion  y  obtenido  sen- 
tencia favorable  ejecutoriada  ;  pero  si  fueren  requeridos , 
exhibirán  la  ejecutoria,  la  cual  será  cumplida  y  guardada  en 
todo  lo  sentenciado  y  definido  por  ella  ,  escepto  en  cuanto  á 
los  derechos  jurisdiccionales  y  á  los  tributos  y  prestaciones 
que  denoten  señorío  ó  vasallaje ,  y  que  quedan  abolidos  por 
las  leyes  anteriores  y  por  la  presente. 

Art.  5o.  Con  respecto  á  los  otros  predios ,  derechos  y  pres- 
taciones, cuyos  títulos  de  adquisición  deban  piv.reniaisc,  so 
concede  á  los  que  fueron  señores  jurisdiccionales  el  término 
de  dos  meses,  contados  desde  la  promulgación  de  esta  ley, 
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para  que  los  presenten ,  y  si  no  cumplieren  con  la  presen- 
tación en  este  término ,  se  procederá  al  secuestro  de  dichos 
predios ,  proponiendo  en  seguida  la  parte  fiscal  la  correspon- 
diente demanda  de  incorporación. 

Art.  6o.  Si  los  presentaren  dentro  del  término,  conti- 
nuarán las  prestaciones  ,  rentas  y  pensiones  que  consten  en 
los  mismos  títulos  ,  hasta  que  recaiga  sentencia  que  cause 
ejecutoria  ,  cuyos  efectos  en  el  caso  de  ser  contraria  á  los 
señores  ,  se  declararán  eficaces  desde  el  dia  en  que  se  pro- 
mulgue esta  ley. 

Art.  7o.  La  presentación  de  los  títulos  de  adquisición  se 
verificará  en  los  juzgados  de  primera  instancia  ,  que  deben 
conocer  del  juicio  instructivo  ,  de  que  trata  el  art.  4o.  de  la 
ley  de  1823;  y  se  hará  ó  de  los  mismos  títulos  originales,  ó 
de  testimonios  literales  é  íntegros  de  ellos,  que  se  pedirán' 
en  los  juzgados  de  partido  en  que  se  hallen  los  archivos  de 
los  señores.  Para  ello  se  exhibirán  los  títulos  originales;  y 
puestos  los  testimonios,  se  concertarán  con  aquellos  á  pre- 
sencia del  juez  y  del  promotor  fiscal ,  que  firmarán  la  dili- 
gencia que  se  estienda  á  continuación  de  los  mismos 
testimonios;  todo  sin  perjuicio  de  los  otros  cotejos,  com- 
probaciones y  reconocimientos  que  soliciten  las  partes  inte- 
resadas. 

Art.  8o.  Cuando  los  señores  no  puedan  presentar  los  títulos 
originales  porque  hayan  sido  destruidos  por  incendio ,  sa- 
queo li  otro  accidente  inevitable,  cumplirán  con  presentar 
copia  íntegra  legalizada  fehaciente  de  los  mismos  títulos , 
acreditando  la  destrucción  de  estos  con  otros  documentos  ó 
informaciones  de  testigos ,  hechas  en  la  época  coetánea  y 
próxima  á  los  sucesos  que  causaron  dicha  destrucción.  Si 
presentaren  lodo  lo  que  previene  este  artículo  en  el  juzgado 
de  partido  en  que  se  hallen  los  archivos  ,  se  les  darán  los 
testimonios  que  pidan ,  en  los  mismos  términos  y  para  los 
fines  que  prescribe  el  artículo  anterior  con  respecto  á  los 
títulos  originales. 

Art.  9o.  Se  declara  que  por  el  restablecimiento  de  la  citada 
ley  de  3  de  mayo  de  1823  no  tienen  derecho  los  pueblos  ni 
los  particulares  para  reclamar  y  repetir  de  sus  señores  lo 
que  les  hayan  pagado  mientras  que  aquella  no  ha  estado  en 
vigor  y  observancia. 

Art.  1 0.  Cuando  los  predios  que  fueron  de  señorío  se  hayan 
dado  á  foro ,  censo  ó  enfitéusis ,  aunque  el  señorío  sea  re- 
versible ó  incorporable  á  la  nación ,  continuará  el  dominio 
útil  en  los  que  lo  hayan  adquirido,  considerándose  como 
propiedad  particular.  Los  contratos  que  se  hayan  celebrado 
después  de  la  primera  concesión  para  trasferir  á  otras  manos 
los  foros,  censos  y  enfitéusis,  se  cumplirán  como  hasta  ahora 
y  según  su  tenor. 

Art.  11.  Lo  dispuesto  en  el  art.  8o.  de  la  referida  ley 
de  1823  acerca  de  que  cesen  para  siempre  las  prestaciones 
y  tributos  que  se  mencionan ,  se  entiende  también  con  res- 
pecto á  las  conocidas  bajo  los  nombres  de  pecha ,  fonsadera, 
martiniega,  yantar,  yantareja ,  pan  de  perro,  moneda  fo- 
rera, maravedises,  plegarias  y  cualesquiera  otras  que  de- 
noten señorío  y  vasallaje,  pues  todas  las  de  esta  clase  deben 
cesar  desde  luego  y  para  siempre ,  preséntese  ó  no  el  título 
de  su  adquisición  ,  aunque  los  pueblos  ó  territorios  que  fue- 
ron de  señorío  y  en  que  se  pagaban,  reviertan  ó  se  incorpo- 
ren á  la  nación  por  cualquiera  causa. 

Art.  12.  Se  declara  que  el  citado  art.  8o.  de  la  ley  de  3 
de  mayo  de  1823  en  lo  que  dispone  acerca  de  la  prestación 
conocida  en  algunas  provincias  con  el  nombre  de  terratge , 
no  comprende  la  pension  ó  renta  convenida  por  contratos 
particulares  entre  lospropielarios  de  las  tierras  y  sus  arren- 
datarios ó  colonos. 

Art.  13.  En  todos  los  pleitos  y  espedientes  que  se  ins- 
tauren á  consecuencia  y  para  el  cumplimiento  de  lo  que  queda 
establecido ,  serán  partes  los  respectivos  promotores  fiscales 


de  los  juzgados  de  primera  instancia  y  los  fiscales  de  las  au- 
diencias, y  unos  y  otros  los  promoverán  y  seguirán  con  ac- 
tividad y  celo,  procediendo  ya  de  oficio,  ya  á  escitacion  da 
los  ayuntamientos  ó  contribuyentes ,  ó  ya  como  coadyuvan- 
tes, sin  necesidad  de  que  preceda  el  medio  de  conciliación. 
■f  Es  de  advertir  que  el  término  que  señala  el  artículo  b°.  de  la 
ley  sancionada  por  S.  M.  en  26  de  agosto,  que  queda  trans- 
crita, no  corre  contra  los  impedidos  de  cumplir  dentro  de  él 
por  fuerza  mayor,  nacida  de  las  circunstancias  actuales  y 
justificada  con  citación  de  los  interesados.  Ley  de  14  de  di- 
ciembre de  1837. 

SEPARACIÓN  de  bienes  Y  habitación.  Véase  Di- 
vorcio. 

SEPULTURA.  El  sitio  en  que  se  entierra  el  cadáver  de 
alguna  persona.  El  que  con  malicia  quebrante  sepultura  ó 
desentierre  muerto,  para  llevarse  lo  que  tuviere  puesto  ó 
causar  disgusto  á  sus  parientes,  incurre  en  la  pena  pecu- 
niaria que  el  juez  estime  según  las  circunstancias  y  oyendo 
á  los  parientes  á  quienes  se  debe  aplicar  la  multa.  Está  man- 
dado que  los  cementerios  se  hagan  fuera  de  poblado  en  sitios 
distantes  de  las  casas  de  los  vecinos,  para  evitar  los  riesgos 
de  la  infección  del  aire.  Véase  Injuria  real;  Decretales,  lib.  3, 
tít.  28  de  sepulluris  ;  ley  12,  lit.  9,  Part.  7 ,  y  ley  14, 
lit.  13,  Part.  1;  ley  3,  lit.  1,  en  el  suplemento  à  la 
Nov.   Rec. 

SERVICIO.  La  porción  de  dinero  ofrecida  voluntaria- 
mente al  rey  ó  á  la  república  para  las  urgencias  del  Estado 
ó  bien  público. 

SERVIDUMBRE.  El  estado  de  un  hombre  que  es  pro- 
piedad de  otro  contra  el  derecho  natural  ;  ó  bien  :  la  nece- 
sidad errque  un  hombre  está  constituido  de  hacerlo  todo  en 
utilidad  ajena.  Véase  Esclavitud,  Esclavo  y  Negro. 

SERVIDUMBRE.  Un  derecho  á  que  está  sujeta  la  cosa 
ajena  en  utilidad  nuestra  ó  de  un  fundo  que  nos  pertenece  ; 
ó  bien  :  el  derecho  constituido  en  cosa  ajena  ,  mediante  el 
cual  se  halla  obligado  el  dueño  á  no  hacer  ó  á  permitir  que 
se  haga  algo  en  ella  en  beneficio  de  otra  persona  ó  cosa,  jus 
faciendi  aut  prohibendi  aliquid  in  alieno  :  el  derecho  de  ser- 
virse de  la  cosa  ajena  para  algún  uso  ó  de  impedir  algún  uso 
de  ella  al  propietario  ó  poseedor  ;  ley  1,  tít.  31,  Part.  3.  Para 
comprender  mejor  la  esencia  de  la  servidumbre,  se  hade 
suponer  que  la  propiedad  se  divide  en  perfecta  é  imperfecta, 
pues  efectivamente  el  vínculo  que  existe  entre  el  propietario 
y  su  cosa  puede  dividirse  ó  desmembrarse.  Cuando  no  está 
dividido  ,  y  ningún  derecho  estraño  viene  á  impedir  ó  limi- 
tar el  libre  ejercicio  del  derecho  de  propiedad ,  se  dice  que 
la  propiedad  es  perfecta  ;  y  por  el  contrario  se  la  llama  im- 
perfecta ,  cuando  el  vínculo  está  dividido ,  de  modo  que  el 
ejercicio  del  derecho  de  propiedad  queda  reducido  ó  limitado 
por  efecto  de  un  derecho  que  pertenece  à  otro  propietario. 
Estos  desmembramientos  del  derecho  de  propiedad  se  llaman 
servidumbres  ,  por  analogía  de  la  esclavitud  de  las  personas  ; 
pues  así  como  una  persona  se  halla  en  esclavitud  cuando  debe 
sus  servicios  á  otra,  de  la  misma  manera  un  fundo  ó  here- 
dad está  en  una  especie  de  esclavitud  ó  servidumbre  cuando 
debe  sus  frutos  ó  sus  servicios  á  otra  persona  diferente  del 
propietario;  porque  en  efecto  los  frutos  de  nuestro  fundo  nos 
pertenecen  en  virtud  de  nuestro  derecho  de  propiedad  y  no 
á  título  de  servidumbre  ;  ley  13,  tít.  31,  Parí.  5;  ley  1,  d. 
tít.  31,  Part.  3  :  Nemini  cnim  res  sua  servit  jure  scrvilulisi 
sed  prodest  jure  dominii. 

Las  servidumbres  se  dividen  en  reales  y  personales  :  rea* 
les  son  las  que  están  impuestas  à  un  fundo  para  el  uso  do 
un  fundo  que  pertenece  á  otro  propietario  ;  y  personales  las 
que  están  impuestas  sobre  un  fundo  en  favor  de  una  persona 
diferente  del  dueño.  Las  reales  se  subdividen  en  rústicas  y  , 
urbanas  :  rústicas  son  las  que  tienen  unas  heredades  en 
otras  ;  y  urbanas  las  que  tienen  unas  casas  en  otras. 
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Toda  servidumbre  es  una  carga  y  un  derecho  :  una  carga 
respecto  del  que  la  debe  ;  y  un  derecho  respecto  de  aquel 
a  quien  se  debe  :  considerada  como  derecho  puede  llamarse 
servidumbre  activa  ;  y  como  carga  servidumbre  pasiva.  — 
Toda  servidumbre  es  en  cosa  ajena  ,  porque  nuestras  cosas 
no  pueden  servirnos  sino  á  título  de  propiedad  ,  y  no  á  titulo 
de  servidumbre;  ley  15,  id.,  id.:  Nemini  res  sua  servit  jure 
scrvitulis.  —  Toda  servidumbre  es  cosa  incorporal ,  aunque 
sea  de  las  reales ,  pues  no  es  parte  de  fe  sustancia  del  fundo 
á  que  se  debe  ,  sino  derecho  inherente  á  este  fundo  :  Se?-- 
ñtus  non  est  pars  subslantiœ  fundi ,  sed  accidens.  —  Toda 
servidumbre  es  indivisible  :  por  lo  cual  se  debe  entera  á 
cada  uno  de  los  herederos  del  dueño  del  predio  dominante  , 
y  por  cada  uno  de  los  del  sirviente ,  que  lo  posean  ;  leyes  9 
y  18,  id. ,  id.  —  La  servidumbre  es  una  calidad  tan  inhe- 
rente á  las  cosas,  ya  como  carga,  ya  como  derecho  ,  que 
no  se  pierde  por  mudar  de  dueño  el  predio  sirviente  ó  el 
dominante,  sino  que  pasa  al  nuevo  poseedor;  leyes  8 y  12, 
iíl.  31,  Parí.  5.  —  Las  servidumbres  pesan  sobre  las  cosas 
y  no  sobre  las  personas  :  Prœdium,  non  persona  servil.  De 
aquí  es  que  el  propietario  está  obligado  á  permitir  y  dejar 
hacer,  pero  nunca  á  hacer  ;  leyes  l  y  %  id.,  id.  :  Servitutum 
non  ea  natura  est  ut  guis  aliquid  faciat ,  sed  ut  aliquid  pa- 
tialur,  aut  non  faciat. Be  aquí  nacen  también  las  diferencias 
que  hay  entre  una  servidumbre  y  una  obligación  :  la  servi- 
dumbre es  un  derecho  en  la  cosa,  jus  in  re,  que  subsiste 
en  cualquiera  que  sea  el  propietario,  y  sigue  á  la  cosa  aun 
cuando  esta  pase  á  otras  manos ,  mientras  que  ia  obligación 
no  liga  sino  á  la  persona  que  consintió  el  contrato,  no  siendo 
mas  que.  un  derecho  á  la  cosa  ,  fus  ad  rem. 

Las  servidumbres  se  adquieren  ó  establecen  :  Io.  por 
contrato  ó  concesión  entre  vivos,  que  pueden  hacer  solo  los 
dueños  ,  reputándose  también  por  tales  los  enfiteutas  :  — 
2o.  por  testamento  ó  última  voluntad;  ley  iU,  lit.  31,  Parl.Z: 
—  3o.  por  disposición  del  juez  en  los  juicios  divisorios  :  — 
ll°.  por  el  uso  durante  cierto  tiempo  ,  esto  es  ,  por  la  pres- 
cripción de  diez  años  entre  presentes  y  veinte  entre  ausentes 
las  continuas,  y  por  la  de  tiempo  inmemorial  las  descontinuas 
cuando  no  se  apoyan  en  justo  título,pues  si  se  apoyan  en 
justo  título  basta  la  ordinaria  de  diez  años  entre  presentes 
y  veinte  entre  ausentes.  Si  falta  título  justo,  sirve  de  tal 
la  ciencia  y  paciencia  del  dueño  del  predio  sirviente,  y  de 
ocupación  de  la  posesión  el  uso  del  dominante,  contándose 
el  tiempo  desde  que  empieza  el  uso  en  las  afirmativas,  como 
por  ejemplo  en  las  urbanas  oneris  ferendi  y  tigni  immil- 
lendi,  y  desde  que  el  prescribiente  prohibe  al  otro  usar  de 
la  libertad  en  las  negativas ,  como  por  ejemplo  en  la  urbana 
alliùsnon  lollendi  ;  ley  Ib  ,  til.  31 ,  Parí.  5. 

Se  estinguen  las  servidumbres  :  Io.  por  la  consolidación 
«')  confusion  de  los  dominios  cuando  el  dueño  del  predio  do- 
minante adquiere  el  dominio  del  predio  sirviente  ,  ó  al  con- 
trario; y  aunque  después  vuelvan  á  separárselos  dominios, 
tío  se  restablece  la  servidumbre  :  —  2o.  por  la  remisión  ó 
condonación  espresa  ó  tácita ,  como  si  el  dueño  de  la  cosa 
á  quien  otra  debe  servidumbre,  permitiere  al  dueño  de  esta 
hacer  alguna  obra  ó  labor  que  impida  su  uso;  ley  17,  til.  31, 
Part.  3  :  —  3o.  por  el  no  uso  de  diez  años  entre  presentes 
y  veinte  entre  ausentes  las  urbanas,  con  tal  que  el  deudor 
recobre  la  libertad  con  algún  hecho ,  como  cerrando  la  ven- 
tana por  donde  entraba  la  luz;  y  las  rústicas  por  el  no  uso 
de  veinte  años  sin  diferencia  de  presentes  y  ausentes  siendo 
descontinuas ,  y  por  el  no  uso  de  tiempo  inmemorial  las  con- 
tinuas; ley  16  ,  id. ,  id. 

SERVIDUMBRE  personal.  La  que  está  constituida  en 
un  predio  á  favor  de  una  persona  y  no  de  otro  predio;  ó 
bien  :  el  derecho  impuesto  sobre  un  predio  ,  rústico  ó  ur- 
bano ,  en  favor  de  una  persona  distinta  del  propietario.  Hay 
tres  especies  de  esta  servidumbre,  á  saber,  el  usufructo, 


el  uso  y  la  habitación,  que  pueden  verse  en  sus  respectivos 
lugares  ;  ley  1,  til.  31,  Part.  3. 

SERVIDUMBRE  real  ó  predial.  La  que  está  cons- 
tituida en  una  finca  á  favor  de  otra ,  cualesquiera  que  sean 
sus  poseedores  ;  ó  bien  :  la  carga  impuesta  en  un  predio  ó 
fundo  para  el  uso  y  utilidad  de  otro  fundo  ó  predio  que  per- 
tenece á  otro  propietario.  El  predio  al  cual  se  debe  la  servi- 
dumbre, se  llama  predio  dominante;  y  el  que  la  debe, 
predio  sirviente.  Los  predios  pueden  ser  rústicos  ó  urbanos  : 
rústicos  son  las  tierras  y  heredades  en  que  no  hay  edificios 
que  sirvan  de  habitación  ;  y  urbanos  los  edificios  que  se  han 
fabricado  para  servir  de  habitación  ,  cualquiera  que  sea  el 
paraje  en  que  estén  situados.  Subdivídense  pues  las  servi- 
dumbres reales  en  rústicas  y  urbanas,  según  la  clase  del 
predio  dominante  á  cuyo  favor  están  constituidas;  ley  32, 
til.  3 ,  Part.  3  :  Servitules  prœdiales  nomen  el  differcnliam 
sumunt  à  prœdio  dominante,  non  à  serviente  ;  siquidem  sunt 
jura  et  qualitales  prcediorum  ,  in  quorum  ulililatem  et  com- 
modum  constituunlur. 

SERVIDUMBRE  urbana.  La  que  se  debe  á  una  casa 
ó  edificio  destinado  parala  habitación.  Entre  las  especieíde 
las  servidumbres  urbanas  se  cuentan  principalmente  las 
siguientes.  Primera  :  la  que  entre  los  Romanos  se  llamaba 
servitus  oneris  ferendi,  esto  es  ,  la  sujeción  de  sufrir  una 
casa  la  carga  de  otra ,  ó  el  derecho  de  edificar  sobre  la  pared 
ó  columna  del  vecino.  Esta  especie  de  servidumbre  tiene 
algo  de  particular  y  estraordinario  ;  pues  todas  las  demás 
no  exigen  de  parte  del  dueño  del  predio  sirviente  sino  una 
simple  tolerancia ,  sin  que  nada  tenga  que  hacer  por  sí;  al 
paso  que  en  esta  tiene  que  conservar  á  sus  espensas  la  pared, 
columna  ó  pilar  en  que  descansa  el  predio  dominante;  Greg. 
López ,  glos.  2  de  la  ley  2 ,  til.  51 ,  Part.  3.  —  Segunda  :  jus 
tigni  immiltendi ,  esto  es  ,  el  derecho  de  meter  una  viga  en 
la  pared  de  la  casa  vecina  en  beneficio  de  la  mia.  —  Ter- 
cera :  jus  luminum,  el  derecho  de  abrir  una  ventana  en  la 
pared  del  vecino  para  dar  luz  á  mi  casa.  —  Cuarta  :  jus 
slillicidii  vel  fluminis  averlendi,  el  derecho  de  echar  el  agua 
que  cae  sobre  mis  tejados,  á  la  casa  del  vecino  por  canal , 
caño  ó  de  otra  manera.  —  Quinta  :  jus  alliùs  non  tollendi, 
el  derecho  de  prohibir  á  mi  vecino  que  levante  mas  su 
casa,  quitando  la  vista  y  la  luz  de  la  mia,  ó  pudiéndomela 
registrar.  —  Sexta  :  jus  transeundi,  el  derecho  de  entrar  en 
mi  casa  ó  corral  por  la  casa  ó  corral  de  mi  vecino;  ley  2, 
tit.  31,  Part.  3.  Ademas  de  estas  especies,  puede  haber 
otras  muchas  constituidas  á  favor  de  los  edificios.  Véase 
Servidumbre  por  lo  que  respecta  al  modo  de  establecerse  y 
perderse  así  estas  como  las  demás. 

SERVIDUMBRE  eústica.  La  que  se  debe  á  una  tierra 
ó  heredad  en  que  no  hay  edificio  destinado  para  la  habitación. 
Las  especies  de  servidumbre  rústica  rr-83  conocidas  y  fre- 
cuentes son  las  que  siguen.  Primera  :  iler,  el  derecho  de 
senda,  esto  es,  de  pasar  por  la  heredad  de  otro  para  ir  á  la 
mia  ,  á  pió  ó  á  caballo ,  solo  ó  acompañado ,  de  manera  que 
en  este  caso  vaya  uno  detras  de  otro  y  no  todos  á  la  par  :  la 
senda  suele  tener  la  anchura  de  dos  pies.  —  Segunda  :  aclus, 
el  derecho  de  carrera,  ó  de  llevar  y  hacer  pasar  por  la  he- 
redad ajena  carretas  ó  bestias  cargadas  á  mano  :  à  la  carrera 
se  suelen  demarcar  cuatro  pies  de  anchura.  —  Tercera  :  via , 
el  derecho  de  camino,  ó  de  llevar  por  la  heredad  ajena  para 
la  mia  carretas,  bestias  cargadas  ,  madera  ó  piedra  arras- 
trando y  demás  cosas  que  fueren  menester  :  el  camino  debe 
tener  la  anchura  de  ocho  pies  en  lo  recto  ,  y  de  diez  y  seis 
donde  hubiere  vuelta ,  si  las  partes  no  hubiesen  señalado 
otra;  ley  3,  tit.  51,  Part.  3.  —  Cuarta:  jus  aquœduclus, 
el  derecho  de  conducir  agua  por  heredad  de  otro  para  nues- 
tros molinos  ó  riego  de  nuestras  tierras  :  bajo  el  supuesto  de 
que  el  dueño  del  predio  dominante  debe  guardar  y  mantener 
el  cauce ,  acequia ,  canal ,  caño  ú  otro  conducto ,  de  modo, 
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que  no  se  pueda  ensanchar,  alzar  ni  bajar,  ni  hacer  daño  al 
dueño  del  predio  sirviente;  ley  U,  id.,  id.  —  Quinta  :  jus 
aquœ  hauslus,  el  derecho  de  sacar  agua  de  la  fuente  ó  pozo 
del  vecino  para  beber  yo ,  mis  labradores ,  bestias  y  ganados. 
—  Sexta  :  jus  pecoris  ad  aqtíam  appulsus ,  el  derecho  de  in- 
troducir mis  bestias  ó  ganados  en  la  heredad  ajena  para 
abrevarlos  en  la  fuente ,  cisterna ,  pozo ,  balsa  ó  arroyo  que 
hay  en  ella.  —  Séptima  :  jus  pecoris  pascendi,  el  derecho 
de  apacentar  en  prado  ó  dehesa  ajena  las  bestias  con  que 
labro  mi  heredad  ;  leyesüy  6,  lit.  31 ,  Part.  3.  —  Octava: 
jus  caléis  coquendœ,  el  derecho  de  hacer  ó  cocer  cal  en  here- 
dad ajena.  —  Nona:  jus  arenœ  aut  cretce  fodiendœ,  aut  exi- 
mendi  lapidis ,  el  derecho  de  sacar  tierra ,  arena ,  greda  ó 
pierda  de  la  heredad  de  otro  ;  ley  17,  id.,  id.  Véase  Servi- 
dumbre para  saber  lo  que  es  común  á  estas  especies  y  á  las 
demás,  -Camino  y  Carrera. 

SERVIDUMBRES  afirmativas  y  negativas.  La  servi- 
dumbre afirmativa  es  la  que  consiste  en  permitir  el  dueño 
del  predio  sirviente  que  haga  en  este  alguna  cosa  el  del  do- 
minante: tales  son,  por  ejemplo,  todas  las  servidumbres 
rúsCTcas  que  hemos  indicado  en  el  artículo  antecedente  ,  y 
la  mayor  parte  de  las  urbanas.  La  servidumbre  negativa  es 
la  que  consiste  en  no  poder  el  dueño  del  predio  sirviente 
hacer  en  él  ciertas  cosas  :  tal  es ,  por  ejemplo ,  la  servidum- 
bre urbana  alliüs  non  tollendi,  en  virtud  de  la  cual  debe 
abstenerse  alguno  de  levantar  mas  su  casa  por  no  quitar  las 
vistas  ó  la  luz  á  la  del  vecino. 

SERVIDUMBRES  continuas  y  descontinuas.  Servi- 
dumbre continua  es  aquella  de  que  se  usa  siempre  sin  in- 
terrupción ,  ó  aquella  cuyo  efecto  dura  perpetuamente  sobre 
el  predio  sirviente:  tales  son,  por  ejemplo,  las  urbanas 
tigni  immiltendi  ó  de  viga ,  oneris  fercndi  ó  de  carga ,  lumi- 
num  ó  de  ventana ,  süllicidii  ó  de  lluvia ,  alliüs  non  tollen- 
di ó  de  no  edificación.  Servidumbre  descontinua  es  por  el 
contrario  aquella  de  que  no  se  hace  uso  cada  dia ,  ó  aquella 
cuyo  efecto  obra  solo  por  intervalos  :  tales  son  ,  por  ejemplo, 
las  rústicas  de  senda,  carrera,  y  camino  ,  de  agua  que  venga 
una  vez  en  la  semana  ,  mes  ó  año  ,  de  abrevadero  ó  pasto  , 
de  sacar  tierra  ,  arena  ó  piedra,  ó  de  hacer  cal ,  y  otras  se- 
mejantes. Véase  Abrevadero. 

SETENAS.  Pena  con  que  antiguamente  se  obligaba  á 
que  se  pagase  el  siete  tanto. 

SETENTÓN  ó  septuagenario.  El  mayor  de  setenta  años. 
Puede  escusarse  de  los  cargos  públicos  ;  por  ejemplo,  de  la 
tutela  y  curaduría ,  y  de  los  oficios  de  justicia  y  gobierno  ; 
como  igualmente  de  presentarse  á  declarar  como  testigo 
ante  el  juez  en  causas  civiles  ó  criminales,  pues  el  mismo 
juez  debe  ir  á  tomarle  la  deposición  en  su  casa  siendo  el 
pleito  de  importancia,  ó  enviar  el  escribano  si  no  lo  fuese; 
ley  %,  til.  17,  Part.  6  ,  y  ley  33  ,  lit.  16,  Part.  3. 

SEVICIA.  La  escesiva  crueldad  ;  y  particularmente  los 
ultrajes  y  malos  tratamientos  de  que  alguno  usa  contra  una 
persona  sobre  quien  tiene  alguna  potestad  ó  autoridad.  La 
sevicia  del  padre  para  con  el  hijo  es  suficiente  para  que  este 
pida  la  emancipación  ;  y  la  del  marido  para  con  la  mujer  da 
igualmente  motivo  al  divorcio  ó  separación  quoad  toram, 
esto  es ,  en  cuanto  á  la  cohabitación.  Véase  Divorcio.  Ley  18, 
til.  18,  Parí.  h. 

SEXO.  El  sexo  masculino  comprende  al  femenino,  así 
en  las  disposiciones  entro  vivos  ,  como  en  las  disposiciones 
por  causa  de  muerte,  tanto  en  las  disposiciones  legales  como 
en  las  particulares  ,  à  no  ser  que  haya  alguna  razón  évi- 
dente para  creer  quo  lo  que  se  dice  del  sexo  masculino  no  se 
cstiende  al  femenino  ;  ley  6  ,  lit.  53,  Part.  7.  Sed  rcgulari- 
ler  sexus  masculinus  fcemineum  compleclilur.  Vcrbum  hoc  , 
siquis ,  tam  músculos  quàm  fœminas  compleclilur.  Pronun- 
tialio  sermonis  in  sexu  masculino  ad  titrumqiie  sexum 
plcrumque  porrigitur. 


SEXTO.  La  colección  de  algunas  constituciones  y  de- 
cretos canónicos  hecha  de  orden  del  papa  Bonifacio  VIII. 
Se  le  da  este  nombre  ,  porque  se  intitula  Líber  sextas  De- 
cretalium,  como  que  se  ha  añadido  por  apéndice  ó  suple- 
mento á  los  cinco  libros  de  las  Decretales  de  Gregorio  IX.  Se 
cita  esta  colección  diciendo  in  sexto. 

SI 

SIERVO.  El  esclavo.  Esta  palabra  viene  de  la  latina  ser- 
vus ,  la  cual  se  deriva  de  servare ,  guardar  ó  conservar,  por- 
que antiguamente  se  conservaban  los  cautivos  ó  prisioneros 
de  guerra  para  venderlos  ó  apropiarse  sus  servicios.  Véase 
Esclavo. 

SIERVO  de  pena.  El  que  en  lo  antiguo  era  condenado 
para  siempre  á  servir  en  las  minas  ú  otras  obras  públicas. 
Véase  Muerte  civil  y  Pena. 

SIGNO.  Ciertas  rayas,  rasgos  ó  señales  que  al  fin  de  la 
escritura  ó  instrumento  ponen  los  escribanos  y  notarios  en 
medio  del  papel  con  una  cruz  arriba  entre  las  palabras  que 
dicen  en  testimonio  de  verdad,  con  lo  que  queda  autorizada 
la  escritura  que  sin  este  signo  no  haría  fe  ni  traería  apare- 
jada ejecución. 

SIMONÍA.  El  comercio  de  las  cosas  espirituales  ó  anejas 
á  ellas  dándolas  por  dinero  ú  otra  cosa  temporal.  Tomó  el 
nombre  de  Simon  mago  ó  hechicero,  que  habiendo  sido 
bautizado  en  Samaría  y  viendo  los  milagros  de  los  apóstoles, 
quiso  comprarles  la  gracia  de  hacerlos;  ley  i,  lit.  17,  Pari.  i. 
Divídese  comunmente  en  mental ,  convencional  y  real.  La 
primera  consiste  en  dar  ú  ofrecer  cosa  temporal  con  la  mira 
de  que  se  recompense  con  alguna  cosa  espiritual  ó  aneja  á 
ella  :  la  segunda  consiste  en  un  pacto  tácito  ó  espreso  de  dar 
lo  espiritual  por  lo  temporal;  y  la  tercera  es  la  ejecución 
del  convenio  dándose  recíprocamente  lo  espiritual  y  tempo- 
ral, ó  solo  lo  primero.  También  se  divide  en  simonía  espi- 
ritual ó  contra  derecho  divino,  y  en  simonía  eclesiástica  ó 
contra  derecho  eclesiástico  :  aquella  se  comete  cuando  se 
compran  ó  venden  cosas  espirituales ,  y  está  prohibida  como 
mala  ;  esta  se  comete  cuando  se  compran  ó  venden  algunos 
oficios  ó  alhajas  de  la  Iglesia  y  cuando  se  resignan  ó  per- 
mutan beneficios  eclesiásticos  sin  autoridad  pontificia  ,  y  es 
mala  en  cuanto  está  prohibida. 

Se  entiende  por  cosa  espiritual  lo  que  pertenece  al  orden 
de  los  bienes  sobrenaturales,  ó. está  ordenado  por  institu- 
ción divina  ó  eclesiástica  para  la  salud  del  alma  ,  como  por 
ejemplo  la  gracia  y  las  virtudes  infusas  ,  los  sacramentos  y 
cosas  sacramentales,  los  divinos  oficios  y  oraciones  públi- 
cas ó  privadas  ,  los  actos  de  jurisdicción  eclesiástica  ,"v.  gr. 
la  absolución  de  pecados  y  censuras,  la  concesión  y  aplica- 
ción de  indulgencias,  la  dispensa  ó  relajación  de  votos  y 
juramentos  ,  la  elección  ,  presentación ,  nominación ,  insti- 
tución ,  colación  é  investidura  de  cualquier  beneficio  ,  oficio 
ó  dignidad  eclesiástica  y  otras  cosas  semejantes.  Cosas  ane- 
jas á  las  espirituales  son  el  derecho  de  patronato,  el  trabajo 
corporal  empleado  en  ministerio  espiritual ,  los  beneficios 
eclesiásticos ,  y  los  altares ,  vasos  sagrados  ,  vestiduras  sa- 
gradas y  otras  semejantes.  Por  cosa  temporal  en  materia  de 
simonía  no  solo  se  entiende  el  dinero,  finca  ó  alhaja,  sino 
también  cualquiera  favor,  intercesión  ,  ruego,  elogio,  ser- 
vicio, obsequio,  etc.  Ley 'l,  til.  17,  Parí.  1  (I). 

El  derecho  canónico  establece  contra  los  simoníacos  las 
penas  siguientes.  En  primer  lugar,  la  escomunion  de  lata 
sentencia  contra  los  ordenantes  y  ordenados ,  contra  las  per- 

(1)  Véase  la  nota  Ia.  al  artículo  Cosas  sagradas,  pág.  5á0.  — 
Véase  también  á  Cavalario ,  ¡nslit,  del  Derecho  can.,  toiu.  6, 
cap.  38,  §5,  A'oíi'o  reí  spiritualis  in  causa  simonías.  §  7,  Pecu- 
nia; notio  in  causa  simoniw, 
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sonas  que  dan  y  reciben  por  la  entrada  en  religion  y  profe- 
sión en  ella,  contra  los  que  eligen ,  presentan  é  instituyen 
con  simonía  para  los  beneficios  y  oficios  espirituales,  contra 
los  que  permiten  ser  asi  electos,  presentados  é  instituidos, 
y  contra  los  que  intervienen  y  tuvieron  parte  en  el  pacto 
simoníaco ,  sea  respecto  á  dichos  beneficios  y  oficios,  sea 
respecto  á  las  órdenes  ú  otras  cosas  sobre  que  pueda  recaer; 
Extravag.  Qttiitn  deícstabile,  de  simonía,  ínter  comm.;  Ex- 
Iravag.  Sané,  de  simonía,  ínter  comm.  En  segundo  lugar,  se 
impone  la  pena  de  suspension  de  las  órdenes  á  los  que  se 
ordenaron  con  simonía,  y  á  los  ordenantes  por  ella  se  sus- 
pende para  siempre  de  la  colación  de  cualesquiera  órdenes 
aun  déla  primera  tonsura,  y  del  ejercicio  de  todos  los  car- 
gos pontificales,  y  aun  se  les  prohibe  la  entrada  en  la  Igle- 
sia ;  Extravag.  Quum  deteslabile  ;  leyes  11  y  12,  tít.  27, 
Part.  1 .  En  tercer  lugar,  se  castiga  á  todo  simoníaco  con  la 
pena  de  infamia;  Innoc.  1¡,  in  conc.  Laleran.  II.  En  cuarto 
lugar,  respecto  á  los  beneficios  eclesiásticos  se  ha  estableci- 
do la  pena  de  que  toda  elección,  presentación,  resignación 
ó  colación  simoníaca  sea  enteramente  nula  ,  por  lo  cual  han 
de  resiituirse  los  beneficios  con  todos  los  frutos  percibidos 
aun  antes  de  la  sentencia  condenatoria,  y  ademas  los  suge- 
tos  provistos  ó  electos  por  simonía  quedan  inhábiles  para 
obtener  cualquiera  otro  beneficio  ;  Extravag.  cit.; Bula  de 
Sixto  V,  que  empieza  Sanchvn.  En  quinto  y  último  lugar, 
contra  la  simonía  confidencial ,  aunque  el  pacto  no  se  haya 
llevado  á  ejecución  sino  por  uno  de  los  contrayentes,  hay 
establecidas  algunas  otras  penas  :  á  saber,  la  privación  de 
los  beneficios  obtenidos  legítimamente  antes  de  la  simonía, 
la  colación  de  los  beneficios  conseguidos  por  esta  reserva  al 
sumo  pontífice  ,  y  el  entredicho  ó  prohibición  de  entrar  en 
la  iglesia  los  obispos  y  otros  superiores  que  admitieron  ó  co- 
metieron la  simonía.  Se  comete  la  simonía  confidencial , 
cuando  el  patrono  de  un  beneficio  presenta  para  él  á  uno 
por  la  confianza  convencional  de  que  después  de  algún  tiem- 
po lo  ha  de  renunciar  en  favor  de  un  sobrino  ú  otro  que 
entonces  no  tiene  edad  :  —  cuando  uno  resigna  en  favor  de 
otro  el  beneficio  que  le  han  dado  antes  de  tomar  posesión 
de  él  con  la  condición  de  que  en  muriendo  el  renunciatario, 
ó  dejando  el  beneficio ,  ha  de  entrar  el  renunciante  á  po- 
seerle :  —  cuando  el  poseedor  de  un  beneficio  le  renuncia 
en  favor  de  otro,  conviniéndose  en  que  este  ,  pasado  algún 
tiempo,  le  ha  de  dimitir  en  favor  del  renunciante  ó  de  otro; 

—  y  cuando  el  patrono  ó  renunciante  pacta  que  ha  de  darse 
á  él  ó  á  otro  parte  de  los  frutos  ó  alguna  pension  ;  constituí, 
de  Pió  IV  Romanum ,  y  de  saíi  Pió  V  Intolerabilis ;  ley  3  , 
tít.  22 ,  lib.  3 ,  Nov.  Rec.  —  La  simonía  es  delito  ecle- 
siástico. 

SIMPLE.  Dícese  simple  lo  que  no  es  condicional,  como 
una  institución  de  heredero  ó  una  promesa  que  se  hace  sin 
condición  alguna ,  á  diferencia  de  las  que  se  hacen  con  ella  ; 

—  y  hablando  del  traslado  ó  copia  de  alguna  escritura  ,  ins- 
trumento público  ó  cosa  semejante,  se  llama  copia  simple  la 
que  se  saca  sin  firmarla  ni  autorizarla. 

SIMULACIÓN.  Esta  palabra  viene  de  la  latina  simul  y 
aclio,  y  según  esta  etimología  indica  el  concierto  ó  la  inteli- 
gencia de  dos  ó  mas  personas  para  dar  á  una  cosa  la  apa- 
riencia de  otras.  El  objeto  de  la  simulación  es  engañar;  y 
bajo  este  puntee  vista  se  halla  comprendida  bajo  el  nom- 
bre general  delraude ,  del  cual  no  se  diferencia  sino  como 
la  especie  del  género.  Para  cometer  la  simulación  es  nece- 
sario el  concurso  de  muchos  contrayentes  que  se  pongan  de 
acuerdo  para  engañar  á  terceras  personas  ó  á  los  magistra- 
dos ,  mientras  que  el  fraude  se  hace  muchas  veces  por  uno 
solo  de  los  contrayentes  en  perjuicio  del  otro.  La  simulación 
se  comete  de  dos  modos  :  el  primero  es  cuando  los  contra- 
yentes pactan  que  han  de  celebrar  tal  contrato,  v.  gr.  el  de 
préstamo  ó  mutuo  con  hipoteca,  pero  que  ha  de  sonar  y 


aparecer  otro,  v.  gr.  de  venta  :  el  segundo  es  cuando  se  finge 
un  contrato  que  real  y  verdaderamente  no  hay,  porque  el 
ánimo  de  los  contrayentes  no  es  celebrarle,  sino  hacer  de 
manera  que  por  sus  fines  particulares  suene  celebrado.  — 
El  contrato  simulado  y  hecho  en  fraude  de  la  ley  es  nulo  ; 
tít.  22 ,  lib.  k  del  Cad.  romano. 

SINALAGMÁTICO.  Palabra  griega  que  significa  obliga- 
torio  de  una  y  otra  parte,  y  se  aplica  á  los  contratos  que 
producen  obligación  con  respecto  á  cada  uno  de  los  con- 
trayentes,  como  el  comodato,  el  depósito,  la  prenda,  la 
venta ,  el  arrendamiento ,  el  mandato  y  la  sociedad. 

SÍNDICO.  El  individuo  de  un  ayuntamiento  que  tiene  á 
su  cargo  defender  los  derechos  del  público. 

SÍNGRAFA.  La  escritura  ó  cédula  que  hacen  algunos 
para  la  fe  de  sus  pactos.  Es  un  papel  privado  que  contiene 
las  convenciones  y  empeños  recíprocos  contraidos  entre  los 
que  le  firman  ,  y  que  por  esta  razón  se  suele  hacer  doble  ó 
triple  según  el  número  de  las  partes  para  que  cada  una  le 
conserve  á  fin  de  hacer  valer  su  derecho  en  caso  necesario. 
Cœlerœ  tabula  áb  una  parle  servari  soient  ;  synyrapKv 
signalée  ulriusquemanu,  utrique  partí  servandee  tradunlur. 
Véase  Instrumento  privado. 

SINGULAR.  El  singular  suele  comprender  el  plural  en 
el  lenguaje  jurídico.  In  usu  juris  fréquenter  ulimur  sinyu- 
lari  appellatione,  cumplura  siynificari  volumus.  Así  es  que 
la  palabra  heredero  abraza  todos  los  herederos. 

SINIESTRO.  En  el  comercio  marítimo  es  toda  desgracia 
ó  accidente  de  mar  que  causa  algún  daño  á  la  nave  ó  á  su 
cargamento.  El  accidente  que  acarrea  la  pérdida  total , 
sea  real  ó  presunta ,  ó  bien  la  deterioración  casi  total  de 
dichos  objetos  ,  se  llama  siniestro  mayor  ;  y  el  que  solo 
causa  una  pérdida  ó  deterioración  parcial ,  se  llama  siniestro 
menor.  Es  siniestro  mayor  el  apresamiento ,  el  naufragio, 
la  rotura  ó  varamiento  de  la  nave  que  la  inhabilite  para 
navegar,  el  embargo  ó  detención  por  orden  del  gobierno 
propio  ó  estranjero ,  la  pérdida  total  de  la  nave  ó  de  las 
mercaderías,  y  la  deterioración  de  las  mismas  que  dismi- 
nuya su  valor  en  las  tres  cuartas  partes  á  lo  menos  de  su 
totalidad.  Es  sineslro  menor  cualquier  otro  daño  que  no  está 
comprendido  en  las  citadas  especies.  El  siniestro  mayor 
da  lugar  en  el  contrato  de  seguro  á  la  acción  de  abandono  , 
y  el  menor  solamente  á  la  acción  de  avería.  Véase  Aban- 
dono de  cosas  aseyuradas. 

SISA.  La  imposición  sobre  géneros  comestibles ,  reba- 
jando la  medida. 

SO 

SOBORNO.  La  dádiva  con  que  se  cohecha  ó  corrompo 
á  alguno.  Todo  juez,  escribano,  relator  ú  otro  cualquiera 
oficial  de  justicia,  que  reciba  dones,  dádivas  ó  regalos,  de 
cualquiera  naturaleza  que  sean  ,  directa  ó  indirectamente  , 
por  sí  ó  por  sus  mujeres ,  familiares  ó  criados  ,  de  las  per- 
sonas que  tengan  ó  puedan  probablemente  tener  pleito  en 
el  tribunal  á  que  pertenece  ,  incurre  en  las  penas  de  pri- 
vación de  oficio  ,  inhabilitación  perpetua  para  ejercer  otro 
alguno  de  administración  de  justicia,  y  devolución  de  lo  re- 
cibido con  el  cuatro  tanto  ;  ley  9,'tíl.  1°,  lib.  11,  Nov.  Rec.  (i). 
El  que  diere  el  don  y  lo  descubre  ,  no  tiene  pena  ,  aunque 
de  derecho  la  merezca  por  haberlo  dado  ,  salvo  si  mintiere, 
ley  8  ,  lit.  1,  lib.  11 ,  Nov.  Rtc.  En  defecto  de  prueba  cum- 

(1)  El  decreto  de  24  de  marzo  de  1815,  en  sus  arts.  5  y  U  ,  es- 
presa las  penas  del  magistrado  ó  juez  que  comete  soborno  ó  co- 
hecho ,  recibiendo  por  sí  ó  por  su  familia,  ó  conviniéndose  en 
recibir  dádiva,  dinero,  efectos,  ele;  y  el  art.  56  de  la  5a.  ley  cons- 
tit.  de  Méjico  dice  :  <¡  Que  toda  prevaricación  por  cohecho  ,  so- 
borno ó  baratería,  produce  acción  popular  contra  los  magistra- 
dos y  jueces  que  la  cometieren.  » 


so 
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plida,  puede  probarse  este  delito  con  tres  ó  mas  testigos, 
que  depongan  con  juramento  haber  dado  los  dones  ó  regalos , 
aunque  cada  uno  diga  solo  de  su  hecho,  siendo  tales  que 
deban  ser  creídos  ,  y  habiendo  otras  circunstancias  que 
persuadan  la  verdad  de  sus  dichos  :  bien  que  para  que  los 
hombres  no  se  muevan  por  la  codicia  á  dar  testimonio  con- 
tra verdad,  estos  testigos  singulares  ro  deben  recobrar  lo 
que  dieron ,  salvo  si  lo  probar-en  con  prueba  cumplida  ; 
ley  8 ,  til.  1 ,  lib.  1 1 ,  Nov.  Rec.  El  soborno  ó  cohecho  no  solo 
es  delito  de  los  jueces  y  dependientes  de  los  tribunales , 
sino  también  de  todos  los  empleados  públicos  que  hagan 
por  interés  alguna  cosa  respectiva  á  su  oficio  ;  y  aun  asi- 
mismo de  los  particulares  que  se  dejan  corromper  por 
dádivas  para  hacerlo  que  se  les  pide,  aunque  sea  contra 
justicia,  como  puede  decirse  del  testigo  que  depone  por  inte- 
rés (1).  Parece  debiera  haber  distinción  entre  los  que  reci- 
ben un  don  sin  dejar  por  eso  de  cumplir  con  su  deber,  y 
entre  los  que  le  toman  por  faltar  á  la  justicia  ;  pero  la  ley 
no  hace  tal  diferencia,  sin  duda  porque  considera  como  un 
delito  el  hecho  de  recibir  regalos  por  el  peligro  en  que  se 
pone  el  que  los  toma  de  faltar  á  sus  deberes,  prescindiendo 
de  la  injusticia  que  luego  cometa  efectivamente  ,  la  cual  es 
otro  delito  que  tiene  por  separado  sus  penas.  Véase  Juez, 
Falsedad ,  Prevaricato  ,  Baratería,  Colusión  y  Responsa- 
bilidad judicial. 

SOBRECARGO.  El  sugeto  que  en  los  buques  de  comercio 
lleva  á  su  cuidado  y  responsabilidad  las  mercaderías  ó  efec- 
tos que  forman  el  cargamento.  Debe  ejercer  sobre  la  nave 
y  el  cargamento  la  parte  de  administración  económica  que 
se  le  haya  confiado  espresa  y  determinadamente  por  su 
comitente,  sin  entrometerse  en  las  atribuciones  del  capitán. 
Debe  llevar  cuenta  y  razón  de  todas  sus  operaciones  en  un 
libro  foliado  y  rubricado  por  el  capitán  del  puerto  de  la 
matrícula  del  barco.  No  puede  el  sobrecargo  hacer  negocio 
alguno  por  cuenta  propia  durante  su  viaje  fuera  de  la  paco- 
tilla ,  que  por  pacto  espreso  con  su  comitente  ó  por  costum- 
bre del  puerto  donde  se  despache  la  nave  sea  permitida , 
y  en  retorno  de  la  pacotilla  no  podrá  invertir  sin  auto- 
rización especial  del  mismo  comitente  mas  cantidad  que  el 
producto  que  esta  haya  dado.  En  cuanto  á  la  capacidad , 
modo  de  contratar'y  responsabilidad  ,  se  considera  el  sobre- 
cargo como  un  factor.  Art.  723  hasta  728  del  cód.  de  com.  (2). 

SOBRECARTA.  La  segunda  provision  y  despacho  que 
dan  los  tribunales  acerca  de  una  misma  cosa ,  cuando  por 
algún  motivo  no  ha  tenido  cumplimiento  la  primera. 

SOBRECÉDULA.  La  segunda  cédula  real  ó  despacho 
del  rey  para  la  observancia  de  lo  prescrito  en  la  primera. 

SOBREJUEZ.  Antiguamente  se  llamaba  así  el  juez  su- 
perior ó  de  apelación. 

SOBRESEIMIENTO.  La  cesación  en  el  procedimiento 
criminal  contra  un  reo.  En  cualquier  estado  en  que  aparezca 
inocente  el  procesado  se  sobreseerá  desde  luego  respecto  á 
él,  declarando  que  el  procedimiento  no  le  pare  ningún  per- 
juicio en  su  reputación  ;  y  sobreseerá  asimismo  el  juez  si 
terminado  el  sumario  viere  que  no  hay  mérito  para  pasar 
mas  adelante  ,  ó  que  el  procesado  no  resulta  acreedor  sino 
á  alguna  pena  leve  que  no  pase  de  reprensión ,  arresto  ó 

(i)  Gutierez,  Práct.  crim.,  tom.  5  ,  cap.  7  ,  n.  8.  —  En  cuanto 
á  la  pena  de  los  ciudadanos  (de  la  república  de  Méjico)  que  die- 
ren ó  recibieren  cohecho  ó  soborno  en  las  elecciones  populares 
para  que  recaigan  en  determinada  persona ,  véanse  los  arts.  50 
de  la  ley  de  SO  de  noviembre  de  1836  ,  y  '16  de  la  de  12  de  julio 
de  1830.  —  El  art.  21  de  la  ley  de  26  de  octubre  de  1830  pre- 
viene, en  cuanto  á  los  empleados  de  la  tesorería  general ,  la  pri- 
vación de  empleo  por  el  mismo  hecho  de  recibir  cualquier  obse- 
quio bajo  cualquier  prelesto. 

(2)  Véanse  las  Orde».  de  Bilbao,  n.  9  á  12,  cap.  16. 


multa  ;  en  cuyo  caso  la  aplicará  al  proveer  el  sobreseimiento 
El  auto  en  que  mande  sobreseer,  se  consultará  siempre  á  la 
audiencia  del  territorio.  Art.  SI  del  regí,  de  26  de  setiembre. 
de  1835.  Véase  Sobreseimiento  eji  Juicio  criminal,  %%  LXXV, 
LXXVI  y  LXXVII ,  donde  se  trata  con  estension  esta  ma- 
teria. 

SOBRINOS.  Los  hijos  de  los  hermanos.  Son  parientes 
de  sus  tios  en  tercer  grado  según  el  derecho  civil,  y  en  se- 
gundo según  el  derecho  canónico.  Muriendo  un  lío  intes- 
tado sin  descendientes  ni  ascendientes  ,  pero  con  hermanos 
y  sobrinos  hijos  de  otros  hermanos  premuertos ,  vienen  los 
sobrinos  á  la  sucesión  en  representación  de  sus  padres  jun- 
tamente con  los  tios  que  viven  ;  y  si  los  sobrisos  son  solos 
por  haber  ya  muerto  sus  respectivos  padres,  suceden  al  tío 
por  sí  mismos  y  no  por  representación  ;  de  modo  que  se 
partirán  la  herencia  por  cabezas  y  no  por  estirpes  ;  ley  8  de 
Toro ,  que  es  la  2 ,  lit.  20 ,  lib.  10,  Nov.  Rec,  leyes  o,  S  y  6, 
lit.  13,  Part.  6.  Véase  Representación. 

SOCIEDAD  (3).  Un  contrato  consensual  quecelebran  dos 
ó  mas  personas  poniendo  en  común  sus  bienes  é  industria 
ó  alguna  de  estas  cosas  con  objeto  de  hacer  algún  lucro  ; 
ley  1 ,  lit.  10 ,  Part.  S.  Toda  sociedad  debe  tener  un  objeto 
licito  cualquiera  que  él  sea,  como  una  compra,  un  arren- 
damiento ,  una  empresa  ;  pues  si  el  objeto  fuese  contrario 
á  las  leyes  ó  á  las  buenas  costumbres  ,  como  el  hacer  el 
contrabando  ú  otro  semejante,  la  sociedad  seria  nula,  y  sus 
individuos  no  tendrían  derecho  alguno  unos  contra  otros 
como  asociados  ;  ley  2  ,  üt.  10,  Part.  S.  Toda  sociedad  se 
ha  de  contraer  por  el  interés  común  de  las  partes;  y  cada 
socio  ha  de  poner  en  ella  dinero  ú  otros  bienes  ó  su  indus- 
tria. —  Puede  hacerse  por  cierto  tiempo  ó  por  toda  la  vida  T 
y  si  algunos  la  hicieren  tanto  por  sí  como  por  sus  herederos, 
valdrá  en  cuanto  á  la  vida  de  aquellos  ,  mas  no  respecto  i 
estos ,  salvo  si  fuese  sobre  arrendamiento  de  cosas  del  rey 
ó  común  de  concejo.  Puede  hacerla  el  que  no  es  loco,  fatuo, 
ni  menor  de  catorce  años;  y  si  el  mayor  de  catorce  y  menor 
de  veiute  y  cinco  entiende  que  se  le  sigue  daño  de  ella  ó 
que  le  hicieron  entrar  fraudulentamente,  puede  pedir  al  juez 
que  le  exonere  y  le  restituya  á  su  anterior  estado  ;  ley  1 , 
Üt.  10,  Part.  o. 

La  sociedad  puede  ser  universal  ó  singular;  ley  3,  id.,  id. 
Universal  es  la  que  se  hace  de  todos  los  bienes  presentes  y 
futuros  con  sus  pérdidas  ó  ganancias;  y  singular  la  que  se 
limita  á  bienes  y  negocios  señalados.  En  la  sociedad  uni- 
versal se  hacen  comunes  de  los  socios  todos  los  bienes  que 
tienen  al  tiempo  del  contrato  ,  sin  necesidad  de  mutua  tra- 
dición ni  ocupación  ,  y  los  que  después  adquieran  de  cual- 
quier manera  que  sea,  sin  escepcion  del  peculio  castrense 
y  cuasi  castrense ,  de  suerte  que  cada  uno  de  los  socios 
puede  usar  de  ellos  y  demandarlos  judicial  ó  extrajudicíal- 
mente  como  si  fuesen  suyos  :  bien  que  si  alguno  tuviere 
señorío ,  jurisdicción  ó  créditos ,  no  podrán  los  otros  usarlos 
ó  pedirlos  si  no  se  les  diese  poder  espreso  para  hacerlo  ; 
ley  6,  til.  10,  Parí.  5;  y  ley  Kl,  til.  28,  Part.  3.  La  sociedad 
singular  se  subdivide  en  tres  especies  ,  á  saber,  ó  para  un 
solo  negocio,  ó  simplemente  sin  espresar  bienes  sobre  que 
se  hace  ,  ó  sobre  las  ganancias  que  se  hicieren.  En  la  pri- 
mera especie  únicamente  son  comunes  las  ganancias  ó  pér- 
didas del  negocio  que  forma  su  objeto;  y  si  alguno  de  los 
socios  tuviere  ganancias  por  otro  respecto^serán  propias 
del  mismo  y  no  de  los  demás.  En  la  segunda  especie  se 
han  de  partir  las  ganancias  que  provinieren  del  ejercicio, 
comercio  ó  tráfico  que  usaren  los  socios,  esto  es,  solamente 
las  ganancias  ó  beneficios  procedentes  de  su  industria  ó 

(3)  Cur.  Filíp. ,  lib.  1  ,  com.  terr. ,  cap.  3,  Compañeros;  Gó- 
mez, Fariar.,  lib.  2,  cap.  5  de  societale,  donde  se  tratan  punto; 
interesantes  por  el  mismo  y  por  Aylton. 


so 
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trabajo  ;  leyes  3  y  7,  lit.  10 ,  Part.  V.  En  "la  tercera  se  com- 
prenden tocias  las  adquisiciones  que  se  hicieren  así  por  in- 
dustria ó  trabajo  como  por  herencia  ú  otro  título  semejante; 
de  manera  que  esta  tercera  especie  mas  bien  puede  llamarse 
sociedad  general  que  singular. 

En  cuanto  á  las  partes  de  ganancia  ó  pérdida,  deben 
observarse  los  pactos  que  se  hubiesen  hecho  por  los  con- 
trayentes ,  como  sean  razonables  y  justos  :  si  se  hubiesen 
estipulado  las  partes  de  la  ganancia  ,  sin  hacer  mención  de 
las  de  pérdida  ,  se  hará  la  distribución  de  esta  en  la  misma 
proporción  que  la  de  aquella  ,  y  al  contrario  ,  de  modo  que 
la  espresion  de  una  sirve  para  la  otra  ;  y  si  nada  se  deter- 
minó sobre  este  punto  al  tiempo  de  hacer  el  contrato,  serán 
iguales  las  partes  ;  ley  7  cil.  :  bajo  el  supuesto  de  qi|^  la 
igualdad  no  ha  de  ser  aritmética  ,  sino  geométrica  ó  pro- 
porcional al  caudal  que  cada  uno  ha  puesto  ,  por  manera 
que  si  el  caudal  de  uno  fueren  300  y  el  de  otro  200,  impor- 
tando la  ganancia  10 ,  tendrá  6  el  de  500  y  4  el  de  200.  Si 
por  ser  alguno  de  los  socios  mas  inteligente  en  el  manejo 
de  los  negocios,  ó  por  tener  mas  trabajo  ó  esponerse  á 
mayores  peligros  ,  se  pactase  que  tenga  mayor  parte  en  las 
ganancias  ó  que  no  la  tenga  en  las  pérdidas ,  valdrá  tal  con- 
vención y  cualquiera  otra  semejante  ;  mas  no  será  válido  el 
pacto  de  que  uno  se  lleve  toda  la  ganancia  y  ninguna  pérdi- 
da ,  ó  que  toda  esta  sea  suya  sin  participar  de  aquella  ;  ley  4, 
tít.  10  ,  Part.  b.  Puede  ponerse  la  division  de  partes  en  el 
arbitrio  de  un  tercero ,  y  valdrá  su  regulación  siendo  justa  , 
mas  no  de  otra  suerte.  —  Si  uno  puso  tan  solo  la  industria 
ó  trabajo  ,  y  el  otro  el  caudal ,  es  claro  que  se  hace  común 
la  ganancia  mas  no  el  capital  ;  pero  si  el  trabajo  puesto  por 
el  uno  fuere  de  mas  importancia  que  el  caudal  puesto  por  el 
otro ,  quieren  muchos  autores  que  este  se  haga  común ,  de 
modo  que  disuella  la  sociedad  se  divida  en  partes  iguales 
jo  que  se  hallare ,  sin  tener  cuenta  de  si  hubo  ganancia  ó 
pérdida. 

Se  acaba  la  sociedad  :  Io.  por  la  muerte  natural  ó  civil  de 
alguno  de  los  socios,  á  no  haberse  pactado  que  subsistirá 
entre  los  que  sobrevivan  ;  siendo  de  notar  que  no  valdrá  el 
pacto  de  que  muerto  un  socio  deban  entrar  á  ocupar  su  lu- 
gar en  la  compañía  sus  herederos ,  sino  es  que  lo  sea  de  ar- 
rendamiento de  cosas  públicas  ó  de  concejo  :  —  2o.  por  la 
cesión  que  hiciere  de  sus  bienes  alguno  de  los  socios  en  fa- 
vor de  sus  acreedores:  —  5o.  por  la  confiscación  de  bienes 
de  alguno  de  los  socios  :  —  4o.  por  muerte  ó  pérdida  de  la 
cosa  que  era  objeto  de  la  sociedad  :  — b°.  por  la  conclusion 
del  negocio  ó  tiempo  para  que  se  contrajo  ;  ley  10,  lit.  10, 
Part,  b  :  —  6o.  por  mutuo  consentimiento  :  —  7o.  por  re- 
nuncia de  uno  de  los  socios  ;  pues  aunque  en  los  demás  con- 
tratos no  puede  apartarse  el  un  contrayente  contra  la 
voluntad  del  otro  ,  se  le  permite  hacerlo  en  este  por  amor  á 
la  paz ,  quia  communio  lites  et  jiwgia  generare  solet  ;  pero 
con  talque  la  renuncia  no  sea  fraudulenta  ni  intempestiva; 
ley  11,  lit.  10,  .Part,  b;  Oír.  Filíp.,  lib.  1,  com.  lerr., 
cap.  3 ,  n.  37.  Véase  Renuncia. 

El  que  tiene  á  su  cargo  la  administración  de  la  sociedad, 
debe  poner  el  mismo  cuidado  y  diligencia  que  en  sus  cosas 
propias,  de  suerte  que  tiene  que  resarcir  no  solamente  los 
perjuicios  que  se  siguieren  por  su  dolo  ó  engaño ,  sino,  tam- 
bién los  que  provinieren  de  su  culpa  leve  ,  sin  que  le  sirva 
decir  que  por  otra  parte  ha  hecho  ganancias  capaces  de  re- 
sarcir estos  daños;  ley  7  ,  tít.  10,  Part.  b.  También  debe 
dar  á  los  consocios  con  toda  puntualidad  las  correspondien- 
tes cuentas,  cuyas  resultas  tanto  activas  como  pasivas  pasan 
á  ios  herederos  ;  ley  54,  tít.  12,  Part,  b,  y  Curia  Filíp., 
lib.  1 ,  com.  terr.,  cap.  3,  n.  4b.  Si  teniendo  uno  de  los  so- 
cios en  su  poder  y  guarda  los  bienes  de  la  compañía ,  diese 
parte  á  alguno  de  ellos  sin  noticia  ni  mandato  de  los  otros , 
y  después  viniese  á  pobreza  de  modo  que  no  pueda  darle 


sus  respectivas  partes ,  se  debe  restituir  ala  sociedad  lo 
dado  al  otro  y  partirse  entre  todos;  pero  tos  que  sabiendo  la 
entrega  de  dicha  parte  fueren  negligentes  en  pedir  la  suya, 
mientras  que  se  hacia  pobre  el  administrador,  no  podrán 
demandar  la  restitución,  como  culpados  de  no  haberlo  hecho 
en  tiempo  en  que  podían  haber  cobrado;  ley  Ib  ,  tít.  10, 
Part,  b.  — Es  de  advertir  por  último  que  los  socios  entre  sí 
gozan  del  beneficio  de  competencia ,  es  decir,  que  si  confe- 
sando un  socio  á  otro  alguna  deuda  procedente  de  la  com- 
pañía ,  ó  siendo  vencido  de  ella  en  juicio  no  pudiese  pagarla 
toda  de  una  vez  sin  quedar  reducido  á  la  miseria,  no  puede 
ser  forzado  en  tal  caso  á  su  total  satisfacción  ,  sino  solo  á  la 
de  la  parte  que  el  juez  arbitre  ,  de  modo  que  le  quede  con 
que  vivir,  dando  seguridad  de  que  pagará  el  resto,  si  en 
adelante  adquiriere  para  poder  hacerlo,  á  no  ser  que  tuviese 
algún  arte  ú  oficio  con  que  proporcionarse  el  sustento,  pues 
en  tal  caso  debe  pagar  la  deuda  por  entero;  ley  Ib  cit.  Véase 
Comuña. 

SOCIEDRD  leonina.  Aquella  en  que  se  conviene  que 
uno  de  los  socios  tendrá  parte  en  la  pérdida  y  no  en  la  ganan- 
cia. Llámase  así  por  ser  semejante  á  la  que  según  la  fábula 
de  Esopo  hizo  el  león  con  otros  animales.  Está  reprobada 
por  la  ley  4 ,  lit.  10,  Part.  b. 

SOCIEDAD  conyugal.  La  sociedad  que  por  disposición 
de  la  ley  existe  entre  el  marido  y  la  mujer  desde  el  momento 
de  la  celebración  del  matrimonio  hasta  su  disolución,  en  vir- 
tud de  la  cual  se  hacen  comunes  de  ambos  cónyuges  los 
bienes  gananciales,  de  modo  que  después  se  parten  por  mitad 
entre  ellos  ó  sus  herederos,  aunque  el  uno  hubiese  traido 
mas  capital  que  el  otro.  Véase  Bienes  gananciales. 

SOCIEDAD  de  comercio.  Un  contrato  por  el  cual  dos  ó 
mas  comerciantes  se  unen  ,  poniendo  en  común  sus  bienes , 
industria  ó  alguna  de  estas  cosas  con  objeto  de  hacer  algún 
lucro.  Art.  264,  cód.  de  com.  Lo  que  se  ha  dicho  sobre  la 
sociedad  en  general  es  aplicable  á  las  sociedades  de  comer- 
cio con  las  modificaciones  y  restricciones  que  vamos  á  indi- 
car en  este  artículo  y  siguientes.  Hay  tres  especies  de  socie- 
dades comerciales,  á  saber  :  sociedad  colectiva,  sociedad 
en  comandita,  sociedad  anónima;  y  suele  añadirse  otra, 
llamada  sociedad  accidental ,  aunque  propiamente  no  lo 
es,  por  no  estar  sujeta  á  las  reglas  de  las  tres  primeras  : 
hablaremos  por  separado  de  lo  que  es  peculiar  á  cada  una 
de  ellas,  después  de  indicar  aquí  lo  que  es  común  á  las 
tres.  Art.  26b. 

El  contrato  de  sociedad  comercial  se  ha  de  reducir  á  es- 
critura pública ,  la  cual  debe  espresar  necesariamente  : 
Io.  los  nombres,  apellidos  y  domicilio   de  los  otorgantes; 

—  2o.  la  razón  social  ó  denominación  de  la  compañía;  — 
3o.  los  socios  que  han  de  tener  á  su  cargo  la  administración 
de  la  sociedad,  y  usar  de  su  firma;  —  4o.  el  capital  que 
cada  socio  introduce  en  dinero  efectivo,  crédito  ó  efectos, 
con  espresion  del  valor  que  se  dé  á  estos ,  ó  de  las  bases 
sobre  que  se  ha  de  hacer  el  avalúo  ;  —  b°.  la  parte  que  haya 
de  corresponder  en  beneficios  y  pérdidas  á  cada  socio  capi- 
talista, y  á  los  de  industria,  si  los  hubiere  de  esta  especie; 

—  6o.  la  duración  de  la  sociedad,  que  ha  de  ser  necesaria- 
mente por  un  tiempo  fijo,  ó  para  un  objeto  determinado  ;  — 
7o.  el  ramo  de  comercio ,  fábrica  ó  navegación  sobre  que  lia 
de  operar  la  compañía  en  el  caso  que  esta  se  establezca 
limitadamente  para  una  ó  muchas  especies  de  negociaciones; 

—  8o.  las  cantidades  que  se  designen  á  cada  socio  anual- 
mente para  sus  gastos  particulares,  y  la  compensación  que 
en  caso  de  csceso  hayan  de  recibir  de  los  demás;  —  9o. -la 
sumisión  ajuicio  de  arbitros  en  caso  de  diferencia  entre  los 
socios,  espresándose  el  modo  de  nombrarlos;— 10°.  la  forma 
en  que  se  ha  de  dividir  el  haber  social ,  disuelta  que  sea  la 
compañía;  —11°.  todos  los  demás  objetos  sobre  que  los 
socios  quisieren  establecer  pactos  especiales.  Los  socios  no 
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pueden  hacer  pactos  reservados ,  ni  oponer  contra  el  conte- 
nido de  la  escritura  ningún  documento  privado  ni  prueba 
testimonial.  Cualquiera  reforma  ó  ampliación  que  se  haga 
sobre  el  contrato  de  sociedad  debe  formalizarse  con  las 
mismas  solemnidades  prescritas  para  celebrarlo.  El  contrato 
de  sociedad  y  las  mudanzas  que  en  él  se  hicieren ,  han  de 
inscribirse  en  el  registro  general  de  comercio  de  la  provin- 
cia ,  y  publicarse  en  el  tribunal  de  comercio.  Art.  286  hasta 
el  art.  290. 

Los  acreedores  particulares  de  un  socio  no  pueden  estraer 
de  la  masa  social  por  virtud  de  sus  créditos  los  fondos  que 
en  ella  tenga  su  deudor,  y  solo  les  es  permitido  embargar 
la  parte  de  intereses  que  pueden  corresponder  á  este  en  la 
liquidación  de  la  sociedad,  para  percibirlo  en  el  tiempo  en 
que  el  deudor  podria  hacerlo.  En  las  sociedades  en  coman- 
dita ó  anónimas  constituidas  por  acciones ,  solo  puede  tener 
lugar  este  embargo  cuando  la  acción  del  deudor  conste  so- 
lamente por  inscripción  ,  y  no  se  le  haya  emitido  cédula  de 
crédito  que  represente  su  interés  en  la  sociedad.  En  caso  de 
quiebra  de  la  sociedad  no  entran  los  acreedores  particulares 
de  los  socios  en  la  masa  de  los  de  la  compañía ,  sino  que  des- 
pués de  estar  estos  satisfechos,  usan  de  su  derecho  contra  el 
residuo  que  pueda  corresponder  al  socio  que  sea  su  deudor. 
Mas  esta  disposición  no  priva  á  los  acreedores  que  tengan 
un  derecho  privilegiado  contra  los  bienes  de  su  deudor  de 
deducirlo  y  obtener  la  preferencia  que  pueda  competirle  en 
concurrencia  con  la  masa  de  acreedores  de  la  sociedad,  que 
persiga  estos  mismos  bienes  por  la  mancomunidad  de  las 
obligaciones  sociales.  Art.  296  hasta  298. 

Deben  los  socios  poner  en  la  masa  común  dentro  deí  plazo 
convenido  las  porciones  de  capital  á  que  respectivamente 
se  hubieren  empeñado;  y  si  alguno  fuere  omiso,  puede  la 
compañía  proceder  ejecutivamente  contra  sus  bienes  paraha- 
cer  efectiva  su  porción,  ó  bien  rescindir  el  contrato  en  cuanto 
á  dicho  socio.  Cuando  el  capital  de  un  socio  consista  en  efec- 
tos, se  hace  su  valuación  en  la  forma  prevenida  en  el  con- 
trato, ó  bien  por  peritos  que  nombren  ambas  partes,  según  los 
precios  de  la  plaza,  corriendosus  aumentos  ó  disminuciones 
ulteriores  por  cuenta  de  la  compañía.  Cuando  consista  en 
créditos,  no  se  le  abonan  en  cuenta  hasta  que  se  hayan  co- 
brado. El  socio  que  por  cualquiera  causa  retarde  la  entrega 
de  su  capital,  debe  abonar  á  la  masa  común  el  interés 
corriente  del  dinero  que  hubiere  dejado  de  entregar  á  su 
debido  tiempo.  Art.  299  /¡asía  503. 

En  las  compañías  colectivas  todos  los  socios  tienen  facul- 
tad de  concurrir  al  manejo  y  régimen  délos  negocios  comu- 
nes ,  poniéndose  de  acuerdo  los  presentes,  á  no  ser  que  la 
administración  se  hubiese  encargado  à  algunos  con  inhibición 
délos  demás.  No  debe  contraerse  obligación  nueva  que  espre- 
samente  contradiga  uno  délos  socios  administradores;  pero 
si  llegare  á  contraerse  á  pesar  de  ello,  surtirá  sus  efectos,  y 
el  que  la  contrajo  responderá  de  los  perjuicios  que  se  siguie- 
ren á  la  sociedad.  Habiendo  socios  que  especialmente  estén 
encargados  de  la  administración  ,  no  pueden  los  demás  con- 
tradecir ni  entorpecer  sus  gestiones.  Cuando  la  facultad 
privativa  de  administrar  y  de  usar  de  la  firrní  de  la  compa- 
ñía haya  sido  conferida  en  condición  espresa  del  contrato 
social ,  no  se  puede  privar  de  ella  al  que  la  obtuvo;  pero  si 
este  usare  mal  de  esta  facultad  ,  y  de  sus  gestiones  resultare 
perjuicio  manifiesto  á  la  masa  común,  podrán  los  demás 
socios  nombrarle  un  co-administrador  que  intervenga  en  todas 
las  operaciones,  ó  promover  la  rescision  del  contrato  ante 
el  tribunal  compétente.  Todo  socio,  sea  ó  no  administrador, 
tiene  derecho  en  las  compañías  colectivas  de  examinar  el 
estado  de  la  administración  y  contabilidad  de  ellas,  y  de 
hacer  las  reclamaciones  que  creyere  convenientes  al  ínteres 
común  con  arreglo  á  los  pactos  hechos  en  la  escritura  de 
sociedad  ó  á  las  disposiciones  generales  de  derecho.  En  las 


compañías  en  comandita  y  en  las  anónimas  no  pueden  los 
socios  comanditarios  ni  los  accionistas  hacer  examen  ni  in- 
vestigación alguna  sobre  la  administración  social ,  sino  en 
las  épocas  y  bajo  la  forma  que  prescriben  los  contratos  y 
reglamentos  de  la  compañía.  En  ninguna  especie  de  sociedad 
puede  rehusarse  á  los  socios  el  examen  de  todos  los  docu- 
mentos comprobantes  de  los  balances  que  se  formen,  para 
manifestar  el  estado  de  la  administración  social.  En  las  so- 
ciedades establecidas  por  acciones  puede  hacerse  deroga- 
ción á  esta  regla  general  por  pacto  establecido  en  el  contrato 
de  sociedad,  ó  por  disposición  de  sus  reglamentos  aproba- 
dos que  determinen  el  modo  particular  de  hacer  este  exa- 
men, sujetando  á  su  resultado  la  masa  general  deaccionis- 
tas^árt.  304  hasta  510. 

Las  negociaciones  hechas  por  los  socios  en  nombre  propio 
y  con  sus  fondos  particulares  no  se  comunican  á  la  compa- 
ñía ,  ni  la  constituyen  en  responsabilidad  alguna  ,  siendo  de 
la  clase  de  aquellas  que  los  socios  pueden  hacer  lícitamente 
por  su  cuenta  particular.  No  pueden  los  socios  aplicar  los 
fondos  de  la  compañía ,  ni  usar  de  la  firma  social  para  nego- 
cios por  cuenta  propia;  y  en  caso  de  hacerlo,  perderán  en 
beneficio  de  la  compañía  la  parte  de  ganancias  que  les  pueda 
corresponder  en  ella,  y  podrá  tener  lugar  la  rescision  del 
contrato  social  en  cuanto  á  ellos  sin  perjuicio  del  reintegro 
de  los  fondos  de  que  hubieren  hecho  uso ,  y  de  indemnizar 
ademas  lodos  los  perjuicios  que  á  la  sociedad  se  hayan  se- 
guido. —  En  las  sociedades  colectivas  que  no  tengan  género 
de  comercio  determinado,  no  pueden  sus  individuos  hacer 
operaciones  por  su  cuenta,  sin  que  preceda  consentimiento 
de  la  sociedad,  la  cual  no  podrá  negarlo  sin  acreditar  que 
de  ello  le  resulta  un  perjuicio  efectivo  y  manifiesto.  Los  so- 
cios que  contravengan  á  esta  disposición  aportarán  al  acervo 
común  el  beneficio  que  les  resulte  de  estas  operaciones,  y 
sufrirán  individualmente  las  pérdidas,  si  las  hubiere.  Cuando 
la  sociedad  tenga  determinado  el  género  de  comercio  en  que 
haya  de  operar,  pueden  los  socios  hacer  por  su  cuenta  cual- 
quiera operación  en  otra  especie  de  negocios,  con  tal  que 
no  exista  pacto  especial  que  lo  estorbe.  —  El  socio  indus- 
trial no  puede  ocuparse  en  negociación  de  especie  alguna, 
á  menos  que  la  sociedad  no  se  lo  permita  espresamente;  y 
en  caso  de  verificarlo  ,  quedará  á  arbitrio  de  los  socios  ca- 
pitalistas escluirle  déla  compañía,  privándole  de  los  benefi- 
cios que  le  correspondiesen  en  ella,  ó  aprovecharse  de  los 
que  haya  granjeado  en  las  negociaciones  hechas  en  fraude 
de  esta  disposición.  Art.  511  hasta  516. 

Ningún  socio  puede  segregar  ni  distraer  del  acervo  co- 
mún mas  cantidad  que  la  que  se  hubiere  designado  á  cada 
uno  en  las  sociedades  colectivas  ó  en  comandita  para  sus 
gastos  particulares  ;  y  si  lo  hiciere  podrá  ser  competido  á  su 
reintegro,  como  si  no  hubiese  completado  la  porción  de  ca- 
pital que  se  obligó  á  poner  en  la  sociedad  ,  ó  en  su  defecto 
será  licito  á  los  demás  socios  retirar  una  cantidad  propor- 
cional según  el  interés  que  tengan  en  la  masa  común.  —No 
habiéndose  determinado  en  el  contrato  de  sociedad  la  parte 
que  cada  socio  deberá  llevar  en  las  ganancias,  se  dividirán 
estas  á  prorata  de  la  porción  de  interés  que  cada  cual  tenga 
en  la  compañía  ,  entrando  en  la  distribución  los  socios  in- 
dustriales, si  los  hubiere,  en  la  clase  del  socio  capitalista 
qu,e  tenga  la  parte  mas  módica.  Las  pérdidas  se  repartirán 
en  la  misma  proporción  entre  los  socios  capitalistas,  sin  in- 
cluir en  el  repartimiento  á  los  industriales,  á  menos  que  por 
pacto  espreso  se  hubieren  estos  constituido  participes  en 
ellas.  Art.  517  hasta  519. 

Cualquier  daño  ocurrido  en  los  intereses  de  la  compañía 
por  dolo,  abuso  de  facultades  ó  negligencia  grave  de  uno  de 
los  socios,  constituye  á  su  autor  en  la  obligación  de  indem- 
nizarlo, si  los  demás  socios  lo  exigieren,  con  tal  que  no  pueda 
deducirse  por  acto  alguno  su  aprobación  ó  ratificación  es- 
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presa  ó  virtual  del  hecho  sobre  que  se  funde  la  reclamación. 
La  compañía  debe  abonar  á  los  socios  los  gastos  que  espen- 
dieren en  evacuar  los  negocios  de  ella,  é  indemnizarles  de 
los  perjuicios  que  les  sobrevinieren  por  ocasión  inmediata 
y  directa  de  los  mismos  negocios;  pero  no  los  que  puedan 
haber  recibido  mientras  se  ocupaban  en  desempeñarlos,  por 
culpa  suya  ó  caso  fortuito,  ú  otra  causa  independiente  de 
aquellos. — Ningún  socio  puede  trasmitir  á  otra  persona 
el  interés  que  tenga  en  la  sociedad,  ni  sustituirla  en  su  lu- 
gar para  que  desempeñe  los  oficios  que  á  él  le  tocaren  en  la 
administración  social,  sin  que  preceda  tanto  para  lo  uno 
como  para  lo  otro  consentimiento  de  los  socios.  Art.  520 
hasta  322. 

Toda  diferencia  entre  los  socios  se  decide  por  jueces 
arbitros,  hayase  ó  no  estipulado,  así  en  el  contrato  de  so- 
ciedad. Las  partes  interesadas  deben  nombrarlos  en  el  tér- 
mino que  se  haya  prefijado  en  la  escrilura  ,  y  en  su  defecto 
en  el  que  les  señale  el  tribunal.  No  haciendo  el  nombra- 
miento dentro  del  término  señalado,  se  hace  de  oficio  por  la 
autoridad  judicial  en  personas  peritas  é  imparciales.  Art.  323 
hasta  52b. 

El  contrato  de  sociedad  puede  rescindirse  parcialmente , 
ó  disolverse  totalmente.  Puede  rescindirse  parcialmente: 
Io.  cuando  un  socio  usa  de  los  capitales  comunes  y  de  la 
firma  social  para  negocios  por  cuenta  propia:  — 2o.  introdu- 
ciéndose á  ejercer  funciones  administrativas  de  la  compañía 
el  socio  á  quien  no  competa  hacerlas,  según  los  pactos  del 
contrato  :  —3o.  si  algún  socio  administrador  cometiere  fraude 
en  la  administración  ó  contabilidad  :  —  k°.  dejando  de  po- 
ner en  la  caja  común  el  capital  que  cada  uno  estipuló,  des- 
pués de  haber  sido  requerido  :  —  5o.  ejecutando  un  socio 
por  su  cuenta  operaciones  de  comercio  que  no  le  sean  líci- 
tas :  —  6o.  ausentándose  un  socio  que  estuviere  obligado  á 
prestar  oficios  personales  en  la  sociedad  ,  si  habiendo  sido 
requerido  para  regresar  no  lo  verificare  ni  acreditare  justa 
causa  que  se  lo  impidiese  temporalmente.  El  efecto  de  la 
rescision  parcial  es  la  ineficacia  del  contrato  con  respecto 
al  socio  culpable,  que  se  considerará  escluido  de  la  sociedad, 
exigiéndole  la  parte  de  pérdida  que  pueda  corresponderle, 
si  la  hubiere  habido,  y  quedando  autorizada  la  sociedad  á 
retener,  sin  darle  participación  en  las  ganancias  ni  indem- 
nización alguna,  los  intereses  que  pueden  tocar  á  aquel  en 
la  masa  social,  hasta  que  estén  evacuadas  y  liquidadas  todas 
las  operaciones  que  se  hallen  pendientes  al  tiempo  delà  res- 
cision. Art.  526  /ic/sía328.  —  Se  disuelve  totalmente  la  so- 
ciedad :  Io.  cumplido  el  término  prefijado  en  el  contrato,  ó 
acabada  la  empresa  que  fué  su  objeto  :  —  2o.  por  la  pérdida 
entera  del  capital  social  :  —  5o.  por  la  muerte  de  uno  de  los  so- 
cios ,  si  no  contiene  la  escritura  social  pacto  espreso  para  que 
continúen  en  la  sociedad  los  herederos  del  socio  difunto,  ó  que 
esta  subsista  entre  los  socios  sobrevivientes  :  —  h°.  por  la  cle- 
mencia ú  otra  causa  que  produzca  la  inhabilitación  de  un  socio 
para  administrar  sus  bienes  :—  S°.  por  la  quiebra  de  la  socie- 
dad ó  de  cualquiera  de  sus  individuos  :  —  6o.  por  la  simple 
voluntad  de  uno  de  los  socios,  cuando  la  sociedad  no  tenga 
un  plazo  ó  un  objeto  fijo.  En  las  sociedades  constituidas  por 
acciones ,  solo  puede  tener  lugar  su  disolución  por  cumplirse 
el  término  ,  acabarse  la  empresa,  ó  perderse  enteramente  el 
capital  social.  Las  sociedades  mercantiles  no  se  entienden 
prorogadas  por  la  voluntad  presunta  de  los  socios.  Cuando 
muerto  un  socio,  continúa  la  sociedad  entre  los  sobrevi- 
vientes, según  lo  establecido  en  el  contrato,  participarán 
los  herederos  del  difunto  no  solo  de  los  resultados  de  las 
operaciones  que  estuvieren  pendientes  al  tiempo  del  falle- 
cimiento de  su- causante,  sino  también  de  las  que  sean  com- 
plementarias de  aquellas  ,  como  consecuencia  inmediata  y 
precisa  de  las  mismas.  La  disolución  de  la  sociedad  ilimi- 
tada por  la  voluntad  de  uno  de  sus  individuos,  no  tiene  lugar 


hasta  que  los  demás  socios  la  han  aceptado ,  y  estos  podrán 
rehusarla  siempre  que  aparezca  mala  fe  en  el  socio  que  la 
proponga.  Se  entenderá  que  este  obra  con  mala  fe  cuando 
á  favor  de  la  disolución  de  la  sociedad  pretenda  hacer  un 
lucro  particular  que  no  tendría  efecto  subsistiendo  esta.  El 
que  por  su  voluntad  se  separe  de  la  compañía ,  no  puede 
impedir  que  se  concluyan  del  modo  mas  conveniente  á  los 
intereses  comunes  las  negociaciones  pendientes ,  y  hasta  que 
esto  no  se  verifique  no  tendrá  lugar  la  division  de  los  bienes 
y  efectos  de  la  sociedad.  Art.  529  hasta  354. 

Disuella  la  sociedad,  cesa  la  representación  de  los  socios 
administradores,  cuyas  facultades  quedan  limitadas  á  per- 
cibir los  créditos  de  la  sociedad  ,  estinguir  las  obligaciones 
contraidas  de  antemano,  según  vayan  venciendo,  y  realizar 
las  operaciones  que  se  hallen  pendientes.  Los  mismos  con- 
tinuarán encargados  de  la  liquidación  ,  pero  si  lo  exigiere 
algún  socio  se  nombrarán  á  pluralidad  de  votos  dos  ó  mas 
liquidadores  de  dentro  ó  fuera  de  la  compañía.  Los  socios  ad- 
ministradores formarán  en  los  quince  días  inmediatos  á  "la 
disolución  de  la  sociedad,  el  inventario  y  balance  del  caudal 
común,  cuyo  resultado  pondrán  en  conocimiento  de  los  so- 
cios; y  si  omitieren  hacerlo,  se  podrá  establecer  á  instancia 
de  cualquiera  socio  una  intervención  sobre  la  gestion  de  los 
administradores,  á  cuya  costa  harán  los  interventores  el 
balance.  Los  liquidadores  que  no  sean  los  socios  administra- 
dores, se  entregarán  del  haber  de  la  sociedad  por  el  inven- 
tario y  balance,  dando  fianzas;  y  cualesquiera  quesean, 
deben  comunicar  mensualmente  á  cada  socio  un  estado  de 
la  liquidación  ,  bajo  pena  de  destitución  ,  y  responder  de 
cualquiera  perjuicio  que  resulte  al  haber  común  por  fraude 
ó  negligencia  grave  de  su  parte.  La  division  del  haber  so- 
cial debe  hacerse  luego  que  lo  permita  el  estado  de  las  ne- 
gociaciones, y  comunicarse  á  los  socios,  quienes  en  el 
término  de  quince  dias  se  conformarán  con  ella,  ó  espondrán 
sus  agravios  ;  los  cuales  han  de  decidirse  por  arbitros  que 
nombren  las  partes  en  los  ocho  dias  siguientes  á  su  presen- 
tación ,  ó  en  su  defecto  el  tribunal  competente.  Guando 
tuviere  interés  algún  menor,  procederá  su  tutor  ó  curador 
como  en  negocio  propio ,  y  serán  válidos  é  irrevocables,  sin 
sujeción  á  beneficio  de  restitución  ,  todos  los  actos  que  otor- 
gare y  consintiere  á  nombre  de  su  pupilo,  sin  perjuicio  de  su 
responsabilidad  con  respecto  á  este  por  dolo  ó  negligencia 
culpable.  Antes  de  hacer  á  cada  socio  la  entrega  del  haber 
que  le  toque,  se  han  de  estinguir  los  créditos  pasivos  de  la 
compañía  ó  depositar  su  importe.  Los  socios  que  hubieren 
hecho  préstamos  al  fondo  común ,  deben  ser  satisfechos 
como  acreedores  de  este,  antes  de  la  distribución  del  lí- 
quido. Los  socios  comanditarios  retirarán  sus  capitales , 
siempre  que  por  el  balance  resulte  caudal  suficiente  para 
cubrir  las  obligaciones  de  la  compañía.  De  las  primeras  dis- 
tribuciones que  se  hagan  á  los  socios  se  descontarán  las 
cantidades  que  hayan  percibido  para  sus  gastos  particulares 
ó  para  otro  cualquier  objeto.  Todo  socio  puede  promover  la 
liquidación  y  division  del  caudal  social ,  y  exigir  de  los  li- 
quidadores las  noticias  que  le  convengan.  Los  bienes  parti- 
culares délos  socios  que  no  se  incluyeron  en  la  formación  de 
la  sociedad  ,  no  pueden  ser  ejecutados  para  pago  de  las  obli- 
gaciones que  la  sociedad  contrajo  en  común ,  sino  después 
de  haberse  hecho  excusión  en  el  haber  de  esta.  Los  libros 
y  papeles  de  la  sociedad  se  conservarán ,  bajo  la  responsa- 
bilidad de  los  liquidadores ,  hasta  la  total  liquidación  de 
ella  ,  y  pago  de  todos  los  que  bajo  cualquier  título  sean  in- 
teresados en  su  haber.  Art.  55b  hasta  5b5  (1). 

SOCIEDAD  colectiva.  La  que  se  contrae  en  nombro 
colectivo  bajo  pactos  comunes  à  todos  los  socios  que  parli- 

(\)  Por  lo  que  toca   á  los  Mejicanos,  véase  el  artículo  Compa- 
ñía de  comercio,  redactado  conforme  á  las  Ordenanzas  de  Bilbao, 
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cipan  de  los  mismos  derechos  y  obligaciones  en  la  propor- 
ción que  han  establecido.  Llámase  colectiva  ó  en  nombre 
colectivo  ,  porque  es  de  su  eseneja  el  que  todos  los  socios 
concurran  á  la  administración  ,  ó  se  entienda  que  concur- 
ren á  ella  por  delegación  de  poderes ,  de  modo  que  lo 
que  se  hace  por  uno  solo  se  considera  hecho  por  todos  los 
asociados  colectivamente  y  bajo  un  nombre  común.  Este 
nombre  común  constituye  lo  que  se  llama  razón  social,  y  se 
compone  del  nombre  de  uno  ó  algunos  de  los  socios  con  la 
adición  de  las  palabras  y  compañía ,  de  manera  que  supo- 
niendo que  la  razón  social  sea  bajo  los  nombres  de  Pablo, 
Juan  y  compañía ,  todos  los  actos  de  la  sociedad,  como  letras 
de  cambio,  cartas  misivas,  finiquitos,  cuentas,  facturas,  etc., 
deben  firmarse  por  uno  ú  otro  de  los  socios  con  el  nombre 
común  ó  colectivo  de  Pablo ,  Juan  y  compañía.  La  sociedad 
colectiva  ha  de  girar  bajo  el  nombre  de  todos  ó  alguno  de  los 
socios,  sin  que  en  su  razón  ó  firma  comercial  pueda  incluirse 
el  nombre  de  persona  que  no  pertenezca  de  presente  á  la 
sociedad.  Así  es  que  en  el  caso  de  haberse  estipulado  la  con- 
tinuación de  una  sociedad  entre  los  socios  sobrevivientes  , 
deberá  quitarse  de  la  razón  social  ó  firma  comercial  el 
nombre  del  asociado  difunto,  para  evitar  el  error  funesto 
en  que  podría  incurrir  el  público  viendo  en  la  razón  social 
el  nombre  de  una  persona  á  quien  daba  una  confianza  que 
tal  vez  no  merecen  los  sobrevivientes.  Todos  los  individuos  de 
la  sociedad  colectiva,  sean  ó  no  administradores  del  caudal 
social ,  están  obligados  solidariamente  á  las  resultas  de  las 
operaciones  que  se  hagan  á  nombre  y  por  cuenta  de  la  so- 
ciedad bajo  la  firma  que  esta  tenga  adoptada ,  y  por  persona 
autorizada  para  la  gestion  y  administración  de  sus  negocios. 
Los  socios  que  por  cláusula  espresa  del  contrato  social  estén 
escluidos  de  contratar  á  nombre  de  la  sociedad  y  de  usar 
de  su  firma,  no  la  obligan  con  sus  actos  particulares,  aun- 
que tomen  para  hacerlo  el  nombre  de  la  compañía ,  siempre 
que  sus  nombres  no  estén  incluidos  en  la  razón  social;  pero 
si  lo  estuvieren  ,  soportará  la  sociedad  las  resultas  de  estos 
actos,  salvo  su  derecho  de  indemnización  contra  los  bienes 
particulares  del  socio  que  hubiere  obrado  sin  autorización. 
En  general,  nunca  se  presume  la  obligación  solidaria,  sino 
que  se  ha  de  estipular  espresamente,  de  manera  qui  si  dos 
personas  contraen  simplemente  un  empeño ,  cada  una  de 
ellas  se  entiende  obligada  solo  por  la  mitad  y  no  por  el  todo  ; 
pero  en  las  sociedades  colectivas  de  comercio  ha  dispuesto 
la  ley  que  se  entienda  siempre  la  obligación  solidaria  ,  con 
el  objeto  de  estender  el  crédito  de  los  comerciantes  mediante 
las  garantías  particulares  que  asegura  la  misma  contra  cada 
asociado  ,  ademas  de  que  semejante  disposición  es  una  con- 
secuencia natural  del  principio  que  rige  en  las  sociedades  de 
esta  especie ,  reducido  á  que  cada  socio  se  reputa  man- 
datario de  los  otros.  —  No  tienen  representación  de  socios 
para  efecto  alguno  del  giro  social,  los  dependientes  de  co- 
mercio á  quienes  por  via  de  remuneración  de  sus  trabajos 
se  les  da  una  parle  en  las  ganancias ,  la  cual  adquieren  para 
sí  sin  retroacción  en  ningún  caso ,  luego  que  la  hayan  per- 
cibido ,  á  las  épocas  prefijadas  en  sus  ajustes  y  no  antes. 
Art.  265  hasta  269.  Véase  Sociedad  de  comercio. 

SOCEEDAD  en  comandita.  La  que  se  contrae  entre  uno 
ó  muchos  socios  responsables  y  solidarios,  y  una  ó  muchas 
personas  que  no  hacen  mas  que  prestar  sus  fondos  y  se  lla- 
man comanditarios;  ó  bien  :  la  que  se  contrae  prestando 
una  ó  varias  personas  los  fondos  para  estar  á  las  resullas  de 
las  operaciones  sociales,  bajóla  dirección  esclusiva  de  otros 
socios  que  los  manejen  en  su  nombre  particular.  El  socio  ó 
socios  que  tengan  el  manejo  y  dirección  de  la  compañía,  ó 
estén  incluidos  en  el  nombre  ó  razón  comercial  de  ella,  son 
responsables  solidariamente  de  los  resultados  de  todas  sus 
operaciones;  art.  270.  Los  comanditarios  no  pueden  incluir 
sus  nombres  en  la  razón  comercial  de  la  sociedad ,  á  lin  de 


no  dar  lugar  á  que  el  público  se  engañe  sobre  la  naturaleza 
de  las  obligaciones  de  los  socios  comprendidos  en  la  razón 
social,  y  mire  como  socio  responsable  y  solidario  al  que  no 
es  mas  que  comanditario;  art.  271 .  Tampoco  pueden  los 
socios  comanditarios  hacer  acto  alguno  de  administración  de 
los  intereses  de  la  compañía ,  ni  aun  en  calidad  de  apodera- 
dos de  los  socios  gestores  ;  no  sea  que  como  no  pueden  per- 
der sino  lo  que  han  puesto  ,  comprometan  los  fondos  de-  la 
sociedad  y  el  interés  de  los  acreedores  con  operaciones  tanto 
mas  atrevidas  cuanto  que  no  se  esponen  por  su  parte  sino  á 
riesgos  limitados  ;  art.  272.  La  responsabilidad  de  los  co- 
manditarios en  las  obligaciones  y  pérdidas  de  la  compañía 
está  limitada  á  los  fondos  que  pusieron  ó  se  empeñaron  á 
poner  en  la  comandita,  á  no  ser  que  incluyesen  sus  nom- 
bres en  la  razón  social ,  pues  entonces  tendrían  la  misma 
responsabilidad  que  los  socios  gestores  sobre  todos  los  actos 
déla  sociedad;  art.  273.  Las  compañías  colectivas  pueden 
recibir  un  socio  comanditario,  con  respecto  al  cual  regirán 
las  disposiciones  establecidas  sobre  las  sociedades  en  co- 
mandita, quedando  sujetos  los  demás  socios  á  las  reglas 
comunes  de  las  sociedades  colectivas  ;  art.  274.  Puede  divi- 
dirse en  acciones  el  capital  de  las  compañías  en  comandita, 
y  subdividirse  las  acciones  en  cupones,  sin  que  por  eso  dejen 
de  estar  sujetas  á  las  reglas  establecidas  para  esta  especie 
de  compañías;  art.  27b.  La  sociedad  en  comandita  tiene 
por  objeto  empeñar  á  los  capitalistas  que  no  quieren  correr 
indefinidamente  los  riesgos  de  una  sociedad  ,  á  contribuir 
sin  embargo  á  su  prosperidad  por  medio  de  sus  fondos,  de 
suerte  que  el  comanditario  puede  poner  su  dinero  y  quedar 
desconocido;  art.  265.  Véase  Sociedad  de  comercio. 

SOCIEDAD  anónima.  La  que  se  forma  creándose  un 
fondo  por  acciones  determinadas  para  girarlo  sobre  uno  ó 
muchos  objetos  que  den  nombre  á  la  empresa  social,  cuyo 
manejo  se  encarga  á  mandatarios  ó  administradores  amovi- 
bles á  voluntad  de  los  socios.  Llámase  anónima  porque  no 
tiene  razón  social ,  ni  se  designa  por  los  nombres  de  sus  so- 
cios ,  sino  por  el  objeto  ú  objetos  para  que  se  hubiese  for- 
mado, como  por  ejemplo  la  compañía  de  seguros  contra  los 
incendios,  la  cual  loma  su  denominación  del  objeto ,  que  es 
la  aseguración  de  las  propiedades  contra  estas  grandes  des- 
gracias. El  fin  de  esta  especie  de  sociedades  es  favorecer 
las  grandes  empresas,  y  reunir  una  masa  de  capitales  que 
no  están  al  alcance  de  las  asociaciones  ordinarias.  Las  es- 
crituras de  su  establecimiento  y  todos  los  reglamentos  que 
han  de  regir  para  su  administración  y  manejo  directivo  y 
económico,  se  han  de  sujetar  al  examen  y  aprobación  del 
tribunal  de  comercio;  y  si  la  sociedad  hubiere  de  gozar  do 
algún  privilegio  que  el  rey  le  concede  para  su  fomento,  se 
han  de  someter  sus  reglamentos  á  la  soberana  aprobación. 
Los  reglamentos  se  insertan  siempre  á  la  letra  en  la  inscrip- 
ción y  publicación  de  la  compañía.  —  Los  administradores 
se  nombran  en  la  forma  que  prevenga  el  reglamento  ,  y  no 
son  responsables  personalmente  sino  del  buen  desempeño 
de  sus  funciones.  Los  socios  no  responden  tampoco  de  las 
obligaciones  de  la  compañía,  sino  hasta  la  cantidad  del  inte- 
rés que  tengan  en  ella.  La  masa  social,  compuesta  del  fondo 
capital  y  de  los  beneficios  acumulados  á  él,  es  solamente 
responsable  de  las  obligaciones  contraidas  en  el  manejo  y 
administración  de  la  sociedad  por  persona  legítima  y  bajo 
la  forma  prescrita  por  sus  reglamentos. 

Las  acciones  de  los  socios  pueden  representarse  para  la 
circulación  en  el  comercio  por  cédulas  de  crédito  reconoci- 
do ,  revestidas  de  las  formalidades  que  los  reglamentos 
establezcan  ,  y  subdividirse  en  cupones  ó  porciones  de  un 
valor  igual.  Una  acción  de  mil  pesos,  por  ejemplo,  puedo 
dividirse  en  diez  cupones  de  cien  pesos  cada  uno;  y  asi  so 
logra  que  aun  las  personas  poco  afortunadas  puedan  parti- 
cipar de  las  ventajas  que  suelen  resultar  de  esta  especie  da 
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compañía.  Estas  cédulas  no  pueden  emitirse  por  valores 
prometidos,  sino  por  los  que  se  hayan  hecho  efectivos  en 
^a  caja  social  antes  de  su  emisión.  Los  consignatarios  de  las 
íédulas  que  se  espidan ,  sin  que  conste  de  los  libros  de  la 
rompañía  la  entrega  del  valor  que  representan ,  responden 
lie  su  importe  á  los  fondos  de  la  compañía  y  á  todos  los  in- 
teresados en  ella.  Cuando  no  se  emitan  las  indicadas  cédulas 
de  crédito  para  representar  las  acciones,  se  establece  la 
propiedad  de  ellas  por  su  inscripción  en  los  libros  de  la  com- 
pañía. La  cesión  de  las  acciones  inscritas  en  esta  forma,  se 
hace  por  declaración  que  se  estiende  á  continuación  de  la 
inscripción,  firmándola  el  cedente  ó  su  apoderado;  y  sin 
este  requisito  será  ineficaz  la  cesión  en  cuanto  á  la  compa-. 
nía.  Los  cedentes  de  las  acciones  inscritas  que  no  hayan 
completado  la  entrega  total  del  importe  de  cada  acción, 
quedan  garantes  al  pago  que  deberán  hacer  los  cesionarios 
cuando  la  administración  tenga  derecho  de  exigirlo.  Artícu- 
los 263,  276,  277,  278,  279,  280,  281,  282,  285,  etc.Véase 
Sociedad  de  comercio. 

A  favor  de  estas  reglas  encaminadas  á  reunir  capitales 
proporcionados  á  las  grandes  mejoras  que  necesita  el  país, 
hemos  vislo  poco  ha  nacer  una  nube  de  compañías  anónimas 
cuyas  acciones  ganaban  primas  fabulosas  desde  el  momento 
de  anunciarse.  Estas  primas,  crecientes  por  minutos,  cau- 
saron tal  ofuscación  ,  que  aun  personas  á  prueba  del  con- 
tagio minero,  recelosas  de  la  suerte  de  los  fondos  públicos 
y  desconfiadas  de  la  solidez  del  Banco  fueron  á  dar  con  sus 
capitales  en  las  sociedades  anónimas.  Era  de  ver  cómo  vo- 
laban de  mano  en  mano  sus  acciones  y  las  simples  ofertas 
de  acciones;  cómo  se  compraban  al  contado  y  se  disputa- 
ban á  fecha ,  y  cuál  se  arriesgaban  alegremente  los  fondos 
y  se  comprometía  el  crédito  sin  tasa  :  púdose  decir  que  la 
sombra  de  Law  aguijaba  á  los  morosos  para  que  todos  los 
creyentes  corrieran  sin  tino  á  su  ruina.  Solo  así  pudo  for- 
marse tan  grande  torbellino  de  papel  de  todos  colores  y 
tamaños,  que  desapareció  el  metálico  y  se  perdió  por  com- 
pleto la  confianza.  El  hundimiento  de  tantas  fortunas  y  el 
clamor  general  que  se  alzó  contra  el  agio  que  las  habia  ani- 
quilado hicieron  necesarias  otras  disposiciones  capaces  de 
afianzarla  utilidad  y  moralidad  de  las  compañías  mercanti- 
les por  acciones ,  y  fruto  de  esta  urgencia  han  sido  la  ley 
de  28  de  enero  y  el  reglamento  de  17  de  febrero  de  1848 
que  se  copian  á  continuación.  Mas  restrictivo  este  que 
aquella,  componen  ambos  toda  la  jurisprudencia  que  debe 
regir  en  estas  sociedades ,  cuyo  nombre  por  ahora  viene  á 
ser  un  conjuro  espantoso  para  los  que  de  buena  fe  se  arro- 
jaron en  sus  brazos. 

Ley  de  28  de  enero  de  4848  sobre  compañías 
mercantiles  por  acciones. 

Artículo  Io.  No  se  podrá  constituir  ninguna  compañía  mer- 
cantil ,  cuya  capital ,  en  todo  ó  parte,  se  divida  en  acciones , 
sino  en  virtud  de  una  ley  ó  de  un  real  decreto. 

Art.  2o.  Será  necesaria  una  ley  para  la  formación  de  toda 
rompañía  que  tenga  por  objeto  :  Io.  El  establecimiento 
¡le  bancos  de  emisión  y  cajas  subalternas  de  estos ,  ó  la  cons- 
trucción de  carreteras  generales,  canales  de  navegación  y 
caminos  de  hierro.  — 2o.  Cualquiera  empresa  que,  siendo 
île  interés  público,  pida  algún  privilegio  esclusivo.  En  este 
párrafo  no  se  comprenden  las  compañías  que  se  propongan 
beneficiar  algunos  de  los  privilegios  industriales  de  inven- 
ción ó  introducción,  que  el  gobierno  puede  conceder  con 
arreglo  á  las  disposiciones  vigentes  en  esta  materia. 

Art.  3o.  La  ley  determinará  encada  caso  las  condiciones, 
en  virtud  de  las  cuales  haya  de  concederse  la  autorización 
de  que  habla  el  artículo  precedente. 

Art.  k°.  Para  la  formación  de  toda  compañía ,  que  no  se 


halla  comprendida  en  el  art.  2o.  de  esta  ley,  será  necesaria 
la  autorización  del  gobierno,  espedida  en  forma  de  real  de- 
creto. —  Esta  autorización  solo  se  concederá  á  las  compa- 
ñías, cuyo  objeto  sea  de  utilidad  pública. —El  gobierno 
denegará  la  autorización  á  las  compañías  que  se  dirijan  á 
monopolizar  subsistencias  ú  otros  artículos  de  primera  nece- 
sidad. 

Art.  3°.  Toda  compañía  por  acciones  se  constituirá  pre- 
cisamente para  objetos  determinados,  y  con  un  capital 
proporcionado  al  fin  de  su  establecimiento. 

Art.  6o.  A  la  solicitud  en  que  se  pida  la  real  autorización, 
ha  de  acompañarse  la  lista  de  los  suscritores  que  se  propu- 
sieren formar  la  compañía,  las  cartas  de  pedido  de  acciones, 
la  escritura  social  y  todos  los  estatutos  y  reglamentos  que 
hayan  de  regir  para  la  administración  de  la  compañía.  Los 
estatutos  y  reglamentos  se  aprobarán  previamente  en  junta 
general  de  suscritores. 

Art.  7o.  No  se  dará  curso  á  la  solicitud  cuando  de  los 
pedidos  de  acciones  no  conste  la  suscricion  de  una  mitad, 
por  lo  menos ,  del  capital  de  la  compañía.  —  Las  cartas  y 
pedidos  de  acciones  constituirán  por  sí  una  obligación  legal. 

Art.  8o.  El  gobierno,  oyendo  al  Consejo  real,  que  elevará 
consulta  con  presencia  de  todo  el  espediente,  examinará  si 
la  autorización  se  halla  ó  no  en  el  circulo  de  sus  atribucio- 
nes. —  Cuando  se  trate  de  una  compañía  para  cuyo  estable- 
cimiento se  requiera  la  autorización  legislativa,  el  gobierno 
se  reservará  el  espediente,  si  la  empresa  mereciese  su  apoyo, 
para  presentarlo  á  las  Cortes  con  el  correspondiente  pro- 
yecto de  ley.  —  En  caso  contrario,  devolverá  el  espediente 
á  los  interesados ,  para  que  estos  hagan  de  su  derecho  el 
uso  que  estimen  oportuno. 

Art.  9o.  Cuando  se  trate  de  una  compañía  para  cuyo  es- 
tablecimiento baste  la  autorización  real,  y  el  gobierno  juz- 
gare la  empresa  de  utilidad  pública,  lo  declarará  así  á  los 
recurrentes,  aprobando  desde  luego  la  escritura  social  y  los 
estatutos  y  reglamentos,  y  determinando  la partedel  capital 
que  la  compañía  haya  de  hacer  efectiva  antes  de  obtener  el 
real  decreto  de  autorización.  —  El  gobierno  no  podrá  por 
razón  de  esta  parte  exigir  en  ningún  caso  mas  de  un  2S 
por  100. — En  el  caso  de  que  el  ministro,  por  cuyo  conducto 
haya  de  resolverse  la  solicitud  ,  disienta  en  todo  ó  en  parte 
de  lo  consultado  por  el  Consejo  real,  se  espedirá  la  resolu- 
ción oyendo  al  consejo  de  ministros. 

Art.  10.  Luego  que  se  hallen  cumplidas  las  formalidades 
prescritas  en  el  artículo  anterior,  el  gobierno  otorgará  la  real 
autorización ,  fijando  en  ella  el  plazo  dentro  del  cual  haya 
de  dar  la  compañía  principio  á  sus  operaciones.  Trascurrido 
este  plazo  sin  haberlo  verificado,  se  tendrá  la  autorización 
por  caducada. 

Art.  11.  Toda  alteración  ó  reforma  en  los  estatutos  y  re- 
glamentos que  no  obtenga  la  aprobación  del  gobierno  será 
ilegal,  y  anulará  por  sí  la  autorización  en  virtud  de  la  cual 
exista  la  compañía. 

Art.  12.  Hasta  que  se  haya  declarado  constituida  la  com- 
pañía, no  se  podrá  emitir  ningún  título  de  acción.  Las  ac- 
ciones en  que  se  divida  el  capital  de  la  compañía,  estarán 
numeradas,  y  se  inscribirán  en  el  libro  de  registro,  que 
habrá  de  llevarse  necesariamente  á  nombre  de  la  persona  ó 
corporación  á  quien  correspondan. 

Art.  13.  Los  gerentes  ó  directores  de  cada  compañía  de-  :. 
berán  tener  en  depósito  ,  mientras  ejerzan  sus  cargos  ,  un 
número  fijo  de  acciones  ,  cuyos  títulos  han  de  estenderse  en 
papel  y  forma  especiales. 

Art.  ih.  Las  acciones  de  las  compañías  establecidas  con 
arreglo  á  esta  ley,  se  cotizarán  como  valores  comunes  de 
comercio,  y  conforme  á  las  disposiciones  prescritas  en  la 
ley  de  Bolsa. 

Art,  15.  Ninguna  compañía  podrá  emitir,  á  no  hallarse 
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autorizada  por  la  ley,  billetes,  pagarés  ,  abonarés,  ni  docu- 
mento alguno  al  portador  :  los  infractores  quedarán  sujetos 
al  pago  de  una  multa,  que  no  podrá  esceder  de  50,000  rs. 
Art.  16.  Los  que  contraten  á  nombre  de  compañías  que 
no.se  hallen  establecidas  legalmente,  serán  solidariamente 
responsables  de  todos  los  perjuicios  que  por  la  nulidad  de  los 
contratos  se  irroguen  á  los  interesados ,  é  incurrirán  ademas 
en  una  multa  que  no  escederá  de  100,000  rs. — En  igual 
responsabilidad  incurrirán  los  que  á  nombre  de  una  compa- 
ñía ,  aun  legalmenle  constituida ,  se  estiendan  á  otras  nego- 
ciaciones que  las  de  su  objeto  ó  empresa ,  según  esté  deter- 
minado en  sus  estatutos  y  reglamentos. 

Arl.  17.  El  gobierno,  sin  gravar  los  fondos  ni  entorpecer 
las  operaciones  de  las  compañías,  ejercerá  la  inspección  que 
conceptúe  necesaria  para  afianzar  la  observancia  estricta  y 
constante  de  la  presente  ley. 

Árt.  18.  Las  compañías  por  acciones  existentes  en  la  ac- 
tualidad sin  autorización  real,  la  solicitarán  dentro  de  dos  me- 
ses, contados  desde  la  publicación  de  esta  ley,  presentando  al 
efecto  sus  escrituras,  estatutos  y  reglamentos.  Dentro  del 
término  de  50  dias  siguientes  á  esta  publicación  los  gerentes 
ó  directores  convocarán  á  junta  general  de  accionistas,  para 
que  resuelvan  si  se  ha  de  pedir  ó  no  la  real  autorización  ,  la 
cual  se  impetrará  solamente  en  el  caso  de  que  la  mayoría 
de  los  mismos  accionistas ,  que  se  computará  con  arreglo  á 
sus  estatutos  y  reglamentos,  acuerde  la  continuación  de  la 
compañía. 

Art.  19.  La  autorización  real  se  otorgará  á  todas  las  com- 
pañías que  hubieren  cumplido  las  condiciones  con  que  fue- 
ron aprobadas  por  los  tribunales  de  comercio, y  alas  coman- 
ditarias por  acciones ,  que  hubieren  sido  establecidas  con 
arreglo  á  las  disposiciones  del  código  de  comercio.  No  se 
concederá  sin  embargo  esta  autorización  á  las  compañías 
por  acciones,  sea  cual  fuere  su  naturaleza,  si  se  hallasen 
comprendidas  en  en  el  último  párrafo  del  art.  U°. 

Art.  20.  Las  compañías  por  acciones  que  dentro  del  plazo 
ya  señalado  no  solicitaren  la  real  autorización,  se  tendrán 
por  disueltas ,  poniéndose  en  liquidación ,  en  la  forma  que 
prescriban  sus  estatutos  y  reglamentos. 

Art.  21.  Quedan  derogadas  todas  las  disposiciones  contra- 
rias á  la  presente  ley. 

■j-  Las  compañías  mineras  que  se  constituyan  sin  capital 
fijo,  no  están  comprendidas  en  la  ley  de  28  de  enero  de  18^8 
que  precede.  Rl.  órd.  de  8  de  mayo  de  1848. 

Reglamento   decretado  por  S.  M.  en  47  de  febrero 

de  1848  para  la  ejecución  de  la  ley   de  28  de 

enero  del  mismo  año  sobre  las  compañías  mer- 
cantiles por  acciones. 

Artículo  Io.  Las  escrituras  de  fundación  de  las  compañías 
mercantiles  por  acciones  han  de  contener  necesariamente  : 
Io.  Los  nombres,  apellidos  y  vecindad  de  los  otorgantes: 

—  2o.  El  domicilio  de  la  compañía.  —  5o.  El  objeto  ó  ramo 
de  industria  ó  de  comercio ,  á  que  esclusivamente  ha  do  de- 
dicarse la  compañía.  —  U°.  La  denominación  ó  razón  comer- 
cial ,  que  ha  de  guardar  conformidad  con  el  objeto  de  su 
fundación.— 5°. El  plazo  fijo  de  la  duración  delacompañía. — 
C°.  El  capital  social.  —  7o.  El  número  de  acciones  nomina- 
tivas en  que  ha  de  dividirse  el  capital ,  y  cuota  de  cada  una. 

—  8o.  La  forma  y  plazos  en  que  han  de  hacer  efectivo  los 
socios  el  importe  de  sus  acciones.  —  9o.  El  régimen  admi- 
nistrativo de  la  compañía.  —  10°.  Las  atribuciones  de  sus 
administradores,  y  de  los  que  tengan  á  su  cargo  inspeccio- 
nes de  su  administración.  —  11°.  Las  facultades  que  so  re- 
serven á  la  junta  general  de  accionistas  y  época  de  su  con- 
vocación ,  no  pudiendo  menos  de  verificarse  una  Tez  cada 


año.— 12°.  La  formación  del  fondo  de  reserva,  con  la  parte  que 
anualmente  ha  de  separarse  de  los  beneficios  de  la  compañía 
para  constituirlo,  hasta  que  componga  un  10  por  100  á  lo 
menos  del  capital  social.— 13°.  La  porción  de  capital  cuya  pér- 
dida ha  de  inducir  la  disolución  necesaria  de  la  sociedad. — 
ik°.  Las  épocas  en  que  hayan  de  formarse  y  presentarse  los 
inventarios  y  balances  de  la  compañía,  no  pudiendo  dejar 
de  verificarse  en  cada  año,  como  lo  previenen  los  artículos 
36  y  37  del  código  de  comercio ,  y  las  formalidades  con  que 
hayan  de  revisarse  y  aprobarse  por  la  junta  de  accionistas. 
—  15°.  La  forma  y  tiempo  en  que  haya  de  acordarse  la  dis- 
tribución de  dividendos  por  la  junta  general  de  accionistas, 
con  sujeción  á  lo  que  sobre  ello  se  previene  en  este  regla- 
mento. —  16°.  La  designación  de  las  personas  que  hayan  de 
tener  la  representación  de  la  compañía  provisionalmente,  y 
solo  para  las  gestiones  necesarias  hasta  que,  hallándose 
constituida,  se  proceda  al  nombramiento  de  su  administra- 
ción por  la  junta  general  de  accionistas,  ó  se  encarguen  de 
ella  los  socios  gerentes,  si  la  compañía  es  en  comandita.  — 
En  las  de  esta  última  clase  se  observarán  las  disposiciones  de 
los  artículos  271  y  272  del  código  de  comercio  ,  y  ni  los  que 
se  nombren  como  inspectores  de  la  administración  social, 
ni  la  junta  general  de  accionistas ,  podrán  tener  otras  atribu- 
ciones y  facultades,  que  las  que  por  derecho  están  declara- 
das á  los  socios  comanditarios. 

Art.  2o.  Será  condición  esencial  y  común  en  todas  las 
sociedades  mercantiles  por  acciones  que  los  socios  tendrán 
iguales  derechos  y  participación  en  los  beneficios  de  la  em- 
presa ,  distribuyéndose  estos  proporcionalmente  al  número 
de  acciones  que  posea  cada  socio.  —  No  podrá  reservarse 
ningún  socio  á  título  de  fundador,  ni  por  por  otro  alguno,  el 
derecho  de  propiedad  sobre  la  empresa,  en  todo  ni  en  par- 
te ,  ni  el  de  otras  ventajas  personales  y  privativas  ,  fuera  de 
la  remuneración  y  participación  de  que  hablan  los  artículos 
6o.  y  7°.,  ni  el  de  la  administración  ó  gerencia  irrevocable- 
mente en  las  compañías  anónimas. 

Art.  3o.  Los  objetos  muebles  ó  inmuebles,  que  algún  socio 
aportare  á  la  compañía  para  que  se  refundan  en  su  capital, 
se  apreciarán  convencionalmente  entre  el  interesado  y  la 
administración  definitiva  de  la  misma  compañía  ,  ó  por  pe- 
ritos ,  si  así  se  pactare,  convirtiéndose  su  importe  en  accio- 
nes á  favor  del  que  hubiere  hecho  la  cesión. 

Art.  h°.  En  igual  forma  se  procederá  con  respecto  á  los 
socios  que  trasmitieren  á  la  sociedad  algún  privilegio  de  in- 
vención ,  ó  el  secreto  de  algún  procedimiento  ,  siendo  rela- 
tivos el  uno  ó  el  otro  al  objeto  para  que  aquella  estuviese 
establecida  ;  así  como  también  á  los  que  se  contraten  para 
prestar  á  la  empresa  sus  servicios  científicos  y  artísticos  en 
el  concepto  de  socios  industriales.  En  cualquiera  de  estos 
casos  se  graduará  también  convencionalmente  la  suma  que 
en  metálico  haya  de  abonarse  por  retribución  de  la  cesión 
ó  servicio  que  se  hiciere  á  la  sociedad,  cubriéndose  en  ac- 
ciones la  cantidad  convenida. 

Arl.  5o.  La  remuneración  que  hayan  de  disfrutar  los  ad- 
ministradores de  las  compañías  anónimas  podrá  establecerse 
por  medio  de  un  sueldo  fijo ,  ó  por  el  de  una  participación 
en  los  beneficios  repartibles  de  la  empresa,  ó  por  ambos 
medios  ;  pero  en  lodos  casos  habrá  de  reservarse  esta  asig- 
nación á  la  junta  general  de  accionistas ,  constituida  que  sea 
la  sociedad. 

Art.  6o.  En  las  sociedades  en  comandita  por  acciones  ten- 
drán los  socios  gerentes,  como  responsables  solidariamente 
de  los  resultados  de  las  operaciones  sociales,  la  participa- 
ción que  se  prefijase  por  la  escritura  de  fundación,  en  las 
ganancias  y  pérdidas  de  la  empresa. 

Art.  7o.  Los  reglamentos  de  las  sociedades  por  acciones 
comprenderán  las  disposiciones  relativas  al  orden  adminis- 
trativo de  la  empresa,y  al  directivo  de  sus  operaciones , 
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guardando  conformidad  con  las  bases  establecidas  en  la  es- 
critura de  fundación. 

Art.  8o.  Con  areglo  á  lo  prescrito  en  el  artículo  287  del 
código  de  comercio  ,  se  tendrá  por  nulo  todo  pacto  que  es- 
blecieren  los  fundadores  de  las  compañías  ,  ó  acordaren  los 
accionistas  ,  sin  que  conste  en  la  escritura  de  fundación,  ó 
en  los  reglamentos  que  han  de  someterse  á  la  aprobación  del 
gobierno. 

Art.  9o.  Para  impetrar  la  aprobación  real  de  la  escritura 
de  fundación  de  toda  sociedad  mercantil  por  acciones  ha  de 
hallarse  cubierta  la  mitad  de  las  que  compongan  su  capital 
social,  sea  por  haberse  distribuido  este  número  entre  los 
otorgantes  de  la  misma  escritura ,  ó  sea  por  las  cartas  de 
pedidos  de  acciones  que  con  posterioridad  á  su  otorgamien- 
to se  hayan  dirigido  á  la  comisión  encargada  de  gestionar 
para  la  aprobación  de  la  compañía. 

Art.  10.  Las  cartas  de  pedidos  de  acciones  producen  en 
los  suscritores  la  obligación  de  hacer  efectivo  el  importe  de 
las  mismas  acciones  en  la  forma.que  por  la  escritura  de  fun- 
dación se  haya  establecido,  si  la  empresa  obtuviere  la  real 
aprobación.  Los  fundadores  de  la  sociedad  responderán  de 
la  autenticidad  de  lasvsuscriciones  para  el  efecto  de  haberse 
tenido  por  cubierto  el  número  de  acciones  que  se  requieren, 
á  fin  de  que  la  sociedad  pueda  constituirse. 

Art.  li.  Cubierta  que  sea  la  mitad  de  las  acciones  que 
constituyan  el  capital  social  ,~se  reunirán  los  suscritores  en 
junta  general,  para  que  los  que  no  hayan  concurrido  al 
otorgamiento  de  la  escritura  de  fundación  ,  presten  su  con- 
formidad con  los  estatutos  y  reglamentos  de  la  compañía, 
y  según  lo  que  se  acordare  quedarán  estos  definitivamente 
arreglados. 

Art.  12.  La  escritura  de  fundación  de  la  compañía  con 
sus  reglamentos  ,  las  cartas  de  suscricion  de  acciones  que 
completen  la  mitad  del  capital  social ,  y  el  acta  de  su  apro- 
bación definitiva ,  se  presentarán  al  jefe  político  de  la  pro- 
vincia donde  esté  domiciliada  la  sociedad,  á  fin  de  que  esta 
autoridad  proceda  á  formar  el  espediente  instructivo  sobre 
su  aprobación.  Si  los  establecimientos  que  la  empresa  se 
proponga  beneficiar  estuvieren  en  distinta  provincia  de  la 
de  su  domicilio,  se  dirigirá  también  al  jefe  político  de  aque- 
lla copia  autorizada  de  dichos  documentos ,  para  que  con- 
curra á  la  formación  del  espediente  en  la  parte  que  le  con- 
cierna. —  Con  la  escritura  de  fundación  y  reglamentos  que 
se  han  de  presentar  al  jefe  político  de  la  provincia  del  do- 
micilio, se  acompañarán  copias  simples  de  una  y  otros  que 
remitirá  dicho  jefe  con  el  espediente  ,  y  se  conservarán  en 
el  archivo  del  ministerio. 

Art.  13.  Corresponde  al  jefe  político  examinar  :  Io.  Si 
los  estatutos  de  la  sociedad  están  conformes  á  lo  prescrito 
en  el  código  de  comercio  con  respecto  á  las  sociedades  co- 
manditarias y  anónimas ,  á  las  disposiciones  de  la  ley  de  28 
de  enero  de  1848,  y  á  las  de  este  reglamento.  —  2o.  Si  el 
objeto  de  la  sociedad  es  lícito  y  de  utilidad  pública,  confor- 
me al  artículo  h°.  de  la  precitada  ley,  sin  trascendencia  á 
monopolizar  subsistencias  ú  otros  artículos  de  primera  ne- 
cesidad. —  3o.  Si  el  capital  prefijado  en  los  estatutos  socia- 
les puede  graduarse  suficiente  para  el  objeto  de  la  empresa  , 
si  está  convenientemente  asegurada  su  recaudación,  y  si  las 
épocas  establecidas  para  los  dividendos  pasivos  de  las  ac- 
ciones están  combinadas  de  manera,  que  la  caja  social  se 
halle  suficientemente  provista  para  cubrir  sus  obligaciones. 
—  k°.  Si  el  régimen  administrativo  y  directivo  de  la  compa- 
ñía ofrece  las  garantías  morales ,  que  son  indispensables 
para  d  crédito  de  la  empresa ,  y  la  seguridad  de  los  intere- 
ses de  .os  accionistas  y  del  público. 

Art.  üí.  Para  calificar  si  el  objeto  de  la  compañía  es  de 
utilidad  pública  ,  el  jefe  político  pedirá  informe  á  la  dipu- 
tación y  consejo  provincial ,  al  tribunal  de  comercio  en 


cuyo  distrito  estuviere  domiciliada  la  compañía,  á  laso* 
ciedad  económica  de  amigos  del  país  sí  la  hubiere,  y  al 
ayuntamiento.  Estos  informes  podrán  también  estenderse  á 
cualquiera  de  los  demás  estremos  designados  en  el  artículo 
anterior,  sobre  que  el  jefe  político  estimare  conveniente  pe- 
dirlos. 

Art.  15.  Cuando  los  establecimientos  comerciales  ó  in- 
dustriales de  la  compañía  se  hubieren  de  fijar  en  distinta 
provincia  de  la  de  su  domicilio ,  el  jefe  político  de  esta  úl- 
tima pedirá  también  al  de  aquella  los  informes  oportunos 
para  completar  la  instrucción  del  espediente  en  cuanto  á  los 
hechos,  de  que  por  la  localidad  de  los  mismos  estableci- 
mientos deberá  tener  un  conocimiento  especial  el  jefe  de  la 
provincia. 

Art.  16.  Instruido  suficientemente  el  espediente  de  cali- 
ficación de  la  empresa ,  se  remitirá  por  el  jefe  político  al 
gobierno  ,  de  cuya  orden  pasará  al  Consejo  real ,  para  que 
eleve  consulta  sobre  la  aprobación  de  la  compañia  y  de  sus 
estatutos  y  reglamentos. 

Art.  17.  Si  el  Consejo  real  hallare  incompleta  la  instruc- 
ción del  espediente,  acordará  su  ampliación  exigiendo  nue- 
vos informes  ,  ó  la  presentación  de  los  documentos  que  sean 
conducentes. 

Art.  18.  Teniendo  el  espediente  estado  de  resolución  ,  el 
Consejo  real  elevará  su  consulta,  según  corresponda  á  los 
méritos  del  mismo  espediente,  proponiendo,  en  el  caso  de 
que  no  haya  inconveniente  para  la  aprobación  de  la  socie- 
dad ,  la  parte  del  capital  que  haya  de  hacerse  efectiva  antes 
de  ponerse  en  ejecución  el  real  decreto  de  autorización. 

Art.  19.  Cuando  la  compañía  fuere  de  las  que  no  pueden 
establecerse  sino  por  una  ley,  según  lo  dispuesto  en  el  artí- 
culo 2o.  de' la  de  28  de  enero,  el  Consejo  consultará  al  go- 
bierno lo  conveniente  sobre  su  aprobación;  y  caso  de  quj 
esta  procediere,  acompañará  también  á  la  consulta  el  proyecto 
de  ley  que  en  su  juicio  deba  presentarse  á  las  Cortes. 

Art.  20.  Cuando  las  sociedades  por  acciones  cuya  auto- 
rización sea  de  la  competencia  del  gobierno  reúnan  en  su 
objeto  las  cualidades  prescritas  por  la  ley,  pero  no  estén 
conformes  á  sus  disposiciones  los  estatutos  acordados  por 
los  fundadores ,  propondrá  el  Consejo  las  modificaciones  que 
en  ellos  deban  hacerse.  Conformándose  el  gobierno  con  esta 
consulta,  se  comunicarán  aquellas  á  los  interesados,  para 
que  en  su  vista ,  si  insistieren  en  la  formación  de  la  compa- 
ñía, otorguen  nueva  escritura,  reformando  los  estatutos 
según  se  les  haya  prevenido. 

Art.  21.  El  gobierno,  con  presencia  de  todo  el  espediente, 
y  de  la  consulta  del  Consejo  real ,  acordará  lo  que  corres- 
ponda; y  si  precediere  la  aprobación  de  la  sociedad  con  los 
estatutos  y  los  reglamentos  presentados ,  se  espedirá  el  real 
.decreto  de  autorización,  en  el  cual  se  fijará  la  parte  de  ca- 
pital con  que  haya  de  constituirse  desde  luego,  con  arreglo 
al  art.  9o.  de  la  ley  de  28  de  enero ,  determinándose  el  plazo 
para  hacerla  efectiva  en  la  caja  social ,  y  el  que  se  estime 
suficiente  para  que  se  complétela  suscricion  de  las  acciones. 

Art.  22.  Comunicado  al  jefe  político  á  quien  corresponda 
el  real  decreto  de  autorización  ,  se  imprimirán  y  publicarán 
los  estatutos  y  reglamentos  de  la  sociedad  ,  abriéndose  por 
la  administración  provisional  la  suscricion  de  acciones  va- 
cantes,  dentro  del  plazo  prefijado;  á  cuyo  vencimiento  se 
remitirá  al  mismo  jefe  político  en  forma  auténtica  la  lista 
de  los  nuevos  accionistas ,  con  que  se  acredite  haberse  cu- 
bierto la  suscricion  del  capital  social.  Si  no  se  presentaren 
accionistas  para  completarlo,  se  tendrá  por  caducada  la  real 
autorización. 

Art.  23.  Realizada  que  sea  en  la  caja  social  la  parte  de 
capital  que  el  gobierno  hubiere  prefijado ,  y  comprobada  su 
existencia  por  el  jefe  político,  dará  este  cuenta  al  gobierno, 
á  fin  de  que  declare  constituida  la  compañía,  determinando 
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el  plazo  dentro  del  cual  ha  de  dar  principio  à  sus  opera- 
ciones. 

Art.  24.  Cuando  parte  del  capital  social  se  hubiere  de 
constituir  con  bienes  inmuebles  aportados  por  alguno  de  los 
socios,  se  acreditará  al  jefe  político  su  justiprecio ,  pudiendo 
esta  autoridad  comprobar  la  exactitud  de  la  operación  por 
los  medios  que  tenga  por  conveniente  para  evitar  que  se  dé 
á  dichos  bienes  mas  valor  del  que  realmente  tuvieren. 

Art.  23.  El  jefe  politico  á  consecuencia  de  la  orden  en 
que  se  declare  la  compañía  constituida  ,  convocará  la  junta 
general  de  accionistas  que  se  reunirá  bajo  su  presidencia  ó 
la  del  empleado  público  en  quien  al  efecto  delegare,  y  dán- 
dose lectura  del  real  decreto  de  autorización  y  de  aquella 
misma  orden  se  procederá  al  nombramiento  de  las  personas 
que  hayan  de  tener  á  su  cargo  la  administración  de  la  com- 
pañía y  la  inspección  ó  vigilancia  de  esta  misma  adminis- 
tración ,  si  es  anónima,  y  al  de  las  que  hayan  de  tener  á  su 
cargo  la  inspección  ó  vigilancia  de  la  administración,  si  es 
comanditaría ,  con  arreglo  en  unas  y  otras  á  sus  estatutos  y 
reglamentos,  declarándose  á  los  elegidos  lo  mismo  que  los 
socios  gerentes,  si  la  sociedad  es  en  comandita,  en  ejercicio  de 
sus  funciones;  y  acordándose  proceder  á  la  emisión  de  los 
títulos  de  las  acciones  en  inscripciones  nominativas.  Estos 
títulos  no  podrán  representar  sino  la  cantidad  efectiva  que 
del  importe  nominal  de  cada  acción  se  hubiere  entregado 
por  el  accionista  en  la  caja  social. 

Art.  26.  De  los  estatutos  y  reglamentos  de  la  compañía 
después  de  haberse  constituido ,  y  del  real  decreto  de  auto- 
rización ,  se  remitirán  copias  al  tribunal  de  comercio  en 
cuyo  territorio  estuviere  domiciliada,  para  que  se  hagan  los 
correspondientes  asientos  en  sus  registros,  fijándose  edictos 
en  los  estrados  del  tribunal  con  inserción  literal  de  aquellos 
documentos. 

Art.  27.  Según  está  declarado  en  el  art.  265  del  código  de 
comercio ,  los  administradores  de  las  sociedades  por  accio- 
nes, siendo  anónimas,  son  amovibles  á  voluntad  de  los  so- 
cios mediando  justas  causas  de  separación  con  arreglo  á 
derecho  ó  á  lo  que  sobre  la  materia  estuviese  establecido 
en  los  estatutos  de  la  sociedad. 

Art.  28.  En  las  compañías  comanditarias  por  acciones  no 
podrán  ser  removidos  los  socios  gerentes  de  la  adminis- 
tración social  que  les  compete,  como  responsables  direc- 
tamente, y  con  sus  bienes  propios,  de  todas  las  operaciones 
de  la  compañía.  En  caso  de  muerte  ó  inhabilitación  de  los 
socios  gerentes  se  tendrá  por  disuelta  la  compañía  y  se  pro- 
cederá á  su  liquidación. 

Art.  29.  Dentro  de  los  Ib  dias  siguientes  al  en  que  se  hu- 
biere declarado  constituida  la  compañía  acreditarán  los  ad- 
ministradores ante  el  jefe  político  haber  hecho  el  depósito 
efectivo  de  las  acciones  con  que  deben  garantizar  su  ge- 
rencia en  la  cantidad  determinada  en  los  estatutos  y  con- 
forme á  lo  prescrito  en  el  art.  13  de  la  ley  de  28  de  enero. 

Art.  50.  Las  sociedades  mercantiles  por  acciones  estarán 
constantemente  bajo  la  inspección  del  gobierno  y  del  jefe 
político  de  la  provincia  de  su  domicilio  en  cuanto  á  su  ré- 
gimen administrativo  y  á  la  exacta  observancia  desús  esta- 
tutos y  reglamentos,  conforme  está  declarado  en  el  art.  17 
de  la  ley  de  28  de  enero.  El  gobierno  con  el  debido  cono- 
cimiento de  causa,  y  oido  el  Consejo  real,  suspenderá  ó 
anulará,  según  eslimare  procedente  ,  la  autorización  de  las 
compañías  que  en  sus  operaciones  ó  en  el  orden  do  su  ad- 
ministración faltaren  al  cumplimiento  de  las  disposiciones 
legales  ó  do  sus  estatutos. 

Art.  31.  Los  fondos  de  las  compañías  mercantiles  por  ac- 
ciones no  podrán  distraerse  de  la  caja  social  para  negocia- 
ciones estrañas  al  objeto  de  su  creación. — Se  permitirá  úni- 
camente aplicar  los  fondos  sobrantes  que  existan  en  caja 
para  descuentos  ó  préstamos,  cuyo  plazo  no  podrá  esceder 


de  90  dias,  dándose  precisamente  en  garantía  papel  de  la 
deuda  consolidada. — Los  administradores  son  directamente 
responsables  de  cualquier  cantidad  de  que  dispusieren  con- 
traviniendo á  estas  disposiciones. 

Art.  32.  Ningún  accionista  podrá  escusarse  de  satisfacer 
puntualmente  los  dividendos  pasivos  que  acordare  la  admi- 
nistración de  la  compañía ,  en  las  épocas  marcadas  en  los 
estatutos.  En  defecto  de  hacerlo,  podrá  optar  la  misma  ad- 
ministración ,  conforme  á  lo  dispuesto  en  el  art.  500  del 
código  de  comercio  ,  entre  proceder  ejecutivamente  contra 
los  bienes  del  socio  omiso ,  para  hacer  efectiva  la  cantidad 
de  que  fuere,  deudor,  ó  proceder  á  la  venta  de  sus  acciones 
al  curso  corriente  en  la  plaza ,  por  medio  de  la  junta  sindi- 
cal de  los  agentes  de  cambio,  ó  la  de  corredores  donde  n« 
hubiere  colegio  de  agentes. 

Art.  53.  Las  trasferencias  de  las  acciones  han  de  consig- 
narse en  un  registro  especial  para  estas  operaciones ,  quo 
llevará  cada  compañía,  interviniendo  en  ellas  un  agente  ó 
corredor  de  cambios  para  la  autenticidad  del  acto ,  quedando 
aquel  responsable  de  la  identidad  de  laspersonas  entre  quie- 
nes sehiciere  la  negociación. — Cuando  no  estuviese  cubierto 
el  valor  íntegro  de  la  acción ,  se  hará  espresion  formal  en  el 
acta  de  trasferencia  de  quedar  el  cedente  subsidiariamente 
responsable  del  pago  que  deberá  hacer  el  cesionario  de  las 
cantidades  que  falten  para  cubrir  el  importe  de  la  acción  , 
según  se  prescribe  en  el  art.  285  del  código  de  comercio. 

Art.  34.  Anualmente  formalizarán  las  compañías  mercan- 
tiles por  acciones  un  balance  general  de  su  situación  ,  en 
que  se  comprenderán  todas  las  operaciones  practicadas  en 
el  año ,  sus  resultados  y  el  estado  de  su  activo  y  pasivo. 
Estos  balances ,  autorizados  por  los  administradores  de  la 
compañía,  bajo  su  responsabilidad  directa  y  personal,  y 
después  de  reconocidos  y  aprobados  en  junta  general  de 
accionistas ,  se  remitirán  al  jefe  político  de  la  provincia , 
quien  dispondrá  su  comprobación  ,  y  hallándose  exactos  y 
conformes  con  los  libros  de  la  compañía  ,  se  imprimirán  y 
publicarán  en  el  Boletín  oficial  de  la  provincia,  comunicán- 
dose asimismo  al  tribunal  de  comercio  del  territorio. 

Art.  55.  Los  dividendos  de  beneflcios  repartibles  se  acor- 
darán necesariamente  en  junta  generafde  accionistas,  con 
presencia  del  balance  general  de  la  situación  de  la  compa- 
ñía ,  y  no  podrán  verificarse  sino  de  los  beneficios  líquidos, 
y  recaudados  del  mismo  balance,  previa  la  deducción  de  la 
parte  que  haya  de  aplicarse  al  fondo  de  reserva. 

Art.  36.  Cuando  del  balance  resultare  haberse  disminuido 
el  fondo  de  reserva  ,  se  aplicará  para  completarlo  toda  la 
parte  de  beneficios  que  fuere  necesaria,  reduciéndose  el  di- 
videndo páralos  accionistas  á  la  que  hubiere  sobrante. 

Art.  57.  Los  jefes  políticos  darán  cuenta  al  gobierno  del 
estado  de  cada  compañía  por  acciones  que  hubiere  en  su 
territorio  ,  según  el  resultado  del  balance  anual,  esponiendo 
las  observaciones  que  estimaren  conducentes,  en  las  mate- 
rias que  sean  de  interés  de  la  administración.  —  Ademas  de 
estas  comunicaciones  anuales  ,  pondrán  en  conocimiento  del 
gobierno,  para  la  resolución  correspondiente,  toda  novedad 
que  ocurra  en  el  régimen  directivo  y  administrativo  de  las 
compañías,  que  pueda  perturbarlo,  ó  que  produzca  alguna 
alteración  en  la  observancia  de  sus  estatutos. 

Art.  58.  Siempre  que  de  resultas  de  la  inspección  que  la 
administración  ha  de  ejercer  sobre  las  sociedades  por  ac- 
ciones ,  ó  por  los  documentos  que  estas  deben  someter  á  su 
comprobación  ,  ó  por  cualquiera  otro  medio  legal,  constare 
haberse  perpetrado  algún  delito  en  el  manejo  directivo  y 
administrativo  de  la  sociedad  ,  procederá  el  jefe  político  con- 
forme está  prescrito  en  el  párrafo  5o.  del  art.  5o.  de  la  ley 
de  2  de  abril  de  1845. 

Art.  59.  Los  gerentes  ó  directores  de  las  compañías  por 
acciones  existentes  en  la  actualidad ,  que  en  virtud  de  lo 
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dispuesto  en  el  artículo  i 8  de  la  ley  de  28  de  enero ,  deben 
necesariamente  convocar  á  junta  general  de  accionistas  den- 
tro de  los  SO  dias  siguientes  al  de  su  publicación ,  darán  co- 
nocimiento al  jefe  político  de  la  provincia  del  dia  de  la  reu- 
nion, á  fin  de  que  aquella  autoridad  pueda  por  sí  ó  por  sus 
delegados  presidir  dicha  junta.  Celebrada  esta,  remitirán 
los  directores  copia  certificada  del  acuerdo ,  sea  para  decla- 
rar la  compañía  en  liquidación ,  ó  bien  para  impetrar  la  real 
autorización  que  la  habilite  para  continuar  en  sus  opera- 
ciones. 

Art.  40.  En  defecto  de  prestarse  por  los  directores  de  al- 
guna compañía  el  debido  cumplimiento  à  la  disposición  de 
la  ley,  procederá  el  jefe  político ,  trascurrido  que  sea  el  tér- 
mino que  en  ella  se  prefija,  á  convocar  la  junta  general  de 
accionistas ,  bajo  su  presidencia  ó  la  de  otro  empleado  pú- 
blico en  quien  delegare  al  efecto. 

Art.  41.  Las  compañías  que  acordaren  cesar  en  sus  ope- 
raciones quedarán  inhabilitadas,  desde  la  misma  fecha  del 
acuerdo  ,  para  hacer  nuevos  negocios  ;  y  en  caso  de  contra- 
vención ,  incurrirán  los  que  lo  hicieren  ,  en  la  responsabili- 
dad y  pena  pecuniaria  que  se  prescribe  en  el  art.  16  de  la 
ley  de  28  de  enero. 

Art.  42.  Los  administradores  de  las  compañías  que  acor- 
daren solicitar  la  real  autorización  ,  lo  verificarán  dentro 
del  plazo  legal,  dirigiendo  al  gobierno  la  correspondiente 
esposicion ,  á  que  acompañarán  certificación  de  aquel  acuer- 
do y  sus  estatutos  y  reglamentos.  Estos  documentos  se  en- 
tregarán al  jefe  político  de  la  provincia,  de  cuya  órderí  se 
formará ,  dentro  del  término  improrogable  de  lo  dias,  el 
balance  general,  que  demuestre  la  situación  de  la  compa- 
ñía, y  la  calificación  de  su  activo;  y  comprobada  que  sea 
la  exactitud  de  aquel  documento  ,  se  remitirá  el  espediente 
al  gobierno  para  la  resolución  conveniente,  que  recaerá, 
previa  la  correspondiente  consulta  del  Consejo  real ,  y  con 
arreglo  à  lo  dispuesto  en  el  art.  19  de  la  ley  de  28  de 
enero. 

Art.  43.  Trascurrido  el  plazo  de  dos  meses  después  de  la 
publicación  de  la  "misma  ley,  se  declararán  disueltas  todas 
las  compañías  por  acciones  que  no  hubiesen  impetrado  la 
la  real  autorización  ;  á  cuyo  fin  los  jefes  políticos  darán 
cuenta  al  gobierno  de  las  que  dentro  del  territorio  de  la  pro- 
vincia de  su  mando  se  hallaren  en  este  caso.  La  disolución 
de  estas  compañías  se  publicará  en  la  Gacela  del  gobierno  y 
en  el  Boletín  oficial  de  la  provincia  respectiva ,  dándose  co- 
nocimiento de  ella  al  tribunal  de  comercio  á  quien  corres- 
ponda. 

Art.  44.  En  la  liquidación  de  las  compañías  que  quedaren 
disueltas,  sea  por  acuerdo  de  los  accionistas,  ó  bien  por  no 
haber  impetrado  y  obtenido  la  real  autorización  ,  se  proce- 
derá con  arreglo  á  las  disposiciones  del  código  de  comercio; 
siendo  obligación  de  los  encargados  de  la  liquidación  dar 
cuenta  mensualmente  al  jefe  político  de  la  provincia  del  es- 
tado en  que  se  hallare,  y  acreditarle  asimismo  á  su  conclu- 
sion haber  quedado  canceladas  todas  las  resultas  de  la  mis- 
ma liquidación.  La  inspección  que  sobre  ella  se  encarga  á 
los  jefes  políticos  no  obstará  para  que  los  interesados  ejerci- 
ten judicialmente  los  derechos  que  les  competan  sobre  los 
haberes  de  la  compañía  y  para  que  su  liquidación  se  haga 
legalmente. 

SOCIEDAD  accidental  ó  momentánea.  El  contrato  por 
el  cual ,  sin  establecer  compañía  formal ,  se  interesan  algu- 
nos comerciantes  en  las  operaciones  de  otros,  contribu- 
yendo para  ellas  con.la  parte  de  capital  que  convengan ,  y 
haciéndose  partícipes  de  sus  resultados  prósperos  ó  adver- 
sos, bajo  la  proporción  que  determinen.  Estas  sociedades, 
conocidas  con  el  nombre  de  cuenlas  en  participación,  no  es- 
tán sujetas  en  su  formación  á  ninguna  solemnidad  ;  y  pueden 
contraerse  privadamente  por  escrito  ó  de  palabra,  quedando 


sujeto  el  socio  que  intente  cualquiera  reclamación  á  justifi- 
car el  contrato  con  cualquier  género  de  prueba  de  las  que 
están  recibidas  en  derecho  para  acreditar  los  contratos.  En 
estas  negociaciones  no  puede  adoptarse  una  razón  comercial 
común  á  todos  los  partícipes,  ni  usarse  de  mas  crédito  di- 
recto que  el  del  comerciante  que  las  hace  y  dirige  en  su 
nombre  y  bajo  su  responsabilidad  individual.  Los  que  con- 
traten con  el  comerciante  que  lleve  el  nombre  en  la  nego- 
ciación, solo  tienen  acción  contra  él  y  no  contra  los  demás 
interesados.  Estos  tampoco  tienen  personalidad  contra  el 
tercero  que  trató  con  el  socio  que  dirige  la  operación ,  sin 
que  este  haga  una  cesión  formal  de  sus  derechos  en  favor 
de  alguno  de  los  demás  interesados.  La  liquidación  de  estas 
compañías  accidentales  debe  hacerse  por  el  mismo  socio  que 
hubiere  dirigido  la  negociación,  quien  desde  luego  que  esta 
se  halle  terminada,  ha  de  rendir  las  cuentas  de  sus  resulla- 
dos  ,  manifestando  á  los  interesados  los  documentos  de  su 
comprobación.  Art.  334  hasta  5b8. 

SOCIEDAD  secreta.  La  reunion  ó  junta  de  varios  su- 
getos  que  por  medios  tenebrosos  ,  fáciles  de  convertirse  en 
armas  de  conspiración  y  de  partidos,  pueden  estar  en  pugna 
con  los  deberes  que  reclaman  el  trono  y  el  Estado. 

En  26  de  abril  de  1834  se  espidió  sobre  sociedades  el  real 
decreto  que  sigue  : 

Siendo  notorios  los  males  que  en  varios  tiempos  y  países 
han  producido  las  sociedades  secretas  creadas  con  distintas 
formas  y  denominaciones  para  sustraerse  á  la  vigilancia  de 
la  autoridad  pública  ;  abundando  los  testimonios  y  pruebas 
de  que  los  partidarios  de  la  usurpación  ,  enemigos  de  la 
prosperidad  de  esta  monarquía  ,  se  valen  de  estas  armas  ve- 
dadas para  encaminarse  á  sus  dañados  fines  ;  al  paso  que 
otros  ,  promovedores  de  desórdenes,  instrumentos  tal  vez 
de  facciones  estranjeras,  pudieran  del  mismo  modo  pertur- 
bar el  reposo  de  este  suelo  clásico  de  la  lealtad  :  persuadido 
mi  real  ánimo  de  que  una  libertad  justa,  cimentada  en  el 
restablecimiento  de  las  leyes  fundamentales  de  estos  reinos, 
facilitará  á  todos  los  intereses  de  la  sociedad  medios  legíti- 
mos de  contribuir  al  bien  común  ;  sin  acudir  á  medios  tene- 
brosos fáciles  de  convertirse  en  armas  de  conspiración  y  de 
partidos  ;  no  pudiendo  depositarse  el  ejercicio  de  la  autori- 
dad ni  la  necesaria  confianza  en  los  que  están  ligados  por 
votos  desconocidos,  y  por  obligaciones  que  pueden  estar  en, 
pugna  con  los  deberes  que  reclamen  el  Trono  y  el  Estado  : 
con  el  fin  de  echar  un  velo  á  pasados  errores  y  estravíos,  y 
de  atajar  para  lo  por  venir  los  peligros  que  correrían  á  un 
tiempo  la  libertad  y  el  orden ,  si  no  se  dictasen  providencias 
oportunas,  mas  eficaces  que  las  anteriores  leyes,  cuya  se- 
veridad misma  es  el  mayor  obstáculo  á  su  ejecución ,  he 
venido  en  mandar,  en  nombre  de  mi  escelsa  hija  Doña  Isa- 
bel II,  y  después  de  oir  el  dictamen  del  consejo  de  gobierno 
y  del  de  ministros  ,  que  se  observen  y  cumplan  las  dispo- 
siciones siguientes  : 

Art.  Io.  Se  concede  amnistía,  sin  restricción  alguna,  á 
todos  los  que  hayan  pertenecido  hasta  el  dia  de  hoy  á  socie- 
dades secretas ,  cualquiera  que  haya  sido  su  forma  ó  deno- 
minación. 

Art.  2o.  En  virtud  de  lo  dispuesto  en  el  artículo  prece- 
dente se  tendrán  por  fenecidos  todos  los  juicios  instaurados 
por  tal  delito,  sin  que  puedan  parar  perjuicio  álos  procesa- 
dos para  su  colocación  ó  ascensos  e:i  sus  respectivas  car- 
reras. 

Art.  3o.  Los  que  desde  la  publicación  de  este  decreto 
pertenecieren  á  sociedades  secretas ,  asistieren  á  sus  juntas, 
contribuyeren  con  fondos,  ó  por  cualquier  otro  medio  ayu- 
dasen á  su  sostenimiento  ó  propagación  ,  serán  privados  de 
los  empleos,  sueldos  y  honores  que  disfruten,  sin  poder 
volver  á  ser  empleados  á  no  habilitarlos  el  rey  por  nuevos 
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Árt.  U°.  Los  que  pertenecieren  á  sociedades  secretas,  y 
Jos  que  ausiliaren  su  sostenimiento  ó  propagación,  ademas  de 
la  medida  gubernativa  de  que  trata  el  artículo  anterior,  que- 
darán sujetos  á  las  penas  siguientes:  Ia.  Los  jefes  de  cual- 
quiera sociedad  secreta  ,  y  los  que  presidan  sus  juntas  y 
reuniones  ,  serán  condenados  á  encierro  en  un  castillo  ó  for- 
íaleza  por  un  tiempo  fijo,  que  no  bajará  de  dos  años  ni 
pasará  de  seis.  —  2a.  Todos  los  demás  individuos  que  com- 
pongan ó  ausilien  dichas  sociedades  secretas ,  serán  con- 
denados á  sufrir  un  destierro  en  el  pueblo  que  el  gobierno 
designare  al  efecto  ,  y  por  el  tiempo  que  se  haya  fijado  en 
la  sentencia  ;  el  cual  no  será  menor  de  dos  años  ni  pasará  de 
seis ,  quedando  después  bajo  la  vigilancia  especial  de  las 
autoridades.  —  3a.  Si  el  individuo  de  una  sociedad  secreta 
fuere  eclesiástico  ,  se  le  ocuparán  sus  temporalidades  por  el 
tiempo  que  durare  la  reclusión  en  un  convento  ;  que  no  ba- 
jará de  dos  años  ni  pasará  de  seis.  —  4a.  Los  que  á  sabien- 
das alquilaren  ó  prestaren  la  casa  en  que  vivan  ú  otro  edi- 
ficio que  tuvieren  á  su  disposición  ,  bien  sea  como  propieta- 
rios ,  bien  como  inquilinos,  bien  como  administradores,  ó 
■  por  cualquier  otro  título,  para  que  en  ellos  celehre  sus  jun- 
tas ó  reuniones  alguna  sociedad  secreta ,  pagarán  una  multa 
desde  6  hasta  12,000  reales  vn.  con  aplicación  á  un  estable- 
cimiento de  beneficencia  ;  y  si  resultare  que  son  insolventes, 
sufrirán  de  seis  meses  á  dos  años  de  prisión  en  el  lugar  que 
al  efecto  designare  el  gobierno.  —  5a.  La  reincidencia  en 
cualquiera  de  los  casos  espresados  en  este  artículo  será  cas- 
tigada con  el  duplo  de  las  penas  en  él  establecidas ,  enten- 
diéndose que  el  castillo ,  fortaleza  ó  convento  será  en  las 
provincias  de  Ultramar. 

Art.  S°.  Los  tribunales  ordinarios  conocerán  de  este  de- 
lito con  arreglo  á  las  leyes,  quedando  derogados  todos  los 
fueros  de  cualquiera  clase  y  naturaleza  que  sean. 

Art.  6o.  Si  el  objeto  de  la  sociedad  secreta ,  ó  el  fin  de  sus 
reuniones  fuere  alguno  de  los  delitos  de  conspiración ,  rebe- 
lión ó  subversion  del  Estado,  quedarán  sujetos  los  autores , 
cómplices  y  ausiliadores  de  estos  delitos  á  las  penas  que  para 
ellos  tienen  designadas  las  leyes. 
En  Aranjuez  á  26  de  abril  de  1834. 
SODOMÍA.  El  concúbito  entre  personas  de  un  mismo 
sexo,  ó  en  vaso  indebido.  Llámase  así  del  nombre  de  la 
ciudad  de  Sodoma  ,  que  según  la  historia  sagrada  fué  casti- 
gada por  el  cielo  con  un  incendio  milagroso  por  haberse 
abandonado  á  tan  vergonzoso  desorden.  Ley  1-,  lit.  21, 
Part.  7.  Véase  Pederastía* 

SOLAR.  El  suelo  donde  se  edifica  la  casa  ó  habitación, 
ó  donde  ha  estado  edificada.  El  solar  se  considera  como  lo 
principal ,  y  el  edificio  como  lo  accesorio  ,  de  modo  que  el 
edificio  cede  al  solar,  porque  sin  este  no  puede  existir  :  Mái- 
ficiuïnsolo  cedit,  quia  sine  solo  consistere  non  polest.  Véase 
Edificio  y  Accesión  industrial. 

SOLDADO.  El  que  sirve  en  la  milicia,  esto  es,  todo 
hombre  de  guerra  que  está  ocupado  en  la  defensa  de  la  pa- 
tria. El  soldado  puede  escusarse  de  los  cargos  de  tutela  y  cu- 
raduría ;  no  puede  ser  fiador;  tampoco  puede  ser  procura- 
dor sino  en  las  cosas  pertenecientes  á  la  milicia ,  en  los 
pleitos  de  servidumbre  de  algún  pariente  suyo ,  en  la  de- 
fensa de  cualquier  hombre  condenado  injustamente  á  muerte 
sin  ser  oído ,  y  en  el  caso  de  que  la  parte  contraria  comen- 
zase el  pleito  con  él  sin  desecharle  ;  tiene  el  privilegio  de  po- 
der hacer  testamento  verbalmente  ante  dos  testigos,  ó  por 
escrito  sin  ellos  en  papel  simple  firmado  de  su  mano,  ó 
de  otro  cualquier  modo  en  que  haga  constar  su  vo- 
luntad ;  y  por  fin  goza  el  beneficio  de  que  no  le  dañe 
la  ignorancia  del  derecho,  como  el  menor,  la  mujer  y 
el  labrador  sencillo.  Véase  Tutor ,  Testamento,  Igno- 
rancia, etc. 
SOLEMNE.  Díce&e  do  un  acto  6  instrumento  que  es  au- 


téntico y  está  revestido  de  todas  las  formalidades  estableci- 
das por  las  leyes  para  hacerle  válido. 

SOLEMNIDAD.  Las  formalidades  que  prescriben  las 
leyes  para  que  un  acto  ó  instrumento  sea  válido  ó  auténtico, 
y  haga  prueba  en  justicia. 

SOLICITADOS.  Así  se  Mamaba  en  lo  antiguo  el  agente 
de  negocios,  esto  es  ,  el  que  en  la  corte  y  ciudades  donde 
residía  el  consejo  real  y  las  audiencias  se  hallaba  dedicado 
á  practicar  las  diligencias  conducentes  en  los  pleitos  y  asun- 
tos ajenos ,  como  las  pretensiones  de  empleos  ú  otros  en 
virtud  de  orden,  aviso  ó  poder  de  los  interesados.  Véase 
Procurador. 

SOLIDARIAMENTE.  Por  entero,  por  el  todo  :  lo 
mismo  que  insólidum. 

SOLIDARIO.  Aplícase  á  los  acreedores  y  á  los  deudo- 
res ,  como  también  á  sus  derechos  y  obligaciones.  Dícense 
solidarios  los  acreedores,  cuando  habiendo  dos  ó  masa 
quienes  se  les  debe  una  mima  cosa ,  tiene  derecho  cada  uno 
de  ellos  para  cobrarla  del  deudor  por  entero  ;  y  se  llaman 
solidarios  los  deudores,  cuando  dos  ó  mas  se  han  impuesto 
la  obligación  de  pagar  uno  por  todos  la  cosa  ó  cantidad  que 
deben  en  común  ,  de  manera  que  cualquiera  de  ellos  pueda 
ser  compelido  al  pago  total.  Véase  Acreedores  y  Deudores 
solidarios ,  y  Obligación  solidaria. 

SOLTURA.  La  libertad  acordada  por  el  juez  á  algún 
preso.  Cuando  el  reo  se  halla  en  prisión,  suele  después 
de  la  confesión  introducir  artículo  de  soltura,  del  cual  se  da 
traslado  al  acusador  ó  promotor  fiscal  para  que  esponga  lo 
que  le  parezca,  y  sustanciado ,  determina  el  juez  lo  que 
cree  justo ,  teniendo  presente  que  en  toda  causa  criminal 
en  que  conforme  á  lo  que  resulte  del  sumario  no  se  ha  do 
imponer  al  reo  pena  corporal  ó  infamatoria,  ha  de  ponérsele 
en  libertad  bajo  fianza  de  estar  á  derecho  y  de  pagar  juz- 
gado y  sentenciado ,  ó  bajo  fianza  carcelera,  ó  ambas,  ó 
bajo  caución  juratoria  ,  según  la  calidad  del  delito  ó  de  la 
persona ,  y  lo  mas  ó  menos  culpado  que  aparezca.  Ley  10, 
til.  29,  Part.  7;  ley  16,  lit.  1,  Part.  7;  ley  6,  Ut.  12, 
lib.  5,  Nov.  Rec. Véase  Prisión. 

En  cualquier  estado  de  la  causa  en  que  resulte  ser  ino- 
cente el  arrestado  ó  preso,  se  le  pondrá  inmediatamente  en 
libertad  sin  costas  algunas;  debiéndole  ser  concedido  tam- 
bién ,  pero  con  costas  y  bajo  fianza  ó  caución  suficiente  ,  en 
cualquier  estado  en  que  aunque  no  resulte  su  inocencia, 
aparezca  que  no  es  reo  de  pena  corporal.  Art.  il,  rcglam.  de 
26  de  setiembre  de  1838. 

SOLUCIÓN.  La  paga  ó  satisfacción  de  alguna  deuda  ú 
obligación.  Véase  Paga. 

SORDO.  El  que  está  privado  del  sentido  del  oído.  El 
sordo  no  puede  ser  tutor  ni  curador,  ni  testigo  testamenta- 
rio, ni  juez,  ni  abogado,  ni  obtener  otros  cargos  cuyo 
desempeño  le  sea  imposible  ó  sumamente  difícil  por  causa  de 
su  sordera.  El  sordo-mudo  que  no  puede  hablar  ni  sabe 
escribir,  no  puede  hacer  testamento.  Leyes  ky  IU,  til.  16, 
Parí.  6  ;  ley  9,  iit.  1  ,  Parí.  6  ;  ley  h ,  til.  h  ,  Part,  5  ;  ley  13, 
tit.l,Part.Ç>;ley$,tit.  1,Parl.h;leycl,  til.  11,  Part.  B. 

SORTERO  ó  sortílego.  El  que  adivina  ó  pronostica 
alguna  cosa  por  medio  de  suertes  supersticiosas.  Til.  23  , 
Part.  7.  Véase  Adivino. 

SOSPECHA.  El  recelo  que  se  forma  sobre  .a  verdad  6 
falsedad  de  alguna  cosa  ó  hecho.  Véase  Indicio  y  Presunción. 

SU 

SUBARRIENDO.  El  arriendo  que  hace  el  arrendatario 
de  la  cosa  arrendada.  El  arrendatario  puede  subarrendar  á 
otra  persona  igualmente  idónea  ó  capaz  la  cosa  que  se  le 
arrendó  para  el  propio  uso  y  no  para  otro,  por  el  mismo 
tiempo  ó  menos,  en  el  lodo  ó  en  parle ,  con  tal  que  no  per- 
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judique  al  propietario,  ni  à  otro  inquilino  ó  colono,  escepto 
que  al  tiempo  de  celebrar  el  arrendamiento  se  lo  haya 
prohibido  el  arrendador;  ley  27,  lit.  31,  Part.  3;  auto  6, 
cap.  3,  lit.  21,  lib.  h ,  Rec.  Aunque  el  subarrendatario  no 
se  obligue  á  favor  del  dueño  de  la  cosa  arrendada  sino  solo 
á  favor  del  arrendatario,  dicen  algunos  ser  muy  justo  que 
el  dueño  tenga  derecho  pignoraticio  ó  hipotecario  así  en  los 
frutos  de  la  cosa  como  en  los  bienes  existentes  en  ella  pro- 
pios del  subarrendatario  para  cobrarse  del  arrendamiento  ó 
alquiler  que  se  le  estuviere  debiendo  ;  mas  otros  autores 
sostienen  la  contraria  opinion,  fundándose  en  que  como  el 
dueño  no  tiene  acción  personal  contra  el  subarrendatario, 
tampoco  puede  tenerla  hipotecaria  contra  sus  bienes  ;  Gre- 
gorio López,  glos.  h  á  la  ley  b,  lit.  8,  Part.  5  ;  Gómez,  2 , 
Variar.,  cap.  5,  núm.  12,  y  Ayllon ,  núm.  13.  Ambas 
opiniones  parecen  injustas  :  la  primera,  porque  espone  al 
subarrendatario  á  pagar  lo  que  no  debe;  y  la  segunda, 
porque  escluye  todo  derecho  del  dueño  sobre  los  muebles 
del  subarrendatario.  Es  sin  duda  mas  razonable  que  el  sub- 
arrendalario  responda  al  dueño  hasta  la  concurrencia  del 
precio  del  subarriendo  que  se  halle  debiendo  en  el  acto 
al  arrendatario  ,  y  que  tenga  sujetos  sus  muebles  á  esta  res- 
ponsabilidad así  con  respecto  al  dueño  como  con  respecto  al 
arrendatario  por  la  cantidad  de  que  fuere  deudor  y  nada 
mas.  Si  yo ,  por  ejemplo ,  te  he  arrendado  mi  casa  por  tres 
mil  reales  al  año  ,  y  tú  has  subarrendado  por  mil  una  parte 
de  ella ,  no  puedes  con  motivo  de  este  subarriendo  dismi- 
nuir mis  garantías  para  el  pago  del  alquiler,  y  yo  debo  tener 
en  tus  subarrendatarios  una  seguridad  equivalente  á  la  que 
tendría  en  tí  en  el  caso  de  que  ocupases  por  tí  mismo  toda 
mi  casa  :  de  modo  que  si  no  me  pagas  el  alquiler  al  tiempo 
convenido  ó  acostumbrado,  tendré  derecho  para  retener 
los  muebles  de  tus  subarrendatarios  y  el  precio  del  subar- 
riendo ,  pero  no  podré  hacerlo  sino  hasta  la  concurrencia 
de  los  alquileres  caidos  que  te  deban  y  de  los  que  estuvieren 
para  caer. 

SUBASTA.  La  venta  pública  de  bienes  ó  alhajas  que  se 
hace  al  mejor  postor  por  mandado  y  con  intervención  de  la 
justicia.  Esta  palabra  viene  de  la  latina  subhasta ,  compuesta 
de  sub  y  hasta,  bajo  la  lanza ,  porque  entre  los  Romanos  se 
ponia  por  señal  una  lanza  ó  pica  en  el  lugar  donde  habia  de 
hacerse  alguna  venta  pública  :  I  laque  subhastare  est  sub 
hasta  distrahere;  quia  scüicel  hasta  eral prœcipuum  signum 
eorum  quce  poblicè  venundabanlur .  —  Suelen  venderse  en 
pública  subasta  los  bienes  de  los  deudores  morosos,  á  ins- 
tancia de  los  acreedores,  después  de  trabada  la  ejecución 
y  practicadas  las  diligencias  que  se  espresan  en  el  artículo 
Juicio  ejecutivo.  Para  ello  se  tasan  primero  los  bienes  por  pe- 
ritos que  nombran  el  acreedor  y  el  deudor,  ó  bien  el  juez  en 
rebeldía  de  alguno  de  ellos  ;  y  se  anuncian  luego  los  bienes 
y  sus  precios,  como  también  el  dia,  hora  y  paraje  de  la  ven- 
ta ,  no  solo  por  pregón ,  sino  también  por  cédulas  fijadas  en 
los  sitios  públicos;  leyes  119  ,  120  y  121  del  Estilo  :  tenién- 
dose entendido  ,  que  si  el  deudor  se  ausentare  ,  se  nombra 
defensor,  con  quien  precedida  su  obligación ,  fianza  y  dis- 
cernimiento ,  se  sustancia  la  venta  y  remate  de  los  bienes 
ejecutados.  La  venta  se  celebra  con  candelas  ú  otras  señales 
acostumbradas  en  el  lugar  del  juicio,  y  si  es  posible ,  en  el 
paraje  en  que  se  hallan  los  bienes,  para  que  viéndolos  los 
concurrentes  se  inclinen  á  comprarlos,  debiendo  asistir  el 
juez,  ó  solo  el  escribano  como  delegado  suyo;  ley  32, 
tit.  26 ,  Part.  2  ;  Cur.  Filíp.,  part.  2 ,  juicio  ejecutivo,  $  22, 
núm.  k.  No  se  admite  la  primera  postura  si  no  escede  da 
las  dos  terceras  partes  de  la  tasa,  para  evitar  el  peligro  de 
que  se  alegue  lesión  en  mas  ó  menos  de  la  mitad  del  justo 
precio;  y  después  se  van  admitiendo  sucesivamente  todas 
las  pujas  ó  mejoras  que  se  hicieren  :  bajo  el  concepto  de 
que  la  primera  postura  se  comunica  al  deudor  y  acreedo- 


res, y  las  pujas  ó  mejoras  à  los  mismos  y  á  los  postores  pre- 
cedentes ,  para  que  les  conste  y  espongan  lo  que  les  con- 
venga ó  usen  de  la  acción  que  les  competa;  Gómez,  lib.  2, 
Variar.  El  remate  se  ha  de  hacer  no  precisamente  en  el 
mayor  postor,  sino  en  el  mejor  ;  pues  si  uno  ofrece  menor 
precio  que  otro,  pero  presenta  al  mismo  tiempo  condiciones 
mas  ventajosas,  de  modo  que  su  oferta  es  de  mayor  utilidad, 
no  debe  haber  duda  en  preferirle.  El  primer  postor  queda 
libre  de  su  postura  luego  que  se  admite  ladelsegundo,  y  asi 
sucesivamente  :  pero  se  esceptúan  las  rentas  reales  ,  eti  que 
todos  los  postores  quedan  obligados  gradual  y  subsidiaria- 
mente por  sus  posturas  respectivas,  de  manera  que  por  falta 
de  pago  de  los  unos  se  puede  repetir  contra  los  otros;  leyesS 
á  11  ,  lit.  12,  y  7  á  16,  lit.  11 ,  lib.  9  ,  Recop.,  suprimidos 
en  la  Novis.  Hecho  y  aceptado  el  remate,  no  se  puede  ad- 
mitir nueva  puja  ;  y  el  postor  puede  ser  compelido  por  pri- 
sión ,  via  ejecutiva  y  todo  rigor  de  derecho  á  cumplir  su 
postura  y  la  obligación  que  contrajo  ,  y  aprontar  el  precio 
líquido  en  dinero.  No  obstante  en  rentas  reales  se  admite  la 
puja  del  diezmo  ó  medio  diezmo  y  no  menos  ,  haciéndose 
precisamente  dentro  de  los  quince  dias  siguientes  al  del  re- 
mate ;  y  la  puja  del  cuarto  de  todo  el  valor  en  que  está 
puesta  la  venta  sin  descontar  prometidos,  dentro  de  los  tres 
meses  próximos  al  segundo  remate;  lit.  13,  lib.  9,  Rec, 
suprimido  en  la  Novis.  También  es  de  advertir  que  los  que 
gozan  del  privilegio  de  menor  edad,  pueden  usar  aquí  del 
beneficio  de  restitución  in  inteyrum  ,  pidiéndola  los  menores 
dentro  de  los  cuatro  años  siguientes  á  los  veinte  y  cinco  de 
su  edad ,  y  los  demás  como  el  fisco ,  comunidades  y  otros 
cuerpos  privilegiados,  dentro  de  cuatro  años  contados  desde 
el  dia  del  remate,  con  tal  que  medie  justa  causa,  como  le- 
sión ,  dolo  ó  falta  de  solemnidad  en  el  remate,  ó  bien  oferta 
de  mejora  que  llegue  á  la  sexta  parte  del  valor  en  que  se 
remató  la  cosa  ;  y  no  solo  los  que  gozan  del  beneficio  de 
menores,  sino  también  los  mayores  que  se  hallen  ausentes 
por  causa  de  romería ,  estudios,  cautiverio,  servicio  del  rey 
ó  de  la  república  ,  pueden  valerse  del  remedio  de  la  restitu- 
ción ,  con  tal  que  la  pidan  durante  la  ausencia  ó  impedi- 
mento ó  dentro  de  los  cuatro  años  siguientes  al  dia  de  su 
cesación  ,  y  justifiquen  la  lesión ,  dolo  ó  malicia;  leyes  5,8, 
9  y  10,  lit.  19  ,  Part.  6;  ley  hl,  lit.  13,  Part.  S.  La  puja 
que  por  via  de  restitución  se  admita  despues  del  remate,  se 
debe  hacer  saber  al  sugeto  en  cuyo  favor  se  habia  celebra- 
do ,  por  si  quiere  los  bienes  rematados ,  pues  es  preferido 
por  el  tanto  al  pujador  ;  y  si  no  los  quisiere ,  se  han  de  vol- 
ver á  la  subasta  y  rematarse  en  el  mejor  postor;  ley  40, 
lit.  S,  Pari.  o.  —  Despues  de  aceptado  el  remate  ,  se  hace 
saber  á  todos  los  interesados,  y  si  nada  dicen  dentro  de 
tercero  dia,  les  acusa  la  rebeldía  el  postor  ó  comprador 
pidiendo  se  apruebe,  se  haga  liquidación  de  cargas  ,  se  le 
otorgue  la  venta ,  y  se  le  entreguen  los  títulos,  como  efecti- 
vamente así  se  verifica.  Por  costumbre  y  equidad  de  los 
tribunales  se  permite  al  deudor  á  quien  se  vendieron  los 
bienes  en  pública  subasta,  el  recobro  de  los  muebles  dentro 
de  tres  dias  después  de  la  venta  ó  adjudicación,  y  de  los 
raices  dentro  de  nueve  dias  sin  restitución  de  frutos,  satis- 
faciendo la  deuda,  costas  é  intereses. 

También  se  sacan  á  pública  subasta  las  cosas  que  el  deu- 
dor moroso  hubiere  empeñado  ó  hipotecado  al  acredor, 
aunque  le  hubiese  dado  facultad  para  venderlas  por  su  pro- 
pia autoridad.  Siendo  prenda  y  la  deuda  de  corta  entidad, 
pide  el  acreedor  ante  el  juez  que  con  citación  de  su  dueño 
se  tase  y  venda,  y  se  le  haga  pago  con  costas.  El  juez  manda 
al  deudor  pague  dentro  de  tercero  dia  con  apercibimiento  ;  y 
si  no  cumple  ,  le  acusa  el  acreedor  la  rebeldía  é  insiste  en  su 
pretensión,  y  el  juez  mandase  le  vuelva á  notificar  que  den- 
tro de  segundo  dia  cumplacon  lo  proveído  anteriormente,  y 
que  pasado  sin  haberlo  hecho  se  tase  y  venda  con  su  citación 
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la  prenda,  y  se  haga  pago  al  acreedor  del  principal  y  costas, 
para  lo  cual  da  comisión  al  escribano  y  alguacil  de  su  juz- 
gado. Si  espira  el  segundo  término ,  cita  el  escribano  al 
deudor,  y  el  alguacil  nombra  un  perito,  quien  bajo  de  jura- 
mento valúa  la  alhaja,  y  después  se  saca  á  una  plazuela  ó 
paraje  público  y  se  vende  al  que  da  mas  por  ella ,  no  admi- 
tiéndose postura  que  no  esceda  de  las  dos  terceras  parles 
de  la  tasa  ,  para  que  no  se  alegue  lesión.  Si  la  deuda  es 
grande ,  se  pide ,  despacha  y  traba  ejecución  en  las  alhajas 
prendadas,  se  sigue  esta  por  los  iMmltes  regulares  y  libra 
el  mandamiento  de  pago,  con  el  cual  se  requiere  al  deudor 
!  para  que  satisfaga  el  principal,  décima  y  costas  :  si  no  lo 
;  hace,  pide  el  acreedor  su  venta ,  nombra  tasador,  y  pretende 
!  se  notifique  al  deudor  elija  otro ,  ó  se  conforme  con  el  electo, 
.  y  en  su  defecto  que  le  nombre  el  juez  ;  y  efectivamente  se  le 
manda  notificar  que  haga  el  nombramiento  dentro  de  tercero 
dia,  con  apercibimiento  de  que  pasado  sin  haberle  hecho  se 
nombrará  de  oficio.  Si  no  cumple  el  deudor,  le  acusa  el 
acreedor  la  rebeldía,  y  el  juez  elige  tasador  :  valúan  los  dos 
peritos  las  prendas  :  se  fijan  después  cédulas  por  nueve 
dias,  de  tres  en  tres  útiles,  en  ios  sitios  acostumbrados,  se- 
ñalando en  la  última  el  del  remate  ;  se  dan  los  tres  prego- 
nes en  el  paraje  donde  se  acostumbra  rematar  las  cosas  que 
se  venden  judicialmente  ;  y  celebrado  el  remate ,  se  entre- 
gan las  prendas  al  comprador  con  el  competente  testimonio 
para  titulo  legítimo  cuando  paga  su  importe ,  con  el  cual  se 
satisface  al  acreedor  su  crédito  y  los  gastos  que  se  le  hayan 
ocasionado  :  bajo  el  supuesto  de  que  si  algo  sobra  ,  se  hace 
saber  al  deudor  para  que  acuda  á  su-  percibo ,  y  si  falta  se 
le  exigen  mas  bienes  para  cubrir  el  resto;  ley  última,  lit.  27, 
Part.  3.  Siendo  hipoteca ,  se  pide  directamente  ejecución 
contra  ella,  se  sigue  hasta  la  sentencia  de  remate,  y  de- 
clarada en  cosa  juzgada  ó  ejecutoriándose  por  tribunal 
superior,  manda  el  juez  á  petición  del  acreedor  sacarla  á 
pública  subasta  :  se  tasa  y  pregona  por  treinta  dias  útiles, 
se  fijan  cédulas  en  los  sitios  públicos  por  tres  veces  de  nueve 
en  nueve  dias  útiles ,  que  con  los  tres  de  la  fijación  compo- 
nen los  treinta  :  se  admiten  las  posturas  y  mejoras ,  y  se 
hacen  saber  á  los  postores  anteriores  y  al  deudor  :  se  cele- 
bra el  remate  en  el  dia  prefinido ,  y  declarado  en  cosa  juz- 
gada ó  aprobado,  sea  por  el  propio  juez  ó  por  el  tribunal 
superior,  dado  el  cuarto  pregón  deposita  el  comprador  el 
precio, y  el  juez  otorga  á  su  favor  venta  judicial  de  la  finca; 
y  si  no  hay  comprador,  se  adjudica  esta  en  pago  al  acree- 
dor por  la  tasa.  Véase  Juicio  ejecutivo  ,  Arrendamiento  de 
propios  y  arbitrios,  y  Arrendamiento  real. 

SUBASTA.  Para  la  venta  de  fincas  embargadas  para 
pago  de  alcances  á  favor  de  la  hacienda  pública ,  y  para 
evitar  las  tasaciones  arbitrarias  de  dichas  fincas ,  en  10  de 
:    agosto  de  1834  se  espidió  la  real  orden  siguiente: 

Io.  Cuando  haya  necesidad  de  proceder  á  la  venta  en  pú- 
blica subasta  de  fincas  embargadas  para  el  cobro  de  alcan- 
ces á  favor  de  la  real  hacienda  ,  se  tasarán  de  nuevo  con  ar- 
reglo al  estado  que  entonces  tengan ,  sin  que  sirva  para  el 
caso  la  valuación  que  de  las  propias  fincas  se  hubiese  prac- 
ticado en  la  época  en  que  se  hipotecaron. 
2o.  La  venta  de  estas  fincas  se  anunciará  con  sujeción  á  la 
,  nueva  tasación  prevenida  en  el  artículo  anterior,  y  surtirá 
efecto  el  remate  siempre  que  haya  postor  que  cubra  las  dos 
terceras  parles  de  su  aprecio. 

3o.  No  habiendo  postor  que  cubra  este  señalamiento  se 
retasarán  las  fincas,  y  hecho  se  publicará  otra  vez  el  remate, 
>  sirviendo  de  base  la  retasa. 

h°.  Si  en  esta  nueva  subasta  no  hubiese  postor  que  dé  las 
dos  terceras  partes  del  último  avalúo,  tendrá  entonces  lu- 
gar por  las  mismas  dos  terceras  partes,  la  adjudicación  de 
dichas  fincas  á  la  real  hacienda,  adquiriendo  de  consiguiente 
su  propiedad. 


5o.  Administrará  la  real  hacienda  estas  fincas ,  que  ad- 
quiere por  la  adjudicación,  en  los  propios  términos  que  lo 
hace  con  las  demás  que  le  pertenecen ,  sin  perjuicio  de  lo 
cual  continuará  abierta  la  subasta  hasta  que  se  presente 
comprador,  con  sujeción  á  las  reglas  dadas  para  la  enajena- 
ción de  todas  las  de  su  propiedad. 

6o.  Si  el  valor  de  las  fincas  vendidas  ó  adjudicadas  en  Ios- 
términos  espresados  en  los  artículos  anteriores  no  alcanzase 
á  cubrir  el  débito  ó  débitos  por  que  procediese  la  real  ha- 
cienda, y  no  hubiese  otros  responsables  contra  quien  repe- 
tir, se  declarará  partida  fallida  la  que  falte  ;  escluyéndose 
de  las  cuentas  de  deudores,  sin  perjuicio  de  reclamarla  si 
llegasen  en  algún  tiempo  á  descubrirse  bienes  del  alcanzado 
ó  de  algún  otro  obligado  á  su  solvencia. 

7o.  Cuando  dicho  valor  sea  mayor  que  la  cantidad  que 
demande  la  real  hacienda,  y  no  puedan  dividirse  las  fincas, 
se  reconocerá  un  capital  igual  al  esceso  en  favor  del  pro- 
pietario, prorateándose  la  renta  en  proporción  de  los  ca- 
pitales. 

8o.  Y  finalmente,  para  contener  las  tasaciones  arbitrarias 
de  fincas,  y  evitar  los  perjuicios  que  de  esto  se  siguen  á  la 
real  hacienda  ,  no  se  volverán  á  admitir  en  lo  sucesivo  las 
que  se  presenten  por  via  de  fianzas,  sin  que  se  haga  previa- 
mente su  valuación  por  el  producto  en  renta,  sacando  el 
capital  por  la  base  de  un  3  por  100 ,  bajo  el  concepto  de  que 
la  justificación  de  la  renta  que  produzcan  dichas  fincas  se 
ha  de  hacer  con  la  presentación  de  las  escrituras  de  arriendo, 
recibos  de  las  contribuciones  con  que  estén  gravadas,  ó  en 
caso  de  cultivarlas  sus  propios  dueños,  con  una  información, 
en  que  conste  lo  que  rendirían  si  estuviesen  arrendadas, 
sin  admitirse  por  fianzas  en  ningún  caso  posesiones  que  seaa 
improductivas  ó  no  se  hallen  en  cultivo,  aun  cuando  se 
pruebe  que  lo  estuvieron  en  otro  tiempo.  Dios,  etc.  Madrid  10 
de  agosto  de  1834. 

SUBCONSERVADOR.  El  juez  delegado  por  el  conser- 
vador. 

SUBDELEGADO.  La  persona  á  quien  el  juez  delegado 
cometió  su  jurisdicción  ó  ha  dado  sus  veces.  Entre  los  jue- 
ces delegados  hay  la  diferencia,  según  dice  la  ley,  de  que 
los  nombrados  por  el  rey  pueden  subdelegar  en  otros  que 
oigan  y  libren  los  pleitos  respectivos  á  su  comisión  antes  ó 
después  de  contestados  ;  pero  los  que  nombra  el  juez  ordi- 
nario no  pueden  subdelegar  sino  después  de  la  contestación 
hecha  ante  ellos. 

-(-  SUBDELEGADO  de  partido.  El  empleado  de  la 
Hacienda  pública  que  en  su  territopio  ejerce  la  autoridad 
del  intendente  de  la  provincia  bajo  las  inmediatas  órdenes 
de  este  ,  y  con  las  limitaciones  y  restricciones  establecidas 
por  las  leyes.  Inslruc.  de  25  de  mayo  de  1845.  Véase  Inten- 
dente de  rentas. 

-j-  SUBDELEGADO  de  rentas.  Los  intendentes  de 
rentas  y  el  comandante  general  del  campo  de  Gibraltar  tie- 
nen este  carácter ,  ejerciendo  la  jurisdicción  especial  en  los 
asuntos  pertenecientes  al  fisco.  Véase  Juicio  por  delitos 
contra  la  hacienda  pública. 

SUBREPCIÓN.  El  fraude  que  se  comete  en  la  preten- 
sión de  alguna  gracia,  título,  merced  ó  privilegio,  alegando 
hechos  ó  circunstancias  ajenas  de  verdad.  La  subrepción  se 
contrapone  á  la  obrepción,  que  es  el  fraude  que  se  cómele, 
en  la  pretensión  de  alguna  gracia,  callando  ó  encubriendo 
una  cosa  que  quizá  hubiera  sido  un  obstáculo  á  su  logro.  La 
subrepción  pues  consiste  en  decir  una  mentira  ;  y  la  obrep- 
ción en  callar  una  verdad  :  Subrcptio  fit  subjecta  fahitule , 
obreptio  auterh  veritate  tacita.  Tanto  la  obrepción  como  la 
subrepción  anula  de  derecho  la  gracia  ó  título  en  que  se  en- 
cuentra ;  pues  dice  la  ley  que  no  vale  la  carta  ganada  con 
mentira  ó  encubriendo  la  verdad  ;  ley  36 ,  tít.  18,  Part.  3; 
cap.  20  v  super  literis,  de  rescriptis. 
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SUBREPTICIO.  Lo  que  se  ha  logrado  ú  obtenido  del 
superior  por  sorpresa  ,  alegando  cosas  falsas  ó  sirviéndose 
de  algún  disfraz  en  la  esposicion  del  hecho  y  sus  circunstan- 
cias. Opónese  á  obrepticio  ,  que  es  lo  que  se  ha  logrado 
también  por  sorpresa ,  omitiendo  algún  hecho  ó  circuns- 
tancia que  hubiera  impedido  la  consecución.  Yéase  Sub- 
repción. 

SUBROGACIÓN.  La  acción  de  sustituir  ó  poner  una 
cosa  en  lugar  de  otra  cosa,  ó  una  persona  en  lugar  de  otra 
persona.  La  sustitución  de  una  cosa  en  lugar  de  otra  cosa 
se  llama  subrogación  real  ;  y  la  sustitución  de  una  persona 
en  lugar  de  otra  persona,  subrogación  personal.  La  subro- 
gación real  produce  el  efecto  de  que  la  cosa  subrogada  se 
revista  de  la  calidad  de  aquella  á  que  se  subroga  ;  y  tiene 
lugar  en  las  compras  que  se  hacen  con  dinero  desugeto  que 
se  halla  ocupado  en  el  servicio  público,  ó  de  menor  de  veinte 
y  cinco  años  bajo  la  guarda  del  comprador,  ó  de  alguna  igle- 
sia, ó  de  la  dote  de  mujer,  comprando  el  marido  con  vo- 
luntad de  ella  :  en  cuyos  casos  el  dueño  del  dinero  gana  el 
dominio  de  la  cosa  comprada,  y  no  el  que  la  compró  en  su 
nombre  propio,  y  aun  tiene  la  elección  de  tomar  la  cosa  ó 
el  dinero ,  según  quiere;  porque  en  estos  casos  la  cosa  com- 
prada se  considera  subrogada  en  lugar  de  aquella  con  que 
se  compró ,  y  toma  por  consiguiente  la  misma  calidad  de 
pertenencia  que  tenia  esta ,  á  pesar  de  que  por  regla  gene- 
ral la  cosa  comprada  con  dinero  ajeno  debe  ser  del  que  hi- 
ciere la  compra  en  su  nombre  y  no  del  dueño  del  dinero. 
—  La  subrogación  personal  se  verifica  cuando  uno  toma  las 
veces  de  un  deudor  cargándose  con  sus  obligaciones  ó  de  un 
acreedor  adquiriendo  sus  derechos.  La  subrogación  en  las 
obligaciones  de  un  deudor,  ó  lo  que  es  lo  mismo  la  sustitu- 
ción de  un  nuevo  deudor  en  lugar  del  antiguo,  se  llama  de- 
legación, la  cual  puede  verse  en  su  lugar,  como  también  en 
la  palabra  Novación.  La  subrogación  en  los  derechos  de  un 
acreedor  es  la  que'se  entieude  mas  comunmente  bajo  la  pa- 
labra general  de  subrogación ,  y  de  ella  por  consiguiente 
hablaremos  en  este  artículo. 

Subrogación  pues  en  materia  de  crédito  es  la  trasmisión  á 
un  sugeto  de  los  créditos,  derechos  y  acciones  que  tiene  al- 
guno contra  otro;  de  suerte  que  no  es  mas  que  una  sustitu- 
ción ó  mudanza  de  acreedor,  que  tiene  lugar  sin  que  se 
estinga  la  deuda.  Esta  subrogación  puede  ser  convencionalj 
judicial  ó  legal.  La  convencional  es  la  que  se  hace  voluntaria- 
mente entre  el  acreedor  y  un  tercero  sin  necesidad  de  con- 
currencia del  deudor,  ó  entre  el  deudor  y  un  tercero  sin  la  con- 
currencia del  consentimiento  del  acreedor.  Se  hace  entre  el 
acreedor  y  un  tercero ,  cuando  el  acreedor  cede  y  trasfiere 
al  tercero  ,  á  titulo  gratuito  ú  oneroso ,  las  acciones  ,  dere- 
chos ,  privilegios  ó  hipotecas  que  tiene  contra  su  deudor; 
siendo  de  advertir  que  si  es  á  título  oneroso  porque  el  ter- 
cero paga  la  deuda,  se  ha  de  hacer  precisamente  al  tiempo 
que  el  subrogado  ó  cesionario  entrega  el  importe  del  crédito, 
pues  el  acreedor  después  del  pago  no  puede  ceder  ni  tras- 
pasar derechos  que  ya  no  tiene  por  haber  quedado  estin- 
guidos  con  la  satisfacción.  Se  hace  entre  el  deudor  y  un 
tercero,  cuando  el  deudor  toma  dinero  prestado  para  pagar 
su  deuda,  concediendo  al  prestamista  los  ¿erechos  y  venta- 
jas del  acreedor;  pero  para  que  esta  subrogación  sea  válida 
y  se  admita  en  concurso  de  acreedores  ,  es  necesario  que 
conste  de  un  modo  seguro  que  el  dinero  se  tomó  prestado 
para  pagar  al  acreedor,  y  que  efectivamente  pasó  á  sus  ma- 
nos y  estingnió  la  deuda  ,  á  cuyo  efecto  conviene  que  tanto 
la  escritura  del  préstamo  como  la  del  pagamento  se  otor- 
guen ante  escribano  público  con  espresion  de  estas  circuns- 
tancias ,  pues  de  este  modo  se  evitará  toda  sospecha  que 
pudiera  haber  de  fraude  concertado  entre  el  deudor  y  el 
prestamista  en  perjuicio  de  los  derechos  de  otros  acreedo- 
res mas  antiguos.  —  La  subrogación  judicial  es  la  que  se 


hace  por  sentencia  de  juez,  cuando  adjudica  à  una  persona 
los  mismos  derechos  personales  ,  hipotecarios  ó  privilegia- 
dos, que  otra  tenia.  —  La  subrogación  legal  es  la  que  se 
hace  en  virtud  de  la  ley,  cuando  se  trasfiere  á  un  sugeto  la 
acción  que  compete  á  otro  ,  sin  que  intervenga  acto  alguno 
de  este.  Tal  es,  por  ejemplo,  la  subrogación  que  tiene  lugar 
en  favor  del  heredero  que  aceptando  la  herencia  con  bene- 
ficio de  inventario,  paga  de  su  propio  caudal  las  deudas  de 
la  sucesión  ;  y  la  que  igualmente  tiene  lugar  en  favor  del 
que  estando  obligado  por  otro  al  pago  de  la  deuda,  se  hallaba 
interesado  en  satisfacerla;  ley  7,  lit.  il ,  Part.  S;  ley  34, 
fit.  13,  Part.  5;Ze?/32,  lit.  12,  Part.  S.  Véase  Cesión  di 
acciones,  Novación  y  Delegación. 

SUBSIDIARIAMENTE.  De  un  modo  subsidiario ,  por 
via  de  subsidio,  por  superabundancia  de  derecho,  por  últi- 
mo recurso ,  á  falta  de  otro  medio  ó  espediente.  Así  cuando 
se  dice  que  en  las  subastas  de  las  rentas  públicas  todos  los 
postores  quedan  obligados  subsidiariamente,  se  da  á  enten- 
der que  fallando  los  últimos  postores  se  puede  acudir  á  los 
primeros  para  obligarles,  á  llevar  á  efecto  sus  posturas , 
aunque  en  las  subastas  de  particulares  queda  libre  el  pri- 
mero luego  que  se  admite  la  mejora  del  segundo.  Véase 
Subasta. 

SUBSIDIARIO.  Dícese  de  lo  que  no  es  principal ,  sino 
secundario  y  superabundante;  de  lo  que  no  sirve  para  es- 
tablecer un  derecho,  sino  solo  para  fortificarlo;  de  lo  que 
solo  ha  de  usarse  por  via  estraordinaria,  cuando  falte  el  re- 
curso ordinario  y  principal. 

SUBSIDIO.  El  recurso  ó  ausilio  estraordinario  :  —  y 
cierto  socorro  concedido  por  la  sede  apostólica  á  los  reyes 
de  España  sobre  las  rentas  eclesiásticas  de  sus  reinos  para 
la  guerra  contra  infieles. 

SUBSTITUCIÓN.  Véase  Sustitución. 

SUCEDER.  Entrar  en  lugar  de  otro  ó  seguirse  á  él ,  sea 
á  título  universal  ó  á  título  particular:  á  título  universal, 
cuando  se  sucede  en  una  cosa  por  causa  de  venta ,  donación , 
legado  ú  otra  semejante.  Suceder  pues  à  uno  en  calidad  de 
heredero  es  sucederle  à  título  universal ,  título  en  cuya  vir- 
tud el  heredero  representa  la  persona  del  difunto ,  y  por 
consiguiente  le  sucede  en  todos  sus  derechos  y  acciones  , 
como  igualmente  en  todas  sus  deudas,  siquidem  par  débet 
esse  ratio  commodi  et  incommodi.  Puede  sucederse  á  uno  á 
título  de  heredero  por  cabezas ,  ó  por  troncos  ,  ó  por  líneas. 

SUCEDER  por  cabezas.  Heredar  ó  entrar  varios  here- 
deros en  una  sucesión  cada  uno  por  su  propia  persona  y  no 
por  representación  de  otra ,  dividiéndose  la  herencia  en 
tantas  partes  cuantos  son  los  individuos  que  concurren  ; 
ley  8  de  Toro  ,  que  es  la  2 ,  til.  20,  tib.  10 ,  Nov.  Rec,  y  la 
ley  S,  lit.  13,  Part.  6(1).  Quando succedilur  incapita,  habetur 
ratio  numeri  personarum  succedentium  ,  et  tôt  fiunt  parles 
hœreditalis,  quot  sunt  personœ  succedenles ;  quia  singuli  hœ- 
redes  suo  non  alieno  jure  succedunt.  Este  modo  de  suceder 
tiene  lugar  siempre  que  todos  los  herederos  del  difunto 
vienen  á  la  sucesión  por  su  derecho  personal  y  no  por  el  de 
otro  :  en  cuyo  caso  se  arreglan  las  partes  de  la  sucesión  se- 
gún el  número  de  herederos  ,  de  manera  que  se  hacen  tantas 
porciones  cuantas  son  las  personas  que  suceden  ,  sea  en 
línea  recta,  sea  en  línea  colateral.  En  línea  recta,  cuando 
muere  un  padre  dejando  tres  hijos ,  por  ejemplo  ,  se  divide 
la  sucesión  en  tres  partes  iguales  ,  una  para  cada  hijo ,  por- 
que todos  suceden  á  su  padre  por  sus  propias  personas.  En 
línea  colateral ,  cuando  no  hay,  por  ejemplo ,  sino  hijos 
de  hermanos ,  esto  es  ,  sobrinos  del  difunto  ,  suceden  todos 
igualmente  por  cabezas;  es  decir,  que  si  hay  un  hijo  de  un 
hermano  premuérto  y  cuatro  hijos  de  otro  hermano  también 

(1)  Qué  sea  suceder  ¿n  capita  ó  in  stirpem  ,  véase  en  Alvarez 
Posadilla  á  la  ley  8  de  Toro,  donde  trata  la  materia  con  esiepsio». 
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premuerto ,  se  distribuirá  la  sucesión  en  cinco  partes  iguales 
entre  los  cinco  sobrinos  del  difunto.  Véase  Representación. 
SUCEDER  por  troncos  ó  estirpes.  Heredar  ó  venir  á 
una  sucesión ,  no  por  su  propio  derecho ,  sino  por  represen- 
tación de  una  persona  ya  difunta;  de  suerte  que  los  que  la 
representan,  aunque  sean  muchos,  no  llevan  todos  juntos 
sino  la  parte  y  porción  que  hubiera  tocado  á  la  persona  re- 
presentada si  viviese.  Quando  succedilur  in  slirpes,  nulla 
habetur  ratio  numeri  personarum  succedentium ,  sed  omnes 
ex  uno  latere,  quotquot  sint,  eam  lantùm  hœreditalis  partera 
capiunt,  quam  habíturus  fuisset  is,  quem  représentant ,  si 
viveret,  siquidcm  inejics  locum  succedunt.  Ademas,  cuando 
v  se  sucede  por  troncos  ó  estirpes ,  no  escluyen  los  mas  próxi- 
¡  naos  á  los  mas  rerñotos ,  sino  que  los  mas  remotos  suceden 
-con  los  mas  próximos  representando  á  la  persona  en  cuyos 
derechos  están  subrogados.  Así  que  ,  si  fallece  un  hombre 
dejando  un  hijo  y  cuatro  nietos  de  otro  hijo  premuerto ,  estos 
cuatro  nietos  vienen  á  la  sucesión  de  su  abuelo  por  repre- 
sentación de  su  padre ,  y  no  toman  mas  parte  que  la  que 
tomaría  este  si  viviese.  Del  mismo  modo  ,  cuando  los  hijos 
de  un  hermano  premuerto  concurren  á  la  sucesión  de  su  tio 
con  sus  tios  hermanos  del  difunto  ,  le  suceden  por  troncos , 
de  suerte  que  no  se  reputan  sino  por  uno  solo  ,  cualquiera 
que  sea  su  número;  ley  5,  lit.  13,  Part.  6,  y  la  ley  S  de 
Toro.  Véase  Representación. 

SUCEDER  por  líneas.  Heredar  ó  venir  á  una  sucesión , 
no  por  representación  ni  por  cabezas  ,  sino  por  series  de 
personas  ,  de  suerte  que  los  bienes  se  repartan  con  igualdad 
entre  las  líneas  concurrentes  llevándose  la  mitad  los  parientes 
de  un  mismo  grado  de  la  una  ,  y-ki  otra  mitad  los  de  la  otra. 
Este  modo  de  suceder  solo  tiene  lugar  cuando  muriendo  un 
hombre  sin  descendientes  ,  deja  ascendientes  de  un  mismo 
grado  en  ambas  líneas:  en  cuyo  caso  va  la  mitad  de  la  he- 
rencia á  la  línea  paterna,  y  la  otra  mitad  á  la  materna.  Así 
es  que  si  de  un  lado  hay  abuelo  y  abuela ,  y  de  otro  sola- 
mente uno  de  los  dos,  aquellos  no  llevarán  mas  que  la  mitad 
de  los  bienes  ,  y  la  otra  mitad  tocará  por  entero  al  otro 
abuelo  ó  abuela  del  difunto  :  bajo  el  supuesto  de  que  no  se 
hace  distinción  de  bienes  paternos  y  maternos,  salvo  en  los 
pueblos  donde  es  de  fuero  ó  costumbre  tornar  los  bienes  al 
tronco.  Pero  si  los  ascendientes  no  son  del  mismo  grado , 
entonces  el  mas  próximo  escluye  al  mas  remoto;  porque  en 
la  línea  recta  ascendiente  jamas  tiene  lugar  la  representa- 
ción :  de  donde  se  sigue  que  sobreviviendo  en  una  línea  el 
padre  ,  por  ejemplo  ,  y  en  la  otra  los  abuelos  ,  pertenece  á 
aquel  toda  la  sucesión  con  esclusion  de  estos. 

SUCESIÓN.  La  trasmisión  de  los  bienes,  derechos  y 
cargas  de  un  difunto  en  la  persona  de  su  heredero  ;  —  y 
también  la  universalidad  ó  conjunto  de  los  bienes,  derechos 
y  cargas  que  deja  el  difunto.  La  sucesión  se  trasmite  por  la 
fuerza  de  la  ley,  ó  por  la  voluntad  del  hombre  :  la  primera 
se  llama  légitima,  porque  hace  pasar  los  bienes  en  el  orden 
prescrito  por  la  ley;  y  forma  la  regla  general  :  la  segunda  se 
llama  testamentaria,  porque  hace  pasar  los  bienes  según 
quiere  el  testador,  y  no  es  sino  escepcion  que  la  voluntad 
del  hombre  pone  á  la  regla  general.  Véase  Herencia. 

SUGESÏON  testamentaria.  La  que  se  defiere  por  testa- 
mento al  heredero  instituido.  La  sucesión  testamentaria  se 
prefiere  á  la  sucesión  legitima ,  como  la  escepcion  se  prefiere 
á  la  regla  ;  y  así  es  que  no  se  admiten  los  herederos  legítimos 
sino  en  delecto  de  herederos  testamentarios;  pues  en  las  úl- 
timas voluntades  la  disposición  del  hombre  quita  la  dispo- 
sición de  la  ley,  en  cuanto  lo  permite  el  derecho  :  In  ultimis 
voluntalibus  dispositio  hominis  tollil  dispositionem  legis,  lego 
permitiente.  Una  sucesión  testamentaria  se  divide  ordinaria- 
mente ,  según  las  leyes  romanas  ,  en  doce  partes  que  se 
llaman  onzas  ,  cada  una  de  las  cuales  tiene  su  nombre. 
Uncía  es  un  duodécimo ,  es  decir  una  de  doce  onzas.  Sextam 


es  un  sexto  ,  que  hace  dos  onzas.  Quadrans  es  un  cuarto  de 
la  sucesión,  y  por  consiguiente  tres  onzas.  Triens  es  el  ter- 
cio ,  esto  es  ,  cuatro  onzas.  Quincunx  significa  cinco  onzas. 
Semis,  seu semi-as ,  seis  onzas ,  ó  la  mitad  de  doce.  Seplunx, 
siete  onzas.  Bes,  quasi  bis  triens,  dos  tercios,  y  por  consi- 
guiente ocho  onzas.  Dodrans  ,  quasi  demplo  quadranle  as  , 
nueve  onzas  que  forman  los  tres  cuartos  de  la  sucesión. 
Dexlans,  quasi  dempto  sextante  as ,  diez  onzas  ó  cinco  sextos. 
Deunx,  quasi  dempla  uncia  as,  once  onzas.  As  comprende 
toda  la  sucesión  ,  porque  esta  palabra  latina  significa  en  la 
division  de  una  cosa  su  totalidad,  ó  el  todo  que  podia  divi- 
dirse en  doce  onzas ,  las  cuales  hacian  una  libra  romana. 
Esta  division  de  una  sucesión  testamentaria  está  admitida 
por  nuestras  leyes ,  en  cuanto  los  testadores  que  nombran 
muchos  herederos  pueden  asignar  á  cada  uno  de  ellos  cierta 
porción  alicuota  de  la  sucesión.  Véase  As ,  Herencia  testa- 
mentaria y  Herederos. 

SUCESIÓN  legítima.  La  que  se  defiere  por  sola  la  dispo- 
sición de  la  ley  á  los  parientes  del  difunto.  Esta  sucesión  se 
llama  también  sucesión  intestada  ó  ab  inteslalo ,  por  contra- 
posición á  la  testamentaria,  y  no  tiene  lugar  sino  cuando 
alguno  muere  sin  testamento  válido.  La  ley  llama  para  la 
sucesión  legítima  ó  intestada ,  en  primer  lugar  á  los  descen- 
dientes, en  segundo  á  los  ascendientes,  en  tercero  á  los  co- 
laterales, y  en  cuarto  al  fisco.  Véase  Herencia,  Herederos 
ilegítimos,  Hijos,  Hermanos  y  Representación. 

SUCESIÓN  recíproca.  Véase  Pacto  de  sucederse  mu- 
tuamente. 

SUCESIÓN  Á  la  corona.  La  reina  legítima  de  las  Espa- 
ñas  es  doña  Isabel  II  de  Borbon  ;  art.  í*0  de  la  Constitución 
política  reformada  en  28  de  mayo  de  181a. 

La  sucesión  en  el  trono  de  las  Españas  será  según  el  orden 
regular  de  primogenitura  y  representación ,  prefiriendo 
siempre  la  línea  anterior  á  las  posteriores  ;  en  la  misma 
línea  el  grado  mas  próximo  al  mas  remoto  ;  en  el  mismo 
grado  el  varón  á  la  hembra ,  y  en  el  mismo  sexo  la  persona 
de  mas  edad  á  la  de  menos;  art.  50. 

Estinguidas  las  líneas  de  los  descendientes  legítimos  de 
doña  Isabel  II  de  Borbon ,  sucederán  por  el  orden  que  queda 
establecido,  su  hermana  y  los  tios  hermanos  de  su  padre  , 
así  varones  como  hembras,  y  sus  legítimos  descendientes  , 
si  no  estuviesen  escluidos  ;  art.  51. 

Si  llegaren  á  estinguirse  todas  las  líneas  que  se  señalan  , 
se  harán  por  una  ley  nuevos  llamamientos ,  como  mas  con- 
venga á  la  nación  ;  art.  82. 

Cualquiera  duda  de  hecho  ó  de  derecho  que  ocurra  en 
orden  á  la  sucesión  de  la  corona  ,  se  resolverá  por  una  ley; 
art.  83. 

Las  personas  que  sean  incapaces  para  gobernar,  ó  hayan 
hecho  cosa  por  que  merezcan  perder  el  derecho  à  la  corona , 
serán  escluidas  de  la  sucesión  por  una  ley;  art.  Sft. 

Guando  reine  una  hembra  ,  su  marido  no  tendrá  parte 
ninguna  en  el  gobierno  del  reino  ;  art.  85. 

SUCESOR.  El  que  entra  ó  sobreviene  en  los  derechos 
de  otro.  Hay  sucesor  universal ,  y  sucesor  particular.  Su- 
cesor universal  es  el  que  sucede  en  todos  los  derechos  y 
acciones  de  la  persona  á  quien  representa  y  en  cuyo  lugar 
se  subroga  :  tal  es  el  heredero.  Sucesor  particular  ó  singu- 
lar es  el  que  sucede  ó  se  subroga  á  otro  en  alguna  cosa 
que  ha  adquirido  de  él  por  causa  de  venta ,  donación  ú  otro 
semejante.  El  sucesor  universal  tiene  que  observar  las  con- 
venciones de  su  antecesor ,  por  la  regla  general  de  que  el 
que  contrae,  contrae  para  sí  y  sus  sucesores,  qui  contraint, 
contraint  sibi  el  suis  successoribus  :  mas  el  sucesor  singular 
no  está  obligado  á  los  contratos  de  su  autor;  y  así  es  que  si 
un  propietario  vende  la  heredad  que  habia  dado  en  arrien- 
do ,  no  puede  el  arrendatario  forzar  al  comprador  á  que  le 
conserve  en  los  efectos  del  contrato,  pues  quedando  entera- 
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mente  estinguido  por  la  venta  el  derecho  del  vendedor,  se 
estingue  también  el  derecho  del  arrendatario,  según  la  má- 
xima, resoluto  jure  dantis,  resolvitur  jus  accipienlis.  —  Son 
reglas  generales  con  respecto  á  sucesores  las  siguientes. 
El  que  sucede  en  el  derecho  ó  propiedad  de  otro,  debe  usar 
del  mismo  derecho  que  él  :  Qui  in  jus  dominiumve  allerius 
succedit,  jure  ejus  uli  débet.  El  sucesor  no  puede  ser  de  me- 
jor condición  que  su  autor  :  Non  debeo  melioris  esse  condi- 
tionis  quàm  auclor  meus,  à  quo  jus  ad  me  transit.  Lo  que  no 
hubiera  podido  perjudicar  al  autor  no  debe  dañar  tampoco 
al  sucesor  :  Cüm  quis  in  alius  locum  successeril ,  non  est 
œquum  ei  nocere  quod  adversüs  eum  non  nocuit ,  in  cujus  lo- 
cum successil.  Lo  que  daña  á  los  contrayentes  daña  igual- 
mente á  sus  sucesores  :  Quod  ipsis  qui  contraxerunt  obstat, 
et  successoribus  eorum  nocebit. 

SUCUMBIR.  Perder  el  pleito. 

SUELO.  El  terreno  ó  sitio  en  que  se  siembra  ,  planta  ó 
edifica.  La  propiedad  del  suelo  lleva  consigo  la  propiedad 
de  lo  que  hay  encima  y  debajo.  El  propietario  puede  hacer 
encima  todas  las  plantaciones  y  construcciones  que  juzgue  á 
propósito,  mientras  no  se  oponga  alguna  ley  ó  servidum- 
bre ;  y  puede  hacer  también  debajo  todas  las  construccio- 
nes y  escavaciones  que  quiera  ,  salvas  las  modificaciones 
establecidas  por  las  leyes.  Todas  las  construcciones,  planta- 
ciones y  obras  que  hay  sobre  un  terreno  ó  en  su  interior  se 
presumen  hechas  por  el  dueño  del  suelo,  y  por  consiguiente 
se  consideran  de  su  pertenencia,  si  no  se  prueba  lo  contra- 
rio, sin  perjuicio  de  la  propiedad  que  un  tercero  ha  podido 
adquirir  por  prescripción  ,  sea  de  un  subterráneo  bajo  el 
edificio  ajeno  ,  sea  de  cualquiera  otra  parte  del  edificio. 
Véase  Accesión  natural,  industrial  y  mixta  ,  Edificio  ,  Plan- 
tación y  Solar. 

SUERTE  principal.  El  capital  de  una  suma  ó  cantidad 
que  produce  interés,  ó  bien  la  cantidad  por  la  que  se  ha 
constituido  una  renta  en  favor  de  alguna  persona.  Llámase 
principal  con  respecto  á  los  réditos  ó  intereses,  que  son  lo 
accesorio. 

SUFRAGIO.  El  voto  que  se  da ,  ó  la  declaración  que 
uno  hace  de  su  opinion  ó  parecer  en  una  junta  ,  reunion 
ó  asamblea  en  que  se  delibera  sobre  algún  asunto.  Véase 
Foto. 

SUICIDIO.  El  homicidio  de  sí  mismo ,  ó  la  acción  de  qui- 
tarse á  sí  mismo  la  vida.  El  que  se  matare  á  sí  mismo, 
pierde  todos  sus  bienes  á  favor  del  fisco ,  no  teniendo  here- 
deros descendientes  ;  ley  15,  lit.  21 ,  Ub.  12,  Nov.  Rec.  ; 
ley  24,  til.  1 ,  y  ley  1 ,  til.  27,  Parí.  7;  pero  esta  disposición 
legal  no  está  en  uso ,  porque  piadosamente  se  cree  que  el 
que  se  quitó  la  vida ,  perdió  antes  el  juicio ,  y  porque  la  pena 
no  recaería  sobre  el  suicida  ,  sino  sobre  los  ascendientes  ó 
colaterales  que  habrían  de  sufrir  la  doble  desgracia  de  la 
pérdida  de  un  hijo,  ó  hermano,  y  de  los  bienes  que  debian 
recaer  en  ellos.  La  práctica  ha  establecido  la  pena  de  colgar 
el  cadáver  del  suicida  que  estaba  preso  y  acusado  por  delito 
digno  de  muerte  ;  pero  parece  que  no  debiera  imponerse 
tal  pena  sino  en  el  caso  de  haber  precedido  al  suicidio  la 
sentencia  pronunciada  contra  el  delito  ,  porque  de  otra 
suerte  resultaría  que  se  condenaba  y  castigaba  á  un  hombre 
que  no  habia  podido  defenderse,  no  debiendo  ni  pudiendo 
tenerse  por  prueba  del  delito  un  suicidio  que  puede  pro- 
venir de  otras  mil  causas  (1). 

Entre  los  Romanos  no  se  imponía  pena  alguna  al  que  se 

(1)  Téngase  presente  lo  que  aquí  omitió  Escriche,  á  saber,  que 
al  suicida  no  se  da  sepultura  eclesiástica  cuando  notoriamente 
consta  que  en  el  hecho  se  procedió  con  deliberada  premeditación  ; 
cap.  11,  de  sepultu,ris;y  cap.  12,cau.  25,  q.  Ü. — Véase  también 
la  glosa  1  ala  ley  2,  tít.  27,  Part.  7,  y  P.  Murillo  ,  lib.5,  t.  28, 
n.  275. 


daba  la  muerte  por  tedio  de  la  vida ,  por  impaciencia  de 
algún  dolor  ó  acontecimiento  desgraciado ,  por  causa  de 
deudas,  ó  por  vanagloria  ;  mas  al  delincuente  que  siendo 
merecedor  de  la  pena  capital  ó  de  la  deportación  se  sui- 
cidaba por  temor  de  las  penas  en  que  habia  incurrido ,  se  le 
confiscaban  los  bienes ,  aunque  solo  en  el  caso  de  haber  sido 
procesado  ó  aprehendido  en  el  mismo  delito. 

SUMARIAMENTE.  De  plano  y  sin  guardar  entera- 
mente las  solemnidades  del  orden  judicial. 

SUMARIA.  Las  primeras  diligencias  con  que  se  instruye 
una  causa  criminal  hasta  ponerla  en  estado  de  tomar  la  con- 
fesión al  reo.  Véase  Juicio  criminal  informativo. 

SUMARIO.  El  modo  de  proceder  brevemente  en  algunos 
negocios  sin  todas  las  formalidades  de  un  juicio  ;  y  también 
el  estado  de  una  causa  criminal  que  no  ha  pasado  todavía 
al  plenario. 

SUMISIÓN.  El  acto  solemne  por  el  cual  uno  se  somete 
ó  sujeta  á  otra  jurisdicción ,  renunciando  su  domicilio  y 
fuero.  Véase  Jurisdicción  prorogada. 

SUPERFICIARIO  ó  superficionario.  El  que  tiene  el 
uso  de  la  superficie,  ó  sea  el  derecho  de  edificar,  plantar  ó 
sembrar  en  el  suelo  ó  fundo  ajeno  ,  pagando  cierta  pension 
anual  al  dueño  de  él. 

SUPERSTICIÓN.  El  culto  que  se  da  á  quien  no  debe 
darse ,  ó  el  que  se  da  de  un  modo  indebido  al  verdadero 
Dios.  La  superstición  comprende  la  magia ,  hechicería  ó 
maleficio  ,  el  sortilegio  ,  la  adivinación  ,  el  augurio  ,  la  vana 
observancia,  la  interpretación  de  los  sueños  ,  la  nigroman- 
cia, etc.  Véase  Adivino  y  Nigromancia. 

SUPERVENCIÓN.  La  acción  y  efecto  de  sobrevenir 
una  cosa  despues.de  otra  ,  como  un  nuevo  derecho,  nuevos 
hijos ,  etc.  La  supervención  ó  superveniencia  de  hijos  es 
causa  de  que  se  considere  revocada  una  donación.  Si  alguno 
que  no  tiene  hijos  ni  esperanza  de  tenerlos,  diese  á  otro 
todo  lo  suyo  ó  gran  parte  de  ello  ,  y  posteriormente  tuviese 
hijo  ó  hija  de  mujer  legítima  con  quien  casase  después  ,  es 
revocada  por  ende  la  donación,  y  no  debe  valer  en  ninguna 
manera;  ley  8,  lit.  h  ,  Part.  5.  Los  intérpretes  estienden 
esta  disposición  legal  al  caso  en  que  el  donador  tuviese  los 
hijos  de  la  que  era  mujer  suya  al  tiempo  de  la  donación  , 
con  tal  que  apareciese  que  no  habia  pensado  en  ellos,  y  dejan 
al  arbitrio  del  juez  la  decisión  de  lo  que  debe  entenderse 
por  gran  parte. 

SUPERVIVENCIA.  El  acto  de  sobrevivir  una  persona 
á  otra  ;  ó  una  vida  mas  larga  que  la  de  otro  con  quien  se 
tiene  relación.  Sucede  á  veces  que  mueren  en  un  aconteci- 
miento ,  v.  gr.  en  un  naufragio  ó  incendio  ,  dos  ó  mas  per- 
sonas llamadas  à  sucederse  unas  á  otras  ;  y  para  decidir  los 
pleitos  que  con  tal  motivo  se  pueden  suscitar  entre  los  here- 
deros, conviene  fijar  de  un  modo  seguro  ó  bien  por  presun- 
ciones cuál  de  dichas  personas  sobrevivió  ó  debió  perecer 
despues  que  las  demás  ;  á  cuyo  efecto  se  establecen  algunas 
reglas  en  el  artículo  Muerte  simultánea.  La  palabra  super- 
vivencia significa  también  lo  mismo  que  futura,  esto  es, 
la  gracia  ó  privilegio  concedido  á  alguno  para  gozar  una 
renta  ó  pension  ó  servir  un  empleo  después  de  haber  falle- 
cido el  poseedor.  Véase  Letras  expectativas. 

SUPLEMENTO  de  legítima.  El  complemento  ó  inte- 
gración de  lo  que  falta  para  que  tenga  entera  su  legítima  el 
heredero  forzoso  á  quien  el  testador  no  ha  dejado  la  parte 
que  le  corresponde  según  la  ley.  En  efecto  ,  cuando  los  pa- 
dres dejan  á  sus  hijos  menos  de  las  cuatro  quintas  parles 
de  la  sucesión  ,  ó  los  hijos  que  no  tienen  descendientes  me- 
nos de  las  dos  terceras  partes  á  sus  padres  ,  tienen  derecho 
unos  y  otros  en  sus  respectivos  casos  para  pedir  el  suple- 
mento de  su  legítima,  sin  necesidad  de  atacar  el  testamento 
como  inoficioso  ;  ley  22,  tít.  1 ,  Part.  7.  Véase  Legitima. 

SUPLEMENTO  del  justo  precio.  Véase  Lesión. 
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SÚPLICA  ó  suplicación.  La  apelación  de  la  sentencia 
de  vista  de  los  tribunales  superiores  interpuesta  ante  ellos 
mismos  ;  ó  bien  :  la  petición  que  se  hace  ante  los  tribu- 
nales superiores  para  que  corrijan  ó  revoquen  la  primera 
sentencia  que  se  llama  de  vista,  por  la  segunda  llamada 
de  revista;  ley  17,  tít.  23,  Part.  3  ;  y  ley  1,  iít.  21,  lib.  H, 
Nov.  Rec.  En  rigor  no  se  puede  apelar  de  las  sentencias 
dadas  por  los  tribunales  supremos  ó  por  las  cnancillerías  y 
audiencias  ,  porque  la  apelación  se  ha  de  interponer  de  un 
juez  menor  á  otro  mayor,  y  así  las  audiencias  y  chancille- 
rías  como  los  consejos  ó  tribunales  supremos  representan 
la  real  persona ,  que  no  reconoce  superior  ;  pero  se  puede 
suplicar  de  ellos  á  ellos  mismos  para  que  corrijan  ,  enmien- 
den ó  revoquen  su  primera  sentencia. 

No  hay  lugar  á  súplica  en  los  juicios  sumarísimos  de  pose- 
sión ,  sea  que  la  sentencia  de  vista  confirme  ó  revoque  la 
del  juez  inferior  ;  ni  tampoco  en  los  plenarios  sino  en  el  solo 
caso  de  que  la  sentencia  de  vista  no  sea  enteramente  con- 
forme á  la  de  primera  instancia ,  y  la  entidad  del  negocio 
esceda  de  quinientos  duros  en  la  península  é  islas  adyacen- 
tes ,  y  de  mil  en  ultramar.  Regí,  de  26  de  setiembre  de  1833 , 
art.  66. 

No  hay  lugar  á  súplicaen  los  pleitos  sobre  propiedad,  cuya 
cuantía  no  pase  de  doscientos  cincuenta  duros  en  la  penín- 
sula é  islas  adyacentes ,  y  de  quinientos  en  ultramar,  sea 
que  la  sentencia  de  vista  confirme  ó  que  revoque  la  primera  : 
ni  tampoco  le  hay  cuando  la  sentencia  de  vista  sea  entera- 
mente conforme  á  la  de  primera  instancia  en  pleito  sobre 
propiedad  ,  cuya  cuantía  no  esceda  de  mil  duros  en  la  penín- 
sula é  islas  adyacentes,  y  de  dos  mil  en  ultramar;  mas  en 
estos  dos  casos  debe  admitirse  la  súplica  cuando  el  que  la 
interponga  presente  nuevos  documentos ,  '  jurando  que  los 
encontró  nuevamente ,  y  que  antes  no  los  tuvo  ni  supo  de 
ellos  aunque  hizo  las  diligencias  oportunas.  Regí,  de  26  de 
setiembre  de  1838  ,  art.  67. 

No  hay  lugar  á  súplica  :  —  cuando  en  el  pleito  haya  habido 
tres  sentencias  ,  conformes  ó  no  conformes;  porque  en  todo 
negocio,  cualquiera  que  sea  su  cuantía,  no  puede  haber 
mas  que  tres  instancias  y  tres  sentencias  definitivas  pro- 
nunciadas en  ellas  :  —  ni  de  la  sentencia  de  vista  en  apela- 
ciones de  autos  interlocutorios  :  —  ni  del  auto  en  que  se 
declara  que  hace  ó  no  fuerza  el  juez  eclesiástico  :  —  ni  de 
aquel  en  que  la  audiencia  se  declara  competente  ó  incom- 
petente para  el  negocio  que  se  somete  á  su  decisión.  Const. 
cíe  1812,  arí.  28S;re<yL  de  26  de  setiembre  de  1855,  arí.69; 
decr.  de  8  de  octubre  de  1835 ,  art.  1  ;  y  ley  7,  lit.  21,  lib.  11, 
Nov.  Rec. 

La  ley  concede  para  interponer  la  súplica  : 

Diez  dias  fatales  si  es  de  sentencia  definitiva ,  y  tres  dias 
también  fatales  si  fuese  de  interlocutoria  con  fuerza  de  defi- 
nitiva. Ley  1,  tít.  21 ,  lib.  11 ,  Nov.  Rec. 

Y  el  modo  de  proceder  en  esta  instancia  de  suplicación  es 
el  siguiente. 

En  el  pedimento  con  que  se  interpone  la  suplicación  , 
llamado  de  súplica  general,  se  dice  solo  que  la  sentencia  de 
vista  es  digna  dé  corregirse.  Si  se  admite  la  súplica ,  se  cita 
á  la  parte  contraria,  y  luego  se  presenta  otro  pedimento 
llamado  de  súplica  especial ,  ante  otra  sala ,  en  que  se  espresa 
la  enmienda  ó  modificación  que  se  solicita.  Confiérese  tras- 
lado de  él  al  adversario,  quien  presenta  otro  escrito  dentro 
de  seis  dias,  que  se  llama  de  oposición  à  la  súplica;  y  sigue 
luego  sustanciándose  esta  instancia  de  revista  en  la  misma 
forma  que  la  de  vista.  Con  los  escritos  de  súplica  especial  y 
de  oposición  deben  presentarse  las  escrituras  en  que  cada 
litigante  se  apoyare.  Leyes  4  y  5,  lit.  21,  lib.  11,  Nov.  Rec; 
real  orden  de  5  de  noviembre  de  1859  y  2b  de  agosto  de  1841. 

[  *  En  la  república  de  Méjico  la  ley  de  23  de  mayo  de  1857 
establece  lo  siguiente  : 


Art.  135.  En  los  juicios  de  propiedad  ,  plenarios  de  pose- 
sión ,  y  en  cualquiera  otro  civil  en  que  el  interés  que  se 
disputare  pasare  de  cuatro  mil  pesos ,  tendrá  lugar  la  tercera 
instancia  ,  siempre  que  las  partes  la  interpusieren ,  aun 
cuando  la  sentencia  de  vista  sea  conforme  con  la  primera. 

Art.  156.  En  los  mismos  juicios  si  el  interés  fuere  menos 
de  cuatro  mil  pesos,  la  sentencia  de  segunda  instancia  cau- 
sará ejecutoria ,  si  fuere  conforme  de  toda  conformidad  con 
la  de  la  primera,  esto  es,  si  la  sentencia  de  vista  nada 
absolutamente  añade  ó  quita  que  altere  la  sustancia  ó  mérito 
intrínseco  de  la  primera  sentencia;  de  suerte  que  ni  la  con- 
denación de  costas  ,  ni  ninguna  otra  demostración  de  igual 
naturaleza  podrá  decirse  opuesta  á  dicha  conformidad. 

Art.  157.  En  los  propios  juicios  si  la  cantidad  que  se 
dispute  no  escediere  de  mil  pesos,  la  sentencia  de  vista  cau- 
sará también  ejecutoria,  sea  que  confirme  ó  revoque  la  de 
primera  instancia. 

Art.  158.  En  todos  los  casos  en  que  por  los  dos  artículos 
anteriores  se  deniegue  la  tercera  instancia,  tendrá  lugar 
esta  si  la  parte  que  interpusiese  el  recurso  presentare  nue- 
vos instrumentos ,  jurando  que  los  encontró  después  de  la 
sentencia ,  y  que  antes  no  los  tuvo  ni  supo  de  ellos,  sin  em- 
bargo de  haber  hecho  las  diligencias  oportunas. 

Art.  159.  En  los  juicios  ejecutivos  y  sumarísimos  de  pose- 
sión ,  habrá  lugar  à  la  segunda  instancia  siempre  que  las 
partes  apelen  ,  admitiéndose  el  recurso  solo  en  el  efecto 
devolutivo ,  remitiéndose  los  autos  al  superior  en  los  térmi- 
nos prevenidos  en  la  segunda  parte  del  art.  97,_sin  que 
pueda  tener  lugar  la  tercera  instancia ,  sino  que  se  ejecutará 
desde  luego  la  sentencia  de  vista ,  sea  que  confirme  ó  re- 
voque la  del  juez  inferior  ;  quedando  á  las  partes  espedito 
el  recurso  de  responsabilidad  y  los  juicios  ordinarios  ó  ple- 
narios con  arreglo  á  las  leyes. 

Art.  140.  Se  deroga  la  ley  sobre  suplicaciones ,  de  16  de 
mayo  de  1851 ,  la  de  4  de  setiembre  de  1824 ,  y  en  los  casos 
á  que  se  refieren  ,  solo  queda  á  las  partes  el  recurso  de 
nulidad  ó  de  responsabilidad  contra  los  magistrados  ó  jueces 
que  hubieren  negado  la  súplica  ó  apelación.  ] 

SÚPLICA  EN  NEGOCIOS  DE  MENOR  CUANTÍA.   En  los  negO- 

cios  de  menor  cuantía  de  la  tercera  clase,  esto  es,  en  los 
que  pasando  de  quinientos  reales  no  esceden  de  dos  mil  en 
la  península  é  islas  adyacentes  solo  se  admite  la  súplica 
cuando  la  sentencia  de  vista  revoca  por  mayoría  y  no  por 
unanimidad  la  sentencia  de  primera  instaneia.  Ley  de  10 
de  enero  de  1858  ,  art.  18. 

Puede  interponerse  verbalmente  ó  por  escrito,  dentro 
de  los  diez  dias  siguientes  al  de  la  notificación  de  la  sentencia 
de  vista  :  admitida  la  súplica  sin  dar  traslado ,  se  señala  dia 
para  la  revista  dentro  de  los  seis  primeros  siguientes  :  veri- 
ficase esta  por  diversos  magistrados  y  en  los  mismos  tér- 
minos que  la  vista  :  reúnense  estos  magistrados  con  los  que 
vieron  antes  el  pleito  ,  votan  unos  y  otros,  y  lo  que  resulte 
acordado  por  la  mayoría  hace  sentencia  y  causa  ejecutoria. 
Ley  de  10  de  enero  de  1858,  art.  19  y  sig. 

SÚPLICA  en  el  comercio.  Para  que  el  recurso  de  súplica 
proceda  en  las  causas  de  comercio ,  han  de  verificarse  las 
circunstancias  siguientes  : 

Ia.  Que  la  sentencia  de  vista  sea  revocatoria  en  todo  ó  en 
parte  de  la  de  primera  instancia. 

2a.  Que  haya  recaído  sobre  apelación  de  sentencia  defi- 
nitiva. 

5a.  Que  el  interés  de  la  causa  esceda  de  diez  mil  reales 
vellón.  Art.  427. 

No  procede  la  súplica  sobre  las  sentencias  interloculorias 
que  se  pronuncien  en  segunda  instancia.  Art.  428. 

La  súplica  se  ha  de  interponer  dentro  de  diez  dias  después 
de  haberse  hecho  la  notificación  de  la  sentencia  de  seguaaa 
instancia.  Art.  429. 
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Admitida  la  súplica  se  entregarán  los  autos  á  la  parte 
que  la  haya  interpuesto  para  que  la  mejore  en  el  término 
preciso  de  seis  dias. 

La  parte  contraria  contestará  á  la  mejora  de  súplica  en 
otros  seis  dias.  Art.  &30. 

Con  sus  respectivos  escritos  podrán  ambas  partes  pre- 
sentar nueva  prueba  documental  en  los  casos  que  prefija  el 
artículo  Ü05. 

Ningún  otro  medio  probatorio  tiene  lugar  en  grado  de  re- 
vista. Art.íM. 

Del  escrito  de  contestación  se  conferirá  traslado  á  la  parte 
suplicante  solo  cuando  se  hubiere  presentado  con  él  algún 
documento.  Arl.  452. 

Con  esta  sustanciacion  se  dará  por  conclusa  la  tercera 
instancia  ,  llamándose  los  autos  para  sentencia  ,  citadas  las 
partes. 

Esta  se  pronunciará  por  distintos  jueces  de  los  que  hubie- 
ren fallado  en  grado  de  apelación ,  en  conformidad  del  artí- 
culo 121b  del  código.  Arl.  435. 

Si  por  la  sentencia  de  revista  fuere  confirmada  la  de 
segunda  instancia ,  se  condenará  en  costas  al  suplicante. 
Art.  Wûk. 

SUPLICACIÓN  segunda.  Una  nueva  revision  del  pro- 
ceso concedida  en  ciertas  causas  en  que  no  competa  otro 
remedio  contra  el  agravio  recibido  por  la  sentencia  de  se- 
gunda instancia.  Llamábase  segunda  suplicación ,  porque 
con  efecto  venia  después  de  evacuada  la  primera  ,  y  se  in- 
troducía y  trataba  en  el  supremo  consejo  y  después  en  el 
tribunal  supremo  de  justicia.  Pero  ya  no  tiene  lugar  este 
recurso  (1). Véase  Recursos  de  injusticia  noloriay  de  segunda 
suplicación. 

SUPLICATORIA.  La  carta  ú  oficio  que  se  pasa  de  un 
tribunal  ó  juez  á  otro  de  igual  clase  ó  autoridad. 

SUPLICIO.  El  castigo  ó  pena  capital  que  se  da  al  delin- 
cuente ;  —  y  el  lugar  destinado  donde  el  reo  padece  el  cas- 
tigo. Aquellos  suplicios  esmerados,  en  que  parece  haberse 
agotado  el  espíritu  humano  para  hacer  la  muerte  horrorosa, 
se  han  inventado  mas  bien  por  la  tiranía  que  por  la  justicia. 
Véase  Pena. 

SUPOSICIÓN.  Cierta  especie  de  falsedad  ó  impostura  , 
como  suposición  de  nombre,  de  calidad  ó  de  parto. 

SUPOSICIÓN  de  calidad.  La  prevaricación  ó  falsedad 
que  comete  el  que  se  da  una  calidad  que  no  tiene,  como  el 
que  lleva  insignias  ó  traje  de  soldado  sin  serlo,  el  que  canta 
misa  sin  estar  ordenado  de  presbítero ,  y  el  que  se  apellida 
hijo  del  rey  ó  de  otra  persona  de  alta  clase  sabiendo  que  no 
lo  es;  ley  2,  lit.  7,  Part.  7.  El  convicto  ó  confeso  sobre  al- 
guna de  estas  falsedades,  incurre  en  la  pena  de  destierro 
perpetuo  y  en  la  de  confiscación  de  bienes  en  defecto  de  as- 
cendientes ó  descendientes  que  le  hereden ,  deduciendo  sus 
deudas  y  la  dote  y  arras  de  su  mujer  ;  ley  6 ,  til.  7,  Part.  7. 
Mas  así  en  estas  como  en  otras  especies  de  suposición  de  ca- 
lidad se  ha  de  atender  á  las  circunstancias  de  las  personas  y 
de  los  hechos. 

SUPOSICIÓN  de  nombre.  El  delito  que  comete  quien 
muda  su  nombre  ó  toma  el  ajeno  con  el  fin  de  engañar  ó 
perjudicar  á  otro;  ley  2,  tít.  7  cit.  La  pena  es  el  destierro 
y  la  confiscación  como  en  la  suposición  de  calidad  ;  ley  7,  lit. 
cit.  Véase  Nombre. 

SUPOSICIÓN  de  parto.  El  delito  que  comete  quien  su- 
pone un  hijo  como  nacido  de  personas  que  no  le  han  dado 
el  ser;  especialmente  el  que  comete  la  mujer  que  no  pu- 
diendo  haber  hijo  do  su  marido ,  se  finge  preñada ,  y  al 
tiempo  del  parto  introduce  y  supone  como  suyo  al  ajeno; 

(1)  Por  el  art.  ôU  déla  5a.  ley  constitucional  de  Méjico,  y  con- 
forme á  su  ley  de  administración  de  justicia  de  25  de  mayo  de 
1857,  tampoco  tiene  ya  lugar  este  recurso  eu  aquella  república. 


ley  5,  tít.  7,  Part.  7.  De  este  delito  solo  puede  acusarla  el 
marido ,  y  por  su  muerte  los  parientes  herederos  mas  cer- 
canos :  pero  habiendo  después  hijo  verdadero,  podrá  acusar 
al  supuesto  hermano  y  probar  la  falsedad ,  para  que  no  ten- 
ga parle  en  la  herencia  paterna  ni  materna;  ley  cit.  Véase 
Parto. 

SUSPENSION.  Cierta  pena  política  (2)  ó  censura  eclesiás- 
tica que  en  todo  ó  en  parte  priva  del  uso  del  oficio  ó  benefi- 
cio ,  ó  de  sus  goces  y  emolumentos  ;  ley  6 ,  lit.  7 ,  Part.  7. 
La  suspension  no  recae  sino  sobre  el  ejercicio ,  y  por  consi- 
guiente nada  quita  del  rango  ni  del  carácter  del  oficial  ó 
beneficiado;  ley  Ul,  tít.  9,  Part.  1;  Décret.,  lib.  S,  tít.  39. 

SUSPENSIVO.  Dícese  del  efecto  que  produce  la  apela- 
ción de  suspender  la  ejecución  de  la  sentencia  dada  por  el 
juez  inferior  hasta  la  determinación  del  superior  (3).  Véase 
Efecto  devolutivo  y  suspensivo. 

SUSTANCIAR.  Formar  el  proceso  ó  la  causa  hasta  po- 
nerla en  estado. 

SUSTITUCIÓN.  La  subrogación  de  una  cosa  en  lugar 
de  otra  cosa  ó  de  una  persona  en  lugar  de  otra  persona. 
Véase  Novación  y  Subrogación. 

SUSTITUCIÓN.  El  nombramiento  de  otro  heredero 
para  que  à  falta  del  primer  nombrado  entre  á  percibir  la 
herencia;  prólogo  y  ley  i  ,  til.  5,  Part.  6.  La  sustitución 
trae  su  origen  del  derecho  romano,  pues  como  según  sus 
disposiciones,  si  el  heredero  nombrado  no  llegaba  á  ser  he- 
redero en  realidad ,  cualquiera  que  fuese  el  motivo  ,  cadu- 
caba ó  se  anulaba  todo  lo  dispuesto  en  el  testamento ,  solían 
los  testadores  á  fin  de  evitar  este  inconveniente  nombrar 
otro  ú  otros  que  en  aquel  caso  sucediesen  en  fa  herencia.  Se 
divide  en  seis  especies,  que  son  :  vulgar,  pupilar,  ejemplar, 
compendiosa,  recíproca  y  fideicomisaria,  ley  1  di.;  bien 
que  la  compendiosa  y  la  recíproca  mas  son  modos  de  susti- 
tuir que  especies. 

SUSTITUCIÓN  vulgar.  La  que  se  hace  en  favor  de 
alguno  para  el  caso  de  que  el  instituido  no  pueda  ó  no  quie- 
ra ser  heredero  ;  ley  1 ,  tít.  5 ,  Part.  6.  Llámase  vulgar, 
porque  la  puede  hacer  cualquier  testador  y  á  cualquiera 
persona  á  quien  quisiere  hacerla.  Puede  hacerse  espresa  ó* 
tácitamente:  espresamente ,  como  cuando  dice  el  testador 
nombro  à  Pedro  mi  heredero,  y  si  no  lo  fuere  á  Antonio;  en 
cuyo  caso  si  el  primero  repudia  ó  no, quiere  recibir  la  he- 
rencia, ó  muere  antes  de  tomarla  ó  aceptarla,  la  perci- 
birá el  segundo  :  tácitamente ,  como  cuando  dice  el  testador 
nombro  herederos  à  Pedro  ,  Antonio  y  Juan ,  para  que  el  que 
me  sobreviva  sea  mi  heredero;  en  cuyo  caso  si  los  tres  sobre- 
vivieren ,  todos  percibirán  la  herencia  con  igualdad  ,  y  si 
uno  solo  está  vivo,  será  único  heredero  ,  por  cuanto  tácita- 
mente se  entiende  que  por  la  muerte  ó  renuncia  del  uno 
debe  suceder  el  otro  ;  ley  2  ,  lit.  5 ,  Part.  6.  Establecidos 
tres  herederos ,  uno  por  ejemplo  en  seis  partes ,  otro  en  cua- 
tro y  otro  en  dos  ,  con  la  prevención  de  que  si  alguno  re- 
nunciare la  herencia  ó  muriere  antes  de  aceptarla,  hereden 

(2)  La  4a.  ley  constit.  de  Méjico  dice  ser  atribución  del  presi- 
dente de  la  república  suspender  basta  por  tres  meses  y  privar  de 
sueldo  á  los  empleados  en  los  términos  que  pueden  verse  en  el 
art.  Presidente  de  la  república,  pág.  1572. 

(5)  El  art.  97  de  la  ley  de  25  de  mayo  de  1857  (de  la  república 
de  Méjico)  dice  que  :  «  En  todas  las  causas  civiles  en  que  según 
las  leyes,  deba  tener  lugar  en  ambos  efectos  la  apelación,  admiti- 
da esta  lisa  y  llanamente ,  se  remitirán  al  tribunal  superior  los 
autos  originales  á  costa  del  apelante  ,  previa  citación  de  los  inte- 
resados para  que  acudan  á  usar  de  su  derecbo.  Pero  si  dicha 
recurso  se  admitiere  solo  en  el  efecto  devolutivo  y  no  en  el  suspen- 
sivo, no  se  verificará  aquella  remisión,  sino  hasta  después  de  eje- 
cutada la  providencia;  no  obstante  cualquiera  práctica  en 
contrario.  » 
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los  otros  en  lagar  de  él ,  cada  uno  de  los  dos  restantes  habrá 
su  parte  respectiva,  y  ademas  la  porción  que  según  ella  le 
corresponda  á  prorata  de  la  parte  del  renunciante  ó  muerto  ; 
ley  3,  Ut.  5,  Part.  6.  La  sustitución  vulgar  queda  si  efecto, 
cuando  el  primer  instituido  toma  ó  acepta  la  herencia ,  aun- 
que muera  después  ;  ley  k,  id.,  id. 

SUSTITUCIÓN  pupilar.  La  institución  de  heredero 
hecha  por  el  padre  para  que  suceda  en  los  bienes  de  su  hijo 
pupilo  que  por  no  haber  llegado  á  la  edad  de  la  pubertad  no 
puede  hacer  testamento;  ley  1,  til.  5,  Parí.  6.  La  sustitu- 
ción pupilar  tiene  por  objeto  asegurar  los  pupilos  contra  las 
asechanzas  de  sus  parientes  ,  y  para  su  validez  han  de  con- 
currir las  siguientes  circunstancias:  Ia.  que  el  pupilo  sea 
descendiente  legítimo  del  sustituyeme  ;  ley  5,  til.  5  ,  Parí.  6, 
y  Gregorio  López,  glos.  5  de  la  misma:  —  2a.  que  se  halle 
bajo  su  patria  potestad ,  escepto  que  sea  postumo  : — 3a.  que 
sea  pupilo  ,  esto  es,  que  sea  menor  de  14  años  siendo  va- 
ron  ,  y  de  doce  siendo  hembra  ,  pues  en  teniéndolos  cumpli- 
dos puede  testar  por  sí;  ley  4  ,  tít.  18,  lib.  10  ,  Nov.  Rea.  : 
—  4a.  que  después  de  la  muerte  del  testador  no  recaiga  en 
la  potestad  de  otro  :  —  5a.  que  entre  verdadera  y  efectiva- 
mente en  la  herencia  paterna ,  pues  si  muriere  antes  que  su 
padre ,  caduca  ó  se  acaba  la  sustitución  ,  y  este  se  hace  due- 
ño de  sus  bienes  y  no  el  sustituto;  Antonio  Gómez,  lib.  1 , 
Variar.,  cap.  4,  n.  2.  Puede  hacerse  espresa  ó  tácitamente  : 
espresamcnle ,  nombrando  heredero  sustituto  para  el  caso  de 
que  el  hijo  lo  sea  y  muera  en  la  edad  pupilar,  como  si  di- 
jere el  testador  instituyo  por  mi  heredero  á  Pedro  mi  hijo 
legítimo  menor  de  catorce  años,  y  si  llega  á  heredarme  y 
muere  antes  de  cumplirlos ,  nombro  á  Juan  por  su  heredero  : 
tácitamente,  estableciendo  dos  herederos  ademas  del  hijo 
menor  y  previniendo  que  el  que  de  ellos  fuere  su  heredero 
lo  sea  de  su  hijo  ,  como  si  dice  instituyo  por  mi  heredero  ó, 
Pedro  mi  hijo  legitimo  menor  de  catorce  años ,  y  à  Juan  y 
Francisco  ínis  amigos,  y  mando  que  el  que  de  estos  fuere  he- 
redero mió  lo  sea  también  de  mi  hijo;  en  cuyo  caso  murien- 
do el  hijo  antes  de  la  pubertad ,  se  entienden  sustituidos  los 
otros  dos ,  quienes  por  consiguiente  heredarán  los  bienes  del 
" hijo  ;  ley  S,  lit.  10 ,  Part.  G.  También  se  entiende  tácita  la 
sustitución  ,  cuando  despues  que  el  padre  instituye  heredero 
al  hijo  legítimo  que  se  halla  en  la  edad  pupilar,  le  nombra 
sustituto  vulgar,  estableciendo  otro  heredero  para  el  caso  de 
que  el  hijo  no  lo  fuese ,  como  si  dice  instituyo  por  mi  here- 
dero á  Pedro  mi  hijo  legítimo  que  está  en  la  edad  pupilar,  y 
si  no  fuere  mi  heredero  ,  nombro  en  su  lugar  á  Francisco; 
en  cuyo  caso  muriendo  el  hijo  en  la  edad  pupilar,  heredará 
el  sustituto  no  solo  los  bienes  del  testador,  sino  también  los 
que  por  cualquiera  otra  razón  toquen  al  hijo,  por  cuanto  la 
tácita  sustitución  pupilar  se  comprende  siempre  en  la  vul- 
gar ;  Gómez ,  lib.  1 ,  Variar.,  cap.  3,  n.  13.  Pero  si  tenien- 
do el  testador  dos  hijos  ,  uno  mayor  y  otro  menor  de  catorce 
años ,  los  instituye  sus  herederos  previniendo  que  por  re- 
nuncia ó  muerte  del  uno  herede  el  otro  en  su  lugar;  en  tal 
caso ,  si  el  menor  llega  á  ser  heredero  y  muere  antes  de  te- 
ner los  catorce  años,  no  podrá  el  mayor  haber  la  herencia 
por  sustitución  tácita ,  aunque  bien  la  podrá  haber  como  pa- 
riente mas  cercano  ;  porque  se  presume  que  el  padre  quiso 
hacer  á  los  dos  hijos  iguales ,  de  modo  que  el  mayor  solo  re- 
cogiese á  su  favor  la  sustitución  vulgar  del  menor,  puesto 
que  este  no  podía  recoger  otra,  por  ser  el  mayor  incapaz  de 
tener  sustituto  pupilar;  y  lo  mismo  ha  de  osbervarse  cuando 
es  instituido  un  estraño  para  heredar  con  el  hijo  menor  del 
testador;  ley  o,  tít.  10,  Part.  6. 

El  fundamento  de  la  sustitución  pupilar  es  la  patria  potes- 
tad :  de  donde  se  sigue  que  solo  el  padre,  y  no  la  madre , 
puede  dar  sustituto  pupilar  y  que  puede  darlo  no  solo  al 
hijo  que  instituye  heredero ,  sino  también  al  que  deshereda  : 
en  cuyo  caso,  muerto  este  en  la  edad  pupilar ,  heredaría  el 


sustituto  los  bienes  que  viniesen  al  tal  hijo  por  parte  de  su 
madre  ó  de  otros  ;  ley  7 ,  id.,  id.  —  Por  virtud  de  la  susti- 
tución pupilar  debe  haber  en  su  caso  el  sustituto  todos  los 
bienes  del  pupilo ,  cualquiera  que  sea  el  origen  ó  proceden- 
cia de  ellos  ,  como  si  este  le  hubiese  nombrado  heredero  en 
tiempo  en  que  pudiese  testar  ;  de  manera  que  la  sustitución 
pupilar  viene  á  ser  como  otro  testamento  del  padre  por  el 
hijo;  dicha  ley  7.  Se  disputa  entre  los  autores  si  el  padre 
puede  nombrar  sustituto  pupilar  en  perjuicio  ó  con  esclusion 
de  la  madre,  de  modo  que  llegando  á  morir  el  pupilo  antes 
de  la  pubertad  se  lleve  el  sustituto  la  herencia  y  la  asadre 
quede  sin  nada  ;  y  después  de  haber  examinado  con  aten- 
ción los  fundamentos  en  que  se  apoyan  unos  y  otros,  nos 
parece  que  apenas  merecen  confutación  los  amigos  de  los 
sustitutos  y  enemigos  de  las  madres  ;  Gómez,  lib.  1 ,  Va- 
riar., cap.  4  ,  ns.  8  y  9.  Si  es  cierto  que  según  el  derecho 
romano  copiado  en  las  Partidas  podía  el  padre  por  la  susti- 
tución pupilar  escluir  á  la  madre  de  la  sucesión  de  los  bie- 
nes del  pupilo,  lo  es  mucho  mas  que  según  el  derecho  mas 
reciente  y  nacional  de  la  Recopilación  esk  mandado  que  los 
ascendientes  legítimos  por  su  orden  y  linea  derecha  sucedan 
ex  testamento  y  ab  iNTESTATO  á  sus  descendientes  y  les  sean 
legítimos  herederos  como  lo  son  los  descendientes  á  ellos,  en 
todos  sus  bienes  de  cualquier  calidad  que  sean ,  en  caso  que 
los  dichos  descendientes  no  tengan  hijas  ó  descendientes  legí- 
timos ó  que  hayan  derecho  de  los  heredar.  Si  según  esta  ley 
6  de  Toro  ,  que  es  la  1,  tít.  20,  lib.  10,  Nov.  Rec,  la  madre 
es  heredera  forzosa  de  su  hijo ,  de  suerte  que  ni  este  mismo 
siendo  adulto  puede  privarla  de  su  sucesión  sino  por  cier- 
tas causas,  ¿cómo  se  ha  de  conceder  al  padre  la  facultad 
de  desheredarla  á  nombre  del  hijo  nombrando  por  este  otro 
heredero  tal  vez  estraño?  No  deja  de  haber  autores  que  se 
figuran  ver  los  sustitutos  en  la  espresion  ó  que  hayan  dere- 
cho de  los  heredar,  queriendo  por  consiguiente  que  la  madre 
sea  heredera  forzosa  cuando  el  hijo  no  tenga  descendientes 
ni  sustitutos  ;  pero  es  claro  que  bajo  dicha  espresion  se  en- 
tienden los  hijos  ó  descendientes  que  no  siendo  legítimos 
tienen  sin  embargo  derecho  de  heredar,  cuales  son  los  legi- 
timados por  el  subsiguiente  matrimonio  ó  por  rescripto  del 
príncipe,  de  modo  que  la  ley  6  de  Toro  en  su  escepcion  no 
habla  mas  que  de  hijos,  pues  el  relativo  que  no  puede  refe- 
rirse sino  á  hijos  ó  descendientes  ,  como  si  se  dijera  :  en  caso 
que  los  dichos  desc endientes  no  tengan  hijos  ó  descendientes 
legítimos,  ó  hijos  ó  descendientes  que  hayan  derecho  de  los 
heredar,  distinguiendo  así  los  hijos  legítimos  de  los  que  no 
lo  son.  — >  El  sustituto  que  el  arrogador  hubiese  dado  al  hijo 
adoptivo,  no  heredará  mas  bienes  que  los  que  este  hubo 
del  arrogador  ó  por  su  contemplación;  ley  9,  tít.  S, 
Part.  6. 

Espira  ó  se  acaba  la  sustitución  pupilar  :  Io.  por  llegar  el 
pupilo  á  la  edad  de  la  pubertad ,  esto  es,  por  cumplir  cator- 
ce años  siendo  varón  ,  y  doce  siendo  hembra;  pues  enton- 
ces ya  puede  hacer  testamento,  y  si  no  lo  hace,  irán  sus 
bienes  á  los  herederos  legítimos  con  esclusion  de  los  susti- 
tutos :  —  2o.  por  cesar  la  patria  potestad ,  pues  esta  es  el 
fundamento  de  la  sustitución  :  —  5o.  por  anularse  ó  revo- 
carse el  testamento  en  que  se  hizo;  ley  10  ,  lit.  5,  Part.  6. 
Antes  cesaba  también  la  sustitución  en  el  caso  de  que  el  pu-  I 
pilo  repudiase  la  herencia  de  su  padre;  pero  ahora  dicen 
los  autores  que  no  puede  ya  cesar  por  esta  causa,  respecto 
de  que  queda  firme  y  válido  cuanto  se  ordena  en  un  testa- 
mento ,  aunque  el  heredero  instituido  no  quiera  aceptar  la 
herencia;  ley  1  ,  tít,  18  ,  lib.  10,  Nov.  Rec, y  ley  10,  íí'r.í, 
Part.  6. 

SUSTITUCIÓN  ejemplar.  La  sustitución  que  los  as- 
cendientes hacen  á  sus  hijos  y  descendientes  fatuos  ó 
locos,  aunque  sean  mayores  de  veinte  y  cinco  años; 
ó  bien  :  el  nombramiento  de  heredero  que  bace  el  padre , 
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la  madre  ó  los  abuelos  para  que  suceda  en  los  bienes 
del  hijo  ó  descendiente  furioso  ó  mentecato ,  incapaz  de 
testar,  para  el  caso  de  morir  en  tal  estado.  Se  llama  ejem- 
plar, porque  se  ha  introducido  á  imitación  y  ejemplo  de  la 
pupilar,  y  se  suele  ordenar  en  estos  términos  :  «  Instituyo 
por  mi  heredero  á  Pedro  mi  hijo  legítimo ,  y  por  si  falleciere 
en  la  locura  ó  fatuidad  que  padece  nombro  por  su  heredero 
á  Juan  su  hermano;  »  en  cuyo  caso  muriendo  el  hijo  en  la 
demencia  ó  fatuidad ,  heredará  el  sustituto  lodos  sus  bienes; 
ley  11 ,  lit.  5,  Part.  6.  Pueden  hacerla  el  padre ,  madre  y 
abuelos  á  sus  hijos  legítimos  de  ambos  sesos  ,  ya  estén  en 
su  poder,  ya  se  hallen  casados  ó  emancipados;  y  también 
Î?,  madre  á  los  naturales  cuando  se  les  debe  su  legítima,  aun- 
que no  á  los  espurios;  pero  el  padre  no  puede  sustituir 
ejemplarmente  á  sus  hijos  espurios  ni  á  los  naturales ,  por- 
que no  son  sus  herederos  forzosos;  Gómez,  lib.  1,  Variar., 
cap.  6,  n.  6.  En  esta  sustitución  se  ha  de  nombrar  por  sus- 
titutos á  los  descendientes  del  loco  ó  fatuo  por  su  orden  y 
grado,  en  su  defecto  á  los  ascendientes ,  después  á  los  her- 
manos, y  por  falta  de  todos  á  los  estraños;  pues  aunque 
por  el  derecho  de  las  Partidas  se  podia  escluir  á  los 'ascen- 
dientes, no  puede  hacerse  ahora  según  el  derecho  riela 
Recopilación,  como  se  ha  esplicado  en  el  artículo  anterior. 
Convienen  los  intérpretes  en  que  puede  darse  sustituto 
ejemplar  no  solo  á  los  locos  ó  mentecatos  como  espresa  la 
ley,  sino  también  á  los  demás  que  por  algún  vicio  ó  impe- 
dimento no  pueden  testar,  cuales  son  los  pródigos,  mudos 
y  sordos  que  no  saben  leer  ni  escribir.  —  Espira  y  acaba  la 
sustitución  ejemplar  :  Io.  por  cesar  la  causa  que  dio  motivo 
á  ella,  como  v.  gr.  por  recobrar  el  demente  ó  fatuo  su  razón, 
á  no  ser  que  la  cesación  sea  solo  temporal  y  momentánea  : 
—  2o.  por  tener  después  el  loco  ó  fatuo  algún  hijo  ó  hija  :  — 
3o.  por  revocación  hecha  en  otro  testamento;  ley  il,  lit.  o, 
Part.  6. 

SUSTITUCIÓN  compendiosa.  La  que  en  breves  pala- 
bras comprende  ó  puede  comprender  cualesquiera  herede- 
ros, lodos  los  tiempos  y  edades  de  ellos,  y  todos  los  bienes; 
de  suerte  que  esta  especie  de  sustitución  puede  abrazar  la 
vulgar,  la  pupilar  y  cualquiera  otra,  según  la  calidad  ó  ca- 
pacidad del  que  la  hace  y  del  que  la  recibe;  ley  12,  lit.  3, 
Part.  6.  Es  mas  bien  modo  de  sustituir  que  especie  de  sus- 
titución distinta  de  las  otras. 

SUSTITUCIÓN  recíproca.  Una  especie  de  sustitución 
por  la  cual  el  testator  después  de  haber  instituido  dos  ó  mas 
herederos  los  sustituye  mutuamente  los  unos  á  los  otros,  como 
si  dijese  :  «  instituyo  por  mis  herederos  á  Pedro  y  Juan  mis 
dos  hijos  legítimos  menores  de  catorce  años,  y  los  hago  mu- 
tuamente sustitutos  uno  de  otro;  »  en  cuyo  caso  hay  cuatro 
sustituciones,  dos  vulgares  y  dos  pupilares,  y  por  renuncia 
ó  muerte  del  uno  debe  el  otro  haber  la  herencia;  ley  13, 
til.  o,  Part.  6.  Esta  sustitución  tiene  lugar  así  entre  here- 
deros estraños  como  entre  descendientes ,  aunque  la  ley 
pone  el  ejemplo  de  los  hijos ,  bien  que  entonces  no  compren- 
dería la  pupilar;  leyes  13  y  lft,  Ht.  5,  Part.  6.  Llámase  tam- 
bién mutua  y  brcvílocua;  pero  el  nombre  de  brevilocua 
puede  darse  también  á  la  compendiosa.  Esta  sustitución  no 
tanto  es  especie  de  sustitución  propiamente  dicha ,  como 
modo  de  sustituir  perteneciente  á  la  vulgar  y  pupilar.  Véase 
Sustituto. 

SUSTITUCIÓN  fideicomisaria.  Aquella  en  que  el  tes- 
tador encarga  al  heredero  instituido  que  restituya  á  otro  la 
herencia;  ley  ik,  til.  5,  Parí.  6.  Llámase  fideicomisaria  de 
la  palabra  latina  fideicommillere ,  encomendar  á  la  buena  fe, 
porque  antiguamente  entre  los  Romanos  la  restitución  de 
la  herencia  pendia  tan  solo  de  la  probidad  y  buena  fe  del 
heredero  instituido.  La  cláusula  suele  ordenarse  de  este 


modo  :  «  Instituyo  por  por  mi  hederedero  á  Pedro  Gutiér- 
rez ,  y  le  ruego ,  quiero  ó  mando  que  entregue  desde  luego 
mis  bienes  á  Diego  García ,  ó  que  los  tenga  en  su  poder  tanto 
tiempo,  y  pasado  los  entregue  á  Diego  García.  »  El  heredero 
instituido ,  que  se  llama  fiduciario,  debe  entregar  la  heren- 
cia al  sustituto,  que  se  llama  fideicomisario;  pero  sacando 
para  sí  la  cuarta  parle  líquida,  llamada  cuarta  Irebeliánica 
de  Trebelio  cónsul  su  autor,  aunque  algunos  dicen  no  haber 
ya  lugar  á  esta  deducción  ;  y  en  caso  de  resistirse  á  hacer 
la  entrega,  puede  ser  apremiado  por  el  juez;  dicha  ley  lft. 
Muriendo  el  sustituto  fideicomisario  antes  de  la  adición  y 
entrega  de  la  herencia  ,  pasa  á  sus  herederos  el  derecho  quo 
le  compete  si  la  sustitución  es  pura,  y  no  si  es  condicional. 
—  El  heredero  fiduciario  gravado  condicionalmente  ó  para 
cierto  dia  debe  dar  cuentas  al  fideicomisario  á  su  tiempo,  sf 
el  testador  no  lo  prohibe  ;  en  cuya  atención  ha  de  formar 
inventario  y  dar  copia  al  fideicomisario  para  que  este  sepa 
lo  que  ha  de  recibir  llegando  el  tiempo  ó  verificándose  Id 
condición.—  Cuando  el  testador  nombra  heredero  á  un  des- 
cendiente legítimo  ó  natural,  mandando  que  después  de  su 
muerte  se  entregue  la  herencia  á  otro  descendiente  del  tes- 
tador ó  á  un  estraño ,  se  entiende  gravado  con  la  condición 
tácita  si  no  tuviese  hijos  ;  pero  será  lo  contrario  si  el  here- 
dero es  estraño  ó  ascendiente,  y  si  el  descendiente  tíeno 
hijos  y  lo  sabe  el  testator;  ley  10,  lit.  h,  Part.  6;  Gomrz, 
lib.  1,  Variar.,  cap.  5,  ns.  10,  52  y  56.  Véase  Fideicomiso. 

SUSTITUCIÓN  directa  y  oblicua  ó  indirecta.  Susti- 
tución directa  es  aquella  por  la  que  el  sustituto  percibe  la 
herencia  sin  intervención  de  persona  alguna;  y  sustitución 
indirecta  ú  oblicua  es  aquella  por  la  que  el  sustituto  obtiene 
la  herencia  mediante  otra  persona.  Son  directas  la  vulgar, 
la  pupilar,  la  ejemplar,  la  compendiosa  y  la  recíproca,  por- 
que en  ellas  recibe  el  sustituto  los  bienes  directa  é  in- 
mediatamente del  testador;  yes  indirecta  ú  oblicua  solo  la 
fideicomisaria,  porque  en  ella  el  sustituto  percibe  mediata 
é  indirectamente  por  mano  de  un  tercero  los  bienes  que  el 
testador  le  deja. 

SUSTITUTO.  El  heredero  que  se  nombra  en  segundo 
lugar  para  que  entre  á  percibir  la  herencia  por  falta  del  pri- 
mer nombrado;  ley  1,  lit.  S,  Part.  6.  No  siendo  fideicomi- 
sario el  sustituto,  sino  de  las  otras  especies  esplicadas  en 
los  artículos  anteriores,  debe  percibir  de  la  herencia  la 
misma  porción  que  hubiere  sido  señalada  en  el  testamento 
al  instituido  en  primer  lugar,  por  cuanto  se  presume  que  á 
uno  y  otro  tuvo  igual  afecto  el  testador,  á  no  ser  que  este 
disponga  otra  cosa,  ó  que  se  colija  haber  sido  diferente  su 
voluntad.  Habiendo  nombrado  el  testador  tres  ó  cuatro  he- 
rederos, y  sustitutos  de  estos,  si  muriese  cualquiera  de  los 
primeros,  serán  llamados  los  segundos,  y  heredarán  por 
iguales  partes  lo  que  cupo  al  difunto  en  la  partición,  á  me- 
nos que  los  herederos  instituidos  en  primer  lugar  sean  per- 
sonas que  escluyan  á  los  sustitutos,  según  puede  presumirse 
del  afecto  y  mente  del  testador,  como  cuando  instituye  á 
sus  hijos  ó  descendientes  y  les  da  sustitutos  estraños,  pues 
siendo  verosímil  que  mirase  con  predilección  á  los  prime- 
ros, muerto  alguno  de  ellos  sin  sucesión ,  le  herederán  sus 
hermanos,  porque  se  consideran  recíprocamente  sustitui- 
dos, lo  cual  no  se  presume  en  los  demás  casos;  leyes  2  y  5, 
til.  o,  Parí.  6.  También  se  infiere  que  hay  sustitución  recí- 
proca entre  los  herederos  instituidos  en  primer  lugar,  si  el 
testador  nombrase  sustitutos  para  cuando  fallezca  el  último 
de  aquellos;  porque  debiendo  este  hacer  pasar  la  herencia 
á  los  sustitutos ,  según  la  disposición  del  testador,  no  podría 
verificarlo  si  no  recogiese  en  si  mismo  la  herencia  por  fa- 
llecimiento de  los  otros  herederos.  Véanse  lossrtículos  an-' 
tenores. 
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TABACO.  Planta  de  Indias,  descubierta  por  los  Espa- 
ñoles en  Tabago ,  y  usada  con  tanta  generalidad  en  hoja  y  en 
polvo ,  que  ha  llegado  á  ser  una  de  las  rentas  mas  conside- 
rables del  Estado  ,  habiéndose  reservado  el  gobierno  el  pri- 
vilegio esclusivo  de  su  cultivo,  fabricación  ,  venta  y  comer- 
cio. Véase  Juicio  por  delitos  contra  la  hacienda  pública, 
§  XVIII,  y  especialmente  la  palabra  Tabaco. 

[*  República  de  Méjico. —  El  decreto  de  26  de  mayo 
de  1852  derogó  el  de  25  de  mayo  de  1829',  que  declaró  libre 
la  siembra  y  espendio  de  tabaco  :  después  quedó  ese  decreto 
de  26  de  mayo  de  1852  derogado  en  todas  sus  partes  por  el 
de  5  de  junio  de  1855;  mas  al  designarse  en  la  ley  de  17  de 
enero  de  1857  los  fondos  para  el  establecimiento  del  banco 
nacional  de  amortización,  se  dijo  Serlo  los  productos  de  la 
renta  del  tabaco  que  se  restablecería  al  sistema  de  estanco  en 
toda  la  república,  menos  el  deparlamento  de  Yucatán.  En 
consecuencia  al  desarrollar  el  gobierno  las  bases  de  estable- 
cimiento de  ese  banco  ,  en  decreto  de  20  de  enero  de  1857 
dijo  en  el  art.  18  ser  atribuciones  de  la  junta  directiva  estas, 
entre  otras  que  allí  se  espresan  : 

«VI.  Hacer  las  contratas  ó  autorizar  comisionados  para  que 
las  hagan  con  los  cosecheros  de  tabacos  ,  á  fin  de  proveer 
de  este  artículo  al  consumo  de  toda  la  república  ,  arreglán- 
dose para  ello  á  las  bases  que  el  gobierno  decretare  sobre 
el  estanco  del  tabaco. 

Vil.  Encargarse  desde  luego  de  la  administración  del 
ramo  del  tabaco  en  los  departamentos  donde  se  halle  estan- 
cado y  en  administración.  Percibir  los  arrendamientos  de 
los  departamentos  donde  se  halle  arrendado ,  y  ejercer  la 
inspección  que  le  corresponde  sobre  ellos.  Recibir  el  estanco 
de  los  departamentos  en  que  se  fuere  restableciendo,  según 
las  bases  que  se  decreten  para  elreeslanco  ,  bien  sea  del  ta- 
baco rama  únicamente ,  ó  bien  de  esta  y  la  manufactura  ; 
sobre  cuyo  punto  deberá  inmediatamente  el  banco  pasar  al 
gobierno  las  consultas  que  crea  convenientes. 

VIII.  Fijar  las  bases  y  aprobar  los  remates  para  el  ar- 
rendamiento del  ramo  del  tabaco  en  los  departamentos  y 
lugares  donde  ya  esté  estancado  y  en  adelante  te  estancare 
la  manufactura  ;  á  escepcion  de  los  lugares  en  que  cómoda- 
mente, y  sin  distraerse  del  principal  objeto  de  su  institu- 
ción ,  pueda  administrar  por  sí  la  renta  ;  sirviéndole  de 
regla ,  que  los  arrendamientos  que  celebre  han  de  ser  por 
departamentos  ó  por  mas  pequeñas  fracciones,  si  no  es  que 
el  interés  del  ramo  combinado  con  la  mejor  conveniencia 
pública,  le  obligue  á  otra  cosa.  » 

En  efecto,  en  15  de  abril  de  1857  se  publicó  una  ley  del 
tenor  siguiente.  «  El  presidente  interino  de  la  república 
mejicana ,  á  los  habitantes  de  ella  ,  sabed  :  Que  debiendo 
llevarse  á  efecto  el  estanco  del  tabaco  en  todos  los  departa- 
mentos de  la  república,  á  escepcion  del  de  Yucatán,  según 
dispone  la  ley  de  17  de  enero  último  :  habiéndose  oido  so- 
bre la  materia  los  informes  de  la  junta  directiva  del  banco 
nacional ,  conforme  lo  dispone  el  decreto  del  gobierno  de 
20  del  propio  mes  y  año,  para  dictar  con  vista  de  dichos 
informes  las  bases  sobre  las  cuales  deba  restablecerse  el 
estanco  :  teniendo  en  consideración  que  después  de  la  li- 
bertad concedida  por  parte  del  gobierno  general  al  cultivo, 
manufactura  y  comercio  del  tabaco  ,  según  la  ley  de  25  de 
mayo  de  1855 ,  la  conveniencia  pública  exige  que  la  resti- 
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tucion  del  estanco  se  verifique  de  una  manera  gradual , 
prudente  y  combinada  con  nuestras  actuales  instituciones, 
procurándose  así  las  ventajas  nacionales,  con  el  menor 
perjuicio  de  los  intereses  creados  por  virtud  de  la  citada  ley 
del  año  de  1855;  usando  de  la  facultad  que  me  concede  la 
de  17  de  enero,  y  el  decreto  de  20  mencionados,  he  venido 
en  decretar  lo  siguiente. 

Primero.  Desde  el  presente  año  en  adelante ,  solo  será 
libre  la  siembra  del  tabaco  en  los  parajes  siguientes. 

En" todo  el  departamento  de  Yucatán. 

En  las  tierras  de  Simojovel,  del  departamento  de  Chiapas. 

En  las  de  Orizava,  Córdova,  Jalapa  y  Huimanguillo ,  del 
departamento  de  Veracruz. 

Segundo.  En  los  demás  departamentos  no  podrá  desde  el 
presente  año  en  adelante ,  cultivarse  el  tabaco  ;  y  las  auto- 
ridades de  ellos,  y  los  empresarios  ó  arrendatarios  del 
ramo ,  deberán  perseguir,  arrancar  y  quemar  las  siembras 
de  dicha  planta. 

Tercero.  Los  cultivadores  de  tabaco  en  los  terrenos  donde 
se  concede  libertad  para  la  siembra ,  escepto  los  de  Yuca- 
tan,  desde  el  año  de  1840  ,  no  podrán  hacerla  sin  licencia 
por  escrito  de  la  junta  directiva  del  banco  nacional,  ó  de  la 
persona  que  ella  comisione.  Estas  licencias  no  podrán  ne- 
garse en  dicho  año  á  ningún  cultivador. 

Cuarto.  Desde  el  año  de  1841  las  licencias  espresadas 
solo  rerán  por  determinado  número  de  matas,  sin  que  pue- 
dan escederse  de  él  los  cultivadores  mas  que  en  un  diez  por 
ciento  para  reponer  las  que  puedan  perderse.  El  esceso 
sobre  esta  cantidad  ,  deberá  ser  arrancado  y  quemado  al 
hacerse  la  vista  de  campos  que  dispondrá  el  banco  se  veri- 
fique. Tampoco  las  disposiciones  de  este  artículo  compren- 
den al  departamento  de  Yucatán. 

Quinto.  Las  siembras  del  año  de  1842  se  limitarán  al 
número  de  matas  que  señale  la  junta  directiva  del  banco , 
bajo  la  contrata  que  establecerá  con  los  cosecheros,  relativa 
á  precios,  según  las  calidades  del  tabaco,  y  las  demás 
condiciones  que  se  fijen.  Desde  entonces  solamente  el  banco 
será  el  esclusivo  contratante  y  comprador  de  las  cosechas. 

Sexto.  El  gobierno,  á  consulta  del  banco,  podrá  prorogar 
por  tiempo  determinado  todos  ó  algunos  de  los  plazos  que 
establecen  los  artículos  anteriores. 

Séptimo.  La  manufactura  y  espendio  del  tabaco  labrado 
y  en  rama ,  se  irá  estancando  en  los  departamentos  donde 
hov  se  halla  libre,  escepto  el  de  Yucatán,  á  porporcion  que 
se  "vayan  celebrando  los  arrendamientos  de  que  trata  el 
art.  18  ,  parte  octava  del  decreto  de  20  de  enero  último. 

Octavo.  La  junta  directiva  dará  cuenta  al  gobierno  de  los 
departamentos  en  que  se  halle  arrendado  ya,  ó  esté  en  la 
administración  el  ramo  del  tabaco,  y  lo  propio  hará  con- 
forme vaya  celebrando  otros  remales  para  los  efectos  que 
esplica  el  siguiente  artículo. 

Noveno.  El  gobierno  publicará  estos  avisos,  y  hará  saber 
que  se  prohibe ,  bajo  la  pena  del  comiso ,  la  introducción  de 
tabacos  à  los  departamentos  arrendados  ó  administrados, 
siempre  que  se  les  encuentre  sin  guias  ,  ó  que  estas  vayan 
consignadas  á  otros  que  los  arrendadores  ó  administrado- 
res de  la  renta. 

Décimo.  Ninguna  aduana,  receptoría  ú  oficina,  podrá 
espedir  guia  para  conducción   de  tabaco  á  departamento 
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arrendado  ó  administrado,  sino  cuando  dicho  efecto  se  lleve 
á  entregar  al  arrendador  ó  administrador.  Esceplúanse  úni- 
camente aquellas  pequeñas  cantidades  que  los  caminantes 
lleven  para  su  gasto  ,  con  tal  que  no  escedan  del  valor  de 
veinte  pesos  en  labrados,  ó  de  diez  en  rama.  El  adminis- 
trador, receptor  ó  empleado  que  espidiese  guia  sin  obser- 
vancia de  estas  condiciones  ,  quedará  obligado  á  reintegrar 
\  al  arrendador  ó  administrador  respectivo  que  resulte  per- 
judicado ,  el  importe  del  perjuicio  ;  y  calificado  que  sea 
este  ,  el  gobierno  hará  se  lleve  á  efecto  esta  pena  por  medio 
de  los  empleadosque  tengan  facultades  coactivas,  y  haciendo 
uso  de  ellas,  bajo  su  responsabilidad  ,  el  ejecutor. 

Undécimo.  La  junta  directiva  pondrá  en  arrendamiento  el 
estanco  donde  quiera  que  no  lo  estuviere ,  ó  se  halle  admi- 
nistrado ,  si  considerase  mas  útil  el  arrendamiento  que  la 
administración  :  fijará  los  plazos  en  que  deban  comenzar  los 
arrendamientos ,  habida  consideración  á  todas  las  circuns- 
tancias que  la  merezcan  ,  y  los  términos  de  duración  de  los 
contratos,  procurándose  que  todos  vengan  á  finalizar  en 
una  misma  época. 

Duodécimo.  Todos  los  arrendamientos  que  celebre  ó  re- 
nueve, deberán  contener  la  cláusula  de  que  si  antes  del 
término  de  ellos  pudiese  establecerse  la  general  adminis- 
tración del  ramo,  se  dará  al  arrendatario  un  plazo  que  no 
esceda  de  seis  meses ,  para  consumir  las  existencias  con 
que  se  halle,  sin  poder  adquirir  otras;  y  si  al  finalizar  el 
espresado  plazo  aun  tuviere  algunas,  se  le  recibirán  y  pa- 
garán á  justa  tasación  de  peritos  por  los  precios  de  compras, 
mas  un  tanto  por  ciento  de  ventaja  que  estipule  el  banco,  por 
indemnización  de  mermas  y  gastos,  y  el  aprovechamiento 
de  alguna  utilidad  ,  que  deje  siempre  lugar  al  goce  de  parte 
de  ella  en  favor  del  ramo. 

Decimotercio.  Las  autoridades  políticas,  judiciales  y  mi- 
litares ,  cuidarán  bajo  su  mas  estrecha  responsabilidad  del 
exacto  cumplimiento  de  estas  disposiciones  en  la  parte  que 
les  corresponda. 

Decimocuarto.  La  junta  directiva  dará  parte  al  gobierno 
con  la  debida  anticipación  cuando  llegue  el  caso  de  que 
pueda  llevarse  á  efecto  el  estanco  del  tabaco  en  rama ,  con- 
sultando los  medios  de  reducirlo  á  ejecución ,  tanto  respecto 
al  recibo  y  pago  á  los  tenedores  de  tabacos  de  las  existen- 
cias que  tengan,  como  acerca  de  las  contratas  con  los  cose- 
cheros, cantidad  de  tercios  de  tabaco  necesarios,  precios  á 
que  hayan  de  recibírseles  ,  y  demás  ;  en  cuyo  caso  el  go- 
bierno dará  las  bases  generales  para  todo. 

Por  tanto,  mando  se  imprima  ,  publique,  circule  y  se  le 
dé  el  debido  cumplimiento.  Palacio  del  gobierno  nacional  en 
Méjico  á  15  de  abril  de  1837.— José  Justo  Corro.  —  A  D.  Ig- 
nacio Alas.  ] 

TABELIÓN.  Antiguamente  se  daba  este  nombre  al 
notario  ó  escribano  público;  y  se  deriva  de  la  palabra  latina 
tabula,  tabla,  porque  en  lugar  de  papel  se  escribía  en  ta- 
blillas cubiertas  de  cera.  Entre  los  Romanos  eran  los  tabe- 
liones unos  oficiales  públicos  destinados  para  el  otorgamiento 
de  los  testamentos  y  toda  clase  de  escrituras,  y  no  se  ad- 
mitían para  este  oficio  sino  personas  de  mucha  probidad  , 
muy  ejercitadas  en  el  arte  de  hablar  y  de  escribir,  y  prác- 
ticas en  la  ciencia  del  derecho  :  Tabelliones  creabanlur,  non 
nisi  homines  fidei  probœ  ,  peritissini  loquendi,  scribendique, 
el  juris  perili.  Véase  Escribano  y  Notario. 

TABLA.  En  los  tribunales  la  mesa  á  que  se  sientan  para 
despachar  los  negocios  los  ministros  que  los  componen  ; 
por  lo  que  se  llaman  ministros  de  la  tabla ,  y  el  conjunto 
de  ministros  de  esta  clase  tabla  del  tribunal.  También  signi- 
fica la  pintura  hecha  en  tabla  ó  en  piedra  :  con  respecto  á 
lo  cual  hay  que  advertir  que  la  tabla  cede  á  la  pintura  , 
y  no  la  pintura  á  la  tabla ,  contra  la  regla  general  de  que  lo 
accesorio  sigue  à  lo  principal ,  como  se  esplica  en  la  palabra 


Pintura.  Llámase  igualmente  la  casa  ú  oficina  donde  se  re- 
gistran las  mercaderías  que  causan  derecho  en  los  puertos 
secos.  Últimamente  en  lo  antiguo  se  entendían  bajo  la  deno- 
minación de  tablas  las  leyes  y  aun  los  instrumentos  ó  escri- 
turas, porque  se  escribían  en  tablas  de  bronce,  piedra  ó 
madera.  Véase  Ley  de  las  Doce  Tablas. 

TABLA  nuwularia.  El  depósito  público  que  hay  en 
algunas  partes  donde  aseguran  los  particulares  su  dinero 
por  un  corto  premio. 

TACHAS.  Las  notas,  defectos,  medios  ó  razones  que  se 
alegan  contra  los  testigos ,  para  impedir  que  el  juez  dé  cré- 
dito á  sus  deposiciones,  sea  en  materia  civil  ó  criminal; 
ley  1 ,  lit.  12,  lib.  11  ,  Nov.  Rec.  Las  tachas  pueden  recaer 
sobre  las  personas  de  los  testigos  ,  sobre  sus  dichos ,  ó  sobre 
su  examen  :  —  sobre  las  personas ,  por  ser  inhábiles  abso- 
lutamente para  testificar  en  todo  género  de  causas,  ó  rela- 
tivamente en  aquella  de  que  se  trata  ,  según  lo  que  se  dice 
en  la  palabra  Testigo  :  —  sobre  sus  dichos  ,  por  no  haber 
dado  razón  de  ellos,  ó  por  ser  obscuros  ,  contradictorios, 
inciertos  ,  vacilantes  ,  inverosímiles  ,  falsos  ,  singulares , 
inconducentes  al  hecho  litigioso  ,  fuera  de  lo  articulado , 
ó  acerca  de  lo  que  no  se  les  tomó  juramento  :  —  sobre  su 
examen,  por  haberse  hecho  sin  las  debidas  formalidades, 
en  presencia  de  otros  y  no  en  secreto  con  separación ,  sin 
preceder  juramento  y  citación  de  la  parte  contraria ,  fuera 
del  término  competente  ó  después  de  hecha  publicación  ,  ó 
por  persona  que  carecía  de  jurisdicción ,  etc. 

Para  que  se  admitan  las  tachas,  es  necesario  :  —  Io.  que 
no  sean  generales  sino  especiales  y  bien  determinadas  ;  de 
modo  que  si  á  un  testigo  se  opone  la  tacha  de  falsario  ,  se  ha 
de  espresar  en  qué  tiempo  y  pleito  dijo  falso  testimonio  ; 
si  la  de  homicida  alevoso ,  à  quién  mató  ,  cómo  y  en  qué 
sitio  ;  si  la  de  perjuro,  en  qué  caso  ,  lugar  y  tiempo  y  por 
qué  razón  se  perjuró  ,  y  así  de  las  demás  :  —  2o.  que  cual- 
quiera que  sea  la  instancia  se  propongan  dentro  de  los  seis 
dias"  siguientes  al  de  la  notificación  de  la  publicación  de 
probanzas  y  no  después ,  porque  no  se  concede  mas  término 
ni  restitución  ;  bien  que,  según  dicen  algunos  autores,  esto 
debe  entenderse  de  un  modo  efectivo  y  posible ,  sin  que 
puedan  empezar  à  correr  los  seis  dias  sino  desde  aquel 
tiempo  en  que  las  partes  hayan  visto  los  testigos  que  decla- 
ran en  la  probanza  contraria ,  y  combinado  sus  dichos,  para 
asegurarse  de  la  calidad  y  vicios  de  sus  personas ,  de  la 
falsedad  que  contengan  sus  declaraciones  ,  y  del  modo  de 
probar  los  defectos  ó  tachas  ,  pues  de  otra  manera  correría 
el  término  de  los  seis  dias  contra  el  ignorante  ó  impedido  : 
—  3o.  que  el  que  las  alega  proteste  y  jure  no  ponerlas  de 
malicia  ni  con  ánimo  de  infamar  al  testigo  sino  únicamente 
por  convenir  á  su  defensa ,  pues  de  esta  suerte  no  habiendo 
malicia,  se  libertará  de  la  pena  de  ofensor  ó  calumniador, 
según  dicen  los  autores  ,  aunque  no  justifique  la  tacha  ; 
ley  2,  til.  12,  lib.  11,  Nov.  Rec.  ;  Conde  de  la  Cañada ,  juicio 
ejecut.,  parí,  1,  cap.  10,  desde  el  núm.  hO. 

Las  tachas  se  pueden  poner  en  interrogatorio  ó  pedimento, 
pues  no  hay  ley  que  lo  determine.  De  este  pedimento  ó  in- 
terrogatorio se  suele  dar  traslado  á  la  parte  contraria  para 
que  diga  si  son  ó  no  admisibles  las  tachas  y  oponga  á  los 
testigos  de  su  adversario  las  que  tal  vez  tuvieren  ;  y  si  den- 
tro de  los  tres  dias  siguientes  aide  la  notificación  del  tras- 
lado nada  responde ,  se  le  acusa  la  rebeldía.  No  siendo 
admisibles  las  tachas,  debe  despreciarlas  el  juez  y  declarar 
no  haber  lugar  á  su  admisión  :  mas  siendo  admisibles  las 
recibe  á  prueba  con  término  perentorio ,  común  á  las  partes, 
que  no  esceda  de  la  mitad  del  probatorio  concedido  en  la 
causa  principal,  sean  ó  no  menores  los  litigantes,  pues  no  , 
tiene  aquí  lugar  la  restitución  ni  en  primera  ni  en  segunda 
'instancia  ;  ley  1,  tít.  12,  lib.  11 ,  Nov.  Rec. 

La  parte  que  presentó  testigos  en  algún  juicio,  no  pueda 
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tachar  sus  personas  en  el  mismo ,  aunque  todavía  no  se 
hubieren  examinado  ,  ni  tampoco  en  otro  si  se  presentan 
contra  ella,  porque  es  vislo  haberlas  aprobado,  á  no  ser 
que  pruebe  haber  sobrevenido  enemistad  ú  otra  causa  legal 
para  desecharlos  ;  pero  contra  sus  dichos  puede  alegar  y 
probar  en  el  término  espresado  lo  que  le  convenga  ,  por 
razón  de  falsedad  ,  contrariedad ,  error,  equivocación  ú  otro 
motivo,  siendo  muy  oportuno  protestar  al  tiempo  de  la  pre- 
sentación del  interrogatorio  ó  de  los  testigos  que  no  ha  de 
ser  vislo  aprobarlos  ni  estar  à  sus  declaraciones  mas  que  en 
lo  favorable  ;  con  cuya  cautela  no  se  le  podrá  reconvenir 
de  que  aprobó  lo  que  depusieron  contra  ella;  ley  32,  til.  16, 
Parí.  5;  cap.  31,  de  leslibus. 

¿Puede  el  juez  repeler  de  oficio  los  dichos  de  los  testigos 
inhábiles?  Puede  repelerlos  cuando  son  inhábiles  porque  la 
ley  les  prohibe  testificar  en  todo  género  de  causas  por  ra- 
zones que  miran  al  bien  público,  de  modo  que  las  partes 
no  tienen  facultad  para  habilitarlos  ;  pero  uo  puede  repe- 
lerlos sino  á  instancia  de  parte ,  cuando  la  inhabilidad  es 
solo  respectiva  à  los  litigantes  y  estos  la  pueden  remitir , 
pues  con  su  silencio  es  visto  que  los  aprueban  y  habilitan. 
Cur.  Filip.,  part.  1,  §  17,  ns.  14  y  1S;  cap.  Si  diligent.,  12, 
de  foro  compet..;  Anl.  Gómez,  lib.  3,  Variar.,  cap.  12 , 
n.  22. 

TAHÚR.  El  que  frecuenta  mucho  las  casas  de  juego  ó  es 
muy  diestro  en  jugar.  Tomábase  en  lo  antiguo  por  el  que 
jugaba  con  engaños  y  trampas  ó  dobleces  para  ganar  á  su 
coiUrario.  El  tahúr  tomado  en  el  segundo  sentido  y  no  en  el 
primero  es  sin  duda  el  que  según  la  ley  no  puede  ser  testigo. 
Véase  Juego. 

TALA.  La  destrucción ,  ruina  ó  asolación  de  los  campos 
ó  poblados,  quemándolos  ó  demoliéndolos.  Véase  Incendio ¿ 
Monle  y  Plantío. 

TALION.  La  pena  igual  y  semejante  al  delito  cometido, 
esto  es,  la  pena  que  consiste  en  castigar  por  el  mismo  modo 
que  se  delinque.  Los  Hebreos  usaban  el  talion  con  el  mayor 
rigor,  exigiendo  ojo  por  ojo  y  diente  por  diente  ,  como  dice 
el  Evangelio  :  los  Griegos  y  Romanos  le  establecieron  en  los 
delitos  atroces  :  el  derecho  canónico  le  autorizó  contra  los 
calumniadores ,  condenándolos  à  sufrir  la  misma  pena  que 
querían  hacer  sufrir  al  acusado  :  calumniator,  si  in  accusa- 
tione  defcccrit ,  talionem  recipiat  ;  y  nuestra  legislación  de 
las  Partidas  le  adoptó  también,  como  el  derecho  canónico, 
contra  el  acusador  estraño  que  no  prueba  la  acusación  in- 
tentada ,  ley  26,  iít.  1 ,  Part.  7,  y  ley  13,  lit.  9,  Pari.  4  ; 
bien  que  esta  pena  se  halla  ya  abolida  entre  nosotros  por  el 
desuso  ,  habiéndosele  sustituido  otras  arbitrarias  según  las 
circunstancias  de  las  personas  y  de  los  casos.  Era  muy  na- 
tural que  los  pueblos  en  su  infancia  estableciesen  la  pena 
del  talion  ,  ya  por  ser  la  que  mas  fácilmente  ocurre  á  la 
imaginación  ,  ya  porque  estaba  todavía  fuera  de  su  alcance 
la  justa  proporción  que  debe  haber  entre  los  delitos  y  las 
penas;  pero  luego  la  fueron  abandonando  casi  enteramente, 
viendo  con  el  tiempo  que  en  unos  casos  es  absurda,  en  otros 
dispendiosa,  yen  muchos  perjudicial  al  Estado.  Seria  con 
efecto  absurda  en  el  adulterio,  en  el  rapto,  en  la  violación 
y  otros  delitos  :  seria  ó  podria  ser  dispendiosa  en  las  heridas 
ó  golpes  ,  pues  podria  hacerse  al  ofensor  mayor  mal  que  el 
que  este  habia  hecho  al  ofendido  y  dejaría  por  consiguiente 
de  ser  talion  :  sería  por  fin  dañosa  al  Estado  en  la  mutila- 
ción ,  pues  privada  de  los  medios  de  subsistir  al  delincuente , 
quien  vendría  á  ser  una  carga  para  la  sociedad.  Véase  Fuero 
Juzgo ,  lib.  6  ,  til.  h  ,  ley  3. 

TALLA.  Cierto  pecho  ó  tributo  que  se  repartía  por 
cabezas  á  los  plebeyos;  —  y  cierta  cantidad,  recompensa 
ó  premio  que  se  ofrece  por  el  rescate  de  alguna  persona  ,  y 
principalmente  por  la  prisión  de  algún  delincuente  famoso. 
Véase  Prescripción, 


TANTEAR.  Dar  por  una  cosa  el  mismo  precio  en  que 
se  ha  vendido  ó  rematado  á  otro  ,  por  la  preferencia  que 
concede  el  derecho  en  algunos  casos,  como  de  condominio , 
parentesco,  etc.  Véase  Retracto. 

TANTEARSE.  Allanarse  ó  convenirse  à  pagar  aquella 
misma  cantidad  en  que  alguna  renta  ó  alhaja  está  arrendada; 
ó  se  ha  rematado  en  venta  ó  puja;  —  y  especialmente  con- 
seguir las  villas  ó  lugares  la  libertad  ó  esencion  del  señorío 
á  que  están  sujetas,  dando  otro  tanto  precio  como  aquel  en 
que  fueron  enajenadas.  Véase  Tanteo. 

TANTEO.  El  allanamiento  ó  convenio  que  se  hace  de 
pagar  por  alguna  renta  ó  alhaja  el  mismo  precio  en  que  se 
ha  arrendado  ó  rematado  :  —  y  el  derecho  que  concede  la 
ley  en  ciertos  casos  á  determinadas  personas  de  tantear 
ó  tomar  por  el  mismo  precio  lo  que  se  habia  vendido  á  otras. 
Tanteo  es  sinónimo  de  retracto  ;  y  habiendo  hablado  ya  en 
los  diferentes  artículos  de  esta  última  palabra  sobre  los 
retractos  de  abolengo  ,  de  comunión  ó  sociedad  y  de  conven- 
ción ,  que  pueden  Yepse  en  su  lugar,  solo  hablaremos  aquí 
de  algunos  derechos  de  preferencia  que  son  mas  conocidos 
con  el  nombre  de  tanteo  que  con  el  de  retracto.  —  Las  casas 
y  albóndigas  comunes  de  los  pueblos  son  preferidas  por  el 
tanto  en  la  compra  de  pan  adelantado  para  su  provision  á 
todas  las  personas  eclesiásticas  y  seculares  con  quienes  con- 
currieren; ley  10,  tít.  15,  lib.  10,  Nov.  Rec.  — Los  obliga- 
dos al  abasto  de  pescado  y  abastecedores  de  los  pueblos 
pueden  tomar  por  el  tanto  en  las  ferias  y  mercados  el  pes- 
cado que  se  hubiese  comprado  para  revender  dentro  de  dos 
dias  despues  de  esta  compra  ,  pagando  á  los  compradores 
el  costo  y  costas,  y  llevando  un  testimonio  anual  de  ser  tales 
obligados  ó  abastecedores ,  en  que  se  declare  la  cantidad 
que  vayan  á  comprar,  y  se  pongan  á  la  espalda  las  compras 
que  hubiesen  hecho ,  para  que  no  puedan  tomar  por  el  tanto 
mas  de  lo  necesario  :  bajo  la  inteligencia  de  que  no  puedan 
volverlo  á  vender  sino  es  en  cumplimiento  de  su  obligación, 
so  pena  de  perderlo  con  otro  tanto  ,  y  concurriendo  á  la 
compra  un  abastecedor  y  un  obligado  ,  este  ha  de  prefe- 
rirse ;  ley  11  ,  tít.  13,  lib.  10,  Nov.  Rec.  —  Con  el  objeto 
de  fomentar  las  fábricas  nacionales,  está  concedido  el  de- 
recho de  tanteo  :  Io.  á  los  fabricantes  de  tejidos  de  seda 
sobre  todas  las  sedas  compradas  para  estraerse  ó  revenderse 
por  naturales  ó  estranjeros  ,  mientras  no  se  hayan  sacado 
del  reino,  obligándose  con  juramento  á  manufacturarlas 
por  sí  ó  de  su  cuenta  ,  y  pagando  á  los  eslraclores  ó  reven- 
dedores el  coste  y  costas ,  como  asimismo  un  medio  por 
ciento  al  mes  desde  el  día  de  la  compra  hasta  el  del  tanteo 
por  el  lucro  cesante  y  premio  del  dinero  que  ya  estaba  em- 
pleado en  esta  negociación  ;  leyes  12,  13  ,  Ik  y  15  ,  til.  13  , 
lib.  10,  Nov.  Rec:  —  2o.  à  los  fabricantes  de  paños  y  demás 
tejidos  de  lana  sobre  las  lanas  compradas  para  estraerse 
ó  revenderse  ,  en  los  mismos  términos  que  á  los  fabricantes 
de  seda  ;  leyes  16, 17  y  18,  tít.  13,  lib.  10,  Nov.  Rec,  y  resol, 
de  h  de  setiembre  de  1802  :  —  3o.  á  los  fabricantes  de  tejidos 
de  lino  y  cáñamo  sobre  estos  frutos  ó  primeras  materias 
acopiadas  para  revender  ó  estraer,  en  los  mismos  términos 
que  á  los  fabricantes  de  seda  y  lana  ;  ley  21,  tít.  13,  lib.  10, 
Nov.  Rec.  :  —  U°.  á  los  fabricantes  de  indianas  sobre  todos 
los  algodones  traídos  de  América  que  necesitaren  para  su 
consumo  ;  céd.  de  50  de  junio  de  1775,  ñola  3,  lit.  iô,lib.  10, 
Nov.  Rec  :  —  5o.  á  los  fabricantes  de  jabón  por  coste  y  cos- 
tas en  todas  las  cantidades  de  sosa  y  barrilla  que  necesiten , 
no  solo  de  las  que  vendan  los  cosecheros,  sino  especialmente 
de  las  que  se  hallen  acopiadas  en  poder  de  factores ,  comi- 
sionistas ó  tratantes;  ley  19  ,  til.  15,  lib.  10,  Nov.  Rec.  :  — 
6°.  á  los  fabricantes  de  papel  sobre  el  trapo  en  competencia 
de  los  acopladores  ó  tratantes;  ley  20,  til.  13,  lib.  10,  Nov. 
Rec  :  —  7o.  á  los  fabricantes  de  curtidos  sobre  los  cueros  y 
pieles  al  pelo  que  necesitaren  en  concurrencia  de  los  reven- 
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dedores  6  estractores;  real  cèd.  de  8  de  marzo  de  1781. 
Véase  Señorío. 

Otros  tanteos  hay  mas  justos  ,  mas  importantes  y  bene- 
ficiosos al  Estado  que  los  referidos  :  tales  son  los  de  oficios 
públicos,  jurisdicciones  y  señoríos.  En  los  apuros  de  la  co- 
rona se  enajenaron  antiguamente  la  jurisdicción  y  señorío  de 
muchísimas  villas  y  lugares ,  y  un  sinnúmero  de  oficios  ó 
Smpleos  públicos,  especialmente  de  justicia  y  gobierno, 
«on  gravísimo  perjuicio  de  los  pueblos  que  ven  el  manejo  y 
3a  disposición  de  sus  intereses  y  negocios  en  manos  de  per- 
sonas no  siempre  dignas  ó  idóneas  por  sus  virtudes  ni  por 
«us  talentos.  Los  pueblos  pues  que  se  hallan  en  tal  caso , 
pueden  rescatar  su  señorío  y  jurisdicción  ó  sus  oficios,  va- 
liéndose del  derecho  de  tanteo  y  reintegrando  por  este  medio 
!&  los  compradores  ó  sus  herederos  el  precio  que  hubiesen 
ilesembolsado ,  sin  que  pueda  obstarles  ningún  trascurso 
de  tiempo. 

Lo  que  se  dice  sobre  oficios  enajenados  y  jurisdicciones 
señoriales  ha  variado  enteramente,  pues  ya  han  cesado  estas 
jurisdicciones  y  han  acabado  también  los  oficios  de  regi- 
dores perpetuos  y  otros.  Véase  también  lo  que  se  ha  indicado 
en  la  palabra  Industria  sobre  que  ninguna  persona  ,  corpo- 
ración ni  establecimiento  tendrá  privilegio  de  preferencia  en 
las  compras,  según  el  decreto  de  8  de  junio  de  1813. 

TANTO.  La  copia  ó  ejemplar  que  se  da  de  algún  es- 
crito ó  instrumento  trasladado  de  su  original.  Véase  Instru- 
mento. 

TARJA.  Un  palo  partido  por  medio  con  un  encaje  á  los 
estremos  para  ir  marcando  lo  que  se  saca  ó  compra  fiado  , 
haciendo  una  muesca  :  el  que  compra  se  lleva  la  mitad  del 
liston ,  y  la  otra  mitad  se  queda  en  poder  del  que  vende; 
y  al  tiempo  del  ajuste  conforman  las  muescas  de  uno  y  otro 
para  que  no  haya  engaño  en  la  cuenta.  La  tarja  hace  fe  entre 
las  personas  que  acostumbran  valerse  de  este  medio  para 
justificar  las  provisiones  que  dan  ó  reciben  por  menor,  como 
por  ejemplo  entre  panaderos  ,  especieros  y  otros  tenderos 
de  comestibles,  y  puede  asimilarse  á  los  instrumentos  pri- 
vados. 

TASA.  El  precio  determinado  y  cierto  que  pone  la  jus- 
ticia á  las  mercaderías,  mantenimientos  ú  otras  cosas,  para 
que  no  se  pueda  vender  á  mas  que  el  que  se  arregla;  —  y 
el  aprecio  ó  valuación  formal  que  se  hace  de  las  alhajas. 
Está  declarado  que  todos  los  tejidos  y  manufacturas  del 
reino -se  han  de  poder  vender  por  el  precio  en  que  se  con- 
vengan las  partes  sin  sujeción  alguna  átasa  ó  regulación  de 
las  justicias,  ni  à  otra  providencia  que  lo  determine  ,  que- 
dando únicamente  salvos  á  los  interesados  los  recursos  de 
derecho  en  los  casos  de  lesión  ó  engaño.  Asimismo  los  fa- 
bricantes de  jabón  tienen  absoluta  libertad  para  venderle 
libremente  por  mayor  y  menor  al  pié  de  sus  fábricas  ,  sin 
que  puedan  limitarla  ó  modificarla  las  justicias  ó  ayunta- 
mientos con  el  pretesto  de  abastos  ni  otro  alguno.  También 
está  mandado  que  sea  libre  la  venta  y  compra  de  los  granos 
y  demás  semillas ,  y  que  no  se  observe  su  tasa,  no  obstante 
las  leyes  que  la  prescriben.Véase  Industria  y  Postura,  donde 
se  verá  el  decreto  de  8  de  junio  de  1815. 

TASACIÓN.  El  aprecio  ó  avalúo  que  se  hace  de  los 
bienes,  regularmente  cuando  han  de  sacarse  á  pública  su- 
basta ,  ó  cuando  han  de  distribuirse  y  adjudicarse  á  los  in- 
teresados en  una  herencia,  á  fin  de  que  no  se  perjudique  á 
los  deudores  y  acreedores ,  ó  á  los  herederos.  Yéase  Subasta 
y  Tasación  de  bienes  hereditarios. 

TASACIÓN  de  bienes  hereditarios.  La  valuación  que 
se  hace  de  los  bienes  de  una  sucesión  ,  para  distribuirlos 
entre  los  interesados  con  la  debida  exactitud.  Debe  hacerse 
por  uno  ó  varios  de  los  tasadores  destinados  públicamente 
para  este  objeto  ,  ó  á  falta  de  ellos  por  los  peritos  que  elijan 
los  mismos  interesados  ó  el  juez  eu  caso  de  contumacia  de 


alguno  de  estos.  Si  el  difunto  hubiese  valuado  los  bienes , 
no  debe  reiterarse  la  tasación  ,  porque  se  presume  haberla 
hecho  justificadamente,  á  no  probarse  que  padació  error,  ó 
que  no  procedió  con  la  debida  rectitud.  La  tasación  de  los 
bienes  hereditarios  se  hace  después  de  concluido  el  inven- 
tario, ó  al  mismo  tiempo  que  este,  como  se  practica  en  mu' 
chas  partes,  y  es  lo  mas  conveniente  para  ahorrar  gastos. 
Para  hacerla  deben  ser  citadas  las  partes ,  bajo  la  pena  de 
nulidad  del  acto  ;  á  menos  que  los  mismos  interesados  dieren 
comisión  á  los  tasadores  para  que  la  ejecuten  sin  su  asis- 
tencia ni  citación  ,  ó  los  hubieren  elegido  de  unánime  con- 
formidad, pues  entonces  como  se  cree  haberlos  instruido  del 
negocio,  no  es  necesaria  su  citación  ni  presencia;  bien  que 
si  la  tasación  se  hace  al  mismo  tiempo  que  el  inventario , 
basta  una  citación,  porque  es  visto  hacerse  para  asistir  á 
lodo;  y  si  se  ejecutare  separadamente,  no  se  necesitan  tes- 
tigos como  para  el  inventario,  porque  estos  son  escusados 
en  las  declaraciones ,  á  cuya  clase  pertenece  la  tasación. 
Deben  ios  tasadores  ver  y  registrar  todas  las  cosas  que  apre- 
cian, tasándolas  con  separación,  y  no  muchas  por  un  pre- 
cio ,  pues  de  lo  contrario  será  este  acto  nulo.  La  valuación 
ha  de  hacerse  por  el  justo  valor  que  á  la  sazón  tengan  las 
cosas,  aunque  en  las  subastas  se  acostumbra  apreciarlos 
bienes  en  mas  de  lo  que  valen  para  hacerla  correspondiente 
rebaja;  y  este  justo  precio  ha  de  arreglarse  por  la  común 
estimación  de  los  hombres,  atendidos  el  tiempo  en  que  se 
hace  la  tasación,  la  costumbre  del  pueblo,  el  sitio  y  pro- 
ducto anual,  las  calidades  y  cargas  de  las  cosas,  su  abun- 
dancia ó  escasez ,  etc.  No  ha  de  hacerse  la  tasación  por  el 
precio  en  que  se  compraron  las  cosas,  sino  por  la  estima- 
ción que  tengan  de  presente,  aunque  se  hubiesen  comprado 
en  pública  subasta  ,  ya  porque  así  en  la  venta  pública  como 
en  la  privada  puede  haber  engaño,  ya  porque  á  veces  se 
acaloran  los  postores  en  las  subastas  por  razones  particula- 
res ,  ya  porque  el  precio  de  las  cosas  varía  cada  día  según 
los  tiempos  y  circunstancias.  Pero  para  ver  si  queda  á  los 
herederos  forzosos  su  legítima ,  se  ha  de  atender  al  valor 
que  los  bienes  tenían  al  tiempo  de  la  muerte  del  testador, 
aunque  para  el  efecto  de  la  partición  se  ha  de  mirar  siempre 
al  valor  actual.  En  cuanto  á  los  bienes  que  cada  consorte 
hubiere  llevado  al  matrimonio ,  debe  advertirse  que  si  con- 
sistieren en  fincas,  han  de  tasarse  por  el  valor  que  tenían 
en  aquel  tiempo ,  puesto  que  su  respectivo  dueño  conservó 
en  ellas  el  dominio;  y  si  hubieren  recibido  mejoras  útiles  á 
la  sociedad  conyugal ,  han  de  apreciarse  estas  con  separa- 
ción para  repartirlas  :  asimismo  han  de  valuarse  las  pér- 
didas ó  menoscabos  que  hayan  tenido ,  si  hubiere  ganancia- 
les, para  sacar  de  estos  su  importe  ;  pues  antes  de  repartirlo 
debe  reintegrarse  cada  consorte  del  fondo  ó  capital  que  puso 
en  la  sociedad ,  como  se  dice  en  el  artículo  Partición  de 
herencia.  Los  diamantes  y  otros  efectos  que  no  se  con- 
sumen con  el  uso,  han  de  tasarse  también  por  el  valor 
que  tenían  cuando  se  llevaron  al  matrimonio,  á  no  ser  que 
las  partes  se  convengan  en  que  se  tasen  de  nuevo  para  ad- 
judicarlos por  el  valor  que  se  les  diere.  Hecha  la  tasación  y 
firmada  por  los  tasadores,  si  supieren,  se  da  traslado  do 
ella  á  las  parles  para  que  espongan  lo  que  les  convenga,  á 
menos  que  hayan  presenciado  el  acto,  en  cuyo  caso  ya  les 
consta  lo  ejecutado  por  los  tasadores.  No  tachando  ios  inte- 
resados la  tasación  dentro  de  tercero  dia,  provee  el  juez 
auto  ,  cuando  se  procede  judicialmente,  aprobándolo  todo  y 
mandando  estar  por  ello  á  las  partes,  con  lo  cual  no  podrán 
estas  hacer  reclamación  alguna,  pasado  el  término  que  se 
concede  para  apelar. 

Estando  uniformes  los  tasadores  en  su  dictamen,  no  deben 
nombrarse  otros,  pues  de  este  modo  se  harían  interminables 
las  tasaciones  ;  pero  estando  discordes,  han  de  elegir  un 
tercero  los  mismos  interesados ,  ó  el  juez,  si  estos  no  se  con- 
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formaren  ó  no  quisieren  hacerlo,  y  valdrá  el  parece;-  de  la 
mayor  parte  de  los  nombrados.  Si  los  primeros  nombrados 
y  el  tercero  en  discordia  no  se  convinieren ,  debe  seguirse 
el  dictamen  que  parezca  mas  arreglado,  ó  elegirse  un  medio 
proporcional  juntando  las  sumas  de  los  1res,  y  deduciendo 
de  su  total  la  tercera  parte,  que  será  el  precio  mas  aproxi- 
mado á  lo  justo.  Por  ejemplo,  si  uno  tasa  la  casa  en  cinco, 
otro  en  diez  y  el  tercero  en  quince,  cuyas  partidas  compo- 
nen la  suma  de  treinta,  se  sacará  de  ella  el  tercio  que  son 
diez,  y  se  considera  como  el  valor  ó  precio  mas  equitativo. 
Regularmente  hablando ,  no  está  obligado  el  tercero  á  con- 
formarse contra  su  propio  juicio  con  el  parecer  de  alguno  de 
los  primeros  tasadores  ;  pero  si  los  interesados  hubieren 
nombrado  unánimemente  á  los  primeros  y  al  tercero,  este 
habrá  de  conformarse  con  el  dictamen  de  uno  de  los  otros, 
sin  hacer  aprecio  separado  ;  porque  habiendo  unanimidad  en 
el  nombramiento  ,  se  infiere  que  los  interesados  eligieron  al 
tercero ,  no  precisamente  para  tasar,  sino  para  decidir  como 
arbitrador  sobre  el  parecer  discorde  de  los  otros.  Aunque 
los  interesados  juren  pasar  por  la  tasación  que  hiciere  algún 
sugelo  determinado,  no  están  obligados  á  conformarse  con 
ella  ,  si  es  injusta,  pues  en  este  caso  se  ha  de  modificar  ar- 
reglándola á  lo  justo.  —  Cuando  siendo  muchos  los  tasa- 
dores estuviesen  discordes,  se  observarán  las  reglas  si- 
guientes :  Ia.  si  son  desiguales  en  número  é  iguales  en 
aptitud ,  se  ha  de  seguir  el  parecer  del  mayor  número  :  — ■ 
2a.  si  hay  mayor  pericia  en  unos  que  en  otros,  y  discrepan 
en  igual  número ,  debe  preferirse  el  voto  de  los  mas  inteli- 
gentes :  —  5a.  si  hay  igualdad  así  en  el  número  de  los  dis- 
crepantes como  en  la  pericia ,  se  debe  seguir  el  dictamen 
de  los  que  favorecen  al  que  en  el  juicio  hace  la  parle  de 
reo  :  —  4a.  si  fueren  varios  los  tasadores  que  contradicen  á 
«no  solo  ,  aunque  este  tenga  mas  pericia ,  ha  de  creerse  á 
aquellos  :  —  5a.  si  uno  es  mas  anciano  y  práctico  que  el 
otro ,  debe  seguirse  el  dictamen  del  primero. 

Cuando  la  tasación  es  injusta  por  ignorancia  ,  soborno  ó 
mala  fe  délos  tasadores  ,  puede  el  agraviado  :  Io.  pedir  por 
via  de  queja  reducción  de  la  tasa  á  arbitrio  de  buen  varón, 
ante  el  juez  que  conoce  de  la  testamentaría,  implorando  su 
oficio,  en  caso  de  que  todavía  no  hubiese  aprobado  ó  con- 
firmado la  tasa  :  —  2o.  en  el  caso  de  que  ya  hubiese  recaído 
la  aprobación ,  apelar  de  esta  providencia  para  ante  el  su- 
perior dentro  de  los  cinco  dias  que  la  ley  concede  al  efecto  : 
—  3o.  pujar  los  bienes  ofreciendo  un  aumento  de  precio. 
Mas  para  que  el  juez  acceda  á  la  reducción  de  la  tasa  á  al- 
bedrio  de  buen  varón ,  no  basta  que  uno  de  los  herederos  se 
queje  del  aprecio  como  injusto  si  otro  sostiene  lo  contrario  ; 
pues  siendo  iguales  en  número  los  que  impugnan  y  los  que 
defienden ,  debe  creerse  á  los  tasadores  ,  por  tener  á  su  fa- 
vor la  presunción  de  haber  desempeñado  bien  el  encargo, 
mientras  no  se  pruebe  otra  cosa.  Si  fuere  pobre  el  heredero 
que  impugna  la  tasación  ,  y  los  coherederos  no  quisieren  ha- 
cer puja ,  ni  consentir  en  que  los  bienes  se  les  adjudiquen 
por  el  precio  de  la  tasa  ,  puede  aquel  buscar  un  eslraño  que 
compre  los  bienes  por  el  mismo  precio,  porque  resulta  bene- 
ficio à  todos  ;  pero  si  uno  de  los  herederos  los  quisiere  por 
el  tanto  ,  debe  ser  preferido  al  estraño.  —  Vendiéndose  por 
algún  motivo  algunos  bienes  de  los  ya  tasados ,  y  dando  por 
ellos  al  contado  uno  de  los  herederos  menor  precio  que  el 
de  su  tasa  ,  ó  queriendo  tomarlos  por  él  en  cuenta  de  su  ha- 
ber, debe  ser  preferido  al  que  prometa  mas  al  fiado  ;  á  no 
ser  que  los  demás  interesados  quisieren  darlos  al  fiado  por 
su  cuenta  y  riesgo  ,  ó  exigieren  lianza  á  satisfacción. 

Consentida  por  los  herederos  la  tasación  de  los  bienes  he- 
reditarios, y  hecha  á  cada  uno  su  respectiva  adjudicación, 
ninguno  aunque  sea  menor  puede  reclamar  contra  la  tasa, 
so  color  de  haber  sido  perjudicado  ,  ya  por  haber  mediado 
el  consentimiento  de  todos  ,  ya  por  ser  eventual  el  perjuicio 


si  alguno  hubiere  ,  pues  se  ignoraba  á  quién  tocaría  ia  cosa, 
ya  finalmente  porque  en  los  negocios  inciertos  de  que  puede 
resultar  ganancia  ó  pérdida  ,  como  el  presente ,  no  se  admi- 
te restitución  ni  otro  remedio  por  la  lesión  que  se  haya  su- 
frido. Mas  si  una  alhaja  estuviere  notoriamente  apreciada 
en  mucho  mas  de  su  justo  valor,  y  se  adjudicare  á  uno  de 
los  herederos  sin  sortearla,  podrá  reclamar  el  agraviado  á 
fin  de  que  se  reparta  el  importe  del  esceso,  ó  de  otro  modo 
se  supla  la  parte  que  le  corresponda. 

El  aprecio  hecho  por  los  tasadores  nombrados  por  los  he- 
rederos no  perjudica  á  los  legatarios  ó  acreedores  del  difun- 
to ,  si  se  hubiere  ejecutado  sin  autoridad  judicial ,  y  aun 
interviniendo  esta ,  si  tuviese  el  legatario  ó  acreedor  acción 
real  ó  hipotecaria  contra  los  bienes  hereditarios,  de  modo 
que  en  estos  casos  volverá  á  hacerse  judicialmente  la  tasa- 
ción á  su  instancia.  —  Cuando  un  tercer  poseedor  tiene  que 
devolver  los  bienes  que  el  difunto  le  vendió  ó  donó,  á  fin 
de  pagar  alguna  deuda  privilegiada ,  como  por  ejemplo  la 
dote  porque  los  bienes  heredil arios  no  alcanzan  á  cubrirla, 
no  está  obligado  á  pasar  por  la  tasación  que  se  hubiere  he- 
cho de  estos  bienes,  dudándose  si  es  justa  ó  probando  que 
no  lo  es;  pero  lo  estará  si  se  acredita  que  es  justa  y  arregla- 
da. El  tercer  poseedor,  con  efecto,  tiene  un  grande  interés 
en  que  suba  todo  lo  posible  el  valor  de  la  herencia  para  que 
pudiendo  con  el  importe  de  ella  satisfacerse  la  deuda ,  no 
sea  él  molestado  ;  y  por  esto  si  hay  duda  en  cuanto  á  la 
equidad  de  la  tasación,  ó  si  acredita  que  está  mal  ejecutada, 
se  hace  à  su  instancia  otro  aprecio  de  los  bienes  heredita- 
rios. Véase  Tasador. 

TASADOR.  La  persona  inteligente  que  fija  y  determina 
el  precio  de  las  cosas  según  su  valor.  Todo  tasador  debe 
tener  conocimiento  en  la  materia,  probidad,  buena  opinion  y 
las  demás  circunstancias  que  se  exigen  para  testigo  mayor  de 
toda  escepcion.  Hay  tasadores  públicos  nombrados  por  el 
gobierno  ó  ayuntamiento ,  y  tasadores  nombrados  por  las 
partes  :  los  primeros  ,  al  tomar  posesión  de  su  oficio,  pres- 
tan juramento  de  desempeñarle  bien  y  fielmente  ,  sin  nece- 
sidad de  repetirle  cada  vez  que  hayan  de  hacer  alguna  ta- 
sación ,  y  pueden  ser  compelidos  á  hacer  las  tasaciones  que 
se  les  encarguen,  á  no  ser  que  tengan  impedimento  ó  es- 
cusa legítima  :  mas  los  segundos  tienen  que  hacer  dicho  ju- 
ramento siempre  que  aceptan  el  cargo  de  tales  ,  á  no  ser 
que  los  interesados  los  elijan  de  conformidad  y  los  releven 
de  ello,  y  no  pueden  ser  obligados  á  tasar  sino  cuando  en 
el  pueblo  no  haya  otros  igualmente  idóneos  é  imparciales, 
bien  que  de  todos  modos  después  de  aceptado  el  encargo , 
se  les  podrá  apremiar  á  que  le  desempeñen.  Los  tasadores 
públicos  no  pueden  ser  recusados  ó  repelidos  sin  que  el 
recusante  esprese  y  pruebe  las  causas  antes  que  empiecen 
á  ejercer  su  encargo ,  ó  luego  que  estas  lleguen  á  su  noticia, 
porque  como  se  conceptúan  personas  de  pureza,  integridad 
y  habilidad  conocida ,  y  en  quienes  el  público  ha  deposita- 
do su  fe  y  confianza ,  no  se  presume  causa  porque  puedan 
ser  repelidos  sin  que  se  acredite  en  forma.  Los  tasadores 
particulares  ó  son  nombrados  por  el  juez  ó  por  las  partes  : 
si  son  nombrados  por  el  juez ,  pueden  ser  recusados  bajo  el 
mero  juramento  de  que  se  les  tiene  por  sospechosos,  pro- 
testando no  proceder  en  ello  maliciosamente  ni  con  ánimo 
de  injuriarlos  ;  escepto  el  caso  en  que  el  juez  los  nombro 
por  contumacia  ó  rebeldía  de  los  interesados ,  pues  entonces 
se  necesita  alegar  causa  para  recusarlos.  Si  las  mismas 
partes  nombraren  de  común  acuerdo  los  tasadores,  no  po- 
drán después  recusarlos,  porque  en  el  hecho  de  haberlos 
elegido  ,  es  visto  que  aprobaron  su  idoneidad;  á  menos  que 
sobrevenga  después  del  nombramiento  ,  ó  de  nuevo  se  sepa 
y  pruebe  ,  alguna  justa  causa  de  recusación.  Lo  mismo  su- 
cederá si  cada  uno  de  los  interesados  nombrare  su  tasador, 
el  cual  no  puede  ser  recusado  por  la  otra  parte ,  por  cuanto 
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debe  haber  igualdad  entre  ellos ,  y  les  queda  el  medio  de 
recurrir  á  un  tercero  en  discordia;  bien  que  si  el  nombrado 
careciese  de  alguna  de  las  calidades  necesarias  para  dar  tes- 
íimonie  en  caso  de  presentarse  como  testigo ,  podrá  ser  re- 
cusado como  tasador  por  la  parte  contraria,  y  habrá  de 
elegirse  olro.  El  tercero  en  discordia,  que  ha  de  ser  nom- 
brado por  los  interesados  ó  por  el  juez,  puede  ser  recusado, 
con  tal  que  se  alegue  justa  causa  ,  ya  sea  posterior  al  nom- 
bramiento ,  ya  sea  anterior,  probándose  que  la  ignoraba  el 
Recusante.  Véase  Tasación. 

TASADOR  de  joyas.  Por  las  mismas  razones  que  se 
declciró  en  28  de  enero  de  1858  que  para  ejercer  el  cargo  de 
ensayador,  debian  los  aspirantes  sujetarse  á  pruebas  legales 
y  obtener  el  correspondiente  título,  es  indispensable  que 
los  tasadores  de  joyas  pasen  por  pruebas  semejantes,  como 
siempre  se  ha  practicado  ,  y  por  lo  tanto  se  hace  preciso  : 
i°.  que  se"  establezcan  las  tres  plazas  de  tasadores  de  joyas 
en  esta  corte  :  2o.  que,  se  proceda  desde  luego  ala  provision 
de  los  dos  vacantes  :  5o.  que  los  que  aspiren  á  llenarlas  ha- 
yan de  presentarse  al  ministro  con  documentos  que  acredi- 
ten ser  plateros  diamantistas,  y  se  sujeten  á  un  examen  ad 
hoc  hecho  por  el  mismo  tasador  actualmente  existente  y  el 
profesor  de  mineralogía  del  museo  :  U°.  que  practicado  este 
remita  á  este  ministerio  el  espediente  de  los  que  hayan  su- 
fri(io_  el  examen  con  la  calificación  de  los  examinadores  á  fin 
de  espedirse  á  los  dos  que  se  consideren  mas  idóneos  el  tí- 
tulo correspondiente  ,  conforme  anteriormente  se  practicaba 
por  el  consejo  de  Hacienda. 

TASADOR  repartidor.  El  empleado  público  que  hay 
en  los  tribunales  superiores  para  tasar  ó  arreglarlos  dere- 
chos de  los  procesos  ,  como  en  el  tribunal  supremo  y  en  las 
audiencias;  y  para  repartir  los  negocios  donde  haya  dos  re- 
latores ó  dos  escribanos  de  cámara  en  cada  sala. 

IS'i.  También  habrá  en  cada  audiencia  un  tasador  de  de- 
rechos, que  lo  será  asimismo  para  todos  los  juzgados  de 
primera  instancia  de  la  capital  en  que  ella  resida,  y  reunirá 
el  cargo  de  repartidor  de  negocios  en  aquellas  audiencias 
en  que  haya  de  repartirlos  pur  haber  dos  relatores  ó  dos  es- 
cribanos de  cámara  en  cada  sala. 

Este  oficial  deberá  ser  persona  honrada ,  fiel  é  inteligente, 
nombrado  por  la  audiencia,  la  cual  oirá  para  este  fin  á  di- 
chos relatores  y  escribanos  de  cámara  ,  cuando  el  tasador 
hubiere  de  ser  también  repartidor. 

155.  Como  tasador  tendrá  la  dotación  que  S.  M.  y  las 
Cortes  se  dignen  señalarle  ,  y  ademas  percibirá  por  las  tasa- 
ciones los  derechos  de  arancel  ;  y  donde  reúna  el  carácter 
de  repartidor,  se  le  satisfará  otro  tanto  de  dicha  dotación 
por  los  relatores  y  escribanos  de  cámara  entre  quienes  haya 
de  hacer  los  repartimientos. 

156.  Para  las  tasaciones  de  derechos  cuando  hubiere  con- 
denación de  costas,  ó  cuando  deban  practicarse  aquellas  en 
virtud  de  providencia  judicial  por  queja  de  parte  contra  al- 
guno de  los  curiales,  se  arreglará  el  tasador  á  los  aranceles 
vigentes,  conforme  á  los  cuales  moderará  cualquier  esceso 
que  hubiere  en  lo  cobrado  ó  anotado,  guardándose  siempre 
lo  dispuesto  en  el  párrafo  2  del  articulo  86';  y  si  hecha  la 
tasación  y  publicación  se  agraviare  alguno  de  ella  ,  tendrá 
espedifo  su  recurso  á  la  sala  ó  al  juez  por  quien  haya  pasa- 
do el  asunto,  los  cuales,  cada  uno  en  su  caso  ,  determina- 
rán oído  el  tasador. 

li>7.  El  tasador  do  la  audiencia  revisará  y  confirmará,  ó 
alterará  en  su  caso,  cuando  lo  mande  el  tribunal,  las  tasa- 
ciones que  en  los  demás  juzgados  ordinarios  del  territorio 
hagan  los  respectivos  escribanos. 

1138.  Siempre  que  se  le  pasen  negocios  de  pobres,  ó  causas 
que  se  hayan  seguido  de  oficio  ,  para  tasar  los  derechos  de- 
vengados por  los  subalternos  y  curiales  de  la  audiencia ,  ta- 
sará al  mismo  tiempo  lo  respectivo  al  juzgado  de  primera 


instancia ,  si  no  constase  estar  hecha  en  él  tasación  ;  y  abs- 
teniéndose de  exigir  derechos  á  las  partes,  los  cobrará 
cuando  los  perciban  los  demás,  por  entero,  ó  á  prorata 
como  ellos,  si  los  bienes  no  alcanzaren.  * 

159.  Las  dudas  que  le  ocurran  en  el  desempeño  de  su  ofi- 
cio, si  no  estuvieren  resueltas  por  el  arancel ,  las  consultará 
con  la  sala  en  que  penda  el  negocio. 

160.  Tendrá  los  libros  necesarios  para  anotar  claramente, 
y  con  separación ,  las  tasaciones  é  informes  que  se  le  man- 
den evacuar. 

161.  Cuando  el  tasador  reúna  el  cargo  de  repartidor, 
asistirá  diariamente  á  la  audiencia  en  la  pieza  que  se  le  des- 
tine ,  desde  media  hora  antes  de  la  entrada  de  los  ministro? 
hasta  su  salida  ,  y  hará  cada  dia  el  repartimiento  con  arre- 
glo al  articulo  26. 

162.  Para  este  fin  formará  otros  tantos  turnos,  cuantas 
sean  las  clases  de  negocios  que  deben  repartirse  ,  según  lo 
que  la  audiencia  hubiere  acordado ,  conforme  al  artículo  2b5 
oyendo  para  formarlos  á  los  relatores  y  escribanos  de  cá- 
mara ,  por  si  fuere  mas  conveniente  hacer  alguna  subdivi- 
sion que  facilite  distribuir  de  una  manera  mas  justa  los 
asuntos;  y  arreglados  los  turnos,  se  presentarán  á  la  au- 
diencia para  su  aprobación,  con  la  cual  el  repartidor  se  go- 
bernará por  ellos  para  el  repartimiento. 

163.  Tendrá  tantos  libros,  cuantos  sean  los  turnos,  y  en 
cada  libro  escribirá  los  repartimientos  según  los  vaya  ha- 
ciendo, y  espresará  el  relator  ó  el  escribano  á  quien  toque  , 
y  la  sala  en  que  se  radiquen  los  negocios.  Pero  el  reparti- 
miento de  cada  uno  de  estos  en  su  clase,  ó  turno  respectivo, 
lo  ejecutará  por  suerte  entre  aquellos  relatores  ó  escribanos 
que  no  tengan  ya  llena  su  vez ,  observándose  para  el  sorteo 
la  forma  mas  sencilla  que  la  audiencia  acuerde.   - 

164.  Cuando  esta  mandase  que  algum  negocio  se  junte  á 
otro  que  esté  radicado  en  diferente  escribanía,  el  reparti- 
dor descargará  el  turno  que  aquel  negocio  ocupe  ,  y  reinte- 
grará al  escribano  que  lo  entregue  con  el  primer  asunto  que 
de  igual  clase  se  hubiere  de  repartir. 

163.  Los  relatores  y  los  escribanos  de  cámara  podrán 
asistir  al  acto  del  repartimiento,  á  fin  de  enterarse  de  su 
legalidad  y  de  la  imparcialidad  del  repartidor  en  estas  ope- 
raciones, presenciando  en  su  caso  los  sorteos  determinados 
por  el  artículo  162. 

166.  Deberá  el  repartidor,  bajo  la  mas  estrecha  respon- 
sabilidad, abstenerse  de  repartir  nuevamente  negocio  que  ten» 
ga  antecedentes  en  la  audiencia  ;  pues  habiéndolos,  pasará 
este  desde  luego  á  la  escribanía  en  que  se  hallen  radicados. 

167.  Cualquiera  duda  que  ocurra  en  el  acto  del  reparti- 
miento, y  no  se  resuelva  por  el  repartidor  y  por  los  intere- 
sados en  él ,  la  decidirá  la  sala  á  que  corresponda  el  asunto, 
oyendo  previamente  á  uno  y  otros. 

TAXATIVO.  Lo  que  limita,  circunscribe  y  reduce  al- 
gún caso  á  determinadas  circunstancias  ;  como  disposición 
laxativa,  etc. 

TAZMÍA.  La. porción  de  granos  que  de  una  parte  lleva 
cada  uno  de  aquellos  entre  quienes  se  reparten  los  diezmos; 
y  también  las  relaciones  de  los  interesados  en  ellos  que  se 
forman  en  las  contadurías  de  las  iglesias  catedrales. 

TE 

TEGUAIj.  Cierta  especie  de  tributo  que  se  pagaba  al 
rey  como  farda. 

TEIjA  de  juicio.  La  forma  ó  modo  de  proceder  judi- 
cialmente ;  y  así  cuando  se  manda  examinar  y  decidir  un 
negocio  sin  tela  de  juicio ,  es  lo  mismo  que  decir  que  solo 
debe  atenderse  á  la  averiguación  de  la  verdad  con  toda 
prontitud ,  sin  observar  las  solemnidades  y  dilaciones  que 
alargan  el  pleito. 
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TEMPORALIDADES.  Los  frutos,  rentas  y  cuales- 
quiera cosas  profanas  que  perciben  los  eclesiásticos  de  sus 
beneficios  y  prebendas ,  y  de  que  se  les  suele  privar  cuando 
contravienen  á  las  leyes,  como  v.  gr.  cuando  autorizan  el 
matrimonio  de  un  menor  que  no  ha  obtenido  el  consenti- 
miento de  sus  mayores.  *i 

TENENCIA.  La  ocupación  y  posesión  actual  y  corporal 
de  alguna  cosa.  Véase  Posesión. 

TENTATIVA  de  crimen  ó  delito.  El  acto  ó  actos 
preparatorios  de  un  crimen  ó  delito  que  no  ha  llegado  á 
consumarse.  Según  dice  la  ley  %,  título  31  de  la  Par- 
tida 7,  el  que  se  arrepintiere  de  algún  mal  pensamiento, 
antes  de  ejecutarlo,  no  merece  pena,  porque  en  su  poder 
no  están  los  primeros  movimientos  de  la  voluntad  :  pero  si 
lo  procura  y  comienza  á  poner  en  obra,  aunque  no  lo  efec- 
túe ,  será  culpado  y  digno  de  la  pena  correspondiente  al  de- 
lito. Tal  seria  si  pensada  alguna  traición  contra  la  real  per- 
sona ,  principia  á  llevarla  á  efecto  hablando  ó  haciendo 
juramento  ó  escrito  con  otros  acerca  de  ella ,  ó  comienza  á 
formalizarla  en  otro  modo  semejante ,  aunque  no  se  cum- 
pla ;  y  también  si  pensado  el  homicidio,  prepara  veneno 
para  darlo  á  alguno  en  comida  ó  bebida ,  ó  va  contra  él  con 
arma  para  matarle,  ó  le  acecha  con  este  fin,  ó  procura  su 
muerte  en  otro  modo  semejante  puesto  en  obra  y  no  cum- 
plido ;  como  igualmente  si  pensando  robar  ó  forzar  á  mujer 
virgen  ó  casada ,  se  traba  con  ella  ó  la  lleva  arrebatada  con 
este  objeto ,  aunque  no  lo  cumpla.  En  estos  tres  casos  de. 
traición ,  homicidio  y  rapto  merece  castigo  el  que  intenta  el 
delito  como  si  lo  cumpliese,  pues  no  quedó  por  él  su  eje- 
cución ;  pero  en  otros  delitos  menores  que  los  dichos  no 
merece  pena  alguna  el  que  los  piense  y  proceda  á  su  ejecu- 
ción ,  si  se  arrepintiere  antes  de  su  cumplimiento.  —  Del 
modo  con  que  se  esplica  la  ley  parece  inferirse  que  aun  en 
los  tres  casos  de  traición,  homicidio  y  rapto  no  merece  pena, 
ó  á  lo  menos  la  pena  correspondiente  á  los  delitos  ya  con- 
sumados, el  que  los  intenta  y  luego  desiste  de  ellos  por  su 
propio  arrepentimiento  ;  de  manera  que  solo  incurrirá  en 
ella  cuando  no  es  detenido  en  la  ejecución  de  su  empezado 
proyecto  sino  por  circunstancias  fortuitas  independientes 
de  su  voluntad.  Como  quiera  que  sea ,  puesto  que  el  bien  de 
la  sociedad  exige  medidas  que  faciliten  á  un  hombre  estra- 
viado  el  arrepentimiento  desús  malvados  designios,  dán- 
dole mas  interés  en  detenerse  al  principio  que  no  en  llevarlos 
á  completa  ejecución,  es  sin  duda  mucho  mas  conveniente, 
mas  útil  y  mas  justo  castigar  el  delito  empezado  con  menos 
rigor  que  el  consumado  ;  pues  el  miedo  de  una  pena  mayor 
detendrá  muchas  veces  á  un  delincuente  en  sus  primeros 
pasos,  mientras  que  si  sabe  que  solo  por  haber  empezado  á 
cometer  un  delito  ha  de  padecer  el  mismo  castigo  que  si  le 
consumase,  tiene  ya  mas  interés  en  llevarle  á  cabo,  no  so- 
lamente por  el  logro  del  placer  ó  del  fruto  que  espera ,  sino 
también  quizá  porque  el  buen  éxito  de  su  empresa  puede 
alejar  ó  disminuir  á  veces  los  riesgos  á  que  se  espone. 

TENUTA.  La  posesión  de  los  frutos ,  rentas  y  preemi- 
nencias de  algún  mayorazgo  en  Litigio,  que  se  gozaba  hasta 
la  decisión  de  la  pertenencia  de  su  propiedad.  Luego  que  un 
mayorazgo  quedaba  vacante  por  fallecimiento  del  poseedor, 
pasaba  su  posesión  civil  y  natural  por  solo  el  ministerio  de 
la  ley,  sin  ningún  acto  de  aprehensión  ni  aceptación,  ala 
persona  siguiente  en  grado  que  tenia  derecho  de  suceder  en 
él  (1)  según  los  llamamientos  de  la  fundación,  aun  cuando 
otro  hubiese  tomado  en  vida  del  poseedor,  ó  hubiese  reci- 
bido de  este  mismo  la  posesión  real  ó  corporal  :  por  manera  \ 
que  aunque  después  naciese  otro  que  por  ser  de  mejor  linea    ' 

(1)  Esto  mismo  sucede  actualmente  en  la  república  de  Méjico 
con  la  mitad  reservada  por  las  leyes  de  desvinculacion.  Véase  es- 
ta materia  en  el  artículo  Mayorazgo. 


y  grado  hubiera  obtenido  el  mayorazgo  viviendo  al  tiempo 
de  la  vacante ,  no  podia  privar  de  cl  al  que  ya  le  tenia  ad- 
quirido legítimamente  ni  á  su  legitima  posteridad.  Pero  como 
á  veces  se  dudaba  quién  era  el  siguiente  en  grado,  cuando 
se  presentaban  muchos  con  la  solicitud  de  que  declarándo- 
seles por  poseedores  legítimos  se  les  diese  la  posesión  real, 
actual  ó  corporal,  cuyo  acto  como  personal  no  suplia  la  ley, 
á  fin  de  que  se  les  contribuyese  con  sus  rentas ,  se  hacia  en- 
tonces indispensable  el  juicio  ó  interdicto  de  tenuta,  que 
venia  á  ser  un  juicio  mixto  de  posesorio  plenario  y  petito- 
rio ,  de  modo  que  eran  rarísimas  las  sentencias  de  tenuta 
que  se  formaban  después  por  las  del  juicio  de  propiedad.  El 
que  pretendía  suceder  en  el  mayorazgo  vacante,  poclia  ob- 
tener su  posesión  :  Io.  pidiéndola  ante  la  justicia  ordinaria 
del  pueblo  donde  estaban  situados  los  bienes  :  —  2o.  contra- 
diciendo ante  la  misma  justicia  la  posesión  que  se  hubiere 
dado  á  otro  y  solicitando  se  le  pusiese  en  ella  con  "esclusion 
del  que  la  tomó  :  —  5o.  valiéndose  del  interdicto  de  tenuta 
con  el  previo  artículo  de  administración.  Véase  Mayo- 
razgo (2). 

TEQÜÍO.  En  Nueva  España  el  gravamen  ó  la  carga  con- 
cejil. 

TERCERÍA.  La  oposición  hecha  por  un  tercero  que  se 
presenta  en  un  juicio  entablado  por  dos  ó  mas  litigantes,  ya 
sea  coadyuvando  el  derecho  de  alguno  de  ellos,  ya  dedu- 
ciendo el  suyo  propio  con  esclusion  de  los  otros.  Véase  Jui- 
cio ejecutivo  al  fin.  —  La  mediación  de  un  tercero  entre  dos 
personas  para  algún  ajuste ,  convenio  ó  cosa  semejante  : 
puede  tener  el  carácter  del  mándalo  ó  del  lenocinio ,  que 
pueden  verse  en  su  lugar.  —  El  oficio  del  que  tiene  en  su 
poder  los  diezmos  hasta  entregarlos  à  los  partícipes.  —  En 
el  derecho  internacional  ó  de  gentes  la  posesión ,  tenencia 
interina  ó  custodia  de  algún  castillo,  fortaleza  ú  otra  cosa 
que  por  vía  de  depósito  se  pone  á  cargo  de  una  tercera  po- 
tencia hasta  que  se  arreglen  definitivamente  sobre  su  per- 
tenencia ó  propiedad  las  que  por  esta  causa  beligeran  ó  dis- 
putan. Conde  de  la  Canada ,  pág.  539.  Véase  Juicio  ejecutivo 
y  Procedimiento  ejecutivo  en  negocios  mercantiles. 

TERCERO.  El  que  media  entre  dos  ó  mas  personas  para 
el  ajuste  ó  ejecución  de  alguna  cosa  buena  ó  mala.  Véase 
Mandatario  y  Lenocinio.  —  El  que  tiene  el  oficio  de  recoger 
los  diezmos  y  guardarlos  hasta  que  se  entregan  á  los  partí- 
cipes. —  El  sugeto  que  se  propone  para  decidir  á  cuál  de 
dos  pareceres  contrarios  debe  estarse  en  algún  asunto. 

TERCERO  en*  discordia.  El  que  se  nombra  entre  dos 
arbitros,  jueces  ó  peritos  para  que  deshaga  la  discordia  de 
sus  dictámenes,  ya  sea  arrimándose  al  sentir  de  uno  de  ellos, 
ya  dando  diverso  parecer  del  de  ambos.  Véase  Arbitro,  Pe- 
rito, Recusación  y  Tasador. 

TERCER  poseedor.  El  que  ha  adquirido  y  tiene  una 
heredad  que  el  propietario  anterior  había  gravado  con  alguna 
hipoteca.  Véase  Hipoteca  y  Ejecución. 

TERCER  opositor.  El  que  sale  á  los  autos  ejecutivos 
seguidos  contra  alguna  persona,  solicitando  ser  preterido  al 
ejecutante  en  la  solución  de  su  crédito,  ó  alegando  ser  suyos 
los  bienes  ejecutados  ó  tener  derecho  en  ellos.  Véase  Juicio 
ejecutivo. 

TERCER  estado.  En  el  derecho  político  se  entiende 
por  tercer  estado  el  pueblo  ,  en  contraposición  al  clero  y  á 
la  nobleza  que  formaban  los  dos  primeros,  suponiendo  el 
reino  compuesto  de  estos  tres  brazos  ó  estamentos. 

TERCIAS.  Los  dos  novenos  de  todos  los  diezmos  ecle- 
siásticos que  se  deducen  por  lo  común  para  el  Estado. 

TERCIO.  La  tercera  parte  de  un  todo  ;  y  especialmente 

(2)  Allí  se  verá  lo  dispuesto  por  la  legislación  americana  sobre 
mayorazgos.  —  Sobre  el  juicio  de  tenuta  y  sus  pormenores  véase 
&  Tapia  en  su  Febrero*  tom.  2,  pág.  50. 
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la  tercera  parte  del  caudad  del  testador,  en  que  tiene  liber- 
tad ,  cuando  careciendo  de  hijos  deja  padres,  de  legarla  á 
quien  quisiere.  Todos  los  bienes  del  que  muere  sin  descen- 
dientes son  legítima  de  los  ascendientes  ,  escepto  el  tercio  , 
de  que  únicamente  puede  disponer  aquel  en  contrato  ó  en 
úitima  voluntad ,  dándole  ó  dejándole  á  parientes  ó  à  estra- 
ños ,  y  poniéndole  las  condiciones  ó  gravámenes  que  le  pa- 
rezca ;  ley  1 ,  lit.  20,  lib.  10,  Nov.  Rec.  Deben  deducirse 
pues  ó  pagarse  del  tercio  y  no  del  cuerpo  de  bienes  el  im- 
porte de  los  legados  y  la  limosna  de  las  misas  que  dejare  el 
testador  que  se  halle  en  dicho  caso.  Mas  se  disputa  entre  los 
autores  si  se  han  de  sacar  también  del  tercio  los  gastos  del 
funeral,  como  se  descuentan  del  quinto  cuando  hay  descen- 
dientes ,  puesto  que  en  el  caso  actual  todo  el  caudal  del 
difunto  es  de  los  ascendientes  ,  menos  el  tercio  ,  así  como 
en  el  otro  es  de  los  descendientes  menos  el  quinto.  Unos 
afirman  que  deben  rebajarse  del  tercio  por  las  mismas  ra- 
zones que  se  rebajan  del  quinto  habiendo  hijos,  y  entregarse 
los  otros  dos  tercios  á  los  ascendientes  como  legítima  suya 
sin  descuento  ni  gravamen.  Otros  sostienen  que  se  han  de 
bajar  del  cuerpo  de  bienes,  á  no  ser  que  el  testador  ordene 
lo  contrario  :  Io.  porque  la  ley  no  dispone  que  se  deduz- 
can del  tercio  ,  así  como  dispone  se  deduzcan  del  quinto  en 
el  otro  caso  ;  —  2o.  porque  siendo  dichos  gastos  necesarios 
y  por  consiguiente  un  débito  contra  la  herencia,  parece  na- 
tural se  saquen  del'  cuerpo  de  ella  antes  de  hacer  la  distri- 
bución entre  los  herederos  y  legatarios  ;  —  3o.  porque  la 
legítima  de  los  ascendientes  no  es  tan  privilegiada  como  la 
de  los  descendientes,  pues  aquella  es  deuda  por  derecho 
natural ,  según  dicen,  y  esta  por  causa  de  equidad  ó  piedad. 
La  primera  razón  es  la  única  que  presenta  alguna  fuerza  ; 
pues  la  segunda  milita  igualmente  en  todos  los  casos  ,  y  la 
tercera  es  puramente  imaginaria.  —  También  se  duda  si 
podrá  el  hijo  que  se  halla  bajo  la  patria  potestad  disponer 
del  tercio  de  sus  bienes  adventicios  en  propiedad  y  usu- 
fructo á  favor  de  un  eslraño,  ó  solamente  en  propiedad  para 
que  al  padre  quede  el  usufructo  mientras  viva ,  puesto  que 
el  usufructo  de  tales  bienes  corresponde  al  padre  durante 
su  vida,  según  dice  la  ley,  por  razón  del  poderío  que  ha  sobre 
el  fijo:  y  aunque  hay  diversas  opiniones  sobre  este  punto , 
parece  mas  fundada  la  de  los  que  conceden  al  hijo  la  facultad 
de  disponer  del  tercio  de  dichos  bienes  en  propiedad  y  usu- 
fructo, y  así  efectivamente  se  observa  en  la  práctica:  — 
Io.  porque  la  ley  autoriza  á  los  hijos  para  que  llegando  á  la 
pubertad  puedan  testar  aunque  estén  bajo  la  patria  potestad 
como  si  se  hallasen  fuera  deella;  —  2o.  porque  verificándose 
la  muerte  del  testador,  que  es  cuando  empieza  á  tener  efecto 
el  testamento,  se  consolida  la  propiedad  con  el  usufructo. 
—  Por  último,  aunque  el  descendiente  puede  consignar  el 
tercio  en  los  bienes  que  quisiere  cuando  le  deja  á  alguno  de 
sus  ascendientes  ,  se  duda  si  podrá  ó  no  hacerlo  cuando  le 
deja  á  un  estraño;  y  parece  mas  probable  la  opinion  afirma- 
tiva, porque  si  los  ascendientes  pueden  señalar  el  quinto 
cuando  le  legan  á  estraño  ,  del  mismo  modo  que  cuando  le 
dejan  á  alguno  de  sus  descendientes,  que  son  herederos  mas 
privilegiados  que  aquellos,  mejor  podrán  estos  designar  el 
tercio,  mayormente  no  habiendo  prohibición  legal,  pues 
donde  versa  igual  ó  mayor  razón,  debe  ser  una  misma  la 
disposición  de  derecho;  ley  6  de  Toro,  ley  1,  tít.  20,  lib.  10, 
Nov.  Rcc.  Véase  Mejora  de  tercio  y  quinto. 

TÉRMINO.  El  espacio  de  tiempo  que  se  concede  para 
hacer  alguna  cosa  ó  evacuar  algún  acto  judicial.  Se  divide 
en  legal ,  judicial  y  convencional  :  se  llama  legal  el  conce- 
dido por  la  ley,  estatuto  ,  estilo  ó  costumbre  sin  ministerio 
del  juez  ni  de  los  litigantes  :  judicial  el  concedido  por  el 
juez  en  virtud  de  disposición  ó  permiso  de  la  ley;  y  conven- 
cional el  que  se  conceden  mutuamente  las  parles.  En  la  pa- 
labra Plazo  se  ha  hablado  ya  del  término  qu#  V»s  partes  es-_ 


tipulan  en  los  contratos ,  así  como  en  los  diferentes  af  lículos 
de  las  palabras  Juicio ,  Apelación ,  Recurso ,  Súplica,  y  otros 
muchos  se  designan  los  términos  que  se  conceden  en  los 
trámites  de  estas  diversas  instancias.  Hay  no  oDstanta  que 
añadir  algunas  observaciones  con  respecto  al  término  pro- 
batorio. 

TÉRMINO  probatorio.  El  espacio  de  tiempo  que  señala 
el  juez  con  arreglo  á  la  ley  para  que  las  partes  hagan  las 
probanzas  de  lo  deducido  y  negado  en  juicio.  El  término 
probatorio  se  divide  en  ordinario,  y  ultramarino  :  el  ordi- 
nario es  de  ochenta  dias  cuando  la  prueba  de  testigos  ha  de 
hacerse  de  puertos  aquende,  esto  es,  dentro  de  los  puertos 
ó  límites  de  la  provincia  donde  se  sigue  el  pleito ,  y  de  ciento 
veinte  dias  cuando  se  ha  de  hacer  de  puertos  allende ,  esto 
es,  fuera  del  territorio  de  la  provincia,  ley  i,  lit.  10, 
lib.  11 ,  Nov.  Rec.  ;  el  ultramarino  es  de  seis  meses  cuando 
los  testigos  se  hallaren  fuera  del  reino  ó  en  provincias  sitas 
á  la  otra  parte  del  mar,  como  en  Canarias,  de  año  y  medio 
cuando  se  hallaren  en  Nueva  España  ,  de  dos  cuando  estu- 
vieren en  el  Perú,  y  de  tres  cuando  se  encontraren  en  Fili- 
pinas, íej/2,  lit.  10,  lib.  11 ,  Nov.  'Rec.  El  término  ordi- 
nario puede  abreviarse  por  el  juez  según  la  calidad  del 
negocio ,  circunstancias  de  las  personas  y  distancia  de  los 
lugares,  pero  no  prorogarse  ni  alargarse;  bien  que  si  hu- 
biere y  se  probare  justa  causa  para  ello,  no  solo  puede  el 
juez  abreviarle  y  restringirle ,  sino  también  alargarle  y  aun 
revocar  el  concedido  ,  según  dicen  los  intérpretes ,  porque 
los  términos  legales  se  fijaron  para  los  casos  comunes,  y  no 
seria  justo  que  en  un  caso  estraordinario  quedase  indefenso 
un  litigante  por  falta  del  término  suficiente  para  su  pro- 
banza; leyes  1  y  3,  til.  10,  lib.  11,  Nov.  Rec.  El  término 
ultramarino  ó  estraordinario  puede  alargarse  ó  abreviarse, 
añadirse  ó  menguarse  por  el  juez  ,  según  las  circunstancias 
y  las  distancias;  mas  para  su  concesión  son  precisas  de 
parte  del  que  le  pretende  cuatro  cosas  :  Ia.  que  le  pida  jun- 
tamente con  el  ordinario  ,  para  que  corran  ambos  á  un  pro- 
pio tiempo,  pues  pasado  el  ordinario  ya  no  puede  concederse 
el  ultramarino  :  —  2a.  que  esprese  los  nombres,  apellidos  y 
residencia  de  los  testigos  de  que  intenta  valerse,  y  justifique 
dentro  de  treinta  dias  perentorios  no  solo  que  se  hallan  en  el 
paraje  que  indica,  sino  también  que  al  tiempo  del  hecho  liti- 
gioso estaban  en  el  pueblo  ó  lugar  donde  sucedió  :  —3a.  que 
jure  no  pide  el  término  maliciosamente  por  alargar  el  pleito  : 
~lía.  que  deposite  luego  la  cantidad  que  aljuez parezca  sufi- 
ciente para  las  espensas  que  haga  el  colitigante  en  ir  ó  en- 
viar persona  para  conocer  y  ver  presentar  y  juramentar  sus 
testigos,  pues  no  siendo  pobre  ó  el  fisco  ,  ha  de  ser  con- 
denado en  ellas  ,  si  no  prueba  su  intención  ;  leyes  3  y  U , 
lit.  10  ,  lib.  11 ,  Nov.  Rec.  Pero  es  de  observar  que  no  son 
necesarios  estos  cuatro  requisitos  cuando  el  hecho  que  so 
intenta  probar  no  sucedió  aquí,  sino  en  ultramar  ú  otros 
parajes  remotos,  pues  entonces  como  es  accidental  que  se 
ponga  aquí  la  demanda  ,  y  es  de  creer  que  los  testigos  están 
en  su  tierra,  cesa  la  presunción  de  malicia;  bien  que  siem- 
pre deben  espresarse  los  nombres  y  residencia  de  los  testi- 
gos, para  que  el  contrario  pueda  ir  ó  enviar  á  conocerlos  y 
verlos  juramentar,  por  si  hubiese  tachas  que  oponerles. 

Tienen  facultad  los  jueces,  como  se  ha  indicado,  para 
abreviar  ó  coartar  eltérmino  designado  por  la  ley  ;  y  usando 
á  veces  de  este  medio  por  evitar  dilaciones  que  no  son  ne- 
cesarias, reciben  la  causa  á  prueba  con  término  de  quince, 
veinte  ó  treinta  dias  ;  pero  la  parte  que  se  interesa  en  la 
dilación  suele  pedir  que  se  prorogue,  y  no  se  puede  .desa- 
tender fácilmente  su  pretensión  hasta  que  llegue  al  tiempo 
que  la  ley  señala,  pues  encaso  de  negativa  interpone  ape- 
lación como  de  un  auto  de  gravamen  irreparable ,  de  modo 
que  no  se  obtiene  otro  resultado  sino  aumentar  los  gastos  de 
ias  partes,  y  por  ello  es  eomunmente  mas  ventajoso  recibir 
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la  causa  á  prueba  por  los  ochenta  días  de  la  ley  comunes  á 
las  partes.  Conde  de  la  Cañada ,  Inst.  práct.,  parí,  i, cap.  8, 
ns.  10  y  11  ;  ley  2,  lit.  15,  Part.  3. 

El  término  probatorio  es  común  á  las  partes,  de  suerte 
que  el  concedido  á  la  una  aprovecha  también  á  la  otra , 
aunque  esta  no  lo  hubiese  pedido  :  —  corre  de  momento  á 
momento  desde  el  día  de  su  última  notificación  exclusive,  y 
si  en  la  última  notificación  se  pone  la  hora ,  corre  desde 
ella  :  — sigue  también  su  curso  en  los  dias  feriados,  pues  se 
considera  continuo,  bien  que  puede  hacerse  en  ellos  el 
examen  de  testigos ,  habiéndoseles  recibido  juramento  en 
dia  útil  ;  pero  puede  el  interesado  pedir  al  juez  que  habilite 
ó  suspenda  los  dias  feriados,  y  si  repentinamente  ocurriere 
alguna  suspension  de  tribunales,  puede  también  después 
que  se  abran  solicitar  que  se  declare  haber  estado  suspenso 
el  término  en  el  intermedio  ,  no  siendo  justo  que  por  esta 
causa  padezcan  detrimento  los  litigantes  :  —  finalmente  , 
impide  toda  innovación  y  cualquier  procedimiento  que  no 
sea  relativo  á  las  probanzas;  de  manera  que  durante  el  tér- 
mino probatorio  nada  se  puede  hacer  mas  que  la  prueba;  y 
si  se  introduce  algún  artículo  perjudicial  que  es  indispensa- 
ble decidir  previamente ,  debe  quedar  entonces  y  subsistir 
suspenso  el  término  desde  la  presentación  del  pedimento 
del  incidente  ó  artículo  hasta  su  determinación.  Ley  2, 
lit.  13,  Part.  3. 

TÉRMINO  perentorio.  El  que  se  concede  últimamente 
y  con  denegación  de  otro. 

TERRUÑO  ultramarino.  El  que  se  concede  para  hacer 
prueba  en  ultramar  ó  fuera  del  territorio  de  la  nación.  Le- 
yes 1  «ft  y  su  notait,  lit.  10,  ¿¿'6.  H  ,  Nov.  Rec.  Véase  Tér- 
mino probatorio. 

TÉRMINO  redondo.  El  territorio  esento  de  la  jurisdic- 
ción de  todos  los  pueblos  comarcanos. 

TÉRMINOS.  Los  límites  ó  confines  de  un  lugar,  provin- 
cia ó  heredad  con  otra;  y  los  mojones  ó  señales  que  se 
ponen  para  distinguirlos.  Véase  Mojones. 

TÉRMINOS.  Las  palabras  ó  espresiones  de  que  uno  se 
sirve  para  manifestar  sus  ideas  ó  hacer  conocer  las  cosas 
como  si  estuviesen  presentes.  Muchos  términos  pueden  to- 
marse en  su  propia  significación  ó  en  otra  significación  me- 
nos propia;  y  por  ello  importa  sobremanera  queMas  personas 
que  hacen  alguna  disposición  entre  vivos  ó  por  causa  de 
muerte,  usen  de  términos  tanconvenient.es  y  adaptados  á 
su  intención,  que  no  dejen  motivo  alguno  de  duda  ,  ni  den 
lugar  á  contestaciones  que  no  siempre  es  fácil  decidir,  por 
mas  reglas  que  hayan  dado  los  jurisconsultos  para  la  inter- 
pretación de  las  palabras  dudosas.  —  Guando  no  hay  ambi- 
güedad en  los  términos  no  puede  haber  cuestión  sobre  la 
voluntad:  Cùm  in  verbis  nulla  ùmbiguilas  es!,  non  débil 
admilti  vohmlalis  quœstio. — En  los  testamentos  no  conviene 
apartarse  de  la  significación  de  los  términos  ,  mientras  no 
aparezca  que  el  testador  tuvo  otro  pensamiento  :  Non  aliter 
à  significa tione  verborum  recedi  oporlcl ,  qvivm  chtn  mnni- 
festum  est  alind  sensisse  teslalorcm.  Mas  no  siempre  deben 
tomarse  los  términos  á  la  letra,  puesto  que  muchas  veces 
hablan  los  testadores  abusivamente ,  y  no  siempre  echan 
mano  de  voces  propias;  ley  K  ,  fit.  55,  Part.  1  :  Non  enim 
in  causa  testamento  ru  m  ad  definilionem  usque  descendendum 
est,  cùm  plcr  unique  lesta  tores  abusive  loquanlur,  nec  pro- 
priis  nominibus  ac  vocabulis  semper  ulanlur.  Véase  Inter- 
pretación. 

TÉRMINOS  generales.  Las  palabras  ó  expresiones  en 
que  está  concebida  una  disposición  legal  6  particular  sin  li- 
mitarse á  casos,  circunstancias  ó  cosas,  y  no  debe  admitirse 
distinción  cuando  no  la  hace  la  ley  :  Ubi  lexnon  dislinguit, 
nec  nos  distinguere  debemus. 

TÉRMINOS  esenciales.  Las  palabras  que  deben  po- 
nerse necesariamente,  bajo  pena  de  nulidad  del  acto;  de 


suerte  que  no  pueden  suplirse  por  otras  equivalentes.  Tal 
es  el  término  de  acepto  ó  aceptamos  en  que  según  el  nuevo 
código  de  comercio  debe  concebirse  la  aceptación  de  las 
letras  de  cambio. 

TÉRMINOS  directos  É  indirectos.  Términos  directos 
son  los  que  recaen  directamente  en  la  persona  de  aquel  á 
quien  se  deja  una  herencia  ó  legado  sin  la  interposición  de 
otra  persona;  y  términos  indirectos  ú  oblicuos  aquellos  de 
que  se  sirve  el  testador  para  dejar  á  uno  alguna  cosa  mediante 
otra  persona  ,  para  que  la  reciba  de  sus  manos.  Véase  Fi- 
deicomiso. 

TÉRMINOS  prohibitivos  t  negativos.  Las  palabras 
con  que  las  leyes  prohiben  alguna  cosa,  ó  niegan  la  iacullad 
de  hacerla.  Estos  términos  llevan  consigo  la  pena  de  nulidad 
de  lo  que  se  hiciere  en  contravención.  Legislatori  prohi- 
buisse  suf/iciat  ;  nam  quœ  lege  peri  prohibenliir,  si  fuerint 
faclapro  infeclis  habenlur.  Véase  Cláusula  irritante. 

TERRATENIENTE.  El  dueño  ó  poseedor  de  tierra  ó 
hacienda.  Suele  llamarse  así  el  que  siendo  vecino  de  un 
pueblo,  posee  tierras  en  otro,  donde  tiene  que  pagar  los 
tributos  ó  repartimientos  que  por  ellas  le  corresponden. 

TERRAZGO.  Cierta  pension  ó  derecho  que  paga  al 
dueño  de  una  tierra  el  que  la  tiene  en  cultivo. 

TERRAZGUERO.  El  labrador  que  en  reconocimiento 
del  señorío  paga  al  señor  solariego  cierta  pension  ó  censo 
por  las  tierras  que  labra. 

TERRITORIO.  El  sitio  ó  espacio  que  está  comprendido 
dentro  de  los  términos  de  una  ciudad,  villa  ó  lugar,  uni- 
versilas  agrorum  intra  fines  cujusque  civilatis;  y  el  circuito, 
término  ó  estension  que  comprende  la  jurisdicción  ordina- 
ria. Territorio  viene  de  la  palabra  latina  terra  tierra,  según 
unos,  y  del  verbo  terrero  desterrar,  según  otros.  Terrilo- 
rium  ab  eo  dictum  est,  quod  magislratus  ibi  terrendi,  id 
est,  submovendi jus  habeat. 

TESORO.  El  depósito  antiguo  de  dinero  ó  alhajas,  que 
estando  escondido  de  tiempo  inmemorial,  no  tiene  ya  due- 
ño ;  ó  bien  :  el  dinero  ú  otra  cosa  preciosa  oculta  ó  escon- 
dida ,  sobre  que  nadie  puede  justificar  derecho  alguno  de 
dominio,  y  que  se  descubre  por  puro  efecto  de  la  casualidad  : 
Thésaurus  est  velus  quœdam  depositio  pecuniœ ,  c":us  non 
extal  memoria,  ut  jam  dominum  non  Iiabeat.  El  que  en  su 
casa  ó  heredad  hallare  tesoro  por  aventura  ó  buscándolo, 
lo  hace  suyo  por  entero;  mas  si  alguno  lo  hubiese  escondido 
y  pudiere  probar  que  le  pertenece,  debe  entregársele  :  —  si 
lo  hallare  en  casa  ó  heredad  ajena  labrándola  ó  en  otro  modo 
casual,  debe  partirlo  por  mitad  con  el  dueño  ele  ella;  pero 
será  todo  de  este  cuando  lo  encuentre  buscándolo  estudio- 
samente :  —  y  lo  mismo  se  entiende  si  el  tesoro  se  hallare 
en  casa  ó  heredad  perteneciente  al  Estado  ó  á  común  de 
concejo;  ley  ho,  lit.  %R,Parl.  5.  Véase  Hallazgo. 

TESORO.  El  erario  público  donde  entra  el  producto  de 
las  contribuciones,  impuestos, rentas  y  derechos  que  pagan 
los  ciudadanos  para  ocurrir  á  los  gastos  del  Estado. 

TESTA  férrea  ó  testa  de  ferro.  El  que  presta  su 
nombre  en  algún  contrato,  pretensión  ú  otro  negocio  que 
en  la  realidad  es  de  otra  persona. 

TESTADO.  El  que  ha  muerto  con  testamento ,  como 
contrapuesto  al  que  ha  muerto  intestado  ó  ab  intestato.  Se- 
gún la  legislación  romana  y  la  nuestra  de  las  Partidas  nadie 
podia  morir  en  parte  testado  y  en  parte  intestado  ;  y  asi  era 
que  el  testamento  abrazaba  siempre  toda  la  herencia  ,  de 
modo  que  si  el  testador  disponía  de  parte,  de  sus  bienes  a 
favor  de  una  persona  sin  hacer  mención  de  los  restantes,  el 
heredero  instituido  se  los  llevaba  todos  en  perjuicio  del  le- 
gítimo; leyes  17,  18  y  19,  lit.  5,  Part.  G.  Mas  habiéndose 
destruido  esta  regla  por  las  leyes  de  la  Recopilación ,  y  no 
siendo  ya  necesaria  la  institución  de  heredero  para  la  vali- 
dez del  testamento,  puede  el  testador  disponer  como  quiera 
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de  sus  bienes  en  todo  ó  en  parte  y  morir  testado  é  intestado 
á  un  mismo  tiempo;  en  cuyo  caso  los  bienes  de  que  dispuso 
irán  á  las  personas  á  quienes  los  dejó  como  herencia  ó  lega- 
do, y  los  bienes  de  que  no  dispuso  pasarán  á  los  herederos 
llamados  por  la  ley;  ley  i,  til.  18,  ¡¡"6.  10,  Nov.  Rec. 

TESTADOfl.  El  que  hace  testamento,  ó  dispone  de  sus 
bienes  para  después  de  su  muerte.  Véase  Testamento. 

TESTADUKA.  La  borradura  lineal  de  las  letras  que 
estaban  escritas.  No  pueden  los  escribanos  ó  notarios  tes- 
tar, rayar  ó  borrar  líneas  ó  palabras  en  los  instrumentos  ó 
escrituras  qt_e  se  otorgan  ante  ellos  ,  sin  que  las  enmiendas 
se  aprueben  poi  'as  partes  y  se  salven  antes  de  las  firmas  , 
de  modo  que  no  quede  sospecha  alguna  de  fraude  ó  mala 
fe,  pues  de  otra  manera  podrían  ser  condenados  á  pagar  á 
los  interesados  los  daños  y  perjuicios  que  se  les  siguiesen  , 
y  aun  á  perder  el  oficio  y  quedar  inhábiles  para  otro;  ley  i, 
lit.  25,  lib.  10,  Nov.  Rcc.  Véase  Instrumento  público. 

TESTAMENTARIA.  La  ejecución  de  lo  dispuesto  en 
el  testamento;  —  el  conjunto  de  los  documentos  y  papeles 
que  convienen  para  el  debido  cumplimiento  de  la  voluntad 
del  testador;  y  la  reunion  de  los  albaceas  ó  ejecutores  tes- 
tamentarios. Véase  Partición  de  herencia. 

TESTAMENTARIO.  El  albacea  ó  cabezalero  que  tie- 
ne á  su  cargo  ejecutar  y  cumplir  la  voluntad  del  testador, 
y  lo  dispuesto  en  el  testamento.  Véase  Albacea. 

TESTAMENTO.  La  declaración  legal  que  uno  hace 
de  su  última  voluntad,  disponiendo  de  sus  bienes  para  des- 
pués de  su  muerte  ;  ley  1  ,  lit.  1 ,  Part.  6.  Esta  declaración 
ha  de  ser  legal ,  esto  es  ,  hecha  con  las  formalidades  que 
prescriben  las  leyes,  para  evitar  los  fraudes  y  suposiciones 
de  testamentos  que  pudiera  forjar  la  codicia  ;  y  como  la 
disposición  que  contiene  es  de  última  voluntad  ,  no  empieza 
á  tener  efecto  sino  después  de  la  muerte  del  testador,  y 
puede  siempre  revocarse  por  él  hasta  el  último  momento 
de  su  vida.  La  voluntad  del  testador  es  el  alma  de  su  testa- 
mento, así  como  la  voluntad  del  legisladores  el  alma  de  la 
ley,  y  debe  respetarse  hasta  en  las  espresiones  ambiguas 
que  la  oculten,  sin  que  causen  obstáculo  alguno  á  su  cum- 
plimiento las  nubes  en  que  esté  envuelta  ,  siempre  que  de 
algún  modo  pueda  descubrirse  y  conocerse  :  Sempcr  vesli- 
(jia  volunlalis  leslatorum  sequimur.  La  palabra  testamento 
viene  de  las  voces  latinas  testalio  mentis ,  testimonio  de 
nuestra  voluntad,  porque  efectivamente  es  una  manifesta- 
ción de  nuestra  voluntad ,  hecha  delante  de  testigos;  ley  l, 
til.  1,  Part.  6.  Testalio  mentis,  hoc  est,  voluntas  téstala, 
sea,  lestibus  adIUbilis  declárala  et  probala;  deduelo  tesla- 
menti  nomine  ex  ipsa  rei  substanlia,  non  vero  ex  ipsis  verbis. 

El  derecho  de  hacer  testamento  ,  ó  de  disponer  de  nues- 
tros bienes  para  un  tiempo  en  que  ya  no  existiremos,  no 
nos  viene  por  cierto  de  la  naturaleza  ,  Antonio  Gómez  á  la 
ley  3  de  Toro;  pues  en  el  derecho  natural,  el  hombre  muere, 
sus  bienes  quedan  vacantes ,-  y  se  apodera  de  ellos  el  pri- 
mero que  llega  :  mas  las  leyes  civiles  de  todas  las  naciones, 
después  de  fijar  el  derecho  de  propiedad  y  de  hacerle  co- 
municable mediante  los  contratos,  le  hicieron  también  tras- 
misible  en  el  instante  de  la  muerte,  abriendo  así  la  puerta 
á  los  testamentos  y  sucesiones ,  de  modo  que  no  contentas 
con  determinar  á  quién  habían  de  pertenecer  los  bienes  va- 
cantes ,  han  permitido  al  hombre  determinarlo  por  sí  mismo, 
para  que  mediante  la  justa  distribución  de  su  hacienda  pueda 
recompensar  á  unos  ,  castigar  á  otros ,  alentar  á  los  que  se 
inclinan  al  bien  ,  y  dar  consuelos  á  los  que  esperimentan  las 
desgracias  de  la  naturaleza  ó  los  reveses  de  la  fortuna.  No 
fallan  quienes  reprueban  la  facultad  de  hacer  testamento, 
mirándola  como  causa  y  origen  de  infinitos  males  que  afli- 
gen á  la  sociedad  ;  pero  hay  tres  razones  poderosas  que  la 
justifican  :  Ia.  la  ley  sobre  sucesiones  no  puede  menos  de 
ser  siempre  muy  imperfecta ,  pues  no  puede  acomodarse  á 


la  diversidad  de  casos  y  circunstancias,  y  solo  el  propieta- 
rio es  capaz  de  tomar  en  consideración  las  necesidades  que 
tendrán  respectivamente  después  de  su  muerte  las  personas 
que  dependen  de  él  :  —  2a.  revestido  el  propietario  de  esta 
facultad  ó  poder,  que  debe  considerarse  como  una  rama  de 
la  legislación  penal  y  remuneratoria,  puede  ser  mirado  como 
un  magistrado  establecido  para  fomentar  la  virtud  y  repri- 
mir el  vicio  en  el  pequeño  estado  que  se  llama  familia,  pues 
hasta  el  hombre  mas  vicioso  desea  la  probidad  y  buena  re- 
putación de  sus  hijos  :—  5a.  este  poder  hace  mas  respetable 
la  autoridad  paterna  y  asegura  la  sumisión  de  los  hijos;  bien 
que  para  no  convertir  al  padre  en  tirano,  se  ha  establecido 
lo  que  se  llama  legítima ,  de  ia  cual  no  se  puede  privar  á  los 
hijos  sino  por  causas  señaladas  en  la  ley  y  probadas  judi- 
cialmente. Si  el  propietario  no  tiene  herederos  naturales, 
se  le  permite  dejar  sus  bienes  á  quien  le  parezca  ;  pues  con- 
viene que  pueda  cultivar  la  esperanza  y  recompensar  el  cui- 
dado de  un  criado  fiel ,  mitigar  los  pesares  de  un  amigo ,  y 
sobre  todo  atender  á  la  suerte  de  una  mujer  á  la  cual  solo 
ha  faltado  una  ceremonia  para  ser  llamada  su  viuda ,  y  de 
unos  huérfanos  que  son  sus  hijos  á  los  ojos  de  todo  el  mundo, 
menos  á  los  del  legislador. 

El  testamento  es  de  dos  especies ,  solemne  y  privilegiado  : 
aquel  es  el  que  se  otorga  con  las  formalidades  prescritas  por 
las  leyes,  como  debe  hacerse  generalmente  ;  y  este  el  que 
ningún  otro  requisito  exige  sino  que  conste  de  algún  modo  la 
voluntad  del  otorgante.  El  solemne  se  divide  en  nuncupativo 
ó  abierto  y  escrito  ó  cerrado  :  —  el  nuncupativo  ó  abierto 
es  el  que  se  hace  ante  escribano  y  testigos  ó  solo  ante  tes- 
tigos sin  escribano ,  en  cédula  ó  memoria  ó  de  palabra  ;  — 
y  el  escrito  ó  cerrado  es  el  que  el  testador  escribe  ó  redacta 
en  secreto  por  sí  ó  por  medio  de  otro  y  le  présenla  luego 
cerrado  ante  escribano  y  siete  testigos  que  le  firman  con 
él  mismo  en  la  cubierta  ;  ley  1,  lit.  1,  Pari.  H.  En  los  artí- 
culos siguientes  hablaremos  con  mas  estension  de  cada  una 
de  estas  especies  de  testamentos,  después  de  esplicar  aquí 
lo  que  es  común  á  todas  ellas. 

Para  la  validez  del  testamento  se  requiere  :  Io.  que  el  tes- 
tador sea  capaz  de  testar  :  —  2o.  que  los  testigos  sean  idó- 
neos y  concurran  en  el  número  exigido  por  la  ley,  según  la 
especie  de  testamento  :  —  5o.  que  todos  los  testigos  vean  y 
oigan  hablar  al  testador,  aunque  sea  en  tiempo  de  peste, 
pues  se  podria  cometer  algún  fraude  remedando  su  voz  :  — 
!l°.  que  entiendan  clara  y  distintamente  todo  el  contexto  del 
testamento  nuncupativo ,  y  el  otorgamiento  que  se  hace  del 
cerrado  ó  escrito,  para  que  siendo  interrogados  puedan  de- 
poner contestes  ;  ley  3,  lit.  i,  Part.  6,  y  ley  1,  lit.  18,  lib.  10, 
Nov.  Rcc.  —  5o.  que  mientras  se  lee  y  otorga  ó  publica  el 
testamento  estén  todos  presentes  sin  fallar  ninguno ,  por  ma- 
nera que  no  basta  que  algunos  de  los  testigos  oigan  parte  del 
testamento  y  los  otros  lo  restante  ,  ni  que  el  testador  les  ma- 
nifieste separadamente  su  voluntad  ,  sino  que  todos  ellos 
juntos  en  un  mismo  acto,  lugar  y  tiempo,  sin  intermisión, 
la  han  de  oir  íntegramente  de  boca  del  mismo  testador.  En 
caso  de  que  el  testador  sea  eslranjero  y  no  sepa  la  lengua  del 
pais  ni  se  encuentren  testigos  que  le  entiendan ,  se  ha  de 
practicar  lo  que  se  ha  dicho  en  la  palabra  Intérprete.  No  es 
necesaria  ,  como  antiguamente,  la  institución  de  heredero, 
ni  la  admisión  de  la  herencia  por  el  heredero  instituido,  para 
que  valga  el  testamento  en  cuanto  á  las  mandas  y  lo  demás 
que  contenga,  pues  faltando  heredero  testamentario  por  no 
haber  sido  nombrado ,  ó  por  no  querer  aceptar  la  sucesión, 
pasan  los  bienes  à  los  que  tienen  derecho  de  heredar  ab  in- 
testato,  con  el  cargo  de  evacuar  lo  dispuesto  en  el  testa- 
mento. Ley  \,  til.  18,  lib.  10,  Nov.  Rec. 

Puede  hacer  testamento  cualquiera  persona  de  ambos 
sexos  á  quien  la  ley  no  lo  haya  prohibido.  Tienen  prohibi- 
ción legal  las  personas  siguientes  :  Io.  el  que  no  haya  cuna- 
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piído  calorce  años  siendo  varón  ,  y  doce  siendo  hembra; 
ley  13,  lit.  1,  Part.  6  :  —  2o.  el  demente  ó  loco  mientras  !o 
está;  pero  vale  el  testamento  que  hubiese  hecho  antes  de  la 
locura  ,  y  el  que  hiciere  durante  sus  lúcidos  intervalos,  se- 
gún se  ha  dicho  en  la  palabra  Loco  :  —  3o.  el  pródigo  á 
quien  se  ha  puesto  intervención  judicial,  prohibiéndosele  la 
libre  administración  de  sus  bienes  ;  pero  será  váüdo  el  tes- 
tamento que  hubiese  ordenado  ántes'de  dicha  prohibición  : 
—  4o.  El  sordo-mudo  de  nacimiento,  á  no  ser  que  sepa  de- 
clarar su  voluntad  por  escrito  ,  pues  en  tal  caso  no  hay 
razón  para  que  se  le  prohiba  :  —  S°.  el  religioso  profeso  , 
según  se  ha  indicado  en  la  palabra  Religioso.  —  El  menor 
que  ha  llegado  á  la  edad  de  la  pubertad  ,  puede  testar  sin 
licencia  ni  autorización  de  sus  mayores  ó  tutores;  y  la  mu- 
jer casada  puede  hacerlo  también  sin  el  consentimiento  de 
su  marido  y  sin  la  autorización  de  la  justicia  ;  ley  5  de  Toro, 
que  es  la  h,  lit.  18,  lib.  10,  Nov.  Rec.  Los  condenados  á 
muerte  ó  deportación  pueden  testar  de  los  bienes  que  no  les 
fueren  confiscados  (1).  Pueden  testar  los  rehenes  así  como  los 
prisioneros  y  cautivos,  aunque  estén  en  poder  ajeno  ,  pues 
conservan  todos  los  derechos  de  ciudadanos  ;  ley  i  de  Toro; 
Vatlel,  derecho  de  gentes,  lib.  3.  Los  arzobispos  y  obispos 
pueden  disponer  por  testamento  como  quisieren  de  sus  bie- 
nes patrimoniales  y  de  los  que  les  vienen  por  industria,  do- 
nación, herencia  ú  otro  título  semejante;  pero  no  de  los  que 
adquieren  por  razón  de  sus  obispados,  dignidades  ó  benefi- 
cios eclesiásticos,  aunque  en  vida  tienen  facultad  para  dis- 
tribuirlos entre  sus  parientes,  amigos ,  criados  ú  otras  per- 
sonas; ley  8,  lit.  21,  Part.  1.  Los  clérigos  seculares  pueden 
testar  no  solo  de  sus  bienes  patrimoniales  y  de  los  habidos 
por  industria,  donación,  manda  ó  herencia,  sino  también  de 
los  adquiridos  por  razón  de  iglesias,  beneficios  ó  rentas  ecle- 
siásticas, aunque  hayan  sido  religiosos  profesos;  ley  12,  tít. 
%0,lib.  10,  Nov.  Rec, y  ley  §,  lit.  12,  lib.  i,Rccop.  de  Ind.  (2). 
Pueden  por  fin  y  han  podido  siempre  testar  libremente 
los  estranjeros,  á  pesar  de  que  en  otros  estados  se  atribuía 
el  fisco  los  bienes  que  un  estranjero  diñaba  en  ellos  por  su 
muerte.  Véase  Extranjero. 

Habiendo  visto  quiénes  pueden  testar,  resta  examinar 
quiénes  pueden  ser  testigos  en  los  testamentos,  ó  por  mejor 
decir  quiénes  no  pueden  serlo.  No  pueden  ser  testigos  en 
ninguna  de  las  insinuadas  clases  de  testamento,  ni  en  los 
codicilos  ú  otro  acto  de  última  voluntadlas  personas  siguien- 
tes :  Io.  los  condenados  por  cantares  ,  dictados  ó  libelos  in- 
famatorios, por  hurto,  homicidio,  ú  otro  delito  igual  ó  ma- 
yor :  —  2o.  los  apóstatas  que  se  hicieron  moros  ó  judíos  , 
aunque  después  se  conviertan  :  —  5o.  las  mujeres;  ley  9, 
tit.  1,  Part.  6  :  —  Z|°.  los  hermafroditas  que  participen  mas 
de  la  naturaleza  de  hembra  que  de  la  de  varón  ;  ley  10  , 
tít.  1,  Parí  6:  — S°.  los  menores  de  catorce  años:  —  6o.  los 

(1)  En  la  república  de  Méjico  hoy  pueden  ya  testar  sin  escep- 
cion  alguna  los  condenados  al  último  suplicio,  porque  ha  sido 
borrada  del  código  penal  la  confiscación  de  los  bienes  por  el 
art.  179  de  las  Bases  de  organización  política  de  12  de  junio 
de  1845.  —  Abolida  también  en  la  república  de  Venezuela  la  pe- 
na de  confiscación  por  el  art.  206  de  la  Constit.  de  24  de  setiem- 
bre de  1830,  puede  testar  ya  sin  escepcion  alguna  el  condenado 
al  último  suplicio.  —  Lo  mismo  se  halla  dispuesto  en  la  república 
de  Chile  por  el  art.  145,  Constit.  de  1833. 

(2)  Así  lo  declaró  ademas  el  Consejo  para  España  en  1  786,  se- 
gún el  testimonio  del  Febrero  novís.,  lib.  3,  tit.  2,  cap.  1,  §  28; 
y  á  todo  se  añade  la  analogía  de  la  cédula  de  5  de  diciembre  de 
1785,  por  la  cual  se  permitió  suceder  por  testamento  y  ab  intcstalo 
á  los  ex-coadjutores  y  sacerdotes  profesos  de  la  eslinguida  Com- 
pañía de  Jesús,  privándoles  solo  del  arbitrio  de  testar,  por  la 
misma  razón  que  tenia  el  legislador  para  encomendar  la  adminis- 
tración de  los  bienes  á  los  parientes  mas  cercanos,  es  decir,  por 
razón  de  circunstancias  transitorias. 


locos  mientras  dure  la  demencia  :  —  7o.  los  pródigos  con 
intervención  judicial:  —8o.  los  mudos  y  sordos;  ley  9 
cil.  :  —  9o.  los  ciegos  ,  porque  no  pueden  ver  al  testador  ; 
véase  Ciego  :  —  10.  los  que  no  entienden  el  idioma  del  tes- 
tador, aunque  el  escribano  se  lo  esplique,  pues  serian  testi- 
gos de  este  y  no  de  aquel  :  —  11.  los  siervos,  á  no  ser  que 
á  la  sazón  estuviesen  reputados  por  libres  :  —  12.  los  here- 
deros mismos  y  sus  parientes  dentro  del  cuarto  grado  civil 
por  afinidad  ó  consanguinidad;  ley  11  ,  lit.  1  ,  Part.  6.  Los 
legatarios  y  fideicomisarios  particulares  no  tienen  inhabili- 
dad alguna  para  ser  testigos  en  los  testamentos  en  que  se 
les  dejan  las  mandas;  pero  será  conveniente  buscar  otros  si 
pudieren  ser  habidos;  ley  11  cit.  Tampoco  la  tienen  los  re- 
gulares profesos,  aunque  se  consideran  muertos  civilmente; 
pero  también  convendrá  buscar  otros  pudiendo  ser  habidos 
y  no  habiendo  peligro  en  la  dilación. 

El  escribano  no  puede  autorizar  el  testamento  cerrado  en 
que  está  instituido  heredero  ,  porque  hace  veces  en  él  de  dos 
testigos,  y  porque  su  asistencia  se  requiere  para lavalidacion 
del  acto;  pero  puede  autorizar  el  abierto  en  que  se  le  nom- 
bra heredero  ,  con  tal  que  intervengan  los  testigos  y  solem- 
nidades que  la  ley  requiere  cuando  no  concurre  escribano , 
y  depongan  luego  los  mismos  testigos  de  su  contenido  y 
firmen  el  protocolo  ,  para  que  no  se  presuma  suplantación. 

_  El  testador  no  solo  puede  hacer  testamento  por  sí  mismo, 
sino  también  por  medio  de  comisario  ,  dándole  poder  otor- 
gado con  las  mismas  solemnidades  que  se  requieren  para  el 
testamento  nuncupativo,  según  se  esplica  con  estension  en 
la  palabra  Comisario,  que  puede  verse  en  su  lugar.  No  siem- 
pre puede  el  testador  disponer  libremente  de  todos  sus 
bienes  :  si  tiene  hijos  ó  descendientes  ,  solo  podrá  disponer 
del  quinto  á  favor  de  estraños,  aunque  puede  mejorar  á  al- 
guno de  aquellos  en  el  tercio  y  en  el  quinto ,  pues  las  cuatro 
quintas  parles  de  los  bienes  de  los  padres  son  legitima  do 
los  hijos  ,  á  quienes  no  se  puede  privar  de  ella  sino  por  las 
causas  señaladas  en  el  derecho  ;  ley  8 ,  tít.  20,  lib.  10,  IVov. 
Rec.  ;  ley  9,  til.  5,  y  ley  7,  til.  12  del  Fuero  Real:  —  si  care- 
ciendo de  hijos  deja  padres  ú  otros  ascendientes ,  solo  podrá 
disponer  del  tercio  á  favor  de  otras  personas,  pues  los  dos 
tercios  de  los  bienes  de  los  hijos  son  en  tal  caso  legítima  do 
los  padres  ,  á  quienes  tampoco  puede  privarse  de  ella  sino 
por  las  causas  que  igualmente  designa  la  ley  1,  til.  20, 
lib.  10,  Nov.  Rec. ,  ó  6  de  Toro  :  —  si  no  tiene  descen- 
dientes ni  ascendientes,  puede  disponer  libremente  de  todos 
sus  bienes  á  favor  de  cualesquiera  personas  ,  aunque  tenga 
hermanos  ,  los  cuales  solo  podrán  quejarse  y  reclamar  la 
herencia  cuando  se  vean  pospuestos  á  personas  infames  do 
hecho  ó  de  derecho  y  no  hayan  sido  desheredados  por  al- 
guna délas  causas  que  la  ley  tiene  prefijadas  ;  ley  12,  lit.  2, 
Part.  6  :  —  si  está  casado,  debe  atender  á  la  suerte  de  su 
mujer,  dejándole  lo  suficiente  para  que  pueda  vivir  bien  y 
con  decencia  en  caso  de  que  ella  no  tuviese  bienes  propios; 
bajo  el  concepto  de  que  la  viuda  que  queda  pobre,  tiene 
derecho  á  la  cuarta  parte  de  los  bienes  de  su  marido,  con 
tal  que  no  esceda  de  cien  'libras  de  oro ,  haya  ó  no  haya  tes- 
tamento, haya  ó  no  haya  herederos  forzosos;  ley  7,  lit.  13, 
Parí.,  6. 

El  testamento  suele  contener  :  Io.  no  solo  el  nombre  y 
apellido,  sino  también  la  naturaleza  y  filiación  del  testador, 
para  que  puedan  los  parientes  hacer  en  su  vista  las  pruebas 
que  les  convengan  :  —  2o.  la  invocación  divina ,  la  protes- 
tación de  la  fe,  y  todo  lo  relativo  al  entierro  y  sufragios  por 
el  alma  :  —  3o.  las  mandas  ó  legados  forzosos  y  voluntarios, 
las  mejoras,  consignaciones  y  fundaciones  que  hiciere  el 
testador  •  —  k°.  la  declaración  de  sus  deudas  y  créditos,  de 
los  matrimonios  que  hubiere  contraído,  de  las  dotes  que  hu- 
bieren llevado  sus  mujeres ,  de  las  arras  que  les  hubiese 
dado  ú  ofrecido,  de  los  bienes  que  hubiese  traído  á  cada  ma- 
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Irimonio  ,  de  la  edad  y  estado  de  sus  hijos,  de  lo  que  les 
hubiese  dado  por  dolé  ó  donación  ,  etc.  :  —  5o.  el  nombra- 
miento de  tutores  y  ejecutores  testamentarios  :  —  6o.  la 
institución  de  herederos  y  sustitutos  :  —  7o.  la  revocación 
ó  confirmación  de  otras  disposiciones  anteriores  si  las  hu- 
biere ,  etc.  —  Se  duda  si  es  requisito  preciso  para  la  esta- 
bilidad del  testamento  que  el  escribano  dé  fe  de  que  conoce 
al  testador,  ó  que  depongan  de  su  identidad  dos  de  los  tes- 
tigos instrumentales  ,  como  se  exige  en  los  contratos,  para 
evitar  todo  peligro  de  engaño.  Unos  tienen  por  indispensable 
esta  circunstancia  ,  para  que  se  sepa  si  el  testador  es  el 
mismo  que  manifiesta  ser,  fundándose  en  la  ley  K4,  lit.  18, 
Part.  3,  que  hablando  del  modo  de  ordenar  los  instrumentos  : 
El  debe  ser,  dice ,  muy  acucioso  el  escribano  de  trabajarse  de 
conoscer  los  homes  à  quien  face  las  cartas  ,  quién  son,  el  de 
qué  logar,  de  manera  que  non  pueda  hi  ser  fecho  ningún  en- 
gaño; y  en  la  ley  4,  tít.  8,  lib.  10  de  la  Nov.  Rec,  que 
manda  al  escribano  que  si  no  conociere  á  alguna  de  las  partes 
que  quisiere  otorgar  el  contrato  ó  escritura  ,  no  le  haga ,  á 
menos  que  presente  dos  testigos  que  digan  que  las  conocen; 
mas  otros  afirman  lo  contrario  ,  ya  porque  dichas  leyes  no 
hablan  sino  de  los  contratos ,  ya  porque  las  relativas  á  la 
solemnidad  de  los  testamentos  no  exigen  este  requisito  ,  ya 
porque  seria  cosa  durísima  que  un  hombre  que  se  hallase  á 
punto  de  morir  en  paraje  donde  nadie  le  conociese  ,  no  pu- 
diese declarar  su  voluntad  ni  descargar  su  conciencia.  — 
Nadie  puede  escribirse  heredero  ó  legatario  en  testamento 
3Jeno ,  aunque  se  lo  dicte  el  testador,  según  dispuso  el 
senadoconsulto  Liboniano  ,  adoptado  entre  nosotros  por  la 
práctica  universal  de  los  tribunales  superiores(l).  — El  escri- 
bano debe  tener  reservado  el  testamento  otorgado  ante  él, 
sin  revelar  á  nadie  su  contenido,  y  sin  dar  copia  ni  testi- 
monio sino  solo  al  testador  mientras  viva,  y  á  los  interesados 
después  de  su  muerte,  aunque  no  sea  cerrado  sino  abierto  , 
bajo  la  inteligencia  de  que  á  los  herederos  ha  de  dar  traslado 
íntegro,  y  á  los  legatarios  y  demás  interesados  copia  solo  de 
la  cláusula  que  les  compete  con  la  cabeza  y  pié  del  testa- 
mento sin  mención  del  dia,  mes  ni  año.  Ley  103  ,  tít.  18, 
Part.  3  (2). 

El  testador  puede  hacer  y  variar  su  testamento  cuantas 
veces  quisiere  hasta  la  muerte,  aunque  se  hubiese  obligado 
á  no  hacer  mudanza  alguna;  ley  25,  til.  1,  Part.  6.  La  per- 
sona que  impidiere  á  otra  hacer  ó  mudar  su  testamento  , 
forzándola  para  que  no  lo  formalice  ,  ó  amenazando  á  los 
escribanos  y  testigos  para  que  no  vengan  á  presenciarlo  ,  ó 
por  otro  medio  semejante,  pierde  el  derecho  que  tuviere  á 
los  bienes  del  impedido  con  aplicación  al  fisco.  Si  los  hijos  lo 
impidieren ,  no  pueden  heredar  ;  y  si  lo  impide  uno  de  ellos, 
pierde  su  parle  de  herencia  para  el  fisco ,  y  los  otros  habrán 
la  suya.  Lo  mismo  se  entiende  del  padre  que  impidiere  al 
hijo  testar  de  lo  que  puede  hacerlo  ;  leyes  26  y  27,  til.  1 , 
Part.  6.  El  que  por  fuerza  ó  engaño  impida  que  uno  esta- 
blezca á  otro  por  su  heredero  ó  le  mande  alguna  cosa ,  pagará 
doble  al  perjudicado  cuanto  le  hiciere  perder;  ley  29,  id.,  id. 
—  El  testador  puede  revocar  su  testamento  espresa  ó  táci- 
tamente :  le  revoca  espresamente  cuando  hace  otro  nuevo 
anulando  el  anterior  :  le  revoca  tácitamente  cuando  hace 
otro  nuevo  incompatible  con  el  primero  ó  contrario  á  él ,  y 
cuando  siendo  cerrado  ó  escrito  quebranta  á  sabiendas  y  no 

(1)  Elizondo,  Práct.  univ.  for.,  tom.  3,  pág.  80,  n.  3. — 
Véase  á  Febrero,  tom.  2,  pág.  244 ,  nota  del  n.  19. 

(2)  En  cuanto  á  la  república  de  Venezuela,  todas  las  veces  que 
aquí  se  habla  del  escribano,  debe  entenderse  sustituido  á  este  ofi- 
cial público  el  registrador  subalterno.  Él  es  en  efecto  el  nombrado 
para  reemplazarle  en  los  testamentos ,  tanto  cerrados  como  nun- 
cupativos,  sin  que  hayan  sido  alteradas  en  otro  punto  las  solem- 
nidades de  que  habla  el  autor;  ley  de  17  de  marzo  de  1858, 


por  casualidad  el  sello  del  escribano  ,  ó  raya  las  firmas ,  ó 
lo  inutiliza  de  otro  modo;  ley  24,  tít.  1 ,  Part.  6.  Si  el  primer 
testamento  contiene  cláusula  derogatoria,  esto  es,  cláusula 
que  declara  nulos  con  anticipación  los  testamentos  que  se 
hicieren  después  ,  es  preciso  que  esta  cláusula  se  revoque 
espresamente  en  el  último  ó  que  se  conozca  por  algunos 
m  o  ti  vos  j)  circunstancias  que  el  testador  quiso  que  valiese 
este  con  preferencia  ,  para  que  quede  efectivamente  revo- 
cado el  primero.  También  es  necesaria  la  revocación  espresa 
del  primero  en  el  segundo  cuando  en  aquel  instituyó  el  tes- 
tador herederos  á  sus  hijos  ;  ley  22,  id.,  id.  Si  en  el  segundo 
se  muda  de  heredero  por  cierta  razón  que  después  sale  falsa, 
v.  gr.  por  creerse  muerto  el  instituido  en  el  primero,  quien 
después  se  halla  vivo  ,  percibirá  la  herencia  el  primer  nom- 
brado ,  aunque  ambos  testamentos  subsistirán  en  cuanto  á 
las  mandas;  ley  21 ,  tít.  1  ,  Parí.  6.  Como  se  han  abolido 
ciertas  sutilezas  del  derecho  romano  que  se  habian  adoptado 
por  nuestra  legislación ,  y  debe  seguirse  como  ley  la  voluntad 
del  testador  siempre  que  no  sea  contraria  á  las  leyes  ni  á 
las  buenas  costumbres ,  parece  que  los  testamentos  ante- 
riores que  no  sean  revocados  de  una  manera  espresa  por  los 
posteriores ,  no  deben  perder  su  fuerza  sino  solo  con  res- 
pecto á  aquellas  disposiciones  que  se  encuentren  incompa- 
tibles con  las  nuevas  ó  que  les  sean  contrarias;  Gómez  en  la 
ley  3  de  Toro,  n.  89.  —  El  testamento  puede  rescindirse  ó 
invalidarse  por  el  juez  á  instancia  de  los  desheredados  que 
le  acusaren  de  inoficioso ,  como  se  ha  esplicado  en  la  palabra 
Desheredado.  —  Véanse  los  artículos  siguientes  relativos  á 
las  diversas  especies  de  testamento ,  como  también  las  pala- 
bras Ascendientes ,  Descendientes,  Padre,  Madre,  Hijos, 
Hermanos,  Herederos ,  Herencias  ,  Institución  de  heredero , 
Derecho  de  acrecer,  Cuarta  marital ,  Legítima  ,  Legados  , 
Sustituciones,  Codicilo,  Desheredación,  Desheredado,  Mejoras, 
Tercio,  Quinto,  Colación,  Fideicomisos  ,  Albaceas,  Parlicior 
de  herencia ,  Interpretación  de  testamentos,  etc. 

TESTAMENTO  solemne.  El  que  se  hace  con  la-;  so- 
lemnidades ó  requisitos  que  prescriben  las  leyes.  Estas  so- 
lemnidades son  las  que  se  esplican  en  el  artículo  antece  lente 
sobre  el  testamento  en  general  y  en  los  dos  siguientes  sobre 
los  testamentos  abierto  y  cerrado  ;  se  exigen  para  que  consto 
de  un  modo  indudable  la  voluntad  del  testador,  no  como 
vanas  fórmulas  sino  como  medios  de  evitar  los  engaños  y 
fraudes  de  que  podria  valerse  la  codicia  para  apoderarse  del 
patrimonio  ajeno  ;  y  han  de  observarse  en  todos  los  testa- 
mentos que  no  sean  puramente  privilegiados  ó  militares,  ya 
se  otorguen  por  los  padres  entre  sus  hijos  ó  por  otras  per- 
sonas entre  estraños,  ya  se  celebren  en  tiempo  de  peste  ú 
otro  cualquiera.  El  testamento  solemne  se  llama  asi  por  con- 
traposición al  privilegiado  ;  y  se  divide,  como  ya  se  ha  in- 
sinuado, en  nuncupativo  ó  abierto  y  escrito  ó  cerrado.  Es 
de  advertir  no  obstante  que  en  algunos  paises  está  recibida 
la  costumbre  de  hacer  testamento  ante  el  párroco  y  dos  tes- 
tigos según  el  derecho  canónico  ,  cuando  no  puede  ser  ha- 
bido escribano  :  bien  que  después  se  tiene  que  reducir  á 
escritura  pública  y  trasladarse  al  protocolo,  como  se  ha  di- 
cho en  el  artículo  Adveración  de  testamento  ;  de  modo  que 
puede  reputarse  verdadero  testamento  solemne,  nuncupa- 
tivo ó  abierto ,  hecho  en  presencia  de  tres  testigos. 

TESTAMENTO  abierto  ó  nuncupativo.  El  que  se  haco 
de  viva  voz  en  presencia  de  escribano  y  testigos  ó  solo  en 
presencia  de  testigos  sin  escribano,  oyendo  todos  su  con- 
testo que  el  testador  les  manifiesta  de  palabra  ó  mediante  la 
lectura  de  alguna  cédula  ó  memoria  que  lleva  escrita.  «  Si 
alguno  ordenare,  dice  la  ley  1,  tít.  18,  lib.  10,  Nov.  Rec., 
su  testamento  ü  otra  postrimera  voluntad  con  escribano  pú- 
blico, deben  ser  presentes  á  lo  ver  otorgar  tres  testigos  á  lo 
menos ,  vecinos  del  lugar  donde  el  testamento  se  hiciere  :  y 
si  lo  hiciere  sin  escribano  público ,  que  sean  ahí  á  lo  menos 
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cinco  testigos,  vecinos,  según  dicho  es,  si  fuere  lugar  donde 
los  pudiere  haber  ;  y  si  no  pudieren  ser  habidos  cinco  tes- 
tigos ni  escribano  en  el  dicho  lugar,  á  lo  menos  sean  presen- 
tes tres  testigos  vecinos  del  tal  lugar  :  pero  si  el  testamento 
fuere  hecho  ante  siete  testigos  ,  aunque  no  sean  vecinos,  ni 
pase  ante  escribano  ,  teniendo  las  otras  calidades  que  el 
derecho  requiere,  valga  el  tal  testamento,  aunque  los  tes- 
tigos no  sean  vecinos  del  lugar  á  donde  se  hiciere  el  testa- 
mento. » 

Tiene  pues  libertad  una  persona  para  hacer  testamento 
nuncupativo:  i°.  ante  escribano  y  1res  testigos  vecinos 
del  lugar  :  —  2o.  ante  cinco  testigos  vecinos  ,  sin  asistencia 
del  escribano  ,  aunque  lo  haya  en  el  pueblo  :  —  3o.  ante  solos 
tres  testigos  vecinos,  cuando  no  pudieren  ser  habidos  cinco 
testigos  vecinos  ni  escribano  público  en  el  lugar  :  —  h°.  ante 
solos  siete  testigos,  vecinos  ó  forasteros,  aunque  haya  mu- 
chos vecinos  y  escribano  público  en  el  pueblo.  —  ¿  Bastarán 
tres  testigos  vecinos,  aunque  no  intervenga  escribano,  pu- 
diendo  haberle  ?  Antonio  Gómez  sostiene  la  afirmativa  ;  pero 
parece  está  en  oposición  con  la  ley,  que  exige  tres  testigos  ve- 
cinos, cuando  no  pudieren  ser  habidos  cinco  ni  escribano, 
dando  á  entender  con  estas  palabras  que  pudiendo  ser  ha- 
bido escribano  no  bastan  los  tres  testigos.  —  ¿Bastan  dos 
testigos  y  el  escribano,  cuando  no  pueden  hallarse  mas  con 
facilidad  en  el  pueblo?  Don  Juan  Sala(í)  lo  niega,  fundado 
sin  duda  en  que  la  ley  pide  tres  testigos  á  lo  menos  ,  cuando 
el  testamento  se  ordena  con  escribano  público;  pero,  puesto 
que  mas  adelante  se  contenta  la  ley  con  tres  testigos,  cuando 
no  pueden  ser  habidos  cinco  ni  escribano,  parece  que  no 
encontrándose  sino  dos  testigos  y  el  escribano,  se  reúnen 
ya  los  tres  que  busca  la  ley,  pues  el  escribano  debe  repu- 
tarse á  lo  menos  por  un  testigo,  y  un  testigo  que  aunque  tal 
vez  no  sea  vecino  del  lugar,  merece  sin  embargo  tanta  fe 
como  un  testigo  vecino ,  por  suponerse  persona  conocida  en 
el  distrito.  —  ¿Bastan  cinco  testigos  no  vecinos  y  el  escri- 
bano ?  Febrero  (2)  dice  que  el  escribano  supone  por  dos  tes- 
tigos que  con  los  cinco  son  los  siete  que  pide  la  ley,  y  que  por 
tanto  si  el  testamento  hecho  ante  siete  testigos  no  vecinos 
sin  asistencia  de  escribano  es  válido,  también  debe  serlo  el 
otorgado  ante  cinco  y  el  escribano ,  añadiendo  que  así  se 
practica.  —  ¿  Cuál  es  el  escribano  que  debe  concurrir  al  tes- 
tamento, el  numerario  del  pueblo,  ó  cualquier  escribano 
real  ?  El  numerario ,  donde  le  hubiere ,  bajo  pena  de  nuli- 
dad y  otras,  escepto  en  la  corte  y  cnancillerías  ;  leyes  7 y  8, 
til.  25  ,  lib.  10,  Nov.  Rec.  :  pero  si  el  testador  tuviere  ia= 
conveniente  de  otorgar  su  testamento  ante  el  numerario, 
puede  valerse  del  arbitrio  de  hacerlo  ante  cualquiera  escri- 
bano real  en  presencia  de  siete  testigos  que  lo  firmen  para 
mayor  seguridad.  —  Las  Partidas  exigían  que  los  testigos 
fuesen  rogados  por  el  testador,  escribano  ú  otro  en  su  nom- 
bre para  asistir  al  testamento  ;  pero  como  la  Recopilación 
no  menciona  esta  circunstancia  tomada  antiguamente  de  las 
sutilezas  del  derecho  romano  ,  se  tiene  en  el  dia  por  bastante 
el  que  los  testigos  oigan  y  entiendan  al  testador,  aunque  no 
se  les  haya  hecho  ninguna  especie  de  súplica  al  efecto  ;  Greg. 
López,  cjlos.  7  (fe  la  leí)  i,  lit.  1,  Part.  6,  y  Gómez  en  la 
ley  5  de  Toro.  Quiénes  deban  reputarse  vecinos ,  para  poder 
ser  testigos  en  los  testamentos,  puede  verse  en  la  palabra 
Vecino;  siendo  ahora  de  observar  que  si  el  que  impugna  un 
testamento  niega  la  vecindad  á  los  testigos  que  le  presencia- 
ron ,  debe  probarla  el  que  le  sostiene,  porque  cuando  la  ley 
exige  alguna  calidad  en  los  testigos,  no  se  presume  si  no  la 
acredita  el  que  se  vale  de  ellos. 

(1)  institue.  Romano- Hispanas  ,  hb.  2,  tít.  10,  g  14,  n.  6, 
donde  manifiesta  lo  infundado  de  la  opinion  de  Ant.  Gómez  y  de 
Covarrubias  (  cap'.  10  de  leslam.,  n.  5),  según  dice  en  su  Ilustr. 
del  dcrcdio,  toro,  1,  pá'g;  262,  n.  4. 

(2)  Tom,  2,  pág.  9.  n.  ¡5. 


Si  el  testamento  nuncupativo  estuviere  dispuesto  en  cé- 
dula ó  esquela  simple  ante  el  competente  número  de  testi- 
gos, la  presentará  el  heredero  al  juez  con  pedimento  en 
que  después  de  hacer  relación  de  lo  ocurrido  al  otorgar  el 
testador  su  disposición  testamentaria  y  de  haber  fallecido 
bajo  de  ella  sin  otra  posterior,  solicitará  que  examinados  los 
testigos  presenciales,  se  declare  por  testamento  muncupa- 
tivo  y  última  volunlad  del  difunto  lo  que  contiene  la  cédula, 
se  protocolice  todo  en  los  registros  del  escribano,  y  se  Gen  i 
los  interesados  los  traslados  correspondientes,  interponiendo 
el  juez  la  autoridad  de  su  oficio  en  forma  legal.  Si  el  testa- 
tamento  se  hubiere  otorgado  de  palabra,  se  practicarán  las 
propias  diligencias,  á  escepcion  de  que  no  hay  cédula  que 
presentar,  y  de  que  en  el  pedimento  se  ha  de  pretender  que 
las  deposiciones  de  los  testigos,  que  han  de  hacerse  al  tenor 
del  mismo  pedimento,  se  declaren  por  testamento  del  di- 
funto. El  juez  ha  por  presentada  la  cédulaen  su  caso ,  manda 
recibir  la  información  ,  y  que  evacuada  .se  lleve  para  pro- 
veer; y  estándolo,  da  otra  providencia  en  que  lo  declara 
todo  por  testamento  nuncupativo  y  última  voluntad  del  di- 
funto defiriendo  á  todo  lo  demás;  ley  k,  tít.  2,  Parí.  6.  Véase 
Testamento . 

No  hay  tiempo  señalado  por  la  ley  para  presentar  los  tes- 
tigos que  presenciaron  el  testamento  ,  y  convendría  que 
esta  presentación  se  hiciese  sin  dilación  para  evitar  el  so- 
borno y  concitación  de  los  interesados  contra  el  testamento. 

TESTAMENTÓ  escrito  ó  cerrado.  El  que  se  hace  en 
escritura  cerrada  ,  signada  en  la  cubierta  por  escribano  y 
firmada  de  este,  <íel  testador  y  siete  testigos  presenciales  , 
ignorando  regularmente  el  escribano  y  testigos  ó  al  menos 
estos  su  contenido  ;  ley  1,  til.  1,  Part.  6.  Llámase  escrito  ó 
cerrado  ,  porque  el  testador  no  le  hace  de  palabra,  sino  que 
le  escribe  por  sí  ó  por  medio  de  otra  persona  de  su  con- 
fianza en  paridad  ó  secreto  ,  como  dice  la  ley  2,  tít.  1 ,  Part.  6. 
y  luego  le  cierra  de  modo  que  nadie  pueda  enterarse  de  sil 
contenido  ;  y  así  escrito  en  papel  blanco  ó  sellado ,  y  cer- 
rado con  lacre,  oblea  ú  otra  cosa  que  lo  asegure,  lo  pre- 
senta al  escribano  y  siete  testigos,  declarando  que  aquel  es 
su  testamento  :  el  escribano  esliendo  en  la  cubierta  el  otorga- 
miento, que  firman  el  testador,  los  siete  testigos  y  el  escribano 
con  su  signo  ;  si  el  testador  no  sabe  ó  no  puede  escribir,  á  lo 
menos  dirigiéndole  alguno  la  mano  trémula,  debe  firmar  por 
él  uno  de  los  testigos;  si  algunos  de  estos  no  saben ,  firmará 
por  ellos  otro;  y  si  el  testador  y  seis  de  los  siete  testigos 
tampoco  saben  ó  no  pueden  firmar,  basta  que  firme  por  to- 
dos el  que  sepa  ,  primero  por  el  otorgante  ó  testador,  luego 
por  sí  como  testigo  ,  y  después  por  los  demás  espresando  el 
nombre  y  apellido  de  cada  uno ,  de  manera  que  ha  de  haber 
ocho  firmas  en  el  otorgamiento  ademas  del  signo  del  escri- 
bano, y  debe  saber  escribir  un  testigo  á  lo  menos.  «  En  el 
testamento  cerrado  aue  en  latin  se  dica  £.¡r.  scriv&is  .  àï'i-î  la 
ley  12,  tic.  18,  Vio.  10,  í\ov.  Rec.,  manoamos  que  micr- 
vengari  á  lo  menos  siete  testigos  con  un  escribano,  los  cuales 
hayan  de  firmar  encima  de  la  escritura  del  dicho  testa- 
mento ,  ellos  y  el  testador,  si  supieren  y  pudieren  firmar:  y 
si  no  supieren,  y  el  testador  no  pudiere  firmar,  que  los  unos 
firmen  por  los  otros;  de  manera  que  sean  ocho  firmas,  y  mas 
el  signo  del  escribano.  El  escribano  debe  prevenir  en  el  otor- 
gamiento que  tal  testigo  firmará  por  el  testador,  por  si  ; 
los  testigos  restantes  á  causa  de  no  saber  ó  no  poder,  v  luego 
que  el  mismo  lo  firme  y  signe  despues  de  lodos,  entregará 
el  testamento  asi  autorizado  al  testador  para  que  lo  guardo 
en  su  poder  ó  en  el  de  la  persona  que  elija ,  pues  no  deba 
parar  este  documento  en  poder  del  escribano  como  tal  hasta 
que  se  abra  y  publique,  por  no  ser  hasta  entonces  instru- 
mento público.  La  intervención  del  escribano  se  tiene  entre 
los  autores  por  absolutamente  necesaria ,  aunque  algunos 
Sin  fundamento  quieren  que  pueda  suplirse  añadiendo  un 
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testigo  mas,  como  en  el  testamento  del  ciego.  No  es  nece- 
sario que  los  testigos  sean  vecinos  del  lugar  en  que  se  otorga 
el  testamento  ;  pero  se  ha  de  espresar  de  dónde  lo  son  para 
poder  recibir  sus  deposiciones  en  el  acto  de  la  apertura. 
Un  mismo  testamento  puede  ser  en  parte  cerrado  y  en  parle 
abierto. 

Muerto  el  testador,  la  persona  que  tuviere  en  su  poder  el 
testamento  cerrado  debe  presentarle  á  la  justicia  ordinaria 
dentro  de  un  mes  siguiente  al  dia  del  fallecimiento,  bajo  la 
pena  de  perder  la  manda  que  se  le  hubiese  dejado,  ó  de 
pagar  en  otro  caso  el  daño  á  la  parte  y  dos  mil  maravedís 
al  fisco  ;  ley  S,  lit.  18,  lib.  10,  Nov.  llec.  Quien  tenga  interés 
en  el  testamento  puede  pedir  su  apertura  por  sí  ó  por  medio 
de  apoderado  con  poder  especial,  espresando  haber  fallecido 
el  testador  bajo  de  él,  y  jurando  no  pedirla  de  malicia  sino 
por  presumir  que  es  interesado  ;  ley  1,  til.  2,  Part.  6.  El 
juez  á  su  consecuencia  manda  que  el  testamento  le  sea  pre- 
sentado inmediatamente  si  se  halla  en  el  pueblo  y  dentro  de 
cierto  plazo  si  estuviese  fuera;  hace  que  los  testigos  bajo 
juramento  reconozcan  sus  firmas  y  la  del  testador,  como 
asimismo  el  cuaderno  ó  pliego  en  que  está  el  testamento,  y 
que  se  acredite  la  muerte  de  aquel  ;  abre  luego  el  testamento 
en  presencia  de  los  testigos  y  el  escribano ,  lo  lee  para  sí 
tácitamente  por  si  contiene  algo  que  no  convenga  hacer  no- 
torio enei  acto ,  lo  entrega  al  escribano  para  que  lo  publique 
delante  de  todos;  y  después  ordena  que  se  tenga  y  eslime 
por  testamento  y  úllima  voluntad  del  difunto,  se  reduzca  á 
escritura  pública,  se  protocolice  en  los  registros  del  escri- 
bano, y  se  den  á  los  interesados  los  traslados  y  testimonios 
que  pidieren  de  lo  que  les  corresponda.  No  pudiendo  ser 
habidos  todos  los  testigos,  basta  la  asistencia  de  la  mayor 
parle;  bien  que  después  se  habrá  de  remitir  el  testamento 
á  los  ausentes  para  el  reconocimiento  de  sus  firmas,  si  no 
pudiesen  venir  por  algún  impedimento  ó  si  fuesen  personas 
muy  condecoradas.  En  caso  de  que  no  pudiese  comparecer 
la  mayor  parte  de  los  testigos  ,  y  hubiese  perjuicio  en  la 
tardanza,  se  hace  la  apertura,  publicación  y  traslado  ante 
hombres  honrados,  y  luego  se  vuelve  á  cerrar  y  sellar  el 
pliego  para  cuando  vengan  los  testigos  instrumentales , 
quienes  harán  entonces  el  reconocimiento;  pero  si  todos  los 
testigos  han  fallecido  ó  están  ausentes  sin  saberse  su  para- 
dero ,  se  hace  información  de  estas  circunstancias ,  como 
igualmente  de  que  estaban  en  el  lugar  cuando  se  otorgó  el 
testamento,  y  de  que  eran  personas  fidedignas,  se  comprue- 
ban sus  firmas,  y  se  procede  á  la  apertura  y  demás  dili- 
gencias; leyes  2  y  5,  lit.  2,  Part.  6.  —  Es  nula  cualquiera 
transacción  que  antes  de  la  apertura  del  testamento  cerrado 
se  hiciere  sobre  la  herencia  ó  legados  que  contiene  ,  porque 
puede  haber  dolo  y  ser  engañado  el  interesado  en  ellos;  ley  i, 
lit.  2,  Part.  6.  Véase  Testamento. 

[**  La  doctrina  espuesta  en  el  2o.  aparte  de  este  artículo 
se  halla  confirmada  en  su  mayor  parle  en  la  república  de  Ve- 
nezuela por  la  ley  l,  tíl.8,Cód.  de  proced.  jud.  de  19  de  mayo 
de  1836 ,  cuyas  disposiciones  son  en  resumen  las  siguientes: 
El  que  se  cree  heredero  ó  legatario  en  un  testamento  cer- 
rado, puede  pedir  verbalmenle  su  apertura  al  juez  de  pri- 
mera instancia  ó  al  alcalde  que  tenga  jurisdicción  en  el  lu- 
gar en  donde  se  halle  el  testamento,  acreditando  previamente 
!a  muerte  del  que  lo  hizo.  El  juez  ó  alcalde  manda  anotar 
por  diligencia  este  requerimiento,  espresando  el  nombre, 
apellido  y  domicilio  de  la  persona  que  lo  ha  hecho ,  firmán- 
dola esta  en  el  acto ,  ó  un  testigo  por  ella ,  si  no  supiere  ;  y 
manda  luego  al  que  tenga  en  su  poder  el  testamento ,  que  lo 
présenle  dentro  de  un  plazo  determinado.  Llegado  este  á 
manos  del  juez ,  examina  sus  sellos  ,  y  anota  por  diligencia 
su  estado ,  haciendo'mencion  espresa  de  si  están  ó  no  ínte- 
gros, y  de  si  hay  ó  no  apariencias  de  haber  sido  abierto  el 
pliego ,  y  en  el  acto  manda  citar  á  los  testigos  cuyos  nombres 


se  lean  en  la  cubierla.  En  cualquier  dia ,  y  sea  cual  fuere  el 
orden  por  el  cual  comparezcan,  les  recibe  el  juez  la  decla- 
ración de  si  reconocen  y  son  efectivamente  suyas  las  firmas 
respectivas  ;  y  luego  que  cuatro  de  ellos  hayan  contestado 
afirmativamente,  está  autorizado  aquel  para  proceder  ya  á 
la  apertura  ,  sin  perjuicio  de  exigir  el  reconocimiento  á  los 
restantes  :  si  hubiere  peligro  en  la  dilación  de  este  acto,  está 
dispensado  el  juez  de  aguardar  á  que  se  reúna  dicho  nú- 
mero, pero  debe  llamar  cuatro  hombres  buenos  ante  los 
cuales  verifica  la  apertura ,  estendiéndolo  por  diligencia  que 
firman  estos  después  del  juez  y  del  interesado.  Los  testigos 
que  hubieren  fallecido,  deben  ser  abonados  por  dos  perso- 
nas cuando  menos  cada  uno  de  por  sí  y  su  firma  ;  y  si  todos 
estuvieren  en  este  caso,  basta  el  abono  en  dichos  términos 
para  proceder  á  la  apertura.  Verificada  esta  ,  se  lee  el  tes- 
tamento en  audiencia  pública,  se  une  á  las  diligencias  que 
la  hayan  precedido  ;  y  cuando  estas  se  hallen  completadas 
con  los  reconocimientos  ó  abonos  que  falten,  se  remileel 
testamento  original  al  registrador  respectivo ,  para  que  le  dé 
la  autoridad  pública  que  le  falla,  como  lo  hacia  antes  el  es- 
cribano, anotándolo  en  su  protocolo.] 

TESTAMENTO  del  ciego.  El  ciego  no  puede  hacer 
testamento  cerrado  sino  solo  abierto  ó  nuncupativo,  para 
evitar  una  suplantación  que  no  puede  temer  el  que  tiene 
vista,  aunque  no  sepa  leer  ;  ley  Kh,  til.  5,  Part.  6.  La  ley 
de  Parlida  disponía  que  el  ciego  no  pudiese  hacer  testa- 
mento sino  ante  siete  testigos  y  un  escribano  público;  que 
lo  otorgase  á  presencia  de  aquellos  después  de  escrito  y 
leído;  que  lo  firmase  cada  testigo  ú  otro  por  el  que  no  su- 
piese escribir;  y  que  á  falta  de  escribano  concurriese  un 
testigo  mas  que  lo  escribiese,  de  manera  que  con  él  fuesen 
ocho  testigos.  La  Recopilación  mandó  despues  que  en  el  tes- 
tamento del  ciego  intervengan  cinco  testigos  á  lo  menos, 
sin  decir  nada  de  escribano  ni  de  las  demás  circunstan- 
cias; \ey%  til.  18,  lib.  10,  Nov.  Rec.  De  aquí  nacen  varias 
dudas(l).  Primera  :  ¿es  necesaria  todavía  la  intervención  de 
escribano?  Muchos  jurisconsultos  la  exigen,  porque  la  nueva 
ley  solo  ha  variado  el  número  de  testigos,  sin  meterse  en 
hacer  otras  mudanzas  ;  pero  no  faltan  quienes  se  esfuerzan 
en  probar  que  no  es  indispensable.  —  Segunda  :  no  concur- 
riendo ó  no  pudiendo  ser  habido  escribano,  ¿deben  hallarse 
presentes  ocho  testigos,  como  ordenaba  la  ley  de  Parlida? 
Opinan  generalmente  los  autores  ser  necesarios  los  ocho, 
porque  la  ley  de  Parlida  no  está  corregida  por  otra  poste- 
rior; pero  puesto  que  eslaleyno  pide  en  defeclo  de  escribano 
sino  un  testigo  masque  escriba  el  testamento,  parece  natural 
que  habiéndose  rebajado  por  la  ley  de  la  Recopilación  á 
cinco  testigos  el  número  de  siete  que  antes  se  requerían, 
basten  ya  seis  testigos  cuando  no  concurra  escribano,  sir- 
viendo el  sexto  para  escribir  el  testamento  como  antes  servia 
el  octavo.  —  Tercera  :  ¿  deben  firmar  todos  los  testigos  y  el 
que  sepa  por  el  que  no  sepa?  Aunque  así-lo  previene  la  ley 
de  Partida,  parece  que  loque  se  practica  es  firmar  uno  délos 
testigos  por  el  ciego,  y  el  escribano  por  sí  como  en  todos 
los  demás,  nombrándose  los  otros  testigos  al  fin  del  testa- 
mento como  en  otra  cualquiera  escritura ,  sin  que  haya 
mas  firmas.  —  Cuarta  :  los  testigos  ¿han  de  ser  vecinos  del 
pueblo  en  que  se  otorga  el  testamento?  Se  opina  comun- 
mente no  ser  preciso  que  lo  sean,  porque  ninguna  ley  lo 
previene.  Véase  Testamento. 

TESTAMENTO  privilegiado.  El  que  no  está  sujeto  á 
las  solemnidades  que  se  requieren  para  la  validez  de  los 
testamentos  en  general.  Este  testamento  no  exige  otro  re- 

(1)  Acerca  de  las  dudas  siguientes  ,  véase  á  Gómez  ,  ley  5  de 
Toro,  ns.  49  y  50  ;  Greg.  López  en  la  ley  5,  tít.  1  2,  Part.  G,  glo- 
sa 2  al  fin  ;  Acevedo,  ley  2,  tít.  4  ,  lib.  5  ,  Uecop. ,  n.  25  y  sigs,  5 
Febrero,  toin.  2,  pág.  9, 11,  15. 


TE 


1498  — 


TE 


quisito  sino  que  conste  la  voluntad  del  otorgante  por  cual- 
quier género  de  prueba  ;  pero  como  las  formalidades  de  que 
deben  revestirse  los  testamentos  no  se  prescriben  como  va- 
nas fórmulas  sino  como  medios  de  evitar  los  fraudes ,  es 
claro  que  el  privilegio  de  hacer  testamento  sin  ellas  puede 
ceder  en  perjuicio  de  las  mismas  personas  privilegiadas ,  ó 
de  sus  parientes  y  amigos,  pues  así  es  mas  fácil  suponer 
testamentos  de  sugetos  que  realmente  hayan  muerto  intes- 
tados. Por  fortuna  no  admiten  nuestras  leyes  otro  testamento 
privilegiado  que  el  militar  (i). 

TESTAMENTO  militar.  El  que  hacen  las  personas 
que  gozan  del  fuero  militar  ó  de  guerra,  manifestando  su 
última  voluntad  de  palabra  ante  dos  testigos,  ó  por  escrito 
sin  ellos  en  papel  simple  firmado  de  su  mano,  ó  de  otro 
cualquier  modo,  sin  sujetarse  á  las  formalidades  de  derecho. 
Según  la  ley  U,  tít.  1,  Part.  6,  podia  testar  el  militar  ó  sol- 
dado en  la  hueste  ante  dos  testigos  llamados  y  rogados;  y 
estando  en  acción  ó  peligro  de  muerte,  según  quisiese  y  pu- 
diese, de  palabra  ó  por  escrito  3  y  aun  escribiéndolo  con  su 
sangre  en  su  escudo  ó  armas,  ó  en  la  tierra  ó  arena,  con  tal 
que  se  probase  con  dos  testigos  presenciales  y  no  de  otra 
forma;  pero  fuera  de  la  hueste,  es  decir,  fuera  de  campaña 
tenia  que  arreglarse  á  las  leyes  comunes.  Posteriormente  se 
dispuso  en  las  ordenanzas  del  ejército  (orden,  militar.,  trat. 8, 
tít.  i  i,  art.  1  hasta  k),  que  todo  individuo  que  gozase  del 
fuero  militar,  le  goce  también  tocante  á  testamento  en  cual- 
quiera parte  que  teste,  sea  dentro  ó  fuera  de  campaña  ;  — 
que  en  el  conflicto  de  un  combate  ó  cerca  de  empezarle,  en 
naufragio  ú  otro  inminente  peligro  militar  pueda  testar  como 
quisiere  ó  pudiere  por  escrito  sin  testigos,  en  cuyo  caso 
valdrá  la  declaración  de  su  voluntad  ,  como  conste  ser  suya 
la  letra,  ó  de  palabra  ante  dos  testigos  que  depongan  con- 
formes haberles  manifestado  su  última  voluntad  ;  —  que  se 
tenga  por  válida  la  disposición  del  militar  escrita  de  su  letra 
en  cualquiera  papel  que  la  haya  hecho,  sea  en  guarnición  , 
cuartel  ó  marcha;  y  que  siempre  que  pueda  testar  en  pa- 
raje donde  haya  escribano,  lo  haga  con  este  según  costum- 
bre. Últimamente  se  declaró  que  todos  los  individuos  del 
fuero  de  guerra  pueden  en  fuerza  de  sus  privilegios  otor- 
gar por  si  sus  testamentos  en  papel  simple  firmado  de  su 
mano ,  ó  de  otro  cualquiera  modo  en  que  conste  su  voluntad, 
ó  hacerle  ante  escribano  con  las  fórmulas  y  cláusulas  de  es- 
tilo, y  que  en  la  parte  dispositiva  pueden  usar  á  su  arbitrio 
del  privilegio  y  facultades  que  les  da  la  ley  militar,  la  civil 
ó  la  municipal;  leyS,  líl,  18,  lib.  10,  Nov.  Rec.  Resulta  pues 
que  no  solo  los  militares  sino  también  todos  los  que  gozan 
del  fuero  de  guerra  por  sus  empleos  ó  destinos  pueden  hacer 
testamento  de  palabra  ante  dos  testigos ,  ó  por  escrito  en 
papel  simple  firmado  de  su  mano ,  ó  de  otro  cualquiera 
modo,  ó  bien  ante  escribano,  sea  en  tiempo  de  paz  ó  de 
guerra. 

TESTAMENTO  pagánico.  El  testamento  hecho  por 
cualquier  paisano,  en  contraposición  al  testamento  militar  : 
es  decir,  el  testamento  solemne,  sea  cerrado  ó  abierto. 

TESTAMENTO  con  fe  pública  ó  privada.  Testamen- 

(1)  También  en  inteligencia  do  algunos  autores  es  una  especie 
de  testamento  privilegiado  el  de  los  que  se  llamaron  Indios,  como 
lo  dicen  Solórz.,  Polit.  Ind.,  lib.  2,  cap.  28  ,  n.  55  ;  Montenegro 
en  su  Itinerario  para  párrocos  de  Indios,  lib.  1  ,  tít.  11  ,  secc.  3, 
n.  2  ;  Paz  en  sus  Consultas  y  pareceres,  cías.  9,  cons.  6,  par.  245, 
cuyos  lugares  pueden  verse  en  el  tom.  2,  pág.  12,  §  20  del  Fe- 
brero niej. ,  cuyo  aprcciable  redactor,  inclinándose  á  esas  opi- 
niones (  que  algunos  corroboran  con  las  leyes  9,  lit.  13,  lib.  1, 
y  52,tít.l,lib.6,Kcc.  de  lnd.),  aun  forma  argumento  con  las  pala- 
bras de  la  9  citada ,  «  porque  ordinariamente  mueren  los  Indios 
sin  testamento,  y  cuando  disponen  desús  haciendas,  es  en  memo- 
rias simples  y  sin  solemnidad,"  que  indican  en  cierto  modo 
aquella  costumbre  de  que  hablan  los  autores  referidos. 


to  con  fe  pública  es  el  que  se  hace  delante  del  rey  ;  testa- 
mento con  fe  privada  es  el  que  se  otorga  en  el  modo  acos- 
tumbrado ú  ordinario.  El  testamento  que  presenciase  el 
rey,  seria  válido  y  tendría  autoridad,  aunque  no  concurriese 
otro  testigo. 

TESTAMENTO  común  y  testamento  mutuo.  Testa- 
mento común  es  el  que  hacen  juntamente  dos  personas  dis- 
poniendo en  un  mismo  acto  de  sus  bienes  á  favor  de  un  ter- 
cero, como  el  que  otorgan  en  union  un  padre  y  una  madre 
á  beneficio  de  sus  hijos  ;  —  y  testamento  mutuo  es  el  que 
hacen  reciprocamente  dos  personas  á  favor  de  la  que  sobre- 
viva, como  cuando  marido  y  mujer  se  instituyen  herederos 
el  uno  al  otro  para  el  caso  de  morir  sin  herederos  forzosos. 
En  el  otorgamiento  de  estos  testamentos,  sean  abiertos  ó 
cerrados,  debe  intervenir  la  misma  solemnidad  y  el  mismo 
número  de  testigos  que  en  los  otorgados  por  un  solo  testa- 
dor, sin  que  por  ser  dos  los  otorgantes  haya  necesidad  de 
que  los  testigos  se  dupliquen.  Estos  testamentos  son  también 
revocables  como  los  otros,  pues  la  revocabüidad  es  inhe- 
rente á  toda  especie  de  testamento  ;  y  así  es  que  el  sobrevi- 
viente de  los  dos  testadores  puede  cambiar  sus  disposicio- 
nes, como  si  hubiese  testado  solo.  Pero  como  en  semejantes 
testamentos  la  voluntad  de  cada  testador  no  es  la  suya  es- 
clusivamente,  sino  mas  bien  la  consecuencia  ó  condición  de 
la  voluntad  del  otro  ;  si  el  uno  llega  á  revocar  sus  disposi- 
ciones ,  ¿se  entenderá  que  las  del  otro  quedan  también  revo- 
cadas tácitamente  y  de  derecho?  Esta  cuestión  no  puede 
menos  de  dar  lugar  á  muchas  dificultades,  y  por  eso  en  los 
códigos  de  algunas  naciones  se  ha  dispueslo  que  no  pueda 
hacerse  testamento  en  un  mismo  acto  por  dos  ó  mas  perso- 
nas j  sea  en  beneficio  de  un  tercero  ,  sea  á  titulo  de  disposi- 
ción recíproca  y  mutua.  Véase  Pació  de  suceder. 

TESTAMENTO  inoficioso.  El  testamento  que  contie- 
ne una  desheredación  ó  preterición  injusta;  ó  bien  :  el  tes- 
tamento en  que  el  testador  deshereda  ó  pasa  en  silencio  las 
personas  que  por  afecto  natural  ó  deber  de  piedad  debía 
instituir  sus  herederos.  Este  testamento  no  es  nulo  por  de- 
recho ;  pero  puede  rescindirse  por  la  querella  de  inoficioso 
testamento,  bajo  el  pretesto  de  que  el  testador  no  estaba  en 
su  entero  juicio  cuando  le  hizo.  Véase  Desheredado ,  Prete- 
rición y  Querella  de  inoficioso  testamento. 

TESTAMENTO  místico  ó  secreto.  El  que  se  escribe 
por  el  testador  ú  otra  persona  de  su  confianza  y  se  presenta 
cerrado  al  escribano  y  siete  testigos  para  que  autoricen  y 
firmen  el  otorgamiento  en  la  cubierta.  Este  testamento  es  el 
mismo  que  el  cerrado  ó  escrito.  Místico  es  palabra  derivada 
del  griego ,  y  significa  secreto.  Véase  Testamento  escrito  ó 
cerrado. 

TESTAMENTO  ológrafo.  El  testamento  escrito  por 
entero,  fechado  y  firmado  de  la  mano  del  testador, sin  ne- 
cesidad de  otras  formalidades.  La  denominación  de  ológrafo 
se  deriva  de  dos  voces  griegas,  una  de  las  cuales  significa 
solo ,  y  otra  escribir.  Este  modo  de  testar,  que  está  admitido 
en  algunas  naciones  ,  como  por  ejemplo  en  Francia,  no  se 
conoció  entre  los  Romanos,  ni  tampoco  está  en  uso  entre 
nosotros ,  sino  es  con  respecto  á  los  militares,  los  cuales 
pueden  testar  en  esta  forma  ó  en  otra  que  mejor  les  parezca, 
según  se  ha  indicado.  La  prueba  de  este  testamento  no  pue- 
de^hacerse  sino  comparando  la  letra  y  firma  del  testador  coa 
la  letra  y  firmas  hechas  por  él  en  otros  papeles  reconocidos 
por  suyos;  pero  como  hay  muchas  personas  que  saben  imi- 
tar con  la  mayor  perfección  cualquiera  letra  y  firma  de  mano 
estraña,  no  puede  quedar  duda  de  que  es  peco  seguro  esto 
género  de  prueba,  y  muy  peligrosa  por  consiguiente  esta 
manera  de  consignar  sus  últimas  disposiciones. 

TESTAMENTO  ológrafo.  Mas  ¿  podrá  un  estranjero 
que  reside  en  Francia  ,  hacer  en  la  forma  ológrafa  un  tes- 
tamento válido  ó  revocar  en  la  misma  forma  el  que  hizo  en 
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su  patria  con  respecto  á  los  bienes  que  en  ella  poseía?  De- 
clarándose la  validez  de  la  revocación  por  simple  escrito 
ológrafo,  y  no  presentándose  otro  testamento  válido,  no 
puede  dudarse  que  los  bienes  inmuebles  que  el  testador  es- 
tranjero  tuviere  en  Francia  quedan  sujetos  á  la  declaración 
del  tribunal  francés,  aunque  las  leyes  del  pais  del  testador 
no  admitan  esta  forma  de  testar,  porque  los  inmuebles  si- 
tuados en  Francia  son  regidos  por  la  ley  francesa ,  y  pue- 
den disponer  de  ellos  los  estranjeros  en  virtud  de  la  ley 
de  \h  de  julio  de  1819  del  mismo  modo  y  en  la  misma  forma 
que  los  Franceses. 

Pero  ¿qué  diremos  de  los  bienes  existentes  fuera  de  Fran- 
cia? ¿Podrá  el  testador  estranjero,  residente  en  Francia,  dis- 
poner igualmente  de  ellos  en  la  forma  ológrafa  ?  ¿Pudra  al- 
canzarles la  declaración  que  haga  un  tribunal  francés  de  la 
validez  de  la  revocación ,  hecha  en  papel  ológrafo,  de  un 
testamento  que  hizo  el  testador  con  arreglo  á  las  leyes  de 
su  pais  que  no  admitían  esta  forma  de  testar?  No  :  ni  el  es- 
tranjero residente  en  Francia  puede  disponer  en  la  forma 
ológrafa  de  los  bienes  que  tiene  en  su  pais ,  ni  revocar  tam- 
poco en  dicha  forma  un  testamento  auténtico  que  habia  he- 
cho en  su  patria.  Esto  era  cierto  aun  entre  los  mismos  Fran- 
ceses, cuando  antes  del  código  civil  estaba  dividida  la  Francia 
en  provincias  de  derecho  escrito  y  provincias  de  derecho 
consuetudinario,  pues  no  era  válido  el  testamento  ológrafo 
que  otorgaba  en  una  provincia  de  derecho  consuetudinario 
el  habitante  de  otra  provincia  de  derecho  escrito ,  como  se 
deja  ver  por  una  declaración  del  Parlamento  de  Aix  en  Hi  de 
junio  de  1719,  en  que  se  dice  que  un  testamento  ológrafo  he- 
cho por  un  provenzal  fuera  de  la  Provenza  y  en  una  provin- 
cia en  que  estos  testamentos  están  autorizados,  no  seria  válido 
con  respecto  á  los  bienes  de  la  Provenza  donde  no  se  conocen 
tales  testamentos.  Mucho  menos  válido  seria  por  consiguiente 
el  testamento  ológrafo  que  otorgue  en  Francia  un  estranjero, 
como  por  ejemplo,  un  español  ó  americano,  con  respecto  á 
los  bienes  que  posea  en  su  tierra  donde  no  se  a'dmite  por  las 
leyes  generales  tal  forma  de  hacer  testamento. 

Se  dice  que  el  lugar  rige  el  acto,  locus  regit  aclum  ;  esto 
es,  que  las  formalidades  que  se  estilan  en  el  pais  donde  uno 
se  encuentra  son  las  que  debe  seguir  cuando  testa  ó  celebra 
algún  contrato.  Es  verdad;  esta  es  una  máxima  de  derecho 
internacional ,  reconocida  por  lodos  los  pueblos  civilizados; 
pero  es  una  máxima  que  se  aplica  solamente  á  los  contratos 
y  testamentos  que  se  hacen  con  el  ministerio  de  notarios 
ú  oficiales  públicos  ó  de  personas  que  están  autorizadas  por 
las  leyes  de  su  pais  para  recibir  algunas  de  eslas  especies 
de  instrumentos,  como  lo  están  en  ciertos  paises  para  reci- 
bir testamentos  los  eclesiásticos  que  ejercen  la  cura  de  al- 
mas ;  porque  de  una  parte  el  ciudadano  que  se  encuentra 
fuera  de  su  pais  no  puede  razonablemente  ser  privado  de  la 
facultad  de  contraer  ó  testar,  y  de  otra  parte  no  pueden 
ser  recibidos  estos  actos  sino  por  los  oficiales  públicos  del 
lugar  en  que  se  hacen  y  con  las  formalidades  prescritas  por 
las  leyes  de  este  lugar. 

Mas  esta  regla  ó  máxima  internacional  ni  se  aplica  ni 
puede  aplicarse  á  los  testamentos  ológrafos ,  porque  son 
unos  actos  meramente  privados  ,  que  no  están  sujetos,  ha- 
blando propiamente ,  á  solemnidad  alguna  ,  y  que  no  son 
obra  sino  de  los  que  los  hacen,  quienes  son  al  mismo  tiem- 
po autores  y  ministros  de  sus  disposiciones.  Así  nos  lo  en- 
señan los  autores  franceses  ,  especialmente  Duranton  en  su 
esplicacion  de  las  disposiciones  testamentarias  del  código 
civil  ;  añadiendo  que  si  la  regla  locus  regit  actuin  se  ha 
aplicado  alguna  vez  por  los  tribunales  de  aquella  nación  á 
los  testamentos  ológrafos  ,  se  ha  cometido  en  ello  un  verda- 
dero abuso  ,  y  que  es  tan  cierto  que  este  testamento  es  un 
acto  privado  sin  autenticidad  alguna ,  que  los  que  tienen  in- 
terés en  que  no  se  lleve  á  ejecución  pueden  con  efecto  impe- 


dirlo con  solo  decir  que  no  reconocen  la  escritura  y  la  firma 
de  su  autor,  y  entonces  los  que  invocan  el  testamento  ha- 
brán de  probar  que  esta  es  obra  de  la  persona  á  quien  lo 
atribuyen  ,  sea  por  medio  de  testigos,  sea»por  documentos, 
sea  por  medio  de  espertas,  en  fin  del  mismo  modo  y  forma 
con  que  se  prueban  los  escritas  privados. 

Sigúese  de  aquí  que  el  estranjero ,  sea  español  ó  mejica- 
no,, que  quiere  hacer  en  Francia  testamento  válido  ó  revocar 
el  que  tiene  ya  hecho  en  España  ó  Méjico  disponiendo  do 
los  bienes  que  posee  en  su  patria,  debe  arreglarse  á  la  forma 
auténtica  que  halla  establecida  por  las  leyes  francesas  ,  esto 
es,  debe  otorgar  el  acto  ante  un  notario  y  cuatro  testigos  ó 
ante  dos  notarios  y  dos  testigos,  según  la  regla  locus  regit 
aclum.Mas  para  que  los  testamentos  ológrafos  fuesen  válidos 
y  pudieran  surtir  sus  efectos  en  los  bienes  que  el  estranjero 
tuviese  en  su  patria,  seria  preciso  que  las  leyes  de  su  pa- 
tria misma  los  reconociesen  y  admitiesen  y  aun  autorizasen 
á  sus  naturales  á  testar  en  esta  forma  dentro  del  pais  ó  fuera 
de  él ,  así  como  las  leyes  francesas  admiten  los  que  se  ha- 
gan de  esta  clase  por  los  Franceses  en  su  pais  ó  en  el  estran- 
jero :  lo  cual  está  muy  lejos  de  ser  así  con  respecto  á  los  Es- 
pañoles y  Mejicanos ,  pues  ni  nuestras  leyes  permiten  los 
testamentos  privados,  ni  en  el  estado  actual  de  nuestra  le- 
gislación pueden  ser  tolerables,  dejándose  como  se  deja  en 
el  arbitrio  del  juez  el  dar  ó  no  dar  valor  según  su  concien- 
cia al  cotejo  de  letras ,  aunque  todos  los  peritos  opinen  de 
un  mismo  modo. 

TESTAR.  Hacer  testamento  :  —borrar  ó  tachar  las  le- 
tras ó  caracteres  escritos;  — y  antiguamente  atestiguar; 
como  también  embargar  judicialmente,  ó  denunciar  alguna 
cosa  pidiendo  su  embargo.  Véase  Testamento  y  Testadura. 

TESTIFICAR.  Deponer  como  testigo  en  algún  acto  ju- 
dicial ,  ó  dar  fe  de  alguna  cosa. 

TESTIFICATA.  El  testimonio  é  instrumento  legalizado 
de  escribano,  en  que  da  fe  de  alguna  cosa. 

TESTIGO.  La  persona  fidedigna  de  uno  ú  otro  sexo  que 
puede  manifestar  la  verdad  ó  falsedad  de  los  hechos  con- 
trovertidos ;  ley  9,  lit.  16,  Part.  5;  tít.  11 ,  lib.  11,  Nov.Rec. 
Para  ser  testigo  se  necesita  edad  ,  conocimiento,  probidad  é 
imparcialidad.  —  No  puede  ser  testigo  por  falta  de  edad  en 
Jas  causas  civiles  el  que  todavía  no  haya  cumplido  catorce 
años  ,  y  en  las  criminales  el  que  no  haya  cumplido  veinte  ; 
bien  que  antes  de  llegar  á  estas  edades  puede  una  persona 
ser  llamada  á  declarar  y  servirá  su  dicho  de  presunción  ; 
ley  9,  til.  16 ,  Part.  3.  —  No  puede  ser  testigo  por  falla  de 
conocimiento  el  loco,  fatuo  ó  mentecato,  el  ebrio  ó  embria- 
gado ,  ó  el  que  de  cualquier  otro  modo  está  destituido  de 
juicio  ;  ley  8 ,  tít.  16  ,  Part.  3.  —  No  puede  ser  testigo  por 
falta  de  probidad  :  el  conocido  por  de  mala  fama;  el  que 
hubiese  dicho  falso  testimonio,  ó  falseado  carta,  sello  ó 
moneda  del  gobierno  ;  el  que  faltase  á  la  verdad  en  su  tes- 
timonio por  precio  recibido;  el  que  hubiese  dado  yerbas  ó 
veneno  para  causar  algún  aborto  ,  muerte  ú  otro  mal  cor- 
poral; el  homicida;  el  casado  que  tiene  en  casa  barragana 
ó  manceba  conocida;  el  forzador  de  mujer,  aunque  no  se  la 
lleve;  el  que  saque  religiosa  de  algún  convento  ;  el  apóstata; 
el  que  casare  sin  dispensa  con  parienta  en  grado  prohibido; 
el  traidor  ó  alevoso;  el  de  mala  vida,  como  ladrón,  al- 
cahuete ó  tahúr;  el  escomulgado  vitando;  ley  8  cil.  —  NG 
puede  ser  testigo  por  falta  de  imparcialidad  :  el  ascendiente 
y  descendiente  en  causas  recíprocas  ;  leyes  10  y  \k,  allí  :  la 
mujer  por  su  marido  ,  ó  el  marido  por  su  mujer,  ni  un  her- 
mano por  otro  mientras  vivan  juntos  bajo  la  patria  potestad  ; 
ley  Ib,  lit.  Ib,  Part.  3:  el  interesado  en  la  causa,  escepto 
el  individuo  de  ayuntamiento  ó  universidad,  que  puedo 
serlo  en  las  causas  de  dichas  corporaciones;  el  criado, 
familiar  ó  paniaguado  ;  ley  18  ,líl.  16,  Parí.  3  :  el  enemigo- 
capital  ;  el  hombre  muy  pobre,  á  menos  que  sea  de  buena  re- 
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pufacion  y  arreglada  conducta  ;  leyes  8  y  22 ,  allí  :  el  juez  en 
pleito  que  juzgó  ó  ha  de  juzgar  ;  el  abogado  y  el  procurador 
por  su  parte  ó  cliente;  el  tutor  ó  curador  en  pleitos  de  sus 
pupilos  ó  menores  ;  leyes  19  y  20,  tít.  16  ,  Part.  5  :  el  cóm- 
plice en  el  delito  contra  su  compañero,  pues  podria  cul- 
parse à  un  inocente  ,  bien  por  venganza,  bien  por  embro- 
llar ó  retardar  la  causa,  bien  por  mezclar  alguna  persona 
poderosa  con  la  esperanza  de  mejorar  el  éxito  del  proceso; 
ley  20,  allí:  el  que  está  preso  en  causa  criminal  contra 
cualquier  acusado  ,  por  recelo  de  que  podria  dar  falso  tes- 
monio  á  ruego  de  alguno  que  le  prometiese  sacarle  de  la 
cárcel  ;  ley  10,  allí:  el  presentado  por  el  acusador,  si  fuese 
su  pariente  dentro  del  tercer  grado ,  ó  viviese  con  él  coti- 
dianamente ;  el  que  por  dinero  lidie  con  bestia  brava  y  la 
mujer  prostituta  ó  meretriz  en  causas  criminales;  ley  10 
cit.  :  el  moro,  judío  ó  hereje  contra  un  cristiano  ;  ley  8,  allí. 

Todos  los  ciudadanos  están  obligados  á  declarar  cuando 
se  les  mande  ,  y  el  juez  puede  apremiarlos  á  ello  hasta  con 
prisión  y  embargo  de  bienes,  como  también  á  que  compa- 
rezcan en  el  tribunal  con  dicho  objeto  ,  de  lo  cual  están  exi- 
midos los  ancianos  que  pasen  de  setenta  años,  las  mujeres 
honradas,  las  personas  ilustres,  los  que  se  hallen  grave- 
mente enfermos,  los  prelados,  y  los  sugetos  que.  tengan 
otros  impedimentos  ó  inconvenientes,  á  quienes  se  hade 
tomar  la  declaración  en  sus  casas  por  el  mismo  juez  siendo 
el  pleito  de  importancia ,  ó  por  el  escribano  si  no  lo  fuese  ; 
ley  ÔU,  tít.  16  ,  Part.  5.  No  puede  ser  apremiado  ningún 
sugeto  para  ser  testigo  contra  sus  ascendientes  ó  descen- 
dientes, ó  parientes  colaterales  hasta  el  cuarto  grado,  ni  el 
suegro  contra  el  yerno,  ni  el  padrastro  contra  el  entenado  ó 
al  contrario,  en  causa  criminal:  pero  si  alguno  quisere  ser 
testigo  voluntariamente  cuando  se  lo  manden,  bien  podrá 
serlo  sin  apremio;  ley  11 ,  til.  16  ,  Part.  3. 

Según  el  real  decreto  de  11  de  setiembre  de  1820,  res- 
tablecido en  50  de  agosto  de  1856 ,  se  hallan  las  disposicio- 
nes siguientes  : 

Art.  Io.  Todos  sin  distinción  alguna  están  obligados ,  en 
cuanto  la  ley  no  les  exima,  á  ayudar  á  las  autoridades 
cuando  sean  interpelados' por  ellas  para  el  descubrimiento  , 
persecución  y  arresto  délos  delincuentes. 

Art.  2o.  Toda  persona  de  cualquiera  clase,  fuero  y  con- 
dición que  sea ,  cuando  tenga  que  declarar  como  testigo  en 
una  causa  criminal,  está  obligada  á  comparecer  para  este 
efecto  ante  el  juez  que  conozca  de  ella  luego  que  sea  citada 
por  el  mismo ,  sin  necesidad  de  previo  permiso  del  jefe  ó 
superior  respectivo.  Igual  autoridad  tendrá  para  este  lin  el 
juez  ordinario  respecto  á  las  personas  eclesiásticas  y  milita- 
res que  los  jueces  militares  y  eclesiásticos  respecto  à  las  de 
los  otros  fueros ,  los  cuales  no  pueden  ni  deben  considerarse 
perjudicados  por  el  mero  acto  de  decir  lo  que  so  sabe, 
como  testigo,  ante  un  juez  autorizado  por  la  ley. 

Art.  5o.  Toda  persona  en  estos  casos,  cualquiera  que  sea 
su  clase ,  debe  dar  su  testimonio ,  no  por  certificación  ó  in- 
forme, sino  por  declaración  bajo  juramento  en  forma,  que 
deberá  prestar  según  su  estado  respectivo  ante  el  juez  de  la 
cansa  ó  el  autorizado  por  este. 

El  juez  debe  tomar  á  los  testigos,  con  citación  de  la  otra 
parte,  juramento  de  que  dirán  verdad  sobre  lo  que  saben 
¿el  hecho  y  no  descubrirán  sus  testimonios  á  las  partes  ; 
leyes  25,  2í|  y  26,  til.  16,  Parí.  5;  sin  cuyo  requisito  no 
valdrá  su  deposición,  á  no  ser  quo  ambas  partes  se  convi- 
niesen en  dispensar  esta  ceremonia.  Luego  recibirá  á  cada 
uno  separadamente  la  declaración,  que  irá  poniendo  por 
escrito  el  escribano  ,  empezando  por  preguntarle  si  es  pa- 
riente ó  enemigo  de  alguna  de  las  parles  y  demás  generales 
de  la  ley,  y  cuidando  de  averiguar  por  sus  respuestas  si  sabe 
lo  que  depone  por  haber  visto  el  hecho  ó  la  cosa  en  disputa, 
con  espresion  del  año ,  mes  ,  dia  y  lugar ,  y  de  las  personas 


que  estaban  delante,  ó  solo  por  haberlo  oido  decir  á  otros; 
pues  en  el  primer  caso  es  válido  el  testimonio  ,  y  no  en  el 
segundo  ,  á  no  ser  que  no  pudiese  darse  otra  prueba  por  ser 
el  suceso  muy  anliguo  ó  por  olro  motivo  semejante;  ?e»/28, 
allí.  Hará  por  último  que  se  lea  la  declaración  al  testigo,  por 
si  tuviere  que  añadir,  enmendar  ó  quitar,  y  la  firmará  con 
el  escribano  y  el  mismo  testigo  Si  supiese.  Pueden  los  testi- 
gos corregir  sus  dichos  aun  después  de  hecha  y  firmada  la 
declaración,  con  tal  que  mediare  poco  tiempo  y  no  hubie- 
sen hablado  con  la  parte  interesada  ;  y  el  juez  tiene  facultad 
de  llamarlos  de  nuevo  y  examinarlos  en  razón  de  las  pala- 
bras que  hubieren  dicho  dudosas;  ley  50,  til.  16,  Part.  3.— 
Si  el  juez  hallare  variedad  en  los  testigos,  debe  carearlos 
para  averiguar  la  verdad.  Véase  Careo.  —  Si  algún  testigo 
no  supiere  la  lengua  vulgar,  se  le  examina  por  medio  de  dos 
intérpretes  juramentados  como  los  testigos;  bien  que  si  no 
hubiese  mas  que  un  intérprete  en  el  pueblo,  ó  se  convinie- 
ren las  partes  en  que  sea  uno  solo,  valdrá  su  dicho.  Véase 
Intérprete. —  Cuando  el  juez  viere  que  los  testigos  se  hallan 
fuera  de  su  territorio ,  debe  enviar  requisitoria  con  inser- 
ción del  interrogatorio  al  juez  del  pueblo  donde  aquellos 
viven,  para  que  reciba  sus  declaraciones  y  se  las  remita 
cerradas  y  selladas,  á  no  hacerse  por  medio  de  receptores  ; 
pero  en  causas  por  las  cuales  haya  de  imponerse  pena  de 
muerte,  mutilación  ó  destierro ,  debe  el  mismo  juez  que 
conoce  de  la  causa  examinar  los  testigos,  quienes  por  tanto 
habrán  de  presentarse  en  su  tribunal  ;ley  27,  lit.  16,  Par?.  5. 
—  Si  el  testigo  dice  que  duda  ó  no  se  acuerda  bien  de  lo  que 
se  le  pregunta  ó  que  tiene  que  ver  algunos  papeles  y  pide 
término,  se  le  debe  conceder  este;  ley  11,  tít.  11,  Parí.  5, y 
su  alos.  2;  y  la  parte  puede  hablarle  y  traerle  á  la  memoria 
los  hechos,  encargarle  su  conciencia  sobre  que  diga  la  ver- 
dad, y  entregarle  á  este  efecto  copia  del  interrogatorio; 
ley  5  ,  lit.  11  ,  lib.  11,  Nov.  Rec.  Los  testigos  tienen  derecho 
á  que  las  partes  les  satisfagan  las  espensas  é  intereses  que 
pierdan  por  el  tiempo  empleado  en  ir  á  declarar  y  regresar 
á  sus  casas;  ley  26  ,  tít.  16,  Parí.  5.  —  En  las  causas  do 
poca  monta  puede  el  juez  cometer  al  escribano  el  examen 
de  los  testigos;  peroen  las  de  importancia  debe  examinar- 
los por  sí  mismo,  bajo  la  pena  de  cinco  mil  maravedís  y  dos 
mil  al  escribano  por  la  primera  vez,  doble  por  la  segunda , 
y  privación  de  sus  oficios  por  la  tercera.  —  Cada  litigante 
puede  presentar  hasta  treinta  testigos,  y  no  mas,  sobre  cada 
hecho  que  intenta  probar,  como  jure  que  no  lo  hace  con 
malicia  ni  por  causar  dilaciones;  y  aunque  después  de  ha- 
ber presentado  algunos  diga  que  no  quiere  presentar  mas  , 
puede  no  obstante  presentar  otros  nuevos  hasta  los  treinta  , 
con  tal  que. sea  dentro  del  término  probatorio,  y  jure  que 
ignora  las  declaraciones  de  Tos  primeros  que  ha  presentado 
y  las  de  los  de  su  contrario;  leyes  2  y  o  ,  til.  11 ,  lib.  i  i , 
Nov.  Roe.;  y  ley  5!t,  til.  16,  Part.  o. 

Cuando  ha  de  testificar  alguna  persona  condecorada  , 
como  magistrado  ó  jefe  de  jurisdicción  ,  no  se  le  suele  exi- 
gir declaración  jurada,  sino  solo  certificación  sobre  el  hecho 
ó  delito ,  ó  bien  se  le  pasa  un  oficio  preguntándole  lo  que  se 
desea  saber  (1).  Los  administradores  de  rentas  pueden  dar  por 
escrito  sus  declaraciones  en  causas  de  poca  entidad  ,  pero 
en  causas  graves  deben  hacerlas  personalmente  en  casa  del 
juez.  Cuando  haya  de  examinarse  algún  testigo  sujeto  à  di- 
versa jurisdicción  de  la  del  juez  de  la  causa ,  debe  preceder 
aviso  de  este  al  juez  ,  jefe  ó  superior  del  testigo,  escepto  en 
los  casos  criminales  y  ejecutivos ,  en  los  cuales  se  recibe 
primero  la  declaración  y  luego  se  participa  à  dicho  juez  para 
su  conocimiento. 

(1)  Asi  se  Verifica  en  la  república  de  ¡Méjico  con  los  diputados  y 
senadores  por  orden  de  25  de  agosto  de  1822.  No  así  los  regidores 
del  ayuntamiento  de  la  capital  en  las  causas  criminales,  como 
puede  verse  en  Beleua,  providencia  u.  654, 
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Dos  testigos  contestes  y  mayores  de  toda  escepcion,  esto 
es,  que  concuerdan  en  la  persona  ,  hecho  ó  caso ,  tiempo  y 
lugar  en  que  pasó,  y  no  tienen  ninguna  de  las  tachas  ó  de- 
fectos legales  que  se  han  indicado,  bastan  para  hacer  plena 
prueba;  ley  52, til.  16,  Part.  5  :  los  que  tienen  tachas  no 
deben  ser  admitidos;  y  los  que  discuerdan  en  alguna  cir- 
cunstancia esencial,  se  tienen  por  testigos  singulares  ,  y  no 
hacen  plena  prueba  ,  aunque  sean  mil.  Mas  como  cada  parte 
puede  presentar  hasta  treinta  testigos ,  según  se  ha  indicado 
ya,  sucede  alguna  vez  que  por  ambas  aparece  suficiente 
prueba.  Entonces  debe  el  juez  atenerseálos  dichos  deaquellos 
que  entendiere  dicen  la  verdad  ó  se  acercan  masa  ella,  ó  son 
de  mayor  fama,  aunque  sean  mas  en  número  los  contrarios  : 
si  fuesen  iguales  en  razón  de  las  circunstancias  de  sus  perso- 
nas y  dichos,  debe  juzgar  por  los  que  fuesen  mas  en  nume- 
ro; y  si  también  en  el  número  hubiese  igualdad,  deberá 
absolver  al  demandado;  ley  ItO,  lit.  16,  allí.  Discordando 
en  sus  dichos  los  testigos  de  una  parte ,  debe  creerse  á  los 
que  digan  lo  mas  verosímil  y  sean  de  mejor  fama,  aunque 
sea  mayor  el  número  de  los  otros;  ley  U\  ,  lit.  cil.  El  testigo 
que  se  contradice  en  su  dicho,  no  hace  fe;  ley  h\,  lit.  cit. 

Para  los  testamentos  son  necesarios  los  testigos  que  se  ha 
dicho  en  las  palabras  Testamento  abierto  y  Testamento  cer- 
rado. —  Para  probarla  falsedad  de  un  instrumento  ó  escri- 
tura hecha  ante  escribano ,  son  precisos  cuatro  testigos  idó- 
neos, los  cuales  depongan  que  la  parte  estaba  en  olrolugar 
diferente  el  dia  en  que  se  otorgó  dicho  instrumento;  pero 
si  este  fuere  privado,  bastan  dos  testigos;  ley  117,  lit.  18, 
Part.  5.  —  Habiendo  contradicción  entre  el  contenido  de  un 
instrumento  público  y  lo  que  aseguran  los  testigos  que  in- 
tervinieron cuando  se  otorgó  ,  deberá  ser  creído  el  instru- 
mento si  concuerda  con  el  protocolo  ó  registro  y  el  escribano 
es  de  buena  fama;  pero  si  el  escribano  no  tuviere  buena 
opinion  ,  y  el  instrumento  fuese  recientemente  hecho,  se  ha 
de  creer  á  los  testigos  ;  ley  US,  til.  18,  Parí.  5.  Siendo  el 
instrumento  antiguo,  merece  mayor  fe  que  los  testigos  en 
opinion  de  algunos  jurisconsultos. — Para  probar  el  pago  de 
una  deuda  cuando  esta  consta  por  escritura  pública  son  ne- 
cesarios cinco  testigos  llamados  y  rogados  para  presenciar 
dicho  pago;  ley  52,  til.  16,  Part.  o.  Véase  Deposición ,' In- 
terrogatorio, Juramentar,  Juramento  de  decir  verdad,  Pre- 
guntas ,  Ratificación ,  Tachas  y  Enemigo. 

Esto  es  lo  que  dicen  nuestras  leyes  sobre  la  prueba  de 
testigos ,  sobre  esta  prueba  tan  peligrosa  y  terrible  como 
antigua  y  necesaria  ;  mas  ya  que  sea  indispensable  valemos 
de  ella,  no  acordemos  nuestra  confianza  sino  á  personas 
que  por  ningún  título  la  desmerezcan.  Todo  testigo  debe  ser 
creído  siempre  que  no  tenga  interés  en  mentir;  pero  ¿quién 
puede  asegurar  que  los  malvados  y  los  infames  no  tienen 
alguna  animosidad  ,  algún  odio  personal,  algún  motivo  oculto 
para  imponer  á  los  jueces?  Si  debe  darse  crédito  á  tales 
testigos,  como  quieren  algunos  jurisconsultos  que  tratan  de 
frivolos  y  absurdos  los  motivos  de  las  leyes  que  los  des- 
echan,  ¿quién  podrá  descansar  en  su  inocencia?  Los  que 
han  perdido  la  confianza  pública  ,  ¿  merecerán  la  confianza 
de  la  ley,  de  modo  que  se  haga  depender  de  su  testimonio 
la  vida  y  el  honor  de  los  ciudadanos  ?  Sin  duda  que  la  ley 
ha  llevado  muy  lejos  sus  escepciones ,  pues  de  que  un  hom- 
bre sea  lascivo  no  se  sigue  que  sea  también  impostor  ó 
mentiroso  ;  pero  cuando  los  vicios  de  la  legislación  esponen 
á  mil  riesgos  aun  la  inocencia  misma,  es  menos  malo  dejar 
alguna  vez  sin  castigo  algún  crimen  por  falta  de  testigos 
idóneos ,  que  admitir  á  dar  testimonio  contra  el  acusado 
personas  que  se  atreven  á  ponerse  en  guerra  habitual  con 
la  opinion  y  hacer  alto  desprecio  de  la  censura  pública, 
cuales  son  los  casados  que  á  costa  de  la  paz  interior  de  sus 
familias  y  con  grave  escándalo  del  pueblo  tienen  pública- 
mente mancebas  ó  barraganas  conocidas;  pues  si  la  lascivia 


nada  tiene  que  ver  con  la  mentira  ,  no  deja  por  eso  de  ser 
muy  posible  y  aun  sospechoso  que  el  que  á  la  vista  de  todo 
el  mundo  abre  y  abandona  su  corazón  á  una  pasión  que  le 
arruina  y  hace  la  desgracia  de  las  personas  que  le  rodean , 
abra  también  su  mano  al  soborno  para  satisfacer  los  capri- 
chos siempre  insaciables  de  una  mujer  estraña  y  codiciosa. 
La  confianza  que  se  concede  á  los  testigos  debe  ser  tanto 
mas  circunspecta  ,  cuanto  mas  inverosímiles  y  atroces  sean 
los  delitos,  aunque  los  criminalistas  por  el  contrario  han 
querido  se  aumentase  esta  confianza  en  proporción  de  la 
atrocidad  del  crimen,  fundándose  en  la  máxima  cruel  y 
bárbara  de  que  in  atrocissimis  leviores  conjecturai  sufficiunt, 
et  licet  judici  jura  transgredí  :  cuando  los  delitos  son  inve- 
rosímiles, como  por  ejemplo  los  de  magia  ,  es  mas  creíble 
que  los  testigos  mienten  ó  están  alucinados,  que  no  el  que 
se  haya  perpetrado  el  delito  ,  porque  es  mas  común  ver  á 
muchos  hombres  calumniar  de  concierto  por  odio  ó  por 
ignorancia  ,  que  ver  á  una  persona  ejercer  un  poder  que 
Dios  nos  ha  negado.  Cuando  los  delitos  son  atroces ,  mayor 
es  la  repugnancia  y  mas  fuertes  los  obstáculos  que  tienen 
que  superar  los  hombres  para  cometerlos,  mayor  la  des- 
aprobación del  público ,  y  mayor  el  miedo  de  la  pena.  No  se 
ha  de  admitir  pues  con  precipitación  la  acusación  de  una 
crueldad  sin  motivo,  porque  el  hombre  no  es  cruel  sino  por 
ínteres,  por  odio  ó  por  miedo.  El  corazón  humano  es  incapaz 
de  un  sentimiento  inútil  :  todos  sus  sentimientos  son  el  re- 
sultado de  las  impresiones  que  los  objetos  hacen  en  los  sen- 
tidos. —  Debe  asimismo  darse  menos  crédito  á  un  hombre 
que  es  individuo  de  un  cuerpo  ,  casta,  orden  ó  asociación 
particular,  cuyas  máximas  y  costumbres  no  son  general- 
mente conocidas  ó  se  diferencian  de  los  usos  comunes, 
porque  ademas  de  sus  propias  pasiones  tiene  este  hombre 
todavía  las  pasiones  de  la  sociedad  á  que  pertenece.  — 
Finalmente  las  deposiciones  de  los  testigos  deben  ser  casi 
nulas  cuando  recaen  sobre  delitos  que  solo  consisten  en 
palabras  ;  porque  el  tono  ,  el  gesto  ,  la  ocasión  ,  el  motivo  , 
los  antecedentes  y  circunstancias ,  alteran  y  modifican  de  tal* 
manera  los  discursos  ,  que  es  casi  imposible  repetirlos 
con  exactitud  y  en  el  mismo  sentido.  Las  acciones  violentas 
dejan  señales  y  vestigios  notables  en  la  multitud  de  las  cir- 
cunstancias que  las  acompañan  y  de  los  efectos  que  pro- 
ducen ;  pero  las  palabras  pasan  como  el  viento ,  y  no  sub- 
sisten sino  en  la  memoria  por  lo  común  infiel  y  muchas 
veces  seducida  de  los  oyentes.  Es  pues  infinitamente  mas 
fácil  fundar  una  calumnia  sobre  discursos  que  sobre  accio- 
nes, porque  el  número  de  circunstancias  que  se  alegan 
para  probar  las  acciones  suministra  al  procesado  otros  tantos 
recursos  para  justificarse  ,  en  vez  de  que  el  delito  de  pala- 
bras no  suele  presentar  medio  alguno  de  justificación. 

Nunca  basta  un  solo  testigo  para  hacer  prueba  ,  porque 
negando  el  procesado  lo  que  el  testigo  afirma  ,  no  resulta 
nada  cierto  ,  y  la  justicia  entonces  debe  respetar  el  derecho 
que  cada  cual  tiene  á  ser  reputado  por  inocente.  La  razón 
exige  dos  testigos  á  lo  menos ,  porque  un  testigo  que  afirma 
y  un  acusado  que  niega  forman  empate  ,  y  es  necesario  un 
tercero  que  quite  la  discordia.  Pero  ¿  bastarán  en  todos  los 
casos  para  hacer  prueba  plena  dos  testigos  contestes  é  inva- 
riables en  sus  deposiciones?  La  esperiencia  nos  enseña  cuan 
fácil  es  encontrar  hombres  que  no  teman  atestar  falsamente 
con  aire  de  reposo  y  seguridad  hechos  que  ignoran;  y  aun 
prescindiendo  del  soborno  y  de  la  mala  fe,  ¿  no  hemos  visto 
y  vemos  cada  dia  no  solamente  dos  sino  muchos  hombres 
igualmente  preocupados  engañarse  y  creer  haber  visto  lo 
que  realmente  no  han  visto,  especialmente  cuando  los  espí- 
ritus están  agitados  y  cuando  el  fanatismo  político  ó  religioso 
les  fascina  los  ojos?  ¡Cuántos  tristes  ejemplos  pudiéramos 
citar  de  casos  sucedidos  en  nuestros  dias!  Pero  contenté- 
monos con  repetir  la  antigua  y  pública  aventura  de  La 
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Pivardiere.  Madama  de  Chauvelin ,  casada  con  él  en  segun- 
das nupcias,  fué  acusada  de  haberle  hecho  quitarla  vida 
alevosamente  en  su  casa.  Dos  criadas  fueron  testigos  del 
asesinato  :  su  propia  hija  oyó  los  gritos  y  las  últimas  pala- 
bras de  su  padre  :  una  de  las  criadas  ,  hallándose  enferma 
con  peligro  de  muerte,  juró  en  el  acto  de  recibir  los  sacra- 
mentos que  su  dueña  habia  visto  matar  á  su  amo  :  otros 
muchos  testigos  dieron  la  ropa  ensangrentada,  y  no  faltaron 
quienes  oyeron  el  fusilazo  con  que  se  habia, dado  principio 
al  homicidio.  Su  muerte  en  fin  resultó  bien  averiguada;  y 
sin  embargo  no  habia  habido  fusilazo  ,  ni  sangre  derramada , 
ni  persona  muerta.  El  resto  de  la  historia  es  todavía  mas 
estraordinario.  Vuelve  La  Pivardiere  á  su  casa  ,  preséntase 
al  tribunal  que  iba  á  tomar  venganza  de  su  muerte  :  los 
jueces  le  sostienen  en  su  cara  que  ha  sido  asesinado ,  que  es 
un  impostor  por  decir  que  todavía  vive,  que  debe  ser  cas- 
tigado por  mentir  así  á  la  justicia,  que  las  pruebas  del  pro- 
ceso son  mas  dignas  de  crédito  que  él;  y  duró  todavía  diez 
y  ocho  meses  esta  causa  criminal  antes  que  el  pobre  hidalgo 
pudiese  obtener  sentencia  que  le  declarase  vivo  ! 

Entre  los  Romanos  se  examinaba  públicamente  á  los  tes- 
tigos en  presencia  del  acusado  ,  quien  podia  responderles  y 
replicarles  y  hacerles  preguntas  y  repreguntas  por  sí  mismo 
ó  por  medio  de  un  abogado.  Este  procedimiento  era  noble 
y  franco  ,  y  respiraba  la  grandeza  romana.  Mas  entre  nos- 
otros todo  se  hace  en  secrjgto  :  un  solo  juez  con  su  escribano 
oye  á  los  testigos  separadamente  uno  tras  otro  ,  sin  que 
pueda  asistir  el  interesado.  Un  autor  célebre  atribuye  el 
origen  de  esta  práctica  á  la  equivocación  que  se  padeció 
creyendo  que  las  palabras  testes  inlrare  judicii  secretum 
que  se  hallan  en  el  Código,  tít.  deíesfi&Ms(t),signincabanque 
los  testigos  eran  examinados  en  secreto  ,  siendo  así  que 
secretum  no  significa  aquí  sino  el  gabinete  del  juez ,  y  no 
seria  buen  latin  decir  intrare  secretum  por  hablar  secreta- 
mente; de  modo  que  una  disposición  tan  grave  de  la  juris- 
prudencia se  debe  á  un  solecismo.  Los  testigos  son  por  lo 
común  hombres  rústicos  y  sencillos  ,  que  difícilmente  pue- 
den espresar  sus  ideas  con  propiedad,  claridad  y  precisión; 
unas  veces  dicen  mas  ó  menos  de  lo  que  quieren,  otras  no 
entienden  bien  las  preguntas  que  se  les  hacen  y  responden 
una  cosa  por  otra  ,  ya  sucede  tal  vez  que  por  su  mala  espli- 
cacion  no  se  comprende  el  verdadero  sentido  que  ellos  dan 
á  sus  palabras,  ya  se  aturden  fácilmente  y  temen  desagra- 
dar al  que  los  examina;  de  suerte  que  el  juez  encerrado 
con  ellos  puede  hacerles  decir  cuanto  quisiere ,  y  arrancarles 
una  declaración  mas  conforme  á  su  deseo  que  á  la  verdad. 
Por  ello  es  mas  loable  la  antigua  práctica  de  los  Romanos, 
y  la  que  se  observa  actualmente  en  muchas  naciones,  cuyas 
leyes  han  establecido  los  debates,  en  que  el  acusado  ve, 
oye  y  contradice  á  los  testigos  que  deponen  contra  él ,  de 
manera  que  los  jueces  por  las  esplicaciones  recíprocas  de 
unos  y  otros  llegan  á  conocer  mas  á  fondo  la  verdad  ó  fal- 
sedad de  los  hechos. 

TESTIGO  abonado.  El  que  no  tiene  tacha  legal  ;  —  y  el 
que  no  pudiendo  ratificarse  en  su  declaración  por  haber 
muerto  ó  hallarse  ausente  es  tenido  por  idóneo  y  fidedigno 
mediante  la  justificación  que  se  hace  de  su  veracidad  y  de 
no  tener  tachas  legales.  Véase  Abono  de  testigos. 

TESTIGO  auricular  ó  de  oídas.  El  que  depone  de 
algún  caso  por  haberle  oido  á  otros.  No  tiene  fuerza  su  tes- 
timonio ,  sino  cuando  recae  sobre  algún  suceso  antiguo  ,  ó 
cuando  se  trata  de  probar  la  fama  pública  ;  leyes  28  y  29  , 
til.  1G,  Part.  5. 

TESTIGO  ocular  ó  de  vista.  El  que  depone  de  algún 
caso  á  que  se  halló  presente.  Su  testimonio  es  válido  , 

(1)  Ley  14  ,  C.  de  teslib. ,  que  dice  judicantis  y  no  judicii,  se- 
gún la  edición  que  hemos  consultado. 


concurriendo  las  circunstancias  espresadas  en  la  palabra 
Testigo. 

TESTIGO  instrumental.  El  que  asiste  al  otorgamiento 
de  un  instrumento  ó  escritura.  Si  un  escribano  asegura  que 
hizo  ó  escribió  tal  instrumento  ,  y  los  testigos  puestos  en  él 
niegan  haberlo  presenciado,  aquel  será  creído  siendo  de 
buena  fama  y  estando  el  instrumento  conforme  á  la  nota 
de  su  registro  ó  protocolo  ;  pero  no  siendo  el  escribano  de 
buena  fama  ,  y  sí  hombres  buenos  los  testigos,  y  el  instru- 
mento hecho  de  poco  tiempo  acá  ,  deben  estos  ser  creídos 
y  no  el  escribano  ;  ley  i  1 5,  lit.  18,  Part.  3.  Siendo  antiguo 
el  instrumento  ,  dicen  algunos  autores  que  merece  mayor 
fe  que  los  testigos  ;  ley  114 ,  til.  18,  Parí.  3  ;  y  Grcg.  López , 
glos.  5  en  la  ley  US  cit. 

TESTIGO  judicial.  El  que  declara  ante  la  justicia  en 
materia  civil  ó  criminal  lo  que  sabe  sobre  los  hechos  con- 
testados. Véase  Testigo. 

TESTIGO  falso.  El  que  falta  maliciosamente  á  la  verdao. 
en  sus  deposiciones  ,  sea  negándola  ,  sea  diciendo  lo  con- 
trario á  ella.  La  legislación  de  las  Partidas  da  facultad  al 
juez  para  que  imponga  la  pena  que  estime  correspondiente 
al  que  diga  falso  testimonio  ó  encubra  á  sabiendas  la  ver- 
dad ,  atendiendo  á  las  circunstancias  de  las  personas  y  de  los 
hechos,  por  no  poderse  establecer  igual  pena  para  todos; 
ley  42  ,  lit.  16,  Part.  5.  El  Fuero  Juzgo  ordena  que  si  alguno 
por  cuita  negare  la  verdad  ó  se  perjurare,  se  le  den  cien 
azotes ,  sea  retraído  para  siempre  ,  no  pueda  ser  testigo 
contra  nadie  y  pierda  la  cuarta  parte  de  su  hacienda  ó  bienes 
patrimoniales  ,  que  ha  de  aplicarse  á  quienes  perjudicó  ó 
engañó  con  su  perjurio  ;  ley  \h,  til.  k,  lib.  2  ,  Fuero  Juzgo. 
El  Fuero  Real  dispone  que  ademas  de  indemnizar  el  testigo 
falso  á  quien  perjudicó  con  su  dicho  ,  nunca  valga  su  testi- 
monio y  se  lé  arranquen  los  dientes  ,  cuyas  penas  se  estien- 
den á  la  persona  que  se  hubiese  valido  de  él  ;  ley  3 ,  til.  12 
del  Fueteo  Real.  La  Recopilación  manda  :  Io.  que  el  testigo 
que  deponga  falsamente  en  causa  criminal,  por  la  que  á  no 
haberse  averiguado  la  falsedad  se  habría  impuesto  al  pro- 
cesado la  pena  de  muerte  ú  otra  corporal ,  sea  castigado  en 
su  persona  y  bienes  con  la  propia  pena  que  aquel  hubiese 
merecido;  y  que  en  las  demás  causas  criminales  y  civiles 
se  observe  lo  dispuesto  por  las  leyes  contra  los  testigos 
falsos  ;  leyes  h  y  S,  tit.  6,  lib.  12 ,  Nov.  Rec.  (2)  :  —  2o.  que  se 
conmute  en  vergüenza  pública  y  diez  años  de  galeras  la  pena 
de  quitar  los  dientes  al  testigo  falso  en  las  causas  civiles  en 
los  casos  que  según  las  leyes  debia  ser  condenado  á  ella  ;  y 
en  las  causas  criminales  ,  no  siendo  de  pena  capital  en  que 
se  le  hubiese  de  imponer  esta  misma ,  se  le  condene  en  ver- 
güenza pública  y.  galeras  perpetuas  :  lo  cual  se  estiende  á 
las  personas  que  hubieren  inducido  al  testigo  falso  ,  siendo 
tales  que  puedan  ser  destinadas  al  servicio  de  aquellas  ; 
ley  5 ,  til.  6,  lib.  12  ,  Nov.  Rec.  :  —  5*?.  que  los  tribunales  y 
jueces  en  los  casos  de  presumir  que  algunos  testigos  depo- 
nen falsamente,  ó  de  haber  diversidad  en  sus  deposiciones, 
trabajen  por  averiguar  la  verdad  ó  falsedad  ,  y  aun  los 
careen  unos  con  otros  ,  de  modo  que  hecha  la  averiguación 
sean  bien  castigados  los  testigos  falsos  así  en  las  causas 
civiles  como  en  las  criminales  ,  procediendo  con  toda  bre- 
vedad y  de  oficio  ,  sin  esperar  la  determinación  de  la  causa 
principal;  ley  3,  tit.  6,  lib.  12,  Nov.  Rec.  Es  de  advertir 
que  como  en  el  dia  no  hay  galeras ,  se  les  sustituyen  las 
penas  de  presidio  ó  arsenales  ú  otras  al  arbitrio  del  juez. 

(2)  Téngase  muy  presente  la  ley  6 ,  lit.  6  ,  lib.  1-2  ,  Nov.  Rec. , 
que  ordena  la  mas  rigorosa  y  exacta  observancia  de  las  leyes  contra 
testigos  falsos  y  falsos  delatores  en  toda  clase  de  causas  sin  ningu- 
na moderación;  y  la  3,  tit.  8,  lib.  7  de  la  Hec.  de  Ind.,  que  im- 
pone á  las  justicias  la  obligación  de  averiguar  y  casligar  con  rigor 
este  delito.  —  Véase  la  nota  al  artículo  Calumniador. 
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También  se  ha  de  tener  presente  que  se  ha  abolido  la  per- 
petuidad en  las  penas.  Véase  Pena. 

f  El  que  sirviere  de  testigo  falso  sufrirá  la  pena  de  ser 
pasado  por  las  armas,  y  en  caso  de  que  el  delito  sobre  que 
declare  falsamente  no  fuere  capital,  se  le  impondrá  otra  pe- 
na menos  grave,  según  las  circunstancias. 

El  que  en  cualquiera  causa  en  que  tuviere  que  declarar 
por  citación  competente,  faltare  á  la  verdad  del  juramento, 
por  este  solo  hecho  será  depuesto  de  su  empleo  y  despedido 
del  servicio,  sin  perjuicio  de  la  causa.  Orden,  del  ejérc, 
arls.  %¡i  y  8b,  til.  10,  trat.  8o. 

Todo  oficial  (sin  distinción  de  graduación)  que  sobre 
cualquier  asunto  militar  diere  á  sus  superiores  por  escrito  ó 
de  palabra  informe  contrario  á  lo  que  supiere,  será  despe- 
dido del  servicio,  y  tratado  como  testigo  falso  por  la  ley  del 
reino,  y  si  fuesen  ambiguas  ,  misteriosas  ó  implicadas  sus 
cláusulas,  se  le  reprenderá  obligándole  á  espiicarse  con  cla- 
ridad. Orden,  del  ejérc,  art.  10,  lit.  17,  Irai.  2o. 

TESTIGOS  necesarios.  Los  que  teniendo  tacha  legal 
para  dar  testimonio  ,  son  admuidos  no  obstante  por  necesi- 
dad en  algunas  causas  cuando  faltan  otros  hábiles  y  capa- 
ces. Esto  es  lo  que  sucede  en  los  delitos  de  lesa  majestad  ó 
lesa  nación  y  en  el  pecado  nefando,  en  los  cuales  se  admiten 
como  testigos  todas  las  personas  sin  escepcion  fuera  del 
enemigo  capital  del  acusado;  íey  8 ,  til.  16,  Parí.  3;  ley  2, 
lit.  50,  lib.  12,  Nov.  liec:  de  suerte  que  los  testigos  que  la 
ley  rechaza  como  sospechosos  é  indignos  de  fe  en  todo  gé- 
nero de  causas,  merecen  precisamente  su  confianza  cuando 
aun  á  los  testigos  mas  irreprensibles  no  debiera  oirse  sino 
con  circunspección  y  recelo ,  como  si  los  medios  que  son 
peligrosos  é  injustos  para  buscar  la  verdad  en  unos  casos 
no  lo  fuesen  del  mismo  modo  para  buscarla  en  otros  !!!  Los 
infames,  según  la  ley  8,  tít.  16,  Part.  3 ,  debían  antes  de 
rendir  su  declaración  purgar  su  infamia  en  la  tortura ,  como 
si  la  fuerza  ó  debilidad  de  los  músculos  pudiese  decidir  de 
la  buena  ó  mala  reputación,  como  si.los  testigos  nerviosos  y 
robustos  fuesen  necesariamente  mas  idóneos  para  dar  testi- 
monio, como  si  depusiesen  su  infamia  en  los  tormentos  del 
mismo  modo  que  las  serpientes  dejan  su  horrible  despojo  en- 
üaj  las  espinas  de  las  zarzas!  Véase  Prueba  privilegiada. 

TESTIGOS  singulares.  Los  que  discuerdan  de  los  otros 
en  el  hecho  ,  persona  ,  tiempo,  lugar  ó  circunstancias  esen- 
ciales. La  singularidad  puede  ser  de  tres  maneras,  obstati- 
va ,  adminiculativa  y  diversificativa.  Se  llama,  obstaliva  ó 
adversativa ,  la  que  contiene  contrariedad  ó  repugnancia  en 
los  dichos  de  los  testigos  que  deponen  sobre  un  mismo  he- 
cho, como  si  uno  dice ,  por  ejemplo ,  que  Pedro  fué  muerto 
en  el  campo ,  y  otro  que  en  la  iglesia  :  esta  singularidad 
desvanece  la  fe  de  los  testigos ,  de  modo  que  no  ha  de  darse 
crédito  á  ninguno  de  ellos;  ley  28  ,  til  16,  Part.  3.  Llámase 
adminiculativa  ó  acumulativa ,  cuando  los  testigos  deponen 
de  hechos  que  aunque  diversos  se  ayudan  mutuamente  para 
probar  el  punto  que  se  controvierte,  como  si  un  testigo  dice 
que  vio  á  Manuel  comprar  una  espada ,  otro  que  le  vio  herir 
con  una  espada  á  Jerónimo,  y  otro  que  vio  en  sus  manos 
una  espada  ensangrentada  :  esta  singularidad  no  desva- 
nece sino  que  corrobora  los  dichos  de  los  testigos,  los  cuales 
pueden  hacer  plena  probanza  en  las  causas  civiles,  é  indu- 
cir grave  presunción ,  aunque  no  prueba  completa ,  en  las 
criminales.  Se  llama  por  fin  diversificativa ,  cuando  los  tes- 
tigos deponen  de  hechos  diversos  que  aunque  no  sean  con- 
trarios ni  repugnantes  entre  sí  no  se  ayudan  mutuamente  el 
uno  al  otro ,  como  si  un  testigo  dice  que  Pedro  prestó  á  Juan 
cien  reales  en  tal  día  y  tal  parle,  y  otro  que  le  prestó  vein- 
te en  otro  dia  ó  paraje  :  esta  singularidad  ni  desvanece  ni 
corrobora  los  dichos  de  los  testigos ,  los  cuales  siendo  ma- 
yores de  toda  escepcion  harán  solo  prueba  semiplena  cada 
uno  por  su  hecho. 


TESTIGOS  testamentarios.  Los  que  asisten  al  otorga-, 
miento  de  algún  testamento  ú  otra  disposición  de  última  vo- 
luntad. Véase  Testamento  en  sus  diferentes  artículos. 

TESTIGOS  mudos.  Las  cosas  inanimadas  que  sirven 
para  la  ilación  de  algún  hecho  y  la  convicción  del  acusado; 
cuales  son  los  instrumentos  con  que  se  ha  ejecutado  algún 
delito  ,  como  el  puñal  ó  la  llave  falsa  que  pertenece  ó  se  en- 
cuentra á  la  persona  sobre  quien  recaen  las  sospechas.  No 
hacen  prueba  plena,  pero  inducen  presunción. 

TESTIMONIALES.  El  instrumento  auténtico  que  hace 
fe  de  su  contenido.  Tómase  especialmente  por  el  testimonio 
que  dan  los  obispos  de  la  buena  vida,  costumbres  y  libertad 
de  algún  subdito  que  pasa  á  otra  diócesis. 

TESTIMONIO.  La  deposición  que  un  testigo  hace  en 
juicio  :  —  el  instrumento  legalizado  de  escribano  en  que  da 
fe  de  algún  hecho  :— y  la  prueba  ,  justificación  y  comproba- 
ción de  la  certeza  ó  verdad  de  alguna  cosa.  Véase  Traslado. 

f  TESTIMONIO  de  condena.  Véase  Presidio. 

V 
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TIERRAS  concejiles.  Las  tierras  labrantías  ó  de  pasto 
que  pertenecen  á  los  concejos  de  los  pueblos  ,  y  sirven  con 
sus  productos  ó  rentas  para  la  conservación  del  estado  civil 
y  establecimientos  municipales  de  aquellos.  Véase  Propios 
y  arbitrios. 

TIRANO.  Este  nombre  significaba  entre  los  antiguos  un 
rey  ó  soberano;  entre  los  Griegos  cualquiera  que  inten- 
taba oprimir  su  libertad  ;  y  hoy  se  da  al  príncipe  que  abusa 
de  su  poder,  y  al  héroe  nacido  para  desgracia  de  los  hom- 
bres. La  ley  10 ,  tít.  1 ,  Part.  2,  llama  tirano  al  que  se  apo- 
dera de  reino  ó  tierra  por  fuerza  ,  engaño  ó  traición  ;  y  al 
que  gobierna  un  estado  sin  justicia  y  á  medida  de  su  volun- 
tad. El  tirano,  según  dice  la  misma  ley,  ama  su  bien  mas 
que  el  común  de  todos,  aunque  sea  en  daño  de  la  tierra, 
porque  vive  siempre  con  recelo  de  perderla,  y  usa  de  su 
poder  contra  los  del  pueblo  en  tres  modos  :  Io.  procurando 
que  sean  necios  y  cobardes,  para  que  no  se  levanten  con- 
tra él  ni  opongan  á  su  voluntad  :  —  2o.  introduciendo  des- 
afecto y  desconfianza  de  unos  á  otros ,  para  que  no  hablen 
contra  él  temerosos  de  la  falta  de  fe  y  secreto  :  —  3o.  ha- 
ciéndolos pobres  ,  y  metiéndolos  en  tan  grandes  hechos  que 
no  puedan  acabarse,  para  que  atentos  siempre  á  su  mal 
nunca  piensen  cosa  contra  su  señorío.  Sobre  todo  procuran 
los  tiranos  destruir  á  los  poderosos  y  sabios  ,  prohibir  en 
sus  tierras  cofradías  y  ayuntamientos  de  hombres,  indagar 
lo  que  se  hace  ó  dice  en  ellas ,  fiar  mas  su  consejo  y  guarda 
en  los  estraños  acomodados  á  su  gusto  que  en  los  naturales 
apremiados  á  servirles.  El  que  use  pues  de  su  poder  en  cual- 
quiera de  estos  modos,  aunque  haya  obtenido  el  reino  por 
herencia  ó  por  elección  de  todos  los  ciudadanos,  puede  lla- 
marse tirano  ,  pues  se  torna  injusto  su  dominio.  Estrado  de 
la  ley  10,  tít.  1,  Part.  2. 

TIRAS.  El  derecho  que  se  paga  en  las  escribanías  por 
tomar  las  partes  el  pleito  que  viene  en  apelación  al  tribunal 
superior,  y  se  regula  por  las  hojas ,  dando  un  tanto  por 
cada  una. 

TÍTULO.  La  causa  en  cuya  virtud  poseemos  alguna 
cosa  ;  y  el  instrumento  con  que  se  acredita  nuestro  derecho  : 
—  el  testimonio,  despacho  ó  instrumento  dado  para  ejercer 
algún  empleo  ó  dignidad  :  —  la  dignidad  de  baron  ,  conde  ó 
marques,  de  que  se  hace  gracia  á  alguno  por  sus  méritos  ó 
servicios,  intitulándole  del  nombre  de  algún  lugar  ó  territo- 
rio que  antes  poseia  ó  que  juntamente  se  le  da ,  ó  del  ape- 
llido de  su  casa  y  familia  ;  y  la  misma  persona  condecorada 
con  esta  dignidad  ,  que  se  considera  medía  entre  la  de  hi- 
dalgo y  la  de  grande  de  España. 

El  titulo  considerado  como  la  causa  en  cuya  virtud  posea- 


TO 


—  1504  — 


*mos  alguna  cosa  ,  es  ó  no  traslativo  ele  dominio.  Título  tras- 
lativo de  dominio  es  aquel  que  se  hace  á  perpetuidad  y  en 
cuya  virtud  se  trasfiere  la  propiedad  de  la  cosa  mediante 
su  entrega  ó  tradición  hecha  por  el  dueño  que  tenga  facul- 
tad para  enajenar  sus  bienes,  como  la  venta,  donación, 
dolé,  permuta  y  otros.  El  título  traslativo  de  dominio  no 
produce  su  efecto  sino  á  consecuencia  de  la  entrega  de  la 
cosa,  quia  non  paclionibus  sed  tradilionibus  dominio,  rerum 
iransferunlur.  Si  el  que  me  hace  la  tradición  no  es  el  dueño 
verdadero,  no  me  traspasa  el  dominio,  porque  nadie  puede 
ciar  lo  que  no  tiene  ;  pero  la  posesión  que  me  trasfiere  me 
da  derecho  para  prescribir  la  cosa  ,  esto  es,  para  ganar  y 
adquirir  su  propiedad  con  el  trascurso  del  tiempo  prefijado 
por  la  ley.  —  Título  no  traslativo  de  dominio  es  el  que  no 
se  hace  á  perpetuidad  y  que  no  es  capaz  de  trasferir  la  pro- 
piedad de  una  cosa  en  la  persona  del  poseedor,  como  la 
prenda ,  el  comodato ,  el  depósito ,  el  arrendamiento  y  otros 
semejantes.  La  tradición  hecha  en  consecuencia  de  tal  causa 
no  da  derecho  al  poseedor  para  prescribir  la  cosa  ,  porque 
este  título  solamente  trasfiere  la  posesión  natural ,  y  no  la 
civil  que  es  absolutamente  necesaria  para  la  prescripción. 
De  aquí  es  que  todo  título  no  traslativo  de  dominio  es  vicioso 
por  lo  que  respeta  á  la  prescripción,  en  cuanto  anuncia  y 
rcredita  que  la  cosa  de  que  se  trata  pertenece  á  otra  per- 
sona distinta  del  poseedor;  y  en  este  sentido  suele  decirse  : 
Satins  est  non  habere  titnlum,  quàm  habere  viliosnm  ;  por 
lo  cual  vale  mas  seguir  el  consejo  que  dice  :  Salins  est  non 
oslenderc  titnlum,  qu'am  vitiosum  eochibere.  — El  título  se 
divide  también  en  título  oneroso  y  título  lucrativo  (t). 

TÍTULO  oneroso.  La  causa  en  virtud  de  la  cual  adqui- 
rimos una  cosa  pagando  su  valor  en  dinero ,  en  otra  cosa  ó 
en  servicios,  ó  mediante  ciertas  cargas  y  condiciones  á  que 
nos  sujetamos,  como  la  compra  ,  permuta,  arrendamiento 
y  dote. 

TÍTULO  lucrativo  ó  gratuito.  La  causa  por  la  que 
adquirimos  una  cosa,  sin  que  nada  nos  cueste,  como  la  do- 
nación y  el  legado. 

TÍTULO  vicioso.  El  que  es  defectuoso  en  la  forma, 
como  un  acto  ó  instrumento  que  no  está  firmado,  ó  en  el 
fondo,  como  una  donación  no  aceptada,  ó  en  cuanto  al  objeto 
para  que  se  le  quiere  hacer  servir,  como  la  posesión  por  via 
de  arrendamiento ,  depósito  ó  comodato  ,  de  que  uno  intenta 
valerse  para  la  prescripción.  Véase  Titulo  al  fin. 

TÍTULO  colorado.  El  que  se  funda  en  alguna  apariencia 
de  razón  y  de  justicia;  —  el  que  tiene  ¡a  apariencia  de  la 
buena  fe ,  pero  que  no  es  suficiente  para  trasferir  por  sí 
solo  la  propiedad ,  sin  el  ausilio  de  la  posesión  y  prescrip- 
ción ;— y  el  que  se  da  con  fraude  ó  dolo  á  un  acto  ó  conven- 
ción :  Si  color  vel  litulus,  ut  sic  dixerim,  donationi  qiuesitas 
est,  nihilvalebit  Iradilio. 

TÍTULO  auténtico.  El  instrumento  dado  ó  espedido 
por  un  oficial  ó  funcionario  público.  Véase  Instrumento  au- 
téntico. ' 

TjTULO  ejecutivo.  El  instrumento  que  trae  aparejada 
ejecución  contra  el  obligado,  de  modo  que  en  su  virtud  se 
puede  proceder  sumariamente  al  embargo  y  venta  de  los 
bienes  del  deudor  moroso  para  satisfacer  al  acreedor.  Véase 
Instrumento  ejecutivo. 

TITULO  primordial.  El  instrumento  originario  y  pri- 
mitivo que  contiene  la  concesión  y  la  época  de  algún  dere- 
cho que  nos  pertenece,  à  diferencia  de  los  demás  títulos  que 
suponen  el  primero  y  no  son  mas  que  su  consecuencia. 
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TORA.  El  tributo  que  pagaban  los  judíos  por  familias. 

(1)  Véase  á  Sala,  tom.  i,  pág.  226,  g  5¡)P.  Murillo,  lib.  2, 
t.  26,  uúms.  241  y  242. 


TORMENTO.  Una  manera  de  prueba  ,  según  dice  la 
ley  1  ,  tít.  50  ,  Part.  7,  que  fallaron  los  que  fueron  amadores 
de  la  justicia  ,  para  escudriñar  el  saber  la  verdal  por  él,  de 
los  malos  fechos  que  se  facen  encubiertamente  el  non  pwden 
ser  sabidos  nin  probados  por  otra  manera  ;  pero  según  tiene 
acreditado  la  esperiencia,  es  un  medio  seguro  de  condenar 
al  inocente  débil,  y  absolver  al  delincuente  robusto  ;  por  lo 
cual  en  las  naciones  donde  no  se  ha  abolido  espresamente  (2), 
ha  caducado  en  cierto  modo  su  uso,  habiéndose  visto  forza- 
dos á  reconocer  los  amadores  de  la  justicia  que  los  invento- 
res de  un  medio  tan  bárbaro  y  cruel  de  escudriñar  la  verdat 
han  errado  lastimosamente  el  camino  ,  porque  la  verdad 
que  persiguen  no  está  escondida  en  los  músculos  ni  en  las 
fibras  del  desgraciado  á  quien  lisian  y  descoyuntan.  —  Si 
tratamos  do  averiguar  el  origen  del  tormento  entre  nosotros, 
tal  vez  hallaremos  que  su  introducción  en  los  tribunales  fué 
ilegítima  y  contraria  al  espíritu  de  nuestras  leyes.  Nada  se 
habla  de  él  en  nuestros  primeros  códigos ,  ni  en  el  Fuero 
Real ,  ni  en  el  Fuero  Viejo  de  Castilla  ,  ni  en  el  Ordena- 
miento de  Alcalá;  y  si  es  cierto  que  se  encuentra  estableci- 
do en  las  Partidas,  las  cuales  le  lomaron  de  los  derechos  ro- 
mano y  canónico  y  de  las  opiniones  que  corrían  en  el 
siglo  xiii,  también  lo  es  que  no  habiéndose  dado  autoridad 
á  la  legislación  de  las  Partidas  sino  para  los  casos  que  no 
pudieran  decidirse  por  los  otros  códigos  que  hemos  indica- 
do ,  no  pudieron  ni  debieron  comprenderse  en  la  aprobación 
de  dicho  cuerpo  las  leyes  relativas  á  la  tortura,  puesto  que 
en  aquellos  habia  otras  que'determinaban  el  modo  de  hacer 
las  probanzas  sin  el  uso  de  un  medio  tan  incierto  como  ter- 
rible y  doloroso.  Adoptóse  sin  embargo  por  los  tribunales 
en  aquellos  tiempos  bárbaros  el  uso  del  tormento,  del  que 
por  fortuna  podemos  hablar  ahora  como  de  un  punto  de  his- 
toria. Til.  50,  Part.  7. 

Las  maneras  de  dar  tormento  eran  varías;  pero  las  dos 
que  la  ley  i  de  dicho  lit.  50  señala  como  principales,  eran 
la  de  abrir  heridas  con  azotes,  y  la  de  colgar  al  reo  de  los 
brazos,  cargándole  las  espaldas  y  piernas  con  alguna  cosa 
pesada.  Para  que  hubiese  lugar  al  tormento  era  preciso  que 
el  delito  fuese  de  los  mas  graves ,  que  resultasen  presuncio- 
nes contra  el  acusado ,  y  no  se  hallase  otro  medio  de  averP* 
guar  la  verdad.  Asistían  al  acto  el  juez,  el  ejecutor  de  sus  ór- 
denesy  el  escribano.  Eljuez  preguntaba  porsí  mismo  al  ator- 
mentado si  sabia  quién  habia  cometido  el  delito  ,  pero  no  sí 
le  había  cometido  él  ó  tal  persona  determinada ,  por  río  darle 
carrera  para  decir  mentira;  y  el  escribano  iba  estendíendo 
la  declaración  en  lugar  secreto  y  apartado  ;  ley  5 ,  alii.  Si 
se  habia  de  atormentar  á  muchos ,  se  empezaba  por  el  de 
menor  edad ,  ó  por  el  que  estaba  criado  mas  viciosamente, 
y  se  continuaba  por  los  otros  con  separación  ,  de  modo  que 
ninguno  oyese  lo  que  decía  el  atormentado.  La  confesión 
hecha  en  el  tormento  no  tenia  fuerza,  sino  se  ratificaba  fuera 
de  él;  y  así  es  que  al  dia  inmediato  era  nuevamente  pre- 
guntado el  reo  sobre  lo  mismo  sin  apremios  ni  amenazas  :  si 
confirmaba  su  confesión,  era  condenado  á  la  pena  merecida 
por  el  delito,  á  no  ser  que  por  otros  medios  resultase  ca- 
sualmente que  la  confesión  y  ratificación  solo  habían  sido 
efecto  del  miedo,  despecho,  locura  ú  otra  causa  semejante, 
por  ser  falso  lo  declarado  :  sí  no  ratificaba  su  confesión  ,  se 
le  volvía  á  atormentar  dos  veces  mas  en  dos  días  distintos 
siendo  en  delito  de  traición,  falsa  moneda,  hurto  ó  robo,  y 
otra  sola  vez  siendo  el  delito  de  otra  especie.  Si  el  reo  ne- 
gaba en  el  tormento,  se  le  debia  absolver  y  dar  por  quilo; 
ley  il,  lit.  50  cit.;  pero  los  tribunales,  mas  sanguinarios 
_ — — — — — — — — — — . _ _lí_ ___ 

(2)  Entre  lus  Mejicanos  estaba  años  ha  establecido,  y  nueva- 
mente por  el  art.  'iD  ilela  5a.  ley  conslit.  se  previene  que  «  ja- 
más ¡loiír.'-  «so'rse  del  lortnento  para  la  averiguación  de  ningún 
género  de  delito,  » 
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aun  que  aquellas  leyes  ,  no  satisfechos  con  haber  apacen- 
tado sus  ojos  en  las  convulsiones  de  un  acusado  tal  vez 
inocente,  parece  no  podían  resolverse  á  pesar  del  mandato 
espreso  de  la  ley  á  soltar  la  víctima  que  una  vez  habia  caído 
en  sus  manos,  y  ó  bien  detenían  todavía  en  la  cárcel  al  mi- 
serable atormentado,  dejando  indecisa  por  entonces  la  causa 
hasta  ver  si  sobrevenían  nuevos  indicios  contra  él ,  ó  bien 
le  imponían  ademas  del  tormento  una  pena  estraordinaria, 
aunque  la  ley  le  consideraba  sin  delito,  puesto  que  mandaba 
ponerle  en  libertad,  y  aunque  es  un  axioma  general  recibido 
en  todas  las  naciones  y  en  todos  los  siglos  que  todo  hombre 
tiene  derecho  á  ser  reputado  inocente  mientras  no  se  le 
pruebe  que  es  culpable.  —  No  solamente  á  los  reos  se  daba 
tormento ,  sino  también  á  los  testigos  que  el  juez  creia  va- 
riaban en  sus  dichos  maliciosamente  ,  ley  8,  lit.  30,  Pari.  7; 
y  no  solo  á  los  testigos  que  se  contradecían  ,  sino  asimismo 
á  los  testigos  que  teniendo  la  tacha  de  infamia  no  eran 
aptos  para  dar  testimonio  en  una  causa,  á  los  cuales  se 
habilitaba  mediante  la  tortura  !!!  —  Mas  no  podían  ser  ator- 
mentados :  Io.  los  menores  de  catorce  años  :  —  2o.  los 
caballeros ,  bajo  cuyo  nombre  se  entendían  los  soldados  :  — 
3o.  los  maestros  de  las  leyes  ó  de  otra  ciencia  :  —  h°.  los 
consejeros  del  rey  ó  del  común  de  algún  pueblo,  ni  sus  hi- 
jos siendo  de  buena  fama  :  — S°.  la  mujer  preñada:— 6o.  los 
nobles;  leyl,  lit.  30,  Part.  7. 

¿Combatiremos  ahora  el  tormento  citando  ejemplos  de 
inocentes  que  en  medio  del  dolor  han  confesado  delitos  quo 
no  han  existido,  y  de  duros  y  feroces  delincuentes  que  han 
sabido  librarse  de  las  penas  que  merecían  soportando  con 
firmeza  la  tortura?  ¿Reuniremos  aquí  la  multitud  de  razones 
incontrastables  que  se  han  alegado  contra  una  práctica  mas 
absurda,  injusta  ,  bárbara  y  funesta  que  las  pruebas  llama- 
das juicios  de  Dios?  Mas  ya  se  estremecen  todos  con  la  idea 
sola  del  tormento;  los  tribunales  le  han  echado  del  templo 
de  la  justicia  ;  los  legisladores  le  han  ido  suprimiendo  en 
todas  partes;  y  si  hay  todavía  quien  trate  de  levantar  en 
algún  caso  este  horrible  monumento  de  la  bárbara  legisla- 
ción de  nuestros  padres,  todos  le  miran  como  á  un  tigre 
salido  de  los  montes  de  la  Hircania. 

TORNAGUÍA.  El  recibo  ó  resguardo  de  la  guia  que  se 
despachó  en  algún  estanco  ó  aduana,  por  el  cual  se  hace 
constar  haberse  entregado  á  los  sugetos  de  la  consignación 
los  géneros  que  se  habían  manifestado  (1). 

TORNO.  En  los  arrendamientos  de  rentas  la  vuelta  ó 
regreso  que  se  hace  del  remate  ejecutado  en  el  pujador  a! 
antecedente  postor,  por  no  haber  dado  suficientes  fianzas 
dentro  del  término  prefinido;  y  cuando  hay  muchas  pujas 
se  hace  sucesivamente  el  torno ,  como  al  tercer  postor,  se- 
gundo ó  primero ,  porque  todos  los  postores  quedan  obliga- 
dos gradual  y  subsidiariamente  por  sus  posturas  respecti- 
vas. Véase  Puja. 

TOROS.  Está  prohibido  absolutamente  hacer  fiestas  de 
loros  y  novillos  de  muerte  por  los  graves  perjuicios  morales 
y  políticos  que  producen,  como  asimismo  correr  por  las  ca- 
lles ,  de  dia  ó  de  noche,  novillos  y  toros  de  cuerda ,  á  causa 
de  haberse  esperimentado  que  de  tales  diversiones  suelen 
seguirse  muertes,  heridas  y  otras  desgracias. Véase  Novillos. 

TORPEZA.  Todo  lo  que  se  hace  contra  la  justicia,  con- 
tra el  pundonor  y  contra  la  honestidad.  Nadie  tiene  acción 
para  pedir  judicialmente  el  salario  de  una  cosa  ó  de  un  ser- 
vicio en  que  hay  torpeza  ,  ni  tampoco  para  repetir  lo  que 
hubiese  dado  por  semejante  razón  sino  solo  en  el  caso  de 

(1)  Por  lo  tocante  á  la  república  de  Méjico  véasela  nota  al  art. 
Guia,  pág  745,  y  téngase  presente  el  reglamento  de  la  inspección 
general  de  guias  y  tornaguías,  de  18  de  abril  de  1857,  y  los  arts. 
4,  5,  1 2  y  22  de  la  paula  de  comisos  para  el  gobierno  interior,  de 
29  de  marzo  de  1857. 


que  h  torpeza  estuviere  únicamente  de  parte  del  que  recibía  J 
ley  U7,  lit.  Hi,  Part.  5  :  Quia  scilicet  nemo  audilur  propriam 
allcgans  lurpitudinem  ;  unde  qui  aliquid  dédit  ob  turpeni 
causam  ,  illud  repeleré  non  polesl ,  nisi  eo  casu  quo  versalur 
solius  accipienlis  lurpiludo.  Cuando  hay  torpeza  de  ambas 
partes ,  la  cosa  queda  en  poder  del  poseedor  :  In  per  i  causa 
lurpitudinis ,  polior  est  causa  possidenlis.  Véase  Paga  por 
causa  torpe. 

TORTICERAMENTE.  Palabra  anticuada  que  significa 
contra  derecho,  razón  ó  justicia. 

TORTURA.  La  cuestión  de  tormento,  ó  el  acto  de  ator- 
mentar á  un  reo  con  el  objeto  de  arrancarle  la  confesión  del 
delito  que  se  le  imputa.  Véase  Tormento. 

TR 

TRABA.  La  diligencia  de  hacer  ó  trabar  la  ejecución  en 
los  bienes  del  deudor  moroso  para  satisfacer  al  acreedor. 
Véase  Juicio  ejecutivo. 

TRABAJOS  forzados.  Los  trabajos  á  que  se  destina  en 
arsenales  ó  presidios  á  algunos  delincuentes.  Ningún  reo 
puede  ser  condenado  á  estos  trabajos  peroetuamente,  leyes! 
y  8,  tít.  40,  lib.  12  ,  Nov.  Rec.  ;lo  cual  ha  dispuesto  la  ley 
para  evitar  el  total  aburrimiento  y  desesperación  de  los  que 
ee  vieren  sujetos  á  su  interminable  sufrimiento. Véase  Pena. 

TRADICIÓN.  La  entrega  que  se  nos  hace  de  alguna 
cosa,  trasladándonos  su  posesión.  La  tradición  es  el  único 
modo  que  hay  de  trasferirnos  el  dominio  de  una  cosa  que 
pertenece  á  otro, cuando  sehaceen  virtud  de  título  traslativo 
de  propiedad ,  como  venta  ,  permuta,  donación  y  dote  ,  por 
el  dueño  que  sea  capaz  de  enajenar  sus  bienes.  La  tradición 
no  puede  hacerse  siempre  por  la  traslación  natural  de  la 
cosa;  y  por  eso  el  derecho  ha  introducido  la  fingida,  que  es 
la  simbólica,  la  de  breve  mano,  la  de  larga  mano  y  otras,  co- 
mo puede  verse  en  la  palabra  Entrega.  Véase  también 
el  artículo  Titulo. 

TRAICIÓN.  La  perfidia  ó  la  falta  de  fidelidad  al  prín- 
cipe ,  al  amigo ,  ó  al  que  ha  puesto  en  nosotros  su  confianza  ; 
y  especialmente  la  acción  del  que  atenta  á  la  seguridad 
general  del  Estado,  descubriendo  al  enemigo  los  secretos 
que  le  ha  confiado  el  gobierno,  entregándole  una  plaza 
fuerte  ,  facilitándole  los  medios  de  invasion  ,  etc.,  que  es  lo 
que  se  llama  alia  traición.  Véase  Lesa  majestad;  y  la  ley  1, 
til.  7,  lib.  12  ,  Nov.  Rec. 

El  decreto  de  17  de  abril  de  1821  acordado  por  las  Cortes 
trata  en  sus  primeros  artículos  de  la  traición  ,  y  en  los  de- 
mas  de  las  penas  por  las  conspiraciones  contra  la  Constitu- 
ción y  por  las  infracciones  de  la  misma  ,  y  es  del  tenor  si- 
guiente : 

«  Los  Cortes  han  decretado  lo  siguiente  :  Art.  Io.  Cual- 
quiera persona ,  de  cualquiera  clase  y  condición  que  sea,  que 
conspirase  directamente  y  de  hecho  á  trastornar,  ó  destruir 
ó  alterar  la  Constitución  política  de  la  monarquía  española, 
ó  el  gobierno  monárquico  moderado  hereditario  que  la  misma 
Constitución  establece,  ó  á  que  se  confundan  en  una  persona 
ó  cuerpo  las  potestades  legislativa,  ejecutiva  y  judicial ,  ó  á 
que  se  radiquen  en  otras  corporaciones  ó  individuos ,  será 
perseguida  como  traidor  y  condenada  á  muerte- 

Art.  2o.  El  que  conspirase  directamente  y  de  hecho  á  es- 
tablecer otra  religion  en  las  Españas,  ó  á  que  la  nación  es- 
pañola deje  de  profesar  la  religion  católica,  apostólica,  ro- 
mana, será  perseguido  también  como  traidor,  y  sufrirá  la 
pena  de  muerte.  Los  demás  delitos  que  se  cometan  contra  la 
religion  serán  castigados  con  las  penas  prescritas,  ó  que  se 
prescribieren  por  las  leyes. 

Art.  3o.  Cualquiera  español,  de  cualquiera  condición  y 
clase,  que  de  palabra  ó  por  escrito  no  impreso  tratare  de 
persuadir  que  no  debe  guardarse  en  las  Españas  ó  en  alguna 
*  9o 
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de  sas  provincias  la  Constitución  política  de  la  monarquía 
en  todo  ó  parte,  sufrirá  ocho  años  de  confinamiento  en  al- 
gún pueblo  de  las  islas  adyacentes  ,  bajo  la  inmediata  ins- 
pección de  las  respectivas  autoridades  civiles ,  y  perderá 
todos  sus  empleos,  sueldos  y  honores,  ocupándosele  ademas 
sus  temporalidades  s¡  fuere  eclesiástico.  Si  cometiere  este 
delito  nneslranjero  hallándose  en  territorio  español,  perderá 
también  los  empleos,  sueldos  y  honores  que  haya  obtenida 
en  el  reino,  sufrirá  una  reclusión  de  dos  años,  y  después- 
será  espelido  de  España  para  siempre. 

Art.  'i°.  Si  incurriese  en  el  mismo  delito  un  empleado 
público,  ó  un  eclesiástico  secular  ó  regular,  cuando  ejerce 
su  ministerio ,  en  discurso  ó  sermon  al  pueblo  ,  caru  pasto- 
ral ,  edicto  ú  otro  escrito  oficial,  será  declarado  indigno  del 
nombre  español,  perderá  todos  sus  empleos,  sueldos,  hono- 
res y  temporalidades ,  sufrirá  ocho  años  de  reclusión,  y  des- 
pués será  espulsado  para  siempre  del  territorio  de  ¡a  mo- 
narquía. El  cura  ó  prelado  de  la  iglesia  ,  que  presida,  en 
que  se  pronuncie  el  discurso  ó  sermon  al  pueblo,  el  secre- 
tario que  autorice  la  carta  pastoral,  edicto  ó  escrito  oficial, 
el  jefe  político,  alcalde  ó  juez  respectivo  que  inmediata- 
mente no  lo  recoja  y  proceda  contra  el  culpable  ,  sufrirán 
una  multa  de  treinta  á  seis  cientos  pesos  fuertes  al  prudente 
arbitrio  de  los  jueces,  según  la  gravedad  del  caso  y  el  ma- 
yor ó  menor  grado  de  la  culpa.  Las  cantidades  espresadas 
serán  dobles  en  Ultramar. 

Art.  5o.  Si  el  empleado  público,  ó  el  eclesiástico  con  su 
sermon,  discurso,  carta  pastoral,  edicto  ó  escrito  oficial,  se- 
gún el  artículo  precedente ,  causasen  alguna  sedición  ó  al- 
boroto popular,  sufrirán  la  pena  de  este  crimen  ,  según  la 
clase  á  que  corresponda. 

Art.  6o.  Ademas  de  lo  dispuesto  en  los  artículos  anterio- 
res, el  rey  oyendo  al  consejo  de  estado  en  el  modo  y  forma 
que  previene  la  Constitución  respecto  de  los  decretos  conci- 
liares y  bulas  pontificias,  podrá  suspender  el  curso,  y  reco- 
ger las  pastorales  ,  instrucciones  ó  edictos  que  los  M.  RR. 
arzobispos,  RR.  obispos  y  demás  prelados  y  jueces  ecle- 
siásticos ,  dirijan  á  sus  diocesanos  en  el  ejercicio  de  su 
sagrado  ministerio,  si  se  creyese  contener  máximas  con- 
trarias ala  Constitución  ;  y  se  mandará  formar  causa  siem- 
pre que  se  hallaren  méritos  para  ello.  En  Ultramar  el  jefe 
político  superior  de  cada  provincia,  consulïando  á  los 
fiscales  de  la  audiencia  territorial  podrá  recoger  la  pastoral, 
edicto  ó  instrucciones,  remitiéndolo  a|¡  <¡ey  para  los  efectos 
indicados. 

Art.  7o.  Todo  español ,  de  cualquiera  clase  y  condición, 
que  de  palabra  ó  por  escrito  no  comprendido  en  la  ley  de 
libertad  de  imprenta  propagase  máximas  ó  doctrinas  que 
tengan  una  tendencia  directa  á  destruir  ó  trastornar  la  Cons- 
titución política  de  la  monarquía,  sufrirá  según  la  gravedad 
de  las  circunstancias,  la  pena  de  uno  á  cuatro  años  de  con- 
finamiento en  algún  pueblo  de  las  islas  adyacentes,  bajo  la 
inmediata  inspección  de  las  respectivas  autoridades  civiles. 
Si  el  reo  de  este  delito  fuese  empleado  público,  perderá  ade- 
mas su  empleo,  sueldo  y  honores  ;  y  siendo  eclesiástico ,  se 
le  ocuparán  también  las  temporalidades.  Cuando  el  emplea- 
do público,  ó  un  eclesiástico  secular  ó  regular,  delinquiere 
contra  lo  prevenido  en  este  artículo  ,  ejerciendo  las  funcio- 
nes de  su  ministerio,  á  mas  de  las  penas  anteriores,  so 
eslenderá  el  confinamiento  á  seis  años.  El  extranjero  que  ha- 
llándose en  territorio  español  incurriese  en  este  delito , 
perderá  los  honores ,  empleo  y  sueldo  que  obtenga  en  el 
reino;  sufrirá  la  reclusión  de  un  año,  y  pasado  será  espelido 
para  siempre  de  España. 

Art.  8o.  El  que  de  palabra  ó  por  escrito  no  comprendido 
en  la  ley  de  libertad  de  imprenta  provoque  á  la  inobservan- 
cia de-la  Constitución  con  sátiras  ó  invectivas  ,  pagará  una 
mulla  de  diez  á  cincuenta  duros^  y  no  pudiendo  satisfa- 


cerla, sufrirá  la  pena  de  quince  dias  á  cuatro  meses  de  pri- 
sión. Esta  pena  será  doble  en  los  empleados  públicos;  y  si 
delinquieren  ejerciendo  las  funciones  de  su  ministerio,  su- 
frirán ademas  la  de  suspension  de  empleo  y  sueldo  por  dos 
años.  Las  cantidades  espresadas  serán  dobles  en  Ultramar. 

Art.  9o.  Se  declara  que  el  que  incurra  en  les  casos  de  los 
artículos  5°.,  .7°.  y  8o.  por  medio.de  un  papel  impreso  sujeto 
á  las  leyes  de  la  libertad  de  la  imprenta,  debe  ser  juzgado  y 
castigado  con  arreglo  á  ellas  esclusivamente. 

Art.  \h.  Cualquiera  persona  que  impidiese  la  celebración 
de  unas  ú  otras  juntas  electorales,  ó  embarazase  su  objeto, 
ó  coartase  con  amenazas  la  liberlad  de  los  electores,  sufrirá 
la  pena  de  privación  de  empleos,  sueldos  y  honores  que  con- 
tenga ,  y  diez  años  de  presidio.  Si  para  ello  usase  de  fuerza 
con  armas,  ó  de  alguna  conmoción  popular,  será  condenado 
á  muerte. 

Art.  16.  La  autoridad  que  directa  ó  indirectamente  im- 
pidiere que  alguno  ó  algunos  diputados  se  presenten  en  las 
Cortes  ,  sufrirá  la  pena  de  privación  de  empleos ,  sueldos  y 
honores,  sin  perjuicio  de  las  demás  á  que  haya  lugar,  con 
arreglo  á  los  artículos  anteriores. 

Art.  17,  Cualquiera  que  impidiere  ó  conspirase  directa- 
mente y  de  hecho  á  impedir  la  celebración  de  las  Cortes  or- 
dinarias ó  estraordinarias,  en  las  épocas  y  casos  señalados 
por  la  Constitución  ,  ó  hiciese  alguna  tentativa  para  disol- 
verlas ó  embarazar  sus  sesiones  y  deliberaciones,  será  per- 
seguido como  traidor,  y  condenado  á  muerte. 

Art.  18.  La  misma  pena  se  impondrá  al  que  hiciese  al- 
guna tentativa  para  disolver  la  diputación  permanente  de 
Cortes,  ó  para  impedirte  el  libre  ejercicio  de  sus  funciones. 

Art.  19.  Las  Cortes  podrán  por  sí  decretar  el  arresto 
de  cualquiera  que  les  falte  al  respeto  cuando  se  hallen  reu- 
nidas ,  ó  que  turbe  el  orden  y  tranquilidad  de  sus  sesiones; 
y  dentro  de  cuarenta  y  ocho  horas  deberán  hacerle  entregar 
á  disposición  del  tribunal  ó  juez  competente. 

Art.  20.  Nadie  está  obligado  á  obedecer  las  órdenes,  de 
cualquiera  autoridad  que  sea,  para  ejecutarcualquieradelos 
actos  referidos  en  los  cinco  artículos  precedentes.  Si  alguno 
los  ejecutase,  sufrirá  respectivamente  las  penas  impuestas, 
sin  que  le  sirva  de  disculpa  cualquiera  orden  que  haya 
recibido. 

Art.  21.  Cualquiera  autoridad  que  no  preste  cuantos  au- 
siüos  dependan  de  ella  á  la  diputación  permanente,  siem- 
pre que  esta  se  los  pida  para  el  desempeño  de  sus  funciones, 
sufrirá  la  pena  de  privación  de  empleo  é  inhabilitación 
perpetua  para  obtener  otro  alguno. 

Art.  22.  Estas  mismas  penas ,  y  la  de  resarcimiento  de 
todos  los  perjuicios  ,  se  impondrán  á  cualquiera  autoridad 
que  en  cualquier  tiempo  persiga  á  "\n  diputado  de  Cortes 
por.sus  opiniones.  * 

Art.  24.  Cualquiera  que  se  arrogare  alguna  de  las  facul- 
tades que  por  la  Constitución  pertenecen  esclusivamente  á 
las  Corles,  perderá  los  empleos,  sueldos  y  honores  que  ob- 
tenga; quedará  inhabilitado  perpetuamente  para  obtener 
otros,  y  será  recluso  en  un  castillo  por  diez  años. 

Art.  2a.  Las  mismas  penas  se  impondrán  al  secretario 
del  despacho  ú  otra  persona  que  aconseje  al  rey  para  que  se 
arrogue  alguna  de  las  facultades  de  las  Cortes,  ó  al  que  le 
ausilie  autorizando  sus  órdenes,  ó  ejecutándolas  á  sabiendas. 

Art.  26.  Iguales  penas  sufrirá  el  que  aconseje  ó  ausilie  al 
rey  paca  algunos  de  los  actos  |ue  se  prohiben  por  las  res- 
tricciones segunda,  tercera, cuarta,  quinta,  sexta,  séptima  y 
octava  ,  articulo  172  de  la  Constitución  ,  ó  para  emplear  las 
milicias  nacionales  fuera  de  las  provincias  respectivas  sin 
otorgamiento  de  las  Cortes. 

Art.  53.  Ademas  de  los  casos  espresados  en  los  artículos 
anteriores  ,  la  persona  de  cualquiera  clase  ó  condición  que 
contravenga  á  disposición  espresa  y  determinada  de  la  Cons- 
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titocion  pagará  una  multa  de  diez  á  doscientos  duros,  y  en 
su  defecto  sufrirá  la  pena  de  reclusión  de  quince  dias  á  un 
año  ,  y  resarcirá  todos  los  perjuicios  que  hubiese  causado. 
Si  fuere  empleado  público,  quedará  ademas  suspenso  de 
empleo  y  sueldo  por  un  año. 

Arl.  34.  Todos  los  delitos  contra  la  Constitución  ,  com- 
prendidos en  los  treinta  y  dos  primeros  artículos  de  esta 
ley,  causarán  desafuero,  y  los  que  los  cometan  serán  juzga- 
dos por  la  jurisdicción  ordinaria. 

Arl.  5o.  El  tribunal  competente  de  los  M.  RR.  arzobis- 
pos y  RR.  obispos  en  las  causas  de  esta  ley  será  el  supremo 
de  justicia  ;  y  para  los  demás  prelados  y  jueces  eclesiásticos 
la  audiencia  territorial.  Véase  Arrestar. 

[*  En  la  república  de  Méjico  se  hallan  sobre  la  materia 
las  disposiciones  siguientes  : 

El  art.  15  de  la  2a.  ley  constit.  dice  que  la  formal  desobe- 
diencia á  declaración  ó  disposición  del  supremo  poder  con- 
servador, dada  con  arreglo  á  la  Constitución ,  se  tendrá  por 
crimen  de  alia  traición. 

El  art.  8o.  de  la  ley  de  12  de  julio  de  1836  dice  que  el  de- 
lito de  falsificación  de  moneda  continuará  eslimctndose  como 
de  lesa  nación,  y  que  la  pena  del  fabricante ,  introductor  ó 
receptador,  será  la  del  último  suplicio  y  pérdida  de  las  má- 
quinas, instrumentos  y  efectos,  y  los  demás  cómplices  de 
cinco  á  diez  años  de  presidio. 

El  decreto  de  13  de  mayo  de  1822  previno  que  el  delito 
de  conspiración  contra  la  independencia  se  castigase  con  la 
misma  pena  que  las  leyes  vigentes  promulgadas  hasta  1810 
imponían  al  delito  de  lesa  majestad  humana. 

El  del  primer  congreso  constitucional  de  H  de  mayo 
de  1826  dice  que  serán  traidores  los  que  propusiesen  ó  pro- 
moviesen que  se  oyera  proposición  de  España  ó  de  otra  po- 
tencia en  su  nombre,  sin  fundarse  en  el  absoluto  reconoci- 
miento de  su  independencia  ,  ni  que  se  accediese  á  demanda 
de  indemnización  ó  tributo  alguno. 

También  hay  el  decreto  de  23  de  abril  de  1324  sobre  el 
que  protege  á  un  invasor  estranjero. 

**  En  la  república  de  Venezuela  la  traición  se  consi- 
dera de  primera,  de  segunda  ó  de  tercera  clase.  Son  actos 
que  constituyen  la  traición  de  primera  clase  los  siguientes  : 
Io.  Tomar  las  armas  valutariamente,  residiendo  en  el  es- 
tado de  Venezuela,  para  hacerla  guerra  en  favor  de  sus 
enemigos  ;  para  trastornar  ó  destruir  las  bases  del  Gobierno 
establecido  por  su  Constitución  ;  para  impedir  ó  disolver  las 
reuniones  constitucionales  ordinarias  ó  estraordinarias  del 
Congreso ,  de  la  Corte  suprema  y  Cortes  superiores  de  jus- 
ticia ,  del  Consejo  de  estado,  de  las  Diputaciones  provincia- 
les y  asambleas  electorales  y  parroquiales  ,  ó  para  coartar 
¡as  atribuciones  que  designa  la  Constitución  á  dichas  corpo- 
raciones, ó  para  violentar  el  libre  ejercicio  de  sus  faculta- 
des ;  para  deponer  en  fin  al  Presidente  del  Estado  ó  á  cual- 
quiera otro  magistrado  ,  ó  para  coartar  sas  atribuciones 
legales  ó  violentarlos  en  el  ejercicio  de  ellas  :  2o.  Coli- 
garse entre  sí  ó  con  algún  enemigo  del  Estado ,  para  perpe- 
trar alguno  de  estos  actos  :  3o.  Mantener  inteligencia  de 
palabra  ó  por  escrito  con  los  enemigos  de  Venezuela,  para 
facilitarles  la  entrada  en  el  territorio  ,  para  entregarles  al- 
guna parte  de  él,  de  su  marina  ó  ejército,  ó  para  propon  ^ 
ciona ríes  cualesquiera  ausilios,  á  fin  de  sostener  la  guerra* 
contra  el  Estado  :  h°.  Persuadir  ó  aconsejar  todos  estos  de- 
litos. La  pena  señalada  para  esta  primera  clase  de  traición 
es  la  de  muerte.  —  Son  traidores  de  segunda  clase  los  que, 
sabiendo  que  se  trama  ó  está  tramada  una  traición  de  dicha 
primera  clase,  no  la  descubren  ó  denuncian  á  la  autoridad 
pública ,  pudiendo  hacerlo  ;  á  escepcion  de  los  ascendientes, 
descendientes  parientes  hasta  el  cuarto  grado  civil  de  con- 
sanguinidad L  oeg,undo  de  afinidad,  y  también  los  cónyuges, 
ios  cunles  ni  aun  obligados  pueden  ser  recíprocamente  á  dar 


su  testimonio  en  juicio ,  después  de  averiguado  el  delito.  La 
pena  impuesta  á  esta  segunda  clase,  es  la  de  cinco  años  de 
presidio,  y  destierro  perpetuo  déla  provincia  en  que  seco- 
metió  el  delito.  —  Y  se  reputa  por  fin  traición  de  tercera 
clase,  la  resistencia  abierta  á  cumplir  las  providencias  acor- 
dadas por  el  Gobierno  para  salvar  el  pais  ;  á  escepcion  de 
los  casos  en  cfue  estas  no  vengan  autorizadas  por  el  secre- 
tario del  despacho  respectivo  ,  sean  manifiestamente  contra- 
rias á  la  Constitución  ó  á  las  leyes,  y  en  particular  á  lasque 
garantizan  los  derechos  individuales,  violenten  de  algún 
modo  las  formalidades  esenciales  prescritas  por  las  mismas, 
ó  estén  dictadas  por  autoridades  manifiestamente  incompe- 
tentes. Esta  clase  de  traición  se  castiga  con  la  espulsion  de 
la  república  hasta  por  cuatro  años,  ó  con  ia  confinación  à 
un  punto  determinado  de  su  territorio.  —  Este  delito  pro- 
duce desafuero,  y  debe  conocer  de  él  la  jurisdicción  civil 
ordinaria  de  primera  instancia,  del  modo  especial  que  en 
la  lev  se  previene  :  arts,  i,  2,  Zy  4,  ley  de  Ib  de  junio 
de  1831.] 

TRAJE.  Está  prohibido  para  los  tribunales  civiles  el 
traje  llamado  de  golilla,  debiendo  usarse  del  que  disponen 
el  real  decreto  de  28  de  noviembre  y  real  orden  de  5  de  di- 
ciembre de  185b  con  las  modificaciones  siguientes  :  Ia.  Que 
vuelva  á  usarse  en  lugar  de  la  gorra  el  birrete  de  seis  lados. 
2a.  Que  la  medalla  de  plata  de  los  jueces  penda  de  un  cor- 
don  del  mismo  metal  de  dos  líneas  de  diámetro  ;  de  un  cor- 
den  de  oro  del  mismo  diámetro  la  de  los  ministros  y  fiscales 
de  las  audiencias,  y  que  sean  esmaltadas  y  pendientes  de 
cordon  de  oro  de  tres  líneas  las  de  los  tribunales  supremos. 
—Los  escribanos  de  cámara,  procuradores  y  porteros  deben 
usar  de  frac  y  vestido  negro  como  traje  de  ordenanza.  Real 
decreto  de  29  de  agosto  de  1843. 

TRiMïTES  judiciales.  El  orden  sucesivo  de  los  pasos 
y  diligencias  que  deben  practicarse  en  la  formación  de  los 
procesos.  Véase  Juicio  en  sus  diferentes  artículos. 

TRANCE.  El  enajenamiento  ó  desapropio  de  los  bienes 
embargados  al  deudor,  vendiéndolos  en  pública  subasta 
pana  hacer  pago  al  acreedor,  ó  adjudicándolos  á  este  por  su 
justo  precio.  Véase  Juicio  ejecutivo  y  Subasta. 

TRANSACCIÓN.  Un  contrato  voluntario  en  que  se 
convienen  y  ajustan  los  litigantes  acerca  de  algún  punto  du- 
doso ó  litigioso,  decidiéndole  mutuamente  á  su  voluntad.  La 
transacción  debe  recaer  sobre  cosa  dudosa  ,  de  modo  que 
será  nula  si  cualquiera  de  los  contrayentes  sabe  que  no  tiene 
ningún  derecho  ,  como  igualmente  si  haciéndose  sobre  cosa 
puesta  en  litigio,  se  habia  ya  dado  y  pasado  en  autoridad  de 
cosa  juzgada  la  sentencia  :  —  ha  de  ser  ademas  onerosa  y 
no  gratuita,  de  manera  que  los  transigentes  se  den,  reten- 
gan ó  prometan  mutuamente  alguna  cosa,  sin  lo  cual  no  se- 
ria transacción  sino  renuncia,  transadlo  enim,  millo  dalo, 
vel  rétenlo  aut  promisso,  minime  procedit  :  —  escluye  la 
eviccion,  aunque  un  tercero  quite  la  cosa  al  que  se  quedó 
con  ella  :  —  no  se  estiende  sino  precisamente  á  las  cosas 
que  se  espresan  :  —  tiene  fuerza  de  cosa  juzgada  y  produce 
escepcion  de  pleito  acabado  :  —  no  puede  hacerse  sino  por 
los  que  tengan  capacidad  para  enajenar  ó  por  sus  procura- 
dores con  poder  especial  :  —  no  puede  recaer  sobre  causa 
matrimonial,  por  razón  de  la  indisolubilidad  del  matrimonio  ; 
ni  sobre  lo  que  se  deja  en  algún  testamento,  sin  que  pre- 
ceda su  apertura  ;  ley  1 ,  til.  2 ,  Part.  6.  Ni  sobre  alimentos 
futuros  legados  en  testamento,  sin  que  intervenga  la  autori- 
dad del  juez  ;  Valeron,  de  transad.,  tít.  5,  q.  5  ;  Castillo,  de 
alimentis,  cap.  úí/.(l);ni  sobre  delitos  futuros,  pero  sí  sobre 


(1)  Sala,  tom.  2,  pág.  85,  n.  hU  ,  dice  que  esta  disposición  del 
derecho  romano  no  se  halla  en  el  nuestro;  pero  se  practica  y  la 
deGenden  todos  nuestros  autores,  y  cita  entre  ellos  á  Valeron  y  á 
Castillo,  como  lo  hace  aquí  el  autor. 
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los  pasados  ,  cuando  se  trata  de  ellos  civilmente  (1)  :  —y  no 
puede  rescindirse  ó  revocarse  sino  por  dolo  ó  falsedad  que 
se  hubiere  cometido  en  ella  (2);  por  miedo  injusto  que  cae  en 
varón  constante  ;  por  error  sustancial ,  pues  este  quita  el 
consentimiento  ;  y  por  lesión  enormísima,  según  algunos  in- 
térpretes, mas  no  según  otros  que  escluyen  toda  especie  de 
lesión  (3),  porque  consideran  propio  de  la  naturaleza  de  las 
transacciones  el  que  las  partes  abandonen  pretensiones  que 
podían  ser  fundadas  y  se  espongan  así  á  padecer  cualquiera  le- 
sión con  objeto  de  evitar  un  proceso.Véase  Perdón  y  Querella. 

TRANSEÚNTE.  El  que  va  de  una  parte  á  otra  ,  como 
el  soldado  ,  arriero  ó  trajinante ,  que  en  ninguna  de  las  par- 
tes por  donde  pasa  fija  su  domicilio,  y  aun  el  que  vive  ó  se 
halla  en  algún  pueblo  sin  ánimo  de  establecerse  allí  ni  ser 
vecino  de  él.  Véase  Vecino. 

TRANSITIVO.  Lo  que  pasa  y  se  trasfiere  de  uno  en 
otro;  y  se  aplica  á  las  acciones  ó  derechos  que  pasan  con 
las  cosas  á  los  sucesores  particulares  y  universales. 

TRANZA.  El  enajenamiento  ó  desapropio  de  los  bienes 
embargados  al  deudor,  vendiéndolos  para  hacer  pago  al 
acreedor,  ó  adjudicándoselos  por  su  justo  precio. 

TRAPO.  El  pedazo  de  lienzo  roto,  gastado  y  desechado 
por  inútil.  Se  emplean  estos  trapos  para  la  fabricación  de 
papel  ;  y  los  dueños  de  fábricas  de  este  artículo  tienen  de- 
recho de  tanteo  sobre  los  trapos  que  se  recogen  en  compe- 
tencias de  los  acopiadores  ó  tratantes.  Véase  Tanteo. 

TRASFERIR.  Ceder,  pasar  ó  renunciar  en  otro  el  de- 
recho ó  dominio  que  se  tiene  en  alguna  cosa  ,  haciéndole 
dueño  de  ella.  Nadie  puede  trasferir  á  otro  mas. derecho 
que  el  que  tiene  :  Nemo  plus  juris  ad  alium  transferre  po- 
test,  quàm  ipse  habel.  Sin  embargo  los  arrendatarios,  depo- 
sitarios, comodatarios  y  otros  detentadores  ó  tenedores  pre- 
carios, trasfieren  á  otro,  mediante  título  traslativo  de  domi- 
nio ,  el  derecho  de  prescribir  que  no  tenian  ellos  mismos. 

TRASLADO.  La  comunicación  que  se  da  á  una  de  las 
partes  que  litigan  de  las  pretensiones  ó  alegatos  de  la  otra, 
á  fin  de  que  responda  ó  concluya  para  prueba  ó  definitiva  , 
según  el  estado  de  la  causa.  Véase  el  conde  de  la  Cañada  , 
pág.  34. 

TRASLADO.  La  copia  que  por  exhibición  se  saca  de 
la  escritura  original ,  ó  de  la  que  hace  veces  de  tal ,  aunque 
no  sea  la  primera.  El  traslado  se  llama  también  trasunto, 
ejemplar  ó  testimonio  por  concuerda  ;  y  puede  autorizarse 
por  el  mismo  escribano  ante  quien  pasó  la  escritura, 
ó  por  otro  escribano  á  quien  se  exhibe  ó  presenta  el 
original  :  si  se  autoriza  por  el  escribano  ante  quien  pasó  la 
escritura  ,  hace  plena  fe ,  pues  debe  ser  creído  como  si  se 
sacara  del  protocolo,  pero  no  trae  aparejada  ejecución  ;  si  se 
autoriza  por  otro  escribano  á  quien  se  exhibe  el  original  ó 
el  protocolo,  no  hace  fe  regularmente  en  juicio  sino  contra 
quien  le  produce,  á  no  ser  que  se  diese  con  autoridad  judi- 
cial y  citación  de  la  parte  contraria  hecha  en  su  persona  ó 
por  edictos  solemnes  en  caso  de  no  ser  conocida,  ó  que  pre- 
cedida dicha  citación  se  compruebe  con  el  protocolo  .  pues 
entonces  hariafe  también  contra  la  otra  parte  (4).  Véase  ins- 
trumentó piMico. 

(1)  Véase  atentamente  á  Creg.  López,  glosa  H  de  la  ley  22, 
lit.  1,  Part.  7  ;  Gómez  .  Variar. ,  lili.  5  .  cap.  3  ,  ¡i.  56 ,  y  Ayllon 
al  n.  cit.  ;  Villanova  ,  mate»-,  crim.  for. ,  t.  ,1  ,  pág.  391  ,  n.  SI  y 
sig.  ;  Don,  tom.  8,  secc.  4,  De  las  transacciones  y  ¡'actos  volun- 
tarios en  delitos. 

(2)  Ley  54,  tít.  14,  Part.  o. 

(3)  Véase  á  Greg.  López,  glosa  2  do  la  ley  54,  )¡t.  14,  Part.  5  ; 
Ferraris,  Kibliot.,  verb.  Transactio,  n.  2Ü;  Castillo,  lib.  8,  con- 
trovers.,  y  de  aliment.,  cap.  5G  desde  el  ».  54  ;  Alvarez  en  las 
proposiciones  de  transaclionibus,  §  4. 

(4)  Véanse  las  citas  do  la  nota  al  artículo  ¡nstnuncnlo  público, 
y  á  Febrero,  tom.  Ô,  cág.  45,  n.  84. 


TRASMISIÓN.  La  acción  de  trasmitir,  esto  es,  ceder  ó 
traspasar  una  cosa  de  una  persona  á  otra.  Véase  Represen- 
tación y  Subrogación. 

TRASPASO.  La  cesión  ó  trasmisión  que  uno  hace  á  otro 
de  algún  crédito,  derecho  ó  acción.  Véase  Cesión  de  ac- 
ciones. 

TRASPORTE  ó  trasportación.  La  conducción  de  gé- 
neros ó  mercaderías  que  se  hace  de  una  parte  á  otra.  Véase 
Porteador. 

TRASUNTO.  La  copia  ó  traslado  que  se  saca  del  instru- 
mento original.  Véase  Traslado. 

TRASVERSAL.  Se  aplica  al  pariente  que  no  desciende 
por  línea  recta  en  el  parentesco.  Véase  Línea. 

TRATAMIENTO.  El  título  de  honor  ó  cortesía  que  se 
da  à  alguna  persona  ó  corporación.  Está  prohibido  en  los 
tribunales  el  tratamiento  impersonal  que  antes  se  usaba  , 
debiendo  los  presidentes  de  las  salas  tratar  de  Usted  á  los 
letrados  y  dependientes  siempre  que  les  dirijan  la  palabra. 
—  Los  procuradores  y  escribanos  pueden  anteponer  á  sus 
nombres  el  tratamiento  de  don  en  los  escritos  y  diligencias 
de  todo  género.  Arts.  8  y  9  del  real  decreto  de  29  de  agosto 
de  1843. 

Ningún  empleado  del  orden  judicial  goza  en  actos  del  ser- 
vicio de  título  ,  tratamiento  ,  honores  ó  condecoraciones 
que  no  disfrute  el  superior  inmediato  cerca  del  cual  le  in- 
cumba desempeñar  las  funciones  de  su  cargo.  Real  orden 
de  23  de  febrero  de  1848. 

TRAVIESA.  La  apuesta  que  hace  el  que  no  juega  á 
favor  de  algún  jugador.  Véase  Juego. 

TREBELIÁNICA.  La  cuarta  parte  de  los  bienes  de  la 
herencia  que  puede  retener  para  sí  el.  heredero  fiduciario 
antes  de  restituirlos  al  fideicomisario.  Véase  Cuarta  irebe- 
liànica  y  Fideicomiso. 

TREGUA.  La  seguridad  que  se  daban  mutuamente  los 
hidalgos  desafiados  de  no  hacerse  ningún  daño  ni  en  sus 
personas  ni  en  sus  bienes  mientras  ¿durase  el  tiempo  que  se- 
ñalaban ;  ley  1,  ül.  12,  Part.  7.  Llámase  tregua,  según  dice 
la  ley,  por  contener  las  tres  igualdades,  que  son  lealtad, 
avenencia  y  justicia  ;  y  por  virtud  de  ella  quedaban  ambas 
partes  seguras  de  todo  mal  y  daño  ,  se  podían  avenir  sobre 
la  satisfacción  ,  y  no  conformándose  demandarla  en  juicio. 
Eran  tres  sus  especies  ;  ley  2,  d.  lit.  y  Part.:  Ia.  la  que  daba 
un  rey  á  otro;  y  la  debían  observar  lodos  sus  vasallos  des- 
pués de  pregonada  ó  en  otro  modo  sabida  :  —  2a.  la  de 
muchos  hombres  á  otros  de  distinto  bando  ,  la  cual  habian 
de  guardar  desde  que  la  supiesen  :  —  5\  la  de  un  hombre 
á  otro  ;  que  debían  cumplir  ambos  y  sus  respectivos  fami- 
liares ó  sirvientes.  —  Ahora  no  se  entiende  por  tregua  sino 
la  suspension  de  armas  ó  cesación  de  hostilidades  por  de- 
terminado tiempo  entre  los  ejércitos  enemigos  que  tienen 
rota  ó  pendiente  la  guerra  (5)  • 

TREUBQ.  El  tributo  impuesto  sobre  bienes  inmuebles. 

TRIBUNAL.  El  lugar  ó  sitio  destinado  á  los  jueces  para 
la  administración  de  la  justicia  y  pronunciación  de  las  sen- 
tencias, como  igualmente  los  mismos  jueces,  y  sa  juris- 
dicción. Véase  Juez  en  todos  sus  artículos.  Pro  tribunaii 
es  un  modo  adverbial  tomado  del  latin  que  en  nuestra  lengua 
significa  en  estrados  y  audiencia  pública  ,  ó  con  el  traje  y 
aparato  de  juez. 

TRIBUNAL  de  comercio.  El  tribunal  especial  estable- 
cido para  conocer  en  primera  instancia  de  las  causas  y  ne- 
gocios mercantiles.  La  administración  de  justicia  en  primera 
instancia  sobre  estos  asuntos  está  confiada  á  tribunales  espe- 
cíales de  comercio,  y  en  su  defecto  á  los  jueces  ordinarios 
en  sus  respectivos  territorios  :  en  segunda  y  tercera  instancia 

(5)  El  contenido  déoste  artículo  puede  veise  en  el  tít.  12  de 
la  Partida  7. 
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á  las  chancillerias  y  audiencias;  y  en  los  recursos  de  injus- 
ticia notoria  de  las  sentencias  ejecutoriadas  al  tribunal 
supremo  de  justicia  :  bajo  el  supuesto  de  que  todos  deben 
arreglarse  en  el  procedimiento  y  decisión  de  estas  causas  á 
las  leyes  comerciales  ;  art.  1178  hasta  1182.  —  Los  tribu- 
nales especiales  se  componen  de  un  prior  anual,  de  dos 
cónsules  y  dos  sustitutos  de  cónsules  que  ejercen  sus  fun- 
ciones dos  años  y  se  renuevan  por  mitad  en  cada  año ,  de 
un  consultor  letrado  que  da  su  dictamen  por  escrito  siempre 
que  el  tribunal  se  lo  exige  sobre  las  dudas  de  derecho, 
de  un  escribano  de  actuaciones  judiciales,  y  los  dependientes 
necesarios.  Para  ser  juez  en  estos  tribunales  ,  es  necesario  : 
Io.  ser  natural  del  reino  y  haber  cumplido  treinta  años  de 
edad  :  —  2o.  llevar  cinco  años  á  lo  menos  en  la  matrícula  y 
ejercicio  del  comercio  por  mayor  en  nombre  y  con  caudal 
propio  :  —  5o.  gozar  de  buena  opinion  y  fama  :  —  h°.  no 
haber  hecho  quiebra  culpable  ni  fraudulenta  ;  y  en  el  caso 
de  haberla  hecho  inculpable  ó  de  suspension  de  pagos  , 
hallarse  rehabilitado  :  —  b°.  no  haber  sido  condenado  por 
delito  á  pena  corporal  aflictiva  :  —  6o.  no  ser  deudor  líquido 
á  la  hacienda  pública  ni  á  fondo  alguno  municipal.  El  prior 
ademas  debe  llevar  diez  años  de  matricula  y  ejercicio  en  el 
comercio,  y  haber  sido  anteriormente  cónsul  en  propiedad 
ó  sustituto.  No  pi>eden  concurrir  á  un  mismo  tiempo  de 
jueces  los  parientes  en  cuarto  grado  de  consanguinidad  ,  ó 
segundo  de  afinidad,  ni  los  que  sean  consocios  en  compañía 
colectiva  ó  de  comandita. Elque  haya  sido  juez  de  comercio, 
no  puede  volver  á  obtener  el  mismo  cargo  hasta  que  hayan 
trascurrido  dos  años  desde  que  cesó  en  él.  Ningún  comer- 
ciante matriculado  puede  escusarse  de  la  judicatura,  sino 
por  edad  sexagenaria,  por  enfermedad  habitual  conocida 
que  le  impida  ocuparse  en  trabajos  mentales  ó  asistir  al  tri- 
bunal ,  ó  por  hallarse  ejerciendo  algún  otro  cargo  público. 
Art.  1183  hasta  1194,  cod.  de  com. 

Los  tribunales  de  comercio  tienen  jurisdicción  privativa 
en  toda  contestación  judicial  sobre  obligaciones  y  derechos 
procedentes  de  las  negociaciones  ,  contratos  y  operaciones 
mercantiles ,  aun  cuando  el  demandado  no  tenga  la  calidad 
de  comerciante  matriculado;  pero  no  pueden  conocer  de  las 
demandas  intentadas  por  los  comerciantes  ó  contra  ellos 
sobre  obligaciones  ó  derechos  que  no  procedan  de  actos 
mercantiles;  ni  entender  tampoco  en  asuntos  criminales, 
pues  si  en  sus  procedimientos  sobreviniere  alguna  incidencia 
de  esta  clase,  deben  remitir  su  conocimiento  á  la  jurisdic- 
ción ordinaria  con  testimonio  de  los  antecedentes;  ni  admitir 
pleitos  que  no  sean  de  su  competencia,  pues  su  jurisdicción 
no  es  prorogable  sobre  personas  y  cosas  ajenas  de  ella , 
aun  cuando  convengan  en  la  prorogacion  las  partes  litigan- 
tes; art.  1199  liasla  120ft.  Las  causas  pueden  ser  de  mayor 
ó  de  menor  cuantía.  En  las  de  mayor  cuantía  no  so  puede 
intentar  demanda  sin  que  el  demandante  y  el  demandado 
hayan  celebrado  comparecencia  ante  el  juez  avenidor,  que 
en  los  partidos  ó  territorios  donde  hay  tribunal  de  comercio 
es  el  prior  cesante,  y  en  los  otros  el  comerciante  nombrado 
por  el  rey  cada  tres  años.  En  las  de  menor  cuantía ,  que  son 
las  que  no  esceden  de  mil  reales  vellón  en  los  tribunales 
de  comercio,  y  de  quinientos  en  los  juzgados  ordinarios, 
es  verbal  la  instrucción,  redactándose  solo  un  acta  en  que 
se  espresan  los  nombres  de  las  partes ,  sus  pretensiones  ,  el 
resultado  de  las  pruebas ,  y  la  resolución  judicial ,  que  se 
lleva  á  efecto  por  el  procedimiento  de  apremio,  sin  admi- 
tirse recurso  alguno  contra  ella.  En  los  tribunales  de  comercio 
no  puede  fallarse  causa  alguna  por  menos  de  tres  jueces, 
debiendo  concurrir  para  hacer  sentencia  dos  votos  con- 
formes de  toda  conformidad  ;  y  las  discordias  que  ocurrieren 
se  deciden  por  los  cónsules  sustitutos ,  con  nueva  vista  de 
autos.  —  En  las  causas  de  mayor  cuantía ,  cuyo  interés  no 
sea  mayor  de  tres  mil  reales  en  los  tribunales  de  comercio, 


y  de  dos  mil  en  los  juzgados  ordinarios ,  causan  ejecutoria 
sus  respectivas  sentencias;  y  solo  tiene  lugar  el  recurso  de 
nulidad  para  ante  la  audiencia  del  territorio  cuando  se  hu- 
bieren violado  en  el  procedimiento  las  formas  sustanciales 
3  del  juicio.  Los  tribunales  de  comercio  fundan  todas  las  sen- 
tencias definitivas  é  interlocutorias  que  pronuncian  en  cau- 
sas de  mayor  cuantía ,  estableciendo  la  cuestión  de  derecho 
ó  de  hecho,  y  haciendo  referencia  de  las  leyes  que  le  sean 
aplicables ,  sin  comentarios  ni  otras  esposiciones.  La  tercera 
instancia  no  tiene  lugar  sino  cuando  en  grado  de  apelación 
se  hubiese  revocado  en  todo  ó  en  parte  la  sentencia  de  pri- 
mera instancia.  Los  jueces  de  la  tercera  instancia  son  siem- 
pre distintos  de  los  que  fallaron  en  grado  de  apelación.  No 
tiene  lugar  aquí  el  caso  de  corte ,  ni  pueden  los  tribunales 
de  apelación  avocarse  el  conocimiento  en  primera  instancia. 
De  la  sentencia  en  grado  de  apelación  confirmatoria  de  la 
primera  instancia  ,  ni  de  la  de  revista  en  los  casos  que  esta 
procede  ,  no  se  da  otro  recurso  que  el  de  injusticia  notoria  , 
el  cual  tiene  solamente  lugar  cuando  se  interpone  de  sen- 
tencia definitiva  y  el  interés  de  la  causa  escede  de  cincuenta 
mil  reales  vellón;  teniéndose  entendido  que  la  declaración 
de  injusticia  notoria  no  puede  verificarse  sino  por  violación 
manifiesta  en  el  proceso  de  las  formas  sustanciales  del  juicio 
en  la  última  instancia,  ó  por  ser  el  fallo  dado  en  esta  contra 
ley  espresa.  Art.  120o  hasta  1218. 

TRIBUNAL  supremo  de  guerra  y  marina.  Es  el  que 
en  grado  de  apelación  ó  revision  falla  ejecutoriamente  los 
procesos  y  pleitos  de  los  fueros  de  guerra ,  marina  y  estran- 
jería.  Existió  con  el  título  y  carácter  de  supremo  desde  la 
supresión  del  consejo  supremo  de  la  guerra  por  decreto  real 
de  %h  de  marzo  de  183Í,  y  se  declararon  sus  atribuciones  y 
organización  personal  en  los  de  31  de  julio  y  2  de  agosto 
de  1855;  mas  publicada  en  1856  la  Constitución  política 
de  1812,  se  sirvió  S.  M.  mandar  por  decreto  de  50  de  setiem- 
bre del  mismo  año ,  «  que  el  tribunal  supremo  de  guerra  y 
marina  tomase  desde  luego  y  para  en  adelante  el  nombre 
de  tribunal  especial  de  guerra  y  marina  ,  arreglándose  en 
cuanto  á  sus  funciones  á  las  que  se  le  señalaron  y  des- 
empeñaba durante  la  anterior  época  constitucional  en  virtud 
de  real  decreto  de  12  de  marzo  de  1820  referente  al  de  Io. 
de  junio  de  1812,  por  el  cual  fué  primitivamente  estable- 
cido. »  Real  decreto  citado  de  Io.  de  junio  de  1812. 

Io.  Se  establece  un  tribunal  especial  de  guerra  y  marina 
para  que  conozca  de  todas  las  causas  y  negocios  contenciosos 
del  fuero  militar,  de  que  hasta  aquí  ha  conocido  el  estin- 
guido  consejo  reunido  de  guerra  y  marina ,  hasta  que  las 
Corles  provean  lo  mas  conveniente  en  este  punto. 

2o.  Las  sumarias  y  procesos  militares  sobre  hechos  sujetos 
á  los  consejos  de  guerra  ordinarios  de  capitanes ,  y  los  do 
oficiales  generales ,  en  todos  los  casos  en  que  se  dirigían 
en  consulta  al  rey  por  la  via  reservada,  ó  al  estinguido  con- 
sejo supremo  de  guerra  y  marina  ,  se  remitirán  en  adelanto 
en  derechura  por  los  jefes  militares  á  este  tribunal  especial, 
el  cual  resolverá  por  sí  en  los  casos  en  que  las  ordenanzas 
autorizaban  para  ello  á  dicho  supremo  consejo ,  ó  consultará 
al  rey  ó  á  la  regencia  del  reino  con  su  dictamen ,  y  la  suma- 
ria ó  proceso  original ,  cuando  las  citadas  ordenanzas  exigen 
la  real  resolución  ,  para  que  se  lleven  á  efecto  las  determi- 
naciones. 

3o.  La  consulta  del  tribunal  con  la  real  resolución  ,  y  la 
sumaria  ó  proceso  se  devolverá  por  la  secretaría  de  guerra 
al  mismo  tribunal  especial ,  y  por  este  se  comunicará  inme- 
diatamente á  quienes  corresponda. 

4o.  Los  demás  pleitos  y  causas  do  individuos  del  fuero 
militar  de  guerra  y  marina  sobre  asuntos  civiles  ó  delitos 
comunes,  que  no  tengan  conexión  con  el  servicio  militar, 
de  los  cuales  según  lo  dispuesto  por  las  ordenanzas  conocen 
en  primera  instancia  los  capitanes  y  comandantes  generales 
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de  las  provincias  y  departamentos ,  y  demás  jefes  militares , 
con  acuerdo  de  sus  auditores  ó  asesores  y  conforme  á  de- 
recho, vendrán  en  apelación  à  este  tribunal.  Y  á  (in  de  no 
privar  á  los  individuos  que  gocen  fuero  militar  del  beneficio 
de  la  tercera  instancia  que  establece  el  artículo  285  de  la 
Constitución,  el  tribunal  especial  admitirá  esta  de  las  pro- 
vincias de  donde  han  venido  hasta  ahora  en  apelación  al 
estinguido  consejo  de  guerra  ,  en  los  mismos  casos  y  en  la 
propia  forma  que  se  observare  en  las  audiencias,  según  la 
planta  que  á  estas  se  diere  por  estas  Cortes. 

b°.  En  cuanto  al  orden  de  proceder  en  los  negocios  de  las 
provincias  de  ultramar,  que  no  han  acostumbrado  hasta 
ahora  á  terminarse  en  el  estinguido  consejo  de  guerra  y 
marina  ,  no  se  hará  por  ahora  novedad. 

6o.  Se  compondrá  este  tribunal  de  un  decano ,  oficial  ge- 
neral de  ejército  ó  marina;  cuatro  ministros  de  continua 
asistencia ,  dos  de  ellos  generales  de  tierra  ,  y  los  otros  dos 
de  mar;  dos  intendentes,  uno  de  cada  ramo;  siete  letrados; 
dos  fiscales,  uno  militar  y  otro  letrado;  y  un  secretario, 
que  precisamente  haya  servido  en  la  milicia. 

7o.  El  tratamiento  de  este  tribunal  en  cuerpo  será  de 
alteza. 

8o.  Los  individuos  de  este  tribunal  no  podrán  ser  remo- 
vidos de  su  empleo  sino  en  los  propios  términos  y  casos  que 
los  demás  magistrados. 

9o.  Los  magistrados  de  este  tribunal  especial  gozarán  ios 
mismos  honores  y  sueldo  de  que  gozaban  los  del  estinguido 
consejo  supremo  de  guerra  y  marina;  y  si  quedaren  por 
ahora  sin  destino  alguno  ó  algunos  de  los  que  componían  el 
estinguido  consejo,  conservarán  los  mismos  honores  y  suel- 
do que  disfrutan ,  sujetos  los  sueldos  de  unos  y  otros  á  lo 
prevenido  en  el  decreto  de  2  de  diciembre  de  1810. 

Las  circunstancias  que  se  requieren  para  ser  nombrado 
ministro  de  este  tribunal  van  espresadas  en  la  siguiente  real 
orden  de  6  de  junio  de  1846. 

Io.  Para  obtener  el  empleo  y  honores  de  auditor  de  guer- 
ra, ademas  de  los  requisitos  que  se  exigen  en  la  carrera  ju- 
dicial para  los  magistrados  de  audiencia  conforme  al  real 
decreto  de  29  de  diciembre  de  1858  ,  será  condición  indis- 
pensable haber  contraído  servicios  jurídico-militares  impor- 
tantes, debidamente  calificados.  —  2o.  No  podrá  ser  nom- 
brado ministro  de  la  clase  de  generales  é  intendentes  del 
tribunal  supremo  de  guerra  y  marina ,  ni  obtener  los  hono- 
res ,  el  que  no  reúna  las  cualidades  prevenidas  en  los  regla- 
mentos de  planta.  —  5o.  Igualmente  deberán  acreditarse 
servicios  eminentes  en  la  carrera  jurídico-militar  y  las  cir- 
cunstancias que  prescribe  para  los  ministros  del  tribunal 
supremo  de  justicia  el  referido  real  decreto ,  para  ser  nom- 
brado togado  en  propiedad  ú  honorario  del  tribunal  supre- 
mo de  la  guerra.  —  4o.  A  los  auditores  de  guerra  no  se 
concederá  la  propiedad  ú  honores  de  ministro  togado  del 
supremo  tribunal  de  guerra  sin  que  hayan  prestado  en  el 
desempeño  de  las  auditorías  servicios  importantes  á  juicio 
del  gobierno.  —  5°.  Todas  las  solicitudes  en  pretensión  do 
honores  de  ministro  del  tribunal  supremo  de  guerra  ,  audi- 
toría y  honores  de  auditor  se  remitirán  al  tribunal  para  la 
calificación  de  los  servicios  de  los  interesados  según  lo  pre- 
venido en  las  leyes,  reglamentos  y  decreto  citado  en  los 
anteriores  artículos.  Véase  Honorario  y  Ministro  de  tri- 
bunal. 

TRIBUNAL  de  imprenta.  La  sala  compuesta  de  cinco 
jueces  de  primera  instancia  y  de  un  presidente  magistrado 
de  la  audiencia,  establecida  por  real  decreto  de  6  de  julio 
de  1845  para  calificar  los  delitos  de  imprenta  y  aplicarles 
las  penas  de  ley.  Véase  el  articulo  Libertad  de  imprenta. 

TRIBUNAL  supremo  de  hacienda.  En  real  decreto 
de  13  de  setiembre  de  1855  se  dispuso  lo  siguiente  : 

Queda  suprimido  el  tribunal  supremo  de  Hacienda  ;  y 


las  atribuciones  que  se  le  asignaron  por  rea'l  decreto  de  24. 
de  marzo  del  año  próximo  pasado ,  serán  ejercidas  por  el 
tribunal  supremo  de  España  é  Indias  (de  justicia). 

TRIBUNAL  supremo  de  justicia.  La  misma  jurisdic- 
ción y  atribuciones  gubernativo-judiciales  que  compelen  á 
las  audiencias,  ejerce  también  el  tribunal  supremo  de  jus- 
ticia ,  aunque  en  escala  mas  elevada ,  y  sin  limitación  de 
territorio  ,  sino  estensivamente  á  todos  los  dominios  españo- 
les. Con  respecto  á  los  recibimientos  de  abogados,  y  exá- 
menes de  escribanos,  no  ejerce  dicho  tribunal  las  mismas 
atribuciones  que  las  audiencias.  Mas  también  corresponde 
al  mismo  tribunal  : 

Io.  Oir  las  dudas  de  los  demás  del  reino  sobre  la  inteli- 
gencia de  alguna  ley,  y  consultar  sobre  ellas  á  S.  M.,  espo- 
niendo los  fundamentos  de  sus  informes.  Art.  18  del  regí. 
del  tribunal  supremo  ,  i*,  parle  de  la  regla  \U3art.  90  del 
provisional. 

2o.  Hacer  que  se  le  presenten  las  bulas ,  breves  y  res- 
criptos apostólicos  para  examinarlos  ó  retenerlos  con  arre- 
glo á  las  leyes.  Facultad  11 ,  art.  90  del  regí. 

5o.  Examinar  también  ,  y  dar  ó  negar  el  pase  á  las  preces 
que  se  dirijan  á  Roma ,  en  aquellos  casos  en  que  para  tal 
efecto  deben  presentarse  al  mismo  tribunal  con  arreglo  á  las 
disposiciones  vigentes.  Facultad  12,  id. 

Con  relación  al  orden  contencioso,  es  privativo  de  la  ju- 
risdicción del  tribunal  supremo  :  Io.  dirimir  las  competen- 
cias que  susciten  las  audiencias  entre  sí  en  todo  el  reino  ;  y 
también  las  que  en  la  península  é  islas  adyacentes  se  pro- 
muevan entre  audiencias  y  jueces  ordinarios,  ó  entre  unas 
ú  otros  con  tribunales  ó  juzgados  especiales,  que  no  «ean 
de  los  del  fuero  militar  de  guerra  ó  de  marina  ,  ó  de  algüio 
de  los  ramos  de  que  conoce  en  apelación  la  real  y  suprema 
junta  patrimonial;  párrafo  13,  art.  90  delregl. — 2o.  Decidir 
los  recursos  de  nulidad ,  de  la  manera  que  se  espondrá  á 
su  tiempo,  con  arreglo  al  real  decreto  de  4  de  noviembre 
de  1838.  —  3o.  Conocer  de  todos  los  asuntos  contenciosos 
pertenecientes  al  real  patronato ,  así  de  España  como  de  In- 
dias ;  párrafo  7  del  art.  261  de  la  Constitución  de  1812,  y  2 
del  párrafo  4 ,  art.  90  del  regl.—h°.  Conocer  asimismo  de  los 
juicios  de  espolios  de  los  prelados  eclesiásticos  de  ultramar; 
párrafo  5,  facultad  4,  art.  90  citado. — 5°.  Couocer  de  las  de- 
mandas sobre  bulas,  breves  y  rescriptos  apostólicos  ó  do 
gracias  concedidas  á  consulta  de  las  suprimidas  cámaras  y 
sección  de  gracia  y  justicia  del  consejo  real;  párrafo  6 ,  fa- 
cultad 4,  art.  90  citado.  —  6o.  Entender  en  los  negocios  ju- 
diciales ,  de  que  antes  conocía  la  cámara  de  Castilla  como 
tribunal  especial;  párrafo  3,  facultad  4  del  mismo  arí.  ~ 
7°.  Decidir  los  recursos  de  fuerza  que  se  interpongan  ûe  \z 
nunciatura,  del  tribunal  especial  de  órdenes  y  de  todos  los 
demás  tribunales  eclesiásticos  superiores  de  la  corte;  facul- 
tad 8 ,  art.  261  de  la  Conslil.  de  1812,  y  8  del  art.  90  citado. 

—  8o.  Conocer  de  las  apelaciones  ,  competencias  *  segunda 
suplicación,  injusticia  notoria  y  demás  recursos  judiciales , 
que  antes  correspondían  al  suprimido  consejo  de  Indias;  de- 
creto de  las  Corles  de  8  de  mayo  de  1857,  y  otro  de  S 

de  13  de  mayo  del  mismo  año.  Ademas  de  las  atribuciones 
espresadas ,  el  reglamento  concedía  otras  al  tribunal  supre- 
mo ,  como  son  las  de  conocer  de  los  recursos  de  nuevos  diez- 
mos ,  de  los  de  fuerza  y  protección  de  los  regulares ,  de  los 
juicios  de  tanteo  de  jurisdicciones  y  señoríos  y  de  revarsioc 
é  incorporación  á  la  corona ,  y  de  las  apelaciones  de  los 
asuntos  judiciales  do  hacienda  pública  ;  pero  en  el  dia  no 
conserva  nhvgunade  estas  atribuciones. 

Respecto  de  la  materia  criminal ,  también  son  privativas 
de  la  jurisdicción  del  tribunal  supremo  las  causas  que  si- 
guen :  I»,  las  de  separación  y  suspension  de  los  magistrados 
de  las  audiencias  ;  párrafo  5,  art.  261  de  la  Conslil.  de  1812. 

—  2a.  Las  que  se  forman  por  culpas  ó  delitos  cometidos  en  el 
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ejercicio  del  respectivo  cargo  público  contra  ministros  del 
estinguido  consejo  real  de  España ,  subsecrel arios  de  estado 
y  del  despacho ,  magistrados  del  tribunal  especial  de  órde- 
nes, funcionarios  superiores  de  la  corte  que  dependan  inme- 
diatamente del  gobierno,  y  que  no  correspondan  como  tales 
á  jurisdicción  especial ,  ministros  de  las  audiencias  del  reino, 
intendentes  y  jefes  políticos;  primera  parte  de  la  facultad  3, 
art.  90  id,  —  5a.  Conocer  de  las  causas  criminales  que  por 
delitos  comunes  ocurrieren  contra  vocales  del  suprimido 
consejo  de  gobierno ,  secretarios  y  subsecretarios  del  des- 
pacho ,  consejeros  de  estado  ,  ministros  del  estinguido  con- 
sejo real,  y  magistrados  del  tribunal  supremo,  del  especial 
de  órdenes  y  de  las  audiencias;  primera  parle  de  la  facul- 
tad 2 ,  art.  90  citado.  Los  delitos  cometidos  por  los  mi- 
nistros ó  secretarios  del-despacho  en  el  ejercicio  de  su  cargo 
se  acusan  en  el  congreso  y  se  juzgan  por  el  senado  ,  según 
la  Constitución  de  1857.  —  4a.  Conocer  de  la  residencia  de 
los  vireyes  ,  capitanes  generales  y  gobernadores  de  ultra- 
mar ;  párrafo  k,  facultad  k,  art.  90  id.  ;  y  de  todo  emplea- 
do públ.co  que  esté  sujeto  á  la  misma  investigación  judicial 
por  disposición  de  las  leyes;  párrafo  6,  art.  261  de  la  Cons- 
lil.  de  1812.  —  5a.  Conocer  asimismo  de  las  causas  que  por 
delitos  comunes  sea  menester  formar  contra  algún  arzobispo, 
obispo  ó  eclesiástico  de  los  que  en  la  corte  ejercen  autoridad 
ó  dignidad  de  dicha  clase  suprema  ó  superior,  cuando  el 
caso  deba  ser  juzgado  por  la  jurisdicción  real  ;  y  asimismo 
de  las  que  se  prevengan  contra  dichos  prelados  ó  autorida- 
des por  los  delitos  oficiales,  cuyo  conocimiento  corresponda 
á  la  misma  jurisdicción  común;  segunda  parle  de  la  facul- 
tad 2,  art.  90  del  regí.,  real  orden  de  12  de  mayo  de  1837,  y 
segunda  parte  de  la  facultad  3  del  mismo  art.  90  :  y  contra  los 
arzobispos  y  obispos  por  delitos  contrarios  á  la  Constitución. 

Tales  son  los  términos  hasta  donde  se  estiende  la  potestad 
del  primer  tribunal  de  la  monarquía. 

-J-  Ya  no  corresponde  al  tribunal  supremo  de  justicia  el  co- 
nocimiento sobre  el  pase  y  retención  de  las  bulas,  breves  y 
rescriptos  pontificios  y  de  bs  preces  para  obtenerlos,  de  que 
habla  el  precedente  artículo ,  asf  como  los  pertenecientes  al 
real  patrimonio  y  recurso  de  protección  del  concilio  de 
Trento,  por  haber  pasado  al  Consejo  real. 

TRIBUNAL  mayor  de.  cuentas.  Una  autoridad  especial 
y  superior  en  la  corte  instituida  con  fecha  de  10  de  noviem- 
bre de  1828 ,  para  el  examen ,  aprobación  y  fenecimiento  de 
las  cuentas  de  la  administración,  recaudación  y  distribución 
de  los  efectos  y  productos  de  las  rentas  y  ramos  que  consti- 
tuyen la  hacienda  pública  y  cualesquiera  otros  del  Estado. 
Depende  inmediatamente  del  ministerio  del  despacho  de  ha- 
cienda ,  por  quien  se  le  comunican  las  órdenes  respectivas 
á  los  objetos  de  su  atribución. 

I.  El  tribunal  mayor  de  cuentas  tiene  los  dos  conceptos 
de  autoridad  gubernativa  y  judicial.  En  el  primero  exige  las 
cuentas  de  las  corporaciones  y  personas  que  hayan  tenido  á 
su  cargo  los  efectos  y  productos  de  las  rentas  y  ramos  que 
constituyen  la  hacienda  y  cualesquiera  otros  del  Estado,  en 
los  términos  y  épocas  que  previenen  las  instrucciones  que 
tratan  del  particular  ;  las  examina  y  fenece ,  y  cuida  de  que 
la  hacienda  sea  reintegrada  de  las  cantidades  que  resulten 
á  su  favor  :  y  en  el  segundo  usa  de  los  apremios  que  corres- 
pondan contra  los  que  resisten  ó  rehuyen  la  presentación  de 
cuentas  y  pago  de  sus  alcances  después  de  apurados  los  trá- 
mites gubernativos;  y  corrige  y  castiga  los  delitos  de  falsi- 
ficación ,  infidencia  ó  abuso  que  resulte  de  ellas.  Conoce  . 
también  en  este  concepto  de  las  apelaciones  que  se  inter- 
pongan conforme  á  derecho  de  las  providencias  judiciales  que 
dieren  los  juzgados  de  hacienda  en  materia  de  cuentas ,  co- 
branza de  alcances  y  sus  incidencias.  Art.  3. 

II.  Corresponde  al  mismo  tribunal ,  en  el  concepto  de  au- 
toridad gubernativa ,  aunque  con  asistencia  precisa  del  mi- 


nistro togado,  determinar  los  casos  en  que  á  pedimento  de 
los  interesados  deba  tener  lugar  la  audiencia  en  trámites  de 
justicia  :  pero  para  que  no  se  prevalgan  de  este  recurso 
con  él  fin  de  dilatar  el  pago  de  los  alcances  que  resulten 
contra  ellos  ,  se  declara  que  no  será  admitido  sin  que  pre- 
ceda el  pago  ó  consignación  de  su  importe.  Art.  k. 

III.  Corresponde  al  tribunal  mayor  de  cuentas  en  el  con- 
cepto de  autoridad  judicial  :  Io.  conocer  privativamente  ,  y 
con  inhibición  de  todos  los  tribunales  y  juzgados  del  reino, 
de  todos  los  casos  y  causas  relativas  á  la  presentación  de 
cuentas,  cualquiera  que  sea  el  fuero  ó  consideración  que 
tengan  las  personas  y  corporaciones  obligadas  á  darlas, 
cuando  no  hayan  bastado  las  providencias  gubernativas 
para  conseguirlo  :  —  2o.  conocer  en  iguales  términos  y  con 
la  misma  estension ,  de  los  delitos  de  infidencia ,  falsificación 
ó  alteración  de  documentos  ,  abuso  de  los  caudales  ó  efectos 
de  la  hacienda  pública  ó  del  Estado ,  y  cualesquiera  otros 
que  resulten  de  las  cuentas ,  en  que  aparezca  dolo  ó  malver- 
sación :  —  5o.  proceder  ejecutivamente  y  con  arreglo  á  las 
leyes  contra  todos  los  que  como  principales,  sus  herederos  y 
fiadores,  resulten  deudores  á  la  hacienda  pública  en  el  ma- 
nejo que  hubiesen  tenido  de  sus  caudales  ó  efectos,  hasta 
conseguir  sea  enteramente  reintegrada  de  cuanto  le  corres- 
ponda. Art.  17. 

IV.  La  ordenanza  del  tribunal  mayor  de  cuentas  consta 
de  cuatro  títukis  :  el  capítulo  primero  del  primer  título  trata 
de  la  autoridad,  planta  y  dotaciones  del  tribunal  :  el  segun- 
do, de  sus  facultades  y  atribuciones  considerado  como  au- 
toridad gubernativa:  e!  tercero,  de  su  jurisdicción  y  facul- 
tades considerado  como  autoridad  judicial  :  el  cuarto,  de  las 
facultades  y  obligaciones  especiales  del  presidente,  ministros 
y  demás  empleados.  El  capítulo  primero  del  segundo  título, 
de  la  obligación  de  dar  cuentas  ,  épocas  y  formalidades  con 
que  deberán  formarse  y  presentarse  ;  el  capítulo  segundo, 
de  la  distribución  de  los  trabajos  para  el  examen  de  las 
cuentas;  el  tercero  ,  de  la  presentación  de  cuentas,  y  del 
método  que  deberá  observarse  en  su  examen  ;  el  cuarto,  de 
la  espedicion  de  finiruitos  y  curso  posterior  á  las  cuentas  ; 
el  quinto  ,  del  modo  de  proceder  en  la  cobranza  de  los  al- 
cances que  resulten  á  favor  de  la  hacienda  pública,  y  en  el 
reintegro  de  las  cantidades  así  de  caudales  como  de  efectos 
que  se  hayan  entregado  indebidamente.  El  capítulo  prime- 
ro del  tercer  título,  de  las  penas  en  que  incurran  los  que  es- 
tando obligados  á  rendir  cuentas  no  las  presenten  en  el  tiem- 
po prevenido;  el  capítulo  segundo,  de  las  penas  que  se 
impondrán  á  las  personas  que  presenten  las  cuentas  con  de- 
fectos que  no  constituyen  delito  ;  y  en  el  tercero,  de  las  p&» 
ñas  en  que  incurrirán  las  que  en  las  cuentas  cometan  de- 
fectos que  constituyen  verdadero  delito  ,  que  serán  las 
establecidas  por  las  leyes  comunes;  y  en  el  capítulo  único 
del  título  cuarto,  de  lo  que  se  ha  de  observar  para  el 
examen,  aprobación  y  fenecimiento  de  las  cuentas  atra- 
sadas. 

-j-  El  tribunal  mayor  de  cuentas  debe  continuar  por  ahora, 
y  mientras  por  una  ley  no  se  disponga  otra  cosa,  en  el  ejer- 
cicio de  las  facultades  que  le  concede  la  real  cédula  de  tO  de 
noviembre  de  1828,  y  en  el  conocimiento  de  las  obligacio- 
nes en  negocios  de  cuentas  ó  sus  incidentes,  de  que  según 
la  propia  cédula  le  toca  conocer.  Rl.  órd.  de  28  rie  enero 
de  1859. 

TRIBUNALES.  Cuyas  disposiciones  se  han  declarado 
subsistentes  como  leyes  por  decreto  de  Cortes  de  7  de  se- 
tiembre de  1837  en  cuanto  no  hayan  sido  derogadas  por  la 
Constitución  de  184b  ;  título  5o.  de  la  Constitución  de  1812. 

capítulo  i.  —  De  los  tribunales. 
Artículo  242.  La  potestad  de  aplicar  las  leyes  en  las  cau- 
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sas  civiles  y  criminales  pertenece  esclusivamente  á  los  tri- 
bunales. 

Art.  243.  Ni  las  Cortes  ni  el  rey  podrán  ejercer  en  ningún 
caso  las  funciones  judiciales ,  avocar  causas  pendientes ,  ni 
mandar  abrir  los  juicios  fenecidos. 

Art.  244.  Las  leyes  señalarán  el  orden  y  las  formalida- 
des del  proceso,  que  serán  uniformes  en  lodos  los  tribuna- 
les; y  ni  las  Cortes  ni  el  rey  podrán  dispensarlas. 

Art.  245.  Los  tribunales  no  podrán  ejercer  otras  fun- 
ciones que  las  de  juzgar  y  hacer  que  se  ejecute  lo  juzgado. 

Art.  246.  Tampoco  podrán  suspender  la  ejecución  de 
las  leyes ,  ni  hacer  reglamento  alguno  para  la  administra- 
ción de  justicia. 

Art.  247.  Ningún  español  podrá  ser  juzgado  en  causas 
civiles  ni  criminales  por  ninguna  comisión ,  sino  por  el 
tribunal  competente  ,  determinado  con  anterioridad  por 
la  ley. 

Art.  248.  En  los  negocios  comunes,  civiles  y  crimina- 
les, no  habrá  mas  que  un  solo  fuero  para  toda  clase  de 
personas. 

Art.  249.  Los  eclesiásticos  continuarán  gozando  del  fuero 
de  su  estado,  en  los  términos  que  prescriben  las  leyes  ó  que 
en  adelante  prescribieren. 

Art.  250.  Los  militares  gozarán  también  de  fuero  par-, 
ticular,  en  los  términos  que  previene  la  ordenanza  ó  en 
adelante  previniere. 

Art.  251.  Para  ser  nombrado  magistrado  ó  juez  se  re- 
quiere haber  nacido  en  el  territorio  español ,  y  ser  mayor 
de  veinte  y  cinco  años.  Las  demás  calidades  que  respecti- 
vamente deban  estos  tener  serán  determinadas  por  las  leyes. 
Art.  252.  Los  magistrados  y  jueces  no  podrán  ser  de- 
puestos de  sus  destinos,  sean  temporales  ó  perpetuos,  sino 
por  causa  legalmente  probada  y  sentenciada;  ni  suspendi- 
dos sino  por  acusación  legalmente  intentada. 

Art.  253.  Si  al  rey  llegaren  quejas  contra  algún  magis- 
trado ,  y  formado  espediente  ,  parecieren  fundadas ,  podrá 
oido  el  consejo  de  Estado ,  suspenderle  ,  haciendo  pasar  in- 
mediatamente el  espediente  al  supremo  tribunal  de  justicia, 
para  que  juzgue  con  arreglo  á  las  leyes. 

Art.  254.  Toda  falta  de  observancia  de  las  leyes  que  ar- 
reglan el  proceso  en  lo  civil  y  en  lo  criminal ,  hace  respon- 
sables personalmente  á  los  jueces  que  la  cometieren. 

Art.  255.  El  soborno,  el  cohecho  y  la  prevaricación  do 
los  magistrados  y  jueces  producen  acción  popular  contra  los 
que  los  cometan. 

Art.  256.  Las  Cortes  señalarán  á  los  magistrados  y  jue- 
ces de  letras  una  dotación  competente. 

Art.  257.  La  justicia  se  administrará  en  nombre  del  rey, 
y  las  ejecutorias  y  provisiones  de  los  tribunales  superiores 
se  encabezarán  también  en  su  nombre. 

Art.  258.  El  código  civil  y  criminal ,  y  el  de  comercio, 
serán  unos  mismos  para  toda  la  monarquía,  sin  perjuicio  de 
las  variaciones  que  por  particulares  circunstancias  podrán 
hacer  las  Corles. 

Art.  259.  Habrá  en  la  corte  un  tribunal  que  se  llamará 
supremo  tribunal  de  justicia. 

Art.  260.  Las  Corles  determinarán  el  número  de  magis- 
trados que  han  de  componerle,  y  las  salas  en  que  ha  de  dis- 
tribuirse. 
Art.  261.  Toca  á  este  supremo  tribunal  : 
Primero:  Dirimir  todas  las  competencias  de  las  audiencias 
entro  sí  en  todo  el  territorio  español  y  las  de  las  audien- 
cias con  los  tribunales  especiales  que  existan  en  la  penín- 
sula ó  islas  adyacentes.  En  Ultramar  se  dirimirán  estas  últi- 
mas según  lo  determinaren  las  leyes.  —  Segundo  :  Juzgar  á 
los  secretarios  de  estado  y  del  despacho ,  cuando  las  Cortes 
decretaren  haber  lugar  á  la  formación  de  causa.  —  Terce- 
ro :  Conocer  de  todas  las  causas  de  separación  y  suspension 


de  los  consejeros  de  estado  y  de  los  magistrados  de  las  au- 
diencias. —  Cuarto  :  Conocer  de  las  causas  criminales  de 
los  secretarios  de  estado  y  del  despacho ,  de  los  consejeros 
de  estado  y  de  los  magistrados  de  las  audiencias,  pertene- 
ciendo al  jefe  político  mas  autorizado  la  instrucción  del  pro- 
ceso para  remitirlo  á  este  tribunal.  —  Quinto  :  Conocer  de 
todas  las  causas  criminales  que  se  promovieren  contra  los 
individuos  de  este  supremo  tribunal.  Si  llegare  el  caso  en 
que  sea  necesario  hacer  efectiva  la  responsabilidad  de  este 
supremo  tribunal,  las  Cortes  previa  la  formalidad  estableci- 
da en  el  artículo  228  ,  procederán  á  nombrar  para  esle  fin 
un  tribunal  compuesto  de  nueve  jueces,  que  serán  elegidos 
por  suerte  de  un  número  doble.  —  Sexto  :  Conocer  de  la  re- 
sidencia de  todo  empleado  público  que  esté  sujeto  á  ella  por 
disposición  de  las  leyes.  —  Séptimo  :  Conocer  de  todos  los 
asuntos  contenciosos  pertenecientes  al  real  patronato.  — 
Octavo  :  Conocer  de  los  recursos  de  fuerza  de  todos  los  tri- 
bunales eclesiásticos  superiores  de  la  corte.  —  Noveno  : 
Conocer  de  los  recursos  de  nulidad  que  se  interpongan 
contra  las  sentencias  dadas  en  última  instancia  para  el  pre- 
ciso efecto  de  reponer  el  proceso,  devolviéndolo,  y  hacer 
efectiva  la  responsabilidad  de  que  trata  el  articulo  254.  Por 
lo  relativo  á  Ultramar,  de  estos  recursos  se  conocerá  en  las 
audiencias  en  la  forma  que  se  dirá  en  su  lugar.  —  Décimo  : 
Oir  las  dudas  de  los  demás  tribunales  sobre  la  inteligencia 
de  alguna  ley,  y  consultar  sobre  ellas  al  rey  con  los  funda- 
mentos que  hubiere,  para  que  promuévala  conveniente  de- 
claración en  las  Cortes.  —  Undécimo  :  Examinar  las  listas 
de  las  causas  civiles  y  criminales  que  deben  remitirle  las 
audiencias  para  promover  la  pronta  administración  de  jus- 
ticia, y  pasar  copia  de  ellas  para  su  publicación  por  medio  de 
la  imprenta. 

Art.  262.  Todas  las  causas  civiles  y  criminales  se  fene- 
cerán dentro  del  territorio  de  cada  audiencia. 
/  Art.  263.  Pertenecerá  á  las  audiencias  conocer  de  todas 
las  causas  civiles  de  los  juzgados  inferiores  de  su  demarca- 
ción en  segunda  y  tercera  instancia,  y  lo  mismo  de  las  cri- 
minales, según  lo  determinen  las  leyes;  y  también  de  las 
causas  de  suspension  y  separación  de  los  jueces  inferiores 
de  su  territorio  en  el  modo  que  prevengan  las  leyes,  dando 
cuenta  al  rey. 

Art.  264.  Los  magistrados  que^  hubieren  fallado  en  la  se- 
gunda instancia,  no  podrán  asistir  á  la  vista  del  mismo  pleito 
en  la  tercera. 

Art.  265.  Pertenecerá  también  á  las  audiencias  conocer 
de  las  competencias  entre  todos  los  jueces  subalternos  de  su 
territorio. 

Art.  266.  Les  pertenecerá  asimismo  conocer  de  los  re- 
cursos de  fuerza  que  se  introduzcan  de  los  tribunales  y  au- 
toridades eclesiásticas  de  su  territorio. 

Art.  267.  Les  corresponderá  también  recibir  de  lodos  los 
jueces  suballernos  de  su  territorio  avisos  puntuales  de  las 
causas  que  se  formen  por  delitos,  y  listas  de  las  causas  ci- 
viles y  criminales  pendientes  en  su  juzgado,  con  espresion 
del  estado  de  unas  y  otras,  á  fin  de  promover  la  mas  pronta 
administración  de  justicia. 

Art.  263.  A  las  audiencias  de  Ultramar  les  correspon- 
derá ademas  el  conocer  de  los  recursos  de  nulidad  ,  debien- 
do eslos  interponerse,  en  aquellas  audiencias  que  tengan  su- 
ficiente número  para  la  formación  de  tres  salas,  en  la  que  no 
haya  conocido  de  la  causa  en  ninguna  instancia.  En  las  au- 
diencias que  no  consten  de  este  número  de  ministros  ,  so 
interpondrán  estos  recursos  de  una  á  otra  de  las  compren- 
didas en  el  distrito  de  una  misma  gobernación  superior  ;  y 
en  el  caso  de  que  en  este  no  hubiere  mas  que  una  audien- 
cia, irán  á  la  mas  inmediata  de  otro  distrito. 

Art.  269.  Declarada  la  nulidad  ,  la  audiencia  que  ha  co- 
nocido de  ella  dará  cuenta,  con  testimonio  que  contenga  los 
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insertos  convenientes,  al  supremo  tribunal  de  justicia  para 
hacer  efectiva  la  responsabilidad  de  que  trata  el  art.  234. 

Art.  270.  Las  audiencias  remitirán  cada  año  al  supremo 
tribunal  de  justicia  listas  exactas  de  las  causas  civiles,  y  ca- 
da seis  meses  de  las  criminales  ,  asi  fenecidas  como  pen- 
dientes ,  con  espresion  del  estado  que  estas  tengan  ,  inclu- 
yendo las  que  hayan  recibido  de  los  juzgados  inferiores. 

Art.  271.  Se  determinará  por  leyes  y  reglamentos  espe- 
ciales el  número  de  los  magistrados  de  las  audiencias,  que 
no  podrán  ser  menos  de  siete,  la  forma  de  estos  tribunales , 
y  el  lugar  de  su  residencia. 

Art.  272.  Cuando  llegue  el  caso  de  hacerse  la  conveniente 
division  del  territorio  español ,  indicada  en  el  artículo  2°., 
se  determinará  con  respecto  á  ella  el  número  de  audiencias 
que  han  de  establecerse,  y  se  les  señalará  territorio. 

Art.  273.  Se  establecerán  partidos  proporcionalmente 
iguales  ,  y  en  cada  cabeza  de  partido  habrá  un  ¿liez  de  le- 
tras con  un  juzgado  correspondiente. 

Art.  274.  Las  facultades  de  estos  jueces  se  limitarán  pre- 
cisamente á  lo  contencioso ,  y  las  leyes  determinarán  las 
que  han  de  pertenecerles  en  la  capital  y  pueblos  de  su  par- 
tido, como  también  hasta  de  qué  cantidad  podrán  conocer 
en  los  negocios  civiles  sin  apelación. 

Art.  273.  En  todos  los  pueblos  se  establecerán  alcaldes, 
y  las  leyes  determinarán  la  estension  de  sus  facultades,  así 
en  lo  contencioso  como  en  lo  económico. 

Art.  276.  Todos  los  jueces  de  los  tribunales  inferiores 
deberán  dar  cuenta  ,  á  mas  tardar  dentro  de  tercero  dia,  á 
su  respectiva  audiencia  de  las  causas  que  se  formen  por  delitos 
cometidos  en  su  territorio,  y  después  continuarán  dando  cuen- 
fc>  de  su  estado  en  las  épocas  que  la  audiencia  les  prescriba. 

Art.  277.  Deberán  asimismo  remitir  á  la  audiencia  res- 
pectiva listas  generales  cada  seis  meses  de  las  causas  civi- 
les y  cada  tres  de  las  criminales,  que  pendieren  en  sus 
juzgados,  con  espresion  de  su  estado. 

Art.  278.  Las  leyes  decidirán  si  ha  de  haber  tribunales 
especiales  para  conocer  de  determinados  negocios. 

Art.  279.  Los  magistrados  y  jueces  al  tomar  posesión  de 
sus  plazas  jurarán  guardar  la  Constitución ,  ser  fieles  al  rey, 
observar  las  ley  es ,  y  administrar  imparcialmente  la  justicia  : 

Capítulo  ii.  —  De  la  administración  de  justicia 
en  lo  civil. 

Art.  280.  No  se  podrá  privar  à  ningún  español  del  derecho 
de  terminar  sus  diferencias  por  medio  de  jueces  arbitros  , 
elegidos  por  ambas  partes. 

Art.  28  i.  La  sentencia  que  dieren  los  arbitros  se  ejecutará, 
si  las  partes  al  hacer  el  compromiso  no  se  hubieren  reser- 
vado el  derecho  de  apelar. 

Art.  282.  El  alcalde  de  cada  pueblo  ejercerá  en  él  el  oficio 
de  conciliador;  y  el  que  tenga  que  demandar  por  negocios 
civiles  ó  por  injurias  deberá  presentarse  á  él  con  este  objeto. 

Art.  283.  El  alcalde  con  dos  hombres  buenos,  nombrados 
uno  por  cada  parle,  oirá  al  demandante  y  al  demandado  , 
ee  enterará  de  las  razones  en  que  respectivamente  apoyen  su 
intención  ;  y  tomará ,  oido  el  dictamen  de  los  dos  asociados , 
la  providencia  que  le  parezca  propia  para  el  fin  de  terminar 
el  litigio  sin  mas  progreso,  como  se  terminará  en  efecto ,  si 
las  parles  se  aquietan  con  esta  decisión  extrajudicial. 

Art.  284.  Sin  hacer  constar  que  se  ha  intentado  el  medio 
de  la  conciliación  ,  no  se  entablará  pleito  ninguno. 

Art.  28o.  En  todo  negocio,  cualquiera  que  sea  su  cuantía, 
habrá  á  lo  mas  tres  instancias  y  tres  sentencias  definitivas 
pronunciadas  en  ellas.  Cuando  la  tercera  instancia  se  inter- 
ponga de  dos  sentencias  conformes,  el  número  de  jueces 
que  haya  de  decidirla  ,  deberá  ser  mayor  que -el  que  asistió 
á  la  vista  de  la  segunda ,  en  la  forma  que  lo  disponga  la  ley  : 


á  esta  loca  también  determinar,  atendida  la  cantidad  de  los 
negocios ,  y  la  naturaleza  y  calidad  de  los  diferentes  juicios, 
qué  sentencia  ha  de  ser  la  que  en  cada  uno  deba  causar  eje- 
cutoria. 

capítulo  ni.  —  De  la  administración  de  justicia 
en  lo  criminal. 

Art.  286.  Las  leyes  arreglarán  la  administración  de  justicia 
en  lo  criminal,  de  manera  que  el  proceso  sea  formado  con 
brevedad  y  sin  vicios,  á  fin  de  que  los  delitos  sean  pronta- 
mente castigados. 

Art.  287.  Ningún  español  podrá  ser  preso  sin  que  preceda 
información  sumaria  del  hecho ,  y  por  el  que  merezca  según 
la  ley  ser  castigado  con  pena  corporal ,  y  asimismo  un  man- 
damiento del  juez  por  escrito  ,  que  se  notificará  en  el  acto 
mismo  de  la  prisión. 

Art.  288.  Toda  persona  deberá  obedecer  estos  manda- 
mientos :  cualquiera  resistencia  será  reputada  delito  grave. 

Art.  289.  Cuando  hubiere  resistencia  ó  se  temiere  la  fuga 
se  podrá  usar  de  la  fuerza  para  asegurar  la  persona. 

Art.  290.  El  arrestado,  antes  de  ser  puesto  en  prisión, 
será  presentado  al  juez,  siempre  que  no  haya  cosa  que  lo 
estorbe ,  para  que  le  reciba  declaración  :  mas  si  esto  no 
pudiere  verificarse,  se  le  conducirá  á  la  cárcel  en  calidad 
de  detenido,  y  el  juez  le  recibirá  la  declaración  dentro  de 
veinte  y  cuatro  horas. 

Art.  291.  La  declaración  del  arrestado  será  sin  juramento, 
que  á  nadie  ha  de  tomarse  en  materias  criminales  sobre  hecho 
propio. 

Art.  292.  En  fraganti  todo  delincuente  puede  ser  arres- 
tado ,  y  todos  pueden  arrestarle  y  conducirle  á  la  presencia 
del  juez  :  presentado  ó  puesto  en  custodia,  se  procederá  en 
todo  como  se  previene  en  los  dos  artículos  precedentes. 

Art.  293.  Si  se  resolviere  que  al  arrestado  se  le  ponga  en 
la  cárcel ,  ó  que  permanezca  en  ella  en  calidad  de  preso ,  so 
proveerá  auto  motivado  ,  y  de  él  se  entregará  copia  al  al- 
caide, para  que  la  inserte  en  el  libro  de  presos  ,  sin  cuyo 
requisito  no  admitirá  el  alcaide  á  ningún  preso  en  calidad  do 
tal  bajo  la  mas  estrecha  responsabilidad. 

Art.  294.  Solo  se  hará  embargo  de  bienes  cuando  se  pro- 
ceda por  delitos  que  lleven  consigo  responsabilidad  pecu- 
niaria ,  y  en  proporción  á  la  cantidad  á  que  esta  pueda 
eslenderse. 

Art.  295.  No  será  llevado  á  la  cárcel  el  que  dé  fiador  en 
los  casos  en  que  la  ley  no  prohiba  espresamente  que  se  ad- 
mita la  fianza. 

Art.  296.  En  cualquier  estado  de  la  causa  que  aparezca* 
que  no  puede  imponerse  al  preso  pena  corporal,  se  le  pondrá 
en  libertad  ,  dando  fianza. 

Art.  297.  Se  dispondrán  las  cárceles  de  manera  que  sirvan 
para  asegurar  y  no  molestar  á  los  presos;  asi  el  alcaide  ten- 
drá á  estos  en  buena  custodia  ,  y  separados  los  que  el  juez 
mande  tener  en  comunicación  ;  pero  nunca  en  calabozos 
subterráneos  ni  mal  sanos. 

Art.  298.  La  ley  determinará  la  frecuencia  con  que  ha  do 
hacerse  la  visita  de  cárceles ,  y  no  habrá  preso  alguno  quo 
deje  de  presentarse  á  ella  bajo  ningún  pretesto. 

Art.  299.  El  juez  y  el  alcaide  que  fallaren  á  lo  dispuesto 
en  los  artículos  precedentes  ,  serán  castigados  como  reos  do 
detención  arbitraria,  la  que  será  comprendida  como  delito 
en  el  código  criminal. 

Art.  500.  Denlro  de  las  veinte  y  cuatro  horas  se  manifes- 
tará al  tratado  como  reo  la  causa  de  su  prisión  ,  y  el  nombro 
de  su  acusador,  si  lo  hubiere. 

Art.  501.  Al  tomar  la  confesión  al  tratado  como  reo,  se  le 
leerán  íntegramente  todos  los  documentos  y  las  declaraciones 
de  los  testigos,  con  los  nombres  de  estos;  y  si  por  ellos  no 
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los  conociere ,  se  le  daran  cuantas  noticias  pida  para  venir 
en  conocimiento  de  quiénes  son. 

Art.  502.  El  proceso  de  allí  en  adelante  será  público  en 
el  modo  y  forma  que  determínenlas  leyes. 

Art.  303.  No  se  usará  nunca  del  tormento  ni  de  los 
apremios. 

Art.  304.  Tampoco  se  impondrá  la  pena  de  confiscación 
de  bienes. 

Art.  505.  Ninguna  pena  que  se  imponga  por  cualquiera 
delito  que  sea ,  ha  de  ser  trascendental  por  término  ninguno 
á  la  familia  del  que  la  sufre ,  sino  que  tendrá  todo  su  efecto 
precisamente  sobre  el  que  la  mereció. 

Art.  506.  No  podrá  ser  allanada  la  casa  de  ningún  español, 
sino  en  los  casos  que  determine  la  ley  para  el  buen  orden  y 
seguridad  del  Estado. 

Art.  307.  Si  con  el  tiempo  creyeren  las  Cortes  que  con- 
viene haya  distinción  entre  los  jueces  del  hecho  y  del  dere- 
cho, la  establecerán  en  la  forma  que  juzguen  conducente. 

Art.  508.  Si  en  circunstancias  estraordinarias  la  seguridad 
del  Estado  exigiese  ,  en  toda  la  monarquía  ó  en  parte  de 
ella ,  la  suspension  de  algunas  de  las  formalidades  prescritas 
en  este  capítulo  para  el  arresto  de  los  delincuentes ,  podrán 
las  Cortes  decretarla  por  un  tiempo  determinado. 

[  *  República  de  Méjico.  Su  5a.  ley  constitucional  esta- 
blece lo  siguiente  : 

«Art.  18.  En  cada  capital  de  departamento  se  establecerá 
un  tribunal  superior,  organizado  del  modo  que  designará 
una  ley  (1). 

Art.  19.  Todos  estos  tribunales  serán  iguales  en  faculta- 
des, ó  independientes  unos  de  otros  en  el  ejercicio  desús 
funciones. 

Art.  20.  Para  ser  electo  ministro  de  dichos  tribunales,  se 
requiere  : 

I.  Ser  mejicano  por  nacimiento,  ó  hallarse  en  alguno  de 
los  casos  que  espresa  el  art.  4°.,  párrafo  2o.  de  esta  ley. 

II.  Ser  ciudadano  en  ejercicio  de  sus  derechos. 

III.  Tener  la  edad  de  treinta  años  cumplidos. 

IV.  No  haber  sido  condenado  en  proceso  legal  por  algún 
crimen. 

V.  Ser  letrado  y  en  ejercicio  práctico  de  esta  profesión 
por  seis  años  á  lo  menos. 

Art.  21.  Los  jueces  superiores  y  fiscales  de  los  tribuna- 
les ,  al  tomar  posesión  de  sus  destinos  ,  harán  el  juramento 
prevenido  en  el  art.  7°.,  ante  el  gobernador  y  junta  depar- 
tamental. 

Art.  22.  Las  atribuciones  de  estos  tribunales  son  las  que 
siguen. 

I.  Conocer  en  segunda  y  tercera  instancia,  de  las  causas 
civiles  y  criminales  pertenecientes  á  su  respectivo  territorio; 
y  en  primera  y  segunda  de  las  civiles  de  los  gobernadores 
de  los  departamentos  cuya  capital  esté  mas  inmediata,  y  de 
las  civiles  y  criminales  comunes  de  los  magistrados  supe- 
riores de  estos. 

II.  Conocer  en  primera  y  segunda  instancia  de  las  causas 
criminales  comunes,  de  las  de  responsabilidad,  y  de  los  ne- 
gocios civiles  en  que  fueren  demandados  los  jueces  inferio- 
res de  su  territorio.  En  las  mismas  instancias,  de  las  que 
deban  formarse  contra  los  subalternos  y  dependientes  in- 
mediatos del  tribunal  por  faltas,  abusos  ó  escesos  cometidos 
en  el  servicio  de  sus  destinos  ;  y  en  tercera  instancia,  de  los 
negocios  que  se  promuevan ,  ó  causas  que  se  formen  en 
iguales  casos ,  en  los  departamentos  cuya  capital  esté  mas 
inmediata. 

III.  Conocer  de  los  recursos  de  nulidad  que  se  interpongan 
do  las  sentencias  dadas  por  los  jueces  de  primera  instancia 

(1)  Ya  los  organizó  la  ley  provisional  de  25  de  mayo  do  1837, 
sp.  5°.,  De  los  tribunales  superiores  de  los  dcparlumenlos, 


en  juicio  escrito,  y  cuando  no  tuviere  lugar  la  apelación,  y 
de  las  de  vista  que  causen  ejecutoria. 

IV.  Dirimir  las  competencias  de  jurisdicción  que  se  sus- 
citen entre  sus  jueces  subalternos. 

V.  Conocer  de  los  recursos  de  protección  y  de  fuerza  que 
se  interpongan  de  los  jueces  eclesiásticos  de  su  respectivo 
territorio  ,  no  arzobispos  ni  obispos. 

VI.  Declarar  en  las  causas  de  reos  inmunes  los  casos  en 
que  deba  pedirse  á  la  jurisdicción  eclesiástica  su  consigna- 
ción. 

VIL  Calificar  á  los  letrados  que  deben  ocupar  las  vacantes 
que  ocurran  en  los  mismos  tribunales,  verificándolo  preci- 
samente con  intervención  de  los  gobernadores  y  juntas  de- 
partamentales respectivas,  en  los  términos  prevenidos  en 
el  párrafo  17  del  art.  12  de  esta  ley. 

VIII.  Nombrar  á  los  jueces  de  primera  instancia  de  su 
territorio,  precediendo  la  intervención  de  los  gobiernos  y 
juntas  departamentales  respectivas.  Esta  intervención  se 
verificará  de  la  manera  dispuesta  en  la  primera  parle  del 
mismo  párrafo  17  del  art.  12  de  esta  ley;  y  dando  inme- 
diatamente cuenta  á  la  corte  suprema  para  la  confirmación 
del  nombramiento  hecho  por  el  tribunal. 

IX.  Nombrar  á  sus  subalternos  y  dependientes  respectivos.. 
Art.  23.  Las  restricciones  de  estos  tribunales  y  de  sus  mi- 
nistros son  las  siguientes. 

I.  No  podrán  hacer  reglamento  alguno  ,  ni  aun  sobre  ma- 
terias de  administración  de  justicia,  ni  dictar  providencias 
que  contengan  disposiciones  generales  que  al Leren  ó  declaren 
las  de  las  leyes. 

II.  No  podrán  tomar  conocimiento  alguno  sobre  asuntos 
gubernativos  ó  económicos  de  sus  departamentos. 

Art.  24.  Ninguno  de  los  ministros  y  fiscales  de  estos  tri- 
bunales podrá  ser  abogado  ó  apoderado  en  los  pleitos,  ase- 
sor ó  arbitro  de  derecho  ó  arbitrador,  ni  tener  comisión 
alguna  del  gobierno  en  su  respectivo  territorio.  » 

La  ley  de  23  de  mayo  de  1857,  en  su  cap.  5o.  establece 
lo  que  sigue  : 

«  Art.  4d.  Los  tribunales  superiores  de  los  departamentos 
se  organizarán  de  la  manera  siguiente  : 

El  de  Méjico  ,  mientras  se  hace  la  division  constitucional 
del  territorio  de  la  república ,  se  compondrá  de  once  mi- 
nistros y  un  fiscal ,  distribuidos  en  tres  salas  ;  la  primera  de 
cinco,  y  la  segunda  y  tercera  de  tres  cada  una. 

Los  de  Chiapas,  Coahuila,  Durango,  Guanajuato,  Jalisco, 
Michoacan  ,  Nuevo  León  ,  Oajaca ,  Puebla ,  Querétaro,  San 
Luis,  Tamaulipas,  Veracruz,  Yucatán  y  Zacatecas,  tendrán 
seis  ministros  y  un  fiscal,  divididos  en  dos  salas,  cada  una 
con  1res. 

Los  de  Aguascatientes,  Californias,  Chihuahua,  Nuevo 
Méjico,  Sinaloa,  Sonora,  Tabasco  y  Tejas,  se  compondrán 
de  cuatro  ministros  y  un  fiscal  :  formando  la  sala  primera 
los  tres  mas  antiguos,  y  la  segunda  el  último  ;  á  menos  que 
la  suprema  corte  de  justicia  califique  que  en  algunos  de  estos 
departamentos  no  pueden  ser  colegiados  previo  informe  do 
los  gobernadores  respectivos ,  juntas  departamentales  y  tri- 
bunales superiores. 

Art.  46.  Cada  tribunal  tendrá  un  presidente  que  durará 
dos  años,  y  podrá  ser  reelecto;  le  nombrará  el  mismo  tri- 
bunal de  entre  sus  magistrados  el  dia  Io.  de  enero.  Por  esta 
vez  se  hará  la  elección  el  dia  inmediato  al  de  la  instalación 
del  tribunal  ,  y  durará  el  nombrado  hasta  Ie.  de  enero  do 
1859.  Las  faltas  del  presidente  serán  suplidas  por  el  minis- 
tro mas  antiguo. 

Art.  47.  En  los  tribunales  de  once  y  seis  magistrados  ,  so 
distruibuirán  estos  para  la  formación  de  salas  por  el  mismo 
orden  establecido  para  la  corte  de  justicia  en  el  articulo  3o. 
de  esta  ley. 

Art.  48.  En  los  tribunales  superiores  habrá  un  secretario 
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letrado ,  un  oficial  y  un  portero  para  cada  sala  ;  un  ministro 
ejecutor  y  un  escribano  de  diligencias  para  todo  el  tribunal, 
y  los  escribientes  y  demás  subalternos  que  espresará  el 
reglamento,  los  que  disfrutarán  el  sueldo  y  emolumentos 
que  en  él  se  designen ,  prefiriéndose  á  los  propietarios  si 
fueren  necesarios;  y  en  caso  contrario  quedarán  de  cesan- 
tes, y  serán  atendidos  en  las  vacantes  que  ocurran.  Habrá 
también  en  el  tribunal  superior  de  Méjico  cuatro  abogados 
de  pobres  con  mil  doscientos  pesos  anuales  ,  y  dos  agentes 
nombrados  por  el  mismo,  á  propuesta  del  fiscal,  con  el 
sueldo  y  honorarios  que  dicho  reglamento  determine. 

Art.  49.  En  los  demás  tribunales  habrá  también  un  abo- 
gado de  pobres,  con  el  sueldo  que  en  el  propio  reglamento 
se  le  señale. 

Art.  50.  Los  magistrados  y  fiscales  tendrán  el  sueldo  de 
tres  mil  pesos  anuales,  á  escepcion  de  Californias,  Nuevo 
Méjico,  Sonora  y  Tejas,  que  gozarán  el  de  cuatro  mil,  y  en 
Méjico  el  de  tres  mil  quinientos. 

Art.  SI.  Los  tribunales  superiores  en  cuerpo  y  en  cada 
ma  de  sus  salas  tendrán  el  tratamiento  de  escelencia ,  y  el 
presidente,  magistrados  y  fiscal  el  de  señoría  en  los  asuntos 
de  oficio. 

Art.  52.  Cuando  por  ausencia,  recusación,  vacante  ó  cual- 
quier otro  motivo  faltare  número  de  ministros  para  comple- 
tar las  salas,  se  llamará  á  los  jueces  de  primera  instancia  de 
ia  capital  que  estuvieren  espeditos ,  y  en  su  defecto ,  el  tri- 
bunal pleno  elegirá  á  pluralidad  absoluta  de  votos  el  letrado 
ó  letrados  que  se  necesiten. 

Art.  83.  El  nombramiento  de  los  magistrados  se  verifi- 
cará por  esta  vez  en  la  forma  siguiente. 

Los  gobernadores  en  union  de  las  juntas  departamentales 
informarán  á  la  corte  suprema  de  justicia ,  cuántos  y  quiénes 
son  los  ministros  y  fiscales  propietarios,  ya  perpetuóse 
temporales,  que  existan  en  los  tribunales  supremos  ysupe- 
riores  de  sus  departamentos  respectivos,  y  la  corte  de  jus- 
ticia ,  con  presencia  de  este  informe  y  después  de  ejercida  la 
esclusiva  que  se  previene  en  la  parte  17a.  del  art.  12  de  la 
quinta  ley  constitucional,  declarará  los  que  deben  continuar 
sin  necesidad  de  nuevo  nombramiento,  y  les  espedirá  el  tí- 
tulo correspondiente. 

Si  el  número  de  los  magistrados  propietarios,  inclusos  los 
fiscales,  escediere  al  que  por  esta  ley  corresponde  al  tribu- 
nal, quedarán  los  menos  antiguos  en  clase  de  cesantes,  con 
opción  á  las  primeras  vacantes. 

Si  dicho  número  no  fuere  bastante  para  formar  el  tri- 
bunal ,  se  hará  el  nombramiento  de  los  que  falten ,  con 
arreglo  á  lo  dispuesto  en  el  párrafo  17°.  del  art.  12  de  la 
quinta  ley  constitucional,  con  la  única  diferencia  de  que 
los  pretendientes  ocurrirán  al  gobernador  respectivo ,  y 
este ,  en  union  de  la  junta  departamental,  hará  la  esclusiva  ; 
remitiendo  la  lisia  de  los  restantes  al  supremo  gobierno  para 
los  efectos  que  espresa  el  mismo  artículo ,  procediendo 
después  á  dicho  nombramiento  la  corte  de  justicia  ,  quien 
espedirá  á  los  electos  el  correspondiente  título,  prefirién- 
dose en  igualdad  de  circunstancias  á  los  individuos  que 
actualmente  se  hallen  de  magistrados  suplentes  ,  si  fueren 
comprendidos  en  la  lista  referida. 

Art.  54.  La  misma  corte  formará  un  reglamento  para 
todos  los  tribunales,  y  lo  circulará  inmediatamente  para  que 
se  observe,  sin  perjuicio  de  pasarlo  al  congreso  para  su 
/aprobación;  continuando  aquellos,  entretanto ,  con  el  re- 
glamento que  tuvieren  y  con  los  subalternos  que  existan. 

Art.  5b.  Dentro  de  los  tres  meses  primeros  de  instalados 
los  tribunales  superiores,  formarán  un  arancel  de  los  hono- 
rarios y  derechos  que  deban  cobrarse  en  sus  departamentos 
por  los  jueces  civiles  de  primera  instancia,  alcaldes  ,  abo- 
gados, escribanos  y  demás  curiales,  y  lo  remitirán  á  la  corle 
de  justicia ,  quien  hará  las  reformas  que  considere  justas;  lo 


devolverá  á  los  tribunales  para  que  lo  ejecuten  provisional- 
mente, y  lo  pasará  al  congreso  para  su  aprobación. 

Art.  S6.  Las  atribuciones  comprendidas  en  el  art.  22  do 
la  quinta  ley  constitucional  se  desempeñarán  del  modo  si- 
guíente. 

La  sala  segunda  de  los  tribunales  superiores  conocerá  en 
segunda  instancia  de  las  causas  civiles  y  criminales  de  su 
territorio,  de  que  trata  la  primera  atribución,  y  en  tercera 
la  primera  sala.  Esta  misma,  en  las  de  los  gobernadores  y 
magistrados  de  los  deparlamentos  mas  inmediatos,  conocerá 
de  la  segunda  instancia,  interponiéndose  la  primera  en  la 
sala  segunda. 

En  las  causas  de  que  habla  la  primera  parte  del  párrafo 
anterior,  conocerán  por  turno  de  las  segundas  instancias  en 
el  departamento  de  Méjico  las  salas  segunda  y  tercera;  y  lo 
mismo  de  la  primera  instancia  en  las  causas  comprendidas 
en  la  segunda  parte  de  dicho  párrafo. 

En  los  propios  términos  se  despacharán  las  causas  que  so 
formen  contra  los  jueces  y  subalternos  de  que  trata  la  atri- 
bución segunda  ;  y  la  tercera  instancia  de  que  habla  la  misma 
pertenecerá  á  la  sala  primera.  También  serán  propios  de 
esla  los  recursos  á  que  se  refieren  las  atribuciones  3a.,  4a.  y 
5a.  :  y  la  declaración  indicada  en  la  atribución  6a.  corres- 
ponderá á  la  sala  de  segunda  instancia.  Para  desempeñar  los 
objetos  comprendidos  en  la  7a.,  8a.  y  9a.  atribución,  se  reu- 
nirán los  ministros  en  tribunal  pleno  ,  con  asistencia  y  voto 
del  fiscal. 

Art.  57.  El  conocimiento  y  fallo  que  corresponde  á  los 
tribunales  superiores,  en  el  caso  del  art.  2°.,  párrafo  3o.  de 
la  primera  ley  constitucional,  pertenecerá  á  la  sala  primera, 
arreglándose  en  la  sustanciacion  á  lo  dispuesto  en  el  art. 26 
de  esta  ley. 

Art.  58.  Los  tribunales  superiores  ,  con  asistencia  del 
presidente  y  de  todos  los  ministros  y  fiscales,  harán  en  las 
capitales  de  sus  respectivos  departamentos,  y  en  los  dias 
señalados  por  las  leyes  ,  visita  general  de  cárceles  ,  esten- 
diéndola á  cualesquiera  sitios  en  que  haya  presos  sujetos 
á  la  jurisdicción  ordinaria;  y  de  su  resultado  remitirán  cer- 
tificación al  gobierno,  para  que  la  haga  publicar  y  pueda 
tomar  las  providencias  que  correspondan  en  uso  de  sus  fa- 
cultades. A  estas  visitas  asistirán  sin  voto ,  interpolados  con 
los  magistrados  del  tribunal  después  del  mas  antiguo,  d^s 
individuos  del  ayuntamiento,  á  quien  se  avisará  con  antici- 
pación la  hora  señalada  para  que  nombre  los  que  hayan  de 
concurrir. 

Art.  59.  También  se  hará  en  público  una  visita  semanaria 
en  cada  sábado  por  dos  ministros  que  se  turnarán  ,  comen- 
zando por  los  menos  antiguos, sin  incluirá!  presidente; con- 
curriendo los  fiscales  y  secretarios,  y  presentándose  en  ella 
los  jueces  de  primera  instancia  de  lo  criminal ,  con  sus  res- 
pectivos escribanos. 

Art.  60.  En  las  visitas  de  una  y  otra  clase  se  presentarán 
precisamente  todos  los  presos  respectivos.  Los  magistrados, 
ademas  del  examen  que  se  acostumbra  hacer,  reconocerán 
por  sí  mismos  las  habitaciones,  y  se  informarán  puntualmente 
del  trato  que  se  da  á  los  encarcelados ,  del  alimento  y  asis- 
tencia que  reciben  ,  y  de  si  se  les  incomoda  con  mas  prisio- 
nes que  las  mandadas  por  el  juez,  ó  si  se  les  tiene  sin  co- 
municación, no  estando  así  prevenido.  Mas  si  en  las  cárceles 
públicas  hubiere  presos  de  otra  jurisdicción ,  se  limitarán  á 
examinar  cómo  se  les  trata,  á  remediar  los  abusos  y  defec- 
tos de  los  alcaides,  y  á  oficiar  á  los  jueces  respectivos  sobró- 
lo demás  que  adviertan. 

Art.  61.  Siempre  que  un  preso  pida  audiencia,  pasará  un 
ministro  de  la  sala  que  conozca  de  su  causa  á  oiiie  cuanto 
tenga  que  esponer,  dando  cuenta  á  la  propia  sala. 

Art.  62.  El  recibimiento  de  abogados  se  hará  por  la  sala 
primera  en  el  tribunal  superior  de  Méjico,  y  en  los  ciernas 
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departamentos  por  el  tribunal  pleno,  exigiendo  á  los  que  lo 
pretendan  los  documentos  que  acrediten  tener  los  requisitos 
]  que  previene  la  ley  de  28  de  agosto  de  1850,  esceptúandose 
'  la  asistencia  á  la  academia  teórico-práctica  donde  no  la  hu- 
biere. Se  examinarán  primero  por  el  colegio  de  abogados,  y 
después  por  la  sala  referida,  y  á  los  que  fueren  aprobados 
se  les  espedirá  el  título  correspondiente,  pudiendo  ejercer 
su  profesión  en  todos  los  tribunales  de  la  república. 

Art.  63.  En  los  departamentos  donde  no  hubiere  colegio 
de  abogados,  se  hará  el  primer  examen  por  una  comisión  de 
tres  letrados  nombrados  al  efecto  por  el  tribunal  superior. 

Art.  C)li.  Se  examinarán  igualmente  por  la  primera  sala 
los  que  pretendan  ser  escribanos ,  acreditando  tener  las 
circunstancias  que  exigen  las  leyes  vigentes,  y  se  les  espe- 
dirá certificación  de  haber  sido  aprobados,  para  que  ocur- 
ran por  su  título  al  supremo  gobierno. 

Art.  6b.  Los  parles  ó  avisos  de  formación  de  causas  que 
deben  dirigir  los  jueces  inferiores  á  los  tribunales  superio- 
res, se  pasarán  á  la  sala  de  segunda  instancia,  con  el  fin 
de  que  dicte  las  providencias  oportunas  para  la  pronta  con- 
clusion de  aquellas ,  según  lo  exijan  la  naturaleza  y  grave- 
dad de  los  delitos. 

Art.  66.  Los  tribunales  superiores  cuidarán  de  que  los 
jueces  de  primera  instancia  en  lo  criminal ,  les  remitan  cada 
tres  meses  listas  circunstanciadas  de  las  causas  que  en  ese 
periodo  hubieren  concluido  ,  y  de  las  que  tengan  pendien- 
tes, con  espresion  de  las  fechas  en  que  estas  comenzaron  , 
y  del  estado  que  guardan  ;  pasándose  á  las  salas  de  segunda 
instancia  ,  para  que  en  vista  de  ellas  y  con  audiencia  del 
fiscal,  díctenlas  providencias  oportunas  para  que  la  justicia 
se  administre  pronta  y  cumplidamente. 

Art.  67.  Los  tribunales  superiores  remitirán  á  la  suprema 
corte  de  justicia  cada  seis  meses,  listas  de  las  causas  crimi- 
nales concluidas  en  ese  intervalo ,  y  de  todas  las  pendientes, 
con  espresion  asimismo  de  la  fecha  en  que  comenzaron  y 
del  estado  que  tienen. 

Art.  68.  El  fiscal  será  oido  en  todas  las  causas  criminales 
y  las  civiles  en  que  se  interese  la  causa  pública  ó  la  juris- 
dicción ordinaria.  Cuando  hiciere  de  actor,  ó  coadyuvare 
sus  derechos,  hablará  en  estrados  antes  que  el  defensor  del 
reo,  y  podrá  ser  apremiado  á  instancia  de  las  partes  lo  mismo 
que  cualquiera  de  ellas.  Sus  respuestas  así  en  lo  civil  como 
en  lo  criminal,  nunca  se  reservarán  para  que  los  interesados 
dejen  de  verlas,  y  no  podrá  ser  recusado. 

Art.  69.  Para  hacer  sentencia  en  sala  de  cinco  ministros, 
se  necesitan  tres  votos  conformes  de  toda  conformidad  ,  y 
dos  en  la  de  tres. 

Art.  70.  Para  decidir  las  discordias  que  ocurran  en  la  pri- 
mera sala ,  se  llamará  al  magistrado  ó  magistrados  que  se 
necesiten  y  estuvieren  espeditos  de  la  segunda;  por  su  de- 
fecto al  fiscal  no  siendo  parte  ,  y  por  el  de  este  al  juez  infe- 
rior; y  si  estuviere  impedido,  al  letrado  que  nombre  el 
tribunal  conforme  al  art.  52.  En  las  salas  de  segunda  ins- 
tancia se  llamará  al  fiscal ,  por  su  impedimento  al  juez  de 
primera  instancia,  y  si  no  estuviere  espedito,  se  hará  el  nom- 
bramiento prevenido  en  dicho  artículo,  y  nunca  se  llamará 
á  los  ministros  de  la  primera  sala.»  ] 

TRIBUNOS.  Ciertos  magistrados  de  los  Romanos,  que 
en  el  principio  eran  dos  y  luego  se  aumentaron  hasta  d/ez, 
instituidos  para  defender  al  pueblo  de  la  tiranía  ó  agravios 
de  los  grandes,  consistiendo  su  autoridad  en  la  facultad  de 
aprobar  ó  reprobar  las  resoluciones  del  senado  en  union  con 
el  pueblo  que  convocaban  á  este  fin. 

TRIBUTACIÓN.  El  tributo  ;  pero  en  Aragon  es  la  ena- 
jenación de  bienes  raices  hecha  solemnemente,  por  la  cual 
so  trasfiere  el  dominio  útil  á  la  persona  que  los  compra  , 
debiendo  pagar  por  el  reconocimiento  del  dominio  directo 
que  retiene  el  vendedor,  cierto  treudo  ó  canon  anual. 


TRIBUTAR.  Contribuir  ó  pagar  el  tributo  que  se  im- 
pone :  —  dar  á  treudo  :  —  y  poner  término  ó  amojonar  los 
límites  señalados  á  la  Mesta. 

TRIBUTO.  La  porción  ó  cantidad  que  paga  el  vasallo 
por  el  repartimiento  que  se  le  hace  para  el  príncipe  del  Es- 
tado en  que  habita,  ó  en  reconocimiento  del  señorío ,  ó  para 
sustentación  de  sus  cargas  ú  otros  fines  públicos  :  —  el 
censo  ,  el  catastro,  y  cualquier  carga  continua.  —  Esta  pa- 
labra viene  de  la  voz  latina  Iributum,  que  significaba  toda 
contribución  que  el  gobierno  exigía  por  capitación  para  sos- 
tener las  obligaciones  del  Estado  ;  y  se  llamaba  así  porque 
entre  los  Romanos  se  repartía  ó  pedía  por  tribus,  tribu- 
Unique  a  singulis  familiarum  capilibus  exigilur.  En  este  sen- 
tido se  distingue  del  impuesto  en  que  el  tributo  se  carga  ó 
levanta  sobre  las  personas ,  y  el  impuesto  sobre  las  mer- 
caderías. 

TRIPLICA.  La  petición  que  se  da  enjuicio  respondiendo 
á  la  segunda  contradicción  del  contrario. 

TRIPLICAR.  Responder  en  juicio  á  la  segunda  instancia 
ó  contradicción  del  contrario. 

TRIPONDIO.  El  total  de  una  herencia  dividida  en 
treinta  y  seis  partes.  Véase  As. 

TRIPULACIÓN.  La  gente  de  mar  que  lleva  una  embar- 
cación para  su  maniobra  y  servicio.  Véase  Marinero. 

TRONCO.  El  principio  ó  padre  común  de  quien  procede 
una  familia  ,  y  á  quien  se  tiene  que  subir  para  ver  por  el 
número  de  personas  engendradas  cuántos  grados  hay  de 
parentesco  entre  dos  colaterales.  Llámase  pues  tronco  ó 
estirpe  común  el  jefe  de  muchos  descendientes  de  diferentes 
líneas  que  traen  su  origen  de  él  :  Slipes  est  gentis  vel  familia 
capul ,  sen  ea  persona  ex  qua  cœterœ ,  de  quibus  agitar, 
suam  ducunt  originem;  adeo  ut  slipes  poster orum  respectu 
sit ,  quod  est  truncus  arboris  respectu  ramorum.  El  padre  , 
por  ejemplo ,  es  el  tronco  común  con  respecto  á  los  herma- 
nos :  por  lo  que  mira  al  tio  y  al  sobrino  ,  lo  es  el  padre  del 
tio ,  que  es  abuelo  del  sobrino  :  con  respecto  á  dos  primos 
hermanos  ,  lo  es  su  abuelo  ;  y  así  de  los  demás. 

TRUCHA.  Pescado  delicado  y  sabroso  que  se  pesca  en 
los  ríos:  tiene  el  lomo  cubierto  de  escamas  pequeñas  pinta- 
das de  rojo  :  la  cola  es  larga  ,  su  carne  es  dura  y  de  color 
casi  nacarado  ,  y  en  algunas  partes  enteramente  rojo  como 
el  salmón ,  á  quien  se  parece,  aunque  no  en  el  tamaño  ,  que 
este  es  muy  vario,  según  los  parajes  donde  se  pesca.  Está 
prohibida  la  pesca  de  las  truchas  en  los  meses  de  octubre  , 
noviembre,  diciembre,  enero  y  febrero,  que  es  el  tiempo 
de  su  desove  y  cria.  Véase  Pesca. 

TRUEQUE.  Un  contrato  en  que  las  partes  se  dan  ú 
obligan  á  dar  respectivamente  una  cosa  por  otra.  Véaso 
Permuta. 

TU 

TUICIÓN.  La  acción  y  efecto  de  defender. 

TUITIVO.  Lo  que  defiende,  ampara  y  protege.  Dícea© 
tuitiva  la  potestad  que  tienen  los  tribunales  civiles  superiores 
para  alzar  la  violencia  que  hacen  los  jueces  eclesiásticos  en 
los  conocimientos  de  algunas  causas.  Véase  Recurso  de 
fuerza. 

TUMBO.  El  libro  de  pergamino  en  que  las  iglesias  ,  mo- 
nasterios y  otras  comunidades  tenían  copiados  á  la  letra  los 
privilegios  y  demás  escrituras  de  sus  pertenencias. 

TUMULTO.  El  motín  ó  alboroto  en  que  se  conspira 
contra  el  superior  ó  se  atenta  al  orden  público.  Véase 
Asonada. 

TURBATIVO.  Lo  que  perturba  ó  inquieta.  Dícese  po- 
sesión turbativa  la  que  alguno  adquiere ,  violentando  la  que 
pacíficamente  tenia  otro.  Véase  Interdictos. 

TUTELA.  El  cargo  de  tutor;  —  ó  según  dice  la  ley  1, 
tít.  16,  Part.  6,  la  guarda  que  es  dada  et  otorgada  al  huérfana 
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libre  menor  do  catorce  años,  et  á  la  huérfana  menor  de  doce 
años  ,  que  no  se  puede  ni  sabe  amparar  ;  —  ó  según  se  de- 
fine comunmente ,  la  autoridad  que  se  confiere  á  una  per- 
sona primariamente  para  la  educación ,  crianza  y  defensa 
del  huérfano  menor  de  catorce  años  y  de  la  huérfana  menor 
de  doce,  y  accesoriamente  para  la  administración  y  gobierno 
de  sus  bienes.  Como  el  hombre  en  sus  primeros  años  es  tan 
débil  é  inesperto  que  ni  puede  defenderse  ni  sabe  dirigir  su 
conducta  ,  y  no  se  hace  sino  con  mucha  lentitud  y  al  cabo  de 
largo  tiempo  el  desarrollo  de  sus  fuerzas  físicas  é  intelec- 
tuales, necesita  estar  sometido  á  una  autoridad  inmediata 
que  le  proteja  y  le  gobierne;  y  esta  es  la  que  constituye  la 
tutela  ,  que  es  una  especie  de  magistratura  doméstica.  El 
poder  del  tutor  sobre  el  pupilo  no  ha  de  ser  mayor  que  el 
necesario  para  desempeñar  el  fin  de  la  tutela  ,  el  cual  se  re- 
duce á  cuidar  de  la  subsistencia  del  pupilo ,  de  su  educación  , 
de  hacerle  tomar  el  estado  ,  oficio  ó  profesión  que  le  parezca 
mas  conveniente,  de  la  administración  de  sus  bienes ,  de  la 
custodia  y  defensa  de  su  persona  ,  y  de  que  no  sufra  daño 
en  los  contratos.  El  pupilo  no  puede  prescindir  de  sujetarse 
á  la  tutela  ,  ni  dejar  de  recibir  el  tutor  que  le  fuere  dado, 
ni  desecharle  después  de  recibido.  —  La  tutela  es  de  tres 
maneras  ,  á  saber,  testamentaria  ,  legitima  y  dativa.  Testa- 
mentaria es  la  que  se  da  por  testamento  :  legítima  la  que 
compete  ó  se  da  por  la  ley  á  los  parientes  del  pupilo  ,  en 
defecto  de  la  testamentaria;  y  dativa  la  que  seda  por  el 
juez,  en  defecto  de  la  testamentaria  y  de  la  legítima;  ley  2, 
til.  16  ,  Parí.  6. 

La  tutela  se  diferencia  de  la  cúratela  ó  curaduría  en  las 
cosas  siguientes  :  Io.  la  tutela  se  da  solo  á  los  pupilos,  esto 
es,  á  los  que  no  han  llegado  á  la  edad  de  la  pubertad  ;  y  la 
cúratela  á  los  adultos  menores  de  veinte  y  cinco  años  ,  á  los 
mayores  que  son  locos  ,  fatuos  ó  pródigos  ,  y  aun  interina- 
mente á  los  pupilos  por  ausencia,  incapacidad  temporal  ó 
impedimento  del  tutor  :  —  2o.  la  tutela  se  da  primariamente 
para  la  custodia  de  la  persona  del  pupilo,  y  secundaria- 
mente para  la  de  sus  bienes;  y  la  cúratela  por  el  contrario 
se  da  principalmente  para  la  guarda  de  los  bienes  del  me- 
nor, y  accesoriamente  para  la  de  su  persona  :  —  5o.  la  tu- 
tela se  da  á  los  pupilos ,  aunque  no  la  quieran  ;  y  la  cúratela 
no  se  da  á  los  adultos  si  no  la  quieren,  á  menos  que  sea  para 
pleitos  :  —k°.  la  tutela  es  testamentaria  ,  legítima  y  dativa, 
mas  la  cúratela  es  solo  dativa  escepto  para  el  furioso  ó  men- 
tecato, á  cuyo  favor  está  establecida  la  legítima;  bien  que  la 
cúratela  que  el  padre  dejare  al  hijo  en  testamento  debe  ser 
confirmada  por  el  juez,  no  habiendo  inconveniente:  — 
S°.  la  tutela  se  da  por  el  testamento ,  por  la  ley  ó  por  el 
juez,  sin  la  intervención  del  pupilo  ;  mas  la  cúratela  se  con- 
fiere con  intervención  del  menor,  quien  puede  por  sí  mismo 
nombrar  curador  de  sus  bienes,  proponiéndole  al  juez  por 
medio  de  un  pedimento ,  para  que  precediendo  las  corres- 
pondientes formalidades,  le  apruebe  y  confirme  :  — 6o.  la 
tutela  se  da  para  lodo,  y  la  cúratela  puede  darse  solo  para 
un  acto  ó  para  una  cosa  determinada  :  —  7o.  la  tutela  se 
acaba  cuando  el  pupilo  llega  á  la  pubertad  ;  y  la  cúratela 
cuando  el  menor  cumple  los  veinte  y  cinco  años ,  ó  el  loco 
recobra  el  juicio,  ó  el  pródigo  las  buenas  costumbres;  le- 
yes 1  y  15,  til.  lo,  Part.  6.— La  tutela  y  cúratela  convienen 
en  que  considerándose  como  cargos  públicos  nadie  puede 
eximirse  de  ellas  sin  justa  causa,  en  que  se  acaban  del 
mismo  modo ,  menos  en  cuanto  á  lo  que  se  ha  dicho  sobre 
la  edad  y  recobro  del  juicio  ó  de  las  buenas  costumbres  ;  y 
çn  que  ambas  producen  las  mismas  obligaciones. 

Todos  los  sugetos  capaces  de  ser  tutores  ó  curadores  pue- 
den ser  compelidos  á  admitir  la  tutela  ó  cúratela  que  se  les 
hubiere  conferido  ;  pero  pueden  escusarse  algunos  por  pri- 
vilegio, otros  por  imposibilidad,  y  otros  por  decoro.  Pueden 
escusarse  por  privilegio  :  Io.  el  que  tenga  cinco  hijos  legíti- 


mos vivos ,  entre  los  cuales  se  cuentan  los  que  perecieron 
en  la  guerra:  —  2o.  el  comisionado  del  rey  ó  de  la  república 
durante  su  ausencia,  pues  habiéndose  restituido  á  su  patria 
se  le  debe  entregar  el  menor  con  sus  bienes,  aunque  hasta 
pasado  un  año  después  de  su  regreso  no  se  le  puede  obligar 
á  tomar  otra  tutela  :  —  5o.  el  administrador  ó  recaudador 
de  las  rentas  públicas  ,  como  también  el  juez  y  ejecutor  de 
justicia,  bien  que  ninguno  de  estos  puede  desechar  la  tutela 
que  hubiese  aceptado  antes  de  tener  su  oficio:  —  tí0,  el 
maestro  púbficode  gramática,  retórica  ,  filosofía,  teología-, 
jurisprudencia  ú  otra  facultad  ,  que  se  hallare  en  actual  ejer- 
cicio en  su  patria  ó  fuera  de  ella  :  —  b°.  el  caballero  ó  sol- 
dado :  —  6o.  el  que  tuviere  doce  yeguas  de  vientre.  Pueden 
escusarse  por  impotencia  ó  imposibilidad  :  —  7o.  el  que  ya 
tuviere  tres  tutelas,  y  aun  según  algunos  autores  el  que  tu- 
viere una  sola  de  muchos  negocios  :  —  8o.  el  muy  pobre 
que  ha  de  vivir  precisamente  de  su  trabajo  personal  :  —  9o. 
el  enfermo  habitual  :— 10.  el  que  no  sepa  leer  ni  escribir,  y 
sea  tan  simple  ó  necio  que  no  se  atreva  á  administrar  la  tu- 
tela con  seguridad:  —  11.  el  mayor  de  setenta  años.  Pueden 
escusarse  por  decoro  :  —  12.  el  que  tiene  que  demandar  al 
huérfano  sobre  su  herencia  ó  parte  de  ella  :  —  13.  el  que 
tuvo  grande  enemistad  con  el  padre  del  huérfano ,  sin  me- 
diar después  su  reconciliación  :  —  lft.  el  que  hubiese  tenido 
pleito  de  servidumbre  con  el  padre  del  huérfano  :  —  18.  el 
que  hubiese  sido  tutor  del  pupilo  ,  para  admitir  después  su 
cúratela;  leyes  1,  2  y  3,  til.  17,  Part.  6.  Los  parientes  á  quie- 
nes toca  ser  tutores  legítimos  no  necesitan  de  causa  alguna 
para  escusarse  de  la  tutela ,  pues  está  en  su  arbitrio  el  ad- 
mitir ó  desechar  libremente  este  cargo. 

El  tutor  ó  curador  nombrad»  debe  proponer  su  escusa 
ante  el  juez  dentro  de  cincuenta  dias  contados  desde  la  no- 
ticia de  su  nombramiento  ,  hallándose  en  ei  lugar  ó  no  mas 
lejos  de  cien  millas  ó  treinta  y  tres  leguas  y  un  tercio;  y  si 
estuviere  á  mayor  distancia  ,  tiene  un  dia  por  cada  veinte 
millas  y  treinta  dias  mas  para  proponer  la  escusa,  hacién- 
dose la  computación  de  modo  que  nunca  resulten  menos  do 
cincuenta  dias  :  bajo  la  inteligencia  de  que  no  escusándoso 
dentro  de  dicho  tiempo,  se  supone  haber  aceptado  el  cargo. 
El  espediente  sobre  admisión  de  la  escusa  se  debe  sustanciar 
con  el  curador  que  se  nombre  interinamente  al  menor,  y  se 
ha  de  concluir  dentro  de  cuatro  meses  contados  desde  que 
empezó  el  término  de  los  referidos  cincuenta  dias;  en  el  su- 
puesto de  que  si  el  nombrado  tutor  ó  curador  se  sintiere 
agraviado  de  la  declaración  del  juez ,  puede  interponer 
apelación  en  la  misma  forma  que  de  cualquiera  otra  senten- 
cia ;  ley  5 ,  lit.  17,  Part.  6. 

La  tutela  y  cúratela  fenecen  :  Io.  por  razón  de  la  edad , 
estoes,  la  tutela  por  cumplir  el  huérfano  14  años  siendo 
varón  y  doce  siendo  hembra,  y  la  cúratela  por  cumplir  el 
huérfano  veinte  y  cinco  años,  cualquiera  que  sea  el  sexo  : 
—  2o.  por  la  muerte,  destierro,  esclavitud,  cautiverio, 
prohijamiento  ó  adopción  del  tutor  ó  curador  ó  del  huérfa- 
no :  —  5°.  por  cumplirse  el  tiempo  ó  faltar  la  condición  del 
nombramiento,  en  caso  de  haber  sido  dada  solo  por  cierto 
término  ó  bajo  condición  :  —  k°.  por  la  admisión  de  la  es- 
cusa que  el  tutor  ó  curador  hubiere  alegado  :  —  5o.  por  la 
remoción  del  tutor  ó  curador  como  sospechoso;  ley  21, 
lit.  16,  Part.  G.  Véase  Tutor. 

TUTOR.  La  persona  destinada  primariamente  para  la 
educación,  crianza  y  defensa,  y  accesoriamente  para  la 
administración  y  gobierno  de  los  bienes  del  que  quedó  sin 
padre  antes  de  la  edad  de  catorce  años  siendo  varón ,  y  de 
doce  siendo  hembra.  Es  testamentario ,  legítimo  ó  dativo  , 
según  que  estuviere  nombrado  por  el  testador,  por  la  ley  á 
falta  del  testamentario,  ó  por  el  juez  en  defecto  de  testamen- 
tario y  legítimo,  como  se  esplica  en  los  artículos  siguientes. 
Clámase  lulor  de  la  palabra  latina  lueri,  que.  significa  de- 
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fender,  pues  efectivamente  el  tutor  no  es  otra  cosa  que  un 
defensor  y  protector  del  pupilo. 

Pueden  ser  tutores  los  que  no  tienen  incapacidad  legal 
para  ello;  y  la  tienen  los  siguientes  :  Io.  el  menor  de  veinte 
y  cinco  años  aunque  esté  casado ,  bien  que  siendo  nombrado 
en  testamento,  podrá  conservar  y  ejercerla  tutela  en  lle- 
gando á  la  mayor  edad  :  —  2o.  el  mudo,  sordo,  ciego  total, 
loco,  fatuo,  pródigo  declarado  y  el  de  malas  costumbres; 
ley  h,  til.  16  ,  Part.  6  :  —  3o.  la  mujer,  esceptola  madre  y 
sbuela  que  podrán  serlo  en  la  forma  que  se  dirá  en  el  artí- 
culo Tulora  :  —  4°.  el  deudor  y  el  acreedor  del  pupilo,  á 
îiiiénos  que  los  nombre  á  sabiendas  el  mismo  testador,  ó  que 
importe  poco  la  deuda,  ó  que  lo  sea  su  madre  ó  abuela  :  — 
5o.  el  obligado  al  Estado  por  razón  de  rentas  públicas  de 
que  deba  dar  cuenta  :  —  6o.  el  caballero  ó  soldado  mientras 
c,e  baile  empleado  en  el  servicio  de  las  armas  :  —  7o.  el 
accidentado  habitual  ó  impedido  de  ejercer  la  tutela  :  — 
8o.  el  fiador  del  deudor  del  pupilo  :  —  9o.  el  que  empeoró 
mucho  su  condición,  como  si  de  rico  vino  á  pobreza  :  — 
•10.  el  obispo  y  el  religioso  profeso;  pero  el  clérigo  secular 
puede  ser  tutor  de  sus  parientes ,  debiendo  pedir  la  tutela  al 
juez  ordinario  del  lugar  dentro  de  cuatro  meses  desde  que 
sepa  haber  quedado  huérfanos;  ley  14,  tít.  16,  y  iei/ 2, 
tít.  17,  Part.  6. 

Las  funciones  y  obligaciones  del  tutor  ó  curador  son  las 
siguientes  :  Ia.  juraren  manos  del  juez  ó  del  escribano  co- 
misionado que  guardará  bien  y  fielmente  la  persona  y  los 
bienes  del  huérfano  :  —  2a.  dar  fianzas  seguras  y  saneadas, 
escepto  el  testamentario  que  no  tiene  que  darlas;  ley  9, 
lit.  16,  Part.  6:  —  3a.  hacer  inventario  solemne  ante  es- 
cribano público  y  testigos  de  todos  los  bienes  y  derechos 
del  huérfano,  en  la  inteligencia  de  que  este  documento  tiene 
tal  fuerza  que  no  se  admite  prueba  en  contradicción  de  su 
contenido;  ley  Ib  ,  tít.  16,  Part.  6  ,  ley  99  con  su  glos.  3, y 
ley  120,  tit.  18,  Part.  3  :  —  4a.  cuidar  de  la  educación  y 
subsistencia  del  huérfano,  destinándole  á  la  ciencia,  arte  ú 
oficio  que  mejor  le  parezca  según  su  calidad;  ley  16,  lit.  16, 
Pari.  6  :  —  3a.  ponerle  en  la  casa  ó  habitación  que  el  padre 
hubiere  designado,  ó  en  la  de  su  madre  que  se  mantuviere 
viuda,  ó  en  la  que  señale  el  juez;  pero  no  en  la  del  pariente 
que  tenga  derecho  á  heredar  sus  bienes,  para  evitar  el  pe- 
ligro en  que  podria  ponerle  la  codicia;  ley  19,  tit.  16, 
Parí.  6  :  —  6a.  administrar  los  bienes  del  huérfano  como 
buen  padre  de  familias,  conservando  sus  fincas ,  cultivando 
las  tierras,  criando  los  ganados,  y  empleando  el  dinero  en 
la  compra  de  nuevas  posesiones  ó  en  imposición  de  censos  ó 
de  otro  modo  ventajoso  ;  ley  15,  tit.  16,  Part.  6  :  —  7a.  abs- 
tenerse de  enajenar  ó  empeñar  los  bienes  raices  ó  muebles 
muy  preciosos,  á  no  ser  para  pagar  las  deudas  del  padre, 
dotar  alguna  hermana  del  huérfano,  ó  por  otra  razón  justa 
é  inescusable  ;  y  aun  entonces  con  licencia  del  juez,  quien 
no  deberá  darla  sino  con  conocimiento  de  causa  ;  en  cuyos 
casos  ha  de  hacerse  la  venta  en  pública  subasta  de  treinta 
dias,  sin  que  el  tutor  ó  curador  pueda  comprar  cosa  alguna 
bajo  pena  de  nulidad  y  del  cuatro  tanto  para  el  fisco  ;  ley  18, 
lit.  16,  Part.  6:  —  8a.  hacer  por  sí  mismo  las  demandas  ó 
defensas  judiciales  y  les  contratos  que  convinieren  al  huér- 
fano, ó  bien  prestar  su  otorgamiento  y  autoridad  en  aque- 
llas y  en  estos,  atendiendo  á  la  edad  y  capacidad  del  huér- 
fano, según  lo  dicho  en  la  palabra  Menor  :  —  9a.  dar  cuentas 
de  la  administración  de  la  tutela ,  luego  que  esta  haya  fene- 
cido ,  al  curador  que  le  suceda  ;  y  de  la  cúratela  en  el  mismo 
caso  al  menor  que  haya  cumplido  los  veinte  y  cinco  años; 
ley  21 ,  lit.  Ib  ,  y  ley  U ,  tit.  17?  Part.  6  ;  bajo  el  supuesto 
de  que  están  s>ujetos  á  su  responsabilidad  no  solamente  sus 
bienes  y  los  de  sus  herederos  en  cuanto  lo  son,  sino  también 
los  de  sus  fiadores  desde  el  dia  de  la  aceptación  de  la  tutela 
ó  cúratela  hasta  la  rendición  de  cuenta  con  pago  ;  siendo  de 


advertir  que  los  fiadores  no  pueden  pedir  se  les  exonere  de 
la  fianza ,  aunque  observen  que  el  tutor  ó  curador  se  conduce 
mal  en  el  desempeño  de  su  cargo,  en  cuyo  caso  podrán 
acusarle  de  sospechoso  y  solicitar  su  remoción;  ley  25, 
lit.  13,  Part.  S,  y  ley  21 ,  tít.  16,  Part.  6.  El  l»tor  ó  cura- 
dor, ademas  del  derecho  que  tiene  á  que  se  le  abone  en  las 
cuentas  cuanto  justa  y  legítimamente  hubiere  gastado  ea 
beneficio  del  huérfano,  tiene  también  el  de  percibir  en  re- 
compensa de  su  cuidado  la  décima  parte  de  los  frutos  de  los 
bienes  que  administra,  deducidas  las  espensas  ;  ley  2,  tit.  7, 
lib.  3  del  Fuero  Real;  entendiéndose  por  frutos  los  natura- 
les, industriales  y  civiles,  y  por  espensas  las  que  se  hubie- 
sen hecho  por  razón  de  los  frutos ,  pero  no  las  hechas  para 
utilidad  perpetua  ó  mejora  de  los  mismos  bienes.  —  Cuando 
los  frutos  de  los  bienes  de  los  huérfanos  son  iguales  poco 
mas  ó  menos  á  los  alimentos  que  les  corresponden,  hay  la 
práctica  de  pedirse  por  los  tutores  ó  curadores  y  concedér- 
seles por  el  juez  frutos  por  alimentos,  es  decir,  que  alimen- 
tando y  educando  al  huérfano  según  su  estado  y  circunstan- 
cias ,  bagan  suyos  los  frutos  sin  obligación  de  dar  cuenta 
de  ellos  ,  ni  facultad  de  sacar  su  décima.  —  Cuando  son 
muchos  los  tutores  ó  curadores  de  un  huérfano  ,  puede  di- 
vidirse entre  ellos  la  administración,  ó  ser  preferido  por  el 
juez  el  que  se  obligue  á  cumplir  por  todos ,  ó  el  que  se  con- 
sidere mejor;  ley  11  ,  tít.  16, Part. 6. 

El  tutor  ó  curador  que  fuese  sospechoso ,  debe  ser  remo- 
vido de  su  cargo.  Llámase  sospechoso  el  que  por  su  mala 
versación  ó  conducta  infunda  recelos  de  que  disipará  los 
bienes  del  huérfano  ó  le  enseñará  malas  costumbres;  y  es 
tenido  por  tal  :•  Io.  el  que  habiendo  sido  tutor  ó  curador  de 
otro  huérfano  malversó  su  hacienda  ó  le  enseñó  malas  cos- 
tumbres :  —  2o.  el  que  después  de  nombrado  se  descubrió 
ser  enemigo  del  huérfano  ó  de  sus  parientes  :  —  5°.  el  que 
falsamente  dijere  ante  el  juez  que.no  tiene  con  que  alimen- 
tar al  huérfano  :  —  4o.  el  que  no  hiciere  inventario  de  los  bie- 
nes del  huérfano  en  debida  forma  :  —  5o.  el  que  no  le  defen- 
diere en  juicio  y  fuera  de  él  :  —  6o.  el  que  sabiendo  su  nom- 
bramiento ,  se  ocultare  sin  querer  presentarse  :  —  7o.  el  que 
vendiere  ó  empeñare  sin  decreto  judicial  algunos  de  los  bie- 
nes que  no  puede  enajenar  sin  este  requisito  :  —  8o.  el  que 
de  cualquier  otro  modo  causare  perjuicios  al  huérfano  en  su 
educación  ó  en  sus  intereses  ;  ley  1,  lit.  18,  Part.  6.  —  El 
tutor  ó  curador  sospechoso  puede  ser  acusado  por  la  madre, 
abuela  ó  hermana  del  huérfano ,  por  el  ama  que  le  crió,  por 
cualquiera  del  pueblo,  sea  varón  ó  hembra,  y  aun  por  el 
mismo  menor  siendo  adulto  con  consentimiento  de  sus  pa- 
rientes. La  acusación  se  ha  de  entablar  ante  el  juez  del  lugar 
en  que  están  los  bienes  de  la  tutela  ó  curaduría,  y  durante  el 
juicio  se  ha  de  nombrar  por  el  juez  curador  interino.  No  ha- 
biendo quien  acuse  al  tutor  ó  curador,  y  siendo  evidentes 
los  perjuicios  que  causa  al  huérfano,  puede  el  juez  de  oficio 
y  por  su  propia  autoridad  removerle  y  pedirle  cuentas, 
nombrando  entretanto  otro  que  cuide  de  la  tutela.  Los  con- 
sanguíneos del  mismo  huérfano  por  su  orden  son  responsa- 
bles subsidiariamente  de  la  mala  versación  del  tutor  ó  cu- 
rador, si  viéndola  ó  sabiéndola  no  dan  cuenta  al  juez  para 
que  le  remueva.  El  removido  por  sospechoso  debe  resarcir 
al  menor  el  daño  que  le  hubiere  causado  ;  leyes  i  y  5,  fit.  18, 
Pari.  6.  Véase  Tutela. 

TUTOR  testamentario.  El  tutor  nombrado  en  testa- 
mento ;  ley  2,  Ht.  16,  Part.  6.  Puede  el  padre  dar  pura- 
mente, á  tiempo  cierto  ó  bajo  condición ,  uno  ó  mas  tutores 
parientes  ó  eslraños ,  no  solo  á  los  hijos  legítimos  y  nacidos, 
aunque  los  desherede,  y  estén  ó  no  en  su  poder,  como  igual- 
mente à  los  postumos,  sino  también  á  los  naturales  á  quie- 
nes nombra  herederos  ó  lega  algunos  bienes;  con  la  diferen- 
cia de  que  el  tutor  dado  á  los  hijos  legítimos  no  necesita  de 
la  confirmación  deí  juez  para  ejercer  la  tutela,  al  paso  que  el 
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dado  á  los  naturales  no  puede  entrar  sin  este  requisito  en  el 
desempeño  de  su  cargo;  ley  8,  tit.  16,  Part.  6.  La  madre 
puede  en  la  propia  forma  dar  tutor  á  sus  hijos  legítimos  y  na- 
turales ,  huérfanos  de  padre ,  instituyéndolos  herederos  ;  en 
cuyo  caso  debe  ser  confirmado  el  tutor  por  el  juez  del  lugar 
en  que  estén  los  bienes  ;  mas  no  instituyéndolos  herederos, 
feunque  les  deje  algún  legado,  no  puede  nombrarles  tutor; 
bien  que  si  se  lo  nombrase  podría  entrar  este  en  la  tutela , 
contal  que  el  juez  quisiere  confirmarle  ;íej/ 6,  fíí.  16,  Parí.  6. 
Lo  mismo  que  acerca  de  la  madre  se  ha  de  observar  en 
cuanto  á  los  abuelos  paternos  y  maternos  ;  ley  5,  til.  16, 
Part.  6.  También  puede  cualquiera  testador  que  carece  de 
ascendientes  y  descendientes  dar  tutor  á  los  pupilos  estraños 
que  instituye  herederos,  si  no  le  tienen  ;  pero  el  nombrado 
ha  de  ser  confirmado  por  el  juez  para  poder  usar  de  la  tutela. 
Véase  Tutor. 

TUTOR  legítimo.  El  pariente  llamado  por  la  ley  á  la. 
tutela  del  pupilo,  en  defecto  de  tutor  testamentario.  Ha- 
biendo tutor  testamentario,  aunque  sea  estraño,  no  tiene 
lugar  el  legitimo;  pero  cuando  aquel  falta,  por  no  haber 
sido  nombrado  ó  por  haber  fallecido  o  por  cualquiera  otra 
razón,  entra  entonces  á  ser  tutor  el  pariente  mas  inmediato 
del  huérfano ,  á  saber,  la  madre  ;  si  esta  no  quisiere ,  la 
abuela;  en  defecto  de  ambas,  el  pariente  lateral  mas  próxi- 
mo ;  y  si  hubiese  muchos  de  un  mismo  grado ,  todos  serian 
tutores.  No  necesitan  los  parientes  alegar  causa  alguna  para 
cscusarse  de  la  tutela,  según  la  opinion  mas  probable;  pero 
si  no  quisieren  encargarse  de  ella,  deben  hacerlo  presente 
al  juez  para  que  nombre  tutor  que  sea  bueno  y  rico ,  bajo  la 
pena  de  perder  el  derecho  que  tuviesen  de  heredar  al  huér- 
fano en  caso  de  morir  sin  testamento  ;  ley  9,  til.  16,  Part.  6. 
Véase  Tutor. 

TUTOR  dativo.  El  tutor  nombrado  por  el  juez  cuando 
no  le  hay  testamentario  ni  legítimo.  Deben  los  parientes  mas 
cercanos  del  pupilo  pedir  al  juez  que  le  provea  de  tutor, 
cuando  no  le  tiene  y  ellos  no  pueden  ó  no  quieren  serlo,  se- 
gún se  ha  dicho  en  el  artículo  antecedente  :  por  su  falta  ó 
negligencia  pueden  hacer  esta  petición  los  amigos  del  huér- 
fano, y  aun  cualesquiera  vecinos  del  pueblo  ;  y  si  nadie  la 
hiciese ,  puede  el  juez  en  vista  del  desamparo  proceder  de 
oficio  y  encargar  por  sí  la  tutela  al  sugeto  que  le  parezca  mas 


idóneo.  El  juez  que  tiene  facultad  para  dar  tutor  es  el  del 
domicilio  del  huérfano,  el  del  lugar  de  su  nacimiento  ó  del 
de  su  padre,  y  el  de  aquel  en  que  estuviere  la  mayor  parte 
de  sus  bienes.:  si  cada  juez  diere  el  suyo,  será  preferido  61 
primer  nombrado  ;  y  no  pudiendo  indagarse  cuál  es .  por  ser 
todos  elegidos  en  un  día,  se  echará  mano  del  nombrado  por 
el  juez  del  domicilio.  Pero  la  práctica  es  discernirse  la  tutela 
en  el  lugar  donde  se  radica  la  testamentaría  ;  ley  12,  lit.  16, 
Part.  6,  y  Gregorio  López  en  su  glos.  7. 

TUTORA  ó  tutriz.  La  mujer  á  quien  se  encarga  la  tu- 
tela de  algún  menor.  Ninguna  mujer  puede  ser  tutora  sino 
solo  la  madre  ó  abuela  del  pupilo,  á  quienes  únicamente  se 
permite  por  el  entrañable  afecto  que  suelen  profesar  á  sus 
hijos  y  nietos ,  con  tal  que  se  obliguen  á  no  volverse  á  casar 
mientras  tengan  la  tutela  y  renuncien  las  leyes  que  prohi- 
ben á  las  mujeres  obligarse  por  otro,  á  fin  de  que  nadie  re- 
cele tratar  con  ellas  en  negocios  peculiares  de  sus  hijos  y 
nietos.  En  caso  de  contraer  segundas  nupcias,  pierden  la 
tutela  testamentaria  ó  legítima  que  tuvieren,  debe  el  juez 
sacar  de  su  poder  al  huérfano  y  sus  bienes  poniéndolos  en 
el  del  pariente  mas  próximo,  y  quedan  obligados  á  las  re- 
sultas de  la  administración  hasta  la  rendición  de  cuentas  no 
solamente  los  de  la  madre  ó  abuela  sino  también  los  de  su 
nuevo  marido  ;  leyes  k ,  5  y  6 ,  tit.  16 ,  Part.  6.  Véase 
Tutor. 

Sin  embargo  la  mujer  que  contrae  nuevo  matrimonio 
puede  solicitar  dispensa  de  ley  para  continuar  en  el  cargo  de 
tutora  y  curadora  de  sus  hijos,  haciendo  constar  en  el  espe- 
diente que  promueva  :  —  Io.  La  conducta  moral,  capaci- 
dad ,  profesión  ó  condición  civil  de  la  madre,  tutora  ó  cu- 
radora y  del  sugeto  con  quien  se  ha  casado  últimamente  ó 
trata  de  casarse. — 2o.  La  edad  de  estos  mismos  sugetos  y  la  de 
los  pupilos  ó  menores.  —  3o.  El  importe,  clase  y  naturaleza 
de  los  bienes,  así  de  estos  como  los  de  su  madre  y  de  su  nuevo 
ó  futuro  cónyuge.  —  k°.  El  dictamen  de  la  persona  que  á 
falta  de  madre  debería  entrar  en  el  cargo  de  tutor  ó  curador 
con  arreglo  á  derecho,  á  quien  deberá  oirse ,  ofreciéndole  al 
efecto  el  espediente  sin  dar  á  este  el  carácter  contencioso 
bajo  ninguna  forma.  —  Y  S°.  El  juicio  de  la  audiencia  acerca 
de  la  justicia  y  utilidad  de  la  dispensa.  Real  arden  de  12  de 
abril  de  1859. 
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UNCÍA.  La  duodécima  parte  de  la  herencia  que  llama- 
ban los  Romanos  as.  Véase  As. 

UNION.  La  agregación  ó  incorporación  de  una  cosa  con 
otra ,  como  cuando  la  cosa  que  pertenece  à  un  dueño  se 
junta,  mezcla  ó  confunde  con  la  que  pertenece  á  otro.  Es 
uno  de  los  modos  de  adquirir  el  dominio  de  las  cosas  por 
accesión.  Véase  Confusion,  Conjunción  y  Conmixtión. 

UNIVERSIDAD.  El  establecimiento  literario  creado 
por  la  autoridad  legítima  para  la  enseñanza  pública  de  las 
humanidades,  filosofía,  teología,  leyes,  cánones  y  medici- 
na. También  se  entiende  por  universidad  la  comunidad , 
junta  ó  asamblea  en  que  están  escritos  muchos  para  algún 
fin  ú  oficio;  como  igualmente  el  conjunto  de  pueblos  entre 
sí  unidos  que  tienen  amistad  y  confederación. 

UR 

URON.  Cierto  cuadrúpedo  de  medio  pié  de  largo,  de 
color  rojo  oscuro  ,  con  el  hocico  y  las  orejas  blancas  :  des- 
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pide  por  el  ano  un  olor  sumamente  desagradable ,  vive  ocul- 
to entre  las  piedras,  y  se  alimenta  de  cuadrúpedos  y  aves. 
En  varias  partes  le  domesécan  y  crian  para  la  caza  de 
conejos,  de  cuya  carne  gusta  principalmente.  Pero  está 
mandado  por  punto  general  que  se  maten  los  urones,  por- 
que destruyen  la  caza  ;  y  si  algunas  personas  los  necesitan 
para  la  saca  de  conejos  en  sitios  vedados,  han  de  obtener 
de  la  autoridad  la  correspondiente  licencia  que  deben  luego 
presentar  á  la  justicia  de  la  villa  de  Arganda  ,  donde  se  halla 
establecida  la  caja ,  para  que  se  les  entreguen  los  precisos 
con  las  seguridades  que  están  prevenidas  (1).  Véase  Caza. 

US 

USADO.  Lo  que  es  de  práctica  ó  de  costumbre;  y  asi  los 


(I)  Al  llegar  á  este  lugar,  advertimos  que  la  palabra  Hurón  de- 
bería estar  solamente  en  la  letra  H  por  escribirse  siempre  así. 
Véase  en  dicha  letra  este  artículo. 
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—  mo  — 
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cambistas  suelen  valerse  del  modo  adverbial  al  usado  para 
esplicar  que  las  letras  se  han  de  pagar  en  el  tiempo  ó  modo 
que  se  acostumbra. 

USO.  El  estilo,  práctica  general  ó  modo  de  obrar  que  se 
ha  introducido  imperceptiblemente  y  ha  adquirido  fuerza 
de  ley.  El  uso  se  funda  en  el  consentimiento  tácito  del  pue- 
blo que  le  observa ,  de  los  tribunales  que  se  conforman  con 
él ,  y  del  legislador  que  permite  su  aplicación  ;  y  este  con- 
curso de  voluntades  se  anuncia  por  los  hechos  que  forman 
sucesivamente  el  uso  cuando  son  uniformes,  públicos,  mul- 
tiplicados, observados  por  la  generalidad  de  los  habitantes, 
reiterados  durante  mucho  tiempo  ,  y  tolerados  constante- 
mente por  el  poder  legislativo.  El  uso  contrario  á  la  razón  ó 
á  las  buenas  costumbres  no  puede  jamas  adquirir  fuerza 
obligatoria  ,  pues  no  debe  considerarse  sino  como  un  error 
antiguo,  siendo  menos  un  uso  que  un  abuso  y  una  infrac- 
ción de  la  regla  :  Mala  enim  consueludo ,  non  minus  quàm 
perniciosa  corruptela  ,  abjicienda  est,  el  vitanda  :  quod  con- 
tra bonos  mores  esse  dignoscitur,  omnino  abolendum  est. 
fit.  2,  Parí,  i. 

USO.  En  el  comercio  es  cierto  número  de  dias  que  la 
costumbre  del  pueblo  donde  se  gira  la  letra  ha  determinado 
para  su  pago.  El  término  de  la  letra  girada  á  uno  ó  muchos 
usos  se  cuenta  desde  el  dia  inmediato  siguiente  al  de  su  giro  ; 
art.  442,  cód.  de  com.  El  uso  de  las  letras  giradas  de  plaza  á 
plaza  en  lo  interior  de  España  es  de  dos  meses  :  el  de  las 
letras  giradas  en  el  estranjero  sobre  cualquiera  plaza  de  Es- 
paña es,  á  saber  :  en  las  de  Francia  treinta  dias  ;  en  las  de 
Inglaterra,  Holanda  y  Alemania  dos  meses;  en  las  de  Italia 
y  cualquiera  puerto  estranjero  del  Mediterráneo  y  Adriático 
tres  meses  ;  y  en  las  demás  según  la  forma  en  que  se  cuenta 
donde  se  giró  la  letra  ;  art.  443.  Los  meses  para  el  cómputo 
de  los  términos  se  cuentan  de  fecha  á  fecha  ;  art.  444. 

USO.  El  derecho  que  uno  tiene  de  usar  ó  servirse  de  la 
cosa  ajena  según  sus  necesidades  ;  ley  20,  lit.  31 ,  Part.  3. 
Es  una  de  las  tres  servidumbres  personales ,  que  son  el  uso, 
el  usufructo  y  la  habitación.  Se  constituye  por  contrato  ó 
concesión  ;  —  por  última  voluntad  ;  —  por  la  prescripción 
ordinaria  ;  —  y  por  el  juez  en  los  juicios  divisorios;  ley  50, 
til.  31 ,  Part.  3,  y  ley  10,  lit.  15  ,  Part.  6.  Se  acaba  ó  se 
pierde  por  la  muerte  ó  destierro  perpetuo  del  usuario;  — 
por  la  prescripción  ó  el  no  uso  ,  como  si  el  usuario  ú  otro 
en  su  nombre  no  lo  ejerciere  por  diez  años  estando  en  la 
tierra ,  ó  por  veinte  estando  fuera  de  ella;  —  por  la  cesión 
que  el  usuario  hiciere  á  otro ,  pues  este  derecho  es  pura- 
mente personal  ;  —  por  la  consolidación ,  esto  es  ,  por  la 
reunion  del  uso  con  la  propiedad,  como  en  el  caso  de  que 
el  usuario  comprase  ó  heredase  la  propiedad  de  la  cosa  en 
que  tenia  el  uso  ;  —  por  la  ruina  ó  pérdida  de  la  cosa;  — 
por  la  remisión  ;  —  y  por  la  conclusion  del  tiempo  ó  por  el 
cumplimiento  de  la  condición  ,  en  caso  de  ser  temporal  ó 
condicional;  leyese,  2b  y  17~f/f.  51,  Part.  3,  y  ley  48 
de  Toro.— El  usuario  ha  de  darTiadores  deque  usará  la  cosa 
con  buena  fe  ,  sin  que  por  su  culpa  se  le  siga  daño  ó  dete- 
rioro :  no  puede  percibir  todos  los  frutos  de  la  cosa  como  el 
usufructuario,  sino  los  precisos  para  su  gasto  y  el  de  su  fa- 
milia ;  de  modo  que  si  tuviere  el  uso  de  alguna  huerta,  solo 
ha  de  lomar  la  hortaliza  y  fruta  que  necesite  para  comer  él 
y  su  familia,  no  para  vender  ni  dar  á  otro;  si  le  tuviere  en 
una  casa,  podrá  habitarla  con  su  mujer,  hijos  y  familia  ,  y 
con  los  huéspedes  que  recibiere ,  pero  no  arrendarla  ;  si  le 
tuviere  en  algunas  bestias ,  puede  emplearlas  en  sus  labores 
ó  en  otro  servicio  suyo,  pero  no  alquilarlas  ni  prestarlas;  y 
teniéndole  en  ganados ,  puede  aprovecharse  de  su  estiércol 
para  sus  heredades,  y  tomar  la  leche,  queso,  lana,  y  ca- 
britos ó  corderos  que  hubiere  menester  para  sí  y  su  fami- 
lia, sin  poder  dar  á  otro  ni  vender  nada  de  esto  :  no  puede 
ceder  ni  traspasar  su  derecho  á  aingun  tercero,  y  por  fin  no 


está  obligado  á  pagar  los  gastos  del  reparo  de  la  casa  ó  cul- 
tivo de  la  heredad ,  ni  los  tributos  ó  pechos  sobre  ella  im- 
puestos ,  á  no  ser  que  absorba  todos  los  frutos  del  fundo  ú 
ocupe  toda  la  casa,  pues  en  tal  caso  lo  estará  á  todo,  por 
considerarse  entonces  el  uso  como  verdadero  usufructo;  le- 
yes 20,  21  y  22  ,  til.  31,  Part.  3. 

USUARIO.  El  que  tiene  derecho  de  usar  de  la  cosa 
ajena  con  cierta  limitación  ,  esto  es ,  de  servirse  de  los  frutos 
ó  utilidades  déla  cosa  de  otro,  mueble  ó  raiz,  en  cuanto  ne- 
cesita para  su  consumo  y  el  de  su  familia  ;  ley  20,  tít.  31 , 
Parí.  3.  Véase  Uso. 

USUCAPIÓN.  La  adquisición  de  la  propiedad  de  alguna 
cosa  por  la  posesión  continuada  durante  el  tiempo  que  la 
ley  prefine  :  Usucapió  est  adjectio  dominii  per  continuatio- 
nem  possessionis  lemporis  lege  definiti.  La  prescripción  por 
el  contrario  no  era  antiguamente  entre  los  Romanos  sino  una 
.  escepcion  especial  por  cuyo  medio  el  que  habia  poseido  de 
buena  fe  durante  largo  tiempo  una  cosa  raiz,  repelía  al  due- 
ño que  la  reclamaba  y  al  acreedor  hipotecario  que  intentaba 
hacer  valer  su  derecho  de  hipoteca.  La  usucapión  traia  su 
origen  de  la  ley  de  las  xn  Tablas ,  y  la  prescripción  fué 
introducida  por  las  constituciones  de  los  príncipes.  La  usu- 
capión se  cumplía  ó  verificaba  por  el  trascurso  de  un  año 
con  respecto  á  las  cosas  muebles  en  todas  partes,  y  por  el 
de  dos  años  con  respecto  á  los  bienes  raices  situados  en 
Italia;  mas  la  prescripción  no  tenía  lugar  sino  en  las  pro- 
vincias ,  mediante  el  trascurso  de  diez  años  entre  presentes, 
y  de  veinte  entre  ausentes.  La  usucapión  trasferia  la  propie- 
dad ;  y  la  prescripción  no  daba  mas  que  la  posesión  y  cierto 
derecho  de  escepcion  contra  la  acción  de  reivindicación  del 
propietario.  Justiniano  quitó  todas  estas  diferencias  ;  y  des- 
de entonces  prescripción  y  usucapión  no  significan  sino 
una  misma  cosa.  Véase  Prescripción. 

USUCAPIR.  Adquirir  la  propiedad  ó  el  dominio  de  al- 
guna cosa  por  haberla  poseido  todo  el  tiempo  establecido 
por  derecho.  Esta  palabra  viene  délas  voces  latinas  eapere 
usu,  coger,  ocupar  ó  adquirir  con  el  uso.  Véase  Usucapión. 

USUFRUCTO.  El  derecho  de  usar  y  gozar  de  las  cosas 
ajenas  ,  esto  es,  de  aprovecharse  de  lodos  sus  frutos,  de- 
jando salva  é  ilesa  la  sustancia  de  ellas.  La  propiedad  se 
compone  del  derecho  de  gozar  y  del  de  disponer  de  la  cosa. 
Separados  estos  derechos ,  el  de  gozar  se  llama  usufructo  , 
y  el  de  disponer  nuda  propiedad.  Usar  y  gozar  se  diferen- 
cian de  modo  que  el  uso  se  circunscribe  ó  limita  por  la 
necesidad  ,  y  el  goce  se  estiendé  á  toda  especie  de  utilidad 
y  comodidad  que  proporciona  la  cosa  fructuaria.  El  usu- 
fructo es  un  derecho  con  respecto  al  usufructuario ,  y  una 
servidumbre  con  respecto  al  propietario.  De  aquí  es  que  no 
debe  admitirse  la  division  que  algunos  hacen  del  usufructo 
en  usufructo  causal  y  usufructo  formal,  llamando  camal  al 
que  tiene  en  la  cosa  su  mismo  dueño  por  estar  unido  con  su 
causa ,  esto  es,  con  la  propiedad  ,  y  formal  al  que  tiene  en 
la  cosa  otra  persona  diferente  del  dueño  ;  pues  por  usufructo 
rio  suele  entenderse  sino  el  formal ,  esto  es,  el  que  consiste 
en  las  cosas  ajenas.  Mas  propia  es  la  division  que  se  hace 
por  el  modo  de  constituirse  este  derecho ,  en  legal  y  conven- 
cional ó  voluntario.  Usufructo  legal  es  el  que  se  halla  esta- 
blecido por  la  ley,  como  el  que  tiene  el  padre  en  los  bienes 
adventicios  del  hijo  que  está  en  la  patria  potestad  ,  y  el  que 
tiene  el  cónyuge  viudo  en  los  bienes  que  hubo  del  difunto  y 
debe  reservar  para  sus  hijos  si  contrae  segundas  nupcias , 
según  lo  dicho  en  los  artículos  Bienes  adventicios  y  Bienes 
reservables.  Usufructo  voluntario  ó  convencional  es  el  que  so 
adquiere  del  dueño  de  la  cosa ,  sea  por  contrato ,  sea  por 
testamento,  sea  por  la  voluntad  tácita  que  se  colige  de  la 
prescripción  ordinaria.  —  El  usufructo  puede  constituirse 
puramente,  á  cierto  dia  ó  bajo  condición  :  puramente,  es 
decir,  para  empezar  desde  luego  y  no  acabar  sino  á  la 
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muerte  del  usufructuario  :  á  cierto  dia ,  es  decir,  desde  tal 
dia ,  ex  die  ;  ó  hasta  tal  dia  ,  ad  diem  :  bajo  condicio,n.  sea 
suspensiva  ó  resolutoria  ;  suspensiva  ,  cuando  no  QeDe  em- 
pezar sino  al  cumplimiento  de  la  condición,  como  si  te  doy 
el  usufructo  de  un  campo  para  el  caso  de  que  mi  hijo  con- 
traiga matrimonio;  resolutoria  ,  cuando  empezando  desde 
luego  se  estingue  en  verificándose  el  acontecimiento,  como  si 
te  doy  el  usufructo  del  campo  en  la  actualidad  bajo  el  pacto 
de  que  ha  de  cesar  si  mi  hijo  se  casa.  —  El  usufructo  puede 
.  constituirse  no  solo  en  los  bienes  raices,  sino  también  en  los 
semovientes,  como  bueyes,  ovejas,  machos,  yeguas  y  otros 
ganados;  en  los  muebles  que  no  se  consumen,  aunque  se 
deterioren  ó  envejezcan  con  el  uso ,  como  utensilios  de  casa, 
ropas  ,  alhajas  de  plata  ú  oro ,  etc.  ;  y  aun  en  los  fungibles, 
como  dinero,  aceite,  vino,  trigo  y  otras  cosas  semejan- 
tes :  bien  que  el  usufructo  de  las  cosas  fungibles  no  puede 
llamarse  propiamente  usufructo  ,  pues  no  queda  con  el  uso 
salva  é  ilesa  la  sustancia  de  ellas,  sino  á  lo  mas  cuasi  usu- 
fructo, pues  aunque  no  quede  salva  físicamente  la  sustancia 
lo  queda  jurídicamente  por  la  caución  que  se  da  de  res- 
tituir otro  tanto  del  mismo  género  y  calidad  ;  tey  20,  tit.  51, 
Part.  3.  • 

Se  acaba  el  usufructo  :  Io.  por  muerte  natural  del  usu- 
fructuario ,  pues  la  propiedad  seria  solo  un  nombre  vano  si 
el  usufructo  no  debiera  estinguirse  jamas  para  volver  á 
manos  del  propietario  :  —  2o.  por  la  muerte  civil ,  esto  es  , 
por  el  destierro  perpetuo  ó  la  deportación  :  —  3o.  por  la 
prescripción  ,  esto  es  ,  por  el  no  uso  en  diez  años  entre  pre- 
sentes ,  y  veinte  entre  ausentes  :  —  k°.  por  la  enajenación 
del  derecho  de  usufructuar,  pues  como  este  es  personal  no 
es  trasmisible  ;  y  así  es  que  por  el  hecho  de  la  enajenación 
se  pierde  y  pasa  al  dueño  de  la  propiedad  ,  aunque  el  usu- 
fructuario puede  vender  y  arrendar  los  frutos  :  —  5o.  por 
la  consolidación  ó  la  reunion  en  una  misma  persona  de  las 
dos  calidades  de  usufructuario  y  propietario ,  como  cuando 
el  usufructuario  compra  ó  adquiere  de  otro  modo  la  pro- 
piedad de  la  cosa  dejada  en  usufructo  :  —  6o.  por  la  pérdida 
ó  destrucción  total  de  la  cosa  en  que  estaba  constituido  el 
usufructo ,  pues  aunque  el  usufructuario  quiera  ponerla  en 
el  estado  que  tenia  ,  no  puede  hacerlo  sin  licencia  del  pro- 
pietario ;  pero  si  la  pérdida  ó  destrucción  no  es  total ,  se 
conserva  el  usufructo  sobre  la  parte  que  queda  :  —  7o.  por 
la  renuncia  ó  remisión  :  —  8o.  por  la  mudanza  de  estado 
del  usufructuario  pasando  de  hombre  libre  á  esclavo  :  — 
9o.  por  la  espiración  del  tiempo  para  que  fué  concedido  : 
—  10.  por  la  resolución  del  derecho  del  que  concedió  el 
usufructo,  pues  resoluto  jure  danlis ,  resohitur  jus  acci- 
yienlis.  —  El  usufructo  otorgado  á  ciudad  ó  villa  sin  tiempo 
3efialado ,  debe  durar  cien  años  y  no  mas  :  salvo  si  antes 
quedase  yerma  ,  en  cuyo  caso  se  pierde;  pero  si  el  todo  ó 
iparte  de  sus  moradores  poblasen  después  otro  lugar,  les 
jueda  el  derecho  del  usufructo.  —  El  padre  pierde  el  usu- 
r.Vuclo  legal  que  tiene  en  los  bienes  adventicios  del  hijo  : 
]°.  si  entrare  y  profesare  en  alguna  orden  religiosa  :  — 
2o.  si  por  disipador  se  le  quitase  la  administración  de  los 
bienes  del  hijo  :  —  3o.  si  por  algún  delito  se  le  impusiere 
la  pena  de  presidio,  arsenales,  galeras,  minas  ó  cárcel 
perpetua  :  —  4o.  si  fuere  encartado  ,  esto  es ,  emplazado 
por  edicto  en  virtud  de  algún  delito ,  y  condenado  en  re- 
beldía :  —  o°.  si  emancipare  al  hijo  ,  bien  que  en  este  caso 
tiene  derecho  á  reservarse  la  mitad  del  usufructo  hasta  que 
el  hijo  se  case  :  —  6o.  si  el  hijo  contrajere  matrimonio. 
Véase  Usufructuario  ;  leyes  24,  2b  y  26  ,  til.  31 ,  Parí.  3  ; 
ley  5,  lit.  8,  Part.  S ,  ley  Ib,  lit.  18 ,  Part.  U. 

USUFRUCTUARIO.  El  que  tiene  el  usufructo  ó  el  de- 
recho de  gozar  de  alguna  cosa  en  que  no  tiene  la  propiedad. 
El  usufructuario  tiene  eí  derecho  de  percibir  toda  especie 
de  frutos  que  produzca  la  cosa  fructuaria  ;  ya  sean  natu- 


rales ,  esto  es ,  los  producidos  espontáneamente  por  la  tierra 
ó  los  animales ,  como  la  madera ,  la  yerba ,  la  fruta ,  la  lana , 
la  leche  y  las  crias  de  los  ganados  ;  ya  sean  industriales  , 
esto  es,  ios  que  se  oDuenen  por  medio  del  cultivo,  como 
las  mieses  y  las  uvas;  ya  sean  civiles  ,  esto  es  ,  las  rentas 
anuales  que  no  provienen  de  la  cosa  misma ,  sino  con  ocasión 
de  ella,  en  virtud  de  una  convención  ,  como  los  alquileres 
ó  arriendos  de  casas  y  heredades  ,  los  fletes ,  y  los  réditos 
de  juros ,  censos  y  otros  efectos  ó  derechos  ;  leyes  20  y  22, 
lit.  31 ,  Pari.  3.  —  Los  frutos  naturales  ó  industriales  que 
se  hallan  pendientes  cuando  empieza  el  usufructo,  perte- 
necen al  usufructuario;  y  los  que  se  hallan  en  el  mismo 
estado  cuando  el  usufructo  acaba,  pertenecen  al  propieta- 
rio ,  ya  sea  con  deducción  en  uno  y  otro  caso  de  los  gastos 
hechos  en  las  labores  y  semillas,  ya  sea  sin  dicha  deducción 
también  en  ambos  casos  ,  á  fin  de  que  haya  igualdad  entre 
el  usufructuario  y  el  propietario.  Los  frutos  civiles ,  es  decir, 
las  rentas  de  casas ,  edificios ,  naves  y  otras  cosas  que  se 
alquilan  ,  como  también  los  réditos  de  censos ,  juros  y  otros 
efectos  ,  pertenecen  al  usufructuario  en  proporción  de  la 
duración  del  usufructo,  y  así  se  tienen  que  dividir  á  prorata 
del  tiempo  entre  el  propietario  y  el  usufructuario  ó  sus  he- 
rederos. La  razón  de  la  diferencia  consiste  en  que  los  frutos 
así  naturales  como  industriales  no  se  adquieren  dia  por  dia, 
sino  solo  al  tiempo  de  la  cosecha  en  cierta  estación  del  año; 
y  por  el  contrario  los  frutos  civiles  se  entiende  que  se  ad- 
quieren dia  por  dia  y  no  al  fin  del  año.  Pero  la  regla  de  los 
frutos  civiles  no  se  aplica  á  las  rentas  de  los  fundos ,  las 
cuales  siguen  la  regla  de  los  frutos  naturales  ó  industriales, 
por  la  razón  de  que  representan  los  frutos  de  los  fundos  ;  y 
por  tanto  si  el  usufructuario  muere  ,  habiendo  percibido 
los  frutos  los  colonos  á  quienes  los  tenia  arrendados ,  perte- 
necen las  rentas  á  sus  herederos  ,  aunque  no  esté  cumplido 
el  plazo  de  su  solución ,  porque  es  visto  haber  los  colonos 
cogido  los  frutos  en  nombre  del  usufructuario  á  quien  corres- 
pondían ;  y  al  contrario  si  los  frutos  estuviesen  pendientes, 
tocan  las  rentas  al  propietario  ,  aunque  aquellos  se  hallasen 
ya  maduros  y  en  estado  de  cogerse  :  mas  si  parte  de  los 
frutos  están  pendientes  y  parte  cogidos,  pertenecen  aquellos 
al  propietario  y  estos  al  usufructuario  ,  siguiendo  la  misma 
regla.  Y  ¿cuándo  se  dirá  que  los  frutos  están  cogidos?  Unos 
quieren  que  para  que  se  entiendan  cogidos,  no  solo  han  de 
estar  separados  de  los  árboles  ó  del  suelo  ,  sino  también 
recogidos  y  custodiados  en  los  parajes  acostumbrados;  pero 
la  opinion  mas  común  sostiene  que  basta  se  hayan  corlado 
ó  separado  del  suelo  ó  de  los  árboles ,  aunque  todavía  se 
hallen  en  el  mismo  campo,  pues  desde  el  momento  que  dejan 
de  pender  de  las  raices  ó  de  las  ramas  ,  pierden  la  calidad 
que  tenian  de  bienes  inmuebles  y  toman  la  de  muebles  : 
bien  que  es  preciso  advertir  que  los  frutos  que  se  caen 
espontánea  ó  accidentalmente ,  como  suele  suceder  á  la 
aceituna  ,  no  se  consideran  cogidos  mientras  subsisten  al  pió 
de  los  árboles  sin  que  se  empiece  la  cosecha.  —  Si  el  usu- 
fructo comprende  cosas  fungibles ,  esto  es  ,  cosas  de  que  no 
puede  hacerse  uso  sin  consumirlas  ,  como  dinero ,  granos  ó 
licores,  puede  el  usufructuario  servirse  de  ellas  á  su  arbi- 
trio ,  pero  con  la  carga  de  volver  al  fin  del  usufructo  la  esti- 
mación de  ellas  si  se  apreciaron ,  ó  bien  otras  iguales  en 
bondad  ,  calidad  y  cantidad  si  no  se  hubiesen  apreciado. 
—  Si  el  usufructo  comprende  cosas  que  sin  consumirse  de 
pronto ,  se  van  deteriorando  y  envejeciendo  poco  á  poco 
con  el  uso ,  como  alhajas  de  plata  ú  oro  ,  vestidos  ,  tapices , 
cortinajes  ,  ropa  blanca  ,  muebles  de  casa  ,  coches  y  otros 
efectos  semejantes,  tiene  derecho  el  usufructuario  á  em- 
plearlas en  el  uso  á  que  están  destinadas,  y  no  está  obligado 
á  restituirlas  al  fin  del  usufructo  sino  en  el  estado  en  que  se 
encuentren,  con  tal  que  no  se  hayan  deteriorado  por  su 
culpa  ó  dolo ,  pues  en  este  caso  tendría  que  satisfacer  el 
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daño.  —  Los  árboles  frutales  que  mueren  ó  se  secan ,  y  aun 
los  arrancados  ó  quebrados  por  el  ímpetu  de  los  vientos  ú 
otro  accidente  ,  corresponden  al  usufructuario  como  indem- 
nización de  la  pérdida  de  frutos  que  esperimenta  ,  pero  con 
la  obligación  de  plantar  otros  en  su  lugar.  —  El  usufruc- 
tuario puede  gozar  por  sí  mismo ,  dar  en  arriendo  á  otro  ,  y 
aun  vender  ó  ceder  el  ejercicio  de  su  derecho  ,  esto  es ,  la 
facultad  de  percibir  los  frutos  en  su  lugar  ;  pero  no  puede 
enajenar  su  derecho  de  usufructo,  pues  entonces  pasaria  al 
propietario.  Goza  también  de  los  productos  del  aumento 
que  sobreviene  por  aluvión  á  la  cosa  en  que  tiene  el  usu- 
fructo ;  como  igualmente  de  los  derechos  de  servidumbre  , 
caza,  pesca,  y  de  todos  aquellos  de  que  gozaría  el  propie- 
tario; y  asimismo  de  las  minas  y  canteras  que  están  en 
beneficio  ó  esplotacion  al  tiempo  de  empezar  el  usufructo  , 
pues  sus  productos  son  los  frutos  de  estas  especies  de  fundos, 
pero  no  de  las  minas  ó  canteras  que  todavía  no  estuviesen 
abiertas,  ni  del  tesoro  que  se  encontrare  en  el  predio  du- 
rante el  usufructo ,  pues  no  se  consideran  sino  como  frutos 
estraordinarios  ;  bien  que  si  él  mismo  encontrase  el  tesoro, 
tendría  derecho  á  la  mitad  como  inventor. 

Habiendo^visto  los  derechos  del  usufructuario ,  veamos 
ahora  sus  obligaciones.  El  usufrucluario  toma  las  cosas  en  el 
estado  en  que  se  encuentran;  pero  antes  de  entrar  en  pose- 
sión debe  hacer  inventario  ó  descripción  de  todos  los  bienes 
muebles  é  inmuebles  sujetos  al  usufructo  con  intervención 
del  propietario ,  pues  de  otro  modo  se  supondría  haberlos 
recibido  en  buen  estado.  También  debe  dar  fianza  ,  caución 
ó  seguridad  de  usarlos  y  gozarlos  como  buen  padre  de  fa- 
milias, y  de  restituirlos  según  se  le  entregan  cuando  espire 
el  usufructo  ;  pero  no  está  obligado  á  darla  en  los  casos 
siguientes  :  Io.  cuando  ha  sido  dispensado  de  ella  en  el  acto 
constitutivo  del  usufructo ,  ya  sea  en  testamento,  ya  sea  en 
contrato,  por  mas  que  digan  algunos  autores,  apoyados 
en  razones  que  no  merecen  refutarse  ,  pues  el  hombre  que 
tiene  libertad  para  dejar  á  otro  la  propiedad  y  el  usufructo 
de  sus  bienes ,  puede  dejarle  el  usufructo  con  relevación 
de  fianzas  ,  sin  que  tenga  motivo  "para  quejarse  el  tercero 
á  quien  liberalmente  deja  la  propiedad  :  —  2o.  cuando  no  se 
duda  que  el  mismo  usufructuario  ó  sus  herederos  han  de 
adquirir  la  propiedad  de  los  bienes  :  —  5o.  cuando  el  padre 
tiene  el  usufructo  legal  de  los  bienes  adventicios  del  hijo  : 
—  k°.  cuando  el  usufructo  no  ha  de  volver  al  propietario  ó 
verdadero  heredero  del  testador  :  —  b°.  cuando  uno  hace 
donación  de  sus  bienes ,  reservándose  el  usufructo  ,  pues 
habria  ingratitud  de  parte  del  donatario  que  exigiese  esta 
caución  :  —  6o.  cuando  el  fisco  es  el  usufructuario ,  pues 
siempre  se  reputa  idóneo  para  pagar  y  volver  los  bienes  al 
propietario.  Si  el  usufructuario  por  ser  pobre  no  encuentra 
fiador,  y  por  otra  parte  es  de  buenas  costumbres,  basta  su 
caución  juratoria  de  hacer  el  debido  uso  de  los  bienes  y  res- 
tituirlos á  su  tiempo  ;  pero  si  es  forasteio  ,  sospechoso  de 
fuga  ,  ó  de  mala  conducta,  conviene  entonces  poner  en  se- 
cuestro ó  arriendo  los  bienes  inmuebles ,  dar  á  ínteres  las 
cantidades  de  dinero,  vender  los  géneros  ó  mercaderías 
poniendo  igualmente  á  rédito  el  precio  que  se  saque  de  ellas, 
y  entregarle  luego  los  intereses  de  estas  sumas  asi  como 
los  precios  de  los  alquileres  ó  arriendos  ,  ó  bien  los  frutos 
de  las  heredades.  Como  los  frutos  se  deben  al  usufructuario 
desde  el  momento  en  que  empieza  el  usufructo ,  no  se  1% 
puede  privar  de  ellos,  aunque  tarde  á  dar  la  fianza. 

El  usufructuario  debe  hacer  los  reparos  líjeros  ó  tem- 
porales que  fueren  necesarios  para  la  conservación  de  los 
bienes,  mas  no  los  reparos  mayores  relativos  á  la  utilidad 
perpetua  de  las  fincas ,  pues  estos  corren  á  cargo  del  pro-  o 
pietario  ;  de  manera  que  si  hiciere  en  ellos  grandes  espen- 
sas ,  puede  repetirlas  de  este ,  como  que  las  hizo  en  su 
nombre  ó  en  calidad  de  procurador  suyo,  á  no  ser  que  hu- 


bieren sido  ocasionadas  por  su  descuido  en  los  reparos  de 
mera  conservación.  Ni  el  propietario  ni  el  usufructuario 
están  obligados  á  levantar  el  edificio  que  cayó  de  viejo  ó  por 
caso  fortuito  :  no  el  propietario,  porque  como  en  cualquiera 
otra  servidumbre  solo  está  obligado  á  perrn   ir  y  no  á  hacer: 
no  el  usufructuario  ,  porque  tales  gastos  no  son  carga  de  los 
frutos.  Debe  el  usufructuario  cultivar  bien  las  heredades , 
viñas  ó  huertas  ;  plantar  vides  ó  árboles  en  lugar  de  los  que 
se  secaren  ;  y  reponer  con  las  crias  de  los  ganados  las  ca- 
bezas que  murieren  ,  bien  que  no  habiendo  crias,  no  estará 
obligado  al  reemplazo  ó  suplemento.  Muriendo  enteramente 
el  ganado  por  accidente  ó  enfermedad  ,  sin  culpa  del  usu- 
fructuario, no  se  halla  este  obligado  á  restituir  otro  ni  á 
pagar  su  estimación,  poesías  cosas  no  perecen  sino  para 
su  dueño  :  res  domino  suo  perit.   El  usufructuario   debe 
pagar  los  tributos  ,  contribuciones  ,  diezmos  ,  gabelas,  ré- 
ditos y  demás  gravámenes  anuales  que  se  reputan  cargas 
de  los  frutos.  Mas  ¿debe  pagar  también  las  deudas?  El  usu- 
fructuario á  título  parlicular,  como  v.  gr.  aquel  á  quien  el 
testador  ha  legado  el  usufructo  de  una  casa  ó  de  un  campo, 
no  está  obligado  á  la  satisfacción  de  las  deudas  á  que  se  halla 
hipotecada  la>  finca  ;  y  en  caso  de  verse  forzado  á  pagarlas 
en  virtud  de  la  hipoteca  que  da  derecho  al  acreedor  para 
perseguir  y  hacer  vender  el  inmueble  gravado  ,  tiene  salvo 
su  recurso  contra  el  propietario.  Pero  el  usufructuario  á 
título  universal ,  es  decir,  aquel  à  quien  el  testador  ha  legado 
el  usufructo  de  todos  sus  bienes,  parece  debe  contribuir 
con  el  propietario  al  pago  de  las  deudas  del  difunto,  porque 
las  deudas  son  carga  de  la  herencia  ,  y  la  herencia  se  com- 
pone de  todos  los  bienes  comprendiendo  así  el  usufructo 
como  la  nuda  propiedad.  Y  ¿  cómo  se  repartirá  este  pago 
entre  el  usufructuario  universal  y  el  propietario  ?  Si  el  usu- 
fructuario quiere  adelantar  la  cantidad  necesaria  para  cubrir 
las  deudas  ,  podrá  repetirla  del  propietario  al  fin  del  usu- 
fructo ,  sin  exigirle  ínteres  ;  pues  conservando  el  propietario 
la  parte  de  bienes  que  hubiera  podido  venderse,  es  muy 
justo  que  al  concluirse  el  usufructo  reembolse  al  usufruc- 
tuario el  capital  que  había  adelantado.  Si  el  usufructuario 
no  quiere  hacer  este  adelanto,  puede  entonces  el  propietario 
hacer  una  de  dos  cosas  ,  á  saber,  ó  bien  pagar  la  suma  de 
las  deudas  ,  y  obligar  en  este  caso  al  usufructuario  á  que  le 
abone  los  intereses  de  ella  durante  el  tiempo  del  usufructo, 
ó  bien  hacer  vender  hasta  en  la  suficiente  cantidad  una 
parte  de  los  bienes  sujetos  al  usufructo.  Así  pues  el  propie- 
tario paga  siempre  el  capital ,  sea  al  fin  ó  al  principio  del 
usufructo,  y  el  usufructuario  universal  los  intereses  de  este 
capital  que  son  carga  y  compensación  de  los  frutos  que  con- 
serva; ó  bien  vendiéndose  una  parte  de  los  bienes  queda 
el  uno  privado  de  la  propiedad  de  ella  ,  y  el  otro  de  una 
parte  proporcional  de  los  frutos.  —  El  usufructuario  no  eslá 
obligado  á  pagar  los  gastos  que  ocurrieren  en  pleitos  con- 
cernientes á  los  derechos  del  propietario  ,  sino  solamente 
los  ocasionados  en  pleitos  relativos  al  usufructo  ;  pero  cuando 
el  pleito  interesare  á  un  tiempo  al  propietario  y  al  usufruc- 
tuario ,  debe  distinguirse  si  el  usufructo  se  constituyó  á 
título  oneroso  ó  á  título  lucrativo  :  en  el  primer  caso  parece 
que  solo  el  propietario  debe  pagarlos  ,  por  estar  obligado,  á 
garantir  al  usufructuario,  como  constituyente  ó  heredero  del 
constituyente  ,  mas  en  el  segundo  ambos  deben  contribuir 
á  su  pago  según  la  regla  indicada  para  las  deudas  ,  puesto 
que  no  haya  lugar  á  la  garantía  ó  evíccion.  Si  durante  el 
usufructo  atenta  algún  tercero  contra  los  derechos  del  pro- 
pietario ,  debe  el  usufructuario  denunciarlo  á  este  ,  pues  de 
otro  modo  se  haría  responsable  de  los  perjuicios  que  se  le 
siguieren  por  su  negligencia.  —  El  legado  que  un  testador 
hiciere  de  una  renta  vitalicia  ó  pension  de  alimentos.,  ha  de 
pagarse  por  el  legatario  universal  del  usufructo,  sin  repe- 
tición alguna  contra  el  propietario  ,  porque  estas  especies 
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de  rentas  y  pensiones  se  consideran  como  carga  de  los 
frutos. 

En  el  caso  de  haber  otorgado  testamento  de  conformidad 
marido  y  mujer,  nombrándose  recíprocamente  por  usufruc- 
tuarios, é  instituyendo  para  despues  de  sus  dias  heredero 
á  un  tercero,  si  muerto  el  uno  revocare  el  otro  su  testa- 
mento ,  deberá  restituir  al  propietario  los  frutos  que  per- 
cibió de  la  herencia  de  su  consorte,  porque  en  los  contratos 
en  que  hay  lugar  al  arrepentimiento  no  debe  percibir  lucro 
el  que  retrocede ,  y  porque  es  de  suponer  que  el  difunto  no 
se  convino  en  dejar  á  su  consorte  el  usufructo  de  sus  bienes 
sino  por  haber  instituido  en  union  suya  heredero  al  tercero. 
Véase  Usufructo . 

USURA.  El  interés  ó  precio  que  recibe  el  prestamista 
por  el  uso  del  dinero  que  ha  prestado.  Divídese  en  lucrativa  , 
compensatoria  y  punitoria.  Usura  lucrativa  es  la  que  se 
percibe  solo  por  sacar  algún  provecho  de  la  cosa  prestada  : 
usura  compensatoria  es  la  que  se  percibe  como  indemniza- 
ción de  la  pérdida  que  sufre  el  prestamista,  ó  de  la  ganancia 
de  que  se  le  priva  por  causa  del  préstamo;  y  usura  puni- 
toria es  la  que  se  exige  ó  impone  como  pena  de  la  morosidad 
ó  tardanza  del  deudor  en  satisfacer  la  deuda.  También  se 
suele  dividir  la  usura  en  convencional  y  legal  :  es  conven- 
cional la  que ^  se  estipula  por  las  partes  en  el  contrato;  y 
legal,  la  que  se  debe  por  derecho  ó  ley  en  ciertos  casos. 
Hay  asimismo  usura  anticrélica ,  que  es  cuando  el  deudor 
entrega  al  acreedor  alguna  heredad  para  que  perciba  sus 
frutos  por  el  interés  del  dinero  prestado  hasta  que  se  le  pague 
el  capital  de  la  deuda  ;  y  hay  por  fin  usura  doble  ,  ó  tisitra 
de  usura,  llamada  anatocismo  ,  que  es  cuando  los  intereses 
vencidos  se  reúnen  á  la  cantidad  principal  para  formar  un 
nuevo  capital  con  interés.  Los  teólogos  todavía  nos  pre- 
sentan la  usura  mental ,  que  consiste  en  el  ánimo  ó  espe- 
ranza que  tiene  el  prestador  de  que  el  mutuatario  le  de- 
vuelva algo  mas  de  lo  que  este  recibió  :  la  usura  espresa , 
manifiesta  ó  formal ,  que  es  cuando  se  fija  el  interés  ó  lucro 
que  ha  de  satisfacerse  ademas  de  la  cantidad  prestada  ;  y  la 
usura  tácita,  virtual  ó  paliada,  que  es  la  que  se  comete  no 
por  razón  del  mutuo  formal  sino  por  la  de  otro  contrato  en 
que  se  halla  embebida,  como  cuando  vendiéndose  alguna 
cosa  al  fiado  se  pacta  que  el  comprador  ha  de  dar  algu  mas 
del  precio  de  lo  vendido.  *» 

Todas  estas  especies  se  reducen  á  la  lucrativa  ,  compen- 
satoria y  punitoria.  Ni  la  punitoria  ni  la  compensatoria  están 
prohibidas,  con  tal  que  no  pasen  de  latasalegal(l)del  interés 
del  dinero  ;  pero  lo  está  severamente  la  lucrativa,  á  no  ser 
que  se  enajene  el  capital  constituyéndose  censo.  El  derecho 
canónico  (2)  la  castiga  en  los  clérigos  con  la  suspension  de  sus 
oficios  y  beneficios,  y  en  los  legos  con  la  escomunion  (3),  man- 
dando ademas  que  no  se  les  dé  sepultura  eclesiástica  ni  se 
recibansusoblaciones(ft).  Según  nuestras  leyes  el  usurero  in- 
curre en  infamia  perpetua  ,  pierde  á  favor  del  mutuatario 
la  cantidad  que  le  hubiese  prestado  ,  y  tiene  que  pagar  por 

(i)  Véanse  las  notas  al  art.  ínteres  del  dinero.  Habiendo  ha- 
blado allí  Uodriguez  de  San  Miguel  contra  la  usura,  indicó  después 
en  la  nota  de  la  pág.  918  lo  establecido  en  la  república  de  JJéjico 
por  la  ley  de  50  de  diciembre  de  i  855,  la  cual  derogó  las  leyes  pro- 
hibitivas del  mutuo  usurario  ,  csceptuándose  la  imposición  de  ca- 
pitales de  capellanías  y  obras  pias.  En  dicha  nota  se  indica  tam- 
bién lo  que  permiten  las  leyes  de  Venezuela  y  Chile  sobre  la 
usura. 

(-2)  Cap.  7,  de  usuris;  cap.  li  de  excess.  prœlator. 

(5)  Cap.  1  ;  de  usuris  in6;yley  d  al  fin,  tít.  22,  lib.  12, 
Nov.  I\cc. 

(4)  Cap.  5 ,  de  usuris  en  las  Decretales,  y  cap.  2,  de  usuris  in 
6  ;  Clem.  1 ,  de  sepult.  Ley  9 ,  tít.  15,  Part.  1 ,  y  Gregorio  López 
eu  ella. 


via  de  multa  otra  suma  igual  con  destino  de  la  mitad  para 
el  fisco  ,  de  una  cuarta  parte  para  el  acusador,  y  de  la  otra 
para  el  reparo  de  los  edificios  públicos  del  pueblo  en  que  se 
cometiere  este  delito  :  por  la  segunda  vez,  ademas  de  la 
infamia  y  pérdida  de  lo  prestado  ,  pierde  por  via  de  multa 
la  mitad  de  sus  bienes,  y  por  la  tercera* todos  con  el  propio 
destino.  Para  la  imposición  de  las  penas  basta  el  testimonio 
jurado  de  dos  ó  tres  personas  que  hayan  recibido  de  alguno 
dineros  á  usura ,  aunque  cada  cual  no  afirme  mas  que  su 
hecho,  con  tal  que  haya  algunas  otras  presunciones;  bien, 
que  estos  testigos  singulares  nada  percibirán  para  sí,  á  no 
ser  que  cada  uno  haga  prueba  completa  de  su  hecho  ; 
leyes  1  ,  2  ,  3  y  U,  til.  22 ,  lib.  12 ,  Nov.  Rec. ,  ley  4 ,  til.  6, 
Part.  7,  leyes  31  y  40,  lit.  11  ,  Part.  5  (S). 

D.  Juan  Rodríguez  de  San  Miguel ,  que  me  ha  reimpreso 
en  Méjico  mi  Diccionario  de  legislación  ,  y  me  lanza  críticas 
amargas  por  mis  opiniones  sobre  el  interés  del  dinero,  in- 
curre por  fin  en  mi  modo  de  pensar  y  aprueba  la  usura  bajo 
el  nombre  de  depósito  irregular,  el  cual  es  muy  frecuente  en 
aquellas  Américas,  creyendo  que  con  la  mudanza  de  nom- 
bre se  muda  también  la  esencia  de  las  cosas  ,  y  es  ya  lícito 
lo  que  antes  se  creia  ilícito  y  se  tenia  por  contrario  á  la 
opinion  de  la  Iglesia. 

[Aquí  Escriche  transcribió  de  la  reimpresión  que  indica 
de  Rodríguez  de  San  Miguel  la  larga  disertación  sobre  el 
depósito  irregular  que  trae  Beleña  en  las  Elucidaliones  de 
Magro,  lib.  5,  tít.  Ib",  Quib.  mod.  re  conlrah.  oblig.,  que 
insertamos  en  la  pág.  839  y  siguientes  de  esta  edición  bajo 
el  artículo  Depósito  irregular.  Así  pues  para  evitar  repe- 
ticiones de  materias  tan  difusas,  remitimos  al  lector  á  dicho 
lugar.  Véase  también  el  art.  ínteres  del  dinero,  donde  Es- 
criche habla  con  estension  de  esta  materia.] 

USURPACIÓN.  La  simple  posesión  de  hecho  sin  título 
legítimo,  ó  el  goce  injusto  y  fraudulento  de  alguna  cosa  ó 
derecho  de  que  uno  se  ha  apoderado  de  mala  fe  por  violen- 
cía  ó  artificio  ,  en  perjuicio  del  público  ó  de  los  particulares. 
La  pena  de  este  delito  depende  de  las  circunstancias. 

UT 

UTENSILIOS.  En  general  significa  esta  palabra  todo  lo 
que  sirve  para  el  uso  y  comodidad  de  la  vida  ;  pero  con  es- 
pecialidad es  la  contribución  que  dan  los  patrones  á  los 
soldados  en  los  alojamientos ,  y  se  reduce  á  cama ,  agua , 
sal,  luz  y  asiento  á  la  lumbre. 

UTERINO.  'Aplícase  esta  voz  á  los  nacidos  de  una  misma 
madre  y  de  distintos  padres,  en  contraposición  á  los  con- 
sanguíneos, que  son  los  nacidos  de  un  mismo  padre  y  de 
distintas  madres.  Véase  Hermanos. 

ÚTIL.  Lo  que  puede  servir  ó  aprovechar  en  alguna  lí- 
nea ;  y  lo  que  trae  ó  produce  provecho  ,  comodidad  ,  fruto 
ó  interés.  Llámase  útil  el  dominio  que  consiste  en  la  facul- 
tad de  percibir  los  frutos  de  alguna  cosa,  por  contraposición 
al  dominio  directo  que  se  reduce  á  la  facultad  de  disponer 
de  ella  ó  de  concurrir  á  su  disposición.  Aplícase  también 
esta  voz  al  tiempo  ó  dias  de  término  en  que  se  puede  actuar, 
usar  de  alguna  acción  ó  derecho,  ó  hacer  otras  diligencias 
judiciales,  por  contraposición  á  los  continuos  que  son  los 
que  corren  sin  interrupción  y  sin  distinción  de  dias  feriados 
y  no  feriados.  Dícense  por  fin  útiles  las  cláusulas  de  un  ins- 
trumento que  vienen  á  propósito  y  sirven  para  la  mejor 
esplicacion  del  asunto  que  contiene,  por  contraposición  á 
las  inútiles  ó  superfinas  que  de  nada  sirven  ;  y  en  este  caso 

(5)  Y  aun  la  ley  2,  tít.  15,  Part.  7,  quitaba  á  los  herederos  del 
usurero  el  derecho  de  sucederle  en  los  bienes  adquiridos  por  las 
usuras  que  deberían  restituirse  á  sus  dueños,  si  se  sabe  quiénes  son. 
y  no  sabiéndose  se  deberían  dar  de  limosna. 
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se  dice  que  lo  útil  no  se  vicia  por  lo  inútil  :  Utile  per  inutile 
non  viliatur. 

UTILIDAD  pública.  La  conveniencia  ó  el  interés  déla 
masa  de  los  individuos  del  Estado.  La  utilidad  pública  debe 
anteponerse  á  la  utilidad  parlicular;  y  así  es  que  puede 
forzarse  á  un  ciudadano  á  vender  alguna  de  sus  cosas  cuando 
así  lo  exige  el  bien'general.  Pero  se  suele  hacer  un  grande 
abuso  de  esta  máxima  ;  pues  bajo  el  pretesto  de  pública  uti- 
lidad se  han  sacrificado  muchas  veces  los  intereses  de  innu- 
merables personas,  y  se  han  cometido  graves  atentados 
contra  la  seguridad.  Ese  interés  público  que  se  personaliza , 
dice  un  escritor,  no  es  mas  que  un  término  abstracto  que 
representa  la  masa  de  los  intereses  individuales  :  el  bien 
general  es  el  conjunto  de  los  bienes  de  todos  los  ciudadanos  : 
todos  los  intereses  pues  deben  entrar  en  cuenta ,  porque  ó 


lodos*  son  sagrados,  ó  no  lo  es  el  de  ninguno.  Los  intereses 
individuales  son  los  únicos  intereses  reales  :  cuidad  de  los 
individuos,  no  permitáis  que  se  les  moleste  ,  respetad  sus 
propiedades  ;  no  seáis  tan  absurdos ,  que  améis  mas  á  la 
posteridad  que  á  la  generación  presente,  atormentando  álos 
vivos  con  el  pretesto  de  hacer  el  bien  de  los  que  no  han  na- 
cido ;  y  tened  presente  que  un  pequeño  atentado  contra  la 
propiedad  prepara  otros  mayores ,  pues  los  pueblos  y  los 
gobiernos  no  son  en  esta  parte  sino  unos  leones  amansados. 
UT  supra.  Voces  latinas  que  significan  como  arriba,  y 
se  usan  en  nuestro  castellano  en  la  misma  significación , 
principalmente  en  los  instrumentos  que  empiezan  por  la 
fecha ,  y  para  referirse  á  ella  concluyen  con  la  espresioa 
fecha  ut  supra. 
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VACACIONES.  El  tiempo  en  que  se  suspenden  las  se- 
siones de  los  tribunales.  Serán  dias  feriados  para  vacar  los 
tribunales  en  los  negocios  civiles,  y  en  las  actuaciones  de  los 
criminales  que  no  sean  de  conocida  urgencia,  los  domingos 
y  dias  festivos  ;  los  dias  de  media  fiesta  ó  en  que  se  puede 
trabajar  cumpliendo  con  el  precepto  de  oir  misa  ;  los  lunes 
y  martes  de  carnaval  ;  los  de  la  Semana  Santa  ,  desde  el  do- 
mingo de  Ramos  hasta  el  martes  de  Pascua  inclusive;  los 
últimos  del  mes  de  junio ,  desde  el  24  hasta  el  30  también 
inclusive  y  los  últimos  de  diciembre,  contándose  desde 
el  25.  Reales  decretos  de  10  de  enero  de  1843  ,  y  11  de  junio 
de  1844(1). 

VACANTE.  El  empleo,  dignidad  ó  puesto  que  está  por 
proveer;  el  tiempo  que  pasa  sin  hacerse  la  provision  ;  y  la 
renta  caida  ó  devengada  en  el  tiempo  que  permanece  sin 
proveerse  algún  beneficio  ó  dignidad  eclesiástica.  Aplícase 
también  esta  voz  á  los  bienes  que  quedan  sin  dueño,  por 
haber  muerto  el  que  lo  era  sin  herederos  testamentarios  ni 
legítimos.  Véase  Herencia  vacante. 

VAGOS.  La  siguiente  ley  de  vagos  decretada  por  las 
Cortes  fué  sancionada  y  mandada  cumplir  por  S.  M.  el  9  de 
mayo  de  1845. 

título  i.  —  Calificación  y  clasificación  de  los  vagos. 

Artículo  Io.  Serán  considerados  simplemente  vagos  para 
el  objeto  de  esta  ley  :  primero,  los  que  no  tienen  oficio,  pro- 
fesión, renta  ,  sueldo,  ocupación  ó  medio  lícito  con  que  vi- 
vir :  segundo,  los  que  teniendo  oficio  ó  ejercicio  ,  profesión 
ó  industria  ,  no  trabajan  habitualmenle  en  ellos ,  y  no  se  les 
conocen  otros  medios  lícitos  de  adquirir  su  subsistencia  : 
tercero,  los  que  con  renta,  pero  insuficiente  para  subsis- 
tir, no  se  dedican  á  alguna  ocupación  lícita  ,  y  concurren 
ordinariamente  á  casas  de  juego  ó  tabernas  ó  parajes  sospe- 
chosos :  cuarto,  los  que  pudiendo  no  se  dedican  á  ningún 
oficio  ni  industria ,  y  se  ocupan  habitualmenle  en  mendigar. 

Art.  2o.  Serán  considerados  vagos  con  circunstancias 
agravantes  :  primero  ,  los  comprendidos  en  el  ait.  Io.  que 
hubiesen  entrado  en  alguna  casa,  habitación,  almacén  ú 
oficina  sin  permiso  del  dueño,  ó  de  otra  manera  sospecho- 
sa :  segundo  ,  los  que  lo  hubieren  verificado  usando  de  en- 
gaños ó  amenazas  :  tercero,  los  que  se  disfracen  ó  tengan 
armas  ó  ganzúas  ú  otros  instrumentos  propios  para  ejecutar 

(1)  Por  lo  tocante  á  América,  véase  sobre  el  particular  el  artí- 
culo Día  feriado. 
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algún  hurto  ó  penetraren  las  casas  :  cuarto  ,  los  vagos  con- 
tra quienes  apareciere  alguna  otra  fundada  sospecha  de 
delito. 

títdlo  h  .  —  Deslinos  de  los  vagos. 

Art.  5o.  Los  simplemente  vagos,  según  el  artículo  Io.  se- 
rán destinados  por  tiempo  de  uno  á  tres  años  á  los  talleres 
de  los  establecimientos  que  el  gobierno  tuviere  designados 
al  efecto. 

Art.  4o.  Los  vagos  con  circunstancias  agravantes  serán 
destinados  á  los  establecimientos  ó  presidios  correccionales 
designados  por  el  gobierno  por  el  tiempo  de  dos  á  cuatro 
años. 

Art.  5o.  Cuando  el  vago  resulte  reo  de  algún  delito  co- 
mún, la  calidad  de  la  vagancia  se  tendrá  en  cuenta  para 
agravar  la  pena  en  que  por  aquel  hubiere  incurrido ,  según 
las  leyes. 

Art.  6o.  El  tiempo  del  destino  de  los  reincidentes  se  au- 
mentará desde  una  mitad  mas  del  que  sufrieron  por  la  pri- 
mera sentencia  hasta  el  duplo. 

Art.  7o.  En  cualquier  tiempo  en  que  después  de  ejecuto- 
riada la  sentencia  se  presente  ante  la  sala  que  la  pronunció 
fiador  que  bajo  la  multa  de  500  á  5,000  rs.  se  obligue  á  res- 
ponder de  que  el  simplemente  vago  se  dedicará  dentro  de 
un  breve  plazo  á  ejercer  un  oficio  ó  profesión,  y  que  asi- 
mismo se  obligue  á  que  el  vago  aprenderá  oficio  si  no  lo 
tuviere,  y  á  mantenerle  entretanto  á  sus  espensas,  se  pon- 
drá al  vago  en  libertad  bajo  la  espresada  fianza.  — Se  admi- 
tirá también  la  fianza  durante  el  procedimiento;  pero  siem- 
pre deberá  presentarse  con  aprobación  de  la  sala  á  quo 
corresponda  el  conocimiento  de  la  causa. 

Art.  8o.  No  se  admitirá  la  fianza  del  artículo  anterior  á 
los  simplemente  vagos  si  hubiesen  reincidido  en  la  vagancia, 
y  en  ningún  caso  á  los  vagos  con  circunstancias  agravantes 
que  espresa  el  artículo  2o. 

título  hi.   —  Procedimiento  contra  los  vagos. 

Art.  9o.  La  prevención  del  sumario  contra  el  presunto 
vago  se  hará  por  el  juez  de  primera  instancia  de  su  domi- 
cilio, ó  por  el  del  partido  donde  fuere  aprehendido;  ó  bien 
por  el  jefe  politice,  ó  por  el  alcalde  ó  por  el  comisario  do 
seguridad  pública  respectivos. 

Art.  10.  Si  el  sumario  se  previniere  por  el  jefe  político, 
alcalde  ó  comisario,  se  pasará  con  el  procesado,  siempre 
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que  este  sea  aprehendido,  al  juez  de  primera  instancia 
dentro  de  ocho  dias,  ó  antes  si  estuviere  terminado. 

Art.  1  1 .  Concluido  el  sumario ,  el  juez  de  primera  instan- 
cia recibirá  la  confesión  al  procesado,  y  pasará  en  seguida 
la  causa  al  promotor  fiscal ,  que  propondrá  la  acusación  ó 
el  sobreseimiento  en  su  caso  en  el  término  de  segundo  dia. 

Art.  12.  Si  propusiere  el  sobreseimiento,  seguirá  este  los 
trámites  comunes. 

Art.  13.  Si  el  promotor  fiscal  propusiese  la  acusación  ,  se 
dará  traslado  de  ella  al  procesado  por  el  término  preciso  de 
tercero  dia ,  haciéndosele  saber  al  mismo  tiempo  que  nom- 
bre procurador  y  abogado  ;  y  si  no  lo  hiciere  en  el  acto ,  se 
lo  nombrarán  de  oficio. 

Art.  Ik.  En  los  escritos  de  acusación  y  defensa  se  pro- 
pondrá por  medio  de  otrosíes  la  justificación  de  los  cargos 
y  de  las  esculpaciones  del  acusado,  y  en  seguida  se  recibirá 
la  causa  á  prueba  por  un  breve  término,  que  nunca  podrá 
esceder,  aunque  se  prorogue,  de  20  dias. 

Art.  15.  Hecha  la  prueba,  el  juez,  dentro  del  término  de 
seis  dias ,  dictará  sentencia  con  citación  y  con  arreglo  á  esta 
ley,  y  al  mismo  tiempo  mandará  emplazar  al  procesado 
para  ante  el  tribunal  superior. 

Art.  16.  En  el  acto  del  emplazamiento  se  requerirá  al 
procesado  para  que  nombre  procurador  y  abogado  de  la  au- 
diencia del  territorio,  con  la  prevención  de  que  si  no  lo  hace 
se  lo  nombrarán  de  oficio. 

Art.  17.  Seguidamente  se  remitirá  la  causa  al  tribunal 
superior  ;  y  si  no  se  hubieren  hecho  los  nombramientos  de 
procurador  ni  abogado,  se  realizarán  desde  luego  de  oficio. 

Art.  IB.  La  causa  pasará  al  fiscal  y  al  defensor  á  cada  uno 
por  tres  dias ,  y  solo  para  el  objeto  de  instruirse. 

Art.  19.  Devuelta  por  el  defensor,  se  pasará  al  relator,  y 
se  citará  para  la  vista. 

Art.  20.  Hecha  relación  en  el  acto  de  la  vista,  se  informará 
de  palabra  por  el  ministerio  fiscal  y  por  el  defensor,  y  sin 
mas  trámites  se  pronunciará  sentencia. 

Art.  21.  Para  que  haya  sentencia  bastarán  dos  votos  con- 
formes de  tres  magistrados  si  fuere  confirmatoria;  siendo 
revocatoria ,  se  necesitan  tres  votos  conformes  de  magistra- 
dos que  constituyan  mayoría. 

Art.  22.  La  sentencia  de  vista  en  todo  caso  será  ejecutoria. 

Art.  23.  Dictada  la  sentencia  condenatoria  y  trascurridos 
20  dias  desde  su  notificación  sin  haberse  dado  la  fianza  de 
que  trata  el  articulo  7°.,  se  pondrá  al  vago  á  disposición  del 
jefe  político  respectivo  para  que  sea  conducido  á  su  destino, 
sin  perjuicio  de  que  pueda  presentar  la  fianza  mas  adelante 
si  la  encontrare. 

Art.  24.  Los  comprendidos  en  el  artículo  5o.  serán  proce- 
sados con  arreglo  á  los  trámites  de  las  leyes  comunes  desde 
que  contra  ellos  aparezca  suficiente  causa. 

Art.  25.  Si  el  vago  fuere  destinado  à  corrección,  estin- 
guido  el  tiempo  de  su  destino  quedará  sometido  à  la  vigi- 
lancia de  la  autoridad  por  un  plazo  igual  al  tiempo  que  hu- 
biere durado  la  corrección  (1). 

(1  )  Por  lo  que  hace  á  la  república  de  Méjico,  el  decreto  de  5  de 
marzo  de  1828,  declaró  también,  como  el  tít.  51  ,  lib.  12  de  la 
iNov.  Rec,  quiénes  deben  tenerse  por  vagos  y  viciosos,  y  esta- 
bleció sus  penas;  pero  en  cuanto  al  tribunal  que  estableció  para 
conocer  y  determinar  las  causas  sumarísimas  de  esos  reos,  forma- 
do del  alcalde  primero  y  dos  regidores  adjuntos,  debe  tenerse 
presente  el  art.  147  déla  ley  de  25  de  mayo  de  1857  que  hace 
cesar  los  juzgados  especiales,  esceptuando  solamente  los  mercan- 
tiles ,  previniendo  que  los  espedientes  y  causas  que  en  todos  los 
demás  se  hallaren  pendientes,  se  pasen  para  su  continuación  á 
los  tribunales  ó  juzgados  de  que  trata  esa  ley. 

La  circular  de  8  de  agosto  de  1854,  qne  contiene  prevenciones 
en  cuanto  á  vagos,  casas  de  prostitución  y  de  juego  ó  escándalo, 
es  muj  importante ,  y  precaviendo  los  ñivo  los  alegatos  con  que 


46,2o 


VA 


VALE.  El  papel  ó  seguro  que  uno  hace  á  favor  de  otro 
obligándose  á  pagarle  alguna  cantidad  de  dinero.  El  vale 
puede  ser  á  favor  de  persona  determinada,  como  cuando  se 
dice  :  Vale  que  pagaré  á  Pedro  Fernandez,  etc.;  ó  bien  á 
favor  de  persona  indeterminada,  como  cuando  se  dice  : 
Vale  que  pagaré  à  quien  este  me  entregare,  etc.,  en  cuyo 
casóse  llama  vale  ciego.  Yéase  Contrato  literal,  Instrumento 
privado,  Instrumento  ejecutivo  y  Pagaré  á  la  orden. 

VALE  real.  El  papel  que  está  autorizado  por  el  go- 
bierno para  representar  cierta  cantidad  de  dinero,  y  que 
reditúa  un  tanto  por  ciento  á  favor  del  que  le  tiene.  Los  pri- 
meros vales  reales  fueron  creados  en  el  año  de  1780  por 
Carlos  III ,  quien  no  queriendo  esponer  á  los  peligros  de  la 
guerra  las  considerables  cantidades  de  dinero  que  se  halla- 
ban detenidas  en  América,  admitió  la  proposición  de  varias 
casas  de  comercio  que  ofrecieron  entregar  en  la  tesorería 
mayor  nueve  millones  de  pesos  de  128  cuartos  cada  uno, 
en  dinero  efectivo  ó  en  letras  cobrables  en  la  misma  espe- 
cie, por  via  de  empréstito,  á  estinguir  à  voluntad  de  la 
real  hacienda  en  el  término  de  veinte  años ,  con  el  ínteres 
en  cada  uno  de  4  por  100,  formándose  de  dicha  cantidad  é 
importe  de  la  comisión  estipulada  16,500  vales  de  á  600 
pesos  de  128  cuartos  cada  uno  con  el  goce  del  interés  de  un 
real  do  vellón  diario  ó  361  reales  al  año  equivalentes  á  un 
4  por  100.  Posteriormente  con  motivo  de  las  graves  urgen- 
cias de  la  corona  se  han  hecho  otras  varias  creaciones  de 
vales ,  entre  los  cuales  los  uay  de  300  pesos  llamados  medios 
vales,  y  de  150  llamados  vales  chicos. 

Hay  impresa  una  colección  de  las  diferentes  reales  órde- 
nes ó  cédulas  que  se  han  espedido  sobre  este  asunto.  Según 
ellas,  los  vales  reales  son  impresos,  tienen  el  distintivo  de 
ser  dados  por  el  rey,  y  llevan  un  sello  ó  cifra  que  se  ha  de 
variar  todos  lósanos  ;  deben  renovarse  anualmente  al  tiempo 
de  pagarse  los  intereses  á  las  personas  en  cuyo  poder  se 
hallan,  hasta  que  se  eslingan  por  el  gobierno  con  la  reden- 
ción del  capital;  deben  admitirse  en  el  comercio  y  en  las 
tesorerías  y  cajas  reales  como  dinero  efectivo;  pueden  tras- 
mitirse de  unas  personas  á  otras  mediante  endoso  como  las 
letras  de  cambio  ;  han  de  presentarse  por  el  tenedor  á  cierta 
época  de  cada  año  para  que  se  le  paguen  los  intereses  de- 
vengados y  se  haga  la  renovación  en  su  cabeza  para  el  año 
sucesivo ,  bajo  el  concepto  de  que  dejando  pasar  tres  años 
sin  presentarlos  pierde  el  capital  ademas  de  los  intereses  ; 
no  pueden  usarse  ni  trasmitirse  después  del  dia  en  que  cum- 
plen el  año,  bajo  pérdida  del  capital  y  de  los  intereses;  son 
tan  inviolables  como  la  moneda,  de  modo  que  los  falsifica- 
dores de  vales  y  sus  espendedores  están  sujetos  á  las  mis- 
mas penas  que  los  monederos  falsos;  se  consideran  como 
letras  de  cambio,  por  representar  como  estas  un  valor  de- 
terminado ,  y  ser  negociables  en  cualesquiera  contratos,  de 
manera  que  todo  litigio  que  ocurra  sobre  pertenencia  de 
vales  se  ventila  breve  y  sumariamente  y  se  decide  según  la 
práctica  universal  del  comercio  en  las  diferencias  respecti- 
vas á  letras  de  cambio  ;  y  por  fin  deben  estinguirse  ó  amor- 
tizarse por  el  gobierno  con  los  arbitrios  ó  recursos  destina- 
dos al  intento;  leyes  21  ,  22 y  24 ,  til.  15,  lib.  10,  Nov.  llec. 
A  pesar  de  estas  y  otras  disposiciones ,  en  los  contratos  se 
tiene  cuidado  de  pactar  que  los  pagos  han  de  hacer»  en 
oro  ó  plata  con  esclusion  de  los  vales.  Si  por  falta  de  pago 
de  los  deudores  es  necesario  proceder  judicialmente  contra 
sus  bienes,  y  solo  hay  vales  reales  ,  han  de  reducirse  de 
cuenta  de  ellos  ;  y  todos  los  que  por  encargo  ó  comisiones 

quedan  impunes  los  vagos  diciendo  ser  cargadores  ,  corredores , 
comerciantes,  ele,  previno  que  se  tuviesen  muy  presentes,  asi 
para  la  calificación  de  vago  como  para  las  praebas  en  contrario  , 
los  artículos  12  y  14  déla  ley  7,  tít.  51 ,  I>b.  12,  Nov.  Rec.  — 
"Véase  también  el  decreto  de  11  de  octubre  de  1820. 
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particulares  ó  de  la  hacienda  pública  recauden  contribucio- 
nes ó  caudales  ajenos ,  han  de  hacer  precisamente  la  entrega 
á  sus  dueños  en  las  mismas  especies  que  los  recibieron,  y 
no  en  vale. 

VALÍA.  El  aprecio,  estimación  ó  valor  de  alguna  cosa. 
Úsase  en  la  espresion  á  las  valías,  que  es  un  modo  adverbial 
que  significa  al  mayor  precio  de  los  frutos  en  lodo  el  año ,  y 
es  frecuente  en  los  ajustes  y  contratos  de  los  frutos,  espe- 
cialmente de  los  granos. 

VALIMIENTO.  El  tributo  ó  servicio  que  el  rey  man- 
daba le  hiciesen  sus  subditos  de  alguna  parte  de  sus  bienes 
ó  rentas  para  alguna  urgencia  por  tiempo  determinado. 

VALOR.  El  precio  que  se  regula  correspondiente  é  igual 
á  la  estimación  de  alguna  cosa;  —  y  el  rédito  ,  fruto  ó  pro- 
ducto de  alguna  hacienda,  estado  ó  empleo.  Véase  Letra  de 
cambio. 

VALVASOR.  En  el  régimen  feudal  se  llamaba  así  el 
noble  de  un  orden  inferior  que  tenia  feudo  recibido  de  otro 
noble  superior. 

VARA.  El  bastoncillo  que  por  insignia  de  jurisdicción 
traen  los  ministros  de  justicia  en  la  mano  para  ser  conocidos 
y  respetados;  y  en  él  está  señalada  una  cruz  en  la  parte  su- 
perior para  tomar  en  ella  los  juramentos,  por  lo  que  suele 
decirse  jurar  en  vara  de  justicia  :  también  significa  la  misma 
jurisdicción  de  que  dicha  vara  es  insignia.  Llámase  igual- 
mente vara  cierto  instrumento  formado  de  madera  ú  otra 
materia  que  sirve  de  medida  usual  para  el  trato  y  comercio, 
y  está  graduado  con  varias  señales  que  notan  la  longitud  de 
tres  pies,  dividida  en  mitad,  cuarta,  y  media  cuarta  ú 
ochava  ,  y  media  ochava,  como  también  en  tercias,  medias 
tercias  ó  sesmas,  y  medias  sesmas.  Véase  Medida. 

VARIANTE.  Dícese  del  testigo  que  se  contradice  ó 
muda  de  respuesta.  Véase  Testigo. 

VARÓN.  El  que  es  del  sexo  masculino.  La  condición  de 
los  varones  es  en  muchas  cosas  mas  ventajosa  que  la  de  las 
hembras  :  In  mullis  juris  noslri  articulis  delerior  est  condi- 
tio  fœminarum  quàm  masculorum.  Así  es  que  las  mujeres 
no  se  admiten  á  los  cargos  públicos,  ni  á  la  sucesión  de  la 
mayor  parte  de  los  mayorazgos,  guia  scilicel  per  mares, 
non  vero  per  fœminas  nomen  et  familia  propagatur  ;  y 
cuando  en  un  mismo  parlo  nacen  un  varón  y  una  hembra , 
sin  saberse  quién  nació  primero  ,  se  reputa  haber  nacido 
antes  el  varón,  ley  12  ,  lit.  55  ,  Part.  7,  quien  por  consi- 
guiente es  el  primogénito  y  goza  de  los  derechos  que  como  á 
tal  le  correspondan.  Véase  Hombre  y  Mujer. 

VASALLAJE.  La  servidumbre  ,  dependencia  ó  suje- 
ción del  vasallo  á  su  señor;  —  la  fe  y  homenaje  que  le  rin- 
de ,  y  el  tributo  que  le  paga  en  reconocimiento. 

VASALLO.  El  que  reconoce  á  otro  como  á  su  señor;  el 
feudatario;  y  el  que  tenia  acostamiento,  esto  es,  sueldo  ó  , 
estipendio  del  rey  para  servirle  con  cierto  número  de  lanzas. 
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VECINDAD.  La  razón  ó  calidad  de  vecino  que  uno  tiene 
en  un  pueblo  por  la  habitación  ó  domicilio  en  el  tiempo 
determinado  por  la  ley.  En  algunas  partes  hay  media  vecin- 
dad ,  que  es  el  derecho  de  aprovecharse  con  los  ganados  de 
os  pastos  del  pueblo  en  que  no  se  reside  ,  pagando  la  mi- 
tad de  las  contribuciones  que  sus  vecinos. 

VECINO.  El  que  tiene  establecido  su  domicilio  en  algún 
pueblo  con  ánimo  de  permanecer  en  él.  Este  ánimo  se  re- 
puta probado  por  el  trascurso  de  diez  años  ó  por  otros  he- 
chos que  lo  manifiesten  ,  como  si  uno  vende  sus  posesiones 
en  un  lugar  y  compra  otras  en  aquel  adonde  trasfiere  su  ha- 
bitación ;  ley  2,  til.  24,  Part,  h, ley  6,  tit.  U,lib.  7,  Nov.  Ree. 
Los  vecinos  de  cualquier  pueblo  pueden  pasarse  á  otros  y 
avecindarse  en  ellos  con  sus  bienes   y  hacienda,  sin  que 


nadie  pueda  impedirlo;  y  los  que  tuvieren  sus  haciendas  en 
otros  por  compra  ,  donación  ,  herencia  ú  otro  título,  deben 
pagar  por  ellas  los  pechos  pedidos  y  derechos  en  los  lugares 
donde  las  tuvieren  y  no  en  los  de  su  vecindad,  sin  embargo 
de  cualquiera  uso,  costumbre,  razón  ó  causa  que  haya  en 
contrario.  Los  vecinos  de  cada  pueblo  están  sujetos  á  los 
cargos  y   tributos  vecinales  del  mismo;   disfrutan  de  los 
pastos ,   aprovechamientos  y  demás  derechos  que  como  á 
tales  les  corresponden  con   esclusion  de  los  forasteros  y 
transeúntes;  y  solos  ellos  deben  tener  los  oficios  de  concejo, 
como   regimientos,  escribanías,  mayordomías y  fieldades, 
con  tal  que  sean  naturales  del  reino  (1). 
Se  considera  vecino  el  estranjero,  si  obtiene  privilegio 
.   de  naturaleza;  si  se  convierte  en  este  reino  á  la  fe  católica 
y  establece  su  domicilio;  si  pide  y  obtiene  vecindad  en  al- 
gún pueblo;  si  se  casa  con  mujer  natural  y  fija  su  habita- 
ción ;  si  se  arraiga  comprando  ó  adquiriendo  de  otro  modo 
bienes  raices  ,  ó  viene  á  morar  y  ejercer  oficios  mecánicos  , 
ó  tiene  tienda  en  que  vende  por  menor  ;  si  obtiene  en  el 
concejo  oficios  públicos  y  honoríficos  ó  cargos  de  cualquiera 
clase  que  solo  pueden  desempeñar  los  naturales,  ó  goza  de 
los  pastos  y  comodidades  propias  de  los  vecinos;  si  ha  mo- 
rado diez  años  con  casa  poblada;  y  por  fin  siempre  que  con- 
forme á  las  leyes  adquiere  naturaleza;  bajo  el  supuesto  de 
que  en  todos  estos  casos  está  obligado  á  las  mismas  cargas 
que  los  naturales  por  participar  desús  utilidades;  ley1-!, 
lit.  5  ,  lib.  7,  Nov.  Rec,  ley  1 ,  lit.  11 ,  lib.  6,  y  leyes  Ï ,  2  y 
3,  lit.  ih,  lib.  i,  Nov.  Rec.  V ease  Domicilio  y  Naturaleza. 

VEDA.  La  prohibición  establecida  por  ley  ó  costumbre 
de  hacer  alguna  cosa ,  como  de  cazar,  pescar,  ó  entrar  con 
los  ganados  en  lugares  adehesados  ó  acolados,  y  el  espacio 
de  tiempo  en  que  dura  la  prohibición.  Véase  Caza  y  Pesca. 
VEEDOR.  El  perito  ó  esperto  que  está  señalado  por  ofi- 
cio en  las  ciudades  y  villas  para  reconocer  si  son  conformes 
á  ley  ú  ordenanza  las  obras  de  cualquier  gremio  ú  oficinas  de 
bastimentos.  Véase  Oficio. 

VEGUER.  En  la  corona  de  Aragon  era  el  juez  ó* alcalde 
ordinario  de  un  partido  ó  territorio;  y  veguería  era  el  dis- 
trito á  que  se  estendia  su  jurisdicción.  Veguer  viene  de  la 
palabra  latina  vicarius. 

VEJEZ.  Edad  de  la  vida  que  empieza  á  los  sesenta  años. 
Véase  Edad. 

VELA.  Suele  decirse  que  una  cosa  se  ha  de  vender  ó 
arrendar  á  vela  y  pregón,  para  dar  á  entender  que  se  ha  do 
verificar  la  venta  ó  arrendamiento  en  pública  subasta,  con 
los  pregones  correspondientes,  y  mientras  dura  la  vela  ó 
velas  que  están  encendidas  hasta  que.se  concluye  el  re- 
mate. 

VELACIÓN.  La  bendición  nupcial  que  previene  la  Igle- 
sia hayan  de  recibir  los  desposados.  Esta  palabra  viene  del 
verbo  latino  velare  que  significa  cubrir,  porque  entre  las  ce- 
remonias que  se  prescriben  por  el  ritual  eclesiástico  para  la 
bendición  nupcial ,  es  una  el  cubrir  la  cabeza  de  la  esposa 
y  los  hombros  del  esposo  con  una  banda  ó  cinta  como  señal 
ó  símbolo  de  la  union  ó  vínculo  matrimonial.  La  velación  ó 
bendición  nupcial  no  se  confiere  en  todos  los  tiempos  del 
año,  pues  se  omite  ó  suspende  desde  el  principio  de  Ad-< 

(1)  Los  arts.  \k  y  io  de  la  Ia.  ley  conslit.  de  Méjico  determi- 
ron  que  para  adquirir  !a  vecindad  ,  cía  necesario  residir  conti- 
nuamente en  un  lugar  por  espacio  de  dos  años,  establecer  en  él 
casa  ,  trato  ó  industria  provechosa  ,  y  manifestar  á  la  autoridad 
municipal  la  resolución  de  fijar  allí  su  domicilio,  bastando  para 
perderla  ,  después  3e  adquirida,  el  mero  hecho  de  levantar  la  ca- 
sa, líalo  ó  giro,  estableciéndolo  en  otra  parle.  Sin  embargo  el  si- 
lencio de  las  Bíiscs  de  organización  políticade  12  de  junio  de  1845 
denota  ,  que  este  punió  queda  encomendado  á  las  Asambleas  de- 
partamentales, según  el  §  10  de  su  orí  154. 
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viento  hasta  la  Epifanía  ,  y  desde  el  dia  de  Ceniza  hasta  la 
octava  de  Pascua  inclusive,  porque  estas  épocas  están  des- 
tinadas por  la  Iglesia  para  la  penitencia  y  oración.  Mas  la 
velación  no  influye  en  la  esencia  del  matrimonio  ;  y  así  es 
que  este  puede  contraerse  aun  en  las  épocas  en. que  están 
cerradas  las  velaciones,  las  cuales  sedan  después  cuando 
están  abiertas  á  los  que  se  han  casado  mientras  estaban  cer- 
radas ó  prohibidas ,  bien  que  antiguamente  no  se  entregaba 
la  novia  al  marido  sino  después  de  velada.  Conc.  Trid.,  sess. 
24  de  reformât,  malr.,  cap.  10  (1)  ;  leyes  47  y  48  de  Toro. 

VENACIÓN.  La  c"aza  de  fieras.  Es  uno  de  los  modos 
originarios  de  adquirir  el  dominio  de  las  cosas.  Véase  Caza. 

VENALIDAD.  El  vicio  del  cohecho  ó  soborno.  Véase 
Soborno. 

VENALIDAD  de  los  empleos  públicos.  Montesquieu 
aprueba  la  venalidad  délos  empleos  públicos  en  las  monar- 
quías, porque  ella  produce  el  efecto  de  que  se  haga  como 
un  oficio  de  familia  lo  que  no.se  querría  emprender  por  la 
virtud ,  destina  cada  uno  á  su  deber,  y  hace  mas  permanen- 
tes los  órdenes  del  Estado ,  ademas  de  que  la  casualidad  debe 
daF  mejores  empleados  que  la  elección  del  príncipe  ,  puesto 
que  cuando  los  empleos  no  se  venden  por  reglamento  pú- 
blico, los  venden  del  mismo  modo  la  indigencia  y  codicia 
de  los  cortesanos.  Mas  otros  se  horrorizan  del  monstruo  de 
la  venalidad,  que  suponen  nacido  de  la  prodigalidad  de  los 
reyes  que  llegan  á  caer  en  la  indigencia  y  del  orgullo  de  al- 
gunos ciudadanos  cuyos  padres  tenian  mucho  dinero  ,  no 
estrañando  que  Montesquieu  haya  manchado  su  obra  con  ta- 
les paradojas,  pues  que  su  tio  compró  y  le  dejó  el  empleo 
de  presidente  en  una  provincia.  Mas  vale ,  dice  un  juriscon- 
sulto ,  apoderarse  de  los  bienes  de  todos  los  conventos  y  de 
la  plata  de  todas  las  iglesias ,  que  vender  los  empleos  de  jus- 
ticia. Comprar  una  plaza  en  el  ejército ,  dice  un  militar,  es 
comprar  el  derecho  de  llevar  los  hombres  á  la  matanza 
cuando  no  se  tiene  talento  para  conducirlos  á  la  victoria. 
Sin  embargo  en  el  ejército  inglés  se  venden  las  plazas  de 
oficiales ,  y  con  dificultad  habrá  un  ejército  europeo  ,  donde 
se  vean  oficiales  tan  valientes  y  pundonorosos.  Yéase  Oficio 
publico. 

VENDEDOR.  El  que  traspasa  á  otro  la  propiedad  de 
alguna  cosa  que  posee  mediante  el  precio  convenido.  Las 
obligaciones  y  derechos  del  comprador  son  en  sentido  in- 
verso derechos  y  obligaciones  del  vendedor. 

VENDIMIA.  En  real  orden  circular  de  20  de  febrero 
último,  espedida  en  confirmación  de  otra  de  29  de  noviem- 
bre de  185 1,  se  autorizó  à  los  cosecheros  de  uva  de  todas  las 
provincias  de  la  península  para  que  den  principio  libre- 
mente ala  vendimia  en  la  época  y  forma  que  crean  conve- 
niente, sin  que  las  justicias  de  los  pueblos  intervengan  de 
manera  alguna  bajo  prelesto  de  costumbre  ó  por  cualquiera 
otra  razón:  pero  habiéndose  recibido  varias  reclamaciones 
de  los  pueblos,  manifestando  que  si  bien  aquella  soberana 
determinación  es  útilísima  y  justa  en  lo  general,  no  por  eso 
deja  de  ser  perjudicial  en  algunos  casos  particulares  ;  S.  M. 

(1)  El  conc.  de  Trento  en  el  lugar  que  se  cita  dice  :  Prœterea 
rade  m  sancta  Synodus  hortatur,  ut  conjuges  ante  benedictionem 
tacerdolalem,  in  templo  suscipiendam ,  in  eadem  domo  non  coha- 
bitent :  staluitque  benedictionem  à  proprio  Parocho  fieri.  Y  el  ca- 
non 11  déla  misma  sesión  previene  sea  escomulgado  el  que  conde- 
nare las  bendiciones  y  otras  ceremonias  de  que  usa  la  Iglesia  en 
los  matrimonios. 

Ténganse  presentes  las  dos  importantes  leyes  de  Toro  47  y  48, 
que  no  debia  omitir  Escriche  en  este  articulo.  La  47  establece 
que  el  bijo  ó  hija  casado,  velado  ,  sea  habido  por  emancipado  en 
todas  las  cosas  para  siempre.  La  48  dice  :  Mandamos  que  de 
aquí  adelante  el  hijo  ó  hija  casándose  ,  velándose,  se  hayan  para 
si  el  usufructo  de  todos  sus  bienes  adventicios etc. 


la  Reina  Gobernadora ,  queriendo  evitar  los  inconvenientes 
que  pudiera  ofrecer  la  aplicación  uniforme  de  la  citada  real 
orden  en  las  diferentes  provincias,  se  ha  servido  resolver 
que  se  cumpla  rigorosamente  en  aquellas  que  presentan  la 
propiedad  rural  repartida  de  tal  suerte,  que  los  pagos  y 
cuarteles  de  viñas  tienen  servidumbre  independiente  unos 
de  otros  ;  menos  cuando  se  hallen  cerradas  bajo  un  mismo 
coto  las  pertenecientes  á  varios  dueños,  en  cuyo  caso  es  la 
voluntad  de  S.  M.  que  continúe  observándose  en  las  vendi- 
mias y  demás  labores  de  este  ramo  de  agricultura  la  prác- 
tica establecida  hasta  ahora,  ínterin  se  promulga  una  ley 
de  acotamientos  y  servidumbres  rurales.  Madrid  31  de 
agosto  de  1854. 

VENENO.  Cualquier  sustancia  ó  materia  que  tomada  ó 
aplicada  en  cortísima  cantidad  altera  tanto  la  economía  ani- 
mal ,  que  produce  efectos  casi  siempre  mortales.  Según  las 
leyes  del  Fuero  Juzgo,  el  que  mataba  á  otro  con  veneno  man- 
tenent  debía  ser  lormientado....  ¿morir  mala  muerte;  y  si 
escapaba  de  esta  el  envenenado ,  podía  hacer  lo  que  quisiese 
del  envenenador  que  al  efecto  se  ponia  á  su  disposición;  ley  2, 
tít.  2,  lib.  6  del  Fuero  Juzgo.  Según  las  Partidas,  el  matador 
con  veneno  debia  morir  deshonr  adámenle  ,  echándolo  ii  los 
leones, à  deanes  ó  áotras  bestiasbravas  que  lo  matasen;  ley  7, 
til.  8,  Part.  7.  En  el  dia  el  envenenador  incurre  en  las  pe- 
nas del  homicidio  alevoso  que  pueden  verse  en  el  artículo 
Homicidio  voluntario  ;  teniéndose  entendido  que  es  tratado 
como  homicida  no  solo  el  que  mata  á  otro  con  veneno ,  sino 
también  el  que  con  esta  intención  compra  ó  vende  veneno , 
ó  manifiesta  el  modo  de  darle  fuerza,  ó  se  la  da  efectiva- 
mente ,  aunque  después  de  intentado  el  delito  no  se  haya 
podido  consumar.  Pero  es  necesario  tener  presente  que  es 
muy  difícil  hacer  constar  el  delito  de  envenenamiento  ,  se- 
gún afirman  los  mas  célebres  facultativos  ;  porque  el  modo 
con  que  obran  los  cuerpos  que  llamamos  venenos  es  á  veces 
común  á  los  que  llamamos  medicamentos  y  aun  á  los  ali- 
mentos mismos,  los  cuales  producen  mas  de  una  vez  en  cier- 
tos sugetos  los  efectos  que  en  otros  causan  los  venenos  ;  por- 
que las  sustancias  mas  inocentes  pueden  convertirse  en 
venenos  para  el  cuerpo  humano  en  ciertas  circunstancias  ; 
porque  dentro  de  nosotros  mismos  hay  una  multitud  de  cau- 
sas mortíferas  que  amenazan  continuamente  á  nuestra  exis- 
tencia y  pueden  confundirse  con  los  síntomas  de  los  venenos 
estemos;  y  porque  es  muy  erróneo  el  método  que  observa- 
ban nuestros  mayores  y  que  aun  observan  muchos  en  el  dia 
de  hacer  la  prueba  de  los  venenos  verdaderos  ó  supuestos 
en  los  animales.  Yéase  Aborto  y  Envenenamiento. 

VENEZUELA.  Antigua  capitanía  general  ultramarina 
de  España  ,  y  ahora  república  independiente  de  aquel  pais. 
Los  antiguos  lazos  que  unian  á  las  dos  naciones  y  los  que 
ahora  unen  á  los  Españoles  y  Venezolanos ,  nos  hacen  mirar 
con  tanto  interés  el  tratado  de  reconocimiento  ,  paz  y  amis- 
tad celebrado  entre  los  gobiernos  de  ambos  países,  que  no 
podemos  menos  de  considerar  de  suma  utilidad  los  artículos 
de  dicho  tratado  hecho  en  Madrid  á  50  de  marzo  de  1845  y 
consentido  y  aprobado  en  Caracas  á  26  de  mayo  del  mis- 
mo año. 

Artículo  Io.  S.  M.  C.  usando  de  la  facultad  que  le  com- 
pete por  decreto  de  las  Cortes  generales  del  reino  de  4  de 
diciembre  de  1856,  renuncia  por  sí,  sus  herederos  y  suceso- 
res la  soberanía,  derechos  y  acciones  que  le  corresponden 
sobre  el  territorio  americano,  conocido  bajo  el  antiguo  nom- 
bre de  capitanía  general  de  Venezuela ,  hoy  república  de 
Venezuela.  _ 

Art.  2o.  A  consecuencia  de  esta  renuncia  y  cesión,  S.M.  C. 
reconoce  como  nación  libre,  soberana  é  independíentela 
república  de  Venezuela  ,  compuesta  de  las  provincias  y  ter- 
ritorios espresados  en  su  Constitución  y  demás  leyes  poste- 
riores ,  á  saber  :  Margarita ,  Guayana,  Cumaná  ,  Barcelona, 
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Caracas ,  Carabobo ,  Barquisimeto ,  Barinas  ,  Apure,  Mérida, 
Trujillo ,  Coro  y  Maracaibe  ,  y  otros  cualesquiera  territorios 
ó  islas  que  puedan  corresponderle. 

Art.  5o.  Habrá  total  olvido  de  lo  pasado  y  una  amnistía 
general  y  completa  para  todos  los  ciudadanos  de  la  repúbli- 
ca de  Venezuela  y  los  Españoles,  sin  escepcion  alguna, 
cualquiera  que  haya  sido  el  partido  que  hubiesen  seguido 
durante  las  guerras  y  disensiones  felizmente  terminadas  por 
el  presente  tratado. 

Esta  amnistía  se  estipula  y  ha  de  darse  por  la  alta  inter- 
posición de  S.  M.  C.  en  prueba  del  deseo  que  la  anima  de 
cimentar  sobre  principios  de  benevolencia  ¡a  paz,  union  y 
estrecha  amistad  que  desde  ahora  para  siempre  han  de  con- 
servarse entre  sus  subditos  y  los  ciudadanos  de  la  república 
de  Venezuela. 

Art.  U°.  La  república  de  Venezuela  y  S.  M.  C.  se  convie- 
nen en  que  los  ciudadanos  y  subditos  respectivos  de  ambas 
naciones  conserven  espeditos  y  libres  sus  derechos  para  re- 
clamar y  obtener  justicia  y  plena  satisfacción  de  las  deudas 
contraídas  entre  sí  bona  fide,  como  también  en  que  no  se 
les  ponga  por  parte  de  la  autoridad  pública  ningún  obstá- 
culo ni  impedimento  en  los  derechos  que  puedan  alegar  por 
razón  de  matrimonio,  herencia  por  testamento  ó  ab  intes- 
tato ,  sucesión  ó  por  cualquier  otro  título  de  adquisición 
reconocido  por  las  leyes  del  pais  en  que  tenga  lugar  la 
reclamación. 

Art.  5o.  La  república  de  Venezuela ,  animada  de  senti- 
mientos de  justicia  y  equidad  ,  reconoce  espontáneamente 
como  deuda  nacional  consolidable  la  suma  á  que  asciende  la 
deuda  de  tesorería  del  gobierno  español  que  conste  registrada 
en  los  libros  de  cuenta  y  razón  de  las  tesorerías  de  la  anti- 
gua capitanía  general  de  Venezuela  ó  que  resulte  por  otro 
medio  legítimo  y  equivalente;  mas  siendo  difícil  por  las  pe- 
culiares circunstancias  de  la  república  y  la  desastrosa  guer- 
ra ya  felizmente  terminada  fijar  definitivamente  este  punto, 
y  anhelando  ambas  partes  concluir  cuanto  antes  este  tratado 
de  paz  y  amistad  como  reclaman  los  intereses  comunes,  han 
convenido  en  dejar  su  resolución  para  un  arreglo  posterior. 
Debe  entenderse,  sin  embargo,  que  las  cantidades  que  se- 
gún dicho  arreglo  resulten  calificadas  y  admitidas  como  de 
legítimo  pago,  mientras  este  no  se  verifique,  ganarán  el  5 
por  100  de  interés  anual,  empezándose  á  contar  desde  un 
año  después  de  canjeadas  las  ratificaciones  del  presente  Ira- 
lado  ,  y  quedando  sujeta  esta  deuda  á  las  reglas  generales 
establecidas  en  la  república  sobre  la  materia. 

Art.  6o.  Todos  los  bienes  muebles  ó  inmuebles  ,  alhajas, 
dinero  ú  otros  efectos  de  cualquier  especie  que  hubieren  sido 
con  motivo  de  la  guerra  secuestrados  ó  confiscados  á  ciuda- 
danos de  la  república  de  Venezuela  ó  subditos  de  S.  M.  C.  y 
se  hallaren  todavía  en  poder  ó  á  disposición  del  gobierno  en 
cuyo  nombre  se  hizo  el  secuestro  ó  la  confiscación  ,  serán 
inmediatamente  restituidos  á  sus  antiguos  dueños  ó  á  sus  he- 
rederos ó  legítimos  representantes,  sin  que  ninguno  de  ellos 
tenga  nunca  acción  para  reclamar  cosa  alguna  por  razón  de 
los  productos  que  dichos  bienes  hayan  rendido  ó  podido  y 
debido  rendir  desde  el  secuestro  ó  confiscación. 

Art.  7o.  Así  los  desperfectos,  como  las  mejoras  que  en 
tales  bienes  haya  habido  desde  entonces  por  cualquier  causa, 
no  podrán  tampoco  reclamarse  por  una  ni  por  otra  parte. 

Art.  8o.  A  los  dueños  de  aquellos  bienes  ,  muebles  ó  in- 
muebles, que  habiendo  sido  secuestrados  ó  confiscados  por 
el  gobierno  de  la  república ,  han  sido  después  vendidos,  ad- 
•udicados  ó  que  de  cualquier  modo  haya  dispuesto  de  ellos 
el  gobierno,  se  les  dará  por  e"sle  la  indemnización  compe- 
tente. Esta  indemnización  se  hará  á  elección  de  los  dueños , 
sus  herederos  ó  representantes  legítimos ,  en  papel  de  la 
deuda  consolidable  de  la  república  ,  ganando  el  ínteres  de 
3  por  100  anual ,  el  cual  empezará  á  correr  al  cumplirse  el 


año  después  de  canjeadas  las  ratificaciones  del  presente 
tratado ,  siguiendo  desde  esta  fecha  la  suerte  de  los  demás 
acreedores  de  igual  especie  de  la  república ,  ó  en  tierras 
pertenecientes  al  Estado.  Tanto  para  la  indemnización  en  el 
papel  espresado  como  en  tierras,  se  atenderá  al  valor  que 
los  bienes  confiscados  tenían  al  tiempo  del  secuestro  ó  con- 
fisco :  precediéndose  en  todo  de  buena  fe  y  de  un  modo 
amigable  y  no  judicial  para  evitar  todo  motivo  de  disgusto 
entre  los  subditos  de  ambos  países,  y  probar  al  contrario 
el  mutuo  deseo  de  paz  y  fraternidad  de  que  lodos  se  hallan 
animados. 

Art.  9o.  Si  la  indemnización  tuviere  lugar  en  papel  de  la 
deuda  consolidable  se  dará  por  el  gobierno  de  la  república 
un  documento  de  crédito  contra  el  Estado,  que  ganará  el 
interés  espresado  desde  la  época  que  se  fija  en  el  artículo 
anterior,  aunque  el  documento  fuese  espedido  con  posterio- 
ridad á  ella  ;  y  si  se  verifica  en  tierras  públicas  después  del 
año  siguiente  al  canje  de  las  ratificaciones ,  se  añadirá  al 
valor  de  las  tierras  que  se  dan  en  indemnización  de  los 
bienes  perdidos  ,  la  cantidad  de  tierras  mas  que  se  calcule 
equivalente  al  rédito  de  las  primitivas ,  si  se  hubieren  estas 
entregado  dentro  del  año  siguiente  al  referido  canje  ó  antes, 
en  términos  que  la  indemnización  sea  efectiva  y  completa 
cuando  se  realice. 

Art.  10.  Los  ciudadanos  de  la  república  de  Venezuela  ó 
subditos  españoles  que  en  virtud  de  lo  estipulado  en  los  ar- 
tículos anteriores  tengan  alguna  reclamación  que  hacer  ante 
uno  ú  otro  gobierno,  la  presentarán  en  el  término  de  cuatro 
años  coatados  desde  el  canje  de  las  ratificaciones  del  pre- 
sente tratado,  acompañando  una  relación  sucinta  de  los  he- 
chos ,  apoyada  en  documentos  fehacientes  que  justifiquen  la 
legitimidad  de  la  demanda  ;  y  pasados  dichos  cuatro  años 
no  se  admitirán  nuevas  reclamaciones  de  esta  clase  bajo  pre- 
testo  alguno. 

Art.  11.  Para  alejar  todo  motivo  de  discordia  sobre  la 
inteligencia  y  exacta  ejecución  de  los  artículos  que  ante- 
ceden ,  ambas  partes  contratantes  declaran  que  no  harán 
recíprocamente  reclamación  alguna  por  daños  ó  perjuicios 
causados  por  la  guerra  ni  por  ningún  otro  concepto,  limi- 
tándose á  las  espresadas  en  este  tratado. 

Art.  12.  Animadas  de  este  mismo  espíritu  y  con  el  fin  de 
evitar  lodo  motivo  de  queja  ó  de  reclamación  en  lo  sucesivo, 
ambas  partes  prometen  recíprocamente  no  consentir  que 
desde  sus  respectivos  territorios  se  conspire  contra  la  segu- 
ridad y  tranquilidad  del  otro  Estado  y  sus  dependencias, 
impidiendo  cualquiera  espedicion  que  se  prepare  con  tan 
dañado  objeto  ,  y  empleando  contra  las  personas  culpables 
de  semejante  intento  los  recursos  mas  eficaces  que  con- 
sientan las  leyes  de  cada  país. 

Art.  13.  Para  borrar  de  una  vez  todo  vestigio  de  division 
entre  los  subditos  de  ambos  países,  tan  unidos  hoy  por  los 
vínculos  de  origen  ,  religion,  lengua,  costumbres  y  aféelos, 
convienen  ambas  partes  contratantes: 

Io.  En  que  los  españoles  que  por  motivos  particulares 
hayan  residido  en  la  república  de  Venezuela  y  adoptado 
aquella  nacionalidad  ,  puedan  volver  á  tomar  la  suya  pri- 
miliva,  dándoles  para  usar  de  este  derecho  el  plazo  do  un 
año,  contado  desde  el  dia  del  canje  de  las  ratificaciones  dol 
presente  tratado.  El  modo  de  verificarlo  será  haciéndose  ins- 
cribir en  el  registro  de  españoles  que  deberá  abrirse  ca  la 
Legación  ó  Consulado  de  España  que  se  establezca  en  la 
república  á  consecuencia  de  este  tratado,  y  se  dará  parle 
al  gobierno  de  la  misma  para  su  debido  conocimiento,  del 
número,  profesión  ú  ocupación  de  los  que  resulten  españolea 
en  el  registro  el  día  que  se  cierre  después  de  espirar  el 
plazo  señalado.  Pasado  este  término  ,  solo  se  considerarán 
españoles  los  procedentes  de  España  y  sus  dominios  y  los 
que  por  su  nacionalidad  lleven  pasaporte  do  autoridades 
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españolas  y  se  hagan  inscribir  en  dicho  registro  desde  su 
llegada. 

2o.  Los  Venezolanos  en  España  y  los  Españoles  en  Vene- 
zuela podrán  poseer  libremente  toda  clase  de  bienes  muebles 
ó  inmuebles,  tener  establecimientos  de  cualquier  especie, 
ejercer  todo  género  de  industria  y  comercio  por  mayor  y 
menor,  considerándose  en  cada  pais  como  subditos  nacio- 
nales los  que  así  se  establezcan  ,  y  como  tales  sujetos  á  las 
leyes  comunes  del  pais  donde  posean,  residan  ó  ejerzan  su 
industria  ó  comercio  ;  estraer  del  pais  sus  valores  íntegra- 
mente, disponer  de  ellos,  suceder  por  testamento  ó  ab  in- 
testato,  todo  en  los  mismos  términos  y  bajo  las  mismas  con- 
diciones que  los  naturales. 

Art.  14.  Los  ciudadanos  de  la  república  de  Venezuela  en 
España  y  los  subditos  españoles  en  Venezuela  no  estarán 
sujetos  al  servicio  del  ejército,  armada  y  milicia  nacional , 
y  estarán  esentos  de  todo  préstamo  forzoso  ,  pagando  solo 
por  los  bienes  de  que  sean  dueños  ó  industrias  que  ejerzan 
las  mismas  contribuciones  que  los  naturales  del  pais. 

Art.  ib.  La  república  de  Venezuela  y  S.  M.  C.  convienen 
en  proceder  con  la  posible  brevedad  á  ajustar  un  tratado  de 
comercio  sobre  principios  de  recíproca  utilidad  y  ventajas. 

Art.  16.  A  Gn  de  facilitar  las  relaciones  comerciales  entre 
uno  y  otro  Estado ,  los  buques  mercantes  de  cada  pais  serán 
admitidos  en  los  puertos  del  otro  con  iguales  ventajas  que 
gócenlos  délas  naciones  mas  favorecidas;  sin  que  se  les 
puedan  exigir  mayores  ni  mas  derechos  de  los  conocidos 
con  el  nombre  de  derechos  de  puerto  que  los  que  aquellas 
paguen. 

Art.  17.  La  república  de  Venezuela  ,  y  S.  M.  C.  gozarán 
de  la  facultad  de  nombrar  agentes  diplomáticos  y  consulares 
el  uno  en  los  dominios  del  otro  ;  y  acreditados  y  reconocidos 
que  sean ,  disfrutarán  de  las  franquicias,  privilegios  é  inmu- 
nidades de  que  gocen  los  de  las  naciones  mas  favorecidas. 

Art.  18.  Los  cónsules  y  vice-cónsules  de  la  república  do 
Venezuela  en  España  ,  y  los  de  España  en  Venezuela,  inter- 
vendrán en  las  sucesiones  de  los  subditos  de  cada  pais,  esta- 
blecidos ,  residentes  ó  transeúntes  en  el  territorio  del  otro 
por  (estamento  ó  ab  intestato  ;  así  como  en  los  casos  de  nau- 
fragio ó  desastre  de  buques,  podrán  espedir  y  visar  pasa- 
portes á  los  subditos  respectivos  y  ejercer  las  demás  fun- 
ciones propias  de  su  cargo. 

Art.  19.  Deseando  la  república  de  Venezuela  y  S.  M.  C. 
conservar  la  paz  y  buena  armonía  que  felizmente  acaban  de 
restablecer  por  el  presente  tratado ,  declaran  solemne  y  for- 
malmente : 

Io.  Que  cualquier  ventaja  que  adquieran  en  virtud  de  los 
artículos  anteriores,  es  y  debe  entenderse  como  una  com- 
pensación de  los  beneficios  que  mutuamente  se  confieren 
por  ellos. 

Y  2o.  Que  si  (  lo  que  Dios  no  permita  )  se  interrumpiese 
la  buena  armonía  que  debe  reinar  en  lo  venidero  entre  las 
partes  contratantes,  por  falta  de  inteligencia  délos  artículos 
aquí  convenidos  ó  por  otro  motivo  cualquiera  de  agravio  ó 
queja  ,  ninguna  de  las  partes  podrá  autorizar  actos  de  hosti- 
lidad ó  represalia  por  mar  ó  tierra,  sin  haber  presentado 
antes  á  la  otra  una  memoria  justificativa  de  los  motivos  en 
que  funde  la  queja  ó  agravio  y  negádose  la  correspondiente 
satisfacción. 

VENGANZA.  La  satisfacción  que  se  toma  del  agravio, 
recibido ,  sentimiento  ó  queja. 

Toda  especie  de  satisfacción  produciendo  una  pena  para 
el  delincuente ,  produce  naturalmente  un  placer  de  venganza 
para  el  ofendido.  Este  placer  es  un  provecho ,  escomo  todos 
los  placeres  un  bien  en  sí  mismo,  un  bien  inocente  mientras 
se  coriiene  dentro  de  los  límites  de  la  ley,  un  bien  no  menos 
para  la  sociedad  ;  pues  él  desata  la  lengua  de  los  testigos, 
empeña  al  acusador  en  el  servicio  de  la  justicia  á  pesar  de 


los  disgustos  á  que  se  espone  ,  sobrepuja  la  compasión  pú- 
blica en  el  castigo  de  los  delincuentes  y  hace  andar  las  ruedas 
de  las  leyes. 

Sin  duda  son  odiosos  y  deben  serlo  aquellos  caracteres 
implacables  que  con  ninguna  satisfacción  se  contentan  :  el 
olvido  de  las  injurias  es  una  virtud  necesaria  á  la  huma- 
nidad ;  pero  es  una  virtud  cuando  la  justicia  ha  hecho  su 
deber  dando  ó  negando  una  satisfacción.  Antes  de  esto  ,  ol- 
vidar las  injurias  es  convidar  á  cometerlas  ;  no  es  ser  amigo, 
sino  enemigo  de  la  sociedad.  No,  no  es  la  venganza  la 
pasión  mas  peligrosa  del  corazón  humano,  lo  es  sí  la  anti- 
patía ,  lo  es  la  intolerancia,  lo  son  los  odios  que  proceden 
del  orgullo  ,  de  las  preocupaciones ,  de  la  religion  y  de  la 
política. 

Pero  i  qué  se  debe  hacer  para  dar  esta  satisfacción  vindi- 
cativa? Lo  que  exige  la  justicia  para  conseguir  los  fines  do 
las  demás  satisfacciones:  el  mas  pequeño  escedente,  consa- 
grado únicamente  áeste  objeto,  seria  un  mal  sin  provecho: 
imponed  la  pena  que  conviene ,  dándole  sin  añadir  nada  á 
su  gravedad  ciertas  modificaciones  análogas  á  la  posición 
del  ofendido  y  á  la  especie  del  delito  ,  y  la  parte  ofendida 
sacará  el  grado  de  goce  que  permita  su  situación  y  de  que 
sea  suceptible  su  naturaleza. 

VENIA.  La  licencia  que  concede  el  soberano  á  consulta 
del  tribunal  competente  ,  para  que  los  menores  de  veinte  y 
cinco  años  administren  su  hacienda  por  sí  sin  intervención 
del  curador;  ley  11 ,  tít.  b,  lib.  4,  Nov.  Rec;  —  y  el  per- 
miso que  tienen  que  pedir  al  juez  los  descendientes  que  va» 
á  litigar  con  sus  ascendientes,  el  yerno  con  el  suegro,  el 
discípulo  con  el  maestro,  el  entenado  con  la  madrastra  ,  el 
ahijado  con  el  padrino  de  bautismo,  el  discípulo  con  el 
maestro  ,  el  parroquiano  con  el  párroco ,  el  liberto  con  su 
patrono ,  y  el  subdito  con  el  señor  de  quien  es  vasallo  :  esta 
venia  se  pide  en  la  misma  demanda ,  y  viene  á  ser  una  mera 
fórmula;  leyZ,  til.  2,  Part.  3.  Véase  Dispensa  y  Actor. 

VENTA.  Un  contrato  consensual  sobre  la  entrega  de 
una  cosa  por  cierto  precio.  Tres  son  las  cosas  esenciales  á 
la  venta,  á  saber,  una  cosa  vendida ,  el  precio  de  esta  cosa , 
y  el  consentimiento  de  las  partes  :  res ,  pretium  et  consensus. 
El  contrato  de  venta  lomó  su  origen  de  la  permuta  ,  como 
lo  manifiesta  la  ley  romana  :  Origo  emendi  vendendique  à 
permulalionibus  cœpit.  En  efecto,  antes  de  la  introducción 
de  la  moneda ,  que  es  el  signo  representativo  del  valor  de 
todas  las  cosas,  no  podia  uno  adquirir  una  cosa  sino  ce- 
diendo en  su  lugar  otra  que  le  era  superflua  ó  menos  útil 
que  la  que  deseaba  procurarse;  y  por  eso  se  aplican  á  la 
permuta  la  mayor  parte  de  las  reglas  de  la  venta.  Véase 
el  artículo  siguiente  hasta  el  n.  IX. 

VENTA.  Un  contrato  por  el  cual  una  de  las  partes  se 
obliga  á  entregar  alguna  cosa  y  la  otra  á  pagar  su  precio; 
ley  1,  til.  b ,  Part.  5.  El  contrato  de  venta  es  sinalagmático , 
conmutativo  y  á  título  oneroso;  y  puede  hacerse  por  escri- 
tura pública  ó  privada  y  aun  sin  ella ,  así  entre  ausentes 
como  entre  presentes,  por  carta  ó  procurador,  pura  ó  sim- 
plemente, ó  bajo  condición ,  sea  suspensiva, sea  resolutoria; 
leyes  6,  8,  23,  38,  hasta  lakS,  lit.  b,  Pari.  S. 

I.  Se  perfecciona  desde  el  momento  en  que  los  contrayen- 
tes convienen  en  la  cosa  que  se  ha  de  vender,  su  precio  y 
demás  circunstancias ,  ley  6 ,  lit.  b  ,  Part,  b  ;  de  modo  que 
el  comprador  que  paga  el  precio  se  hace  acreedor  de  la  cosa 
vendida;  y  el  vendedor  deudor  de  ella,  desde  la  perfección 
del  contrato  :  por  lo  mismo  desde  luego  y  aun  antes  de  ve- 
rificarse la  entrega  pertenecen  al  primero  los  frutos,  mejo- 
ras ó  deterioro  de  la  cosa  ;  pero  si  hubiesen  estipulado  que 
se  hiciese  escritura,  no  se  entenderá  perfeccionado  el  con- 
trato hasta  que  se  verifique  esta  condición  ;  ley  17,  til.  10, 
lib.  3  del  Fuero  Real,  y  leyes  6  y  23,  tít.  b,  Part.  b. 

II.  Si  los  bienes  vendidos  fuesen  raices,  es  necesario  papa 
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la  validez  del  contrato  que  lávenla  se  haga  en  escritura  pú- 
blica ;  pero  si  fuesen  muebles ,  bastará  en  su  caso  para  ha- 
cer constar  el  consentimiento  de  los  contratantes  que  este 
se  haya  espresado  ante  dos  testigos  idóneos. 

III.  Antes  de  perfeccionado  el  contrato,  esto  es,  cuando 
solo  hay  promesa  confirmada  con  arras,  puede  separarse  ó 
retractarse  cualquiera  de  los  contrayentes,  perdiéndolas  el 
que  las  dio,  y  restituyéndolas  dobladas  el  que  las  recibió  (1); 
mas  después  que  ya  está  perfecto  y  cerrado ,  ya  no  hay  lu- 
gar al  arrepentimiento,  y  no  puede  escusarse  el  vendedor 
de  entregar  la  cosa  ,  aun  cuando  ofrezca  doblado  el  precio 
al  comprador  ;  leyes  6  y  7,  tít.  5,  Part.  5,  y  ley  2,  til.  10, 
lib.  3  del  Fuero  Real.  Véase  Ai-ras. 

IV.  Perfeccionada  la  venta,  pertenece  ya  desde  entonces 
al  comprador,  como  se  ha  dicho,  aun  antes  de  la  antrega , 
todo  el  daño  y  provecho  que  la  cosa  tuviere,  ley  23,  tít.  5, 
Part.  5,  menos  en  los  casos  siguientes  :  l8.  cuando  hubiere 
dolo,  culpa  ó  tardanza  en  el  vendedor,  leyes  23/27,  tít.  y 
Part.  cit.  :  —  2°.  cuando  el  vendedor  tomó  sobre  sí  el  pe- 
ligro ,  ley  39  :  —  3°.  cuando  la  venta  fué  condicional,  pues 
entonces  hasta  que  se  cumpla  la  condición  solo  toca  al  com- 
prador el  detrimento  parcial  ó  mejora  de  la  cosa ,  mas  no  su 
pérdida  ó  destrucción  total,  ley  26  :  —  lí°.  cuando  la  cosa 
vendida  es  de  aquellas  que  se  suelen  gustar,  medir  ó  pesar, 
como  vino  ó  aceite  ;  en  cuyo  caso  no  pertenece  al  comprador 
el  peligró  del  deterioro  ó  pérdida  antes  que  se  gusten,  midan 
ó  pesen  ,  aunque  sí  el  aumento  ó  baja  del  precio ,  respecto 
á  que  la  venta  de  estas  cosas  no  se  entiende  perfecta  en 
cuanto  al  peligro  hasta  que  se  verifica  el  peso  ó  medida  ;  á 
no  ser  que  la  cosa  se  hubiese  vendido  á  ojo  sin  pesarse  ni 
medirse,  ó  que  el  comprador  no  acudiese  á  dicha  operación 
el  dia  señalado  ó  aquel  para  que  se  le  requirió  delante  de 
testigos ,  porque  en  estos  casos  es  el  peligro  del  mismo  com- 
prador, leyes  2ky  2b,  tít.  y  Part.  cit. 

V.  Tres  son  las  cosas,  como  se  ha  dicho,  que  pertenecen 
á  la  sustancia  del  contrato  de  compra-venta  ;  á  saber,  el  con- 
sentimiento del  vendedor  y  del  comprador,  la  cosa  que  se 
vende,  y  el  precio.  Ley  i,  tít.  5  ,  Pari.  5. 

VI.  No  es  válido  el  consentimiento,  si  se  ha  dado  por  er- 
ror, si  se  ha  arrancado  por  fuerza ,  ó  si  se  ha  sorprendido 
por  dolo  ;  leyes  3,  21  y  57,  til.  31,  Parí.  5.  —  El  error  es 
causa  de  nulidad  de  la  venta  cuando  recae  sobre  la  sustan- 
cia misma  de  la  cosa  que  es  su  objeto,  como  si  se  vende  la- 
tón por  oro,  ley  21,  tít.  5,  Part.  5  ;  pero  no  lo  es  cuando 
recae  solo  sobre  los  accidentes  ,  como  si  se  vende  oro  malo 
por  bueno  ó  una  pieza  de  tierra  de  cien  fanegas  por  de 
ochenta  ó  al  revés  ,  en  cuyos  casos  y  otros  semejantes  ni  aun 
habrá  lugar  á  la  diminución  ó  aumento  de  precio  si  la  cosa 
se  vendió  como  cuerpo  cierto ,  mas  lo  habrá  si  la  venta  se 
hubiese  hecho  con  respecto  ala  medida  ó  peso  ;  Gómez,  lib.  2, 
Variar.,  cap.  2.  —  Es  también  causa  de  nulidad  la  fuerza  ó 
violencia  capaz  de  causar  impresión  á  una  persona  razona- 
ble, inspirándole  el  temor  de  esponer  su  persona  ó  su  for- 
tuna, ó  bien  la  de  su  cónyuge,  ascendientes  ó  descendien- 
tes ,  á  un  mal  considerable  y  actual ,  ley  56 ,  lit.  5 ,  Part,  5  ; 
bajo  el  supuesto  de  que  para  valuar  la  fuerza  se  ha  de  atender 
á  la  edad  ,  al  sexo  y  á  la  condición  de  las  personas ,  y  de  que 
no  podrá  atacarse  el  contrato  por  causa  de  violencia  si  des- 
pues que  esta  hubiese  cesado,  se  aprueba  ó  consiente  la 
venta,  sea  espresa,  sea  tácitamente  ,  ó  sea  dejando  pasar  ei 
tiempo 'de  la  restitución  in  inleyrum  fijado  por  la  ley  7, 
tít.  53,  Part.  7.  —  Es  por  fin  motivo  de  nulidad  el  dolo  ó 
engaño  que  dio  causa  á  la  venta  ,  cuando  son  tales  las  ma- 
niobras hechas  por  la  una  de  las  partes  que  sin  ellas  no  hu- 

(1)  Entendiéndose  que  se  hayan  dado  como  pena  al  incons- 
tante y  no  como  parle  de  precio,  que  asi  se  concillan  con  esta  dis- 
tinción las  leyes  que  cita  luego  el  autor. 


biera  contratado  la  otra  ;  pero  no  lo  es  el  dolo  incidente, 
como  que  no  impidió  el  consentimiento,  y  por  ello  solo  pro- 
duce acción  para  que  se  resarza  el  daño,  ley  57,  tít.  5, 
Part.  5. 

VII.  En  cuanto  á  la  cosa  que  se  vende ,  es  preciso  exa- 
minar si  es  ó  no  de  las  que  pueden  venderse  y  comprarse. 
Pueden  venderse  y  comprarse  todas  las  cosas  que  están  en 
el  comercio  de  los  hombres  ;  no  solo  las  existentes ,  sino 
también  las  futuras ,  como  por  ejemplo  los  frutos  que  han  do 
nacer  de  un  campo,  y  aun  la  esperanza,  v.  gr..  la  de  lo  que 
saque  un  pescador  la  primera  vez  que  eche  la  red  ó  el  an- 
zuelo, ley  11  ;  y  la  de  las  herencias,  menos  de  la  que  ha  de 
venir  de  cierta  y  determinada  persona  sino  es  con  beneplá- 
cito de  la  misma;  también  las  incorporales ,  como  las  servi- 
dumbres, créditos,  derechos  y  acciones.  Pero  no  pueden 
venderse  :  el  hombre  libre,  ley  15,  tít.  5,  Parí.  5  ;  —  las 
cosas  sagradas ,  religiosas  y  santas  sino  es  como  accesorias  ; — 
las  públicas ,  como  plazas,  caminos,  rios,  ley  15  cil.  (2)  ;  — 
las  nocivas,  ley  17  ;  —  las  robadas  ;  —  las  litigiosas,  leyes  10 
y  21,  tít.  Il,  lib.  5,  Fuero  Juzgo  ; —  las  piedras  ó  maderas 
que  están  constituyendo  algún  edificio ,  ley  16 ,  lit.  5 , 
Part.  5  ;  —  ni  las  cosas  estancadas ,  sino  es  por  los  emplea- 
dos del  gobierno. 

VIH.  El  precio  debe  ser  cierto,  justo  y  en  dinero.  Debe 
ser  cierto,  ó  por  sí,  ó  por  relación  á  otra  cantidad;  y  no 
puede  dejarse  al  arbitrio  de  uno  de  los  contrayentes,  pero 
sí  al  de  un  tercero  ;  y  si  el  tercero  lo  fijare ,  se  ba  de  estar  á 
su  valuación  ;  bien  que  si  fuere  injusta  se  habrá  de  regular 
por  hombres  buenos  ó  por  el  juez  ;  ley  9,  id.,  id.  Ha  de  ser 
justo ,  esto  es ,  igual  ó  proporcionado  al  valor  de  la  cosa  ven- 
dida, de  modo  que  si  hubiere  desigualdad  en  mas  de  la  mi- 
tad ,  puede  rescindirse  la  venta,  pero  no  si  la  desigualdad 
fuere  menor.  Así  pues  si  el  vendedor  fué  engañado  en 
mas  de  la  mitad  del  precio,  como  si  vendió  por  menos 
de  cinco  lo  que  valia  diez,  debe  el  comprador  ó  suplir  el  pre- 
cio justo  que  valia  la  cosa  cuando  la  compró  ,  ó  volvérsela 
al  vendedor,  recobrando  de  este  el  precio  que  le  hubiere 
dado;  y  si  el  engañado  fué  el  comprador,  porque  compró 
por  mas  de  quince  lo  que  valia  diez,  está  obligado  el  ven- 
dedor á  restituir  el  esceso  del  justo  precio,  ó  á  tomar  otra  vez 
la  cosa  vendida  restituyendo  el  precio  recibido  ;  leyes  56 
y  57,  til.  5,  Part.  5;  y  ley%,  tít.  1,  lib.  10,  Nov.  Rec.  :  de 
suerte  que  siempre  está  en  mano  del  que  engañó  elegir  uno 
de  los  dos  medios  indicados  ;  pudiendo  la  otra  parte  recla- 
mar el  resarcimiento  del  año  ó  la  rescision  de  la  venta  den- 
tro de  cuatro  años  y  no  después,  aunque  haya  renunciado 
este  beneficio,  á  menos  que  hubiere  hecho  la  renuncia 
sabiendo  el  justo  precio  de  la  cosa.  —  El  precio  por  último 
debe  consistir  en  dinero ,  pues  es  claro  que  si  consistiese  en 
otra  cosa ,  no  habria  compra-venta  sino  permuta ,  ó  bien 
resultaría  alguno  de  los  contratos  innominados;  ley  1,  lit.  6, 
Parí.  5;  y  ley  1,  tít.  11,  lib.  3,  Fuero  Real. 

IX.  Puede  ponerse  en  la  compra-venta  cualquier  pacto 
que  no  sea  contrario  á  las  leyes  ó  á  las  buenas  costumbres. 
Los  mas  frecuentes  son  el  de  relrovendendo ,  el  de  la  ley  co- 
misoria, y  el  de  adición  en  dia,  que  pueden  verse  en  los 
artículos  de  la  palabra  Pacto. 

X.  El  comprador  está  obligado  á  pagar  el  precio  al  ven- 
dedor ó  á  la  persona  que  este  le  designe  en  el  dia  y  lugar 
señalados  en  el  contrato  ;  y  si  nada  se  hubiere  determinado 
sobre  el  asunto ,  en  el  lugar  y  tiempo  en  que  debe  hacerse 
la  entrega  de  la  cosa  :  bajo  el  supuesto  de  que  en  caso  de  no 
pagar  en  la  forma  estipulada ,  ni  aun  con  la  posesión  de  la 

(2)  Véase  el  Febrero  mej. ,  tom.  3  ,  pág.  55 ,  n.  18  ,  donde  se 
contienen  varias  disposiciones  de  los  congresos  mejicanos  y  de  las 
Cortes  españolas,  prohibitivas  d«  la  enajenación  de  las  cosas  ecle- 
siásticas. 
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cosa  se  hace  dueño  de  ella ,  á  no  ser  que  el  vendedor  se  la 
hubiese  fiado,  bien  con  la  seguridad  de  fianza  ó  prenda,  bien 
sin  ella  ,  ley  ?i6,  lit.  28,  Part.  3;  al  paso  que  pagando  con 
arreglo  á  lo  convenido,  adquiere  derecho  al  dominio  de  la 
cosa  con  sus  perjuicios  y  mejoras  desde  que  quedó  perfec- 
cionada la  compra-venta,  según  I-o  esplicado  en  los  números 
siguientes  sobre  las  obligaciones  del  vendedor. 

XI.  El  vendedor  debe  manifestar  al  comprador  al  tiempo 
de  celebrar  el  contrato  todas  las  cargas,  vicios,  tachas  ó 
defectos  que  no  están  á  la  vista  de  la  cosa  que  le  vende, 
sea  raiz,  sea  mueble,  sea  semoviente  ;  de  manera  que  en 
caso  contrario  podrá  intentar  el  comprador  dentro  de  seis 
meses ,  contados  desde  que  supiere  la  carga  ó  vicio ,  la  ac- 
ción llamada  redldbiloria  para  volver  la  cosa  y  recobrar  el 
precio  con  los  daños  y  menoscabos,  ó  bien  dentro  de  un  año 
la  acción  del  cuanto  menos  (  quanti  minoris)  para  recobrar 
del  vendedor  tanta  parle  del  precio  cuanta  valiese  menos  la 
cosa  por  razón  de  la  carga  ó  vicio  ocultado,  también  con  los 
daños  y  perjuicios;  bien  que  si  el  vendedor  ignoraba  las 
cargas  ó  vicios ,  estada  esento  del  resarcimiento  de  daños  y 
menoscabos,  pero  no  de  lo  demás  ;  ley  65,  tít.  5,  Part.  5. 
Es  de  advertir  aquí,  que  si  el  dueño  de  una  cosa  gravada 
con  un  censo,  la  vendiese  como  libre,  puede  el  comprador 
precisarle  á  que  la  liberte  déla  carga;  ley  2,  lit.  15,  lib.  10, 
Nov.  Rcc.  (i). 

XII.  Concluido  el  contrato,  tiene  obligación  de  entregar  al 
comprador  la  cosa  con  todos  los  frutos,  aumentos  ó  mejoras 
que  hubiere  tenido  desde  el  dia  de  la  compra,  y  con  todos 
los  accesorios  que  le  pertenecen  y  están  destinados  para  el 
uso  perpetuo  de  ella  :  v.  gr.  si  es  una  casa,  con  los  canales, 
caños,  acueductos,  cubas  y  tinajas  soterradas,  materiales 
que  hubieran  estado  puestos  en  la  misma,  etc.,  leyes  28  y  29, 
lit.  5,  Part.  5;  si  es  un  caballo,  con  los  aparejos  y  adornos 
en  caso  que  se  le  pusieran  para  venderle ,  mas  no  si  se  le- 
pusieran  para  otro  fin,  como  para  viajar  ó  trabajar  ;  y  si  es 
una  yegua  ú  otro  animal  semejante ,  con  las  crias  que  están 
mamando ,  con  tal  que  sean  de  aquellas  que  no  pueden  ser- 
vir para  comerlas  ;  Gómez,  Ub.  2,  Variar.,  cap.  2. 

XIII.  Tiene  por  fin  derecho  el  comprador  á  que  el  vende- 
dor le  mantenga  en  la  posesión  pacífica  de  la  cosa  comprada, 
respondiendo  de  la  eviccion  que  sufriere  el  mismo  en  el  todo 
ó  en  parte  de  ella.  Si  sucediere  pues  que  el  comprador  se 
viese  demandado  sobre  la  propiedad  ó  posesión  de  la  cosa , 
puede  obligar  ai  vendedor  á  que  le  defienda  en  juicio  á  sus 
espensas,  ó  le  restituya  en  caso  de  no  poderlo  hacer,  no  solo 
el  precio  recibido ,  sino  también  las  costas  y  gastos  con  los 
perjuicios  y  menoscabos  que  le  vinieron  por  esta  razón;  le- 
yes 52  y  55 ,  lit.  5 ,  Part.  5.  Pero  es  de  observar  que  el  com- 
prador no  puede  reclamar  la  garantía  de  eviccion  en  los  casos 
siguientes  :  Io.  si  no  requiere  al  vendedor  antes  de  la  publi- 
cación de  probanzas  cuando  mas  tarde  :  —  2o.  si  pone  el 
pleito  en  manos  de  arbitros  sin  consentimiento  del  vende- 
dor, y  lo  pierde  ;  á  no  ser  que  este  se  hubiese  obligado  de 
cualquier  modo  que  se  quitase  la  cosa  :  —  3o.  si  pierde  por 
su  culpa  ó  por  un  caso  fortuito  la  cosa  ó  su  posesión  :  — 
U°.  si  no  opuso  en  el  juicio  la  defensa  de  la  prescripción  pu- 
diendo  :  —  5o.  si  no  apeló  de  la  sentencia  que  se  dio  en  au- 
sencia del  vendedor  :  —  6o.  si  adquirió  la  cosa  por  compra 
ó  de  otro  modo  estando  jugando  el  vendedor  :  —  7o.  si  el 
juez  diere  sentencia  injusta  à  sabiendas  ,  pues  entonces  este 
es  el  responsable  :  —  8o.  si  siendo  la  cosa  vendida  una  he- 
rencia ú  otra  generalidad ,  fuese  vencido  en  juicio  el  com- 
prador solo  con  respecto  á  una  cosa  determinada  de  ella,  y 
no  á  toda  ó  la  mayor  parte  :  —  9o.  si  consiente  que  la  cosa 
se  haga  eclesiástica  :  —  10.  si  el  gobierno  se  apodera  de 

(1)  Véase  á  Febrero,  tom.  5,  pág.  158,  n.  7;  y  Sala,tüm.  2, 
úms.  19  y  21,  pág.  275. 


ella  :  —  H.  si  se  pactó  que  el  vendedor  no  habia  de  estar  á 
la  eviccion,  á  no  ser  que  lo  fuese  de  mala  fe  :  —  12.  si  el 
comprador  fué  tal  de  mala  fe ,  sabiendo  que  la  cosa  era  aje- 
na ;  pues  en  semejante  caso  debe  restituirla  á  su  dueño,  sin 
que  el  vendedor  esté  obligado  á  restituirle  el  precio ,  á  me- 
nos que  lo  estuviere  espresamente  á  la  eviccion  ;  leyes  19, 
30  y  37,  lit.  5,  Parí,  5,  y  ley  6,  lit.  10,  lib.  3,  Fuero 
Real. 

XIV.  Cuando  hay  dos  compradores  por  separado  de  una 
misma  cosa ,  adquiere  el  dominio  de  ella  el  primero  que 
pagó  el  precio  si  se  dio  à  ambos  la  posesión  ;  pero  si  solo  el 
uno  hubiere  tomado  la  posesión  ,  hace  suya  la  cosa ,  con  tal 
que  haya  pagado  el  precio,  aunque  sea  el  comprador  pos- 
terior. Mas  en  ambos  casos  tiene  derecho  el  otro  comprador 
á  reclamar  el  precio  que  dio ,  con  los  daños  y  perjuicios  que 
se  le  hubieren  seguido;  ley  50,  lit.  5,  Part.  5. 

Personas  que  no  pueden  comprar. 

XV.  Hemos  visto  las  obligaciones  y  derechos  del  com- 
prador, resta  ahora  examinar  si  cualquiera  puede  ser  com- 
prador, esto  es  ,  si  pueden  comprar  todas  y  cualesquiera 
personas  sin  limitación  alguna.  Generalmente  hablando  pue- 
den comprar  y  vender  todos  aquellos  á  quienes  la  ley  no  lo 
prohibe.  Por  prohibición  de  la  ley  no  pueden  comprar  por 
sí  ni  por  otros  :  —  los  tutores,  curadores,  albaceas,  ó  cua- 
lesquiera otros  administradores  de  bienes  ajenos  cosa  alguna 
de  las  que  administran  ,  bajo  la  pena  de  nulidad  y  del  cuatro 
tanto  para  el  fisco;  —ni  los  jueces, las  cosas  que  se  venden 
en  almoneda  por  su  mandato  ;  —  ni  los  corregidores  ó  go- 
bernadores, los  bienes  inmuebles  que  se  vendieren  en  el 
territorio  de  su  jurisdicción,  bajo  la  pena  de  su  pérdida  para 
el  fisco;  —  ni  los  ropavejeros,  cosa  alguna  en  las  almone- 
das;—ni  los  corredores  (2),  mercadería  alguna  porsu  cuenta, 
bajo  la  pena  de  su  pérdida ,  y  de  diez  mil  maravedís  aplicados 
por  terceras  partes  al  fisco,  juez  y  denunciador;  —  ni  el 
hijo  de  familias  ni  el  menor,  sin  licencia  de  su  padre,  tutor 
ó  curador,  géneros  ó  mercaderías  al  fiado,  bajo  nulidad  del 
contrato  y  de  la  fianza  que  tal  vez  dieren  para  su  firmeza  ; 
—  ni  por  fin  persona  alguna  puede  hacer  compras  al  fiado 
para  cuando  se  case  ó  herede  ó  suceda  en  algún  mayorazgo, 
bajo  nulidad,  de  manera  que  el  vendedor  no  podrá  recla- 
mar en  juicio  el  pago  de  lo  que  así  hubiere  vendido.  Ley  1, 
lit.  12 ,  lib.  10;  ley  U,  til.  ik,  ÍÍ6..5;  ley  3,  til.  11,  Ub.  7; 
ley  h,  til.  12,  lib.  10;  leyU,  til.  6,lib.  9;  ley  17,  til.  1,  lib.  10, 
Nov.  Rec.  Véase  Comprador  de  buena  fe,  Comprador  de  mala 
fe,  Consentimiento,  Precio,  Eviccion,  Contrato  de  comercio, 
Muestra  y  Pactos. 

VENTAS  y  compras  mercantiles.  I.  Pertenecen  á  la 
clase  de  mercantiles  :  las  compras  que  se  hacen  de  cosas 
muebles  con  ánimo  de  adquirir  sobre  ellas  algún  lucro  ,  re- 
vendiéndolas, bien  sea  en  la  misma  forma  que  se  compra- 
ron, ó  en  otra  diferente,  y  las  reventas  de  estas  mismas 
cosas.  Art.  559,  cód.  de  com. 

(2)  El  art.  25  del  reglamento  de  corredores  de  la  dulcid  de 
Méjico  de  18  de  noviembre  de  1854  confirmó  la  ley  4,  lit.  G, 
lib.  9  de  la  Nov.  Rec,  en  que  se  funda  lo  quese  dice  aqHii,  tanto 
por  lo  respectivo  á  la  prohibición ,  como  en  cuanto  á  la  pena  im- 
puesta á  los  corredores  ;  mas  el  nuevo  de  20  de  mayo  de  1842  ha 
variado  entrambas  cosas.  Según  sus  arts.  45,  46  y  51  no  loses 
lícito  á  los  corredores  traficar  directa  ó  indirectamente,  en  nom- 
bre propio  ó  enajeno,  bajo  la  multa  del  diez  por  ciento  del  valor  do 
la  negociación,  o  del  interés  que  represente,  si  la  hizo  en  compa- 
ñía ;  ni  adquirir  lo  que  se  haya  dado  para  vender  á  él  ó  á  otro 
corredor  (esta  prohibición  no  está  sancionada  con  ninguna  pena), 
ni  trasmitir  un  negocio  que  se  le  haya  confiado,  ó  aceptar  el  que 
esté  encomendado  á  un  tercero,  bajo  la  pena  de  50  pesos  por  la 
primera  vez,  ciento  por  la  segunda  y  doscientos  á  la  tercera. 
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No  se  consideran  mercantiles  :  las  compras  de  bienes 
raices  y  efectos  accesorios  á  estos ,  aunque  sean  muebles  : 
las  de  objetos  destinados  al  consumo  del  comprador,  ó  de  la 
persona  por  cuyo  encargo  se  haga  la  adquisición  :  las  ventas 
que  hagan  los  labradores  y  ganaderos  de  los  frutos  de  sus 
cosechas  y  ganados  :  las  que  hagan  los  propietarios  y  cual- 
quier clase  de  personas  de  los  frutos  ó  efectos  que  perciban 
por  razón  de  renta,  dotación,  salario,  emolumento *ú  otro 
cualquier  título  remuneratorio  ó  gratuito  :  y  finalmente  la 
reventa  que  haga  cualquiera  persona  que  no  profese  habi- 
tualmente  el  comercio  del  residuo  de  los  acopios  que  hizo 
para  su  propio  consumo.  Siendo  mayor  cantidad  la  que 
estos  tales  ponen  en  venta  que  la  que  hayan  consumido  ,  se 
presume  que  obraron  en  la  compra  con  ánimo  de  vender, 
y  se  reputarán  mercantiles  la  compra  y  la  venta.  Art.  560. 

II.  En  todas  las  compras  que  se  hacen  de  géneros  que  no 
se  tienen  á  la  vista ,  ni  pueden  calificarse  por  una  calidad 
determinada  y  conocida  en  el  comercio  ,  se  presume  la  re- 
serva en  el  comprador  de  examinarlos  ,  y  rescindir  libre- 
mente el  contrato,  si  los  géneros  no  le  convinieren. 

La  misma  facultad  tendrá  si  por  condición  espresa  se  hu- 
biere reservado  ensayar  el  género  contralado.  Arl.  361. 

III.  Cuando  la  venta  se  hubiere  hecho  sobre  muestras  ,  ó 
determinando  una  calidad  conocida  en  los  usos  del  comer- 
cio, no  puede  el  ccmprador  rehusar  el  recibo  de  los  géneros 
contratados ,  siempre  que  sean  conformes  á  las  mismas 
muestras,  ó  á  la  calidad  prefijada  en  el  contrato. 

En  caso  de  resistirse  á  recibirlos  por  falta  de  esta  confor- 
midad ,  se  reconocerán  los  géneros  por  peritos,  quienes 
atendidos  los  términos  del  contrato ,  y  confrontándolos  con 
las  muestras,  si  se  hubieren  tenido  á  la  vista  para  su  cele- 
bración, calificarán  si  los  géneros  son  ó  no  de  recibo. 

En  el  primer  caso  se  declarará  consumada  la  venta,  que- 
dando desde  luego  los  géneros  por  cuenta  del  comprador;  y 
en  el  segundo  se  rescindirá  el  contrato,  sin  perjuicio  de  las 
indemnizaciones  á  que  tenga  derecho  el  comprador  por  los 
pactos  especiales  que  hubiere  hecho  con  el  vendedor,  ó  por 
disposición  de  la  ley.  Arl.  562. 

Cuando  el  vendedor  no  entregare  los  efectos  vendidos  al 
plazo  que  convino  con  el  comprador,  podrá  este  pedir  la  res- 
cision del  contrato,  ó  exigir  la  reparación  de  los  perjuicios 
que  se  le  sigan  por  la  tardanza,  aun  cuando  esta  proceda  de 
accidentes  imprevistos.  Arl.  563. 

IV.  El  comprador  que  haya  contratado  en  conjunto  una 
«anudad  determinada  de  géneros,  sin  hacer  distinción  de 
partes  ó  lotes  con  designación  de  épocas  distintas  para  su 
entrega,  no  puede  ser  obligado  á  recibir  una  porción  bajo 
promesa  de  entregarle  posteriormente  lo  restante  ;  pero  si 
conviniere  espontáneamente  en  ello ,  queda  irrevocable  y 
consumada  la  venta  en  cuanto  á  los  géneros  que  recibió , 
aun  cuando  el  vendedor  falte  á  entregar  lo  demás;  quedán- 
dole su  derecho  á  salvo  contra  este  para  compelerle  á  cumplir 
íntegramente  el  contrato  ,  ó  indemnizarle  de  los  perjuicios 
que  se  le  irroguen  por  no  hacerlo.  Arl.  56'». 

Cuando  la  falta  de  entrega  de  los  efectos  vendidos  pro- 
ceda do  que  hubieren  perecido,  ó  se  hubieren  deteriorado 
por  accidentes  imprevistos  sin  culpa  del  vendedor,  cesa  toda 
responsabilidad  de  parte  de  este ,  y  el  contrato  queda  res- 
cindido de  derecho. 

Si  el  comprador  rehusare  sin  justa  causa  el  recibo  de  los 
efectos  que  compró,  tendrá  también  el  vendedor  la  facultad 
do  pedir  la  rescision  de  la  venta,  ó  de  exigirle  el  precio  , 
poniendo  los  efectos  á  disposición  de  la  autoridad  judicial 
para  que  provea  su  depósito  por  cuenta  y  riesgo  del  com- 
prador. 

El  mismo  depósito  podrá  solicitar  el  vendedor,  siempre 
que  haya  por  parte  del  comprador  demora  en  entregarse  de 
los  géneros  contratados  ;  y  los  gastos  de  la  traslación  al  de- 


pósito y  su  conservación  en  él  serán  de  cuenta  del  mismo 
comprador.  Arl.  565. 

V.  Los  daños  y  menoscabos  que  sobrevinieren  en  las  cosas 
vendidas ,  después  de  haberse  concluido  irrevocablemente 
la  venta  en  forma  legal ,  y  de  tenerlas  el  vendedor  á  dispo- 
sición del  comprador,  hasta  hacerle  la  entrega  en  el  lugar  y 
tiempo  en  que  por  las  condiciones  del  contrato  ó  con  arreglo 
á  derecho  se  debiere  verificar,  son  de  cuenta  del  compra- 
dor, á  menos  que  hayan  ocurrido  por  fraude  ó  negligencia 
del  mismo  vendedor.  Art.  566. 

Corresponden  al  vendedor  los  daños  que  ocurran  en  las 
cosas  vendidas  y  no  entregadas  al  comprador,  aunque  pro- 
vengan de  caso  fortuito  : 

Io.  Cuando  la  cosa  vendida  no  sea  un  objeto  cierto  y  de- 
terminado con  marcas  y  señales  distintivas  de  su  intentidad 
que  eviten  su  confusion  con  otras  del  mismo  género. 
2o.  Cuando  por  pacto  espreso  del  contrato,  por  uso  del 
comercio  según  la  naturaleza  de  la  cosa  vendida,  ó  por 
disposición  de  la  ley ,  competa  al  comprador  la  facultad  de 
visitarla  y  examinarla ,  y  darse  por  contento  de  ella  antes 
que  se  tenga  por  conclusa  é  irrevocable  la  compra.  5o.  Si 
los  efectos  vendidos  se  hubieren  de  entregar  por  número , 
peso  ó  medida.  h°.  Si  la  venta  se  hubiere  hecho  á  condición 
de  no  hacer  la  entrega  hasta  un  plazo  determinado ,  ó  hasta 
que  la  cosa  estuviere  en  estado  de  entregarse  con  arreglo  á 
las  estipulaciones  de  la  venta.  Art.  367. 

Siempre  que  los  efectos  vendidos  perezcan  ó  se  deterio- 
ren á  cargo  del  vendedor,  según  las  disposiciones  del  artí- 
culo precedente,  devolverá  al  comprador  la  parte  del  precio 
que  este  le  hubiere  anticipado.  Art.  568. 

El  vendedor  que  después  de  hecha  la  venta  alterase  la 
cosa  vendida ,  ó  la  enajenase  y  entregase  á  otro  sin  ha- 
berse antes  rescindido  el  contrato ,  entregará  al  comprador 
en  el  acto  de  reclamarla  otra  equivalente  en  especie,  cua- 
lidad y  cantidad,  ó  en  su  defecto  le  abonará  todo  el  valor  que 
á  juicio  de  arbitros  se  considere  al  objeto  vendido  ,  con  re- 
lación al  uso  que  el  comprador  se  propusiera  hacer  de  él,  y 
al  lucro  que  le  pudiera  proporcionar,  rebajando  el  precio 
de  la  venta  si  no  lo  hubiere  percibido.  Art.  569. 

VI.  Despues  de  recibidos  por  el  comprador  los  géneros 
que  le  fueron  vendidos  ,  no  será  oido  sobre  vicio  ó  defecto 
en  su  calidad ,  ni  sobre  falta  en  la  cantidad,  siempre  que  al 
tiempo  de  recibirlos  los  hubiese  examinado  á  su  contento,  y 
se  le  hubiesen  entregado  por  número,  peso  ó  medida;  pero 
cuando  los  géneros  se  entregaren  en  fardos  ó  bajo  cubiertas 
que  impidan  visitarlos  y  reconocerlos,  podrá  el  comprador 
en  los  ocho  dias  siguientes  á  su  entrega  reclamar  cualquiei 
perjuicio  que  haya  sufrido,  tanto  por  falta  en  la  cantidad  , 
como  por  vicio  en  la  calidad  ;  acreditando  en  el  primer  caso 
que  los  cabos  están  intactos,  y  en  el  segundo  que  las  ave- 
rías ó  defectos  que  reclamare  son  de  tal  especie  que  no  han 
podido  ocurrir  en  su  almacén  por  caso  fortuito ,  ni  causarse 
fraudulentamente  á  los  géneros  sin  que  se  conociera. 

El  vendedor  puede  siempre  exigir  en  el  acto  de  la  entrega 
que  se  haga  el  reconocimiento  integro  en  calidad  y  cantidad 
de  los  géneros  que  el  comprador  reciba  ;  y  en  este  caso  no 
habrá  lugar  à  dicha  reclamación  después  de  entregados. 
Art.  570. 

L>ís  resultas  de  los  vicios  internos  de  la  cosa  vendida  quo 
no  pudieren  apercibirse  por  el  reconocimiento  que  se  haga 
al  tiempo  de  la  entrega  ,  recaerán  en  el  vendedor  durante 
los  seis  meses  siguientes  á  aquella  ,  pasados  los  cuales 
queda  libre  de  toda  responsabilidad.  Art.  571. 

Cuando  los  contratantes  no  hubieren  estipulado  plazo  para 
la  entrega  de  los  géneros  vendidos  y  el  pago  de  su  precio, 
estará  obligado  el  vendedor  á  tener  á  disposición  del  com- 
prador los  efectos  que  le  vendió  dentro  de  las  veinte  y  cua- 
tro horas  siguientes  al  contrato. 
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El  comprador  gozará  del  término  de  diez  dias  para  pagar 
el  precio  de  los  géneros  ;  pero  no  podrá  exigir  la  entrega  de 
estos  sin  dar  al  vendedor  el  precio  en  el  acto  de  hacérsela. 
Art.  572. 

VII.  Los  gastos  de  la  entrega  de  los  géneros  en  las  ventas 
de  comercio  hasta  ponerlos  pesados  y  medidos  á  la  dispo- 
sición del  comprador,  son  de  cargo  del  vendedor. 

Los  de  su  recibo  y  estraccion  fuera  del  lugar  de  la  entrega 
son  de  cuenta  del  comprador,  salvas  en  uno  como  en  otro 
caso  las  estipulaciones  hechas  espresamente  por  los  contra- 
tantes. Art.  573. 

Desde  que  el  vendedor  pone  la  cosa  vendida  á  disposición 
del  comprador,  y  este  se  da  por  satisfecho  de  su  cali- 
dad ,  tiene  este  la  obligación  de  pagar  el  precio  al  contado , 
ó  al  término  estipulado  ;  y  el  vendedor  se  constituye  depo- 
sitario de  los  efectos  que  vendió ,  y  obligado  á  su  custodia  y 
conservación  bajo  las  leyes  del  depósito.  Art.  574. 

La  demora  e'n  el  pago  del  precio  de  la  cosa  comprada 
desde  que  deba  este  verificarse,  según  los  términos  del 
contrato,  constituye  al  comprador  en  obligación  de  pagar 
el  rédito  legal  de  la  cantidad  que  adeude  al  vendedor. 
Art.  375. 

Mientras  los  géneros  vendidos  estén  en  poder  del  vende- 
dor, aunque  sea  por  via  de  de  depósito ,  tiene  este  prefe- 
rencia sobre  ellos  á  cualquiera  otro  acreedor  del  comprador 
por  el  importe  de  su  precio  é  intereses  de  la  demora  en  su 
pago.  Art.  376. 

Ningún  vendedor  puede  rehusar  al  comprador  una  factura 
de  los  géneros  que  le  haya  vendido  y  entregado  con  el  reci- 
bo á  su  pié  del  precio ,  ó  de  la  parte  de  este  que  hubiere  re- 
cibido. Art.  377. 

VIII.  Las  ventas  mercantiles  no  se  rescinden  por  lesión 
enorme  ni  enormísima ,  y  solo  tiene  lugar  la  repetición  de 
daños  y  perjuicios  contra  el  contratante  que  procediere  con 
dolo  en  el  contrato  ó  en  su  cumplimiento.  Art.  578. 

Las  cantidades  que  con  el  nombre  de  señal  ó  arras  se  sue- 
len entregar  en  las  ventas  mercantiles  ,  se  entienden  siempre 
como  pago  á  cuenta  del  precio  en  signo  de  ratificación  del 
contrato,  y  no  de  condición  suspensiva  para  que  los  con- 
trayentes puedan  retractarse  de  él,  perdiendo  las  arras. 

Cuando  el  vendedor  y  comprador  convengan  en  que  me- 
diante la  pérdida  de  estas  les  sea  lícito  dejar  de  cumplir  lo 
contratado,  lo  espresarán  así  por  condición  especial  del  con- 
trato. Art.  579.    " 

IX.  En  toda  venta  mercantil  queda  obligado  de  eviccion 
el  vendedor  en  favor  del  comprador,  aun  cuando  no  se  hu- 
biere espresado  en  el  contrato ,  como  no  se  haya  pactado  lo 
contrario. 

En  virtud  de  esta  obligación  ,  si  el  comprador  fuere  in- 
quietado sobre  la  propiedad  y  tenencia  de  la  cosa  vendida  , 
el  vendedor  saneará  la  venta ,  defendiendo  á  su  costa  la 
legitimidad  de  esta;  y  en  caso  de  sucumbir,  devolverá  al 
comprador  el  precio  recibido  y  le  abonará  los  gastos  que 
haya  espendido. 

También  habrá  lugar  á  la  repetición  de  daños  y  perjuicios 
cuando  se  pruebe  al  vendedor  que  procedió  con  mala  fe  en 
la  venta.  Art.  580. 

El  comprador  que  no  haga  citar  de  eviccion  á  su  vende- 
dor, en  caso  de  movérsele  pleito'sobre  las  cosas  que  le  ven- 
dió ,  pierde  todos  los  efectos  de  aquella  garantía.  Art.  581. 

X.  Las  ventas  de  créditos  no  endosables  son  ineficaces  en 
cuanto  al  deudor  hasta  que  le  sean  notificadas  en  forma ,  ó 
este  las  consienta  extrajudicialmente  ,  renovando  su  obliga- 
ción en  favor  del  cesionario.  Art.  582. 

Cualquiera  de  ambas  diligencias  liga  al  deudor  con  el 
nuevo  acreedor,  y  le  impide  que  pague  legalmente  cantidad 
alguna  á  otra  persona  que  no  sea  este.  Art.  585. 

En  la  venta  de  créditos  no  endosables  solo  responde  el  ce- 


dente  de  la  legitimidad  del  crédito  y  de  la  personalidad  con 
que  hizo  la  cesión  ;  pero  no  de  la  solvabilidad  del  deudor,  á 
menos  que  no  se  haya  hecho  estipulación  espresa  en  con- 
trario. Art.  584. 

Todo  deudor  de  un  crédito  litigioso  puede  tantear  la  ce- 
sión de  este  por  el  mismo  precio  y  condiciones  con  que  este 
se  hizo  dentro  de  un  mes  siguiente  á  la  notificación  que  so 
le  haga  de  la  cesión. 

Esta  facultad  no  tiene  lugar  cuando  la  cesión  recaiga  en 
un  coheredero  ó  comunero  de  la  cosa,  ó  en  un  acreedor  del 
cedente  por  pago  de  su  crédito.  Art.  585. 

VENTA  ai,  quitar  ó  Á  carta  de  gracia.  La  venta  en  que 
el  vendedor  se  reserva  la  facultad  de  recobrar  la  cosa  ven- 
dida mediante  la  restitución  del  precio.  Véase  Pacto  de  re- 
trovendértelo. 

VENTA  pública.  La  que  se  hace  por  autoridad  de  jus- 
ticia con  las  formalidades  de  derecho.  Véase  Juicio  ejecutivo 
y  Subasta. 

VER  un  pleito.  Asistir  á  la  relación  de  algún  pleito  é  in- 
forme del  derecho  de  las  partes  para  la  sentencia. 

VERGÜENZA.  La  pena  ó  castigo  que  se  da  esponiendo 
al  reo  á  la  afrenta  y  confusion  pública  ,  con  alguna  insignia 
que  denota  su  delito. 

VI 

VIA.  El  modo  de  proceder  para  sustanciar  los  juicios , 
que  dividen  en  via  ordinaria  y  via  ejecutiva.  Via  ordinaria 
es  el  curso  ú  orden  regular  con  que  se  sigue  un  pleito ,  ob- 
servando y  guardando  el  tenor  ó  solemnidades  del  derecho, 
como  son  demanda,  citación,  contestación  ,  prueba  y  otras. 
Via  ejecutiva  es  el  juicio  breve  y  sumario  que  traen  aparejado 
los  instrumentos  ejecutivos.  —  Llámase  via  reservada  cada 
una  de  las  secretarías  de  estado  y  del  despacho  universal. 
Véase  Juicio  ordinario  y  Juicio  ejecutivo. 

VICARIO.  En  general  puede  llamarse  así  cualquiera  que 
tiene  las  veces,  poder  y  facultades  de  otro  para  represen- 
tarle y  ejercer  sus  funciones  ;  pero  especialmente  se  da  este 
nombre  al  juez  eclesiástico  elegido  por  su  prelado  para  que 
ejerza  sobre  sus  subditos  la  jurisdicción  ordinaria,  y  es  ge^ 
neral  ó  foráneo;  Decretal.,  lib.  1 ,  tit.  28,  de  officio  vicarii; 
ley  13  ,  til.  \ ,  Part.  2  :  vicario  general  es  el  que  ejerce  la 
jurisdicción  eclesiástica  en  todo  el  territorio  de  su  prelado;  y 
vicario  foráneo  es  el  que  la  ejerce  en  un  solo  partido.  —  Hay 
también  vicario  general  castrense,  que  es  el  que  como  dele- 
gado apostólico  ejerce  la  omnímoda  jurisdicción  eclesiástica 
sobre  todos  los  dependientes  del  ejército  y  armada  ,  y  suele 
tener  vicarios  subalternos  para  las  diferentes  provincias  ó 
distritos. 

VIDA.  El  espacio  de  tiempo  que  corre  desde  el  naci- 
miento á  la  muerte.  El  término  mas  largo  de  la  vida  del 
hombre  se  repula  de  cien  años  :  Cenium  annos  observandos 
esse  constat ,  qui  finis  vilœ  longissimus  est.  El  término  medio 
de  la  vida  para  la  capitalización  de  las  pensiones  y  rentas  vi- 
talicias debe  calcularse  por  las  tablas  de  mortalidad  según 
las  diferentes  edades  de  los  rentistas.  Entre  los  Romanos  se 
tomaba  por  capital  de  la  renta,  desde  la  edad  de  un  año  hasta 
la  de  veinte ,  la  suma  de  los  réditos  de  la  misma  renta  cor- 
respondientes á  treinta  años  :  de  veinte  à  veinte  y  cinco,  la 
suma  de  los  réditos  de  veinte  y  ocho  :  de  veinte  y  cinco  à 
treinta,  la  de  veinte  y  cinco  :  de  treinta  á  treinta  y  cinco,  la 
de  veinte  y  dos  :  de  treinta  y  cinco  á  cuarenta,  la  de  veinte  : 
de  cuarenta  á  cincuenta,  la  de  tantos  años  como  resultaban 
desde  la  edad  de  la  persona  hasta  sesenta  menos  uno  :  do 
cincuenta  á  cincuenta  y  cinco,  la  de  nueve  :  de  cincuenta 
y  cinco  á  sesenta ,  la  de  siete;  y  de  sesenta  por  arriba ,  la  de 
cinco.  También  habia  la  costumbre  de  contar  treinta  anua- 
lidades desde  la  edad  de  un  año  hasta  la  de  treinta  ;  y  de 
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treinta  años  de  edad  por  arriba  tantas  anualidades  cuantos 
años  faltaban  al  rentista  para  cumplir  la  edad  de  sesenta; 
de  modo  que  el  producto  fuese  á  lo  menos  de  cinco  años,  y 
á  lo  mas  de  treinta.  Pero  observan  algunos  que  la  estima- 
ción de  la  renta  vitalicia  no  era  igual  al  total  ríe  treinta 
anualidades,  pues  en  tal  caso  el  principal  de  la  renta  vitali- 
cia hubiera  sido  mas  fuerte  que  el  de  la  renta  perpetua ,  el 
cual  no  pasaba  de  veinte  y  cinco  anualidades  ,  sino  que  de 
lodas  las  anualidades  ó  réditos  de  cada  año,  que  reunidos 
formaban  el  capital  de  la  renta  vitalicia,  se  deducía  el  com- 
petente descuento  según  la  mayor  ó  menor  distancia  de  cada 
uno  de  estos  treinta  términos  de  pago.  —  Mas  todas  estas 
valuaciones  se  apartan  visiblemente  del  verdadero  cálculo, 
según  las  tablas  de  mortalidad  que  se  han  formado  exacta- 
mente en  diversos  estados  de  Europa,  como  en  Francia  y  Ho- 
landa ,  y  especialmente  según  las  de  los  rentistas  vitalicios 
de  todas  clases.  La  duración  de  la  vida  media  de  cada  ren- 
tista se  reputa  ser  el  tercio  del  tiempo  que  le  resta  que  vivir 
hasta  cien  años,  añadiéndole  todavía  el  tercio  de  lo  que  le 
falte  hasta  sesenta  y  1res  si  es  que  no  ha  llegado  á  esta  edad; 
pero  de  manera  que  jamas  se  considere  de  menos  de  cinco 
años  ni  de  mas  de  cuarenta  y  ocho.  Para  determinar  la  vida 
media  del  sobreviviente  de  dos  sugetos  sobre  cuyas  cabezas 
se  ha  constituido  la  renta ,  se  añade  á  la  vida  media  del  mas 
joven  el  tercio  de  la  vida  media  del  mas  anciano.  Determinada 
asila  vida  media  de  cada  rentista,  para  determinar  igualmente 
la  tasa  de  cada  constitución  vitalicia  se  añade  al  rédito  anual 
y  perpetuo  del  capital  que  se  suministra  la  porción  del  mis- 
mo capital  que  resulte  de  su  division  por  el  número  de  años 
de  la  vida  medid  de  que  se  trata  (es  decir,  la  treintena  ó 
trigésima  parte  de  dicho  capital,  si  la  vida  media  en  cues- 
tión es  de  treinta  años),  después  de  lo  cual  se  deduce  de  la 
suma  de  estos  dos  términos  el  noveno  si  la  renta  vitalicia 
está  constituida  sobre  una  sola  cabeza,  ó  el  octavo  si  lo  está 
sobre  dos  (  pero  solo  hasta  la  concurrencia  del  cuarto  de  di- 
cho interés  anuai  y  perpetuo). 

VIDA  (probabilidades  de).  Desde  que  la  doctrina  de  las 
probabilidades ,  aplicada  á  la  d»racion  de  la  vida ,  ha  llegado 
á  formar  entre  nosotros  una  de  las  primeras  bases  de  varias  - 
empresas  mercantiles  y  sociales  de  mucha  importancia,  se 
ha  hecho  preciso  que  adquieran  algún  conocimiento  de  esta 
doctrina  los  jurisconsultos ,  pues  tendrán  probablemente 
muy  á  menudo  que  entender  "en  negocios  relativos  á  aquellas 
empresas.  Hemos  creído  por  tanto  muy  útil  destinar  este  ar- 
tículo no  á  profundizar  una  materia  que  exigiría  un  largo 
tratado,  si  hubiera  de  ser  espuesta  con  estension  ,  sino  solo 
para  presentar  los  principios  generales  de  aquella  doctrina 
y  el  modo  con  que  se  ha  aplicado  á  la  formación ,  ya  de  com- 
pañías de  seguros  de  vida  ,  ó  ya  de  sociedades  de  socorros 
mutuos.  Principiaremos  diciendo  algunas  palabras  sobre  la 
teoría  de  las  probabilidades  en  general. 

La  teoría  de  las  probabilidades ,  fundada  por  Pascal  y 
Ferrât  en  el  siglo  xvi,  es  una  parte  muy  importante  de  las 
matemáticas,  cuyo  objeto  es  reducir  á  cálculo  las  razones 
que  tenemos  para  creer  ó  esperar  que  tal  suceso  ó  aconte- 
cimiento futuro  ha  de  suceder  de  cierta  manera  determina- 
da, ó  ya  para  sacar  de  un  gran  número  de  hechos  conoci- 
dos ,  una  serie  de  conclusiones  que  aun  cuando  no  puedan 
ser  consideradas  como  matemáticamente  exactas,  se  lleguen 
á  la  verdad  lo  mas  que  sea  posible.  Guando  se  para  la  aten- 
ción en  el  corto  número  de  indisputables  verdades  do  que 
se  compone  la  ciencia  del  hombre,  y  en  que  todo  el  resto  de 
axiomas ,  máximas ,  corolarios ,  bases  y  datos  á  que  se  re- 
duce el  cúmulo  de  nuestros  conocimientos  son  solo  proposi- 
ciones mas  ó  menos  probables  ,  no  se  puede  menos  de  reco- 
nocer cuan  útil  ha  de  ser  por  precisión  fijar  exactamente  los 
medios  de  distinguir  el  mayor  ó  menor  grado  de  probabili- 
dad ó  sea  de  certeza  de  estas  proposiciones ,  ó  en  otros  lér- 


minOE  ,  cuan  útil  es  aprender  á  formar  fácil ,  pronlo  y  !o  mas 
exactamente  posible  cálculos  de  probabilidades,  cuando 
apenas  hay  acto  en  la  vida  que  no  sea  el  resultado  del  ejer- 
cicio de  uno  de  estos  cálculos. 

Natural  era  de  consiguiente  que  establecida  la  teoría  de 
las  probabilidades  y  llevada  á  un  alto  grado  de  perfección 
por  los  trabajos  sucesivos  de  los  mas  insigne?  matemáticos 
del  siglo  pasado  y  del  actual,  se  hayan  hecho  numerosas 
aplicaciones  de  ella  á  la  práctica  de  las  profesiones  científi- 
cas y  que  á  consecuencia  déla  inmensa  importancia  que  en 
la  suerte  y  aun  en  la  vida  de  los  ciudadanos  tienen  las  de- 
cisiones de  los  jueces,  magistrados  y  jurisperitos  ,  se  haya 
trabajado  mucho  para  sentar  algunas  reglas  con  el  objeto  de 
calcular  con  toda  la  precisión  posible  cuanto  tiene  relación 
con  estas  decisiones.  Desde  la  publicación  de  la  obra  maes- 
tra de  Condorcet,  titulada  Ensayo  sobre  la  aplicación  del 
análisis  á  la  probabilidad  de  las  decisiones  tomadas  á  plura- 
lidad de  votos,  hasta  la  de  Poyson,  sobre  la  probabilidad  de 
las  sentencias  de  los  tribunales ,  se  ha  escrito  mucho  sobre  el 
modo  de  investigar  la  mayor  ó  menor  probabilidad  que  pue- 
den ofrecer,  ya  el  testimonio  de  los  testigos,  ya  los  diversos 
medios  de  enjuiciar,  ó  ya  las  decisiones  de  les  tribunales, 
según  estén  compuestos  ,  ó  según  hayan  de  dar  estas  deci- 
siones. Poca  duda  hay  que  cuando  llegue  á  generalizarse  y 
perfeccionarse  mas  de  lo  que  está  actualmente,  en  especial 
entre  nosotros,  la  parte  estadística  de  la  legislación  criminal, 
los  trabajos  mencionados  arriba  podrán  servir  de  mucho 
para  deducir  de  los  datos  estadísticos  numerosas  conse- 
cuencias del  mayor  interés  para  la  humanidad.  La  falta  de 
datos  exactos  y  sobre  todo  numerosos  hace  por  ahora  casi 
inútiles  los  adelantamientos  hechos  durante  este  siglo  en  la 
investigación  dt  los  medios  mas  á  propósito  para  aplicar 
la  teoría  de  las  probabilidades  á  la  jurisprudencia,  y  en  es- 
pecial á  la  crim\nal,  donde  pueden  ser  mas  útiles  y  tras- 
cendentales las  aplicaciones. 

A  pesar  sin  embargo  de  no  tener  tampoco  recogidos  orde- 
nadamente en  España  los  datos  necesarios  para  calcular  con 
alguna  exactitud  la  probable  duración  de  la  vida,  el  impulso 
dado  en  los  últimos  años  á  la  formación  de  empresas  mer- 
cantiles, industriales  y  sociales  de  toda  especie,  ha  sido 
causa  de  que  saltando  por  este  no  pequeño  inconveniente, 
se  hayan  fundado  muchas  de  ellas  sobre  la  base  de  la  pro- 
babilidad de  la  vida,  sirviéndose  para  fijar  esta  probabilidad 
de  tablas  estranjeras,  acomodadas  lo  mejor  que  ha  sido  posible 
á  nuestro  clima  y  à  nuestras  costumbres.  Si  hemos  de  atener- 
nos á  lo  que  ha  demostrado  hasta  el  dia  la  esperiencia,  las 
tablas  formadas  de  esta  manera  han  salido  muy  favorables 
á  los  intereses  generales  de  las  sociedades  ó  compañías  para 
que  se  han  formado ,  ó  lo  que  es  lo  mismo  la  duración  media 
de  la  vida  en  España  es  mayor  de  la  representada  en  estas 
tablas  ,  lo  cual  puede  esplicarse  muy  fácilmente;  pero  antes 
de  que  entremos  en  este  examen ,  creemos  preciso  decir  algo 
en  general  acerca  de  la  teoría  de  las  probabilidades  de  vida. 

Esta  teoría  está  fundada  en  el  principio  de  que  á  pesar  de 
ser  uno  de  los  axiomas  mas  fundados  el  que  nada  hay  tan 
incierto  como  la  duración  de  la  vida;  á  pesar  de  la  notable 
variedad  de  constituciones  físicas,  y  á  pesar  en  fin  del  in- 
menso número  de  accidentes  que  acortan  la  existencia  del 
hombre,  puede  calcularse  con  mucha  exactitud  la  probabi- 
lidad do  vida  que  tiene  cada  individuo  ,  según  las  diversas 
edades,  porque  se  puede  calcular  cuál  es  en  cada  una  de 
estas  edades  "is  luracion  media  probable  de  la  vida,  si  se  la 
loma  en  cuenta  respecto  á  un  gran  número  de  individuos 
que  vivan  en  un  mismo  pais  y  bajo  circunstancias  generales 
análogas.  Es  en  el  üa  indisputable,  aun  dejando  aparte  toda 
clase  de  argumenta ,  que  los  cálculos  fundados  sobre  la 
teoría  de  las  probabilidades  de  vida  pueden  llevar  consigo 
mismos  un  grado  <H\  exactitud  casi  matemática;  pues  si  asi 
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no  fuese,  las  compañías  de  seguros  de  vida  fundadas  en  año  vivirán  al  cabo  de  veinte  ,  quinientos;  lo  que  dará  á  un 
Inglaterra  sobre  esta  base  desde  el  último  tercio  del  siglo  recien  nacido  la  probabilidad  de  vivir  veinte  años;  que  de 
pasado,  no  hubiesen  prosperado  hasta  tal  punto  que  algu-  estos  quinientos,  vivirán  doscientos  cincuenta,  treinta  años 
"  ñas  de  ellas  han  producido  ganancias  inmensas  á  los  espe-  después;   lo  cual  dará  á  un  individuo  de  veinte  años  la 
culadores;  todas  han  rebajado  considerablemente  durante  probabilidad  de  virvir  hasta  cincuenta;  y  por  último  que  de 
los  últimos  veinte  años  el  premio  de  los  seguros ,  y  es  ya  un  estos  doscientos  cincuenta  que  han  llegado  á  cincuenta  años, 
hecho  indisputable  entre  los  comerciantes  entendidos  ,  no  ciento  veinte  y  cinco  vivirán  diez  y  ocho  años  después;  lo 
solo  de  aquel  pais  sino  también  del  resto  de  Europa,  que  que  dará  á  una  persona  de  cincuenta  la  probabilidad  de  vi- 
cuando  el  número  de  asegurados  es  algo  considerable,  la  vir  hasta  sesenta  y  ocho  :  fijándose,  según  se  nota  fácilmente, 
especulación  sobre  seguros  de  vida  es  la  menos  incierta  y  la  duración  probablede  la  vidadecada  individuo  en  el  año  en 
la  que  produce  mayores  ganancias  entre  todas  las  clases  de  que  vivan  la  mitad  delosque  nacieron  en  el  propio  añoqueél. 
especulaciones  mercantiles.  Es  de  advertir  que  la  prosperi-  Entre  nosotros  se  ha  calculado  hasta  ahora  la  probabili- 
dad de  las  compañías  inglesas  de  seguros  de  vida  se  debe  dad  de  vida  tomando  un  término  medio  entre  las  tablas  mas 
en  gran  parte  á  la  precaución  previsora,  tan  común  en  acreditadas  en  países  de  Europa  enteramente  distintos  en 
aquel  pais,  de  hacer  anualmente  algún  sacrificio  de  dinero,  clima  y  costumbres  :  medio  sin  duda  acertado,  si  se  con- 
mayor ó  menor  según  las  diversas  fortunas,  para  dejar  una  sidera  que  aun  cuando  á  principios  de  este  siglo  se  formó 
renta  ó  cantidad  determinada  á  las  familias  cuando  falte  el  una  comisión  científica  destinada  á  recoger   los  datos  ñe- 
que las  sostiene;  pues  aumentándose  según  lo  dicho  arriba  cesarios  para  investigar  la  duración  media  de  la  vida  en 
la  exactitud  del  cálculo  de  probabilidades  de  vida  en  razón  España ,  y  aunque  de  dos  documentos  que  existen  incom- 
directa  del  número  de  personas  á  que  se  aplican,  disminuirá  pie  tos  se  deduce  que  el  número  de  datos  que  había  recogido 
también  el  grado  de  probabilidad  y  de  consiguiente  laexac-  durante  cuatro  años  con  gastos  muy  crecidos,  eran  tan  nu- 
titud  del  cálculo,  cuanto  menorsea  el  número  de  ellas,  hasta  merosos  como  importantes,  desaparecieron  hasta  tal  punto 
el  punto  de  que  seria  tan  aventurado  como  imprudente  los  papeles  de  la  comisión  durante  la  guerra  de  la  indepen- 
aplicarle  á  un  muy  corto  número  de  personas.  dencia  que  no  se  ha  podido  adquirir  después  nunca  noticia 
Se  han  usado  dos  medios  para  calcular  los  años  de  proba-  de  su  paradero  ,  y  no  se  ha    tratado  de  llenar  este  vacío 
bilidad  de  vida,  buscando  la  duración  media  probable  de  desde  aquella  época  ;  siendo  nosotros  quizá  la  única  nación 
esta  en  un  gran  número  de  individuos;  lo  cual  no  es  á  la  de  Europa  que  no  tiene  tablas  propias  de  probabilidad  de 
verdad  moderno,  pues  ya  entre  los  Romanos  se  habia  cal-  v'da.  Sin  embargo,  si  hemos  de  atenernos  á  los  resultados 
culado  aquella  duración  en  tiempo  de  Alejandro  Severo  por  <ïue  nan  dado  hasta  ahora  las  tablas  adoptadas  en  nuestro 
Ulpiano,  quien  valiéndose  de  los  catastros  hechos  desde  Servio  Pais>  la  duración  media  de  la  vida  en  España  no  es  menor 
Tulio  hasta  Justiniano,  es  decir,  por  espacio  de  mil  años,  de-  1ue  en  los  demás  paises  de  Europa ,  siendo  una  prueba  no- 
terminó  la  probabilidad  de  la  vida  de  la  manera  siguiente  :  tab,e  de  ello  el  que  en   la  sociedad  médica  general  de  so- 
Un  recien  nacido  vive  probablemente.     .     .    50  años.  corros  mutuos  que  existe  hace  mas  de  diez  años,  no  han 

Un  hombre  de  20  años 23  caído  las  pensiones  qpe  deberían    pagarse  ahora  ,  según  el 

,    „2„                                            99  calculo  que  se  tormo  al  lundarla  ,  a  pesar  de  que  una  gran 

_,    r-?.                                           yf.  parte  de  las  que  paga  esta  sociedad  son  debidas  á  falleci- 

j    „~                        '  mientas  producidos  por  la  clase  de  circunstancias  estraordi- 

,    ,»              * c  narias  que  afectan  la  probabilidad  de  vida,  y  á  pesar  tam- 

,    .  „                                             .  bien  que  según  casi  todas  las    tablas  estranjeras  de  esta 

j    ka                                       '      o  probabilidad  en  que  se  ha  tomado  en   cuenta  la  duración 

,      y        media  déla  vida  relativamente  á  las  profesiones,  en  ninguna 

,               mueren  tantos  jóvenes  como  entre  los  médicos,  y  los  de 

'                .     •     .    .  España  no  están  ala  verdad  esentos  del  conjunto  de  causas  que 
Esta  probabilidad  no  está  muy  conforme  con  la  admitida  producen"  en  los  de  fuera  una  distinción  tan  poco  envidiable, 
ahora ,  y  prueba  que  la  duración  media  de  la  vida  entre  los  Esta  sociedad  médica ,  la  primera  que  se  fundó  entre  nos- 
Romanos  era  diversa  que  entre  los  modernos,  respecto  á  otros  de  socorros  mutuos  y  que  ha  servido  de  modelo  para 
varias  edades  ;  lo  cual  por  otra  parte  no  debe  causar  admi-  ]a  formación  de  otras  muchas,  se  estableció  desde  luego 
ración  si  se  considera  que  es  también  diversa  ahora  de  lo  bajo  la  base  de  la  probabilidad  de  vida ,  con  el  objeto  de 
que  era  hace  tres  siglos,  según  lo  han  demostrado  varios  que  los  socios  contribuyesen  á  proporción  de  sus  diversas 
escritores  célebres.  clases  al  mantenimiento  de  la  sociedad.  La  probabilidad  de 
Este  mismo  hecho  prueba  sin  embargo  el  grande  influjo  vida  se  tomó  en  ella  de  consiguiente  como  el  medio  mas 
que  los  climas,  el  grado  de  civilización  y  otras  muchas  cau-  equitativo  posible  de  igualar   la  carga  que  habían  de  sufrir 
sas  tienen  en  que  la  duración  media  de  la  vida  sea  mayor  ó  los  socios  en  una  asociación   compuesta  de  individuos  de 
menor,  y  el  que  de  consiguiente  varie  á  proporción  que  el  edades  muy  diferentes;  pues  pagando  uno  que  tiene  ocho 
conjunto  de  aquellas  causas  sea  mas  órnenos  favorable  á  la  años  de  probabilidad  cuatro  veces  mas  que  el  que  tiene 
existencia  del  nombra.  Así  es  que  habiéndose  publicado  un  treinta  y  dos ,  vienen  á  pagar  al  último  lo  mismo  para  ad- 
einnúmero  de  tablas  de  probabilidad  de  vida  durante  los  quirir  igual  derecho.  La  probabilidad ,  según  aquí  se  nota 
últimos  CO  años,  se  halla  en  ellas  alguna  diferencia  ,  aunque  fácilmente,  está  empleada  como  un  medio  el  mas  justo  posible 
no  tan  notable,  cuando  se  ha  fijado  como  base  en  urt  número  de  igualar  las  contribuciones  de  cada  socio  :  igualación  ab- 
muy  considerable  de  individuos,  que  no  hayan  podido  ser-  ..  solutamente  precisa  en  una  sociedad  mutua  fundada  por 
vir  muy  útilmente  las  tablas  mismas,  ú  otras  formadas  to-  acciones,  y  en  la  cual  cada  una  de  estas  da  derecho  al  goce 
mando  entre  ellas  un  término  medio,  cuando  se  han  que-  de  una  misma  pension  á  todos  los  socios  ,  cualesquiera  que 
rido  aplicar  á  empresas  mercantiles  ó  sociales  ,  habiendo  sean  sus  edades  ó  circunstancias.  No  puede  decirse  por  tanto 
probado  el  resultado  de  las  opulentas  compañías  de  seguros  que  la  probabilidad  de  vida  sea  en  esta  especie  de  asocia- 
formadas  en  Europa  que  aun  cuando  la  probabilidad  de  ciones  una  base  principal  de  su  existencia,  pues  mas  bien  es 
vida  sea  verdaderamente  incierta,  considerada  respecto  á  un  medio  de  organización,  muy  útil  sin  duda,  pero  que  no 
pocos  individuos,  se  puede  reputar  como  probable  que  de  debe  influir  mucho  en  la  mayor  ó  menor  seguridad  que  ha- 
un  gran  número ,  mil  por  ejemplo,  nacidos  en  un  mismo  yan  de  ofrecer  respecto  à  su  prosperidad,  ó  por  mejor  decir, 
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á  su  duración  por  un  tiempo  indefinido  :  principal  cualidad 
que  se  desea  con  razón  en  tal  género  de  sociedades;  pues  á 
no  tener  en  su  misma  organización  medios  directos  y  efica- 
ces para  contrarestar  el  efecto  que  naturalmente  debe  pro- 
ducir en  los  socios  una  subida  muy  considerable  en  los  pa- 
gos ,  se  puede  desde  luego  temer  con  mucho  fundamento 
que  subsistan  solamente  el  tiempo  en  que  las  pensiones  sean 
en  corto  número.  El  orden  natural  de  los  acontecimientos 
produce  sucesiva  y  anualmente  en  estas  sociedades,  desde 
su  establecimiento  mismo,  un  aumento  de  pensiones  que 
no  para  hasta  ponerse  en  relación  directa  con  el  número  de 
socios  y  que  aun  á  veces  pasa  este  nivel ,  ya  por  los  efectos 
de  una  epidemia,  ó  ya  por  la  falta  de  precauciones  en  reci- 
bir lo  que  en  términos  técnicos  se  llaman  buenas  vidas.  En 
estos  casos,  si  no  hay  en  la  constitución  misma  de  la  aso- 
ciación un  medio  de  aliviar  la  carga  demasiado  pesada  que 
cae  sobre  los  socios  ,  parte  de  estos  prefiere  abandonarla, 
perdiendo  cuanto  hayan  pagado  ,  á  seguir  contribuyendo 
con  cantidades  escesivas;  y  como  el  abandono  de  la  socie- 
dad por  una  parte  de  sus  individuos ,  hace  recaer  en  los 
demás  lo  que  aquellos  debían  contribuir,  llegan  á  hacerse 
muy  escesivos  los  pagos  de  los  restantes ,  y  no  hallando 
estos  utilidad  alguna ,  y  antes  sí  mucho  perjuicio ,  en 
pertenecer  ala  asociación ,  se  ven  precisados  á  abando- 
narla también.  Y  es  mucho  mas  de  temer  el  que  por  falta 
de  previsión  suceda  este  gran  mal  entre  nosotros ,  por  ser 
no  solamente  muy  poco  común  el  conocimiento  de  lo  que 
es  indispensable  pagar  para  adquirir  el  derecho  á  gozar 
las  pensiones  crecidas  que  ofrecen  las  sociedades  de  socor- 
ros mutuos  que  existen  actualmente ,  sino  lo  que  es  aun 
peor,  porque  como  estas  al  principio  tienen  pocos  pensio- 
nados y  los  pagos  han  sido  de  consiguiente  casi  insignifi- 
cantes hasta  el  dia,  habiéndose  formado  una  idea  demasiado 
equivocada  de  lo  que  serán  en  adelante ,  una  gran  parte  de 
los  socios  han  tomado  mayor  número  de  acciones  de  las  que 
podrán  después  seguir  pagando,  y  el  desengaño  llegará 
cuando  llegue  el  riesgo,  que  están  inevitable  como  será  di- 
fícil de  remediar,  si  no  se  toman  con  mucha  anticipación  los 
medios  de  conseguirlo. 

La  probabilidad  de  vida,  ya  como  teoría,  ó  ya  por  la 
mayor  ó  menor  perfección  de  sus  tablas ,  no  puede  tener  in- 
fluencia alguna  en  evitar  este  riesgo  ,  y  sin  duda  con  este 
conocimiento  se  buscó  otra  base  para  la  sociedad  médica, 
^  cual  fué  la  de  hacer  pagar  cuotas  de  entrada,  arregladas 
también  á  la  tabla  de  probabilidad  que  se  adoptó.  El  objeto 
de  estas  cuotas  era  el  de  formar  con  sus  productos  un  fondo, 
parte  del  cual  debia  servir  para  pagar  anticipadamente  los 
gastos  que  habian  de  reponerse  cada  medio  año  por  medio 
de  dividendos,  mientras  el  resto ,  es  decir  la  mayor  parte, 
se  ideó  ponerla  á  interés  compuesto,  hasta  que  los  dividen- 
dos subieran  á  una  cantidad  crecida.  De  esta  manera,  au- 
mentado gradual  y  progresivamente  el  fondo  ,  tanto  por  las 
sucesivas  entradas  de  socios,  como  por  el  interés  compuesto 
que  habia  de  producir  en  el  largo  tiempo  que  al  principio 
del  establecimiento  de  la  sociedad  tardan  en  acumularse  las 
pensiones,  debia  llegar  necesariamente  á  una  suma  muy 
considerable,  cuyos  intereses  bastarían  para  mantener  en 
límites  razonables  los  dividendos.  De  sentir  es  que  las  cir- 
cunstancias de  la  nación  no  hayan  permitido  desarrollar 
esta  idea  feliz  que  hubiera  consolidado  la  existencia  de  la 
sociedad,  particularmente  si  se  adoptaba  la  limitación  de 
pensiones  en  casos  estremados,  cual  se  ha  hecho  en  los  es- 
tatutos de  la  sociedad  de  profesores  de  educación.  Difícil 
es  dejar  de  mirar  como  muy  precaria  entre  nosotros  la  suerte 
de  las  sociedades  mutuas  que  no  han  tomado  precauciones, 
cual  las  espresadas  arriba,  á  fin  de  prevenir  las  consecuen- 
cias inevitables  del  aumento  tan  considerable  de  gastos  que 
han  de  cargar  sobre  ellas,  cuando  suban  á  un  número  cre- 


cido las  pensiones ,  como  han  de  subir  precisamente  ;  pero 
como  el  entrar  en  esta  materia  seria  separarnos  del  objeto 
de  este  artículo,  nada  mas  diremos  sobre  ella. 

Por  la  misma  razón  no  hablaremos  tampoco  de  las  socie- 
dades mutuas  que  separándose  en  sus  estatutos  de  los  de  la 
médica  ,  á  pesar  de  haberles  servido  de  modelo ,  no  han 
seguido  á  este  ,  respecto  al  uso  hecho  en  él  de  la  probabi 
lidad  de  vida ,  por  considerar  poco  exactos  los  resultados 
de  sus  tablas.  Es  muy  general  atacar  la  teoría  de  la  proba- 
bilidad de  vida,  fundándose  ya  en  la  falta  de  tablas  españolas, 
ó  ya  en  la  imperfección  de  las  estranjeras,  sin  reflexionar 
que  en  el  estado  actual  de  civilización  y  costumbres,  la  dife- 
rencia en  la  duración  media  de  la  vida  entre  nosotros  y  los 
estranjeros  puede  ser  calculada  con  bastante  exactitud  , 
como  lo  hemos  probado  arriba  con  un  hecho  notable.  Por 
otra  parte  ,  aun  suponiendo  que  las  tablas  de  probabilidad 
de  vida  fuesen  mas  defectuosas  de  lo  que  verdaderamente 
son  ,  seria  preciso  probar  que  habia  otro  medio  ,  al  menos 
tan  bueno ,  para  igualar  la  duración  probable  de  la  vida 
en  las  diversas  edades  ,  ó  bien  para  establecer  sociedades 
mutuas  sin  usar  de  modo  alguno  este  medio.  Seria  muy  útil 
que  el  ejemplo  de  lo  sucedido  á  los  Franceses  en  esta  materia 
nos  hiciese  mas  cautos  y  aprendiéramos  con  la  esperiencia 
ajena  :  apenas  hay  medio  alguno  que  no  hayan  puesto  en 
práctica  y  de  que  no  hayan  tenido  que  arrepentirse  amar- 
gamento;  hasta  que  por  fin  se  han  visto  obligados  á  no 
separarse  del  sistema  inglés,  que  tiene  ya  á  su  favor  la 
esperiencia  de  casi  un  siglo  con  los  resultados  mas  felices. 

La  tabla  de  la  sociedad  médica  tiene  dividida  la  probabi- 
lidad de  la  vida  de  cuatro  en  cuatro  años,  señalando  la  de  la 
duración  media  probable  del  año  intermedio.  À  primera 
vista  se  conoce  que  se  calculó  esta  tabla,  solo  para  el  objeto 
á  que  habia  de  servir  ;  pues  la  duración  media  señalada  en 
ella  á  las  respectivas  edades,  desde  22  á  78  años  ,  camina 
con  una  regularidad  que  no  es  la  de  la  naturaleza;  pero  que 
es  muy  útil  cuando  hay  que  hacer  cálculos,  en  los  cuales  las 
diferencias  son  tan  pequeñas  que  serian  mucho  mas  grandes 
los  inconvenientes  de  hacerlos  con  exactitud  matemática. 

Creemos  por  tanto  inútil  publicar  esta  tabla  como  com- 
plemento a\  articulo,  y  solo  diremos  que  aun  cuando  á 
primera  vista  parece  muy  favorable  á  los  que  pasan  de  hO 
años ,  el  hecho  de  pagar  actualmente  esta  sociedad  después 
de  10  años  muchas  menos  pensiones  de  las  que  se  calcula- 
ron entonces  á  proporción  de  los  tres  mil  socios  que  han 
ido  entrando  en  ella,  á  pesar  de  que  por  circunstancias' 
particulares  la  mayor  parte  de  las  pensiones  sean  de  socios 
muertos  antes  de  aquella  edad  ,  prueba  que  no  ha  favore- 
cido mucho  á  los  que  pasaban  de  ella  ;  sin  que  este  hecho 
invalide  por  otra  parte  la  regla  general,  pues  en  los  últimos 
diez  años  han  sido  incalculablemente  mayores  los  riesgos 
de  toda  clase  corridos  por  los  jóvenes.  Hemos  anotado  esta 
observación,  no  tanto  porque  es  un  hecho  práctico  recogido 
entre  nosotros,  que  tan  pocos  hechos  propios  podemos  citar 
relativos  al  uso  de  la  teoría  de  la  probabilidad  de  vida  , 
como  porque  prueba  cuan  preciso  es  tener  presentes  al  esta- 
blecer empresas  en  las  cuales  se  aplique  esta  teoría  ,  ya  sea 
como  base  principal ,  ó  ya  corno  medio  de  organización  , 
las  circunstancias  estraordinarias  que  pueden  falsear  mas 
ó  menos  el  principio  en  que  están  fundadas  las  tablas  do 
aquella  probabilidad.  Y  no  solo  deben  tenerse  presentes  estas 
circunstancias  para  el  establecimiento  do  las  empresas , 
sino  también  para  apreciar  debidamente  sus  resultados  ; 
pues  sena  à  la  verdad  un  medio  muy  erróneo  de  juzgar  do 
las  mayores  ó  menores  ventajas  que  hubiera  producido  la 
aplicación  de  las  tablas  de  probabilidad  de  vida  ,  respecto 
á  la  prosperidad  de  cualquier  empresa,  el  no  tomar  en 
cuenta  con  el  mayor  cuidado  el  efecto  que  las  circunstancias 
estraordinarias  que  salen  fuera  de  todo  cálculo  ,  hayan  po- 
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dido  tener  en  los  resultados  que  se  hayan  observado.  Las 
tablas  de  probabilidad  de  vida  son  y  no  pueden  menos  de 
ser  para  circunstancias  ordinarias,  y  cuando  se  hayan  de 
aplicar  fuera  de  los  casos  comunes ,  es  preciso  seguir  el 
ejemplo  de  los  Ingleses  y  acomodarlas  lo  mas  que  sea  posi- 
ble al  uso  que  haya  de  dárseles,  como  parece  haberse  hecho 
basta  cierto  punto  en  los  estatutos  de  la  sociedad  médica. 

Queda  probado  arriba  que  no  puede  considerarse  á  la 
probabilidad  de  vida  como  la  base  de  existencia  de  las  socie- 
dades de  socorros  mutuos,  aunque  generalmente  se  crea 
lo  contrario  ;  pero  no  sucede  lo  mismo  respecto  á  las  com- 
pañías de  seguros  de  vida.  Estas  compañías  ofrecen  un 
premio  correspondiente  á  la  cantidad  que  quiera  pagar  el 
individuo  que  desea  asegurar  su  vida,  durante  todo  el  tiempo 
que  se  calcule  la  duración  media  probable  de  ella.  Si  este 
individuo  muere  antes  del  tiempo  de  su  probabilidad  de 
vida ,  la  compañía  tiene  que  dar  el  premio  convenido  , 
como  si  hubiese  vivido  todo  aquel  tiempo  ;  perdiendo  de 
consiguiente  las  cantidades  que  habia  de  haber  pagado  el 
asegurado  desde  el  dia  de  su  muerte  hasta  aquel  en  el  cual 
se  completasen  los  años  que  se  calcularon  viviría  ;  pero  si  el 
asegurado  vive ,  aun  cuando  sea  doble  del  tiempo  calculado 
como  duración  media  de  su  vida ,  está  obligado  á  seguir 
contribuyendo  hasta  su  muerte  con  la  cantidad  anual  seña- 
lada, ganando  en  este  caso  la  compañía  todo  lo  que  pague 
desde  el  dia  que  llegó  al  calculado  como  duración  media 
probable  de  su  vida,  hasta  el  de  su  fallecimiento.  Fácil  es  de 
notar  que  en  estos  casos  se  hace  un  contrato  entre  dos  partes, 
por  el  cual  cada  una  de  ellas  se  aventura  á  correr  un  riesgo 
con  la  ventaja  para  la  compañía  de  que  la  otra  parte  ha  de 
contribuir  cuanto  le  sea  posible  á  correrle  ella  misma  ; 
pues  ha  de  preferir  en  todos  los  casos  su  existencia  á  que  la 
compañía  pague  el  seguro.  Fácil  es  de  notar  también  que 
siendo  el  punto  de  partida  ,  tanto  para  la  compañía  que 
ofrece  ,  como  para  el  individuo  que  acepta  ,  el  fijar  la  dura- 
ción media  probable  de  la  vida  de  este ,  pues  en  el  tiempo 
de  duración  que  se  fije,  está  cifrado  todo  el  cálculo  que  re- 
presenta el  riesgo  probable,  tanto  del  asegurador  como  del 
asegurado.^,  las  tablas  de  probabilidad  de  vida  que  como 
queda  esplicado  al  principio ,  no  son  otra  cosa  que  el  seña- 
lamiento de  la  duración  media  probable  de  ella  en  las  di- 
versas edades  y  condiciones,  forman  hasta  tal  punto  la  base 
de  existencia  de  las  compañías  de  seguros  que  su  prospe- 
ridad ó  decaimiento  ha  de  consistir  por  la  mayor  parte  en 
que  esté  bien  fijado  en  ellas  el  tiempo  de  probabilidad. 
Y  decimos  solo  en  su  mayor  parte,  porque  según  también 
queda  dicho  al  principio  ,  estas  compañías  se  esponen  á 
grandes  riesgos  ,  cuando  no  es  algo  considerable  el  número 
de  asegurados ,  y  porque  en  fin ,  entra  como  un  elemento 
de  grandísimo  interés  para  la  prosperidad,  noya  solo  délas 
compañías ,  sino  también  de  toda  especie  de  sociedades  de 
socorros  ó  de  seguros,  la  manera  con  que  se  hallen  orga- 
nizados los  reconocimientos  previos  á  la  admisión  de  seguros 
ó  de  socios  ;  punto  que  se  ha  llevado  en  Inglaterra  á  un  alto 
grado  de  perfección  ,  y  que  es  de  tal  importancia  no  solo 
para  las  compañías  de  seguros ,  sino  también  para  las  socie- 
dades de  socorros  mutuos  de  toda  especie,  que  puede  por  si  so- 
lo causar  su  ruina,  cuando  no  está  muy  bien  organizado. 

Las  compañías  de  seguros  de  vida  no  se  limitan  única- 
mente á  una  sola  especie  de  contratos  ;  pero  cuantos  hacen 
sobre  seguros  de  vida  están  calculados  teniendo  por  base 
la  probabilidad  de  esta.  Unas  veces  se  obligan  á  pagar  du- 
rante la  vida  de  una  persona  designada  por  el  asegurado 
ciertos  premios  que  ordinariamente  consisten  en  pensiones- 
vitalicias  ,  y  en  estos  casos  hay  que  tomar  en  cuenta  dos 
diversas  probabilidades  de  vida  ;  la  del  asegurado  ó  im- 
ponente, y  la  del  que  ha  de  gozar  la  renta  vitalicia  si  le 
sobrevive.- Si  por  ejemplo  un  marido  quiere  dejar  á  su  mujer 


una  renta  vitalicia  desde  el  dia  de  su  muerte,  es  preciso 
para  calcular  la  cuota  del  seguro  ,  tomar  en  cuenta  no  sola- 
mente la  duración  media  probable  de  la  vida  del  marido , 
sino  también  la  de  la  mujer.  Las  mismas  compañías  se 
obligan  otras  veces  á  hacer  seguros  á  plazo,  ó  sea  á  dar 
una  cantidad  fija  en  un  tiempo  determinado  ,  por  ejemplo 
á  Ib,  20,  30  ó  mas  años  después  de  hecho  el  seguro  ,  prin- 
cipiando desde  el  momento  que  se  hace  el  contrato  à  pagar 
anualmente  el  asegurado  la  cuota  convenida  y  siguiéndola 
pagando  hasta  que  llegada  la  época  prefijada,  recibe  aquella 
cantidad  el  asegurado,  si  vive  ,  y  sus  herederos  si  ha  falle- 
cido ;  pero  en  este  caso ,  la  compañía  no  tiene  derecho  á 
cobrar  cuota  alguna  desde  el  dia  de  su  fallecimiento  hasta 
el  designado  para  pagar  el  premio.  Por  ejemplo  ,  una  per- 
sona contrata  con  la  compañía  de  seguros  que  veinte  años 
después  ha  de  darle  la  cantidad  de  cien  mil  reales,  y  desde 
el  dia  del  contrato  principia  á  pagar  anualmente  á  la  com- 
pañía una  cuota  proporcional  á  su  probabilidad  de  vida  y  à 
la  cantidad  de  cien  mil  reales.  Si  sigue  viviendo  los  veinte 
años  ,  seguirá  pagando  aquella  cuota  todo  este  tiempo  hasta 
la  época  prefijada  ;  pero  si  se  muere  á  los  dos  años,  la  com- 
pañía ,  sin  cobrar  nada  en  los  restantes  diez  y  ocho,  pagará 
los  cien  mil  reales  al  cumplirse  los  veinte  años. 

Hay  por  último  otra  clase  de  seguros  ,  por  la  cual  una 
persona  entrega  cierta  cantidad  determinada  y  la  compañía 
le  asegura  por  ella  una  renta  vitalicia  ó  pension  por  vida, 
ya  solo  para  la  persona  asegurada ,  ó  ya  también  para  otra , 
después  de  su  fallecimiento.  Por  ejemplo  ,  un  matrimonio 
ó  dos  cualesquiera  personas  entregan  una  cantidad  fija  á  la 
compañía,  la  cual  les  da  por  ella  una  pension  anual  que 
sigue  pagando  hasta  que  las  dos  fallezcan,  de  modo  que 
recae  toda  la  pension  en  el  que  sobrevive  después  del  falle- 
cimiento del  otro.  Esta  imposición  de  seguro  es  muy  común 
en  otros  países,  y  ha  sido  uno  de  los  medios  adaptados  por 
el  gobierno  inglés  para  disminuir  su  deuda. 

No  necesitamos  mas  que  llamar  la  atención  de  nuestros 
lectores  para  hacerles  notar  que  en  estas  diversas  opera- 
ciones de  las  compañías  de  seguros  de  vida ,  la  teoría  de  las 
probabilidades  forma  la  base  principal  del  contrato  por  las 
razones  arriba  espuestas  ;  pues  en  todos  estos  contratos  , 
el  punto  de  partida  para  calcular  el  riesgo  ,  tanto  del  ase- 
gurador como  del  asegurado  ,  es  el  tiempo  que  se  presume 
ha  de  vivir  el  último  ,  calculándose  por  él  la  cuota  que  ha 
de  pagar,  con  relación  al  premio  que  ha  de  recibir  por  ella. 

Hemos  dado  una  idea  de  la  doctrina  de  las  probabilidades 
en  general  y  de  sus  aplicaciones  á  la  duración  media  de  la 
vida  que  forman  la  teoría  particular  conocida  bajo  el  nombre 
de  probabilidad  de  vida.  Hemos  procurado  también  pre- 
sentar con  la  mayor  claridad  posible  una  reseña  general  de 
aquellas  aplicaciones  que  servirá  al  menos  para  llamar  la 
atención  de  los  jurisconsultos  hacia  un  asunto  ,  cuyo  cono- 
cimiento les  será  utilisimo  adquirir  en  los  tiempos  actuales. 
Hemos  hablado  acerca  de  la  aplicación  que  se  ha  hecho  en 
nuestro  pais  de  la  teoría  de  las  probabilidades  ó  duración 
media  probable  de  la  vida,  y  hemos  en  fin  presentado  los 
modos  diversos  con  que  se  ha  hecho  esta  aplicación.  Résta- 
nos ahora  decir  algunas  palabras  acerca  de  otro  medio  no 
conocido  ,  ó  por  mejor  decir,  no  usado  en  España;  medio 
que  uno  de  los  mas  célebres  escritores  eslranjeros  sobre  esta 
materia ,  ha  creído  el  mas  ventajoso  para  establecer  en 
nuestro  pais  sociedades  de  socorros  mutuos,  y  que  nosotros, 
conformes  con  él  en  esta  opinion  ,  creemos  que  se  llegará  á 
adoptar  con  preferencia  á  todos  los  demás ,  cuando  habiendo 
hecho  patentes  una  triste  esperiencia  los  defectos  de  orga- 
nización de  las  sociedades  existentes  ,  pueda  hacerse  lo  que 
no  ha  sido  ni  es  posible  hacer  ahora ,  por  ser  tan  poco 
general  el  convencimiento  de  que  es  infinitamente  mas  caro 
que  la  administración  y  gobierno  de  estas  sociedades  se 
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desempeñe  gratuitamente  por  socios,  que  poner  ambas  cosas 
al  cargo  de  individuos  con  una  recompensa  proporcionada 
al  trabajo.  Las  sociedades  que  corresponden  en  Inglaterra 
á  las  nuestras  de  socorros  mutuos ,  están  organizadas  com- 
pletamente como  las  compañías  de  seguros  ,  sin  mas  dife- 
rencia que  las  utilidades  que  en  las  compañías  se  dividen 
solamente  entre  los  accionistas  que  las  forman  ,  se  reparten 
en  el  otro  caso  entre  todos  los  asegurados.  Estos  de  con- 
siguiente pagan  lo  mismo  que  si  aseguraran  su  vida  en  una 
compañía:  pero  recibiendo  á  proporción  una  parte  de  las 
utilidades,  se  hace  tanto  menor  su  carga,  cuanto  mayor 
sea  el  número  de  ellos.  Por  supuesto ,  en  estas  sociedades  ó 
compañías  mutuas  todos  cuántos  las  componen  tienen  el 
derecho  de  inspección  ó  sea  intervención  en  los  actos  rela- 
tivos á  su  gobierno  y  administración  :  pero  tanto  el  uno 
como  la  otra  están  al  cargo  de  individuos  pagados ,  cuya 
responsabilidad  es  verdaderamente  efectiva.  Y  ¿  podrá  de- 
cirse lo  mismo  de  ninguna  de  nuestras  sociedades  mutuas  ? 
por  mas  artículos  penales   que  se  imaginen,  ¿es  factible  ó 
posible  exigir  responsabilidad  á  socios  que  sirven  gratuita- 
mente un  cargo  reconocido  por  todos  como  un  pesado  gra- 
vamen ,  y  á  quienes  la  equidad  ,  unida  al  convencimiento 
de  que  todos  han  de  hallarse  en  el  mismo  caso  ,  impulsa  á 
que  se  les  dé  gracias  por  lo  que  hagan,  aun  cuando  sea  poco, 
y  se  les  disimule  lo  que  dejen  de  hacer  ó  hagan  mal ,  aun 
cuando  sea  mucho?  Cesamos  aquí  ;  porque  ansiosos  de  que 
el  movimiento  filantrópico  que  se  ha  mostrado  últimamente 
en  nuestro  pais  no  siga  un  camino  errado  y  lleguen  á  des- 
acreditarse las  invenciones  estranjeras  mas  útiles  por  el 
modo  de  plantearlas,  nos  íbamos  olvidando  de  que  nuestro 
objeto  ha  sido  solo  el  de  tratar  de  las  probabilidades  de  vida. 
Como  complemento  del  artículo,  publicamos  unido  á  él,  el 
resumen  de  las  tablas  estadísticas  de  Duvillard  ;  y  para  hacer 
de  un  golpe  patente  la  diferencia  entre  la  probabilidad  de 
vida  de  los  hombres  y  mujeres,  hemos  preferido  poner  unos 
mismos  años  de  probabilidad,  señalando  los  de  cada  uno  de 
los  sexos  que  corresponden  á  aquellos  años. 

ESCALA  gradual  de  las  probabilidades  de  la  vida, 
estractada  de  las  tablas  estadísticas  de  estas  pro- 
babilidades formadas  y  calculadas  por  Duvillard. 
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7 

io  V, 

14 

17% 
21 
24  % 

28 

3i  y, 

35 

38% 

42 

45% 

49 

56 

63 

70 

77 


VIDA  civil.  La  facultad  de  gozar  de  todas  las  ventajas 
que  están  concedidas  á  los  ciudadanos  por  las  leyes  del  Es- 
tado ,  como  la  de  poder  deducir  sus  acciones  en  justicia ,  la 
de  ser  capaz  de  suceder,  y  la  de  poder  disponer  por  testa- 
mento de  sus  bienes. 

VIENTRE.  Lo  sustancial  ó  principal  de  algún  instru- 
mento ó  cláusula  ;  y  así  se  dice  que  alguna  escepcion  se  sa- 
ca del  vientre  de  la  misma  escritura  :  —  el  preñado  ó  feto  , 
del  cual  se  dice  que  se  tiene  por  salido  á  luz  siempre  que 
se  trata  de  su  utilidad,  qui  sunt  in  utero  pro  jam  natis 
habentur,  quotics  de  corum  commodis  et  zilililate  agitur  : 
—  la  madre,  á  escepcion  del  padre;  y  así  se  dice  que  el 
parto  sigue  al  vientre,  parlus  ventrera  sequilur,  que  es  tan- 
to como  decir  que  el  hijo  sigue  la  condición  de  su  madre. 

VIGENTE.  Dícese  de  las  leyes,  ordenanzas,  estilos  y 
costumbres  que  están  en  vigor  y  observancia. 

VILLA.  La  población  que  tiene  algunos  privilegios  con 
que  se  distingue  de  la  aldea,  como  vecindad  y  jurisdicción 
separada  de  la  ciudad  ;  —  y  el  cuerpo  de  la  justicia  y  regi- 
dores que  gobiernan  la  villa  ó  pueblo. 

VILLAZGO.  La  calidad  ó  privilegio  de  villa;  y  el  tri- 
buto que  se  impone  á  las  villas  como  tales. 

VINCULAR.  Sujetar  ó  gravar  los  bienes  á  vínculo  pa- 
ra perpetuarlos  en  alguna  familia. 

VÍNCULO.  La  union  y  sujeción  de  los  bienes  al  perpe- 
tuo dominio  en  alguna  familia  con  prohibición  de  enajena- 
ción ;  —  y  el  gravamen  ó  carga  perpetua  que  se  impone  en 
alguna  fundación.  Véase  Mayorazgo. 

VINDICACIÓN.  La  justa  venganza  ó  satisfacción  que 
se  toma  de  algún  agravio  :  —  el  recobro  justo  de  lo  que  in- 
justamente se  ha  quitado  á  alguno  :  —  y  la  defensa  que  se 
hace,  especialmente  por  escrito,  del  que  se  halla  injuriado  ó 
injustamente  notado. 

VINDICTA  pública.  La  satisfacción  de  los  delitos  que 
se  debe  exigir  por  sola  la  razón  de  justicia  para  ejemplo  del 
público.  Véase  Pena,  Perdón  y  Fiscal. 

VIÑA.  El  terreno  plantado  de  muchas  vides.  El  que  con 
dañada  intención  corte,  arranque  ó  destruya  parras  ,  viñas 
ó  árboles  frutales,  debe  pagar  duplicado  el  daño,  precedido 
su  aprecio  por  peritos;  y  siendo  el  daño  en  vides  ó  parras, 
puede  el  dueño  exigir  el  pago  del  importe  doble ,  ó  bien  in- 
tentar la  acción  de  hurto  :  en  cuyo  último  caso  si  el  daño  es 
exorbitante,  ha  de  imponerse  al  dañador  el  último  suplicio; 
y  si  no  es  tan  grave  que  merezca  esta  pena ,  puede  impo- 
nerle el  juez  otra  corporal  y  arbitraria  según  las  circunstan- 
cias del  hecho ,  lugar  y  tiempo;  ley  28,  til.  15,  Patt.  7. 

VIOLACIÓN.  La  violencia  que  se  hace  á  una  mujer 
para  abusar  de  ella  contra  su  voluntad.  La  prueba  de  este 
delito  es  tan  difícil ,  que  algunos  legisladores  han  prohibido 
admitir  quejas  de  violencia  no  siendo  evidente  y  real.  Véase 
Rapto,  Preñez  y  Homicidio. 

VIOLARIO.  En  algunas  partes  la  pension  anual  que  se 
acostumbra  dar  á  la  persona  que  entra  en  religion  por  el 
poseedor  de  los  bienes  paternos. 

VIOLENCIA.  La  fuerza  de  que  se  usa  contra  alguno 
para  obligarle  á  hacer  lo  que  no  quiere  por  medios  á  que  nr» 
puede  resistir.  No  hay  consentimiento  donde  hay  violencia; 
y  así  es  que  la  violencia  ejercida  contra  el  que  en  su  virkifT 
contrae  una  obligación,  es  causa  de  nulidad  ó  rescision  Coi 
contrato,  aunque  se  haya  ejercido  por  un  tercero  que  no  ha 
tenido  parte  alguna  en  la  utilidad  ;  ley  56  ,  lit.  5 ,  y  ley  28, 
tit.  1 1  ,-Parl.  5.  Puede  ser  cierto  que  á  pesar  de  la  violencia 
haya  voluntad  ,  pues  el  forzado  prefiere  una  cosa  á  otra , 
v.  gr.  el  pago  de  mil  reales  á  la  pérdida  de  la  vida  ,  coacta 
voluntas,  voluntas  lamen;  pero  no  elige  sino  entre  dos  cosas 
igualmente  contrarias  á  su  voluntad,  y  por  consiguiente  no 
presta  un  consentimiento  que  pueda  producir  una  obliga- 
ción. Hay  verdadera  violencia  cuando  es  capaz  de  hacer  im- 


VI 


1539  — 


VI 


presión  á  una  persona  razonable  inspirándole  lemor  ie  es- 
poner su  persona  ó  su  fortuna,  ó  las  personas  á  quienes  ama, 
á  un  mal  grave  y  presente  :  bajo  el  concepto  de  que  para 
graduar  el  efecto  de  la  violencia  se  ha  de  tomar  en  conside- 
ración la  edad,  el  sexo  y  la  condición  de  las  personas, 
pues  un  anciano  y  una  mujer  se  sobrecogen  mas  fácilmente 
que  el  hombre  que  se  halla  en  la  fuerza  de  la  edad  ;  y  el 
mal  ha  de  ser  presente ,  pues  la  amenaza  de  un  mal  futuro 
ao  causa  violencia  ;  ley  7,  til.  33 ,  Part.  7  :  Metum  prcesen- 
lent,  non  suspicioncm  inferendi  ejus ,  dicen  las  leyes  roma- 
nas. Es  claro  que  la  violencia  ha  de  ser  injusta  para  que 
anule  los  contratos;  y  así  es  válido  el  que  celebra  en  la  cár- 
cel con  sus  acreedores  el  deudor  preso  por  deudas.  No  pue- 
de atacarse  un  contrato  por  causa  de  violencia  ,  si  después 
de  haber  cesado  esta,  aprueba  ó  ratifica  el  forzado  la  obliga- 
ción que  contrajo,  sea  espresamente  con  palabras  formales, 
sea  tácitamente  con  los  hechos  poniéndola  en  ejecución  ,  ó 
dejando  pasar  el  tiempo  de  la  restitución  fijado  por  la  ley  28, 
tit.  11,  Pqrt.  b.  Ademas  de  la  nulidad  del  acto  en  que  inter- 
viene la  fuerza  ,  incurre  el  forzador  en  varias  penas  según 
las  circunstancias.  Véase  Fuerza ,  Miedo ,  Despojo  y  Rapto. 

VISAR.  Reconocer  ó  examinar  algún  instrumento  po- 
niendo en  él  el  visto  bueno. 

VISITA.  El  acto  de  jurisdicción  con  que  algún  superior 
se  informa  del  proceder  de  los  ministros  inferiores  ó  de  los 
subditos ,  ó  del  estado  de  las  cosas  en  los  distritos  de  su  ju- 
risdicción, pasando  personalmente  á  reconocerlo,  ó  envian- 
do en  su  nombre  otro  que  lo  ejecute  :  —  el  reconocimiento 
ó  registro  de  los  géneros  ó  mercaderías  que  se  hace  en  las 
aduanase  puertas  para  la  paga  de  los  derechos  ,  ó  saber  si 
son  de  lícito  comercio  :  —  el  reconocimiento  ó  informe  que 
se  hace  en  los  oficios  públicos  de  los  instrumentos  y  géneros 
que  respectivamente  locan  á  cada  uno  para  ver  si  están  fie- 
les ó  según  ley  ú  ordenanza  :  —  el  reconocimiento  que  en 
las  cárceles  hace  el  alcaide  de  los  presos  y  prisiones  en  or- 
den á  su  seguridad  ;  —  y  el  conjunto  de  ministros  que  asis- 
ten en  forma  de  tribunal  para  la  visita  de  cárceles.  Véase 
Inspección  ocular.     ^ 

VISITA  de  cárcel.  El  exàirïen  y  reconocimiento  que 
presentándose  en  la  cárcel  hacen  los  jueces  del  estado  de  los 
presos  y  de  sus  causas ,  para  procurar  el  alivio  posible  de 
aquellos  y  el  mas  pronto  despacho  de  estas.  Hay  visitas  ge- 
nerales y  semanales  de  cárceles  conforme  al  reglamento  de 
26  de  setiembre  de  1838  y  ordenanzas  de  las  audiencias  (1). 

I.  Todos  los  tribunales  y  jueces  ordinarios  harán  pública- 
mente en  el  sábado  de  cada  semana  una  visita,  así  de  la  cár- 
cel ó  cárceles  públicas  del  respectivo  pueblo  ,  cuando  hu- 
biere en  ella  algún  preso  ó  arrestado  perteneciente  á  la  real 
jurisdicción  ordinaria,  como  de  cualquier  otro  sitio  en  que 
los  haya  de  esta  clase  ;  y  en  dicha  visita ,  en  la  cual  se  pon- 
drán de  manifiesto  todos  los  presos  sin  escepcion  alguna  , 
examinarán  el  estado  de  las  causas  de  los  que  lo  estuvie- 
ren à  su  disposición  ;  los  oirán  ,  si  algo  tuvieren  que 
esponer;  reconocerán  por  sí  mismos  las  habitaciones  de 
los  encarcelados, y  se  informarán  puntualmente  del  alimento, 
asistencia  y  trato  que  se  les  da,  y  de  si  se  les  incomoda 
con  mas  prisiones  que  las  necesarias  para  su  seguridad,  ó  se 
les  tiene  en  incomunicación  ,  no  estando  asi  prevenido  ;  y 
pondrán  en  libertad  á  los  que  no  deban  continuar  presos, 

(1)  Véanse  las  notas  á  las  palabras  Cárcel  y  Privilegio;  ó  mas 
Lien  los  arts.  58,  59 ,  60  y  98  de  la  ley  de  25  de  mayo  de  1857. 
Por  decreto  de  20  de  setiembre  de  i 822,  se  mandó  en  la  repú- 
blica de  Méjico  que  las  -visitas  generales  se  lucieran  en  los  días 
24  de  febrero  y  27  de  setiembre,  que  eran  de  festividad  nacional  ; 
pero  en  su  lngarse  subrogaron  los  dias  46  de  setiembre  y  U  de 
octubre  por  decreto  de  27  de  noviembre  do  1824  ,  y  acaso  por  la 
corta  distancia  que  media  entre  esos  dias ,  no  se  practica  la  visita 
sino  «a  el  16  de  setiembre. 


tomando  todas  las  disposiciones  oportunas  para  el  remedio 
de  cualquier  retraso,  entorpecimiento  ó  abuso  que  advirtie- 
ren, y  avisando  á  la  autoridad  competente,  si  notaren  males 
que  ellos  no  puedan  remediar. 

Si  entre  los  presos  hallaren  alguno  correspondiente  á  otra 
jurisdicción,  se  limitarán  á  examinar  cómo  se  le  trata,  á  re« 
primír  las  faltas  de  los  carceleros,  y  á  comunicar  á  los  jue- 
ces respectivos  lo  demás  que  adviertan  y  en  que  toque  á 
estos  entender. 

Para  hacer  estas  visitas  los  tribunales  colegiados  bastará  ■ 
que  asistan  dos  de  sus  ministros  y  un  fiscal.  Art.  Ib  del 
regí,  de  26  de  setiembre  de  183b. 

Sin  embargo ,  en  las  capitales  donde  hubiere  real  audien- 
cia, será  esta  la  que  haga  dicha  visita  semanal,  á  la  cual 
deberán  asistir  los  jueces  de  primera  instancia  ,  y  los  alcal- 
des y  tenientes  de  alcaldes  del  pueblo  con  las  causas  de  sus 
respectivos  reos,  si  los  tuvieren  ,  para  informar  sobre  lo  que 
se  ofrezca. 

Si  en  la  capital  se  debieren  visitar  dos  ó  mas  cárceles , 
podrán  nombrarse  para  cada  una  de  ellas  dos  ministros  y 
un  fiscal ,  á  fin  de  que  todas  sean  visitadas  simultáneamente 
y  con  menos  trabajo. 

Donde  sin  haber  audiencia  existieren  jueces  letrados  de 
primera  instancia ,  serán  ellos  los  que  hagan  la  visita, con- 
curriendo también  los  alcaldes  y  los  tenientes  de  alcalde 
para  informarles  si  tuvieren  á  su  disposición  algún  preso. 
Art.  16  del  citado  regí. 

II.  Las  audiencias  donde  residan,  y  en  los  demás  pueblos 
los  jueces  de  primera  instancia ,  y  en  su  defecto  los  alcaldes, 
harán  ademas  públicamente  una  visita  general  de  las  res- 
pectivas cárceles  públicas  y  de  cualquier  otro  sitio  donde 
haya  presos  del  fuero  ordinario  en  los  tres  dias  señalados 
por  las  leyes ,  que  son  el  sábado  de  Ramos ,  Pascua  del  Es- 
píritu Santo  y  Pascua  de  Navidad  ,  y  en  el  que  no  siendo 
feriado,  preceda  mas  inmediatamente  al  de  la  Natividad  de 
nuestra  Señora  ;  ejecutándose  en  esta  visita  lo  mismo  que 
queda  prescrito  respecto  á  la  semanal. 

Pero  á  las  visitas  generales  que  hagan  las  audiencias  con- 
currirán el  regente  y  todos  los  ministros  y  fiscales  ;  y  asi  á 
las  primeras  como  á  las  que  de  igual  clase  hagan  por  sí  los 
jueces  inferiores,  deberán  asistir  sin  voto  dos  regidores  del 
pueblo  ,  á  cuyo  fin  el  regente  ó  el  juez  respectivo  cuidará 
de  avisar  anticipadamente  al  ayuntamiento  para  que  los 
nombre.  Estos  regidores  tendrán  lugar  y  asiento  con  el  juez 
y  con  el  tribunal,  después  del  primero  cuando  concurran 
con  él  solo  ,  y  después  de  los  fiscales  cuando  lo  hagan  con 
la  audiencia.  Art.  il  de  dicho  regí. 

Siempre  que  algún  preso  ó  arrestado  pidiere  ser  oido,  el 
juez  ó  un  ministro  de  la  sala  que  conozca  de  la  causa ,  pa- 
sará á  oirle  cuanto  tenga  que  esponer,  dan-do  el  último 
cuenta  al  tribunal.  Art.  18,  id. 

III.  Para  que  las  audiencias  ejecuten  las  visitas  generales 
de  cárceles,  cuando  y  en  la  forma  que  prescribe  el  artículo  17 
del  reglamento  provisional  de  26  de  setiembre  de  183b  ,  el 
regente ,  con  la  debida  anticipación ,  señalará  la  hora,  dando 
conocimiento  de  ella  á  todos  los  ministros  y  fiscales ,  y  to- 
mará con  tiempo  las  disposiciones  oportunas  para  que  con- 
curran cuantos  deban  hacerlo,  y  para  que  se  presente  tod» 
lo  necesario.  Art.  Ü9  de  las  ordenanzas  de  las  audiencias. 

Los  escribanos  de  los  juzgados  de  primera  instancia  que 
tengan  causas  de  presos  que  deban  visitarse  por  la  audien- 
cia ,  pasarán  á  la  escribanía  de  cámara  mas  antigua  del  crí-. 
men ,  dos  dias  antes  de  la  visita  general,  una  relación  exuda 
de  las  que  pendan  ante  cada  uno ,  con  espresion  de  los  nom- 
bres y  domicilio  de  los  presos ,  del  tiempo  de  su  prisión  ,  de 
si  se  hallan  ó  no  incomunicados  por  orden  del  juez,  de  los 
delitos  sobre  que  se  proceda ,  y  del  estado  de  las  mismas 
causas.  Art.  SO  de  las  diadas  ordenanzas. 


VI 


—  1540 


VI 


Con  inclusion  de  estas  relaciones,  y  poniéndose  de  acuerdo 
con  los  demás  escribanos  de  cámara  del  crimen  de  la  au- 
diencia ,  el  mas  antiguo  de  ellos  formará  y  pasará  al  regente, 
el  dia  antes  de  la  visita  general,  una  lista  igualmente  exacta 
y  espresiva  de  todas  las  causas  de  presos  pendientes  en  el 
tribunal  superior.  Art.  51,  id. 

Los  alcaides  de  las  cárceles  y  los  encargados  de  cuales- 
quiera otros  sitios  en  que  haya  presos  del  fuero  ordinario , 
deberán  también  pasar  al  regente  de  la  audiencia ,  dos  dias 
antes  de  la  visita  general,  una  lista  exacta  de  todos  los  pre- 
sos que  cada  uno  tuviere  á  su  cargo,  con  espresion  de  sus 
nombres  y  domicilio,  del  dia  de  su  entrada  en  la  cárcel,  y 
de  si  se  hallan  ó  no  en  comunicación.  Art.  52,  id. 

El  dia  antes  de  la  vista  general  se  reunirán  en  tribunal 
pleno  el  regente  y  todos  los  ministros  y  fiscales  :  examinarán 
ias  listas  que  se  hubieren  pasado  con  arreglo  á  los  tres  ar- 
tículos precedentes;  dispondrán  lo  que  convenga,  si  algo 
faltare ,  para  que  todo  esté  corriente  al  otro  dia  ;  y  oidos  los 
fiscales,  acordarán  respecto  á  cada  una  de  las  causas  de  que 
puedan  instruirse  ó  en  que  no  tengan  duda ,  las  providen- 
cias que  después  hayan  de  darse  públicamente  en  la  visita, 
para  evitar  toda  detención  en  aquel  acto.  Art.  55,  id. 

El  dia  de  la  visita  se  juntarán  lodos  los  magistrados  en  el 
tribunal,  media  hora  antes  de  la  señalada  para  ella,  y  pro- 
cederán al  despacho  de  sustanciacion  en  las  respectivas 
salas;  y  despues  para  aquella  acompañarán  á  la  audiencia, 
detras  del  que  presida ,  el  secretario  y  dos  porteros ,  pre- 
cediendo á  los  ministros,  fiscales  y  regidores  los  demás 
porteros  y  los  alguaciles  ;  debiendo  ir  todos  en  traje  de  ce- 
remonia :  pero  no  asistirán  los  dos  individuos  de  las  dipu- 
taciones provinciales  como  antes;  (real  orden  de  5  de 
octubre  de  1845).  Art.  54,  id. 

Los  jueces  de  primera  instancia  de  la  capital  y  el  alcalde 
y  los  íenientes  de  alcalde  de  la  misma ,  si  tuvieren  á  su  dis- 
posición algún  preso,  estarán  ala  puerta  principal  del  edificio 
por  donde  haya  de  empezar  la  visita,  para  recibir  á  la  au- 
diencia ;  y  después  asistirán  al  acto  y  despedirán  en  el  mismo 
sitio  al  tribunal  cuando  salga.  Art.  55,  id. 

Deberán  asistir  gratis  á  las  visitas  generales  los  abo- 
gados y  los  procuradores  de  los  presos  que  hayan  de 
ser  visitados  ,  y  también  Iqs  relatores  y  los  escribanos 
de  cámara ,  los  promotores  fiscales  de  los  juzgados  de  pri- 
mera instancia  de  la  capital  y  los  escribanos  de  estos  que 
tengan  causas  de  presos ,  con  la  preparación  necesaria  unos 
y  otros  para  dar  razón  de  ellas,  del  curso  que  hayan  se- 
guido, y  del  estado  en  que  se  hallen.  Art.  56,  id. 

En  el  acto  de  la  visita  ,  el  ministro  mas  moderno  irá  lla- 
mando por  las  listas  que  se  prescriben  en  los  artículos  50 
y  51 ,  la  causa  de  cada  preso,  y  el  relator  ó  el  escribano  á 
quien  corresponda ,  dará  cuenta  del  estado  de  ella  por  medio 
de  una  sucinta  relación  ;  con  lo  cual  el  regente  ó  el  que 
presida  pronunciará  la  providencia  que  respectivamente  se 
hubiere  acordado  el  dia  anterior,  ó  la  que  en  el  acto  acor- 
dare el  tribunal ,  si  antes  no  hubiere  podido  instruirse  de 
la  causa,  ó  hubiere  tenido  alguna  duda  acerca  de  ella. 
Art.  57,  id. 

El  escribano  de  cámara  mas  antiguo  del  crimen  asentará 
en  pliego  separado  todas  las  providencias  que  se  dieren  eu, 
voz,  para  estenderlas  después  en  el  libro  de  visita,  con  es- 
presion de  la  causa  respectiva  ;  en  el  cual ,  estendidas  que 
sean,  las  rubricará  el  ministro  mas  moderno  ,  y  aquel  pon- 
drá certificación  de  cada  una  en  su  respectivo  proceso. 

Concluida  la  visita  general  de  las  causas,  se  leerán  en 
público  las  resoluciones  ,  estando  en  pié  los  subalternos  y 
demás  concurrentes,  escepto  el  regente,  los  ministros  y 
fiscales  y  los  dos  regidores  que  asistan  con  el  tribunal  ;  y  en 
seguida  los  dos  ministros  mas  modernos,  acompañados  de 
uno  de  los  fiscales  y  de  los  respectivos  jueces  de  grimera 


instancia ,  visitarán  los  encierros  ó  habitaciones  de  los  pre- 
sos ,  y  oirán  sus  quejas  con  separación  de  los  alcaides,  prac- 
ticándose lo  demás  que  ordena  el  citado  reglamento  de  26  de 
setiembre.  Art.  58,  id. 

Cuando  las  audiencias  para  la  visita  general  pasen  de 
una  cárcel  á  otra ,  llevarán  el  acompañamiento  prescrito  en 
el  artículo  54.  Art.  59,  id. 

Terminada  la  visita  general  en  todas  sus  partes,  se  disol- 
verá la  audiencia  á  la  puerta  de  la  cárcel  ó  del  último  edi- 
ficio que  se  hubiere  visitado.  Art.  60,  id. 

IV.  Las  visitas  semanales  de  cárceles,  que  prescribe  el 
mencionado  reglamento,  se  harán  fuera  de  las  horas  de 
despacho  en  la  audiencia  por  los  dos  ministros  y  por  el 
fiscal  á  quienes  toque  por  turno ,  empezando  el  mas  antiguo 
y  el  mas  moderno  de  aquellos  ;  pero  de  manera  que  cada 
uno  en  su  turno  asista  á  dos  visitas,  para  que  en  todas 
concurra  uno  que  haya  hecho  la  anterior.  De  este  turno 
se  esceptuará  el  decano  cuando  presidiere  al  tribunal. 
Art.  61,  id. 

A  las  visitas  semanales  asistirán  también  los  jueces  infe- 
riores ,  como  se  prescribe  en  el  artículo  55,  y  un  escribano 
de  cámara  del  crimen,  por  turno;  y  desde  la  audiencia 
acompañarán  á  los  magistrados  de  la  visita  un  portero  y  dos 
alguaciles,  yendo  todos  asimismo  en  traje  de  ceremonia. 
Art.  62 ,  id. 

Los  dos  ministros  recibirán  ,  con  separación  de  los  alcai- 
des ,  las  quejas  que  los  presos  dieren  de  palabra  ó  por  es- 
crito ;  y  oido  en  voz  el  fiscal ,  acordarán  lo  que  corresponda 
sobre  ello  y  sobre  lo  demás  que  sea  propio  de  la  visita  ; 
pasándose  á  la  sala  respectiva  las  solicitudes  y  reclama- 
ciones que  requieran  conocimiento  de  causa. 

Concluida  la  visita,  los  que  la  hubieren  practicado  se 
separarán  también,  conforme  al  artículo  60.  Art.  63,  id. 

VISTA.  El  reconocimiento  primero  que  se  hace  ante  el 
juez  ó  tribunal  con  relación  de  los  autos  y  defensas  de  las 
partes  para  la  sentencia;  —  y  en  las  aduanas  el  empleado 
á  cuyo  cargo  está  el  registro  de  los  géneros. 

VïSTA  de  ojos.  La  diligencia  judicial  que  hace  el  juez 
reconociendo  y  examinando  por  sí  mismo  la  cosa  litigiosa 
para  enterarse  con  seguridad  de  ella  y  juzgar  con  mas 
acierto.  Véase  Inspección  ocular. 

VISTAS.  El  derecho  que  uno  goza  de  tener  ventanas  en 
su  edificio  para  mirar  en  la  heredad  del  vecino.  Este  dere- 
cho suele  ir  acompañado  del  derecho  de  impedir  que  el 
vecino  haga  en  su  fundo  alguna  cosa  que  quite  ó  limite  las 
vistas  ;  en  cuyo  caso  no  solo  deberá  abstenerse  de  levantar 
obras  en  frente ,  sino  también  de  plantar  árboles  que  in- 
comoden. Véase  Servidumbre. 

VISTO.  Puesta  esta  voz  por  decreto  ó  auto  denota  ha- 
berse relacionado  algún  pleito  ,  ó  presentado  algún  memo- 
rial 6  petición ,  y  que  no  se  ha  sentenciado  ó  decretado  por 
entonces. 

VISTO  bueno.  Fórmula  de  aprobación  que  se  pone  en 
algunas  certificaciones  y  otros  instrumentos  por  aquel  á 
quien  corresponde. 

VISURA.  El  examen  y  reconocimiento  que  se  hace  de 
una  cosa  por  vista  de  ojos,  sea  por  el  juez  ó  por  peritos. 
Véase  Inspección  ocular. 

VITALICIO.  Lo  que  no  dura  sino  por  el  tiempo  de  al- 
guna vida.  Úsase  en  las  gracias,  pensiones,  cargas,  censos 
y  rentas.  Véase  Renta  vitalicia  y  Vida. 

VIUDA  La  mujer  á  quien  se  le  ha  muerto  su  marido.  La 
viuda  que  queda  embarazada  tiene  derecho  á  que  durante  la 
partición  de  la  herencia  se  le  den  alimentos  de  los  bienes 
propios  del  difunto ,  aunque  haya  gananciales ,  y  aunque  ella 
por  otra  parte  sea  rica ,  pues  es  visto  que  mas  bien  se  dan 
al  postumo  que  á  ella.  Los  parientes  del  difunto  que  habrían 
de  heredarle  si  no  dejase  hijos,  pueden  lomar  las  precaucio- 
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nes  necesarias  para  evitar  que  la  viuda  ios  engaiie  fingién- 
dose prñada  sin  erarlo  realmente,  como  se  ba  insinuado  en 
el  articulo  Hijo  postumo.  No  habiendo  queda  ¡Jo  embarazada, 
si  vive  con  sus  hijos,  y  lodos  gastan  sin  cuenta  ni  razón  del 
cuerpo  de  la  hacienda,  se  ha  de  deducir  de  este  lo  gastado  por 
todos  en  sus  alimentos.  No  quedando  en  cinta  ,  ni  con  hijos 
en  su  compañía ,  se  observará  lo  siguiente.  Si  no  hubiese 
llevado  dote  al  matrimonio ,  no  tendrán  los  herederos  obli- 
gación de  alimentarla ,  pues  ni  hay  sociedad  tácita ,  ni  es 
acreedora  á  los  alimentos  por  dote  retardada  ;  pero  si  la 
llevó,  se  le  deben  los  alimentos  délos  bie./es  propios  del  ma- 
rido durante  el  tiempo  legal  ó  convencional  prefijado  para  la 
restitución  de  la  dote ,  si  los  herederos  no  se  la  entregaren , 
ya  por  ser  anejo  á  ella  el  gravamen  de  los  alimentos,  ya  por 
el  lucro  que  con  los  bienes  dolales  pueden  percibir  los  he- 
rederos y  perder  la  viuda ,  como  también  porque  disuelto  el 
matrimonio  conserva  la  dote  los  mismos  privilegios  que  du- 
rante él  tenia  hasta  que  se  restituya.  Véase  á  Gómez  en  la 
ley  SO  de  Toro,  núm.  48(1).  Mas  no  tendrán  los  herederos  tal 
obligación  ,  cuando  la  viuda  tiene  otros  bienes  con  que  ali- 
mentarse ;  ni  cuando  desde  luego  le  entregan  la  dote ,  sin 
gozar  del  respiro  de  un  año  que  concede  la  ley  para  la  en- 
trega de  los  bienes  muebles,  iey31,  ííí.  11,  Part,  ti;  ni 
cuando  se  comunican  á  la  viuda  los  gananciales  durante  la 
proindivision  del  caudal  hereditario ,  pues  debe  contentarse 
con  la  mitad  de  ellos.  Mas  aunque  habiendo  gananciales  y 
no  dote ,  no  están  obligados  los  herederos  á  contribuir  de  su 
propio  caudal  á  la  viuda  con  alimentos  algunos  durante  la 
comunión  de  los  bienes  hereditarios ,  tiene  acción  ella  á  pe- 
dirles  la   anticipación  de  lo  necesario  para  mantenerse, 
mientras  se  efectúa  la  partición ,  á  cuenta  del  haber  que  como 
dueña  de  la  mitad  de  gananciales  le  corresponda  (2).  — 
También  tiene  derecho  la  viuda  á  que  se  le  costee  del  caudal 
privativo  del  difunto  el  luto  ordinario ,  y  á  que  se  le  entregue 
el  lecho  cotidiano ,  en  la  forme  que  se  espresa  en  las  pala- 
bras Lulo  y  Lecho  matrimonial. 

La  viuda  pobre  tiene  derecho  á  la  cuarta  parte  de  los  bie- 
nes de  su  difunto  marido,  según  la  ley  7,  tít.  3,  Partida  6, 
que  dice  así  :  «  Págase  los  homes  á  las  vegadas  de  algunas 
mujeres,  de  manera  ;_ue  casan  con  ellas  sin  dote,  maguer 
sean  pobres  ;  por  ende  guisada  cosa  et  derecha  es ,  pues  que 
las  aman  et  las  honran  en  su  vida,  que  non  finquen  desam- 
paradas á  su  muerte.  El  por  esta  razón  tuvieron  por  bien  los 
sabios  antiguos  que  si  el  marido  non  dejase  á  tal  mujer  en 
que  pudiese  bien  et  honestamente  vivir,  nin  ella  lp  oviese 
de  lo  suyo,  que  pueda  heredar  fasta  la  cuarta  parte  de  los 
bienes  del  maguer  haya  fijos  ;  pero  esla  cuarta  parte  non 
debe  montar  mas  de  cient  libras  de  oro  (  102,705  reales 
y  30  maravedís  vellón  ) ,  cuanto  quier  que  sea  grande  la  he- 
rencia del  finado.  Mas  si  tal  mujer  como  esta  oviese  de  lo 
suyo  con  que  pudiese  vivir  honestamente,  non  ha  demanda 
ninguna  en  los  bienes  del  finado  en  razón  desta  cuarta  parte.  » 
Corresponde  pues  esta  cuarta  marital  á  la  viuda  pobre , 
aunque  con  alguna  industria  ú  ocupación  pueda  alimentarse, 
por  ser  muy  accidentales  estos  medios ,  aunque  después  ad- 
quiera bienes  de  otra  parte ,  aunque  el  marido  le  legue  el 
quinto  mandando  que  se  contente  con  él  si  no  es  suficiente 
para  sus  decentes  alimentos,  aunque  haya  hijos,  y  tanto  en 
el  caso  de  que  el  marido  hubiese  hecho  testamento  como  en 
A  de  que  hubiese  muerto  intestado.  Cuando  los  hijos  sean 
,¡nas  de  tres,  dicen  algunos  autores,  fundados  en  el  derecho 
romano ,  que  la  viuda  no  ha  de  percibir  toda  la  cuarta,  sino 
<<nlo  una  parte  igual  á  la  que  toque  á  cada  uno  de  los  hijos, 

{i)  Véase  también  á  Febrero,  tom.  6,  pág.  158,  núm.  3  al  6, 
tjuien  se  refiere  á  García ,  De  experts. ,  cap.  8. 
(2)  Febrero,  en  el  lugar  citado,  núm.  7  al  11. 


oe  sutrteaue  la  herencia  se  distribuya  igualmente  éntrelos 
h  ijos  y  la  a  iuda ,  ya  estos  fuesen  de  ambos ,  ya  solo  del  ma- 
rido habidos  en  otro  matrimonio  ;  pero  la  ley  de  Partidario 
hace  distinciones.  La  cuarta  marital  es  una  (^suda  legal,  y 
por  consiguiente  debe  sacarse  de  la  herencia ,  como  las  de- 
mas  deudas,  antes  que  la  mejora  de  tercio  y  quinto,  á  no 
ser  que  el  padre  hubiese  hecho  la  mejora  á  un  hijo  de  ma- 
trimonio anterior  entregándosela  de  un  modo  irrevocable 
antes  de  pasar  al  segundo  enlace.  Volviéndose  á  casar  la 
viuda,  está  obligada  á  reservar  á  los  hijos,  si  los  hay,  la 
propiedad  de  la  cuarta,  y  así  gozará  solamente  de  su  usu- 
fructo mientras  viva  ;  y  si  durante  su  viudedad  viviere  des- 
honestamente, la  pierde  y  debe  restituirla  con  el  usufructo  á 
los  hijos,  del  mismo  modo  que  el  lecho  cotidiano  ,  los  ga- 
nanciales y  lo  que  el  marido  le  hubiere  dejado. 

La  viuda  que  se  volvía  á  casar  en  el  año  de  ^a  muerte  de 
su  marido,  incurría  antiguamente  en  las  penas  de  infamia, 
de  pérdida  de  las  arras,  donaciones  y  legados  del  difunto, 
y  de  no  poder  ser  instituida  heredera  ;  ley  3,  til.  12,  Part.  U, 
ley  S ,  lit.  3 ,  Part.  6  ;  pero  la  ley  h ,  tít.  2 ,  lib  10  de  la  Nov. 
Recop.  dice  :  «  Mandamos  que  las  mujeres  viudas  puedan 
libremente  casar  dentro  en  el  año  que  sus  maridos  murie- 
ren, Gon  quien  quisieren,  sin  alguna  pena,  é  sin  incurrir 
en  alguna  infamia  ella,  ni  el  que  con  ella  casare,  no  obs- 
tante cualesquier  leyes  de  fueros  y  ordenamientos,  é  otras 
cualesquier  leyes  que  en  contrario  sean  fechas  y  ordenadas, 
las  cuales  revocamos  y  anulamos.  »  Sin  embargo  ,  la  viuda 
que  contrae  segundo  matrimonio  antes  ó  después  de  cum- 
plirse el  año  de  viudedad ,  está  obligada  á  reservar  para  los 
hijos  del  primero  todos  los  bienes  que  hubiere  adquirido  del 
consorte  difunto,  ya  por  título  universal,  como  sucesión  por 
lestamento  ó  ab  inteslato,  ya  por  título  singular,  como  ar- 
ras, donación  ó  cualquiera  otra  causa  lucrativa;  ley  26, 
tít.  13,  Part.  5:  y  asimismo  los  que  hubiere  heredado  ab 
intestato  de  cualquiera  de  los  hijos  de  dicho  primer  matri- 
monio ,  con  tal  que  este  los  hubiese  heredado  antes  de  su 
padrf-;  ley  i,  til.  2,  lib.  5  del  Fuero  Real;  como  igualmente, 
según  algunos  jurisconsultos,  los  que  le  hubieren  dado  los 
parientes  ó  amigos  del  marido  por  consideración  á  este; 
Gómez,  ley  14  de  Toro,  núm.  7.  —  No  pierde  la  viuda  por 
pasar  á  segundas  nupcias  el  usufructo  que  el  marido  le  dejó 
de  sus  bienes  simplemente  y  sin  condición,  ni  aun  cuando 
le  hubiere  impuesto  la  condición  de  vivir  casta  y  honesta- 
mente, pues  por  casarse  no  incurre  en  la  nota  de  deshones- 
tidad. Mas  aunque  no  pase  á  segundas  nupcias,  si  después 
de  la  muerte  de  su  marido  vive  lujuriosamente,  sea  dentro 
ó  fuera  del  año  de  viudedad,  pierde  la  propiedad  y  usu- 
fructo de  los  bienes  que  su  mar.do  le  dejó  por  via  de  heren- 
cia, legado  ó  donación  graciosa  ,  las  arras  que  le  dio  ú  ofre- 
ció, la  mitad  de  gananciales  que  durante  el  matrimonio  había 
adquirido ,  y  la  tutela  de  sus  hijos.  Acevedo  en  la  ley  U,  lit.  i, 
lib.  5,  núm.  16(3). —  Véase  Bienes  reservables,  dotales 
extradolales  y  gananciales  ,  Arras,  Donación  esponsalicia 
Madre  y  Año  de  luto 

VIUDEDAD.  El  estado  de  viuda  :  —  la  porción  de  ali- 
mentos que  se  asigna  á  una  viuda,  y  que  le  dura  j\or  e' 
tiempo  que  permanece  en  tal  estado;  —  y  en  Aragon  e  usu- 
fructo que  el  consorte  que  sobrevive  goza  en  los  biems  del 
que  murió  mientras  se  mantiene  viudo. 

VIUDO.  El  hombre  á  quien  se  le  ha  muerto  su  mujer 
El  viudo  pobre  no  parece  tiene  derecho  á  'a  cuarta  marita 
como  la  viuda,  pues  la  ley  de  Partida  que  se  ha  insertáis 
en  el  artículo  de  la  palabra  Viuda,  habla  solo  de  la  mujer 
y  no  del  hombre.  No  faltan  autores,  sin  embargo,  que  con- 
ceden al  viudo  la  misma  gracia ,  fundándose  en  una  dispo- 

(5)  Véase  á  Antonio  Gómez  en  la  ley  i  4  de  Toro,  n.  16  ,  quo 
de  opinion  contraria. 
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sicion  del  derecho  romano,  que  hablando  de  dicha  cuarta  no 
distingue  entre  marido  y  mujer  y  usa  de  la  voz  cónyuge  que 
coíüprende  á  los  dos  ;  pero  parece  puede  citarse  alguna  de- 
cisión judicial  contra  los  viudos.  El  viudo  no  tiene  derecho 
á  que  se  le  costee  el  luto  de  los  bienes  de  la  mujer  difunta  , 
por  la  razón  de  que  tampoco  le  tiene  á  ser  alimentado  de 
ellos  durante  la  proindivision  ;  pero  le  tiene  al  lecho  matri- 
monial. El  viudo  que  se  vuelve  á  casar  está  obligado  á  ha- 
cer la  misma  reservación  de  bienes  que  la  viuda  en  favor  de 
los  hijos  del  primer  matrimonio  :  «  En  todos  los  casos,  dice 
la  ley  7,  tít.  4,  lib.  10  de  la  Nov.  Rec. ,  en  todos  los  casos 
que  las  mujeres  casando  segunda  vez,  son  obligadas  á  re- 
servar á  los  hijos  del  primer  matrimonio  la  propiedad  de  lo 
que  ovieren  del  primer  marido,  ó  heredaren  de  los  hijos  del 
primer  matrimonio  ;  en  los  mismos  casos  el  varón  que  ca- 
sare segunda  ó  tercera  vez  sea  obligado  á  reservar  la  pro- 
piedad de  ellos  á  los  hijos  del  primer  matrimonio.  Véase 
Luto ,  Lecho  matrimonial  y  Bienes  reservables ,  etc. 
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■VOCAL.  El  que  en  una  junta ,  congregación  ó  cuerpo 
tiene  derecho  de  dar  su  voto  en  materia  de  elección  ó  deli- 
beración. 

VOCERO.  Antiguamente  se  llamaba  así  el  abogado,  por 
vazon  de  la  defensa  verbal  de  las  causas. 

VOTO.  La  promesa  hecha  á  Dios  de  una  obra  ó  cosa 
buena  á  que  no  se  estaba  obligado  ;  Décret.,  lit.  34,  lib.  3, 
de  voto  el  voti  redemptione ,  y  til.  8,  Part.  1.  Hay  voto  sim- 
ple y  voto  solemne.  Voto  simple  es  el  que  se  hace  en  parti- 
cular sin  solemnidad  esterior  de  derecho  ;  y  voto  solemne  el 
que  se  hace  con  solemnidad  estrínseca  de  derecho ,  como  el 
voto  de  castidad  que  se  hace  al  recibir  las  sagradas  órdenes 
y  al  profesar  en  algún  instituto  religioso.  El  voto  simple  de 
castidad  es  uno  de  los  impedimentos  impedientes  ó  prohibi- 
tivos del  matrimonio  ,  de  suerte  que  la  persona  que  le  ha  he- 
cho no  puede  casarse  lícitamente  ;  pero  si  á  pesar  del  voto 
se  casa ,  el  matrimonio  queda  válido  y  no  puede  anularse 
por  tal  causa.  Por  el  contrario  el  voto  solemne  de  castidad 
es  uno  de  los  impedimentos  dirimentes,  de  modo  que  el  ma- 
trimonio celebrado  por  una  persona  que  se  ha  ordenado  de 
subdiácono  ó  ha  profesado  en  un  convento ,  es  absolutamente 
nulo  ;  ley  11,  til.  2,  Part,  4,  ley  2,  til.  8 ,  Parí.  1  ;  can.  4, 
cau.  27,  q.  1,  Deuter.,cap.  xxni,  v.  22 y  25(1). 

VOTO.  El  parecer  ó  dictamen  manifestado  en  alguna 
junta  ó  euerpo  en  orden  á  la  decisión  de  algún  punto  ó  elec- 
ción de  algún  sugeto.  El  voto  puede  ser  consultivo  ó  delibe- 
rativo. Voto  consultivo  es  el  que  solo  sirve  para  ilustrar  la 
discusión  ,  sin  que  se  cuente  por  una  ni  otra  parle  en  la  de- 
cisión. Voto  deliberativo  ó  decisivo  es  el  que  se  cuenta  por 
una  ú  otra  de  las  opiniones  emitidas  y  sirve  para  la  resolu- 
ción del  negocio  que  es  su  objeto.  Hay  también  voto  pre- 
ponderante ó  de  calidad  ,  y  es  el  que  en  igual  número  ó  en 
caso  de  empate  decide  la  cuestión,  adhiriéndose  á  la  parte 
«jue  le  parece  ;  y  regularmente  está  en  el  que  preside. 

En  las  audiencias ,  para  el  despacho  de  sustanciacion ,  así 
ealo  civil  como  en  lo  criminal,  no  siendo  de  negación  de 
soltura ,  determinación  de  formal  artículo ,  admisión  ó  de- 
negación de  súplica,  de  prueba  ó  de  recurso  superior,   ó 

(1)  Esto  es  muy  conforme  con  aquel  principio  ó  regla  de  dere- 
cho del  cap.  21 ,  de  regu l.  jur.  in  6,  Quod  à  principio  fuit  volun- 
talis,  ex  post  facto  fit  necessitatis. 

Sin  embargo,  por  la  ley  de  6'  de  noviembre  de  1853  se  deroga- 
ron en  la  república  de  Méjico  las  civiles  sobre  cumplimiento  de 
los  votos  monásticos.  Sobre  que  esta  ley  es  anticonstitucional  ó 
impía ,  véase  el  Examen  crítico  de  la  memoria  del  ministerio  de 
justicia,  impreso  en  1851,  desde  la  pág,  133. 


alguna  otra  providencia  que  pueda  causar  perjuicio  irrepa- 
rable, dos  ministros  son  suficientes  para  formar  sala,  y  sus 
votos  hacen  resolución  en  todo  aquello  en  que  estén  confor- 
mes de  toda  conformidad.  Mas  para  cualquiera  de  las  pro- 
videncias aquí  esceptuadas,  y  para  todos  los  demás  actos 
que  no  sean  de  mera  sustanciacion ,  no  puede  haber  sala  con 
menos  de  tres  ministros,  ni  tampoco  sentencia  ni  resolución 
sino  en  lo  que  reúna  sus  tres  votos  absolutamente  conformes. 
Art.  74  del  regí,  de  justicia  de  26  de  setiembre  de  1856. 

En  las  audiencias  de  la  península  é  islas  adyacentes  son 
necesarios  cinco  ministros  para  ver  y  fallar  en  vista  ó  revista 
las  causas  en  que  el  juez  de  primera  instancia  haya  im- 
puesto ó  pedido  el  fiscal  la  pena  de  muerte  ,  estrañamiento 
del  reino  ,  ó  presidio,  reclusión  y  servicio  de  hospitales,  ó 
confinamiento  fuera  de  la  península  por  mas  de  ocho  años. 

Si  por  no  hallarse  en  ninguno  de  estos  casos  hubiese  em- 
pezado á  verse  alguna  causa  con  menor  número  ,  y  opinare 
cualquiera  de  los  ministros  que  corresponde  imponer  aquellas 
penas  ,  y  no  resultase  providencia  de  otra  menor,  se  tiene 
por  no  vista,  y  se  vuelve  á  ver  por  el  número  de  ministros 
espresados.  Art.  74  de  dicho  reglam. 

Igual  número  de  cinco  ministros  es  necesario  para  deter- 
minar las  causas  de  que  habla  el  art.  75  del  propio  regla- 
mento. Para  todas  las  demás  bastan  tres  jueces.  En  la  revista 
de  que  tratan  las  dos  disposiciones  anteriores  será  uno  de 
los  cinco  ministros  el  mas  antiguo  de-los  que  asistieron  á  la 
vista.  Las  causas  de  que  habla  el  art.  73  del  reglamento  son 
las  que  ocurren  contra*jueces  inferiores  con  relación  al  ejer- 
cicio del  ministerio  judicial.  Para  hacer  sentencia  en  las 
causas  de  que  tratan  las  dos  disposiciones  anteriores  bastan 
tres  votos  enteramente  conformes.  Real  decreto  de  4  de  no- 
viembre de  1838. 

Cuando  en  cualquiera  caso  asistieren  á  la  sala  mas  minis- 
tros de  los  absolutamente  necesarios,  no  habrá  nunca  reso- 
lución sino  en  lo  que  con  entera  conformidad  vota  la  absoluta 
mayoría  de  los  que  concurran;  art.  77  del  regí,  de  jtaticia: 
pero  es  mas  humana  la  ley  18,  tít.  22,  Part.  3,  según  la 
cual,  en  pleito  criminal  y  en  igualdad  de  votos,  hacen 
sentencia  los  que  absuelven  ó  imponen  pena  menor. 

Si  empezado  á  ver  un  negocio  ó  visto  ya  y  no  votado , 
enfermare,  ó  de  otro  modo  se  inhabilitare  alguno  délos 
ministros  concurrentes  en  términos  de  no  poder  continuar 
ó  dar  su  voto  en  voz  ni  por  escrito  ,  no  por  eso  se  suspen- 
derá la  vista  ó  la  determinación ,  si  los  demás  jueces  fueren 
en  suficiente  número.  Si  no  lo  fueren,  ni  hubiere  probabi- 
lidad de  que  el  impedimento  cese  dentro  de  pocos  dias ,  se 
procederá  á  nuevo  señalamiento  y  vista  en  el  caso  de  no 
haberse  acabado  la  primera  ;  ó  si  se  hubiere  acabado ,  verá 
la  causa  otro  ministro  de  la  misma  sala ,  caso  de  haberle 
vacante  ,  y  á  falta  de  él  el  mas  moderno  de  la  siguiente  en 
orden  ,  y  vista ,  la  determinará  con  los  demás  que  antes  la 
vieron.  Art.  81  del  regí,  de  justicia. 

La  votación  una  vez  comenzada  no  podrá  nunca  interrum- 
pirse sino  por  algún  impedimento  insuperable.  En  ella  se 
arreglarán  los  ministros  á  lo  dispuesto  por  las  leyes;  y  nin- 
guno podrá  negarse  á  firmar,  cuando  le  corresponda  ,  lo  que 
resultare  acordado  por  la  mayoría  ,  aunque  él  haya  sido  de 
opinion  contraria.  Pero  si  en  este  caso  quisiere  salvar  su 
voto  ,  podrá  hacerlo  con  tal  que  dentro  de  las  24  horas  de 
haberle  dado  ,  lo  escriba  de  su  letra  sin  fundarlo,  y  firmán- 
dolo en  el  libro  reservado  que  cada  sala  debe  tener  para  este 
fin  bajo  llave  de  su  presidente.  Art.  82  de  dicho  regí. 

Si  no  resultare  absoluta  conformidad  de  los  votos  necesa- 
rios para  hacer  sentencia ,  se  remitirá  la  causa  en  discordia , 
la  cual  será  dirimida  conforme  á  la  práctica  actual  ;  pero  si 
dichos  votos  se  conformaren  absolutamente  en  algún  punto 
principal,  aunque  discuerden  en  otro  subalterno  ,  accesorio 
ó  diferente  que  no  tenga  esencial  conexión  con  aquel ,  y  quo 
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por  tanto  pueda  bien  separarse,  habrá  sentencia  legal  y  va- 
ledera respecto  á  aquello  en  que  estuvieron  enteramente 
conformes  los  votos  necesarios  ,  y  solo  se  remitirá  en  dis- 
cordia lo  demás  en  que  efectivamente  la  hubo.  Art.  83dei 
mismo  regí,  de  justicia. 

Io.  Para  ver  y  fallar  las  causas  de  que  el  tribunal  supremo 
de  justicia  tiene  que  entender  por  delitos  comunes  y  por 
delitos  oficiales ,  según  lo  dicho  en  el  Juicio  criminal  contra 
jueces,  magistrados  y  otros  funcionarios  públicos;  bien  al- 
guna residencia  de  virey,  capitán  general,  ó  gobernador  do 
Ultramar,  son  necesarios  en  primera  instancia  cinco  magis- 
trados, y  en  revista  siete  á  lo  menos  :  —  2o.  Para  ver  y  de- 
terminar demanda  de  retención  de  bula ,  breve  ó  rescripto 
apostólico,  ó  de  gracia  concedida,  incluso  el  artículo  previo 
■respecto  á  estos ,  son  también  necesarios  cinco  ministros  :  — 
5o.  Para  ver  y  fallar  en  primera  instancia  cualquiera  causa 
criminal,  en  que  se  proceda  en  cuerpo  contra  el  tribunal 
especial  de  las  órdenes  ,  contra  alguna  audiencia  ó  contra 
alguna  sala  de  estos  tribunales  son  necesarios  nueve  jueces  , 
á  lo  menos,  y  lodo  el  tribunal,  ó  al  menos  once  ministros^- 
si  se  hubiere  de  ver  y  fallar  en  revista  :  —  y  k°.  Para  ver  y 
determinar  alguno  de  los  recursos  de  fuerza  que  se  inter- 
pongan de  la  Nunciatura,  tribunal  especial  de  las  órdenes,  y 
demás  superiores  de  la  corte,  son  necesarios  al  menos  nueve 
ministros.  Arts.  95,  94, 95,  96  y  97  del  reglan,  provisional. 


Hay  escritores  que  exigen  la  uniformidad  ó  unanimidad 
de  votos  en  todas  las  causas  criminales  ;  y  seguramente  no 
puede  menos  de  causarnos  admiración  la  inconsecuencia  de 
la  ley,  que  después  de  exigir  pruebas  mas  claras  que  la  luz 
del  mediodía  para  condenar  á  un  acusado ,  se  contenta  luego 
con  menos  votos  al  efecto  ,  como  si  fuera  posible  haber  se^- 
mejante  claridad  cuando  muchos  de  los  jueces  no  la  per- 
ciben. Véase  Pluralidad  de  votos. 

VOZ.  El  poder,  facultad  ó  derecho  que  uno  tiene  para 
hacer  en  su  nombre  ó  en  el  de  otro  todo  lo  conveniente  :  — 
la  autoridad  ó  fuerza  que  reciben  las  cosas  por  el  dicho  ú 
opinion  común;  y  así  la  espresion  de  pública  voz  y  fama  que 
se  pone  al  fin  de  los  interrogatorios  da  á  entender  que  la 
cosa  de  que  se  trata  se  tiene  corrientemente  por  cierta  y 
verdadera  por  asegurarlo  casi  lodos  :  —  el  voto  en  las  juntas 
ó  elecciones,  y  la  capacidad  ó  aptitud  para  elegir  ó  ser  ele- 
gido. En  este  último  sentido  se  divide  la  voz  en  activa  y 
pasiva  :  voz  activa  es  la  facultad  de  votar  que  tien-e  el  vocal 
ó  individuo  de  cualquiera  comunidad  ó  corporación  ;  y  voz 
pasiva  el  poder  ó  aptitud  de  ser  votado  ó  elegido  por  un 
cuerpo  para  algún  encargo  ó  empleo.  Se  dice  pues  que  uno 
tiene  voz  activa  y  pasiva ,  cuando  por  una  parte  tiene  dere- 
cho de  dar  su  voto  para  una  elección,  y  por  otra  puede  ser 
elegido.  Véase  Fama  pública,  Elección  canónica  y  Foto. 
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TITULO  PRIMERO. 

DE  LA  APTITUD  PARA  EJERCER  EL  COMERCIO,  Y  CALIFICACIÓN 
LEGAL  DE  LOS  COMERCIANTES. 

Articulo  1.  —  Se  reputan  en  derecho  comerciantes,  los 
que,  teniendo  capacidad  legal  para  ejercer  el  comercio,  se 
han  inscrito  en  la  matrícula  de  comerciantes,  y  tienen  por 
ocupación  habitual  y  ordinaria  el  tráfico  mercantil,  fun- 
dando en  él  su  estado  político. 

2. — Los  que  hagan  accidentalmente  alguna  operación 
de  comercio  terrestre,  no  serán  considerados  comerciantes 
para  el  efecto  de  gozar  de  las  prerogativas  y  beneficios 
que  á  estos  están  concedidos  por  razón  de  su  profesión  ; 
sin  perjuicio  de  quedar  sujetos  en  cuanto  á  las  controver- 
sias que  ocurran  sobre  estas  operaciones  à  las  leyes  y 
jurisdicción  del  comercio. 

3.  —  Toda  persona  que,  según  las  leyes  comunes,  tiene 
capacidad  para  contratar  y  obligarse,  la  tiene  igualmente 
para  ejercer  el  comercio.  Las  que,  con  arreglo  á  las  mis- 
mas leyes,  no  quedan  obligadas  en  sus  pactos  y  contratos, 
son  inhábiles  para  celebrar  actos  comerciales,  salvas  las 
modificaciones  que  establecen  los  dos  artículos  siguientes. 

4. —  Se  permite  el  comercio  al  hijo  de  familias  mayor 
de  veinte  años  que  acredite  concurrir  en  él  las  circunstan- 
cias siguientes  : 

i.a  Que  haya  sido  emancipado  legalmente; 

2.a  Que  tenga  peculio  propio; 

3.a  Que  haya  sido  habilitado  para  la  administración  de 
sus  bienes  en  la  forma  prescrita  por  las  leyes  comunes  ; 

4.a  Que  haga  renuncia  solemne  y  formal  del  beneficio  de 
la  restitución  que  concede  la  ley  civil  á  los  menores,  obli- 
gándose con  juramento  á  no  reclamarlo  en  los  negocios 
mercantiles  que  haga." 

5.  — También  puede  ejercer  el  comercio  la  mujer  ca- 
sada, mayor  de  veinte  años,  que  tenga  para  ello  autoriza- 
ción expresa  de  su  marido,  dada  en  escritura  pública,  ó 
bien  estando  separada  legítimamente  de  su  cohabitación. 


En  el  primer  caso  están  obligados  á  las  resultas  de 
tráfico  los  bienes  dotales  de  la  mercadera,  y  todos  los  de- 
rechos que  ambos  cónyuges  tengan  en  la  comunidad  so- 
cial; y  en  el  segundo  Jo  estarán  solamente  los  bienes  de  que 
la  mujer  tuviere  la  propiedad,  usufructo  y  administración 
cuando  se  dedicó  al  comercio,  los  dotales  que  se  le  resti- 
tuyan por  sentencia  legal,  y  los  que  adquiera  posterior- 
mente. 

R.  — Tanto  el  menor  de  veinte  y  cinco  años,  como  la 
üiujer  casada,  comerciantes,  pueden  hipotecar  los  biene 
inmuebles  de  su  pertenencia  para  seguridad  de  las  obliga- 
ciones que  contraigan  como  comerciantes. 

7.  —  La  mujer  casada  que  haya  sido  autorizada  por  su 
marido  para  comerciar,  no  podrá  gravar  ni  hipotecar  los 
bienes  inmuebles  propios  del  marido,  ni  los  que  pertenez- 
can en  común  á  ambos  cónyuges,  si  en  la  escritura  de 
autorización  no  se  le  dio  expresamente  esta  facultad. 

8. — Se  prohibe  el  ejercicio  de  la  profesión  mercantil 
por  incompatibilidad  de  estado  á 

1."  Las  corporaciones  eclesiásticas; 

2  °  Los  clérigos,  aunque  no  tengan  mas  que  la  tonsura, 
mientras  vistan  el  traje  clerical,  y  gocen  de  fuero  ecle- 
siástico; 

3.°  Los  magistrados  civiles  y  jueces  en  el  territorio 
donde  ejercen  su  autoridad  ó  jurisdicción  ; 

4.°  Los  empleados  en  la  recaudación  y  administración 
de  las  rentas  reales  en  los  pueblos,  partidos  ó  provincias 
adonde  se  extiende  el  ejercicio  de  sus  funciones,  á  menos 
que  no  obtengan  una  autorización  particular  mia. 

9.  —  Tampoco  pueden  ejercerla  por  tacha  legal 

^.'  Los  infames  que  estén  declarados  tales  por  la  ley  ó 
por  sentencia  judicial  ejecutoriada  ; 

2.°  Los  quebrados  que  no  hayan  obtenido  rehabilitación. 

10.  — Los  contratos  mercantiles  celebrados  por  personas 
inhábiles  para  comerciar,  cuya  incapacidad  fuese  notoria 
por  razón  de  la  calidad  ó  empleo,  serán  nulos  para  todos 
los  contrayentes. 

Pero  si  "el  contrayente  inhábil  ocultare  su  incapacidad 
al  otro  contrayente,  y  esta  no   fuese  notoria,   quedará 
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obligado  en  su  favor,  sin  adquirir  derecho  para  compelerle 
en  juicio  al  cumplimiento  de  las  obligaciones  que  este 
contrajere. 

U.—  Toda  persona  que  se  dedique  al  comercio  está 
obligada  á  inscribirse  en  la  matrícula  de  comerciantes  de 
la  provincia,  à  cuyo  fin  hará  una  declaración  por  escrito 
ante  la  autoridad  civil  municipal  de  su  domicilio,  en  que 
expresará  su  nombre  y  apellido,  estado  y  naturaleza,  su 
ánimo  de  emprender  la  profesión  mercantil,  y  si  la  ha  de 
ejercer  por  mayor  ó  por  menor,  ó  bien  de  ambas  maneras. 
Esta  declaración  llevará  el  visto  bueno  del  síndico  procu- 
rador del  pueblo,  quien  está  obligado  á  ponerlo  si  en  el 
intesado  no  concurre  un  motivo  probado  ó  notorio  de 
incapacidad  legal  que  le  obste  para  ejercer  el  comercio,  y 
en  su  vista  se  le  expedirá  sin  derechos  por  la  autoridad  civil 
el  certificado  de  inscripción. 

42.  — La  autoridad  civil  bajo  su  responsabilidad  remitirá 
un  duplicado  de  la  inscripción  al  intendente  de  la  provin- 
cia, quien  dispondrá  que  el  nombre  del  inscrito  se  note  en 
la  matrícula  general  de  comerciantes,  que  se  llevará  en 
todas  las  intendencias  del  reino. 

13.  —  Si  el  síndico  rehusare  poner  el  visto  bueno  en  la 
declaración  del  interesado,  acudirá  este  al  ayuntamiento 
de  su  domicilio,  pidiendo  el  certificado  de  inscripción,  y 
apoyando  su  solicitud  con  los  documentos  que  puedan  jus- 
tificar su  idoneidad.  La  decisión  del  ayuntamiento,  que 
deberá  proveerse  en  el  término  preciso  de  ocho  días  con- 
tados desde  la  presentación  de  la  solicitud,  se  llevará  á 
efecto  desde  luego,  siendo  favorable  ai  interesado  ;  y  si  le 
fuere  contraria,  podrá  usar  de  su  derecho  ante  el  inten- 
dente en  juicio  de  revision. 

44. —  El  intendente  admitirá  dicho  recurso  en  cual- 
quiera tiempo  que  se  le  presente,  llamando  ante  sí  por  la 
via  guvernativa  el  expediente  obrado  ante  el  ayuntamiento, 
y  concederá  al  interesado  un  mes  de  término  para  que 
esfuerce  y  corrobore  su  pretensión  con  las  exposiciones  y 
documentos  que  le  convengan.  Cumplido  este  término,  ó 
en  el  caso  de  renunciarlo  el  interesado,  al  octavo  dia  des- 
pués que  haga  la  renuncia,  proveerá  su  fallo  definitivo, 
confirmando  ó  revocando  el  acuerdo  del  ayuntamiento. 

•15.  —  Esta  decisión  no  causará  estado  cuando  la  tacha, 
opuesta  al  que  solicita  ejercer  el  comercio,  sea  por  su  na- 
turaleza temporal  y  extinguible,  y  le  quedará  abierto  el 
juicio  para  reproducir  su  solicitud  luego  que  cese  el 
obstáculo. 

16.  — La  matrícula  de  comerciantes  de  cada  provincia 
se  circulará  anualmente  á  los  tribunales  de  comercio,  y 
estos  cuidarán  de  que  se  fije  una  copia  auténtica  en  el 
atrio  de  sus  salas  para  conocimiento  del  comercio,  reser- 
vando la  original  en  su  secretaría. 

17.  —  El  ejercicio  habitual  del  comercio  se  supone  para 
los  efectos  legales,  cuando  después  de  haberse  inscrito  la 
persona  en  la  matrícula  de  comerciantes,  anuncia  al  pú- 
blico por  circulares,  ó  por  los  periódicos,  ó  por  carteles,  ó 
por  rótulos  permanentes  expuestos  en  lugar  público,  'un 
establecimiento  que  tiene  por  objeto  cualquiera  de  las 
operaciones  que  en  este  Código  se  declaran  como  actos 
positivos  de  comercio,  y  á  estos  anuncios  se  sigue  que  k  r 
persona  inscrita  se  ocupa  realmente  en  actos  de  esta  mis- 
ma especie. 

18.  — Los  extranjeros  que  hayan  obtenido  naturaliza- 
ción ó  vecindad  en  España  por  los  medios  que  están 
prescritos  en  el  derecho,  podrán  ejercer  libremente  el 
comercio  con  los  mismos  derechos  y  obligaciones  que  loa 
naturales  del  reino. 

19.  —  Los  extranjeros  que  no  hayan  obtenido  la  natura- 


lización, ni  el  domicilio  legal,  podrán  ejercer  el  comercio 
en  territorio  español  bajo  las  reglas  convenidas  en  los  tra- 
tados vigentes  con  sus  gobiernosr  espectivos  ;  y  en  el  caso 
de  no  estar  estas  determinadas,  se  les  concederán  las 
mismas  facultades  y  franquicias  de  que  gocen  los  españoles 
comerciantes  en  los  estados  de  que  ellos  proceden. 

20.  — Todo  extranjero  que  celebra  actos  de  comercio  en 
territorio  español,  por  el  mismo  hecho  se  sujeta  en  cuanto 
á  ellos  y  sus  resultas  é  incidencias  á  los  tribunales  espa- 
ñoles, los  cuales  conocerán  délas  causas  que  sobrevengan, 
y  las  decidirán  con  arreglo  al  derecho  común  español  y  á 
las  leyes  de  este  Código. 


TITULO  SEGUNDO. 

DE   LAS    OBLIGACIONES   COMUNES   A    TODOS    LOS   QUE 
PROFESAN  EL    COMERCIO. 

21 .  —  Todos  los  que  profesan  el  comercio  contraen  por 
el  mismo  hecho  la  obligación  de  someterse  á  los  actos 
establecidos  por  la'ley,  como  garantías  contra  el  abuso  que 
pueda  hacerse  del  crédito  en  las  relaciones  mercantiles. 

Estos  actos  consisten  : 

1.°  En  la  inscripción  en  un  registro  solemne  de  los  do- 
cumentos, cuyo  tenor  y  autenticidad  deben  hacerse  noto- 
rios ; 

2.°  En  un  orden  uniforme  y  rigoroso  de  la  cuenta  y 
razón  ; 

3o  En  la  conservación  de  la  correspondencia  que  tenga 
relación  con  el  giro  del  comerciante. 

SECCIÓN  PRIMERA. 
Del  registro  público  del  comercio. 

22.  —  En  cada  capital  de  provincia  se  establecerá  un 
registro  público  y  general  de  comercio  que  se  dividirá  en 
dos  secciones. 

La  primera  será  la  matrícula  general  de  comerciantes, 
en  que  se  asentarán  todas  las  inscripciones  que  se  expidan 
á  los  que  se  dediquen  al  comercio,  según  lo  que  va  dis- 
puesto en  el  artículo  11. 

En  la  segunda  se  tomará  razón  por  orden  de  números  y 
fechas  : 

-i."  De  las  cartas  dotales  y  capitulaciones  matrimoniales 
que  se  otorguen  por  los  comerciantes,  ó  tengan  otorgadas 
al  tiempo  de  dedicarse  al  comercio,  así  como  de  las  escri- 
turas que  se  celebren  en  caso  de  restitución  de  dote  ; 

2o.  De  las  escrituras  en  que  se  contrae  sociedad  mer- 
cantil, cualquiera  que  sea  su  objeto  y  denominación  ; 

3."  De  los  poderes  que  se  otorguen  por  comerciantes  á 
factores  y  dependientes  suyos  para  dirigir  y  administrar 
sus  negocios  mercantiles. 

Además  se  llevará  un  índice  general  por  orden  alfabético 

de  pueblos  y  de  nombres  de  todos  los  documentos  de  qu^ 

!  tome  razón,  expresándose  al  margen  de  cada  artículo  la 

,  :forencia  del  número  y  página  del  registro  donde  consta. 

23.  —  El  secretario  de  la  intendencia  de  cada  provincia 
•  ndrá  á  su  cargo  el  registro  general,  y  será  responsable 
up  Ja  exactitud  y  legalidad  de  sus  asientos. 

£4.  —  Los  libros  del  registro  estarán  foliados,  y  todas 
Sus  hojas  rubricadas  por  el  que  fuere  intendente  de  la 
provincia  en  la  época  en  que  se  abra  cada  nuevo  registro. 

25.  —  Todo  comerciante  está  obligado  á  presentar  en  el 
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registro  general  de  su  provincia,  para  que  se  tome  razon 
de  ellos,  las  tres  especies  de  documentos  de  que  se  hace  ' 
mención  en  el  artículo  22. 

Con  respecto  alas  escrituras  de  sociedad  será  suficiente 
para  este  efecto  un  testimonio  autorizado  por  el  mismo 
escribano  ante  quien  pasaron,  que  contenga  las  circuns- 
tancias que  prescribe  el  artículo  290. 

26.  —  La  presentación  de  dichos  documentos  se  eva- 
cuará en  los  quince  días  siguientes  á  su  otorgamiento,  y 
con  respecto  á  las  cartas  dotales  y  capitulaciones  matri- 
moniales que  estuviesen  otorgadas  por  personas  no  co- 
merciantes, que  después  se  inscribieren  para  ejercer  la 
profesión  mercantil,  se  contarán  los  quince  dias  desde  el 
en  que  se  les  libró  por  la  autoridad  correspondiente  el 
certificado  de  la  inscripción. 

27.  —  Las  escrituras  dotales  entre  consortes  que  pro- 
fesen el  comercio,  de  que  no  se  haya  tomado  razon  en  el 
registro  general  de  la  provincia,  serán  ineficaces  para  ob- 
tener la  prelacion  del  crédito  dotal  en  concurrencia  de 
otros  acreedores  de  grado  inferior. 

28.  —  Las  escrituras  de  sociedad  de  que  no  se  tome 
razon  en  el  registro  general  del  comercio,  no  producirán 
acción  entre  los  otorgantes  para  demandar  los  derechos 
que  en  ellas  les  hubieren  sido  reconocidos  ;  sin  que  por 
esto  dejen  de  ser  eficaces  en  favor  de  los  terceros  intere- 
sados que  hayan  contratado  con  la  sociedad. 

29.  —  Tampoco  producirán  acción  entre  el  mandante  y 
mandatario  los  poderes  conferidos  álos  factores  y  mance- 
bos de  comercio  para  la  administración  délos  negocios  mer- 
cantiles de  sus  principales,  si  no  se  presentan  para  que  se 
tome  razon  de  ellos  en  el  registro  general  ;  observándose 
en  cuanto  á  los  efectos  de  las  obligaciones  contraidas  por 
los  apoderados  lo  prescrito  en  el  artículo  177. 

30.  —  Además  de  los  efectos  que  en  perjuicio  de  los 
derechos  adquiridos  por  los  documentos  sujetos  á  la  toma 
de  razon,  produce  la  omisión  de  esta  formalidad,  incurri- 
rán los  otorgante?  mancomunadamente  en  la  multa  de 
cinco  mil  reales  vellón  ,  que  se  les  exigirá  con  aplicación 
al  fisco,  siempre  que  apareciere  en  juicio  un  documento 
de  aquella  clase  con  esta  informalidad. 

31.  —  Copia  del  asiento  que  se  haga  en  el  registro  ge- 
neral de  todos  los  documentos  de  que  se  toma  razon  en 
él,  se  dirigirá  sin  dilación  á  expensas  de  los  interesados 
por  el  secretario  de  la  intendencia,  á  cuyo  cargo  está  el 
registro,  al  tribunal  de  comercio  del  domicilio  de  aquellos, 
ó  al  juzgado  real  ordinario,  donde  no  haya  tribunal  de 
comercio,  para  que  la  fije  en  el  estrado  ordinario  de  sus 
audiencias,  y  se  inserte  en  el  registro  particular  que  cada 
tribunal  deberá  llevar  de  estos  actos. 

SECCIÓN  SEGUNDA. 
De  la  contabilidad  mercantil. 

32.  —  Todo  comerciante  está  obligado  á  llevar  cuenta  y 
razon  de  sus  operaciones  en  tres  libros  á  lo  menos,  que 
son  : 

El  libro  diario  ; 

El  libro  mayor  ó  de  cuentas  corrientes; 

El  libro  de  inventarios. 

33.  —  En  el  libro  diario  se  sentarán  dia  por  dia,  y  según 
el  orden  en  que  se  vayan  haciendo,  todas  las  operaciones 
que  haga  el  comerciante  en  su  tráfico,  designando  el  ca- 
rácter y  circunstancias  de  cada  operación  ,  y  el  resultado 
que  produce  á  su  cargo  ó  descargo;  de  modo  que  cada 
partida  manifieste  quién  sea  el  acreedor,  y  quién  el  deudor 
en  la  negociación  á  que  se  refiere. 


34.  —  Las  cuentas  corrientes  con  cada  objeto  ó  persona 
en  particular  se  abrirán  por  debe  y  ha  de  haber,  en  el  li- 
bro mayor,  y  á  cada  cuenta  se  trasladarán  por  orden  ri- 
goroso de  fechas  los  asientos  del  diario. 

35.  —  Tanto  en  el  libro  diario,  como  en  una  cuenta 
particular  que  al  intento  se  abrirá  en  el  mayor,  se  harán 
constar  todas  las  partidas  que  el  comerciante  consuma  en 
sus  gastos  domésticos ,  haciendo  los  asientos  en  las  fechas 
en  que  las  extraiga  de  su  caja  con  este  destino. 

36.  —  El  libro  de  inventarios  empezará  con  la  descrip- 
ción exacta  del  dinero,  bienes  muebles  é  inmuebles,  cré- 
ditos y  otra  cualquiera  especie  de  valores  que  formen  el 
capital  del  comerciante  al  tiempo  de  comenzar  su  giro. 

Después  formará  cada  comerciante  anualmente,  y  ex- 
tenderá en  el  mismo  libro  el  balance  general  de  su  giro , 
comprendiendo  en  él  todos  sus  bienes,  créditos  y  acciones. 
así  como  también  todas  sus  deudas  y  obligaciones  pen- 
dientes en  la  fecha  del  balance,  sin  reserva  ni  omisión 
alguna ,  bajo  la  responsabilidad  que  se  establece  en  el 
libro  de  quiebras. 

Todos  los  inventarios  y  balances  generales  se  firmarán 
por  todos  los  interesados  en  el  establecimiento  de  co- 
mercio á  que  correspondan,  que  se  hallen  presentes  á  su 
formación. 

37.  —  En  los  inventarios  y  balances  generales  de  las 
sociedades  mercantiles,  será  suficiente  que  se  haga  expre- 
sión de  las  pertenencias  y  obligaciones  comunes  de  la  masa 
social,  sin  extenderse  á  las  peculiares  de  cada  socio  en 
particular. 

38.  —  Con  respecto  á  los  mercaderes  ó  comerciantes 
por  menor,  que  se  consideran  ser  aquellos  que  en  las  co- 
sas que  se  miden,  venden  por  varas  ;  en  las  que  se  pesan, 
por  menos  de  arroba;  y  en  las  que  se  cuentan,  por  bultos 
sueltos,  no  se  entiende  la  obligación  de  hacer  el  balance 
general  sino  cada  tres  años. 

39.  _  Tampoco  están  obligados  los  comerciantes  por 
menor  á  sentar  en  el  libro  diario  sus  ventas  individual- 
mente, sino  que  es  suficiente  que  hagan  cada  dia  el  asiento 
del  producto  de  las  que  en  todo  él  hayan  hecho  al  con- 
tado, y  pasen  al  libro  de  cuentas  corrientes  las  que  hagan 
al  fiado. 

40.  —  Los  tres  libros  que  se  prescriben  de  rigorosa  ne- 
cesidad en  el  orden  de  la  contabilidad  comercial,  estarán 
encuadernados,  forrados  y  foliados  ;  en  cuya  forma  los 
presentará  cada  comerciante  al  tribunal  de  comercio  de  su 
domicilio,  para  que  por  uno  de  sus  individuos  y  el  escri- 
bano del  mismo  tribunal,  se  rubriquen  (sin  exigirse  dere- 
chos algunos)  todas  sus  hojas,  y  se  ponga  en  la  primera 
una  nota  con  fecha ,  firmada  por  ambos,  del  número  de 
hojas  que  contiene  el  libro. 

En  los  pueblos  donde  no  haya  tribunal  de  comercio  se 
cumplirán  estas  formalidades  por  el  magistrado  civil  y  su 
secretario. 

41 .  —  En  el  orden  de  llevar  los  libros  de  contabilidad 
mercantil  se  prohibe  : 

1.°  Alterar  en  los  asientos  el  orden  progresivo  de  fechas 
y  operaciones  con  que  deben  hacerse  segünlo  prescrito  en 
el  artículo  33  ; 

2.°  Dejar  blancos  ni  huecos,  pues  todas  sus  partidas  se 
han  de  suceder  unas  á  otras,  sin  que  entre  ellas  quede  lu- 
gar para  hacer  intercalaciones  ni  adiciones  ; 

3  °  Hacer  interlineaciones,  raspaduras  ni  enmiendas, 
«ino  que  todas  las  equivocaciones  y  omisiones  que  se  co- 
metan se  han  de  salvar  por  medio  de  un  nuevo  asiento, 
hecho  en  la  fecha  en  que  se  advierta  la  omisión  ,  o  el 
error  ; 
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4.°  Tachar  asiento  alguno  ; 

S."  Mutilar  alguna  parte  del  libro,  6  arrancar  alguna 
hoja,  y  alterar  la  encuademación  y  foliación. 

42.  —  Los  libros  mercantiles  que  carezcan  de  alguna  de 
las  formalidades  prescritas  en  el  artículo  40,  ó  tengan 
alguno  de  los  defectos  y  vicios  notados  en  el  antecedente, 
no  tienen  valor  alguno  en  juicio  con  respecto  al  comer- 
ciante á  quien  pertenezcan,  y  se  estará  en  las  diferencias 
que  le  ocurran  con  otro  comerciante  cuyos  libros  estén 
arreglados,  y  sin  tacha,  á  lo  que  de  estos  resulte. 

43.  —  Incurrirá  además  el  comerciante ,  cuyos  libros , 
en  caso  de  una  ocupación  ó  reconocimiento  judicial,  se 
hallen  informales  ó  defectuosos,  en  una  multa  que  no  ba- 
jará de  mil  reales,  ni  escederá  de  veinte  mil.  Los  jueces  la 
graduarán  prudencialmente,  atendidas  todas  las  circuns- 
tancias que  puedan  agravar  ó  atenuar  la  falta  en  que 
haya  incurrido  el  comerciante  dueño  de  los  libros. 

44.  —  La  pena  pecuniaria  prescrita  en  la  disposición 
que  antecede  se  entiende  sin  perjuicio  de  que  en  el  caso 
de  resultar  que  á  consecuencia  del  defecto  ó  alteración . 
hecha  en  los  libros  se  ha  suplantado  en  ellos  alguna  par- 
tida que  en  su  totalidad  ó  en  alguna  de  sus  circunstancias 
contenga  falsedad,  se  proceda  criminalmente  contra  el 
autor  de  la  falsificación  en  el  tribunal  competente. 

45.  —  El  comerciante  que  omita  en  su  contabilidad  al- 
guno de  los  libros  que  se  prescribe  llevar  por  el  artículo  32, 
ó  que  los  oculte  siempre  que  se  le  mande  su  exhibición  en 
la  forma  y  casos  prevenidos  por  derecho,  incurrirá  por 
cada  libro  que  dejare  de  llevar  en  una  multa  que  no  ba- 
jará de  seis  mil  reales,  ni  excederá  de  treinta  mil,  y  será 
juzgado  en  la  controversia  que  diere  lugar  á  la  providencia 
de  exhibición  y  cualquiera  otra  que  tenga  pendiente  ó  le 
ocurra  hasta  tener  sus  libros  en  regla,  por  los  asientos  de 
los  libros  de  su  adversario,  siempre  que  estos  se  encuen- 
tren arreglados,  sin  admitírsele  prueba  en  contrario. 

46.  —  Las  formalidades  prescritas  en  las  leyes  de  este 
título,  en  razón  de  los  libros  que  se  declaran  ser  necesa- 
rios á  los  comerciantes  en  general,  son  aplicables  á  los  de- 
más libros  respectivos  que  cualquiera  establecimiento  ó 
empresa  particular  tenga  obligación  de  llevar  con  arreglo 
á  sus  estatutos  y  reglamentos. 

47.  —  Si  algún  comerciante  no  tuviere  la  aptitud  nece- 
saria para  llevar  sus  libros  y  firmar  los  documentos  de  su 
giro,  nombrará  indispensablemente  y  autorizará  con  poder 
suficiente  la  persona  que  se  encargue  de  llevar  su  conta- 
bilidad y  firmar  en  su  nombre.  De  este  poder  se  ha  de  to- 
mar razón  en  el  registro  general  de  comercio  de  la  provin- 
cia, conforme  á  lo  dispuesto  en  el  artículo  22. 

48.  —  Los  comerciantes  podrán  llevar  además  de  los 
libros  que  se  les  prefijan  como  necesarios,  todos  los  auxi- 
liares que  estimen  conducentes  para  el  mejor  orden  y  cla- 
ridad de  sus  operaciones  ;  pero  para  que  puedan  aprove- 
charles en  juicio  han  de  reunir  todos  los  requisitos  que  se 
prescriben  con  respecto  á  los  libros  necesarios. 

49.  —  No  se  puede  hacer  pesquisa  de  oficio  por  tribunal 
ni  autoridad  alguna,  para  inquirir  si  los  comerciantes  lle- 
van ó  no  sus  libros  arreglados. 

50.  —  Tampoco  puede  decretarse  á  instancia  de  parte  la 
comunicación,  entrega  ni  reconocimiento  general  de  los 
libros  de  los  comerciantes,  sino  en  los  juicios  de  sucesión 
universal,  liquidación  de  compañía  ó  de  quiebra. 

81.  —  Fuera  de  los  1res  casos  prefijados  en  el  artículo 
anterior,  solo  podrá  proveerse  á  instancia  de  parte  ó  de 
oficio  la  exhibición  de  los  libros  de  los  comerciantes,  para 
lo  cual  será  necesario  que  la  persona  á  quien  pertenezcan 


los  libros  tenga  interés  ó  responsabilidad  en  la  causa  de 

que  proceda  la  exhibición. 

El  reconocimiento  de  los  libros  exhibidos  se  hará  á  pre- 
sencia del  dueño  de  estos,  ó  de  la  persona  que  comisione 
al  efecto,  y  se  contraerá  á  los  artículos  que  tengan  rela- 
ción con  la  cuestión  que  se  ventila,  que  serán  también  los 
únicos  que  puedan  compulsarse  en  caso  de  haberse  así 
proveído. 

52.  —  Si  los  libros  se  hallaren  fuera  de  la  residencia  del 
tribunal  que  decretó  su  exhibición,  se  verificará  esta  en  el 
lugar  donde  existan  dichos  libros,  sin  exigirse  su  trasla- 
ción al  del  juicio. 

53.  —  Los  libros  de  comercio  que  tengan  todas  las  for- 
malidades que  van  prescritas,  y  no  presenten  vicio  alguno 
legal,  serán  admitidos  como  medios  de  prueba  en  las  con- 
testaciones judiciales  que  ocurran  sobre  asuntos  mercan- 
tiles entre  comerciantes. 

Sus  asientos  probaran  contra  los  comerciantes  á  quienes 
pertenezcan  los  libros,  sin  admitírseles  prueba  en  contra- 
4  rio  ;  pero  el  adversario  no  podrá  aceptar  los  asientos  que 
le  sean  favorables,  y  desechar  los  que  le  perjudiquen,  sino 
que,  habiendo  adoptado  este  medio  de  prueba,  estará  por 
las  resultas  combinadas  que  presenten  todos  ios  asientos 
relativos  à  la  disputa. 

También  harán  prueba  los  libros  de  comercio  en  favor 
de  sus  dueños,  cuando  su  adversario  no  presente  asientos 
en  contrario,  hechos  en  libros  arreglados  á  derechos  ú 
otra  prueba  plena  y  concluyente. 

Finalmente  cuando  resulte  prueba  contradictoria  de  los 
libros  de  las  partes  que  litigan,  y  unos  y  otros  se  hallen 
con  todas  las  formalidades  necesarias,  y  sin  vicio  aiguno, 
el  tribunal  prescindirá  de  este  medio  de  prueba,  y  proce- 
derá por  los  méritos  de  las  demás  probanzas  que  se  pre- 
senten, calificándolas  según  las  reglas  comunes  del  de- 
recho. 

54.  —  Los  libros  de  comercio  se  llevarán  en  idioma  es- 
pañol. El  comerciante  que  los  lleve  en  otro  idioma,  sea 
extranjero  ó  dialecto  especialde  alguna  provincia  del  reino, 
incurrirá  en  una  multa  que  no  bajará  de  mil  reales,  ni 
escedera  de  seis  mil;  se  hará  á  sus  expensas  la  traducción 
al  idioma  español  de  los  asientos  del  libro  que  se  mande 
reconocer  y  compulsar,  y  se  le  compelerá  por  los  medios 
de  derecho  á  que  en  un  término  que  se  le  señale  trascriba 
en  dicho  idioma  los  libros  que  hubiere  llevado  en  otro. 

55.  —  Los  comerciantes  son  responsables  de  la  conser- 
vación de  los  libros  y  papeles  de  su  giro,  por  todo  el  tiempo 
que  este  dure,  y  hasta  que  se  concluya  la  liquidación  de 
todos  sus  negocios  y  dependencias  mercantiles. 

Falleciendo  el  comerciante  tienen  sus  herederos  la  mis- 
ma obligación  y  responsabilidad  hasta  estar  concluida  la 
liquidación. 

SECCIÓN  TERCERA. 
De  la  correspondencia 

56.  —  Los  comerciantes  están  obligados  á  conservar  en 
legajos  y  en  buen  orden  todas  las  cartas  que  reciben  con 
relación  á  sus  negociaciones  y  giro,  anotando  á  su  dorso  la 
fecha  en  que  las  contestaron,  ó  si  no  dieron  contestación. 

57.  —  Es  también  obligación  de  los  comerciantes  trasla- 
dar íntegramente  y  á  la  letra  todas  las  cartas  que  ellos  es- 
criban sobre  su  tráfico  en  un  libro  denominado  copiador, 
que  llevarán  á  efecto  encuadernado  y  foliado. 

58.  —  Las  cartas  se  pondrán  en  el  copiador  por  el  orden 
de  sus  fechas,  y  sin  dejar  huecos  en  blanco  ni  interme- 
dios. Las  erratas  que  puedan  cometerse  al  copiarlas,  se 
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salvarán  precisamente  á  continuación  de  la  misma  caria 
por  nota  escrita  dentro  de  las  márgenes  del  libro,  y  no 
fuera  de  ellas,  y  las  posdatas  ó  adiciones  que  se  hagan 
despues  que  se  hubieren  registrado,  se  insertarán  á  couti- 
nuucion  de  la  última  carta  copiada,  con  la  conveniente  re- 
ferencia. 

59.  —  Se  prohibe  trasladar  las  cartas  al  copiador,  por 
traducción,  sino  que  se  copiarán  en  el  idioma  en  que  se 
hayan  escrito  las  originales. 

60.  —  La  falta  del  copiador  de  cartas,  su  informalidad, 
ó  los  defectos  que  en  ellos  se  adviertan  en  contravención 
de  la  ley,  se  corregirán  con  las  penas  pecuniaras  que  van 
prescritas  para  casos  iguales  con  respecto  á  los  libios  de 
contabilidad. 

61.  —  Los  tribunales  pueden  decretar  de  oficio,  ó  á 
instancia  de  parte  legítima,  que  se  presenten  en  el  juicio 
las  cartas  que  tengan  relación  con  el  asunto  del  litigio,  así 
corno  que  se  extraiga  del  registro  copia  de  las  de  igual 
clase  que  se  hayan  escrito  por  los  litigantes,  designándose 
determinadamente  de  antemano  las  que  hayan  de  copiarse 
por  la  parte  que  lo  solicite. 


TITULO  TERCERO. 

DE  LOS  OFICIOS  AUXILIARES  DEL   COMERCIO,   V  SUS 
OBLIGACIONES  RESPECTIVAS. 

62.  —  Están  sujetos  á  las  leyes  mercantiles  en  clase  de 
agentes  auxiliares  del  comercio,  y  con  respecto  á  las  ope- 
raciones que  les  corresponden  en  esta  calidad,: 

1.°  Los  Corredores; 
2.*  Los  Comisionistas  ; 
3."  Los  Factores; 
4.°  Los  Mancebos; 
5.*  Los  Porteadores. 

SECCIÓN  PRIMERA. 
De  los  Corredores. 

63.  —  El  oficio  de  corredor  es  viril  y  público.  Los  que  lo 
ejercen,  y  no  otros,  podrán  intervenir  legítimamente  en 
los  tratos  y  negociaciones  mercantiles  para  proponerlas, 
avenir  á  las  partes,  concertarlas,  y  certificar  la  forma  en 
que  pasaron  dichos  contratos. 

64.  —  Las  certificaciones  de  los  corredores  referentes  al 
libro  maestro  de  sus  operaciones,  y  comprobadas  en  vir- 
tud de  decreto  judicial  con  los  asientos  de  dicho  libro,  ha- 
cen prueba,  siempre  que  en  este  no  se  halle  defecto  ni 
vicio  alguno;  pero  los  tribunales  admitirán  prueba  en 
contrario  á  petición  de  parte  legítima. 

65.  —  Los  comerciantes  pueden  contratar  directamente 
entre  sí  y  sin  intervención  de  corredor,  y  sus  contratos  se- 
rán válidos  y  eficaces,  probándose  en  forma  legal  ;  pero 
no  pueden  valerse  para  que  haga  funciones  propias  de 
este  oficio,  del  que  no  se  halle  en  posesión  y  ejercicio  de 
él  por  legítimo  nombramiento. 

66.  —  No  por  esto  se  entiende  vedado  á  los  comercian- 
tes que  traten  los  negocios  por  medio  de  sus  dependientes 
asalariados,  ó  factores  que  tengan  poder  suyo. 

Tampoco  se  les  prohibe,  que  por  oficio  de  amistad  y 
benevolencia  se  ayuden  mutuamente  en  el  progreso  y 
conclusion  de  una  negociación,  interponiendo  su  media- 
ción entre  los  que  la  tratan,  siempre  que  oo  reciban  por 


ello  estipendio  alguno,  y  que  no  estén  notados  en  el  con- 
cepto público  como  intrusos  en  las  funciones  propias  de 
los  corredores. 

67  —  Los  comerciantes  que  acepten  en  sus  contratos 
la  intervención  de  persona  intrusa  en  el  oficio  de  corredor, 
pagarán  una  multa  equivalente  al  cinco  por  ciento  del  va- 
lor de  lo  contratado;  y  el  que  se  introdujo  á  ejercer  la 
correduría  ilegítimamente,  será  multado  en  el  diez  por 
ciento  de  dicho  valor  ;  de  cuya  pena  responderán  manco- 
munadamente  los  interesados  en  eí  negocio,  siempre  que 
el  intruso  carezca  de  bienes  suficientes  sobre  qué  hacer 
efectiva  la  multa.  Cuando  el  valor  de  lo  contraiado  no  sea 
fijo,  se  graduará,  previo  un  juicio  instructivo,  por  el  tri- 
bunal que  conozca  de  la  causa. 

68.  —  En  el  caso  de  reincidencia  se  agravará  la  pena 
impuesta  en  el  artículo  anterior  á  los  corredores  intrusos 
con  un  año  de  destierro  del  pueblo  donde  delinquieron,  y 
en  el  de  segunda  reincidencia  se  les  desterrará  por  diez 
años  de  la  provincia,  además  de  pagar  la  multa  que  va 
determinada. 

69.  —  Los  síndicos  y  adjuntos  de  los  colegios  de  corre- 
dores no  permitirán  que  entren  en  las  bolsas  de  comercio 
las  personas  que  por  notoriedad  ejercen  funciones  de  cor- 
redor sin  autorización  legítima,  y  cuidarán  de  dar  la  queja 
oportuna  al  tribunal  competente,  para  que  proceda  contra 
ellas  según  derecho. 

70.  —  En  cada  plaza  de  comercio  habrá  un  número  fijo 
de  corredores  proporcionado  á  su  población,  tráfico  y  giro, 
que  se  determinará  por  reglamentos  particulares. 

71.  —  Los  corredores  serán  todos  de  nombramiento 
real,  que  recaerá  en  las  personas  que  acrediten  idoneidad 
competente  según  las  leyes  de  este  Código. 

Los  intendentes,  con  audiencia  del  tribunal  de  comercio 
del  territorio  á  que  corresponda  la  vacante,  y  de  la  junta 
de  gobierno  del  colegio  de  corredores,  formarán  una  terna 
para  cada  correduría  que  haya  de  proveerse,  instruyendo 
el  expediente  con  los  documentos  que  acrediten  la  idonei- 
'  dad  de  los  propuestos,  y  elevándomelo  original  con  su 
misma  propuesta  para  que  lo  provea  en  quien  sea  de  mi 
soberano  agrado. 

72.  —  Con  respecto  á  los  oficios  de  correduría  que  se 
hallan  enajenados  de  la  corona  y  reducidos  á  propiedad 
particular,  se  conserva  íntegro  é  ileso  el  derecho  que  per- 
tenezca á  los  proprietarios,  según  el  título  primordial  de  la 
concesión,  que  deberán  producir  en  el  consejo  de  hacien- 
da para  obtener  su  confirmación  en  los  seis  meses  inme- 
diatos á  la  promulgación  de  esta  ley.  Pasado  dicho  término 
sin  haberlo  verificado,  caducará  el  privilegio  y  no  tendrá 
valor  alguno,  revertiendo  á  mi  Corona  el  derecho  de  libre 
nombramiento. 

73.  —  Los  propietarios  de  las  corredurías  que  por  el 
título  de  su  adquisición  tengan  la  facultad  de  arrendarlas, 
usarán  de  ella  ;  pero  los  arriendos  se  harán  por  la  vida 
del  arrendatario,  y  no  por  tiempo  limitado. 

74.  — Aunen  el  caso  del  artículo  precedente,  quedan 
siempre  obligados  los  que  hayan  de  ejercer  el  oficio  de 
corredor,  ya  sean  propietarios,  ó  ya  sean  los  cesionarios 
nombrados  legítimamente  por  estos,  á  solicitar  y  sacar  en 
cada  vacante  un  título  personal,  que  no  se  expedirá  sino 
mediante  que  se  haga  constar  la  idoneidad  correspondiente 
con  arreglo  á  las  disposiciones  de  este  Código,  y  que  el  so- 
licitante tiene  derecho  al  oficio. 

75.  —  Ninguno  puede  ser  corredor  que  no  sea  natural 
.fe  los  reinos  de  España,  y  esté  domiciliado  en  ellos  :  ha 
de  ser  también  mayor  de  veinte  y  cinco  años,  y  acreditar 
seis  años  de  aprendizaje  en  el  comercio,  hecho  en  el  des- 
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pacho  de  nlgun  comerciante  matriculado,  ó  de  mi  corredor 
autorizado,  que  tengan  su  residencia  en  plaza  donde  haya 
bd  tribunal  de  comercio. 

76.  —  No  pueden  ser  corredores  : 

1.*  Los  extranjeros,  á  menos  que  hayan  obtenido  la  na-* 
turalizacion  en  la  forma  prescrita  por  las  leyes; 

2  •  Los  menores  de  veinte  y  cinco  años,  aun  cuando 
hayan  sido  emancipados  ; 

3.°  Los  eclesiásticos,  los  militares  en  servicio  activo,  y 
los  funcionarios  públicos  y  empleados  de  nombramiento 
real,  cualquiera  que  sea  su  clase  y  denominación  ; 

A.°  Los  comerciantes  quebrados  que  no  hayan  sido  re- 
habilitados ; 

5."  Los  que  habiendo  sido  corredores  hubiesen  sido  des- 
tituidos del  oficio. 

77.  —Todo  el  que  aspire  à  una  plaza  de  corredor  deberá 
acreditar  su  idoneidad,  con  arreglo  á  lo  que  prescriben 
los  dos  artículos  anteriores,  ante  el  intendente  de  la  pro- 
vincia ;  quien,  pidiendo  el  informe  déla  junta  de  gobierno 
del  colegio  de  corredores  à  que  pertenece  la  plaza  á  que 
aspira,  lo  habilitará  para  hacer  su  solicitud,  si  no  resulla 
tacha  legal  que  le  obste,  y  lo  tendrá  presente  en  las  pro- 
puestas. 

78.  —  El  que  haya  sido  provisto  en  una  correduría,  no 
entrará  á  ejercerla  hasta  que  haya  sido  examinado  y  de- 
clarado apto  y  capaz  para  ello  por  la  junta  del  colegio  de 
corredores  á  que  corresponda  su  oficio  El  examen  recaerá 
sobre  las  nociones  generales  del  comercio,  y  las  que  se  re- 
fieran especialmente  á  las  operaciones  mas  frecuentes  en 
la  plaza  en  que  ha  de  ejercerlo.  En  las  plazas  en  donde  no 
haya  colegio  de  corredores,  se  hará  el  examen  por  tres  cor- 
redores que  nombre  el  intendente,  diputando  una  persona 
de  su  confianza  que  los  presida. 

79.  — Todo  corred,  provisto  y  aprobado  prestará  jura- 
mento enmwios  del  intendente  déla  provincia  de  ejercer  bien 
y  fielmente  su  oficio,  cumpliendo  con  exactitud  y  puntua- 
lidad todas  las  disposiciones  legales  que  le  conciernen,  y  se 
hará  así  constar  por  diligencia  á  continuación  del  título. 

80.  —  Los  corredores  deben  también  afianzar  el  buen 
desempeño  de  su  oficio  con  una  fianza  de  cuarenta  mil 
reales  en  metálico  en  las  plazas  de  comercio  de  primera 
clase,  de  viente  y  cinco  mil  en  las  de  segunda,  y  de  doce 
mil  en  las  de  tercera.  La  designación  de  estas  clases  se 
hará  por  un  reglamento  particular. 

81.  —  Estas  fianzas  se  consignarán  por  el  provisto  en 
la  correduría,  antes  de  expedírsele  el  título,  en  la  caja  de 
depósitos  de  la  provincia,  y  sobre  ella  se  harán  efectivas 
las  penas  pecuniarias  que  se  impongan  á  los  corredores 
por  malversación  en  su  oficio,  debiendo  reponer  el  inte- 
resado la  cantidad  que  con  este  objeto  se  segregue  de  la 
fianza  en  los  seis  meses  inmediatos  á  su  extracción,  para 
que  dicha  fianza  se  conserve  siempre  íntegra,  y  de  no  ha- 
cerlo quedara  suspenso  de  su  oficio  hasta  que  lo  veri- 

82.  —  Los  corredores  deben  asegurarse  ante  todas  cosas 
a  identidad  de  las  personas  entre  quienes  se  tratan 

los  egocios  en  que  intervienen,  y  de  su  capacidad  le^al 
para  celebrarlos.  Si  á  sabiendas  intervinieren  en  un  con- 
trato hecho  por  persona  que  según  la  ley  no  podia  hacerlo, 
responderán  de  los  perjuicios  que  se  sigan  por  efecto 
directo  é  inmediato  de  la  incapacidad  del  contratante. 

83.  —  En  la  negociación  de  letras  de  cambio  ú  \.  i 
valor  endosable  son  responsales  déla  autenticidad  de  li 
firma  del  último  cedente. 

84.  —  Propondrán  los  negocios  con  exactitud,  precisión 
y  claridad,  absteniéndose  de  hacer  supuestos  falsos  que 


puedan  inducir  á  error  á  loe  contratantes  ;  y  si  por  éste 
medio  indujeren  un  comerciante  á  consentir  en  un  con- 
trato perjudicial,  serán  responsales  del  daño  que  le  hayan 
causado  probándoseles  que  obraron  en  ello  con  dolo. 

85.  —  Se  tendrán  por  supuestos  falsos  haber  propuesto 
un  objeto  comercial  bajo  distinta  calidad  que  la  que  se  le 
atribuye  por  el  uso  general  del  comercio,  y  dar  una  no- 
ticia falsa  sobre  el  precio  que  tenga  corrientemente  en  la 
plaza  la  cosa  sobre  que  versa  la  negociación. 

86.  —  Guardarán  un  secreto  rigoroso  de  todo  lo  que  con- 
cierne á  las  negociaciones  que  se  les  encarguen,  bajo  la 
mas  estrecha  responsabilidad  de  los  perjuicios  que  se  si- 
guieren por  no  hacerlo  así. 

87.  —  Desempeñarán  por  sí  mismos  todas  las  opera- 
ciones de  su  oficio,  sin  confiarlas  á  dependientes;  y  si  por 
alguna  causa  sobrevenida  despues  que  entraron  á  ejer- 
cerlo se  viesen  imposibilitados  de  evacuar  por  sí  mismos 
sus  funciones,  podrán  valerse  de  un  dependiente  que,  á 
juicio  de  la  junta  de  gobierno  del  colegio,  tenga  la  aptitud 
y  moralidad  suficiente  para  auxiliarle,  sin  que  por  esto 
deje  de  recaer  la  responsabilidad  de  la  gestion  de  dicho 
dependiente  sobre  el  corredor  en  cuyo  nombre  intervi- 
niere. 

88.  —  En  las  ventas  hechas  con  su  intervención  tienen 
los  corredores  obligación  de  asistir  á  la  entrega  de  los 
efectos  vendidos,  si  los  interesados  lo  exigiesen,  6  alguno 
de  ellos. 

89.  —  En  las  negociaciones  de  letras,  ú  otros  valores  en- 
dosabas, corre  de  su  cargo  recogerlos  del  cedente,  y  en- 
tregarlos el  tomador,  así  como  recibir  de  este  el  precio,  y 
llevarlo  al  cedente. 

90.  —  Aunque  por  punto  general  los  corredores  no  res- 
ponden ni  pueden  constituirse  responsables  de  •«  soh'ábi- 
lidad  de  los  contratantes,  son  garantes  en  las  negociaciones 
i  s  y  valores  endosables  en  favor  del  tomador  de  Ja  en- 
trega  material  de  la  letra,  ú  otra  especie  de  valor  negociado, 
yen  favor  del  cedente  del  precio  que  le  corresponde  recibir 
por  la  letra  ú  otro  valor  cedido,  á  menos  que  no  quede 
convenido  en  el  contrato  que  los  interesados  se  hagan 
estas  entregas  directamente,  en  cuyo  caso  queda  también 
exonerado  el  corredor  de  la  obligación  que  le  impone  el 
artículo  precedente. 

91.  — Los  corredores  deben  llevar  un  asiento  formal, 
exacto  y  melódico  de  todas  las  operaciones  e;.  que  inter- 
vienen, y  desde  luego  que  concluyen  una  negociación,  la 
deben  notar  en  un  cuaderno  manual  foliado,  exp;  osando 
en  cada  artículo  los  nombres  y  domicilios  de  los  contra- 
tantes, la  materia  del  contrato,  y  todos  los  pactos  que  en 
él  se  hicieren. 

Los  artículos  se  pondrán  por  orden  rigoroso  de  fechas, 
en  numeración  progresiva  desde  uno  en  adelante,  que 
concluirá  al  fin  de  cada  año. 

92.  —  En  las  ventas  expresarán  la  calidad,  cantidad  y 
precio  de  la  Cusa  vendida,  el  lugar  y  época  de  la  entrega, 
y  la  forma  en  que  debe  pagarse  el  precio. 

93.  —  En  las  negociaciones  de  letras  anotarán  las  fechas, 
términos,  vencimientos,  plazas  sobre  que  estén  giradas, 
los  nombres  del  librador,  endosantes  y  pagador;  los  del 
cedente  y  tomador,  y  el  cambio  convenido  entre  estos. 

94.  — En  los  seguros  se  expresarán  igualmente,  con 
referencia  á  la  póliza  firmada  por  los  aseguradores,  los 
:  bres  de  estos  y  el  del  asegurante,  el  objeto  asegurado; 
su  valor  según  el  convenio  arreglado  entre  las  partes,  el 
lugar  donde  se  carga  y  descarga,  y  la  descripción  del 
buque  en  que  se  hace  el  trasporte,  que  comprenderá  su 
nombre,  matrícula,  pabellón,  porte  y  nombre  del  capitán. 
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95.  —  Diariamente  se  trasladarán  todos  los  artículos  de! 
cuaderno  manual  á  un  registro,  copiándolos  literalmente 
sin  enmiendas,  abreviaturas  ni  interposiciones,  guardandí 
la  misma  numeración  que  lleven  en  el  manual. 

El  registro  tendrá  las  mismas  formalidades  que  se  pre?« 
criben  en  el  artículo  40. 

96.  —  En  caso  de  muerte  ó  destitución  de  un  corredor, 
será  de  cargo  y  responsabilidad  del  síndico  del  colegio, 
donde  lo  haya,  y  donde  no  haya  colegio,  del  corredor 
mas  antiguo,  recoger  los  registros  del  corredor»muerto  ó 
destituido,  y  entregarlos  en  la  secretaría  del  tribunal  de 
comercio  de  la  plaza,  donde  se  custodiarán  en  depósito 
para  entregarlos  á  su  sucesor  en  el  oficio. 

97.  —  Dentro  de  las  veinte  y  cuatro  horas  siguientes  á 
la  conclusion  de  un  contrato,  deben  los  corredores  entre- 
gar á  cada  uno  de  los  contratantes  una  minuta  del  asiento 
hecho  en  su  registro  sobre  el  negocio  concluido. 

Esta  minuta  será  referente  al  registro,  y  no  al  cuaderno 
manual,  y  todo  corredor  que  la  librare  antes  de  que  obre 
en  su  registro  el  artículo,  ó  que  difiera  entregarla  pasa- 
das las  citadas  veinte  y  cuatro  horas,  incurrirá  por  prime- 
ra vez  en  la  multa  de  dos  mil  reales,  que  será  doble  por  la 
segunda,  y  por  la  tercera  perderá  el  oficio. 

98.. —  En  los  negocios  en  que  por  convenio  de  las  partes 
ó  por  disposición  de  la  ley  haya  de  extenderse  contrata 
escrita,  tiene  el  corredor  obligación  de  hallarse  presente  al 
firmarla  todos  los  contratantes,  y  certificar  al  pié  que  se 
hizo  con  su  intervención,  recogiendo  un  ejemplar  que  cus- 
todiará bajo  su  responsabilidad. 

99. — Se  prohibe  á  los  corredores  toda  especie  de  nego- 
ciación y  tráfico  directo  ni  indirecto  en  nombre  propio,  ni 
bajo  el  ajeno. 

Así  que,  no  podrán  hacer  operación  alguna  mercantil 
por  cuenta  propia. 

Ni  tomar  pnrte,  acción  ni  interés  en  ella. 

Ni  contraer  sociedad  de  ninguna  clase  y  denominación. 

Ni  interesarse  en  los  buques  mercantes,  y  sus  carga- 
mentos. 

El  corredor  que  contravenga  á  esta  disposición  quedará 
privado  de  oficio,  y  perderá  á  beneficio  del  real  fisco  todo 
el  interés  que  haya  puesto,  y  pueda  redundarle  en  la  em- 
presa ó  negociación  mercantil  en  que  haya  participado. 

100.  —  También  se  les  prohibe  encargarse  de  hacer  co- 
branzas y  pagos  por  cuenta  ajena,  bajo  la  multa  de  mil 
reales  por  primera  vez,  dos  mil  por  la  segunda,  y  priva- 
ción de  oficio  por  la  tercera. 

101.  —  Asimismo  se  les  prohibe  que  puedan  salir  fia- 
dores ni  garantes  de  los  contratos  en  que  intervengan.  En 
su  consecuencia  no  podrán  endosar  letras,  ni  constituirse 
responsables  del  pago  de  ellas  por  una  obligación  separada, 
cualquiera  que  sea  su  forma  y  nombre,  ni  responder  en 
las  ventas  al  fiado,  de  que  el  comprador  pagará  á  los  pla- 
zos determinados. 

102.  —  Toda  garantía,  aval  y  fianza,  dada  por  un  cor- 
redor sobre  el  contrato  ó  negociación  que  se  hizo  con  su 
intervención  ,  es  nula,  y  no  producirá  efecto  alguno  en 
juicio,  perdiendo  además  su  oficio  el  corredor  que  la  haya 
dado. 

103.  —Tampoco  pueden  los  corredores  ser  asegurado- 
res, y  salir  responsables  de  riesgos  de  especie  alguna,  ni 
de  las  contingencias  que  sobrevengan  en  el  trasporte  de 
mercaderías  por  mar  ó  por  tierra,  bajo  la  misma  pena  de 
perder  su  oficio. 

404.  —  Se  les  prohibe  del  mismo  modo  intervenir  en 
contrato  alguno  ilícito  y  reprobado  por  derecho,  sea  por  la 
calidad  de  los  contrayentes,  por  la  naturaleza  de  las  cosas 


sobre  que  versa  el  contrato,  6  por  la  de  los  pactos  con  que 
se  haga; 

Proponer  letras  ó  valores  de  otra  especie,  y  mercaderías 
procedentes  de  personas  no  conocidas  en  la  plaza,  sin  que 
al  menos  presenten  un  comerciante  que  abone  la  identidad 
de  la  persona  ; 

Intervenir  en  contrato  de  venta  de  efectos  ó  negociacio- 
nes de  letras  pertenecientes  á  persona  que  haya  suspendido 
sus  pagos. 

Los  corredores  que  quebranten  cualquiera  de  estas  dis- 
posiciones, quedarán  suspensos  de  su  oficio  por  dos  aíüft 
la  primera  vez,  seis  por  la  segunda,  y  privados  entera- 
mente de  él  por  la  tercera,  y  además  serán  responsables  de 
todos  los  daños  y  perjuicios  que  hayan  ocasionado  por  su 
contravención,  siempre  que  la  parte  principal  no  tenga 
bienes  suficientes  de  que  satisfacerlos. 

105.  —  Asimismo  no  pueden  los  corredores  salir  al  en- 
cuentro de  los  buques  en  las  bahías  y  puertos,  ni  al  de  los 
carreteros  y  trajineros  en  las  carreteras  para  solicitar  que 
les  encarguen  la  venta  de  lo  que  conducen  y  trasportan, 
ni  á  proponerles  precio  por  ello  ;  pero  bien  podrán  pasar 
á  los  buques  luego  que  estén  anclados,  y  en  libre  plática, 
é  ir  á  las  posadas  despues  que  los  trajineros  hayan  entrado 
en  ellas  con  sus  carros  ó  recuas. 

106.  —  Tampoco  pueden  los  corredores  adquirir  para  sí 
las  cosas  cuya  venta  les  haya  sido  encargada,  ni  las  que  se 
dieron  á  vender  á  otro  corredor,  aun  cuando  pretexten  que 
compran  unas  ú  otras  para  su  consumo  particular,  bajo 
pena  de  confiscación  de  lo  que  compraren  en  fraude  de 
esta  disposición. 

107.  —  Ningún  corredor  puede  dar  certificación  ,  sino 
de  lo  que  conste  de  su  registro  y  con  referencia  al  misino; 
pero  bien  podrá  declarar  sobre  lo  que  vio  y  entendió  en 
cualquiera  negocio,  cuando  se  lo  mande  un  tribunal  com- 
[ictente,  y  no  de  otro  modo. 

108.  —  Las  certificaciones  que  no  sean  referentes  al 
registro,  serán  de  ningún  valor  en  juicio,  y  los  corredores 
que  las  hayan  librado  incurrirán  en  la  multa  de  dos  mil 
reales  vellón. 

109.  —  El  corredor  que  diere  una  certificación  contra  lo 
que  resulta  de  su  libro  maestro,  será  castigado  como  ofi- 
cial público  falsario,  con  arreglo  à  las  leyes  penales. 

110.  — Los  corredores  percibirán  un  derecho  de  corre- 
taje sobre  los  contratos  en  que  intervengan,  arreglado  al 
arancel  de  cada  plaza  mercantil.  En  la  que  no  lo  haya,  se 
formará  en  seguida  por  el  intendente  de  la  provincia , 
oyendo  instructivamente  al  tribunal  de  comercio  y  á  la 
junta  de  gobierno  del  colegio  de  corredores,  y  se  remitirá 
á  mi  soberana  aprobación. 

Hi.  —  Los  corredores  de  cada  plaza,  donde  sean  mas 
de  diez,  formarán  una  corporación,  que  se  denominará 
Colegio,  y  podrán  reunirse  para  tratar  de  la  policía  y  buen 
gobierno  de  la  misma  corporación,  y  evacuar  los  informes 
que  se  exijan  por  las  autoridades  competentes  sobre  obje- 
tos de  su  instituto,  ó  las  cualidades  de  las  personas  que 
aspiren  á  ejercer  estos  oficios. 

H2.  —  Las  reuniones  no  se  verificarán  en  ningún  caso, 
por  urgente  que  sea,  sin  previa  noticia  y  licencia  por  es- 
crito del  intendente  de  la  provincia,  quien  presidirá  la  se- 
sión por  sí,  ó  delegará  la  presidencia  en  uno  de  los  jueces 
del  tribunal  de  comercio,  ó  en  otro  juez  ó  magistrado,  y 
no  en  persona  que  carezca  de  este  carácter. 

113.  —  Los  colegios  de  corredores  tendrán  una  junta  de 
gobierno  compuesta  de  un  síndico ,  que  será  presidente , 
y  dos  adjuntos,  si  no  pasa  de  diez  el  número  de  la  cor- 
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poracion;  y  excediendo  de  este  número  habrá  dos  adjuntos 
mas. 

114.  —  Los  individuos  de  la  junta  de  gobierno  se  nom- 
brarán el  primer  domingo  de  Enero  de  cada  año  enlre  los 
individuos  de  la  corporación,  en  junta  celebrada  en  la 
forma  dispuesta  en  el  artículo  112,  por  pluralidad  de  vo- 
tos, dándose  cuenta  del  resultado  al  intendente  de  la  pro- 
vincia, quien  en  los  ocho  dias  siguientes  aprobará  la  elec- 
ción, si  halla  que  se  ha  procedido  en  ella  legalmente, 
oyendo  y  decidiendo  en  dicho  término  las  quejas  que  se  le 
den  contra  ella,  y  aprobada  que  sea  lo  comunicará  al  sín- 
dico cesante  para  que  ponga  en  posesión  á  los  nuevos 
electos,  y  al  tribunal  de  comercio  del  territorio  para  su 
conocimiento. 

11b.  —  Es  de  cargo  del  síndico  y  adjuntos  de  corre- 
dores : 

1 ."  Velar  que  en  las  casas  de  contratación  ó  bolsas  de 
comercio  se  observen  las  leyes  y  reglamentos  sobre  el 
cambio  y  el  régimen  interior  de  aquellos  establecimientos, 
y  dar  cuenta  sin  demora  de  cualquiera  contravención  que 
llegue  á  su  noticia  al  presidente  del  tribunal  de  comercio 
de  la  plaza; 

2.°  Fijar,  después  de  haber  examinado  las  notas  de  to- 
dos los  corredores  de  la  plaza ,  ios  precios  de  los  cambios 
y  mercaderías,  y  extender  la  nota  general,  que  se  fijará 
en  las  bolsas,  enviando  copia  autorizada  de  ella  al  inten- 
dente de  la  provincia  y  al  presidente  del  tribunal  de  co- 
mercio; 

3.°  Llevar  un  registro  exacto  de  estas  mismas  notas, 
para  que  los  tribunales  y  autoridades  puedan  extraer  del 
mismo  registro  los  datos  y  noticias  que  convengan  á  la 
buena  administración  de  justicia.  El  intendente  de  la  pro- 
vincia y  el  tribunal  de  comercio  de  la  plaza  pueden  tam- 
bién ordenar  la  presentación  de  dicho  registro,  y  exami- 
narlo, cuando  lo  crean  así  necesario. 

También  pueden  los  particulares  exigir  del  síndico  y 
adjuntos  las  certificaciones  que  convengan  á  su  derecho, 
de  lo  que  resulte  del  registro  sobre  precios,  de  cambios  y 
mercaderías  :  y  aquellos  se  las  librarán  sin  dificultad  al- 
guna ,  exigiendo  los  derechos  que  se  señalarán  en  los 
«•.ranéeles; 

í."  Celar  que  los  corredores  no  contravengan  á  ninguna 
de  las  disposiciones  prohibitivas  que  van  prescritas  en  los 
artículos  99,  100,  101,  102,  103,  104,  105  y  1 00  de  este 
Código,  y  en  caso  que  lo  hagan,  dar  cuenta  inmediata- 
mente por  escrito  al  intendente  y  al  presidente  del  tribunal 
de  comercio,  bajo  la  multa  de  cinco  mil  reales  en  caso  de 
no  hacerlo,  y  de  separación  de  sus  cargos; 

5."  Examinar  los  aspirantes  á  los  oficios  de  correduría; 

6o.  Evacuar  los  informes  que  se  les  pidan  por  las  auto- 
ridades y  tribunales  del  reino  sobre  las  inculpaciones  que 
se  hagan  á  algún  individuo  del  colegio,  con  integridad  y 
exactitud,  é  imparcialidad; 

7.°  Dar  su  dictamen  sobre  las  diferencias  que  puedan 
ocurrir  entre  corredores  y  comerciantes  en  razón  de  nego- 
ciaciones de  cambio  ó  de  mercaderías,  siempre  que  sa  lo 
exija  el  tiibunal  ó  juez  competente,  y  no  en  otro  caso. 

SECCIÓN  SEGUNDA. 
De  ¡os  comisionistas. 

416.  —  Tuda  persona  hábil  para  comerciar  por  su 
cuenta,  según  las  leyes  de  este  Código,  puede  también 
ejercer  actos  de  comercio  por  cuenta  ajena. 

117. —Para  desempeñar  por  cuenla  de  otro  actos  co- 


merciales en  calidad  de  comisionista,  no  se  necesita  poder 
constituido  en  escritura  solemne,  sino  que  es  suficiente  re- 
cibir el  encargo  por  escrito  ó  de  palabra  ;  pero  cuando  haya 
sido  verbal,  se  ha  de  ratificar  después  por  escrito,  antes 
que  el  negocio  haya  llegado  á  su  conclusion. 

118.  —  El  comisionista,  aunque  trate  por  cuenta  ajena, 
puede  obrar  en  nombre  propio. 

De  consiguiente  no  tiene  obligación  de  manifestar  quien 
sea  la  persona-por  cuya  cuenta  contrata.  Pero  queda  obli- 
gado directamente  hacia  las  personas  con  quienes  con- 
trate, como  si  el  negocio  fuese  propio. 

119.  —  Obrando  el  comisionista  en  nombre  propio,  no 
tiene  acción  el  comitente  contra  las  personas  con  quienes 
aquel  contrató  en  los  negocios  que  puso  á  su  cargo,  sin 
que  preceda  una  cesión  hecha  á  su  favor  por  el  mismo 
comisionista. 

Tampoco  adquieren  acción  alguna  contra  el  comitente 
los  que  trataren  con  su  comisionista  por  las  obligaciones 
que  este  contrajo. 

120.  —  El  comisionista  es  libre  de  aceptar  ó  no  aceptar 
el  encargo  que  se  le  hace  por  el  comitente  ;  pero  en  caso 
de  rehusarlo  le  ha  de  dar  aviso  en  el  correo  mas  próximo 
al  dia  en  que  recibió  la  comisión ,  y  de  no  hacerlo  será 
responsable  para  con  el  comitente  de  los  daños  y  perjui- 
cios que  le  hayan  sobrevenido  por  efecto  directo  de  no 
haberle  dado  el  aviso.  ' 

121.  —  Aunque  el  comisionista  rehuse  el  encargo  que 
se  le  hace,  no  está  dispensado  de  practicar  las  diligencias 
que  sean  de  indispensable  necesidad  para  la  conservación 
de  los  efectos  que  el  comitente  le  haya  remitido,  hasta 
que  este  provea  de  nuevo  encargado  ;  y  si  no  lo  hiciere 
despues  que  haya  recibido  el  aviso  del  comisionisla  de 
haber  rehusado  la  comisión,  acudirá  este  al  tribunal  de 
comercio ,  en  cuya  jurisdicción  se  hallen  existentes  los 
efectos  recibidos,  el  cual  decretará  desde  luego  su  de- 
pósito en  persona  de  su  confiauza,  y  mandará  vender  los 
que  sean  suficientes  para  cubrir  el  importe  de  ios  gastos 
suplidos  por  el  comisionista  en  el  recibo  y  conservación  de 
los  mismos  efectos. 

122.  —  Igual  diligencia  debe  practicar  el  comisionista 
cuando  el  valor  presunto  de  los  efectos  que  se  le  han  con- 
signado no  pueda  cubrir  los  gastos  que  tenga  que  desem- 
bolsar por  el  trasporte  y  recibo  de  ellos,  y  el  tribunal  acor- 
dará en  este  caso  desde  luego  el  depósito,  mientras  que 
en  juicio  instructivo,  y  oyendo  á  los  acreedores  de  dichos 
gastos,  y  al  apoderado  del  propietario  de  los  efectos,  si  se 
presentare  alguno,  se  provee  su  venta. 

123.  —  El  comisionista  que  hubiere  practicado  alguna 
gestion  en  desempeño  del  encargo  que  le  hizo  el  comitente, 
queda  sujeto  á  continuar  en  él  hasta  su  conclusion;  enten- 
diéndose aceptada  tácitamente  la  comisión  que  se  le  dio. 

124.  —  Pero  en  aquellas  comisiones  cuyo  cumplimiento 
exija  provision  de  fondos,  no  está  obligado  el  comisionista 
á  ejecutarla,  aun  cuando  la  haya  aceptado,  mientras  el  co- 
mitente no  se  la  haga  en  cantidad  suficiente;  y  también 
podrá  suspenderla  cuando  se  hayan  consumido  los  que 
tenia  recibidos. 

125.  —  El  comisionista  que  se  hubiere  conformado  en 
anticipar  los  fondos  necesarios  para  el  desempeño  de  la  co- 
misión puesta  á  su  cuidado  bajo  una  forma  determinada 
de  reintegro,  está  obligado  á  observarla  y  á  llenar  la  comi- 
sión, sin  poder  alegar  el  defecto  de  provision  de  fondos 
para  dejar  de  desempeñarla,  á  menos  que  sobrevenga  un 
descrédito  notorio,  que  pueda  probarse  por  actos  positivos 
de  derrota  en  el  giro  y  tráfico  del  comitente. 

126.  —  Cuando  sin  causa  legal  dejare  el  comisionista 
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de  cumplir  una  comisión  aceptada  6  empezada  á  evacuar, 
será  responsable  al  comitente  de  todos  los  daños  que  por 
ello  le  sobrevengan. 

i 27.  —  El  comisionista  debe  sujetarse  en  el  desempeño 
ie  su  encargo,  cualquiera  que  sea  la  naturaleza  de  este,  á 
las  instrucciones  que  haya  recibido  de  su  comitente;  y  ha- 
biéndolo así,  queda  exento  de  toda  responsabilidad  en  los 
accidentes  y  resultados  de  toda  especie  que  sobrevengan 
3n  la  operación. 

128.  —  Sobre  lo  que  no  haya  sido  previsto  y  prescrito 
expresamente  por  el  comitente,  debe  consultarle  el  comisio- 
nista, siempre  que  lo  permitan  la  naturaleza  del  negocio, 
y  su  estado,  y  cuando  no  sea  posible  consultarle,  y  esperar 
nuevas  instrucciones,  ó  en  el  caso  de  que  el  comitente  le 
haya  autorizado  para  obrar  á  su  arbitrio,  hará  aquello  que 
dicte  la  prudencia,  y  sea  mas  conforme  al  uso  general  del 
comercio,  procurando  siempre  la  prosperidad  de  los  inte- 
reses del  comitente  con  igual  celo  que  si  fuera  negocio 
propio. 

129.  —  Cuando  por  un  accidente  que  el  comitente  no 
era  probable  que  previese,  crea  el  comisionista  que  no  debe 
ejecutar  literalmente  las  instrucciones  recibidas,  y  que  ha- 
ciéndolo causaría  un  daño  grave  al  comitente,  podrá  sus- 
pender el  cumplimiento  de  ellas,  siempre  que  el  daño  sea 
evidente,  y  dando  cuenta  por  el  correo  mas  próximo  al 
comitente  de  las  causas  que  le  hayan  determinado  à  sus- 
pender sus  órdenes  ;  pero  en  ningún  caso  podrá  obrar  el 
comisionista  contra  la  disposición  expresa  del  comitente. 

130.  —  Todos  los  perjuicios  que  sobrevengan  al  comi- 
tente en  la  negociación  encargada  al  comisionista  por  ha- 
ber este  obrado  contra  disposición  expresa  suya,  deberán 
serle  resarcidos  por  el  mismo  comisionista. 

Igual  resarcimiento  debe  este  hacer  siempre  que  proceda 
con  dolo,  ó  incurra  en  alguna  falta  de  que  sobrevenga  daño 
en  los  intereses  de  su  comitente. 

131.  —  En  cuanto  á  los  fondos  en  metálico  que  tenga 
el  comisionista  pertenecientes  al  comitente,  será  respon- 
sable de  todo  daño  y  extravío  que  en  ellos  sobrevengan, 
aunque  sea  por  caso  fortuito  ó  por  efecto  de  violencia,  á 
menos  que  no  preceda  pacto  expreso  en  contrario. 

132.  —  El  comisionista  que  sin  autorización  expresa  de 
su  comitente  concierte  una  negociación  á  precios  y  condi- 
ciones mas  onerosas  que  las  que  rijan  corrientemente  en 
la  plaza  á  la  época  en  que  la  hizo,  queda  responsable  al 
comitente  del  perjuicio  que  por  esta  razón  haya  recibido, 
sin  que  le  sirva  de  excusa  que  al  mismo  tiempo  hizo  nego- 
ciaciones de  la  misma  especie  por  su  cuenta  propia  á  igua- 
les condiciones. 

133.  —  Es  del  cargo  del  comisionista  cumplir  con  las 
obligaciones  prescritas  por  las  leyes  y  reglamentos  del 
Gobierno,  en  razón  de  las  negociaciones  que  se  han  puesto 
á  su  cargo;  y  si  contraviniere  á  ellas,  ó  fuere  omiso  en  su 
cifmplimiento,  será  suya  la  responsabilidad,  y  no  del  comi- 
tente, como  en  la  contravención  ú  omisión  no  haya  proce- 
dido con  orden  expresa  de  este. 

134.  —  El  comisionista  debe  comunicar  puntualmente 
á  su  comitente  todas  las  noticias  convenientes  sobre  las 
negociaciones  que  puso  á  su  cuidado,  para  que  este  pueda 
con  el  conocimiento  debido  confirmar,  reformar  ó  modi- 
ficar sus  órdenes,  y  en  el  caso  de  haber  concluido  una  nego- 
ciación, deberá  indefectiblemente  darle  aviso  por  el  correo 
mas  inmediato  al  dia  en  que  se  cerró  el  convenio  ;  pues 
de  no  hacerlo  con  esta  puntualidad,  serán  de  su  cargo 
todos  los  per  juicios  que  puedan  resultar  de  cualquiera  alte- 
ración y  mudanza  que  el  comitente  pueda  acordar  en  el 


entretanto  sobre  icu 
la  negociación. 

13.ï.  —  Todas  las  consecuencias  perjudiciales  de  un 
contrato  hecho  por  un  comisionista  contra  las  instrucciones 
de  su  comitente,  ó  con  abuso  de  sus  facultades,  serán  de 
cuenta  del  mismo  comisionista,  sin  perjuicio  de  que  el 
contrato  surta  los  efectos  correspondientes  con  arreglo  á 
derecho. 

En  consecuencia  de  esta  disposición,  el  comisionista  que 
haga  una  enajenación  por  cuenta  ajena  á  inferior  precio 
del  que  le  estaba  marcado,  abonará  á  su  comitente  el  per- 
juicio que  se  le  haya  seguido  por  la  diferencia  del  precio, 
subsistiendo  no  obstante  la  venta. 

En  cuanto  al  comisionista  que,  encargado  de  hacer  una 
compra,  se  hubiere  excedido  del  precio  que  le  estaba  seña- 
lado por  el  comitente,  queda  à  arbitrio  de  este  aceptar  el 
contrato  tal  como  se  hizo,  ó  dejarlo  por  cuenta  del  comi- 
sionista, á  menos  que  este  no  se  conforme  en  percibir  sola- 
mente el  precio  que  le  estaba  designado,  en  cuyo  caso  no 
podrá  el  comitente  desechar  la  compra  que  se  hizo  de  su 
ói'den. 

Si  el  exceso  del  comisionista  estuviere  en  que  la  cosa 
comprada  no  fuese  de  la  calidad  que  se  le  había  encomen- 
dado, no  tiene  obligación  el  comitente  de  hacerse  cargo 
de  ella. 

136.  —  El  comisionista  debe  desempeñar  por  sí  los  en- 
cargos que  reciba,  y  no  puede  delegarlos  sin  previa  noticia 
y  conocimiento  del  comitente,  ó  si  de  antemano  no  estuviere 
autorizado  para  esta  delegación;  pero  bien  podrá  bajo  su 
responsabilidad  emplear  sus  dependientes  en  aquellas  ope- 
raciones subalternas  que  según  la  costumbre  general  del 
comercio  se  confian  á  estos. 

137.  —  Todo  comisionista  tiene  derecho  á  exigir  de  su 
comitente  una  retribución  pecuniaria  por  el  trabajo  de 
haber  evacuado  su  comisión.  Cuando  no  haya  intervenido 
entre  el  comisionista  y  el  comitente  un  pacto  expreso  que 
determine  la  cuota  de  esta  retribución,  se  arreglará  por  el 
uso  recibido  generalmente  en  la  plaza  de  comercio  donde 
se  cumplió  la  comisión. 

138.  —  Está  obligado  además  el  comitente  á  satisfacer 
de  contado  al  comisionista,  no  habiendo  precedido  pacto 
expreso  que  le  conceda  un  plazo  determinado,  el  importe 
de  todos  los  gastos  y  desembolsos  que  haya  hecho  el  comi- 
sionista para  desempeñar  la  comisión,  mediante  cuenta 
detallada  y  justificada;  y  si  hubiere  mediado  alguna  dila- 
ción entre  el  desembolso  y  el  reintegro,  podrá  el  comifio- 
nisla  exigir  que  se  le  abone  el  interés  legal  de  la  cantidad 
que  desembolsó,con  tal  que  no  haya  sido  moroso  en  rendir 
la  cuenta. 

139.  —  El  comisionista  por  su  parte  está  obligado  á 
rendir  al  comitente  desde  luego  que  haya  evacuado  Ja  co- 
misión, cuenta  detallada  y  justificada  de  las  cantidades 
que  percibió  para  ella,  reintegrándole  por  los  medios  que 
este  le  prescriba  el  sobrante  que  resulte  á  su  favor.  En  el 
caso  de  morosidad  en  su  pago,  queda  responsable  del  inte- 
rés legal  de  la  cantidad  retenida  desde  la  fecha  en  que  por 
la  cuenta  resulte  deudor  de  ella. 

140.  —  Las  cuentas  que  los  comisionistas  rindan  á  sus 
comitentes  han  de  concordar  exactamente  con  los  libros  y 
asientos  de  estos.  Todo  comisionista  á  quien  se  pruebe  que 
una  cuenta  de  comisión  no  está  conforme  con  lo  que  resulte 
de  sus  libros,  será  considerado  reo  de  hurto,  y  juzgado 

como  tal. 

Lo  mismo  sucederá  al  comisionista  que  no  obre  con  fide- 
lidad en  la  rendición  de  su  cuenta,  alterando  los  precios 
y  pactos  bajo  que  se  hizo  la  negociación  á  que  esta  se  re- 
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fiera,  ó  suponiendo  ú  exagerando  cualquiera  especie  de 
los  gastos  comprendidos  en  ella. 

141.  —  El  comisionista  que  habiendo  recibido  fondol 
para  evacuar  un  encargo  los  distrajere  para  emplearlos  ei 
un  negocio  propio,  abonará  al  comitente  el  interés  legaF 
del  dinero  desde  el  dia  en  que  entraron  en  su  poder  diches 
fondos,  y  todos  los  perjuicios  que  le  resulten  por  habeí 
dejado  de  cumplir  su  encargo. 

142.  —  Los  riesgos  que  ocurran  en  la  devolución  de  los 
fondos  sobrantes  en  poder  del  comisionista  después  de  ha- 
ber desempeñado  su  encargo,  sonde  cargo  del  comitente, 
á  menos  que  en  el  modo  de  hacerla  se  hubiere  separado  el 
comisionista  de  las  órdenes  é  instrucciones  que  recibió  del 
comitente. 

143.  —  El  comitente  tiene  facultad  en  cualquier  estado 
del  negocio,  de  revocar,  reformar  ó  modificar  la  comisión; 
pero  quedan  à  su  cargo  las  resultas  de  todo  lo  que  se  haya 
practicado  hasta  entonces  con  arreglo  á  sus  instrucciones. 

También  debe  abonar  en  este  caso  al  comisionista  la  re- 
tribución proporcional  á  las  cantidades  invertidas  hasta 
aquel  dia  en  la  comisión. 

144.  —  En  caso  de  fallecimiento  del  comisionista,  ó  de 
que  por  otra  causa  cualquiera  quede  inhabilitado  para  de- 
sempeñar la  comisión,  se  entiende  esta  revocada,  y  debe 
darse  aviso  al  comitente  para  que  provea  lo  que  entienda 
mas  conveniente  á  sus  intereses.  " 

143.  —  Con  respecto  al  comitente  no  se  entiende  revo- 
cada la  comisión  por  su  fallecimiento  mientras  los  legítimos 
sucesores  en  sus  bienes  no  hagan  la  revocación,  sino  que 
se  trasmiten  á  estos  todos  los  derechos  y  obligaciones  que 
produjo  la  comisión  conferida  por  su  causante. 

146.  —  El  comisionista  que  hubiere  recibido  efectos 
por  cuenta  ajena,  sea  porque  los  hubiese  comprado  para 
su  comitente,  ó  porque  este  se  los  hubiese  consignado  para 
que  los  vendiera,  ó  para  que  los  conservara  en  su  poder  ó 
los  remitiera  á  otro  punto,  es  responsable  de  la  conserva- 
ción de  los  efectos  en  los  términos  que  los  recibió  •,  pero 
esta  responsabilidad  cesa  cuando  la  destrucción  ó  menos- 
cabo que  sobrevenga  en  dichos  efectos  proceda  de  caso 
fortuito  inevitable. 

147.  —  Tampoco  es  responsable  el  comisionista  de  que 
los  efectos  que  obren  en  su  poder  se  deterioren  por  el  tras- 
curso del  tiempo,  ó  por  otro  vicio  inherente  á  la  naturaleza 
nsisma  de  los  efectos. 

448.  —  Cualquiera  que  sea  la  causa  que  produzca  al- 
guna alteración  perjudicial  en  los  efectos  que  un  comisio- 
nista tiene  por  cuenta  de  su  comitenLe,  debe  hacerla  cons- 
tar en  forma  legal  sin  pérdida  de  tiempo,  y  ponerla  en 
noticia  del  propietario. 

449.  —  Las  mismas  diligencias  debe  practicar  el  comi- 
sionista, siempre  que  al  entregarse  de  los  efectos  que  le 
hayan  sido  consignados  notare  que  se  hallan  averiados, 
deteriorados  y  en  distinto  estado  del  que  conste  en  las  car- 
tas de  portes  ó  fletamentos,  ó  de  las  instrucciones  que  le 
haya  comunicado  el  propietario;  y  no  haciéndolo,  podrá 
este  exigir  que  el  comisionista  responda  de  las  mercaderías 
que  recibió  en  los  términos  en  que  se  le  anunció  su  re- 
mesa, y  resulten  de  las  cartas  de  portes  ó  del  conoci- 
miento. 

150.  —  Si  por  culpa  del  comisionista  perecieren  ó  se 
deterioraren  los  efectos  que  le  estuvieren  encargados,  abo- 
nará al  propietario  el  perjuicio  que  se  le  hubiese  irrogado, 
graduándose  el  valor  délos  efectos  por  el  precio  justo  que 
tuvieren  en  la  plaza  en  el  dia  en  que  sobrevino  el  daño. 

151.  —  Si  ocurriere  en  los  efectos  encargados  à  un 
comisionista  alguna  alteración  que  hiciere  urgente  su 


venta  para  salvar  la  parte  posible  de  su  vaîor,  y  fuese  tal 
la  premura  que  no  haya  tiempo  para  dar  aviso  al  propie- 
tario, y  aguardar  sus  órdenes,  acudirá  el  comisionista  al 
tribunal  de  comercio  de  la  plaza,  el  cual  autorizará  la  venía 
:on  las  solemnidades  y  precauciones  que  estime  mas  pru- 
lentes  en  beneficio  del  propietario. 

132.  —  El  comisionista  no  puede  alterar  las  marcas  de 
Jos  efectos  que  hubiere  comprado  ó  vendido  por  cuenta 
¡ijena,  como  el  propietario  no  le  dé  orden  terminante  para 
hacer  lo  contrario. 

133.  —  Todas  las  economías  y  ventajas  que  consiga  un 
comisionista  en  los  contratos  que  haga  por  cuenta  ajena, 
redundarán  en  provecho  del  comitente. 

13$.  —  El  comisionista  que  sin  autorización  de  su  co- 
mitente, haga  préstamos,  anticipaciones  ó  ventas  al  li  :do, 
toma  á  su  cargo  todos  los  riesgos  de  la  cobranza  y  rein- 
tegro de  las  cantidades  prestadas,  anticipadas  ó  fiadas, 
cuyo  importe  podrá  el  comitente  exigir  de  contado;  de- 
jando á  favor  del  comisionista  cualesquiera  intereses,  bene- 
ficio ó  ventaja  que  redundaren  del  crédito  acordado  por 
este,  y  desaprobado  por  él. 

135.  —  Aun  cuando  el  comisionista  esté  autorizado 
para  vender  á  plazos,  no  podrá  efectuarlo  á  personas  de 
insolvatylidad  conocida,  ni  exponerlos  intereses  de  su  co- 
mitente'á  un  riesgo  manifiesto  y  notorio. 

136.  —  Siempre  que  el  comisionista  venda  á  plazos, 
deberá  expresar  en  las  cuentas  y  avisos  que  dé  al  comi- 
tente los  nombres  de  los  compradores,  y  no  haciéndolo  se 
entiende  que  las  ventas  fueron  al  contado. 

Igual  manifestación  hará  el  comisionista  en  toda  cíase 
de  contratos  que  haga  por  cuenta  ajena,  siempre  que  los 
interesados  lo  exijan. 

157.  —  Lo  dispuesto  en  el  artículo  154  no  se  entiende 
con  los  plazos  de  uso  general  que  suelen  darse  en  algunas 
plazas  de  comercio  para  pagar  las  ventas  de  todos  ó  ciertc  s 
géneros,  sino  que  el  comisionista  se  arreglará  á  los  usos 
adoptados  sobre  la  materia  en  la  plaza  donde  hace  la  venta, 
á  menos  que  no  haya  recibido  de  su  comitente  orden  ex- 
presa para  lo  contrario,  en  cuyo  caso  se  conformará  á  lo 
que  se  le  haya  prescrito. 

158.  —  Cuando  el  comisionista  percibe  sobre  una  venta, 
además  de  la  comisión  ordinaria,  otra  llamada  de  garantía, 
correrán  de  su  cuenta  los  riesgos  de  la  cobranza,  quedando 
en  la  obligación  directa  de  satisfacer  al  comitente  el  pro- 
ducto de  la  venta  á  los  mismos  plazos  pactados  con  el 
comprador. 

159.  —  El  comisionista  que  no  verificare  la  cobranza  de 
los  caudales  de  su  comitente  á  los  épocas  en  que  según  el 
carácter  y  pactos  de  cada  negociación  son  estos  exigibles, 
se  constituye  responsable  de  las  consecuencias  que  en  per- 
juicio do  su  comitente  pueda  producir  su  omisión,  si  no 
acredita  que  con  la  debida  puntualidad  usó  de  los  medios 
legales  para  conseguir  el  pago. 

160.  —  En  las  comisiones  de  letras  de  cambio  ó  pag'arés 
endosables,  se  entiende  siempre  que  el  comisionista  se 
constituye  garante  de  las  que  adquiere  ó  negocia  por 
cuenta  ajena  como  ponga  en  ellas  su  endoso,  y  solo  puede 
excusarse  fundadamente  á  ponerlo,  cuando  preceda  un 
pacto  expreso  entre  el  comitente  y  el  comisionista  exone- 
rándolo de  dicha  responsabilidad,  en  cuyo  caso  deberá  gi- 
rarse la  letra  ó  extenderse  el  endoso  á  favor  del  comitente. 

161.  —  Los  comisionistas  no  pueden  hacer  la  adquisi- 
ción por  sí,  ni  por  medio  de  otra  persona,  de  los  efectos 
cuya  enajenación  les  haya  sido  confiada,  sin  consenti- 
cuento  expreso  del  propietario. 

162.  —  También  es  indispensable  el  consentimiento  de 


—  45  — 


comitente  para  que  el  comisionista  pueda  ejecutar  una  ad- 
quisición que  le  está  encargada  con  efectos  que  obren  en 
su  poder,  bien  sea  que  le  pertenezcan  á  él  mismo,  ó  que 
los  tenga  por  cuenta  ajena. 

1 63.  —  En  los  casos  que  previenen  los  dos  artículos  pre- 
cedentes, no  tendrá  el  comisionista  derecho  á  percibir  la 
comisión  ordinaria  de  su  encargo,  sino  que  se  arreglará  á 
la  que  baya  de  percibir  por  un  acto  expreso;  y  si  no  se  hu- 
biere hecho,  y  las  partes  no  se  aviniesen  sobre  este  punto, 
se  reducirá  la  comisión  á  la  mitad  de  lo  que  importaría  la 
ordinaria. 

464.  — Los  comisionistas  no  pueden  tener  efectos  de 
una  misma  especie  pertenecientes  á  distintos  dueños  bajo 
una  misma  marca,  sin  distinguirlos  por  una  contramarca 
que  evite  confusion  y  designe  la  propiedad  respectiva  de 
cada  comitente. 

165.  —  Cuando  bajo  una  misma  negociación  se  com- 
prendan efectos  de  distintos  comitentes,  ó  del  mismo  comi- 
sionista con  los  de  algún  comitente,  debe  hacerse  la  debida 
distinción  en  las  facturas  con  indicación  de  las  marcas  y 
contramarcas  que  dé*signen  la  procedencia  de  cada  bulto, 
y  anotarse  en  los  libros  en  artículo  separado  lo  respectivo 
á  cada  propietario. 

166.  —  El  comisionista  que  tenga  créditos  contra  una 
misma  persona  procedentes  de  operaciones  hechas  por 
cuenta  de  distintos  comitentes,  ó  bien  por  cuenta  propia  y 
por  la  ajena,  anotará  en  todas  las  entregas  que  haga  el 
deudor,  el  nombre  del  interesado  por  cuya  cuenta  reciba 
cada  una  de  ellas,  y  lo  expresará  igualmente  en  el  docu- 
mento de  descargo  que  dé  al  mismo  deudor. 

167.  —  Cuando  en  los  recibos  y  en  los  libros  se  omita 
expresar  la  aplicación  de  la  entrega  hecha  por  el  deudor 
de  distintas  operaciones  y  propietarios  según  se  prescribe 
en  el  artículo  precedente,  se  hará  la  aplicación  á  prorata 
•de  lo  que  importe  cada  crédito. 

168.  — El  comisionista  encargado  de  una  expedición  de 
efectos  que  tuviere  orden  para  asegurarlos,  queda  respon- 
sable, si  no  lo  verificase,  de  los  daños  que  á  estos  sobre- 
vengan, siempre  que  le  estuviere  hecha  provision  de  fon- 
dos para  pagar  el  premio  del  seguro,  ó  que  dejase  de  dar 
aviso  con  tiempo  al  comitente  de  que  no  había  podido 
cumplir  su  encargo  según  las  instrucciones  que  se  le  ha- 
bían comunicado. 

Si  durante  el  riesgo  quebrare  el  asegurador,  queda 
constituido  el  comisionista  en  la  obligación  de  renovar  el 
seguro,  si  otra  cosa  no  le  estaba  prevenida. 

-1 69.  —  Los  efectos  que  se  remiten  en  consignación  de 
una  plaza  á  otra,  se  entienden  especialmente  obligados  al 
pago  de  las  anticipaciones  que  el  consignatario  hubiere 
hecho  á  cuenta  de  su  valor  y  producto,  y  asimismo  de  los 
gastos  de  trasporte,  recepción,  conservación  y  demás  ex- 
pendidos legítimamente,  y  al  derecho  de  comisión. 

Serán  consecuencias  de  dicha  obligación  : 

1.°  Que  ningún  comisionista  pueda  ser  desposeido  de  los 
efectos  que  recibió  en  consignación,  sin  que  previamente 
se  le  reembolse  de  sus  anticipaciones,  gastos  y  derecho  de 
comisión  ; 

2.°  Que  sobre  el  producto  de  los  mismos  géneros  sea 
pagado  con  preferencia  á  todos  los  demás  acreedores  del 
comitente,  de  lo  que  importen  las  precitadas  anticipacio- 
nes, gastos  y  comisión. 

170.  —  Para  gozar  de  la  preferencia  que  previene  el  ar- 
tículo anterior  es  menester  que  los  efectos  estén  en  poder 
del  consignatario,  ó  que  se  hallen  á  su  disposición  en  un 
depósito  ó  almacén  público,  ó  que  al  menos  se  haya  veri- 
ficado la  expedición  á  la  dirección  del  consignatario,  y  que 


este  haya  recibía  ,t..>  implicado  auténtico  del  conocimiento 
ó  carta  de  porte,  firmado  por  el  conductor  ó  comisionado 
encargado  del  trasporte. 

171.  —  Las  anticipaciones  que  se  hagan  sobre  géneros 
consignados  por  una  persona  residente  en  el  mismo  domi- 
cilio del  comisionista,  se  consideran  como  préstamos  con 
prenda,  y  no  van  comprendidas  en  la  disposición  del  artí- 
culo 169. 

172.  —  En  cuanto  no  se  oponga  á  las  disposiciones  pres- 
critas desde  el  artículo  116  en  adelante,  ó  no  se  encuentre 
determinado  por  ellas,  se  arreglarán  los  comitentes  y  los 
comisionistas  á  las  reglas  generales  del  derecho  común 
sobre  el  mandato. 

SECCIÓN  TERCERA. 
De  los  factores  y  mancebos  de  comercio. 

173.  —  Ninguno  puede  ser  factor  de  comercio  si  no 
tiene  la  capacidad  necesaria  con  arreglo  á  las  leyes  civi- 
les para  representar  á  otro,  y  obligarse  por  él. 

174.  —  Los  factores  deben  tener  un  poder  especial  de 
la  persona  por  cuya  cuenta  hagan  el  tráfico,  del  cual  se 
tomará  razón  en  el  registro  general  de  comercio  de  la  pro- 
vincia, y  se  fijará  un  extracto  en  la  audiencia  del  tribunal  de 
comercio  de  la  plaza  donde  esté  establecido  el  factor,  ó  del 
juzgado  real  ordinario  si  no  hubiere  tribunal  de  comercio. 

175.  —  Los  factores  constituidos  con  cláusulas  generales 
se  entienden  autorizados  para  todos  los  actos  que  exige  la 
dilección  del  establecimiento.  El  propietario  que  se  pro- 
ponga reducir  estas  facultades  deberá  expresar  en  el  poder 
las  restricciones  á  que  haya  de  sujetarse  el  factor. 

176.  —  Los  factores  han  de  negociar  y  tratar  á  nombre 
de  sus  comitentes  ;  y  en  todos  los  documentos  que  suscri- 
bansobre  negocios  propios  de  estos,  expresarán  que  firman 
con  poder  de  la  persona  ó  sociedad  que  representen. 

177.  — Tratando  los  factores  en  los  términos  que  pre- 
viene el  artículo  precedente,  recaen  sobre  los  comitentes 
todas  las  obligaciones  que  contraen  sus  factores.  Cual- 
quiera repetición  que  se  intente  para  compelerles  á  su 
cumplimiento,  se  hará  efectiva  sobre  los  bienes  del  esta- 
blecimiento, y  no  sobre  los  que  sean  propios  del  factor,  á 
menos  que  no  estén  confundidos  con  aquellos  en  la  misma 
localidad. 

178.  —  Los  contratos  hechos  por  el  factor  de  un  esta- 
blecimiento de  comercio  ó  fabril  que  notoriamente  perte- 
nece á  una  persona  6  sociedad  conocida,  se  entienden  he- 
chos por  cuenta  del  propietario  del  establecimiento,  aun 
cuando  el  factor  no  lo  haya  expresado  al  tiempo  de  cele- 
brarlos, siempre  que  estos  contratos  recaigan  sobre  objetos 
comprendidos  en  el  giro  y  tráfico  del  establecimiento,  ó  si 
aun  cuando  sean  de  otra  naturaleza  resulte  que  el  factor 
obró  con  orden  de  su  comitente,  ó  que  este  aprobó  su 
gestion  en  términos  expresos,  ó  por  hechos  positivos  que 
induzcan  presunción  legal. 

179.  —  Fuera  de  los  casos  prevenidos  en  el  artículo  an- 
terior, todo  contrato  hecho  por  un  factor  en  nombre  pro- 
pio lo  deja  obligado  directamente  hacia  la  persona  con 
quien  lo  celebrare,  sin  perjuicio  de  que  si  la  negociación  se 
hubiere  hecho  por  cuenta  del  comitente  del  factor,  y  la 
otra  parte  contratante  lo  probase,  tenga  esta  la  opción  de 
dirigir  su  acción  contra  el  factor  ó  contra  su  principal, 
pero  no  contra  ambos. 

-  i80.  —  Los  factores  no  pueden  traficar  por  su  cuenta 
particular,  ni  tomar  interés  bajo  nombre  propio  ni  ajeno 
en  negociaciones  del  mismo  género  que  las  que  hacen  por 
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cuenta  de  sus  comitentes,  á  menos  que  estos  les  autoricen 
expresamente  para  ello,  y  en  el  caso  de  hacerlo  redunda- 
rán Jos  beneficios  que  puedan  traer  dichas  negociaciones 
en  provecho  de  aquellos  ;  sin  ser  de  su  cargo  las  pérdidas. 

181.  -  No  quedan  exonerados  ios  comitentes  de  las 
obligaciones  que  á  su  nombre  contrajeren  sus  factores, 
aun  cuaado  prueben  que  procedieron  sin  orden  suya  en 
una  negociación  determinada,  siempre  que  el  factor  que  la 
hizo  estuviese  autorizado  para  hacerla,  según  los  términos 
del  poder  en  cuya  virtud  obre,  y  corresponda  aquella  al 
giro  del  establecimiento  que  está  bajo  la  dirección  del 
factor. 

182.  —  Tampoco  pueden  sustraerse  los  comitentes  de 
cumplir  las  obligaciones  que  hicieren  sus  factores,  á  pre- 
texto de  que  abusaron  de  su  confianza  y  de  las  facultades 
que  les  estaban  conferidas,  ó  de  que  consumieron  en  su 
provecho  particular  ios  efectos  que  adquirieron  para  sus 
principales. 

183.  —  Las  multas  en  que  pueda  incurrir  el  factor  por 
contravenciones  à  las  leyes  fiscales  ó  reglamentos  de  ad* 
ministracion  pública  en  las  gestiones  de  su  factoría,  se  ha- 
rán efectivas  desde  luego  sobre  los  bienes  que  administre, 
sin  perjuicio  del  derecho  del  propietario  contra  el  factor 
por  su  culpabilidad  en  los  hechos  que  dieren  lugar  á  la 
pena  pecuniaria. 

184.  —  La  personalidad  de  un  factor  para  administrar 
el  establecimiento  de  que  está  encargado,  no  se  interrumpe 
por  la  muerte  del  propietario,  mientras  no  se  le  revoquen 
los  poderes  ;  pero  sí  por  la  enajenación  que  aquel  haga  del 
establecimiento. 

18b.  —  Aunque  se  hayan  revocado  los  poderes  á  un 
factor,. ó  haya  este  de  cesar  en  sus  funciones  por  haberse 
enajenado  el  establecimiento  que  administraba,  serán 
válidos  los  contratos  que  haya  hecho  después  del  otorga- 
miento de  aquellos  actos,  hasta  que  llegaron  á  su  nolicia 
por  un  medio  legítimo. 

186-  —  Los  factores  observarán,  con  respecto  al  esta- 
blecimiento que  administran,  las  mismas  reglas  de  conta- 
bilidad que  se  han  prescrito  generalmente  á  los  comer- 
ciantes. 

1  87.  —  El  gerente  de  un  establecimiento  de  comercio  ó 
fabril  por  cuenta  ajena,  autorizado  para  administrarlo, 
dirigirlo  y  contratar  sobre  las  cosas  concernientes  á  él, 
con  mas  ó  menos  facultades,  según  haya  tenido  por  con- 
veniente el  propietario,  tiene  solamente  el  concepto  legal 
de  factor  para  las  disposiciones  que  van  prescritas  en  este 
título. 

1  88.  —  Todos  los  demás  oficios  que  los  comerciantes 
acostumbran  emplear  con  salario  fijo,  como  auxiliares  de 
su  giro  y  tráfico,  carecen  de  la  facultad  de  contratar  y 
obligarse  por  sus  principales,  á  menos  que  no  se  las  con- 
fieran estos  expresamente  para  las  operaciones  que  deter- 
minadamente les  encarguen;  teniendo  ios  que  la  reciban 
la  capacidad  legal  necesaria  para  contratar  válidamente. 

189.  —  El  comerciante  que  confiera  á  un  mancebo  de  su 
casa  el  encargo  exclusivo  de  una  parte  de  su  administra- 
ción de  comercio,  como  el  giro  de  letras,  la  recaudación  y 
recibo  de  caudales  bajo  firma  propia,  ú  otra  semejante  en 
que  sea  necesario  que  se  suscriban  documentos  que  pro- 
ducen obligación  y  acción,  le  dará  poder  especial  para 
todas  las  operaciones  que  abrace  dicho  encargo,  y  este  se 
registrará  y  anotará  según  va  dispuesto  en  el  artículo  174 
con  respecto  á  los  factores. 

De  consiguiente  no  será  lícito  á  los  mancebos  de  co- 
mercio girar,  aceptar  ni  endosar  letras,  poner  recibo  en 
«lias,  ni  suscribir  ningún  otro  documento  de  descargo 


sobre  las  operaciones  de  comercio  de  sus  principales,  sin 
que  al  intento  se  hallen  autorizados  con  poder  suficiente. 

190.  —  Si  por  medio  de  una  circular  dirigida  á  sus  cor- 
responsales diere  un  comerciante  á  reconocer  á  un  man- 
cebo de  su  casa,  como  autorizado  para  algunas  operaciones 
de  su  tráfico,  serán  válidos  y  obligatorios  los  contratos 
que  este  haga  con  las  personas  á  quienes  se  comunicó  la 
circular,  siempre  que  estos  sean  relativos  á  la  parte  de 
administración  confiada  á  dicho  subalterno. 

Igual  comunicación  es  necesaria  para  que  la  correspon- 
dencia de  los  comerciantes,  firmada  por  sus  mancebos, 
sea  eficaz  con  respecto  á  las  obligaciones  que  por  ella  se 
hayan  contraído. 

191.  —  Las  disposiciones  de  los  artículos  176,  177, 179, 
181,  182,  183,  184  y  185,  se  aplican  igualmente  á  los 
mancebos  de  comercio  que  estén  autorizados  para  regir 
una  operación  de  comercio,  ó  alguna  parte  del  giro  y  trá- 
fico de  su  principal. 

192.  —  Los  mancebos  encargados  de  vender  por  menor 
en  un  almacén  público,  se  reputan  autorizados  para  co- 
brar el  producto  de  las  ventas  que  hacen  :  y  sus  recibos 
son  válidos,  expidiéndolos  á  nombre  de  sus  principales. 

Igual  facultad  tienen  los  mancebos  que  venden  en  los 
almacenes  por  mayor,  siempre  que  las  ventas  sean  al 
contado,  y  el  pago  se  verifique  en  el  mismo  almacén  ; 
pero  cuando  las  cobranzas  se  hacen  fuera  de  este,  ó  pro- 
ceden de  ventas  hechas  á  plazos,  los  recibos  serán  suscri- 
tos necesariamente  por  el  principal,  su  factor  ó  legítimo 
apoderado  constituido  para  cobrar. 

193.  —  Los  asientos  hechos  por  los  mancebos  de  comer- 
cio engardos  de  la  contabilidad  en  los  libros  y  registros 
de  sus  principales,  causan  los  mismos  efectos,  y  les  paran 
á  estos  perjuicio,  como  si  hubieran  sido  hechos  por  ellos 
mismos. 

194.  —  Cuando  un  comerciante  encarga  á  su  mancebo 
la  recepción  de  las  mercaderías  que  ha  comprado,  ó  que 
por  otro  título  deben  entrar  en  su  poder,  y  este  las  recibe 
sin  repugnancia  ni  reparo  en  su  calidad  y  cantidad,  se 
tiene  por  bien  hecha  la  entrega  á  perjuicio  del  mismo 
principal,  y  no  se  admitirán  sobre  ella  mas  reclamaciones 
que  las  que  podrían  tener  lugar  si  aquel  en  persona  las 
hubiera  recibido. 

195.  —  Ni  los  factores  ni  los  mancebos  de  comercio 
pueden  delegar  en  otros  los  encargos  que  recibieren  de 
sus  principales,  sin  noticia  y  consentimiento  de  estos;  y 
caso  de  hacer  esta  delegación  en  otra  forma,  responderán 
directamente  de  las  gestiones  de  los  sustitutos,  y  de  las 
obligaciones  contraidas  por  estos. 

196.  —  No  estando  determinado  el  plazo  del  empeño 
que  contrajeren  los  factores  y  mancebos  con  sus  princi- 
pales, puede  cualquiera  de  los  contrayentes  darlo  por  fe- 
necido ,  dando  aviso  à  la  otra  parte  de  su  resolución  con 
un  mes  de  anticipación. 

El  factor  ó  mancebo  despedidos  por  su  principal,  ten- 
drán derecho  al  salario  que  corresponda  á  dicha  mesada; 
pero  no  podrán  obligarle  á  que  los  conserve  en  su  estable- 
cimiento, ni  en  el  ejercicio  de  sus  funciones. 

197.  —  Cuando  el  contrato  entre  el  factor  ó  mancebo  y 
su  principal  se  hubiere  hecho  fijando  el  término  que  debían 
durar  sus  efectos,  no  pueden  arbitrariamente  las  partes 
separarse  de  su  cumplimiento;  y  si  lo  hicieren,  estaráobli- 
gada  la  parte  que  lo  haga  á  indemnizar  á  la  otra  de  los 
perjuicios  que  por  ello  le  sobrevengan. 

198.  —  Se  estima  arbitraria  la  inobservancia  del  contrato 
entre  el  comerciante  y  su  factor  ó  mancebo  siempre  que 
no  se  funde  en  una  injuria  que  haya  hecho  el  uno  à  la  se- 
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guridad,  al  honor  6  á  los  intereses  del  otro.  Esta  califica- 
ción se  hará  prudencialmente  por  el  tribunal  ó  juez 
competente,  teniendo  en  consideración  el  carácter  de  las  re- 
laciones que  median  entre  el  subdito  y  el  superior. 

499.  —Con  respecto  á  los  comerciantes  se  declaran 
causas  especiales  para  que  puedan  despedir  á  sus  factores 
ó  mancebos,  no  obstante  cualqtñera  empeño  contraido 
por  tiempo  determinado  : 

i .°  Todo  acto  de  fraude  y  abuso  de  confianza  en  las 
gestiones  que  estuvieren  encargadas  al  factor; 

2.°  Si  estos  hicieren  alguna  negociación  de  comercio  por 
cuenta  propia,  ó  por  la  de  otro  que  no  sea  su  principal, 
sin  conocimiento  y  expreso  permiso  de  este. 

200.  —  Los  factores  y  mancebos  de  comercio  son  res- 
ponsables á  sus  principales  de  cualquiera  lesión  que  causen 
á  sus  intereses,  por  haber  procedido  en  el  desempeño 
de  sus  funciones  con  malicia,  negligencia  culpable,  ó 
infracción  de  las  órdenes  é  instrucciones  que  aquellos  les 
hubieren  dado. 

201 .  —  Los  accidentes  imprevistos  é  inculpables  que 
impidan  á  los  factores  y  mancebos  asalariados  desempe- 
ñar su  servicio,  no  interrumpirán  la  adquisición  del  salario 
que  les  corresponda,  como  no  haya  pacto  en  contrario,  y 
con  tal  que  la  inhabilitación  no  exceda  de  tres  meses. 

202.  —  Si  por  efecto  inmediato  y  directo  del  servicio 
que  preste  un  mancebo  de  comercio  experimentare  algún 
gasto  extraordinario  ó  pérdida,  sobre  cuya  razón  no  se 
haya  hecho  pacto  expreso  entre  él  y  su  principal,  será  de 
cargo  de  este  indemnizarle  del  mismo  gasto  ó  pérdida. 

SECCIÓN  CUARTA. 
De  los  porteadores. 

203.  —  La  calidad  de  porteador  de  comercio  se  extiende 
no  solo  á  los  que  se  encargan  de  trasportar  mercaderías 
por  tierra,  sino  también  á  los  que  hacen  el  trasporte  por 
nos  y  canales  navegables  :  pero  no  están  comprendi- 
dos en  esta  dominación  los  agentes  del  trasporte  marí- 
timo. 

204.  —  Tanto  el  cargador  de  las  mercaderías,  como  el 
porteador  de  ellas,  pueden  exigirse  mutuamente  que  se 
extienda  una  carta  de  porte  en  que  sej^xpresará  : 

1."  El  nombre,  apellido  y  domicilio  del  cargador; 

2.°  El  nombre,  apellido  y  domicilio  del  porteador  ; 

3."  El  nombre,  apellido  y  domicilio  de  ia  persona  á 
quien  va  dirigida  la  mercadería; 

A.°  La  fecha  en  que  se  hace  la  expedición; 

5.°  El  lugar  en  donde  ha  de  hacerse  la  entrega  ; 

6."  La  designación  de  Jas  mercaderías,  en  que  se  hará 
mención  de  su  calidad  genérica,  de  su  peso,  y  de  las 
marcas  ó  signos  exteriores  de  los  bultos  en  que  se  con- 
tengan ; 

1.°  El  precio  que  se  ha  de  dar  por  el  porte  ; 

8.°  El  plazo  dentro  del  que  se  ha  de  hacer  la  entrega  al 
consignatario  ; 

9.°  La  indemnización  que  haya  de  abonar  el  porteador 
en  caso  de  retardo,  si  sobre  este  punto  ha  mediado  algún 
pacto. 

205.  —  La  carta  de  porte  es  el  título  legal  del  contrato 
hecho  entre  el  cargador  y  el  porteador,  y  por  su  conte- 
nido se  decidirán  las  contestaciones  que  ocurran  sobre  su 
ejecución  y  cumplimiento,  sin  admitirse  mas  excepción  en 
contrario  que  las  de  falsedad  y  error  involuntario  en  su 
redacción. 

206.  —  En  defecto  de  carta  de  portç  se  estará  al  resul- 


tado de  las  pruebas  jurídicas  que  haga  cada  parte  en 
apoyo  de  sus  respectivas  pretensiones,  y  el  cargador  estará 
ante  todas  cosas  obligado  á  probar  la  entrega  de  la  mer- 
cadería al  porteador,  en  caso  que  este  la  negare. 
•  207.  —  El  porteador  recogerá  la  carta  de  porte  original, 
y  el  cargador  puede  exigirle  un  duplicado  de  ella,  sus- 
crito por  el  porteador,  el  cual  le  servirá  de  título  para 
reclamar  en  caso  necesario  la  entrega  de  los  efectos 
dados  al  porteador,  en  el  plazo  y  bajo  las  condiciones  con- 
venidas. 

Cumplido  el  contrato  por  ambas  partes,  se  cangearán 
ambos  títulos,  y  en  virtud  de  este  cange  se  tendrán  por 
canceladas  sus  respectivas  obligaciones  y  acciones. 

En  caso  de  que  por  extravío  ú  otra  causa  no  pueda  el 
consignalario  devolver  al  porteador  en  el  acto  de  recibir 
los  géneros  el  duplicado  de  la  carta  de  porte,  deberá  darle 
un  recibo  de  los  efectos  entregados. 

208.  —  Las  mercaderías  se  trasportan  á  riesgo  y  ven- 
tura del  propietario,  y  no  al  del  porteador,  si  expresamente 
no  se  ha  convenido  lo  contrario. 

En  su  consecuencia  serán  de  cuenta  del  propietario  todos 
los  daños  y  menoscabos  que  sobrevengan  á  sus  géneros, 
durante  el  trasporte ,  por  caso  fortuito  inevitable ,  por 
violencia  insuperable,  ó  por  la  naturaleza  y  vicio  propio 
de  Jos  mismos  géneros,  quedando  á  cargo  del  porteador 
probar  estas  ocurrencias  en  forma  legal  y  suficiente. 

209.  —  Fuera  de  los  casos  previstos  en  el  artículo  ante- 
rior, el  porteador  está  obligado  á  entregar  los  efectos  car- 
gados en  el  mismo  estado  en  que  resulte  de  la  carta  de 
porte  haberlos  recibido,  sin  desfalco,  detrimento  ni  me- 
noscabo alguno;  y  no  haciéndolo  pagará  el  valor  que 
estos  debieran  tener  en  el  punto  donde  debia  hacerse  la 
entrega  á  la  época  en  que  correspondía  ejecutarse. 

210.  —  La  estimación  de  los  efectos  que  el  porteador 
deba  pagar  en  caso  de  pérdida  ó  extravío,  se  hará  con 
arreglo  á  la  designación  que  se  les  hubiere  dado  en  la  carta 
de  porte;  sin  admitirse  al  cargador  prueba  sobre  que 
entre  el  género  que  en  ella  declaró  entregar,  se  contenían 
otros  de  mayor  valor,  ó  dinero  metálico. 

211.—  Las  bestias,  carruajes,  barcos ,  aparejos,  y  todos 
los  demás  instrumentos  principales  y  accesorios  del  tras- 
porte están  especialmente  obligados  en  favor  del  cargador 
como  hipoteca  de  los  efectos  entregados  al  porteador. 

242.  —Todas  las  averías  que  sobrevengan  en  las  mer- 
caderías durante  su  trasporte  que  no  procedan  de  alguna 
de  las  tres  causas  designadas  en  el  artículo  208,  son  de 
cargo  del  porteador. 

213.  —  igualmente  responde  el  porteador  de  las  averías 
que  procedan  de  caso  fortuito,  ó  de  la  naturaleza  misma 
de  los  efectos  que  se  trasporlan,  si  se  probare  que  ocur- 
rieron por  negligencia  suya,  ó  porque  hubiere  dejado  de 
tomar  aquellas  precauciones  que  el  uso  tiene  adoptadas 
entre  personas  diligentes. 

214. —Cesa  la  responsabilidad  del  porteador  en  las 
averías  cuando  se  cometa  engaño  en  la  carta  de  porte, 
suponiéndolas  de  distinta  calidad  genérica  que  la  que 
tengan  realmente. 

21  o.  —  Si  por  efecto  de  las  averías  quedaren  inútiles 
los  géneros  para  su  venta  y  consumo  en  los  objetos  pro- 
pios de  su  uso,  no  estará  obligado  el  consignatario  á  reci- 
birlos, y  podrá  dejarlos  por  cuenta  del  porteador,  exigién- 
dole su  valor  al  precio  corriente  en  aquel  dia. 

Cuando  entre  los  géneros  averiados  se  hallen  algunas 
piezas  en  buen  estado  y  sin  defecto  alguno,  tendrá  lugar 
la -disposición  anterior  con  respecto  á  Jos  deteriorados,  y  el 
consignatario  recibirá  los  que  estén  ilesos,  haciéndose  esta 
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segregación  por  piezas  distintas  y  sueltas,  y  sin  que  para 
ello  se  divida  en  partes  un  mismo  objeto. 

216.  —  Cuando  el  efecto  de  las  averías  sea  solo  una 
diminución  en  el  valor  del  género,  se  reducirá  Ja  obliga- 
ción del  porteador  á  abonar  lo  que  importe  este  menos- 
cabo á  juicio  de  peritos. 

217.  —  La  responsabilidad  del  porteador  comienza  desde 
el  momento  en  que  recibe  las  mercaderías,  por  sí,  ó  por 
medio  de  persona  destinada  al  afecto  en  el  lugar  que  se  le 
indicó  para  cargarlas. 

218.  —  Si  ocurrieren  dudas  y  contestaciones  entré  el 
consignatario  y  el  porteador  sobre  el  estado  en  que  se 
bailen  las  mercaderías  al  tiempo  de  hacerse  la  entrega,  se 
reconocerán  por  peritos  nombrados  amigablemente  por 
las  partes,  ó  en  su  defecto  por  la  autoridad  judicial,  ha- 
ciéndose constar  por  escrito  las  resultas;  y  si  en  su  vista 
quedaren  conformes  los  interesados  en  sus  diferencias,  se 
procederá  al  depósito  de  las  mercaderías  en  almacén  se- 
guro, y  aquellos  usarán  de  su  derecho  como  corresponda. 

219.  —  Dentro  de  las  veinte  y  cuatro  horas  siguientes 
al  i-ecibo  de  las  mercaderías  tendrá  lugar  la  reclamación 
contra  el  porteador  por  daño  ó  avería  que  se  encontrare 
en  ella?  al  abrir  los  bultos,  con  tal  que  no  se  reconocieran 
en  la  parte  exterior  de  estos  las  señales  del  daño  ó  avería 
que  se  reclame. 

Después  de  haber  trascurrido  el  expresado  término  de 
veinte  y  cuatro  horas,  ó  que  se  hubiesen  pagado  los 
portes,  es  inadmisible  toda  repetición  contra  el  porteador 
sobre  el  estado  en  que  haga  la  entrega  de  los  géneros  que 
condujo. 

220.  —  El  porteador  es  responsable  de  todas  las  resul- 
tas á  que  pueda  dar  lugar  su  omisión  en  cumplir  con  las 
formalidades  prescritas  por  las  leyes  fiscales  en  todo  el 
curso  del  viaje,  y  á  su  entrada  en  el  punto  adonde  van 
destinadas. 

Pero  si  el  porteador  hubiere  procedido  en  ello  en  virtud 
de  orden  formal  del  cargador  ó  consignatario  de  las  mer- 
caderías, quedará  exento  de  aquella  responsabilidad,  sin 
perjuicio  de  las  penas  corporales  ó  pecuniarias  en  que  am- 
bos hayan  incurrido  con  arreglo  á  derecho. 

221. —  El  porteador  no  tiene  personalidad  para  inves- 
tigar el  título  con  que  el  consignatario  recibe  las  merca- 
derías que  trasporte,  y  debe  entregarlas  sin  demora  ni 
entorpecimiento  alguno,  por  el  solo  hecho  de  estar  desig- 
nado en  la  carta  de  porte  para  recibirlas.  De  no  hacerlo, 
se  constituye  responsable  de  todos  los  perjuicios  que  pol- 
la demora  se  causen  al  propietario. 

222.  —  No  hallándose  en  el  domicilio  indicado  en  la 
carta  de  porte  el  consignatario  de  los  efectos  que  conduce 
el  porteador,  ó  rehusando  recibirlos,  se  proveerá  su  de- 
pósito por  el  juez  local  á  disposición  del  cargador  ó  remi- 
tente de  ellos,  sin  perjuicio  de  tercero  de  mejor  derecho. 

223.  —  El  cargador  puede  variar  la  consignación  de  los 
efectos  que  entregó  al  porteador  mientras  estuvieren  en 
camino,  y  este  cumplirá  su  orden  con  tal  que  al  tiempo 
de  prescribirle  la  variación  de  destino,  le  devuelva  en  el 
acto  el  duplicado  de  la  carta  de  porte  suscrita  por  Lel  por- 
teador. 

224.  —  Si  la  variación  de  destino  dispuesta  por  el  car- 
gador exigiese  que  el  porteador  varíe  de  ruta,  ó  pase  mas 
adelante  del  punto  designado  en  la  carta  de  porte,  para 
la  entrega,  se  fijará  de  común  acuerdo  la  alteración 
que  haya  de  hacerse  en  el  precio  de  ios  portes,  y  en 
otra  forma  no  tendrá  mas  obligación  el  porteador  que  la  "* 
de  hacer  la  entrega  en  el  .lugar  prefijado  en  el  primer 
contrato» 


225.  — Cuando  medie  pacto  expreso  entre  el  cargador  y 
porteador  sobre  el  camino  por  donde  deba  hacerse  el  tras- 
porte, no  podrá  el  porteador  variar  la  ruta,  y  en  caso  de 
hacerlo  se  constituye  responsable  á  todos  los  daños  que 
por  cualquiera  causa  sobrevengan  á  los  géneros  que  tras- 
porta, además  de  pagar  la  pena  convencional  que  haya 
podido  ponerse  en  el  pacto. 

Si  no  hubiere  intervenido  dicho  pacto,  quedará  á  arbi- 
trio del  porteador  elegir  el  camino  que  mas  le  acomode, 
siempre  que  se  dirija  via  recta  al  punto  donde  debe  entre- 
gar los  géneros. 

226.  —  Estando  prefijado  el  plazo  para  la  entrega  de  las 
mercaderías,  se  habrá  de  verificar  esta  dentro  de  él,  y  en 
su  defecto  pagará  el  porteador  la  indemnización  pactada 
en  la  carta  de  porte,  sin  que  el  cargador  ni  el  consigna- 
tario tengan  derecho  á  otra  cosa. 

Mas  cuando  la  tardanza  exceda  un  doble  del  tiempo  pre- 
fijado en  la  carta  de  porte,  además  de  pagar  la  indem- 
nización, queda  responsable  el  porteador  de  los  perjuicios 
que  hayan  podido  seguirse  al  propietario. 

227 .  —  No  habiendo  plazo  prefijado  para  la  entrega  de 
los  efectos,  tendrá  el  porteador  la  obligación  de  conducir- 
los en  el  primer  viaje  que  haga  al  punto  donde  debe  en- 
tregarlos ;  y  no  haciéndolo,  serán  de  su  cargo  los  perjui- 
cios que  se  ocasionen  por  la  demora. 

228.  —  Los  efectos  porteados  están  especialmente  obli- 
gados á  la  responsabilidad  del  precio  del  trasporte  y  de  los 
gastos  y  derechos  causados  en  su  conducción.  Este  dere- 
cho se  trasmite  sucesivamente  de  un  porteador  á  otro 
hasta  el  último  que  haga  la  entrega  de  los  géneros,  el 
oual  reasume  en  sí  las  acciones  de  los  que  le  han  precedido 
en  la  conducción. 

229-  —  Cesa  el  privilegio  establecido  en  el  artículo  an- 
terior en  favor  del  porteador  sobre  los  efectos  que  condujo, 
cuando  pasen  á  tercer  poseedor,  después  de  haber  tras- 
currido tres  dias  desde  su  entrega  ,  ó  si  dentro  del  mes 
siguiente  á  esta  entrega  no  usare  de  su  derecho.  En  ara- 
bos casos  no  tendrá  otra  calidad  que  la  de  un  acreedor 
ordinario  por  acción  personal  contra  el  que  recibió  los 
efectos. 

230.  —  Los  consignatarios  no  pueden  diferir  el  pago  de 
los  portes  de  los  géneros  que  recibieren  después  de  tras- 
curridas las  veinte  y  cuatro  horas  siguientes  á  su  entrega; 
y  en  caso  de  retardo,  sin  hacer  reclamación  alguna  sobre 
desfalco  ó  avería  en  ellos ,  puede  el  porteador  exigir  la 
venta  judicial  de  ios  géneros  que  condujo  en  cantidad  su- 
ficiente para  cubrir  el  precio  del  trasporte,  y  los  gastos 
que  haya  suplido. 

231.  —  El  derecho  del  porteador  al  pago  de  lo  que  se  le 
deba  por  el  trasporte  y  gastos  de  los  efectos  entregados 
al  consignatario,  no  se  interrumpe  por  la  quiebra  de  este, 
siempre  que  lo  reclame  dentro  del  mes  siguiente  al  dia  de 
la  entrega. 

232.  — Las  disposiciones  contenidas  desde  el  artículo  204 
en  adelante,  se  entienden  del  mismo  modo  con  los  que, 
aun  cuando  no  hagan  por  sí  mismos  el  trasporte  de  los 
efectos  de  comercio,  contratan  hacerlo  por  medio  de  otros, 
ya  sea  como  asentistas  en  una  operación  particular  y  de- 
terminada ,  ó  ya  como  comisionistas  de  trasportes  y  con- 
ducciones. 

En  cualquiera  de  ambos  casos  quedan  subrogados  en  el 
lugar  de  los  mismos  porteadores,  tanto  en  cuanto  á  las 
obligaciones  y  responsabilidad  de  estos,  como  en  cuanto  á 
sus  derechos. 

233.  —  Los  comisionistas  de  traspones  están  obligados, 
fuera  de  las  demás  obligaciones  impuestas  por  las  leyes  de 
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esle  Código  á  todos  los  que  ejercen  el  comercio  en  comi- 
sión; á  llevar  un  registro  particular  con  las  formalidades 
presentasen  el  artículo  40,  en  el  que  se  sentarán  por  ói  den 
progresivo  de  números  y  fechas  todos  los  efectos  de  cuyo 


trasporte  se  encargan,  con  expresión  de  su  calidad,  persona 
que  los  carga,  deslino  que  llevan ,  nombres  y  apellidos,  y 
domicilios  del  consignatario  y  del  porteador,  y  precio  del 
trasporte. 


LIBRO   SEGUNDO 


DE  LOS  CONTRATOS  DEL  COMERCIO   EN  GENERAL  ,   SUS  FORMAS  Y  EFECTOS. 


TITULO  PRIMERO. 

DISPOSICIONES  PRELIMINARES  SOBRE  LA  FORMACIÓN  DE 
LAS   OBLIGACIONES  DE  COMERCIO. 

Articulo  234.  —  Los  contratos  ordinarios  del  comercio 
están  sujetos  á  todas  las  reglas  generales  que  prescribe  el 
derecho  común  sobre  la  capacidad  de  los  contrayentes  y 
demás  requisitos  que  deben  intervenir  en  la  formación  de 
los  contratos  en  general,  así  como  sobre  las  excepciones 
que  impiden  su  ejecución,  y  las  causas  que  los  ¡'escinden  é 
invalidan,  bajo  la  modificación  y  restricciones  que  esla- 
blecen  las  leyes  especiales  del  comercio. 

235.  —  Los  comerciantes  pueden  contratar  y  obligarse  : 
i.'  Por  escritura  pública  ; 

2.°  Con  intervención  de  corredor,  extendiéndose  póliza 
escrita  del  contrato,  ó  refiriéndose  á  la  fe  y  asientos  de 
aquel  oficial  público; 

3."  Por  contrata  privada,  escrita  y  firmada  por  los  con- 
tratantes, ó  algún  testigo  á  su  ruego  y  en  su  nombre; 

4."  Por  correspondencia  epistolar. 

De  cualquiera  ele  estos  modos  que  los  comerciantes 
contraten  quedan  obligados,  y  se  les  podrá  compeler  en 
juicio  al  cumplimiento  de  las  obligaciones  que  contra- 
jeron. 

236.  — Se  exceptúan  de  la  disposición  precedente  aque- 
llos contratos  sobre,  que  se  establecen  determinadamente 
en  este  Código  formas  y  solemnidades  particulares,  las 
cuales  se  observarán  puntualmente,  so  pena  de  declararse 
la  nulidad  del  contrato  en  caso  de  oposición  de  cualquier^ 
de  las  partes,  y  de  ser  ineficaces  é  inadmisibles  en  juicio 
para  intentar  acción  alguna. 

237.  —  También  pueden  los  comerciantes  contratar  de 
palabra,  y  serán  válidos  sus  contratos  aunque  no  se  hayan 
redactado  por  escrito,  siempre  que  el  interés  del  contrato 
no  exceda  de  mil  reales  vellón,  y  aun  en  este  caso  no 
tendrá  este  fuerza  ejecutiva  enjuicio,  hasta  que  por  con- 
fesión de  los  obligados,  ó  en  otra  forma  legal,  se  pruebe 
la  existencia  del  contrato,  y  los  términos  en  que  este  se 
hizo. 

En  las  ferias  y  mercados  se  extenderá  dicha  cantidad  á 
la  de  tres  mil  reales. 

238.  —  Los  contratos  por  mayor  cantidad  que  las  que 
■van  designadas  en  el  artículo  precedente,  se  reducirán 


necesariamente  á  escritura  pública  ó  privada,  sin  lo  cual 
no  tendrán  fuerza  obligatoria  civil. 

239.  —  Las  escrituras  ó  pólizas  de  los  contratos  cele- 
brados en  territorio  español,  se  extenderán  en  el  idioma 
vulgar  del  reino  ;  y  en  otra  forma  no  se  les  dará  curso  en 
juicio. 

240.  —  Tampoco  será  eficaz  ningún  documento  de  con- 
trato de  comercio  en  que  haya  blanco  alguno,  raspadura 
ó  enmienda  que  no  estén  salvadas  por  ios  contratantes  bajo 
su  firma. 

241.  —  Tratando  las  partes  de  viva  voz  un  negocio,  se 
entenderá  perfecto  el  contrato  que  de  él  resulte,  y  quedarán 
sujetas  á  su  cumplimiento  desde  que  convinieren  en  tér- 
minos expresos  y  claros  sobre  la  cosa  que  fuere  objeto  del 
contrato,  y  las  prestaciones  que  respectivamente  deba 
hacer  cada  contrátame,  determinando  todas  las  circuns- 
tancias que  deberán  guardarse  en  el  modo  de  cumplirlas. 

242.  —  Cuando  medie  corredor  en  la  negociación,  se 
tendrá  por  concluido  y  perfecto  el  contrato,  luego  que  las 
partes  contratantes  hayan  aceptado  positivamente  y  sin 
reserva  alguna  las  propuestas  del  corredor,  hasta  cuyo 
caso  tendrán  la  libertad  de  retractar  y  dejar  ineficaces  las 
instrucciones  dadas  á  este. 

243.  —  En  las  negociaciones  que  se  traten  por  corres- 
pondencia se  considerarán  concluidos  los  contratos,  y  sur- 
tirán efecto  obligatorio,  desde  que  el  que  recibió  la  pro- 
puesta expida  la  carta  de  contestación  aceptándola  pura  y 
simplemente,  sin  condición  ni  reserva  ;  y  hasta  esle  punto 
está  en  libertad  el  proponente  de  retractar  su  propuesta,  á 
menos  que  al  hacerla  no  se  hubiese  comprometido  á  esperar 
contestación,  y  á  no  disponer  del  objeto  del  contrato,  sino 
después  de  desechada  su  proposición,  ó  hasta  que  hubiere 
trascurrido  un  término  determinado. 

Las  aceptaciones  condicionales  no  son  obligatorias  hasta 
que  el  primer  proponente  dé  aviso  de  haberse  conformado 
con  la  condición. 

244.  —  Para  que  el  contrato  de  comercio  produzca 
acción,  es  indispensable  que  verse  sobre  un  objeto  efec- 
tivo, real  y  déterminai] o  del  comercio. 

245.  —  Cuando  en  el  contrato  mercantil  se  haya  fijado 
pena  de  indemnización  contra  el  que  no  lo  cumpliere, 
puede  la  parte  perjudicada  exigir,  ó  bien  el  cumplimiento 
del  contrato  por  los  medios  de  derecho,  ó  bien  la  pena  pres- 
crita; pero  usando  de  una  de  estas  dos  acciones,  queda 
extinguida  la  otra. 

■> 
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246.  —  Las  convenciones  ilícitas  no  producen  obligación 
ni  acción,  aunque  recaigan  sobre  operaciones  mercantiles. 

247.  —  Los  contratos  de  comercio  se  han  de  ejecutar  y 
cumplir  de  buena  fe,  según  los  términos  en  que  fueron 
hechos  y  redactados,  sin  tergiversar  con  interpretaciones 
arbitrarias  el  sentido  propio  y  genuino  de  las  palabras 
dichas  ó  escritas,  ni  restringir  los  efectos  que  naturalmente 
se  deriven  del  modo  en  que  los  contratantes  hubieren 
explicado  su  voluntad,  y  contrajeren  sus  obligaciones. 

248.  —  Estando  bien  manifiesta  por  los  mismos  térmi- 
nos del  contrato  ó  por  sus  antecedentes  y  consiguientes  la 
intención  de  los  contratantes,  se  procederá  á  su  ejecución 
con  arreglo  á  ella,  sin  admitirse  oposiciones  fundadas  en 
defectos  accidentales  de  las  voces  y  términos  de  que  hu- 
bieren usado  las  partes,  ni  otra  especie  de  sutilezas  que  no 
alteren  la  sustancia  de  la  convención. 

249.  —  Cuando  haya  necesidad  de  interpretar  las  cláu- 
sulas del  contrato,  y  los  contratantes  no  resuelvan  de 
común  acuerdo  la  duda  ocurrida,  se  tendrán  por  bases  de 
su  interpretación  : 

1.a  Las  cláusulas  averadas  y  consentidas  del  mismo 
contrato  que  puedan  explicar  las  dudosas  ; 

2.a  Los  hechos  de  las  partes  subsiguientes  al  contrato  que 
tengan  relación  con  lo  que  se  disputa  ; 

3.a  El  uso  común  y  práctica  observada  generalmente  en 
los  casos  de  igual  naturaleza  ; 

4.a  El  juicio  de  personas  prácticas  en  el  ramo  de  comer- 
cio á  que  corresponda  la  negociación  que  ocasiona  la  duda. 

230.  —  Omitiéndose  en  la  redacción  de  un  contrato 
cláusulas  de  absoluta  necesidad  para  llevar  á  efecto  lo  con- 
tratado, se  presume  que  las  partes  quisieron  sujetarse  á  lo 
que  en  casos  de  igual  especie  se  practicare  en  el  punto 
donde  el  contrato  debia  recibir  su  ejecución,  y  en  este 
sentido  se  procederá,  si  los  interesados  no  se  acomodaren 
á  explicar  su  voluntad  de  común  acuerdo. 

251.  —  Si  hubiere  divergencia  entre  los  ejemplares  de 
una  misma  contrata  que  presenten  las  partes  para  apoyar 
sus  respectivas  pretensiones,  y  el  contrato  se  hubiere 
hecho  con  intervención  de  corredor,  se  explicará  la  duda,  ó 
se  resolverá  la  contradicción  por  lo  que  resulte  de  ios 
asientos  hechos  en  los  libros  del  corredor,  siempre  que 
estos  se  encuentren  arreglados  á  derecho. 

252.  —  En  caso  de  rigorosa  duda,  que  no  pueda  resol- 
verse por  los  medios  indicados  en  el  artículo  249,  se  deci- 
dirá esta  en  favor  del  deudor. 

253.  -  Toda  estipulación  hecha  en  moneda,  peso  ó  me- 
dida que  no  sea  corriente  en  el  pais  donde  deba  ejecutarse, 
se  reducirá  por  convenio  de  las  partes,  ó  á  juicio  de  peritos 
en  caso  de  discordancia,  á  las  monedas,  pesos  y  medidas 
que  estén  en  uso  donde  se  dé  cumplimiento  al  contrato. 

254.  —  Cuando  en  el  contrato  se  hubiere  ¡usado  para 
designar  la  moneda,  el  peso  ó  la  medida,  de  una  voz  gené- 
rica que  convenga  á  valores  ó  cantidades  diferentes,  se 
entenderá  hecha  la  obligación  en  aquella  especie  de  mo- 
neda, peso  ó  medida  que  esté  en  uso  para  los  contratos  de 
igual  naturaleza. 

255.  —  Siempre  que  tratándose  de  distancia  en  los 
contratos  se  hable  genéricamente  de  leguas  ú  horas  se 
entenderán  lasque  estén  en  uso  en  el  país  à  que  haga' re- 
ferencia el  contrato. 

256.  —  En  todos  los  cómputos  de  dias,  meses  y  años, 
se  entenderán  el  dia  de  veinte  y  cuatro  horas,  los  meses 
según  están  designados  en  el  calendario  gregoriano,  y  el 
año  de  trescientos  sesenta  y  cinco  dias. 

257.  —  En  las  obligaciones  mercantiles  contraidas  á 
termino  fijo,  que  consistan  en  número  determinado  de 


dias,  no  se  cuenta  en  caso  alguno  el  de  la  fecha  del  con- 
trato, si  no  mediare  pacto  expreso  para  hacerlo;  pero  sí  el 
de  la  espiración  del  término. 

258.  — Ninguna  reclamación  judicial  sobre  la  ejecución 
de  obligaciones  á  término  es  admisible  hasta  el  dia  después 
del  vencimiento. 

259.  —  No  se  reconocen  términos  de  gracia,  cortesía,  ó 
que  bajo  cualquiera  otra  denominación  difieran  el  cum- 
plimiento de  las  obligaciones  mercantiles,  sino  el  que  las 
partes  hubieren  prefijado  en  el  contrato,  ó  se  apoye  en  una 
disposición  terminante  de  derecho. 

260.  —  Las  obligaciones  que  no  tienen  término  pre- 
fijado por  las  partes,  son  exigibles  á  los  diez  días  después 
de  contraidas,  si  solo  producen  acción  ordinaria,  y  al  dia 
inmediato  si  llevan  aparejada  ejecución. 

261.  —  Los  efectos  de  la  morosidad  en  el  cumplimiento 
de  las  obligaciones  mercantiles  no  comienzan  sino  desde 
que  el  acreedor  interpelare  judicialmente  al  deudor,  ó  le 
intimare  la  protesta  de  daños  y  perjuicios  hecha  contra  él 
ante  un  juez,  escribano  ú  otro  oficial  público  autorizado 
para  recibirla. 

262.  —  Las  obligaciones  mercantiles  se  prueban  : 
1.°  Por  escritura  pública; 

2.°  Por  certificación  ó  notas  firmadas  de  los  corredores 
que  intervinieren  en  ellas  ; 

3.°  Por  contratos  privados  ; 

4."  Por  las  facturas  y  minutas  de  la  negociación,  acep- 
tadas por  la  parle  contra  quien  se  producen  ; 

5.°  Por  la  correspondencia  ; 

6."  Por  los  libros  de  comercio  que  estén  arreglados  á  de- 
recho ; 

7.°  Por  la  prueba  testimonial. 

Las  presunciones  son  también  admisibles,  calificándose 
según  las  reglas  del  derecho  común  el  grado  de  prueba  que 
les  corresponda. 

263.  —  Las  obligaciones  mercantiles  se  extinguen  por 
los  modos  prescritos  en  el  derecho  común  sobre  los  con- 
tratos en  general,  salvas  las  disposiciones  especiales,  que 
para  casos  determinados  se  dan  en  este  Código. 


TITULO  SEGUNDO 

DE   LAS    COMPAÑÍAS    MERCANTILES. 

SECCIÓN  PRIMERA. 

De  las  diferentes  especies  de  compañías,  sus  efectos  respec- 
tivos, y  formalidades  con  que  se  han  de  contraer. 

264.  —  El  contrato  de  compañía,  por  el  cual  dos  ó  mas 
personas  se  unen,  poniendo  en  comun  sus  bienes  é  indus- 
tria, ó  alguna  de  estas  cosas,  con  objeto  de  hacer  algún 
lucro,  es  aplicable  á  toda  especie  de  operaciones  de  comer- 
cio bajo  las  disposiciones  generales  del  derecho  común,  con 
las  modificaciones  y  restricciones  que  establecen  las  leyes 
del  comercio. 

265.  —  Puede  contraerse  la  compañía  mercantil  : 

1.°  En  nombre  colectivo,  bajo  pactos  comunes  á  todos 
los  socios,  que  participen  en  la  proporción  que  hayan  es- 
tablecido, de  los  mismos  derechos  y  obligaciones,  y  esta  se 
conoce  con  el  nombre,  de  compañía  regular  colectiva  ; 

2."  Prestando  una  ó  varias  personas  los  fondos  para  estar 
á  las  resultas  de  las  operaciones  sociales,  bajo  la  dirección 
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exclusiva  de  otros  socios  que  los  manejen  en  su  nombre 
particular  :  esta  se  titula  compañía  en  comandita  ; 

3.°  Creándose  un  fondo  por  acciones  determinadas  para 
girarlo  sobre  uno  ó  muchos  objetos,  que  den  nombre  á  la 
empresa  social,  cuyo  manejo  se  encargue  á  mandatarios  ó 
administradores  amovibles  á  voluntad  de  los  socios,  y  esta 
compañía  es  la  que  lleva  el  nombre  de  anónima. 

266.  —  La  compañía  colectiva  ha  de  girar  bajo  el  nom- 
bre de  todos  ó  alguno  de  los  socios,  sin  que  en  su  razón  ó 
firma  comercial  pueda  incluirse  el  nombre  de  persona  que 
no  pertenezca  de  presente  á  la  sociedad. 

267.  — Todos  los  que  formen  la  sociedad  mercantil  co- 
lectiva, sean  ó  no  administradores  del  caudal  social,  están 
obligados  solidariamente  á  las  resultas  de  las  operaciones 
que  se  hagan  á  nombre  y  por  cuenta  de  la  sociedad,  bajo 
la  firma  que  esta  tenga  adoptada,  y  por  persona  autorizada 
para  la  gestion  y  administración  de  sus  negocios. 

268.  — Los  socios  que  por  cláusula  expresa  del  contrato 
social  estén  excluidos  de  contratar  á  nombre  de  la  so- 
ciedad, y  de  usar  de  su  firma,  no  la  obligarán  con  sus 
actos  particulares,  aunque  tomen  para  hacerlo' el  nombre 
de  la  compañía,  siempre  que  sus  nombres  no  estén  in- 
cluidos en  la  razón  social;  pero  si  lo  estuvieren,  soportará 
la  sociedad  las  resultas  de  estos  actos ,  salvo  su  derecho 
de  indemnización  contra  los  bienes  particulares  del  socio 
que  hubiere  obrado  sin  autorización. 

269.  —  No  tendrán  representación  de  socios  para  efecto 
alguno  del  giro  social  los  dependientes  de  comercio,  á 
quienes  por  via  de  remuneración  de  sus  trabajos  se  les  dé 
una  parte  en  las  ganancias,  la  cual  adquirirán  para  sí  sin 
retroacción  en  ningún  caso,  luego  que  la  hayan  percibido, 
á  las  épocas  prefijadas  en  sus  ajustes,  y  no  antes. 

270.  —  En  las  compañías  de  comandita  son  también 
responsables  solidariamente  de  los  resultados  de  todas  sus 
operaciones  el  socio  ó  socios  que  tengan  el  manejo  y  di- 
rección de  la  compañía,  ó  estén  incluidos  en  el  nombre  ó 
razón  comercial  de  ella. 

271.  —  Los  comanditarios  no  pueden  incluir  sus  nom- 
bres en  la  razón  comercial  de  la  sociedad. 

272.  —  Tampoco  pueden  los  socios  comanditarios  hacer 
acto  alguno  de  administración  de  los  intereses  de  la.  com- 
pañía, ni  aun  en  calidad  de  apoderados  de  los  socios 
gestores. 

273.  —  La  responsabilidad  de  los  socios  comanditarios 
en  las  obligaciones  y  pérdidas  de  la  compañía  está  limi- 
tada á  los  fondos  que  pusieron  ó  se  empeñaron  á  poner 
en  la  comandita,  fuera  del  caso  de  contravención  al  artí- 
culo 271,  que  los  constituirá  en  la  misma  responsabilidad 
que  tienen  los  socios  gestores  sobre  todos  los  actos  de  la 
compañía. 

274.  —  Las  compañías  colectivas  pueden  recibir  un  so- 
cio comanditario,  con  respecto  al  cual  regirán  las  disposi- 
ciones establecidas  sobre  las  sociedades  en  comandita , 
quedando  sujetos  Jos  demás  socios  á  las  reglas  comunes  de 
las  sociedades  colectivas. 

275.  —  Podrá  dividirse  en  acciones  el  capital  de  las 
compañías  en  comandita ,  y  subdividirse  las  acciones  en 
cupones;  sin  que  por  eso  dejen  de  estar  sujetas  á  las  re- 
glas establecidas  para  esta  especie  de  compañías. 

En  caso  de  emitirse  documentos  de  crédito,  qne  repre- 
senten estas  acciones  ó  sus  fracciones,  se  observará  lo  que 
se  previene  en  el  artículo  281 . 

276.  —  Las  compañías  anónimas  no  tienen  razón  social, 
ni  se  designan  por  los  nombres  de  sus  socios,  sino  por  el 
objeto  ú  objetos  para  que  se  hubiesen  formado  :  su  esta- 


blecimiento se  ha  de  hacer  en  la  forma  que  prescribo  el 
artículo  293. 

277. — Los  administradores  délas  sociedades  anónimas  se 
nombrarán  en  la  forma  que  prevengan  sus  reglamentos, 
y  no  son  responsables  personalmente,  sino  del  buen  de- 
sempeño de  las  funciones  que  segun  estos  mismos  regla- 
mentos estén  á  su  cargo. 

278.  —  Los  socios  no  responden  tampoco  de.  las  obliga- 
ciones de  la  compañía  anónima,  sino  hasta  la  cantidad  del 
interés  que  tengan  en  ella. 

279.  —  La  masa  social  compuesta  del  fondo  capital  y 
de  los  beneficios  acumulados  á  él,  es  solamente  r<  sponsa- 
ble  en  las  compañías  anónimas  de  las  obligaciones  contrai- 
das en  su  manejo  y  administración  por  persona  legítima, 
y  bajo  la  forma  prescrita  en  sus  reglamentos. 

280.  —  Las  acciones  de  los  socios  en  las  compañías 
anónimas  pueden  representarse  para  la  circulación  en  el 
comercio  por  cédulas  de  crédito  reconocido,  revestidas  de 
las  formalidades  que  los  reglamentos  establezcan,  y  sub- 
dividirse en  porciones  de  un  valor  igual. 

281.  —  Estas  cédulas  no  podrán  emitirse  por  valores 
prometidos,  sino  por  los  que  se  hayan  hecho  efectivos  en 
la  caja  social  antes  de  sn  emisión.  Los  consignatarios  de 
las  cédulas  que  se  expidan,  sin  que  conste  de  los  libros  de 
la  compañía  la  entrega  del  valor  que  representan,  res- 
ponden de  su  importe  á  los  fondos  de  la  compañía  y  á  to- 
dos losjínteresados  en  ella. 

282.  —  Cuando  no  se  emitan  las  cédulas  de  crédito  in- 
dicadas en  el  artículo  280  para  representar  las  acciones  de 
las  compañías  anónimas,  se  establecerá  la  propiedad  de 
ellas  por  su  inscripción  en  los  libros  de  la  compañía. 

La  cesión  de  las  acciones  inscritas  en  esta  forma  se  hará 
por  declaración,  que  se  extenderá  á  continuación  de  la 
inscripción,  firmándola  el  cedente  ó  su  apoderado,  y  sin 
este  requisito  será  ineficaz  la  cesión  en  cuanto  á  la  com- 
pañía. 

283.  —  Los  cedentes  de  las  acciones  inscritas  en  las  com- 
pañías anónimas  que  no  hayan  completado  la  entrega  to- 
tal del  importe  de  cada  acción,  quedan  garantes  del  pago 
que  deberán  hacer  los  cesionarios,  cuando  la  administra- 
ción tenga  derecho  á  exigirlo. 

284.  —  Todo  contrato  de  sociedad  se  ha  de  reducir  á 
escritura  pública,  otorgada  con  las  solemnidades  de  de- 
recho. 

285.  —  Si  los  que  hubiesen  proyectado  reunirse  en  so- 
ciedad consignaren  sus  pactos  en  un  documento  privado, 
valdrá  este  al  efecto  de  obligarlos  á  la  formalizacion  del 
contrato  en  la  forma  sobredicha,  que  se  habrá  de  verificar 
indispensablemente  antes  que  la  sociedad  dé  principio  á 
sus  operaciones  de  comercio. 

La  contravención  de  este  artículo  será  suficiente  ex- 
cepción contra  toda  acción  que  intente  la  sociedad  por  sus- 
derechos,  ó  bien  cualquiera  de  sus  socios  por  los  que  res 
pectivamente  les  competan  ;  y  será  de  cargo  de  la  sociedad 
ó  del  socio  demandante  acreditar  que  la  sociedad  se  cons- 
tituyó con  las  solemnidades  que  van  prescritas,  siempre 
que  el  demandado  lo  exija. 

La  compañía  además  incurrirá  por  dicha  omisión  en  la 
multa  de  diez  mil  reales  vellón. 

286.  —  La  escritura  debe  expresar  necesariamente: 
Los  nombres,  apellidos  y  domicilio  de  los  otorgantes; 
La  razón  social  ó  denominación  de  la  compañía  ; 

Los  socios  que  han  de  tener  á  su  cargo  la  administración 
de  la  compañía,  y  usar  de  su  firma  ; 

El  capital  que  cada  socio  introduce  en  dinero  efectivo j 
crédito  ó  efectos,  con  expresión  del  valor  que  se  dé  á  es 
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tos,  ó  de  las  bases  sobre  que  ha  de  hacerse  el  avalúo  ; 

La  parte  que  haya  de  corresponder  en  beneficios  y  pér- 
didas'á  cada  socio  capitalista,  y  á  los  de  industria,  si  los 
hubiere  de  esta  especie; 

La  duración  de  la  sociedad,  que  ha  de  ser  necesaria- 
mente por  un  tiempo  fijo,  ó  para  un  objeto  determinado; 

El  ramo  de  comercio,  fábrica  ó  navegación  sobre  que  ha 
de  operar  la  compañía  en  el  caso  que  esta  se  establezca 
limitadamente  para  una  ó  muchas  especies  de  negocia- 
ciones ; 

Las  cantidades  que  se  designen  á  cada  socio  anualmente 
para  sus  gastos  particulares,  y  las  compensaciones  que  en 
caso  de  exceso  hayan  de  recibir  los  demás; 

La  sumisión  á  juicio  de  arbitros  en  caso  de  diferencias 
entre  los  socios,  expresándose  el  modo  de  nombrarlos; 

La  forma  en  que  se  ha  de  dividir  el  haber  social,  di- 
suelta  que  sea  la  compañía  ; 

Todos  los  demás  objetos  sobre  que  los  socios  quisieren 
establecer  pactos  especiales. 

287.  —  Los  socios  no  pueden  hacer  pactos  algunos  re- 
servados, sino  que  todos  han  de  constar  en  la  escritura  so- 
cial. 

288.  —  Los  socios  no  pueden  oponer  contra  el  conte- 
nido de  la  escritura  de  sociedad  documento  alguno  privado, 
ni  la  prueba  testimonial; 

289.  —  Cualquiera  reforma  ó  ampliación  que  se  haga 
sobre  el  contrato  de  sociedad,  deberá  formalizarse  con  las 
mismas  solemnidades  prescritas  para  celebrarlo. 

290.  —  El  asiento  que,  con  arreglo  á  lo  prevenido  en 
los  artículos  22  y  26  debe  hacerse  en  el  registro  general  de 
cada  provincia  de  las  escrituras  sociales,  debe  contener,  si 
las  compañías  fueren  colectivas  ó  en  comandita,  las  cir- 
cunstancias siguientes  : 

1  .a  La  fecha  de  la  escritura  y  el  domicilio  del  escribano 
ante  quien  se  otorgó  ; 

2a.  Los  nombres,  domicilios  y  profesiones  de  los  socios 
que  no  sean  comanditarios  ; 

3a.  La  razón  ó  título  comercial  de.  la  compañía  ; 

4*.  Los  nombres  de  los  socios  autorizados  para  adminis- 
trar la  compañía  y  usar  de  su  firma; 

5\  Las  cantidades  entregadas  ó  que  se  hubieren  de  en- 
tregar por  acciones  ó  en  comandita; 

6.->.  La  duración  de  la  sociedad. 

El  testimonio  que  para  el  efecto  de  hacer  el  asiento  se 
presente  en  la  secretaría  de  la  intendencia  quedará  archi- 
vado en  ella. 

291.  —  Si  la  compañía  tuviere  muchas  casas  de  comer- 
cio situadas  en  diversos  puntos,  se  cumplirán  en  todas 
ellas  las  formalidades  prescritas  por  los  artículos  22  y  31 
sobre  el  asiento  en  el  registro  de  la  provincia,  y  su  publi- 
cación en  el  domicilio  respectivo  de  cada  establecimiento. 

292.  —  Las  escrituras  adicionales  que  hagan  los  socios 
para  reformar,  ampliar  ó  prorogar  el  contrato  primitivo 
de  compañía,  así  como  las  de  su  disolución  antes  del  tiempo 
que  estaba  prefijado,  y  cualquiera  convenio  ó  decisión  que 
produzca  la  separación  de  algún  socio  y  la  rescision  ó  mo- 
dificación del  contrato  de  sociedad,  están  sujetas  á  las 
mismas  formalidades  de  inscripción  y  publicación  deter- 
minadas en  los  artículos  22  y  31,  bajo  las  penas  prescritas 
en  el  artículo  28, 

Si  por  estas  escrituras  no  se  hiciere  novedad  en  alguna 
de  las  circunstancias  prevenidas  en  el  artículo  286,  será 
suficiente  que  así  se  exprese  en  el  testimonio  que  se  expida 
para  el  asiento  de  ellas  en  el  registro. 

'293.  —  Es  condición  particular  de  las  compañías  anóni- 
mas que  las  escrituras  de  su  establecimiento  y  todos  los 


reglamentos  que  han  de  regir  para  su  administración  y 
manejo  directivo  y  económico,  se  han  de  sujetar  al  exa- 
men del  tribunal  de  comercio  del  territorio  en  donde  se 
establezca;  y  sin  su  aprobación  no  podrán  llevarse  á  efecto. 

294.  —  Cuando  las  compañías  anónimas  hayan  de  go- 
zar de  algún  privilegio  que  yo  les  conceda  para  su  fomento, 
se  someterán  sus  reglamentos  á  mi  soberana  aprobación. 

295.  —  En  la  inscripción  y  publicación  de  las  compa- 
ñías anónimas  se  insertarán  á  la  letra  los  reglamentos 
aprobados  por  la  autoridad  correspondiente  para  su  régi  - 
men  y  gobierno. 

296.  —  Los  acreedores  particulares  de  un  socio  no  pue- 
den extraer  de  la  masa  social  por  virtud  de  sus  créditos 
los  fondos  que  en  ella  tenga  su  deudor,  y  solo  les  será 
permitido  embargar  la  parte  de  intereses  que  puedan  cor- 
responder á  este  en  la  liquidación  de  la  sociedad,  para 
percibirla  en  el  tiempo  en  que  el  deudor  podría  hacerlo. 

297.  —  En  caso  de  quiebra  de  la  sociedad  no  entrarán 
los  acreedores  particulares  de  los  socios  en  la  masa  de  los 
de  la  compañía,  sino  que,  satisfechos  que  estos  sean,  usa- 
rán de  su  derecho  contra  el  residuo  que  pueda  correspon- 
der al  socio  que  sea  su  deudor. 

Esta  disposición  no  priva  á  los  acreedores  que  tengan  un 
derecho  privilegiado  contra  los  bienes  de  su  deudor  de 
deducirlo  y  obtener  la  preferencia  que  pueda  competirles, 
en  concurrencia  con  la  masa  de  acreedores  de  la  sociedad 
que  persiga  estos  mismos  bienes  por  la  mancomunidad  de 
las  obligaciones  sociales. 

298.  —  En  las  sociedades  en  comandita  ó  anónimas 
constituidas  por  acciones,  solo  puede  tener  lugar  el  em- 
bargo de  que  se  habla  en  el  artículo  296  cuando  la  acción 
del  deudor  conste  solamente  por  inscripción ,  y  no  se  le 
haya  emitido  cédula  de  crédito  que  represente  su  interés 
en  la  sociedad. 

SECCIÓN  SEGUNDA. 

De  las  obligaciones  mutuas  entre  los  socios,  y  modo  de 
resolver  sus  diferencias. 

299.  —  El  régimen  de  las  sociedades  mercantiles  se 
ajustará  á  los  pactos  convenidos  en  la  escritura  del  con- 
trato, y  en  cuanto  por  ella  no  se  haya  prescrito  y  determi- 
nado, alas  disposiciones  siguientes. 

3Ü0.  —  No  cumpliendo  algún  socio  con  poner  en  la 
masa  común  en  el  plazo  convenido  la  porción  de  capital  á 
que  se  hubiere  empeñado  en  el  contrato  de  sociedad,  tiene 
la  compañía  opción  entre  proceder  ejecutivamente  contra 
sus  bienes  para  hacer  efectiva  la  porción  de  capital  que 
haya  dejado  de  entregar,  ó  rescindir  el  contrato  en  cuanto 
al  socio  omiso,  reteniendo  los  intereses  que  tenga  en  la 
masa  social  en  la  forma  que  se  establece  en  el  artículo  327. 

301.  —  Cuando  el  capital  ó  la  parte  de  él  que  un  socio 
haya  de  poner  consista  en  efectos,  se  hará  su  valuación  en 
la  forma  que  esté  prevenida  en  el  contrato  de  sociedad,  ó 
en  defecto  de  pacto  especial  sobre  ello,  se  hará  por  peritos 
que  nombren  ambas  parles  según  los  precios  de  la  plaza, 
corriendo  sus  aumentos  ó  disminuciones  ulteriores  por 
cuenta  de  la  compañía. 

302.  —  Entregando  un  socio  á  la  compañía  algunos 
créditos  en  descargo  del  capital  que  debiere  poner  en  ella, 
no  se  le  abonarán  en  cuenta  hasta  que  se  hayan  cobrado; 
y  si  no  fuesen  efectivos,  después  de  hecha  ejecución  en 
los  bieues  del  deudor,  ó  si  el  socio  no  conviniere  en  ha- 
cerla, estará  obligado  á  responder  sin  demora  del  importe 
de  dichos  créditos  hasta  cubrir  la  parte  del  capital  de  su 
empeño. 
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303.  —  Todo  socio  que  por  cualquiera  causa  retarde  la 
entrega  total  de  su  capital  mas  allá  del  término  que  se  hu- 
biere prefijado  en  el  contrato  de  sociedad,  ó  en  el  caso  de 
no  haberse  prefijado,  desde  luego  que  se  estableció  la  caja, 
deberá  abonar  á  la  masa  común  el  interés  corriente  del 
dinero  que  hubiere  dejado  de  entregar  á  su  debido  tiempo. 

304.  —  Cuando  en  las  compañías  colectivas  no  se  hu- 
biere limitado  por  nn  pacto  especial  la  administración  de  la 
compañía  á  algunos  de  los  socios,  inhibiendo  de  ella  á  los 
demás,  tendrán  todos  la  misma  facultad  de  concurrir  al 
manejo  y  régimen  de  los  negocios  comunes,  y  se  pondrán 
de  acuerdo  los  socios  presentes  para  todo  contrato  ú  obli- 
gación que  interese  á  la  sociedad. 

305.  —  Contra  la  voluntad  de  uno  de  los  socios  admi- 
nistradores, que  expresamente  lo  contradiga,  no  debe  con- 
traerse ninguna  obligación  nueva  ;  pero  si  esto  no  obstante 
llegare  á  contraerse,  no  se  anulará  por  esta  razón,  y  sur- 
tirá sus  efectos,  sin  perjuicio  de  que  el  socio  que  la  contrajo 
responda  á  la  masa  social  del  perjuicio  que  de  ello  se  ie 
siga. 

306.  —  Habiendo  socios  que  especialmente  estén  encar- 
gados de  la  administración,  no  podrán  los  que  no  tengan 
esta  autorización  contradecir  ni  entorpecer  las  gestiones  de 
aquellos,  ni  impedir  sus  efectos. 

307.  —  Cuando  la  facultad  privativa  de  administrar  y 
de  usar  de  la  firma  de  la  compañía  haya  sido  conferida 
en  condición  expresa  del  contrato  social,  no  se  puede  pri- 
var de  ella  al  que  la  obtuvo;  pero  si  este  usare  mal  de  esta 
facultad,  y  de  sus  gestiones  resultare  perjuicio  manifiesto 
á  la  masa  común,  podrán  los  demás  socios  nombrarle  un 
co-administrador  que  intervenga  en  todas  las  operaciones, 
ó  promover  la  rescision  del  contrato  ante  el  tribunal  com- 
petente. 

308.  —  Todo  socio,  sea  ó  no  administrador,  tiene  dere- 
cho en  las  compañías  colectivas.de  examinar  el  estado  de 
la  administración  y  contabilidad  de  ellas,  y  de  hacer  las 
reclamaciones  que  creyere  convenientes  al  interés  común, 
con  arreglo  á  los  pactos  hechos  en  la  escritura  de  sociedad, 
ó  á  las  disposiciones  generales  de  derecho. 

309.  —  En  las  compañías  en  comandita  y  en  las  anóni- 
mas no  pueden  los  socios  comanditarios  ni  los  accionistas 
hacer  examen  ni  investigación  alguna  sobre  la  administra- 
ción social,  sino  en  las  épocas  y  bajo  la  forma  que  prescri- 
ban los  contratos  y  reglamentos  de  la  compañía. 

310.  —  En  especie  alguna  de  sociedad  mercantil  puede 
rehusarse  á  los  socios  el  examen  de  todos  los  documentos 
comprobantes  de  los  balances  que  se  formen,  para  mani- 
festar el  estado  de  la  administración  social. 

En  las  sociedades  establecidas  por  acciones  podrá  hacerse 
derogación  á  esta  regla  general  por  pacto  establecido  en  el 
contrato  de  sociedad,  ó  por  disposición  de  sus  reglamentos 
aprobados  que  determinen  el  modo  particular  de  hacer  este 
examen,  sujetando  á  su  resultado  la  masa  general  de  accio- 
nistas. 

311.  —  Las  negociaciones  hechas  por  los  socios  en 
nombre  propio  y  con  sus  fondos  particulares,  no  se  comu- 
nican á  la  compañía,  ni  la  constituyen  en  responsabilidad 
alguna,  siendo  de  la  clase  de  aquellas  que  los  socios  pue- 
den hacer  lícitamente  por  su  cuenta  particular. 

312.  —  No  pueden  los  socios  aplicar  los  fondos  derlá 
compañía,  ni  usar  de  la  firma  social  para  negocios  por 
cuenta  propia;  y  en  el  caso  de  hacerlo,  perderán  en  bene- 
ficio de  la  compañía  la  parte  de  ganancias  que  les  pueda 
corresponder  en  ella,  y  podrá  tener  lugar  la  rescision  del 
contrato  social  en  cuanto  á  ellos,  sin  perjuicio  del  reinte- 
gro de  los  fondos  de  que  hubieren  hecho  uso,  y  de  indem- 


nizar además  todos  los  perjuicios  qué  á  la  sociedad  se  ha- 
yan seguido. 

313.  —  En  Jas  sociedades  colectivas  que  no  tengan  gé- 
nero de  comercio  determinado,  no  podrán  sus  individuos 
hacer  operaciones  por  su  cuenta,  sin  que  preceda  consen- 
timiento de  la  sociedad ,  la  cual  no  podrá  negarlo  sin 
acreditar  que  de  ello  le  resulta  un  perjuicio  efectivo  y  ma- 
nifiesto. 

Los  socios  que  contravengan  á  esta  disposición,  aporta- 
rán al  acervo  común  el  beneficio  que  les  resulte  de  estas 
operaciones,  y  sufrirán  individualmente  las  pérdidas,  si  las 
hubiere. 

314.  —  Cuando  la  sociedad  tenga  determinado  en  9B 
contrato  de  erección  el  género  de  comercio  en  que  haya 
de  operar,  cesa  la  disposición  del  artículo  anterior,  y  po- 
dran los  socios  hacer  lícitamente  por  su  cuenta  toda  ope- 
ración mercantil  que  les  acomode,  con  tal  que  no  perte- 
nezca á  la  especie  de  negocios  en  que  se  ocupa  la  compañía 
de  que  son  miembros,  y  que  no  exista  pacto  especial  que 
lo  estorbe. 

315.  —  En  la  voz  genérica  de  comercio  que  adoptan 
algunas  sociedades  para  determinar  el  objeto  de  su  erec- 
ción, no  se  entienden  comprendidas  las  manufacturas,  ni 
se  entenderá  con  respecto  á  ellas  la  disposición  del  artí- 
culo 3i3. 

316.  —  El  socio  industrial  no  puede  ocuparse  en  nego- 
ciación de  especie  alguna,  á  menos  que  la  sociedad  no  se 
lo  permita  expresamente;  y  en  caso  de  verificarlo,  quedará 
á  arbitrio  de  los  socios  capitalistas  excluirlo  de  la  compa- 
ñía, privándole  de  los  beneficios  que  le  correspondiesen 
en  ella,  ó  aprovecharse  de  los  que  haya  granjeado  en  las 
negociaciones  hechas  en  fraude  de  esta  disposición. 

317.  —  Ningún  socio  puede  segregar  ni  distraer  del 
acervo  común  mas  cantidad  que  la  que  se  hubiere  desig- 
nado á  cada  uno  en  las  sociedades  colectivas  ó  en  coman- 
dita para  sus  gastos  particulares;  y  si  lo  hiciere,  podrá 
ser  compelido  á  su  reintegro,  como  si  no  hubiese  comple- 
tado la  porción  de  capital  que  se  obligó  á  poner  en  Ja  so- 
ciedad, ó  en  su  defecto  será  lícito  á  los  demás  socios  reti- 
rar una  cantidad  proporcional,  según  el  interés  que  tengan 
en  la  masa  común. 

318.  —  No  habiéndose  determinado  en  el  contrato  de. 
sociedad  la  parte  que  cada  socio  deberá  llevar  en  las  ga- 
nancias, se  dividirán  estas  á  prorala  de  la  porción  de  in- 
terés que  cada  cual  tenga  en  la  compañía,  entrando  en  la 
distribución  los  socios  industriales,  si  los  hubiere,  en  la 
clase  del  socio  capitalista  que  téngala  parte  mas  módica. 

319.  —  Las  pérdidas  se  repartirán  en  la  misma  propor- 
ción entre  los  sotios  capitalistas,  sin  incluir  en  el  reparti- 
miento á  los  industriales,  á  menos  que  por  pacto  expreso 
se  hubieren  estos  constituido  partícipes  en  ellas. 

32#.  —  Cualquiera  daño  ocurrido  en  los  intereses  de  la 
compañía  por  dolo,  abuso  de  facultades  ó  negligencia 
grave  de  uno  de  los  socios,  constituirá  á  su  autor  en  la 
obligación  de  indemnizarlo,  si  los  demás  socios  lo  exigie- 
ren, con  tal  que  no  pueda  deducirse  por  acto  alguno  su 
aprobación  ó  ratificación  expresa  ó  virtual  del  hecho  sobre 
que  se  funde  la  reclamación. 

321.  —  La  compañía  debe  abonar  álos  socios  los  gastos 
que  expendieren  en  evacuar  los  negocios  de  ella,  é  indem- 
nizarles de  los  perjuicios  que  les  sobrevinieren  por  ocasión 
inmediata  y  directa  de  los  mismos  negocios  ?  pero  no  los 
que  puedan  haber  recibido  mientras  se  ocupaban  en  de- 
sempeñarlos, por  culpa  suya  ó  caso  fortuito,  ú  otra  causa 
independiente  de  aquellos. 

322.  —  Ningún  socio  puede  trasmitir  á  otra  persona 
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cl  interés  que  tenga  en  la  sociedad,  ni  sustituirla  en  su 
Jugar  para  que  desempeñe  los  oficios  que  á  él  le  tocaren 
en  la  administración  social,  sin  que  preceda  tanto  para  lo 
uno  como  para  lo  otro  el  consentimiento  de  los  socios. 

323.  —  Toda  diferencia  entre  los  socios  se  decidirá  por 
Jueces  arbitros,  hayase  ó  no  estipulado  así  en  el  contrato  de 
Sociedad. 

324.  —  Las  partes  interesadas  los  nombrarán  en  el  tér- 
mino que  se  haya  prefijado  en  la  escritura,  y  en  su  de- 
fecto en  el  que  les  señale  el  tribunal  que  conozca  de  las 
causas  mercantiles  en  aquel  territorio.  No  haciendo  el 
nombramiento  dentro  del  término  señalado,  sin  necesidad 
de  próroga  alguna,  se  hará  de  oficio  por  la  autoridad  ju- 
dicial en  las  personas  que  á  su  juicio  sean  peritas  é  impar- 
tiales para  entender  en  el  negocio  que  se  dispute. 

325.  —  Los  jueces  arbitros  procederán  con  arreglo  á  lo 
que  se  prescribe  en  el  artículo  1219  sobre  el  orden  de  en- 
juiciar en  las  causas  de  comercio. 

SECCIÓN  TERCERA. 
Del  término  y  liquidación  de  las  compañías  de  comercio. 

326.  —  Puede  rescindirse  el  contrato  de  compañía  mer- 
cantil parcialmente: 

1.°  Cuando  un  socio  usa  de  los  capitales  comunes  y 
de  la  firma  social  para  negocios  por  cuenta  propia; 

2.°  Introduciéndose  á  ejercer  funciones  administrativas 
de  la  compañía  el  socio  á  quien  no  competa  hacerlas  se- 
gún los  pactos  del  contrato  de  sociedad  ; 

3.°  Si  algún  socio  administrador  cometiere  fraude  en  la 
administración  ó  contabilidad  de  la  compañía  ; 

4.°  Dejando  de  poner  en  la  caja  común  de  la  sociedad 
el  capital  que  cada  uno  estipuló  en  el  contrato  de  sociedad, 
después  de  haber  sido  requerido  para  verificarlo  ; 

5."  Ejecutando  un  socio  por  su  cuenta  operaciones  de 
comercio  que  no  le  sean  lícitas  con  arreglo  á  las  disposi- 
ciones de  los  artículos  312,  313,  314,  315  y  316; 

6."  Ausentándose  un  socio  que  estuviere  obligado  aprestar 
oficios  personales  en  la  sociedad,  si  habiendo  sido  reque- 
rido para  regresar  y  desempeñar  sus  deberes,  no  lo  verifi- 
case, ó  acreditare  en  su  defecto  una  causa  justa  que  le 
impediese  hacerlo  temporalmente. 

327.  El  efecto  de  la  rescision  parcial  de  la  compañía  es 
la  ineficacia  del  contrato  con  respecto  al  socio  culpahle, 
que  se  considerará  excluido  de  ella,  exigiéndole  la  parte 
de  pérdida  que  pueda  corresponderle,  si  la  hubiere  ha- 
bido, y  quedando  autorizada  la  sociedad  á  retener,  sin 
darle  participación  en  las  ganancias  ni  indemnización 
alguna,  los  intereses  que  puedan  tocar  á  aquel  en  la  masa 
social,  hasta  que  estén  evacuarlas  y  liquidadas  todas  las  ope- 
raciones que  se  hallen  pendientes  al  tiempo  de  la  rescision. 

Además  tendrán  lugar  en  cada  caso  parlicular  las  dis- 
posiciones penales  prescritas  en  sus  respectivos  lugares. 

328.  —  Mientras  no  se  haga  el  asiento  en  el  registro 
públiro  de  la  rescision  parcial  del  contrato  de  sociedad,  y 
se  verifique  su  publicación,  según  se  prescribe  en  el  artí- 
culo 31,  subsistirá  la  responsabilidad  del  socio  cesante 
mancomunadamente  con  la  sociedad  en  todos  los  actos  y 
obligaciones  que  se  practiquen  en  nombre  y  por  cuenta  de 
esta. 

329.  —  Las  compañías  mercantiles  =c  disuelven  total- 
mente por  las  causas  siguientes  : 

1.a  Cumplido  el  término  prefijado  en  el  contrato  d( 
sociedad,  ó  acabada  la  empresa  que  fué  objeto  especial  do 
su  formación; 


2.a  Por  la  pérdida  entera  del  capital  social; 

3.a  Por  la  muerte  de  uno  de  los  socios,  si  no  contiene 
la  escritura  social  pacto  expreso  para  que  continúen  en  la 
sociedad  los  herederos  del  socio  difunto,  ó  que  esta  subsista 
entre  los  socios  sobrevivientes  ; 

4.a  Por  la  demencia  ú  otra  causa  que  produzca  la  in- 
habilitación de  un  socio  para  administrar  sus  bienes; 

5.a  Por  la  quiebra  de  la  sociedad  ó  de  cualquiera  de  sus 
individuos; 

6  a  Por  la  simple  voluntad  de  uno  de  los  socios,  cuando 
la  sociedad  no  tenga  un  plazo,  ó  un  objeto  fijo. 

330.  —  En  las  sociedades  constituidas  por  acciones,  solo 
puede  tener  lugar  su  disolución  por  las  causas  expresadas 
en  los  párrafos  t°.  y  2°.  del  artículo  anterior. 

331 .  —  Las  sociedades  de  comercio  no  se  entienden  pro- 
rogadas  por  la  voluntad  presunta  de  los  socios  después 
que  hubiere  cumplido  el  término  por  el  cual  fueron  con- 
traidas ;  y  si  los  socios  quisieren  continuar  en  compañía, 
la  renovarán  por  un  nuevo  contrato,  sujeto  á  todas  las 
formalidades  prescritas  para  el  establecimiento  de  las  so- 
ciedades. 

332.  —  Cuando  al  tenor  de  lo  establecido  en  el  contrato 
de  sociedad,  no  se  disuelva  esta  por  la  muerte  de  uno 
de  sus  individuos,  sino  que  continúe  entre  los  socios  so- 
brevivientes, participarán  los  herederos  del  difunto,  no 
solo  de  los  resultados  de  las  operaciones  que  estuvieren 
pendientes  al  liempo  del  fallecimiento  de  su  causante, 
sino  también  de  las  que  sean  complementarias  de  aquellas, 
como  consecuencia  inmediata  y  precisa  de  las  mismas. 

333.  —  La  disolución  de  la  sociedad  ilimitada  por  la  vo- 
luntad de  uno  de  sus  individuos,  no  tiene  lugar  hasta 
que  los  demás  socios  la  han  aceptado,  y  estos  podrán  re- 
husarla siempre  que  aparezca  male  fe  en  el  socio  que  la 
proponga. 

Se  entenderá  que  este  obra  con  mala  fe  cuando  á  favor 
de  la  disolución  de  la  sociedad  pretenda  hacer  un  lucro 
particular  que  no  tendría  efecto  subsistiendo  esta. 

334.  — El  socio  que  por  su  voluntad  se  separe  de  la  com- 
pañía, ó  promueva  su  disolución,  no  puede  impedir  que 
se  concluyan  del  modo  mas  conveniente  á  los  intereses 
comunes  las  negociaciones  pendientes,  y  hasta  que  esto 
se  verifique  no  tendrá  lugar  la  division  de  los  bienes  y 
efectos  de  la  compañía. 

335.  —  La  disolución  de  la  sociedad  de  comercio  que 
proceda  de  cualquiera  otra  causa  que  no  sea  la  espiración 
del  término  por  el  cual  se  contrajo,  no  surtirá  efecto  en 
perjuicio  de  tercero,  hasta  que  se  anote  en  el  registro 
mercantil  de  la  provincia,  y  se  publique  en  los  tribunales 
donde  tenga  la  sociedad  su  domicilio  ú  establecimiento 
fijo. 

336.  —  Cuando  la  escritura  de  sociedad  no  haya  esta- 
blecido la  forma  que  ha  de  observarse  en  la  liquidación  y 
division  del  haber  social,  se  seguirán  en  ambas  opera- 
ciones las  reglas  que  prescriben  los  artículos  siguientes 
hasta  el  351. 

337.  —  Desde  el  momento  en  que  la  sociedad  esté  di- 
suelda de  derecho,  cesará  la  representación  de  los  socios 
administradores  para  hacer  nuevos  contratos  y  obliga- 
ciones, y  quedarán  limitadas  sus  facultades  en  calidad  de 
liquidadores  á  percibir  los  créditos  de  la  sociedad,  extin- 
guir las  obligaciones  contraidas  de  antemano,  según  vayan 
venciendo,  y  realizar  las  operaciones  que  se  hallen  pen- 
dientes. 

338.  —  No  habiendo  contradicción  por  parte  de  algún 
socio,  continuarán  encargados  de  la  liquidación losque hu- 
bieren tenido  la  administración  del  caudal  social  ;  pero  sí 
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o  exigiere  cualquiera  socio,  se  nombrarán  á  pluralidad  de 
votos  dos  ó  mas  liquidadores  de  dentro  ó  fuera  de  la  com- 
pañía, para  lo  cual  se  celebrará  sin  dilación  junta  de  todos 
sus  individuos,  convocando  à  ella  á  los  ausentes  con 
tiempo  suficiente  para  que  puedan  concurrir  por  sí,  ó  por 
legítimo  apoderado. 

339.  —  Los  socios  administradores  formarán  en  los 
quince  dias  inmediatos  á  la  disolución  de  la  sociedad  el 
inventario  y  balance  del  caudal  común,  cuyo  resultado 
pondrán  en  conocimiento  de  los  socios. 

Si  omitieren  hacerlo  se  podrá  establecer  á  instancia  de 
cualquiera  socio  una  intervención  sobre  la  gestion  de  los 
administradores,  á  cuya  costa  harán  los  interventores  el 
balance. 

340.  —  En  el  caso  de  nombrarse  otros  liquidadores  que 
no  sean  los  socios  que  hubieren  administrado  la  sociedad, 
se  entregarán  los  nombrados  del  haber  de  esta  por  el  in- 
ventario y  balance  que  se  hubiere  formado,  dando  pre- 
viamente fianzas  idóneas  en  cantidad  que  cubra  el  haber 
que  se  ponga  á  su  disposición. 

341.  —  Cualesquiera  que  sean  los  liquidadores,  estarán 
obligados  á  comunicar  á  cada  socio  mensualmente  un 
estado  de  la  liquidación,  bajo  pena  de  destitución. 

342.  —  Los  liquidadores  son  responsables  á  los  socios 
de  cualquiera  perjuicio  que  resulte  al  haber  común  por 
fraude  ó  negligencia  grave  de  su  parte  en  el  desempeño 
de  su  encargo,  el  cual  no  los  autoriza  para  hacer  tran- 
sacciones ni  compromisos  sobre  los  intereses  sociales,  co- 
mo no  se  les  hubiere  dado  expresamente  esta  facultad 
por  los  socios. 

343.  —  Luego  que  el  estado  de  las  negociaciones  permita 
la  division  del  haber  social,  según  la  calificación  que  hagan 
los  liquidadores  ó  la  junta  de  socios,  que  cualquiera  de 
ellos  podrá  exigir  que  se  celebre  para  este  efecto,  se  pro- 
cederá á  verificarla,  ejecutándose  por  los  mismos  liquida- 
dores dentro  del  término  que  la  junta  prefije. 

344.  —  Hecha  la  division  se  comunicará  á  los  socios, 
quienes  en  el  término  de  quince  dias  se  conformarán  con 
ella,  ó  expondrán  los  agravios  en  que  se  estimen  perjudi- 
cados. 

345.  —  Estas  reclamaciones  se  decidirán  por  jueces 
arbitros  que  nombrarán  las  partes  en  los  ocho  dias  si- 
guientes á  su  presentación,  y  en  defecto  de  hacer  este 
nombramiento,  lo  hará  de  oficio  el  tribunal  competente. 

346.  —  En  las  liquidaciones  de  las  sociedades  de  co- 
mercio en  que  tengan  interés  Jos  menores,  procederán  sus 
tutores  y  curadores  con  plenitud  de  facultades,  como  si 
obrasen  en  negocios  propios,y  serán  válidos  é  irrevocables, 
sin  sujeción  á  beneficio  de  restitución,  todos  los  actos  que 
otorguen  y  consientan  á  nombre  de  sus  pupilos,  sin  per- 
juicio de  la  responsabilidad  que  contraigan  con  respecto 
á  sus  menores  por  haber  obrado  con  dolo  ó  negligencia 
culpable. 

347.  —  Ningún  socio  puede  exigir  la  entrega  del  haber 
que  le  toque  en  la  division  de  la  masa  social,  mientras  no 
estén  extinguidos  todos  los  créditos  pasivos  déla  compañía, 
ó  se  deposite  su  importe,  si  la  entrega  no  se  pudiere  veri- 
ficar de  contado. 

348.  —  Los  socios  que  después  de  haber  puesto  el  capital 
á  que  se  obligaron  según  Ja  escritura  de  sociedad,  hayan 
hecho  préstamos  al  fondo  común,  deberán  ser  satisfechos 
como  acreedores  de  este,  antes  de  hacerse  la  distribución 
efectiva  del  haber  líquido  divisible. 

349.  —  Los  socios  comanditarios  retirarán,  desde  luego 
que  se  haga  la  liquidación,  el  importe  del  capital  que 
pusieron  en  la  sociedad,  siempre  que  resulte  por  el  ba- 


lance caudal  suficiente,  después  de  deducido  dicho  capital, 
para  satisfacer  las  obligaciones  de  la  compañía. 

350.  —  De  las  primeras  distribuciones  que  se  hagan  á 
los  socios,  se  descontarán  las  cantidades  que  hayan  perci- 
bido para  sus  gastos  particulares,  ó  que  bajo  otro  cualquier 
sentido  les  haya  anticipado  la  compañía. 

331.  —  Todo  socio  tiene  derecho  de  promover  la  liqui- 
dación y  division  del  caudal  social,  bajo  las  reglas  que  van 
establecidas  ;  y  de  exigir  de  los  liquidadores  cuantas  noticias 
puedan  interesarles  sobre  el  estado  de  la  liquidación  y  de 
las  operaciones  pendientes  de  la  sociedad. 

352.  —  Los  bienes  particulares  de  los  socios  que  no  se 
incluyeron  en  la  formación  de  la  sociedad,  no  pueden  ser 
ejecutados  para  pago  de  las  obligaciones  que  la  sociedad 
contrajo  en  común,  sino  después  de  haberse  hecho  excur- 
sion en  el  haber  de  esta. 

353.  —  Los  libros  y  papeles  de  la  sociedad  se  conser- 
varán bajo  la  responsabilidad  de  los  liquidadores,  hasta  la 
total  liquidación  de  ella  y  pago  de  todos  los  que  bajo  cual- 
quier título  sean  interesados  en  su  haber. 

SECCIÓN  CUARTA. 
De  la  sociedad  accidental  ó  cuentas  en  ■participación. 

354.  —  Pueden  los  comerciantes,  sin  establecer  compa- 
ñía formal  bajo  las  reglas  que  van  prescritas,  interesarse 
los  unos  en  las  operaciones  de  los  otros,  contribuyendo 
para  ellas  con  la  parte  de  capital  que  convengan,  y  hacién- 
dose partícipes  de  sus  resultados  prósperos  ú  adversos,  bajo 
la  proporción  que  determinen. 

355.  —  Estas  sociedades,  conocidas  con  el  nombre  de 
cuentas  en  participación,  no  están  sujetas  en  su  formación 
á  ninguna  solemnidad  ;  y  pueden  contraerse  privadamente 
por  escrito  ó  de  palabra,  quedando  sujeto  el  socio  que  in- 
tente cualquiera  reclamación  á  justificar  el  contrato  con 
cualquier  género  de  prueba  de  las  que  están  recibidas  en 
derecho  para  acreditar  los  contratos. 

356.  —  En  estas  negociaciones  no  puede  adoptarse  una 
razón  comercial  común  á  todos  los  partícipes,  ni  usarse 
de  mas  crédito  directo  que  el  del  comerciante  que  las  hace 
y  dirige  en  su  nombre  y  bajo  su  responsabilidad  indi- 
vidual. 

357.  —  Los  que  contraten  con  el  comerciante  que  lleve 
el  nombre  en  la  negociación,  solo  tienen  acción  contra  él  y 
no  contra  los  demás  interesados. 

Estos  tampoco  tienen  personalidad  contra  el  tercero  que 
trató  con  el  socio  que  dirige  la  operación  sin  que  este  haga 
una  cesión  formal  de  sus  derechos  en  favor  de  alguno  de 
los  demás  interesados. 

358.  —  La  liquidación  de  estas  compañías  accidentales 
se  hará  por  el  mismo  socio  que  hubiere  dirigido  la  nego- 
ciación, quien  desde  luego  que  esta  se  halle  terminada, 
debe  rendir  las  cuentas  de  sus  resultados,  manifestando  á 
los  interesados  los  documentos  de  su  comprobación. 


TITULO  TERCERO. 

DE   LAS   COMPRAS  Y   VENTAS  MERCANTILES. 
SECCIÓN  PRIMERA. 

Be  la  calificación  de  las  compras  y  venias  mercantiles. 

359.  —  Pertenecen  á  la  clase  de  mercantiles  : 

Las  compras  que  se  hacen  de  cosas  muebles  con  ánimo 


M 


de  adquirir  sobre  ellas  algún  lucro  revendiéndolas,  bien 
sea  en  la  misma  forma  que  se  compraron,  ó  en  otra  dife- 
rcnle,  y  las  reventas  de  estas  mismas  cosas. 

360.  —  No  se  considerarán  mercantiles: 

Las  compras  de  bienes  raices  y  efectos  accesorios  á  estos, 
aunque  sean  muebles; 

Las  de  objetos  destinados  al  consumo  del  comprador,  ó 
de  la  persona  por  cuyo  encargo  se  haga  la  adquisición  ; 

Las  ventas  que  hagan  los  labradores  y  ganaderos  de  los 
frutos  de  sus  cosechas  y  ganados; 

Las  que  hagan  los  propietarios  y  cualquiera  clase  de 
personas  de  los  frutos  ó  efectos  que  perciban  por  razón  de 
renta,  dotación,  salario,  emolumento,  ú  otro  cualquiera 
título  remuneratorio  ó  gratuito; 

Y  finalmente  la  reventa  que  haga  cualquiera  persona 
que  no  profese  habitualmente  el  comercio  del  residuo  de 
los  acopios  que  hizo  para  su  propio  consumo.  Siendo  mayor 
cantidad  la  que  estos  tales  ponen  en  venta  que  la  que 
hayan  consumido,  se  presume  que  obraron  en  la  compra 
con  ánimo  de  vender,  y  se  reputaran  mercantiles  la  com- 
pra y  la  venta. 

SECCIÓN  SEGUNDA. 

De  los  derechos  y  obligaciones  que  nacen  de  las  compras  y 
ventas  mercantiles. 

361 .  —  En  todas  las  compras  que  se  hacen  de  géneros 
que  no  se  tienen  á  la  vista,  ni  pueden  clasificarse  por  una 
calidad  determinada  y  conocidaen  el  comercio,  se  presume 
la  reserva  en  el  comprador  de  examinarlos,  y  rescindir 
libremente  el  contrato,  si  los  géneros  no  le  convinieren. 

La  misma  facultad  tendrá  si  por  condición  expresa  se 
hubiere  reservado  ensayar  el  género  contratado. 

362.  —  Cuando  la  venta  se  hubiere  hecho  sobre  mues- 
tras, ó  determinando  una  calidad  conocida  en  los  usos  del 
comercio,  no  puede  el  comprador  rehusar  el  recibo  de  los 
generes  contratados,  siempre  quesean  conformes  á  las 
mismas  muestras,  ó  á  la  calidad  prefijada  en  el  contrato. 

En  caso  de  resistirse  á  recibirlos  por  falta  de  esta  con- 
formidad, se  reconocerán  los  géneros  por  peritos,  quienes 
ateudidos  los  términos  del  contrato,  y  confrontándolos  con 
las  muestras,  si  se  hubieren  tenido  ala  vista  para  su  cele- 
bración, calificarán  si  los  géneros  son  ó  no  de  recibo. 

En  el  primer  caso  se  declarará  consumada  la  venta,  que- 
dando desde  luego  los  géneros  por  cuenta  del  comprador; 
y  en  el  segundo  se  rescindirá  el  contrato,  sin  perjuicio  de 
las  indemnizaciones  á  que  tenga  derecho  el  comprador  por 
los  pactos  especiales  que  hubiere  hecho  con  el  vendedor,  ó 
por  disposición  de  la  ley. 

363  —  Cuando  el  vendedor  no  entregare  los  efectos 
Tendidos  al  plazo  que  convino  con  el  comprador,  podrá 
este  pedirla  rescision  del  contrato,  ó  exigir  reparación  de 
los  perjuicios  que  se  le  sigan  por  la  tardanza,  aun  cuando 
esta  proceda  de  accidentes  imprevistos. 

364.  —  El  comprador  que  haya  contratado  en  conjunto 
una  cantidad  determinada  de  géneros  sin  hacer  distinción 
de  partes  ó  lotes  con  designación  de  épocas  distintas  para 
su  entrega,  no  puede  ser  obligado  á  recibir  una  porción 
bajo  promesa  de  entregarle  posteriormente  lo  restante  ; 
pero  si  conviniere  espontáneamente  en  ello,  queda  irre- 
vocable y  consumada,  la  venta  en  cuanto  á  los  géneros  que 
recibió,  aun  cuando  el  vendedor  falte  á  entregar  los  demás; 
quedándole  su  derecho  á  salvo  contra  este  para  compe- 
lerle á  cumplir  íntegramente  el  contrato,  ó  indemnizarle 
de  los  perjuicios  que  se  le  irroguen  por  no  hacerlo; 


363.  — ■  Cuando  la  falta  de  entrega  de  los  efectos  ven- 
didos proceda  de  que  hubieren  perecido,  ó  se  hubieren  de- 
teriorado por  accidentes  imprevistos  sin  culpa  del  vendedor, 
cesa  toda  responsabilidad  de  parte  de  este ,  y  el  contrato 
queda  rescindido  de  derecho. 

Si  el  comprador  rehusare  sin  justa  causa  el  recibo  de 
los  efectos  que  compró,  tendrá  también  el  vendedor  la  fa- 
cultad de  pedir  la  rescision  de  la  venta,  ó  de  exigirle  el 
precio,  poniendo  los  efectos  á  disposición  de  la  autoridad 
judicial  para  que  provea  su  depósito  por  cuenta  y  riesgo 
del  comprador. 

El  mismo  depósito  podrá  solicitar  el  vendedor,  siempre 
que  haya  por  parte  del  comprador  demora  en  entregarse 
de  los  géneros  contratados;  y  los  gastos  de  la  traslación  al 
depósito  y  su  conservación  en  él  serán  de  cuenta  del  mismo 
comprador. 

306.  —  Los  daños  y  menoscabos  que  sobrevinieren  en 
las  cosas  vendidas  después  de  haberse  concluido  irrevoca- 
blemente la  venta  en  forma  legal,  y  de  tenerlas  el  vende- 
dor á  disposición  del  comprador  hasta  hacerle  la  entrega 
en  el  lugar  y  tiempo  en  que  por  las  condiciones  del  con- 
trato ó  con  arreglo  á  derecho  se  debiere  verificar,  son  de 
cuenta  del  comprador,  á  menos  que  hayan  ocurrido  por 
fraude  ó  negligencia  del  mismo  vendedor. 

367.  —  Corresponden  al  vendedor  los  daños  que  ocurran 
en  las  cosas  vendidas  y  no  entregadas  al  comprador,  aun- 
que provengan  de  caso  fortuito  : 

1.°  Cuando  la  cosa  vendida  no  sea  un  objeto  cierto  y 
determinado  con  marcas  y  señales  distintivas  de  su  iden- 
tidad que  eviten  su  confusion  con  otras  del  mismo  gé- 
nero ; 

2.°  Cuando  por  pacto  expreso  del  contrato,  por  uso  del 
comercio  según  la  naturaleza  de  la  cosa  vendida,  ó  por 
disposición  de  la  ley,  competa  al  comprador  la  facultad  de 
visitarla  y  examinarla,  y  darse  por  contento  de  ella  antes 
que  se  tenga  por  conclusa  é  irrevocable  la  compra; 

3."  Si  los  efectos  vendidos  se  hubieren  de  entregar  por 
número,  peso  ó  medida; 

4.°  Si  la  venta  se  hubiere  hecho  á  condición  de  no  hacer 
la  entrega  hasta  un  plazo  determinado,  ó  hasta  que  la  cosa 
estuviera  en  estado  de  entregarse  con  arreglo  á  las  estipu- 
laciones de  la  venta. 

368.  —  Siempre  que  los  efectos  vendidos  perezcan  ó  se 
deterioren  á  cargo  del  vendedor,  según  las  disposiciones  del 
artículo  precedente ,  devolverá  al  comprador  la  parte  del 
precio  que  este  le  hubiere  anticipado. 

369.  —  El  vendedor  que  después  de  hecha  la  venta  alte- 
rase la  cosa  vendida,  ó  la  enajenase  y  entregase  á  otro  sin 
haberse  antes  rescindido  el  contrato,  entregará  al  compra- 
dor en  el  acto  de  reclamarla  otra  equivalente  en  especie, 
calidad  y  cantidad,  ó  en  su  defecto  le  abonará  todo  el  va- 
lor que  á  juicio  de  arbitros  se  considere,  al  objeto  vendido, 
con  relación  al  uso  que  el  comprador  se  propusiera  hacer 
de  él,  y  al  lucro  que  le  pudiera  proporcionar,  rebajándose 
el  precio  de  la  venta,  si  no  lo  hubiere  percibido. 

370.  _  Después  de  recibidos  por  el  comprador  los  gé- 
neros que  le  fueron  vendidos,  no  será  oído  sobre  vicio  ó 
delecto  en  su  calidad,  ni  sobre  falta  en  la  cantidad,  siem- 
pre que  al  tiempo  de  recibirlos  los  hubiese  examinado  á 
su  contento,  y  se  le  hubiesen  entregado  por  número,  peso 
ó  medida:  pero  cuando  los  géneros  se  entregaren  en  lar- 
dos ó  bajo  cubiertas  que  impidan  visitarlos  y  reconocerlos, 
podrá  el  comprador  en  los  ocho  dias  siguientes  á  su  en- 
trega reclamar  cualquiera  perjuicio  que  haya  sufrido, 
tanto  por  falta  en  la  cantidad,  como  por  vicio  en  la  cali- 
dad, acreditando  en  el  primer  caso  que  los  cabos  están 


irtfactos,  y  en  cl  segundo  que  las  averías  ó  defectos  que 
reclamare  son  de  tal  especie  que  no  han  podido  ocurrir  en 
su  almacén  por  caso  fortuito,  ni  causarse  fraudulentamente 
á  los  géneros  sin  que  se  conociera. 

El  vendedor  puede  siempre  exigir  en  el  acto  de  la  en- 
trega que  se  haga  el  reconocimiento  íntegro  en  calidad  y 
cantidad  de  los  géneros  que  el  comprador  reciba  ;  y  en 
este  caso  no  hahrá  lugar  à  dicha  reclamación  después  de 
entregados. 

37 1.  — Las  resultas  de  los  vicios  internos  de  la  cosa 
vendida  que  no  pudieren  apercibirse  por  el  reconocimiento 
que  se  haga  al  tiempo  de  la  entrega,  recaerán  en  el  ven- 
dedor durante  los  seis  meses  siguientes  á  aquella,  pasados 
los  cuales  queda  libre  de  toda  responsabilidad. 

372.  —  Cuando  los  contratantes  no  hubieren  estipulado 
plazo  para  la  entrega  de  los  géneros  vendidos  y  el  pago  de 
su  precio,  estará  obligado  el  vendedor  á  tener  á  disposi- 
ción del  comprador  los  efectos  que  le  vendió  dentro  de  las 
■viente  y  cuatro  horas  siguientes  al  contrato. 

El  comprador  gozará  del  término  de  diez  dias  para  pagar 
el  precio  de  los  géneros  ;  pero  no  podrá  exigir  su  entrega 
sin  dar  al  vendedor  el  precio  en  el  acto  de  hacérsela. 

373.  —  Los  gastos  de  la  entrega  de  los  géneros  en  las 
ventas  de  comercio  hasta  ponerlos  pesados  y  medidos  á  la 
disposición  del  comprador,  son  de  cargo  del  vendedor. 

Los  de  su  recibo  y  extracción  fuera  del  lugar  de  la  en- 
trega son  de  cuenta  del  comprador,  salvas  en  uno  como  en 
otro  caso  las  estipulaciones  hechas  expresamente  por  los 
contratantes. 

374.  —  Desde  que  el  vendedor  pone  la  cosa  vendida  á 
disposición  del  comprador,  y  este  se  da  por  satisfecho  de 
su  calidad,  tiene  este  la  obligación  de  pagar  el  precio  al 
contado,  ó  al  término  estipulado;  y  el  vendedor  se  cons- 
tituye depositario  de  los  efectos  que  vendió ,  y  queda 
obligado  á  su  custodia  y  conservación  bajo  las  leyes  del 
depósito. 

37o.  — La  demora  en  el  pago  del  precio  de  la  cosa 
comprada  desde  que  deba  este  verificarse,  según  los  tér- 
minos del  contrato,  constituye  al  comprador  en  obligación 
de  pagar  el  rédito  legal  de  la  cantidad  que  adeude  al 
vendedor. 

376.  —  Mientras  los  géneros  vendidos  estén  en  poder 
del  vendedor,  aunque  sea  por  via  de  depósito,  tiene  este 
preferencia  sobre  ellos  á  cualquiera  otro  acreedor  del 
comprador  por  el  importe  de  su  precio  é  intereses  de  la 
demora  en  su  pago. 

377.  —  ¡Ningún  vendedor  puede  rehusar  al  comprador 
una  factura  de  los  géneros  que  le  haya  vendido  y  entre- 
gado con  el  recibo  á  su  pié  del  precio,  ó  de  la  parte  de 
este  que  hubiere  recibido. 

378.  —  Las  ventas  mercantiles  no  se  rescinden  por  le- 
sión enorme  ni  enormísima,  y  solo  tiene  lugar  la  repeti- 
ción de  daños  y  perjuicios  contra  el  contratante  que  proce- 
diere con  dolo  en  el  contrato  ó  en  su  cumplimiento. 

379.  —  Las  cantidades  que  con  el  nombre  de  señal  ó 
anas  se  suelen  entregar  en  las  ventas  mercantiles,  se  en- 
tienden siempre  como  pago  á  cuenta  del  precio  en  signo 
de  ratificación  del  contrato,  y  no  de  condición  suspensiva 
para  que  los  contrayentes  puedan  retractarse  de  él,  per- 
diendo las  arras. 

Cuando  el  vendedor  y  comprador  convengan  en  que  me- 
diante la  pérdida  de  estas  les  sea  lícito  dejar  de  cumplir 
lo  contratado,  lo  expresarán  así  por  condición  especial  del 
contrato. 

380.  —  En  toda  venia  mercantil  queda  obligado  de  evie- 
cion  el  vendedor  en  favor  del  comprador,  aun  cuando  no 


se  hubiere  expresado  en  el  contrato,  como  no  se  haya  pac- 
lado  lo  contrario. 

En  virtud  de  esta  obligación,  si  el  comprador  fuere  in- 
quietado sobre  la  propiedad  y  tenencia  de  la  cosa  vendida, 
el  vendedor  saneará  la  venta,  defendiendo  á  su  costa  la 
legitimidad  de  esta;  y  en  caso  de  sucumbir,  devolverá  al 
comprador  el  precio  recibido,  y  le  abonará  los  gastos  que 
haya  expendido. 

También  habrá  lugar  á  la  repetición  de  daños  y  perjui- 
cios cuando  se  pruebe  al  vendedor  que  procedió  con  mala 
fe  en  la  venta. 

381.  — El  comprador  que  no  haga  citar  de  eviccion  á 
su  vendedor  en  el  caso  de  movérsele  pleito  sobre  las 
cosas  que  le  vendió ,  pierde  todos  los  efectos  de  aquella 
garantía. 

SECCIÓN  TERCERA. 
De  la  venta  de  créditos  no  endosables. 

382.  —  Las  ventas  de  créditos  no  endosables  son  inefi- 
caces en  cuanto  al  deudor  hasta  que  le  sean  notificadas  en 
forma,  ó  este  las  consienta  extrajudicialmente,  renovando 
su  obligación  en  favor  del  cesionario. 

383.  —  Cualquiera  de  ambas  diligencias  liga  al  deudor 
con  el  neuvo  acreedor,  y  le  impide  que  pague  legalmente 
cantidad  alguna  á  otra  persona  que  no  sea  este. 

384.  —  En  la  venta  de  créditos  no  endosables  solo  res- 
ponde el  cedenle  de  la  legitimidad  del  crédito  y  de  la  per- 
sonalidad con  que  hizo  la  cesión  ;  pero  no  de  la  solvabilidad 
del  deudor,  á  menos  que  no  se  haya  hecho  estipulación 
expresa  en  contrario. 

385.  — Todo  deudor  de  un  crédito  litigioso  puede  tan- 
tear la  cesión  de  este  por  el  mismo  precio  y  condiciones 
con  que  esta  se  hizo  dentro  de  un  mes  siguiente  á  la  noti- 
ficación que  se  le  haga  de  la  cesión. 

Esta  facilitad  no  tiene  lugar  cuando  la  cesión  recaiga  en 
un  coheredero  ó  comunero  de  la  cosa,  ó  en  un  acreedor 
del  cedente  por  pago  de  su  crédito. 


TITULO  CUARTO. 

DE   LAS   PERMUTAS. 

386.  —Las  permutas  mercantiles  se  califican  y  se  rigen 
por  las  mismas  reglas  que  van  prescritas  sobre  las  compras 
y  ventas  en  cuanto  estas  sean  aplicables  á  las  circunstan- 
cias especiales  de  este  género  de  contratos. 


TITULO  QUINTO. 

BE  LOS   PRÉSTAMOS  Y  DE   LOS   RÉDITOS  DE  LAS    COSAS 
PRESTADAS. 

387.  —  Para  que  los  préstamos  se  tengan  por  mercan- 
tiles es  necesario  : 

1 ."  Que  versen  entre  personas  calificadas  de  comercian- 
íes,  con  arreglo  al  artículo  primero  de  este  Código,  ó  que 
al  menos  el  deudor  tenga  esta  calidad; 

2°.  Que  se  contraigan  en  el  concepto  y  con  expresión  de 
que  las  cosas  prestadas  se  destinan  á  actos  de  comercio,  y 
no  para  necesidades  ajenas  de  este. 


—  2b  — 


Faltando  cualquiera  de  estas  dos  condiciones  se  conside- 
rarán como  prestamos  comunes,  y  se  regirán  por  las  leyes 
comunes  del  reino. 

388.  —  Los  comerciantes  que  retarden  el  pago  de  sus 
deudas  después  de  cumplidos  los  plazos  estipulados  con 
sus  prestadores,  quedan  obligados  á  pagar  el  rédito  cor- 
riente que  corresponda  al  importe  de  aquellos  desde  el 
dia  en  que  conste  en  forma  auténtica  que  fueron  interpe- 
lados al  pago,  bien  en  virtud  de  providencia  judicial,  ó 
simplemente  por  requerimiento  extrajudicial  que  les  haga 
el  acreedor  por  ante  un  escribano  público  ó  real. 

389.  —  Consistiendo  los  préstamos  en  especies,  se  gra- 
duará su  valor  para  hacer  el  cómputo  del  rédito  que  haya 
de  satisfacer  el  deudor  en  el  caso  de  esta  disposición,  por 
los  precios  mercuriales,  que  en  el  dia  en  que  venciere  la 
ohligacion  del  préstamo  tengan  las  especies  prestadas  en 
el  lugar  donde  debia  hacerse  su  devolución. 

390.  —  Los  préstamos  hechos  por  tiempo  indeterminado 
no  pueden  exigirse  sin  prevenir  al  deudor  la  restitución 
con  treinta  dias  de  anticipación. 

391.  —  Cuando  no  resulte  bien  determinado  éntrelas 
partes  el  plazo  del  préstamo,  lo  fijará  el  tribunal  pruden- 
cialmente  con  arreglo  á  las  circunstancias  del  prestador  y 
prestamista,  y  á  los  términos  en  que  se  contrató  el  prés- 
tamo. 

392.  —  En  los  préstamos  hechos  en  dinero  por  una  can- 
tidad determinada,  cumple  el  deudor  con  devolver  igual 
cantidad  numérica  con  arreglo  al  valor  nominal  que  tenga 
la  moneda  cuando  se  haga  la  devolución. 

Pero  si  el  préstamo  se  hubiere  contraído  sobre  monedas 
específicamente  determinadas  con  condición  de  devolverlo 
en  otras  de  la  misma  especie,  se  cumplirá  así  por  el  deu- 
dor, aun  cuando  sobrevenga  alteración  en  el  valor  nomi- 
nal de  las  monedas  que  recibió. 

393.  — Los  réditos  de  los  préstamos  entre  comerciantes 
se  pactarán  siempre  en  cantidades  determinadas  de  dinero, 
aun  cuando  el  préstamo  consista  en  efectos  ó  géneros  de 
comercio. 

394.  —  Los  préstamos  no  causan  obligación  en  el  deudor 
de  pagar  réditos  de  las  cosas  prestadas ,  si  expresamente 
no  se  pactan  por  escrito. 

Toda  estipulación  sobre  réditos  hecha  verbalmente,  será 
ineficaz  en  juicio. 

395.  —  Si  el  deudor  pagare  voluntariamente  réditos  del 
préstamo  sin  haberlos  estipulado,  se  tendrá  este  pago  por 
remuneración  de  gratitud,  y  no  podrá  pedirse  su  restitu- 
ción, sino  en  cuanto  hayan  excedido  la  lasa  legal. 

396.  —  El  pacto  hecho  sobre  pago  de  réditos  del  prés- 
tamo durante  el  plazo  prefijado  para  que  el  deudor  goce 
de  la  cosa  prestada,  se  entiende  prorogado  después  de 
trascurrido  aquel  por  el  tiempo  que  se  demore  la  devolu- 
ción del  capital. 

397.  —  En  los  casos  en  que  por  disposición  legal  está 
obligado  el  deudor  á  pagar  al  acreedor  réditos  de  los  va- 
lores que  tiene  en  su  poder,  serán  estos  réditos  de  un  seis 
por  ciento  al  año  sobre  la  capitalidad  de  la  deuda. 

398.  —  El  rédito  convencional  que  los  comerciantes  es- 
tablezcan en  sus  préstamos,  no  podrá  exceder  del  mismo 
seis  por  ciento. 

399.  —  La  fijación  del  rédito,  tanto  legal  como  conven- 
cional, que  se  hace  en  los  dos  artículos  precedentes,  se 
entiende  provisional,  y  queda  sujeta  á  las  reformas  que 
se  hagan  por  ley  expresa,  y  no  por  costumbre  ni  de  otro 
modo  alguno,  con  arreglo  á  las  vicisitudes  de  las  causas 
que  influyen  en  el  valor  relativo  de  la  moneda. 

¿00.  —Los  descuentos  de  las  letras  de  cambio,  pagarés 


á  la  orden  y  demás  valores  de  comercio  endosables,  no 
están  sujetos  á  la  tasa  del  seis  por  ciento;  y  las  partes  los 
contratarán  con  entera  libertad  á  precios  convencionales. 

401.  —  No  se  debe  rédito  de  réditos  devengados  en  los 
préstamos  mercantiles,  ni  en  otra  especie  de  deuda  co- 
mercial, mientras  que  hecha  liquidación  de  estos  no  se  in- 
cluyen en  un  nuevo  contrato,  como  aumento  de  capital;  ó 
que ,  bien  de  común  acuerdo,  ó  bien  por  una  declaración 
judicial,  se  fija  el  saldo  de  cuentas,  incluyendo  en  él  los 
réditos  devengados  hasta  entonces;  lo  cual  no  podrá  tener 
lugar,  sino  cuando  las  obligaciones  de  que  procedan  estén 
vencidas,  y  sean  exigibles  de  contado. 

402.  —  Después  de  intentada  la  demanda  judicial  contra 
el  deudor  por  el  capital  y  réditos,  no  puede  hacerse  acu- 
mulación de  los  que  se  vayan  devengando  para  formar  un 
aumento  de  capital  que  produzca  réditos. 

403.  —  Siempre  que  un  acreedor  haya  dado  documento 
de  recibo  á  su  deudor  por  la  totalidad  del  capital  de  la 
deuda,  sin  reservarse  expresamente  la  reclamación  de  ré- 
ditos, se  tendrán  estos  por  condenados. 


TITULO  SEXTO. 

DB   LOS   DEPÓSITOS   MERCANTILES. 

404.  —  El  depósito  no  se  califica  mercantil,  ni  está  su- 
jeto á  las  reglas  especiales  de  los  de  esta  clase,  si  no  reúne 
las  circunstancias  siguientes  : 

1.a  Que  el  depositante  y  el  depositario  tengan  la  calidad 
de  comerciantes; 

2.a  Que  las  cosas  depositadas  sean  objetos  del  comercio  ; 

3.a  Que  se  haga  el  depósito  á  consecuencia  de  una  ope- 
ración mercantil. 

405.  —  El  depósito  mercantil  da  derecho  al  depositario 
á  exigir  una  retribución,  cuya  cuota  será  la  que  hayan 
convenido  las  partes,  ó  en  su  defecto  la  que  tengan  esta- 
blecida los  aranceles,  ó  el  uso  de  cada  plaza. 

406.  —  El  depósito  se  confiere  y  se  acepta  en  los  mis- 
mos términos  que  la  comisión  ordinaria  del  comercio. 

407.  —  Las  obligaciones  respectivas  del  depositante  y 
del  depositario  de  efectos  de  comercio  son  las  mismas  que 
se  prescriben  con  respecto  á  los  comitentes  y  comisionistas 
en  la  sección  segunda  del  título  tercero,  libro  primero  de 
este  Código. 

408.  —  El  depositario  de  una  cantidad  de  dinero  no 
puede  usar  de  ella,  y  si  lo  hiciere  quedan  á  su  cargo  todos 
los  perjuicios  que  ocurran  en  la  cantidad  depositada,  y 
satisfará  al  depositante  el  rédito  legal  de  su  importe. 

409.  —  Si  el  depósito  de  dinero  se  constituyere  con  ex- 
presión de  las  monedas  que  se  entregan  al  depositario, 
correrán  por  cuenta  del  depositante  los  aumentos  ó  bajas 
que  sobrevengan  en  su  valor  nominal. 

410.  —  Consistiendo  el  depósito  en  documentos  de  cré- 
dito que  devengan  réditos,  estará  á  cargo  del  depositario 
su  cobranza,  así  como  también  evacuarlas  diligencias  que 
sean  necesarias  para  conservarles  su  valor  y  efectos  Je- 
gales. 

411.  —  Los  depósitos  que  se  hacen  en  los  bancos  pú- 
blicos de  comercio  que  tengan  mi  soberana  autorización, 
se  rigen  por  las  disposiciones  particulares  de  sus  estatutos, 
aprobados  por  mí,  y  en  cuanto  en  ellos  no  se  halle  espe- 
cialmente determinado  por  las  leyes  de  este  Código* 


—  27 


TITULO  SÉPTIMO. 

DE  LOS  AFIANZAMIENTOS  MERCANTILES. 

412.  —  Para  que  un  afianzamiento  se  considere  mer- 
cantil, no  es  necesario  que  el  fiador  sea  comerciante, 
siempre  que  lo  sean  los  principales  contrayentes,  y  que  la 
fianza  tenga  por  objeto  asegurar  el  cumplimiento  de  un 
contrato  mercantil. 

4 1 3.  —  El  afianzamiento  mercantil  se  ha  de  contraer 
necesariamente  por  escrito,  sin  lo  cual  será  de  ningún  va- 
lor y  efecto. 

414.  —  Mediando  pacto  expreso  entre  el  principal  obli- 
gado y  su  fiador,  puede  este  exigirle  una  retribución  por 
la  responsabilidad  que  contrae  en  la  fianza. 

415.  —  Llevando  retribución  el  fiador  por  haber  pres- 
tado la  fianza,  no  puede  reclamar  el  beneficio  de  la  ley 
comuu  que  autoriza  á  los  fiadores  á  exigir  la  revelación 
de  las  obligaciones  fiduciarias,  que  habiéndose  contraído 
sin  tiempo  determinado,  se  prolongan  indefinidamente. 

416.  —  Las  reglas  de  derecho  común  sobre  los  afianza- 
mientos ordinarios  son  aplicables  á  los  mercantiles  en 
cuanto  no  han  sido  modificadas  por  las  disposiciones  de 
este  Código. 


TITULO  OCTAVO. 

DE  LOS  SEGUROS  DE  CONDUCCIONES  TERRESTRES. 

417.  —  Pueden  asegurárselos  efectos  que  se  trasportan 
por  tierra,  recibiendo  de  su  cuenta  el  mismo  conductor  ó 
un  tercero  los  daños  que  en  ellos  sobrevengan. 

418.  —  El  contrato  de  seguro  terrestre  debe  reducirse 
á  póliza  escrita,  que  podrá  ser  solemne,  otorgándose  ante 
escribano  ó  corredor;  ó  privada  entre  los  contratantes,  en 
cuyo  segundo  caso  se  formarán  necesariamente  ejempla- 
res de  un  mismo  tenor  para  el  asegurador  y  el  asegurado. 

419.  —  Las  pólizas  privadas  no  son  ejecutivas,  sin  que 
conste  previamente  la  legitimidad  de  las  firmas  de  los 
contratantes  por  reconocimiento  judicial,  ú  otro  modo  de 
prueba  legal. 

420  —  Tanto  en  el  caso  de  otorgarse  solemnemente 
las  pólizas  de  seguros  terrestres ,  como  en  el  de  hacerse 
en  contrato  privado,  contendrán  las  circunstancias  si- 
guientes : 

1  .a  Los  nombres  y  domicilios  del  asegurador,  del  ase- 
gurado, y  del  conductor  de  los  efectos  ; 

2.a  Las  calidades  específicas  de  los  efectos  asegurados, 
con  expresión  del  número  de  bultos  y  de  las  marcas  que 
tuvieren,  y  el  valor  que  se  les  considere  en  el  seguro  ; 

3.a  La  porción  de  este  mismo  valor  que  se  asegure,  si 
el  seguro  no  se  extendiere  á  la  totalidad  ; 

4.a  El  premio  convenido  por  el  seguro; 

b.a  La  designación  del  punto  donde  se  reciban  los  gé- 
neros asegurados,  y  del  en  que  se  haya  de  hacer  la  en- 
trega ; 

6.a  El  camino  que  hayan  de  seguir  los  conductores; 

7.a  Los  riesgos  de  que  hayan  de  ser  responsables  los 
aseguradores; 

8.a  El  plazo  en  que  hayan  de  ser  los  riesgos  de  cuenta 
del  asegurador,  si  el  seguro  tuviere  tiempo  limitado,  ó 
bien  la  expresión  de  que  su  responsabilidad  dure  hasta 
verificarse  la  entrega  de  los  efectos  asegurados  en  el  punto 
de  su  destino  ; 


9.»  La  fecha  en  que  se  celebre  el  contrato  ; 

10.a  El  tiempo,  lugar  y  forma  en  que  se  hayan  de  pa- 
gar los  premios  del  seguro,  ó  las  sumas  aseguradas  en  su 
caso. 

La  forma  de  las  pólizas  será  la  misma  aun  cuando  el 
mismo  conductor  de  los  efectos  sea  su  asegurador. 

421.  —  El  seguro  no  puede  contraerse  sino  en  favor 
del  legítimo  dueño  de  los  efectos  que  se  aseguren,  ó  de 
persona  que  tenga  un  derecho  sobre  ellos. 

422.  —  El  valor  en  que  se  estimen  los  efectos  asegura- 
dos para  el  seguro,  no  ha  de  exceder  del  que  tengan  según 
los  precios  corrientes,  en  el  punto  adonde  fueren  destina- 
dos; y  en  cuanto  exceda  su  evaluación  de  esta  tasa,  será 
ineficaz  el  seguro  con  respecto  al  asegurado. 

423.  —  No  haciéndose  excepción  en  la  póliza  del  seguro 
de  algunos  riesgos  especialmente  determinados,  se  tendrán 
por  comprendidos  en  el  contrato  todos  los  daños  que  ocur- 
ran en  los  efectos  asegurados ,  de  cualquiera  especie  que 
sean. 

424.  —  Acaeciendo  en  los  efectos  asegurados  un  daño 
que  esté  exceptuado  del  seguro,  será  de  cargo  de  los  ase- 
guradores justificarlo  en  debida  forma  ante  la  autoridad 
judicial  del  pueblo  mas  inmediato  al  lugar  en  que  acaeciere 
dicho  daño,  dentro  de  las  veinte  y  cuatro  horas  siguientes 
á  su  ocurrencia;  y  sin  esta  justificación  no  les  será  admi- 
tida Ja  excepción  que  propongan  para  exonerarse  de  la  res- 
ponsabilidad de  los  efectos  que  aseguraron. 

425. — Los  aseguradores  se  subrogan  en  los  derechos  de 
los  asegurados  para  repetir  de  los  conductores  los  daños 
que  hayan  padecido  los  efectos  asegurados,  de  que  ellos 
sean  responsables,  con  arreglo  á  las  disposiciones  de  la 
sección  cuarta,  título  tercero,  libro  primero  de  este  Código. 


TÍTULO  NOVENO. 

DEL  CONTRATO  Y  LETRAS  DE  CAMBIO. 

SECCIÓN  PRIMERA. 
De  la  forma  de  las  letras  de  cambio. 

426.  —  Para  que  las  letras  de  cambio  surtan  en  juicio 
los  efectos  que  el  derecho  mercantil  les  atribuye,  han  de 
contener  todas  las  circunstancias  siguientes  : 

I.»  La  designación  del  lugar,  dia,  mes  y  año  en  que  se 
libra  la  letra  de  cambio  ; 

2.a  La  época  en  que  debe  ser  pagada; 

3.a  El  nombre  y  apellido  de  la  persona  à  cuya  orden  se 
manda  hacer  el  pago  ; 

4.a  La  cantidad  que  el  librador  manda  pagar,  detallán- 
dola en  moneda  real  y  efectiva,  ó  en  las  monedas  nomi- 
nales que  el  comercio  tiene  adoptadas  para  el  cambio; 

5.a  El  valor  de  la  letra,  ó  sea  la  forma  en  que  el  libra- 
dor se  da  por  satisfecho  de  él,  distinguiendo  si  lo  recibió 
en  numerario  ó  en  mercaderías,  ó  si  es  valor  entendido,  ó 
en  cuenta  con  el  tomador  de  la  letra; 

6.a  El  nombre  y  apellido  de  la  persona  de  quien  se  recibe 
el  valor  de  la  letra,  ó  á  cuya  cuenta  se  carga  ; 

7.a  El  nombre  y  domicilio  de  la  persona  á  cuyo  cargo 
se  libra. 

8.a  La  firma  del  librador  hecha  de  su  propio  puno,  o  de 
la  persona  que  firme  en  su  nombre  con  poder  suficiente  al 
efecto. 

427.  —  Puede  intervenir  un  notario  público  en  la  *e- 
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daccion  de  la  letra  de  cambio,  y  dar  fe  de  la  autenticidad 
de  la  firma  del  librador. 

428.  —  Las  cláusulas  de  valoren  cuenta  y  valor  enten- 
dido hacen  responsable  al  tomador  de  la  letra  del  importe 
de  ella  en  favor  del  librador,  para  exigirlo  ó  compensarlo 
en  la  forma  y  tiempo  que  ambos  hayan  convenido  al  hacer 
el  contrato  de  cambio. 

429.  _  se  prohibe  girar  letras  de  cambio  pagaderas  en 
el  mismo  pueblo  de  su  fecha.  Las  que  se  giren  en  esta 
forma  se  entenderán  simples  pagarés  de  parte  del  librador 
en  favor  del  tomador.  Las  aceptaciones  que  en  ellas  se 
pongan  equivaldrán  á  un  afianzamiento  ordinario  para  ga- 
rantir la  responsabilidad  del  librador,  sin  otro  efecto. 

430.  —  El  librador  puede  girar  la  letra  de  cambio  á  su 
propia  orden ,  expresando  retener  en  sí  mismo  el  valor 
de  ella. 

431.  —  Igualmente  es  permitido  librar  á  cargo  de  una 
persona  para  que  haga  el  pago  al  domicilio  de  un  tercero. 

432.  —  También  puede  librarse  en  nombre  propio  por 
orden  y  cuenta  de  un  tercero,  y  expresarse  así  en  la  letra  ; 
pero  la  responsabilidad  del  librador  siempre  es  la  misma,  y 
el  tenedor  no  adquiere  derecho  alguno  contra  el  tercero 
por  cuya  cuenta  se  hizo  el  giro. 

433.  —  Ni  el  librador  ni  el  tomador  de  la  letra  de  cambio 
tienen  derecho  á  exigirse,  después  de  entregada  esta,  que 
se  haga  variación  en  la  cantidad  librada,  el  lugar  del  pago, 
la  designación  del  pagador  ni  otra  circunstancia  alguna  ;  y 
solo  podrá  tener  lugar  cualquiera  de  estas  alteraciones  de 
consentimiento  de  ambos. 

434.  —  No  siendo  comerciantes  los  libradores  ó  acep- 
tantes de  las  letras  de  cambio,  se  considerarán  estas,  en 
cuanto  á  los  que  no  tengan  aquella  cualidad,  simples  pa- 
garés, sobre  cuyos  efectos  serán  juzgados  por  las  leyes 
comunes  en  los  tribunales  de  su  fuero  respectivo,  sin  per- 
juicio del  derecho  de  los  tenedores  á  exigir  el  importe  de 
oslas  letras,  conforme  á  las  reglas  de  la  jurisprudencia 
mercantil,  de  cualquiera  comerciante  que  haya  intervenido 
en  ellas. 

Pero  si  dichas  personas  no  comerciantes  hubieren  librado 
ó  aceptado  las  letras  por  consecuencia  de  una  operación 
mercantil,  probando  el  tenedor  esta  circunstancia,  queda- 
rán sujetas  en  cuanto  á  la  responsabilidad  contraída  en 
ellas  á  las  leyes  y  jurisdicción  del  comercio. 

El  endoso,  sea  ó  no  comerciante  el  que  lo  ponga,  pro- 
duce garantía  del  valor  de  la  letra  endosada,  salva  la  re- 
serva de  su  fuero  respectivo  á  los  endosantes  que  no  sean 
comerciantes. 

435.  —  Todos  los  que  pongan  sus  firmas  á  nombre  de  otro 
en  las  letras  de  cambio  como  libradores,  aceptantes  ó  en- 
dosantes ,  deben  hallarse  autorizados  para  ello  con  poder 
especial  de  las  personas  en  cuya  representación  obren,  y 
expresarlo  así  en  la  antefirma. 

Los  tomadores  y  tenedores  de  las  letras  tienen  derecho 
à  exigir  del  firmante  la  exhibición  del  poder. 

436.  —  Los  libradores  no  pueden  rehusar  á  los  toma- 
dores de  las  letras  la  expedición  de  segundas,  terceras  y 
cuantas  pidan  de  un  mismo  tenor  que  las  primeras,  siempre 
que  hagan  esta  demanda  antes  del  vencimiento  de  las 
letras.  Desde  la  segunda  inclusive  en  adelante  todas  lleva- 
rán la  expresión  de  que  no  se  considerarán  válidas,  sino  en 
defecto  á^  haberse  hecho  el  pago  en  virtud  déla  primera, 
ó  de  otra  de  las  expedidas  anteriormente. 

437.  —  En  defecto  de  ejemplares  duplicados  de  las 
letras  expedidas  por  el  mismo  librador,  puede  cualquiera 
tenedor  de  una  letra  dar  á  su  tomador  una  copiado  la  pri- 
mera en  que  no  podrán  dejar  de  incluirse  literalmente 


todos  los  endosos  que  contenga,  y  se  expresará  que  se  ex- 
pide á  falta  de  segunda  letra. 

438.  —  Si  en  la  forma  de  la  letra  de  cambio  faltare  al- 
guna formalidad  legal,  se  considerará  como  pagaré  á  cargo 
del  librador,  y  en  favor  del  tomador. 

SECCIÓN  SEGUNDA. 
De  los  términos  de  las  letras,  y  su  vencimiento.. 

439.  —  Las  letras  de  cambio  pueden  girarse  : 
A  la  vista  ó  presentación  ; 

A  uno  ó  muchos  dias,  uno  ó  muchos  meses  vista; 
A  uno  ó  muchos  dias,  uno  ó  muchos  meses  fecha  ; 
A  uno  ó  muchos  usos  ; 
A  dia  fijo  y  determinado  ; 
A  una  feria. 

440.  —  La  letra  á  la  vista  debe  pagarse  á  su  presen- 
tación. 

441 .  —  El  término  de  la  letra  girada  á  varios  dias  vista, 
corre  desde  el  siguiente  á  su  aceptación  ó  protesto  sacado, 
por  falta  de  haberla  aceptado. 

442.  —  El  término  de  las  letras  giradas  á  dias  ó  meses 
fecha,  ó  á  uno  ó  muchos  usos,  se  cuenta  desde  el  dia  in- 
mediato siguiente  íü  de  su  giro. 

443.  —  El  uso  de  las  letras  giradas  de  plaza  á  plaza  en 
lo  interior  del  reino  es  de  dos  meses. 

El  de  las  letras  giradas  en  el  extranjero  sobre  cualquiera 
plaza  de  España  será,  á  saber; 

En  las  de  Francia,  treinta  dias  ; 

En  las  de  Inglaterra,  Holanda  y  Alemania,  dos  meses  ; 

En  las  de  Italia  y  cualquiera  puerto  extranjero  del  Medi- 
terráneo y  Adriático,  tres  meses. 

Con  respecto  á  las  plazas  que  no  se  han  comprendido  en 
este  señalamiento,  se  graduará  el  uso  según  la  torma  en 
que  se  cuente  en  la  plaza  donde  se  giró  la  letra. 

444.  —  Los  meses  para  el  cómputo  de  los  términos  de 
las  letras  giradas  á  meses  ó  á  usos  se  contarán  de  fecha  á 
fecha. 

443.  —  Las  letras  libradas  á  dia  fijo  y  determinado  se 
deben  pagar  en  el  que  esté  marcado  para  su  vencimiento. 

446.  —  Las  letras  pagaderas  en  una  feria  se  tienen  por 
vencidas  el  último  dia  de  ella. 

447.  _  Todas  las  letras  á  término  deben  satisfacerse  en 
el  dia  de  su  vencimiento  antes  de  ponerse  el  sol,  cesando 
todas  las  costumbres  locales  sobre  términos  de  gracia  ó 
cortesía,  que  se  entienden  comprendidas  en  la  derogación 
hecha  por  regla  general  en  el  artículo  2S9. 

SECCIÓN  TERCERA. 
De  las  obligaciones  del  librador. 

448.  —  El  librador  está  obligado  á  hacer  provision  de 
fondos  en  poder  de  la  persona  á  cuyo  cargo  hubiere  girado 
la  letra. 

449.  —  Si  la  letra  estuviere  girada  por  cuenta  de  un 
tercero,  será  de  cargo  de  este  hacerla  provision  de  fondos, 
a  Iva  siempre  la  responsabilidad  directa  del  librador  hacia 
el  tenedor  de  la  letra. 

450.  —  Se  considerará  hecha  la  provision  de  fondos 
cuando  al  vencimiento  de  la  letra,  aquel  contra  quien  se 
ibró  sea  deudor  del  librador  ó  del  tercero,  por  cuya  cuenta 
e  hizo  el  giro,  de  una  cantidad  igual  al  importe  de  la 
misma  letra. 
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451.  —  Los  gastos  que  se  causen  por  no  haberse  acep- 
tado ó  pagado  la  letra,  serán  de  cargo  del  librador,  ó  del 
tercero  de  cuya  cuenta  se  libró  aquella,  á  menos  que  no 
pruebe  que  habia  becho  oportunamente  la  provision  de 
fondos,  ó  que  estaba  expresamente  autorizado  por  la  per- 
sona que  habia  de  aceptar  ó  pagar  para  librar  la  cantidad 
de  que  dispuso.  En  cualquiera  de  ambos  casos  podrá  exigir 
el  librador,  del  que  dejó  de  aceptar  ó  pagar,  la  indemni- 
zación de  los  gastos  que  por  esta  causa  hubiere  reembol- 
sado al  tenedor  de  la  letra. 

452.  —  El  librador  es  responsable  de  las  resultas  de  su 
letra  á  todas  las  personas  que  la  fueron  sucesivamente 
adquiriendo,  y  cediendo  hasta  el  último  tenedor.  Los 
efectos  de  esta  responsabilidad  en  los  respectivos  casos  de 
falta  de  aceptación  ó  de  pago,  se  establecen  en  los  artículos 
465  y  534. 

453.  —  Cesa  la  responsabilidad  del  librador  cuando  el 
tenedor  de  la  letra  no  la  hubiere  presentado,  ó  hubiere 
omitido  protestarla  en  tiempo  y  forma,  con  tal  que  pruebe 
que  al  vencimiento  de  la  letra  tenia  hecha  provision  de 
fondos  para  su  pago  en  poder  de  la  persona  á  cuyo  cargo 
estaba  girada. 

454.  —  En  defecto  de  probarse  la  provision  de  fondos, 
como  previene  el  artículo  anterior,  estará  obligado  el  li- 
brador al  reembolso  de  la  letra  no  pagada,  mientras  esta 
no  esté  prescrita,  aunque  el  protesto  se  saque  fuera  del 
tiempo  marcado  por  la  ley. 

SECCIÓN  CUARTA. 
De  la  aceptación  y  sus  efectos. 

435.  —  La  persona  á  cuyo  cargo  está  girada  una  letra 
de  cambio  á  plazo,  cualquiera  que  sea  la  forma  en  que  este 
se  halle  expresado  en  ella,  está  obligada  á  aceptarla,  ó  á 
manifestar  al  tenedor  los  motivos  que  tenga  para  negar  su 
aceptación. 

.  456.  —  La  aceptación  de  las  letras  de  cambio  debe  fir- 
marse por  el  aceptante,  y  concebirse  necesariamente  con 
la  fórmula  de  acepto  ó  aceptamos.  Puesta  en  otros  términos 
es  ineficaz  en  juicio. 

457.  —  Si  la  letra  estuviere  girada  á  uno  ó  muchos  dias 
ó  meses  vista,  pondrá  el  aceptante  la  fecha  de  la  acepta- 
ción ;  y  si  rehusare  hacerlo,  correrá  el  plazo  desde  el  dia 
en  que  el  tenedor  pudo  presentar  la  letra  sin  atraso  de 
corieo.  Si  bajo  este  concepto  se  computare  vencida  la  letra, 
es  cobrable  el  dia  después  de  la  presentación. 

458.  —  La  aceptación  de  una  letra  de  cambio  pagadera 
en  distinto  lugar  de  la  residencia  del  aceptante,  contendrá 
la  indicación  del  domicilio  en  que  se  haya  de  efectuar  el 
pago. 

459.  —  No  pueden  aceptarse  las  tetras  condicional- 
mente  ;  pero  bien  puede  limitarse  la  aceptación  á  menor 
cantidad  de  la  que  contenga  la  letra,  en  cuyo  caso  es  esta 
protestable  por  la  cantidad  que  deje  de  comprenderse  en 
la  aceptación. 

400  —  La  aceptación  ha  de  ponerse  ó  denegarse  en  el 
mismo  dia  en  que  el  tenedor  de  la  letra  la  presente  para 
este  efecto. 

461.  —  La  persona  á  quien  se  exija  la  aceptación  no 
puede  retener  la  letra  en  su  poder  bajo  pretexto  alguno  ; 
y  si  pasando  á  sus  manos  de  consentimiento  del  tenedor 
dejare  pasar  el  dia  de  la  presentación  sin  devolverla, 
queda  responsable  á  su  pago,  aun  cuando  ñola  acepte. 


462.  —  La  aceptación  de  la  letra  constituye  al  acep- 
tante en  la  obligación  de  pagarla  á  su  vencimiento,  sin  que 
pueda  relevarle  de  hacer  el  pago  la  excepción  de  no  ha- 
berle hecho  provision  de  fondos  el  librador. 

463.  —  No  se  admite  restitución  ni  otro  recurso  contra 
la  aceptación  puesta  en  debida  forma,  y  reconocida  por 
legítima. 

Solo  cuando  se  probare  que  Ja  letra  es  falsa,  quedará 
ineficaz  la  aceptación. 

464.  —  En  el  caso  de  denegarse  la  aceptación  de  la 
letra  de  cambio,  se  protestara  por  falta  de  aceptación. 

465.  —  En  virtud  del  protesto  por  falta  de  aceptación 
tiene  derecho  el  tenedor  á  exigir  del  librador  ó  de  cual- 
quiera de  los  endosantes,  que  afiancen  á  su  satisfacción  el 
valor  de  la  letra,  ó  que  en  defecto  de  dar  esta  fianza  depo- 
siten su  importe ,  ó  se  lo  reembolsen  con  los  gastos  de 
protesto  y  recambio,  bajo  descuento  del  rédito  legal  por  el 
término  que  quede  por  trascurrir  á  la  letra. 

SECCIÓN  QUINTA. 
Del  endoso  y  sus  efectos. 

466.  —  La  propiedad  de  las  letras  de  cambio  se  tras- 
fiere  por  el  endoso  de  los  que  sucesivamente  la  vayan 
adquiriendo. 

467.  —  El  endoso  debe  contener  : 

1.°  El  nombre  y  apellido  de  la  persona  á  quien  se  tras- 
mite la  letra; 

2.°  Si  el  valor  se  recibe  de  contado  en  efectivo,  ó  en  gé- 
neros, ó  bien  si  es  en  cuenta  ; 

3.°  El  nombre  y  apellido  de  la  persona  de  quien  se  re- 
cibe, ó  en  cuenta  de  quien  se  carga,  si  no  fuere  la  misma  á 
quien  se  traspasa  la  letra; 

4."  La  fecha  en  que  se  hace; 

S5.°  La  firma  del  endosante  ó  de  la  persona  legítima- 
mente autorizada  que  firme  por  él.  Cuando  no  firme  el 
mismo  endosante,  se  expresará  siempre  en  la  antefirma  su 
nombre. 

468.  —  Faltando  en  el  endoso  la  expresión  del  valor  ó 
la  fecha,  no  trasfiere  la  propiedad  de  la  letra,  y  se  entiende 
una  simple  comisión  de  cobranza. 

469.  —  Será  nulo  el  endoso  cuando  no  se  designe  la 
persona  cierta  á  quien  se  ceda  la  letra,  ó  falte  en  él  la 
suscripción  del  endosante  ó  de  quien  lo  represente  legíti- 
mamente. 

470.  —  La  anteposición  de  la  fecha  en  los  endosos  cons- 
tituye á  su  autor  responsable  de  los  daños  que  de  el'a  se 
sigan  á  tercero,  sin  perjuicio  de  la  pena  en  que  incurra 
por  el  delito  de  falsedad,  si  hubiese  obrado  maliciosa- 
mente. 

471.  —  Se  prohibe  firmar  los  endosos  en  blanco,  y  el 
que  lo  hiciere  no  tendrá  acción  alguna  para  reclamar  el 
valor  de  la  letra  que  hubiere  cedido  en  esta  forma. 

472.  —  Las  letras  que  se  tomen  por  cuenta  y  riesgo  de 
otra  persona  sin  garantía  del  que  desempeñe  este  encargó, 
se  girarán  y  endosarán  en  favor  del  comitente,  valor  reci- 
bido del  comisionado. 

473.  —  El  endoso  produce  en  todos  y  en  cada  uno  de  ios 
endosantes  la  responsabilidad  al  afianzamiento  del  valor  de 
la  letra  en  defecto  de  ser  aceptada,  y  á  su  reembolso  con 
los  gastos  de  protesto  y  recambio,  si  no  fuere  pagada  á  su 
vencimiento,  con  tal  que  las  diligencias  de  presentación  y 
protesto  se  hayan  evacuado  en  el  tiempo  y  forma  que  las 
leyes  previenen. 

474.  —  Los  endosos  de  las  letras  perjudicadas  no  tienen 
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mas  valor  ni  producen  otro  efecto  que  el  de  una  cesión 
ordinaria,  salvas  las  convenciones  que  en  punto  á  sus  res- 
pectivos intereses  establezcan  por  escrito  el  cedente  y 
cesionario,  sin  perjuicio  del  derecho  de  tercero. 

SECCIÓN  SEXTA; 
Del  aval  y  sus  efectos. 

475.  —  El  pago  de  una  letra  puede  afianzarse  por  una 
obligación  particular,  independiente  de  la  que  contraen 
el  aceptante  y  endosante,  que  se  reconoce  con  el  título  de 
aval. 

476. —  El  aval  ha  de  constar  por  escrito,  poniéndolo  en 
la  misma  letra,  ó  en  un  documento  separado. 

477.  —  Podrá  ser  limitado  el  aval,  y  reducirse  la  garan- 
tía del  que  lo  presta  á  tiempo,  caso,  cantidad  ó  persona 
determinada.  Dada  en  estos  términos  no  producirá  mas 
responsabilidad  que  la  que  el  contrayente  se  impuso. 

478.  —  Si  el  aval  estuviere  concebido  en  términos  ge- 
nerales y  sin  restricción,  responde  el  que  lo  presta  del 
pago  de  la  letra  en  los  mismos  casos  y  formas,  que  la  per- 
sona por  quien  salió  garante. 

SECCIÓN  SÉPTIMA. 

De  la  presentación  de  las  letras  y  efectos  de  la  omisión 
del  tenedor. 

479.  — El  portador  de  una  letra  de  cambio  tiene  un  tér- 
mino prefijado  para  presentarla  á  la  aceptación  y  al  pago. 
Este  plazo  varía  según  la  forma  en  que  está  girada  la 
letra. 

480.— Las  letras  giradas  en  la  Península  é  Islas  Baleares 
á  un  plazo  contado  desde  la  vista  sobre  cualquiera  pueblo 
de  ella  ó  de  dichas  islas,  debe  ser  presentada  á  la  acepta- 
ción dentro  de  los  cuarenta  dias  de  su  fecha. 

Las  letras  libradas  á  la  vista  serán  presentadas  al  pago 
dentro  del  mismo  término. 

481.  —  En  las  letras  de  la  misma  procedencia,  y  sobre 
los  mismos  puntos  á  que  se  refiere  el  artículo  anterior, 
que  estén  libradas  á  un  plazo  de  la  fecha,  no  hay  obliga- 
ción de  presentarlas  á  la  aceptación,  si  el  plazo  que  de- 
signan no  excediere  de  treinta  dias;  pero  si  pasare  de  este 
término  se  exigirá  la  aceptación  dentro  de  los  mismos 
treinta  dias. 

482.  —Los  ti'rminos  prefijados  en  los  dos  artículos  pre- 
cedentes se  entii  nden  dobles  para  las  letras  que  se  giran 
entre  la  Península  é  Islas  Canarias. 

483.  —  Las  letras  giradas  entre  la  Península  y  las  An- 
tillas españolas,  ú  otro  délos  puntos  de  Ultramar,  que  es- 
tán mas  acá  de  los  cabos  de  Hornos  y  Buena-Espcranza,  se 
presentarán  al  pago,  ó  á  la  aceptación,  dentro  de  seis 
meses  cuando  mas,  <  ontaclos  desde  su  fecha ,  cualquiera 
que  sea  la  forma  del  plazo  designado  en  su  giro. 

Este  término  será  de  un  nño  con  respecto  á  las  plazas  de 
Ultramar  que  estén  mas  allá  de  aquellos  cabos. 

484.  —  Los  tenedores  de  letras  que  las  dirijan  á  Ultra- 
mar deben  siempre  remitir  con  buques  distintos  segundos 
ejemplares  cuando  menos,  y  si  probasen  que  los  buques 
en  que  se  remitían  ó  conducían  las  primeras  y  segundas 
letras  padecieron  accidente  de  mar  que  estorbó  su  viaje, 
no  entrará  en  el  cómputo  del  plazo  legal  el  tiempo  tras- 
currido hasta  la  fecha  en  que  se  supo  aquel  accidente  en 
la  plaza  donde  residiere  el  remitente  de  las  letras. 

El  mismo  efecto  producirá  la  pérdida  presunta  de  los  bu- 


ques, cuando  no  se  haya  recibido  noticia  de  ellos,  en  los 
términos  que  prescribe  el  artículo  720. 

485.  —  Las  letras  giradas  en  países  extranjeros  sobre 
plazas  del  territorio  de  España  se  deben  presentar  á  su 
pago  ó  aceptación,  para  que  surtan  efecto  en  juicio  ante  los 
tribunales  españoles,  en  los  plazos  contenidos  en  ellas ,  si 
estuvieren  libradas  á  la  fecha;  y  si  lo  estuvieren  á  la  vista, 
dentro  de  los  cuarenta  dias  siguientes  á  su  introducción  en 
el  reino. 

486.  ~  Las  que  se  giren  en  territorio  español  sobre 
países  extranjeros  se  presentarán  y  protestarán  con  arre- 
glo á  las  leyes  vigentes  en  la  plaza  donde  sean  paga- 
deras. 

487.  —  El  pago  de  las  letras  de  cambio  se  debe  exigir 
por  el  portador  de  ella  el  día  de  su  vencimento,  y  si  fuere 
feriado  en  el  precedente.  La  falta  de  aceptación  ó  pago  de 
una  letra  de  cambio  debe  acreditarse  á  solicitud  del  por- 
tador por  medio  del  protesto  sacado  dentro  de  los  térmi- 
nos y  en  la  forma  que  se  prescribe  en  la  sección  de  los 
protestos. 

488.  —  Si  el  portador  de  la  letra  dejare  trascurrir  los 
términos  prefijados  para  exigir  la  aceptación,  y  sacar  el 
protesto  en  falta  de  ella,  pierde  el  derecho  de  exigir  del 
librador  y  endosantes  el  afianzamiento,  depósito  ó  reem- 
bolso que  le  competirían  en  virtud  del  protesto  por  Lita  de 
aceptación,  hecho  en  tiempo  hábil. 

489.  —  Las  letras  que  no  se  presenten  para  cobrarlas  el 
dia  de  su  vencimiento,  y  en  defecto  de  pago  se  protesten 
en  el  siguiente,  se  tienen  por  perjudicadas. 

490.  —Quedando  la  letra  perjudicada,  caduca  el  dere- 
cho del  portador  contra  los  endosantes,  y  cesa  la  respon- 
sabilidad de  estos  á  las  resultas  de  su  cobranza. 

En  cuanto  al  derecho  que  pueda  conservar  el  portador 
de  una  letra  perjudicada  contra  el  librador,  se  observará 
lo  dispuesto  en  los  artículos  453  y  454. 

491.  — En  las  letras  que  tengan  indicaciones  hechas 
por  el  librador  ó  endosantes  para  acudir  á  exigir  su  acep- 
tación ó  pago  en  defecto  de  aceptarse  ó  pagarse  por  la 
persona  á  cuyo  cargo  estén  giradas,  debe  el  portador  des- 
pués de  sacado  el  protesto  solicitar  la  aceptación  ó  pago 
de  los. sugetos  contenidos  en  las  indicaciones,  acudiendo 
en  primer  lugar  á  la  del  librador,  y  después  á  las  de  ios 
endosantes,  siguiendo  en  estas  el  mismo  orden  de  los  en- 
dosos. La  omisión  de  esta  diligencia  hace  responsable  al 
portador  de  todos  los  gastos  del  protesto  y  recambio,  y  le 
inhabilita,  hasta  que  conste  haberla  evacuado,  para  usar 
de  su  repetición  contra  el  que  puso  la  indicación. 

492.  —  En  las  letras  que  se  remiten  de  una  plaza  á  otra 
fuera  de  tiempo  para  poderlas  presentar  y  protestar  opor- 
tunamente, recae  el  perjuicio  de  ellas  sobre  los  remitentes, 
reputándose  los  endosos  por  meras  comisiones  para  hacer 
la  cobranza. 

493.  —  Para  que  el  que  toma  por  su  cuenta  una  letra 
que  ya  no  deja  tiempo  para  presentarla  al  pago  en  el  dia 
de  su  vencimiento,  ó  á  la  aceptación  dentro  dei  término 
prefijado  por  la  ley,  conserve  íntegro  su  derecho  contra  el 
cedente,  ha  de  exigir  de  este  una  obligación  especial  de 
responder  del  pago  de  la  letra,  aun  cuando  se  presente  y 
proteste  fuera  de  tiempo. 

SECCIÓN  OCTAVA. 

Del  pago. 

494.  —  Las  letras  deben  pagarse  en  la  moneda  efectiva 
que  designen  ;  y  si  estuvieren  concebidas  en  monedas  de 
cambio  ideales,  se  reducirán  á  monedas  efectivas  del  país 
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donde  se  haga  el  pago,  haciendo  el  cómputo  á  uso  y  cos- 
tumbre de  la  plaza. 

495.  —  El  que  paga  una  letra  antes  de  haber  vencido, 
no  queda  exonerado  de  la  responsabilidad  de  su  importe, 
si  resultare  no  haber  pagado  á  persona  legítima. 

496.  —  Se  presume  válido  el  pago  hecho  al  portador  de 
la  letra  vencida,  como  no  haya  precedido  embargo  de  su 
valor  en  virlud  de  decreto  de  autoridad  competente. 

497.  —  El  embargo  del  valor  de  una  letra  solo  puede 
proveerse  en  los  casos  de  pérdida  ó  robo  de  la  letra,  ó  de 
haber  quebrado  el  tenedor. 

498.  —  Siempre  que  por  persona  conocida  se  solicite 
del  pagador  de  una  letra  la  retención  de  su  importe  por 
alguna  de  las  causas  que  se  refieren  en  el  artículo  prece- 
dente, debe  detener  su  entrega  por  lo  restante  del  dia  de 
su  presentación;  y  si  dentro  de  él  no  le  fuese  notificado  el 
embargo  formal,  procederá  á  su  pago. 

499.  —  El  tenedor  de  la  letra  que  solicita  su  pago  está 
ohligado,  si  el  pagador  lo  exigiere,  á  acreditarle  la  identidad 
de  su  persona  por  medio  de  documentos  ó  de  sugetos  que 
lo  conozcan  ó  salgan  garantes  de  esta. 

500.  —  Son  válidos  los  pagos  anticipados  que  se  hagan 
de  letras  no  vencidas  bajo  descuento  ó  sin  él,  á  menos 
que  no  sobrevenga  quiebra  en  el  giro  del  pagador  en  los 
quince  dias  inmediatos  al  pago  hecho  por  anticipación. 

Si  esto  sucediere,  restituirá  el  portador  de  la  letra  á  la 
masa  común  la  cantidad  que  percibió  del  quebrado,  y  se  le 
devolverá  la  letra  para  que  use  de  su  derecho. 

501.  —El  portador  de  una  letra  no  está  obligado  en  caso 
alguno  á  percibir  su  importe  antes  del  vencimiento. 

502.  —  Conviniendo  en  ello  el  portador  de  la  letra,  y  no 
de  otra  manera,  se  puede  satisfacer  una  parte  de  su  valor, 
y  dejarse  la  otra  en  descubierto.  Cuando  así  suceda  será 
protestable  la  letra  por  la  cantidad  que  haya  dejado  de 
pagarse,  y  el  portador  la  retendrá  en  su  poder,  anotando 
en  ella  la  cantidad  cobrada,  y  dando  recibo  separado  de  esta. 

803.  —  El  que  paga  una  letra  aceptada  sobre  alguno 
de  sus  ejemplares,  que  no  sea  el  de  su  aceptación,  queda 
siempre  responsable  del  valor  de  la  letra  hacia  el  tercero 
que  fuere  portador  legítimo  de  la  aceptación. 

504.  —  El  aceptante  de  una  letra  á  quien  se  exija  el 
pago  sobre  otro  ejemplar  que  el  de  su  aceptación,  no  está 
obligado  á  verificarlo,  sin  que  el  portador  afiance  á  su  sa- 
tisfacción el  valor  de  la  letra;  pero  si  rehusare  el  pago,  no 
obstante  que  se  le  dé  la  fianza,  tiene  lugar  el  protesto  de 
aquella  por  falla  de  pago.  Esta  fianza  queda  cancelada  de 
derecho,  luego  que  haya  prescrito  la  aceptación  que  dio 
ocasión  á  su  otorgamiento,  sin  haberse  presentado  recla- 
mación alguna. 

505.  —  Las  letras  no  aceptadas  se  pueden  pagar  después 
de  su  vencimiento  y  no  antes,  sobre  las  segundas,  terceras 
ó  demás  que  se  hayan  expedido  en  la  forma  que  prescribe 
el  artículo  436. 

506.— Sobre  las  copias  de  las  letras  que  expidan  los  endo- 
santes al  tenor  de  lo  dispuesto  en  el  artículo  437,  no  puede 
hacerse  válidamente  el  pago  sin  que  el  portador  acom- 
pañe alguno  de  los  ejemplares  expedidos  por  el  librador. 

507.  —  El  que  haya  perdido  una  letra  ,  estuviese  ó  no 
aceptada,  de  que  no  tenga  otro  ejemplar  para  solicitar  el 
pago,  no  puede  hacer  con  el  pagador  otra  gestion  que  la 
de  requerirle  á  que  deposite  el  importe  de  la  letra  en  la 
caja  común  de  depósitos,  si  la  hubiere,  ó  en  persona  con- 
venida por  amhos,  ó  designada  por  el  tribunal  en  caso  de 
discordia;  y  si  el  pagador  no  consintiere  en  hacer  el  depó- 
sito, se  hará  constar  esta  resistencia  por  medio  de  una 
rotestacion  hecha  con  las  mismas  solemnidades  que  se 


haría  el  protesto  por  falta  de  pago,  y  mediante  esta  dili- 
gencia conservará  el  reclamante  integramente  sus  derechos 
contra  los  que  sean  responsables  á  las  resultas  de  la  letra. 

508.  —  Si  la  letra  perdida  estuviese  girada  fuera  del 
reino  ó  en  Ultramar,  y  el  portador  acreditare  su  propiedad 
por  sus  libros  y  la  correspondencia  de  la  persona  de  quien 
húbola  letra,  ó  por  certificación  del  corredor  que  intervino 
en  su  negociación,  tendrá  derecho  á  que  se  le  entregue  su 
valor  desde  luego  que  haga  esta  prueba,  dando  fianza  idó- 
nea, cuyos  efectos  subsistirán  hasta  que  presente  el  ejem- 
plar de  la  letra,  dado  por  el  mismo  librador. 

509.  —  La  reclamación  del  ejemplar  que  se  sustituya  á 
la  letra  perdida  debe  hacerse  por  el  último  tenedor  á  su 
cedente,  y  así  sucesivamente  de  endosante  en  endosante 
hasta  el  librador. 

Ninguno  podrá  rehusar  la  prestación  de  su  nombre  é 
interposición  de  sus  oficios  para  que  se  expida  el  nuevo 
ejemplar,  satisfaciendo  el  dueño  de  la  letra  perdida  los 
gastos  que  se  causen  hasta  obtenerlo. 

510.  —  Los  pagos  hechos  á  cuenta  del  importe  de  una 
letra  por  la  persona  á  cuyo  cargo  estuviere  girada,  dis- 
minuyen en  otro  tanto  la  responsabilidad  del  librador  y 
endosantes. 

SECCIÓN  NONA. 

De  los  protestos. 

SU.  —  Las  letras  de  cambio  se  protestan  por  falta  de 
cceptacion  ó  por  falta  de  pago. 

512.  —  Los  protestos  por  falta  de  aceptación  deben  for- 
malizarse en  el  dia  siguiente  á  la  presentación  de  la  Jetra. 

Cuando  el  dia  en  que  corresponda  sacar  el  protesto  fuere 
feriado,  se  verificará  este  en  el  siguiente. 

5 i 3.  —Todo  protesto,  sea  por  falta  de  aceptación  ó  por 
falta  de  pago,  se  ha  de  hacer  ante  escribano  público  ó 
real,  dos  testigos  vecinos  del  pueblo,  que  no  han  de  ser 
comensales  ni  dependientes  del  escribano  que  lo  actúe. 

514.  —  Las  diligencias  del  protesto  deben  entenderse 
personalmente  con  el  sujeto  á  cuyo  cargo  esté  girada  la 
letra  en  el  domicilio  donde  corresponda  evacuarlas,  pu- 
diendo  ser  habido  en  él.  En  el  caso  de  no  encontrársele, 
se  entenderán  con  los  dependientes  de  su  tráfico,  si  los  tu- 
viese, ó  en  su  defecto  con  su  mujer,  hijos  ó  criados,  de- 
jándose en  el  acto  copia  del  mismo  protesto  á  la  persona 
con  quien  se  haya  entendido  la  diligencia,  bajo  pena  de 
nulidad. 

515.  —  El  domicilio  legal  para  evacuar  las  diligencias 
del  protesto  será  : 

Io  El  que  esté  designado  en  la  letra; 

2°  En  defecto  de  designación,  el  que  tenga  de  presente 
el  pagador; 

3o  A  falta  de  ambos,  el  último  que  se  hubiere  conocido. 

No  constando  el  domicilio  del  pagador  en  ninguna  de 
las  tres  formas  sobredichas,  se  indagará  el  que  tenga  de 
la  autoridad  municipal  local;  y  con  la  persona  que  la 
ejerza,  se  entenderán  las  diligencias  del  protesto  y  la  en- 
trega de  su  copia  en  defecto  de  descubrirse  el  paradero  del 
pagador. 

516.  —  Después  de  evacuado  el  protesto  con  el  pagador 
directo  de  la  letra,  se  acudirá  á  los  que  vengan  indicados 
en  ella  subsidiariamente,  si  hubiere  indicaciones. 

517.  —  El  acta  de  protesto  debe  contener  la  copia  literal 
de  la  letra  con  la  aceptación,  si  la  tuviese,  y  todos  los  en- 
dosos é  indicaciones  hechas  en  ella.  A  continuación  se 
hará  el  requerimiento  á  la  persona  que  deba  aceptar  o 
pagar  la  letra,  ó  no  estando  presente  á  la  que  se  le  hace 
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en  nombre  de  esta,  y  se  'extenderá  literalmente  su  con- 
testación. 

Se  conduira  con  la  conminación  de  gastos  y  perjuicios 
á  cargo  de  la  misma  persona  por  la  falla  de  aceptación  ó 
de  pago. 

El  protesto  se  firmará  necesariamente  por  la  persona  á 
quien  se  haga;  y  no  pudiendo  hacerlo,  firmarán  indispen- 
sablemente el  acta  los  dos  testigos  presentes  á  la  dili- 
gencia. 

En  la  fecha  del  protesto  se  hará  mención  de  la  hora  en 
que  se  evacúa. 

518.  —  Todo  protesto  que  no  esté  conforme  à  las  dis- 
posiciones que  van  prescritas  en  los  artículos  precedentes 
será  ineficaz. 

519.  —  Conteniendo  indicaciones  la  letra  protestada,  se 
harán  constar  en  el  protesto  las  contestaciones  que  dieren 
las  personas  indicadas  á  los  requerimientos  que  se  les  ha- 
gan, y  Ja  aceptación  ó  el  pago  en  el  caso  de  haberse  pres- 
tado á  ello. 

520.  —  Todas  las  diligencias  del  protesto  de  una  letra 
se  extenderán  progresivamente  y  por  el  orden  con  que  se 
evacúen  en  una  sola  acta,  de  que  el  escribano  dará  copia 
testimoniada  al  portador  de  la  letra  protestada,  devol- 
viéndole esta  original. 

521 .  —  Los  protestos  se  han  de  evacuar  necesariamente 
antes  de  las  tres  de  la  tarde,  y  los  escribanos  retendrán  en 
su  poder  las  letras,  sin  entregar  estas  ni  el  testimonio  del 
protesto  al  portador  hasta  puesto  el  sol  del  dia  en  que  se 
hubiere  hecho;  y  si  el  pagador  se  presentare  entre  tanto  á 
satisfacer  el  importe  de  la  letra  y  los  gastos  del  protesto, 
admitirá  el  pago,  haciéndole  entrega  déla  letra,  y  cance- 
lando el  protesto. 

522.  —  Ningún  acto  ni  documento  puede  suplir  la  omi- 
sión y  falta  de  protesto  para  la  conservación  de  las  accio- 
nes que  competen  al  portador  contra  las  personas  respon- 
sables á  las  resultas  de  la  letra ,  fuera  del  caso  de  la 
protestación  con  que  se  suple  el  protesto  de  pago  cuando 
se  ha  perdido  la  letra. 

523.  —  Ni  por  el  fallecimiento,  ni  por  el  estado  de 
quiebra  de  la  persona  á  cuyo  cargo  esté  girada  la  letra, 
queda  dispensado  el  portador  de  protestarla  por  falta  de 
aceptación  ó  de  pago. 

524.  —  El  protesto  por  falta  de  aceptación  no  exime  al 
portador  de  la  letra  de  protestarla  de  nuevo,  si  no  se  pa- 
gare. 

525.  —  Puede  protestarse  la  letra  por  falta  de  pago 
antes  de  su  vencimiento,  si  el  pagador  se  constituye  en 
quiebra;  y  desde  que  así  suceda  tiene  el  portador  su 
derecho  expedito  contra  los  que  sean  responsables  á  las 
resultas  de  la  letra. 

SECCIÓN  DÉCIMA. 
De  la  intervención  en  la  aceptación  y  pago. 

526.  —  Protestada  una  letra  de  cambio  por  falta  de 
aceptación  ó  de  pago,  se  admitirá  la  intervención  de  un 
tercero  que  se  ofrezca  á  aceptarla  ó  pagarla  por  cuenta 
del  girante  ó  de  cualquiera  de  los  endosantes,  aun  cuando 
no  haya  recibido  previo  mandato  para  hacerlo. 

527.  —  La  intervención  en  la  aceptación  ó  en  el  pago 
se  hará  consiar  á  continuación  del  protesto  bajo  la  firma 
del  interveniente  y  del  escribano,  expresándose  el  nom- 
bre de  la  persona  por  cuya  cuenta  intervenga. 

528.  —  El  que  acepta  una  letra  por  intervención  queda 
responsable  á  su  pago,  como  si  se  hubiera  girado  la  letra 


á  su  cargo;  y  debe  dar  aviso  de  su  aceptación  por  el  cor- 
reo mas  próximo  à  aquel  por  quien  ha  intervenido. 

529.  —  La  intervención  en  la  aceptación  no  obsta  al 
portador  de  la  letra  para  exigir  del  librador  ó  de  los  en- 
dosantes el  afianzamiento,  de  las  resultas  que  esta  tenga. 

530.  —  Si  el  que  rehusó  aceptar  la  letra,  dando  lugar  á 
que  se  protestara  por  falta  de  aceptación,  se  prestare  á 
pagarla  á  su  vencimiento,  le  será  admitido  el  pago  con 
preferencia  al  que  intervino  en  la  aceptación  y  á  cualquiera 
otro  que  quisiere  intervenir  para  pagarla;  pero  estará  obli- 
gado á  satisfacer  también  los  gastos  ocasionados  por  no 
haber  aceptado  la  letra  á  su  tiempo. 

531.  —  El  que  paga  una  letra  por  intervención  se  sub- 
roga en  los  derechos  del  portador,  mediante  que  cumpla  con 
las  obligaciones  prescritas  á  este,  y  con  las  limitaciones 
siguientes. 

Pagando  por  cuenta  del  librador,  solo  este  le  responde 
de  la  cantidad  desembolsada,  y  quedan  libres  todos  los 
endosantes. 

Y  si  pagare  por  cuenta  de  un  endosante,  tiene  la  misma 
repetición  contra  el  librador,  y  además  contra  el  endosante 
por  quien  intervino,  y  los  demás  que  le  precedan  en  el 
orden  de  los  endosos  ;  pero  no  contra  los  endosantes  pos- 
teriores que  quedan  exonerados  de  su  responsabilidad. 

532.  —  El  que  intervenga  en  el  pago  de  una  letra  per- 
judicada no  tiene  mas  acción  que  la  que  competiría  al  por- 
tador contra  el  librador  que  no  hubiere  hecho  á  su  tiempo 
la  provision  de  fondos. 

533.  —  Si  concurrieren  varias  personas  para  intervenir 
en  el  pago  de  una  letra,  será  preferido  el  que  intervenga 
por  el  librador;  y  si  lodos  pretendieren  intervenir  por 
endosantes,  se  admitirá  al  que  lo  haga  por  el  de  fecha  mas 
antigua. 

SECCIÓN  UNDÉCIMA. 

De  las  acciones  que  competen  al  portador  de  una  letra  de 
cambio. 

534.  —  En  defecto  de  pago  de  una  letra  de  cambio  pre- 
sentada y  protestada  en  tiempo  y  forma,  tiene  derecho  el 
portador  á  exigir  su  reembolso  con  los  gastos  de  protesto 
y  recambio  del  librador,  endosantes  y  aceptantes,  como 
responsables  que  son  todos  á  las  resultas  de  la  letra. 

535.  — El  portador  puede  dirigir  su  acción  contra  aquel 
de  los  dichos  librador,  endosantes  ó  aceptantes  que  mejor 
le  convenga;  pero  intentada  contra  uno  de  ellos,  no  puede 
ejercerla  contra  los  demás,  sino  en  caso  de  insolvabilidad 
del  demandado. 

536.  —  Cuando  el  portador  de  la  letra  protestada  diri- 
giere su  acción  contra  el  aceptante  antes  que  contra  el  li- 
brador y  endosantes,  hará  notificar  á  todos  estos  el  pro- 
testo por  medio  de  un  escribano  público  ó  real,  dentro  de 
los  mismos  plazos  que  en  los  artículos  480,  481,  482  y  483 
se  señalan  para  exigir  la  aceptación. 

Los  endosantes  á  quienes  se  omita  hacer  esta  notifica- 
ción, quedan  exonerados  de  responsabilidad  sobre  el  pago 
de  la  letra,  aun  cuando  el  aceptante  resulte  insolvente;  y 
lo  mismo  se  entiende  con  respecto  al  librador  que  probare 
haber  hecho  oportunamente  la  provision  de  fondos. 

537.  —  Si  hecha  excursion  en  los  bienes  del  deudor  eje  - 
cutado  para  el  pago  ó  reembolso  de  una  letra,  solo  hu- 
biere podido  percibir  el  portador  una  parte  de  su  crédito, 
podrá  dirigirse  sucesivamente  contra  los  demás  por  lo  que 
todavía  alcance ,  hasta  quedar  enteramente  reembolsado. 

538.  —  Constituyéndose  en  quiebra  el  deudor  contra 
quien  se  procede  por  el  reembolso  de  una  letra,  puede  e* 
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portador  dirigir  sucesivamente  su  acción  contra  los  demás 
responsables  á  la  letra  ;  y  si  todos  resultaren  quebrados, 
tiene  derecho  á  percibir  de  cada  masa  el  dividendo  que 
corresponda  á  su  crédito,  hasta  quedar  este  cubierto  en 
su  totalidad. 

539.  —  Hecho  por  un  endosante  el  reembolso  de  una 
letra  protestada  por  falta  de  pago,  se  subroga  este  en  to- 
dos los  derechos  del  portador  contra  el  librador,  los  endo- 
santes que  le  precedan,  y  el  aceptante. 

540.  —  El  endosante  que  reembolse  una  letra  por  de- 
fecto de  aceptación,  solo  puede  exigir  del  librador,  ó  los 
endosantes  que  le  procedan  en  orden,  el  afianzamiento 
del  valor  de  la  letra,  ó  el  depósito  en  defecto  de  la  fianza. 

541.  —  No  tendrá  efecto  la  caducidad  de  la  letra  perju- 
dicada por  defecto  de  presentación,  protesto  y  su  notifica- 
ción en  los  plazos  que  van  determinados  para  con  el  libra- 
dor ó  endosante,  que  después  de  trascurridos  estos  mismos 
plazos,  se  halle  cubierto  del  valor  de  la  letra  en  sus  cuentas 
con  el  deudor,  ó  con  valores  ó  efectos  de  su  pertenencia. 

542.  —  Tanto  el  librador  como  cualquiera  endosante 
de  una  letra  pretestada  puede  exigir,  luego  que  llegue  á 
su  noticia  el  protesto,  que  el  portador  perciba  su  importe 
con  los  gastos  legítimos,  y  le  entregue  la  letra  con  el  pro- 
testo y  la  cuenta  de  recambio. 

En  la  concurrencia  del  librador  y  de  los  endosantes  será 
preferido  ei  librador,  y  después  los  endosantes  por  el  orden 
de  fechas  de  sus  endosos. 

543.  —  Las  letras  de  cambio  producen  acción  ejecutiva 
para  exigir  en  sus  casos  respectivos  del  librador ,  acep- 
tantes y  endosantes  el  pago,  reembolso,  depósito  y  afian- 
zamiento de  su  importe. 

544.  —  La  ejecución  se  despachará  con  vista  de  la  letra 
y  protesto,  y  sin  mas  requisito  que  el  reconocimiento  ju- 
dicial que  hagan  de  su  fuma  el  librador  ó  el  endosante 
demandado  sobre  el  pago. 

Con  respecto  al  aceptante  que  no  hubiere  opuesto  tacha 
de  falsedad  ásu  aceptación  al  tiempo  de  protestar  la  letra 
por  falla  de  pago,  no  será  necesario  el  reconocimiento  ju- 
dicial, y  se  decretará  la  ejecución  desde  luego  en  vista  de 
Ja  letra  aceptada,  y  el  protesto  por  donde  conste  que  no  fué 
pagada. 

545. — Contra  la  acción  ejecutiva  de  las  letras  de  cambio 
do  se  admitirá  mas  excepción  que  las  àeu falsedad,  pago, 
compensación  de  crédito  líquido  y  ejecutivo,  prescripción  ó 
caducidad  de  la  letra,  y  espera  ó  quila  concedida  por  el 
demandante  que  se  pruebe  por  escritura  pública  ó  por  do- 
cumento privado  reconocido  en  juicio.  Cualquiera  otra 
excepción  que  competa  al  deudor,  se  reservará  para  el 
juicio  ordinario,  y  no  obstará  al  progreso  del  juicio  ejecu- 
tivo, el  cual  continuará  por  sus  trámites  hasta  quedar  sa- 
tisfecho de  su  crédito  el  portador  de  la  letra. 

546.  —  Sin  el  consentimiento  del  acreedor  no  pueden  los 
jueces  conceder  plazo  alguno  para  el  cumplimiento  de  las 
obligaciones  contraídas  en  las  letras  de  cambio. 

547.  —  La  cantidad  de  que  un  acreedor  haga  remisión 
ó  quita  al  deudor  contra  quien  repite  el  pago  ó  reem- 
bolso de  una  letra  de  cambio,  se  entiende  también 
remitida  á  los  demás  que  sean  responsables  á  las  resultas 
de  su  cobranza. 

548.  —  Las  letras  de  cambio  protestadas  por  falta  de 
pago  devengan  rédito  de  su  importe  en  favor  de  los  por- 
tadores que  estén  en  desembolso  de  él  desde  el  dia  en  que 
se  hizo  el  protesto. 


SECCIÓN  DUODÉCIMA* 
Del  recambio  y  resaca. 

Síd.  —  El  portador  de  una  letra  de  cambio  protestada 
puede  girar,  para  reembolsarse  de  su  importe  y  gastos  de 
protesto  y  recambio,  una  nueva  letra  ó  resaca  á  cargo  del 
librador  ó  de  uno  de  los  endosantes. 

550.  —  El  librador  de  la  resaca  debe  acompañar  á  esta 
la  letra  original  protestada,  un  testimonio  del  protesto  y  la 
cuenta  de  la  resaca. 

555.  —  No  pueden  comprenderse  en  la  cuenta  de  resaca 
mas  partidas  que  las  siguientes  : 

El  capital  de  la  letra  protestada  ; 

Los  gastos  del  protesto; 

El  derecho  de  sello  para  la  resaca  ;  ¿ 

La  comisión  de  giro  á  uso  de  la  plaza; 

El  corretaje  de  su  negociación  ;  ' 

Los  portes  de  cartas; 

El  daño  que  se  sufra  en  el  recambio. 

652.  —  En  la  cuenta  de  resaca  se  ha  de  hacer  mencíam 
del  nombre  de  la  persona  sobre  quien  se  gira  la  resaca, 
del  importe  de  esta,  y  del  cambio  á  que  se  haya  hecho  sa 
negociación. 

553.  —  El  recambio  ha  de  ser  conforme  al  curso  cor- 
riente que  tenga  en  la  plaza  donde  se  hace  el  giro  sobre  el 
lugar  en  que  se  ha  de  pagar  la  resaca,  y  esta  conformidad 
ha  de  hacerse  constar  en  la  cuenta  de  la  misma  resaca 
por  certificación  de  un  corredor  de  número,  ó  de  dos  co- 
merciantes, donde  no  haya  corredor. 

554.  —  No  pueden  hacerse  muchas  cuentas  de  resaca 
sobre  una  misma  letra,  sino  que  la  primera  se  irá  satis- 
faciendo por  los  endosantes  sucesivamenle  de  uno  en  otr», 
hasta  extinguirse  con  el  reembolso  del  librador. 

555. — Tampoco  pueden  acumularse  muchos  recambios, 
sino  que  cada  endosante,  así  como  el  librador,  soportarán 
solo  uno,  el  cual  se  arreglará  con  respecto  al  librador  por 
ei  cambio  que  corra  en  la  plaza  donde  sea  pagadera  la 
letra  sobre  la  de  su  giro  ;  y  con  respecto  á  los  endosantes 
por  el  que  rija  en  la  plaza  donde  se  hubiere  puesto  el  en- 
doso sobre  la  que  se  haga  el  reembolso. 

556.  —  El  portador  de  una  resaca  no  puede  exigir  el 
interés  legal  de  su  importe  sino  desde  el  dia  que  emplaza 
á  juicio  la  persona  de  quien  tiene  derecho  á  recobrarla. 

557.  —  Todas  las  acciones  que  proceden  de  las  letras  d* 
cambio  quedan  extinguidas  á  los  cuatro  años  de  su  venci- 
miento, si  antes  no  se  han  intentado  en  justicia,  hayanse 
ó  no  protestado  las  letras. 


TITULO  DÉCIMO. 

DE   LAS  LIBRANZAS   Y   DE    LOS    VALES    6   PAGARÉS    A 
LA   ORDEN. 

558.  —  Las  libranzas  á  la  orden  de  comerciante  á  co- 
merciante, y  los  vales  ó  pagarés  también  o  la  orden  que 
procedan  de  operaciones  de  comercio,  producirán  las  mis- 
mas obligaciones  y  efectos  que  las  letras  de  cambio,  menos 
en  cuanto  á  la  aceptación,  y  guardándose  la  restricción  que 
previene  el  artículo  567. 

550.  —  Las  libranzas  se  entienden  siempre  pagaderas  á 
su  presentación,  aunque  no  lo  expresen,  a  menos  que  no 
tengan  plazo  prefijado,  en  cuyo  caso  lo  serán  al  venci- 
miento del  que  en  ellas  está  marcado. 
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860.  —  El  tenedor  no  tiene  derecho  á  exigir  la  acepta- 
ción de  las  libranzas  á  plazo,  ni  puede  ejercer  repetición 
alguna  contra  el  librador  y  endosantes,  hasta  que  se  pro- 
testen por  falta  <1e  pago. 

561 .  —  Los  vales  ó  pagarés  á  la  orden  son  pagaderos 
diez  dias  después  de  su  fecha,  si  no  tuviesen  época  deter- 
minada para  el  pago. 

Si  la  tuviesen,  son  pagaderos  el  dia  de  su  vencimiento 
sin  término  alguno  de  cortesía,  gracia  ni  uso. 

El  plazo  marcado  en  ellos  corre  desde  el  dia  después 
de  su  fecha,  y  se  gradúa  su  curso  como  en  las  letras  de 
cambio. 

362.  —  Las  mismas  formalidades  impuestas  al  tenedor 
de  la  letra  de  cambio  para  usar  de  la  acción  de  reembolso 
contra  el  pagador  y  endosantes,  se  entienden  prescritas 
á  los  tenedores  de  las  libranzas  y  vales  ó  pagarés  á  la 
orden. 

Ií63.  —  Las  libranzas,  y  vales  ó  pagarés  ala  orden  deben 
contener  : 

La  fecha; 

La  cantidad  ; 

La  época  de  su  pago; 

La  persona  à  cuya  orden  se  ha  de  hacer  el  pago; 

El  lugar  donde  este  ha  de  hacerse; 

El  origen  y  especje  del  valor  que  representan  ; 

La  firma  del  librancista  en  las  libranzas,  y  en  los  vales 
la  del  que  contrae  la  obligación  á  pagarlo; 

Los  vales  que,  se  hayan  de  pagar  en  distinto  lugar  de  la 
residencia  del  pagador,  iudicaran  un  domicilio  para  el 
pago; 

Las  libranzas  contendrán  además  la  expresión  de  ser 
libranza,  y  el  nombre  y  domicilio  de  la  persona  sobre 
quien  estén  libradas. 

564.  —  Los  endosos  de  las  libranzas  y  pagarés  deben 
extenderse  con  la  misma  expresión  que  los  de  las  letras  de 
cambio. 

565.— El  tenedor  de  un  vale  no  puede  rehusarse  á  per- 
cibir 1  is  cantidades  que  le  ofrezca  el  deudor  á  cuenta  al 
vencimiento  del  vale;  y  tamo  estas  como  las  que  hava 
podido  percibir  antes,  se  anotarán  a  su  dorso,  y  descarga- 
rán en  otro  tanto  la  obligación  solidaria  de  los  endosantes, 
sin  que  por  eso  se  pueda  omitir  el  protesto  para  usar  dé 
su  derecho  contra  estos  por  el  residuo. 

566.  —  [,a  acción  ejecutiva  de  los  vales  y  libranzas  no 
puede  ejercerse  sino  después  de  haber  reconocido  judicial- 
mente su  firma  la  persona  contra  quien  se  dirige  el  pro- 
cedimiento. 

567.  —Los  tenedores  de  las  libranzas  que  fueren  pro- 
tesiadas  por  falta  de  pago,  deben  ejercer  su  repetición 
contra  el  dador  y  endosantes  en  el  término  de  dos  meses 
contados  desde  la  fecha  del  protesto,  si  la  libranza  fuese 
pagadera  en  territorio  español  ;  y  si  lo  fuese  en  el  extran- 
jero, se  contará  este  plazo  desde  que  sin  pérdida  de  correo 
pudo  llegar  el  protesto  al  domicilio  del  librador  ó  endo- 
sante contra  quien  se  repite. 

Pasado  dicho  plazo,  cesa  toda  responsabilidad  en  los 
endosantes,  y  también  en  eJ  librador  que  pruebe  que  al 
vencimiento  de  la  libranza  tenia  hecha  la  provision  de 
fondos  en  poder  de  la  persona  que  debia  pagarla. 

868.  —  La  disposición  del  articulo  anterior  es  aplicable 
á  los  endosantes  de  los  vales  ó  pagarés  à  la  orden,  cuya 
responsabilidad  caducará  también  trascurridos  que  sean 
dos  meses  desde  la  fecha  del  protesto ,  quedando  f^o  aj 
tenedor  la  acción  contra  el  deudor  directo  del  vale. 

569.  —  Ninguna  acción  es  admisible  en  juicio  para  el 
pago  ó  reembolso  de  las  libranzas  y  pagarés  de  wmerc% 
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después  de  haber  pasado  cuatro  años  desde  su  venci- 
miento. 

570.—  Las  libranzas  ó  pagarés  que  no  estén  expedidos 
á  la  orden  no  se  consideran  contratos  de  comercio,  sino 
simples  promesas  de  pago  sujetas  á  las  leyes  comunes  so- 
bre préstamos. 

571.  —  Los  pagarés  en  favor  del  portador,  sin  expresión 
depeu'ona  determinada,  no  producen  obligación  civil  ni 
acción  en  juicio. 


TITULO  UNDÉCIMO. 

DE   LAS   CARTAS-ÓRDENES   DE   CRÉDITO. 

572.  —  Para  que  se  reputen  contratos  mercantiles  las 
cartas-órdenes  de  crédito,  han  de  ser  dadas  de  comer- 
ciante á  comerciante  para  atender  á  una  operación  de  co- 
mercio. 

573.  —  Las  cartas  de  crédito  no  pueden  darse  á  la 
orden  sino  contraidas  á  sugeto  determinado.  Al  hacer  uso 
de  ella,  el  portador  está  obligado  a  probar  la  identidad 
de  su  persona,  si  el  pagador  no  lo  conociere  personal- 
mente. 

574.  — Toda  carta-órden  de  crédito  ha  de  contraerse  á 
cantidad  fija  como  máximum  de  la  que  deberá  entregarse 
al  portador;  y  las  que  no  contengan  este  requisito,  se 
considerarán  simples  cartas  de  recomendación. 

575.  —  El  dador  de  una  carta  de  crédito  queda  obli- 
gado hacia  la  persona  á  cuso  cargo  la  dio  por  la  cantidad 
que  hubiere  pagado  en  virtud  de  ella,  no  excediendo  de  la 
que  se  fijó  en  la  misma  carta. 

576.  —  No  puede  protestarse  una  carta-órden  de  crédito, 
ni  por  ella  adquiere  acción  alguna  el  portador  contra  el 
que  la  dio,  aun  cuando  no  sea  pagada. 

Pero  si  se  probare  que  el  dador  habia  revocado  la  carta 
de  crédito  intempestivamente  y  con  dolo  para  estorbar  las 
operaciones  del  tomador,  será  responsable  á  este  de  los 
perjuicios  que  de  ello  se  le  siguieren. 

577.  —  Ocurriendo  causa  fundada  que  atenúe  el  crédito 
del  portador  de  una  carta-órden  de  crédito,  puede  anularla 
el  dador,  y  dar  contra-órden  al  que  hubiese  de  pagarla, 
sin  incurrir  en  responsabilidad  alguna. 

578.  —  El  portador  de  una  carta  de  crédito  debe  reem- 
bolsar sin  demora  al  dador  la  cantidad  que  hubiere  perci- 
bido en  virtud  de  ella,  si  antes  no  la  dejó  en  su  poder;  y 
en  defecto  de  hacerlo,  podrá  exigirla  el  mismo  dador  eje- 
cutivamente con  el  interés  legal  de  la  deuda  desde  el  dia 
de  la  demanda,  y  el  cambio  corriente  de  la  plaza  en  que 
se  hizo  el  pago  sobre  el  lugar  donde  se  haga  el  reembolso. 

579.  —  Cuando  el  portador  de  una  carta  de  crédito  no 
hubiere  hecho  uso  de  ella  en  el  término  convenido  con  el 
dador,  ó  en  defecto  de  haberlo  señalado,  en  el  que  el  ti  i- 
nal  de  comercio,  atendidas  las  circunstancias,  considerase 
suficiente,  debe  devolverla  al  dador,  requerido  que  sea 
al  efecto,  ó  afianzar  su  importe,  hasta  que  conste  su  revo- 
cación al  que  debia  pagarla. 
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TITULO  DUODÉCIMO. 

DISPOSICIONES   GEXERALES   SOBRE   LA    PRESCRIPCIÓN 
DE   LOS   CONTRATOS    MERCANTILES. 

580.  —  Todos  los  términos  prefijados  por  disposición 
especial  de  este  Código  para  el  ejercicio  de  las  acciones  y 
repeticiones  que  proceden  de  los  contratos  mercantiles, 
son  fafalcs,  .c:n  q^c  en  ellos  tenga  lugar  el  beneficio  de' 
la  restitución  bajo  causa  alguna,  título  ni  privilegio. 

581.  —  Las  acciones  que  por  las  leyes  del  comercio  no 


tengan  un  plazo  determinado  para  deducirlas  en  juicio, 
prescriben  en  el  tiempo  que  corresponda,  atendida  su  na- 
turaleza, según  las  disposiciones  del  derecho  común. 

582.  —  La  prescripción  se  interrumpe  por  la  demanda 
ú  otro  cualquier  género  de  interpelación  judicial  hecha  al 
deudor,  ó  por  la  renovación  del  documento  en  que  se 
funde  la  acción  del  acreedor.  En  el  primero  de  estos  dos 
casos  comenzará  á  contarse  nuevamente  el  término  de  la 
prescripción  desde  que  se  hizo  la  última  gestion  enjuicio 
á  instancia  de  cualquiera,  de  las  partes  litigantes;  y  en  el 
segundo  desde  la  fecha  del  nuevo  documento  :  y  si  en  él  se 
hubiere  prorogado  el  plazo  del  cumplimiento  de  la  obliga- 
ción, desde  que  este  hubiere  vencido. 
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LIBRO  TERCERO 


DEL  COMERCIO  MARÍTIMO. 


TITULO  PRIMERO. 

DE   LAS    NAVES. 

AüTÍcriLo  583.  —  La  propiedad  de  las  naves  mercan'!1-, 
puede  recaer  indistintamente  en  toda  persona  qu-  por  ¡,:j 
leyes  comunes  del  reino  tenga  capacidad  para  adrjuirirj 
pero  la  expedición  de  ellas  aparejadas,  equipadas  y  arma- 
das ha  de  girar  necesariamente  bajo  el  nombre  y  respon- 
sabilidad directa  de  un  naviero. 

584.  —  Los  extranjeros  que  no  tengan  carta  de  natura- 
lización no  pueden  adquirir  en  todo  ni  en  parte  la  pro- 
piedad de  una  nave  española;  y  si  recayere  en  ellos  por 
tíiulo  de  sucesión,  ú  otro  gratuito,  la  habrán  de  enajenar 
en  el  término  preciso  de  treinta  dias,  bajo  pena  de  con- 
fiscación. 

Este  término  se  contará  desde  el  dia  en  que  hubiere 
recaído  en  su  favor  la  propiedad. 

585.  —  Las  naves  se  adquieren  por  los  mismos  modos 
prescritos  en  derecho  para  adquirir  el  dominio  de  las  cosas 
comerciables. 

58G.  —  Toda  traslación  de  dominio  de  una  nave,  cual- 
quiera que  sea  el  modo  en  que  se  haga,  ha  de  constar  por 
escritura  pública. 

587.  —  La  posesión  de  la  nave  sin  el  título  de  adquisi- 
ción no  atribuye  la  propiedad  al  poseedor  si  no  ha  sido 
continua  por  espacio  de  treinta  años. 

El  capitán  no  puede  adquirir  la  propiedad  de  la  nave  por 
prescripción. 

588.  —  En  la  construcción  de  las  naves  serán  libres  los 
constructores  de  obrar  en  la  forma  que  crean  mas  conve- 
niente para  sus  intereses  ;  pero  no  podrán  aparejarse  sin 
que  se  haga  constar  por  una  visita  de  peritos  nombrados 
por  la  autoridad  competente,  que  se  hallan  en  buen  estado 
para  la  navegación. 

589.  —  Sobre  la  matrícula  de  las  naves  construidas  de 
nuevo,  ó  adquiridas  por  cualquiera  título  legal,  las  solem- 


nidades con  que  deben  hacerse  las  escrituras,  los  requisi- 
tos que  han  de  cumplirse  por  parte  de  los  propietarios 
antes  de  ponerlas  en  navegación,  así  como  sobre  su 
equipo,  tripuiacion  y  armamento,  se  observarán  las  dis- 
posiciones de  la  ordenanza  vigente  de  las  matrículas  de 
mar,  ó  cualquiera  otra  que  se  diere  en  lo  sucesivo. 

590.  —  Es  lícita,  á  los  españoles  la  adquisición  de  buques 
de  construcción  extranjera,  y  podrán  navegar  con  ellos 
con  los  mismos  derechos  y  franquicias  que  si  siempre  hu- 

' hieran  sido  nacionales,  con  tal  que  no  medie  en  el  contrato 
de  su  adquisición  reserva  fraudulenta  á  favor  de  extran 
jero  alguno,  so  pena  de  confiscación  de  la  nave  si  se  fallase 
á  esta  condición,  \  que  se  observen  además  las  formalida- 
des que  están  dispuestas  por  la  misma  ordenanza  de  ma- 
trícula de  mar. 

591.  —  El  comercio  de  un  puerto  español  á  otro  puerto 
del  mismo  reino,  se  hará  exclusivamente  en  buques  de  la 
matrícula  española,  salvas  las  excepciones  hechas  ó  que  se 
hicieren  en  los  tratados  de  comercio  con  las  potencias  ex- 
tranjeras. 

592.  — Las  naves  pueden  enajenarse  libremente  por  sus 
propietarios,  cuando  les  acomodare,  no  siendo  à  extranje- 
ros que  no  estén  naturalizados. 

593.  —  Los  capitanes  ó  maestres  de  las  naves  no  están 
autorizados  por  razón  de  sus  oficios  á  venderlas,  y  para 
hacerlo  válidamente  se  les  ha  de.  haber  conferido  al  efecto 
poder  especial  y  suficiente  por  el  propician  ■  :  mas  si  es- 
tando la  nave  en  viaje  se  inutilizare  para  la  navegación, 
acudirá  su  capitán  ó  maestre  ante  el  tribunal  de  comercio, 
ocaso  de  no  haberlo,  ante  el  juez  ordinario  del  puerto 
donde  hiciere  su  primera  arribada;  y  el  tribunal,  cons- 
tando en  forma  suficiente  el  daño  de  la  nave,  y  que  no 
puede  ser  rehabilitada  para  continuar  su  viaje,  decretará 
la  venta  en  pública  subasta,  y  con  todas  Jas  solemnidades 
que  se  establecen  en  el  aitículo  608. 

59i.  —  Eu  la  venta  de  la  nave  se  entienden  siempre 
comprendidos,  aunque  no  se  exprese,  todos  los  aparejos 
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pertenecientes  á  ella,  que  se  hallen  á  la  sazón  bajo  el  do- 
minio del  vendedor,  á  menos  que  no  se  haga  pacto  expreso 
en  contrario. 
í}  595.  Si  se  enajenare  una  nave  que  se  hallase  á  la  sazón 
\  en  viaje,  corresponderán  al  comprador  íntegramente  los 
\  fletes  que  devengue  en  el  mismo  viaje  desde  que  recibió 
%  su  último  cargamento. 

Pero  si  al  tiempo  de  hacerse  la  enajenación  hubiere  lle- 
gado la  nave  al  puerto  de  su  destino,  pertenecerán  los  fie- 
les al  vendedor,  sin  perjuicio  de  que  tanto  en  uno  como  en 
otro  caso  puedan  los  interesados  hacer  sobre  la  materia 
las'  convenciones  que  tengan  á  bien. 

596.  —  Cuando  las  naves  sean  ejecutadas  y  vendidas 
judicialmente  para  pago  de  acreedores,  tendrán  privilegio 
de  prelacion  las  obligaciones  siguientes,  por  el  orden  con 
que  se  designan. 

1.a  Los  créditos  de  la  Real  Hacienda,  si  hubiere  alguno 
contra  la  nave  ; 

2.a  Las  cosías  judiciales  del  procedimiento  de  ejecución 
y  venta  de  la  nave  ; 

3.a  Los  derechos  de  pilotaje,  toneladas,  ancoraje  y  de- 
más de  puerto; 

4.a  Los  salarios  de  los  depositarios  y  guardianes  de  la  em- 
barcación y  cualquiera  otro  gasto  causado  en  su  conser- 
vación desde  su  entrada  en  el  puerto  hasta  su  venta; 

5.a  El  alquiler  del  almacén  donde  se  hayan  custodiado 
los  aparejos  y  pertrechos  de  Ja  nave; 

6.a  Los  empeños  y  sueldos  que  se  deban  al  capitán  y  tri- 
pulación de  la  nave  en  su  último  viaje; 

7.a  Las  deudas  inexcusables  que  en  el  último  viaje  haya 
contraído  el  capitán  en  utilidad  de  la  nave,  en  cuya  clase 
se  comprende  el  reembolso  de  los  efectos  de  su  cargamento 
que  hubiese  vendido  con  el  mismo  objeto; 

8.a  Lo  que  se  deba  por  los  materiales  y  mano  de  obra 
de  la  construcción  de  la  nave,  cuando  no  hubiere  hecho 
viaje  alguno  ;  y  si  hubiese  navegado,  la  parte  del  precio 
que  aun  no  esté  satisfecha  á  su  último  vendedor  y  las 
deudas  que  se  hubieren  contraído  para  repararla,  apare- 
jarla y  aprovisionarla  para  el  último  viaje; 

9.a  Las  cantidades  tomadas  á  la  gruesa  sobre  el  casco, 
quilla,  aparejos,  pertrechos,  armamento  y  apresto  antes 
de  la  última  salida  de  la  nave  ; 

10.»  El  premio  de  los  seguros  hechos  para  el  último  viaje 
sobre  el  casco,  quilla,  aparejos,  pertrechos,  armamento  y 
apresto  de  la  nave  ; 

Id. a  La  indemnización  que  se  deba  á  los  cargadores  por 
valor  de  los  géneros  cargados  en  la  nave,  que  no  se  hu- 
bieren entregado  á  los  consignatarios,  y  la  indemnización 
que  les  corresponda  por  las  averías  de  que  sea  responsable 
la  nave. 

597.  —  En  caso  de  no  ser  suficiente  el  producto  de  la 
nave  para  pagar  á  todos  los  acreedores  de  un  mismo  grado, 
se  dividirá  entre  estos,  á  prorata  del  importe  de  sus  res- 
pectivos créditos,  la  cantidad  que  corresponda  á  la  masa 
de  ellos,  después  de  haber  quedado  cubiertos  por  entero 
los  de  las  clases  preferentes,  según  el  orden  detallado. 

598.  —  Para  gozar  de  la  preferencia  que  en  su  respec* 
!     tivo  grado  se  marca  á  los  créditos  de  que  hace  mención  el 

articulo  596,  se  han  de  justificar  estos  en  la  forma  si- 
guiente : 

Las  créditos  de  la  Real  Hacienda  por  certificaciones  de 
los  contadores  de  rentas  reales; 

Los  costas  judiciales  por  tasaciones  hechas  con  arreglo  & 
derecho  y  aprobadas  por  el  tribunal  competente; 

Los  derechos  de  tonelada,  ancoraje  y  demás  de  puerto, 


por  certificaciones  detalladas  de  los  jefes  respectivos  de  la 
recaudación  de  cada  uno  de  ellos  ; 

Los  salarios  y  gastos  de  conservación  del  buque  y  sus 
pertrechos  por. decisión  formal  del  tribunal  de  comercio 
que  hubiere  autorizado  ó  aprobado  después  dichos  gastos; 

Los  empeños  y  sueldos  del  capitán  y  tripulación,  por 
liquidación  que  se  haga  en  vista  de  los  roles  y  de  los  libros 
de  cuenta  y  razón  de  la  nave  aprobada  por  el  capitán  del 
puerto; 

Las  deudas  'contraidas  para  cubrir  las  urgencias  de  la 
nave  y  su  tripulación  durante  el  último  viaje,  y  las  que 
resulten  contra  la  nave  por  haberse  vendido  efectos  del 
cargamento,  se  examinarán  y  calificarán  por  el  tribunal  de 
comercio  en  juicio  instructivo  y  sumario,  con  vista  de  las 
justificaciones,  que  presente  el  capitán,  de  las  necesidades 
que  dieron  lugar  á  contraer  aquellas  obligaciones; 

Los  créditos  procedentes  de  la  construcción  ó  venta  del 
huque,  por  las  escrituras  otorgadas  ásu  debido  tiempo  con 
las  solemnidades  que  prescribe  la  ordenanza  de  matrí- 
culas; 

Las  provisiones  para  el  apresto,  aparejos  y  vituallas  de 
la  nave,  por  facturas  de  Jos  proveedores,  con  el  recibo  á 
su  pié  del  capitán  y  el  visto  bueno  del  naviero,  con  tal 
que  se  hayan  protocolado  duplicados  exactos  de  las  mismas 
facturas  en  la  escribanía  de  marina  del  puerto  de  donde 
proceda  la  nave  antes  de  su  salida,  ó  lo  mas  tarde  en  ios 
ocho  días  siguientes  é  inmediatos  á  ella  ; 

Los  préstamos  á  la  gruesa,  por  los  contratos  otorgados 
según  derecho; 

Los  premios  de  seguros,  por  las  pólizas  y  certificaciones 
de.  los  corredores  que  intervinieron  en  ellos; 

Y  ios  créditos  de  los  cargadores  por  defecto  de  entrega 
del  cargamento  ó  averías  ocurridas  en  él,  por  sentencia 
judicial  ó  arbitral. 

599.  —  Los  acreedores  por  cualquiera  de  los  títulos 
mencionados  en  el  artículo  596  conservarán  su  derecho 
expedito  contra  la  nave,  aun  después  de  vendida  esta, 
durante  todo  el  tiempo  que  permanezca  en  el  puerto  donde 
se  hizo  la  venta,  y  sesenta  dias  después  que  se  hizo  á  la 
■vela,  despachada  á  nombre  y  por  cuenta  del  nuevo  pro- 
pietario. 

600.  —  Si  la  venta  se  hiciere  en  pública  subasta  y  con 
intervención  de  la  autoridad  judicial  bajo  las  formalida- 
des prescritas  en  el  artículo  608,  se  extingue  toda  respon- 
sabilidad de  la  nave  en  favor  de  los  acreedores  desde  el 
momento  en  que  se  otorgue  la  escritura  de  venta. 

601.  —  Si  se  vendiere  una  nave  estando  en  viaje,  con- 
servarán sus  derechos  íntegros  contra  ella  los  expresados 
acreedores,  hasta  que  la  nave  regrese  al  puerto  donde 
esté  matriculada,  y  seis  meses  después. 

602.  —  Mientras  dura  la  responsabilidad  de  la  nave  pol- 
las obligaciones  detalladas  en  el  artículo  596,  puede  ser 
embargada  á  instancia  de  los  acreedores  que  presenten 
sus  títulos  en  debida  forma  en  cualquier  puerto  donde  se 
halle;  y  se  procederá  á  su  venta  judicialmente  con  au- 
diencia y  citación  del  capitán  en  caso  de  hallarse  ausente 
el  naviero. 

603.  —  Por  cualquiera  otra  deuda  que  tenga  el  propieta- 
rio de  la  nave,  no  puede  ser  esta  detenida  ni  embargada 
sino  en  el  puerto  de  su  matrícula,  y  el  procedimiento  se 
entenderá  con  el  mismo  propietario,  haciéndole  la  primera 
citación  al  menos  en  el  lugar  de  su  domicilio. 

604.  —  Ninguna  nave  cargada  y  despachada  para  hacer 
viaje  puede  ser  embargada  ni  detenida  por  deudas  de  su 
propietario,  de  cualquiera  naturaleza  que  esuis  sean,  sino 
por  las  que  se  hayan  contraído  para  aprestar  y  aprovisío- 
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nar  la  nave  para  aquel  mismo  viaje,  y  no  anteriormente  ; 
y  aun  en  este  caso  cesarán  los  efectos  del  embargo  si  cual- 
quier interesado  en  la  expedición  diere  fianza  suficiente  de 
que  la  nave  regresará  al  puerto  en  el  tiempo  perfijado  en 
la  patente,  ó  que  si  no  lo  verificase  por  cualquier  acci- 
dente, aunque  sea  fortuito,  satisfará  la  deuda  demandada 
en  cuanto  sea  legítima. 

605.  — Las  naves  extranjeras  surtas  en  los  puertos  espa- 
ñoles no  pueden  ser  embargadas  por  deudas  que  no  hayan 
sido  contraidas  en  territorio  español,  y  en  utilidad  de  las 
mismas  naves. 

606.  —  Por  las  deudas  particulares  de  un  copartícipe  en 
la  nave,  no  podrá  ser  esta  detenida,  embargada  ni  ejecu- 
tada en  su  totalidad,  sino  que  el  procedimiento  se  con- 
traerá á  la  porción  que  en  ella  tenga  el  deudor,  y  no 
causará  estorbo  á  su  navegación. 

607. —  Siempre  que  se  haga  embargo  de  una  nave,  se  in- 
ventariarán detalladamente  todos  los  aparejos  y  pertre- 
chos de  ella,  caso  de  pertenecer  al  propietario  de  la  misma 
nave. 

608.  —  Ninguna  nave  puede  rematarse  en  venta  judi- 
cial, sin  que  haya  sido  subastada  públicamente  por  tér- 
mino de  treinta  dias,  renovándose  cada  diez  dias  los  car- 
teles en  que  se  anuncie  la  venta,  y  pregonándose  por 
término  de  tres  horas  en  cada  uno  de  los  dias  primero, 
diez,  veinte  y  treinta  de  la  subasta. 

Los  carteles  se  fijarán  en  los  sitios  acostumbrados  para 
los  demás  anuncios  en  el  puerto  donde  se  haga  la  venta, 
y  en  la  capital  del  departamento  de  marina  á  que  aquel 
corresponda;  y  tanto  .en  uno  como  en  otro  punto  se  fijará 
un  cartel  en  la  entrada  de  la  capitanía  del  puerto. 

La  venta  se  anunciará  también  en  todos  los  diarios  que 
se  publiquen  en  la  provincia,  y  se  hará  constaren  el  expe- 
diente de  subasta  el  cumplimiento  de  esta  y  las  demás  for- 
malidades prescritas. 

En  el  remate  se  procederá  con  las  solemnidades  y  en  la 
forma  que  está  dispuesto  por  el  derecho  común  para  las 
ventas  judiciales. 

600.  —  Las  deudas  ó  cuestiones  que  puedan  sobrevenir 
entre  los  copartícipes  de  una  nave  sobre  las  cosas  de  in- 
terés común,  se  resolverán  por  la  mayoría,  la  cual  se 
constituye  por  las  partes  de  propiedad  en  la  nave  que  for- 
men mas  de  la  mitad  de  su  valor. 

La  misma  regla  se  observará  para  determinar  la  venta 
delanaveaun cuando larepugnen  algunos  desús  partícipes» 

610.  — Los  propietarios  de  la  nave  tendrán  preferencia 
en  el  fletamento  de  ella  á  precio  y  condiciones  iguales 
sobre  los  que  no  lo  sean  ;  y  si  concurriesen  á  reclamar 
este  derecho  para  un  mismo  viaje  dos  ó  mas  partícipes, 
tendrá  la  preferencia  el  que  tenga  mas  interés  en  la  nave; 
y  entre  parlícipes  que  tengan  igual  interés  en  ella,  se  sor- 
teará el  que  haya  de  ser  preferido. 

6H.  — La  preferencia  que  se  declara  en  el  artículo  an- 
terior á  los  parlícipes  de  la  nave,  no  les  autorizará  para 
exigir  que  se  varíe  el  destino  que  por  disposición  de  la 
mayoría  se  haya  prefijado  para  el  viaje. 

612.  —También  gozarán  los  partícipes  del  derecho  de 
tanteo,  sobre  la  venta  que  alguno  de  ellos  pretenda  hacer 
de  su  porción  respectiva,  proponiéndolo  en  el  término  pre- 
ciso de  los  tres  dias  siguientes  á  la  celebración  de  la  venta, 
y  consignando  en  el  acto  el  precio  de  ella. 

613.  —  El  vendedor  puede  precaverse  contra  el  derecho 
de  tanteo,  haciendo  saber  la  venta  que  tenga  concertada  á 
cada  uno  de  sus  copartícipes  ;  y  si  dentro  del  mismo  tér- 
mino de  tres  dias  no  la  tanteasen ,  no  tendrán  derecho  á 
hacerlo  después  de  celebrada. 


614.  — Cuando  la  nave  necesite  reparación,  será  sufi- 
ciente que  uno  solo  de  los  parlícipes  exija  que  se  haga, 
para  que  todos  estén  obligados  á  proveer  de  fondos  sufi- 
cientes para  que  se  verifique;  y  si  alguno  no  lo  hiciere  en 
el  término  de  los  quince  dias  siguientes  al  en  que  sea  re- 
querido judicialmente  para  ello,  y  todos  ó  algunos  de  los 
demás  los  supliese,  tendrá  derecho  el  que  haga  este  suple- 
mento á  que  se  le  transfiera  el  dominio  de  la  parte  que  cor- 
respondía al  que  no  hizo  la  provision  de  fondos,  abonán- 
dole por  justiprecio  el  valor  que  á esta  correspondiese  antes 
de  hacerse  la  reparación. 

El  justiprecio  se  hará  antes  que  se  dé  principio  á  ía 
reparación  por  peritos  nombrados  por  ambas  partes,  ó 
de  oficio  por  el  juez,  en  el  caso  que  alguna  deje  de  veri- 
ficarlo. 

615.  — Para  todos  los  efectos  del  derecho  sobre  que  no 
se  haya  hecho  modificación  ó  restricción  por  las  leyes  de 
este  Código,  seguirán  las  naves  su  condición  de  bienes 
muebles. 


TITULO  SEGUNDO. 

DE   LAS   PERSONAS   QUE   INTERVIENEN  EN   EL   COMEHl',10 
MARÍTIMO. 

SECCIÓN  PRIMERA. 
De  los  navieros. 

616.  —  No  puede  ser  naviero  el  que  no  tenga  la  capa- 
cidad legal  que  exige  el  ejercicio  del  comercio. 

617.  —  Todos  los  navieros  se  han  de  inscribir  necesa- 
riamente en  la  matrícula  de  comercio  de  su  provincia,  y 
sin  este  requisito  no  se  habilitarán  siís  naves  para  la  na- 
vegación. 

618. — Al  naviero  pertenece  privativamente  hacer  todos 
los  contratos  respectivos  á  la  nave,  su  administración,  fle- 
tamento y  viajes,  y  el  capitán  ó  maestre  de  la  nave  debe 
arreglarse  á  las  instrucciones  y  órdenes  que  reciban  del 
mismo,  quedando  responsables  de  cuanto  hagan  en  con- 
travención de  ellas. 

619.  —  También  corresponde  al  naviero  hacer  el  nom- 
bramiento y  ajuste  del  capitán;  pero  si  tuviere  copartícipes 
en  la  propiedad  de  la  nave,  deberá  hacerse  dicho  nom- 
bramiento por  la  mayoría  de  todos  los  partícipes. 

620.  —  Pueden  los  navieros  desempeñar  por  sí  mismos 
los  oficios  de  capitán  ó  maestre  de  sus  naves,  sin  que  lo 
estorbe  la  repugnancia  de  ningún  copropietario,  á  menos 
que  no  sea  matriculado,  cuya  cualidad  le  dará  la  prefe- 
rencia. En  caso  de  concurrir  á  solicitarlo  dos  copropieta- 
rios que  sean  ambos  matriculados,  se  preferirá  al  que 
tenga  mas  interés  en  el  buque;  y  si  ambos  tuviesen  igual 
porción  en  él,  se  sorteará  el  que  haya  de  serlo. 

621.  —  El  naviero  es  responsable  de  las  deudas  y  obli- 
gaciones que  con  trae  el  capitán  de  su  nave  para  repararla, 
habilitarla  y  aprovisionarla  ;  y  no  puede  eludir  esta  res- 
ponsabilidad alegando  que  el  capitán  se  excedió  de  sus  fa- 
cultades ú  obró  contra  sus  órdenes  é  instrucciones,, 
siempre  que  el  ;¡  reedor  justifique  que  la  cantidad  que  re- 
clama se  invirtió  en  beneficio  de  la  nave. 

622.  —  También  recae  sobre  el  naviero  la  responsabi- 
lidad de  las  indemnizaciones  en  favor  de  tercero  á  que 
haya  dado  lugar  la  conducta  del  capitán  en  la  custodia  de 
los  efectos  que  cargó  en  Ja  nave  ;  pero  podrá  salvarse  de 
ella  haciendo  abandono  de  la  nave  con  todas  sus  perte- 
nencias, y  los  fletes  que  haya  devengado  en  el  viaje. 
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623.  —  No  es  responsable  el  naviero  de  ningún  contrato 
que  haga  el  capitán  en  su  provecho  particular,  aunque  se 
sirva  de  la  nave  para  su  cumplimiento  ; 

Ni  de  las  obligaciones  que  haya  contraído  fuera  de  los 
límites  de  sus  atribuciones  sin  una  autorización  especial; 

Ni  de  las  que  no  se  hayan  formalizado  con  las  solemni- 
dades prescritas  por  las  leyes,  como  condiciones  esencia- 
les para  su  validación. 

624.  —  Tampoco  tiene  responsabilidad  el  naviero  en  los 
excesos  que  durante  la  navegación  cometan  el  capitán  y 
tripulación  ;  y  solo  habrá  lugar  por  razón  de  ellos  á  pro- 
ceder contra  las  personas  y  bienes  de  los  que  resulten  cul- 
pados. 

625.  —  El  naviero  indemnizará  al  capitán  de  todos  los 
suplementos  que  haya  hecho  en  utilidad  de  la  nave  con 
fondos  propios  ó  ajenos,  siempre  que  haya  obrado  con  ar- 
reglo á  sus  instrucciones,  ó  en  uso  de  las  facultades  que 
legítimamente  le  competen. 

626.  Antes  de  hacerse  el  buque  á  la  vela  puede  el  na- 
viero despedir  á  su  arbitrio  al  capitán  é  individuos  de  la 
tripulación,  cuyo  ajuste  no  tenga  tiempo  ó  viaje  determi- 
nado, pagándoles  los  sueldos  que  tengan  devengados,  se- 
gún sus  contratas,  y  sin  otra  indemnización,  como  esta 
no  se  funde  en  un  pacto  expreso  y  determinado. 

627.  —  Despidiéndose  al  capitán  ú  otro  individuo  de  la 
tripulación  durante  el  viaje,  se  les  abonará  su  salario  hasta 
que  regresen  al  puerto  donde  se  hizo  el  ajuste,  á  menos 
que  no  hubiesen  cometido  delito  que  diera  justa  causa 
para  despedirlos,  ó  los  inhabilitara  desempeñar  su  ser- 
vicio. 

628.  —  Cuando  los  ajustes  del  capitán  é  individuos  de 
la  Iripulacion  con  el  naviero  tengan  tiempo  ó  viaje  deter- 
minado, no  podrán  aquellos  ser  despedidos  hasta  el  cum- 
plimiento de  sus  contratas,  sino  por  causa  de  insubordi- 
nación en  materia  grave,  hurto,  embriaguez  habitual,  ó 
perjuicio  causado  al  buque  ó  su  cargamento  por  dolo  ó 
negligencia  manifiesta  ó  probada. 

629.  —  Siendo  copropietario  del  buque  el  capitán  de  la 
nave,  no  puede  ser  despedido  sin  que  ei  naviero  le  rein- 
tegre el  valor  de  su  porción  social,  que  en  defecto  de  con- 
venio de  las  partes  se  estimará  por  peritos  nombrados  por 
ellas  mismas,  ó  de  oficio,  si  no  lo  verificaren. 

'¡30.  —  Si  el  capitán  copropietario  hubiere  obtenido  el 
mando  de  la  nave  por  pacto  especial  del  acta  de  sociedad, 
no  se  le  podrá  privar  de  su  cargo  sin  causa  grave. 

631 .  El  naviero  no  podrá  contratar  ni  admitir  mas  carga 
de  la  que  corresponda  á  la  cabidad  que  esté  detallada  á 
su  nave  en  la  matrícula;  y  si  lo  hiciere,  será  responsable 
de  los  perjuicios  que  se  sigan  à  los  cargadores. 

(¡32.  —  Si  un  naviero  contratare  mas  carga  de  la  que 
debe  llevar  su  nave  atendida  su  cabidad,  indemnizará  á 
los  cargadores,  á  quienes  deje  de  cumplir  sus  contratos, 
todos  los  perjuicios  que  por  su  falla  de  cumplimiento  les 
hayan  sobrevenido. 

633.  —  Todo  contrato  entre  el  naviero  y  el  capitán  ca- 
duca, en  caso  de  venderse  la  nave,  reservándose  á  este  su 
derecho  por  la  indemnización  que  le  corresponda,  según 
los  pactos  hechos  con  el  naviero. 

La  nave  vendida  queda  obligada  á  la  seguridad  del  pago 
de  esta  indemnización,  si  después  de  haberse  dirigido  la 
repetición  contra  el  vendedor,  resultare  este  insolvente. 

SECCIÓN  SEGUNDA. 
De  los  capitanes. 

634.  —  El  capitán  de  la  nave  ha  de  ser  natural  y  w  • 


ciño  de  los  reinos  de  España,  .y  persona  idónea  para  con- 
tratar y  obligarse. 

Los  extranjeros  no  pueden  serlo  si  no  tienen  carta  de  na- 
turaleza, debiendo  además  prestar  fianza  equivalente  á  la* 
mitad,  cuando  menos,  del  valor  de  la  nave  que  capita- 
neen. 

635.  —  En  cuanto  á  la  pericia  que  ha  de  tener  el  capi- 
tán en  el  arte  de  la  navegación,  su  examen,  y  demás  re- 
quisitos necesarios  para  ejercer  este  cargo,  se  estará  á  lo 
que  prescriben  las  ordenanzas  de  matrícula  de  gentes  de 
mar. 

636.  —  El  naviero  que  se  reserve  ejercer  la  capitanía 
de  su  nave,  y  no  tenga  la  patente  de  capitán  con  arreglo 
á  dichas  ordenanzas,  se  limitará  ala  administración  eco- 
nómica de  ella,  valiéndose  para  cuanto  diga  orden  á  la 
navegación,  de  un  capitán  aprobado  y  autorizado  en  Jos 
términos  que  aquellas  previenen. 

637.  —  El  capitán  que  sea  natural  de  España  estará  ó 
no  obligado  á  dar  fianzas,  según  lo  que  sobre  ello  Contrate 
con  el  naviero;  y  si  este  le  relevase  de  darlas,  no  se  le 
podrán  exigir  por  otra  persona. 

638.  —  El  capitán  es  el  jefe  de  la  nave  á  quien  debe 
obedecer  toda  la  tripulación,  observando  y  cumpliendo 
cuanto  mandare  para  el  servicio  de  ella. 

639.  Toca  al  capitán  proponer  al  naviero  las  perso- 
nas del  equipaje  de  la  nave,  y  este  tiene  el  derecho  de  ele- 
gir definitivamente  los  que  hayan  de  tripularla;  pero  no 
podrá  obligar  al  capitán  á  recibir  en  su  equipaje  persona 
alguna  que  no  sea  de  su  contento  y  satisfacción. 

640.  —  Con  respecto  ala  facultad  que  compete  al  capitán 
para  imponer  penas  correccionales  contra  los  que  pertur- 
ben el  orden  en  la  -nave,  cometan  faltas  de  disciplina,  ó 
dejen  de  hacer  el  servicio  que  les  compete,  se  observará  lo 
que  previenen  los  reglamentos  de  la  marina. 

641 .  —  No  estando  presentes  el  naviero  ni  el  consigna- 
tario de  la  nave,  está  autoi  izado.el  capitán  para  contratar 
por  sí  los  fleíamentos  bajo  las  instrucciones  que  tenga  re- 
cibidas, y  procurando  con  la  mayor  solicitud  y  esmero  el 
fomento  y  prosperidad  de  los  intereses  del  naviero. 

642.  —  El  capitán  tomará  por  sí  las  disposiciones  conve- 
nientes para  mantener  la  nave  pertrechada ,  provista  y 
municionada,  comprando  á  este  electo  lo  que  considere  de 
absolut;,  necesidad,  siempre  que  las  circunstancias  no  le 
permitan  solicitar  previamente  las  instrucciones  del  naviero. 

043  — En  casos  urgentes,  durante  la  navegación,  puede 
el  capitán  disponer  las  reparaciones  en  la  nave  yen  sus 
pertrechos  que  sean  absolutamente  precisas,  para  que 
pueda  continuar  y  acabar  su  viaje,  con  tal  que  si  llegare  á 
puerto  donde  haya  consignatario  de  la  misma  nave,  obre 
con  acuerdo  de  vste. 

Fuera  de  este  caso  no  tiene  facultad  para  disponer  por 
sí  obras  de  reparación,  ni  otro  gasto  alguno  para  habilitar 
la  nave,  sin  que  el  naviero  consienta  la  obra  y  apruebe  el 
presupuesto  de  su  costo. 

644.  —  Cuando  el  capitán  se  halle  sin  fondos  pertene- 
cientes á  la  nave  ó  á  sus  propietarios  para  costear  las  re- 
paraciones, rehabilitación  y  aprovisionamiento  que  puedan 
necesitarse,  en  caso  de  arribada,  acudirá  á  los  corres;». Mi- 
sales del  naviero,  si  se  encontraren  en  el  mismo  puerto; 
y  en  su  delecto. á  los  interesados  en  la  carga;  y  si  por 
ninguno  de  estos  medios  pudiese  procurarse  los  fondos 
que  necesitare,  está  autorizado  para  tomarlos  á  riesgo 
marítimo  ú  obligación  á  la  gruesa  sobre  el  casco,  quilla  y 
aparejos,  con  previa  licencia  del  tribunal  de  comercio  del 
puerto  donde  se  halle,  siendo  territorio  español;  y  en  pais 
extranjero  del  cónsul,  si  lo  hubiere,  ó  no  habiéndolo,  de  la 
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autoridad  que  conozca  de  los  asunto?  mercantiles. 

No  surtiendo  efecto  este  arbitrio,  podrá  echar  mano  de 
a  parte  del  cargamento  que  baste  para  cubrir  las  necesi- 
dades que  sean  de  absoluta  urgencia  y  perentoriedad, 
vendiéndola  con  la  misma  autorización  judicial  y  en  su- 
basta pública. 

645.  —  Estando  ya  la  nave  despachada  para  hacerse  á 
la  vela,  no  puede  ser  detenido  por  deudas  el  capitán,  á 
menos  que  rstas  procedan  de  efectos  suministrados  para 
aquel  mismo  viaje,  en  cuyo  caso  se  le  admitirá  también 
la  fl.mza  prevenida  en  el  artículo  604. 

Esta  disposición  tendía  lugar  con  todos  los  demás  in- 
dividuos de  la  tripulación. 

046.  —  Los  capitanes  tienen  obligación  de  llevar  asiento 
formal  de  todo  lo  concerniente  á  la  administración  de  la 
nave  y  ocurrencias  de  la  navegación  en  tres  libros  encua- 
dernados y  foliados,  cuyas  fojas  se  rubricarán  por  el  capi- 
tán del  puerto  de  la  matrícula  de  su  barco. 

En  el  primero,  que  se  titulará  de  cargamentos,  se  anotará 
la  entrada  y  salida  de  todas  las  mercaderías  que  se  car- 
guen en  la  nave,  con  expresión  de  las  marcas  y  números 
de  los  bultos,  nombres  de  cargadores  y  consignatarios, 
puertos  de  carga  y  de  descarga,  y  fletes  que  devengaren. 

En  este  mismo  libro  se  sentarán  también  los  nombres, 
procedencia  y  destino  de  todos  los  pasajeros  que  viajen  en 
la  nave. 

En  el  segundo,  con  el  título  de  cuenta  y  razón,  se  lle- 
vará la  de  los  intereses  de  la  nave,  anotando  artículo  por 
artículo  lo  que  reciba  el  capitán  y  lo  que  expenda  por  re- 
paraciones, aprestos,  vituallas,  salarios,  y  demás  gastos 
que  se  ocasionen  de  cualquiera  clase  que  sean,  sentándose 
en  el  mismo  libro  los  nombres,  apellidos  y  domicilios  de 
toda  la  tripulación;  sus  sueldos  respectivos,  cantidades  que 
perciban  por  razón  de  ellos,  y  las  consignaciones  que  de- 
jen hechas  para  sus  familias. 

En  el  tercero,  que  se  nombrará  diario  de  navegación,  se 
anotarán  dia  por  dia  todos  los  acontecimientos  del  viaje,  y 
las  resoluciones  sobre  la  nave  ó  el  cargamento  que  exijan 
el  acuerdo  de  los  oficiales  de  ella. 

647.  —  Si  durante  la  navegación  muriese  algún  pasa- 
jero ó  individuo  del  equipaje,  pondrá  el  capitán  en  buena 
custodia  todos  los  papeles  y  pertenencias  del  difunto,  for- 
mando mi  inventario  exacto  de  todo  ello  con  asistencia  de 
dos  testigos,  que  serán  algunos  de  los  pasajeros,  si  los  hu- 
biere, ó  en  su  defecto  individuos  de  la  tripulación. 

648.  —  Antes  de  poner  la  nave  á  la  carga  se  hará  un 
reconocimiento  prolijo  de  su  estado  por  el  capitán  y  oficia- 
les de  ella,  y  dos  maestros  de  carpintería  y  calafatería  ;  y 
hallándola  segura  para  emprender  la  navegación  á  que  se 
le  destine,  se  extendera  por  acuerdo  en  el  libro  de  resolu- 
ciones ;  y  en  el  caso  contrario  se  suspenderá  el  viaje  hasta 
que  se  hagan  las  reparaciones  convenientes. 

649.  —  En  ningún  caso  desamparará  el  capitán  la  nave 
en  la  entrada  y  salida  de  los  puertos  y  ríos. 

Estando  en  viaje,  no  pernoctará  fuera  de  ella  sino  por 
ocupación  grave  que  proceda  de  su  oficio,  y  no  de  sus  ne- 
gocios propios. 

650.  —  El  capitán  que  llegue  á  un  puerto  extranjero,  se 
presentará  al  cónsul  español  en  las  veinte  y  cuatro  horas 
siguientes  á  haberle  dado  plática,  y  hará  declaración  ante 
el  mismo  del  nombre,  matrícula,  procedencia,  y  destino  de 
su  buque,  de  las  mercaderías  que  componen  su  carga,  y 
de  las  causas  de  su  arribada,  recogiendo  certificación  que 
acredite  haberlo  así  verificado,  y  la  época  de  su  arribo  y 
de  su  partida. 

651.  —  Cuando  un  capitán  tome  puerto  por  arribada  en 


territorio  español  ,  se  presentará  inmediatamente  que 
salte  en  tierra  al  capitán  del  puerto,  y  declarará  las  cau- 
sas de  la  arribada.  La  misma  autoridad  hallándolas  ciertas  y 
suficientes,  le  dará  certificación  para  guarda  de  su  derecho. 

652  — El  capitán  que  habiendo  naufragado  su  nave  se  sal- 
vare soloó  con  parte  déla  tripulación,  se  presentara  á  la  au- 
toridad mas    Inmediata,  y  hará  relación  jurada  del  suceso. 

Esta  se  comprobará  por  las  declaraciones  que  mediante 
juramento  darán  los  individuos  de  la  tripulación  y  pasa- 
jeros que  se  hubieren  salvado,  y  el  expediente  original  se 
entregará  al  mismo  capitán  para  guarda  de  su  derecho. 

Si  las  declaraciones  de  la  tripulación  y  pasajeros  no  se, 
conformaren  con  la  del  capitán,  no  hará  fe  en  juicio  la  db 
este,  y  en  ambos  casos  queda  reservada  á  los  interesa  os 
la  prueba  en  contrario. 

653.  —  Cuando  se  hubieren  consumido  las  provisiones 
comunes  de  la  nave  antes  de  llegar  á  puerto,  podrá  el  ca- 
pitán, de  acuerdo  con  los  demás  oficiales  de  esia,  obligar 
á  los  que  tengan  víveres  por  su  cuenta  pai  lieul  r  á  que 
los  entreguen  para  el  consumo  común  de  todos  los  que  se 
hallen  á  bordo,  abonando  su  importe  en  el  acto,  ó  á  lo  mas 
tarde  en  el  primer  puerto  adonde  arribe. 

654.  —  No  puede  el  capitán  cargar  en  la  nave  merca- 
dería alguna  por  su  cuenta  particular  sin  permiso  del  na- 
viero, ni  permitirá  que  lo  haga  sin  el  mismo  consentimiento 
individuo  alguno  de  la  tripulación. 

655.  — Tampoco  puede  el  capitán  hacer  pacto  alguno 
público  ni  secreto  con  los  cargadores  que  ceda  en  beneficio 
particular  suyo,  sino  que  todo  cuanto  produzca  la  nave 
bajo  cualquier  título  que  sea  ha  de  entrar  en  el  acervo 
común  de  los  partícipes  en  los  productos. 

656.  —  El  capitán  que  navegue  a  flete  común  ó  al  tercio 
no  puede  hacer  de  su  propia  cuenta  negocio  alguno  sepa- 
rado; y  si  lo  hiciere,  pertenecerá  la  utilidad  que  resulte  á 
los  demás  interesados,  y  las  pérdidas  cederán  en  su  per- 
juicio particular. 

657.  —  El  capitán  que  habiéndose  concertado  para  un 
viaje  dejare  de  cumplir  su  empeño,  sea  porque  no  em- 
prenda el  viaje  ó  sea  abandonando  la  nave  durante  él, 
además  de  indemnizar  al  naviero  y  cardadores  todos  los 
perjuicios  que  les  sobrevengan  por  ello,  quedara  inhábil 
perpetuamente  para  volverá  capitanear  nave  alguna. 

Solo  será  excusable,  si  le  sobreviniere  algún  impedi- 
mento físico  ó  moral  que  le  impida  cumplir  su  empeño. 

658.  —  No  es  permitido  al  capitán  hacerse  sustituir  por 
otra  persona  en  el  desempeño  de  su  encargo  sin  consenti- 
miento del  naviero;  y  si  lo  hiciere,  queda  responsable  de 
todas  las  gestiones  del  susthuto,  y  el  naviero  podrá  deponer 
à  este  y  al  que  lo  nombró ,  exigiéndole  las  indem- 
nizaciones á  que  se  haya  hecho  responsable  con  arreglo  al 
artículo  anterior. 

659.  —  Desde  todo  puerto  donde  el  capitán  cargue  la 
nave,  debe  remitir  al  naviero  un  estado  exaco  de  los  efec- 
tos que  ha  cargado,  nombres  y  domicilios  de  los  cargado- 
res, fletes  que  devenguen  y  cantidades  tomadas  á  la  gruesa. 
En  el  caso  de  no  encontrar  medios  de  dar  este  aviso  en  el 
puerto  donde  reciba  la  caiga ,  lo  verificará  en  el  primero 
adonde  arribe  en  que  haya  facilidad  para  ello. 

660.  —  También  dará  el  capitán  noticia  puntual  al  na- 
viero de  su  arribo  al  puerto  de  su  destino,  aprovechando  el 
primer  correo  ú  otra  ocasión  mas  pronta,  si  la  hubiere. 

(J6i.  —  Cuando  por  cualquier  accidente  de  mar  perdiere 
el  capitán  toda  esperanza  de  poder  salvar  la  nave,  y  se  croa 
en  el  caso  de  abandonarla,  oirá  sob'e  ello  á  los  demás  ofi- 
ciales de  la  nave,  y  se.  estará  á  lo  que  decida  la  mayoría, 
teniendo  el  capitán  voto  de  calidad. 
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Pudrôitdo  salraf?ê  en  el  bote,  procurará  llevar  consigo 
io  mas  precioso  del  cargamento,  recogiendo  indispensable- 
mente los  libros  de  la  nave,  siempre  que  haya  posibilidad 
de  hacerlo.  Si  los  efectos  salvados  se  perdieren  antes  de 
llegar  á  buen  puerto,  no  se  le  hará  cargo  alguno  por  ellos, 
justificando  en  el  primero  adonde  arribe  que  la  pérdida 
procedió  de  caso  fortuito  inevitable. 

662.  —  No  puede  el  capitán  tomar  dinero  ala  gruesa  ni 
¡hipotecar  la  nave  para  sus  propias  negociaciones. 

Siendo  copartícipe  en  el  casco  y  aparejos,  puede  empeñar 
su  porción  particular,  siempre  que  rio  haya  tomado  antes 
gruesa  alguna  sobre  la  totalidad  de  la  nave,  ni  exista  otro 
género  de  empeño  ó  hipoteca  á  cargo  de  esta. 

En  la  póliza  del  dinero  que  tomare  el  capitán  copropie- 
tario en  !a  forma  sobredicha,  expresará  necesariamente 
cuál  es  la  porción  de  su  propiedad  sobre  que  funda  la  hipo- 
teca expresa. 

En  caso  de  contravención  á  este  artículo  será  de  cargo 
privativo  del  capitán  el  pago  del  principal  y  costas,  y  podrá 
el  naviero  deponerlo  de  su  empleo. 

663.  —  El  capitán,  luego  que  se  haya  fletado  la  nave, 
debe  ponerla  franca  de  quilla  y  costados,  apta  para  navegar 
y  recibir  la  carga  en  el  término  pactado  con  el  fletador. 

C64.  —  Estando  la  nave  fletada  por  entero,  no  puede  el 
capitán  recibir  carga  de  otra  persona  sin  anuencia  expresa 
del  fletador  ;  y  si  lo  hiciere,  podrá  este  obligarle  á  desern  ■ 
barcaria,  y  exigirle  los  perjuicios  que  se  le  layan  seguido. 

665.  —  No  permitirá  el  capitán  que  se  ponga  carga  sobre 
la  cubierta  del  buque  sin  que.  consientan  en  ello  lodos  los 
cargadores,  el  mismo  naviero  y  los  oficiales  de  la  nave;  y 
será  bástanle  que  cualquiera  de  estas  partes  lo  resista,  para 
que  no  se  verifli|ue,  aunque  las  demás  lo  consientan. 

666.  —  Lus  obligaciones  impuestas  á  ios  navieros  por 
los  artículos  63 1  y  632  son  extensivas  á  los  capitanes  en  las 
contratas  que  hagan  sobre  fletes. 

667.  —  Es  obligación  del  capitán  mantenerse  en  su  nave 
con  toda  su  tripulación  mientras  estase  esté  cargando. 

668.  —  Después  de  haberse  fletado  la  nave  para  puerto 
determinado,  no  puede  el  capitán  dejar  de  recibir  la  carga 
y  hacer  el  viaje  convenido,  si  no  sobreviene  peste,  guerra 
ó  extorsion  en  la  misma  nave,  que  impidan  legítimamente 
emprender  la  navegación. 

669.  —  Cuando  por  violencia  extrajere  algún  corsario 
efectos  de  la  nave  ó  de  su  carga,  ó  el  capitán  se  viere  en 
ta  necesidad  de  entregárselos,  formalizará  su  asiento  en  el 
libro,  y  .justificará  el  hecho  en  el  primer  puerto  adonde 
arribe. 

Es  de  cargo  del  capitán  resistir  la  entrega,  ó  reducirla 
á  lo  menos  posible  en  cantidad  y  calidad  de  los  efectos 
que  se  le  exijan  por  todos  los  medios  que  permita  la  pru- 
dencia. 

670.  —  El  capitán  que  corriere  temporal,  ó  considere 
que  hay  daño  ó  avería  en  la  carga,  hará  su  protesta  en  el 
primer  puerto  adonde  arribe  dentro  de  las  veinte  y  cuatro 
horas  siguientesá; ,;i  arribo,  y  la  ratificará  den !ro  del  mismo 

érmino  luego  qui  üegue  al  de  su  destino,  procediendo  en 
seguida  á  la  justifie  ación  de  los  hechos;  y  hasta  quedar 
«vacuada  no  podra  abrir  las  escotillas. 

671.  —  No  puede  el  capitán  tomar  dinero  ala  gruesa 
sobre  el  cargamento;  y  en  caso  de  hacerlo,  será  ineficaz  el 
contrato  con  respecto  á  ecte. 

672.  —  Luego  que  el  capitán  llegue  al  puerto  de  su  des- 
tino, y  obtenga  los  permisos  necesarios  de  las  oficinas  de 
marina  y  aduana  real,  hará  entrega  de  su  cargamento  à 
ios  respectivos  consignatarios  sin  desfalco,  bajo  su  respon- 
sabilidad personal  y  la  del  buque,  sus  aparejos  y  fletes. 


673.  —  Las  creces  y  aumentos  que  tenga  la  carga  du- 
rante su  estancia  en  la  nave,  pertenecen  al  propietario. 

674.  —  Cuando  por  ausencia  del  consignatario,  ó  por 
no  presentarse  portador  legítimo  de  los  conocimientos  á  la 
orden,  ignorare  el  capitán  á  quién  haya  de  hacer  legítima- 
mente la  entrega  del  cargamento,  lo  pondrá  á  disposición 
del  tribunal  de  comercio,  ó  en  defecto  de  haberlo,  de  la 
autoridad  judicial  local,  para  que  provea  lo  conveniente  á 
su  depósito,  conservación  y  seguridad. 

675.  —  El  capitán  llevará  un  asiento  formal  de  los  gé- 
neros que  entrega  con  sus  marcas  y  números,  y  expresión 
de  la  cantidad,  si  se  pesaren  ó  midieren,  y  lo  trasladará  al 
libro  de  cargamentos. 

676.  —  El  capitán  es  responsable  civilmente  de  todos  los 
daños  que  sobrevengan  á  la  nave  y  su  cargamento  por  im- 
pericia ó  descuido  de  su  parte. 

Si  estos  daños  procedieren  de  haber  obrado  con  dolo, 
además  de  aquella  responsibilidad  será  procesado  criminal- 
mente y  castigado  con  las  penas  prescritas  en  las  leyes 
criminales. 

667.  —  El  capitán  que  haya  sido  condenado  por  haber 
obrado  con  dolo  en  sus  funciones,  quedará  inhabilitado 
para  obtener  cargo  alguno  en  las  naves. 

678.  —  No  se  admitirá  excepción  alguna  en  descargo  de 
su  responsabilidad  al  capitán  que  hubiere  tomado  derrota 
contraria  á  la  que  debia,  ó  variado  de  rumbo  sin  justa 
causa,  á  juicio  de  la  junta  de  oficiales  de  la  nave,  con  asis- 
tencia de  los  cargadores  ó  sobrecargos  que  se  hallaren  á 
bordo. 

679.  —  El  capitán  es  responsable  también  civilmente  de 
las  sustracciones  y  latrocinios  que  se  cometieren  por  la 
tripulación  de  la  nave,  salva  su  repetición  contra  los 
culpados. 

Asimismo  lo  es  de  las  pérdidas,  multas  y  confiscaciones 
que  ocurran  por  contravenciones  á  las  leyes  y  reglamentos- 
de  aduanas  ó  de  policía  de  los  puertos,  y  de  los  que  se 
causen  por  las  discordias  que  se  susciten  en  el  buque,  ó 
por  las  fallas  que  cometa  la  tripulación  en  el  servicio  y 
defensa  del  mismo,  si  no  probare  que  usó  con  tiempo  de 
toda  la  extension  de  su  autoridad  para  prevenirlas,  impe- 
dirlas y  corregirlas. 

680.  —  Serán  también  de  cargo  del  capitán  los  perjuicios 
que  resulten  por  la  inobservancia  de  los  artículos  642, 643, 
649,  634,  665  y  667. 

681.  —  La  responsabilidad  del  capitán  sobre  el  carga- 
mento comienza  desde  que  se  le  hace  la  entrega  de  él  en 
la  orilla  del  agua,  ó  en  el  muelle  del  puerto  donde  se  carga, 
hasta  que  lo  pone  en  la  orilla  ó  muelle  del  puerto  de  la 
descarga,  si  otra  cosa  no  se  hubiere  pactado  expresamente, 
ó  si  no  hubiere  quedado  de  cuenta  del  cargador  entregar 
la  carga  á  bordo,  ó  recibirla  del  mismo  modo. 

682.  —  No  tiene  responsabilidad  alguna  el  capitán  de 
los  daños  que  sobrevienen  al  buque  ni  su  cargamento  por 
fuerza  mayor  insuperable  ó  caso  fortuito  que  no  pudo  evi- 
tarse. 

683.  —  Ningún  capitán  puede  entrar  voluntariamente 
en  puerto  distinto  del  de  su  destino,  sino  en  los  casos  y 
bajo  las  formalidades  que  se  previenen  en  los  artículos 
968  y  969. 

Si  contraviniere  á  estos  artículos,  ó  si  la  arribada  pro- 
cediere de  culpa,  negligencia  ó  impericia  del  capitán,  será 
responsable  de  los  gastos  y  perjuicios  que  en  ella  se  causen 
al  naviero  y  á  los  cardadores. 

684.  —  El  capitán  que  tome  dinero  sobre  el  casco  y 
aparejos  del  buque,  que  empeñe  ó  venda  mercaderíar  ó 
provisiones,  fuera  de  ios  casos  y  sin  las  formalidades  que 
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Tan  prevenidas,  y  el  que  cometa  fraude  en  sus  cuentas, 
además  de  reembolsar  la  cantidad  defraudada,  será  casti- 
gado como  reo  de  hurto. 

685.  —  Los  capitanes  cumplirán  además  de  las  obliga- 
ciones prescritas  en  este  Código,  las  que  les  estén  impues- 
tas por  los  reglamentos  de  marina  y  aduanas. 

686.  —  Las  obligaciones  que  el  capitán  contrae  para 
atender  á  la  reparación,  habilitación  y  aprovisionamiento 
de  la  nave,  recaen  sobre  el  naviero,  y  no  le  constituyen 
personalmente  responsable  á  su  cumplimiento,  á  menos 
que  no  comprometa  expresamente  su  responsabilidad 
personal,  ó  suscriba  letra  de  cambio  ó  pagaré  á  su  nom- 
bre. 

SECCIÓN  TERCERA. 

De  los  oficiales  y  equipaje  de  la  nave. 

687.  —  Ninguno  podrá  ser  piloto,  contramaestre,  ni 
oficial  de  nave  mercante,  bajo  cualquiera  denominación 
que  sea,  sin  haber  obtenido  la  habilitación  y  autorización 
que  previenen  las  ordenanzas  de  matrículas  de  mar,  y 
cualquiera  contrato  hecho  por  un  naviero  ó  capitán  para 
oficiales  de  mar  con  persona  que  carezca  de  dicha  autori- 
zación, será  nulo  é  ineficaz  con  respecto  á  ambas  paries. 

688.  -w  Entre  las  personas  que  tengan  la  autorización 
convenieute  para  ejercer  los  oficios  que  designa  el  artículo 
precedente,  elegirá  el  naviero  la  que  sea  de  su  agrado, 
sin  que  por  autoiidad  alguna  se  le  pueda  obligar  á  que  la 
elección  recaiga  en  sugeto  determinado,  salvo  lo  que  se  ha 
prevenido  en  el  artículo  639  con  respecto  á  la  intervención 
que  debe  tener  el  capitán  de  la  nave  en  estos  nombra- 
mientos. 

689.  —  Por  muerte,  ausencia  ó  enfermedad  del  capi- 
tán recae  el  mando  y  gobierno  de  la  nave  en  el  piloto, 
mientras  que  el  naviero  prevee  de  persona  que  le  reem- 
place; y  á  su  consecuencia  tendrá  la  misma  responsabi- 
lidad que  el  capilan  en  el  cumplimiento  de  las  obligaciones 
qué  á  este  corresponden. 

690.  —  El  piloto  debe  ir  provisto  de  las  cartas  de  nave- 
gación é  instrumentos  necesarios  para  el  desempeño  de  su 
encargo,  y  responde  de  Jos  accidentes  á  que  dé  lugar  su 
omisión  en  esta  parte. 

691 .  —  Para  mudar  de  rumbo  ha  de  obrar  el  piloto  con 
acuerdo  del  capitán;  y  si  este  se  opusiere  á  que  tome  el 
que  convenga  al  buen  viaje  de  la  nave,  le  expondrá  las 
observaciones  convenientes  en  presencia  de  los  demás 
oficiales  de  mar;  y  en  caso  de  insistir  el  capitán  en  su 
resolución,  extenderá  el  piloto  la  conveniente  protesta  en 
el  libro  de  navegación,  sin  dejar  de  obedecer  al  capitán, 
á  cuyo  perjuicio  vendrán  las  resultas  de  su  mala  disposi- 
ción. 

692.  —  Los  pilotos  llevarán  particularmente  por  sí  un 
libro  en  que  anotarán  diariamente  la  altura  del  sol,la  der- 
rota, la  distancia,  la  longitud  y  la  latitud  en  que  juzga- 
ren hallarse;  los  encuentros  que  tuvieren  de  otras  naves, 
y  todas  las  particularidades  útiles  que  observen  durante  la 
navegación. 

693.  —  Si  por  impericia  y  descuido  del  piloto  varase  ó 
naufragase  la  nave,  responderá  de  todos  los  perjuicios  que 
se  causen  á  esta  y  al  cargamento. 

Si  el  daño  procediese  de  haber  obrado  con  dolo,  será 
procesado  criminalmente,  y  castigado  según  derecho; 
quedando  inhabilitado  para  volver  á  ejercer  las  funciones 
de  piloto  en  ningún  otro  buque. 

La  responsabilidad  particular  del  piloto  no  excluye  la  que 
tiene  el  capitán  en  los  mismos  casos  según  el  artículo  676. 


694." —  Por  imposibilidad  ó  inhabilitación  del  capitán  y 
del  piloto,  sucede  el  contramaestre  en  el  mando  y  respon- 
sabilidad de  la  nave. 

695.  —  Es  de  cargo  del  contramaestre  vigilar  sobre  la 
conservación  de  los  aparejos  de  la  nave  y  proponer  al  ca- 
pitán las  reparaciones  que  crea  necesarias. 

696.  —  También  corresponde  al  contramaestre  arreglar 
en  buen  orden  el  cargamento,  tener  la  nave  expedita  para 
las  maniobras  que  exije  la  navegación,  y  mantener  el  or- 
den, la  disciplina  y  buen  servicio  en  la  tripulación,  pi- 
diendo al  capitán  las  órdenes  é  instruciones  que  sobre  todo 
ello  eslime  mas  convenientes;  y  dándole  aviso  pronto  y 
puntual  de  cualquiera  ocurrencia  en  que  sea  necesaria  la 
intervención  de  su  autoiidad. 

Con  arreglo  á  las  mismas  instrucciones  detallará  á  cada 
marinero  el  trabajo  que  deba  hacer  á  bordo,  y  vigilará 
sobre  que  lo  desempeñe  debidamente. 

697.  —  Cuando  se  desarme  la  nave  se  encargará  pro  in- 
ventario de  todos  sus  aperejos,  cuidando  de  su  conservación 
y  custodia,  á  menos  que  por  orden  del  naviero  sea  relevado 
de  este  encargo. 

698.  —  En  punto  á  las  calidades  que  deban  concurrir  en 
losque  hayan  de  componer  los  equipajes  de  las  naves  mer- 
cantes, se  observará  lo  que  está  dispuesto  en  las  ordenan- 
zas de  matrículas  de  gente  de  mar. 

699.  —  Las  contratas  entre  el  capitán  y  el  equipaje  de- 
ben todas  extenderse  por  escrito  en  el  libro  de  cuenta  y 
razón  de  la  nave,  y  firmarse  por  los  que  sepan  hacerlo. 
Los  que  no  sepan  firmar  podrán  autorizar  á  otro  que  firme 
por  ellos. 

listando  este  libro  con  los  requisitos  prevenidos  en  el  ar- 
ticulo 646,  y  no  apareciendo  indicio  de  alteración  en  sus 
pavtidas,  hará  entera  fe  sobre  las  diferencias  que  ocurran 
entre  el  capüan  y  el  equipaje,  en  razón  de  las  contratas 
contenidas  en  él  y  délas  cantidades  entregadas  á cuenta  de 
ellas. 

Cada  individuo  del  equipaje  podrá  exigir  del  capitán  que 
le  dé  una  nota  firmada  de  su  puño  de  la  contrata  exten- 
dida en  el  libro. 

700.  —  El  hombre  de  mar  contralado  para  el  servicio  de 
la  nave  no  puede  rescindir  su  empeño  ni  dejar  de  cum- 
plirlo, como  no  le  sobrevenga  impedimento  legítimo  que 
lo  estorbe. 

701.  —  Si  el  hombre  de  mar  que  esté  contratado  para 
una  nave  se  concertase  para  otra,  será  nulo  el  contrato,  y 
el  capitán  tendrá  la  opción  de  obligarle  aprestar  el  servicio 
que  tenia  pendiente,  ó  buscar  á  expensas  del  mismo  quien 
le  sustituya. 

Además  perderá  los  salarios  que  tuviere  devengados  en 
su  primer  empeño  á  beneficio  de  la  nave  en  donde  lo  tenia 
contraído,  sin  perjuicio  de  las  penas  correccionales  á  que 
pueda  condenarle  la  autoridad  militar  de  marina. 

El  capitán  que  lo  ajustó  en  segundo  lugar  incurrirá  en  la 
mulla  de  mil  reales,  siempre  que  hubiere  sido  sabedor  de 
que  el  hombre  de  mar  estaba  empeñado  en  otra  contrata. 

702.  —  Para  pasar  un  hombre  de  mar  del  servicio  de 
una  nave  aide  otra,  sin  estorbo  legítimo,  obtendrá  permiso 
por  escrito  del  capilan  de  la  nave  en  que  servia. 

703.  —  No  constando  el  tiempo  determinado  por  el  cual 
se  ajustó  un  hombre  de  mar,  se  entiende  empeñado  por 
el  viaje  de  ida  y  vuelta  hasta  que  la  nave  regrese  al  puerto 
de  su  matrícula. 

70-i.  —  No  puede  ser  despedido  sin  justa  causa  el  hom- 
bre de  mar  durante  el  tiempo  de  su  contrata. 
Serán  justas  causas  para  despedirle  : 
La  perpetración  de  cualquier  delito  que  perturbe  el  ór- 


den  en  la  nave,  y  la  reincidencia  en  faltas  de  insubordina- 
ción disciplina  ó  cumplimiento  del  servicio  que  le  corres- 
ponda hacer; 

El  hábito  de  la  embriaguez; 

Cualquiera  ocurrencia  que  inhabilite  al  hombre  de  mar 
para  ejecutar  el  trabajo  de  que  esté  encargado. 

705.  —  Si  arbitrariamente  rehusare  el  capitán  llevar  á 
su  bordo  al  hombre  de  mar  que  tenga  ajustado,  le  pagará 
su  soldada  como  si  hiciera  su  servicio;  y  mediante  esta  in- 
demnización no  se  le  podrá  obligar  á  llevarlo,  con  tal  que 
lo  deje  en  tierra  antes  de  emprender  el  viaje. 

liila  indemnización  saldrá  de  la  masa  de  fondos  de  la 
nave,  si  el  capitán  procediere  por  motivos  prudentes  y  fun- 
dados en  que  se  interese  la  seguridad  y  el  servicio  de 
aquella. 

No  siendo  así,  la  indemizacion  será  de  cargo  particular 
del  capitán. 

706.  —  Despues  que  comience  la  navegación,  y  durante 
esta,  basta  concluir  el  viaje  ,  no  puede  abandonar  el  ca- 
pitán en  tierra  ni  en  mar  á  hombre  alguno  de  su  equipaje, 
á  menos  que  como  reo  de  algún  delito  no  se  proceda  á  su 
prisión  y  entrega  en  el  primer  puerto  de  su  arribada  á  la 
autoridad  que  corresponda,  en  los  casos  y  forma  que  pre- 
vienen las  ordenanzas  de  marina. 

707.  —  Si  después  de  ajustado  el  equipaje  se  revocase 
el  viaje  de  la  nave  por  arbitrariedad  del  naviero  ó  por  mo- 
tivos de  su  interés  particular,  se  abonará  á  todos  los  hom- 
bres de  mar  ajustados  una  mesada  de  su  respectivo  salario 
por  via  de  indemnización,  aparte  de  lo  que  les  corresponda 
percibir  con  arreglo  á  sus  contratas  por  el  tiempo  que  lle- 
ven de  servicio  en  la  nave. 

En  el  caso  de  estar  el  equipaje  ajustado  á  una  cantidad 
alzada  por  «1  viaje,  se  graduará  lo  que  corresponda  á  dicha 
mesada  y  nietas,  prorateándolas  en  los  dias  que  por  apro- 
ximación debería  aquel  durar.  Este  calculo  se  hará  por  dos 
peritos  nombrados  por  las  partes,  ó  de  oficio  por  el  tribu- 
nal, si  ellas  no  lo  hicieren. 

Cuando  el  viaje  que  estaba  proyectado  se  calculase  de  tan 
corla  duración  que  no  pasase  de  un  mes,  la  indemnización 
se  reducirá  al  salario  de  quince  dias  á  cada  individuo  del 
equipaje. 

De  la  indemnización  y  dietas  se  descontarán  las  anticipa- 
ciones que  se  hubieren  hecho. 

708.  —  Ocurriendo  la  revocación  del  viaje  despues  que 
la  nave  hubiere  salido  al  mar,  devengaran  los  hombres  de 
mar  ajustados  en  una  cantidad  alzada  por  el  viaje,  todo  lo 
que  les  correspondería  si  este  se  hubiera  concluido,  y  los 
que  estén  ajustados  por  meses  percibirán  el  salario  corres- 
pondiente al  tiempo  que  hayan  estado  embarcados,  y  al  que 
necesiten  para  llegar  al  puerto  donde  debia  terminarse 
el  viaje. 

Sera  también  de  cargo  del  naviero  y  capitán  proporcionar 
al  equipaje  trasportes  para  el  mismo  puerto,  ó  bien  para" 
el  de  la  expedición  de  la  nave,  según  mas  les  convenga. 

709.  —  Cuando  el  naviero  diere  distinto  destino  á  la 
nave  del  que  estaba  determinado  en  los  ajustes  del  equi- 
pa^, y  los  individuos  de  este  rehusaren  conformarse  áesta 
variación,  no  estará  obligado  á  abonarles  mas  que  las  sol- 
dadas de  los  dias  trascurridos  desde  sus  ajustes;  pero  si 
ellos  se  conformaren  en  hacer  el  viaje  determinado  nueva- 
mente por  el  naviero,  y  la  mayor  distancia  úotras  circuns- 
tancias dieren  lugar  á  un  aumento  de  retribución,  se  re- 
gir iara  esta  amigablemente,  ó  por  arbitros  en  caso  de 
discordia. 

710.  —  Las  reglas  prescritas  en  los  tres  artículos  prece- 
dentes se  observarán  también  cuando  la  revocación  ó  va- 


riación del  viaje  traiga  causa  de  los  cargadores  de  la  nave; 
quedando  á  salvo  el  derecho  del  naviero  para  reclamar  de 
estos  la  indemnización  que  corresponda  en  justicia. 

711.  —  Revocándose  el  viaje  de  la  nave  por  justa  causa, 
independiente  de  la  voluntad  del  naviero  y  cargadores, 
cesa  el  derecho  del  equipaje  á  indemnización  alguna,  y 
solamente  podrá  exigir  los  salarios  devengados  hasta  el 
dia  en  que  se  revoque  el  viaje,  siempre  que  la  nave  esté 
todavía  en  el  puerto. 

712-  —  Son  causas  justas  para  la  revocación  del  viaje  : 

1  .a  La  declaración  de  guerra  ó  interdicción  de  comercio 
con  la  potencia  para  cuyo  territorio  habia  de  hacer  viaje  la 
nave  ; 

2.a  El  estado  de  bloqueo  del  puerto  adonde  iba  desti- 
nada, ó  peste  que  en  él  sobrevenga  ; 

3.a  La  prohibición  de  recibir  en  el  mismo  puerto  los  gé- 
neros cargados  en  la  nave  ; 

4.a  La  detención  ó  embargo  de  la  nave  por  orden  del 
gobierno,  ú  otra  causa  independiente  de  la  voluntad  del 
naviero; 

5.a  Cualquiera  descalabro  en  la  nave  que  la  inhabilite 
para  la  navegación. 

713.  —  Ocurriendo  después  de  comenzado  el  viaje  al- 
guno de  los  tres  primeros  casos  que  se  prefijan  en  el  ar- 
tículo precedente,  serán  pagados  los  hombres  de  mar  en 
el  puerto  adonde  el  capitán  crea  mas  conveniente  arribar; 
en  beneficio  de  la  nave  y  su  cargamento,  según  el  tbmpo 
que  hayan  servido  en  ella,  y  quedarán  rescindí  .os  sus 
ajustes;  pero  si  la  nave  hubiese  de  continuar  navegando, 
pueden  mutuamente  exigirse  el  capitán  y  el  equipaje  el 
cumplimiento  de  aquellos  por  el  tiempo  pactado. 

En  el  caso  cuarto  se  continuará  pagando  al  equipaje  la 
mitad  de  su  haber,  estando  ajustados  por  meses,  y  si  la 
detención  ó  embargo  excediere  de  tres  meses,  quedará 
rescindido  su  empeño ,  sin  derecho  á  indemnización  al- 
guna. 

Los  que  estén  ajustados  por  el  viaje  deben  cumplir-  sus 
contratas  en  los  términos  convenidos  hasta  la  conclusion 
de  este. 

En  el  caso  quinto  no  tiene  el  equipaje  otro  derecho,  con 
respecto  al  naviero,  que  á  los  salarios  devengados;  pero 
si  la  inhabilitación  del  navio  procediese  de  dolo  del  capi- 
tán ó  del  piloto,  entrará  en  la  resposabilidad  del  culpado 
la  indemnización  de  los  perjuicios  que  se  hayan  seguido  al 
equipaje. 

714.  —  Si  por  beneficio  de  la  nave  ó  del  cargamento  se 
extendiese  el  viaje  á  puntos  mas  distantes  de  los  conveni- 
dos con  el  equipaje,  percibirá  este  un  aumento  de  soldada 
proporcional  á  sus  ajustes. 

Si  al  contrario  por  las  mismas  razones  de  conveniencia 
del  naviero  ó  de  los  cargadores  se  redujere  el  viaje  á  un 
puerto  mas  cercano,  no  se  les  podrá  hacer  por  esta  razón 
desfalco  alguno  en  sus  ajustes. 

715.  —  Navegando  el  equipaje  á  la  parte,  no  tiene  de- 
recho á  otra  indemnización  por  causa  de  revocación,  dez- 
móla ó  mayor  extension  del  viaje,  que  a  la  parte  propor- 
cional que  le  corresponda  en  la  que  hagan  al  fondo  counrn 
de  la  nave  las  personas  que  puedan  ser  responsables  de 
aquellas  ocurrencias. 

716.  _  Perdida  enteramente  la  nave  por  causa  de  apre- 
samiento ó  naufragio,  no  tiene  derecho  el  equipaje  3  re- 
clamar salario  alguno,  ni  tampoco  el  naviero  a  evigir  el 
reembolso  de  las  anticipaciones  que  le  hubiere  hecho. 

Si  se  salvare  alguna  parte  de  la  nave,  se  harán  efectivos 
sobre  ella  los  salarios  debidos  al  equipaje  hasta  la  canli  id 
que  alcance  su  producto.  Y  si  solo  se  hubiere  salvado 
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alguna  parte  del  cargamento,  tendrá  el  equipaje  el  mismo 
derecho  sobre  los  fletes  que  deban  percibirse  por  su  tras- 
porte. 

En  ambos  casos  será  comprendido  el  capitán  en  la  dis- 
tribución por  la  parte  proporcional  que  corresponda  á  su 
salario. 

717.  —Los  marineros  que  naveguen  á  la  parte  no  ten- 
drán derecho  alguno  sobre  los  restos  de  la  nave  que  se 
salvan,  sino  sobre  el  flete  de  la  parte  del  cargamento  que 
haya  podido  salvarse. 

En  caso  de  haber  trabajado  para  recoger  las  reliquias 
de  la  nave  naufragada ,  se  les  abonará  sobre  el  valor  de 
lo  que  hayan  salvado  una  gratificación  proporcionada  á 
sus  esfuerzos  y  al  riesgo  á  que  se  expusieron  para  sal- 
varlas. 

718.  —  No  cesa  de  devengar  salario  el  hombre  de  mar 
que  enfermare  durante  la  navegación,  á  menos  que  no 
haya  emanado  la  enfermedad  de  un  hecho  culpable. 

En  cualquiera  caso  se  sufragarán  del  fondo  común  de 
la  nave  los  gastos  de  asistencia  y  curación,  quedando  obli- 
gado el  enfermo  al  reintegro  con  sus  salarios  ;  y  no  siendo 
estos  suficientes,  con  sus  bienes. 

7)9.  —  Cuando  la  dolencia  proceda  de  herida  recibida 
en  el  servicio  ó  defensa  de  la  nave,  será  el  hombre  de  mar 
asistido  y  curado  á  expensas  de  todos  los  que  interesen  en 
el  producto  de  esta ,  deduciéndose  de  los  fletes  ante  todas 
cosa»  los  gastos  de  la  asistencia  y  curación. 

720.  — Muriendo  el  hombre  de  mar  durante  el  viaje,  t¿ 
abonará  á  sus  herederos  el  salario  que  corresponda  al 
tiempo  que  haya  estado  embarcado,  si  el  ajuste  estuviere 
hecho  por  mesadas. 

Si  hubiere  sido  ajustado  por  el  viaje,  se  considerará  que 
ha  ganado  la  mitad  de  su  ajuste  falleciendo  en  el  viaje  de 
ida,  y  la  totalidad  si  muriese  en  el  de  regreso. 

Cuando  el  hombre  de  mar  haya  ido  à  la  parte,  se  abo- 
nará á  sus  herederos  toda  la  que  le  corresponda  si  murió 
después  de  comenzado  el  viaje;  pero  aquellos  no  tendrán 
derecho  alguno  si  falleciere  antes  de  comenzarse. 

721.  —  Cualquiera  que  sea  el  ajuste  del  hombre  de  mar, 
muerto  en  defensa  de  la  nave,  se  le  considerará  vivo  para 
devengar  los  salarios  y  participar  de  las  utilidades  que 
correspondan  á  los  demás  de  su  clase  j  concluido  que  sea 
el  viaje. 

Del  mismo  modo  se  considerará  presente  para  gozar  de 
los  mismos  beneficios  al  hombre  de  mar  que  fuere  apre- 
sado en  ocasión  de  defender  la  nave  ;  pero  siéndolo  por 
descuido  ú  otro  accidente  que  no  tenga  relación  con  el 
servició  de  esta,  percibirá  solamente  los  salarios  devenga- 
dos hasta  el  dia  de  su  apresamiento. 

722.  —  La  nave,  aparejos  y  fletes  serán  responsables 
de  los  salarios  debidos  a  los  hombres  de  mar  que  se  ajus- 
taren por  mesadas  ó  por  viajes. 

SECCIÓN  CUARTA. 
De  los  sobrecargos. 

723. — Los  sobrecargos  ejercerán  sobré  la  nave  y  el  car- 
gamento la  parte  de  administración  económica  que  se  les 
haya  confiado  expresa  y  determinadamente  por  sus  comi- 
tentes ,  sin  entrometerse  en  las  atribuciones  que  son  pri- 
vativas de  los  capitanes,  para  la  dirección  facultativa  y 
mando  de  las  naves. 

724.  —  Las  facultades  y  responsabilidad  del  capitán 
cesan  con  la  presencia  del  sobrecargo,  en  cuanto  á  la  parte 
de  administración  legítimamente  conferida  á  este,  subsis- 


tiendo para  todas  las  gestiones  que  son  inseparables  de  su 
autoridad  y  empleo, 

725.  —  El  sobrecargo  debe  llevar  cuenta  y  razón  de  todas 
sus  operaciones  en  un  libro  foliado  y  rubricado  ep-Aa  forma 
que  previene  el  artículo  646. 

726.  —  Las  disposiciones  de  los  artículos  da  fa  sección 
tercera,  título  segundo,  libro  primero,  que  determinan  la 
capacidad,  modo  de  contratar  y  responsabilidad  de  los  fac- 
tores, se  entienden  del  mismo  modo  con  los  sobrecargos. 

727.  —  Se  prohibe  á  los  sobrecargos  hacer  negocio  al- 
guno por  cuenta  propia  durante  su  viaje  fuera  de  la  pa- 
cotilla, que  por  pacto  expreso  con  sus  comitentes  ó  por 
costumbre  del  puerto  donde,  se  despache  la  nave  les  sea 
permitida. 

728.  —  En  retorno  de  la  pacotilla  no  podrá  invertir  sin 
autorización  especial  de  los  mismos  comitentes  mas  cantidad 
que  el  producto  que  esta  haya  dado. 

SECCIÓN  QUINTA. 
De  los  corredores  intérpretes  de  navios. 

729.  —  En  todos  los  puertos  de  mar  habilitados  para  el 
comercio  extranjero,  habrá  el  número  de  corredores  intér- 
pretes de  navios  que  se  juzgare  necesario  con  proporción 
á  la  extension  de  sus  relaciones  mercantiles. 

Para  estos  cargos  serán  preferidos  los  corredores  ordina- 
rios de  la  misma  plaza,,  siempre  que  posean  dos  idiomas 
vivos  de  Europa,  cuyo  conocimiento  será  de  indispensable 
necesidad  en  todo  el  que  haya  de  ser  corredor  intérprete 
de  navio. 

730.  —  Sobre  el  nombramiento,  aptitud  y  requisitos  que 
han  de  cumplir  los  corredores  de  navios  para  entrar  en 
posesión  de  sus  cargos,  se  observarán  las  disposiciones 
prescritas  con  respecto  á  los  corredores  ordinarios  en  la 
sección  primera,  título  segundo,  libro  primero,  con  sola  la 
restricción  de  reducirse  á  una  mitad  la  canutad  designada 
para  las  fianzas  de  estos. 

731.  —  Son  atribuciones  privativas  de  los  corredores  in- 
terpretes de  navios  : 

1.a  Intervenir  en  los  contratos  de  fletamentos  que  los 
capitanes  ó  los  consignatarios  de  los  buques  no  hagan  di- 
rectamente con  los  fletadores  ; 

2.a  Asistirá  los  capitanes  y  sobrecargos  de  naves  extran- 
jeras, y  servirles  de  intérpretes  en  las  declaraciones,  pro- 
testas y  demás  diligencias  que  les  ocurran  en  los  tribunales 
y  oficinas  públicas  :  bien  que  aquellos  quedan  en  libertad 
de  no  valerse  de  corredor  cuando  puedan  evacuar  por  sí 
mismos  estas  diligencias  ó  les  asistan  en  ellas  sus  consig- 
natorios  : 

3.a  Traducir  los  documentos  que  los  expresados  capitanes 
v  sobrecargos  extranjeros  hayan  de  presentar  en  las  mismas 
oficinas,  certificando  estar  hechas  las  traducciones  bien  y 
fielmente  ;  sin  cuyo  requisito  no  serán  admitidas  ; 

4.a  Representará  los  mismos  en  juicio,  cuando  ellos  no 
comparezcan  personalmente  ó  por  medio  del  naviero  ó 
consignatario  de  la  nave. 

732.  _  Será  obligación  de  los  corredores  intérpretes 
llevar  tres  especies  de  asientos  : 

1 ."  De  los  capitanes  á  quienes  presten  la  asistencia  que 
compete  á  su  encargo,  expresando  el  pabellón,  nombre, 
calidad  y  porte  del  buque,  y  los  puertos  de  su  procedencia 

y  destino;  ,    .      , 

2.°  Délos  documentos  que  traduzcan,  copiando  las  tra- 
ducciones á  la  letra  en  el  registro  ; 
3,°  De  los  contratos  de  fletamentos  en  que  mteivep,\.¡J, 


expresando  en  cada  artículo  el  nombre  del  buque,  su  pa- 
bellón, matrícula  y  porte,  los  nombres  del  capitán  y  del 
fletador,  el  destino  para  donde  se  haga  el  fletamento,  el 
precio  del  flete  y  moneda  en  que  haya  de  ser  pagado,  los 
efectos  del  cargamento,  las  condiciones  especiales  pactadas 
entre  el  fletador  y  el  capitán  sobre  estadías,  y  el  plazo  pre- 
fijado para  comenzar  y  acabar  de  cargar;  refiriéndose  sobre 
todo  ello  á  la  contrata  original,  firmada  por  las  partes,  de 
que  el  corredor  deberá  conservar  un  ejemplar. 

Estas  tres  clases  de  asientos  se  llevarán  en  libros  sepa- 
rados con  las  formalidades  que  previene  el  artículo  40. 

733.  —  Se  prohibe  á  los  corredores  intérpretes  de  navios 
comprar  efectos  algunos  á  bordo  de  las  naves  que  vayan  á 
visitar  al  puerto  para  sí  ni  para  otra  persona. 

734.  —  También  están  sujetos  á  las  prohibiciones  pres- 
critas en  los  artículos,  99,  100,  101,  102, 103, 104,  106 
y  107. 

735-  —  En  caso  de  muerte  ó  separación  de  un  corre- 
dor intérprete,  se  recogerán  sus  libros  en  la  misma  forma 
que  con  respecto  álos  corredores  ordinarios  previene  el  ar- 
tículo 96. 

736.  —  Los  derechos  que  corresponden  á  los  corredores 
de  navios  por  sus  funciones  se  arreglarán  en  cada  puerto 
por  un  arancel  particular,  cuya  aprobación  me  reservo, 
y  entre  tanto  se  seguirá  la  práctica  que  actualmente  se 
observe. 


TITULO  TERCERO.! 

DE  LOS   CONTRATOS    ESPECIALES   DEL  COMERCIO 
MARÍTIMO. 

SECCIÓN  PRIMERA. 

Del  trasporte  marítimo. 

§  Io.  —  Del  fletamento  y  sus  efectos. 

737.  —  En  todo  contrato  de  fletamento  se  hará  expresa 
mención  de  cada  una  de  las  circunstancias  siguientes  : 

Ia  La  clase,  nombre  y  porte  del  buque  ; 

2'a  Su  pabellón  y  puerto  de  su  matrícula  ; 

3-a  El  nombre,  apellido  y  domicilio  del  capitán  ; 

4-a  El  nombre,  apellido  y  domicilio  del  naviero,  si  este 
fuere  quien  contratare  el  fletamento  ; 

5a  El  nombre,  apellido  y  domicilio  del  fletador,  y 
obrando  este  por  comisión,  el  de  la  persona  de  cuya  cuenta 
hace  el  contrato  ; 

6-a  El  puerto  de  carga  y  el  de  descarga  ; 

7-a  La  cabida,  número  de  toneladas  ó  cantidad  de  peso  ó 
medida  que  se  obliguen  respectivamente  à  cargar  y  recibir; 

8a  El  flete  que  se  haya  de  pagar  arreglado  bien  por  una 
cantidad  alzada  por  el  viaje,  ó  por  un  tanto  al  mes,  ó  por 
las  cavidades  que  se  hubieren  de  ocupar,  ó  por  el  peso  ó  la 
medida  de  los  efectos  en  que  consista  el  cargamento; 

9a  El  tanto  que  se  haya  de  dar  al  capitán  por  capa; 

10a  Los  (lias  convenidos  para  la  carga  y  la  descarga; 

11  a  Las  estadías  y  sobreestadías  que  pasados  aquellos 
habrán  de  contarse,  y  lo  que  se  haya  de  pagar  por  cada  una 
de  ellas. 

Además  se  comprenderán  en  el  contrato  todos  los  pactos 
especiales  en  que  convengan  las  partes. 

738.  —  Para  que  los  contratos  de  fletamento  sean  obli- 
gatorios en  juicio,  han  de  estar  redactados  por  escrito  en 
una  póliza  de  fletamento,  de  que  cada  una  de  las  partes 
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contratantes  debe  recoger  un  ejemplar  firmado  por  todas 
ellas. 

Cuando  alguna  no  sepa  firmar  lo  harán  á  su  nombre 
dos  testigos. 

739.  —Si  se  llegare  á  recibir  el  cargamento,  no  obstante 
que  no  se  hubiese  solemnizado  en  la  forma  debida  el  con- 
trato de  fletamento,  se  entenderá  este  celebrado  con  arre- 
glo á  lo  que  resulte  del  conocimiento,  cuyo  documento 
será  el  único  título  por  donde  se  fijarán  los  derechos  y 
obligaciones  del  naviero,  del  capitán  y  del  fletador  en  or- 
den á  la  carga. 

740.  —  Las  pólizas  de  fletamento  harán  plena  fe  en 
juicio,  siempre  que  se  haya  hecho  el  contrato  con  inter- 
vención de  corredor,  certificando  este  la  autenticidad  de 
las  firmas  de  las  partes  contratantes,  y  que  se  pusieron  á 
su  presencia. 

741. — Si  resultare  discordancia  entre  las  pólizas  de  fleta- 
mento que  produjeren  las  partes,  se  estará  á  la  que  con- 
cuerde  con  la  que  el  corredor  debe  reservar  en  su  registro. 

742.  —  También  harán  fe  las  pólizas  de  fletamento, 
aunque  no  haya  intervenido  corredor  en  el  contrato, 
siempre  que  los  contratantes  reconozcan  ser  suyas  las 
firmas  puestas  en  ellas. 

743.  —  No  habiendo  intervenido  corredor  en  el  fleta- 
mento, ni  reconociéndose  por  los  contratantes  la  autenti- 
cidad de  sus  firmas,  se  juzgarán  las  dudas  que  ocurran  en 
la  ejecución  del  contrato  según  los  méritos  de  las  pruebas 
que  cada  litigante  produzca  en  apoyo  de  su  pretensión. 

744.  —  Si  no  constare  de  la  póliza  del  fletamento  el 
plazo  en  que  deba  evacuarse  la  carga  y  descarga  de  la 
nave,  regirá  el  que  esté  en  uso  en  el  puerto  donde  res- 
pectivamente se  haga  cada  una  de  aquellas  operaciones. 

745.  —  Pasado  el  plazo  para  la  carga  ó  la  descarga,  y 
no  habiendo  cláusula  expresa  que  fije  la  indemnización  de 
la  demora,  tendrá  derecho  el  capitán  á  exigir  las  estadías 
y  sobreestadías  que  hayan  trascurrido  sin  cargar  ni  des- 
cargar ;  y  cumplido  que  sea  el  término  de  las  sobreesta- 
días, si  la  dilación  estuviere  en  no  ponerle  la  carga  al  cos- 
tado, podrá  rescindir  el  fletamento,  exigiendo  la  mitad 
del  flete  pactado;  y  si  consistiese  en  no  recibirle  la  carga, 
acudirá  al  tribunal  de  comercio  de  la  plaza,  y  en  el  caso 
de  no  haberlo,  al  juez  real  ordinario  para  que  providencie 
el  depósito. 

746.  —  Si  hubiere  engaño  ó  error  en  la  cabida  desig- 
nada al  buque,  tendrá  opción  el  fletador  á  rescindir  el 
fletamento,  ó  á  que  se  le  haga  reducción  en  el  flete  con- 
venido en  proporción  de  la  carga  que  la  nave  deje  de  re- 
cibir, y  el  fletante  le  indemnizará  además  de  los  perjuicios 
que  se  le  hubieren  ocasionado. 

747.  —  No  se  reputará  que  ha  habido  error  ni  engaño 
para  aplicar  la  disposición  precedente,  cuando  la  diferencia 
entre  la  cabida  del  buque  manifestada  al  fletador  y  su  ver- 
dadero porte  no  exceda  de  una  quincuagésima  parte,  ni 
tampoco  cuando  el  porte  manifestado  sea  el  mismo  que 
constare  de  la  matrícula  del  buque,  aunque  nunca  podrá 
ser  obligado  el  fletador  á  pagar  mas  flete  que  el  que  cor- 
responda al  porte  efectivo  de  la  nave. 

748.  —  También  podrá  el  fletador  rescindir  el  contrato 
cuando  se  le  hubiere  ocultado  el  verdadero  pabellón  de  la 
nave  ;  y  si  de  resultas  de  este  engaño  sobreviniese  confis- 
cación, aumento  de  derechos  ú  otro  perjuicio  á  su  carga- 
mento, estará  obligado  el  fletante  á  indemnizarlo. 

749.  —  Vendiéndose  la  nave  despues  que  estuviese  fle- 
tada, podrá  el  nuevo  propietario  cargarla  por  su  cuenta, 
si  el  fletador  no  hubiere  comenzado  á  cargarla  antes  de 
hacerse  la  venta,  quedando  á  cargo  del  vendedor  indem- 
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nizarle  de  todos  los  perjuicios  que  se  le  sigan  por  no  ha- 
berse cumplido  el  fletamento  contratado. 

No  cargándola  por  su  cuer.ta  el  nuevo  propietario,  se 
llevará  á  efecto  el  contrato  pendiente,  pudiendo  reclamar 
contrael  vendedorel perjuicio  quedeello pueda  irrogársele, 
si  este  no  le  instruyó  del  fletamento  pendiente  al  tiempo 
de  concertar  la  venta. 

Una  vez  que  se  haya  comenzado  á  cargar  la  nave  por 
cuenta  del  fletador,  se  cumplirá  en  todas  sus  partes  el 
fletamento  que  tenia  hecho  el  vendedor,  sin  perjuicio  de 
la  indemnización  á  que  haya  lugar  contra  este,  y  en  favor 
del  comprador. 

750.  —  Aun  cuando  el  capitán  se  haya  excedido  de  sus 
facultades,  contratando  un  fletamento  en  contravención  á 
las  órdenes  que  le  hubiese  dado  el  naviero,  se  llevará 
este  á  efecto  en  los  términos  pactados,  salvo  el  derecho 
del  naviero  contra  el  capitán  por  el  perjuicio  que  reciba 
por  el  abuso  que  hizo  este  de  sus  funciones. 

751.  _  Ko  siendo  suficiente  el  porte  de  la  nave  para 
cumplir  los  contratos  de  fletamento  celebrados  con  distin- 
tos cargadores,  se  dará  la  preferencia  al  que  ya  tenga  in- 
troducida la  carga  en  la  nave;  y  los  demás  obtendrán  el 
lugar  que  les  corresponda ,  según  el  orden  de  fechas  de 
sus  contratas. 

No  habiendo  prioridad  en  las  fechas,  cargarán  á  prorata 
de  las  cantidades  de  peso  ó  extension  que  cada  uno  tenga 
marcadas  en  su  contrata,  quedando  obligado  el  fletante 
en  ambos  casos  á  indemnizar  á  los  fletadores  de  los  per- 
juicios que  reciban  por  la  falta  de  cumplimiento  de 
aquellas. 

752.— Estandolanavefletadaporentero,  puede  el  fletador 
obligar  al  capitán  á  que  se  haga  á  la  vela  desde  que  tenga 
recibida  la  carga  á  bordo,  siendo  el  ttempo  favorable,  y 
no  ocurriendo  caso  de  fuerza  insuperable  que  lo  impida. 

753.  —  En  los  fletamentos  parciales  no  podrá  rehusar 
el  capitán  emprender  su  viaje  ocho  dias  despues  que  tenga 
á  bordo  las  tres  cuartas  partes  del  cargamento  que  cor- 
responda al  porte  déla  nave. 

754.  —  Despues  que  diletante  haya  recibido  una  parte 
de  su  carga,  no  podrá  eximirse  de  continuar  cargando  por 
cuenta  del  mismo  proprielario ,  ó  de  otros  cargadores,  á 
precio  y  condiciones  iguales  ó  proporcionadas  alas  que  con- 
certó con  respecto  á  la  carga  que  tenga  recibida,  si  no  las 
encontrare  mas  ventajosas  ;  y  no  queriendo  convenir  en 
ello,  le  podrá  obligar  el  cargador  á  que  se  haga  á  la  vela 
con  la  carga  que  tenga  á  bordo. 

755.  — El  capitán  que,  después  de  haber  tomado  alguna 
parte  de  carga,  no  hallare  con  qué  completar  las  tres 
quintas  partes  de  la  que  corresponda  al  porte  de  su  nave, 
puede  subrogar  para  el  trasporte  otra  nave  visitada  y  de- 
clarada apta  para  el  mismo  viaje,  corriendo  de  su  cuenta 
los  gastos  que  se  causen  en  la  traslación  de  la  carga,  y  el 
aumento  que  pueda  haber  en  el  precio  del  flete. 

Si  no  tuviere  proporción  para  hacer  esta  subrogación, 
emprenderá  su  viaje  dentro  del  plazo  que  tenga  contra- 
tado; y  en  el  caso  de  no  haber  hecho  pacto  expreso  sobre 
ello,  treinta  dias  después  de  haber  empezado  á  cargar. 

756.  —  Los  perjuicios  que  sobrevengan  al  fletador  por 
retardo  voluntario  de  parte  del  capitán  en  emprenderse 
el  viaje  despues  que  hubiera  debido  hacerse  la  nave  á  la 
vela,  según  las  reglas  que  van  prescritas,  serán  de  cargo 
del  fletante,  cualquiera  que  sea  la  causa  de  que  procedan, 
siempre  que  se  le  hubiese  requerido  judicialmente  á  salir 
al  mar  en  el  tiempo  que  debia  hacerlo. 

737.  —  Ni  en  el  caso  de  haberse  fletado  la  nave  por  en- 
tero, ni  siempre  que  en  fletamentos  parciales  se  hayan  reu- 


nido los  tres  quintos  de  la  carga  correspondiente  á  su 
porte,  puede  el  fletante  subrogar  otra  nave  de  la  que  se 
designó  en  la  contrata  de  fletamento,  á  menos  que  no 
consientan  en  ello  todos  los  cargadores  ;  y  de  hacerlo  sin 
este  requisito,  se  constituye  responsable  de  todos  los  da- 
ños que  sobrevengan  al  cargamento  durante  el  viaje. 

758.  —  El  que  hubiere  fletado  unanave  por  entero,  puede 
ceder  su  derecho  á  otro  para  que  la  cargue  en  todo  ó  en 
parte,  sin  que  el  capitán  pueda  impedirlo. 

Si  el  fletamento  se  hubiere  hecho  por  cantidad  fija,  po- 
drá asimismo  el  fletador  subfletar  de  su  cuenta  à  los  pre- 
cios que  halle  mas  ventajosos,  manteniéndose  íntegra  su 
responsabilidad  hacia  el  fletante ,  y  no  causando  alteración 
en  las  condiciones  con  que  se  hizo  el  fletamento. 

759.  —  El  fletador  que  no  completare  la  totalidad  de  la 
carga  que  pactó  embarcar,  pagará  el  flete  de  lo  que  deje 
de  cargar,  á  menos  que  el  capitán  no  hubiese  tomado 
otra  carga  para  completar  la  correspondiente  á  su  buque. 

760. — Introduciendo  el  fletador  en  la  nave  mas  carga  que 
la  que  tuviere  declarada  y  contratada,pagará  el  aumento  de 
flete  que  corresponda  al  exceso,  con  arreglo  á  su  contrata  ; 
y  si  el  capitán  no  pudiese  colocar  este  aumento  de  carga 
bajo  de  escotilla  y  en  buena  estiva  sin  fallar  á  los  demás 
contratos  que  tenga  celebrados,  lo  descargará  á  expensas 
del  propietario. 

761.— El  capitán  podrá  echar  en  tierra  antes  de  salir  del 
puerto  las  mercaderías  introducidas  en  su  nave  clandes- 
tinamente y  sin  su  consentimiento,  ó  bien  portearlas,  exi- 
giendo el  flete  al  precio  mas  alto  que  haya  cargado  en 
aquel  viaje. 

762.  — Todo  perjuicio  de  confiscación,  embargo  ó  deten- 
ción que  sobrevenga  á  la  nave,  por  haber  el  fletador  in- 
troducido en  ella  distintos  efectos  de  los  que  manifestó  al 
fletante ,  recaerá  sobre  el  mismo  fletador,  su  cargamento 
y  demás  bienes. 

Si  estos  perjuicios  fueren  extensivos  á  la  carga  de  los 
demás  cofletadores,  será  igualmente  de  cuenta  del  fletador 
que  cometió  aquel  engaño  indemnizarles  íntegramente  de 
ellos. 

763.  —  Conviniendo  á  sabiendas  el  fletante  en  recibir  à 
su  bordo  mercaderías  de  ilícito  comercio ,  se  constituye 
responsable  mancomunadamente  con  el  dueño  de  ellas  de 
todos  los  perjuicios  que  se  originen  á  los  demás  cargado- 
res; y  no  podrá  exigir  de  aquel  indemnización  alguna  por 
el  daño  que  resulte  á  la  nave ,  aun  cuando  se  hubiese 
pactado. 

764.  —  Si  el  fletador  abandonare  el  fletamento  sin  haber 
cargado  cosa  alguna,  pagará  la  mitad  del  flete  convenido, 
y  el  fletante  quedará  libre  y  quito  de  todas  las  obligaciones 
que  contrajo  en  el  fletamento. 

763.  —  En  los  fletamentos  á  carga  general  puede  cual- 
quiera de  los  cargadores  descargar  las  mercaderías  carga- 
das, pagando  medio  flete,  el  gasto  de  desestivar  y  restivar, 
y  cualquiera  daño  que  se  origine  por  su  causa  á  los  demás 
cargadores.  Estos  tendrán  facultad  de  oponerse  à  la  des- 
carga, haciéndose  cargo  de  los  efectos  que  se  pretendan 
descargar,  y  abonando  su  importe  al  precio  de  la  factura 
de  consignación. 

7(j(j.  —  Fletado  un  buque  para  recibir  su  carga  en  otro 
puerto,  se  presentará  el  capitán  al  consignatario  designado 
en  su  contrata;  y  si  este  no  le  diere  la  carga,  dará  aviso 
al  fletador,  cuyas  instrucciones  esperará,  corriendo  entre 
tanto  las  estadías  convenidas,  ó  las  que  sean  de  uso  en  el 
puerto,  si  no  se  hizo  pacto  expreso  sobre  ellas. 

No  recibiendo  el  capitán  contestación  en  el  término  re- 
gular, hará  diligencia  para  contratar  flete  ;  y  si  no  lo  ha- 
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liare  después  que  hayan  corrido  las  estadías  y  sobreestá- 
días,  formalizará  su  protesta,  y  regresará  al  puerto  donde 
contrató  su  fletamento. 

El  fletador  le  pagaiá  su  flete  por  entero,  descontando  el 
que  hayan  devengado  las  mercaderías  que  se  hubieren 
cargado  por  cuenta  de  un  tercero. 

767.  _  La  disposición  del  artículo  anterior  es  aplicable 
al  buque  que,  fletado  de  ida  y  vuelta,  no  sea  habilitado 
con  la  carga  de  retorno. 

768.  _  si  antes  de  hacerse  la  nave  á  la  vela  sobrevi- 
niere una  declaración  de  guerra  entre  la  nación  á  cuyo 
pabellón  pertenezca,  y  otra  cualquiara  potencia  marítima, 
ó  cesaren  las  relaciones  de  comercio  con  el  país  designado 
én  la  contrata  de  fletamenlo  para  el  viaje  de  la  nave, 
quedarán  por  el  mismo  hecho  rescindidos  los  fletamen- 
tos,  y  extinguidas  todas  las  acciones  á  que  pudieran  dar 
lugar. 

Hallándose  cargada  la  nave,  se  descargará  á  costa  del 
fletador,  y  este  abonará  también  los  gastos  y  salarios  cau- 
sados por  el  equipaje  desde  que  se  comenzó  á  cargar  la 
nave. 

769.  —Cuando  por  cerramiento  del  puerto  ú  otro  ac- 
cidente de  fuerza  insuperable  se  interrumpa  la  salida  del 
buque,  subsistirá  el  fletamento,  sin  que  haya  derecho  á 
reclamar  perjuicios  por  una  ni  otra  parte.  Los  gastos  de 
manutención  y  sueldos  del  equipaje  serán  considerados 
avería  común. 

770.  —  En  el  caso  del  artículo  antecedente  queda  al 
Arbitrio  del  cargador  descargar  y  volver  á  cargar  á  su 
tiempo  sus  mercaderías,  pagando  estadías  si  retardase  la 
recarga  después  de  haber  cesado  la  causa  que  entorpecía 
el  viaje. 

771 .  —  Si  después  de  haber  salido  la  nave  al  mar  arri- 
bare al  puerto  de  su  salida  por  tiempo  contrario  ó  riesgo 
de  piratas  ó  enemigos,  y  los  cargadores  conviniesen  en  su 
total  descarga,  no  podrá  rehusarla  el  fletante,  pagándole 
el  Hete  por  entero  del  viaje  de  ida. 

Si  el  fletamento  estuviere  ajustado  por  meses,  se  pagará 
el  importe  de  una  mesada  libre,  siendo  el  viaje  á  un  puerto 
del  mismo  mar,  y  dos  si  estuviese  en  mar  distinto. 

De  un  puerto  á  otro  de  la  península  é  islas  adyacentes 
nunca  se  pagará  mas  que  una  mesada. 

772.  —  Ocurriendo  en  viaje  la  declaración  de  guerra, 
cerramiento  de  puerto  ó  interdicción  de  relaciones  comer- 
ciales, seguirá  el  capitán  las  instrucciones  que  de  ante- 
mano haya  recibido  del  fletador;  y  sea  que  arribe  al 
puerto  que  para  este  caso  le  estuviere  designado,  ó  sea 
que  vuelva  al  de  su  salida,  percibirá  solo  el  flete  de  ida, 
aun  cuando  la  nave  estuviese  contratada  por  viaje  de  ida 
y  vuelta. 

773.  —  Faltando  al  capitán  instrucciones  del  fletador,  y 
sobreviniendo  declaración  de  guerra,  seguirá  su  viaje  al 
puerto  de  su  destino,  como  este  no  sea  de  la  misma  po- 
tencia con  quien  se  hayan  roto  las  hostilidades,  en  cuyo 
caso  se  dirigirá  al  puerto  neutral  y  seguro  que  se  encuen- 
tre mas  cercano,  y  aguardará  órdenes  del  cargador,  su- 
fragándose los  gastos  y  salarios  devengados  en  la  detención 
como  avería  común. 

774.  —  Haciéndose  la  descarga  en  el  puerto  de  arribada, 
se  devengará  el  flete  por  viaje  de  ida  entero,  si  estuviese 
á  mas  de  la  mitad  de  distancia  entre  el  de  la  expedición  y 
el  de  la  consignación.  Siendo  la  distancia  menor,  solo  se 
devengará  la  mitad  del  flete. 

775.  —  Los  gastos  que  se  ocasionen  en  descargar  y  vol- 
ver á  cargar  las  mercaderías  en  cualquier  puerto  de  arri- 
bada, serán  de  cuenta  de  los  cargadores,  cuando  se  haya 


obrado  For  disposición  suya,  ó  con  autorización  del  tribu- 
nal que  hubiese  estimado  conveniente  aquella  operación 
para  evitar  daño  y  avería  en  la  conservación  de  los 
efectos. 

776.  —  No  se  debe  indemnización  al  fletador  cuando  la 
nave  haga  arribada  para  una  reparación  urgente  y  nece- 
saria en  el  casco  ó  en  sus  aparejos  y  pertrechos;  y  si  en 
este  caso  pretiriesen  los  cargadores  descargar  sus  efectos, 
pagarán  el  flete  por  entero,  como  si  la  nave  hubiese  lle- 
gado á  su  destino,  no  excediendo  la  dilación  Ce  treinta 
dias  ;  y  pasando  de  este  plazo,  solo  pagarán  el  flete  pro- 
porcional á  la  distancia  que  la  nave  haya  trasportado  el 
cargamento. 

777.  —  Quedando  la  nave  inservible,  estará  obligado  el 
capitán  á  fletar  otra  á  su  costa,  que  reciba  la  carga,  y  la 
portee  á  su  destino,  acompañándola  hasta  hacer  Ja  entrega 
de  ella. 

Si  absolutamente  no  se  encontrase  en  los  puertos  que 
estén  á  treinta  leguas  de  distancia  otra  nave  para  fletarla, 
se  depositará  la  carga  por  cuenta  de  los  propietarios  en  el 
puerto  de  la  arribada,  regulándose  el  flete  de  la  nave  que 
quedó  inservible  en  razón  de  la  distancia  que  la  porteó,  y 
no  podrá  exigirse  indemnización  alguna. 

778.  —  Si  por  malicia  ó  indolencia  dejase  el  capitán  de 
proporcionar  embarcación  que  trasporte  el  cargamento  en 
el  caso  que  previene  el  artículo  anterior,  podrán  buscarla 
y  fletarla  los  cargadores  à  expensas  del  anterior  fletante, 
después  de  haber  hecho  dos  interpelaciones  judiciales  al 
capitán;  y  este  no  podrá  rehusar  la  ratificación  del  con- 
trato hecho  por  los  cargadores,  que  se  llevará  á  efecto  de 
su  cuenta  y  bajo  su  responsabilidad. 

779. — Justificando  los  cargadores  que  el  buque  que 
quedó  inservible  no  estaba  en  estado  de  navegar  cuando 
recibió  la  carga,  no  podrán  ex^igírseles  losfletes,  yel  fletante 
responderá  de  todos  los  daños  y  perjuicios. 

Esta  justificación  será  admisible  y  eficaz  no  obstante  la 
visita  ó  fondeo  de  la  nave  en  que  se  hubiese  calificado  su 
aptitud  para  emprender  el  viaje. 

780.  —  Si  por  bloqueo  ú  otra  causa  que  interrumpa  las 
relaciones  de  comercio  no  pudiere  arribarla  nave  al  puerto 
de  su  destino,  y  las  instrucciones  del  cargador  no  hubiesen 
prevenido  este  caso ,  arribará  el  capitán  al  puerto  hábil 
mas  próximo,  donde,  si  se  encontrare  persona  cometida 
para  recibir  el  cargamento,  se  lo  entregará;  y  en  su  de- 
fecto aguardará  las  instrucciones  del  cargador,  ó  bien  del 
consignatario  á  quien  iba  dirigido,  y  obrará  según  ellas, 
soportándose  los  gastos  que  este  retarde  ocasione  como 
avería  común,  y  percibiendo  el  flete  de  ida  por  entero. 

781.  —  Trascurrido  un  termine  suficiente  á  juicio  del 
tribunal  de  comercio  ó  magistrado  judicial  de  la  plaza 
adonde  se  hizo  la  arribada,  part  que  ei  cargador  ó  consig- 
natario nombraser  er.  elk  persont  que  recibiese  el  car- 
gamento, se  decretará  su  depósito  por  el  mismo  tribunal, 
pagándose  ei  flete  cor.  ei  producto  ¿t  la  porción  del  mismo 
cargamento  ,  que  se  venderá  en  c&r.\ia'dû  suficiente  para 
cubrirlo. 

782.  —  Fletada  la  nave  por  meses,  ó  por  dias,  se  de- 
vengarán los  fletes  desde  el  dia  en  que  se  ponga  á  la 
carga,  á  menos  que  no  haya  estipulación  expresa  en 
contrario. 

783.  —  En  los  fletamentos  hechos  por  un  tiempo 
determinado,  comenzará  á  correr  el  flete  desde  el  mis- 
mo dia,  salvas  siempre  las  condiciones  que  hayan  acor- 
dado las  partes. 

784.  —  Cuando  losfletes  seajusten  por  peso,  se  hará  el 
pago  por  peso  bruto,  incluyendo  los  envoltorios,  barricas 
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6  cualquiera  especie  de  vaso  en  que  vaya  contenida  la  car- 
ga, si  otra  cosa  no  se  hubiere  pactado  expresamente. 

785.  —  Devengan  flete  las  mercaderías  que  el  capitán 
haya  vendido  en  caso  de  urgencia  para  subvenir  á  los  gas- 
tos de  carena,  aparejamiento  y  otras  necesidades  impres- 
cindibles del  buque. 

786.  —  El  flete  de  las  mercaderías  arrojadas  al  mai- 
para  salvarse  de  un  riesgo,  se  considerará  avería  co- 
mún, abonándose  su  importe  al  fletante. 

787.  —  No  se  debe  flete  por  las  mercaderías  que  se  hu- 
bieren perdido  por  naufragio,  ó  varamiento,  ni  de  las  que 
fueron  presa  de  piratas  ó  de  enemigos. 

Si  se  hubiere  percibido  adelantado  el  flete,  se  devolverá, 
ámenos  que  no  se  hubiese  estipulado  lo  contrario. 

788.  —  Rescatan  tose  el  buque  ó  su  carga,  ó  salvándose 
los  efectos  del  naufragio,  se  pagará  el  flete  que  corres- 
ponda á  la  distancia  que  el  buque  porteó  la  carga;  y  si 
reparado  este  la  llevase  hasta  el  puerto  de  su  destino,  se 
abonará  el  flete  por  entero,  sin  perjuicio  de  lo  que  corres- 
ponda decidirse  sobre  la  avería. 

789.  —  Devengan  el  flete  íntegro,  según  lo  pactado  en 
el  fletamento,  las  mercaderías  que  sufran  deterioro  ó  dis- 
minución por  caso  fortuito,  por  vicio  propio  de  la  cosa,  ó 
por  mala  calidad  y  condición  de  los  envases. 

790.  —  No  puede  ser  obligado  el  fletante  á  recibir  en 
pago  de  fletes  los  efectos  del  cargamento,  estén  ó  no  ave- 
riados ;  pero  bien  podrán  abandonarle  los  cargadores  por 
el  flete  los  líquidos  cuyas  vasijas  hayan  perdido  mas  de  la 
mitad  de  su  contenido. 

791.  — Teniendo  un  aumento  natural  en  su  peso  ó  me- 
dida las  mercaderías  cargadas  en  la  nave,  se  pagará  por 
el  propietario  el  flete  correspondiente  á  este  exceso. 

792.  —  El  fletador  que  voluntariamente  y  fuera  de  los 
casos  de  fuerza  insuperable  de  que  se  ha  hecho  mención 
en  el  artículo  771  hiciere  descargar  sus  efectos  antes  de 
llegar  al  puerto  de  su  destino,  pagará  el  flete  por  entero, 
y  abonará  los  gastos  de  la  arribada  que  se  bizo  á  su  ins- 
tancia para  la  descarga. 

793.  —  Se  debe  el  flete  desde  el  momento  en  que  se 
han  descargado  y  puesto  á  disposición  del  consignatario 
las  mercaderías. 

794.  —  No  se  puede  retener  á  bordo  el  cargamento  á 
pretexto  de  recelo  sobre  falta  de  pago  de  los  fletes;  pero 
habiendo  justos  motivos  para  aquella  desconfianza,  podrá 
el  tribunal  de  comercio,  à  instancia  del  capitán,  autorizar 
la  intervención  de  los  efectos  que  se  descarguen  hasta 
que  se  hayan  pagado  los  fletes. 

795.  —  Fuera  de  los  casos  exceptuados  en  las  disposi- 
ciones precedentes  no  está  obligado  el  fletante  á  soportar 
disminución  alguna  en  los  fletes  devengados  con  arreglo  á 
la  contrata  de  fletamento. 

796.  —  La  capa  debe  satisfacerse  en  la  misma  propor- 
ción que  los  fletes,  rigiendo  en  cuanto  á  ella  todas  las  alte- 
raciones y  modificaciones  á  que  están  sujetos  estos. 

797.  —  El  cargamento  está  especialmente  obligado  á  la 
seguridad  del  pago  de  los  fletes  devengados  en  su  tras- 
porte. 

798.  —  Hasta  cumplido  un  mes  de  haber  recibido  el 
consignatario  la  carga,  conserva  el  fletante  el  derecho  de 
exigir  que  se  venda  judicialmente  la  parte  de  ella  que  sea 
necesaria  para  cubrirlos  fletes;  lo  cual  se  verificará  tam- 
bién aun  cuando  el  consignatario  se  constituya  en  quiebra. 
Pasado  aquel  término,  ios  fletes  se  consideran  en  la  clase 
de  un  crédito  ordinario,  sin  preferencia  alguna.  Las  mer- 
caderías que  hubieren  pasado  á  tercer  poseedor  despueï 


de  trascurridos  los  ocho  dias  siguientes  á  su  recibo,  dejan 
de  estar  sujetas  á  esta  responsabilidad. 

§  2.  —  Del  conocimiento. 

799.  —  El  cargador  y  el  capitán  de  la  nave  que  recibe 
Ja  carga  no  pueden  rehusar  entregarse  mutuamente  como 
título  de  sus  respectivas  obligaciones  y  derechos  un  cono- 
cimiento, en  que  se  expresará  : 

1."  El  nombre,  matrícula  y  porte  del  buque; 

2.°  El  del  capitán  y  el  pueblo  de  su  domicilio; 

3.°  El  puerto  de  la  car#a  y  el  de  la  descarga  ; 

4."  Los  nombres  del  cargador  y  del  consignatario  ; 

5."  La  calidad,  cantidad,  número  de  bultos  y  marcas  da 
las  mercaderías; 

6.°  El  flete  y  la  capa  contratadas. 

Puede  omitirse  la  designación  del  consignatario,  y  po- 
nerse á  la  orden . 

800.  —  El  cargador  firmará  un  conocimiento  que  en- 
tregará al  capitán . 

El  capitán  firmará  tantos  cuantos  exija  el  cargador. 

Todos  los  conocimientos,  ya  sea  el  que  debe  firmar  el 
cargador,  como  los  que  se  exijan  al  capitán,  serán  de  nn 
mismo  tenor,  llevarán  igual  fecha,  expresarán  el  número 
de  los  que  se  han  firmado. 

801.  — Hallándose  discordancia  entre  los  conocimientos 
de  un  mismo  cargamento,  se  estará  al  contexto  del  que  pre- 
sente el  capitán,  estando  todo  escrito  en  su  totalidad,  ó  al 
menos  en  la  parte  que  no  sea  letra  impresa,  de  mano  del 
cargador  ó  del  dependiente  propuesto  para  las  expedicio- 
nes de  su  tráfico,  sin  enmienda  ni  raspadura,  y  por  el  que 
produzca  el  cargador,  si  estuviere  firmado  de  mano  del 
mismo  capitán. 

Si  los  dos  conocimientos  discordes  tuviesen  respectiva- 
mente este  requisito,  se  estará  alo  que  prueben  Jas  partes. 

802.  —  Los  conocimientos  á  la  orden  se  pueden  ceder 
por  endoso,  y  negociarse. 

En  virtud  del  endoso  se  trasfieren  á  la  persona  en  cuyo 
favor  se  hace ,  todos  los  derechos  y  acciones  del  endo- 
sante sobre  el  cargamento.  # 

803.  —  El  portador  legítimo  de  un  conocimiento  á  la 
orden  debe  presentarlo  al  capitán  del  buque  antes  de 
darse  principio  á  la  descarga,  para  que  se  le  entreguen 
directamente  las  mercaderías;  y  omitiendo  hacerlo  serán 
de  su  cuenta  los  gastos  que  se  causen  en  almacena! las,  y 
la  comisión  de  medio  por  ciento,  á  que  tendrá  derecho  el 
depositario  de  ellas. 

804.  —  Sea  que  el  conocimiento  esté  dado  á  la  orden, 
ó  que  se  haya  extendido  en  favor  de  persona  determinada, 
no  puede  variarse  el  destino  de  las  mercaderías  sin  que 
el  cargador  devuelva  al  capitán  todos  los  conocimientos 
que  este  firmó;  y  si  el  capitán  consintiere  en  ello,  quedará 
responsable  del  cargamento  al  portador  legítimo  de  los 
conocimientos. 

80o.  —  Si  por  causa  de  extravío  no  pudiere  hacerse  la 
devolución  prevenida  en  el  artículo  anterior,  se  afianzará 
á  satisfacción  del  capitán  el  valor  del  cargamento;  y  sin 
este  requisito  no  se  le  podrá  obligar  á  suscribir  nuevos 
conocimientos  para  distinta  consignación. 

806.  —  Falleciendo  el  capitán  de  una  nave,  ó  cesando 
en  su  oficio  por  cualquier  otro  accidente  antes  de  haberse 
hecho  á  la  vela,  exigirán  los  cargadores  de  su  sucesor  que 
revalide  los  conocimientos  suscritos  por  el  que  recibió  la 
carga  sin  lo  cual  no  responderá  aquel  sino  de  lo  que  se 
justifique  por  el  cargador  que  existia  en  la  nave  cuando 
entró  á  ejercer  su  empleo.  Los  gastos  que  puedan  ocurrir 
en  el  reconocimiento  de  la  carga  embarcada  (serán  de 
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cuenta  del  naviero,  sin  perjuicio  deque  lo  repita  del  capi- 
tán cesante,  si  dejó  de  serlo  por  culpa  que  hubiere  dado 
lugar  á  su  remoción. 

807.  —  Los  conocimientos,  cuya  firma  sea  reconocida 
legítima  por  el  mismo  que  los  suscribió,  tienen  fuerza 
ejecutiva  en  juicio. 

808.  —  No  se  admitirá  á  los  capitanes  la  excepción  de 
que  firmaron  los  conocimientos  confidencialmente  y  bajo 
promesa  de  que  se  les  entregaría  la  carga  designada  en 
ellos. 

809.  —  Todas  las  demandas  entre  cargador  y  capitán 
se  han  de  apoyar  necesariamente  en  el  conocimiento  de 
la  carga  entregada  á  este,  sin  cuya  presentación  no  se  les 
dará  curso. 

810.  —  En  virtud  del  conocimiento  del  cargamento  se 
tienen  por  cancelados  los  recibos  provisionales  de  fecha 
anterior  que  se  hubieren  dado  por  el  capitán  ó  sus  su- 
balternos de  las  entregas  parciales  que  se  les  hubiesen  ido 
haciendo  del  cargamento. 

811.  —  Al  hacer  la  entrega  del  cargamento,  se  de- 
volverán al  capitán  los  conocimientos  que  firmó,  ó  al  me- 
nos uno  de  sus  ejemplares  en  que  se  pondrá  el  recibo  de 
lo  que  hubiere  entregado.  El  consignatario  que  fuere  mo- 
roso en  dar  este  documento,  responderá  al  capitán  de  los 
perjuicios  que  se  le  sigan  por  la  dilación. 

SECCIÓN  SEGUNDA. 

Del  contrato  á  la  gruesa,  ó  préstamo  á  riesgo  marítimo. 

812.  —  Los  contratos  á  la  gruesa  pueden  celebrarse  : 
Por  instrumento  público  con  las  solemnidades  de  dere- 
cho; 

Por  póliza  firmada  por  las  partes  con  intervención  de 
corredor  ; 

Por  documento  privado  entre  los  contrayentes. 

Los  contratos  á  la  gruesa  que  consten  por  instrumento 
público  traen  aparejada  ejecución. 

El  mismo  efecto  producirán  cuando,  habiéndose  cele- 
brado con  intervención  del  corredor,  se  compruebe  la  pó- 
liza del  demandante  por  el  registro  del  corredor  que  in- 
tervino en  el  contrato,  siempre  que  este  se  encuentre  con 
todas  las  formalidades  que  previene  el  artículo  95. 

Celebrándose  privadamente  entre  los  contratantes,  no 
será  ejecutivo  el  contrato  sin  que  conste  la  autenticidad  de 
las  firmas  por  reconocimiento  judicial  de  los  mismos  que 
las  pusieron,  ó  en  otra  forma  suficiente. 

Los  préstamos  á  la  gruesa  contraidos  de  palabra  son 
inelicaces  en  juicio,  y  no  se  admitirá  en  su  razón  demanda 
ni  prueba  alguna. 

813.  ■—  Para  que  las  escrituras  y  pólizas  de  los  contra- 
tos á  la  gruesa  obtengan  preferencia  en  perjuicio  de  ter- 
cero se  ha  de  tomar  razón  de  ellas  en  el  registro  de  hipo- 
tecas de)  partido  dentro  de  los  ocho  dias  siguientes  al  de 
su  fecha,  sin  cuyo  requisito  no  producirán  efecto  sino 
entre  los  que  las  suscribieron. 

Con  respecto  á  los  que  se  hagan  en  país  extranjero  será 
suficiente  la  observancia  exacta  de  las  formalidades  pre- 
venidas en  el  artículo  644. 

814.  —  En  la  redacción  del  contrato  á  la  gruesa  se  hará 
expresión  de 

4 .°  La  clase,  nombre  y  matrícula  del  buque  ; 
2."  El  nombre,  apellido  y  domicilio  del  capitán; 
3.9  Los  nombres,  apellidos  y  domicilios  del  dador  y  á*i 
tomador  del  préstamo; 
4."  El  capital  del  préstamo  v  elpremio  convenido; 


S.°  El  plazo  del  reembolso; 

6.°  Los  efectos  hipotecados; 

7.°  El  viaje  por  el  cual  se  corra  el  riesgo. 

81b.  —  Las  pólizas  de  los  contratos  á  la  gruesa  pueden 
cederse  y  negociarse  por  endosos  estando  extendidas  ¡i  la 
orden;  y  en  fuerza  del  endoso  se  trasmiten  à  los  cesiona- 
rios todos  los  derechos  y  riesgos  del  dador  del  préstamo. 

816.  —  Puede  hacerse  el  préstamo  à  la  gruesa  no  sola- 
mente en  moneda  metálica  sino  también  en  efectos  pro- 
pios para  el  comercio,  arreglándose  en  este  caso  por  con- 
venio de  las  partes  un  valor  fijo. 

817.  —  Los  préstamos  á  la  gruesa  pueden  constituirse 
conjunta  ó  separadamente  sobre  : 

El  casco  y  quilla  del  buque; 
Las  velas  y  aparejos; 
El  armamento  y  vituallas; 
Las  mercaderías  cargadas. 

818.  —  Si  se  constituye  el  préstamo  ala  gruesa  sobre  el 
casco  y  quilla  del  buque,  se  entienden  hipotecados  al  ca- 
pital y  premios  el  buque,  las  velas,  aparejos,  armamento, 
provisiones  y  los  fletes  que  ganare  en  el  viaje; 

Si  sobre  la  carga  en  general,  se  comprenden  en  la  hi- 
poteca todas  las  mercaderías  y  efectos  que  Ja  componen; 

Y  si  sobre  un  objeto  particular  y  determinado  del  buque 
ó  de  la  carga,  solo  este  y  no  lo  restante  será  hipoteca  del 
préstamo. 

819.  —  No  puede  tomarse  dinero  á  la  gruesa  sobre  los 
fletes  no  devengados  de  la  nave,  ni  sobre  las  ganancias 
que  se  esperen  del  cargamento;  y  el  prestador  que  lu  baga 
no  tendrá  mas  derecho  que  al  reembolso  del  capital  sin 
premio  alguno. 

820.  —  Después  de  realizados  los  fletes,  así  estos  como 
las  ganancias  que  se  hayan  sacado  del  cargamento,  po- 
drán ser  ejecutados  para  pago  de  los  préstamos  á  la  gruesa 
en  esta  forma  :  los  fletes  por  el  que  se  hizo  sobre  el  casco 
y  quilla  de  la  nave,  y  los  beneficios  de  la  carga,  por  el  que 
:!c  dio  sobre  ella. 

8  il.  —  Tampoco  puede  hacerse  préstamo  á  la  gruesa  al 
equipaje  de  la  nave  sobre  sus  salarios. 

622.  —  No  podrá  tomarse  á  la  gruesa  sobre  el  cuerpo  y 
quilla  de  la  nave  mas  cantidad  que  las  tres  cuartas  paites 
de  su  valor. 

Sobre  las  mercaderías  cargadas  podrá  tomarse  todo  el 
importe  del  valor  que  tengan  en  el  puerto  donde  empeza- 
ron á  correr  el  riesgo,  y  no  mayor  cantidad. 

823.  —Las  cantidades  en  que  excediere  el  préstamo  á  la 
gruesa  de  las  proporciones  establecidas  en  el  artículo  an- 
terior, se  devolverán  al  prestador  con  el  rédito  correspon- 
diente al  tiempo  en  que  haya  estado  en  desembolso  de 
ellas.  Y  si  se  probare  que  el  tomador  usó  de  medios  frau- 
dulentos para  dar  un  valor  exagerado  á  los  objetos  del 
préstamo,  pagará  también  el  premio  convenido  en  este  que 
corresponda  á  las  cantidades  devueltas. 

824.  —  Cuando  el  que  tomó  un  préstamo  á  la  gruesa 
para  cargar  el  buque  no  pudiere  emplear  en  la  carga  toda 
la  cantidad  prestada,  restituirá  el  sobrante  al  prestador 
antes  de  la  expedición  de  la  nave. 

Lo  mismo  hará  con  los  efectos  que  hubiere  lomado  en 
préstamo  á  la  gruesa,  si  no  hubiere  podido  cargarlos. 

825.  —  No  quedarán  obligados  el  buque,  sus  aparejos, 
armamento,  ni  vituallas  al  préstamo  á  la  gruesa  que  toma 
el  capitán  en  la  plaza  donde  residan  el  naviero  ó  sus  con- 
signatarios, sin  que  estos  intervengan  en  el  contrato  ó  lo 
aprueben  por  escrito  ;  y  la  obligación  del  capitán  solo  será 
eficaz  con  respecto  ala  nave  por  la  parte  de  propiedad qu» 
tenga  en  ella. 
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826.  —  Fuera  de  la  plaza  donde  residan  el  naviero  ó  el 
consignatario  del  buque  usará  el  capilan,  si  necesitare  to- 
mar un  préstamo  á  la  gruesa,  de  la  facultad  que  le  está 
declarada  en  el  artículo  644,  probando  la  urgencia,  y  con 
previa  autorización  judicial,  en  la  forma  que  en  él  está  pre- 
venida. 

827.  —  Es,  nulo  el  contrato  á  Ja  gruesa  que  se  celebre 
sobre  efectos  que  estuviesen  corriendo  riesgo  al  tiempo  de 
su  celebración. 

828.  —  Cuando  los  efectos  sobre  que  se  toma  dinero  á  la 
gruesa  no  llegan  á  ponerse  en  riesgo,  queda  sin  efecto  el 
conirato. 

829.  —  Las  cantidades  tomadas  á  la  gruesa  para  el 
último  viaje  del  buque,  se  pagarán  con  preferencia  á  los 
préstamos  de  los  viajes  anteriores,  aun  cuando  estos  últi- 
mos se  hubiesen  prorogado  por  un  pacto  expreso. 

830.  —  Los  préstamos  hechos  durante  el  viaje  serán 
preferidos  á  los  que  se  hicieron  antes  de  la  expedición  de 
la  nave,  graduándose  entre  ellos  la  preferencia,  en  el  caso 
.de  ser  muchos,  por  el  orden  contrario  al  de  sus  fechas. 

831 .  —  Las  acciones  del  prestador  á  la  gruesa  se  extin- 
guen enteramente  con  la  pérdida  absoluta  de  los  efectos 
sobre  que  se  hizo  el  préstamo,  acaeciendo  esta  en  el  tiempo 
y  lugar  convenidos  para  correr  el  riesgo,  y  procediendo  de 
causa  que  no  sea  de  las  exceptuadas,  bien  por  pació  espe- 
cial entre  los  contrayentes,  ó  bien  por  disposición  legal. 

De  cargo  del  tomador  será  probar  la  pérdida,  y  en  los 
préstamos  sobre  el  cargamento  justificar  asimismo  que  los 
efectos  declarados  al  prestador  como  objetos  del  préslamo 
existían  realmente  en  la  nave  embarcados  de  su  cuenta,  y 
que  corrieron  los  riesgos. 

832.  —  No  se  extinguirá  la  acción  del  prestador  aun 
cuando  se  pierdan  las  cosas  obligadas  al  pago  del  préstamo, 
si  el  daño  ocurrido  en  ellas  procediere  de  alguna  de  las 
causas  siguientes: 

1.a  por  vicio  propio  de  la  misma  cosa; 

2-a  Por  dolo  ó  culpa  del  tomador; 

3-a  Por  baraterías  del  capitán  ó  del  equipaje  ; 

4a  Cargándose  las  mercaderías  en  buque  diferente  del 
que  se  designó  en  el  contrato,  á  menos  que  por  aconteci- 
miento de  fuerza  insuperable  hubiese  sido  indispensable 
trasladar  la  carga  de  un  buque  á  otro. 

En  cualquiera  de  estos  casos  tiene  derecho  el  prestador 
á  la  gruesa  al  reintegro  de  su  capital  y  réditos,  no  habién- 
dose pactado  expresamente  lo  contrario. 

833.  —  Tampoco  recae  en  perjuicio  del  prestador  el  daño 
que  sobrevenga  en  el  buque  por  emplearse  en  el  contra- 
bando. 

834.  —  Los  prestadores  á  la  gruesa  soportarán  á  pro- 
rata de  su  interés  respectivo  las  averías  comunes  que  ocur- 
ran en  las  cosas  sobre  que  se  hizo  el  préstamo. 

En  las  averías  simples,  á  defecto  de  convenio  expreso  de 
los  contratantes,  contribuirá  también  por  su  interés  respec- 
tivo el  prestador  ala  gruesa,  no  perteneciendo  alas  espe- 
cies de  riesgos  exceptuados  en  el  artículo  832. 

835.  —  Si  no  se  hubiere  determinado  con  especialidad 
la  época  en  que  el  prestador  haya  de  correr  el  riesgo,  se 
entenderá  que  comienza,  en  cuanto  al  buque  y  sus  agrega- 
dos, desde  el  momento  en  que  se  hizo  a  la  vela  hasta  que 
ancló  y  quedó  fondeado  en  el  puerto  de  su  destino. 

En  cuanto  á  las  mercaderías  correrá  el  riesgo  desde  que 
se  carguen  en  la  playa  del  puerto  donde  se  hace  la  expe- 
dición, haslaque  se  descarguen  en  el  puerto  de  la  consig- 
nación. 

836.  —  Acaeciendo  naufragio,  percibirá  el  prestador  á 
la  grues®,     cantidad  que  produzcan  los  efectos  salvados 


sobre  que  se  constituyó  el  préstamo,  deduciéndose  los  gsa- 
tos  causados  para  ponerlos  á  salvo. 

837.  —  Si  con  el  prestador  á  la  gruesa  concurriere  en 
caso  de  naufragio  un  asegurador  de  Jos  mismos  objetos 
sobre  que  estuviere  constituido  el  préstamo,  dividirán  entre 
sí  el  producto  de  los  que  se  hubieren  salvado,  á  prorata  de 
su  interés  respectivo,  siempre  que  la  cantidad  asegurada 
cupiera  en  el  valor  de  los  objetos,  después  de  deducido  el 
importe  del  préstamo. 

Ño  siendo  así,  percibirá  solamente  el  asegurador  la  parte 
proporcional  que  corresponda  al  resto  del  valor  de  las  cosas 
aseguradas,  hecha  antes  la  expresada  deducción. 

838.  —  Dándose  fiador  en  el  contrato  á  la  gruesa,  se  le 
tendrá  por  obligado  mancomunadamente  con  el  tomador, 
si  en  la  fianza  no  se  puso  restricción  en  contrario. 

Cumplido  el  tiempo  que  se  fijó  para  la  fianza,  queda 
extinguida  la  obligación  del  fiador,  como  no  se  renueve 
por  un  segundo  contrato. 

839.  —  Si  hubiere  demora  en  la  reintegración  del  capi- 
tal prestado  y  de  sus  premios,  tendrá  derecho  el  prestador 
al  rédito  mercantil  que  corresponda  al  capital,  sin  inclu- 
sion de  los  premios. 

SECCIÓN  tercera: 

De  los  seguros  •marítimos. 
§  i.  —  Forma  de  este  contrato. 

840.  —  El  contrato  de  seguro  ha  de  constar  de  escritura 
pública  ó  privada  para  que  sea  eficaz  enjuicio. 

Las  formas  diferentes  de  su  celebración,  y  los  efectos 
respectivos  de  cada  una,  son  las  mismas  que  con  respecto 
al  contrato  á  la  gruesa  se  han  prescrito  en  el  artículo  812. 

841.  —  De  cualquiera  manera  que  se  extienda  el  con- 
trato de  seguro  debe  contener  todas  las  circunstancias  si- 
guientes : 

1.a  La  fecha,  con  expresión  de  la  hora  en  que  se  firma; 

2  a  Los  nombres,  apellidos  y  domicilios  del  asegurador 
y  el  asegurado  ; 

3.»  Si  el  asegurado  hace  asegurar  efectos  propios,  ó  si 
obra  en  comisión  por  cuenta  de  otro; 

4.a  El  nombre  y  domicilio  del  propietario  de  las  cosas 
que  se  aseguran,  en  el  caso  de  hacerse  el  seguro  por  co- 
misión; 

5.a  El  nombre,  porte ,  pabellón,  matrícula,  armamento  y 
tripulación  de  la  nave  en  que  se  hace  el  trasporte  de  las 
cosas  aseguradas; 

6.a  El  nombre,  apellido  y  domicilio  del  capitán; 

7.a  El  puerto  orada  en  que  las  mercaderías  han  sido  ó 
deben  ser  cargadas; 

8.a  El  puerto  de  donde  el  navio  ha  debido  ó  debe 
partir; 

9.a  Los  puertos  ó  radas  en  que  debe  cargar  ó  descargar, 
ó  por  cualquiera  otro  motivo  hacer  escalas; 

10.a  La  naturaleza,  calidad  y  valor  de  los  objetos  ase- 
gurados; 

1 1 .»  Las  marcas  y  números  de  los  fardos,  si  las  tuvie- 
sen; 

12.a  Los  tiempos  en  que  deben  empezar  y  concluir  los 
riesgos; 

13.a  La  cantidad  asegurada; 

14.a  El  premio  convenido  por  el  seguro,  y  el  lugar, 
tiempo  y  modo  de  su  pago; 

15.»  La  cantidad  del  premio  que  corresponda  al  viaje  de 
ida  y  al  de  vuelta,  si  el  seguro  se  hubiere  hecho  por  viaje 
redondo  ; 


so 


46.»  La  obligación  del  asegurador  á  pagar  el  daño  que 
sobrevenga  en  los  efectos  asegurados; 

17.»  El  plazo,  lugar  y  forma  en  que  haya  de  hacerse  su 
pago; 

18.»  La  sumisión  de  los  contratantes  al  juicio  de  arbitros 
en  caso  de  contestación,  si  hubieren  convenido  en  ella,  y 
cualquiera  otra  condición  lícita  que  hubieren  pactado  en 
el  contrato. 

842.  —Los  agentes  consulares  españoles  podrán  autori- 
zar los  contratos  de  seguros  que  se  celebren  en  las  plazas 
de  comercio  de  su  respectiva  residencia,  siempre  que  al- 
guno délos  contratantes  sea  español;  y  las  pólizas  que  auto- 
ricen tendrán  igual  fuerza  que  si  se  hubieran  hecho  con 
intervención  de  corredor  en  España. 

843.  —  Cuando  sean  muchos  los  aseguradores,  y  no  sus- 
criban todos  la  póliza  en  acto  continuo,  expresará  cada  uno 
antes  de  su  firma  la  fecha  en  que  la  pone. 

844.  —  Una  misma  póliza  puede  comprender  diferentes 
seguros  y  premios. 

845.  —  Pueden  asegurarse  enunamisma  póliza  la. nave 
y  el  cargamento;  pero  se  han  de  distinguir  las  cantidades 
aseguradas  sobre  cada  uno  de  ambos  objetos,  sin  lo  cual 
será  ineficaz  el  seguro. 

846.  —  En  los  seguros  de  las  mercaderías  puede  omi- 
tirse la  designación  específica  de  ellas  y  del  buque  donde  se 
hayan  de  trasportar,  cuando  no  consten  estas  circunstan- 
cias ;  pero  en  caso  de  desgracia  se  ha  de  probar  por  el  ase- 
gurado, además  de  la  pérdida  del.  buque  y  su  salida  del 
puerto  de  la  carga,  el  embarque  por  cuenta  del  mismo  ase- 
gurado de  los  efectos  perdidos  y  su  verdadero  valor. 

847.  —  Extendiéndose  la  obligación  del  asegurador  no 
solo  en  favor  de  la  persona  á  cuyo  nombre  se  hace  el  se- 
guro, sino  también  á  su  orden,  será  endosable  la  póliza. 

§  2.  —  Cosas  que  pueden  ser  aseguradas,  y  evaloración 
de  ellas. 

848.  —  Pueden  ser  objeto  del  seguro  marítima: 
El  casco  y  quilla  de  la  nave; 

Las  velas  y  aparejos  ; 

El  armamento; 

Las  vituallas  ó  víveres; 

Las  cantidades  dadas  á  la  gruesa; 

La  libertad  de  los  navegantes  ó  pasaje' os; 

Y  todos  los  efectos  comerciales  sujetoo  al  riesgo  de  la  na- 
vegación, cuyo  valor  pueda  reducirse  á  una  cantidad  deter- 
minada. 

849.  —  El  seguro  puede  hacerse  sobre  el  todo  ó  parte  de 
los  expresados  objetos  junta  ó  separadamente;  en  tiempo 
de  paz  ó  de  guerra;  antes  de  empezar  el  viaje  ó  pendiente 
este;  por  el  viaje  de  ida  y  vuelta,  ó  bien  por  uno  de  ambos, 
y  por  todo  el  tiempo  del  viaje,  ó  por  un  plazo  limitado. 

850.  —  Expresándose  genéricamente  que  se  asegura  la 
nave,  se  entienden  comprendidas  en  el  seguro  todas  las 
pertenencias  anejas  á  ella,  pero  no  su  cargamento,  aun 
cuando  pertenezca  al  mismo  naviero,  como  no  se  haga  ex- 
presa mención  de  la  carga  en  el  contrato. 

851.  —  En  los  seguros  de  la  libertad  de  los  navegantes 
se  expresará  : 

Io.  El  nombre,  naturaleza,  domicilio,  edad  y  señas  do. 
la  persona  asegurada; 
2o.  El  nombre  y  matrícula  del  navio  en  que  se  embarca  : 
3°.  El  nombre  de  su  capitán; 
4°.  El  puerto  de  su  salida; 
S°.  El  de  su  destino; 


6.°  La  cantidad  convenida  para  el  rescate,  y  los  gastos 
del  regreso  á  España  ; 

7.°  El  nombre  y  domicilio  de  la  persona  que  se  ha  de  en- 
cargar de  negociar  el  rescate  ; 

8."  El  término  en  que  este  ha  de  hacerse,  y  la  indemni- 
zación que  deba  retribuirse  en  caso  de  no  verificarse. 

852.  —  El  asegurador  puede  hacer  reasegurar  por  otros 
los  efectos  que  él  hubiere  asegurado  por  mas  ó  menos 
premio  que  el  que  hubiere  pactado,  y  el  asegurado  puede 
también  hacer  asegurar  el  costo  del  seguro  y  el  riesgo 
q  ue  pueda  haber  en  la  cobranza  de  los  primeros  asegura- 
dores. 

853.  —  En  las  cosas  que  hagan  asegurar  el  capitán  ó  el 
cargador  que  se  embarque  con  sus  propios  efectos,  se  ha- 
brá de  dejar  siempre  un  diez  por  ciento  á  su  riesgo  ;  y  solo 
podrá  tener  lugar  el  seguro  por  los  nueve  décimos  de  su 
justo  valor. 

"854.  —  No  podrán  asegurarse  sobre  las  naves  mas  de 
las  cuatro  quintas  partes  de  su  valor,  descontados  los  prés- 
tamos tomados  á  la  gruesa  sobre  ellas. 

855.  —  El  valor  de  las  mercaderías  aseguradas  debe 
fijarse  según  el  que  tengan  en  la  plaza  donde  se  cargan. 

856.  —  La  suscripción  de  la  póliza  induce  presunción 
legal  de  que  los  aseguradores  reconocieron  justa  la  evalua- 
ción hecha  en  ella. 

Pero  si  hubiere  habido  fraude  por  parte  del  asegurado 
en  la  evaluación  de  los  efectos  del  seguro,  serán  admitidos 
los  aseguradores  á  probarlo  por  el  reconocimiento  y  justi- 
precio de  ellos,  ó  por  las  facturas  ú  otros  medios  legales  de 
prueba  ;  y  resultando  acreditado  el  fraude,  se  reducirá  la 
responsabilidad  al  legítimo  valor  que  tengan  los  efectos. 

857.  —  Cuando  por  error,  y  no  por  dolo  del  asegurado, 
se  hubiere  dado  una  estimación  exagerada  á  los  efectos  del 
seguro,  se  reducirá  este  á  Ja  cantidad  de  su  legítimo  valor 
por  convenio  de  las  partes  ó  juicio  arbitral  en  su  defecto  ; 
y  con  arreglo  á  la  que  resulte  se  fijarán  las  prestaciones 
del  asegurado  y  de  los  aseguradores,  abonándose  además 
á  estos  medio  por  ciento  sobre  la  cantidad  que  resultare  de 
exceso. 

Esta  reclamación  no  podrá  tener  lugar  ni  por  parte  dé- 
los aseguradores,  ni  por  la  de  los  asegurados  despues  que 
se  hubiere  tenido  noticia  del  paradero  y  suerte  de  la  nave. 

858.  —  Las  valuaciones  hechas  en  moneda  extranjera 
se  convertirán  en  el  equivalente  de  moneda  del  reino, 
conforme  el  curso  que  tuviere  en  el  dia  en  que  se  firmó 
la  póliza. 

859.  _  No  fijándose  el  valor  de  las  cosas  aseguradas  al 
tiempo  de  celebrarse  el  contrato,  se  arreglará  por  las  fac- 
turas de  consignación,  ó  en  su  defecto  por  el  juicio  de  los 
corredores,  quienes  tomarán  por  base  para  esta  regulación 
el  precio  que  valiesen  en  el  puerto  donde  fueron  cargadas, 
agregando  los  derechos  y  gastos  causados  hasta  ponerlas 
á  bordo. 

860.  —  Recayendo  el  seguro  sobre  los  retornos  de  un 
país  donde  no  se  haga  el  comercio  sino  por  permutas,  y 
no  habiéndose  fijado  en  la  póliza  el  valor  de  las  cosas  ase- 
guradas, se  arreglará  por  el  que  tenían  Jos  efectos  permu- 
tados en  el  puerto  de  su  expedición,  añadiendo  todos  los 
gastos  posteriores. 

§  3.  —  Obligaciones  entre  el  asegurador  y  el  asegurado. 

861 .—  Corren  por  cuentay  riesgo  del  asegurador  todas  las 
pérdidas  y  daños  que  sobrevengan  alas  cosas  aseguradas  por 
varamiento  ó  empeño  de  la  nave  con  rotura  ó  sin  ella,  por 
tempestad,  naufragio,  abordaje  casual,  cambio  forzado  de 
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ruta,  de  viaje,  ó  de  buque  ;  por  echazón,  fuego,  apresa- 
miento, saqueo,  declaración  de  guerra,  embargo  por  orden 
del  gobierno,  retención  por  orden  de  potencia  extranjera, 
represalias,  y  generalmente  por  todos  los  accidentes  y 
riegos  de  mar. 

Los  contratantes  podrán  estipular  las  excepciones  que 
tengan  por  conveniente,  haciendo  necesariamente  mención 
de  ellas  en  la  póliza,  sin  cuyo  requisito  no  surtirán  efecto. 

862.  —  No  son  de  cuenta  de  los  asegurados  los  daños 
que  sobrevengan  por  alguna  de  las  causas  siguientes  : 

Cambio  voluntario  de  ruta,  de  viaje,  ó  buque  sin  con- 
sentimiento de  los  aseguradores; 

Separación  espontánea  de  un  convoy,  habiendo  estipu- 
lación de  ir  en  conserva  con  él; 

Prolongación  de  viaje  á  un  puerto  mas  remoto  del  que 
se  designó  en  el  seguro  ; 

Disposiciones  arbitrarias  y  contrarias  á  la  póliza  del 
fletamento,  ó  al  conocimiento  de  los  navieros,  cargadores 
y  fletadores,  y  baraterías  del  capitán  ó  del  equipaje,  no 
habiendo  pacto  expreso  en  contrario  ; 

Mermas,  desperdicios  y  pérdidas  que  procedieren  del 
vicio  propio  de  las  cosas  aseguradas,  como  no  se  hubieren 
comprendido  en  la  póliza  por  cláusula  especial. 

863.  —  En  cualquiera  de  los  casos  de  que  trata  el  artí- 
culo precedente  ganarán  los  aseguradores  el  premio, 
siempre  que  los  objetos  asegurados  hubieren  empezado  á 
correr  el  riesgo. 

864.  —  No  responden  los  aseguradores  de  los  daños  que 
sobrevengan  á  la  nave  por  no  llevar  en  regla  los  docu- 
mentos que  prescriben  las  ordenanza?  marítimas  ;  pero  sí 
de  la  trascendencia  que  pueda  tener  esta  falta  en  el  carga- 
mento que  vaya  asegurado. 

865.  —  Los  aseguradores  no  están  obligados  á  sufragar 
los  gastos  de  pilotaje  y  remolque,  ni  los  derechos  im- 
puestos sobre  la  nave  ó  su  cargamento, 

866.  —  Asegurándose  la  carga  de  ida  y  vuelta,  y  no 
trayendo  la  nave  retorno,  ó  trayendo  menos  de  las  dos 
terceras  partes  de  su  carga,  recibirán  los  aseguradores  las 
dos  terceras  partes  del  premio  correspondiente  á  la  vuelta, 
á  no  ser  que  se  haya  estipulado  lo  contrario. 

867.  —  Habiéndose  asegurado  el  cargamento  del  buque 
por  partidas  separadas  y  distintos  aseguradores,  sin  ex- 
presarse determinadamente  los  objetos  correspondientes 
á  cada  seguro,  se  satisfarán  por  todos  los  aseguradores  á 
prorata  las  pérdidas  que  ocurran  en  el  cargamento,  ó 
cualquiera  porción  de  él. 

868. — Designándose  en  el  seguro  diferentes  embarca- 
ciones .para  cargar  las  cosas  aseguradas,  será  arbitro  el 
asegurado  de  distribuirlas  entre  estas  según  le  acomode, 
ó  reducirlas  á  una  sola,  sin  que  por  esta  causa  baya  alte- 
ración en  la  responsabilidad  de  los  aseguradores. 

869.  —  Contratado  el  seguro  de  un  cargamento  con  de- 
signación de  buque  y  expresión  particular  de  la  cantidad 
asegurada  sobre  cada  uno  de  ellos,  si  el  cargamento  se 
redujere  á  menor  número  de  buques  que  los  designados, 
se  reducirá  la  responsabilidad  de  los  aseguradores  á  las 
cantidades  aseguradas  sobre  los  buques  que  reunieron  Ja 
carga,  y  no  serán  de  su  cargo  las  pérdidas  que  ocurran 
en  los  demás  ;  pero  tampoco  tendrán  derecho  en  este  caso 
á  los  premios  de  las  cantidades  aseguradas  sobre  los 
demás  buques,  cuyos  contratos  se  tendrán  por  nulos, 
abonándose  á  los  aseguradores  un  medio  por  ciento  sobre 
eu  importe. 

870.  —  Trasladándose  el  cargamento  á  otra  nave  des» 
pues  de  comenzado  el  viaje,  por  haberse  inutilizado  la 
designada,  en  la  póliza,  correrán  los  riesgos  por  cuenta  (Je 


los  aseguradores,  aun  cuando  sea  de  distinto  porte  y  pa 
bellon  la  nave  en  que  se  trasbordó  el  cargamento. 

Si  la  inhabilitación  de  la  nave  ocurriere  antes  de  salir 
del  puerto  de  la  expedición,  tendrán  los  aseguradores  la 
opción  de  continuar  ó  no  en  el  seguro,  abonando  las  avenas 
que  hayan  ocurrido. 

871.  —  No  fijándose  en  la  póliza  el  tiempo  en  que  hayan 
de  correr  los  riesgos  por  cuenta  de  los  prestadores  se  ob- 
servará la  dispuesto  en  el  artículo  833  para  con  los  pres- 
tadores á  riesgo  marítimo. 

872.  —  Cuando  se  prefije  en  la  póliza  un  tiempo  limi- 
tado para  el  seguro,  concluirá  la  responsabilidad  de  los 
aseguradores,  trascurrido  que  sea  el  plazo,  aun  cuando 
estén  pendientes  los  riesgos  de  las  cosas  aseguradas,  sobre 
cuyas  resultas  podrá  el  asegurado  celebrar  nuevos  con- 
tratos. 

873.  —  La  demora  involuntaria  de  la  nave  en  el  puerto 
de  su  salida  no  cede  en  perjuicio  del  asegurado,  y  se  en- 
tenderá prorogado  el  plazo  designado  en  la  póliza  para  o 
efectos  del  seguro  por  todo  el  tiempo  que  se  prolongue 
aquella. 

874.  — .  No  se  puede  exigir  reducción  del  premio  del  se- 
guro, aun  cuando  la  nave  termine  su  viaje  ó  se  alije  el 
cargamento  en  puerto  mas  inmediato  del  designado  en 
el  contrato. 

873.  —  La  variación  que  se  haga  en  el  rumbo  ó  viaje 
de  la  nave  por  accidente  de  fuerza  insuperable  para  salvar 
la  misma  nave  ó  su  cargamento,  no  exonera  á  los  asegu- 
radores de  su  responsabilidad. 

876.  —  Las  escalas  que  se  hagan  por  necesidad  para  la 
conservación  de  la  nave  y  su  cargamento,  se  entienden 
comprendidas  en  el  seguro,  aunque  no  se  hayan  expre- 
sado en  el  contrato,  si  determinadamente  no  se  excluyeron. 

877.  —  El  asegurado  tiene  obligación  de  comunicar  á 
los  aseguradores  todas  las  noticias  que  reciba  sobre  [los 
daños  ó  pérdidas  que  ocurran  en  las  cosas  aseguradas. 

878.  —  El  capitán  que  hiciere  asegurar  los  efectos  car- 
gados de  su  cuenta  ó  en  comisión,  justificará  en  caso  de 
desgracia  á  los  aseguradores  la  compra  de  aquellos,  por 
las  facturas  de  los  vendedores,  y  su  embarque  y  conduc- 
ción en  la  nave,  por  certificación  del  cónsul  español  ó  au- 
toridad civil,  donde  no  lo  hubiere,  del  puerto  donde  cargó, 
y  por  los  documentos  de  expedición,  y  habilitación  de  su 
aduana. 

Esta  obligación  será  extensiva  á  todo  asegurado  que  nave- 
gue con  sus  propias  mercaderías. 

879.  _  si  se  hubiere  estipulado  que  el  premio  del  se- 
guro se  aumentaría  en  caso  de  sobrevenir  guerra,  y  no 
se  hubiere  fijado  la  cuota  de  este  aumento,  se  hará  su 
regulación  por  peritos  nombrados  por  las  partes,  habida 
consideración  á  los  riesgos  ocurridos,  y  á  los  pactos  de  la 
póliza  del  seguro. 

880.  —  La  restitución  gratuita  de  la  nave  ó  su  carga- 
mento hecha  por  los  apresadores  al  capitán  de  ella,  cede 
en  beneficio  de  los  propietarios  respectivos,  sin  obligación 
de  parte  de  los  aseguradores  á  pagar  las  cantidades  que 
aseguraron. 

881.  —  Cuando  en  la  póliza  no  se  haya  prefijado  la 
época  en  que  el  asegurador  deba  verificar  el  pago  de  las 
cosas  aseguradas,  ó  los  daños  que  sean  de  su  cuenta,  es- 
tará obligado  á  verificarlo  en  ios  diez  dias  siguientes  á  la 
reclamación  legítima  del  asegurado. 

882.  —Toda  reclamación  procedente  del  contrato  del  se- 
guro debe  ir  acompañada  de  los  documentos  que  justifiquen  : 

El  viaje  de  la  nave; 

p  embarque  de  -os  efectos  asegurados  j 


El  contrato  del  seguro; 

La  pérdida  de  las  cosas  aseguradas. 

Estos  documentos  se  comunicarán  en  caso  de  controver- 
sia judicial  á  los  aseguradores,  para  que  en  su  vista  resuel- 
van hacer  el  pago  del  seguro  ó  hagan  su  oposición. 

883.  —  Los  aseguradores  podrán  contradecirlos  hechos 
en  que  apoye  su  demanda  el  asegurado,  y  se  les  admitirá 
prueba  en  contrario,  sin  perjuicio  del  pago  de  la  cantidad 
asegurada,  el  que  deberá  verificarse  sin  demora,  siempre 
que  sea  ejecutiva  la  póliza  del  seguro,  y  se  presten  por  el 
demandante  fianzas  suficientes  que  respondan  en  su  caso 
de  la  restitución  de  la  cantidad  percibida. 

884.  —  Pagando  el  asegurador  la  cantidad  asegurada,  se 
subroga  en  el  lugar  del  asegurado  para  todos  los  derechos 
y  acciones  que  le  competan  sóbrelos  que  por  dolo  ó  culpa 
causaron  la  pérdida  de  los  efectos  que  aseguró. 

§  4.  —  De  los  casos  en  que  se  anula,  rescinde  ó  modifica  el 
contrato  de  seguro. 

885.  —  Será  nulo  el  seguro  que  se  contraiga  sobre 
El  flete  del  cargamento  existente  á  bordo; 

Las  ganancias  calculadas  y  no  realizadas  sobre  el  mismo 
cargamento; 

Los  sueldos  de  la  tripulación  ; 

Las  cantidades  tomadas  á  la  gruesa  ;     • 

Los  premios  de  los  préstamos  hechos  á  la  gruesa; 

La  vida  de  los  pasajeros  ó  de  los  individuos  del  equi- 
paje; 

Los  géneros  de  ilícito  comercio. 

886.  —  Si  el  asegurador  fuere  declarado  en  quiebra, 
pendiente  el  riesgo  de  las  cosas  aseguradas,  podrá  el  ase- 
gurado exigirle  fianzas;  y  no  dándosele,  bien  por  el  mismo 
quebrado  ó  por  los  administradores  de  su  quiebra,  en  el 
término  de  los  tres  dias  siguientes  al  requerimiento  que  se 
les  haga  para  darlas,  se  rescindirá  el  contrato. 

El  asegurador  tiene  el  mismo  derecho  sobre  el  asegu- 
rado cuando  no  haya  recibido  el  premio  del  seguro. 

887.  —  Siempre  que  por  el  conocimiento  de  las  cosas 
aseguradas  se  hallare  que  el  asegurado  cometió  falsedad  á 
sabiendas  en  cualquiera  de  las  cláusulas  de  la  póliza,  se 
tendrá  por  nulo  el  seguro,  observándose  en  cuanto  á  la 
inexactitud  de  la  evaluación  de  las  mercaderías  lo  prescrito 
en  el  artículo  856. 

888.  —  Igualmente  es  nulo  el  seguro  cuando  se  justifi- 
que que  el  dueño  de  las  cosas  aseguradas  pertenece  á  na- 
ción enemiga,  ó  que  recae  sobre  nave  ocupada  habitual- 
mente  en  el  contrabando,  y  que  el  daño  que  le  sobrevino 
fué  efecto  de  haberlo  hecho. 

889.— Dejando  de  verificarse  el  vin  je  antes  de  hacerse  la 
nave  á  la  vela,  ó  vanándose  para  distinto  punto,  será  nulo 
el  segura,  aun  cuando  esto  suceda  por  culpa  ó  arbitrarie- 
dad del  asegurado. 

890.  —  También  se  anula  el  seguro  hecho  sobre  un  bu- 
que que  después  de  firmada  la  póliza  permanezca  un  aïïo 
sin  emprender  el  viaje. 

En  el  caso  de  esta  disposición  y  de  los  tres  artículos  an- 
teriores tendrá  derecho  el  asegurador  al  abono  del  medio 
por  ciento  sobre  la  cantidad  asegurada. 

891.  —  Si  se  hubieren  hecho  sin  fraude  diferentes  con- 
tratos de  seguros  sobre  un  mismo  cargamento,  subsistirá 
únicamente  el  primero,  con  tal  que  cubra  todo  su  valor. 
Los  aseguradores  de  los  contratos  posteriores  quedarán 
quitos  de  sus  obligaciones,  y  percibirán  un  medio  por 
ciento  de  la  cantidad  asegurada. 

No  cubriéndose  por  el  primer  contrato  el  valor  íntegro 


de  la  carga,  recaerá  la  responsabilidad  del  excedente  so* 
bre  los  aseguradores  qne  contrataron  posteriormente,  si- 
guiéndose el  orden  de  sus  fechas. 

892.  —  El  asegurado  no  se  exonerará  de  pagar  todos 
los  premios  de  los  diferentes  seguros  que  hubiere  contra- 
tado, si  no  intimare  à  los  aseguradores  postergados  la  in- 
validación de  sus  contratos  antes  que  la  nave  y  el  carga- 
mento hayan  llegado  al  puerto  de  su  destino. 

893.  —  Será  nulo  todo  seguro  que  se  haga  en  fecha 
posterior  al  arribo  de  las  cosas  aseguradas  al  puerto  de  su 
consignación,  igualmente  que  al  día  en  que  se  hubieren 
perdido,  siempre  que  pueda  presumirse  ícgalmente  que. 
la  parte  interesada  en  el  acaecimiento  tenia  noticia  de  él 
antes  de  celebrar  el  contrato. 

894.  —  Tiene  lugar  aquella  presunción,  sin  perjuicio  de 
otras  pruebas,  cuando  hayan  trascurrido,  desde  que  acon- 
teciere el  arribo  ó  pérdida  hasta  la  fecha  del  contrato, 
tantas  horas  cuantas  leguas  legales  de  medida  española 
haya  por  el  camino  mas  corto  desde  el  sitio  en  que  se  ve- 
rificó el  arribo  ó  la  pérdida  hasta  el  lugar  donde  se  con- 
trató el  seguro. 

895.  —  Conteniendo  la  póliza  del  seguro  la  cláusula  de 
que  se  hace  sobre  buenas  ó  malas  noticias,  no  se  admitirá 
la  presunción  de  que  habla  el  artículo  anterior,  y  subsis- 
tirá el  seguro  como  no  se  pruebe  plenamente  que  el  ase- 
gurado sabia  la  pérdida  de  la  nave,  ó  el  asegurador  su 
arribo  antes  de  firmar  el  contrato. 

896.  —  El  asegurador  que  haga  el  seguro  con  conoci- 
miento del  salvamento  de  las  cosas  aseguradas,  perderá 
el  derecho  al  premio  del  seguro,  y  será  multado  en  la 
quinta  parte  de  la  cantidad  que  hubiere  asegurado. 

Estando  el  fraude  de  parle  del  asegurado  no  le  aprove- 
chará el  seguro,  y  además  pagará  al  asegurador  el  premio 
convenido  en  el  contrato,  y  se  le  multará  en  la  quinta 
parte  de  lo  que  aseguró. 

El  uno  como  el  otro  estarán  también  sujetos  á  las  penas 
á  que  haga  lugar,  según  las  disposiciones  de  las  leyes 
criminales  sobre  las  estafas. 

897.  _  Siendo  muchos  los -aseguradores  en  un  seguro 
que  se  hubiere  hecho  con  fraude,  y  hallándose  entre 
ellos  algunos  que  lo  hayan  contratado  de  buena  fe,  per- 
cibirán sus  premios  por  entero  del  asegurador  fraudu- 
lento, sin  que  nada  tenga  que  satisfacerles  el  asegurado. 

898.  —  El  comisionado  que  hiciere  asegurar  por  cuenta 
de  otro  con  conocimiento  de  que  las  cosas  aseguradas  esta- 
ban perdidas,  tendrá  igual  responsabilidad  que  si  hubiera 
hecho  el  seguro  por  cuenta  propia. 

899.  —  Si  el  comisionado  estuviere  inocente  del  trande 
del  propietario,  recaerán  sobre  este  las  penas,  quedando 
siempre  á  su  cargo  abonar  á  los  aseguradores  el  premio 
convenido. 

§  b.—  Abandono  de  las  cosas  aseguradas. 

900.  -  El  asegurado  puede  en  los  casos  determinados 
expresamente  por  la  ley  hacer  adandono  de  las  cosas  ase- 
guradas, dejándolas  por  cuenta  de  los  aseguradores,  y  exi- 
giendo de  estos  las  cantidades  que  aseguraron  sobre  ellas. 

901.  —  El  abandono  tiene  lugar  eu  los  casos  de 

Apresamiento  ; 

Naufragio; 

Rotura  ó  varamiento  de  la  nave  que  la  inhabilite  para 

'  Embargo  ó  detención  por  orden  del  gobierno  propio  ó 
extranjeros 
Pérdida  total  de  las  cosas  aseguradas  ; 


Deterioración  de  las  mismas  que  disminuya  su  valor  en 
las  tres  cuartas  partes  á  lo  menos  de  su  totalidad  ; 

Todos  los  demás  daños  se  reputan  averías,  y  se  soporta- 
rán por  quien  corresponda,  según  los  términos  en  que  se 
haya  contratado  el  seguro. 

902.  —  La  acción  de  abandono  no  compele  sino  por 
pérdidas  ocurridas  despues  de  comenzado  el  \iaje. 

003.  —  El  abandono  no  puede  ser  parcial  ni  condicio- 
nal, sino  que  han  de  comprenderse  en  él  todos  los  efectos 
asegurados. 

904,  —  No  será  admisible  el  abandono  si  no  se  hace  sa- 
ber á  los  aseguradores  dentro  de  los  seis  meses  siguientes 
á  la  fecha  en  que  se  recibió  la  noticia  de  la  pérdida  acae- 
cida en  los  puertos  y  cosías  de  Europa,  y  en  los  de  Asia  y 
África  que  están  en  el  Mediterráneo.  Este  término  será  de 
un  año  para  las  pérdidas  que  sucedan  en  las  islas  Azores, 
de  Madera,  islas  y  costas  occidentales  de  África  y  orienta- 
les de  América,  y  será  de  dos  sucediendo  en  cualquiera 
otra  parte  del  mundo  mas  lejana. 

905.  —  Con  respecto  á  los  casos  de  apresamiento,  cor- 
rerán los  términos  prefijados  en  el  artículo  anterior  desde 
que  se  recibió  la  noticia  de  haber  sido  conducida  la  nave 
á  cualquiera  de  los  puertos  situados  en  alguna  de  las  cos- 
tas mencionadas. 

906..  —  Tendráse  por  recibida  la  noticia  para  la  pres- 
cripción de  los  plazos  que  se  han  prefijado,  desde  que  se 
haga  notoria  entre  los  comerciantes  de  la  residencia  del 
asegurado,  ó  se  le  pruebe  por  cualquier  modo  legal  que  le 
dieron  aviso  del  suceso'  el  capitán,  el  consignatario,  ó 
cualquier  otro  corresponsal  suyo. 

907. — Queda  al  arbitrio  del  asegurado  renunciar  el  tras- 
curso de  estos  plazos  y  hacer  el  abandono  ó  exigir  las  can- 
tidades aseguradas  desde  que  pudo  hacer  constar  la  pér- 
dida de  los  efectos  que  hizo  asegurar. 

908.  —  Despues  que  haya  trascurrido  un  año  sin  re- 
cibirse noticias  de  la  nave  en  los  viajes  ordinarios,  ó  dos 
en  los  largos,  podrá  el  asegurado  hacer  el  abandono  y  pe- 
dir á  los  aseguradores  el  pago  de  los  efectos  comprendidos 
en  el  seguro,  sin  necesidad  de  probar  su  pérdida. 

Este  derecho  debe  ejercerse  en  los  mismos  plazos  prefi- 
jados en  el  artículo  904. 

909.  —  Se  repulan  viajes  largos  para  la  aplicación  del 
artículo  precedente  todos  los  que  nos  sean-  para  cualquiera 
de  los  puertos  de  Europa;  para  los  de  Asia  y  África  en  el 
Mediterráneo,  ó  para  los  de  América  situados  mas  acá  de 
los  rios  de  la  Plata  y  San  Lorenzo,  y  las  islas  intermedias 
entre  las  costas  de  España  y  los  países  marcados  en  esla 
designación. 

910.  — No  obstará  que  el  seguro  se  haya  hecho  .por 
tiempo  limitado  para  que  pueda  hacerse  el  abandono, 
cuando  en  los  plazos  determinados  en  el  artículo  908  no 
se  hubiere  recibido  noticia  de  la  nave,  salva  la  prueba  que 
puedan  hacer  los  aseguradores  de  que  la  pérdida  ocurrió 
después  de  haber  espirado  su  responsabilidad. 

911.  —  Al  tiempo  de  hacer  el  asegurado  el  abandono, 
debe  declarar  todos  los  seguros  contratados  sobre  los  efec- 
tos abandonados,  así  como  los  préstamos  tomados  á  la 
gruesa  sobre  ellos,  y  hasta  que  haya  hecho  esta  declara- 
ción no  empezará  á  correr  el  plazo  en  que  deba  ser  reinte- 
grado del  valor  de  los  efectos. 

912.  —  Si  cometiere  el  asegurado  fraude  en  la  declara- 
ción que  prescribe  el  artículo  precedente,  perderá  todos  los 
derechos  que  le  competían  por  el  seguro,  sin  dejar  de  ser 
responsable  á  pagar  los  préstamos  que  hubiese  tomado  so- 
bre los  efectos  asegurados,  no  obstante  su  pérdida. 

913.  —  Admitido  el  abandono,  ó  declarándose  válido  ea 


juicio,  se  trasfiere  al  asegurador  el  dominio  de  las  cosas 
abandonadas,  correspondiéndole  las  mejoras  ó  perjuicios 
que  en  ellos  sobrevengan  desde  el  momento  en  que  se  pro- 
puso el  abandono. 

914.  —  El  regreso  de  la  nave,  después  de  admitido  el 
abandono,  no  exonera  á  los  aseguradores  del  pago  de  los 
efectos  abandonados. 

913.  —  Se  comprende  en  el  abandono  de  la  nave  el 
íliíte  de  las  mercaderías  que  se  salven,  aun  cuando  se  haya, 
pagado  con  anticipación,  y  se  considerará |como  pertenen- 
cia de  los  aseguradores,  bajo  la  reserva  del  derecho  que 
competa  á  los  prestadores  á  la  gruesa,  al  equipaje  por  sus 
sueldos,  y  al  acreedor  que  hubiere  hecho  anticipaciones 
para  habilitar  la  nave  ó  para  cualesquiera  gastos  causa- 
dos en  el  último  viaje. 

910.  —  El  abandono  de  las  cosas  aseguradas  no  puede 
hacerse  sino  por  el  mismo  propietario,  por  el  comisionado 
que  hizo  el  seguro,  ó  por  otra  persona  especialmente  au- 
torizada por  el  mismo  propietario. 

917.  —  En  caso  de  apresamiento  de  la  nave,  pueden  el 
asegurado  y  el  capitán  en  su  ausencia  proceder  por  sí  al 
rescate  de  las  cosas  comprendidas  en  el  seguro,  sin  con- 
currencia del  asegurador,  ni  esperar  instrucciones  suyas, 
cuando  no  haya  tiempo  para  exigirlas,  quedando  en  la 
obligación  de  hacerle  notificar  el  convenio  hecho  desda 
luego  que  haya  ocasión  para  verificarlo. 

918.  —  El  asegurador  podrá  aceptar  ó  renunciar  el  con- 
venio celebrado  por  el  capitán  ó  el  asegurado,  intimando 
á  este  su  resoiucion  en  las  veinte  y  cuatro  horas  siguientes 
á  la  notificación  del  convenio. 

Aceptándolo  entregará  en  el  acto  la  cantidad  concertada 
por  el  rescate,  y  continuarán  de  su  cuenta  los  i-iesgos  ulte- 
riores del  viaje/conformeálos  pactos  de  la  póliza  delseguro. 

Desaprobando  el  convenio,  ejecutará  el  pago  de  la  can- 
tidad asegurada,  y  no  conservará  derecho  alguno  sobre 
los  efectos  rescatados. 

Si  no  manifestare  su  resolución  en  el  término  prefijado* 
ce  entenderá  que  ha  renunciado  al  convenio. 

919.  —  Cuando  por  efecto  de  haberse  represado  la  na  re, 
se  reintegrase  el  asegurado  en  la  propiedad  de  sus  efec- 
tos, se  tendrán  por  avería  todos  los  perjuicios  y  gastos  cau- 
sados por  su  pérdida,  y  será  de  cuenta  del  asegurador  sa- 
tisfacerlos. 

920.  —  Si  á  consecuencia  de  la  represa  pasaren  los  efec- 
tos asegurados  á  la  posesión  de  un  tercero,  podrá  el  ase- 
gurado usar  del  derecho  de  abandono. 

921.  —  En  ios  casos  de  naufragio  y  apresamiento  tiene 
obligación  el  asegurado  de  hacer  las  diligencias  que  per- 
mitan las  circunstancias  para  salvar  ó  recobrar  los  efectos 
perdidos,  sin  perjuicio  del  abandono  que  le  competa  hacer 
á  su  tiempo. 

Los  gastos  legítimos  hechos  en  el  recobro,  serán  de 
cuenta  de  los  aseguradores  hasta  la  concurrencia  del  valor 
de  los  efectos  que  se  salven,  sobre  los  cuales  se  harán  efecr 
tivos  por  los  trámites  de  derecho  en  defecto  de  pago. 

922.  —  No  se  admitirá  el  abandono  por  causa  de  inha- 
bilitación para  navegar,  siempre  que  el  daño  ocurrido  en 
la  nave  fuere  tal  que  se  la  pueda  rehabilitar  para  su  viaje. 

923.  —  Verificándose  la  rehabilitación,  responderán  so- 
lamente los  aseguradores  de  los  gastos  ocasionados  por  el 
encalle  ú  otro  daño  que  la  nave  hubiere  recibido. 

924.  —  Quedando  absolutamente  inhabilitado  el  buque 
para  la  navegación,  se  practicarán  por  los  inlercsados  en 
el  cargamento  que  se  hallen  presentes,  ó  en  ausencia  de 
ellos  por  el  capitán,  todas  las  diligencias  posibles  par» 
conducir  el  cargamento  al  puerto  de  su  destino. 


-  U  - 


ÔS5.  —  Correrán  de  cuenta  del  asegurador  los  riesgos 
del  trasbordo  y  los  del  nuevo  viaje  hasta  que  se  alijen  los 
efectos  en  el  lugar  designado  en  la  póliza  del  seguro'. 

926.  —  Asimismo  son  responsables  los  aseguradores  de 
las  averías,  gastos  de  descarga,  almacenaje,  reembarque, 
excedente  de  flete,  y  todos  los  demás  gastos  causados  para 
trasbordar  el  cargamento. 

927.  —  Si  no  se  hubiere  encontrado  nave  para  traspor- 
tar hasta  su  destino  los  efectos  asegurados,  podrá  el  pro- 
pietario hacer  el  abandono. 

928.  —  Los  aseguradores  tienen  para  evacuar  el  tras- 
bordo y  conducción  de  los  efectos  el  término  de  seis  meses, 
si  la  inhabilitación  de  la  nave  hubiere  ocurrido  en  los  ma- 
res que  circundan  la  Europa  desde  el  estrecho  del  Sund 
hasta  el  Bosforo,  y  un  año  si  se  hubiere  verificado  en  lu- 
çar  mas  apartado,  contándose  estos  plazos  desde  el  dia  en 
que  se  les  hubiere  intimado  por  el  asegurado  el  acaeci- 
miento. 

929.  —  En  caso  de  interrumpirse  el  viaje  del  buque  por 
embargo  ó  detención  forzada,  lo  comunicará  el  asegurado 
á  los  aseguradores  luego  que  llegue  á  su  noticia,  y  no  po- 
drá usar  de  la  acción  de  abandono  hasta  qué  hayan  tras- 
currido los  mismos  plazos  prefijados  en  el  artículo  ante- 
rior. 

Los  asegurados  están  obligados  à  prestar  á  los  asegura- 
dores los  auxilios  que  estén  en  su  mano  para  conseguir 
que  se  alce  el  embargo,  y  deberán  hacer  por  sí  mismos 
las  gestiones  convenientes  á  este  fin,  en  caso  de  que  por 
hallarse  los  aseguradores  en  país  remoto  no  puedan  obrar 
desde  luego  de  común  acuerdo. 


TITULO  CUARTO 

DB  LOS  RIESGOS  Y  DAÑOS  DEL   COMERCIO  MARÍTIMO. 

SECCIÓN  PRIMERA. 
De  las  averías. 

930.  —  Son  averias  en  acepción  legal  : 

i.°  Todo  gasto  extraordinario  y  eventual  que  sobreviene 
durante  el  viaje  de  la  nave  para  la  conservación  de  esta, 
de  su  cargamento  ó  de  ambas  cosas  juntamente  -, 

2.*  Los  daños  que  sufriere  la  embarcación  desde  que  se 
haga  á  la  veja  en  el  puerto  de  su  expedición,  hasta  que 
quede  anclada  en  el  de  su  destino  ;  y  los  que  reciba  su 
cargamento,  desde  que  se  cargue  hasta  que  se  descargue 
en  el  puerto  adonde  fuere  consignado. 

931.  —  La  responsabilidad  de  dichos  gastos  y  daños  se 
decide  por  reglas  distintas,  según  el  carácter  que  tengan 
las  averias,  de  ordinarias,  simples  ó  particulares,  y  gruesas 
ó  comunes. 

932.  —  Los  gastos  que  ocurren  en  la  navegación,  cono- 
cidos con  el  nombre  de  menudos,  pertenecen  ala  clase  de 
averías  ordinarias,  las  cuales  son  de  cuenta  del  naviero 
fletante,  y  deben  satisfacerse  por  el  capitán,  abonándosele 
la  indemnización  que  se  hubiere  pactado  en  la  póliza  de 
fletamento  ó  en  los  conocimientos. 

Si  no  se  hubiere  pactado  indemnización  especial  y  deter- 
minada por  estas  averías,  se  entienden  comprendidas  en  el 
precio  de  los  fletes,  y  no  tendrá  derecho  el  naviero  á  recla- 
mar cantidad  alguna  por  ellas. 

933.  —  Se  consideran  gastos  menudos  ó  de  avería  ordi- 


naria comprendidos  en  la  disposición  del  artículo  anterior: 

i.'  Los  pilotajes  de  costas  y  puertos  ; 

2."  Los  gastos  de  lanchas  y  remolques  ; 

3."  El  derecho  de  bolisa,  de  piloto  mayor,  anclaje,  visita 
y  demás  llamados  de  puerto  ; 

4.°  Los  fletes  de  gabarras  y  descarga  hasta  poner  las 
mercaderías  en  el  muelle,  y  cualquiera  otro  gasto  común 
ala  navegación  que  no  sea  de  los  extraordinarios  y  even- 
tuales. 

934.  —  Los  gastos  y  daños  que  se  comprenden  bajo  el 
nombre  de  averías  simples  ó  particulares,  se  soportarán 
por  el  propietario  de  la  cosa  que  ocasionó  el  gasto  ó  recibió 
el  daño. 

935.  —  Pertenecen  ala  clase  de  averías  simples  ó  par- 
ticulares : 

1 ."  Los  daños  que  sobrevienen  al  cargamento  desde  su 
embarque  hasta  su  descarga  por  vicio  propio  de  las  cosas, 
por  accidente  de  mar,  ó  por  efecto  de  fuerza  insuperable, 
y  los  gastos  hechos  para  evitarlos  y  repararlos  ; 

2.°  El  daño  que  sobrevenga  en  el  casco  del  buque,  sus 
aparejos,  arreos  y  pertrechos  por  cualquiera  de  las  mismas 
tres  causas  indicadas,  y  los  gastos  que  se  causaren  para 
-  salvar  estos  efectos  ó  reponerlos  ; 

3.°  Los  sueldos  y  alimentos  de  la  tripulación  de  la  nave 
que  fuere  detenida  ó  embargada  por  orden  legítima  ó  fuerza 
insuperable,  si  el  fletamento  estuviere  contratado  por  un 
tanto  el  viaje  ; 

4.°  Los  gastos  que  hiciere  la  nave  para  arribar  á  puerto 
con  el  fin  de  reparar  su  casco  ó  arreos,  ó  para  aprovisio- 
narse ; 

b.°  El  menos  valor  que  hayan  producido  los  géneros  ven- 
didos por  el  capitán  en  una  arribada  forzada  para  pago  de 
alimentos  y  salvarse  la  tripulación,  ó  para  cubrir  cual- 
quiera otra  de  las  necesidades  que  ocurran  en  el  buque; 

6."  El  sustento  y  salarios  de  la  tripulación  mientras  la 
nave  está  en  cuarentena  ; 

7.°  El  daño  que  reciban  el  buque  ó  el  cargamento  por 
el  choque  ó  amarramiento  con  otro,  siendo  este  casual  é 
inevitable:  cuando  alguno  délos  capitanes  sea  culpable  de 
este  accidente,  será  de  su  cargo  satisfacer  todo  el  daño  que 
hubiere  ocasionado  ; 

8."  Cualquiera  perjuicio  que  resulte  al  cargamento  por 
descuido,  faltas  ó  baraterías  del  capitán  ó  de  la  tripulación, 
sin  perjuicio  del  derecho  del  propietario  ala  indemnización 
competente  contra  el  capitán,  la  nave  y  el  flete. 

'  Se  clasificarán  además  como  averías  simples  ó  particu- 
lares todos  los  gastos  y  perjuicios  causados  en  la  nave  ó  en 
su  cargamento,  que  no  hayan  redundado  en  beneficio  y  uti- 
lidad común  de  todos  los  interesados  en  el  mismo  buque 
y  su  carga. 

936.  —  Averías  gruesas  ó  comunes  son  generalmente 
todos  los  daños  y  gastos  que  se  causan  deliberadamente 
para  salvar  el  buque,  su  cargamento  ó  algunos  efectos  de 
este  de  un  riesgo  conocido  y  efectivo,    . 

Salva  la  aplicación  de  esta  regla  general  en  los  casos  que 
ocurran,  se  declaran  especialmente  correspondientes  á  esta 
clase  de  averías  : 

1."  Los  efectos  ó  dinero  que  se  entreguen  por  via  de 
composición  para  rescatar  la  nave  y  su  cargamento  que 
hubieron  caido  en  poder  de  enemigos  ó  de  piratas; 

2.°  Las  cosas  que  se  arrojen  al  mar  para  aligerar  la 
nave,  ya  pertenezcan  al  cargamento  ó  al  buque  y  si  tri- 
pulación, y  el  daño  que  de  esta  operación  resulte  á  las  quo 
se  conserven  en  la  nave  ; 

3."  Los  mástiles  que  de  proposito  se  rompan  é  inuti- 
licen; 
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4.»  Los  cables  que  se  corten  y  las  áncoras  que  se  aban- 
donen para  salvar  el  buque  en  caso  de  tempestad  ó  de 
riesgo  de  enemigos; 

o."  Los  gastos  de  alijo  ó  trasbordo  de  una  parte  del  car- 
gamento para  aligerar  el  buque  y  ponerlo  en  estado  de 
tomar  puerto  ó  rada  con  el  fin  de  salvarlo  de  riesgo  de 
mar  ó  de  enemigos,  y  el  perjuicio  que  de  ello  resulte  á 
los  efectos  alijados  ó  trasbordados; 

6.°  El  daño  que  se  cause  á  algunos  efectos  del  carga- 
mento de  resultas  de  haber  hecho  de  propósito  alguna 
abertura  en  el  buque  para  desaguarlo  y  preservado  de  zo- 
zobrar ; 

7.°  Los  gastos  que  se  hagan  para  poner  á  flote  una  nave 
que  de  propósito  se  hubiere  hecho  encallar  con  objeto  de 
salvarla  de  los  mismos  riesgos  ; 

8.°  El  daño  causado  á  la  nave  que  fuere  necesario  abrir, 
romper  ó  agujerear  de  propósito  para  extraer  y  salvar  los 
efectos  de  su  cargamento; 

9.°  La  curación  de  los  individuos  de  la  tripulación  que 
hayan  sido  heridos  ó  estropeados  defendiendo  la  nave,  y 
los  alimentos  de  estos  mientras  estén  dolientes  por  estas 
causas; 

10.°  Los  salarios  que  devengue  cualquiera  individuo  de 
la  tripulación  que  estuviere  detenido  en  rehenes  por  ene- 
migos ó  piratas,  y  los  gastos  necesarios  que  cause  en  su 
prisión  hasta  restituirse  al  buque  ó  á  su  domicilio,  si  no 
pudiere  incorporarse  en  él; 

11.°  El  salario  y  sustento  de  la  tripulación  del  buque, 
cuyo  íletamento  estuviere  ajustado  por  meses  durante,  el 
tiempo  que  permaneciere  embargado  ó  detenido  por  orden 
ó  fuerza  insuperable,  ó  para  reparar  los  daños  á  que  deli- 
beradamente se  hubiere  expuesto  para  provecho  común 
de  todos  los  interesados; 

12.°  El  menoscabo  que  resultare  en  el  valor  de  los  gé- 
neros que  en  una  arribada  forzosa  haya  sido  necesario  ven- 
der á  precios  bajos  para  reparar  el  buque  del  daño  reci- 
bido por  cualquiera  accidente  que  pertenezca  á  la  clase  de 
averías  gruesas. 

937.  —  Al  importe  de  las  averías  gruesas  ó  comunes 
contribuyen  todos  los  interesados  en  la  nave  y  cargamento 
existente  en  ella,  al  tiempo  de  correrse  el  riesgo  de  que 
proceda  la  avería. 

938.  —  El  capitán  no  puede  resolver  por  sí  solo  los  da- 
ños y  gastos  que  pertenecen  á  la  clase  de  averías  comunes, 
sin  consultar  á  Jos  oficiales  de  la  nave  y  los  cargadores 
que  se  hallen  presentes,  ó  á  sus  subrecargos.  Si  estos  se 
opusieren  á  las  medidas  que  el  capitán  con  su  segundo,  si 
lo  tuviese,  y  el  piloto,  hallaren  necesarias  para'Salvar  la 
nave,  podrá  el  capitán  proceder  á  ejecutarlas  bajo  su  res- 
ponsabilidad, no  obstante  la  contradicción,  quedando  á 
salvo  el  derecho  de  los  perjudicados  para  deducirlo  á  su 
tiempo  en  el  tribunal  competente  contra  el  capitán  que 
en  estos  casos  hubiese  procedido  con  dolo,  ignorancia  ó 
descuido. 

939.  —  Cuando  hallándose  presentes  los  cargadores  no 
sean  consultados  para  la  resolución  que  previene  el  artí- 
culo precedente,  quedarán  exonerados  de  contribuir  á  la 
avería  común,  recayendo  sobre  el  capitán  la  parte  que  á 
estos  corresponderia  satisfacer,  á  menos  que  por  la  urgen- 
cia del  caso  hubiere  faltado  al  capitán  tiempo  y  ocasión 
para  explorar  la  voluntad  de  los  cargadores  antes  de  tomar 
por  sí  disposición  alguna. 

940.  —  La  resolución  adoptada  para  sufragar  los  daños 
ô  gastos  de  las  averías  comunes  se  extenderá  en  el  libro  de 
la  nave,  con  expresión  de  las  razones  que  la  motivaron, 
de  los  votos  que  se  hubieren  dado  en  contrario,  y  los  fun- 


damentos que  hubieren  expuesto  los  votantes.  Esta  acta  se 
firmará  por  todos  los  concurrentes  que  sepan  hacerlo,  y  se 
extenderá  antes  de  precederse  á  la  ejecución  de  lo  resuelto, 
si  hubiere  tiempo  para  ello;  y  en  el  caso  de  no  haberlo, 
en  el  primer  momento  en  que  pueda  verificarse. 

El  capitán  entregará  copia  de  la  deliberación  á  la  auto- 
ridad judicial  en  negocios  de  comercio  del  primer  puerto 
donde  arribe,  afirmando  bajo  juramento  que  los  hechos 
contenidos  en  ella  son  ciertos. 

94i.  —  Cuando  se  haya  de  arrojar  al  mar  alguna  parte 
del  cargamento,  se  comenzará  por  las  cosas  mas  pesadas 
y  de  menos  valor;  y  en  las  de  igual  clase  serán  arrojadas 
primero  las  que  se  hallen  en  el  primer  puente,  siguiendo 
el  orden  que  determine  el  capitán  con  acuerdo  de  los  ofi- 
ciales de  la  nave. 

Existiendo  alguna  parte  del  cargamento  sobre  el  combés 
de  la  nave,  será  esta  lo  primero  que  se  arroje  al  mar. 

942.  —  Â  continuación  del  acta  que  contenga  la  delibe- 
ración de  arrojar  al  mar  la  parte  del  cargamento  que  se 
haya  graduado  necesaria,  se  anotarán  cuáles  han  sido  los 
efectos  arrojados  ;  y  si  algunos  de  los  conservados  hu- 
bieren recibido  daño  por  consecuencia  directa  de  la  echa- 
zón, se  hará  también  mención  de  ellos. 

943.  —  Si  la  nave  se  perdiere,  no  obstante  la  echazón 
de  una  parte  de  su  cargamento ,  cesa  la  obligación  de 
contribuir  al  importe  de  la  avería  gruesa;  y  los  daños  y 
pérdidas  ocurridas  se  estimarán  como  averías  simples  ó 
particulares  á  cargo  de  ios  interesados  en  tos  efectos  que 
las  hubieren  sufrido. 

944.  —  Cuando  después  de  haberse  salvado  la  nave  del 
riesgo  que  dio  lugar  á  la  avería  gruesa,  pereciere  por 
otro  accidente  ocurrido  en  el  progreso  de  su  viaje,  subsis- 
tirá la  obligación  de  contribuir  á  la  avería  común  los 
efectos  salvados  del  primer  riesgo  que  se  hubieren  con- 
servado después  de  perdida  la  nave,  según  el  valor  que 
les  corresponda  atendido  su  estado,  y  con  deducción  de  los 
gastos  hechos  para  salvarlos. 

945.  —  La  justificación  de  las  pérdidas  y  gastos  que 
constituyan  la  avería  común,  se  hará  en  el  puerto  de  la 
descarga  á  solicitud  del  capitán,  y  con  citación  y  audien- 
cia instructiva  de  todos  los  interesados  presentes  ó  de  sus 
consignatarios. 

946.  —  El  reconocimiento  y  liquidación  de  la  avería  y 
su  importe  se  verificará  por  peritos,  á  propuesta  de  los 
interesados  ó  sus  representantes,  ó  bien  de  oficio,  si  estos 
no  lo  hiciesen,  nombrará  el  tribunal  de  comercio  del  puerto 
de  la  descarga,  haciéndose  esta  en  territorio  español. 

Si  se  hiciere  en  país  extranjero  competerá  este  nombra- 
bramiento  al  cónsul  español,  y  en  defecto  de  haberlo  á  la 
autoridad  judicial  que  conozca  de  los  negocios  mercantiles. 

947.  —  Los  peritos  aceptarán  el  nombramiento,  y  pres< 
taran  juramento  de  desempeñar  fiel  y  legalmente  su 
encargo. 

948.  — Las  mercaderías  perdidas  se  eslimarán  según 
el  precio  que  tendrían  corrientemente  en  el  lugar  de  la 
descarga,  con  tal  que  consten  de  los  conocimientos,  sus 
especies  y  calidad  respectiva. 

No  siendo  así  se  estará  á  lo  que  resulte  de  la  factura  de 
compra  librada  en  el  puerto  de  la  expedición,  agregando 
al  importe  de  esta  los  gastos  y  fletes  causados  posterior- 
mente. 

Los  palos  cortados,  velas,  cables  y  demás  aparejos  que 
se  inutilizaron  para  salvar  la  nave,  se  apreciarán  por  el 
valor  que  tuviesen  al  tiempo  de  la  avería,  según  su  estado 
de  servicio. 

949.  —  Para  que  los  efectos  del  cargamento  perdidos  6 
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deteriorados  tengan  lugar  en  el  cómputo  de  la  avería 
común,  es  indispensable  circunstancia  que  se  trasporten 
con  los-  debidos  conocimientos  :  de  lo  contrario  será  su 
pérdida  ó  demesjora  de  cuenta  de  los  interesados,  sin  que 
por  esta  razón  dejen  de  contribuir  en  el  caso  de  salvarse, 
como  todo  lo  demás  del  cargamento. 

950.  —  Tampoco  se  computarán  en  la  avería  común  los 
efectos  cargados  sobre  el  combés  de  Ja  nave  que  se  arrojen 
ó  dañen,  no  obstante  que  estarán  también  sujetos  á  la  con- 
tribución de  la  avería  si  se  salvasen. 

El  fletante  y  el  capitán  responderán  de  los  perjuicios  de  la 
echazón  á  los  cargadores  de  los  efectos  arrojados,  si  su  co- 
locación en  el  combés  se  hubiere  hecho  arbitrariamente  y 
sin  consentimiento  de  estos. 

951.  — Las  mercaderías  arrojadas  al  marque  fuesen 
recobradas  después,  no  entran  tampoco  en  el  cómputo  de 
la  avería  común,  sino  en  la  parte  que  se  regule  haber  des- 
merecido, y  lo  que  importen  los  gastos  hechos  para  reco- 
brarlas; y  si  antes  de  hacerse  el  recobro  se  hubieren  in- 
cluido en  la  masa  común  de  la  avería,  dándose  su  importe 
á  los  propietarios,  deberán  estos  devolver  lo  percibido,  re- 
teniendo solamente  lo  que  íes  corresponda  por  razón  de  la 
desmejora  y  gastos. 

952.  —  En  caso  de  perderse  los  efectos  del  cargamento, 
que  para  aligerar  el  buque  por  causa  de  tempestad,  ó  paja 
facilitar  su  entrada  en  un  puerto  ó  rada,  se  trasbordase  á 
barcas  ó  lanchas,  se  comprenderá  su  valor  en  la  masa  que 
ha  de  contribuir  á  la  avería  común  con  arreglo  á  lo  dis- 
puesto en  el  artículo  939. 

933.  —La  cantidad,  á  que  según  la  regulación  de  los 
peritos,  asciéndala  avería  gruesa,  se  repartirá  proporcio- 
nalmente  entre  todos  los  contribuyentes  por  la  persona  que 
nombre  al  intento  el  tribunal  que  conozca  de  la  liquidación 
de  la  avería. 

954.  —  Para  fijar  la  proporción  en  que  se  debe  hacer  el 
repartimiento,  se  graduarán  valor  de  la  parte  del  carga- 
mento salvada  del  riesgo,  y  el  que  corresponda  á  la  nave. 

955. —Los  efectos  del  cargamento  se  estimarán  por  el 
precio  que  tengan  en  el  puerto  de  la  descarga. 

Las  mercaderías  perdidas  entrarán  á  contribuir  por  el 
mismo  valor  que  se  les  haya  considerado  en  la  regulación 
de  la  averia. 

El  buque  con  sus  aparejos  se  apreciará  igualmente  según 
el  estado  en  que  se  hallen. 

Tanto  el  justiprecio  de  la  nave  como  el  de  los  efectos  de 
su  cargamento,  se  ejecutará  por  peritos  nombrados  en  la 
forma  que  previene  el  artículo  946.. 

956.  —  Se  tendrá  por  valor  accesorio  de  la  nave  parala 
contribución  de  la  avería  el  importe  de  los  fletes  devenga- 
dos en  el  viaje  ,  con  descuento  de  los  salarios  del  capUan 
y  la  tripulación. 

957.  —  Para  el  justiprecio  de  las  mercaderías  salvadas, 
se  estará  á  la  inspección  material  de  ellas,  y  no  á  lo  que 
resulte  de  los  conocimientos,  á  menos  que  las  partes  se 
conformen  en  referirse  á  estos. 

958.  —No  contribuyen  á  la  avería  gruesa  las  municio- 
nes de  guerra  y  de  boca  de  la  nave,  ni  las  ropas  y  vestidos 
de  uso  del  capitán,  oficiales  y  equipaje  que  hubieren  ya 
servido. 

959.  —  Se  exceptúan  también  de  la  contribución  á  la 
avería  común  las  ropas"  y  vestidos  del  mismo  género  per- 
tenecientes á  los  cargadores,  sobrecargos  y  pasajeros  que 
se  hallen  á  bordo  de  la  nave,  en  cuanto  no  exceda  el  valor 
de  los  efectos  de  esta  especie  que  á  cada  uno  corresponda 
del  que  se  dé  á  los  de  igual  clase  que  el  capitán  salve  de 
lacón  tribucion. 


960.  —  Los  efectos  arrojados  no  contribuyen  al  pago  de 
las  averias  comunes  que  ocurran  á  las  mercaderías  salva- 
das en  riesgo  diferente  y  posterior. 

961.  — El  repartimiento  de  la  avería  gruesa  no  será 
ejecutivo  basta  que  lo  apruebe  el  tribunal  que  conozca  de 
su  liquidación,  y  este  procederá  para  darla  con  audiencia 
instructiva  de  los  interesados  presentes  ó  sus  legítimos  re- 
presentantes. 

962.  —  El  capitán  debe  hacer  efectivo  el  repartimiento, 
y  es  responsable  á  los  dueños  de  las  cosas  averiadas  de  la 
morosidad  ó  negligencia  que- tenga  en  ello. 

963.  —  Si  los  contribuyentes  no  satisfacieren  las  cuotas 
respectivas  dentro  de  tercero  dia  después  de  aprobado  el 
repartimiento,  se  procederá  á  solicitud  del  capitán  contra 
los  efectos  salvados  hasta  hacerlas  efectivas  sobre  sus  pro- 
ductos. 

964.  —  El  capitán  podrá  diferir  la  entrega  de  los  efectos 
salvados  hasta  haberse  pagado  la  contribución,  si  el  inte- 
resado en  recibirlos  no  diere  fianza  de  su  valor. 

965.  —  Para  que  sea  admisible  la  demanda  de  averías, 
es  necesario  que  el  importe  de  esta  sea  superior  à  la  cen- 
tésima parte  del  valor  común  de  la  nave  y  su  cargamento. 

966.  —  Las  disposiciones  de  este  título  no  obstarán  para 
que  las  partes  hagan  los  convenios  especiales  que  tengan 
á  bien  sobre  la  responsabilidad,  liquidación  y  pago  de 
las  averías,  en  cuyo  caso  se  observarán  estos  puntual- 
mente, aun  cuando  se  aparten  de  las  reglas  que  van  esta- 
blecidas. 

967.  —  Si  para  cortar  un  incendio  en  algún  puerto  ó 
rada  se  mandase  echar  á  pique  algún  buque  como  medida 
necesaria  para  salvar  los  demás ,  se  considerará  esta  pér- 
dida como  avería  común,  á  que  contribuirán  los  demás 
buques  salvados. 

SECCIÓN  SEGUNDA. 
De  las  arribadas  forzosas. 

968.  —  Serán  justas  causas  de  arribada  á  distinto  punto 
del  prefijado  para  el  viaje  de  la  nave  : 

1.a  La  falta  de  víveres; 
2.a  El  temor  fundado  de  enemigos  y  piratas; 
3.a  Cualquiera  accidente  en  el  buque  que  lo  inhabilite 
para  continuar  la  navegación. 

969.  —  Ocurriendo  cualquiera  de  estos  motivos  que 
obligue  á  la  arribada,  se  examinará  y  calificará  en  junta 
de  los  oficiales  de  la  nave,  ejecutándose  lo  que  se  resuelva 
por  la  pluralidad  de  votos,  de  que  se  hará  expresa  é  in- 
dividual mención  en  el  acta  que  se  extenderá  en  el  re- 
gistro correspondiente,  firmándola  todos  los  que  sepan  ha- 
cerlo. 

El  capitán  tendrá  voto  de  calidad  ;  y  los  interesados  en 
el  cargamento  que  se  hallen  presentes,  asistirán  cambien  á 
la  junta  sin  voto  en  ella,  y  solo  para  instruirse  de  la  dis- 
cusión y  hacer  las  reclamaciones  y  protestas  convenientes 
á  sus  intereses,  que  se  insertarán  también  literalmente  en 
la  misma  acta. 

970.  —  Los  gastos  de  la  arribada  forzosa  serán  siempre 
de  cuenta  del  naviero  ó  fletante. 

971.  —  No  tendrán  el  naviero  ni  el  capitán  responsabi- 
lidad alguna  de  los  perjuicios  que  pueden  seguirse  á  Jos 
cargadores  de  resultas  déla  arribada,  como  esta  sea  legí- 
tima ;  pero  sí  la  tendrán  mancomunadamente  siempre  que 
no  lo  sea. 

972.  —  Tendráse  por  legítima  toda  arribada  forzosa  que 
no  proceda  de  dolo,  negligencia  é  imprevisión  culpable  del 
naviero  ó  del  capitán. 
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973.  —  No  se  considerará  legítima  la  arribada  en  los 
casos  siguientes  : 

i .'  Procediendo  de  falta  de  víveres  de  no  haberse  hecho 
el  aprovisionamiento  necesario  para  el  viaje,  según  uso  y 
costumbre  de  la  navegación,  ó  de  que  se  hubiesen  perdido 
y  corrompido  por  mala  colocación  ó  descuido  en  su  buena 
custodia  y  conservación  : 

2.°  Si  el  riesgo  de  enemigos  ó  piratas  no  hubiese  sido 
bien  conocido,  manifiesto  y  fundado  en  hechos  positivos  y 
justificables; 

3.°  Cuando  el  descalabro  que  la  nave  hubiere  padecido 
tenga  origen  de  no  haberla  reparado,  pertrechado,  equi- 
pado y  dispuesto  competentemente  para  el  viaje  que  iba  á 
emprender; 

4."  Siempre  que  el  descalabro  provenga  de  alguna  dis- 
posición desacertada  del  capitán,  ó  de  no  haber  tomado 
las  que  convenían  para  evitarlo. 

974.  —  Solo  se  procederá  á  la  descarga  en  el  puerto  de 
arribada  cuando  sea  de  indispensable  necesidad  hacerla 
para  practicar  las  reparaciones  que  el  buque  necesite,  ó 
para  evilar  daño  y  avería  en  el  cargamento. 

Eu  ambos  casos  debe  preceder  à  la  descarga  la  autoriza- 
ción del  tribunal  ó  autoridad  que  conozca  de  los  asuntos 
mercantiles. 

En  puerto  extranjero,  donde  haya  cónsul  español,  será 
de  su  cargo  dar  esta  autorización. 

975.  —  El  capitán  tiene  á  su  cargo  la  custodia  del  car- 
gamento que  se  desembarque,  y  responde  de  su  conser- 
vación, fuera  de  los  accidentes  de  fuerza  insuperable. 

976.  —  Reconociéndose  en  el  puerto  déla  arribada  que 
alguna  parte  del  cargamento  ha  padecido  avería,  hará  el 
capitán  su  declaración  á  la  autoridad  que  conozca  de  los 
negocios  de  comercio,  dentro  de  las  veinte  y  cuatro  ho- 
ras, y  se  conformará  á  las  disposiciones  que  dé  sobre  los 
géneros  averiados  el  cargador  ó  cualquiera  representante 
de  este  que  se  halle  presente. 

977.  —  No  hallándose  en  el  puerto  el  cargador  ni  per- 
sona que  lo  represente,  se  reconocerán  los  géneros  por 
peritos  nombrados  por  los  jueces  de  comercio,  ó  el  agente 
consular  en  su  caso,  los  cuales  declararán  la  especie  de 
daño  que  hubieren  encontrado  en  los  efectos  reconocidos, 
los  medios  de  repararlo  ó  de  evitar  al  menos  su  reembaí'- 
que  y  conducción  al  puerto  donde  estuvieren  consignados. 

En  vista  de  la  declaración  de  los  peritos,  proveerá  el 
tribunal  lo  que  estime  mas  útil  á  los  intereses  del  carga- 
dor, y  el  capitán  pondrá  en  ejecución  lo  decretado,,  que- 
dando responsable  de  cualquiera  infracción  ó  abuso  que 
se  cometa. 

978.  —  Se  podrá  vender  con  intervención  judicial  y  en 
pública  subasta  la  parte  de  los  efectos  averiados  que  sea 
necesaria  para  cubrir  los  gastos  que  exija  la  conservación 
de  los  restantes,  en  caso  que  el  capitán  no  pudiere  suplir- 
los de  la  caja  del  buque,  ni  hallare  quien  los  prestase  á  la 
gruesa. 

Tanto  el  capitán  como  cualquiera  otro  que  haga  la  an- 
ticipación, tendrá  derecho  al  rédito  lega!  de  la  cantidad 
que  anticipe,  y  á  su  reintegro  sobre  el  producto  de  los 
mismos  géneros  con  preferencia  á  los  demás  acreedores  de 
cualquier  clase  que  sean  sus  créditos. 

979.  —  No  pudiendo  conservarse  los  géneros  averiados 
sin  riesgo  de  perderse,  ni  permitiendo  su  estado  que  se  dé 
lugar  á  que  el  cargador  ó  su  consignatario  den  por  sí  las 
disposiciones  que  mas  les  conviniesen,  se  procederá  á  ven- 
derlos con  las  mismas  solemnidades  prescritas  en  el  artí- 
culo anterior,  depositándose  su  importe,  deducidos  los 
gastos  y  fletes,  à  disposición  de  los  cargadores. 


980.  —  Cesando  el  motivo  que  obligó  á  Ja  arribada  for- 
zosa, no  podrá  el  capitán  diferir  la  continuación  de  su  viaje, 
y  será  responsable  de  los  perjuicios  que  ocasione  por  dila- 
ción voluntaria. 

981.  —  Si  la  arribada  se  hubiere  hecho  por  temor  de 
enemigos  ó  piratas,  se  deliberará  la  salida  de  la  nave  en 
junta  de  oficiales,  con  asistencia  de  los  interesados  en  el 
cargamento  que  se  hallen  presentes,  en  los  mismos  tér- 
minos que  para  acordar  las  arribadas  previene  el  artí- 
culo 969. 

SECCIÓN  TERCERA. 

De  los  naufragios. 

982.  —  Encallando  ó  naufragando  la  nave,  sus  dueños 
y  los  interesados  en  el  cargamento  sufrirán  individual- 
mente las  pérdidas  y  desmejoras  que  ocurran  en  sus  res  - 
peetivas  propiedades,  perteneciéndoles  los  restos  de  ellaî 
que  puedan  salvarse. 

983.  —  Cuando  el  naufragio  proceda  de  malicia,  des- 
cuido ó  ignorancia  del  capitán  ó  su  piloto,  podrán  los  na- 
vieros y  cargadores  usar  del  derecho  de  indemnización  que 
pueda  competirles  en  virtud  de  lo  que  se  dispone  en  los 
artículos  676  y  693. 

984.  —  Probando  ios  cargadores  que  el  naufragio  ha 
procedido  de  que  el  buque  no  se  hallaba  suficientemente 
reparado  y  pertrechado  para  navegar  cuando  se  emprendió 
el  viaje,  será  de  cargo  del  naviero  la  indemnización  de  íos^ 
perjuicios  causados  al  cargamento  de  resultas  del  nau- 
fragio. 

985.  —  Los  efectos  salvados  del  naufragio  están  obli- 
gados especialmente  á  los  gastos  expendidos  para  salvarlos, 
cuyo  importe  satisfarán  sus  dueños  antes  de  hacérseles  la 
entrega  de  ellos,  ó  se  deducirá  con  preferencia  á  cualquiera 
obligación  del  producto  de  su  venta.  _ 

986.  —  Naufragando  una  nave  que  va  en  convoy  ó  en 
conserva  de  este,  se  repartirá  la  parte  de  su  cargamento 
y  de  pertrechos  que  haya  podido  salvarse  entre  los  demás 
buques,  habiendo  cavidad  en  ellos  para  recibirlos,  y  en  pro- 
porción á  la  que  cada  uno  tenga  expedita.  Si  algún  capitán 
lo  rehusare  sin  justa  causa,  el  capitán  náufrago  protestará 
contra  él  ante  dos  oficiales  de  mar  los  daños  y  perjuicios 
que  de  ello  se;  sigan,  y  en  el  primer  puerto  ratificará  la 
protesta  dentro  de  las  veinte  y  cuatro  horas,  incluyéndola 
en  el  expediente  justificativo  que  debe  promover,  según  lo 
dispuesto  en  el  artículo  652. 

987.  —  Cuando  no  sea  posible  trasbordar  á  los  buques 
de  auxilio  todo  el  cargamento  naufragado,  se  salvarán  con 
preferencia  los  efectos  de  mas  valor  y  menos  volumen, 
sobre  cuya  elección  procederá  el  capitán  con  acuerdo  de  los 
oficiales  de  la  nave. 

988.  —  El  capitán  que  recogió  los  efectos  naufragados, 
continuará  su  rumbo,  conduciéndolos  al  puerto  donde  iba 
destinada  su  nave,  en  el  cual  se  depositarán  con  autori- 
zación judicial  por  cuenta  de  los  legítimos  interesados  en 
ellos. 

En  el  caso  que  sin  variar  de  rumbo,  y  siguiendo  el  mismo 
viaje,  se  puedan  descargar  los  efectos  en  el  puerto  á  que 
iban  consignados,  podrá  el  capitán  arribar  á  este,  siempre 
que  consientan  en  ello  los  cargadores  ó  sobrecargos  que  se 
hallen  presentes,  los  pasajeros  y  los  oficiales  de  la  nave, 
y  que  no  haya  riesgo  manifiesto  de  accidente  de  mar  ó  de 
enemigos  ;  pero  no  podrá  verificarlo  contra  la  deliberación 
de  aquellos,  ni  en  tiempo  de  guerra,  ó  cuando  el  puerto 
sea  de  entrada  peligrosa. 

989.  —  Todos  los  gastos  de  la  arribada  que  se  hagan 
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con  el  fin  indicado  en  el  articulo  antecedente,  serán  de 
cuenta  de  los  dueños  de  los  efectos  naufragados,  además 
de  pagar  los  fletes  correspondientes,  que  en  defecto  de 
convenio  entre  las  partes  se  regularán  á  juicio  de  arbitros 
en  el  puerto  de  la  descarga,  teniendo  en  consideración  la 
distancia  que  haya  porteado  los  efectos  el  buque  que  los 
recogió,  la  dilación  que  sufrió,  las  dificultades  que  tuvo  que 
vencer  para  recogerlos,  y  los  riesgos  que  en  ello  corrió. 

990.  —  Cuando  no  se  puedan  conservar  los  efectos  reco- 
gidos por  hallarse  averiados,  ó  cuando  en  el  te'rmino  de 
un  año  no  se  puedan  descubrir  sus  legítimos  dueños  para 
darles  aviso  de  su  existencia,  procederá  el  tribunal,  á  cuya 
orden  se  depositaron,  á  venderlos  en  pública  subasta,  de- 
positando su  producto,  deducidos  los  gastos,  para  entregarlo 
á  quien  corresponda. 

991 .  —  También  se  podrá  vender,  aun  fuera  de  los  casos 
que  prescribe  el  artículo  anterior,  y  con  las  mismas  forma- 
lidades, la  parte  de  los  efectos  salvados  que  sea  necesaria 
para  satisfacer  los  fletes  y  gastos  á  que  tenga  derecho  el 
capitán  que  los  recogió,  si  no  conviniese  en  anticiparlos  el 
capitán  náufrago  ó  algún  corresponsal'de  los  cargadores  ó 
consignatarios. 

Cualquiera  que  haga  la  anticipación  gozará  del  mismo 
derecho  de  hipoteca  que  se  establece  en  el  artículo  975. 


TITULO  QUINTO. 

DE  LA  PRESCRIPCIÓN  EN  LAS  ORLIGACIONES  PECULIARES 
DEL   COMERCIO   MARÍTIMO. 

992.  —  La  acción  para  repetir  el  valor  de  los  efectos  su- 
ministrados para  construir,  reparar  y  pertrechar  las  naves, 
se  prescribe  por  cinco  años  contados  desde  que  se  hizo  su 
entrega. 

993.  —  La  que  procede  de  vituallas  destinadas  al  apro= 
visionamiento  de  la  nave  ó  de  alimentos  suministrados  á 


los  marineros  de  orden  del  capitán,  prescribirá  al  año  de 
su  entrega,  siempre  que  dentro  de  él  haya  estado  fondeada 
la  nave  por  el  espacio  de  quince  dias,  cuando  menos,  en  el 
puerto  donde  se  contrajo  la  deuda.  No  sucediendo  así,  con- 
servará el  acreedor  su  acción,  aun  después  de  trascurrido 
el  año,  hasta  que  fondee  la  nave  en  dicho  puerto,  y  quince 
dias  mas. 

Dentro  de  igual  te'rmino  y  con  la  misma  restricción 
prescribe  la  acción  de  los  artesanos  que  hicieron  obras  en 
la  nave. 

994.  —  La  acción  de  los  oficiales  y  tripulación  por  el 
pago  de  sus  salarios  y  gajes,  prescribe  al  año  después  de 
concluido  el  viaje  en  que  los  devengaron. 

995.  —  La  del  cobro  de  fletes  y  de  la  contribución  de 
averías  comunes  prescribe  cumplidos  seis  meses  después 
de  entregados  los  efectos  que  los  adeudaron. 

996.  —  La  acción  sobre  entrega  del  cargamento  ó  por 
daños  causados  en  él,  un  año  después  del  arribo  de  la 
nave. 

997.  —  Prescribe  por  cinco  años  contados  desde  la  fecha 
del  contrato  la  acción  que  provenga  deJ  préstamo  á  la 
gruesa  y  de  la  póliza  de  seguros. 

998.  —  Se  extingue  la  acción  contra  el  capitán  conductor 
del  cargamento  y  contra  los  aseguradores  por  el  daño  que 
aquel  hubiese  recibido,  si  en  las  veinte  y  cuatro  horas  si- 
guientes á  su  entrega  no  se  hiciere  la  debida  protesta  en 
forma  auténtica,  notificándose  al  capitán  en  los  tres  dias 
siguientes  en  persona  ó  por  cédula. 

999.  —  También  se  extingue  toda  acción  contra  el  fleta- 
dor por  pago  de  averías  ó  de  gastos  de  arribada  que  pesen 
sobre  el  cargamento,  siempre  que  el  capitán  percibiere  los 
fletes  de  los  efectos  que  hubiese  entregado  sin  haber  for- 
malizado su  protesta  dentro  del  término  que  prefija  el  ar- 
tículo precedente. 

1000.  —  Cesarán  los  efectos  de  unas  y  otras  protestas, 
teniéndose  por  no  hechas,  si  no  se  intentare  la  competente 
demanda  judicial  contra  las  personas  en  cuyo  perjuicio  se 
hicieren  antes  de  cumplir  los  dos  meses  siguientes  á  sus 
fechas. 


DE  LAS  QUIEBRAS. 


TITULO  PRIMERO. 

DEL   ESTADO  DE  QUIEBRA  Y   SUS  DIFERENTES  ESPECIES. 

Articulo  iOOl.  —  Se  considera  en  estado  de  quiebra  á 
todo  comerciante  que  sobresee  en  el  pago  corriente  de  sus 
obligaciones. 

1002  .—  Se  distinguen  para  los  efectos  legales  cinco  cla- 
ses de  quiebras: 

1.a  Suspension  de  pagos; 


2.»  Insolvencia  fortuita; 

3.a  Insolvencia  culpable; 

4.a  Insolvencia  fraudulenta; 

5.a  Alzamiento. 

1003.  —  Entiéndele  quebrado  de  primera  clase  el  comer- 
ciante que,  manifestando  bienes  suficientes  para  cubrir  to- 
das sus  deudas,  suspende  temporalmente  los  pagos,  y  pide 
á  sus  acreedores  un  plazo  en  que  pueda  realizar  sus 
mercaderías  ó  créditos  para  satisfacerles. 

1004.— Es  quiebra  de  segunda  clase  la  del  comerciante 
á  quien  sobrevienen  infortunios  casuales  é  inevitables  en 
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el  orden  regular  y  prudente  de  una  buena  administración 
mercantil  que  reducen  su  capital  al  punto  de  no  poder 
satisfacer  el  todo  ó  parte  de  sus  deudas. 

1005.  —  Se  reputan  quebrados  de  tercera  clase  los  que 
se  hallen  en  alguno  de  los  casos  siguientes  : 

1.°  Cuando  los  gastos  domésticos  y  personales  del  que- 
brado hubieren  sido  excesivos  y  descompasados  con  rela- 
ción á  su  haber  líquido,  atendidas  las  circunstancias  de  su 
rango  y  familia; 

2.°  Si  hubiere  hecho  pérdidas  en  cualquiera  especie  de 
juego  fjue  excedan  de  lo  que  por  via  de  recreo  aventura 
en  entretenimientos  de  esta  clase  un  padre  de  familia  ar- 
reglado ; 

3.°  Si  las  pérdidas  le  hubieren  sobrevenido  de  apuestas 
cuantiosas,  de  compras  y  ventas  simuladas  ú  otras  ope- 
raciones de  agiotaje,  cuyo  éxito  dependa  absolutamente 
del  azar  ; 

4."  Si  hubiese  revendido  á  pérdida,  ó  por  menosprecio 
del  corriente,  efectos  comprados  al  fiado  en  los  seis  meses 
precedentes  á  la  declaración  de  la  quiebra,  que  todavía  es- 
tuviese debiendo  ; 

5.°  Si  constare  que  en  el  período  trascurrido  desde  el 
último  inventario  hastala  declaración  de  quiebra,  hubo  épo- 
ca en  que  el  quebrado  estuviese  en  débito  por  sus  obliga- 
ciones directas  de  una  cantidad  doble  del  haber  líquido 
que  le  resultaba  según  el  mismo  inventario. 

1006.  —  Serán  también  tratados  en  juicio  como  quebra- 
dos de  tercera  clase,  salvas  las  excepciones  que  propongan 
y  prueben  para  destruir  este  concepto  y  demostrar  la  in- 
culpabilidad de  la  quiebra  : 

i.°  Los  que  no  hubiesen  llevado  los  libros  de  contabili- 
dad en  la  forma  y  con  todos  los  requisitos  que  se  prescriben 
en  la  sección  segunda,  título  segundo,  libro  primero  de  este 
Código,  aunque  de  sus  defectos  y  omisiones  no  haya  resul- 
tado perjuicio  á  tercero; 

2.°  Los  que  no  hubiesen  hecho  su  manifestación  de  quie- 
bra en  el  término  y  forma  que  se  prescriben  en  el  artículo 
1017,  título  segundo  de  este  libro; 

3.o  Los  que  habiéndose  ausentado  al  tiempo  de  la  decla- 
ración de  la  quiebra  ó  durante  el  progreso  del  juicio,  deja- 
ren de  presentarse  personalmente  en  los  casos  en  que  Ja 
ley  impone  esta  obligación,  ámenos  de  tener  impedimento 
legítimo  para  no  hacerlo. 

1007.  —  Pertenecen  á  la  cuarta  clase  los  quebrados  en 
quienesconcurran  algunas  de  las  circunstancias  siguientes: 

4  .a  Si  en  el  balance,  memorias,  libros  ú  otros  documen- 
tos relativos  á  su  giro  y  negociaciones,  incluyese  el  que- 
brado gastos,  pérdidas  ó  deudas  supuestas; 

2.a  Si  no  hubiese  llevado  libros,  ó  si  habiéndolos  lle- 
vado los  ocultare,  ó  introdujere  en  ellos  partidas  que  no 
se  hubiesen  sentado  en  el  lugar  y  tiempo  oportuno; 

3.a  Si  de  propósito  rasgase,  borrase  ó  alterase  en  otra 
cualquiera  manera  el  contenido  de  los  libros; 

4.a  Si  de  su  contabilidad  comercial  no  resultare  la  salida 
ó  existencia  del  activo  de  su  último  inventario,  y  del  dine- 
ro, valores,  muebles  y  efectos,  de  cualquiera  especie  que 
sean,  que  constare  ó  se  justificare  haber  entrado  posterior- 
mente en  poder  del  quebrado; 

5.a  Si  hubiese  ocultado  en  el  balance  alguna  cantidad  de 
dinero,  créditos,  géneros  ú  otra  especie  de  bienes  ó  dere- 
chos ; 

6.a  Si  hubiese  consumido  y  aplicado  para  sus  negocios 
propios  fondos  ó  efectos  ajenos  que  le  estuviesen  encomen- 
dados en  deposito,  administración  ó  comisión; 

7.a  Si  sin  autorización  del  propietario  hubiere  negociado 
letras  de  cuenta  ajena  que  obrasen  en  su  poder  para  su 


cobranza,  remisión  ú  otro  uso  distinto  del  de  la  negociación, 
y  no  le  hubiese  hecho  remesa  de  su  producto; 

8.a  Si  hallándose  comisionado  para  la  venta  de  algunos 
géneros  ó  para  negociar  créditos  ó  valores  de  comercio, 
hubiese  ocultado  la  enajenación  al  propietario  por  cual- 
quiera espacio  de  tiempo  ; 

9.a  Si  supusiere  enajenaciones  simuladas,  de  cualquiera 
clase  que  estas  sean  ; 

10.a  Si  hubiese  otorgado,  consentido,  firmado  ó  reconocido 
deudas  supuestas;  presumiéndose  tales,  salva  la  prueba  en 
contrario,  todas  las  que  no  tengan  causa  de  deber  ó  valor 
determinado; 

11a.  Si  hubiese  comprado  bienes  inmuebles,  efectos  ó 
créditos  en  nombre  de  tercera  persona; 

12a.  Si  en  perjuicio  de  los  acreedores  hubiese  anticipado 
pagos  que  no  eran  exigibles  sino  en  época  poslerior  á  la 
declaración  de  la  quiebra; 

13a.  Si  después  del  último  balance  hubiese  negociado 
el  quebrado  letras  de  su  propio  giro  á  cargo  de  persona 
en  cuyo  poder  no  tuviera  fondos,  ni  crédito  abierto  sobre 
ella,  ó  autorización  para  hacerlo  ; 

14a.  Si  después  de  haber  hecho  la  declaración  de  quiebra 
hubiese  percibido  y  aplicado  á  sus  usos  personales,  di- 
nero, efectos  ó  créditos  de  la  masa,  ó  por  cualquiera  me- 
dio hubiese  distraído  de  esta  alguna  de  sus  pertenencias. 

1008.  —  Se  presume  de  derecho  quiebra  fraudulenta 
ó  de  cuarta  clase,  «in  perjuicio  de  las  excepciones  que  se 
prueben  e»*contrario,  en  el  comerciante  de  cuyos  libros  no 
pueda  deducirse  en  razón  de  su  informalidad  cuál  sea  su 
verdadera  situación  activa  y  pasiva,  é  igualmente  en  el 
que  gozando  de  salvoconducto  no  se  presente  ante  el  tri- 
bunal que  conoce  de  la  quiebra,  siempre  que  por  este  se 
le  mande  verificarlo. 

1009.  —  Las  quiebras  de  los  corredores  se  reputan  siem- 
pre fraudulentas,  sin  admitirse  excepción  en  contrario  al 
corredor  quebrado  á  quien  se  justifique  que  hizo  por  su 
cuenta  en  nombre  propio  ó  ajeno  alguna  operación  de 
tráfico  ó  giro,  ó  que  se  constituyó  garante  de  las  opera- 
ciones en  que  intervino  como  corredor  aun  cuando  no 
proceda  de  estos  hechos  el  motivo  de  la  quiebra. 

1010.  —  Son  cómplices  de  las  quiebras  fraudulentas  : 
1.°  Los  que,  habiéndose  confabulado  con  el  quebrado 

para  suponer  créditos  contra  él,  ó  aumentar  el  valor  de 
los  que  efectivamente  tengan  sobre  sus  bienes,  sostengan 
esta  suposición  en  el  juicio  de  examen  y  calificación  de  los 
créditos,  ó  en  cualquiera  junta  de  los  acreedores  de  la 
quiebra; 

2.°  Los  que,  de  acuerdo  con  el  mismo  quebrado,  alte- 
rasen Ja  naturaleza  ó  fecha  del  crédito  para  anteponerse 
en  la  graduación,  con  perjuicio  de  otros  acreedores,  aun 
cuando  esto  se  verificase  antes  de  hacerse  la  declaración 
de  quiebra  ; 

3."  Los  que,  de  ánimo  deliberado,  hubiesen  auxiliado  al 
quebrado  para  ocultaré  sustraer,  despues  que  cesó  en  sus 
pagos,  alguna  parte  de  sus  bienes  ó  créditos; 

4.°  Los  que,  siendo  tenedores  de  alguna  pertenencia  del 
quebrado  al  tiempo  de  hacerse  notoria  la  declaración  de 
quiebra  por  el  tribunal  que  de  ella  conozca,  la  entregaseis 
á  este  y  no  á  los  administradores  legítimos  de  la  masa,  á 
menos  que,  siendo  de  reino  ó  provincia  diferente  de  la  del 
domicilio  del  quebrado,  prueben  que  en  el  pueblo  de  su 
residencia  no  se  tenia  noticia  de  la  quiebra; 

Esta  excepción  no  será  admisible  con  respecto  á  los  que 
habiten  la  misma  provincia  que  el  quebrado  ; 

5."  Todos  los  que  negaren  á  los  administradores  de  la 
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quiebra  la  existencia  de  los  efectos  que  obrasen  en  su  po- 
der pertenecientes  al  quebrado; 

6.°  Los  que,  después  de  publicada  la  declaración  de  la- 
quiebra,  admitiesen  endosos  del  quebrado; 

7.°  Los  acreedores  legítimos  que  Hiciesen  concierta 
privados  y  secretos  con  el  quebrado,  en  perjuicio  y  fraud 
de  la  masa; 

8.°  Los  corredores  que  interviniesen  en  operación  al 
guna  de  tráfico  ó  giro  que  hiciere  el  que  estuviese  decía 
rado  en  quiebra. 

1011.  —  Los  cómplices  de  los  quebrados  fraudulento^ 
serán  condenados  civilmente,  y  sin  perjuicio  de  las  penas 
en  que  incurran  con  arreglo  á  las  leyes  criminales  : 

i ."  A  perder  cualquiera  derecho  que  tengan  en  la  masa 
de  la  quiebra  en  que  sean  declarados  cómplices; 

2.°  A  reintegrar  á  la  misma  masa  los  bienes,  derechos  y 
acciones  sobre  cuya  sustracción  hubiese  recaído  su  com- 
plicidad ; 

3.°  A  la  pena  del  doble  tanto  de  la  sustracción,  aun 
cuando  no  se  llegara  á  verificar,  aplicada  por  mitad  al 
fisco  y  á  la  masa  de  la  quiebra. 

1012.  —  Las  disposiciones  de  los  artículos  1010  y  1011 
sobre  los  hechos  que  constituyen  complicidad  en  las  quie- 
bras fraudulentas  y  responsabilidad  que  de  ella  resulta, 
son  aplicables  á  los  cómplices  de  los  alzados,  quedando 
sujetos  además  á  las  penas  que  prescriban  las  leyes  cri- 
minales contra  los  que  á  sabiendas  auxilien  la  sustracción 
de  bienes  del  alzado. 

1013.  —  Los  que  simplemente  y  sin  cometer  fraude 
alguno  en  perjuicio  de  los  acreedores  del  alzado  le  facili- 
tasen medios  de  evasión,  no  son  cómplices  del  alzamiento 
ni  contraen  la  responsabilidad  civil  ;  pero  sí  incurrirán  en 
las  penas  impuestas  por  el  derecho  coinun  á  los  que  favo- 
recen á  sabiendas  la  fuga  de  los  criminales. 

1014.  —  El  que  no  tenga  la  calidad  de  comerciante  no 
puede  constituirse  ni  ser  declarado  en  quiebra. 

1015.  —  Todo  procedimiento  sobre  quiebra  se  ha  de 
fundar  en  obligaciones  y  deudas  contraidas  en  el  comercio, 
cuyo  pago  se  haya  cesado  ó  suspendido,  sin  perjuicio  de 
acumularse  á  él  las  deudas  que  en  otro  concepto  teoga  el 

uebraclo. 


TITULO  SEGUNDO. 

DE   LA   DECLARACIÓN   DE   QUIEBRA. 

1016.  —  La  declaración  formal  del  estado  de  quiebra  se 
hace  por  providencia  judicial  á  solicitud  del  mismo  que- 
brado, ó  á  instancia  de  acreedor  legítimo,  cuyo  derecho 
proceda  de  obligaciones  mercantiles. 

<017.  —  Es  obligación  de  todo  comerciante  que  se  en- 
cuentre en  estado  de  quiebra  ponerlo  en  conocimiento  del 
tribunal  ó  juez  de  comercio  de  su  domicilio  dentro  de  los 
tres  dias  siguientes  al  en  que  hubiere  cesado  en  el  pago 
corriente  de  sus  obligaciones,  entregando  al  efecto  en  la 
escribanía  del  mismo  tribunal  una  exposición  en  que  se 
manifieste  en  quiebra,  y  designe  su  habitación  y  todos  los 
escritorios,  almacenes  y  otros  cualesquiera  establecimien- 
tos de  su  comercio. 

1018.  —  Con  la  exposición  en  que  se  manifieste  en  quie- 
bra acompañará  el  quebrado  ; 

t.°  El  balance  general  de  sus  negocios, 

2."  Una  memoria  ó  relación  que  exprese  las  causas 
directas  é  inmediatas  de  su  quiebra. 


1019.—  En  el  balance  general  hará  el  quebrado  la  des- 
cripción valorada  de  todas  sus  pertenencias  en  bienes 
muebles  é  inmuebles,  efectos  y  géneros  de  comercio, 
créditos  y  derechos  de  cualquiera  especie  que  sean,  así 
como  igualmente  de- todas  sus  deudas  y  obligaciones  pen- 
dientes. 

1020.  —  Con  la  relación  de  las  causas  de  la  quiebra 
podrá  el  quebrado  acompañar  todos  ios  documentos  de 
comprobación  que  tenga  por  conveniente. 

1021.  —  Tanto  la  exposición  de  quiebra  como  el  balance 
y  la  relación  provenidas  en  el  artículo  1018  llevarán  la 
firma  del  quebrado  ó  de  persona  autorizada  bajo  su  res- 
ponsabilidad para  firmar  estos  documentos,  con  poder 
especial  de  que  se  acompañará  copia  fehaciente,  sin  cuyo 
requisito  no  se  les  dará  curso. 

1022.  —  Cuando  la  quiebra  sea  de  una  compañía  en 
que  haya  socios  colectivos,  se  expresará  en  la  exposición, 
el  nombre  y  domicilio  de  cada  uno  de  ellos  :  firmándola, 
así  como  también  los  demás  documentos  que  deban 
acompañaría,  todos  los  socios  que  residan  en  el  pueblo  al 
tiempo  de  hacerse  la  declaración  de  quiebra. 

1023.  —  El  escribano  que  reciba  la  manifestación  de 
quiebra,  pondrá  á  su  pié  certificación  del  dia  y  hora  de  su 
presentación,  librando  en  el  acto  al  portador,  si  lo  pidiere, 
un  testimonio  de  esta  diligencia. 

1024.  —  En  la  primera  audiencia  declarará  el  tribunal 
de  comercio  el  estado  de  quiebra,  fijando  en  la  misma 
providencia,  con  calidad  de  por  ahora  y  sin  perjuicio  de 
tercero,  la  época  á  que  deban  retrotraerse  los  efectos  de 
la  declaración  por  el  dia  que  resultare  haber  cesado  el  que- 
brado en  el  pago  corriente  de  sus  obligaciones. 

1025.-  —  Para  providenciársela  declaración  de  quiebra 
á  instancia  de  acreedor  legítimo,  sin  que  preceda  la  mani- 
festación espontánea  del  quebrado,  es  indispensable  que 
conste  previamente  en  debida  forma  la  cesación  de  pagos 
del  deudor  por  haberse  denegado  generalmente  á  satis- 
facer sus  obligaciones  vencidas,  ó  bien  por  su  fugaú  ocul- 
tación, acompañada  del  cerramiento  de  sus  escritorios  y 
almacenes,  sin  haber  dejado  persona  que  en  su  represen- 
tación dirija  sus  dependencias,  y  dé  evasión  á  sus  obliga- 
ciones. 

1026.  —  No  será  suficiente  para  declarar  en  quiebra  á 
un  comerciante  á  instancia  de  sus  acreedores,  que  haya 
ejecuciones  pendientes  contra  sus  bienes,  mientras  él  ma- 
nifieste ó  se  le  hallen  bienes  disponibles  sobre  que  tra- 
barlas. 

1027.  —  En  el  caso  de  fuga  notoria  de  un  comerciante 
con  las  circunstancias  que  prefija  el  artículo  1025,  proce- 
derá de  oficio  la  jurisdicción  de  comercio  á  la  ocupación 
de  los  establecimientos  del  fugado,  y  prescribirá  las  me- 
didas que  exija  su  conservación,  entre  tanto  que  los  acree- 
dores usan  de  su  derecho  sobre  la  declaración  de  quiebra. 

1028.  —  El  comerciante  á  quien  se  declare  en  estado- 
de  quiebra  sin  que  haya  precedido  su  manifestación,  sera 
admitido  á  pedir  la  reposición  de  dicha  declaración  dentro 
de  los  ocho  dias  siguientes  á  su  publicación,  sin  perjuicio 
de  llevarse  á  efecto  provisionalmente  las  providencias  acor- 
dadas sobre  la  persona  y  bienes  del  quebrado. 

1029.  —  Para  que  recaiga  la  reposición  del  auto  de  do- 
claracion  de  quiebra,  ha  de  probar  el  quebrado  la  falsedad 
ó  insuficiencia  legal  de  los  hechos  que  se  dieron  por  fun- 
damento de  ella,  y  que  se  halla  corriente  en  sus  pagos. 

10;30.  —  El  artículo  de  reposición  se  sustanciará  con 
audiencia  del  acreedor  que  promovió  la  quiebra,  y  de  cual- 
quier otro  acreedor  del  quebrado  que  se  oponga  á  su  soli- 
citud. 
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1031.  —  La  sustanci ación  de  dicho  articulo  no  podrá 
exceder  de  veinte  dias,  dentro  de  los  cuales  se  recibirán 
por  vía  de  justificación  las  pruebas  que  se  hagan  por  am- 
bas partes,  y  á  su  vencimiento  se  resolverá  según  los  mé- 
ritos de  lo  obrado,  admitiéndose  solamente  en  el  efecto 
devolutivo  las  apelaciones  que  se  interpongan  de  la  provi- 
dencia que  se  dé. 

1032.  —  La  reposición  podrá  también  proveerse  antes 
de  vencer  el  expresado  término  de  veinte  dias,  si  el  acree- 
dor que  promovió  la  quiebra  conviene  en  ella,  ó  si  por 
parte  de  él  ó  de  olro  acreedor  legítimo  no  se  hiciere  con- 
tradicción en  los  ocho  dias  siguientes  á  la  notificación  del 
traslado  que  se  confiera  de  la  instancia  del  quebrado. 

1033.  —  La  reclamación  del  quebrado  contra  el  auto  de 
declaración  de  quiebra  no  impedirá  ni  suspenderá  la  eje- 
cución de  las  providencias  provenidas  en  el  título  cuarto  de 
este  libro  hasta  que  conste  la  revocación  de  aquel. 

1034.  —  Revocada  la  declaración  de  quiebra  por  el  auto 
de  reposición,  se  tiene  por  no  hecha,  y  no  produce  efecto 
alguno  legal.  El  comerciante  contra  quien  se  dio  podrá 
usar  de  su  derecho  en  indemnización  de  daños  y  perjuicios, 
si  se  hubiese  procedido  en  ella  con  dolo,  falsedad  ó  injus- 
ticia manifiesta. 


TITULO  TERCERO. 

DE  LOS   EFECTOS  Y  RETROACCIÓN   DE  LA   DECLARACIÓN 
DE  QUIEBRA. 

1035.  —  El  quebrado  queda  de  derecho  separado  c  inhi- 
bido de  la  administración  de  todos  sus  bienes  desde  que  se 
constituye  en  estado  de  quiebra. 

1036.  —  Todo  acto  de  dominio  y  administración  que  haga 
el  quebrado  sobre  cualquiera  especie  y  porción  de  sus 
bienes  después  de  la  declaración  de  quiebra,  y  los  que  haya 
hecho  posteriormente  á  la  época  á  que  retrotraigan  los 
efectos  de  dicha  declaración,  son  nulos. 

1 037.— En  las  disposiciones  de  los  dos  artículos  precedentes 
se  comprenden  los  bienes  que  por  cualquiera  título  ad- 
quiera el  quebrado  hasta  finalizarse  la  quiebra  por  el  pago 
de  los  acreedores  ó  por  convenio  con  los  mismos. 

1038'.  —  Las  cantidades  que  el  quebrado  haya  satisfecho 
en  dinero,  efectos  ó  valores  de  crédito  en  los  quince  dias 
precedentes  á  la  declaración  de  quiebra  por  deudas  y  obli- 
gaciones directas,  cuyo  vencimiento  fuese  posterior  á  esta, 
se  devolverán  á  la  masa  por  los  que  las  percibieron. 

1039.  —  Se  reputan  fraudulentos,  y  quedarán  ineficaces 
de  derecho  con  respecto  á  los  acreedores  del  quebrado,  los 
contratos  celebrados  por  este  en  los  treinta  dias  precedentes 
à  su  quiebra  que  sean  de  las  especies  siguientes  .- 

1.a  Todas  las  enajenaciones  de  bienes  inmuebles  hechas 
á  título  gratuito; 

2.a  Las  constituciones  dotales  hechas  de  bienes  propios 
á sus  hijos; 

3.a  Las  cesiones  y  traspasos  de  bienes  inmuebles  hechos 
en  pago  de  deudas,  no  vencidas  al  tiempo  de  declararse  la 
quiebra  ;  • 

4.a  Las  hipotecas  convencionales  establecidas  sobre  obli- 
gaciones de  fecha  anterior  que  no  tuviesen  esta  calidad,  ó 
sobre  préstamos  de  dinero  ó  mercaderías,  cuya  entrega  no 
se  verificase  de  presente  al  tiempo  de  otorgarse  la  obliga- 
ción ante  el  escribano  y  testigos  que  intervinieron  en  ella. 

1 040.  —  También  se.  comprenden  en  las  disposiciones  del 
articulo  anterior  las  donaciones  entre  vivos  que  no  tengan 


el  carácter  de  remuneratorias,  otorgadas  después  del  último 
balance,  si  de  este  resultaba  ser  inferior  el  pasivo  del  que- 
brado á  su  activo. 

104t.  —  Podrán  anularse  á  instancia  de  Jos  acreedores, 
mediante  la  prueba  de  haberse  obrado  en  fraude  de  sus 
derechos. 

1.°  Las  enajenaciones  á  título  oneroso  de  bienes  raices 
hechas  en  el  mes  precedente  á  la  declaración  de  quiebra  ; 

2."  Las  constituciones  dotales  ó  reconocimientos  de  ca- 
pitales hechos  por  un  cónyuge  comerciante  en  favor  del 
otro  cónyuge  en  los  seis  meses  precedentes  á  la  quiebra, 
sobre  bienes  que  no  fueren  inmuebles  de  abolengo,  ó  loa 
hubiere  adquirido  y  poseído  de  antemano  el  cónyuge, 
en  cuyo  favor  se  haga  el  reconocimiento  de  dote  ó  de 
capital  ; 

3.°  Toda  confesión  de  recibo  de  dinero  ó  de  efectos  á 
título  de  préstamo  que,  hecha  seis  meses  antes  de  la  quie- 
bra en  escritura  pública,  no  se  acreditare  por  la  fe  de  en- 
trega del  escribano  ;  ó  habiéndose  hecho  por  documento 
privado,  no  constare  uniformemente  de  los  libros  de  los 
contrayentes  ; 

4.°  Todos  los  contratos,  obligaciones  y  operaciones  mer- 
cantiles del  quebrado  que  no  sean  anteriores  de  mas  de 
diez  dias  á  la  declaración  de  la  quiebra. 

1042.  —  Todo  contrato  hecho  por  el  quebrado  en  los 
cuatro  años  anteriores  á  la  quiebra,  en  que  se  pruebe 
cualquiera  especie  de  suposición  ó  simulación  hecha  en 
fraude  de  sus  acreedores,  se" podrá  revocar  á  instancia  de 
estos. 

1043.  —  En  virtud  de  la  declaración  de  quiebra  se  tie- 
nen por  vencidas  todas  las  deudas  pendientes  del  quebrado 
bajo  descuento  del  rédito  mercantil  por  la  anticipación  del 
pago  si  este  llegase  á  verificarse  antes  del  tiempo  prefijado 
en  la  obligación. 


TITULO  CUARTO. 

DE   LAS   DISPOSICIONES    CONSIGUIENTES   A   LA  DECLARA- 
CIÓN   DE   QUIEBRA. 

4044.  —  En  el  acto  de  hacerse  por  el  tribunal  la  decla- 
ración de  quiebra,  se  proveerán  también  las  disposiciones 
siguientes  : 

1.a  El  nombramiento  de  juez  comisario  de  la  quiebra  en 
uno  de  los  individuos  del  tribunal  de  comercio  ; 

2.a  El  arresto  del  quebrado  en  su  casa,  si  diere  en  el 
acto  fianza  de  cárcel  segura  ;  y  en  defecto  de  darla,  en  la 
cárcel  ; 

3.a  La  ocupación  judicial  de  todas  las  pertenencias  del 
quebrado  y  de  los  libros ,  papeles  y  documentos  de  su 
giro  ; 

4.tl  El  nombramiento  de  depositario  en  persona  de  la 
confianza  del  tribunal,  á  cuyo  cargo  se  pondrá  la  conser- 
vación de  todos  los  bienes  ocupados  al  deudor  hasta  que  se 
nombren  los  síndicos; 

b.a  La  publicación  de  la  quiebra  por  edictos  en  el  pue- 
blo del  domicilio  del  quebrado  y  demás  donde  tenga  esta- 
blecimientos mercantiles,  y  su  inserción  en  el  periódico 
de  la  plaza  ó  de  la  provincia,  si  lo  hubiere; 

0.a  La  detención  de  la  correspondencia  del  quebrado 
páralos  fines  y  en  los  términos  que  se  expresan  en  el  ai*- 
lículo  1058; 

7.a  La  convocación  de  los  acreedores  del  quebrado  á  la 
primera  junta  general. 
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1043.  —  Corresponde  al  juez  comisario  de  la  quiebra  ; 

4.°  Autorizar  todos  los  actos  de  ocupación  de  los  bienes  y 
papeles  relativos  al  giro  y  tráfico  del  quebrado  ; 

2."  Dar  las  providencias  interinas  que  sean  urgentes  para 
tener  en  seguridad  y  buena  conservación  los  bienes  de  la 
masa,  mientras  que  dándose  cuenta  al  tribunal  resuelve 
lo  conveniente  ; 

3.°  Presidir  Jas  juntas  de  los  acreedores  del  quebrado 
que  se  acuerden  por  el  tribunal  ; 

4."  Hacer  el  examen  de  todos  los  libros,  documentos  y 
papeles  concernientes  al  tráfico  del  quebrado  para  dar  ios 
informes  que  el  tribunal  le  exija  ; 

5.°  Inspeccionnar  todas  las  operaciones  del  depositario  y 
de  los  síndicos  de  la  quiebra  ;  celar  el  buen  manejo  y  ad- 
ministración de  sus  pertenencias  ;  activar  las  diligencias 
relativas  á  la  liquidación  y  calificación  de  los  créditos,  y 
dar  cuenta  al  tribunal  de  los  abusos  que  advierta  sobre 
todo  ello; 

6.°  Las  demás  funciones  que  especialmente  se  le  desig- 
nan en  las  disposiciones  de  este  Código. 

1046.  —  La  ocupación  de  los  bienes  y  papeles  del  comer- 
cio del  quebrado  tendrá  efecto  en  la  forma  siguiente  : 

i .°  Todos  los  almacenes  y  depósitos  de  mercaderías  y 
efectos  del  quebrado  quedarán  cerrados  bajo  dos  llaves,  de 
las  cuales  tendrá  una  el  juez  comisario,  y  la  otra  se  entre- 
gará al  depositario. 

2."  Igual  diligencia  se  practicará  en'el  escritorio  ó  des- 
pacho del  quebrado ,  haciéndose  constar  en  el  acto  por 
diligencia  el  número,  clases  y  estado  de  los  libros  de  co- 
mercio que  se  encuentren ,  y  poniéndose  en  cada  uno  de 
ellos  á  continuación  de  la  última  partida  una  nota  de  las 
hojas  escritas  que  tenga,  la  cual  se  firmará  por  el  juez  y  el 
escribano.  Si  los  libros  no  tuvieren  las  formalidades  pres- 
critas por  este  Código,  se  rubricarán  también  por  aquellos 
todas  sus  fojas. 

El  quebrado  ú  otra  persona  en  su  nombre  y  con  poder 
suyo  podrá  asistir  á  estas  diligencias,  y  si  lo  solicitare  se  le 
dará  una  tercera  llave,  y  firmará  y  rubricará  en  este  caso 
los  libros  con  el  juez  y  el  escribano; 

3.°  En  el  mismo  acto  de  la  ocupación  del  escritorio  se 
formará  inventario  del  dinero,  letras,  pagarés  y  demás  do- 
cumentos de  crédito  pertenecientes  á  la  masa  ;  y  se  pon- 
drán en  un  arca  con  dos  llaves,  lomándoselas  precauciones 
convenientes  para  su  seguridad  y  buena  custodia; 

4.°  Los  bienes  muebles  del  quebrado  que  no  se  hallen 
en  almacenes  en  que  puedan  ponerse  sobrellaves,  y  los 
semovientes,  se  entregarán  al  depositario  bajo  inventario, 
dejándole  al  mismo  quebrado  la  parte  de  ajuar  y  ropas  de 
uso  diario,  que  el  juez  comisario  estime  prudentemente 
que  le  son  necesarias; 

5.°  Los  bienes  raices  se  pondrán  bajo  la  administración 
interina  del  depositario,  quien  recaudará  sus  frutos  y  pro- 
ductos, y  dará  las  disposiciones  convenientes  para  evitar 
cualquiera  malversación; 

C.°  Con  respecto  á  los  bienes  que  se  hallen  fuera  del 
pueblo  del  domicilio  del  quebrado,  se  practicarán  iguales 
diligencias  en  los  pueblos  donde  se  encuentren,  despachán- 
dose á  este  fin  los  oficios  convenientes  á  sus  respectivos 
jueces. 

Si  los  tenedores  de  estos  bienes  fueren  personas  abona- 
das y  de  notoria  responsabilidad,  atendido  su  valor,  se 
constituirá  en  ellos  el  depósito,  excusándose  los  gastos  de 
la  traslación  à  poder  de  otros  sugetos. 

1047.  —  Cuando  la  quiebra  sea  de  una  sociedad  colec- 
tiva, se  extenderá  la  ocupación  de  bienes  en  los  términos 
que  prescribe  el  artículo  anterior  á  todos  los  socios  que  en 


el  contrato  de  sociedad  resulten  responsables  á  las  resultas 
de  sus  negociaciones. 

1048.  —  El  juez  comisario  con  asistencia  del  deposi- 
tario podrá  examinar  á  su  voluntad  todos  los  libros  y  pa- 
peles de  la  quiebra,  sin  extraerlos  del  escritorio,  para 
tomar  las  instrucciones  y  apuntes  que  necesite  para  el 
desempeño  de  las  atribuciones  que  le  corresponden. 

El  quebrado  podrá  asistir  por  sí  ó  por  su  apoderado  á 
esta  diligencia,  para  cuyo  fin  se  le  citará  previamente  con 
señalamiento  de  dia  y  hora. 

1049.  —  El  nombramiento  de  depositario  recaerá  en  un 
comerciante  de  notorio  abono  y  buen  crédito,  sea  ó  no 
acreedor  á  la  quiebra,  el  cual  antes  de  dar  principio  á  sus 
funciones  prestará  juramento  de  ejercer  bien  y  fielmente 
su  encargo. 

1050.  —  Las  letras,  pagarés  ó  cualquiera  otro  docu- 
mento de  crédito  vencido,  se  cobrarán  por  el  depositario; 
y  las  que  fueren  pagaderas  en  domicilio  diferente,  se  re- 
mitirán por  el  mismo  para  su  cobro  á  persona  abonada  con 
previa  autorización  del  juez  comisario. 

1051.  —  Será  de  cargo  y  responsabilidad  del  depositario 
practicar  las  diligencias  necesarias  con  las  letras  que  deban 
presentarse  á  la  aceptación,  ó  protestarse  por  falta  de  esta 
ó  de  pago. 

1052.  —  Para  practicar  oportunamente  las  diligencias 
prevenidas  en  los  dos  artículos  precedentes,  se  extraerán 
del  arca  de  depósito  con  la  debida  anticipación  los  docu- 
mentos de  crédito  que  hayan  de  presentarse  al  pago  ó  ala 
aceptación. 

1033.  —Todas  las  cantidades  que  se  recauden  pertene- 
cientes á  la  quiebra  serán  puestas  en  el  arca  del  depósito 
de  dinero  y  valores  de  la  misma. 

1054.  —  Los  endosos,  recibos  y  cualquiera  otro  docu- 
mento de  obligación  ó  de  descargo  que  formalice  el  depo- 
sitario de  la  quiebra,  han  de  estar  autorizados  con  el  visto 
bueno  del  juez  comisario. 

1055.  — El  depositario  no  podrá  hacer  ventas  de  los 
efectos  de  la  quiebra,  como  no  sea  de  aquellas  que  no 
pueden  conservarse  sin  que  se  deterioren  ó  corrompan. 

Tampoco  podrá  hacer  otros  gastos  que  los  que  absolu- 
tamente sean  indispensables  para  la  custodia  y  conserva- 
ción de  los  efectos  que  tenga  en  depósito. 

Tanto  para  lo  uno  como  para  lo  otro  ha  de  obrar  con 
permiso  del  juez  comisario. 

1036.  —  El  depositario  de  la  quiebra  tendrá  derecho  á 
una  dieta  que  prudencialmente  señalará  el  tribunal,  guar- 
dando consideración  á  la  entidad  de  los  bienes  que  com- 
pongan el  depósito,  sin  que  pueda  exceder  de  sesenta  rea- 
les diarios.  Además  se  le  abonará  un  medio  por  ciento 
sobre  las  cantidades  que  recaude,  y  el  importe  de  los  gas- 
tos necesarios  que  haga  en  el  desempeño  de  su  encargo. 

1057.  —  En  los  mismos  edictos  en  que  se  haga  notoria 
la  quiebra,  se  incluirá  la  prohibición  de  que  nadie  haga 
pagos  ni  entregas  de  efectos  al  quebrado,  sino  al  deposi- 
tario nombrado,  bajo  la  pena  de  no  quedar  descargados  en 
virtud  de  dichos  pagos  ni  entregas  de  las  obligaciones  que 
tengan  pendientes  en  favor  de  la  masa. 

Asimismo  se  prevendrá  á  todas  las  personas,  en  cuyo 
poder  existan  pertenencias  del  quebrado,  que  hagan  ma- 
nifestación de  ellas  por  notas  que  entregarán  al  juez  co- 
misario, pena  de  ser  tenidos  por  ocultadores  de  bienes  y 
cómplices  en  la  quiebra. 

Últimamente  se  anunciará  el  dia  y  hora  para  la  primera 
junta  general  de  acreedores,  convocándolos  á  su  asisten- 
cia, bajo  apercibimiento  de  pararles  el  perjuicio  que  haya 
lugar. 
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1058.  —  La  correspondencia  del  quebrado  se  pondrá  en 
poder  del  juez  comisario,  quien  la  abrirá  á  presencia  de 
aquel  ó  de  su  apoderado,  entregando  al  depositario  las 
cartas  que  tengan  relación  con  las  dependencias  de  la  quie- 
bra, y  al  quebrado  las  que  sean  de  otros  asuntos. 

Después  de  hecho  el  nombramiento  de  síndicos  serán 
estos  los  que  reciban  la  correspondencia,  llamando  siempre 
al  quebrado  ó  su  apoderado  para  abrir  las  cartas  que  vayan 
dirigidas  al  mismo,  y  entregarle  las  que  no  pertenezcan  á 
los  intereses  de  la  masa. 

1059.  —  No  resultando  méritos  del  examen  que  haga  el 
juez  comisario  del  balance  y  memoria  presentados  por  el 
quebrado,  y  del  estado  de  sus  libros  y  dependencias  para 
graduarla  quiebra  de  culpable,  podrá  el  tribunal  mandar, 
á  solicitud  del  mismo  quebrado  y  previo  informe  motivado 
del  juez  comisario,  que  se  le  expida  salvo  conducto,  ó  se 
le  alce  el  arresto,  si  lo  estuviere  sufriendo ,  bajo  caución 
juratoria  de  presentarse  siempre  que  fuese  llamado. 

1060.  —  Si  el  quebrado  no  hubiere  presentado  al  ma- 
nifestarse en  quiebra  el  balance  general  de  sus  negocios 
según  se  previene  en  el  artículo  1018,  ó  cuando  se  hubiere 
hecho  la  declaración  de  quiebra  á  instancia  de  sus  acree- 
dores, se  le  mandará  que  lo  forme  en  el  término  mas  brevî 
que  se  considere  suficiente,  el  cual  no  podrá  exceder  de 
diez  dias,  poniéndole  de  manifiesto  al  efecto  en  presencia 
del  juez  comisario,  los  libros  y  papeles  de  la  quiebra  que 
necesitare,  sin  extraerlos  del  escritorio.    ■ 

1061.  —  En  el  caso  de  que  por  ausencia,  incapacidad  ó 
negligencia  del  quebrado  no  se  formare  por  este  el  balance 
general  de  sus  negocios,  se  nombrará  inmediatamente  por 
el  tribunal  un  comerciante  experto  que  lo  forme  con  seña- 
lamiento de  un  término  breve  y  perentorio,  que  no  podrá 
ser  mayor  de  quince  dias,  y  para  ello  se  le  facilitarán  los 
libros  y  papeles  del  quebrado  á  presencia  del  juez  comisa- 
rio y  en  el  mismo  escritorio. 

1063.  — El  dia  para  Ja  celebración  de  la  primera  junta 
de  acreedores  se  fijará  con  respecto  al  tiempo  que  sea 
absolutamente  preciso  para  que  los  acreedores  que  se  ha- 
llen en  el  reino  reciban  la  noticia  de  la  quiebra,  y  puedan 
nombrar  personas  que  los  representen  en  la  junta.  En 
ningún  caso  podrá  diferirse  la  celebración  de  esta  mas  de 
treinta  dias  desde  que  se  hizo  la  declaración  judicial  de 
quiebra. 

1063.  —  El  juez  comisario  cuidará  de  formar  en  los  tres 
dias  siguientes  á  la  declaración  de  quiebra  el  estado  de 
los  acreedores  del  quebrado  por  lo  que  resulte  del  balance, 
y  los  convocará  á  la  junta  general  por  circular  expedida 
al  efecto,  que  se  repartirá  á  domicilio  en  cuanto  á  los 
acreedores  que  residan  en  la  misma  población;  y  á  los 
ausentes  se  dirigirá  por  el  primer  correo,  anotándose  una 
y  otra  diligencia  en  el  expediente. 

Si  el  quebrado  no  hubiere  presentado  el  balance,  se 
formará  la  lista  de  los  acreedores  que  deben  convocarse 
individualmente  por  lo  que  resulte  del  libro  mayor;  y  en 
el  caso  de  no  haberlo,  por  los  demás  libros  y  papeles  del 
quebrado,  y  las  noticias  que  dieren  este  ó  sus  depen- 
dientes. 

1064.  —  Los  acreedores  que,  sin  constar  que  lo  sean 
por  el  balance  y  libros  del  quebrado,  presenten  al  juez 
comisario  documentos  que  prueben  créditos  líquidos  con- 
tra aquel,  serán  admitidos  á  la  junta  haciendo  su  gestion 
antes  de  la  celebración  de  esta,  bajo  la  responsabilidad 
que  previene  el  artículo  1010  en  el  caso  de  suposición 
fraudulenta  de  créditos. 

1065.  —  El  quebrado  no  alzado  será  citado  para  esta 


primera  junta  de  acreedores  y  las  demás  que  se  celebren 
en  el  progreso  del  procedimiento,  para  que  si'  le  convi- 
niere concurra  á  ellas  por  sí,  estando  en  libertad,  ó  por 
medio  de  apoderado. 

1066.  —  No  será  admitida  en  la  junta  persona  alguna 
en  representación  ajena,  si  no  se  halla  autorizada  con  po- 
der bastante,  que  estará  obligada  á  presentar  en  el  acto 
al  juez  comisario. 

Tampoco  podrán  llevar  los  apoderados  mas  que  una  sola 
representación. 

1067.  —  Constituida  la  junta  en  el  dia  y  lugar  señala- 
dos para  su  celebración,  se  dará  conocimiento  á  los 
acreedores  del  balance  y  memoria  presentados  por  el 
quebrado,  haciéndose  en  el  acto  por  el  juez  comisario  de 
oficio,  ó  á  instancia  de  cualquiera  de  los  concurrentes,  to- 
das las  comprobaciones  que  se  crean  convenientes  con  los 
libros  y  documentos  de  la  quiebra  que  se  tendrán  á  la 
vista. 

El  depositario  presentará  también  á  la  junta  un  informe 
circunstanciado  sobre  el  estado  de  las  dependencias  de  la 
quiebra,  y  el  juicio  que  puede  formarse  sobre  sus  resul- 
tados. Asimismo  formará  y  presentará  una  nota  de  las  re- 
caudaciones y  gastos  hechos  hasta  aquel  dia. 

Si  el  quebrado  ó  su  apoderado  hicieren  proposiciones 
en  esta  junta  sobre  el  pago  de  los  acreedores,  se  procederá 
con  arreglo  á  la  disposiciones  de  los  artículos  i  153,  1154 
y  1155.  En  el  caso  de  no  hacerlas,  ó  de  que  de  ella  no 
resulte  convenio  entre  el  mismo  quebrado  y  sus  acreedo- 
res, se  pasará  en  seguida  al  nombramiento  de  síndicos  de 
la  quiebra. 


TITULO  QUINTO. 

DEL   NOMBRAMIENTO    DE  SÍNDICOS,   Y   SUS   FUNCIONES. 

1068. —  El  número  de  los  síndicos  se  fijará  de  ante- 
mano por  el  tribunal  de  comercio  á  propuesta  del  juez 
comisario,  según  la  extension  de  negocios  que  tenga  la 
quiebra,  y  no  podrá  exceder  de  tres. 

1069.  —  El  nombramiento  de  cada  síndico  se  hará  á 
mayoría  de  votos  por  los  acreedores  que  concurran  á  la 
junta  general. 

La  mayoría  se  constituye  por  la  mitad  y  uno  mas  del 
número-  de  votantes ,  que  representen  las  tres  quintas 
partes  del  total  de  créditos  que  compongan  entre  todos. 

1070. —  Puede  recaer  el  nombramiento  de  sindico  en 
cualquiera  acreedor  del  quebrado  que  lo  sea  por  su  propio 
derecho,  y  no  en  representación  ajena,  y  que  tenga  ade- 
más las  cualidads  de  ser  comerciante  matriculado,  cor- 
riente en  su  giro,  mayor  de  veinte  y  cinco  años,  y  con  re- 
sidencia habitual  en  el  pueblo. 

El  nombramiento  de  síndicos  se  ha  de  hacer  en  persona 
determinada,  y  no  colectivamente  en  sociedad  alguna  de 
comercio. 

1071. — Aceptando  los  síndicos  nombrados  este  en- 
cargo, jurarán  antes  de  entrar  en  ejercicio  desempeñarlo 
bien  y  fielmente,  con  arreglo  á  Jas  leyes. 

1072.— A  todos  los  acreedores  no  concurrentes  á  la 
junta  en  que  se  hubiere  hecho  el  nombramiento  de  sín- 
dico, se  hará  este  saber  por  circular  que  expedir  á  el  juez 
comisario. 

1073.  —  Son  atribuciones  de  los  síndicos  : 

1 .°  La  administración  de  todos  los  bienes  y  pertenencias 
de  la  quiebra  á  uso  de  buen  comerciante; 


2.°  La  recaudación  y  cobranza  de  todos  los  créditos  de 
Ja  masa  y  el  pago  de  los  gastos  de  administración  de  sus 
tienes,  que  sean  de  absoluta  necesidad  para  su  conserva- 
ción y  beneficio; 

3."  El  cotejo  y  rectificación  del  hïlmyn_ general  hecho 
anteriormente  del  estado  del  quebrada. .  ¿armando  el  que 
deberá  regir  como  resultado  exacto  de  la  verdadera  situa- 
ción de  los  negocios  y  dependencias  de  la  quiebra; 

4.°  El  examen  de  los  documentos  justificativos  de  todos 
los  acreedores  de  la  quiebra  para  extender  sobre  cada  uno 
de  ellos  el  informe  que  deban  presentar  en  la  junta  de 
acreedores  ; 

S.°  La  defensa  de  todos  los  derechos  de  la  quiebra,  y  el 
ejercicio  de  las  acciones  y  excepciones  que  la  competan; 

6.°  Promover  la  convocación  y  celebración  de  las  juntas 
de  acreedores  en  los  casos  y  para  los  objetos  que  se  deter- 
minan en  este  Código,  y  por  ios  motivos  extraordinarios 
que  se  consideren  suficientes  ; 

7.°  Procurar  la  venta  de  los  bienes  de  la  quiebra  cuando 
esta  deba  ejecutarse  con  sujeción  á  las  formalidades  de 
derecho. 

1 074.  —  El  nombramiento  de  los  síndicos  se  ratificará 
por  los  acreedores  reconocidos  en  la  junta  de  calificación 
de  créditos,  ó  bien  se  hará  un  nuevo  nombramiento  si  no 
se  acordare  su  confirmación. 

1075.  —  A  solicitud  fundada  y  justificada  de  cualquier 
acreedor,  ó  en  virtud  de  informe  del  juez  comisario  sobre 
abusos  de  los  síndicos  en  el  desempeño  de  sus  funciones, 
podrá  el  tribunal  decretar  su  separación,  y  que  la  junta  de 
acreedores  haga  nuevo  nombramiento. 

También  podrá  este  tener  lugar  siempre  que  la  misma 
junta  estime  conveniente  acordarlo,  aunque  no  se  exprese 
motivo  alguno  para  remover  los  anteriores. 

4076.  —  El  síndico  cuyo  crédito  no  fuese  reconocido 
como  legítimo  por  la  junta  de  acreedores  en  la  sesión  ce- 
lebrada para  calificarlos,  ó  que  por  cualquiera  motivo  de- 
dujese alguna  acción  contra  la  masa,  queda  de  derecho 
separado  de  la  sindicatura. 

'3  077.  —  Los  síndicos  son  responsables  á  la  masa  de 
cuantos  daños  y  perjuicios  le  causen  por  abusos  en  el  de- 
sempeño de  sus  funciones,  ó  por  falta  del  cuidado  y  dili- 
gencia que  usa  un  comerciante  solícito  en  el  manejo  de 
sus  negocios. 

1078.  —  El  ejercicio  de  la  sindicatura  de  una  quiebra 
da  derecho  á  los  que  la  sirven  á  una  retribución  de  medio 
por  ciento  sobre  todas  las  cobranzas  que  hagan  de  créditos 
y  derechos  de  la  quiebra,  de  dos  por  ciento  en  los  produc- 
tos de  las  ventas  de  mercaderías  pertenecientes  á  ella,  y 
j  y  de  uno  por  ciento  en  las  ventas  y  adjudicaciones  de  bie- 
!  nes  inmuebles  ó  pertenencias  de  cualquiera  otro  género 
,   que  no  sean  del  giro  y  negocio  del  quebrado. 


TITULO  SEXTO. 

DE   LA   ADMINISTRACIÓN    DE   LA   QUIEBRA. 

1079.  —  Nombrados  que  sean  los  síndicos  y  puestos  en 
ejercicio  de  sus  funciones,  procederán  al  inventario  for- 
mal y  general  de  todos  los  bienes,  efectos,  libros,  docu- 
mentos y  papeles  de  la  quiebra,  que  autorizará  con  su 
asistencia  el  juez  comisario. 

Los  bienes  y  efectos  que  estén  en  manos  de  consignata- 
rios, ó  que  por  cualquiera  otra  razón  se  hallen  en  pue- 
blo distinto  de  donde  esté  radicada  la  quiebra,  se  com- 
prenderán en  el  inventario  por  lo  que  resulte  del  ba- 


lance, libros  y  papeles  del  quebrado,  con  las  notas  que 
correspondan  según  las  contestaciones  que  se  hayan  reci- 
bido de  sus  tenedores  ó  depositarios. 

1080.  —  El  quebrado  será  citado  para  la  formación  del 
inventario,  y  podrá  asistir  á  ella  por  sí  ó  por  medio  de 
apoderado. 

1081.  —  Formalizado  el  inventario  se  hará  la  entrega  á 
los  síndicos  de  todos  los  bienes,  efectos  y  papeles  compren- 
didos en  él,  bajo  de  í'ecibo,  expidiéndose  por  el  juez  comi- 
sario los  oficios  convenientes  para  que  se  pongan  á  dispo- 
sición de  los  mismos  síndicos  los  bienes  y  efectos  que  se 
hallen  en  otros  pueblos. 

1082.  —  El  depositario  de  la  quiebra  rendirá  cuenta  for- 
mal y  justificada  de  sa  gestion  á  los  síndicos  en  los  tres 
dias  siguientes  al  nombramiento  de  estos,  y  con  su  au- 
diencia, y  el  informe  del  juez  comisario,  proveerá  el  tribu- 
nal lo  que  corresponda  sobre  su  aprobación  ó  la  reparación 
de  los  cargos  que  resulten  al  depositario. 

1083.  —  Fuera  de  los  gastos  de  conservación  y  beneficio 
de  los  efectos  y  bienes  de  la  quiebra,  no  podrá  hacerse 
otro  alguno  de  ninguna  especie,  sino  en  virtud  de  provi- 
dencia judicial. 

/>  084.  —  Los  síndicos,  atendida  la  naturaleza  de  los  efec- 
tos mercantiles  de  la  quiebra,  y  consultando  la  mayor  ven- 
taja posible  á  los  intereses  de  esta,  propondrán  al  juez 
comisario  la  venta  que  convenga  hacer  de  ellos  en  los 
tiempos  oportunos,  y  el  juez  determinará  lo  conveniente, 
fijando  el  míninum  de  los  precios  á  que  podrán  verificarse, 
sobre  los  que  no  podrá  hacerse  alteración  sin  causa  fun- 
dada á  juicio  del  mismo  juez  comisario. 

1085.  —  En  la  venta  de  los  efectos  de  comercio  pertene- 
cientes á  la  quiebra,  intervendrá  necesariamente  un  corre- 
dor, y  donde  no  lo  haya,  se  ejecutará  en  subasta  pública, 
anunciándose  con  tres  dias  á  lo  menos  de  anticipación  por 
edictos  y  avisos,  que  se  publicarán  en  el  periódico,  si  lo 
hubiere  en  el  pueblo. 

1086.  —  Para  la  regulación  de  los  precios  á  que  se 
hayan  de  vender  los  efectos  mercantiles  de  la  quiebra, 
atenderá  el  juez  comisario  á  su  coste;  según  las  facturas 
de  compras  y  los  gastos  ocasionados  posteriormente,  pro- 
curando los  aumentos  que  permita  el  precio  corriente  de 
géneros  de  igual  especie  y  calidad  en  las  mismas  plazas 
de  comercio. 

Si  hubiere  de  hacerse  rebaja  en  el  precio  de  su  coste, 
inclusos  los  gastos,  parala  enajenación  de  aquellos  efec- 
tos, se  habrá  de  verificar  necesariamente  Ja  venta  en  su- 
basta pública. 

1087.  —  Los  síndicos  promoverán  el  justiprecio  de  los 
bienes  muebles  del  quebrado  que  no  sean  electos  de  co- 
mercio y  el  de  los  raices,  para  lo  cual  se  nombraron  peri- 
tos por  su  parte,  y  por  la  del  quebrado,  ó  por  el  juez  co- 

1  misario  en  defecto  de  hacerlo  este.  En  caso  de  discordia  se 
hará  por  el  tribunal  el  nombramiento  de  tercer  perito. 

■1088.  —  La  venta  de  los  bienes  raices  y  la  de  los  mue- 
bles, á  excepción  de  los  del  comercio  del  quebrado,  se  ha- 
rán en  pública  subasta  con  todas  las  solemnidades  de  de- 
recho ;  y  en  otra  forma  serán  de  ningún  valor. 

1089.  —  No  pueden  los  síndicos  comprar  para  sí  ni 
para  otra  persona  bienes  de  la  quiebra  de  cualquiera  es- 
pecie que  sean;  y  si  lo  hicieren  en  su  nombre  ó  bajo  el 
de  algún  otro,  se  confiscarán  á  beneficio  de  la  misma 
quiebra  los  efectos  que  hubieren  adquirido  de  ella,  que- 
dando obligados  á  satisfacer  su  precio,  si  no  lo  hubiesen 
hecho. 

1090.  —  Las  demandas  civiles  contra  el  quebrado  que 
se  hallaren  pendientes  al  tiempo  de  hacerse  la  declara- 
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cion  de  quiebra  y  las  que  posteriormente  se  intenten  con- 
tra sus  bienes,  se  seguirán  y  sustanciarán  con  los  sín- 
dicos. 

1091.  —  También  continuarán  los  síndicos  las  acciones 
civiles  que  el  quebrado  hubiere  deducido  en  juicio  antes 
de  caer  en  quiebra,  y  promoverán  las  demandas  ejecutivas 
que  correspondan  contra  los  deudores  de  ella;  pero  no 
podrán  intentar  ningún  otro  género  de  procedimiento  ju- 
dicial por  negocios  ó  intereses  de  la  quiebra,  sin  previo 
conocimiento  y  autorización  del  juez  comisario. 

1092.  —  El  quebrado  suministrará  á  los  síndicos  cuan- 
tas noticias  y  conocimientos  le  reclamaren  y  él  tuviere  con- 
cernientes alas  operaciones  de  la  quiebra;  y  estando  en  li- 
bertad le  podrán  emplear  los  mismos  síndicos  en  los 
trabajos  de  administración  y  liquidación  bajo  su  depen- 
dencia y  responsabilidad. 

1093.  —  Tiene  derecho*  el  quebrado  á  exigir  de  los  sín- 
dicos por  conducto  del  juez  comisario  las  noticias  que  pue- 
dan convenirle  sobre  el  estado  de  las  dependencias  de  la 
quiebra,  y  de  hacerles  por  el  mismo  medio  las  observa- 
ciones que  crea  oportunas  para  el  arreglo  y  mejora  de  la 
administración,  y  para  la  liquidación  de  los  créditos  acti- 
vos de  la  misma  quiebra. 

1094.  —  No  permitirá  el'juez  comisario  que  los  síndicos 
retengan  en  su  poder  los  fondos  en  efectivo,  pertenecientes 
à  la  quiebra,  sino  que  les  obligará  à  hacer  entrega  sema- 
nalmente  en  el  arca  de  depósito  de  todo  lo  que  hayan  re- 
caudado, dejándoles  solo  la  cantidad  que  el  mismo  juez 
estime  suficiente  para  atender  á  los  gastos  corrientes  de 
administración. 

109o.  —  Los  síndicos  presentarán  mensualmente  un 
estado  exacto  de  la  administración  de  la  quiebra,  que  el 
juez  comisario  pasará  con  su  informe  al  tribunal  para  las 
providencias  que  haya  lugar  en  beneficio  de  los  interesa- 
dos en  la  quiebra. 

Todos  los  acreedores  que  lo  soliciten  podrán  obtener  á 
sus  espensas  copias  de  los  estados  que  presenten  los  sín- 
dicos, y  exponer  en  su  vista  cuanto  crean  conveniente  á 
los  intereses  de  la  masa. 

1096.  —  A  instancia  de  los  síndicos,  y  con  previo  in- 
forme del  juez  comisario,  podrá  el  tribunal  acordar  la 
traslación  de  los  caudales  existentes  en  el  arca  de  la  quie- 
bra á  cualquiera  banco  público  con  mi  soberana  autoriza- 
ción. 

1097.  —  Los  síndicos  cuidarán  bajo  su  responsabilidad 
que,  se  practiquen  todas  las  formalidades  que  correspondan 
para  la  conservación  de  los  derechos  de  la  quiebra  en  las 
letras  de  cambio,  escrituras  públicas,  efectos  Je  crédito,  y 
cualquiera  otro  documento  de  la  pertenencia  de  aquella. 

1098.  —  Todo  quebrado  que  haya  cumplido  las  disposi- 
ciones de  los  artículos  1017  y  1018  recibirá  una  asignación 
alimenticia.  Su  cuota  será  graduada  por  el  tribunal,  oyendo 
el  informe  del  juez  comisario,  con  relación  à  la  clase  del 
quebrado,  al  número  de  personas  que  compongan  su  fami- 
lia, al  haber  que  resulte  del  balance  general,  y  á  los  carac- 
teres que  se  presenten  para  la  calificación  de  la  quiebra. 

Si  los  síndicos  tuvieren  por  excesiva  la  asignación  hecha 
al  quebrado,  podrán  hacer  al  tribunal  las  reclamaciones 
que  estimen  convenientes  á  los  intereses  déla  masa. 

1099.  —  Los  alzados  no  podrán  pedir  en  tiempo  alguno 
socorros  alimenticios,  y  las  asignaciones  hechas  á  los  que- 
brados fraudulentos  cesarán  de  derecho  desde  que  sean 
calificados  en  este  concepto. 


TITULO  SÉPTIMO. 

DEL   EXAMEN   Y   RECONOCIMIENTO   DE   LOS   CRÉDITOS 
CONTRA    LA    QUIEBRA 

i  100.  —  El  examen  y  reconocimiento  de  los  créditos  con- 
tra la  quiebra  se  hará  en  junta  general  de  acreedores  con 
vista  de  los  documentos  originales  de  crédito,  y  de  los  libros 
y  papeles  del  quebrado. 

1101.  —  El  tribunal  ó  juez  que  conozca  en  la  quiebra 
fijará,  luego  que  estén  nombrados  los  síndicos,  con  rela- 
ción á  la  extension  de  los  negocios  y  dependencias  de  esta, 
y  á  las  distancias  á  que  se  encuentren  respectivamente  los 
acreedores,  el  término  dentro  del  cual  deberán  estos  pre- 
sentar á  los  mismos  síndicos  los  títulos  justificativos  de  sus 
créditos,  sin  que  pueda  exceder  de  sesenta  dias¿ 

En  la  misma  providencia  se  designará  también  el  dia  en 
que  haya  de  celebrarse  la  junta  de  examen  y  reconoci- 
miento de  créditos,  que  será  el  duodécimo  después  de  ven- 
cido el  plazo  prefijado  para  la  presentación  de  documentos. 

Los  síndicos  cuidarán  de  circular  á  todos  los  acreedores 
esta  disposición,  que  además  se  hará  notoria  por  edictos, 
y  se  insertará  en  el  periódico,  si  lo  hubiere  en  la  misma 
plaza  ó  en  la  provincia. 

1102.  —  Los  acreedores  están  obligados  á  entregar  álos 
síndicos  los  documentos  justicativos  de  sus  créditos  dentro 
del  término  prefijado,  acompañando  copias  literales  de  ellos, 
para  que  cotejadas  por  los  síndicos,  y  hallándolas  confor- 
mes, pongan  á  su  pié  una  nota  firmada  de  quedar  los  ori- 
ginales en  su  poder,  y  en  esta  forma  las  devuelvan  á  los 
interesados  para  guarda  de  su  derecho. 

1 103.  —  Los  síndicos,  á  medida  que  reciban  los  docu- 
mentos de  los  acreedores,  harán  su  cotejo  con  los  libros  y 
papeles  de  la  quiebra,  y  extenderán  su  informe  individual 
sobre  cada  crédito  con  arreglo  á  lo  que  resulte  de  dicho 
cotejo,  y  las  demás  noticias  que  llegaren  á  su  conocimiento. 

1104.  —  En  los  ocho  dias  siguientes  al  vencimiento  del 
plazo  para  la  presentación  de  los  títulos  de  los  acreedores, 
formarán  los  síndicos  un  estado  general  de  los  créditos  á 
cargo  de  la  quiebra,  que  se  hayan  presentado  á  compro- 
bación, con  la  oportuna  referencia  en  cada  artículo  por 
orden  de  números  de  los  documentos  presentados  por  su 
respectivo  interesado,  y  lo  pasarán  al  juez  comisario,  dando 
copia  al  quebrado,  ó  á  su  apoderado  para  su  inteligencia. 

El  juez  comisario  cerrará  el  estado  de  créditos,  y  á  conse- 
cuencia de  esta  diligencia  serán'xonsiderados  en  mora,  para 
los  efectos  que  prescribe  el  artículo  H 11,  los  acreedores 
que  comparezcan  posteriormente. 

1105.  —  Reunidos  los  acreedores  en  el  dia  señalado 
para  la  junta  de  examen  y  reconocimiento  de  créditos,  se 
hará  la  lectura  del  estado  general  de  estos,  de  los  docu- 
mentos respectivos  de  comprobación,  y  del  informe  de  los 
síndicos  sobre  cada  uno  de  ellos. 

Todos  los  acreedores  concurrentes,  y  el  quebrado  por 
sí,  ó  por  medio  de  apoderado,  podrán  hacer  sobre  cada 
partida  las  observaciones  que  estimen  oportunas.  El  inte» 
resado  en  el  crédito,  ó  quien  le  represente,  satisfará  en  lst 
forma  que  pueda  convenirle,  y  se  resolverá  por  mayoría 
de  votos  sobre  el  reconocimiento  ó  exclusion  de  cada  cré- 
dito, regulándose  aquella  según  se  ha  establecido  en  el 
artículo  1069. 

El  acuerdo  de  la  junta  deja  salvo  el  derecho  de  todos  y 
cada  uno  de  los  acreedores  à  la  quiebra  :  el  del  interesado 
en  el  crédito  controvertido  y  el  del  quebrado,  para  que  si  se 
.sintieren  agraviados  usen  de  él  en  justicia  como  les  con- 
tenga ;  quedando  entre  tanto  privado  de  voz  activa  en  la 
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quieîn-a  el  acreedor  cuyo  crédito  no  sea  reconocido. 

H08.  —  En  caso  de  reclamación  por  cualquiera  acree- 
dor contra  el  acuerdo  de  la  junta  en  que  se  declare  re- 
conocido un  crédito,  serán  de  su  cargo  los  gastos  del  proce- 
dimiento, á  menos  que  judicialmente  se  declarase  excluido 
el  crédito ,  en  cuyo  caso  le  serán  abonados  íntegramente 
por  la  masa,  mediante  su  cuenta  justificada. 

U07.  —  Pasados  treinta  dias  después  de  la  celebración 
de  la  junta,  no  se  admitirá  instancia  alguna  contra  lo  que 
en  ella  se  hubiere  deliberado,  ni  antes  de  espirar  este  tér- 
mino podrá  hacerlo  un  acreedor  contra  la  resolución  que 
fuere  conforme  á  su  voto. 

-1 108.  —  Al  acreedor  £uyo  crédito  sea  excluido  se  le  de- 
volverán sus  títulos  para  los  usos  que  le  convengan. 

Los  síndicos  sostendrán ,  por  cuenta  de  la  masa ,  la 
deliberación  de  la  junta ,  caso  que  sea  impugnada  en 
juicio. 

1109.  —  Los  acreedores  á  quienes  sean  reconocidos  sus 
créditos,  recogerán  también  sus  títulos,  con  una  nota  al 
pié  que  así  lo  exprese,  detallando  la  cantidad  reconocida. 
Esía  nota  se  firmará  por  los  síndicos,  y  el  juez  comisario 
pondrá  en  ella  el  visto  bueno. 

1110.  —  Los  acreedores  residentes  en  los  países  que  es- 
tan  mas  acá  del  Rhin,  y  de  los  Alpes,  y  los  de  las  islas 
Británicas,  gozarán  del  término  de  sesenta  dias  para  pre- 
sentar sus  documentos,  aun  cuando  sea  mas  corto  el  que 
se  prefije  para  los  acreedores  del  reino. 

Los  que  residan  en  países  que  estén  mas  allá  de  aque- 
llos límites,  tendrán  para  dicha  operación  el  plazo  de  cien 
dias. 

Los  de  los  países  de  Ultramar,  de  este  lado  de  los  cabos 
de  Bueña-Esperanza  y  de  Hornos,  gozarán  el  plazo  de  ocho 
meses,  el  cual  será  doble  para  los  que  residan  del  otro  lado 
de  dichos  cabos. 

Para  el  examen  de  los  títulos  de  los  acreedores  que 
gocen  plazo  mas  largo  que  el  designado  para  la  celebración 
de  la  junta,  se  celebrarán  después  de  esta  las  que  fueren 
necesarias,  sin  que  esta  dilación  pare  perjuicio  á  sus  de- 
rechos. 

1111.  —  Los  acreedores  que  no  hubieren  presentado  los 
documentos  justificativos  de  sus  créditos  en  los  plazos  que 
se  han  prescrito, perderán  el  privilegio  que  tengan,  y  que- 
darán reducidos  ala  clase  de  acreedores  comunes  para 
percibir  las  porciones  que  les  correspondan  bajo  esta  cali- 
dad en  los  dividendos  que  estuvieren  aun  por  hacerse, 
cuando  intentaren  su  reclamación,  precediendo  el  recono- 
cimiento de  la  legitimidad  de  sus  créditos  que  se  hará  ju- 
dicialmente á  expensas  de  los  mismos  acreedores  morosos 
con  citación  y  audiencia  de  los  síndicos. 

1112. — Si  cuando  se  presenten  los  acreedores  morosos  á 
reclamar  sus  derechos,  estuviere  ya  repartido  todo  el  ha- 
ber de  la  quiebra,  no  serán  oídos. 


TITULO  OCTAVO. 

DE  LA  GRADUACIÓN  Y  PAGO  DE   LOS  ACREEDORES. 

1113.  —  Las  mercaderías,  efectos  y  cualquiera  otra 
especie  de  bienes  que  existan  en  la  masa  de  la  quiebra, 
sin  haberse  trasferido  su  propriedad  al  quebrado  por  ur 
título  legal  é ,  irrevocable,  se  considerarán  de  dominio 
ajeno,  y  se  pondrán  á  disposición  de  sus  legítimos  dueños, 
precediendo  la  prueba  y  el  reconocimiento  de  su  derecho 


en  la  junta  de  acreedores,  ó  por  sentencia  que  haya  cau- 
sado ejecutoria. 

1114.  —  Se  declaran  especialmente  pertenecer  á  la 
clase  de  acreedores  de  dominio  con  respecto  á  las  quiebras 
de  los  comerciantes  : 

1 ."  Los  bienes  dotales  que  se  conservaren  en  poder  del 
marido  de  los  que  la  mujer  hubiere  aportado  al  matrimo- 
nio, constando  su  recibo  por  escritura  pública,  de  que 
se  haya  tomado  razón  en  la  forma  prevenida  en  el  artí- 
culo 22  ; 

2.°  Los  bienes  parafernales  que  la  mujer  hubiere  ad- 
quirido por  título  de  herencia,  legado  ó  donación,  ya  se 
hayan  conservado  en  la  forma  que  los  recibió,  ó  ya  se 
hayan  subrogado  é  invertido  en  otros,  con  tal  que  se  haya 
cumplido  la  misma  formalidad  en  las  escrituras  por  donde 
conste  su  adquisición  ; 

3.°  Cualquiera  especie  de  bienes  y  efectos  que  se  hu- 
bieren dado  al  quebrado  en  depósito,  administración,  ar- 
rendamiento, alquiler  ó  usufructo  ; 

4.°  Las  mercaderías  que  tuviera  el  quebradoen  su  po- 
der por  comisión  de  compra,  venta,  tránsito  ó  entrega; 

5.°  Las  letras  de  cambio  ó  pagarés  que  se  hubieren  re- 
mitido al  quebrado  para  su  cobranza  sin  endoso  ó  expre- 
sión de  valor,  que  le  trasladara  su  propiedad,  y  las  que 
hubiese  adquirido  por  cuenta  de  otro,  libradas  ó  endosa- 
das directamente  en  favor  del  comitente; 

tí.0  Los  caudales  remitidos  al  quebrado  fuera  de  cuenta 
corriente  para  entregarlos  á  persona  determinada  en  nom- 
bre y  por  cuenta  del  comitente,  ó  para  satisfacer  obliga- 
ciones cuyo  cumplimiento  estuviese  designado  al  domicilio 
del  quebrado; 

7.°  Las  cantidades  que  se  estuvieren  debiendo  al  quebrado 
por  ventas  que  hubiese  hecho  de  cuenta  ajena,  y  las  letras 
ó  pagarés  de  la  misma  proaedencia  que  obren  en  su  po- 
der, aunque  no  estén  extendidas  en  favor  del  dueño  de  las 
mercaderías  vendidas,  siempre  que  se  pruebe  que  la  obli- 
gación procede  de  ellas,  y  que  existían  en  poder  del  que- 
brado por  cuenta  del  propietario  para  hacerla  efectiva  y 
remitirle  los  fondos  á  su  tiempo,  lo  cual  se  presumirá  de 
derecho,  si  no  estuviese  pasada  la  partida  en  cuenta  cor- 
riente entre  timbos  ; 

8.°  Los  géneros  vendidos  al  quebrado  á  pagar  de  con- 
tado, cuyo  precio  ó  parte  de  él  no  hubiese  satisfecho  ínte- 
rin subsistan  embalados  en  los  almacenes  del  quebrado,  o 
en  los  términos  en  que  se  hizo  la  entrega,  y  en  estado  de 
distinguirse  específicamente  por  las  marcas  y  números  de 
los  fardos  ó  bultos; 

9.°  Las  mercaderías  que  el  quebrado  hubiere  comprado 
al  fiado,  mientras  no  se  le  hubiese  hecho  la  entrega  ma- 
terial de  ellas  en  sus  almacenes,  ó  en  el  paraje  convenido 
para  hacerla,  ó  que  después  de  cargadas  de  orden  y  por 
cuenta  y  riesgo  del  comprador  se  le  hubiesen  remitido  las 
cartas  de  porte  ó  los  conocimientos. 

En  los  casos  de  este  párrafo  y  del  precedente  pueden 
los  síndicos  retener  los  géneros  comprados,  ó  reclamarlos 
para  la  masa,  pagando  su  precio  al  vendedor. 

1115.  — Del  producto  de  los  demás  bienes  de  la  quiebra, 
hecha  que  sea  la  deducción  de  las  pertenencias  de  los 
acreedores  con  título  de  dominio,  serán  pagados  con  pre- 
ferencia los  acreedores  privilegiados  con  hipoteca  legal  ó 
convencional,  graduándose  el  lugar  de  su  prelacion  res- 
pectiva por  el  de  la  fecha  de  cada  privilegio,  sjn  perjuicio 
de  lo  dispuesto  en  cuanto  á  las  naves  por  el  artículo  596  de 
este  Código,  y  de  lo  que  previenen  las  leyes  comunes  so  • 
brelos  créditos  alimenticios  y  refaccionarios  que  no  proce- 
dan de  operaciones  mercantiles. 
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1116.— En  la  clase  de  acreedores  hipotecarios  entrará  en 
su  lugar  y  grado  la  mujer  del  quebrado  por  los  bienes 
dotales  consumidos  ó  enajenados  al  tiempo  de  la  quiebra, 
y  las  arras  prometidas  en  la  escritura  dotal  que  no  exce- 
dan de  la  tasa  legal. 

1117. — En  el  caso  de  segunda  quiebra,  durante  el  mismo 
matrimonio,  no  tiene  derecho  la  mujer  del  quebrado  â  re- 
clamar nuevamente  con  prelacion  ni  sin  ella  la  cantidad 
extraida  en  su  favor  de  la  masa  de  la  primera  quiebra  por 
razón  de  dote  consumida  ó  por  arras  ;  pero  será  acreedora 
de  dominio  á  los  bienes  inmuebles  ó  imposiciones  sobre 
estos  en  que  se  hubiere  invertido  aquella  cantidad,  siem- 
pre que  la  adquisición  se  haya  hecho  en  nombre  propio  y 
que  la  escritura  de  compra  ó  imposición  se  haya  inscrito  á 
su  debido  tiempo  en  el  registro  de  documentos  del  co- 
mercio. 

1118.  —  Los  acreedores  con  prenda  entrarán  en  la  clase 
de  hipotecarios  en  el  lugar  que  les  corresponda  según  la 
fecha  de  su  contrato,  devolviendo  á  la  masa  las  prendas 
que  tuvieren  en  su  poder. 

1 4  í  9.  —  Cuando  hubiere  dos  ó  mas  hipotecas  sobre  una 
misma  finca,  contraidas  en  un  solo  acto  ó  en  una  propia 
fecha,  se  dividirá  proporcional  mente  el  valor  ó  el  pro- 
ducto de  la  hipoteca  entre  los  acreedores  que  la  hayan  ad- 
quirido. 

1120.  —  Cuando  los  acreedores  hipotecarios  no  queden 
cubiertos  de  sus  créditos  con  los  bienes  que  les  estuvieren 
respectivamente  hipotecados,  serán  considerados  en  cuanto 
al  excedente  como  acreedores  escriturarios. 

1121.  —  Después  de  los  acreedores  hipotecarios  siguen 
en  el  orden  de  prelacion  los  que  lo  sean  por  escritura  pú- 
blica por  el  orden  de  sus  fechas. 

1122.  —  Cubiertos  que  sean  los  derechos  délas  tres  cla- 
ses precedentes,  se  distribuirá  el  haber  restante  de  la  quie- 
bra sueldo  á  libra  sin  distinción  de  fechas  entre  los  acreedo- 
res por  letras  de  cambio,  pagarés  de  comercio  ó  comunes, 
libranzas,  simples  recibos,  cuentas  corrientes  ú  otro  cual- 
quiera título  á  que  no  se  haya  declarado  preferencia. 

1123.  —  Para  el  reintegro  y  pago  respectivo  de  los 
acreedores  según  el  orden  prescrito  en  este  título,  proce- 
derán los  síndicos,  celebrada  que  sea  la  junta  de  examen 
y  reconocimiento  de  los  créditos  deducidos  contra  la  quie- 
bra, á  la  clasificación  de  los  que  hayan  sido  reconocidos  y 
aprobados,  dividiéndolos  en  cuatro  estados  : 

En  el  primero  se  comprenderán  los  acreedores  con 
acción  de  dominio  ; 

En  el  segundo,  los  hipotecarios  por  la  ley  ó  por  contrato, 
según  el  orden  de  su  prelacion  ; 

En  el  tercero,  los  escriturarios  ; 

En  el  cuarto,  los  comunes. 

Estos  estados  se  entregarán  al  juez  comisario,  quien 
después  de  haberlos  examinado,  y  hallándolos  conformes 
con  lo  acordado  en  la  junta  de  reconocimiento  de  créditos, 
los  pasará  inmediatamente  al  tribunal  que  conoce  de  la 
quiebra. 

1124.  —  Con  respecto  á  los  acreedores  de  dominio  se 
decretará  desde  luego  la  entrega  de  las  cantidades,  efectos 
ó  bienes  de  su  pertenencia,  expidiéndose  por  el  tribunal 
los  mandamientos,  oficios  y  libranzas  consiguientes  para 
que  se  verifique,  y  en  su  virtud  se  tendrá  por  extinguida 
su  representación  en  la  quiebra. 

1125.  —  Para  el  examen  y  aprobación  de  los  demás 
estados  de  la  graduación  de  créditos,  se  convocará  junta 
general  de  acreedores  de  2a,  3a  y  4a  clase,  cuyos  derechos 
estén  reconocidos. 

Esta  convocación  se  hará  por  cédulas  que  los  síndicos 


dirigirán  á  los  acreedores  que  se  hallen  presentes  en  el 
pueblo,  y  á  los  apoderados  de  los  ausentes  que  tengan 
acreditada  su  personalidad.  Además  se  publicará  por  edic- 
tos y  por  medio  del  periódico,  si  lo  hubiere  en  el  pueblo. 

1126.  —  El  término  de  la  convocación  será  á  lo  mas  de 
tres  dias,  y  todo  el  que  trascurra  entre  la  junta  de  examen 
de  créditos  y  la  de  su  graduación,  no  podrá  exceder  de 
quince. 

H27.  —  Abierta  la  sesión  de  la  junta  se  leerán  íntegra- 
mente los  estados  de  graduación,  oyéndose  las  reclama- 
ciones que  hagan  los  acreedores*-presentes  ó  los  legítimos 
apoderados  de  los  ausentes,  á  las  cuales  satisfarán  los  sín- 
dicos ;  y  si  con  las  contestaciones  de  estos  no  se  aquieta- 
ren los  reclamantes,  deliberará  la  junta  sobre  el  agravio 
que  cada  uno  de  ellos  hubiere  deducido,  bajo  las  bases  es- 
tablecidas en  el  artículo  1069. 

La  resolución  de  la  junta  podrá  ser  impugnada  en  jus- 
ticia por  los  interesados  á  quienes  pare  perjuicio,  conti- 
nuándose no  obstante  las  diligencias  ulteriores  de  la  liqui- 
dación de  la  quiebra,  salvas  las  resultas  de  las  demandas 
que  se  intenten. 

1128.  —  Cerrada  la  junta  de  graduación  de  créditos  no 
se  admitirá  impugnación  alguna  contra  los  estados  de 
clasiíicacion  y  orden  de  prelacion  propuestos  por  los  sín- 
dicos, y  estarán  obligados  á  pasar  por  su  tenor  todos  los 
acreedores  presentes  en  la  junta  que  no  los  impugnaron, 
ó  que  se  aquietaron  en  sus  reclamaciones,  así  cojno  tam- 
bién los  que  no  concurrieron  á  ella. 

1129.  —  En  vista  del  acta  de  la  junta  de  graduación  se 
procederá  al  repartimiento  de  todos  los  fondos  disponibles 
de  la  quiebra  por  el  orden  de  clases  y  prelacion  que  de 
aquella  resulte. 

4130.  — Las  cantidades  que  pudieren  corresponder  á 
los  acreedores  que  tengan  demanda  pendiente  contra  la 
masa  por  agravio  en  el  reconocimiento  ó  en  la  graduación 
de  sus  créditos,  se  incluirán  en  el  estado  de  distribución 
de  las  que  se  repartan,  conservándolas  depositadas  en  el 
arca  de  la  quiebra,  hasta  la  decisión  del  pleito  que  cause 
ejecutoria. 

1131.  —  A  los  acreedores  que  teniendo  sus  créditos  re- 
conocidos y  graduados  por  los  acuerdos  de  la  junta  se  les 
hubiere  hecho  impugnación  judicial  por  un  acreedor  par- 
ticular, se  les  entregarán  sin  embargo  de  esta  las  cantida- 
des que  les  correspondan,  prestando  fianza  idónea  á  satis- 
facción de  los  síudicos,  de  cuya  responsabilidad  serán  las 
resultas  de  su  insuficiencia. 

1132.  —  El  juez  comisario  de  la  quiebra  dará  mensual- 
mente  noticia  al  tribunal  que  conozca  de  ella  de  las  canti- 
dades recaudadas  y  del  total  de  los  fondos  existentes  en  el 
depósito,  para  que  este  disponga  un  nuevo  repartimiento, 
el  cual  no  podrá  dejar  de  hacerse  siempre  que  la  existen- 
cia cubra  un  cinco  por  ciento  de  los  créditos  que  estén  aun 
pendientes. 

Cada  acreedor  individualmente  podrá  hacer  las  instan- 
cias convenientes  para  que  así  se  verifique,  y  á  este  efecto 
no  se  le  negarán  por  el  juez  comisario  las  noticias  que 
pida  sobre  el  estado  de  la  recaudación  y  existencias  del 
depósito. 

1133.  —  Ningún  acreedor  podrá  percibir  cantidad  al- 
guna á  cuenta  de  su  crédito  sin  presentar  el  título  consti- 
tutivo de  este,  sobre  el  cual  se  extenderá  la  nota  del  pago 
que  se  le  haga,  firmándola  en  el  acto  el  acreedor  ó  su  le- 
gítimo apoderado  con  los  síndicos,  y  dando  además  un  re- 
cibo por  separado  á  favor  de  estos. 

1134.  —  Concluida  que  sea  la  liquidación  de  la  quiebra, 
rendirán  los  síndicos  su  cuenta,  para  cuyo  examen  convo- 
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cara  el  tribuual  junta  general  de  ios  acreedores  que  con- 
serven interés  y  voz  en  la  quiebra.  En  ella  con  asistencia 
del  quebrado  se  deliberará  sobre  su  aprobación,  oyendo 
antes,  si  se  estimase  necesario,  el  informe  de  una  comi- 
sión que  haga  el  reconocimiento  y  comprobación  de  la 
cuenta;  y  hallando  motivos  de  reparo  sobre  ella,  se  de- 
ducirán estos  en  forma  ante  los  jueces  de  la  quiebra. 

No  obstante  la  aprobación  de  la  junta  podrá  el  quebrado 
ó  cualquiera  acreedor  impugnar  en  juicio,  á  sus  expensas 
y  bajo  su  responsabilidad  individua!,  las  cuentas  de  los 
síndicos,  haciéndolo  en  el  término  de  ocho  dias.  Por  su 
trascurso  sin  haberse  intentado  reclamación  alguna,  que- 
dará firme  é  irrevocable  la  resolución  de  la  junta. 

1  135.  —  Cuando  los  síndicos  ó  alguno  de  ellos  cese  en 
este  encargo  antes  de  concluirse  la  liquidación  de  la  quie- 
bra, rendirán  igualmente  sus  cuentas  en  un  término  breve 
que  no  podrá  exceder  de  quince  dias,  y  se  examinarán  en 
la  primera  junta  de  acreedores  que  se  celebre  con  previo 
informe  de  los  nuevos  síndicos. 

1136.  —  Los  acreedores  que  no  sean  satisfechos  inte- 
gramente de  sus  derechos  contra  el  quebrado  con  lo  que 
perciban  del  haber  de  la  quiebra  hasta  el  término  de  la 
liquidación  de  esta,  conservarán  acción  por  lo  que  se  les 
reste  debiendo  sobre  los  bienes  que  ulteriormente  pueda 
adquirir  el  quebrado. 


TÍTULO  NOVENO. 

DE  LA   CALIFICACIÓN   DE   LA  QUIEBRA. 

1137.  —  En  todo  procedimiento  de  quiebra  se  hará  la 
calificación  de  la  clase  á  que  corresponda  en  un  expe- 
diente separado,  que  se  sustanciará  instructivamente  con 
audiencia  de  los  síndicos  y  del  mismo  quebrado. 

'1 1 38.  —  Para  hacer  la  calificación  de  la  quiebra  sejen- 
drá  presente  : 

4.°  La  ccúdíicta  del  quebrado  en  el  cumplimiento  de 
las  obligaciones  que  se  le  imponen  en  los  artículos  1017 
y  1018; 

2.°  El  resultado  de  los  balances  que  se  formen  de  la  si- 
tuación mercantil  del  quebrado; 

3.°  El  estado  en  que  se  encuentren  los  libros  de  su  co- 
mercio; 

4."  La  relación  que  está  á  cargo  del  quebrado  presentar 
sobre  las  causas  inmediatas  y  directas  que  ocasionaron  la 
quiebra,  y  lo  que  resulte  de  los  libros,  documentos  y  pa- 
peles de  esta  sobre  su  verdadero  origen  ; 

5.°  Los  méritos  que  ofrezcan  las  reclamaciones  que  en 
el  progreso  del  procedimiento  se  hagan  contra  el  quebrado 
y  sus  bienes. 

1  1  39.  —  El  juez  comisario  preparará  el  juicio  de  califi- 
cación con  el  informe  que  dará  el  tribunal  después  de  he- 
cha la  ocupación  de  los  bienes  y  papeles  de  la  quiebra  en 
razón  de  los  capítulos  designados  en  el  artículo  precedente, 
fundándolo  en  los  documentos  existentes  en  lo  obrado 
hasta  entonces. 

H 40.  —  Los  síndicos  por  su  parte  dentro  de  los  quince 
dias  siguientes  á  su  nombramiento  presentarán  al  tribunal 
una  exposición  circunstanciada  sobre  los  caracteres  que 
manifieste  la  quiebra,  fijando  determinadamente  la  clase 
en  que  crean  que  debe  ser  calificada. 

1 141 .  —  El  informe  del  juez  comisario  y  la  exposición  de 
los  síndicos  se  comunicarán  al  quebrado,  el  cual  podrá 


impugnar  la  calificación  propuesta  según  convenga  â  sU 
derecho. 

1 142 —  En  el  caso  de  oposición  podrán  así  los  síndicos 
como  el  quebrado  usar  de  los  medios  legales  de  prueba 
para  acreditar  los  hechos  que  respectivamente  hayan  ale- 
gado. El  término  para  hacer  esta  prueba  no  excederá  de 
cuarenta  dias. 

1 1 43.  —  En  vista  de  lo  alegado  y  probado  por  parle  de 
los  síndicos  y  por  la  del  quebrado,  el  tribunal  hará  la  ca- 
lificación definitiva  de  la  quiebra  con  arreglo  á  las  dispo- 
siciones de  los. artículos  1003,  1004,  1005,  1006,  1007, 
1008  y  1009. 

Si  el  tribunal  juzgare  que  la  quiebra  corresponde  á  la 
primera  ó  segunda  clase,  mandará  poner  en  libertad  al 
quebrado  en  el  caso  de  hallarse  todavía  detenido  ;  y  si  la 
calificare  de  tercera  clase,  le  impondrá  una  pena  correc- 
cional de  reclusión,  que  no  bajará  de  dos  meses,  ni  exce- 
derá de  uu  año. 

El  quebrado  como  los  síndicos  podrán  interponer  apela- 
ción de  esta  providencia,  y  se  les  admilirá  en  ambos  efec- 
tos, ejecutándose  no  obstante  en  cuanto  á  la  libertad  del 
quebrado,  si  en  ella  se  hubiese  decretado. 

4114.  —  Cuando  sustanciado  el  expediente  de  califica- 
ción resultaren  méritos  para  calificar  la  quiebra  de  fraudu- 
lenta, ó  de  alzamiento,  se  inhibirá  el  tribunal  de  comercio 
de  su  conocimiento,  y  lo  remitirá  á  la  jurisdicción  real 
ordinaria  para  que  proceda  con  arreglo  á  las  leyes  ;  y  de 
esta  providencia  no  habrá  lugar  á  apelación  ni  otro  re- 
curso. 

1145.  —  Si  en  la  primera  junta  general  de  acreedores 
hubiere  convenio  entre  estos  y  el  quebrado,  cuyos  pactos 
no  produzcan  quita  en  las  deudas  del  mismo,  se  sobreseerá 
sin  otra  diligencia  en  el  expediente  de  calificación  de  la 
quiebra. 

Pero  si  por  las  condiciones  del  convenio  hubieren  remi- 
tido los  acreedores  alguna  parte  de  sus  créditos,  se  conti- 
nuará de  oficio  el  expediente  hasta  la  resolución  que  cor- 
responda en  justicia. 

1146.  —  El  quebrado  que  haya  sido  calificado  en  pri- 
mera ó  segunda  clase,  y  el  de  tercera  que  ha  cumplido  su 
corrección,  podrá  ocuparse  en  operaciones  de  comercio  por 
cuenta  ajena  y  bajo  la  responsabilidad  de  su  comitente, 
ganando  para  sí  el  salario,  emolumentos  ó  parte  del  lucro 
que  se  le  den  por  estos  servicios,  sin  perjuicio  del  derecho 
de  los  acreedores  á  los  bienes  que  el  quebrado  adquiera 
para  sí  propio  por  este  ú  otro  medio,  en  el  caso  de  ser  in- 
suficientes los  de  la  masa  para  su  completo  pago. 

Los  quebrados  que  se  encuentren  en  el  caso  de  esta  dis- 
posición cesarán  en  la  percepción  de  los  socorros  alimen- 
ticios que  les  estén  asignados  en  el  procedimiento  de  la 
quiebra. 


TITULO  DÉCIMO. 

DEL  CONVENIO  ENTRE  LOS  ACREEDORES  Y  EL  QUEBRADO. 

1147.  _  Desde  la  primera  junta  general  de  acreedores 
en  adelante  puede  el  quebrado  en  cualquiera  estado  del 
procedimiento  de  quiebra,  hacerles  las  proposiciones  de 
convenio  que  á  bien  tenga  sobre  el  pago  de  sus  deudas. 

1 1 48.  —  No  gozarán  de  la  facultad  declarada  en  el  ar- 
tículo precedente  : 

1 .°  Los  alzados  ; 

2.°  Los  quebrados  fraudulentos  desde  que  los  jueces  de 
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comercio  se  inhiban  en  este  concepto  del  conocimiento  de 
la  calificación  de  la  quiebra,  remitiendo  el  expediente  á  la 
jurisdicción  real; 

3.°  Los  que,  habiendo  obtenido  salvoconducto  para  sus 
personas,  se  hubieren  fugado,  y  no  se  presentaren  cuando 
fueren  llamados  por  el  tribunal  ó  por  el  juez  comisario  de 
la  quiebra. 

1  í  49.  —  Toda  proposición  formal  de  convenio  ha  de  ser 
hecha  y  deliberada  en  junta  de  acreedores,  y  no  fuera  de 
ella,  ni  en  reuniones  privadas. 

1150.  —  El  juez  comisario  deferirá  á  cualquiera  con- 
vocación de  junta  extraordinaria  que  pida  el  quebrado  para 
tratar  de  convenio,  prestándose  alguna  persona  por  él  á 
pagar  los  gastos. 

4151.  —  Ningún  acreedor  puede  hacer  un  convenio  par- 
ticular con  el  quebrado;  y  si  lo  hiciere  será  nulo,  y  per- 
derá los  derechos  de  cualquiera  especie  que  tenga  en  la 
quiebra;  y  el  quebrado  será  por  este  solo  hecho  calificado 
de  culpable. 

11S2.  —  Siempre  que  en  una  junta  de  acreedores  se 
haya  de  tratar  de  alguna  proposición  del  quebrado  relativa 
á  convenio,  se  ha  de  dar  previamente  por  el  juez  comisario 
á  los  acreedores  concurrentes  exacta  noticia  del  estado  de 
la  administración  de  la  quiebra,  y  de  lo  que  conste  del 
expediente  de  calificación  hasta  aquella  fecha,  leyén- 
dose además  el  último  balance  que  obre  en  el  procedi- 
miento. 

i  153.  —  Las  proposiciones  del  quebrado  se  discutirán  y 
pondrán  á  votación,  formando  resolución  el  voto  de  un 
número  de  acreedores  que  compongan  la  mitad  y  uno  mas 
de  los  concurrentes,  siempre  que  su  interés  en  la  quie- 
bra cubra  las  tres  quintas  partes  del  total  pasivo  del 
quebrado. 

1154.  —  La  mujer  del  quebrado  no  tiene  voz  en  las 
deliberaciones  relativas  al  convenio. 

1155.  —  Los  acreedores  de  la  quiebra  con  título  de  do- 
minio, y  los  hipotecarios,  pueden  abstenerse  de  tomar 
parte  en  la  resolución  de  la  junta  sobre  el  convenio,  y  ha- 
ciéndolo así  no  les  pararán  estas  perjuicio  en  sus  respec- 
tivos derechos. 

Si  por  el  contrario  prefiriesen  conservar  voz  y  voto  so- 
bre el  convenio  que  el  quebrado  haya  propuesto,  serán 
comprendidos  en  las  esperas  ó  quitas  quela  junta  acuerde, 
sin  perjuicio  del  lugar  y  grado  que  corresponda  al  título  de 
su  crédito. 

11 56.  —  El  convenio  entre  el  quebrado  y  los  acreedores 
se  firmará  en  la  misma  junta  en  que  se  haga,  bajo  pena 
de  nulidad  y  responsabilidad  del  escribano  que  la  autori- 
zare, y  se  remitirá  dentro  de  las  veinte  y  cuatro  horas 
siguientes  á  la  aprobación  del  tribunal  que  conozca  de  la 
auiebra. 

1157.  —  La  aprobación  del  convenio  no  puede  decre- 
tarse hasta  después  de  trascurridos  los  ocho  días  siguientes 
á  su  celebración,  dentro  de  los  cuales,  así  los  acreedores 
disidentes  como  los  que  no  concurrieron  á  la  junta,  po- 
drán oponerse  á  la  aprobación  por  alguna  de  las  cuatro 
causas  siguientes,  y  no  por  algún  otro  motivo  : 

1.a  Defecto  en  las  formas  prescritas  para  la  convocación, 
celebración  y  deliberación  de  la  junta; 

2.a  Colusión  por  parte  del  deudor  aceptada  por  algún 
acreedor  de  los  concurrentes  á  la  junta  para  votar  en  favor 
del  convenio; 

3.a  Falta  de  personalidad  legítima  en  alguno  de  los  que 
hubieren  concurrido  con  su  voto  á  formar  la  mayoría; 

4.a  Exageración  fraudulenta  de  crédito  para  constituir  el 


interés  que  deben  tener  en  la  quiebra  los  que  acuerden  la 

resolución. 

1158.  —Si  se  hiciere  oposición  al  convenio  por  algún 
acreedor,  se  sustanciará  con  audiencia  del  quebrado  y  de 
los  síndicos,  si  estuvieren  en  ejercicio,  en  el  término  pe- 
rentorio é  improrogable  de  treinta  dias,  los  cuales  serán 
comunes  á  las  partes  para  alegar  y  probarlo  que  les  con- 
venga, y  á  su  vencimiento  se  decidirá  por  el  tribunal  según 
corresponda;  admitiéndose  solo  en  el  efecto  devolutivo  las 
apelaciones  que  se  interpongan  de  esta  providencia. 

1159.  —  No  haciéndose  oposición  al  convenio  en  tiempo 
hábil  deferirá  el  tribunal  á  su  aprobación  á  menos  que  re- 
sulte contravención  manifiesta  á  las  formas  de  su  celebra- 
ción, ó  que  el  quebrado  se  halle  en  cualquiera  de  los  casos 
que  previene  el  artículo  M  48. 

1160.  —  Aprobado  el  convenio  será  obligatorio  para 
todos  los  acreedores  ;  y  los  síndicos,  ó  el  depositario  en  su 
caso,  procederán  á  hacer  la  entrega  al  quebrado  por  ante 
el  juez  comisario  de  todos  los  bienes,  efectos,  libros  y  pa- 
peles, rindiéndole  la  cuenta  de  su  administración  en  los 
quince  dias  siguientes. 

En  caso  de  contestación  sobre  las  cuentas  de  los  síndicos, 
usarán  las  partes  de  su  derecho  ante  el  tribunal  ó  juzgado 
de  la  quiebra. 

1161.  —  Si  el  convenio  se  hiciere  antes  de  haberse  re- 
suelto definitivamente  el  expediente  de  calificación  de  quie- 
bra, y  los  síndicos  hubieren  pedido  que  se  declarase  da 
cuarta  ó  quinta  clase,  suspenderá  el  tribunal  dar  provi- 
dencia sobre  su  aprobación  hasta  las  resullas  del  expe- 
diente de  calificación  en  el  tribunal  de  comercio  ;  y  si  este 
se  resolviere  en  los  términos  prescritos  en  el  artículo  1114, 
quedará  de  derecho  nulo  el  convenio. 

1162.  —  No  habiendo  pacto  expreso  en  contrario  entre 
los  acreedores  y  el  quebrado,  queda  este  sujeto,  en  el 
manejo  de  los  negocios  de  comercio,  á  la  intervención  de 
uno  de  los  acreedores,  á  elección  de  la  junta,  hasta  que  haya 
cumplido  íntegramente  los  pactos  del  convenio,  y  se  le 
fijará  la  cuota  mensual  de  que  entre  tanto  podrá  disponer 
para  sus  gastos  domésticos. 

4 163.  —  Las  funciones  del  interventor  se  reducirán  á 
llevar  cuenta  y  razón  de  las  entradas  y  salidas  de  la  caja 
del  quebrado,  de  la  cual  tendrá  una  sobrellave.  Será  tam- 
bién de  su  cargo  impedir  que  el  intervenido  extraiga  del 
fondo  de  su  comercio  para  sus  gastos  particulares  mayor 
cantidad  que  la  que  le  esté  asignada,  ni  distraiga  fondos 
algunos  para  objetos  extraños  de  su  tráfico  y  giro  ;  pero  no 
podrá  mezclarse  en  el  orden  y  dirección  de  los  negocios  del 
mismo  intervenido,  sobre  lo  cual  procederá  este  del  modo 
que  estime  mas  conveniente. 

1 1 64.  —  El  quebrado  repuesto  que  frustre  los  efectos  de 
la  intervención  disponiendo  de  alguna  parte  de  sus  fondos 
ó  géneros  sin  noticia  del  interventor,  será  por  el  mismo 
hecho  declarado  fraudulento  en  caso  de  nueva  quiebra, 
tratándosele  en  este  concepto  desde  que  cese  en  el  pago  de 
sus  obligaciones. 

1165.  —  En  virtud  del  convenio  quedan  extinguidas  las 
acciones  de  los  acreedores  por  la  parte  de  sus  créditos  de 
que  se  haya  hecho  remisión  al  quebrado,  aun  cuando  este 
venga  á  mejor  fortuna,  ó  le  quede  algún  sobrante  de  los 
bienes  de  la  quiebra,  à  menos  que  no  se  hubiese  hecho 
pacto  expreso  en  contrario. 

1166.  —  En  caso  de  queja  fundada  del  interventor  sobre 
abusos  del  quebrado  repuesto  en  el  manejo  de  sus  fundos, 
decretará  el  tribunal  la  presentación  de  sus  libros  de  co- 
mercio ;  y  en  su  vista  acordará  las  providencias  que  halle 
oportunas  para  mantener  el  orden  en  la  administración 
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mercantil  del  intervenido,  y  evitar  toda  malversación. 

1167.  —  La  retribución  del  interventor  será  de  cuenta 
del  quebrado  repuesto,  y  consistirá  en  un  dos  y  medio  por 
mil  de  los  fondos  cuya  entrada  intervenga. 


TITULO  UNDÉCIMO. 


DE    LA    REHABILITACIÓN. 

1168.  —  La  rehabilitación  del  quebrado  corresponde  al 
tribunal  ó  juzgado  que  hubiere  conocido  de  la  quiebra. 

1169.  —  Hasta  la  conclusion  definitiva  del  expediente  de 
calificación  de  quiebra  no  es  admisible  la  demanda  del  que- 
brado para  su  rehabilitación. 

H70.  —  Los  alzados  y  los  quebrados  calificados  de  frau- 
dulentos no  pueden  ser  rehabilitados. 

1171.  —  Los  quebrados  culpables  pueden  ser  rehabilita- 
dos acreditando  el  pago  íntegro  de  todas  las  deudas  liqui- 
dadas en  el  procedimiento  de  quiebra,  y  el  cumplimiento 
de  la  pena  correccional  que  se  les  hubiere  impuesto. 

1172.  — A  los  quebrados  de  primera  y  segunda  clase 
será  suficiente  para  que  obtengan  la  rehabilitación,  que 
justifiquen  el  cumplimiento  íntegro  del  convenio  aprobado 
que  hubieren  hecho  con  sus  acreedores.  Si  no  hubiere  me- 
diado convenio  estarán  obligados  á  probar  que,  con  el  haber 
de  la  quiebra,  ó  por  entregas  posteriores,  si  este  no  hu- 
biere sido  suficiente,  quedaron  satisfechas  todas  las  obli- 
gaciones reconocidas  en  el  procedimiento  de  quiebra. 

1173.  —  A  la  solicitud  de  rehabilitación  acompañarán 
las  cartas  de  pago  ó  recibos  originales  por  donde  conste  el 
reintegro  de  los  acreedores. 

El  tribunal  encargará  al  juez  comisario  que  haciendo  el 


examen  de  los  documentos  presentados  por  el  quebrado,  y 
de  todos  los  antecedentes  del  procedimiento  de  quiebra, 
informe  si  procede  la  rehabilitación  con  arreglo  á  las  dispo- 
siciones de  los  artículos  1171  y  1172  en  sus  casos  respec- 
tivos. No  habiendo  reparo  justo  decretará  la  rehabilitación, 
ó  en  el  caso  contrario  la  denegará,  si  el  quebrado  por  su 
clase  fuese  inhábil  para  obtenerla,  ó  la  suspenderá  si  solo 
faltara  algún  requisito  subsanable. 

1174.  —  Por  la  rehabilitación  del  quebrado  cesan  todas 
las  interdicciones  legales  que  produce  la  declaración  de 
quiebra. 

1 175.  —  Los  comerciantes  que  obtuvieren  reposición  del 
decreto  de  declaración  de  quiebra,  en  la  forma  que  pre- 
vienen los  artículos  1028  al  1032,  no  necesitan  de  rehabi- 
litación. 


TITULO  DUODÉCIMO. 

*    DE    LA   CESIÓN   DE    BIENES. 

H76.  —  Las  cesiones  de  bienes  de  los  comerciantes  se 
entienden  siempre  quiebras,  y  se  regirán  enteramente  por 
las  leyes  de  este  libro. 

Exceplúanse  solo  las  disposiciones  relativas  al  convenio 
y  á  la  rehabilitación,  que  no  tendrán  lugar  en  los  comer- 
ciantes que  hagan  cesión  de  bienes. 

1177.  —  La  inmunidad  en  cuanto  á  la  persona  que  por 
el  derecho  común  se  concede  á  los  que  hacen  cesión  de 
bienes,  no  tiene  lugar,  siendo  estos  comerciantes,  sino  en 
el  caso  de  ser  declarados  inculpables  en  el  expediente  de 
calificación  de  quiebra. 


LIBRO  QUINTO 


DE  LA  ADMINISTRACIÓN  DE  JUSTICIA  EN  LOS  NEGOCIOS  DE  COMERCIO. 
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TITULO  PRIMERO. 

DE   LOS   TRIBUNALES    Y  JUECES   QUE    HAN   DE    CONOCER 
EN    LAS   CAUSAS   DE   COMERCIO. 

Articulo  1178.  —  La  administración  de  justicia  en  pri- 
mera instancia  sobre  las  causas  y  negocios  mercantiles 
estará  á  cargo  de  tribunales  especiales  de  comercio  en 
todos  los  pueblos  donde  hay  actualmente  consulados,  y  en 
los  demás  en  que  por  la  extension  de  su  tráfico,  giro  é  in- 
dustria fabril  se  crea  conveniente  erigirlos  por  decretos 
especiales. 

El  territorio  de  estos  tribunales  será  el  partido  judicial 
de  los  pueblos  donde  los  haya. 


1179.  —  Donde  no  haya  tribunal  de  comercio  conocerán 
de  los  negocios  judiciales  mercantiles  los  jueces  ordinarios 
en  sus  respectivos  territorios  jurisdiccionales. 

1180.  —En  la  segunda  y  tercera  instancia  conocerán  de 
las  causas  sobre  negocios  de  comercio  las  chancillerías  y 
audiencias  reales  en  cuyo  territorio  se  halle  el  tribunal  de 
comercio  ó  juzgado  real  ordinario  que  haya  conocido  de 
la  primera  instancia. 

1181.  —  Los  recursos  de  injusticia  notoria  de  las  senten- 
cias ejecutoriadas  en  negocios  de  comercio  se  llevarán  al 
consejo  supremo  de  Castilla,  cuando  la  sentencia  de  que 
se  interponga  haya  sido  dada  por  los  tribunales  de  la  Penín- 
sula ;  y  al  consejo  supremo  de  Indias,  cuando  la  hubiese 
pronunciado  un  tribunal  de  ultramar. 

1182.  —  Asilos  jueces  ordinarios  como  las  chanciller-la" 
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y  audiencias  y  los  consejos  supremos,  se  arreglarán  en  el 
procedimiento  y  decisión  de  las  causas  de  comercio  à  las 
leyes  de  este  CódigQt 


TITULO  SEGUNDO. 

DE  LA   ORGANIZACIÓN  DE   LOS  TRIBUNALES  DE] 
COMERCIO. 

1183.  —  Los  tribunales  de  comercio  se  compondrán  de 
un  prior,  dos  cónsules  y  dos  sustitutos  de  cónsules,  todos 
comerciantes  de  por  mayor,  matriculados,  que  tengan  ias 
circunstancias  prescritas  por  las  leyes. 

El  número  de  sustitutos  podrá  aumentarse  hasta  cuatro 
en  las  plazas  de  comercio  en  que  se  considere  así  necesa- 
rio por  la  mayor  acumulación  de  negocios. 

11 84.  —  Las  funciones  de  los  cónsules  sustitutos  son  : 
1.a  Reemplazar  por  llamamiento  del  prior  á  cualquiera 

de  los  jueces  del  tribunal  que  se  halle  legítimamente  im- 
pedido de  asistir  á  las  audiencias  ; 

2.a  Alternar  con  los  cónsules  propietarios  en  los  cargos 
de  jueces  comisarios  de  las  quiebras. 

Los  cónsules  sustitutos  gozarán  de  los  mismos  honores 
y  prerogativas  que  los  cónsules  propietarios;  concurrirán 
á  todos  los  actos  públicos  del  tribunal,  y  podran  asistir  á 
las  audiencias,  cuando  lo  tengan  por  conveniente,  sin  voz 
ni  voto  en  las  deliberaciones,  á  menos  que  no  estén  susti- 
tuyendo á  algún  propietario. 

1185.  —  El  cargo  de  prior  será  anual.  Los  cónsules  así 
propietarios  como  sustitutos,  ejercerán  sus  funciones  dos 
años,  y  se  renovarán  por  mitad  en  cada  año,  optando  los 
mas  modernos  á  las  plazas  de  los  antiguos,  que  cesarán,  y 
haciéndose  nuevo  nombramiento  para  las  que  resulten  va- 
cantes. 

1186.  —  Los  que  hayan  de  ser  jueces  en  los  tribunales 
de  comercio  han  de  reunir  las  circunstancias  siguientes  : 

1.a  Ser  naturales  de  éstos  reinos,  y  haber  cumplido 
treinta  años  de  edad  ; 

2.a  Llevar  cinco  años  á  lo  menos  en  la  matrícula  y  ejer- 
cicio del  comercio  en  nombre  y  con  caudal  propio  ; 

3.a  Gozar  de  buena  opinion  y  fama  ; 

4.a  No  haber  hecho  quiebla  culpnble  ni  fraudulenta  ;  y 
en  el  caso  de  haberla  hecho  inculpable  ó  de  suspension  de 
pagos,  hallarse  rehabilitado; 

5.a  No  haber  sido  condenado  por  delito  á  pena  corporal 
aflictiva  ; 

6.a  No  ser  deudor  líquido  á  la  real  hacienda,  ni  á  fondo 
alguno  municipal. 

El  prior  además  debe  llevar  diez  años  de  matrícula  y 
ejercicio  en  el  comercio,  y  haber  sido  anteriormente  cón- 
sul en  propiedad  ó  sustituto. 

1187.  —  No  pueden  concurrir  á  un  mismo  tiempo  de 
jueces  en  los  tribunales  de  comercio  los  parientes  encuarto 
grado  de  consanguinidad,  ó  segundo  de  afinidad,  ni  los  que 
sean  consocios  en  compañía  colectiva  ó  de  comandita. 

1188.  —  El  que  haya  sido  juez  de  comercio  no  puede 
volver  á  obtener  el  mismo  cargo  hasta  que  hayan  tras- 
currido dos  años  desde  que  cesó  en  él. 

1 1 89.  —  Los  cargos  de  prior  y  cónsules  propietarios  y 
sustitutos  serán  de  nombramiento  real. 

1190.  —  Los  intendentes  de  las  provincias  formarán 
anualmente,  y  elevarán  á  mi  soberano  conocimiento,  en 
fin  de  setiembre  de  cada  año,  tantas  listas  cuantos  tribu- 


nales de  comercio  existan  en  su  respectiva  provincia,  de 
los  comerciantes  avecindados  en  el  territorio  jurisdiccional 
del  tribunal  que  gocen  mejor  opinion  por  su  rectitud,  pru- 
dencia, pericia  y  buen  orden  en  la  dirección  de  sus  nego- 
cios mercantiles. 

Estas  listas  serán  de  treinta  personas  con  respecto  á  los 
tribunales  de  primera  clase,  y  de  quince  para  los  de  se- 
gunda. 

1191.  —  La  secretaría  de  estado  y  del  despacho  á  quien 
corresponda,  tomando  los  informes  que  parezcan  conve- 
nientes, elegirá  entre  los  individuos  contenidos  en  la  lista 
remitida  por  el  intendente,  y  me  propondrá,  antes  del 
i.°  de  noviembre,  tres  personas  para  cada  uno  de  los  car- 
gos del  tribunal  de  comercio  que  hayan  de  proveerse  para 
el  año  siguientes 

1  !92.  —  Hecho  por  mí  el  nombramiento  de  prior  y  cón- 
sules se  expedirán  los  títulos  á  los  agraciados,  dando  co- 
misión á  los  intendentes  respectivos  para  que  les  reciban 
el  juramento  de  servir  bien  y  fielmente  sus  cargos  con  ar- 
reglo á  las  leyes. 

La  práctica  de  esta  diligencia  se  hará  constar  á  conti- 
nuación del  mismo  título  ;  y  en  virtud  de  este  se  dará  po- 
sesión el  1.°  de  enero  inmediato  á  ios  nombrados  por  el 
cónsul  que  queda  en  ejercicio  de  los  del  año  precedente. 

1193.  —  Las  judicataras  de  los  tribunales  de  comercio 
son  cargos  honoríficos  que  se  servirán  gratuitamente  sin 
sueldo  ni  emolumento  alguno. 

1194.  —  Ningún  comerciante  matriculado  puede  excu- 
sarse del  ejercicio  de  las  judicaturas  de  comercio  para  que 
sea  nombrado,  sino  por  edad  sexagenaria,  por  enfermedad 
habitual  conocida  que  le  impida  ocuparse  en  trabajos  men- 
tales, ó  asistir  al  tribunal,  ó  por  hallarse  ejerciendo  algún 
otro  cargo  público. 

1195.  —  En  cada  tribunal  de  comercio  habrá  un  con- 
sultor letrado,  un  escribano  de  actuaciones  judiciales,  y  el 
número  de  dependientes  de  justicia  que  se  consideren  ne- 
cesarios según  las  circunstancias  de  cada  localidad. 

Los  sueldos  y  emolumentos  se  determinarán  por  un  re- 
glamento particular. 

1196.  —  El  letrado  consultor  y  el  escribano  serán  tam- 
bién de  nombramiento  real,  á  propuesta  por  ternas  de  los 
mismos  tribunales  de  comercio. 

Los  dependientes  de  justicia  serán  inmediatamente  nom- 
brados por  ellos. 

1197.  —  El  letrado  consultor  dará  su  dictamen  por  es- 
crito, siempre  que  el  tribunal  se  lo  exija,  sobre  las  dudas 
de  derecho  que  le  ocurran  en  el  orden  de  sustanciacion, 
ó  en  la  decisión  de  los  negocios  de  su  competencia. 

1198.  *—  El  escribano  de  actuaciones  será  al  mismo 
tiempo  secretario  de  gobierno  del  tribunal  para  todo  lo  re- 
lativo á  su  disciplina  interior,  expedición  de  órdenes  gene- 
rales, y  correspondencia  con  las  autoridades  y  funciona- 
rios públicos  sobre  los  asuntos  de  oficio. 


TITULO  TERCERO, 

DE  LA  COMPETENCIA  DE  LOS  TRIBUNALES  DE  COMERCIO. 

1199.  —  La  jurisdicción  de  los  tribunales  de  comercio 
es  privativa  para  toda  contestación  judicial  sobre  obliga- 
ciones y  derechos  procedentes  de  las  negociaciones,  con- 
tratos y  operaciones  mercantiles  que  van  comprendidas  en 
las  disposiciones  de  este  Código,  teniendo  los  caracteres 
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determinados  en  ellas  para  que  sean  calificadas  de  actos 
de  comercio. 

1 200.  —  Siendo  el  acto  que  da  lugar  a  la  contestación 
judicial  propiamente  mercantil,  podrá  ser  el  demandado 
citado  y  juzgado  por  los  tribunales  de  comercio,  aun 
cuando  no  tenga  la  cualidad  de  comerciante  matriculado, 
conforme  á  lo  determinado  en  el  artículo  2. 

4201.  —  No  serán  de  la  competencia  de  los  tribunales 
de  comercio  las  demandas  intentadas  por  los  comerciantes 
ni  contra  ellos  sobre  obligaciones  ó  derechos  que  no  pro- 
cedan de  actos  mercantiles. 

1202.  —  Los  tribunales  de  comercio  no  tienen  jurisdic- 
ción criminal,  ni  pueden  imponer  otras  que  las  pecunia- 
rias prescritas  en  este  Código  y  la  correccional  en  caso  de 
quiebra  culpable,  según  lo  dispuesto  en  el  artículo  1143. 

Si  sobreviniere  alguna  incidencia  criminal  en  los  proce- 
dimientos de  estos  tribunales,  se  remitirá  su  conocimiento 
á  la  jurisdicción  real  ordinaria  con  testimonio  de  los  ante- 
cedentes que  den  lugar  al  procedimiento  criminal. 

1203.  —  La  jurisdicción  de  los  tribunales  de  comercio 
no  es  prorogable  sobre  personas  y  cosas  ajenas  de  ella, 
aun  cuando  convengan  en  la  prorogacíon  las  partes  liti- 
gantes. 

Siempre  que  estos  tribunales  encuentren  que  no  son  de 
su  competencia  los  pleitos  que  se  instruyan  ó  estén  pen- 
dientes ante  ellos,  se  inhibirán  de  oficio  de  su  conoci- 
miento, remitiendo  las  partes  á  que  usen  de  su  derecho 
ante  el  juzgado  ó  tribunal  competente. 

1204.  —  Los  tribunales  de  comercio  se  ceñirán  á  las 
atribuciones  judiciales  que  les  están  declaradas  en  este 
Código,  y  no  ejercerán  funciones  administrativas  de  espe- 
cie alguna. 


TITULO  CUARTO. 

DE   LOS   PROCEDIMIENTOS   JUDICIALES   EN    LAS   CAUSAS 
DE    COMERCIO. 

1205.  —  No  puede  intentarse  demanda  alguna  judicial 
sobre  actos  de  comercio  en  causas  de  mayor  cuantía  sin 
hacer  constar  que  el  demandante  y  el  demandado  han  cele- 
brado la  comparecencia  anle  el  juez  avenidor. 

1206.  —  En  los  territorios  jurisdiccionales  de  los  tribu- 
nalrs  de  comercio  serán  jueces  avenidores  natos  los  prio- 
res que  cesan  en  el  ejercicio  de  este  cargo  por  todo  el  año 
inmediato  siguiente. 

Para  los  partidos  judiciales  donde  no  haya  tribunales°de 
comercio,  se  nombrará  cada  tres  años  por  mi  soberana  auto- 
ridad, á  propuesta  de  los  intendentes,  un  comerciante  con 
las  calidades  prevenidas  en  el  artículo  1186,  que  ejérzalas 
funciones  de  juez  avenidor. 

1207.  —  Las  comparecencias  se  actuarán  por  ante  un 
secretario  particular,  que  no  podrá  ser  el  escribano  ú  actúa* 
rio  del  tribunal  de  comercio. Su  nombramiento  se  hará  por 
los  intendentes,  á  propuesta  de  los  jueces  avenidores. 

En  donde  no  baya  tribunal  de  comercio  actuarán  en  las 
comparecencias  los  secretarios  de  los  ayuntamientos. 

1 208.  —  Las  funciones  de  los  jueces  avenidores  son  hono- 
ríficas y  gratuitas. 


1209.  —  En  los  negocios  mercantiles  de  menor  cuantía 
sera  verbal  la  instrucción,  redactándose  solo  un  acta  en 
que  se  expresarán  los  nombres  del  demandante  y  deman- 
dado, sus  pretensiones  respectivas,  el  resultado  breve  de  las 
pruebas  que  presentaren,  y  la  resolución  judicial,  que  se 
llevará  á  efecto  por  el  procedimiento  de  apremio,  sin  admi- 
tirse recurso alguno'contra  ella. 

121 0.  —  Son  causas  de  menor  cuantía  las  demandas  cuyo 
interés  no  exceda  de  mil  reales  vellón  en  los  tribunales  de 
comercio,  y  de  quinientos  en  los  juzgados  ordinarios. 

1211.  —  En  los  tribunales  de  comercio  no  puede  fallarse 
causa  alguna  por  menos  de  tres  jueces. 

Para  hacer  sentencia  han  de  concurrir  dos  votos  confor- 
mes de  toda  conformidad. 

Las  discordias  que  ocurran  en  los  fallos  de  los  tribunales 
de  comercio  se  decidirán  por  los  cónsules  sustitutos,  con 
nueva  vista  de  autos. 

1212.  —  En  las  causas  de  mayor  cuantía,  cuyo  interés 
no  sea  mayor  de  tres  mil  reales  en  los  tribunales  de  comer- 
cio y  de  dos  mil  en  los  juzgados  ordinarios,  causan  ejecu- 
torias sus  respectivas  sentencias. 

Solo  tendrá  lugar  el  recurso  de  nulidad  para  ante  la  real 
audiencia  del  territorio  cuando  se  hayan  violado  en  el  pro- 
cedimiento las  formas  sustanciales  del  juicio. 

1213.  —  Los  tribunales  de  comercio  fundarán  todas  las 
sentencias  definitivas  é  inlerlocutorias  que  pronuncien  en 
causas  de  mayor  cuantía. 

Los  fundamentos  se  reducirán  á  establecer  la  cuestión  de 
derecho  ó  de  hecho  sobre  que  recae  sentencia,  y  hacer  refe- 
rencia de  las  leyes  que  lesean  aplicables,  sin  comentarios 
ni  otras  exposiciones. 

1214.  —  La  tercera  instancia  no  tengrá  lugar  en  las 
causas  de  comercio  sino  cuando  en  grado  de  apelación  se 
hubiese  revocado  en  todo  ó  en  parte  la  sentencia  de  pri- 
mera instancia. 

1215.  —  Los  jueces  de  la  tercera  instancia  en  este  género 
de  causas  serán  siempre  distintos  de  los  que  fallaron  en 
grado  de  apelación. 

1216.  —  En  las  causas  sobre  negocios  de  comercio  no 
tiene  lugar  el  caso  de  corte,  ni  pueden  los  tribunales  de 
apelación  avocarse  por  motivo  alguno  el  conocimiento 
en  primera  instancia. 

1217.  —  De  la  sentencia  en  grado  de  apelación  confir- 
matoria de  la  de  primera  instancia,  ni  de  la  de  revista  en 
los  casos  que  esta  procede,  no  se  da  otro  recurso  en  las 
causas  de  comercio  que  el  de  injusticia  notoria. 

Este  recurso  tendrá  solamente  lugar  cuando  se  inter- 
ponga de  sentencia  definitiva,  y  el  interés  de  la  causa 
exceda  de  cincuenta  mil  reales  vellón. 

1218.  —  La  declaración  de  injusticia  notoria  no  tiene 
lugar  en  las  causas  de  comercio  sino  por  violación  mani- 
fiesta en  el  proceso  de  las  formas  sustanciales  del  juicio  en 
la  última  instancia  ó  por  el  fallo  dado  en  esta  contra  ley 
expresa. 

1219.  —  En  cuanto  al  orden  de  instrucción  y  sustancia- 
cion  en  todos  los  procedimientos  é  instancias  que  tienen 
lugar  en  las  causas  de  comercio,  se  estará  á  lo  que  pres- 
criba el  Código  de  enjuiciamento,  rigiendo  entre  tanto  una 
ley  provisional  que  promúlgale  sobre  esta  materia. 


LEY  DE  ENJUICIAMIENT 


SOBRE  LOS  NEGOCIOS  Y  CAUSAS  DE  COMERCIO. 


TITULO  PRIMERO. 

DE   LA  COMPARECENCIA  ANTE   LOS   JUECES   AVENIDORES. 

Articulo  i.  —  Conforme  á  lo  prevenido  en  el  artículo 
1205  del  Código  de  Comercio,  no  tendrá  curso  acción  al- 
guna judicial  sobre  negocios  mercantiles,  sin  que  se  pre- 
sente con  la  demanda  la  certificación  que  acredite  haberse 
celebrado  la  comparecencia  ante  el  juez  avenidor  compe- 
tente, ó  que  haya  dejado  de  celebrarse  por  contumacia  del 
demandado. 

El  juez  y  escribano  que  contravinieren  á  esta  disposición, 
incurrirán  individualmente  en  la  multa  de  mil  reales 
vellón. 

2.  —  Serán  nulas  todas  las  diligencias  judiciales  obradas 
sobre  demanda  á  que  no  haya  precedido  la  celebración  de 
la  comparecencia,  resarciéndose  por  el  demandante  las 
costas,  daños  y  perjuicios  causados  á  la  parte  contra  quien 
se  hubiere  procedido. 

Esta  disposición  no  se  entiende  con  el  procedimiento  de 
embargo  provisional  en  los  casos  que  tenga  lugar  con  ar- 
reglo á  derecho. 

3.  —  No  será  necesaria  la  celebración  de  la  compare- 
cencia en  las  acciones  que  se  intenten  por  incidencia  de  un 
juicio  pendiente  en  el  mismo  proceso,  y  contra  personas 
que  hagan  parte  en  él,  ó  hayan  sido  emplazadas  para  su 
seguimiento. 

4.  —  En  las  demandas  contra  establecimientos  públicos, 
corporaciones  ó  sociedades,  se  entenderá  la  obligación  de 
concurrir  á  la  comparecencia  en  cualquiera  de  las  personas 
que  tengan  la  administración  de  los  negocios  del  estable- 
cimiento, corporación  ó  sociedad. 

5.  —  Los  factores  ó  administradores  de  personas  par- 
ticulares estarán  también  obligados  á  concurrir  á  las  com- 
parecencias á  que  sean  llamados  en  representación  de  sus 
principales  : 

1."  Cuando  tengan  poder  para  contestar  demandas,  y  la 
acción  se  dirija  contra  los  bienes  comprendidos  en  su  admi- 
nistración. 

2.°  Sobre  los  contratos  que  hubieren  celebrado  en  cali- 
dad de  administradores  mientras  lo  fueren,  y  sobre  los  ce- 
lebrados por  sus  antecesores  en  la  administración,  cuando 
hubieren  tomado  parte  en  su  ejecución. 

6.  —  En  los  establecimientos  mercantiles  ó  fabriles, 
dirigidos  por  factores  constituidos  con  las  formalidades  pre- 
venidas en  el  artículo  124  del  Código  de  Comercio,  estarán 
obligados  á  concurrir  á  las  comparecencias  sobre  todos  los 
negocios  pertenecientes  al  establecimiento  confiado  á  su 
administración. 

7.  —  Las  comparecencias  se  celebrarán  ante  el  juez 
avenidor  del  partido  judicial  del  tribunal  de  comercio  ó  del 
juzgado  de  primera  instancia  á  que  corresponda  conocer 
del  negocio  sobre  que  versen. 


8.  —  Cuando  el  demandado  no  resida  en  el  partido 
donde  deba  seguirse  el  juicio,  podrá  celebrarse  también  la 
comparecencia  á  elección  de  la  parte  actora  ante,  el  juez 
avenidor  del  territorio  en  donde  tenga  su  domicilio  la  de- 
mandada. 

9.  —  Para  la  comparecencia  ha  de  preceder  providencia 
del  juez  avenidor  solicitada  por  el  actor ,  mediante  memo- 
rial en  que  expondrá  con  brevedad  y  sencillez  : 

El  nombre  y  apellido,  clase,  profesión  ó  ejercicio,  y  el 
domicilio  ó  residencia  de  la  persona  contra  quien  dirige  su 
repetición. 

El  negocio,  contrato  ó  derecho  en  que  esta  se  funda  ; 

Y  la  pretensión  que  deduce  como  objeto  de  la  diligencia. 

10.  —  La  persona  mandada  comparecer  será  citada  al 
efecto  por  cédula  expedida  y  firmada  por  el  secretario  del 
juzgado  de  avenencia  en  que  se  hará  expresión  de  todas 
las  circunstancias  siguientes  : 

El  nombre,  apellido  y  territorio  jurisdiccional  del  juez 
avenidor  ante  quien  se  haya  de  celebrar  la  compare- 
cencia. 

El  nombre,  apellido  y  domicilio  de  la  persona  á  cuya 
instancia  se  haya  mandado. 

La  pretensión  que  haya  deducido. 

El  nombre  y  apellido,  profesión  y  domicilio  de  la  per- 
sona que  se  manda  citar. 

El  dia  y  hora  señalados  para  la  celebración  de  la  compa- 
recencia. 

El  lugar  en  que  se  haya  de  verificar. 

El  apercibimiento  á  la  persona  citada  de  que  le  parará  el 
perjuicio  que  proceda  en  derecho. 

Esta  cédula  se  entregará  por  el  alguacil  del  juzgado  en 
la  casa  habitación  de  la  persona  á  quien  se  dirija,  si  tuviere 
su  domicilio  ó  residiere  accidentalmente  en  el  mismo  pue- 
blo donde  haya  de  verificarse  la  comparecencia;  y  en  el 
caso  de  no  hallársele  en  su  habitación,  se  le  entregará  á  su 
familia  ó  criados,  ó  á  otra  de  las  personas  que  vivan  en 
ella,  tomando  razón  el  alguacil  del  nombre,  apellido  y  ca- 
lidad del  sugeto  que  la  reciba. 

El  secretario  del  juzgado  de  avenencia  anotará  la  expe- 
dición de  la  cédula,  y  la  relación  que  hará  el  alguacil  de  su 
entrega,  expresando  á  quién  la  hubiere  hecho. 

11.  —  Cuando  la  citación  se  hubiere  de  hacer  fuera  de 
la  residencia  del  juez  avenidor,  se  remitirá  la  cédula  al 
alcalde  del  pueblo  en  que  corresponda  practicarse,  para 
que  disponga  su  entrega  á  la  persona  á  quien  vaya  diri- 
gida en  los  términos  prevenidos  en  el  artículo  precedente, 
dando  aviso  de  haberse  esta  verificado  con  remisión  da 
la  relación  original  del  alguacil  que  hubiese  practicado  la 
diligencia. 

12.  —  Entre  la  citación  y  el  acto  de  la  comparecencia 
mediará  á  lo  menos  un  dia  natural,  teniendo  la  persona 
citada  su  domicilio  ó  residencia  en  la  misma  población. 

Siendo  de  extraño  domicilio  se  graduará  el  plazo  pruden- 
cialmente  por  el  juez  en  consideración  à  la  distancia,  à  la 
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frecuencia  de  correos  y  facilidad  de  las  comunicaciones 
entre  los  dos  pueblos,  y  á  las  circunstancias  del  camino  y 
de  la  estación.  El  plazo  señalado  empezará á  correr  desde 
la  fecha  en  que  resulte  haberse  hecho  la  entrega  de  la  cé- 
dula de  citación. 

13.  —  Por  motivos  de  urgencia  manifiesta  y  grave,  á 
juicio  del  juez  avenidor,  podrá  celebrarse  la  comparecen- 
cia en  acto  continuo  de  haberse  hecho  la  citación,  siempre 
que  se  haya  verificado  en  persona  al  citado,  ó  reducirse  el 
plazo  al  número  de  horas  que  se  estime  suficiente,  para 
que  entregándose  la  cédula  á  su  familia  ó  criados,  pudiese 
llegar  á  su  noticia. 

14.  —  El  secretario  del  juzgado  de  avenencia  tendrá  un 
registro  en  que  se  copiarán  literalmente  las  cédulas  de  cita- 
ción que  se  expidan,  anotándose  á  continuación  de  cada 
una  el  dia  y  hora  en  que  se  le  dé  curso,  con  el  nombre  y 
apellido  del  alguacil  á  quien  se  encargue  su  entrega. 

Si  se  dirigiere  al  alcalde  de  otro  domicilio,  se  hará 
expresión  de  la  fecha  en  que  se  expida  el  oficio  de  remi- 
sión,, y  de  haberse  enviado  este  por  el  correo,  ó  por  medio 
de  alguna  persona,  designándose  la  que  fuere. 

15.  —  Tanto  la  parte  citante,  como  la  citada,  deberán 
presentarse  en  persona  á  la  comparecencia,  si  residieren 
en  el  mismo  pueblo.  Hallándose  ausentes,  ô  si  les  asistiere 
otro  motivo  para  no  hacerlo,  podrá  representarlos  un  apo- 
derado con  obligación  de  producir  en  el  mismo  acto  la 
escritura  de  poder  que  acredite  su  personalidad. 

16.  —  Podrán  también  las  partes  interesadas  que  tengan 
desavenencia  sobre  cualquiera  negocio  de  comercio,  presen- 
tarse voluntariamente  al  juez  avenidor  para  que  se  cele- 
bre la  comparecencia  sin  necesidad  de  que  preceda  cita- 
ción. 

17.  —  En  el  acto  de  la  comparecencia  se  observará  rigo- 
rosamente el  orden  siguiente  : 

El  actor  explicará  su  pretensión  y  los  fundamentos  en 
que  la  apoye. 

El  demandado  contestará  conformándose  á  ella,  ó  impug- 
nándola, ó  bien  haciendo  proposiciones  de  acomoda- 
miento á  que  el  actor  podrá  replicar  lo  que  tenga  por  opor- 
tuno. 

Las  partes  podrán  exhibir  documentos  para  fundar  sus 
pretensiones,  teniéndose  presente  su  contenido  en  la  confe- 
rencia; pero  no  se  les  permitirá  presentar  testigos  ni  otro 
género  de  prueba. 

El  juez  avenidor  en  vista.de  lo  expuesto  por  ambas  par- 
tes, les  propondrá  los  medios  de  conciliación  que  halle  mas 
conformes  á  justicia  y  equidad,  inclinándolas  á  que  tran- 
sijan y  se  convengan. 

Los  interesados  podrán  conformarse  ó  no  con  sus  respec- 
tivas propuestas,  ó  con  las  que  les  haya  hecho  el  juez 
avenidor. 

Si  resultare  convenio,  se  extenderán  en  el'acta  las  con- 
diciones de  este  á  satisfacción  de  los  interesados  ;  pero  si 
no  lo  hubiere,  se  hará  solamente  una  breve  relación  de 
las  pretensiones  respectivas  de  las  partes,  y  de  que  no  se 
convinieron. 

En  seguida  y  sin  separarse  los  interesados  se  les  leerá  el 
acta,  y  la  firmarán  con  el  juez  y  el  secretario,  expidién- 
dose certificación  á  la  letra  de  ella  á  la  que  la  solicitare. 

18.  —  Todas  las  actas  de  comparecencias  se  extenderán 
por  el  orden  progresivo  con  que  se  vayan  celebrando,  en  * 
un  libio  que  habrá  en  cada  juzgado  de  avenencia  destinado 
para  ello  con  el  título  de  libro  de  comparecencias. 

Las  actas  se  seguirán  una  á  la  otra  sin  dejar  hojas  ni 
espacios  algunos  en  blanco;  y  cuando  haya  que  salvar  al- 


guna enmienda  ó  entrerenglonadura,  ha  de  rubricarse  lo 
salvado  por  el  juez,  el  escribano  y  los  interesados. 

49.  —  Los  jueces  avenidores  cuidarán  de  que  las  partes 
no  se  excedan  en  las  contestaciones  que  tengan  en  las  com- 
parecencias, haciéndoles  las  amonestaciones  convenientes 
para  que  guarden  el  orden  y' circunspección  debidos.  En 
caso  de  no  contenerse  por  sus  apercibimientos,  tendrán 
facultad  para  imponer  multas  hasta  en  la  cantidad  de  dos- 
cientos reales;  y  si  los  excesos  llegasen  á  ser  criminales, 
ordenarán  la  prisión  del  delincuente,  poniéndolo  á  dispo- 
sición del  juez  competente  á  quien  remitirán  certificación 
de  Jo  ocurrido  para  que  proceda  con  arreglo  á  derecho. 

20.  —  Los  convenios  que  hagan  en  las  comparecencias 
las  personas  que  tengan  capacidad  legal  para  ejercer  actos 
de  comercio  conforme  á  los  artículos  3.°,  4.°  y  5.o  del  Código, 
tendrán  fuerza  ejecutiva  entre  las  partes  obligaos,  cómo 
si  se  hubieran  contratado  en  escritura  pública,  sin  admi- 
tirse mas  excepciones  contra  ellos,  que  las  que  proceden 
según  derecho  en  la  misma  via  ejecutiva. 

21.  —  Cuando  los  intereses  sobre  que  haya  recaído  la 
transacción,  pertenezcan  á  menores,  manos  muertas,  bienes 
comunes,  establecimientos  públicos  ú  otra  propiedad  cuyos 
administradores  no  tienen  facultad  para  transigir  por  sí,  no 
será  eficaz  la  transacción  hasta  que  se  evacúen  las  diligen- 
cias prevenidas  por  derecho  para  la  validación  de  lo  tran- 
sigido, y  su  aprobación  por  el  juez,  autoridad  ó  persona á 
quien  competa  darla. 

22.  —  Las  partes  comparecientes  podrán  comprome- 
terse al  juicio  arbitrario  del  juez  avenidor,  yen  esto  caso 
el  acta  de  comparecencia  será  equivalente  á  un  compro- 
miso hecho  en  escritura  pública  y  producirá  ios  mismos 
efectos. 

23.  —  Las  comparecencias,  como  actos  extrajudiciales, 
podrán  celebrarse  en  dias  feriados  después  de  los  diinos 
oficios  ;  pero  no  podrá  hacerse  acto  alguno  judicial  á  con- 
secuencia de  ellas,  sino  en  los  dias  hábiles,  á  menos  que 

,por  causas  suficientes  con  arreglo  á  derecho  se  habiliten 
los  feriados. 

24.  —  Las  costas  de  citación  y  de  la  celebración  de  la 
comparecencia,  con  arreglo  al  arancel,  serán  de  cargo  del 
que  las  promueva.  Las  de  la  certificación  se  sufragarán 
por  el  que  la  solicite. 

2b.  —  Si  la  parte  citada  no  concurriese  á  la  compare- 
cencia en  el  dia  y  lugar  marcados  en  la  cédula  de  citación, 
se  pondrá  en  el  libro  de  actas  nota  de  no  haber  compare- 
cido, firmándola  el  juez,  el  secretario  y  el  actor,  al  que  se 
librará  certificación  en  que  se  insertarán  á  la  letra  la  cita- 
ción y  la  expresada  nota. 

Con  este  documento  podrá  ejercer  sus  acciones  contra 
el  citado,  cuando  le  conviniere. 

26.  —  Faltando  á  la  comparecencia  la  parte  que  la  hu- 
biere promovido,  se  tendrá  por  no  hecha  la  citación,  con- 
denándosele en  la  multa  de  cien  reales  y  en  la  indemni- 
zación de  diez  reales  por  legua  en  favor  de  la  parte  citada 
que  hubiese  acudido  de  diferente  población  para  celebrar 
la  comparecencia,  ó  de  los  derechos  causados  en  conferir 
poder  à  la  persona  que  se  hubiere  presentado  en  su 
nombre. 

Sin  hacer  constar  el  pago  de  la  multa  é  indemnización, 
no  se  proveerá  nueva  citación  para  comparecencia  sobre 
el  mismo  negocio. 

27.  —  Cuando  ambas  partes  dejaren  de  acudir  á  la 
comparecencia,  se  tendrá  por  no  hecha  la  citación  sin  im- 
ponérseles pena  abnina,  y  podrá  hacerse  de  nuevo  solici- 
tándose en  la  forma  prescrita  en  el  artículo  9." 
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TITULO  SEGUNDO. 

DISPOSICIONES   COMUNES   A   TODOS   LOS  JUICiOS   SOBRE 
NEGOCIOS  DE   COMERCIO. 

28.  —  Los  tribunales  de  comercio  oirán  las  partes  liti- 
gantes, y  librarán  los  pleitos  en  el  lugar  destinado  para 
sus  sesiones,  y  no  en  otra  parte. 

Los  priores  podrán  despachar  en  sus  habitaciones  las 
resoluciones  que  les  corresponda  proveer  por  sí  solos,  y  la 
misma  facultad  tendrán  los  cónsules  para  las  providencias 
que  den,  como  jueces  comisarios,  ó  en  virtud  de  cualquiera 
otra  comisión  que  les  haya  conferido  el  tribunal. 

29.  —  No  se  hará  acto  alguno  judicial  en  los  dias  de  las 
fiestas  religiosas,  ó  civiles  reservadas  expresamente  por 
las  leyes,  bajo  pena  de  nulidad  de  lo  actuado  ;  á  menos  que 
por  causa  urgente  se  providencie  su  habilitación. 

30.  —  Será  causa  urgente  para  habilitar  los  dias  feria- 
dos el  riesgo  manifiesto  de  quedar  ilusoria  una  providencia 
judicial,  ó  de  malograrse  una  diligencia  importante  para 
acreditar  el  derecho  de  las  partes  por  diferirse  la  actuación 
al  dia  no  feriado. 

31.  —  Por  solo  el  consentimiento  de  los  litigantes,  sin 
mediar  causa  legal,  no  puede  concederse  la  hábitalicion  de 
los  dias  feriados. 

32.  —  La  habilitación  no  puede  proveerse  sino  por  el 
tribunal,  y  no  por  el  prior  ni  otro  de  sus  individuos  en 
particular,  salvo  con  respecto  á  las  diligencias  que  estos 
puedan  legítimamente  proveer  también  por  sí  solos. 

33.  —  Todas  las  personas  que  tengan  capacidad  para  co- 
merciar, conforme  á  las  disposiciones  de  los  artículos  3.°, 
4.°  y  5.°  delCódigo, pueden  parecer  en  juicio  sobre  sus  ne- 
gocios y  contratos  de  comercio. 

34.  —  Serán  arbitros  los  comerciantes  de  seguir  sus  li- 
tigios en  nombre  propio,  ó  de  constituir  por  apoderados 
especiales  para  hacerlo  á  sus  factores  ó  mancebos  que  ten- 
gan veinte  y  cinco  años  cumplidos;  pero  habiéndose  de 
valer  de  persona  que  no  tenga  la  calidad  de  dependiente 
de  su  establecimiento  mercantil,  no  podrán  ser  represen- 
tados sino  por  los  procuradores  de  causas  del  tribunal  ante 
que  penda  el  juicio. 

35.  —  La  persona  que  litigue  por  su  propio  derecho,  ó 
el  apoderado  especial  que  lo  haga  en  nombre  ajeno,  ha  de 
tener  domicilio  en  el  lugar  donde  se  sigue  el  juicio  ;  y  en 
su  defecto  nombrará  procurador  de  causas  con  quien  se  en- 
tiendan las  diligencias  que  ocurran  en  él,  sin  lo  cual  no  se 
le  prestará  audiencia. 

36.  —  En  virtud  de  la  aceptación  del  poder  queda  obli- 
gado el  procurador  á  seguir  el  juicio  hasta  el  término  de 
la  instancia  en  que  haya  hecho  parte,  y  no  podrá  excu- 
sarse de  oir  las  notificaciones  que  se  le  hagan,  y  represen- 
tar á  su  poderdante  en  las  diligencias  para  que  sea  citado, 
á  menos  que  cese  su  representación  por  alguno  de  los 
modos  siguientes  : 

Por  la  revocación  del  poder  de  parte  del  poderdante. 

Por  el  desistimiento  del  uso  del  poder  de  parte  del  pro- 
curador, luego  que  conste  habérsele  hecho  saber  al  poder- 
dante por  medio  de  escribano  que  de  ello  dé  fe. 

Por  la  separación  de  las  acciones  ó  defensas  deducidas 
en  el  pleito  que  haga  la  misma  parte  interesada,  ó  el  pro- 
curador en  su  nombre  con  poder  especial  para  ello. 

Por  la  trasmisión  á  otra  persona  de  los  derechos  deduci- 
dos por  el  litigante,  ó  caducidad  de  la  personalidad  con 
que  litigaba. 

37.  —  La  aceptación  del  poder  se  presume  de  derecho, 


aunque  no  la  haga  expresamente  el  procurador,  por  solo 
el  hecho  de  presentar  el  poder  en  juicio. 

38.  —  Será  asimismo  arbitrario  en  las  personas  que  li- 
tigan en  los  tribunales  de  comercio,  valerse  de  la  asisten- 
cia y  dirección  de  letrado  para  el  ejercicio  de  sus  acciones 
y  defensas. 

En  su  virtud  tendrán  curso  en  los  mismos  tribunales  los 
pedimentos  y  alegatos  de  las  partes  con  firma  de  letrado  ó 
sin  ella,  y  estos  podrán  informar  en  voz  en  sus  audiencias, 
gozando  cuando  lo  hagan  de  lugar  preferente,  y  guardán- 
doseles las  consideraciones  y  prerogativas  que  las  leyes 
tienen  declaradas  á  su  ministerio. 

39.  —  Los  autos  originales  no  se  entregarán  á  las  par- 
tes litigantes  ni  á  sus  apoderados  que  no  lengan  la  calidad 
de  procuradores  de  causas,  sino  bajo  el  recibo  de  uno  de 
estos.  En  defecto  de  esta  garantía  se  entregarán  directa- 
mente los  procesos  por  los  escribanos  á  los  letrados  defen- 
sores que  designen  las  partes  ;  y  no  teniéndolos,  se  les 
pondrán  á  estas  de  manifiesto  en  el  oficio  del  actuario  para 
que  los  examinen  y  saquen  las  notas  que  les  convengan. 

40.  —  En  los  negocios  de  comercio  pendientes  en  los 
tribunales  superiores  estarán  sujetas  las  partes  á  entablar 
sus  recursos  y  dirigir  sus  defensas  con  dirección  de  letrado 
y  por  medio  de  procurador  de  número,  en  la  forma  pres- 
crita por  las  leyes  comunes  y  ordenanzas  de  cada  tri- 
bunal. 

41.  —  Las  demandas  y  demás  escritos  ó  alegaciones  so- 
bre negocios  de  comercio  se  extenderán  con  la  claridad  po- 
sible, excusándose  redundancias  y  repeticiones,  y  reducién- 
dose à  exponer  sucintamente  los  hechos  y  antecedentes  del 
negocio,  el  derecho  ó  acción  que  se  deduce, y  la  pretensión 
con  que  se  concluye,  fijando  en  esta  en  términos  positivos 
y  precisos  la  cosa  que  se  pide,  el  modo  legal  con  que  se 
solicita,  y  la  persona  contra  quien  se  dirige  la  instancia. 

42.  —  Los  tribunales  podrán  desechar  de  oficio  las  ac- 
ciones que  se  propongan  indeterminada  ó  confusamente, 
previniendo  alas  partes  que  las  aclaren  y  especifiquen  con- 
forme á  derecho. 

En  defecto  de  hacerlo,  quedará  á  salvo'su  derecho  á  la 
parte  á  quien  pare  perjuicio  la  acción  entablada  defectuo- 
samente, para  oponerse  al  progreso  de  ella  hasta  que  se 
proponga  según  corresponde. 

43.  —  Ningún  escrito  se  admitirá  en  la  escribanía  sin 
estar  firmado  por  la  parte  á  cuyo  nombre  se  presenta.  No 
sabiendo,  ó  no  pudiendo  esta  escribir,  deberá  presentar  en 
persona  el  escrito  y  dar  fe  de  ello  el  escribano,  expresando 
en  la  diligencia  de  presentación  la  causa  de  no  estar  fir- 
mado. 

El  escribano  queda  siempre  responsable  de  la  identidad 
de  la  persona  á  cuyo  nombre  se  hace  la  presentación  de 
los  escritos. 

44.  —  En  los  escritos  y  alegatos  será  lícito,  tanto  á  la 
parles  como  á  sus  letrados,  citar  las  leyes  del  reino  en  que 
apoyen  sus  defensas,  por  su  número,  título,  libro  y  cuerpo 
legal  en  donde  obren,  y  exponer  las  disposiciones  de  las 
leyes  citadas,  pero  no  podrán  insertarlas  ó  copiarlas  à  la 
letra.  En  los  informes  verbales  les  será  permitido  no  solo 
citarlas,  sino  también  leer  su  texto  para  hacer  aplicación 
de  este  á  la  cuestión  que  se  controvierta. 

45.  —  No  será  permitido  abultar  y  prolongarlos  escritos 
y  alegatos  con  citas  doctrinales  de  los  autores  que  han 
escrito  sobre  jurisprudencia,  ni  de  las  leyes  del  derecho  ro- 
mano ó  de  paises  extranjeros,  devolviéndose  à  las  partes 
los  que  presenten  en  contravención  de  esta  ley,  ó  des- 
glosándose del  proceso  en  cualquiera  estado  en  que  esta 
se  advierta. 


—  76  — ' 


Si  estuviere  suscrito  de  letrado,  será  este  condenado  á 
la  restitución  de  los  honorarios  que  haya  devengado  pol- 
la formación  del  escrito  ó  alegato. 

46.  —  La  persona  que  se  presente  en  juicio  por  un  de- 
recho que  no  sea  propio,  aunque  le  competa  ejercerlo  por 
razón  de  su  oficio  ó  de  investidura  que  le  venga  de  la  ley; 
como  el  tutor  por  su  pupilo,  el  superior  ó  procurador  de 
una  comunidad  por  esta,  el  albacea  de  una  testamentaría 
por  la  misma,  ú  otra  que  esté  en  igual  caso,  acompañará 
con  su  primer  escrito  los  documentos  que  acrediten  su 
personalidad,  sin  lo  cual  no  se  dará  curso  á  sus  preten- 
siones. 

En  la  misma  obligación  estarán  el  heredero  que  ejercite 
los  derechos  de  la  persona  á  quien  haya  sucedido  y  el 
marido  que  accione  por  los  de  su  mujer. 

47.  —  Los  apoderados  y  procuradores  acreditarán  su 
personalidad  desde  la  primera  gestion  que  hagan  en  nombre 
de  sus  poderdantes  con  la  competente  escritura  de  poder; 
y  en  otra  forma  no  serán  tenidos  por  tales,  aun  cuando 
protesten  hacerlo  en  el  progreso  del  juicio. 

48.  —  El  actor  en  toda  especie  de  juicios  ha  de  producir 
con  su  demanda  las  escrituras  y  documentos  originales 
que  justifiquen  el  derecho  que  deduce,  y  de  los  que  no 
pueda  presentar  por  no  obrar  en  su  poder,  hará  la  debida 
mención  con  la  individualidad  posible  sóbrelo  que  de  ellos 
resulte,  y  del  archivo,  oficina  pública  ú  otro  lugar  en 
donde  se  encuentren  los  originales. 

Después  no  se  le  admitirán  nuevos  documentos  que  no 
sean  de  fecha  posterior  á  la  demanda,  ó  bajo  juramento 
que  haga  el  demandante,  si  fueren  de  fecha  anterior,  de 
que  antes  no  habia  tenido  noticia  de  ellos. 

49.  —  El  demandado  presentará  también  con  la  contes- 
tación de  la  demanda  los  documentos  en  que  funde  la 
impugnación,  quedándole  la  facultad  de  producir  en  el 
progreso  del  juicio  los  demás  que  descubra  posteriormente 
para  justificar  sus  excepciones. 

50.  —  Todas  las  providencias  que  se  den  en  el  juicio  se 
firmarán  por  los  jueces  que  asistan  á  la  audiencia,  aun 
cuando  alguno  de  ellos  disienta  de  la  resolución  acordada 
por  la  mayoría. 

En  las  de  simple  sustanciacion  será  suficiente  que  se 
rubriquen  :  en  las  de  los  autos  interlocutorios  que  causen 
estado,  se  pondrá  media  firma,  y  eu  las  definitivas,  así 
como  en  los  autos  de  cumplimiento  á  las  providencias  de 
los  tribunales  superiores,  firma  entera. 

El  escribano  actuario  la  pondrá  también  entera  en  todo 
género  de  providencias,  dando  fe  de  Jo  proveído,  y  haberse 
rubricado  ó  firmado  por  los  jueces. 

51.  —  Los  letrados  consultores  serán  consultados  por  los 
tribunales  en  las  dudas  de  derecho  que  ocurran,  tanto  en 
la  sustanciacion,  como  en  la  decisión  de  los  procesos. 

Darán  sus  dictámenes  por  escrito,  y  estos  se  reservarán 
en  un  legajo  particular,  colocándolos  por  orden  según  su 
fecha,  y  con  separación  de  negocios.  Su  custodia  estará  á 
cargo  del  prior. 

52.  —  Para  que  sea  consultado  el  letrado  consultor  será 
suficiente  que  uno  solo  de  los  jueces  lo  exija,  aun  cuando 
los  demás  no  lo  estimen  necesario. 

53.  —  En  las  consultas  se  fijará  determinadamente  por 
el  tribunal  ó  por  el  juez,  á  cuya  propuesta  se  haga,  el 
punto  ó  duda  de  derecho  sobre  que  se  exige  el  dictamen 
del  consultor. 

o  4.  —  En  negocios  urgentes  podrá  el  tribunal  llamar  al 
letrado  consultor  para  que  asista  á  la  audiencia,  y  resuelva 
en  el  acto  las  dudas  que  le  proponga,  haciéndolo  siempre 


por  escrito,  conforme  á  lo  dispuesto  en  el  artículo  1197 
del  Código  de  Comercio. 

En  estos  casos,  como  siempre  que  el  consultor  concurra 
al  tribunal,  ocupará  el  último  lugar  después  del  cónsul 
mas  moderno,  en  el  mismo  orden  de  asientos  en  que  se 
hallen  colocados  los  jueces. 

55.  —  Los  tribunales  de  comercio  no  están  obligados  á 
proveer  según  el  dictamen  de  los  letrados  consultores,  y 
podrán  exigir  el  de  otros  letrados  que  se  nombrarán  á 
mayoría  de  votos,  ó  bien  arreglar  sus  fallos  según  su  con- 
ciencia, bajo  su  responsabilidad. 

Cuando  se  exija  el  dictamen  de  letrado  distinto  del 
consultor,  se  unirá  al  que  este  hubiere  dado,  colocándose 
juntos  en  el  legajo  de  dictámenes. 

56.  —  Cuando  las  providencias  que  den  los  tribunales 
de  comercio  sean  conformes  al  dictamen  del  letrado  con- 
sultor, será  este  responsable  del  error  de  derecho  que 
contuviere  lá  providencia,  y  no  los  jueces  que  la  hubiesen 
acordado. 

57.  — Si  el  tribunal  de  comercio  desechando  el  dictamen 
de  su  consultor  usare  de  la  facultad  de  elegir  otro  letrado, 
y  proveyese  con  arreglo  al  dictamen  de  este,  serán  res- 
ponsables de  cualquier  error  de  derecho  que  hubiere  en  Ja 
providencia  los  jueces  que  la  hayan  acordado,  sin  perjuicio 
de  la  responsabilidad  que  por  su  ministerio  tenga  el  letrado 
que  hubiere  dado  el  dictamen  erróneo. 

58. —  Los  jueces  de  los  tribunales  de  comercio  son 
siempre  responsables  de  las  providencias  que  den  contra 
derecho  y  justicia,  por  colusión,  cohecho,  parcialidad  ó 
error  voluntario.  Este  se  presume  legalmente  en  todo  fallo 
contra  ley  en  que  no  hayan  exigido  dictamen  al  letrado 
consultor  sobre  la  cuestión  de  derecho. 

59.  —  Los  escribanos  actuarios  estarán  presentes  á  la 
audiencia,  y  no  se  podrá  hacer  actuación  alguna  sin  su  asis- 
tencia. 

Cuando  alguno  deje  de  concurrir  por  enfermedad,  ausen- 
cia ú  otra  justa  causa,  le  sustituirá  el  escribano  de  diligen- 
cias del  mismo  tribunal. 

60.  —  Las  notificaciones  se  harán  leyéndose  íntegra- 
mente la  providencia  á  la  persona  á  quien  se  haga,  y  dán- 
dole en  el  acto  copia  literal  de  ella,  aun  cuando  no  la  pida, 
y  en  la  diligencia  se  hará  expresión  de  haberse  cumplido 
lo  uno  y  lo  otro. 

61.  —  Todas  las  diligencias  de  notificación  y  citación  se 
firmarán  por  la  persona  á  quien  se  hayan  hecho  ;  y  no  sa- 
biendo hacerlo  por  un  testigo  presencial  á  su  ruego. 

62.  —  Cuando  las  notificaciones  se  hagan  por  cédula, 
á  causa  de  no  haber  podido  ser  habida  la  persoua  á  quien 
se  dirijan,  se  expresará  en  la  diligencia  el  nombre,  calidad 
y  habitación  de  la  persona  á  quien  se  entregue  la  cédula, 
y  esta  firmará  su  recibo,  ó  un  testigo  presencial  por  ella, 
si  no  supiere  hacerlo. 

63.  —  Omitiéndose  en  las  notificaciones  las  formali- 
dades prevenidas  en  los  tres  artículos  precedentes,  se  ten- 
drán por  no  hechas,  y  se  declararán  nulos  los  procedi- 
mientos ulteriores  que  no  se  hubieran  podido  practicar  sin 
haberse  hecho  las  notificaciones  legítimamente,  á  menos 
que  la  persona  notificada  por  algún  escrito  posterior  á  la 
notificación,  ó  en  diligencia  judicial  practicada  por  ella,  ó 
á  su  instancia  se  hubiere  manifestado  sabedora  de  la  pro- 
videncia, en  cuyo  caso  se  tendrá  por  subsistente  la  notifi- 
cación. 

64.  —  El  escribano  que  notificare  una  providencia  ile- 
galmcnte  ;  incurrirá  en  la  multa  de  quinientos  reales  ve- 
llón, y  sera  además  responsable  de  los  perjuicios  que  se 
sigan  á  las  partes,  si  se  declara  por  nula. 
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63.  —  Las  declaraciones  de  las  partes  litigantes  y  el 
examen  de  los  testigos,  peritos,  ó  persona  que  en  cual- 
quiera otro  concepto  deba  declarar  en  las  causas  de  co- 
mercio, el  cotejo  de  documentos  y  toda  especie  de  diligen- 
cias probatorias,  se  cometerán  á  uno  de  los  jueces  del  tri- 
bunal, habiéndose  de  practicar  en  el  lugar  donde  este 
resida  ;  ó  si  hubiere  de  evacuarse  en  diferente  pueblo,  á 
Ja  autoridad  judicial  del  que  sea,  y  no  á  los  escribanos 
actuarios  de  diligencias  ni  receptores. 

66.  —  La  disposición  del  artículo  precedente  regirá 
también  en  las  causas  de  comercio  de  que  conozcan  en 
segunda  ó  tercera  instancia  los  tribunales  superiores, 
entendiéndose  la  delegación  para  practicar  aquellas  dili- 
gencias, si  el  tribunal  no  hallare  conveniente  hacerla  en 
uno  de  sus  ministros  con  uno  de  los  jueces  ordinarios  del 
mismo  pueblo  de  su  residencia,  si  en  este  hubieran  de 
practicarse  las  diligencias.  Siendo  en  pueblo  diferente,  se. 
cometerán  al  tribunal  de  comercio  del  mismo,  ó  no  ha- 
biéndolo al  juez  del  territorio. 

67.  —  Los  términos  y  dilaciones  de  los  juicios  comien- 
zan á  correr  desde  el  emplazamiento,  citación  ó  notifica- 
ción de  la  providencia  que  llame  la  persona  emplazada, 
citada  ó  notificada  á  usar  de  un  derecho,  ó  á  cumplir  con 
una  obligación  que  le  imponga  la  ley. 

68.  —  El  dia  de  la  notificación  no  se  cuenta  en  término 
alguno  legal  ;  pero  sí  el  del  vencimiento. 

69.  —  Tampoco  se  computan  en  los  términos  legales 
los  dias  feriados  en  que  no  puedan  actuarse  diligencias 
judiciales. 

70.  —  En  los  términos  señalados  por  la  ley  para  el 
orden  de  sustanciacion,  no  se  podrá  conceder  mas  que  una 
sola  próroga,  mediando  causa  justa  que  sea  notoria,  ó  se 
pruebe  en  el  acto  de  pedirla. 

La  próroga  no  podrá  exceder  del  término  ordinario  seña- 
lado en  la  ley. 

71.  —  No  se  podrá  acusar  mas  que  una  rebeldía  con 
término  de  veinte  y  cuatro  horas,  y  pasadas  estas,  se  ten- 
drá por  decaído  el  derecho  que  hubiere  dejado  de  usar  la 
parte  á  quien  se  le  haya  acusado. 

72.  —  Con  un  solo  pedimento  de  apremio  se  obligará 
ala  devolución  de  autos  á  la  parte  que  los  retenga  después 
de  trascurrido  el  término  de  la  comunicación,  recogién- 
dose, si  no  los  devolviere  en  el  día,  de  poder  de  cualquiera 
persona  en  quien  se  encuentren,  á  costa  del  apremiado. 

73.  —  Los  términos  fatales  no  podrán  suspenderse,  pro- 
rogarse  ni  abrirse  después  de  cumplidos  por  via  de  resti- 
tución, ni  otro  motivo  cualquiera  que  al  intento  se  ex- 
ponga. 

74.  —  Son  términos  fatales  el  que  en  cada  especie  de 
juicio  se  señala  por  la  ley  para  las  pruebas,  y  los  prefi- 
jados para  pedir  reposición  de  las  providencias  ante  los 
jueces  que  las  dieren,  ó  para  interponer  los  recursos  de 
apelación,  súplica,  nulidad  ó  injusticia  notoria,  y  cual- 
quiera otro  que  esté  determinado  por  la  ley,  con  la  cua- 
lidad de  que  pasado  no  se  admita  en  juicio  la  acción, 
excepción,  recurso  ó  derecho  para  que  estuviere  con- 
cedido. 

73.  —  Los  jueces  ordinarios  verán  las  causas  de  comer- 
cio por  sí  mismos  para  dar  sus  proveídos,  sin  valerse  de 
relatores  ni  estar  á  las  relaciones  que  hagan  los  escri- 
banos. 

76_  —  En  los  tribunales  de  comercio  se  dará  cuenta  de 
los  escritos  por  lectura  del  encabezamiento  y  conclusion 
de  cada  uno,  y  lo  demás  por  relación  del  escribano,  sin 
perjuicio  de  que  cuando  el  tribunal  lo  estime  necesario,  ó 
si  la  parte  lo  pidiere,  se  manden  leer  íntegramente,  lo  cual 


se  verificará  siempre  en  las'demandas  y  sus  contestaciones, 
aunque  las  partes  no  lo  pidan. 

Cuando  se  hayan  de  examinar  los  méritos  del  proceso 
para  proveer  cualquier  auto  interlocutorio  que  cause  es 
tado  ó  la  sentencia  difinitiva,  el  tribunal,  habida  conside- 
ración á  la  complicación  del  negocio,  y  al  volumen  del 
proceso,  al  declarar  la  causa  por  conclusa  ó  mandar 
traerla  á  la  vista,  decidirá  en  la  misma  providencia  si  se 
hubiere  de  formar  apuntamiento  del  proceso,  ó  si  el  escri- 
bano deberá  hacer  relación  de  él.  En  el  primer  caso  se 
formará  el  extracto  por  el  letrado  consultor,  y  hecho  se 
pasará  al  escribano  para  que  haga  su  lectura  el  dia  de  la 
vista,  sin  que  por  esto  deje  de  ser  obligación  del  mismo 
escribano  instruirse  del  proceso  para  satisfacer  á  las 
preguntas  que  le  haga  el  tribunal  sobre  lo  que  de  él 
resulte. 

77.  —  Despues  que  las  partes  hayan  concluido  para 
sentencia,  ó  que  por  haberse  cumplido  todos  los  trámites 
señalados  por  la  ley  para  el  juicio,  se  halle  este  concluso 
de  derecho,  no  se  admitirán  nuevas  alegaciones  ni  proban- 
zas de  especie  alguna,  cualquiera  que  sea  la  causa  que 
para  ello  se  exponga. 

78.  —  Todos  los  pleitos  conclusos  para  definitiva  se  ins- 
cribirán en  una  matrícula,  y  se  irán  viendo  por  el  orden 
de  su  inscripción,  el  cual  no  se  podrá  variar  sino  por  pro- 
videncia del  tribunal,  cuando  por  la  urgencia  de  un 
negocio  halle  conveniente  anteponer  su  vista  y  decisión. 

79.  —  Habrá  otra  matrícula  para  los  pleitos  que  se 
hayan  de  ver  para  providencia  interlocutoiia  que  cause 
eslado,  siguiéndose  en  su  vista  el  mismo  orden  de  la  ins- 
cripción con  la  excepción  prescrita  en  el  artículo  prece- 
dente. ' 

80.  —  Las  audiencias  de  los  tribunales  y  juzgados  sobre 
negocios  de  comercio,  serán  siempre  públicas  y  à  puerla 
abierta. 

Los  interesados  podrán  presentarse  á  exponer  en  voz  al 
tribunal  lo  que  hallen  conveniente  á  su  defensa,  siempre 
que  se  dé  cuenta  de  alguna  solicitud  suya,  contrayéndose 
al  objeto  de  esta.  Solo  en  las  vistas  formales  podrán  ex- 
tenderse sobre  las  resultas  del  proceso  en  general. 

81.  —  En  las  audiencias  de  los  tribunales  de  comercio 
ejercerán  estos  la  autoridad  suficiente  para  mantener  el 
buen  orden,  y  hacer  que  se  les  guarden  el  respeto  y  con- 
sideración debidas,  corrigiendo  en  el  acto  las  insubordina- 
ciones y  faltas  de  disciplina  ó  de  orden  que  se  cometan, 
con  multas  que  no  podrán  exceder  de  mil  reales  vellón;  y 
cuando  aquellas  constituyan  un  verdadero  desacato  ú  otro 
delito  que  dé  lugar  á  proceder  criminalmente,  decretarán 
la  prisión  del  delincuente  y  lo  remitirán  con  las  diligen- 
cias de  justificación  del  delito  á  la  jurisdicción  Real  ordi- 
naria. 

82.  —  Los  pedimentos  que  solo  exijan  providencia  de 
sustanciacion,  se  proveerán  en  la  audiencia  inmediata  á  su 
presentación. 

Los  autos  interlocutores  que  causen  estado,  se  darán 
á  los  tres  dias  después  de  haberse  dado  cuenta  del  pro- 
ceso. 

Las  sentencias  definitivas  se  pronunciarán  y  publicarán 
dentro  de  los  diez  dias  siguientes  á  la  audiencia  en  que  se 
hubiere  acabado  la  vista  de  los  autos. 

83.  —  Los  jueces  podrán,  después  de  visto  el  negocio 
en  audiencia  pública,  pedirlos  autos  originales  para  exa- 
minarlos por  sí  privadamente,  con  tal  que  lo  hagan  en  la 
misma  sesión  en  que  se  haya  concluido  la  vista,  y  bajo  la 
obligación  de  devolverlos  á  tiempo  de  que  pueda  votaise 
y  darse  sentencia  en  el  plazo  legal. 
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Cuando  sean  varios  los  jueces  que  pidan  el  proceso  para 
su  examen,  el  prior  designará  el  tiempo  que  cada  uno 
podrá  retenerlo  en  su  poder  para  este  efecto. 

84.  —  En  la  misma  audiencia  en  que  se  dé  por  visto  el 
negocio,  señalará  el  prior  dia  para  su  votación,  si  no  pu- 
diese verificarse  en  el  acto. 

83.  — Si  alguno  de  los  jueces  hiciere  voto  particular  y 
lo  exigiere,  se  extenderá  en  la  misma  forma  que  lo  dic- 
tare ó  escribiere,  en  el  libro  reservado  que  se  llevará  para 
este  solo  objeto,  y  se  conservará  dentro  del  tribunal  bajo 
llave  que  tendrá  el  prior. 

86.  —  No  reuniéndose  á  la  votación  dos  votos  confor- 
mes de  toda  conformidad,  que  con  arreglo  al  artículo  1211 
del  Código  de  Comercio  se  requieren  para  hacer  senten- 
cia, se  declarará  la  discordia,  señalándose  en  el.  mismo 
acto  dia  para  la  nueva  vista  ante  los  dos  cónsules  Sustitu- 
tos que  deban  dirimirla. 

87.  —  En  las  votaciones  será  el  primero  á  dar  su  voto  el 
cónsul  mas  moderno,  y  seguirán  los  demás  por  el  orden 
inverso  de  su  antigüedad  y  preferencia,  siendo  el  último 
votante  el  prior  ó  el  que  haga  sus  veces. 

88.  —  Resultando  de  la  votación  acuerdo  que  haga  sen- 
tencia, se  redactará  en  el  acto  con  los  fundamentos  en  que 
se  apoye,  al  tenor  de  io  que  se  previene  en  el  artículo  1213 
del  Código  de  Comercio,  y  se  extenderá  íntegramente  en 
el  libro  de  sentencias,  firmándose  por  todos  los  jueces,  de 
donde  se  extraerá  testimonio  literal  para  que  obre  en  el 
proceso. 

La  sentencia  interlocutoria  se  extenderá  original  en  los 
autos. 

89.  —  Concluida  la  segunda  vista,  á  que  podrán  asistir 
los  jueces  de  la  primera,  y  reunidos  estos  con  los  de  la 
discordia,  se  procederá  á  nueva  votación,  en  que  será  per- 
mitido reformar  los  votos  dados  en  la  anterior,  precedién- 
dose según  se  previene  en  el  artículo  anterior. 

90.  —  Después  de  firmada  la  sentencia  no  puefle  el 
tribunal  hacer  alteración  alguna  en  ella,  y  se  habrá  de 
publicar  según  se  hallare  redactada,  bajo  pena  de  nulidad 
de  lo  que  se  haya  sustituido  á  lo  redactado  y  firmado,  que 
se  tendrá  por  valedero;  salvo  el  recurso  que  competa  á 
las  partes  según  la  calidad  que  tenga  la  sentencia.  Si  esta 
contuviere  algún  concepto  oscuro,  ó  se  hubiere  omitido  la 
decisión  de  algún  punto  controvertido  en  el  proceso,  po- 
drá el  tribunal  explicarla  y  ampliarla  dentro  de  las  veinte 
y  cuatro  horas  siguientes  á  la  publicación,  y  no  después. 

91.  —  La  sentencia  ha  de  contener  decisión  expresa, 
positiva  y  precisa,  con  arreglo  á  Jas  acciones  deducidas  en 
el  juicio,  condenando  ó  absolviendo  en  el  todo  ó  en  parte, 
y  fijando  la  persona  condenada  ó  absuelta,  y  la  cosa  so- 
bre que  recae  la  absolución  ó  la  condenación. 

92.  —  Cuando  la  demanda  comprenda  varios  puntos 
que  aunque  tengan  conexión  entre  sí  sean  objetos  distin- 
tos, se  dividirá  la  sentencia  en  capítulos,  arreglando  sobre 
cada  uno  la  decisión  que  proceda  en  justicia. 

93.  —La  sentencia  que  contenga  condenación  de  frutos, 
réditos  ó  daños  fijará  ó  bien  la  cantidad  de  la  condena- 
ción, si  resultare  líquida,  ó  al  menos  las  bases  sobre  que 
se  haya  de  hacer  la  liquidación  ;  y  cuando  no  haya  méri- 
tos para  lo  uno  ni  para  lo  otro,  se  reservará  para  el  juicio 
correspondiente  la  acción  sobre  los  frutos,  réditos  ó 
daños. 

94.  —  Todas  la  sentencias  definitivas  y  las  interlocuto- 
rias  que  hayan  recaído  con  vista  de  autos,  se  publicarán 
en  la  audiencia  leyéndose  á  la  letra  por  el  escribano  ac- 
tuario, sin  perjuicio  de  notificarse  á  las  partes. 

95.  —  Las  sentencias  definitivas  se  notificarán  á  las  par- 


te sinteresadas  en  persona,  ô  por  cédula  no  pudiendo  ser 
habidas,  si  residieren  en  el  lugar  del  juicio,  aun  cuando 
tengan  constituido  procurador,  y  desde  esta  notificación 
comenzará  á  correr  el  término  para  los  recursos  legales. 

Estando  ausentes,  será  suficiente  la  notificación  á  ios 
procuradores,  que  producirá  los  mismos  efectos  qus  si  se 
hubiese  hecho  á  los  interesados. 


TITULO  TERCERO. 

DE  LA  RECUSACIÓN  EN  LOS  TRIBUNALES  DE  COMERCIO 

96.  —  Los  jueces  de  los  tribunales  de  comercio  pueden 
ser  recusados  por  las  partes  litigantes,  expresando  la  causa 
y  con  juramento  de  no  hacerlo  de  malicia. 

97.  —  Serán  causas  justas  de  recusación  : 

1.»  El  parentesco  de  consanguinidad  con  las  partes  liti- 
gantes dentro  del  cuarto  grado,  y  el  de  afinidad  dentro  dei 
segundo  computados  civilmente. 

2.a  La  sociedad  de  comercio  que  exista  pendiente  el 
pleito  entre  el  juez  y  el  litigante,  aunque  sea  de  la  acci- 
dental ó  cuenta  en  participación,  pero  no  la  anónima. 

3.a  La  amistad  entre  el  juez  y  el  litiganie  antes  ó  des- 
pués de  comenzado  el  pleito,  que  se  manifieste  por  una 
estrecha  familiaridad. 

4.a  Si  el  juez  dependiese  del  litigante  en  clase  de  factor, 
administrador  ó  bajo  cualquiera  otro  género  de  dependen- 
cia ó  relación  de  servicio  que  le  produjese  sueldo  ó  inte- 
rés en  el  giro  del  mismo  negociante,  ó  si  fuere  su  banquero 
ó  comisionista  durante'el  pleito  ó  después  de  haber  este 
comenzado. 

5.a  Por  haber  recibido  el  juez  del  litigante  beneficios  de 
importancia  para  sí  ó  su  familia  que  empeñen  su  gratitud 
hacia  el  mismo. 

6.a  Cuando  medie  odio  ó  resentimiento  del  juez  contra 
el  recusante  por  hechos  conocidos  ó  que  en  los  seis  meses 
anteriores  al  pleito,  ó  á  la  época  en  que  el  juez  hubiere 
entrado  en  el  ejercicio  de  sus  funciones,  le  hubiese  ame- 
nazado en  disensiones  privadas. 

7.a  Si  hubiere  pleito  pendiente  entre  el  juez  y  el  recu- 
sante, ó  le  hubiere  acusado  criminalmente  antes  ó  des- 
pués de  incoarse  aquel,  ó  en  cualquiera  ocasión  le  hu- 
biere hecho  daño  grave  en  su  persona,  honor  ó  bienes. 

8.»  Si  el  juez  hubiere  recibido  dádivas  del  litigante,  pen- 
diente el  pleito,  ó  hubiere  dado  recomendaciones  sobre  él 
antes  ó  después  de  principiado." 

9.a  Si  siendo  juez  hubiere  manifestado  su  opinion  sobre 
el  pleito  antes  de  proferirse  sentencia. 

10.a  Siempre  que  por  cualquiera  causa  ó  relación  tenga 
el  juez  interés  en  las  resultas  del  pleito. 

98.  —  La  recusación  puede  ponerse  en  cualquiera  es- 
tado de  la  causa  antes  de.declararse  por  conclusa  para  de- 
finitiva. 

Pero  siempre  que  un  pleito  estuviere  visto  y  para  vo- 
tarse sobre  artículo  que  cause  sentencia  interlocutoria,  no 
podrá  usarse  de  la  recusación  hasta  después  de  publicada 
esta. 

99.  —  Propuesta  la  recusación,  el  tribunal  sin  concur- 
rencia del  juez  recusado,  que  será  reemplazado  por  el 
cónsul  sustituto  á  quien  corresponda,  y  con  previo  dicta- 
men del  letrado  consultor,  declarará  si  es  ó  no  suficiente 
la  causa  propuesta. 

Siéndolo,  quedará  suspenso  el  curso  del  pleito,  y  se 
mandará  al  recusante  que  la  pruebe  por  los  medios  de  de- 
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recho  ante  el  mismo  tribunal  en  el  término  preciso  de 
diez  dias. 

No  hallando  legal  la  causa  de  recusación,  declarará  no 
haber  Jugar  á  esta,,  y  que  el  juez  recusado  debe  continuar 
en  el  conocimiento  del  pleito,  imponiéndose  al  recusante 
la  multa  de  quinientos  reales  vellón. 

100.  —  La  prueba  de  las  causas  de  la  recusación  se  ac- 
tuará en  pieza  separada. 

-101.  —  Concluso  el  término  de  la  prueba  y  sin  otra 
sustanciacion  se  dará  cuenta  en  audiencia  secreta  de  las 
probanzas  hechas,  formándose  el  tribunal  con  los  mismos 
jueces  que  las  hubieren  mandado  recibir,  y  en  su  vista  se 
declarará  si  está  ó  no  probada  la  causa  de  la  recusación, 
habiéndose  ó  no  por  recusado  al  juez  contra  quien  se  hu^- 
biere  propuesto. 

No  estándolo  se  condenará  al  recusante  en  la  multa  de 
mil  reales  vellón. 

102.  —  Si  apelándose  de  la  sentencia  en  que  se  hubiese 
desestimado  la  recusación  por  insuficiencia  ó  por  falta  de 
prueba,  fuere  aquella  confirmada,  se  doblará  la  multa  que 
se  le  hubiese  impuesto  en  primera  instaucia,  y  se  le  con- 
denará además  en  las  costas  de  la  segunda. 

103.  —  Después  del  auto  en  que  se  declare  suficiente  la 
causa  de  la  recusación  podrá  el  juez  recusado  declarar  al 
tribunal,  que  se  abstiene  del  conocimiento  ulterior  del 
pleito,  y  en  este  caso  se  omitirá  la  prueba,  y  se  le  habrá 
por  recusado. 

104.  —  En  consecuencia  de  haberse  admitido  la  recusa- 
ción, queda  el  juez  recusado  enteramente  separado  del 
conocimiento  del  pleito,  y  se  abstendrá  de  concurrir  á  las 
vistas  y  deliberaciones  que  ocurran  sobre  él  ó  sus  inciden- 
cias, completándose  el  número  de  jueces  que  exige  la  ley 
para  fallar  con  los  cónsules  sustitutos. 

10o.  —  En  las  recusaciones  de  los  jueces  ordinarios  que 
conozcan  de  los  negocios  mercantiles,  así  como  en  las  de 
los  ministros  de  los  tribunales  superiores  en  la  segunda  y 
tercera  instancia,  se  estará  à  lo  que  previenen  respectiva- 
mente sobre  unos  y  otros  las  leyes  comunes. 

106.  —  Los  letrados  consultores  de  los  tribunales  de  co- 
mercio podrán  ser  recusados  sin  expresión  de  causa,  pres- 
tando el  recusante  el  juramento  de  no  proceder  de  ma- 
licia. 

En  virtud  de  la  recusación  se  nombrará  un  consultor 
particular  para  el  negocio  en  que  se  haga,  sin  perjuicio 
de  los  honorarios  que  correspondan  al  propietario. 

107.  —  No  se  podrán  recusar  mas  que  tres  consultores 
en  cada  causa,  en  la  forma  que  con  respecto  á  los  aseso- 
res de  los  juzgados  ordinarios  está  mandado  en  las  leyes 
comunes. 


TITULO  CUARTO. 

DEL   ORDEN   DE  PROCEDER  EN  EL  JUICIO   ORDINARIO. 

108.  —  El  juicio  ordinario  comenzará  por  demanda  del 
ador,  cuya  forma  se  arreglará  á  lo  prevenido  por  regla 
general  en  los  artículos  41,  44  y  45. 

109.  —  Ni  antes  de  la  demanda,  ni  en  ella  pueden  pe- 
dirse posiciones  juradas  á  la  parte  demandada,  informa- 
ciones de  testigos,  ni  género  alguno  de  diligencias  proba- 
torias. 

410.  —  De  la  demanda  se  conferirá  traslado  al  deman- 


dado, emplazándolo  para  que  comparezca  á  contestarla  en 
el  término  de  nueve  dias  perentorios. 

111.  —  El  emplazamiento  se  hará  por  medio  de  cédula 
que  comprenda  á  la  letra  la  demanda  y  el  auto  proveído 
sobre  ella,  expresándose  en  relación  hallarse  acreditada  la 
personalidad  del  procurador,  si  lo  hubiese. 

Dos  documentos  que  el  actor  haya  producido  en  apoyo 
de  su  demanda,  no  se  insertarán  en  el  emplazamiento,  ha- 
ciéndose solamente  mención  de  hallarse  presentados  y 
unidos  á  la  misma. 

112.  —  La  cédula  de  citación  será  entregada  por  el  al- 
guacil del  juzgado  à  la  persona  á  quien  vaya  dirigida,  y 
en  defecto  de  hallarla  la  dejará  en  su  domicilio  á  su  mujer, 
pariente,  criados  ó  vecinos,  haciendo  relación  ante  el  es- 
cribano del  juzgado  de  haberlo  así  practicado,  y  del  nom- 
bre y  apellido  de  la  persona  que  hubiere  recibido  la  cé- 
dula. 

113.  —  Cuando  la  demanda  se  dirija  contra  persona  que 
siendo  de  ajeno  domicilio  no  resida  de  presente  en  el  lu- 
gar del  juicio,  se  pasará  exhorto  requisitorio  al  tribunal  de 
comercio,  ó  en  su  delecto  al  juzgado  de  la  vecindad  del 
demandado,  para  que  se  le  haga  el  emplazamiento,  con- 
forme se  previene  en  el  artículo  anterior. 

El  tribunal  fijará,  con  relación  à  la  distancia  del  pueblo 
en  que  resida  el  demandado,  el  término  del  emplaza- 
miento. 

114.  —  La  persona  á  quien  no  se  conozca  domicilio,  ni 
lo  haya  expresado  en  alguno  de  los  documentos  que  acom- 
pañen á  la  demanda,  será  emplazada  en  cualquiera  punto 
donde  resida,  y  no  pudiéndose  este  descubrir,  lo  será  en 
el  último  pueblo  donde  haya  estado  avecindado,  entregán- 
dose la  cédula  de  emplazamiento  al  alcalde  para  que  la 
haga  fijar  en  las  casas  consistoriales,  y  otra  igual  se  fijará 
en  los  estrados  del  tribunal  donde  penda  el  juicio,  publi- 
cándose también  en  el  diario  de  la  provincia. 

115.  —  Trascurrido  el  término  del  emplazamiento  sin 
haberse  hecho  oposición  ala  demanda,  con  solo  una  rebel- 
día de  parte  del  demandante,  y  sin  nuevo  término,  se  dará 
por  contestada,  y  se  mandarán  llevar  los  autos  para  pro- 
veer lo  que  corresponda  en  derecho,  citadas  las  partes. 

La  citación  del  demandado  se  entenderá  con  los  estrados 
del  tribunal,  si  no  se  hallare  presente  en  el  lugar  del 
juicio. 

•116.  —  Si  el  demandado  propusiere  alguna  excepción 
dilatoria,  no  estará  obligado  á  contestar  la  demanda  hasta 
que  recaiga  decisión  formal  sobre  este  artículo  previo. 

117.  —  En  las  causas  de  comercio  solo  se  admitirán  las 
excepciones  dilatorias  siguientes  : 

Falta  de  personalidad  en  el  demandante  ó  su  procurador. 

Incompetencia  de  jurisdicción  en  el  juez  ó  tribunal  que 
haya  decretado  el  emplazamiento. 

Litispendencia  en  otro  tribunal  competente. 

Defecto  legal  en  el  modo  de  proponer  la  demanda. 

Las  excepciones  de  otro  cualquiera  género  no  impedirán 
el  progreso  de  la  demanda,  y  se  propondrán  contestando 
á  esta. 

118.  —  Del  escrito  en  que  se  proponga  la  excepción  dila- 
toria se  conferirá  traslado  por  tres  dias  precisos  al  deman- 
dante, y  con  lo  que  este  exponga  se  recibirá  á  prueba  el 
artículo,  en  el  caso  de  que  por  atguna  de  las  partes  se 
hayan  propuesto  hechos  que  Ja  necesiten,  ó  en  su  defecto 
se  decidirá  desde  luego  si  tiene  ó  no  lugar  la  excepción 
propuesta. 

119.  — El  término  de  prueba  sobre  excepciones  dila- 
torias no  -podrá  exceder  de  ocho  dias,  en  el  que  ambas 
partes  presentarán  las  que  les  convengan. 
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i  âo.—  Trascurrida  la  dilación  de  prueba,  llamará  el 
tribunal  los  autos,  sin  admitirse  nuevos  escritos  ni  docu- 
mentos ;  y  oyendo  en  voz  á  las  partes,  ó  sus  defensores 
en  la  audiencia  en  que  se  dé  cuenta,  proveerá  sobre  la 
excepción  dilatoria. 

Esta  providencia  caus?.  ejecutoria  de  derecho  sin  nece- 
sidad de  que  se  declare  por  pasada  en  autoridad  de  cosa 
juzgada,  vencido  que  sea  el  término  de  la  ley  para  apelar 
de  las  sentencias  interlocutorias  que  causan  estado. 

121.  —  Si  conforme  á  lo  decidido  sobre  la  excepción  dila- 
toria tuviere  lugar  la  contestación  de  la  demanda,  la  dará 
el  demandado  en  el  término  de  seis  dias,  y  no  haciéndolo 
se  procederá  según  se  ha  provenido  en  el  artículo  1 1S. 

152,  — Después  de  haberse  por  contestada  la  demanda 
en  rebeldía  del  demandado,  ó  de  haberla  contestado  de 
hecho,  no  se  admitirá  ninguna  excepción  dilatoria. 

123.  —  Si  ocurriere  el  fallecimiento  de  la  persona  em- 
plazada antes  de  la  contestación  de  la  demanda,  se  hará 
nuevo  emplazamiento  á  sus  herederos,  y  en  su  defecto  no 
les  pararán  perjuicio  las  actuaciones  ulteriores. 

424.  —  En  la  contestación  de  la  demanda  tiene  lugar 
toda  excepción  que  obste  al  derecho  deducido  por  el  actor, 
sea  por  falta  de  título  para  fundarlo,  por  la  invalidación 
de  este  ó  por  su  ineficacia,  por  su  falsa  aplicación  ó  por 
haber  prescrito. 

125.  —  Contestada  la  demanda  se  dará  traslado  al  actor 
del  escrito  de  contestación  por  término  de  tres  dias,  y  de 
su  réplica  otro  traslado  al  demandado  con  igual  plazo,  y 
sin  admitirse  nuevos  escritos  se  llamarán  los  autos  á  la 
vista,  citadas  las  partes. 

•126.  —  No  habiéndose  solicitado  prueba  por  ninguno  de 
los  litigantes,  se  procederá  á  la  determinación  definitiva 
del  pleito. 

127.  —  Habiéndolo  pedido  ó  consentido  todos  los  liti- 
gantes, ó  estimándolo  el  tribunal  necesario  á  petición  de 
cualquiera  de  ellos  para  la  justificación  de  los  hechos 
pertinentes  á  la  cuestión  del  pleito,  se  recibirá  á  prueba. 

128.  —  Sialguna  délas  partes  hubiere  hecho  oposición 
á  la  prueba,  y  el  tribunal  estimare  que  esta  debe  tener 
lugar,  por  un  mismo  auto  declarará  no  haber  lugar  á  la 
oposición  y  recibirá  los  autos  à  prueba,  llevándose  á  efecto 
desde  luego  esta  providencia, 

129.  —  Cuando  el  tribunal  halle  fundada  la  oposición 
hecha  al  recibimiento  de  prueba,  no  procederá  á  sentenciar 
los  autos  en  definitiva,  sin  declarar  previamente  no  haber 
lugar  á  la  prueha,  y  mandar  citar  las  partes  de  nuevo  para 
sentencia,  que  pronunciará  en  efecto  luego  que  esta  pro- 
videncia quede  ejecutoriada. 

430.  —  El  término  ordinario  de  prueba  no  podrá  exceder 
de  ochenta  dias,  cuando  no  hayan  de  hacerse  diligencias 
probatorias  fuera  del  territorio  español  de  la  Península  é 
Islas  Baleares. 

4  31.  —  El  tribunal  fijará  en  el  auto  de  prueba  el  tér- 
mino que  crea  suficiente  según  las  circunstancias  del 
negocio,  prorogándolo  á  petición  de  cualquiera  de  las 
paites  hasta  el  cumplimiento  del  de  la  ley. 

Las  prórogas  se  han  de  pedir  antes  de  cumplirse  el  tér- 
mino que  estuviere  concedido  anteriormente,  y  de  otro 
modo  quedará  cerrada  la  prueba  al  vencimiento  de  este. 

132.  —  El  término  extraordinario  de  prueba  será: 

De  seis  meses,  cuando  esta  haya  de  hacerse  en  cual- 
quiera país  de  Europa  fuera  del  territorio  español,  ó  en 
las  Islas  Canarias. 

De  un  año,  si  hubiese  de  practicarse  en  las  Islas  Antillas, 
continentes  de  América  ó  África,  ó  las  escalas  de  Levante; 

Y  de  dos  años,  para  las  diligencias  probatorias  que  se 


hubieren  de  practicar  en  las  Islas  Filipinas  y  cualquiera 
otra  parte  del  mundo,  de  que  no  se  haya  hecho  mención 
en  este  artículo. 

433.  —  No  se  concederá  el  término  extraordinario  para 
probar,  si  no  se  solicitare  dentro  de  los  ocho  dias  siguien- 
tes á  la  notificación  del  auto  en  que  se  hubiere  recibido  la 
causa  á  prueba,  y  concurrieren  además  las  circunstancias 
siguientes  : 

4  -a  Que  los  hechos  esenciales  para  la  calificación  del 
derecho  de  las  partes  ó  alguno  de  ellos  hayan  ocurrido  en 
el  país  adonde  se  intente  hacerla  prueba.  " 

2 -a  Que  si  las  diligencias  probatorias  que  se  hubieren  de 
practicar  fuera  del  reino,  consistieren  en  examen  de  testi- 
gos, se  expresen  los  nombres  y  apellidos  de  estos,  presen- 
tándose las  cartas,  documentos  ú  otro  género  de  prueba, 
por  donde  conste  que  residen  en  el  lugar  donde  se  solicita 
que  sean  examinados. 

3-a  Que  si  la  prueba  consistiere  en  el  reconocimiento  de 
algunos  documentos,  en  extraer  testimonio  de  ellos,  ó  en 
el  cotejo  de  los  presentados  en  autos,  se  manifiesten  los  ar- 
chivos, oficinas  y  matrices  donde  obren  los  documentos  de 
que  se  pretenda  hacer  uso,  ó  la  persona  en  cuyo  poder  se 
encuentren,  y  que  sea  manifiesta  la  conducencia  de  ellos 
para  probar  la  intención  del  que  los  reclamare. 

4-a  Que  el  litigante  que  pide  el  término  extraordinario, 
jure  no  hacerlo  de  malicia  para  dilatar  el  pleito. 

134.  —  Para  concederse  el  término  extraordinario  de 
prueba  ha  de  preceder  audiencia  de  la  parte  contraria  por 
el  término  de  1res  dias  ;  y  si  esta  lo  impugnare,  se  oirá  por 
igual  término  al  que  lo  hubiese  solicitado,  y  se  decidirá  el 
artículo,  causando  estado  la  providencia  que  se  dé. 

435.  —  Desde  que  se  conceda  el  término  extraordinario 
correrá  al  mismo  tiempo  que  el  ordinario  por  lo  que  falte 
que  trascurrir  de  este. 

i  36.  —  Si  el  litigante  que  hubiere  solicitado  el  término 
extraordinario  no  practícaselas  diligencias  para  que  le  fué 
concedido,  ó  de  1q  actuado  en  ellas  resultare  que  fué  mali- 
ciosa su  solicitud  con  objeto  manifiesto  de  alargar  el  juicio, 
se  le  impondrá  una  multa  equivalente  á  la  tercera  paite 
del  valor  de  lo  que  se  litigue,  que  se  aplicará  por  mitad  al 
fisco  y  á  la  parte  contraria,  por  indemnización  de  los  per- 
juicios que  hubiere  sufrido  con  esta  dilación. 

137.  —  Los  autos  se  entregarán  por  su  orden  á  los  liti- 
gantes para  proponer  su  prueba,  y  por  solo  el  término  de 
tres  dias  á  cada  uno  de  ellos. 

138.  Los  medios  de  prueba  que  se  admiten  en  las  causas 
de  comercio  son  : 

Las  escrituras  públicas  ó  solemnes. 

Los  documentos  hechos  privadamente  entre  las  partes, 
de  cualquiera  especie  que  sean. 

Los  libros  de  cuentas. 

La  correspondencia  epistolar. 

La  confesión  judicial. 

El  juramento  decisorio. 

El  juicio  de  expertos. 

El  reconocimiento  judicial. 

La  vista  ocular. 

La  confesión  extrajudicial  hecha  de  propósito  con  pala- 
bras positivas  á  presencia  de  testigos  y  de  la  persona  á 
quien  aproveche. 

Las  informaciones  de  testigos. 

139.  —  No  se  dará  lugar  á  diligencias  de  prueba  sobre 
hechos  que  no  tengan  un  efecto  inmediato  y  directo  para 
calificar  la  acción  "del  demandante,  ó  la  excepción  del  de- 
mandado. 

U0.  —  Para  la  práctica  de  toda  diligencia  de  prueba  h» 
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de  preceder  citación  de  los  litigantes,  en  cuyo  perjuicio  se 
haya  decretado,  haciéndose  á  lo  mas  tarde  la  víspera  del 
dia  en  que  haya  de  practicarse. 

No  se  comprenden  en  esta  disposición  la  confesión  judi- 
cial, ni  el  reconocimiento  de  los  libros  y  papeles  de  la 
misma  parte  á  quien  estos  pertenezcan. 

141.  —  La  prueba  documental  puede  producirse  por  las 
pariesen  cualquier  estado  del  juicio  antes  de  estar  legíti- 
mamente concluso,  observándose  en  cuanto  á  los  docu- 
m  ntos  que  deban  respeclivamente  producir  el  actor  con 
la  demanda,  y  el  demandado  con  la  contestación,  lo  pre- 
venido en  los  artículos  48  y  49. 

142.  —  Todo  instrumento  público  presentado  en  el  pro- 
ceso por  copia  ó  testimonio  sacado  sin  citación  de  la  parte 
á  quien  perjudique,  ha  de  ser  cotejado  con  su  original 
dentro  del  término  de  prueba,  sin  lo  cual  podrá  aquella 
argüido  de  ineficaz  para  probar  en  el  juicio  en  que  haya 
sido  presentada  la  copia  ó  testimonio. 

143.  —  Las  posiciones  que  se  articulen  por  alguna  de 
las  partes  para  que  la  contraria  declare  al  tenor  de  ellas, 
se  tendrán  reservadas  en  la  escribanía,  bajo  la  responsa- 
bilidad del  actuario,  sin  publicarse  hasta  que  el  juez  las 
mande  unir  al  proceso  después  de  evacuadas  las  respuestas 
por  la  parte  confesante. 

144.  —  No  se  admitirán  en  las  confesiones  judiciales 
respuestas  ambiguas  ni  evasivas,  sino  que  el  confesante 
contestará  directa  y  categóricamente  á  cada  pregunta,  con- 
fesando ó  negando  con  las  explicaciones  que  le  convengan  ; 
y  en  defecto  de  hacerlo,  se  le  apercibirá  en  el  acto  que  se 
le  habrá  por  confeso  sobre  la  posición  á  que  no  baya  con- 
testado en  debida  forma. 

145  —  El  confesante  que  apercibido  en  juicio  de  satis- 
facer debidamente  á  una  posición  no  lo  hiciese,  sera  decla- 
rado confeso  sobre  ella,  si  lo  exigiese  la  parte  qne  haya 
presentado  las  posiciones  después  que  estas  se  hubieren 
publicado. 

146.  —  El  juicio  de  expertos  no  puede  tener  logar  sino 
sobre  puntos  de  hecho,  y  cuando  lo  tenga  ha  de  ser  nom- 
brado igual  número  por  cada  parte. 

Discordando  estos  se  pondrán  deacnerdo  las  partes  den- 
tro de  segundo  dia  en  el  nombramiento  del  tercero,  y  en 
su  defecto  lo  nombrará  el  tribunal  de  oficio. 

147.  —  Para  el  examen  de  testigos  se  presentará  inter- 
rogatorio por  capítulos,  de  que  se  dará  copia  á  la  parte  con- 
traria para  los  usos  que  le  convengan. 

148.  —  El  examen  de  los  testigos  no  podrá  verificarse 
hasta  que  hayan  trascurrido  dos  dias  naturales  después  de 
haberse  entregado  la  copia  del  interrogatorio. 

1 4Í).  —  Sobre  los  hechos  probados  por  confesión  judi- 
cial no  se  permitirá  la  prueba  testifical  á  la  una  niá  la  otra 
parte. 

150.  —  Los  testigos  presentados  por  una  parte  podrán 
ser  repreguntados  á  instancia  de  la  contraria  sobre  las  cir- 
cunstancias de  los  mismos  hechos  contenidos  en  el  inter- 
rogatorio de  pregunta,  bajo  cuya  regla  el  tribunal  dese- 
chará ó  admitirá  en  todo  ó  en  parte  el  interrogatorio  de 
repreguntas.  Este  se  tendrá  reservado  en  la  escribanía. 

151.  — No  se  admitirán  bajo  el  nombre  de  repregun- 
tas, preguntas  hipotéticas,  ó  condicionales,  ni  antepre- 
guntas. 

152.  —  Las  partes  litigantes  podrán  asistir  por  sí  ó  por 
sus  procuradores  al  juramento  de  los  testigos  que  contra 
ellas  se  presenten,  y  para  ello  se  hará  expresión  en  la  ci- 
tación de  esta  prueba,  del  lugar,  dia  y  hora  en  que  se  haya 
de  proceder  al  examen. 

153.  —  Concluido  el  término  de  prueba  se  hará  publi- 


cación de  probanza  á  pedimento  de  cualquiera  de  las  par- 
tes sin  otra  sustanciacion,  y  se  entregarán  á  cada  una  de 
estas  por  su  orden  por  el  término  de  seis  dias. 

154.  —  Cada  parte  presentará  un  solo  alegato  de  bien 
probado,  y  si  tuviere  que  poner  tachas  á  los  testigos  de  la 
parte  contraria,  lo  hará  en  el  mismo  alegato. 

155.  —  La  justificación  de  las  taclias  no  podrá  hacerse 
sino  por  documentos  ó  por  confesión  judicial. 

156.  —  Resultando  de  las  pruebas  algún  hecho  dudoso 
podrá  el  litigante  á  quien  interese  probarlo  pedir  sobre  él  la 
confesión  judicial  de  la  parte  contraria,  ó  deferirle  el  ju- 
ramento, entendiéndose  que  solo  podrá  usarse  de  esta  fa- 
cultad una  sola  vez. 

157.  —  En  los  alegatos  de  bien  probado  se  concluirá 
para  definitiva,  y  si  no  lo  hicieren  ambas  partes,  á  ins- 
tancia de  la  que  lo  hubiere  verificado  se  declarará  el  pleito 
por  concluso,  y  se  citará  á  todas  ellas  para  sentencia,  se- 
ñalándose dia  para  la  vista. 

458.  —  Después  de  concluso  el  pleito  psra  definitiva  no 
se  admitirán  nuevos  escritos  ni  documentos. 

459.  —  Tampoco  podrán  las  partes  ni  sus  defensores 
hacer  mérito  en  sus  alegaciones  verbales  al  tiempo  de  la 
vista  de  documentos  que  no  obren  en  los  autos,  ni  se  les 
permitirá  su  lectura. 

1 60.  —  En  la  pronunciación,  publicación  y  notificación  de 
la  sentencia,  se  observará  Jo  dispuesto  en  las  reglas  co- 
munes de  los  juicios  desde  el  artículo  82  al  95. 

161.  —  Las  demandas  contra  personas  contumaces  que 
no  comparezcan  al  juicio  sin  embargo  del  emplazamiento, 
ó  que  lo  abandonen  después  de  haber  comparecido,  se 
sustanciarán  con  los  estrados  del  tribunal  por  ios  trámites 
determinados  en  esta  Ley,  notificándose  en  persona  á  los 
demandados,  si  constare  su  paradero,  el  auto  de  prueba  y 
la  sentencia  definitiva. 

162.  —  No  obstará  al  demandado  contumaz  la  declara- 
ción de  haberse  por  contestada  la  demanda  en  su  rebeldía, 
para  que  en  el  progreso  del  juicio  hasta  que  se  haga  pu- 
blicación de  probanzas,  proponga  y  pruebe  las  excepciones 
perentorias  que  le  competan,  entendiéndose  desde  enton- 
ces con  la  persona  ó  el  procurador  que  la  represente,  la 
sustanciacion  del  proceso. 

Este  continuará  sus  trámites  según  el  estado  que  tenga, 
confiriéndose  traslado  al  demandante  de  lo  expuesto  por  el 
demandado,  y  documentos  que  haya  presentado. 

163.  —  El  demandado  contumaz  podrá  interponer  ape- 
lación de  la  sentencia  definitiva  dada  en  su  ausencia  y  re- 
beldía, haciéndolo  en  tiempo  y  forma. 

164.  —  Por  el  fallecimiento  del  demandado  contumaz  se 
liará  saber  el  estado  de  los  autos  á  sus  herederos  para  que 
salgan  à  su  defensa  si  les  conviniere,  y  de  otro  modo  no 
les  parará  perjuicio  la  sentencia. 

165.  —  Todo  demandado  contumaz  contra  quien  se  pro- 
nuncie sentencia  condenatoria,  será  también  condenado 
en  costas. 

166.  —  La  via  de  asentamiento  establecida  en  el  dere- 
cho común  contra  los  demandados  contumaces,  no  tendrá 
lugar  en  las  demandas  sobre  negocios  mercantiles. 

'(67.  —  Si  el  actor  abandonare  su  demanda  después  de 
contestada,  y  el  reo  instare  la  continuación  del  juicio,  se 
le  citará  para  que  comparezca  á  seguirle  en  un  término 
igual  al  del  emplazamiento  del  demandado;  y  no  hacién- 
dolo se  seguirá  adelante  la  causa  hasta  sentencia  defini- 
tiva, sustanciándose  con  los  estrados,  menos  el  auto  de 
prueba  que  se  le  notificará  en  persona. 

Teniendo  procurador  acreditado  en  los  autos,  se  obser« 
vara  lo  prevenido  en  el  articulo  30. 
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168.  —  Todo  actor  que  no  pruebe  su  acción  ó  que  la 
abandone,  será  condenado  en  costas. 


TITULO  QUINTO. 

BEL   ORDEN  DE  PROCEDER   EN  LAS  QUIEBRAS. 

169.  —  El  procedimiento  sobre  las  quiebras  se  dividirá 
en  cinco  secciones,  arreglando  las  actuaciones  de  cada  una 
de  ellas  en  su  respectiva  pieza  separada,  que  se  subdivi- 
dirá  en  las  hijuelas  necesarias  para  el  buen  orden  y  cla- 
ridad del  procedimiento,  y  que  su  curso  se  verifique  con  la 
rapidez  posible,  sin  entorpecerse  por  incidencias  que  no 
puedan  sustanciarse  á  la  vez. 

HO.  —  La  sección  primera  comprenderá  todo  lo  relativo 
á  la  declaración  de  quiebra;  las  disposiciones  consiguien- 
tes á  ella  y  su  ejecución  ;  el  nombramiento  de  los  síndicos 
6  incidencias  sobre  su  separación  y  renovación,  y  el  con- 
venio entre  los  acreedores  y  el  quebrado  que  ponga  tér- 
mino al  procedimiento. 

La  segunda,  las  diligencias  de  la  ocupación  de  bienes  del 
quebrado  y  todo  lo  concerniente  á  la  administración  de  la 
quiebra,  hasta  la  liquidación  total  y  rendición  de  cuentas 
de  los  síndicos. 

La  tercera,  las  acciones  á  que  dé  lugar  la  retroacción  de 
la  quiebra  sobre  los  contratos  y  actos  de  administración 
del  quebrado  precedentes  á  su  declaración. 

La  cuarta  el  examen  y  reconocimiento  de  los  créditos 
contra  la  quiebra,  y  la  graduación  y  pago  de  los  acree- 
dores. 

La  quinta  la  calificación  déla  quiebra  y  la  rehabilitación 
del  quebrado, 

SECCIÓN  PRIMERA. 
Declaración  de  quiebra. 

171.  —  La  exposición  del  comerciante  que  se  manifieste 
en  quiebra  ba  de  presentarse  arreglada  y  documentada 
conforme  á  las  disposiciones  délos  artículos  1017,  1018, 
1019, 1020, 1021  y  1022  del  Código  de  Comercio. 

De  otro  modo  no  se  le  dará  curso  ni  aprovechará  al  in- 
teresado su  presentación  para  que  se  Je  tenga  por  cum- 
plido con  la  obligación  que  le  impone  el  artículo  1016  del 
mismo  Código. 

172.  —  El  acreedor  que  solicite  la  declaración  de  quie- 
bra de  su  deudor,  estará  obligado  á  acreditar  ante  todas 
cosas  su  personalidad  con  el  testimonio  de  la  ejecución 
despachada  á  su  instancia  contra  el  mismo  deudor,  con 
cuyo  previo  requisito  se  le  admitirá  la  prueba  que  presente 
sobre  los  extremos  comprendidos  en  el  artículo  1023  del 
Código, 

Probados  estos  en  forma  suficiente  hará  ei  tribunal  la 
declaración  de  quiebra  sin  citación  ni  audiencia  del  que- 
brado, acordando  las  demás  disposiciones  consiguientes  á 
ella. 

173.  —  Si  el  quebrado  hiciere  oposición  al  auto  de  quie- 
bra, se  formará  expediente  separado  sobre  ella,  por  cabeza 
del  cual  se  pondrán  la  solicitud  y  justificación  del  acreedor 
y  testimonio  del  auto  de  declaración  de  quiebra. 

El  quebrado  podrá  ampliar  con  vista  de  estos  antece- 
dentes los  fundamentos  de  su  oposición  ;  y  al  efecto,  si  lo 
hubiere  pedido  en  el  escrito  en  que  la  hizo,  se  le  entre- 
gará el  expediente  por  término  de  tercero  dia. 


174.  —  Be  la  oposición  y  de  su  ampliación  si  el  que- 
brado la  hiciere,  se  conferirá  traslado  al  acreedor,  y  por  el 
mismo  auto  se  abrirá  la  causa  á  prueba  por  término  de 
veinte  días,  dentro  de  los  cuales  se  admitirán  á  ambas 
partes  las  alegaciones  y  probanzas  que  les  convengan,  con- 
forme al  artículo  1031  del  Código. 

175.  —  Los  acreedores  que  coadyuvaren  la  impugna- 
ción de  la  reposición  del  auto  de  quiebra,  usarán  de  su 
derecho  en  el  estado  que  tenga  el  artículo  cuando  salgan 
al  expediente  sin  retardarse  sus  trámites  legales. 

176.  —  Si  el  acreedor  conviniere  en  la  solicitud  del  que- 
brado, se  proveerá  en  primera  audiencia  la  reposición  del 
auto  de  quiebra. 

Lo  mismo  se  hará  á  instancia  del  quebrado  conforme  al 
artículo  1032  del  Código,  si  no  se  hubiere  impugnado 
aquella  en  los  ocho  dias  siguientes  después  de  habérsele 
conferido  el  traslado  al  acreedor. 

177.  —  Concluido  el  término  de  prueba  pondrá  el  escri- 
bano nota  en  el  expediente,  y  se  entregará  este  á  cada  una 
de  las  partes  por  el  término  improrogable  de  dos  dias, 
que  serán  comunes  para  todos  los  acreedores  que  impug- 
nen la  reposición  para  el  solo  efecto  de  instruirse  é  in- 
formar en  la  audiencia. 

•  178.  —  Sin  otra  sustanciacion  se  señalará  dia  parala 
vista  del  artículo  de  reposición  de  la  quiebra,  enterándose 
á  las  partes  del  señalamiento;  y  verificada  la  vista  se  fa- 
llará con  arreglo  á  derecho. 

179.  —  En  el  caso  de  decidirse  la  reposición,  se  pondrá 
certificación  de  la  sentencia  en  las  demás  piezas  de  autos 
de  quiebra,  acordándose  en  cada  una  de  ellas  lo  conve- 
niente para  la  reintegración  del  quebrado  en  sus  bienes, 
papeles,  libre  tráfico  y  demás  derechos. 

Copia  autorizada  de  la  sentencia  se  fijará  además  en  los 
estrados  del  tribunal,  y  se  insertará  en  los  periódicos  á 
insíancia  del  quebrado,  si  le  conviniere  hacerlo. 

180.  —  La  acción  de  daños  y  perjuicios  que  compete  al 
quebrado  repuesto  contra  ei  acreedor  que  hubiere  instado 
ó  sostenido  la  declaración  de  quiebra  con  dolo,  falsedad  ó 
injusticia  manifiesta,  se  ejercerá  en  el  mismo  expediente 
de  reposición,  sustanciándose  por  los  trámites  del  juicio 
ordinario. 

181.  —  Sin  perjuicio  de  la  reclamación  del  quebrado 
contra  el  auto  de  quiebra,  inmediatamente  que  este  se 
provea  se  comunicará  al  juez  comisario  su  nombramiento 
por  oficio  del  prior,  y  procederá  á  la  ocupación  de  los 
bienes  y  papeles  de  la  quiebra,  su  inventario  y  depósito, 
ejecutando  todo  ello  conforme  á  lo  prevenido  en  los  artícu- 
los 1016,  1047  y  1048  del  Código. 

182.  —  Para  el  arresto  del  quebrado  se  expedirá  man- 
damiento á  cualquiera  de  los  alguaciles  del  tribuna!,  arre- 
glado al  párrafo  2.°  del  art.  1044  del  Código,  en  virtud  del 
cual  requerirá  el  ejecutor  por  ante  escribano  que  dé  fe  al 
mismo  quebrado  que  en  el  acto  preste  fianza  de  cárcel 
segura.  Silo  hiciese  con  persona  abonada,  quedará  el  que- 
brado arrestado  en  su  casa,  y  en  su  defecto  se  le  condu- 
cirá á  la  cárcel. 

183.  —  Se  tendrá  por  persona  abonada  para  prestar  la 
fianza  de  cárcel  segura  todo  vecino  con  casa  «bierta  á  su 
nombre,  que  gozando  de  buena  reputación  asegure  su  sub- 
sistencia con  las  rentas  de  sus  bienes,  en  el  sueldo  de  su 
empleo,  ó  en  el  ejercicio  de  alguna  profesión,  aríe  ú 
oficio. 

184.  —  Ofreciéndose  duda  al  alguacil  sobre  la  suficien- 
cia del  fiador  que  presente  el  quebrado,  será  este  condu- 
cido á  presencia  del  juez  comisario  de  la  quiebra,  que 
proveerá  lo  que  halle  de  justicia. 
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1  85.  —  La  fijación  de  los  edictos  en  que  se  publique  la 
quiebra,  se  bavá  con  asistencia  de  escribano,  poniéndose 
en  los  autos  diligencia  que  lo  acredite  con  expresión  del 
dia  y  lugar  en  que  se  hubieren  fijado. 

Para  que  tenga  efecto  en  los  demás  pueblos  donde  el 
quebrado  tenga  establecimientos  ni ercan tiles,  se  dirigirán 
los  edictos  con  oíicio  á  la  autoridad  judicial  respectiva  de 
cada  uno  de  ellos,  exigiéndoles  testimonio  de  haberse 
fijado,  que  se  unirá  á  los  autos. 

186.  —  Al  oficio  que  se  despache  á  la  administración  de 
correos  para  la  retención  de  la  correspondencia  del  que- 
brado, acompañará  certificación  del  auto  de  quiebra,  que- 
dando nota  en  el  expediente  de  haberse  despachado  en 
esta  forma. 

187.  —  El  quebrado,  su  apoderado  si  lo  tuviere,  ó  el 
sugeto  á  cuyo  cargo  hubiere  quedado  la  dirección  de  sus 
negocios,  en  el  caso  de  haberse  ausentado  antes  de  la  de- 
claración de  quiebra,  será  citado  en  una  sola  diligencia 
para  concurrir  los  dias  de  correo  en  el  lugar  y  á  la  hora 
que  el  juez  comisario  designe  para  la  apertura  de  la  cor- 
respondencia. 

No  concurriendo  á  la  hora  de  la  citación,  se  verificará, 
por  el  juez  y  el  depositario. 

188.  —  La  solicitud  del  quebrado  para  su  soltura,  alza- 
miento de  arresto  ó  concesión  de  salvoconducto,  no  será 
admisible  hasta  que  el  juez  comisario  haya  dado  cuenta 
al  tribunal  de  haberse  concluido  la  ocupación  y  el  examen 
de  todos  los  libros,  documentos  y  papeles  concernientes  al 
tráfico  del  quebrado. 

189.  —  En  su  caso  y  lugar  se  acordarán  en  esta  pieza 
de  autos  las  disposiciones  previstas  por  los  artículos  1060  y 
1061  del  Código. 

190.  —  El  juez  comisario  presentará  al  tribunal  el  estado 
de  los  acreedores  del  quebrado  que  ha  debido  formar  en 
los  tres  dias  siguientes  á  la  declaración  de  quiebra,  y  con 
-vista  de  él  se  fijará  el  dia  para  la  celebración  de  la  pri- 
mera junta  general,  convocándose  á  ella  los  acreedores  en 
el  modo  que  previene  el  artículo  1063  del  Código. 

En  la  misma  providencia  se  determinará  el  número  de 
síndicos  que  se  hubieren  de  nombrar  en  la  junla  general. 

191.  —  La  citación  del  quebrado  para  la  junta  se  hará 
en  persona  ó  por  cédula,  que  no  pudiendo  ser  habido,  se 
entregará  en  la  forma  que  previene  el  artículo  10  de  esta 
Ley. 

192.  — Para  la  celebración  de  la  junta  general  de 
acreedores  se  pasará  esta  pieza  de  autos  con  todas  las 
demás  en  el  estado  que  tengan  al  juez  comisario,  y  se 
tendrán  presentes  al  tiempo  de  su  celebración  para  dar  á 
aquellos  en  el  acto  las  explicaciones  que  pidan  sobre  lo 
que  resulte  de  todo  lo  obrado  hasta  entonces.. 

193.  —  De  la  celebración  de  la  junta,  en  que  se  obser- 
vará cuanto  se  dispone  en  el  artículo  1062  del  Código,  se 
extenderá  un  acta  circunstanciada  que  se  leerá  antes  de 
levantarse  la  sesión,  y  la  firmarán  el  juez  comisario,  el 
escribano,  los  acreedores  concurrentes  y  el  quebrado,  ó 
quien  le  haya  representado  en  ella. 

194, —  El  nombramiento  de  síndicos  hecho  en  la  pri- 
mera junta  general  de  acreedores,  ó  en  otra  posterior, 
podrá  ser  impugnado  ante  el  tribunal  de  comercio  por 
lacha  legal  que  obste  á  la  persona  nombrada  para  ejercer 
este  encargo,  ó  por  haberse  procedido  contra  derecho  en 
el  modo  de  su  elección. 

Para  que  sea  admisible  esta  reclamación  es  necesario 
que  la  haya  precedido  la  protesta  del  reclamante  contra 
el  nombramiento  ante  la  junta  de  acreedores  en  el  acto  de 
publicarse  este,  y  que  se  deduzca  ante  el  tribunal  dentro 


de  los  1res  dias  siguientes,  por  cuyo  trascurso  quedará  sin 
efecto  la  protesta. 

195. — De  la  demanda  deducida  contra  el  nombra- 
miento de  los  síndicos,  ó  de  alguno  de  ellos,  se  dará  tras- 
lado á  la  persona  que  se  pretenda  excluir  de  este  encargo, 
formando  para  su  sustanciacion  ramo  separado. 

Este  procedimiento  no  estorbará  que  previa  la  acepla- 
cion  y  juramento  del  demandado,  se  le  ponga  en  ejercicio 
de  sus  funciones. 

196. —Cuando  por  abusos  en  el  desempeño  de  las 
funciones  de  la  sindicatura  solicite  un  acreedor  la  sepa- 
ración de  algún  síndico,  expondrá  al  tribunal  los  hechos 
en  que  se  funda,  acompañando  su  justificación,  ó  dándola 
en  el  término  preciso  de  ocho  dias. 

El  tribunal,  con  vista  de  esta  y  de  lo  que  en  su  razón 
informe  el  juez  comisario,  con  referencia  á  lo  que  resulte 
de  la  pieza  de  administración  ó  de  otros  datos  de  que 
hará  mérito,  decidirá  de  plano  sobre  la  separación  del 
síndico. 

197.  —  Si  fuere  el  juez  comisario  quien  promoviere  la 
separación  de  Jos  síndicos,  ó  alguno  de  ellos,  fundará  su 
exposición  en  hechos  determinados,  sobre  los  que  el  tri- 
bunal tomará  instructivamente  las  noticias  que  crea  opor- 
tunas, en  vista  de  las  cuales,  y  con  presencia  de  lo  que 
resulte  de  la  pieza  de  administrcion,  acordará  lo  que 
estime  conveniente  á  los  intereses  de  la  quiebra. 

198.  —  Las  providencias  en  que  se  acuerde  la  separación 
de  algún  síndico,  bajo  el  concepto  de  administrativas,  no 
pararán  perjuicio  á  la  buena  opinion  y  fama  de  la  persona 
separada,  y  se  llevarán  á  efecto  sin  admitirse  recurso 
alguno  contra  ellas. 

199.  —Resultando  de  alguna  junta  el  convenio  entre 
los  acreedores  y  el  quebrado,  acordará  el  prior  por  sí,  en 
seguida  de  haber  recibido  el  acta,  la  fijación  de  edictos, 
convocando  á  los  que  tuvieren  derecho  para  oponerse  á  la 
aprobación  del  convenio,  á  deducirlo  ante  el  tribunal 
dentro  de  los  ocho  dias  siguientes  á  la  celebración  de 
aquel,  con  apercibimiento  que  trascurridos  estos  sin  haberse 
presentado  á  oposición  legal,  se  acordará  su  aprobación  pro- 
cediendo esta  de  derecho.  Estos  edictos  se  fijarán  en  los 
estrados  del  tribunal  y  sitios  acostumbrados  de  la  pobla- 
ción, insertándose  en  el  periódico  si  lo  hubiese  en  ella. 

200.  — No  se  admitirá  la  oposición  de  parte  de  los 
acreedores  que  por  el  acta  de  la  junta  resultare  haber 
asentido  en  ella  al  convenio. 

201.  — De  la  oposición  que  presenten  los  acreedores 
disidentes,  ó  los  que  no  hubieren  concurrido  á  la  junta,  se 
dará  traslado  al  quebrado  por  término  de  tercero  dia,  re- 
cibiéndose en  la  misma  providencia  la  causa  á  prueba 
por  el  de  treinta  dias,  dentro  de  los  cuales  alegarán  y 
probarán  lo  que  les  convenga  las  partes  litigantes,  y  cual- 
quiera otro  acreedor  que  posteriormente  se  presente  á 
coadyuvar  la  oposición. 

202.  —  Las  probanzas  se  harán  con  citación  recíproca  y 
demás  formalidades  prevenidas  por  derecho. 

203.  —  Luego  que  haya  fenecido  el  término  de  prueba, 
se  entregarán  los  autos  por  dos  dias  perentorios  á  cada 
una  de  las  parles  para  el  solo  efecto  de  instruirse  de  lo 
alegado  y  probado  en  ellos. 

La  en  liega  que  se  haga  al  acreedor  que  formalizo  la 
oposición,  será  comun  para  todos  los  que  coadyuven  su 

instancia. 

20í.  —  Devueltos  que  sean  los  autos  por  el  quebrado, 
se  procederá  á  su  vista  y  determinación  en  la  primera  au- 
diencia vacante,  citadas  previamente  las  partes. 

205.  —  Si  en  el  término  de  la  ley  no  se  hiciere  oposición 
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al  convenio,  á  su  vencimiento  se  pondrá  nota  por  el  escri- 
bano que  lo  acredite,  y  el  tribunal  con  vista  de  la  pieza 
de  declaración  de  quiebra  y  la  de  su  calificación,  resolverá 
Jo  que  corresponda  con  arreglo  á  los  artículos  US9  y  1 161 
del  Código  de  Comercio. 

SECCIÓN  SEGUNDA. 

Administración  de  la  quiebra. 

206.  —  Por  cabeza  de  la  pieza  relativa  á  esta  sección  se 
ondrá  testimonio  del  auto  de  declaración  de  quiebra  sin 

otro  antecedente,  uniéndose  á  continuación  el  inventario 
que  debe  formarse  de  todo  el  haber  de  ella  existente  en  el 
domicilio  del  quebrado,  con  arreglo  á  los  párrafos,  3.°, 
4.°  y  5.°  del  artículo  1046  del  Código  de  Comercio. 

207.  —  Para  la  ocupación,  inventario  y  depósito  de  Jos 
efectos  y  bienes  de  la  quiebra  que  se  bailen  en  distinto 
domicilio,  se  expedirán  los  oficios  convenientes  á  sus 
jueces  respectivos,  poniéndose  nota  de  haberse  verificado. 

Estos  deberán  remitir  originales  las  diligencias  que 
obren  en  su  consecuencia,  y  venidas  se  unirán  á  los  autos. 

208.  —  Para  toda  extracción  que  se  hoga  de  los  alma- 
cenes sobrellavados  ó  del  arca  de  depósito  de  efectos, 
dinero,  letras,  pagarés  y  demás  documentos  de  crédito 
pertenecientes  á  la  masa,  procederá  providencia  formal 
del  juez  comisario,  cuya  ejecución  se  hará  constar  por 
diligencia  que  firmará  este,  el  depositario  y  el  escribano. 

209.  —  Con  la  misma  formalidad  se  procederá  para 
hacer  ingresos  de  caudales  en  la  misma  arca. 

210.  —  Los  permisos  que  dé  el  juez  comisario  para  las 
ventas  urgentes  de  los  efectos  de  la  quiebra,  ó  para  los 
gastos  indispensables  que  hayan  de  hacerse  para  su  con- 
servación, han  de  acordarse  también  en  providencia  formal 
á  consecuencia  de  reclamación  del  depositario. 

211.  —  Del  nombramiento  de  los  síndicos,  su  aceptación 
y  juramento  se  pondrá  testimonio  en  esta  pieza,  acordán- 
dose en  seguida  la  formación  del  inventario  general  y  en- 
trega del  haber  y  papeles  de  la  quiebra  à  los  mismos,  en 
la  forma  prevenida  por  los  artículos  1079,  1080  y  1C81  del 
Código. 

212.  —  De  las  cuentas  que  presente  el  depositario  de 
su  gestion,  se  conferirá  traslado  álos  síndicos,  formándose 
para  su  examen  y  calificación  ramo  separado  dependiente 
de  esta  pieza,  en  el  que  con  audiencia  breve  y  sumaria  de 
ambas  partes,  y  el  informe  del  juez  comisario  se  acordará 
su  aprobación,  ó  lo  que  proceda  de  derecho  sobre  los  re- 
paros que  se  pongan. 

213.  —  Las  pretensiones  de  los  síndicos  para  los  gastos 
extraordinarios  que  ocurran  en  el  caudal  de  la  quiebra,  se 
calificaran  instructivamente  por  el  juez  comisario,  tomando 
los  informes  extrajudiciales  que  crea  necesarios,  y  resol- 
viendo en  vista  de  ellos  lo  que  estime  mas  ventajoso  á  los 
intereses  de  la  masa,  cuando  la  cantidad  que  hubiere  de 
invertirse  no  exceda  de  mil  reales  vellón. 

Pasando  de  esta  cantidad  será  necesaria  la  autorización 
del  tribunal  que  recaerá  con  justificación  de  la  necesidad 
del  gasto,  y  de  lo  que  en  su  razón  informe  el  mismo  juez 
comisario. 

214.  —  En  el  justiprecio  y  venta  del  caudal  de  la  quie- 
bra, según  su  diferente  calidad  de  efectos  mercantiles, 
bienes-muebles  de  otra  clase  y  bienes-raices,  se  estará  á 
loque  prescriben  los  artículos  1084,  1085,  1086,  1087 
y  1088  del  Código. 

213.  Todos  los  acreedores  de  la  quiebra,  así  como  el 
mismo  quebrado,  serán  admitidos  á  ejercer  la  acción  que 


concede  el  artículo  1089  contra  los  síndicos  que  compraren 
ó  hayan  comprado  efectos  de  la  quiebra. 

Las  reclamaciones  de  esta  especie  se  harán  en  expe- 
diente separado,  sustanciándose  como  una  demanda  ordi- 
naria. 

216.  —  Para  toda  transacción  que  hayan  de  hacerlos 
síndicos  en  los  pleitos  pendientes  sobre  intereses  de  la 
quiebra,  precederá  providencia  del  tribunal,  dada  á  pro- 
puesta del  juez  comisario,  en  que  se  fijarán  las  bases  de  la 
transacción. 

217.  —  En  un  cuaderno  separado  anejo  á  esta  pieza  se 
pondrán  por  diligencia,  que  firmarán  el  juez  comisario  y 
los  síndicos,  las  entregas  semanales  que  se  hagan  en  el 
arca  de  depósito  de  los  fondos  que  se  vayan  recaudando, 
dando  fe  el  escribano  de  su  ingreso  en  la  misma  arca. 

Igual  formalidad  se  observará  para  la  extracción  de  las 
partidas  que  en  virtud  de  libramientos  del  mismo  juez  se 
saquen  de  ella. 

218.  —  De  las  exposiciones  que  hagan  los  "acreedores 
con  vista  de  los  eslados  mensuales  que  deberán  presentar 
los  síndicos  sobre  el  estado  de  la  administración  de  la  quie- 
bra, se  dará  conocimiento  al  juez  comisario,  y  con  su  in- 
forme acordará  el  tribunal  las  providencias  que  halle  con- 
venientes en  beneficio  de  la  masa. 

219.  —  Las  providencias  que  el  juez  comisario  acuerde 
sobre  la  administración  déla  quiebra  en  desempeño  desús 
atribuciones,  podrán  reformarse  por  el  tribunal  de  comercio 
á  instancia  de  los  síndicos,  ó  de  cualquiera  de  los  intere- 
sados en  ella,  en  lo  cual  se  procederá  de  plano  con  vista  de. 
la  reclamación  que  se  presente,  y  lo  que  sobre  ella  informe 
el  juez  comisario. 

220.  —  No  se  admitirá  recurso  de  apelación  ni  de  nu- 
lidad contra  las  providencias  del  tribunal  de  comercio  que 
se  contraigan  al  orden  administrativo  de  la  quiebra,  sin 
decidir  ningún  derecho  controvertido  entre  las  partes. 

221.  —  Las  cuentas  que  den  los  síndicos  de  su  adminis- 
tración corresponderán  también  á  esta  pieza  de  autos,  en 
donde  se  procederá  á  su  examen  con  arreglo  á  las  disposi- 
ciones de  los  artículos  1  i  34  y  11 3o  del  Código  ;  y  si  se  de- 
dujesen agravios  contra  ellas,  tanto  por  acuerdo  de  la  junta 
de  acreedores,  como  por  el  quebrado  ó  algún  acreedor 
particular,  se  sustanciará  esta  demanda  por  los  trámites  de 
derecho  en  esta  misma  pieza  de  autos,  si  estuviere  eva- 
cuado todo  lo  concerniente  á  la  administración  de  la  quie- 
bra, ó  en  ramo  separado,  si  no  estuviese  concluida  la  liqui- 
dación de  esta. 

222.  —  Las  repeticiones  de  los  acreedores  ó  del  que- 
brado contra  los  síndicos  por  los  daños  y  perjuicios  cau- 
sados á  la  masa  por  fraude,  mala  versación  ó  negligencia 
culpable,  se  deducirán  y  sustanciarán  en  ramo  separado, 
dependiente  de  esta  pieza  de  autos,  siguiéndose  en  la  sus- 
tanciacion  los  trámites  legales  del  juicio  ordinario. 

SECCIÓN  TERCERA. 

Efectos  de  la  retroacción  de  la  quiebra. 

223.  —  La  personalidad  para  pedir  la  retroacción  de  los 
actos  que  en  perjuicio  de  la  quiebra  haya  hecho  el  que- 
brado en  tiempo  inhábil,  ó  que  por  su  carácter  fraudulento 
puedan  anularse  aun  cuando  se  hubieren  hecho  en  tiempo 
hábil,  residirá  en  los  síndicos  como  representantes  de  la 
masa  de  acreedores  de  la  quiebra,  y  administradores 
legales  de  su  haber. 

224.  —  Si  los  acreedores  observasen  alguna  omisión  en 
esta  parte,  se  dirigirán  al  juez  comisario,  quien  tomando 
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conocimiento  de  los  antecedendes  dará  las  disposiciones 
necesarias  para  que  se  ejerciten  las  acciones  de  la' masa, 
y  si  no  lo  hiciere  podrá  llevar  el  reciamente  su  queja  al 
tribunal  de  comercio. 

225.  —  Los  síndicos  estarán  obligados  á  formar  dentro 
de  los  diez  dias  inmediatos  á  habérseles  hecho  la  entrega 
de  los  libros  y  papeles  de  la  quiebra,  los  estados  siguientes: 

Uno  de  los  pagos  hechos  por  el  quebrado  en  los  quince 
dias  precedentes  á  la  declaración  de  quiebra  por  deudas  y 
obligaciones  directas,  cuyo  vencimiento  fuese  posterior  á 
esta. 

Otro  de  los  contratos  celebrados  en  los  treinta  dias  ante- 
riores á  la  declaración  de  quiebra,  que  en  el  concepto  de 
fraudulentos  queden  ineficaces  de  derecho  con  arreglo  al 
artículo  1039  del  Código  de  Comercio  ;  y  de  las  donaciones 
entre  vivos  que  se  encuentren  comprendidas  en  la  dispo- 
sición del  artículo  1040. 

226.  —  Los  estados  de  que  trata  el  artículo  anterior  se 
comprobarán  y  visarán  por  el  juez  comisario,  con  cuyo 
requisito  dirigirán  los  síndicos  á  los  interesados  sus  recla- 
maciones extrajudiciales  para  obtener  el  reintegro  á  la 
masa  de  lo  que  la  pertenezca  ;  y  si  estos  fueren  ineficaces 
acudiráu  los  síndicos  á  los  medios  de  derecho  que  corres- 
pondan según  el  objeto  de  cada  reclamación,  con  la  previa 
autorización  del  juez  comisario. 

227.  —  También  formarán  los  síndicos  otro  estado  de 
los  contratos  hechos  por  el  quebrado  que  se  hallen  en  al- 
guno de  los  cuatro  casos  comprendidos  en  el  artículo  10Í1 
del  Código,  haciendo  las  averiguaciones  oportunas  para 
cerciorarse  de  si  en  su  otorgamiento  intervino  fraude;  y 
hallando  datos  para  probarlo  en  alguno  de  ellos,  harán  su 
exposición  motivada  al  juez  comisario,  quien  en  vista  de 
ella  y  de  lo  que  resulte  de  las  investigaciones  que  haga  por 
su  parte,  acordará  ó  denegará  la  autorización  para  que 
los  síndicos  entablen  las  demandas  que  hubieren  pro- 
puesto. 

228.  —  Las  demandas  de  los  síndicos  sobre  la  aplicación 
del  artículo  1038  del  Código  de  Comercio,  se  presentarán 
acompañadas  de  la  prueba  documental  que  acredite  ha- 
berse hecho  el  pago  en  tiempo  inhábil,  y  que  la  obligación 
no  habia  vencido  hasta  después  de  la  declaración  de  la 
quiebra.  En  caso  necesario  podrán  los  síndicos  preparar  su 
acción  con  la  confesión  judicial  del  deudor. 

229.  —  La  pretensión  de  los  síndicos  y  documentos  que 
la  acompañen,  se  comunicarán  al  demandado  por  tres  dias, 
dentro  de  los  cuales  expondrá  este  lo  que  crea  convenirle. 

230.  —  No  contestándose  la  demanda  por  el  deudor,  ó 
si  en  la  contestación  no  se  desvaneciere  la  prueba  de  los 
síndicos,  se  le  condenará  á  la  devolución. 

231.  —  Si  por  la  contestación  del  deudor  el  tribunal  ha- 
llare mérito  para  recibir  Ja  causa  á  prueba,  lo  acordará 
por  término  de  ocho  dias  perentorios;  y  cumplido  este, 
entregándose  los  autos  á  las  parles  por  el  de  dos  para  que 
se  instruyan,  señalará  dia  para  la  vista,  y  fallará  lo  que 
corresponda  en  justicia. 

232.  —  Para  la  reintegración  á  la  masa  de  los  bienes  ax- 
traidos  de  ella  por  contratos  que  hayan  quedado  ineficaces 
de  derecho  en  virtud  de  la  disposición  del  artículo  1039  del 
Código  de  Comercio,  se  procederá  por  el  juicio  posesorio 
sumario  justificando  los  síndicos  por  la  escritura  del  mis- 
mo contrato  hallarse  este  en  el  caso  de  la  ley. 

233.  —  Las  providencias  que  se  den  en  aplicación  délos 
artículos  1038, 1039  y  1040  del  Código  de  Comercio,  se  eje- 
cutarán sin  embargo  de  apelación. 

234.  —  Las  demandas  de  nulidad  ó  de  revocación  de  los 
conlr&tos  hechos  por  el  quebrado  en  fraude  de  los  acree- 


dores, se  introducirán  según  las  formas  que  rijan  para  el 
juicio  ordinario  en  el  tribunal  á  quien  competa  su  cono- 
cimiento. 

SECCIÓN  CUARTA. 

Examen,  graduación  y  pago  de  los  créditos  contra 
la  quiebra. 

235.  —  Poniéndose  por  cabeza  de  la  pieza  de  autos  cor- 
respondiente á  esta  sección  el  estado  general  de  los  acree- 
dores de  la  quiebra,  se  dará  providencia  á  continuación 
prefijando  el  término  dentro  del  cual  hayan  aquellos  de 
presentar  á  los  síndicos  los  títulos  justificativos  de  sus  cré- 
ditos, y  el  dia  en  que  se  hubiere  de  celebrar  la  junta  desn 
examen  y  reconocimiento,  arreglándose  este  señalamiento  - 
á  lo  prevenido  en  el  artículo  *  101  del  Código.  / 

La  circulación  de  esta  disposición  á  los  acreedores  se  ,„ 
hará  constar  en  los  autos  por  oficio  de  los  síndicos  al  juez  ¿ 
comisario,  y  su  notoriedad  por  edictos  é  inserción  en  el  pe-  ¿ 
riódico  por  diligencia  del  escribano  actuario. 

236.  —  Después  de  haberse  proveído  el  auto  de  decla- 
ración de  quiebra,  no  se  podrá  promover  ni  continuar  ins- 
tancia alguna  ejecutiva  contra  el  quebrado,  y  las  que  exis- 
tan de  esta  clase  en  cualquiera  juzgado  ó  tribunal,  se  re- 
mitirán al  que  conozca  de  la  quiebra  para  que  corran  bajo 
una  misma  cuerda  con  esta  pieza. 

Los  interesados  en  estas  ejecuciones  serán  comprendidos 
en  el  estado  general  de  acreedores,  y  convocados  para  que 
con  los  títulos  que  tengan  presentados  en  aquellos  proce- 
dimientos, ó  los  que  de  nuevo  entreguen  á  los  síndicos, 
usen  de  su  derecho  en  la  junta. 

237.  —  Hechas  todas  las  operaciones  que  para  la  justifi- 
cación y  examen  de  los  créditos  prescriben  los  artículos 
i  102,  1103,  1104  y  H  05  del  Código  de  Comercio,  si  alguno 
de  los  acreedores  ó  el  quebrado  se  tuvieren  por  agraviados 
de  la  resolución  de  la  junta,  podrán  usar  de  su  derecho 
ante  el  tribunal  que  conociese  de  la  quiebra  dentro  del  tér- 
mino de  treinta  dias,  y  no  después. 

238.  —  Las  demandas  de  los  acreedores  sobre  que  seles 
reconozcan  créditos  que  la  junta  hubiere  desechado,  se  sus- 
tanciarán con  los  síndicos  que  estarán  obligados  á  sostener 
lo  acordado  por  aquella. 

En  las  que  se  instruyan  por  algún  acreedor  ó  por  el  que- 
brado contra  el  reconocimiento  de  algún  crédito,  se  enten- 
derá la  sustanciacion  con  el  interesado  en  el  crédito  impug- 
nado en  la  demanda,  y  toda  la  responsabilidad  del  juicio 
será  de  cargo  del  demandante. 

239.  —  El  orden  de  sustanciacion  de  estas  demandas 
será  el  prescrito  en  el  título  4.°  de  esta  Ley  para  el  juicio 
ordinario,  formándose  para  cada  una  de  aquellas  ramo 
separado. 

240.  —  La  convocación  de  los  acreedores  de  2.a  3.a  y  4., 
clase  para  la  junta  de  examen  de  la  clasificación  de  cré- 
ditos hecha  por  los  síndicos,  se  acreditará  en  los  autos  en 
la  forma  establecida  en  el  artículo  235  de  esta  Ley. 

241.  —  Los  acreedores  cuyas  reclamaciones  contra  el 
orden  de  graduación  de  créditos  hubieren  sido  desechadas 
por  la  junta,  tendrán  el  término  perentorio  de  ocho  dias  para 
usar  de  su  derecho  en  justicia. 

Pasados  estos  sin  haberlo  verificado,  se  tendrá  por  con- 
sentida la  resolución  de  la  junta. 

242.  —  Las  demandas  que  se  intentaren  contra  los  acuer- 
dos de  la  junta  en  la  gradu.icion  de  créditos,  se  sustanciarán 
con  los  síndicos  por  los  trámites  del  juicio  ordinario  en  la 
misma  pieza  coi  tiente  de  esta  sección,  donde  obren  todos 
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los  antecedentes  relativos  al  examen,  reconocimiento  y 
graduación  de  créditos. 

Para  que  por  estas  demandas  no  se  embarace  el  repar- 
timiento de  los  fondos  disponibles  de  la  quiebra,  se  formará 
sobre  esta  operación  ramo  separado  con  testimonio  de  los 
estados  de  clasificación  y  de  las  actas  de  la  junta  de  gra- 
duación de  créditos,  procediéndose  con  arreglo  á  los  artí- 
culos 1129,  1130,  1131,  1132  y  1133  del  Código  de 
Comercio. 

SECCIÓN  QUINTA. 

Calificación  de  la  quiebra  y  rehabilitación  del  quebrado. 

243.  —  La  pieza  de  autos  correspondiente  á  esta  sección 
principiará  con  el  informe  que  el  juez  comisario  debe  dar 
al  tribunal  sobre  lo  que  resulte  del  reconocimiento  de  los 
libros  y  papeles  del  quebrado  acerca  de  los  capítulos  que 
deben  servir  de  bases  para  la  calificación  de  la  quiebra, 
conforme  al  artículo  1138  del  Código  de  Comercio. 

244.  —  Los  síndicos  en  la  exposición  que  se  .les  prescribe 
presentar  por  el  artículo  1140,  deducirán  pretensión  formal 
sobre  la  calificación  de  la  quiebra,  y  unida  á  los  autos  se 
entregarán  al  quebrado  por  término  de  nueve  dias  para 
que  conteste  á  esta  solicitud. 

245.  —  No  usando  el  quebrado  de  la  comunicación  de 
autos,  ó  en  el  caso  de  que  los  devuelva  sin  oponerse  á  la 
pretensión  de  los  síndicos,  se  procederá  á  la  vista,  previo 
el  señalamiento  de  dia  que  se  liará  saber  á  las  partes,  y  el 
tribunal  hará  la  calificación  que  eslime  arreglada  á  dere- 
cho, según  lo  que  resulte  de  esta  pieza  de  autos  y  de  la 
respectiva  á  la  declaración  de  quiebra  que  se  tendrá  también 
presente. 

246.  —  Si  el  quebrado  hiciere  oposición  á  la  pretensión 
de  los  síndicos,  se  recibirá  la  causa  aprueba  por  el  término 
que  el  tribunal  halle  prudentemente  necesario  según  lo 
alegado  por  las  partes,  prorogándolo,  si  estas  lo  pidiesen, 
hasta  el  máximum  de  cuarenta  dias  que  señala  el  artí- 
culo 1142  del  Código. 

247.  —  Cumplido  el  término  de  prueba,  se  unirán  por 
eí  escribano  las  probanzas  á  los  autos,  y  se  entregarán 
estos  por  su  orden  á  las  partes  para  que  se  instruyan  de 
sus  méritos. 

Luego  que  los  haya  devuelto  el  quebrado  se  hará  el  se- 
ñalamiento de  dia  para  la  vista  que  se  le  hará  saber,  así 
como  á  los  síndicos. 

248.  —  En  la  sentencia  y  su  ejecución  se  procederá  en 
la  forma  que  está  prescrita  por  los  artículos  1143  y  1144 
del  Código. 

249.  —  El  quebrado  que  habiendo  sido  calificado  de  ter- 
cera clase  y  condenado  como  tal  á  pena  de  reclusión,  se 
hallare  en  soltura  ó  arrestado  en  su  casa,  será  trasladado 
inmediatamente  á  la  prisión  que  le  esté  señalada  para 
cumplir  su  pena. 

250.  —  Los  síndicos  no  harán  gestion  alguna  bajo  esta 
representación  en  la  causa  criminal  que  se  siga  al  que- 
brado de  4.a  ó  de  5.»  clase  ante  la  jurisdicción  real  ordi- 
naria, sino  por  acuerdo  de  la  junta  general  de  acreedores. 

El  que  de  estos  use  en  aquel  juicio  de  las  acciones  que 
le  competan  con  arreglo  á  las  leyes  criminales,  lo  hará  á 
sus  propias  expensas,  sin  repetición  en  ningún  caso  contra 
la  masa  por  las  resultas  del  juicio. 

251 .  —  Las  instancias  de  ios  quebrados  para  su  rehabi- 
litación se  instruirán  concluso  el  juicio  de  calificación,  en 
la  misma  pieza  en  que  este  se  haya  ventilado,  procedién- 
dose en  ellas  según  está  prescrito  en  el  título  1 1,  libro  4." 
del  Código  de  Comercio. 


TITULO  SEXTO. 

DEL   JUICIO   ARBITRAL. 

252.  — Toda  contienda  sobre  negocios  mercantiles  puede 
ser  comprometida  al  juicio  dé  arbitros  de  comercio,  haya 
ó  no  pleito  comenzado  sobre  ella  y  en  cualquiera  estado 
que  este  tenga  hasta  su  conclusion. 

253.  Las  personas  que  celebren  el  compromiso  han  de 
tener  capacidad  para  parecer  en  juicio  sobre  asuntos  mer- 
cantiles. 

254.  —  Los  factores  y  apoderados  no  pueden  compro- 
meter los  derechos  de  sus  comitentes,  si  en  el  poder  no  les 
estuviere  conferida  expresamente  esta  facultad. 

255.  —  El  compromiso  es  forzado  para  dirimir  la?  di- 
ferencias entre  socios  según  las  disposiciones  de  los  artí- 
culos 323  y  345  del  Código  de  Comercio. 

256.  —  Puede  convenirse  y  celebrarse  el  compromiso  : 
En  escritura  pública. 

Por  escrito  presentado  de  conformidad  en  los  autos,  si 
hubiere  ya  pleito  comenzado. 

Por  convenio  ante  los  jueces  avenidores. 

Por  contrata  privada  entre  las  partes,  que  conste  por 
escrito  y  se  firme  por  estas. 

257.  —  Los  que  no  sepan  leer  ni  escribir,  no  podrán  ce- 
lebrar compromisos  en  contratas  privadas. 

Si  lo  hicieren  en  pedimento  que  à  su  nombre  se  pre- 
sente ante  la  autoridad  judicial,  se  ratificarán  en  su  con- 
tenido, antes  de  haberse  por  celebrado  el  compromiso,  y 
de  precederse  al  juicio. 

258.  —  Los  compromisos  celebrados  por  contrata  pri- 
vada deben  extenderse  y  firmarse  en  igual  número  de 
ejemplares  cuantas  sean  las  parles  contratantes,  y  uno  mas 
para  entregar  à  los  arbitros. 

Todos  los  ejemplares  serán  de  un  tenor,  expresándose 
en  ellos  el  número  de  los  que  se  hayan  extendido. 

259.  — En  cualquiera  manera  de  las  sobredichas  en  el 
artículo  256,  en  que  se  celebre  el  compromiso,  se  ha  de 
hacer  expresión  de  todas  las  circunstancias  siguientes  : 

1  -a  Los  nombres,  apellidos  y  vecindad  de  los  interesa- 
dos. 

2-a  El  negocio  sobre  que  versa  la  contienda  que  se  sujeta 
al  juicio  arbitral. 

3.a  Los  nombres,  apellidos,  y  vecindad  de  las  personas 
que  se  nombran  por  arbitros,  diciéndose  si  el  nombra- 
miento se  ha  hecho  de  común  acuerdo,  ó  si  cada  intere- 
sado ha  nombrado  el  suyo. 

4.a  El  nombramiento  de  tercero  para  el  caso  de  discor- 
dia ó  bien  la  designación  de  la  persona  á  quien  se  le  dé 
facultad  para  hacerlo. 

5.»  El  plazo  dentro  del  cual  estarán  obligados  los  ar- 
bitros á  dar  sentencia,  y  en  el  que  deberá  el  tercero  diri- 
mir la  discordia  si  la  hubiere. 

6.a  Si  esta  ha  de  causar  ejecutoria,  ó  si  les  quedan  à 
salvo  á  los  interesados  los  recursos  de  derecho,  bien  pa- 
gando alguna  multa  por  via  de  indemnización  en  favor  de 
la  paite  vencedora  cuya  cuota  se  fijará,  ó  bien  sin  este 
gravamen. 

7.a  La  multa  en  que  haya  de  incurrir  el  que  dejare  de 
cumplir  con  los  actos  necesarios  para  que  el  compromiso 
tenga  efecto. 

8.a  La  fecha  del  acta. 

La  expresión  de  las  tres  primeras  circunstancias  es  esen- 
cial, bajo  pena  de  nulidad  del  compromiso. 

260.  —  Si  no  se  hubiere  nombrado  tercero  para  dirimir 
la  discordia  de  los  arbitros,  ni  persona  que  hubiere  de  ha- 
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cer  el  nombramiento,  recaerá  la  facultad  de  dirimirla  en  el 
juez  avenidor  del  partido. 

261.  —  Cuando  se  hubiere  omitido  señalar  el  plazo  para 
dar  sentencia,  será  este  el  de  cien  dias,  y  de  treinta  el 
que  tendía  el  tercero  para  dirimir  la  discordia. 

262.  —  Se  entienden  reservados  los  remedios  de  derecho 
contra  las  sentencias  arbitrales,  cuando  en  el  compromiso 
no  se  hizo  pacto  expreso  en  contrario. 

263.  —  Los  compromisos  que  no  tengan  fecha  se  ten- 
drán por  celebrados  en  el  dia  en  que  se  haga  su  presenta- 
ción á  los  arbitros  ó  á  la  autoridad  judicial. 

264.  —  Los  efectos  del  compromiso  no  se  extienden  á 
mas  personas  que  á  las  que  lo  celebraron,  aunque  baya  en 
el  negocio  otros  interesados. 

265.  —  Los  herederos  de  los  que  otorgaron  ó  contra- 
taron el  compromiso,  quedan  obligados  á  sus  resultas, 
aunque  sean  menores. 

266.  —  El  nombramiento  de  arbitros  puede  recaer  en 
toda  persona  varón  mayor  de  veinte  y  cinco  años,  sea  ó  no 
comerciante,  que  esté  en  pleno  ejercicio  de  los  derechos 
civiles,  y  sepa  leer  y  escribir. 

267.  —  La  incapacidad  legaldel  nombrado  para  arbitro, 
conocida  de  las  partes  después  de  celebrado  el  compromiso, 
no  anulará  el  contrato.  La  parte  que  lo  hubiere  nombrado, 
estará  obligada  á  nombrar  otro,  y  en  su  defecto  se  nom- 
brará por  el  tribunal  de  comercio. 

Lo  mismo  sucederá  cuando  el  que  hizo  el  nombra- 
miento fuere  sabedor  de  la  tacha,  si  el  otro  interesado  la 
ignoraba. 

268.  —  Los  arbitros  aceptarán  ó  renunciarán  el  com- 
promiso dentro  de  los  ocho  dias  siguientes  á  habe'rseles 
becho  saber  el  nombramiento,  ó  que  seles  hubiere  entre- 
gado el  acta  á  instancia  de  cualquiera  de  las  partes.  Pasado 
este  término  sin  haber  hecho  la  renuncia,  se  tendrá  por 
aceptado. 

269.  —  También  se  presumirá  la  aceptación  tácita  de 
los  arbitros  desde  que  hagan  cualquiera  gestion  de  su  en- 
cargo. 

270.  —  Si  el  arbitro  que  haya  rehusado  la  aceptación 
estuviere  nombrado  por  una  de  las  partes  y  no  por  unani- 
midad entre  todas,  subsistirá  el  compromiso,  y  estará  obli- 
gada la  que  le  nombró  á  sustituir  en  su  lugar  otra  per- 
sona, ó  de  no  hacerlo  incurrirá  en  la  multa  señalada  en 
el  contrato  á  ios  que  dejaren  de  prestarse  á  los  actos  ne- 
cesarios para  la  preparación  y  complemento  del  juicio  ar- 
bitral. 

271.  —  Aceptado  el  encargo  tácita  ó  expresamente  no 
podrán  los  arbitros  dejar  de  cumplirlo,  y  el  tribunal  les 
apremiará  á  ello  si  no  lo  hicieren. 

272.  —  El  término  del  compromiso  convencional  ó  legal 
comenzará  á  correr  desde  el  dia  de  su  aceptación  tácita  ó 
expresa. 

273.  — De  consentimiento  unánime  de  las  partes  podrá 
prorogarse  el  término  del  compromiso,  aun  despues  que 
este  haya  espirado. 

274.  —  No  podrán  ser  revocados  los  arbitros  nombrados 
sino  por  convenio  de  todos  los  interesados  que  los  nom- 
braron, ó  por  recusación  que  se  admita  con  arreglo  á  de- 
recho. 

275.  —  La  recusación  de  los  arbitros  se  ha  de  apoyar 
en  causa  legal  sobrevenida  después  del  compromiso,  y  no 
antes. 

276.  —  Son  causas  legales  para  la  recusación  de  los 
arbitros  de  comercio  las  mismas  que  se  prefijan  en  el  ar- 
tículo 97  de  esta  Ley  para  recusar  álos  individuos  del  tri- 
bunal de  comercio. 


277.  -•  La  recusación  se  propondrá  y  probará  en  el  tér- 
mino preciso  de  ocho  dias  ante  el  tribunal  de  comercio,  y 
su  providencia  causará  ejecutoria. 

Los  arbitros  suspenderán  sus  gestiones  desde  que  seles 
presente  certificación  de  haberse  propuesto  la  recusación 
hasta  que  les  conste  la  resolución  del  tribunal. 

Entretanto  no  correrá  el  término  del  compromiso. 

278.  —  Cesarán  los  efectos  del  compromiso  independien- 
temente de  la  voluntad  de  los  interesados  : 

Por  la  muerte  ó  recusación  de  alguno  de  los  arbitros, 
si  estuvieren  nombrados  de  común  acuerdo  de  las  parles. 

Por  el  trascurso  del  término  convencional  ó  legal  del 
compromiso. 

279.  —  Los  arbitros  no -procederán  á  acto  alguno  de  su 
encargo  después  de  la  revocación  del  compromiso  ó  de  la 
cesación  de  sus  efectos  por  causa  legal,  bajo  pena  de  nuli- 
dad de  lo  que  actuaren,  y  de  responsabilidad  á  los  perjui- 
cios que  ocasionen  con  sus  procedimientos. 

280.  —  También  podrán  los  interesados  sustituir  al  ar- 
bitro muerto  ó  separado  por  la  recusación  otro  que  nom- 
bren igualmente  de  común  acuerdo. 

281.  —  En  los  casos  de  muerte  ó  recusación  admitida  de 
algún  arbitro  nombrado  por  una  sola  parte,  será  también 
aplicable  la  disposición  del  artículo  270. 

2s2.  —  Aceptando  los  arbitros  el  compromiso  tácita  ó 
expresamente,  mandarán  hacer  saber  á  los  interesados  que 
deduzcan  sus  respectivas  pretensiones,  acompañando  los 
documentos  en  que  apoyen  su  derecho  con  señalamiento 
de  un  término,  que  se  graduará  con  relación  al  plazo  del 
compromiso,  sin  que  pueda  en  ningún  caso  exceder  de 
quince  dias. 

La  parte  que  no  lo- verifique  será  habida  por  contumaz, 
parándole  el  perjuicio  que  haya  lugar  en  la  sentencia,  y  se 
la  declarará  desde  luego  incursa  en  la  pena  del  compro- 
miso. 

283.  —  De  la  pretensión  y  documentos  que  presente 
una  parte  se  dará  comunicación  á  la  contraria  por  término 
de  seis  dias  precisos,  y  se  le  admitirán  el  escrito  y  docu- 
mentos que  presente  en  su  impugnación. 

284.  —  Con  vista  de  las  pretensiones  de  las  partes  y  sin 
mas  escritos  recibirán  los  arbitros  el  expediente  á  prueba 
por  el  término  que  estimen  arreglado,  según  las  circuns- 
tancias del  negocio  y  el  plazo  del  compromiso. 

28o.  —  En  el  juicio  arbitral  tendrán  lugar  todos  los 
medios  de  prueba  que  las  leyes  permiten  para  los  juicios 
ordinarios,  observándose  en  su  práctica  las  formalidades 
prescritas  en  el  título  i.°  de  esta  Ley. 

286.  —  Concluso  el  término  de  prueba,  examinarán  los 
arbitros  las  probanzas  hechas  ;  y  si  hallasen  que  alguna  de 
las  partes  hubiere  reservado  documentos  conducentes  para 
la  aclaración  del  derecho  deducido  por  cada  una,  ordena- 
rán de  oficio  su  presentación,  ó  procederán  á  su  reconoci- 
miento si  por  su  calidad  no  se  pudiere  exigir  aquella. 

Con  el  mismo  objeto  podrán  mandar  á  los  litigantes  que 
juren  posiciones  sobre  los  hechos  no  probados  que  sean 
concernientes  á  la  cuestión  del  compromiso. 

287.  —  Hechas  las  diligencias  que  previene  el  artículo 
anterior  si  fueren  necesarias,  ó  solo  con  las  que  se  hayan 
practicado  en  el  término  de  prueba,  se  tendrá  el  juicio  por 
concluso,  haciéndose  así  saber  á  las  partes  y  citándolas 
para  su  determinación  final. 

288.  —  La  sentencia  arbitral  ha  de  ser  conforme  á  de- 
recho según  lo  alegado  y  probado  en  autos,  y  se  dará  y 
firmará  por  todos  los  arbitros  en  el  lugar  donde  se  haya 
seguido  el  juicio,  haciéndose  saber  á  las  partes  antes  de 
espirar  el  término  del  compromiso. 


289.  —  Estando  los  arbitros  discordes,  hará  sentencia  la 
decisión  del  mayor  número;  y  si  los  votos  estuviesen  á 
número  igual  ó  no  se  reuniesen  dos  votos  conformes  que 
hagan  mayoría,  extenderá  cada  arbitro  su  decisión  en  los 
mismos  aulos,  y  se  remitirán  estos  al  tercero  en  discordia 
nombrado,  ó  al  juez  avenidor  en  su  caso  para'  que  la  di- 
rima. 

2.90.  —  La  decisión  del  tercero  ó  del  juez  avenidor  que 
haga  mayoría,  causará  sentencia. 

291.  —  Si  el  tercero  ó  el  juez  avenidor  no  se  confor- 
mare con  la  decisión  de  ninguno  de  los  arbitros  é  hiciere 
voto  diferente,  se  remitirán  los  autos  al  tribunal  de  co- 
mercio para  que  dirima  la  discordia,  según  los  méritos  del 
proceso,  sin  nuevas  artuaciones. 

En  el  caso  que  el  tribunal  no  estuviere  acorde  en  su  de- 
cisión, entrarán  en  computación  los  votos  singulares  de 
cada  uno  de  sus  individuos  con  los  de  los  jueces  arbitros 
y  el  tercero,  y  hará  sentencia  la  decisión  del  mayor  nú- 
mero. 

292.  —  Si  con  arreglo  á  los  pactos  del  compromiso  cau- 
sare ejecutoria  la  sentencia  arbitral,  se  procederá  á  su 
ejecución  sin  admitirse  contra  ella  el  recurso  de  apela- 
ción; pero  tendrá  lugar  el  de  nulidad,  siempre  que  los 
arbitros  se  hayan  excedido  en  lo  juzgado  de  las  facultades 
contenidas  en  el  compromiso. 

293.  —  El  recurso  de  nulidad  contra  la  sentencia  arbi- 
tral se  instruirá  y  seguirá  aníe  el  tribunal  de  comercio 
del  territorio  donde  se  haya  pronunciado,  llevándose  á 
efecto  aquella,  no  obstante  la  interposición  del  recurso, 
previa  fianza  de  la  parte  vencedora  que  asegure  las  resul- 
tas del  nuevo  juicio. 

2S4.  —  Teniendo  lugar  la  apelación  de  la  sentencia  ar- 
bitral, se  admitirá  para  ante  el  tribunal  superior  que  cor- 
responda, procediéndose  en  todo  como  en  las  apelaciones 
de  las  sentencias  de  los  tribunales  de  comercio. 

295.  —  Si  el  compromiso  se  hubiere  hecho  pendiente  la 
instancia  de  apelación  de  la  sentencia  del  tribunal  de  co- 
mercio, los  jueces  arbitros  continuarán  esta  por  los  trámi- 
tes de  derecho;  y  su  decisión,  confirmando  ó  reformando 
aquella  causará  ejecutoria,  salvo  el  recurso  de  injusticia 
notoria  en  los  casos  que  este  proceda. 

296.  —  Los  comerciantes  podrán  también  comprometer 
la  decisión  de  sus  contiendas  en  amigables  componedores 
que  decidan  sobre  ellas  sin  sujeción  á  las  formas  legales, 
según  su  leal  saber  y  entender. 

297.  —  En  el  nombramiento  de  los  amigables  compone- 
dores y  la  forma  en  que  se  ha  de  celebrar  el  compromiso, 
regirán  las  mismas  disposiciones  prescritas  con  respecto  á 
los  arbitros,  á  excepción  de  las  circunstancias  6.a  y  7.a  del 
artículo  259  que  no  le  son  aplicables. 

En  su  lugar  contendrá  necesariamente  el  compromiso 
en  amigables  componedores,  bajo  pena  de  nulidad,  el  pacto 
de  la  multa  en  que  habrá  de  incurrir  el  interesado  que  no 
se  conforme  á  la  decisión  de  aquellos. 

298.  —  El  procedimiento  de  los  amigables  componedo- 
res se  reducirá  á  recibir  de  las  partes  y  examinar  los  do- 
cumentos que  les  entreguen,  relativos  á  sus  diferencias,  y 
dar  su  decisión  ó  laudo,  que  firmarán  entregando  una  co- 
pia autorizada  á  cada  interesado. 

299.  —  Si  estuvieren  discordes  los  amigables  compone- 
dores se  reunirá  con  ellos  el  tercero  nombrado  y  se  estará 
á  lo  que  resuelva  el  mayor  número  de  votos. 

No  habiendo  mayoría  quedará  sin  efecto  el  compromiso. 

300.  —  Las  facultades  de  los  amigables  componedores 
cesarán  : 

Por  la  muerte  de  cualquiera  de  ellos. 


Por  la  revocación  voluntaria  y  unánime  de  los  interesa- 
dos antes  de  pronunciarse  el  laudo. 

Por  el  trascurso  del  término  prefijado  para  darlo. 

Por  la  discordancia  de  sus  decisiones,  cuando  no  hava 
tercero  nombrado  que  se  les  una  para  hacer  mayoría  en 
los  votos. 

301 .  —  Los  amigables  componedores  no  pueden  ser  re- 
cusados. 

302.  —  Enteradas  las  parles  del  laudo  de  los  amigables 
componedores,  queda  á  su  arbitrio  dejarlo  ineficaz,  pa- 
gando la  multa  pactada  en  el  compromiso,  ó  conformarse 
en  su  ejecución. 

303.  —  Si  no  usaren  de  esta  facultad  en  el  término  de 
tres  dias,  consignando  la  multa  en  manos  de  los  mismos 
amigables  componedores  ó  en  las  del  escribano  del  tribu- 
nal de  comercio,  se  entenderá  sin  otra  declaración  que  con- 
sienten el  laudo,  y  este  será  ejecutivo  como  la  sentencia 
ejecutoriada. 

-  304.  —  Las  facultades  de  los  arbitros  acabarán  con  la 
prononciation  de  la  sentencia,  y  las  de  los  amigables  com- 
ponedores con  las  del  laudo. 

De  la  ejecución  de  lo  decidido  por  unos  y  otros  toca  co- 
nocer y  proveer  en  justicia  á  los  tribunales  de  comercio,  ó 
jueces  ordinarios  que  entiendan  en  los  negocios  mercan- 
tiles. 


TITULO  SÉPTIMO. 

DEL    PROCEDIMIENTO   EJECUTIVO. 

305.  —  El.  procedimiento  ejecutivo  no  tiene  lugar  sino 
en  virtud  de  un  título  que  por  disposición  expresa  de  ley 
traiga  aparejada  ejecución. 

306.  —  En  los  negocios  y  obligaciones  mercantiles  tie- 
nen fuerza  ejecutiva  : 

\  °  La  sentencia  judicial  ejecutoriada  que  condena  á  la 
entrega  de  algunos  efectos  de  comercio,  ó  al  pago  de  can- 
tidad determinada. 

2.°  La  escritura  pública  original  ó  de  primera  saca,  y 
las  copias  extraídas  posteriormente  del  registro  en  vir- 
tud de  decreto  judicial  y  con  citación  del  deudor. 

3."  La  sentencia  arbitral  que  sea  irrevocable  con  arreglo 
á  los  términos  del  compromiso. 

4.°  La  confesión  judicial  del  deudor. 

5."  Las  letras  de  cambio,  libranzas  y  vales  ó  pagarés  de 
comercio  en  los  términos  que  disponen  los  artículos  543, 
544  y  566  del  Código. 

6.°  Las  pólizas  originales  de  contratos  celebrados  con 
intervención  de  corredor  público,  que  estén  firmadas  por 
los  contratantes  y  por  el  mismo  corredor  que  intervino  en 
el  contrato. 

7.°  Las  facturas,  cuentas  corrientes  y  liquidaciones  apro- 
badas por  el  deudor,  precediendo  el  reconocimiento  judi- 
cial que  este  haga  de  su  firma. 

8.°  Las  contratas  privadas  suscritas  por  los  interesados 
contratantes,  y  reconocidas  en  juicio  como  legítimas  y 
ciertas. 

307.  —  El  procedimiento  ejecutivo  no  puede  recaer  sino 
sobre  cantidad  numeraria,  determinada  y  líquida. 

308.  —  Si  del  título  de  la  ejecución  resultare  deuda  de 
cantidad  líquida,  y  otra  que  fuese  indeterminada  é  ilí- 
quida, se  procederá  ejecutivamente  por  la  líquida,  reser- 
vando la  repetición  délo  ilíquido  para  otro  juicio. 

309.  —  Cuando  la  deuda  consista  en  efectos  de  comer- 


-  89 


ció,  se.liquidará  su  equivalencia  en  numerario  por  los  pre- 
cios del  mercado  de  la  plaza,  según  certificación  de  ios  sín- 
dicos del  colegio  de  corredores,  si  lo  hubiere  en  ella,  ó  no 
habiendo  colegio,  por  la  de  dos  corredores  nombrados  de 
oficio,  quedando  á  salvo  su  derecho  al  deudor  para  pedir 
la  reducción  si  hubiere  exceso,  mediante  su  prueba  en  el 
término  del  encargado. 

310.  —  Reconociendo  el  deudor  la  firma  puesta  en  la  le- 
tra, libranza,  pagaré  ó  contrata  en  que  conste  su  obliga- 
ción ó  responsabilidad,  tendrá  lugar  la  ejecución,  aun 
cuando  niegue  la  deuda. 

311.  —  Las  obligaciones  mercantiles  contraidas  en  paí- 
ses extranjeros  no  serán  ejecutivas  en  el  territorio  espa- 
ñol, sino  con  arreglo  á  las  disposiciones  del  Código  de  Co- 
mercio y  de  esta  Ley. 

312.  —  La  demanda  de  ejecución  se  arreglara  á  lo  pre- 
venido por  punto  general  en  el  artículo  41,  y  con  ella  se 
presentará  indispensablemente  el  título  que  la  traiga  apa- 
rejada. 

El  acreedor  jurará  en  la  demanda  misma  ser  cierta  la 
deuda,  sin  cuyo  requisito  no  será  admisible  su  acción. 

313.  —  Si  se  hubiese  de  preparar  la  via  ejecutiva  por  la 
confesión  judicial  ó  el  reconocimiento  de  la  firma  del  deu- 
dor en  documento  que  sin  este  requisito  no  sea  ejecutivo," 
se  presentará  escrito,  pidiendo  la  que  corresponda  de  estas 
diligencias,  y  se  hará  comparecer  al  deudor  para  que  res- 
ponda á  las  posiciones  que  presente  el  acreedor. 

Negando  aquel  no  podrá  despacharse  la  ejecución,  y  el 
acreedor  usará  de  su  derecho  en  el  juicio  correspondiente 
para  probar  la  legitimidad  de  la  obligación  en  que  funde 
su  crédito. 

314.  —  El  tribunal  examinará  detenidamente  el  título 
de  la  ejecución,  oyendo  el  dictamen  del  consultor,  si  se  le 
ofreciere  duda  de  derecho  sobre  su  fuerza  ejecutiva. 

315.  —  Procediendo  la  ejecución  con  arreglo  al  título  en 
que  la  funde  el  acreedor,  se  librará  mandamiento  cometido 
á  los  alguaciles  del  tribunal  para  que  requieran  al  deudor 
en  persona  á  que  haga  el  pago  en  el  acto,  y  en  defecto  de 
verificarlo  le  embarguen  bienes  en  cantidad  suficiente  para 
cubrir  la  deuda  y  costas,  y  los  depositen  en  persona  de 
conocida  responsabilidad,  dejando  trabada  en  ellos  la 
ejecución. 

316.  —  No  pudiendo  ser  habido  el  deudor  para  requerirle 
en  persona  con  el  mandamiento  en  tres  diligencias  hechas 
en  su  domicilio  ó  habitación  para  encontrarle,  se  le  dejará 
copia  de  aquel  á  su  mujer,  hijos,  dependientes  ú  otras 
personas  que  habiten  la  misma  casa,  y  se  procederá  en  el 
acto  á  la  ejecución. 

Las  tres  diligencias  se  han  de  hacer  con  intervalo  á  lo 
menos  de  dos  horas  de  la  una  á  la  otra. 

317.  —  Para  el  orden  de  los  embargos  se  preferirán  los 
efectos  de  comercio  á  los  demás  muebles  del  deudor,  y 
unos  y  otros  álos  inmuebles,  guardándoselas  excepciones 
prevenidas  por  las  leyes  comunes  sobre  los  bienes  que  no 
pueden  ser  ejecutados. 

El  alguacil  ejecutor  será  responsable  de  cualquier  exceso 
por  no  haberse  arreglado  á  derecho. 

318.  —  Cuando  el  título  de  la  ejecución  contenga  hipo- 
teca especial  de  algún  inmueble,  se  trabará  siempre  la 
ejecución  sobre  este,  sin  perjuicio  de  que  si  contuviese 
además  la  obligación  general  de  los  bienes  del  deudor,  se 
embargarán  también  los  muebles  por  el  orden  prescrito 
en  el  artículo  precedente. 

Esta  prevención  deberá  haberse  hecho  en  el  auto  y 
mandamiento  de  ejecución,  y  no  dejarse  á  la  calificación 
del  ejecutor. 


319.  —  El  acreedor  podrá  asistir  por  sí  ó  por  medio  do 
apoderado  á  la  ejecución;  y  si  entendiese  no  ser  suficientes 
los  bienes  embargados,  ó  que  se  han  dejado  de  embargar 
los  necesarios  por  haberse  ocultado,  podrá  en  el  progreso 
del  juicio  pedir  mejora  de  la  traba  en  bienes  que  estén  de 
manifiesto,  ó  en  los  que  se  hayan  ocultado,  designando  con 
respecto  á  estos  los  que  sean  y  su  paradero,  y  justificando 
que  son.  propiedad  del  deudor  si  se  hallaren  en  poder  de 
otra  persona,  y  esta  lo  negare. 

320.  —  En  las  ejecuciones  por  obligaciones  mercantiles 
no  se  causa  décima. 

321 .  —  La  traba  será  notificada  al  deudor  en  acto  con- 
tinuo de  haberse  hecho,  citándole  al  mismo  tiempo  de  re- 
mate en  su  persona,  ó  por  medio  de  cédula  si  no  pudiere 
ser  habido  en  la  primera  diligencia. 

322.  —  El  deudor  tendrá  el  plazo  de  tres  dias  naturales 
después  de  hecha  la  citación  de  remate  para  hacer  el  pago 
de  la  deuda,  ú  oponerse  á  la  ejecución. 

323.  —  Pagando  el  deudor  se  tasarán  las  costas  que 
deberá  también  satisfacer,  y  se  sobreseerá  en  el  procedi- 
miento. 

324.  —  No  verificándose  el  pago,  ni  haciendo  el  deudor 
oposición  en  los  tres  dias  del  término  de  la  citación,  se  pro- 
nunciará en  la  primera  audiencia  sentencia  de  remate, 
mandando  proceder  á  la  venta  de  los  bienes  embargados  y 
que  de  ellos  se  haga  pago  al  acreedor. 

325.  —  Si  el  deudor  hiciere  oposición,  se  le  mandarán 
entregar  los  autos  para  que  proponga  su  excepción,  en- 
cargándose á  ambas  partes  los  diez  dias  de  la  Ley  para 
que  dentro  de  ellos  aleguen  ambas  y  prueben  lo  que  res- 
pectivamente les  convenga. 

326.  —  El  ejecutado  no  podrá  retener  los  autos  mas 
que  dos  dias  precisos  é  ¡mprorogables,  pasados  los  cuales 
se  recogerán  de  poder  de  quien  los  tenga,  si  no  los  hubiese 
devuelto. 

327.  —  En  las  ejecuciones  sobre  obligaciones  mercan- 
tiles solo  tienen  lugar  las  excepciones  siguientes  : 

Falsedad  del  título. 

Prescripción  ó  caducidad  del  mismo. 

Fuerza  con  daño  grave  inminente  en  la  persona  para 
obligar  al  consentimiento  ó  suscripción  de  la  obligación  ; 
ó  si  con  el  mismo  objeto  y  sin  causa  legal  hubiese  sido 
aprisionado. 

Falta  de  personalidad  en  el  ejecutante. 

Pago  de  la  deuda. 

Compensación  de  ella  por  crédito  líquido. 

Novación  de  contrato. 

Quitamiento  ó  espera. 

Transacción  ó  compromiso. 

También  tendra  ugar  contra  las  ejecuciones  despa- 
chadas por  los  tribunales  de  comercio  la  incompetencia 
de  su  jurisdicción,  si  con  arreglo  á  las  disposiciones  del 
Código  de  Comercio  no  se  debiere  calificar  de  acto  mer- 
cantil el  contrato  de  que  proceda  el  título  de  la  ejecución. 

328.  —  Procediendo  la  ejecución  de  letra  de  cambio 
presentada  por  legítimo  portador,  solo  tendrán  lugar  las 
excepciones  que  previene  el  artículo  545  del  Código  de 
Comercio. 

329.  —  De  la  excepción  propuesta  por  el  ejecutado  se 
dará  traslado  al  ejecutante  por  término  de  dos  dias  im- 
prorogables;  pasados  los  cuales,  y  no  habiéndolos  de- 
vuelto, se  sacarán  los  autos  de  poder  de  quien  los  tenga. 

330.  —  La  contestación  del  ejecutante  se  unirá  á  los 
autos,  dándose  al  ejecutado  copia  de  ella,  si  la  pidiere 
para  su  inteligencia. 

331.  —  Desde  la  presentación  de  sus  respectivos  ale- 
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gatos  basta  que  haya  espirado  el  término  del  encargado, 
podrán,  tanto  el  ejecutante  como  el  ejecutado,  articular 
y  probar,  evacuándose  con  recíproca  citación  las  diligen- 
cias de  prueba  que  soliciten,  siendo  arregladas  á  derecho. 

332.  —  En  las  probanzas  de  los  juicios  ejecutivos  ten- 
drán lugar  lodos  los  medios  de  prueba  establecidos  en  el 
artículo  138  de  esta  Ley. 

333.  —  También  serán  aplicables  á  las  probanzas  délos 
procedimientos  ejecutivos  las  disposiciones  de  los  artícu- 
los 139  al  152  de  esta  misma  Ley,  sobre  el  orden  de  prac- 
ticarse las  diligencias  de  prueba  en  ios  juicios  ordinarios. 

334.  —  Concluido  el  término  del  encargado,  pondrá 
nota  el  escribano  actuario  de  haber  fenecido,  y  en  la  au- 
diencia inmediata,  bajo  su  responsabilidad,  dará  cuenta  al 
tribunal,  el  que  en  su  consecuencia  mandará  unir  las  pro- 
banzas á  los  autos  y  entregarlos  á  cada  una  de  las  partes 
por  término  de  un  dia  improrogable,  para  solo  el  efecto 
de  instruirse  de  sus  méritos. 

33o.  —  Devueltos  los  autos  por  el  ejecutado  se  señalará 
para  su  vista  la  audiencia  vacante  mas  inmediata,  hacién- 
dose saber  á  las  partes  el  señalamiento. 

336.  —  Los  litigantes  podrán  asistir  á  la  vista  é  informar 
de  su  derecho  por  sí  mismos  ó  por  sus  defensores,  sin 
hacer  mérito  de  pruebas  que  no  obren  en  el  proceso. 

337.  —  El  tribunal,  concluida  la  vista,  ó  á  lo  mas  tardar 
en  la  audiencia  inmediata,  pronunciará  sentencia  de  re- 
mate, ó  si  esta  no  procediere  según  lo  expuesto  y  probado 
por  el  reo  ejecutado,  revocará  la  ejecución,  absolviéndolo 
de  la  acción  ejecutiva,  y  mandando  alzar  los  embargos 
hechos,  y  que  los  bienes  embargados  se  le  entreguen  li- 
bremente. 

338.  —  En  el  caso  de  que  aunque  aparezca  legítima  la 
excepción  del  ejecutado  no  se  hubiere  probado  esta  sufi- 
cientemente en  el  término  del  encagado,  se  sentenciará 
también  la  causa  de  remate',  sin  darse  lugar  á  nuevas 
pruebas  en  el  procedimiento  ejecutivo,  quedando  salvo  el 
derecho  del  ejecutado  para  que  use  de  él  en  el  juicio  or- 
dinario. 

339.  —  En  la  sentencia  de  remate  será  condenado  en 
costas  el  ejecutado  ;  y  cuando  este  fuere  absuelto  se  hará 
la  misma  condenación  contra  el  ejecutante. 

340  —  En  consecuencia  de  la  sentencia  de  remate, 
notificada  que  sea  á  las  parles,  se  hará  sin  dilación  el  jus- 
tiprecio de  los  bienes  embargados  por  peritos  que  nombren 
ambas,  ó  el  juez  de  oficio  por  la  que  no  lo  hiciere,  y  se 
sacarán  á  pública  subasta  por  los  términos  y  con  las  for- 
malidades de  derecho,  rematándose  en  el  mejor  postor,  y 
haciéndose  pago  con  su  producto  al  acreedor  del  importe 
de  la  deuda  y  de  todas  las  costas  del  procedimiento. 

341.  —  Durante  las  diligencias  del  justiprecio  y  subasta 
hasta  la  apertura  del  acto  del  remate,  tendrá  el  deudor  la 
facultad  de  redimir  los  bienes  ejecutados,  satisfaciendo  ín- 
'  egramente  el  principal  y  las  costas  del  procedimiento. 

Después  de  celebrado  el  remate  queda  hecha  irrevoca- 
blemente la  venta  en  favor  del  rematante. 

342.  —  A  falla  de  postor  de  los  bienes  ejecutados  en  los 
términos  de  la  subasta  y  en  el  primer  remate,  se  anun- 
ciará segundo  remate,  subastándose  de  nuevo  los  bienes 
por  los  mismos  términos  que  lo  fueron  anteriormente;  y 
si  tampoco  se  presentase  postor,  quedará  al  arbitrio  del 
acreedor  dejar  abierta  la  subasta  ó  pedir  la  adjudicación 
de  los  bienes  en  pago  de  su  crédito. 

Esta  solicitud  podrá  hacerse  aun  cuando  la  subasta 
quede  abierta,  siempre  que  haciéndose  un  remate  nuevo 
no  se  hubiere  hecho  postura. 

343.  —  Los  bienes  ejecutados  no  podrán  rematarse  en 


menos  de  las  1res  cuartes  partes  del  valor  del  justiprecio 
si  fuesen  muebles  ó  semovientes,  y  de  las  dos  terceras 
partes  si  fuesen  raices. 

3í4.  —  El  acreedor  que  pretenda  la  adjudicación  de  los 
bienes  ejecutados,  los  recibirá  por  la  cantidad  en  que  con 
arreglo  á  la  disposición  del  artículo  anterior  hubiera  po- 
dido hacerse  el  remate. 

345.  —  Si  los  bienes  ejecutados  consistiesen  en  valores 
de  comercio  endosables,  se  hará  su  venta  al  cambio  cor- 
riente por  el  corredor  que  nombre  el  tribunal,  uniéndose 
á  los  autos  nota  de  la  negociación  que  presentará  el  cor- 
redor con  certificación  al  pié  de  ella,  dada  por  los  síndicos 
del  colegio  ó  los  dos  corredores  mas  antiguos  sino  hubiere 
colegio,  por  donde  conste  haberse  hecho  aquella  al  cambio 
corriente  del  dia  de  la  fecha. 

346.  —  No  podrá  hacerse  el  pago  al  acreedor  que  hu- 
biere obtenido  sentencia  de  remate,  aun  cuando  se  pudiere 
verificar  con  dinero  embargado  ó  con  el  producto  de  los 
valores  de  comercio,  hasta  que  haya  trascurrido  el  término 
para  apelar  de  la  misma  sentencia. 

347.  —  En  caso  de  interponerse  apelación  de  la  sen- 
tencia de  remate,  habrá  de  preceder  al  pago  del  acreedor 
que  este  preste  fianza  suficiente  para  asegurar  las  resultas 
del  recurso  interpuesto. 

348.  _  No  usándose  del  recurso  de  la  apelación  en  el 
término  de  la  ley,  se  hará  el  pago  al  acreedor  luego  que 
haya  fondos  con  que  verificarlo,  y  no  estará  obligado  á 
prestar  fianza  alguna. 

349.  —  El  apremio  personal  contra  los  deudores  á  falta 
de  bienes  sobre  que  hacer  efectivo  el  pago  de  la  deuda,  se 
arreglará  por  ahora  á  las  disposiciones  del  derecho  común 
con  las  excepciones  que  ellas  prescriben,  hasta  que  publi- 
cado el  Código  de  enjuiciamiento  civil  se  hagan  en  razón 
de  las  deudas  por  obligaciones  mercantiles  las  aplicaciones 
ó  modificaciones  que  se  hallen  convenientes,  atendidos  sus 
peculiares  caracteres. 


TITULO  OCTAVO. 

DEL   PROCEDIMIENTO   DE  APREMIO. 

350.  —  La  via  de  apremio  tiene  lugar  en  los  tribunales 
de  comercio  contra  los  deudores  de  las  clases  siguientes  : 

1.°  Los  consignatarios  á  quienes  sean  entregadas  las 
mercaderías  que  les  viniesen  consignadas,  ó  cualquiera 
otra  persona  que  las  hubiere  recibido  con  título  legítimo, 
por  los  fletes  en  los  trasportes  marítimos  y  los  portes  en 
las  conducciones  terrestres,  con  tal  que  no  haya  trascurrido 
un  mes  desde  el  dia  de  la  entrega. 

2.°  Los  aseguradores  en  los  seguros  marítimos,  por  el 
importe  de  las  pérdidas  ó  daños  que  hubieren  sobrevenido 
á  las  cosas  aseguradas  en  los  riesgos  que  corriesen  á  su 
cargo. 

3."  Los  asegurados,  por  los  premios  de  los  seguros  ma- 
rítimos. 

4.°  Los  cargadores  y  capitanes  de  las  naves,  por  las  vi- 
tuallas suministradas  para  el  aprovisionamiento  de  esta,  y 
los  consignatarios  de  las  mismas  cuando  se  haya  hecho  de 
su  orden  este  suministro. 

5.°  Los  mismos  cargadores,  por  el  pago  de  los  salarios 
vencidos  de  la  tripulación  de  la  nave,  ajustados  por  me- 
sadas ó  viajes,  y  los  capitanes  cuando  aquellos  no  se 
hallaren  en  el  lugar  adonde  deba  hacerse  el  pago. 

6.°  Los  que  hayan  contratado  con  intervención  de  cor* 
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redor,  por  los  corretajes  devengados  en  la  negociación. 

351 .  —  El  apremio  no  podrá  decretarse  si  los  acreedores 
que  lo  pidieren,  no  justifican  su  derecho  en  la  forma  si- 
guiente : 

Los  cre'ditos  por  fletes  ó  portes,  con  el  conocimiento  ó  la 
carta  de  porte  original  firmada  del  cargador,  y  el  recibo 
de  las  mercaderías  contenidas  en  este  documento. 

Los  que  procedan  de  los  contratos  de  seguros,  sea  en 
favor  de  los  aseguradores,  ó  bien  en  el  de  los  asegurados 
por  la  escritura  pública,  póliza  ó  contrata  privada,  según 
la  forma  en  que  se  hubiere  celebrado  el  seguro. 

Los  suministros  hechos  para  el  aprovisionamiento  de  la 
nave,  por  las  facturas  valoradas  de  los  efectos  suminis- 
trados, aprobadas  por  el  cargador,  capitán  ó  consignatario, 
de  cuya  orden  las  haya  entregado  el  acreedor. 

Los  salarios  de  la  tripulación,  por  las  copias  de  las  con- 
tratas extendidas  en  el  libro  de  cuenta  y  razón  de  la  nave 
conforme  al  artículo  699  del  Código,  de  que  el  capitán 
debe  facilitar  copia  á  cada  interesado  con  la  nota  de  los 
alcances  que  le  resulten.  En  el  caso  que  aquel  rehusare 
dar  este  documento,  se  le  obligará  á  exhibir  el  libro,  y  se 
extraerá  testimonio  á  su  presencia  de  lo  que  resulte  de  sus 
asientos  con  respecto  al  crédito  reclamado,  equivaliendo 
este  á  la  certificación  que  el  capitán  hubiera  debido  dar. 

Los  corretajes,  por  las  facturas  de  los  contratos  ó  nego- 
ciaciones de  que  procedan,  firmadas  del  deudor,  ó  por 
las  pólizas  de  que  deben  conservar  un  ejemplar,  y  en  de- 
fecto de  uno  y  otro  documento,  por  las  copias  de  los 
asientos  hechos  en  el  registro  en  conformidad  de  los  artí- 
culos 91,  92,  93,  94  y  95  del  Código  de  Comercio. 

352.  —  En  la  ejecución  de  las  sentencias  de  los  tribu- 
nales de  comercio,  ó  de  las  arbitrales  que  hayan  pasado 
en  autoridad  de  cosa  juzgada,  y  en  la  de  los  laudos  de  los 
amigables  componedores  que  hayan  sido  consentidos  por 
las  partes,  ó  no  se  hubiesen  reclamado  dentro  del  término 
de  la  ley,  s"e  procederá  también  por  la  via  de  apremio, 
intentándose  esta  en  los  tres  meses  siguientes  al  dia  en 
que  hubiere  adquirido  dicha  sentencia  ó  laudo  fuerza  eje- 
cutiva. Despues  de  este  plazo  tendrá  solamente  lugar  eJ 
procedimiento  de  ejecución  por  los  trámites  señalados  en 
el  título  7.°  de  esta  ley. 

353.  —  El  crédito  sobre  que  se  pida  el  apremio  ha  de 
resultar  líquido  del  título  que  se  presente.  De  lo  contrario 
no  tendrá  lugar  hasta  que  se  haga  la  liquidación  por 
acuerdo  común  de  las  partes,  por  sentencia  judicial,  ó  por 
arbitros. 

354.  —  No  siendo  el  título  del  acreedor  escritura  pú- 
blica ó  póliza  intervenida  por  corredor,  sino  contrata  pri- 
vada ú  otro  documento  que  sin  previo  reconocimiento  de 
los  deudores  no  tenga  fuerza  ejecutiva,  deberá  este  pre- 
ceder al  auto  de  apremio.  Si  el  deudor  negare  la  legitimi- 
dad del  documento,  usará  el  acreedor  de  su  derecho  en  el 
juicio  competente. 

355.  —  En  las  demandas  sobre  corretajes  habrá  de  re- 
conocer el  deudor  la  firma  de  la  factura  ó  contrata  que 
justifique  la  negociación,  y  si  solo  se  hubiere  presentado 
nota  del  asiento  del  corredor,  se  comprobará  la  exactitud 
de  esta  por  la  confesión  judicial  del  mismo  deudor,  ó  por 
sus  libros  de  comercio. 

356.  —  Con  presentación  del  título  ejecutivo  de  su  cré- 
dito pedirá  el  acreedor  el  apremio  por  medio  de  escrito, 
cuya  forma  se  arreglará  en  ios  mismos  términos  que  las 
demandas  ejecutivas  ;  y  hallando  el  tribunal  que  procede 
de  derecho,  se  despachará  mandamiento  cometido  á  los 
alguaciles  para  que  con  asistencia  de  escribano  requieran 
al  deudor  al  pago  de  la  deuda  ;  y  no  habiéndolo  en  el  acto 


procedan  al  embargo  de  sus  bienes.  En  el  requerimiento 
y  ejecución  se  observarán  las  disposiciones  de  los  artículos 
317  y  318  de  esta  Ley. 

357.  —  Hecho  el  embargo  se  citará  al  deudor  para  la 
venta  de  los  bienes  embargados,  si  dentro  de  tercero  dia 
no  propusiere  excepción  legítima  contra  el  apremio. 

358.  —  En  este  procedimiento  se  admitirán  solamente 
las  excepciones  siguientes  : 

Falsedad  del  título. 

Falta  de  personalidad  en  el  portador. 

Pago. 

Transacción  ó  compromiso. 

Cualquiera  de  ellas  que  competa  al  deudor  la  ha  de  pro- 
poner por  escrito  y  probarla  en  los  tres  dias  prefijados  en 
la  citación. 

359.  —  La  prueba  de  la  excepción  ha  de  ser  con  docu- 
mentos, ó  por  confesión  judicial  del  acreedor,  y  no  por 
ningún  otro  medio  probatorio  de  los  que  tienen  lugar  en 
otros  juicios. 

360.  —  Si  el  deudor  presentare  su  oposición,  la  unirá 
el  escribano  á  los  autos  con  los  documentos  que  la  acom- 
pañaren. 

En  el  caso  de  que  con  ella  pida  la  confesión  judicial  del 
acreedor  sobre  los  hechos  en  que  funde  la  excepción,  el  tri- 
bunal si  fuere  dia  de  audiencia,  ó  el  prior  en  su  defecto, 
deferirá  á  la  declaración,  y  se  recibirá  esta  en  seguida  por 
uno  de  los  cónsules. 

No  presentándose  oposición  por  el  deudor  dentro  del 
término  de  la  cilacion,  pondrá  nota  el  escribano  que  lo 
acredite,  y  después  no  se  le  recibirá  escrito  alguno. 

361.  —  En  la  primera  audiencia  se  dará  cuenta  de  los 
autos,  y  según  sus  méritos  y  lo  que  las  partes  ó  sus  de- 
fensores aleguen  al  tiempo  de  la  vista,  el  tribunal  man- 
dará proceder  á  la  venta  de  los  bienes  ejecutados,  si  el 
deudor  no  hubiere  hecho  oposición  á  la  demanda,  ó  no  hu- 
biere probado  su  excepción,  y  en  el  caso  de  haberlo  hecho 
bien  y  cumplidamente  revocará  el  auto  de  apremio,  con- 
denando en  Jas  costas  al  actor. 

En  este  juicio  no  se  impedirá  á  las  partes  que  al  tiempo 
de  la  vista  presenten  cualquiera  documento  que  convenga 
á  su  defensa,  y  haciéndolo  se  hará  relación  por  el  escri- 
bano de  lo  que  de  él  resulte,  y  el  tribunal  lo  tendrá  presente 
para  dar  su  fallo. 

362.  —  De  la  decisión  del  tribunal  de  comercio  en  el 
procedimiento  de  apremio  no  se  dará  recurso  de  apela- 
ción, quedando  á  salvo  el  derecho  á  las  partes  para  que 
en  juicio  ordinario  usen  del  que  respectivamente  les  com- 
peta. 

363.  —  En  el  caso  de  que  por  la  sentencia  se  mande 
llevar  á  efecto  el  apremio,  estará  obligado  el  acreedor 
antes  de  hacérsele  pago  de  su  crédito,  si  el  deudor  lo  exi- 
giese, á  asegurar  con  fianza  idónea  las  resultas  del  juicio 
que  este  pueda  intentar  contra  el  título  del  acreedor. 

Esta  fianza  caducará  de  derecho  si  en  el  término  de  seis 
meses  no  se  promoviere  esta  repetición. 


TITULO  NOVENO. 

DE  LOS    EMBARGOS    PROVISIONALES. 

364.  —  Para  asegurar  el  pago  de  las  deudas  proceden- 
tes de  obligaciones  mercantiles  se  proveerá  el  embargo 
provisional  de  los  bienes  muebles  y  efectos  de  comercio 
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del  deudor,  concurriendo  alguna  de  las  circunstancias  si- 
guientes, y  no  en  otra  forma  : 

Que  siendo  extranjero  no  se  halle  naturalizado  en  estos 
reinos. 

Que  aun  cuando  sea  español  ó  extranjero  naturalizado 
no  tenga  domicilio,  ó  en  su  defecto  establecimiento  mer- 
cantil, ó  propiedades  de  arraigo  en  el  lugar  donde  corres- 
ponda demandársele  en  justicia  al  pagode  la  deuda. 

Que  haya  hecho  fuga  de  su  domicilio  ó  establecimiento 
mercantil,  ó  que  sin  hacerla  se  advirtieren  manejos  de 
ocultación  de  los  géneros  y  efectos  de  comercio  que  tenga 
en  sus  almacenes,  ó  de  los  muebles  de  su  casa,  ó  bien  que 
los  malvende  y  da  á  precios  ínfimos  para  realizarlos  con 
precipitación. 

365.  —  Pueden  ser  también  objeto  del  embargo  provi- 
sional los  efectos,  bienes  muebles  ó  dinero  de  la  perte- 
nencia del  deudor  que  se  hallen  en  poder  de  otra  per- 
sona por  comisión  ó  depósito,  ó  bajo  otro  cualquier  tí- 
tulo que  no  sea  el  de  prenda,  y  las  cantidades  que  alcance 
por  cuenta  corriente  ó  por  créditos,  aunque  estos  no  estén 
vencidos. 

366.  —  El  acreedor  que  solicite  el  embargo  provisional 
ha  de  presentar  con  su  solicitud  el  título  de  su  crédito  que 
traiga  aparejada  ejecución,  sin  lo  cual  no  se  deferirá  á 
ella. 

367.  —  Si  los  bienes  que  hayan  de  embargarse  no  estu- 
vieren en  poder  del  deudor  ó  en  sus  casas  y  almacenes,  de- 
signará el  acreedor  en  su  instancia  los  que  fueren  con  el 
nombre  y  apellido  del  tenedoi-,  y  el  lugar  en  que  estuvie- 
ren, quedando  de  su  cuenta  y  riesgo  las  resultas  del  pro- 
cedimiento, si  este  recayese  sobre  bienes  que  no  fuesen  de 
la  pertenencia  del  deudor. 

368.  —  Los  embargos  provisionales  se  proveerán  por  el 
prior  ó  el  cónsul  que  le  sustituya  en  acto  conlinuo  de  pre- 
sentarle la  solicitud,  si  la  hallare  conforme  á  derecho,  sir- 
viendo su  providencia  de  mandamiento  á  los  alguaciles 
del  tribunal  para  proceder  á  su  cumplimiento  con  asisten- 
cia de  escribano. 

369.  —  No  podrán  excederlos  bienes  sobre  que  se  haga 
el  embargo  provisional  de  los  que  se  eslimen  prudente- 
mente suficientes  para  cubrir  el  crédito  del  acreedor. 

370.  —  Si  al  tiempo  de  irse  á  practicar  el  embargo  se 
hiciese  el  pago  de  la  deuda,  ó  el  deudor  diese  fianza  con 
persona  de  conocida  responsabilidad  por  el  importe  de 
aquella,  se  sobreseerá  en  la  diligencia. 

371.  —  Los  bienes  embargados  en  la  casa  ó  almacenes 
del  deudor  se  constituirán  en  depósito,  ó  se  sobrellavarán 
en  el  acto  las  piezas  en  donde  estuvieren,  quedando  la 
sobrellave  en  poder  del  escribano.  Exigiéndolo  el  acreedor 
se  pondrá  también  un  guarda  de  vista  en  la  inmediación 
de  las  piezas  sobrellavadas. 

_  Los  que  se  embarguen  en  poder  de  otra  persona  queda- 
rán depositados  en  el  mismo  tenedor,  siendo  sugeto  ave- 
cindado en  el  pueblo  y  de  abono. 

372.  —  Del  embargo  provisional  hecho  en  bienes  del 
deudor  que  se  hallen  en  poder  de  distinto  tenedor,  se  le 
dará  conocimiento  dentro  de  las  veinte  y  cuatro  horas  si- 
guientes á  su  ejecución  por  notificación  en  su  persona,  ó 
por  cédula  si  no  pudiere  ser  habido,  y  en  su  defecto  será 
ineficaz  el  embargo,  quedando  el  escribano  responsable  á 
las  resultas. 

373.  —  Si  el  deudor  ó  el  tenedor  de  los  bienes  embar- 
gados solicitaren  instruirse  del  expediente  de  embargo 
después  de  practicado  este,  se  les  pondrá  de  manifiesto  en 
la  escribanía,  permitiéndoles  tomar  las  notas  que  les  con- 
vengan. 


374.  —  El  título  ejecutivo  en  cuya  virtud  se  haya  pro- 
veído el  embargo,  no  podrá  ser  devuelto  al  acreedor,  sin 
que  se  ponga  antes  en  el  expediente  testimonio  literal  de 
su  contexto. 

375.  —  El  juicio  ejecutivo  sobre  el  pago  de  la  deuda 
que  haya  dado  ocasión  al  embargo  provisional,  se  instruirá 
á  continuación  de  las  diligencias  obradas  en  este. 

376.  —  Los  efectos  del  embargo  provisional  cesarán  si 
en  el  término  de  treinta  dias  no  se  trabare  sobre  ellos  la 
ejecución  formal  despachada  con  arreglo  á  derecho  por  el 
crédito  de  que  procediese  el  embargo. 

En  este  caso  se  mandará  levantar  á  instancia  del  deudor 
sin  sustanciacion  alguna. 

377.  —  Igualmente  quedará  ineficaz  por  el  trascurso 
de  los  mismos  treinta  dias,  sin  haberse  despachado  ejecu- 
ción contra  el  deudor,  la  fianza  que  este  hubiese  dado  para 
evitar  el  embargo  provisional,  y  se  mandará  cancelar, 
condenando  al  acreedor  en  las  costas  de  su  otorgamiento 
y  cancelación. 

378.  —  Instando  el  deudor,  en  forma,  estará  obligado 
el  acreedor  á  deducir  la  demanda  ejecutiva  contra  él  den- 
tro de  los  ocho  dias  siguientes  al  embargo,  y  de  no  hacerlo 
se  mandará  alzar  este. 

3-9.  —  El  acreedor  es  responsable  de  todas  las  costas, 
daños  y  perjuicios  que  se  ocasionen  al  deudor  por  el  em- 
bargo, siempre  que  este  caducase  por  las  causas  prevenidas 
en  el  artículo  anterior  ó  en  el  376  de  este  mismo  título. 


TITULO  DÉCIMO. 

DE  LOS  TERCEROS  OPOSITORES  EN   LOS  PROCEDIMIENTOS 
EJECUTIVOS. 

380.  —  Para  que  sea  admisible  la  oposición  de  tercero 
en  Jos  procedimientos  ejecutivos  sobre  obligaciones  mer- 
cantiles, se  ha  de  fundar  sobre  título  de  dominio  en  los 
bienes  ejecutados  ó  de  crédito  preferente  sobre  ellos  por 
razón  de  hipoteca  legal  ó  convencional,  ú  otra  causa. 

381.  —  Con  la  oposición  presentará  el  tercero  la  prueba 
documental,  sin  la  cual  se  desestimará  desde  luego,  man- 
dándole usar  de  su  derecho  en  forma. 

382.  —  En  virtud  de  la  oposición  se  suspenderán  los 
procedimientos  ejecutivos,  si  el  derecho  deducido  por  el 
tercero  fuese  de  dominio  ó  por  dote  inestimada,  y  se  confe- 
rirá traslado  al  ejecutante  y  ejecutado  por  su  orden  con 
término  de  tercero  dia,  y  en  vista  de  lo  que  expongan  se 
recibirá  la  causa  á  prueba  á  petición  de  cualquiera  de  las 
partes,  habiendo  méritos  para  estimarla  necesaria,  ó  en  su 
defecto  se  procederá  con  su  citación  á  la  vista  y  decisión 
del  artículo  de  oposición. 

383.  —  El  término  de  prueba  será  de  veinte  dias  im- 
prorogables,  á  cuyo  vencimiento  podrán  instruirse  las  partes 
de  las  probanzas  hechas,  para  lo  cual  se  entregarán  los 
autos  á  cada  una  por  dias  precisos,  y  trascurridos  que  estos 
sean  se  mandarán  traer  para  sentencia  con  citación  de  los 
interesados  litigantes. 

384.  —  Si  tuviese  lugar  la  tercería  se  entregarán  al  opo- 
sitor los  bienes  que  se  hubieren  declarado  pertenecerle,  y 
el  ejecutante  usará  de  su  derecho  según  la  convenga  con- 
tra los  demás  embargados,  ú  otros  del  deudor. 

385.  —  Para  la  sustanciacion  de  la  tercería  que  se  funde 
en  la  calidad  preferente  del  crédito  del  opositor,  se  formará 
ramo  separado,  siguiendo  sus  trámites  la  via  ejecutiva  en 
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ia  pieza  principal  hasta  la  venia  de  los  bienes  embargados, 
cuyo  producto  se  depositará  para  entregarse  al  acreedor 
que  obtenga  la  preferencia  en  la  tercería. 

386.  —  A  consecuencia  de  haberse  hecho  la  oposición, 
cualquiera  que  sea  el  título  en  que  e¿ta  se  funde,  se  am- 
pliará la  ejecución,  si  lo  pidiere  el  ejecutante,  en  otros 
bienes  del  deudor  que  cubran  su  crédito  en  caso  de  decla- 
rarse legítima  la  tercería  ;  y  si  este  no  los  tuviese,  le  que- 
dará expedito  su  derecho  al  ejecutante  para  promover  la 
declaración  de  quiebra  con  arreglo  al  artículo  1025  del 
Código. 

387.  —  Si  por  la  ampliación  déla  ejecución  se  hallaren 
bienes  suficientes  para  cubrir  el  crédito  del  ejecutante  sin 
perjuicio  del  derecho  del  tercero  opositor,  se  dirigirán  los 
procedimientos  ejecutivos  sobre  ellos,  y  el  opositor  ejercería 
el  que  le  competa  contra  el  deudor  y  los  bienes  compren- 
didos en  su  tercería. 


TITULO  UNDÉCIMO. 

DE  LOS  RECURSOS   CONTRA   LAS   SENTENCIAS   EN  CAUSAS 
DE   COMERCIO. 

SECCIÓN  PRIMERA. 
Apelación  y  segunda  instancia. 

388.  —  Se  da  el  recurso  de  apelación  con  efecto  devolu- 
tivo y  suspensivo  de  todas  las  sentencias  definitivas,  de  los 
tribunales  de  comercio  dadas  en  juicio  ordinario,  cuyo 
interés  exceda  de  tres  mil  reales,  y  de  las  de  los  juzgados 
que  conozcan  de  los  negocios  mercantiles  cuando  pase  de 
dos  mil. 

389.  —  Las  sentencias  interlocutorias  dadas  en  la  misma 
via  ordinaria  son  apelables  en  uno  y  otro  efecto  : 

Cuando  se  desestime  la  recusación,  sea  por  insuficiencia 
de  la  causa  propuesta,  ó  por  no  eslimarse  bastantemente 
probada. 

En  la  que  se  provea  sobre  la  excepción  de  la  incompe- 
tencia de  jurisdicción,  ya  se  declare  el  tribunal  compe- 
tente ó  incompetente. 

Si  se-  denegare  la  prueba  en  el  pleito,  ó  el  término  ex- 
traordinario para  hacerla. 

390.  —  Solo  procederá  en  el  electo  devolutivo  la  apela- 
ción de-  las  sentencias  interlocutorias: 

En  que  se  admita  la  recusación  sobre  cualquiera  de  las 
excepciones  dilatorias  que  se  haya  propuesto,  no  siendo  la 
de  incompetencia  de  jurisdicción. 

En  que  se  declare  por  contestada  la  demanda. 

En  que  se  reciba  la  causa  á  prueba,  ó  se  conceda  el  tér- 
mino extraordinario. 

En  que  se  deniegúela  comunicación  de  autos. 

391.  —  En  el  juicio  ejecutivo  solo  procede  en  ambos 
efectos  la  apelación  de  sentencia  en  que  denegándose  el  re- 
mate'de  los  bienes  ejecutados  se  revoque  la  ejecución. 

392.  —  La  de  la  sentencia  de  remate  y  providencias  que 
se  den  para  la  venta  y  adjudicación  de  los  bienes  ejecu- 
tados y  pago  del  ejecutante,  no  tiene  lugar  mas  que  en  el 
efecto  devolutivo. 

393.  —  En  los  procedimientos  sobre  quiebras  no  tendrá 
mas  que  efecto  devolutivo  la  apelación  sobre  las  senten- 
cias en  que  se  decidan  : 

El  artículo  de  reposición  de  la  declaración  de  cruiebra. 


Las  pretensiones  del  quebrado  sobre  soltura,  amplia- 
ción de  arresto  ó  salvo  conducto. 

Las  reclamaciones  contra  los  nombramientos  de  los  sín- 
dicos. 

Sobre  la  aprobación  del  convenio  entre  el  quebrado  y 
los  acreedores. 

Las  demandas  de  los  síndicos  para  la  aplicación  de  los 
artículos  1038,  1039  y  1040  del  Código  de  Comercio. 

394.  —  Procederá  en  ambos  efectos  la  apelación  de  las 
sentencias  sobre  la  calificación  de  la  quiebra,  en  que  se 
haya  declarado  de  1.a,  2.a  ó  3.a  clase,  sin  perjuicio  de  lle- 
varse á  efecto  la  libertad  del  quebrado  en  ios  dos  prime- 
ros casos  con  arreglo  al  párrafo  2.°,  artículo  1143  del  Có* 
digo  de  Comercio. 

393.  —  También  se  admitirá  en  amtos  efectos  la  apela- 
ción de  las  sentencias  dadas  en  el  procedimiento  de  quie- 
bra : 

Sobre  acciones  que  se  hayan  sustanciado  por  la  via  ordi- 
naria, en  conformidad  de  los  artículos  222,  234,  239,  y  242 
de  esta  Ley. 

Sobre  tercerías  de  dominio  de  los  bienes  de  la  quiebra. 

Sobre  agravios  de  las  cuentas  del  depositario  ó  de  los 
síndicos. 

Sobre  las  repeticiones  contra  los  síndicos  por  haber  com- 
prado efectos  de  la  quiebra. 

396.  —  Las  apelaciones  se  interpondrán  en  el  término 
perentorio  de  cinco  dias,  y  se  proveerá  sobre  ellas  loque 
corresponda  en  derecho  sin  traslado  ni  otra  sustanciacion. 

397.  —  Admitiéndose  la  apelación  en  ambos  efectos  se 
acordará  por  la  misma  providencia  la  remesa  de  autos  ori- 
ginales al  tribunal  à  quien  corresponda  su  conocimiento. 

Esta  se  verificará  á  cosjla  del  apelante,  previa  citación  y 
emplazamiento  de  todas  las  partes  litigantes,  para  que  en 
el  término  de  veinte  dias  acudan  á  usar  de  su  derecho  en 
la  segunda  instancia. 

398.  —  Si  solo  procediese  la  apelación  en  el  efecto  de- 
volutivo, se  mandará  sacar  compulsa  de  los  autos,  prefi- 
jándose término  al  escribano  para  darla  concluida,  y  que 
se  remita  al  tribunal  de  apelación. 

Pero  si  estuviere  ejecutada  la  providencia  apelada,  ó  no 
hubiere  que  practicar  diligencia  alguna  en  su  cumplimiento, 
se  remitirán  los  autos  originales. 

399.  —  Por  morosidad  del  apelante  en  pagar  los  dere  - 
chos  de  la  compulsa,  no  podrá  diferirse  su  remesa,  pasado 
el  término  prefijado  para  sacarla. 

400.  —  En  las  apelaciones  sobre  procedimientos  de  quie- 
bras no  se  remitirá  mas  pieza  de  autos  que  la  respectiva  á 
la  providencia  apelada,  sin  perjuicio  de  que  el  tribunal  su- 
perior mande  remitir  testimonio  de  cualquier  actuación 
que  obre  en  las  demás  piezas  de  autos  que  se  estime  nece- 
saria en  el  juicio  de  apelación. 

401 .  —  Las  partes  deberán  presentarse  en  el  tribunal  de 
apelación  dentro  del  término  del  emplazamiento. 

En  defecto  de  hacerlo  el  apelante,  con  una  sola  rebeldía 
por  término  de  tercero  dia,  que  se  notificará  en  los  estra- 
dos, se  declarará  por  desierta  la  apelación,  devolviéndose 
los  autos  al  tribunal  inferior  para  que  lleve  á  efecto  la  pro- 
videncia apelada. 

402.  —  Si  el  apelado  no  se  presentase  en  la  segunda 
instancia,  se  sustanciará  esta  con  los  estrados  del  tribunal, 
sin  perjuicio  de  que  si  lo  hiciere  posteriormente  se  le 
admita  á  hacer  parte  en  el  juicio  en  el  estado  que  tenga. 

403.  —  Personándose  el  apelante  en  la  segunda  instan- 
cia, se  le  entregarán  los  autos  por  término  de  seis  dias 
para  que  exprese  agravios  de  la  sentencia  apelada. 
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De  la  expresión  de  agravios  se  conferirá  traslado  al  ape- 
lado por  igual  término  de  seis  días. 

404.  — Con  la  contestación  del  demandado,  si  la  apela- 
ción fuere  de  auto  interlocutorio,  se  tendrá  el  pleito  por 
concluso,  mandándose  citar  las  partes  para  sentencia. 

403.  —  En  las  apelaciones  de  sentencia  definitiva  po- 
drán, así  el  apelante  como  el  apelado,  presentar  nuevos 
documentos  que  se  refieran  á  actos  posteriores  á  la  con- 
testación de  la  demanda,  ó  que  siendo  de  fecha  anterior 
jure  la  parte  que  haga  uso  de  ellos  que  no  habían  llegado 
á  su  noticia,  ó  que  no  pudo  proporcionárselos  en  tiempo 
oportuno  para  producirlos  en  la  primera  instancia.  ' 

406.  —  Si  el  apelado  preseniare  documentos  con  su  con- 
testación, se  conferirá  traslado  al  apelante.  En  su  defecto 
se  tendrá  el  pleito  por  concluso  con  aquella,  mandándose 
traer  para  sentencia,  citadas  las  partes. 

Lo  mismo  se  verificará  con  el  escrito  de  réplica  del  ape- 
lante en  el  caso  que  tenga  esta  lugar. 

407.  —  En  la  segunda  instancia  no  se  recibirán  los  au- 
tos á  prueba,  aunque  alguna  de  las  partes  lo  solicite,  sino 
en  los  casos  siguientes  : 

l .°  De  conformidad  de  todos  los  litigantes. 

2.°  Si  se  hubieren  alegado  hechos  nuevos  que  la  exijan 
para  la  calificación  del  derecho  de  las  partes. 

3.°  Cuando  se  manifieste  causa  suficiente  á  juicio  del 
tribunal  que  impidiese  probar  en  primera  instancia  los  que 
se  alegaron  en  ella. 

408.  —Teniendo  lugar  el  auto  de  prueba,  se  proveerá 
con  solo  el  escrito  de  expresión  de  agravios  y  de  su  con- 
testación en  que  la  parte  á  quien  interese  habrá  debido 
pedirla. 

409.  —  En  cuanto  al  término  de  prueba,  medios  pro- 
batorios de  que  pueda  usarse,  y  formalidades  con  que  se 
han  de  practicar  las  probanzas,  regirán  las  mismas  dispo- 
siciones establecidas  para  la  primera  instancia. 

410.  —  No  se  podrá  pedir  en  la  segunda  instancia  el  tér- 
mino extraordinario  de  prueba,  sino  cuando  habiéndose 
pedido  en  la  primera  se  hubiese  denegado  sin  causa 
justa. 

41 1.  —  Tampoco  se  podrán  presentar  testigos  ni  exigirse 
confesiones  judiciales  sobre  los  mismos  capítulos  articula- 
dos en  primera  inslancia,  ni  sobre  hechos  que  estén  en 
contradicción  con  su  contenido. 

412.  —  Concluido  el  término  de  prueba,  se  hará  publi- 
cación de  probanzas  á  instancia  de  cualquiera  de  las  par- 
tes que  lo  solicite,  y  se  entregarán  á  cada  una  de  ellas  por 
el  término  de  seis  dias  para  que  aleguen  de  bien  probado, 
habiéndose  el  pleito  por  concluso  con  lo  que  hayan  ex- 
puesto, y  sin  mas  sustanciacion  para  sentencia  definitiva 
previa  su  citación. 

413.  —  Siempre  que  se  confirme  por  el  tribunal  supe- 
rior la  providencia  apelada,  se  condenará  en  costas  al  ape- 
lante. 

4H.  —  En  las  apelaciones  de  los  juicios  ejecutivos  no 
tendrá  lugar  mas  prueba  que  la  documental  de  que  las 
parles  hagan  uso  en  conformidad  del  artículo  408. 

41o.  —  Las  parles  que  se  sintieren  agraviadas  de  la  pro- 
videncia en  que  se  les  hubiere  denegado  el  recurso  de  ape- 
lación, usarán  de  su  derecho  ante  el  tribunal  superior, 
acompañando  testimonio  de  la  providencia  apelada,  del  es- 
crito de  apelación  y  del  auto  proveído  en  su  consecuencia; 
y  si  por  estos  documentos  y  los  informes  con  justificación 
que  el  mismo  tribunal  podrá  exigir,  hallare  que  la  apela- 
ción fué  mal  denegada,  la  declarará  admitida,  y  mandará 
venir  los  autos  originales. 

416.  —  En  las  apelaciones  admitidas  solamente  en  el 


efecto  devolutivo,  si  después  de  venida  la  compulsa  al  tri- 
bunal superior  se  pretendiese  por  el  apelante  que  se  de- 
clare al  recurso  el  efecto  suspensivo,  se  conferirá  traslado 
al  apelado  por  término  de  segundo  dia  preciso  ;  y  si  en 
vista  de  lo  que  exponga  estimare  el  tribunal  arreglada  á 
derecho  la  pretensión  del  apelante,  declarará  admitida  en 
ambos  efectos  la  apelación,  y  expedirá  despacho  para  que 
se  suspenda  la  ejecución  de  la  providencia  apelada,  remi- 
tiéndose los  autos  originales. 

417.  — Cuando  se  hubiere  admitido  en  ambos  efectos 
una  apelación  que  no  procediese  mas  que  en  el  devolutivo, 
podrá  el  apelante  pedir  en  el  tribuna)  superior,  antes  de 
expresar  agravios,  que  se  mande  poner  en  ejecución  la  pro- 
videncia apelada  ;  y  si  con  previa  audiencia  de  la  parte 
contraria  en  un  traslado  que  se  le  conferirá  por  dos  dias 
precisos,  hallare  el  tribunal  que  así  procede  de  derecho, 
mandará  librar  despacho  al  inferior  con  inserción  de  la  ex- 
presada providencia,  para  que  la  lleve  á  efecto,  reteniendo 
los  autos  en  el  tribunal  para  el  conocimiento  de  la  segunda 
instancia. 

418.  —  Fuera  de  los  casos  de  apelación  admitida  con 
arreglo  á  derecho,  no  acordarán  los  tribunales  superiores 
providencia  alguna  que  interrumpa  ni  estorbe  los  procedi- 
mientos de  los  tribunales  de  comercio,  ni  bajo  motivo  al- 
guno les  mandarán  remitir  los  autos  ad  efeclum  vidmdi. 

SECCIÓN  SEGUNDA. 

Bel  recurso   de  nulidad, 

419.  —Tiene lugar  el  recurso  de  nulidad  contra  las  sen- 
tencias dadas  con  violación  de  la  forma  y  solemnidad  que 
prescriben  las  leyes,  ó  en  virtud  de  un  procedimiento  en 
que  se  haya  incurrido  en  algún  defecto  de  los  que  por  ex- 
presa disposición  de  derecho  anularen  las  actuaciones. 

420.  —  En  las  causas  de  comercio  no  procederá  el  re- 
curso de  nulidad  sino  contra  las  sentencias  definitivas  de 
los  tribunales  que  hayan  conocido  en  primera  instancia, 
interponiéndose  ante  eslos  conjuntamente  con  el  de  apela- 
ción dentro  del  término  prefijado  por  la  ley  para  este. 

421.  —  Conocerá  del  recurso  de  nulidad  el  mismo  tri- 
bunal que  conozca  del  de  apelación,  siguiéndose  Ja  segunda 
instancia  á  un  tiempo  sobre  ambos  remedios. 

422.  —  Si  el  procedimiento  estuviere  arreglado  á  dere- 
cho, y  la  nulidad  consistiere  en  las  formas  de  la  sentencia, 
el  tribunal  declarando  esta  por  nula  proveerá  también  so- 
bre el  fondo  de  la  cuestión  del  pleito. 

423.  —  Cuando  la  nulidad  provenga  de  vicio  en  el  proce- 
dimiento, se  declarará  pómulo  todo  lo  obrado  desde  laac- 
tuacion  que  dé  motivo  á  ella,  y  se  devolverán  los  aulos  al 
tribunal  inferior,  para  que  volviendo  á  sustanciar  el  pro- 
ceso desde  aquella  misma  actuación  en  adelante,  pronuncie 
sentencia  con  arreglo  á  derecho. 

En  este  caso  será  inexcusablemente  condenado  en  costas 
el  juez,  el  consultor,  el  escribano  ú  otro  oficial  de  la  admi- 
nistración de  justicia  que  sea  responsable  del  defecto  que 
causare  la  nulidad  del  procedimiento. 

424.  —  Si  el  recurso  de  nulidad  se  interpusiere  de  sen- 
tencia de  los  tribunales  de  comercio  que  cause  ejecutoria, 
conforme  al  artículo  1212  del  Código,  se  remitirán  los  au- 
tos al  tribunal  superior,  citadas  y  emplazadas  las  partes 
del  mismo  modo  que  para  el  recurso  de  apelación. 

El  recurrente  expondrá  las  causas  de  la  nulidad  al  in- 
terponer el  recurso. 

425.  —  El  tribunal  superior,  concluido  el  término  del 
emplazamiento,  mandará  traer  los  autos  para  pronunciar 

obre  la  nulidad,  citándose  las  partes  <iue  se  hayan  perso- 


m  — 


nado  ante  él;  y  oyendo  en  voz  el  dia  de  la  vista  à  los  de- 
fensores, fallará  lo  que  halle  arreglado  á  justicia,  devol- 
viendo los  autos  con  certificación  de  su  providencia  al  tri- 
bunal inferior. 

426.  — La  interposición  del  recurso  de  nulidad  sobre 
providencia  que  cause  ejecutoria,  no  impedirá  la  ejecución 
de  esta,  á  cuyo  fin  se  reservará  copia  certificada  en  el  tri- 
bunal inferior. 

SECCIÓN  TERCERA. 

Súplica  y  tercera  instancia. 

427.  —  Para  que  el  recurso  de  súplica  proceda  en  las 
causas  de  comercio,  han  de  verificárselas  circunstancias 
siguientes  : 

1.a  Que  la  sentencia  de  vista  sea  revocatoria  en  todo  ó 
en  parte  de  la  de  primera  instancia. 

2.a  Que  haya  recaído  sobre  apelación  de  sentencia  defi- 
nitiva. 

3.a  Que  el  interés  de  la  causa  exceda  de  diez  mil  reales 
vellón. 

428.  —  No  procede  la  súplica  sobre  las  sentencias  inter- 
loculorias  que  se  pronuncien  en  segunda  instancia. 

429.  —  La  súplica  se  ha  de  interponer  dentro  de  diez  dias 
después  de  haberse  hecho  la  notificación  de  la  sentencia 
de  segunda  instancia. 

430.  —  Admitida  la  súplica  se  entregarán  los  autos  á  la 
parte  que  la  haya  interpuesto  para  que  la  mejore  en  el 
término  preciso  de  seis  dias. 

La  parte  contraria  contestará  á  la  mejora  de  súplica  en 
otros  seis  dias. 

431.  —  Con  sus  respectivos  escritos  podrán  ambas  par- 
íes  presentar  nueva  prueba  documental  en  los  casos  que 
prefija  el  artículo  405. 

Ningún  otro  medio  probatorio  tiene  lugar  en  grado  de 
revista. 

432.  —  Del  escrito  de  contestación  se  conferirá  traslado 
ala  parle  suplicante  solo  cuando  se  hubiere  presentado  con 
él  algún  documento. 

433.  —  Con  esta  sustanciacion  se  dará  por  conclusa  la 
tercera  instancia,  llamándose  los  autos  para  sentencia,  cita- 
das las  partes. 

Esta  se  pronunciará  por  distintos  jueces  de  los  que  hu- 
bieren fallado  en  grado  de  apelación,  en  conformidad  del 
artículo  1215  del  Código. 

434.  —  Si  por  la  sentencia  de  revista  fuere  confirmada 
la  de  segunda  instancia,  se  condenará  en  costas  al  supli- 
cante. 

SECCIÓN  CUARTA. 

Recurso  de  injusticia  notoria. 

435.  —  En  los  casos  que  en  los  pleitos  de  comercio  tenga 
lugar  el  recurso  de  injusticia  notoria  en  conformidad  del 
artículo  1217  del  Código,  se  interpondrá  dentro  de  treinta 
dias  despues  de  notificada  la  ejecutoria  ante  el  tribunal  que 
la  haya  pronunciado. 

436.  —  Para  la  interposición  del  recurso  de  injusticia  no- 
toria presentará  el  procurador  poder  especial  de  su  man- 
dante. 

437.  —  Del  escrito  en  que  se  interponga  el  recurso  se 
dará  traslado  á  la  parte  que  hubiere  ganado  la  ejecutoria 
por  el  término  de  tercero  dia,  y  con  lo  que  exponga  se  de- 
clarará si  ha  lugar  ó  no  al  recurso. 

438.  —  Admitiéndose  el  recurso,  se  mandará  en  la  misma 
providencia  que  la  parte  que  lo  hubiere  interpuesto,  hag 
el  depósito  de  la  cantidad  de  cinco  mil  quinientos  reale 


velón  en  el  establecimiento  público  que  esté  señalado  para 
los  depósitos  judiciales. 

Si  al  vencimiento  de  aquel  término  no  se  presentare  en 
autos  el  documento  que  acredite  estar  constituido  el  refe- 
rido depósito,  se  declarará  por  desierto  á  solicitud  de  la 
parte  contraria,  y  no  se  admitirá  nueva  instancia  sobre  él. 

439.  —  Acreditándose  el  depósito,  se  remitirán  por  el 
primer  correo  los  autos  originales  al  Consejo  supremo  ó 
quien  corresponda  el  conocimiento  del  recurso,  con  arregla 
al  artículo  1181  del  Código  de  Comercio,  emplazándose  á 
las  partes  para  que  comparezcan  à  usar  de  su  derecho  en 
el  término  de  treinta  dias. 

440.  —  Luego  que  las  partes  se  personen  en  el  Consejo, 
se  les  entregarán  los  autos  por  su  orden  con  término  de 
diez  dias  precisos  á  cada  una  de  ellas  para  el  solo  efecto  de 
que  los  defensores  tomen  la  instrucción  necesaria  para 
informar  al  tiempo  de  la  vista. 

441.  —  No  se  admitirán  en  el  Consejo  documentos,  ale- 
gatos ni  pretensiones  de  especie  alguna  que  intenten  las 
partes. 

442.  —  Devueltos  los  autos  por  el  procurador  que  los 
haya  tomado  en  último  lugar,  se  señalará  dia  pai'a  la  vista, 
haciéndose  saber  á  todas  las  partes  litigantes. 

443.  —  La  decisión  del  recurso  de  injusticia  notaría  en 
las  causas  de  comercio  se  arreglará  por  el  artículo  1218 
del  Código. 

444.  —  El  depósito  de  los  cinco  mil  quinientos  reales, 
en  caso  de  desestimarse  el  recurso,  tendrá  la  aplicación 
prevenida  en  las  leyes  comunes. 

445.  —  La  intercepción  del  recurso  de  injusticia  notoria 
no  impedirá  que  se  lleve  á  efecto  la  ejecutoria  del  tribunal 
de  apelación,  bajo  fianza  idónea  á  juicio  del  mismo  tribu- 
nal que  asegure  las  resultas  del  recurso. 


TÍTULO  DUODÉCIMO. 

DEL  PROCEDIMIENTO  EN  NEGOCIOS  DE  MENOR  CUANTÍA. 

446.  —  Las  demandas  sobre  negocios  mercantiles  de 
menor  cuantía  que  con  arreglo  al  artículo  1209  del  Código 
de  Comercio,  se  han  de  resolver  en  juicio  serbal,  se  inten- 
tarán por  medio  de  memorial  dirigido  al  prior  del  tribunal 
de  comercio,  ó  al  juez  ordinario  á  quien  en  su  defecto 
corresponda  su  conocimiento,  en  el  cual  expondrá  el  deman- 
dante con  brevedad  y  sencillez  su  acción  y  el  título  en  que 
la  funda,  acompañando  los  documentos  que  puedan  com- 
probarlo ;  yen  su  consecuencia  se  proveerá  la  citación  del 
demandado  con  señalamiento  de  dia  y  hora  para  el  juicio 
verbal. 

Este  auto  se  hará  saber  al  demandante. 

447.  —  La  citación  se  hará  por  medio  de  cédula  en  que 
instruyéndose  al  demandado  de  la  pretensión  del  actor  y 
título  en  que  la  funda,  se  le  emplazará  para  que  en  el  dia 
señalado  se  presente  al  juicio  con  los  documentos  necesa- 
rios para  probar  cualquiera  excepción  que  pretenda  oponer 
á  la  demanda. 

448.  —  En  la  entrega  de  la  cédula  de  emplazamiento 
se  observarán  las  formalidades  prevenidas  en  el  artículo 
112  de  esta  Ley,  haciéndose  constar  por  diligencia  á  conti- 
nuación del  memorial  del  demandante. 

449.  —  El  plazo  de  la  citación  para  que  el  demandado 
acuda  al  juicio,  será  ordinariamente  de  tres  dias  ;  pero  con 
justos  motivos  de  urgencia  podrá  el  juez  redurcirlo,  con 
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tal  que  siempre  se  verifique  la  citación  la  víspera  del  dia 
señalado  para  el  juicio. 

450.  —  No  compareciendo  el  demandado  al  juicio,  se  le 
mandará  citar  de  nuevo  para  la  audiencia  mas  próxima 
con  apercibimiento  de  precederse  en  su  rebeldía  á  lo  que 
corresponda  sobre  la  demanda  entablada. 

Las  costas  de  esta  providencia,  de  su  notificación  al  de- 
mandante y  de  la  nueva  citación  al  demandado,  serán  de 
cargo  de  este. 

451.  —  Presentes  las  partes  en  la  audiencia  por  sí  ó  por 
medio  de  apoderado  legítimo,  el  escribano  hará  la  lectura 
de  la  solicitud  del  demandante  y  de  los  documentos  que  la 
acompañen  si  los  hubiere,  oyéndose  en  seguida  sobre  todo 
ello  lo  que  contradictoriamente  expongan  ambas  partes,  à 
quienes  se  permitirá  probar  su  intención  en  el  acto  por  los 
medios  siguientes: 

1 ."  Confesión  judicial. 

2.°  Todo  género  de  documentos  concernientes  al  negocio. 

3.'  Información  de  testigos  que  voluntariamente  se  pre- 
senten á  declarar. 

4.°  Juramento  decisorio. 

El  tribunal  podrá  también  de  oficio  hacerles  las  pregun- 
tas que  estime  oportunas  para  aclarar  los  hechos  en  que 
haya  discordancia,  y  en  caso  necesario  exigirles  para  me- 
jor proveer  que  declaren  sobre  ellas  bajo  juramento. 

Estas  actuaciones  se  harán  constar  por  relación  circuns- 
tanciada de  todo  lo  sustancial  de  ellas,  que  extenderá  el  es- 
cribano en  un  libro  que  habrá  en  cada  tribunal  y  juzgado, 
destinado  expresamente  para  este  objeto  :  cada  acta  se  fir- 
mará antes  de  dictarse  providencia  por  el  juez,  los  intere- 
sados, los  testigos  y  el  escribano  del  juicio. 

452.  —  Si  en  la  primera  audiencia  no  hallare  el  tribunal 
que  el  negocio  se  hubiere  instruido  suficientemente,  y  las 
partes  propusiesen  la  presentación  de  nuevos  documentos 
ó  de  otros  testigos,  se  prorogará  el  juicio  para  otra,  desig- 
nándose en  el  acto  y  quedando  emplazados  para  ello  los 
interesados  sin  necesidad  de  otra  citación. 

A  su  instancia  podrá  acordarse  la  de  los  testigos  de  que 
les  convenga  valerse,  si  rehusan  presentarse  voluntaria- 
mente. 

45 3.  —Concluida  la  instrucción  en  la  forma  que  va 
prescrita,  ge  fallará  la  demanda  con  arreglo  á  derecho  en 
la  misma  audiencia,  ó  á  mas  tardar  en  la  inmediata, 
extendiéndose  la  providencia  en  seguida  del  acta  de  ins- 
trucción verbal,  y  haciéndose  saber  á  las  partes. 

454.  —  Las  costas  del  juicio  verbal  serán  de  cargo  del 
actor,  siempre  que  el  reo  sea  absuelto.  y  las  pechará  este 
cuando  sea  condenado  por  deuda  líquida  y  reconocida. 

453. — Las  providencias  dadas  en  los  juicios  verbales 
con  audiencia  de  ambas  partes,  serán  ejecutivas,  sin  ad- 
mitirse sobre  ellas  apelación  ni  otro  recurso. 


436.  —  En  el  caso  de  no  presentarse  al  juicio  el  deman- 
dado, que  hubiere  sido  citado  por  segunda  vez,  se  cele- 
brará en  su  rebeldía,  oyendo  al  demandante  y  admitién- 
dole las  pruebas  que  la  convengan  en  apoyo  de  su  acción, 
y  el  tribunal  proveerá  lo  que  corresponda  en  derecho. 

457. — De  las  providencias  que  se  den  en  rebeldía,  podrá 
pedirse  reposición  por  la  parte  condenada  en  el  término 
de  ocho  dias,  cuando  el  interés  del  negocio  exceda  de 
250  reales  vellón  en  los  juzgados  ordinarios,  y  de  500  en 
los  tribunales  de  comercio.  En  virtud  de  esta  reclamación 
que  se  hará  por  medio  de  memorial,  se  abrirá  el  juicio 
oyéndose  de  nuevo  á  las  partes  en  una  audiencia  por  el 
mismo  orden  prevenido  en  el  artículo  451,  y  lo  que  se 
resuelva  se  ejecutará  sin  mas  recurso. 

Si  este  segundo  fallo  fuese  conforme  al  anterior,  será 
siempre  condenado  el  demandado  en  las  costas  del  nuevo 
juicio  verbal. 

458.  —  En  los  tribunales  de  comercio  asistirá  el  letrado 
consultor  á  los  juicios  verbales  para  contestar  de  palabra 
en  el  acto  á  cualquiera  duda  de  derecho  que  se  le  pro- 
ponga por  el  tribunal. 


TITULO  DÉCIMO  TERCERO. 

DE   LAS  COMPETENCIAS   DE    JURISDICCIÓN   EN   LOS 
NEGOCIOS  DE   COMERCIO. 

459.  —  De  las  competencias  entre  los  tribunales  de 
comercio,  ó  entre  estos  y  los  jueces  ordinarios  que  entien- 
dan en  negocios  mercantiles,  conocerán  las  Audiencias 
Re;iles,  á  cuyo  territorio  pertenezcan  unos  y  otros  jueces. 

460.  —  Si  las  competencias  ocurriesen  entre  las  Audien- 
cias Reales  ó  enlre  tribunales  de  comercio  y  jueces  que 
pertenezcan  á  territorio  de  Audiencia  diferente,  se  deci- 
dirán por  el  Consejo  Real. 

461.  —  Cuando  las  competencias  sean  entre  jurisdic- 
ciones distintas  de  la  Real  ordinaria  con  los  tribunales  ó 
jueces  que  conozcan  en  los  negocios  de  comercio,  se  re- 
solverán por  la  Junta  suprema  de  competencias. 

DISPOSICIÓN  GENERAL. 

462.  —  Todos  los  tribunales,  jueces  y  justicias  de  mis 
reinos  que  entiendan  en  causas  sobre  negocios  mercan- 
tiles, arreglarán  sus  procedimientos  en  ellas  á  las  disposi- 
ciones de  esta  Ley. 

En  cuanto  por  esta  no  se  haya  hecho  determinación 
especial,  se  estará  á  Jo  que  prescriben  las  leyes  comunes 
sobre  los  procedimientos  judiciales. 


OBDE 


Ë  MINERÍA 


COLECCIÓN  DE   LAS   ORDENES 


DECRETOS  DE  ESTA  MATERIA  POSTERIORES  A  Sü  PURLICACION 


A.  LAS  QUE  VAN  AGREGADAS  LAS  REFORMAS  Eli;  QUE  SON  SUSCEPTIBLES  ALGUNOS 

DE    LOS    ARTÍCULOS    VIGENTES  DE   LAS    MISMAS   ORDENANZAS 

CON  UN  APÉNDICE  CONCERNIENTE  A  LAS  MINAS  DEL  PERÚ. 


ORDENANZAS  DE  MINERI 

Y  COLECCIÓN  DE  LAS  ORDENES  Y  DECRETOS  DE  ESTA  MATERIA 


TITULO  PRIMERO  (1). 

DEL    TRIBUNAL    GENERAL    DE   MINERÍA   DE   NUEVA- 
ESPAÑA. 

Art.  1.  —  Este  se  ha  de  titular  El  RealTribunal  Gene- 
ral del  importante  Cuerpo  de  la  Minería  de  Nueva-España, 
y  ha  de  ser  tenido  y  atendido  por  todos  los  demás  con 
aquella  recomendación  tan  conducente  como  propia  á  los 
útilísimos  fines  con  que  mi  Soberana  dignación  le  ha 
creado. 

2.  —  Se  conservará  y  mantendrá  perpetuamente  el  Tri- 
bunal conforme  á  la  Acta  de  su  mencionada  erección  que 
tengo  aprobada  ;  y  por  consígnente  deberá  componerse 
siempre  de  un  Administrador  General,  que  sea  su  Presi- 
den te,  de  un  Director  General  y  de  tres  Diputados  Generales, 
que  podrá  reducir  á  dos  en  caso  que  le  convenga  ;  pero  no 
aumentar  el  número  de  ellos. 

3.  —  Los  mencionados  empleos  han  de  recaer  precisa- 
mente en  Mineros  prácticos,  inteligentes  y  expertos  por 
propio  conocimiento  adquirido  en  este  ejercicio  por  mas 
de  diez  años,  sin  que  en  ningún  caso  deje  de  concurrir  esta 
calidad  en  todos  ellos,  con  la  de  buenos  Americanos  Espa- 
ñoles ó  Europeos,  limpios  de  toda  mala  raza,  Hijos  y 
Nietos  de  Cristianos  viejos  y  de  legítimo  Matrimonio,  pre- 
firiendo, supuestas  las  referidas  circunstancias,  á  los  que 
hayan  sido  Jueces  y  Diputados  territoriales  de  las  Mine- 
rías, ó  de  otra  suerte  beneméritos  de  esta  profesión,  y  bien 
ejercitados  en  ella. 

4.  —  El  Administrador  y  Director  Generales  de  esta 
nueva  y  primera  creación,  atendiendo  al  notorio  sobresa- 
liente mérito  de  haber  meditado  y  promovido  la  reforma 
de  la  Minería,  y  la  fundación  y  conservación  de  su  Cuerpo, 
aplicando  y  proporcionando  desde  muchos  años  antes  las 
diligencias  y  medios  mas  eficaces  y  conducentes  á  este 
fin;  y  atendiendo  asimismo  á  la  particular  instrucción  y 
aplicación  que  tienen  y  han  manifestado  en  estos  asuntos  : 
á  la  antigüedad  en  la  profesión  déla  Minería,  no  habiendo 
seguido  otra  sus  familias  desde  que  se  radicaron  en  Nueva- 
España  ;  y,  finalmente,  á  que  para  llevar  á  cumplido  efecto 
y  perfeccionar  semejantes  empresas  se  necesita  de  tiempo 
considerable,  y  que  ningunos  pueden  ser  mas  á  propósito 
para  promoverlas  que  los  mismos  que  las  han  ideado  y 
comenzado,  obtendrán  los  expresados  empleos  por  su  vida  ; 
pero  los  Diputados  Generales,  que  al  presente  sirven,  solo 
deberán  subsistir  en  sus  empleos  el  tiempo  que  les  corres- 
ponda, sobre  el  ya  corrido  desde  sus  nombramientos,  se- 
gún lo  que  irá  prefinido  acerca  de  los  sucesivos. 

5.  —  Para  las  elecciones  así  de  Administrador  y  de  Di- 
rector Generales  cuando  falten  los  actuales,  corno  de  los 
Diputados  Generales  en  adelante,  habrán  de  concurrir  en 

{i)  Véase  la  ley  de  20  de  mayo  de  1826. 


Méjico  cada  tres  años,  empezando  á  contar  desde  el  pre- 
sente, y  en  principio  del  mes  de  diciembre,  un  Dipu- 
tado por  cada  Real  de  Minas  con  poder  suficiente  de  los 
Mineros  de  él;  y  si  de  algunas  partes  no  pudieren  ir  por 
ser  miry  remotas,  ó  por  no  poder  costear  el  -viaje  y  resi- 
dencia en  Méjico  de  su  Diputado,  bastará  que  envíen  pode:- 
é  instrucción  suficiente  á  sngeto  residen  le  en  dicha  Capi- 
tal, con  tal  que  no  sea  Diputado  ni  Apoderado  de  otro  Real 
de  Minas;  pero  sí  que  haya  de  tener  la  calidad  de  ser  Dueño 
ó  Aviador  de  ellas. 

6.  —  Para  que  los  Lugares  de  Minas  puedan  tener  voto 
en  la  elección,  se  ha  de  verificar  el  que  se  hallen  con  Po- 
blación formada,  Iglesia,  y  Cura  ó  teniente,  Juez  Heal  y 
Diputados  de  Minería,  seis  Minas  en  corriente  y  cuatro  Ha- 
ciendas de  Beneficio, 

7.  —  La  Ciudad  de  Guanajuato  tendrá  seis  votos  en  dicha 
elección  :  la  de  Zacatecas  cuatro  :  la  de  San  Luís  Potosí 
tres  :  la  de  Pachuca  y  Real  del  Monte  tres  :  y  general- 
mente los  Reales  de  Minas  que  tuvieren  el  título  de  Ciudad 
tendían  siempre  los  mismos  tres  votos,  y  los  que  tuvieren 
el  título  de  Villa,  ó  que  en  ellos  hubiese  Cajas  Reales, 
tendrán  dos  votos. 

8.— Antes  de  proceder  á  la  elección  se  tendrán  tres  escru- 
tinios en  tres  distintos  dias  para  calificar  los  sugetos  que 
puedan  ser  electos  en  dichos  empleos,  con  la  pre  vención 
de  que  el  Administrador  General  ha  de  ser  siempre  uno 
de  los  que  hayan  sido  Diputados  Generales  en  alguno  de 
los  trienios  antecedentes,  salvo  el  caso  de  reelección,  pues 
para  ella  se  ha  de  observar  lo  que  prescribe  el  Artículo  10 
de  este  Titulo  :  debiéndose  también  entender  que  en  cada 
trienio  solo  ha  de  nombrarse  y  entrar  de  nuevo  uno  de  los 
tres  Diputados  Generales  para  que  sustituya  al  que  deba 
cesar,  que  habrá  de  ser  en  el  primer  trienio  el  que  en  la 
Acta  de  la  erección  hubiese  sido  electo  con  menos  votos 
r-especto  de  los  otros  dos,  siguiéndose  para  con  estos  la 
misma  regla  en  el  2.°  trienio  y  cesando  en  el  3.°  el  último 
de  los  tres  Diputados  electos  en  dicha  Acta,  pues  en  cada 
uno  de  los  sucesivos  trienios  será  la  mayor  antigüedad  la 
que  deba  dar  la  regla  y  preferencia  del  Diputado  á  que 
haya  de  sustituir  el  nuevo;  siendo  consiguiente  á  esta  dis- 
posición que  cada  uno  obtenga  y  ejerza  en  adelante  dicho 
empieo  por  nueve  años,  á  menos  que  se  verifique  el  falle- 
cimiento ais  alguno  antes  de  cumplirlos,  púi'éfue  entonces 
se  numbrara  en  la  primera  Junta  trieñal,  además  del  Dipu- 
tado que  haya  de  sustituir  al  que  por  cumplir  ios  nueve 
años  deba  cesar,  el  que  haya  de  ocupar  la  tal  vacante, 
contándosele  la  antigüedad  de  su  antecesor  para  que  así  no 
recib  i  el  orden  que  se  establece  el  mayor  trastorno  que 
de  otro  modo  sufriría. 

9. — La  Junta  de  Electores  será  presidida  del  Administra- 
dor, del  Director  y  de  los  Diputados  Generales,  quienes 
asimismo  tendrán  voto,  y  la  elección  será  el  dia  3 1  de  di- 
ciembre por  Cédulas  secretas,  y  quedarán  electos  aquellos 
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en  quienes  concurrieren  el  mayor  número  de  ellas  ;  y  en 
caso  de  discordia  resultará  electo  aquel  por  quien  el  Admi- 
nistrador General  declarare  su  voto. 


En  Real  Orden  que  con  fecha  de  28  de  enero  último  me  ha 
«omunicado  el  Exmo.  Sr.  B°.  F.  don  Antonio  Valdés,  me  pre- 
viene lo  siguiente. 

a  Exmo.  Sr.  —  He  dado  cuenta  al  Rey  del  contenido  de  la  carta 
s  de  V.  E.,  fecha  28  de  mayo  último  próximo  pasado,  n°  1036,  y 
»  testimonio  que  la  acompaña  del  Expediente  promovido,  con 
»  motivo  de  la  solicitud  de  los  Consultores  y  Conjuez  de  Alzadas 
»  de  ese  Real  Tribunal  de  Minería,  para  que  se  nombrasen  otros 
»  sugetos  que  desempeñasen  sus  empleos,  respecto  á  haber  espi- 
»  rado  el  tiempo  por  que  se  obligaron  á  servirlos,  con  arreglo  al 
»  artículo  15,  titulo  1.°  de  la  Real  Ordenanza;  como  también  de 
o  la  duda  ocurrida  al  mismo  tribunal,  acerca  de  los  individuos 
>  que  debían  componerlo  al  tiempo  de  presidir  las  Juntas  Gene- 
»  rales,  en  que  habia  de  tratarse  la  nueva  elección  de  dichos  em- 
»  pieos,  mediante  á  hallarse  entonces  con  solo  tres  Ministros  pro- 
»  pietarios  :  y  enterado  S.  M.  de  lodo,  y  conformándose  con  lo 
»  que  en  el  particular  le  han  informado  los  Ministros  Asesores,  y 
»  Fiscales  de  la  Superintendencia  General  de  Azogues  y  minas  de 
»  su  cargo  ;  ha  venido  en  aprobar  lo  resuelto  por  V.  E.  en  este  Ex- 
»  pedienle,  para  que  en  defecto  de  los  cinco  vocales  propietarios 
»  de  que  debe  constar  el  Tribunal,  cuando  presida  Juntas  Gene- 
»  rales,  concurra  á  ellas  número  preciso  de  cuatro  votos,  á  saber  : 
»  el  del  Director,  los  dos  Diputados  y  un  Consultor,  y  en  caso  de 
»  discordia,  el  Consultor  que  se  siga,  para  que  la  decida  conforme 
»  à  práctica  del  Tribunal,  desatendiendo  por  consecuencia  la 
»  instancia  del  Consultor  don  Juan  Eugenio  Santelices  en  que  so- 
»  licitó  separadamente  que  las  demás  Juntas  que  se  celebren  en 
»  lo  sucesivo,  las  presidan  cinco  individuos,  y  faltando  alguno  ó 
«  algunos  de  los  propietarios  del  Tribunal,  lo  complete  el  Con- 
«  suitor  ó  Consultores  á  quien  corresponda,  porque  fuera  de  ser 
»  mas  nociva  que  provechosa  la  concurrencia  de  muchos  electo - 
»  res,  y  que  con  atención  à  esto  el  artículo  2.°,  título  l.o  de  dichas 
»  Ordenanzas,  permite  la  diminución  de  ellos,  y  prohibe  expresa- 
»  mente  su  aumento,  el  Tribunal  no  ha  representado  perjuicio  ni 
»  inconveniente  alguno  que  haya  de  seguirse  de  la  providencia  de 
»  V.  E.,  à  quien  lo  participo  de  Real  Orden  para  su  inteligencia 
»  y  gobierno,  y  que  lo  comunique  al  Tribunal  y  al  referido  San- 
»  lelices,  à  fin  de  que  les  conste  eBta  resolución.  » 

Y  lo  traslado  à  V.  S.  para  su  inteligencia  y  observancia.  Dios 
guarde  à  V.  S.  muchos  años.  —  Méjico  31  de  mayo  de  1 790.  — 
El  Conde  de  Revilla  Gigedo.  —  Al  real  Tribunal  de  Minería. 


10.  —  Para  que  un  mismo  sugeto  pueda  ser  reelegido 
en  alguno  de  los  expresados  empleos  del  Real  Tribunal  de- 
berán haber  pasado  tres  años  despues  que  haya  dejado  de 
servirlo,  y  ha  de  concurrir  por  él  mas  de  la  mitad  de  todos 
los  votos. 

11 .  —  Ninguno  de  los  electos  en  los  tales  empleos  podrá 
excusarse  á  su  admisión,  y  antes  sí  por  el  contrario  deberá 
aceptarlo  en  el  mismo  dia  antes  de  puesto  el  Sol  bajo  la 
pena  de  dos  mil  pesos,  y  de  ser,  después  de  pagarla,  apre- 
miado á  la  admisión. 

12.  —  En  el  caso  de  fallecimiento  del  Administrador, 
del  Director  ó  de  alguno  de  los  Diputados  Generales,  ó  en 
el  de  su  renuncia,  (que  no  podrá  ser  admitida  sino  por  in- 
dispensables justísimas  causas),  elegirán  los  demás  del 
Tribunal  un  interino  que  sirva  el  empleo  entre  tanto  que 
se  cumpla  aquel  trienio  y  se  verifique  la  respectiva  Junta 
General,  en  la  cual  se  elegirá  el  propietario  según  y  como 
queda  ordenado  por  el  Artículo  8  de  este  Título. 

13.  —  Los  que  fueren  electos  ásu  tiempo  en  Adminis- 
trador General  y  en  Director  General  después  de  los  ac- 
tuales, y  así  sucesivamente,  obtendrán  estos  empleos,  el 
primero  por  seis  años,  y  por  nueve  el  segundo,  en  atención 
á  que  sobre  las  circunstancias  ya  prefinidas  y  comunes  á 
los  demás  individuos  del  Tribunal,  debe  el  Director  tener 
la  mayor  instrucción  en  todos  los  intereses,  negocios  y  re- 
sortes d2  su  Cuerpo  tocantes  á  lo  industrial  y  económica 

la  Minería,  y  en  la  teórica  y  práctica  de  las  Ciencias 


conducentes  á  ella  ;  lo  que  no  se  puede  adquirir  en  corto 
tiempo. 

14.  —  El  Factor,  el  Asesor  y  el  Escribano  del  Real  Tri- 
bunal los  podrá  este  nombrar,  y  remover  con  causa,  ó  sin 
ella,  á  su  libre  voluntad. 

Ha  venido  el  Rey  en  declarar  que  ese  Real  Tribunal  del  impor- 
tante cuerpo.de  Minería,  lejos  de  separar  sin  justas  y 'justificadas 
causas  de  sus  Empleos  á  los  Dependientes  que  tienen  sus  Oficinas 
de  Secretaría,  Contaduría  y  Tesorería  con  sueldo  fijo,  deberá  so- 
licitar su  promoción  con  oportunidad,  y  proporción  á  sus  méritos, 
para  que  desempeñen  cumplidamente  sus  obligaciones  respecti- 
vas^ además  ha  resuelto  S.  M.  que  se  trate  de  incorporar  à 
todos  los  referidos  que  gocen  sueldo  fijo  en  el  Montepio  de  Ofici- 
nas; y  que  desde  luego  se  les  forme,  y  entreguen  V.  S.S.  anual- 
mente á  ese  Virey  para  su  remisión  á  esta  Secretaría  de  Estado,  y 
del  Despacho  de  Hacienda  de  Indias,  las  correspondientes  hojas 
de  Servicio,  en  los  mismos  términos  que  está  prevenido  por  punto 
general  en  Real  Orden  de  18  de  tiiciembre  de  1792,  para  los  de- 
más dependientes  de  este  Ministerio,  aunque  con  total  separa- 
ción, comprendiendo  también  á  todos  los  individuos  del  Tribunal 
general,  y  de  los  particulares,  y  â  los  dueños  de  Minas  con  expre- 
sión de  sus  hojas  de  servicio,  de  las  Minas  que  tienen  y  laboran, 
y  de  si  sus  productos  se  benefician  por  fundición,  ó  amalgama- 
ción, número  de  dependientes,  y  operarios  que  mantienen,  cuanto 
parezca  digno  de  la  noticia  del  Rey.  Y  de  su  Real  Orden  lo  par- 
ticipo á  V.  S.  S.  para  que  cuiden  de  su  puntual  cumplimiento  en 
la  parte  que  les  corresponde.  Dios  guarde  á  V.  S.S.  muchos  años. 

Aranjuez,  10  de  junio  de  1797.  —  El  Principe  de  la  Paz. 

15.  —  En  la  primera  Junta  General  que  se  celebre  en 
Méjico  para  poner  en  ejercicio  estas  Ordenanzas,  se  elegi- 
rán doce  Consultores,  Mineros  antiguos,  ó  Aviadores  de 
Minas,  expertos,  distinguidos  y  de  la  mejor  reputación,  de 
los  cuales  los  cuatro  serán  de  los  que  ordinariamente  resi- 
dieren en  Méjico  ;  y  á  todos,  ó  á  alguno  de  ellos  podrá  el 
Real  Tribunal  consultaren  los  casos  arduos  cuando  lo  ne- 
cesitarey  le  pareciere  conducente.  Y  para  que  estos  empleos 
sean  también  temporales,  y  evitar  los  inconvenientes  que 
podría  ofrecer  el  que  todos  entrasen  de  nuevo  en  cada 
trienio,  se  nombrarán  en  las  Juntas  Generales  sucesivas 
seis  Consultores  para  que  sustituyan  en  el  segundo  trienio, 
á  los  seis  que  en  la  dicha  primera  Junta  General  hubiesen 
salido  electos  con  menor  número  de  votos,  y  en  el  tercero 
y  demás  sucesivos  á  los  seis  mas  antiguos,  pues  unos  y 
otros  respeclivamenie  han' de  cesaren  su  ejercicio  para 
que  recaiga  en  los  nuevamente  electos,  y  así  sea  siempre 
efectivo  el  número  délos  doce  :  declarando,  como  declaro, 
que  ha  de  ser  libre  en  las  enunciadas  Juntas  Generales  la 
reelección  de  los  tales  Consultores,  sin  necesidad  de  guar- 
dar los  huecos  y  demás  formalidades  prefinidas  en  el  Artí- 
culo 10  de  este  Título  respecto  á  los  empleos  que  allí  se 
mencionan,  con  tal  que  á  los  reelectos  se  les  haya  de  con- 
tar la  antigüedad  desde  su  reelección.  Y  concedo  á  dichos 
Consultores  el  que  tengan  asiento  en  las  asistencias  públi- 
cas del  mismo  Real  Tribunal  después  de  los  Diputados  Ge- 
nerales. Y  si  alguno  Territorial  de  cualquiera  de  ios  Reales 
de  Minas  fuese  á  Méjico,  le  concedo  también  el  honor, 
distinción  y  ejercicio  de  consultor  del  propio  Real  Tribunal 
mientras  se  mantuviere  allí. 

16.  —  En  los  dias  de  escrutinio,  y  antes  de  proceder  á 
la  elección,  se  presentará  á  la  Junta  General  de  Minería 
un  Estado  puntual  y  claro  del  Fondo  dotal,  sus  productos 
y  destinos  en  el  trienio  anterior,  y  también  del  Banco  de 
Avíos,  sus  productos  ó  pérdidas,  haciéndola  ver  la  consti- 
tución en  que  en  aquel  tiempo  se  hallasen  los  intereses  co- 
munes del  Cuerpo,  y  las  existencias  en  metales,  reales  y 
efectos,  sus  pretensiones,  negocios  y  derechos. 

17.  —  Antes  de  precederse  á  los  escrutinios  tomarán  la 
venia  del  Virey,  y  después  de  hechas  las  elecciones  le  da- 
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rán  cuenta,  siguiendo  en  esto  la  práctica  del  Consulado 
del  Comercio  de  aquella  Capital. 

18.  — Serán  á  cargo  del  Director  General  los  Oficios  de 
Fiscal  y  Promotor  del  importante  Cuerpo  de  la  Minoría,  y 
en  su  consecuencia  representará,  advertirá  y  propondrá  al 
Real  Tribunal  todo  lo  que  le  pareciere  conveniente  á  los 
progresos,  buena  conservación  y  mayor  felicidad  del  mismo 
Cuerpo,  avisando  y  previniendo  con  tiempo,  para  que  así 
se  remueva  todo  lo  que  considerase  adverso  y  perjudicial 
á  los  expresados  objetos. 

Enterado  el  Roy  de  las  representaciones  do  Vm.  de  27  de  enero 
y  27  de  marzo  de  este  ario,  relativas  á  solicífar  que  se  separasen 
de  su  empleo  de  Dircelor  del  Real  Tribunal  de  Minería  de  ese 
Reino,  los  cargos  de  Fiscal  y  Defensor  que  tiene  unidos  por  dis- 
posición de  la  líeal  Ordenanza,  se  ha  servido  mandarme  que  co- 
munique, como  lo  ejecuto,  en  este  dia  al  Virey  de  ese  Reino,  la 
Real  Orden  siguiente.  —  Exmo.  Sr.  El  director  del  Real  Colegio 
de  .Minería  de  ese  Reino  don  Fausto  de  Elhuyar,  me  ha  dado 
cuenta  con  toda  extension  en  cartas  de  27  de  enero  y  27  de  marzo 
de  este  año,  del  Expediente  que,  al  aposesionarse  de  su  empleo, 
halló  promovido  en  ese  superior  Gobierno,  sobre  separar  de  él  los 
Oficios  de  Fiscal  y  Defensor  del  Real  Cuerpo  de  Minería,  respecto 
á  los  inconvenientes  que  de  correr  unidos,  conforme  al  arlículo 
18  del  título  1.°  de  las  Reales  Ordenanzas,  expuso  se  seguirán  el 
Oidor  don  Raltazar  Ladrón  de  Guevara,  como  Juez  de  Alzadas 
del  mismo  Tribunal  ;  y  que  habiendo  solicitado  se  le  comunicase 
el  expediente,  expuso  en  él  su  dictamen  largamente,  persuadiendo 
la  necesidad  de  separar  de  su  empleo  los  de  Fiscal  y  Defensor,  si 
se  desea  el  bien  de  la  Minería  y  del  Estado,  y  las  circunstancias 
que  deben  concurrir  en  los  sugelos  que  nombren  para  servirlos, 
con  utilidad  :  cuyo  parecer,  aunque  se  levó  en  la  Junta  destinada 
para  el  arreglo  de  los  negocios  de  la  Minería,  no  produjo  efecto 
alguno  favorable,  reservando  su  resolución  para  otro  tiempo,  que 
sin  duda  dilataría  mas  de  lo  que  conviene  para  los  Dnes  de  la  re- 
misión de  Elhuyar  á  ese  Reino,  y  el  de  los  Alemanes  que  llevó 
consigo,  mediante  á  que  las  Juntas  solo  se  celebran  los  -sábados, 
y  los  negocios  que  en  ellas  han  de  tratarse  son  numerosos,  enre- 
dados, y  de  difícil  examen  ;  concluyendo  por  todo  con  la  preten- 
sión de  que  el  Rey  se  digne  declarar  que  el  principal  objeto  de 
sus  obligaciones  debe  ser  el  fomento  y  perfección  del  laborío  de 
Minas  y  operaciones  de  beneficios,  con  facultad  de  poder  hacer  los 
viajes  que  necesite  al  intento,  relevándole  de  todas  las  ocupacio- 
nes que  se  lo  impidan,  á  cuyo  efecto  le  quedasen  solo  unidos  al 
empleo  de  Director,  los  cargos  del  gobierno  del  Colegio  metálico 
y  parte  científica  y  facultativa  de  la  Minería,  con  voto  en  el  Real 
Tribunal  General  en  lo  directivo,  gubernativo  y  económico,  y  la 
prerogativa  de  Conjuez  nato  del  Juzgado  de  Alzadas.  —  En  inte- 
ligencia de  lo  cual  y  demás  que  expuso  Elhuyar  en  apoyo  de  su 
solicitud,  que  cree  arreglada  á  las  intenciones  que  el  Rey  se  pro- 
puso al  nombrarle  Director  de  ese  Real  Tribunal,  se  ha  servido 
S.  M.  resolver  que  sin  embargo  de  lo  que  establecen  y  ordenan 
las  Reales  Ordenanzas  de  Minería,  es  su  Real  voluntad  separarle 
de  los  oficios  de  Fiscal  y  Defensor  delTribunal,  y  dejarle  por  ello 
expedito  para  el  uso  de  sus  funciones,  como  Director,  sobre  toda 
la  Minería,  con  voto  al  efecto  en  el  mismo  Tribunal  :  la  preroga- 
tiva de  Conjuez  nato  del  Juzgado  de  Alzadas  y  el  gobierno  del 
Colegio  metálico,  sin  que  pueda  impedírsele  el  hacer  los  viajes 
que  sean  precisos  à  los  Minerales  de  ese  Reino  que  exijan  su  pre- 
sencia, y  el  mejor  arreglo  de  operaciones,  concediendo  á  V.  K.  la 
(acuitad  de  nombrar  y  elegir  interinamente  los  sugelos  que  de- 
ban obtener  los  cargos  de  Fiscal  y  Defensor  del  Real  Cuerpo,  con 
las  dotaciones  que  gradue  correspondientes,  y  bajo  la  calidad  de 
formalizar  previo  Expediente  instructivo  que  ha  de  remitirme  á 
su  debido  tiempo,  para  que  en  su  vista  recaiga  la  Real  aproba- 
ción. —  Finalmente,  ha  parecido  muy  extraña  á  S.  M.  la  lenti- 
tud con  que  el  Tribunal  celebra  sus  Juntas,  mayormente  cuando 
por  clara  disposición  del  arlículo  33,  título  3.°  de  la  Real  Orde- 
nanza, está  mandado  que  se  tengan  lodos  los  dias  que  no  sean  fes- 
tivos ó  de  Misa,  desde  las  ocho  á  las  once,  y  también  extraordina- 
riamente por  la  tarde,  y  aun  en  cualquier  dia  si  lo  exigiesen  la 
importancia  ó  urgencia  de  los  negocios,  para  remedio  de  lo  cual 
me  manda  S.  M.  decir  á  V.  E.  expida  la  providencia  conducente, 
haciendo  el  mas  estrecho  encargo  de  que  se  cumpla  y  me  dé  aviso 
de  las  resullas.  Lo  que  participo  á  V.  E.  para  su  noticia,  y  que  co- 
munique al  Real  Tribunal  las  que  comprende  esta  Real  resolu- 
ción, teniendo  entendido  que  las  traslado  también  à  Elhuyar  en 
Real  Orden  de  este  dia,  á  efecto  de  que  le  consten  y  cuide  de  su 
observancia  en  la  parte  que  le  toca. 

Dios  guarde  á  Vms.  muchos  años.  —  Madrid,  18  de  julio  de 
1789.  —  Valúes.  —  Sr.  don  Fausto  de  Elhuyar. 


1 9.  —  El  Real  Tribunal  me  informará  anualmente  por 
mano  del  Virey  acerca  de  la  labor  de  las  Minas,  y  del  es- 
tado de  las  cosas  pertenecientes  al  Cuerpo  de  Mineros,  y 
además  lo  podrá  hacer  también  extraordinariamente  por 
la  misma  mano  en  todos  los  casos  graves  en  que  le  pare- 
ciere necesario. 

En  orden  circular  de  1 3  de  noviembre  de  1779  se  previno  á  todos 
los  Vireyes,  Audiencias,  Arzobispos.  Obispos  y  demás  jueers  Ecle- 
siásticos y  seculares  de  Justicia,  Milicia  y  Real  Hacienda  do  las  dos 
Américas  y  Filipinas,  que  para  poder  dar  curso  sin  confusion, 
ni  demora  en  el  Ministerio  de  mi  cargo,  á  las  muchas  Represen- 
taciones, Informes  y  Cartas  de  oficio  que  vienen  á  él,  se  observa- 
sen en  su  formación  y  dirección  las  oportunas  reglas  y  mélodo  que 
se  expresaron  en  la  misma  Orden  ;  pero  no  se  han  cumplido,  y 
continúa  casi  generalmente  la  confusion  con  que  se  remitían.  Y 
para  su  remedio,  reiterando  el  Roy  las  expresadas  reglas,  manda 
que  se  observen  y  cumplan  en  la  forma  siguiente.  —  Las  Repre- 
sentaciones y  cartas  de  oficio  que  se  dirijan  á  este  Mini-terio.  han 
de  contener  cada  una  un  solo  asunto,  sin  mezcla  de  otros,  y  han 
de  venir  todas  numeradas,  con  un  resumen  ó  apunte  al  margen. 
en  que  sucintamente  so  exprese  la  materia  de  que  so  trata.  Las  ha 
do  acompañar  un  índice,  en  el  cual,  al  número  de  cada  carta, 
siga  el  dicho  apunte  como  está  en  el  margen  de  ella.  Estas  carias 
y  sus  índices  se  distinguirán  poniendo  una  P.  á  los  Principales, 
una  D.  á  los  Duplicados,  y  una  T.  á  los  Triplicados,  etc.,  y  las 
reservadas  han  de  venir  con  este  nombre  en  el  sobrescrito,  y 
dentro,  al  frente  de  las  mismas  cartas,  con  índice  separado,  como 
está  prevenido.  Los  índices  de  todas  deben  principiar  en  los  que 
empiezan  á  escribir  de  oficio  por  el  número  primero,  tanto  en  los 
Principales,  como  en  los  Duplicados,  Triplicados,  etc.,  y  en  los 
correos  sucesivos  ha  de  seguir  la  numeración  con  el  número  in- 
mediato al  úllimo  de  los  del  antecedente.  —  En  las  carias  en  que 
por  la  gravedad  de  sus  asuntos  se  estimen  de  preferencia,  se  pon- 
drá este  nombre,  tanto  en  ellas  como  en  los  sobrescritos,  diri- 
giéndolas en  pliego  separado;  pero  contenidas  en  el  Índice  gene- 
ral.—  Cuando  en' las  Representaciones,  Cartas  ó  informes  se 
incluyen  documentos,  se  han  de  numerar  estos,  poniendo  en  su 
frcnlc  número  i,  2,  3,  etc.,  sin  que  estos  números  alteren  los  de 
las  cartas,  ni  se  mezclen  con  ellas.  En  las  mismas  Cartas,  Repre- 
sentaciones ó  Informes.se  ha  de  expresar  sustancialmente  el 
contenido  de  cada  Instrumento  que  los  acompañe,  como  está  re- 
pclidamenle  mandado;  con  la  advertencia  de  que  será  muy  desa- 
gradable á  S.  M.  cualquiera  omisión,  por  lo  que  perjudica  á  la  mas 
pronta  y  fácil  expedición  de  los  negocios.  —  Manda  también  S.  M. 
que  V.  E.  no  reciba  ni  envie  á  esta  via  reservada  Memoria!  ó  Ins- 
tancia que  no  sea  fundada  y  esté  firmada  por  los  interesados  ó 
por  quien  los  represente  legítimamente,  debiendo  traer  fecha  con 
expresión  de  lugar,  dia,  mes  y  año. — Todas  las  Representacio- 
nes, cartas  y  documentos  han  de  venir  cerradas  con  encerado,  y 
solo  en  caso  preciso  se  pondrán  en  cajones  forrados  con  él  ;  pero 
los  Planos  ó  Mapas  se  han  de  remitir  en  cajones  de  madera  con  el 
mayor  resguardo,  y  no  en  canutos  de  hoja  de  lata  en  que  siem- 
pre llegan  maltratados  é  inservibles.  De  orden  de  S.  M.  prevengo 
á  V.  E.  todo  lo  referido,  á  fin  de  que  disponga  desde  luego  que 
con  la  mayor  exactitud  y  puntualidad  se  cumpla  y  ejecute  en  to- 
das sus  partes  esta  Real  resolución,  haciendo  V.  E.  que  se  copie 
en  los  libros  de  curso  sucesión  de  las  Secretarias  y  demás  Ofici- 
nas donde  corresponda,  para  que  en  ningún  tiempo  se  pueda  ale- 
gar ignorancia.  Y  de  haberse  así  ejecutado  me  dará  V.  E.  pun- 
tual noticia  para  la  de  S.  M.  —  Dios  guarde  á  V.  E.  muchos  años. 
San  Lorenzo,  20  de  noviembre  de  1784.  —  Joseph  de  Galvez.  — 
S.  Virey  de  Nueva-España.  —  Méjico,  7  de  abril  de  1785.  Pásese 
copia  certificada  de  esta  Real  Orden  al  Sr.  Fiscal  de  lo  civil, 
para  que  pida  lo  que  eslime  por  conveniente  sobre  el  modo 
de  su  cumplimiento  ;  contestando  á  esta  soberana  resolución.  — 
Herrera.  —  Acedo.  —  Guevara. 

Es  copia.  —  Méjico,  1.»  de  marzo  de  1786.  —  Francisco  Fer- 
nandez de  Córdova. 

20.  —El  Real  Tribunal  podrá  tener  un  Apoderado  en 
la  Villa  y  Corte  de  Madrid  para  el  seguimiento  de  sus  de- 
pendencias y  negocios.  Y  en  caso  de  necesitar  enviar  su- 
geto  de  su  confianza  á  la  misma  Corte  para  alguno,  ó  al- 
gunos asuntos  graves,  y  pretensiones  de  importancia,  no  lo 
podrá  hacer  sin  que  primero  califique  ante  el  Virey  la  gra- 
vedad déla  materia  que  obligue  á  tal  gasto,  y  con  justifi- 
cación de  ella  me  dé  cuenta,  y  preceda  mi  Real  Licencia. 

21 .  —  El  Escribano  del  Real  tribunal  tendrá  un  libro  de 
Acuerdos,  entre  los  demás  oue  le  sean  necesarios  en  -<ue 
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se  asiente  todo  lo  que  se  tratare  y  determinare  en  lo  gu- 
bernativo y  económico  ya  sea  por  providencia  interina,  ó 
ya  por  absoluta  y  perpetua  resolución. 

22.  —  En  el  Real  Tribunal  se  conservarán  los  origina- 
les de  las  Reales  Cédulas,  Ordenes  y  disposiciones  que  de- 
rechamente se  le  hayan  dirigido  ó  dirigiesen  por  mí,  y 
nsimismo  los  Oficios  de  los  Vireyes,  y  las  copias  de  las  Or- 
denes que  haya  recibido  por  su  mano,  y  finalmente  todas 
Jas  piezas  y  documentos  fundamentales  de  su  erección,  y 
conducentes  á  su  gobierno  :  todas  las  cuales  se  guardarán 
v  custodiarán  en  el  Archivo,  y  se  tendrá  un  Libro  en  que 
estén  todas  auténticamente  testimoniadas  para  valerse  de 
ellas  como  y  cuando  convenga  :  prohibiendo ,  como  pro- 
hibo, el  que  en  ningún  caso  se  puedan  exhibir,  ni  permi- 
tir el  que  se  saquen  los  Originales,  sino  solamente  Copias 
ó  Testimonios  autorizados  cuando  fueren  de  dar,  compul- 
sados, corregidos  y  comprobados  con  toda  legalidad,  y  con- 
forme á  derecho. 

23.  —  Antes  de  precederse  á  las  elecciones  trienales  se 
hará  Inventario,  y  se  reconocerán  los  Papeles  del  Archivo  y 
Escribanía  por  dos  de  los  Diputados,  examinando  su  exis- 
tencia por  el  Inventario  del  trienio  antecedente,  y  se  aña- 
dirá el  de  los  recibidos  en  aquellos  tres  últimos  años. 

24.  —  El  Secretario  del  Real  Tribunal  será  uno  de  los 
Escribanos  Reales,  bien  instruido  y  expedito  en  su  oficio,  y 
que  tenga  todas  las  demás  calidades  prevenidas  por  las 
Leyes,  según  corresponde  para  poderlos  obtener  y  ser- 
vir: y  además  la  de  ser  hombre  de  buen  nacimiento,  ca- 
lidad y  correspondiente  educación,  conducta  juiciosa,  y 
bien  acreditadas  costumbres  :  de  modo  que  con  tales  cir- 
cunstancias ha  de  ser  su  oficio  honorífico,  y  el  que  le  sir- 
viere atendido  y  eslimado  en  el  Real  Tribunal  y  fuera  de 
él,  y  se  le  tratará  siempre  con  Don. 

25.  —  Deberá  el  Secretario  proponer  al  Real  Tribunal 
tres  Sugetos  para  que  nombre  uno  de  Oficial  Mayor,  y  Se- 
gundo si  con  el  tiempo  se  neeesitare  ;  pero  será  de  su  li- 
bre autoridad  poner  y  remover  el  Escribiente  ó  Escribien- 
tes que  habrá  de  tener,  según  le  pareciere  conveniente. 

26.  El  Real  Tribunal  nombrará  dos  Porteros,  que  han 
de  ser  también  Ministros  Ejecutores,  con  tal  que  sean 
Sugetos  honrados  y  Españoles. 

27.  —  El  Real  tribunal  podrá  formar  los  Aranceles  en 
que  se  tasen  los  derechos  de  los  empleados  en  Méjico,  y  en 
los  Reales  de  Minas, que  con  justicia  deban  llevarlos  ;  pero 
se  prohibe  el  que  se  pongan  en  observancia  ínterin  y  basta 
tanto  que,  presentados  ante  la  Real  Audiencia  del  respectivo 
distrito,  se  califiquen,  ó  se  señalen  los  que  se  deban  exigir, 
dándome  cuenta  para  que  recaiga  mi  Soberana  aprobación. 

28.  —  El  Administrador,  el  Director  y  los  Disputados 
Generales  de  Méjico,  y  los  demás  empleados,  cuando  to-. 
rnen  posesión  de  sus  respectivos  empleos  harán  juramento 
de  que  cumplirán  sus  encargos  con  la  eficacia,  fidelidad  y 
buena  intención  debidas,  y  de  que  observarán  y  harán  ob- 
servar estas  Ordenanzas,  y  guardaran  secreto  en  Jas  cau- 
sas y  negocios  en  que  entendieren  ;  y  asimismo  de  que 
defenderán  el  Misterio  de  la  inmaculada  Concepción  de 
Nuestra  Señora. 


1.  Exmo.  Sr.  —  En  13  de  enero  de  1791  dio  V.  E.  cuenta  que 
é  su  ingreso  en  ese  mando,  se  estaban  actuando  Juntas  para  el 
arreglo  del  Tribunal  de  Minería,  en  cumplimiento  á  lo  prevenido 
en  Heal  Orden  de  7  de  junio  de  1786,  y  que  aunque  el  asunto  se 
hallaba  muy  adelantado,  conociendo  V.  E.  que  la  thuHldud  ele 
punios  de  que  se  trataba,  producirla  considerable  demora  y  largas 
disputas,  providenció  que  los  vocales  tomasen  la  instrucción  ne- 
cesaria para  formar  dictamen,  dándolo  cada  uno  por  escrito,  y 
habiéndolo  asi  ejecutado  en  la  forma  expresada  en  los  Testimonios 


que  remitía,  conociendo  V.  E.  la  variedad  con  que  opinaban  en  la 
multitud  de  puntos  que  se  trataran,  no  conformándose  V.  E.  con 
algunos  de  ellos,  lo  dirijia  lodo  para  la  Real  resolución. 

2.  Examinado  este  difuso  Expediente  en  el  Supremo  Consejo 
de  Estado,  que  presidió  el  Rey,  se  ha  dignado  S.  AI.  resolver  lo 
siguiente. 

3.  Que  no  se  haga  novedad  en  el  número  de  Empleados  déla 
dotación  del  Real  Tribunal  de  Minería,  de  Administrador,  Director 
y  ties  Diputados  generales,  respecto  á  ser  esto  conforme  al  ait.  2u 
del  lit.  1°  de  las  Ordenanzas  de  Minería,  y  haber  acredito  la  expe- 
riencia que  convienen  tres  Diputados. 

4.  Que  continúe  separado  del  Empleo  de  Director  el  Oficio 
Fiseal,  como  está  mandado  por  Real  orden  de  10  de  junio  de  1791, 
sirviendo  dicha  Fiscalía  don  Juan  Eugenio  Sanleliees  Pablo,  con 
el  sueldo  de  tres  mil  pesos  que  le  están  señalados  bajo  las  obliga- 
ciones y  circunstancias  que  constan  en  el  Expediente  que  V.  E. 
remitió  en  carta  de  7  de  febrero  del  mismo  año,  n°  15. 

5.  Conviene  S.  M.  en  que  haya  en  el  Tribunal  los  empleos  de 
Asesor,  Secretario,  Factor,  dos  Ofleiales  de  secretaría  y  dos  Porteros 
con  la  obligación  á  estos  de  servir  de  Ministros  Ejecutores,  y  el 
Asesor  de  asistir  diariamente  al  Tribunal,  por  las  ventajas  que 
propone. 

6.  Los  sueldos  que  deben  gozar  los  referidos  Empleados,  son  : 
cinco  mil  pesos  el  Administrador;  cuatro  mil  el  Director; 
cualro  mil  cada  uno  de  los  Diputados  ;  dos  mil  y  qui- 
nientos el  Factor;  mil  doscientos  el  Secretario;  mil  el  oficial 
primero  de  Secretaría;  seiscientos  el  segundo;  cuatrocientos  el 
primer  portero,  y  trescientos  el  segundo  :  y  en  cuanto  al  Asesor 
debe  dotarse  con  dos  mil  y  quinientos  pesos,  con  absoluta  prohi- 
bición de  llevar  derechos,  pues  de  este  modo  se  facilita  el  mas 
breve  curso  de  los  negocios,  y  habrá  menos  Expedientes,  com- 
poniéndose las  partes  amigablemente  y  sin  ninguna  figura  de 
juicio, 

7.  Los  Empleos  del  Citado  Tribunal  deben  recaer  en  Mineros 
prácticos,  inteligentes  y  expertos,  por  propio  conocimiento  adqui- 
rido en  este  ejercicio  por  mas  de  diez  años,  en  puntual  obser- 
vancia del  art.  3°,  tít.  1*  de  las  Reales  Ordenanzas  ;  pues  mante- 
niendo estos  deslinos  el  cuerpo  de  Mineros,  es  justo  que  ellos  los 
disfruten,  además  de  que  ninguno  podrá  desempeñarlos  con  mas 
acierto  é  inlerés  que  ellos. 

8.  Debe  quedar  en  su  puntual  observancia  el  artículo  7o  del 
título  1»  sobre  los  votos  que  debe  tener  cada  Mineral,  excitando 
siempre  á  que  concurran  los  nombrados  personalmente,  y  en  su 
defecto  á  dar  poder  á  otros  Mineros  de  actual  ejercicio,  conforme 
se  previene  en  las  últimas  palabras  del  cap.  5o,  lit.  1*. 

9.  El  Real  Tribunal  de  Minería  debe  quedar  erigido  en  general 
de  Apelaciones  eou  la  misma  jurisdicción  contenciosa  para  las 
segundas  instancias,  y  extension  que  la  económica  gubernativa  y 
directiva  que  le  conceden  las  Ordenanzas,  con  la  apelación  al  Juez 
de  Alzadas  eu  todos  los  casos  que  correspondan  según  derecho; 
con  advertencia,  que  habiendo  sucedido  el  citado  Tribunal  de 
Minería  y  Juez  de  Aliadas  en  el  lugar  de  las  Audiencias,  así  como 
aquellas  conocían  por  apelación,  de  todas  las  causas  del  distrito, 
de  las  sentencias  de  los  Jueces  de  Minas  y  Alcaldes  mayores,  d ebén 
hacerio  ahora  el  Tribunal  y  Jueces  de  Alzadas  en  sus  respectivos 
casos,  é  ir  á  Méjico  todas  las  del  territorio  que  comprende  su  Au- 
diencia, y  á  la  de  Guadalajara,  las  de  Nueva  Galicia  y  Vizcaya, 
manteniéndose  allí  al  efecto  el  Juzgado  de  Alzadas,  conforme  à  las 
Ordenanzas,  y  continuando  conociendo  en  segunda  y  tercera 
instancia,  respecto  á  que  allí  no  hay  Tribunal  de  Minería  y  ser 
mucha  la  distancia  de  aquellas  provincias,  derogando  en  esta 
parte  el  art.  2»  del  üt.  3o  de  las  mismas  Ordenanzas,  y  declarando 
para  las  primeras  instancias,  que  el  Juez  territorial,  Juez  de  Minas 
y  los  Intendentes,  donde  los  hubiere,  deben  conocer  con  los  dos 
Diputados  territoriales,  y  ejercer  en  todos  casos  la  jurisdicción  con- 
tenciosa, ampliando  S.  Al.  en  este  punto  el  art.  4°  del  título  3°  de 
las  mismas  Ordenanzas. 

10.  Aprueba  el  Rey  los  gastos  anuales  que  tiene  el  Tribunal 
de  Minería,  sobre  los  sueldos  que  quedan  expresados,  y  son.  mil 
pesos  al  Oidor  Juez  de  Alzadas:  ciento  á  un  Procurador,  y  qui- 
nientos noventa  y  cuatro  en  que  están  computados  los  portes  de 
cartas  y  demás  menudencias,  abonándose  también  mil  pesos  para 
los  Conjueces  del  Tribunal  de  Alzadas,  por  no  ser  justo  sufran  de 
su  bolsillo  los  honorarios  de  los  Abogados  á  quienes  consultan  con 
autos  para  asegurar  su  voto  en  las  determinaciones. 

11.  Siendo  uno  de  los  puntos  u¡as  importantes  el  del  estable- 
cimiento del  Colegio  Metálico  en  esa  ciudad,  aprueba  S.  M.  el 
señalamiento  de  los  veinte  y  cinco  mil  pesos  para  su  subsistencia 
y  todo  lo  que  V.  E.  ha  dispueslo,  para  que  entren  desde  luego  los 
Pensionados  á  estudiar  en  él;  y  para  que  esta  Escuela  esté  bien 
surtida  de  profesores,  libros,  instrumentos,  y  demás  que  se 
necesite,  cuidará  este  Ministerio  de  dirijirlo  lodo,  avisando 
V.  E.  además  de  lo  que  expuso  en  Carta  de  26  de  Abril  de  1790, 
n.  496,  las  obras  que  sean  útiles  para  la  mejor  enseñanza,  y 
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dando  cuenta  todos  los  auo3  de  loa  progresos   que  hagan  I03 
Colegiales. 

12.  Por  lo  que  hace  á  los  gravámenes  con  que  se  halla  el  Real 
Tribunal,  es  la  voluntad  de  S.  M.  que  no  se  haga  por  ahora  no- 
vedad en  la  consignación  de  cinco  mil  pesos  á  favor  de  la  Academia 
de  S.  Carlos;  pues  aunque  e!  uso  de  la  arquitectura  civil  no  sea 
necesario  á  los  mineros,  les  puede  ser  úlü  saber  sus  principios,  y 
el  dibujo  es  el  fundamento  de  todas  las  artes. 

13.  No  ha  tomado  el  Rey  resolución  sobre  la  suspension  de 
los  cuatro  mil  pesos  fuertes  señalados  al  S.  Don  José  de 
Galvez  y  su  posteridad,  porque  no  hay  parte  interesada  que 
reclame. 

14.  Se  conforma  S.  M.  en  la  reducción  que  Y.  E.  propone  de 
la  gratificación  de  tres  mil  y  trescientos  pesos  que  se  daba  á  los 
Empleados  en  la  Casa  de  Moneda,  á  dos  mil  seiscientos  y  cincuenta, 
y  asignando  cuatrocientos  al  Superintendente,  doscientos  al 
Contador,  doscientos  y  cincuenta  al  Tesorero,  y  dejando  á  los  ofi- 
ciales con  sus  antiguas  asignaciones. 

15.  El  sobrante  de  las  rentas  del  Tribunal,  debe  quedar  al  ar- 
bitrio y  disposición  de  sus  individuos,  con  arreglo  á  las  Ordenanzas 
contenidas  en  los  tít.  15  y  16,  y  art.  20  de  ellas,  y  con  la  calidad 
de  no  poderse  aviar  ninguna  mina  ni  .sacar  caudales  sin  el  acuerdo 
y  concurrencia  de  todos  los  Ministrqs  y  consultores,  intervención 
precisa  del  Director,  y  particularmente  de  su  Fiscal  Defensor,  que 
en  defecto  de  estas  circunstancias  deberá  hacer  los  recursos  cor- 
respondientes ante  V.  E.  y  esta  superioridad,  dando  preferencia  á 
las  obras  y  minas  que  sean  mas  dignas  de  atención;  pues  siendo 
el  fondo  de  los  ocho  granos  un  caudal  de  los  Mineros  y  de  su 
Tribunal,  que  representa  á  todos  los  que  le  contribuyen,  no  per- 
mite la  justicia  que  se  les  prive  de  su  propiedad  ni  de  su  uso;  sin 
que  obste  el  que  alguno  de  sus  Individuos  haya  dejado  de  cumplir 
sus  deberes,  para  que  trascienda  la  previdencia  á  los  demás  em- 
pleados, llenos  de  probidad,  tino,  pureza  y  nociones  de  las  conve- 
nientes operaciones,  como  se  expresa  en  ej  art.  2  del  lit-  16  citado, 
encargando  S.  M.  que  ese  gobierno  los  proteja  en  todo  y  no  los 
distraiga  causándoles  embarazos  y  obligándolos  á  entrar  en  expe- 
dientes, con  dar  á  V.  E.  lodo  para  su  aprobación,  que  nunca  les 
concederá  sin  visto  Fiscal,  pase  al  Asesor,  y  otras  formalidades 
que  atrasan  mucho  el  rápido  curso  de  los  negocios,  de  que  se  ori- 
ginan gravísimos  inconvenientes,  con  cuyo  conocimiento  no  im- 
íiusieron  las  ordenanzas  otra  obligación  al  Tribunal  que  la  de  dar 
parte  á  V.  É..  tomar  su  venia,  participarle  sus  elecciones  y  nove- 
dades, é  informar  por  el  conducto  de  V.  E.  á  S.  M.  todos  los 
años,  á  menos  que  ocurra  algún  caso  extraordinario  que  exija 
verificarlo,  todo  con  arreglo  á  lo  prevenido  en  el  art.  19,  til.  l'y 
37,  til.  3  de  las  citadas  Ordenanzas  que  deben  tener  cumplida 
observancia. 

No  se  conforma  el  Rey  con  que  ese  Tribunal  de  Minería  forme 
la  Compañía  que  V.  E.  propone,  de  un  millón  de  pesos  con  ese 
consulado,  poniendo  cada  uno  quinientos  mil  pesos,  por  varias 
razones  de  congruencia  que  lo  imposibilitan. 

Además  de  los  Claveros  que  señala  el  art.  6»  del  tít.  16  para  la 
seguridad  y  custodia  de  los  caudales  del  Tribunal,  deben  en  to- 
das las  introducciones  y  salidas  de  ellos,  intervenir  con  los  Depo- 
sitarios, el  Promotor  Fiscal  y  el  Secretario,  no  pasándose  libra- 
miento alguno  sin  la  firma  de  los  Ministros  del  Tribunal,  tomada 
la  razón  de  él. 

Se  conforma  S.  M.  con  lo  que  V.  E.  propone  en  punto  á  las  de- 
mandas del  Fiscal  al  Tribunal  y  lodos  los  que  han  recibido  las 
gratificaciones  y  cantidades  que  refiere  y  en  que  V.  E.  haya  man- 
dado pasar  al  Tribunal  de  Minería,  solamente  los  expedientes  res- 
pectivos á  los  tres  mil  nueve  pesos  que  se  entregaron  á  Don  Fran- 
cisco Salesan  :  á  los  mil  quinientos  pesos  que  se  dieron  al  que  so- 
liriió  el  pago  de  los  cincuenta  mil  pesos  en  las  Cajas  Reales, y  que 
se  determine  el  de  tres  mil  noventa  entregados  al  Regidor  Don 
Antonio  Rodrigue?  de  Velasco,  dando  cuenta  de  los  resultados, 
declarando  S.  M.  no  haber  nabido  exceso  en  las  gratificaciones 
que  se  dieron  al  Virey  Don  Martin  de  Mayorga  y  a!  Director  Don 
Joaquín  de  Velasquez,  y  relevando  de  toda  responsabilidad  á  los 
Ministros  del  Tribunal  que  intervinieron  en  ellas. 

Es  conforme  á  la  voluntad  de  S.  M.  que  aunque  algunos  de  los 
vocales  hayan  extendido  su  dictamen  á  que  se  formasen  otras 
Ordenanzas,  V.  E.  no  baya  accedido  á  ello,  pues  á  la  junta  solo 
se  la  facultó  por  la  Real  Orden  de  7  de  Junio  de  1786  á  que  pu- 
diera ampliar  ó  modificar  aquellas  que  miren  al  régimen,  go- 
bierno y  administración  del  Tribunal,  Elecciones  y  Sueldos,  y  no 
á  todas  indistintamente. 

El  Rey  quiere  que  todos  los  puntos  resueltos  en  esta  declaración', 
se  observen  con  la  mayor  puntualidad,  y  que  V.  E.  haga  se  pu- 
bliquen para  que  sirvan  de  adición  á  las  últimas  Reales  Orde- 
nanzas; que  se  comuniquen  al  Real  Tribunal  de  Minería  y  á 
todos  sus  Reales,  dando  yo  en  su  Real  nombre  gracias  á  V.  E.  por 
lo  mucho  que  se  ha  esmerado  en  promover  y  concluir  este  impor- 
tante expediente  con  su  laudable,  activo  y  apreciable  celo,  y  con  su 
recomendable  talento,  dándolas  igualmente  á  los  vocales  de  la  J  unta 


y  al  Tribuual  de  Minería,  manifestando  á  este  que  ha  merecido  y 
merece  la  Real  confianza  y  protección  de  S.  M-,  con  prevención  do 
que  lo  haga  entenderá  lodos  los  Mineros  para  su  alienoy  consuelo, 
y  que  proceda  inmediatamente  á  verificar  sus  elecciones  de  Admi- 
nistrador y  demás  individuos  que  deben  completar  el  Tribunal. 

Todo  lo  que  prevengo  á  Y.  E  de  orden  de  S.  M.  para  su  inteli- 
gencia y  puntual  cumplimiento.  Dios  guarde  á  V.  E.  muchos 
años,  Aranjuez,  5  de  Febrero  de  1793,  —  Gardoqui.  —  Sr.  Yirey 
de  Nueva  España. 
Es  copia.  —  Méjico  17  de  Junio  de  1793  —  Bonii.Mu 
Nota.  El  Tribunal  circuló  á  las  Diputaciones  de  Minería  un  re- 
glamento para  las  elecciones  generales,  en  Marzo  de  1796. 


TITULO  SEGUNDO. 


DE   LOS   JUECES    Y   DIPUTADOS   DE    LOS   REALES   DE 
MINAS. 

1.  —  Jueces  de  Minas  Jo  serán  las  respectivas  Justicias 
Reales,  conforme  á  las  Leyes  de  la  Recopilación  de  Indias, 
en  lodo  lo  que  por  estas  Ordenanzas  no  se  cometiere  á  las 
Diputaciones  del  Cuerpo  de  Minería, 

2.  —  Todos  los  que  hubieren  trabajado  mas  de  un 
año  una  ó  muchas  Minas,  expendiendo  como  Dueños  de 
ellas  en  todo,  ó  en  parte,  su  caudal,  su  industria,  ó  su 
personal  diligencia  y  afán,  serán  matriculados  por  tales 
Mineros  de  aquel  Lugar,  asentándolos  por  sus  nombres  en 
el  Libro  de  Matrículas  que  deberán  tener  el  Juez  y  Escri- 
bano de  aquella  Minería. 

3.  —  Los  Mineros  así  matriculados,  y  los  Aviadores, 
siendo  Mineros  ;  los  Maquileros,  y  los  Dueños  de  Hacienda 
de  moler  máteles  y  de  fundición  de  cada  Lugar,  se  jun- 
tarán á  principios  de  enero  de  cada  año,  como  se  acostum- 
bra, en  la  Casa  del  Juez  de  Minas  para  elegir  los  sugetos 
que  por  todo  él  hayan  de  ejercer  el  empleo  de  Diputados  de 
aquella  Minería,  los  cuales  han  de  ser,  ó  han  de  haber  sido 
Mineros,  esto  es,  Dueños  de  Minas  de  los  mas  prácticos  é 
inteligentes  en  ellas,  hombres  de  buena  conducta,  dignes  de 
toda  confianza,  y  adornados  de  las  demás  circunstancias 
que  se  necesitan  para  semejantes  empleos. 

4.  —  Cada  uno  de  los  Mineros  matriculados  valdrá  por 
un  votó  para  las  dichas  elecciones;  pero  los  Aviadores, 
siendo  Mineros  como  va  dicho,  los  Maquileros  y  ios  Dueños 
de  Hacienda  expresados  en  el  Artículo  antecedente,  cada 
dos  harán  un  voto,  y  no  tendrán  voz  pasiva  para  Diputa- 
dos de  Minería,  salvo  que  al  mismo  tiempo  sean  Mineros 
y  tengan  las  circunstancias  necesarias. 

5.  —  En  donde  hubiere  un  numeroso  cpncurso  de  vo- 
cales como  en  Guanajuato,  se  observará  la  práctica  se- 
guida, y  que  ha  de  conservarse,  en  este  Real  de  uombiar 
antes  Electores  que  procedan  á  la  elección  de  Diputado*. 

6.  — Los  Administradores  de  Minas  podrán  votaren  lugar 
de  sus  Amos  no  siendo  estos  vecinos  de  aquel  territorio, 
y  teniendo  para  ello  poder  bastante,  y  asimismo  podrán 
ser  electos  en  Diputados  permitiéndolo  sus  ocupaciones,  y 
hallándose  asistidos  de  las  circunstancias  necesarias. 

7.  —  El  Juez  de  Minas  de  cada  ReaJ  ó  Asiento,  y  loC 
Diputados  del  año  anterior,  presidirán  y  ordenarán  la  elec- 
ción, y  tendrán  voto  ;  y  en  caso  de  discordia  será  deci- 
sivo el  del  Juez  de  Minas  declarándolo  :  entendiéndose  que 
han  de  quedar  siempre  electos  aquellos  sugetos  cu  quie- 
nes concurriere  el  mayor  número  de  votos,  calificados  y 
computados  como  va  prevenido. 

8.  —  En  cada  Real  ó  Asiento  de  Minas  ha  de  haber 
una  Diputación  compuesta  de  do?  diputados;  y  para  que 
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estos  empleos"  senn  bienales,  y  haya  siempre  en  ellos  un 
sugeto  competentemente  instruido  en  los  negocios  res- 
pectivos, solo  el  primer  año  en  que  se  verifique  esta  pro- 
videncia se  nombrarán  ambos  Diputados;  pero  en  cada 
uno  de  los  sucesivos  no  mas  que  uno  nara  que  sustituya 
al  mas  antiguo  :  advirtiéndose  que  como  esta  regla  no 
puede  tener  lugar  en  el  segundo  año  de  dichas  elecciones, 
para  continuar  con  el  Diputado  que  en  él  entrare  de 
nuevo  ha  de  quedar  aquel  que  de  los  dos  nombrados 
en  el  primero  hiíbiese  sido  electo  con  mayor  número  de 
votos  :  de  modo  que  el  otro  no  servirá  dicho  empleo  sino 
por  un  año. 

Declaración  del  Superior  Gobierno  sobre  los  particulares  que 
tocan  al  Tribunal,  y  los  que  al  Gobierno  para  erigir  los 
Eeales  de  Minas  en  Diputaciones. 


Los  mismos  fundamentos  representados  por  ese  Tribunal  para 
Ja  revocación  del  superior  Decreto  de  28  dé  Junio  de  1791,  pres- 
tan mayores  méritos  para  convencer  la  justicia,  y  la  necesidad  de 
que  la  erección  de  nuevas  Diputaciones  Territoriales  á  que  se 
contrajo,  se  haga  precisamente  con  la  aprobación  de  este  superior 
Gobierno. 

El  propio  Fiscal  de  ese  Cuerpo  lo  conoció,  y  confesó  así  en  la 
respuesta  constante  en  el  cuaderno  que  acompaño  Y.  S.  â  su  re- 
presentación de  4  de  Diciembre  del  mismo  año,  procediendo,  no 
por  inducción  de  mera  congruencia,  como  dijo  ese  Tribunal,  sino 
por  iliicío'n  legítima,  que  se  deduce  de  lo  dispuesto  en  el  art.  14, 
ululo  '¿.°  de  sus  Ordenanzas,  y  por  la  justa  obligación  que  todos 
los  cuerpos  tienen  de  reconocer  à  esta  superioridad  en  materias  de 
tan  alta  gerarquía. 

Es  con  efecto  muy  congruente  la  reflexión  de  que  si  para  las 
elecciones  de  Diputados  se  impone  por  dicho  artículo,  la  precisa 
necesidad  de  ocurrir  por  la  superior  confirmación,  con  mucha 
mas  razón  deberá  ser  asi,  c<<apdo  se  trata  de  crear  un  nuevo  juz- 
gado que  ha  de  tener  el  ejercicio  de  jurisdicción. 

Con  este  debido  reconocimiento,  en  nada  se  ofenden  las  facul- 
tades que  por  el  artículo  l.°del  título  3."  se  conüeren  á  ese  Tribu- 
nal, pues  siempre  le  quedan  subsistentes  las  que  le  corresponden 
para  examinar  si  debe  ó  no  elegirse  la  Diputación,  consultando 
después  á  esta  superioridad,  así  como  se  verifica  en  las  elecciones 
que  después  de  reconocidas  por  ese  Tribunal  para  ver  si  tienen 
vicio,  las  remite  para  obtener  la  superior  confirmación. 

No  hay,  pues,  la  menor  razón  de  diferencia  para  que  deje  de 
verificarse  lo  mismo  respecto  del  establecimiento  de  nuevas  Dipu- 
taciones, y  si  no  obstante  la  jurisdicción  que  por  el  citado  artículo 
se  atribuye  á  ese  Tribunal,  para  las  elecciones,  se  debe  acudir  in- 
dispensablemente por  la  confirmación  superior  del  Gobierno,  esto 
necesariamente  que  sus  antecedentes,  esto  es,  la  erección  de  Di- 
putaciones, debe  haberse  verificado  en  los  propios  términos  y  con 
los  mismos  requisitos  de  la  aprobación  superior.  Ni  era  necesario 
que  asi  se  previniese  específicamente  en  las  Reales  Ordenanzas  de 
ese  Cuerpo,  por  ser  una  cosa  indispensable,  si  bien  que  esta  y 
otras  disposiciones  semejantes  pueden  estimarse  comprendidas  en 
el  artículo  16,  título  2.»  que  previene  sé  dé  cuenta  cada  año  á  este 
superior  Gobierno  del  estado  de  Minerales  y  Mineros,  número  de 
Minas  que  estuvieren  en  corriente,  y  las  que  se  hubieren  descu- 
bierto en  cada  Real,  pues  estos  particulares  tienen  íntima  conexión 
con  la  erección  de  nuevas  Diputaciones,  para  las  cuales  debe  exa- 
minarse previamente  el  estado  de  los  Reales  de  Minas,  y  si  tienen 
el  competente  número  de  Mineros  en  quienes  puedan  tornarse  sin 
necesidad  de  reelección,  los  empleos  de  Diputados  y  Sustitutos. 

Después  de  toda  la  creación  de  Juzgados  de  justicia  es,  como 
dice  ese  Tribunal,  una  materia  de  mucha  entidad,  las  Diputaciones 
que  debe  haber  en  los  Reales  ó  Haciendas  de  Minas  que  tengan 
las  indicadas  calidades,  adquieren  desde  la  creaeion  el  ejercicio  de 
jurisdicción,  y  en  estos  Dominios  es  muy  correspondiente  el  debido 
reconocimiento  en  las  materias,  á  las  superioridades  de  los  señores 
Vireyes,  y  á  sus  altas  Vice-Regias  facultades. 

El  otro  argumento  que  hace  ese  Tribunal  de  ser  propio  de  los 
Juzgados,  ó  cuerpos  políticos  la  elección  de  Ministros  temporales 
que  los  compongan,  es  manifiestamente  contrario  á  su  intención, 
porque  si  no  obstante  de  ser  de  menor  atención  la  elección  de 
Diputados,  que  el  erigir  las  mismas  Diputaciones  territoriales, 
necesitan  aquellos,  según  la  ordenanza,  la  superior  continuación 
del  Gobierno.  ¿  Cuánto  mas  indispensable  será  esta  para  esta- 
blecer nuevos  Cuerpos  ó  Juzgados,  que  hayan  de  administrar 
justicia  ? 

Es  verdad  que  según  parece,  no  se  ha  acudido  por  la  referida 
confirmación  para  las  Diputaciones  comprendidas  en  la  certifica- 


*  cion  que  acompañó  ese  Tribunal  ;  pero  esto  ha  consistido  en  no 
haberse  reflexionado-la  falta  de  un  requisito  tan  esencial,  siendo 
también  á  la  verdad  muy  extraño  que  ese  Tribunal,  según  se  ex- 
presa en  la  citada  certificación,  no  haya  tenido  hasta  ahora  otra 
nolicia  de  las  Diputaciones  que  se  han  creado,  que  las  primeras 
elecciones  que  se  le  han  remitido. 

Esto  dio  motivo  para  que  el  Director  General  reclamase  justa- 
mente la  elección  de  Diputados  que  enviaron  los  Mineros  de 
Hoslotipaquillo,  por  haberse  congregado  en  Diputaciones  sin  el 
correspondiente  permiso:  y  si  á  este  Tribunal  no  sirvió  de  em- 
barazo para  vindicar  sus  facultades,  el  que  las  otras  Diputaciones 
no  hubiesen  acudido  por  su  aprobación,  tampoco  perjudican  à  las 
del  superior  Gobierno,  los  ejemplares  que  se  alegan. 

Mucho  menos  el  concepto  que  se  atribuye  a!  Sr.  Fiscal  de  lo 
civil,  que  era  Don  Lorenzo  Hernández  de  Alva,  por  haber  dicho 
en  su  respuesta  de  30  de  Junio  de  90,  que  le  parecía  punto  propio 
de  ese  Tribunal,  la  calificación  de  si  debía,  ó  no,  haber  Diputa- 
ciones en  Hoslotipaquillo,  pues  esto  lo  expuso  en  contraposición 
de  lo  determinado  en  el  particular  por  el  Señor  Intendente  de  Gua- 
dalajara  ;  pero  no  con  relación  à  este  superior  Gobierno,  á  cuyas 
altas  facultades  en  ningún  tiempo  podia  perjudicar  cualquiera 
expresión  que  el  mismo  Señor  Fiscal  hubiere  ejecutado,  error, 
ignorancia,  ú  otra  equivocada  inteligencia. 

No  puede  dejar  de  conocerlo  así  ese  Tribunal,  y  que  si  con- 
ceptúa odioso  restringir  la  jurisdicción  que  le  está  concedida,  lo  es 
mucho  mas  tratar  de  limitar  en  estas  materias  la  potestad  vice- 
regia  que  reside  en  este  superior  Gobierno. 

En  atención  á  todo,  y  á  que  ese  Real  Tribunal,  dando  una 
prueba  de  veneración  y  respeto,  concluye  en  sus  últimas  repre- 
sentaciones, diciendo,  que  con  la  determinación  provisional  que 
habia  propuesto  en  las  anteriores,  no  pretendía  que  se  le  dejase 
la  facultad  de  crear  las  Diputaciones,  sino  que  las  dejaba  gustoso 
á  esta  superioridad,  si  asi  se  resolviere,  con  reserva  de  los  derechos 
que  le  correspondan  :  he  declarado  por  fin,  á  pedimento  del  refe- 
rido Señor  Fiscal,  y  con  dictamen  del  Señor  Asesor  General  comi- 
sionado de)  Vireinato,  que  no  hay  lugar  á  la  pretendida  revo- 
cación del  superior  Decreto  de  28  de  Junio  de  1791,  y  que  debe 
estarse  á  lo  determinado  en  él.  Lo  que  aviso  á  V.  S.  para  su 
gobierno  en  la  materia,  con  prevención  de  que  puede  desde  luego 
proceder  á  instruir  los  Expedientes  que  le  parezca,  asi  para  crear 
nuevas  Diputaciones  Territoriales  en  los  Reales  de  Minas,  donde 
concurren  los  requisitos  esenciales  para  tomar  esta  providencia, 
como  para  extinguir  las  Diputaciones  ya  establecidas  en  los 
lugares  donde  la  experiencia  haya  acreditado  no  ser  necesarias, 
dándome  V.  S.  cuenta  con  ellos  en  este  estado,  informando  lo  que 
se  le  ocurra  y  se  ofrezca,  y  esperando  mi  resolución  superior  para 
que  se  proceda  á  la  primera  elección  de  Diputados  y  Sustitutos, 
y  consiguiente  ejercicio  de  jurisdicción,  por  el  nuevo  Juzgado,  en 
el  concepto  de  que  este  es  el  mejor,  ó  único  modo  de  conciliar  las 
facultades  que  puedan  corresponder  á  ese  Real  Tribunal,  con  las 
de  este  Superior  Gobierno. 

Dios  guarde  á  V.  S.  muchos  años.  Méjico,  17  noviembre  de 
1796.  —  Branciforte. 

9.  —  Se  elegirán  también  en  cada  Real  ó  Asiento  de  Mi- 
nas, y  en  la  misma  forma,  cuatro  Sustitutos  para  que  ten- 
gan el  lugar  y  ejercicio  de  los  Diputados  en  los  casos  de 
su  recusación,  muerte,  enfermedad,  ausencia  necesaria,  ú 
otro  justo  impedimento,  y  para  que  asistan  álos  respecti- 
vos Juzgados  de  Alzadas  en  los  casos  y  circunstancias  de 
que  se  "tratará  en  su  lugar;  pero  donde  se  nombraren 
Electores  en  conformidad  del  Artículo  5  de  este  Título, 
quedarán  por  Sustitutos  en  el  primer  año  los  cuatro  que 
hubiesen  sido  electos  por  mayor  número  de  votos  :  enten- 
diéndose que  los  dichos  empleos  han  de  ser  igualmente 
bienales,  y  que  en  cada  año  de  los  sucesivos  solo  han  de 
entrar  dos  de  nuevo,  observándose  para  ello  lo  mismo  que 
en  el  Artículo  antecedente  se  prefine  respecto  de  los  Dipu- 
tados. Y  para  mayor  claridad,  y  quitar  todo  arbitrio  en  los 
casos  de  haber  de  entrar  à  ejercicio  ya  sean  los  dichos 
Sustitutos,  ó  ya  los  Consultores  para  alguna  de  las  susti- 
tuciones que  por  varios  Artículos  de  estas  Ordenanzas  se 
les  cometen,  se  ha  de  tener  por  regla  general  para  el  or- 
den de  preferencia  la  que  aquí  va  dada  de  mayor  número 
de  votos  en  sus  respectivas  elecciones  cuando  ellas  fuesen 
de  una  misma  fecha,  pues  no  siéndolo  tendrá  la  preferen- 
cia la  mayor  antigüedad. 

10.  —  Los  referidos  Sustitutos  serán  al  mismo  tiempo 


—  105  — 


Síndicos  Procuradores  de  su  respectivo  Real  de  Minas,  y 
deberán  representar,  pedir  y  procurar  todo  lo  que  les  pa- 
reciere conveniente  al  bien  común  de  aquellos  Mineros  y 
Vecinos,  y  su  mérito  se  deberá  atender  y  considerar  para 
elegirlos  en  Diputados,  y  otros  empleos  de  Minería. 

11.  —  Los  electos  en  Diputados  no  podrán  excusarse  de 
aceptar  el  empleo  dentro  de  tercero  día,  bajo  la  pena  de 
mil  pesos  para  el  fondo  del  mismo  Real,  y  de  ser  apre- 
miados á  la  admisión  después  de  pagada  ;  pero  si  les  pare- 
ciere tener  para  ello  suficiente  y  legítima  causa,  deberán 
aceptar  el  empleo,  y  servirle  entre  tanto  que  se  califica 
aquella  en  el  Real  Tribunal  General  de  Minería,  donde 
deberán  representarla. 

12.  —  Prohibo  el  que  se  pueda  hacer  reelección  de  un 
mismo  sugeto  en  alguno  de  los  referidos  empleos  hasta 
que  hayan  pasado  dos  años  después  de  haberle  servido  ;  y 
el  reelecto  con  dicho  hueco  no  podrá  excusarse  de  aceptar, 
pena  de  quinientos  pesos  para  fondo  del  mismo  Real,  y 
será  apremiado  á  la  aceptación  después  de  pagar,  sin  per- 
juicio de  que  si  presumiere  tener  suficientes  causas  para 
ser  exonerado,  las  pueda  representar  al  Real  Tribunal  Ge- 
neral de  Méjico,  con  tal  que  en  el  entretanto  acepte  y  sirva 
el  empleo  como  se  dispone  en  el  Artículo  antecedente. 

13.  —  A  los  nuevos  Diputados  electos  les  conferirán  po- 
der todos  los  Mineros,  Aviadores,  Maquileros  y  Dueños  de 
Hacienda  de  los  Lugares  respectivos,  para  promover  sus 
intereses  y  pretensiones,  y  para  todo  lo  demás  como  está 
en  costumbre,  y  les  darán  y  jurarán  la  obediencia  en  lo 
tocante  al  ejercicio  de  sus  empleos  ;  y  los  mismos  Diputa- 
tados  electos  jurarán  y  aceptarán  el  cargo  conforme  á  de- 
recho, y  también  la  observancia  de  estas  Ordenanzas  (que 
se  han  de  leer  en  cada  elección  al  aposesionarse  ios  nom- 
brados), y  el  secreto  en  las  causas  de  que  conocieren. 

■14.  —  Hecha  la  elección,  darán  cuenta  y  noticia  ue  ella 
inmediatamente  al  Real  Tribunal  General  de  Minería  para 
que,  no  conteniendo  alguna  nulidad  ó  vicio  cierto  y  califi- 
cado, obtenga  la  aprobación  del  Superior  Gobierno  de 
Nueva-España  ;  pero  con  declaración  de  que  no  se  han  de 
poder  llevar  derechos  algunos  por  las  tales  aprobaciones,  ni 
por  la  actuación  y  diligencias  que  precedan  á  ellas. 

15.  —  Los  Diputados  territoriales,  y  los  Veedores  y  Pe- 
ritos de  las  Minas  no  tendrán  sueldo  alguno  de  mi  Real 
Hacienda  por  sus  encargos,  y  se  mantendrán  de  los  apro- 
vechamientos de  las  mismas  Minas,  conforme  á  la  ley  que 
así  lo  dispone;  á  cuyo  efecto  el  Real  Tribunal  General  de 
Méjico  propondrá  los  arbitrios  justos,  moderados,  y  conve- 
nientes al  estado  y  circunstancias  de  cada  Real  de  Minas, 
en  los  términos,  y  con  arreglo  al  Artículo  36  del  Título  3."  de 
estas  Ordenanzas. 

16.  —  Hn  febrero  de  cada  año  informarán  las  Diputa- 
ciones territoriales  al  Real  Tribunal  General  de  Méjico 
acerca  del  estado  en  que  se  hallaren  las  Minas  y  Mineros 
de  su  respectivo  distrito,  y  sus  dependencias,  proponiendo 
lo  que  les  pareciere  conducente  á  su  restablecimiento,  con- 
servación y  mayores  progresos  ;  y  asimismo  del  producto 
de  Platas,  y  consumo  de  Azogues  del  año  antecedente  ;  del 
número  de  Minas  que  estuvieren  en  corriente,  y  de  las  que 
se  hubieren  abandonado,  y  por  qué  causas,  y  de  las  nue- 
vamente descubiertas  y  restablecidas  :  pidiendo  á  este  fin 
á  las  Justicias,  Cajas  Reales  y  demás  Oficinas,  las  Certifi- 
caciones, Testimonios  y  demás  documentos  que  necesitaren. 
Y  ordeno  que  de  dichos  informes  y  documentos  se  dé 
cuenta  al  Virey  para  que,  tomando  conocimiento  de  lo  que 
produzcan,  me  instruya  de  todo  con  justificación  para  las 
providencias  que  puedan  exigir,  y  sean  de  mi  Soberano 
agrado* 


TITULO  TERCERO. 

DE  LA  JURISDICCIÓN  EN  LAS  CAUSAS  DE  MINAS  Y  MINE- 
ROS, Y  DEL  MODO  DE  CONOCER  ,  PROCEDER ,  JUZGAR 
Y  SENTENCIAR  EN  ELLAS  EN  PRIMERA,  SEGUNDA  Y 
TERCERA  INSTANCIA. 

Art.  1.  —Concedo  al  Real  Tribunal  General  de  Minería  el 
que  pueda  conocery  providenciar  en  lo  gubernativo,  direc- 
tivo y  económico  de  él  ;  y  en  su  consecuencia  declaro,  que 
las  Diputaciones  de  todos  los  Reales  ó  Asientos  de  Minas 
han  de  reconocerle  una  precisa  é  inseparable  subordinación 
en  todas  las  indicadas  materias  puramente  gubernativas. 

2.  —  Además  han  de  ser  del  privativo  conocimiento  del 
Real  tribunal  General  las  causas  en  que  se  tratare  y  fuere 
la  cuestión  sobre  descubrimientos,  denuncios,  pertenencias, 
medidas,  desagües,  deserciones  y  despilaramientos  de  Mi- 
nas, y  todo  lo  que  se  hiciere  en  ellas  en  perjuicio  de  su 
laborío,  y  contraviniendo  á  estas  Ordenanzas  ;  y  también 
lo  relativo  á  avíos  de  Minas,  rescates  de  Metales  en  piedras, 
ó  de  plata  y  oro,  cobre,  plomo  y  otras  sustancias  mine- 
rales, Maquilas  y  demás  cosas  de  esta  naturaleza  :  pero  de- 
claro que  la  mencionada  jurisdicción  contenciosa  solo  la  ha 
de  ejercer  dicho  Real  Tribunal  General  en  el  distrito  de 
veinte  y  cinco  leguas  en  contorno  de  la  Capital  de  Méjico. 

Por  Real  Orden  del  5  de  Febrero  de  1793,  comunicada  al  Virey 
de  Nueva-Espau  i  para  el  arreglo  y  gotierno  del  Real  Tribunal  de 
Minería,  se  dignó  el  Rey  mandar,  entre  otras  cosas,  á  consecuen- 
cia de  lo  acordado  en  el  Consejo  de  Estado  que  presidió,  que  el 
citado  Real  Tribunal  quedase  erigido  en  General  de  Apelaciones, 
con  la  misma  jurisdicción  contenciosa  para  las  segundas  instan- 
cias, y  extension  que  en  la  economía  gubernativa  y  directiva  le  con- 
ceden las  Ordenanzas  con  apelación  al  Juez  de  Alzadas  en  todos 
los  casos  que  correspondan  según  derecho;  con  advertencia,  que 
habiendo  sucedido  el  citado  Tribunal  de  Míneria  y  Juez  de  Alza- 
das en  lugar  de  las  Audiencias,  así  como  aquellas  conocían  por 
apelación  de  todas  las  cansas  del  distrito  de  las  sentencias  de  los 
Jueces  de  Minas,  y  Alcaldes  mayores,  deben  hacerlo  ahora  el  Tri- 
bunal y  Juez  de  Alzadas  en  sus  respectivos  casos,  é  ir  á  Méjico 
(odas  las  del  territorio  que  comprende  su  Audiencia,  y  á  la  de  Gua- 
dalajara  las  de  Nueva  Galicia  y  Vizcaya,  manteniéndose  allí  al 
efecto  el  Juzgado  de  Alzadas  conforme  à  las  Ordenanzas,  y  conti- 
nuando conociendo  en  segunda  y  tercera  instancia,  respeclo  á  que 
allí  no  hay  Tribunal  de  Minería,  y  ser  mucha  la  distancia  de 
aquellas  provincias,  derogando  en  esta  parte  el  articulo  2  del 
titulo  5",  de  las  mismas  Ordenanzas,  y  declarado  para  primeras 
infancias,  que  el  Juez  territoriíd,  Juez  de  Minas,  y  los  Intendentes 
donde  los  hubiere,  deben  conocer  con  los  Diputados  territoriales, 
v  ejercer  en  todos  casos  la  jurisdicción  contenciosa,  ampliando 
S.  M.  en  este  punto  el  articulo  4  del  tít.  3o  de  las  mismas 
Ordenanzas 

Con  presencia  de  lo  referido,  y  de  lo  que  resulta  de  otro  Expe- 
diente promovido  en  el  mismo  Reino  de  Nueva-España,  ha  venido 
S.  M.  ahora  en  resolver,  que  en  cumplimiento  de  lo  dispuesto  por 
el  insertó  Capitulo  de  la  Real  Orden  citada,  deben  los  Diputados 
territoriales  de  Minería  proceder  en  union  con  sus  respectivos 
Intendentes  en  la  formación  de  todas  las  causas  civiles  y  crimi- 
nales, de  cuya  clase  se  consideran  las  muertes  ocurridas  en  las 
Junas  por  derrumbe  de  sus  labores,  hasta  averiguar  que  no  pro- 
cedieron por  defecto  culpable,  y  que  los  sumarios  se  actúen  con 
dictamen  del  Asesor  Letrado  (no  siéndolo  el  Juez  Real),  con  cuyo 
acuerdo  se  provea  el  acto  declaratorio,  de  si  la  cansa  corresponde 
continuarse  ante  el  Juzgado  de  Minería,  ó  remitirse  á  los  Jueces 
Reales  con  arreglo  á  lo  dispueslo  en  el  articulo  29  del  titulo  3»  de 
las  Reales  Ordenanzas  dadas  para  gobierno  del  importante  Cuerpo 
de  Minería  de  Nuesa-España.  Y  asimismo  es  de  la  soberana  vo- 
luntad, que  en  observancia  del  artículo  10  del  título  9°  de  dichas 
Ordenanzas,  se  hagan  las  visitas  de  todas  las  minas  como  está 
mandado,  expidiendo  al  intento  las  órdenes  oportunas  á  las  Dipu- 
taciones territoriales,  las  cuales  remitirán  al  Tribunal  general 
testimonio  de  haberse  practicado  en  cada  ano,  para  que  pueda 
incluir  esta  circunstancia  en  el  informe  anual  que  le  está  prevenido 
en  el  artículo  19  del  título  I»  de  las  mismas  Ordenanzas,  y  dirija 
á  S.  M.  —  Participólo  á  V.  S.  de  su  Real  Orden  para  su  puntual 
cumplimiento  en  la  parte  que  le  corresponde.  Dios  guarde  a 
V.  S.  muchos  afl03.  —  Aranjuez,  12  de  Febrero  de  1797.  — 
Varem. 
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3. ""—  Sin  perjuicio  de  la  privativa  jurisdicción  guberna- 
íiva  que  por  e!  Artículo  1.°  de  este  Titulo  concedo  al  refe- 
rido Real  Tribunal,  podrán  las  Diputaciones  de  los  Reales 
de  Minas  usarla  y  ejercerla  también  en  sus  respectivos  ter- 
ritorios en  los  casos  y  cosas  que  corresponda,  procurando 
los  dos  Diputados,  siempre  juntos  y  acompañados,  el  fo- 
mento y  progresos  del  laborío  de  las  Minas  de  su  peculiar 
distrito  ;  el  provecho  y  beneficio  de  los  Dueños  de  ellas  ;  la 
conservación  y  aumento  de  la  Población  ;  la  buena  admi- 
nistración de  Justicia;  la  felicidad  de  los  Vecinos,  y  el  so- 
corro de  los  miserables  :  entendiéndose  todo  bajo  la  inme- 
diata subordinación  del  Real  Tribunal  General  como  se 
ílispone  en  el  Artículo  citado,  y  con  prevención  de  que  no 
se  han  de  introducir  en  actos  formales  de  jurisdicción  sino 
en  los  casos  y  cosas  que  expresamente  se  les  concede  por 
estas  Ordenanzas. 

4.  —  Será  privativa  de  las  Diputaciones  territoriales  en 
sus  respectivos  distritos  la  jurisdicción  contenciosa  que  de- 
claro y  concedo  en  el  Artículo  2.°  de  esto  Título  al  Real 
Tribunal  General,  y  en  las  propias  causas  y  negocios  que 
allí  se  expresan,  procediendo  y  determinando  en  ellas  con 
absoluta  independencia  del  mismo  Real  Tribunal,  pues  en 
el  ejercicio  de  la  tal  jurisdicción  contenciosa  de  ninguna 
manera  le  han  de  reconocer  subordinación  alguna  por 
quedar,  como  quiero  quede,  inhibido  el  dicho  Real  Tribunal 
de  introducirse  á  conocer  ni  á  mezclarse  en  dichas  causas 
y  juicios  suscitados  fuera  de  su -distrito. 

5.  —  Mediante  que  se  deben  determinar  las  dichas 
clases  de  pleitos  y  diferencias  de  entre  partes  breve  y  su- 
mariamente, la  verdad  sabida  y  la  buena  fe  guardada  por 
estilo  de  Comercio,  sin  dar  lugar  á  dilaciones,  libelos  ni 
escritos  de  Abogados,  es  mi  voluntad  que,  siempre  que 
cualquiera  persona  pareciere  en  dicho  Real  Tribunal,  ó  ante 
la  Diputación  territorial  de  alguno  de  los  Reales  ó  Asientos 
de  Minas,  á  intentar  cualquiera  acción,  no  se  le  admitan  ni 
puedan  admitir  demandas  ni  peticiones  algunas  por  escrito, 
sin  que  ante  todas  cosas  hagan  parecer  ante  sí,  si  pudiese 
sei%  á  las  Partes  para  que,  oyéndolas  verbaimente  sus  ac- 
ciones y  excepciones,  procuren  atajar  entre  ellas  con  la 
mayor  brevedad  el  pleito  y  diferencia  que  tuvieren  ;  y  no 
pudiendo  conseguirlo,  y  excediendo  la  materia  en  cuestión 
de  doscientos  pesos,  (pues  hasta  esla  cantidad  se  han  de 
determinar  lasque  ocurran  verbaimente  aunque  las  Partes 
lo  resistan)  les  admitirán  sus  peticiones  por  escrito,  con 
talque  no  sean  dispuestas,  ordenadas  ni  firmadas  de  Abo- 
gados. Y  si  se  hubiese  de  dar  lugar  al  pleito  por  no  haberse 
podido  componer  ni  ajustai-  verbaimente  las  Partes,  se 
proveerá  á  la  demanda  ó  petición  del  Actor  primero  que  á 
otro  alguna  del  Reo. 

6.  —  Con  consideración  á  los  fines  arriba  expresados  de 
que  en  los  pleitos  y  diferencias  se  haga  justicia  breve  y  su- 
mariamente, y  sabida  la  verdad  y  guardada  la  buena  fe, 
ordeno  y  mando  para  mejor  conseguirlo,  que  en  los  pro- 
cesos que  se  hicieren  en  el  Juzgado  así  de  dicho  Real  Tri- 
buna] como  de  las  Diputaciones  territoriales  en  primera 
instancia,  y  en. los  juicios  de  apelación,  y  en  las  sentencias 
que  se  pronunciaren,  no  se  haya  de  tener,  ni  se  tenga  con- 
sideración á  defecto  en  la  actuación  de  algunas  formali- 
dades escrupulosas  del  derecho,  ineptitud  ú  otras,  pues  en 
cualquiera  estado  que  se  sepa  la  verdad,  se  ha  de  poder 
determinar  y  sentenciar,  y  para  ello  examinar  de  oficio  ios 
Testigos  que  convenga,  con  tal  que  no  excedan  de  diez,  y 
tomar  los  juramentos  de  las  partes  que  les  parezca  á  dichos 
Jueces  para  que  mejor  se  averigüe  la  verdad,  y  puedan 
pasar  á  dar  su  determinación  y  sentencia. 

7.  —  Para  evitar  las  apelaciones  maliciosas,  y  que  se 


interponen  con  el  solo  fin  de  dilatar  los  juicios  pervirtiendo 
el  orden  y  la  brevedad  de  ellos,  mando  que  ninguna  per- 
sona pueda  apelar  de  ante  los  Jueces  de  dicho  Real  Tribu- 
nal, y  de  las  Diputaciones  territoriales,  sino  de  sentencia 
definitiva  ó  auto  interlocutorio  que  contenga  gravamen 
irreparable  ;  y  que  la  apelación  que  en  contravención  de. 
esto  se  interpusiere  no  valga,  ni  los  Jueces  del  mencionado 
Real  Tribunal,  ni  las  diputaciones  territoriales  se  inhiban 
ni  puedan  ser  inhibidos  del  conocimiento  de  la  causa,  sino 
que  prosigan  en  él  hasta  sentenciarla  definitivamente. 

8.  —  Los  Autos  interlocu torios  y  sentencias  que  se 
dieren  se  han  de  firmar  por  el  Administrador  Gênerai  y  los 
dos  Diputados  Generales  de  dicho  Real  Tribunal  aunque  el 
voto  de  alguno  de  ellos  no  se  conforme  con  el  de  los  otros 
dos  ;  pues  el  Administrador  General,  y  un  Diputado  Gene- 
ral ó  los  dos  Diputados  Generales,  han  de  hacer  determi- 
nación y  sentencia,  sin  que  el  otro  pueda  dejar  de  firmarla. 

9.  —  Los  Diputados  territoriales  podrán  sustanciar  las 
causas  cada  uno  de  por  sí  para  no  embarazar  la  brevedad 
de  ellas  que  tanto  interesa  al  Cuerpo  de  la  Minería;  pero 
deberán  sentenciarlas  definitivamente,  y  proveer  los  artí- 
culos interlocntorios  que  tengan,  ó  puedan  causar  daño 
irreparable,  en  union;  y  si  no  convinieren  en  el  voto,  «e 
acompañarán  con  el  Sustituto  á  quien  tocare  por  ¡a  regla 
que  queda  prefinida  par*a  que,  dimirida  la  dis  'ordia, 
se  esté  por  lo  que  acordare  el  mayor  número  de  votos, 
firmándose  la  determinación  por  todos  tres  según  queda 
prevenido  en  el  Artículo  antecedente. 

10.  —  En  los  puntes  de  derecho,  y  que  no  estuvieren 
claros  en  estas  Ordenanzas,  se  asesorará  el  Real  Tribu- 
nal General  con  Abogado  de  ciencia  y  conciencia  á  su 
libre  elección,  y  las  Diputaciones  territoriales  con  ei  que 
hubiere  en  el  Lugar  ó  Pueblo  de  su  residencia  ;  y  en  su 
defecto,  ó  en  caso  de  recusación,  con  el  Juez  Letrado  de 
la  Provincia  respectiva  puesto  por  mí,  el  cual  no  podía 
ser  recusado,  y  solo  sí  se  le  podrá  nombrar  acompa- 
ñado :  declarando,  como  declaro,  sobre  este  y  el  ante- 
rior Articulo,  que  el  que  hubiere  dado  parecer  en  pri- 
mera instancia  no  le  pueda  dar  en  la  segunda. 

11.  —  Cuando  los  pleitos  estén  conclusos  y  en  estado 
de  determinar,  ó  en  el  que  á  los  Jueces  de  dicho  Real 
Tribunal  ó  Diputaciones  territoriales  les  parezca,  se  lle- 
varán á  su  Juzgado  por  los  Escribanos  ante  quienes  pa- 
saren, y  harán  relación  de  ellos  en  la  forma  acostum- 
brada, y  con  la  brevedad  posible,  y  que  tanto  se  desea 
y  conviene  á  los  Mineros. 

12.  —  Los  Autos  y  Sentencias  que  se  dieren  en  el  re- 
ferido Tribunal  General  y  por  las  Diputaciones  terri- 
toriales, no  siendo  apeladas,  y  pasándose  en  autoridad 
de  cosa  juzgada,  se  han  de  ejecutar  breve  y  sumaria- 
mente :  en  lo  correspondiente  á  las  del  Real  Tribunal 
ppf  medio  de  los  dos  Porteros  que  ha  de  tener,  y  en 
quienes  han  de  estar  adictas  las  funciones  de  Alguaciles 
ejecutores  ;  y  en  lo  respectivo  á  las  de  las  Diputaciones 
territoriales  por  medio  de  los  Alguaciles  ordinarios  do  los 
Pueblos  de  sus  residencias,  despachando  unos  y  oíros  pat  a 
ello  los  mandamientos  necesarios,  y  los  exhorto?  á  ¡ps 
demás  Jueces  y  Justicias  que  convenga  para  que  les  de;i 
el  favor  y  ayuda  que  fuere  menester. 

'  13. — Si  de  las  tales  Sentencias  ó  Autos  definitivos  se 
¡•pelare  por  alguna  de  las  Partes  excediendo  la  eaniuhd 
de  la  disputa  de  cuatrocientos  pesos  (  pues  en  menos  no 
ha  de  ser  admisible,  y  ha  de  causar  ejecutoria  la  pro- 
videncia final  que  se  tomare  por  los  Jueces  del  Real  Tri- 
buna) ó  Diputaciones  teiiiloriaK  s  )  se  admitirán  los  del  Real 
Tribunal  General  para  ante  el  Juzgado  de  Alzadas  que  se  ha 
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ie  establecercnMe'jico,y  componersede  un  Oidor  de  aquella 
Real  Audiencia  á  nominación  del  Virey,  en  la  misma 
forma  y  por  el  propio  tiempo  que  el  que  se  destina  para 
el  Real  Tribunal  de  aquel  Consulado  de  Comercio,  del 
Director  General  de  Minería,  y  de  otro  Minero  que  para 
este  fin  en  cada  trienio  deberá  también  elegirse  en  la 
Junta  General  de  Minería  de  los  que  hayan  sido  Adminis- 
tradores, Directores  ó  Diputados  Generales,  ó  Consultores 
de  los  cuatro  que  de  los  doce  deben  residir  en  Méjico  se- 
gún se  ordenó  en  su  lugar.  Y  las  apelaciones  de  ¡as  Di- 
putaciones territoriales  comprendidas  en  el  distrito  de 
veinte  leguas  à  todos  rumbos  de  la  Ciudad  de  Guadalajara 
las  han  de  otorgar  precisamente  para  el  Juzgado  de  Alzadas 
que  mando  crear  en  ella,  y  ha  de  componerse  de  uno  de 
los  Oidores  de  su  Real  Audiencia,  que  ha  de  nombrar  el 
Presidente  Regente  del  mismo  Tribunal  por  el  tiempo  y 
en  la  propia  forma  que  se  ejecuta  para  el  del  Consulado  y 
Comercio  de  Méjico,  y  de  dos  Mineros  de  Probidad,  y  las 
demás  circunstancias  necesarias,  que  para  Conjueces  de 
Alzadas  en  la  misma  Ciudad  de  Guadalajara  se  han  de 
nombrar,  de  los  que  en  ella  residieren,  en  la  meacionada 
Junta  General  de  Minería  que  cada  tres  años  se  ha  de  ce- 
lebrar en  Méjico  según  va  dispuesto.  Pero  si  en  la  referida 
Ciudad  no  residieren  Mineros  de  las  circunstancias  necesa- 
rias para  Conjueces,  podrá  recaer  la  dicha  elección  trienal 
en  otros  que  residan  fuera  de  ella,  con  tal  que,  en  iguales 
circunstancias  de  apiitud  y  suficiencia,  se  prefieran  ios 
que  estén  á  menos  distancia,  aunque  sean  Sustitutos 
de  los  Diputados  de  algún  Real  ó  Asiento  de  Minas  : 
advirtiéndose  que  las  apelaciones  de  todas  las  demás 
Diputaciones  territoriales  se  han  de  admitir  en  la  forma 
dicha  para  el  respectivo  Juzgado  de  Alzadas  de  los  que  se 
han  de  erigir  en  cada  Provincia,  y  componerse  de!  Juez 
mas  autorizarlo,  y  nombrado  por  mí,  que  hubiese  en  eüa, 
y  de  los  Dos  Mineros  Sustitutos  á  quienes  corresponda,  por 
la  regla  ya  prescrita,  de  los  cuatro  del  Real  ó  Asiento  de 
Minas  mas  inmediato  á  la  residencia  del  expresado  Juez  : 
con  prevención  de  que  si  en  el  mismo  paraje,  ú  otro  á 
igual  distancia,  residiere  alguno  ó  algunos  de  los  doce 
Consultores  mencionados,  en  tal  caso  serán  preferidos  para 
Conjueces  de  Alzadas.  Y  siempre  que  dicho  Juez  no  sea 
Letrado  deberá  aquel  Juzgado  asesorarse,  en  los  puntos  y 
materias  que  lo  requieran  con  Abogado  de  ciencia  y  con- 
ciencia. 

44.  —  En  los  expresados  Juicios  de  apelación  se  proce- 
derá breve  y  sumariamente  por  estilo  de  Comercio,  sin 
abrir  nuevos  términos  para  dilatorias  ni  probanzas,  ni  ad- 
mitir libelos  ni  escritos  de  Abogados,  ni  otro  alguno  que 
el  de  expresión  de  agravios  del  Apelante,  y  el  en  que  se 
respondiere  por  la  otra  ú  otras  partes,  salvo  solamente  la 
verdad  sabida  y  la  buena  fe  guardada  como  entre  nego- 
cios de  Comerciantes  ;  y  en  esta  forma  determinarán  ia 
causa. 

15.  —  Las  tales  Apelaciones  deberán  ser  intentadas  den- 
tro de  tercero  dia  de  notificado  el  auto  ó  la  sentencia,  y  no 
de  otra  manera;  y  concedo  el  que  se  puedan  introducir 
por  Carta  del  Apelante,  expresando  que  remitirá  poder 
para  la  formalidad  del  Juicio,  ó  que  comparecerá  perso- 
nalmente. 

16.  — Si  se  confirmaren  por  los  Juzgados  de  Alzadas  las 
Sentencias  del  Real  Tribunal  General  de  Minería  y  de  las 
Diputaciodes  territoriales  en  sus  respectivas  causas  apela- 
das, no  se  admitirá  mas  apelación,  agravio  ni  recurso,  y 
se  mandarán  ejecutar  realmente  y  con  efecto,  y  que  para 
ello  se  devuelvan  los  Procesos  á  sus  respectivos  Jueces. 

17.  —  Pero  si  las  revocaren  en  todo  ó  en  parte,  y  al- 


guno de  los  Litigantes  apelare  ó  suplicare,  los  Jueces  de 
Alzadas  nombrarán,  cada  uno  en  su  caso,  otros  dos  Con- 
jueces, que  habrán  de  ser  en  Méjico  de  los  cuatro  Con- 
sultores residentes  en  aquella  Capital  :  en  Guadalajara  de 
los  otros  Mineros  que  allí  residan,  prefiriendo  los  que  sean 
Consultores  si  en  dicha  Ciudad  los  hubiese;  y  en  defecto 
de  estos  y  aquellos  podrá  recaer  la  elección  en  Mineros  que 
residan  fuera  de  ella,  y  bajo  las  mismas  consideraciones 
explicadas  á  este  intento  en  el  Artículo  1 3  del  presente  Tí- 
tulo ;  y  en  todos  los  demás  Juzgados  de  Alzadas  hará  el 
Juez  dicho  nombramiento  en  alguno  de  los  cuatro  Sustitu- 
tos respectivos  :  entendiéndose  en  unos  y  otros  si  no  se 
hallasen  con  algún  impedimento  ó  tacha  legal;  y  si  en  to- 
dos se  verificase,  en  tal  caso  podrá  recaer  dicho  nombra- 
miento en  otros  Mineros  de  las  cualidades  convenientes  : 
con  prevención  de  que,  donde  residiere  alguno  ó  algunos 
de  los  doce  Consultores  del  Real  Tribunal  General,  serán 
estos  preferidos  á  los  Sustitutos. 

48.  —  Déla  Sentencia  que  en  esta  tercera  instancia  se 
diere  (sea  confirmando,  revocando  ó  enmendando  en  todo 
ó  en  parte  la  apelada)  no  se  admitirá  mas  apelación,  su- 
plicación, agravio  ni  recurso,  y  se  volverá  la  causa  á  su 
respectivo  Juzgado  para  su  cumplimiento  y  ejecución,  en 
que  también  se  procederá  breve  y  sumariamente  como  va 
prevenido.  Pero  deciai'o  que  queda  expedito  á  las  Partes 
el  remedio  legal  de  la  segunda  suplicación  para  ante  mi 
Re¡l  Persona  en  mi  Consejo  Supremo  de  las  Indias,  con 
tal  que  para  este  grado  se  verifique  el  que  la  cantidad  liti- 
giosa llegue  á  veinte  mil  pesos,  ó  exceda  de  ellos  ;  bien  que 
se  ha  de  entender  con  la  fianza  que  dispone  Ja  Ley,  y  sin 
perjuicio  de  la  ejecución  de  lo  determinado  en  la  sentencia 
de  que  se  introduzca  el  grado,  y  precediéndola  otra  fianza 
de  estar  á  derecho  según  resultare  de  la  última  que  se 
pronuncie. 

19.  —En  las  determinaciones  que  recayesen  en  los 
mencionados  juicios  de  apelación  harán  sentencia  dos  de 
los  tres  Vocales,  ya  sea  el  Juez  y  uno  de  los  Conjueces  del 
respectivo  Juzgado  de  Alzadas,  ó  los  Conjueces  sin  el  Juez 
que  le  preside;  y  en  cualquiera  de  tos  dos  casos  han  de 
firmar  todos  tres. 

20.  — Las  Causas  de  posesión  y  propiedad  se  han  de  tratar 
juntas;  pero  restituyendo  ante  todas  cosas  al  que  hubiere 
sido  violentamente  despojado,  sin  que  se  tenga  por  tal 
aquel  á  quien  se  le  hubiere  quitado  la  posesión  por  auto  ó 
sentencia  de  Juez,  aunque  se  acuse  de  inicua. 

21.  _  Por  ninguna  causa  ni  motivo  se  ha  de  cerrar  Mina 
alguna  litigiosa,  ni  se  suspenderá  su  laborío  aunque  lo  pida 
alguna  délas  Partes,  y  únicamente  se  pondrá  Interventor 
á  satisfacción  del  que  lo  pidiere;  pero  sin  quitar  de  la  ¿lina 
al  que  la  estuviere  poseyendo,  bien  que,  si  este  ofreciere 
fianzas  suficientes  y  á  satisfacción  de  su  conlrarj.0,  §e  po- 
drá excusar  el  Interventor.  Y  declaro  que  solo  se  deberá 
suspender  el  trabajo  de  Ja  Mina  cuando  se  acusare  de  rui- 
nosa, despilarada  ó  sin  los  necesarios  ademes,  y  así  resul- 
tare ajuicio  de  Peritos,  que  deberán  inmediatamente,  y  sin 
pérdida  de  momento,  reconocerla,  y  procederse  á  su  for- 
tificación para  que,  puesta  en  corriente,  se  pueda  volverá 
trabajar  sin  peligro. 

22.  —  En  las  Demandas  ejecutivas  se  procederá  con- 
forme á  derecho  y  Leyes  Reales  en  cuanto  al  orden  del 
proceso,  guardada  siempre  la  buena  fe  y  Ja  verdad,  sin 
dar  lugar  á  dilaciones,  ni  á  sutilezas  que  perturben  y  deten- 
gan el  breve  curso  de  las  causas  de  esta  naturaleza. 

23.  —  Cuando  corresponda  en  justicia  la  ejecución  en 
alguna  Mina,  ó  Hacienda  de  beneficio,  no  por  esto.se  em- 
bargara, ni  se  procederá  à  su  remate,  ni  al  de  las  Máqui- 
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ñas,  Herramientas,  Aperos,  Esclavos,  Bestias,  Bastimentos, 
Materiales  y  cualesquiera  provisiones  necesarias,  sino  que 
la  tal  ejecución  se  verificará  en  los  metales  de  Plata  y  Oro 
y  demás  productos,  deducido  todo  lo  necesario  para  man- 
tener, é  ir  acudiendo  á  los  costos  y  laborío  de  dichos  meta- 
les, porque  este  de  ninguna  manera  deberá  cesar:  para 
cuyo  efecto  se  pondrá  Interventor  á  satisfacción  del  actor 
si  este  no  quisiere  administrar  la  Mina  por  sí  mismo,  ó  á 
la  del  reo  si  el  actor  la  tomare  por  su  cuenta,  cesando  la 
intervención  luego  que  se  cubra  la  demanda  ;  y  en  uno  y 
otro  caso  deberá  dicho  Interventor  llevar  su  cuenta  sema- 
nal así  de  los  gastos,  como  de  los  productos  de  la  Mina, 
para  presentarla  á  su  tiempo  á  los  Jueces  de  la  causa  con 
los  comprobantes  respectivos,  y  con  el  juramento  corres- 
pondiente en  las  partidas  que  no  sean  de  otro  modo  justi- 
ficables, para  aplicarse  al  que  se  declare  verdadero  dueño 
por  sentencia  definitiva  pasada  en  autoridad  de  cosa  j  uzgada , 

24.  —  Cuando  el  reo  hiciese  cesión  de  bienes,  y  estos 
consistieren  en  alguna  Mina  ó  Minas,  se  notificará  á  su 
acreedor  ó  acreedores  que  tomen  el  laborío  de  su  cuenta,  y  no 
lo  suspendan,  bajo  la  pena  de  que,  pasando  el  tiempo  que 
se  prefinirá  en  estas  Ordenanzas,  se  darán  las  Minas  por 
desiertas  y  desamparadas,  y  serán  del  primero  que  las  de- 
nunciare, sin  que  les  valga  ser  litigiosas  ó  concursadas. 

25.  —  Los  costos  de  laboríos  de  Minas  ó  Haciendas  eje- 
cutadas, y  el  salario  del  Interventor,  de  ninguna  manera 
han  de  entrar  en  concurso,  sino  que  se  han  de  pagar  pron- 
tamente y  de  lo  mas  bien  parado,  aun  que  no  alcance  á 
mas  el  producto  de  ellas. 

26.  —  En  el  caso  de  faltar  habilitación,  y  ofrecerse  al- 
guno de  los  acreedores  á  hacerla,  con  su  caudal  porque  se 
resistan  los  demás  á  concurrir  á  prorata,  será  este  prefe- 
rido á  los  otros  refaccionarios  no  solo  en  lo  que  de  nuevo 
ministrare,  sino  también  para  su  antiguo  crédito  aunque 
no  sea  causado  por  refacción  ó  avíos  de  la  Mina  ó  Ha 
cienda. 

27.  —  Cuando  en  otros  Juzgados,  por  razón  de  juicios 
de  inventarios,  sucesiones  hereditarias,  compañías  univer- 
sales, concurso  de  acreedores  ó  cesión  de  bienes,  se  hallen 
comprendidas  las  Minas,  sus  Haciendas,  ó  lo  demás  anexo 
ó  dependiente  de  ellas,  con  los  otros  bienes  que  pertenez- 
can á  la  tal  causa,  ordeno  que  el  Juez  de  ella  remita  Carta 
de  justicia,  Oficio  ó  Billete,  al  Juzgado  de  Minas  donde 
correspondiere,  para  que,  tomando  solo  conocimiento  en  el 
laborío  de  aquella  Mina  ó  Hacienda,  subsista  y  se  conserve, 
sin  perjuicio  del  derecho  y  acciones  de  la  parte  ó  Partes 
interesadas  :  siendo  del  cargo  del  mismo  Juzgado  de  Mine- 
ría reservar  sus  productos  á  la  disposición  del  Juez  princi- 
pal de  dichas  causas;  y  también  el  que,  cuando  hubiese 
Viudas,  Menores  ó  ausentes  interesados  en  tales  juicios, 
hayan  de  proteger  y  auxiliar  eficazmente  sus  acciones 
para  que  así  se  verifique  aquella  verdadera  y  recíproca 
union  que  facilite  la  conservación,  bien  y  prosperidad  de 
todo  el  Cuerpo. 

28.  —  En  las  Causas  y  Pleitos  de  Minas  se  ha  de  conce- 
der la  restitución  del  término  cumplido;  pero  con  tal  que 
no  tenga  hueco  la  restitución  por  todo  el  término  del  de- 
recho sino  es  que  para  socorrer  á  los  privilegiados  se  les 
conceda  por  la  mitad  de  él. 

29.  —  De  las  Causas  criminales,  de  los  Hurtos  de  metales 
en  piedra,  plata  ú  oro,  plomo,  herramientas  y  demás  co- 
sas pertenecientes  á  las  Minas  y  beneficio  de  sus  metales  : 
de  los  Delitos  cometidos  en  las  mismas  Minas,  ó  Haciendas 
de  beneficio,  así  de  un  Operario  contra  otro,  como  por 
falta  de  subordniacion  de  estos  á  los  Sirvientes  .que  los 
mandan,  ó  de  unos  y  otros  á  sus  Amos  y  dueños  de  las 


Minas;  y  últimamente  en  las  Causas  de  agravio,  injuria  ó 
falta  de  respeto  que  se  hiciere  á  dichos  Juzgados  de  Minas, 
han  de  conocer  así  el  Real  Tribunal  General  de  Méjico  por 
lo  respectivo á  su  distrito,  como  las  Diputaciones  territoria- 
les por  lo  perteneciente  al  de  cada  una,  procediendo  y  de- 
terminando aquellas  causas  de  menos  consecuencia  y  gra- 
vedad brevemente,  conforme  á  derecho,  á  la  naturaleza  de 
estos  juicios,  y  á  la  verdad  sabida  y  buena  fe  guardada  se- 
gún el  orden  que  va  establecido  en  las  causas  civiles.  Pero 
en  aquellas  que  por  su  gravedad  y  malicia  corresponda 
por  derecho  la  imposición  de  pena  ordinaria,  mutilación  de 
miembro,  ú  otra  que  sea  corporis  affiictiva,  se  concede  6. 
dichos  Juzgados  de  Minería  solo  jurisdicción  limitada  para 
aprehender  los  reos,  formar  la  Sumaria,  y  remitirla  con 
ellos  á  los  Jueces  Reales  de  las  respectivas  Provincias,  á 
fin  de  que  estos  den  cuenta  á  su  tiempo  á  la  Real  Sala 
del  Crimen  de  la  Audiencia  del  distrito  para  su  final  de- 
terminación. 

30.  —  En  aquella  clase  de  Causas  criminales  de  menor 
cuantía  de  que  trata  el  Artículo  antecedente,  y  en  que  se 
concede  jurisdicción  á  los  Juzgados  de  Minería  para  su 
Conocimiento  y  determinación,  siempre  que  ellas  se  sus- 
tancien en  justicia,  y  se  resuelvan  en  tales  términos,  si 
por  alguna  de  las  Partes  se  apelare,  se  admitirán  estos  re- 
medios legales,  y  se  determinarán  por  los  Juzgados  de 
Alzadas  en  el  modo  y  forma  que  va  prescrito  en  las  Cau- 
sas civiles,  guardanlo  el  orden  que  corresponde  á  la  natu- 
raleza de  estas  otras. 

3i.  —  Cuando  se  ofrecieren  competencias  entre  el  Tri- 
bunal General  de  Minería,  ó  los  Julgados  territoriales  de 
ella,  y  otros  Juzgados  ó  Tribunales  sobre  declinatoria  de 
jurisdicción,  ordeno  y  mando  que  las  declare  el  Virey  de 
Nueva-España,  guardándose  y  cumpliéndose  lo  que  este 
resuelva,  sin  apelacionni  suplicación  ;  y  que  los  Vireyes  en 
tales  casos  tomen  dictamen  de  Ministros  ó  Letrados  que  no 
tengan  dependencia  de  aquellos  tribunales  entre  quienes 
se  verse  la  cuestión. 

32.  —  Prohibo  absolutamente  la  aplicación  arbitraria  de 
las  penas  pecuniarias  que  se  impusieren  en  el  ejercicio  de 
ambas  jurisdicciones  civil  y  criminal  que  concedo  á  dichos 
Juzgados  de  Minería,  y  ordeno  que  se  han  de  aplicar  pre- 
cisamente por  tercias  partes  para  mi  Real  Cámara,  gastos 
de  Justicia  y  demás  atenciones  que  explica  la  ley. 

33.  —  El  Administrador  y  los  Diputados  Generales  se 
juntarán  á  hacer  Tribunal  todos  los  dias  (á  excepción  de 
los  de  fiesta  y  los  de  obligación  de  oir  Misa)  desde  las 
ocho  hasta  las  once,  y  también  extraordinariamente  pol- 
la tarde,  y  en  cualquiera  dia,  siempre  que  lo  pidiere  la 
urgencia  ó  la  importancia  de  algún  negocio. 

34.  —  El  Director  General  tendrá  voto  en  todos  los  ne- 
gocios directivos,  gubernativos  y  económicos  cuyo  cono- 
cimiento va  concedido  al  Real  Tribunal  General  de  Méjico, 
y  para  que  concurra  cuando  se  hayan  de  tratar  se  le  avi- 
sará oportuna  y  extraordinariamente  ;  pero  declaro  que  no 
lo  ha  de  tener  en  la  sustanciacion  y  determinación  de  ios 
Pleitos  y  Litigios  sino  en  los  casos  de  apeJacion  en  el 
Juzgado  de  Alzadas,  en  donde  le  va  concedido  como  uno 
de  los  Miembros  de  que  se  ha  de  componer  en  la  capital 
de  Méjico. 

35.  —  Las  materias  de  Abastos,  Obras  y  Caminos  pú- 
blicos, y  demás  objetos  de  esta  naturaleza,  han  de  ser  del 
privativo  conocimiento  y  jurisdicción  de  los  jueces  Reales 
y  Magistrados  públicos  de  cada  distrito.  Pero  el  Real  Tri- 
bunal General  de  Méjico  y  las  Diputaciones  territoriales 
deberán  instruir  de  lo  que  consideren  conveniente  á  las 
mismas  Justicias  y  Magistrados  para  proporcionar  toda  la 
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posible  equidad  y  acierto  en  dichos  ramos  y  obras,  proce- 
diendo unos  y  otros  de  acuerdo,  y  con  la  mejor  armonía. 

36.  —  Los  Arbitrios,  ú  otras  cargas  y  gabelas  así  pú- 
blicas como  particulares  entre  los  Individuos  del  gremio  de 
la  Minería,  que  tengan  precisa  atención  al  fomento  y  la- 
borío de  ellas  y  de  las  Haciendas  de  beneficio,  ó  á  la  re- 
muneración del  trabajo  de  los  Juzgados  territoriales  de 
Minería,  ó  de  los  empleados  en  las  nuevas  Facultades, 
Oficios  y  demás  de  que  se  trata  en  estas  Ordenanzas,  se 
podrán  proponer,  instruir  y  formalizar  por  el  Real  Tribu- 
nal General  de  Méjico  en  lo  perteneciente  á  su  distrito, 
y  por  Jas  Diputaciones  territoriales  en  lo  correspondiente 
al  suyo  respectivamente,  bien  que  sujetas  estas  últi- 
mas á  producirlos  con  la  competente  justificación  ante  la 
Justicia  Real  del  territorio  para  su  calificación.  Poro  sin 
que  ninguno  de  los  tales  arbitrios,  cargas  ó  gabelas,  se 
puedan  establecer  ni  poner  en  ejecución  sin  que  primero 
proceda  el  dar  cuenta  al  Virey  de  Nueva-España  para  que, 
sustanciando  en  su  superior  Gobierno  el  Expediente  según 
exija  su  naturaleza,  se  determine,  y  recaiga  mi  Soberana 
resolución,  á  cuyo  fin  se  me  dará  cuenta  por  el  mismo 
Virey. 

37.  — También  presentará  desde  luego  el  Real  Tribunal 
de  Méjico  un  Estado  puntal  al  Virey  de  las  dotaciones  y 
sueldos  señalados  á  los  Individuos  principales  que  le  com- 
ponen, y  á  los  Subalternos  que  tenga  nombrados,  ó  que 
eligiere  á  consecuencia  de  estas  Ordenanzas,  á  fin  de  que 
me  lo  dirija  el  mismo  Virey  con  su  informe,  y  recaiga 
mi  Real  aprobación  según  es  debido,  y  conviene  á  la  se- 
guridad del  propio  Tribunal. 


TITULO  CUARTO. 

DEL  ORDEN  CON  QUE  SE  HA  DE  PROCEDER  EN  LA  SUS- 
TANCIARON Y  DETERMINACIÓN  DE  LOS  JUICIOS  CON- 
TENCIOSOS EN  LOS  CASOS  DE  IMPEDIMENTO  Ó  VACANTE 
DE  ALGUNOS  DE  LOS  JUECES  DE  MINERÍA,  Y  DE  LAS 
RECUSACIONES  EN  PRIMERA,  SEGUNDA  Y  TERCERA 
INSTANCIA. 

i.  —  El  Real  Tribunal  General  de  Minería  no  procederá 
á  tratar  nigun  negocio  contencioso  sin  la  precisa  asisten- 
cia de  tres  de  sus  Miembros:  y  si  por  enfermedad,  ausen- 
cia legítima,  ú  otro  cualquiera  justo  impedimento  legal, 
como  el  de  ser  interesado  en  el  negocio  en  cuestión,  ó  ser 
pariente  de  los  que  lo  sean  en  el  litigio,  alguna  vez  no  se 
pudiere  juntar  este  número  de  Jueces,  se  instituirán  los  que 
falten  por  los  Consultores  á  quienes  por  el  orden  ya  pres- 
crito corresponda  de  los  cuatro  que  deben  residir  en  la 
misma  Capital  de  Méjico  ;  y  lo  propio  se  ejecutará  para 
sustituir  y  complétai'  en  ella,  y  en  iguales  casos,  el  nú- 
mero de  los  Jueces  de  Alzadas,  pues  nunca  han  de  poder 
ser  menos  de  los  tres  que  van  señalados  en  estas  Orde- 
nanzas. Y  siempre  que  por  cualquiera  de  los  impedimen- 
tos indicados  no  pueda  ni  deba  alguno  de  los  Diputados 
territoriales  ser  Juez  en  el  negocio  que  se  controvierta,  Jo 
será  en  su  lugar  el  Sustituto  á  quien  corresponda. 

2.  —  Prohibo  la  recusación  absoluta  de  todos  los  Jueces 
del  enunciado  Real  Tribunal  General  y  de  los  de  Alzadas  ; 
pero  sí  se  podrá  recusar  uno  ó  dos  de  sus  Miembros  en 
particular  dando  las  causas  y  fianza,  bien  que  nunca  de- 
berán ser  oidos  los  recusados,  ni  admitirse  reclamación 
de  lo  que  se  determine  sobre  ello. 

3.  —  Tampoco  se  podrán  recusar  en  un  negocio  los 
dos  Diputados  territoriales  que,  como  va  dicho,  han  de  ser 


Jueces  de  Minería;  pero  podrá  hacerse  de  alguno  de  ellos 
en  particular. 

4.  —  En  los  casos  en  que  sea  legal  y  admitida  como 
corresponde  la  recusación,  así  en  primera  instancia  como 
en  las  de  apelación  y  sus  juicios  respectivos  en  los  Juzga- 
dos de  Alzadas,  se  sustituirán  los  recusados  en  el  primer 
caso  según  queda  ordenado  por  el  Artículo  1.°  de  este  Tí- 
tulo, y  en  el  segundo  nombrará  el  respectivo  Juez  de 
Alzadas,  conforme  á  lo  prevenido  en  el  Artículo  17  del 
Título  3.°,  los  que  deban  sustituir  por  los  recusados. 


TITULO  QUINTO. 

DEL  DOMINIO  RADICAL  DE  LAS  MISMAS  :  DE  SU  CONCE- 
SIÓN A  LOS  PARTICULARES;  Y  DEL  DERECHO  QUE  POR 
ESTO  DEBEN    PAGAR. 

1 .  —  Las  Minas  son  propias  de  mi  Real  Corona,  así 
por  su  naturaleza  y  origen,  como  por  su  reunion  dispuesta 
en  la  ley  4,  título  13,  libro  6,  de  la  Nueva  Recopilación. 

2.  —  Sin  separarlas  de  mi  Real  Patrimonio,  las  concedo 
á  mis  Vasallos  en  propiedad  y  posesión,  de  tal  manera 
que  puedan  venderlas,  permutarlas,  arrendarlas,  donarlas, 
dejarlas  en  testamento  por  herencia  ó  manda,  ó  de  cual- 
quiera otra  manera  enagenar  el  derecho  que  en  ellas  les 
pertenezca  en  los  mismos  términos  que  lo  posean,  y  en 
personas  que  puedan  adquirirlo. 

3.  —  Esta  concesión  se  entiende  bajo  de  dos  condiciones  : 
la  primera,  que  hayan  de  contribuir  á  mi  Real  Hacienda 
la  parte  de  metales  señalada;  y  la  segunda,  que  han  de 
labrar  y  disfrutar  las  Minas  cumpliendo  lo  prevenido  en 
estas  Ordenanzas,  de  tal  suerte  que  se  entiendan  perdidas 
siempre  que  se  falte  al  cumplimiento  de  aquellas  en  que 
así  se  previniere,  y  puedan  concedérsele  á  otro  cualquiera 
que  por  este  título  las  denunciare. 


TITULO  SEXTO. 

DE  LOS  MODOS  DE  ADQUIRIR  LAS  MINAS  :  DE  LOS  NUE- 
VOS DESCUBRIMIENTOS,  REGISTROS  DE  VETAS  Y  DE- 
NUNCIOS DE  MINAS  ABANDONADAS  Ó  PERDIDAS. 

1.  —  Porque  es  muy  justo  y  conveniente  premiar  con 
especialidad  y  distinción  á  los  que  se  dedican  à  los  descu- 
brimientos de  nuevos  Minerales  y  Venas  metálicas  que  en 
ellos  se  crian,  á  proporción  del  mérito,  importancia  y  uti- 
lidad del  tal  descubrimiento,  ordeno  y  mando  que  los  Des- 
cubridores de  uno  ó  muchos  Cerros  minerales  absoluta- 
mente nuevos  en  que  no  haya  ninguna  Mina  ni  Cata  abierta, 
puedan  adquirir  en  la  Veta  principal  que  mas  les  agradare 
hasta  tres  pertenencias  continuas,  ó  interrumpidas,  con 
las  medidas  que  después  se  dirán;  y  que,  si  hubieren  des- 
cubierto mas  Velas,  puedan  tener  una  pertenencia  en  cada 
Vela,  determinando  y  señalando  dichas  pertenencias  dentro 
del  término  de  diez  dias. 

2.  —  El  Descubridor  de  Veta  nueva  en  Cerro  conocido, 
y  en  otras  partes  trabajado,  podrá  tener  en  ella  dos  perte- 
nencias seguidas,  ó  interrumpidas  por  otras  Minas,  con  tal 
que  las  designe  también  dentro  de  diez  dias  como  se  dijo 
en  el  Artículo  antecedente. 

3.  —  El  que  pidiere  Mina  nueva  en  Veta  conocida  y  eu 
otros  trechos  labrada,  no  se  deberá  tener  por  descubridor. 

4.  —  Los  contenidos  en  los  anteriores  Artículos  se  nao 
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de  presentar  con  escrito  ante  la  Diputación  de  Minería  de 
aquel  territorio,  ó  la  mas  cercana  si  no  la  hubiere  allí, 
expresando  en  él  sus  nombres,  y  los  de  sus  Compañeros  si 
los  tuvieren,  el  Lugar  de  su  nacimiento,  su  vecindad,  pro- 
fesión y  ejercicio,  y  las  señales  mas  individuales  y  distin- 
guidas del  Sitio,  Cerro  ó  Veta  cuya  adjudicación  pretendie- 
ren  :  todas  las  cuales  circunstancias,  y  la  hora  en  que  se 
presentare  el  Descubridor,  se  sentarán  en  un  Libro  de  re- 
gistro que  deberán  tener  la  Diputación  y  el  Escribano  de 
Minas,  si  le  hubiere;  y,  así  hecho,  se  devolverá  al  Descu- 
bridor su  Escrito  proveído  para  su  debido  resguardo,  y  se 
fijarán  Carteles  en  las  puertas  de  la  Iglesia,  Casas  Reales 
y  otros  lugares  públicos  de  la  Población  para  la  debida 
inteligencia.  Y  ordeno  que  dentro  de  noventa  dias  ha  de 
tener  hecho  en  la  Veta,  ó  Vetas  de  su  registro,  un  Pozo  de. 
vara  y  medía  de  anchoó  diámetro  en  la  boca,  y  diez  varas 
de  hondo  ó  profundidad  ;  y  que,  luego  que  esto  se  haya 
verificado,  pase  personalmente  uno  de  los  Diputados, 
acompañado  del  Escribano  si  lo  hubiere,  y  en  su  defecto 
tíe  dos  Testigos  de  asistencia,  y  del  Perito  facultativo  de 
Minería  de  aquel  territorio,  á  inspeccionar  el  rumbo  y  di- 
rección déla  Veta,  su  anchura,  su  inclinación  al  horizonte, 
que  llaman  echado  ó  recuesto,  su  dureza  ó  blandura,  la 
mayor  ó  menor  firmeza  de  sus  respaldos,  y  la  especie  ó 
pintas  principales  del  mineral,  tomándose  exacta  razón  de 
todo  esto  para  que  se  añada  á  la  correspondiente  partida 
de  su  registro,  con  la  fe  de  posesión  que  inmediatamente 
se  le  dará  en  mi  Real  nombre,  midiéndole  su  pertenencia, 
y  haciéndole  fijar  Estacas  en  sus  términos,  como  adelante 
se  dirá  ;  lo  cual  hecho,  se  le  entregará  copia  autorizada  de 
las  diligencias  como  Título  correspondiente. 

o.  —  Si  durante  los  expresados  noventa  dias  compare- 
ciere alguno  pretendiendo  tener  derecho  á  aquel  descubri- 
miento, se  le  oirá  en  justicia  brevemente,  y  se  adjudicará 
al  que  mejor  probare  su  intención  ;  pero  si  ocurriere  des- 
pués no  será  oidó. 

6.  —  Los  restauradores  de  antiguos  Minerales  decaidos 
y  abandonados  tendrán  el  mismo  privilegio  que  los  descu- 
bridores, eligiendo  y  gozando  tres  pertenencias  en  la  Veta 
principal,  y  una  encada  una  de  las  demás;  y  unos  y  otros 
deberán  ser  especialmente  premiados  y  atendidos  con  pre- 
ferencia en  igualdad  de  circunstancias,  y  en  todo  lo  que 
hubiere  lugar. 

7.  —  Si  se  ofreciere  cuestión  sobre  quién  ha  sido  pri- 
mero Descubridor  de  una  Veta,  se  tendrá  por  tal  el  que 
probare  que  primero  halló  metal  en  ella  aunque  otros  la 
hayan  cateado  antes  ;  y  en  caso  de  duda  se  tendrá  por 
Descubridor  el  que  primero  hubiere  registrado. 

8.  —  El  que  denunciare  una  Mina  por  desierta  y  despo- 
blada en  los  términos  que  adelante  se  dirán,  se  le  admitirá 
el  denuncio  con  tal  que  en  él  exprese  las  circunstancias 
prevenidas  en  el  Artículo  4.°  de  este  Título,  la  ubicación 
individual  de  la  Mina,  su  último  poseedor,  si  hubiere  noticia 
de  él,  y  los  de  las  Minas  vecinas  si  estuvieron  ocupadas,  los 
cuales  serán  legítimamente  citados  ;  y  si  dentro  de  diez 
dias  no  comparecieren,  se  pregonará  el  denuncio  en  los 
tres  Domingos  siguientes,  y  no  habiendo  contradicción  se 
le  notificará  al  Denunciante  que  dentro  de  sesenta  dias 
tenga  limpiay  habilitada  alguna  labor  de  considerable  pro- 
fundidad, ó  à  lo  menos  de  diez  varas  á  plomo  y  dentro  de 
los  respaldos  de  la  Veta,  donde  pueda  el  Perito  facultativo 
de  Minas  reconoceré  inspeccionar  el  rumbo,  echado  y  demás 
circunstancias  de  ella,  como  se  dijo  en  dicho  Artículo  4  : 
debiendo  además  reconocer  el  mismo  Perito  facultativo, 
siendo  posible,  los  Pozos  y  diferentes  labores  de  la  Mina  : 
si  alguna  de  ellas  se  hallen  ruinosas,  aterradas  ó  inundadas; 


si  tiene  Tiro  6  Socavón,  ó  puede  dársele  :  sí  tiene  Galera, 
Malacate  ú  otras  Máquinas,  Piezas  de  habitación  y  Caballe- 
rizas ;  y  de  iodas  estas  circunstancias  se  tomará  razón  y 
asiento  en  el  correspondiente  Libro  de  denuncios  que  con 
separación  debe  llevarse.  Y  hecho  el  referido  reconoci- 
miento, y  la  medida  de  las  pertenencias  y  señalamiento  de 
Estacas  como  después  se  dirá,  se  dará  posesión  al  Denun- 
ciante sin  embargo  de  contradicción,  que  no  será  oida  como 
no  la  haya  habido  dentro  de  todos  los  términos  anterior- 
mente prescritos  ;  pero  si  durante  ellos  se  hubiere  intro- 
ducido, se  oirán  las  Partes  en  justicia  brevemente,  y  según 
se  prefine  en  su  lugar. 

9.  —  Si  el  anterior  Dueño  de  la  Mina  compareciere  á 
contradecir  el  denuncio  pasado  el  término  de  los  pregones, 
y  cuando  ya  el  Denunciante  esté  gozando  de  los  sesenta 
dias  para  habilitar  el  Pozo  de  diez  varas,  no  se  le  oirá  en 
cuanto  á  la  posesión,  sino  en  la  causa  de  propiedad  ;  y,  si 
obtuviere  en  ella,  satisfará  al  Denunciante  los  costos  que 
hubiere  hecho,  salvo  que  resulte  haber  procedido  de  mala 
fe,  porque  entonces  debe  perderlos. 

10.  —  Si  el  Denunciante  no  habilitase  el  Pozo  ó  labor 
como  va  prevenido,  ni  tomare  la  posesión  dentro  de  los 
sesenta  dias,  perderá  el  derecho,  y  otro  le  ha  de  poder 
denunciar  la  Mina.  Pero  si  por  estar  esta  enteramente  der- 
rumbada, ó  de  otra  suerte  imposibilitada  y  durísima,  ó  por 
oti'o  justo  y  grave  inconveniente  no  pudiere  habilitar  el 
Pozo  ó  labor  dentro  de  los  dichos  sesenta  dias,  deberá  ocur- 
rir á  la  Diputación  respectiva  que,  averiguado  y  calificado 
el  motivo,  le  podrá  ampliar  el  término  en  cuanto  fuere 
suficiente,  y  no  mas  ;  entendiéndose  que  no  por  estose  ha 
de  admitir  contradicción  del  denuncio  mas  que  en  los  se- 
senta dias  del  término  ordinario. 

11.  —  Si  alguno  denunciare  Mina  por  perdida  á  causa 
de  inobservancia  de  alguna  de  las  Ordenanzas  que  llevaren 
impuesta  esta  pena,  se  le  concederá  siempre  que  resultare 
legítimamente  calificado  y  probado  alguno  délos  indi- 
cados motivos. 

12.  --  Si  el  antiguo  poseedor  de  la  Mina,  ó  quien  su 
causa  hubiere,  reclamare  haber  dejado  en  ella  algunas 
obras  exteriores  y  movedizas  hechas  à  su  costa,  como  cu- 
biertas de  Galera,  Máquinas  ú  otras  cosas  de  esta  clase,  y 
de  que  útilmente  pueda  servirse  el  Denunciante,  las  pagará 
á  sus  dueños  por  lo  que  las  avaluaren  los  Peritos. 

13.  -i  Si  alguno  denunciare  demasías  en  términos  de 
Minas  ocupadas,  solo  podrán  concedérsele  eu  eJ  caso  de 
que  no  las  quieran  para  silos  Dueños  de  las  Minas  vecinas, 
ó  alguno  de  ellos  ;  pero  si  estos  no  las  tuvieren  ocupadas, 
ó  no  las  ocuparen  con  sus  labores  en  el  tiempo  que,  aten- 
didas las  circunstancias  del  caso,  les  prescribiere  la  Dipu- 
tación de  aquel  territorio,  se  podrán  adjudicar  al  Denun- 
ciante. 

14.  —  Cualquiera  podrá  descubrir  y  denunciar  Veta  ó 
Mina  no  solo  en  los  términos  comunes,  sino  también  en  los 
propios  de  algún  particular,  con  tal  que  le  pague  el  ter- 
reno que  ocupare  en  la  superficie,  y  el  daño  que  inmedia- 
tamente se  le  siga,  por  tasación  de  los  Peritos  de  ambas 
partes,  y  de  tercero  en  discordia  :  entendiéndose  lo  mismo 
del  que  denunciare  Sitio  ú  Aguas  para  establecer  las  Ofi- 
cinas, y  mover  las  Máquinas  necesarias  para  el  beneficio  de 
los  metales,  que  llaman  Haciendas,  con  tal  que  no  com- 
prendan mas  terreno,  ni  usen  de  mas  aguas  que  las  que 
fueren  suficientes. 

15.  —  Pero  si  alguno  denunciare  Mina  ó  Hacienda  den- 
tro de  la  Población,  de  manera  que  pueda  perjudicar  á  sus 
principales  edificios,  ó  resulte  otro  semejante  inconve- 
niente, no  se  podrá  conceder  el  denuncio  sin  previo  aviso 
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al  Real  Tribunal  General  de  Méjico  para  que  consultando 
al  Gobierno  Superior,  este  resuelva  el  caso  con  la  debida 
madurez  y  circunspección. 

16.  —  Cualquiera  podrá  denunciar  un  Sitio  antiguo  de 
Hacienda  sin  pagar  cosa  alguna,  aunque  en  él  subsistan 
todavía  las  paredes  de  las  Tarjeas,  Cauces,  Patio,  Lavadero, 
Hornos,  Chimeneas,  Casa  de  habitación  etc.,  con  tal  que 
del  todo  falten  Jos  techos,  máquinas,  herramientas  y  ma- 
deras servibles  ;  pero  si  subsistieren,  se  notificará  á  su  an- 
tiguo dueño  para  que  las  restablezca,  venda  ó  arriende 
dentro  del  término  de  cuatro  meses,  y,  no  lo  haciendo,  se 
concederá  al  Denunciante,  obligándose  este  á  pagar  al 
Dueño  lo  que  fuere  amovible  y  útil  á  juicio  y  tasación  de 
Peritos. 

47.  —  Prohibo  el  que  alguno  pueda  denunciar  dos  Mi- 
nas contiguas  sobre  una  propia  Veta  no  siendo  descubridor; 
pero  concedo  el  que  se  puedan  adquirir  y  poseer  una  por 
denuncio,  y  otra,  ó  mas,  por  venta,  donación,  herencia  ú 
otro  cualquiera  título  justo.  Y  prevengo  que  si  alguno 
pretendiere  la  habilitación  de  muchas  Minas  inundadas  ó 
ruinosas,  ú  otra  considerable  empresa  de  este  género,  y 
que  por  ello  se  le  concedan  por  denuncio  muchas  perte- 
nencias aunque  estén  contiguas  y  sobre  una  propia  Veta, 
deberá  ocurrir  á  instruir  la  tal  insiancia  ante  el  Real  Tri- 
bunal General  de  Méjico  para  que,  calificando  el  mérito  y 
circunstancias  de  la  empresa,  informe  sobre  ella  al  Virey 
á  fin  de  que,  no  siendo  perjudicial  al  Cuerpo  déla  Minería, 
al  Público  ni  á  mi  Real  Erario,  antes  sí  util,  se  le  conceda 
este  y  los  otros  privilegios,  exenciones  y  auxilios  que  fueren 
de  dispensar,  con  tal  que  preceda  á  su  práctica  mi  Real 
aprobación  de  todas  aquellas  gracias  en  que  no  pueda  tener 
lugar  la  autoridad  ordinaria  del  Virey. 

18.  —  Los  Placeres,  y  cualesquiera  género  de  Criaderos 
de  oro  y  plata,  se  descubrirán,  registrarán  y  denunciarán 
en  la  misma  forma  que  las  Minas  en  Veta,  entendiéndose 
lo  dicho  para  toda  especie  de  metales. 

4  9.  —  Por  cuanto  los  Desechaderos  y  Terreros  de  Minas 
abandonadas  es  de  lo  que  regularmente  se  mantienen  las 
Viudas  y  Huérfanos  de  los  Operarios  de  Minería,  los  An- 
cianos é  Inválidos,  y  demás  gente  miserable  de  este  ejer- 
cicio, y  aun  todos  los  habitantes  del  Lugar  cuando  tas 
Minas  no  están  en  corriente,  prohibo  que  ningún  Particular 
pueda  denunciarlos  para  hacer  un  uso  privativo  de  ellos, 
salvo  que  denuncie  también  las  Minas  á  que  pertenezcan. 

20.  —  La  misma  prohibición  se  ha  de  entender  de  íos 
Escoriales,  Escombros  y  Lameros  de  las  Fundiciones  y  Ha- 
ciendas en  que  ya  no  haya  mas  que  las  paredes  ;  pero  or- 
deno que,  en  las  que  tuvieren  dueño,  se  le  ha  de  recon- 
venir, y  darle  un  cierto  término  para  que»  si  en  él  no 
aprovechare  los  Graseros,  Resocas  y  demás  desperdicios, 
ni  los  aprovechare  el  común,  se  le  concedan  al  que  los 
denunciare. 

21.  —  Aunque  en  las  Vetas  regulares,  ó  en  los  Placeres, 
Criaderos  ó  Rebosaderos  extraordinarios,  se  encuentren 
grandes  Masas  naturales  de  oro  ó  plata  virgen,  declaro  que 
las  deben  adquirir  y  lograr  para  sí  los  Dueños  de  las  Minas 
pagando  los  justos  derechos.  Y  también  declaro  que  solóse 
han  de  tener  por  Tesoros  los  antiguos  depósitos  de  monedas 
ó  alhajas,  de  barras  ó  tejos,  y  otras  piezas  fundidas  por 
los  hombres  y  soterradas  por  ladrones,  ó  de  otra  cualquiera 
manera,  de  inmemorial  tiempo,  de  suerte  que  se  ignore 
su  dueño. 

22.  —  Asimismo  concedo  que  se  puedan  descubrir,  solici- 
tar, registrar  y  denunciar  en  la  forma  referida  no  solo  las 
Minas  de  Oro  y  Plata,  sino  también  las  de  Piedras  preciosas, 
Cobre,  Plomo,  Estaño,  Azogue,  Antimonio,  Piedia  Çatami- 


nar,  Bismuto,  Sal  gema  y  cualesquiera  otros  fósiles,  ya 
sean  metales  perfectos  ó  medios  minerales,  bitúmenes  ó 
jugos  de  la  tierra,  dándose  para  su  logro,  beneficio  y  la- 
borío, en  los  casos  ocurrentes  las  providencias  que  corres- 
pondan. Pero  declaro  que,  aunque  se  permite  el  descu- 
brimiento y  denuncio  libre  de  las  Minas  de  Azogue,  ha  de 
ser  con  la  precisa  calidad  de  dar  cuenta  cíe  ellos  al  Virey  y 
al  Superintendente  Subdelegado  de  Azogues  en  Méjico,  á 
fin  de  que  se  acuerde  y  convenga  si  la  tal  Mina  ó  Minas 
se  han  de  trabajar  y  beneficiar  de  cuenta  de  aquel  Vasallo 
en  particular  que  las  descubrió  y  denunció,  entregando 
precisamente  el  Azogue  de  ellas  en  los  Reales  Almacenes 
bajo  los  términos  y  á  los  precios  que  se  estipule  ;  ó  si  se  ha 
de  ejecutar  por  cuenta  de  mi  Real  Hacienda  abonándose 
por  parte  de  ella  algún  premio  equitativo  según  las  circuns- 
tancias del  mismo  descubrimiento  y  denuncio,  gobernán- 
dose en  todo  este  importante  asunto  según  mis  Soberanas 
intenciones  modernamente  declaradas  en  su  razón 

Soberanas  Resoluciones  de  las  Cortes  generales  xj  extraor- 
dinarias, y  del  supremo  Consejo  de  Regencia,  concediendo 
el  pleno  dominio  y  adquisición  de  las  minas  de  Azogue, 
libre  comercio  de  sus  frutos  y  exención  de  iodo  género  de 
derechos,  y  ofreciendo  premios  à  los  descubridores  y  á  los 
que  empleen  en  ellos  sus  fondos,  comunicadas  al  Real  Tri- 
bunal del  importante  Cuerpo  de  la  Minería  de  N.  E. 

Con  esta  fecha  comunico  la  Yirey  de  ese  Reino,  que  la  prero. 
gativa  que  desde  épocas  anteriores  se  habia  reservado  el  Fisco  de 
señorearse  con  las  minas  de  azogue,  cuando  las  consideraba 
ventajosas,  después  de  haber  abonado  á  sus  dueños  su  justo  vaior, 
se  ha  anulado  por  las  Cortes  generales  y  extraordinarias  á  conse- 
cuencia de  lo  resuello  y  manifestado  por  el  Consejo  de  Regencia, 
estableciendo  al  propio  tiempo,  que  las  referidas  minas  se  bene- 
ficien bajo  las  mismas  reglas  y  ordenanzas  que  las  de  oro,  plata  y 
demás  metales,  y  que  sus  poseedores  conserven  su  propiedad  y 
usufructo,  sin  que  en  ningún  caso  pueda  obligárseles  á  enage- 
narlas  al  Estado  ;  dándoles  permiso  además,  para  que  vendan  sus 
frutos  á  quien  mejor  se  los  pague.  Ksta  providencia  asegura  de  un 
modo  inviolable  la  propiedad  y  utilidad  de  tales  fincas,  y  desvanece 
los  fundados  temores  que  retraían  á  los  particulares  para  tomarlas 
á  su  cuidado.  —  El  zelo  de  V.  S.  y  su  amor  por  el  bien  público, 
deben  interesarse  en  promover  entre  esos  Mineros  la  busca  y 
cateo  de  las  minas  de  cinabrio,  para  lo  cual  no  puede  haber  otro 
estimulo  mas  poderoso,  que  el  proponer  un  crecido  premio  pecu- 
niario, que  se  satisfará  de  los  fondos  de  ese  Cuerpo  á  la  persona 
que  descubra  y  plenamente  justifique  haber  descubierto  una  mina 
rica  y  abundante  de  azogue;  ofreciendo  igualmente  que  el  Consejo 
de  Regencia  recompensará  y  calificará  con  distintivos  honoríGcos 
á  los  sugelos  que  dediquen  sus  fondos  con  utilidad  conocida  á  los 
expresados  trabajos,  y  mucho  mas  á  lo  que  en  él  sobresalieren  con 
extraordinario  aprovechamiento.  Para  dar  un  ejemplo  á  todos  de 
la  necesidad  de  dedicarse  á  esta  especie  de  industria,  será  muy 
útil  que  V.  S.  emprenda  metódicamente  el  laborío  de  una  mina 
de  azogue,  de  aquella  entre  todas  las  de  ese  Reino  que  presente 
mayores  esperanzas  después  de  repelidos  y  prolijos  exámenes,  y 
de  exactas  y  bien  contestadas  noticias,  estableciendo  una  Admi- 
nistración sumamente  sencilla  y  arreglada,  de  manera  que  las 
cantidades  que  se  destinen  para  la  empresa,  se  inviertan  efecti- 
vamente en  su  fomento,  y  no  en  obras  y  edificios  excusados,  ni  en 
sueldos  cuantiosos  que  sin  fruto  alguno  recaigan  ordinariamente 
semejantes  especulaciones;  cuyas  cuentas  se  presentarán  para  stt 
examen  y  aprobación,  en  cada  una  de  las  Juntas  generales  que  en 
la  época  acostumbrada  celebra  ese  Cuerpo,  quien  ordenará  después 
lo  que  mejor  convenga  al  manejo  de  la  negociación.  —  Este  mismo 
trabajo  de  las  minas  de  azogue  podrá  V.  S.  encargar  à  las  Dipu- 
taciones territoriales  respectivas,  especialmente  á  ia  de  Guana- 
juato,  pues  serla  muy  oportuno  que  siguiese  el  laborío  de  las  que 
en  otra  ocasión  benefició  en  el  Real  de  la  Tarjea,  jurisdicción  de 
San  Luis  de  la  Paz,  con  la  mira  de  que  un  sistema  económico  y 
continuado  de  gastos  proporcione  probablemente  algún  dia  unas 
ventajas  regulares.  Últimamente,  el  Consejo  de  Regencia,  de  cuya 
orden  participo  á  V.  S.  estas  disposiciones,  espera  que  no  perdo- 
nará mi'dios  ni  diligencias  las  mas  eficaces,  en  un  asunto  de  tanta 
importancia  ;  y  que  le  dirigirá  con  la  madurez,  tino  y  luces  de 
que  tiene  V.  S.  y  todos  sus  subalternos  dadas  tantas  pruebas.  Dios 
guarde  á  V.  S.  muchos  años.  Isla  de  León  veinte  y  seis  de  Enero 
de  mil  ochocientos  once,  —  Esteban  Varea.  —  Señores  del  Jfi? 
imual  del  Importante  Cuerpo  de  Minería  de  Méjico. 


—  \\%  — 


Don  Fernando  VII  por  la  gracia  de  Dios,  Rey  de  España  y  de 
las  Indias,  y  en  su  ausencia  y  cautividad  el  Consejo  de  Regencia 
autorizado  interinamente,  á  todos  los  que  las  presentes  vieren  y 
entendieren,  sabed:  que  en  las  Cortes  generales  y  extraordi- 
narias congregadas  en  la  Real  Isla  de  León  se  resolvió  y  decretó 
lo  siguiente. 

«  Deseando  las  Cortes  generales  y  extraordinarias  que  el  im- 
portante ramo  de  Minería  en  todos  los  dominios  de  Indias  y  Islas 
Filipinas  tenga  el  aumento  posible,  y  considerando  que  el  estanco 
del  azogue  establecido  por  la  ley  I,  título  XXIII,  libro  VIII  de  su 
Recopilación,  y  el  derecho  que  la  Real  Hacienda  se  reserva  por 
el  artículo  XXII,  título  VI  de  la  ordenenza  de  Nueva  España  para 
aplicarse  y  labrar  de  su  cuenta  las  de  esta  especie  cuando  le  aco- 
mode, mediante  convenio  con  el  descubridor  ó  denunciador,  man- 
teniendo incierta  la  suerte  del  dueño  y  privando  de  su  comercio, 
retrae  precisamente  de  la  útil  y  costosa  empresa  de  descubrir  y 
labrarvminas  de  azogue,  y  también  de  solicitarlo,  conducirlo  y  pro- 
porcionar la  concurrencia,  como  podrá  suceder  en  la  seguridad 
de  ser  un  artículo  de  comercio  libre,  exento  perpetuamente  de 
todo  derecho  incluso  el  del  quinto,  ó  de  la  parte  que  el  Minero 
debiere  contribuir  ;  teniendo  presente  lo  propuesto  y  consultado 
á  las  mismas  Cortes  por  el  Consejo  de  Regencia  en  veinte  y  seis 
de  diciembre  último  á  favor  de  la  libertad  y  franquicia  de  tan  ne- 
cesario auxilio  para  las  operaciones  de  las  minas  de  oro  y  plata, 
é  igualmente  lo  que  sobre  el  particular  han  promovido  y  solicitado 
los  Diputados  de  Indias  á  Cortes,  persuadiendo  con  ilustración  y 
zelo  la  conveniencia  de  derogar  las  citadas  disposiciones  y  cuales- 
quiera otras  que  en  todo  ó  en  parte  sean  conformes  á  ellas,  ó 
contradigan  la  libertad  del  comercio  en  dicho  mineral,  y  la  segu* 
ridad  del  dominio  absoluto  y  perpetuo  del  Minero,  con  tal  que 
en  seguirlas  y  labrarlas  observe  las  reglas  dadas  por  punto 
general  en  la  materia  :  después  de  un  maduro  examen  han  venido 
y  vienen  en  decretar  la  expuesta  derogación,  y  la  concesión  de 
las  franquicias  explicadas,  mandando  al  mismo  tiempo  que  si  en 
consecuencia  del  anterior  estanco  ó  sin  él  la  Real  Hacienda  hubiere 
remitido  ó  remitiere  de  su  cuenta  alguna  porción  de  azogue  á  re- 
partirla a  costo  y  costas,  según  lo  ha  ejecutado  hasta  ahora  en  be- 
neficio de  los  dueños  de  las  minas,  el  repartimiento  se  haga 
precisa  y  privativamente  por  los  respectivos  Tribunales  de  Minería, 
como  mas  instruidos  de  las  necesidades  y  de  lodo  lo  conducente 
al  acierto  y  logro  del  fin  á  que  se  dirige,  en  cuya  virtud  será  de  su 
cargo  el  debido  reintegro  del  importe  en  las  Cajas  Reales,  fiando 
las  Cortes  del  honor,  integridad  y  zelo  de  los  expresados  Tribu- 
nales, que  llenarán  la  alta  confianza  que  de  ellos  hacen  en  un  en- 
cargo tan  interesante  y  digno  de  sus  paternales  miras.  Tendrálo 
entendido  el  Consejo  de  Regencia  para  hacerlo  imprimir,  publicar 
y  circular  á  quienes  corresponda,  cuidando  de  su  exacto  cumpli- 
miento.—  Antonio  Joaquín  Pérez,  Presidente.  —  José  Asnarez, 
Diputado  Secretario.  —  Vicente  Tomas  Traver,  Diputado  Secre- 
tario. —  Real  Isla  de  León  26  de  enero  de  1811.  —  Al  conseio 
de  Regencia. 

Y  para  que  llegue  á  noticia  de  todos,  el  Consejo  de  Regencia 
lo  manda  imprimir  y  circular.  Lo  tendréis  entendido,  y  dis- 
pondréis lo  necesario  para  su  cumplimiento.  —  Joaquín  Blake, 
Presidente.  —  Pedro  de  Agar.  —  Gabriel  Ciscar.  —  En  la 
Real  Isla  de  León  á  29  de  enero  de  1811.  —  A  Don  Estaban 
Varea. 

Y  lo  traslado  á  V.  S.  para  su  inteligencia  y  cumplimiento  en  la 
parte  que  le  toca.  Dios  guarde  á  V.  S.  muchos  años.  —  Real  Isla 
de  León  8  de  febrero  de  181 1.  —  Esteban  Varea.  —  Señores  del 
Tribunal  de  Minería  de  Méjico. 

Los  Diputados  Secretarios  del  Congreso  nacional  me  dicen  con 
fecha  de  primero  del  corriente  lo  que  sigue.  —  «  Deseando  las 
Corles  generales  y  extraordinarias  fomentar  el  descubrimiento  y 
labores  de  las  minas  de  azogue  con  la  atención  y  particularidad 
correspondiente  á  su  grande  importancia  ;  han  tenido  á  bien  re- 
servarse el  premiar  á  los  descubridores  en  la  América  de  minas 
de  azogue,  y  el  dar  el  premio  mas  considerable  al  que  hallare  la 
mas  rica  y  útil  :  han  resuelto  asimismo  que  se  encargue  á  los 
Tribunales  de  Minería  de  las  Américas  la  exacta  observancia  de 
esta  importantísima  determinación,  estimulando  su  adelanta- 
miento por  todos  los  medios  que  estimen  conducentes,  dando 
parte  con  puntualidad  á  las  Cortes  por  medio  del  Consejo  de  Re- 
gencia; y  declaran  que  premiarán  á  los  Químicos  y  Mineralogis- 
tas de  la  Europa  que  descubran  ó  inventen  el  modo  de  beneficiar 
los  metales  con  menor  cantidad,  y  la  menor  posible  pérdida  de 
azogue.  > 

Lo  que  comunico  á  V.  S.  á  fin  de  que  con  la  mayor  eficacia  y 
puntualidad  disponga  el  cumplimiento  de  esta  Soberana  deter- 
minación ;  dándome  exactos  avisos  de  lo  que  en  este  asunto  se 
hiciere  y  adelantare.  Dios  guarde  á  V.  S.  muchos  anos.  —  Isla 
de  León  2  de  febrero  de  181 1.  —  Esteban  Varea.  —  Señores  del 
Real  Tribunal  de  Minería  de  Nueva-España. 


Por  real  orden  de  14  de  marzo  de  1742,  se  permite  la  extrac- 
ción del  azogue  en  caldo  de  los  minerales  de  N.  E.;  por  bando  de 
18  de  octubre  de  1799,  se  concede  la  libertad  de  trabajar  las  mi- 
nas de  azogue  con  calidad  de  entregar  todo  el  metal  que  se  ex- 
traiga á  la  real  hacienda  à  30  pesos  el  quintal,  para  que  por  ella 
se  expendiese  á  los  mineros  ;  y  por  bando  de  24  de  agosto  de 
178 1  se  concede  á  los  empresarios  de  azogue  que  puedan  vender 
este  metal  á  los  mineros. 

Por  Real  Orden  de  l«de  junio  de  1778  se  previene  que  los  facul- 
tativos mas  acreditados  en  la  química  y  mineralogía  de  aquel 
reino  formasen  una  instrucción  clara  y  metódica  para  que  con 
arreglo  à  ella  pudiese  cualquier  boticario  ensayar  las  muestras 
que  le  presentasen  los  subdelegados. 

La  Real  Orden  de  15  de  febrero  de  1785  deroga  la  pension  que 
se  había  puesto  al  precio  del  azogue  de  Almadén,  subiéndolo  desde 
41  pesos  2  tomines  y  11  granos  que  valia  el  quintal,  hasta  45  pe- 
sos, para  reintegrarse  el  erario  de  las  cantidades  del  mismo  me- 
tal, derramado  en  la  navegación. 


TITULO  SÉPTIMO. 

DR   LOS  SÜGETOS  QUE  PUEDEN,  Ó  NO,  DESCUBRIR, 
DENUNCIAR  Y  TRABAJAR   LAS   MINAS. 

1 .  —  A  lodos  los  Vasallos  de  mis  Dominios  de  España  é 
Indias,  de  cualquiera  calidad  y  condición  que  sean,  les 
concedo  las  Minas  de  toda  especie  de  metales  con  las  con- 
diciones que  ya  van  referidas,  y  las  que  en  adelante  se 
dirán  ;  pero  prohibo  á  los  Extranjeros  el  que  puedan  ad- 
quirir ni  trabajar  Minas  propias  en  aquellos  mis  Dominios, 
salvo  que  estén  naturalizados,  ó  tolerados  en  ellos  con  mi 
expresa  Real  Licencia. 

Primera  Secretaría  de  Estado.  —  El  Supremo  Poder  Ejecu- 
tivo me  ha  dirigido  el  decreto  que  sigue. 

El  Supremo  Poder  Ejecutivo,  nombrado  provisionalmente  por 
el  Soberano  Congreso  Mejicano  á  todos  los  que  las  presentes  vie- 
ren y  entendieren,  Sabed  :  que  el  mismo  Soberano  Congreso  ha 
decretado  lo  siguiente. 

El  Soberano  Congreso  Mejicano  ha  tenido  á  bien  decretar. 

Io  Se  suspenden  por  ahora  la  ley  12,  título  10,  libro  5o  y  la  6», 
titulo  18,  libro  C°  de  la  Recopilación  de  Castilla;  la  ley  1»,  título 
10,  libro  8o,  y  las  comprendidas  en  el  título  27,  libro  9  de  la  Re- 
copilación de  Indias,  junto  con  el  artículo  1°,  del  título  7  de  las 
Ordenanzas  de  Minería,  las  cuales  exigían  á  los  extranjeros,  para 
poder  adquirir  y  trabajar  minas  propias,  el  estar  naturalizados  ó 
tolerados  con  expresa  licencia  del  gobierno. 

2o  Esta  suspension  únicamente  habilita  á  los  extranjeros  para 
pactar  con  los  dueños  de  minas  que  necesiten  habilitación,  toda 
clase  de  avíos  en  los  términos  que  ambas  partes  tengan  por  mas 
conveniente,  hasta  poder  adquirir  en  propiedad  acciones  en  las 
negociaciones  que  habiliten,  advertidos  de  quedar  sujetos  en  todo 
i  nuestras  ordenanzas  para  el  laborío  de  las  minas  y  beneficio  de 
los  minerales,  y  á  las  demás  obligaciones  y  cargas  con  que  la  Na- 
ción concede  la  propiedad  en  tales  fundos  á  todo  ciudadano. 

3o  En  consecuencia  se  les  prohibe  el  registrar  minas  nuevas, 
denunciar  las  desamparadas,  ni  adquirir  parte  en  otras  minas 
que  las  que  habiliten,  sea  cual  fuere  el  título  con  que  pudieran 
cohonestar  su  adquisición. 

4o  No  se  hace  por  ahora  novedad  alguna  en  puntos  de  alcabala, 
y  fuero  del  azogue  que  expresamente  se  halla  exceptuado  de  toda 
contribución,  los  demás  artículos  del  consumo  de  la  Minería  que- 
dan sujetos  á  la  alcabala  eventual  que  se  les  exige. 

Lo  tendrá  entendido  el  Supremo  Poder  Ejecutivo,  y  dispondrá 
su  cumplimiento,  haciéndolo  imprimir,  publicar  y  circular.  — 
Méjico,  7.  de  octubre  de  1823.  —  3°,  2o.  —  Francisco  Manuel 
Sánchez  de  Tagle,  Presidente.  —  José  Arcadio  de  Villalba, 
Diputado  Secretario.  —  Manuel  Tejada,  Diputado  Secretario. 

Por  tanto  mandamos  á  todos  los  Tribu  nales,  Justicias,  Gefes,  Go- 
bernadores y  demás  Autoridades  asi  civiles  como  Militares,  y 
Eclesiásticas  de  cualquiera  clase  y  dignidad,  que  guarden  y  ha- 
gan guardar,  cumplir  y  ejecutar  el  presente  decreto  en  todas  sus 
partes.  Tendréislo  entendido  para  su  cumplimiento  y  dispondréis  se 
imprima,  publique  y  circule.  —  En  Méjico  á  8  de  octubre  de  1 823. 

—  Mariano  Michelena,  Presidente.  —  José  Miguel  Domínguez. 

—  Vicente  Guerrero.  —  A  Don  Lucas  Alaman. 

Y  lo  comunico  á  V.  para  su  inteligencia  y  cumplimiento.  Dio» 
guarde  á  V.  muchos  aios.— Méjico,  8  de  octubre  de  1823,— Alamaw. 
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Por  decreto  de  12  de  julio  de  184?,  se  consideran  como  des- 
cubridores, y  de  consiguiente  habilitados  por  el  artículo  del  de- 
creto de  11  de  marzo  de  este  año,  para  adquirir  propiedad  en 
minas  los  nacionales  ó  extranjeros  que  comprueben  plenamente 
haber  sido  restauradores  de  minerales  decuidos  ó  abandonados. 

La  circular  de  Ô  de  octubre  de  1842,  previene  que  los  extran- 
jeros, socios  de  las  compañías  descubridoras  ó  restauradoras  de 
minerales  abandonados,  aun  cuando  se  ausenten  del  territorio  de 
la  república,  conserven  su  propiedad  en  los  mismos  términos  que 
las  conservan  sus  consocios  presentes,  sea  cual  fuere  el  tiempo  y 
motivo  de  la  ausencia,  siempre  que  subsistan  las  negociaciones  de 
que  fueren  socios. 

s 

2.  —  También  prohibo  á  los  Regulares  de  ambos  sexos 
el  que  puedan  denunciar,  ni  de  ninguna  manera  adquirir 
para  sí,  ni  para  sus  Conventos  6  Comunidades,  Minas 
algunas  :  entendiéndose  que  en  los  Eclesiásticos  Seculares 
tampoco  ha  de  poder  recaer  el  laborío  de  las  Minas,  por 
ser  contrario  á  las  Leyes,  á  la  disposición  del  Concilio  Me- 
jicano, y  á  la  santidad  y  ejercicio  de  su  carácter;  y  asi, 
por  consecuencia  de  esta  prohibición,  han  de  estar  obli- 
gados precisamente  los  tales  Eclesiásticos  Seculares  à 
Tender  y  poner  en  manos  de  Vasallos  legos  las  Minas,  ó 
Haciendas  de  moler  metales  y  de  beneficio,  que  por  título 
de  herencia  ú  olro  cualquiera  motivo  recaiga  en  ellos,  ve- 
rificándolo dentro  del  término  de  seis  meses,  ó  el  que  para 
proporcionar  su  útil  salida  se  considere  necesario,  y  ha  de 
prefijar  el  Vire  y  con  precedente  informe  del  Real  Tribunal 
General  de  Minería,  con  tal  que,  si  se  calificase  que  por 
malicia  ó  fraude  se  entorpecen  los  efectos  de  este  Artículo 
con  perjuicio  del  laborío  de  las  tales  Minas  y  Haciendas, 
en  que  tanto  interesa  el  Estado,  se  puedan  denunciar  y 
aplicar  en  la  propia  forma  que  va  dispuesto  para  las 
demás. 

3. — Tampoco  podrán  tener  Minas  los  Gobernadores, 
Intendentes,  Corregidores,  Alcaldes  Mayores,  ni  otros  cua- 
lesquiera Justicias  de  los  Reales  ó  Asientos  de  Minas,  ni 
menos  los  Escribanos  de  ellos;  pero  les  concedo  el  que 
puedan  tenerlas  en  distinto  territorio  del  de  su  jurisdicción. 

4. — Los  Administradores,  Mayordomos,  Veladores,  Raya- 
dores, Mineros  ó  Guardaminas,  y  en  general  ningún  Sir- 
viente ú  Operario  de  los  Dueños  de  Minas,  sean  ordinarios 
ó  sobresalientes,  ha  de  poder  registrarlas,  denunciarías, 
ni  de  otra  manera  adquirirlas  en  mil  varas  en  contorno  de 
las  de  sus  Amos;  pero  les  concedo  que  puedan  denunciar 
cualesquiera  Minas  para  sus  mismos  Amos  aunque  no  ten- 
gan su  poder,  con  tal  que  estos  ratifiquen  el  denuncio 
dentro  de  los  términos  proscriptos  en  el  Artículo  8,  Tí- 
tulo 6  de  estas  Ordenanzas,  sin  perjuicio  de  su  curso. 

5. — Ninguno  ha  de  poder  denunciar  Mina  para  otro 
simuladamente  y  con  engaño,  ni  tampoco  paladinamente 
si  no  tuviere  su  Poder  ó  Carta  orden,  como  está  en  cos- 
tumbre. 

6.— Tampoco  podrá  ninguno  denunciar  Mina  para  sí  solo 
habiendo  tratado  con  compañía  antes  del  denuncio;  y  or- 
deno que  el  Denunciante  deba  expresar  sus  Compañeros 
en  el  mismo  denuncio  que  hiciere,  pena  de  perder  su 
su  parte  si  así  no  lo  observase. 


TITULO  OCTAVO. 

DE   LAS    PERTENENCIAS    Y    DEMASÍAS,    Y  DE    LAS   MEDI- 
DAS QUE  EN  ADELANTE  DEBEN  TENER  LAS  MINAS. 

1.  — Habiendo  enseñado  la  experiencia  que  la  igual- 
dad de  las  medidas  de  las  Minas  establecida  en  la  super- 


ficie no  puede  conservarse  en  la  profundidad,  que  e* 
donde  verdaderamente  se  disfrutan,  siendo  cierto  que  la 
mayor  ó  menor  inclinación  de  la  Veta  sobre  el  plan  del 
horizonte  hace  mayores  ó  menores  las  pertenencias  délas 
Minas,  con  lo  que  no  se  consigue  la  verdadera  y  electiva 
igualdad  que  se  ha  deseado  establecer  entre  los  Vasallos 
de  igual  mérito,  antes  bien  cuando  suele  llegar  un  Minero, 
despues  de  mucho  costo  y  trabajo,  á  los  términos  donde 
empieza  el  abundante  y  rico  metal,  otro  le  hace  volver 
atrás  por  ser  ya  los  de  su  pertenencia  á  causa  de  haber 
denunciado  la  Mina  inmediata,  y  pnéstose  en  el  mismo 
punto  con  mayor  astucia  que  trabajo  ;  de  modo  que  esto 
atrae  una  de  las  mayores  y  mas  frecuentes  causas  dé  los 
litigios  y  disensiones  entre  los  Mineros  :  Por  lo  qne,  y  con- 
siderando asimismo  que  los  límites  establecidos  en  las 
Minas  de  estos  Reinos,  á  que  se  han  arreglado  hasta  ahora 
los  de  Nueva-España,  son  muy  estrechos  á  proporción  de 
la  multitud,  abundancia  y  felicidad  délas  Venas  metálicas 
que  la  suma  bondad  del  Criador  ha  querido  conceder  á 
aquellas  Regiones,  ordeno  y  mando  que  en  las  Minas  que 
en  adelante  se  descubrieren  en  Veta  nueva,  ó  sin  vecinos, 
se  observen  estas  medidas. 

2.  —  Por  el  hilo,  dirección  ó  rumbo  de  la  Veta,  sea  de 
oro,  de  plata,  ó  de  cualquiera  otro  metal,  concedo  á  todo 
Minero,  sin  distinción  de  los  descubridores  (  que  ya  tienen 
asignado  su  premio),  doscientas  varas  castellanas  (1),  que 
llaman  de  medir,  tiradas  á  nivel  y  como  hasta  ahora  se 
han  entendido.  • 

3.— Por  la  que  llaman  Cuadra,  estoes,  haciendo  ángulo 
recto  con  la  anterior  medida,  supuesto  que  el  echado  ó 
recuesto  de  la  Veta  se  manifiesta  suficientemente  en  el 
pozo  de  diez  varas,  se  medirá  la  pertenencia  por  la  regla 
siguiente. 

4.  —  Siendo  la  Veta  perpendicular  al  horizonte  (lo  que 
rara  vez  sucede),  se  medirán  cien  varas  á  nivel  auno  ú 
otro  lado  de  la  Veta,  ó  partidas  á  entrambos  conforme  el 
Minero  las  quisiere. 

5.  —  Pero  siéndola  Veta  inclinada,  que  es  lo  regular, 
se  atenderá  al  mas  ó  meóos  echado  de  ella  en  este  modo. 

6.  —  Si  á  una  vara  de  plomo  corres  pond  ¡ere  de  retifo 
desde  ¡.-res  dedos  hasta  dos  palmos,  se  darán  por  la  cuadra 
las  mismas  cien  varas. 

7.  —  Pero  si  á  dicha  vara  de  plomo  correspondiere  de  : 

2  palmos  y  3  dedos,  será  la  cuadra,    112  1/2  varas. 

—  125 

—  137  1/2 

—  150 

—  162  ift 

—  173 

—  187  1/2 
\   4      —                           —  200 

de  manera  que  si  á  una  vara  de  plomo  correspondieren  cua- 
tro palmos  de  retiro,  que  es  una  vara,  se  le  concederán  al 
minero  doscientas  varas  por  la  cuadra  y  sobre  el  echado 
de  la  Veta,  y  así  de  las  demás. 

(i)  La  vara  mejicana  está  dividida  en  dos  medias,  tres  tercias  ó  p\é3, 
cuatro  cuartas,  seis  sesmas  y  treinta  y  seis  pulgadas.  Una  pulgada  se  di- 
vide en  doce  líneas,  y  una  línea  se  considera  dividida  en  doce  puntos. 

Se  hace  otra  division  legal  de  la  vara  mejicana,  acomodada  á  la  division 
de  la  antigua  vara  de  Toledo,  que  aun  usan  los  agrimensores  y  los  mi- 
neros, cuya  division  consiste  en  hacer  de  la  vara  dus  medias,  tres  tercias 
ó  píes,  cuatro  cuartas  ó  palmos,  seis  sesmas,  ocho  ochavas,  y  cuarenta  y 
ocho  dedos.  Un  dedo  se  divide  en  tres  pajas  ó  en  cuatro  granos. 

Cincuenta  varas  mejicanas  hacen  una  medida  que  se  llama  cordel, 
cuyo  instrumento  sirve  para  las  medidas  de  los  terrenos. 

La  legua  legal  tiene  cien  cordeles  ó  cinco  mil  varas  como  se  saca  do 
multiplicar  por  100  las  SO  varas  que  tiene  un  cordel. 

La  legua  se  divide  en  dos  medias  y  en  cuatro  cuartos;  siendo  esta  la 
única  division  que  se  hace  de  ella. 

Media  legua" tiene  2,500  varas  y  un  cuarto  de  lecua  1.259  vasas. 
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8.  ^  Y  supuesto  que  en  el  modo  prescriplo  cualquiera 
Minero  puede  llegar  á  la  profundidad  perpendicular  de 
doscientas  varas  sin  salir  de  su  pertenencia,  en  las  que, 
por  lo  regular,  puede  haber  disfrutado  considerablemente 
la  Veta;  y  que  las  que  tienen  mayor  inclinación  que  la  de 
vara  por  vara,  esto  es  de  cuarenta  y  cinco  grados,  son  ó 
estériles,  ó  de  poca  duración,  es  mi  Soberana  voluntad 
que,  aunque  sea  mayor  que  los  designados  el  echado  ó 
recuesto  de  la  Veta  nunca  pueda  pasar  la  cuadra  de  dos- 
cientas varas  á  nivel,  y  que  estas  sean  siempre  la  latitud 
de  los  referidos  Mantos,  ó  Velas,  dilatadas  sobre  la  longi- 
tud de  otras  doscientas  varas  quequeda  arriba  determinada. 

9.  —  Pero  si  algún  Minero,  sospechando  alguna  otra 
Veta  de  contrario  recuesto  ó  variación  del  de  la  suya,  (lo 
que  rara  vez  acontece)  quisiere  que  se  le  dé  alguna  parte 
de  la  cuadra  contra  el  recuesto  de  la  Veta  principal  que 
denunció,  se  le  podrá  conceder,  con  tal  que  no  se  le  ar- 
guya malicia  ni  ceda  en  perjuicio  de  tercero,  y  no  de  otra 
manera. 

10.  —  En  los  Placeres,  Rebosaderos,  y  cualesquiera  otros 
Criaderos  irregulares  de  plata  y  oro,  mando  que  hayan  de 
arreglar  las  pertenencias  y  medidas  las  respectivas  Diputa- 
ciones territoriales  de  Minería  con  atención  al  tamaño  y 
riqueza  del  Sitio,  y  al  número  de  concurrentes,  prefiriendo 
y  distinguiendo  solamente  á  Jos  Descubridores;  pero  con 
tal  que  las  dichas  Diputaciones  han  de  dar  cuenta  precisa- 
mente al  Real  Tribunal  General  de  Méjico  para  que  en  su 
vista  resuel\ia  según  lo  que  advierta  y  conozca  mas  con- 
ducente á  fin  de  evitar  toda  colusión, 

11.  —  Arregladas  las  pertenencias  en  la  forma  preve^ 
nida,  se  le  medirá  al  Denunciante  la  suya  al  tiempo  de 
tomar  posesión  de  la  Mina,  haciéndole  fijar  en  sus  térmi- 
nos Estacas  ó  Mojones  firmes  y  bien  distinguidos,  con  la 
obligación  de  haberlos  de  guardar  y  observar  perpetua- 
mente, sin  que  pueda  mudarlos,  aunque  alegue  que  su 
Veta  varió  de  rumbo  ó  de  recuesto,  (que  son  cosas  irre- 
gulares) sino  que  se  ha  de  contentar  con  la  suerte  que  le 
hubiere  deparado  la  Providencia,  usando  de  ella  sin  in- 
quietar á  sus  vecinos;  pero  si  no  los  tuviere,  ó  pudiere 
sin  perjuicio  de  ellos  hacer  la  mejora  de  Estacas,  ó  mu- 
danza de  Términos,  se  le  podrá  permitir  por  semejantes 
causas,  precediendo  para  ello  la  intervención,  conoci- 
cimiento  y  autoridad  de  la  Diputación  del  distrito,  la  cual 
cilará  y  oirá  á  las  Partes  si  las  hubiere  y  fueren  legítimas. 

12.  —  En  las  Minas  hasta  ahora  abiertas  y  labradas  se 
guardarán  en  sus  pertenencias  las  medidas  antiguas  ;  pero 
podrán  ampliarse  hasta  las  prescriptas  en  estas  Ordenan- 
zas en  todas  lasque  pudiere  hacerse  sin  perjuicio  de  tercero. 

13.  -sp  La  inmutabilidad  de  las  Estacas  prefinida  en  el 
Artículo  H  de  este  Titulo  se  observará  también  de  aquí 
adelante  aun  en  las  Minas  que  actualmente  se  trabajan,  ó 
se  denunciaren  por  despobladas  ó  perdidas,  verificando  sus 
medidasen  las  que  ñolas  tuvieren,  y  prefiriendo  en  orden 
las  Minas  mas  antiguas  á  las  que  lo  fueren  menos  ;  y  si 
resultasen  demasías,  se  observará  lo  provenido  en  el  Ar- 
tículo 13  del  Tít  6. 

14.  —  Por  cuanto  se  ha  experimentado  que  la  licencia 
ó  permiso  de  introducirse  en  ajena  pertenencia  traba- 
jando por  mayor  profundidad  y  dentro  de  la  Veta  siguien- 
do el  metal  de  ella,  y  lográndolo  hasta  que  pueda  barre- 
narse su  Dueño,  ha  sido  y  es  la  causa  mas  fecunda  de  los 
mas  renidos  litigios,  disensiones  y  disturbios  de  los  Mine- 
ros ;  y,  por  otra  parte,  que  la  introducción  mas  bien  suele 
conseguirse  por  el  fraude  ó  la  fortuna  que  por  el  mérito 
y  buena  diligencia  del  invadente,  no  resultando  las  mas 
veces  otra  cosa  que  el  grave  detrimento  ó  ruina  total  de 


las  dos  Minas,  y  de  los  dos  Mineros  vecinos,  en  sumo  per- 
juicio del  Público  y  de  mi  Real  Erario,  ordeno  y  mando  que 
ningún  Minero  se  pueda  introducir  en  pertenencia  ajena, 
aunque  sea  por  mayor  profundidad  y  con  Veta  en  mano, 
sino  que  cada  uno  guarde  y  observe  los  términos  de  la 
suya,  salvo  que  amigablemente  se  convenga  y  pacte  con 
su  vecino  el  poder  trabajar  en  su  pertenencia. 

15.  —  Pero  si  algún  Minero,  siguiendo  buenamente  sus 
labores,  llegare  á  pertenencia  ajena  en  seguimiento  del 
metal  que  lleva,  ó  descubriéndolo  entoncessin  que  el  Dueño 
de  la  pertenencia  lo  haya  descubierto  por  su  parte,  ha  de 
estar  obligado  á  darle  prontamente  noticia,  y  á  partir 
desde  entonces  entre  los  dos  vecinos  el  metal  y  sus  costos 
por  iguales  partes  :  el  uno  por  el  mérito  del  descubri- 
miento, y  el  otro  por  ser  dueño  de  la  pertenencia  :  todo  lo 
que  se  observará  así  hasta  tanto  que  esté  dentro  de  ella, 
se  barrene  ó  comunique,  sea  por  la  Veta  ó  por  Crucero, 
ó  como  mas  fácil  y  cómodo  le  fuere  ;  en  cuyo  caso,  esta- 
blecida Guardaraya,  cada  uno  se  mantendrá  en  su  perte- 
nencia. Pero  si  el  que  descubriere  ó  siguiere  el  metal  en  la 
pertenencia  ajena  no  diere  pronto  aviso  á  su  vecino,  no 
solo  perderá  la  opción  á  la  mitad  de  todo  el  que  pudiera 
sacarse,  sino  que  también  pagará  el  que  hubiere  sacado, 
con  el  duplo;  entendiéndose  que  parala  imposición  de  esta 
pena  ha  de  preceder  el  que  se  pruebe  del  mejor  modo  po- 
sible, y  según  el  orden  presçripto  en  el  Tít.  3,  la  mala  fe 
del  que  sacare  el  expresado  metal. 

16 .  —  Y  en  el  caso  de  que  algún  alinero  hubiere  avan- 
zado tanto  en  sus  labores  subterráneas  que  haya  salido  de 
los  términos  de  su  pertenencia,  sea  por  la  longitud  ó  por 
la  cuadra,  declaro  que  no  por  esto  se  le  ha  de  hacer  re- 
troceder, ni  impedir  el  trabajo,  con  tal  que  se  halle  en 
terreno  virgen,  ó  en  pertenencia  de  Mina  desamparada  ; 
pero  ha  de  estar  obligado  á  denunciar  la  nueva  pertenen- 
cia, la  cual  se  le  ha  de  conceder  como  no  pase  en  cada 
concesión  de  otro  tanto  mas  de  las  medidas  que  anterior- 
mente se  le  concedieron,  y  con  la  obligación  de  remover 
hasta  los  nuevos  términos  sus  Estacas  para  que  lo  sepan 
los  demás. 

17.  —  El  Minero  no  solo  ha  de  ser  dueño  del  trecho  de 
Veta  que  principalmente  denunció,  sino  también  de  todas 
las  que  en  cualquiera  forma,  figura  y  situación  se  hallaren 
dentro  de  su  pertenencia  :  de  forma,  que  si  una  Veta  sacare 
la  cabeza  en  una  pertenencia,  y  llevare  la  cola  para  otra 
recostándose,  cada  Dueño  logre  de  ella  el  trecho  que  pa- 
sare dentro  de  sus  respectivos  términos,  sin  que  el  pri- 
mero, ni  ningún  otro  por  haberla  descubierto  en  los  suyos, 
ó  por  tener  en  ellos  su  cabeza,  deba  pretender  que  sea 
suya  en  toda  su  extension  y  por  donde  quiera  que  fuere. 


TITULO  NOVENO. 

DE     CÓMO    DEBEN    LABRARSE  ,     FORTIFICARSE   Y    AMPA- 
RARSE   LAS    MINAS. 

Art.  i.  —  Siendo  de  la  mayor  importancia  el  que  no  se 
aventuren  las  vidas  de  los  Operarios  y  demás  personas  que 
con  frecuencia  deben  entrar  y  salir  en  las  obras  subterrá- 
neas de  las  Minas,  y  el  que  estas  se  conserven  con  Ja  se- 
guridad y  comodidad  necesarias  para  el  progreso  de  sus 
labores,  aun  aquellas  que  abandonan  sus  primeros  dueños 
juzgándolas  inútiles,  ó  no  pudiendo  habilitarlas;  y  no 
siendo  posible  establecer  acerca  de  esto  una  regla  general 
y  absoluta,  porque  la  variedad  de  circunstancias  de  cada 
Mina  en  la  mayor  ó  menor  firmeza,  tenacidad  y  adheren- 
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cia  de  los  respaldos  y  de  la  misma  sustancia  de  la  Veta  su 
mayor  ó  menor  echado,  anchura  y  profundidad  de  sus  la- 
bores, inducen  mucha  diversidad  en  el  tamaño  y  frecuen- 
cia de  los  Pilares,  Puentes,  Testeras,  Intermedios  y  otros 
macizos  que  deben  dejarse,  ó  fabricarse  para  sostener  los 
respaldos;  y  asimismo  en  la  disposición  de  las  labores  ne- 
cesarias para  la  buena  ventilación,  y  para  el  cómodo  des- 
pacho de  las  materias  que  deben  extraerse  de  las  Mina?, 
todo  lo  que  no  puede  conseguirse  sin  una  verdadera  pericia 
práctica  y  conocimiento  en  el  laborío  de  ellas,  ordeno  y 
mando  lo  siguiente. 

2.  —  A  ninguno  será  permitido  labrar  Minas  sin  la  di- 
rección y  continua  asistencia  de  uno  de  los  Peritos  inteli- 
gentes y  prácticos,  que  en  Nueva  España  llaman  Mineros 
ó  Guarda-Minas,  el  éual  ha  de  estar  examinado,  califi- 
cado, y  aprobado  por  alguno  de  los  Facultativos  de  Mine- 
ría que  deberá  haber  en  cada  Real  ó  Asiento,  como  en  ade- 
lante se  dirá.  Pero  en  los  Lugares  muy  pobres  ó  remotos 
en  que  por  esta  causa  todavía  no  hubiese  Facultativo  de 
Minas,  ni  otro  Perito  titulado  ni  examinado,  se  concede  el 
que  se  pueda  proceder  con  la  dirección  de  alguno  de  los 
que  allí  hubiere  mas  inteligentes  y  acreditados,  hasta  tanto 
que  estos  ú  otros  puedan  examinarse  y  titularse;  enten- 
diéndose lo  mismo  en  todos  los  casos  que  requieran  la  di- 
rección ó  intervención  de  Perito,  previniéndose  así  en  las 
diligencias  judiciales  para  que  pueda  dárseles  la  fe  y  cré- 
dito que  merezcan. 

3.  —  Para  trazar  y  determinar  los  Tiros,  Contra-Minas 
ó  Socavones,  y  otras  obras  grandes  y  difíciles  que,  si  re- 
sultan erradas  después  de  su  ejecución,  inutilizan  los  cre- 
cidos costos  que  han  causado,  no  ha  de  bastar  la  dirección 
de  uno  ó  mas  Mineros,  ó  Guarda-Minas,  sino  que  tam- 
bién ha  de  ser  precisa  la  inspección  ó  intervención  de  al- 
guno de  los  expresados  Facultativos  de  Minería,  con  la 
obligación  de  parte  de  este  de  visitar  la  obra  cada  uno  ó 
dos  meses,  conforme  lo  exija  su  progreso,  á  fin  de  que,  si 
advirtiere  algún  yerro  en  la  ejecución,  lo  enmiende  con 
tiempo,  y  antes  que  ocasione  mayores  gastos. 

4.  —  En  las  Minas  abiertas  en  Vetas,  cuyos  respaldos  é 
interior  sustancia  fueren  blandos,  ó  de  tan  poca  tenacidad 
ó  adherencia  entre  sí  que  se  desmoronen  y  se  hiendan,  y 
abran  rimas  ó  grietas  con  el  aire  ó  la  sequedad,  p  que  por 
otra  causa  se  conozca  que  no  son  suficientes  por  sí  mismos 
para  mantener  la  seguridad  y  firmeza  de  la  Mina,  ordeno 
y  mando  que  se  ademen  y  fortifiquen  sus  labores  con  ma- 
deros fuertes  y  sólidos,  de  experimentada  incorruptibili- 
dad  ó  difícil  corrupción  en  lo  subterráneo,  labrados  y  ar- 
mados como  lo  pide  el  Arte;  ó  de  buena  manipostería  de 
cal  y  canto  si  lo  pidiere  ó  sufriere  la  riqueza  y  demás  cir- 
cunstancias de  la  Mina  :  para  cuyo  efecto,  en  todos  los 
Lugares,  Asientos  ó  Reales  de  Minas  deberá  haber  copia 
de  aquellos  Artífices  Carpinteros  y  Albañiles,  que  llaman 
Ademadores,  y  estos  tener  Oficiales  y  Aprendices  para  que 
se  conserve  y  propague' un  tan  importante  ejercicio,  que 
deberá  ser  muy  atendido  y  bien  pagado. 

5.  —  A  fin  de  que  en  él  no  se  introduzcan  Artífices 
que  no  tengan  la  debida  inteligencia  y  práctica  en  la  Ar- 
quitectura subterránea,  no  se  admitirán  ningunos  que  no 
estén  examinados  y  aprobados  por  el  Facultativo  de  Minas 
titulado  de  aquel  Lugar,  ó  de  otra  parle. 

6.  —  Si  algún  minero,  por  la  mucha  riqueza  de  la  ma- 
teria metálica  de  su  Veta,  pretendiere  sustituir  en  lugar 

e  los  Pilares,  Puentes  ú  otros  macizos  de  ella  misma  su- 
ficientemente firmes  y  tenaces,  otros  fabricados  de  mani- 
postería de  cal  y  piedra,  se  le  permitirá  desde  luego  con 
inspección  de  uno  de  los  Diputados  del  distrito  asistido  del 


Escribano,  y  aprobación  del  Facultativo  titulado  de  él. 

7.  —  Prohibo  estrechamente  el  que  se  puedan  quitar  del 
todo,  ni  aun  debilitar  y  cercenar  los  Pilares,  Puentes  y  Ma- 
cizos necesarios  de  las  Minas,  bajo  la  pena  de  diez  años  de 
Presidio  que,  según  y  en  la  forma  declaradaen  el  Título  111 
de  estas  Ordenanzas,  se  impondrá  por  el  Juez  que  corres- 
ponda al  Operario,  Buscón  ó  Cateador  que  lo  hiciere,  y  lo 
mismo  al  Minero  ó  Guarda-minas  que  lo  permitiere  ;  y  al 
Dueño  de  la  Mina  Ja  de  perderla,  con  mas  la  mitad  de  sus 
bienes,  quedando  excluido  para  siempre  del  ejercicio  de  la 
Minería. 

8.  —  Ordeno  y  mando  que  las  Minas  se  conserven  lim- 
pias y  desabogadas,  y  que  sus  labores  útiles  ó  necesarias 
para  la  comunicación  de  los  aires,  camino»y  extracción  del 
metal,  ú  otros  usos,  aunque  ya  no  tengan  mas  mineral 
que  elde  los  Pilares  ó  Intermedios,  no  se  ocupen  con  los 
atierres  y  tepetates,  pues  estos  se  han  de  sacar  fuera  y 
echarse  en  el  Terrero  de  su  propia  pertenencia  :  pero  de 
ninguna  manera  en  la  ajena  sin  permiso  y  consentimiento 
de  su  dueño. 

9.  — En  las  Minas  ha  de  haber  suficientes  y  seguras 
Escaleras,  como  y  cuantas  fueren  menester  à  juicio  de 
Perito  Minero,  para  subir  y  bajar  con  comodidad  hasta  sus 
últimas  labores,  sin  que  de  ninguna  manera  se  permita 
que  por  débiles,  mal  seguras,  podridas  ó  muy  usadas,  se 
arriesguen  las  vidas  de  los  que  trafiquen  por  ellas. 

10.  —  Para  evitar  la  contravención  de  todos  ó  cuales- 
quiera de  los  Artículos  comprendidos  en  este  Título,  es 
mi  soberana  voluntad  que  los  Diputados  de  Minería,  acom- 
pañados del  Facultativo  de  Minas  de  aquel  distrito,  y  del 
Escribano  si  lo  hubiere,  y  en  su  defecto  de  dos  Testigos 
de  asistencia,  visiten  cada  seis  meses,  ó  cada  un  año  en 
los  Lugares  en  que  no  lo  pudieren  hacer  de  otra  manera, 
todas  las  Minas  de  su  jurisdicción  que  estuvieren  en  cor- 
riente labor:  y  si  hallaren  que  se  haya  faltado  en  algo  á 
los  puntos  prefinidos  por  los  mencionados  Artículos,  ú  á 
otros  cualesquiera  que  pertenezcan  á  la  seguridad  y  con- 
servación de  las  Minas,  y  á  su  mejor  laborío,  providencia- 
rán desde  luego  que  se  reforme  y  enmiende  el  defecto 
dentro  del  término  conveniente,  cerciorándose  con  oportu- 
nidad de  haberse  así  ejecutado.  Y  si  faltaren  á  ello  ó 
reincidieren  en  el  mismo  delito,  les  impondrán  las  penas 
correspondientes,  multiplicándolas  y  reagravándolas  hasta 
la  pérdida  de  la  Mina,  quedando  esta  para  el  primero  que 
la  denunciare,  con  tal  de  que  hayan  de  proceder  los  Di- 
putados con  arreglo  á  la  forma  dispuesta  en  el  Título  3." 
de  estas  Ordenanzas. 

l\ .  —  Prohibo  con  el  mayor  rigor  que  á  ninguno  le  sea 
permitido  barrenar  Socavones,  Cruceros  ú  otros  cuales- 
quiera cañones,  con  otras  labores  superiores  y  llenas  de 
agua,  ni  á  dejar  entre  unas  y  otras  tan  débiles  macizos 
que  la  misma  agua  los  venza  y  los  reviente,  sino  que  han 
de  ser  obligados  á  desaguar  con  Máquinas  las  labores 
inundadas  antes  de  comunicarlas  con  las  nuevas,  salvos 
que  á  juicio  del  Facultativo  de  Minas  se  pueda  practicar 
el  barreno  sin  riesgo  de  ios  Operarios  que  lo  dieren. 

\2.  —  Asimismo  prohibo  que  ninguno  se  atreva  á  in- 
troducir Operarios  en  las  labores  sufocadas  con  vapores 
dañosos  antes  de  haberlas  evacuado  con  los  arbitrios  que 
ministre  el  Arle. 

13.  —  Como  las  Minas  piden  ser  trabajadas  con  ince- 
sante continuación  y  constancia  porque,  para  conseguir 
sus  metales  se  ofrecen  en  ellas  obras  y  faenas  que  no  se 
pueden  terminar  sino  en  largo  tiempo,  y  si  se  suspende  é 
interrumpe  su  labor  suele  costar  su  restablecimiento  to 
mismo  que  costó  labrarlas  al  principio  :  Por  tanto,  para 
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precaver  este  inconveniente,  y  evitar  asimismo  que  algu- 
nos Dueños  de  Minas  que  no  pueden,  ó  no  quieren  tra- 
bajarlas las  entretengan  inútilmente  y  por  largo  tiempo, 
impidiendo  con  un  afectado  trabajo  el  real  y  efectivo  con 
que  otros  pudieran  labrarlas,  ordeno  y  mando  que  cual- 
quiera que  en  cuatro  meses  continuos  dejare  de  trabajar 
una  Mina  con  cuatro  Operarios  rayados,  y  ocupados  en 
alguna  obra  interior  ó  exterior  verdaderamente  útil  y  con- 
ducente, por  el  mismo  hecho  pierda  el  derecho  que  tenia 
á  la  Mina,  y  sea  del  que  la  denunciare  justificando  su  de- 
serción según  y  como  se  dispone  en  el  Título  6*. 

44.  —  Habiendo  enseñado  la  experiencia  que  la  dispo- 
sición del  Artículo'antecedente  se  ha  dejado  ilusoria  por 
muchos  Dueños  de  Minas  con  el  artificioso  y  fraudulento 
medio  de  hacerlas  trabajar  algunos  cada  cuadrimestre, 
manteniéndolas  de  este  modo  muchos  años  entretenidas, 
mando  asimismo  que  cualquiera  que  dejare  de  trabajar  su 
Mina  en  la  forma  prevenida  por  dicho  Artículo  ocho 
meses  en  un  año,  contado  desde  el  dia  dé  su  posesión, 
aun  cuando  los  expresados  ocho  meses  sean  interrumpidos 
por  algunos  días  ó  semanas  de  trabajo,  pierda  por  el 
mismo  hecho  la  tal  Mina,  y  se  la  adjudique  al  primero 
que  la  denunciare  y  justificare  esta  segunda  especie  de 
deserción,  salvo  que  para  ella,  y  para  la  de  que  se  trató 
en  el  Artículo  antecedente,  hayan  ocurrido  los  justos 
motivos  de  peste,  hambre  ó  guerra  en  el  mismo  Lugar  de 
las  minas,  ó  dentro  de  veinte  leguas  en  contorno. 

45.  —  Considerando  que  muchos  Mineros  que  en  otro 
tiempo  trabajaron  con  empeño  sus  Minas  gastando  cre- 
cidos caudales  en  Tiros,  Socavones  y  otras  obras  muy 
costosas,  suelen  suspender  el  trabajo  de  ellas  algún  tiempo 
solicitando  avíos,  ó  por  falta  de  operarios,  ó  de  las  nece- 
sarias provisiones  y  otros  justos  motivos  que,  combinados 
con  su  antiguo  mérito,  se  hacen  dignos  de  alguna  atención 
equitativa,  declaro  que  si  alguno  de  los  indicados  Mineros 
tuvieren  desamparada  su  Mina  en  los  tiempos  y  maneras 
arriba  prescriptas,  no  las  pierdan  por  el  mismo  hecho 
como  los  demás;  pero  sus  Minas  han  de  ser,  sin  embargo, 
denunciables  ante  los  respectivos  nuevos  Juzgados  de  Mi- 
nería para  que,  oidas  las  Partes,  y  calificados  los  méritos  y 
motivos  que  se  alegaren,  se  haga  justiciaá  quien  ¡a  tuviere. 

16.  —  Por  cuanto  muchos  Mineros  abandonan  sus  Minas 
ó  porque  se  les  acaba  el  caudal  para  sostener  su  laborío, 
ó  porque  no  quieren  consumir  el  que  de  ellas  mismas  han 
sacado,  ó  porqueno  tienen  ánimo  para  aveuturarse  en  seguir 
las  borrascas  de  las  labores  en  que  tenían  concebidas  buenas 
esperanzas,  ó  por  otras  causas,  no  faltando  sugetos  que 
quizá  querrían  tomarlas  teniendo  la  noticia  de  su  aban- 
dono, por  ser  mucho  mas  fácil  mantener  su  actual  cor- 
riente trabajo  que  restablecerlo  después  de  haber  padecido 
las  injurias  del  tiempo,  es  mi  voluntad  que  ninguno  pueda 
abandonar  el  trabajo  de  su  Mina,  ó  Minas,  sin  que  antes 
dé  parte  á  la  Diputación  del  distrito  para  que  lo  haga  pu- 
blicar fijando  Carteles  en  las  puertas  de  las  Iglesias  y  de- 
más parajes  acostumbrados,  á  fin  de  que  llegue  á  noticia 
de  todos. 

17.  —  Para  evitar  las  falsas  ó  equívocas  tradiciones  con 
que  suelen  recomendarse  algunas  Minas  abandonadas,  y 
cuyas  malas  resultas  aumentan  la  desconfianza  que  ordi- 
nariamente se  tiene  de  esta  profesión,  retrayendo  de  ella 
á  algunas  personas  á  quienes  de  otra  manera  no  le3  fal- 
taría inclinación  á  seguirla,  ordeno  lo  siguiente. 

18.  —  Que  ninguno  abandone  el  trabajo  de  su  Mina  sin 
dar  parte  á  la  Diputación  respectiva  para  que  inmediata- 
mente hagan  veeduría  de  ella  los  Diputados  acompañados 
del  Escribano  y  Peritos,  que  deberán  inspeccionar  y  medir 


la  Mina,  individualizando  todas  sus  circunstancias,  y  for- 
mando Mapas  que  representen  sus  planes  y  perfiles;  los 
cuales,  con  toda  la  puntual  instrucción  indicada,  se  guar- 
darán en  el  Archivo  para  franquearlos  allí  mismo  á  quien 
quiera  verlos,  ó  sacar  copia  de  ellos. 


TITULO  DÉCIMO. 


BE    LAS   MINAS    DE   DESAGÜE. 


1.  —  Porque  en  la  mayor  parte  de  las  Minas  se  encuen- 
tran Veneros  y  Surtideros  de  agua  de  donde  suele  manar 
perennemente,  y  con  tanta  abundancia  que  en  breve 
tiempo  llena  é  inunda  todas  sus  labores,  impidiendo  su 
progreso  y  la  extracción  de  sus  metales,  quiero  y  mando 
que  los  Dueños  de  tales  Minas  mantengan  en  ellas  conti- 
nuamente el  desagüe  ó  evacuación  de  sus  labores,  de  ma- 
nera que  estas  estén  siempre  habilitadas  para  trabajarlas, 
y  sacar  de  ellas  los  metales  que  tuvieren. 

2.  —  Como  es  de  mucha  mayor  comodidad  y  menos 
coste  desaguar  las  Vetas  contraminándolas  por  medio  de 
Socavones,  ordeno  que  en  todas  las  Minas  que  necesiten  de 
desagüe,  y  cuya  situación  lo  permita,  y  que  de  ello  deba 
resultar  provecho  ajuicio  del  Facultativo  del  distrito,  han 
de  estar  sus  Dueños  obligados  à  darlas  Socavón  suficiente 
á  la  evacuación  y  habilitación  de  sus  labores,  con  tal  que 
lo  merezcan  y  puedan  costearlo  la  riqueza  y  abundancia 
de  sus  metales. 

3.  —  Si  con  el  tal  Socavón  se  pudieren  habilitar  muchas 
Minas  resultando  quedar  beneficiadas,  declaro  que,  aunque 
cada  una  de  ellas  no  pueda  costear  la  obra  de  dicho  Soca- 
vón, la  han  de  hacer  y  costear  entre  todas  concurriendo  á 
los  costos  á  proporción  del  beneficio  que  deba  seguírselas; 
y  si  esto  no  pudiere  por  entonces  averiguarse,  concurrirán, 
entre  tanto  se  verifique,  por  iguales  partes,  arreglándose 
á  la  que  buenamente  pueda  costear  la  Mina  mas  pobre  ; 
y  si  esta  mejorase  de  fortuna,  se  arreglarán  dichas  partes 
á  la  que  pueda  costear  la  mas  pobre  de  las  otras  :  de  ma- 
nera que  no  cese  el  trabajo  del  Socavón,  y  que  todo  se.  tase, 
califique  y  arregle  por  la  Diputación  del  distrito,  y  ajuicio 
de  su  respectivo  Facultativo  de  Minas. 

4.  —  Si  algún  Particular  se  ofreciere  á  labrar  Socavón 
con  que  se  habilite  una  ó  muchas  Velas,  ó  las  Minas  abier- 
tas en  ellas  sin  embargo  de  no  ser  dueño  de  ninguna  en 
todo  ó  en  parte,  esto  no  obstante  se  le  admitirá  su  denun- 
cio en  debida  íorma,  é  inmediatamente  se  hará  saber  á  los 
Dueños  de  las  expresadas  Minas,  los  cuales  han  de  ser  pre- 
feridos siempre  que  se  obliguen  á  verificar  la  dicha  obra; 
pero  de  lo  contrario  se  le  deberá  adjudicar  al  Aventurero 
con  las  condiciones  siguientes. 

5.  —  Que  el  Socavón  ha  de  ser  verdaderamente  útil  y 
posible  á  juicio  del  Facultativo  de  Minas,  á  cuyo  cargo  ha 
de  ser  el  trazar  y  déterminai"  la  idea  de  la  obra,  y  dirigir 
su  ejecución  como  está  mandato. 

6.  '— •  Que  la  Contramina  se  ha  de  llevar,  en  cuanto  sea 
posible,  por  línea  recta,  y  por  la  mas  corta  distancia  de  la    . 
Veta  ó  Vetas  que  se  pretendieren  habilitar,  ó  por  el  hilo  y    • 
dirección  de  alguna  de  ellas. 

7.  —  Que  se  han  de  labrar  las  correspondientes  Lum- 
breras, ó  llevarse  unContracañon,  ó  algún  otro  arbitrio  su- 
ficiente para  mantener  siempre  en  la  obra  libre  ventilación 
y  desahogo  de  los  operarios. 

8.  —  Que  su  amplitud  ha  de  ser  la  que  determinare  el 
Facultativo  conforme  á  las  circunstancias  ;  pero  sin  que 
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pueda  pasar  ele  dos  varas  de  ancho,  y  tres  de  alio,  lleván- 
dose siempre  con  seguridad,  y  bien  ademado. 

9.  —  Que  si  el  Aventurero  encontrase  en  el  progreso  de 
su  obra  una  ó  muchas  Velas  nuevas,  ha  de  gozar  en  ellas 
el  derecho  de  Descubridor,  y  el  premio  que  en  estas  Orde- 
nanzas se  le  tiene  asignado  ;  pero  si  fuesen  Vetas  conoci- 
das, y  en  otros  trechos  abiertas,  le  concedo  ei  que  pueda 
adquirir  una  pertenencia  en  cada  una  de  ellas,  y  si  no  cu- 
piere, que  logre  la  demasía  hasta  encontrar  con  pertenen- 
cia ajena. 

10.  —  Que  si  la  obra  pasare  por  Minas  desamparadas, 
porel  mismo  hecho  se  haga  dueño  de  eliasel  Aventurero, 
y  pueda  denunciarlas  desde  luego  que  proyecte  la  obra  ; 
entendiéndose  estas  y  las  pertenencias  nuevas  amparadas 
por  el  entretanto  que  mantenga  el  trabajo- de  la  obra  en 
cnanto  ella  lo  permitiere.  Pero  declaro  que,  luego  que  esté 
concluida,  las  debe  amparar  con  separación,  bajo  la  pena 
de  perderlas  como  está  dispuesto. 

H.  —  Y  finalmente,  que  si  el  Socavón  pasase  por  Minas 
ocupadas,  y  fuere  por  el  hilo  de  la  Veta,  ha  de  corresponder 
al  Aventurero  la  mitad  de  los  metales  que  sacará  de  ella, 
y  la  otra  mitad  al  Dueño  de  la  pertenencia,  bien  que  los 
costos  han  de  ser  todos  por  cuenta  del  Aventurero  :  sin  que 
este  se  exceda  en  el  Socavón  de  las  medidas  prescriptas, 
ni  practique  otras  labores,  salvo  que  lo  consienta  el  dueño, 
on  cuyo  caso  deberán  ser  los  costos  de  cuenta  de  ambos 
por  mitad.  Pero  si  el  Socavón  pasare  atravesando  la  Veta 
podrá  el  Aventurero  abrir  labores  en  seguimiento  de  ella, 
partiendo  los  metales  y  los  costos  por  iguales  paries  entre 
los  dos  hasta  que  de  cualquiera  manera  se  barrene  con 
ellos  el  dueño  de  la  Mina;  y  si  el  Aventurero  no  le  avisare 
luego  que  descubriere  el  metal,  no  solo  perderá  la  opción 
á  la  mitad,  sino  que  deberá  restituir  todo  io  que  hubiere 
sacado  y  el  duplo  de  su  valor,  precediendo  ia  justificación 
del  fraude  y  malicia  según  el  orden  establecido  en  el 
Título  3." 

12.  —  Todo  ¡o  dispuesto  desde  el  Artículo  5  inclusive  de 
este  Título  ¡aspecto  de  los  Aventureros  se  ha  de  entender 
también,  en  cuanto  fuere  adaptable,  para  con  los  Dueños 
de  Minas  que  se  animaren  á  habilitar  las  suyas  y  las  aje- 
nas por  medio  de  Socavón  ó  Contramina  general/ya  sea  la- 
brándose entre  todos  ó  unos  sin  otros,  ó  ya  acompañados 
de  Aventureros,  observándose  puntualmente  en  cualquiera 
de  estos  casos  las  estipulaciones  en  que  se  convinieren  con 
tal  que  no  se  opongan  á  los  preceptos  y  fines  de  estas  Or- 
denanzas. 

43.  —  Los  Dueños  de  Minas  de  desagüe  cuya  situación 
no  permitiere  contraminarse  por  Socavón  han  de  labrarlas 
el  Pozo  general  y  seguido  que  en  Nueva-España  j laman 
Tiro,  y  sirve  para  extraer  por  Artes  ó  Máquinas  el  agua, 
el  metal  y  demás  materias  de  la  Mina  ;  el  cual  por  consi- 
guiente deberá  labrarse,  con  la  situación,  medidas  y  fortifi- 
caciones que  dictare  y  dispusiere  el  Facultativo  del  distrito. 
Y  se  encarga  á  las  Diputaciones  territoriales  tengan  acerca 
de  esto  muy  especial  cuidado  en  las  Visitas,  imponiendo  v 
agravando  las  penas  correspondientes  á  proporción  del 
cargo  que  resulte  justificado. 

14.  —  Por  cuanto  la  experiencia  ha  manifestado  la  ge- 
neral utilidad  de  dichas  obras,  como  también  la  omisión  y 
descuido  con  que  han  solido  dejarse  mas  altas  que  las  la- 
bores por  ahorrarse  el  costo  de  tal  faena,  que  después  se 
hace  mucho  mas  grave  y  costosa,  y,  si  falta  caudal  para 
ella,  forzoso  habilitar  las  labores  mas  profundas  con  desa- 
gües interiores,  subiendo  las  aguas  al  Tiro  por  medio  de 
Máquinas  movidas  por  hombres  con  poco  efecto  y  mucho 
gasto,  y  à  veces  con  unas  fatigas  intolerables  á  las  fuerzas 


nurnanas,  ordeno  y  mando'  que  lodos  los  Dueños  de  Minas 
de  desagüe  estén  obligados  á  llevar  siempre  el  fondo  ó  plan 
del  'Tiro  mas  profundo  que  las  labores  y  pozos  mas  bajos, 
de  forma  que  les  quede  bastante  macizo  para  su  progreso, 
y  en  el  Tiro  suficiente  caja  para  el  agua  :  cuya  observancia 
se  zelará  con  particular  cuidado  en  las  Visitas  por  las  Di- 
putaciones territoriales,  imponiendo  las  penas  como  se. 
dispone  en  el  Artículo  antecedente. 

15.  —  Si  algún  Dueño  de  Minas  de  desagüe  no  quisiere 
mantenerlo  en  ellas,  contentándose  con  trabajarlas  labores 
altas  adonde  no  llegue  la  inundación,  y  otro  le  denunciare 
la  Mina,  ó  Minas,  ofreciéndose  á  desaguar  y  habilitar  sus 
labores  profundas,  se  hará  inmediatamente  saber  al  po- 
seedor de  la  tal  Mina  para  que,  si  no  quisiere,  ó  no  pudiere 
establecer  el  desagüe  dentro  del  término  de  cuatro  meses, 
se  le  adjudique  al  Denunciador  afianzando  este  los  costos 
del  desagüe  según  tasación  de  Peritos,  y  á  satisfacción  de 
los  Diputados  del  distrito. 

16.  —  Si  el  Dueño  de  alguna  Mina  cuyas  labores  estén 
mas  bajas  que.  las  de  sus  vecinos,  ya  sea  por  su  situación 
ó  por  su  mayor  progreso,  fuere  gravado  en  los  costos  de 
su  desagüe  por  no  mantenerlo  aquellos,  ó  por  no  mantener 
todo  el  que  demandan  las  Minas  superiores,  y  comunicarse 
las  aguas  de  unas  á  otras,  ordeno  y  mando  que  los  Dueños 
de  las  Minas  mas  altas  mantengan  todo  el  desagüe  que 
ellas  necesitaren,  ó,  en  su  defecto,  paguen  respectivamente 
á  los  Dueños  de  las  Minas  mas  bajas  en  plata,  ó  reales  efec- 
tivos, el  perjuicio  que  les  hicieren,  tasado  por  Peritos,  ave- 
riguando estos  previamente  ei  caso,  y  haciendo  la  expe- 
riencia con  la  mayor  exactitud  posible. 

17.  —  A  todos  los  que  se  aventuraren  á  costear  el  de- 
sagüe y  habilitación  de  muchas  Minas  labrando  Tiros  gene- 
rales ú  otras  obras,  y  haciendo  construir  y  manteniendo 
Máquinas  costosas  por  no  ser  posible  el  Socavón,  les  con- 
cedo que  se  hagan  dueños  de  todas  las  Minas  y  pertenen- 
cias desamparadas  que  efectivamente  habilitaren,  ¡iunqu! 
estén  seguidas  sobre  una  propia  Vela  ;  y  mando  que  por  el 
Virey,  á  proposición  del  Real  Tribunal  General  de  Méjico, 
se  les  dispensen  todos  los  privilegios,  exenciones  y  auxilios 
que  fuere  de  otorgar.  Pero  declaro  que  los  Dueños  de  Mi- 
nas ocupadas,  y  que  por  las  tales  obras  resultaren  de  alguna 
manera  beneficiadas,  solo  han  de  estar  obligados  á  contri- 
buir á  aquellos  á  proporción  del  beneficio  que  sus  Minas 
reciban,  tasado  por  Peritos  con  intervención  de  los  Dipu- 
tados del  distrito. 


TITULO  UNDÉCIMO. 


DE  LAS  MINAS    DE    COMPAÑÍA. 

4.  —  Por  cuanto  muchas  Minas  se  trabajan  por  varir^ 
Mineros  unidos  tratando  de  Compañía  desde  que  las  dé*, 
nuncian,  ó  contrayéndola  posteriormente  en  diferentes  ma- 
neras, siendo  esto  de  grande  provecho  y  utilidad  al  laborío 
de  ellas,  pues  es  mas  fácil  que  se  determinen  á  él  entre 
muchos  concurriendo  cada  uno  con  parte  de  su  caudal,  ó 
porque  no  siendo  suficiente  el  de  uno  solo  para  grandes 
empresas  puede  serlo  el  de  todos  los  compañeros,  quiero  y 
mando  que  se  procuren,  promuevan  y  protejan  semejantes 
Compañías  particulares  y  generales  por  todos  los  términos 
convenientes,  concediendo  mi  Virey  á  los  que  las  formaren - 
todas  las  gracias,  auxilios  y  exenciones  que  fueren  de  con- 
ceder á  juicio  y  discreción  del  Real  Tribunal  de  Minería,  y 
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sin  detrimento  del  interés  del  Público  y  de  mi  Real 
Erario. 

2.  —  Aunque  por  estas  Ordenanzas  prohibo  á  un  Minero 
particular,  y  que  1raba¡e  en  términos  regulares,  el  que 
pueda  denunciar  dos  Minas  seguidas  sobre  una  propia 
Veta;  esto  no  obstante,  concedo  á  los  que  trabajaren  en 
Compañía,  aunque  no  sean  descubridores,  y  sin  perjuicio 
dei  derecho  que  por  este  título  deban  tener  en  caso  de  que 
lo  sean,  el  que.  puedan  denunciar  cuatro  pertenencias  nue- 
vas, ó  Minas  trabajadas  y  desamparadas,  aun  cuando  este'n 
contiguas  y  por  un  mismo  rumbo. 

3.  —  El  estilo  acostumbrado  en  Nueva-España  de  en- 
tender imaginariamente  dividida  una  Mina  en  veinte  y 
cuatro  partes  iguales,  que  llaman  Barras  subdividiendo 
también  cada  una  de  ellas  en  las  partes  menores  conve- 
nientes, se  ba  de  continuar  y  observar  sin  novedad  como 
hasta  aquí. 

4.  —  Por  consiguiente  ninguno  de  los  Compañeros  podrá 
pretender  ni  tener  derecho  à  trabajar  la  labor  A  ó  una 
parte  determinada  de  la  Mina,  y  que  el  otro  trabaje  la  la- 
bor B,  ni  poniendo  cada  uno  un  determinado  número  de 
operarios,  sino  que  se  ha  de  trabajar  en  común  todo  lo  que 
permitiere  la  Mina,  y  hacerse  la  division  de  los  costos  por 

.  la  suma  de  ellos  repartida  proporcionalmente  á  todos  los 
Compañeros,  y  lo  mismo  de  los  frutos  en  los  metales  de 
toda  especie  y  calidad,  bien  sea  en  bruto,  ó  después  de  be- 
neficiado en  común  si  así  se  convinieren. 

5.  —  Para  evitar  las  discordias  y  diferencias  que  de  or- 
dinario acontecen  en  las  Minas  de  compañía  sobre  la  deter- 
minación de  las  obras,  solicitud  de  avíos,  administración, 
y  otros  puntos  conducentes  á  su  laborío,  ordeno  y  mando 
que  todas  las  providencias  que  se  hubieren  de  dar  se  deli- 
beren á  pluralidad  de  votos  con  intervención  de  uno  de  ios 
Diputados  del  distrito,  que  procurará  siempre  reducirlos  á 
buena  concordia. 

6.  —  Loe  votos  deberán  valer  y  numerarse  según  las 
barras  que  poseyere  en  la  Mina  cada  Compañero;  de 
suerte  que  si  uno  ó  muchos  fueren  dueños  de  sola  una 
barra,  solo  tendrán  un  voto,  y  el  que  tuviere  dos  valdrá 
su  voto  por  dos,  y  así  de  los  demás  ;  pero  si  uno  solo 
fuere  dueño  de  doce  ó  mas  barras,  su  voto  valdrá 
siempre  por  uno  menos  de  la  mitad- 

7.  —  En  todos  los  casos  en  que  por  igualdad  de  votos, 
ó  por  cualquiera  otra  causa,  hubiere  discordia,  la  deberá 
decidir  el  Diputado  de  Minería  que  presidiere  la  Junta, 
como  va  mandado,  al  cual  encargo  que  atienda  siempre  á 
lo  mas  justo,  y  al  común  interés  de  todos  los  Compañeros. 

8.  —  Si  estándose  trabajando  una  Mina  resultare  que 
no  produce  utilidades,  ó  que  no  cubre  por  entonces  los 
costos  en  todo,  ó  en  parte,  y  alguno  de  los  Compañeros 
no  quisiere  concurrir  con  la  que  de  ellos  le  tocare,  en  este 

.caso  los  otros  darán  aviso  á  Ja  Diputación  respectiva  para 
que  se  anote  el  dia  en  que  dejó  de  contribuir;  y  si  Jo  hi- 
ciere en  cuatro  meses  continuos,  declaro  que  por  el  mis- 
mo hecho,  y  desde  el  dia  en  que  hubiese  dejado  de  con- 
tribuir, quede  desierta  Ja  parte  que  de  la  Mina  poseyere,  y 
se  acrezca  proporcionalmente  à  los  que  contribuyeren,  sin 
necesidad  de  denunciarla  ;  pero  si  antes  de  cumplirse  ios 
cuatro  meses  concurriese  á  los  costos,  será  admitido,  con 
|  tal  que  pague  á  satisfacción  de  los  Interesados  lo  que  de- 
'    biere  como  causado  en  el  tiempo  que  dejó  de  contribuir. 

9.  —  Si  estando  la  Mina  en  frutos  alguno  de  los  Com- 
pañeros no  quisiere  concurrir  á  los  costos  de  las  faenas 
muertas  (deliberadas  con  la  formalidad  que  va  prefinida) 
por  consumirse  en  ellas  una  parte,  ó  todo  lo  que  la  Mina 
produce,  podrán  los  demás  Compañeros  retenerle    inver- 


tir en  este  destino  una  parte,  6  todos  los  metales  que  le 
correspondieren. 

10.  —  Si  se  trabajaren  una  ó  muchas  Minas  entre  dos 
Compañeros,  y  quisieren  dividir  la  Compañía  por  desave- 
nencia, ó  por  otro  cualquiera  motivo,  no  por  esto  han  de 
estar  precisa  y  recíprocamente  obligados  á  comprarse  ó  á 
venderse  el  uno  al  otro  su  respectiva  parte,  sino  que  cada 
uno  de  los  dos  ha  de  quedar  en  libertad  de  venderla  á 
cualquiera  tercero,  con  solo  el  derecho  en  el  compañero 
de  ser  preferido  por  el  tanto. 

11.  —  No  se  ha  de  entender  dividida  la  Compañía  de 
Minas  por  muerte  de  alguno  de  los  Compañeros,  antes 
de  quedar  obligados  Jos  herederos  á  seguir  en  ella;  pero 
con  el  libre  arbitrio  de  vender  su  parte  en  la  forma  preve- 
nida en  el  Artículo  antecedente. 

12.  —  Si  se  vendiese  una  parte  de  Mina,  ó  una  Mina 
entera,  estimada  y  avaluada  por  Peritos  según  el  estado 
que  entonces  tenga,  y  después  produjere  grandes  rique- 
zas, declaro  que  no  por  ello  se  ha  de  poder  rescindir  la 
venta  alegándose  Ja  lesión  enorme  ó  enormísima,  ó  res- 
titución in  inlegrum  de  Menor,  ú  otro  semejante  privi- 
legio. 


TITULO  DUODÉCIMO. 

1    DE   LOS  OPERARIOS   DE   MINAS,    T  DE    HACIENDAS  Ó 
INGENIOS   DE   BENEFICIOS. 

Art.  1 .  —  Porque  es  tan  notorio  como  constante  que 
los  Operarios  de  las  Minas  son  una  gente  miserable  y  útil  al 
Estado,  y  que  conviene  conservarlos,  y  pagarles  sus  duros 
trabajos  conforme  á  justicia  y  equidad,  quiero  y  mando 
que  ningún  Dueño  de  Minas  se  atreva,  por  título  ni  mo- 
tivo alguno,  á  alterar  los  Jornales  establecidos  por  cos- 
tumbre legítima  y  bien  recibida  en  cada  Real  de  Minas, 
sino  que  esta  se  observe  inviolablemente  así  respecto  de 
los  Operarios  de  Jas  Minas,  como  de  los  que  trabajan  en  las 
Haciendas  ó  Ingenios  de  beneficio,  bajo  la  pena  de  que  ha- 
brán de  pagarles  el  duplo  si  alguna  vez  Jes  disminuyeren 
los  enunciados  jornales;  y  los  Operarios  han  de  ser  obli- 
gados á  trabajar  por  los  que  estuviesen  establecidos. 

2.  —  Los  Operarios  de  Minas  se  han  de  escribir  por  sus 
propios  nombres,  rayarse  cada  vez  que  salgan  de  su  tra- 
bajo con  líneas  claras  y  distinguidas,  de  forma  que  ellos 
mismos  la  vean  y  conozcan,  aunque  no  sepan  leer  :  todo 
en  los  propios  términos  que  se  acostumbra  en  Nueva-Es- 
paña. 

3.  —  Las  memorias  de  los  Jornales  se  han  de  pagar 
semanalmente  à  cada  Operario  conforme  á  sus  Rayas,  y 
con  la  mayor  puntualidad  en  tabla  y  mano  propia,  y  en 
moneda  corriente,  ó  en  plata  ú  oro  en  pasta  y  de  buena 
ley  si  no  hubiere  moneda,  ó  con  parle  del  mismo  metal  que 
sacaren,  si  así  se  hubieren  convenido.  Y  prohibo  estrecha- 
mente que  de  ninguna  manera  se  les  pueda  precisar  ni 
precise  á  recibir  efectos  de  mercadería,  ropas,  frutos  ni 
comidas. 

4.  —  Al  tiempo  de  pagarles  sus  Rayas  no  se  les  ba  de 
obligar  á  satisfacer  sus  deudas  y  dependencias,  aunque 
sean  privilegiadas,  no  habiendo  orden  de  la  Justicia  á  ex- 
cepción de  aquellas  que  hubieren  contraído  con  el  Dueño 
de  la  Mina  á  pagar  con  su  trabajo;  y,  aun  para  estas,  solo 
se  les  ha  de  poder  retener  y  quitar  la  cuarta  parte  de  Jo 
que  importaren  sus  rayas, 

5.  —  Prohibo  el  que  á  los  Operarios  se  les  pidan  Li- 
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mosnas,  Demandas,  Cornadillos  de  Cofradías  ni  cosas 
semejantes,  basta  que  hayan  recibido  lo  suyo,  y,  verifi- 
cado esto,  quieran  voluntariamente  darlas. 

6.  —  Donde  se  pagaren  los  Operarios  á  ración  semana- 
ria y  salario  mensual  se  les  satisfarán  las  raciones  en 
buena  y  sana  carne,  trigo,  maiz,  pinole,  sal,  chile  y  lo 
demás  que  fuere  costumbre,  con  pesas  y  medidas  exactas 
y  señaladas  :  sobre  lo  cual  se  tendrá  muy  particular  cui- 
dado en  las  Visitas. 

7.— Cada  Operario  ó  Sirviente  de  Minas  de  los  enunciados 
en  el  Artículo  anterior  ha  de  tener  en  su  poder  un  Papel  en 
que  se  le  asienten  las  partidas  de  sus  salarios  mensuales 
devengados,  y  las  que  hubieren  recibidos  anticipadas, 
escrito  todo  de  letra  del  Rayador  ó  Pagador  de  la  Mina  ó 
Hacienda,  y  notados  los  pesos  y  reales  con  círculos  y  lí- 
neas, y  sus  mitades;  de  modo  que  cada  Operario  pueda 
entender  y  ajustai-  sü  cuenta,  y  tener  en  su  poder  cons- 
tancia de  ella. 

8.  —  Los  Tequios  ó  Tareas  de  los  Operarios  se  han  de 
asignar  por  el  Capitán  de  Barras  con  atención  á  la  dureza 
ó  blandura,  amplitud,  escasez  y  demás  circunstansias  de 
la  labor,  procediéndose  con  la  mayor  justificación  y  equi- 
dad en  la  moderación  de  dichos  Tequios,  en  la  buena  paga 
de  los  Destajos,  y  en  su  aumento  porque  hayan  variado 
las  circunstancias  ;  y  en  caso  de  que  por  alguna  de  las  dos 
Partes  se  reclame  de  perjuicio  en  el  particular,  la  respec- 
tiva Diputación  de  Minería  procederá  á  deshacer  cual- 
quiera agravio  en  juicio  verbal,  ó  en  justicia  brevemente 
si  no  se  verificase  el  componerlos  :  todo  en  la  forma  que 
se  prescribe  en  el  Título  3  de  estas  Ordenanzas. 

9.  —  Es  asimismo  mi  Real  voluntad  que  á  los  Indios  de 
repartimiento  no  se  les  puedan  hacer  suplementos  res- 
pecto de  que,  luego  que  concluyan  el  tiempo  de  las  Tandas, 
deben  regresarse  á  sus  Pueblos  y  habitaciones,  y  subro- 
garles otros,  como  se  halle  provenido  por  las  Leyes;  y 
que  á  los  Indios  sueltos  solo  se  les  pueda  suplir  hasta 
cinco  pesos  con  arreglo  á  un  Auto  acordado  dé  mi  Real 
Audiencia  de  Méjico  :  bien  que,  en  caso  de  alguna  cono- 
cida urgencia,  como  para  efectuar  sus  Matrimonios,  ó 
dar  sepultura  á  sus  Mujeres  ó  Hijos,  permito  que,  acredi- 
tándolo al  Dueño  de  la  Mina,  Administrador  ó  Mandón 
con  Certificación  del  Párroco,  se  les  pueda  ministrar 
aquello  que  necesiten. 

40.  —  Tanto  á  los  Dueños  de  Minas  como  á  los  Opera- 
rios les  será  enteramente  libre  el  convenirse  entre  sí  á 
trabajar  en  ellos  á  Partido,  sirt  el,  ó  á  Salario  y  Partido. 
Supuesta  esta  recíproca  libertad,  cuando  no  se  trabaje  en 
la  Mina  à  solo  Partido  deberá  su  Dueño  ó  Administrador 
pagar  á  los  Operarios  por  razón  de  jornal  ó  salario  aquella 
cantidad  que  correspondiese  en  observancia  de  lo  dispuesto 
por  el  Articulo  1 .°  de  este  Título  ;  y  si,  trabajando  á  solo 
jornal,  algún  Barretero,  cumplida  su  Tarea  ó  Tequio,  con- 
tinuase voluntariamente  por  todo  ó  parle  del  tiempo  que 
le  restase  del  de  la  Tanda  sacando  metal,  el  dueño  de  la 
Mina  no  estará  obligado  á  mas  que  á  pagarle  también  en 
reales,  y  al  respecto  del  jornal  de  la  Tarea,  todo  el  que 
sacare  de  mas  de  ella.  Pero  si  para  adelantar  ó  estimular 
el  trabajo  de  los  Operarios  pactare  con  ellos  el  Dueño  ó 
Administrador  de  la  Mina  pagarles  á  un  tanto  el  Costal  ó 
Tenate  de  metal  que  sacaren  fuero  del  Tequio,  ó  con  una 
parte  del  mismo  metal,  se  guardarán  en  este  caso,  como 
en  el  de  cualquiera  otro  ajuste  ó  concierto,  los  pactos  en 
que  unos  y  otros  se  hubieren  convenido  entre  tanto  que 
no  varíen  notablemente  las  circunstancias  á  juicio  de  los 
respectivos  Diputados  de  Minería:  y  si  estos  discordaren, 
decidirá  el  Sustituto  á  quien  corresponda  por  la  regla  que 


va  dada.  Mas  si  en  cuanto  al  convenio  de  los  términos  en 
que  los  Operarios  hayan  de  trabajar  en  la  Mina  ocurriese 
entre  estos  y  el  Dueño  ó  Mayordomo  de  ella  desavenencia 
que  prepare  perjuicio  á  su  laborío  y  progre-o,  y  consi- 
guientemente al  Estado,  y  en  su  razón  reclamase  alguna 
de  las  Partes,  decidirá  la  propia  Diputación,  y  en  su  caso 
el  dicho  Sustituto,  con  arreglo  á  la  práctica  que  estuviere 
establecida  en  la  misma  Mina  de  que  se  trate,  y  siendo 
nueva,  en  el  Real  de  su  pertenencia. 

11.  —  El  metal  de  los  Tequios  y  Partidos  se  ha  de  re- 
cibir y  calificar  por  el  Rayador  ó  Velador,  ú  otro  Sir- 
viente que  el  Dueño  de  la  Mina  destine  para  ello;  y  si 
este  hallase  que  el  metal  del  Partido  de  algún  Barretero 
es  mejor  y  mas  limpio  que  el  de  su  Tarea  ó  Tequio, 
se  mezclarán  uno  y  otro  á  presencia  del  mismo  Operario 
interesado,  y  se  revolverán  á  su  satisfacción  para  que, 
por  el  lado  que  él  eligiere  y  quisiere  del  montón  redondo 
que  resulte  de  dicha  mezcla,  se  llenen  otros  tantos  costales, 
sacas,  ó  medidas  como  hubiesen  sido  las  del  montón 
redondo  que  resulte  de  dicha  mezcla,  se  llenen  otros  lau- 
tos costales,  sacas  ó  medidas  como  hubiesen  sido  las  del 
Partido:  con  prevención  de  que  el  Dueño  de  la  Mina,  su 
Mayordomo,  Mandones  ni  otros  Sirvientes,  no  podrán  con 
ningún  pretexto  impedirá  los  enunciados  Barreteros  inte- 
resados que  presencien  toda  la  mencionada  operación,  ni 
hacer  que  los  dichos  costales,  ó  sacas  se  llenen  de  los  me- 
tales mezclados  por  otro  lado  del  montón  que  aquel  que 
ellos  eligieren. 

12.  —  El  Velador  podrá  reconocer  á  todos  los  que  en- 
traren y  salieren  de  las  Minas,  examinando  con  el  mayor 
cuidado  si  entran  ebrios,  ó  si  llevan  bebidas  con  que  em- 
briagarse ;  y  asimismo  podía  registrar  todo  lo  que  entrare 
y  saliere  por  la  Mina  con  titulo  de  almuerzos,  comidas  y 
demás  ;  y  si  cogiere  algún  hurto  de  metal,  herramienta, 
pólvora  ó  cosa  semejante,  podrá  preventivamente  prender 
al  Ladrón,  engrillarle  y  asegurarle,  y,  hecho,  dar  cuenta 
á  ía  Diputación  territorial  para  que,  Con  arreglo  á  lo  dis- 
puesto por  el  Título  3  de  estas  Ordenanzas  en  lo  tocante  á 
las  causas  criminales,  proceda  según  corresponda. 

13.  —  Los  Ociosos  6  Vagamundos  de  cualquiera  casta 
ó  condición  que  se  encontraren  en  los  Reales  de  Minas  y 
Lugares  de  su  contorno  han  de  poder  ser  apremiados  y 
obligados  á  trabajar  en  ellas,  como  asimismo  los  Opera- 
rios que  por  mera  ociosidad  se  separaren  de  hacerlo  sin 
ocuparse  en  otro  ejercicio  :  á  cuyo  fin  los  Dueños  de  Minas 
podrán  tener  Recogedores  con  licencia  de  la  Justicia  y  de 
la  Diputación  territorial  de  Minería,  como  se  acostumbra; 
pero  entendiéndose  que  no  han  dé  poder  ser  comprendi- 
dos para  tal  destino  ningún  Español,  ni  Mestizo  de  Espa- 
ñol, respecto  de  estar  estos  reputados  por  tales  Españoles, 
hallarse  unos  y  otros  exentos  por  las  Leyes,  y  que,  aun 
cuando  por  su  ociosidad  ó  delitos  se  les  hubiese  de  corre- 
gir, deberán  aplicárseles  otras  penas  por  su  Juez  propio  se- 
gún corresponda  á  sus  excesos. 

14.  —  En  la  distribución  y  repartimiento  de  los  Indios 
de  los  Pueblos  cercanos  álos  Reales  de  Minas,  que  llaman 
de  Quatequil  ó  dé  Mita  en  las  Haciendas  de  beneficio  de 
melaleSj  se  observarán  los  Despachos  y  providencias  su- 
periores ganadas  en  diferentes  tiempos  por  los  Dueños  de 
dichas  Haciendas  en  las  que  se  hallaren  en  corriente,  y  lo 
hubieren  conservado  con  continuación  ;  pero  en  cuanto  á 
las  desiertas  y  abandonadas  cuyo  repart¡mí(.nlo  haya  sido 
ocupado  por  otras  de  nuevo  establecidas,  se  les  mantendrá 
á  estas  en  la  posesión  en  que  se  hallaren,  y  aquellas  solo 
podrán ,  en  el  caso  de  su  restablecimiento,  reclamar  el 
Quatequil  de  los  Pueblos  que  antes  era  suyo  y  no  estu- 
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■viere  de  nuevo  ocupado,  observándose  lo  mismo  en  lo  res- 
pectivo á  las  Cuadrillas  de  Minas  y  Haciendas;  pero  ni  para 
las  unas  ni  para  las  otras  se  ha  de  poder  exceder  en  la  di- 
cha distribución  y  repartimiento  de  Indios  de  Cuatequil  ó 
Mita  del  cuatro  por  ciento,  conforme  á  la  práctica  seguida 
en  Nueva-España.  Y  á  fin  de  que  se  templen  las  Mitas 
cuanto  fuere  posible  en  beneficio  de  los  Indios,  ordeno  y 
mamlo  que,  en  ejecución  y  cumplimiento  de  la  ley  1,  tí- 
tulo 15  del  libro  6,  y  de  la  4  del  propio  título,  libro  7,  se 
puedan  apremiar  y  obligar  al  trabajo  de  la  labor  de  las 
Minas  á  los  Negros  y  Mulatos  libres  que  anden  vagos,  y  á 
los  Mestizos  de  segundo  orden  que  no  tuvieren  oficios; y 
que  á  aquellos  que  por  delitos  fuesen  condenados  á  algún 
servicio,  no  siendo  de  los  exceptuados  por  el  Artículo  an- 
tecedente, se  les  pueda  deslinar  al  del  laborío  de  las  Minas 
con  tal  que  los  quieran  admitir  los  Dueños  de  ellas,  pues 
en  esta  parte  han  de  quedar  en  entera  libertad  de  hacerlo, 
ó  no,  según  la  mayor  ó  menor  facilidad  de  custodiarlos 
durante  los  intervalos  del  trabajo. 

15.  —  Las  Cuadrillas  de  las  Haciendas  abandonadas  no 
se  podrán  erigir  fácilmente  en  Pueblos  aunque  fabri- 
quen Capilla  y  pongan  Campanario,  respecto  de  que,  apro- 
piándose por  este  medio  la  tierra  y  agua  de  la  Hacienda 
para  cuyo  destino  era  el  Sitio  á  propósito,  dificultan,  y 
aun  imposibilitan  su  restablecimiento;  y,  á  fin  de  preca- 
verlo, quiero  y  mando  que  vivan  en  ellas  siempre  atentos 
à  que  el  Sitio  será  perpetuamente  denunciable,  y  á'que, 
en  caso  de  restablecerse  en  él  la  tal  Hacienda,  han  de  vol- 
ver á  ser  vecinos  de  Cuadrilla,  y  á  vivir  á  merced  del 
Dueño  de  ella. 

16.  —  Los  Operarios  reducidos  á  Cuadrillas  de  Minas  ó 
Haciendas  serán  oblige  dos  á  trabajar  con  preferencia  donde 
estuvieren  acuadrillados,  y  solo  podrán  hacerlo  en  otra 
parte  con  consentimiento  del  Dueño  de  la  Cuadrilla,  ó 
cuando  este  no  tenga  en  que  ocuparlos. 

17.  —  Acreditado  por  la  experiencia  que  en  las  Minas 
que  se  hallan  en  obras  y  faenas  muertas  faltan  regular- 
mente los  Operarios  porque  lodos  concurren  á  las  que  es- 
tán en  saca  de  metales,  mayormente  si  sus  Dueños  les 
conceden  Partido,  interrumpiéndose,  y  aun  imposibilitán- 
dose así  la  habilitación  de  las  otras  Minas  :  Para  su  reme- 
dio ordeno  y  mando  que  las  Diputaciones  territoriales 
hagan  que  los  Operarios  vagos,  y  no  acuadrillados,  se  re- 
partan de  tal  manera  que,  distribuyéndose  alternativa  y 
sucesivamente  en  unas  y  en  otras,  ni  dejen  de  disfrutar  de 
la  utilidad  de  las  que  están  en  bonanza,  ni  de  acudir  al 
trabajo  de  Lis  demás.  Y  con  el  mismo  objeto  es  mi  Sobe- 
rana voluntad,  que  ningún  Operario  que  saliere,  de  una 
Mina  para  trabajar  en  otra  pueda  ser  admitido  por  el  DueDo 
de  ella  sin  llevar  atestación  de  bien  servido  del  Amo  que 
dejó  ó  de  su  Administrador,  pena  de  que  así  el  tal  Dueño 
de  Mina  que  le  admita,  como  el  Operario,  serán  castigados 
á  proporción  de  la  malicia  con  que  respectivamente  pro- 
cedan ;  cuya  observancia  se  zelarámuy  estrechamente  por 
las  mismas  Diputaciones  territoriales  como  que  las  com- 
pete su  conocimiento. 

18.  —  Los  Operarios  de  Minas  que  por  haber  contraído 
deuda  en  alguna  de  ellas  pasasen  á  trabajar  y  rayarse  en 
otra,  han  de  ser  obligados  á  volver  á  la  primera,  y  á  pa- 
gar en  ella  con  su  trabajo  la  tal  deuda  según  y  como  queda 
proscripto  por  el  Artículo  4  de  este  Título,  salvo  que  el 
Acreedor  se  contente  con  que  le  redima  la  dependencia  el 
Dueño  de  la  otra  Mina. 

19.  —  Los  Hurtos  de  los  Operarios  de  Minas  ó  Hacien- 
das, aunque  sean  de  Piedras  metálicas,  Herramienta,  Pól- 
vora ó  Azogue,  deberán  ser  castigados  regulándose  las 


penas  conforme  á  las  circunstancias  y  gravedad  de  los  mis- 
mos delitos,  y  á  la  reincidencia  en  ellos,  caso  de  verifi- 
carse, imponiendo  las  que  correspondan  conforme  á  dere- 
cho y  midiendo  el  castigo  de  los  excesos  que  cometieren 
los  Indios  según  el  daño  que  originen,  y  la  malicia  con  que 
procedan  ;  arreglándose  los  respectivos  Jueces  en  el  cono- 
cimiento de  estas  causas  según  el  que  en  sus  casos  les 
concedo  y  declaro  por  el  Tílulo  3  de  estas  Ordenanzas. 

20.  —  A  los  Operarios  que,  por  delitos  leves,  ó  por  deu- 
das ú  otras  causas,  suelen  mantenerse  en  las  Cárceles 
mucho  tiempo  consumiéndose,  y  haciendo  falta  á  sus  fa- 
milias y  á  las  mismas  Minas,  se  les  podrá  poner  á  trabajar 
en  ellas  removiéndolos  de  las  prisiones,  con  tal  que  en  la 
Mina  ó  Hacienda  á  que  se  les  destine  se  mantengan  presos 
y  asegurados  durante  los  intervalos  del  trabajo,  á  fin  de 
que  por  este  medio  consigan  que,  separada  para  su  propia 
subsistencia  y  la  de  sus  familias  una  parte  de  lo  que  ga- 
naren, se  junte  lo  demás  para  pagar  sus  deudas,  verificar 
sus  matrimonios,  ó  para  penas  pecuniarias  en  satisfacción 
de  parte  agraviada,  llevando  de  todo  ello,  y  separada- 
mente, clara  cuenta  y  razón  el  Dueño  ó  Administrador  de 
la  Mina  ó  Hacienda. 

21.  —  Si  algún  Barretero  ú  olro  Operario  ó  Sirviente  de 
Minas,  extraviase  la  labor  dejando  respaldado  el  metal,  ó 
lo  ocultare  de  otra  manera  maliciosamente,  se  procederá  á 
su  castigo  en  los  mismos  términos  que  se  prescriben  en  el 
ArtícuH9  de  este  Título. 


TITULO  DÉCIMO  TERCERO. 

DEL    SURTIMIENTO  DE  AGUAS    Y  PROVISIONES   DE  LAS 
MINERÍAS. 

i. — Mereciendo  la  primera  atención  el  Agua  para 
beber  en  los  Reales  y  Asientos  de  Minas,  ordeno  y  man- 
do que  se  cuide  muy  particularmente  de  su  conducción  á 
ellos,  de  la  conservación  de  su  origen,  de  la  permanencia 
y  limpieza  de  sus  conductos,  y  de  que  no  se  use  de  la  in- 
ficionada con  partículas  minerales. 

2.  —  Prohibo  con  el  mayor  rigor  que  de  los  desagües 
de  las  Minas  y  de  los  lavaderos  de  las  Haciendas  y  Fundi- 
ciones, se  echen  las  aguas  á  Arroyos  ó  Acueductos  que  las 
lleven  á  la  Población;  y  mando  que  se  hayan  de  pasar 
por  canales,  ó  se  extravien  de  otra  manera. 

3.  —  Quiero  y  ordeno  que  en  el  inmediato  contorno 
de  los  Reales  de  Minas  haya  suficientes  Ejidos  y  Aguajes 
para  pastar  las  Bestias  que  mueven  las  Máquinas  nece- 
sarias para  el  beneficio  de  los  metales,  ó  que  sirven  para 
su  acarreo  y  el  de  las  demás  cosas  necesarias  y  servicio 
de  los  Mineros,  y  que  sean  comunes,  sin  que  de  manera 
alguna  puedan  venderlos  á  ningún  Particular,  Iglesia  ni 
Comunidad  religiosa.  Y  declaro  que  si  alguna  de  estas  ó 
de  aquellos  estuvieren  al  presente  introducidos  en  los  tales 
terrenos,  se  les  retire  de  ellos,  pagándoseles,  si  los  po- 
seyeren lngítimanente,  por  tasación  de  Peritos  de  ambas 
partes,  y  de  tercero  en  discordia;  pero  con  la  calidad  pre- 
cisa de  que  las  ventas  de  los  indicados  terrenos  han  de 
entenderse  y  recaer  en  solo  aquellos  que  conforme  á  las 
Leyes  se  puedan  conceder,  y  con  proporción  al  que  se 
necesite  para  el  expresado  fin,  y  no  en  mas,  á  menos 
que  los  dueños  voluntariamente  quieran  vender  el  exceso 
que  se  verifique. 

4.  —  También  podrán  libremente  llevarse  y  pasar  las 
mencionadas  Bestias  por  todos  los  Campos,  Prados  y  Eji- 
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dos  públicos  y  comunes  de  oíros  reales  de  Minas ,  ó  de 
Lugares  que  no  las  tengan,  sin  pagar  por  esto  cosa  alguna 
aunque  sus  dueños  no  sean  vecinos  de  aquel  territorio, 
gozando  de  igual  exención  de  contribuir  en  los  de  Parti- 
culares si  no  fuere  costumbre  el  que  paguen  los  demás 
Arrieros  y  Pasajeros  ;  pero  donde  esté  en  práctica  elha- 
cerlo  deberán  pagar  solamente  lo  que  fuere  justo  y  acos- 
tumbrado. Y  declaro  que  los  que  anduvieren  á  buscar  y 
catar  Minas  puedan  llevar  cada  uno  una  Bestia  de  silla  y 
otra  de  carga,  sin  pagar  el  Pasto  sea  en  Lugares  comunes 
ó  de  particulares,  y  haya,  ó  no,  costumbre  de  satisfacerlo; 
pero,  para  que  no  se  haga  odiosa  esta  exención,  se  cuidará 
muy  particularmente  de  que  no  haya  exceso,  pues  en  el 
caso  de  haberle  con  perjuicio  de  tercero  se  ha  de  poder 
reclamar  ante  la  Justicia  Real  respectiva  para  el  condigno 
remedio. 

5.  —  A  fin  de  contener  la  exorbitante  subida  en  los  pre- 
cios de  los  víveres  y  ropas  en  los  Reales  de  Minas  cuando 
estas  se  ponen  en  bonanza,  y  de  que  sean  equitativamente 
arreglados  alas  circunstancias  que  deban  influir  en  ellos, 
cuidarán  las  Diputaciones  territoriales  de  representar  lo 
conveniente  á  las  Justicias  del  distrito,  según  se  dispone 
en  el  Artículo  35  del  Título  3  de  estas  Ordenanzas,  como 
también  para  que  se  corten  y  castiguen  los  monopolios, 
mohatras,  usuras,  y  cualesquiera  pactos  fraudulentos, 
inicuos  ó  paliados  que  se  adviertan. 

6.  — Ha  de  ser  libre  á  todas,  y  cualquiera  persona  el 
llevar  á  las  Minas  Maiz,  Trigo,  Cebada,  y  cualesquiera 
otros  mantenimientos  y  demás  cosas  necesarias,  como 
Carbon,  Leña,  Sebo,  Cueros,  etc.,  y  mucho  mas  si  fueren 
enviados  á  traerlas  de  cuenta  de  los  mismos  Mineros;  y 
para  ello  les  concedo  el  que  puedan  sacar  y  llevar  dichos 
víveres  y  efectos  de  todas  las  Ciudades,  Villas  y  Lugares, 
Haciendas  y  Ranchos,  aunque  sean  de  otros  territorios, 
Provincias  ó  Gobiernos,  con  tal  que  en  algún  caso  no  haya 
justo  y  calificado  motivo  que  lo  impida  :  en  cuya  forma 
ordeno  á  los  Gobernadores  y  Justicias  de  los  Lugares  no 
les  pongan  embarazo  ni  impedimento  alguno,  ni  permitan 
que  con  este  motivo  se  les  encarezcan  dichas  cosas,  antes 
sí  por  el  contrario  los  ayuden  y  favorezcan  para  que  las 
Minas,  y  personas  empleadas  en  ellas,  estén  siempre  pro- 
vistas y  abastecidas  de  lo  necesario. 

En  conseqnencia  de  le  acordado  en  Junta  de  Real  Hacienda, 
celebrada  en  27  de  enero  último,  prevengo  á  V.  S.  disponga  y 
proporcione  que  en  todos  los  Reales  de  Minas,  se  tomen  por  los 
Diputados  y  Electores  las  providencias  correspondientes,  para  ha- 
cer en  todos  los  años  y  en  tiempos  oportunos,  las  provisiones  ne- 
cesarias de  sal,  comprándola  al  efecto  de  los  Administradores  y 
los  particulares,  de  primera  mano,  en  almacenes,  salinas,  y  cos- 
tas con  el  objeto  del  mayor  beneficio,  auxilio  de  la  comunidad, 
y  socorro  de  los  mineros  pobres,  en  el  concepto  de  que  por  to- 
dos se  les  atenderá  y  franqueará  con  preferencia,  ocurriendo  an- 
ticipadamente, pues  por  este  superior  Gobierno  asi  se  prevendrá 
á  los  Ministros  Keales  y  expendedores,  sin  perjuicio  de  la  liber- 
tad general,  para  que  cualquiera,  sea  de  la  clase  que  fuere,  pueda 
comerciar  en  la  sal,  y  llevarla  á  vender  á  los  Reales  ó  donde  le 
convenga,  y  de  laque  deben  gozar  los  Mineros  y  \ecinos  sí  qui- 
siesen llevarla  ellos  de  su  cuenta,  y  proveerse  por  sí  indepen- 
dientemente de  la  provision  que  se  le  baga  á  nombre  de  la  misma 
Minería. 

Asimismo  se  ha  declarado  no  haber  lugar  á  la  pretensión  soli- 
citada, de  que  se  obligue  á  los  Arrieros  á  la  precisa  conducción 
á  las  Minas  de  la  sal,  por  estar  mandado  por  S.  M.  por  novísima 
Real  Orden  en  favor  de  esta  recomendable  y  útil  r!a¿e,  que  no  se 
les  embargue,  ni  compela  á  conducir  cargas,  sin  exceptuar  las  de 
su  Real  Hacienda,  á  destino  alguno,  no  siendo  á  contento  de 
ellos,  por  su  libre  convenio,  y  pagándoles  los  portes  justos,  según 
los  tiempos,  estaciones  y  calidades  de  los  caminos,  de  cuyas  Re- 
soluciones aviso  á  V  S.  para  su  inteligencia,  y  que  disponga  ten- 
gan el  mas  electivo  cumplimiento. 

Dios  guarde  á  V.  S.  muchos  años.  —  Méjico,  7  tíe  febrero  de 
1786.  —  El  Conde  de  Galvez. 


7.  —  Sin  perjuicio  de  la  Jurisdicción  y  conocimiento 
que  concedo  á  las  Justicias  Reales  por  el  Aitículo  35  del 
Título  3  de  estas  Ordenanzas,  podrán  las  Diputaciones 
territoriales  visitar,  reconocer  y  examinar  con  frecuencia 
las  Fuentes  y  Manantiales  perennes  que  formen  el  caudal 
de  las  aguas  que  sirvan  para  mover  las  Máquinas  de  la 
minería,  á  fin  de  poder  representar  á  las  mismas  Justicias 
con  oportunidad,  y  la  debida  instrucción,  para  que  se  evite 
que  en  ellos,  ó  sus  cercanías,  se  desmonten  los  Bosques 
que  los  cubran,  ó  se  rozen  para  sembrar,  ni  los  ensolven, 
como  también  el  que  se  hagan  escavaciones  próximas  y 
mas  bajas,  ni  otra  ninguna  cosa  que  pueda  agotarlos  ó 
minorarlos,  procurando  por  el  contrario  que  se  alegren 
y  limpien  con  las  precauciones  y  arbitrios  que  ministre  el 
arte. 

8.  —  Asimismo  deberán  las  dichas  Diputaciones  estar  á 
la  mira  de  que  los  Rios  y  Arroyos  conserven  su  caudal  y 
su  antigua  Madre,  representando  á  la  Justicia  Real  con 
tiempo,  y  antes  que  se  hagan  invencibles  los  estorbos  y 
embarazos  que  ellos  mismos  suelen  formarse,  ya  por  su 
continua  corriente  dejando  Islas  y  Bancos  que  los  obligan  á 
extraviarse,  ya  principalmente  por  las  avenidas  tempo- 
rales, ó  por  otras  causas  extraordinarias  de  que  el  arte  y 
la  diligencia  pueden  precaverlos  y  remediarlos  en  muchos 
casos.  Y  á  fin  de  que  se  verifiquen  los  efectos  de  este 
Artículo  y  el  antecedente  visitarán  los  Diputados  y  el  Perito 
Facultativo  de  cada  Real  de  Minas  las  Fuentes  y  Rios  de 
su  comarca  dos  veces  al  año,  una  poco  antes  de  las  lluvias, 
y  otro  después  de  ellas,  observando  unas  y  otros  con 
cuidado  para  que.  si  hallaren  necesitar  de  alguna  limpia, 
composición,  enmienda  ó  reforma  para  laconseí  vacion  de 
su  caudal  y. dirección,  lo  representen  á  la  Justicia  Real  á 
fin  de  que  lo  mande  ejecutar  con  la  brevedad  posible,  y 
con  intervención  de  los  mismos  Diputados  y  Perito  Facul- 
tativo, á  costa  de  los  Dueños  de  las  Haciendas  y  demás 
interesados  en  las  tales  aguas;  y  en  defecto  de  no  haberlos 
ó  no  siendo  suficiente  su  contribución,  propondrán  las 
referidas  Diputaciones  los  arbitrios  que  consideren  mas 
proporcionados  y  equitativos  para  que,  en  los  términos 
prescriptos  por  el  Artículo  36  del  Título  3  de  estas  Orde- 
nanzas, se  califique  si  han  de  hacerse,  ó  no,  á  costos 
públicos. 

9.  —  Para  que  los  Caminos  reales  y  comunes,  necesa- 
rios para  la  comunicación  de  los  Lugares  de  Minas  con  los 
demás  de  la  comarca  de  que  depende  su  abasto  y  provi- 
sion, se  compongan  y  aseguren  cuanto  sea  posible,  pues 
por  lo  regular  en  todos  ios  parajes  próximos  á  los  Reales 
de  Minas  son  quebrados  difíciles  y  peligrosos,  principal- 
mente en  tiempo  de  lluvias,  ordeno  y  mando  que  las  Di- 
putaciones territoriales  promuevan  con  el  mayor  zelo  ante 
la  Justicia  Real  respectiva  tan  importante  objeto,  ya  sea 
para  que  se  verifique  á  costa  de  los  Dueños  de  Minas  y 
Haciendas,  y  de  los  Arrieros  y  Pasajeros  si  fuere  justo 
conforme  á  la  práctica  observada  en  el  particular,  ó  como 
corresponda,  con  tal  que  en  este  punto  se  arregle  también 
la  Justicia  Real  á  lo  dispuesto  en  el  citado  Artículo  30  del 
Título  3. 

10.  —  Para  la  composición  y  seguridad  de  los  Caminos 
particulares  del  Lugar  á  las  Minas,  de  Mina  á  Mina,  y  de 
las  Minas  alas  Haciendas,  se  procederá  en  los  términos 
mismos  que  se  prescriben  en  el  Artículo  antecedente,  no 
obstante  que  tales  obras  deban  hacerse  por  los  Dueños  de 
las  respectivas  Minas  ó  Haciendas;  pero  se  encarga  á  Jas 
Diputaciones  territoriales  el  mayor  zelo  y  cuidado  en  este 
punto,  según  lo  que  resulte  de  las  frecuentes  visitas  que 
practicarán  para  dicho  fin,  atendiendo  á  que,  siendo  los 
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dichos  Caminos  ó  Veredas  por  su  naturaleza  estrechas  y 
quebradas,  las  hace  mas  peligrosas  el  traqueo,  la  rustici- 
dad y  la  negligencia  de  los  que  necesitan  pasar  por  ellas. 

1  \\  —  En  ios  ríos,  Arroyos  ó  Torrentes  cuyo  paso  fuere 
indispensable  para  entrar  y  salir  en  los  Reales  de  Minas, 
se  deberán  construir  buenos  Puentes  de  manipostería,  ó  á 
lo  menos  de  madera  sobre  Pilares  firmes  de  piedra  y  arga- 
masa, que  suele  ser  lo  mas  fácil  en  esta  clase  de  Rios  por- 
que, corriendo  entre  cerros  poco  distantes  entre  sí  y  ele- 
vados, son  mas  profundos  y  precipitados,  que  anchos  y 
caudalosos;  y  para  la  calificación  de  su  verdadera  necesi- 
dad, del  importe  de  sus  costos  y  de  quién  deba  sufrir  su 
contribución,  se  procederá  con  arreglo  á  lo  prevenido  en 
los  ya  citados  Artículos  35  y  36  del  Título  3  de  estas  Orde- 
nanzas. 

12.  —  Los  Montes  y  Selvas  próximas  á  las  Minas  deben 
servir  para  proveerlas  de  madera  con  destino  á  sus  Má- 
quinas, y  de  leña  y  carbón  para  el  beneficio  de  sus  meta- 
les ;  entendiéndose  lo  mismo  con  las  que  sean  propias  de 
particulares  con  tal  que  se  les  pague  su  justo  precio  :  en 
cuya  forma  será  á  estos  prohibido,  como  les  prohibo,  el 
que  puedan  extraer  la  madera,  leña  y  carbón  de  las  dichas 
sus  pertenencias  para  otras  Poblaciones  que  puedan  pro- 
veerse de  distintos  parajes. 

13.  —  Los  Cortadores  y  Acarreadores  de  las  maderas 
no  las  podrán  cortar  en  otros  tiempos,  ni  entregarlas  en 
otra  forma  que  las  que  se  les  prescribirá  por  particular 
reglamento  que  formará  el  Ueal  Tribunal'de  Minería,  á 
que  puntual  y  precisamente  deberán  arreglarse,  con  tal 
que  ante  todas  cosas  sea  este  calificado  por  el  Virey  y  au- 
torizado con  mi  Soberana  aprobación. 

44.  —  A  los  Leñadores  y  Carboneros  les  prohibo  con  el 
mayor  rigor  la  corta  de  los  renuevos  de  Arboles  para  ha- 
cer leña  y  carbón  ;  y  ordeno  que,  donde  no  los  hubiere,  se 
trate  de  plantar  y  replantar  Arboledas,  principalmente  en 
los  sitios  y  parajes  en  donde  en  otro  tiempo  las  hubo, 
atento  á  que,  por  su  consumo  y  el  descuido  de  su  repro- 
ducción, se  han  escaseado  y  encarecido  las  dos  especies 
mas  útiles  y  necesarias  para  el  laborío  de  las  Minas  y  el 
beneficio  de  sus  metales  :  entendiéndose  que  para  afianzar 
el  logro  de  tan  importante  punto  se  formará  también  por 
el  Real  Tribunal  de  Minería  la  competente  Instrucción  y 
Ordenanza  particular,  que  puntualmente  deberá  obser- 
varse bajo  las  penas  que  por  ella  se  establezcan ,  y  prece- 
dida la  formal  calificación  y  autoridad  que  se  dispone  por 
el  Artículo  antecedente. 

15.  —  Los  Pozos  de  agua  salada  y  Venas  de  salgema 
que  suelen  hallarse  en  algunas  Provincias  minerales  y  ter- 
ritorios de  las  Minas  se  podrán  denunciar,  debiendo. po- 
nerse el  mayor  cuidado  y  atención  en  verificar  estos  des- 
cubrimientos, sin  que  por  ningún  Juez  ni  Particular  se 
puedan  impedir;  pero  con  la  calidad  de  dar  cuenta  de  ellos 
y  sus  denuncios  al  Superior  Gobierno  á  fin  de  que  se 
acuerde  y  determine  sobre  su  trabajo,  beneficio,  reparti- 
miento y  precio  de  la  sal,  de  modo  que  no  resulte  perjui- 
cio á  mi  Real  Hacienda,  y  se  atienda  y  beneficie  á  los  Mi- 
neros, y  mas  principalmente  al  Descubridor  y  Denunciante, 
en  todo  lo  que  fuete  posible,  con  tal  que  de  ninguna  ma- 
nera se  pueda  privar  á  los  Indios  de  las  Salinas  que  les  con- 
cede la  ley,  ni  su  uso  para  lo  que  les  están  permitidas. 

16.  —  El  Juez  y  Diputados  de  cada  Real  de  Minas  zela- 
rán  con  particular  cuidado  que  en  los  precios  t.e  las  Made- 
ras, Leña,  Carbon,  Cueros,  Sebo,  Jarcia,  Sal,  Magistral, 
Greta,  Cendrada,  Cebada,  Paja  y  demás  efectos  ae  indis- 
pensable necesidad  en  el  ejercicio  de  la  Minería,  no  pro- 
cedan los  Vendedores  con  exceso  de  codicia;  á  cuyo  fin  el 


dicho  Juez  Real,  con  acuerdo  de  la  misma  Diputación,  lès 
arreglará  los  precios  con  todas  las  prudentes  atenciones 
que  dicten  la  justicia  y  la  equidad,  de  modo  que  ni  el  Ven- 
dedor deja  de  lograr  aquella  regular  ventaja  que  deba  jus- 
tamente prometerse  de  su  comercio,  ni  tampoco  se  incida 
en  el  extremo  de  que  la  exorbitancia  en  los  precios  inuti- 
lice los  trabajos  del  común  de  los  Mineros  que  no  se  halla- 
sen en  bonanza. 

Por  ausencia  del  Exmo.  Sr.  Conde  de  Lerena,  me  participa  el 
Sr.  Don  Diego  Gardogui con  fecha  12  de  noviembre  último  la  Real 
Orden  que  sigue. 

Exmo.  Sr.  —  Con  fecha  dé  26  de  noviembre  del  año  próximo 
pasado,  n.°  179,  dirigió  V.  E.  très  expedientes  de  otros  tantos  tes- 
timonios sobre  libertad  de  Alcabala  á  los  utensilios,  efectos  y  frutos 
que  se  introducen  en  los  Reales  de  Minas  de  Guanajuato  y  otros, 
cuya  disposición  favorable  recomendó  V.  E.  y  que  se  amplíe  á 
todos  106  del  Reino.  Habiendo  el  Rey  mandado  pasar  el  asunto  á 
consulta  del  Consejo,  conformándose  con  su  diclámen,  se  ha  dig- 
nado resolver,  que  asi  como  tuvo  á  bien  conceder  la  libertad  ó 
exención  del  derecho  de  Alcabala  á  los  efectos  que  mencionan  los 
artículos  2  y  4  de  la  orden  Circular  de  2  de  setiembre  de  17S5  in- 
troduciendo en  los  Reales  los  mismos  Mineros,  se  ha  servido  ex- 
tenderla y  ampliarla  à  los  que  se  conduzcan  y  trasporten  por 
cualesquiera sugetosá  los  Reales  de  Guanajuato,  Fresnillo,  Bolaüos 
y  demás  de  ese  Reino,  encargando  á  V.  E.  procure  evitar  con  las 
mas  activas  y  eficaces  providencias  que  le  dicten  su  juicio  y  pru- 
dencia, los  fraudes  que  con  este  pretexto  quiera  inventar  la  malicia, 
para  que  sin  molestias  ni  inquietudes,  se  logre  el  fruto  de  esta 
Real  gracia.  Y  de  su  Real  Orden  lo  prevengo  á  V.  E.  para  su  in- 
teligencia y  puntual  cumplimiento .  »  —  Y  la  inserto  á  V.  5.  para 
su  inteligencia  y  satisfacción,  á  fin  de  que  la  comunique  à  lus  indi- 
viduos de  ese  Cuerpo. 

Dios  guarde  á  V.  S.  muchos  años.  —  Méjico,  29  de  marzo  de 
1792.  —  El  Conde  de  Revilla  Gigedo.  —  Al  Real  Tribunal  de 
Minería. 

El  Exmo.  Seüor  Don  Pedro  Várela,  me  participa  de  orden  del 
Rey,  con  fecha  6  de  diciembre  de  1796  lo  que  sigue. 

Exmo.  Sr.  —  El  antecesor  de  V.  E-,  Conde  de  Revilla  G-edo, 
dio  cuenta  con  testimonio,  en  carta  de  29  de  julio  de  1793,  mi- 
mero  577  del  Expediente  seguido  en  Junta  di;  Real  Ratëît-nno, 
sobre  la  duda  ocurrida  al  Director  de  Alcabala?  íóránca3,  acerca 
del  puntual  cumplimiento  de  la  Real  Orden  de  12  de  noviembre 
de  1791,  en  que  se  dignó  el  Rey  conceder  libertad  oe  esle  Real 
Derecho  á  los  géneros  y  efectos  que  se  consumen  en  los  ReaUs  de 
Minas  de  ese  Reino,  cuya  gracia  creyó  el  mismo  Director,  deber 
entenderse  con  la  circunstancia  que  dichos  efectos  se  invirtiesen 
por  los  compradores  en  el  laborío  de  Minas  y  beneficio  de  metales, 
proponiendo  al  mismo  tiempo,  para  evitar  cualquier  fraude  que 
con  motivo  de  esta  libertad  pudiera  cometerse,  que  á  la  entra  'a  de 
los  efectos  en  los  minerales,  se  hiciese  jurar  á  los  introductores  que 
la  venta  era  á  Mineros,  y  á  estos,  que  los  co.npraban  prec:samente 
para  los  usos  de  su  profesión.  Enterado  de  lodo,  y  conformándose 
con  10  expuesto  por  el  Consejo  de  Indias,  en  consulta  de  10  de 
noviembre  próximo  pasado,  se  ha  servido  íitfoliaf  lo  determinada 
en  este  asunto  por  la  referida  Junta  de  Real  Hacienda,  en  las 
celebradas  á  17  de  junio  de  1792  y  18  de  junio  de  1793,  man- 
dando se  lleve  á  debido  efecto  lo  resuelto  en  la  citada  Real  Orden, 
con  las  precauciones  propuestas  por  la  misma  Junta,  respecto  á 
que  ias  de  juramento  que  adopta  el  Direclor  de  Alcabalas,  solo 
producirían  el  que  se  hiciese  y  repitiese  con  falsedad,  especial- 
mente los  poco  arreglados  de  Conducía,  ó  menos  instruidos  en  las 
obligaciones  á  que  sujeta  la  Religion  del  Juramento,  al  paso  que  a 
olios  timidos  y  arreglados,  los  conslituiria  en  una  agitación  penosa 
de  conciencia  de  si  podían  ó  ilo  usar  de  aquel  medio  injusto  en  su 
Migen,  cuyos  inconvenientes  conviene  precaver.  Lo  que  participo 
á  V  E.  de  Real  Orden  para  su  cumplimiento  y  gobierno  d->  la 
Junta  de  Real  Hacienda.  —  Y  lo  inserto  à  V.  S.  para  su  inteli- 
gencia y  gobierno,  y  que  lo  traslade  con  los  mismos  fines  à  las 
Diputaciones  territoriales  de  Minería. 

Dios  guarde  á  V.  S.  muchos  años.  —  Orizaba,  17  de  enero  de 
1 798.  —  Branciforte.  —  Al  Real  Tribunal  de  Minería. 

Con  esta  fecha  comunico  al  Virey  lo  siguiente. 

«  Exmo.  Sr.  —  Habiendo  hecho  presente  al  Rey  el  expediente 
promovido  por  ese  Tribunal  de  Minería,  en  "28  de  enero  de  1785, 
en  solicitud  de  que  se  entregase  á  los  Mineros  la  pólvora  que  con- 
sumen en  el  beneficio  de  las  Minas,  bajo  las  precauciones  de  la 
renta  de  pólvora,  ó  mas  rigidSl,  sujetando  las  entregas  á  las  cer- 
tificaciones de  las  Diputaciones  lerrilurialcs  respectivas,  y  cuanto 
al  examinado  expuso  el  Virey  Marques  de  Branciforte,  en  caria 
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de  28  de  Febrero  de  1798,  n.°  1207,  y  su  sucesor  en  la  de  26  de 
noviembre  del  propio  año,  n.°  1 63,  recomendando  á  la  Minería  por 
el  donativo  de  quinientos  mil  pesos  que  acababa  de  hacer  para 
las  urgencias  de  la  Corona,  sin  embargo  de  la  falta  de  fondos  con 
que  se  hallaba:  se  lia  servido  S.  M.  mandar  quese  dé  à  la  Minería  de 
ese  Reino  la  pólvora  que  consuma  en  el  beneficio  de  minas,  á  cuatro 
reales  cada  libra,  por  consideración  á  sus  buenos  servicios,  y  para 
que  pueda  continuarlos  en  lo  sucesivo,  haciéndose  digna  de  tan 
singulares  gracias  como  esla  en  las  actuales  circunstancias  del 
Real  Erario.  Lo  participo  á  V.  S  de  Real  Orden,  á  fin  de  que  ex- 
pida las  correspondientes  para  su  debido  cumplimiento.  » 

Traslado  á  V.  SS.  esla  Real  Orden  para  su  inteligencia  y  sa- 
tisfacción de  toda  la  Minería  de  ese  Vireinato. 

Dios  guarde  á  V.  SS.  muchos  años.  —  Aranjuez,  27  de  abril 
de  l80í. —  Soler. 

Comunicación  del  Virey  Calleja,  de  28  de  enero  de  1815. 

Con  fecha  de  8  de  agosto  úllimo.  me  comunica  el  Exmo,  Sr. 
Ministro  de  Indias,  Don  Miguel  de  Lardizabal,  la  Real  orden  que 

sigue. 

Exmo,  Sr.  —  Habiendo  examinado  el  Rey  con  mayor  deten- 
ción las  diversas  proposiciones  que  tenia  hechas  anteriormente  y 
ha  repelido  ahora  para  el  fomento  de  la  Minería  ue  ese  Reino, 
Don  José  Miguel  Gordoa,  Diputado  que  fué  por  la  provincia  de 
Zacatecas,  se  ha  servido  resolver  lo  siguiente. 

Io  Que  se  circule  nuevamente  á  todas  las  administraciones  de 
rentas  de  los  Reales  de  Minas,  !a  lista  de  efectos  que  se  circuló  el 
año  de  1798,  con  el  objeto  de  que  fuesen  exentos  de  derechos  de 
Alcabala,  por  ser  de  primera  necesidad  para  todos  los  trabajos, 
obras  y  atenciones  de  los  Mineros  y  Hacenderos  de  beneficio  de 
platas  en  sus  penosas  y  útiles  tareas  ;  y  que  á  estos  artículos  se 
añadan  las  de  maderas  que  hayan  de  emplearse  en  los  àdeniés  y 
fábricas  de  las  Minas  y  hacienda»  de  beneficio,  como  son  Vigas, 
viguetas,  tablas,  guáldrillas  y  otras  semejantes,  y  los  fuelles  des- 
tinados á  los  hornos  de  fundición  y  de  forja,  para  la  fábrica  y  re- 
composición de  las  herramientas  y  utensilios  de  las  propias  mi- 
nas; en  inteligencia  de  que  estas  gracias  han  de  ser  extensivas  á 
los  territorios  de  las  administraciones  subalternas  y  receptorías 
dependientes  de  los  mismos  Reales  ó  Asientos,  bien  sean  estos  de 
oro  ó  piala,  ó  de  cobre,  ó  cualesquiera  otros  metales. 

2o  Que  debiendo  hacerse  el  repartimiento  del  azogue  en  gene- 
ral por  el  Tribuna!  de  Minería,  se  haga  el  particular  ó  individual 
por  las  diputaciones  respectivas,  todo  conforme  á  un  reglamento 
particular  que  deberá  formar  el  propio  Tribunal  con  aprobación 
de  V.  E.,  en  el  que  se  concillará  la  rectitud  y  equidad  en  el  modo 
de  distribuir  el  azague  para  eviiar  reclamaciones  y  quejas,  con  la 
mayor  seguridad  de  que  la  Real  Hacienda  perciba  su  valor. 

Hasta  aquí  hemos  copiado  de  la  real  orden  citada,  porque 
lo  demás  de  ella  son  prevenciones  que  hace  el  Rey  al  Tribu- 
nal, que  no  llegaron  à  tener  resultado  alguno. 

Nota.  —  Los  efectos  de  consumo  en  los  trabajos  de  Minería, 
que  fueron  exceptuados  del  derecho  de  alcabala,  se  llamaron  las 
once  especies  Ubres,  y  son  los  cuartones  de  arrastre,  los  cuarto- 
nes de  fondo,  madera  de  encina,  piedras,  losas  camones  de  ar- 
rastre, cal,  arena  y  tajamanil  en  sus  dos  diferencias  de  entre  do- 
ble y  sencillo  ;  y  por  bando  publicado  en  20  de  octubre  de  1780 
se  previene  que  la  alcabala  de  los  oíros  efectos  que  se  componen 
eD  las  minas,  se  depositen  mientras  explica  el  Rey  su  voluntad  so- 
bre este  asunto. 

Además  de  las  leyes  ya  citadas  anteriormente  sobre  exención 
del  derecho  de  alcabala  à  los  efectos  y  géneros  que  se  consumen 
en  el  laborío  de  minas  y  beneficio  de  metales,  hay  las  reales  ór- 
denes de  9  y  12  de  octubre  de  1779  ;  real  orden  de  1»  de  febrero 
de  1780,  sobre  fomento  de  la  Minería,  y  bando  de  29  de  agosto 
del  mismo  año. 

Con  esta  fecha  digo  al  Señor  Director  General  de  Alcabalas  lo 
siguiente. 

«  En  el  expediente  formado  con  motivo  de  la  Consulta  que 
V.  S.  hizo  á  esta  superioridad  en  22  de  Julio  del  año  último,  sobre 
si  el  azogue,  considerado  ya  como  artículo  comerciable,  es  libre 
de  Alcabala,  he  declarado  por  Decreto  de  hoy,  de  conformidad 
con  lo  pedido  por  el  Señor  Fiscal  de  Real  Hacienda  y  Consultado 
por  el  Señor  Asesor  general,  que  estando  suspenso  por  Real  Orden 
de  30  de  Diciembre  de  1815,  el  estanco  de  Azogue,  y  permitido 
su  libre  comercio  con  exención  de  derechos  Reales  y  Municipales, 
no  está  sujeto  al  pago  de  la  Alcabala  ordinaria  ó  permanente  ; 
pero  sí  á  la  eventual,  porque  esta  realmente  no  es  Alcabala,  sino 
un  impuesto  subrogado  en  lugar  de  los  de  Contribución  de  Guerra, 
Convoy  y  Escuadrón,  establecidos  para  las  urgentes  necesidades 


del  Real  Erario  ;  y  lo  aviso  á  V.  S.  para  su  inteligencia  y  efectos 
consiguientes.  * 

Y  lo  traslado  á  V.  S.  para  que  le  conste. 

Dios  guarde  á  V.  S.  muchos  años.  —  Méjico,  7  de  Enero  de 
1818.  —  Apodaca. 

Excelentísimo  Señor.  —  En  Carta  de  26  de  Junio  último,  núm. 
450,  da  V.  E.  cuenta  con  testimonio  de  haberse  declarado  que  el 
Azogue,  aunque  libre  del  derecho  de  Alcabala,  ordinaria,  está 
sujeto  al  pago  de  la  eventual  que  se  había  subrogado  en  lugar  de 
las  contribuciones  llamadas  de  Guerra,  Convoy  y  Escuadrón,  como 
un  impuesto  establecido  para  socorro  de  las  urgentes  necesidades 
del  Reino.  En  su  vista,  y  deque  la  soberana  voluntad  del  Rey  N,  S* 
está  bien  clara  y  terminante  en  la  Real  Orden  de  30  de  Diciembre 
de  1815,  de  que  los  azogues  sean  libres  completamente  de  todos 
los  derechos  Reales  y  Municipales,  con  el  objeto  de  facilitar  á  los 
Mineros  ese  semi-metal  al  menor  precio  posible,  ha  resuelto  S.  M. 
éo,; iurmândose  con  el  dictamen  de  la  Contaduría  general  de  In- 
dias, que  el  azogue  que  se  compre  para  el  beneficio  de  las  Minas, 
t¡o  debe  pagar  la  Alcabala  eventual  ni  otra  contribución  alguna  ; 
pero  si  el  que  se  destine  á  otros  efectos  en  el  Reino.  Lo  que  de 
Real  Orden  comunico  á  V.  E.  para  su  inteligencia,  y  que  disponga 
su  cumplimiento. 

Dios  guarde  á  V.  E.  muchos  años.  —  Madrid,  19  de  Diciembre 
de  1818.  —  José  de  Imaz,  Señor  Virey  de  Nueva-España. 

S'.s  copia.  Méjico,  Abril  17  de  1819.  —  Por  ausencia  del  Señor 
Secretario.  —  Antonio  Moran. 

17.  —  Se  establecerá  desde  luego  el  menudeo  ó  reparti- 
miento de  Azogue  por  menor,  conforme  á  lo  que  tengo 
dispuesto  y  aprobado  por  mis  Reales  Ordenes  de  12  de 
noviembre  de  177o  y  5  de  octubre  de  1774. 

!S.  —  El  que  trabajare  Minas  en  un  Lugar  siendo  vecino 
de  otro,  y  teniendo  bonanza  ó  considerable  ventaja  en  las 
que.  trabajare,  ha  de  eslar  obligado  á  fabricar  ó  reedificar 
una  Casa  eu  aquel  Lugar  á  que  pertenezcan  sus  Minas,  ó  á 
hacer  alguna  obra  equivalente  y  útil  al  público  á  juicio  de 
la  respectiva  Diputación  de  Minería,  debiendo  además  ser 
comprendido  en  las  cargas  que  toleren,  y  deben  tolerar, 
los  Vecinos  y  Mineros  del  mismo  Lugar. 

19.  —  Ningún  comerciante  ó  Minero,  por  título  ni  pre- 
texto alguno,  ha  de  poder  salir  à  los  caminos  á  atajar  ni 
interceptar  á  los  Vendedores  de  granos,  frutos  y  cuales- 
quiera efectos,  aunque  aleguen  que  no  lo  hacen  para  re- 
vender sino  para  su  propio  consumo;  pero  concedo  á  los 
Mineros  el  que,  comprándolos  en  otros  Lugares,  los  puedan 
conducir  de  su  cuenta  á  las  Minas,  y  á  los  vendedores  el 
que  los  puedan  llevar  á  ellas  voluntariamente  sin  embarazo. 


TITULO  DÉCIMO  CUARTO. 

DE    LOS  MAQUILEROS    Y    COMPRADORES  DE   METALES. 

.j,  —Atendiendo  á  las  útiles  proporciones  que  pres- 
tan no  solo  para  los  mayores  progresos  de  la  Minería, 
sino  también  para  el  aumento  y  conservación  de  sus  Pobla- 
ciones, las  costumbres  observadas  en  Nueva-España  de 
ser  lícita  y  libre  à  cualquiera  el  comprar  y  vender  metales 
en  piedra,  y  establecer  Oficinas  en  que  beneficiarlos 
aunque  no  tengan  Minas  los  que  las  construyan,  es  mí 
soberana  voluntad  y  mando  que  se  conserven  y  fomenten 
ambas  costumbres,  con  tal  que  en  su  ejercicio  se  observe 
precisa  y  puntualmente  lo  que  se  prefine  en  los  once 
Artículos  siguientes. 

2.  —  Prohibo  que  alguno  pueda  comprar  metales  en  otra 
parte  que  en  las  Galeras  de  las  Minas,  ó  en  lugar  público 
junto  á  ellas,  y  á  vista,  ciencia  y  paciencia  del  Dueño, 
Administrador  ó  Rayador  de  la  Mina,  de  quien  ha  de  sacar 
Roleta  en  que  sé  exprese  el  dia  en  que  compró  el  metal, 


—  \n  — 


su  peso,  calidad  y  precio,  y  si  es  del  Minero,  ó  de  Partido 
de  algiin  Sirviente  ú  Operario. 

3.  —  Si  algún  Minero  se  quejare  de  que  en  poder  de 
algún  Comprador  de  metal,  le  hay  hurtado  de  su  Mina,  y 
este,  contestando  las  pintas  y  circunstancias  del  metal,  no 
justificare  prontamente  con  la  boleta  que  dispone  el  Artí- 
culo antecedente  haberlo  comprado,  se  lia  de  tener  por 
hurtado  sin  necesidad  de  otra  prueba,  y  se  le  ha  de  restituir 
luego  al  Minero  ;  pero  si  este  probare  de  otra  manera  y 
plenamente  haber  sido  hurtado,  y  hubiese  reincidencia  en 
tal  delito,  además  de  devolver  el  Minero  lo  hurtado  se  pro- 
cederá en  Ja  imposición  de  las  penas  al  Reo  por  el  Juez  á 
quien  corresponda,  según  lo  declarado  en  el  Artículo  29  del 
Título  3  de  estas  Ordenanzas,  con  consideración  á  las  cir- 
cunstancias, gravedad  y  malicia  que  se  le  probare. 

4.  —  Ninguna  Persona  podrá  comprar  á  Operarios  ni 
Sirvientes  Azogue  en  caldo  ó  en  pella,  Polvillos,  Cen- 
drada, Greta,  ni  tejos  de  Plomo,  ni  Plomillos,  bajo  la  pena 
de  que  lo  pagará  el  Comprador  con  el  duplo  siempre  que 
se  le  averiguan',  y  el  Vendedor  será  severamente  castigado 
á  proporción  do  la  malicia  que  se  le  justificare,  aunque  no 
haya  parte  que  pida. 

8.  —  Para  que  los  Dueños  de  las  Haciendas  que  bene- 
ficien metales  á  Maquila  no  perjudiquen  á  los  Mineros 
subiendo  con  exceso  el  premio  de  ella,  ni  tampoco  los  tales 
Dueños  lo  queden  en  aquella  regular  utilidad  que  les  sea 
debida,  quiero  y  mando  que  los  Jueces  de  los  respectivos 
Reales  y  Asientos  de  Minas  arreglen  y  califiquen  cada  año, 
de  preciso  acuerdocon  la  Diputación  del  territorio,  la  Maq  u  ¡la 
que  durante  todo  él  deban  llevar  por  cada  quintal  de  metal, 
tasándolo  con  atención  al  precio  que  por  entonces  tuviere 
Ja  madera,  el  hierro,  la  maniobra  y  lo  démasque  fuere  de 
considerar,  y  estableciéndolo  por  Arancel  que  habrán  de 
formar  y  autorizar  los  mismos  Jueces  Reales  de  Minería, 
el  cual  harán  que  se  fije  y  manifieste  en  lugares  públicos, 
y  que  se  tenga  en  cada  Hacienda  en  que  se  beneficien 
metales  ajenos  á  Maquila  para  que  se  arreglen  á  él  preci- 
samente. 

6.  —  Los  expresados  Maquileros  por  ningún  título  ni 
pretexto  podrán  cargar  el  Azogue  á  los  Dueños  de  los 
metales  á  mayor  precio  del  que  en  aquel  Real  de  Minas 
tuviere  á  los  Mineros  que  de  su  cuenta  lo  sacan  y"  llevan 
para  su  propio  consumo. 

7.  —  En  la  Sal, Magistral,  Greta,  Cendrada,  Temesquitale, 
Plomo  pobre,  Carbon,  Leña  y  demás  ingredientes  que  se 
gastan  en  el  beneficio  de  azogue  y  de  fuego,  no  podrán' 
exceder  los  Maquileros  en  su  ganancia  de  un  12  por  100 
sobre  el  precio  actual  y  corriente  á  que  costaren  en  aquel 
Lugar  á  los  que  lo  comprasen  de  primera  mano  para  su 
propio  gasto  y  consumo. 

8.  —  Las  Boletas  que  se  acostumbran  dar  á  los  Dueños 
de  los  metales,  y  en  que  consta  la  cuenta  de  los  costos  y 
productos,  no  se  han  de  formar  solo  por  mayor,  sino  qu& 
se  ha  de  expresar  en  ellas  por  partidas  la  Maquila,  el  precio 
á  que  se  carga  cada  ingrediente,  el  costo  de  operarios,  la 
merma  de  azogue  ó  de  ligas,  y  el  producto  en  piala, 
oro,  etc.,  las  cuales  han  de  fu-mar  el  Dueño  ó  Administrador 
de  la  Hacienda,  y  el  Azoguero  ó  Fundidor  que  hubiere  en 
ella.  Y  en  el  caso  de  excederse,  ó  contravenir  á  alguno  de 
Jos  Artículos  antecedentes,  se  procederá  ejecutivamente, 
por  solo  el  reconocimiento  de  la  boleta,  contra  el  Adminis- 
trador ó  Dueño  de  la  Hacienda  para  que  indemnice  al  de 
los  metales;  y  si  se  calificase  haber  procedido  con  malicia 
y  fraude,  le  pague  el  triplo. 

9.  —  Ningún  Maquilero  podrá  obligar  al  Dueño  de  los 
metales  á  que  le  pague  los  costos  del  beneficio  en  la  misma 


plata  ú  oro,  sino  en  reales  efectivos  ;  pero  si  voluntaria- 
mente se  convinieren  en  que  se  haga  el  pago  en  las  pastas, 
«deberá  ser  el  abono  de  ellas  por  su  justo  valor,  y  no  á 
precio  de  avíos  ni  con  premio  alguno  ;  practicándose  lo 
mismo  con  las  plazas  de  azogue  que  deben  quedar  á  la 
Hacienda  para  satisfacer  su  correspondido  entre  tanto  que 
dure  esta  obligación. 

10.  —  Para  evitar  los  fraudes  y  supercherías  á  que  suele 
dar  ocasión  Ja  incertidumbre  del  beneficio  de  azogue  y  de 
fuego,  sirviendo  muchas  veces  de  pretexto  para  usurpar 
maliciosamente  á  los  Dueños  de  los  metales  una  parte  de 
la  plata  y  oro  que  producen,  y  al  mismo  tiempo  de  perjuicio 
á  los  Maquileros  cuando  no  puede  cubrirlos  costos  del  bene- 
ficio la  pobreza  de  los  metales,  ordeno  y  mando  que,  entre 
tanto  que  en  los  Reales  de  Minas  se  establece,  como  debe 
ser,  Oficina  pública  y  autorizada  en  que  se  pueda  benefi- 
ciar por  via  de  ensaye  uno  ó  mas  quintales  de  metal  para 
que  conste  su  \  erdadera  ley,  puedaei  Dueño  del  metal  ó  de 
la  Hacienda,  cuando  tuvieren  desconfianza  ó  sospecha  del 
mal  éxito  del  beneficio  en  grande,  coger  y  depositar  á  su 
elección  uno  ó  mas  quintales  del  metal  para  que  se  bene- 
ficie después,  si  fuere  necesario,  por  Peritos  de  su  satis- 
facción, y  tercero  en  discordia  si  la  hubiere. 

U.  —  Con  los  mismos  fines  que  tiene  por  objeto  el 
Artículo  anteriores  mi  Soberana  voluntad,  que  á  ningún 
Dueño  de  metal  que  lo  lleve  á  beneficiar  por  Maquila  en 
Hacienda  ajena  se  le  pueda  impedir  el  que  por  sí,  ó  por 
persona  de  su  confianza,  asista  é  intervenga  en  todas  las 
operaciones  del  beneficio,  tomando  tentaduras,  poniendo 
guias,  ensayando  grasas  ó  plomos,  y  haciendo  lodo  lo  que 
le  parezca  para  la  mejor  dirección  del  beneficio  de  su 
metal,  y  cerciorarse  de  su  exactidud. 

12.  —  Los  fletes  que  se  han  de  pagar  á  los  Arrieros  que 
conducen  los  metales  de  las  Minas  á  las  Haciendas  se  arre- 
glarán, siempre  que  haya  exceso  en  ellos,  por  ei  Juez  Real 
de  cada  Minería,  de  acuerdo  con  los  Diputados  territo- 
riales, con  justicia  y  equidad,  y  con  distinción  del  tiempo 
regular  aide  lluvias. 

13.  —  Y  si  á  alguno  de  los  dichos  Arrieros  se  le  averi- 
guare que  hurta  ó  vende  el  metal  en  el  camino  introdu- 
ciendo tepetate  en  las  cargas,  ó  de  cualquiera  otra  manera, 
se  procederá  por  el  Juez  á  quien  corresponda,  según  lo 
declarado  en  el  artículo  29  del  Título  3  de  estas  Ordenanzas, 
en  Ja  imposición  délas  penas,  y  en  las  de  Ja  reincidencia, 
con  atención  siempre  á  la  cualidad  y  gravedad  del  mismo 
delito,  y  juzgándolo  conforme  á  derecho  bajo  la  forma  y 
términos  prescriptos  en  el  citado  Título  3,  entendiéndose 
que  si  en  alguno  de  los  casos  comprendidos  en  los  trece 
Artículos  de  este  Título  correspondiese  la  imposición  de 
multas,  ó  de  pérdida  de  bienes,  caballerías  ú  otra  cosa,  se 
ha  de  proceder  en  su  aplicación  conforme  á  lo  prevenido 
en  el  Artículo  32,  Título  3. 


TÍTULO  DÉCIMO  QUINTO. 

DE  LOS    AVIADORES   DE   MINAS,   Y  DE   LOS  MERCADERES 
DE    PLATA. 

d.  —  Los  Mineros  trabajan  muchas  veces  sus  Minas  con 
caudales  de  otros,  ó  porque  desde 'el  principio  no  los  tu- 
vieron para  habilitarlas,  ó  por  haber  consumido  los  suyos 
en  obras  y  faenas  antes  de  haber  sacado  metal  que  les 
deje  ventaja  sobre  su  costo;  y  suelen  pactar  con  sus  Avia- 
dores de  una  de  dos  maneras  ;  ó  dándoles  la  plata  y  oro 
que  sacaren  por  algo  menos  de  su  precio  legal  y  justo,  de- 
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jándoles  la  utilidad  de  esta  diferencia,  lo  que  llaman  aviar 
á  premios  de  platas;  ó  interesándose  el  Aviador  en  parte 
de  la  Mina,  haciéndose  para  siempre  Dueño  de  ella,  ó  de 
los  metales  por  algún  tiempo  por  especie  de  compañía.  Y 
porque  la  necesidad  de  los  Mineros  y  la  facilidad  de  algu- 
nos Aviadores  suele  hacer  que  llenamente  se  convengan 
en  ciertos  pactos  que,  por  inicuos  y  usurarios,  ó  por  mal 
entendidos  al  principio,  los  reclaman  después  los  unos  y 
los  otros,  ocasionándose  de  esto  litigios  y  suspenderse  los 
avíos,  perdiéndose  las  Minas  y  lo  gastado  en  ellas,  es  mi 
Soberana  voluntad  que  ningún  Minero  celebre  pacto  de 
avíos  de  Minas  sin  que  sea  por  Contrata  firmada,  quedando 
á  su  arbitrio  el  celebrarla,  ó  no,  ante  Escribano,  ó  Testi- 
gos, bajo  la  pena  de  que,  siendo  de  otra  manera,  no  se 
atenderá  en  juicio  á  las  estipulaciones  particulares  que 
alegaren,  sino  que  se  determinará  por  solo  las  reglas  ge- 
nerales. 

2.  —  Para  pactar  el  tanto  de  los  dichos  premios  de  pla- 
tas de  que  trata  el  Artículo  antecedente  se  ha  de  atender  y 
considerar  el  número  de  marcos  de  cada  remisión,  y  la 
frecuencia  de  ellas  para  que,  si  esta  por  los  accidentes  de 
las  Minas  creciere  ó  menguare  considerablemente,  pueda 
cualquiera  de  los  dos  Contrayentes  aumentar  ó  disminuir 
el  premio  de  platas  sin  que  le  obste  el  pacto  celebrado  al 
principio  en  otra  consideración  ;  á  cuyo  fin,  en  el  Instru- 
mento que  al  principio  celebraren  se  ha  de  advertir  siem- 
pre á  que  número  de  remisiones  anuales  de  platas,  y  de 
marcos  en  cada  una,  acotan  y  capitulan  aquel  premio  de 
platas,  ó  si  es  su  voluntad  renunciar  desde  luego  su  dere- 
cho en  este  género  de  accidentes  ;  en  cuyo  caso  deberá 
obrar  todos  sus  efectos  el  contrato  celebrado  en  dicha 
forma. 

3.  —  Si  el  Minero  asegurare  ios  Avíos  hasta  cierta  can- 
tidad por  medio  de  hipotecas  ó  fiadores  á  satisfacción  del 
Aviador,  no  podrá  este  recibir  mas  premios  que  aquellos 
cuya  suma  importe  anualmeuteel  cinco  por  ciento  del  ca- 
pital invertido,  y  nada  mas. 

4.  —  Los  Aviadores  han  de  ministrar  los  avíos  en  reales 
de  contado,  ó  en  Letras  pagables  sin  premio  ni  pérdida  ; 
pero  si  el  Minero  les  pidiere  géneros  y  efectos,  se  los  ha- 
brán de  remitir  de  la  propia  calidad  y  condición,  y  al  mis- 
mo precio  que  si  en  el  Lugar  de  la  residencia  del  Aviador 
se  comprasen  con  dinero  en  mano,  y  no  podrán  hacerlo  en 
otra  manera. 

5.  —  Los  riesgos  y  accidentes  del  camino  en  la  conduc- 
ción de  los  Avíos,  y  los  fletes  y  alcabalas  que  se  pagaren, 
han  de  ser  de  cuenta  del  Minero,  si  el  pacto  fuere  á  pre- 
mio de  platas  ;  pero  si  fuere  de  compañía,  han  de  ser  de 
cuenta  de  ambos,  salvo  que  otra  cosa  se  prevenga  expre- 
samente por  particulares  convenciones  en  el  Instrumento 
que  hubieren  otorgado. 

6.  —  Si  se  consumiere  el  caudal  de  Avíos,  ó  quedare  en 
parte  descubierto,  no  se  ha  de  entender  que  el  Minero  ha 
de  estar  obligado  á  satisfacerlo  con  su  persona,  ni  con 
otros  bienes  aunque  los  tenga,  sino  únicamente  con  las 
utilidades  de  la  Mina,  y  con  la  Hacienda  de  beneficio  si  con 
aquel  caudal  se  hubiere  fabricado  ;  pero  ha  de  quedar 
obligada  la  Mina  con  sus  utilidades  y  frutos  para  que,  de- 
ducidos los  costos,  se  vayan  pagando  los  Aviadores  uno  en 
pos  de  otro  comenzando  por  el  último  ó  menos  antiguo; 
bien  que  entendiéndose  que,  siendo  este  un  privilegio  que 
el  derecho  concede  á  los  créditos  que  provienen  de  refac- 
ción, deben  concurrir  las  tres  calidades  de  esta  para  go- 
zarle ;  mas  si  el  Minero  desertare  la  Mina  por  necesidad  y 
sin  malicia  avisando  previamente  á  los  acreedores  de  ella, 
no  quedará' obligada  á  los  anteriores  créditos  hallándose  ya 


en  poder  de  otro  dueño.  Y  además  declaro  que  si  el  cau- 
dal con  que  se  avió  la  tal  Mina,  y  de  que  proceda  el  enun- 
ciado descubierto,  no  se  ministró  por  compañía  cele- 
brada entre  el  Aviador  y  Minero,  en  cuyo  caso  debe  ser 
común  la  ganancia  ó  la  pérdida,  sino  por  préstamo,  y  el 
Minero  obligó  sus  bienes  porque  lo  quiso  hacer,  ó  porque 
el  Aviador  Jo  pidió  para  mayor  caución,  en  tales  circuns- 
tancias ha  de  tener  efecto  dicha  obligación  en  todas  sus 
partes,  y  no  obstante  la  general  disposición  de  este  Ar- 
tículo. 

7.  —  Si  no  se  pactare  desde  el  principio  el  modo  de  ir 
abonando  ó  cubriendo  los  Avíos  cuando  estos  sean  á  pre- 
mios de  plata,  el  Aviador  no  ha  de  poder  hacerlo  de  ma- 
nera que  perjudique  al  Minero  en  el  laborío  de  su  Mina 
acortándole  los  avíos,  ni  tampoco  ha  de  estar  obligado  á 
recibir  del  Minero  en  cortas  cantidades  las  que  le  hubiere 
suministrado. 

8.  —  Aunque  el  Minero  no  advierta  en  algún  tiempo 
que  su  plata  tiene  ley  de  oro  cuyo  apartado  sea  costeable, 
ó  la  plata  que  se  hallare  en  los  tejos  de  oro  de  baja  ley,  y 
lo  advirtiere  el  Aviador  porque  las  haga  ensayar,  ó  de  otra 
manera,  no  por  ello  se  ha  de  entender  que  aquella  es  uti- 
lidad suya,  sino  que  debe  abonársela  al  Minero  ó  Dueño 
de  los  metales  en  Ja  cuenta  que  con  él  llevare. 

9.  — '  Cuando  se  pacten  los  Avíos  por  especie  de  com- 
pañía en  el  dominio  y  propiedad  de  la  Mina,  se  ha  de  en- 
tender que  el  caudal  invertido  en  ella  hasta  que  empiece  á 
haber  utilidades  sobre  los  costos  no  se  ha  de  deducir  de 
estas  con  preferencia,  sino  que  se  han  de  partir  desde  lue- 
go, quedando  aquel  caudal  invertido  y  vivo  mientras  no 
se  separe  la  compañía. 

10.  —  Los  Mercaderes  ó  Compradores  de  platas  que  las 
reciban  sin  aviar  á  sus  dueños,  ni  aventurarse  en  cosa  al- 
guna, las  han  de  pagar  por  sus  precios  justos;  y  si  las 
permutaren  por  efectos  de  sus  tiendas  los  deberán  dar  á 
los  precios  corrientes,  y  de  toda  buena  calidad.  Pero  ordene 
y  mando  estrechamente  que  los  expresados  Mercaderes  ó 
Compradores  de  platas  las  han  de  recibir  délos  Dueños  de 
minas  ensayadas  y  quintadas,  conforme  á  lo  dispuesto  por 
Leyes  y  repetidamente  prevenido  por  Reales  disposiciones, 
para  evitar  el  que  se  extravien  y  dediquen  á  los  diferen- 
tes usos  en  que  se  defraudan  mis  reales  derechos;  decla- 
rando como  declaro  que  en  los  Reales  de  Minas  en  que  no 
hubiere  fácil  proporción  para  verificar  el  que  se  ensayen 
y  quinten  las  tales  platas  por  la  distancia  délas  Cajas  Rea- 
les ó  Cajas-Marcas,  se  hará  obligación  por  los  Mercaderes 
ó  Compradores  de  ellas  ante  la  Justicia  Real  y  Diputación 
territorial  de  llevarlas  en  derechura  á  la  Caja  del  distrito, 
para  cumplir  con  dicha  obligación  de  pagar  lo  que  por  mis 
Reales  derechos  adeudasen,  y  verificar  la  comprobación 
del  correspondido  de  Azogues  según  la  fianza  que  está  en 
costumbre  otorgar  para  dicho  fin  en  Nueva-España,  seña- 
lándoles para  la  práctica  de  todo  ello  las  mismas  Justicia 
y  Diputación  el  término  preciso,  y  dando  aviso,  además,  á 
los  respectivos  Oficiales  Reales  de  la  prevenida  obligación 
para  que,  en  defecto  de  su  cumplimiento,  se  entienda  caer 
dichas  platas  en  comiso,  y  puedan  proceder  á  hacerle  efec- 
tivo, con  la  imposición  de  las  demás  penas  dispuestas  por 
Jas  leyes  á  los  defraudadores  de  mis  Reales  derechos. 

41 .  —  Todos  los  Mercaderes  de  los  Reales  de  Minas  han 
de  tener  balanzas  fieles  y  ligeras  en  que  solamente  pesen 
la  plata  y  el  oro,  sin  que  nuncalo  puedan  hacer  en  romana 
aunque  sean  grandes  las  masas  ó  porciones  de  estos  me- 
tales; y  asimismo  han  de  tener  pesas  marcadas  y  bien 
ajustadas,  según  las  que  legítimamente  hayan  recibido  de 
la  autoridad  Real  Ordinaria.  Y  permito  .el  que  las  puedan 
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reconocer  con  frecuencia  los  respectivos  Diputados  de  Ja 
Minería  (sin  perjuicio  de  la  "visita  que  incumbe  á  la  Justi- 
cia Real  y  Magistrado  público),  y  zelar  que  el  peso  se  haga 
siempre  al  fiel  y  al  justo  para  que,  en  el  caso  de  resultar 
y  justificarse  algún  fraude,  se  proceda,  y  en  su  reinciden- 
cia, por  la  Justicia  Real,  á  quien  compete  el  conocimiento 
de  estas  causas  á  la  imposición  de  las  penas  conforme  ala 
malicia  y  gravedad  que  se  probare  del  delito  con  arreglo  á 
derecho,  oyendo  precisamente  en  razón  de  ellas  por  via 
informativa  ala  Diputación  del  distiito. 

12.  ■*-.  Todos  los  Mineros  han  de  tener  sus  herramientas 
marcadas  ;  y  el  que  las  comprare  de  algún  Operario,  ó  las 
recibiere  en  prendas,  Jas  ha  de  pagar  con  el  duplo. 

13.  —  Los  referidos  Mercaderes  y  Aviadores  podrán 
quemarlas  Marquetas  de  plata  de  azogue  á  su  satisfacción 
y  la  del  dueño  en  fuego  de  carbón,  y  no  á  la  llama,  y  de 
manera  que  no  llegue  á  fundirse  si  no  fuere  en  crisoles  ;  y 
también  les  será  permitido  el  que  puedan  partirlas  para 
examinarlas  por  dentro  ;  pero  con  tal  que  esto,  ó  el  picar 
los  tejos  de  plata  de  fundición,  se  haga  soljre  el  mostrador, 
ó  de  suerte  que  el  dueño  pueda  barrer  y  llevarse  los  frag- 
mentos, tierras  y  desperdicios  de  su  plata. 

14.  —  Todo  Aviador  podrá  poner  en  cualquiera  tiempo 
Interventor  al  Minero  que  aviare  aunque  no  se  haya  así 
expresado  en  el  Instrumento  de  avíos  ;  pero  entendiéndose 
que  el  tal  Interventor  tínicamente  ha  de  cuidar  de  la  buena 
cuenta  y  razón,  y  de  tener  en  su  poder  los  reales  y  efectos, 
sin  poderse  introducir  á  dirigir  ni  impedir  Jas  obras  de  la 
Mina  que  determinare  el  Minero,  y  solo  sí  podrá  diferir  su 
ejecución  mientras  dé  cuenta  á  los  Diputados  pidiendo  Pe- 
ritos, y  esto  si  el  caso  pudiese  sufrir  semejante  demora. 

13.  —  En  atención  á  que  el  corriente  laborío  de  las  Mi- 
nas no  puede  suspenderse  sin  grave  perjuiciOi  principal- 
mente si  son  de  desagüe,  mando  que  si  el  Aviador,  minis- 
trando los  avíos  sucesivamente,  dejare  de  darlos  de  manera 
que  cumplido  el  tiempo  de  la  Raya  no  haya  con  que  pa- 
garla, y  hubiere  precedido  que  el  Minero,  temiendo  y  pre- 
viniendo este  caso,  haya  interpelado  y  reconvenido  al  tal 
Aviador,  y  dado  parte  á  la  Diputación,  entonces  no  solo 
podrá  pagar  la  Raya  con  lo  mas  bien  parado  de  la  Mina 
aunque  sean  los  Aperos  y  Herramientas,  sino  que  podrá 
también  el  Minero  demandar  ejecutivamente  al  Aviador  lo 
que  se  debiere,  y  buscar  dinero  de  otro,  ó  tratar  con  nuevo 
Aviador  ;  cuyo  crédito  deberá  preferirse  al  del  antecedente 
cuando  la  Mina  empiece  á  devengarlos. 

16.  —  Los  que  con  pretexto  de  tomar  Avíos  para  Minas 
usurpen  y  extravíen,  ó  de  cualquiera  manera  inviertan  en 
otro  destino  los  caudales  y  efectos  que  se  les  ministren 
para  trabajarlas,  no  solo  los  han  de  pagar,  y  todos  los  da- 
ños é  intereses  de  la  parte,  con  su  persona  y  cualesquiera 
bienes  sin  que  les  valga  el  privilegio  de  Mineros  ni  otro 
alguno,  sino  que  han  de  ser  castigados  con  las  penas  cor- 
respondientes á  la  gravedad,  cualidad  y  circunstancias  del 
caso,  y  con  particularidad  si  recibieren  los  avíos  en  con- 
fianza ;  arreglándose  para  el  conocimiento  de  estas  causas 
á  lo  dispuesto  en  el  Artículo  29  del  Título  3. 

47.  —  Los  Cateadores,  Buscones  tí  Operarios,  y  cuales- 
quiera otras  personas  que  presentaren  piedras  y  muestras 
suponiendo  ser  de  cierta  Mina,  para  la  cual  soliciten  avíos 
siendo  ello  falso,  y  solo  con  el  fin  de  estafar  defraudando 
y  engañando  á  los  sugetos  incautos,  mando  que  sean  casti- 
gados con  todo  rigor  de  justicia,  según  las  circunstancias, 
gravedad  y  malicia,  que  se  probare  en  dichos  delitos,  por 
el  Juzgado  á  quien  corresponda,  con  arreglo  á  lo  declarado 
fin  el  rr,  smo  citado  Artículo  29  del  Título  3  de  estas  Orde- 
nanzas. 


TITULO  DÉCIMO  SEXTO. 

DEL    FONDO    Y    BANGO  DE   AVÍOS  DE  MINAS. 

1.  —  Atendiendo  á  que  por  mi  ya  citada  Real  Cédula 
de  1.°  de  julio  de  J776  fui  servido  relevar  al  Gremio  de 
Minería  de  Nueva-España  del  duplicado  derecho  de  un 
real  en  cada  marco  de  plata  que  con  título  de  Señoreaje 
contribuía  á  mi  Real  Hacienda,  concediéndole  al  mismo 
tiempo  que  pudiese  imponerse  sobre  sus  platas  la  mitad, 
ó  dos  terceras  paites  de  la  misma  contribución  para  pro- 
porcionar los  convenientes  necesarios  auxilios  al  nuevo  y 
recomendable  establecimiento  á  que  tienen  objeto  estas 
Ordenanzas  ;  y  considerando  asimismo  que  el  destino  mas 
conforme  á  mis  benéficas  intenciones  es  el  de  que  se  forme 
con  lo  que  aquella  produzca  un,Fondo  dotal  para  el  avío 
de  las  Minas,  supuesta  la  inconstante  y  mal  segura  cons- 
titución en  que  se  halla  el  sistema  general  de  la  dicha.  Mi- 
nería por  escasez,  en  su  mayor  parte,  de  caudales  para 
ello,  cuyo  auxilio  sin  duda  debe  poner  en  otro  estado  mas 
firme  y  floreciente  su  ejercicio,  con  considerable  beneficio 
de  mi  Real  Erario  y  del  Público:  Por  tanto,  y  teniendo 
presente  lo  propuesto  en  esta  parte  por  el  Real  Tribunal 
del  importante  Cuerpo  de  la  misma  Minería,  be  tenido  á 
bien  resolver  y  mandar  que  todas  las  platas  que  entraren 
en  mi  Real  Casa  de  Moneda  de  Méjico  yen  cualesquiera 
otras  que  en  el  Reino  de  Nueva-España  se  establecieren, 
ó  que  se  remitieren  en  pasta  á  los  de  España  por  cuenta 
de  los  particulares  sus  dueños,  (que  siempre  han  de  ser 
ensayadas  y  quintadas)  contribuyan  por  ahora  con  dos 
tercios  de  real  para  el  fin  de  formar,  conservar  y  aumentar 
el  Fondo  dotal  de  la  propia  Minería  ;  y  que  de  esta  contri- 
bución no  se  pueda  eximir  ningún  Minero,  aun  de  aquellos 
á  quienes  por  justas  causas  se  haya  concedido  ó  conce- 
diere en  adelántela  remisión  ó  diminución  de  los  derechos 
metálicos  que  tocan  y  pertenecen  á  mi  Real  Erario. 

La  Regencia  del  Imperio  se  ha  servido  dirigirme  el  Decreto 

que  sigue. 

La  Regencia  del  Imperio,  Gobernadora  interina  por  falta  del 
Emperador,  á  todos  los  que  las  presentes  vieren  y  entendieren, 
sabed  :  Que  la  Soberana  Junta  provisional  gubernativa  ha  decre- 
tado lo  siguiente:,. 

a  La  Soberana  Junta  provisional  gubernativa,  que  desde  los 
primeros  momentos  de  su  instalación,  tomó  en  consideración  el 
deplorable  y  decadente  estado  de  la  Minería,  y  la  urgencia  de 
proporcionar  á  este  ramo  los  medios  de  su  resorte"  para  contribuir 
á  su  mayor  prosperidad,  de  la  cual  depende  la  del  Imperio; 
habiéndose  impuesto  detenidamente  en  la  exposición  que  te  hizo 
la  Regencia,  á  consecuencia  de  la  resolución  tomada  en  22  de  No- 
viembre último,  y  del  dictamen  que  extendió  en  tan  grave  materia, 
la  Comisión  de  Minería,  en  uso  desús  facultades,  y  de  conformidad 
con  lo  prevenido  en  el  articulo  1 1  del  capítulo  1 1  de  su  Regla- 
mento ;  ha  venido  en  decretar,  y  decreta. 

1.  Quedan  suprimidos  los  derechos  de  uno  por  ciento,  diezmo, 
y  real  de  Señoreaje. 

2.  Queda  también  suprimido  el  derecho  de  ocho  maravedises 
en  cada  marco  de  plata,  que  se  cobra  por  la  afinación  de  las  pastas 
que  se  sujetan  á  esta  operación. 

3.  Asimismo,  queda  suprimido  el  derecho  de  Veinte  y  seis 
maravedises,  impuesto  á  cada  marco  de  las  pastas  mixtas  que  se 
cobra  por  razón  de  mermas  de  la  Plata,  en  el  Apartado. 

4.  También  queda  suprimido  el  derecho  de  cuatro  ochavas  en 
las  piezas  de  Plata,  y  el  de  media  ochava  en  las  piezas  de  oro,  que 
se  cobra  à  titulo  de  bocado,  en  la  Casa  de  Moneda. 

5.  Igualmente  quedan  suprimidos  todos  los  derechos  que  se 
impusieron  á  las  pastas  de  Oro  y  Plata,  y  à  la  Moneda,  durante 
la  revolución. 

C.  Por  única  contribución  se  cobrará  solo  el  tres  por  ciento 
sobre  el  verdadero  valor  de  la  Plata,  y  lo  mismo  sobre  el  del  Oro, 
recaudándose  este  derecho  en  los  mismos  léïminos  que  se  verifi- 
caba el  de  uno  por  ciento  y  diezmo. 

7.  En  la  Casa  de  Moneda  de  la  Capital  solo  se  cobrarán  dos 
reales  a  cada  marco  de  Plata,  y  lo  mismo  en  cada  marco  de  Oro, 
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por  total  cosió  de  amonedación  de  estos  metales;  y  en  las  demás 
del  Reino,  porque  son  de  nuevo  establemiento ,  se  formará 
un  presupuesto ,  que  regirá  el  primer  año,  y  corrigiéndolo  al 
Dn  de  este,  con  el  resultado  de  las  cuentas  de  gastos  en  todo 
él,  se  gobernarán  por  ese  presupuesto  corregido ,  para  el  año 
siguiente. 

8.  No  se  llevará  por  razón  de  costos  de  Apartado,  mas  que  dos 
reales  por  marco  de  Plata  mixta,  en  vez  de  los  cinco  y  medio 
reales  que  se  han  exigido;  y  se  apartarán  á  los  introductores  lo- 
das  las  pastas  que,  según  su  ley  de  oro,  cosUen  la  operación.  Los 
dueños  de  Pialas  mixtas  quedan  en  libertad  de  ejecutar  estaopera- 
cion,  por  si,  ó  donde  mas  les  convenga. 

9.  En  los  ensayes  foráneos  solo  se  cobrarán  los  verdaderos 
costos  que  tengan  las  operaciones  de  ensaye,  y  los  de  fundición 
en  las  piezas  que  lo  exijan,  quedando  suprimido  el  derecho  de 
bocado 

10.  Verificado  en  las  Tesorerías  nacionales  el  pago  de  la  única 
contribución,  señalada  en  el  artículo  sexto  á  las  pastas  de  oro  y 
plata,  y  puestos  en  las  piezas  de  estos  metales,  los  sellos  que  lo 
acrediten,  quedan  sus  dueños  en  libertad  de  venderlos,  ó  em- 
plearlos en  los  usos  que  quieran,  sin  fijación  alguna  de  precio. 

11.  Solo  se  permiiirán  ocho  y  medio  granos  de  feble  en  la 
moneda  de  plata,  en  lugar  de  los  diez  y  ocho  que  hoy  se  to-" 
leían. 

12.  En  lo  sucesivo,  los  empleos  facultativos  de  las  Casas  de 
Moneda  y  Apartado,  recaerán  exclusivamente  en  personas  que 
tengan  los  conocimientos  de  Física,  Química,  y  Mineralogía,  ne- 
cesarios para  desempeñarlos. 

13.  Queda  absolutamente  libre  de  derechos  el  Azogue  en  caldos, 
ora  proceda  de  iiiuopa  ó  Asia,  ora  se  saque  de  los  criaderos  del 
Imperio. 

14.  La  Pólvora  que  necesiten  los  Mineros  para  el  laborío  de  las 
Minas  se  las  franqueará  el  Gobierno  al  costo  y  costas. 

Tendrálo  entendido  la  Regencia,  y  dispondrá  lo  necesario  para 
eu  mas  pronto  cumplimiento,  y  que  se  imprima,  publique  y  cir- 
cule. —  Méjico,  13  de  febrero  de  1822.  Segundo  de  la  Indepen- 
dencia del  Imperio.  —  Juan  José  Espinosa  de  los  Monteros, 
Vice-Presidente.  —  José  Ignacio  García  Illueca,  Vocal  Secre- 
tario. —  Isidro  Ignacio  de  Icaza,  Vocal  Secretario.  —  A  la 
Regencia  de  este  Imperio. 

l'or  tanto,  mandamos  á  todos  los  Tribunales,  Justicias,  Gefes, 
Gobernadores  y  demás  Autoridades,  así  civiles,  como  militares  y 
eclesiásticas,  de  cualquiera  clase  y  dignidad,  que  guarden  y  hagan 
guardar,  cumplir  y  ejecutar  el  presente  decreto  en  todas  sus  partes. 
Tendréislo  entendido  para  su  cumplimiento,  y  dispondréis  se  im- 
prima, publique  y  circule.  —  En  Méjico,  á  ¿0  de  febrero  de  1822. 
Segundo  de  la  Independencia  del  Imperio.  —  Agustín  de  Itur- 
bide,  Presidente.  —  Manuel  de  la  Barcena.  —  José  Imdro 
Yañez.  —  Manuel  Yelazquez  de  León.  —  A  don  José  Manuel 
de  Herrera. 

Y  lo  comunico  á  V.  para  su  inteligencia  y  debido  cumpli- 
miento. 

Dios  guarde  á  V.  muchos  años.  —  Méjico,  20  de  Febrero  de 
1822.  Segundo  de  la  Independencia  Mejicana.  —  Herrera. 

Nota.  —  En  1.°  de  setiembre  de  1782,  se  aumentó  el  cobro  de 
los  derechos  de  las  platas  en  4  granos  por  marco,  para  pagar  un 
millón  de  pesos  prestados  al  Rey  de  España,  pero  en  31  de 
octubre  de  1785,  se  suspendió  dicho  cobro;  en  12  de  octubre  de 
178S  se  impusieron  2  granos  mas  por  marco  de  plata  :  en  14 
de  marzo  quedaron  los  mismos  derechos  en  9  granos  ;  y  en  7 
de  junio  se  empezó  á  cobrar,  exceptuando  á  Guanajualo, 
un  Roal  por  marco.  Estos  derechos  se  minoraron  por  el  decreto 
anterior. 

2.  —  La  administración,  cobro  y  custodia  de  los  cau- 
dales que  de  esta  manera  se  colectaren,  han  de  hacerse  y 
estar  siempre  al  arbitrio  y  disposición  del  enunciado  im- 
portante Cuerpo  de  Minería,  á  quien  pertenece,  por  medio 
de  su  Real  Tribunal  General  de  Méjico  que  lo  repre- 
senta. 

3.  —  Separado  de  estos  caudales  lo  que  fuere  necesario 
para  mantener  el  expresado  Real  Tribunal,  y  el  Colegio  é 
instrucción  de  los  Jóvenes  destinados  á  la  Minería,  de  que 
se  tratará  mas  adelante,  y  los  gastos  extraordinarios  y  pre- 
cisos que  cedieren  en  favor  y  utilidad  común  del  mismo 
importante  Cuerpo  de  ella,  todo  el  demás  sobrante,  y  los 
sucesivos  aumentos  y  productos  que  tuviere  se  ha  de  des- 
tinar é  invertir  precisamente  en  avíos  y  gastos  del  laborío 
de  las  Minas  de  los  Reinos  y  Provincias  de  la  Nueva-España, 


estableciendo  un  Banco  de  platas  según  las  reglas  que  se 
prefinen  en  los  Artículos  siguientes. 

4.  —  Para  la  administración  y  despacho  del  dicho  Banco 
ha  de  haber  un  Factor,  ó  mas  si  fueren  precisos,  hombre 
inteligente  y  práctico  en  la  negociación  de  avíos  de  Minas, 
que  ha  de  estar  sujeto  y  depender  del  Real  Tribunal 
General  de  ellas,  y  nombrarlo  este  por  elección  del  mayor 
número  de  votos,  con  facultad  de  removerlo  de  la  misma 
forma,  y  sin  necesidad  de  expresar  la  causa. 

5.  —  Al  tal  Factor  se  le  podrá  asignar  un  tanto  por 
ciento  en  las  utilidades  que  lograre  el  Banco,  ó  sueldo  fijo, 
ó  uno  y  otro,  según  que  en  diferentes  circunstancias  dis- 
pusiere el  mismo  Real  Tribunal,  con  tal  que  otorgue  las 
fianzas  y  cauciones  suficientes  al  arbitrio  y  satisfacción  de 
aquellos  Gefes. 

6.  —  La  Masa  gruesa  de  los  caudales  del  Banco  que  se 
hallare  en  monedas,  ó  en  pastas  de  oro  y  plata,  se  guar- 
dará en  Arcas  de  cuatro  llaves  que  estarán  en  poder  de  cua- 
tro de  los  Gpfes  que  en  la  actualidad  asistieren  á  dicho 
Real  Tribunal  ;  pero  los  efectos  y  mercaderías  de  los  Avíos 
de  Minas,  y  la  parte  de  caudal  necesaria  para  su  corriente 
giro  y  movimiento,  deberá  estar  en  poder  del  mismo  Fac- 
tor, y  á  su  cargo  y  manejo,  siendo  respectivamente  res- 
ponsables aquellos  y  este  á  lo  que  se  les  confía. 

7.  —  El  Real  Tribunal  General  de  Minas  hará  formar 
anualmente  en  la  Factoría,  y  mes  de  Diciembre,  balance 
y  reconocimiento  de  Almacenes,  y  corte  y  tanteo  de  Caja, 
asistiendo  á  estas  operaciones  dos  de  los  Gefes  del  propio 
Real  Tribunal  ;  y  además  tomará  las  cuentas  del  Factor, 
sin  perjuicio  de  podérselas  pedir  extraordinariamente  con 
la  prudencia  y  circunspección  que  conviene  en  semejantes 
casos. 

8.  —  El  Real  Tribunal  ha  de  seguir  la  correspondencia 
de  Cuentas  y  Cartas  misivas  con  los  Mineros  aviados  por 
el  Banco,  recibiendo  y  respondiendo  las  Cartas  de  ellos, 
y  dando  eu  su  conformidad  las  respectivas  órdenes  al 
Factor. 

9.  —  Para  el  despacho  de  la  Factoría  ha  de  haber  los 
Oficiales  de  pluma  que  se  consideraren  necesarios  á  satis- 
facción del  Factor,  y  propuestos  por  él  ;  pero  su  nombra- 
miento y  asignación  de  sueldo  se  hará  por  el  Real  Tribu- 
nal, y  su  paga  por  cuenta  del  Banco  ;  siendo  de  la  facultad 
del  Factor  el  despedir  los  Oficiales  dando  cuenta  verbal  al 
Real  Tribunal. 

10.  —  El  Factor  recibirá  las  platas  que  remitieren  los 
Mineros  aviados,  y  las  cambiará  por  reales  en  la  Casa  de 
Moneda  de  Méjico,  pagando  previamente  en  aquellas  Cajas 
matrices  los  derechos  metálicos  de  las  que  no  los  hubieren 
satisfecho  en  las  Foráneas  ;  pero  con  la  calidad  de  que 
antes  de  su  envío  á  Méjico  han  de  hacer  los  dichos  Mineros 
constar  en  las  cajas  Reales,  ó  Cajas-Marcas  de  la  respec- 
tiva Jurisdicción,  la  cantidad  de  platas  que  remiten  sin  el 
tal  requisito  del  abono  de  ios  derechos  metálicos,  sacando 
los  competentes  Despachos  para  su  libre  trasporte,  con 
obligación  de  volver  á  las  propias  Cajas  justificante  de 
haber  pagado  dichos  derechos,  á  fin  de  evitar  así  todo 
fraude,  y  purificar  el  correspondido  de  Azogues  en  su  caso, 
pena  de  caer  en  comiso  lo  que  de  otra  forma  se  llevare,  y 
de  incurrir  en  las  demás  impuestas  por  las  leyes  á  los  de- 
fraudadores de  mis  Reales  derechos  :  cuidando  los  Oficiales 
Reales  de  avisar  á  los  de  Méjico  de  esta  ciase  de  remisiones 
para  que  zelen  y  cuiden  que  se  verifique  lo  contenido  en 
este  Artículo. 

Nos,  el  Presidente  Regente  y  Oidores  de  la  Real  Audiencia  y 
Cnancillería  de  Esta  Nueva-España,  en  quien  actualmente  resido 
el  Superior  Gobierno  de  ella. 
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En  Junta  de  Real  Hacienda,  celebrada  en  29  de  enero  último, 
y  mandada  ejecutar  por  Decreto  de  4  de  Febrero  del  corriente 
año,  se  acordó  que  para  precaver  el  abuso  que  en  todos  los  Rea- 
les de  Minas  se  experimenta  de  la  extracción  sin  guias  de  las  pla- 
tas en  Muñecos,  Pinas  y  Juguetes,  se  haga  entender  en  ellos,  que 
en  la  conformidad  que  en  las  demás  Pialas  fundidas,  se  deben 
manifestar  estas  á  las  respectivas  Justicias,  dándoseles  su  Guia 
para  la  Caja  que  corresponda,  á  fin  de  que  en  ellas  las  presenten 
y  paguen  sus  respeclivos  derechos,  dándose  á  los  interesados  cer- 
tificación para  su  resguardo,  en  el  concepto  de  que  todo  lo  que 
se  aprendiere  sin  este  requisito,  ó  la  prevenida  certificación,  se 
dará  por  decomisado,  y  se  impondrán  las  penas  que  previenen 
las  leyes.  —  Dado  en  la  ciudad  de  Méjico,  á  4  de  marzo  de  1785. 
—  Vicente  de  Herrera.  —  Antonio  de  Villa  Urrutta.  —  Mi- 
guel Calixto  de  Azedo.  —  Ruperto  Vicente  de  Luyando.  — 
Baltasar  Ladrón  de  Guevara.  —  Joaquín  Galdiano.  —  José 
Antonio  Minafuertes.  —  Eusebío  Ventura  Beleña. 

Por  mandado  de  la  Real  Audiencia,  Gobernadora. 

Don  Félix  María  Calleja  del  Rey,  Bruder,  Lozada,  Flores, 
Campiño,  Montero  de  Espinosa,  Teniente  General  de  esta  N.  E., 
Presidente  de  su  Real  Audiencia,  Superintendente  general  sub- 
delegado de  Real  Hacienda,  Minas  y  hamo  del  Tabaco,  Juez  Con- 
servador de  este,  Presidente  de  su  Real  Junta,  y  Subdelegado  ge- 
nera! de  Correos  en  el  mismo  Reino. 

Habiéndome  representado  el  Sr.Superintendentedela  Realcasa 
de  Moneda,  la  notable  pérdida  que  en  utilidad  y  derechos  de 
S.  M.  ha  experimentado  dicho  Real  Ingenio,  por  la  extracción 
de  platas  que  en  el  tiempo  de  la  insurrección  de  este  Reino,  se  ha 
hecho  por  los  puertos  del  mar  del  sur,  y  deseando  poner  tér- 
mino á  un  abuso  tan  perjudicial,  y  evitar  que  en  lo  sucesivo  con- 
tinúen las  perniciosas  consecuencias  que  lia  ocasionado  este  de- 
sorden, he  resuelto,  de  conformidad  con  el  pedimento  sobre  el 
asunto,  y  parecer  del  Sr.  Asesor  general  comisionado,  se  obser- 
ven los  artículos  siguientes. 

1.  Se  declaran  incursos  en  la  pena  de  comiso  todos  los  metales 
que  se  encontraren  sin  las  correspondientes  marcas  de  la  Teso- 
rería de  su  procedencia,  bien  sea  en  los  caminos,  ó  en  cualquiera 
otro  punto;  de  cuyo  importe  se  aplicará  la  parle  respectiva  al  de- 
nunciante y  «prehensores,  conforme  á  la  pauta  de  comisos  de  16 
de  julio  de   1812. 

2.  En  igual  pena  incurrirán  los  metales  que  salieren  de  luga» 
res  donde  no  hay  Tesorería  y  Ensayador,  siempre  que  caminaren 
ose  introdujeren  gin  pase  de  las  respectivas  Justicias,  ó  guias  de 
las  Aduanas,  bajo  obligación  de  responsiva,  con  la  que  deberá 
acreditarse  presentado  en  la  casa  mas  inmediata. 

3.  Cuando  extrajeren  algunas  platas  de  mar  á  fuera,  deberá 
ser  precisamente  dando  fianza  de  que  presentarán  la  tornaguía 
de  haberse  introducido  en  el  puerto  de  la  Península  de  España 
á  que  vayan  dirigidas,  según  está  mandado  por  Real  Cédula  de 
30  de  diciembre  último,  respecto  de  los  azogues  que  se  venden  en 
las  Atarazanas  de  Sevilla. 

4.  Todas  las  Aduanas  marítimas  de  esta  N.  E.  remitirán  men- 
sualmenle  á  este  Vireinato  una  razón  ó  Estado  circunstanciado, 
del  número  de  barras  que  se  hayan  embarcado  en  sus  respeclivos 
territorios,  con  expresión  de  su  peso  y  ley,  y  la  de  los  Asientos  de 
minas  de  su  procedencia,  explicando  los  nombres  de  los  sugelos 
que  las  extraigan,  los  fiadores  de  la  presentación  de  la  tornaguía, 
y  finalmente,  los  de  los  puertos  de  la  Península,  ó  de  este  Reino, 
á  que  se  dirijan. 

Y  para  que  esta  resolución  llegue  á  noticia  de  todos,  y  lenga 
su  mas  exacta  y  puntual  observancia,  mando  se  publique  por 
Bando  en  esta  Capital  y  demás  ciudades  y  Lugares  del  Reino,  con 
cuyo  fin  se  circulará  á  los  Sres.  Intendentes,  Tribunales,  Gefes  y 
Ministros  á  quienes  corresponde  celar  sobre  su  cumplimiento.  — 
Dado  en  Méjico,  á  13  de  octubre  de  1816.  —  Félix  Calleja.  — 
Por  mandado  de  S.  E.  —  José  Ignacio  Negreiros  v  Soria. 

MINISTERIO  DE  HACIENDA. 

En  el  expediente  promovido  por  el  Tribunal  General  de  Mine- 
ría, sobre  la  mala  inteligencia  dada  á  la  soberana  resolución  de 
13  de  Febrero  de  IS22,  circulada  por  este  Ministerio  en  1  del  si- 
guiente Marzo,  en  cuanto  á  la  proposición  sexta  de  ella,  que  se- 
ñala por  única  contribución  el  tres  por  ciento  sobre  el  verdadero 
valor  de  la  Plata,  se  ha  servido  resolver  el  Emperador,  confor- 
mándose con  lo  consultado  en  el  asunto  por  su  Consejo  de  Es- 
tado :  que  el  cobro  de  los  derechos  establecidos  á  las  Platas  y 
Oro,  se  haga  en  los  precisos  términos  que  demuestran  las  adjun- 
tas tres  copias  de  los  modelos  que  ha  iormado,  bajo  cuyo  arre- 
glo se  •  xtiendan  las  cuentas  en  todas  las  casas  de  Moneda  y  Te- 
eorerias  de  Hacienda  pública  del  Imperio. 

Asimismo  se  ha  dignado  resolver  S.  M.  I.,  de  acuerdo  con  el 
citado  Consejo,  que  el  cobro  del  real  por  marco  de  Minería,  se 
ejecuto  en  las  citadas  Tesorerías,  cesando  la  Casa  de  Moneda  de 


esta  Corte  de  recaudarlo,  y  abonándose  los  Ministros  de  aqneHaí 
por  el  trabajo  y  responsabilidad  que  se  les  impone,  el  tres  por 
ciento,  que  parece  suficiente,  respecto  á  que  no  tienen  que  hacer 
otra  cosa  que  pedir  un  real  de  cada  marco  de  los  que  de  la  ley 
de  once  dineros  resultan  de  las  operaciones  que  han  de  practicar 
para  el  cobro  de  los  derechos  Nacionales,  según  los  citado»  mode- 
los, y  porque  la  tercera  parte  de  lo  que  se  cobra  se  halla  exenta 
de  esta  carga,  entendiéndose  directamente  con  el  referido  Tribu- 
nal ;  en  cuanto  á  la  rendición  de  cuentas  de  este  ramo,  caución, 
inversion,  remesas  de  sus  productos,  y  demás  asuntos  relativos  á 
él,  todo  conforme  á  lo  consultado  por  el  mismo  Tribunal,  á  que  se 
adhirió  la  Contaduría  mayor  de  cuentas  de  esta  Corte. 

De  orden  de  S.  M.  I.  lo  comunico  á  V.  para  su  inteligencia  y 
cumplimiento  en  la  parte  que  le  corresponda. 

Dios  guarde  á  V.  muchos  años.  —  Méjico,  24  de  Marzo  de  18;3, 
tercero  de  la  Independencia  del  Imperio.  —  Medina. 

Modelo  pri33scro. 

tesorería  de  tal  parte. 

-  En  tantos  de  tal  mes,  de  tal  año,  D.  N.  de  N.  introdujo  á  la 
paga  de  derechos  la  pieza  de  plata  con  el  número,  peso  y  ley  si- 
guiente. 
¿Vo  120.    ....    12  dineros 100  marcos. 

Los  cien  marcos  de  toda  ley  hacen  de  la  de  once  dineros  109 
mareos,  11  1/2  adarmes,  que  valeu  á  8  pesos  4  reales,  de  que  de- 
ducidos 2  reales  de  amonedación  que  cobra  la  Casa  de  Muneda 
de  Méjico,  quedan  líquidos  8  ps.  dos  reales  en  marco  é  impor- 
tan  ,     .     Ps.  900  » 

Sus  derechos  al  1res  por  ciento  importan.    ...  27  » 
Si  es  introducida  al  cambio  porque  lo  haya  esta- 
blecido en  la  caja  se  rebajan  del  importe  estos  de- 
rechos  

Entregado  por  lquldo.   ........   _. H73  » 

Si  la  Tesorería  está  encargada  del  cobro  de  los  derechos  de 
Minería,  se  rebajan  también  estos,  y  el  liquido  se  le  entrega  al 
dueño. 

Modelo   segurado. 

CASA  DE  MONEDA  DE  TAL  PARTE. 

En  tantos  de  tal  mes,  de  tal  año,  D.  N.  de  N.  introdujo  para 
sellar  la  pieza  de  plata  quintada,  con  el  número,  peso  y  ley  si- 
guiente. 

A'°  120 12  dineros 100  marcos. 

Los  cien  marcos  de  toda  ley  hacen  de  la  de  11  dineros,  109 
marcos,  11  1/2  adarmes,  que  valen  á  8  ps.  4  rs.,  de  que  deducidos 
dos  leales  de  amonedación  que  cobra  la  casa  de  Moneda  de  Méjico, 
quedan  líquidos  S  ps.  2  rs.  en  marco,  é  importan.     Ps.  9ü0  » 

Rebajas. 

Por  tantos  reales  mas  que  importan  la  amoneda- 
ción en  esta  casa  con  respecto  á  los  2  reales  en  marco 
que  se  cobran  en  Méjico,  y  suponiendo  que  el  exceso 
sea  un  real  en  marco 13  5. 

Derechos  de  Minería  para  el  Tribunal  General  en 
las  casas  que  estén  encargadas  de  su  cobro.     13  5.  2"  2 

Liquido  entregado  al  interesado S7  2  0 

Modelo    tepcero. 

CASA  DE  MONEDA  DE  TAL  PARTE. 

En  tantos  de  tal  mes,  de  tal  año,  inlrodujo  D.  N.  de  N.,  un 
tejo  de  oro  quintado  con  el  numero,  peso  y  ley  siguiente. 

¿Vo  1G 24  quilates 10  marcos. 

Los  diez  marcos  de  toda  ley  hacen  del  de  '22  qui- 
lates, 1 1  marcos  que  valen  á  135  ps.  6  rs.,  y  deduci- 
dos los  dos  reales  por  marco  que  cobra  la  Casa  de 
Moneda  de  Méjico,  por  amonedación,  ton  líquidos 
135  ps.  4  rs.,  é  importan Ps.  1490  4 

Rebajas. 

Por  tantos  reales  mas  que  cuesta  en  esta  Casa  la 
amonedación  con  respecto  á  la  que  se  cobra  en  Mé- 
jico, y  suponiendo  sea  un  real  mas,  son.   ..13.  13 


Líquido  quo  se  enlrega  al  interesado, 
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i  i  .—El  mismo  Factor  ha  de  pagar  los  réditos  de  los  ca- 
pitales recibidos  por  el  Banco  á  premio,  los  sueldos  de  los 
empleados  y  cualesquiera  otras  cantidades,  por  Libra- 
mientos del  Real  Tribunal,  con  los  cuales,  y  los  correspon- 
dientes legítimos  recibos,  deberá  justificar  en  esta  parte  sus 
cuentas.  Pero  para  las  remisiones  á  los  aviados  con  quienes 
hubiere  cuenta  corriente,  aunque  sean  en  reales  ó  efectos, 
no  necesitará  de  particulares  Libramientos,  sino  solamente 
de  las  Ordenes  que  por  el  mismo  Tribunal,  y  en  conformi- 
dad del  Artículo  8  de  este  Título,  se  le  dieren  para  que  las 
verifique  de  los  que  estuvieren  á  su  cargo  y  manejo  se- 
gún la  disposición  del  Artículo  6. 
«12.  — Será  á  cargo  del  Factor  hacer  las  compras  délos 
efectos  y  mercaderías  necesarias  para  avíos  de  Minas  se- 
gún su  inteligencia,  y  conforme  á  las  órdenes  del  Real 
Tribunal,  asentándolas  en  Libro  separado,  y  conservando 
las  Facturas  originales. 

13.  —  Los  efectos  que  se  entregaren  á  los  Mineros  en 
cuenta  de  avíos,  y  por  la  del  Banco,  deben  darse  y  reci- 
birse de  toda  buena  calidad,  y  al  precio  de  Méjico  en  Mé- 
jico, y  al  comente  de  los  Reales  de  Minas  en-  ellos  si  el 
Banco  tuviese  allí  Almacenes,  ó  fuere  de  su  cuenta  la  con- 
ducción. 

14.  —  Para  calificar  las  proposiciones  ó  pretensiones  de 
avíos  de  Minas  pedirá  el  Real  Tribunal  á  sus  Dueños  los 
Títulos  de  propiedad  y  posesión,  y  certificaciones  é  infor- 
maciones, ó  cualesquiera  otras  pruebas  suficientes  para  jus- 
tificar lo  que  dijeren  de  la  Mina  acerca  de  su  estado  y  cir- 
cunstancias, á  fin  de  que,  pasados  estos  papeles  al  Asesor 
para  su  reconocinjiento  y  calificación,  se  acredite  si  la  pro- 
posición ofrece  dende  luego  buenas  apariencias  ;  en  cuyo 
caso  deberá  el  Real  Tribunal  informarse  de  oficio  y  secre- 
tamente con  la  mayor  prudencia,  sagacidad  y  justicia, 
haciendo,  ó  mandando  hacer  las  diligencias  judiciales  ó 
extrajudiciales  que  le  parecieren  convenientes  para  proce- 
der con  acierto  en  la  resolución  de  tales  avíos,  guardando 
en  su  Archivo  todos  estos  documentos. 

15.  —  Entre  tanto  que  los  fondos  del  Banco  no  fueren 
suficientes  para  habilitar  todas  las  Minas  que  se  propusie- 
ren con  suficiente  probabilidad  y  buenos  fundamentos,  se 
procederá  atendiendo  y  beneficiando  al  Minero  que  mas  lo 
necesite,  sin  acepción  de  personas,  ni  permitir  otra  prefe- 
rencia que  la  de  la  misma  necesidad  y  utilidad  en  el  laborío 
de  las  Minas,  manejándose  en  ello  el  Beal  Tribunal  con  la 
justificación  é  imparcialidad  que  le  deben  ser  insepa- 
rables. 

16.  —  Calificada  la  pretensión  por  buena  y  admisible, 
se  tratarán  con  el  Dueño  de  la  Mina  los  pactos  y  estipula- 
ciones con  que  se  hubieren  de  ministrar  los  avíos,  y,  an- 
tes de  concluir  la  contrata,  los  calificará  el  Real  Tribunal 
con  puntual  arreglo  á  lo  dispuesto  y  prevenido  en  el  Título 
15  de  estas  Ordenanzas,  sin  pretender  que  el  Banco  de 
Minería  tenga  privilegio  alguno  en  perjuicio  de  otros  Ban« 
eos  ó  Aviadores  particulares  :  de  modo  que,  calificado  así 
el  contrato,  se  otorgará  Escritura  ante  el  Escribano  de 
Minería,y  se  mandarán  librar  los  avíos  conforme  á  su  con- 
tenido. 

17.  —  En  las  Minas  habilitadas  por  el  Banco  se  pondrán 
Interventores,  que  sean  personas  de  confianza  y  buena 
reputación,  para  que  acompañando  al  Dueño  de  la  Mina 
reciban  los  dos  y  tengan  en  su  poder  el  dinero  y  efectos 
del  Banco  en  Bodegas  y  Arcas  de  dos  llaves,  ministrán- 
dolos conforme  convenga  ;  y  asistiendo  à  la  paga 
de  las  rayas,  firmarán  las  Memorias,  observando  y 
viendo  los  Operarios  que  entraren  en  la  Mina  y  los  metales 
que  salieren  de  ella,  asistiendo  á  su  beneficio  en  la  Ha- 


cienda, y,  en  fin,  interviniendo  en  todo  á  nombre  del 
Banco,  con  arreglo  puntualmente  á  las  Instrucciones  que 
se  les  dieren,  entre  tanto  que  se  cubran  y  paguen  los 
avíos. 

18.  —  Los  Interventores  no  se  podrán  oponer  á  lo  que 
dispusiere  el  Dueño  ó  Administrador  de  la  Mina  en  lo 
directivo  é  industrial  y  económico  perteneciente  al  laborío 
de  ella,  ni  á  las  obras  y  faenas  que  en  la  misma  Mina  se 
determinaren,  supuesto  que,  en  siendo  de  considerable 
costo,  no  se  han  de  poder  resolver  ni  ejecutar  sin  consulta 
del  Real  Tribunal. 

19. — Tampoco  se  deberán  introducir  en  la  elección  y 
nombramiento  de  los  Subalternos  empleados  en  la  Mina  ; 
pero  podrán  observar  su  conducta  para  advertir  al  Dueño 
de  aquello  que  notaren  digno  de  remedio  ;  y  en  el  caso  de 
que  no  aplique  el  conveniente,  dará  cuenta  al  Real  Tri- 
bunal para  que  providencie  lo  que  fuere  justo,  y  este  cui- 
dará además  de  que  el  Interventor  y  el  Dueño  de  la  Mina 
estén  bien  avenidos,  y  procedan  de  acuerdo,  conspirando 
siempre  al  acierto  y  buen  fin  de  las  operaciones. 

20.  — A  los  Interventores  se  pagará  semanariamente  el 
sueldo  que  se  les  señalare  de  cuenta  de  los  avíos,  y, 
cuando  estos  estuvieren  cubiertos,  se  atenderá  su  mérito 
para  premiarlos  con  proporción  á  lo  que  hubiere  utilizado 
el  Banco,  y  al  tiempo,  trabajo  y  buena  conducta  con  que 
le  hayan  servido;  pero,  por  el  contrario,  si  se  les  averi- 
guare algún  fraude,  usurpación  ó  malicioso  procedimiento, 
ya  sea  en  perjuicio  del  Banco  ó  del  Dueño  de  la  Mina, 
serán  gravemente  castigados  á  proporción  de  su  delito 
por  el  Juzgado  á  que  corresponda  según  lo  declarado  en 
el  Títu'o  3 de  estas  Ordenanzas. 

2i.  — Si  se  ofreciere  competencia  sobre  habilitar  una 
Mina  entre  algún  Particular  y  el  expresado  Banco,  declaro 
que  ha  de  ser  preferido  el  Aviador  particular  en  igualdad 
de  circunstancias  para  que  entre  desde  luego  aviando  la 
Mina.  Y  mediante  que  el  referido  Banco  no  ha  de  ser  para 
estancar  la  libre  facultad  de  aviarlas,  declaro  igualmente 
qué  ha  de  quedar  subsistente  esta  especie  de  comercio, 
sin  que  el  Banco  pueda  tener  otro  objeto  que  el  de  suplir 
su  falta  ó  escasez,  y  hacer  constante  y  perpetuo  el  fomento 
de  la  Minería  en  cuanto -fuere  posible. 


TITULO  DÉCIMO  SÉPTIMO. 

DE  LOS  PERITOS  EN  EL  LABORÍO  DE    LAS  MINAS  Y  EN  EL 
BENEFICIO   DE  LOS   METALES. 

1 .  —  Para  que  las  Minas  puedan  trabajarse  con  acierto 
y  seguridad,  y  conseguir  completamente  el  logro  de  sus 
riquezas,  es  menester  que  las  operaciones  se  dirijan  por 
hombres  bien  instruidos  en  los  principios  y  reglas  que  mi- 
nistran las  Ciencias  naturales  y  prácticas,  y  las  Artes  con- 
ducentes, y  á  quienes  la  experiencia  propia  haya  enseñado 
su  justa  y  conveniente  aplicación.  Por  tanto,  y  para  que 
los  Dueños  de  Minas  no  equivoquen  la  elección  de  los  su- 
getos  que  empleen  juzgando  inteligentes  á  los  que  sofi 
tienen  una  instrucción  superficial  y  de  palabras,  ó  a  los 
que  no  los  acredita  mas  que  el  preciso  trascurso  del  tiempo 
que  han  vivido  en  los  Reales  de  Minas  sin  reflexion  ni 
ciencia  alguna,  y  sin  tener  otro  Título  que  la  recomenda- 
ción de  sus  compañeros,  siendo  por  otra  parte  equívoca  y 
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difícil  la  caliücacion  de  sus  errores  voluntarios  y  maliciosos, 
Jo  cual  conduce  á  los  Mineros  á  una  ciega  y  peligrosa  con- 
fia nza  en  lo  mas  importante  de  su  negocio,  y  les  ha  oca- 
sionado graves  perjuicios  :  á  fin  de  que  estos  puedan  evi- 
tarse, y  los  Periios  se  hagan  dignos  de  la  fe  pública  y 
judicial  en  las  cosas  de  su  arte,  ordeno  y  mando  que  en  cada 
Real  de  Minas  haya  uno  ó  muchos  Sugetos  inteligentes, 
instruidos  y  prácticos  en  la  Geometría,  y  en  la  Arquitec- 
tura subterránea  é  Hidráulica,  y  también  en  la  Maquinaria, 
y  en  las  artes  de  Carpintería,  Herrería  y  Albañilería  en  la 
parte  que  se  usa  de  ellas  en  el  ejercicio  de  las  Minas,  los 
cuales  se  llamen  Peritos  Facultativos  de  Minas  ;  y  asi- 
mismo otros  Hombres  hábiles  en  el  conocimiento  de  los 
Minerales,  que  llaman  Mineralogía,  y  en  su  tratamiento 
para  sacarles  todo  lo  que  tuvieren  de  metales,  y  en  el  modo 
de  reducir  estos  al  estado  en  que  se  hace  uso  de  ellos  así 
por  mayor  como  por  menor,  que  es  lo  que  se  llama  Meta- 
lurgia, y  tendrán  el  título  de  Peritos  Beneficiadores  ;  y 
unos  y  otros  han  de  ser  examinados,  titulados  y  destinados 
por  el  Real  Tribunal  General  de  Minería,  y  de  otra  manera 
no  se  les  ha  de  dar  fe  ni  crédito  alguno  en  juicio  ni  fuera 
de  él,  y  se  tendrán  por  intrusos,  y  serán  excluidos  y  mul- 
tados siempre  que  se  entrometan  en  lo  perteneciente  á  la 
pericia  de  la  Minería,  aunque  aleguen  ser  Bachilleres  en 
Arles,  Agrimensores,  Arquitectos  ó  Maestros  de  Obras, 
ó  haber  sido  Administradores,  Sirvientes  ú  Operarios  de 
las  Minas. 


Arancel  de  los  derechos  que  los  Peritos  facultativos  de  Mnas 
y  los  beneficiadores  habrán  de  percibir  en  sus  respectivas 
operaciones. 

i.  Por  el  rfconomiento-que  habrá  de  hacer  de  la  veta  en  la 
labor  habilitada  en  las  Minas  viejas  ó  ahonde  dado  en  las  nueva- 
mente abiertas,  inspección  de  rumbo,  echado  y  demás  circuns- 
tancias de  que  hablan  los  Artículos  4  y  8  del  título  6.°  de  la  Orde- 
danza.  y  por  la  ejecución  de  la  medida  exterior  y  señalamiento 
de  eslacas,  que  se  hace  al  tiempo  de  dar  posesión  al  denunciante, 
llevará  veinte  pesos,  saliendo  hasta  distancia  de  una  legua  á  prac- 
ticar lo  referido  ;  pero  siendo  á  mayor  distancia,  por  cada  legua 
de  lasque  excedan  llevará  un  peso  de  ida  y  otro  de  vuelta. 

2  Por  las  vistas  de  ojos  exteriores  cuando  se  ofrezca  alguna 
diferencia  sobre  los  términos  ó  estacas  de  su  cuadra,  si  para  ello 
hubiere  de  hacer  alguna  medida,  llevará  ocho  pesos;  pero  siendo 
necesario  que  la  haya  completa  llevará  doce  pesos,  y  levantando 
mapa  de  ella  ocho  pesos  mas,  y  pn  razón  de  las  leguas  que  andu- 
viere guardará  lo  tasado  en  la  partida  antecedente. 

3  Por  las  vista?  de  ojos  interiores,  siendo  un  simple  reconoci- 
miento de  la  Mina  de  que  no  haya  medida  alguna  hasta  cien  varas 
de  profundidad  vertical,  llevara  quince  pesos,  y  por  cada  cien 
Varas  mas  que  se  ofrezca  reconocer,  llevará  diez  pesos,  incluyén- 
dose en  eslo  Cuantos  reconocimientos  se  ofrezcan  hacer  de  cañones 
al  hilo  de  la  vela,  dentro  de  los  términos  de  una  pertenencia, 
pero  si  fuere  necesario  pasar  á  otras  pertenencias  á  efeelo  de  reco- 
nocerlas, llevará  por  cada  una  seis  pesos. 

<i.  Si  hubiere  de  echar  medidas  en  lo  interior,  á  mas  de  loa 
derechos  asignados  en  la  partida  antecedente,  según  las  cualidades 
de  las  Minas,  percibirá  el  Perito  un  real  por  cada  vara  de  corde- 
lada de  las  que  mida,  entendiéndose  que  las  medidas  se  han  de 
llevar  siempre  por  el  camino  mas  corto. 

5  Si  hubiere  deformar  mapa  de  las  indicadas  medidas,  com- 
puesto de  plan  horizontal  y  vertical,  se  le  pagará  por  separado 
á  razón  de  un  real  cada  vara  de  las  medidas  en  la  Mina, 
como  queda  dicho. 

6  Si  al  tiempo  de  proceder  el  Perito  á  la  medida,  por  alguna 
contradicción  de  las  partes,  ó  suscitarse  algún  punió  que"  de- 
mande resolución,  se  embararare  la  ejecución  de  ella,  respecto  á 
que  no  está  en  su  mano  el  verificarla,  y  por  otra  parte  que  ocupó 
tiempo  en  esto,  y  no  sea  justo  quede  sin  remuneración  cuando 
asi  suceda,  llevará  cinco  pesos,  debiendo  hacer  la  medida  á  dis- 
tancia de  una  le.ua  d'il  Real  ;  y  si  fuere  á  mayor  distancia, 
percibirá  lo  asignado  á  cada  legua  de  ida  y  vuelta,  á  mas  de  los 
cinco  pesos. 

7.  En  las  ocurrencias  de  determinar  ó  trazar  alguna  obra,  en 
que  conforme  al  articulo  3,  Ululo  9,  debe  hacerse  con  intervención 


de  los  Peritos  facultativos,  ae  graduará  su  paga  con  arreglo  á  lo 
que  va  dispuesto  en  cuanto  á  las  medidas  asi  interiores  como  ex- 
teriores de  las  Minas  ;  y  por  la  vista  que  de  la  obra  debe  hacer 
para  reconocerla,  diez  pesos,  fuera  de  las  leguas  que  anduviere  : 
y  de  la  medida  que  hiciere  siendo  necesaria  para  enmendar  el 
yerro  que  9e  hubiese  cometido  en  su  progreso,  se  arreglará  á  lo 
que  va  tasado. 

8.  Cuando  se  haya  de  avaluar  alguna  Mina,  como  quiera  que 
no  solo  han  de  estimarse  los  pilares  y  macizos  que  tenga,  sino 
también  las  máquinas,  galenas  y  otros  utensilios,  por  cada  mañana 
ó  tarde  que  ocupare  útiles  en  hacer  el  aprecio  de  estos,  llevará 
tres  pesos,  á  mas  de  lo  que  queda  regulado  por  las  leguas  que 
hubiere  de  andar. 

9.  Como  para  la  tasación  de  los  pilares,  macizos  y  demás  in- 
teriores de  las  Minas,  sea  necesario  mayor  prolijidad,  en  que  se 
emplea  mas  la  pericia  y  práctica  de  los  Peritos,  sin  embargo  de 
que  en  esto  no  hagan  una  tasación  segura  y  cierta,  por  la  variación, 
falibilidad  de  las  vetas,  é  incertidumbre  de  la  ley  de  los  minerales, 
sino  únicamente  un  cálculo  prudencial,  por  el  que  formaren  del 
interior  de  una  Mina,  dentro  de  los  términos  de  una  pertenencia, 
llevará  cincuenta  pesos,  incluso  el  reconocimiento  que  de  toda 
ella  hagan  ;  y  si  hubiere  de  continuar  el  avalúo  en  parte  de  otra 
pertenencia,  percibirán  lo  que  corresponda,  según  la  tasación 
hecha,  á  mas  de  los  derechos  asignados  por  la  bajada  á  la  Mina, 
en  inteligencia  de  que  si  no  pudieren  concluir  en  un  dia  esta 
operación  ú  otra  alguna  de  las  referidas  en  este  Arancel,  no  han 
de  aumentar  la  expresada  regulación,  sino  que  ha  de  llevar  unos 
solos  derechos. 

BENEFICIADORES. 

10.  A  los  Peritos  beneficiadores  examinados,  en  los  reconoci- 
mientos y  demás  operaciones  que  puedan  encargarles  en  las 
Haciendas,  se  abonarán  por  razón  de  dietas  cinco  pesos  cada  dia 
de  los  que  ocupare. 

il.  En  los  lugares  donde  no  haya  Peritos  facultativos  de  Minas 
ni  beneficiadores,  y  sea  preciso  valerse  de  alguno  de  los  práciicos 
mas  inteligentes  y  acreditados,  que  haya  en  ellos,  para  ejecución 
delasoperaciones  respectivas  á  aquellos  oficios,  según  lo  dispu>  sto 
en  el  articulo  2  del  título  9,  solo  llevarán  la  mitad  de  los  derechos 
que  van  tasados  à  los  titulados. 

Aprobado  par  decreto  del  Virey,  de  19  de  enero  de  1805. 


2.  —  Los  dichos  Peritos  Facultativos  de  Minas  tendrán 
los  Instrumentos  necesarios  y  suficientes  para  los  casos  que 
puedan  ofrecerse  en  la  práctica  de  medidas  de  Minas  así 
subterráneas  como  superficiales,  los  cuales  deberán  estar 
siempre  exactos,  correctos  y  arreglados,  de  manera  que  no 
falten  á  la  debida  puntualidad  y  regularidad  en  las  opera- 
ciones ;  para  lo  cual  serán  vistos  y  reconocidos  al  tiempo 
que  se  examinaren  y  se  les  despachen  sus  Títulos,  y  des- 
pués en  las  visitas  extraordinarias. 

3.  —  Los  Peritos  Beneficiadores  tendrán  el  correspon- 
diente Laboratorio  público  con  los  Hornos  y  Máquinas  para 
moler  v  lavar  metales,  y  también  Ingredientes,  Vasijas. 
Balanzas  fieles  y  Pesas  justas,  y  lo  demás  que  Fuere  nece- 
sario no  solo  para  los  ensayes  pequeños,  sino  también  para 
beneficiar  por  fuego  ó  por  azogue  uno,  dos  ó  tres  quin- 
tales de  mineral. 

4.  —  Los  Peritos  Facultativos  de  Minas  deberán  exa- 
minar á  su  tiempo,  y  dar  Certificación  de  examen  á  todas 
los  que  en  ellas  se  dedicaren  á  Mineros  ó  Maestros  que  di- 
rigen y  conducen  las  operaciones  subterráneas,  y  á  los 
Ademadores  y  Albañiles  de  Minas,  Carpinteros  y  Herreros 
de  Máquinas  (I).  Y  prohibo  el  que  puedan  emplearse  en 
semejantes  oficios,  ni  ejercitarlos  en  calidad  de  Maestros 
en  los  Lugares  donde  esto  estuviere  ya  establecido,  sin 
tener  la  prevenida  Certificación  de  examen,  bajo  la  pena 
por  la  primera  vez  de  tres  meses  de  cárcel,  y  por  la  segunda 


{i)  Por  bando  del  Virey  Flores,  publicado  en  18  de  octubre  de  1788,  se 
desunan  ocho  facultativos  prácticos  y  operarios  alemanes,  contralados  por 
diez  años  para  auxiliar  á  los  miüír  ^  *  granos. 
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de  destierro  del  Lugar  :  cuya  pena  podrán  imponerles  los 
respectivos  Diputados  territoriales. 

5.  —  Los  Peritos  Beneficiadores  de  cada  Real  de  Minas 
examinaráu  y  darán  Carta  de  aprobación  á  los  que  se  apli- 
caren y  destinaren  á  Azogueros,  Fundidores  y  Afinadores, 
sin  cuyo  preciso  requisito,  y  bajo  las  mismas  penas  conte- 
nidas en  el  Artículo  antecedente,  ninguno  pueda  emplearse 
en  semejantes  ejercicios  acomodándose  para  ello  en  las 
Haciendas  ó  Ingenios  de  metales.  Y  declaro  que  asi  estos 
exáme-nes,  como  los  demás  que  quedan  dispuestos  en  el 
presente  Título,  se  ban  de  hacer  sin  exigir  ni  llevar  dere- 
chos algunos,  y  precisamente  gratis. 

6".  —  SI  alguno  pasare  de  un  Real  de  Minas  para  otro 
habiendo  sido  examinado  y  aprobado  en  aquel  de  donde, 
salió,  no  necesitará  de  examinarse  de  nuevo;  pero  será 
obligado  á  presentar  su  Carta  de  exáinen  Armada  del  Pe- 
rito por  quien  hubiere  sido  despachada,  y  comprobada  con 
la  fe  de  Escribano,  ó  de  Ja  Diputación  de  aquella  Minería 
con  dos  testigos  dé  asistencia  en  caso  de  no  haberlo. 

7.  —  Los  referidos  Peritos  Facultativos  de  Minas  y  Pe- 
ritos Beneficiadores  harán  ante  el  Real  Tribunal,  al  tiempo 
de  despacharles  por  él  sus  Títulos,  juramento  solemne  y 
en  toda  forma,  pero  gratis,  de  que  ejercerán  sus  respecti- 
vos Oficios  siempre,  y  en  todos  los  casos  que  se  ofrezcan, 
bien  y  fielmenie,  y  conforme  á  su  leal  saber  y  entender, 
sin  fraude,  disimulo  ni  pasión  alguna;  quedando  excusa- 
dos de  hacer  semejante  juramento  en  cada  una  de  las  dili- 
gencias en  que  intervinieren,  ya  sean  judiciales,  ó  extra- 
judiciales,  respecto  de  que,  otorgado  una  vez  según  y  como 
va  dicho,  han  de  estar  siempre  obligados  á  cumplirlo. 

8.  —  A  los  expresados  Peritos  Facultativos  y  Peritos  Be- 
neficiadores se  les  dará  entera  fe  y  crédito  en  juicio  y 
fuera  de  él  en  todas  las  cosas  de  su  arte;  pero  podrán  ser- 
recusados  cuando  hubieren  sido  nombrados  por  ios  Jueces, 
y  cuando  lo  fuesen  por  alguna  de  las  partes  en  negocios 
contenciosos  tendrá  la  otra  la  acción  de  nombrar  nuevo 
Perito  por  la  suya,  y  el  Juez  la  de  elegir  tercero  en  dis- 
cordia, si  la  hubiere,  aunque  ni  el  uno  ni  el  otro  sean  del 
mismo  distrito  ;  evitándose  las  sucesivas  recusaciones  y 
nombramientos  de  nuevos  Peritos  cuando  hubiese  fundada 
sospecha  de  que  se  intentan  con  fraude  ó  malicia,  ó  por 
dilatar  el  juicio  de  la  causa. 

9. —  Los  Peritos  facultativos  de  Minas  y  los  Beneficiado- 
res asistiián  á  las  Visitas  de  Minas  y  Haciendas,  y  cumpli- 
rán y  observarán  cuanto  va  prevenido  en  estas  Ordenan- 
zas, concurriendo  á  todos  los  casos  de  su  conocimiento  y 
ejercicio  para  que  fueren  llamados  por  los  Jueces  y  la  Di- 
putación de  Minería,  llevando  los  justos  derechos  que  se  les 
señalaren  y  tasaren  por  Arancel,  los  cuales  se  propondrán 
por  las  Diputaciones  territoriales  al  Real  Tribunal  general 
para  que,  examinados  en  él,  se  consulten  al  Virey  á  fin  de 
que,  instruido  el  asunto  según  su  naturaleza,  califique  y 
resuelva  los  que  deban  exigirse,  sin  cuya  precisa  circuns- 
tancia no  se  han  de  poder  poner  en  práctica. 

tu.  —  En  el  ínterin  que  el  Seminario  de  educación  y 
enseñanza  de  los  Jóvenes  destinados  á  la  Metalurgia,  Mi- 
neralogía, y  demás  necesario  para  dirigir  con  acierto  las 
operaciones  de  las  Minas,  y  de  cuyo  establecimiento  se  tra- 
tará en  el  Título  siguiente,  provee  de  sugetos  suficiente- 
mente instruidos,  cuales  se  suponen  en  este  Título  y  se 
necesitan  para  cumplir  lo  dispuesto  en  estas  Ordenanzas, 
mando  que  todos  los  que  al  presente  se  ocuparen  en  las 
opeí  aciones  de  medir  Minas,  trazar  Tiros  y  Socavones,  y 
demás  obras  graves  conducentes  á  su  laborío,  ya  sea  que 
tengan  el  título  de  Agrimensores  y  Medidores  de  Minas,  ó 
ja  que  sin  él  hayan  sido  bien  recibidos  en  las  Minerías  por 


su  práctica,  habilidad  y  estudio  particular,  han  de  ser 
obligados  á  ocurrir  al  Real  Tribunal  General,  y  presentarse 
á  examen,  para  que  se  les  libre  el  Título  correspondiente 
sin  exigirles  derechos  algunos,  como  se  ha  prevenido  en  el 
Artículo  S.°  de  este  Título,  y  á  exhibir  los  instrumentos  de 
que  usaren  á  fin  de  que  sean  vistos  y  reconocidos,  bajo  la 
pena  de  que  sin  esta  circunstancia  no  se  les  dará  fe  ni 
crédito  en  juicio  ni  fuera  de  él,  y  la  de  que,  si  en  alguna 
obra  dirigida  por  ellos  aconteciere  algún  mal  suceso,  no 
excusará  el  Dueño  ó  Administrador  de  las  Minas  que  los 
hubiere  empleado  de  las  responsabilidades  y  penas  im- 
puestas por  estas  Ordenanzas,  por  las  Leyes  generales,  á 
los  que  proceden  sin  la  dirección  de  Peritos  en  los  casos 
en  que  deben  seguirla. 

11.  —  Los  sugetos  que  se  despacharen  para  Peritos  Fa- 
cultativos de  Minas  ó  Peritos  Beneficiadores,  han  de  ser  de 
calidad  de  Españoles,  Mestizos  de  estos,  ó  Indios  nobles  de 
conocida  patria,  nacimiento  y  educación,  y  de  buena  vida 
y  costumbres;  con  cuyas  circunstancias  se  han  de  tener 
siempre  sus  empleos  y  oficios  por  honrosos,  nobles  y  me- 
ritorios :  de  mudo  que  los  que  hubieren  servido  bien  en 
ellos  han  de  gozar  de  todos  los  privilegios  de  Mineros,  y 
ser  atendidos  para  mayores  ascensos  y  destinos  en  la  Mine- 
ría y  fuera  de  ella,  teniendo  asiento  público  después  del 
Juez  y  los  Diputados  del  Distrito,  prefiriéndose  entre  sí 
por  la  antigüedad  de  sus  títulos,  y  sin  distinción  de  los 
Peritos  Facultativos  de  Minas  á  los  Peritos  Beneficiadores, 
pues  unos  y  otros  han  de  ser  dignos  de  iguales  honras  y 
distinciones. 


TITULO  DÉCIMO  OCTAVO. 

DE  LA  EDUCACIÓN  Y  ENSEÑANZA  DE  LA  JUVENTUD  DES- 
TINADA A  LAS  MINAS ,  Y  DEL  ADELANTAMIENTO  DE 
LA    INDUSTRIA    EN  ELLAS. 

1.  —  para  que  nunca  falten  sugetos  conocidos  y  educa- 
dos desde  su  niñez  en  buenas  costumbres,  é  instruidos  en 
toda  la  doctrina  necesaria  para  el  mas  acertado  laborío  de 
las  Minas,  y  que  lo  que  hasta  ahora  se  ha  conseguido  con 
prolijas  y  penosas  experiencias  por  largos  siglos  y  diversas 
naciones,  y  aun  por  la  particular  y  propia  industria  de  los 
Mineros  Americanos,  pueda  conservarse  de  una  manera 
mas  exacta  y  completa  que  por  la  mera  tradición,  regu- 
larmente escasa  y  poco  fiel,  es  mi  Soberana  voluntad  y 
mando  que  se  erijan  y  establezcan,  y  si  se  hallaren  ya 
establecidos,  se  conserven  y  fomenten  con  el  mayor  esme- 
ro y  atención,  el  Colegio(l)  y  Escuelas  que  para  los  expre- 
sados fines  se  me  propusieron  por  los  Diputados  Generales 
del  referido  importante  Cuerpo  de  Minería,  y  en  la  forma 
y  modo  que  se  ordena  en  los  siguientes  Artículos. 

2.  _  Se  han  de  dotar  y  mantener  de  comida  y  vestido 
con  la  correspondiente  regular  decencia,  por  ahora  veinte 
y  cinco  Niños  Españoles,  ó  indios  nobles  de  legítimo  naci- 
mienlo,  siendo  siempre  preferidos  los  descendientes  ó  pa- 
rientes  próximos  de  Mineros,   principalmente   aquellos 

(1  j  La  erección  de  este  Colegio  se  verificó  en  1 .»  de  enero  1792  La  do- 
tación de  25,000  pesos  que  se  le  asignó  para  su  subsistencia  tue  aprobacu 
después  por  real  orden  de  5  de  febrero  de  1793.  •         :. 

1  decretó  de  5  de  octubre  de  1843  establece  un  nuevo  plan  de  estud.os 
para  dicho  C.c-legip,  cuyo  reglamento  obtuvo  la  aprobación  del  S  faoterno 
en  22  de  diciembre  del  mismo  año;  y  la  dolacion  de  25,000  pesos  anua  es 
que  antes  terna  ba  sido  aumentada  en  24,000  B«M«*ft& V£g  $£  9| 
del  mismo  decreto  de  3  de  octubre,  de  cuya  canutad,  7,000  pesos  anuales 
es  án  destinados  á  la  conservación  del  museo  nacional,  y  los  17,000  res- 
Utitcs  para  los  gastos  de  las  nuevas  clases  de  instrumentos,  libros,  etc. 
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cuyos  Padres  estuvieren  avecindados  en  los  Reales  de 
Minas. 

3.  —  Concedo  libre  entrada  á  las  Escuelas,  y  la  instruc- 
ción gratuita,  á  todos  los  Niños  cuyos  Padres  ó  Tutores 
quisieren  ponerlos  en  esta  carrera,  yendo  para  ello  desde 
sus  casas  diariamente  á  asistir  á  las  lecciones;  y  mando 
también  que  se  admitan  á  -vivir  en  el  Colegio  á  pupilage 
todos  Jos  que,  teniendo  las  circunstancias  de  calidad  y  na- 
cimiento prefinidas,  pagaren  su  manutención. 

4.  —  En  dicho  Colegio  se  han  de  poner  los  necesarios 
Profesores  seculares,  y  bien  dolados,  para  que  enseñen  las 
Ciencias,  Matemáticas,  y  Física  experimental  conducentes 
al  acierto  y  buena  dirección  de  todas  las  operaciones  de 
la  Minería. 

5.  —  Asimismo  ha  de  haber  Maestros  de  las  Artes  mecá- 
nicas necesarias  para  preparar  y  trabajar  las  madera?, 
metales,  piedras  y  demás  materias  de  que  se  forman  las 
Oficinas,  Máquinas  é  instrumentos  que  se  usan  en  el  labo- 
río délas  Minas  y  beneficio  de  sus  metales,  y  también  un 
Maestro  de  dibujo  y  delineacion. 

6.  —  El  mencionado  Colegio  ha  de  tener  el  título  de 
Real  Seminario  de  Minería,  y  en  él  han  de  vivir  dos  Sacer- 
dotes seculares  de  edad  competente,  uno  que  sea  Capellán 
Rector,  y  otro  "Vice-Rector  para  que  cuiden  de  la  educa- 
ción de  los  Niños  en  la  vida  cristiana  y  política,  de  que 
estudien  y  aprovechen  el  tiempo  debidamente,  y  les  digan 
Misa  todos  los  dias  del  año. 

7.  —  La  inmediata  dirección  y  gobierno  de  dicho  Real 
Seminario  ha  de  ser  á  cargo  del  Director  General  de 
Minería,  á  quien  concedo  la  facultad  de  proponer  al  Real 
Tribunal  los  sugetos  que  deban  emplearse  para  Maestros 
profesores,  y  para  todos  los  demás  destinos,  y  los  Niños 
que  se  hayan  de  admitir  para  Colegiales  de  erección  ó 
Pensionistas,  calificando  sus  necesarias  circunstancias; 
proponiendo  también,  precedido  el  oir  el  dictamen  de  los 
Maestros  respectivos  del  propio  Colegio,  las  Facultades  que 
deban  enseñarse,  y  el  método  que  para  ello  haya  de  se- 
guirse, á  efecto  de  que  el  Real.  Tribunal  acuerde  sobre 
todo  lo  mas  conveniente  :  siendo  además  á  cargo  del  mis- 
mo Director  el  celar  y  cuidar  de  que  todos  los  empleados 
cumplan  debidamente  las  obligaciones  de  su  destino,  y  el 
formar  el  Reglamento  particular  para  el  régimen  por 
menor  de  dicho  Colegio,  que  deberá  presentar  al  Real 
Tribunal  para  que,  calificado  en  él,  le  pase  al  Virey  á  fin 
de  que,  instruido  el  asunto  según  corresponda  á  su  natu- 
raleza, me  dé  cuenta  para  mi  Soberana  aprobación,  la 
cual  verificada  se  observará  y  cumplirá  el  enunciado  Re- 
glamento con  la  debida  puntualidad  y  exactitud. 

8.  —  Los  costos  de  la  erección,  conservación  y  fomento 
de  dicho  Real  Seminario  se  sacarán  del  Fondo  dotal  de  la 
Minería,  según  se  indicó  en  el  Artículo  3,  del  título  16. 

9.  —  El  expreado  Seminario  ha  de  estar  bajo  mi  Real 
protección,  é  inmediatamente  sujeto  y  dependiente  del 
Real  Tribunal  General  de  Minería  en  todas  sus  causas  y 
negocios. 

10.  —  Para  elegir  y  nombrar  los  maestros  profesores 
de  las  Ciencias  que  se  deben  enseñar  en  las  Escuelas  del 
Colegio  se  pondrán  Edictos  convocatorios  con  término  y 
emplazamiento  señalado,  y  á  los  que  se  presentaren  se  les 
repartirán  sorteados  alguuos  Problemas  de  la  respectiva 
facultad,  los  cuales  deberán  presentar  resueltos  dentro  de 
tercero  dia;  pero  con  prevención  de  que  antes  que  se  les 
repartan  y  entreguen  los  tales  Problemas  deberá  el  Director 
presentar  al  Real  Tribunal  las  resoluciones  de  todos  ellos 
en  pliegos  cerrados  y  sellados  con  separación,  los  cuales 
no  se  podrán  abrir  sino  cuando  cada  Opositor  hubiere  pre- 


sentado sus  resoluciones,  para  hacer  el  debido  cotejo  entre 
unas  y  otras.  Y  en  el  mismo  dia  en  que  esto  se  verifique 
tendrá  el  Opositor  una  sesión  pública  de  dos  horas  sobre 
los  puntos  que  le  moviere  eJ  Director  extemporáneamente, 
y  en  presencia  del  Real  Tribunal  y  de  su  Escribano,  que 
dará  fe  del  Acto,  y  lo  sentará  en  su  respectivo  Resistro. 

11.  —  Concluidos  los  expresados  Actos  públicos  pro- 
pondrá el  Director  tres  de  los  Opositores  para  cada  profe- 
sión, de  los  cuales  elegirá  uno  el  Real  Tribunal  por  votos 
secretos;  y  en  caso  de  discordia  por  igual  número  de  ellos 
será  preferido  entre  los  electos  el  que  hubiese  sido  pro- 
puesto en  mejor  lugar. 

12.  —  Los  mencionados  Profesores  Maestros  del  Colegio; 
además  de  enseñar  diariamente  por  lecciones  teóricas  y 
prácticas,  estarán  obligados  á  presentar  cada  uno  de  seis 
en  seis  meses  una  Memoria  ó  Disertación  sobre  algún 
asunto  útil  y  conducente  á  la  Minería,  y  perteneciente  á 
las  facultades  aplicables  á  este  ejercicio,  las  cuales  Memo- 
rias se  han  de  leer  al  Real  Tribunal,  conservarse  en  su 
Archivo  con  cuidado  para  darlas  impresas  al  público  cuando 
pareciere  conveniente. 

13.  —  Los  Colegiales  y  Estudiantes  del  Seminario  lian 
de  tener  cada  año  Actos  públicos  á  presencia  del  Real  Tri- 
bunal de  Minería  para  que,  manifestando  en  ellos  su  res- 
pectivo aprovechamiento,  sean  premiados  y  distinguidos  á 
proporción  del  que  acreditaren. 

14.  —  Los  enunciados  Jóvenes  cuando  hayan  concluido 
sus  estudios  deberán  ir  à  los  Reales  de  Minas  á  asistir  tres 
años,  y  practicar  las  operaciones  con  el  Perito  Facultativo 
de  Minas,  ó  con  el  Perito  Beneficiador  del  distrito  á  que 
fueren  destinados,  para  que,  lomando  Certificación  firmada 
de  ellos  y  de  los  Diputados  territoriales,  se  les  examine  en 
el  Real  Tribunal  así  de  teórica  como  de  práctica,  y,  siendo 
aprobados,  se  les  despachará  su  Título,  sin  llevarles  por 
todo  lo  dicho  derechos  algunos  :  y  se  les  destinará  para 
Peritos  Facultativos  ó  Peritos  Beneficiadores  de  los  Reales 
de  Minas,  Interventores  de  las  que  aviare  el  Banco,  y  otros 
destinos  convenientes. 

Por  el  Supremo  Ministerio  Universal  de  Indias,  se  me  comunicó 
con  fecha  de  22  de  diciembre  del  año  próximo  pasado,  la  Real 
Orden  siguiente. 

«  Exmo.  Sr.  —  He  dado  cuenta  al  Rey  de  la  representación  que 
dirijió  e!  antecesor  de  V.  E.,  con  fecha  de  30  de  abril  de  1812,  in- 
cluyendo la  propuesta  hecha  por  el  Superintendente  de  la  Real 
Casa  de  Moneda  de  esa  capital,  para  las  plazas  de  ensayador  1.»  y 
2."  de  número,  y  1."  y  2.°  supernumerarios  de  la  misma  Real  Casa; 
y  enterado  S.  M.  de  ella,  como  de  los  nombramientos  interinos 
expedidos  por  V.  E.  á  favor  de  Don  José  García  Anzaldo,  Üon 
José  Dávila  Madrid,  Don  Joaquín  Dávila  Madrid  y  üon  Manuel 
Ruiz  de.  Tejada,  se  ha  servido  nombrar  Ensayador  l.°y  2.°  de 
número  á  Don  José  Gracia  Anzaldo,  y  Don  José  Dávila  Madrid, 
sin  embargo  de  no  haber  venido  la  propuesla  arreglada  á  lo  que 
previene  el  artículo  22  de  la  Ordenanza  de  aquel  establecimiento, 
sobre  cuya  observancia  velará  exactamente  V.  E.,  cuidando  se 
cumpla  en  lo  sucesivo  ;  y  mediante  á  que  Don  Joaquín  Dávila 
Madrid,  propuesto  para  Ensayador  primero  supernumerario,  es 
hermano  de  Don  José  Dávila  Madrid,  electo  Ensayador  segundo 
de  número,  es  la  voluntad  de  S.  M.  quede  sin  efecto  el  nombra- 
miento deleitado  Don  Joaquín  Dávila,  como  contrario  á  lo  preve- 
nido en  el  Real  Decreto  de  15  de  octubre  de  1774,  que  prohibe 
parentescos  hasta  el  cuarto  grado  en  las  oficinas  de  Real  Hacienda; 
pero  no  siendo  tampoco  el  ánimo  de  S.  M.  que  este  individuo 
carezca  de  medios  para  su  subsistencia,  ha  resuelto  que  V.  E.  le 
coloque  en  otro  destino  semejante,  en  sueldo  y  escala,  al  de  En- 
sayador primero  supernumerario,  en  atención  a  sus  méritos  y  cir- 
cunstancias ;  y  resultando  con  esta  providencia  vacante  el  deslino 
de  Ensayador  primero  supernumerario,  nombra  S.  M.  para  él,  á 
Don  Manuel  Ruiz  de  Tejada,  con  retención  por  ahora  de  la  Cátedra 
de  Física  que  obtiene,  para  premiar  sus  conocimientos,  y  evitar 
con  esto  disfrote  menos  sueldo  por  aquel  empleo,  que  el  que  goza 
por  Catedrático.  Últimamente,  por  lo  respectivo  á  la  plaza  de  se- 
gundo Ensayador  supernumerario  que  resulta  vacante,  ha  deter- 
minado el    Rey  que  el  superintendente  de  esa  Real   Casa   de 
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Moneda,  proponga  tres  sugetos  que  hayan  estudiado  química, 
física  y  mineralogía,  y  sufrido  el  examen  correspondiente  de  apti- 
tud para  tal  Ensayador,  y  que  en  los  empleados  principales  de 
esta  clase,  y  cualquier  otro  facultativo  que  vacare  en  la  Casa  de 
Moneda,  apartado  de  Oro  y  Plata,  ó  en  las  cajas  principales  de 
provincia,  se  exija  igual  requisito  â  I03  pretendientes,  prefi- 
riendo en  igualdad  de  circunstancias,  á  los  alumnos  del  Tribunal 
de  Mineriar  Todo  lo  cual  comunico  á  V.  E.  para  su  inteligencia 
y  puntual  cumplimiento,  » 
Y  lo  traslado  a  V,  S,  para  su  inteligencia  y  efectos  convenientes. 

Dios  guarde  á  V.  S.  mucho3  añoa.  —  Méjico,  8  de  mayó  de 
1815.  —  Calleja. 

15.  —  Para  facilitar  mas  sólidamente  la  instrucción  y 
enseñanza  de  los  importantes  objetos  de  dicho  Colegio  con 
verdadera  utilidad  de  la  Minería,  ordeno  y  mando  que  los 
Dueños  ó  Aviadores  de  Minas  que  llevaren  sus  platas  á 
Méjico  estén  obligados  á  entregar  en  el  mismo  Colegio  me- 
tálico unas  muestras  de  sus  minerales  en  la  porción  que 
baste  para  que  allí  se  examine  su  calidad  y  circunstancias, 
y  el  beneficio  que  puedan  recibir  para  su  mayor  rendi- 
miento, á  fin  de  que,  según  lo  que  resultare  de  estas  ope- 
raciones, se  acuerde  por  el  Real  Tribunal  lo  conveniente 
para  que  se  verifiquen  los  adelantamientos  á  que  conspiran 
estas  disposiciones. 

16.  —  En  atención  á  que  la  Industria  hace  útiles  á.  la 
vida  humana  las  producciones  medianas,  y  aun  las  muy 
comunes  de  la  naturaleza,  y  á  que,  por  el  contrario,  sin 
ella  regularmente  se  inutilizan  y  desvanecen  hasta  fas 
ventajas  y  provechos  que  deben  esperarse  de  las  riquezas 
naturales  mas  sobresalientes,  quiero  y  mando  que  se  excite, 
fomente  y  promueva  con  la  mayor  actividad,  madurez  y 
discreción,  la  Industria  aplicable  á  la  Minería,  y  que  tan 
recomendable  lugar  merece  en  ella,  poniéndose  especial 
esmero  y  atención  en  observar  el  uso  y  efecto  de  las 
Máquinas,  operaciones  y  métodos  que  al  presente  se  em- 
plean en  su  ejercicio,  para  que  todo  lo  que  se  hallare  ver- 
daderamente útil  y  perfecto  en  su  género  se  conserve  en 
toda  su  integridad,  sin  que-insensiblemente  pierda  ó  des- 
merezca, como  ha  sucedido  y  sucede;  y  que  aquello  que, 
comparado  con  Jas  mejores  y  mas  seguras  reglas,  se  en-' 
contrare  digno  de  enmienda  ó  reforma,  se  reduzca  real- 
mente á  su  mayor  perfección  y  efectiva  práctica:  sin  que 
las  antiguas  preocupaciones,  vinculadas  á  ia  ignorancia  y 
al  capricho,  estorben  los  progresos  de  la  Industria,  ni  tam- 
poco alteren  su  justa  conservación  las  novedades  mal 
l¡  nidadas. 

t7.  —  Todos  Jos  que  inventaren  ó  discurrieren  cuales- 
quiera especie  de  Máquinas,  Ingenios  ó  Arbitrios,  Opera- 
ciones ó  Métodos  conducentes  á  adelantar  la  industria  de 
la  Minería,  y  que  produzcan  alguna  ventaja  aunque  al 
principio  parezca  pequeña,  han  de  ser  oidos  y  atendidos; 
y  si  por  su  pobreza  no  pudieren  verificar  las  experiencias 
de  sus  inventos  como  es  necesario,  se  costearán  del  fondo 
de  la  Minería,  y  también  la  construcción  de  las  Máquinas 
siempre  que,  presentadas  en  Proyecto,  se  demuestren  y 
calculen  en  él  sus  efectos,  y  los  califiquen  y  juzguen  prác- 
ticamente proliables  el  Director  General  de  Minería  y  los 
Maestros  del  Colegio.  Pero  las  ideas  mal  fundadas  por  falta 
de  principios  ó  de  práctico  conocimiento,  en  que  alucinados 
sus  Autores  fácilmente  se  prometen  ventajas  imaginarias  y 
desmesuradas,  se  repelerán  como  inútiles  y  despreciables  ; 
y  aunque  los  tales  Autores  insten  y  repliquen  nuevamente, 
no  serán  oidos  sino  en  el  caso  de  que  hagan  los  experi- 
mentos á  su  costa,  y  se  califique  por  ellos  la  utilidad  de  sus 
invenciones  :  quedando  de  todo  ello,  y  en  cualquiera  caso, 
el  documento  competente  en  el  Archivo  del  Real  Tribunal 
para  la  debida  constancia. 


18.  —  Los  inventos  útiles  y  aprobados  que  despues  de 
verificados  en  grande  se  calificaren  por  el  uso  corriente  de 
mas  de  un  año,  serán  premiados  con  privilegio  exclusivo 
durante  la  vida  de  su  Autor  para  que  nadie  use  de  ellos  sin 
su  consentimiento,  y  sin  contribuirle  con  una  moderada 
parte  del  provecho  y  ventaja  que  efectivamente  resultare 
del  uso  de  la  tal  invención. 

Con  esta  fecha  comunico  al  Virey  de  ese  Reino  la  Real  Or- 
den que  sigue. 

«  Exmo.  Sr.  —  Enterado  el  Rey  de  la  carta  de  V.  E.  de  2T 
de  enero  del  año  próximo  pasado,  n.°923,  y  de  cuanto  resulta  del 
testimonio  que  la  acompaña,  que  trata  del  útil  y  ventajoso  in- 
vento, descubierto  por  Don  José  Garcés,  para  el  beneficio  de  me- 
tales por  fundición  con  el  uso  del  Tequesquite,  y  de  las  dudas 
ocurridas  sobre  la  facultad  de  declarar  en  los  casos  particulares, 
el  premio  del  privilegio  exclusivo  que  á  los  autores  de  inventos 
útiles  á  la  Minería  conceden  los  artículos  18  y  19,  título  18  do 
la  Ordenanza,  corresponde  á  V.  E.  ó  al  Tribunal  de  esle  impor- 
tante cuerpo,  se  ha  servido  S.  M.  aprobar  el  nuevo  despacho  que 
V.  E.  mandó  expedir  á  Garcés,  para  el  goce  del  privilegio  cor- 
respondiente al  expresado  invento,  durante  su  vida,  según  se  lo 
habia  concedido  anteriormente  el  mismo  Tribunal  ;  y  ha  venido 
«11  resolver  i  para  evitar  nuevas  dudas  en  lo  sucesivo,  que  la  ex- 
presada facultad  de  declarar  en  cada  caso  particular,  el  uso  del 
privilegio  exclusivo,  concedido  por  los  mencionados  artículos  18 
y  19,  corresponde  privativamente  á  V.  E.  y  sus  sucesores,  en  vir- 
tud de  la  específica  facultad  que  les  concede  el  artículo  36,  tí- 
tulo 3;  el  16  y  17,  título  6;  el  17,  título  10;  y  el  1,  título  11  de  la 
misma  ordenanza,  con  tal  que  hayan  de  examinarse,  probarse, 
y  calificarse  antes  los  inventos  por  el  Tribunal  de  Minería,  oyendo 
11  su  Director,  conforme  al  espíritu  del  artículo  17,  titulo  18  de  la 
Ordenanza,  á  los  Maestros  del  Colegio,  y  á  los  demás  inteligentes 
que  en  cada  clase  de  inventos  puedan  contribuir  á  que  solóse, 
conceda  el  premio  á  quien  legítimamente  lo  merezca,  y  que  eva- 
cuadas estas  diligencias  previas  en  el  mismo  Tribunal,  las  remita 
este  á  V.  E.,  como  con  su  informe,  para  que  sustanciado  instruc- 
tivamente el  expediente,  proceda  á  declarar  el  privilegio  exclu- 
su  o,  si  hallase  méritos  para  ello,  en  cuyo  caso  pondrá  desde 
luego  en  ¡  osesion  de  su  uso  al  autor  del  invento,  despachándolo 
el  correspondiente  documento,  con  la  precisa  calidad  de  la  Real 
aprobación,  la  cual  solicitará  V.  E.  y  sus  sucesores  de  oficio,  sin 
pérdida  de  tiempo,  para  evitar  dilaciones  y  costos  á  las  parles. 

Finalmente  encarga  S.  M.  á  V.  E.  y  al  Tribunal  de  Minería, 
(¡ue  respectivamente  protejan  y  auxilien  al  nominativo  (Jarees, 
ri moviendo  cualquiera  estorbo  que  injustamente  se  quiera  opo- 
ner al  uso  y  ejercicio  de  su  útil  invento,  tomando  las  providencias 
oportunas,  á  que  se  cultiven  y  fomenten  las  Tequesquilerías, 
para  que  no  falte  este  fundente  tan  necesario,  de  cuya  abun- 
dancia y  moderado  precio  dependen  las  ventajas  del  método  de 
Garcés  :  que  respecto  á  que  en  el  escrito  presentado  por  este 
al  Tribunal,  pidiendo  aprobación  de  sirinvenlo,  ofreció  dar  á  luz 
impresas,  luego  que  la  obtuviese,  todas  las  reglas  que  deben 
observarse  para  conseguir  el  feliz  efecto  de  la  fundición  ;  dis- 
ponga V.  E.,  si  ya  no  lo  hubiere  verificado,  que  cumpla  Garcés 
con  su  oferta,  trabajando  un  discurso,  en  que  no  solo  explique 
circunstanciadamente  el  modo  y  reglas  do  reducir  á  práctica  su 
invento,  sino  también  la  naturaleza  del  Tequesquite  en  que  prin- 
cipalmente consiste,  y  el  modo  de  préparer  esta  sal  mineral 
para  que  tenga  uso  en  la  fundición,  respecto  á  que  ya  se  anun- 
cia que  la  que  por  sí  produce  la  naturaleza  no  es  á  propósito  ;  y 
que  concluida  que  sea  esta  obra,  la  haga  V.  E.  examinar  por  el 
Tribunal  de  Minería  y  no  hallando  este  reparo,  disponga  su  impre- 
sión, á  lin  de  que  comunicada  à  todas  las  Diputaciones  territo- 
riales, y  por  medio  de  ellas  á  'los  Mineros,  se  impongan  unos  y 
otros  délas  utilidades  y  ventajas  del  nuevo  método,  y  puedan 
aprovecharse  de  ellas  según  les  convenga  ;  remitiendo  V.  E.  con 
informe  á  este  Ministerio  algunos  ejemplares  d«  dicha  obra,  y 
muestras  del  Tequesquite  en  bruto,  y  después  de  beneficiado, 
para  ver  si  corresponden  los  efectos  de  diclio  fundente  á  lo  que 
alií  se  experimenta,  y  si  podrá  convenir  comunicar  el  descubri- 
miento á  los  demás  Dominios  de  Indias  donde  se  trabajan  y  pue- 
den trabajar  Minas,  para  que  se  extienda  su  uso.  Participo  á 
V.  E.  de  Real  Orden,  lodo  lo  referido,  para  su  inteligencia  y 
puntual  cumplimiento.  » 

Traslado  âV.  S.  de  la  misma  Real  Orden  esta  Real  resolución, 
para  que  enterado  de  ella  disponga  su  cumplimiento  en  la  parto 
que  le  toca. 

Dios  guarde  á  V.  S.  muchos  años.  —  Aranjuez,  6  de  febrero  de 
1798.  —  Saavedra. 

19.  —El  que  por  su  propio  estudio,  instrucción  y  no* 
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tieias,  ó  por  haber  viajado  en  otras  regiones,  presentare 
alguna  Máquina,  Arbitrio  ú  Operación  practicada  en  otros 
lugares  ó  tiempos,  y  fuere  aprobada  por  la  calificación  y 
la  experiencia  en  el  modo  prefinido  por  el  Artículo  17  de 
este  Título,  ha  de  ser  atendido  y  premiado  de  la  misma 
manera  que  si  fuese  inventor  ;  pues  aunque  sea  menor  su 
felicidad,  puede  ser  mayor  su  mérito  y  trabajo,  y  la  uti- 
lidad del  público  siempre  será  igual  ya  resulte  de  la  in- 
vención absolutamente  nueva,  ó  ya  de  la  transportación  ó 
aplicación  de  una  práctica  no  conocida  en  el  paraje  donde 
se  establezca. 


TITULO  DÉCIMO  NOVENO. 

DE  LOS  PRIVILEGIOS   DE   LOS  MINEROS. 

h.  —  Aunque  las  reglas  de  gobierno,  economía  é  industria 
que  en  estas  Ordenanzas  se  han  prescripto,  y  deben  esíable- 
cerseen  la  Minería  de  Nueva-España,  han  de  disminuir  en 
gran  manera  el  peligro  y  dificultad  con  que  hasta  el  presente 
se  ha  tratado  este  importantísimo  negocio,  debiendo  ha- 
cerse con  aquellos  eficaces  auxilios  mas  accesibles  las 
riquezas  de  las  Minas,  y  menos  aventurados  los  modos 
legítimos  de  adquirirlas  :  sin  embargo,  atento  á  que 
siempre  debe  considerarse  en  ellas  la  dureza,  dificultad  é 
incertidumbre  que  es  propia  y  natural  de  este  género  de 
trabajo,  y  á  que  sus  preciosos  productos  son  en  lo  que  prin- 
cipalmente ha  querido  situar  la  Providencia  la  especial 
dotación  de  mis  Dominios  en  la  América  Española,  y  por' 
esto  la  primera  fuente  de  donde  procede  el  provecho  y 
felicidad  de  mis  Vasallos,  la  conservación  y  aumenlo  de 
mi  Erario,  y  el  giro  y  movimiento  del  Comercio  de  estos 
y  aquellos  Dominios,  y  aun  en  gran  parte  de  todo  el 
Mundo,  vengo  en  conceder,  y  concedo  á  los  Sugetos  que 
en  la  Nueva-España  se  dedican  al  laborío  de  sus  Minas, 
todas  las  Mercedes  y  Privilegios  dispensados  á  los  Mineros 
de  estos  Reinos  de  Castilla  y  los  del  Perú  en  lo  que  sean 
adaptables  á  las  respectivas  circunstancias  locales,  y  no 
se  oponga  á  lo  que  se  establece  por  estas  Ordenanzas. 

2.  —  Además  declaro  á  favor  de  la  Profesión  cienlífica 
de  la  Minería  el  privilegio  de  Nobleza,  á  fin  de  que  los 
que  se  dediquen  á  este  imporíanle  estudio  y  ejercicio  sean 
mirados  y  atendidos  con  toda  la  distinción  para  que  tanto 
les  recomienda  su  misma  noble  profesión. 

'3.  —  Los  Dueños  de  minas  no  podrán  ser  presos  por 
deudas,  ni  tampoco  sus  Administradores,  Veladores,  Raya- 
dores y  demás  Sirvientes  de  Minas  y  Haciendas,  con  tal'  que 
cualquiera  de  estos  dependientes  en  sucaso  haya  de  guardar 
carcelería  en  la  misma  Mina  ó  Hacienda  donde  sirviere, 
con  la  obligación  en  su  Amo  de  ir  pagando  sus  deudas  con 
la  tercera  parte  de  sus  salarios  y  partidos  en  tanto  que  le 
sirviere,  pero  si  saliese  de  aquella  Mina  ó  Hacienda  sin 
entrar  á  servir  en  otra  podrá  ser  llevado  á  la  Cárcel. 

4.  —  fc? i  á  los  Dueños  de  Minas  se  les  embargasen  las 
que  les  pertenezcan,  ó  las  Haciendas  de  ellas,  solo  se  les 
minisüaráde  lo  que  fuesen  produciendo,  en  el  ínterin  que 
cubran  su  deuda  con  las  platas  que  se  sacaren,  lo  que  pre- 
cisamente baste  á  sustentarse  según  las  circunstancias  de 
su  familia,  y  de  la  negociación  embargada;  pero  con  tal 
tino  que  no  por  ello  se  haga  al  Acreedor  de  peor  ó  mas 
dura  condición  de  la  que  tenia  antes  del  secuestro. 

5.  —  Si  se  trabare  ejecución  en  sus  bienes  de  olra  es- 
pecie, se  les  reservará  siempre  un  Caballo  enfrenado  y 
ensillado,  una  Muía  de  carga,  las  Armas,  la  Cama,  y  ia 


Ropa  de  su  uso  y  el  de  sus  Mujeres  é  Hijos  en  lo  absolu- 
tamente indispensable  para  su  precisa  decencia,  quedando 
libres  para  el  embargo  las  ropas  preciosas,  adornos,  joyas 
y  alhajas  de  valor. 

6.  —  El  Real  Tribunal  de  Minería  me  informará  por 
mano  del  Virey  de  los  Sugetos  beneméritos  en  dicha  pro- 
fesión, principalmente  de  los  que  la  hayan  dejado  por 
haber  consumido  en  ella  sus  caudales,  ó  por  ancianos  ó 
inválidos  para  seguirla,  manifestándome  los  que  de  ellos 
le  parecieren  mas  idóneos  para  que  mi  Real  piedad  los 
pueda  atender,  según  fuere  de  mi  Soberano  agrado,  en 
los  Juzgados  de  los  Reales  y  Asientos  de  Minas,  á  fin  de 
que  no  solo  se  verifique  el  premio  de  su  mérito,  sino  el 
que  se  sirvan  aquellos  empleos  por  Sugetos  prácticos  é 
inteligentes,  como  apetecen  Jas  Leyes. 

1.  —  Los  Hijos  y  Nietos  de  los  Mineros  ó  Aviadores  de 
Minas  que  lo  hayan  sido  de  una  manera  considerable,  exi- 
gen también  distinguida  consideración,  y  por  lo  mismo  me 
informará  el  Real  Tribunal  por  mano  del  Virey  del  mérito 
de  sus  Padres  para  que  mi  Soberana  clemencia  los  atienda 
en  los  empleos  políticos,  militares  y  eclesiásticos  de  la 
América  según  lo  tuviese  por  conveniente. 

8.  —  Declaro  que  á  los  Mineros  y  sus  Administradores 
no  les  puede  ni  debe  obstar  su  ejercicio,  teniendo  las 
demás  calidades  y  circunstancias  necesarias,  para  poder 
obtener  y  servir  los  empleos  de  Justicia  y  de  Regidores  de 
las  Ciudades,  Villas  y  Pueblos  de  Minas,  y  cualesquiera 
otros;  pero  sin  que  por  esto  puedan  ser  apremiados  á 
aceptarlos,  ni  sacarles  multa  porque  lo  rehusen  siempre 
que  estén  empleados  en  su  profesión,  y  se  excusen  por 
atender  á  ella. 


Con  fecha  de  17  de  Junio  del  presente  año  me  dice  el  Exce- 
lentísimo Señor  Marqués  de  Sonora,  de  Orden  de  S.  M.,  lo 
siguiente, 

«  lia  carta  de  27  de  Octubre  del  año  próximo  de  85  dio  V.  E. 
cuenta  al  Rey,  con  testimonio  del  expediente  seguido  á  instancia 
del  Tribunal  de  Minería,  sobre  que  á  los  Mineros  y  sus  operarios 
se  les  considere  libres  del  servicio  de  milicias,  á  fin  de  que  no  se 
Íes  impidan  sus  operaciones.  En  vista  de  lo  que  de  dicho  testimonio 
resulta,  y  oido  el  dictamen  del  Consejo,  ha  venido  S.  M.  en  de- 
clarar exentos  del  servicio  de  milicias  á  ¡os  Mineros  y  sus  operarios» 
ínterin  se  empleen  unos  y  otros  en  el  servicio  de  las  Minas,  y  du- 
rante el  tiempo  de  paz.  Participólo  á  V.  E.  de  su  Real  Orden  para 
su  inteligencia  y  cumplimiento. 

Lo  que  traslado  á  V.  S.  para  su  inteligencia  y  observancia  en 
los  casos  que  ocurran. 

Dios  guarde  á  V.  S.  muchos  años.  —  Méjico,  22  de  Octubre  de 
1786. 

Lo  rubricó  S.  E.  en  25  de  Octubre.  —  Francisco  Fernandez 

BE  CóRDOVA. 

Con  esta  fecha  prevengo  á  los  Señores  Comandantes  de  Rrigada, 
que  los  individuos  que  justifiquen  emplearse  en  los  trabajos  de 
las  Minas  y  demás  ejercicios  anexos  á  ellas,  queden  desde  luego 
exentos  del  alistamiento  de  milicias;  lo  que  aviso  á  V.  S.  para  su 
inteligencia,  y  en  contestación  á  su  oficio  de  18  del  corriente. 

Dios  guarde  á  V.  S.  muchos  anos.  —  Méjico,  22  de  Agosto  de 
1809.  —  El  Arzorispo. 

9.  —En  el  repartimiento  de  Solares  para  fabricar  Casas, 
en  alquilar  las  que  estuvieren  ya  fabricadas,  y  en  pro- 
veerse en  las  Plazas  y  Mercados  de  los  Lugares,  Reales  y 
Asientos  de  Minas  no  solo  de  las  cosas  necesarias  á  ellas  y 
sus  Haciendas,  sino  también  de  los  bastimentos  y  provi- 
siones para  el  gasto  de  sus  casas  y  familias,  han  de  ser 
atendidos  los  Mineros,  respecto  de  los  demás,  como  merece 
su  úfil  profesión.  Y  les  concedo  que  puedan  cazar  y  pescar 
en  los  Montes,  Bosques  y  Rios,  hacer  cortar  Leña  y  fa- 
bricar Carbon,  y  pastar  sus  Bestias  en  los  Ejidos  y  Agua- 
jes como  cualquiera  otro  vecino,  si  los  tales  Montes, 
Bosques,  Rios,  Ejidos  y  Aguajes  fuesen  públicos  y  co- 
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muñes,  pues  en  los  que  sean  de  particulares  deberán  pa- 
gar lo  justo,  como  queda  prevenido;  y  últimamente  han 
de  poder  gozar  de  todos  los  usos  y  aprovechamientos  que 
gozan  los  vecinos  del  Lugar,  aunque  ellos  no  lo  sean,  con 
tal  que  para  disfrutar  de  estas  gracias  hayan  de  estar 
situadas  sus  Minas,  ó  Haciendas  de  beneficio,  en  el  terri- 
torio del  mismo  Pueblo. 

10.  —  Siendo  tan  notoria  como  perjudicial  la  inmoderada 
liberalidad  con  que  los  Mineros  suelen  gastar  su  caudal, 
consumiéndolo  con  la  mayor  imprudencia  y  desorden 
hasta  quedar  ellos  y  sus  familias  brevemente  en  miseria, 
y  sus  caudales  en  otros  que  no  los  invierten  en  trabajar  las 
Minas,  es  mi  Soberana  voluntad  y  mando  que  los  Jueces  y 
Diputados  de  los  Reales  y  Asientos  de  ellas  aconsejen,  y 
en  caso  necesario  amonesten  á  los  Mineros,  y  especial- 
mente á  los  que  se  hallaren  en  bonanza,  que  no  consuman 
sus  caudales  en  gastos  desmesurados  y  viciosos,  ó  en  vanas 
liberalidades  ;  y  cuando  esto  no  baste  para  que  se  corrijan, 
darán  cuenta  al  Real  Tribunal  General  de  Minería  para 
que,  bien  calificada  la  reprehensible  conducta  del  Minero 
de  quien  se  trate,  se  le  ponga  Curador,  ó  de  otra  manera 
se  provea  acerca  de  la  conservación  de  sus  bienes  como  á 
verdadero  pródigo. 

H.  —  A  fin  de  evitar  los  desórdenes  y  daños  espirituales 
y  temporales  que  producen  los  Juegos  de  envite  y  azar,  y 
aun  los  permitidos  cuando  en  ellos  se  procede  con  exceso, 
y  asimismo  las  otras  diversiones  y  festejos  comunes,  pro- 
hibo muy  estrechamente  que  en  los  Reales  y  Asientos  de 
Minas  ni  entre  los  Dueños  y  Operarios  de  ellas,  se  pueda 
usar  de  ninguno  de  los  juegos  de  Naipes  prohibidos  por 
repetidas  Reales  Pragmáticas  y  Cédulas,  ni  aun  de  los  per- 
mitidos con  interés  excesivo  á  lo  que  se  regula  por  un  ho- 
nesto desahogo  y  prudente  diversion;  Y  con  el  mismo  rigor 
prohibo  el  juego  de  Dados,  Tabas  y  Peleas  de  Gallos,  como 
también  el  que  puedan  permitirse  diversiones  escandalosas, 
pues  no  solamente  ocasionan  la  pérdida  del  tiempo  que,  se 
habia  de  dedicar  al  trabajo,  sino  también  la  ruina  de  los 
intereses,  y  tal  vez  muchos  homicidios  y  desórdenes.  Por 
tanto  encargo  muy  estrechamente  á  los  Jueces  y  Diputados 
de  todos  los  Reales  y  Asientos  de  Minas  que  cuiden  y  celen 
con  la  mas  vigilante  aplicación  el  cumplimiento  de  este 
Artículo,  pena  de  que  serán  irremisiblemente  responsables 
de  su  inobservancia,  y  comprendidos  en  las  que  prescriben 
las  enunciadas  Reales  Pragmáticas  y  Cédulas  contra  sus 
contraventores. 

12.  —  El  Real  Tribunal  General  de  Minería  cumplirá  y 
observará  lo  contenido  en  las  presentes  Ordenanzas,  y  lo 
hará  observar  y  cumplir  á  todos  los  Subalternos,  Subditos 
y  Dependientes  de  su  Cuerpo  en  la  parte  que  á  cada  uno 
respectivamente  toque,  sin  tergiversaciones  abusivas  que 
alteren  y  corrompan  su  verdadero  espíritu  y  genuino  sen- 
tido, verificando  por  sí,  y  procurando  que  por  los  demás  se 
mantengan  siempre  en  toda  su  fuerza  y  vigor.  Y  las  Dipu- 
taciones territoriales  de  Minería  observarán  asimismo,  y 
cumplirán  por  su  parte  cuanto  les  sea  relativo  de  estas 
mismas  Ordenanzas,  y  las  harán  observar  y  ejecutar  con 
la  mayor  puntualidad  y  exactitud,  sin  que  puedan,  ni 
menos  el  Real  Tribunal  General,  contravenirlas,  ni  permitir 
que  contra  su  tenor  y  forma  se  vaya  en  manera  alguna; 
y  solo  permito  que,  si  ocurriere  algún  punto  ó  casos  que 
no  se  hallen  comprendidos  en  ellas,  ni  prevenidos  en  las 
Reales  Ordenes  que  Yo  tuviese  á  bien  expedir  sobre  esta 
materia,  se  arreglen  unos  y  otros  Juzgados  para  su  decisión 
á  la  práctica  y  estilo  de  los  Consulados  de  Comercio  de 
estos  y  aquellos  mis  dominios  en  lo  que  fuere  adaptable. 
Pero  las  dudas  que  en  cualquiera  tiempo  se  ofreciesen 


sobre  la  debida  inteligencia,  de  alguno,  ó  algunos  de  sus 
Artículos,  se  habrán  de  proponer  por  el  Real  Tribunal 
General  al  Virey  para  que,  instruido  el  expediente  según 
requiera,  me  dé  cuenta  para  mi  Soberana  declaración. 

13. — Últimamente  ordeno  y  mando  al  Gobernador  y 
á  los  del  mi  Supremo  Consejo  y  Cámara  de  Indias,  Reales 
Audiencias  y  Tribunales  de  la  Nueva-España,  á  su  Virey, 
Capitanes  ó  Comandante  Generales,  Gobernadores,  Inten- 
dentes, Ministros,  Jueces  y  demás  Personas  á  quienes 
tocare  ó  tocar  pueda  en  todo  ó  en  parte  lo  dispuesto  j 
proscripto  por  estas  Ordenanzas,  se  arreglen  precisamente 
á  ellas,  ejecutándolas  y  observándolas  con  la  mayor  exac- 
tidnd  en  lo  que  corresponda  á  cada  uno,  teniendo  todo  lo 
contenido  en  ellas  por  Ley  y  Estatuto  firme  y  perpetuo,  y 
guardándolo,  y  haciéndolo  observar  inviolablemente  sin 
embargo  de  otras  cualesquiera  Leyes,  Ordenanzas,  estable- 
cimientos, costumbres  ó  prácticas  que  hubiere  en  contrario, 
pues  en  cuanto  lo  fueren  las  revoco  expresamente,  y  quiero 
no  tengan  efecto  alguno;  prohibiendo,  como  prohibo,  el 
qué  se  interpreten  ó  glosen  en  ningún  modo,  porque  es  mi 
voluntad  se  esté  precisamente  á  su  letra  y  expreso  sentido. 
Y  lo  es  asimismo,  y  mando  muy  estrechamente  á  todos 
los  Tribunales,  Magistrados  y  Juzgados  comprendidos  en 
este  y  el  anterior  Artículo,  que  contribuyan  y  auxilien  efi- 
cazmente al  puntual  cumplimiento  de  lo  mandado  y  dis- 
puesto en  estas  mis  Reales  Ordenanzas,  evitando  por  cuantos 
medios  sean  posibles  cualesquiera  competencias  ó  emba- 
razos, que  siempre  serán  de  mi  Real  desagrado  como  per- 
judiciales ala  administración  de  justicia,  y  al  buen  gobierno, 
quietud  y  felicidad  del  importante  Cuerpo  de  la  Vinería  de 
aquellos  mis  Dominios  :  A  cuyos  fines  he  mandado  despa- 
char la  presente  Cédula  firmada  de  mi  Real  mano,  sellada 
con  mi  Sello  secreto,  y  refrendada  de  mi  infrascripto  Se- 
cretario de  Estado  y  del  Despacho  universal  de  las  Indias, 
de  la  cual  se  tomará  razón  en  la  Contaduría  General  de 
ellas,  y  en  las  Oficinas  de  la  Nueva-España  que  corresponda. 
Dada  un  Aranjuez  á  veinte  y  dos  de  Mayo  de  mil  setecientos 
ochenta  y  tres.  —  YO  EL  REY.  —  Josef  de  Galvez.  — 
Tomóse  razón  en  la  Contaduría  General  de  Indias.  Madrid 
veinte  y  cinco  de  Mayo  de  mil  setecientos  ochenta  y  tres. 
—  D.  Francisco  Machado.  — 

Es  copia  de  la  original, 

Josef  de  Galvez. 

Dow  Matías  de  Galvez,  Teniente  General  de  los  Reales  Ejér- 
citos de  S.  M.,  Virey,  Gobernador  y  Capitán  General  del  Reino  de 
Nueva-España,  Presidente  de  su  Real  Audiencia,  Superintendente 
General  de  Real  Hacienda  y  Ramo  del  Tabaco,  Juez  Conservador 
de  este,  Presidente  de  su  Junta,  y  Subdelegado  General  de  Correos 
en  el  mismo  Reino,  e'c. 

Con  el  importantísimo  objeto,  premeditado  muchos  años  antes 
de  arreglar,  fomentar  y  atender  con  la  debida  especialidad  el 
logro  y  cultura  de  las  riquísimas  é  innumerables  Alinas  de  la 
Nueva-España,  se  ha  servido  el  infatigable  cuidado  y  solicitud  del 
Rey  N.  Sr.  (que  Dios  guarde)  de  remitirme  en  este  último  Correo 
las  nuevas  y  propias  Reales  Ordenanzas  para  la  dirección,  régimen 
y  gobieno  del  importante  Cuerpo  de  la  Minería  de  estos  Reinos, 
y  su  Real  Tribunal  general  comprendidas  en  Real  Cédula  dada 
en  Aranjuez  á  iï  de  Mayo  de  1783.  en  laque,  refiriendo  prime- 
ramente S.  M.los  informes,  Reales  Ordenes  y  procedimientos  que 
antecedieron  al  tratarse  este  gravísimo  asunto  y  todo  lo  demás  en 
él  ocurrido,  se  incluyen  todas  las  Ordenanzas  comprendidas  en 
diez  y  nueve  títulos,  y  concluye  de  esta  manera  :  «  Ullimam0  ti 
»  ordeno  y  mando  al  Gobernadory  á  los  del  mi  Supremo  Ct»(l  j( 
»  y  Cámara  de  Indias,  Reales  Audiencias  y  Tribunales  de  la  IV  ie ,  à 
»  España,  á  su  Virey,  Capitanes  6  Comandantes  Generales,  '-if*. 
»  bernadores,  Intendentes,  Ministros,  Jueces  y  demás  per»» mí,  f 
»  quienes  tocare  ó  tocar  pueda  en  todo  ó  en  parle  lo  dispimsUi  y 
»  présenlo  por  dichas  Ordenanzas,  se  arreglen  preeisamen'q  a 
»  ellas,  ejecutándolas  y  observándolas  con  la  mayor  exacti'U'l  efi 
»  lo  que  corresponda  á  cada  uno,  teniendo  todo  lo  conleájo  0nr 
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»  ellas  por  ley  y  Estatuto  firme  y  perpetuo,  y  guardándolo  y  ha- 
»  eiéndolo  observar  inviolablemente  sin  embargo  de  otras  cua- 
»  lesquiera  Leyes,  Ordenanzas,  Establecimientos,  costumbres  ó 
»  prácticas  que  hubiere  en  contrario,  pues  en  cuanto  lo  fueren 
»  las  revoco  expresamente,  y  quiero  no  tengan  efecto  alguno  ; 
»  prohibiendo,  como  prohibo,  el  que  se  interpreten  ó  glosen  en 
»  ningún  modo,  porque  es  mi  voluntad  se  esté  precisamente  á 
»  su  letra  y  expreso  sentido.  Y  lo  es  asimismo  y  mando  muy  ex- 
»  trechamente  á  todos  los  Tribunales,  Magistrados  y  Juzgados 
»  comprendidos  en  este  y  el  anterior  artículo,  que  contribuyan  y 
»  auxilien  eficazmente  al  puntual  cumplimiento  de  lo  mandado 
»  y  dispuesto  en  estas  mis  Reales  Ordenanzas,  evitando  por 
»  cuantos  medios  sean  posibles  cualesquiera  competencias  ó  em- 
»  barazos,  que  siempre  serán  de  mi  Real  desagrado  como  perju- 
»  diciales  à  la  Administración  de  Justicia,  y  al  buen  gobierno, 
»  quietud  y  felicidad  del  Importante  Cuerpo  de  la  Minería  de 
»  aquellos  mis  Dominios  :  á  cuyos  fines  he  mandado  despachar 
»  la  presente  Cédula  firmada  de  mi  Real  mano,  sellada  con  mi 
»  Sello  secreto  y  refrendada  de  mi  infrascrito  Secretario  de  Es- 
to lado  y  del  Despacho  universal  de  las  Indias,  de  la  cual  se  to- 
»  mará  razón  en  la  Contaduría  general  de  ellas  y  en  las  Oficinas 
»  de  la  Nueva-España  que  corresponda.  Dada  en  Aranjuez  á22 
»  de  Mayo  de  1783.  —  YO  EL  REY.  —  Joslf  de  Calvez.  —  Es 
»  copia  de  la  original.  —  Josef  de  Galvez.  —  Señalado  con 
»  una  rúbrica.  » 

Y  habiendo  remitido  los  ejemplares  impresos  que  vinieron  al 
expresado  Real  Tribunal  general  con  Oficio  de  19  de  Diciembre 
del  año  próximo  de  1783,  me  pidió  al  otro  dia  me  sirviese  de  de- 
terminar el  debido  obedecimiento  y  cumplimiento  de  la  expresada 
Real  Cédula  y  Ordenanzas,  según  y  como  en  eilas  se  contiene  :  lo 
que  así  decreté  inmediatamente,  conformándome  con  el  corres- 
pondiente previo  dictamen  y  pedimento  dei  Señor  Fiscal,  que 
entre  otras  cosas  dijo  asít  a  Últimamente  conviene  mande  V.  E. 
«  se  forme  Bando  que  se  dirija  sin  retardación  por  Cordillera  á 
«  todos  los  Gobernadores,  Corregidores,  Alcaldes  mayores  y  demás 
«  Justicias  de  estos  Reinos,  en  que  se  haga  saber  á  sus  habitantes 
«  por  mayor  el  contexto  de  la  Real  Cédula  de  22  de  Mayo  de  este 


«  año,  y  que  V.  E.  les  mande  muy  estrechamente  contribuyan  y 
«  auxilien  eficazmente  el  cumplimiento  de  lo  mandado  y  dispuesto 
«  en  ella,  y  todas  y  cada  una  de  las  Ordenanzas  comprendidas  en 
«  sus  19  Títulos;  bien  entendido  que  aunque  ahora  no  se  les  rc- 
«t  mitán  por  no  haber  bastantes  ejemplares,  no  por  esto  podrán 
o  desentenderse  de  sus  disposiciones,  que  oportunamente  les  serán 
«  comunicadas,  y  entretanto  se  les  harán  saber  en  sus  casos  por 
o  las  Diputaciones  territoriales  respectivas.  »  —  Méjico,  23  da 
Diciembre  de  1783.  —  Posada, 

Y  en  su  consecuencia,  y  para  que  llegue  á  noticia  de  todos  : 
Mando  que  asi  se  promulgue  y  publique  por  Rando  en  esta  Ca- 
pital, y  en  las  demás  Ciudades,  Villas  y  Lugares  de  estos  Domi- 
nios, y  en  todos  los  Reales  de  Minas,  á  fin  de  que  las  referidas 
Reales  Ordenanzas  se  observen,  guarden  y  cumplan  con  la  debida 
puntualidad,  como  Leyes  y  Estatutos  firmes,  propios  y  peculiares 
de  la  Minería:  cuyos  ejemplares  impresos  se  han  repartido  y  á  los 
Tribunales  y  Ministros  de  esta  Ciudad,  y  remitido  á  los  principales 
Lugares  de  Minas,  como  se  hará  con  todos  los  demás  luego  que 
venga  suficiente  número  de  ellos-  Y  que  el  Real  Tribunal  general 
de  este  importante  Cuerpo  sea  tenido  y  atendido  por  todos  los 
demás  con  aquella  recomendación  tan  conducente  como  propia  á 
los  útilísimos  fines  con  que  le  ha  creado  la  soberana  dignación  ;  y 
que  asimismo  goce  y  use  de  toda  la  jurisdicción,  fueros  y  faculta- 
des que  le  son  concedidas  en  dichas  Reales  Ordenanzas,  y  que  sea 
respetado  y  obedecido  de  todos  aquellos  á  quienes  de  cualquiera 
manera  toque  ó  tocar  pueda,  bajo  de  las  graves  penas  en  que  in- 
curren los  inobedientes  á  sus  Jueces,  y  trasgresores  de  las  Leyes  y 
Soberanas  Ordenes  del  Rey.  Y  que  para  los  mismos  efectos  se  re- 
mitan ejemplares  de  este  Rando,  asi  como  se  ha  hecho  de  las  Or- 
denanzas, á  la  Presidencia  y  Regencia  de  la  Real  Audiencia  de 
Guadalajara,  y  á  la  Comandancia  general  de  las  Provincias  inte- 
riores para  su  inteligencia  y  gobierno,  y  que  de  su  orden  manden 
publicar  los  correspondientes.  —  Dado  en  Méjico  á  15  de  Enero 
de  1784.  —  Matías  de  Galvez. 

Por  mandado  de  S.  E. 
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PKEMËRA  SECRETARIA  DE  ESTADO. 

Sección  de  Gobierno. 

El  Exmo.  Sr.  Presidente  de  los  Estados  Unidos  Mejicanos, 
se  ha  servido  dirijirme  el  decreto  que  sigue. 

El  Presidente  de  los  Estados  Unidos  Mejicanos  á  los  ha- 
bitantes de  la  República,  sabed  :  Que  el  Congreso  general 
ha  decretado  lo  siguiente. 

\ .'  El  Tribunal  General  de  Minería  debe  cesar  según  la 
constitución  general,  en  cuanto  ala  administración  de  jus- 
ticia de  que  estaba  encargado. 

2."  Cesará  también  en  cuanto  á  las  atribuciones  guber- 
nativas, económicas  y  directivas  que  le  estaban  señaladas 
por  su  institución  y  leyes. 

3."  Procederá  desde  luego  el  que  fué  Tribunal,  ó  liquidar 
dentro  de  un  término  que  el  Gobierno  señale,  y  que  no 
pasará  de  dos  meses,  las  cuentas  de  los  caudales  que  han 
estado  à  su  cargo. 

4."  La  Junta  General  de  Mineros  designará  un  individuo, 
que,  con  un  Contador  nombrado  por  el  gobierno,  y  un 
apoderado  de  los  acreedores  de  los  fondos  de  la  Minería, 
nombrado  en  el  tiempo  y  modo  que  el  Gobierno  señale, 
recibirá  y  glosará  estas  cuentas,  haciéndose  el  primero 
cargo  del  archivo,  constancias,  etc.,  pertenecientes  al 
Tribunal. 

5.°  Durante  el  tiempo  de  que  habla  el  artículo  tercero, 
gozarán  de  sus  sueldos  los  individuos  del  Tribunal. 

6."  Las  cuentas  glosadas  como  se  previene  en  el  artículo 
cuarto,  se  remitirán  al  Gobierno,  quien  con  el  informe  que 
tenga  por  conveniente,  las  pasará  al  Congreso  General  para 
su.  aprobación. 

7.*  Los  productos  del  que  se  llamó  Real  de  Minería,  y 
demás  Créditos  activos  del  que  fué  Tribunal,  se  aplicarán 
al  pago  de  sus  oficinistas,  mantenimiento  del  Colegio, 
pago  de  réditos  y  amortización  de  capitales,  cesando  el 
Real  de  Minería  luego  que  se  hayan  extinguido  las  deudas 
á  que  estén  afectos  los  fondos  de  la  Minería. 

8.°  Las  cantidades  que  de  estos  fondos  hubieren  tomado 
los  Estados,  deberán  reembolzarlas  al  Establecimiento 
dentro  de  un  término  que  el  Gobierno  señale. 

9."  La  Nación  reconoce  las  cantidades  que  se  hubieren 
tomado  de  dichos  fondos  del  Tribunal,  para  las  urgencias 
del  Estado. 

i0.°  La  recaudación  de  los  Caudales  pertenecientes  à  este 
fondo,  se  hará  por  las  comisarias  respectivas,  las  que  bajo 
su  responsabilidad,  remitirán  sus  productos  á  la  Casa  de 
Moneda  de  Méjico,  en  calidad  de  depósito  rigoroso,  entre 
tanto  se  arregle  en  esta  parte  el  Establecimiento. 

4 1 .°  La  distribución  de  los  fondos  se  hará  con  arreglo  á 
esta  ley,  en  virtud  de  libramientos  dados  por  el  individuo 
nombrado  por  la  Junta  General  de  Mineros,  con  visto  bueno 
del  Ministro  de  Hacienda. 

42.°  Será  considerado  este  individuo,  como  apoderado 
general  del  Cuerpo  de  Mineros,  y  en  calidad  de  tal,  podrá 
representar  al  Gobierno  cuanto  juzgue  conveniente  á  la 
mejor  ejecución  de  esta  ley. 


13.*  Se  publicarán  por  la  imprenta,  extractos  de  la? 
Cuentas  que  se  tomen  al  Tribunal,  y  en  lo  sucesivo  cada 
mes,  de  los  ingresos  y  egresos  de  los  caudales  del  estable- 
cimiento. 

14."  Los  empleados  perpetuos  del  que  fué  Tribunal  que- 
darán en  clase  de  cesantes,  pagados  de  los  fondos  del  esta- 
blecimiento. 

t5.°  El  Gobierno  destinará  á  los  cesantes  á  los  trabajos 
del  establecimiento,  si  lo  creyere  necesario. 

16.°  El  Colegio  de  Minería  continuará,  por  ahora,  en  la 
misma  forma  que  hasta  aquí,  y  con  la  dotación  que  tenia 
asignada,  que  se  sacará  del  fondo  de  la  Minería. 

17.°  Estará  bajo  la  dirección  del  individuo  que  por  esta 
ley  se  previene  nombre  la  Junta  General  de  Mineros,  ejer- 
ciendo con  el  Colegio  las  funciones  que  ha  tenido  el  Tri- 
bunal, con  dependencia  del  Presidente  de  los  Estados 
Unidos  Mejicanos. 

18.°  Consultará  el  Gobierno  al  Congreso  el  sueldo  que 
deba  tener  el  Director,  y  con  su  acuerdo  formará  la  nueva 
planta  á  que  ha  de  arreglarse  el  Colegio,  con  los  presu- 
puestos de  su  dotación,  pasándolo  todo  al  Congreso  Gene- 
ral, para  que  resuelva  lo  conveniente.  —  Lorenzo  de  Za- 
vala.  Presidente  del  Senado.  —  Bernardo  Gonzalez  Peiiez 
de  ángulo,  Presidente  de  la  Cámara  de  Diputados.  —  De- 
metiuo  del  Castillo,  Senador  Secretario.  —  Antonio  Fer- 
nandez Montjardin,  Diputado  Secretario. 

Por  tanto,  mando  se  imprima,  publique,  circule,  y  se  le 
dé  el  debido  cumplimiento.  Y  para  que  lo  prevenido  en  el 
presente  decreto  tenga  su  mas  puntual  ejecución,  he  dis- 
puesto se  observen  interinamente  las  providencias  que 
siguen. 

!'•»  En  el  acto  de  publicarse  legalmente  este  decreto,  los 
individuos  que  componían  el  Tribunal  quedarán  formando 
una  Junta,  que  se  denominará  Junta  provisional  de  Mi- 
nería. 

2-a  Esta  Junta  procederá  inmediatamente  á  convocar, 
en  los  términos  de  costumbre,  á  la  Junta  General  de  Mi- 
neros, para  que  reunida  en  esta  Capital,  dentro  de  tres 
meses,  contados  desde  esta  fecha,  nombre  el  individuo  que 
debe  eligir,  con  arreglo  al  artículo  cuarto  del  presente  de- 
creto. 

3-->  Convocará  asimismo  sin  pérdida  de  momento,  á  los 
acreedores  de  los  fondos,  para  que,  ó  por  sí,  ó  por  sus  re- 
presentantes, concurran  à  esta  Capital  al  nombramiento 
del  apoderado  que  deben  tener,  conforme  al  citado  artículo 
cuarto. 

4.»  Este  nombramiento  se  hará  dentro  de  tres  meses, 
contados  desde  esta  fecha,  y  en  los  mismos  términos  que 
se  acostumbra  en  los  concursos  de  acreedores,  con  respecto 
al  Síndico  procurador. 

í>a  La  Junta  provisional  de  Minería  presidirá  Jas  elec- 
ciones del  individuo  que  deben  nombrarles  Mineros,  y  del 
apoderado  de  los  acreedores  de  los  fondos  de  Minería,  cui- 
dando se  hagan  según  lo  prevenido  en  los  artículos  ante- 
riores. 

Ca  La  misma  Junta  provisional  se  encargará  -de  todas 
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las  funciones  directivas  y  administrativas  que  ejercía  el 
Tribunal,  hasta  que  los  individuos  citados  en  el  artículo 
anterior,  se  pongan  en  disposición  de  poder  practicar  las 
que  respectivamente  les  corresponden  por  este  decreto. 

7-a  Luego  que  estén  en  disposición  de  funcionar,  el  in- 
dividuo que  nombre  la  Junta  General  de  Mineros,  y  el  apo- 
derado de  los  acreedores,  se  presentarán  al  Ministerio  de 
Relaciones,  para  que  con  el  Contador  nombrado  por  el 
Gobierno,  entren  inmediatamente  á  formar  el  estableci- 
miento que  previene  este  decreto,  cesando  en  el  mismo 
acto  la  Junta  provisional  de  minería. 

8-a  Lajunta  provisional  avisará  sucesivamente  al  Minis- 
terio de  Relaciones,  del  cumplimiento  de  los  artículos  de 
este  decreto  y  providencias  del  Gobierno  en  la  parte  que 
le  corresponda. 

9-a  El  extinguido  Tribunal  procederá  dentro  de  dos 
meses,  contados  desde  esta  fecha,  á  liquidar  las  Cuentas 
de  los  Caudales  que  han  estado  á  su  cargo. 

4  0»  Las  Cantidades  que  hubieren  tomado  los  Estados 
de  los  fondos  de  Minería,  deberán  reembolsarse  al  esta- 
blecimiento dentro  de  seis  meses,  contados  desde  esta 
fecha. 

Palacio  del  Gobierno  Federal  de  Méjico,  á  20  de  Mayo 
de  1826.  —  Guadalupe  Victoria.  —  A  Don  Sebastian  Ca- 
macho. 

Y  lo  comunico  á  V.  para  su  inteligencia  y  efectos  cor- 
respondientes. 

Dios  y  Ley.  —  Méjico,  20  de  Mayo  de  1826.  —  Ca- 
macho. 


SECRETARIA  DE  HACÍENDA.  DEPARTAMENTO  DE  GOBIERNO. 

Sección  segunda. 

El  Exmo.  Sr.  Presidente  de  Jos  Estados  Unidos  Mejica- 
nos se  ha  servido  dirigirme  el  decreto  que  sigue. 

El  Presidente  de  los  Estados  Unidos  Mejicanos,  á  los  ha- 
bitantes de  la  República,  sabed  :  Que  habiendo  manifes- 
tado el  establecimiento  de  Minería  los  graves  inconvenientes 
que  se  han  tocado,  en  que  la  recaudación  de  sus  fondos 
dotales  se  haga  por  los  Comisarios  generales  de  los  Esta- 
dos, á  cuyo  cuidado  se  puso  ínterin  se  organizaba  dicho 
establecimiento,  que  lo  está  ya  con  arreglo  á  la  ley  y  re- 
glamento de  20  de  Mayo  de  1826,  pidiendo  en  consecuen- 
cia que  en  lo  sucesivo  se  haga  el  cobro  de  los  derechos 
mandados  eligir,  por  empleados  nombrados  por  los  Seño- 
res que  componen  el  mismo  establecimiento,  con  quienes 
puedan  entenderse  directamente,  y  tener  así  mas  á  la 
mano  los  fondos  para  que  se  verifique  su  inversion  en  ios 
importantes  objetos  à  que  están  destinados,  en  uso  de  las 
facultades  extraordinarias  que  me  son' conferidas,  he  te- 
nido á  bien  mandar  : 

1 .°  Que  cesen  los  Comisarios  Generales  en  Ja  recauda- 
ción del  fondo  de  Minería  ; 

2."  Que  esta  se  haga  en  lo  sucesivo  por  las  personas  que 
bajo  su  responsabilidad,  y  previas  las  seguridades  conve- 
nientes, nombre  el  repetido  establecimiento  en  cada  uno 
de  los  puntos  en  que  se  cobra  el  derecho  de  Minería; 

3.°  Que  el  propio  establecimiento  asigne  á  los  recauda- 
dores la  gratificación  proporcional  á  la  suma  que  recau- 
den, y  atendiendo  siempre  à  la  mayor  economía  de  los 
fondos  ; 

4."  Que  los  Comisarios  Generales  presenten  al  estableci- 
miento las  cuentas  generales  de  lo  producido  por  el  dere- 
cho de  Minería  en  el  tiempo  que  ha  estado  á  su  cargo  la 


recaudación,  con  expresión  de  las  cantidades  remitidas  á  la 
Casa  de  Moneda,  y  del  resto  que  resulte  á  favor  de  la 
Minería  ; 

S.°  Que  con  los  artículos  anteriores  quedan  sustituidos 
el  10  y  11  de  Ja  expresada  ley  de  20  de  Mayo  de  1826. 

Por  tanto,  mando  se  imprima,  publique,  "y  circule  para 
su  debido  cumplimiento. 

Dado  en  el  Palacio  Federal  de  Méjico,  á  15  de  Setiem- 
bre de  1829.  —  Vicente  Guerrero.  —  A  Don  Lorenzo  de 
Z  avala. 

Y  lo  traslado  á  V.  para  su  inteligencia  y  cumplimiento. 

Dios  y  Libertad.  —  Méjico,  15  de  Septiembre  de  1829. 

<rr  ZAVALA. 


MINISTERIO  DE  GUERRA  Y  MARINA. 

Sección  central. —Mesa  cuarta. 

El  Exmo.  Sr.  Presidente  sustituto  se  ha  servido  expedir 
el  decreto  que  sigue. 

Nicolas  Bravo,  general  de  division,  benemérito  déla  pa- 
tria, y  Presidente  sustituto  de  la  República  Mejicana,  á  los 
habitantes  de  ella,  sabed  :  Que  teniendo  en  consideración 
la  necesidad,  al  mismo  tiempo  que  la  importancia  de  fo- 
mentar el  interesante  ramo  de  Minería,  y  teniendo  pre- 
sente que  si  bien  existen  varias  disposiciones  que  consultan 
este  beneficio  público,  ellas  ó  han  caido  en  desuso,  ó  han 
sido  enteramente  olvidadas,  sin  atender  à  lo  mucho  que 
importa,  principalmente  á  la  República,  el  conservar  uno 
de  los  elementos  mas  necesarios  para  su  prosperidad  y 
grandeza,  he  tenido  á  bien  acordar,  en  uso  de  las  faculta- 
des que  concede  la  séptima  de  las  bases  adoptadas  en  Ta- 
cubaya,  y  juradas  por  los  representantes  de  los  departa- 
mentos, el  siguiente 


REGLAMENTO 

Para  la  Junta  de  fomento  y  administrativa  del  Cuerpo  de  Minería. 

TITULO  PRIMERO. 

DE  LA  JUNTA  DE  FOMENTO  Y  ADMINISTRATIVA  DE  MINE- 
RÍA ,  DE  SU  FORMACIÓN  ,  RENOVACIÓN  ,  Y  ATRIBU- 
CIONES. 

1.  —  Habrá  una  Junta  que  se  denominará  de  Fomento 
y  Administrativa  de  Minería.  Se  compondrá  de  un  apode- 
rado de  los  Mineros,  otro  de  los  acreedores  al  fondo  dolal, 
y  de  un  comisionado  por  el  supremo  gobierno.  Su  elección 
y  facultades  se  detallarán  en  los  artículos  siguientes. 

2.  —  La  presidencia  de  esta  Junta  tornará  entre  los 
tres  individuos  que  la  forman,  alternándose  en  cada  año. 
En  el  primer  período,  será  Presidente  el  Comisionado  por 
el  supremo  gobierno. 

3.  —  Tan  luego  como  se  publique  el  presente  decreto, 
el  supremo  gobierno  y  los  acreedores  á  los  fondus  del 
establecimiento,  procederán  á  nominar  sus  respectivos 
Comisionados,  y  los  Mineros  residentes  en  esta  Capital, 
verificarán  también  por  su  parte  el  nombramiento  de  un 
interino. 

4.  —  El  Gobernador  del  deparlamento  de  Méjico,  reu- 
nirá y  presidirá  á  los  acreedores  y  á  los  Mineros  en  Juntas 
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separadas,  para  que  cada  clase  nombre  á  su  respectivo  co- 
misionado, sujetándose  en  la  votación  á  las  leyes  vigentes 
y  practicadas  en  el  actual  establecimiento. 

5.  —  Formada  que  sea  la  Junta,  exigirá  de  los  indivi- 
duos que  cesan,  la  entrega  por  inventario  formal  y  escru- 
puloso de  todo  cuanto  pertenezca  al  establecimiento,  así 
como  la  rendición  de  Cuentas  por  todo  el  tiempo  trascur- 
rido después  de  la  última  presentada,  y  hará  que  se  rinda 
al  tribunal  de  revision  de  Cuentas,  en  el  término  de  tres 
meses.  Celebrará  sus  sesiones  en  el  local  que  designe  en 
el  edificio  del  propio  establecimiento,  y  allí  mismo  situará 
su  oficina. 

6.  —  A  los  tres  meses  de  publicado  el  presente  decreto, 
se  reunirán  en  esta  Capital,  bajo  la  Presidencia  del  Go- 
bernador del  departamento,  los  apoderados  particulares 
que  hayan  sido  nombrados  en  los  Minerales  por  las  Juntas 
de  Mineros,  para  que  elijan  al  individuo  que  ha  de  repre- 
sentarlas en  la  Junta  de  fomento,  cuya  elección  verificada, 
y  puesto  en  posesión  el  Comisionado  propietario,  cesará  el 
interino  nombrado.  Se  elegirán  también  tres  Suplentes, 
que  así  como  el  Comisionado,  han  de  ser  Mineros  ó  Avia- 
dores de  Minas,  los  cuales  sustituirán  á  los  propietarios 

or  el  orden  de  su  nombramiento,  y  harán  también  de 
consultores  en  los  casos  en  que  la  Junta  quiera  oir  su  opi- 
nion. Si  de  algunos  lugares  no  pudieren  venir  los  apode- 
rados particulares  de  las  Juntas,  por  ser  muy  remotos,  ó 
por  no  poder  costear  el  viaje  y  residencia  en  Méjico,  bas- 
tará que  las  Juntas  de  los  asientos  de  Minas  envien  poder 
é  instrucción  suficiente  á  sugeto  de  su  confianza  y  que  re- 
sida en  esta  Capital, 

7.  —  El  31  de  diciembre  de  1844  se  renovará  esta  Junta 
general  de  Mineros  para  hacer  igual  elección,  del  mismo 
modo  que  lo  hará  la  de  acreedores  respecto  de  sus  apode- 
rados, y  una  y  otra  podrán  reelegir  á  los  individuos  que 
concluyen  su  periodo,  renovándose  sucesivamente  cada 
tres  años. 

8.  —  Cada  uno  de  los  individuos  de  esta  disfrutará  el 
sueldo  anual  de  tres  mil  pesos,  que  será  pagado  del  fondo 
que  establece  esta  ley,  y  se  abonará  á  los  suplentes  me- 
dio sueldo  cuando  entren  á  funcionar  por  impedimento  le- 
gal del  propietario,  y  siempre  que  la  ocupación  exceda  de 
quince  días. 

9.  —  La  Junta  propondrá  las  reformas  que  crea  con- 
venientes en  la  secretaría  y  demás  oficinas  del  estableci- 
miento. En  el  reglamento  de  que  se  hablará  en  el  artículo 
siguiente,  se  fijará  la  dotación  de  todos  los  empleados,  que 
considere  necesarios  para  la  oficina,  y  en  el  nombramiento 
se  preferirá,  en  igualdad  de  circunstancias,  á  los  cesantes 
que  disfruten  sueldo  por  el  erario. 

10.  —  Las  atribuciones  de  esta  Junta  serán  las  que 
comprenda  una  económica  y  fiel  administración  de  los 
fondos  de  que  se  trata  en  el  presente  decreto,  conforme  al 
reglamento  que  formará  y  elevará  al  supremo  gobierno 
para  su  aprobación.  En  este  reglamento  se  determinará 
además:  l."  el  modo  con  que  deba  adquirirse,  repartirse  y 
\enderse  el  azogue  álos  beneficiadores  de  metales,  deter- 
minando los  casos  y  modo  con  que  se  ha  de  aviar,  premiar, 
ó  de  otra  suerte  estimular  y  proteger  el  laborío  de  Minas 
de  aquel  en  la  República:  2.°  todo  lo  concerniente  á  la 
amortización  de  la  deuda  del  fondo  dotal,  según  lo  que  en 
su  respectivo  título  se  ordena  :  3.°  el  régimen  y  dirección 
de  la  propia  Junta  ;  y  finalmente,  será  de  su  atribución  y 
objeto  de  su  mas  eficaz  solicitud,  promover  el  fomento  del 
ramo,  de  sus  fondos  y  de  su  seminario. 

11.  —  La  Junta,  oyendo  al  director  y  catedráticos  del 
seminario,  propondrá  al  supremo  gobierno  para  su  apro- 


bación, las  reformas  que  estime  convenientes  en  los  esta- 
tutos de  dicho  establecimiento. 

12.  —  La  Junta  asociada  de  los  Consultores  propondrá 
al  supremo  Gobierno,  una  terna  para  el  nombramiento  de 
director  del  Seminario,  debiéndolos  individuos  compren- 
didos en  la  terna,  tener  las  cualidades  que  detalla  el  Artí- 
culo 13  del  Título  1  délas  Ordenanzas  de  Minería;  bajo  el 
concepto  de  que  el  supremo  gobierno  podrá  devolver  la 
terna  para  que  se  forme  otra  nueva,  si  asilo  estimare  con- 
veniente :  y  teniendo  el  Presidente  de  la  Junta  en  las  vo- 
taciones, el  voto  de  calidad. 

13.  —  Al  cargo  de  la  Junta  de  fomento  estarán  todos  los 
caudales  que  produzcan  los  fondos  de  que  habla  esta  ley, 
el  de  los  azogues  que  se  enajenen  y  la  existencia  del  mismo 
azogue.  La  responsabilidad  por  todo  lo  dicho  en  su  admi- 
nistración, conservación  y  custodia,  será  mancomunada  en 
los  individuos  de  la  Junta.  La  del  manejo  y  distribución 
recaerá  en  un  Contador  tesorero,  que  nombrará  el  supremo 
gobierno  á  propuesta  en  lerna  de  la  Junta,  con  el  sueldo 
que  se  fijará  en  el  reglamento,  y  será  pagado  del  fondo  del 
establecimiento,  otorgando  las  fianzas  que  se  designarán 
en  el  propio  reglamento  ,  siendo  obligación  del  expresado 
Contador  tesorero,  formar  y  presentarlas  cuentas  de  cada 
año,  y  responder  del  azogue  que  mantenga  el  estableci- 
miento. Para  la  custodia  y  seguridad  de  los  caudales,  ha- 
brá una  caja  con  cuatro  llaves,  teniendo  cada  uno  de  los 
tres  Comisionados  una,  y  la  otra  el  Contador  tesorero.  El 
reglamento  que  forme  la  Junta  para  el  manejo  de  cauda- 
les, se  fundará  en  dichas  bases. 

14.  —  La  Junta  no  podrá  invertirlas  sumas  que  entren 
á  su  arca  en  otros  objetos  que  los  prevenidos  por  la  pre- 
sente ley,  ó  aquellos  para  que  obtenga  previa  autorización 
del  gobierno.  Para  reparaciones  comunes  del  edificio  ú 
otros  gastos  extraordinarios,  solo  podrá  disponer  sin  aquel 
permiso,  hasta  de  doscientos  cincuenta  pesos  cada  año. 

15.  —  La  Junta  pasará  al  supremo  gobierno,  estados 
mensuales  de  sus  cortes  de  caja,  y  cada  año  pasará  otro 
de  la  entrada  y  salida  general  de  caudales;  debiéndose 
publicar  los  primeros  por  la  Junta  cada  cuatro  meses,  y 
el  segundo  cada  año  en  su  tiempo,  también  por  la  Junta. 

16.  —  Se  faculta  á  la  Junta  para  que  transija  con  los 
interesados,  los  asuntos  que  dejó  pendientes  el  extinguido 
tribunal  de  Minería,  y  que  pueda  tener  en  la  actualidad  el 
establecimiento,  quedando  sometidas  estas  transacciones  á 
la  aprobación  del  supremo  gobierno. 

17.  —  Se  concede á  la  misma  Junta  el  privilegio  deque 
las  Minas  que  habilita  el  establecimiento  en  Tasco,  no  pue- 
dan ser  denunciadas  durante  dos  años,  y  al  efecto  se  dis- 
pensan para  este  caso  los  artículos  relativos  de  la  Orde- 
nanza de  Minería. 


TITULO  SEGUNDO. 

DEL    FONDO    DE   AZOGUES. 

18.  —  Se  creará  un  fondo  destinado  á  la  adquisición  de 
azogue,  que  administrará  la  Junta,  repartiéndolo  exclusi- 
vamente á  los  beneficiadores  de  metales,  á  costo  y  cosías. 
Dicho  fondo  se  formará  con  las  dos  terceras  partes  del  au- 
mento de  derechos  de  importación,  impuesto  á  los  lienzos 
y  tejidos  de  algodón  extranjero,  según  el  decreto  de  esta 
fecha.  , 

19. —  La  Junta  podrá  dar  el  azogue,  con  la  garantía 
correspondiente  y  en  los  términos  que  se  establezca  por  aï 
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reglamento,  pudiendo  para  hacer  efectivo  el  cobro  que  se 
dificultare,  ocurrir  por  sí  ó  por  sus  agentes  á  los  Jueces  de 
Hacienda,  para  que  estrechen  al  cumplimiento  de  sus 
obligaciones  á  los  que  las  contraigan,  y  obligar  al  pago 
á  los  que  resistieren  hacerlo. 

20.  —  Cada  cuatro  meses,  publicará  la  Junta  un  estado 
de  los  repartimientos  de  azogue,  con  expresión  de  las  can- 
tidades remitidas  á  cada  mineral,  y  los  nombres  de  los 
beneficiadores  que  lo  hubieren  recibido  :  y  en  caso  de 
queja,  por  desigualdad  ó  injusticia  en  el  repartimiento, 
decidirá  el  supremo  Gobierno  :  dicho  estado  comprenderá 
también  razón,  de  las  cantidades  compradas  por  la  Junta, 
y  costos  que  hayan  tenido. 

21.  — Cuando  la  Junta  hubiere  llegado  á  reunir  el 
fondo  equivalente  á  veinticuatro  mil  quintales  de  azogue, 
cesará  de  aplicarse  á  este  objeto  la  parte  asignada  de  los 
productos  del  aumento  de  derechos  á  los  lienzos  y  tejidos 
de  algodones  extranjeros,  con  arreglo  al  propio  decreto 
de  csla  fecha. 


TITULO  TERCERO. 

DEL   FONDO   DOTAL   Y   DE  AMORTIZACIÓN. 

22. — Los  productos  del  llamado  Real  de  Minería,  los 
créditos  activos  del  antiguo  tribunal,  y  los  del  estableci- 
miento que  por  esta  ley  se  reforma,  continúan  afectos  á 
las  cargas  y. obligaciones  que  designa  el  Decreto  de  20  de 
Mayo  de  1826,  en  su  Artículo  7,  y  seguirán  cumpliéndose 
exactamente. 

23.  —  Cada  cuatro  meses  se  hará  por  la  junta  la  amor- 
tización parcial  de  créditos,  con  las  cantidades  que  se  hu- 
bieren reunido,  procurando  conciliar  en  lo  posible  la 
preferencia  que  con  justo  título  tengan  aquellos,  con  las 
mayores  ventajas  que  ofrezcan  los  acreedores  á  dicho 
fondo. 


TITULO  CUARTO. 

DE  LA   ADMINISTRACIÓN  DE   JUSTICIA   EN   LOS  NEGOCIOS 
DE  MINERÍA.  —  DE  LAS  PRIMERAS  INSTANCIAS. 

24.  —  Los  Gobernadores  de  los  departamentos ,  de 
acuerdo  con  las  juntas  departamentales  y  previa  aproba- 
ción del  supremo  gobierno,  establecerán  en  cada  uno  de 
ellos  el  número  de  juzgados  de  primera  instancia  que  deba 
haber  en  su  comprensión. 

25.  — Cada  juzgado  se  compondrá  de  tres  diputados 
territoriales,  elegidos  en  la  misma  forma  que  se  prevenía 
en  la  antigua  ordenanza  de  Minería  ;  y  de  estos  tres  indi- 
viduas, el  primero  será  el  presidente  del  juzgado*  y  los 
otros  dos  los  Colegas. 

20.  —  Cada  uno  de  estos  juzgados  ejercerá  en  su  terri- 
torio las  funciones  gubernativas  y  económicas  que  les  es- 
taban cometidas  por  la  antigua  ordenanza  del  ramo,  y  en 
lo  judicial  se  arreglarán  también  á  la  propia  ordenanza, 
en  cuanto  á  la  sencillez  y  brevedad  en  sus  procedimientos. 

27.  —  En  los  negocios  contenciosos  en  que  el  tribunal 
tuviere  necesidad  de  consultar  con  algún  letrado,  lo  hará 
con  el  juez  de  primera  instancia  del  partido  respectivo. 

28.  —  Cada,  tribunal  de  primera  instancia  elegirá  un 
secretario,  y  los  dependientes  que  creyere  necesarios  para 
el  despacho  de  los  negocios  de  su  secretaría  y  juzgado, 


designando  los  sueldos  que  deban  disfrutar,  con  lo  qu& 
dará  cuenta  á  su  respectivo  Gobernador  departamental, 
para  que  con  su  informe  recaiga  la  determinación  que 
fuere  del  agrado  del  supremo  Gobierno. 

29.  —  De  las  determinaciones  definitivas  pronunciadas 
por  estos  juzgados,  en  que  la  cantidad  de  la  disputa  no 
exceda  de  quinientos  pesos,  no  habrá  lugar  al  recurso  de 
apelación,  ni  se  admitirá  tampoco  el  recurso  de  súplica, 
cuando  la  sentencia  de  segunda  instancia,  fuere  de  con- 
formidad con  la  de  primera,  y  la  cantitad  litigiosa  no  exceda 
de  dos  mil  pesas. 

30.  —  A  mas  de  los  tres  individuos  que  han  de  com- 
poner el  tribunal  [de  primera  instancia,  se  nombrarán 
otros  tres  que  servirán  de  consultores  en  todos  los  asuntos 
gubernativos  en;  que  quisiere  oir  su  opinion  el  mismo  tri- 
bunal, y  suplirán  las  faltas  de  los  jueces  natos,  en  caso 
de  impedimento  ó  recusación  de  estos. 

DE    LAS  SEGUNDAS  Y  TERCERAS  INSTANCIAS,  Y  RECURSOS 
EXTRAORDINARIOS. 

31.  — Las  segundas  y  terceras  instancias  que  tuvieren 
lugar  en  los  asuntos  de  Minería,  y  los  recursos  extraor- 
dinarios que  puedan  ofrecerse,  se  sustanciarán  y  deter- 
minarán en  los  tribunales  superiores  de  justicia  de  cada 
departamento  respectivo,  y  en  los  tribunales  designados 
por  las  leyes,  ó  que  se  designaren  en  lo  sucesivo. 

Por  tanto,  mando  se  imprima,  publique,  circule  y  se  le 
dé  el  debido  cumplimiento. 

Palacio  del  Gobierno  nacional  en  Méjico,  á  2  de  di- 
ciembre de  1842.  — Nicolas  Bravo.  — José  María  Torwel, 
Ministro  de  Guerra  y  Marina. 

Y  lo  comunico  á  V.  para  su  inteligencia  y  efectos  con- 
siguientes. 

Dios  y  Libertad.  —  Méjico,  2  de  diciembre  de  1842.  — 

TORKEL. 


MINISTERIO  DE  GUERRA  Y  M/1RINA. 

Sección  central. — Mesa  cuarta. 

El  Exmo.  Sr.  Presidente  sustituto  se  ha  servido  expedir 
el  decreto  que  sigue. 

Nicolas  Bravo,  General  de  division,  benemérito  de  la 
patria,  y  Presidente  sustituto  de  la  República  Mejicana,  á 
los  habitantes  de  ella,  sabed  :  Que  considerando  que  la 
junta  de  fomento  y  administrativa  de  Minería,  ha  ex- 
puesto algunas  dudas  acerca  de  la  inteligencia  de  la  ley 
de  2  de  diciembre  de  1842,  que  dio  nueva  organización  al 
establecimiento,  y  que  es  importante  resolverlas,  en  uso 
de  las  facultades  que  me  concede  la  séptima  de  las 
bases  acordadas  en  Tacubaya,  y  juradas  por  los  repre- 
sentantes de  los  departamentos,  he  tenido  á  bien  decre- 
tar lo  contenido  en  los  artículos  siguientes. 

1.°  En  el  artículo  7  de  la  expresada  ley,  en  lugar 
de  1844,  se  leerá  4843,  por  haber  sido  esto  un  error  ti- 
pográfico. 

2."  Se  reunirán  de  luego  á  luego  las  juntas  de  acree- 
dores y  de  mineros,  bajo  la  presidencia  del  Gobernador 
del  departamento,  para  elegir  un  suplente,  cada  una,  de 
sus  actuales  apoderados,  y  lo  verificarán  también  en  lo 
sucesivo,  cuando  hagan  la  elección  de  propietarios. 

3.°  Los  apoderados  suplentes  percibirán  integro  el 
sueldo,  cuando  la  separación  de  los  propietarios,  por 
quince  dias,  la  motive  su  propia  conveniencia,  y  ningún 
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cuando  sea  ocasionada  por  enfermedad  del  propietario. 

Por  tanto,  mando  se  imprima,  publique,  circule  y  se  le 
dé  el  debido  cumplimiento. 

Palacio  del  Gobiern,  ^neral  en  Méjico,  á  31  de  enero 
de  1843.  —  Nicolas  Bravo.  —  José  María  Tornel,  Minis- 
tro de  Guerra  y  Marina. 

Y  lo  comunico  á  V.  para  su  inteligencia  y  efectos  cor- 
respondientes. 

Dios  y  Libertad.  —  Méjico,  31  de  enero  de  1843.— 
Tornel. 

El  ciudadano  Luis  Gonzaga  Vieyra,  General  de  Brigada 
graduado,  y  Gobernador  del  departamento  de  Méjico. 

Por  el  Ministerio  de  Guerra  y  Marina  se  me  ha  comuni- 
cado, con  fecha  1 1  del  actual,  el  decreto  siguiente. 

«  Él  Exmo.  Sr.  Presidente  sustituto  se  ha  servido  expe- 
dir el  decreto  que  sigue. 

Nicolas  Bravo,  General  de  division,  benemérito  de  la 
patria,  y  Presidente  sustituto  de  la  República  Mejicana,  á 
ios  habitantes  de  ella,  sabed  :  que  de  conformidad  con  lo 
expuesto  por  la  junta  de  fomento  y  administrativa  de 
Minería,  en  uso  de  las  facultades  que  me  concede  la  sép- 
tima de  las  bases  acordadas  en  Tacubaya,  y  juradas  por 
los  representantes  de  los  departamentos,  y  con  el  fln  de 
expeüitarel  cumplimiento  del  artículo  28  de  la  ley  de 
2  de  diciembre  de  1842,  he  tenido  á  bien  decretar  lo  con- 
tenido en  los  artículos  siguientes. 

l.°Cada  juzgado  de  primera  instancia  que  se  establezca, 
conforme  á  lo  prevenido  en  el  artículo  24  del  decreto  de 
8  de  diciembre  de  1842,  formará,  oyendo  á  los  Mineros  de 
la  comprensión,  el  arancel  de  los  derechos  que  deban  co- 
brar los  Diputados  territoriales  que  lo  compongan,  y  su 
respectiva  secretaría. 

2.°  Formado  que  sea  el  arancel  de  que  habla  el  artículo 
anterior,  lo  remitirán  al  Gobierno  departamental,  para 
que  con  su  informe,  lo  dirija  al  supremo  de  la  República 
por  conducto  de  la  junta  de  fomento  y  administrativa  de 
Minería,  á  fin  de  que  recaiga  la  resolución  conveniente. 

3.°  En  los  Minerales  donde  haya  escribano  público,  este 
deberá  ser  electo  para  secretario  del  juzgado  de  primera 
instancia. 

4."  Hecha  en  arancel  á  que  se  refiere  el  artículo  1  del 
presente  decreto,  la  designación  de  los  derechos  que  de- 
ban cobrarse,  se  habrá  cumplido  con  lo  que  sobre  sueldos 
previene  el  artículo  28  de  la  ley  orgánica. 

Por  tanto,  mando  se  imprima,  publique,  circule,  y  se 
le  dé  el  debido  cumplimiento. 

Palacio  del  Gobierno  general  en  Méjico,  á  H  de  febrero 
de  ¡843.  — Nicolas  Bravo.  —  Jóse  María  Tornel,  Mi- 
nistro de  Guerra  y  Marina. 

Y  lo  comunico  á  V.  E.  para  su  inteligencia  y  efectos 
correspondientes. 

Dios  y  Libertad.  —  Méjico,  11  de  febrero  de  1843.  — 
¡Tornel.  Exmo.  Sr.  Gobernador  de  este  departamento.  » 

Y  para  que  llegue  á  noticia  de  todos,  mando  se  publique 
por  bando  en  esta  Capital  y  en  las  demás  ciudades,  villas 
y  lugares  de  la  comprensión  de  este  departamento,  fiján- 
dose en,  los  parajes  acostumbrados,  y  circulándose  á  quie- 
nes corresponda. 

Dado  en  Méjico,  á  13  de  febrero  de  1843.  —  Luis  G. 
Vieyra.  —  Miguel  Zires,  Secretario. 

El  C.  Luis  G.  Vieyra,  General  de  brigada  graduado,  y 
Gobernador  del  departamento  de  Méjico. 

Por  el  Ministerio  de  Guerra  y  Marina  se  me  ha  comuni- 
cado con  fecha  17  del  actual,  el  decreto  siguiente. 

a  El  Exmo.  S.  Presidente  sustituto  se  na  servido  erípedir 


el  decreto  que  sigue.  Nicolas  Bravo,  general  de  division, 
benemérito  de  la  Patria  y  Presidente  sustituto  de  la  Repú- 
blica Mejicana,  á  los  habitantes  de  ella,  sabed  :  que  el  alto 
precio  á  que  hoy  se  compran  los  azogues,  perjudica  á  la 
Minería,  el  ramo  mas  importante  de  nuestra  riqueza:  que 
es  por  lo  mismo  un  deber  del  Gobierno  procurar  que  se 
adquiera  este  artículo  interesante  con  la  mayor  baratura 
posible  :  que  se  tienen  antecedentes  para  esperar  que  el 
Gobierno  deS.  M.  C.  pueda  entrar  en  una  negociación  que 
llene  los  intereses  de  uno  y  otro  país  :  que  la  ley  de  2  de 
diciembre  de  1842  ha  creado  un  fondo  con  este  mismo  ob- 
jeto; y  en  tin  que  la  junta  de  fomento  y  administrativa  del 
ramo  de  Minería,  es  digna  de  la  confianza  del  gobierno  y 
de  la  de  sus  comitentes,  en  uso  de  las  facultades  que  se  me 
concede  en  la  séptima  de  las  bases  acordadas  en  Tacubaya 
y  juradas  por  los  representantes,  he  tenido  á  bien  acordar 
lo  contenido  en  los  artículos  siguientes. 

1.°  Se  faculta  ala  junta  de  fomento  y  administrativa  del 
ramo  de  Minería  para  contratar  un  empréstito  hasta  de 
dos  millones  de  pesos,  en  la  República  ó  fuera  de  ella,  con 
el  menor  gravamen  posible,  con  el  objeto  de  procurar  l,i 
contrata  de  azogue  de  la  Mina  de  Almadén. 

2.°  Esta  contrata  queda  sometida  á  la  aprobación  del 
supremo  gobierno. 

3.°  Se  faculta  á  la  misma  junta  para  entraren  negocia- 
ciones con  el  Gobierno  español,  parala  contrata  del  expre- 
sado mineral,  por  la  cantidad  de  quintales  de  que  trata  la 
ley  citada  de  2  de  diciembre  de  1842. 

4.°  Se  señala  por  hipoteca  de  la  contrata  el  fondo  que 
creó  la  misma  ley,  y  además  el  dos  por  ciento  del  tres  que 
sobre  el  valor  del  oro  y  de  la  plata,  se  impuso  como  con- 
tribución en  el  artículo  6  de  la  ley  de  20  de  febrero  de  1 822 
que  ingresará  en  los  fondos  del  ramo  de  Minería,  luego 
que  esté  celebrada  la  contrata  del  azogue,  con  calidad  de 
reintegrar  á  la  hacienda  pública,  con  los  mismos  productos 
que  diere  en  su  venta  á  los  mineros. 

5."  La  contrata  que  la  junta  de  fomento  y  administra- 
tiva del  ramo  de  Minería  celebrare  con  el  Gobierno  de 
S.  M.  G.  para  la  adquisición  de  azogue,  se  someterá  á  ia 
aprobación  del  Gobierno  de  la  República. 

Por  tanto,  mando  se  imprima,  publique,  circule  y  se  le 
dé  el  debido  cumplimiento. 

Palacio  del  Gobierno  nacional  en  Méjico  á  17  de  febrero 
de  1843.—  Nicolas  Bravo.  —  José  María  Tornel,  Ministro 
de  Guerra  y  Marina. 

Y  lo  comunico  á  V.  E.  para  su  inteligencia  y  efectos  con- 
siguientes. 

Dios  y  Libertad.— Méjico,  17  de  febrero  de  1843.— Tor- 
nel, Excmo.  Sr.  Gobernador  de  este  departamento.  » 

Y  para  que  llegue  á  noticia  de  todos,  mando  se  publique 
por  bando  en  esta  Capital  y  en  las  demás  ciudades,  villas 
y  lugares  de  la  comprensión  de  este  departamento,  liján- 
dose en  los  parajes  acostumbrados  y  circulándose  á  quie- 
nes corresponda. 

Dado  en  Méjico  á  20  de  febrero  de  1843.— Luis  G.  Viey- 
ra.—Miguel  Zires,  Secretario. 


El  C.  Valentín  Canalizo,  General  de  Division,  Goberna- 
dor y  Comandante  General  del  Departamento  de  Méjico. 

Por  el  Ministerio  de  Hacienda,  con  fecha  7  del  que  rige, 
se  me  ha  comunicado  lo  siguiente. 

El  Excmo.  Sr.  Presidente  provisional  de  la  República  se 
ha  servido  expedir  el  decreto  que  sigue. 

«  Antonio  López  de  Santa-Anna,  General  de  Division, 
Benemérito  de  la  Patria,  y  Presidente  provisional  de  la 
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República  Mejicana,  á  los  habitantes  de  ella,  sabed  :  Que 
en  uso  de  las  facultades  que  rae  concede  la  séptima  de 
las  bases  acordadas  en  Tacubaya  y  juradas  por  los  repre- 
sentantes de  los  Departamentos,  he  tenido  á  bien  decretar 
lo  siguiente. 

Art.  1.— Durante  la  guerra  que  actualmente  sostiene  la 
NaciOn  con  los  sublevados  de  Tejas  y  los  disidentes  de  Yu- 
catán, se  aumentará  un  veinte  por  ciento  á  los  derechos  de 
importación  que  se  cobran  en  la  actualidad  por  el  arancel 
de  30  de  Abril  del  año  próximo  pasado. 

2.— Los  lienzos  y  tejidos  de  algodón  blanco,  trigueñosy 
pintados,  de  que  habla  el  decreto  de  2  de  diciembre  últi- 
mo ,  solamente  pagarán  la  cuota  que  por  él  se  les  señaló, 
para  fomento  de  los  ramos  de  minería  é  industria,  ejecu- 
tándose el  cobro  de  la  referida  cuota,  desde  la  fecha  que 
señala  el  posterior  decreto  de  24  del  mismo  diciembre. 

3. — El  aumento  de  que  trata  el  artículo  primero,  tendrá 
lugar  á  los  cuatro  meses  de  publicado  este  decreto  en  la 
Capital  de  la  República,  respecto  á  los  cargamentos  que 
lleguen  á  los  puertos  del  seno  Mejicano ,  y  á  los  seis  para 
los  que  arriben  á  los  puertos  del  mar  del  Sur,  golfo  de  Ca- 
lifornias y  mar  de  la  Alta  California. 

i. — Así  el  importe  del  aumento  del  veinte  por  ciento  que 
señala  el  artículo  primero,  como  la  diferencia  que  hay 
entre  las  cuotas  que  fijó  el  arancel  à  los  lienzos  y  tejidos 
de  algodón,  y  las  que  designó  el  citado  decreto  de  2  de 
diciembre  último,  se  satisfará  en  libranzas  pagaderas  en 
los  plazos  que  señala  el  arancel  para  los  derechos  de  im- 
portación, giradas  á  favor  de  la  Tesorería  General,  en 
donde  se  conservará  en  rigoroso  depósito  á  disposición  del 
Supremo  Gobierno. 

5.  —  Las  aduanas  marítimas  para  el  cumplimiento  de 
lo  prevenido,  aumentarán  á  la  totalidad  de  derechos  á  que 
asciendan  las  hojas  del  despacho  con  arreglo  al  repetido 
arancel,  el  veinte  por  ciento  que  establece  el  artículo  pri- 
mero de  este  decreto;  y  para  el  cobro  de  la  diferencia  que 
resulta  de  las  cuotas  de  dicho  arancel  á  las  del  mencionado 
decreto  de  2  de  diciembre  respecto  de  los  lienzos  y  tejidos 
de  algodón,  la  pondrán  en  columna  separada. 

6.  —  El  cobro  del  derecho  de  uno  por  ciento  de  impor- 
tación de  que  habla  la  ley  de  31  de  marzo  de  1838,  así 
como  el  del  dos  por  ciento  del  derecho  de  avería,  se  veri- 
ficará con  proporción  al  aumento  hecho  por  este  decreto  y 
el  de  2  de  diciembre  del  año  próximo  pasado. 

7.  —  La  Dirección  General  de  alcabalas  y  contribuciones 
directas,  dictará  las  órdenes  convenientes  para  que  el  co- 
bro del  derecho  de  consumo  en  las  aduanas  marítimas  á 
la  internación  de  los  efectos  extranjeros,  y  en  las  terres- 
tres en  su  circulación,  se  arregle  á  las  disposiciones  conte- 
nidas en  este  decreto. 

Por  tanto,  mando  se  imprima,  publique,  circule  y  se  le 
dé  el  debido  cumplimiento. 

Dado  en  Tacubaya  á  7  de  abril  de  1843.  —  Antonio  Ló- 
pez de  Santa-Anna.  —  Ignacio  Trigueros,  Ministro  de  Ha- 
cienda. 

Y  lo  comunico  á  V.  E.  para  su  inteligencia  y  fines  con- 
siguientes. 

Dios  y  Libertad.  —  Méjico,  7  de  abril  de  1843.  —  Tri- 
gueros, Exmo.  Sr.  Gobernador  de  este  Departamento. 

Y  para  que  llegue  á  negocio  de  todos,  mando  se  publi- 
que por  bando  en  esta  Capital  y  en  Jas  demás  ciudades, 
villas  y  lugares  de  la  comprensión  de  este  Departamento, 
fijándose  en  los  parajes  acostumbrados  y  circulándose  à 
quienes  corresponda. 

Dado  en  Méjico,  á  7  de  abril  de  1843.  —Valentín  Ca- 
nalizo. —  Luis  G.  de  Chavabri,  Secretario, 


Nota.  El  derecho  del  uno  por  ciento  impuesto  á  la  mo- 
neda que  circula,  y  destinado  á  los  fondos  de  azogue,  se 
derogó  por  decreto  de  22  de  febrero  de  1845. 


MINISTERIO  DE  RELACIONES  EXTERIORES  Y  GORERNACION. 

El  Excmo.  Sr.  Presidente  provisional  de  la  República,  se 
ha  servido  expedir  el  decreto  que  sigue. 

Antonio  López  de  Santa-Auna,  General  de  Division,  Be- 
nemérito de  la  Patria,  y  Presidente  provisional  de  la  Re- 
pública Mejicana,  á  los  habitantes  de  ella,  sabed:  Que 
constante  en  mis  propósitos  de  fomentar  cuanto  puede 
contribuir  al  engrandecimiento  y  riqueza  nacional,  y  con- 
siderando como  uno  de  los  medios  mas  á  propósito  el  de 
conceder  premios  y  exenciones  al  importante  ramo  decli- 
nas de  azogue,  tan  necesario  para  el  beneficio  de  los  me- 
tales preciosos,  primer  ramo  de  la  industria  de  la  Repú- 
blica, sin  el  cual  los  otros  no  pueden  adelantar;  habiendo 
oido  el  dictamen  de  la  Junta  de  fomento  de  Minería,  en 
uso  de  las  facultades  que  me  concede  la  séptima  de  las 
bases  acordadas  en  Tacubaya,  y  sancionadas  por  la  Nación, 
he  tenido  á  bien  decretar  lo  siguiente. 

Art.  t.— Se  observarán  puntualmente,  por  lo  relativo  á 
las  Minas  de  azogue  de  la  República,  las  reales  órdenes  de 
13  de  enero  de  1783,  12  de  noviembre  de  1791,  6  de  di- 
ciembre de  1796,  y  8  de  agosto  de  1814  sobre  franquicia 
de  alcabalas  que  conceden  á  los  artículos  del  consumo  de 
Minería. 

2.  —  Ningún  impuesto  general  ni  municipal  pesará 
sobre  el  azogue  que  extraiga  de  los  criaderos  de  la  Repú- 
blica. 

3.  —  Los  azogues  tratícaránportoda  la  Nación  sin  guias, 
pases,  ni  otros  documentos  de  Aduanas. 

4.  —  Se  concede  un  premio  de  veinticinco  mil  pesos  á 
cada  uno  de  los  cuatro  primeros  empresarios  que  extrai- 
gan en  un  año  de  las  Minas  de  la  República,  dos  mil  quin- 
tales de  azogue  en  caldo. 

5.  —  Se  abonará  durante  tres  años,  por  cada  quintal  de 
azogue  que  tenga  la  expresada  procedencia,  la  cantidad  de 
cinco  pesos. 

6.  —  Los  operarios  de  las  Minas  de  azogue,  quedan 
exceptuados  de  todo  servicio  militar,  y  de  las  contribucio- 
nes personales. 

7.  —  La  Junta  de  fomento  y  administrativa  de  Minería, 
formará  el  reglamento  correspondiente  para  la  distribución 
de  los  indicados  premios,  satisfaciéndolos  en  su  tiempo  del 
fondo  que  se  le  designó  por  el  artículo  2.°  del  decreto  del 
2  de  diciembre  de  1842,  y  el  4.°  del  17  de  febrero  de 
este  año. 

Por  tanto,  mando  se  imprima,  publique,  circule,  y  se  le 
dé  el  debido  cumplimiento. 

Palacio  del  Gobierno  Nacional  en  Tacubaya,  á  24  de 
mayo  de  1843.— Antonio  López  deSanta-Anna.— José  .Ma- 
ría de  Bocanegra,  Ministro  de  Relaciones  Exteriores  y  Go- 
bernación. 

Y  lo  traslado  á  V.  para  su  conocimiento  y  efectos  con- 
siguientes. 

Dios  y  Libertad.  —  Méjico,  24  de  Mayo  de  1 843.  —  Bo- 
canegra. 

Nota  relativa  al  articulo  i.'  d«  la  ley  anterior.  —  El  ar- 
tículo 32  de  la  circular  del  Ministerio  de  Hacienda,  de  U 
de  julio  de  1843,  dice: 
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Subsisten  Jas  gracias  concedidas  á  la  Minería  en  las  leyes 
vigentes  ;  pero  para  que  tengan  lugar  las  respectivas  exen- 
ciones de  derechos,  se  conducirán  los  efectos  precisamente 
con  guia  y  obligación  de  responsiva  ;  y  además,  la  autori- 
dad política  del  mineral  donde  lleguen  dará  certificación 
al  conductor  ó  consignatario  que  acredite  que  los  erectos 
se  introdujeron  en  la  Mina  á  que  fueron  destinados,  sin 
cuya  constancia  no  se  expedirá  la  tornaguía  sin  cobraran- 
tes  los  derechos.  Cuando  el  todo  ó  parte  de  los  efectos  se 
vendan  en  el  camino  ó  no  lleguen  á  introducirse  en  los  mi- 
nerales, se  exigirán  los  derechos  que  corresponda,  que  cui- 
darán de  cobrar  ejecutivamente  los  administradores. 


MINISTERIO  DE  RELACIONES  EXTERIORES  Y  GOBERNACIÓN. 

El  Exmo.  Sr.  Presidente  provisional  de  la  República  se 
ha  servido  expedir  el  decreto  que  sigue. 

Antonio  López  de  Santa-Anna,  General  de  Division,  Be- 
nemérito de  la  patria,  y  Presidente  provisional  de  la  Re- 
pública Mejicana,  á  los  habitantes  de  ella,  sabed  :  Que  de- 
seando fomentar  y  dar  el  mayor  impulso  al  importante 
ramo  de  Minería,  que  fórmala  principal  riqueza  de  la  Re- 
pública, en  uso  de  las  facultades  que  me  concede  la  7.a  de 
las  bases  acordadas  en  esta  villa,  y  sancionadas  por  la  Na- 
ción, he  tenido  á  bien  decretar  lo  contenido  en  los  artícu- 
los siguientes. 

Art.  1. — Se  faculta  á  la  Junta  de  fomento  y  administra- 
tiva de  Minería  para  que  pueda  trabajar,  aviar  y  protejer 
las  Minas  de  Azogue  en  la  República. 

2.  —  Las  cantidades  que  facilite  la  Junta  con  el  objeto 
expresado  á  los  empresarios  de  Minas  de  azogue,  además 
de  ser  caucionadas  á  satisfacción  de  ella,  pagarán  un  inte- 
rés anual  de  un  cinco  por  ciento  que  ingresará  en  los  fon- 
dos del  ramo. 

3.  —  La  Junta  no  aviará  mina  alguna  sin  obtener  los 
datos  necesarios  que  justifiquen  en  lo  posible,  la  bondad 
de  la  negociación. 

4.  —  Tampoco  trabajará  la  Junta  por  cuenta  de  los  fon- 
dos que  administra,  sino  las  Minas  que  le  ofrezcan  venta- 
jas conocidas,  ó  á  Jo  menos  la  conservación  del  capital  que 
haya  de  invertir  en  ellas,  y  el  interés  que  se  exije  á  los 
que  fueren  fomentados  por  ella. 

5.  —  La  Junta  admitirá,  bajo  el  precio  que  convenga 
con  Jos  interesados  (y  que  no  podrá  exceder  el  de  plaza)  en 
pagode  los  respectivos  capitales  y  réditos,  azogue  en  caldo, 
y  lo  repartirá  entre  los  minerales  de  plata  y  oro,  de  una 
manera  proporcional  y  arreglada  á  las  prevenciones  del  re- 
glamento que  para  la  útil  distribución  de  este  fondo,  for- 
mará y  pasará  al  gobierno  para  su  aprobación. 

6.  —  La  Junta  establecerá  en  los  departamentos  mine- 
ros, rescates  de  azogue  en  caldo,  y  lo  repartirá  como  queda 
prevenido  en  el  arlículo  anterior. 

7.  —  Comprará  y  construirá  la  citada  Junta,  por  cuenta 
de  los  fondos  que  administra,  los  frascos  necesarios  paia 
envasar  el  azogue,  y  los  distribuirá  en  los  Departamentos 
mineros,  para  que  pueda  ser  conducido  con  seguridad. 

8.  —  Queda  facultada  la  Junta  para  mandar  personas 
inteligentes  en  busca  de  buenos  criaderos  de  cinabrio,  hacer 
reconocer  los  ya  descubiertos,  y  dictar  cuantas  medidas 
parciales  recomiende  la  experiencia,  á  fin  de  que  sea 
eficazmente  fomentada  la  explotación  de  azogue  en  la 
República. 

9.  —  Para  que  la  Junta  pueda  llenar  los  objetos  de  esta 
ley  y  la  de  24  de  mayo  último,  usará  de  los  fondos  que  se 


le  designaron  por  el  artículo  2.°  de  la  de  2  de  diciembre 
del  año  próximo  pasado,  y  el  4.°  de  la  de  17  de  febrero  de 
este  año. 

10.  —  Los  citados  fondos  quedan  desde  luego  á  dispo- 
sición de  la  Junta  de  fomento  y  administrativa  de  Minería, 
entregándolos,  con  su  orden,  los  respectivos  encargados  de 
la  colectación. 

Por  tanto,  mando  se  imprima,  publique,  circule,  y  se  le 
dé  el  debido  cumplimiento. 

Palacio  del  Gobierno  Nacional  en  Tacubaya,  á  S  de  julio 
de  1813.  —  Antonio  López  de  Santa-Anna.  —  José  María 
de  Bocanegiia,  Ministro  de  Relaciones  exteriores  y  Gober- 
nación. 

Y  lo  comunico  á  V.  para  los  efectos  correspondientes. 

Dios  y  Libertad.  —  Méjico,  5  de  julio  de  1843.  — 
Bocanegra. 


MINISTERIO  DE  RELACIONES  EXTERIORES  Y  GOBERNACIÓN. 

Circular  de  28  de  julio  de  1843. 

Exmo.  Sr.  —  De  conformidad  con  lo  consultado  por  la 
Junta  de  fomento  y  Administración  de  Minería,  se  ha  ser- 
vido acordar  el  Exmo.  Sr.  Presidente  Provisional  de  la 
República,  que  todo  individuo  que  extraiga  algún  azogue 
de  los  criaderos  ó  Minas  de  esle  fruto,  y  quiera  aprove- 
charse del  beneficio  del  premio  de  cinco  pesos  por  quintal, 
concedido  por  la  Ley,  justifique  ante  el  Gobierno  del  res- 
pectivo Departamento  el  hecho  de  haber  extraído  la  can- 
tidad cuyo  premio  demande,  presentando  al  efecto  certifi- 
caciones dhl  Juez  de  paz,  del  Cura  párroco  y  del  Juzgado 
Minero  respectivo,  ó  su  delegado,  cuya  justificación  se 
remitirá  para  los  fines  correspondientes  á  la  expresada 
Junta  de  fomento.  Y  de  suprema  orden  lo  comunico  á  V.  E. 
para  que  se  sirva  darle  la  publicidad  debida.  Se  comunicó 
á  los  Exmos.  Sres.  Gobernadores  de  los  Departamentos. 


MINISTERIO  DE  JUSTICIA  E  INSTRUCCIÓN  PUBLICA. 

El  Exmo.  Sr.  Presidente  Provisional  de  la  República  se 
ha  servido  dirigirme  el  decreto  que  sigue. 

Antonio  López  de  Santa-Anna,  General  de  Division, 
Benemérito  de  la  patria  y  Presidente  Provisional  de  la 
República  Mejicana,  á  los  habitantes  de  ella,  sabed  :  Que 
deseando  hacer  efectivos  los  beneficios  que  el  Gobierno  se 
propuso  dispensar  á  la  Minería  en  la  autorización  que  con- 
cedió á  la  Junta  de  fomento  del  ramo,  por  Decreto  de  S  de 
julio  último,  para  que  pueda  habilitar  y  fomentar  el  laborío 
de  criaderos  de  azogue,  he  venido  en  decretar  lo  que 
sigue. 

Art.  1.  —  La  Junta  de  fomento  de  Minería  nombrará 
una  Comisión  á  lo  menos  en  cada  Deparlamento  de  la 
República,  para  que  explore  y  reconozca  todos  los  criaderos 
de  cinabrio  que  allí  hubiere. 

2.  —  El  reconocimiento  que  hicieren  esas  Comisiones, 
será  científico,  y  además  se  encargarán  de  informar  sobre 
los  puntos  siguientes:  i ."  Sien  el  respectivo  Deparlamento 
hay  ó  ha  habido  Minas  de  azogue  que  se  trabajen  actual- 
mente ó  que  antes  se  hayan  trabajado.  2.°  Cuál  es  el  estado 
que  ellas  tengan.  3.°  Cuáles  serán  mas  susceptibles  de  labo- 
río. 4."  Qué  obras  necesitan  para  ponerse  en  corriente  y 
el  costo  que  se  les  regule.  5  °  La  Ley  que  tengan,  los 
frutos  que  se  reconozcan.  6.*  El  costo  de  su  extracción  y 
beneficio. 
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3.  —  La  Junta  de  fomento,  en  vista  de  los  informes  ex- 
presados, determinará  los  puntos  que  deben  ser  habilitados 
de  preferencia,  y  la  cantidad  con  que  baya  de  hacerse  la 
habilitación. 

4.  —  Antes  de  seis  meses  contados  desde  hoy,  deberán 
estar  concluidos  los  reconocimientos  expresados,  y  antes 
de  siete,  contados  también  desde  la  misma  fecha,  estarán 
decretados  los  avíos  de  las  Minas,  pudiendo  concederse 
antes  de  ese  tiempo  algunas  habilitaciones  á  las  Minas  que 
notoriamente  las  merecen. 

5.  —  De  los  fondos  que  están  designados  para  avíos  de 
Minas  de  azogue  y  de  los  que  designe  este  decreto,  se 
harán  las  habilitaciones  expresadas  en  los  Artículos  an- 
teriores. 

6.  —  Para  ministrar  los  avíos  de  que  trata  este  Decreto, 
usará  la  Junta  de  uno  de  dos  medios.  -1 ."  Ministrar  el  dinero 
necesario  en  clase  de  préstamo,  al  rédito  de  un  seis  por 
ciento  al  año.  2.°  Constituirse  en  aviador  atenido  á  las  pér- 
didas y  ganancias  como  en  los  avíos  comunes. 

7.  —  Cuando  facilite  dinero  á  réditos  se  asegurará  pre- 
cisamente de  lo  siguiente  :  que  el  dinero  se  ha  de  devol- 
ver dentro  del  plazo  que  se  convenga;  que  se  afiance  el 
capital  y  rédito  con  garantías  á  satisfacción  del  estableci- 
miento; que  se  ha  de  invertir  necesaria  y  exclusivamente 
en  la  negociación  de  que  se  trata,  á  cuyo  fin  se  podrá  po- 
ner interventor  por  el  establecimiento,  pagado  por  el 
dueño  de  la  Mina,  y  que  estos  préstamos  solo  te  harán  á 
favor  de  negociaciones  que  el  mismo  establecimiento  haya 
calificado  dignas  de  ser  habilitadas  según  los  reconoci- 
mientos que  previene  este  Decreto. 

8.  —  Si  el  avío  se  ministrare,  constituyéndose  aviador 
el  establecimiento,  se  observará  lo  siguiente.  4.°  Que  el 
avío  se  ajuste  en  Mina  digna  de  trabajarse,  según  el  re- 
sultado de  los  reconocimientos  que  manda  este  Decreto. 
2.°  Que  arregle  la  cantidad  que  haya  de  ministrarse,  á  los 
presupuestos  que  forme  la  Comisión  que  haya  reconocido 
la  Mina.  3.°  Que  se  estipule  la  mitad  lo  menos  de  utilida- 
des, á  favor  del  aviador.  4.°  Que  la  dirección  exclusiva 
sea  á  cargo  del  aviador,  con  derecho  al  dueño  de  la  Mina 
de  poner  interventor.  5.°  Que  cada  cuatro  meses  se  haga 
liquidación  y  reparto  de  sobrantes  si  los  hubiere.  6o  Que 
el  establecimiento,  bajo  de  su  responsabilidad,  haga  la 
glosa  de  las  cuentas.  1.°  Que  los  sobrantes  que  haya  se 
apliquen  primero  á  amortizar  el  caudal  de  avío,  y  hasta 
que  este  no  esté  enteramente  cubierto,  no  se  haga  reparto 
de  sobrantes  entre  los  partícipes. 

9.  —  El  establecimiento  formará  un  reglamento  de  avíos, 
según  las  bases  de  los  dos  Artículos  anteriores,  sujetán- 
dolo á  la  aprobación  del  Gobierno. 

10.  —  Los  fondos  que  se  destinan  para  los  avíos  decre- 
tados, son  :  i."  El  uno  por  ciento  de  derechos  impuesto  al 
numerario  que  se  conduzca  de  uno  á  otro  Departamento. 
2."  Los  ciento  treinta  mil  pesos  que  se  ha  regulado  corres- 
ponder á  la  Minería  del  fondo  creado  por  Decreto  de  2  de 
Diciembre  último. 

il.  —  El  importe  del  uno  por  ciento  se  cobrará  por  el 
establecimiento  de  Minería,  á  cuyo  efecto  podrá  esta  nom- 
brar y  destinarlos  Comisionados  que  le  parezcan. 

12.  —  La  suma  de  ciento  treinta  mil  pesos,  se  pagará 
por  las  Aduanas  marítimas  de  Veracruz  y¡de  Tampico,  mi- 
nistrando la  primera  ochenta  mil  pesos  anuales,  y  cin- 
cuenta mil  la  segunda,  pagados  por  mesadas,  que  remi- 
tirán en  libranzas  á  favor  de  la  Junta  de  fomento. 

13. —  Esta  aplicará  de  los  expresados  fondos,  desti- 
nados al  laborío  de  Minas  de  azogue,  quince  mil  pesos, 
asignados  en  Decreto  de  18  de  agosto  de  este  año,  para 


la  dotación  y  gasto  anual  del    Seminario  de  Minería. 

Por  tanto,  mando  se  imprima,  publique,  circule  y  se  le 
dé  el  debido  cumplimiento. 

Palacio  Nacional  en  Tacubaya  á  25  de  setiembre  de 
1843.  —  Antonio  López  de  Santa-Anna.  —  Manuel  Ba- 
randa, Ministro  de  Justicia  é  Instrucción  pública. 

Y  lo  comunico  á  V.  para  su  inteligencia  y  fines  consi- 
guientes. 

Dios  y  Libertad.  —  Méjico,  septiembre  25  de  1843.  — 
Baranda. 


MINISTERIO  DE  JUSTICIA  E  INSTRUCCIÓN  PUBLICA. 

Circular  de  26  de  diciembre  de  1843. 

Exmo.  Sr.  :  con  fecha  22  del  actual  se  dijo  por  este  Mi- 
nisterio al  Gobierno  del  departamento  de  Guanajuato,  lo 
que  copio. 

Exmo.  Sr.  :  en  vista  de  la  consulta  que  ese  gobierno  se 
sirvió  hacer  en  nota  de  9  de  noviembre  próximo  pasado, 
sobre  el  modo  en  que  haya  de  verificarse  la  renovación 
periódica  de  los  vocales  de  ese  juzgado  de  Minería,  el 
Exmo.  Sr.  Presidente  interino  de  la  República  se  ha  ser- 
vido acordar  en  junta  de  ministros  que  solo  se  renueve  este 
año  el  presidente  de  dicho  juzgado,  quedando  los  cole- 
gas, y  que  en  el  entrante  se  varíen  estos  quedando  aquel. 

Lo  que  tengo  el  honor  de  manifestar  á  V.  E.  para  los 
efectos  correspondientes. 

Y  habiendo  resuelto  á  S.  E.  que  esta  providencia  se  ob- 
serve por  punto  general  en  todos  los  juzgados  de  Minería 
de  la  República,  tengo  el  honor  de  comunicarlo  á  V.  E. 
para  su  conocimiento  y  efectos  correspondientes  en  el  de- 
partamento de  su  mando.  —  Se  comunicó  á  los  gobiernos 
departamentales. 


BIINISTERIO  DE  JUSTICIA. 

Sección  cuarta. 

El  Exmo.  Sr.  Presidente  interino  se  ha  servido  expedir 
el  decreto  que  sigue. 

«  Valentín  Canalizo,  General  de  Division  y  Presidente  in- 
terino de  la  República  Mejicana,  á  los  habitantes  de  ella, 
sabed  :  Que  el  Congreso  Nacional  ha  decretado  y  el  Eje- 
cutivo sancionado  lo  siguiente. 

Art  .1.  —  El  gobierno  arreglará  las  fábricas  de  pólvora 
existentes  en  Méjico  y  en  Zacatecas,  de  manera  que  el 
precio  de  la  común  para  et  laborío  de  las  Minas,  no  exceda 
de  dos  y  medio  reales  la  libra. 

2.  —  Establecerá  además  una  fábrica  en  el  deparla- 
mento de  Guanajuato,  otra  en  Chihuahua,  otra  en  Nuevo 
León,  montadas  de  manera  que  la  pólvora  de  Minas  pueda 
darse  á  los  mineros,  cuando  mas,  al  precio  referido:    > 

3.  —  Si  el  gobierno  dentro  del  término  de  un  mes  ae 
publicada  esta  ley  en  la  Capital,  no  pudiere  reunir  de  las 
rentas  existentes  los  fondos  necesarios,  tanto  para  el  arre- 
glo de  las  fábricas  actuales,  como  para  el  establecimiento 
de  las  nuevas,  de  que  habla  el  artículo  anterior,  contratará 
unas  y  otras  con  particulares  ó  corporaciones,  sujetándose 
á  las  bases  siguientes. 

i. a  Se  fijará  un  precio  equitativo  para  el  arrendamiento 
de  cada  fábrica,  pagadero  en  metálico  ó  en  pólvora  de 
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guerra,  sobre  lo  cual  no  se  admitirá  postura  ni  puja  modidad  y  baratura  introducidas  en  los  procedimientos  de 

alguna.  extracción,  se  comprará  en  lo  sucesivo  á  los  precios  ñjados 

2.°  Las  posturas  y  pujas  recaerán  sobre  el  precio  de  la  en  la  tarifa  que  se  acompaña,  quedando  derogada  la  que 
pólvora  ordinaria  de  minas,  fijándose  el  máximum  de  dos  expidió  el  ministerio  de  Hacienda  en  1  ti  de  julio  de  1825. 
y  medio  reales  libra,  y  estimándose  por  mejor  postura  la  Quinta.  Los  gobernadores  de  los  departamentos  remiti- 
■del  particular  ó  corporación  que  ofrezca  darla  á  menos  rán  al  ministerio  de  Hacienda  á  la  major  brevedad,  y  des- 
precio, pues  en  principio  y  medio  de  año,  noticia  de  las  minas 

3.°  Estas  contratas  se  limitarán"  á  un  término  moderado  que  estén  en  laborío  y  denunciadas,  con  un  cálculo  aproxi- 

que  no  exceda  de  cinco  años,  pasado  el  cual  se  renovarán  mado  de  la  cantidad  de  pólvora  que  necesitarán  en  seis 

y  se  admitirán  nuevas  pujas,  de  la  manera  que  queda  pre-  meses,  y  cuánta  de  ella  deberán  suministrar  las  nuevas 

venida  para  las  primeras.  fábricas,  para  venir  en  conocimiento  de  la  labor  que  cor- 

4.°  En  igualdad  de  posturas  de  un  particular,  ó  corpo-  responda,  y  hacer  con  oportunidad  acopio  de  los  ingredien- 

racion  cualquiera,  con  el  cuerpo  de  mineros  en  general  ó  tes  componentes. 

el  tribunal  de  Minería  de  los  departamentos  en  que  deben  Sexta.  Si  no  fuere  fácil  al  gobierno  establecer  fábricas 

establecerse  las  fábricas,  será  preferible  la  del  cuerpo  de  en  todos  ó  en  alguno  de  los  puntos  de  que  trata  el  artí- 

Mineros  ó  del  tribunal  de  Minería  respectivo.  culo  2  de  esta  ley,  se  contratarán  en  los  términos  que  pre- 

5."  En  caso  de  competencia  entre  el  cuerpo  de  Mineros  viene  el  artículo  3. 

en  general,  y  el  tribunal  de  Minería  de  alguno  de  los  de-  Séptima.  El  precio  para  los  arrendamientos  será  en  : 
partamentos,  será  preferido  el  segundo,  en  igualdad  de 

Circunstancias.  Guanajuato pesos.    »  4,  700 

4.  Para  la  celebración  de  estas  contratas  el  gobierno  con-  Chihuahua »  i,  400 

,        .  .  .,  ,    ,     .   .      ,.  °  „.  Nuevo-Leon »  »    900 

-vocara  postores  por  el  termino  de  treinta  días,  y  se  fijara  Sinaloa     ....                                »  1   350 

la  convocatoria  inmediatamente  después  de  pasado  el  mes 

de  que  habla  el  artículo  anterior  0ctava>  Cualesquiera  condiciones  favorables  tanto  á  la 

5.  -  Hayanse  arreglado  o  no  las  fabricas  existentes,  y  renta  como  á  ios  mineros  que  n0  versen  sobre  el  precio 
planteadose  o  no  las  nuevas  de  que  habla  esta  ley,  el  go-  del  arrendamiento,  se  reputarán  por  mejoras  en  la  postura, 
bierno  venderá  a  los  mineros  la  pólvora  ordinaria  que  hoy  Novena.  Los  contratistas  gozarán  de  todos  los  derechos 
fabrica,  al  precio  de  dos  y  medio  reales  libra  en  cada  mi-  pertenecen  á  la  hacienda  pública  con  respecto  al  es- 
neral,  pasado  el  mes  de  que  se  hace  mérito  en  el  citado  tanc0i  sin  excluir  el  de  ajustar  y  dar  ucencias  para  la  ex- 
arhculo  3.                •  :              ,'','-,          ,   „         ,  tracción  y  compra  del  azufre  y  salitre. 

Rafael  Espinosa,  Presidente  de  la  Cámara  de  Diputados.  oécima.  Los  contratistas  solo  tendrán  el  derecho  de  es- 

—  José  Cirilo  Gómez  Anata,  Presidente  del  Senado.  —  José  lanco  en  Ja  comprension  del  departamento  en  que  exista 

Luis  del  Hoyo,  Diputado  Secretario.  —  Bernardo  Guim-  ja  fábrica 

barda,  Senador  Secretario.  Undécima.  La  convocatoria  para  que  tengan  lugar  las 

Por  tanto,  mando  se  imprima,  publique,  circule  y  se  le  B0Síuras  se  hará  por  el  Gobierno  el  dia  que  corresponda 

de  el  debido  cumplimiento.  conforme  à  la  presente  ley. 

Palacio  del  Gobierno  Nacional,  en  Meneo  a  30  de  abril  Y  i0  comUnico  á  V.  S.  para  su  inteligencia  y  fines  cor- 
de  1844.  —  Valentín  Canalizo.  —  Ignacio  Trigueros,  Mi-  respondientes. 
nistro  de  Hacienda. 

Y  para  mejor  cumplimiento  del  presente  decreto  del  Dios  Î  Libertad.  —  Méjico  30  de  abril  de  1844. 

Congreso  Nacional,  S.  E.  el  Presidente,  de  acuerdo  con  el  Trigueros,; 
dictamen  emitido  por  el  consejo  de  gobierno,  ha  tenido  á 

bien  disponer  se  observen  las  siguientes  prevenciones.  Tarifa  para  vaqo  de  saUtres  en  ias  fábricas  de  pólvora. 

Primera.  El  día  anterior  á  aquel  en  que  se  cumpla  un 

mes  de  publicada  la  ley  en  esta  Capital ,  se  hará  en  todas  Salitre  íntegro  de  calidad  y  merma,  quintal,    pesos.    16 

las  tercenas  de  la  renta  donde  se  expenda  pólvora  de  mi-      De  2  í¡1  Por  ciento    Íd \\%n 

ñas,  repeso  de  este  artículo,  con  intervención  déla  primera  De  7  1/2  id."               !d.    !    '.    '.    '.    '.    '.    '.    '.   '.    '.     14  80 

autoridad  política  local,  remitiendo  á  las  administraciones  De  10      id!               id.    '.    '.    '.    '.    '.    '.    '.    '.    '.    i     14  40 

principales,  y  estas  á  la  dirección  general,  estados  de  las      De  12  1/2  id 14 

existencias  que  produzcan  para  los  cargos  al  nuevo  precio      ge  ¡^      '^  j<] ¡I™ 

de  dos  y  medio  reales  libra,  que  comenzará  á  regir  al  dia  si-  De  20      id.               id'.    '.'.'.'.   *.   '.   '.   '.   '■   *     12  80 

guíente  del  repeso.  De  22  1/2  id.    ."    .    '. 12  40 

Segunda.  Las  diputaciones  de  Minería  de  cada  departa-      ®-e  ^      id-  !d í?  eo 

mentó,  darán  á  la  administración  principal  de  rentas  es-  j)e  30     id                 id     "    .*   .'.*.".'    I   l   *.   I     11  20 

tancadas  respectivas,  lista  nominal  de  las  minas  que  estén  De  32  1/2                   id.    °.   ".    '.   '.    '.   '.   '.   *    .   "     10  80 

en  corriente,  que  se  remitirá  á  la  dirección,  dejando  copia      De  35      id.  id «    .     íO  40 

autorizada.  Respecto  de  la  venta  de  pólvora  para  el  uso  de      %e  fQ  ,/2id  \¿ \   *       9  60 

las  minas,  se  cumplirá  lo  dispuesto  en  el  artículo  27  del  De  42  1/2    '               id'    .'.*!.*    '.   *    ".    1   *    '■       9  20 

reglamento  de  18  de  octubre  de  1842.  De  45      id.  id «80 

Tercera.  En  la  pólvora  que  se  expenda  para  el  laborío      £e  f  1/2..  id *   *    '       |JJ 

de  las  minas,  si  se  comprende  el  costo  de  embases ,  que  °  

pagará  por  separado  el  que  los  lleve  ;  y  en  la  que  se  venda  Es  c°Pia«  —  Méjico,  abril  30  de  1844.  —  Lombardo. 
á  particulares,  subsistirá  el  precio  señalado  en  el  artí- 
culo 19  del  citado  reglamento  de  18  de  octubre.                              -4                        .             . 

Cuarta.  Siendo  muy  subido  el  precio  á  que  se  pagan  los 
salitres  por  el  erario,  así  como  desproporcionado  á  la  co- 
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artículos  de  la  ordenanza  que  pudieran  modifi- 
carse EN  LOS  TÉRMINOS  QUE  SE  PROPONEN  A  CON- 
TINUACIÓN,  Ó  EN  OTROS  EQUIVALENTES. 

i. 

Para  que  el  artículo  1  del  título  6  quedara  mas  claro,  y 
se  pudieran  omitir  los  2  y  3  del  mismo  título,  se  añadiría 
al  fin  de  él  :  en  la  inteligencia  de  que  si  el  cerro  ó  cerros  des- 
cubiertos estuvieren  menos  de  una  legua  de  5000  varas  dis- 
tantes de  otras  Minas  ya  conocidas,  no  gozarán  los  descu- 
bridores mas  que  una  pertenencia  en  cada  una  de  las  vetas, 
si  la  pidieren  dentro  del  término  fijado  en  este  articulo;  y 
las  distancias  se  regularán  por  peritos  ó  se  mediarán  por 
el  camino  mas  corto,  si  conviniere  á  los  interesados. 

En  el  artículo  í  del  mismo  título  6  en  lugar  de  las  pala- 
bras :  Todos  los  contenidos  en  los  anteriores  artículos,  con 
que  comienza,  se  pudieran  sustituir  estas  :  Todos  los  que 
quisieren  formar  Mina  nueva  en  cualquiera  Veta  ya  cono- 
cida ó  nuevamente  descubierta,  se  han  de  presentar,  etc.,  y  al 
fin  de  dicho  artículo  agregar  :  Pero  si  del  reconocimiento 
resultare  no  haber  veta,  manto  ni  otro  criadero  metálico, 
sino  que  por  ignorancia  ó  por  malicia  se  trabaja  para  soli- 
citar aviadores,  como  ha  sucedido  muchas  veces  según 
tiene  acreditado  la  experiencia,  se  advertirá  de  esto  al  due- 
ño públicamente,  por  el  diputado,  para  que  conste  en  el  cor- 
respondiente titulo  de  posesión,  si  despues  de  esta  notifica- 
ción lo  pidiere,  á  fin  que  de  los  aviadores  en  ningún  caso 
puedan  alegar  ignorancia.  En  el  mismo  artículo  4  después 
de  las  palabras  su  pertenencia,  se  agregaría  ó  pertenencias. 

Al  fin  del  6  se  añadiría  :  debiéndose  entender  por  mine- 
rales decaídos  y  abandonados  aquellos  que  en  diez  años 
consecutivos  no  hayan  tenido  Minas  trabajadas  con  todas 
las  formalidades  prescritas  en  estas  ordenanzas,  aunque  se 
hayan  entregado  unas  ó  muchas  á  lo  que  llaman  partido. 

En  el  artículo  22  del  repetido  título  6  se  añadiría;  des- 
pués de  la  palabra  Salgema  las  de  carbón  de  piedra;  y  se 
suprimirían  estas  :  ya  sean  metales  perfectos  ó  medios  mi- 
nerales, bitúmenes  ó  jugos  de  la  tierra. 

El  artículo  1  del  títmo  7  se  pudiera  variar  en  estos  tér- 
minos :  Todos  los  habitantes  de  la  República  pueden  ad- 
quirir y  beneficiar  Minas,  de  toda  especie  de  metales,  con 
las  condiciones  que  ya  van  referidas,  y  las  que  en  adelante 
se  dirán,  pero  si  alguno  ó  algunos  extranjeros  las  tuvieren 
por  denuncio,  venta,  donación  ó  de  cualquiera  otro  modo, 
han  de  quedar  sujetos  en  todo  á  estas  ordenanzas  y  á  las 
demás  leyes  vigentes,  ó  que.  en  adelante  se  dieren  relativas 
directa  ó  indirectamente  á  la  Minería. 

En  el  artículo  6  del  título  8  después  de- la  palabra  pal- 
mos se  intercalaría  :  y  si  se  pudiere  con  el  semicírculo,  de 
83  grados  26  minutos  á  63  grados  y  26  minutos  de  echado. 

El  artículo  7  del  mismo  título  8  se  pudiera  variar  de 
este  modo.  Pero  si  á  dicha  vara  de  plomo  correspondieren 
dos  palmos  y  tres  dedos  de  retiro  que  equivalen  á  un 
echado  de  60  grados  y.  39  minutos  será  la  cuadra  de 
112  1/2  varas.       ' 


Para  2  palmo9  6  dedos  6  58  grados.    , 
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grados,  se  le  concederán  al  Minero  200  varas  por  la  cuadra 
y  sobre  el  echado  déla  Veta;  y  así  de  las  demás. 

El  artículo  10  del  repelido  título  8  se  pudiera  variar  en 
ios  términos  siguientes  : 

En  los  placeres,  rebosaderos  y  cualesquiera  otros  cria- 
deros irregulares  de  plata  y  oro,  de  hierro,  cobre,  azogue 
ú  otro  metal,  así  como  en  las  formaciones  y  demás  cria- 
deros de  carbón  de  piedra,  los  Tribunales  de  Minería  con 
el  Perito  de  Minas  arreglarán  las  medidas  con  atención  al 
tamaño  y  riqueza  del  sitio,  y  al  número  de  concurrentes, 
prefiriendo  y  distinguiendo  solamente  á  los  descubridores; 
pero  con  tal  que  las  mayores  medidas  formen  una  área 
que  no  pase  de  cuarenta  mil  varas,  que  es  el  producto  de 
multiplicar  doscientas  varas  por  igual  número  de  varas, 
que  corresponden  á  las  vetas  de  una  vara  de  retiro  por 
una  de  plomo;  y  nunca  se  dará  mas  que  una  pertenencia 
aunque  los  interesados  sean  descubridores  de  los  tales 
criaderos  irregulares;  pues  solo  á  los  que  descubrieron 
formaciones  de  capas  de  carbón  se  les  concederán  en  el 
número  que  previene  el  art.  1  del  tít.  6  de  estas  orde- 
nanzas. 

Por  el  artículo  12  del  mismo  título  8  se  pudiera  susti- 
tuir lo  siguiente. 

Los  Tribunales  de  Minería  cuidarán  escrupulosamente 
de  que  en  los  títulos  de  posesiones  se  den  señas  individuales 
y  exactas  de  los  lugares  en  donde  deben  fijarse  las  estacas, 
dentro  del  término  prudente  que  se  haya  señalado  á  los 
Mineros,  para  que  ni  por  malicia  ni  por  olvido  de  dichos 
lugares  puedan  fijarse  en  otros. 

Al  fin  del  artículo  16  del  título  9  se  añadiría  :  y  se  pue- 
dan trabajar  desde  luego. 

Por  último  como  las  ordenanzas  para  la  conservación  de 
los  bosques  y  cortes  de  las  maderas  que  en  ellos  se  hacen, 
deben  ser  dadas  por  cada  una  de  las  Juntas  departamen- 
tales, en  su  respectivo  departamento,  cuando  llegue  este 
caso,  no  solo  resultarán  á  la  Minería  los  beneficios  de  que 
tratan  los  artículos  12,  13  y  14  del  título  13,  sino  también 
á  las  poblaciones  cercanas  á  Jos  bosques,  aunque  estas  no 
sean  minerales. 

ODSERVACIONES  AL  ARTICULO  2  DEL  TITULO  8. 

Si  la  cabeza  de  la  Veta  se  halla  en  una  superficie  plana 
ó  que  se  acerque  á  serlo,  prescindiendo  de  algunas  irregu- 
laridades de  poca  consideración,  la  medida  que  previene 
el  citado  artículo  es  practicable  ;  queremos  decir,  que  se 
podrán  medir  las  doscientas  varas  mejicanas  en  línea  recta 
horizontal  que  tenga  la  dirección  de  la  cabeza  de  la  veta  ; 
pero  si  parte  de  esta  cabeza  se  halla  en  una  superficie 
cóncava,  ial  como  lo  es  la  que  tiene  una  hondonada,  en 
esta  parte  variada  la  dirección  que  se  llevaba  de  la  otra  de 
la  cabeza  ;  de  modo  que  dichas  doscientas  varas  no  podrían 
formar  una  sola  distancia,  como  se  expresa  que  debe  ser, 
en  el  mismo  artículo  referido.  Este  inconveniente  se  reme- 
diara si  una  ley  mandara  que  las  repetidas  doscientas  va- 
ras se  midieran  al  rumbo  de  la  parte  de  la  cabeza  de  la 
veta,  que  estuviese  situada  en  la  porción  mas  plana  de  la 
superficie  del  cerro,  y  que  mas  se  acercase  á  ser  hori- 
zontal. 


De  manera  que  si  à  una  vara  de  plomo  correspondieren 
cuatro  palmos  de  retiro,  que  es  una  vara,  ó  si  el  echado 
de  la  Veta  con  respecto  al  plano  horizontal  fuere  de  45 


El  laborío  de  las  Minas,,  según  se  manera  practicar  por 
los  artículos  4,  6,  7  y  H,  no  es  el  mas  económico  ;  y  por 
lo  mismo  damos  á  amünuacion  los  métodos  mas  seguros 
aue  se  podrán  seguir  para  disfrutar  una  veta  con  el  menor 
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trabajo  y  la  mayor  economía  posibles  ;  sacado  todo  del  arte 
de  Minas  que  enseña  en  el  Seminario  de  Minería  el  sabio 
D.  Andrés  del  Rio,  actual  profesor  de  Mineralogía  en  dicho 
Seminario. 

Empezando  una  veta  á  tener  metal,  por  ejemplo,  á  16 
ó  20  varas  se  sigue  ahondando  el  tiro  (18(1)  (fig.  1),  y 
dando  cañones  B  B  de  40  en  40  varas  en  el  rumbo  de  la 
veta,  y  en  cada  cañón  á  las  60  ú  80  varas  se  ahondan  co- 
laderos ó  pozos  para  comunicarlos,  y  desde  la  superficie 
hasta  el  primer  cañón  se  baja  otro  tiro  P  B  cuya 
boca  no  esté  á  nivel  con  la  anterior  para  facilitar  la  ven- 
tilación. 

El  mismo  pozo  de  catear,  cuando  la  montaña  no  es  rá- 
pida, se  vuelve  tiro  principal  si  la  veta  lo  merece,  alargán- 
dolo y  ensanchándolo.  Si  la  montaña  es  rápida  es  mejor 
dar  un  cañón. 

No  es  preciso  que  hayan  de  estar  los  cañones  á  cada 
40  varas,  y  ios  coladeros  á  cada  60  varas  ;  si  el  metal 
está  en  ojos  se  pondrán  los  cañones  á  cada  20  varas  para 
tener  menos  peligro  de  que  se  escape  algún  punto  me- 
tálico. 

La  regla  que  hay,  después  de  dispuestos  los  trozos  para 
disfrutarlos,  es  disfrutar  los  mas  profundos,  dejando  los 
altos  en  reserva  por  si  sobreviene  una  inundación  ú  otro 
accidente,  que  á  estar  disfrutados  los  altos,  obligaría  á 
abandonar  la  Mina  (2). 

Solo  cuando  se  haya  desembolsado  mucho  para  ha- 
cer morteros,  lavaderos  y  fundiciones,  entonces  se  po- 
drán disfrutar  algunos  altos  para  resarcir  ios  cos- 
tos (3). 

El  disfrute  de  los  tramos  por  bancos  ó  testeros  sirve 
para  que  trabajen  muchos  operarios  sin  incomodarse  ,•  para 
que  se  pueda  poner  en  un  sitio  todo  ei  metal  que  se  ar- 
ranca, facilitándose  así  su  extracción  ;  que  haya  siempre 
dos  caras  libres  par3  que  obren,  mejor  los  cohetes;  que  se 
pueda  poner  ei  ademe  necesario  al  paso  que  se  avanza  ; 
que  se  pueda  disfrutar  un  trozo  entero  hasta  el  fin  para 
quitar  despues  el  ademe  y  llenar  de  escombros,  quedando 
la  Mina  asegurada  sin  necesidad  de  pilares,  que  es  la  prin- 
cipal ventaja. 

El  trabajo  de  bancos  consiste  en  poner  dos  varas  mas 
abajo  del  suelo  del  cañón  A,  ó  si  no  lo  hay,  sino  que  ha- 
yan ahondado  el  tiro,  poner  en  el  punto  que  se  escoja, 
uno  ó  dos  opeí  arios  que  trabajen  de  frente,  y  cuando  estos 
hayan  andado  4  varas  poner  mas  abajo  otros  dos  ope^ 
rarios  que  hagan  lo  mismo,  y  así  sucesivamente  como 
en  B  C  D. 

El  ahonde  debe  adelantarse  mas  que  los  bancos  por  lo 
mismo  que  es  trabajo  mas  lento,  y  que  ofrece  mas  dificul- 
tades :  también  si  acuden  aguas  en  el  ahonde  quedan  los 
bancos  de  arriba  que  disfrutar. 

El  alto  de  los  bancos  es  á  su  longitud  como  1  es  á  3  ó 
como  1  es  á  4.  Si  son  mas  largos  no  se  pueden  poner  tan 
bien  los  cohetes,  y  se  vuelve  al  fin  el  trabajo  de  plan,  y  si 
se  acortan,  se  disminuyen  los  bancos,  no  se  extiende  uno 
bastante  á  lo  largo,  y  se  queda  metido  en  un  costal  como 
dicen  los  Alemanes. 

Antes  tenian  la  costumbre,  aunque  la  veta  fuese  ancha, 
de  trabajar  con  cuña  y  martillo  en  una  parte  del  respaldo, 
y  dejar  libre  la  veta  por  un  lado  para  disfrutarla  mejor  ; 

(1)  En  la  figura  primera,  HB,  representa  el  tiro  principal  ;  PB,  otro  tiro 
para  la  ventilación,  y  BX  y  BZ  los  pozos  ó  coladeros.  RTSQH  representa 
la  sección  longitudinal  de  una  veta. 

(2)  Se  debe  prescindir  de  las  opiniones  vulgares  que  quieren  que  se 
disfrute  el  metal  desde  luego  que  se  encuentra. 

(5>  También  cuando  el  minero  es  pobre  podrá  disfrutar  lo»  alto»  cara 
ajudarse  en  lo»  costos. 


pero  no  hay  tal  necesidad  :  solo  en  vetas  muy  angostas 
duras  y  ricas,  que  la  roca  del  respaldo  sea  mas  feble  que 
la  misma  veta,  será  mas  ventajoso  escavar  primero  en  el 
respaldo,  y  luego  disfrutarla  veta,  porque  la  escavacion 
se  hace  en  el  respaldo  bajo,  si  no  hay  en  el  alto  alguna 
obra  ó  raja  de  separación. 

El  trabajo  de  los  testeros  es  inverso  del  de  los  bancos. 
En  uno  y  otro  trabajo  hay  dos  caras  libres,  lo  que  es  ven-  ; 
tajoso  para  aumentar  el  efecto  de  los  cohetes  ;  pero  en  el  / 
trabajo  de  bancos  coopera  el  peso  del  martillo  con  el  es- 
fuerzo del  operario,  en  lugar  de  que  en  el  de  testeros  tiene 
que  vencerlo  el  barretero,  y  así  por  esta  parte  serán  mas 
ventajosos  los  bancos:  mas  si  se  mírala  extracción  en  los 
bancos,  es  menester  poner  una  zígüeña(l)  cuando  se  so- 
brecargan los  tapestles, de  modo  que  no  puedan  pasarlos 
barreteros,  en  lugar  que  en  los  testeros  no  es  menester 
mas  que  hacer  un  agujero  para  echar  por  él  los  metales 
al  cañón  inferior. 

En  el  traba, o  de  bancos,  si  la  veta  no  es  firme,  y  de  ley 
en  todos  sus  puntos,  se  hace  la  pepena  dentro  de  Ja  Mina 
y  se  queda  el  tepetate  sobre  los  tapestles,  que  por  la  poca 
firmeza  de  la  veta  no  se  pueden  quitar,  en  lugar  que  en 
los  testeros,  nunca  se  da  el  caso  de  que  queden  los 
tapestles. 

Cuando  la  presión  de  los  respaldos  no  sea  mucha  se  dan 
bancos  à  8  ó  10  pies  de  altura,  en  lugar  de  6  pies,  con  lo 
que  se  ahorran  tapestles  ;  como  no  siempre  hay  escom- 
bros bastantes  para  rellenar  el  hueco  de  la  veta  se  dejan 
de  trecho  en  trecho  tapestles  firmes  con  2  varas  de  escom- 
bros encima,  los  cuales  se  llaman  cajones  que  impiden  se 
junten  los  respaldos,  y  contienen  las  lajas  que  se  des- 
prenden de  lo  alto. 

Trabajo  de  Cielo  ó  de  Testeros.  (2) 

Sobre  un  cañón  con  su  cajón  encima,  ó  su  bóveda,  que 
según  la  firmeza  puede  tener  4  varas  se  pone  el  primer 
testero  de  1  1/2  ó  2  varas,  y  cuando  se  ha  adelantado  ho- 
rizontalmente  %  varas,  se  pone  otro  mas  arriba  y  en  el 
cajón  ó  bóveda  se  abren  ó  dejan  á  cada  20  ó  40  varas  co- 
laderos (  para  echar  los  metales  al  canon  )  de  1  vara  de 
largo  y  1/2  de  ancho,  si  la  veta  es  oblicua  en  el  echado. 

Es  una  precaución  pepenar  bien  los  metales  y  tumbar 
todo  lo  resquebrado  de  los  testeros  para  que  no  caigan 
algunos  cascarones  6  lajas  sobre  los  operarios.  Es  una 
regla  en  las  vetas  que  cortan  á  otras  en  el  echado  y  se 
atraviesan  con  cruceros,  que  cuando  la  veta  cae  hacia  el 
operario  se  ponen  bancos,  y  cuando  se  retira  del  opera- 
rio testeros,  porque  se  facilita  mucho  el  arranque  de  la 
piedra.  Otra  :  donde  se  divide  en  ramales  la  veta,  bancos, 
porque  cogiendo  con  testero  el  ramal  falso,  allí  se  man- 
tiene uno,  lo  que  no  sucede  con  ios  bancos.  Otra  :  donde 
los  metales  son  nobles  que  se  pueden  perder  entre  los 
escombros  de  los  cajones,  bancos. 

Una  ventaja  de  los  bancos  es  que  luego  que  se  hace 
algún  ahonde  se  pueden  disfrutar  los  metates  ;  pero  en 
los  testeros  es  monester  un  ahonde  profundo  y  el  cañón 
primero. 

Otra  ventaja  de  los  testeros  es  ahorro  de  enmaderación, 
porque  se  echan  los  escombros  á  los  pies  y  los  bancos  ne- 
cesitan á  cada  6  varas  un  cajón. 

El  trabajo  de  testeros  anda  mas  vivo,  aunque  para  el 
operario  es  mas  pesado. 

(1  )  En  algunos  minerales  le  llaman  turro  y  es  un  torno  que,  puesto  en 
fe  boca  de  los  puzos,  sirve  para  la  extracción. 
tn\  Su  la  misma  figura  primera  esta  indicado  este  trabajo. 
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También  es  la  extracción  mas  faca  de  los  testeros  que 
de  los  bancos.  Por  tin  los  testeros  son  mny  peligrosos  en 
veta  feble  y  con  los  respaldos  también  en  febles. 

Cuanto  la  veta  es  angosta,  por  ejemplo,  de  un  pié  de 
ancho,  y  rica,  se  toma  en  los  bancos  ó  testeros  y  en  los 
cañones  hacia  el  respaldo  bajo  el  ancho  correspondiente 
para  que  se  pueda  revolver  la  gente,  por  ejemplo,  de  2, 
ó  2  1/2  pies,  se  andan  4,  ó  6,  ó  mas  varas,  se  saca  el 
tepetate,  y  se  disfruta  después  la  veta  que  se  habia  dejado 
á  un  lado,  sin  peligro  de  que  se  mezcle  con  el  tepetate,  y 
se  llama  esto  despejar  la  veta. 

El  modo  mas  económico  para  disfrutar  las  vetas  anchas 
es  el  trabajo  al  través  :  se  abre  un  canon  (1)  en  el  res- 
paldo bajo  metiéndole  un  pié  ó  dos  dentro  del  respaldo, 
para  conducir  por  el  suelo  firme  las  aguas  que  sobreven- 
gan :  se  adelanta  en  el  rumbo  de  la  veta  hasta  la  distancia 
que  se  quiera,  y  luego  se  abre  en  la  frente  que  se  ha 
descubierto  de  la  veta  cañones  parciales  de  2  varas  de  alto 
y  2  de  ancho,  si  la  veta  es  feble,  ó  de  2  \¡t  ó  3  varas  si  es 
firme  :  adecuando  al  mismo  paso  hasta  que  se  llega  al  res- 
paldo alto  :  de  las  divisiones  que  se  hacen  en  el  canon, 
se  disfruta  la  primera  y  la  quinta,  con  el  fin  de  que  las 
intermedias  sirvan  de  macizo.  Es  claro  que  en  la  primera 
y  quinta  division  no  hay  mas  que  la  frente  libre;  pero  en 
la  segunda  y  cuarta  están  libres  la  frente  y  un  costado,  y 
en  la  tercera  la  frente  y  los  dos  costados.  Disfrutadas  dos  divi- 
siones se  pone  en  el  suelo  una  cama  de  palos  unos  contra  otros 
en  el  rumbo  de  los  cañones  parciales,  para  poderlos  re- 
cibir con  pies  derechos  (2)  cuando  se  trabaje  algún  dia 
por  debajo  se  echan  encima  de  los  palos  dichos  los  escom- 
bros, y  se  va  quitando  el  ademe  que  se  puso  de  prestado  : 
mientras  se  trabaja  el  primer  piso,  se  levanta  el  cielo  del 
cañón  otras  dos  varas  para  preparar  el  disfrute  del  segundo 
piso,  en  el  que  la  primera  y  quinta  division  tiene  ya  dos 
caras  libres  ;  la  segunda  y  cuarta  tres,  y  la  quinta  hasta 
cuatro  de  las  seis  que  tiene  un  paralelipípedo,  y  así  deben 
producir  los  cohetes  muchísimo  efecto. 

El  cañón  primero  que  se  abrió  es  el  que  se  adema 
fuertemente,  para  contener  la  presión  del  cielo  y  de  la 
pared  seca  (3),  con  que  se  contienen  los  escombros  del 
respaldo  alto  :  los  superiores  se  llenan  con  tepetate,  de- 
jando de  trecho  en  trecho  coladeros  para  echar  el  metal 
al  cañón  de  abajo. 

Cuando  no  hay  escombros  suficientes  en  la  Mina  se 
pueden  meter  de  afuera  llenando  las  Botas  (4)  que  entran 
vacías,  al  mismo  tiempo  que  se  hace  la  extracción  del 
metal,  ó  bien  si  hay  un  tiro  que  no  esté  ademado,  se 
echan  por  él,  para  que  no  se  maltrate  el  ademe. 

Cuando  los  metales  están  por  ojos  ó  ríñones,  entonces 
no  habrá  necesidad  de  hacer  tantos  bancos  ó  testeros,  sino 
que  bastarán  dos,  tres,  ó  mas,  dejando  las  partes  estériles 
de  la  veta,  por  macizo,  y  tomando  en  ella  lo  preciso  para 
facilitar  el  paso  y  la  extracción,  la  circulación  del  aire,  y 
el  ademe,  etc. 

(1)  La  figura  segunda  representa  una  veta  VV  cortada  por  el  plano  que 
pasa  por  el  suelo  del  carton  ce  que  se  abre  para  despejar  una  porción  de  la 
cara  de  dicha  veta.  RR.  es  el  respaldo  bajo,  y  MM  el  alto.  Los  núme- 
ros 1,2,  3,  4,  S,  denotan  los  cañones  parciales  que  se  van  abriendo  v 
en  are  y  bb  se  demuestran  los  ademes  que  reciben  los  escombros 
figurados  en  el  1.'  y  3.*  canon. 

La  lisura  tercera  representa  una  porción  de  la  veta  que  se  va  á  disfru- 
tar, vista  de  frente.  En  AA  están  señalados  dos  pisos  y  sus  divisiones: 
en  BB  Be  indica  que  se  han  disfrutado  la  primera  y  la  quinta  division  : 
en  ce  la  segunda  y  la  cuarta,  además  de  la  primera  y  la  quinta,  y  en  ¿D 
que  está  disfrutado  el  primer  piso. 

(2)  En  la  parte  6b  del  mismo  cañón  quinto  se  representan  estos  pies 
derechos,  que  deben  recibir  la  cama  de  palos  como  en  bb. 

(3)  Pared  de  piedras  sobrepuestas  unas  á  otras  como  las  cercas  de  pie- 
dras sueltas  que  se  usan  en  el  campo. 

(4)  También  pueden  servir  para  esto  las  manías 


Las  vetas  suelen  ramificarse,  ó  en  el  rumbo  6  en  el 
echado  :  en  ambos  casos  se  sigue  aquel  ramo,  que  se 
aparta  menos  del  rumbo,  aunque  sea  el  mas  delgado,  y 
siempre  que  no  se  junten  con  él  prontamente  los  otros, 
será  menester  examinarlos  con  traviesas.  En  el  respaldo 
alto  de  las  vetas  suelen  hacia  los  crestones  juntárseles 
otras,  las  que  se  examinan  con  traviesas  dadas  el  respaldo 
alto  en  ángulo  recto  con  el  rumbo  de  la  veta.  Las  vetas 
que  guiñan  por  cortar  las  otras  se  han  de  buscar  con  tra- 
viesa hacia  el  ángulo  obtuso  ó  agudo. 

Laborío  de  Capas. 

En  el  laborío  de  vetas  los  tiros,  socavones,  etc.,  ban  de 
durar  muchos  años,  y  así  es  menester  hacerlos  con  regla, 
y  con  las  dimensiones  proporcionadas,  lo  que  no  sucede 
en  el  laborío  de  capas  donde  los  socavones,  para  la  extrac- 
ción y  ventilación  son  después  inútiles,  y  los  pozos  que 
rara  vez  pasan  de  30,  40,  ó  60  varas,  se  abandonan  luego 
que  se  ha  disfrutado  el  metal  de  los  alrededores  para 
hacer  otros  pozos. 

ComO  la  extracción  se  hace  con  zigüeñas,  basta  que  ten- 
gan los  pozos  7  pies  de  largo  y  5  de  ancho,  destinando 
2  pies  para  las  escaleras  y  lo  demás  para  Ja  zigüeñas  ;  solo 
cuando  haya  doble  extracción  se  les  puede  dar  10  ú  11  pies 
de  largo,  y  tampoco  se  usa  de  ademe  completo,  sino  de 
pies  derechos.  Hay  capas  sin  embargo  que  siguen  al  de- 
clive de  las  montañas  y  tienen  un  rumbo  y  echado  regu- 
lares, en  cuyo  caso  se  trabajarán  como  las  vetas,  y  tam- 
bién si  las  capas  están  muy  profundas,  y  son  gruesas,  y 
no  se  puede  hacer  la  extracción  con  zigüeñas,  entonces  se 
necesitará  de  malacate  y  ademe  completo  :  si  la  capa 
está  inclinada,  se  darán  los  pozos  perpendiculares  hacia  la 
parte  mas  baja  para  que  se  junten  allí  las  aguas. 

El  laborío  se  hace  por  bancos  horizontales  de  2  varas 
de  ancho,  y  de  alto  lo  que  tenga  la  capa;  y  si  no  basta  aun 
para  que  trabajen  Jos  operarios  acostados,  se  toma  del  cielo 
ó  suelo  lo  necesario. 

Un  cañón  horizontal  en  el  rumbo  de  la  capa  gruesa  y 
otros  traversales  hacia  donde  sube  la  capa  y  hacia  donde 
baja,  ó  en  el  echado  cuanto  se  pueda  andar  sin  máquinas. 
Luego  otros  cruceros  que  formen  cuadrados  que  se  comen 
por  los  cuatro  lados,  hasta  que  queden  pilares  que  tam- 
bién se  comen  al  fin  muy  prontamente,  antes  que  se 
venga  todo,  ó  se  ponen  pies  derechos  mientras  se  disfru- 
tan los  pilares  (1).  Al  fin  de  este  laborío  hay  un  pozo  para 
extracción  y  ventilación,  y  al  tiempo  de  disfrutar  esta 
parte  se  hace  al  pié  del  pozo  otro  canon  para  descubrir 
nuevo  campo  que  labrar  lo  mismo. 

Cuanto  mas  horizontal  sea  la  capa  mas  grande  puede 
ser  el  campo  descubierto  por  ser  fácil  la  extracción  por  el 
cañón  principal. 

El  trabajo  en  capas  delgadas  viene  á  ser  el  mismo  ;  sino 
que  la  altura  de  las  frentes  es  de  18  á  24  pulgadas  y  tra- 
bajan acostados  sobre  el  lado  izquierdo  con  una  tabla 
amarrada  al  muslo  y  otra  al  brazo.  Si  la  capa  no  da  tanto 
grueso  se  coge  del  cielo  ó  del  suelo  parte  de  la  capa  que 
tenga  metal  que  no  perjudique  á  la  seguridad,  etc. 

(<)  Siempre  este  método  es  peligroso.  Yo  proferirla  bancos  horizontales 
que  en  lugar  de  echar  los  escombros  al  sucio  se  echasen  para  atrás  : 
como  en  la  figura  sexta,  lámina  6  de  Delius  con  solo  suponer  que  les  tes- 
teros de  una  veta  clavada  ú  oblicua  se  vuelvan  bancos  horizontales  do 
una  capa  también  horizontal  ó  poco  inclinada. — (Nota  del  Señor  del 
Rio.) 

La  (igura  cuarta  representa  la  proyección  horizontal  de  las  labores  prac- 
ticadas en  la  capa.  AH  es  el  cañón  principal  en  ¡a  dirección  de  la  capa: 
CD  Cr\  son  los  cañones  transversales;  y  EC  son  los  cruceros  que  forman 
cuadrados  ED  con  los  caúoues  anteriores.  En  B  está  un  pozo  para  ex- 
tracción y  ventilación. 


Del  laborío  de  los  trozos  horizontales  ó  verticales. 

Se  baja  con  un  tiro  hasta  el  trozo  y  se  da  un  cañón  prin- 
cipal para  extracción  y  se  trabaja  de  abajo  arriba  y  después 
de  arriba  abajo  dando  á  los  cielos  la  forma  de  bóveda  con 
18  ó  20  \aras  de  diámetro  y  de  6  á  10  de  altura  y  dejando 
pilares  de  2  2f3  à  3  1|3  varas  de  grueso,  de  metal  ni  muy 
rico  ni  muy  blando,  y  en  las  bóvedas  inferiores  se  cuida  de. 
que  estos  pilares  correspondan  á  los  de  abajo,  pues  en- 
tonces no  se  necesitan  los  cielos  tan  gruesos.  A  cada  suelo 
de  estos  corresponde  un  cañón  principal  para  extrac- 
ción (1). 

Trabajo  de  canteras. 

En  Sueciay  en  la  Islade  Elba  se  usa  el  trabajo  de  canteras 
para  el  hierro  magnético  y  espejado.  Primera  regla  es  po- 


(1  )  La  figura  quinta  representa  el  laborío  de  un  trozo  según  las  reglas 
dadas. 

En  la  figura  bexta  AB  es  un  pozo.  BE  y  B>D  son  los  cañones  que  van  á 
dar  al  hundido  representado  en  la  misma  figura  por  GG,  ele. 


nerse  donde  se  sumen  las  o.ipas  ó  mantos,  no  donde  asoman 
á  la  superficie.  Segunda,  formar  un  ahonde  y  á  veces  un 
socavón  para  las  aguas.  Tercera,  despejar  bien  la  tierra 
vegetal,  y  las  capas  sobrepuestas.  Cuarta,  formar  un  anfi- 
teatro con  bancos  para  que  tengan  mas  espacio  y  ventaja 
los  operarios.  Quinta,  hacer  la  extracción  en  lo  alto  con 
zigüeñas  abajo  por  el  socavón,  ó  en  los  bancos  mismos. 
Sexta,  y  una  vez  disfrutado  un  sitio  se  echan  allí  los  es- 
combros del  circunvecino  que  se  va  á  disfrutar. 

Trabajo  de  hundidos. 

Si  no  hay  un  modo  seguro  de  llegar  á  ellos  se  busca  un 
paraje  el  mas  firme  para  dar  un  pozo  y  un  cañón  hacia  el 
hundido  y  se  pepena  lo  mejor  hasta  donde  se  pueda.  Aca- 
bado aquí  se  da  otro  cañón  desde  el  pozo  ó  del  hundido 
hacia  delante  en  busca  de  otros  puntos  buenos  que  disfrutar 
para  los  cuales  como  no  se  conocen  bien  no  se  pueden  dar 
reglas  ciertas;  solo  la  de  que  no  se  hagan  á  un  tiempo 
cañones  altos  y  bajos,  pues  por  la  poca  firmeza  perecerían 
nnos  y  otros. 


FIN  DE  LAS  ORDENANZAS. 


APÉNDICE  SEGUNDO. 


f  i  i,  -TQ-S-- 


REAL  ORDEN 

DE  OCHO  DE  DICIEMBRE  DE  1785,  Y  DECLARACIONES 
DE  SU  CUMPLIMIENTO  HECHAS  PARA  ADAPTAR  LA 
ORDENANZA  DE  MINERÍA  DE  NUEVA-ESPAÑA  AL  VI- 
REINATO   DEL   PERÚ. 

Persuadido  el  Rey  del  estado  de  decadencia  á  que  ha 
venido  en  ese  reino  el  importante  ramo  de  Minería  por  la 
falta  de  método  con  que  se  gobiernan  los  reales  de  Minas, 
y  también  por  los  frecuentes  y  empeñados  litigios  que  si- 
guen los  individuos  de  esta  xi til  profesión,  ocasionándose- 
les enormes  gastos  y  distracciones  de  ella,  por  residir  en 
las  capitales  y  demás  parajes  á  donde  van  en  segui- 
miento de  sus  pleitos;  y  deseando  S.  M.  dar  á  este  im- 
portante ramo  todo  el  fomento  de  que  necesita  y  es  capaz  ; 
teniendo  experimentados  los  buenos  efectos  que  ha  pro- 
ducido en  el  reino  de  Nueva-España  la  práctica  y  ejecu- 
ción de  la  Ordenanza  general  de  Minería  dispuesta  para 
él,  en  veinticinco  de  mayo  de  ochenta  y  tres,  de  que  se 
han  remitido  à  V.  S.  algunos  ejemplares  ;  siendo,  como  es, 
urgentísima  en  ese  reino  la  necesidad  de  iguales  providen- 
cias y  reglas,  quiere  el  Rey  que  inmediatamente  proceda 
V.  S.  á  poner  en  práctica,  y  adaptar  dicha  Ordenanza  á 
las  circunstancias  locales  de  él,  estableciendo  el  Real  Tri- 
bunal general  en  esa  capital,  y  los  Juzgados  de  Alzadas  y 
Diputaciones  territoriales  que  estime  precisas  en  los  luga- 


res y  parajes  mas  acomodados,  al  fin  y  objeto  de  dicha  Or- 
denanza, procediendo  de  acuerdo  con  el  Presidente  de 
Chile,  por  lo  que  toca  á  aquel  reino,  mediante  que  su 
corta  extension  tal  vez  no  podrá  sostener  Tribunal  general 
separado,  y  puede  ser  que  baste  en  él  uno  ó  mas  Juzga- 
dos de  Alzadas. 

También  cuidará  V.  S.  de  arreglar  el  territorio  en  que 
el  Real  Tribunal  general  debe  ejercer  la  jurisdicción  con- 
tenciosa que  el  artículo  2.°,  título  3."  de  la  mencionada 
Ordenanza  le  concede  al  de  Méjico,  sin  acomodarse  pre- 
cisamente á  las  veinticinco  leguas  de  extension  que  allí 
se  previenen,  pues  esto  ha  de  regularse  por  V.  S.  pru- 
dencialmente  de  manera  que  ni  dicho  Tribunal  general 
se  embarace  tanto  en  lo  contencioso,  que  no  pueda  atender 
à  lo  económico  y  directivo,  ni  le  falte,  territorio  propor- 
cionado donde  ejercer  su  autoridad  contenciosa. 

Por  lo  que  toca  á  las  apelaciones  de  las  sentencias  que 
diere  el  Real  Tribunal  general  de  que  trata  el  artículo  13 
del  título  3.°  quiere  el  Rey  que  en  lugar  del  Oidor  que 
allí  se  previene  haya  de  ser  el  Juez  de  Alzadas,  entre. 
V.  S.  como  Superintendente  de  real  hacienda,  y  también 
sus  sucesores  en  este  empleo,  á  hacer  cabeza  de  dicho 
Juzgado  de  Alzadas,  y  que  en  la  forma  de  oir  las  apela- 
ciones, y  en  las  demás  reglas  que  previene  el  mencio- 
nado artículo  y  los  siguientes  de  aquel  título,  se  guarde  y 
observe  puntualmente  cuanto  previenen. 

Asimismo  ha  resuelto  S.  M.  que  en  lugar  de  los  dos 
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tereios  de  rêal  por  marcó,  que  el  articulo  1.°,  título  16  de 
la  mencionada  Ordenanza  concede  al  Real  Tribunal  de  Mé- 
jico para  su  dotación  y  gastos  sobre  todas  las  platas  que 
entregaren  en  aquella  casa  de  moneda,  y  en  otras  cuales- 
quiera que  se  establezcan  en  lo  sucesivo  en  el  mismo 
reino,  ó  que  se  remitan  á  España  por  cuenta  de  dueños 
particulares,  perdonando  el  antiguo  duplicado  derecho  de 
un  real  en  cada  marco  que  pagaban  á  la  real  hacienda  con 
título  de  señoreaje,  contribuyan  todos  los  mineros  de  ese 
reino  para  gastos  del  cuerpo,  con  un  real  de  esa  moneda 
por  cada  marco,  en  la  propia  forma,  y  bajólas  reglas  pres- 
critas para  Nueva-España  en  dichos  dos  tercios  de  real. 

Aunque  el  artículo  4."  título  í.6  de  la  misma  Ordenanza 
previene  que  los  empleos  de  Administrador  y  Director  ge- 
nerales del  Tribunal  sean  vitalicios,  como  para  esta  deter- 
minación influyeron  principalmente  las  circunstancias  per- 
sonales de  los  dos  sujetos  que  servían  en  Méjico  estos 
empleos  al  tiempo  que  se  estableció  el  tribunal,  dispondrá 
V.  S.  que  en  ese  reino  se  proceda  desde  luego  á  nombrar, 
para  ambos  empleos,  en  la  forma  regular  que  dispone  la 
Ordenanza,  para  después  de  la  vida  del  Administrador  y 
Director  generales  que  actualmente  siven  en  Méjico. 

Finalmente  advierto  á  V.  S.  que  queda  el  Rey  esperando 
las  resultas  de  este  establecimiento,  de  las  cuales  ha  de 
informar  V.  S.  con  la  posible  exactitud  y  claridad,  propo- 
niendo las  dudas  ó  dificultades  que  le  ocurran,  y  los  me- 
dios que  juzgue  mas  adecuados  para  allanarlas,  pues  es  la 
mente  de  S.  M.  que  se  establezca  en  el  Perú  con  toda  la 
anticipación  posible  la  misma  práctica  que  en  Nueva-Es- 
paña, y  lo  fia  enteramente  al  cuidado  y  actividad  de  V.  S. 
Dios  guarde  á  V.  S.  muchos  años.  Madrid,  ocho  de  diciem- 
bre de  mil  setecientos  ochenta  y  cinco.  —  Marqués  de  So- 
nora. —  Señor  Superintendente  Subdelegado  de  la  real 
hacienda  del  Perú.  —  Decreto  de  obedecimiento.  —  Lima 
y  agosto  1 .°  de  1786. —  Guárdese  y  cúmplease  lo  que  S.  M. 
manda,  y  respecto  á  que  con  el  justó  objeto  de  no  retar- 
dar sus  piadosas  intenciones,  se  han  comunicado  ya  á  los 
señores  Intendentes  las  providencias  oportunas ,  siendo 
preciso  dirigirles  la  Ordenanza  de  Minería  de  Nueva-Es- 
paña con  las  declaraciones  y  advertencias  convenientes, 
para  evitar  dudas,  y  facilitar  su  adaptación  y  observancia 
en  el  Perú,  sé  reimprimirá  dicha  Ordenanza ,  poniendo  á 
su  continuación  esta  real  Orden  y  decreto,  y  las  declara- 
ciones que  Irán  haciéndose  por  el  orden  de  sus  mismos  tí- 
tulos, á  fin  de  quetdivulgándose,  y  pudiendo  todos  impo- 
nerse de  estas  reglas  y  noticias,  se  logre  el  acierto,  y  que 
sin  variar  en  lo  sustancial  aquel  sabio  plan,  sean  sus  efec- 
tos tan  rápidos  y  ventajosos,  como  ha  acreditado  la  expe- 
riencia en  Méjico;  y  respecto  á  que  este  primer  paso  es  el 
fundamento  del  bien  que  se  procura  á  la  Minería,  se  cos- 
teará la  impresión  del  real  en  marco  que  se  ha  mandado 
contribuya,  como  que  este  es  un  gasto  tan  conforme  á  los 
fines  de  su  aplicación,  y  cede  en  su  obsequio;  debiendo 
remitirse  á  todas  las  Diputaciones  y  minerales  los  ejem- 
plares necesarios,  y  custodiarse  los  demás  en  el  archivo  del 
propio  Tribunal  que  va  á  erigirse.  —  Jorje  Escobedo. 


DECLARACIONES. 

1.  — (Titulo  1.%  articulo  1."  de  la  Ordenanza  de  Nueva- 
España.)  El  real  Tribunal  general  del  importante  Cuerpo  de 
Minería  del  Perú  (que  así  debe  titularse)  será  tenido  y 
atendido  por  todos  con  el  mismo  apreció  y  recomendación 
que  S,  M,  declara  para  el  de  Méjico. 


2.  —  (Titulo  l.'  artículo  2.)  Bastando,  según  el  actúa 
estado  de  la  Minería  del  Perú,  y  los  fondos  con  que  por 
ahora  empieza  el  establecimiento  dos  solos  Diputados  ge- 
nerales, se  limita  á  este  número  el  de  los  que  deben  com- 
poner el  Tribunal,  que  en  los  demás  se  conservará  y  man- 
tendrá perpetuamente  con  un  Administrador  general ,  que 
será  su  Presidente,  y  un  Director  general  ;  y  si  los  reales, 
ó  asientos  de  Minas  se  fueren  aumentando,  podrá  enton- 
ces el  Tribunal  añadir  otro  Diputado,  con  lo  que  comple- 
tará los  tres,  y  el  número  de  que  nunca  podrán  exceder. 

3.  —  En  la  forma  dicha  debe  empezar  el  Tribunal  sus 
funciones  con  el  año  inmediato,  para  lo  que  el  dia  31  de 
diciembre  del  presente,  se  harán  las  elecciones,  á  cuyo 
fin,  por  orden  circular  de  12  de  junio,  están  ya  dadas  á 
todas  las  Intendencias,  las  providencias  que  se  continuarán 
ahora,  pasando  con  los  ejemplares  impresos  de  esta  Orde- 
nanza, los  oficios  y  avisos  convenientes  al  Exmo.  Sr.  Vi- 
rey,  real  Audiencia,  y  demás  tribunales  y  oficinas  que 
corresponda. 

4.  —  (Título  l.%  articulo  4,  8  y  13,)  Todos  estos  empleos, 
empezando  por  los  sugetos  que  ahora  se  elijan,  se  servirán 
por  solo  el  tiempo  que  los  artículos  8  y  13  del  título  1 .°  de 
la  Ordenanza  de  Méjico  señalan  ;  y  aunque  S.  M.  ha  decla- 
rado que  por  no  concurrir  aquí  las  circunstancias  que  en 
aquel  reino,  sean  desde  ruego  electivos,  como  no  podía 
haber  llegado  á  su  real  noticia  el  nombramiento  de  Direc- 
tores hecho  anticipadamente  en  Don  José  Coquett  y  Don 
Santiago  Urquizu,  y  por  otra  parte  se  consideran  en  el  dia 
estos  sugetos  los  mas  á  propósito,  mediante  su  iustruccion 
y  celo,  y  los  conocimientos  que  han  adquirido  en  la  Co- 
misión de  Minería  de  que  están  encargados,  continuarán 
por  ahora  en  calidad  de  Directores,  arreglándose  en  todoá 
las  facultades  y  funciones  que  la  Ordenanza  de  ¡Méjico  les 
señala,  y  sin  que  por  esto  se  separen  del  establecimiento  y 
enseñanza  del  beneficio  por  fundición,  que  ha  sido  el  mas 
principal  de  sus  encargos. 

5.  _  (Titulo  l.°,  articulo  5.)  En  la  citada  orden  circular 
de  12  de  junio  eslá  prevenido  lo  que  importa  que  los  Dipu- 
tados concurran  á  las  elecciones,  para  po'der  personalmente 
instruir  é  informar  de  lo  mas  conveniente  al  fomento  de 
los  minerales,  y  también  se  advirtió  el  poder  que  deben 
remitir  con  la  instrucción  necesaria,  en  el  caso  que  por  la 
distancia,  ú  otros  justos  motivos  no  sea  dable  su  venida,  y 
para  precaver  el  desorden  ó  abusos  que  de  aquí  podían  ori- 
ginarse, se  añadió  que  estos  apoderados,  en  falta  de 
dueños  ó  aviadores  de  Minas,  puedan  ser  sugetos  particu- 
lares, ó  empleados  de  real  h  teienda,  con  la  calidad  de  que 
ninguno  tenga  voz  pasiva  en  las  elecciones,  y  lo  mismo  se 
observará  en  todas  las  siguientes,  para  que  arreglándose 
literalmente  á  la  Ordenanza  3.a del  título  1."  de  las  de  Mé- 
jico, no  recaigan  estos  empleos  en  sugetos  residentes  en 
Lima,  y  que,  ó  no  han  trabajado  minas,  ó  han  abando- 
nado el  ejercicio,  y  no  son  mineros  prácticos,  inteligentes 
y  expertos. 

6.  —  (Titulo  1.°,  artículos  6  y  7.)  En  la  declaración  15  se 
expresan  las  Diputaciones  que  ahora  se  han  mandado  esta- 
blecer, por  no  ser  posible  que  las  haya  en  todos  los  mine- 
rales, mayormente  cuando  estos  por  su  pobreza,  por  la 
estructura  del  reino  y  rigidez  de  sus  climas,  se  hallan  en 
distancias  y  sitios  despoblados  ;  y  bajo  de  este  supuesto 
tendrán  voto  en  las  elecciones  dichas  Diputaciones,  y  las 
demás  que  se  establezcan,  concurriendo  en  ellas  las  cir- 
cunstancias que  previene  el  artículo  6.°,  título  l.'dela 
Ordenanza  de  Méjico,  pues  esta  debe  ser  la  regla  general 
en  lo  sucesivo,  como  también  el  que  ninguna  tenga  mas 
que  un  voto,  á  menos  que  algún  mineral  no  se  señale  y 
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distinga  tanto  en  su  arreglo,  riqueza,  trabajo  y  puntual 
observancia  de  estas  Ordenanzas,  que  merezca  en  adelante 
la  preferencia  que  en  Méjico  se  ha  dado  á  algunos,  lo  que 
podrá  arbitrar  el  Tribunal,  obteniendo  la  aprobación  de  la 
Superintendencia  de  real  hacienda. 

7.  —  {Titulo  1.°,  artículo  8.)  Los  escrutinios  deque  ha- 
bla la  Ordenanza  octava  del  título  1.°  de  las  de  Méjico,  se 
tendrán  ahora  en  la  casa  de  esta  Superintendencia,  mien- 
tras la  tiene  propia  el  Tribunal,  y  allí  mismo  se  celebra- 
rán otras  Juntas  para  conferenciar  y  oir  á  los  Diputados  que 
concurran  todo  cuanto  sea  conducente  al  bien  y  fomento 
de  la  Minería ,  y  puntual  ejecución  de  este  nuevo  plan. 

8.  —  (Titulo  1.°,  articulo  15.)  Atenta  la  notable  dife- 
rencia de  este  Vireinato  al  de  Méjico,  así  en  la  extension 
de  terreno,  como  en  el  número  de  minerales,  mineros  y 
aviadores,  se  reducirá  á  seis  el  de  los  Consultores ,  á  lo 
menos  por  ahora,,  y  dos  ó  tres  de  ellos  deberán  ser  de  los 
aviadores,  ó  mineros  residentes  en  Lima,  ó  lugares  mas 
inmediatos,  para  lo  que  podrá  echarse  mano  de  aquellos 
sugetos  que,  aunque  hayan  dejado  el  ejercicio,  tengan  la 
instrucción  y  demás  circunstancias  necesarias,  según  lo 
dispuesto  en  la  Ordenanza  15  que  en  lo  demás  se  obser- 
vará á  la  letra. 

9.  —  (Título  1.°,  artículos  il  y  19.)  El  justo  respeto  y 
atención  debida  al  Exmo.  Señor  Virey ,  como  primer  jefe 
del  reino,  piden  que  no  se  proceda  á  los  escrutinios  y  elec- 
ciones sin  su  venia,  y  que  se  le  noticien  estas,  pasando  á 
presentársele  inmediatamente  los  electos,  si  estuvieren  en 
esta  capital,  ó  luego  que  lleguen  á  ella;  pero  se  entende- 
rán la  misma  obligación  y  formalidades  con  la  Superin- 
tendencia de  real  hacienda,  á  quien  S.  M.  tiene-  especial- 
mente confiados  los  asuntos  de  Minería  como  tan  conexos 
con  los  del  gobierno  y  arreglo  de  su  real  erario,  y  por 
mano  de  la  misma  Superintendencia  se  hará  también  el 
informe  anual  y  demás  que  ocurran  sobre  la  labor  de  las 
minas  y  estado  de  las  cosas  pertenecientes  al  Cuerpo  de 
mineros. 

10.  — ■  (Titulo  l.°,  articulo  20.)  El  Tribunal  nombrará 
ahora  y  en  lo  sucesivo  el  apoderado  que  agite  sus  negocios 
en  la  corle  de  Madrid,  y  si  necesitare  enviar  sugeto  de 
mayor  confianza  para  algún  asunto  ó  ocurrencia,  deberá 
calificar  la  causa  ante  la  Superintendencia  de  real  ha- 
cienda y,  obtenida  su  aprobación,  solicitar  con  ella  el  per- 
miso del  Exmo.  Señor  Virey. 

11.  La  Superintendencia  de  real  hacienda  podrá,  siets- 
pre  que  lo  tuviere  por  conveniente,  reconocer  el  archivo  y 
libios  del  Tribunal,  para  ver  si  en  él  se  custodia  y  lleva 
todo  con  el  método,  claridad  y  formalidades  precisas,  j 
también  zelará  el  fiel  cumplimiento  y  desempeño  de  esias 
Ordenanzas,  así  en  lo  tocante  al  Tribunal  y  sus  miembros, 
como  á  las  Diputaciones  territoriales  para  impedir  ios 
abusos  que,  especialmente  al  principio,  pueden  introdu- 
cirse, no  obstante  la  justa  confianza  con  que  se  espera  que 
todos  se  esmeren  en  Ja  puntual  ejecución  del  nuevo  plan, 
y  mayor  felicidad  y  progresos  déla  Minería. 

12.  —  (Titulo  2.°,  articulo  2.)  Ya  se  dijo  en  la  declara- 
ción 6  que  no  es  posible  poner  Diputados  en  cada  mineral, 
pero  no  por  esto  han  de  dejar  de  matricularse  iodos  los 
mineros,  y  para  que  así  se  ejecute  está  mandado  en  la  or- 
den circular  de  12  de  junio,  y  se  repite  ahora  por  regla 
general,  que  los  que  viven  ó  trabajan  en  los  minerales  cor- 
tos y  que  por  pobres  ó  despoblados  no  tienen  Diputaciones, 
se  agreguen  al  real  ó  asiento  de  minas  mas  inmediato  en 
que  las  haya,  de  modo  que  formándose  y  existiendo  en 
dicho  asiento  el  libro  de  la  matrícula,  comprenda  esta  los 
demás  mineros  esparcidos  de  aquel  distrito,  para  que  to- 


llos compongan  el  gremio  que  ha  de  reconocer  por  su  ca- 
neza territorial  la  Diputación,  cuya  jurisdicción  y  cuidados 
se  extenderán  á  esos  minerales  y  mineros,  con  el  propio 
zelo  y  atención  que  á  los  del  principal  asiento  en  que  re- 
side, guardándoles  los  mismos  privilegios,  voz  y  voto  que 
á  los  demás. 

13. — (Titulo  2.°,  articulo  3.)  Aunque  la  elección  de  Di- 
putados debe  hacerse  en  principio  de  Enero  de  cada  año, 
se  anticipará  por  esta  sola  vez  para  que  así  puedan  con- 
currir á  la  votación  de  los  empleos  del  Tribunal,  que  hade 
verificarse  en  Diciembre  del  presente,  y  procurando  que 
los  electos,  en  cuanto  sea  dable  y  permitan  las  circuns- 
tancias actuales,  tengan  las  que  señala  la  Ordenanza  de 
Nueva-España,  y  ejercerán  su  ministerio  todo  el  año  si- 
guiente, hasta  que  en  Enero  del  de  88  se  elija  el  nuevo 
Diputado  que  debe  entrar,  y  se  continúe  con  la  misma  al- 
ternativa en  los  demás  años,  según  lo  que  á  este  fin  está 
ya  prevenido  á  todas  las  Intendencias  en  la  orden  circular 
de  1 2  de  Junio. 

14.— (Titulo  2.°,  articulo  7.)  Para  que  las  elecciones  se 
hagan  con  el  acierto,  justificación  y  sosiego  que  corres- 
ponde, será  muy  propio  del  zelo  y  cuidado  de  los  señores 
Intendentes  hacer  á  sus  subdelegados  las  prevenciones 
oportunas,  obligándolos  á  que  personalmente  concurran  á 
este  acto,  y  que  se  manejen  con  la  mayor  imparcialidad, 
sin  coartar  la  libertad  de  los  mineros,  ni  intluir  directa  ó 
indirectamente  á  favor  de  alguno,  ni  admitir  gratificación 
ó  derechos,  que  no  deben  llevar,  ni  aun  con  título  de  ob- 
sequio que  quieran  hacerles  los  nombrados  ;  y  si  se  califi- 
care que  alguno  ha  obtenido  el  empleo  por  medio  de  pac- 
tos, ú  otros  reprobados  arbitrios  y  regalos  hechos  al  Juez  ó 
demás  electores,  á  mas  del  castigo  que  á  aquel  se  dará, 
según  merezca,  quedarán  todos  inhábiles  por  seis  años 
para  votar  y  ser  electos,  entendiéndose  lo  mismo  con  las 
elecciones  del  Tribuna!,  para  evitaren  todasíos  abusos  con 
que  pueden  viciarse,  y  los  fines  de  negociación  ó  interés 
propio  con  que  olvidando  el  bien  y  fomento  de  la  Minería 
se  aspire  á  estos  empleos. 

15. — (Titulo  2.°,  articulo  8.)  La  multitud  y  calidad  de 
minerales  esparcidos  por  todo  el  reino  y  los  mas  en  sitios 
despoblados  y  temperamentos  los  mas  agrios,  no  permiten 
que  en  cada  uno  se  establezcan  Diputados  ;  y  debiendoesto 
en  lo  sucesivo  arreglarse  por  el  mismo  Tribunal,  que  se- 
gún sus  prácticos  conocimientos  y  la  mas  ó  menos  opulen- 
cia y  concurso  de  los  minerales,  propondrá  á  la  Superin- 
tendencia en  los  que  deban  crearse  Diputados;  ó  trasladarse 
los  que  ya  haya,  para  que  eu  lo  pronto  se  establezcan  al» 
gunos  que  puedan  concurrir  á  la  formación  del  Tribunal 
^  ejercer  la 'jurisdicción  que  les  corresponde,  cuidando  de 
Sa  matrícula  y  demás  puntos  y  noticias  necesarias.  Para  el 
arreglo  y  progreso  de  la  minería  en  cada  Intendencia,  se 
señalan  por  ahora,  en  la  de  Lima,  el  partido  de  Huarochi- 
rí;  en  la  de  Tarma,  el  mineral  de  Pasco;  en  el  deGua-  í 
manga,  el  de  Lucanas  ;  en  la  de  Guancavelica,  Caslro- 
vireina  ;  en  la  del  Cuzco,  el  mineral  de  Curaguasi,  del 
partido  de  Abancai;  en  la  de  Arequipa,  Cailloma  y 
Iluantajaya  ;  y  en  la  de  Trujillo,  el  Cerro  de  Chota  ó  Gual- 
gayoc,  para  que  en  estos  ocho  asientos  se  pongan 
desde  luego  sus  respectivas  Diputaciones  á  que  deben 
agregarse  los  demás  minerales  del  distrito  según  lo  preve- 
nido en  la  declaración  12,  y  sin  que  por  esto  se  impida 
poner  alguna  otra  Diputación  mas,  si  lo  juzgaren  preciso 
los  señores  Intendentes,  á  cuyo  zelo  é  inmedialos  conoci- 
mientos se  deja  el  resolverlo,  cuidando  de  avisarlo,  y  de 
que  en  tal  caso  la  matrícula  se  divida  de  modo  que  cada 
libro  y  Diputación  comprenda  los  minerales  que  le  estén 
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mas  inmediatos,  y  pueda  haber  los  cuatro  sustitutos  qiv^ 
son  necesarios  para  los  importantes  fines  que  previenen  la' 
Ordenanza  9  del  título  2.°  de  las  de  Méjico. 

i6.— (Titulo  2.°,  articulo  1 1  y  14.)  Respecto  á  que,  por 
no  haber  en  el  dia  Tribunal,  se  ha  prevenido  ahora  á  to- 
das las  Intendencias  que  hecha  la  elección  de  Diputados  la 
participen  á  esta  Superintendencia  para  su  aprobación,  se 
tendrá  entendido  que  en  lo  sucesivo  ha  de  obtenerse  esta, 
por  medio  del  mismo  Tribunal,  á  quien  directamente  darán 
cuenta  con  carta  firmada  del  Juez  que  presida  la  elección 
y  del  Diputado  ó  Diputados  que  acaben  y  los  que  nueva- 
mente se  elijan,  y  del  propio  modo  acudirán  estos  al  Tri- 
bunal si  sucediere  el  caso  de  que  habla  la  Ordenanza  1  \ . 

il. —(Titulo  2.°,  articulo  15.  Titulo  3.°,  articulo  36.) 
Para  que  las  Diputaciones  se  sirvan  fielmente  y  con  mas 
aplicación,  comodidad  y  gusto,  se  les  señalará  un  mode- 
rado sueldo,  con  tal  que  este  no  sea  de  real  hacienda,  ni 
deJ  fondo  de  real  en  marco  que  contribuyen  los  mineros  y 
está  aplicado  á  otros  mas  interesantes  usos;  y.  con  esta 
mira  tratarán  los  Diputados,  después  de  hecha  la  matrí- 
cula, con  todos  los  mineros  que  ella  abrace,  para  examinar 
los  arbitrios  justos  y  moderados  que  crean  mas  seguros  y 
oportunos  para  estas  dotaciones,  y  los  propondrán  à  la  res- 
pectiva Intendencia,  para  que  por  su  mano  y  con  su  in- 
forme vengan  á  esta  Superintendencia,  donde  se  resolverá 
lo  que  mejor  parezca,  después  de  oir  al  Real  Tribunal  ge- 
neral y  de  sustanciar  el  expediente  según  su  naturaleza. 

18.  —  (Titulo,  2.°,  articulo  16.)  Los  Diputados  que  con- 
curran ahora  en  Lima  á  esta  primera  elección,  procurarán 
venir  instruidos  de  todas  las  noticias  que  previene  Ja  Orde- 
nanza 16,  para  promover  en  las  Juntas  que  se  tendrán 
cuanto  sea  útil  y  conveniente  al  arreglo  que  se  desea,  y 
fomento  que  se  intenta  dar  á  todos  los  minerales  ;  y  lo 
mismo  ejecutarán  sus  sucesores,  sin  que  por  esto  se  omita 
con  ningún  pretexto  el  circunstanciado  informe  que  deben 
hacer  en  Febrero  de  cada  año  al  Real  Tribunal,  para  que 
por  él  se  dé  cuenta  á  la  Superintendencia,  que  cuidará  de 
instruir  á  S.  M.  ;  y  á  este  fin  se  facilitarán  por  las  Justicias, 
Cajas  reales  y  demás  oficinas  los  documentos  que  se  soli- 
citen, sin  necesidad  de  decreto  ú  orden  de  la  Intendencia 
ú  otro  Juzgado,  ni  de  dirigir  á  aquella  el  mismo  informe, 
pues  seria  un  trabajo  ocioso,  cuando  su  jefe  por  la  inme- 
diación al  terreno  y  superioridad  que  le  corresponde  en  las 
oficinas  tendrá  con  puntualidad  estas  noticias  que  son  tan 
propias  de  su  zelo,  y  que  á  las  Diputaciones  seria  muy  gra- 
voso duplicar. 

19.  —  Es  consiguiente  á  todo  lo  dicho,  y  conforme  tam- 
bién á  reales  órdenes,  que  en  ningún  mineral  debe  ya 
haber  Alcalde  mayor  de  Minas,  aun  cuando  no  esté  dotado 
por  la  real  hacienda,  sino  por  voluntario  convenio  y  elec- 
ción de  los  mineros,  pues  á  mas  de  la  inutilidad  y  otros 
inconvenientes  de  estos  empleos,  quedan  sus  funciones  re- 
fundidas en  las  que  respectivamente  tocan  al  Juez  ter- 
ritorial y  Diputaciones,  según  lo  prevenido  en  esta  Orde- 
nanza y  declaraciones  á  que  deben  arreglarse. 

20.  —{Titulo  3.°,  articulo  1,2  y  3.)  Supuesto  que  tanto 
el  Real  Tribunal  general  como  las  Diputaciones  han  de  te- 
ner en  el  Perú  la  misma  jurisdicción  y  facultades  que  el  de 
Méjico  en  lo  gubernativo,  directivo  y  económico,  igual- 
mente que  en  lo  contencioso,  se  arreglarán  todos  en  estos 
puntos  á  la  letra  de  aquella  Ordenanza  ;  entendiéndose  que 
en  la  Intendencia  donde  no  hubiere  mas  que  una  Diputa- 
ción, corresponden  á  ella  todas  estas  facultades  y  cuidados 
en  aquel  distrito  ;  pero  donde  haya  dos  Diputaciones,  ejer- 
cerá cada  una  sus  funciones  con  total  independencia  de  la 
otra,  ciñéndose  ambas  álos  minerales  que  respectivamente 


se  le  hayan  agregado  en  la  matrícula,  y  con  la  precisa  é 
inseparable  subordinación  que  deben  todas  reconocer  al 
Tribunal  general,  que  por  lo  tocante  ala  jurisdicción  con- 
tenciosa, la  ejercerá  únicamente  en  el  territorio  de  la  In- 
tendencia de  Lima,  que  conforme  á  la  real  orden  y  mente 
de  S.  M.  se  le  señala. 

21.  —  (Titulo  3.°,  articulo  4  y  5.)  Como  en  los  partidos 
de  la  Intendencia  de  Lima,  apenas  hay  uno  ú  otro  donde  se 
trabajan  algunas  minas,  y  realmente  solo  en  el  de  Huaro- 
chirí  puede  decirse  que  está  su  laborío  con  mas  formalidad 
y  fomento,  si  no  se  extendiera  á  este  la  jurisdicción  conten- 
ciosa declarada  al  Tribunal  seria  inútil,  pues  rara  vez  la 
ejercería;  pero  como  también  en  aquel  partido  hay  Dipu- 
tación, para  que  esto  no  ocasione  embarazos  ni  disputas,  se 
advierte  que,  no  obstante  lo  prevenido  en  las  declaraciones 
12  y  15,  la  matrícula  y  diputación  de  Huarochirí  han  de  li- 
mitarse á  solo  los  minerales  y  mineros  del  propio  partido, 
pues  los  de  Canta,  Yauyos,  Chancai,  Santa,  Cañete,  lea  y 
Cercado,  se  entenderán  directamente  en  lodo  con  el  Tribu- 
nal que  cuidará  de  matricularlos,  tomando  las  noticias 
necesarias,  y  dando  á  los  Subdelegados  los  avisos  oportu- 
nos, y  bajo  de  este  supuesto  la  jurisdicción  contenciosa  del 
Tribunal  en  estos  siete  partidos,  aunque  de  poco  uso,  que- 
dará expedita;  y  para  que  lo  esté  en  el  de  Huarochirí  y  sus 
Diputados  lo  ejerzan  también  de  algún  modo,  se  declara 
que  á  ellos  deben  acudir  sus  mineros  en  las  demandas  ver- 
bales, aunque  excedan  de  doscientos  pesos,  y  si  las  partes 
se  avinieren  á  lo  que  dichos  Diputados  determinen,  que- 
dara allí  fenecido  el  recurso  ;  pero  si  no  se  convinieren,  ce- 
sará la  jurisdicción  contenciosa  de  los  Diputados,  y  empe- 
zará la  del  Tribunal,  para  que  si  no  excede  la  materia  de 
doscientos  pesos  los  oiga  y  obligue  á  ejecutar  Jo  que  ver- 
balmente  determine,  y  si  excediere  de  dicha  cantidad,  no 
conviniéndose  los  interesados,  se  admitirán  ante  el  mismo 
Tribunal  Jas  peticiones  por  escrito,  siguiéndose  en  todo  la 
Ordenanza  de  Méjico. 

22.  — [Titulo  3.°,  articulo  h  2.)  No  siendo  posible  que  en 
todos  los  minerales  se  doten  escribano,  alguaciles  y  demás 
ministros,  se  valdrán  los  Diputados  de  los  que,  según  la 
práctica  del  reino,  emplean  los  Jueces  territoriales  para  la 
ejecución  de  sus  mandamientos  y  sentencias,  ó  darán  co- 
misión particular  á  sugeto  determinado,  según  la  entidad 
de  la  materia,  entendiéndose  que  estando  rematado  el  ofi- 
cio de  escribano  de  minas  y  registros,  se  le  ha  de  obligar 
á  que  resida  precisamente  en  el  asiento  donde  estén  los  Di- 
putados, que  á  este  fin  acudirán  al  señor  Intendente  res- 
pectivo, como  también  á  proponerle  si  en  el  caso  de  no 
haber  dicho  oficio  vendible,  y  renunciable,  puede  crearse  de 
nuevo,  para  que  formalizado  el  expediente  se  determine 
en  la  Junta  superior  ;  pero  de  todos  modos  será  cargo  de 
los  Diputados  entregar  á  sus  sucesores  por  inventario  los 
papeles  y  autos  que  á  este  fin  se  custodiarán  con  la  fide- 
lidad y  legalidad  debidas,  cuidando  de  que  con  las  mismas 
desempeñen  sus  oficios  los  escribanos,  donde  los  hubiere, 
y  de  dar  parte  á  los  señores  Intendentes  en  lo  que  para  el 
remedio  necesiten  sus  providencias. 

23.  —  {Titulo  3.°,  articulo  13.)  En  las  cansas  que  según 
lo  dispuesto  en  la  Ordenanza  de  Nueva-España  admitan 
apelación,  se  interpondrá  esta  para  ante  el  Tribunal  ó  JuZ' 
gado  de  Alzadas  respectivo,  que  en  conformidad  de  l;i 
Real  Orden  de  8  de  diciembre  de  178o  se  compondrá  en 
Lima  del  Superintendente  de  real  hacienda,  como  su  Pre- 
sidente, del  Director  y  un  minero  que.  para  este  fin  se  elija 
en  junta  general  cada  trienio,  y  porque  no  lo  podrá  ahora 
haber  con  las  calidades  que  señala  el  artículo  1 3  de  Ja  Or- 
denanza de  Méjico,  bastará  tenga  las  que  para  los  Consul- 
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lores  esian  prevenidas  por  igual  motivo  en  la  declaración  8, 
y  atento  á  que  en  el  dia  hay  dos  Directores,  y  á  que  ni  el 
Juzgado  exceda  de  los  tres  votos  que  lo  deben  componer, 
ni  se  prive  á  los  mineros  del  que  se  íes  concede,  se  tendrá 
entendido  que  cuando  estén  en  Lima  ambos  Directores 
turnarán  por  meses  para  concurrir  al  Juzgado,  si  bien 
que,  vista  la  causa  por  uno,  ha  de  sentenciarse  por  el 
mismo. 

24.  —  (Título  3.%  articulo  13.)  Lo  dicho  en  la  declara- 
ción antecedente  habla  solo  con  las  apelaciones  que  se  in- 
terpongan de  los  autos  y  sentencias  del  Real  Tribunal  ge- 
neral, pues  para  las  otras  Diputaciones  territoriales,  se 
compondrá  el  Juzgado  de  Alzadas  del  Intendente  de  la  Pro- 
vincia y  los  dos  mineros  sustitutos  mas  inmediatos  á  la  ca- 
pital, teniendo  presente  para  su  elección  el  artículo  9  del 
título  2  de  la  Ordenanza  de  Méjico,  y  la  preferencia  qu« 
por  la  misma  en  el  artículo  13,  título  3.°  se  concede  á los 
Consultores  del  Tribunal  para  estos  casos. 

2o.  —  (Titulo  3.%  articulo  27.)  Debiendo  empezar  con 
el  añu  próximo  las  funciones  del  Tribunal  y  Diputaciones, 
y  la  jurisdicción  contenciosa  que  respectivamente  se  les 
señala,  se  les  pasarán  Jas  causas  principiadas  que  según  su 
naturaleza  y  lo  dispuesto  en  la  Ordenanza  de  Méjico  les 
correspondan,  y  en  las  que  pendan  en  oíros  Juzgados  pol- 
los motivos  que  expresa  el  artículo  27  del  título  3.°  se  ob- 
servará lo  que  en  él  se  previene,  pues  á  este  fin  se  dirigirán, 
como  ya  se  ha  dicho  en  la  declaración  3,  los  ejemplares 
de  esta  Ordenanza  y  oficios  de  estilo  á  todos  los  Tribu- 
nales. 

28.  —  (  Titulo  3°,  artículos  29  y  30.)  En  la  declaración  21 
se  explicó  ya  la  jurisdicción  contenciosa  que  en  el  partido 
de  Huarochirí  deben  ejercer  sus  Diputados  sin  perjuicio  de 
la  que  al  Real  Tribunal  se  concede  ;  y  porque  no  ocurra  duda 
en  las  causas  criminales  de  que  habla  el  artículo  29, 
título  3.°  y  en  ellas  logren  los  mineros  pronta  providencia, 
sin  necesidad  de  venir  á  Lima  á  buscarla,  se  añade  ahora, 
que  en  las  citadas  causas  ha  de  conocer  solamente  la  Dipu- 
tación territorial  sin  mezclarse  el  Real  Tribunal,  á  quien 
faltarían  los  conocimientos  prácticos  para  aplicar  sin  dila- 
ción el  remedio  en  que  tanto  se  interesan  el  arreglo  del 
trabajo  y  buen  orden  del  mineral  ;  pero  si  se  interpusiere 
apelación,  se  admitirá  para  ante  el  Juzgado  de  Alzadas  de 
esta  capital,  compuesto  como  ya  se  ha  dicho  en  la  decla- 
ración 23. 

27.  —  (Titulo  3.o,  articulo  31.)  La  Junta  superior  de 
real  hacienda  decidirá  las  competencias  qué  puedan  ofre- 
cerse entre  el  Tribunal  general  de  Minería  y  juzgados  terri- 
toriales de  ella,  ú  otros  tribunales,  no  siendo  de  la  misma 
Junta  ó  real  Audiencia,  pues  en  estos  dos  casos  se  acudirá 
al  Exmo.  Señor  Virey,  conforme  al  artículo  75  de  la  real 
Ordenanza  de  Intendentes. 

28.  —  (  Título  3.°,  articulo  35.  Titulo  13,  artículos  5, 
7,  8,  9  y  11.  )  En  las  materias  de  abastos,  obras  y  caminos 
acudirán  el  Tribunal  general  y  Diputaciones  territoriales  á 
los  respectivos  Intendentes,  como  que  es  este  uno  de  los 
encargos  que  por  su  particular  Ordenanza  les  están  espe- 
cialmente recomendados. 

29.  —  (Título  3.°,  articulo  36.  )  Lo  dicho  en  la  décla- 
ration 17  debe  igualmente  entenderse  de  cualesquiera 
otros  arbitrios,  cargas  ó  gavelas  que  se  pretendan  imponer 
para  el  bien  y  fomento  de  la  Minería  y  demás  objetos  in- 
dicados en  el  artículo  36,  pero  si  el  Tribunal  general  pre- 
tendiese establecer  alguna  contribución  ó  carga  sobre  todo 
el  gremio  de  mineros  del  Vireinato,  deberá  proponerla  á 
las  Diputaciones  territoriales,  para  que  examinado  y  con- 
ferenciado allí  el  asunto  infoimen,  é  instruido  el  expedieike 


con  estos  documentos  y  los  demás  que  el  Tribunal  estime 
convenientes,  lo  pasará  á  la  Superintendencia  de  real 
hacienda  para  que  le  dé  el  curso  que  corresponda  según 
su  naturaleza,  y  con  la  resolución  que  se  tome  solicite  la 
que  sea  mas  del  soberano  agrado  de  S.  M. 

30.  —  (  Titulo  3.°,  artículo  37.  )  Atendiendo  á  la  escasez 
de  fondos  con  que  empieza  el  tribunal  del  Perú,  sin  poder 
contar  con  mas  que  el  real  en  marco  que  S.  M.  ha  man- 
dado contribuyan  lodos  los  mineros,  se  arreglarán  por 
ahora  los  sueldos  y  empleados  al  plan  que  va  unido  al  fin 
de  estas  declaraciones,  sin  embargo  de  que  en  Méjico  se 
mandó  lo  formara  el  propio  Tribunal,  porque  debía  com- 
ponerse de  los  autores  que  lo  promovieron,  y  con  su  dis- 
linguido  celo  tenían  ya  apurados  los  cálculos  y  fondos 
con  que  podían  contar;  pero  si  los  del  Perú  permitieren 
después  mayores  ensanches,  y  para  los  mismos  objetos 
del  establecimiento  fueren  necesarios  mas  empleados, 
podrán  aumentarse  estos  y  los  sueldos  por  el  propio  Tri- 
bunal, dando  parte  á  la  Superintendencia  para  que  obtenga 
la  real  aprobación,  que  igualmente  solicitará  para  los  que 
en  el  pronto  se  señalan. 

31.  —  Mandando  S.  M.  que  desde  luego  se  ponga  en 
planta  y  adapte  en  este  reino  la  Ordenanza  de  Méjico,  es 
consiguiente  que  en  lo  sucesivo  debe  esta  ser  la  regla  por 
donde  se  gobiernen  la  Minería  y  todos  sus  negocios,  sin 
embargo  de  cualesquiera  otras  disposiciones  contenidas  en 
la  antigua  Ordenanza  del  Perú,  las  que  se  observarán  en 
lo  que  no  sean  contrarias  ala  de  Nueva-España,  ó  no  esté 
en  esta  prevenido,  y  esta  es  la  declaración  mas  oportuna 
que  puede  hacerse  para  la  inteligencia  de  lo  que.  en  varios 
de  sustituios  sabiamente  L.tá  dispuesto  en  favor  de  los 
mineros,  sobre  el  modo  de  sustanciar  las  causas,  dominio 
de  las  minas,  su  adquisición,  registros,  medidas,  dema- 
sías, método  de  labrarlas,  desaguarlas,  etc.,  por  lo  que 
bastará  individualizar  uno  ó  otro  punto,  en  que  siendo 
fáciles  de  conciliar  ambas  Ordenanzas,  pudieran  ocasio- 
narse dudas  en  la  práctica. 

32.  —  (Titulo  6.%  articulo  1.  )  Para  que  no  las  haya  en 
cuanto  á  la  estaca  del  Rey  de  que  habla  la  Ordenanza  19 
del  título  1.°  de  las  del  Perú,  señalándola  precisamente 
entre  las  que  llaman  descubridora  y  salteada,  se  advierte 
que  en  lo  sucesivo  deberá  colocarse  después  de  las  perte- 
nencias que  al  descubridor  se  conceden,  de  modo  que  si 
las  tomare  continuas  siga  inmediatamente  á  ellas  la  estaca 

.  del  Rey  ;  y  si  las  eligiere  interrumpidas,  se  coloque  esta 
donde  el  descubridor  seríale,  con  tal  que  medie  entre  la 
pertenencia  del  descubridor  y  la  de  cualquier  otro  in- 
teresado, y  gobernándose  todas  por  las  medidas  que  nue- 
vamente ampiía  la  piedad  del  Rey  en  favor  délos  mineros, 
se  seguirá  esta  regla  mientras  que  en  los  Reales  de  ;Minas 
hay  los  peritos  facultativos  de  que  habla  el  título  17  de  la 
Ordenanza  de  Méjico,  pues  en  habiéndolos  con  las  cali- 
dades que  allí  se  previene,  han  de  ser  estos  los  que  seña- 
leu  la  estaca  del  Rey,  sin  perjuicio  de  los  derechos  del 
descubridor,  con  quien  concurrirán  á  este  fin  despues  que 
aquel  haya  elegido  sus  pertenencias. 

33.  —  (  Titulo  6.°,  articulo  15.)  En  el  caso  prevenido 
por  el  artículo  15,  título  6.°,  deberá  acudirse  á  la  respec- 
tiva Intendencia,  como  que  á  ella  está  especialmente  en- 
cargada la  policía  de  las  poblaciones  y  sus  edificios,  y  por 
mano  de  aquel  magistrado  se  acudirá  á  la  Superinten- 
dencia de  real  hacienda,  para  que  oyendo  al  Real  Tribunal 
general,  dé  parte  al  Gobierno  superior,  y  con  su  acuerdo 
se  determine  lo  mas  acertado. 

34.  —  (  Título  6.\  articulo  17.  Titulo  11. °,  articulo  1.) 
Podrán  hacer  las  compañías  que  gusten  con  la  seguridad 


154  — 


de  que  se  protegerán  y  se  les  auxiliará  eu  cuanto  sea  dable; 
pero  si  dichas  compañías  fueren  dirigidas  á  empresas 
extraordinarias,  como  habilitar,  y  que  se  les  adjudiquen 
muchas  minas  despobladas,  ó  que  se  les  concedan  otras 
gracias,  auxilios  y  exenciones  no  comunes,  deberán  soli- 
citarlo ante  el  Intendente  de  la  provincia  donde  residan  los 
interesados,  para  que  sin  necesidad  de  acudir  por  sí  mis- 
mos á  Lima  se  sustancie  el  recurso  por  aquel  magistrado, 
que,  puesto  en  estado,  lo  remitirá  con  su  informe  á  la 
Superintendencia  para  que  por  ella  se  pase  al  real  Tribunal 
que  calificará  con  el  suyo  el  mérito  y  circunstancias  de  la 
empresa  y  privilegios  que  se  soliciten,  para  que  con  estos 
fundamentos  recaiga  la  resolución,  v  se  dé  cuenta  á  S.  M., 
si  se  pidieren  exenciones  y  gracias  a  quien  no  alcance  la 
autoridad  ordinaria  de  la  Superintendencia  aun  con  el 
auxilio  de  las  altas  facultades  del  Exmo.  Señor  Virey. 

35.  —  (Título  tí.0,  artículo  22.)  Las  minas  de  azogue  me- 
recen una  particular  atención,  y  como  S.  M.  tiene  repetida- 
mente encargado  á  esta  Superintendencia  genera!  de  real 
hacienda  promueva  su  descubrimiento  y  trabajo,  y  con 
este  objeto  se  han  hecho  ya  varias  concesiones,  se  acudirá 
á  Ja  misma  Superintendencia,  como  hasta  ahora,  para  que 
examinando  la  materia  conforme  á  su  entidad  y  á  las  cir- 
cunstancias del  erario,  se  acuerde  y  determine  lo  mas  con- 
veniente ;  en  la  inteligencia  de  que  por  cuatro  años  conta- 
dos desde  el  dia  en  que  á  cualquier  particular  se  dé  el 
permiso  para  trabajar  minas  de  azogue,  se  le  pagará  el 
que  introduzca  y  entre  en  las  cajas  reales  al  precio  de 
setenta  y  nueve  pesos  tres  reales,  sin  perjuicio  de  lo  que 
S.  M.  determine,  ni  de  lo  que,  pasado  aquel  plazo,  parezca 
justo. 

36.  —  (Título  7.°,  artículo  2.)  El  término  dentro  del 
cual  conforme  á  lo  declarado  por  este  artículo,  deben  los 
eclesiásticos  seculares  vender  y  poner  en  manos  de  vasallos 
legos  las  minas  ó  haciendas  de  beneficio,  se  ha  de  prefijar 
por  el  respectivo  Intendente  de  la  provincia  en  cuyo  dis- 
trito se  halle  la  mina,  y  estos  magistrados,  en  los  casos 
que  ocurran  de  esta  clase,  podrán  fijar  dicho  término ,  sin 
demorar  su  pro\idencia  en  esperar  ó  solicitar  informe  del 
Tribunal  general  de  Minería,  pues  bastará  lo  tomen  de  la 
Diputación  territorial,  y  que  den  aviso  de  lo  que  dispon- 
gan y  ejecuten  á  la  Superintendencia  general ,  para  que 
por  su  medio  tenga  el  Tribunal  de  Minería  Ja  noticia 
conveniente  à  los  objetos  de  su  instituto. 

37.  —  (Titulo  i 2°',  articulo  1.)  Nada  es  mas  importante 
que  el  que  haya  abundancia  de  operarios  en  el  trabajo  de 
las  minas,  pero  como  si  no  se  les  remuneran  debidamente 
sus  fatigas,  se  retraen  forzosamente  del  ejercicio,  se  aten- 
derá esto  por  los  Jueces  territoriales  y  Diputaciones  con  el 
mas  eficaz  empeño  é  impartial  justificación  ;  y  porque  ya 
sea  á  causa  del  desarreglo  de  la  Minería  del  Perú ,  va  sea 
por  su  pobreza  ó  por  otros  motivos,  es  muy  de  recelar  que 
en  esta  parte  no  haya  costumbre  legítima,  y  que  el  abuso, 
así  de  los  dueños  como  de.  los  trabajadores,  tenga  viciados 
los  jornales,  modo  de  pagarlos,  y  horas  del  trabajo,  se 
tendra  entendido  que  donde  hubiere  dicha  costumbre,  jusla 
y  legítimamente  introducida  debe  guardarse,  tanto  eu  las 
minas,  como  en  los  ingenios  y  haciendas  de  moler  y  bene- 
ficiar los  metales;  pero  no  habiendo  dicha  costumbre,  se 
arreglará  la  paga  á  la  Ordenanza  18,  título  1.°,  libro  3.°, 
de  las  del  Perú,  la  que  igualmente  se  observará  en  cuanto 
á  las  horas  del  trabajo,  así  de  dia  como  de  noche,  sin  que 
por  esto  se  excluyan  los  voluntarios  convenios  entre  los 
dueños  y  operarios  para  pagarles  mas,  como  también  se 
ejecutará  cuando  lo  hagan  justóla  situación  y  profundidad 
de  las  minas,  pues  la  citada  Ordenanza  solo  es  regla  para 


que¡no  baje  la  paga  que  en  ella  {sefpreviene,  y'para  que 
se  zele  con  la  mayor  actividad  y  justificación  el  que  ni  la 
codicia  de  los  dueños  vilipendie  el  trabajo,  ni  la  de  los  ope- 
rarios lo  encarezca  ó  inutilice  cercenando  las  horas. 

38.  —  Lo  dicho  en  la  declaración  antecedente  ha  de  en- 
tenderse por  ahora,  pues  establecido  el  Tribunal  general 
será  uno  de  sus  primeros  cuidados  el  que  todas  las  Dipu- 
taciones le  den  una  razón  bien  exacta  y  circunstanciada  de 
los  jornales  y  horas  de  trabajo  que,  ya  sea  por  costumbre 
legítima,  ó  por  práctica  bien  ó  mal  introducida.,  se  estén 
observando  en  los  minerales  de  su  respectiva  matrícula, 
para  que  con  estas  noticias  y  las  que  las  mismas  Diputa- 
ciones añadirán  de  lo  que  contemplen  justo  en  ambos  pun- 
tos, con  respecto  á  las  circunstancias  del  terreno,  se  ins- 
truya el  Tribunal  en  términos  que  con  solidez  y  justicia 
pueda  proponer  á  la  Superintendencia  los  arbitrios  y  reme- 
dios que  mejor  les  parezcan  para  el  arreglo  de  dichos  pun- 
tos, de  que  en  gran  parte  pende  el  atraso  de  la  Minería  por 
la  falta  de  operarios, 

39.  —  (Título  12.°,  artículos  3,  6  y  9.)  Acordes  las  Orde- 
nanzas del  Perú  y  de  Méjico  han  prohibido  siempre  con  el 
mayor  rigor  el  que  la  paga  se  haga  en  ropas,  frutos,  co- 
midas, ü  otros  efectos  ;  pero  como  la  inobservancia  de  es- 
tas disposiciones,  y  de  las  qne  igualmente  prohiben  empe- 
ñar á  los  Indios  y  trabajadores  con  préstamos  anticipados, 
está  acreditada  por  una  larga  y  dolorosa  experiencia,  se 
encarga  á  las  Diputaciones  territoriales  y  jueces  délos  par- 
tidos que  sin  el  menor  disimulo  celen  constantemente  el 
cumplimiento  de  los  artículos  3,  6  y  9  de  la  Ordenanza  de 
Nueva-España  en  la  inteligencia  de  que  serán  responsa- 
bles y  se  les  castigará  según  corresponda,  luego  q<;e  se 
note  ó  averigüe  cualquiera  falta,  lo  que  cuidarán  los  seño- 
res Intendentes  con  todo  rigor,  procurando  informarse  re- 
servadamente y  sin  omitir  medio  para  que  no  quede  oculta 
ni  impune  la  infracción  de  estas  Ordenanzas  que  ya  por  el 
artículo  133  de  la  de  Intendencias,  están  muy  especialmente 
encargadas  á  dichos  magistrados,  á  cuyo  distinguido  celo 
y  justificación  se  deja  el  precaver  los  abusos,  que  al  pre- 
texto de  la  permisión  que  por  el  artículo  6  se  hace  de  su- 
ministrar algunos  víveres,  pueden  introducirse,  pues  solo 
debe  usarse  de  ella  en  lo  que  baste  y  sea  preciso  para  so- 
correr las  'necesidades  de  los  trabajadores,  y  proveer  á  su 
natural  subsistencia,  sin  que  con  perjuicio  de  ellos  mismos 
y  de  los  dueños  tengan  que  ir  á  buscarla  á  lugares  distan- 
tes, ni  por  el  contrario  extremo  sea  este  un  arbitrio  de 
negociación  con  que  se  les  empeñe  para  toda  su  vida  y 
aun  la  de  sus  hijos  y  descendientes,  lo  que  no  debe  tole- 
rarse y  podrá  impedirse  cuidando  de  que  los  dueños  ajus- 
ten con  puntualidad  sus  cuentas  con  los  trabajadores,  y  de 
que  á  mas  de  la  exactitud  en  las  pesas  y  medidas,  se  arre- 
glen á  los  precios  equitativos  que  correspondan,  según  la 
calidad  de  los  abastos  y  de  la  distancia,  riegos  y  demás 
costos  y  circunstancias  de  su  conducción. 

40.— (Titulo  il.0,  articulo  13.)  La  misma  Ordenanza  de 
Intendencias  en  sus  artículos  56  y  127  previno  igualmente 
la  aplicación  de  ociosos,  vagos  y  aun  delincuentes,  sin 
excepción  de  la  clase  tributaria,  á  trabajos  útiles  y  de  mi- 
nas, y  siendo  tan  oportuno  para  que  se  consiga  este  im- 
portante objeto  el  arbitrio  de  los  recojedores  que  ahora  se 
permiten  á  los  dueños  de  ellas,  para  practicarlo  acudirán 
con  la  licencia  de  la  Diputación  territorial  á  solicitar  la  de 
la  Intendencia  respectiva,  que  cuidará  de  que  no  se  exce- 
dan los  límites  del  permiso. 

U.— (Titulo  13.°,  articulo  13.)  La  escasez  de  montes 
en  los  minerales  de  este  reino  hace  mas  importaute  el  cui- 
dado de  los  encargos  que  contiene  este  artículo,  para  que 
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ge  conserven  los  pocos  que  hay,  y  se  aumente  cuando  sea 
dable  este  auxilio  que  hace  falla  para  las  fundiciones  á  los 
mineros  y  á  las  cajas  reales,  y  por  lo  mismo,  y  la  mala 
calidad  que  todos  los  fundidores  experimentan  en  el  car- 
bón, formará  el  Tribunal  de  Minería  el  reglamento  que 
previene  este  articulo,  con  miramiento  á  todos  estos  obje- 
tos, y  estando  formado,  lo  pasará  á  esta  Superintendencia 
paia  que  sea  calificado  en  la  forma  que  corresponda,  sien- 
do advertencia,  que  los  nuevos  descubrimientos  de  carbón 
mineral  deben  ser  atendidos  por  el  mismo  Tribunal,  por 
los  buenos  efectos  que  este  material,  beneficiado,  produ- 
cirá en  la  fundición  de  los  metales. 

42. — (Titulo  16,  articulo  1.)  La  misma  Real  Orden  que 
determina  el  establecimiento  del  Tribunal,  y  adaptación 
de  la  Ordenanza  de  Nueva-España  previene  justamente 
que  para  los  gastos  y  demás  unes  á  que  en  Méjico  sirven 
los  dos  tercios  de  real,  se  cobre  aquí  un  real  de  cada  marco 
de  plata  que  produzcan  las  Minas,  y  en  cumplimiento  de 
esta  soberana  disposición  se  fijó  ya  en  la  orden  circular 
de  12  de  junio  el  dia  1.°  de  agosto  del  año  corriente,  para 
empezarla  exacción  con  igualdad,  y  evitar  las  ocultacio- 
nes ó  fraudes  que  pudieran  cometerse,  y  con  el  mismo 
objeto  y  el  de  hacer  mas  copioso  el  fondo  se  mandó  hacer 
dicha  cobranza  en  Jas  cajas  reales,  lo  que  continuará  en  lo 
sucesivo  llevándose  en  ellas  libro  separado  para  este  ramo 
que  nada  tiene  de  Real  hacienda,  y  sin  que  por  esle' tra- 
bajo los  ministros  de  las  cajas  ni  sus  subalternos,  ó  el  en- 
sayador y  fundidor  pretendan  sueldo,  emolumento  ó  grati- 
ficación alguna. 

43. — Siendo  bien  sabido  que  aunque  no  vayan  todas  las 
platas  á  acuñarse  en  la  real  Casa  de  Moneda,  no  pueden 
aplicarse  á  otro  ningún  uso  sin  estar  ensayadas  y  quinta- 
das, como  esto  solo  se  ejecuta  en  las  cajas  reales  se  ha 
señalado  esta  oficina  para  dicha  cobranza,  y  por  lo  mismo 
deberá  celarse  el  que  no  se  extravien  ni  corran  sin  estos 
requisitos,  y  à  mas  de  la  obligación  que  los  Jueces  y  Mi- 
nistros de  Real  Hacienda  por  su  ministerio,  tienen  de  im- 
pedir dichos  fraudes,  podrán  también  averiguarlos  y  dar 
parte  á  los  señores  Intendentes  las  Diputaciones  territo- 
riales, por  lo  que  el  bien  común  y  fomento  de  la  Minería 
se  interesan  en  que  no  se  prive  el  fondo  de  sus  legítimos 
ingresos  que  cuanto  mas  crezcan,  darán  proporción  para 
mayores  y  mas  ventajosos  auxilios. 

44.  —  La  cobranza  de  dicho  real  ha  de  entenderse  por 
marco  de  plata  después  de  fundida,  para  que  así  se  evite 
al  minero  el  perjuicio  de  pagarlo  por  lo  que  merma  la  pina 
en  esta  operación,  y  se  advierte,  para  cortar  dudas,  que  ni 
el  real  ha  de  rebajarse  por  los  reales  derechos,  ni  estos 
por  aquel,  pues  uno  y  otros  han  de  cobrarse  según  sus 
respectivas  reglas,  y  como  corresponda  á  todo  el  peso  que 
la  barra  ó  pieza  tenga  inmediatamente  después  de  fun- 
dida. 

45.  —  (Titulo  15,  articulo  10.  Titulo  16,  articulo  10.) 
Por  ahora  se  hará  solo  dicha  cobranza  en  la  plata,  sin  que 
ningún  minero,  comerciante  ó  aviador  pueda  eximirse  de 
ella,  pues  aun  cuando  por  la  distancia  de  la  respectiva 
caja  real  ú  otro  justo  motivo,  se  permita  en  beneficio  de 
algunos  minerales  llevar  sus  platas  á  fundir  fuera  del  dis- 
trito del  Partido,  Provincia  ó  Vireinato,  deberán  hacerlo 
afianzando  á  satisfacción  de  los  Diputados,  si  los  hubiere, 
y  del  Juez  real,  y  en  defecto  de  uno  y  otro,  del  Receptor 
de  alcabalas,  la  correspondiente  satisfacción,  para  lo  que 
han  de  presentar  la  certificación  de  la  caja  donde  llevaron 
á  fundir  (que  se  les  dará  sin  costo  alguno),  y  expresará 
haber  allí  pagado  el  real  en  marco;  pero  si  es  dada  en  ca- 
jas de  otro  Vireinato,  contendrá  el  número  de  marcos  que 
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esta  noticia  se  haga  sin  dilación  la  cobranza,  la  que  se 
verificará  por  todo  el  peso  que  tuvo  la  plata  en  pina  al 
tiempo  de  extraerse,  si  no  se  presentare  el  documento  re- 
ferido dentro  del  tiempo  que  corresponda,  con  arreglo  al 
que,  según  la  distancia,  se  señale  para  traer  la  tornaguía 
y  chancelai-  el  cargo  de  la  guia  del  Receptor  de  alcabalas, 
sin  la  cual,  aun  dada  la  fianza  dicha,  no  deben  caminar,  y 
caerán  irremisiblemente  en  comiso  todas  las  pastas  de  oro 
y  plata  que  se  encuentren,  sin  que  basten  las  guias  de  los 
Alcaldes  indios,  por  los  fraudes  que  en  esto  ha  habido  y 
van  à  cortarse  poniendo  Receptores  ó  Comisarios  que  den 
dichas  guias,  sin  mas  costo  que  el  de  cuatro  reales  que 
pagará  el  interesado  en  todos  los  minerales;  y  por  esta 
regla  se  gobernarán  los  de  Guantajaya  y  Lucanas  en  los 
permisos  que  ya  se  les  han  dado  para  llevar  á  fundir  sus 
platas  á  Potosí  y  Lima,  quedando  á  cargo  de  los  referidos 
Heceptores  el  cuidado  que  por  su  ministerio  les  corresponde 
de  la  mutua  correspondencia  y  avisos  de  las  guias  que  ex- 
pidan. 

46.  —  (Titulo  16,  articulo  2.)  La  paga  de  este  real  se 
admitirá  â  los  mineros  en  moneda  sellada,  ó  plata  en  pasta 
por  su  correspondiente  ley  y  -salor,  y  todo  lo  que  de  uno  y 
otro  modo  se  contribuya,  ha  de  mantenerse  en  depósito, 
y  remitirse  en  la  misma  especie  á  la  tesosería  general  de 
Lima,  donde,  rebajando  el  costo  de  la  conducción  por  los 
mismos  precios  que  el  Rey  la  paga,  se  entregará  al  ins- 
tante el  resto  líquido  á  disposición  del  Tribunal,  á  quien 
lo  avisaran  los  ministros  de  real  hacienda  con  oficio,  para 
que  acuda  á  recibirlo,  y  dichos  ministros  pasarán  en  Lima 
á  la  Superintendencia  una  planilla  ó  razón  que  exprese  el 
importe  de  cada  una  de  estas  entregas,  con  distinción  de 
loque  va  en  moneda  y  pasta;  y  mensualmente  remitirán 
igual  razón  de  lo  atesorado  los  ministros  de  real  hacienda 
de  las  demás  cajas  é  Intendencias,  sin  que  con  ningún 
moiivo  ó  urgencia,  la  mas  recomendable,  pueda  echarse 
mano  de  este  caudal,  ni  referirse  su  remisión  en  las  ocasio- 
nes seguras  y  oportunas,  excepto  lo  que  el  Tribunal  de 
Minería  libre  en  aquella  Tesorería  ó  cajas,  pues  deberá 
pagarse  y  hacerse  constar  en  sus  libramientos  que  se  re- 
mitirán solos,  ó  con  el  caudal  sobrante,  para  que  por  la 
Tesorería  de  Lima  se  incluya  su  importe  en  el  total  del  que 
tenga  que  entregar  al  Tribunal,  expresándolo  así  también 
en  la  razón  que  se  presente  á  la  Superintendencia. 

47.  _  (Titulo  16,  artículos  3  y  il.)  Aun  supuesla  la 
exactitud  de  la  cobranza  en  la  forma  dicha  será  todavía 
muy  corto  el  importe  del  real  en  marco  para  las  habilita- 
ciones y  demás  importantes  objetos  de  que  habla  el  título 
16  de  la  Ordenanza  de  Nueva-España,  á  menos  que  con- 
forme á  lo  que  insinúa  su  artículo  11  no  se  reciban  á  ré- 
ditos capitales  sobre  aquel  fondo,  para  lo  que  el  Tribunal 
de  Minería  hará  las  diligencias  que  estime  justas,  ciñén- 
dose  al  sobrante  que  en  él  haya,  rebajados  los  gastos:  y 
sobre  este  principio  y  el  de  que,  no  obstante  la  segundad  y 
ganancia  que  evidentemente  tendrán  dichos  capitales,  será 
muy  difícil  hallarlos  por  el  notorio  atraso  y  falta  de  cau- 
dales de  todo  el  reino,  se  han  anticipado  por  esta  Superin- 
tendencia los  oficios  oportunos  interesando  el  pastoral  celo 
de  los  Uustrísimos  señores  Obispos  y  Prelados  regulares, 
para  que  con  su  distinguido  amor  al  Rey  y  á  la  Patria, 
contribuyan  á  que  los  caudales  que  haya  de  obras  pías, 
fundaciones  y  sobrante  de  las  comunidades,  se  impongan 
prontamente  en  el  Tribunal  de  Minería,  lo  que  se  espera 
pueda  darle  algún  desahogo. 

48.  _  por  el  estado  que  se  tiene  á  la  vista  de  los  mar- 
cos de  plata  fundidos  en  tres  años,  se  calcula  que,  aun  en 
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la  actual  decadencia  de  los  minerales,  podrá  ascender  á 
cuarenta  y  cinco  mil  pesos  anuales  el  real  de  la  contribu.  - 
cion,  y  como  muchos  de  los  gastos  que  señala  el  plan,  no 
son  desde  luego  efectivos,  por  deber  pasarse  algún  tiempo 
para  proporcionar  el  establecimiento,  ó  sugetos  que  los 
causan,  se  sigue  que  aun  cuando  en  el  pronto  impusieran 
cuarenta  mil  pesos  al  cinco  por  ciento  (que  es  lo  mas  que 
ha  de  pagarse)  estarían  asegurados  sus  réditos  sin  la  me- 
nor contingencia,  y  también  el  capital  está  libre  de  ella, 
pues  cuando  la  desgracia,  que  no  debe  esperarse,  frustrara 
todo  el  anhelo  de  las  reales  intenciones,  se  atendería  solo  á 
la  devolución  de  los  capitales,  y  pagas  de  sus  réditos 
mientras  se  verifica,  aplicándose  á  este  único  fin  la  con- 
tribución del  real  en  marco,  que  es  muy  sobrada  y  segura 
para  cubrirlo  ;  todo  lo  que  se  añade  para  mayor  claridad 
y  satisfacción  del  anterior  arbitrio. 

49.  —  (Título  16,  artículo  3  y  siguientes.)  Si  fuese  tan 
feliz  como  se  pretende,  aun  cuando  no  llegue  á  la  mencio- 
nada cantidad,  luego  que  haya  la  que  sea  suficiente,  se 
invertirá  con  las  demás  que  sucesivamente  entren  en  la 
erección  del  banco  de  que  trata  el  título  16  de  la  Orde- 
nanza de  Nueva-España,  cuyas  reglas  no  ofrecen  reparo 
alguno  para  el  Perú,  á  menos  que  no  se  estime  mas  útil, 
seguro  y  acertado  empezar  por  el  establecimiento  de  un 
banco  general  de  rescates,  que  poniendo  en  todos  los  mi- 
nerales donde  haya  Diputaciones  un  Factor  con  caudal  y 
la  seguridad  necesaria  para  su  manejo,  compre  la  plata 
en  pina  después  de  requemada,  para  que  pagándola,  con 
las  precauciones  que  parezcan  justas,  á  siete  pesos  efec- 
tivos y  un  real  que  quedará  por  contribución,  observando 
las  formalidades  prevenidas  en  la  declaración  45,  las  remita 
al  banco,  que  las  fundirá  desu  cuenta,  y  separando  parala 
debida  claridad  desu  manejo  el  real  en  marco,  con  las  utilida- 
des que  le  queden,  después  de  pagar  costos  y  reales  dere- 
cho?, aumentará  sus  fondos  para  volver  por  un  duplicado 
giro á  invertirlos  en  las  habilitaciones  que,  mejorada  la  Mi- 
nería por  el  auxilio  de  dinero  que  con  el  mayor  precio  de 
sus  platas  se  le  pone  tan  á  la  mano,  serán  mas  seguras, 
y  sin  los  riesgos  que  en  la  actualidad  pudieran  temerse. 

50.  —  Lo  dicho  en  la  declaración  antecedente  es  solo 
para  satisfacción  del  público  y  de  los  mineros,  en  la  segu- 
ridad con  que  aquel  debe  contar  para  capitales  que  im- 
ponga, y  estos  persuadirse  de  que  lian  de  invertirse  en  su 
alivio  y  fomento,  pues  en  el  modo  de  practicarlo  nada  se 
dice  hasta  que  el  Tribunal  de  Minería  Jo  examine,  y  con 
sus  mayores  conocimientos  resuelva  el  destino  del  caudal 
que  se  atesore,  y  según  el  método  que  se  adopte,  después 
de  consultado  ala  Superintendencia,  se  darán  las  órdenes 
y  reglas  que  parezcan  justas  y  necesarias,  extendiéndolas 
á  la  abundancia  del  azogue,  su  menudeo,  y  demás  partes 
de  su  expendio  que,  por  su  conexión  con  los  avíos  ó  res- 
cate, no  puedan  ahora  tratarse,  hasta  que  se  elija  el  me- 
dio que  parezca  preferible,  y  de  común  utilidad  á  todo  el 
Cuerpo  de  Ja  Minería;  y  como  los  particulares  bancos, 
hues,  y  arbitrios  con  que  algunos  minerales  los  han  ideado 
codea  solo  en  su  provecho,  no  deberán  perjudicial- al  banco 
y  fondo  general  y  contribución  del  real  en  marco,  y  con 
esta  calidad  se  promoverá  su  establecimiento,  á  que  pro- 
penderá el  mismo  Tribunal  de  Minería,  contando  con  la 
protección  que  necesiten  de  Ja  Superintendencia,  é  Inten- 
dencias respectivas,  donde  por  la  actividad  y  zelo  desús 
jefes  hay  ya  mucho  adelantado,  especialmente  en  Chota 
y  Pasco. 

51.  —  (Titulo  17,  artículos  7  y  10.  Titulo9°.,  articulo  10.) 
Los  peritos,  así  facultativos  de  minas  como  beneficiadores, 
de  que  habla  el  título  17  de  Ja  Ordenanza  de  Nueva-Es- 


paña, no  se  han  conocido  hasta  ahora  en  el  Perú,  donde 
uno  y  otro  ha  estado  entregado  á  la  práctica  de  los  que  - 
por  ella  se  suponían  inteligentes  ;  y  no  siendo  en  el  dia 
fácil  hallarlos  con  Jas  calidades  que  el  mencionado  título 
prescribe,  deberá  tolerarse  por  algún  mas  tiempo  el  que 
continúen  su  ejercicio,  hasta  que  por  la  educación  del 
Colegio  y  venida  de  los  sugetos  que  S.  M.,  deseoso  del  ade- 
lantamiento de  la  Minería,  tiene  ya  buscados  en  Sajorna, 
haya  quien  lo  practique  con  la  instrucción  necesaria  ;  pero 
en  el  ínterin  podrá  el  Tribunal  usar  con  prudencia  del 
medio  que  propone  el  artículo  10,  y  si  voluntariamente  se 
presentaren  á  examen  algunos  que  merezcan  el  título,  en 
el  mineral  donde  estos  se  establezcan,  deberán  ser  prefe- 
ridos y  observarse  con  los  que  carezcan  de  estas  circuns- 
tancias las  penas  que  el  mismo  artículo  señala,  y  del  pro- 
pio modo  formará  el  Tribunal,  sin  dilación,  los  aranceles 
que  dispone  el  artículo  9,  y  los  consultará  á  la  Superin- 
tendencia para  que  examinado  el  asunto  según  su  natura- 
leza, se  eviten  á  los  mineros  los  gastos  y  vejaciones  que 
han  sufrido  por  las  visitas,  arreglándose  en  ellas  las  Dipu- 
taciones al  expresado  arancel,  y  á  lo  que  para  la  debida 
justificación  y  utilidad  de  estos  actos  está  prevenido  en  el 
artículo  10  del  título  9. 

52.  —  (Titulo  18,  artículos  1 ,  4  y  5.)  Establecido  el  tri- 
bunal, será  uno  de  sus  primeros  objetos  el  arreglo  del  Co- 
legio, según  el  plan  que  provisionalmente  se  propone  de 
empleados  y  sueldos,  y  lo  que  S*  M.  determine  con  la  ve- 
nida que  ya  se  ha  insinuado  de  los  facultativos  que  su 
real  piedad  ha  buscado;  pero  si  se  hallaren  aquí  algunos 
capaces  de  empezar  la  enseñanza,  no  se  diferirá  en  los  tér- 
minos que  se  acuerde. 

53.  _  (Titulo  18,  artículos  2  y  3.)  Para  que  esta  sea 
mas  universal  y  segura,  y  los  que  la  hayan  adquirido  no 
rehusen  pasar  á  vivir  en  los  minerales,  ú  causa  de  su  dis- 
tancia ó  intemperie,  será  muy  conveniente  que  las  Diputa- 
ciones territoriales  esfuerzen  su  zelo  á  que  todos  los  mi- 
neros matriculados  en  su  distrito  elijan  y  costeen  la  venida 
y  subsistencia  de  dos  jóvenes  de  aquellas  provincias  ó  par- 
tidos que  con  las  calidades  necesarias,  se  eduquen  en  el 
Colegio,  para  lo  que  habrán  de  contribuir  anualmente 
trescientos  pesos  por  cada  uno,  y  de  este  modo,  siendo 
ochólas  Diputaciones,  se  lograrían  diez  y  seis  alumnos 
de  toda  la  extension  del  Vireinato,  y  será  mas  tolerable  al 
fondo  el  gasto  del  Seminario,  en  que  á  sus  expensas  man- 
tendrá otros  ocho,  y  facilitará  la  instrucción  gratuita  á  cuan- 
tos concurran  á  las  lecciones  públicas. 

54.  _  (Titulo  18,  articulo  7  y  siguientes.)  En  cuanto  al 
método,  facultades  y  libros  de  la  enseñanza  se  reserva  para 
cuando 'estén  formados  los  reglamentos  que  previene  el 
artículo  7,  pues  entonces  se  acordará  lo  mas  conveniente, 
teniendo  presente  lo  que  S.  M.  resuelva  en  vista  de  los  do- 
cumentos que  anticipadamente  están  ya  trabajados,  y  se 
han  remitido  sobre  este  asunto. 

55.  _  (Titulo  19,  artículos  1  á  9.)  Debiendo  gozar  los 
mineros  del  Perú  los  mismos  privilegios  quelos de  la  Nueva- 
España,  se  les  guardará  los  que  expresa  el  artículo  19  de 
aquella  Ordenanza,  y  persuadidos  todos  de  la  protección 
que  el  Excmo.  Señor  Virey  dispensa  á  este  recomendable 
ejercicio,  contarán  con  ella  y  la  de  las  respectivas  Intenden- 
cias, y  esta  Superintendencia  que  no  omitirá  recomendar  á 
S.  M.  los  mineros  que  mas  se  distingan,  y  por  su  trabajo, 
indi°encias  y  otras  circunstancias,  se  hagan  acreedores  á 
experimentar  en  sí  ó  sus  familias  las  reales  piedades. 

56.  _  por  último,  en  la  declaración  31  se  ha  dicho  ya 
que  S.  M.  manda  observar  en  este  reino  la  Ordenanza  de 
Nueva- España,  y  quiere  se  ponga  inmediatamente  en  prác- 
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tica,  adaptándola  á  las  circunstancias  locales  ;  y  siendo  este 
el  objeto  con  que  para  facilitar  los  primeros  pasos  se  han 
formado  las  declaraciones  que  anteceden,  se  guardarán  y 
entenderán  todas  como  corresponde  á  los  artículos  á  que  se 
refieren,  y  si  en  los  demás  ocurriere  alguna  duda,  se  pro- 
pondrá á  esta  Superintendencia,  pues  á  este  fin  se  ha  omi- 
tido, con  estudio,  el  hablar  de  otros  puntos  menos  obvios, 
dejándolos  á  lo  que  el  tiempo  y  la  experiencia  dicten,  para 
no  confundirlos  con  anticipadas  prevenciones,  y  observán- 
dose estas  por  ahora,  se  unirán  á  los  ejemplares  do  la  Or- 
denanza de  Nueva-España  que  se  han  mandado  imprimir 
y  se  pasarán  con  los  oficios  respectivos  al  Excmo.  Señor 
Virey  y  real  Audiencia,  como  ya  se  dijo  en  la  declaración 
tercera,  y  se  remitirán  al  Real  Tribunal  de  Cuentas  y  ofi- 
cinas de  Real  Hacienda  de  esta  capital,  donde  deberán  que- 
dar archivados  para  entregarlos  á  sus  sucesores,  como  tam- 
bién lo  harán  las  de  las  otras  Intendencias,  y  los  Jueces  de 
los  Partidos  y  Diputaciones  territoriales,  á  cuyo  fin  se  di- 
rigirán á  los  señores  Intendentes  los  ejemplares  necesarios, 
y  quedando  -los  demás  para  expenderse  al  público  por  su 
justo  precio,  en  beneficio  y  reintegro  del  mismo  fondo  de  la 
Minería,  se  dará  cuenta  de  todo  á  S.  M.,  y  se  le  consultarán 
Jas  demás  ocurrencias  que  lo  merezcan.  —  Lima  y  octubre 
siete  de  mil  setecientos  ochenta  y  seis.  —  Jorje  Esco- 
bedo. 


PLAN  DE  EMPLEADOS 

Y  SUELDOS  DEL  TRIBUNAL  Y  SEMINARIO  DE  MINERÍA,  QUE 
CONFORME  A  LO  PREVENIDO  EN  LA  DECLARACIÓN 
TREINTA,  DEBE  POR  AHORA  OBSERVARSE  EN  LA  FORMA 
OUE   SE   ADVIERTE. 


TRIBUNAL  DE  MINERÍA. 

Administrador Pesos.  4000 

Director 4000 

Primer  Diputado 2500 

ídem  segundo 2500 

Factor 1500 

Asesor 500 

Escribano  6  Secretario 400 

Oficial  para  este 200 

Oficial  primero  de  Factoría C00 

ídem  segundo 450 

Portero  y  Ministro  ejecutor 400 

Agente  en  la  Corte 500 

Alquiler  de  casa 600 


SEMINARIO. 

Director ».  005 

Cuatro  profesores,  à  1200 4800 

Capellán   Rector  con  casa  y  comida 800 

Vice-Rector  idem S0O 

Ocho  alumnos,  mantenidos  por  los  fondos  del  Banco  con 

300  pesos  anuales  cada  uno 2400 

Maestro  de  dibujo 500 

Mayordomo ;    .    .    .    .  500 

Portero  con  casa  y  comida 150 

Dos  criados  ¡dem 400 

Cocinero  idem 200 

Para  gastos  extraordinarios  y  no  fáciles  de  prevenir,  Be 

regulan  anualmente 500 

Casa 500 

Médico,  cirujano  y  botica 1000 

Costos  de  libros,  instrumentos  y  operaciones    ....  2500 

Gasto  anual  del  Seminario 14750 

ídem  del  Tribunal ■    18150 

Total  ......    32900 

Según  se  demuestra  asciende  el  gasto  anual  del  Tribunal 
ú  diez  y  ocho  mil  ciento  cincuenta  pesos,  y  aunque  sus 
sueldos  se  han  limitado  á  lo  que  por  ahora  permiten  los 
fondos,  no  siendo  en  el  dia  urgentes  los  del  Factor  y  sus  dos 
oficíales,  como  que  aun  nada  tienen  que  manejar,  deberán 
suspenderse  hasta  que  se  resuelva  lo  mas  conveniente, 
según  lo  prevenido  en  la  declaración  49,  y  se  guardarán 
los  caudales  que  se  atesoren  por  el  mismo  Tribunal,  y  con- 
forme á  lo  dispuesto  en  el  artículo  6  del  título  16. 

Se  saca  el  sueldo  de  un  solo  Dircetor  porque  estando  los 
dos  que  ahora  ha  de  haber  dotados  por  S.  M.,  basta  aquella 
cantidad,  para  que  distribuida  á  como  les  corresponde 
entre  ambos,  logien  sin  gravamen  del  fondo  ni  del  erario 
la  asignación  que  se  les  hizo. 

Los  sueldos  del  Seminario,  en  el  modo  que  se  proponen, 
importan  anualmente  catorce  mil  setecientos  cincuenta 
pesos,  pero  no  debe  considerarse  este  gasto  en  el  dia  efec- 
tivo, por  la  indispensable  dilación  que  hade  haber  en  pro- 
porcionar los  alumnos,  maestros,  y  demás  dependientes, 
que  aunque  se  elijau,  no  deben  gozar  su  asignación  hasta 
que  esté  perfeccionado  el  establecimiento,  y  según  lo  que 
el  pida  y  merezca  la  aptitud  de  los  profesores,  se  podrá 
aumentarles  la  dotación,  que  hoy  solo  se  señala  con  res- 
pecto á  los  pocos  sugetos  que  habrá  capaces  de  semejantes 
destinos. 

Lima,  fecha  ul  supra. 

Escobedo. 


■  acó- 


APÉNDICE  TERCERO 


SOBBE  QUE  A  NINGÚN  MINERO  SE  LE  IMPIDA  EL   CORTE 
DE    LEÑAS    PARA    EL    BENEFICIO    DE    LOS  METALES. 

Santiago,  8  de  Junio  de  1793.  —  Visto  :  el  Diputado  de 
Minería  del  Distrito  de  San  Francisco  de  la  Selva  provi- 
dencie que  á  don  José  Monreal,  ni  á  otro  minero  alguno 
de  él  se  le  impida  el  uso  de  la  leña  necesaria,  para  el  bene- 
ficio de  los  metales  general,  con  tal  que  todos  paguen  álos 
dueños  del  terreno,  un  precio  moderado,  y  cual  pareciere 
justo  al  mismo  Diputado  en  el  caso  de  reclamarse  algún 
exceso  sobre  este  particular  y  haciendo  publicar  por  bando 
esta  declaración,  para  que  llegue  á  noticia  de  mineros  y 
hacendados,  me  dará  cuenta  de  haberlo  ejecutado  para  mi 
inteligencia  ;  líbrese  el  despacho  correspondiente  y  tómese 
razón  en  el  libro  de  órdenes  y  bandos  y  administración 
general  de  este  ramo.  —  CFHiggins.  —  Dr.  Rosas.  — 
Ugarte. 

SE  APRUEBA  LA  LICENCIA  QUE  SE  CONCEDTÓ  PARA  QUE 
PUEDAN  LOS  PARTICULARES  DENUNCIAR  Y  TRABAJAR 
POR  SÍ  LAS  MINAS    DE  AZOGUE. 

El  rey  se  ha  servido  aprobar  por  ahora  el  permiso  que 
en  carta  de  6  de  Abril  de  1791  núrn.  49  participó  el  ante- 
cesor de  V.  S.  habia  concedido,  y  mandado  publicar  para 
que  cualquier  habitante,  ó  sugeto  particular  pudiese  de- 
nunciar y  trabajar  en  ese  reino  las  minas  de  azogue,  como 
las  de  los  demás  metales,  bajo  la  limitación  del  derecho 
de  reversion  á  la  corona,  precedida  justa  compensación  en 
el  caso  de  hallarse  alguna  que  conviniese  disfrutarla  por 
cuenta  de  la  real  hacienda,  y  con  condición  de  que  todo  el 
azogue  que  produjesen  en  poder  de  los  dueños  particu- 
lares, se  entregase  en  almacenes  reales  pagándose  su  im- 
porte á  los  interesados  de  contado  al  precio  corriente  :  y  de 
orden  de  S.  M.  lo  participo  á  V.  S.  para  su  inteligencia  y 
gobierno.  Dios  guarde  á  V.  S.  muchos  años.  San  Ildefonso, 
3  de  Octubre  de  179S.  Gardoqui.  —  Señor  Presidente  de 
Chile.  4& 

SOBRE  QUE  TODA  MINA  DE  CARBON  PERTENEZCA  EN 
DOMINIO  Y  PROPIEDAD  AL  DUEÑO  DEL  TERRENO  EN 
QUE   SE    ENCUENTRE,    ETC. 

Santiago  y  noviembre  7  de  1825.  —  Consultado  el  Go- 
bierno por  el  Gobernador  Intendente  de  la  provincia  de 
Concepción  sobre  el  modo  y  forma  con  que  ha  de  proceder 
en  la  concesión  de  mercedes  de  minerales  de  carbón  que 
frecuentemente  se  solicitan  por  los  que  quieren  empren- 
der este  género  de  industria  ;  y  deseando  dar  á  este  tra- 
bajo toda  la  libertad  posible,  quitándole  las  trabas  que 
pudieran  entorpecerle,  si  se  siguiesen  las  reglas  preveni- 
das en  la  Ordenanza  de  Minería  para  las  denuncias  de  Mi- 
nas de  metal  abandonadas,  y  las  que  nuevamente  se  des- 
cubran ;  atendiendo  al  dictamen  que  han  abierto  sobre  el 
particular  los  ciudadanos  don  Juan  Egaña  y  don  Manuel 
Salas,  y  á  lo  dispuesto  por  el  ministerio  fiscal,  ha  acor- 
dado y  decreta  : 

i."  Toda  mina  de  carbón  pertenece  en  dominio  v propie- 
dad al  dueño  del  terreno  en  que  se  encuentre. 


2.°  Los  que  quieran  explotarlas,  se  entenderán  directa- 
mente con  los  propietarios  para  comprarlas,  arrendarlas, 
ó  hacer  el  contrato  que  mejor  convenga  entre  sí. 

3.°  Las  minas  que  se  encuentren  en  terrenos  valdíos,  ó 
pertenecientes  ápropios  de  alguna  ciudad,  siguen  la  misma 
regla  del  artículo  i .°,  y  para  enajenarlas  se  sacarán  á  re- 
mate, observándose  todas  las  disposiciones  prevenidas  por 
las  leyes  parala  venta  ó  arrendamiento  de  bienes  nacio- 
nales. 

Transcríbase  en  contestación  ;  y  para  que  esta  resolu- 
ción sirva  de  regla  general  en  lo  cucesivo,  dése  al  Boletin. 
—  Freiré.  —  Gandarillas 


ARANCEL  DE  LOS  PERITOS  DE  MINAS 

Y  PERITOS  BENEFICIADORES  DE  METALES 

EN  MÉJICO. 

Art.  i.  — Los  peritos  de  minas  por  el  reconocimiento  que  hayan 
de  hacer  de  la  veta  en  labor  habilitada,  en  minas  viejas,  ó  ahonde 
dado  en  las  nuevamente  abiertas,  inspección  de  rumbo,  echado  y 
demás  circunstancias  de  que  hablan  los  artículos  4  °  y  8.°  del  ti- 
tulo 6.°  de  las  Ordenanzas  de  Minería  y  por  la  ejecución  de  la  me- 
dida exterior  y  señalamiento  de  estacas,  que  se  hace  al  tiempo 
de  dar  posesión  al  denunciante,  llevarán  veinte  pesos. 

2.  —  Por  las  vistas  de  ojos  exteriores  que  se  ofrezcan,  por  al- 
guna diferencia  sobre  los  términos  ó  estacas  de  una  cuadra,  si  la 
medida  que  tuvieren  que  hacer  no  fuere  completa,  llevarán  ocho 
pesos  ;  si  fuere  completa,  llevarán  doce  pesos  ;  y  si  levanlaren 
mapa  de  ella,  llevarán  ocho  pesos  mas. 

3.  —  Por  las  vistas  de  ojos  interiores,  si  es  un  simple  reconoci- 
miento sin  medida,  llevarán  quince  pesos  hasta  cien  varas  de 
profundidad  vertical,  y  por  cada  cien  varas  mas,  llevarán  diez 
pesos,  incluyéndose  en  esto  cualquiera  clase  de  reconocimientos 
que  hagan,  con  tal  que  sean  dentro  de  una  pertenencia;  pero  si 
fuere  necesario  pasar  á  otras  pertenencias  y  reconocerlas,  lleva- 
rán seis  pesos"  por  cada  una. 

4.  —  Si  en  lo  interior  hubiesen  de  echar  medidas,  á  mas  de 
los  derechos  del  articulo  anterior,  percibirán  un  real  por  cada 
vara  de  cordelada  de  las  que  midan,  debiendo  llevar  las  medidas 
por  el  camino  mas  corlo.  Si  de  ellas  hubieren  de  formar  mapa, 
llevarán  por  separado  un  real  también  por  vara  de  las  medidas 
en  la  mina. 

5.  —  Si  tuvieren  que  hacer  algún  reconocimiento  de  veta  para 
buscar  su  identidad  ó  diferencia  con  alguna  otra,  se  sujetarán  à  los 
tres  artículos  anteriores,  según  los  cuales  llevarán  los  derechos, 
conforme  la  clase  de  trabajo  que  impendan. 

6.  —  En  todos  los  casos  de  los  artículos  anteriores,  si  el  perito 
tuviere  que  salir  fuera  mas  de  una  legua,  llevará  por  cada  una 
de  las  que  excedan  un  peso  de  ida  y  lo  mismo  de  vuelta. 

7.  —  Si  por  alguna  casualidad  se  estorbare  la  ejecución  da 
una  medida,  al  tiempo  que  el  perito  iba  á  proceder  á  ella,  se 
le  darán  entonces  cinco  pesos,  fuera  de  lo  que  pueda  correspon- 
der á  cada  legua,  según  el  artículo  anterior. 

8.  —  Otando  se  traze  alguna  obra  con  intervención  de  peri- 
tos, llevarán  por  lo  que  trabajaren  con  arreglo  à  lo  dipuesto  en 
los  artículos  anteriores,  y  lo  mismo  en  la  visita  que  hicieren  de 
la  obra  para  reconocerla  ;  pero  si  en  esa  visita  no  tuvieren  que 
hacer  medidas,  llevarán  solamente  diez  pesos,  fue'-a  de  las  le- 
guas que  anduvieren  segOn  el  artículo  6. 

9.  —  Cuando  valuaren  alguna  mina,  llevarán  dos  pesos  por 
hora  de  las  que  ocupen  en  el  justiprecio  de  las  obras  y  útiles 
exteriores  sean  los  que  fueren;  y  por  la  tasación  de  lo  interior, 
llevarán  cincuenta  pesos  incluso  el  reconocimiento  que  hagan  de 
toda  ella,  y  aunque  inviertan  uno  ó  muchos  dias  ;  pero  si  tu- 
vieren que  continuar  el  valúo  en  otra  pertenencia,  llevarán  los  de- 
rechos arriba  asignados,  según  la  clase  de  trabajo  que  impen- 
dan. 

10.  —  Los  peritos  beneficiadores  en  cualquiera  operación  que 
se  les  encargue,  en  las  haciendas  ó  zangarros  de  beneüciar  me- 
tales, llevarán  cinco  pesos  por  cada  dia  de  los  que  ocuparen. 


ORDENANZAS 

DE 


TIERRAS  Y  AGUAS 


Ó  SEA 


FORMULARIO  GEOIÉTRICO-JIJDICIAL 

PARA  LA  DESIGNACIÓN, 

ESTABLECIMIENTO  ,  MENSURA ,  AMOJONAMIENTO  Y  DESLINDE  DE  LAS  POBLACIONES  Y  TODAS  SUERTES  DE  TIERRAS, 
SITIOS,  CABALLERIZAS  Y  CRIADEROS  DE  GANADOS  MAYORES  Y  MENORES,  Y  MERCEDES  DE  AGUA, 

RECOPILADAS 

A  BENEFICIO  Y  OBSEQUIO  DE  LOS  POBLADORES,  GANADEROS,    LABRADORES,   DUEÑOS,  ARRENDATARIOS  * 
Y  ADMINISTRADORES  DE  HACIENDAS,  T  TODA  CLASE  DE  PREDIOS  RÚSTICOS,  DE  LAS  MUCHAS  Y  DISPERSAS  RESOLUCIONES 
DICTADAS  SOBRE  LA  MATERIA,  Y  VIGENTES  HASTA  EL  DÍA  EN  LA  REPÚBLICA  MEJICANA. 


i 


ORDENANZAS 

DE 


RAS  Y  AGUAS 


CAPITULO  I. 

De  la  propiedad  en  general. 

Las  leyes  sociales  dan  á  cada  hombre  un  derecho  que  se 
llama  de  propiedad,  y  que  no  es  sino  la  facultad  de  gozar 
exclush  amenté  de  las  cosas  necesarias  ó  útiles  á  la  vida, 
ahora  las  proporcione  la  naturaleza,  ó  bien  sean  el  pro- 
ducto del  trabajo  ó  de  la  industria.  El  derecho  de  pro- 
piedad es  uno  de  los  principios  fundamentales  del  orden 
social. 

La  propiedad  tiene  por  base  una  relación  entre  el  hombre 
y  el  fruto  de  su  trabajo.  Si  la  tierra  produjese,  sin  fatiga  de 
nuestra  parte,  todo  lo  que  es  necesario  al  mantenimiento 
de  nuestra  existencia,  seria  inútil  la  propiedad.  El  aire  y 
el  agua  no  pueden  ser  sometidos  á  la  propiedad.  Un  campo 
viene  á  ser,  en  alguna  manera,  una  porción  del  que  le  cul- 
tiva, porque  su  voluntad,  sus  brazos,  sus  fuerzas,  su  indus- 
tria en  una  palabra,  cualidades  propias  suyas,  individuales, 
inherentes  á  su  persona,  son  las  que  han  hecho  este  campo 
lo  que  es.  Este  campo,  regado  con  su  sudor,  se  identifica, 
por  decirlo  así,  con  él  ;  los  frutos  que  produce,  le  pertene- 
cen del  mismo  modo  que  sus  miembros  y  sus  facultades. 
Se  ve,  pues,  que  la  propiedad  está  fundada  en  la  naturaleza 
humana,  y  que  es  desigual,  porque  la  naturaleza  ha  hecho 
á  los  hombres  desiguales.  La  propiedad  debe  ser  distinta, 
porque  cada  individuo  es  distinto  de  otro.  Tal  es  el  verda- 
dero origen  del  tuyo  y  mió  según  los  políticos  (1). 

Según  los  jurisconsultos,  y  conforme  se  define  en  las 
leyes  de  Partida  (2),  la  propiedad  es  el  derecho  de  gozar  y 
disponer  libremente  de  nuestras  cosas,  en  cuanto  las  leyes  no 
se  opongan.  Esta  voz  tiene  dos  acepciones  :  tan  pronto  ex- 
presa el  derecho  en  sí  mismo,  que  también  se  llama  domi- 
nio, y  tan  pronto  significa  la  misma  cosa  en  que  se  tiene  el 
derecho.  Dícese  que  es  el  derecho  de  gozar,  esto  es,  de 
sacar  de  la  cosa  todos  los  frutos  que  puede  producir,  y  lo- 
dos los  placeres  que  puede  dar  :  de  disponer,  esto  es,  de 
hacer  de  ella  el  uso  que  mejor  nos  parezca,  de  mudar  su 
forma,  de  enajenarla,  destruirla,  en  cuanto  no  se  opongan 
las  leyes,  es  decir,  que  protegida  la  propiedad  por  la  ley- 
civil,  no  ha  de  ser  contraria  á  esta  misma  ley,  ni  perjudicar 
á  los  derechos  de  los  demás  individuos  de  la  sociedad  :  así 
es  que  puede  muy  bien  un  propietario  derribarla  casa  que 
posee  en  un  pueblo  ;  mas  no  puede  pegarle  fuego,  por  el 
daño  que  ocasionara  á  las  demás  :  Dominium  est,  decian 
los  Romanos,  jus  utendi  et  abutendi  re  sua,  quatenus  juris 

(1)  García  Malo,  en  su  Política  natural,  art.  propiedad,  y  Locke,  en  su 
tratado  de  El  gobierno  civil,  cap.  IV. 

(2)  Leyes  27,  tít.  2;  1,  tit.  28,  part.  3,  y  10,  tít,  33,  part.  7. 


ratio  patüur.  La  propiedad  de  una  cosa,  ños  da  derecho 
sobre  todo  Jo  que  esta  produce,  y  sobre  lo  que  se  le  incor- 
pora accesoriamente,  ora  sea  por  obra  de  Ja  naturaleza,  ora 
sea  por  obra  de  nuestras  manos  ;  y  de  aquí  se  sigue,  que  la 
acción  puede  ser,  según  las  leyes,  de  varias  especies,  y  por 
tanto  se  designan  y  distinguen  con  los  adjetivos  de  natural, 
industrial  y  mixta,  y  de  continua  y  discreta,  de  cuyos 
caracteres  y  circunstancias  tratan  los  autores  institutistas, 
á  que  referimos  á  nuestros  lectores  para  mayor  ins- 
trucción. 

Antes  del  establecimiento  de  las  leyes  positivas,  que  solo 
se  gobernaban  los  hombres  por  las  naturales,  puede  supo- 
nerse que  no  teniendo  otro  medio  mas  eficaz  para  conservar 
su  dominio,  que  la  fuerza  con  que  podían  defender  y  con- 
servar sus  adquisiciones,  siempre  estaban  expuestos  los 
unos  á  que  les  privase  de  ellas  la  fuerza  mayor  de  los  oíros  ; 
y  así  es  que  las  cosas  debían  adquirirse  por  la  ocupación, 
conservarse  por  la  posesión,  y  perderse  totalmente  con  la 
péidida  de  la  posesión.  En  medio  de  un  estado  tan  precario, 
vinieron  Jas  leyes  civiles;  y  de  acuerdo  con  las  naturales 
y  divinas,  que  establecieron  el  vínculo  ó  relación  que  entre 
la  cosa  y  su  dueño  debe  existir,  vigorizaron  este  derecho, 
este  vínculo,  esta  relación,  y  desde  entonces  ya  no  se  pudo 
romper  impunemente  en  la  sociedad,  sino  por  la  voluntad 
de  la  persona  dueña  de  la  cosa,  aun  cuando  esta  cosa  no 
estuviese  en  manos  de  su  dueño.  De  lo  cual  se  sigue,  que 
este,  vínculo  ó  derecho  de  propiedad,  es  en  sí  diverso  é  in- 
dependiente del  de  posesión,  y  que  desde  que  las  leyes  los 
determinaron  y  distinguieron  especialmente,  ya  pudo  uno 
ser  propietario  sin  poseer  la  cosa,  y  poseerla  sin  ser  pro- 
pietario. La  propiedad,  pues,  es  un  derecho,  y  la  posesión 
no  es  mas  que  un  hecho;  y  aquella  puede  conservarse 
aunque  se  pierda  esta,  como  esta  puede  también  mante- 
nerse aunque  no  se  tenga  aquella.  Bien  es  que  la  propiedad 
y  la  posesión,  siempre  se  suponen  juntas,  y  en  este  con- 
cepto al  poseedor  de  una  cosa  se  presume  propietario, 
mientras  que  no  se  pruebe  lo  contrario. 

La  propiedad  se  divide  en  perfecta  é  imperfecta.  La  reía-, 
cion  que  existe  entre  el  propietario  y  la  cosa  que  le  perte- 
nece, es  efectivamente  susceptible  de  division.  Cuando  no 
está  dividida,  cuando  ningún  derecho  de  un  extraño  viene 
á  limitar  el  ejercicio  del  derecho  de  propiedad,  se  dice  que 
la  propiedad  es  perfecta.  Cuando  la  relación  está  dividida, 
cuando  el  ejercicio  del  derecho  de  propiedad  está  limitado 
por  un  derecho  que  pertenece  á  otro  propietario,  se  dice 
entonces  que  la  propiedad  es  imperfecta.  Estas  sustraccio- 
nes, estos  desmembramientos,  digámoslo  así,  del  derecho 
de  propiedad,  se  llaman  servidumbres,  por  analogía  de  la 
esclavitud  de  las  personas;  porque  así  como  una  persona 
está  en  esclavitud  cuando  pertenece  á  otra,  del  mismo  modo 
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servidumbre,  cuando  debe  sus  frutos  ó  sus  servicios  á  otro 
diferente  del  propietario.  Vulgarmente  se  llama  propiedad, 
y  también  nuda  propiedad,  el  dominio  que  no  sa  acompa- 
ñado del  usufructo  ;  y  plena  propiedad,  el  dominio  que  va 
acompañado  del  usufructo,  es  decir,  que  nuda  propiedad  es 
el  derecho  de  disponer  de  usa  cosa,  salvo  el  derecho  de 
:  disfrutarla  ó  gozar  de  sus  frutos,  que  pertenece  á  otra  per- 
:  sona  ;  y  plena  propiedad,  es  el  derecho  de  disponer  y  gozar 
de  la  cosa.  Sigúese,  pues,  que  la  nuda  propiedad  es  una 
especie  de  la  propiedad  imperfecta,  y  la  propiedad  plena, 
una  especie  de  la  propiedad  perfecta,  si  acaso  no  es  la  misma 
en  toda  su  extension  (1). 

Últimamente,  solo  en  el  caso  de  necesidad,  y  por  causa 
de  la  utilidad  pública,  puede  ser  forzado  el  dueño  á  ceder 
su  propiedad,  y  aun  entonces  tiene  derecho  á  que  se  le  dé 
en  cambio  otra  igual,  ó  bien  el  justo  valor  de  la  que  pier- 
de (2).  La  ley  que  creó  el  derecho  de  propiedad,  mirán- 
dole como  el  mas  identificado  con  nuestra  existencia,  le 
hizo  estable  al  mismo  tiempo,  y  le  aseguró  contra  los  co- 
natos del  artificio  y  la  violencia,  imponiendo  severas  penas 
á  los  que  osasen  turbarnos  ó  privarnos  de  su  goce  ;  luego  le 
hizo  comunicable,  dando  origen  á  los  contratos,  y  al  fin 
le  hizo  trasmisible  en  el  instante  de  la  muerte,  abriendo  la 
puerta  á  los  testamentos  y  sucesiones.  La  propiedad  de  las 
cosas  se  adquiere  por  ocupación  y  accesión,  por  prescripción, 
por  sucesión,  ab  intestato,  por  disposición  testamentaria,  y 
por  entrega  ó  tradición,  en  virtud  de  las  obligaciones  ó 
contratos.  Escritores  famosos  han  llamado  temblé,  y  quizá 
no  necesario,  al  derecho  de  propiedad,  considerándole  como 
la  causa  verdadera  de  todos  los  males  y  vicios  que  afligen 
al  linaje  humano;  mas  otros  no  menos  célebres,  al  paso 
que  miran  con  horror  las  leyes  tiránicas  y  sanguinarias 
que  se  han  fundado  sobre  este  derecho,  preconizan  al  de- 
recho en  sí  mismo,  como  que  no  presenta  sino  ideas  de 
placer,  de  seguridad  y  de  abundancia  :  por  esta  razón  no 
fueron,  observa  el  Sr.  Marina  (3),  menos  vigilantes  los  an- 
tiguos legisladores,  en  procurar  Ja  seguridad  de  las  pro- 
piedades que  la  délas  personas ,•  tomaron  al  efecto  las  mas 
loables  precauciones,  como  pueden  verse  en  todos  los  có- 
digos de  Castilla  y  León.  Por  ellos  era  prohibido  tocar  en 
los  bienes  ajenos  :  la  propiedad  era  un  sagrado,  que  debía 
respetar  el  mismo  soberano,  el  cual,  en  virtud  de  la  ley  y 
del  pacto,  no  podia  despojar  á  ninguno  de  sus  bienes,  ni 
confiscarlos  sin  delito  probado  y  manifiesto;  lo  que  se  re- 
utó  siempre  por  ley  principal  del  reino,  y  como  tal  se 
confirmó  muchas  veces  en  Cortes. 

Para  precaver,  continúa  el  mismo  escritor,  que  se  in- 
quietase al  propietario,  y  evitar  pleitos  y  litigios,  man- 
daron las  leyes  que  las  donaciones,  compras  y  ventas,  se 
hiciesen  públicamente  en  dias  señalados  y  ante  testigos. 
El  propietario  que  poseyese  quieta  y  pacíficamente  por 
año  y  dia  cualesquiera  bienes,  y  los  hubiese  adquirido  á 
à  justo  título,  no  tenia  obligación  de  contestar  al  que  le  , 
demandase  sobre  ellos.  Las  leyes  otorgaban  á  los  miembros 
de  la  sociedad,  el  uso  libre  de  sus  bienes,  y  facultad  de 
hacer  de  ellos  lo  que  quisiesen,  condenando  al  mismo 

(i)  Diccionario  de  legislación,  verbo  propiedad. 

(2)  Este  principio  se  ha  consignado  en  todas  las  constituciones  que  lian 
regido  en  nuestra  República  Las  bases  orgánicas  reconocieron  y  afianza- 
ron este  derecho  en  los  términos  siguientes  :  «  La  propiedad  es  inviolable 
sea  que  pertenezca  á  particulares  ó  corporaciones,  y  ninguno  puede  ser 
privado  ni  turbado  en  el  libre  celo  y  aprovechamiento  de  la  que  le  corres- 
ponda según  las  leyes,  ya  consista  en  cosas,  acelones  ó  derechos,  ó  en  el 
ejercicio  de  una  profesión  ó  industria  que  le  hubiere  garantizado  la  ley. 
Cuando  algún  ohjeto  de  utilidad  pública  exigiere  su  ocupación,  se  hará 
esta,  previa  la  competente  indemnización,  en  el  modo  que  exponca  la 
ley.  »  —  Fracción  13  del  art.  9. 

(3)  Ensayo  histórico  crítico  sobre  la  legislación,  tomo  i,  lib.  5  núm..  6S 
y  siguientes. 


tiempo  el  antiguo  derecho  de  mañeria  (1),  porque  él  se 
oponia  á  la.  libertad  civil,  y  chocaba  con  el  derecho  de 
propiedad.  Y  por  este  medio  consiguieron  los  monarcas 
españoles  mejorar  el  estado  de  la  sociedad,  aumentar  la 
población,  y  que  sus  villas  y  ciudades  llegasen  á  un  estado 
de  suma  grandeza,  de  gloria  y  prosperidad. 


CAPITULO  II. 

De  las  cosas  y  modo  de  adquirir  su  dominio. 

i .  —  Los  jurisconsultos  distinguen  las  palabras  cosa  y 
bienes,  tomando  á  aquella  latamente  y  á  esta  en  un  -sen- 
tido estricto.  Se  llama  cosa  todo  lo  que  existe  y  puede  traer 
al  hombre  alguna  utilidad,  ya  esté  en  su  patrimonio  ó 
fuera  de  él.  Así,  por  ejemplo,  el  aire,  el  agua,  el  mar,  son 
cosas  aunque  no  están  en  el  dominio  de  nadie;  al  con- 
trario, las  que  forman  nuestro  patrimonio,  se  llaman  bienes 
(en  latin  pecunia)  :  de  suerte,  que  bajo  esta  palabra,  no 
solo  comprenden  los  jurisconsultos  el  dinero,  sino  todo  lo 
que  comprende  el  caudal  del  hombre,  como  rebaños,  cam- 
pos, predios,  etc.  (2). 

2.  —  Ahora  se  entenderá  fácilmente  la  primera  divi- 
sion (3)  de  las  cosas,  que  consiste  en  que  unas  son  de 
derecho  divino  y  otras  de  derecho  humano  (4).  Las  pri- 
meras son  las  que,  por  decirlo  así,  se  han  preservado  del 
dominio  de  los  hombres,  atribuyéndose  y  dedicándose  á 
Dios  ó  á  usos  peculiares  de  la  Iglesia  (5).  Estas,  en  cuanto 
á  la  utilidad  que  prestan  á  los  mismos  hombres,  se  llaman 
cosas,  sin  embargo  de  no  pertenecer  al  patrimonio  parti- 
cular de  alguno.  Mas  por  .el  contrario,  son  de  derecho 
humano  las  que  entran  en  el  dominio  y  comercio  de  los 
hombres,  como  son  las  casas,  heredades,  campos,  bestias 
y  atrás  muchas.  De  las  cosas  de  derecho  divino,  unas  lo 
son  en  lo  absoluto  y  otras  en  cierto  modo.  Siendo  de  la 
primera  clase  las  sagradas,  las  eclesiásticas  y  las  religio- 
sas, y  de  la  segunda  las  santas  (6). 

3.  —  Cosas  agradas,  según  la  ley  (7),  son  aquellas  que 
consagran  los  obispos,  come  por  ejemplo  las  iglesias,  los 
templos,  los  altares,  las  cruces,  los  cálices,  los  vestidos  ó 
paramentos,  y  todos  los  demás  objetos  establecidos  para 
el  culto  divino  y  servicio  de  la  Iglesia,  porque  son  fechos, 
según  se  expresa  otra  ley  (8),  para  servicio  de  Dios,  é  son 
sagradas  en  sí  mismas,  para  las  obras  que  con  ellas  facen  ; 
é  aun  sin  todo  esso,  las  mas  de  ellas  consagran  los  obis- 
pos. Antonio  Gómez  (9)  enumera  entre  las  cosas  sagradas, 
las  custodias,  los  cálices,  las  aras,  los  paramentos  y  otras 
semejantes  ;  pero  no  las  que  solo  pertenecen  al  ornato  y 
un  predio  ó  heredad  está  en  una  especie  de  esclavitud  ó 


(1)  Esto  es,  la  esterilidad  en  las  hembras  ó  en  las  tierras,  y  por  eso  se 
llamó  así  el  derecho  que  tenían  los  reyes  y  sefiores  para  suceder  en  los 
bienes  á  los  que  morían  sin  sucesión  legítima. 

(2)  Así,  en  las  leyes  de  las  doce  tablas  se  decía  :  «  Pater  familias  uti 
legasset  super  pecunia,  tulelave  suse  rei,  ita  jus  esto  :  »  y  San  Augustin, 
de  Doctrina  Crist.  cap.  6,  dice  :  «  Quidquid  nomines  possidenl,  quorum 
domini  sunt  pecunia  vocatur,  servussil,  vas,  ager,  arbor,  pecus,  quidquid 
horum  est  pecunia  vocatur.  »  La  razón  de  esta  denominación  jurídica  es, 
porque  la  mayor  parte  de  las  riquezas  de  los  antiguos,  consistía  en  reba- 
ños y  bestias  de  carga;  derivándose  de  la  voz  latina  pecudes,  muchos  voca- 
blos que  significa)  riqueza,  ó  hacen  alusión  á  ella,  como  pecunia,  peca- 
lium i,  peculatus ,  etc. 

(3)  Debe  observarse  con  Domatque  la  clasificación  de  las  cosas,  así  como 
la  de  las  personas,  dimana  una  de  la  naturaleza  ó  de  las  leyes  civiles,  y 
por  lo  mismo  es  ó  natural  ó  civil, 

(i)  Lex.  i,  ff.  de  rer.  divis. 

(5)  Ley  12,  tít,  28,  part.  S. 

(6)  Merzenfeldt.  Exegesis  ad  institut.  Justin,  lib.  2,  tít.  1,  sec.  I,  Sí» 

(7)  Ley  13,  lit.  18,  part.  3. 

(8)  Ley  1,  tít,  18,  part.  1 .« 

(9J  Var.  Res.  tom.  3,  cap.  8.  part.  1 
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culto  divino,  como  las  vinageras  y  lienzos  ó  frontales  que 
sirven  para  que  los  altares  se  cubran  ;  y  respecto  de  las 
cruces  advierte  que  son  sagradas  en  cuanto  á  lo  que  re- 
presentan como  figura  de  la  en  que  murió  Jesucristo:  mas 
no  por  su  materia,  no  estando  bendita  ó  consagrada  por 
el  obispo,  cuya  distinción  es  aplicable  á  las  imágenes  de 
Dios  y  los  santos  y  á  los  libros  de  la  Sagrada  Escritura, 
pues  que  lo  son  en  su  contenido,  aunque  no  en  su  ma- 
teria Son  igualmente  cosas  sagradas  las  personas  de  los 
eclesiásticos  seculares  ó  regulares  de  ambos  sexos,  por  las 
órdenes  que  tienen  unos,  y  religion  que  profesan  otros  (1)  : 
las  campanas  que  se  consagran  (2)  :  las  reliquias  de  los 
santos  (3)  :  los  cementerios  ó  panteones  en  que  se  sepultan 
los  cadáveres  de  los  fieles,  supuesto  que  se  consagran  y 
bendicen  para  eso  uso  piadoso  (4). 

4.  —  Se  denominan  cosas  eclesiásticas,  aquellos  bienes 
que  están  destinados  á  sufragar  los  gastos  del  culto  y 
mantenimiento  de  los  ministros  del  altar  (5),  debiéndose 
emplear  el  sobrante,  después  de  cubiertos  estos  gastos,  en 
obras  de  beneficiencia  y  piedad  (6).  Entre  estas  y  las  sa- 
gradas, hay  la  diferencia  de  que  no  están  consagradas 
como  aquellas,  ni  dedicadas  inmediatamente  á  los  usos 
divinos  (7);  mas  en  atención  á  que  sus  réditos  sirven  para 
el  sostenimiento  del  culto  y  manutención  de  sus  ministros, 
se  consideran  mediatamente  destinadas  al  servicio  de 
Dios,  y  por  lo  mismo  son  de  derecho  divino  (8).  General- 
mente hablando,  está  prohibida  la  enajenación  de  las 
cosas  sagradas  y  eclesiásticas  (9),  excepto  en  ciertos  casos 
y  con  varias  formalidades,  que  por  no  ser  de  nuestro  pro- 
pósito ni  objeto,  no  las  explicamos  aquí.  Los  bienes  raices 
de  las  iglesias  no  se  prescriben  sino  por  el  espacio  de  cua- 
renta años,  y  los  de  Roma  por  el  de  ciento  (10). 

5.  —  La  ley  de  Partida  (U)  llamaba  religioso  «  aquel 
logar  do  es  soterrado  algún  orne  quier  sea  libre,  quier 
siervo  si  es  soterrado  para  nuncq,  mudarlo  ende,  é  si  yace 
y  todo  el  cuerpo  ó  á  lo  menos  la  cabeza  :  »  pero  ya  no  se 
sepultan  los  cadáveres  sino  en  cementerios  ó  panteones 
públicos,  los  cuales,  como  se  ha  dicho,  se  consagran  y  ben- 
dicen á  las  cosas  sagradas  y  no  á  las  religiosas.  Se  tienen 
por  lugares  religiosos  los  llamados  xenodochia,  que  son 
unos  hospitales  destinados  á  peregrinos  pobres  ;  los  no- 
socomía  para  enfermos  ;  orphanotofia  para  huérfanos  : 
bre¡)hotrophia  para  expósitos,  y  gerontocomia  para  an- 
cianos :  lo  son  también  las  cofradías  y  congregaciones  y 
cualesquiera  otros  lugares  destinados  á  obras  de  caridad  y 
misericordia  ó  religion  no  consagrados,  y  siempre  que  se 
hayan  establecido  por  autoridad  del  obispo  (12),  pues  sin 
ella  se  llaman  solo  lugares  piadosos  (13).  El  adjetivo  reli- 
gioso, tomado  latamente,  se  aplica  también  á  lo  sagrado, 
cuya  voz  no  conviene  por  el  contrario  á  lo  puramente  re- 
ligioso (14);  sin  embargo,  en  el  uso  común,  dice  Pichler 
(1 5), que  se  toman  las  expresiones  de  lugar  religioso,  sa- 
grado y  pió. 


6.  Cosas  santas  son  las  ?que  mediante  alguna  pena  es- 
tán puestas  al  abrigo  de  la  -violación  de  los  hombres  :  de 
ellas  pone  por  ejemplo  Ja  ley  de  Partida,los  muros  y  puer- 
tas de  las  ciudades  y  villas,  refiriendo  en  seguida  que  en 
la  legislación  romana  (1)  se  imponía  pena  de  muerte  á  los 
que  las  quebrantasen,  rompiesen  ó  forzaran,  escalándolas, 
ó  de  cualquiera  otra  manera,  cuya  disposición  juzga  Gre- 
gorio López  (2)  que  se  aprobó  por  el  autor  de  las  Partidas 
en  el  hecho  de  insertarla  en  ese  Código,  y  que  con  arre- 
glo á  ella  deberían  ser  condenados  á  muerte  los  que  con 
ánimo  doloso  violaran  los  expresados  objetos,  y  á  una 
pena  extraordinaria  faltando  el  dolo.  La  legislación  ro- 
mana numera  entre  las  cosas  santas  á  los  embajadores 
ó  legados  (3),  á  las  personas  de  los  padres  y  patronos  (4) 
y  á  las  leyes  (5)  :  algunos  autores  añaden  además,  que 
deben  tener  el  carácter  de  santas  los  términos  ó  mojones 
de  las  heredades  cuya  traslación  está  prohibida,  no  solo 
por  derecho  divino  (6),  sino  por  el  humano  (7),  los  asilos 
y  la  casa  particular  de  cada  uno  (8),  á  la  que  apellida  el 
jurisconsulto  Cayo  «  tutissimum  cuique  refugium  atque 
receptaculumft).  »  Las  cosas  santas  se  dicen  cuasi  ó  como 
se  explica  Justiniano  (10),  en  cierto  modo  de  derecho  di- 
vino, porque  no  lo  son  propiamente,  sino  tan  solo  por  la 
semejanza  que  tienen  con  las  sagradas  y  religiosas,  en 
cuanto  á  que  del  mismo  modo  que  estas  no  están  en  la 
propiedad  de  alguno,  ni  de  ellas  usan  todos  (11). 

7.  —  Tratemos  ahora  de  las  cosas  de  derecho  humano. 
Para  hacer  de  ellas  su  debida  clasificación,  debemos  obser- 
var con  Vattel  (12)  que  éntrelas  cosas  que  contiene  el  país 
que  ocupa  una  nación,  hay  unas  que.  por  naturaleza  no 
pueden  ocuparse,  de  las  que  ninguna  persona  puede  atri- 
buirse su  propiedad  permaneciendo  en  la  comunión  pri- 
mitiva antes  y  aun  después  del  apoderamiento  del  país, 
y  esas  se  llaman  comunes.  Todo  cuanto  sea  susceptible  de 
propiedad  en  el  país,  pertenence  á  la  nación  ocupante,  y 
forma  la  masa  total  de. sus  bienes;  pero  no  en  todos  su 
posesión  es  igual.  Los  repartidos  entre  las  comunidades 
particulares  se  llaman  bienes  públicos.  De  ellos,  unos  se 
consideran  reservados  para  cubrir  las  necesidades  del  Es- 
tado y  son  del  dominio  de  la  República  (13),  y  otros  per- 
manecen comunes  á  todos  los  ciudadanos,  que  se  apro- 
vechan de  ellos  según  sus  necesidades  y  según  las  leyes 
que, reglamentan  su  uso.  Existen  otras  que  pertenecen  á 
algún  cuerpo,  comunidad  ó  consejo,  y  se  llaman  bienes  de 
universidad,  y  conservan  hacia  este  cuerpo  en  particular 
la  misma  relación  que  las  públicas  respecto  á  toda  la  na- 
ción. Por  último,  las  que  posee  cualquier  individuo  se  ti- 
tulan particulares  (  1 4) . 

8.  —  Entre  las  comunes,  la  ley  de  Partida  (15)  cuenta 
al  aire,  las  aguas  de  las  lluvias,  al  mar  y  su  ribera,  advir- 
tiendo que  de  ellas  puede  usar  cualquiera  criatura  que 
viva,  fuese  hombre,  ave  ó  bestia  (16).  El  mar  es  el  conjunto 
de  agua  que  circunda  la  tierra  (17).  Su  uso  consiste  en 


(1)  Cit.  ley  18. 

(2)  Merzenfeld,  liig.  cit. 

(3)  Lancelloto.  Inst.  canon,  lib.  2,  tit.  17. 

(4)  Cap.  7  de  consacrât.   Eccles.  Gonzalez,  argum.  de  la  ley  3,  tít.  18, 
part.  2,  Lancelloto,  lug.  cit. 

(5)  Alvarez.  Institut,  lib.  2,  tit.  1. 

(6)  Ley  12,  tít.  28,  part.  3. 

(7)  Heineccio,  Elem.  jur.  sec.  ord.  inst.  n.  321. 

(8)  Alvarez,  lug.  cit. 

(9)  Leyes  1,  tít.  14,  part.  1,  y  13,  tít.  28,  part.  3. 

(10)  Ley  28,  tit,  29,  part.  3. 

(11)  Cap.  4  de  religios.  domibus.  Ley  26,  tít.   29,  part.  S.   Lancelloto, 
Inst.  can.  lib,  2,  títs.  17  y  23.  Reinffensiuel  Jus.  canon,  lib.  3,  lit,  28,  n.  2. 

(12)  Pichler,  Jus  canon,  lib,  -3,  tít.  3B,  n.  1. 

(13)  Reinffenstuel,  lug.  cit. 

(14)  Pichler,  íug.  cit. 

(15)  Ley  15,  tít,  28,  part.  3. 


(1)  Gl.  2  de  dicha  ley  15. 

(2)  Ley  17,  ff.  de  legationibus. 

(3    Ley  9  ff-  de  obseq.  parent,  et  patron,  prest. 

(4)  Ley  9,  §  3,  ff.  de  R.  d. 

(5)  Deuterniiomio,  cap.  19,  v.  4,  y  27,  v.  17. 

(6)  Leyes  30,  tit.  14,  part.  7,  y  3  ff.  de  term.  miitQ, 

(7)  Merzenl'L'ldt,  lug.  cit.  y  Kees,  lib.  2,  lit.  de  su  inslit. 
{&)  Ley  18,  ff.  de  Jus.  vocando. 

(a)  S  10.  »lí;t-  de  R.  d. 
(10)  Vinnio  en  dicli.  §. 
l|i)  Dereí  ho  de  gentes,  lib.  1 ,  cap.  20,  n.  235. 

(12)  Ley  H,  tit.  28,  part.  3. 

(13)  Ley  2,  tít.  28,  part.  3. 

(14)  Ley  3  id. 
(15    Ley  2  id. 

(1 6)  Curia Filip. Coaierc.  naval, cap.  1, n.  1 , citando á ley 28,  tit. 9, part.  S. 

(17)  Ley  3  cit. 
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/a  navegación  y  en  la  pesca  (i);  es  inagotable,  y  basta  para 
satisfacer  las  necesidades  de  todos  los  hombres  :  ninguna 
nación  puede  apoderarse  con  justo  título  de  su  imperio, 
porqueta  naturaleza  nunca  concede  el  derecho  de  apro- 
piarse aquellas  cosas  que  en  el  estado  de  comunión  po- 
dían satisfacer  las  necesidades  de  todos  (2).  Escriche  ase- 
gura (3)  que  en  los  tratados  de  paz  y  comercio  se  han 
fijado  en  generala  dos  leguas  de  costa  la  distancia  á  que 
se  extiende  el  dominio  respectivo  de  cada  soberano  cuyos 
estados  baña  el  mar.  Vattel  (4)  advierte  sobre  este  punto, 
que  no  es  fácil  determinar  á  qué  distancia  puede  extender 
una  nación  sus  derechos  sobre  los  mares  que  la  rodean  : 
que  cada  Estado  debe  disponer  en  este  punto  lo  que  juz- 
gue mas  útil  con  respecto  á  los  ciudadanos  entre  sí,  ó  á 
sus  negocios  con  el  soberano;  que  de  nación  á  nación  todo 
lo  que  puede  decirse  mas  racional  es,  que  generalmente 
el  dominio  del  Estado  sobre  el  mar  vecino,  alcanza  á  toda 
la  distancia  que  necesite  para  su  seguridad  y  para  hacerse 
respetar;  por  último  concluye,  que  en  el  dia  todo  el  es- 
pacio de  mar  inmediato  alas  costas  hasta  donde  alcanza 
el  tiro  de  cañón,  se  mira  como  parte  del  territorio. 

9.  —  Conforme  al  derecho  de  las  Partidas,  la  ribera  del 
mar  es  cosa  común  ;  pero  en  opinion  de  Vattel  (5),  sus 
costas  pertenecen  incontestablemente  á  la  nación  dueña 
del  país  de  que  hacen  parte  y  son  cosas  públicas.  Si 
Jos  jurisconsultos  romanos,  añade,  las  colocaban  en  la 
clase  de  las  comunes  á  todos,  es  únicamente  con  res- 
pecto á  su  uso  ;  pero  no  debe  inferirse  que  las  mirasen 
como  independientes  del  imperio,  porque  infinitas  leyes 
demuestran  lo  contrario.  Como  quiera  que  sea,  en  la  ri- 
bera del  mar  cualquiera  puede  hacer  casa,  ó  cabana  ú  otro 
edificio  moderado  de  que  se  aproveche,  de  manera  que 
por  él  no  se  embargue  el  uso  público  y  común  (6)  ;  y  si 
en  ella  encontrase  edificio  de  otro,  no  puede  derribarlo 
ni  usarlo  sin  su  permiso;  aunque  si  lo  derribase  el  mar  ó 
algún  hombre,  ó  se  cayese,  bien  podrá  otra  persona  dis- 
tinta de  la  que  lo  derribó,  edificar  en  el  mismo  lugar  (7). 
También  puede  cualquiera  en  la  ribera  del  mar  hacer 
aderezar,  detener,  atar  naves,  velas  y  redes,  enju- 
garlas y  poner  mercaderías  y  pescado,  beneficiarlo  y 
venderlo,  y  hacer  otras  cosas  semejantes  y  necesarias  á  su 
uso  (8). 

10.  —  Éntrelas  cosas  públicas  se  ha  dicho  que  unas  se 
eservaron  para  cubrir  las  necesidades  del  Estado  y  otras 

son  de  uso  común  á  todos  los  cuidadanos.  En  la  primera 
clase  se  comprenden  las  rentas  nacionales,  de  Jas  que  en 
nuestro  sistema  de  gobierno  unas  son  generales  y  perte- 
cen  á  la  federación,  y  otras  particulares  y  corresponden 
á  los  Estados.  También  son  bienes  nacionales  las  fincas  rús- 
ticas y  urbanas  que  en  cualquier  tiempo  perteneciesen  á 
la  hacienda  pública  (9). 

.1)  Vattel,  derec.  de  gent.  lib.  1,  cap.  23,  n.  251.  Azuni,  derecho  rwi- 
tinio,  pane  1,  cap.  2,  an.  1. 

(2)  Dicción  de  legisl.  art.  Mar.     "s 

(3)  Lug.  cit.  n.  289  y  siguientes. 

(4)  En  el  mismo  lugar.  r 

(5)  Ley  4.  tit.  28,  part.  3. 
(6Í  Ley  3  al  fin  id.  id. 

(7)  Ley  4  cit.  Hevia  Bolafios,  cnmerc.  naval,  cap.  1,  n  32 
(*)  Ley  4  al  fin,  tít.  28,  part.  3.  Hevia  Bolanos,  lug.  cit.  n.  29. 
(9)  Los  terrenos  de  la  nación  que  no  siendo  de  propiedad  particular,  ni 
pertenecientes  á  corporación  alguna  ó  pueblo,  pueden  ser  colonizados,  se 
han  ofrecido  con  tal  objeto  á  los  naturales  y  extranjeros  que  quieran  veri- 
ficarlo cun  arreglo  á  las  leyes  y  reglamentos  vigentes  y  á  lo  dispuesto  en 
la  de  18  de  agosto  de  1824.  Sobre  esto  pueden  verse  además  la  ley  de  5 
de  abril  de  1830,  los  decretos  de  21  y  26  de  noviembre  de  <823,  y  6  de 
febrero  y  13  de  abril  de  1834,  la  providencia  de  la  secretaría  de  justicia 
de  23  de  abril,  y  la  circular  de  la  misma  de  3  de  mayo  de  1833,  insertas 
ambas  en  la  Recopilación  de  Arrillaga.  tom.  1,  pág.  89  y  132,  decreto  de 
4  do  abril  de  1837.  También  deben  tenerse  presentes  el  art.  61  de  la  orde- 
nanza de  Intendentes,  y  el  decreto  de  4  de  enero  de  1813  y  los  demás  de 
que  so  liará  mérito  en  c!  cuerpo  de  esta  obra. 


11. — Son  cosas  públicas  de  la  segunda  especie  conforme 
á  la  ley  de  Partida  (1),  los  rios,  los  puertosy  caminos  pú- 
blicos, de  los  que  pueden  hacer  uso,  no  solo  los  naturales 
de  aquellas  tierras  donde  se  hallen,  sino  también  los  extran- 
jeros (2),  á  menos  que  exista  alguna  ley  municipal  ó  cos- 
tumbre que  limite  el  uso  á  ciertas  y  determinadas  perso- 
nas. Puede  definirse  al  rio,  diciendo  que  es  un  conjunto 
de  aguas  que  corre  perpetuamente  ó  desde  tiempo  inme- 
morial, contenido  dentro  de  dos  riberas.  Se  diferencia  del 
torrente,  en  que  este  es  efecto  de  lluvias  abundantes  ó 
derretimientos  extraordinarios  de  nieves,  de  modo  que  solo 
corre  un  corto  tiempo  y  deja  seco  su  álveo  la  mayor  parte 
del  año  (3).  Los  rios.  dice  Parladorio,  citando  unas  leyes 
romanas  (4),  son  públicos  cuando  no  se  extinguen  hasta 
entrar  en  el  mar,  ó  solos,  ó  juntos  con  otros  ;  y  privados, 
cuando  únicamente  pueden  servir  para  regar  campos  y 
heredades,  etc.,  por  tener  su  principio  y  fin  entre  fundos 
de  particulares.  Como  el  bien  individual  debe  ceder  al  pú- 
blico, no  se  permite  que  se  haga  en  los  rios  ni  en  sus  ri- 
beras ningún  edificio  que  impida  la  navegación  ó  embar- 
gue su  uso  común  ;  y  si  se  hiciere  ó  ya  estuviese  hecho, 
deberá  arruinarse  dentro  de  treinta  dias  útiles  á  costa  del 
que  lo  hizo,  pagando  además  una  multa,  á  no  ser  que  tu- 
viere permiso  para  el  objeto  (o)  Pero  no  resultando  per- 
juicio al  común,  ni  incomodidad  á  otro,  puede  cualquiera 
del  pueblo  hacer  molino  ó  aceña  en  el  rio,  sin  que  pueda 
impedirlo  el  dueño  de  otro  molino  que  ya  estuviere  hecho, 
bajo  el  pretexto  de  que  se  disminuirá  la  renta  del  suyo  (6): 
y  si  por  los  rios  en  que  hay  presas  de  molinos,  hubiese 
de  enviarse  á  los  puertos  de  mar  alguna  madera  para 
construcción  de  bajeles,  se  removerá  á  costa  de  su  dueiío 
cualquier  embarazo  que  aquellos  presenten  á  beneficio  de 
la  marina,  cuyo  objeto  es  por  demás  interesante  al  Es- 
lado  (7).|Cualquier  pueblo  ó  persona  particular  puede  á  su 
costa  edificar  puentes  en  los  rios,  pero  sin  exigir  por  ello 
peaje  ni  otro  tributo,  no  pudiendo  ninguno  impedir  su 
construcción  aunque  tenga  barcos  ó  algunos  derechos  en 
el  rio,  bajo  las  penas  especificadas  en  las  leyes  que  se  ci- 
tan (8). 

12.  —  Las  riberas  del  rio  y  su  arena  son  propiedad  de 
aquellos  cuyas  fuesen  las  heredades  confinantes;  pero  cual- 
quiera puede  usar  de  ellas  ligando  sus  naves  á  los  árboles 
allí  plantados,  poniendo  sus  mercaderías  y  pescados,  ven- 
diéndolos, enjugando  sus  redes  y  haciendo  cuanto  sea  con- 
cerniente al  oficio  de  que  subsiste  (9).  Los  árboles  de  la 
ribera  del  rio  pertenecen  igualmente  al  dueño  de  aquella, 
el  que  puede  cortarlos  ó  hacer  lo  que  quisiere,  cuando  á 
ellos  no  estuviere  atada  alguna  nave,  ó  llegasen  á  atarla, 
pues  si  ejerciese  su  derecho,  en  uno  y  otro  caso  estorba- 
ría ó  impediría  el  uso  común  de  la  ribera  (10). 

13. — Entre  los  bienes  de  universidad,  los  que  merecen 
preferentemente  mencionarse,  son  los  pertenecientes  al 
común  de  alguna  ciudad,  villa  ó  pueblo.  Estos,  de  la  misma 
manera  que  las  cosas  públicas,  son  de  dos  maneras,  unos 
que  no  se  usan  por  todos,  y  solo  son  administrados  por  el 
ayuntamiento  ó  concejo  del  pueblo,  y  sus  productos  se  de- 
dican á  la  utilidad  pública  (ti);  y  otros  que  solo  sonde  uso 

(1)  Ley  6,  tít.  28,  part.  3. 

(2)  Ley  cit. 

(31  Escriche,  dicción,  de  legisl.  art.  Rio. 

h)  Différent.  54,  n.  3,  y  ley  1,  S  3,  ff.  de  fluminibus,  y  \  §  3  ff.  Ut  in  Hum, 
pub.  nav.  liceat. 

(5)  Ley  8,  lit.  28,  part.  3,  y  2,  tít.  10,  lib.  7,  R.  ó  6,  tít.  2(5,  lib.  7,  N. 

(6)  Ley  18.  tít.  32,  part.  3. 

(7)  Hevia  Bolanos,  lug.  cit.  n.  26. 

(8)  Ley  9,  tít.  H.lib.  6,  R.,  ó  7,  tít.  20,  lib.  6,  Nov. 

(9)  Ley  6,  lit.  28,  part.  3. 

(10)  Ley  7,  tít.  28,  part,  3 

(11)  Ley  10  id.  id. 
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comnn  á  los  moradores  de  aquel  lugar,  tanto  pobres  como 
lieos,  y  de  los  que  no  pueden  usar  los  de  otra  tierra  contra 
la  voluntad  y  prohibición  de  ios  primeros  (1) 

14. — Pertenecen  ala  primera  de  estas  clases  los  propios 
y  arbitrios  de  los  pueblos.  Son  los  primeros  aquellos  bie- 
nes que  por  algún  título  corresponden  al  común  de  cada 
pueblo,  y  cuya  renta  está  destinada  á  la  conservación  del 
estado  civil  y  establecimientos  municipales,  comprendién- 
dose también  bajo  el  mismo  nombre  aquellas  cosas  decla- 
radas portales,  en  virtud  de  algunas  disposiciones  legales. 
Arbitrios,  son  ciertos  derechos  impuestos  por  la  autoridad 
suprema,  sobre  los  comestibles  y  efectos  comerciales  en 
los  pueblos,  que  ó  carecen  de  propios,  ó  son  estos  tan  es- 
casos, que  no  alcanzan  para  las  atenciones  municipales. 

15. — La  administración  é  inversion  de  los  caudales  de 
propios  y  arbitrios,  está,  como  se  ha  indicado,  á  cargo  de 
los  respectivos  ayuntamientos,  con  arreglo  á  las  leyes  y 
ordenanzas  (2),  en  conformidad  á  las  cuales,  en  cada  uno 
de  ellos  debe  establecerse  con  tal  objeto  una  comisión  de- 
nominada Junta  de  hacienda, compuesta  del  alcalde,  presi- 
dente, un  síndico  y  de  cierto  número  de  regidores  para 
promover  lo  que  sea  mas  útil  al  común  (3).  Estos  tienen 
facultad  solamente  para  administrar,  pero  de  ningun  modo 
para  enajenar  los  bienes  de  la  comunidad  (4)  ni  para  gra- 
varlos con  censos,  á  no  ser  que  preceda  licencia  del  sobe- 
rano (5);  no  presumiéndose  que  intervino  esta  aun  cuando 
trascurra  mucho  tiempo  desde  que  se  verificó  la  enajena- 
ción, á  no  ser  el  de  cien  años,  pues  con  esta  antigüedad  ya 
cabe  la  presunción  de  haberse  obtenido  el  correspondiente 
permiso  (6).  Igual  solemnidad  es  necesaria  para  las  tran- 
sacciones sobre  pleitos  en  que  disputen  los  ayuntamien- 
tos acerca  de  la  propiedad  de  los  pastos  ú  otros  bienes  pú- 
blicos. 

16.— La  administración  de  los  propios  y  arbitrios  abraza 
tres  puntos  principales,  en  cuyo  buen  desempeño  se  cifra 
el  acertado  gobierno  de  este  ramo  :  1.°  Arrendamiento  de 
las  fincas  de  propios  y  de  todos  los  demás  ramos  que  cons- 
tituyan el  haber  municipal.  2."  Buena  y  legítima  inversion 
de  sus  entradas  consignando  cada  una  de  ellas  á  sus  dife- 
rentes objetos.  3.°  Formación  de  cuentas  y  su  rendición  de 
un  modo  público  y  solemne  para  que  los  habitantes  del 
pueblo  queden  persuadidos  del  buen  manejo  de  sus  con- 
cejales. No  nos  encargamos  de  cada  uno  de  estos  puntos, 
por  ser  ajeno  de  nuestro  propósito  el  explayarlos,  así  como 
el  de  manifestar  los  vicios  y  defectos  que  en  la  actualidad 
tienen  los  ayuntamientos  bajo  el  pié  en  que  se  encuentran 
montados  ;  y  solo  advertiremos  por  via  de  paso,  que  está 

(1)  Ley  9  id.  id. 

(2)  An.  2,  cap.  1  del  decreto  de  23  de  junio  de  1813.  Por  el  art.  64  del 
decreto  de  9  de  octubre  de  1812,  se  quitó  á  las  audiencias  el  conocimiento 
que  acerca  de  los  asuntos  gubernativos  y  económicos  de  sus  provincias 
les  competía  conforme  á  las  leyes  antiguas. 

(3)  Art.  30  de  la  Ordenanza  de  Intendentes. 

(4)  Leyes  234  del  Estilo,  15,  til.  5,  part.  5,  ylyll.tít.  7  lib.  7  R.  ó  2  y  9 
tit.  2).  lib.  7  Nov.  El  interés  del  Estado,  dice  Vüttel  (derecho  de  gentes, 
lib.  1,  cap.  20,  n.  24),  exige  que  no  se  disipen  los  bienes  de  las  comuni- 
dades, y  esto  da  al  soberano  un  derecho  para  impedir  su  enajenación, 
como  encargado  de  velar  en  el  bien  público,  Pov  consiguiente,  añade,  con- 
viene mucho  en  un  esludo  ordenado,  que  sea  inválida  la  enajenación  de  los 
bienes  de  comunidad,  si  no  interviene  en  ella  consentimiento  del  superior. 

("¡1  Carta  acordada  del  consejo  de  3  de  julio  de  1761  inserta  en  el  Tea- 
tro de  la  legislación,  tom.  24,  .pág.  379.  Según  esta  disposición,  no  eran 
responsables  los  propios  ds  los  pueblos  a  los  censos  con  que  se  les  hu- 
biese gravado  sin  licencia  superior,  aun  cuando  las  cantidades  de  eslos  se 
hubiesen  convertido  en  beneficio  común;  pero  en  este  caso  creemos  debe 
decirse  lo  contrario  conforme  á  la  ley  3,  tít.  1,  part.  5,  y  al  art.  34  de  la 
Ordenanza  de  Intendentes.  El  auto  22,  tít.  19,  lib.  2  R.  ó  nota  6,  tít.  1 5,  lib.  10, 
TJov.,  ordenaba  á  los  escribanos  de  cámara  del  consejo,  que  no  recibiesen 
petición  alguna  de  ciudad,  villa  ó  lugar,  universidad  ó  colegio,  para  que  se 
les  dé  licencia  de  tomar  á  censo  cualquier  cantidad  de  maravedís  por  cual- 
quiera causa  que  fuese,  sin  que  en  ella  y  en  el  acuerdo  ó  poder  que  se 
presentare,  se  expresasen  los  censos  que  pagaba  y  facultades  que  se  ha- 
bían dado. 

(6)  Molina  de  Primogenitis,  lib,  8,  cap.  7,  n.  51. 


prohibido  por  la  ley  10  al  fin,  tít.  10,  lib.  4  de  la  Recop. 
de  Indias,  que  se  entregue  álos  regidores  alguna  suma  de 
dinero  sin  que  previamente  afiancen  su  manejo  y  se  obli- 
guen expresamente  á  rendir  cuentas  y  cubrir  sus  alcances. 

17.  —  Los  reparos  menores  que  necesiten  los  edificios  y 
fundos  del  común,  se  costearán  del  tanto  señalado  en  los 
reglamentos  para  gastos  extraordinarios,  sin  dar  lugar  á 
que  se  inutilicen  y  se  hagan  mas  costosos;  pero  en  cuanto 
á  las  obras  mayores,  se  representará  á  su  debido  tiempo  á 
la  superioridad,  formando  para  cada  una  expediente  con 
la  debida  justificación  (1).  En  los  casos  en  que  por  cual- 
quier accidente  ocurriese  necesidad  urgente  de  repararlas 
para  evitar  mayor  perjuicio  ó  diminución  en  sus  produc- 
tos, previo  el  correspondiente  reconocimiento  y  tasación 
del  costo,  se  podrá  mandar  librar  del  fondo  de  propios  lo 
necesario,  debiendo  formalizarse  expediente  para  acredi- 
tar (a  necesidad  y  utilidad  de  la  obra,  y  modo  de  practi- 
carse por  arriendo  ó  administración,  según  se  proporcione 
y  parezca  mas  ventajoso,  el  cual  se  remitirá  después  á  la 
superioridad,  para  que  examinándose,  recaiga  la  aproba- 
ción competente,  quedando  responsable  el  ayuntamiento 
en  caso  de  calificarse  abuso,  colusión  ú  otro  vicio  (2). 

18.  —  La  segunda  especie  de  cosas  pertenecientes  á  las 
ciudades,  son  aquellas  de  que,  como  ya  dijimos,  pueden 
usar  todos  sus  vecinos  sin  distinción  de  clases,  y  no 
otros  (3)  ;  cuya  taxativa,  dice  López,  la  induce  la  division 
del  territorio.  La  citada  ley  de  Partida  pone  por  ejemplo 
de  esas  cosas  las  fuentes  públicas,  las  plazas,  los  mercados, 
las  casas  de  cabildo,  los  arsenales  de  las  riberas  de  los 
rios,  Jos  ejidos,  las  calzadas,  los  montes,  las  dehesas  y  to- 
dos los  demás  lugares  semejantes  á  estos  que  estén  esta- 
blecidos para  beneficio  común  de  las  ciudades  y  villas. 
Ejido  se  llama  el  campo  que  está  á  la  salida  de  las  ciuda- 
des, pueblos  y  lugares,  y  que  no  se  cultiva  ni  siembra.  Su 
extension,  según  la  ley  (4),  debe  ser  tanta  cuanta  se  nece- 
site, para  que  en  el  caso  de  que  crezca  la  población,  siem- 
pre quede  bastante  espacio  para  que  la  gente  se  pueda  re- 
crear y  salir  los  ganados  sin  hacer  daño  ;  sobre  lo  cual  es 
claro  que  no  puede  darse  regla  fija,  sino  que  todo  debe  ser 
arbitrario,  en'atencion  á  las  circunstancias  de  la  grandeza 
de  las  ciudades,  número  de  sus  habitantes,  etc.  (5).  A  los 
pueblos  de  indios  deben  darse  por  fundo  legal  para  sus  se- 
menteras, seiscientas  varas  al  rededor  de  la  población  pol- 
los cuatro  vientos,  ó  las  que  necesitasen  si  fueren  de  mas 
que  de  ordinaria  vecindad,  de  modo  que  los  indios  siembren 
y  vivan  sin  escasez  ni  limitación.  Las  estancias  de  ganados 
han  de  ser  apartadas  de  estos  pueblos  mil  y  cien  varas, 
medidas  estas'y  aquellas  desde  la  iglesia  del  pueblo,  y  no 
desde  la  última  casa.  Si  se  siguiere  perjuicio  de  la  adju- 
dicación de  estos  terrenos,  así  á  las  tierras  de  repartimiento 
de  los  mismos  indios,  como  á  las  de  los  labradores,  se  in- 
demnizará á  unos  y  otros  alargando  sus  distancias  para  el 
paraje  que  se  reconociere  mas  á  propósito  y  menos  gra- 
voso á  ambas  partes  ;  y  no  habiendo  tierras  de  reparti- 
miento de  Jos  indios  ni  de  composición  de  los  labradores  de. 
que  poderse  resarcir  el  perjuicio,  se  hará  de  las  pertene- 
cientes á  la  nación,  con  tanta  igualdad,  que  ni  á  unos  ni  á 
otros  se  dé  motivo  de  queja  ni  á  que  se  susciten  pleitos, 
antes  bien  se  use  con  todos  de  equidad,  alentándoles  aque 
cada  uno  se  contenga  en  sus  linderos,  y  atendiendo  espe- 

(1)  Orden  de  10  de  julio  de  1788  inserta  en   el  Teatro  de  legislación, 

'T^Art^ytsdel  decreto  de  16  de  noviembre  de  1786  inserto  en  el 
mismo  tomo  de  la  obra  citada,  pág.  417. 

(3)  Ley  9,  tít.  28,  part.  3. 

(4)  G!.  6  de  dicha  ley  9. 

(5)  Ley  13,  tít.  7,  lib.  4  Rec.  de  lnd. 
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cialmente  al  bien  y  provecho  de  los  indios  (1).  Una  dispo- 
sición posterior  ordena  (2)  que  á  los  pueblos  de  indios  se  les 
dé  sitio  que  tenga  comodidad  de  aguas  y  tierras  y  montes, 
salidas  y  entradas  para  que  hagan  sus  labranzas,  y  un  ejido 
de  una  legua  donde  pasten  sus  ganados.  Por  último  so- 
bre este  punto,  atendiendo  á  que  el  juicio  que  promueven 
los  indios  para  que  se  les  midan  las  seiscientas  varas  del 
tundo  legal,  cuando  se  encuentran  defraudados  por  haberse 
introducido  en  ellas  los  colindantes,  es  de  los  que  en  dere- 
cho se  conocen  con  el  nombre  de  dobles,  en  que  todos  ha- 
cen las  veces  de  actores  y  reos;  y  que  siendo  como  es,  in- 
dividuo y  universal,  de  no  seguirse  en  el  juzgado  á  quien 
corresponda  el  pueblo,  resultaría  el  inconveniente  deque 
aquellos  infelices  litigarían,  siendo  los  colindantes  de  dis- 
tintos fueros,  ante  el  de  cada  uno,  dividiéndose  la  conti- 
nencia de  la  causa,  y  dando  ocasión  á  que  unas  personas 
qiie  tanto  favorecen  las  leyes,  abandonaran  un  derecho 
tan  recomendable  por  ellas  mismas  ;  en  cambio  de  evitar 
los  gastos  y  dilaciones  que  les  habían  de  producir  tales 
instancias,  se  resolvió  que  la  justicia  ordinaria  deba  cono- 
cer privativa  y  exclusivamente  de  dichas  instancias,  sea 
cual  fuese  el  fuero  de  los  colindantes  (3). 

19.  —  Los  montes,  pastos  y  aguas  (4)  de  un  pueblo,  son 
comunes  á  todos  sus  vecinos,  en  cuyo  número  se  com- 
prenden los  aldeanos  (o),  los  que  pueden  gozar  libremente 
y  traer  allí  sus  ganados  (6),  tomar  la  fruta  silvestre  que 
produzcan,  llevar  plantas  para  poner  en  sus  heredades  y 
estancias  (7)  y  cortar  madera  de  los  montes  para  su  apro- 
vechamiento (8).  En  atención  á  estas  disposiciones,  la  au- 
diencia de  Méjico,  usando  de  la  facultad  que  le  concedía 
la  ley  9,  tít.  17,  lib.  4  de  la  Recop.  de  Indias,  acordó  en 
20  de  mayo  de  1756,  se  previniese  á  las  justicias,  no  per- 
mitiesen se  perjudicase  en  los  pastos  á  los  dueños  de  es- 
tancias y  montes  ;  pero  que  estos  no  impidiesen  á  los  in- 
dios el  entrar  en  ellos  al  corte  de  todas  aquellas  especies 
de  leña  y  maderas  que  necesitasen  para  sus  propios  usos  y 
el  de  sus  familias,  fábricas  y  reparo  de  sus  casas  y  jacales, 
como  también  en  el  de  sus  iglesias  ;  bien  entendidos  de 
que  no  por  este  beneficio  habían  de  talar,  destruir  ó  des- 
trozar los  árboles  ni  causar  ningún  perjuicio,  pues  caso 
que  se  hiciese  constar,  á  mas  de  que  se  procedería  contra 
ellos  con  todo  rigor,  quedarían  privados  de  no  poderse 
aprovechar  en  lo  sucesivo;  cuya  pena  y  prohibición  se  ex- 
tendió asimismo  contra  los  que  intentasen  el  corte  de  ma- 
co Alvarez,  Inst.  2,  tít.  1. 

(2)  Ordenanza  del  marqués  de  Falces  (que  se  transcribe  adelante),  y 
fué  hecha  en  26  de  mayo  de  1567,  inserta  en  los  autos  de  Releña,  ¡jnmer 
foliage,  n.  122.  Leyes  12  y  18,  lit.  2,  lib.  4  y  20,  til.  3,  lib.  6  Rec  de  Ind. 
Cédulas  de  4  de  junio  de  1U87  y  12  de  julio  de  1695,  insertas  en  la  citada 
obra,  último  foliage  núm.  382. 

(31  Cédula  de  15  de  octubre  de  1713,  recop.  en  la  misma  obra,  último 
fol.  384.  Véase  sobre  esta  materia  el  art.  61  de  la  Ordenanza  de  Inten- 
dentes- 

(4)  Cédula  de  14  de  mayo  de  180*. 

(5)  La  ley  G3,  tít.  2,  lib.  3,  Rec.  de  Ind.  prevenía  el  nombramiento  de 
un  juez  que  repariiese  las  aguas  á  los  indios  para  que  rieguen  sus  tierras, 
Chaozas,  sementeras,  y  abreven  los  ganados.  La  ley  11,  til  7,  lib.  i  id., 
ordena  que  el  mismo  orden  que  los  indios  tuvieren  en  la  division  y  re- 
partimiento de  aguas,  se  guarde  y  practique  entre  los  españoles,  cutre 
quienes  eetuvieren  repartidas  y"  señaladas  las  tierras,  interviniendo 
para  esto  los  mismos  naturales  que  ames  los  teman  á  su  cargo,  con 
cuyo  parecer  sean  regadas  y  se  dé  á  cada  uno  el  agua  que  deben 
tener  sucesivamente  de  uno  en  otro,  pena  de  que  al  que  quisiere  preferir, 
y  la  tomase  y  ocupase  por  su  propia  autoridad,  le  sea  quitada  liaría  que 
todos  los  inferiores  á  él  rieguen  las  tierras  que  tuvieren  señaladas.  En 
las  cédulas  de  18  de  noviembre  de  1803  y  22  de  junio  de  1807,  está  de- 
clarado que  el  vecindario  de  las  ciudades  es  el  único  dueiío  de  todas  las 
aguas  que  se  conducen  por  cañerías  públicas,  y  que  siempre  que  las  nece- 
site para  su  surtido,  deben  quedar  privados  de  ella  los  particulares  que  las 
gocen  por  merced  ó  concesión  del  ayuntamiento,  reintegrándoles'  las  can- 
tidades que  hubiesen  satisfecho.  Asimismo  se  prohibió  él  que  se  hiciesen 
nuevas  concesiones  ó  mercedes  por  precio  ni  sih  él,  sin  que  preceda  per- 
miso superior  é  instrucción  de  expediente. 

(6)  Ley  3,  til.  tí.,  lib.  7  K.,  ó  2  tit.  18,  lib,  6  N, 

(7)  Ley  5,  tit.  17,  lib.  4  R.  Ind. 

(8)  Ley  8  id.  id. 


dera  ó  leña  para  vender,  ó  utilizarse  en  otra  forma  que  no 
fuese  la  propuesta  de  lo  necesario  y  preciso  á  sus  propios 
usos  y  menesteres,  á  excepción  de  que_los  dueños  se  lo 
concediesen  bajo  algunos  pactos  ó  pensiones,  en  cuyo  caso 
lo  podrían  ejecutar,  cumpliéndoles  y  satisfaciéndoles  en 
lo  que  se  ajustasen,  celando  y  velando  las  justicias  el  que 
así  se  cumpliese  y  ejecutase,  pena  de  quinientos  pesos. 

20.  —  Los  que  no  sean  vecinos  no  pueden  usar  de  los 
pastos.  Así,  el  guarda  de  estos,  aunque  carece  de  jurisdic- 
ción, puede  aprehender  los  ganados  que  no  fuesen  del  lu- 
gar; pero  estos  ganados  aprehendidos  no  deben  maltra- 
tarse, retenerse  ni  encerrarse,  y  solo  por  este  medio  se 
obligará  á  sus  dueños  á  satisfacer  el  daño  justificado  con 
apreciadores,  testigos,  etc.,  y  la  pena  que  las  ordenanzas 
del  pueblo  impusieren  (1).  La  acción  para  aprehender  los 
ganados  es  popular,  y  así  cada  •vecino  puede  mover  pleito 
sobre  ello  (2),  y  los  gastos  del  pleito  se  sacarán  de  los  bie- 
nes del  concejo  (3).  Los  carreteros,  conductores  ó  arrieros 
pueden  con  sus  muías  pacer  de  camino  en  los  términos 
públicos,  y  aun  cortar  leña  para  guisar,  y  madera  para  re- 
parar y  componer  los  carros  si  se  les  rompiese  alguna 
pieza  (4);  y  sin  embargo  de  cualquiera' costumbre  (que 
está  declarada  abuso  ó  corruptela)  nada  ha  de  cobrárseles, 
exigírseles  ni  demandárseles  por  razón  de  pastos  ó  agua- 
jes, ni  impedírseles  las  detenciones  que  necesitan  hacer 
para  la  conservación  de  sus  recuas,  pena  de  doscientos  pe- 
sos por  primera  vez,  que  se  exigirá  irremisiblemente  y  se 
procederá  á  lo  demás  á  que  haya  lugar  (5). 

21.  —  En  los  montes  y  plantío  del  común,  está  á  cargo 
de  los  ayuntamientos  la  vigilancia  y  cuidado  que  prescri- 
ben las  leyes ,  debiendo  procurar  con  todo  esmero  la  con- 
servación y  reproducción  de  ellos  con  la  mas  exacta  obser- 
vación de  los  reglamentos  que  rijan  en  la  materia  en  todo 
aquello  que  noeslé  derogado  ó  modificado  por  disposicio- 
nes posteriores  (6).  En  los  términos  de  las  ciudades,  villas 
y  lugares,  deben  plantearse  montes  y  los  árboles  que  con- 
venga para  que  haya  pastos  para  los  ganados  y  abasto  de 
leña  y  madera  con  el  menor  daño  que  sea  posible  de  las 
labranzas  (7).  Los  árboles  jamás  han  de  cortarse  por  el 
pié,  pues  de  otro  modo  no  podrán  volver  á  crecer  y  ali- 
mentarse (8).  Las  autoridades  encargadas  de  este  ramo, 
han  de  visitar  cada  año  los  montes  y  cuidar  de  que  se  eje- 
cuten las  penas  establecidas  (9)  contra  los  infractores,  ó  las 
convenientes  á  su  arbitrio  (10).  Todo  esto  se  expuso  mas 
en  las  ordenanzas  de  7  y  12  de  diciembre  de  1784 ,  man- 
dando que.  no  se  cortasen  árboles  sin  la  respectiva  licencia, 
y  con  tal  que  por  cada  árbol  viejo  se  planten  tres  nuevos. 
Además  se  veda  toda  tala  y  quema  de  alamedas  públicas, 
montes,  bosques,  etc..  y  se  manda  que  cada  vecino  plante 
cada  año  cinco  árboles  en  los  sitios  que  mejor  pareciere. 
Esla  ordenanza  se  extendió  á  los  montes  de  particulares  en 
cédula  de  18  de  octubre  de  1765(1 1):  pero  posteriormente 
se  derogaron  y  anularon  en  todas  sus  partos  las  leyes  y 
ordenanzas  de  montes  y  plantíos  en  cuanto  conciernen  á 
los  de  dominio  particular,  y  en  su  consecuencia  quedaron 

(i)  Ley  14  al  priu.,  tit.  17,  lib.  4  R.  Ind.  .      fi       , 

(2)  Arg.im.  de  las  leyes  7,  lit.  i,  lib.  4  F.  R.  y  12,  tit.  7  R.  ó  Ia,  tit. 
25,  lib.  7  Nov.  La  ley  2u  al  fin,  tit  3,  lib.  6  Rec.  Ind.  permite  ú  los  Indios 
que  puedan  matar  el  ganado  que  entrare  en  sus  tierras  sin  pena  alguna. 

(3)  Aig.  de  la  10,  vers,  si  alguno,  tit.  H,  part.  3,  y  de  la  12  cit. 

(4)  Otero  de  pascáis,  cap.  29. 

(5)  Leyes  3  y  4,  lit.  19,  lib.  6,  R.  ó  3  y  4  y  nota  I,  tit.  28,  lib  .7  Nov. 
(tí)  Bando  de  19  de  julio  de  1785,  inserto  en  los  autos  de  Relena,  últ.  fot. 

n.  582. 
(7)  Art.  8,  cap.  1  del  decreto  de  23  de  junio  de  1813. 
(8    Leyes  15,  lit.  7,  lib.  7,  R.,  ó  2,  tit.  24,  lib.  7  N.,  y  16,  tít.  17,  lib.  R.  I . 

(9)  Leyes  7.  tít.  7,  lib.  7  R.,  ó  1,  tit.  24,  lib.  7  Nov.  y  14  al  lin,  tít.  17 
lib.  8,  R.  1. 

(10)  Ley  15,  tít.  7,  lib.  7,  R.,  ó  2,  tit.  2í,  lib.  7  Nov. 

(11)  Ley  16  al  fin,  tit.  Í7,  lib.  4,  ft.  L 
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los  dueños  en  absoluta  libertad  de  hacer  de  ellos  lo  que 
mas  le  acomode,  sin  sujeción  alguna  á  las  reglas  y  pre- 
venciones contenidas  en  dichas  leyes  y  ordenanzas,  te- 
niendo igual  libertad  para  cortar  sus  árboles  y  vender  sus 
maderas  á  quienes  quisieren ,  y  ni  el  Estado,  ni  cuerpo 
alguno,  ni  persona  pai'ticular,  podrá  alegar  para  estas 
compras  privilegio  de  tanteo  ó  preferencia  ú  otros  seme- 
jantes, los  cuales  también  se  derogaron,  debiendo  hacerse 
los  contratos  por  convenciones  enteramente  libres  entre  las 
partes.  Los  terrenos  destinados  á  plantío,  cuyo  sueldo  ó 
arbolado  fuesen  de  dominio  particular,  se  declararon  asi- 
mismo cerrados  y  acotados  perpetuamente,  y  sus  dueños 
con  facultad  de  cerrarlos  y  aprovechar  como  quisieren  los 
frutos  ó  travesías  de  servidumbres,  cañadas  y  abrevade- 
ros, como  también  el  disfrute  de  caza  y  pesca  (1). 

22.  —  En  materia  de  pastos  se  atiende  principalmente 
á  la  costumbre  inmemorial;  pues  aunque  la  ley  7,  tít.  29, 
part.  3,  dice  que  no  se  prescriben  las  cosas  públicas  como 
dehesas,  ejidos,  etc.,  esto  no  debe  entenderse  de  la  pres- 
cripción inmemorial  (2).  Por  consiguiente,  si  se  suscita  dis- 
puta ó  pleito  sobre  si  los  baldíos  pertenecen  al  concejo  del 
lugar  ó  á  otro  alguno,  deberá  estarse  á  la  posesión  inme- 
morial (3).  Aunque  los  actos  de  los  particulares  no  perju- 
dican regularmente  á  la  comunidad,  podrán  adquirirse,  no 
obstante,  los  pastos  por  hechos  de  sus  vecinos  (4).  Los  pas- 
tos de  los  lugares  yermos  y  despoblados,  deben  arreglarse 
ó  adjudicarse  á  los  inmediatos  (5),  y  el  pueblo  que  abunde 
de  ellos,  conceder  al  vecino  que  esté  falto  los  que  le  so- 
bren (6). 

23.  —  El  derecho  de  pastos  concedido  á  un  pueblo ,  es 
perpetuo  y  se  reputa  por  cosa  raíz,  y  sobre  él  se  puede 
constituir  censo  (7)  ;  y  si  se  concediese  á  un  particular,  solo 
se  entiende  para  el  número  de  cabezas  que  tuviere  al 
tiempo  de  la  concesión  (8). 

24.  —  En  el  uso  de  las  cosas  comunes  que  no  pueden 
servir  á  muchos  á  un  tiempo,  debe  observarse  con  mucha 
fidelidad,  como  dice  Vattel,  el  derecho  de  prevención  (9). 
Se  llama  así  la  preferencia  que  merece  el  primer  ocupante 
en  el  uso  de  esta  especie  de  cosas  de  que  está  en  cuasi  po- 
sesión (10).  Por  ejemplo,  si  yo  saco  agua  de  un  pozo  común 
ó  público,  cualquiera  persona  que  llegue  después,,  no 
puede  quitarme  para  hacer  lo  mismo,  sino  que  debe  espe- 
rar á  que  yo  concluya,  porque  uso  entonces  de  mi  derecho, 
y  nadie  puede  perturbarme  en  él,  y  aquella  persona  que 
Jo  tiene  igual,  no  puede  hacerlo  valer  en  perjuicio  del  mió, 
pues  que  obligarme  á  cesar  con  su  llegada,  seria  apropiár- 
sele mayor  y  ofender  la  ley  de  la  igualdad  (11).  Además, 

(1)  Estas  y  otras  muchas  y  larguísimas  disposiciones  que  seria  inútil  y 
fastidioso  extractar,  se  han  dado  en  diferentes  épocas  para  la  conservación 
y  aumento  de  montes  y  plantíos,  con  el  objeto  de  que  hubiese  abasto  de 
lefia  para  el  consumo  de  los  vecinos,  de  madera  para  construcción  de  ca- 
sas y  navios,  y  de  pastos  y  abrigo  para  los  ganados.  Mas  parece  que  el 
amontonamiento  de  ordenanzas,  lejos  de  contribuir  al  fomento  del  arbo- 
lado, no  ha  servido  sino  para  destruirlo  y  aniquilarlo  casi  enteramente,  así 
en  los  montes  concejales  como  en  los  particulares,  porque  en  aquellos  no 
ha  habido  vecino  que  no  haya  procurado  aprovecharse  de  sus  produccio- 
nes, sin  tomar  parte  alguna  en  promoverlas,  á  pesar  de  las  leyes  que  siem- 
pre han  sido  y  serán  impotentes  en  semejante  materia,  y  en  estos  no  ha 
podido  menos  de  amortiguarse  la  actividad  de  los  propietarios  con  la  mul- 
titud de  trabas  que  han  puesto  las  ordenanzas  mismas.  Redúzcanse  los 
montes  comunes  á  propiedad  particular;  cesen  las  formalidades  y  veja- 
ciones en  ellos,  y  luego  se  verá  cómo  prosperan,  multiplicándose  los  árbo- 
les y  pastos.  Esericke,  dic.  de  legisl. 

(2)  Decreto  de  14  de  enero  de   1812,  y  arts.  1  y  8  del  de  8  de  junio  de 
813. 

(3)  Otero,  de  pascuis,  cap.  17. 

(4)  El  mismo,  cap.  9,  n.  18. 

(5)  El  mismo,  cap.  20  y  21. 

(6)  El  mismo,  cap.  23,  núms.  14  al  18. 

(7)  El  propio  aut.,  cap.  29 

(8)  El  mismo,  cap.  24. 

(9)  El  mismo,  cap.  36. 

(10)  Derecho  de  gentes,  lib.  1,  cap.  20,  n.  250. 

(11)  Hevia  Bolaños,  comerc.  nav.,  cap.  1,  n.8, 


como  observa  Domínguez  (1),  sien  dichoso  caso  se  impi- 
dieran mutuamente  los  concurrentes ,  nacerían  discordias 
y  se  seguirían  efectos  contrarios  al  fin  y  objeto  del  derecho 
natural.  La  misma  regla  debe  observarse  con  respecto  á 
las  cosas  comunes  que  se  consumen  con  el  uso ,  porque 
pertenecen  al  primero  que  se  sirve  de  ellas,  y  otro  que  lle- 
gue no  tiene  derecho  para  despojarlo  (á).  Nadie,  pues, 
puede  prohibir  á  otro  el  uso  de  las  cosas  comunes,  y  con- 
tra el  que  lo  hiciere ,  concedía  el  derecho  romano  acción 
de  injuria  (3). 

25.  —  Bienes  particulares  ó  de  cada  uno,  son  aquellos 
que  están  en  el  patrimonio  de  cada  particular,  ya  sea  ver- 
daderamente, como  si  en  la  actualidad  tiene  dominio  en 
ellos,  ó  ya  por  ficción  cuando  la  ley  ó  el  derecho  finge  que 
una  cosa  está  en  dominio  de  uno,  no  teniendo  en  realidad 
señor  alguno,  como  v.  g.,  la  herencia  yacente  (4). 

26.  —  También  se  dividen  las  cosas  en  corporales  é  in- 
corporales :  las  primeras  son  las  materiales,  que  estando 
sujetas  álos  sentidos  externos,  pueden  verse  y  tocarse.  Las 
segundas,  las  que  no  pueden  percibirse,  porque  ellas  con- 
sisten en  el  derecho  y  facultad  que  tiene  el  hombre  para 
hacer  alguna  cosa,  el  cual  en  sí  solo  puede  concebirse  por 
el  entendimiento,  aunque  sus  efectos  se  sujeten  á  los  sen- 
tidos, como  el  derecho  de  cazar  en  un  bosque,  las  servi- 
dumbres, las  obligaciones  y  así  otras  varias.  Se  diferencian 
unas  de  otras,  además  de  la  circunstancia  expresada  en  la 
definición,  en  que  las  corporales  se  poseen  y  entregan  real 
y  verdaderamente,  y  las  incorporales  solo  impropia- 
mente (5),  por  lo  que  en  ellas  se  dice  que  solo  hay  cuasi 
dominio,  cuasi  posesión  y  cuasi  tradición,  como  explica- 
remos en  los  capítulos  siguientes.  Distínguense  también  en 
el  tiempo  necesario  para  su  prescripción  ;  y  por  último,  en 
las  acciones  con  que  las  reclamamos,  pues  para  las  unas  se 
concede  la  llamada  reivindicatoría  (ti),  y  para  las  otras  la 
confesoria  ó  negatoria  (7). 

27.  —  Las  cosas  corporales  se  subdividen  en  muéblese 
inmuebles  ó  raices.  Muebles  son  los  que  se  trasladan  de  lu- 
gar á  lugar  sin  sufrir  alteración  ni  detrimento  alguno,  ó 
por  sí  mismas,  como  ios  animales  (en  cuyo  caso,  se  llaman 
semovientes)  ó  por  medio  de  otro  como  las  inanimadas* 
Inmuebles  por  el  contrario  son  los  que  no  pueden  llevarse 
de  un  lugar  á  otro  sin  que  padezca  su  integridad.  Las  cosas 
muebles  son  preciosas  ó  no  preciosas.  Preciosas  se  llaman 
las  que  pueden  conservarse,  guardándolas,  y  merecen  mas 
estimación  por  su  valor,  construcción,  antigüedad  ú  otros 
motivos,  como  las  joyas,  los  vasos  de  oro  ó  plata,  etc.  No 
preciosas  son  las  que  no  pueden  conservarse  guardándolas, 
como  el  trigo  y  demás  semillas,  ni  merecen  especial  aten- 
ción, v.  g.,  una  alhaja  de  poco  valor  ó  común  y  ordina- 
ria (8).  De  las  inmuebles,  unas  son  natural  y  otras  civil- 
mente tales.  Inmuebles  naturalmente  se  llaman  las  que  no 
pueden  moverse  por  impedirlo  la  naturaleza,  como  los  cam- 
pos, las  casas,  etc.  :  civilmente,  son  aquellas  que  aunque 
por  su  naturaleza  pueden  moverse,  el  derecho  sin  embargo, 
las  reputa  inmuebles  por  estar  destinadas  para  la  perpetua 
utilidad  ú  ornato  de  alguna  cosa  raiz  (9). 

28.  —  Los  derechos  y  acciones  no  se  cuentan  propia- 
mente entre  los  bienes  muebles  y  entre  los  raices,  sino  que 
constituyen  una  especie  distinta  de  ambos.  Mas  como  á 

(1)  Vattel,  lugar  citado. 

(2)  Hust.  á  la  curia  com.  nav.,  lib.  3,  cap.  1,  23. 

(3)  Vattel,  lugar  citado,  núm.  251. 

(4)  Ley  13,  S  1 ,  ff.  de  injuriis,  y  2,  §  9,  ff.  Ne  quid  in  loco  publico. 

(5)  Ley  12,  tít.  28,  part.  3. 

(6)  Ley  4,  tít.  30,  part.  3. 

(7)  S  1,  Inst.  de  action. 

(8)  S  2-  eod,  Menzelfeld,  Inst.  lib.  2,  tit.  2,  S  1,  n.  3. 

(9)  Merzenfeldt,  lugar  citado,  n.  6. 
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veces  es  necesario  computarlos  en  una  ú  otra  clase  para 
varios  efectos  deJ  derecho,  advertimos,  que  siendo  rela- 
tivos acosas  raices,  se  tendrán  como  raices  y  como  muebles 
cuando  se  refieran  á  las  de  este  número  (1).  Los  censos, 
réditos  anuales  ó  pensiones,  se  reputan  bienes  raices  (2) 
aunque  sean  redimibles  (3). 

29.  —  Puede  definirse  al  dominio,  diciendo  que  es  el 
derecho  que  el  hombre  tiene  de  disponer  de  una  cosa,  y 
percibir  las  utilidades  que  produzca,  según  su  arbitrio,  si 
no  lo  impide  la  ley,  la  volunad  del  testador,  ó  algún  con- 
venio. Las  leyes  dan  también  al  dominio  el  nombre  de  pro- 
piedad (4).  Pero  como  advierte  el  Sr,  Gregorio  López  (5), 
ja  voz  dominio  es  mas  lata  y  general,  pues  comprende 
tanto  al  directo  como  al  útil  ;  siendo  así  que  la  palabra 
propiedad  solo  se  toma  por  el  directo.  De  aquí  concluye 
que  cuando  alguno  demanda  alguna  cosa  con  la  acción  rei 
vindicatoria,  no  debe  pedir  se  le  declare  la  propiedad,  sino 
el  dominio.  Este  divídese  en  directo  y  útil,  pues  que  puede 
uno  estar  separado  del  otro,  y  pertenecer  á  dos  dis- 
tintas personas.  El  directo  consiste  en  poder  disponer 
de  la  cosa,  y  el  útil  en  el  derecho  de  utilizar  sus  pro- 
ductos. 

30.  —  El  dominio  se  adquiere  de  varios  modos,  unos  que 
tienen  su  origen  en  el  derecho  de  gentes,  y  otros  en  el  civil. 
Los  primeros  se  reducen  á  tres,  que  son  :  la  ocupación,  la 
accesión  ó  agregación,  y  la  tradición  ó  entrega.  Los  se- 
gundos se  reducen  á  la  prescripción,  la  herencia,  la  dona- 
ción y  el  legado  ó  fideicomiso.  Algunos  autores  numeran 
entre  los  modos  de  adquirir  el  dominio  por  derecho  civil, 
á  ciertos  contratos,  como  la  compra  y  otros  ;  pero  en  rea- 
lidad de  verdad  ó  en  rigor,  estos  no  son  modos  sino  títulos, 
que  no  producen  efecto  mientras  no  les  sigue  la  tradición. 
Es  muy  digna  de  notarse  la  diferencia  que  se  encuentra 
entre  el  título  y  el  modo  de  adquirir  el  dominio  :  la  ad- 
quisición de  este  tiene  dos  causas,  una  próxima  y  otra  re- 
mota ;  la  próxima  es  aquella  por  la  cual  se  consigue  el 
dominio  inmediatamente,  y  remota  es  la  que  da  ocasión  á 
la  existencia  de  la  próxima  ;  v.  g.,  compro  una  alhaja  á 
Pedro,  y  este,  en  cumplimiento  de  su  obligación,  me  la 
entrega,  y  yo  adquiero  el  dominio  :  en  este  caso,  la  tra- 
dición, en  virtud  de  la  cual  me  hago  señor  de  la  alhaja, 
es  la  causa  próxima  ;  y  el  contrato  de  compra,  que  cons- 
tituyó á  Pedro  en  obligación  de  entregármela,  es  la  remota  ; 
de  modo,  que  puede  decirse  que  la  causa  próxima  se  llama 
modo  de  adquirir,  y  la  remota  titulo  (6). 

31.  —  Por  ocupación  se  entiende  la  aprehensión  que  ha- 
cemos de  las  cosas  materiales  que  no  son  de  otro,  con 
ánimo  de  retenerlas.  Se  llama  aprehensión  real,  la  ocupa- 
ción, y  esta  debe  ser  tal,  cual  la  requieran  las  circunstan- 
cias de  la  cosa;  v.  g.,  que  coja  una  fiera,  que  ponga  los 
pies  en  el  fundo,  etc.  ;  pero  se  añade,  con  ánimo  de  adqui- 
rirla para  si  ;  porque  si  falta  este,  nada  se  adquiere  pol- 
la aprehensión  sola,  de  la  misma  suerte  que  el  ánimo  solo 
no  basta  sin  Ja  aprehensión  (7).  La  razón  por  qué  se  exi- 
gen ambos  requisitos  es,  porque  mientras  la  cosa  no  se 
toma,  no  hay  motivo  para  decir  que  pertenece  á  uno  mas 
que  á  otro  ;  y  si  no  hay  ánimo  ni  intención  de  apropiár- 

;    sela,  el  acto  no  es  humano,  y  no  puede  producir  efecto 


(1)  Leyes  29  y  31,  tit.  5,  part.  5;  y  5,  13  y  siguientes,  ff.  De  action 
empli  et  venditi. 

(2)  Curia  filípica,  part.  2,  S  15»  n.  14.  A  los  dos  autores  últimamente 
citados,  pueden  ocurrir  los  que  desearen  una  enumeración  específica  de 
cosas  muebles  y  raices. 

(3)  Clément.  1,  de  V.  S.  vers  curaque  annui. 

(4)  Leyes  27  al  princ,  tit.  2,  part.  3,  y  10,  tit.  33,  part.  7. 

(5)  Glosa  5  de  dicha  ley  27. 

16)  Arg.  de  las  leyes  46  y  47,  tit.  28,  pnrt.  3. 

(7)  Arg.  de  las  leyes  22,  tit.  28,  y  2,  tit.  29,  part.  3. 


alguno  civil.  Se  añade,  finalmente,  que  la  cosa  no  ha  de 
ser  de  ninguno,  porque  ú  tuviere  dueño,  será  hurto  y  no 
ocupación. 

32.  —  Respecto  de  esta,  debe  tenerse  presente  un  axioma 
que  sirve  de  base  á  todas  sus  doctrinas  ;  á  saber,  las  cosas 
que  sonde  ninguno,  ceden  al  primero  que  las  ocupa  (i).  Si 
se  da  el  derecho  de  propiedad  al  primer  ucupante,  dice  Ben- 
tham  (2),  lo  primero,  se  evita  la  pena  de  esperanza  enga- 
ñada, la  pena  que  sentiría  al  verse  privado  de  una  cosa  que 
ha  ocupado  antes  que  todos  :  lo  segundo,  se  previenen  las 
contestaciones,  los  combales  que  podria  haber  entre  él  y  los 
concurrentes  sucesivos  :  lo  tercero,  se  producen  goces  que 
para  nadie  existirían;  porque  el  primer  ocupante,  temiendo 
perder  lo  que  habia  hallado,  no  se  atrevería  á  gozar  de  ello 
públicamente,  por  temor  de  descubrirse  á  sí  mismo,  y  nin- 
gún valor  tendría  para  él  todo  lo  que  no  pudiese  consumir 
en  el  instante  :  lo  cuarto,  el  bien  que  se  asegura  á  título  de 
recompensa,  es  un  estímulo  para  la  industria  de  los  otros, 
que  trabajarán  por  adquirir  bienes  semejantes;  y  la  riqueza 
general  es  el  resultado  de  todas  estas  adquisiciones  indivi- 
duales :  lo  quinto,  si  una  cosa  no  apropiada  no  pertene- 
ciera al  primer  ocupante,  seria  siempre  del  mas  fuerte,  y 
los  débiles  estarían  en  un  estado  de  opresión  continua.  Se 
dice  que  una  cosa  puede  ser  de  ninguno,  ó  por  naturaleza. 
como  una  fiera  en  el  monte,  ó  por  tiempo,  como  un  tesoro 
de  cuyo  dueño  no  hay  memoria;  ó  por  voluntad  del  dueño, 
quien  ha  querido  abandonarla  y  excluirla  del  número  de 
sus  bienes  :  en  todos  estos  casos  tiene  lugar  la  regla  esta- 
blecida. 

33. — Las  especies  que  hay  de  ocupación  son  tres  :  caza, 
ocupación  bélica,  é  invención.  Caza  se  llama  la  aprehen- 
sión de  bestias  fieras  ;  y  como  estas  son,  ó  cuadrúpedos,  ó 
aves,  ó  peces,  de  aquí  nace  que  la  caza  es  de  tres  mane- 
ras; pero  se  aplica  exclusivamente  la  palabra  caza,  ala 
ocupación  de  los  cuadrúpedos  y  de  las  aves;  y  la  que  se 
ejecuta  respecto  de  los  peces,  se  le  llama  pesca  (3).  Se  ha 
dicho  que  la  caza  es  de  fieras,  para  cuya  inteligencia  de- 
bemos advertir,  que  las  bestias  se  dividen  en  fieras,  man- 
sas, y  amansadas  ;  las  primeras  son  aquellas  que  no  se  co- 
gen sino  por  la  fuerza,  y  que  cuando  se  van  no  tienen 
ánimo  de  volver;  v.  g.,  un  pájaro,  un  venado,  un  tigre, 
etc-  ;  las  segundas  son  los  animales  domésticos,  como  los 
perros,  las  gallinas;  y  las  terceras  son  aquellas  que  por 
su  naturaleza  son  salvages,  pero  que  criadas  en  las  casas 
se  domestican  y  amansan,  como  los  pavos,  gallinas  mon- 
teses, etc.  :  de  todas  estas  especies,  solo  en  las  bestias  de 
la  primera  puede  recaer  la  caza,  porque  solo  las  de  esta 
clase  son  de  ninguno,  cuyo  requisito  es  indispensable  para 
la  ocupación  (4);  mas  de  ninguna  manera  pueden  ser  ad- 
quiridas de  este  modo  las  domésticas  ó  domesticadas,  por- 
que tienen  dueño,  y  seria  hurto  el  aprehenderlas  (5). 

34.— Como  Jas  fieras  no  dejan  de  ser  de  ninguno  por 
hallarse  en  fundo  ajeno,  es  claro  que  podrán  cazarse  aun- 
que se  hallen  en  las  posesiones  de  otro  ;  lo  cual  se  entiende 
con  dos  condiciones  :  la  primera,  que  no  se  haga  daño  á 
las  hembras  ;  y  la  segunda,  que  no  lo  prohiba  el  señor  del 
fundo  ;  porque  si  lo  impidiese,  como  puede,  en  virtud  del 
dominio  que  tiene  en  su  casa,  todo  cuanto  se  cazase  des- 
pués de  la  prohibición,  le  pertenece  (6). 

3o. — Cuando  muchos  concurren  á  la  caza,  como  si  uno 
hirió  á  la  fiera  y  otro  la  aprehendió,  dice  la  ley  de  Par- 
tí) Ley  5,  al  fin,  id.  id. 

(2)  Trat.  de  legisl.,  segunda  parte  del  código  civil,  cap.  1,  $  *. 

(3)  Ley  17  al  principio,  id.  id. 
h)  Leyes  citadas,  y  22  id.  id. 

(5)  Ley  24,  id.  id. 

(6)  Ley  17  citada. 
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íidd  (I),  que  pertenece  al  segundo;  mas  otra  del  Fuero 
Real,  prohibe  se  aprehenda  la  fiera  herida  mientras  la  per- 
sigue el  que  la  hirió  (2),  lo  cual,  dice  Gregorio  López  (3), 
se  observaba  en  su  tiempo,  y  que  eso  era  muy  conforme 
con  otra  ley  de  Partida  (4).  Sin  embargo,  creemos  muy 
justo  hacer  en  el  caso  las  siguientes  distinciones  :  si  la  fiera 
estaba  mortalmente  herida,  el  que  la  hirió  la  seguia,  y 
existia,  por  lo  mismo,  una  certeza  moral  de  que  la  apre- 
hendiese, adquiere  este  su  dominio,  y  si  otro  la  coge,  de- 
berá restituirla,  porque  con  la  herida  mortal  se  entiende 
que  la  cogió;  pero  si  la  herida  era  leve  de  tal  modo,  que 
la  fiera  pudiera  escaparse,  si  otro  la  coge  en  su  huida,  la 
hará  suya,  porque  no  habia  aun  perdido  su  natural  liber- 
tad ;  mas  cuando  se  dude  si  la  herida  era  ó  no  mortal,  si 
el  que  se  la  infirió  no  dejó  de  perseguirla  y  otro  la  cogió, 
deberá  entonces  dividirse  entre  ambos,  según  la  parte  que 
haya  tenido  el  segundo  en  su  aprehensión.  Del  mismo 
modo  cuando  uno  preparó  un  lazo  en  el  que  cayóla  fiera, 
según  la  ley  citada  debe  ser  del  primer  ocupante,  aunque 
Gregorio  López  advierte  que  generalmente  se  observa  lo 
contrario  (5).  Nosotros  juzgamos  mas  equitativo,  que  si  la 
fiera  cayó  en  el  lazo  á  consecuencia  de  la  persecución  de 
otro  que  la  dirigió  hacia  él,  se  divida  entre  ambos,  pues 
Jos  dos  contribuyeron  cada  uno  con  su  industria  á  la  ocu- 
pación (6).  En  la  pesca  debe  asimismo  discernirse  en  casos 
semejantes,  con.  arreglo  á  estos  principios. 

36. — Las  bestias  fieras  están  en  el  dominio  del  cazador, 
mientras  este  las  tenga  en  su  poder  ;  mas  luego  que  sal- 
gan de  él  y  recobren  su  natural  libertad,  pierde  aquel  el 
señorío  que  tenia  en  ellas,  quedan  otra  vez  de  ninguno,  y 
se  harán  de  cualquiera  que  las  ocupe  de  nuevo.  Se  en- 
tiende que  han  recobrado  su  libertad,  cuando  huyen  y  se 
alejan  tanto,  que  ya  no  se  ven,  ó  aun  cuando  se  vean  es 
imposible  cogerlas  (7).  Las  amansadas  se  consideran  como 
mansas,  mientras  observan  la  costumbre  de  ir  y  volver; 
mas  luego  que  la  abandonan,  vuelven  á  la  clase  de  fieras, 
y  se  les  aplican  las  mismas  reglas  que  á  estas  (8)  ;  y  en- 
tonces se  dirá  que  perdieron  dicha  costumbre,  cuando  no 
vuelven  á  vista  de  su  señor  ó  de  aquellos  domésticos  á  cuya 
presencia  lo  solian  hacer  (9). 

37. — Aunque  la  facultad  de  cazar  y  pescar  es  de  dere- 
cho natural,  puede  en.  el  estado  social  limitarse  ó  modifi- 
carse por  los  soberanos  en  beneficio  del  común,  como  lo 
prueba  Cobarruvias(lO).  Según  este  principio,  se  leen  va- 
rias limitaciones  en  nuestro  derecho  (11),  que  sustancial- 
mente  se  reducen  á  las  siguientes:  primera,  que  no  secaze 
en  tiempo  de  cria  :  segunda,  que  no  se  armen  cepos  gran- 
des en  los  montes  ;  y  tercera,  que  en  la  pesca  no  se  use  de 
cal  viva,  tósigo,  veneno  ú  otras  sustancias  perjudiciales. 
Acerca  de  la  pesca  en  rios  y  lagunas,  está  declarado  ser 
libre  para  hacerla,  cualquiera  que  quiera  dedicarse  a  ella, 
sin  que  pueda  ponérsele  embarazo  por  ningún  individuo 
particular,  ni  justicia,  ni  exigírsele  derechos  ó  pensiones 
voluntarias  ni  indebidas,  bajo  ningún  pretexto  (12).  Esta 
disposición  se  confirmó  por  otra  posterior  (13),  en  la  que 

(1)  Ley  21,  id.  id. 

(2)  Ley  IB,  til.  4,  lib.  3,  F.  R. 
(3 1  Glosa  1  de  dicha  ley  21. 
(i)  Ley  15,  tít.  26,  part.  2. 

(5)  En  su  glosa  3  de  la  misma  ley. 

(6)  Ferraris  Bibliot.  verb.  domiiiium,  art.  3  á  10  y  siguientes. 

(7)  Ley  19,  lit.  28,  part.  3. 

(8)  Ley  28  id.  id. 

(9)  Gregorio  López  en  la  glosa  3  de  dicha  ley. 

(10)  In  cap.  peccatum  de  reg.  jur.  in  6,  §  8. 

(11)  Leyes  1,  2,  6  y  9,  lit.  8,  lib.  7,  R.  ó  3, 1  y  8,  tít.  30,  lib.  7  Nov. 

(12  Bando  de  19  de  enero  de  1786,  inserto  en  las  gacelas  de  Méjico, 
pág.  18. 

(13)  Art.  1,  2,  4  y  5  del  decreto  de  8  de  octubre  de  1820,  declarado  vi- 
gente por  los  mejicanos  de  20  de  noviembre  de  1829,  y  23  de  Mavo  de  1832. 


al  mismo  tiempo  sobre  la  pesca  de  mar  se  declaró  tener 
libertad  para  hacerla  los  naturales  y  los  extranjeros,  su- 
jetándose á  las  reglas  establecidas  y  que  en  adelante  se 
establecieren  para  el  fomento  y  seguridad  de  la  pesca,  ma- 
triculándose en  la  lista  de  hombres  de  mar,  y  obligándose 
á  hacer  servicio  en  la  armada  nacional,  desde  la  edad  de 
diez  y  ocho  años  hasta  la  de  cuarenta,  cuando  sean  lla- 
mados por  la  ley;  con  lo  cual  cumplirán  con  la  obligación 
que  tiene  todo  ciudadano  de  hacer  servicio  militaren  el 
mismo  caso ,  y  quedarán  exentos  de  él  en  tierra.  Los 
extranjeros,  además,  para  gozar  de  este  beneficio,  necesi- 
tan obligarse  á  cumplir  las  leyes  del  país  y  renunciar  el 
fuero  de  extranjería  ;  pero  esto  no  debe  entenderse  res- 
pecto de  la  pesca  que  se  haga  en  alta  mar  (!) . 

38. — El  buceo  de  la  perla  estaba  antiguamente  conce- 
dido por  las  leyes  del  tít.  25,  lib.  4  de  la  Recopilación  de 
Indias,  con  varias  limitaciones,  y  obligación  de  pagar  á  la 
hacienda  pública  el  quinto  de  Jas  queso  sacasen,  debiendo 
antes  pedirse  para  ello  licencia  al  superior.  Después  se  ha 
declarado  absolutamente  libre  en  toda  la  República,  para 
todos  los  subditos  de  ella  ;  lo  mismo  que  la  pesca  de  la  ba- 
llena, y  particularmente  la  de  nutria  y  lobo  marino,  en  los 
puertos,  ensenadas  y  surgideros  de  ambas  Californias.  Se 
abolieron  todos  los  derechos  municipales  y  cualesquiera 
otros  que  hayan  podido  cobrarse  con  los  nombres  de  rega- 
lías, obvenciones  y  demás,  para  los  comandantes  genera- 
les y  empleados.  Se  declararon  enteramente  libres  los  con- 
tratos que  celebren  entre  sí  los  buzos  y  armadores,  sin 
mas  restricciones  que  las  que  estipulasen.  Se  prohibió  á  los 
gobernadores,  jueces  y  empleados,  interesarse  en  este  trá- 
fico, bajo  la  pena  de  perder  el  empleo  y  las  cantidades  que 
inviertan,  las  cuales  se  aplicarán  á  la  persona  que  justifi- 
que pertenecer  á  los  dichos;  y  por  último,  se  derogaron 
las  leyes  del  título  citado,  en  cuanto  se  opusiesen  á  estas 
disposiciones  (2).  Está  por  demás  advertir,  q«e  solo  podrá 
considerarse  vigente  el  decreto  que  se  menciona  y  habla 
de  ambas  Californias,  respecto  de  la  que  aun  es  parte  del 
territorio  mejicano,  y  no  de  aquella  que  ha  pasado  á  po- 
der de  los  Estados-Unidos  del  Norte. 

39.  —  La  segunda  especie  de  ocupación,  dijimos  que  se 
llamaba  ocupación  bélica,  y  es  la  aprehensión  de  las  cosas 
de  los  enemigos  en  la  guerra,  las  cuales  las  hacemos 
nuestras  (3)  en  compensación  de  lo  que  aquellos  nos  de- 
ben, y  de  los  perjuicios  que  nos  han  causado  (4).  Alvarez 
dice  que  este  derecho  no  tiene  lugar  en  las  guerras  ci- 
viles (5).  Mas  Vattel  distingue  dos  casos  :  uno  cuando  los 
subditos  toman  las  armas  contra  el  soberano  sin  dejar  de 
reconocerlo,  en  el  cual  dice,  no  pueden  pretenderse  los 
efectos  que  el  derecho  de  gentes  atribuye  á  las  guerras 
públicas,  y  particularmente  la  adquisición  de  las  cosa', 
tomadas  en  ellas;  pero  que  sin  embargo,  os  bienes 
muebles  que  tome  el  enemigo,  se  reputan  por  perdidos 
para  los  propietarios,  por  la  dificultad  de  reconocerlos,  y  á 
causa  de  los  inconvenientes  que  originaria  su  reclamación. 
El  otro  caso  se  verifica,  cuando  la  nación  se  divide  eu  dus 


(1)  Art.  16  del  citado  decreto.  Siendocomuu  á  todos  los  hombres  el  uso 
del  mar,  las  leyes  que  prescriben  el  modo,  tiempo  y  máxinus  con  que  se 
ha  de  pescar,  solo  pueden  regir  en  las  costas  ó  riberas,  rios,  lagos,  estan- 
ques y  pesquerías  determinadas,  y  no  en  alta  mar,  donde  es  inagotable  la 
pesca,  y  puede  cada  uno  pescar  como  mas  le  conviniere.  —  (Escricli., 
dico.  art.  pesca.) 

(2)  Decreto  de  6  de  abril  de  1811. 

(3)  Ley  20,  tít.  18,  part.  3.  . 

(4)  Alvarez,  Inslil.  lib.  2,  tít.  1,  §  4,  asigna  por  fundamento  de  la  ocu- 
pación bélica,  la  ficción  del  derecho  romano,  que  supone  ser  de  ninguno 
las  cosas  del  enemigo.  Nosotros,  atendiendo  á  que,  como  ha  demostrado 
Beniham  (trac,  de  legil.  tom.  1,  cap.  13,  la  ficción  no  es  razón),  hemos 
dado  la  que  trae  Vattel,  que  es  ciertamente  mas  fundada  y  filosófica. 

(5)  Lugar  citado. 
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partidos  absolutamente  independientes,  que  ya  no  recono- 
cen superior  común  :  entonces  los  beligerantes  se  consi- 
deran como  dos  naciones  indiferentes,  que  tienen  la 
obligación  de  observar  entre  sí  las  leyes  comunes  de  la 
guerra,  que  impone  la  razón  natural  á  un  estado  para 
con  otro  (1).  El  enemigo  tiene  también  derecbo  de  reco- 
brar las  cosas  que  le  ban  sido  tomadas;  pues  siendo  noso- 
tros también  enemigos  respecto  de  él,  si  las  recobra  no 
comete  hurto  (2). 

40.  —  El  dominio  de  las  cosas  tomadas  á  los  enemigos, 
se  adquiere  habiéndolas  tenido  una  noche,  ó  puéstolas  en 
seguridad  durante  el  dia,  y  con  las  mismas  condiciones 
adquieren  ellos  el  de  las  cosas  que  nos  toman  ;  de  suerte 
que  si  otro  de  los  nuestros  se  las  quita  después  de  una 
noche  de  permanencia  en  su  poder,  ó  despues  que  ellos 
las  hayan  asegurado,  no  deben  ser  del  primero  que  las 
perdió,  sino  del  que  las  rescató  (3);  pero  esto  tiene  lugar 
cuando  la  guerra  es  por  tierra,  pues  si  fuere  por  mar,  no 
se  adquiren  las  cosas  hasta  llegar  al  puerto  y  asegurarlas. 
La  razón  de  la  variedad  de  estos  derechos  consiste,  en  que 
en  tierra  es  mas  fácil  que  en  el  mar  asegurar  las  cosas 
tomadas.  Sin  embargo,  está  dispuesto  que  todo  corsario 
que  represe  un  buque  en  el  término  de  veinticuatro  horas 
de  su  apresamiento,  será  gratificado  con  la  mitad  del  valor 
de  la  presa,  quedando  la  otra  mitad  al  dueño  del  buque 
represado;  pero  si  la  represa  se  ha  hecho  pasadas  veinti- 
cuatro horas  del  primer  apresamiento,  será  todo  del  cor  • 
sario  apresador  (4). 

41 .  —  La  presa  que  se  toma  en  la  guerra,  sea  por  mar 
6  por  tierra,  no  es  de  los  soldados  que  despojan  á  los 
enemigos,  sino  del  soberano  á  cuya  costa  se  hace  (5), 
porque  él  solo  tiene  pretensiones  contra  aquellos  que  le 
autorizan  á  apoderarse  de  sus  bienes  y  apropiárselos.  Sus 
soldados  no  son  mas  que  instrumentos  con  los  cuales  hace 
valer  su  derecho.  Los  mantiene  y  los  paga,  y  todo  lo  que 
hacen,  es  para  él  y  en  su  nombre.  La  mayor  parte  de  las 
naciones  les  dejan  en  el  dia  todo  el  botin  que  pueden  hacer 
en  ciertas  ocasiones,  en  que  el  general  permite  el  pillage, 
los  despojos  de  los  enemigos  muertos  en  el  campo,  el  sa- 
queo de  un  campamento  tomado  á  viva  fuerza,  y  algunas 
veces  las  ciudades  tomadas  por  asalto.  El  soldado  adquiere 
también  en  muchos  servicios  todo  lo  que  puede  quitará  las 
tropas  enemigas,  cuando  va  en  partida  ó  destacamento, 
exceptuando  la  artillería,  las  municiones  de  guerra,  los 
almacenes  y  convoyes  de  provisiones  de  boca  y  forrajes, 
que  se  aplican  á  las  necesidades  y  usos  del  ejército  (6). 
Los  inmuebles,  las  tierras  y  las  provincias,  son  siempre 
del  soberano  (7);  pero  no  se  consuma  su  adquisición,  ni 
su  propiedad  liega  á  ser  estable  y  perfecta,  sino  por  el 
tratado  de  paz  ó  por  la  entera  sumisión  ó  extinción  del 
estado  á  que  pertenecían  (8). 


d)  Valtol,  derecho  de  gentes,  lib.  3,  n.  293. 

(2)  Alvarez,  lugar  citado. 

(3  Ley  26.  lit.  26.  part.  2,  Vattel  en  el  lugar  citado, n.  205,  dice  :  — 
l,l  soberano  esta  obligado  a  proteger  la  persona  y  los  bienes  de  sus  sub- 
ditos, y  a  defenderlos  contra  el  enemigo.  Por  consiguiente,  cuando  un 
subdito  o  parte  de  sus  bienes  hacaido  en  manos  del  enemigo,  si  por  alstin 
feliz  acá.  cimiento  vuelven  al  poder  del  soberano,  es  indudable  que  dT'be 
restituirlos  a  su  primitivo  estado,  restablecer  las  personas  en  todos  sus 
derechos  y  acciones,  entregav  los  bienes  á  los  propietarios,  y  en  una  pa- 
labra, volver  todas  las  cosas  como  estaban  antes  que  se  apoderase  de  ellas 
el  enemigo. 

-(4)  Cédula  de  24  de  setiembre  de  1624,  suprimida  en  la  Recopilación, y 
copiada  por  Salcedo  en  su  tralado  de  contrabando,  cap.  H,  n.  19,  y  el 
art.  39  de  la  4,  lit.  8,  lib.  6,  Nov.  declarada  vigente  en  la  República  como 
Sé  verá  adelante.  > 

(5)  Leyes  27  y  29,  tít.  26,  part.  2.  Como  las  leyes  5  y  6  del  mismo  título 
y  pulida,  y  la  20,  tit.  4,  lib.  6,  R.,  ó  2,  tít,  8,  lib.  6,  Nov. 

(6)  Vattel,  lugar  citado,  n.  163. 

(7)  Leyes  5  y  6  citadas. 

(8)  Vattel,  lugar  citado,  n.  497. 


42.  —  Para  conseguir  la  seguridad  de  las  embarcaciones 
nacionales,  han  procurado  las  leyes  fomentar  á  los  que  e 
apliquen  á  hacer  el  corso  (f  )  ;  y  á  mas  de  mandar  se  les 
dispense  por  el  gobierno  toda  protección  y  auxilios  para  el 
armamento  y  habibtacion  de  los  buques,  conceder  recom- 
pensas de  honor  á  las  que  se  distinguiesen  en  acciones 
particulares,  y  gratificar  á  Jos  que  logren  ventajas  sobre 
los  enemigos,  les  permitan  tomar  para  sí  todo  cuanto  co- 
gieren, haciendo  de  ellos  dos  partes,  una  de  tres  quintos 
parala  tripulación  y  guarnición  del  buque,  y  otra  de  dos 
quintos  para  la  oficialidad  (2).  Lo  cual  debe  entenderse 
siempre  que  por  los  tribunales  competentes  (3),  se  de- 
clare buena  presa,  esto  es,  hecha  con  arreglo  al  derecbo 
de  gentes  y  à  las  ordenanzas  respectivas  (4)  ;  sin  que  antes 
de  esta  declaración  pueda  el  apresador  apropiarse  ni  dis- 
traer nada  de  lo  que  tomó  (5),  excepto  cuando  algunos 
géneros  no  pueden  conservarse,  pues  entonces  se  pueden 
vender,  celebrándose  la  venta  á  presencia  del  capitán  de 
la  embarcación  apresada,  en  almoneda  pública,  con  las 
solemnidades  de  estilo,  y  con  la  intervención  del  empleado 
de  hacienda  que  nombrare  el  administrador  de  la  aduana» 
poniéndose  el  producto  en  manos  de  persona  abonada, 
para  entregarlo  á  quien  perteneciere,  después  de  senten- 
ciada la  presa  (6). 

43.  —  Lo  dicho  procede  aun  sin  la  distinción  de  si  lá. 
guerra  es  justa  ó  injusta.  No  habria,  dice  Vatlel  (~), 
cosa  estable  entre  los  hombres,  ni  seguridad  alguna  para 
comerciar  entre  las  naciones  que  están  en  guerra,  si  se 
hubiese  de  distinguir  la  justicia  ó  injusticia  de  esta,  para 
atribuir  en  un  caso  efectos  de  derecho  que  se  habían  de 
denegar  en  otro,  porque  sedaría  motivo  á  una  multitud 
de  discusiones  y  de  querellas.  Es  tan  poderosa  esla  rtzon, 
añade,  que  ha  obligado  á  atribuir,  á  lo  menos  con  respec- 
to á  los  bienes  moviliarios,  ios  efectos  de  una  guerra 
pública  á  varias  expediciones  que  no  reconocían  sino  el 
nombre,  de  latrocinios,  pero  que  eran  hechas  por  ejér- 
citos arreglados.  Mas  se  advierte  que  aquí  hablamos  del 
filero  externo;  poique  por  el  interno  ó  de  conciencia, 
deben  restituirse  al  enemigo  las  cosas  que  se  le  hubiesen 
tomado  en  guerra  injusta  (8). 

44.  —  La  tercera  especie  de  ocupación,  es  la  invención, 
la  cual  consiste  en  la  aprehensión  ,de  las  cosas  muebles  que 


(1)  Muchas  veces  se  confunde  la  denominación  de  corsario  con  la  de 
pirata,  quizá  por  razón  de  que  tienen  un  mismo  objeto:  ambos  recorren  los 
mares  con  el  objeto  de  apoderarse  de  buques;  pero  en  realidad  hay  tanta 
diferencia  entre  ellos,que  no  hay  razón  para  confundirlos.  El  pirata  recorre 
los  mares  con  un  buque  armado  sin  comisión  ni  patente  de  ningún  prin- 
cipe ni  estado  soberano,  sino  solo  por  su  propia  autoridad,  con  el  fin  de 
apropiarse  por  la  fuerza  todas  las  naves  que  encuentre.  Por  eso  se  ha  com- 
parado en  todos  tiempos  al  pirata  con  el  salteador,  sin  que  haya  entre 
ellos  otra  diferencia,  que  practicar  el  uno  sus  robos  en  el  mar,  mientras 
que  el  otro  los  ejecuta  en  tierra.  El  corsario  por  la  inversa,  es  un  simple 
particular,  que  arma  uno  ó  muchos  buques  para  enviarlos  en  corso  contra 
los  enemigos  del  estado;  pero  Bato  después  de  haber  obtenido  de  su  go- 
bierno un  permiso  auténtico,  que  se  llama  patente.  Esio  dio  lugar  á  Cas- 
saregis  para  decir  que  un  corsario  no  uuede  ni  debe  considerarse  como  un 
particular,  antes  bieii  como  que  representa  la  persona  del  principe,  y  como 
un  olicial  de  guerra,  que  relativamente  al  armamento  tiene  la  misma  eco- 
nomía y  la  misma  jurisdicción  que  el  general  de  un  ejército  Je  tierra. 
Aztini, derecho  marítimo,  part.  2.  cap. 14,  art.  7.  Entre  nosotros, las  païen  tes  do 
corso  deben  expedirse  por  el  presídeme  de  la  República,  ajustándose,  en 
lo  adaptable,  á  las  leyes  4,  5,  6  y  8  del  tít.  8,  lib.  6.  N.  R..  que  son  en  la 
actualidad  nuestras  ordenanzas  de  corso.  Asi  lo  dispone  el  decreto  de  6  de 
julio  de  1824. 

(2)  Art.  10  de  la  citada  ley  4. 

(3)  En  la  República,  los  tribunales  competentes  son  en  primera  instan- 
cia los  juzgados  de  distrito;  en  seguuda,  los  tribunales  de  circuito;  y  en 
tercera,  la  suprema  corte  de  justicia.  Art.  24  de  la  ley  de  14  de  lebrero; 
10  de  la  de  20  de  mayo  de  1826,  y  143  de  la  constitución  federal.  En  las 
leyes  citadas  puede  versé  el  modo  de  proceder  eu  eslos  juicios,  como  lo 
demás  relativo  á  la  materia. 

(41  Azum,  lugar  citado,  art.  1. 

(5)  Azuni.  lugar  citado,  art.  2. 

(6)  Art.  citado,  ley  4. 

7    Lugar  citado,  n.  196. 
.8)  Cap.  29  de  juréjuraüdo. 
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nunca  han  sido  de  ninguno,  ó  que  fueron  abandonadas 
por  su  dueño  con  in'encion  de  que  ya  no  sean  suyas  en 
adelante  :  por  este  modo  se  hacen  nuestros  el  oro,  piedras 
preciosas,  perlas  y  demás  que  se  encuentran  en  las  ribe- 
ras del  mar  ó  de  los  rios  (1).  Asimismo  las  cosas  aban- 
donadas por  sus  dueños  siempre  que  concurran  dos  cir- 
cunstancias :  1  .a  Que  estos  las  abandonen  efectivamente, 
y  2.a  que  lo  hagan  con  ánimo  de  perder  su  dominio  (2). 
Por  falta  de  la  primera  de  estas  circunstancias,  no  podre- 
mos adquirir  por  ocupación  la  propiedad  de  una  cosa, 
cuyo  señor  proteste  que  ya  no  quiere  que  sea  suya,  pero 
que  sin  embargo  la  retiene  en  su  poder  (3).  Por  defecto  de 
la  segunda  no  ganamos  el  dominio  de  aquellas  cosas  que  se 
arrojan  en  el  mar  al  tiempo  de  alguna  borrasca  con  obje- 
to de  aligerar  la  nave  (4),  ni  délas  que  caen  de  algún  carro 
cuando  va  corriendo  (5),  ni  finalmente,  de  aquellas  po- 
sesiones á  las  que  no  se  atreve  á  ir  el  dueño  por  temor  de 
ladrones  ó  enemigos  (6). 

45.  —  Por  la  invención  se  hacen  nuestros  los  tesoros. 
Tesoro  se  llama  un  depósito  muy  antiguo  de  dinero,  de 
cuyo  dueño  no  hay  noticia  ¡7);  de  donde  se  infiere,  que  si 
la  moneda  es  de  nueva  fábrica,  no  es  de  los  tesoros  de  que 
hablamos,  ni  adquirirá  cosa  alguna  el  inventor,  pues  ó 
existirá  su  dueño  ó  sus  herederos  á  quienes  se  debe  entre- 
gar (8).  Todo  el  que  intente  descubrir  tesoros  haciendo  es- 
cavaeiones  debe  pactar  primero  con  el  gobernador  la  parte 
que  haya  de  dar  al  fisco,  comprometiéndose,  y  afianzando 
el  reparar  los  daños.  Las  costas  y  gastos  serán  del  descu- 
bridor, y  este  hará  suyo  todo,  menos  la  parte  concertada 
y  el  quinto  que  pertenece  al  fisco  (9). 

46.  —  De  los  guacas  ó  tesoros  que  se  encuentren  en 
sepulturas,  casas  ó  adoratorios  antiguos  de  los  indios,  sea 
que  se  busquen  de  intento,  ó  que  se  encuentren  por  acaso, 
siendo  de  cosas  de  oro  ó  plata  fundida  ó  labrada,  piedras 
ó  perlas,  se  ha  de  aplicar  al  fisco  el  quinto,  y  el  uno  y 
medio  por  ciento  de  fundición,  ensayador  y  marcador,  si 
no  constare  estar  ya  pagado,  debiendo  sacarse  primero 
esto  que  el  quinto;  y  siendo  cobre,  plomo  ó  estaño,  el  uno 
por  ciento  y  el  quinto,  y  del  resto  se  aplicará  la  mitad  al 
fisco  y  la  otra  mitad  al  descubridor  (10)  :  advirtiendo  que  el 
que  bailase  alguna  de  las  cosas  mencionadas,  antes  de  sa- 
carlas debe  ocurrir  ante  los  empleados  de  hacienda  de  la 
provincia,  y  manifestarlas  y  registrarlas  allí  cuanto  antes 
sea  posible;  pues  si  sin  este  requisito  las  aprehendiere  ó 
sacare,  perderá  en  pena  la  parle  que  le  correspondía  (11). 

47.  —  A  la  invención  pertenece  también  la  adquisición 
de  las  minas  por  descubrimiento  ó  por  denuncio,  el  descu- 
brimiento ha  de  ser  ó  de  cerros  minerales  absolutamente 
nuevos,  y  en  estos  podrá  adquirir  el  descubridor  hasta 
tres  pertenencias  de  las  medidas  señaladas  ó  de  veta 
nueva  en  cerro  conocido,  y  entonces  podrá  tener  dos  per- 
tenencias seguidas  ó  interrumpidas  por  otras  minas,  pero 
designándolas  lo  mismo  que  las  expresadas  dentro  de  diez 
dias  (12);  mas  el  que  descubriere  mina  nueva  en  veta  cono- 
cida, no  se  tiene  por  descubridor  (1 3).  El  denuncio  se  verifica 

(O  Ley  5,  tít.  28,  part.  3. 

(2) Leyes 49  y  &0  id.  id. 

¡3)  Leyes  cits. 

(4)  Ley  7,  tít.  9,  part.  5  y  9,  tít.  10,  lib.  7*  R,  ó  4  tít.  8  lib.  9  Nov. 

t5)$47  in  fin.  Inst.  de  rer.  divis. 

(6¡  Ley  50  citada. 

17)  Ley  45,  til.  2*,  part.  3. 

(8)  Alvarez,  lust.  lib.  2,  tit.  1,  S  4. 

(9)  Ley  1,  lit.  12,  lib.  8  R.  Ind.  No  hemos  mencionado  las  leyes  45, 
tít.  28,  part.  3,  ni  la  1.»,  tít.  13,  lib.  6R.,ó  3,  tít.  22,  lib.  10  Nov.,  por  no 
haber  estado  nunca  vigentes  en  América. 

(10)  Ley.  2,  tit.  12,  lib.  8,  Bec.  Ind. 

(11)  Ley  3,  tít.  12,  lib.  8,  Rec.  Ind. 

(12)  Arts.  1  y  2,  tit.  6  de  las  Ordenanzas  de  Minería  de  22  de  Mayo 
de  1783. 

(13)  Art.  »,  tít.  6  id. 


respecto  de  minas  que  se  han  dejado  desiertas  y  des- 
pobladas (1),  ó  en  las  que  se  haya  dejado  de  observai* 
alguna  de  las  ordenanzas  que  imponen  la  pena  de  caer  en 
denuncio  (2).  Ninguno  puede  denunciar  dos  minas  conti- 
guas en  una  misma  veta,  no  siendo  descubridor  ;  pero 
bien  pueden  poseerse  una  por  denuncio  y  otra  ó  mas  por 
venta  ú  otro  título  justo  (3).  No  pueden  adquirir  minas  los 
regulares  de  ambos  sexos  ó  sus  conventos,  ni  los  eclesiás- 
ticos seculares  (4)  :  tampoco  lasautoridades,  jueces  ni  escri- 
banos délos  asientos  de  minas,  aunque  podrán  adquirirlos 
en  otros  departamentos  ;  ni  los  administradores  y  demás 
dependientes  de  los  dueños  de  minas  en  mil  varas  en  con- 
torno de  las  de  sus  amos,  aunque  sí  pueden  denunciarlas 
para  estos  (5).  Los  extranjeros  no  podían  antiguamente 
adquirir  minas  en  la  república,  pero  en  el  dia  pueden  ha- 
cerlo en  virtud  del  decreto  de  14  de  marzo  de  4  842  (6). 

48.  —  Las  vetas  ó  ruinas  pueden  descubrirse  ó  denun- 
ciarse., no  solo  en  los  términos  comunes,  sino  también  en 
los  propios  de  algún  particular,  con  tal  que  el  descubri- 
dor ó  denunciador  le  pague  el  terreno  que  ocupase  en  la 
superficie,  y  el  daño  que  inmediatamente  se  Je  siga,  á 
juicio  de  peritos  nombrados  y  de  terceros  en  discordia  (7). 
Pero  si  aiguno  denunciase  mina  dentro  de  la  población,  de 
manera  que  pueda  perjudicar  á  sus  principales  edificios  ó 
resulte  otro  inconveniente  semejante,no  se  podrá  conceder  el 
denuncio  sin  previo  aviso  y  consentimiento  del  superior  (8)¿ 

49.  —  El  que  descubriere  mina  ó  veta,  se  presentará  al  tri- 
bunal de  minería  del  lugar,  ó  á  la  junta  de  fomento  y  direc- 
tiva de  minería  que  ejerce  las  funciones  de  aquel,  expresando 
en  el  escrito  el  lugar  de  su  nacimiento,  vecindad,  profesión 
y  ejercicio,  y  las  señas  mas  individuales  y  características 
del  sitio,  cerro  ó  veta,  cuya  adjudicación  pretendiere  :  to- 
das las  cuales  circunstancias,  y  la  hora  en  que  se  presen- 
tare el  descubridor,  se  asentará  en  un  libro  de  registros  que 
deberá  tener  el  escribano;  y  hecho,  se  devolverá  al  descu- 
bridor proveído  para  su  debido  resguardo,  y  se  fijarán  car- 
teles en  los  lugares  públicos  y  acostumbrados  para  conoci- 
miento de  los  vecinos.  Además,  dentro  de  noventa  dias  ha 
de  tener  el  descubridor  en  la  veta  ó  vetas  de  su  registro, 
un  pozo  de  vara  y  media  de  diámetro  en  su  boca  ó  super- 
ficie y  diez  varas  de  profundidad;  y  luego  que  esto  se  haya 
verificado,  pasará  personalmente  uno  cuando  menos  de 
los  individuos  de  la  junta,  acompañado  del  escribano  ó  dos 
testigos  de  asistencia  en  su  defecto,  y  además  un  perito  fa- 
cultivo  en  minería  á  inspeccionar  el  rumbo  y  dirección  de 
la  veta,  su  anchura  y  demás  circunstancias,  tomándose 
exacta  razón  de  todo  para  que  se  añada  ala  correspondiente 
partida  del  registro,  con  la  fe  de  posesión  que  inmediata- 
mente sedará  en  nombre  de  la  nación  al  descubridor,  mi- 
diéndole su  pertenencia  y  haciéndole  fijar  estacas  eri  sus 
términos:  hecho  lo  cual,  se  le  entregará  copia  autorizada  de 
estas  diligencias  para  que  le  sirvan  de  título  y  justificantes 
de  su  propiedad  (9).  Si  durante  los  expresados  noventa  dias 
compareciere  alguno  pretendiendo  tener  derecho  á  aquel 


(1)  Art.  8  id.  id. 

(2)  Art.  11  id.  id. 

(3)  Art.  17  id.  id. 

(4)  Art.  2,  tit.  7  id 

(5;  Art.  4,  lit.  6,  Ord.  de  Min.  de  22  de  mayo  de  1783. 

(6)  Este  decreto  está  inserto  en  el  Febrero  Mejicano,  edición  de*  tomos, 
tora.  1°,  pág.  17. 

(7)  Art.  14,  tít.  6  id.  La  cédula  de  23  de  junio  de  1803,  publicada  en 
Mélico  por  bando  de  14  de  mayo  del  siguiente  año,  declaro  comprendidos 
cu  la  disposicio..  de  este  artículo  los  fondos  y  tierras  vinculadas,  y  por 
consiguiente  sujetos,  como  los  comunales  de  los  pueblos  y  los  de  dominio 
particular,  á  la  enagenacion  forzada,  bajo  las  reglas  y  términos  prevenidos 
en  el  mismo. 

(8)  Art.  15  del  mismo  titulo  y  reglamento  citados. 

(9)  Arl.  4,  tít.  6  Ord.  de  Min.  de  22  de  mayo  de  1783. 
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descubrimiento,  se  le  oirá  en  justicia  brevemente  y  se  le 
adjudicará  al  que  mejor  probare  su  intención  ;  pero 
ocurriendo  después  del  plazo  no  será  oido  (1).  Cuando  se 
ofrezca  alguna  cuestión  sobre  quie'n  ha  sido  el  descubridor 
de  una  veta,  se  tendrá  por  tal  al  que  probase  que  primero 
halló  metal  en  ella,  aunque  otros  le  hayan  cateado  antes  ; 
v  en  caso  de  duda  se  decidirá  á  favor  del  que  primero  la 
hubiese  registrado  (2). 

50.  —  El  que  denunciare  una  mina  por  desierta  y  despo- 
blada, debe,  para  que  se  le  admita  el  denuncio,  presentar 
escrito  en  los  mismos  términos  que  se  ha  dicho  para  el 
descubridor,  expresando  la  ubicación  individual  déla  mina, 
su  úllimo  poseedor,  si  hubiese  noticia  de  él,  y  los  de  las 
minas  vecinas  si  estuviesen  ocupadas,  los  cuales  serán  legí- 
timamente citados  ;  y  si  dentro  de  diez  dias  no  compare- 
cieren, se  pregonará  el  denuncio  en  los  tres  domingos  si- 
guientes; y  no  habiendo  contradicción,  se  notificará  al 
denunciante  que  dentro  de  sesenta  dias  tenga  limpia  y  ha- 
bilitada alguna  labor  de  considerable  profundidad,  ó  á  lo 
menos  de  diez  varas  á  plomo  y  dentro  de  los  respaldos  de 
la  veta,  donde  pueda  el  perito  facultativo  reconocer  é  ins- 
peccionar todas  las  circunstancias  de  ella;  debiendo  además 
dicho  perito  examinar  el  estado  de  las  diferentes  labores 
de  ¡a  mina,  tomando  razón  y  asiento  de  todo  en  el  corres- 
pondiente libro  de  registros  de  denuncios.  Hecho  el  refe- 
rido reconocimiento  y  la  medida  de  las  pertenencias,  se 
dará  posesión  al  denunciante,  sin  embargo  de  contradicción, 
que  no  será  oida  como  no  la  haya  habido  dentro  de  los  tér- 
minos mencionados  ;  pero  si  durante  ellos  se  hubiese  intro- 
ducido, serán  oidas  las  partes  en  justicia  brevemente  (3). 
Si  el  anterior  dueño  de  la  mina  compareciere  á  contradecir 
el  denuncio  pasado  el  término  de  los  pregones,  y  cuando 
ya  el  denunciante  esté  gozando  de  los  sesenta  dias  para 
habilitar  el  pozo,  no  se  le  oirá  en  cuanto  á  la  posesión, 
sino  únicamente  en  cuanto  á  la  propiedad;  y  si  obtuviese 
en  ella,  satisfará  al  denunciante  los  costos  que  hubiese 
hecho,  á  no  ser  que  haya  procedido  de  mala  fe,  pues  en- 
tonces debe  perderlos  (4).  Si  el  denunciante  no  habilitase 
el  pozo  ó  labor,  como  va  prevenido,  ni  tomase  la  posesión 
dentro  de  sesenta  dias,  perderá  el  derecho,  y  otro  podrá 
denunciar  la  mina;  pero  si  por  algún  justo  y  grave  obstá- 
culo no  hubiese  podido  hacerlo,  ocurrirá  al  tribunal,  para 
que  averiguando  y  calificando  el  motivo,  le  amplíe  el  tér- 
mino en  cuanto  fuere  suficiente,  sin  que  por  esto  se  pueda 
admitir  contradicción  del  denuncio,  mas  que  en  los  sesenta 
dias  del  término  ordinario  (o).  Cuando  alguno  denun- 
ciare mina  por  perdida  á  causa  de  inobservancia  de  alguna 
de  las  ordenanzas  que  llevaren  impuesta  esla  pena,  se  le 
concederá  siempre  que  resultare  legítimamente  calificado 
y  probado  alguno  de  los  indicados  motivos  (6).  Por  último 
se  advierte,  que  ninguno  puede  denunciar  mina  para  otro 
simuladamente  y  con  engaño  ni  paladinamente,  si  no  tu- 
viere su  poder  ó  carta-órden  ;  y  que  tampoco  puede  alguno 
denunciar  mina  para  sí  solo  habiendo  tratado  compañía 
anles  del  denuncio,  debiendo  el  denunciante  expresar  sus 
compañeros  en  el  escrito  en  que  lo  hiciere,  pena  de  perder 
su  parte  si  así  no  lo  observare  (7). 

5< .  —  A  la  invención  no  pertenecen  los  bienes  mostren- 
cos, que  son  aquellos  que  se  encuentran  como  perdidos  sin 
saberse  su  dueño.  Acerca  de  estos  está  dispuesto  que  quien 


(4)  Art.  5  id.  id. 

(2)  Art.  7  id.  id. 

(3)  Art.  8,  tít.  6.  Ord.  de  Min.  de  22  de  mayo  de  1783 
(í)  An.  9  id.  id. 

(5)  Ait.  10  id.  id. 
(6j  Art.  11  id.  id. 

(7)  Art.  5  y  6  del  tít.  7  id. 


Eos  encontrare,  los  manifieste  al  juez  de  hacienda,  bajo  la 
pena  de  perder  la  naturaleza  y  temporalidades  si  fuese 
eclesiástico,  y  sus  bienes  para  el  fisco  si  fuese  lego  ({);  mas 
esta  pena  de  confiscación  está  en  el  dia  abolida  por  el  artí- 
culo 147  de  la  constitución  federal.  Manifestados  dichos 
bienes,  recibirá  el  juez  información  de  su  hallazgo  y  de 
que  se  ignoran  sus  dueños;  y  constando  dichas  calidades, 
por  deposición  á  lo  menos  de  dos  testigos,  mandará  en  se- 
guida ponerlos  en  depósito  y  pregonarlos  para  que  com- 
parezcan aquellos;  pero  si  no  lo  ejecutaren  dentro  de  un 
año,  declarará  los  bienes  denunciados  por  mostrencos  y 
pertenecientes  al  fisco,  los  rematará  públicamente  en  el 
mejor  postor,  y  entregará  su  producto  en  la  tesorería  res- 
pectiva (2),  compensando  al  denunciador  con  la  cuarta  parle 
de  su  valor,  si  no  excediere  este  de  cien  pesos,  ó  lo  que 
estime  justo  cuando  excediere  de  mayor  cantidad  (3). 

32.  —  En  cuanto  á  los  bienes  de  náufragos,  está  preve- 
nido que  los  jefes  militares  de  marina  deban  entender  en 
las  arribadas,  pérdidas  y  naufragios  de  las  embarcaciones 
en  las  costas  y  puertos.  Cuando  los  pescadores  sacaren  del 
fondo  del  mar  anclas  perdidas  ó  pertrechos  de  bajeles  nau- 
fragados desde  mucho  tiempo,  sabiéndose  el  dueño  á  que 
pertenezcan,  se  les  entregarán,  pagando  de  hallazgo  la 
tercera  parle  del  valor  ;  pero  ignorándose  la  propiedad  de 
los  efectos  y  hecha  la  publicación  prevenida,  si  en  el  dis- 
curso de  un  mes  no  pareciere  quien  justifique  ser  el  dueño, 
se  entregarán  á  los  que  los  extrajeron  (4). 

53.  —  Por  último  advertimos,  que  siempre  que  se  halla- 
ren algunos  depósitos,  que  según  la  razón  y  estado  de  los 
pleitos  ú  órdenes  de  que  proceden,  se  tenga  por  cierto 
que  ha  cesado  la  causa  de  ellos,  porque  no  hay  persona  á 
quien  se  restituyan  ni  herederos  que  la  representen  en 
este  caso  particular,  se  entrará  en  juicio  en  el  juzgado  de 
hacienda,  oyendo  á  cualquiera  interesado,  si  lo  hubiere, 
y  al  promotor  fiscal  (5). 

54.  Los  inventores  y  perfeccionadores  de  algún  ramo  de 
industria,  pueden  obtener  derecho  exclusivo  para  poder 
usar  de  ella  en  toda  la  federación,  los  primeros  por  espa- 
cio de  diez  años,  y  los  segundos  por  el  de  seis  meses  con- 
tados desde  el  dia  en  que  se  les  expida  su  patente  (6).  Por 
inventor  se  entiende  aquel  que  hace  por  primera  vez  una 
cosa  que  hasta  entonces  no  se  habia  hecho,  ó  se  habia  hecho 
de  otro  modo;  y  por  perfeccionado]'  el  que  añade,  quita  ó 
varía  algo  esencial  á  las  invenciones  con  objeto  de  hacer- 
las mas  útiles.  Por  consiguiente  será  inventor  el  que  idease 
una  máquina,  aparato  ó  procedimiento  desconocido;  lo 
será  también  el  que  haga  la  aplicación  de  las  invenciones 
á  mecanismos  ó  métodos  ya  conocidos,  adviniendo  que  los 
privilegios  de  invención  ó  mejora  no  pueden  recaer,  ni  so- 
bre las  formas,  ni  sobre  las  proporciones  indiferentes  al  ob- 
jeto, ni  sobre  los  adornos  de  cualquier  género  que  sean  (7). 


(1)  Ley  18  al  fin,  tít.  20,  lib.  1  R.  I.,  mandada  observar  en  cédula  de  2i 
de  octubre  de  1787. 

(2)  Ley  11,  tit.  S,  lib.  5,  y  6,  tít.  12,  lib.  8  R.  I.  :  la  cit.  céd.  do  21  de 
octubre  recop.  por  Beleña,  últ.  fol.,  n.  133  y  los  arts.  83  de  la  Ord.  da 
Intendentes  do  1776  y  104  de  la  de  1803. 

(3)  Disposición  de  la  juma  de  Real  Hacienda  de  16  de  Octubre  de  1806. 
(i)  Capílulosin,  I2y  18  de  la  Ordenanza  de  matrículas  de  12  de  agoslo 

de  1802  trascritos  en  la  nota  4,  lit.  22,  lib.  10  Nov.  El  art.  46  del  decreto 
de  8  de  octubre  de  1820  declaró  extinguida  dicha  ordenanza;  sin  embarco, 
no  disponiéndose  en  él  nada  sobre  el  punió  de  que  hablamos,  hemos  refe- 
rido lo  dispuesto  en  aquella,  conformándonos  con  el  auto  1,  lit.  1,  lib.  2 
R.,  o  ñola  2,  lib.  3,  Nov. 

(5)  Ley.  7,  üt.  12,  lib.  8  R.  I.  mandada  guardar  por  cédula  de  13  de 
abril  de  1761. 

(6)  Ans.  1,  7  y  8  de  la  ley  de  15  de  mayo  de  1832,  advirtiendo  que 
cuando  los  inventores  ó  perfeccionadores  pretendieren  que  se  les  amplio 
el  privilegio  por  mas  tiempo  que  el  expresado,  ocurran  al  gobierno,  y 
esie  cou  su  informe  dará  cuenta  al  congreso  conforme  al  articulo  13  de  la 
misma  ley. 

(7)  Arts.  16  y  18  del  decreto  de  2  de  octubre  de  1802. 
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El  que  invente  ó  perfeccione  alguna  industria,  si  quiere 
que  el  gobierno  le  asegure  su  propiedad,  procederá  en  la 
forma  prescrita  en  el  decreto  le  15  de  Mayo  de  1832,  pa- 
gando la  cantidad  que  en  él  se  exige  en  compensación  del 
privilegio,  sin  el  cual  no  podrá  hacer  uso  de  su  respectiva 
industria  como  privilegiada. 

55.  —  En  caso  de  disputa  sobre  la  propiedad  de  inven- 
ción ó  mejora,  se  decidirá  por  las  leyes  comunes  (1)  :  ad vir- 
tiendo que  si  hubiese  una  semejanza  absoluta  entre  dos 
descubrimientos,  será  válido  el  que  se  haya  presentado 
antes  ala  autoridad  correspondiente  ;  pero  si  hubiere  dese- 
mejanza, el  posterior  se  considerará  como  mejora  (2).  Si 
expedida  una  patente  á  favor  de  una  invención,  se  solici- 
tare privilegio  para  perfeccionarla,  el  privilegio  del  perfec- 
cionador  dejará  subsistente  el  del  inventor,  sin  perjuicio  del 
acomodamiento  que  ambos  puedan  tener.  Cuando  alguno 
hubiere  obtenido  privilegio  para  una  invención  ó  mejora 
que  ya  estuviese  planteada  sin  privilegio  por  algún  parti- 
cular, perderá  el  privilegio  aunque  no  se  reclame  por  el 
dueño  de  aquella.  Del  mismo  modo  cuando  se  probare  que 
Jos  privilegios  se  han  obtenido  de  mala  fe,  haciendo  pasar 
por  invención  ó  mejora  lo  que  no  es  mas  que  introducción, 
perderá  la  patente  el  que  la  hubiere  solicitado.  La  mitad  á 
lo  menos  de  los  individuos  que  los  privilegiados  hayan  de 
emplear  en  los  trabajos  mecánicos,  deberán  ser  precisa- 
mente naturales  de  la  república  si  los  hubiere  (3). 

36.  —  El  propietario  de  una  invención,  mejora  ó  intro- 
ducción, podrá  ceder  su  derecho  en  todo  ó  en  parte,  unirse 
en  sociedad,  vender,  permutar  ó  contratar  en  los  términos 
establecidos  por  las  leyes  para  los  contratos.  Además,  tiene 
el  derecho  de  perseguir  ante  los  tribunales  civiles  á  cual- 
quiera que  le  turbe  el  uso  exclusivo  de  su  propiedad.  Las 
penas  que  el  tribunal  impondrá  á  actores  y  reos,  se  limi- 
tarán á  las  costas  del  proceso  y  á  los  perjuicios  cuando  no 
haya  intervenido  mala  fe  ;  y  á  las  costas  y  al  cuatro  tantos 
del  perjuicio  cuando  el  actor  ó  el  reo  hubieren  procedido 
con  ella  (4). 

57.  —  Dominio  por  agregación,  es  el  derecho  que  se  ad- 
quiere al  aumento  que  recibe  una  cosa  nuestra,  y  se  divide 
en  natural,  industrial  y  mixta.  Natural  es  la  agregación 
que  se  verifica  por  solo  la  naturaleza  :  industrial  la  que 
procede  de  la  industria  del  hombre,  y  mixta  la  que  resulta 
del  concurso  de  una  y  otra.  A  la  primera  clase  pertenecen 
los  partos  de  los  animales,  y  son  de  aquel  dueño  de  quien 
fuesen  las  hembras  (o).  El  acrecimiento  paulatino  que 
causan  los  rios  á  las  heredades  que  están  á  sus  orillas,  y  se 
llama  derecho  de  aluvión;  mas  no  el  que  procede  de  una 
avenida  repentina  arrancando  árboles  ó  parte  del  terreno 
de  alguna  linca  ajena,  pues  esto  pertenece  al  dueño  de 
esta  y  no  al  de  la  heredad  á  que  quedó  adherida  (6)  á  me- 
nos que  tardase  tanto  tiempo  en  reclamarlo,  que  la  incor- 
poración fuese  constante  y  perfecta.  En  este  caso  la  parte 
agregada  es  del  dueño  de  la  heredad,  con  obligación  de 
dar  al  otro,  ajuicio  de  peritos,  el  menoscabo  que  sufriere  (7). 
3."  Las  islas  que  de  nuevo  aparecen  en  un  rio,  las  cuales 
son  de  la  heredad  frontera  en  la  orilla  de  donde  está  mas 
próxima  la  tal  isla  ;  partiéndose  entre  los  dueños  de  las 
fincas  que  hacen  frente  en  una  y  otra  orilla,  en  caso  de  que 
esté  á  igual  distancia  de  ellas  (8).  Si  alguno  tuviese  la  pro- 

i)  Arts.  Il  y  15  del  cit.  dec.  de  15  de  mayo. 

2}  Art.  17,  décret,  de  2  de  octubre. 
(3)  Arts.  10, 12, 17  y  28  del  décret,  de  15  de  mayo. 
14)  Arts.  19,  20  y  22  del  cit.  decret.de  2  de  octubre. 

(5)  lnst.  de  rer.,  divis.  19,  ley  23,  tu.  28,  part.  3,  y  26,  Ut.  28  de  la 
misma. 

(6)  Ley  26,  lit.  28,  part.  3. 

CliGreg.  I/ip.,  u!.  6  y  7  en  dicha  ley  26. 
(8)  Ley  27,  lit.  28,  pari.  3. 


piedad  de  su  campo,  y  otroel  usufructo,  y  apareciere  uña 
isla  en  medio  del  rio,  la  parte  de  esta  correspondiente  á 
aquel,  pertenecerá  en  pleno  derecho  al  propietario;  mas 
si  el  campo  se  aumentase  por  ayuda  del  rio,  el  usufructo 
de  lo  aumentado  pertenecerá  al  usufructuario,  y  la  pro- 
piedad al  propietario  (1).  También  acrece  al  dueño  del 
campo  vecino  el  terreno  que  deja  un  rio  cuando  muda  de 
madre,  sin  que  tenga  derecho  á  ninguna  reclamación  el  de 
las  heredades,  que  por  este  accidente  ocupó  de  nuevo  el 
rio,  pues  las  pierde  sin  remedio,  á  excepción  del  caso 
en  que  la  entrada  del  rio  sea  efecto  de  una  inundación 
pasajera  (2¡). 

58.  —  La  accesión  industrial  puede  ser  por  adyuncion  ó 
conjunción,  por  especificación  de  nueva  especie  ó  por  con- 
mistión ó  mezcla.  Por  adyuncion  se  verifica  cuando  á  una 
cosa  existente  se  añade  otra  que  la  completa  ó  perfecciona. 
Esto  puede  hacerse  por  inclusion,  como  si  una  piedra  ajena 
se  engasta  en  anillo  propio  ;  por  soldadura,  como  si  á  una 
estatua  se  solda  con  el  mismo  metal  un  brazo  de  otra 
ajena  ;  por  intextura,  como  si  una  tela  propia  se  borda  con 
seda  ajena  :  por  edificación,  como  si  en  suelo  propio  se 
fabrica  con  materiales  ajenos,  ó  con  materiales  propios  en 
suelo  ajeno.  En  todos  estos  casos,  el  dueño  de.  la  cosa  que 
existia,  adquiere  por  la  accesión  el  dominio  de  la  cosa 
añadida  siempre  que  hubiese  habido  buena  fe,  esto  es,  que 
se  creyera  que  la  cosa  que  se  anadia  era  propia,  fundán- 
dose esta  doctrina  general  en  que  lo  accesorio  sigue  á  lo 
principal  (3). 

59.  —  El  requisito  de  la  buena  fe  es  tan  esencial  en  la 
adyuncion  para  la  adquisición  del  dominio,  que  faltando  en 
el  dueño  de  la  cosa  que  existia,  no  solo  no  lo  adquiere,  sino 
que  se  concede  al  dueño  de  la  cosa  añadida  acción  de  hurto 
contra  aquel  (4)  ;  pero  aun  cuando  por  la  accesión  se  ad- 
quiere el  dominio,  es  con  la  obligación  de  indemnizar  al 
otro  el  precio  del  dominio  que  pierde,  lo  cual  se  funda  en 
el  principio  de  derecho  de  que  nadie  puede  enriquecerse 
con  detrimento  de  tercero  (5). 

60.  —  En  la  edificación  es  digno  de  notarse,  que  aun 
cuando  no  hubiere  buena  fe  en  el  que  tomó  los  materiales 
ajenos  para  edificar  en  terreno  propio,  no  tiene  el  dueño 
de  ellos  el  derecho  de  vindicarlos,  por  evitar  la  deformidad 
que  resultaría  á  las  poblaciones  arruinando  las  casas  ;  pero 
al  que  los  toma  se  le  impone  la  obligación  de  pagar  dupli- 
cado el  valor  de  ellos  (6).  Como  en  este  caso  el  dueño  de 
los  materiales  no  pierde  absolutamente  su  dominio,  si  el 
edificio  se  arruinase  antes  que  él  hubiese  conseguido  su 
valor  duplicado,  puede  vindicarlos,  pues  cesa  la  razón  que 
hay  para  lo  contrario  (7).  Una  ley  (8)  distingue  al  que  fa- 
bricó con  buena  fe  del  que  lo  hizo  con  mala  :  respecto  del 
primero  concede  la  acción  al  doble  ;  y  del  segundo  dice 
que  deberá  pagar  cuanto  jurase  el  interesado  que  recibió 
de  daño  ;  de  manera  que  cotejada  esta  ley  con  la  que  cita- 
mos arriba,  resulta  que  contra  el  que  edificó  con  mala  fe, 
hay  acción  para  pedir  el  interés  ó  el  valor  doble  de  los  ma- 
teriales. Sala  asegura  no  haber  visto  nunca  en  la  práctica, 
y  cree  que  jamás  se  verá,  que  al  que  edificó  con  buena 
fe  se  le  condene  al  doble,  y  Berni  aconseja  al  dueñ» 
de  los  materiales,  que  si  consigue  su  valor  guarde  silencio. 

61.  —  La  especificación  ó  formación  de  nueva  especie, 


(1)  Ley  20,  til.  28,  part.  S. 

(2)  Leyes  31  y  32  id.  id. 

(3)  Leyes  35,  36,  37  y  38  ¡d.  id. 

(4)  Leyes  35  y  36  citadas. 
(5)Reg.  17,  tit.  34,  part.  7. 

(6)  Ley  38,  tit.  28,  part.  3. 

(7)  §  29,  lnst.  de  rer.  divis. 
(s)Ley  16,  lit.  2,  part.  3. 
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se  verifica  cuando  de  una  cosa  ajena  se  hace  otra  nueva 
distinta  ;  advirliendo  que  para  ello  es  indispensable  se  dé  á 
la  antigua  materia  una  nueva  forma,  como  por  ejemplo, 
que  de  la  lana  se  haga  paño,  de  manera  que  resulte  una 
cosa  conocida  en  el  comercio  con  un  nombre  distinto,  sin 
que  baste  mutación  de  circunstancias  puramente  acciden- 
tales, como  que  la  lana  blanca  se  tina  de  negro,  en  cuyo 
caso  ni  habrá  especificación  ni  adquisición  de  dominio  (1). 

62.  —  La  tercera  especie  de  accesión  industrial  es  la  con- 
mistión que  puede  hacerse  de  cosas  secas  ó  de  líquidas  :  en 
cualquiera  de  las  dos  si  la  mezcla  es  de  común  consenti- 
miento de  los  dueños,  es  partible  entre  ambos  :  si  se  hizo 
por  uno  solo  y  las  cosas  pueden  dividirse,  cada  uno  vindica 
su  materia,  y  si  son  indivisibles,  el  que  la  hizo  pagará  al 
otro  el  valor  de  su  cosa,  daños  é  intereses. 

63.  —  La  accesión  mixta  comprende  la  planta,  la  siem- 
bra y  la  percepción  de  los  frutos  de  cosa  ajena.  Para  la 
planta  y  la  siembra,  es  regla  general  que  todo  lo  que  se 
planta  y  siembra  cede  al  suelo,  porque  este  se  considera 
como  principal,  y  lo  que  se  siembra  como  accesorio  ;  y  así, 
sea  que  siembre  semilla  ajena  en  campo  propio,  ó  semilla 
propia  en  campo  ajeno,  la  siembra  será  del  señor  del 
suelo,  pero  debe  pagar  los  gastos  hechos  en  ella  y  en  la 
semilla  (2),  y  del  mismo  modo  toda  planta  puesta  en 
campo  ajeno,  se  hace  del  dueño  de  él,  pero  no  antes  de 
que  arraigue  (3).  De  los  árboles  puestos  en  los  confines  se 
puede  dar  otra  regla  general  y  es,  que  el  dominio  del 
árbol  se  estima  en  derecho  por  la  raiz  (4)  ;  de  manera  que 
si  las  raices  están  en  una  heredad,  y  las  ramas  caen  por 
otra,  el  árbol  pertenecerá  al  dueño  de  aquella,  y  estando 
las  raices  en  dos  heredades,  el  árbol  será  común  á  los 
dueños  de  ellas  (5). 

64.  —  Para  la  percepción  de  los  frutos  de  cosa  ajena  se 
requiere:  1.°  Poseerla,  no  con  una  posesión  natural,  que 
es  la  mera  detención  de  la  cosa,  sino  con  la  posesión  civil 
que  resulta  de  la  detención  de  la  cosa,  y  el  ánimo  é  inten- 
ción de  adquirir  ó  retener  su  dominio.  2o  Buena  fe  ;  esto  es, 
el  juicio  recto  por  el  que  uno  se  cree  dueño  de  la  cosa  sin 
motivo  para  juzgar  lo  contrario  ;  esta  debe  ser  continua  y 
no  interrumpida,  porque  luego  que  hay  razón  para  no 
creerse  dueño,  deja  de  haber  buena  fe.  3."  Justo  título  y 
bastante  para  trasferir  el  dominio  ;  y  así  es  que  el  que 
tiene  la  cosa  ajena  en  comodato,  aunque  posee  de  buena 
fe  y  con  justo  título,  no  hace  suyos  los  frutos  de  ella  porque 
el  título  no  es  bastante  para  trasferir  el  dominio.  Con  estos 
requisitos  adquiere  para  sí  el  poseedor  de  la  cosa  ajena  los 
frutos  que  hubiere  percibido  de  ella,  hasta  que  apare- 
ciendo el  verdadero  dueño  se  haya  contestado  el  pleito,  es- 
tando consumidos  ó  gastados  ;  pues  los  no  gastados  ó  exis- 
tentes los  debe  entregar  al  dueño  de  la  finca,  sacando  pri- 
mero las  expensas,  lo  cual  también  puede  hacer  el  poseedor 
de  mala  fe  (6).  Esta  doctrina  debe  entenderse  de  los  frutos 
que  se  llaman  industriales,  porque  no  vienen  sin  la  indus- 
tria y  trabajo  del  hombre. 

65.  —  Mas  respecto  de  los  frutos  naturales  que  son  los 
que  dan  los  campos  sin  que  intervenga  trabajo  del  hombre, 
debe  restituirlos  el  poseedor  con  la  heredad,  aunque  los 
haya  percibido  y  consumido  con  buena  fe  :  respecto  del 
poseedor  de  mala,  si  los  ha  consumido,  dice  la  ley  (7)  que 
debe  restituir  su  precio,  y  así  parece  igualado  en  cuanto  á 


(<)  Ley  26,  §  3  de  acquir.  rer.  dom, 

(2)  Ley  43,  tít.  28,  part.  3. 

(3)  La  misma  ley. 

(4)  La  misma,  vers,  otrosi. 

(5)  Ley  citada. 

(6)  Ley  39,  tit.  28,  part.  3. 
(i)  Le;  citada. 


la  obligación  de  devolver  los  frutos  naturales  el  poseedor 
de  buena  fe  con  el  de  mala.  Mas  Gregorio  López  (1)  la  exr 
plica,  asentando  que  la  devolución  del  precio  de  los  frutos 
consumidos  por  el  poseedor  de  buena  fe,  solo  debe  ser  en 
cuanto  se  hizo  mas  rico,  y  por  el  de  mala  en  el  todo.  Esta 
interpretación,  dice  Sala  (2),  además  de  ser  conforme  á  la 
equidad,  tiene  fundamento  en  la  misma  ley,  que  habiendo 
dicho  del  poseedor  de  buena  fe  que  debe  restituir  los  frutos 
desprendidos,  varía  de  locución  cuando  habla  del  de  mala, 
diciendo  que  debe  pechar  el  precio  de  ellos  ;  cuya  variación 
en  el  modo  de  explicarse,  indica  que  la  hay  en  la  doctrina 
y  no  puede  ser  otra  que  la  dicha.  Una  ley  (3)  distingue 
entre  los  poseedores  de  mala  fe,  aquellos  que  han  robado 
la  cosa  ó  entrado  en  su  posesión  sin  título,  de  los  que  la  tie- 
nen por  compra,  donadío  ú  otro  título  justo  ;  pero  sabiendo 
que  aquel  de  quien  la  han,  no  tiene  derecho  de  enajenarla. 
Re  los  primeros  dice,  que  vencidos  en  juicio  deben  tornar 
la  cosa  con  los  frutos  que  llevara,  y  con  los  que  hubiera 
podido  llevar  su  dueño;  y  de  los  segundos  que  deben  res- 
tituir los  frutos  percibidos,  pero  no  los  que  hubieran  po- 
dido percibirse  ;  de  cuya  limitación  pone  cuatro  especies. 
i  .a  Cuando  la  cosa  se  vende  en  fraude  de  los  acreedores  y 
el  comprador  es  partícipe  en  el  engaño.  2.a  Cuando  se  ena- 
jenare por  fuerza  ó  miedo.  3.a  Cuando  se  comprase  la  cosa 
del  fisco  sin  las  solemnidades  legales.  4.a  Cuando  la  compra 
se  hiciese  contra  las  leyes.  Alas  cuales  añaden  los  autores 
otras  dos;  una,  cuando  ya  maduros  los  frutos  no  se  reco- 
lectan sino  que  se  dejan  podrir  maliciosamente  (4),  y  la 
otra,  cuando  con  menos  dinero  prestado  compró  un  fundo 
en  mayor  precio  del  que  valía,  en  cuyo  caso  deberá  ser 
restituido  y  recobrar  el  precio  con  los  intereses  percibidos 
y  que  debia  percibir,  devolviendo  el  fundo  igualmente 
con  los  frutos  percibidos  y  que  hubieran  podido  per- 
cibirse (5). 

66.  —  La  tradición  ó  entrega  de  las  cosas  es  de  tres  ma- 
neras :  corporal,  ficticia  y  simbólica.  La  corporal  es,  cuando 
se  entrega  realmente  la  cosa  en  nianos  del  que  Ja  compra 
ó  adquiere  por  otro  justo  título  :  la  ficticia  cuando  no  inter- 
viene entrega  real  y  verdadera  en  el  acto  de  trasladar  el 
dominio,  como  sucede  por  ejemplo  cuando  uno  enajena 
la  cosa  que  tiene  prestada  á  otro  :  la  simbólica  es  cuando 
se  en  trega  una  cosa  en  señal  de  otra  cuyo  dominio  se  quiere 
trasferir.  Acerca  de  la  tradición,  es  preciso  notar  que  para 
que  por  ella  se  trasfiera  el  dominio,  debe  hacerse  constar 
por  el  señor,  tener  este  ánimo  y  voluntad  de  enajenar,  y 
por  último,  preceder  título  hábil  para  trasferir  el  domi- 
nio (6).  En  cuanto  á  este  requisito,  asientan  los  autores 
por  axioma,  que  ni  el  título  basta  para  adquirir  el  dominio 
sin  tradición,  ni  la  tradición  sin  título.  La  razón  de  la  pri- 
mera parte  es,  que  no  puede  decirse  que  cualquiera  cosa 
es  de  alguno  mientras  no  esté  completamente  á  su  disposi- 
ción, de  tal  manera  que  pueda  hacer  de  ella  lo  que  guste, 
lo  que  no  sucede  hasta  que  no  se  recibe  de  mano  del  señor. 
Pero  esto  se  entiende  atendido  el  derecho  civil,  porque 
conforme  al  natural,  basta  para  1  traslación  del  dominio 
la  sola  voluntad  del  señor,  manifestada  de  cualquier  modo. 
Se  requiere  además  que  á  la  tradición  preceda  título, 
porque  de  ninguno  se  presume  que  quiera  hacer  á  otro 
dueño  de  su  cosa,  sin  que  haya  un  motivo  que  lo  determine 
á  ello. 

67.  —  Se  advierte  que  de  los  tres  modos  de  adquirir  de 

(1  )  Glos.  9  de  la  misma. 

(2)  Hnsi.  al  derecho,  lib.  2,  tit.  1,  n.  33. 

(S>  Lev  <o,  tit.  28.  part.  3. 

<4)  Greg.  Lop.  en  dicha  ley  40.  n.  4. 

('»)  Alvarez  Institue,  lib.  2,  tít.  $  7.  Glos.  inley  26  de  rninoributi 

{6)  Arg. déla  ley  45,  tit.  28, pan.  3. 
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que  hemos  hablado,  los  dos  primeros  se  llaman  originarios; 
porque  por  ellos  entra  en  el  dominio  de  alguno  lo  que  no 
tenia  dueño  ó  habia  dejado  de  tenerlo,  y  el  tercero  se  de- 
nomina derivativo,  porque  por  él  se  trasfiere  el  dominio  de 
su  dueño  á  otro. 

68.  —  De  los  modos  de  adquirir  por  el  derecho  civil,  el 
primero  es  la  prescripción  ó  el  derecho  que  nace  de  la  po- 
sesión no  interrumpida  de  una  cosa  por  el  tiempo  que  las 
leyes  prefijan  ;  ó  mas  propiamente  es  una  excepción  peren- 
toria por  la  cual  el  poseedor  de  buena  fe  puede  repeler 
después  del  tiempo  prevenido  por  derecho  al  que  pretenda 
el  dominio  de  la  alhaja  que  dice  ser  suya,  y  de  que  está 
mucho  tiempo  desposeído  (t).  Introdújose  la  prescripción 
lo  primero  por  el  bien  público,  á  fin  de  que  el  dominio  de 
las  cosas  no  estuviese  mucho  tiempo  ó  casi  siempre  incierto  : 
lo  segundo,  para  evitar  los  innumerables  y  perpetuos  liti- 
gios que  de  lo  contrario  se  podían  originar:  lo  tercero, 
para  que  los  poseedores  no  estuviesen  siempre  con  el  temor 
de  que  les  quitarían  lo  que  de  buena  fe  disfrutaban  ;  y  lo 
cuarto  para  castigar  la  desidia  de  los  que  sean  morosos 
para  recuperar  sus  bienes:  por  lo  que  deben  imputarse  á 
sí  mismos  la  pérdida  de  ellos  (2).  Pero  es  de  advertir, 
que  donde  está  prohibida  la  enajenación,  lo  está  también 
la  prescripción  ó  tolerancia,  que  es  enajenación  tácita  y 
se  comprende  en  el  nombre  genérico  de  esta  (3). 

69.  — Para  que  tenga  lugar  este  modo  de  adquirir  el  do- 
minio, son  necesarios  los  siguientes  requisitos  :  1.°  Título 
de  adquisición,  es  decir,  que  se  tenga  la  cosa  por  compra, 
donación,  legado,  herencia,  ú  otro  de  los  que  trasfieren  do- 
minio. 2.°  Buena  fe.  3."  Posesión  continuada.  4."  Tiempo 
prescrito  por  la  ley.  S.°  Capacidad  del  que  prescribe  y  de 
la  cosa,  esto  es,  que  el  poseedor  no  tenga  impedimento 
para  prescribir,  ni  aquella  para  el  objeto  de  la  prescrip- 
ción (4). 

70.  —  El  título  ha  de  ser  verdadero,  y  así  el  que  tenga 
una  cosa  creyéndola  suya  por  estar  persuadido  que  se  la 
dieron,  no  podrá  obtener  prescripción  de  ella,  á  menos  qua 
esta  creencia  provenga  de  hecho  ajeno  que  no  le  sea  im- 
putable ;  v.  g.,  si  hubiere  dado  orden  á  su  agente  ó  apo- 
derado para  comprarla,  y  este  Ja  entregue  suponiendo 
haberla  comprado,  pues  en  este  caso  tiene  lugar  la  pres- 
cripción (S). 

71.  —  La  buena  fe  consiste  en  creer  el  poseedor  de  la 
cosa  que  es  dueño  de  ella  por  haberla  adquirido  legal- 
mente  (6).  Así  no  tendrá  buena  el  que  comprase  una  cosa, 
adviniéndole  al  dueño  de  ella  que  no  era  del  vendedor,  ni 
el  que  compra  algo  perteneciente  à  huérfanos,  loco,  ó  pro- 
curador de  otro,  sobornándolos  con  engaño  (7).  Por  las 
leyes  romanas  bastaba  al  poseedor  la  buena  fe  al  tiempo 
de  adquirir  la  cosa,  excepto  el  caso  de  compra  en  que  era 
también  precisa  al  tiempo  de  contratarla,  doctrina  que  se 
adoptó  en  el  código  de  las  Partidas  (8)  ;  pero  la  mayor  parte 
de  los  intérpretes  son  de  opinion  que  en  este  particular  se 
debe  seguir  el  derecho  canónico,  por  el  cual  está  esta- 
blecido que  la  buena  fe  debe  durar  hasta  el  complemento 
de  la  prescripción  (9),  apoyándose  también  en  una  ley  es- 
pañola, cuyo  espíritu  encuentran  conforme  con  la  indicada 
doctrina  (10). 

ti)  Todo  eltit.  de  prescripción,  en  las  décret.  El  lit.  6,  Institut,  de  usu- 
capión, y  el  tít.  ff.  de  usurpation,  et  usucap. 

(2)  Ley  i,  tít.  29,  pan.  3. 

(3)  Ley  28,  ff.  de  verb.  sign 

(i)  Leyes  6,  7  9  y  18,  til.  29,  part.  3. 

(5)  Leyes  14  y  15,  lit.  29,  part.  3. 

(6)  Ley  9, 'ít.  28,  part.  3. 

(7)  Leyes  1 0  y  H ,  lit.  28  part.  3. 
(81  Ley  12,  tít.  20,  part. 

(91  Caput.  do  prasscriplionibus. 

(i 0)  Ley  S,  til.  15,  lib.  4  R.ó  2,  tít.  S,lib.JlNor, 


72.  —  La  posesión  se  llama  la  tenencia  derecha  que  orne 
ha  en  las  cosas  corporales  con  ayuda  del  cuerpo  ó  del  en- 
tendimiento (1),  es  decir,  el  poderío  legal  que  el  hombre 
tiene  en  las  cosas  habidas  corporalmente  y  con  la  voluntad. 
Es  de  dos  maneras,  una  natural  y  otra  civil  ó  por  otorga- 
miento de  derecho.  La  natural  es,  cuando  se  tiene  la  cosa 
corporalmente,  como  una  casa,  un  reloj ,  etc.  Civil  es, 
cuando  no  corporal,  sino  con  la  voluntad  se  tiene  la  cosa; 
v.  g.,  si  uno  sale  de  su  casa  ó  heredad  con  ánimo  de  no 
desampararla  (2).  Las  cosas  incorpóreas  se  poseen  por  el 
uso  de  las  mismas  y  la  tolerancia  de  sus  dueños  ;  de  esta 
clase  son  los  derechos,  las  servidumbres ,  etc.,  y  á  esta  se 
le  llama  cuasi  posesión  (3). 

73.  —  La  posesión,  como  se  ha  dicho,  debe  ser  conti- 
nuada (4),  es  á  saber,  que  no  se  haya  interrumpido,  ora 
sea  naturalmente  perdiéndola  el  que  la  tenia,  ora  civil- 
mente, que  es  cuando  alguno  emplaza  ó  pone  demanda  al 
poseedor  sobre  dicha  cosa.  Por  cualquiera  de  estos  dos  mo- 
dos queda  cortada  la  prescripción  y  debe  empezar  de 
nuevo  (5).  Ad virtiendo,  primero,  que  cuando  no  puede 
demandarse  al  prescribente  por  estar  ausente,  ser  furioso 
ó  de  menor  edad,  y  no  tener  curador,  ó  si  fuere  persona 
poderosa  ó  hubiere  muerto,  bastará  para  interrumpir  la 
prescripción,  protestar  ante  el  juez  ó  ante  los  vecinos  de 
su  casa,  que  por  aquel  impedimento  no  se  le  demanda  (6)  ; 
y  segundo,  que  interrumpida  la  prescripción,  en  cuanto  á 
la  posesión,  se  interrumpe  lambien  en  cuanto  à  la  propie- 
dad y  al  contrario  (7).  Mas  por  la  muerte  del  poseedor  ni 
por  la  enajenación  de  la  cosa,  no  se  interrumpe  la  pose- 
sión en  el  verdadero  dueño  si  en  él  hubiese  buena  fe  (8). 
Alvarez  (9)  sobre  este  punto  asienta  por  regla  general,  que 
el  sucesor  continúa  en  la  posesión  de  su  antecesor,  sea 
universal  ó  singular,  siempre  que  ambos  tengan  buena  fe  ; 
y  que  para  comenzar  la  prescripción  por  sí  solos,  no  les 
daña  la  mala  de  su  antecesor. 

74.  —  Puede  adquirir  posesión  todo  hombre  de  sano 
juicio,  no  solo  por  su  persona,  sino  por  medio  de  otro  á 
quien  le  confiera  poder.  Por  lo  mismo  no  pueden  ganarla 
por  sí  los  acreedores  y  otros  que  no  poseen  á  nombre 
propio. 


CAPITULO  III. 

Sobre  los  límites  de  las  heredades. 

1.  —  El  trascurso  de  los  tiempos  y  la  malicia  y  descuido 
de  los  hombres,  son  causa  de  que  se  pierdan  y  confundan 
los  linderos  ó  límites  de  las  heredades,  y  esto  da  ocasión 
muchas  veces  á  que  se  promuevan  pleitos  obstinados  y 
costosos,  ya  entre  los  particulares  colindantes,  ya  entre 
pueblos  vecinos,  y  ya  también  entre  unos  y  otros.  Su  prin- 
cipal dificultad  consiste  en  la  falta  de  pruebas  que  acredi- 
ten el  verdadero  y  antiguo  lindero.  Y  como  siempre  se  ha 

(i)  Ley  1,  tít.  30,  part.  3. 

(2)  Ley  2  id. 

(3.  Ley  ct.  1,  tít.  3,  part.  3. 

(4)  Ley  9,  tít.  29,  pan.  3,  allí  «  continuadamente.  » 

(5)  Ley  29  id.  id.  La  citación  á  conciliación,  creemos  que  interrumpirá  la 
prescripción,  porque  la  citada  ley  establece  al  tin  ser  bastante  para  este 
efecto  que  el  acreedor  demande  al  deudor  delante  de  amigos  o  de  aveni- 
dores El  código  francés  resuelve  este  punto  por  la  afirmativa,  añadiendo 
que  esto  se  entiende  siempre  que  la  demanda  se  instaure  dentro  de  un 
¿íes  contado  desde  el  dia  de  la  no  comparecencia,  o  de  la  no  conci. 
liacion. 

(6)  Ley  30,  tít.  29,  parí.  3. 

(7)  Ley  7,  tít.  15,  lib.  4,  R.,  ó  6,  tit.  8,  hb.  H,  Nov, 
(8,  Ley  16,  lit.  29,  part.  3, 

{'J)  Institue,  lib.  2,  tít.  6. 
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de  buscar  esta  circunstancia  por  ser  totalmente  indispen- 
sable y  necesaria,  de  ahí  es  que  en  tales  casos  se  nom- 
bran comisionados,  no  para  dar  ni  quitar  terrenos,  sino 
para  aclarar  y  señalar  los  que  según  se  justifique  deban 
considerarse  como  dote  de  cada  población  ó  de  cada  indi- 
viduo contendiente,  á  fin  de  que  disfruten  pacíficamente 
de  sus  pastos  y  demás  aprovechamientos  (t).  A  este  acto 
llaman  los  prácticos  juicio  de  apeo,  aunque,  como  dice 
Gómez  Negro  (2),  con  toda  impropiedad,  pues  realmente 
no  es  mas  que  una  diligencia  que  puede  servir  de  prueba 
en  caso  de  disputarse  el  dominio  ó  posesión  de  las  hereda- 
des deslindadas,  y  solo  puede  formarse  juicio,  no  sobre  el 
apeo,  pues  á  este  nadie  puede  oponerse,  sino  sobre  el  modo 
con  que  se  ha  ejecutado,  guardando  ó  no  las  solemnidades 
que  después  explicaremos. 

2.  —  Para  establecer  los  términos  perdidos,  se  ha  de 
atender  en  primer  lugar  á  la  posesión,  á  cuyo  fin  de- 
ben presentar  los  interesados  todos  los  documentos  que 
conduzcan  á  acreditarla  (3). 

3.  —  A  falta  de  posesión  ó  de  pruebas  competentes  de 
la  misma,  deben  justificarse  los  linderos  por  medio  de  mo- 
numentos antiguos,  como  zanjas' y  árboles,  censos  anterio- 
res al  pleito,  autoridades  de  escritores,  y  también  por  la 
fama  pública,  presunciones  y  otras  circunstancias.  Mas 
contra  tales  testimonios  hay  una  prueba  superior  que  es  la 
que  se  fuuda  eu  las  sucesiones  y  aumento  ó  diminución 
cíe  las  heredades  por  la  voluntad  y  contratos  de  sus  po- 
seedores. 

4.  — Entre  los  diferentes  medios  áque  se  puede  recurrir 
en  las  dudas  acerca  de  los  términos  de  las  heredades,  es 
uno  el  pago  de  los  derechos  de  alcabala,  y  el  de  diezmos 
que  han  adeudado  los  terrenos  que  se  litigan,  pues  por 
ellos  se  acredita  la  finca  á  que  han  pertenecido. 

5.  —  Hay  igualmente  que  atender  á  varias  conjeturas 
no  despreciables  en  caso  de  faltar  pruebas  mas  convincen- 
tes. Tal  es  la  dirección  de  los  mojones,  pues  siempre  que 
se  dividen  términos  se  guarda  la  línea  recta.  Si  los  mojo- 
nes están  claros  y  siempre  se  han  reconocido,  este  solo  he- 
cho es  una  prueba,  pues  la  posesión  inmemorial  es  un  tí- 
tulo que  tiene  fuerza  de  privilegio. 

6.  -r-  La  proximidad  mayor  á  un  pueblo  que  á  otro,  es 
en  casos  dudosos  una  conjetura  que  debe  tenerse  en  con- 
sideración, pues  se  presume  que  los  términos  adyacentes 
á  cualquiera  población,  pertenecen  á  su  término,  por  ma- 
nera, que  para  gozar  los  vecinos  de  otra  mas  distante  el 
beneficio  de  sus  paslos  y  aprovechamientos,  necesitan 
acreditar  su  derecho  (4). 

7.  —  Otra  prueba  conjetural  es  el  hacerse  ó  no  men- 
ción de  los  mojones  en  los  instrumentos  de  propiedad,  dán- 
dose en  ellos  á  entender  que  el  término  que  se  litiga  parte 
limites  con  el  del  pueblo  que  lo  disputa,  ó  que  está  den- 
tro ó  fuera  de  ellos.  No  menos  contribuye  á  aclarar  la 
verdad  la  confrontación  délas  señas,  distancia,  dirección  y 
nombre  de  los  mojones  mismos. 

8.  —  «  Las  escrituras  de  amojonamientos,  dice  el  Sr. 
Elizondo,  prueban  plenamente  en  estos  juicios  donde  la 
vista  de  ojos  y  paño  de  pintura  (plano)  que  se  levanta  so- 
bre el  terreno  con  presencia  de  las  escrituras  y  las  deda- 
l-aciones de  los  apeadores,  suministra  la  mas  apreciable 
autoridad  en  los  juicios  de  division  de  términos  (í>),  sin 

(1)  Ley  n,  tít-  17,  lib.  1,  N.  R.  Gómez  Negro,  Elem.  de  pract.  for., 
part.  1,  pág.  106. 

(2)  Lugar  citado. 

13)  La  mayor  parto  de  las  reglas  que  -vamos  á  dar,  están  tomadas  de  la 
radica  forense  de  Elizondo,  lomos  2  y  3. 

(4)  Ley  9,  lit.  28,  part.  3. 

(5)  Ley  lin.  tit.  15,  part.  6, 


que  nombrados  una  vez  por  las  partes  puedan  después  re- 
cusarlos. 

9.  —  «  Para  que  las  visitas  y  mojoneras  causen  un  es- 
tado inalterable,  es  necesario  se  citen  á  los  pueblos  y  per- 
sonas particulares  á  quienes  puedan  perjudicar  de  algún 
modo,  pues  en  otra  forma  pueden  de  su  propia  autoridad 
quitar  ó  mudar  cualesquiera  mojones  que  se  hubieren 
puesto,  dando  cuenta  á  la  justicia. 

10.  —  «  Los  confines  ó  mojones  por  donde  se  parten  6 
dividen  términos,  se  prueban  por  aquellos  testigos  que 
mas  se  conformen  con  los  instrumentos  y  se  conocen  mas 
fidedignos,  á  cuyo  grado  se  elevan  los  de  mas  edad,  que 
regularmente  deponen  con  circunstancias  de  grave  reco- 
mendación, como  son  la  fama  pública  y  con  primeras  y 
segundas  oidas,  dando  autores  que  prueban  plenamente.  » 

11.  —  Entre  los  testigos  fidedignos,  merecen  un  parti- 
cular aprecio  los  vecinos,  labradores,  pastores,  ganaderos 
y  rústicos  de  los  lugares  inmediatos  que  tengan  un  entero 
conocimiento  de  los  sitios,  mojones  y  términos  comprendi- 
dos bajo  de  ellos,  y  sobre  los  que  se  cifran  los  litigios,  ha- 
biendo aquellos  visto  guardas  en  los  mismos  terrenos,  cuyo 
acto,  como  jurisdiccional,  prueba  la  que  tenga  el  magis- 
trado que  les  paga,  sucediendo  lo  mismo  por  la  expresión 
que  hagan  de  haber  visto,  saber  ó  constarles  las  de  licen- 
cias para  cortar  en  aquellos  sitios,  asistiendo  los  denuncia- 
dos á  las  causas,  y  pagando  las  penas. 

12.  —  «  La  experiencia  nos  enseña  en  muchos  juicios  de 
confines,  dice  el  mismo  autor  en  otro  lugar  (1),  el  vicio 
común  de  los  peritos  de  no  contenerse  estos  dentro  de  los 
canceles  de  su  propia  arte,  en  lo  que  no  deben  ser  creídos  ; 
de  modo,  que  para  evitarlas  diligencias  y  contiendas  que 
suelen  ocasionar  estos  excesos,  acostumbran  los  jueces 
doctos  prescribir  á  aquellos  un  modo  preciso,  al  cual  suje- 
tándose en  sus  reconocimientos,  digan  categóricamente  lo 
que  entiendan,  afirmando  ó  negando  el  hecho  que  motiva 
la  duda  :  siendo  no  menos  frecuente  en  la  práctica  faltar 
en  el  ejercicio  de  la  propia  arte  ó  pericia,  á  las  reglas  de 
esta,  no  distinguiendo,  por  ejemplo,  así  en  los  predios  rús- 
ticos como  en  los  urbanos  para  su  estimación,  ó  cuando 
tratan  de  venderse  ó  reclamarse  por  nulidad  de  su  venta 
ó  adjudicación,  si  son  antiguos  ó  modernos,  infructíferos 
ó  fructíferos,  ó  capaces  de  fructificar  al  auxilio  de  la  in- 
dustria y  del  tiempo,  debiendo  dar  concluyentes  razones  y 
causas  que  hagan  verosímil  su  dicho,  para  ser  creídos  so- 
bre unos  hechos  donde  solo  deben  ser  elegidos  para  decla- 
rarlos y  resolverlos  por  su  influjo,  de  una  prueba  rigoro- 
samente subsidiaria,  cuando  por  otra  via  no  pueda  descu- 
brirse la  verdad. » 

\  3.  —  «  Los  mapas  sirven  también  para  decidir  las  con- 
troversias de  confines,  situaciones  é  identidades  de  las  co- 
sas litigiosas;  mas  es  preciso  distinguir  los  públicos  de  los 
privados,  esto  es,  los  geográficos  de  los  topográficos  (2) 
inpresos  para  la  utilidad  pública,  ó  hechos  por  pura  con- 
veniencia de  las  partes,  sin  consentimiento  recíproco  de 
Jas  mismas,  ó  con  su  citación,  audiencia  y  asistencia  judi- 
cial, en  cuyos  únicos  casos  merecen  fe.  no  reclamándose 
su  error,  y  haciéndose  este  manifiesto  con  presencia  del 
terreno  ;  siendo  rarísimo  el  caso  en  que  no  litigando  los 
límites  de  un  reino,  provincia  ó  estado,  y  otros  particula- 
res, se  valgan  los  interesados  de  los  mapas  geográficos, 
ya  por  no  designar  estos  individualmente  los  mojones  y 
límites,  y  ya  también  por  la  diversidad  de  sus  autores, 


(1)  Pract.  unió  for  lom.  4,  pág.  230  y  231  números  27  al  30. 
(2;  Mapa  geográfico  es  aquel  en  que  se  describe  toda  la  tierra  ó  alguna 
parte  considerable  de  ella,  como  provincia,  reino,  república,. etc.;  y  topo- 
káfico,  el  en  que  solo  se  describe  algún  sitio  ó  luuar. 
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mas  ó  menos  clásicos,  y  del  tiempo  en  que  se  hicieron,  el 
cual  influye  á  variar  el  sistema  de  los  objetos,  como  res- 
pectivamente observamos  y  podemos  decir  lo  mismo  de 
loslñdrográfícos(l);  concluyendo  en  este  punto  con  mani- 
festar ahora,  que  en  los  casos  sujetos  á  la  inspección  ocu- 
lar del  juez,  no  está  obligado  á  pasar  por  la  declaración 
de  los  peritos,  contraria  á  aquello  que  él  mismo  recibió 
por  sus  sentidos  corpóreos,  en  las  cosas  pendientes  de  solo 
este  juicio.  » 

14.  —  «  Cuando  uno  quiere  amojonar  sus  heredades, 
debe  presentarse  ante  él  juez,  para  que  con  presencia  de 
los  documentos  y  justificantes  que  exhiba,  mande  hacer 
el  apeo,  citando  previamente  á  los  dueños  confinantes  que 
fueren  conocidos  ó  ciertos,  y  si  fueren  inciertos,  que 
mande  fijar  edictos  de  nueve  en  nueve  dias,  en  los  para- 
jes públicos  y  acostumbrados,  dando  fe  el  escribano  de  ha- 
ber puesto  uno  y  quitado  otro  después  de  vencido  su  tér- 
mino; é  igualmente  pedirá  que  se  libre  requisitoria  para 
que  se  citen  á  los  que  fueren  de  otra  jurisdicción,  notifi- 
cando á  todos  nombren  peritos  agrimensores,  con  aperci- 
bimiento de  hacerlo  de  oficio,  y  eligiendo  desde  luego  el 
suyo  (2).  El  juez  provee  de  conformidad,  señalando  dia 
para  verificar  el  reconocimiento,  citando  á  todos  los  inte- 
resados, y  notificándoles  nombren  su  perito.  Esta  citación 
es  tan  interesante,  que  sin  ella,  en  concepto  del  Sr.  Eli- 
zondo  (3),  padece  el  acto  una  notoria  nulidad.  Si  compa- 
recen las  partes,  hacen  el  nombramiento  de  perito  ;  y  si 
no,  los  declara  el  juez  por  contumaces,  y  verifica  el  des- 
linde el  nombrado  por  el  que  lo  pide  y  el  que  nombra  el 
mismo  juez  por  los  inciertos  y  ausentes.  Previas  estas  dili- 
gencias, y  llegado  el  dia  que  se  asignó,  pasa  el  juez  acom- 
ñado  de  las  parles,  peritos  y  escribano,  al  terreno  cuyos 
límites  se  quieren  fijar,  para  determinarlos  por  su  ins- 
pección ocular  (4)  :  así  lo  establecen  las  leyes,  sin  em- 
bargo de  las  cuales  dice  el  Sr.  Elizondo  (5),  que  en  todos 
aquellos  casos  donde  pueda  tenerse  por  suficientemente 
probado  la  situación  y  estado  de  la  cosa  por  peritos  y  tes- 
tigos, sin  contrariedad  ó  diversidad,  ó  por  mapas  topo- 
gráficos ú  otras  especies  de  justificación,  no  han  de  decre- 
tar los  jueces  los  reconocimientos  con  su  asistencia,  que 
siempre  ha  de  entenderse  subsidiaria  para  excusar  gastos 
á  los  contendientes. 

45.  —  Si  al  tiempo  de  ejecutar  el  apeo  protestase  sobre 
algún  punto  cualquiera  de  los  interesados,  se  le  admitirá 
su  oposición  ó  protesta,  sin  que  por  esto  se  suspendan  las 
operaciones,  y  luego  que  se  hayan  concluido,  el  que  lo  soli- 
cite presentará  un  escrito  pidiendo  que  el  juez  lo  apruebe, 
interponiendo  su  autoridad  y  judicial  decreto;  de  cuya 
pretensión  se  corre  traslado  á  todos  los  dueños  confinan- 
tes, en  la  forma  en  que  se  les  citó,  con  apercibimiento 
de  aprobarlo  si  no  acuden  dentro  de  tanto  tiempo  á  pedir 
su  nulidad.  Si  no  lo  hacen,  les  acusa  el  actor  rebeldía/y 
en  su  consecuencia,  se  aprueba  en  cuanto  ha  lugar  en  de- 
recho ;  pero  si  salen  en  el  término  señatado,  se  les  oye  en 
juicio  ordinario,  advirtiendo  que  el  juez  debe  autorizar  el 
apeo,  estando  hecho  rite  et  recte,  sin  perjuicio  de  las  par- 
tes, y  sin  poner  en  posesión  á  nadie  en  virtud  de  él,  pues 
sobre  este  punto  no  ha  habido  contienda.  Si  lo  hiciere  sin 
preceder  expreso  consentimiento  y  conformidad  de  los  in- 
teresados ú  otro  formal  procedimiento  de  justicia,  come- 
terá un  verdadero  despojo,  que  deberá  reintegrarse  con 


(1)  Mapa  hidrográfico,  es  el  que  describe  las  aguas  ó  parte  de  ellas. 

(2)  Gome   Negro,  lugar  citado. 

(3)  Lugar  citado. 

(A)  Leyes  8,  til.  14,  part.  8,  y  10,  tít.  15,  part.  6. 
(5)  Lugar  citado. 


vista  solo  de  los  autos  de  apeo  y  de  lo  que  en  su  razón  ale- 
garen las  partes,  cuyos  derechos  se  reservarán,  para  que 
ejecutada  la  reposición,  los  deduzcan  ante  quien  y  como 
les  convenga  (1). 

4  6.  —  Si  los  términos,  en  todo  ó  en  parte,  no  pueden 
cómodamente  dividirse,  dice  también  el  Sr.  Elizondo  (2), 
bien  porque  son  oscuros  los  derechos  probados  por  los    { 
contendientes  en  posesión  ó  propiedad,  ó  bien  por  otra    f. 
causa,  puede  el  juez  dirigir  los  nuevos  términos  de  otra    \ 
suerte,  por  adjudicación  y  condenación  ex  cequo  et  bono,     \ 
para  quitar  de  en  medio  la  oscuridad,  á  cuyo  fin  deberá  ir     s. 
él  mismo  á  las  heredades,  para  que  con  citación  de  las 
partes,  declaren  los  peritos  por  su  medida,  los  términos 
de  las  heredades,  cuya  declaración  impone  fin  á  la  con- 
troversia de  sus  posesiones.  Asimismo,  si  los  mojones  de 
de  una  heredad  entrasen  en  otra,  y  por  ello  creyese  el 
juez  que  podrá  haber  alguna  disputa,  debe  mandarlos 
poner  de  manera  que  esta  quede  evitada,  condenando  á 
aquel. cuya  heredad  se  aumente,  á  pagar  al  otro  el  valor 
de  lo  que  crezca,  debiendo  todos  en  este  punto,  obede- 
cer al  juez,  quien  en  el  caso  de  resistencia  podrá  mul- 
tarlos (3). 

17.  —  Después  de  declarada  cuestión  de  division  de  tér- 
minos, si  se  atreviese  uno  de  los  interesados  á  usurpar  al 
otro,  parte  de  su  fundo,  incurre  en  las  penas  establecidas 
por  derecho  contra  los  que  despojan  á  los  poseedores. 

18.  —  Como  en  las  causas  suscitadas  entre  los  pueblos 
vecinos,  suelen  originarse  muchos  males,  Lien  privados, 
bien  públicos,  será  muy  conveniente  poner  término  á 
ellos  en  los  casos  dudosos,  por  medio  de  unas  justas  y  arre- 
glada; transacciones  que  sofoquen  las  contiendas, aseguren 
el  derecho  de  los  pueblos,  y  cuya  contravención  sea  re- 
frenada con  la  satisfacción  é  indemnización  de  todos  los 
perjuicios  que  se  causen  en  lo  sucesivo. 

19.  —  En  este  lugar  creemos  oportuno  advertir,  que  el 
arreglo  de  los  límites  de  los  estados,  así  como  la  termina- 
ción de  sus  diferencias,  cuando  no  hayan  convenido  entre 
sí  sobre  la  demarcación  de  sus  respectivos  distritos,  perte- 
nece exclusivamente  al  congreso  general,  según  lo  ordena 
la  parte  quinta  del  art.  50  de  la  constitución  federal. 


CAPÍTULO  IV. 

De  las  servidumbres. 

1.  — Se  entiende  por  servidumbre,  un  derecho  adqui- 
rido en  bienes  ajenos  inmuebles,  para  recibir  de  estos  al- 
gún servicio  ó  utilidad.  Tiene  facultad  para  constituir  ser- 
vidumbre, cualquiera  que  sea  propietario  de  una  cosa,  y 
cuya  administración  no  le  está  prohibida  por  interdicción 
judicial.  También  pueden  constituir  servidumbre,  los  que 
solo  tienen  el  dominio  útil  por  todo  el  tiempo  en  que  este 
dura,  como  el  enfiteuta.  Las  servidumbres,  por  su  natura- 
leza, son  indivisibles  (4). 

2.  —  Las  servidumbres  se  dividen  en  naturales,  legales    i. 
y  convencionales.  Las  naturales,  llamadas  también  uece-    v 
sarias,  son  aquellas  que  dimanan  de  la  situación  respec- 
tiva.de  propiedades  ó  fincas  que  están  contiguas  unas  á 
otras.  Las  legales  son  aquellas  que  por  la  ley  se  hallan 
establecidas  ;  y  convencionales  son  las  que  dimanan  de  un 

(1)  Ley  17,  vers.  Para  que,  tít.  17,  lib.  1,  Nov.  Gome  Negro,  Elera.  da 
pract.,  part.  2,  pág.  57. 

(2)  Tomo  2,  pag.  120. 

(3)  Ley  10,  lit.  5,  part.  6. 
t4;Ley»,  lit.  31,  par  3. 
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convenio  formal,  6  de  una  posesión  suficiente  para  presu- 
mir que  )o  hubo,  ó  de  otro  hecho  de  que  se  infiera  la  ser- 
vidumbre. Pueden  ser  también  continuas  ó  interrumpidas. 
Las  primeras  son  aquellas  cuyo  uso  es  diario,  y  las  segun- 
das, las  que  solo  se  usan  de  tiempo  en  tiempo  Hay,  ade- 
más otras  varia?  "lases  de  servidumbres,  que  se  explicarán 
mas  adelante. 

3.  —  El  que  ïtj s  con  otros  la  propiedad  indivisa  de 
una  heredad,  no  puede  sujetar  â  servidumbre  ninguna 
parte  de  ella,  sin  el  consentimiento  de  todos  los  demás. 
Tampoco  puede,  sin  el  mismo  consentimiento,  libertar  de 
servidumbre  al  predio  ó  heredad  sujeta  á  ella,  en  favor 
de  la  heredad  común. 

4.  —  El  derecho  de  servidumbre  comprende  todos  los 
demás  derechos  necesarios  para  poder  usar  de  ella.  Así, 
la  servidumbre  de  sacar  agua  de  una  fuente  ó  pozo,  com- 
prende el  derecho  de  entrar  y  pasar  por  una  heredad, 
donde  estuviere  el  pozo  ó  la  fuente. 

5.  —  Este  derecho,  y  el  modo  y  tiempos  en  que  puede 
hacerse  uso  de  él,  deben  arreglarse  por  los  términos  ó 
pactos  de  su  constitución,  debiendo  siempre  interpretarse 
con  restricción  ;  limitándose  á  lo  meramente  preciso  para 
que  puedan  usar  de  ella  las  personas  á  quienes  Caere  de- 
bida, i  menos  que  otra  cosa  se  hubiese  establecido  en  los 
títulos  de  su  constitución. 

6.  —  La  persona  á  cuyo  favor  está  constituida  la  servi- 
dumbre, no  es  responsable  del  daño  que  por  una  conse- 
cuencia ó  efecto  natural  de  ella,  pueda  sobrevenir  al  edi- 
ficio ó  heredad  sirviente  ;  pero  lo  será  cuando  el  daño 
provenga  de  alguna  mudanza  ó  alteración  que  haya  hecho 
en  las  cosas  afectadas  á  la  servidumbre  contra  lo  estable- 
cido en  la  constitución  de  esta. 

7.  —  Las  servidumbres  se  constituyen  de  tres  maneras  : 
primero,  por  convención  :  segundo,  por  disposición  testa- 
mentaria ;  y  tercero,  por  el  uso  de  prescripción  (l).  El 
uso  de  la  servidumbre  que  se  trata  de  prescribir,  ha 
de  ser  continuo,  con  buena  fe,  y  no  por  fuerza  ni  por 
ruego  ó  favor;  y  con  ciencia  del  dueño  del  predio  sir- 
viente, lo  cual  sirve  de  justo  título  y  de  tradición  ;  bien 
que  si  el  prescríbeme  apoyase  su  uso  en  título  justo,  bas- 
tará su  buena  fe  con  el  trascurso  del  tiempo  legal,  sin  ne- 
cesidad de  la  ciencia  del  dueño.  En  cuanto  al  tiempo, 
conviene  saber,  que  hay  diferencia  entre  Lis  continuas  y 
las  interrumpidas  ó  discontinuas,  prescribiéndose  aquellas 
por  diez  años  entre  presentes,  y  veinte  entre  ausentes,  y 
estas  por  tiempo  inmemorial  (2). 

8.  —  El  tiempo  para  prescribir,  se  empieza  á  contar 
desde  que  comienza  el  uso  de  la  servidumbre,  si  esta  fuese 
afirmativa;  por  ejemplo,  el  derecho  de  apoyar  una  viga 
en  la  pared  ajena,  y  desde  que  el  prescribiente  prohibe  al 
otro  usar  de  la  libertad  que  crea  tener  en  las  servidum- 
bres negativas  ;  v.  g.,  la  de  prohibir  al  vecino  que  levante 
mas  su  casa. 

9-  —  Tres  son  también  los  modos  de  extinguirse  las 
servidumbres  :  primero,  por  la  confusion  de  los  dominios, 
esto  es,  por  pasar  el  predio  dominante  al  dueño  del  sir- 
viente ó  al  contrario  ;  de  suerte,  que  aunque  después 
vuelvan  á  separarse  los  dominios,  no  se  renueva  la  servi- 
dumbre por  este  mero  hecho  (3)  :  segundo,  por  remisión 
ó  condonación  que  hace  el  dueño  del  campo  á  quien  se 
debe  la  servidumbre  (4),  bastando  que  esta  remisión  sea 
tácita,  como  si  el  dueño  de  la  servidumbre  permitiese  al 

(1)  Ley  14,  tít.  Si,  part.  S. 
(21  Ley  15  de  didio  til.  81. 

(3)  Ley  i1,  tít.  31  diado.. 

(4)  LanUma  ley  17, 


que  sufre  el  gravamen,  hacer  alguna  cosa  por  la  cual  se 
impida  su  uso  (1)  :  tercero,  por  el  no  uso  de  veinte  años, 
sin  diferencia  entre  presentes  y  ausentes,  con  respecto  á 
las  servidumbres  rústicas  discontinuas,  y  de  tiempo  inme- 
morial las  continuas;  de  modo,  que  aunque  estas  necesi- 
tan menos  tiempo  para  adquirirse,  sucede  lo  contrario 
para  perderse  (2).  Las  urbanas  se  pierden  por  el  no  uso 
de  diez  años  entre  presentes,  y  de  veinte  entre  ausen- 
tes (3).  Si  uno  de  los  dueños  de  un  predio  común,  usase 
de  la  servidumbre  inherente  á  este  predio,  se  conserva  el 
derecho  aun  para  los  otros  condueños  que  no  hicieren  uso 
de  ella;  y  en  el  caso  que  dividiesen  entre  sí  el  predio, 
solo  perderá  el  derecho  de  servidumbre,  aquel  que  no  usó 
de  ella  despues  de  la  division  (4)  :  cuarto,  por  cumplirse 
el  tiempo  ó  verificarse  la  condición  por  la  cual  se  estable- 
ció la  servidumbre. 

10.  —  Hemos  dicho  en  el  número  1  de  este  capitulo, 
que  en  virtud  del  derecho  de  servidumbre,  se  recibe  algún 
servicio  ó  utilidad  de  alguna  cosa  ajena.  Esta  utilidad  ó 
servicio  puede  reportarse,  ya  sufriendo  al  gravamen  una 
finca  para  inmediato  beneficio  de  otra,  ya  prestando  aque- 
lla el  servicio  no  en  utilidad  inmediata  de  olra  finca,  sino  de 
la  persona  á  cuyo  fa*or  se  hubiese  constituido  este  derecho. 
Las  primeras  se  llaman  reales,  y  las  segundas  personales  : 
de  unas  y  otras  trataremos  en  los  párrafos  siguientes. 

H.  —  Las'servidumbres  reales  pueden  ser  rústicas  ó 
urbanas  (5)  :  rústica  es  el  gravamen  que  sufre  una  here- 
dad en  beneficio  de  otra  :  urbana  es  la  que  está  consti- 
tuida en  la  utilidad  de  los  edificios  que  sirven  para  habi- 
tación. 

1*2.  —  Las  servidumbres  rústicas  pueden  ser  tantas 
cuantos  gravámenes  quieran  sufrir  los  dueños  en  sus  he- 
redades; pero  las  mas  conocidas  son  las  siguientes  (6)  : 
primera,  el  derecho  de  senda,  ó  el  de  pasar  por  la  heredad 
ajena  para  ir  á  la  propia  :  segunda,  el  derecho  de  camino, 
ó  el  de  pasar  por  la  heredad  ajena  con  carretas  ó  bestias 
cargadas  :  tercera,  el  derecho  de  acarreo,  ó  el  de  acarrear 
por  la  heredad  ajena  cuanto  se  necesita  para  beneficiar  la 
propia  :  cuarta,  el  derecho  de  conducción  de  qguas  por  la 
heredad  ajena  (7)  :  quinta,  el  derecho  de  sacar  agua  de 
pozo  ó  fuente  ajena  para  sí,  sus  labradores  y  bestias  de 
labor  ó  ganados  (8)  :  sexta,  el  derecho  de  apacentarlas 
bestias  de  labor  en  prado  ó  dehesa  de  otro  (9)  :  séplima, 
el  derecho  de  sacar  cal,  arena,  piedras  ú  otro  material  que 
se  encuentre  en  la  heredad  ajena,  para  labrar  en  la  pro- 
pia (10). 

13.  —  El  que  tiene  á  su  favor  la  servidumbre  de  senda, 
podrá  pasar  por  la  heredad  ajena  á  la  suya,  ó  salir  de 
ella,  solo  ó  acompañado,  á  pié  ó  á  caballo,  siempre  que 
"vaya  uno  en  pos  de  otro;  pero  no  podrá  entrar  con  carro 
ni  llevar  amano  bestia  caigada.  El  derecho  de  camino  da 
facultad  al  que  le  tiene,  para  pasar  por  la  heredad  ajena 
á  la  suya,  con  carro  ó  bestias  cargadas  ;  y  el  que  tiene  á 
su  favor  la  de  acarreo,  no  solo  podrá  pasar  por  la  heredad 
ajena  á  la  suya  con  carro  ó  bestias  cargadas,  sino  también 
llevar  madera  ó  piedras  arrastrando,  y  lo  demás  que  nece- 
sitare para  beneficiar  su  heredad  Si  no  se  hubiese  pactado 
la  amplitud  del  camino  para  el  acarreo,  la  ley  concede 


(H)  Ley  19  del  tít.  cundo. 
(2)  Ley  16,  tít.  31,  part.  3. 
(3    Dicha  ley  16. 

(4)  Ley  18  del  mismo  tít. 

(5)  Leyes  1  y  2,  tu.  31,  part.  3, 

(6)  Ley  3,  lit.  31,  pan.  3. 

(7)  Ley  i,  lit.  31. 

(8]  Ley  6  de  dicho  título. 

Í9)  Dicha  ley  6. 

(10)  Ley  7  de  dicho  Ututo 
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ocho  pies  en  terreno  recto,  y  diez  y  seis  en  torcido  (1). 

14.  —  La  servidumbre  de  conducción  de  agua,  puede 
ser  natural  ó  convencional.  Es  natural  ó  necesaria  (a  del 
agua  que  corre  de  nn  predio  superior  á  otro  inferior,  en 
cuyo  caso  el  dueño  de  este,  está  obligado  en  consecuencia 
de  esta -servidumbre,  á  dejar  correr  por  su  heredad  las 
aguas,  la  tierra  ó  piedras  que  aquellas  arrastran  natural- 
mente en  su  corriente,  y  no  puede  construir  dique,  presa 
ú  otra  obra  que  impida  ó  embarace  el  uso  de  la  servidum- 
bre. El  dueño  del  predio  superior,  tampoco  puede  hacer 
la  servidumbre  mas  gravosa  para  el  dueño  del  inferior,  ni 
disminuir  ó  privar  á  este  del  uso  de  las  aguas  corrien- 
tes (2)  El  dueño  de  una  heredad,  dentro  de  la  cual  hubie- 
se fuente  ó  pozo,  en  el  que  tenga  alguno  la  servidumbre 
de  sacar  agua,  no  puede  permitir  á  otro  que  se  apro- 
veche de  ella,  á  menos  que  por  ser  muy  abundante,  bas- 
tare para  ambos  (3). 

13.  —  Si  el  agua  que  corre  naturalmente  por  terreno  ó 
heredad  perteneciente  á  muchos,  se  estancase  en  la  de  al- 
guno de  ellos  con  perjuicio  de  algún  vecino,  podrá  este 
obligarle  á  que  limpie  y  ponga  expedito  el  sitio  por  donde 
antes  corría,  ó  á  que  le  permüa  á  él  hacerlo;  y  si  alguna 
se  estanca  en  acequia  perteneciente  á  muchos  dueños,  debe 
cada  uno  limpiar  la  parte  fronteriza  de  su  heredad.  Cual- 
quiera que  por  un  título  legal  tiene  a  su  favor  la  servi- 
dumbre de  conducir  agua  por  tierras  ajenas,  para  algún 
molino,  ó  para  riego  de  alguna  heredad  suya,  estará  obli- 
gado á  conservar  á  sus  expensas  el  cauce,  canal  ó  acequia, 
siempre  en  el  mismo  estado,  y  de  modo  que  el  agua  no 
cause  el  menor  perjuicio  á  los  demás  dueños  de  las  here- 
dades por  donde  pasa  (4). 

16.  —  Las  servidumbres  urbanas  tienen  por  objeto  Ja 
construcción  ó  edificación,  el  agua,  la  luz  y  las  vistas.  A 
las  servidumbres  que  tienen  por  objeto  la  construcción, 
corresponden  :  primero,  el  derecho  de  apoyar  un.  edificio 
sobre  la  pared  del  vecino  :  segundo,  el  derecho  de  meter 
vigas  en  la  pared  del  vecino,  con  el  fin  de  que  apoyen  ó 
descansen  en  ella  :  tercero,  el  derecho  de  prolongar  el  te- 
jado, ó  sacar  parte  del  edificio  sobre  el  área  del  vecino; 
pero  sin  que  descanse  en  ella  con  el  objeto  de  evitarlas  in- 
temperies, ó  cualesquiera  otra  cosa  de  utilidad  ó  recreo  : 
cuarto,  el  derecho  de  prohibir  al  vecino  que  dé  á  su  edifi- 
cio mayor  altura  :  quinto,  el  derecho  de  levantar  mas  su 
edificio  (o),  con  tal  que  no  lo  prohiban  los  reglamentos  de 
policía  ó  las  ordenanzas  municipales. 

17.  —  A  las  servidumbres  que  tienen  por  objeto  élagua, 
corresponde  :  primero,  el  derecho  de  que  l,<s  goteras  ó 
agua  llovediza  recogida  en  canales,  caiga  sobre  la  finca 
propia  :  segundo,  el  derecho  de  tener  abierto  un  agujero 
en  la  parte  inferior  de  la  pared  del  vecino,  para  recibir  y 
dar  salida  á  las  aguas  llovedizas. 

18.— A.  las  servidumbres  de  tercera  clase, corresponde: 
primero,  el  derecho  de  abrir  ventanas  en  la  pared  común 
ó  del  vecino  :  segundo,  el  derecho  de  impedir  que  el  vecino, 
cuando  construya  alguna  obra,  cierre  ó  tape  la  ventana  que 
mira  á su  área  ó  terreno  :  tercero,  el  derecho  de  prohibir  al 
vecino  que  haga,  plante  ó  construya  algún  ediíi<  io  que  in- 
tercepte las  vistas  du  que  disfruta  la  finca  (6).  kn  los 
casos  que  ocurran  sobre  esta  clase  de  servidumbres  urba- 
nas, ténganse  presentes  los  usos,  costumbres  y  ordenanzas 
municipales  de  cada  pueblo. 

(1)  Ley  3,  tít.  3),  part.  3. 

(2)  Dich  i  ley  4. 

(3)  Ley  7  de  dicho  titulo. 

(4)  Ley  4  de  dicho  tiiulo. 
(5  (Ley  2,  tít.  3i,part.S. 
(6)  Le;  a,  tit.  $i,  part.  S. 


19. — También  son  gravámenes  que  disminuyen  ó  coar- 
tan elderecho  de  propiedad,  el  usufructo,  el  uso  y  la  habi- 
tación, que  se  conocen  en  el  derecho  con  el  nombre  de 
servidumbres  personales  (1).  Usufructo,  es  el  derecho  de 
disfrutar  de  una  cosa  ajena,  sin  perjuicio  de  su  propie- 
dad y  sustancia.  Se  puede  constituir  sobre  todo  lo  que  es 
cap  iz  de  dar  fruto  ú  otra  utilidad,  ya  sea  una  cosí  sola, 
ya  un  conjunto  de  bienes.  Cuando  la  cosa  que  se  disfruta 
es  de  aquellas  que  se  consumen  con  el  uso,  como  aceite, 
vino,  etc.,  es  nn  usufructo  impropio,  y  se  ledael  nombre 
de  cuasi  usufructo. 

20.— Puede  constituirse  el  usufructo  de  dos  modos  :  pri- 
mero, por  la  voluntad  del  hombre  simplemente,  ó  bajocua- 
lesquiera  condiciones  razonables  que  el  propietario  quiera 
imponer,  ya  sea  por  contrato  ó  por  disposición  testamen- 
taria :  segundo,  por  ministerio  de  la  ley,  en  los  casos  en 
que  el  usufructo  es  consecuencia  de  un  derecho  anterior- 
mente reconocido,  como  el  que  adquiere  el  padre  en  los 
bienes  adveniicios  del  hijo  que  está  bajo  la  patria  potestad, 
y  el  que  tiene  el  consorte  viudo  que  pasa  á  segundas  nup- 
cias, en  los  bienes  reservables  á  los  hijos  del  anterior  ma- 
trimonio (2). 

21 . — El  usufructuario  tiene  elderecho  de  adquirir  y  apro- 
piarse todos  los  frutos  que  constituyen  la  renta  ordinaria 
de  la  cosa  usufructuada,  esto  es,  los  naturales,  los  indus- 
triales y  civiles.  De  consiguiente,  puede  venderlos-,  donar- 
los por  cualquier  título  (3);  pero  no  puede  enajenar  el 
mismo  derecho  de  usufructo,  porque  es  personal.  También 
pertenecen  al  usufructuario  los  frutos  de  lo  que  por  acce- 
sión se  une  á  la  cosa  usufructuada  :  las  servidumbres  que 
se  deban  áesta,  las  crias  de  los  animales,  las  minas  y  can- 
teras que  están  ya  beneficiándose  al  tiempo  de  constituirse 
el  usufructo,  pero  no  si  faltare  este  requisito. 

22.  —  í.>;3  frutos  naturales  é  industriales  que  están  pen- 
dientes de  los  árboles,  pertenecen  al  usufructuario,  desde  el 
momento  en  que  empieza  á  gozar  del  usufructo,  y  el  pro- 
pietario luego  que  este  se  extingue,  sin  hacerse  mutua- 
mente abono  alguno  por  labores,  semillas  ú  otros  gastos  de 
cultivo.  Entendiéndose  percibidos  y  no  pendientes  los  frutos 
para  los  efectos  expresados,  desde  que  por  obra  del  hom- 
bre se  separan  de  hecho  de  la  cosa  que  los  produjo,  aunque 
no  estén  recogidos;  pero  si  la  separación  se  hubiere  hecho 
por  casualidad,  no  se  consideran  percibidos  hasta  que  se 
recojan.  Los  frutos  civiles  corresponden  al  usufructuario, 
todo  el  tiempo  que  dure  el  usufructo,  y  son  debidos  desde 
cualquier  instante  de  este  tiempo.  Esta  doctrina  se  aplica  á 
los  alquileres  de  casas,  arrendamientos  y  cualesquiera  otros 
frulos  civiles. 

23.  —  Cuando  el  usufructo  recae  sobre  cosas  de  que  no 
puede  hacerse  uso  sin  consumirlas, es  decir,  sobre  cosas  fun- 
gibles,  como  el  dinero,  granos  ó  líquidos,  el  usufructuario 
tiene  el  derecho  de  disfrutarlas,  pero  con  la  obligación  de 
devolver  al  otro  al  fin  del  usufructo,  igual  cantidad,  calidad 
y  valor,  ó  su  estimación.  Si  se  constituye  sobre  cosas,  que 
sin  consumirse  de  pronto  se  deterioran  poco  á  poco  con  el 
uso,  como  lienzos,  vestidos  ó  muebles  de  una  casa,  el  usu- 
fructuario tiene  el  derecho  de  servirse  de  estas  cosas  para 
el  uso  á  que  están  destinadas,  y  solo  está  obligado  á  devol- 
verlas en  el  estado  en  que  se  hallen  al  fin  del  usufructo, 
con  tai  que  el  deterioro  no  proceda  de  dolo  ó  culpa  suya, 
pues  en  ta¡  caso  habrá  de  indemnizar  al  propietag'o. 

24.  —  El  usufructuario  de  un  monte  ó  bosque,  tiene  de- 
recho de  hacer  corlar  el  ramaje  de  los  árboles,  arreglán- 

(1)  Leyes  20  y  27,  del  tít.  31,  part.  3. 

(2)  Leyes  15,  tit.  17,  part. 55  2,  tít.  31,  part.  8,  y  7  tít.  14,hb.  10tN.  R, 

(3)  Leyes  20  y  24,  tit.  81,  paft.  3. 


dose  al  uso  constante  de  tos  propietarios;  pero  no  puede 
cortar  aquellos  por  el  pié,  so  pena  de  pagar  al  propietario 
el  valor  que  tuvieren.  Cuando  por  hacer  algunos  reparos  ú 
obras  en  la  propiedad,  sea  necesario  cortar  alguno  ó  algu- 
nos de  los  árboles,  podrá  hacerlo  el  usufructuario,  debiendo, 
en  este  caso,  acreditar  dicha  necesidad,  para  satisfacción 
del  propietario.  También  podrá  el  usufructuario  emplear 
para  los  reparos  que  tenga  obligación  de  hacer  en  la  pro- 
piedad, los  árboles  caídos  ó  arrancados  casual  mente;  pero 
también  con  la  condición  de  hacer  constar  al  propietario  la 
necesidad.  Puede  asimismo  percibir  cualesquiera  productos 
anuales  ó  periódicos,  de  los  árboles,  según  el  uso  del  país 
ó  la  costumbre  de  los  propietarios.  Pertenecen  también  á 
los  usufructuarios,  los  árboles  frutales  que  perecen,  ó  cual- 
quiera otro  arrancado  ó  caido  por  algún  accidente,  bajo  la 
obligación  de  reemplazarlos  con.  otros. 

25.  —  El  usufructuario  de  un  estanque  de  pesca,  puede 
pescar  sus  peces,  dejando  al  fin  del  usufructo  el  mismo 
número  de  ellos  que  tenia  cuando  este  empezó.  Esta  dispo- 
sición es  aplicable  áios  palomares,  conejeras  y  otras  cosas 
semejantes.  Las  crias  de  un  hato  de  ganado  ó  de  una  ye- 
guada que  se  tiene  en  usufructo,  pertenecen  al  usufruc- 
tuario, con  la  obligación  de  reponer  con  estas  las  cabezas 
que  falten  del  hato  ó  yeguada;  y  si  no  lo  hiciere  así,  habrá 
de  pagar  el  valor  de  ellas  cuando  se  acabe  el  usufructo.  Si 
no  hubiere  crias,  cumplirá  el  usufructuario  con  devolver  el 
hato  ó  yeguada  en  el  estado  que  tuviere  al  fin  del  usufruc- 
to. El  usufructuario  de  un  archivo  ó  protocolo,  tiene  dere- 
cho á  los  emolumentos  que  este  rinda  durante  el  usufructo. 
El  laudemio  de  la  cosa  eníitéutica,  cuando  esta  se  vende, 
pertenece  al  usufructuario. 

26.  —  El  propietario  no  puede  de  modo  alguno,  perju- 
dicar ó  poner  trabas  á  los  derechos  del  usufructuario,  ni 
impedirle  que  adorne  ó  mejore  la  cosa  que  usufructúa,  con 
tal  que  estas  obras  no  alteren  la  esencia  de  la  cosa  usu- 
fructuada, ó  el  uso  para -que  está  destinada.  El  usufruc- 
tuario tiene  derecho  á  reclamar  del  propietario  el  costo  de 
las  obras  y  reparos  que  este  debería  hacer,  y  que  son  ne- 
cesarias para  la  conservación  de  la  cosa  usufructuada.  Tam- 
bién puede  exigir  del  propietario  el  importe  de  las  obras 
útiles  á  este,  á  menos  que  al  constituirse  jel  usufructo,  hu- 
biere renunciado  el  derecho  de  indemnización.  Pero  no 
tendrá  derecho  alguno  á  reclamar  el  costo  de  las  obras  ó 
cosas  de  mero  adorno,  que  haya  hecho  ó  introducido  en  la 
cosa  usufructuada  ;  bien  que  podría  llevarse  dichos  ador- 
nos con  la  precisa  condición  de  restablecer  en  su  estado 
primitivo  lo  que  se  hubiere  alterado  á  causa  de  ellos,  pu- 
diendo  el  usufructuario  retener  la  cosa  usufructuada,  hasta 
que  el  propietario  le  satisfaga  el  costo  de  las  obras  nece- 
sarias que  haya  hecho. 

27.  —  Cuando  el  propietario  tenga  desmejoras  que  recla- 
mar del  usufructuario,  se  puede  admitir  en  compensación 
el  valor  de  las  mejoras  necesarias  ó  útiles  que  este  haya 
hecho,  y  si  hubiere  exceso  de  una  y  otra  parte,  se  satisfará 
el  resto  hasta  la  completa  indemnización.  Entiéndese  por 
mejora  de  un  terreno,  el  aumento  de  valor  que  este  recibe, 
como  û  se  hacen  obras  para  desaguarle,  para  hacerle  de 
regadío,  para  poderlo  sembrar  ó  cultivar,  entrando  también 
los  abonos  que  se  hacen  en  él  de  cualquiera  forma.  En  los 
edificios  se  reputan  mejoras,  todas  las  obras  ó  reparos  que 
aumentan  el  valor  de  aquellos,  ó  que  los  habilitan  para 
darlos  en  alquiler  ó  venderlos,  después  de  constituido  el 
usufructo.  Hay  desmejora  en  las  heredades,  cuando  estas  . 
han  disminuido  en  su  producción  ó  estimación,  por  no  ha- 
berlas mantenido  el  usufructuario  en  el  estado  de  cultura 
existente  al  empezar  el  usufructo,  por  no  haber  hecho  en 


'ellos  los  reparos  á  que  está  obligado,  ó  avisado  en  tiempo 
al  propietario  para  ejecutar  los  que  á  este  correspondan,  ó 
por  haberse  excedido  de  cualquier  modo,  abusando  del 
usufructo.  No  altera  ni  disminuye  el  derecho  del  usufruc- 
tuario, la  venta  ó  enajenación  de  la  cosa  sujeta  á  usu- 
fructo ;  de  consiguiente,  continuará  en  el  goce  del  usu- 
fructo, si  no  le  hubiere  perdido  ó  renunciado. 

28.  —  Habiendo  visto  los  derechos  que  corresponden  al 
usufructuario,  paso  á  examinar  las  obligaciones  que  tiene. 
Antes  de  entrar  el  usufructuario  en  el  goce  del  usufructo, 
deben  inventariarse  los  bienes  muebles,  y  tomarse  razón 
de  los  inmuebles  sujetos  al  usufructo,  por  ante  escribano  y 
en  presencia  ó  con  citación  del  propietario.  No  obstante, 
este  puede  remitir  así  el  inventario  como  la  toma  de  razón. 
El  objeto  de  uno  y  otro  de  estos  requisitos,  es  asegurar  la 
responsabilidad  del  usufructuario,  y  los  derechos  del  pro- 
pietario. A  falta  de  propietario  á  quien  citar,  como  acon- 
tece en  la  sucesión  de  un  mayorazgo,  el  usufructuario 
entrante  debe  citar  á  los  herederos  del  cesante  :  si  los 
bienes  se  pusieren  por  cualquiera  causa  en  administración 
ó  arriendo,  los  herederos  ó  el  albacea  pueden  pedir  que 
se  haga  el  referido  inventario  y  toma  de  razón,  por  un 
comisionado  que  nombrará  el  juez,  con  asistencia  de  pe- 
ritos, citándose  al  sucesor  presunto,  y  á  falta  de  él,  al 
administrador,  arrendatario  ó  cualquiera  otro  encargado 
de  Ja^-custodia  de  los  bienes. 

29.  —  El  usufructuario,  antes  de  entrar  en  el  goce  del 
usufructo,  dará  la  correspondiente  fianza  de  usar  de  él 
como  buen  padre  de  familia,  á  menos  de  que  esté  dispen- 
sado de  esta  fianza  por  la  ley.  No  está  obligado  el  usufruc- 
tuario á  prestar  fianza  en  los  casos  siguientes  :  primero, 
cuando  no  se  duda  que  él  ó  sus  herederos  han  de  adquirir 
la  propiedad  de  sus. bienes:  segundo,  cuando  el  fisco  es 
usufructuario:  tercero,  cuando  el  padre  tiene  el  Usufructo 
en  los  bienes  adventicios  del  hijo  ;  y  lo  mismo  sucede  en 
todo  usufructo  legal  :  cuarto,  cuando  el  usufructo  no  ha  de 
volver  al  propietario  ó  verdadero  heredero  del  testador: 
quinto,  cuando  el  vendedor  ó  donante  de  una  cosa  inmue- 
ble, se  reserva  el  usufructo  de  ella.  Puede  hacerse  e\ve- 
querimiento  de  la  fianza,  á  petición  del  propietario  ó  de 
oficio,  según  las  circunstancias  del  caso;  no  privando  el 
retardo  de  la  fianza  al  usufructuario,  de  los  frutos  á  que 
puede  tener  derecho,  pues  estos  le  son  debidos  desde  el 
momento  en  que  empieza  el  usufructo. 

:J0.  —  El  usufructuario  está  obligado  á  hacer  los  reparos 
menores  en  la  finca  usufructuada  ;  pero  no  los  mayores,  á 
menos  que  por  no  haber  ejecutado  aquellos,  se  hayan  he- 
cho estos  precisos,  en  cuyo  caso  habrá  también  de  costear- 
los. Son  reparos  mayores  ios  de  grande  consideración  y 
costo,  como  el  de  reedificar  paredes  ó  construir  nuevos  te- 
jados, etc.  Reparos  menores,  son  las  obras  de  menos  cosió, 
é  indispensables  para  la  conservación  de  la  finca.  En  caso 
de  duda,  está  al  arbitrio  del  juez  la  calificación  de  reparos 
mayores  ó  menores,  según  las  circunstancias.  El  usu- 
fructuario puede  compeler  al  propietario  á  que  haga  los 
reparos  mayores  que  sean  de  necesidad,  y  si  los  costease  el 
primero,  tiene  derecho  para  pedir  le  reintegre  el  valor  de 
ellos,  ya  sean  estos  de  necesidad  ó  de  utilidad.  Las  obras 
que  tengan  solo  por  objeto  la  mayor  percepción  ó  beneficio 
de  frutos,  serán  de  cuenta  del  usufructuario,  no  debiendo 
en  tal  caso,  pagar  el  propietario  sino  el  valor  de  lo  que  re- 
sulte útil  para  el  mismo. 

..  31.  —  El  usufructuario  y  el  propietario,  son  responsables 
de  los  daños  que  se  originen  por  no  haber  hecho  en  debido 
tiempo  les  reparos  que  respectivamente  les  correspondan. 
Si  se  arruinase  por  demasiado  viejo  ó  por  un  caso  fortuito, 
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el  edificio  en  qué  estaba  constituido  el  usufructo,  ni  el 
usufructuario  ni  el  propietario  están  obligados  á  reedifi- 
carlo. Si  no  se  arruinase  del  todo,  y  fuere  necesario 
hacer  alguna  obra  grande,  de  cuya  omisión  hubiere  de 
résultai"  la  total  ruina  de  aquel,  el  usufructuario  podrá 
obligar  al  propietario  á  que  la  haga  ó  anticipe  dinero  para 
hacerla. 

32.  —  El  usufructuario  está  obligado  á  pagar,  durante  el 
goce  del  usufructo,  todas  las  cargas  anuales  que  tuvieren 
las  fincas  usufructuadas  al  tiempo  de  empezar  el  usufructo, 
como  las  contribuciones,  y  otras  que  se  consideran  cargos 
de  los  frutos.  Cuando  el  usufructo  consiste  en  animales 
productivos,  como  un  rebaño  de  obejas ,  está  obligado  el 
usufructuario  á  reemplazar  con  las  crias  las  que  mueran  ó 
falten  de  otro  modo;  pero  siendo  los  animales  estériles  ó 
no  productivos,  está  relevado  de  aquella  obligación,  á  no 
ser  que  muriese  ó  faltase  alguna  por  culpa  suya.  Si  pere- 
ciese por  enfermedad  ú  otro  accidente,  todo  el  rebaño  en 
que  está  constituido  el  usufructo,  no  tendrá  el  usufructua- 
rio otra  obligación  que  la  de  dar  cuenta  al  propietario  de 
los  cueros,  ó  pagarle  el  valor  de  ellos.  - 

33.  —  Los  gastos  y  condenas  que  ocasionen  los  pleitos 
concernientes  al  usufructo,  son  de  cuenta  del  usufructua- 
rio; pero  si  se  hicieren  aquellos  á  causa  de  la  propiedad, 
serán  de  cargo  del  propietario  los  de  alguna  consideración; 
mas  los  de  poca  monta ,  correrán  por  cuenta  del  usufruc- 
tuario. El  padre  ó  la  madre  que  usufructúa  los  bienes  ad- 
venticios del  hijo,  tiene  derecho  al  reintegro  de  todos  los 
gastos  que  hubiere  hecho  á  causa  del  pleito  movido  sobre 
dicho  usufructo,  si  de  él  se  hubiere  seguido  conocida  utili- 
dad ó  m-íjora  permanente  á  los  bienes  del  hijo. 

34.  —  No  es  válida  la  renuncia  del  usufructo  hecha  en 
fraude  de  los  acreedores.  Estos  pueden  intervenir  en  los 
litigios  ó  contestaciones  que  se  susciten  sobre  el  usufructo, 
para  conservar  ó  asegurar  los  derechos  de  su  deudor,  como 
también  pueden  ofrecerse  á  reparar  las  desmejoras  que  el 
usufructuario  hubiere  hecho  en  la  cosa  usufructuada,  y 
afianzar  ó  consolidar  el  usufructo  para  lo  sucesivo.  La  sen- 
tencia que  se  pronuncie  contra  el  usufructuario  sin  cita- 
ción del  propietario,  no  perjudica  á  este,  ni  por  el  contra- 
rio, la  que  se  pronuncie  contra  el  último  sin  citación  del 
primero. 

35.  —  El  usufructuario  no  puede  imponer  servidumbre 
en  la  cosa  sujeta  á  usufructo  y  en  perjuicio  del  propieta- 
rio; pero  uno  y  otro  podrán  adquirirla  durante  el  usu- 
fructo. Concluido  este,  tiene  obligación  de  restituir  al  pro- 
pietario la  finca  usufructuada  en  la  misma  forma  que  Ja 
recibió  ;  por  consiguiente,  si  recibe  una  tierra  de  sembra- 
dío, no  puede  restituirla  convertida  en  pradera  ó  al  con- 
trario. 

36.  —  Se  acaba  el  usufructo  :  l.°  Por  la  muerte  natural 
del  usufructuario,  aunque  no  por  la  del  propietario.  2."  Por 
Ja  muerte  civil,  que  es  el  destierro  perpetuo  (i).  3.°  Por 
remisión  ó  renuncia  que  haga  el  usufructuario  á  favor  del 
propietario.  4.°  Por  reunirse  en  un  mismo  sugeto  la  pro- 
piedad y  el  usufructo.  5."  Por  el  no  uso  de  diez  años  entre 
presentes  y  veinte  entre  ausentes.  6."  Por  destruirse  ó  pe- 
recer accidentalmente  la  cosa  en  que  está  constituido  el 
usufructo.  Pero  no  es  aplicable  esta  doctrina  al  usufructo 
de  una  heredad  en  que  se  comprende  un  edificio  situado 
en  ella,  pues  aunque  este  se  arruine,  continúa  el  usufructo 
en  la  heredad.  7.*  Por  abusos  del  usufructuario  que  den 

(1)  Después  de  la  pragmática  de  \2  de'marzo  de  1771,  no  se  conoce  la 
muerte  civil  o  destierro  perpetuo,  pues  por  ella  se  prohiben  las  condenas 
por  mas  tiempo  que  el  de  diez  anos.  "  ® 


lugar,  según  las  circunstancias  mas  ó  menos  graves,  á  que 
declare  el  juez  ó  extinguido  totalmente  el  usufructo,  ó  con- 
solidado con  la  propiedad,  bajo  la  carga  de  suministrar  el 
propietario  al  usufructuario  lo  que  estimare  justo.  8."  Por 
haberse  cumplido  el  tiempo,  en  el  usufructo  que  se  deja  á 
uno  hasta  época  ó  edad  determinada  ;  bien  que  si  este 
muere,  los  herederos  percibirán  los  frutos  pendientes,  y 
Jos  vencidos  hasta  el  dia  del  fallecimiento.  9." El  usufructo 
constituido  á  favor  de  alguna  corporación  civil  ó  eclesiás- 
tica, dura  cien  años,  si  no  se  hubiere  prefijado  menos 
tiempo,  y  si  se  extingue  la  corporación  ó  se  arruina  el 
pueblo,  se  acaba  el  usufructo  que  tenia  el  concejo,  salvo 
si  todos  ó  parte  de  sus  moradores  poblaren  otro  lugar,  en 
cuyo  caso  conservan  el  usufructo  (1).  10.  Por  el  matrimo- 
nio legítimo  del  hijo  de  familias  ó  por  su  emancipación,  se 
acaba  el  usufructo  legal  que  el  padre  ó  la  madre  tiene  en 
sus  bienes.  Del  usufructo  en  las  herencias  y  legados,  y  de 
las  obligaciones  que  este  impone  al  usufructuario,  nos  re- 
mitimos á  Jos  títulos  relativos  á  aquellas  materias,  ex- 
puestos en  el  primer  tomo  de  la  obra  de  Febrero  Meji- 
cano, edición  de  cuatro  tomos. 

37.  —  Sigue  la  segunda  servidumbre  personal  que  es  el 
uso,  y  se  dice  que  tiene  este  derecho  cualquiera  á  quien 
se  concede  Ja  facultad  de  usar  de  una  cosa  para  sus  me- 
nesteres y  los  de  su  familia,  conservando  aquella  ínte- 
gra (2).  Conviene  el  uso  con  el  usufructo  en  que  se  cons- 
tituyen y  se  extinguen  del  mismo  modo  sobre  las  mismas 
cosas  (3)  ;  y  en  que  así  el  usuario  como  el  usufructuario,1 
deben  prestar  fianza,  aquel  en  la  forma  que  hemos  expre- 
sado, y  este  de  que  usará  de  la  cosa  con  buena  fe  sin  de- 
terioro ni  detrimento  de  las  mismas  (4)  ;  y  se  diferencian 
eu  que  el  usufructuario  hace  suyos  todos  los  frutos  y  ren- 
tas del  modo  que  se  ha  dicho,  y  el  usuario  únicamente 
las  que  necesita  para  satisfacer  sus  necesidades  y  las 
de  su  familia,  y  no  está  obligado  como  aquel  á  hacer 
ciertos  reparos  para  la  conservación  de  los  bienes,  á  no  ser 
que  la  cosa  sea  tan  pequeña,  que  él  solo  la  disfrute  ente- 
ramente y  se  aproveche  de  todo  su  producto,  en  cuyo  caso 
lo  estará  como  aquel. 

38.  —  Los  derechos  del  usuario  deben  arreglarse  á  los 
términos  del  convenio  si  se  hubiesen  especificado  ;  pero  en 
caso  de  no  haberse  pactado  la  calidad  y  extension  que.  de- 
ban tener  aquellos,  se  entenderán  arreglados  del  modo  si- 
guiente :  El  que  tiene  el  uso  de  una  heredad,  no  puede 
percibir  mas  frutos  de  ella  que  los  que  necesita  para  sí  y 
su  familia  (5)  y  aun  para  los  hijos  que  tenga  después  de 
constituido  el  uso  ;  pero  no  podrá  enajenar  ni  ceder  los 
frutos  restantes.  Si  e¡.  uso  fuere  de  una  casa,  podrá  el  usua- 
rio vivir  en  ella  con  toda  su  familia,  y  también  recibir 
huéspedes  (6). 

39.  —  El  usuario  de  animales  puede  emplearlos  en  sus 
labores  ;  pero  no  prestarlos  á  otro  en  comodato.  Siendo  el 
uso  de  caza  y  pesca,  solo  el  usuario  puede  cazar  y  pescar. 
Si  el  uso  fuere  de  ganados,  po3rá  el  usuario  aproYecharse 
del  estiércol,  y  tomarla  leche,  queso,  lana  y  crias  para  su 
consumo  y  el  de  su  familia  (7),  debiendo  usar  de  su  dere- 
cho como  un  buen  padre  de  familia  y  precediendo  la 
fianza  é  inventario  como  en  el  usufructo. 

40.  —  Cuando  por  convenio  percibe  el  usuario  todos  los 
frutos  de  la  heredad,  si  ocupa  todo  el  edificio,  está  sujeto 


(1)  Ley20,tít.  31,  part.  3. 

(2)  Dicha  ley  20. 

(3 1  Leyes  -20  y  23.  lit.  31,  part.  3. 

(i)  Leyes  20,  21  y  22  de  dicho  tit.  y  part.' 

(S)  Dicha  ley  20. 

(63  Ley  22  de  dicho  título. 

(7)  Dicha  ley  21. 
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como  el  usufructuario  al  pago  de  contribuciones,  e  igual- 
mente á  los  gastos  de  cultivo  y  reparos  necesarios  para 
conservar  la  cosa,  como  ya  be  manifestado  en  su  lugar 
respectivo.  Si  solo  percibe  una  parte  de  los  frutos  ú  ocupa 
nna  parte  de  la  casa,  solo  estará  obligado  á  pagar  á  pro- 
rala  de  lo  que  utiliza.  No  puede  el  usuario  enajenar  ni 
hipotecar  la  cosa  fructuaria  inmueble,  ni  dar  en  prendas  la 
mueble. 

41.  —  El  derecho  de  habitación  es  la  tercera  de  las  ser- 
vidumbres personales.  El  que  goza  de  este  derecho  tiene 
las  facultades  siguientes  :  1.a  La  de  habitar  en  la  casa  con 
toda  su  familia,  aun  cuando  no  estuviese  casado  al  tiempo 
en  que  se  constituyó.  2.a  La  de  poder  alquilar  la  casa  á 
otro,  con  tal  que  sea  á  persona  que  haga  buena  vecin- 
dad (1).  3.a  La  de  poder  vender,  hipotecar,  ceder  y  ena- 
jenar de  cualquier  modo,  su  derecho.  Las  obligaciones  del 
que  lo  tiene  son  las  mismas  que  las  del  usufructuario  en 
cuanto  á  la  fianza  y  demás.  Este  derecho  no  se  acaba  sino 
con  la  muerte  ó  renuncia  del  habitador. 


CAPITULO  V. 

De  los  interdictos.  —  Nociones  preliminares  sobre  esta  materia  ; 
de  los  trámites  judiciales  que  se  siguen  en  los  de  adquirir, 
retener  y  recobrar  la  posesión  y  otra  division  de  interdictos. 

1. — Introduje  ron  se  los  interdictos  con  el  objeto  de  man- 
tener la  tranquilidad  de  los  particulares,  evitando  las  desa- 
venencias que  á  cada  paso  pudieran  suscitarse  sobre  la  po- 
sesión de  aquellas  cosas  cuya  pertenencia  no  estuviese  aun 
decidido  por  un  juicio.  Para  mayor  inteligencia  de  esta  ma- 
teria, dividen  los  autores  las  causas  de  posesión  en  suma- 
rias y  plenarias,  llamando  plenarias  á  las  que  se  siguen 
según  el  orden  y  trámites  de  cualquier  juicio  ordinario; 
y  sumarias  á  aquellas  que  se  deciden  brevemenie,  sin 
observarse  las  solemnidades  del  juicio  ordinario,  sin  ad- 
mitirse apelación,  ó  si  se  admite  es  solo  en  el  efecto  devo- 
lutivo (2). 

2.  —  El  que  pretende  tenerderecho  sobre  esta  posesión 
momentánea,  usa  del  interdicto  que  le  corresponde,  y  en 
un  breve  juicio  se  declara  quién  ha  de  tener  la  posesión, 
mientras  en  otro  mas  largo  se  ventila  el  derecho  de  pro- 
piedad ó  la  verdadera  posesión. 

3. — Varias  son  las  especies  que  se  conocen  de  interdictos  ; 
pero  nosotros  empezaremos  por  la  division  principal  y  de 
mayor  uso,  á  saber  :  interdictos  para  adquirir,reùner  y  re- 
cobrar la  posesión,  ó  sea  adipis<enda;,retinendœ  et  recupe- 
rando} possessionis,  como  llamaban  los  Romanos. 

4.— El  primero  de  estosinlerdictos  tiene,  por  objeto  el  con- 
seguir brevísimamenle  la  posesión  de  una  cosa  que  todavía 
no  se  ha  poseído,  pero  á  la  que  se  tiene  un  derecho  evi- 
dente. En  el  capítulo  siguiente  nos'  haivmos  cargo  de  los 
tramites  que  deben  observarse  en  este  interdicto  é  igual- 
mente en  los  demás. 

5. — El  segundo  interdicto  dirigido  á  conservar  ó  retener 
la  posesión,  corresponde  á  todo  el  que  la  tiene,  sea  civil  ó 
natural.  De  consiguiente,  no  competirá  á  los  meros  deten  - 
tadores  ó  que  no  tienen  posesión  alguna,  los  cuales,  cuando 
mas,  podrán  implorar  el  oficio  del  juez  en  caso  de  ser  ex- 


(1)  Ley  57  de  dicho  til.  y  part. 

(3)  Art.  92  de  la  ley  de  23  de  mayo  de  1887. 


pelidos,  para  que  los  restituyan  í>  reintegren  contra  loa 
que  molestaron  ó  turbaron  su  detentación.  En  este  caso  se 
hallan  el  comodatario,  el  depositario  y  otros  que  tienen  la 
cosa  en  nombre  ajeno. 

6. — Para  que  tenga  lugar  este  interdicto,  se  requiere  que 
el  poseedor  no  haya  obtenido  la  posesión  dimanada  de  su 
adversario,  por  fuerza,  clandestinamente,ni  en  precario  ó 
á  ruegos.  Mas  no  le  servirá  de  obstáculo  el  tenerla  de  otro 
extraño  po^uno  de  los  tres  medios  referidos. 

7 . — Si  al  litigar  dos  personas  sobre  la  propiedad  de  alguna 
cosa,  pretendiesen  ambas  poseerla,  deberá  preceder  inter- 
dicto al  juicio  petitorio,  pues  antes  de  entrar  en  él,  es  pre- 
ciso decidir  sobre  la  posesión  interina  para  evitar  de  este 
modo  las  pendencias  que  podrían  suscitarse  con  motivo  de 
esta  momentánea  posesión. 

8.— El  tercer  interdicto  esel  mas  favorecido  por  las  leyes, 
interesando  sobremanera  á  la  sociedad  que  ninguna  per- 
sona sea  inquietada  sin  justicia  sobre  la  posesión  en  que  se 
halla,  porque  de  lo  contrario  serian  muy  frecuentes  los 
despojos.  Así,  pues,  Ja  ley  dispone  que  al  que  está  en  po- 
sesión de  una  cosa,  no  se  le  quite  sin  que  primero  sea  oido 
y  vencido  en  juicio,  de  suerte  que  no  valga  la  Real  Cédula 
que  se  expida  en  contrario  (1)  ;  porque  en  caso  de  duda 
es  mejor  la  condición  del  que  posee,  y  así  no  probando  el 
contrario  su  intención  en  debida  forma,  se  debe  concep- 
tuar al  otro  como  poseedor,  aunque  ningún  título  tenga 
para  elio  (2). 

9.  —  Mas  lo  dicho  anteriormente  se  entiende  cuando  es 
poseedor  de  buena  fe,  y  no  despojó  al  otro  clandestina- 
mente ni  por  fuerza  ;  porque  si  se  justificare  que  así  suce- 
dió, debe  el  despojado  ó  sus  herederos  ser  restituidos  á  la 
posesión  inmediatamente,  aunque  el  que  hizo  el  despojo 
quisiera  probar  ó  proclamaren  el  juicio  correspondiente  (3). 

10. — Si  el  despojado  usa  de  su  derecho  por  via  de  acción, 
tiene  para  ello  de  término  un  año  útil,  sin  perjuicio  de  que 
antes  ó  despues  de  este  término  pueda  usar  de  las  demás 
acciones  que  le  competen;  mas  si  usase  de  su  derecho  por 
via  de  excepción,  dura  perpetuamente,  porque  lo  que  ha 
de  demandarse  en  tiempo  limitado  es  perpetuo  para  excep- 
cionarse. 

1 1 . —  Este  interdicto  solo  tiene  lugar  en  el  despojo  de  bie- 
nes raices  poseídos  civil  ó  naturalmente,  y  en  el  délas  cosas 
incorpóreas,  como  servidumbres  y  otros  derechos,  y  no  el 
de  muebles,  á  menos  que  estos  formasen  parte  de  aquellos, 
pues  entonces  se  puede  intentar  por  lodos  juntamente. 

12.— Puede  hacer  uso  de  este  interdicto  cualquieía  per- 
sona que  haya  sido  despojada  violenta  ó  clandestinamente, 
bien  tuviese  el  dominio  directo  ó  bien  el  útil,  ó  aunque  no 
le  correspondiese  ni  uno  ni  otro  si  tuviese  la  posesión  civil 
ó  natural.  Por  consiguiente,  podrán  intentarla  el  usufruc- 
tuario, el  usuario,  y  aun  el  arrendatario  ó  colono;  porque 
aunque  los  primeros  no  poseen  la  finca  ó  heredad,  tienen 
al  menos  en  ellas  ciertos  derechos  en  los  cuales  deben  ter 
amparados;  y  del  mismo  modo  el  segundo,  pues  si  bien 
este  no  posee  á  nombre  suyo,  sino  en  el  del  dueño  que  es 
realmente  quien  ha  sufrido  el  despojo, puede  sin  embargo 
acudir  al  juez  para  ser  repuesto  por  este  medio  en  el  goce 
de  sus  derechos. 

13. — Compete  este  interdicto  al  despojado  contra  el  que 
le  despojo,  aunque  este  no  posea  la  linca  contra  su  posee- 
dor y  apoderado;  contra  el  que  lo  enajenó  á  persona  mas 
poderosa  ó  de  otro  fuero  para  que  no  se  le  quitasen,  y  con- 
tra el  que  mandó  y  aprobó  el  despojo  hecho  en  su  nom- 

(1)  Ley  2,  tit.  83,  lib.  11,  N.  R. 

(2) Ley  28,  tit.  2.  part.  8. 

(3)  Leyes  5,  lit.  8,  part.  3;  y  10,  tit.  16,  pírt.  t. 
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bre,  de  snerte  que  el  despojado  pueda  reclamar  contra 
cualquiera  de  los  espresados  ;  pero  conseguida  la  restitu- 
ción de  ellos,  no  se  le  permite  molestar  á  los  otros  (I). 

í  4.  —  Si  uno  despojase  á  otro  de  cierta  cosa  sobre  la  que 
tenia  aquel  algún  derecho,  lo  perderá  por  este  mero 
[¡echo;  y  si  ninguno  tenia,  deberá  restituirlo  con  todos 
sus  frutos  percibidos  y  pendientes  ó  con  otro  tanto  de  su 
valor.  Mas  si  la  cosa  se  deterioró  ó  perdió  después  de  ha- 
berla tomado,  estará  obligado  á  pagar  su  -valor  en  pena  de 
haberla  tomado  de  propia  autoridad  y  no  haber  acudido 
para  ello  al  juez  competente  (2). 

15. — Del  mismo  modo  si  el  dueño  de  una  cosa  la  diere  á 
otro  en  usufructo  ó  en  enfiteusis,  se  la  quitase  después, 
tendrá  que  restituir  la  misma  cosa  con  sus  frutos  y  rentas, 
perdiendo  en  favor  del  despojado  el  derecho  y  utilidad  que 
en  ella  se  habia  reservado.  Mas  si  el  despojante  fuere  ex- 
traño, deberá  también  restituirla  al  despojado  con  los  fru- 
tos y  rentas,  y  darle  otra  equivalente  para  que  la  disfrute 
en  igual  forma  que  aquella  (3). 

16  —Si  el  deudor  despojase  á  su  acreedor  antes  de  pagar 
la  deuda  de  la  prenda  que  le  entregó,  perderá  el  dominio 
de  ella,  pues  el  acreedores  legítimo  tenedor  y  poseedor  (4)  ; 
é  igualmente  si  este  tomase  por  fuerza  cualquiera  cosa  del 
deudor,  ora  fuese  por  via  de  prenda,  ora  por  pag;i,  deberá 
restituirla  quedando  además  privado  de  su  derecho  para 
exigir  la  deuda  (5). 

17.  — Dividen  los  autores  los  interdictos  en  prohibitivos, 
restitutorios  y  exhibitorios,  según  se  dirijan  á  prohibir, 
restituir  ó  exhibir  alguna  cosa.  Esta  division  es  cierta- 
mente la  mas  general,  pues  no  solo  comprende  los  ínter 
dictos  de  que  hemos  hablado,  sino  que  también  abraza 
oíros  de  distinta  especie,  de  los  cuales  trataremos  mas 
adelante. 

18.  Establecida  ya  en  general  la  doctrina  relativa  álos 
1res  interdictos  expresados,  explicaremos  ahora  los  trá- 
mites judiciales  que  se  siguen  en  cada  uno  de  ellos,  em- 
pezando por  el  de  adipiscendœ  possessionis,  esto  es,  el  de 
adquirirla  posesión.  Mas  ante  todo  conviene  advertir,  que 
si  bien  está  dispuesto  por  regla  general  que  no  pueda  en- 
tablarse en  juicio  ninguna  demanda  civil  ó  ejecutiva  sobre 
negocio  susceptible  de  ser  completamente  terminado  por 
avenencia  de  las  partes  sin  que  preceda  el  acto  de  conci- 
liación, no  es  necesario  ciertamente  este  requisito  en  los 
interdictos  posesorios,  pues  están  expresamente  excep- 
tuados (6). 

19.  —  Si  fuere  un  heredero  testamentario  el  que  pide  la 
posesión  de  la  herencia,  basta  la  presentación  del  testa- 
mento para  justificar  la  identidad  de  la  persona  y  la  muerte 
cîel  testador;  porque  uno  y  otro  se  presume  en  el  mero 
hecho  de  hallarse  en  su  poder  aquel  documento,  á  menos 
que  ofreciere  alguno  probar  inmediatamente  lo  contrario,  • 
en  cuyo  caso  deberá  el  juez  detenerla,  entregar  y  recibir 
las  pruebas  ofrecidas  (7).  En  el  escrito  en  que  se  pide  la 
posesión  de  la  herencia,  se  hará  una  sucinta  relación  de 
lo  concerniente  á  la  solicitud,  especificando  los  bienes  he- 
reditarios, y  concluirá  el  demandante  pidiendo  que  se  le 
dé  posesión  real,  corporal  ó  cuasi  :  en  vista  de  todo,  si  el 
juez  eslima  fundada  la  pretensión,  accede  á  ella  decre- 
tando que  se  dé  la  posesión  sin  perjuicio  de  tercero,,  cuya 

(1)  Leyes  2,  tít.  34,  lib.  11,  N.  R. 

(2)  Leyes  10,  lit.  10,  part.  7;  6  tít.  5,  lib.  1:  8  tít.  i,  lib.  6;  II  tít.  31, 
lib.  1-4.1  y  8  lit.  15,  lib.  12,  N.  R. 

(3)  Ley  16,  lit.  10,  part.  7. 

(4)  Ley  13,  tít.  10,  pan.  7. 
15 1  Ley  14,  tít.  10,  pan.  7. 


16)  Art.  92  de  la  ley  de  23  de  mayo  de  1837. 

17)  Ley  2,  tít.  14,  parí.  6. 


diligencia  ha  de  practicarse  por  el  mismo  juez  acompañado 

de  escribano.  Regularmente  se  pide  y  ejecuta  dicho  acto 
de  posesión  en  una  ó  alguna  de  las  fincas  á  nombre  de  los 
demás  arrendatarios  de  las  otras  que  reconozcan  por  dueño 
al  posesionado;  pero  si  el  heredero  quisiere  tomar  la  po- 
sesión en  cierta  y  determinada  finca,  debe  solicitarlo  para 
que  así  se  verifique  :  si  se  hallan  situadas  en  diversos  lu- 
gares, se  libran  los  correspondientes  exhortos  para  que 
sean  notificados  los  inquilinos  ó  colonos;  y  silos  bienes  en 
que  consiste  todo  ó  parte  de  la  herencia  fuesen  muebles, 
pretenderá  el  demandante  que  se  haga  saber  al  tenedor 
la  entrega  desde  luego. 

20.  —  Siendo  el  heredero  ab  intestato,  acreditará  con  la 
partida  de  entierro  la  muerte  del  finado,  y  con  las  otras 
de  bautismo  y  fées  de  casamiento  que  sean  necesarias  el 
parentesco  que  con  él  tenga.  Además,  ofrecerá  justificación 
sobre  que  el  difunto  no  dejó  hecha  disposición  testamen- 
taria, ni  tienen  otros  deudos  mas  cercanos;  siendo  exten- 
siva también  á  corroborar  los  dos  primeros  extremos. 
Igualmente  puede  pedirse  que  se  libre  compulsorio  á  los 
escribanos  públicos  para  que  certifiquen  si  el  finado  otorgó 
ante  ellos  algún  testamento.  Evacuada  dicha  información, 
se  practican  las  mismas  diligencias  que  en  el  caso  anterior 
sobre  el  acto  de  dar  posesión;  adwrüendo  que  el  heredero 
ab  intestato  pide  que  se  declare  por  tal  heredero,  y  en  con- 
secuencia se  le  dé  la  real,  corporal  ó  cuasi. 

21 .  —  Cuando  losbienes  hereditarios  están  vacantes,  pro- 
cede sin  obstáculo  el  interdicto;  pero  no  así  cuando  alguno 
sale  resistiendo  la  posesión.  Estos  legítimos  contradictores 
pueden  reducirse  á  dos  clases  :  1.a  De  los  que  se  oponen 
alegando  ser  suyos  losbienes  hereditarios,  por  ejemplo,  la 
mujer  respecto  de  los  dotales  ó  parafernales  que  dio  el 
marido  sin  estimación  :  el  hijo  mejorado  respecto  de  los 
que  señaló  el  testador  para  la  mejora,  cuya  propiedad 
adquiere  por  muerte  de  este,  y  cualquiera  otro  que  funde 
su  intención  en  algún  título  traslativo  de  dominio.  2."  De 
los  que  se  presentan  manifestando  que  no  debe  darse  la 
posesión,  porque  ellos  están  poseyendo,  ó  como  herederos 
ó  como  simples  poseedores,  por  haber  á  lo  menos  ocupado 
por  un  año  y  un  dia.  En  cualquiera  de  estos  casos  debe 
prestarse  audiencia  sumaria  al  contradictor,  ventilándose 
el  dominio,  la  calidad  de  heredero  ó  la  posesión  de  año  y 
dia  en  los  mismos  términos  que  en  un  artículo  en  via  ordi- 
naria. Si  se  decide  por  el  que  entabló  el  interdicto,  se  da 
la  posesión;  mas  si  obtiene  el  contrario,  declarándose  no 
haber  lugar  á  ello,  podrá  entablarse  la  acción  reivindica- 
toría contra  el  que  se  dice  dueño,  la  de  petición  de  heren- 
cia contra  el  que  se  titula  heredero;  y  el  juicio  pose- 
sorio plenario  contra  el  que  alega  la  tenencia  de  año 
y  dia. 

22.  —  Si  se  pidiere  la  posesión  de  un  mayorazgo,  ha  de 
presentar  el  sucesor  las  partidas  que  acrediten  su  entron- 
que con  el  difunto,  las  de  entierro  de  este,  copia  de  la  fun- 
dación, y  si  se  quiere,  un  árbol  genealógico  para  mayor 
claridad  :  con  arreglo  á  estos  documentos  alegará  de  su. 
derecho,  ofreciendo  en  caso  necesario  información  acerca 
de  la  muerte  del  anterior  poseedor  y  su  parentesco  con  él; 
y  concluirá  pidiendo,  que  dada  en  la  parte  que  baste,  se 
declare  habérsele  trasferido  por  ministerio  de  la  ley  la  po- 
sesión civil  y  natural  de  los  bienes  mayorazgados,  y  que 
en  consecuencia  se  dé  la  real,  corporal  ó  cuasi,  con  rendi- 
miento de  frutos  desde  la  vacante.  Evacuada  aquella,  se 
manda  dar  con  la  calidíid  de  autos,  y  se  siguen  los  mismos 
trámites  que  para  obtener  la  posesión  hereditaria;  pero  de 
éste  punto,  como  también  de  la  posesión  plenaria  y  juicio 
de  propiedad  en  materia  de  mayorazgos,  se  trató  ea  su 
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lugar  correspondiente  en  el  nuevo  Febrero  Mejicano,  edi- 
ción de  cuatro  tomos. 

23. — El  que  intenta  el  interdicto  de  retinendœ  possessionis, 
ó  sea  de  conservar  la  posesión  ha  de  probar  que  es  posee- 
dor al  tiempo  de  la  contestación  del  pleito,  y  que  aquella 
persona  á  quien  demanda  le  turba  en  la  posesión,  y  en  su 
consecuencia  pide  se  le  declare  como  poseedor,  y  que  el 
demandado  no  le  turbe  en  lo  sucesivo  en  su  posesión,  y  que 
le  indemnice  de  los  perjuicios  que  por  su  causa  se  le  hayan 
irrogado. 

24. — Este  interdicto  puede  tener  lugar, ó  como  principio 
de  un  pleito  ó  como  parte  de  él  :  sucede  lo  primero, 
cuando  se  perturba  á  alguno  extrajudicialmente  en  el  goce 
de  cierta  cosa  ó  derecho,  y  sale  pidiendo  que  se  le  ampare 
en  la  posesión.  Lo  mismo  se  verifica  cuando  no  se  le  per- 
turba de  hecho,  sino  que  teme  se  le  incomode  por  alguno, 
ó  este  propala  especies  con  las  que  retrae  á  otros  de  con- 
tratar con  el  poseedor,  ó  de  que  le  acudan  con  las  rentas, 
aunque  en  este  caso  procederá  mejor  la  demanda  de  jac- 
tancia. 

23.  —  Sucede  lo  segundo,  cuando  se  demanda  à  alguno 
por  cierta  cosa  que  está  poseyendo  :  entonces  protestando 
contestar  ala  demanda  en  su  dia  y  caso,  deberá  pedir  que 
con  suspension  de  los  juicios  posesorio,  plenario  y  petitorio, 
se  le.  ampare  en  la  posesión  que  disfruta,  formando  para 
ello  artículo  de  previo  pronunciamiento,  el  cual  equivale 
al  de  administración,  que  se  promueve  siempre  que  alguno 
ha  obtenido  la  posesión  por  el  interdicto  adipiscendœ,  ó  al 
tiempo  de  pedirla  se  le  contradice.  El  artículo,  pues,  de 
que  hablamos,  se  sustancia  con  uno  ó  dos  traslados;  se 
recibe  á  prueba  por  via  de  justificación,  dándose  un  corto 
te'rmino,  y  sin  publicación  ni  alegatos  se  decide  con  el  auto 
siguiente  :  «  Se  ampara  á  N.  en  la  posesión  en  que  se 
halla  de  tal  ó  cual  cosa,  sin  perjuicio  del  derecho  de  las 
partes  en  posesión  y  en  propiedad.  »  Esle  auto  es  interlo- 
cutorio,  porque  solo  es  interino  mientras  se  decide  el 
pleito  principal  sobre  la  propiedad  ó  posesión  plenariade 
la  cosa. 

26. — Los  trámites  del  interdicto  recuperando;  possessionis, 
ó  sea  de  recobrar  la  posesión,  son  los  mas  sumarios  y  pri- 
vilegiados que  se  conocen,  pues  se  sustancia  sin  audiencia 
del  despojador,  denegándose  en  el  caso  de  pedirla  y  des- 
echando cualquiera  excepción  que  proponga,  á  no  ser  la 
de  dominio,  que  se  le  admite  probándolo  incontinenti  por 
uno  de  los  modos  que  señala  la  ley  de  partida;  á  saber  : 
por  instrumento  público  que  no  tenga  vicio  alguno;  por 
confesión  de  la  parte  y  por  prueba  testifical  :  en  cuanto  al 
primero  y  segundo  de  estos  medios,  así  los  autores  como 
la  práctica,  están  conformes  .con  su  admisión;  mas  en  orden 
al  tercero,  aunque  lo  contradicen  generalmente  los  auto- 
res, no  puede  esperarse  buen  éxito  en  la  práctica;  sin 
embargo,  no  deja  de  haber  ejecutoria  en  apoyo  de  este 
medio  de  pruebas,  y  observando  con  riguroso 'análisis  el 
contexto  de  la  referida  ley,  origen  de  esas  excepciones,  se 
verá  comprendido  en  uno  desús  períodos.  Siendo  sin  em- 
bargo difícil,  como  hemos  insinuado,  que  por  práctica  se 
admita  esta  especie  de  pruebas,  solo  deberá  usarse  para 
fortalecer  cualquiera  de  las  otras  dos  cuando  tengan  algún 
vicio. 

27.— También  se  ha  suscitado  por  los  autores  la  cues- 
tión, de  si  deberá  ó  no  admitirse  la  excepción  de  contra- 
despojo. Lo  mas  legal  y  lo  que  está  adoptado  por  la  prác- 
tica, es  el  no  admitirla,  poique  la  ley  quiere  que  ninguno 
se  tome  la  justicia  por  su  mano,  y  por  consiguiente  no 
presta  su  auxilio  en  pena  de  la  criminalidad  que  envuelve 
en  sí  es    acción.  Además,  seria  necesario  en  tal  caso,  co- 


mo se  deja  ver,  dar  audiencia  y  admitir  probanzas,  lo  cual 
es  contrario  ala  naturaleza  de  este  juicio,  sobre  cuyo  punto 
se  dijo  lo  bastante  en  la  citada  obra  de  Febrero,"  y  a'quí 
hablaremos  un  poco  al  tratar  después  de  la  reconvención 
en  este  interdicto. 

28. — Acerca  del  juez  que  ha  de  entender  en  estos  nego- 
cios, debe  tenerse  presente  lo  dispuesto  en  el  artículo  92 
de  la  ley  de  23  de  mayo  de  1837  para  la  administración  de 
justicia,  el  cual  previene  que  toda  persona  que  fuere  des- 
pojada ó  turbada  en  la  posesión  de  alguna  cosa  profana  ó 
espiritual,  sea  lego,  eclesiástico  ó  militar  el  despojante  ó 
perturbador,  podrá  acudir  al  juez  letrada  de  primera  ins- 
tancia del  partido  ó  distrito  para  que  se  le  restituya  ó  am- 
pare, y  dicho  juez  conocerá  de  estos  recursos  por  medio 
del  juicio  sumarísimo  que  corresponda,  y  aun  por  el  ple- 
nario de  posesión  si  las  parles  lo  promovieren,  con  las  ape- 
laciones al  tribunal  superior  respectivo,  reservándose  el 
juicio  de  propiedad  á  los  jueces  competentes,  siempre  que 
se  trate  de  cosa  ó  persona  que  goce  de  fuero  privilegiado  (l). 

29.— Presupuestas  tales  observaciones,  veamos  cómo  se 
instaura  el  interdicto  deque  vamos  tratando. El  despojado 
presentará  un  escrito  reducido  á  exponer  las  circunstan- 
cias del  hecho,  y  como  punto  principal  de  su  acción,  ale- 
gará que  poseía  al  tiempo  del  despojo,  reputándose  por 
legítimo  poseedor  de  la  cosa,  y  que  el  que  la  posee  ac- 
tualmente le  ha  despojado.  Sobre  estos  particulares  para 
los  que  se  admite  toda  clase  de  testigos,  debe  ofrecerse 
justificación,  y  pedir  que  resultando  la  certeza  de  ellos,  se 
condene  al  despojante  á  que  restituya  la  cosa  con  rentas  y 
frutos  percibidos  y  que  haya  podido  percibir,  como  tam- 
bién se  le  condene  en  los  daños  y  perjuicios  ocasionados  y 
en  las  demás  penas  en  que  haya  incurrido  como  violento 
despojador.  Admitida  la  información'  en  calidad  de  autos, 
se  traen  estos,  evacuada  quesea,  y  en  su  vista  se  provee á 
la  restitución. 

30. — Pudiera  suceder  que  en  el  pedimento  no  se  desig- 
nara el  dia  en  que  ocurrió  el  despojo  ó  que  omitieran  esta 
circunstancia  los  testigos  ;  y  como  es  preciso  para  que  pro- 
ceda el  interdicto  que  no  haya  pasado  el  año  y  dia,  podrá 
el  juez  por  un  auto  para  mejor  proveer,  fijar  este  dato. 
Si  no  está  probado  el  despojo,  se  declara  no  haber  lugar  á 
la  restitución,  condenando  en  las  costas  al  actor  ;  pero  sí 
lo  está,  se  le  restituye  á  la  posesión,  condenando  en  aque- 
llas al  reo,  además  en  los  daños  y  perjuicios.  Si  el  despojo 
ha  sido  violento,  en  términos  de  haber  habido  fuerza  ar- 
mada ó  concurrido  alguna  otra  circunstancia  de  esta  clase, 
podrá  también  el  juez  imponer  al  despojante  alguna  multa, 
apercibirle  para  lo  sucesivo,  y  aun  formarle  un  incidente 
criminal. 

31. — Así  el  auto  en  que  se  admite  la  justificación  como 
el  que  se  dicta  restituyendo,  se  notifica  solo  al  deman- 
dante, quien  pide  en  su  virtud  que  el  juez,  acompañado  de 
escribano,  pase  á  darle  posesión,  y  así  se  ejecuta  ;  pero  si 
el  despojo  no  se  causa  en  cosa  material  sino  en  el  uso  de 
algún  derecho,  como  en  este  caso  queda  en  posesión  desde 
que  el  juez  lo  declara,  será  preciso  notificar  al  despojante 
el  auto  reslitutorio,  á  fin  de  que  cese  en  impedir  el  libre 
ejercicio  que  co-npete  al  actor.  Si  pendiente  el  juicio  se 
apersonase  el  reo  haciendo  alguna  solicitud  interesante,  se 
dará  traslado  sin  perjuicio;  pero  no  siendo  aquella  de  im- 
portancia, mientras  no  esté  cumplida  en  todas  sus  partes 
la  providencia  de  restitución,  ó  se  decretará  el  auto  de  no 
haber  lugar,  ó  el  de  ó  su  tiempo  se  proveerá  lo  conveniente. 
Dada  la  posesión,  se  presenta  nuevo  escrito  para  que  se 

(1)  Art.  92  de  la  ley  de  23  de  Mayo  delSST. 
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tasen  y  regulen  las  costas,  nombrándose  al  mismo  tiempo 
peritos,á  fin  deque  se  estimen  los  daños  y  perjuicios  si  los 
hubiere,  sin  que  intervengan  con  dichos  peritos  otros  por 
parte  del  despojante;  advirtiéndose  que  los  perjuicios  que 
se  tienen  presentes  en  este  aprecio,  son  los  que  inmedia- 
tamente se  causaron  con  el  despojo,  y  no  otros  que  pu- 
dieren con  estos  motivos  sobrevenir  después.  Evacuado 
todo  esto,  se  notifica  al  reo  la  providencia  para  que  pague, 
y  no  haciéndolo  en  el  acto,  se  procederá  á  la  cobranza  por 
apremio,  embargo,  justiprecio  y  venta  de  bienes. 

32.— El  reo  puede  apelar  en  el  término  ordinario,  ad- 
mitiéndosele el  recurso  únicamente  en  el  efecto  devolu- 
tivo (I  );  advirtiendo  que  si  consiente  y  se  entabla  la  acción 
ordinaria  para  recuperarla  cosa,  paede  también  pedirse  el 
abono  de  las  costas  pagadas  en  el  juicio  del  interdicto. 

33. — Trataremos  ahora  de  la  reconvención  en  este  inter- 
dicto. Puede  pedirse,  ó  alegando  otro  despojo  en  la  misma 
finca  ó  en  otra  diversa  :  si  lo  primero,  es  inadmisible,  por- 
que esto  mas  bien  es  una  excepción,  y  no  tiene  lugar  sino 
las  que  quedan  indicadas;  y  si  lo  segundo,  se  admitirá, 
pero  solo  produce  el  efecto  de  que  se  sigan  los  dos  puntos 
á  un  tiempo,  decretándose  á  su  conclusion  una  ó  dosres- 
lituciones.  Si  un  tercer  poseedor  es  demandado  por  la  ac- 
ción de  despojo,  y  reconviene,  con  otra  acción  igual  pero 
en  cosa  diferente,  se  detendrá  la  primera  demanda  hasta 
que  se  sustancie  la  segunda,  porque  en  este  caso  el  tercero 
no  parece  delincuente,  y  si  el  demandador  ;  y  la  ley  quiere 
que  sufra  por  lo  mismo  la  pena,  y  aun  la  detención  del 
primer  juicio,  en  odio  del  despojoy  en  favor  del  inocente. 

34.— Si  el  despojado  entabla  la  acción  de  despojo,  y  el 
despojador  le  reconviene  por  el  interdicto  adipiscendœ  ó 
por  el  juicio  petitorio,  no  se  admitirá,  porque  estos  juicios 
no  son  igualmente  privilegiados,  á  mas  de  que  uno  y  otro 
se  dirigen  á  pedir  la  posesión  que  no  se  tiene  :  todo  lo  cual 
se  entiende  aunque  se  oponga  un  tercero,  y  este  ó  el  des- 
pojador sean  menores,  pues  para  esto  no  hay  restitución 
in  integrum.  Tampoco  será  admitida  la  reconvención  por 
el  interdicto  manulenda,  pues  este,  cuyo  fin  es  conservar 
la  posesión,  no  puede  entablarse  por  el  que  la  hubiere  per- 
dido. Si  un  tercer  poseedor  intenta  aquel  interdicto  contra 
el  despojado,  puede  este  reconvenir  con  la  acción  de  des- 
pojo, y  se  admitirá  por  ser  el  de  recuperandee  de  natura- 
leza mas  privilegiada  que  el  otro  de  adipiscendœ.  Cuando 
se  entabla  el  juicio  petitorio  por  acción  real  ó  personal, 
puede  el  reo  á  quien  se  ha  despojado  de  la  cosa  deman- 
dada, proponerlo  como  excepción  ó  como  reconvención: 
si  lo  primero  por  ser  dilatoria  suspende  la  causa  principal 
hasta  que  se  sustancie  la  acción  de  despojo  :  y  si  lo  segun- 
do, se  siguen  sustanciando  á  un  mismo  tiempo  ambos 
particulares,  según  sus  trámites,  con  la  advertencia  de  que 
siempre  que  entre  varios  se  disputa  la  posesión  de  una 
cosa,  deberá  ser  restituido  ante  todo  el  que  haya  sido  des- 
pojado. 

35.  —  Los  interdictos  adipiscendœ  y  recuperando;  se  pue- 
den acumular  con  las  demandas  de  reivindicación,  porque 
no  destruyen  la  acción  principal,  ni  esta  so  opone  à  la  natu- 
raleza de  aquellos;  pero  no  así  el  de  retinendœ,  porque 
esto  mas  bien  seria  confesar  que  se  poseía.  De  las  provi- 
dencias dadas  en  estos  interdictos,  aunque  interlocutorias, 
se  puede  apelar,  por  tener  fuerza  de  definitivas;  admitién- 
dose el  recurso  como  queda  explicado,  y  ya  vengan  los 
autos  originales  ó  en  compulsa,  no  hay  expresión  de  agra- 
vios ni  escrito  alguno,  sino  únicamente  se  entregarán  á  los 
letrados  para  que  se  instruyan  y  asistan  á  la  vista. 

(I)  Art.  cit.  de  dicha  ley  de  1837. 


36.  —  Pasamos  á  tratar  de  los  otros  interdictos  de  que 
hicimos  mención  anteriormente,  entre  los  cuales  se  cuen- 
tan los  llamados  prohibitorios,  porque  se  dirigen  á  preten- 
der que  se  prohiba  alguna  cosa,  ó  que  se  observe  la  prohi- 
bicion  que  hay  de  hacerlas.  El  mas  notable  y  frecuente  de 
estos  interdictos  es  el  denuncio  de  nueva  obra,la  cual,siendo 
aprobada  por  el  juez,  es  legítima  la  prohibición  de  hacer 
alguna  obra  nueva. 

37.  —  Llámase  obra  nueva  no  solo  la  que  se  fabrica 
sobre  cimiento  nuevo,  sino  también  la  que  se  construye 
sobre  edificio  antiguo,  variándole  su  primitiva  forma  (1). 
La  denuncia  de  obra  nueva  tiene  por  objeto  conservar  algún 
derecho  de  un  particular  ó  del  público,  ó  precaverle  de 
algún  daño  que  le  amenazare. 

38.  —  Pueden  impedir  que  se  haga  la  nueva  obra  el  que 
recibe  el  daño  de  resultas  de  ellay  también  sus  hijos,  mayor- 
domos, apoderados,  criados  y  amigos;  pero  estos  deben 
prestar  la  competente  caución  de  que  aquel  ratificará  lo 
hecho  (2). 

39.  —  Igualmente  pueden  prohibir  la  obra  nueva  los 
tutores  en  nombre  de  sus  menores  (3),  el  usufructuario, 
el  que  tiene  servidumbre  en  la  finca,  si  se  le  priva  de  ella 
con  lo  nuevamente  obrado,  y  también  el  que  tiene  en  pren- 
da, feudo  ó  censo;  mas  este  solo  puede  compeler  al  señor 
del  dominio  directo  á  que  le  reintegre  el  daño  que  le  oca- 
sione la  obra.  Si  se  hace  en  lugar  público,  puede  impedirla 
cualquiera  del  pueblo,  excepto  el  huérfano  ó  mujer,  á  quie- 
nes solamente  en  el  suyo  se  les  permite  hacer  dicha  de- 
nuncia. 

40.  —  La  denuncia  de  obra  nueva  se  entabla  acudiendo 
al  juez  por  medio  de  escrito,  pidiendo  la  suspension  de  la 
nueva  obra, la  demolición  délo  obrado.la  reposición  de  las 
cosas  al  estado  que  antes  tenían,  á  costa  del  que  ha  hecho 
esta  novedad,  ven  caso  de  contravención,  la  pena  que  con- 
ceptúe justa.  A  consecuencia  de  este  escrito,  en  el  cual  se 
ha  de  jurar  no  proceder  de  malicia,  debe  el  juez  pasar  en 
persona  á  ver  el  estado  de  la  obra,  y  no  pudiendo  ir  perso- 
nalmente, deberáenviar  al  escribano  en  comisión  por  escrito 
para  que  requiera  á  los  operarios  que  suspendan  todo  tra- 
bajo hasta  nueva  providencia,  y  extienda  testimonio  del 
estado  de  la  obra  (4). 

41.  —  Debe  hacerse  la  denuncia  en  el  lugar  en  que  se 
hace  la  obra,  bastando  se  haga  saber  al  dueño  de  esta  ó 
sobrestante,  y  en  su  defecto  á  los  operarios  que  trabajan  en 
ella  (5).  Si  la  obra  es  de  muchos  dueños,  con  hacer  la  de- 
nuncia á  uno  de  ellos,  no  tiene  el  denunciador  que  requerir 
á  los  demás;  pero  si  esta  es  perjudicial  á  muchos  y  uno 
solo  la  denunciase,  no  seria  suficiente  para  impedirla,  ano 
ser  que  la  hiciere  á  nombre  de  los  otros  interesados,  en 
cuyo  caso,  dando  la  suficiente  seguridad  de  que  la  aproba- 
rán los  demás,  tendrá  la  misma  validez  que  si  cada  uno  la 
denunciara  por  sí  propio  (6). 

42.  —  Es  tal  la  eficacia  de  la  denuncia,  si  bien  ó  mal 
hecha,  que  si  el  dueño  de  la  obra  prosigue  en  ella  después 
de  requerido  sin  licencia  del  juez  que  la  mandó  suspender, 
debe  este  providenciar  que  demuela  á  su  costa  lo  cons- 
truido de  nuevo  por  su  inobediencia  (7);  siendo  de  adver- 
tir que  el  denunciador  debe  solicitarse  haga  alguna  dili- 
gencia, por  la  cual  conste  qué  estado  tenia  el  edificio  al 
tiempo  de  la  denuncia,  para  que  no  se  dude  de  lo  que  debe 


(O  Ley  1,  tít.  32,  part. 

(2)  Dicha  ley  I. 

(3)  Dicha  ley!. 
(i)  Dicha  ley-I. 

(5)  Dicha  ley  1. 

( 6)  Ley  2,  lit.  32,  part.  3« 

(7)  Ley  8,  tít.  32,  part.  3. 
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demolerse,  pues  en  caso  de  duda  debería  subsistir  todo  lo 
edificado. 

43.  —  Si  de  la  diligencia  practicada  por  el  escribaoo.  y 
de  !a  información  testifical,  que  también  se  ejecuta  en  c¿& 
necesario,  resultase  que  se  ha  hecho  alguna  novedad  per- 
judicial al  edificio  ó  finca,  deberá  el  juez  mandar  que  se 
demuela  lo  obrado,  y  que  se  restituyan  las  cosas  al  estado 
que  tenían  anteriormente  á  costa  del  causante,  sin  perjui- 
cio del  derecho  que  pueda  corresponderle. 

44.  —  Concluida  la  denuncia,  se  oye  en  juicio  contra- 
dictorio al  denunciador  y  denunciado,  lo  cual  si  no  se  con- 
cluye en  el  término  de  tres  meses,  y  por  el  conocimiento 
que  se  hubiere  hecho  resultase  que  el  daño  causado  no  es 
irreparable,  debe  él  juez  facultar  á  aquel  para  continuar 
la  obra,  con  tal  que  presente  fianza  de  que  la  derribará  á 
su  costa  siempre  que  se  le  mandare  por  el  juez  ó  tribunal 
competente  (1).  Y  es  de  advertirse  que  el  denunciado  po- 
drá proseguir  la  obra  dando  dicha  lianza,  en  el  caso  de 
hacer  ver  que  la  interrupción  le  causa  un' gran  perjuicio, 
y  que  de  la  continuación  se  le  sigue  uno  leve  al  denun- 
ciador. 

45.  —  En  este  interdicto,  como  en  todos  los  demás,  si 
el  juez  denegare  la  pretensión  del  actor,  le  quedará  á  este 
expedito  su  recurso  para  acudir  á  la  superioridad;  pero  si 
el  juez  acudiere  á  la  providencia,  será  ejecutiva,  y  no  po- 
drá suspenderse  su  ejecución  bajo  ningún  pretexto  (2). 

46.  —  Semejante  al  interdicto  de  nueva  obra,  es  el  lla- 
mado por  ios  Romanos  de  damno  infecto,  el  cual  compele 
para  precaverse  del  daño  que  amenaza  por  razón  de  obras 
viejas  ó  ya  hechas.  Procede,  pues,  este  interdicto  cuando 
pueda  dañarnos  alguna  casa  del  vecino  que  amenaza  ruina, 
ú  otra  cualquier  obra  que  tiene  hecha  en  cualquier  sitio 
suyo.  En  esle  caso  debe  acudirse  al  juez  por  medio  de  es- 
crito, en  visla  del  cual,  y  previos  los  correspondientes  in- 
formes de  peritos,  deberá  mandar  que  dichos  edificios  rui- 
nosos se  derriben,  ó  cuando  menos  que  se  reparen,  dando 
el  dueño  fianzas  á  los  vecinos  de  que  no  se  les  seguirá  per- 
juicio, y  que  si  se  arruinase  tal  edificio,  satisfará  todos  los 
daños  que  se  le  ocasionaren,  á  menos  que  ocurriesen  por 
causa  de  algún  accidente  imprevisto,  como  por  algún  hu- 
racán, terremoto  ú  otra  cosa  semejante.  Mas  si  el  dueño 
no  quisiere  prestar  la  expresada  fianza  ó  hacer  dicho  re- 
paro, se  pondrá  al  demandante  en  posesión  del  edificio 
hasta  que  se  repare  ó  derribe  de  parte  del  juez  (3). 

47.  —  Procede  también  este  interdicto  cuando  se  teme 
algún  daño  por  razón  de  algun  árbol  que  amenazare  caer 
sobre  las  heredades  ó  fincas,  haciendo  algun  daño  en  ellas, 
en  cuyo  caso  el  juez,  á  instancia  del  interesado,  debe  ha- 
cerlo cortar,  previa  información  de  peritos  (4). 

48.  —  Asimismo  se  da  este  interdicto  en  los  casos  si- 
guientes :  1.°  Cuando  alguno  hiciere  maliciosamente  en  su 
casa  un  pozo  de  que  resultare  daño  al  vecino  ;  pues  en- 
tonces podrá  este  pedir  que  se  derribe  ó  se  cierre,  ó  tam- 
bién usar  del  interdicto  de  denuncia  antes  de  hacerse  el 
pozo  (5)  2.°  Cuando  se  edificare  en  las  plazas,  ejidos  ó 
caminos  que  son  comunes  de  las  ciudades  ó  villas,  ó  al 
lado  de  las  iglesias  ó  muros  de  algun  pueblo,  deberá  der- 
ribarse lo  obrado,  y  para  ello  usará  del  interdicto  el  que 
tenga  derecho  al  dominio,  ó  algun  otro  en  el  sitio  ó  lugar 
cuyo  daño  se  teme  (6).  3."  Cuando  alguno  levantare  torre 


(i)  Ley  9,  tít.  32,  part.  3. 

(2)  Art  92  de  la  ley  de  23  de  majo  de  1837 

(H)  Ley  10,  lit.  32,  paît.  3. 


(A)  Ley  12,  lit.  32,  part  S. 
(5}  Ley  19,  tit.  32,  part.  8. 
(6)  Leyes  Í2, 23  y  24,  tit,  32,  part.  8. 


ú  otro  edificio,  y  recogiere  el  agua  llovediza  por  canales, 

sacándolas  tanto  hacia  fuera,  que  caiga  el  agua  sobre  las 
paredes  ó  tejado  del  vecino.  4.°  Cuando  pone  alguna  pa- 
red, estacada,  vallado,  ú  otra  cosa  en  su  heredad,  de  ma- 
nera que  el  agua  no  pueda  correr  por  donde  solia,  estan- 
cándose con  daño  del  vecino.  5."  Cuando  se  alzase  obra  en 
el  sitio  por  donde  solia  correr  el  agua,  y  por  dicha  obra  se 
mudase  el  curso  de  ella,  y  cayese  de  tan  alto,  que  haga 
hoyos  ó  caños  en  la  heredad  vecina,  ó  detuviese  el  agua 
de  manera  que  no  puedan  regar  sus  tierras  los  que  tenían 
derecho  de  hacerlo. 

49.  —  En  estos  tres  últimos  casos,  ú  otros  semejantes 
en  que  puede  causar  daño  á  las  heredades,  se  debe  derri- 
bar la  obra  á  costa  del  que  la  hizo,  pagando  además  el 
importe  del  daño  que  hubiere  causado  (1).  Mas  para  que 
en  estos  casos  proceda  el  interdicto,  es  necesario  que  con- 
curran las  circunstancias  siguientes  :  1  .a  Que  el  vecino  re- 
ciba ó  pueda  recibir  daño.  2.a  Que  este  sea  causado  por  el 
agua  llovediza.  3.a  Que  proceda  el  daño  de  obra  que  haya 
hecho  otro. 

50.  —  Dedúcese  de  lo  dicho  anteriormente,  que  no  ten- 
drá lugar  este  interdicto  en  los  casos  siguientes  :  I .°  Cuando 
sucediere  el  daño  sin  culpa,  esto  es,  cuando  la  hereJad  in- 
ferior reciba  el  daño  que  corre  de  la  superior,  por  obra  de 
la  naturaleza  y  sin  culpa  de  nadie.  2."  Cuando  el  daño 
ocasionado  procede  de  obra  antigua  que  esté  ya  heci  a  diez 
años  antes,  hallándose  presente  el  dueño  de  la  h.  redad 
que  sufre,  y  veinte  estando  ausente.  3.°  Cuando  re. ¡be  el 
daño  en  virtud  de  servidumbre  constituida  (-2). 

51.  —  El  derecho  de  entablar  este  interdicto  está  sieñV 
pre  unido  activa  y  pasivamente  al  dominio,  esto  es,  cor- 
responde al  comprador  ó  dueño  del  campo  que  recibe  el 
daño,  y  se  da  contra  el  dueño  ó  comprador  de  la  heredad 
en  que  se  hizo  la  obra  perjudicial  ó  dañosa  (3).  Si  fueren 
muchos  los  que  hicieren  la  obra  que  causa  el  daño,  puede 
el  que  lo  recibe  dirigir  contra  todos  ó  contra  cada  uno  de 
por  sí  la  acción  para  hacerla  demoler;  pero  siempre  de- 
berá pedir  á  cada  uno  de  ellos  separadamente  que  resarza 
el  perjuicio,  según  la  parte  que  le  corresponda.  Lo  mismo 
procede  cuando  uno  solo  hiciere  la  obra  y  fueren  muchos 
los  que  reciben  el  daño,  es  decir,  que  uno  solo  de  estos 
puede  pedirla  demolición;  pero  el  resarcimiento  total  ha 
de  dividirse  entre  ellos  (i). 

52.  —  Si  bien  por  regla  general  no  puede  entablarse 
este  interdicto  sin  que  preceda  la  construcción  de  alguna 
obra,  hay  sin  embargo  un  caso  de  excepción,  y  es  cuando 
el  agua,  corriendo  naturalmente,  arrastra  cieno,  piedras  ú 
otra  cosa  que  se  estanca  ó  detiene  en  alguna  heredad, 
causando  dañoá  los  vecinos.  En  este  caso  podrá  cualquiera 
de  estos  precisar  al  dueño  de  aquellas  á  que  haga  una  de 
dos  cosas,  à  saber  :  ó  que  limpie  ó  abra  el  lugar  embara- 
zado por  donde  solia  correr  el  agua,  ó  bien  le  permita  á  él 
hacerlo  (5).  Si  el  lugar  por  donde  debe  de  ir  el  agua  fuere 
acequia  ó  cauce  que  pertenezca  á  muchos,  cada  uno  en 
el  trozo,  lindero  ó  fronterizo  de  su  heredad,  deberá  ayu- 
dar á  componerlo. 

53.  —  No  puede  entablarse  este  interdicto  contra  aquel 
que  para  preservar  ó  defender  su  heredad,  procura  apar- 
tar de  ella  algún  torrente  ó  arroyo  en  tiempo  de  avenidas 
para  que  no  le  haga  daño,  aunque  le  resulte  perjuicio  al 
vecino  :  bien  que  este  es  asunto  muy  delicado,  y  debe  el 


(1)  Ley  13,  tit.  32,  part.  3. 

(2)  Ley  14,  lit.  32, párt.  3. 

(3)  Lev  16,  tit.  32.  part   9 

(4)  Ley  17,  lit.  32,  part.  3. 
{5)  Ley  15,  tit.  32,  part.  3. 
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juez  considerar  maduramente  las  circunstancias  de  cada 
caso  para  determinar  con  acierto. 

54.  —  Llámanse  interdictos  restitutorios  aquellos  que 
tienen  por  objeto  el  que  vuelvan  las  cosas  á  su  anterior 
estado.  A  esta  clase  pertenece  el  interdicto  de  despojo  de  que 
ya  hemos  tratado,  el  que  procede  para  pedirla  reparación 
de  alguna  obra  destruida  sin  razón,  ó  que  se  destruya  la 
que  se  edificó  con  perjuicio  de  tercero  ó  clandestinamente- 
EJ  interdicto  exhibitorio  es  el  que  tiene  por  objeto  el  que 
se  nos  manifieste  alguna  cosa  para  poder  usar  de  nuestro 
derecho  con  mayor  ilustración  y  conocimiento,  á  cuyo  in- 
terdicto llamaban  los  Romanos  acción  ad  exhibendum. 

55.— Otro  de  los  juicios  sumarísimos  es  el  de  re  Irado, 
el  cual  puede  enlabiarse  siempre  que  la  cosa  enajenada  y 
que  se  puede  retraer  no  haya  pasado  á  un  tercer  posee- 
dor (1),  y  que  concurran  los  requisitos  siguientes:  1.°  Que 
la  cosa  vendida  esté  sujeta  al  retracto.  2.°  Que  el  que  lo 
intenta  use  de  su  acción  en  el  término  de  nueve  días. 
3."  Que  consigne  el  precio.  4.°  Que  jure  que  la  quiere  para 
sí,  y  que  no  procede  de  malicia,  ni  por  perjudicar  al  com- 
prador ó  vendedor. 

56.  —  Para  entablarse  este  juicio,  debe  solicitarse  por 
medio  de  escrito,  que  se  admita  la  consignación  del  precio 
de  la  cosa  vendida ,  ó  la  cantidad  aproximada  si  esto  se 
ignorase,  y  que  se  mande  la  reciba  el  que  la  hubiere  com- 
prado, y  otorgue  la  correspondiente  escritura  de  retroventa. 
A  esta  solicitud  debe  proveer  el  juez  de  conformidad,  ad- 
mitiendo la  consignación  ;  verificado  lo  cual  se  hará  saber 
al  comprador  que  otorgue  dicha  escritura  para  proceder  á 
la  entrega  de  la  cantidad  consignada,  á  no  ser  que  aquel 
tuviese  razón  para  no  hacerlo,  en  cuyo  caso  la  deberá  ex- 
poner en  el  término  que  se  le  señale.  Si  se  verificase  lo 
primero,  quedará  concluido  el  asunto;  mas  en  caso  con- 
trario se  seguirá  un  juicio  ordinario  comootro  cualquiera; 
de  suerte  que  las  diligencias  practicadas  se  consideran  en 
este  caso  como  un  procedimiento  preparatorio  de  dicho 
juicio. 


CAPITULO  VI. 

Da  la  formación  de  las  poblaciones  en  general,  y  de  sos  términos 
6  ejidos. 

Aunque  por  derecho  de  gentes  pudieron  formarse  las 
poblaciones  sin  necesidad  de  previo  permiso  de  ninguna 
potestad,  esto  no  obstante  fué  permitido  en  España,  al 
menos  desde  el  siglo  xui,  en  que  se  formaron  las  Siete 
Partidas  del  rey  Don  Alonso  el  Sabio,  y  el  Ordenamiento 
Real,  en  cuyos  dos  códigos  se  encuentra  la  prohibición  (2) 
de  formarse  poblaciones  sin  la  licencia  del  rey,  á  quien  se 
atribuye  esta  regalía  sobre  las  cosas  adquiridas  en  justa 
guerra,  y  por  tal  razón  el  reino  de  España  fué  llamado 
Herencia  Real  (3),  y  todo  su  contenido,  como  tierra  pro- 
pia del  monarca  (4),  como  lo  refiera  el  Sr.  Vizcaíno  Pé- 
rez (5).  Estos  principios  se  contrapusieron  posteriormente 
por  los  de  la  nueva  constitución  de  la  monarquía  española, 
sancionada  en  Cádiz  en  1812,  en  donde  se  declaró,  que  la 
nación  desde  entonces  no  era,  ni  podia  ser  en  lo  sucesivo, 

O)  Ley.  42,  tít.  5,  part.  3. 

(2)  Ley  7, tít.  20,  part.  3,  y  su  glosa  al  n.  3,  y  en  la  Iev3,tít.8,  lib.  2  del 
Ordenamiento,  que  es  la  10  del  tlt.  15,  lib.  2  de  la  Reoop.  de  Castilla, 
correspondiere  ala  ley  2  del  tít.  20,  lib.  5  de  la  Nov. 

(3)  Ley  8  y  9,  lit.  1,  part.  2. 
U)  Ley  10,  til.  23,  pan.  2. 

(S)  Compendio  de  las  partidas,  tlt.  UV,  lej  t. 


patrimonio  de  ninguna  persona  ni  familia,  y  su  territorio 
indivisible  é  inenajenable  ;  principios  también  que  hoyrigeü 
entre  nosotros  (1). 

Estas  poblaciones  tomaban  desde  su  origen  diferentes 
nombres,  como  aldeas,  lugares,  arrabales,  pagos,  villas  y 
ciudades,  y  por  tales  denominaciones  se  daba  á  saber  su 
importancia  y  rango  entre  los  demás,  y  los  privilegios. y 
exenciones  de  que  disfrulaban,  y  les  eran  designados  en 
los  respectivos  títulos  de  su  fundación,  que  el  soberano 
expédia;  y  á  los  cuales  se  les  dio  asimismo  el  nombre  de 
privilegios  de  población,  ó  de  cartas  pueblas,  y  de  los  que 
se  hizo  con  el  tiempo  el  mas  pernicioso  tráfico,  como  lo 
refiere  un  acreditado  estadista  de  nuestros  dias  (2). 

Habiéndose  descubierto  y  conquistado  en  el  siglo  xvi,  las 
Indias  occidentales,  por  las  armas  de  los  reyes  católicos 
Don  Fernando  y  Doña  Isabel,  y  conforme  á  los  princ  píos 
ya  enunciados,  que  se  esiablecian  en  las  antiguas  leyes  (3) 
de  España,  de  que  la  propiedad  y  dominio  pleno  de  los 
reinos  conquistados,  les  correspondía  á  los  monarcas;  yen 
consideración  de  que  así  como  una  persona  no  puede  vivir 
sin  alimentarse,  tampoco  ninguna  ciudad  podia  subsistir 
sin  rentas,  tuvieron  por  bien  tS.  MM.  cederá  las  poblacio- 
nes de  América  y  á  los  concejos  de  ellas,  en  clase  de  dote 
ó  privilegio  de  población,  cierta  porción  de  terrenos,  para 
que  acudiesen  á  su  subsistencia  y  mejoramiento,  usufruc- 
tuándolas en  pastos  y  labores,  ó  de  la  manera  que  se  dis- 
pusiese en  sus  ordenanzas  municipales.  Estos  terrenos  se 
denominaron  inmediatamente  conforme  à  sus  clases,  per- 
tenencia y  usos,  concejiles  ó  de  propios;  nombre  que  hasta 
el  dia  conservan,  y  se  gubdividieron  en  dehesas  coyales, 
carniceras,  ó  de  labor,  según  su  dedicación  y  el  provecho 
que  podia  sacarse  de  ellas. 

Otra  parte  de  las  tierras  fueron  repartidas  por  concesión 
de  los  reyes,  entre  los  que  les  ayudaron  á  conquistarlas, 
en  remuneración  de  estos  ú  otros  servicios;  y  se  vendie- 
ron también  á  los  señores  ó  particulares,  para  acudir  con 
su  precio  á  las  urgencias  de  la  corona.  Estas  tierras  dona- 
das ó  vendidas,  se  llaman,  como  en  efecto  lo  son,  de  do- 
minio particular,  porque  se  les  trasudó  el  de  ellas  plena- 
mente á  los  donatarios  ó  compradores,  y  verdaderamente 
son  una  propiedad  de  particulares. 

El  usufructo  de  las  restantes  tierras,  le  cedieron  los 
revés  á  todos  los  vasallos  para  que  se  aprovecharan  de  sus 
pastos,  arbustos  y  otras  producciones  naturales,  y  que  man- 
tuviesen sus  ganados,  á  las  cuales  se  llaman  tierras  comu- 
nes, porque  su  aprovechamiento  es  común.  También  se 
llaman  valdíos,  porque  no  se  paga  cosa  alguna  por  su 
aprovechamiento  de  yerbas  y  leña  corta  ;  y  también  las  lla- 
man realengas,  porque  el  dominio  y  propiedad  queda  re- 
servado al  rey  por  su  derecho  de  conquista,  aunque  cedió 
el  usufructo  de  ellas  á  los  vasallos. 

Por  este  motivo,  y  el  de  ser  común  á  todos  su  aprove- 
chamiento, ya  no  se  pudieron  romper  para  labrarlas,  ven- 
derlas, empeñarse  ni  cerrarse  sin  facultad  real,  la  que  se 
pedia  desde  luego  en  el  consejo  supremo  de  Castilla ,  que 
consultaba  á S.  M.  para  que  la  concediese  ó  no;  mas  com:i 
los  soberanos  han  retenido  y  retienen  la  facultad  de  otoi  - 

(i)  Leves  1,  tít.  M,  part.  2,  y  i  y  2,  tít.  25,  part.  4.  Constitución  es- 
pañola de  1812,  tít.  2,  cap.  1,  art.  107,  tít.  6,  cap.  1,  art.  172,  frac.  4. 

(2)  Ganga-Arguelles,  Diccionario  de  hacienda,  artículo  Cartas  pueblas. 

(3  Ley  2,  tít.  1,  part.  3.  donde  se  leen  estas  palabras  :  E  tolo  es  otrosí 
poderoso  de  partir  los  léi  minos  de  las  provincias  y  délas  villas  v de  sus 
adyacentes.  Según  se  comprueba  por  la  ley  3,  tít  8,  lib.  8  del  Ordena- 
miento que  dice  :  Ë  les  diéremos  heredamiento  de  termino  poblado,  que 
es  la  ley  10,  tít.  15,  lib.  2  de  la  Rec;  y  mas  abiertamente  en  la  ley  2. 
tít  1,  lib.3  del  Ordenamiento.  Hoy  es  la  ley  1,  M.  5,  lio.  7  de  la  Hue, 
cuya  asignación  de  términos  fué  introducida  por  derecho  de  gente.-; 
conforme  laleyi,  til.  1 ,  part,  i . 
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gar  Jas  referidas  cesiones  ó  venta  de  tierras  valdías  ó  rea- 
lengas en  favor  de  las  comunidades  y  de  los  particulares, 
cuyas  concesiones  se  conocen  en  el  derecho  con  el  nombre 
de  mercedes,  vinieron  con  el  tiempo  á  formar  de  esta  fa- 
cultad ó  derecho,  un  arbitrio  ó  renta  con  que  acrecentar 
los  ingresos  del  erario  público.  A  este  fin  se  trató  de  siste- 
marlo, y  se  dieron  varios  reglamentos ,  como  puede  verse 
en  la  Recopilación  de  leyes  de  Indias,  y  en  la  Novísima  de 
las  leyes  de  Castilla,  especialmente  en  el  art.  5.%  lib.  3.°, 
que  trata  de  las  donaciones,  mercedes  y  privilegios  reales; 
en  el  tít.  27,  lib.  7.°,  en  que  trata  de  los  términos  de  los 
pueblos,  sus  visitas  y  restitución  de  los  ocupados  ;  en  el 
tit.  23  de  terrenos  valdíos,  solares,  y  edificios  yermos;  y 
en  el  tít.  24  que  le  subsigue,  de  los  montes  y  plantíos,  su 
conservación  y  aumento,  á  cuyo  estudio  remitimos  á  nues- 
tros lectores,  por  si  quisiesen  mayor  instrucción  que  la  que 
en  este  pequeño  libro  pueda  contenerse. 

Mas  como  era  necesario  que  hubiese  unas  reglas  fijas 
para  las  mercedes  ó  enajenaciones  de  los  terrenos  valdíos, 
se  establecieron,  y  especialmente  para  la  América,  las  me- 
didas agrarias  que  con  sus  correspondientes  nombres  y  pro- 
piedades vamos  á  explicar. 


CAPITULO  Vil. 

De  las  medidas  agrarias  para  la  distribución  y  arreglo  de  la  pro- 
.  piedad  particular. 

La  ley  mas  antigua  que  las  determina  en  nuestro  dere- 
cho, es  la  primera  del  tít.  12,  lib.  4  de  la  Recopilación  de 
Indias,  dada  en  tiempo  del  rey  Don  Fernando  V,  en  Valla- 
dolid,  á  18  de  junio  de  1513,  cuyo  tenor  literal  es  como 
sigue  :  «  Porque  nuestros  vasallos  se  alienten  al  descubri- 
miento y  población  de  las  Indias,  y  puedan  vivir  con  la 
comodidad,  y  conveniencia,  que  deseamos  :  es  nuestra  vo- 
luntad, que  se  puedan  repartir  y  repartan  casas,,  solares, 
tierras,  caballerías,  y  peonías  á  todos  los  que  fueren  á 
poblar  tierras  nuevas  en  los  pueblos  y  lugares,  que  por 
el  gobernador  de  la  nueva  población  les  fueren  seña- 
lados, haciendo  distinción  entre  escuderos,  y  peones,  y 
los  que  fueren  de  menos  grado  y  merecimiento,  y  los 
aumenten  y  mejoren,  atenta  la  calidad  de  sus  servicios, 
para  que  cuiden  de  la  labranza  y  crianza;  y  habiendo 
hecho  en  ellas  su  morada  y  labor,  y  residido  en  aquellos 
pueblos  cuatro  años,  les  concedemos  facultad  para  que  de 
allí  adelante  los  puedan  vender,  y  hacer  de  ellos  á  su  vo- 
luntad libremente,  como  cosa  suya  propia;  y  asimismo, 
conforme  su  calidad,  el  gobernador,  ó  quien  tuviere  nues- 
tra facultad,  les  encomiende  los  indios  en  el  repartimiento 
que  hiciere,  para  que  gocen  de  sus  aprovechamientos  y 
demoras  en  conformidad  de  las  tasas  y  de  lo  que  está  or- 
denado. Y  porque  podia  suceder  que  al  repartir  las  tierras 
hubiese  duda  en  las  medidas,  declaramos  que  una  peonía  (1) 
es  solar  de  cincuenta  pies  de  ancho  y  ciento  en  largo, 
cien  fanegas  de  tierra  (2)  de  labor,  de  trigo,  ó  de  cebada, 
diez  de  maiz,  dos  huebras  de  tierra  para  huerta,  y  ocho 
para  plantas  de  otros  árboles  de  secadal  (3),  tierra  de  pasto 
para  diez  puercas  de  vientre,  veinte  vacas,  y  cinco  yeguas, 

(1)  Lo  que  un  hombre  puede  labrar  en  un  dia. 

(2)  Cien  fanegas.  Esto  parece  muy  inexacto,  si  no  es  que  se  hable  de 
una  medida  puramente  nominal,  y  no  del  terreno  que  ocupa  una  fanega 
de  sembradura,  pues  de  estas  podrán  ser  mas  de  doce. 

(31  Esto  es,  la  porción  de  tierra  que  después  de  la  conquista  se  repar- 
tía á  un  soldado  de  á  caballo  que  babia  servido  en  la  guerra. 


cien  ovejas,  y  veinte  cabras.  Una  caballería  (1)  es  solar  da 
cien  pies  de  ancho,  y  doscientos  de  largo  ;  y  de  todo  lo 
demás,  como  cinco  peonías,  que  serán  quinientas  fanegas 
de  labor  para  pan  de  trigo,  ó  cebada,  cincuenta  de  maiz, 
diez  huebras  (2)  de  tierra  para  huertas,  cuarenta  para 
plantas  de  otros  árboles  de  secadal,  tierra  de  pasto  para 
cincuenta  puercas  de  vientre,  cien  vacas,  veinte  yeguas, 
quinientas  ovejas,  y  cien  cabras;  y  ordenamos  que  se  haga 
el  repartimiento  de  forma,  que  todos  participen  de  lo  bueno 
y  mediano,  y  de  lo  que  no  fuere  tal,  en  la  parte  que  á 
cada  uno  se  le  debiere  señalar.  » 

En  el  mismo  código  se  establecieron  seguidamente  otras 
muchas  reglas  para  las  ventas,  composición  y  repartimiento 
de  tierras,  solares  y  aguas,  que  pueden  verse  en  el  tít.  12, 
lib.  4;  se  determinaron  los  tamaños  de  dehesas  y  tierras 
para  propios  y  arbitrios  de  los  pueblos  ;  las  calidades  y  cir- 
cunstancias con  que  habian  de  hacerse  nuevas  poblaciones, 
demarcarles  sus  ejidos,  denominarlas  y  clasificarlas  en 
ciudades,  villas  y  pueblos  ;  y  para  la  mejor  ejecución  y 
cumplimiento  de  todas  estas  leyes,  conforme  á  su  espíritu 
y  á  las  facultades  concedidas  al  efecto  por  ellas  mismas  á 
los  vireyes  y  gobernadores  del  reino  de  Nueva-España,  se 
formaron,  circularon  y  mandaron  poner  en  práctica 
general  Jas  ordenanzas  y  formularios  de  qne  vamos  á  ocu- 
parnos. 

Ellas,  consultadas  cuidadosamente  por  cualquiera  que  lo 
necesite  hacer,  y  confrontadas  con  las  fechas  de  los  títulos 
de  cualesquiera  propiedad,  darán  con  facilidad  el  mas 
exacto  conocimiento  de  los  linderos  y  dimensiones  de  las 
propiedades  territoriales  ;  medio  el  mas  seguro  para  el  es- 
clarecimiento de  cualesquiera  dificultades  que  se  puedan 
ofrecer,  y  para  cortar  oportuna  y  prontamente  las  discor- 
dias que  se  suelen  suscitar  entre  los  vecinos  y  colindantes, 
que  siempre  deben  huirlas,  porque  siempre  ceden  en  daño 
grave  y  perjuicio  de  los  intereses  de  la  sociedad  y  de  los 
de  la  tranquilidad  privada  de  sus  individuos. 

Con  este  objeto  la  real  audiencia,  cabildo  y  ayuntamiento 
de  la  ciudad  de  Méjico,  siendo  virey,  gobernador  y  capitán 
general  de  la  Nueva-España,  el  Exmo.  Sr.  D.  Antonio  de 
Mendoza,  establecieron  y  promulgaron  en  dicha  ciudad,  á 
9  de  marzo  y  4  de  julio  de  1S36,  las  primeras  ordenanzas 
de  que  tenemos  noticia,  y  de  que  solamente  hemos  podido 
adquirir  el  fragmento  que  severa  en  el  capítulo  IX. 


CAPITULO  VIII. 

Del  modo  y  forma  en  que  se  han  de  denunciar,  adquirir  y  tomar 
posesión  de  los  terrenos  valdíos  y  mercedes  de  agua,  y  de  los 
títulos  que  justifiquen  su  propiedad. 

Después  de  la  Ordenanza  que  acerca  de  estos  particulares 
dio  el  rey  Don  Felipe  II  en  1563,  cuyos  artículos  se  hallan 
dispersos  en  otras  tantas  leyes  de  la  Recopilación  de  Indias, 
y  especialmente  en  el  tít.  XII,  lib.  4,  donde  se  declara  ante 
quién  se  deben  pedir  los  solares,  tierras  y  aguas:  dentro 
de  qué  término  se  ha  de  tomar  posesión;  cómo  han  de  ser 
amparados  en  ellas  los  propietarios;  que  se  les  admita  á 
composición  en  el  caso  de  que  sus  títulos  ó  adquisiciones 
tengan  algunos  defectos  :  con  qué  condiciones  han  de  ven- 
derse Jas  tierras,  y  los  interesados  han  de  obtener  la  con- 


8 


(i)  Secano. 

(2)  Yugadas  ó  espacio  de  tierra  de  labor  ,'que  pueda  arar  un  par  da 
bueyes  en  un  dia. 
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firmaeion  de  ella?  para  la  mejor  observancia  y  cumpli- 
miento de  dichas  leyes;  se  mandó  guardar  también  la 
siguiente  instrucción  que  se  encuentra  en  el  apéndice  de 
las  Ordenanzas  dé  Intendentes,  y  á  la  cual  se  refiere  el 
art.  81  del  mismo  código,  que  también  copiamos  ala  letra 
en  seguida,  y  la  cédula  posterior,  que  corrige  á  entrambas 
disposiciones. 


NUMERO  10 

Del  apéndice  á  las  Ordenanzas  de  intendentes,  que  corresponde 
al  art.  8i. 

PEAL   INSTRUCCIÓN  DE  18  DE  OCTUBRE   DE  1754. 

EL  REY.  —  Habiendo  manifestado  la  experiencia  los 
perjuicios  que  causa  á  mis  vasallos  de  los  reinos  de  las 
Indias  la  providencia  que  se  dio  por  real  cédula  de  24  de 
noviembre  de  1735,  sobre  que  los  que  entrasen  en  los 
bienes  realengos  de  aquellos  dominios  acudiesen  precisa- 
mente á  mi  real  persona  á  impetrar  su  confirmación  en  el 
término  que  se  les  asignó,  bajo  la  pena  de  su  perdimiento 
si  no  lo  hiciesen  ;  por  lo  cual  muchas  personas  dejan  de 
aprovecharse  de  este  beneficio  por  no  poder  costear  el  re- 
curso á  esta  corte  para  impetrarla  siendo  de  poca  entidad 
ó  de  pequeños  sitios,  ó  de  solo  algunas  caballerías,  las  que 
han  compuesto  ó  comprado,  y  los  que  acuden,  por  ser  de 
mayor  consideración  sus  compras,  es  á  gran  costa,  por  los 
testimonios  que  para  ello  tienen  que  presentar,  remisión 
de  caudales,  nombramiento  de  agentes  y  otros  gastos  in- 
dispensables, que  exceden  regularmente  en  mucha  parte 
al  costo  principal  que  han  hecho  en  la  compra  ó  compo- 
sición de  los  mismos  realengos  ante  los  subdelegados,  á 
que  es  consiguiente  hallarse  sin  cultura  muchos  sitios  y 
tierras,  que  abastecerían  con  su  labor  y  cria  de  ganados 
las  provincias  inmediatas;  y  el  que  otras  personas  se  man- 
tengan en  terrenos  usurpados  por  defecto  de  título,  sin 
darle  sobre  la  cultura  toda  la  labor  correspondiente,  por 
temor  de  ser  denunciados  y  procesados  sobre  ello,  de  que 
igualmente  resulta  perjuicio  á  mi  real  hacienda,  así  en  ca- 
recer del  produelo  de  sus  venias,  como  del  que  por  consi- 
guiente dimana;al común  y  alestadodela  labranza  y  crianza: 
he  resuelto  que  en  las  mercedes,  ventas  y  composiciones 
de  realengos,  sitios  y  valdíos,  hechas  al  présente,  y  que  se 
hicieren  en  adelante,  se  observe,  y  practique  precisamente 
lo  contenido  en  esta  instrucción. 

1.— Que  desde  la  fecha  de  esta  mi  real  resolución  en  ade- 
lante quede  privativamente  al  cargo  de  los  vireyes  y  pre- 
sidentes de  mis  reales  audiencias  de  aquellos  reinos  la  fa- 
cultad de  nombrar  los  ministros  subdelegados  que  deben 
ejercer  y  practicar  la  venta  y  composición  de  las  tierras  y 
valdíos  que  me  pertenecen  en  dichos  dominios,  expidién- 
doles el  nombramiento  ó  título  respectivo,  con  copia  au- 
téntica de  esta  instrucción;  con  la  precisa  calidad  de  que 
los  expresados  vireyes  y  presidentes  den  puntual  aviso  á 
mi  secretario  de  estado  y  del  despacho  universal  de  Indias 
délos  ministros  en  quienes  subdeleguen  respectivamente 
en  sus  distritos  y  parajes  que  ha  sido  costumbre  los  haya, 
ó  pareciese  preciso  establecer  de  nuevo,  para  su  aproba- 
ción, debiendo  continuar  los  que  al  presente  ejercen  la 
citada  comisión  ;  bien  entendido  que  estos  y  los  que  en  ade- 
lante nombrasen  los  enunciados  vireyes  y  presidentes  Due- 
dan  subdelegar  su  comisión  en  otros  para  las  partes  y 
provincias  distantes  de  las  de  sus  residencias^  como  ante's 


se  ejecutaba,  quedando,  en  virtud  de  esta  providencia,  mi 
consejo  de  las  Indias  y  sus  ministros,  inhibidos  de  la  direc- 
ción y  manejo  de  este  ramo  de  real  hacienda. 

2. — Que  los  jueces  y  ministros  en  quienes  se  subdelegue 
la  jurisdicción  para  la  venta  y  composición  de  los  realen- 
gos, procederán  con  suavidad,  templanza  y  moderación, 
con  procesos  verbales  y  no  judiciales  en  las  que  poseye- 
ren los  indios,  y  en  las  demás  que  hubieren  menester,  en 
particular  para  sus  labores,  labranza  y  crianza  de  ganados; 
pues  por  lo  tocante  á  las  que  les  están  concedidas  á  sus 
pueblos  para  pastos  y  ejidos  no  se  ha  de  hacer  novedad, 
manteniéndolos  en  la  posesión  de  ellas,  y  reintegrándolos 
en  las  que  seles  hubieren  usurpado,  concediéndoles  mayor 
extension  en  ellas  según  la  exigencia  de  la  población,  no 
usando  tampoco  de  rigor  con  las  que  ya  poseyeren  los  es- 
pañoles y  gentes  de  otras  castas,  teniendo  presente  para 
con  unos  y  otros,  lo  dispuesto  por  las  leyes  14,  15,  17,  4  8 
y  19,  tít.  XII,  lib.  4  de  la  Recopilación  de  Indias. 

3.  —  Que.  recibida  que  sea  por  cada  uno  de  los  subdele- 
gados principales  que  ahora  son,  yen  adelante  se  nombra- 
ren en  cada  provincia,  esta  instrucción  y  el  nombramiento 
que  en  la  forma  referida  en  el  capítulo  primero  se  les  ha 
de  expedir,  libren  por  su  parte  órdenes  generales  á  las 
justicias  de  las  cabeceras  y  lugares  principales  de  su  res- 
pectivo distrito,  mandando  se  publique  en  ellos  en  la  forma 
que  se  practica  con  otras  órdenes  generales  que  expiden 
los  vireyes,  presidentes  y  audiencias  en  los  negocios  de  mi 
servicio,  para  que  todas  y  cualesquiera  personas  que  po- 
seyeren realengos,  estando  ó  no  poblados,  cultivados  ó  la- 
brados desde  el  año  de  mil  y  setecientos  hasta  el  dia  de  la 
notoriedad  y  publicación  de  dicha  orden,  acudan  á  mani- 
festar ante  el  mismo  subdelelegado,  por  sí  mismos  ó  por 
medio  de  sus  correspondientes  ó  apoderados,  los  títulos  y 
despachos  en  cuya  virtud  los  poseen,  señalando  para  esta 
exhibición  el  término  competente  y  proporcionado,  según 
las  distancias;  con  apercibimiento  de  que  serán  despoja- 
dos y  lanzados  de  las  tales  tierras,  y  se  hará  merced  de 
ellas  á  otros  si  en  el  término  que  se  les  asignare  dejaren 
de  acudir  sin  justa  y  legítima  causa  á  la  manifestación  de 
sus  títulos. 

4.  —  Que  constando  por  los  títulos  ó  instrumentos  que 
así  se  presentaren,  ó  por  otro  cualquier  medio  legal,  estar 
en  posesión  de  los  tales  realengos,  en  virtud  de  venta  ó 
composición  hecha  por  los  subdelegados  que  han  sido  de 
esta  comisión  antes  del  citado  año  de  1700,  aunque  no 
estén  confirmadas  por  mi  real  persona  ni  por  los  vireyes  y 
presidentes,  les  dejen  en  la  libre  y  quieta  posesión  de  ellas, 
sin  causarles  la  menor  molestia,  ni  llevarles  derechos  al- 
gunos por  estas  diligencias  en  conformidad  de  la  ya  citada 
ley  15,  tít.  XII,  lib.  4  de  la  Recopilación  de  Indias,  ha- 
ciendo notar  en  los  tales  títulos  que  manifestaren  haber 
cumplido  con  esta  obligación  para  que  en  adelante  no  pue- 
dan ser  turbados,  emplazados,  ni  denunciados  ellos  ni  sus 
sucesores  en  los  tales  realengos  ;  y  no  teniendo  títulos  les 
deberá  bastar  la  justificación  que  hicieren  de  aquella  an- 
tigua posesión  como  título  de  justa  prescripción  :  en  in- 
teligencia de  que,  si  no  tuvieren  cultivados  ó  labrados  los 
tales  realengos,  se  les  deba  señalar  el  término  de  tres 
meses  que  prescribe  la  ley  11  del  citado  título  y  libio,  ó 
el  que  parezca  competente  para  que  lo  hagan,  con  aper- 
cibimiento que  de  lo  contrario  se  hará  merced  de  ellos  á 
los  que  denunciaren,  con  la  misma  obligación  de  culti- 
varlos. 

5  ,__  Que  los  poseedores  de  tierras  vendidas  ó  compues- 
tas por  los  respectivos  subdelegados  desde  el  citado  año 
de  1700  hasta  el  presente,  no  puedan  tampoco  ser  moles- 
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tádos,  inquietados  ni  denunciados  ahora  ni  en  tiempo  al- 
guno, constando  tenerlas  confirmadas  por  mi  real  persona, 
ó  por  los  vireyes  y  presidentes  de  las  audiencias  de  los 
respectivos  distritos  en  el  tiempo  en  que  usaron  de  esta 
facultad;  pero  los  que  las  poseyeren  sin  esta  precisa  cali- 
dad deberán  acudir  á  impetrar  la  confirmación  de  ellas 
ante  las  audiencias  de  su  distrito  y  demás  ministros  á  quie- 
nes se  comete  esta  facultad  por  esta-  nueva  instrucción, 
los  cuales,  en  vista  del  proceso  que  se  hubiere  formado  por 
los  subdelegados  en  orden  á  la  medida  y  avalúo  de  las 
tales  tierras  y  del  título  que  se  les  hubiere  despachado, 
examinarán  si  la  venta  ó  composición  está  hecha  sin 
fraude  ni  colusión,  y  en  precios  proporcionados  y  equita- 
tivos, con  vista  y  audiencia  de  los  fiscales,  para  que  con 
atención  á  todo,  y  constando  haber  entrado  en  cajas  rea- 
les el  precio  de  la  venta  ó  composición  y  derecho  de  me- 
dia-anata respectivo,  y  haciendo  de  nuevo  aquel  servicio 
pecuniario  que  parezca  correspondiente,  les  despachen  en 
mi  real  nombre  la  confirmación  de  sus  títulos,  con  las  cua- 
les quedará  legitimado  en  la  posesión  y  dominio  de  las 
tales  tierras,  aguas  ó  valdíos,  sin  poder  en  tiempo  alguno 
ser  sobre  ello  inquietados  los  poseedores,  ni  sus  sucesores 
universales  ni  particulares. 

6.  —  Que  si  por  los  procesos  que  se  deben  haber  for- 
mado para  las  ventas  y  composiciones  no  confirmadas 
desde  el  año  de  1700,  constare  no  haberse  medido  ni  apre- 
ciado los  tales  realengos,  como  se  tiene  entendido  ha  su- 
cedido en  algunas  provincias,  se  suspenda  el  despachar  su 
confirmación,  hasta  tanto  que  esto  se  ejecute;  y  según  el 
mas  valor  que  resultare  por  las  medidas  y  avalúos  deberá 
regularse  el  servicio  pecuniario  que  ha  de  preceder  á  la 
confirmación. 

7.  —  Que  igualmente  se  ha  de  contener  en  las  órdenes 
generales  que,  como  va  dicho,  se  han  de  librar  por  los 
subdelegados  á  las  justicias  de  las  cabeceras  y  partidos  de 
su  distrito,  la  cláusula  de  que  las  personas  que  hubieren 
excedido  los  límites  de  lo  comprado  ó  compuesto,  agregán- 
dose é  introduciéndose  en  mas  terreno  de  lo  concedido, 
estén,  ó  no,  confirmadas  las  posesiones  principales,  acu- 
dan precisamente  ante  ellos  á  su  composición,  para  que 
del  exceso,  precediendo  medida  y  avalúo,  se  les  despache 
título  y  confirmación;  con  apercibimiento  que  se  adjudi- 
carán los  terrenos  asi  ocupados,  en  una  moderada  cantidad 
á  los  que  los  denunciaren,  y  que  igualmente  se  adjudica- 
rán al  real  patrimonio  para  venderlos  á  otros  tercetos, 
aunque  estén  labrados,  plantados  ó  con  fábricas,  los  rea- 
lengos ocupados  sin  título,  si  pasado  el  término  que  se 
asignare,  no  acudieren  á  manifestarlos,  y  tratar  de  su 
composición  y  confirmación  Jos  instrusos  poseedores  :  Jo 
que  se  ha  de  cumplir  y  ejecutar  sin  excepción  de  per- 
sonas ni  comunidades,  de  cualquier  estado  y  calidad  qu- 
sean. 

8.  —  Que  á  los  que  denunciaren  tierras,  suelos,  sitios, 
aguas,  valdíos  y  yermos,  se  les  dará  recompensa  corres- 
pondiente, y  admitirá  á  moderada  composición  de  aque- 
llos que  denunciaren  ocupados  sin  justo  título,  y  que  esto 
se  incluya  también  en  el  bando  que  los  subdelegados  que 
se  nombraren  deben  hacer  publicar  en  sus  respectivos  dis- 
tritos. 

9.— Que  por  las  audiencias  respectivas  se  despachen  por 
provincias  y  en  mi  real  nombre,  las  confirmaciones,  con 
precedente  vista  fiscal  de  ellas  como  va  expresado,  sin  mas 
gasto  judicial  de  las  partes  que  el  de  los  derechos  de  Ja 
tal  provision  según  arancel  ;  á  cuyo  fin  recogerán  de  los 
subdelegados  de  su  distrito  los  autos  que  hubieren  hecho 
cobre  la  venta  ó  compo&icion  de  que  se  pidiere  la  confir- 


mación, con  los  cuales,  y  según  el  valor  en  que  se  hubíe 
ren  regulado  los  terrenos,  y  con  atención  al  beneficio  que 
he  tenido  por  bien  dispensar  á  aquellos  mis  vasallos  rele- 
vándoles de  los  costos  de  acudir  á  mi  real  persona  por  las 
confirmaciones,  podrán  arbitrar  el  servicio  pecuniario  que 
deben  hacer  por  esta  nueva  merced. 

10-  —  Que  á  fin  de  evitar  costos  y  dilación  en  la  expedi- 
ción de  estos  negocios,  como  sucedería  si  después  de  des- 
pachados los  títulos  por  los  subdelegados  acordasen  las 
audiencias  nuevas  diligencias  de  medidas  y  avalúos  ú 
otras,  deben  los  subdelegados  remitir  en  consulta  á  las  au- 
diencias respectivas  los  autos  originales  que  sobre  cada 
negocio  se  hubieren  hecho,  y  estimaren  concluidos  y  en 
estado  de  despachar  los  títulos,  para  que  vistos  por  ellas 
con  audiencia  de  sus  fiscales,  se  los  devuelvan,  ó  bien  para 
que  expidan  los  títulos  por  no  ofrecerse  reparo,  ó  para 
evacuar  las  diligencias  que  se  les  previnieren,  y  facilitar 
de  esta  forma  la  breve  expedición  de  las  reales  confirma- 
ciones sin  la  duplicación  de  nuevo  título. 

11.  —  Que  las  mismas  audiencias  conozcan  en  grado  de 
apelación  de  las  determinaciones  y  sentencias  que  dieren 
los  subdelegados  en  los  que  acerca  de  la  venta  ó  composi- 
ción de  realengos,  sus  denunciaciones,  medidas  y  tasacio- 
nes se  origine  algún  pleito  :  con  cuya  providencia  se  evi- 
tará también  á  aquellos  vasallos  el  costoso  recurso  al 
consejo,  y  el  que  algunos,  por  no  poder  hacerlo,  abando- 
nen su  justicia. 

12.  —  Que  en  las  provincias  distantes  de  las  audiencias, 
ó  en  que  haya  mar  de  por  medio,  como  Caracas,  Habana, 
Cartajena,  Buenos-Aires,  Panamá,  Yucatán,  Cumaná, 
Margarita,  Puerto- Rico  y  otras  de  iguales  circunstancias, 
se  despachen  las  confirmaciones  por  sus  gobernadores, 
con  acuerdo  de  los  oficiales  reales  y  del  teniente  general 
letrado,  en  donde  le  hubiere  ;  y  que  los  mismos  ministros 
determinen  igualmente  las  apelaciones  que  se  interpusie- 
ren del  subdelegado  que  estuviere  nombrado,  ó  se  nom- 
brare encada  una  de  las  expresadas  provincias  é  islas,  sin 
acudir  á  la  audiencia  ó  cliancillería  del  distrito  sino  en 
caso  de  no  estar  conformes  las  dos  sentencias,  y  esto  de 
oficio,  y  por  via  de  consulta,  para  evitar  los  costos  de  los 
recursos  por  apelación  ;  y  donde  hubiere  dos  oficiales  rea- 
les existentes,  hará  el  mas  moderno  el  oficio  de  defensor 
de  la  real  hacienda  en  estas  cansas;  y  el  mas  antiguo  el  de 
conjuez,  con  el  gobernador,  asesorándose  cuando  no  haya 
auditor,  ó  teniente  de  gobernador,  y  sea  de  derecho  la 
duda,  con  cualquiera  letrado  de  dentro  ó  fuera  del  dis- 
trito; y  en  donde  hubiere  solamente  un  oficio  real,  se 
nombrará  por  defensor  de  la  real  hacienda  á  cualquiera 
persona  inteligente  del  vecindario  :  siendo  igualmente  del 
cargo  de  los  gobernadores  con  sus  conjueces  examinar 
acerca  de  las  composiciones  de  los  subdelegados  lo  mismo 
que  va  expresado  para  con  las  audiencias. 

—  13.  Que  lo  que  importaren  las  ventas  y  composiciones 
de  cada  audiencia  y  partido,  y  el  servicio  pecuniario  que  se 
causare  por  las  confirmaciones,  entre  por  cuenta  aparte 
con  libro  separado  en  las  correspondientes  cajas  reales  ;  y 
las  audiencias  y  presidentes  de  ellas,  los  gobernadores  y 
oficiales  reales  de  los  partidos,  me  darán  cuenta,  por  mano 
de  mi  secretario  del  despacho  de  Indias,  de  lo  que  hubiere 
producido  este  ramo  de  real  hacienda  en  cada  un  año,  para 
que  sobre  sus  noticias  pueda  yo  dar  á  este  caudal  el  des- 
lino que  mas  convenga  à  mi  servicio. 

<4. — Respecto  de  que  por  lo  que  se  actuare  por  Jos  sub- 
delegados que  se  nombraren  para  la  administración  de 
este  ramo  no  se  han  de  exigir  de  las  partes  derechos  algu- 
nos, tengo  à  bien  asignar  à  cada  uno,  por  yia  de  ayuda 
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de  costa,  el  dos  por  ciento  de  lo  que  montaren  las  ventas 
y  composiciones  que  hicieren,  como  lo  acordó  el  consejo 
<sn  su  instrucción  del  año  de  1696,  y  los  escribanos  ante 
quienes  actuaren  solo  deberán  percibir  los  derechos  según 
arancel,  de  que  han  de  certificar  al  fin  del  proceso,  pro- 
cediendo contra  ellos  las  audiencias  y  gobernadores  res- 
pectivos en  caso  que  contravengan. 

Todo  lo  prevenido  en  esta  instrucción  es  mi  voluntad  se 
ejecute  precisa  y  puntualmente  por  mis  vireyes,  audien- 
cias, presidentes  y  gobernadores  de  todos  mis  dominios 
de  Indias,  y  por  los  subdelegados  y  demás  personas  á 
quien  toca,  ó  puede  tocar  su  cumplimiento,  sin  ir  contra 
su  tenor  por  causa  alguna  ó  motivo,  por  ser  lo  que  con- 
viene á  mi  real  servicio  y  bien  de  aquellos  vasallos.  Y 
mando  que  de  esta  instrucción  se  tome  la  razón  en  mi 
contaduría  general  del  consejo  de  las  Indias,  y  en  las  au- 
diencias, cnancillerías,  gobiernos  y  ciudades,  sentándolo 
en  sus  respectivos  libros,  y  en  los  tribunales  y  contadurías 
de  real  hacienda,  y  demás  partes  que  convenga  para  que 
todos  y  cada  uno  lo  tenga  entendido,  y  observe  y  guarde 
precisa  é  indispensablemente  en  la  parte  que  le  tocare. 

Dada  en  San  Lorenzo  el  Real,  á  15  de  octubre  de  1754. 
—  YO  EL  REY.  —  D.  Julián  de  Amaga. 


ARTICULO  81. 

DELA      ORDENANZA.   DE  INTENDENTES,    DADA  EN  4   DE 
DICIEMBRE  DE  1786. 

También  serán  los  intendentes  jueces  privativos  de  las 
dependencias  y  causas  que  ocurrieren  en  el  distrito  de  sus 
provincias  sobre  ventas,  composiciones,  y  repartimientos 
de  tierras  realengas  y  de  señorío,  debiendo  los  poseedores 
y  los  que  pretendan  nuevas  concesiones  de  ellas,  deducir 
sus  derechos  y  formalizar  sus  solicitudes  ante  los  mismos 
intendentes,  para  que,  instruidos  legítimamente  estos  ne- 
gocios con  un  promotor  de  mi  real  fisco  que  nombren,  los 
determinen,  segun  derecho,  con  dictamen  de  sus  asesores 
ordinarios,  y  admitan  las  apelaciones  á  la  junta  superior 
de  hacienda,  ó  la  den  cuenta,  en  defecto  de  interponer 
recurso  los  interesados,  con  los  autos  originales,  cuando 
los  estimen  en  estado  de  despachar  el  título,  á  fin  de  que, 
vistos  por  ella,  se  los  devuelva,  ó  bien  para  que  le  expi- 
dan si  no  se  la  ofreciere  reparo,  ó  para  que,  antes  de  eje- 
cutarlo, evacúen  las  diligencias  que  echare  menos  la  junta, 
y  les  previniese  :  mediante  lo  cual  podrán  recaer  sin  nue- 
vos embarazos,  las  confirmaciones  correspondientes,  que 
librará  á  su  debido  tiempo  la  misma  junta  superior,  pro- 
cediendo esta  en  el  asunto,  como  también  los  intendentes, 
sus  subdelegados  y  demás,  con  arreglo  á  lo  dispuesto  en 
la  real  instrucción  de  15  de  octubre  de  1754,  en  cuanto  no 
se  oponga  á  lo  resuelto  por  esta,  sin  perder  de  vista  las 
saludables  disposiciones  de  las  leyes  que  en  ellas  se  citan, 
y  de  la  9,  tít.  XII,  lib.  4. 


REAL  CÉDULA. 

DE  23    DE    MARZO    DE    1798,    QUE  CORRIGE   LAS  ANTE 
RIORES   DISPOSICIONES. 

EL  REY.  — «  Por  cuanto  en  carta  de  20  de  abril  de  1792 
representa  con  testimonio  el  virey  que  fué  d*  Wueva-Esi 


paña,  conde  de  Revillagigedô,  que  el  juez  de  tierras  de  !á 
audiencia  de  Guadalajara  hizo  presente  con  motivo  de  ha 
berse  rematado  en  D.  Cristóbal  Feliz,  vecino  de  la  villa  del 
Fuerte  en  la  provincia  de  Sinaloa,  dos  sitios  de  ganado 
mayor  y  cinco  caballerías  de  tierra,  ser  gravosa  y  perju- 
dicial á  las  partes  la  observancia  del  art.  81  de  Ordenanza 
de  Intendentes,  en  cuanto  á  la  remisión  de  autos  ala  junta 
superior  para  la  aprobación  y  confirmación  de  título  de 
valdíos  y  realengos  de  corta  cantidad,  en  provincias  inter- 
nas y  remotas,  por  tener  que  sufrir  en  costas  de  estafetas 
y  otros  derechos,  mas  que  lo  que  valian  las  mismas  tier- 
ras, en  cuya  comprobación  le  habia  acompañado  certifi- 
cación de  catorce  negocios  de  esta  clase,  en  que  el  mayor 
no  llegaba  á  treinta  y  seis  peso?,  sin  otros  que  se  halla- 
ban pendientes  en  diferentes  tribunales;  de  que  infería  de 
que  por  no  erogar  gastos  tan  crecidos,  retendrían  muchos 
viciosa  y  clandestinamente  los  realengos,  yque  otros  por  no 
ser  procesados  abandonarán  sus  criaderos  y  laboríos,  ma- 
lográndose así  las  ventajas  que  pudieran  resultar  al  estado 
de  la  industria  y  aplicación  de  los  mismos  vasallos;  por  lo 
que,  y  fundado  ejemplar  de  la  real  cédula  de  15  de  octu- 
bre de  il  oí,  que  en  beneficio  de  mis  vasallos  revocó  la  de 
24  de  noviembre  de  173b,  para  que  las  que  habían  de 
ocurrir  á  mi  real  persona  por  la  confirmación  de  realen- 
gos, acudiesen  en  lo  sucesivo  á  los  audiencias,  le  pidió  to- 
masen en  el  asunto  la  determinación  mas  conforme,  cuya 
instancia  le  reiteró  el  actual  presidente  y  comandante  ge- 
neral é  intendente  de  aquellas  provincias,  D.Jacobo  Ugarte 
y  Loyola,  por  haber  solicitado  D.  Luis  Jiménez,  vecino  de 
la  jurisdicción  del  pueblo  de  Atemateca,  se  le  dispensara 
la  remisión  á  la  junta  superior  del  expediente  del  domi- 
nio de  tierra  en  el  sitio  llamado  La  Agua  Zarca,  añadiendo 
que  aunque  la  expresada  junta* superior  tenia  dispuesto 
últimamente  se  libertase  á  las  partes  del  ocurso  á  ella  para 
la  confirmación  de  títulos,  por  el  servicio  pecuniario  que 
se  le  habia  de  hacer  del  dos  por  ciento  del  valor  de  las 
tierras,  quedaba,  no  obstante,  en  pié  la  primera  parte  del 
referido  artículo,  en  la  remisión  y  devolución  de  autos  ori- 
ginales; por  lo  que  consideraba  oportuno  que  los  negocios 
cortos  se  exceptuasen  de  solemnidades  y  diligencias  comu- 
nes, y  se  señalase  la  cuantía  ó  valor  de  aquellos  realen- 
gos, en  que  se  hubiera  de  practicar  lo  prevenido  por  la 
Ordenanza;  en  cuya  vista,  y  para  resolver  el  punto  con  el 
debido  acuerdo,mandó  dicho  virey  se  llevase  el  expediente 
á  junta  superior,  con  previa  audiencia  fiscal;  y  en  acuerdo 
que  celebró  á  24  de  febrero  del  citado  año  de  92,  se  de- 
claró, que  en  atención  á  estar  precavidos  los  perjuicios 
representados  en  providencias  que  habia  dictado  la  misma 
junta  en  23  de  julio  de  1790,  de  los  que  solicitaran  com- 
posiciones de  tierras  ó  hicieren  denuncio  de  las  valdías, 
fueran  dispensados  de  ocurrir  por  la  confirmación  de  sus 
títulos,  enterado  el  dos  por  ciento  de  su  valor  en  las  res- 
pectivas contadurías,  no  habia  ya  motivo  que  obligase  á 
hacer  novedad,  por  lo  que  agregándose  testimonio  de  dicha 
providencia,  se  me  diera  cuenta,  como  lo  hizo  el  dicho  mi 
virey,  á  efecto  de  que  me  dignase  tomar  la  resolución  que 
fuera  de  mi  real  agrado;  y  visto  lo  referido  en  mi  consejo 
de  las  Indias  pleno  de  dos  salas,  con  lo  que  en  su  inteli- 
gencia informó  la  contaduría  general  y  expusieron  mis  fis- 
cales, he  resuelto  á  consulta  de  5  de  diciembre  del  año 
próximo  pasado,  aprobar  como  por  la  presente  mi  real 
cédula  apruebo,  el  acuerdo  de  la  junta  superior  de  Méjico, 
de  23  de  julio  de  1790,  ratificado  en  el  24  de  febrero  de  1  792, 
por  lo  que  se  dispensa  á  los  que  solicitan  composiciones  ó 
que  hagan  denuncio  de  las  valdías,  el  ocurrir  á  ella  por  la 
confirmación  de  sus  títulos,  enterado  el  dos  por  ciento  de 
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su  valor  en  las  respectivas  contadurías,  bien  entendido, 
que  cuando  el  importe  de  las  tierras  denunciadas  ó  com- 
puestas no  llegue  á  la  suma  de  doscientos  pesos,  se  pro- 
ceda de  oficio  en  los  juzgados  de  intendencia  y  en  el  de  la 
junta  superior,  con  ei  fin  de  que  se  denuncien  ó  compren 
estos  realengos  por  los  vecinos  de  pocas  facultades,  cui- 
dando los  promotores  fiscales  de  real  hacienda  de  las  refe- 
ridas audiencias,  de  que  se  cumpla  lo  referido  y  no  haya 
la  menor  contravención  ni  omisión  en  volverlas  diligencias 
de  venta  ó  composición  de  tierras  realengas  remitidas  ala 
calificación  de  la  junta  superior,  observándose  en  las  de- 
moras lo  prevenido  en  el  art.  81  déla  referida  Ordenanza, 
con  la  modificación  del  citado  acuerdo  déla  junta  superior 
de  Méjico,  eo  cuanto  suprimió  á  beneficio  délos  compra- 
dores la  segunda  í'emision  de  autos  á  ella,  por  la  confir- 
mación de  título  y  asignación  del  servicio  pecuniario,  por 
la  dispensa  de  ocurrir  por  ella  á  mi  real  persona,  como  so 
práctico-antiguamente, y  después  á  las  audiencias,  por  real 
cédula  de  15  de  octubre  de  1754,  Por  tanto,  mando  á  mis 
vireyes, audiencias,  intendentes  y  juntas  superiores  de  mis 
reinos  de  las  Indias  é  islas  adyacentes,  cumplan,  guarden 
y  hogan  guardar,  cumplir  y  ejecutar  puntual  y  debida- 
mente esta  mi  real  deliberación,  por  ser  así  mi  voluntad, 
y  que  de  la  presente  mi  real  cédula  se  tome  razón  en  la 
mencionada  contaduría  general.  r> 

Últimamente,  por  el  decreto  de  4  de  agosto  de  1824,  en 
que  se  clasificaron  y  determinaron  las  rentas  que  debian  ser 
en  el  régimen  federal  de  la  pertenencia  del  supremo  go- 
bierno, y  las  de  los  estados  en  particular,  se  consignaron 
á  los  estados  los  productos- de  las  ventas  y  composiciones 
de  tierras  de  sus  respectivas  demarcaciones,  así  como  que- 
daran al  gobierno  general  de  los  territorios  de  la  fede- 
ración. 

En  cuanto  á  la  adquisición  de  terrenos  por  repartimiento, 
tanto  á  los  naturales  de  los  pueblos  como  á  los  militares, 
patriotas  é  inválidos,  y  en  cuanto  á  la  colonización  de  los 
valdíos,  para  que  nuestros  lectores  no  carezcan  de  las  lu- 
ces necesarias  en  esta  materia,  ponemos  á continuación  las 
leyes  que  se  han  dictado  de  cuarenta  años  á  esta  parle,  y 
son  las  siguientes  :  El  decreto  de  las  cortes  españolas  de 
13  de  marzo  de  1811  :  orden  del  congreso  mejicano  de  11 
de  abril  de  1823  :  los  decretos  de  4  de  junio,  de  19  de  julio, 
de  6  de  agosto,  de  18  de  setiembre  y  de  14  de  octubre  de 
1823,  de  18  de  agosto  y  de  4  de  noviembre  de  824,  de  12  de 
marzo  de  828,  de  4  de  febrero  de  834,  de  4  de  abril  de  837: 
la  ley  de  l.°de  juniodel839,en  que  se  aprobó  el  convenio 
celebrado  en  Londres  con  los  apoderados  de  los  tenedores 
de  bonos  mejicanos,  para  cuyo  pago  se  hipotecaron  cien 
millones  de  acres  de  tierras  valdías  en  los  deparlamentos 
de  Californias,  Chihuhua,  Nuevo-Méjieo,  Tejas  (que  en 
aquella  fecha  pertenecía  á  la  nación),  y  Sonora;  en  la  que 
asimismo  se  dictaron  las  disposiciones  que  el  congreso  tuvo 
por  mas  convenientes  para  cuando  se  hiciese  efectiva  la 
dicha  hipoteca,  y  llegase  el  caso  de  ocuparse  los  terrenos 
por  los  acreedores  de  la  nación,  ó  por  los  que  hubiesen  de 
representarlos;  y  la  ley  de  11  de  marzo  de  1846,  que  son  las 
siguientes. 


DECRETO 

DE  13  DE  MARZO  DE  1811. 

Exención  de  tributos  â  los  indios  y  castas  :  repartimiento  de  tier- 
ras á  los  primeros,  y  prohibición  del  comercio  de  repartimiento 
&  los  justicias. 

Las  cortes  generales  y  extraordinarias  habiendo  exami- 
nado detenidamente  el  decreto  expedido  por  el  anterior 
consejo  de  regencia,  en  la  real  isla  de  León,  á  26  de  mayo 
del  año  próximo  pasado  de  1810,  y  el  bando  que  para  su 
ejecución  mandó  publicar  en  Méjico  con  fecha  5  de  octu- 
bre del  mismo  año,  el  virey  de  Nueva-España  D.  Francisco 
Javier  Venegas,  al  mismo  tiempo  que  han  tenido  á  bien 
aprobar  la  exención  del  tributo  concedido  á  los  indios  en 
aquel  decreto,  con  la  extension  declarada  por  dicho  virey 
en  el  referido  bando,  á  favor  de  las  castas  de  mulatos,  ne- 
gros y  demás  que  se  han  mantenido  y  mantengan  fieles  á 
la  sagrada  causa  de  la  patria  en  el  distrito  de  aquel  virei- 
nato,  decretan  :  1."  Que  la  expresada  gracia  de  la  exención 
de  tributo,  sea  extensiva  á  los  indios  y  á  las  castas  de  las 
demás  provincias  de  América.  2o.  Que  la  gracia  del  repar- 
timiento de  tierras  de  los  pueblos  de  los  indios,  no  se  ex- 
tienda á  las  castas.  3.°  Que  se  cumplan  con  el  mayor  rigor 
las  reales  órdenes  y  disposiciones  que  prohiben  á  las  justi- 
cias el  abuso  de  comerciar  en  el  distrito  de  sus  respectivas 
jurisdicciones,  bajo  el  especioso  título  de  repartimientos. 


ORDEN 

DE  11  DE  ABRIL  DE  1623. 

!5o  esta  se  previno  al  gobierno  que  si  no  encuentra  incon- 
veniente, acceda  ala  solicitud  de  Esteban  Anstin,  sobre  que 
se.  le  confirme  la  concesión  de  establecer  300  familias  en 
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as;  resuelva  también  sobre  otras  solicitudes  de  igual 
naturaleza,  y  se  suspenda  hasta  nueva  resolución,  la  ley  de 
colonización  dada  por  la  junta  instituyente. 


DECRETO 


DE  4  DE  JULIO  DE  1823. 
Repartimiento  de  tierras  á  individuos  del  ejército  permanente. 

El  soberano  congreso  constituyente  mejicano,  altamente 
convencido  de  las  relevantes  virtudes  que  caracterizan  al 
ejército  nacional  de  fuerza  permanente,  no  menos  que  de 
su  infatigable  celo  y  constantes  servicios  por  el  bien  y  pros- 
peridad general,  deseoso  de  darle  las  pruebas  mas  ine- 
quívocas del  singular  aprecio  que  le  merece,  ha  decretado: 

Io  Que  de  preferencia  se  pase  copia  al  supremo  poder 
ejecutivo,  de  la  exposición  hecha  en  14  de  abril  anterior, 
por  los  generales  marqués  de  Vivanco  y  D.  José  Antonio 
de  Echávarri,  para  que  con  arreglo  à  sus  propuestas,  haga 
efectiva  la  asignación  y  repartimiento  que  consultan. 

2°  Que  el  mismo  supremo  poder  ejecutivo  designe  las 
haciendas  que  conviniere  repartir  en  las  inmediaciones  de 
la  corte,  ó  en  otra  parle  donde  fuere  útil. 

3o  Que  igualmente  el  supremo  poder  ejecutivo  forme  el 
reglamento  mas  adecuado  para  la  elección  de  sugetos,  orden 
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y  modo  en  que  deba  verificarse  el  repartimiento,  pasándolo 
antes  al  congreso  para  su  aprobación. 


DECRETO 

DE   19  BE  JULIO  DE  1823. 

Declaración  en  honor  de  los  primeros  héroes  libertadores  de  la 
nación,  y  los  que  los  siguieron. 

Art.  9.  —  Si  los  ameritados  en  la  expresada  época  no 
aspiraren  á  empleo  alguno  civil  ó  militar,  ó  si  el  supremo 
poder  ejecutivo  no  los  creyere  aptos  páralos  que  soliciten, 
los  tendrá  presentes, en  el  repartimiento  de  tierras  valdías, 
que  decretare  el  cougreso . 


DECRETO 


DE  6  DE  AGOSTO  DE   1823. 
Libertad  á  los  sargentos  y  cabos  del  ejército  para  retirarse. 

El  soberano  congreso  mejicano  habiendo  visto  la  con- 
sulta del  supremo  poder  ejecutivo,  sobre  que  puedan  los 
sargentos  libremente  dedicarse  á  los  objetos  que  les  sean 
convenientes,  separándose  del  servicio,  como  asimismo  so- 
bre que  los  cabos  primeros  que  quisieren  voluntariamente 
perder  su  tiempo,  recibiendo  por  este  motivo  diez  pesos  de 
gratificación,  puedan  igualmente  verificarlo;  considerando 
ser  esta  medida  muy  conforme  á  las  instituciones  libera- 
les que  nos  rigen,  conveniente  al  estado  actual  de  escasez 
en  que  se  halla  el  erario  público,  y  ventajosa  á  estas  bene- 
méritas  clases,  porque  quedan  en  libertad  de  poder  solici- 
tar que  se  les  asignen  tierras  de  las  que  deberá  repartirse 
en  las  provincias  donde  se  han  de  establecer  nuevas  colo- 
nias, aumentándose  así  el  número  de  propietarios,  ha  te- 
nido á  bien  decretar: 

4.°  Quedan  en  libertad  por  ahora  y  hasta  el  arreglo  de 
las  ordenanzas  del  ejército,  los  sargentos,  para  poderse  reti- 
rar, siempre  que  hubieren  cumplido  el  tiempo  de  su  em- 
peño cuando  sentaran  plaza,  ó  antes,  si  por  algún  servi- 
cio señalado  el  gobierno  los  juzga  acreedores  á  conceder- 
les esta  gracia 

2."  Los  cabos  que  voluntariamente  quisieren  perder  su 
tiempo,  recibiendo  por  esto  la  gratificación  de  die¿  pesos, 
también  quedan  en  libertad  para  retirarse  del  servicio,  del 
mismo  modo  antes  dicho  para  los  sargentos,  cesando  ya 
desde  ahora  dicha  gratificación. 

3.°  En  consecuencia,  el  supremo  poder  ejecutivo  dará 
dichas  licencias,  y  la  preferencia  que  el  congreso  conceda  á 
la  benemérita  clase  militar  en  el  repartimiento  de  tierras 
en  las  nuevas  poblaciones  que  se  tratan  de  formar. 


DECRETO 

DE   18  BE  SEPTIEMBRE  DE  1823. 

Extension  del  de  4  de  Junio  de  1823,  sobre  repartimiento  de 
tierras. 

El  soberano  congreso  mejicano  se  ha  servido  decretar  : 


Que  deben  ser  comprendidos  en  el  decreto  de  4  de  junio 
último,  sobre  repartimiento  de  tierras  los  individuos  de  las 
tropas  de  milicias  provinciales  ó  locales,  que  en  tiempo 
hábil  se  agregaron  al  ejército  libertador. 


DECRETO 

DE  14  DE  OCTUBRE  DE  1823. 
Formación  de  la  provincia  del  Istmo. 

El  soberano  congreso  mejicano  ha  tenido  á  bien  de- 
cretar : 

\ .  —  Se  formará  una  provincia  de  las  jurisdicciones  de 
Aeayucan  y  Tehuantepec,  llamada  provincia  del  Istmo. 

2.  —  La  capital  de  esta  provincia  será  Tehuantepec,  por 
ahora  y  mientras  se  forma  una  población  en  el  centro  del 
Istmo,  en  el  lugar  que  designe  el  gobierno,  como  mas  opor- 
tuno para  aprovechar  la  navegación  al  golfo  Mejicano  por 
el  rio  Goatzacoalco,  y  la  traslación  cómoda  por  caminos 
carreteros  al  puerto  mas  inmediato  al  mar  del  Sur. 

3.  —  El  gobierno  nombrará  un  jefe  superior  político  rea- 
nido  el  cargo  de  intendente,  quien  procederá  á  organizar 
la  diputación  provincial,  conforme  al  decreto  de  nueva  con- 
vocatoria y  leyes  vigentes. 

4.  —  A  propuesta  de  la  diputación  nombrará  asimismo 
el  gobierno  un  administrador  de  todas  las  rentas,  con  los 
dependientes  muy  necesarios,  á  quienes  dará  un  reglamento 
para  el  exacto  desempeño  de  sus  respectivas  funciones 

b.  —  Las  rentas  de  la  provincia,  consistirán  en  las  ren- 
tas y  contribuciones  generalmente  establecidas,  y  además, 
en  los  productos  de  las  salinas  del  distrito  de  Tehuantepec 
conforme  á  las  leyes  generales  de  la  materia. 

(i.  —  Con  estos  fondos  y  con  la  cantidad  de  30,000  ps. 
que  dará  el  gobierno  por  una  sola  vez,  se  procederá  á  la 
población  y  colonización  de  los  terrenos  valdíos  del  centro 
del  Istmo  y  la  barra  de  Goatzacoalco. 

7.  —  El  terreno  valdío  que  existe  en  esta  provincia,  se 
dividirá  en  tres  porciones.  La  primera  la  distribuirá  el  go- 
bierno entre  los  militares  que  se  retiraren  con  una  parte 
de  sus  sueldos,  las  personas  que  hayan  hecho  servicios  á  la 
pahia,  pensionistas  y  cesantes.  Si  aun  restase  algún  terreno 
desocupado  de  esla  primera  porción,  lo  repartirá  el  mismo 
gobierno  entre  nacionales  y  extranjeros  que  se  quieran 
establecer,  siempre  que  tengan  las  calidades  de  buena  con- 
ducta, industria,  etc.,  prefiriendo  á  los  casados.  La  segunda 
porción  será  beneficiada  por  el  gobierno,  entre  capitalistas 
nacionales  y  extranjeros  que  se  establezcan  en  el  país, 
conforme  á  las  leyes  generales  de  colonización.  La  tercera 
se  beneficiará  ó  repartirá  por  la  diputación  provincial,  en 
provecho  de  sus  habitantes  que  carezcan  de  propiedad,  ar- 
reglándose en  cuanto  á  la  cantidad  de  terreno  que  se  con- 
cede á  un  individuo,  á  la  base  que  asigna  esta  ley,  y  lo 
demás  lo  beneficiará  para  los  ramos  de  fomento  y  educa- 
ción de  los  vecinos  de  la  provincia. 

8.  —  Para  la  ejecución  de  lo  que  se  previene  en  el  artí- 
culo anterior,  el  gobierno  nombrará  un  director  ó  distri- 
buidor de  tierras,  á quien  dará  Jas  instrucciones  que  juzgue 
necesarias,  y  hará  marchar  dos  ingenieros  á  Tehuantepec, 
con  encargo  de  levantar  un  plano  exacto  de  esta  provincia, 
y  practicar  las  operaciones  científicas  de  la  distribución 
territorial. 

9.  —  La  porción  de  terreno  que  se  asigne  á  los  mili* 
tares,  será  en  consideración  al  mérito  de  cada  uno,  á  su 
graduación,  y  á  la  parle  de  sueldos  que  dejen  al  retirarse 
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10.  —  Con  los  fondos  de  la  provincia  se  comenzará  á 
construir  la  población  que  se  ha  dicho,  en  el  centro  del 
Istmo,  fabricando  las  casas  necesarias  para  los  primeros 
habitantes,  surtimiento  de  -víveres  por  el  tiempo  que  se 
juzgue  necesario,  y  con  los  mismos  se  abrirán  caminos,  y 
se  fabricará  el  establecimiento  de  los  primeros  pobladores, 
habilitándolos  de  los  animales  é  instrumentos  muy  precisos 
para  el  descuajo  de  los  montes  y  cultivo  de  la  tierra. 

ü.  —  Esta  primera  habilitación  se  ministrará  á  los  mi- 
litares, precisamente  en  la  caja  de  Tehuantepec,  por  cuenta 
de  los  sueldos  que  les  correspondan  por  sus  retiros,  capi- 
talizándolos según  las  reglas  deducidas  de  las  probabili- 
dades de  la  vida  humana. 

i  2.  —  La  habilitación  que  se  preste  á  individuos  no  mi- 
litares, será  en  calidad  de  reintegro  con  el  producto  de  las 
tierras,  mediante  la  cantidad  anual  que  señale  Ja  diputa- 
ción provincial  para  reembolso  de  los  fondos,  á  cuyo  rein- 
tegro serán  obligados  los  herederos  de  los  pobladores,  en 
caso  que  estos  fallecieren. 

13.  —  La  porción  de  terreno  que  servirá  de  unidad  y  se 
concederá  á  un  soldado  para  su  establecimiento,  es  un 
área  cuadrada  de  tierra  de  labor,  de  doscientas  cincuenta 
"varas  por  lado,  aumentando  esta  cantidad  en  proporción 
de  su  familia  :  con  la  multiplicación  de  esta  unidad, 
proporcionará  el  gobierno  la  concesión  de  los  demás 
individuos  del  ejército,  atendiendo  á  Ja  regla  que  prescribe 
el  art.  9. 

14.  —  Los  habitantes  de  esta  provincia  que  de  nuevo  se 
establecieren,  disfrutarán  de  la  exención  de  diezmos  y  con- 
tribuciones, conforme  á  las  leyes  de,  novales. 

15.  —  La  exportación  de  frutos  de  la  provincia,  á  excep- 
ción de  la  grana,  por  el  rio  de  Goatzacoalco,  será  libre  de 
los  derechos  del  arancel  por  diez  años. 

16.  —  Por  la  importación  de  efectos  y  manufacturas  ex- 
tranjeras que  se  hiciere  por  el  mismo  rio,  se  pagará  una 
cuarta  parte  menos  de  los  derechos  que  se  cobran  en  los 
demás  puertos  nacionales,  y  dichos  efectos  quedan  ya  libres 
para  la  circulación  interior  en  dicha  provincia. 

17.  —  Las  máquinas  é  instrumentos  necesarios  para  cul- 
tivo y  mejora  de  la  provincia,  gozarán  de  toda  franquicia 
de  derechos,  y  lo  mismo  los  ganados  que  en  ella  se  intro- 
duzcan para  su  abasto,  sea  cual  fuere  su  procedencia. 

18.  —  A  todos  los  efectos,  tanto  nacionales  como  extran- 
jeros, que  son  agraciados  por  los  artículos  anteriores,  los 
puede  gravar  la  diputación  provincial  con  una  ligera  im- 
posición municipal,  con  el  objeto  de  mejorar  los  caminos 
y  la  navegación  del  rio  de  Goatzacoalco,  dando  cuenta  al 

ongreso  para  su  aprobación. 

19.  —  La  misma  diputación  impondrá  á  los  pobladores 
ya  establecidos,  y  que  gocen  del  fruto  de  las  tierras,  una 
contribución  municipal  moderada  para  la  educación  y 
el  culto  divino,  dando  asimismo  cuenta  para  su  aproba- 
ción. 

20.  —  Para  los  trabajos  de  caminos  y  demás  que  sean 
públicos,  el  gobierno  remitirá  á  disposición  del  jefe  polí- 
tico de  la  provincia,  los  individuos  que  en  las  demás  pro- 
vincias fueren  sentenciados,  por  vagos  ú  otros  delitos,  á 
cierto  número  de  años  de  presidio.  Estos  mismos  sugetos 
se  podrán  aplicar  á  los  trabajos  de  particulares,  satisfa- 
ciéndoles su  competente  jornal,  y  concluido  el  tiempo 
de  su  condena,  la  diputación  provincial  les  concederá  un 
terreno  en  propiedad,  que  será  la  porción  señalada  á  un 
soldado,  si  pot  su  corrección  se  hubieren  hecho  dignos.      - 

21.  —  Los  extranjeros  que  traigan  consigo  esclavos,  se 
sujetarán  á  las  leyes  establecidas  sobre  la  materia,  ¿  que 
en  adelante  se  establecieren. 


22.  —  El  gobierno  de  acuerdo  con  el  reverendo  obispo 
de  Oajaca,  arreglará  la  administración  espiritual  en  que 
se  emplearán  por  ahora  en  las  poblaciones  que  de  nuevo 
se  formen,  los  capellanes  de  tropa  que  se  retiien  como  mi- 
litares, con  goce  á  la  propiedad  del  terreno,  que  por  esta 
ley  se  les  concede. 

23.  —  En  todo  lo  demás,  se  sujetará  la  nuîva  provincia 
á  las  leyes  generales  de  colonización. 


DECRETO 

DE   18  DE  AGOSTO  DE  1824. 
Sobre  colonización. 

El  soberano  congreso  general  constituyente  de  los  Esta- 
dos-Unidos mejicanos,  ha  tenido  á  bien  decretar: 

Abt.  I.  —  La  nación  mejicana  ofrece  á  los  extranjeros 
que  vengan  á  establecerse  en  su  territorio,  seguridad  en 
sus  personas  y  en  sus  propiedades,  con  tal  que  se  sujeten 
á  las  leyes  del  país, 

2.  —  Son  objeto  de  esta  ley  aquellos  terrenos  de  la  na- 
ción, que  no  siendo  de  propiedad  particular  ni  pertenecien- 
tes á  corporación  alguna  ó  pueblo,  pueden  ser  colonizados. 

3.  —  Para  este  efecto,  los  congresos  de  los  Estados  for- 
marán á  Ja  mayor  brevedad,  las  leyes  ó  reglamentos  de 
colonización  de  su  respectiva  demarcación,  conformándose 
en  todo  á  la  acta  constitutiva,  constitución  general  y  reglas 
establecidas  en  esta  ley. 

4.  —  No  podrán  colonizarse  los  territorios  comprendidos 
entre  las  veinte  leguas  limítrofes  con  cualquiera  nación 
extranjera,  ni  diez  litorales,  sin  la  previa  aprobación  del 
supremo  poder  ejecutivo  general. 

5.  —  Si  para  la  defensa  ó  seguridad  de  Ja  nación,  el  go- 
bierno de  la  federación  tuviese  por  conveniente  hacer  uso 
de  alguna  porción  de  estos  terrenos  para  construir  alma- 
cenes, arsenales  ú  otros  edificios  públicos,  podrá  verificarlo 
con  la  aprobación  del  congreso  general,  y  en  su  receso,  con 
la  del  consejo  de  gobierno. 

6.  —  No  se  podrá  antes  de  cuatro  años  desde  la  publi- 
cación de  esta  ley,  imponer  derecho  alguno  por  la  entrada 
de  las  personas  de  los  extranjeros  que  vengan  á  estable- 
cerse por  primera  vez  en  la  nación. 

7.  —  Antes  del  año  de  1840,  no  podrá  el  congreso  ge- 
neral prohibir  la  entrada  de  extranjeros  á  colonizar,  á  no 
ser  que  circunstancias  imperiosas  lo  obliguen  á  ello  con 
respecto  á  los  individuos  de  alguna  nación. 

S. — El  gobierno,  sin  perjudicar  el  objeto  de  esta  ley, 
lomará  las  medidas  de  precaución  que  juzgue  oportunas 
para  la  seguridad  de  la  federación  con  respecto  á  los  ex- 
tranjeros que  vengan  á  colonizar. 

9. — Deberá  atenderse  con  preferencia  en  la  distribución 
de  tierras  á  los  ciudadanos  mejicanos,  y  no  se  hará  distin- 
ción alguna  entre  ellos,  sino  únicamente  aquella  á  que  den 
derecho  los  méritos  particulares  y  servicios  hechos  á  la 
patria,  ó  en  igualdad  de  circunstancias,  Ja  vecindad  en  el 
lugar  á  que  pertenezcan  los  terrenos  que  se  repartan. 

10. — Los  militares  que  con  arreglo  á  la  oferta  de  27  de 
marzo  de  1821,  tengan  derecho  á  tierras,  serán  atendidos 
en  los  Estados  en  vista  de  los  diplomas  que  al  efecto  les 
libre  el  supremo  poder  ejecutivo. 

li.— Si  porlos  decretos  de  capitalización,  según  las  pro- 
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Dabilidades  de  la  vida,  el  supremo  poder  ejecutivo  tuviese 
por  oportuno  enajenar  algunas  porciones  de  tierra  en  fa- 
vor de  cualesquiera  empleados,  así  militares  como  chiles 
de  la  federación,  podrá  verificarlo  en  los  valdíos  de  los 
territorios. 

12. — No  se  permitirá  que  se  reúna  en  una  sola  mano 
como  propiedad,  mas  de  una  legua  cuadrada  de  cien  mil 
varas  de  tierra  de  regadío,  cuatro  de  superficie  de  tempo- 
ral y  seis  de  superficie  de  abrevadero. 

13. — No  podrán  los  nuevos  pobladores  pasar  sus  propie- 
dades á  manos  muertas. 

14.— Esta  ley  garantiza  los  contratos  que  los  empresa- 
rios celebren  con  las  familias  que  traigan  á  sus  expensas, 
siempre  que  no  sean  contrarios  á  las  leyes. 

15. — Ninguno  que  á  virtud  de  esta  ley  adquiera  tierras 
en  propiedad,  podrá  conservarlas  estando  avecindado  fuera 
del  territorio  de  la  república. 

16. — El  gobierno,  conforme  á  los  principios  estableci- 
dos en,  esta  ley,  procederá  á  la  colonización  de  los  territo- 
rios de  la  república. 


DECRETO 


DE  4  DE  NOVIEMBRE  DE  1824. 

Medidas  relativas  al  proyecto  de  comunicar  los  dos  Océanos  por 
el  Istmo  de  Tehuantepec. 

El  soberano  congreso  general  constituyente  de  los  Esta- 
dos-Unidos mejicanos  se  ha  servido  decretar: 

Art.  I.  —  El  gobierno  hará  publicar,  tanto  en  el  país 
como  en  las  naciones  en  que  la  crea  conveniente,  que  se  va 
á  emprender  la  comunicación  de  los  dos  Océanos  por  el 
Istmo  de  Tehuantepec;  y  que  para  verificarlo  se  admitirán 
todas  las  propuestas  que  se  hagan  al  efecto  ;  en  la  inteli- 
gencia de  que  se  preferirá  la  que  ofrezca  practicarla  con 
mas  perfección,  comodidad  y  ventajas  para  la  navegación. 

2. — El  gobierno  señalará  el  plazo  dentro  del  cual  han  de 
hacerle  las  propuestas,  y  mientras  corre,  hará  reconocer  el 
Istmo  de  Tehuantepec,  y  reunirá  todas  las  noticias  que 
sean  necesarias  para  emprender  el  canal  de  comunicación 
con  el  conocimiento  debido. 

3.— Con  las  propuestas,  las  noticias  que  reúna  y  los  in- 
formes correspondientes,  dará  cuenta  al  congreso  para  la 
resolución  definitiva  que  convenga  tomar. 

4.— En  los  mismos  términos  hará  publicar  que  se  admi- 
ten cualesquiera  otras  propuestas  de  la,  misma  especie,  y 
principalmente  para  hacer  navegables  los  rios  de  Alva- 
rado,  de  Panuco,  Bravo  del  Norte,  rio  grande  de  Santiago, 
y  para  colonizar  y  hacer  navegable  el  rio  Colorado  de  Oc- 
cidente, dando  en  su  caso  cuenta  al  congreso  para  la  re- 
solución del  artículo  3. 


DECRETO 

DE  12  DE  MARZO  DE  1828. 
Sobre  pasaportes  y  adquirir  propiedades  los  extranjeros. 

Art.  1.— Para  que  los  extranjeros  puedan  introducirse  y 
transitar  por  el  territorio  mejicano,  es  necesario  que -ob- 
tengan, pasaporte  del  gobierno  general. 

2. — El  gobierno  por  medio  de  un  decreto,  prescribirá 
las  reglas  que  crea  convenientes  para  la  emisión  j  revi- 


sión de  pasaportes,  y  designará  los  empleados  que  deben 
darlos. 

3.— Los  extranjeros  que  se  hubieren  introducido  sin  pa- 
saporte, se  presentarán  dentro  de  diez  dias  contados  desde 
la  publicación  de  esta  ley  en  los  lugares  de  su  residencia, 
á  la  primera  autoridad  política  del  mismo  lugar,  la  que 
tomará  razón  del  objeto  con  que  han  venido,  y  del  giro  en 
que  se  ocupan. 

4. — Las  autoridades  políticas  darán  cuenta  á  los  gober- 
nadores de  los  estados,  distrito  federal  ó  territorios,  quie- 
nes expedirán  á  los  extranjeros  de  que  se  habla,  los  cor- 
respondientes pasaportes,  conforme  las  reglas  que  se 
prescriban  por  el  gobierno  general,  á  quien  darán  razón 
individual  de  los  extranjeros  que  se  hayan  presentado,  del 
objeto  de  su  venida,  de  los  giros  en  que  se  ocupan,  de  los 
pasaportes  que  se  hubieren  expedido,  y  de  los  extranjeros 
á  quienes  no  puedan  expedirse  en  virtud  de  las  reglas  que 
se  dicten  por  el  gobierno. 

5. — Los  extranjeros  que  no  cumplieren  con  lo  dispuesto 
en  los  artículos  anteriores,  serán  despedidos  de  la  repú- 
blica, quedando  á  discreción  del  gobierno  ampliar  el  tér- 
mino de  los  diez  dias  de  que  habla  el  art.  3,  hasta  el  de 
veinticinco. 

6. — Los  extranjeros  introducidos  y  establecidos  confor- 
me á  las  reglas  prescritas  ó  que  se  prescribieren  en  lo  de 
adelante,  están  bajo  la  protección  de  las  leyes,  y  gozan  de 
los  derechos  civiles  que  ellas  conceden  á  los  mejicanos,  á 
excepción  del  de  adquirir  propiedad  territorial  rústica,  que 
conforme  á  las  leyes  vigentes  no  pueden  obtener  los  no 
naturalizados. 

7._No  se  comprenden  en  la  excepción  del  artículo  an- 
terior, aquellos  terrenos  pertenecientes  á  las  haciendas  de 
plata  que  sean  necesarias  al  cumplimiento  de  la  ley  de  7 
de  octubre  de  1823,  sobre  adquisición  de  acciones  en  las 
minas. 

8. —Queda  vigente  la  ley  de  colonización  de  18  de  agosto 
de  1824. 

9,—Tambien  puede  intentarse  por  extranjeros  no  natu- 
ralizados la  compra  y  colonización  de  terrenos  de  propie- 
dad particular  ;  pero  en  este  caso  se  obtendrá  permiso  es- 
pecial del  Congreso  general,  si  la  compra  y  colonización 
fueren  en  los  territorios,  y  de  los  congresos  particulares, 
si  fueren  en  los  estados. 

10.— Los  congresos  particulares  darán  ó  no  el  permiso 
que  se  les  pida,  imponiendo  en  su  caso  las  condiciones 
que  crean  convenientes,  estipulándose  las  siguientes  que 
servirán  de  base  á  todo  contrato,  en  la  inteligencia  de  que 
queda  al  arbitrio  de  las  legislaturas,  restringirlas,  pero  no 
ampliarlas  :  Primera,  que  la  cuarta  parte  de  los  colonos 
sean  mejicanos.  Segunda,  que  dentro  de  siete  años  que- 
dará dividido  el  terreno  en  suertes  pequeñas,  ajuicio  de 
las  legislaturas.  Tercera,  que  el  empresario  no  naturali- 
zado no  pueda  reservarse  un  terreno  que  exceda  de  die;: 
y  seis  leguas  cuadradas,  el  cual  deberá  enajenarse  dentro 
de  doce  años,  contados  desde  el  término  en  que  la  finca 
debiere  quedar  dividida  en  suertes.  Cuarta,  que  estas  de- 
ben quedar  vendidas  dentro  del  mismo  período. 

H._Lás  propiedades  que  se  adquieren  por  extranjeros 
no  naturalizados  en  fraude  déla  ley,  son  denunciables  por 
cualquier  mejicano,  á  quien  se  adjudicarán,  justificado 
que  sea  el  fraude. 

J2.  —  El  gobierno  general  y  los  gobernadores  de  los  es- 
tados en  su  caso,  observarán  religiosamente,  á  la  ejecucj  m 
de  esta  ley,  todo  lo  prevenido  ó  que  se  prevenga  en  los  tra- 
tados celebrados,  ó  que  se  celebren  con  las  potencias  ex- 
tranjeras.   Pedro  Paredes,  presidente  del  Senado.  — 
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'Casimiro  Liceaga,  presidente  de  la  cámara  de  diputados. 
—  Demetrio  del  Castillo,  senador  secretario,  _  jos¿  perez 
de  Palacios,  diputado  secretario. 


DECRETO. 

BE  4  DE  FEBRERO  DE   1834. 
Sobre  colonización  de  los  terrenos  de  Coahuila  y  Tejas. 

El  viee-presidente  de  los  Estados-Unidos  mejicanos,  en 
ejercicio  del  supremo  poder  ejecutivo,  usando  de  la  facul- 
tad que  le  concede  la  ley  de  6  de  abril  de  1830,  y  pene- 
trado de  la  necesidad  de  socorrer  á  la  multitud  de  personas 
cuya  suerte  ha  sido  y  es  desgraciada  por  errores  políticos, 
por  la  paralización  de  los  giros,  por  la  destrucción  de  las 
familias  y  por  todos  los  males  que  trae  consigo  el  estado 
de  revolución  permanente,  cual  es  el  que  ha  tenido  la  re- 
pública de  muchos  años  á  esta  parte,  se  halla  resuelto  á 
abrir  sus  arcas  para  reparar  en  cuanto  esté  de  su  parte  un 
estado  tan  lastimoso. 

Los  territorios  situados  á  la  inmediación  de  la  línea  di- 
visoria de  nuestra  república,  cruzados  todos  de  ríos  nave- 
gables, colocados  á  las  inmediaciones  del  Océano  Atlán- 
tico, abiertos  al  comercio,  vírgenes  en  el  orden  de  la 
producción  y  feraces  á  lo  sumo,  están  brindando  á  los  ro- 
bustos brazos  de  los  mejicanos  y  á  la  industria  de  todo  gé- 
nero, que  en  ninguna  parte  tiene  ni  cuenta  con  las  facili- 
dades que  proporciona  su  localidad.  No  son  necesarios 
otros  medios  para  efectuar  la  colonización  de  estos  her- 
mosos y  feraces  terrenos,  que  las  anticipaciones  de  la  em-- 
presa;  y  el  supremo  gobierno  tiene  la  voluntad  y  posibi- 
lidad de  hacerlo  :  no  se  disiparán  los  caudales  públicos, 
pero  tampoco  se  escaseará  lo  necesario,  ni  á  ninguno  de 
los  comprometidos  dejará  de  anticiparse  con  la  oportuni- 
dad debida  los  medios  de  poner  en  acción  sus  fuerzas  in- 
dustriales, hasta  que  los  frutos  acumulados  pongan  á  los 
colonos  en  disposición,  no  solo  de  subvenir  por  sí  mismos 
á  las  primeras  necesidades  de  la  vida,  sino  de  formarse 
un  capital  con  que  multiplicar  sus  empresas  y  reproducir 
sin  cesar  los  frutos  de  la  industria  agrícola,  única,  pero 
■verdadera  riqueza,  con  que  pueden  contar  las  sociedades 
nacientes.  La  república  se  halla  plagada  de  familias  que 
de  un  modo  ó  de  otro,  por  este  ó  por  aquel  motivo  han 
perdido  su  fortuna  y  su  reposo  ;  á  todos  los  convoca  el  su- 
premo gobierno  á  mejorar  su  suerte  en  las  ocupaciones 
pacíficas  de  agricultura  :  ellas  cicatrizarán  sus  heridas,  le- 
vantarán su  fortuna,  les  harán  echar  en  olvido  sus  erro- 
res ó  extravíos,  y  convertirán  en  ciudadanos  útiles  multi- 
iud  de  personas  á  quienes  la  exigencia  de  las  circunstancias 
íilejan  de  las  poblaciones  actuales,  y  la  imperiosa  necesi- 
dad de  vivir,  incapaz  de  satisfacerse  por  medios  lícitos,  los 
constituye  en  la  clase  de  los  criminales. 

El  vice-presidente  sinceramente  desea  obtener  este  feliz 
resultado  ;  pero  no  puede  prescindir  de  tomar  las  precau- 
ciones que  le  aseguran,  evitando  que  el  trasporte  de  los 
colonos  no  tenga  otro  carácter  que  el  de  un  viaje  dispen- 
dioso. Si  estos  han  de  abandonar  el  terreno  á  poco  de  ha- 
ner  llegado,  si  no  lo  han  de  hacer  productivo  con  el  tra- 
bajo, y  han  de  limitarse  á  consumir  las  asignaciones 
hechas  con  el  objeto  sagrado  de  suplir  la  falta  de  capital, 
el  fin  queda  completamente  frustrado,  y  la  república,  le- 
jos de  recobrar  ciudadanos  extraviados,  no  ha  hecho  sino 
p-írder  sus  fondos  y  aumentar  sus  apuros  por  empresas 


que  lejos  de  asegurar,  expone  á  mayores  riesgos  la  inte- 
gridad de  su  territorio.  En  ninguna  época  ha  sido  tan  ur- 
gente consultar  á  la  seguridad  de  las  fronteras  y  dar  em- 
pleo á  innumerables  brazos  que  por  la  mas  triste  fatalidad 
se  hallan  sin  ocupación  :  á  tan  benéficos  saludables  obje- 
tos se  dirigen  las  miras  del  gobierno,  que  no  cree  remoto 
obtenerlas  por  las  providencias  siguientes. 

Art.  i.  —  Será  admitida  á  colonizar  en  los  terrenos  que 
estén  ó  estuvieren  á  disposición  del  gobierno  supremo  en 
el  estado  de  Coahuila  y  Tejas,  toda  persona  libre  que  ca- 
rezca de  compromisos  locales  en  otros  puntos  de  la  repú- 
blica. 

2.  —  Esta  invitación  se  haco  muy  especialmente  á  los 
oficiales  y  soldados  que  han  quedado  sin  empleo  por  haber 
tomado  parte  en  la  presente  revolución,  á  los  que  se  ha- 
llan con  resguardos  dados  por  el  gobierno,  á  los  expulsos 
de  los  estados,  y  aun  á  los  que  todavía  permanecen  con  las 
armas  en  la  mano. 

3.  —  A  cada  familia  que  se  comprometa  á  colonizar  en 
dicho  estado,  se  le  dará  la  décima  parte  de  un  sitio  de  ga- 
nado mayor. 

4.  —  A  cada  persona  mayor  de  15  años  se  le  costearán 
las  cabalgaduras  ó  carros  que  sean  necesarios  para  su  tras- 
porte, los  cuales  hará  suyos  al  momento  de  llegar  al  sitio 
que  deba  colonizarse. 

5.  —  A  cada  una  de  las  personas  expresadas  que  pasen 
de  quince  años  de  edad,  se  les  asistirá  desde  el  dia  que 
salgan  del  lugar  de  su  residencia  hasta  un  año  cumplido, 
con  cuatro  reales  diarios,  y  á  los  menores  de  quince  con 
dos  reales. 

6.  —  Ninguna  persona  podrá  separarse  de  la  colonia 
antes  de  dos  años  sin  permiso  del  gobierno,  y  las  que  lo 
hicieren,  perderán  las  tierras  que  se  les  hubieren  donado, 
y  quedarán  obligadas  á  pagar  todo  lo  qne  hubieren  reci- 
bido del  mismo  gobierno. 

7.  —  A  cada  familia  de  las  que  compongan  la  colonia, 
se  les  darán  una  yunta  de  bueyes  y  una  vaca  ó  su  valor, 
dos  arados  y  los  instrumentos  de  carpintería  y  labranza 
que  el  gobierno  estimare  necesarios. 

8.  —  Del  terreno  que  se  destine  para  formar  las  pobla- 
ciones, se  dará  á  cada  familia  un  solar  para  que  levante  la 
casa  de  su  habitación. 

9.  —  Los  trasportes  se  harán  bajo  la  dirección  de  Ja  per- 
sona ó  personas  que  el  gobierno  designare. 

10.  —  Las  colonias  quedarán  sometidas  al  jefe  ó  jefes 
políticos  que  el  gobierno  designare,  y  luego  que  se  hallan 
repartido  los  solares,  instalarán  su  gobierno  municipal.  — 
Febrero  4  de  1834. 


DECRETO 

DE  4  DE  ABRIX,  DE  1837. 
Sobre  hacer  efectiva  la  colonización  de  los  terrenos  de  la  república. 

El  gobierno,  de  acuerdo  con  el  consejo,  procederá  á 
hacer  efectiva  la  colonización  de  los  terrenos  que  sean  y 
deban  ser  de  propiedad  de  la  república,  por  medio  de  ven- 
tas, enfiteusis  ó  hipotecas,  aplicando  e  importe  (que  en 
Jas  primeras  no  deberá  bajar  de  diez  reales  por  acre)  á  la 
amortización  de  la  deuda  nacional  contraída  ó  que  se  con- 
trajere, reservando  siempre  lo  bastante  para  cumplimiento 
de  lo  prometido  á  los  militares  que  cooperaron  á  la  inde- 
pendencia, y  para  los  premios  y  concesiones-  que  decrete 
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el  congreso  á  favor  de  las  tribus  ó  naciones  indígenas,  y 
de  los  cooperadores  al  restablecimiento  de  Tejas  ;  no  em- 
barazándose por  las  leyes  dadas  hasta  aquí  sobre  coloniza- 
ción, cuyas  disposiciones  se  derogan  en  todo  lo  que  con- 
traríen á  la  presente,  repitiéndose  la  prohibición  del  art.  4 1 
de  la  ley  de  6  de  abril  de  1  830.  —  Abril  4  de  \  837. 


Convenio  celebrado  entre  el  ministro  plenipotenciario  de  la 
República  Mejicana  y  los  agentes  de  ella  en  Londres,  el 
dia  15  de  setiembre  de  1837  coii  los  tenedores  de  bonos 
mejicanos. 

Art.  1 .  —  Se  crea  un  fondo  nacional,  consolidado  al 
cinco  por  ciento  de  interés  al  año,  con  el  único  y  determi- 
nado objeto  de  convertir  en  su  totalidad  la  deuda  extran- 
jera, si  así  conviniere  á  los  actuales  acreedores,  y  amor- 
tizarla en  la  forma  que  se  expresará  en  los  artículos 
siguientes.  Al  efecto,  quedan  nombrados  los  Sres.  F."  de 
Lizardy  y  compañía,  como  agente  de  la  república,  para 
dicha  operación,  y  serán  los  que  á  nombre  de  la  nación 
mejicana  emitan  los  correspondientes  bonos  del  expresado 
fondo  nacional  consolidado,  en  libras  esterlinas,  pagaderos 
en  Londres  el  4.°  de  octubre  de  1866,  con  cupones  de  in- 
tereses al  margen  por  los  semestres  que  deberán  correr 
hasta  la  citada  fecha.  Estos  bonos  serán  además  visados 
por  el  ministro  plenipotenciario  de  la  república  en  Lon- 
dres ó  por  el  que  haga  sus  veces. 

2.  —  Los  tenedores  de  bonos  actualmente  en  circulación 
de  la  deuda  extranjera,  procedentes  de  los  dos  préstamos 
hechos  en  Londres  á  5  y  6  por  100  de  interés,  tendrán  de- 
recho para  convertir  dichos  bonos  y  sus  cupones  debidos 
y  no  pagados,  en  bonos  del  nuevo  fondo  consolidado,  bajo 
las  condiciones  siguientes  :  Primera,  los  bonos  del  5  por 
tOO  se  recibirán  al  par.  Segunda,  los  dei  6  por  100  de  inte- 
rés se  recibirán  en  la  proporción  de  112  y  medio  por  100. 
Tercera,  los  cupones  por  interés  debidos  sobre  ambos  prés- 
tamos se  gobernarán  al  par.  Cuarta,  por  los  bonos  presen- 
tados para  la  conversion,  se  dará  en  pago  la  mitad  del 
importe  en  bonos  del  fondo  consolidado  al  5  por  i  00  de 
interés,  y  la  otra  mitad  en  bonos  diferidos,  que  comenza- 
rán á  causar  interés  el  1.°  de  octubre  de  1847,  á  razón  de 
S  por  100  anual,  y  ios  expresados  bonos  diferidos  serán 
recibidos  en  todo  tiempo  en  pago  de  las  tierras  que  se 
hallen  vacantes  en  los  departamentos  de  Tejas,  Chihuahua, 
Nuevo-Méjico,  Sonora  y  Californias,  á  la  voluntad  del  com- 
prador, y  á  razón  de  cuatro  acres  por  cada  libra  esterlina, 
y  cuando  los  bonos  diferidos  se  apliquen  à  compras  de 
tierras  se  agregará  el  interés  á  razón  de  5  por  100  anual 
desde  1.°  de  octubre  de  1837,  hasta  el  dia  en  que  á  los  te- 
nedores de  bonos  se  les  ponga  en  posesión  de  sus  tierras, 
y  por  este  medio  el  interés  vencido  se  acreditará  y  la  can- 
tidad de  tierras  adquirida  de  este  modo,  se  aumentará, 
aunque  bajo  la  condición  de  que  se  ha  de  tomar  posesión 
en  la  manera  que  expresa  el  art.  5  de  este  convenio. 

3.  —  El  interés  del  fondo  nacional  consolidado,  será  pa- 
gable en  Londres  por  semestres  vencidos  el  1 .'  de  abril  y 
i.°de  octubre  de  cada  año.  Los  bonos  de  la  primera  serie 
comenzarán  á  causar  interés  desde  1  .•  de  octubre  de  1837, 
y  los  de  la  segunda  desde  1.°  de  octubre  de  1847;  y  para 
la  mayor  seguridad  del  puntual  pago  de  dichos  intereses, 
el  gobierno  mejicano  destinará  irrevocablemente  á  este 
objeto,  la  sexta  parte  de  todos  los  derechos  de  las  aduanas 
de  Veracruz  y  Santa-Anna  de  Tamaulipas,  y  esta  parte  de 
los  derechos  se  recibirá  de  los  administradores  de  las  adua- 


ñas  por  los  comisionados  del  gobierno  mejicano,  uno  de 
los  cuales  será  nombrado  á  propuesta  de  los  agentes  de 
los  tenedores  de  bonos  en  la  ciudad  de  Méjico.  Estos  comi- 
sionados deberán  trasmitir  por  cada  uno  de  los  paquetes 
ingleses  á  los  agentes  del  gobierno  mejicano  en  Londres 
los  referidos  fondos.  La  comisión  que  se  ha  de  pagar  á  di- 
chos comisionados  por  este  servicio,  será  á  cargo  del  go- 
bierno mejicano.  Si  por  algún  evento,  alguno  de  los  divi- 
dendos no  fuese  pagado  en  Londres  á  los  diez  dias  de 
cumplido  el  término  fijado,  los  tenedores  de  cupones  que 
puedan  haber  quedado  sin  pagar,  tendrán  el  derecho  de 
presentarse  á  los  agentes  de  dicha  república  en  Londres,  y 
exigir  un  certificado  visado  por  el  ministro  mejicano  en  di- 
cha corte,  y  el  tal  certificado  se  recibirá  como  dinero 
efectivo  en  pago  de  derechos  hasta  una  sexta  parte  de  todos 
los  derechos  pagables  en  las  aduanas  marítimas  de  Vera- 
cruz  y  Santa-Anna  de  Tamaulipas.  Los  agentes  de  la  re- 
pública en  Londres  estarán  obligados  á  dar  tales  certifica- 
dos, cuando  se  requiera  por  los  tenedores  de  cupones  que 
no  hayan  sido  pagados  al  vencimiento.  Cada  libra  ester- 
lina del  monto  de  dichos  cupones  se  avalúa  á  razón  de 
cinco  fuertes,  y  el  monto  de  cada  certificado  se  aumentará1 
en  un  !  0  por  1 00  por  toda  compensación,  en  razón  de  cam-. 
bio  y  todos  gastos. 

4.  —  Los  bonos  diferidos  que  han  de  emitir,  contendrán 
una  cláusula  ó  cláusulas  en  que  se  estipulará  que  el  go- 
bierno mejicano,  cuando  sea  requerido,  concederá  al  por- 
tador de  dicho  bono,  pleno  derecho  de  propiedad  y  com- 
pleta posesión  en  el  número  de  acres  de  tierra  que 
correspondan  al  importe  de  dicho  bono,  con  mas,  el  inte- 
rés que  haya  devengado  á  razón  de  cuatro  acres  de  tierra 
por  cada  libra  esterlina,  de  lo  cual  las  autoridades  compe- 
tentes le  darán  posesión  plena  á  la  presentación  de  dicho 
bono  diferido. 

5.  —  Los  bonos  diferidos  pueden  trasmitirse  de  una  á 
otra  persona,  con  solo  entregarlosy  sin  necesidad  de  endoso; 
pero  después  de  tomada  posesión  de  las  tierras  á  que  el 
bono  da  derecho  y  se  haya  conseguido  un  título  de  propie- 
nad,  dichas  tierras  no  podrán  en  lo  sucesivo  trasferirse, 
sino  por  medio  de  escritura  de  venta  en  la  forma  legal. 

6.  —  Los  bonos  diferidos  se  presentarán  necesariamente 
cuando  hayan  de  amortizar  en  la  entrega  de  tierras,  en  las 
secretarías  de  los  gobiernos  de  los  departamentos  respec- 
tivos, para  que  allí  se  tome  razón  de  ellos  conforme  se 
fueren  presentando  (llevando  al  efecto  un  libro)  á  fin  de 
dar  á  los  interesados  preferencia  en  la  elección  de  los  ter- 
renos, según  el  orden  de  la  presentación.  Con  el  mismo 
objeto  se  les  librará  certificación,  en  que  conste  el  número 
y  lugar  que  pertenecen  al  bono  diferido,  para  que  con  ella 
pueda  presentarse  á  la  autoridad  local,  y  esta,  con  inter- 
vención del  agrimensor  del  departamento',  les  dé  posesión 
del  terreno  que  elijan,  cuidando  de  observar  sin  dispensa 
el  art.  11  de  la  ley  de  6  de  abril  de  1830,  que  dice:  «  En 
»  uso  de  la  facultad  que  se  reservó  el  congreso  general  en 
»  el  art.  7.°  de  la  ley  de  18  de  agosto  de  1824,  se  prohibe 
»  colonizar  á  los  extranjeros  limítrofes  en  aquellos  estados 
»  y  territorios  que  colindan  con  sus  naciones.  En  conse- 
»  cuencia,  se  suspenderán  las  contratas  que  sean  opuestas 

»  à  esta  ley.  »  :| 

7.  —  Para  mayor  seguridad  en  el  pago  del  capital  é  in-  | 
tereses  del  fondo  consolidado,  hipoteca  especialmente  el  ¡j 
gobierno  mejicano,  á  nombre  de  la  nación,  100  millones  ¡ 
de  acres  de  tierras  valdías  en  los  departamentos  de  Cali-  i 
fornias,  Chihuahua,  Nuevo  Méjico,  Sonora  y  Tejas,  como 
especial  garantía  del  expresado  fondo,  hasta  la  extinción 
total  de  los  créditos  ;  mas  si  se  hiciere  alguna  venta  de 
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estas  tierras  hipotecadas,  será  cuando  menos  á  razón  de 
los  mismos  cuatro  acres  por  libra,  y  su  producido  será  pa- 
gado por  el  comprador  á  los  agentes  del  gobierno  de  Lon- 
dres, de  quienes  únicamente  podrá  recibirlas  inscripciones 
correspondientes,  y  estos  emplearán  el  producto  de  la 
venta  en  amortizar  los  bonos  del  nuevo  fondo,  los  que  tam- 
bién podrán  recibirse  en  pago  de  las  expresadas  tierras,  al 
preció  que  dichos  bonos  corran  en  el  mercado.  El  gobierno 
mejicano,  además  de  la  hipoteca  general  que  contiene  este 
artículo,  reservará  expresamente  por  un  decreto  público, 
23  millones  de  acres  de  tierras  del  gobierno  en  los  de  mas 
próxima  comunicación  con  el  Atlántico,  y  que  parezcan 
mas  á  propósito  para  la  colonización  del  exterior.  Las  rete  • 
ridas  tierras  estarán  especial  y  exclusivamente  dedicadas  á 
los  bonos  referidos  para  el  caso  deque  se  quieran  cambiar 
por  tierras,  y  si  el  gobierno  las  vendiere,  su  producto  se 
dedicará  ê^h.  redención  de  los  dichos  bonos. 

8.  —  Eí  término  hábil  para  poder  solicitar  la  conversion 
de  que  se  trata  en  el  art.  2. "del  presente  convenio,  será  desde 
el  dia  en  que  se  publique  en  Londres  el  correspondiente 
aviso  por  los  agentes  de  la  república,  hasta  igual  dia  del 
año  siguiente.  Pasado  este  término,  no  habrá  lugar  á  la 
conversion. 

9.  —  Finalmente,  los  extranjeros  que  en  virtud  de  los 
bonos  diferidos  que  posean,  vayan  ala  república,  y  se  es- 
tablezcan en  sus  nuevas  propiedades,  adquirirán  desde  ese 
momento  el  título  de  colonos,  y  participarán  ellos  y  sus 
familias  de  todos  los  derechos  y  ventajas  que  las  leyes  con- 
ceden ó  concedieren  á  los  de  igual  naturaleza,  bajo  las  mis- 
mas condiciones  que  Jas  obtengan  ;  mas  no  se  les  permitirá 
que  se  reúnan  en  una  sola  mano  como  propiedad  mas  de 
una  legua  cuadrada  de  5,000  varas  de  regadío,  4  de  super- 
ficie temporal  y  6  leguas  de  superficie  de  abrevadero  :  y 
el  usufructo  délas  minas  que  se  hallaren  en  los  expresados 
terrenos,  estará  sujeto  á  lo  prevenido  en  la  Ordenanza 
general  de  minería. 

10.  —  El  1."  de  abril  de  1848,  y  sucesivamente  cada  se- 
mestre, se  hará  por  los  agentes  de  dicha  república  en  Lon- 
dres, el  pago  del  interés  sobre  los  dichos  bonos  diferidos  ó 
la  parte  de  ellos  que  se  halle  ilíquida,  y  en  el  mismo  modo 
que  se  ha  proveído  para  la  primera  division  de  bonos  men- 
cionados en  el  artículo  2.° 

11.  —  Aunque  el  gobierno  mejicano  se  obliga  á  separar 
la  sexta  parte  de  los  produtos  de  las  aduanas  de  Veracruz 
y  Santa- Anna  de  Tamaulipas  para  el  pago  del  interés  sobre 
estas  obligaciones,  entiéndase  expresamente,  que  en  caso 
de  que  aquellos  no  sean  suficientes  al  objeto  requerido,  el 
total  de  las  rentas  de)  estado  es  responsable  por  los  mismos, 
segun  se  previene  en  los  bonos  originales;  y  á  mayor  abun- 
damiento, que  los  bonos  emitidos  en  virtud  de  este  conve- 
nio, contendrán  todas  las  garantías  y  seguridades  conce- 
didas á  los  tenedores  de  bonos  por  los  bonos  originales, 
además  de  las  nuevas  especiales  seguridades  concedidas 
por  este  convenio. 

12.  —  Todos  los  gastos  que  origine  el  cambio  de  dichos 
bonos,  serán  por  cuenta  del  gobierno  mejicano. 

d3.  —  Los  bonos  de  la  primera  clase  se  liquidarán  por 
el  gobierno  mejicano  el  1.°  de  octubre  de  1866  ó  antes  :  los 
de  la  segunda  clase,  el  1.°  de  octubre  de  1876  ó  antes. 

11.  —  Los  bonos  originales  que  se  presenten  para  la  con- 
version, se  depositarán  en  el  banco  de  Inglaterra,  hasta  el 
pago  del  primer  dividendo  por  el  gobierno  mejicano  en 
1.°  de  abril  próximo,  y  entonces  se  entregarán  estos  álos 
agentes  de  dicho  gobierno. 


El  Exmo.  Sr.  presidente  interino  de  la  República,  se  ha 
servido  dirigirme  el  decreto  que  sigue  : 

«  El  presidente  interino  de  la  República  mejicana,  á  los 
habitantes  de  ella,  sabed  :  que  el  congreso  general  ha  de- 
cretado lo  siguiente. 

Art.  1.  —  Se  aprueba  el  convenio  celebrado  en  Londres 
con  los  tenedores  de  bonos  mejicanos  el  1 5  de  setiembre 
de  1837. 

2.  —  Para  la  conversion  de  la  deuda  exterior,  se  concede 
otro  año  mas,  contado  desde  que  se  publique  este  decreto 
en  Londres. 

3.  —  Con  respecto  á  las  colonias  que  pueden  estable- 
cerse en  virtud  del  convenio,  el  gobierno  cuidará  de  que  se 
observen  las  leyes  vigentes  de  colonización,  ó  las  que  se 
dieren  en  adelante,  en  todo  lo  que  no  sean  contrarias  al 
mismo  convenio. 

4.  —  Cuidará  igualmente  el  gobierno  de  que  con  arreglo 
el  art.  6."  del  convenio,  no  se  asignen  terrenos  de  frontera 
á  los  subditos  de  naciones  limítrofes,  en  caso  de  que  por 
resultado  de  lo  que  se  estipuló  en  el  art.  l>.°  del  mismo 
convenio,  vengan  á  parar  á  manos  de  ellos  algunos  bonos 
del  fondo  diferido  que  quieran  cambiar  por  tierra. 

5.  —  La  reserva  de  que  habla  el  decreto  de  4  de  abril 
de  1837,  para  premios  ofrecidos  al  ejército  independiente, 
se  hará  por  el  gobieno  en  las  tierras  que  basten  para  este 
objeto,  de  Yucatán  y  Californias.  Las  otras  dos  reservas  de 
que  habla  el  mismo  decreto,  para  las  concesiones  que  de- 
cretare el  congreso  á  favor  de  las  tribus  ó  naciones  bárba- 
ras, y  de  los  cooperadores  de  la  restauración  de  Tejas,  se 
harán  por  el  gobierno,  prefiriendo  parala  primera  de  estas 
reservas,  los  terrenos  mas  de  frontera,  y  para  la  segunda, 
los  que  se  hallan  sobre  las  costas  del  golfo  mejicano,  en 
distancia  de  menos  de  veinticinco  leguas  de  la  orilla  del 
mar. 

6.  —  También  cuidará  el  gobierno,  bajo  su  mas  estre- 
cha responsabilidad,  de  que  se  distribuyan  los  terrenos  de 
manera  que  las  colonias  no  se  agolpen  en  un  solo  punto, 
sino  que  se  establezcan  á  distancia  unas  de  otras,  v  con  la 
mayor  inmediación  posible  á  nuestras  poblaciones. 

7.  —  Para  obviar  todo  tropiezo  en  la  ejecución  del  con- 
venio, el  gobierno  fijará  desde  ahora  la  correspondencia 
exacta  del  acre  con  las  medidas  agrarias  que  se  usan  en  la 
República,  ajusfando  á  estas  últimas  las  inscripciones  de 
tierra  que  por  el  expresado  convenio  hayan  de  expedirse 
en  lo  venidero.  —  José  M.  García  Figueroa,  diputado  pre- 
sidente. —  Sebastian  Camacho,  presidente  del  Senado,  — 
Mariano  Aguilar  y  López,  diputado  secretario.  —  José  R. 
Malo,  senador  secretario. 

Por  tanto,  mando  se  imprima,  publique,  circule  y  se  le 
dé  el  debido  cumplimiento.  Palacio  del  gobierno  nacional 
en  Méjico,  á  1."  de  junio  de  1839.  — Antonio  Lopezde  Santa- 
Anna.  —  A  D.  Francisco  María  Lombardo.  » 

Y  para  que  el  precedente  decreto  tenga  su  mas  puntual 
y  exacto  cumplimiento,  dispone  el  Exmo.  Sr.  presidente,  de 
acuerdo  con  el  consejo  de  gobierno,  se  observen  las  provi- 
dencias siguientes  :  s 

1.a  Con  arreglo  á  la  próroga' concedida  por  el  art.  2  de 
la  precedente  ley,  los  bonos  antiguos  de  5  y  6  por  100  que 
se  presentasen  para  su  conversion,  serán  liquidados  hasta 
el  dia  último  de  setiembre  de  1837,  y  causarán  interés  desde 
1 .°  de  octubre  del  referido  año. 

2.a  Los  bonos  diferidos  que  están  ya  expedidos,  ó  los  que 
se  expidieren  á  virtud  de  la  próroga  que  concede  el  expre- 
sado art.  2  de  la  precedente  ley,  serán  admitidos  hasta  30 
de  setiembre  de  1847,  en  cambio  de  terrenos  valdíos,  en 
los  departamentos  designados  en  el  referido  convenio, 
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3.a  Los  administradores  de  las  aduanas  marítimas  de 
Veraeruz  y  Santa-Anria  de  Tamaulipas,  quedan  comisión 
nados  para  recibir  la  sexta  parte  de  los  derechos  que  st 
devengaren  en  ellas,  y  remitirlos  á  Londres  con  arreglo  á 
lo  estipulado  en  el  art.  3  del  referido  convenio.  Por  el  desem- 
peño de  esa  comisión,  se  abonará  un  dos  al  millar  sobre  la 
cantidad  que  recaudare  encada  aduana  por  la  sexta  parte, 
y  esta  cuota  será  repartible  con  el  otro  comisionado  que  se 
nombrare  por  el  gobierno,  en  los  términos  qué  expresa  el 
propio  art.  3  del  convenio. 

4.a  Para  que  tenga  cabal  cumplimiento  lo  estipulado  en 
dicho  artículo  cuidarán  los  administradores  de  las  aduanas 
marítimas  de  Veraeruz  y  Santa-Anna  de  Tamaulipas,  bajo 
su  inmediata  responsabilidad,  de  exigir  precisamente,  des- 
de la  publicación  de  esta  ley,  en  dinero  efectivo,  la  sexta 
parle  de  los  derechos  que  se  causaren  en  dichas  oficinas; 
en  concepto  de  que  cualquiera  orden  anterior  ó  posterior 
á  la  fecha  de  este  decreto,  de  pago,  compensación  ó  remi- 
siones de  letras  á  la  tesorería  general  se  entenderá  sin  per- 
juicio de  ¡a  separación  de  la  sexta  parte  consignada  por  este 
convenio  al  pago  de  los  intereses. 

5.a  En  el  evento  de  que  no  se  remitieren  á  Londres  con 
la  oportunidad  necesaria  los  intereses  de  la  deuda,  y  fuese 
indispensable  proceder  á  la  admisión  de  los  certificados 
que.  expidieren  los  agentes  de  la  República,  visados  por  el 
ministro  mejicano  en  aquella  corte,  lo  verificarán  los  ad- 
ministradores de  las  aduanas  marítimas  de  Veraeruz  y 
Santa-AnnadeTamaulipas.enlos  lérminosy  bajo  los  requi- 
sitos y  formalidades  que  determinan  el  art.  3  del  convenio, 
y  las  prevenciones  de  esta  parte  reglamentaria. 

6.a  Si  por  algún  evento  no  se  recibieren  estos  en  Lon- 
dres con  la  debida  puntualidad,  y  que  por  lo  tanto  se  expi- 
dan por  los  agentes  de  la  República  los  certificados  admi- 
sibles en  una  sexta  parte  de  ios  derechos  de  las  aduanas 
de  Veraeruz  y  Sanla-Anna  de  Tamaulipas,  con  arreglo  al 
artículo  3  del  convenio,  se  procederá  en  este  caso  á  admi- 
tir dichos  documentos,  y  la  cantidad  que  se  hubiere  re- 
mitido á  Londres,  quedará  á  disposición  del  supremo  go- 
bierno. 

7.a  Parala  debida  seguridad  de  los  fondos  que  remitie- 
ren de  las  aduanas  marítimas  de  Veraeruz  y  Santa-Anna 
de  Tamaulipas,  con  el  objeto  de  satisfacer  en  Londres  los 
intereses  de  la  deuda,  cuidará  el  Exmo.  Sr.  ministro  de  la 
República  y  los  agentes  de  ella,  de  tener  abierta  la  corres- 
pondiente póliza  de  seguro. 

8.a  Los  fondos  existentes  en  poder  de  los  Sres.  Baring 
hermanos  y  compañía,  de  Londres,  destinados  al  pago 
de  dividendos  de  los  préstamos  antiguos  del  5  y  6  por  100, 
ee  aplicarán  exclusivamente  ala  satisfacción  de  los  intere- 
ses de  esta  deuda,  que  deben  remitirse  á  aquella  corte,  con 
arreglo  á  lo  estipulado  en  el  precedente  convenio. 

9.a  En  obvio  délos  inconvenientes  que  produciría  la  du- 
plicación de  los  certificados  que  deben  expedir  los  agentes 
de  la  República  para  su  admisión  en  las  aduanas  marítimas 
de  Veraeruz  y  Santa-Anna  de  Tamaulipas,  se  prohibe  ex- 
presamente el  que  se  dupliquen  dichos  documentos,  por- 
que su  extravío  ó  pérdida  debe  ser  porcuenta  de  los  inte- 
resados, una  vez  que  según  el  convenio  anterior,  sobre  el 
monto  délos  certificados  se  aumentará  un  10  por  100  por 
toda  compensación,  en  razón  de  todo  cambio  y  todos  gas-  i 
tos,  y  por  lo  tanto,  pueden  los  interesados  asegurar  la  pér- 
dida ó  extravío  de  aquellos  documentos. 

10.a  Los  certificados  que  expidieren  los  agentes  de  la 
República,  expresarán  terminantemente,  que  ala  persona 
portadora  de  ellos  se  le  admitirán  como  dinero  efectivo, 
por  las  aduanas  marítimas  de  Veracrui  y  Santa-Anua  de 


Tamaulipas,  en  pago  de  la  sexta  parte  de  derechos  qué 
causare.  Estos  documentos  se  extenderán  con  las  marcas, 
'señales  y  demás  precauciones  que  á  juicio  de  Jos  agenles 
de  la  República  y  del  ministro  plenipotenciario  de  ella 
terca  de  S.  M.  B.,  crean  bastantes  para  evitar  toda  en< 
jnienda  y  falsificación. 

11.a  A  fin  de  que  haya  toda  claridad  y  exactitud  en  lai 
operaciones  de  las  aduanas  marítimas  de  Veraeruz  y  Santa- 
Anna  de  Tamaulipas,  respecto  ala  admisión  de  los  certifi- 
cados, y  con  el  objeto  de  precaver  cualquier  abuso  ó  exceso 
que  pudiera  intentarse  contra  los  intereses  de  la  nación  y 
tíe  los  mismos  acreedores,  á  mas  de  los  asientos  que  cada 
una  de  aquellas  oficinas  deberá  hacer  en  los  manuales  y 
comunes,  llevará  un  libro  destina'do  expresamente  á  este 
objeto,  foliado  sin  intermisión,  firmadas  la  primera  y  la 
última  foja,  y  rubricadas  las  demás  por  los  ministros  déla 
tesorería  general.  En  él  deberán  asentarse,  por  el  orden 
rigoroso  de  numeración,  los  certificados  que  se  presenta- 
ren para  su  admisión  en  pago  de  la  sexta  parte  de  los 
derechos,  y  los  que  se  amortizaren,  con  expresión  de  la 
fecha,  su  importo  y  el  número  que  tuvieren,  según  se  ma- 
nifiesta en  el  adjunto  modelo. 

12.a  En  el  momento  que  las  aduanas  marítimas  de  Ve- 
raeruz y  Santa-Anna  de  Tamaulipas  hayan  admitido  los 
ceiTifieados  y  practicado  la  liquidación  referente  al  pago 
-  de  los  derechos,  procederán  á  inutilizarlos,  horadándolos 
por  el  centro  con  un  sacabocado  de  diámetro  de  media  pul- 
gada: esta  operación  se  practicará  á  presencia  del  adrai> 
nistrador,  contador  y  oficial  primero,  dándose  aviso  por  el 
primer  correo  á  la  tesorería  general,  la  cual  lo  trasladará 
inmediatamente  al  ministerio  de  hacienda. 

13.a  Con  los  fines  expresados  en  las  anteriores  preven- 
ciones, cuidarán  el  Exmo.  Sr.  ministro  plenipotenciario  de 
la  República  cerca  de  S.  M.  B.,  y  los  agentes  de  ella  en 
Londres,  de  dar  avisos  puntuales  á  las  aduanas  marítimas 
de  Veraeruz  y  Santa-Anna  de  Tamaulipas,  y  al  ministerio 
de  hacienda,  de  los  certificados  que  expidieren,  expresando 
sus  números,  fechas,  valores,  etc.  Los  certificados  deberán 
precisamente  tener  una  numeración  correlativa,  la  que  por 
ningún  motivo  será  interrumpida  ó  cortada. 

14.a  La  tesorería  general  de  la  República,  formará  tam- 
bién un  libro  foliado,  firmadas  la  primera  y  última  fojas, 
y  rubricadas  las  intermedias  por  el  ministro  de  hacienda, 
destinándose  expresamente  para  llevar  una  cuenta  clara  y 
exacta  en  que  se  refundan  las  operaciones  que  practicaren 
las  aduanas  marítimas  de  Veraeruz  y  Santa-Anna  de  Ta- 
maulipas, con  relación  á  los  objetos  dispuestos  en  la  pre- 
vención décima  de  esta  parte  reglamentaria.  Al  efecto,  los 
administradores  de  aquellas  oficinas,  pasarán  una  razón 
de  lo  que  ejecutaren,  y  darán  todas  las  noticias  é  informa- 
ciones necesarias  á  la  tesorería  general. 

15.a  Como  quiera  que  los  certificados  que  expidieren  los 
agentes  de  la  República,  podrán  presentarse  indistinta- 
mente á  las  aduanas  marítimas  de  Veraeruz  óSanta-Anna 
de  Tamaulipas,  para  evitar  todo  error  ó  suplantación,  y 
asimismo  para  saberse  oportunamente  si  están  ó  no  cu- 
biertos en  su  totalidad  los  intereses  de  la  deuda,  se  comu- 
nicarán con  frecuencia  aquellas  oficinas,  dándose  noticias 
tma  á  la  otra  de  las  certificaciones  que  se  les  presentaren 
>  y  de  las  que  admitieren,  con  expresión  principalmente  de 
sus  números,  fechas,  valores,  etc.  Si  cualquiera  de  estas 
oficinas  notare  alguna  diferencia,  ó  que  se  ha  cometido 
algún  fraude,  ó  se  intenta  cometer,  dará  aviso  inmediata- 
mente á  la  tesorería  general  y  al  ministerio  de  hacienda,  ' 
para  las  providencias  que  el  gobierno  se  sirviese  dictar,  siu 
perjuicio  de  las  medidas  que  la  aduana  pueda  y  deba  to- 
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mar  inmediatamente,  ó  promover  ante  el  juez  ó  tribunal 
respectivo. 

16.a  Para  la  cabal  observancia  de  Jo  estipulado  en  los 
artículos  4,  5  y  6  del  convenio,  y  de  lo  dispuesto  en  los  ar- 
tículos 3,  4,  5  y  6  de  la  precedente  ley,  se  procederá  á 
nombrar  á  la  mayor  brevedad,  por  conducto  del  ministe- 
rio respectivo,  una  junta  directiva  de  colonización,  á  las 
inmediatas  órdenes  del  supremo  gobierno,  compuesta  de 
tres  personas  instruidas  en  los  ramos  que  comprende,  la 
cual  entenderá  en  la  mensura  de  los  terrenos,  designa- 
ción de  ellos,  reglas  para  hacer  efectiva  la  colonización  y 
demás  operaciones  que  deben  practicarse,  teniéndose  pre- 
sente al  intento,  y  debiendo  observarse  el  art.  6  del  decreto 
de  12  de  abril  de  1837,- que  se  ha  admitido  y  queda  sub- 
sistente en  el  expresado  convenio. 

17.a  Los  agentes  de  la  República,  con  anuenciay  cono- 
cimiento del  Exmo.  Sr.  ministro  plenipotenciario  de  ella, 
procederán  á  formar  una  cuenta  exacta  y  comprobada  de 
los  gastos  que  haya  causado  la  emisión  de  los  bonos  para 
la  conversion  de  esta  deuda,  y  la  remitirán  al  ministerio 
de  hacienda  con  los  fines  correspondientes. 

18.a  Inmediatamente  que  haya  tenido  efecto  el  pago  del 
primer  dividendo  de  los  intereses  de  esta  deuda,  bien  por 
haberse  pagado  en  Londres  ó  por  haberse  expedido  los  cer- 
tificados por  los  agentes  déla  República,  procederán  estos, 
de  conformidad  con  lo  estipulado  en  el  art.  15  del  conve- 
nio, á  recoger  los  bonos  originales  depositados  en  el  banco 
de  Inglaterra,  y  à  presencia  del  Exmo.  Sr.  ministro  meji- 
cano, serán  inutilizados,  horadándolos  por  el  centro  con 
un  sacabocado  del  diámetro  demedia  pulgada:  esta  misma 
operación  se  practicará  con  los  bonos  que  se  hayan  pre- 
sentado á  la  conversion.  Tanto  el  Exmo.  Señor  ministro 
mejicano  cómo  los  agentes,  darán  aviso  al  ministerio  de 
hacienda,  de  los  bonos  que  se  fuesen  inutilizando,  con  ex- 
presión de  su  procedencia,  cantidades,  fechas,  etc.,  y  to- 
dos quedarán  en  depósito  seguro,  según  lo  determine  el 
Exmo.  Sr.  ministro  de  la  República  cerca  de  S.  M.  B.,  de 
acuerdo  con  los  agentes  de  ella,  á  fin  de  que  en  cual- 
quiera tiempo  sirvan  para  con] probar  la  legalidad  de  la 
conversion. 

19.»  La  emisión  de  nuevos  bonos  se  verificará  en  la 
suma  precisa  y  necesaria  para  llenar  el  importe  de  los 
antiguos,  que  de  hecho  se  presenten  á  la  conversion,  de, 
forma  que  no  se  expedirá  jamás  un  bono  nuevo  sino  en 
reempl  izo  de  otro  antiguo  que  quede  en  el  acto  amorti-« 
zado  y  depositado,  con  arreglo  á  lo  dispuesto  en  el  artí- 
culo anterior. 

20.»  En  cumplimiento  de  lo  dispuesto  por  el  art.  7.°  de  la 
precedente  ley,  y  para  la  ejecución  de  lo  estipulado  en  el 
anterior  convenio,  respecto  á  los  tenedores  de  bonos  dife- 
ridos, se  declara  que  el  acre  de  que  se  trata  en  dicho  con- 
venio, corresponde  á  4840  yardas  inglesas  cuadradas, 
equivalentes  á  5762  403/1000  varas  mejicanas  cuadradas; 
de  manera  que  el  sitio  de  ganado  mayor  contiene  4338 
464/1000  acres,  el  de  ganado  menor  1928  acres,  y  una  ca- 
ballería 105  756/1000  acres,  supuesto  que  la  vara  mejicana 
se  ha  encontrado,  por  medidas  exactas ,  igual  á  837  milí- 
metros franceses,  y  por  consiguiente  á  616469/1000000  (1) 
de  la  yarda  imperial  inglesa. 

21 .»  Para  que  la  cuenta  y  razón  del  préstamo  extranjero, 

(í)  Sin  duda  que  en  esta  fracción  hay  errata  de  imprenta,  porque  te- 
niendo la  yarda  imperial  inglesa  914  milímetros,  y  nuestra  vara  8^7  milí- 
metros, esta  vara  resulta  ser  de  -^q¿'^^q  de  !a  yarda;  en  donde  se  ve 
que  por  lo  menos  se  puso  el  9  inversamente,  y  resulto  el  primer  6  de  la 
izquierda  del  numerador  del  quebrado  que  expresa  la  relación  entre  la 
vara  y  la  yarda  queestá  asignada  en  este  decreto. 


ó  sea  la  parte  del  crédito  exterior  de  la  República,  se  lleve 
en  la  tesorería  general  con  la  exactitud  necesaria  á  conse- 
cuencia del  nuevo  arreglo  hecho  para  la  conversion  de  esta 
deuda,  procederá  la  propia  tesorería  general  á  abrir  en  sus 
libros  los  ramos  correspondientes,  á  fin  de  que  se  siga  con 
toda  distinción  la  cuenta  de  capitales  y  la  de  intereses,  de 
modo  que  en  cualquier  tiempo  se  pueda  tener  conocimiento 
del  estado  de  dicho  préstamo  en  todas  sus  partes. 

22.a  Cuantas  operaciones  se  verifiquen  dentro  ó  fuera  de 
la  República  relativas  al  préstamo  de  que  se  trata,  han  de 
constar  en  la  cuenta  de  la  tesorería  general,  dándose  en- 
trada ó  salida  en  ella,  física  ó  virtualmente,  á  cuantas  can- 
tidades se  reciban  ó  paguen  en  cualquier  punto,  sea  en 
numerario  ú  otro  papel  representativo  del  crédito  nacional. 

23.a  Para  que  tenga  efecto  lo  dispuesto  en  el  precedente 
artículo,  los  agentes  de  la  República  encargados  en  el  ex- 
terior de  este  negocio,  remitirán  al  gobierno  por  cada  pa- 
quete inglés,  copia  de  la  cuenta  que  hayan  seguido  hasta 
el  dia  de  la  remisión,  y  estas  copias  serán  pasadas  por  el 
gobierno  á  la  tesorería  general,  para  que  ejecute  los  asien- 
tos. Las  oficinas  de  la  República  que  practiquen  cualquiera 
operación. respectiva  al  préstamo,  la  verificarán  en  virtud 
de  orden  de  la  tesorería  general,  dándole  también  aviso 
del  cumplimiento. 

24.a  Al  fin  de  cada  año  formará  la  tesorería  general,  una 
liquidación  de  la  deuda  exterior,  arreglada  al  resultado  de 
su  cuenta  el  dia  31  de  diciembre.  Esta  liquidación  formará 
parte  de  la  cuenta  de  crédito  público,  que  el  gobierno  pasa 
anualmente  al  congreso  general. 

Comunicólo  á  V.  de  orden  del  Exmo.  Sr.  presidente,  para 
su  inteligencia  y  fiues  correspondientes. 

Dios  y  libertad.  Méjico,  29  de  julio  de  1 839. — Echeverría. 

El  ciudadano  Luis  Gonzaga  Vieyra,  general  de  brigada 
graduado,  y  gobernador  del  departamento  de  Méjico. 

Por  el  ministerio  de  relaciones  exteriores  y  gobernación, 
se  me  ha  comunicado  con  esta  fecha  lo  siguiente. 

Exmo.  Señor.  —  El  Exmo.  Sr.  presidente  provisional 
de  la  República,  se  ha  servido  dirigirme  el  decreto  que 
sigue  : 

Antonio  López  de  Santa-Anna,  general  de  division ,  be- 
nemérito de  la  patria  y  presidente  provisional  de  la  Repú- 
blica mejicana,  á  todos  sus  habitantes,  sabed  :  Que  después 
de  un  maduro  y  el  mas  detenido  examen  sobre  la  conve- 
niencia que  resultará  á  la  República  de  permitir  á  los  ex- 
tranjeros la  adquisición  de  propiedades;  oida  la  opinion 
del  consejo  de  representantes,  que  con  la  mayor  escrupu- 
losidad examinó  este  punto  ;  lo  que  expusieron  varias  jun- 
tas departamentales,  muchas  personas  ilustradas,  y  el  pro 
y  contra  sostenido  por  la  imprenta;  vistos  los  diversos 
proyectos  de  ley  que  al  efecto  se  han  presentado  ;  conven- 
cido, además,  de  que  una  política  franca  y  un  interés  bien 
entendido  exigen  que  no  se  demore  por  mas  tiempo  una  con- 
cesión que  tiende  al  engrandecimiento  de  la  República  por 
el  aumento  de  población,  por  la  extension  y  division  de  la 
propiedad,  que  por  consiguiente  hace  mayor  la  riqueza 
nacional;  teniendo  igualmente  en  consideración  que  pót- 
ese medio  se  afianza  mas  y  mas  Ja  seguridad  de  la  nación, 
pues  que  los  extranjeros  propietarios  serán  otros  tantos 
defensores  de  los  derechos  nacionales,  á  là  vez  que  intere- 
sados en  Ja  prosperidad  común  ;  considerando  también  el 
fomento  que  recibirá  la  agricultura,  la  industria  y  el  co- 
mercio, que  .son  las  fuentes  de  la  riqueza  pública  ;  y  por 
último,  que  la  opinion  generalmente  manifestada  está  en 
favor  de  dicha  concesión,  he  tenido  á  bien,  usando  de  las 


201   ~ 


fcieultades  que  me  concede  la  séptima  de  las  bases  acorda- 
das en  Tacubaya  y  juradas  por  los  representantes  de  los 
departamentos,  decretar  lo  que  sigue  : 

Art.  1.  —  Los  extranjeros  avecindados  y  residentes  en 
la  República,  pueden  adquirir  y  poseer  propiedades  urba- 
nas y  rústicas,  por  compra,  adjudicación,  denuncia  ó  cual- 
quier otro  título  establecido  por  las  leyes. 

2.  —  Pueden  también  adquirir  en  propiedad  minas  de 
oro,  plata,  cobre,  azogue,  hierro  y  carbón  de  piedra,  de 
que  fueren  descubridores,  con  arreglo  á  la  ordenanza  del 
ramo. 

3.  —  Cada  individuo  extranjero  no  podrá  adquirir  mas 
de  dos  fincas  rústicas  en  un  mismo  departamento  sin  licen- 
cia del  supremo  gobierno,  y  solo  bajo  los  linderos  que  boy 
tienen  con  independencia  una  de  otra. 

4.  —  En  la  adquisición  de  fincas  urbanas  en  las  ciudades, 
villas  y  pueblos,  así  como  de  los  terrenos  inmediatos  á 
ellos  en  que  se  quieran  construir  nuevas  fincas,  gozarán 
los  inquilinos  del  derecho  del  tanto  en  igualdad  de  circuns- 
tancias y  condiciones. 

5.  —  Los  extranjeros  que  en  virtud  de  esta  ley  adquie- 
ran propiedad,  quedan  absolutamente  sujetos  en  cuanto  á 
ella,  á  las  leyes  vigentes  ó  que  rijan  en  la  República,  sobre 
traslación,  uso,  conservación  y  pago  de  impuestos,  sin  que 
puedan  alegar  algún  derecho  de  extranjería  acerca  de  es- 
tos puntos. 

6.  —  En  consecuencia,  todas  las  cuestiones  de  esta  natu- 
raleza que  pueden  suscitarse,  serán  terminadas  por  las  vias 
ordinarias  y  comunes  de  las  leyes  nacionales,  con  exclu- 
sion de  toda  otra  intervención,  cualquiera  que  sea. 

7.  —  Los  extranjeros  que  adquieran  propiedades  rústi- 
cas, urbanas  ó  de  minas,  y  los  extranjeros  que  trabajen 
en  ellas,  como  sirvientes,  operarios  ó  jornaleros,  no  están 
obligados  á  prestar  el  servicio  de  armas  que  no  sea  el  de 
policía  ;  pero  sí  á  satisfacer  los  impuestos  que  tengan  por 
objeto  sostener  á  la  milicia. 

8.  —  Si  el  extranjero  propietario  se  ausentase  por  mas 
de  dos  años  con  su  familia  de  la  República,  sin  obtener 
permiso  del  gobierno,  ó  la  propiedad  pasase  por  herencia 
ó  por  cualquiera  otro  título  á  poder  de  persona  no  resi  - 
denle  en  la  República,  estará  obligado  á  venderla  dentro 
de  dos  años  contados  desde  el  dia  en  que  se  verificase  la 
ausencia  ó  traslación  de  dominio.  Si  no  lo  hiciese,  se  pro- 
cederá á  la  venta  de  oficio  con  todas  las  formalidades  lega- 
les, y  de  su  producto  se  aplicará  la  décima  parte  al  denun- 
ciante, quedando  las  nueve  décimas  partes  restantes  en 
depósito  seguro  á  disposición  del  dueño.  Esto  mismo  se 
verificará  siempre  que  se  probase  que  el  dueño  de  la  finca 
reside  fuera  de  la  República,  y  que  el  que  se  dice  propie- 
tario no  lo  es  mas  que  en  lugar  del  ausente. 

9.  —  Estas  disposiciones  no  comprenden  á  los  departa- 
mentos limítrofes  ó  fronterizos  con  otras  naciones,  res- 
pecto de  las  cuales  se  expedirán  leyes  especiales  de  colo- 
nización, sin  que  jamás  pueda  adquirirse  propiedad  en 
ellos  por  extranjeros  sin  expresa  licencia  del  gobierno  su- 
premo de  la  República. 

10.  —  En  los  departamentos  que  no  son  limítrofes  ó 
fronterizos,  y  que  tuviesen  costas,  solamente  á  cinco  le- 
guas de  ellos  podrán  adquirir  propiedad  rústica  los  extran- 
jeros. 

11.  —  Para  que  los  extranjeros  que  hayan  adquirido 
propiedades  en  laRepública  puedan  ser  ciudadanos  de  esta, 
basta  que  hagan  constar  ante  la  autoridad  política  del  lu- 
gar de  su  residencia,  que  son  propietarios,  que  han  resi- 
dido dos  años  en  la  República  y  que  se  han  conducido 
bien.  El  expediente  instruido  de  esta  manera  se  dirigirá 


al  ministerio  respectivo,  por  el  que  se  despachará  la  carta 
de  ciudadanía. 

12.  —  Los  extranjeros  no  podrán  adquirir  terrenos  rea- 
lengos ó  valdíos  en  todos  los  departamentos  de  la  Repú- 
blica, sin  contratarlos  con  el  gobierno  que  posea  este  dere- 
cho, en  representación  del  dominio  de  la  nación  mejicana. 

Por  tanto,  mando  se  imprima,  publique,  circule  y  se  le 
dé  el  debido  cumplimiento.  Palacio  del  gobierno  nacional 
en  Méjico,  á  11  de  marzo  de  1842.  —  Antonio  López  de 
Santa-Anna.  —  José  María  de  Bocancgra,  ministro  de  re- 
laciones y  gobernación.  » 

Y  lo  comunico  á  V.  E.  para  su  inteligencia  y  efectos 
correspondientes. 

Dios  y  libertad.  Méjico,  14  de  marzo  de  1842.  —  Boca- 
negra. 

Y  para  que  llegue  á  noticia  de  todos,  mando  se  publique 
por  bando  en  esta  capital  y  en  las  demás  ciudades,  villas 
y  lugares  de  la  comprensión  de  este  departamento,  fiján- 
dose en  los  parajes  acostumbrados,  y  circulándose  á  quie- 
nes toque  cuidar  de  su  observancia.  Dado  en  Méjico,  á 
14  de  marzo  de  1842.  —  Luís  Gonzaga  Vieyra.  — , 
Zires,  secretario. 


CAPITULO  IX. 

De  las  medidas  agrarias,  según  la  ordenanza  del  Sr.  virey  Men- 
doza, dada  en  el  año  de  1536. 

«  LOS  SEÑORES  VIREYES  Y  LA  REAL  AUDIENCIA  Y 
CABILDO  DE  LA  CIUDAD,   ETC.    » 

Por  cnanto  los  que  tienen  y  loman  estancias  y  asientos 
para  ganados,  vacas  y  yeguas  y  ovejas,  están  y  se  poner 
¡itiàs  y  otras  muy  cercanos,  por  causa  de  lo  cual  se  hacen 
daños  los  unos  á  los  otros  y  reciben  perjuicio  de  que  mu- 
chas personas  se  quejan,  para  remediarlos  ordenaron  que 
los  que  tienen  y  asientan  estancias  para  los  dichos  ganados, 
en  términos  y  comarca  de  esta  dicha  ciudad  en  tierras,  las 
pueden  tomar,  tener  y  asentar  para  vacas  y  yeguas,  una 
de  otra  treinta  pasos;  los  cuales  han  de  tener  cinco  pies  de 
marca  y  no  estén  ni  se  puedan  tomar  ni  tener,  ni  poner 
estancia  alguna  á  menos  cantidades  ni  término  de  lo  que 
dicho  es,  porque  de  esta  manera  cesará  el  dicho  perjuicio 
y  quejas,  so  pena  al  que  de  otra  manera  tuviese,  tomare 
ó  aventurare  estancia  ó  asiento  alguno,  se  le  derribe  y 
quite  á  costa  de  la  persona  ó  personas  que  fueren  en  con- 
tra de  las  que  dicho  es. 

«  La  cual  dicha  Ordenanza,  »  dice  una  nota  que  se  ha- 
lla en  este  fragmento,  «  parece  se  hizo  y  proveyó  en  este 
dicho  cabildo  en  9  de  marzo  de  1S36,  y  está  declarado  que 
cada  pié  de  los  de  dicha  medida  ha  de  ser  de  una  tercia,  y 
cada  paso  de  cinco  pies  ;  y  asimismo  parece  estar  confirmada 
con  intervención  del  Lie.  Loayza,  por  el  Exmo.  Sr.  virey 
D.  Antonio  Mendoza,  y  pregonada  en  la  plaza  mayor  de 
Méjico  el  mismo  dia  4  de  julio  de  1536  por  voz  de  Juan  de 
Bausilla,  pregonero  público.  Otrosí,  por  cuanto  en  esta  ciu- 
dad no  hay  medida  con  que  se  midan  las  tierras,  el  Exmo. 
Sr.  virey  mandó  hacer  una  medida,  asi  para  esta  ciudad 
como  para  toda  esta  Nueva-España,  porque  toda  la  medida 
sea  igual,  y  con  ella  se  midan  las  tierras  que  se  hubieren 
de  medir,  asi  en  esta  ciudad  como  fuera  de  ella,  y  que  esta 
ciudad  la  tenga  por  padrón,  y  que  el  número  para  tierra 
sea  y  dé  por  cabezadas  96  varas  de  dicha  medida,  y  por  el 
largo  dobladas  las  varas,  que  son  1 92  de  la  propia  medida, 
y  porque  se  entienda  lo  que  es  una  caballería  entera  de 
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ierra,  se  ha  de  medir  192  varas  de  dicha  medida  por  ca- 
bezada, y  diable  por  lo  largo,  que  son  384  varas  de  dicha 
medida  y  así  al  respecto.  » 

Llamamos  fragmento  á  la  copia  que  antecede,  porque 
su  original  nos  merece  la  mayor  confianza  y  respeto,  ha- 
biéndolo hallado  entre  los  mas  curiosos  apuntamientos  de 
on  distinguido  jurisconsulto  ya  finado,  y  porque  nos  pa- 
rece demasiado  diminuto  para  creer  que  fuese  el  todo  de 
las  Ordenanzas  del  año  de  1536;  cuyos  ejemplares  ínte- 
gros, ó  nunca  se  dieron  á  la  luz  pública,  ó  si  se  dieron  al- 
guna vez,  ya  no  es  posible  en  el  dia,  ó  por  lo  menos  es  muy 
difícil  encontrar  alguno  de  ellos  para  compararlos. 

Pero  sea  de  esto  lo  que  fuese,  lo  que  no  tiene  duda  es, 
que  las  dichas  ordenanzas  han  existido,  y  que  para  que  se 
lograsen  mejor  las  laudables  miras  del  legislador  en  el 
arreglo  y  fijeza  de  las  medidas  agrarias,  el  Exmo.  Sr.  virey 
D.  G.  de  Peralta,  conde  de  Santi-Eslévan  y  marque's  del 
Falces,  en  la  época  de  su  gobierno  procuró  empeñosamente 
que  se  les  diese  todo  su  debido  cumplimiento  ;  y  al  efecto 
hizo  revisarlas,  las  corroboró,  añadió  algunas  que  le  pare- 
cieron necesarias,  y  mandó  de  nuevo  publicarlas  en  dicha 
ciudad  á  19  de  setiembre  de  1567,  dando  por  causa  ó  mo- 
tivo en  su  introducción  ó  preámbulo  :  «  Que  por  cuanto  los 
señores  vireyes  que  habían  sido  de  esta  Nueva-España,  y 
la  real  audiencia  en  el  tiempo  que  gobernó,  y  aun  por  S.  E. 
mismo,  habian  proveído  y  hecho  mercedes  de  una  grande 
cantidad  de  sitios  y  estancias,  así  para  ganados  mayores, 
como  para  ganados  menores,  y  demás  merced  de  tierras  y 
caballerías,  sin  estar  en  el  todo  declarado  el  orden  y  funda- 
mento que  había  de  guardarse  en  centruar,  amojonar,  medir 
y  dar  posesión  en  dichos  sitios,  se  hacia  necesario  y  con- 
veniente recordar  el  cumplimiento  de  las  dichas  ordenan- 
zas. »  Ampliadas  y  corregidas,  como  queda  dicho,  y  reite- 
rando, como  se  reiteró  en  efecto,  la  pena  que  en  ellas  se 
determinara,  de  perdimiento  de  las  tierras  á  los  propieta- 
rios de  estas  que  contraviniesen  á  la  observancia  y  cumpli- 
miento de  aquellas  disposiciones,  y  desde  entonces  queda- 
ron establecidas  las  bases,  reglas  y  preceptos  de  las  medidas 
agrarias  de  que  va  á  darse  razón.  Estas  ordenanzas  mere- 
cieron que  se  confirmasen  y  reprodujesen  en  otras  diversas 
épocas  por  los  señores  vireyes  que  se  sucedieron,  y  aun  por 
reales  órdenes  y  provisiones  venidas  de  la  corle  de  Ma- 
drid, como  se  verá  á  su  tiempo. 


cuatro  cuartas  ó  palmo?,  seis  sesmas,  ocho  ochavas,  y  cua- 
renta y  ocho  dedos.  Un  dedo  se  divide  en  tres  pajas  ó  en 
cuatro  granos. 

Cincuenta  varas  mejicanas  hacen  una  medida  que  se 
llama  cordel,  cuyo  instrumento  sirve  para  las  medidas  de 
los  terrenos. 

La  legua  legal  tiene  cien  cordeles,  ô  cinco  mil  varas 
como  se  saca  de  multiplicar  por  100  las  50  varas  que  tiene 
un  cordel. 

La  legua  se  divide  en  dos  medías  y  en  cuatro  cuartos  • 
siendo  esta  la  única  division  que  se  hace  de  ella. 

Media  legua  tiene  2,500  varas,  y  un  cuarto  de  legua 
1,250  varas. 

Antiguamente  se  dividía  la  legua  mejicana  en  tres  mi- 
llas, una  milla  en  mil  pasos  de  Salomón,  y  uno  de  estos 
pasos  en  cinco  tercias  de  vara  mejicana  :  de  consiguiente, 
tenia  la  legua  3,000  pasos  de  Salomón.  Esta  division  se 
reconoce  en  lo  legal;  pero  hace  muchísimo  tiempo  que  no 
se  usa,  lo  mismo  que  el  paso  de  Salomón,  que  en  aquella 
época  le  llamaban  vara,  y  servía  para  las  medidas  de  ter- 
renos. 

El  marco  era  una  medida  que  equivalía  á  dos  varas  y 
siete  ochavas;  esto  es,  8  marcos  tenian  23  varas,  y  servia 
para  las  medidas  de  tierras. 

Como  en  las  ordenanzas  mas  antiguas,  así  como  en  al- 
gunos títulos  de  tierras  mercenadas,  se  hace  men- 
ción de  los  pasos  salomónicos  y  de  los  marcos,  diremos 
cómo  se  reducen  á  varas  las  distancias  expresadas  en  di- 
chas medidas.  Por  ejemplo,  si  fuesen  pasos  salomónicos  los 
que  se  han  de  reducir  á  varas,  se  escribirá  un  cero  al  fin 
del  número  que  los  expresa,  y  lo  que  resulte  se  dividirá 
por  6,  ó  se  sacará  su  sexta  parte,  y  se  tendrá  el  número  de 
varas  que  equivalen  á  los  pasos  propuestos.  Por  esta  regla 
hallaremos  que  2,000  pasos  equivalen  á  3,333}  varas. 

Si  fuesen  marcos  los  que  se  han  de  reducir  á  varas,  se 
multiplicará  su  número  por  23,  y  el  producto  se  partirá 
por  8,  ó  se  sacará  su  octava  parte,  y  se  tendrán  las  varas 
equivalentes  álos  marcos  propuestos.  Por  esta  regla  halla- 
remos que  384  marcos  equivalen  á  1,104  varas. 

El  cordel  de  69  varas  se  usaba  antiguamente  para  me- 
dir Jos  lados  de  una  caballería. 


CAPITULO  X. 


De  las  medidas  agrarias. 


Para  la  mejor  inteligencia  de  lo  que  vamos  á  explicar 
sobre  medidas  de  tierras,  es  necesario  que  primero  demos 
razón  de  las  medidas  de  longitud,  tanto  de  lâs  que  hoy 
usamos,  como  de  las  antiguas.      - 

La  vara  mejicana  es  la  unidad  de  todas  las  medidas  de 
longitud,  cuyo  padrón  ó  tamaño  está  tomado  de  la  vara 
castellana  del  marco  de  Burgos,  y  es  la  vara  legal  que  se 
usa  en  la  República  mejicana. 

La  vara  mejicana  está  dividida  en  dos  medias,  tres  ter- 
cias ó  pies,  cuatro  cuartas,  seis  sesmas,  y  treinta  y  seis 
pulgadas.  Una  pulgada  se  divide  en  doce  lineas,  y  una  lí- 
nea se  considera  dividida  en  doce  puntos. 

Se  hace  otra  division  legal  de  la  vara  mejicana,  acomo- 
dada á  la  division  de  la  antigua  vara  de  Toledo,  que  aun 
usan  los  agrimensores  y  los  mjneros;  cuya  division  con- 
siste en  hacer  de  la  vara  dos  medias,  tres  tercias  ó  pie*, 


SITIO  DE  GANADO  MAYOR 

La  figura  de  un  sitio  de  estancia  de  ganado  mayor,  es  un 
cuadrado,  que  tiene  cada  uno  de  sus  cuatro  lados  (1)  cuíco 
mil  varas  mejicanas.  Dos  de  estos  lados  deben  tener  la  di- 
rección de  Oriente  á  Poniente,  y  por  consecuencia  forzosa 
ios  otros  dos  deben  quedar  situados  de  Norte  á  Sur.  La  dis- 
tancia que  ha  de  haber  del  centro  de  dicho  sitio  á  cada  uno 
de  sus  lados,  caminando  directamente  hacia  los  puntos  del 
horizonte,  que  se  llaman  cardinales,  y  son  Oriente,  Po- 
niente, Norte  y  Sur,  es  de  dos  mil  y  quinientas  varas  :  la 
que  se  debe  medir  del  mismo  centro  á  cada  uno  de  los  cua- 
tro ángulos  rectos  (2)  de  dicho  sitio,  ha  de  tener  tres  mil 
quinientas  treinta  y  cinco  varas  y  media;  y  la  que  se  ha 
de  medir  de  cualquiera  de  sus  ángulos  á  otro  ángulo 
opuesto,  debe  ser  de  siete  mil  setenta  y  una  varas.  Si  para 
estas  medidas  se  hace  uso  del  cordel  de  cincuenta  varas, 
cada  uno  de  los  lados  del  sitio  de  estancia  de  ganado  mayor 

(1)  Les  prácticos  antiguos  llamaban  costados  ú  orillas  á  los  lados  de  uu 
sitio  de  granado  mayor  o  menor,  ó  de  una  caballería  de  tierra. 

(2)  Antiguamente  los  prácticos  llamaban   esquinas  á  los  ángulos  rectos 
de  un  sitio  de  ganado  mayor  ó  menor,  ó  de  una  caballería. 


—  203  — 


ha  de  tener  cien  cordeles  :  del  centró  á  cada  uno  de  dicho? 
lados,  ha  de  haber  cincuenta  cordeles:  del  mismo  centro  á. 
cada  uno  de  los  ángulos  se  han  de  medir  setenta  cordel;s 
y  treinta  y  cinco  varas  y  media,  y  de  un  ángulo  á  otro 
opuesto  debe  haber  ciento  cuarenta  y  un  cordeles  y  vein- 
tiuna varas.  Véase  la  figura  primera  para  la  mejor  icte- 
l  ligencia  de  lo  dicho. 

La  área  ó  superficie  (1)  de  un  sitio  de  ganado  mayor  es 
oe  veinticinco  millones  de  varas  cuadradas,  que  resultan 
de  cuadrar  el  número  de  varas  que  tiene  uno  de  sus  lados, 
eslo  es,  de  multiplicar  el  número  5,000  varas  por  sí  mismo. 

Criadero  de  ganado  mayor  es  un  cuadrado  igual  á  la 
cuarta  parte  de  un  sitio  de  ganado  mayor,  que  tiene  por 
cada  lado  dos  mil  y  quinientas  varas,  y  su  área  es  de  seis 
millones,  doscientas  y  cincuenta  mil  varas  cuadradas. 

Antiguamente  se  usó  una  medida  que  se  llamaba  paso 
de  Salomón,  y  constaba  de  cinco  tercias  de  la  vara  común 
de  medir,  como  ya  hemos  dicho  poco  ha;  de  manera,  que 
la  legua  legal,  esto  es,  la  legua  de  5,000  varas,  tenia  3,000 
de  estos  pasos,  que  también  se  le  daban  á  cada  lado  de  uji  ■ 
sitio  de  ganado  mayor. 

FIGURA  PRIMERA 
Sitio  de  ganado  mayor: 

Las  letras  A,  A,  A,  A,  sirven  para  manifestarlos  ángulos 
rectos;  el  punto  grueso  representa  el  centro,  y  junto  á  las 
líneas  están  puestas  las  distancias  de  que  se  trata  en  el 
texto,  y  que  representan  las  mismas  líneas. 

¡NORTE. 
<k  Lado  5,600  varas  ó  100  cordeles. 


SITIO  DE  GANADO  MENOR. 


ta 

Z 

O 


La  figura  de  un  sitio  de  estancia  de  ganado  menor,  es 
un  cuadrado,  que  cada  uno  de  sus  lados  tiene  tres  mil 
trescientas  treinta  y  tres  varas  y  una  tercia.  En  este  sitio, 
lo  mismo  que  en  el  de  ganado  mayor,  dos  de  sus  cuatro 
lados  deben  tener  la  dirección  de  Oriente  á  Poniente;  y 
por  lo  mismo  los  otros  dos  lados  han  de  estar  colocados  de 
Norte  á  Sur.  La  distancia  del  centro  de  este  sitio  á  cada 
uno  de  sus  lados ,  debe  ser  de  mil  seiscientas  sesenta  y 
tres  varas  y  dos  tercias  ;  la  del  mismo  centro  á  cada  uno 
de  los  ángulos  de  dicho  sitio,  debe  tener  dos  mil  trescien- 
tas cincuenta  y  siete  varas,  y  la  que  hay  de  uno  de  los 
mismos  ángulos  á  su  opuesto,  ha  de  tener  cuatro  mil  sete- 
cientas y  catorce  varas.  Si  para  eslas  medidas  se  hace 
uso  del  cordel  dé  cincuenta  varas,  ha  de  tener  cada  lado 
de  dicho  sitio  sesenta  y  seis  cordeles  y  treinta  y  dos  varas 
y  tercia  :  del  centro  del  mismo  sitio  á  cada  uno  de  sus  la- 
dos, ha  de  haber  treinta  y  tres  cordeles  y  diez  y  seis  varas 
y  dos  tercias  :  del  centro  á  cada  uno  de  los  ángulos,  se  han 
de  contar  cuarenta  y  siete  cordeles  y  siete  varas,  y  de  uno 
de  estos  ángulos  á  su  opuesto,  debe  haber  noventa  y  cua- 
tro cordeles  y  catorce  varas.  Véase  la  figura  segunda. 

La  área  de  un  sitio  de  ganado  menor,  es  de  once  millo- 
nes ciento  once  mil  y  ciento  once  varas  cuadradas,  y  un 
noveno  de  vara  cuadrada. 

Criadero  de  ganado  menor  es  un  cuadrado  igual  á  la 
cuarta  parte  del  sitio  de  ganado  menor,  que  tiene  porcada 
lado  mil  seiscientas  sesenta  y  seis  varas  y  dos  tercias,  y  su 
área  es  de  dos  millones  setecientas  sesenta  y  siete  mil  sete- 
cientas setenta  y  siete  varas  cuadradas,  y  siete  novenos  de 
vara  cuadrada. 

También  se  le  daba  antiguamente  á  cada  uno  de  los  la- 
dos de  un  sitio  de  ganado  menor,  2,000  pasos  de  Salomón; 
de  manera,  que  teniendo  cada  lado  del  sitio  de  ganado 
mayor  3,000  de  los  mismos  pasos,  se  halla  que  uno  de  los 
lados  de  este  sitio,  y  uno  de  los  del  sitio  de  ganado  me- 
nor, están  en  la  razón  de  3  á  2  ;  y  multiplicando  cada  uno 
de  estos  números  por  sí  mismo,  esto  es,  3  por  3  y  2  por  2, 
resultará  9  y  4  ;  lo  que  quiere  decir,  que  9  sitios  de  ga- 
nado menor,  componen  4  sitios  de  ganado  mayor,  ó  que 
un  sitio  de  ganado  menor  equivale  á  los  cuatro  novenos  de 
■m  sitio  de  ganado  mayor. 


SDR. 


(i)  En  algunos^  escritos  aniiguos  hemos  leído* arca  -plana  como' voz 
equivalente  a  superficie  plana  ó  área  piaña  de  una  figura;  pero  atendiendo. 
a  la  grande  impropiedad  de  las  dichas  voces,  pues  lo  mismo  es  decir, 
arca-plana  que  cofre  plano,  baúl  plano,  etc.,  nos  ha  parecido  que  por  des- 
cuido de  los  copistas,  escribieron  orco-piano  por  área-plana,  tal  vez 
equivocando  la  e  de  la  palabra  área,  con  la  c,  lo  que  bien  pudo  suceder; 
transmitiéndose  el  error  de  copia  ea  copiu.  —  También  es  muy  común  en 
dichos  escritos  llamar  todo  centro  ó  hueco,  á  lo  que  se  en  tiende  por  área 
o  superficie. 
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FIGURA  SEGUNDA. 

Sitio  de   ganado  menor. 

letra  A,  el -punto  grueso  y  las  líneas,  representan  lo 
tnismo,que  en  la  "figura  primera. 

N. 


j.    Lado  3,333f  varas  ó  66  cordeles  y  33|  varas,     a 


FIGURA  TERCERA. 

Caballería  ae  tierra. 

NORTE. 

552  varas  ú  11  cordeles  y  2  vacas. 


caballería  de  tierra.   . 

La  figura  de  una  caballería  de  tierra,  es  un  paraleló- 
gramo  de  ángulos  rectos  ;  en  cada  uno  de  los  dos  lados 
mas  grandes  ha  de  tener  mil  ciento  y  cuatro  varas,  y  cada 
uno  de  los  otros  dos  menos  grandes,  debe  constar  de  qui- 
nientas cincuenta  y  dos  varas.  Es  muy  común  tomar  por 
el  largo  de  la  caballería  uno  de  los  dos  lados  mas  gran- 
des, y  por  el  ancho  uno  de  los  menos  grandes;  de  manera 
que  el  largo  de  una  caballería  ó  su  longitud,  es  de  1,104 
varas,  y  el  ancho  ó  su  latitud,  es  de  552  varas,  que  es  la 
mitad  del  largo.  Multiplicando  1,104  varas  por  552  varas, 
resulta  el  producto  de  seiscientas  nueve  mil  cuatrocientas 
y  ocho  varas  cuadradas,  para  la  área  ó  superficie  de  una 
caballería  de  tierra.  Véase  la  figura  tercera. 


PONIENTE. 


O, 


La  área  de  la  caballería 
de  tierra  es  de  609,408 
varas  cuadradas. 


)RIENTE. 


SUR. 


Media  caballería  de  tierra  es  un  cuadrado  que  tiene 
cada  uno  de  sus  lados  552  varas,  y  cuya  área  es  de  304,704 
varas  cuadradas,  mitad  de  609,408  varas  cuadradas,  que 
se  sacan  multiplicando  el  número  552  varas  por  sí  mismo. 

Suerte  de  tierra,  ó  cuarta  parte  de  la  caballería  de 
tierra,  es  una  figura  semejante  á  la  de  la  caballería,  que 
tiene  de  largo  552  varas  ;  de  ancho  276,  y  de  superficie 
152,352  varas  cuadradas,  que  es  el  producto  del  largo 
por  el  ancho  ó  la  cuarta  parte  de  609,408  varas  cua- 
dradas. 

La  caballería  de  tierra  se  divide  también  en  doce  fa- 
negas castellanas  de  sembradura  de  maiz,  y  la  fanega  tiene 
de  área  50,784  varas  cuadradas,  que  resultan  de  multipli- 
car su  largo  376  varas,  por  su  ancho  184  varas. 

Se  regulan  caber  en  una  caballería  de  tierra  69  fanegas 
de  sembradura  de  trigo,  ocupando  cada  fanega  de  estas 
una  extension  superficial  de  8,832  varas  cuadradas. 

Solar  de  tierra  se  llama  cualquiera  porción  de  terreno 
cuya  superficie  es  menor  que  la  de  una  suerte  de  tierra  ó 
que  la  cuarta  parte  de  área  de  una  caballería. 

Los  solares  para  casas,  molinos  y  ventas,  deben  ser  cua- 
drados de  50  varas  por  cada  lado.  La  superficie  de  uno  de 
estos  cuadrados  es  2,500  varas  cuadradas." 

Valuando  el  sitio  de  ganado  mayor  en  caballerías  de 
tierra,  se  halla  que  contie&e  41  caballerías,  mas  un  solar 
cuadrado,  cuyo  lado  es  de  11 9f  varas,  y  el  sitio  de  ganado 
menor  tiene  18  caballerías,  mas  un  solar  cuadrado  de 
376|  varas  por  lado. 

Midiendo  la  caballería  de  tierra  con  el  cordel  de  50  va- 
ras, debe  tener  de  largo  22  cordeles  y  4  varas,  y  de  ancho 
14  cordeles  y  2  varas. 

Cada  lado  cuadrado  que  compone  media  caballería  ha 
de  tener  1  \  cordeles  y  2  varas  ;  y  de  su  centro  á  cualquiera 
de  los  puntos  que  dividen  los  lados  en  dos  partes  iguales, 
se  Man  de  medir  5  cojdeles  y  26  varas.  (Figura  cuarta). 
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FIGURA.  CUARTA. 
Media  caballería  de  tierra. 
NORTE. 
11  cordeles  y  2  varas.    .    ¿    ? 


PONIENTE 


Super  4  ficie, 
304704  varas  r  cuadradas. 


¡  S  cordeles  y  26  vrs. 
ó  276  varas. 


)  ORIENTE. 


SUR. 

A  una  suerte  de  tierra  se  le  da  de  largo  \  1  cordeles  y 
2  varas,  y  de  ancho  5  cordeles  y  26  varas. 

Puede  acontecer  al  medir  unas  ó  mas  caballerías,  que 
algún  obstáculo  impida  la  continuación  de  las  medidas; 
mas  paraexplicar  lo  que  se  hará  en  este  caso,  es  necesario 
dar  alguna  idea  de  la  trasformacion  de  los  paralelógramos 
rectángulos  en  trapecios  ;  esto  es,  en  figuras  de  cuatro  la- 
dos, de  los  cuales  dos  tienen  iguales  direcciones ,  como  de 
Poniente  á  Oriente  ó  de  Sur  á  Norte  ;  cuyos  dos  lados  se 
llaman  lados  paralelos,  porque  guardan  igual  distancia  de 
uno  á  otro  en  todos  sus  puntos.  Las  dos  figuras  5.a  y  6.a  que 
aquí  van  delineadas,  representan,  la  primera,  un  trapecio 
que  tiene  dos  ángulos  rectos,  y  la  segunda  otro  que  no 
tiene  ninguno.  Los  lados  paralelos  son  A  B  y  C  D,  y  tienen 
una  misma  dirección  ;  v.  g.,  de  Poniente  á  (Mente,  y  la 
distancia  B  E  de  cualquier  punto  B,  caminando  rectamente 
de  Norte  á  Sur,  hasta  llegar  al  lado  C  D,  que  es  laque  hay 
de  uno  al  otro  lado,  se  llama  altura  del  trapecio. 


FIGURA  QUINTA. 


N. 


P. 


S. 


FIGURA  SEXTA. 

B 


Para  hallar  la  superficie  de  un  trapecio  se  medirán  los 
dos  lados  que  tienen  la  misma  dirección;  se  medirá  tam- 
bién la  distancia  que  hay  de  uno  á  otro  de  estos  lados;  se 
multiplicará  esta  distancia  por  la  mitad  de  la  suma  de  di- 
chos lados,  y  el  producto  expresará  la  superficie  buscada. 
Por  ejemplo ,  si  en  el  trapecio  que  sigue  (figura  séptima) 
se  miden  los  lados  paralelos,  uno  de  600  varas  y  el  otro  de 
1,000,  y  la  distancia  de  estos  lados  se  mide  de  300  varas, 
multiplicando  este  número  por  la  mitad  de  1,600  -varas  que 
suman  dichos  dos  lados,  y  es  800  varas,  se  tendrá  el  pro- 
ducto 240,000  varas  cuadradas,  ó  la  superficie  del  trapecio. 


FIGURA  SÉTIMA. 
NORTE. 


600  varas. 


Superficie. 
240,000  varas  cuadradas. 


1,000  varas. 


SUR. 


Si  aconteciese  que  al  medir  una  caballería  de  tierra,  no 
sea  posible  darle  su  figura,  porque  algún  obstáculo,  tal  co- 
mo una  laguna,  barranca, etc.,  impida  k  continuación  de  la 
medida  de  alguno  de  los  dos  lados  mayores,  se  prolongará 
el  otro,  tanto  cuanto  le  falte  á  dicho  lado,  que  no  se  pudo 
continuar  midiendo  para  ser  de  1 , 1 04  varas,  é  imaginán- 
dose tirada  una  línea  por  los  dos  puntos  donde  concluyeron 
las  medidas,  quedará  un  trapecio  equivalente  á  la  caballe- 
ría, esto  es,  que  tendrá  de  superficie  609,408  varas  cua- 
dradas. En  la  figura  octava  se  supone  un  lado  de  900  varas, 
y  por  lo  mismo  el  otro  su  paralelo,  ó  que  tiene  igual  di- 
eccion,  es  de  1,308  varas,  esto  es,  de  1,104  varas;  mas 
204  que  faltan  al  lado  de  900  para  ser  de  1,104  varas  que 
debe  tener  cada  uno  de  los  dos  lados  mas  largos  de  la  ca- 
ballería. La  misma  operación  se  practicará  en  el  caso  de 
que  no  se  puedan  medir  las  552  varas  que  debe  tener  el 
lado  menor  de  la  caballería,  de  lo  que  resultará  un  trape- 
cio equivalente  á  la  misma  caballería,  pues  la  mitad  de  la 
suma  de  los  lados  que  tienen  iguales  direcciones  ha  de  ser 
de  552  varas,  que  multiplicadas  por  el  lado  mayor,  esto  es, 
por  1,104  varas,  el  producto  será  la  superficie  de  la  caba- 
llería, valuada  en  varas  cuadradas.  En  la  figura  novena  se 
supone  que  si  uno  de  los  lados  paralelos  es  de  400  varas, 
el  otro  ha  de  ser  de  704,  de  modo  que,  siendo  la  suma  de 
estos  lados  de  1,104  varas,  la  mitad  de  esta  suma  resultará 
de  552  varas,  y  la  superficie  igual  á  la  de  una  caballería. 
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FIGURA  OCTAVA. 


S00  varas. 


1,308  varas. 


FIGURA  NOVENA. 


1,104  varas. 

Cuando  por  las  circunstancias  del  terreno  no  se  puedan 
medir  las  552  varas  de  ancho  que  debe  tener  una  caballe- 
ría, sino  que  solo  se  midieron,  v.  g.,  400  varas,  los  dos 
lados  menores  deben  ser  cada  uno  de  este  número  de  varas, 
y  los  dos  mayores  han  de  ¡ser  de  1,523|  varas,  con  cortí- 
sima diferencia;  y  uno  de  estos  lados  resulta  de  dividir 
las  609,408  varas  cuadradas  que  tiene  una  caballería,  por 
cuatrocientas  varas,  que  tiene  el  lado  menor  supuesto,  y  lo 
mismo  se  hará  si  uno  de  los  lados  mayores  no  se  pudiese 
medir  sino  de  950  varas,  por  ejemplo,  en  cuyo  caso  seria 
cada  uno  de  los  otros  dos  lados  menores,  de  641  -|  varas, 
con  corta  diferencia,  que  resultan  de  dividir  por  950  las 
varas  cuadradas  que  tiene  una  caballería.  (Figura  décima.) 


FIGURA  DÉCIMA. 
950  varas. 


=se= 


Superficie. 
609,408  varas  cuadradas. 


-rzn 


Fundo  legal  es  un  cuadrado  que  tiene  por  cada  lado  mil 
y  doscientas  varas,  y  su  área  ó  superficie  es  de  un  millón 
y  cuatrocientas  cuarenta  mil  varas  cuadradas.  Dos  de  los 
lados  del  cuadrado  que  forma  el  fundo  legal,  deben  tener 
la  dirección  de  Oriente  á  Poniente,  y  por  consecuencia  for^ 
zosa  los  otros  dos  lados  han  de  estar  en  la  de  Norte  á  Sur. 
El  fundo  legal  lo  estableció  la  ley  para  fundar  pueblo,  y 
se  mide  de  modo  que  la  iglesia  quede  en  el  centro  del  cua- 
drado; lo  que  se  consigue  midiendo  seiscientas  varas  desde 
la  iglesia  ó  centro  del  fundo,  hacia  los  puntos  cardinales 
Oriente,  Poniente,  Norte  y  Sur;  y  desde  los  puntos  donde 
finalizan  estas  medidas,  midiendo  también  seiscientas  varas 
hacia  los  dos  puntos  cardinales  opuestos  que  convenga: 
en  los  puntos  donde  terminen  estas  segundas  medidas,  se 
tendrán;  los  vértices  de  los  ángulos  del  cuadrado,  en  cuyo 
centro  estará  la  iglesia.  Véase  la  figura  undécima. 


FIGURA  UNDÉCIMAS 

Fundo  legal. 

En  esta  figura  la  cruz  representa  la  planta  de  la  iglesia, 
y  el  punto  grueso  el  centro  del  fundo. 

1,200  varas  cada  lado. 


600  varas  al  Poniente, 


X44«4444444444444- 


600  varas  al  Oriente. 


Si  acaeciere  que  al  reconocer  en  un  sitio  de  ganado 
mayor,  criadero  ú  otra  porción  de  terreno  de  cuatro  lados 
y  ángulos  rectos,  no  pueda  descubrirse  luego  su  centro 
se  medirán  los  linderos,  esto  es,  los  lados  de  la  figura  del 
terreno,  en  los  términos  que  se  ha  expresado:  después  se 
medirá  la  distancia  rectilínea  que  hay  de  uno  de  los  ángu- 
los rectos  ú  esquinas  de  la  figura,  á  otro  ángulo  ú  esquina 
opuesto,  y  la  mitad  del  número  de  cordeles  ó  varas  que 
tuviese  esta  distancia  es  la  que  hay  de  cualquiera  de  las 
esquinas  ó  ángulos  al  centro  de  la  figura,  caminando  rec- 
tamente á  la  esquina  opuesta.  La  distancia  de  uno  á  otro 
de  los  ángulos  opuestos  se  llama  diagonal  del  cuadrado  ó 
del  rectángulo,  y  en  estas  figuras  son  iguales  las  dos  dia- 
gonales que  pueden  tener,  y  el  centro  las  divide  en  partes 
iguales,  como  se  manifiesta  en  las  figuras  12  y  13  corres- 
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rendientes  á  los  criaderos  de  ganados  mayor  j  menor. 

Para  conocer  la  distancia  de  una  esquina  ó  ángulo  del 
cuadrado  al  centro  de  esta  figura,  se  multiplicará  por 
1,414  el  lado  del  cuadrado,  por  ejemplo,  el  lado  de  la 
figura  12,  que  es  de  2,500  varas,  y  resultará  un  producto 
igual  á  3.535.000  :  se  sacará  la  mitad  de  este  producto,  que 
será  \  .767,500,  y  en  este  número  se  separarán  las  tres  pri- 
meras cifras  ala  derecha,  las  cuales  se  pondrán  sobre  una 
raya,  y  debajo  de  ella  se  pondrá  1,000,  y  unido  este  que- 
brado ala  otra  parte  1,767  que  quedó,  después  de?  separar 
las  cifras  dichas,  sale  el  número  1  ,767  ^~  ;  esto  es,  1,767 
varas  y  A  de  otra,  que  es  la  distancia  buscada,  con  cortí- 
sima diferencia.  El  quebrado  ~  de  vara  vale  media  vara; 
y  así,  el  doble  del  número  1,767  -^  varas,  es  3,53o  va- 
ras, y  este  es  el  tamaño  de  la  diagonal  del  mismo  cua- 
drado. 

Aplicando  la  misma  regla  para  conocer  el  centro  del 
cuadrado,  figura  13,  se  hallaría  que  de  uno  de  sus  án- 
gulos á  dicho  centro  ha  de  haber  1,17  8  f  varas,  y  de  un 
ángulo  á  su  opuesto  se  caminaría  una  distancia  de.  2,357 
varas,  que  son  las  que  tiene  la  diagonal  de  este  cua- 
drado. 


FIGURA  DUODÉCIMA. 

Criadero  de  ganado  mayor. 

Cada  lado  tiene  2,500  varas. 
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agrarias,  diremos  alguna  cosa  acerca  de  los  sitios  de  ga- 
nado mayor  y  de  menor  que,  según  la  Ordenanza  del  año 
de  1589,  dichos  sitios  se  pueden  hacer  de  figura  redonda 
ó  circular  ;  porque  en  dicha  Ordenanza  se  mandaba  que  el 
distrito  que  comprendiera  el  sitio  ó  estancia  de  ganado 
mayor,  tuviera  1,500  pasos  de  Salomón,  contados  desde  la 
casa  ó  asiento  de  esta  estancia,  á  cualquiera  parte  ó  viento; 
lo  que  supone  que  dicha  estancia  había  de  tener  la  figura 
de  un  círculo  de  radio  igual  á  1 ,500  pasos  ;  y  siendo  la  es- 
tancia ó  sitio  de  ganado  menor  también  de  figura  circular, 
el  radio  del  círculo,  esto  es,  la  distancia  que  se  mediría 
desde  la  casa  ó  asiento  de  esta  estancia,  á  cualquiera  parte  ó 
viento,  habia  de  ser  de  mil  pasos  de  Salomón  ;  de  suerte, 
que  la  mayor  distancia  que  se  pudiera  medir,  en  línea 
recta,  dentro  del  círculo  de  un  sitio  de  ganado  mayor,  se- 
ria igualados  veces  el  radio,  ó  á  dos  veces  1 ,500  pasos,  que 
son  3,000  ;  y  dentro  del  círculo  de  un  sitio  de  ganado  me- 
nor la  mayor  distancia  que  se  mediría  en  línea  recta,  ten- 
dría el  doble  de  1,000  pasos,  ó  2,000  ;  cuyas  distancias  son 
los  diámetros  de  sus  círculos  respectivos,  porque  se  com- 
pone cada  diámetro  en  todo  círculo,  de  dos  radios  en  línea 
recta. 

Considerando  estos  sitios  circulares  inscriptos  á  los  rec- 
tilíneos, es  decir,  puestos  los  círculos  dentro  de  los  cua- 
drados, de  modo,  que  los  lados  de  estos  cuadrados  solo 
toquen  á  los  círculos,  veríamos  que  la  extension  superficial 
del  círculo  inscripto,  es  menor  que  la  del  cuadrado,  pues 
esta  figura  contiene  aquella  ;  de  lo  que  damos  una  idea  en 
las  dos  figuras  decimacuarta  y  decimaquínta,  copiadas  de 
las  que  constan  en  la  Ordenanza  ya  citada,  con  las  cuales 
quisieron  entonces  representar  los  sitios  circulares  con 
la  situación  de  sus  casas  ó  asientos  en  los  centros  de  los 
círculos. 


FIGURA  DECIMACUARTA 

El  lado  del  cuadrado  que  compone  un  sitio  de  ganado 
mayor,  es  igual  al  diámetro  del  círculo  inscripto. 

Cada  lado  tiene  3,000  pgsos  de  Salomón  ó  5,000  varas. 


FIGURA  DECIMATERCERA. 

Criadero  de  ganado  menor. 

Cada  lado  tiene  1 ,666  2/3  varas. 


Para  no  dejar  que  desear  al  lector  en  punto  á  medidas 
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FIGURA  DECIMAQUINTA. 

El  lado  del  cuadrado  que  compone  el  sitio  de  ganado 
menor,  es  igual  al  diámetro  del  círculo  inscrito. 
Cada  lada  tiene  2,000  pasos  de  Salomón,  ó  3,333  1/2  varas. 


se  hallarla  su  circunferencia  de  10,476  varas,  y  su  área 
de  8.731,200  varas  cuadradras. 

Para  que  se  palpen  los  inconvenientes  que  se  hubieran 
seguido  de  la  adopción  de  las  medidas  de  tierra  de  forma 
circular,  representamos  en  la  figura  décima  sexta  tres  sitios 
circulares,  puestos  en  contacto,  y  se  nota  desde  luego  que 
cierran  un  espacio  A  de  la  forma  de  un  triángulo  curvilí- 
neo, pues  sus  tres  lados  son  otros  tantos  arcos  ó  porciones 
de  las  circunferencias  de  los  mismos  círculos;  de  suerte 
que  dicho  espacio  A  quedaría  inutilizado,  no  obstante  con- 
tener una  caballería  de  tierra,  y  nueve  fanegas  mas  de  sem- 
bradura de  maiz,  si  dichos  tres  sitios  circulares  son  de  ga- 
nado mayor;  y  solo  5  ^  fanegas  si  fueren  de  ganado  menor 
los  mismos  sitios  circulares. 

FIGURA  DECIMASEXTA. 


Para  sacar  la  área  ó  superficie  de  un  sitio  redondo  ó  cir- 
cular de  ganado  mayor,  se  hallará  primero  su  circunfe- 
rencia multiplicando  por  22  el  diámetro  del  círculo,  esto 
es,  5,000  varas,  y  dividiendo  por  7  el  producto  110,000, 
el  cociente  15,714  §  varas,  es  dicha  circunferencia,  la  que, 
multiplicada  por  la  mitad  del  radio  ó  la  cuarta  parte  del 
diámetro,  que  es  1,250  varas,  dará  el  producto  19.642,856 
varas  cuadradas  que  tiene  dicho  sitio  circular.  Aplicando  la 
misma  regla  con  respecto  al  sitio  circular  de  ganado  menor, 


Ponemos  á  continuación  una  tabla  de  las  medidas  agra- 
rias de  que  hemos  tratado,  con  expresión  de  sus  nom- 
bres, figura,  dimensiones  y  valor  desús  áreas  ó  superficies, 
y  despues  de  esta  tabla  otra  relativa  á  la  caballería  de 
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Como  el  agujón  es  uno  de  los  instrumentos  mas  comu- 
nes que  se  usan  en  las  medidas  agrarias,  damos  por  fin  de 
capítulo  su  dibujo  (figura  diez  y  siete)  y  la  nomenclatura 
de  los  rumbos  ó  vientos  que  señala,  sus  valores  y  grados, 
y  las  abreviaturas  con  que  se  representan,  para  la  mejor 
instrucción  de  nuestros  lectores  ;  advirtiendo  que  no  siem- 
pre se  usa  en  las  operaciones  de  agrimensura  la  nomen- 
clatura que  sirve  á  los  marinos  para  indicar  los  rumbos 
por  medio  de  la  brújula,  como  puede  verse  en  los  títulos 
de  posesiones  y  mercedes  antiguos;  pero  sí  pueden  reco- 
nocerse en  lo  general  unos  términos  por  otros;  y  si  no  se 
añade  el  método  práctico  de  usar  de  dicho  instrumento,  es 
por  ser  materia  ajena  de  esta  colección,  y  por  no  aumen- 


Rumbos.  Nombres. 

3."  .  Su-Este  cuarta  al  Sur. 

4."  .  Su-Este 

5."  .  Su-Este  cuarta  al  Este. 
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8.°  .  Este 
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FIGURA  DÉCIMA  SÉPTIMA 
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CAPITULO  XL 

Advertencias  sobre  los  diversos  nombres  y  calidades  de  las  tier- 
ras, el  orden  práctico  que  ha  de  guardarse  al  medirlas,  y  otros 
varios  puntos  esenciales  que  han  de  tenerse  presentes  para  la 
mejor  inteligencia  de  las  ordenanzas,  sacadas  del  espíritu  y  le- 
tra de  las  mismas. 

En  cuanto  á  los  nombres  y  calidades  de  las  tierras,  hade 
tenerse  presente  que  :  Tres  calidades  de  tierras  hay,  según 
reales  ordenanzas,  de  las  cuales  las  primeras  se  llaman  de 
Pan  sembrar,  las  segundas  se  llaman  de  Pan  coger,  y  las 
terceras  de  Pan  llevar.  Las  tierras  de  Pan  sembrar,  son  las 
de  trigo  de  aventurero:  las  de  Pan  coger  son  las  de  tempo- 
ral, y  las  de  Pan  llevar  son  las  de  riego,  esto  es,  las  que 
tienen  aguas.  Cada  especie  de  estas  tierras  tiene  diferentes 
precios,  y  se  han  de  regular  según  sus  parajes,  calidades, 
distancia  y  condiciones  ;  y  lo  mismo  se  entiende  de  los  si- 
tios de  ganado  mayor,  menor,  criaderos  y  caballerías.  Fuera 
de  estas  tres  calidades,  hay  otras  tierras  que  solo  sirven 
para  pastos  de  ganados,  y  estas  son  lomas,  cerros  y  bar- 
rancos. Las  tierras  que  se  hallan  en  labor,  sujetas  ya  al 
■arado,  en  América  se  llaman  de  Pan  llevar,  á  distinción 
de  las  de  crianzas  y  montuosas,  por  no  haber  siembras  de 
trigo  temporal  por  el  chahuistle. 

En  cuanto  al  modo  que  se  ha  de  tener  y  guardar  para  me- 
dir cualquiera  sitio  de  ganado  mayor,  menor,  criadero  ó 
caballería  de  tierra,  ha  de  ser  en  la  forma  siguiente  :  Si 
fuere  sitio  de  ganado  mayor,  lo  primero  es  buscarle  el  cen- 
tro, el  cual  se  ha  de  reconocer  por  sus  linderos;  y  puesto 
en  dicho  centro,  se  han  de  medir  de  él,  caminando  al 
Oriente,  dos  mil  quinientas  varas  mejicanas,  que  son  cin- 
cuenta cordeles  de  á  cincuenta  varas;  y  volviendo  al  cen- 
tro mismo,  se  han  de  medir  de  él,  caminando  para  el  Po- 
niente, otros  cincuenta  cordeles;  de  suerte  que  vengan  á 
tener  de  largo  de  Oriente  á  Poniente,  cien  cordeles,  que 
son  cinco  mil  varas;  y  volviendo  otra  vez  al  mismo  centro, 
se  han  de  medir  desde  él,  caminando  al  Norte,  cincuenta 
cordeles,  que  hacen  cien  de  Norte  á  Sur,  saliendo  el  cor- 
del desde  el  centro  para  las  cuatro  partes  referidas. 

Mas  para  que  salga  igual  la  medida,  se  ha  de  guiar  y  re- 
conocer al  Norte  con  agujón,  y  de  él  los  cuatro  vientos, 
para  que  se  lleve  derecho  el  cordel  de  Norte  á  Sur,  y  de 
Oriente  á  Poniente,  poniendo  cuatro  mojoneras,  una  al  fin 
de  cada  medida  :  y  para  seguirse  por  ellas  para  medir  los 
cuatro  lados,  se  procederá  en  esta  forma. 

Puesto  en  el  lado  del  Oriente,  donde  se  puso  la  mojo- 
nera, de  allí  caminando  al  Norte,  se  han  de  medir  cincuenta 
cordeles,  hasta  donde  hace  esquina  ó  ángulo  recto  dicho 
sitio.  Y  vuelto  otra  vez  á  la  misma  mojonera,  desde  ella, 
caminando  al  Sur,  se  han  de  medir  otros  cincuenta  corde- 
les hasta  donde  hace  ángulo,  y  queda  el  lado  Oriente  de 
cien  cordeles  de  largo  :  y  puesto  en  la  otra  mojonera  del 
Poniente,  se  medirá  en  la  forma  dicha,  de  suerte  que  la 
medida  salga  desde  la  mojonera  para  la  esquina  :  y  guar- 
dando el  mismo  modo  en  las  demás  mojoneras  de  la  parte 
del  Norte  y  Sur,  saldrán  las  medidas  á  encontrarse  ha- 
ciendo ángulo  recto,  hasta  que  ciérrela  figura;  de  manera, 
que  medido  un  sitio  de  ganado  mayor  con  un  cordel  de  cin- 
cuenta varas,  se  hallará  que  tiene  tanto  de  longitud  como 
de  latídud,  esto  es,  cien  cordeles  de  largo  y  otro  tanto  de 
ancho,  que  hacen  cinco  mil  varas  mejicanas  ó  tres  mil 
pasos  de  Salomón,  como  ya  se  ha  repetido,  y  desde  el  cen- 
tro á  cualquiera  de  sus  costados,  habrá  cincuenta  corde- 
les, que  es  media  legua  medida;  y  el  que  circumbalase  este 
sitio,  habrá  andado  cuatro  leguas,  lodo  lo  cual  explicare- 


mos mejor,  valiéndonos  de  la  figura  décima  octava,  dej 
modo  que  sigue  : 

Este  cuadrado  representa  un  sitio  de  ganado  mayor, 
cuyo  centro  está  señalado  con  un]  punto  grueso,  ó  circu- 
lillo.  Colocado,  pues,  en  el  centro,  desde  este  se  medirán 
en  derechura  al  Oriente,  50  cordeles,  y  en  el  punto  donde 
concluyere  la  medida,  se  pondrá  la  mojonera  A;  y  vol- 
viendo á  colocarse  en  el  mismo  centro,  se  repetirá  igual 
medida,  llevando  el  cordel  rectamente  al  Poniente,  y  en 
donde  acabare,  se  pondrá  la  mojonera  B  ;  de  suerte,  que 
habrá  de  A  á  B,  100  cordeles.  Colocándose  en  el  mismo 
centro,  desde  este  se  medirán  SO  cordeles  con  dirección  al 
Norte,  y  donde  termine  la  medida,  se  plantará  la  mojo- 
nera C ;  y  volviendo  á  ponerse  en  el  centro,  se  hará  igual 
medida  rectamente  al  Sur,  y  donde  concluyere,  se  situará 
la  mojonera  D,  y  se  tendrán  100  cordeles  de  C  á  D.  Des- 
pués de  esto,  puesto  en  la  mojonera  A  del  lado  del  Oriente, 
desde  ella  se  medirán  50  cordeles  con  rumbo  de  Sur  á 
Norte;  es  decir,  en  derechura  al  Norte;  y  vuelto  á  la 
misma  mojonera,  se  hará  igual  medida  de  Norte  á  Sur,  y 
tendrá  100  cordeles  el  ladoE  F.  del  Oriente.  Esta  operación 
se  hará  absolutamente  del  mismo  modo,  para  medir  el  lado 
H  G  del  Poniente,  sin  mas  diferencia  que  comenzarla  me- 
dida por  la  mojonera  B  del  Poniente,  y  dicho  Jado  tendrá 
lOfr  cordeles.  Colocándose  en  la  mojonera  C  del  Norte, 
desde  ella  se  medirán  cincuenta  cordeles  rectamente  al 
Oriente;  y  vuelto  ala  misma  mojonera,  se  repetirá  igual 
medida  en  derechura  al  Poniente,  y  tendrá  100  cordeles  el 
lado  E  H  del  Norte,  y  formará  ángulos  rectos  en  H  y  E,  con 
los  lados  del  Poniente  y  del  Oriente.  Si  colocándose  en  la 
mojonera  D  del  Sur,  se  repite  igual  operación,  absoluta- 
mente del  mismo  modo,  resultará  de  100  cordeles  el  lado 
G  F  del  Sur;  formará  ángulos  rectos  en  G  y  F  con  los  la- 
dos del  Poniente  y  del  Oriente,  quedará  cerrada  la  figura, 
y  por  lo  mismo,  concluidas  las  medidas. 


SÍ- 
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El  mismo  orden  se  ha  de  seguir  para  medir  un  sitio  de 
ganado  menor  ú  otra  suerte  de  tierras,  excepto  los  sitios 
redondos,  que  se  medirán  saliendo  las  medidas  desde  el 
centro  ó  casa  y  asiento  del  sitio,  á  lodos  vientos,  hasta  cum- 
plir cada  una  el  número  de  varas  que  debe  tener  el  radio 
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del  sitio  circular  que  se  mide,  y  la  caballería  de  tierra  en 
los  casos  que  no  se  pueda  acomodar  al  terreno,  lo  que  ya 
queda  explicado  en  el  capílulo  anterior;  mas  como  en  los 
títulos  de  tierras  mercenadas  pueden  estar  valuadas  en 
marcos  las  dimensiones  de  la  caballería,  tendráesta  medida 
384  marcos  de  largo,  y  192  de  ancho;  y  dos  caballerías  jun- 
tas, formando  un  cuadrado,  tendrán  tanto  de  largo  como 
de  ancho,  384  marcos.  Midiendo  con  cordeles  de  69  varas 
las  dimensiones  de  las  mismas  figuras,  tendrá  de  largo  la 
caballería  1 6  cordeles,  y  8  de  ancho,  y  el  lado  del  cuadrado 
que  forman  dos  caballerías  unidas  por  su  largo,  será  de  16  ' 
de  los  mismos  cordeles. 

En  cuanto  á  los  diversos  casos  que  se  pueden  ofrecer  en 
punto  á  medidas  de  tierras,  se  tendrán  presentes  las  ad- 
vertencias que  siguen. 

1 ."  Si  en  las  mercedes  ó  tierras  hubiese  señas,  como  pe- 
ñas, cerros,  rios,  cañadas,  lagunas  ó  lagos,  piedras  muy 
grandes,  salilrares  ó  tierras  inútiles,  aunque  sea  llano,  se 
ha  de  ir  buscando  lo  útil  en  pan  llevar  y  sembrar,  aunque 
sea  por  ladera  y  no  en  piedra,  y  aunque  sea  algo  pedregosa 
de  piedra  suelta,  como  sea  útil  para  sembrar  ;  ni  tampoco 
se  debe  hacer  caso  de  lo  infructífero,  cuando  la  tierra 
inútil  es  poca,  tal  que  no  exceda  de  la  octava  parte  de  una 
caballería,  que  en  tal  caso  debe  entrar  en  la  medida  ;  pero 
si  excede  de  la  octava  parte  lo  que  fuere  malo,  se  le  ha 
de  enterar  en  otra  parte  de  las  que  fuere  'posible  de  su 
linde,  si  hubiere  valdío,  sin  perjuicio  de  tercero;  atendiendo 
siempre  al  mas  antiguo,  pues  al  que  lo  es  menos,  no  se  le 
hace  agravio,  aunque  le  cojan  mucha  tierra,  porque  en  ese 
caso  prefiere  el  que  le  es  mas,  aunque  solo  sea  un  diaó  en 
una  hora;  y  á  estos  se  les  ha  de  enterar  la  medida  según 
el  título  ó  merced,  procurando  que  le  quede  íntegra  su 
pertenencia,  y  después  se  efectuará  lo  mismo  proporcio- 
nalmentecon  los  demás, si  hubiere  lugar  y  tierras,  para  que 
no  queden  dañificados,  según  sus  antigüedades;  y  el  que 
fuere  menos  antiguo,  se  ha  de  enterar  con  lo  que  hubiese 
ó  le  dejasen  ocupar  los  mas  antiguos  en  su  merced,  aunque 
loque  quedare  sea  poco,  infructífero,  áspero  y  malo  (1). 

2.a  Ninguna  persona,  aunque  sea  de  mas  antigua  merced 
que  otros,  puede  por  sí  tomar  posesión,  medir  ni  amojonar 
sus  propiedades  territoriales,  si  no  es  con  autoridad  judicial 
y  con  citación  de  todos  sus  colindantes;  pues  será  nulo, 
de  ningún  valor  ni  efecto  lo  que  en  contrario  se  haga. 

3.a  Cada  colindante  debe  amojonar  sus  pertenencias,  de- 
jando cada  uno  por  su  parte,  entradas  y  salidas  de  diez 
varas  de  ancho  ;  de  modo  que  sus  respectivas  posesiones 
queden  divididas  ó  separadas  por  un  callejón  de  veinte 
varas  de  ancho,  libres  de  cerca  y  mojón. 

4.a  Para  evitar  inexactitud  en  las  operaciones,  y  confu- 
sion en  los  títulos,  en  el  caso  de  que  tratamos,  es  decir, 
cuando  se  deje  sin  computar  alguna  porción  de  terreno  por 
inútil,  deberá  medirse  este,  y  expresarse  las  circunstancias 
por  la  que  no  se  computó  la  medida. 

5.a  En  los  criaderos  y  sitios  se  han  de  echar  las  medidas 
siempre  de  Oriente  á  Poniente  y  de  Norte  á  Sur,  salvo  que 
hubiere  algún  concierto  entre  las  personas  para  medirse 
de  otra  suerte;  que  habiendo  compromiso  entre  los  vecinos 
interesados  de  una  y  otra  parte,  se  podrá  medir  en  la  forma 
que  se  convinieron  ó  pactaron  :  adviértese  también  que  si 
al  medir  las  tierras,  el  pacto  fuere  el  que  en  los  dichos  cria- 
deros ó  sitios  no  se  hayan  de  echarlas  medidas  de  Oriente 
á  Poniente  ni  de  Norte  á  Sur,  se  ordena  y  manda,  que  no 
se  falte  al  modo  de  medir  desde  el  centro. 


6.a  Para  medir  tierras  que  no  son  caballares  ni  de  pan 
llevar,  esto  es,  cuando  se  mielan  criaderos  ó  sitios  de  gana~ 
dos,  ó  para  pastos,  se  han  de  echar  las  medidas  por  encima 
de  peñas  y  de  rios,  sin  despreciar  los  inútiles,  subiendo  y 
bajando  cerros,  lomas  y  barrancas,  y  corriendo  las  medidas 
por  encima  de  lagunas  y  arroyos  ;  para  lo  cual  se  manda 
que  en  lo  montuoso  y  breñoso  se  labren  senderos,  salidas, 
entradas  y  pasadizos,  para  poder  echar  las  medidas,  y  que 
los  cordeles  puedan  correr  derechos  ;  siendo  de  advertir 
que  todas  estas  reglas  dadas  principalmente  para  el  caso 
en  que  hayan  de  medirse  por  primera  vez  las  tierras 
que  se  van  á  mercedar  ó  dividir,  se  limitan  y  modifican 
cuando  se  trata  de  una  medida  ya  hecha  ;  pues  entonces 
todo  se  debe  practicar  conforme  á  los  títulos  que  sirven 
de  regla. 

7.a  Ninguna  persona  puede  poblar  ni  edificar  casa  alguna 
en  el  mismo  lindero,  ni  muy  cerca,  por  el  perjuicio  que 
podrá  causar,  si  para  ello  no  tuviese  licencia  de  su  vecino; 
y  solo  se  podrá  poner  á  distancia  de  sesenta  pasos  ó  cien 
varas,  y  no  menos,  del  lindero. 

8.a  Si  la  merced  de  tierras  se  hiciere  á  orillas  del  mar, 
rio  ó  laguna  grande,  han  de  ser  la  tal  orilla,  lado  (1)  de 
dichas  tierras,  y  desde  ella  se  han  de  echar  y  comenzar 
las  medidas. 

9.a  Las  zanjas,  acequias,  caños  y  caminos,  no  impiden 
en  las  medidas  de  cualquiera  suerte  de  tierras. 

10.a  Ninguna  suerte  de  tierras,  aunque  esté  cultivada, 
impide  para  saca  de  agua,  porque  estas  han  de  pasar  y 
correr  libres  por  donde  quiera  que  convenga;  pero  solici- 
tando siempre  el  menos  perjuicio  de  tercero. 

11.a  Antes  de  principiar  á  medir  cualesquiera  suertes  de 
tierra,  se  ha  de  hacer  información  de  identidad,  exigiendo 
álos  testigos  juramento  en  forma;  y  puestos  en  el  paraje 
que  expresan  los  títulos,  lo  han  de  ver  y  reconocer  por  las 
señas,  que  son  los  testimonios  déla  distancia  y  jurisdicción, 
y  lo  demás  por  vista  de  ojos.  Y  habiéndose  cotejado  y  re- 
conocido las  señas  que  en  el  título  constaren  con  las  del 
paraje,  por  el  juez  y  escribano,  se  pasará  á  las  medidas 
en  la  forma  susoexpresada,  atendiendo  siempre  á  la  anti- 
güedad. 

Damos  fin  á  este  capítulo  con  una  instrucción  práctica 
para  la  fundación  y  mensura  de  los  pueblos  de  indios,  y  es 
como  sigue  : 

Para  proceder  á  las  medidas  de  pueblos,  siendo  cometida 
la  provision  ó  despacho  á  la  justicia  del  lugar,  lo  primero 
que  ha  de  hacer,  es  sentar  el  auto  de  obedecimiento  y 
cúmplase,  en  la  forma  jurídica  ordinaria,  y  en  seguida  pa- 
sará á  hacer  vista  de  ojos  y  reconocimiento  de  la  planta  y 
situación  de  dicho  pueblo, nombrando  personas  inteligentes 
por  medidores,  y  antes  de  echar  los  cordeles,  citará  á  los 
pueblos  colindantes,  si  los  hubiere,  con  intérprete,  y  à  los 
demás  circunvecinos  ;  y  hecho  esto,  arreglándose  á  la  sen- 
tencia ó  resolución  que  fuese  inserta  en  la  provision  ó  des-  < 
pacho,  procederá  á  la  medida  de  las  seiscientas  varas  para 
cada  viento  ó  punto  cardinal,  desde  la  última  casa,  ó  desde  \ 
el  cementerio  de  la  iglesia,  conforme  al  orden  que  de  ello 
hubiese,  esto  es,  conforme  á  la  ley  que  rigiese  al  tiempo 
de  la  fundación  primitiva  de  cada  pueblo,  ó  si  este  (como 
suele  acontecer)  no  estuviere  en  forma  de  policía,  y  las 
casas  estuvieren  distantes  unas  de  otras,  con  hueco  de  tier- 
rasy  sin  poderse  regalar  la  dicha  medida,  usará  de  arbitrio, 
cuadrando  desde  el  cementerio  de  la  iglesia  con  veinte  ó 
treinta  varas  el  dicho  lugar  ;  y  desde  donde  acabaren  estas, 


(1)  Se  supone  que  esto  se  entenderá  cuando  se  vaya  á  medir  tierra  para 
dos  ó  mas  que  la  pidan  ó  denuncien  á  un  mismo  tiempo. 


(1)  Antiguamente  llamaban  cabezadas  á  los  lados  de  la  figura  de  un 
terreno. 
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¡procederá  cada  viento  á  medirles  las  seiscientas  varas; 
con  advertencia  de  que  las  que  les  faltaren  para  un  viento 
ó  rumbo,  se  les  ha  de  compensar  en  otro  ;  de  manera  que 
siempre  queden  reintegradas  las  seiscientas  varas  corres- 
pondientes á  cada  rumbo,  en  la  parte  donde  tuvieren 
cabimento; y  la  práctica  de  estas  medidas,  es  en  la  misma 
forma,  en  cuanto  á  lo  judicial,  que  las  de  sitios  ó  caballerías, 
ala  cual  se  arreglará,  dándole  al  fundo  la  forma  cuadrada, 
según  queda  explicado  en  el  capítulo  anterior  á  este. 

Nota.  —  El  tiempo  que  se  ha  creido  mus  oportuno 
para  medir  tierras,  es  en  los  meses  de  marzo,  abril,  se- 
tiembre y  octubre. 
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las  fundaciones  de  los  pueblos  de  indios,  calidades  que  han 
<de  tener,  límites  que  se  les  señalan,  cómo  han  de  medirse,  sus 
privilegios,  etc. 

La  primera  disposición  que  acerca  de  estas  materias  se 
halla  en  nuestros  códigos,  es  la  del  emperador  Carlos  V, 
dada  en  Cigales  á  2)  de  marzo  de  1551,  y  reproducida  des- 
pués por  el  rey  D.  Felipe  II  (véase  la  ley  ^,  tít.  III,  lib.  6 
de  la  Recopilación  de  Indias),  que  á  la  letra  dice:  «  Con 
mucho  cuidado  y  particular  atención  se  ha  procurado  siem- 
pre interponer  los  medios  mas  convenientes  para  que  los 
indios  sean  instruidos  en  la  santa  fe  católica  y  ley  evangé- 
lica  ;  y  olvidando  los  errores  de  sus  antiguos  ritos  y  cere- 
monias, vivan  en  concierto  y  policía;  y  para  que  esto  se 
ejecutase  con  mejor  acierto,  se  juntaron  diversas  veces  los 
de  nue>tro  consejo  de  Indias  y  otras  personas  religiosas,  y 
congregaron  los  prelados  de  Nueva-España  el  año  de  1546 
por  mandado  del  señor  emperador  Carlos  V,  de  gloriosa 
memoria,  ios  cuales  con  deseo  de  aceitar  en  servicio  de 
Dios  y  nuestro,  resolvieron  que  los  indios  fuesen  reducidos 
á  pueblos,  y  no  viviesen  divididos  y  separados  por  las  sierras 
y  montes,  privándose  de  todo  beneficio  espiritual  y  tem- 
poral, sin  socorro  de  nuestros  ministros  y  del  que  obligan 
las  necesidades  humanas  que  deben  dar  unos  hombres  á 
otros  ;  y  por  haberse  reconocido  la  conveniencia  de  esta 
resolución,  por  diferentes  órdenes  de  los  señores  reyes 
nuestros  predecesores,  fué  encargado  y  mandado  á  los  vi- 
reyes,  presidentes  y  gobernadores,  que  con  mucha  tem- 
planza y  moderación  ejecutasen  la  reducción,  población  y 
doctrina  de  los  indios,  con  tanta  suavidad  y  blandura,  que 
sin  causar  inconvenientes,  diese  motivo  á  los  que  no  se  pu- 
diesen poblar  luego  ;  que  viendo  el  buen  tratamiento  y 
amparo  de  los  ya  reducidos,  acudiesen  á  ofrecerse  de  su 
voluntad,  y  se  mandó  que  no  paga-en  mas  imposiciones 
de  lo  que  estaba  ordenado,  y  porque  lo  susodicho  se  ejecutó 
en  la  mayor  parle  de  nuestras  Indias  :  Ordenamos  y  man- 
damos, que  en  todas  las  demás  se  guarde  y  cumpla,  y  los 
encomenderos  lo  so'iciien,  según  y  en  la  forma  que  por 
las  leyes  de  este  título  se  declara. 

Coiií>ecucnle  el  Si'.  O.  Felipe  II  á  las  intenciones  del  em- 
perador D  Carlos,  hizo  una  Ordenanza  sobre  poblaciones, 
y  en  los  a>  líenlos  34,  3b  y  36  (que  se  hallan  insertos  en 
la  ley  I,  tit  V,  lib.  4  de  la  Recopilación  de  Indias)  dijo 
expresamente  :  «  Ordenamos,  que  habiéndose  resuelto  de 
poblar  alguna  provincia  ó  comarca  de  las  que  están  á 
nuestra  obediencia  ó  después  descubrieren,  tengan  los  po- 
bladores consideración  y  advertencia,  á  que  el  terreno  sea 
saludable,  reconociendo  si  se  conservan  en  él  hombres  do 
mucha  edad  y  mozos  de  buena  complexión,  disposision  y 


color  :  si  los  animales  y  ganados  son  sanos  y  do  competente 
tamaño,  y  los  frutos  y  mantenimientos  buenos  y  abun- 
dantes, y  de  tierras  á  propósito  para  sembrar  y  coger  :  si 
se  crian  cosas  ponzoñosas  y  nocivas  ;  el  cielo  es  de  buena 
y  feliz  costelacion,  claro  y  benigno;  el  aire  puro  y  sua'e 
sin  impedimentos  ni  alteraciones  :  el  temple  sin  exc  so  de 
calor  ó  frió  (y  habiendo  de  declinar  á  una  ú  otra  calidad, 
escojan  el  frió)  ;  si  hay  pastos  para  criar  ganados  ;  montes 
y  arboledas  para  leña;  materiales  de  casas  y  edificios  : 
muchas  y  buenas  aguas  para  beber  y  regar;  indios  y  na- 
turales á  quien  se  pueda  predicar  el  Santo  Evangelio,  como 
primer  motivo  de  nuestra  intención  ;  y  hallando  que  con- 
curren estas  ó  las  mas  principales  calidades,  procedan  á 
la  población,  guardando  las  leyes  de  este  libro.  » 

También  se  hallaba  dispuesto  por  el  emperador  D.  Carlos 
en  la  cédula  de  26  de  junio  de  1523  (que  es  la  ley  i, 
tít.  XIII,  lib.  IV),  a  que  los  vireyes  y  gobernadores  que  tu- 
vieren facultad,  señalen  á  cada  villa  y  lugar  que  de  nuevo 
se  fundare  y  poblare,  las  tierras  y  solares  que  hubiere  me- 
nester, y  se  le  podrán  dar  sin  perjuicio  de  tercero,  para 
propios,  y  envíennos  relación  de  lo  que  á  cada  uno  hubie- 
ren señalado  y  dado,  para  que.  lo  mandemos  confirmar.  » 
Y  asimismo  se  habian  establecido  otras  reglas  sobre  la 
administración  y  conservación  de  los  propios  y  arbitrios 
de.  los  mismos  pueblos  como  pueden  verse  en  el  mismo 
código.  Pero  el  rey  D.  Felipe  11.  para  llenar  el  vacío  que 
se  notaba  en  las  leyes  del  emperador  ü.  Carlos,  dispuso 
por  otra  cédula  que  dio  en  el  Pardo  a  1.°  de  diciembre  de 
1573  (que  es  la  ley  8  del  tít.  111,  lib.  6),  que  los  sitios  en 
que  se  han  de  formar  pueblos  y  reducciones,  tengan  co- 
modidad de  aguas,  tierras  y  montes,  entradas  y  salidas, 
labranzas  y  un  ejido  de  una  legua  de  largo,  donde  los  in- 
dios pueden  tener  sus  ganados  sin  que  se  revuelvan  con 
oíros  de  españoles. 

ñ'andaba  también  otra  cédula  de  Carlos  V,  del  ano  de 
1533  (que  es  la  ley  7,  tít.  XVII,  lib.  IV  de  la  Recopilación 
de  Indias),  que  los  montes,  pastos  y  aguas  de  los  lugares 
y  montes  contenidos  en  las  mercedes  que  tuviesen  hechas 
ó  se  hicieren  de  señoríos  en  las  Indias,  debían  ser  comu- 
nes á  españoles  é  indios.  «  Y  así  mandamos  álos  vireyes  y 
audiencias  que  lo  hagan  guardar  y  cumplir.  »  Y  en  el  año 
subsecuente  de  1541,  mandó  el  mismo  emperador  (ley  5, 
tít.  y  libro  citado)  :  «  que  los  pastos,  montes  y  aguas  fue- 
sen comunes  en  las  Indias.  »  Y  como  algunas  personas  sin 
título  de  S.  M.  tenian  ocupada  muy  grande  parte  de  tér- 
mino y  tierras,  no  se  consintiese  que  ninguno  pusiese  cor- 
ral ni  cabana,  ni  trajese  allí  su  ganado,  sino  que  fuesen 
comunes  á  todos  los  vecinos,  sin  embargo  de  cualesquiera 
Ordenanzas  y  disposiciones  dadas  en  contrario. 

Y  últimamente,  por  la  real  cédula  de  20  de  octubre  de 
1598  (que  es  la  ley  14,  tít.  III,  lib.  6  de  la  Recopilación  de 
Indias),  mandó  también  el  Sr.  D.  Felipe  II  :  Que  si  para 
el  cumplimiento  y  ejecución  de  las  reducciones  (mandadas 
hacer  según  la  mente  del  emperador)  proveyesen  ó  deter- 
minasen los  vireyes.  presidentes  y  gobernadores,  y  algunas 
personas  se  agraviasen  é  interpusiesen  apelación,  la  otor- 
gasen para  ante  el  consejo  de  ludias,  y  no  á  otro  tribunal, 
como  quiera  que  sin  embargo  habia  de  ejecutarse  lo  pro- 
veído de  forma  que  la  reducción  tuviese  efecto.  Y  porque  á 
los  indios  se  había  de  señalar  y  dar  tierras,  aguas  y  mon- 
tes, si  se  quitasen  á  los  españoles,  se  les  diese  justa  recom- 
pensa en  otra  parte,  y  en  tal  caso  formaran  una  junta  con 
tres  ministros  de  la  audiencia,  para  que  si  algunos  se  agra- 
viaian,  los  oyesen  en  apelación  é  hiciesen  reparar  el  daño, 
sobre  lo  que  se  inhibía  á  las  audiencias. 
En  virtud,  pues,  de  las  leyes  mencionadas,  y  para  su 
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mayor  y  mas  exacto  cumplimiento,  se  publicaron  y  man- 
daron poner  en  práctica  por  el  Exmo.  Sr.  ^irey  de  Nueva- 
España,  marqués  de  Falces,  las  Ordenanzas  que  hasta  hoy 
conservan  su  nombre,  y  se  corrigieran  y  se  confirmaron 
por  la  real  cédula  de  4  de  junio  de  1687.  Y  por  cuanto  en 
esta  disposición  se  ha  reproducido  del  modo  mas  claro,  lo 
que  en  aquellas  se  babia  mandado  acerca  de  la  fundación 
y  medidas  de  los  pueblos  de  indios,  nos  excusa  de  copiarlas 
literalmente.  Esta  real  orden  y  la  que  sigue,  se  ha  publi- 
cado nuevamente  en  las  pandectas  Hispauo-Mejicanas, 
tom.  II,  números  2,470  y  2,479  y  su  tenor  es  el  siguiente. 
EL.  REY.  —  Por  cuanto  en  mi  consejo  real  de  las  Indias 
se  tiene  noticia  que  el  marqués  de  Falces,  conde  de  San- 
tistevan,  siendo  virey  de  las  provincias  de  Nueva  España, 
hizo  una  Onlenanza  en  26  de  mayo  del  año  de  1567,  por 
la  cual  mandó  que  en  los  pueblos  de  indios  que  se  necesi- 
tare de  tierras  para  vivir  y  sembrar,  se  les  diesen  quinien- 
tas varas  y  las  mas  que  hubiese  menester  ;  y  que  de  allí  en 
adelante  no  se  hiciese  merced  á  persona  alguna  de  ninguna 
estancia  ni  tierras,  sino  fuese  pudiendo  asentar  mil  varas 
de  medir  paño  ó  seda,  distante  y  desviado  de  la  población 
y  casas  de  indios.  Y  las  tierras  quinientas  varas  apartadas 
de  dicha  población,  como  ha  constado  del  testimonio  de  di- 
cha Ordenanza  que  ha  llegado  al  consejo,  y  que  contra  es- 
tilo, orden  y  práctica  se  van  entrando  los  dueños  de 
estancias  y  tierras  en  las  de  los  indios,  quitándoselas  y 
apoderándose  de  ellas,  unas  veces  violentamente  y  otras 
veces  con  fraude,  por  cuya  razón  los  miserables  indios  de- 
jan sus  casas  y  pueblo,  que  es  lo  que  apetecen  y  quieren 
los  españoles,  y  consiguiendo  estas  mil  varas,  ó  quinien- 
tas varas  que  han  de  estar  apartadas  de  los  pueblos,  se 
midan  desde  la  iglesia  ó  ermita,  que  ordinariamente  tie- 
ne la  población  en  el  centro  del  lugar,  y  que  acontece 
embeberse  en  ellas  todo  el  casco  del  pueblo,  con  que  vie- 
nen á  quedar  sin  lo  que  les  dan,  debiendo  entenderse  las 
últimas  quinientas  varas  por  los  cuatro  vientos,  lo  cual  está 
dispuesto  y  mandado  en  las  leyes  t2  y  18  del  tí t.  XII, lib.  4 
de  la  Nueva  Recopilación  de  Indias,  y  por  los  muchos  in- 
convenientes, daños  y  menoscabos  que  en  esto  resultan 
contra  aquellos  pobres  naturales,  se  ha  considerado  será 
conveniente  mandar  que  á  los  pueblos  de  los  indios  que 
tuvieren  necesidad  de  tierras  para  vivir  y  sembrar,  se  les 
diesen,  no  solamente  quinientas  varas  que  dispone  la  refe- 
rida Ordenanza,  sino  Jas  que  hubieren  menester,  midién- 
dose desde  los  últimos  linderos  y  casas  del  lugar  para 
afuera  por  todos  cuatro  vientos  estas  quinientas  varas  de 
Oriente  y  otras  lautas  de  Poniente,  Norte  y  Sur,  quedando 
siempre  de  hueco  el  casco  del  pueblo,  dándose  estas  qui- 
nientas varas  de  tierra  no  sulo  al  pueblo  que  fuese  cabecera, 
sino  á  todos  los  demás  que  las  pidieren  y  necesitaren  de 
ellas,  asi  en  los  poblados  como  en  los  que  en  adelántese  po- 
blasen y  fundasen  ;  pues  en  esto  tendrán  todos  tierras  para 
sembrar,  y  en  que  comiesen  y  pasten  sus  ganados,  siendo 
justo  y  muy  de  mi  real  piedad  volver  á  mirar  por  los  in- 
dios, que  tantas  injusticias  y  molestias  tengo  noticia  pa- 
decen, á  vista  de  ser  los  que  mas  tributan,  utilizan  y  fruc- 
tifican mi  real  corona  y  todos  mis  vasallos;  en  cuya 
atención,  viendo  lo  que  con  vista  de  ellos  y  del  referido 
testimonio  y  leyes  12  y  18  de  la  Nueva  Recopilación  de  In- 
dias, ha  dicho  y  alegado  el  fiscal  de  dicho  mi  consejo  de 
ellas,  he  tenido  por  bien  de  resolver  y  mandar,  como  por 
la  presente  lo  hago,  que  en  conformidad  de  la  Ordenanza 
que  el  virey  conde  de  Santistevan  formó  y  dispuso  en  26 
de  mayo  del  año  de  1567,  y  de  las  leyes  recopiladas 
que  van  citadas,  deis  generalmente  á  los  pueblos  de  indios 
de  todas  las  provincias  de  Nueva-España  para  su?  geme 


teras,  no  solo  las  500  varas  de  tierra  al  derredor  del  lugar 
de  la  población,  y  que  estas  sean  medidas  desde  la  iglesia, 
sino  de  la  última  casa  del  lugar,  asi  á  la  parte  de  Oriente 
y  Poniente,  como  de  Norte  y  Sur;  y  que  si  el  lugar  ó  po- 
blación fuere  de  mas  que  ordinaria  vecindad  y  no  pare- 
ciere á  todos  suficiente,  mi  virey  de  Nueva  España  y  mi 
audiencia  real  de  Méjico  cuiden,  como  lo  encargo  y  mando 
lo  hagan,  de  repartirles  mucha  mas  cantidad,  y  que  á  di- 
chos lugares  y  poblaciones  les  repartan  y  stñalen  todas  las 
demás  varas  de  tierra  que  les  pareciere  son  necesarias  sin 
limitación.— Y  en  cuanto  á  las  estancias  de  ganados,  es  mi 
voluntad  y  mando,  que  no  solo  estén  apartadas  de  las  po- 
blaciones y  lugares  de  indios  las  mil  varas  señaladas  en  las 
referidas  Ordenanzas  de  26  de  mayo  de  1 567,  sino  derivaras 
mas,  y  que  estas  mil  ciento  varas  se  midan  desde  la  última 
casa  de  la  población  ó  lugar,  y  no  desde,  la  iglesia  ;  y  si  a 
mis  vireyes  de  la  Nueva-España  les  pareciere  que  las  es- 
tancias de  ganados  estén  en  mas  distancias  que  en  las  di- 
chas 1,100  varas,  lo  ordenará  luego  que  reciba  este  despa- 
cho ó  que  se  le  manifieste,  que  para  todo  lo  referido  le  doy 
á  mi  audiencia  real  de  Méjico  el  poder  y  facultad  que  para 
mandarlo  hacer  y  ejecutar  le  fuere  necesario  sin  li- 
mitación alguna,  encargándosele,  como  lo  hago,  miren  por 
todos  los  modos  posibles  por  el  alivio,  buen  tratamiento  y 
conservación  de  los  indios,  no  solo  el  que  se  les  mantenga 
y  conserve  en  lo  dispuesto  y  ordenado  por  la  Ordenanza  de 
26  de  mayo  de  1567,  y  leyes  12  y  18  de  la  Nueva  Recopi- 
lación de  Indias,  que  van  citadas,  sino  que  esto  sea  con  el 
aumento  de  varas  que  en  este  despacho  van  aumentadas, 
así  en  lo  que  toca  á  las  tierras  que  se  han  de  dar  y  tener 
los  indios  de  toda  la  Nueva  España  para  vivir  y  sembrar, 
como  en  la  distancia  en  que  han  de  estar  las  estancias  de 
ganados,  sino  con  aquella  misma  cantidad  de  varas  que  los 
dichos  mi  virey  y  audiencia  real  de  Méjico  conocieren  que. 
necesitan,  y  les  repartieren  y  señalaren,  que  así  es  mi  vo- 
luntad y  conviene  á  mi  servicio;  y  de  lo  que  en  esto  se 
ejecutare,  se  me  dará  en  todas  ocasiones  principal  cuenta 
y  razón,  por  lo  que  deseo  estar  noticiado  de  lo  que  se  eje- 
cutare en  beneficio  de  los  indios.  Fecha  en  Madrid  á  4  de 
junio  de  1687  años.  —  YO  EL  REY.  —  Por  mandado  del 
rey  nuestro  señor.  —  D.  Antonio  Ortiz  de  Ottalora.  —, 
Señalado  con  cuatro  rúbricas. 

Esta  real  cédula  fué  confirmada  por  la  que  sigue,  del  rey 
D.  Fernando  VI,  dirigida  al  alcalde  mayor  de  Texeoco,  y  ga- 
nada por  el  capitán  D.  Augustin  Muñoz  de  Sandoval,  con 
motivo  de  un  litigio  que  sostuvo  con  los  naturales  de  Coa- 
tepec,  Chalco  y  otros  vecinos  y  colindantes  de  sus  posesiones 
de  Acuautla,  etc.,  en  aquella  jurisdicción.  Se  halla  en- 
tre los  papeles  y  títulos  pertenecientes  al  marquesado  de 
Castañiza,  cuyo  último  poseedor  fué  el  limo.  Sr.  Dr.  D. 
Juan  Francisco  de  Castañiza,  dignísimo  obispo  de  Du- 
rango,  ya  difunto. 

EL  REY.  —  Presidente  y  oidores  de  mi  audiencia  real 
de  Méjico  (1)  :  Por  parte  de  los  labradores  de  esa  Nueva- 
España,  se  me  ha  representado  son  muchas  vejaciones  y 
molestias  las  que  reciben  y  padecen,  á  causa  de  los  pleitos 
que  continuamente  Ces  mueven  los  indios,  de  que  redunda 
el  menoscabo,  no  solo  de  sus  haciendas  sino  déla  mia,  para 
cuyo  remedio  suplican  sea  servido  mandar  se  guarden  los 
privilegios  que  les  están  concedidos  por  los  señores  reyes 
mis  predecesores,  observándolos  literalmente  sin  interpre- 
tación, que  se  les  conceda  un  prolector  para  sus  causas,  y 

(i)  La  que  vino  separada  el  capitán  Muñoz  de  Sandoval,  se  encabezó 
de  este  modo  :  «  D.  Fernando  VI,  por  la  gracia  de  Dios,  rey  de  Cas' :11a, 
de  León,  de  Aragon,  etc.  A  vos,  mi  alcalde  ma>or  de  la  4UriS<UCCwo  0.9 
Texeoco,  sabed  :  Que  el  presidente  y  oidores,  etc,  » 
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que  este  lo  sea  un  ministro  de  la  audiencia  :  que  respecto 
de  que  para  quitarles  los  indios  de  las  haciendas  de  labor  y 
ganados,  se  -valen  defabricar  jacalillos  de  zacate  y  de  piedra 
y  lodo,  y  con  este  motivo  ocurren  á  esta  audiencia  para  que 
conforme  à  la  Ordenanza  del  marqués  de  Falces,  conde  de 
Santistevan,  de  26  de  mayo  de  1567,  se  les  midan  las  qui- 
nientas varas  que  debe  haber  desde  sus  haciendas  á  las  de 
los  indios,  consiguiendo  estos  por  este  medio  entrarse  en  las 
suyas,  y  que  aunque  este  perjuicio  es  de  tanta  gravedad, 
auu  es  mayor  el  que  resulta  de  la  cédula  expedida  á  4  de 
junio  de  1687,  pues  se  concede  á  los  indios  otras  cien  va- 
ras sobre  las  quinientas,  mandando  se  les  midan  por  todos 
los  cuatro  vientos  desde  la  última  casa,  quedando  libre  el 
casco  del  pueblo  ;  y  siendo  esto  tan  en  detrimento  de  los  la- 
bradores, piden  no  se  practique,  y  que  la  decisión  de  la 
Ordenanza  se  entienda  en  aquellos, pueblos  que  estuvieren 
poblados  antes  de  las  mercedes  y  fundaciones  de  sus  hacien- 
das, y  que  las  medidas  se  entiendan,  no  desde  la  última 
casa  del  pueblo,  sino  desde  el  centro  de  la  iglesia  que  está 
en  medio;  y  que  esto  sea  solo  con  aquellos  que  fueren  ca- 
becera, donde  estuviere  el  Santísimo  Sacramento,  goberna- 
dores y  alcaldes  mayores;  pues  de  entenderse  genéricamente 
en  cualquiera  población,  barrio  ó  congregación,  fuera  de 
gravísimo  perjuicio,  por  haber  muchos  de  estos  sujetos  alas 
cabeceras,  donde  precisamente  acuden  á  la  administración 
de  los  Santos  Sacramentos;  pues  para  que  las  dichas  varas 
se  midan  á  los  indios  desde  la  iglesia  como  piden,  es  motivo 
bastante  el  que  estos  no  tienen  sus  casas  en  forma  regular, 
porque  distan  unas  de  otras  treinta  y  cuarenta  varas,  y  al- 
gunas casi  un  cuarto  de  legua,  en  que  son  damnificadas  sus 
haciendas  :  que  no  se  permita  á  los  indios  que  hagan  jacales 
ni  ermitas  en  las  tierras  de  sus  labores,  pues  con  este  mo- 
tivo fomentando  una  información  falsa,  le  hacen  pueblo,  y 
se  les  da  medida  de  tierras,  y  ellos  son  despojados  de  sus 
haciendas  y  otros  puntos  sobre  las  ventas  que  los  indios 
hacendé  ellas,  y  otros  bienes  y  cantidades  que  los  labrado- 
res pueden  adelantar  á  los  indios  jornaleros,  talas  y  quemas 
que  ejecutan  en  los  montes,  y  visitas  que  los  gobernadores 
y  alcaldes  mayores  hacen  en  sus  haciendas  y  estancias  por 
sus  particulares  fines  é  intereses,  llevando  crecidísimos  sa- 
larios :  sobre  que  habiéndose  visto  en  mi  consejo  de  las  In- 
dias con  la  atención  que  requiere  la  materia,  lo  que  vos  in- 
formasteis acerca  de  ella  en  carta  de  17  de  enero,  y  loque 
en  razón  de  todo  dijo  el  fiscal,  he  resuello  se  guarde,  cumpla 
y  ejecute  precisamente  la  cédula  expedida  en  4  de  junio  del 
año  pasado  de  1687  que  va  citada,  y  de  que  avisais  el  re- 
cibo con  que  se  entienda  que  la  distancia  que  ha  de  haber  de 
las  seiscientas  varas,  ha  de  haber  de  por  medio  de  las  tier- 
ras y  sementeras  de  los  indios  de  esa  jurisdicción  á  las  de 
los  labradores,  se  cuenten  desde  el  centro  de  los  pueblos,  en- 
tendiéndose esto  desde  la  iglesia  de  ellos,  y  no  desde  la  úl- 
tima casa;  y  que  lo  mismo  se  practique  en  cuanto  la  dis- 
tancia de  las  mil  y  cien  varas  que  ha  de  haber  desde  el  pueblo 
á  las  estancias,  que  se  han  de  contar  del  propio  modo  ;  y  si 
de  esta  suerte  se  experimentare  perjuicio,  así  á  las  tierras 
de  repartimiento  de  los  indios  como  ala  de  los  labradores, 
se  les  resarcirá  á  unos  y  otros,  alargando  sus  distancias  por 
el  paraje  que  se  reconociere  mas  á  propósito  y  menos  per- 
judicial á  unas  y  otras  partes;  y  no  habiendo  tierras,  así 
de  repartimiento  de  indios  como  de  composiciones  de  la- 
bradores de  que  poder  resarcirse  el  perjuicio,  se  haga  de 
las  que  ámí  pertenecen;  y  vos  cuidareis  mucho  de  que  esto 
se  haga  con  tanta  igualdad,  que  no  se  dé  motivo  de  queja 
á  los  indios  ni  á  los  labradores,  ni  que  entre  ellos  se  susci- 
ten pleitos,  antes  bien  se  use  con  todos  de  tanta  equidad, 
que  se  les  aliente  á  que  cada  uno  se  contenga  en  los  límites 


que  le  toca,  y  atendereis  muy  especialmente  al  bien  y  pro- 
vecho de  los  indios  como  lo  tengo  mandado,  de  suerte  que 
en  cuanto  quepa,  queden-beneficiados,  que  así  es  mi  vo- 
luntad; y  del  recibo  de  este  despacho,  y  quedar  con  obser- 
vancia Jo  dispuesto,  me  avisareis  en  primera  ocasión.  Fecha 
en  Madrid,  á  12  de  julio  de  1695  años.  —  YO  EL  REY.  — 
Por  mandado  del  rey  nuestro  señor.  —  D.  Bernardino  An- 
tonio de  Pardiñas  Villar  de  Franco.  —  Señalado  con  tres 
rúbricas. 

Últimamente,  ponemos  á  continuación  las  leyes  á  que  se 
refieren  las  dos  reales  cédulas  anteriores,  y  deben  tenerse 
presentes  en  los  casos  ocurrentes  sobre  esta  materia. 

LEY  12,  TIT.  XII,  LIB.  4  DEREGOP.  DE  INDIAS. 

(DADA  POR  EL  EMPERADOR  D.  CARLOS  EN  VALLADOLID 
A  12  DE  MARZO  IS'üO.) 

Se  manda  en  ella  que  las  estancias  para  ganados  se  den  apartadas 
de  pueblos  y  sementeras  de  indios. 

«  Porque  las  estancias  de  ganados  vacunos,  yeguas,  puer- 
cos y  otros  mayores  y  menores,  hacen  gran  daño  en  los 
maizales  de  los  indios,  y  especialmente  el  que  anda  apar- 
lado  y  sin  guarda  :  Mandamos,  que  no  se  den  estancias 
ningunas  en  partes  y  lugares  de  donde  puedan  resultar  da- 
ños, y  no  pudiéndose  excusar,  sean  lejos  de  los  pueblos  de 
los  indios  y  sus  sementeras,  pues  para  los  ganados  hay 
tierras  apartadas  y  yerbas  donde  pastorear  y  pastar  sin  pei- 
juicio;  y  las  justicias  hagan,  que  los  dueños  del  ganado  é 
interesados  en  el  bien  público,  pongan  tantos  pastores  y 
guardas,  que  basten  á  evitar  el  daño,  y  en  caso  que  alguno 
sucediere,  lo  hagan  satisfacer.  » 

LEY  20 DEL  TIT.  III,  LIB.  6  DEL  MISMO  CÓDIGO. 

DADA  POR  EL  REY  D.  FELIPE  III  A   1 0  1E  OCTUBRE 
DE  1618.) 

Se  manda  en  ella,  que  cerca  de  las  reducciones  no  haya  estancias 
de  ganados. 

«  Ordenamos  que  las  estancias  de  ganado  mayor  no  se 
puedan  situar  dentro  de  legua  y  media  de  las  reducciones 
antiguas,  y  las  de  ganado  menor  media  lega;  y  en  las  re- 
ducciones de  que  de  nuevo  se  hicieren,  haya  de  ser  el  tér- 
mino dos  veces  tanto,  pena  de  pérdida  la  estancia  y  mitad 
del  ganado  que  en  ella  hubiere,  y  todos  los  dueños  tengan 
con  buena  guarda,  pena  de  pagar  el  daño  que  hicieren;  y 
los  indios  puedan  matar  el  ganado  que  entrare  en  su  tierra, 
sin  pena  alguna,  y  sea  en  lodo  guardada  la  ley  12,  tít.  XII, 
lib.  4.  » 

LEY.  19,  TIT.  X,  LIB.  6  DEL  MISMO  CÓDIGO 

(OADA  POR  EL   EMPERADOR  D.  CARLOS  EN  VALLADOLID 
A  Ia  DE  MAYO  DE  1549.) 

Que  los  encomenderos  no  crien  ganado  de  cerda  en  sus  pueblos, 
y  guarden  las  leyes. 

«  Mandamos  que  no  se  consienta  ni  permita  que  los  es- 
pañoles crien  puercos  en  pueblos  de  sus  encomiendas,  ni 
en  términos  donde  los  indios  tuvieren  sus  labranzas,  ú  otros 
en  que  les  resulte  daño,  y  los  echen  en  las  tierras  valdías 
que  hubiere,  sin  perjuicio  de  los  indios,  ni  de  otro  terreno; 
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y  guardándose  lo  prevenido  por  las  leyes  42,  tít.  XII,  lib.  4, 
y  20,  tít.  III,  de  este.  » 

LEY  18,  TIT.  XII,  LIB.  4  DEL  MISMO  CÓDIGO. 

(DADA  POR  EL  REY  D.  FELIPE  IV  EN  MADRID  A  16  DE 
MARZO  DE  1642.) 

Que  á  los  indios  se  les  dejen  tierras. 

«.  Ordenamos,  que  la  venta,  beneficio  y  composición  de 
tierras  se  liaga  con  tal- atención  á  los  indios,  que  se  les  de- 
jen con  sobra  todas  las  que  les  pertenecieren,  así  en  par- 
ticular como  por  comunidades,  y  las  aguas  y  riegos;  y  las 
tierras  en  que  hubieren  hecho  acequias  ú  otro  cualquier 
beneficio,  con  que  por  industria  personal  suya  se  hayan 
fertilizado,  se  reserven  en  primer  lugar,  y  por  ningún  caso 
no  se  les  puedan  vender  ni  enajenar;  y  los  jueces  que  á 
esto  fueren  enviados,  especifiquen  los  indios  que  se  hallaren 
en  las  tierras,  y  las  que  dejaren  á  cada  uno  de  los  tributa- 
rios, viejos,  reservados,  caciques,  gobernadores,  ausentes 
y  comunidades.  » 

LEY  14  DEL  TIT.  III,  LIB.  6  DEL  MISMO  CÓDIGO. 

(DADA  POR  EL  REY  D.  FELIPE  III  A  20  DE 
OCTUBRE  DE  1598.) 

Que  en  causas  sobre  reducciones,  se  guarde  lo  que  esta  ley 
dispone. 

«  Si  para  el  cumplimiento  y  ejecución  de  las  reduccio- 
nes, proveyeren  ó  determinaren  los  vireyes,  y  presidentes, 
gobernadores,  y  algunas  personas  se  agraviasen,  é  inter- 
pusiesen apelación,  la  otorgarán  para  ante  nuestro  consejo 
de  Indias,  y  no  á  otro  tribunal,  como  quiera  que  sin 
embargo  han  de  ejecutar  lo  prevenido,  de  forma  que  la  re- 
ducción tenga  efecto.  Y  porque  álos  indios  se  babian  de 
señalar  y  dar  tierras,  aguas  y  montes,  si  se  quitasen  á  los 
españoles,  se  les  dará  justa  recompensa  en  otra  parte, y  en 
tal  caso  formarán  una  junta  con  dos  ó  tres  ministros  déla 
audiencia,  para  que  si  algunos  se  agraviaren,  los  oigan  en 
apelación,  y  hagan  reparar  el  daño  sobre  que  inhibimos  á 
nuestras  audiencias.  » 

Los  privilegios  de  que  también  disfrutan  los  ganaderos 
y  agricultores,  se  expresarán  adelante  en  capítulo  diverso. 

Quedando,  pues,  á  la  vista  cuanto  se  haya  dispuesto  con 
relación  al  establecimiento,  mensura  y  conservación  de  los 
pueblos  de  indios,  se  sigue  que  también  hagamos  mención 
de  cuanto  además  proveyeron  y  determinaron  los  monar- 
cas españoles  para  evitar  los  inconvenientes  que  podían 
seguirse  de  dar  y  vender  caballerías,  peonías  y  otras  suer- 
tes de  tierras  á  los  españoles  en  perjuicio  de  los  indios.  A 
este  fin  se  prohibió  expresamente  que  se  vendiesen  ómer- 
cenasen  tierras  en  lo  de  adelante,  sino  con  citación  de  los 
fiscales  de  las  audiencias  ;  y  para  que  mejor  se  cumplie- 
sen las  benéficas  intenciones  del  legislador,  se  dieron  por 
los  señores  reyes  D.  Carlos  V,  D.  Felipe  111  y  D.  Felipe  IV, 
como  se  ve  en  las  leyes  16,  17,  18  y  19  del  lit.  XII,  lib.  4 
de  la  Recopilación  de  Indias,  las  reglas  mas  oportunas  y 
convenientes  por  lo  que  respecta  á  estas  materias,  y  para 
que  jamás  se  les  dejase  sin  tierras  á  los  indios,  ni  se  les 
despojase  ilegalmente  ó  embarazase  en  el  uso  libre  y  apro- 
vechamiento de  sus  posesiones.  En  cuya  virtud,  y  para  la 
mejor  y  mas  exacta  observancia  de  las  íeyes  mencionadas, 
se  dio  por  la  real  audiencia  de  Méjico,  y  mandó  observar! 


enlre  tanto  que  la  corte  de  Madrid  la  confirmaba  ó  deteiv 
minaba  otra  cosa,  la  siguiente  : 

INSTRUCCIÓN  SOBRE  LAS  VENTAS  Y    ENAJENACÏONSÔ 
DE   TIERRA  DE  INDIOS. 

Méjico,  febrero  23  de  1781.  —  Habiéndose  experimen- 
tado el  general  abuso  en  que  han  vivido  y  perseveran  los 
indios  de  los  pueblos  próximos  y  remotos  que  comprende 
esta  gobernación,  en  la  nociva  enajenación  de  sus  tierras, 
solares  y  casas,  así  de  propia  peculiar  adquisición,  como  de 
comunidad  y  repartimiento,  contrayendo  imponderables 
perjuicios  hasta  el  mas  infeliz  de  no  tener  en  que  vivir,  ni 
dejar  en  sus  potreros  aun  aquel  corto  auxilio  de  casillas  ó  ja- 
cales correspondientes  á  la  conservación  de  la  vida  humana; 
y  atendiéndose  esta  materia  con  la  debida  compasión,  se 
han  tomado  las  mas  oportunas  providencias,  libradas  por 
punto  general  en  los  superiores  decretos  de  20  de  julio  de  78 
y  23  de  diciembre  de  1780,  por  mí  y  por  el  Exmo.  Sr.  mi 
antecesor  Bailío  Frey  Antonio  María  Bucareli,  para  el  ex- 
terminio de  este  tan  abundante  y  extendido  perjuicio,  que 
no  se  ba  podido  corregir  con  las  predichas  determinacio- 
nes, por  no  cesar  los  reclamos  de  los  miserables  indios  que 
sienten  los  daños  con  los  préstamos,  empeños  y  arren- 
damientos, y  en  ventas  que  voluntariamente,  ó  precisados 
de  la  necesidad  ó  coacción,  ejecutan,  no  solo  de  los  unos 
á  los  otros,  sino  á  extraños,  españoles,  mestizos  y  de  otras 
castas  que  viven  en  sus  pueblos,  por  inferiores  cantidades, 
sin  calificación  de  la  necesidad  y  utilidad  cual  se  previene 
en  las  leyes  de  la  Recopilación  de  estos  reinos,  y  principal- 
mente en  la  27,  tít,  1,  lib.  6,  y  lo  que  mas,  sin  la  previa 
licencia  que  en  ella  se  dispone,  haciéndoles  instrumentos 
simples  y  privados  entre  ellos  mismos,  y  muchas  veces 
ante  las  justicias  de  partidos  y  escribanos,  como  ya  se  ha 
reflejado  en  algunos  expedientes  de  este  juzgado  general, 
siéndoles  á  unos  y  á  otros,  no  solo  ilícito,  sino  prohibido, 
á  menos  que  intervengan  las  predichas  solemnidades  y  pre- 
cedentes licencias.  Y  porque  este  desarreglo  que  de  dia  en 
dia  se  va  propagando  mas  y  mas,  infunde  por  su  tolerancia 
el  temor  de  que  los  indios  lleguen  al  mas  infeliz  estado, 
como  no  tener  ni  en  qué  vivir,  ni  tierras  que  cultivar,  en 
que  divertir  el  ocio  y  con  qué  ayudarse  para  sostener  su 
mantención,  obvenciones  y  cargas,  quedando  por  esto  in- 
verificables  é  inaccesibles  las  piadosas  reales  intenciones, 
cuidadosamente  establecidas  y  repetidas  para  conservación, 
aumento  y  propagación  de  los  indios,  lodo  dirigido  á  sa 
beneficio,  según  las  leyes  16,  17  y  18,  lib.  4,  tít  XII, 
en  cuyo  fraude  aconsejado?  los  indios  por  los  compra- 
dores les  hacen  ocultar  su  calidad,  tomando  la  diversa 
de  mestizos,  castizos  y  otras  castas  para  facilitar  las  ven- 
tas, cometiéndose  con  esto  la  respectiva  transgresión 
á  la  enajenación  de  sus  pobres  bienes,  solares  y  casillas, 
de  las  que  viéndose  destituidos,  se  entregan  al  ocio  y  va- 
gamundería á  que  naturalmente  son  propensos,  tomando 
en  esto  ocasión  el  abandono  de  sus  familias,  y  separa- 
dos dejan  sus  poblaciones,  andan  fugitivos  y  como  vagos, 
defraudan  en  gran  parte  el  real  ramo  de  tributos,  cuya 
baja  muchas  veces  se  ha  experimentado  en  sus  nuevas  .' 
cuentas  y  matrículas  por  estos  principales  motivos  de  fuga  ' 
y  ausencia,  resultando  otro  no  menos  grave  como  la  falta 
del  cumplimiento  de  los  preceptos  eclesiásticos,  por  no 
tener  segura  residencia  ni  conocer  fija  feligresía,  viviendo 
sin  subordinación  á  las  justicias  y  sin  sujeción  á  los  pár- 
rocos, á  lo  que  se  añade  el  consiguiente  perjuicio  de  acom- 
pañarse con  otras  gentes  viciosas  de  distintas  naturalezas, 
como  de  mulatos,  lobos,  coyotes  y  otras  semejantes,  cuya 
malicia  y  perversidad  fácilmente  precipita  à  los  indios  oor 


—  216  — 


su  rusticidad  ó  ignorancia,  conduciéndoles  á  los  robos, 
muertes  y  otros  insultos  que  cometen  en  las  poblaciones 
y  fuera  de  ellas,  infestando  los  caminos,  ya  con  excesivos 
robos,  y  entregados  con  mas  libertad  al  incorregible  vicio 
de  la  embriaguez.  eJ  cual  les  infunde  mayor  libertinaje, 
y  lo  que  es  mas  sensible,  que  con  tal  desamparo  se  crian 
las  familias  de  estos  infelices,  sin  cultura  ni  doctrina  polí- 
tica y  cristiana,  privándose  de  la  debida  instrucción  en  los 
oficios  necesariosy  liberales,  que  con  facilidad  por  su  ha- 
bilidad natural,  y  por  el  celo  y  vigilante  cuidado  con  que 
mas  que  nunca  en  los  presentes  tiempos  se  está  socorriendo 
á  la  juventud  de  uno  y  otro  sexo,  pudieran  y  podrán  redi- 
mirse de  tantos  daños  que  padecen  en  sí,  y  se  extiendan 
al  estado  con  la  altanería,  ociosidad  y  viciosidad,  debién- 
doles sobrar  todas  comodidades  en  la  perpetua  radicación 
en  sus  casas  y  pueblos,  aprovechando  el  tiempo  con  su 
personal  trabajo  en  el  cultivo  de  los  campos,  laborío  de  las 
minas,  dedicación  á  sus  oficios  y  aplicación  á  otras  artes 
que  les  franquea  así  la  buena  instrucción  como  su  capaci- 
dad; y  porque  no  ha  bastado,  como  dicho  es,  las  comunes 
providencias  á  remediar  estos  perjuicios,  destruir  el  abuso 
y  mantener  el  auxilio  de  esta  recomendable  nación  : 

Se  manda  :  que  por  ningún  caso,  ni  con  pretexto  alguno 
se  ejecuten  ventas,  préstamos, empeños,  arrendamientos  ni 
otro  género  de  enajenación  de  tierras  de  indios,  no  solo 
aquellas  que  por  de  comunidades  se  les  repartan  para  el  lau- 
dable y  piadoso  destino  de  su  habitación,  beneficio  y  cul- 
tivo, sino  también  de  aquellas  que  han  adquirido  y  adquie- 
ran como  propias  por  título  de  herencia,  donación  y  otras 
adquisiciones  de  sus  antepasados,  entendiéndose  dicha  pro- 
hibición aun  entre  los  mismos  indios  de  los  unos  álos  otros, 
y  con  especialidad  á  los  españoles,  mestizos,  mulatos  y  cual- 
quiera otras  castas  y  familias  residentes  en  pueblos  de  indios, 
hacenderos,  rancheros  y  cualesquiera  otros  que  tengan  fin- 
cas rústicas  ó  urbanas  en  sus  poblaciones,  sin  que  paralas 
ventas,  arrendamientos  y  cualesquiera  otra  clase  de  enaje- 
nación, intervenga  licencia  de  mi  superior  gobierno,  juz- 
gado general  de  naturales  ó  real  audiencia,  calificada  ía  ne- 
cesidad y  utilidad,  y  seguidos  todos  los  trámites  dispuestos 
por  las  leyes  con  precedente  audiencia  del  Sr.  fiscal,  y  por- 
que interpretando  ó  mal  entendida  la  ley  27,  tít.  i,  lib  6 
los  justicias  de  los  partidos  que  comprende  esta  gobernación' 
proceden  á  otorgar  instrumentos  de  venta  y  arrendamiento 
sin  las  predichas  formalidades,  y  lo  mismo  ejecutan  los  es- 
cribanos, no  solo  los  de  dichos  partidos  sino  aun  los  de  esta 
corte,  se  prohibe  á  unos  y  otros  que  en  lo  de  adelante  pro- 
cedan á  otorgar  tales  instrumentos  de  venta  y  arrenda- 
miento sin  las  predichas  licencias,  pena  de  quinientos  pesos 
y  privación  de  sus  oficios,  y  la  nulidad  de  los  que  así  otor- 
garen, perdiendo  desde  luego  los  compradores  ó  arrendata- 
rios la  importancia  de  las  ventas  y  la  pension  de  los  arrien- 
dos en  aquellas  tierras  de  propio  dominio  de  los  indios  y 
en  las  de  beneficio  equitativo,  como  son  las  de  repartimien- 
tos, en  que  no  tienen  dominio  directo  dichos  naturales  se 
condena  á  los  vendedores,  arrendadores  y  pignoran  les  y  á 
los  compradores,  arrendatarios,  y  pignoratarios  al  perdi- 
miento de  las  tierras  y  aplicación  de  estas  á  otros  indivi- 
duos necesitados  y  observantes  de  su  conservación  y  uso 

Y  paraque  todos  los  comprendidos  guarden  y  cumplan  el 
contenido  de  esta  determinación,  se  despachen  por  cordille- 
ras á  todos  los  justicias  del  reino  testimonio  de  ella,  para 
que  inmediatamente  que  la  reciban  la  hagan  pub.icar  pol- 
cando en  el  idioma  castellano,  y  en  que  fuere  propio  á  los 
naturales  de  su  distrito,  dejando  testimonio  en  el  archivo  de 
su  juzgado  para  que  siga  la  cordillera,  y  que  cada  uno  de 
los  alcaldes  mayores  en  su  ingreso  repitan  la  publicación, 


Y  porque  el  mismo  abuso  se  ha  notado  aun  dentro  de 
esta  capital,  se  ordena  asimismo  se  publique  en  las  parcia- 
lidades de  S.  Juan  y  Santiago  el  mismo  bando,  poniéndose 
en  los  oficios  públicos  de  provincia  y  ciudad  igual  testimo- 
nio para  que  conste  á  sus  respectivos  escribanos,  y  à  los 
demás  reales  la  prohibición  y  penas  que  para  su  observan- 
cia se  les  impone,  dirigidas  al  remedio  de  tantos  males;  y 
para  cortarlos  en  su  raiz,  en  el  modo  posible,  se  manda  que 
con  testimonio  de  la  presente  y  antecedentes  resoluciones 
se  dé  cuenta  áS.  M.  para  si  merecieren  su  real  aprobación, 
oque  su  soberana  justificación  se  digne  aplicar  las  mas  ap- 
tas sabias  providencias  que  estime  convenientes  á  tan  im- 
portantes fines.  —  Martin  de  Mayorga.  —  Diego  Antonio 
Fernandez  Madrid'. 

«Concuerda  con  la  copia  del  superior  decreto  á  que  hace 
relación,  y  obra  en  el  legajo  de  documentos  de  esta  escri- 
banía mayor  de  gobierno  de  mi  cargo,  á  que  me  refiero,  de 
donde  en  cumplimiento  del  superior  decreto  de  24  del  pa- 
sado, proveído  en  el  expediente  de  nulidad  déla  venta  del 
rancho  de  Peña  Blanca,  que  hicieron  los  naturales  del  pue- 
blo de  Cochití  que  se  remite  á  la  real  audiencia  de  Guada- 
lajara,  para  que  obre  en  el  superior  tribunal,  hice  sacar  y 
saqué  el  presente  en  Méjico  á  2  de  noviembre  de  1816,  — 
Francisco  Arteaga.  » 

«  Es  copia  que  esta  real  audiencia  mandó  imprimir  para 
que  se  circule  y  publique  y  oDserve  en  todos  los  pueblos 
de  su  distrito.  Guadalajara,  abril  19  de  1817.  —  Rafael 
Cuentas.  » 

Y  concluye  este  capítulo  llevando  á  continuación  la  ley 
27,  tít.  VI,  lib.  1,  de  la  Recopilación  de  Indias,  cuya  inte- 
ligencia fija  la  instrucción  preinserta,  y  cuyo  tenor  es  el 
siguiente. 

(  EL  REY  D.  FILIPE  II  EN  ARANJUEZ  A  24  DE  MAYO 
DE   1571.) 

llanca  que  los  indios  puedan  vender  sus  haciendas'  con  autori- 
dad de  justicia. 

«  Cuando  los  indios  vendieren  sus  bienes  raices  y  mue- 
bles, tráiganse  á  pregón  en  almoneda  pública,  en  presen- 
cia de  la  justicia,  los  raices  por  término  de  treinta  dias,  y 
los  muebles  por  nueve  dias;  y  lo  que  de  otra  forma  se  re- 
matare, sea  de  ningún  valor  ni  efecto;  y  si  pareciere  al 
juez,  por  justa  causa,  abreviar  el  término  en  cuanto  á  los 
bienes  muebles,  lo  podrá  hacer.  Y  porque  los  bienes  que  los 
indios  venden  ordinariamente,  son  de  poco  precio,  y  si  en 
todas  la  ventas  hubiesen  de  preceder  estas  diligencias,  seria 
causarles  tantas  costas,  como  importaría  el  principal  :  Or- 
denamos que  esta  ley  se  guarde  y  ejecute  en  Jo  que  exce- 
diere de  treinta  pesos  de  oro  común,  y  no  en  menor  canti- 
dad, porque  en  este  caso  bastará  que  el  vendedor  indio 
aparezca  ante  algún  juez  ordinario  á  pedir  licencia  para 
hacerla  venta;  y  conslándole  por  alguna  averiguación  que 
es  suyo  lo  que  quiere  vender,  y  que  no  le  es  dañoso  ena- 
jenarse de  ello,  le  dé  licencia,  interponiendo  su  autoridad 
en  la  escritura  que  el  comprador  otorgare,  siendo  mayor 
y  capaz  para  el  efecto.  » 
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CAPITULO  XIII. 

DE  LAS  MEDIDAS  AGRARIAS,  SEGÚN  LA  ORDENANZA  DE 
25  DE  ENERO   1574. 

Ordenanza  mandada  observar  por  el  Exmo.  Sr.  D.  Martin  Enri- 
quez, virey  que  fué  de  esta  Nueva-España,  entre  otras  qi-e 
con-tan  recopiladas,  á  25  de  enero  del  año  de  1574,  ante  Juan 
de  la  Cueva. 

Que  por  cnanto  no  estar  bien  declarado  en  las  Orde- 
nanzas que  hasta  ahora  se  han  hecho,  la  distancia  de  tier- 
ras que  han  de  tener  las  estancias  de  ganados  mayores  y 
menores,  se  podrían  recrecer  pleitos  y  otros  inconvenientes, 
atento  á  lo  cual  declaro,  ordeno  y  mando  :  Que  las  estan- 
cias de  que  hasta  aquí  se  han  hecho  merced  y  se  hiciere  de 
aquí  adelante,  las  que  fueren  para  ganado  mayor  tengan 
tres  mil  pasos  de  marca,  de  á  cinco  tercias  á  vara  cada 
paso,  en  cuadra  de  linde  á  linde,  ó  mil  quinientas  á  cada 
parte  del  asiento  de  la  casa  ;  y  las  de  ganado  menor  tengan 
dos  mil  pasos  de  la  dicha  marca  en  cuadra  de  linde  á  linde, 
ó  mil  pasos  del  asiento  y  casa  ácada  parte  ;  y  el  asiento  sea 
conforme  á  los  títulos,  y  no  se  asiente  estancia  de  ganado 
mayor,  si  no  fuere  que  haya  tres  mil  de  los  dichos  pasos 
de  la  una  casa  á  la  otra,  y  dos  mil  de  la  de  ganado  menor  ,• 
de  manera  que  para  efecto  de  no  hacer  corral  ni  majada 
nadie  en  eJ  distrito  de  la  estancia  del  otro,  se  ha  de  en- 
tender que  á  cada  sitio  de  estancia  de  ganado  mayor  le 
pertenecen  mil  quinientos  de  los  dichos  pasos,  por  todas 
partes  desdé  el  asiento  de  la  casa  ;y  á  la  estancia  de  ganado 
menor  mil,  en  las  cuales  ninguno  otro  puede  hacer  majada 
ni  corral.  Y  cuando  estuviere  alguna  estancia  sola,  guar- 
dando á  la  otra  estancia  de  ganado  mayor,  mil  quinientos 
pasos  á  todas  partes  de  Ja  dicha  casa  y  asiento,  y  lo  demás 
(siendo  sin  perjuicio)  se  pueda  proveer  en  otro.  E  ninguna 
persona  que  tuviere  merced  sea  osada  de  tomar  mas 
tierras  y  so  pena  de  perdimiento  de  tal  estancia,  la  cual 
luego  se  le  derribe  y  saque  el  ganado  á  su  costa,  y  pague 
cincuenta  pesos  de  minas,  aplicados  según  dicho  es;  y  esta 
razón  se  asiente  en  las  mercedes  que  de  aquí  adelante  se 
hicieren,  en  las  cuales  y  en  las  que  están  hechas,  las  jus 
ticias  tengan  cuidado  que  se  reguarde  lo  susodicho.  » 


CAPITULO  XIV. 

De  las  medidas  agrarias,  según  las  ordenanzas  del  Sr.  virey  Enri- 
quez  del  año  de  1580,  y  providencia  que  las  confirmó. 

D.  Martin  Enriquez  de  Almanza,  etc.  Por  cuanto  el  muy 
ilustre  marqués  de  Falces,  virey  y  gobernador  que  fué  en 
esta  Nueva-España,  teniendo,  consideración  áque  no  habia 
ley  ni  ordenanza  por  donde  se  declarase  él  distrito  que  ha- 
bían de  tener  los  sitios  de  estancias  para  ganados  mayores 
y  menores  que  se  provean,  é  de  que  se  hacia  merced  en 
esta  Nueva-España,  y  si  alguna  declaración  será  hecha,  y 
por  el  cabildo  de  esta  ciudad  de  Méjico,  é  que  no  habia 
tenido  facultad  para  hacer  ordenanza  en  semejantes  casos, 
ni  para  fuera  de  la  dicha  ci-idad,  en  19  dias  del  mes  de 
setiembre  del  año  pasado  de  f*ñl  años  hizo  ordenanza 
cerca  del  distrito,  y  que  habían  de  iei:>cr  Jas  dichas  estancias 
de  ganado  mayor  y  menor  que  se  habían  ".;ir><\  y  en  adelante 
se  diesen  en  esta  Nueva-España,  por  la  que  ordenó  y 
mandó,  que  desde  una  estancia  de  ganado  uiavor  tuviese 
tres  mil  pasos  de  marca  de  á  cinco  tercias  de  vara  cíida  paso 


del  asiento  y  casa  de  la  tal  estancia,  al  asiento  y  casa  de  la 
otra,  y  en  las  estancias  de  ganado  menor  dos  mil  de  los 
dichos  pasos  ;  é  si  acaeciese  estar  alguna  estancia  sola,  que 
no  tuviese  por  todas  partes  estancias  con  quien  lindar,  y 
cerca  de  ellas  se  pidiesen  tierras  para  labor,  se  guardase  a 
las  tales  estancias  y  los  dichos  dos  mil  pasos  á  la  de  menor, 
y  tres  mil  á  la  de  mayor,  desde  las  casas  y  asientos  como 
si  se  hubieran  de  dar  ó  proveer  á  dichas  estancias.  E  des- 
pués en  25  dias  del  mes  de  enero  del  año  de  1574,  por  mí 
se  hizo  otra  Ordenanza  en  la  dicha  razón,  declarando  que 
las  dichas  estancias  se  entendiesen  habían  de  tener  cada 
una  y  pcrtenecerle  desde  las  casas,  á  la  de  ganado  mayor 
mil  quinientos  de  los  dichos  patos,  y  á  la  de  menor  mil  á 
todas  partes  de  las  casas  y  asientos,  y  en  el  distrito  fué  lo 
mismo  que  estaba  proveído  por  el  dicho  virey  con  que 
guardados  los  dichos  pasos  treinta  (1),  sin  perjuicio  que  se 
pudiese  proveer  y  hacer  merced  de  ello;  y  aunque  por  la 
dicha  Ordenanza,  por  mí  esta  quedó  claro  y  entendido  re- 
novar la  Ordenanza  del  dicho  muy  ilustre  viso-rey  en 
cuanto  se  mandaba  por  ella,  que  á  las  estancias  que  estu- 
viesen solas  se  les  guardase  tres  mil  pasos  á  la  de  mayor, 
y  dos  mil  á  la  de  menor,  sin  que  dentro  de  ellas  poderse 
hacer  merced  de  tierras  para  labor,  pues  mandé  que  guar- 
dando la  de  mayor  mil  y  quinientos  pasos,  y  á  la  de  menor 
mil,  en  lo  demás  pudiese  proveer  y  hacer  merced  algu- 
nas personas.  Han  puesto  duda  en  la  dicha  declaración,  y 
trata  de  pleito  sobre  ella,  atento  á  lo  que  para  lo  remediar, 
no  embargante  que  como  dicho  es,  está  declarado,  para 
que  en  nada  se  pueda  haber  la  dicha  duda  y  hacer  los  dichos 
pleitos  si  es  necesario,  declaro  que  las  estancias  que  es- 
tuvieren proveídas  ó  se  proveyesen  de  aquí  adelante,  les 
pertenece  y  ha  pertenecer  á  la  de  ganado  mayor  mil  y 
quinientos  de  los  dichos  pasos  á  todas  pai  tes  desde  la  casa 
y  asientos  de  tal  estancia,  y  á  la  de  menor  mil,  dentro  de 
los  cuales  no  se  pueda  proveer  y  hacer  merced  de  las  dichas 
tierras  y  estancias,  y  valgan  las  que  estuvieren  proveídas. 
En  el  dicho  dia  25  de  enero  de  1574  que  hizo  la  dicha  Or- 
denanza con  que  si  se  proveyesen  estancias  en  el  asentar, 
se  haya  de  guardar  desde  las  casas  de  la  una  estancia  à  la 
otra  tres  mil,  é  los  dichos  pasos  siendo  de  ganado  mayor, 
y  dos  mil  siendo  menor,  con  que  el  pasto  ha  de  ser  con 
merced,  conforme  á  lo  que  S.  M.  tiene  proveído  y  mandado, 
y  esto  se  guarde  y  cumpla,  sin  embargo  de  otro  cualquier 
que  esté  proveído  sobre  el  caso,  lo  cual  en  cuanto  es  con- 
trario á  esto  lo  suspendo  y  revoco,  y  mando  no  se  use  de 
ello.  Fecho  en  Méjico,  á  18  dias  del  mes  de  junio  de  1580 
años.  —  D.  Martin  Enriquez.  —  Por  mandado  de  S.  E.  — 
Juan  de  Cueva. 
Es  copia.  Méjico,  30  de  abril  de  1 842.  —  Cubas. 

PROVIDENCIA  CONFIRMATORIA  DE    LA    ORDENANZA  DEL. 
SR.  ENRIQUEZ  DEL  AÑO  DE  1580. 

D.  Alonso  Manriquez,  etc.  —  Hago  saber  á  vos,  alcalde 
mayor  del  pueblo  de  Querétaro,  que  por  parte  d^  D.  Lope 
de  Soria  y  de  Monzo  de  Estrada,  me  ha  sido  hecha  relación 
que  ellos  tienen  abajo  del  puerto  que  llaman  de  Maya,  en 
eJ  valle  de  S.  Juan,  dos  sitios  de  ganado  mayor  que  el  uno 
vende  á  Fuente  de  Cuervo,  y  el  otro  abajo  del  dicho  puerto, 
y  que  los  herederos  de  Alonso  Larios  tienen  otro  sitio  que 
llaman  del  Mexquite.  Para  el  que  recogen  el  ganado  para 
dar  el  rodeo  desde  los  dichos  dos  sitios  suyos  en  su  per- 
|uicio,  y  que  para  que  esto  cese,  conviene  y  es  necesario 

(1)  Aquí  parece  que  se  puso  por  error  treinta  pasos  en  lugar  do  ira 
mil  que  debe  haber  de  la  casa  y  asiemo  de  un  suio  de  ganado  nmyor  á  la 
casa  y  asiento  de  otro  sitio  contiguo,  también  de  ganado  mayor. 
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se  notifique  á  los  dichos  herederos  y  á  sus  gentes  y  criados 
con  graves  penas,  cuando  recojan  ganado  ninguno  fuera 
del  término  de  los  tres  mil  pasos  de  su  estancia  mayor, 
será  recogerlo  dentro  de  los  sitios  que  á  ellos  pertenece  ; 
porque  con  esto  cesarán  los  fraudes  y  otros  inconvenientes 
que  de  ellos  se  siguen,  y  las  pendencias  que  se  sucedían 
en  los  criaderos  de  las  unas  estancias  y  las  otras,  y  me  pi- 
dieron así  lo  mandase  proveer,  é  porque  como  sabéis  por 
el  limo,  virey  D.  Martin  Enriquez,  se  hizo  Ordenanza,  y 
por  la  que  declaró  los  límites  y  pasos  que  á  cada  estancia 
de  ganado  mayor  y  menor  pertenecería,  su  tenor  de  la  que 
es  eJ  que  sigue  á  que  la  Ordenanza  usa  en  18  de  junio  de 
1580  años. 
Es  copia.  Méjico,  30  de  abril  de  1842.  —  Cubas. 


chos  mil  pasos  desde  la  casa  de  asiento,  se  les  guarden 
otros  mil,  dentro  de  los  cuales  no  se  ha  de  hacer  merced 
de  tierras  ninguna  para  labor,  sino  que  quede  libre  para 
pastos  de  los  dichos  ganados,  con  que  las  mercedes  que 
hasta  hoy  estuvieren  hechas,  no  se  haga  en  ellas  novedad, 
quedando  en  el  estado  que  al  presente  están,  lo  cual  se 
guarde  y  cumpla  de  aquí  adelante,  como  dicho  es,  y  los 
justicias  de  S.  M.  lo  hagan  así  guardar  y  cumplir,  y  que 
no  se  vaya  contra  ello,  lo  cual  se  pregone  públicamente 
en  la  plaza  pública  de  esta  ciudad,  para  que  venga  á  noti- 
cia de  todos.  Fecha  en  Méjico,  á  10  de  junio  de  1589  años. 
—  El  marqués.  —  Por  mandado  de  S.  E.  —  Juan  de  Cueva, 
escribano  de  cámara.  —  Sacado  del  libro  de  gobierno  y 
corregido,  —  Luis  de  Tovar  Godines. 


CAPITULO  XV. 

De  las  medidas  agrarias,  según  laOrdenanza  de  1589,  por  el  Exmo. 
Sr,  D.  Alvaro  Manriquez. 

D.  Alvaro  Manriquez,  etc.  Por  cuanto  el  marquésde  Fal- 
ces, siendo  virey  y  gobernador  de  esta  Nueva-España,  en 
19  de  setiembre  del  año  de  1567,  hizo  Ordenanzas  acerca 
del  distrito  que  habían  de  tener  las  estancias  de  ganados 
mayores  ó  menores  que  se  proveían  y  hacían  merced  en 
esta  Nueva-España,  en  la  cual  mandó,  que  del  asiento  de 
una  estancia  de  ganado  mayor  á  otra  hubiese  tres  mil 
pasos  de  marca  de  á  cinco  tercias  cada  paso;  y  de  la  casa 
y  asiento  de  la  estancia  de  ganado  menor  á  otra  estancia, 
hubiese  dos  mil  pasos  de  los  dichos;  y  si  acaeciese  hacer 
merced  de  alguna  estancia  sola,  que  no  hubiese  por  otras 
partes  otras  estancias  con  quienes  lindase,  ó  su  linde,  se 
pidiesen  tierras  de  labor,  atento  á  que  eran  mas  perjudicia- 
les por  quitar  el  pasto  á  los  ganados,  se  les  guardasen  en 
las  dichas  estancias  de  ganado  mayor  los  tres  mil  pasos, 
y  las  de  menor  Jos  dos  mil  desde  las  casas  y  asiento  de 
ellas,  dentro  de  los  cuales  no  se  pudiese  hacer  merced,  ni 
dar  tierra,  después  de  lo  cual  el  virey  D.  Martin  Enriquez 
á  los  18  de  junio  del  año  pasado  de  1580,  declaró  haber 
de  pertenecer  por  distrito  á  cada  estancia  de  ganado  mayor 
mil  quinientos  pasos  á  todas  partes  desde  la  casa  y  asiento 
de  la  tal  eslancia,  y  á  la  de  ganado  menor  mil,  y  que  fuera 
de  este  dislrito  se  pudiese  hacer  merced  de  tierras  para 
labor,  no  embargante  lo  proveído  por  Ordenanza  de  dicho 
marqués  de  Falces,  del  cual  fué  suplicado  por  el  cabildo, 
justicia  y  regimiento  de  esta  ciudad,  y  se  me  ha  pedido 
que  atento  á  que  consta  que  es  mucho  mas  dañoso  cerca 
de  las  estancias,  haciendas  y  laboríos  que  no  otras  estan- 
cias, así  por  quitarse  los  pastos  á  los  ganados,  como  por 
ser  forzoso  hacer  daño,  y  habérselos  de  pagar,  lo  cual  ce- 
saba con  las  estancias  que  estuviesen  á  la  linde  por  ser  los 
pastos  comunes,  mandase  se  guardasen  en  las  mercedes 
que  se  hiciesen  de  tierras  y  labores  la  Ordenanza  hecha 
por  el  dicho  marqués  de  Falces  ;  y  por  mí,,  visto  por  la  pre- 
sente, declaro  las  dichas  Ordenanzas  en  esta  manera:  Que 
la  estancia  de  ganado  mayor  tenga  de  distrito  desde  el 
asiento  y  edificio  de  la  dicha  estancia  y  casa,  mil  quinien- 
tos pasos  de  marca  á  todas  partes,  y  á  la  de  ganado  menor 
mil  por  la  misma  forma,  y  de  aquí  adelante  en  las  estan- 
cias que  estuvieren  solas  y  no  á  linde  de  otras,  desde  cum- 
plimiento los  mil  quinientos  pasos,  á  la  estancia  de  ganado 
mayor,  medidos  desde  la  casa  como  dicho  es;  desde  el 
aliende  de  donde  llegare,  se  guarden  otros  mil  quinientos 
pasos;  y  à  la  estancia  de  ganado  menor,  medidos  los  di- 


CÀPITULO  XVI. 

De  la  práctica  judicial  que  se  observará  en  la  mensura  y  des- 
linde, etc.,  de  las  tierras. 

No  es  este  el  lugar  donde  pudiéramos  tratar  de  la  impor- 
tancia legal  y  diferentes  especies  del  titulo  ó  escrito  autén- 
tico con  que  según  las  leyes  se  acredita  el  derecho  de  la 
propiedad,  ó  en  cuya  virtud  poseemos  alguna  cosa.  Pero 
en  la  consideración  de  que  sin  él,  ni  la  posesión  ni  la  pro- 
piedad se  pueden  justificar  en  derecho  de  una  manera  sa- 
tisfactoria, ni  tampoco  se  pueden  practicar  bien  los  reco- 
nocimientos, apeo  ó  deslinde  de  los  terrenos  y  mercedes 
de  aguas;  y  por  el  contrario,  solo  con  estos  títulos  á  la 
vista  pueden  practicarse  estas  importantes  y  delicadas  ope- 
raciones, ya  para  evitar  litigios,  ó  ya  para  terminarlos  en 
justicia  y  verdad,  diremos  no  obstante,  que  es  de  tanta 
importancia  que  las  escrituras  ó  títulos  de  propiedad  sean 
perfectamente  entendidos,  cuanto  que  si  por  desgracia  se 
echa  en  ellos  menos  la  forma  en  que  deben  serlo,  como  la 
falta  de  las  firmas  del  juez,  escribano  ó  testigos,  la  de  las 
partes,  el  relató  exacto  de  las  operaciones,  sus  motivos  y 
objetos,  etc.,  el  instrumento  será  vicioso,  producirá  las 
mas  veces  difíciles  y  ruinosos  litigios,  y  no  pocas  resultará 
que  el  título  mismo  es  nulo. 

En  esta  virtud  sigue  á  continuación  un  modelo  para 
extenderlos  debidamente,  adaptado  de  la  antigua  práctica 
forense,  y  suponiendo  en  él  que  la  mensura  ó  deslinde  de 
terrenos  se  ha  mandado  verificar  por  mandato  ó  sentencia 
de  algún  tribunal,  sin  embargo  de  que  también  podrá  ve- 
rificarse á  pedimento  de  una  sola  parte,  ó  por  convenio 
amistoso  y  extrajudicial  de  dos  ó  mas  al  efecto.  Igualmente 
ponemos  al  pié  algunos  modelos,  los  que  para  la  misma 
diligencia  se  acostumbraban  antes  de  nuestra  independen- 
cia, ó  las  variaciones  que  entonces  tenían,  porque  así  son 
sin  duda  todos  ó  los  mas  que  se  puedan  presentar  en 
nuestra  república,  y  porque  siendo  ellos  los  instrumentos 
originales  ó  primitivos  que  contienen  la  concesión  y  época 
de  algún  derecho  que  nos  pertenece,  á  diferencia  de  las 
demás  especies  de  títulos  que  suponen  el  primero,  y  no 
son  mas  que  sus  consecuencias,  es  indispensable  consultar- 
los de  preferencia  para  hallar,  aclarar  y  obsequiar  la  jus- 
ticia y  acciones  que  se  ventilen  ó  quieran  reconocerse 
entre  los  propietarios,  arrendatarios  ó  usufructuarios  de 
tierras  y  aguas  en  los  casos  mas  frecuentes. 

Mas  volviendo  á  ocuparnos  de  la  manera  conque  hoy 
deben  practicarse  estas  diligencias,  y  sin  dar  modelo  para 
la  resolución  ó  sentencia  en  que  se  mande  verificar  la  men- 
sura ó  deslinde,  tanto  porque  varían  en  cada  caso  partí- 
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cular,  según  sus  circunstancias  peculiares,  como  porque 
esto  corresponde  á  ios  jueces  de  primera  instancia  y  mas 
aun  á  los  tribunales  superiores,  comenzaremos  por  el  aulo 
en  que  se  manda  ya  practicar  la  operación,  para  lo  que 
puede  servir  el  siguiente  primer  modelo. 

Auto  para  preparar  la  mensura  ó  deslinde  (1). 

Méjico,  en  tal  parte,  á  tantos  de  tal  mes  y  tal  año.  — 
Visto  el  auto,  ó  la  sentencia,  dictado  ó  dictada,  á  tantos 
de  tal  mes  y  año,  por  el  cual  el  juez  ó  tal  sala  de  tal  tri- 
bunal, mandó  se  practicara  tal  operación,  cúmplase  y 
ejecútese  lo  que  en  él  se  previene,  procediéndose  á  las 
consiguientes  medidas  y  diligencias,  para  lo  que  las  partes 
prssenlarán  los  títulos  y  demás  papeles  conducentes,  con 
cuya  vista  y  citación  de  los  colindantes  se  procederá  á  la 
información  de  identidad  {si  fuere  necesaria)  y  á  la  vista 
de  ojos  de  dichas  tierras,  así  como  á  su  deslinde  ó  men- 
sura (según  de  lo  que  se  tratare).  Así  el  señor  juez  de  tal 
parte  lo  proveyó  y  mandó  por  ante  mí  el  escribano,  de 
que  doy  fe,  ó  bien,  según  fuere  preciso.  Así  yo  el  juez  de 
tal  parte  lo  resolví  y  determiné  por  ante  los  testigos  de 
asistencia,  con  quienes  actúo  por  falta  de  escribano. 

Notificación. 

Y  luego  incontinenti  :  Yo  el  escribano  notifiqué  el  ante- 
rior auto  á  Fulano  de  tal  en  su  persona  que  conozco,  y 
habiéndolo  oído  y  entendido,  dijo  :  que  en  su  conformidad 
exhibe  los  títulos  y  papeles  de  la  hacienda  ó  tierras  que 
tiene  y  posee  en  esta  jurisdicción  y  tierras  que  le  pertene- 
cen, para  que  conforme  á  ellos  y  sus  mercedes,  se  proceda 
alas  medidas  de  las  tierras  que  en  ellos  se  declara,  y  esto 
dio  por  su  respuesta,  y  lo  firmó,  ó  no  firmó  porque  dijo 
no  saber,  de  que  doy  fe.  —  Fulano,  escribano. 

Nota.  —  Antes  de  proceder  á  la  información  de  identi- 
dad, se  pasará  á  citar  á  los  circunvecinos, y  si  hubiere  pue- 
blos inmediatos,  á  los  gobernadores  ó  alcaldes  de  ellos, 
mediante  el  intérprete  del  lugar,  siempre  que  se  trate  de 
bienes  que  pertenezcan  ala  comunidad;  y  fecho, proveerá 
este  auto,  si  necesario  fuere. 

Auto  mandando  recibir  información   de"  identidad  y  practicar 
vista  de  ojos. 

Méjico,  etc.  (2)  —  Visto  lo  mandado  por  el  auto,  ó  de- 
creto, que  va  por  principio  de  estas  diligencias,  y  habiendo 
visto  los  papeles,  mercedes  é  instrumentos  presentados 
por  Fulano  de  tal,  en  virtud  de  la  notificación  que  se  le 
hizo,  por  los  cuales  consta  el  que  dicha  su  hacienda  ó  ran- 
cho, se  compone  de  tantos  sitios  ó  caballerías  de  tierra, 
debajo  de  los  términos  y  linderos  que  en  ellos  se  expresan, 
para  proceder  á  las  medidas  que  esta  parte  pide,  ó  están 


(i  )  En  tal  parte,á  tantos  de  tal  mes, ante  el  capitanD.  Fulano,  alcalde,  etc., 
pareció  Fulano,  receptor  de  la  real  audiencia  y  cancillería  de  Méjico,  ó 
Fulano,  vecino  de  tal  parte,  y  presentó  una  real  provision  de  esta  y  las 
fojas  antecedentes,  y  pidió  su  cumplimiento.  Y  por  su  merced  vista,  la 
hubo  por  presentada,  y  puesto  en  pié  destocado,  la  tomó  to  sus  manos, 
besó  y  puso  sobre  su  cabeza  con  el  acatamiento  y  revereivia  debida,  y 
mandó  se  guarde,  cumpla  y  ejecute,  y  en  su  conformidad  se  proceda  á  las 
diligencias  y  medidas  que  en  ellas  se  refieren,  y  para  ello  esta  parte 
presente  los  títulos  y  papeles  y  mercedes  que  tuviere,  para  qi*consu 
■vista  y  citación  delodos  sus  vecinos,  se  proceda  á  la  información  de  iden- 
tidad que  fuere  necesaria  y  vista  de  ojos  de  dichas  tierras,  y  á  las  usniás 
diligencias  qne  fueren  necesarias,  a  que  está  dispuesto  su  merced  á  asi¿Uí 
personalmente;  y  así  lo  proveyó,  mandó  y  firmó. 

(2;  Antiguamente  esta  diligencia  se  proveía  por  solo  el  escribano  re- 
ceptor, y  se  encabezaba  por  lo  regular  así  :  .<  En  tal  parle,  á  tantos  de  tal 
mes  y  tal  año,  yo  Fulano  de  tal,  escribano  receptor,  en  conformidad  de 
lo  mandado  por  la  real  provision  que  va  por  principio,  etc.  «  —  El  mismo 
escribano  recibíala  información  de  identidad. 


mandadas  ejecutar,  recíbase  información  de  identidad,  y 
los  testigos  que  se  examinaren  se  entienda  ser  los  mas  an- 
cianos y  que  tuvieren  conocimiento  de  dichas  tierras,  sus 
términos  ó  linderos;  y  fecho,  hágase  vista  de  ojos  de  ellas, 
acompañándome  para  dicho  efecto  los  testigos  que  hubie- 
ren depuesto,  para  que  me  señalen  las  dichas  tierras,  sus 
parajes,  términos  ¡y  linderos,  y  proveer  para  dichas  me- 
didas lo  que  convenga.  Así,  etc.  {Lo  mismo  que  en  el  anterior 
modelo.) 

Información  de  identidad. 

Y  luego  incontinenti  :  Dicho  día,  para  proceder  á  la  in- 
formación de  identidad  que  está  mandada  recibir,  compa- 
reció ante  el  señor  juez  un  hombre  que  dijo  llamarse  Fu- 
lano, y  ser  vecino  de  esta  jurisdicción,  de  tal  ocupación, 
soltero  ó  casado,  del  cual  recibí  juramento,  que  hizo  por 
Dios  nuestro  Señor  y  la  Santa  Cruz  en  forma,  bajo  del  cual 
ofreció  decir  verdad  ;  y  siendo  preguntado  (por  medio  de 
intérprete  si  fuere  necesario)  por  el  conocimiento  de  las 
tierras,  parajes,  términos  y  linderos  pertenecientes  á  la 
hacienda  ó  rancho  de  dicho  Fulano,  dijo  :  que  ha  tantos 
años  es  vecino  originario  de  esta  jurisdicción,  y  tiene  par- 
ticular conocimiento  délos  terreno?  de  que  se  trata,  y  por 
lo  mismo  sabe  que  las  tierras  pertenecientes  á  la  hacienda 
ó  rancho  de  Fulano,  son  en  tal  paraje  y  tienen  por  linde- 
ros tal  y  tal  señal,  las  cuales  ha  visto  y  reconocido  muchas 
y  diversas  veces,  y  sabe  que  son  y  pertenecen  á  dicha  ha- 
cienda ó  rancho,  y  que  los  causantes  del  dicho  Fulano  y  el 
susodicho,  y  cada  uno  en  su  tiempo,  las  han  estado  po- 
seyendo, labrando  y  cultivando,  ó  pastando  en  ellas  sus 
ganados  mayores  ó  menores;  y  que  para  prueba  ó  asenta- 
miento de  lo  que  tiene  dicho,  está  presto  ir  á  dichas  tier- 
ras con  el  presente  señor  juez,  y  señalarle  los  parajes,  tér- 
minos y  linderos  donde  llegan,  y  que  esto  que  lleva  dicho 
es  la  verdad  por  el  juramento  que  fecho  tiene,  en  que  se 
afirmó  y  ratificó  :  declaró  ser  de  edad  de  tantos  años,  y 
que  las  generales  de  la  ley  no  le  tocan,  y  lo  firmó,  ó  no 
firmó  porque  dijo  no  saber,  ante  mí,  de  que  doy  fe.  — 
(Si  el  testigo  fuere  indio,  ha  de  firmar  también  el  in- 
térprete.) 

Nota.  —  En  esta  forma  se  examinará  el  número  de  tes- 
tigos que  se  creyere  bastante  á  aclarar  suficientemente 
dicha  identidad;  y  conclusa  la  información,  se  pasará  con 
los  testigos, partes  interesadas  y  circunvecinos  que  se  halla- 
ren en  la  vista  de  ojos,  como  está  mandado,  la  cual  se 
asentará  en  la  forma  que  adelante  se  expresa. 

VISTA  DE  OJOS. 

Llámase  en  el  foro  vista  de  ojos  ó  inspección  ocular, 
el  examen  ó  reconocimiento  que  hace  el  juez  por  sí  mismo 
de  la  cosa  litigiosa  para  juzgar  con  mas  acierto.  Suele  ha- 
cerse en  los  pleitos  sobre  términos  de  pueblos  y  heredades, 
edificios  ruinosos,  y  otros  en  que  las  partes  la  piden  ó  el 
juez  la  manda  hacer  de,.oficio  para  mejor  proveer;  bajo  el 
concepto  de  que  este  género  de  prueba  se  admite  en  cual- 
quier estado  de  la  causa,  aunque  sea  despues  de  la  conclu- 
sion (I).  Cuando  la  cosa  sobre  que  ha  de  caer  la  inspección 
pide  conocimientos  facultativos,  el  juez  necesita  acompa- 
ñarse de  peritos  nombrados  por  las  partes,  ó  por  él  mismo, 
si  las  partes  no  le  hicieren  :  hace  que  se  notifique  el  nom- 
bramiento, los  cita  para  que  acepten  el  encargo  y  juren 

(I)  Se  entiende,  que  después  de  haber  alegado  les  partes  ó  concluido 
parala  sentencia,  lo  que  no  es  lo  mismo  que  después  de  finado  el  juicio, 
como  saben  los  juristas 
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cumplirle  fielmente;  les  señala  dia  y  hora  para  hacer  el 
reconocimiento;  manda  dar  aviso  á  las  partes  para  que 
asistan  á  el  si  quieren;  y  luego  procede  al  acto,  asistido 
siempre  de!  escribano  y  los  peritos  que  examinan  el  asunto 
litigioso  y  extienden  sus  decoraciones,  las  cuales  se  entre- 
gan al  juez  si  hubiere  discordancia  entre  ellas. 

Cuando  el  asunto  no  exige  conocimientos  facultativos,  el 
juez  nombra  testigos,  y  á  su  presencia  procede  á  practicar 
e!  reconocimiento  con  citación  de  las  partes.  Ejecutado 
esto  en  uno  ó  en  otro  caso  con  las  indicadas  formalidades, 
el  escribano  lo  pone  por  diligencia, y  autorizado  el  acto  pol- 
los que  han  intervenido  en  él,  se  une  á  los  autos,  y  forma 
«na  prueba  muy  apreciable. 

Práctica  judicial  de  la  vista  de  ojos,  y  forma  de  extender  la  dili- 
gencia de  este  acto. 

Estando  en  el  campo,  en  el  paraje  que  se  llama  tal, 
término  de  tal  pueblo  ó  ciudad,  en  tantos  de  tal  mes  y  tal 
año,  yo,  el  juez  N.,  con  los  testigos  examinados  por  mí  en 
la  información  antecedente,  y  presentes  el  dicho  Fulano, 
dueño  de  las  tierras,  y  Fulano  y  Sutano,  sus  circunvecinos, 
procedí  á  ver  y  reconocer  la  tierra  de  dicha  hacienda  ó  ran- 
cho, con  objeto  de  averiguar,  etc.  {Aquí  deberán  expresar- 
se con  mucha  exactitud  y  claridad  el  objeto  de  la  diligen- 
cia y  los  hechos  sobre  que  esta  se  verse.)  Y  puesto  á  caballo 
en  compañía  de  todas  las  partesy  testigos  referidos,  mandé 
á  estos  me  señalasen  los  parajes,  términos  y  linderos  de 
ellos,  según  las  señales  que  han  declarado  en  sus  deposi- 
ciones, y  en  su  conformidad  guiasen  á  la  parte  del  Norte 
hasta  un  cerro,  árbol  ó  paraje  que  llaman  tal  cosa,  donde 
me  demostraron  tal  y  tal  señal,  y  desde  allí  se  prosiguió 
el  reconocimiento  y  vista  de  ojos  de  dichas  tierras  por  el 
Oriente,  caminando  por  tal  parle  hasta  llegar  por  otro  pa- 
raje que  otros  testigos  dijeron  nombrarse  tal  cosa,  y  ser 
término  y  lindero  de  otras  tierras;  y  desde  dicho  paraje  se 
prosiguió  dicha  vista  de  ojos,  caminando  hasta  la  parte  del 
Sur,  hasta  llegar  á  una  barranca  pequeña,  peñasco  ó  ar- 
boleda, ó  lo  que  fuere,  que  dichos  testigos  dijeron  tener  por 
nombre  tal  cosa  y  ser  asimismo  lindero  de  dichas  tierras, 
desde  donde  se  prosiguió  caminando  á  la  parte  del  Poniente, 
hasta  llegar  á  un  arroyo,  rio  ó  pueblo,  ó  lo  que  fuere,  que 
dichos  testigos  dijeron  ser  el  último  de  las  tierras  perte- 
necientes á  la  hacienda  ó  rancho  del  dicho  Fulano,  cuyos 
parajes,  yo  el  juez,  con  mi  escribano  ó  testigos  de  asistencia, 
vi  y  reconocí,  llevando  conmigo  los  títulos,  papelesy  mer- 
cedes presentadas;  y  cotejando  dicho  reconocimiento  con 
ellas,  hallé  por  cierta  la  identificación  de  dichas  tierras, 
según  y  como  lo  declaran  dichos  testigos.  Y  para  que  cons- 
te, lo  pongo  por  diligencia,  y  lo  firmé  con  todos  los  que 
de  los  susodichos  supieron  firmar,  de  que  doy  fe,  siendo 
testigos  (poner  tres)  y  firmaron  todos  los  que  supieron  y 
el  señor  juez. 

Siendo  el  objeto  de  esta  diligencia  fijar  algún,  hecho  du- 
doso, nunca  se  recomendará  bastante  la  escrupulosidad 
mas  rigorosa  en  observar  bien  los  hechos  y  en  describirlos 
con  toda  claridad  y  exactitud. 

Objeto  y  ün  del  nombramiento  de  medidores  ó  peritos,  y  forma 
de  esta  diligencia. 

Llámanse  peritos,  los  prácticos  ó  versados  en  alguna 
ciemia,  arte  ú  oficio.  Cuando  para  la  decisión  de  un 
asunto  litigioso  senecesitan  conocimientos  facultativos,  han 
de  nombrar  las  partes  dos  peritos  que  hagan  el  examen  ó 
reconocimiento,  y  rindan  su  declaración  en  caso  que  los' 
haya  en  el  pueblo,  y  si  alguna  no  quisiere  nombrar  por  sí, 


Je  nombra  el  juez  de  oficio  por  su  rebeldía  ;  pero  si  no  hay 
mas  que  uno,  será  suficiente  y  se  deberá  estar  à  su  aser- 
ción, excepto  en  las  cosas  arduas  y  de  entidad,  en  las  cuales 
se  deben  buscar  dos,  á  no  ser  que  las  partes  se  conformen 
en  uno.  Hecho  y  notificado  el  nombramiento,  se  les  recibe 
juramento  por  el  juez  ó  escribano,  con  citación  de  partís, 
de  que  desempeñarán  su  encargo  con  fidelidad  y  exactitud, 
y  dirán  la  verdad  como  la  conciban,  según  su  inteligencia, 
sin  causar  agravio  á  ninguna  de  los  interesados.  Luego 
proceden  ala  vista  ocular,  examen  ó  reconocimiento  de  la 
cosa  litigiosa,  los  dos  juntos  á  cada  uno  por  separado  á  pre- 
sencia del  escribano  y  del  juez,  si  fuere  conducente,  y 
siempre  con  citación  de  las  partes  por  si  quisieren  asistir 
como  pueden  hacerlo  ;  y  para  que  depongan  con  justifica- 
ción y  pleno  conocimiento,  se  les  han  de  poner  de  mani- 
fiesto", siendo  preciso  no  solo  los  autos,  sino  también  los 
documentos  producidos  en  ellos.  Practicado  el  reconoci- 
miento, hacen  sus  declaraciones  ante  el  escribano  que  las 
extiende  en  los  autos,  ó  bien  se  las  presentan  por  escrito, 
y  en  ambos  casos  se  pasan  al  juez  para  que  las  apruebe,  ¿i 
los  peritos  no  se  convinieren,- se  nombrará  un  tercero  en 
discordia  por  las  mismas  partes,  ó  bien  por  el  juez,  en  caso 
de  que  sobre  este  punto  hubiere  desavenencia  entre  ellas, 
y  se  les  exhibirán  las  declaraciones  de  los  primeros,  á  fin 
de  que  en  vista  de  todos  se  conforme  con  la  que  sea  mas 
arreglada. 

Los  peritos  han  de  tener  conocimiento  en  la  materia, 
probidad,  buena  opinion  y  las  demás  circunstancias  que  se 
exigen  para  testigo  mayor  de  toda  excepción.  Los  peritos 
pueden  ser  obligados  á  aceptar  el  encargo  cuando  son  pú- 
blicos y  no  tienen  impedimiento  ni  excusa  legítima;  pero 
si  fueren  elegidos  por  las  partes,  solo  podrán  ser  compeli- 
dos  en  el  caso  de  que  no  haya  eu  el  pueblo  otros  igual- 
mente idóneos  é  imparciales;  mas  de  todos  modos  después 
de  aceptado  el  encargo,  no  puedeu  prescindir  de  su  de- 
sempeño. 

Los  peritos  nombrados  por  el  juez,  pueden  ser  recusados 
bajo  el  mero  juramento  de  que  se  les  tiene  por  sospechosos, 
protestando  no  proceder  en  ello  maliciosamente  ni  con  in- 
tención de  injuriarlos,  excepto  en  el  caso  en  que  el  juez 
los  nombre  por  contumacia  ó  rebeldía  de  los  interesados, 
pues  entonces  se  necesita  alegar  causa  para  recusarlos. 
Los  peritos  nombrados  de  común  acuerdo  por  las  mismas 
partes,  no  podrán  ser  recusados  por  ellas,  porque  en  el 
hecho  de  haberlos  elegido,  es  visto  que  aprobaron  su  ido- 
neidad, á  menos  que  sobrevenga  después  del  nombra- 
miento, ó  de  nuevo  se  sepa  y  prueben  alguna  justa 
causa  de  recusación.  Lo  mismo  sucederá  si  cada  uno  de  los 
interesados,  nombrare  su  perito,  el  cual  no  puede  ser 
recusado  por  la  otra  pai  te,  por  cuanto  debe  haber  igual- 
dad entre  ellos,  y  les  queda  el  medio  de  recurrir  á  un 
tercero  en  discordia.  El  tercero  en  discordia  puede  ser  re- 
cusado, con  tal  que  se  alegue  justa  causa  posterior  ó  an- 
terior al  nombramiento,  probándose  que  la  ignoraba  el 
recusante. 

Cuando  los  primeros  peritos  y  el  tercero  en  discordia  han 
sido  nombrados  únicamente  por  los  interesados,  habrá  de 
conformarse  el  tercero  con  el  parecer  de  uno  de  los  otros, 
sin  dar  dictamen  separado  ;  porque  habiendo  unanimidad 
en  el  nombramiento,  se  infiere  que  los  interesados  eligieron 
al  tercero  para  decidir  como  arbilrador  sobre  el  parecer  dis- 
corde de  los  demás  ;  pero  si  fuere  nombrado  por  el  juez, 
podrá  disentir  del  dictamen  de  los  primeros,  dando  el  suyo 
separadamente. 

Siendo  muchos  los  peritos,  y  estando  discordes,  se  ha  de 
distinguir  de  casos  para  saber  á  quiénes  deberá  darse  eré- 
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dito.  Cuando  son  desiguales  en  número  é  ¡gimiesen  aptitud, 
se  ha  de  seguir  el  parecer  del  mayor  número.  Cuando  hay 
mayor  pericia  en  unos  que  en  otros,  y  discrepan  en  igual 
número,  debe  preferirse  el  voto  de  los  mas  inteligentes. 
Cuando  hay  igualdad  así  en  el  número  de  los  discrepantes 
como  en  la  pericia,  se  debe  seguir  el  dictamen  de  los  que 
favorecen  á  los  que  en  juicio  hacen  la  parte  de  reo.  Si  fue- 
ren varios  los  peritos  que  contradicen  á  uno  solo,  aunque 
este  tenga  mas  pericia,  ha  de  creerse  á  aquellos.  Final- 
mente, cuando  uno  es  mas  anciano  y  práctico  que  el  otro, 
debe  seguirse  el  dictamen  del  primero.  No  pueden  los  pe- 
ritos delegará  olro  su  comisión,  porque  habiendo  sido  ele- 
gidos por  sus  calidades  personales,  y  jurando  que  de- 
sempeñarán su  cargo  según  su  leal  saber,  es  claro 
que  ellos,  y  no  otra  persona,  son  los  que  deben  ejecu- 
tarlo. 

Auto  para  nombrar  medidores. 

México,  etc.  (1).  —  Vistas  las  diligencias  practicadas  ó 
el  auto  ó  decreto  recibidos,  etc.,  procédase  á  practicar  las 
medidas  deque  se  trata,  á  cuyo  efecto  notifíquese  al  dicho 
Fulano  (y  si  hubiere  otras  partes  interesadas,  decirlo),  nom- 
bren medidores  que  sean  inteligentes  en  materia  de  me- 
dida, y  los  que  así  nombraren,  parezcan,  acepten  y  juren. 
Así  lo  mando,  etc. 

Notificación. 

El  mismo  dia,  mes  y  año,  arriba  citado,  yo  el  escribano, 
leí  y  notifiqué  el  auto  anterior  á  Fulano  de  tal,  que  co- 
nozco ;  y  habiéndolo  oido  y  entendido,  dijo  :  lo  oye.  y  que 
nombra  por  su  parte  por  medidor  para  estas  medidas  á 
Fulano,  vecino  de  tal  parte,  persona  inteligente  y  de  su 
confianza,  á  quien  se  le  notifique  parezca,  acepte  y  jure, 
y  se  proceda  á  dichas  medidas  como  está  mandado  :  esto 
dio  por  su  respuesta,  y  lo  firmo  ó  no  firmó  por  haber  dicho 
que  no  sabe  escribir  :  de  ello  doy  fe. 

Nota.  —  En  esta  forma  se  harán  las  demás  notificaciones 
á  los  interesados  si  los  hubiere,  y  si  nombraren  otros  me- 
didores, se  expresarán  sus  nombres,  y  se  procederá  á  la 
aceptación  y  juramento  siguiente  : 

Aceptación  y  juramento. 

En  tal  parte,  á  tantos  de  tal  mes  y  año,  ante  mí  el  pre- 
sente juez,  ó  ante  el  señor  juez,  se  leyó  y  notificó  el  auto 
anterior  y  nombramiento  de  medidores  á  Fulano  y  Butano, 
vecinos  de  tal  parte,  en  sus  personas  que  conozco;  y  ha- 
biéndolo oido  y  entendido,  dijeron  que  aceptan  dicho  cargo 
de  tales  medidores,  y  juraron  á  Dios  N.  S.  en  forma  de 
derecho*  de  que  usarán  bien  y  fielmente  dicho  cargo  á  todo 
su  leal  saber  y  entender,  y  que  harán  dichas  medidas  fiel 
y  legalmente  como  es  de  su  obligación,  sin  dolo,  fraude, 
ni  engaño  contra  ninguna  de  Jas  partes:  esto  dijeron  por  su 
respuesta,  y  lo  firmaron  :  de  que  doy  fe. 

Auto  en  que  se  asignará  dia  para  las  medidas. 

Méjico,  etc.  —  Vista  la  aceptación  y  juramento  herh? 
por  Fulano  y  Sutano,  medidores  nombrados  para  dic'  ,A! 
medidas,  para  proceder  á  ellas  se  Feiíala  el  dia  lunes,  mar- 
tes o  el  que  fuere,  tantos  del  corriente,  á  las  seis  de  la  ma- 

(<)  Estas  diligencias,  así  como  las  de  aceptación,  juramento  y  designa- 
ción de  dia,  se  practicaban  antes  por  el  escí  ibano  receptor. 


ñaña,  lo  cual  se  haga  saber  á  las  partes  y  medidores,  asi 
como  á  los  colindantes  ó  circunvecinos.  Así,  etc. 

Nota.  —  Este  auto  se  hará  saber  á  las  partes  interesa- 
das, medidores  y  demás  circunvecinos,  asentando  la  noti- 
ficación y  citaciones  como  va  prevenido  ;  después  de  lo 
que.  el  dia  señalado  se  procederá  á  la  diligencia  de 
medida. 

Medida  del  cordel. 

En  tal  parte,  á  tantos  de  tal  mes  y  año.  estando  en  las 
tierras  de  la  hacienda  ó  rancho  perteneciente  á  D.  Fulano 
de  tal,  el  juez  N.,  el  susodicho  y  demás  partes  interesadas 
y  circunvecinos  á  dichas  tierras  (los  que  se  expresarán 
cada  uno  por  su  nombre),  hice  parecer  ante  mí  á  Fulano 
y  Fulano,  medidores  nombrados,  á  los  cuales  mandé  en- 
cerar un  cordel  de  hilo  ó  mecate  que  llaman  jeniquén,  y 
midan  cincuenta  varas  con  vara  de  medir  de  cuatro  palmos 
castellanos  (1);  y  con  efecto,  los  susodichos  en  mi  pre- 
sencia midieron  un  cordel  torcido  y  encerado  y  bien  tirado, 
con  una  vara  mejicana,  sellada  en  toda  forma,  hasta  el 
número  de  cincuenta  varas,  la  cual  medida  se  hizo 
fiel  y  legalmente  á  vista,  ciencia  y  paciencia  de  todos 
los  interesados  y  circunvecinos,  en  cuya  atención  mundo 
se  ponga  por  diligencia  y  se  proceda  á  dichas  medidas 
como  está  mandado  ;  y  para  que  conste  así  lo  certifico,  y 
lo  firmé,  siendo  testigos  (se  deben  poner  tres)  y  otras 
muchas  personas  que  se  hallaron  presentes.  —  Siguen  las 
firmas. 

Medida  de  las  tierra*. 

Estando  en  el  campo  y  tierras  pertenecientes  á  la  ha- 
cienda ó  rancho  de  Fulano,  hoy  lunes,  ó  el  dia  que  fuere, 
tantos  de  tal  mes  y  tal  año,  yo  el  juez  de  estos  autgs,  pre- 
sentes las  partes  interesadas  y  circunvecinas,  mandé  que 
Fulano  y  Sutano,  medidores  nombrados  por  las  partes, 
procediesen  á  la  medida  de  tantos  sitios  y  caballerías  de 
tierra  que  tocan  y  pertenecen  á  la  hacienda  ó  rancho  de 
Fulano,  según  las  medidas  y  títulos  presentados,  en  cuyo 
obedecimiento,  habiendo  vuelto  á  medir  y  reconocer  el 
cordel,  dieron  principio  á  dicha  medida  desde  el  paraje 
que  llaman  tal  cosa,  que  mira  y  está  á  la  parte  del  Oriente, 
mirando  al  Norte,  y  se  llegó  con  cuarenta  varas  cincuenta 
cordeles  hasta  tal  y  tal  cosa,  y  desde  allí  se  prosiguió 
dicha  medida  para  la  derecha  del  Norte  hacia  el  Poniente 
hasta  una  barranca,  ó  cerro,  ó  lo  que  fuere,  en  que  hubo 
tantos  cordeles,  y  desde  dicha  parte  que  mira  a!  Poniente 
corriendo  para  el  Oriente  vertientes  al  Sur,  se  llegó  al 
mismo  paraje  con  tantos  cordeles  (2),  de  manera  que  re- 


ír Este  modo  de  medir  el  cordel  con  el  nue  se  verifican  tas  medidas, 
está  enteramente  arreglado  á  la  piáctica  y  aun  á  las  disposiciones  legales, 
y  es  una  de  las  causas  á  que  deben  atribuirse  los  g¡aves  errores  de  casi 
todas  nuestras  medidas  agrarias.  La  poca  exactitud  déla  vara  que  se 
toma  como  padrón,  y  la  dificultad  de  medir  exactamente  sobre  ella  la 
cuerda,  liact-n  que  esta  resulte  inexacta;  y  como  además,  el  hilo  o  me- 
cate se  contrae  ó  se  dilata  por  el  uso  que  se  hace,  y  el  estado  de  la  tem- 
pera ura,  resulla  generalmente  que  la  medida  es  mala  Para  evitar  este 
inconveniente  gravísimo,  los  agrimensores  verdaderamente  científicos  usan 
de  cadenas  exactamente  medidas  y  Construidas  de  modo  que  su  dimension 
no  se  altere,  í"-3  que,. en  caso  necesario,  podrán  volver  a  medirse  delante 
de  las  partes  j  ;el  juez  por  los  medios  científicos  pi opios  para  ello;  de- 
biendo decirse  4  -s  en  este  y  en  los  demás  particulares  de  la  agrimen- 
sura, entre  tanto  qu^i  no  se  den  leyes  de  acuerdo  coi  los  adelantos  que 
kan  hecho  las  ciencia»  Jactas,  todo  queda  naturalmente  á  la  discreción 
-,-  habilidad  del  perito,  c"»*.  elección  es  por  lo  mismo  de  la  mayor  im- 

1  (2 "cCt*  *-*;la  medida  neces,,»  rescribirse  según  sus  particulares  cir- 
cunstancias, es  imposible  dar  para  ellas  un  modelo  geneial  :  los  peritos 
que  las  verifiquen  son  los  únicos  que  pueden  redactar  este  acto,  y  es  inútil 
recomendarles  la  claridad  y  exactitud,  puesto  que  de  ellas  depende  U 
seguridad  de  las  propiedades. 
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guiadas  por  dichos  medidores,  declararon  estar  el  dicho 
Fulano  enterado  de  las  tierras  que  le  corresponden  á  su 
hacienda,  según  la  merced  ó  título  que  tiene  de  ellas, 
quedando  dicho  sitio  ó  caballerías  en  forma  de  cuadros, 
sin  que  se  perjudicase  á  tercero,  por  lo  cual  mandé  se  le 
apercibiese  al  dicho  Fulano,  que  para  permanencia  y  cla- 
ridad de  los  linderos  que  van  expresados,  hiciese  á  su  costa 
y  mención  unos  mogotes  ó  mojoneras  de  piedra  y  cal,  y 
altura  de  mas  de  vara,  para  que  en  todo  tiempo  conste,  y 
se  observen  y  guarden  por  términos  y  linderos  de  sus 
tierras  por  los  demás  circunvecinos  á  ellas  ;  y  de  haberse 
ejecutado  dichas  medidas  quieta  y  pacíficamente  sin  con- 
tradicción de  persona  alguna,  me  lo  pidió  por  testimonio  ; 
é  yo  el  escribano  receptor  lo  doy  de  haber  pasado  como 
dicho  es,  y  que  dichos  medidores  declararon  haber  hecho 
dichas  medidas  á  todo  su  leal  entender  y  saber,  sin  dolo, 
fraude,  ni  engaño,  en  contra  de  ninguna  persona  ni  de  las 
partes  interesadas,  y  á  mayor  abundamiento,  ratificaron  el 
juramento  que  tienen  hecho,  y  lo  firmaron  conmigo  y  los 
demás  individuos  expresados  que  supieron,  siendo  testigos 
(se  deben  poner  tres  y  decir)  y  otras  muchas  personas  que 
se  hallaron  presentes,  firmando  las  partes  que  saben,  y  el 
juez  y  escribano. 

Nota.  —  En  el  caso  de  que  las  medidas  se  verifiquen  por 
el  mismo  juez  que  las  mandó  practicar,  los  modelos  antes 
presentados  no  necesitan  mas  variación  que  la  que  indique 
esta  circunstancia. 

Y  debe  advertirse,  que  en  cualquier  caso,  todas  estas  di- 
ligencias se  practicarán  hasta  perfeccionar  Las  medidas  :  si 
hubiere  contradictor,  se  asentará  la  que  hiciere,  expre- 
sando con  mucha  exactitud  su  reclamación,  y  continuando 
la  medida,  pues  la  contradicción  no  impide  el  progreso  de 
ella,  respecto  de  no  despojar  al  contradictor  de  lo  que  di- 
jere ser  suyo  :  si  presentare  recaudos,  los  pondrán  con  los 
autos,  mandando  dar  de  ello  traslado  á  la  otra  parte,  y  si 
se  formare  litigio,  se  sustanciará  como  juicio  ordinario. 
Adviértese  asimismo,  que  si  las  medidas  dimanaren  de 
superior  provision,  las  remitirán  con  las  contradicciones  y 
recados  que  presentaren  á  la  superioridad,  notificando  á 
las  partes  ocurran  á  ella  á  deducir  sus  acciones  y  derechos 
como  les  convenga. 


CAPITULO  XVII. 

Juicio  de  apeos. 

Como  está  indicado  en  el  anterior  capítulo,  las  medidas 
que  se  practican  unas  veces  por  sentencia  délos  tribunales, 
pueden  otras  verificarse  por  sola  la  petición  de  las  partes. 
En  la  práctica  todos  los  dias  se  observa  esto,  y  aun  hay 
una  especie  de  medida  solicitada  por  las  parles  que  reco- 
noce su  origen  en  la  ley,  y  sellama  juicio  de  apeo.  Este,  de 
que  se  trata  en  la  ley  17,  tít.  17,lib.  10  de  la  N.,  tiene  lugar 
cuando,  uno  quiere  amojonar  sus  heredades,  por  haber 
confundido  el  tiempo  sus  linderos:  entonces  el  interesado 
acude  al  juez,  para  que  con  presencia  de  los  instrumentos 
que  exhibe,  se  sirva  hacer  el  apeo,  haciéndolo  saber  á  los 
dueños  confinantes  ciertos,  fijando  edictos  para  los  incier- 
tos, que  deberán  ser  de  nueve  en  nueve  dias,  con  diligencia 
del  escribano  de  haber  puesto  uno  y  quitado  otro,  y  li- 
brando requisitoria  para  los  que  se  hallen  en  distinta  juris- 
dicción,encargando  á  todos  nombren  peritos  agrimensores, 
cou  apercibimiento  de  hacerlo  de  oficio;  añadiendo,  que 


para  el  mas  pronto  cumplimiento,  nombra  por  su  parle  á 
F.  :  todo  se  hace  poniendo  en  la  forma  siguiente  una  pre- 
tensión en  solicitud  del  apeo. 

Pretensión.  —  F.  de  Tal,  etc.,  ante  V.  como  mejor  pro- 
ceda digo  :  Que  me  hallo  poseyendo  tales  fincas  que  no  han 
sido  apeadas  desde  el  año....  dando  motivo  con  ellos  mis 
autecesores,  á  que  los  dueños  contiguos  se  hayan  introdu- 
cido en  terrenos  de  ellas,  haciéndome  en  esto  el  mas  con- 
siderable perjuicio,  como  lo  acreditan  los  instrumentos  que 
exhibo  ;  por  lo  que  á  V.  suplico  se  sirva  hacer  apeo  de  las 
mencionadas  heredades,  á  cuyo  efecto  nombro  por  perito 
agrimensor  á  F.,  y  mandar  se  haga  saber  á  ios  dueños 
confinantes  que  puedan  ser  habidos  en  persona,  fijando 
edictos  para  los  ausentes,  y  librándose  requisitoria  páralos 
de  fuera  de  la  jurisdicción,  encargando  á  todos,  que  siendo 
notificados,  nombren  peritos  agrimensores  con  apercibi- 
miento de  hacerlo  de  oficio;  señalando  dia,  hora  y  lugar 
en  que  se  dará  principio  :  todo  lo  que  es  justicia,  etc. 

Auto.  —  Con  presencia  de  los  instrumentos  que  esta 
parte  exhibe,  hágase  el  oficio  que  solicita,  para  cuyo  efecto 
se  tiene  por  nombrado  el  perito  que  expresa.  Hágase  sa- 
ber á  los  dueños  confinantes  en  sus  personas  ;  fíjese  y  lí- 
brese, etc.,  y  se  señala  para  dar  principio  á  este  apeo  el 
dia  tal,  mes  y  año ,  etc.,  á  tal  hora  de  su  mañana  y  en  tal 
sitio. 

Se  cumple  con  lo  contenido  en  el  auto,  notificando  á  los 
peritos  nombrados  para  que  acepten ,  y  hecho  se  les  toma 
juramento  de  que  cumplirán  bien  y  lealmente  su  encargo. 
El  dia  en  que  se  ha  de  hacer,  se  principia  con  la  diligen- 
cia siguiente  : 

Diligencia.  — En  la  villa  de  tal,  el  Sr.  juez,  etc.,  por 
ante  mí  el  escribano  y  peritos  N.  y  N.,  constituj  endose  en 
tal  parte,  sitio  señalado  para  principiar  el  apeo  de  las  he- 
redades pertenecientes  á  tal  finca,  siendo  tal  hora  de  la 
mañana,  y  con  presencia  de  los  instrumentos  presentados 
por  N.,  dio  principio  F.  ai  apeo,  que  en  efecto  se  hizo  en 
los  términos  siguientes.  Se  ponen  por  orden  las  heredades 
con  sus  linderos  y  demarcaciones.  Si  no  se  ha  concluido, 
se  pone  por  diligencia  con  protesta  de  continuar  el  dia  si- 
guiente, hora  señalada. 

Nota.  —  Si  al  tiempo  de  ejecutar  el  apeo,  hiciese  alguna 
protesta  cualquiera  de  los  interesados,  se  admite  sin  sus- 
pender las  operaciones  ;  y  concluidas  en  un  todo,  el  que 
solicitó  el  apeo  pide  al  juez  se  apruebe ,  interponiendo  su 
decreto  y  autoridad,  de  cuya  pretensión  se  da  traslado  á 
todos  los  dueños  confinantes  en  la  forma  que  se  les  citó, 
con  apercibimiento  de  aprobarle  si  no  acuden  dentro  de 
tanto  tiempo.  Si  no  lo  hacen,  les  acusa  el  actor  la  rebeldía; 
y  en  su  consecuencia,  se  aprueba  cuanto  ha  lugar  en  de- 
recho; pero  si  salen  dentro  del  término  señalado,  se  les  oye 
en  juicio  ordinario. 

El  juez  debe  autorizar  el  apeo  estando  rite  et  recle  he- 
cho, sin  perjuicio  del  derecho  de  las  partes;  y  no  se  debe 
poner  en  posesión  á  nadie  en  virtud  de  este  apeo,  porque 
no  se  ha  contendido  sobre  ello.  Todas  estas  gestiones,  así 
como  las  que  se  dicen  ad  perpetuara  rei  memoriam,  mas 
bien  son  diligencias  ó  informaciones  que  hace  la  parte  in- 
teresada para  el  efecto  que  haya  lugar  en  su  interés,  que 
juicio,  como  impropiamente  le  han  querido  llamar,  pues 
está  bien  cloro  que  carece  de  su  primero  y  esencial  cons- 
titutivo. 

Parece  no  debian  admitirse  estas  probanzas  según  las 
palabras  de  la  ley;  pero  la  urgente  necesidad  que  puede 
mediar,  y  la  exposición  de  perecer  el  derecho  de  la  parte 
si  no  se  hiciera  cuando  se  solicita,  no  lo  ha  olvidado  en  su 
monte  ;  y  así  es,  como  sin  haber  demandado  y  contestado, 
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ha  permitido  se  hagan  fuera  de  su  orden  general,  sin  que 
por  esto  tengan  mas  valor  que  el  que  resulta  de  su  exa- 
men, considerándolas  como  un  informe  de  peritos. 

En  el  caso  de  que  la  medida  no  tenga  por  objeto  el  amo- 
jonamiento ni  se  promueva  en  un  juicio  ya  instaurado, 
podrá  usarse  del  siguiente  modelo  : 

Petición  para  practicar  una  medida  sin  promover  juicio. 

Fulano,  vecino  de  tal  parte,  dueño  de  hacienda,  ó  ran- 
cho de  labor,  de  ganado  mayor  ó  menor,  como  mejor  pro- 
ceda de  derecho,  parezco  ante  V.  y  digo  :  que  como  consta 
de  los  papeles  y  recaudos  que  presento  con  la  solemnidad 
y  juramento  necesario,  tengo  en  dicha  mi  hacienda  ó  ran- 
cho, por  mias  propias  tantas  caballerías  ó  sitios  de  tierra, 
debajo  de  los  linderos  que  expresan  dichos  títulos,  y  por- 
que necesito  saber,  para  que  en  todo  tiempo  conste,  hasta 
dónde  llegan,  y  si  me  perjudican  ó  perjudico  á  alguno  de 
los  circunvecinos,  al  efecto  se  ha  de  servir  V.  de  mandar, 
que  precediendo  las  diligencias  acostumbradas  de  identi- 
dad, vista  de  ojos  y  reconocimiento,  se  proceda  con  cita- 
ción de  dichos  circunvecinos  á  Jas  medidas  de  dichas  mis 
tierras,  para  cuyo  efecto  nombro  desde  ahora,  para  cuando 
el  caso  llegue,  á  Fulano,  vecino  de  tal  parte,  inteligente 
en  estas  materias,  y  que  los  demás  que  fueren  interesados 
nombren  por  la  suya;  y  habiéndose  hecho  los  que  así  nom- 
braren con  el  referido  Fulano,  por  mí  nombrado,  parez- 
can, acepten  y  juren,  y  en  su  conformidad  se  proceda  á 
dichas  medidas  :  por  todo  lo  cual  y  demás  favorable  : 

A  V.  pido  y  suplico,  que  habiendo  por  presentados  di- 
chos instrumentos,  se  sirva  de  mandar  hacer  como  llevo 
pedido,  y  hecho  que  sea,  se  me  devuelvan  dichos  recaudos 
con  las  diligencias  originales  que  se  hicieren,  para  en 
guarda  de  mi  derecho.  Pido  justicia,  y  juro  en  forma  de 
derecho  este  escrito  y  en  lo  necesario,  etc.  (Lo  firmará.) 

Razón  del  escribano, 

Presentado  en  tal  parte,  á  tantos  de  tal  mes  y  año,  ante 
D.  N.,  juez  ó  alcalde,  etc.,  se  leyó  esta  petición.— (Firma 
del  escribano.) 

Finalmente,  si  la  medida  se  promoviere  en  juicio,  podrá 
usarse  el  siguiente  modelo  : 

Pejimento  solicitando  en  parte  de  prueba  el  reconocimiento  de 
una  heredad  litigiosa. 

F.,  en  nombre  de  N.,  de  este  vecindario,  en  los  autos 
•con  Mr,  que  lo  es  de,  etc.,  sobre  la  reivindicación  de  una 
heredad,  sita  en  tal  término,  digo  :  que  por  providencia  del 
dia  tantos  se  recibieron  aquellos  á  prueba  por  el  término 
de  la  ley  :  y  siendo  una  de  las  graves  dificultades ,  y  aun 
la  mas  principal  de  este  negocio,  la  identidad  ó  diversidad 
de  la  finca  litigiosa,  con  la  que  agregó  R.  á  su  hacien- 
da, etc.  :  por  cuyo  concepto  trata  de  reivindicar  aquella 
mi  poderdante,  para  hacerlo  constar  : 

A  V.  suplico,  se  sirva  mandar  que  agrimensores  de  la 
satisfacción  de  M.,  á  quien  se  le  haga  saber  los  nombre 
dentro  de  tercero  dia,  con  apercibimiento  de  elegirse  en  su 
defecto  de  oficio,  y  G.  J.  que  nombro  por  mi  parte,  hagan 
á  presencia  de  V.  en  el  término  de  prueba,  teniendo  á  la 
vista  los  títulos  de  pertenencia  producidos  en  autos,  el  re- 
conocimiento y  medición  de  la  expresada  heredad,  con  es- 
pecificación de  su  cabida  y  linderos,  manifestando  si  según 
su  pericia  tienen  por  una  misma  esta  heredad  y  la  dispu- 
tada. Pido  justicia. 

Auto.  —  Como  lo  pide,  previa  citación. 


Nota.  —  Es  de  advertirse,  que  variando  infinitamente 
los  objetos  con  que  se  pida  una  medida,  solo  el  letrado 
bien  impuesto  del  negocio  puede  promover  lo  mas  conve- 
niente y  fijar  con  exactitud  cuál  es  el  objeto  á  que  ha  de 
contraerse  la  medida.  Esto  es  tan  importante,  cuanto  que 
regularmente  de  ello  depende  el  éxito  del  negocio. 

DEMANDAS  SOBRE  DOMINIO  Y   POSESIÓN. 

la 

Demanda  de  reivindicación  fundada  en  el  dominio. 

F.,  en  nombre  de  N.  D.,  vecino  de  tal  villa,  y  en  virtud 
de  su  poder,  de  quien  en  debida  forma  presento  copia  tes- 
timoniada, ante  V.,  como  mejor  proceda  de  derecho,  y 
sin  perjuicio  de  cualquiera  otro  que  en  el  asunto  que  aquí 
se  expresa  le  competa,  del  que  protesto  usar  dónde,  con- 
tra quién  y  del  modo  que  mas  le  convenga,  digo  :  que  por 
fallecimiento  de  D.  P.,  padre  de  dicho  D.  N.,  recayeron 
en  este,  como  su  hijo  único  y  legítimo,  todos  los  bienes 
que  poseía,  entre  los  cuales  se  comprenden  tales  casas,  ó 
tales  tierras,  tales  olivares,  un  molino  con  su  batan  en  la 
ribera  de  tal  rio  y  término  de  esta  villa,  y  otros  varios  bie- 
nes raices,  situados  en  las  de  tal  y  tal,  como  consta  de  la 
escritura  deque  igualmente  presento  copia  legalizada  con 
la  solemnidad  necesaria  ;  y  habiendo  quedado  mi  parte  en 
la  edad  de  ocho  años,  tomó  á  su  nombre  posesión  de  to- 
dos los  bienes  hereditarios  Doña  <}.,  su  madre,  como  su 
tutora,  según  acredita  él  testimonio  que  asimismo  pre- 
sento, y  como  tal  los  estuvo,  administrando  por  medio  de 
sus  apoderados,  durante  la  citada  menor  edad.  Habiendo 
salido  de  ella  mi  parte,  como  evidencia  la  certificación  de 
bautismo  legalizada,  que  también  presento,  advirtió  que 
no  solo  no  había  percibido  su  madre  las  rentas  de  tales 
bienes,  etc.,  sino  que  los  estaban  poseyendo  proindiviso 
F-,  vecino  de  esta  villa,  y  N.  que  lo  es  de  la  de  tal,  su 
hermano,  á  quienes  reconvino  el  padre  de  mi  principal, 
extrajudicialmente,  manifestasen  el  título  legítimo  con  que 
los  poseían  ó  le  reconociesen  por  poseedor  legal,  pagando 
los  frutos  y  rentas  que  produjeron  desde  la  muerte  de  su 
padre,  y  no  quisieron  asentir  ni  á  uno  ni  á  otra,  protes- 
tando haberlos  heredado  y  poseido  sus  mayores  con  títu- 
los verdaderos  de  tiempo  inmemorial  ;  en  cuya  atención, 
en  la  de  que  no  pueden  tener  documento  que  califique  ha- 
berse desmembrado  legítima  y  justamente  de  los  bienes 
de  mi  representado  y  los  constituya  dueños,  y  que  sin 
preceder  facultad  no  debieron  haberse  vendido  ni  enaje- 
nado, por  lo  cual  es  corriente  que  compete  á  mi  parte  su 
reivindicación  ;  para  que  esta  se  consiga  : 

A  V.  suplico  se  sirva  haber  por  presentados  el  poder, 
fundación,  testimonio  de  posesión  y  partida  referidos;  y 
por  lo  que  resulta  de  ellos,  declarar  que  los  expresados 
bienes  han  tocado  y  pertenecido,  tocan  y  pertenecen  en 
posesión  y  propiedad  al  dicho  mayorazgo  fundado  por  etc., 
y  al  mencionado  tí.  N.,  mi  parte,  como  su  poseedor  legí- 
timo con  todos  sus  frutos,  rentas  y  aprovechamientos,  con- 
denando en  su  consecuencia  á  los  citados  F.  N.,  como 
detentadores,  á  que  se  los  restituyan  con  todos  los  que 
produjeron,  no  solo  desde  la  muerte  del  padre  de  mi  par- 
te, de  quien  es  único  heredero,  sino  también  por  todo  el 
tiempo  que  vivió,  y  en  las  costas  de  este  pleito,  sobre  lo 
cual  y  cada  cosa  les  pongo  demanda  formal  con  la  protesta 
de  corregirla,  suplirla  y  ampliarla  conforme  haya  lugar 
ca  justicia,  que  pido  jurando  lo  necesario. 
Otrosí.—  Mediante  hallarse  domiciliado  el  mencionado 
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P.  en  tal  villa,  á  V.  suplico  se  sirva  mandar  expedir  re- 
quisitoria de  emplazamiento,  cometida  á  la  justicia  de  ella 
con  término  perentorio,  para  que  se  le  haga  saber  en  su 
persona  esta  demanda;  y  no  pudiendo  ser  habido,  á  su 
mujer,  hijos,  criados  ó  vecinos  inmediatos,  dejándoles  me- 
moria por  escrilo  con  la  competente  expresión  de  ella  y 
de  la  requisitoria  que  se  expida,  y  en  la  que  se  le  mande 
comparecer  ante  V.  para  la  continuación  del  pleito,  y  po- 
niéndolo todo  por  fe  y  diligencia  á  su  continuación,  á  fin 
deque  lepare  el  perjuicio  á  que  haya  lugar.  Pido  como 
antes. 

Auto.  —  Hanse  por  presentados  los  documentos  que  se 
refieren:  en  cuanto  á  lo  principal  traslado  á  F.  y  N.j  y 
por  lo  respectivo  al  otrosí,  líbrese  la  requisitoria  que  se 
pide  con  término  de  quince  dias  perentorios.  El  señor 
D.  N.,  alcalde  mayor  de  esta  villa  de  tal,  lo  mandó  á  tan- 
tos de  tal  mes  y  año,  etc. 

2° 

Pedimento  solicitando  la  posesión  de  los  bienes  de  uno  que  se 
reputa  haber  muerto. 

F.,  en  nombre  de  N.,  vecino  de  esta  corte,  de  quien 
presento  poder,  ante  V.,  como  mas  haya  lugar  en  dere- 
cho, digo:  QueD.  y  P.  tuvieron  de  su  matrimonio  por  hi- 
jos legítimos  á  C.  y  mi  poderdante,  como  lo  han  estado  y 
están  reputados  comunmente,  y  habiéndose  ausentado  de 
esta  República  hace  mas  de  diez  años,  hemos  llegado  á 
saber  que  falleció  en  tal  parte,  sin  haber  dejado  ni  aquí 
ni  allá  herederos  forzosos.  Por  consiguiente,  es  indudable 
que  como  ásu  hermano  entero  y  pariente  mas  cercano, 
corresponden  en  la  actualidad  á  mi  poderdante  tales  y 
tales:  bienes  que  dejó  en  esta  villa;  en  cuya  atención  : 

A  V.  suplico,  que  habiendo  por  presentado  el  poder,  me 
admita  información,  que  ofrezco  hacer  incontinenti  al  te- 
nor de  este  escrilo,  y  que  hecha  lo  bastante,  se  sirva  man- 
dar dará  mi  poderdante  en  conformidad  de  la  ley  3,  tí- 
tulo 13,  lib.  4  de  la  R.,  ó  por  el  remedio  mas  conforme  á 
derecho,  la  posesión  de  los  expresados  bienes,  encargán- 
dole su  administración,  cuando  no  haya  lugar  á  ello,  bajo 
la  correspondiente  fianza,  que  desde  luego  está  pronto  á 
dar  mi  poderdante  en  la  forma  ordinaria.  Pido  justi- 
cia, etc. 

Auto.— Recíbase  la  información  que  la  parte  ofrece,  y 
hecho  dése  cuenta. 


Pedimento  de  un  tutor  solicitando  licencia  para  vender  una  finca 
de  su  menor. 

F.,  en  nombre  de  N.,  vecino  de  esta  corte  y  tutor  de 
?.!.,  hijo  menor  de  R.,  ya  difunto,  ante  V.,  como  mas  haya 
lugar  en  derecho,  digo  :  Que  entre  los  bienes  adjudicados 
á  dicho  menor  por  fallecimiento  de  su  padre,  lo  fué  una 
casa  sita  en  tal  calle,  que  por  su  antigüedad  necesita  para 
su  conservación  de  considerables  reparos,  á  los  cuales  no 
alcanzan  ni  sus  réditos  ni  las  facultades  del  menor  ;  por  lo 
cual  es  muy  útil  el  venderla  y  destinar  su  valor  à  otras 
cosas  fructíferas.  Por  tanto: 

A  V.  suplico,  que  habiendo  por  presentado  el  poder,  me 
admita  información,  que  ofrezco  hacer  incontinenti  al  te- 
nor de  este  escrilo  ;y  hecha  lo  bastante,  se  sirva  mandar 
se  subaste  por  término  ordinario  dicha  casa,  y  se  reciban 
las  posturas  que  se  hagan  á  ella,  difiriendo  ásu  tiempo  el 
remate  en  el  mejor  postor,  concediendo  á  mi  poderdante 


la  correspondiente  licencia  para  otorgar  la  escritura  de 
venta,  é  interponiendo  su  autoridad  y  decreto  judicial  en 
todo.  Pido  justicia. 
Auto. — Déla  información,  y  hecha,  autos. 

4» 

Pedimento  solicitando  un  heredero  la  posesión  de  los  bienes 
hereditarios. 

F.,  en  nombre  de  N.,  vecino  de,  etc.,  de  quien  presento 
poder  en  debida  forma,  ante  V.,  como  mas  haya  lugar 
en  derecho,  y  sin  perjuicio  dentro  que  competa  á  mi  po- 
derdante, digo:  Que  por  muerte  de  B.,  quien  lo  instituyó 
único  universal  heredero,  según  acredita  el  testamento  que 
igualmente  presento,  quedaron  tales  bienes  suyos  en  estos 
sitios  (se  designan  los  parajes  en  que  estén  situados  ;  por  lo 
que  — 

A  V.  suplico,  que  teniendo  por  presentados  el  poder  y 
testamento,  me  admita  la  información  al  tenor  de  este  es- 
crito, que  ofrezco  hacer  incontinenti  ;  y  dada  en  cuanto 
baste,  se  dé  á  mi  principal  la  posesión  ó  cuasiposesion  de 
los  indicados  bienes.  Pido  justicia,  etc. 

Auto.  —  Por  presentada,  üé  la  información,  y  hecha, 
autos. 

El  Sr.  Juez,  etc. 


Pedimento  de  un  tercero  contradiciendo  la  posesión. 

F.,  en  nombre  de  M.,  etc.,  en  los  autos  principiados  á 
instancia  de  Z.,  sobre  la  posesión  de  losbienes,  tierras,  etc., 
que  quedaron  por  fallecimiento  deB.,  contradigo  en  forma 
la  que  por  auto  de  tantos  mandó  V.  darle,  y  digo  :  Que  en 
justicia  se  ha  de  servir  V.  reponiendo  por  contrario  imperio 
ó  como  mas  haya  lugar  (hablado  debidamente)  el  referido 
auto,  y  mandar  que  se  dé  á  mi  principal  la  posesión  ó 
cnasiposesion  de  los  referidos  bienes,  etc.,  por  lo  que 
resulta  de  autos  y  ahora  expondré  (se  alega).  Por 
tanto,  — 

A  V.  suplico,  que  habiendo  por  contradicha  la  posesión 
mencionada,  se  sirva  proveer  como  he  expresado  al  prin- 
cipio. Pido  justicia  y  costas,  etc. 

Auto.  —  Por  contradicha,  y  traslado.  El  Sr.  juez,  etc. 

Nota.  —  Nunca  estará  de  mas  advertir  que  solo  un  le- 
trado puede  calificar  con  acierto  cuál  es  la  acción  ú  ocurso 
que  debe  entablarse  en  determinado  caso,  y  cuál  la  mejor 
manera  de  hacerlo. 


CAPITULO  XVIII. 

JUICIO  SÜMARISBIO  DE  ÍNTERIN. 

Este  juicio  tiene  lugar  cuando  litigando  dos  sobre  la 
propiedad  de  alguna  cosa,  se  trata  de  decidir  quién  deberá 
poseerla  entre  tanto  que  el  pleito,continúa. 

Llámase  doble  este  juicio,  poique  pidan  las  dos  partes, 
como  actores  en  una  misma  cosa.  Es  sumarísimo  y  ex- 
traordinario, porque  ha  de  concluirse  en  el  preciso  término 
de  cuarenta  dias.  Recíbese  á  prueba  por  el  de  quince,  sin 
que  se  presente  para  ello  mas  que  un  escrito  de  cada  parte, 
y  sin  que  en  aquella  que  en  propiedad  se  llama  justifica- 
ción, puedan  examinarse  porcada  una  parle  mas  que  cinco 
testigos  y  otros  tantos  de  oficio. 

Dada  que  sea  la  sentencia,  es  apelable  solo  en  el  efecto 
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devolutivo,  cuando  ha  sido  en  primera  instancia  ;  pero  de 
la  que  se  dé  en  apelación,  hay  suplicación,  confirme  ó  re- 
voque la  primera  ;  yen  segunda  instancia  no  se  hace  nueva 
prueba  ni  se  permite  la  presentación  de  nueva  instrucción. 
Se  empieza  con  este  pedimento. 

Pedimento.  —  F.,  etc.,  ante  V.  en  la  forma  mas  útil 
de  derecho,  parezco  y  digo  :  Que  estando  en  la  quieta  y 
pacífica  posesión  de  tal  cosa  ;  á  ciencia  y  paciencia  de  tal, 
etc.,  estos  mismos  de  propia  autoridad  se  han  propasado 
á  inquietarme  en  dicha  posesión,  y  aun  abusar  de  la  ex- 
presada cosa;  y  no  siendo  justo  se  dé  lugar  á  esto,  á  V. 
suplico,  que  admitiéndome  esta  demanda,  así  como  la  jus- 
tificación que  ofrezco,  se  sirva  mantenerme  y  ampararme 
por  el  juicio  sumarísimo  de  Ínterin  en  la  posesión,  man- 
dando á  la  contraria  que  no  me  inquiete  ni  perturbe  en 
dicha  posesión,  y  condenándolo  á  la  restitución  de  los 
emolumentos  que  haya  percibido  y  las  costas,  pues  así  es 
justicia,  etc.  A  lo  que  se  da  el  siguiente  auto.  Por  presen- 
tada :  traslado,  y  en  cuanto  á  la  información  y  justifica- 
ción que  ofrece  á  su  tiempo,  se  proveerá  :  así  lo  mandó  el 
J.,  etc. 

El  contrario  forma  la  misma  solicitud,  pidiendo  también 
la  posesión  y  ofreciendo  información,  y  con  estos  dos  es- 
critos provee  el  juez  el  siguiente  : 

Auto.  —  Recíbase  á  prueba  por  via  de  justificación  por  el 
término  de  quince  dias  comunes  á  las  partes,  dentro  de 
los  cuales  cada  uno  presente  cinco  testigos  para  que  exa- 
minen con  otros  cinco  de  oficio  :  el  señor  juez,  etc. 

Examinados  los  quince  testigos,  puede  el  juez  pasar  á 
pronunciar  sentencia  ;  pero  si  quiere,  puede  dar  traslado 
po  run  breve  término,  para  que  aleguen  de  bien  probado, 
después  de  lo  que  procede,  como  en  todo  juicio,  á  la  sen- 
tencia. 


CAPITULO  XIX. 

JUICIO  Y  DENUNCIA  DE  NUEVA  LABORA 

Este  juicio  también  es  sumario  y  ha  de  determinarse  en 
el  preciso  término  de  tres  meses  ;  en  el  ínterin  ha  de  estar 
suspendida  Ja  obra;  y  si  pasados  no  se  ha  sentenciado, 
puede  el  denunciado  interpelar  al  juez  para  que  lo  haga  ó 
se  Je  permita  edificar  bajo  la  caución  demolitoria,  lo  que 
en  efecto  se  permite,  como  igualmente  cuando  se  teme 
puedan  originarse  grandes  daños  por  razón  de  las  aguas  ú 
otra  cosa  semejante,  aunque  no  hayan  pasado  los  tres 
meses,  en  suelo  ajeno,  ó  aunque  sea  propio  y  esté  gra- 
vado con  alguna  servidumbre  que  se  impide  por  la  obra;  y 
en  cualquiera  de  estos  casos,  aquel  á  quien  se  sigue  per- 
juicio ocurre  al  juez  presentando  su  demanda  de  nueva 
labor  en  estos  términos  : 

Demanda.  —  F.,  etc.,  ante  V.  en  la  forma  mas  útil  de 
derecho,  parezco  y  digo:  Que  N.,  un  vecino,  está  edifi- 
cando una  casa  en  tal  parte,  cuyo  sitio  me  toca  y  perte- 
nece por  tal  título,  de  manera  que  el  expresado  N.  me  per- 
judica con  tal  obra,  por  lo  que  la  denuncio  en  debida  forma, 
y  á  V.  suplico  que  habiéndola  por  denunciada,  se  sirva  man- 
dar se  notifique  á  dicho  N.  y  á  los  maestros  y  operarios,  para 
que  cesen  inmediatamente,  bajo  las  penas  que  haya  lugar 
en  derecho,  maudando  que  el  escribano  ponga  le  y  dili- 
gencia del  estado  de  la  obra,  y  á  su  debido  tiempo  declarar 
que  el  referido  sitio  me  tocay  pertenece,  y  que  el  mencio- 
nado N.  no  debió  fabricar  en  él,  y  en  su  consecuencia  con- 
denarle á  que  demuela  todo  lo  fabricado  y  reponga  el  sitio 
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al  estado  que  tenia  antes  de  comenzar  la  obra,  con  todos 
los  demás  pronunciamentos  útiles  y  favorables  á  mi  parte, 
pues  así  es  justicia  que  juro,  así  como  el  no  proceder  de 
malicia,  etc. 

Auto.  —  Por  denunciadas.  El  escribano  notifique  á  N., 
maestro  y  operarios,  apercibiéndoles  para  que  cesen  en  la 
obra,  de  cuyo  estado  ponga  fe  y,  diligencia,  y  en  cuanto  á 
lo  principal  traslado  :  así  lo  mandó,  etc. 

El  auto  se  cumple  en  un  todo  :  el  demandado,  evacuando 
el  traslado,  presenta  su  pedimento,  contestando  á  la  de- 
manda, despues  délo  que  se  sigue  el  juicio  por  las  formas 
de  la  via  ordinaria,  aunque  estrechando  los  términos,  de 
manera  que  la  conclusion  del  juicio  se  verifique  dentro  de 
los  tres  meses  que  la  ley  quiere. 

De  la  sentencia  definitiva  se  puede  apelar,  y  debe  admi- 
tirse en  ambos  efectos  ;  pero  si  el  que  ganó  ante  el  inferior 
fuere  el  que  edificaba,  puede  pedir  licencia  al  juez  supe- 
rior para  la  continuación  de  la  obra,  bajo  la  fianza  demoli- 
toria, si  no  la  tenia  ya  pedida  y  concedida  ante  el  inferior; 
y  se  le  deberá  conceder  si  hay  fundamento  para  creer 
salga  con  el  pleito. 


CAPITULO  XX. 

Juicio  posesorio  plenario. 

Por  este  juicio  se  solicita  la  posesión  juris,  á  diferencia 
de  los  de  despojo,  reintegro  y  sumarísimo  de  ínterin,  en 
los  cuales  se  disputa  tan  solamente  la  posesión  de  hecho. 
Es  mucho  menos  útil  que  el  petitorio  ó  de  propiedad,  por- 
que siendo  tan  largo  y  oneroso,  como  este,  no  produce 
mas  resultado  que  el  ganar  la  posesión,  mientras  que  en 
el  otro  se  ganan  la  posesión  y  Ja  propiedad,  debiendo 
advertirse  que  como  lambas  acciones,  lejos  de  ser  contra- 
dictorias están  perfectamente  de  acuerdo,  bien  pueden 
ponerse  juntas. 

En  caso  de  que  la  demanda  se  limite  á  sola  la  posesión, 
puede  servir  el  siguiente  modelo  : 

Demanda.  —  F.,  en  nombre  de  F.,  cuyo  poder  en  de- 
bida forma  presento  ante  V.,  como  mas  haya  lugar  en 
derecho,  digo  :  Que  tal  cosa  me  fué  adjudicada  en  las 
cuentas  y  particiones  de  los  bienes  de  mi  difunto  padre,  y 
en  su  posesión  he  estado  quieta  y  tranquilamente;  mas 
tuve  precisión  de  ausentarme,  y  á  la  sombra  de  esta  au- 
sencia, F.  de  tal,  mi  convecino,  se  ha  introducido  en  ella  : 
y  aunque  le  he  reconvenido  extrajudicialmente,  para  que 
me  la  deje  libre  y  desembarazada,  no  lo  ha  querido  hacer 
sin  contienda  de  juicio  :  por  todo  lo  cual  á  V.  suplico, 
que  admitiéndome  esta  demanda,  y  constando  ser  cierta 
por  el  auto  definitivo  ó  sentencia,  que  en  tal  caso  lugar , 
haya,  se  sirva  mantenerme  en  la  posesión  de  dicha  cosa 
exclusivamente,  condenando  á  la  contraria  à  que  no  me 
inquiete  ni  perturbe  en  su  aprovechamiento,  y  á  que  me 
restituya  los  frutos  percibidos  desde  su  usurpación;  pues 
si  para  todo  lo  dicho  fuese  necesaria  ó  mas  útil  otra  de- 
manda, la  doy  aquí  por  expresa,  con  protesta  de  ampliarla, 
corregirla  y  enmendarla  siempre  y  cuando  al  derecho  de 
mi  parte  convenga,  por  ser  así  conforme  á  justicia,  etc. 

Admitida  esta  demanda,  se  corre  traslado  al  deman- 
dado, y  el  juicio  se  sigue  por  los  trámites  de  la  via  ordi- 
naria. 
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CAPÍTULO  XXI. 

Demandas  de  servidumbres. 

1.» 

Pidiendo  la  servidumbre  de  una  heredad. 

F.,  en  nombre  de  N.,  vecino  de  esta  corte,  de  quien 
presento  poder,  ante  V.,  como  mas  haya  lugar  en  dere- 
cho, pongo  demanda  á  P.,  de  este  mismo  vecindario,  y 
digo  :  que  perteneciendo  á  mi  poderdante  como  dueño  de 
tal  heredad,  la  servidumbre  de  pasar  por  otra  del  mencio- 
nado P.,  para  labrar,  segar  y  beneficiar  sus  frutos,  le  ba 
impedido  este,  sin  título  ni  causa  alguna,  usar  y  gozar  de 
aquella,  causándole  gravísimos  perjuicios;  y  para  que  en 
lo  sucesivo  no  se  le  perturbe  en  la  pacífica  posesión  que 
hasta  aquí  ba  tenido  y  debe  tener,  — 

A.  V.  suplico,  que  habiendo  por  presentado  el  poder, 
se  sirva  declarar,  que  dicha  heredad  de  P.  debe  servidum- 
bre á  la  de  mi  poderdante,  condenándole  en  su  consecuen- 
cia, á  que  no  le  inquiete  en  la  cuasiposesion  en  que  se 
halla  de  aquella;  á  que  le  reintegre  de  los  frutos,  daños  é 
intereses  correspondientes,  y  á  que  dé  la  competente  cau- 
ción y  fianza  de  que  ni  ahora  ni  en  ningún  tiempo  él,  sus 
herederos  y  sucesores,  ó  los  que  tengan  por  ellos  la  expre- 
sada heredad,  inquietarán  á  mi  poderdante  ni  á  los  suyos, 
en  el  uso  de  dicha  servidumbre,  bajo  la  multa  que  fuese  del 
agrado  de  V.  imponerles  para  su  cumplimiento.  Pido  jus- 
ticia y  costas. 

Auto.  —  Traslado. 

2.» 
Demanda  de  libertad  de  servidumbre. 

F.,  en  nombre  de  N.,  vecino  de  esta  villa,  de  quien  pre- 
sento poder,  ante  V.,  como  mas  baya  lugar  en  derecho, 
pongo  demanda  á  T.,  de  esta  misma  vecindad,  y  digo  : 
que  hallándose  mi  poderdante  en  la  quieta  y  pacífica  pose- 
sión de  una  casa,  sita  en  tal  calle,  que  linda,  etc.,  y  está 
libre  de  toda  servidumbre,  T.  hizo  atravesar  una  viga  en 
tal  pared,  para  asegurar  su  casa,  ocasionando  con  este 
hecho  mucho  perjuicio  á  mi  poderdante.  Por  tanto,  para 
su  remedio,  — 

_  A  V.  suplico,  que  habiendo  por  presentado  el  poder,  se 
sirva  declarar  que  dicha  casa  no  debe  ninguna  servidumbre, 
mandando,  en  consecuencia,  que  se  quite  de  la  pared  la  viga 
introducida  á  costa  de  T.;  dando  este  caución  por  sí  y  sus 
sucesores,  de  que  ni  ahora  ni  en  ningún  tiempo  harán  igual 
novedad  contra  mi  poderdante  y  los  suyos,  y  de  que  con- 
traviniendo, les  satisfarán  los  perjuicios  ocasionados.  Pido 
justicia  y  costas. 
Auto.  —  Traslado. 


CAPITULO  XXII. 

De  ios  agrimensores,  sus  deberes,  y  arancel  que  arregla  sus 
derechos. 

Llámase  agrimensor,  el  profesor  ó  inteligente  aprobado 
en  debida  forma  para  medir  tierras  (1).  Por  lo  mismo  que 
se  le  supone  instruido  en  las  obligaciones  de  su  oficio, 
faltando  á  ellas,  debe  ser  condenado  á  pagar  los  perjuicios 
que  con  dicha  falta  ocasionase  á  las  partes,  y  á  sufrir  las 

(1  )  Los  requisitos  necesarios  para  el  examen  y  aprobación  de  los  agri- 
mensores, los  determina  expresamente  el  decreto  de  5  de  octubre 
de  1843. 


demás  penas  á  que  según  las  circunstancias  hubiere  lugar. 
La  ley  8,  tít.  6,  part.  7,  dice  expresamente  :  «  El  medidor 
))  de  tierras  comete  falsedad  si  no  mide  lealmente,  y  con 
»  advertencia  da  á  unos  mas  y  á  otros  menos.  Este  ha  de 
»  ser  castigado  al  arbitro  del  juez,  y  el  damnificado  recu- 
»  perará  su  daño  del  que  lucró  por  llevar  mas  de  lo  que 
»  correspondía  á  su  medida;  y  si  este  no  puede  pagar,  pro- 
»  cederá  contra  el  medidor,  que  en  tal  caso  está  obligado  á 
»  satisfacer  el  daño  que  hizo.  »  Concuerdan  con  esta  ley  la 
S,  tit.  19,  lib.  5  de  la  Rec.  de  Cast.;  el  auto  2  acordado, 
lit.  20,  lib.  8  deleitado  código,  y  la  ley  12,  tit.  31,  lib.  [Ï 
de  la  Nov. 

Pero  como  la  justicia  y  aun  la  equidad  natural,  prescri- 
ben también  la  retribución  de  un  trabajo,  que  sobre  penoso 
para  quien  lo  impende,  cede  en  bien  y  provecho  de  los  que 
le  ocupan,  queda  señalada  la  que  á  dichos  profesores  cor- 
responde, en  el  arancel  que  formó  y  circuló  la  suprema 
corte  de  justicia  en  12  de  febrero  de  1 840,  en  cumplimiento 
de  lo  dispuesto  sobre  la  materia,  por  la  ley  de  23  de  mayo 
de  1837. 

El  art.  23  del  cap.  IX,  que  trata  de  los  peritos  agrimenso- 
res y  peritos  avaluadores  de  fincas,  dice:  «Los  peritos  agri- 
»  mensores,  por  medidas, reconocimientos  y  vistas  de  ojos, 
»  de  tierras  y  aguas,  cobrarán  por  razón  de  sus  derechos, 
»  diez  pesos  diarios;  y  si  tuvieren  que  salir  del  lugar  de  su 
»  residencia,  llevarán  además,  un  peso  por  legua  de  ida, 
»  y  otro  de  vuelta.  » 

Y  como  en  ciertos  casos  puede  el  agrimensor  intervenir 
por  su  oficio,  como  las  demás  personas  accesorias  en  ellos 
y  ser  considerados  como  los  demás  curiales,  creemos  que 
también  le  corresponden  los  deberes  y  derechos  que  expresa 
dicho  arancel  en  el  cap.  X,  bajo  las  prevenciones  generales 
con  que  concluye,  y  son,  á  saber  : 

Art.  4.  —  «  Los  derechos  señalados  en  este  arancel  á  los 
secretarios  délos  tribunales,  jueces,  abogados  y  demás  cu- 
riales, solamente  podrán  cobrarse  duplicados  en  los  nego- 
cios de  dos  ó  mas  personas  que  tengan  acciones  diversas; 
en  los  de  compañías  de  comercio  ú  otras  negociaciones; en 
las  de  comunidades  eclesiásticas  ó  seculares  que  tengan 
bienes  propios,  y  en  los  de  concursos  de  acreedores;  pero 
no  se  cobrarán  duplicadas  las  diligencias  de  citaciones, 
buscas  de  autos  ó  de  personas,  y  conocimientos  de  los 
propios  autos;  y  jamás  se  triplicarán  ni  aumentarán  de 
otro  modo,  con  pretexto  alguno,  los  expresados  derechos.  » 
2.F —  <(  A  los  que  acreditaren  pobreza,  no  se  cobrarán 
derechos  ni  aun  de  la  información  que  produjeren  para 
justificar  su  insolvencia.  » 

3.  —  «  Todos  los  que  hubieren  intervenido  en  el  juicio, 
deberán  anotar  en  los  autos  los  derechos  que  hayan  perci- 
bido ó  se  Jes  debieren.  » 

Artículo  último.  En  todos  los  tribunales,  juzgados  y  ofi- 
cios civiles  y  criminales,  habrá  una  copia  auténtica  del 
arancel  respectivo,  para  la  inteligencia  del  público.  » 

La  existencia,  pues,  de  estas  leyes  y  de  las  demás  que 
arreglan  la  naturaleza  y  forma  de  los  juicios,  así  como 
tienen  por  objeto  la  seguridad  de  todos  los  derechos  del 
hombre  en  la  sociedad,  nos  muestran,  por  otra  parte,  que 
siendo  inevitables  las  querellas  y  contiendas,  siempre  será 
un  beneficio  que  se  sigan  y  decidan  con  acierto  y  brevedad, 
y  que  se  procure  que  sean  las  menos  posibles.  En  esta  vir- 
tud decimos,  que  si  la  humilde  tarea  que  acabamos  de 
rendir,  concurriere  de  algún  modo,  al  uno  ó  al  otro  objeto 
que  se  acaban  de  expresar,  y  que  nos  hemos  propuesto 
desde  que  la  comenzamos,  nuestra  fatiga  y  desvelos  que- 
darán recompensados,  y  logradas  desde  luego  todas  las 
aspiraciones  de  nuestra  noble  ambición. 


APÉNDICE  PRIMERO. 
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BENEFICIOS  Y  PRIVILEGIOS  CONCEDIDOS  POR  LAS  LEYES 
A  LOS  AGRICULTORES  Y  GANADEROS. 

Destinada  esta  obra  principalmente  para  los" propietarios, 
se  ha  creido  que  seria  muy  útil  y  conducente  extractaren 
ella  los  beneficios  y  privilegios  que  las  leyes  han  conce- 
dido á  los  que  forman  la  útilísima  clase  agrícola  de  la  na- 
ción, y  que  se  encuentran  consignados  principalmente  en 
las  leyes  25,  28  y  29  del  tít.  21,  lib.  4  de  la  Recop.,  así 
como  en  la  ley  dada  por  las  Cortes  españolas,  en  8  de  junio 
de  1813.  Copiaremos  esta  íntegra,  por  su  grande  intere's, 
y  haremos  un  extracto  de  las  otras. 

La  ley  25  determina  que  los  labradores  no  puedan  ser 
ejecutados  en  sus  bueyes,  muías  ni  otras  bestias  de  arar,  ni 
en  los  aperos  ni  aparejos  que  tuvieren  para  labrar,  ni  en 
sus  sembrados  ni  barbechos,  aunque  no  tengan  otros  bienes, 
á  no  ser  para  pagar  :  primero,  las  contribuciones;  segundo, 
los  arrendamientos  que  se  deban  al  dueño  de  la  finca  ;  y 
tercero,  lo  que  el  mismo  hubiere  prestado  para  las  labores, 
debiéndoseles  dejar  siempre  y  aun  en  estos  casos,  un  par 
de  bueyes,  muías  ú  otras  bestias  de  arar.  En  cuanto  á  los 
frutos  ya  cosechados,  se  debe  estar  á  lo  dispuesto  en  el 
art.  1 0  de  la  mencionada  ley,  que  luego  copiaremos  ;  siendo 
de  advertir  que  la  28  ya  citada,  concede  también  á  los  la- 
bradores el  privilegio  de  que  cuando  por  sus  deudas  se  les 
embargare  alguna  parte  del  pan  que  hubieren  hecho  con 
sus  cosechas,  no  se  les  pueda  tomar  ni  vender  à  menos  pre- 
cio de  la  tasa  ;  y  no  habiendo  comprador,  se  haga  con  él 
pago  de  la  deuda  al  acreedor,  en  la  inteligencia  de  que  al- 
gunos autores  sostienen  que  por  la  palabra  pan  deben  en- 
tenderse cualesquiera  clase  de  frutos  de  sus  cosechas.  La 
ley  29  determina  para  fomentar  la  crianza  del  ganado 
lanar,  que  siempre  se  reserven  á  los  labradores  cien  cabezas, 
en  las  que  no  pueden  ser  ejecutados  por  deuda  alguna,  á 
no  ser  la  que  dimane  del  sustento  del  mismo  ganado. 

Igualmente  disponen  las  mencionadas  leyes  25  y  28,  que 
los  labradores  no  puedan  responder  como  fiadores,  por 
otros  que  no  sean  también  labradores,  pena  de  nulidad  de 
dicha  fianza,  y  que  en  ningún  caso  puedan  ser  reconve- 
nidos ni  demandados  por  clase  alguna  de  deuda,  mas  que 
ante  el  juez  de  su  domicilio,  siendo  nula  la  renuncia  que 
hicieren  de  dicho  fuero,  con  objeto  de  someterse  á  cuales- 
quiera otro;  así  como  son  igualmente  nulas  las  renuncias 
que  los  labradores  hagan  délos  anteriores  privilegios  sobre 
fianzas  y  bienes  en  que  puede  trabarse  ejecución. 

Además,  vemos  en  la  mencionada  ley  25  muy  expresa- 
mente prevenido,  que  en  ningún  caso  se  compelan  á  los 
labradores  á  ministrar  semillas  ni  mantenimiento  alguno 
para  el  eje'rcito  y  marina,  si  no  es  en  el  caso  de  grande 
necesidad,  y  pagándoselo  al  contado  y  como  valiere,  y  de- 
jándoles siempre  lo  necesario  para  pagar  diezmos  á  la  Igle- 
sia, rentas  al  señor  de  las  tierras  y  para  sus  sementeras,  y 
alimentar  sus  casas  hasta  las  cosechas  siguientes  y  algo 
mas  :  de  la  misma  manera  se  dispone  que  no  se  les  puedan 
tomar  sus  carros  y  bestias,  sino  en  caso  de  necesidad  pú- 
blica, y  pagándoseles  al  contado,  cuyas  disposiciones,  con- 


firmadas ahora  por  las  garantías  constitucionales,  merecen 
ser  respetadas  y  acatadas,  como  lo  son  las  leyes  funda- 
mentales de  la  nación  y  el  derecho  de  propiedad,  en  todas 
las  naciones  justas  y  civilizadas. 

En  las  mismas  leyes  existen  por  fin  otros  privilegios, 
como  el  de  que  los  labradores  no  pudieran  ser  presos  por 
deudas,  y  que  tuvieran  derecho  de  panadear  su  trigo  ;  dis- 
posiciones que  en  la  época  en  que  se  les  concedieron,  eran 
en  efecto  privilegios,  mientras  que  hoy  son  ya  derechos 
comunes  á  todos  los  ciudadanos,  de  que  no  debe  hacerse 
mención  especial  ;  por  lo  que,  y  para  concluir  esta  mate- 
ria, copiaremos  la  citada  ley  de  8  de  junio  de  1813,  que 
dice  así  : 

«  Queriendo  las  Cortes  generales  y  extraordinarias  pro- 
teger el  derecho  de  propiedad,  y  que  con  la  reparación  de 
Jos  agravios  que  ha  sufrido,  logren  al  mismo  tiempo  mayor 
fomento  la  agricultura  y  ganadería,  por  medio  de  una 
justa  libertad  en  sus  especulaciones,  y  por  la  derogación 
de  algunas  prácticas  introducidas  en  perjuicio  suyo  de- 
cretan : 

1."  «Todas  las  dehesas,  heredades  y  demás  tierras  de 
cualquiera  clase,  pertenecientes  á  dominio  particular,  ya 
sean  libres  ó  vinculadas,  se  declaran  desde  ahora  cerradas 
y  acotadas  perpetuamente,  y  sus  dueños  ó  poseedores  po- 
drán cercarlas  sin  perjuicio  de  las  cañadas,  abrevaderos, 
caminos,  travesías  y  servidumbres,  disfrutarlas  libre  y  ex- 
clusivamente, ó  arrendarlas  como  mejor  les  parezca,  y 
destinarlas  á  la  labor  ó  á  pasto,  ó  á  plantío  ó  al  uso  que 
mas  les  acomode  ;  derogándose  por  consiguiente  cuales- 
quiera leyes  que  perfijen  la  clase  de  disfrute  á  que  deban 
destinarse  estas  fincas,  pues  se  ha  de  dejar  enteramente  al 
arbitrio  de  sus  dueños. 

2.°  «  Los  arrendamientos  de  cualesquiera  fincas,  serán 
también  libres  al  gusto  de  los  contratantes,  y  por  el  precio 
ó  cuota  en  que  se  convengan.  Ni  el  dueño  ni  el  arrenda- 
tario de  cualesquiera  clase,  podrán  pretender  que  el  precio 
estipulado  se  reduzca  á  tasación,  aunque  podrán  usar  en 
su  caso,  del  remedio  de  la  lesión  y  engaño,  con  arreglo  á 
las  leyes. 

3.°  «  Los  arrendamientos  obligarán  del  mismo  modo  á 
los  herederos  de  ambas  partes. 

4.°  «  En  los  nuevos  arrendamientos  de  cualesquiera 
fincas,  ninguna  persona  ni  corporación  podrá,  bajo  pretexto 
alguno,  alegar  preferencia  con  respecto  á  otra  que  se  haya 
convenido  con  el  dueño. 

5.°  «  Los  arrendamientos  de  tierras  ó  dehesas,  ó  cuales- 
quiera otros  predios  rústicos  por  tiempo  determinado,  fe- 
necerán con  este,  sin  necesidad  de  mutuo  desahucio,  y  sin 
que  el  arrendatario  de  cualquiera  clase  pueda  alegar  po- 
sesión para  continuar  contra  la  voluntad  del  dueño,  cual- 
quiera que  haya  sido  la  duración  del  contrato;  pero  si  tres 
dias  ó  mas,  después  de  concluido  el  término,  permaneciese 
el  arrendatario  en  la  finca  con  aquiescencia  del  dueño,  se 
entenderá  arrendada  por  otro  año  con  las  mismas  condi- 
ciones. Durante  el  tiempo  estipulado,  se  observarán  reli- 
giosamente los  arrendamientos  ;  y  el  dueño,  aun  con  el 
pretexto  de  necesitar  la  finca  para  sí  mismo,  no  podrá 


despedir  al  arrendaiario,  sino  en  los  casos  de  no  pagar 
la  renta,  tratar  mal  la  finca,  ó  faltar  á  las  condiciones  es- 
tipuladas. 

6.°  «  Los  arrendamientos  sin  tiempo  delermiuado,  du- 
rarán á  voluntad  de  las  partes;  pero  cualquiera  de  ellas 
que  quiera  disolverlos,  podrá  hacerlo  así,  avisando  á  la 
otra  un  año  antes  ;  y  tampoco  tendrá  el  arrendatario,  aun- 
que lo  haya  sido  muchos  años,  derecho  alguno  de  posesión, 
una  vez  desahuciado  por  el  dueño.  No  se  entienda,  sin 
embargo,  que  este  artículo  hace  novedad  alguna  en  la 
actual  constitución  de  ios  foros  de  Asturias  y  Galicia,  y 
demás  provincias  que  estén  en  igual  caso. 

7."  «  El  arrendatario  no  podrá  subarrendar  ni  traspasar 
el  todo  ni  parte  de  la  finca,  sin  aprobación  del  dueño  ;  pero 
podrá  sin  ella  vender  ó  ceder,  al  precio  que  le  parezca, 
alguna  parte  de  los  pastos  ó  frutos,  á  no  ser  que  en  el 
contrato  se  estipule  otra  cosa. 

8.°  «Así  en  las  primeras  ventas  como  en  las  ulteriores, 
ningún  fruto  ni  producción  de  la  tierra,  ni  los  ganados  y 
y  sus  esquilmos,  ni  los  productos  de  la  caza  y  pesca,  ni  las 
obras  del  trabajo  y  de  la  industria,  estarán  sujetas  á  tasas 
ni  posturas,  sin  embargo  de  cualesquiera  leyes  generales 
ó  municipales.  Todo  se  podrá  vender  y  revender  al  precio 
y  en  la  manera  que  mas  acomode  á  sus  dueños,  con  tal 
que  no  perjudiquen  á  la  salud  pública;  y  ninguna  persona, 
corporación  ni  establecimiento,  tendrá  privilegio  de  prefe- 
ferencia  en  las  compras  ;  pero  se  continuará  observando  la 


prohibición  de  extraer  á  paises  extranjeros  aquellas  cosaâ 
que  actualmente  no  se  pueden  exportar,  y  las  reglas  esta- 
blecidas en  cuanto  al  modo  de  exportarse  los  frutos  que 
pueden  serlo, 

9.°  «  Quedará  enteramente  libre  y  expedito  el  tráfico  y 
comercio  interior  de  granos  y  demás  producciones,  de  unas 
á  otras  provincias  de  la  monarquía,  y  podrán  dedicarse  á 
él  ios  ciudadanos  de  todas  clases,  almacenar  sus  acopios 
donde  y  como  mejor  les  parezca,  y  venderlos  al  precio  que 
les  acomode,  sin  necesidad  de  matricularse  ni  de  llevar 
libros,  ni  de  recojer  testimonios  de  las  compras. 

10.°  «En ningún  caso  ni  por  ningún  título,  se  podrá 
hacer  ejecución  ni  embargo  en  las  mieses  que  después  de 
segadas  existan  en  rastrojos  ó  en  las  eras,  hasta  que  estén 
limpios  y  entrojados  los  granos  ;  pero  se  podrá  poner  in- 
terventor cuando  el  deudor  no  tenga  arraigo,  y  no  dé  fianza 
suficiente.  Hasta  la  misma  época,  y  mientras  que  los  gra- 
nos existan  en  las  eras,  no  permitirán  los  alcaldes  y  ayun- 
tamientos de  los  pueblos,  que  se  hagan  en  ellas  cuestacio- 
nes ni  demandas  algunas  de  granos,  por  ninguna  clase  de 
personas,  ni  aun  por  los  religiosos  de  las  órdenes  mendi- 
cantes. 

11.°  «  Se  observará  puntualmente  todo  lo  demás  que  se 
halla  prevenido  por  las  leyes  en  favor  de  los  labradores  y 
ganaderos,  en  cuanto  no  sea  contrario  á  lo  que  se  manda 
en  este  decreto.  » 
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DENUNCIA   Y   ADQUISICIÓN  DE    LOS   TERRENOS   BALDÍOS 
DE  LA  CIUDAD  DE  MÉJICO. 

Hemos  creído  conveniente  presentar  en  esta  obrita  la 
disposición  á  que  hoy  se  arregla  en  la  capital  de  la  Repú- 
blica el  denuncio,  medida  y  adquisición  de  los  terrenos 
baldíos,  pues  es  materia  de  grande  interés,  y  se  ofrece  dia- 
riamente. Dicha  disposición  está  contenida  en  el  bando  si- 
guiente. 

BANDO 

Acerca  de  edificios  ruinosos. 

El  ciudadano  Francisco  Fagoaga,  alcalde  constitutional 
de  primera  nominación  del  ayuntamiento  de  esta  capital. 

«  Con  el  objeto  de  mantener  la  hermosura  y  ornato  de 
los  edificios,  y  precaver  los  daños  que  suelen  ocasionar  sus 
ruinas,  está  mandado  en  la  ley  10,  tít.  32,  part.  3.a,  lo  si- 
guiente: 

«  Abrense  á  las  veces  las  lauores  nueuas,  porque  se 
fienden  de  los  cimientos,  ó  porque  fueron  fechas  falsa- 
mente, ó  por  flaqueza  de  la  lauor.  E  otrosí  los  edificios 
antiguos  fallecen  é  quiérense  derribar  por  vejez,  é  los  ve- 
cinos que  están  cerca  de  ellos  temen  se  de  recibir  ende 
daño.  Sobre  tal  razón  como  esta  decimos  que  el  judgador 
del  logar,  puede  é  deue  mandar  à  los  señores  de  aquellos 
edificios,  que  los  enderecen  ó  que  los  derriben.  E  porque 


mejor  se  pueda  esto  facer,  deue  el  mismo  tomar  buenos 
maestros,  é  sabidores  deste  menester,  é  yr  al  logar  dó 
están  aquellos  edificios  de  que  se  temen  los  vecinos;  é  si 
él  viere  é  entendiere  por  aquello  que  le  dijeren  los  maes- 
tros que  están  á  tan  mal  parados  que  non  se  pueden  ado- 
bar, ó  non  lo  quieren  facer  aquellos  cuyo  son,  é  que 
ligeramente  pueden  caer  é  facer  daño.  Entonce  deue  man- 
darlos derribar.  E  si  por  auentura  non  estouicssen  tan 
mal  parados,  deuenlos  aprimiar  que  los  enderecen,  é  que 
den  buenos  fiadores  á  los  vecinos,  que  non  les  venga  ende 
daño.  E  si  tal  fiadura  como  esta  no  quisiese  facer,  ó  si 
fuese  i'ebelde  non  los  queriendo  reparar;  deuen  los  vecinos 
que  se  querellauan;  ser  metidos  en  tenencia  de  aquellos 
edificios  que  se  quieren  caer,  é  dárgelos  por  suyos,  si  el 
dueño  del  edificio  durare  en  su  rebeldía  fasta  aquel  tiempo, 
en  que  ellos  lo  ayan  á  adobar,  ó  á  derribar  por  mandado 
del  judgador.  Otrosí  decimos,  que  si  el  dueüo  del  edificio 
diese  recabdo  á  los  vecinos  que  se  temen  del,  de  les  pecbar 
el  daño  que  ende  recibiessen,  si  el  edificio  se  cayesse  por 
flaqueza  de  sí  mismo  é  non  por  ocasión,  entonce  seria  te- 
nudo  de  pechar  el  daño  á  que  se  obligara.  Mas  si  el  edificio 
se  derribase  por  terremoto,  ó  por  rayo  ó  por  gran  viento, 
ó  por  aguaducho,  ó  por  alguna  otra  ocasión  semejante, 
entonce  non  seria  tenudo  de  pechar  el  daño  que  por  el  edi- 
ficio viniese.  » 

De  la  misma  manera  se  halla  prevenido  en  el  artículo 
68  de  la  Ordenanza  de  Intendentes,  lo  que  sigue  ; 
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«  Deben  dichos  magistrados  prevenir  con  igual  cuidado 
á  Jas  justicias,  que  se  esmeren  en  la  limpieza  de  los  pue- 
blos de  sus  provincias,  ornato,  igualdad  y  empedrados  de 
las  calles  ;  que  no  permitan  desproporción  en  las  fábricas 
que  se  hicieren  de  nuevo  para  que  no  desfiguren  el  aspecto 
público,  especialmente  en  ciudades  y  villas  populosas  de 
españoles;  y  que  si  algún  edificio  ó  casas  particulares  ame- 
nazaren ruina,  obliguen  á  sus  dueños  á  repararlas  en  et  tér- 
mino correspondiente  que  les  señalaren;  y  de  no  hacerlo  lo 
mandarán  ejecutar  á  costa  de  los  mismos  dueños  ;  procu- 
rando también  que  cuando  se  hagan  obras  y  casas  nuevas, 
ó  se  derriben  las  antiguas,  queden  las  calles  anchas  y  de- 
rechas, y  las  plazuelas  con  la  posible  capacidad,  y  dispo- 
niendo asimismo  que  si  los  propietarios  de  las  arruinadas 
no  las  reedificaren,  se  les  obligue  á  vender  sus  solares  á 
justa  tasación,  para  que  los  compradores  lo  ejecuten,  y  que 
en  las  pertenecientes  á  mayorazgos,  capellanías  ú  otras 
fundaciones  perpetuas,  se  deposite  judicialmente  su  precio 
hasta  nueva  imposición.  » 

Que  por  el  art.  25  del  cap;  1  °  de  la  instrucción  de  23 
de  junio  de  1813,  está  declarado,  que  pertenece  al  ayun- 
tamiento cuidar  de  todos  los  objetos  que  le  están  enco- 
mendados por  leyes,  reglamentos  ú  ordenanzas  munici- 
pales, como  es  todo  lo  concerniente  al  ornato,  decoro  y 
hermosura  de  esta  ciudad  ;  ha  tenido  á  bien  acordar:  que 
para  que  las  leyes  preinsertas,  que  tratan  de  la  materia, 
tengan  todo  su  cumplimiento  y  no  se  pueda  alegar  igno- 
rancia, se  publiquen  por  bando  en  esta  capital,  como  se  ha 
hecho  otras  veces,  encargando  muy  particularmente  á  los 
alcaldes  y  regidores  dediquen  sus  desvelos  y  conatos  á  ha- 
cer efectivo  cuanto  en  ellas  se  previene,  por  ser  ya  mu- 
chos los  edificios  que  se  hallan  arruinados  ó  amenazan 
ruina,  procediendo  económica  y  gubernativamente  en  todos 
los  casos  que  por  su  naturaleza  no  fueren  contenciosos  (1) 
y  reservando  los  que  lo  sean  á  la  potestad  judicial,  para 
que  administre  justicia  conforme  á  las  leyes. 

Por  tanto,  mando  se  publique  por  bando  en  esta  capi- 
tal, como  está  acordado,  comunicándose  los  ejemplares  á 
quienes  corresponda,  y  fijándose  en  los  parajes  acostum- 
brados. Méjico,  5  de  junio  de  1824. — Francisco  Fagoaga. 
—  José  Maria  Guridi  y  Alcocer,  secretario. 


CAPÍTULO  XXÏII. 

De  las  medidas  y  distribución  legal  de  las  aguas. 

Habiendo  tratado  ya  lo  relativo  á  las  medidas  de  tier- 
ras, nos  falta  dar  la  parte  correspondiente  á  las  de  aguas, 
á  cuyo  fin  comenzaremos  dando  á  conocer  primero  los 
nombres,  figuras  y  dimensiones  de  las  aberturas,  datai  ó 
tomas  que  la  ley  y  la  práctica  constante  han  establecido 
para  dar  salida  á  las  aguas  que  se  han  de  distribuir  con 
equidad  y  justicia,  ya  para  la  irrigación  de  los  campos, 
ya  para  destinarlas  al  movimiento  de  los  trapiches,  moli- 
nos ú  otras  máquinas  que  establece  la  industria  de  los 
hombres.  Recordamos,  pues,  á  nuestros  lectores  que  en  el 
capítulo  X  de  esta  obra,  consta  la  division  legal  de  nues- 
tra vara,  de  cuya  medida  tenemos  que  hacer  uso. 

({)  Sobre  el  sentido  de  las  palabras  contencioso,  gubernativo  y  econó- 
mico, véase  en  el  Diccionario  de  Legislación  la  ñola  2,  pág.  163, 


Dé  las  medidas  de  las  aguas.  > 

Un  buey  de  agua  es  una  abertura  ó  data  de  figura  cua- 
drada en  que  cada  lado  tiene  una  vara,  y  por  lo  mismo 
su  área  ó  superficie  es  de  una  vara  cuadrada,  que  se  saca 
multiplicando  1  vara  por  1  vara;  mas  como  una  vara  consta 
de  48  dedos  ó  de  66  pulgadas,  también  será  dicha  super- 
ficie de  2,304  dedos  cuadrados  ó  1,296  pulgaaas  cuadra- 
das :  los  dedos  cuadrados  resultan  de  multiplicar  48  dedos 
que  tiene  el  largo  ó  base  de  dicha  medida,  por  48  dedos 
que  tiene  de  ancho  ó  altura  :  y  las  pulgadas  cuadradas 
resultan  de  multiplicar  las  36  que  tiene  de  largo  ó  base  ïa 
misma  medida,  por  las  mismas  36  que  tiene  de  ancho  ó 
altura. 

El  surco  es  una  data  de  la  figura  de  un  rectángulo  ó 
figura  de  cuatro  lados  y  de  ángulos  rectos,  que  tiene  de 
largo  ó  de  base  ocho  dedos  ó  seis  pulgadas,  y  de  ancho  ó 
altura  seis  dedos  ó  cuatro  y  media  pulgadas.  La  superfi- 
cie de  un  surco  ó  su  área  es  de  48  dedos  cuadrados,  que 
resultan  de  multiplicar  los  8  dedos  que  tiene  su  base  por 
tos  6  dedos  que  tiene  su  altura  ;  y  también  dicha  superficie 
vale  27  pulgadas  que  corresponden  al  largo  de  la  figura 
por  las  4  1/2  que  tiene  de  ancho.  Cuarenta  y  ocho  surcos 
componen  un  buey,  porque  48  veces  48  dedos  cuadrados, 
componen  los  2,304  dedos  cuadrados  que  hemos  dicho  tiene 
la  área  de  un  buey. 

La  naranja  es  una  medida  ó  data  de  figura  rectangu- 
lar, de  ocho  dedos  de  largo,  y  dos  de  ancho,  cuya  super- 
ficie es  de  16  dedos  cuadrados,  que  resultan  de  multipli- 
car 8  dedos  por  dos  dedos,  esto  es,  el  largo  por  el  ancho 
de  la  figura.  También  tiene  una  naranja  9  pulgadas  cua- 
dradas, que  se  sacan  multiplicando  6  pulgadas  que  tiene 
de  largo  dicha  medida  por  1  1/2  de  ancho.  Tres  naranjas 
componen  un  surco,  porque  multiplicando  por  3  los  16 
dedos  cuadrados  que  componen  la  área  de  una  naranja, 
resultan  48  dedos  cuadrados  que  tiene  la  área  de  un  surco. 
El  real  de  agua  es  una  data  de  figura  rectangular  de 
dos  dedos  de  largo  y  uno  de  ancho,  cuya  superficie  es  de 
2  dedos  cuadrados,  que  resultan  de  multiplicar  2  dedos 
por  1  dedo.  Dicha  superficie  consta  también  de  1  1/8  pul- 
gadas cuadradas,  la  cual  se  halla  multiplicado  1  1/2  pul- 
gadas que  tiene  de  largo  un  real  de  agua  por  3/4  de 
pulgada  de  que  consta  el  ancho  de  esta  medida.  Ocho  rea- 
les de  agua  componen  una  naranja,  porque  la  área  de  un 
real  es  de  2  dedos  cuadrados,  que  multiplicados  por  8, 
resultan  16  dedos  cuadrados  que  tiene  de  área  una  naranja. 
lâpaja  de  agua  es  una  medida  de  la  figura  de  un  cua- 
drado, en  que  cada  lado  tiene  una  tercera  parte  de  un 
dedo,  y  su  área  es  de  1/9  de  un  dedo  cuadrado,  como  se 
saca  multiplicando  1/3  de  un  dedo  por  1/3  de  un  dedo,  esto 
es,  el  largo  por  el  ancho  de  la  figura  de  la  data.  Dicha 
área  es  también  de  1/16  de  pulgada  cuadrada,  que  se  saca 
multiplicando  por  sí  mismo  1/4  de  pulgada  que  tiene  tam- 
bién tanto  el  largo  ó  base,  como  el  ancho  ó  altura  de  la 
expresada  medida.  Una  paja  de  agua  es  también  una  paja 
cuadrada,  y  equivale  á  un  grano  cuadrado  y  7/9  de  grano 
cuadrado. 

Por  las  divisiones  y  subdivisiones  del  buey  de  agua, 
que  acabamos  de  exponer,  resulta  que  un  buey  se  com- 
pone de  48  surcos  ó  144  naranjas,  ó  bien  de  1,152  reales 
ó  de  20,736  pajas.  La  tabla  primera  que  ponemos  á  con- 
tinuación, es  un  resumen  de  estas  medidas,  que  para  la 
distribución  de  las  aguas  son  de  forma  rectilínea,  y  en  la 
tabla  segunda  van  puestas  las  medidas  ó  tomas  que  co- 
munmente tiene  la  forma  circular,  con  expresión  de  los 
diámetros  de  estas  datas  ó  lados  de  los  cuadrados  cir- 
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eunscritos  á  ellas,  y  pueden  servir  para  el  abastecimiento 
de  las  fuentes  públicas  y  privadas  de  las  poblaciones.  Para 
las  de  esta  ciudad,  la  medida  ó  toma  municipal  es  de  cinco 
pajas. 


TTAIBILA    0 
DATAS    DE   AGUA  DE    FORMA   RECTILÍNEA 

Con  expresión  de  sus  figuras,  dimensiones  y  áreas  6  superficies. 


Medidas  ó  datas  rectilíneas. 


1  buey  ó  48  surcos. 

1  surco  ó  3  naranjas. 

1  naranja  ú  8  reales. 

1  real  ó  18 

1  paja.    .  . 


Figuras  de  las 
datas. 


Cuadrado. 

Rectángulo. 

Rectángulo. 

Rectángulo. 

Cuadrado. 


Medidas  ó  datas  rectilíneas. 


1  buey  ó  48  surcos.     .  . 
i  surco  ó  3  naranjas.   .  . 
1  naranja  ú  8  reales.    . 
4  real  ó  18  pajas.  .  .  .  . 
1  paja 


Medidas  ó  datas  rectilíneas. 


1  buey  ó  48  surcos.  . 
1  surco  ó  3  naranjas. 
i  naranja  ú  8  reales. 
1  real  ó  18  pajas.  .  . 
í  paja 


Figuras  de  las 
datas. 


Cuadrado.  . 
Rectángulo. . 
Rectángulo.  . 
Rectángulo.  . 
Cuadrado.    . 


Largos  ó  bases  de  las 
datas  expresadas  en 


PULGADAS. 
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Anchos  ó  alturas  de  las 
datas  expresados  en 
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Figuras  de   las 
datas. 


Cuadrado..  . 
Rectángnlo.. 
Rectángulo.. 
Rectángulo.. 
Cuadrado.    . 


Áreas  de  las  dalas 
expresados  en 
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Medidas  ó  tomas  de  agua  ,  con  expresión  de  sus  diámetros  ó 
lados  de  los  cuadrados  circunscritos  á  ellas,  y  de  sus  áreas  ó 
superficies. 


DATAS 


TOMAS  CIRCULARES. 


1  buey  ó  48  surcos.. 
1  surco  ó  3  naranjas. 

1  naranja  ú  8  reales. 

7  reales 

6  reales 

5  reales 

4  reales 

3  reales 

2  reales 

1  real  ó  18  pajas.  .  . 

17  pajas 

16  pajas 

13  pajas.    .      .  .  .  . 

14  pajas 
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13  p. 
12  p. 
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10  p. 

9  p. 

8  p. 

7  p. 

6  p. 

S  p. 

4   p. 

3  p. 

2  p. 
1  p. 


5§« 

Ç3   2   5J 


9  to      v 

5í"2  «  ,-• 


1     100 


ü  îoo 


ss 

1  00 


o  -^SL 

"     100 


75 

0  îoo 


„    s9 

0    100 


0    100 


0  -AS- 

100 


0      39 

100 


Oi-ï 
1  u 


4 
«Il 
»* 
«A 

•A 

«I 


16 


Para  dar  una  idea  de  las  datas  circulares,  ponemos  en 
la  lamina  1  .a  la  de  una  paja,  de  5  pajas,  de  un  real  ó  18  pa- 
jas, y  de  una  naranja  ú  ocho  reales,  cuyos  diámetros  están 
tomados  en  la  escala  natural  que  las  acompaña  ;  y  decimos 
escala  natural,  porque  cada  una  de  sus  grandes  divisiones 
es  del  tamaño  preciso  de  una  pulgada  de  nuestra  vara.  La 
misma  escala  podrá  servir  para  determinar  la  área  ó  su- 
perficie de  alguna  otra  data  rectilínea  de  las  que  no  cons- 
tan en  la  tabla  1 .«,  porque  cualquiera  data  de  esta  especie 
no  puede  tener  mas  que  cuatro  lados  y  sus  ángulos  rectos 
para  que  sea  legal,  como  se  verá  en  el  capítulo  que  sigue  ; 
de  consiguiente,  si  dicha  data  tuviere  tanto  de  largo  como 
de  ancho,  esto  es,  si  fuere  un  cuadrado,  se  verá  por  la 
escala  cuántas  pulgadas  tiene  cualquiera  de  sus  lados  ;  el 
número  de  pulgadas  que  se  hallare,  se  multiplicará  por  sí 
mismo,  y  el  producto  dará  las  pulgadas  cuadradas  ó  la 
área  de  la  data  expresada  ;  pero  si  la  repetida  data  fuere 
un  rectángulo  en  que  uno  de  sus  dos  lados  mas  largos, 
medido  en  la  escala,  tuviese  4  pulgadas,  y  uno  de  los  otros 
dos  menos  largos  fuese  de  tres  pulgadas,  como  se  repre- 
senta en  la  figura  que  sigue,  se  multiplicarán  í  pulgadas 
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por  3  pulgadas,  esto  es,  el  largo  por  el  ancho,  y  el  producto 
dará  12  pulgadas  cuadradas,  que  expresarán  la  área  de  la 
misma  data;  y  dividiendo  este  número  por  27,  que 
son  las  pulgadas  cuadradas  que  tiene  un  surco,  se  hallará 
el  quebrado  ~~  de  esta  medida,  que  viene  á  ser  igual 
á  los  |-  de  dicho  surco  ;  y  del  mismo  modo  se  medirá  otra 
data  cualquiera,  y  se  valuará  en  surcos  ó  en  partes  de  él, 
ó  de  otra  medida  conocida. 

Si  á  la  misma  figura,  y  también  á  otra  cualquiera,  se  le 
quiere  dar  la  forma  cuadrada,  esto  es,  que  tenga  tanto  de 
largo  ó  de  base  como  de  ancho  ó  altura,  se  extraerá  ó  sa- 
cará la  raiz  cuadrada  de  su  área,  y  dicha  raiz  será  el  lado 
del  cuadrado,  que  tendrá  una  área  ó  superficie  igual  á  la 
de  la  figura  propuesta.  Así,  pues,  teniendo  la  data  de  que 
tratamos  12  pulgadas  cuadradas,  como  la  raiz  cuadrada  de 
42  es  3  ~,  con  corta  diferencia,  el  lado  de  dicho  cuadrado 
será  de  3  ||  pulgadas,  y  este  cuadrado  tendrá  también  12 
pulgadas  cuadradas  de  área  ó  superficie,  que  es  igual  á  la 
área  de  Ja  data  referida. 

Por  último,  si  á  la  misma  data  rectilínea  supuesta  de 
12  pulgadas  cuadradas,  ó  á  otra  cualquiera,  se  le  quiere 
dar  la  forma  circular,  se  multiplicará  por  7  la  área  de  di- 
cha data,  que  en  este  caso  es  de  42  pulgadas  cuadradas, 
esto  es,  se  multiplicará  12  por  7,  y  el  producto  será  84; 
se  partirá  este  producto  por  22,  y  resultará  el  co- 
ciente 3  ~  ;  se  extraerá  la  raiz  cuadrada  de  este  cociente, 
y  será  1 £|,  que  expresa  en  pulgadas  el  radio  de  la  data 
circular,  y  su  duplo  3  -^  es  el  diámetro  de  la  misma  data. 
Por  esta  regla  están  calculados  los  diámetros  de  las  datas 
circulares  que  constan  en  la  tabla  segunda. 

Dos  ó  mas  datas,  ya  sean  rectilíneas,  ya  circulares  ó  bien 
uno  y  otro,  se  pueden  reducir  á  una  sola  de  la  forma  cua- 
drada ó  de  la  circular,  aplicando  las  reglas  que  acabamos 
de  dar. 

Data  rectangular,  que  tiene  de  área  12  pulgadas  cuadradas  ó 
los  4/9  de  un  surco. 


Ponemos  á  continuación,  copiado  al  pié  de  la  letra,  el 
Reglamento  general  de  las  medidas  de  las  aguas  que  pu- 
blicó el  presbítero  D.  Domingo  Lasso  de  la  Vega,  en  el  año 
de  1761,  y  dedicó  á  la  real  Audiencia  de  Méjico,  para  el 
uso  de  corregidores,  alcaldes  mayores,  jueces,  receptores 
y  demás  justicias  reales,  como  también  para  los  agrimen- 
sores, cuyo  reglamento  ha  servido  de  guia  en  asuntos  de 
aguas,  como  que  es  lo  único  que  se  tiene  impreso  en  este 
orden,  considerándolo  como  aprobado  por  la  autoridad 
competente ,  pues  á  tanto  equivale  el  permiso  que ,  para 


su  circulación,  concedió  el  Exmo.  Sr.  marqués  de  Cruillas, 
entonces  virey  de  Méjico,  el  cual  consta  por  decreto  de 
esta  autoridad,  expedido  en  16  de  abril  de  1761,  y  pone- 
mos como  nota  (1)  ;  lo  que  parece  probarque  si  dicho 
Reglamento  contuviera  principios  contrarios  al  derecho  y 
á  las  ordenanzas  del  ramo  de  aguas,  no  se  hubiera  permi- 
tido su  circulación,  mayormente  tratándose  de  puntos  tan 
delicados  y  de  tanta  trascendencia  como  son  los  que  toca 
el  reglamento  referido  ;  y  tanto  por  esto,  cuanto  por  el  uso 
que  de  él  se  ha  hecho  en  el  largo  período  de  88  años,  y  Jo 
que  es  mas,  por  no  haber  innovación  legal  en  su  parte 
jurídica,  lo  creemos  digno  de  ser  insertado  en  esta  colec- 
ción de  leyes  y  decretos,  relativas  alas  medidas  de  tierras 
y  aguas.  Mas  como  en  el  período  de  88  años  haya  adelan- 
tado mucho  la  hidráulica,  diremos  después  cómo  se  pue- 
den ejecutar  algunas  operaciones  prácticas  de  la  hidro- 
mensura,  que  dan  resultados  mas  cercanos  á  la  verdad, 
que  por  los  métodos  propuestos  en  el  Reglamento  de  que 
tratamos,  siguiendo  siempre  el  espíritu  de  la  ley,  y  al 
mismo  tiempo  la  práctica  y  opinion  de  los  facultativos  mas 
instruidos  en  el  ramo  de  aguas. 


REGLAMENTO  GENERAL 

DE  LAS  MEDIDAS  DE  LAS  AGUAS,  PUBLICADO  EN  EL 
AÑO  DE   1761. 

Explícase  el  derecho  municipal  con  lo  concerniente  á  la3  medidas 
de  las  aguas. 

La  regalía,  según  su  común  y  rigorosa  acepción,  es 
cierto  derecho  de  imperio,  como  se  nota  en  el  libro  de  los 
feudos  y  canónico  derecho  (2)  ;  en  cuya  apelación  le  con- 
vienen y  pertenecen  á  nuestro  rey  y  cathólico  monarcha  : 
los  bienes  mostrencos,  de  naufragio,  vacantes  ab  intestato, 
aguas,  tierras  y  minas,  con  las  demás  que  se  podrán  ver 
en  los  autores,  que  pro  dignitate  han  tratado  la  materia,  y 
ciñéndome  precisamente  á  las  de  las  aguas,  para  norte  y 
fundamento  de  todo  este  reglamento,  hallo,  que  de  la  mis- 
ma suerte  son  del  regio  patrimonio,  que  los  demás  bienes, 
que  como  tales  están  anexos  é  incorporados  en  su  real  co- 
rona, teniendo  de  aquí  la  denominación  de  realengas,  en 
tanto  grado  que,  para  haver  de  poseerlas,  es  menester  que 
los  particulares  poseedores ,  aleguen  y  prueben,  les  han 
sido  concedidas  por  especial  merced  de  los  mismos  reyes  y 
cathólicos  señores  ó  en  su  nombre  :  porque,  como  dice  la 
Jey  (3)  :  Que  solo  á  el  príncipe,  y  no  á  otro  alguno,  le 
compete  el  derecho  de  repartir  las  aguas;  se  deben  dar 
por  nulas  y  de  ningún  valor,  las  quasi-possesiones,  en  las 
cuales  se  descubriere  la  regalía,  bien,  que  sea  por  via  de 
medida,  ó  por  otro  camino,  si  en  ellas  no  ha  entrado  la 
distribución  de  la  real  mano  :  para  todo  lo  cual,  á  mas  de 


(1)  El  Exmo  Sr.  D.  Joaquín  de  Monserrat  Ciurana  Cruillas  Crespf  de 
Valdama  Zans  de  la  Llosa  Alfonso  y  Calatayud,  marqués  de  Cruillas, 
caballero  gran  cruz,  clavero  comendador  de  Burriana  y  Baylio  de  Sueca 
en  la  Orden  de  Montesa,  teniente  general  de  los  reales  ejercaos,  teniente 
coronel  del  regimiento  de  Reales  Guardias  españolas  de  infantería,  virey, 
gobernador  y  capitán  general  de  esta  Nueva-España,  y  presidente  de  esta 
real  audiencia,  etc.  :  Concedió  su  licencia  para  la  impresión  de  este 
Reglamento,  visto  el  parecer  de  D.  Felipe  de  Zúñiga  y  Ontiveros,  etc., 
como  consta  por  su  decreto  de  16  de  Abril  de  1761.  —  (Rubricado 
de  S.  E.) 

(2)  Liber  Feudorum,  cap.  Quœ  sint  RegaUœ,  cap.  General.  De  Elec- 
tionein.  6  Barbos,  de  Appel,  v.  Appel  Dominus  Solorz.  tom.  2  de  Jur. 
ind.  lib.  5,  cap.  \  per  lotum. 

(3)  Ley  i,  §  42  D.  de  uq.  coud,  et  œsiiv.  Ibi  :  Idque  a  Principe  eonce* 
ditur  aliinulli  compeliljus  aquœ  dandœ. 
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los  títulos  del  volumen  (O  tenemos  expressas  y  terminan- 
tes leyes  en  nuestro  real  derecho  de  Partidas  y  Recopila- 
:  ciones  (2),  cuyas  eficacissimas  decissiones,  en  la  materia 
que  versamos,  enseñan  plenissimamente  todo  el  poder, 
mano  y  jurisdicción  con  que  S.  M.  obra  en  la  servidumbre 
de  la  agua,  no  solo  en  los  casos  de  posession,  sino  en  los 
de  propiedad.  Y  estrechando  este  mismo  dominio  á  lo  par- 
ticular de  nuestras  Indias,  concluyo  con  la  misma  doctrina 
y  exposición  del  señor  ü.  Juan  de  Solórzano  sobre  las  leyes 
citadas  (3),  tener  en  ellas  la  propia  regalía  nuestros  glo- 
riosos y  cathólicos  reyes,  de  donde  se  infiere  :  haver  de 
quedar  en  el  despótico  y  absoluto  dominio  del  soberano, 
todo  lo  que  por  su  regia  emparticion  no  fuere  concedido  ; 
solo  es  menester  advertir,  para  la  recta  inteligencia  de  ' 
este  punto,  que  siendo  como  son  de  hecho,  todas  las  aguas 
de  los  públicos  rios,  del  público  y  común  uso  (4)  :  que  no 
se  presuma  haber  de  ser  públicas  y  comunes  en  cuanto  á 
su  uso  personal  y  doméstico  :  con  lo  que  se  indemniza 
aquella  general  libertad  para  que  cualquiera  pueda  sacar 
la  que  quisiere,  para  el  socorro  de  sus  domésticas  necesi- 
dades, como  assienta  el  padre  Avendaño  en  la  exposición  á 
el  texto  de  la  instituía  (5).  Pero  insistiendo  en  el  assumpto 
principal,  es  lexítima  consequencia,  que  se  inQere  de  todo 
lo  expressado;  que  qualquiera,  sin  el  permisso  del  prín- 
cipe, no  pueda  conducir  las  aguas  públicas  á  sus  fundos, 
para  su  irrigación,  mayormente  en  lo  peculiar  de  esta 
Nueva-España,  donde  se  hace  constar  el  que  S.  M.  ha  con- 
cedido amplissima  facultad  á  los  clarissimos  y  excelentis- 
simos  señores  vireyes  y  presidentes  de  la  audiencia  real 
de  esta  Nueva-España,  para  que  en  toda  conformidad  de 
lo  expressado,  puedan  hacer  las  mercedes  de  tierras  y 
aguas,  como  bienes  pertenecientes  á  su  real  corona,  y  de 
que  oy  ay  particular  privativo  juzgado.  Esto  lo  evidencia 
la  novísima  cédula  que  su  real  dignación  quiso  expedir  en 
San  Lorenzo  el  Real  á  quince  dias  del  mes  de  octubre  del 
año  de  mil  setecientos  cincuenta  y  quatro,  por  la  qual 
difusamente  consta,  atentas  sus  sérias  instrucciones ,  todo 
lo  que  en  el  orden  á  el  ramo  de  tierras  y  aguas  ha  sido 
conveniente  á  su  real  servicio;  por  lo  que  remitiéndome  á 
el  mismo,  para  todo  quanto  lo  toque  :  cesso  en  difundirme 
en  tan  vasta  materia,  pues  mi  ánimo  no  ha  sido  otro,  sino 
manifestar  el  estado  que  tiene  este  derecho,  por  lo  que 
conduce  al  intento,  con  lo  que  passo  á  tratar  y  expjicar 
algunos  términos  y  decissiones,  que  juzgo  mas  principales 
en  la  materia ,  para  fundarla,  las  que  se  veerán  expendi- 
das con  tal  orden,  digestion  y  concierto,  que  no  se  ecturá 
menos  todo  lo  conducente  para  las  medidas  de  las  aguas, 
omitiendo  aquellas  questionesde  poco  momento,  que  mas 
sirven  en  la  práctica  de  carga,  que  de  auxilio  :  Todo  lo 

(O  Cod.  De  omni  agro  decerto,  lib.  11. 

(2;Leg.  1,  tít.  H,  p.2,  Leg.  7,  tít.  20,  p.  3.  Ubi  Glossa  verb.  Yermo. 
Leg.  12!,  tít.  3,  et  Ley.  3.  tít.  6.  Recop.  cum  multis  citatis  a  Dom.  Solór- 
zano loco  cit.  et  in  Política,  lib.6cap.11.  Haec  sunt  verba  Doeioris  cap.  1 
cit.  n.  80  Jure  Ind.  Tienen  también  los  príncipes  otra  regalía  muy 
digna  de  consideración,  que  consiste  en  el  general  dominio  reservado  á 
ellos  en  todos  sus  reinos,  por  razón  de  la  suprema  potestad  sobre  los 
campos,  los  pastos,  los  montes  y  los  rios  públicos,  de  tal  manera  que 
estas  cosas  por  esta  causa  sin  duda  se  dicen  y  se  juzgan  de  realengo,  y 
en  ellas  tanto  en  los  juicios  posesorios,  como  en  los  petitorios,  parezca 
que  tienen  fundada  su  intención  contra  cualesquiera  otros  poseedores 
que  no  manifestaren  los  títulos  legítimos  de  ellas. 

(3)  El  cual  derecho  se  obseiva  igualmente  en  nuestras  Indias,  y 
exceptuando  las  tierras,  los  campos,  los  pastos,  los  montes  y  tas  aguas 
que  el  rey  indultó  en  las  ciudades,  pueblos  y  particulares  de  las  Indias, 
todas  las  demás  cosas  de  este  género,  y  con  especialidad  las  tierras  m- 
cullas,  los  desiertos  y  las  selvas,  permanecieion  en  el  mismo  estado 
que  tenían. 

(i)  Instit.  De  rerum  ditis.  §  2,  ibi  :  Todo  rio  es  de  uso  público. 

(b)  Avenduñ.  Tbesaur.  Indie.  tit.  5,  cap.  20,  núra.  16,  p.  ibi  :  Hay  á  la 
verdad  rios  de  un  uso  público  y  común  cuando  es  personal  y  doméstico 
que  pueda  usarse  para  el  servicio  ordinario,  de  donde  puede  vivir  gra- 
ciosamente del  rio  y  tomar  la  agua  que  quiera  para  lis  necesidades 
domésticas. 


cual  es  menester  para  el  desempeño  de  la  obligación  y 
cargo  de  mis  comprofessores,  en  las  declaraciones  juradas, 
que  se  motivan  de  pedimento  de  las  partes  litigantes,  para 
la  exacta  justificación  de  sus  pretensiones  (1),  pues  siente 
el  maestro  Saens  y  otros  autores,  que  de  las  diversas  ac- 
cepciones  de  los  nombres,  suelen  originarse  en  la  materia 
graves  litigios  (2),  los  que  se  evitan  con  su  genuina  inteli- 
gencia :  siendo  la  de  los  mas  principales  en  el  tenor  y  or- 
den siguiente. 

2.  —  El  rio,  á  quien  el  latino  llama  flumen,  en  el  dere- 
cho le  ha  definido  Casio  estando  á  lo  peremne  de  su 
curso  (■'}),  como  por  el  contrario  :  el  torrente  ó  arroyo,  es 
una  corriente  de  agua,  que  se  recoge  de  las  lluvias  ó  nieves, 
y  solamente  corre  en  ciertos  tiempos  :  es  á  saber,  cuando 
se  suelen  augmentar  las  aguas  de  los  rios  :  divídese  en 
público  y  privado  :  público  es  aquel,  en  el  qual  el  derecho 
de  pescar  á  todos  es  común  ;  y  privado  aquel,  en  que  por 
algún  pacto  ó  convenio  suele  tomarse  ley,  y  en  nada  se 
difiere  de  los  demás  lugares  assimismo  privados  :  en  su 
apelación  no  se  contiene  la  ribera,  enseña  Monochio  (4), 
explicando  llamarse  riberas  á  aquellos  precissos  límites, 
entre  los  cuales  se  contiene  el  curso  natural  de  todo  rio,  y 
le  es  cosa  peculiar  á  él,  assi  como  las  costas  lo  son  del  dila- 
tado mar  (5). 

3.  —  Pero  si  en  la  concession  de  las  tierras,  se  conceden 
juntamente  las  aguas  sus  originales,  por  considerarse  par- 
tes ó  fructos  de  las  dichas  tierras  mercenadas,  es  doctrina 
del  padre  Avendaño  nuestro  Regnícola  en  su  Thesauro  In- 
dico (6),  cuyas  terminantes  palabras  van  á  la  letra  al  fin 
de  este  Reglamento.  Por  razón  de  servidumbre  tienen  las 
aguas  su  debido  lugar  entre  las  reales  rústicas  servidum- 
bres. La  servidumbre  real  rústica  es  de  dos  maneras  :  No- 
minada la  una,  é  innominada  la  otra,  Servidumbre  rústica 
nominada  es  aquella  cuyo  nombre  es  á  jure  imposition,  y 
en  ella  se  descubren  quatro  diferencias,  que  se  nombran 
assi  :  lier,  Actus,  Via  et  Aquaeductus  (7).  Omítense  las 
definiciones  primeras,  assignando  solamente  la  del  Aquae- 
ducto,  por  ser  de  nuestro  instituto. 

4.  —  La  servidumbre  del  Aquaeducto,  es  el  derecho  de 
conducir  la  agua,  por  el  fundo  ó  campo  ajeno,  para  regar 
el  propio,  ú  otro,  constituido  en  el  derecho  de  servidum- 
bre (8).  El  qual  también  se  toma  por  aquel  privilegio  co- 
lado, que  se  confiere  á  aquellos  á  quienes  se  encomienda 
la  custodia  de  las  formas  ó  cañerías  por  donde  se  con- 
duce (9)  :  como  á  el  maestro  mayor  D.  Manuel  Alvarez  de 
la  Cadena,  en  quien  reside  el  sobredicho  privilegio  colativo, 
para  el  surtimiento  de  Jas  aguas  de  esta  nobilisissima 
ciudad  :  llámase  este  por  la  ley  con  el  nombre  de  Aquario, 
que  es  lo  mismo  que  administrador  ó  guarda  de  las  so- 
bredichas (10). 

5.  —  Por  razón  de  tandas,  ay  agua  diurna,  que  es  la 


(1)  Calvinus  Lexic.  Jurid.  verba  Mensor  ibi  :  Medidor  no  solo  es  el 
que  mide  los  campos,  sino  el  que  falla  no  solo  de  las  medidas,  sino  da 
las  servidumbres. 

(2)  El  maestro  Saens  de  Escobar,  que  corre  manuscrito,  en  el  tra'.ado  I 
de  las  Medidas  de  las  tierras. 

(3)  Leg.  1 ,  §  1.  D.  De  fluminibus. 

Ú)  Meuuchius  cous.  395,  n.  28,  apnd  P.Benedictum  Pereyram,  in  Elu- 
cid.  Sacrae  Theoloyiae  Moral,  et  juris  utriusque,  n.  767. 

(5)  S  1.  Inslit.  de  rerum  divisione. 

(6)  Ciíalns  Doctor  Advend.  eodem  loco  n.  15,  p.  199  ¡bi.  V  à  la  verdad 
las  fuentes  y  los  manantiales  son  de  aquel  de  quien  son  las  tierras,  en 
las  cuales  tienen  su  origen,  y  son  como  partes  y  como  frutos,  y  asi  es 
que  se  conceden  igualmente  con  las  tierras. 

(7,  Inslit.  Do  servilut.  praed.  rustlc.  et  Leg.  Servitutes  rusticorum  1. 
D.  de  sevilut.  praed.  rustic.  ibi.  Las  servidumbres  de  las  posesiones  rus- 
ticas  son  estas  :  senda,  carrera,  camino  y  acueducto. 

(i)  Acueducto  es  el  derecho  de  conducir  la  agua  por  el  fundo  ó  campo 
ajeno  para  regar  el  campo  propio,  ó  el  de  algún  utro  por  dereclio  de  alguna 
servidumbre  establecida. 

(9)  Leg.  Decernimus  Cod.  de  Aquaeducta. 

(10)  Ex  ipsa  lege  ;  ut  potest  videri  in  elucidario  citation.  769, 
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que  fluye  de  día  (1)  ;  cómo  nocíMrnolaque  fluye  de  noche; 
y  peremne  la  que  nunca  cessa  de  correr  (2).  Proflucnte, 
pluvial  y  celeste,  es  una  misma,  y  aquí  no  hay  que 
notar  (3)  ;  pero  sí,  en  que  agua  viva,  es  aquella  que  mana 
de  la  fuente,  esto  es,  peremne  :  aquí  entendemos  por  la 
fuente,  el  origen  ó  manantial,  como  entienden  los  jurispe- 
ritos (4)  :  de  donde  se  infiere,  que  Ja  pluvial  que  se  recoje 
en  las  lagunas,  y  cisternas,  alhibes,  xagüeyes,  presas  y 
otras  obras,  no  se  deben  llamar  vivas,  por  faltarles  el  pe- 
remne movimiento,  que  para  serlo  se  nécessita.  La  sobre- 
dicha, ya  recogida  en  recipientes,  ó  artificiales  pilas,  para 
los  ordinarios  ministerios,  fluye  por  chorros  ó  chiflones,  y 
tanto  el  jurista  como  el  mathemático,  le  dan  los  términos 
de  surtidores  ó  salientes  (5). 

6.  —  El  dedo  de  agua,  según  Paulo  J.  C,  es  cuanto  fluia 
por  el  dedo  de  una  estatua,  ó  el  módulo,  por  quien  deter- 
minaban los  romanos  Jas  mercedes  ó  datas  (6).  Nuestro 
dedo  pulgar,  que  es  la  quarenta  y  ocho  ava  parte  de  una 
vara  mejicana,  si  le  dividimos  en  tres  partes,  cada  parte 
será  una  paja,  y  si  en  quarto,  cada  una  llamaremos  grano: 
de  donde  se  infiere,  que  un  dedo  quadrado  consta  de  nueve 
pajas  cuadradas  comoassimisrno  diez  y  seis  granos  quadra- 
dos.  La  naranja,  es  otra  medida  municipal  ;  consta  de  qua- 
tro  dedos  por  lado,  y  de  superficie  diez  y  seis,  como  parece 
de  la  multiplicación  del  quatro  por  sí  mismo. 

7.  —  El  sulco,  es  el  hueco  que  deja  hecho  el  arado  n 
la  tierra,  para  que  corra  la  agua,  consta  del  derecho  (7), 
y  nosotros  entendemos  por  sulco,  una  medida  peculiar 
para  repartimientos,  que  tiene  seis  dedos  por  basa,  y  ocho 
de  perpendículo,  y  en  todo  su  centro  quarenta  y  ocho.  A 
mas  de  este,  ay  otra  medida  de  que  habla  la  pragmática 
de  esta  ciudad,  qual  es  :  el  real  de  agua,  que  consta  de  diez 
y  ocho  pajas,  y  se  usa  para  repartimientos  de  las  fuentes 
¿e  las  casas/y  pilas  públicas,  dándoles  un  real;  quatro,  etc., 
según  es  menester. 

8.  —  Assi  como  los  romanos  usaban  del  dedo  del  cuerpo 
humano,  para  sus  repartimientos,  nosotros  usamos  del 
cuerpo  de  un  buey,  para  dar  á  entender,  ser  la  mayor  me- 
dida de  la  agua  :  dárnosle  á  este  una  vara  en  cuadro,  y  en 
todo  su  centro  quarenta  y  ocho  sulcos,  siendo  estas  las 
medidas  de  repartimientos. 

9.  —  Álveo  del  rio,  se  interpreta  en  una  ley,  por  lo 
mismo  que  camino  del  rio,  por  donde  corre  (8),  y  las  pa- 
redes en  que  insiste,  si  son  artificiales,  de  terraplén  ó  cés- 
pedes, se  llaman  con  grande  propiedad  albarradones. 
Álveo,  canal,  rio  tarjea,  y  aquaeducto,  son  voces  equiva- 
lentes, por  ser  tínica  la  común  operación  hydrométrica; 
que  las  regula,  como  también  los  ministros,  que  actúan 
las  diligencias  de  agua,  toman  univoce  las  voces  de  agu- 
jero, toma,  data,  puerta,  merced,  marco,  foramen,  para 
explicarse  en  los  repartimientos.  Las  pilas  ó  receptáculos 
menores,  en  donde  se  recibe  para  que  vuelva  con  mayor 
ímpetu  á  fluir,  se  llaman  alcantarillas,  y  si  ay  en  ellas 
muchos  interesados,  se  les  ponen  varios  conductos,  que 
se  llaman  :  órganos  syphunculos  ó  surtidores  ;  á  estos  se 
siguen  los  saltos,  que  se  ponen  atrechos,  hasta  las  fuentes, 
y  son  unas  piedras  con  varios  agujeros,  para  reconocer  los 


(O  Leg.  si  firius  D.  De  aqua  pluvial,  arcend. 

(2)  Leg.  1,  S  Lnquitur  D.  de  aqua. 

(3)  Instituí.  De  rerum  divísiune. 

(4  Leg.  única  D.  de  fonte.  El  P.  Lucius  Ferraris  in  Biblioteca  tom.  7, 
v.  Servitus  n.  41. 

(5)  Leg.  2.  D.  De  sitpelect.  etLege  Impensor  D.  de  verv.  signif. 

(6)  Paulas  in  Leg.  8.  D.  X>e  Servit,  et  Leg.  Luthts  apnd  Acnrs. 

(7)  Leg.  1.  D.  De  aq.  etaq.  pluv.  arcendae.  vbi  yox  enees  inleïpretatur 
Sulcus  ut  polest  videri  citat  Elucid.  n.  769. 

(8)  Leg.  Adeo  §  Inoula  apud.  P.Pereyr,  cil.  n.  770, 


daños  de  las  formas,  sia  ser  menester  registrar  todo  el 
trecho  de  la  cañería. 

40.  —  A  los  peritos  de  nivelar  y  conducir  las  aguas,  les 
da  el  derecho  su  nombre  :  Aquiliges  ó  Aquilices,  los  inter- 
preta (1)  ;  y  otros,  no  con  menor  fundamento,  les  llaman 
Ilydromensores,  de  la  voz  griega  Hidros,  id  est,  Aqua,  y 
Mensor,  que  es  el  medidor;  también  á  la  ciencia  que  traía 
de  su  conducción  y  mensuracion,  llaman  los  mathem  já- 
ticos :  ciencia  flydrométrica  ó  Hydrogógica. 

11.  —  Entre  los  interdictos,  que  les  pertenecen,  el  que 
mas  hace  á  nuestro  propósito,  es  aquel  cuyo  título  es:  De 
aqua  pluviale  arcenda  (2).  Y  es  por  el  qual  se  justifica  la 
acción  civil  contra  aquellos  (sean  peritos  ó  personas  pri- 
vadas) que  hacen  alguna  obra  de  presa,  targea,  etc.,  por 
la  qual  la  pluvial  dañe  á  terceros  colindantes  ;  porque  si 
haciendo  alguna  cosa  en  el  fundo  propio,  la  celeste  daña 
el  deJ  vecino,  se  da  contra  el  hechor  la  acción  de  la  ley, 
por  la  cual  debe  pagar  el  daño  acaecido,  y  está  obligado  á 
destruir  la  obra  manufacta. 

12.  —El  que  alega  esta  servidumbre  está  oblidadoá  pro- 
barla (3)  :  y  no  le  bástala  quasi  posession  (4);  porque  el 
referido  debe  probar  averia  adquirido  de  tres  maneras  : 
por  pacto,  por  testamento,  por  prescripción  (S);  y  assi  es- 
menester  advertir,  que  dicha  servidumbre  no  se  adquiere 
por  su  curso  natural,  ni  por¡su  uso,  aunque  aya  fluido  mil 
años  en  el  fundo  inferior,  y  no  por  otra  razón,  que  por  la 
libertad  conservada  de  su  mismo  ser,  y  natural  curso,  res- 
pecto á  lo  qual  :  ningún  derecho  se  le  debe  atribuir,  si  no 
es  que  para  este  concurran,  no  solo  la  ley,  y  últimas  volun- 
tades; sino  también  las  donaciones,  y  pacciones  (6).  Y  de 
aquí  nace  aquella  tan  laudable  práctica  que  recomienda 
el  maestro  Saens,  para  que  antes  de  darse  principio  á  una 
diligencia,  se  tengan  vistos,  y  registrados  los  títulos,  y  suc- 
cessiones  de  las  partes. 

13.  —  Acerca  de  su  curso  generalmente  se  dehen  aten- 
der 1res  cosas,  es  á  saber  :  la  ley,  esto  es,  la  paccion,  la 
naturaleza,  que  es  la  qualidad  del  terreno,  por  estar  mas  ó 
menos  inclinado,  y  la  antigüedad  :  de  suerte,  que  la  natu- 
raleza, y  dicha  qualidad,  y  paccion  entre  partes,  de  nin- 
guna manera  se  debe  alterar;  y  quando  se  manifiesta  el 
derecho  de  antigüedad,  y  costumbre  iumemorial  de  condu- 
cirla siempre  á  esto  se  debe  estar  (7). 

14.  —  De  que  se  colige,que  en  perjuicio  de  tercero  no  es 
lícito  alterar  su  antiguo  curso,  lo  que  prueban  bastante- 
mente las  leyes  (8),  y  procuro  confirmar  con  una  decission 
de  Dlpiano,  para  mayor  seguridad  de  las  medidas  en  punto 
de  latitud,  como  se  verá  adelante  (9).  Pues  aunque  el 
señor  por  cuyo  fundo  se  conduce,  puede  mudar  el  álveo  ó 
canal,  según  la  glossa  comunmente  recibida  en  la  ley  Si 

(1)  Ex  Leg.  21  D.  Dejur.  corn.  Plinius  lib.  2G,  cap.  7. 

(2)  Leg.  Si  usus  fruct.  D.  Eod.  Muí.  Por  la  práctica  común  se  ma- 
nifiesta que  no  es  licito  fabricar  obra  alguna  con  perjuicio  de  otro 
ni   en  propio  ni  en  ajeno  rio,  ex  Leg.  1.  §  Q<">d  autem  D.   nequid 

(3)  P.Lulius  Ferraris  Prompta  Bibli'theca  Canónica  Jurídico  Moralis 
Theologica  tora.  7.  v.  Servitus  n.  28  citans  pro  se  :  sacrae  Rotae  Roma- 
nae,  p.  14  resent.  decís.  416  n.  2,  pait.  18,  torn.  2,  decís.  697,  n.  3,  et 
part.  5,  tom.  2,  decís.  588,  n.  7,  decís.  596,  n.  1,  part.  14,  decís. 
398,  n.  i. 

tí)  Rota,  part,  i,  l.  2,  decís.  101,  n.  2,  part.  17,  decís  31,  n.  14. 

(5)  Rola,  p.  4,  tom.  2,  decís,  101,  n.  3,  p.  14,  decís.  338,  n.  3. 

(6)  Ipse  P.  Ferraris  cum  Sacra  Kola  part.  4  tom.  2,  récent,  decís.  42o, 
D  3  el  seq.  el  Leg.  Prccul  D.  de  Damn.  inf.  Mascará.-  de  Probatto- 
iiÍ6Ú«.  Conclus.  123,  n.  14.  Yeron.  de  servilul.  aquaeduct.  n.  59  con- 
troveit.   310,  n.  156  Marín  controv.  16.  Cancer.  Variar,  résolut,  p.  3, 

'  (7)  Fa  P.Ferravio  loco  citât,  n.  44,  ex  Leg.  Si  cui  aq.  1,  S  1,  S  12  et  23, 

D    De  an.  et  aq.  pluv.  arcend.  Et  Yeron  Cons.  144,  n.  39. 

(8)Le«.  unie.  vers,  generalit.  D.  nequid.  m  /ïum.Leg.l.  §  non  autem. 
D.  de  ¡lumin.  Et  cum  Doctrina  S.  Rotae  p.  4,  tom.  2,  récent,  decís.  Cl, 
ri.  2  et  Menocliius  Cons.  909. 

(9)  Leg.l  S  lllud.  lamen.  D.  de  aq.  coud,  et  aestn, 
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cui  D.  servitutibus,  esto  solamente  se  le  permite  para 
efecto,  de  que  la  sobredicha  se  condusga  por  nuevo  con- 
ducto, por  razón  del  mas  commodo  uso  de  su  predio,  pero 
no  para  efecto  de  que  haciendo  nueva  obra,  resulte  en  per- 
juicio de  tercero  (1). 

15.  —  Acerca  de  las  tierras  bajas,  respecto  de  las  altas, 
se  debe  advertir,  según  á  las  obras  de  campo,  que  se  re- 
conocen por  peritos,  lo  siguiente  :  Que  el  señor  del  fundo 
inferior  está  obligado  á  recibir  en  sí  la  agua  que  fluyó  del 
superior,  si  acaso  se  trata  de  su  natural  curso,  ocasionado 
por  la  misma  qualidad  del  terreno,  y  no  hecho  con  indus- 
tria para  que  ofenda,  en  este  caso  se  le  niega  la  acción  al 
señor  del  fundo  inferior,  para  que  impida  que  la  llovediza, 
ú  otra  corra  en  el  suyo  (2). 

16.  —  Pero  si  el  curso,  ó  defluxo  proviene  de  industria, 
y  artificio,  el  señor  del  fundo  inferior  no  está  obligado  á 
recibir  en  sí  la  agua  del  fundo  superior  (3).  Todo  lo  cual 
es  doctrina  concordante  con  lo  que  dejamos  dicho  arriba, 
tratando  de  aquel  interdicto,  §  II. 

17.  —  Como  las  leyes  sean  impuestas,  para  que  en  todo 
se  observe  la  recta  equidad  de  la  justicia;  determinan  en 
orden  á  este  punto,  que  dicha  servidumbre  se  puede  cons- 
tituir, no  solo  de  la  fuente,  esto  es,  del  origen;  sino  es  de 
qualquiera  parte  del  fundo  (4);  como  assimismo,  que  se 
pueda  constituir  por  continuo  flujo,  ó  por  ciertos  inter- 
valos de  tiempo  :  esto  es,  por  determinados  dias  y  horas  (S), 
y  á  este  género  de  repartir  las  aguas,  regularmente  lla- 
man :  por  tandas,  para  lo  cual,  se  fabrican  pilas,  cajas,  ó 
recipientes  artificiales,  donde  juntos  los  interesados,  á  cada 
uno  se  le  pone  su  toma  ó  merced,  como  se  previene  en  el 
número  29  de  este  Reglamento. 

18.  —  Y  para  proceder  con  mayor  claridad  en  este 
assumpto,  y  quitar  toda  equivocación,  advierto  :  que  unas 
son  medidas  de  reconocimiento,  y  otras  de  repartimiento. 
Por  medidas  de  reconocimiento,  no  entiendo  otra  cosa, 
estando  á  la  práctica  común,  que  una  séria  inspección,  in- 
quisición ó  averiguación  mathemática  de  las  naranjas, 
sulcos,  etc.,  competentes  á  un  marco,  ó  datas  propuestas. 
Dixe  inspección,  por  ser  esta  una  de  las  especies  de  proba- 
ciones que  assigna  el  derecho  como  principal,  que  se  debe 
hacer  en  esta  materia,  por  los  hydrouiensores  examinados; 
y  si  es  punto  de  tierras  ó  edificios,  por  los  agrimensores,  y 
architectos,  también  con  título  suficiente,  bajo  la  religion 
del  juramento,  de  no  cargarse  á  favor  de  una  ni  de  otra 
parte,  sino  declarando  la  verdad  del  hecho,  según  halla- 
ren á  todo  su  legal  saber  y  entender,  como  asienta  con 
otros  Reyfenstuel  (6),  y  todo  esto  à  fin  de  no  alterar,  ni 
menos  innovar  cosa  alguna. 

19.  —  Las  medidas  de  repartimiento,  regularmente  se 
deducen  de  las  de  reconocimiento,  porque  haviéndose  ya 
medido  un  rio,  canal  ó  targea,  puesta  caxa,  ó  pilareparti- 
dora  en  el  debido  trecho,  ó  poniéndose  datas,  y  contra - 

(1)  Leg.  Praetor  ait  in  princ.  D.  de  rivis,  Glossain  Lege  si  Cui.  T>.  di 
Servilut.  Beron  Cons.  144,  n.  2,  vol.  3. 

(2)  Leg.  Si  cui  §.10,  13  et  22.  D.  de  aq.  et  aq.  pluv.  arcendaè.  Leg.  si 
aquaeduct.  47,  D.  de  Contrah.  Emphyíeus.  Rot.  part.  14  recent,  decis. 
461,  n.  10,  Surd.  Cons.  17,  n.  14  et  27  et  Cons.  23,  n.  9,  Card.  de  Luc. 
de  Servit,  decis.  39,  n.  3. 

(3)  Leg.  Si  cui  aq.  1,  §1  et  13.  D.  de  aq.  et  aq.  pluv.  arcend.  et  Card. 
de  Lucaïoeo  cit.  n.  3. 

(4)  Ex  textil  expresso  ¡n  Leg.  No  puede  establecerse  la  servidumbre 
de  conducir  ó  sacar  la  agua,  sino  del  origen  ó  de  la  fuente;  mas  con 
todo,  hoy  suele  establecerse  sacarla  de  cualquiera  lugar. 

(5)  Leg.  Cum  est  sent.  §2.  Si  atuaeduclus  D.  de  Servit,  praed.ruslic. 
Leg.  si  Constituía.  Leg.  Si  is  cui  i'n  princ.  U.  Cum  Cepola  de  Serv.  prael. 
rustic.  c.  8,  n.  82. 

(6)  Reiffensl.  in  Jus  Canonic.  tom.  2,  lit.  19,  de  Probationibus  §  1, 
n.  22  ibi.  La  vista  de  ojos  debe  hacerse  por  los  peritos  en  el  arle,á  saber; 
por  los  arquitectos,  agrimensores  y  semejantes,  á  los  cuales  se  les  debe, 
pedir  juramento  de  que  dirán  fielmente  la  verdad,  según  la  encontraren 
en  su  conciencia, no  declinando  en  favor  de  ninguna  de  las  parles. 


datas,  según  el  caudal  del  aquaeducto,  á  cada  interesado, 
se  le  reparte  según  su  postura;  donde  claramente  se  echa 
de  ver,  que  en  las  primeras,  aunque  se  reconoce,  no  se 
innova;  pero  por  el  contrario,  en  estas  de  repartimiento,  se 
amplían,  se  restringen,  se  innovan  los  conductos,  según  el 
mandato  literal  de  S.  A.  á  quien  es  peculiar  Hacer,  y  re- 
partir las  mercedes  de  las  aguas,  como  queda  assehtado  al 
núm.  1. 

20.  —  Y  comenzando  por  las  medidas  de  reconocimiento, 
digo  :  que  estas  se  practican,  eligiendo  el  mexor  trecho 
de  la  targea,  ó  azequia,  donde  proceda  el  agua  rectamente, 
sin  rápida  corriente,  por  averse  de  buscar  un  plano  ori- 
zontal,  ó  quasi  orizonlal,  para  que  nivelado,  y  sus  costa- 
dos dispuestos  à  plomo,  forme  dicha  targea  figura  geomé- 
trica, capaz  de  reducir  á  cálculo  :  á  la  qual  se  le  aplicará 
un  marco  de  madera,  de  suerte,  que  paresca  estar  unido 
con  los  planos,  tanto  el  orizontal,  como  los  verticales  :  todo 
lo  cual  se  puede  disponer  exhausta  por  traverse  echado  la 
agua  por  un  ladrón  artificial,  antes  del  plano  reconocido. 

21.  —  El  sobredicho  marco  llevará  sus  números  margi- 
nales para  reconocer  la  altura  viva  del  agua,  pues  con  esto, 
y  multiplicando  la  latitud  por  la  altura  viva,  quedará  me- 
dida la  amplitud  de  la  sección,  advirtiendo  :  que  este  pro- 
ducto, que  sale  déla  multiplicación  de  un  lado  por  el  otro, 
avrá  de  partirse  á  la  área  de  la  naranja,  sulco,  etc.,  por 
haverse  de  assentar  la  diligencia,  en  medidas  municipales 
de  la  corte. 

22.  —  Se  prohibe  en  este  instrumento  :  la  tabla  cata- 
racta  ó  corredera,  que  se  pone  para  la  intumecencia  de  las 
aguas,  porque  además  de  ser  inútil  según  nuestro  méthodo, 
es  visto,  que  si  se  aplica,  necessariamente  hade  disminuir 
la  altura  viva,  lo  que  no  parece  bien  á  las  partes  interesa- 
das, en  el  acto  de  la  diligencia.  Y  antes  de  pasar  adelante, 
me  parece  conveniente  vindicar  un  aserto,  en  punto  de 
latitud,  según  lo  previene  el  número  14  :  y  es,  que  no  siem- 
pre el  marco  que  se  aplica  ha  de  ser  de  una  graduación 
determinada,  v.  g.  de  48  dedos  de  latitud,  como  quieren 
algunos,  fundándose,  en  que  tanta  agua  passa  por  sección 
mayor,  como  por  menor  :  compensándose  lo  amplio  de  la 
sección,  con  la  menor  velocidad,  ó  al  contrario  ;  sino  que  ha 
de  ser  mayor,  ó  menor,  según  lo  que  digère  la  latitud  del 
aquaeducto:  mayormente,  cuando  la  execucion  de  estas 
medidas,  es  solamente  un  reconocimiento,  n.  18,  el  que  se 
hace  á  fin  de  no  alterar,  ni  menos  innovar  cosa  alguna;  lo 
que  se  confirma  con  la  doctrina  del  jurisconsulto  Ulpiano,  en 
la  ley  1 ,  §  illud  lamen  D.  de  aq.  cotid.  et  aestiv.  cuya  decis- 
sion,  por  ser  tan  expressa  para  el  intento,  pondré  sus  pa- 
labras: Mas  aquello  se  ha  de  entender  aqui  haberse  man- 
dado por  el  Pretor,  que  la  agua  debe  ser  conducida  siempre 
del  modo  que  se  condujo  desde  el  primer  año.  De  lo  que  se 
sigue  que  no  pueda  ser  conducida  ni  mas  agua,  ni  de  otro 
modo  mas  amplio.  De  que  se  infiere,  qué  según  la  volun- 
tad d,el  Pretor;  que  expone  el  jurisconsulto,  para  que  se 
mantengan,  y  se  amparen,  los  que  están  en  la  quasipos- 
sesion  de  esta  servidumbre,  es  necesario  no  aya  innovación 
alguna;  sino  que  de  la  misma  suerte  se  use  este  año,  que  el 
antecedente;  y  por  el  mismo  conducto,  que  esto,  y  no  otra 
cosa,  importan  en  rigor  jurídico  aquellas  palabras  :  ni  da 
otro  modo,  ni  de  un  modo  mas  amplio.  Esto  mismo  se  con- 
firma con  la  decission  de  ia  ley  3,  §  15,  D.  de  itin.  act. 
que  prin.,  en  donde  el  mismo  jurisconsulto  dice,  hablando 
de  la  servidumbre  del  camino:  que  para  conservarle, 
quando  uviere  alguna  duda,  se  ha  de  regular  por  el  estado 
anterior  que  tuvo,  guardando  en  todo  las  primeras  medi- 
das; y  en  esto  se  distingue  lo  que  se  conserva  adquirido, 
de  lo  que  se  quiere  nuevamente  constituir,  n.  19,  Son  sus 
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palabras  :  Por  renovar  entendemos  volver  la  senda  y  car- 
rera á  la  antigua  forma  ;  esto  es,  para  que  no  alguno  di- 
late ó  aumente,  deprima  ó  extienda,  y  en  verdad  es  muy 
distinto  renovar  una  cosa  que  hacer  una  obra  nueva.  Cuya 
eficaz  razón,  versándose  en  los  mismos  términos,  en  la 
servidumbre  de  la  agua;  deberá  obrarse  el  mismo  efecto, 
quando  se  trata  de  medirla  ■  no  ampliando,  ni  restringiendo 
los  conductos;  sino  que  en  la  misma  forma  antigua,  se  han 
de  regular,  para  que  no  parezca  se  constituye  nueva  ser- 
vidumbre, que  es  lo  que  repugna  á  la  ley,  y  se  deduce 
también  de  otras  muchas  decissiones  que  omito  por  la  bre- 
vedad, y  ser  bastantemente  claro  el  punto  de  que  trato, 
ilustrado  con  las  expresadas  leyes,  que  llevo  citadas.  Sir- 
viendo todo  lo  contenido  en  este  párrafo  de  una  previa  ad- 
vertencia á  los  hydromensores,  para  que  procuren  en  Jas 
medidas  de  reconocimiento,  ajustar  los  marcos,  ó  artificia- 
les secciones,  á  la  rigorosa  latitud  de  los  aquaeductos. 

23.  —Si  se  advirtiere  en  el  concierto,  que  se  mida  mathe- 
máticamente,  se  hará  el  previo  cálculo,  en  el  orden  siguien- 
te. Supuesto  que  está  sabida  la  altura  viva  del  agua,  como  as- 
simismo,  su  latitud,  y  la  área  resultante;  para  hallar  el  cen- 
tro de  la  media  velocidad,  en  conformidad  de  que  en  todoca- 
nal  orizontal,  ó  quasi  orizontal,  es  mayor  la  velocidad  en  el 
fondo  que  en  la  superficie  (1),  se  hará  esta  regla  de  tres  : 
como  9  á  4 ■■:  assi  la  altura  viva,  que  lleva  toda  la  targea,  con 
la  altura  de  la  agua,  sobre  el  centro  de  la  velocidad  media. 

24.  —  Y  por  quanto  esta  velocidad  media,  es  la  misma 
que  tendría  la  agua,  surtiendo  de  un  vaso,  ó  cilindro  pe- 
remne,  que  su  altura  fuera  igual  á  la  distancia  que  ay 
desde  la  superficie  del  canal,  hasta  el  dicho  centro;  se  pre- 
parará un  vaso,  ó  cilindro  recto,  cuya  altura  sea  igual  á  la 
distancia  media  predicha,  hallada  por  la  regla  de  tres,  y 
abriéndole  en  lo  inferior,  una  puerta  de  un  dedo  cuadrado, 
á  el  qual  también  se  le  hallará  su  módico  centro  de  media 
velocidad,  para  determinar  desde  aquí  la  altura  precissa 
del  cilindro,  el  cual  ha  de  correr  peremne,  sin  disminuir  la 
altura  de  la  agua,  que  se  le  administrare  por  arriba,  obsér- 
vase con  un  relox  de  péndula,  en  qué  tiempo  se  evaqua 
cierta  cantidad  que  sea  capaz  de  llenar  un  palmo  cúbico 
de  alaton,  ú  otra  materia  la  que  se  guardará  para  inquirir 
el  espacio  que  correrá,  en  el  dicho  tiempo;  y  para  quitar 
dudas  advierto  :  que  este  espacio  no  es  otro,  que  aquel 
agregado  de  palmos,  que  correrá  en  un  minuto,  ú  otro  cual- 
quiera tiempo,  un  punto  puesto  orizontalmente  dentro  de 
la  agua,  imaginando,  que  este  comienza  á  moverse  desde 
el  centro  de  la  velocidad  media. 

23.— Y  porque  en  el  palmo  referido  cúbico,  se  halla  aquel 
cordon  de  agua  que  surtiría  si  se  le  extendiese;  aquí  no 
hay  mas  que  hacer,  que  reducir  dicha  cantidad  á  palmos, 
como  si  por  observación  tuvo  el  palmo  cubicado  1,728  de- 
dos, estos  mismos,  puestos  en  seguida,  harán  144  palmos, 
espacio  ignorado,  este,  multiplicado  por  la  área  de  la  S2c- 
cion,  dará  el  paralelepípedo  cúbico  de  agua,,  ó  .poB  mejor 
decir,  la  cantidad  justa,  que  ciertíssimamente  pasa  por  una 
sección,  en  un  determinado  tiempo. 

26.— La  dificultad  de  este  artículo,  solo  estriva  en  la  di- 
versidad de  alturas  medias,  que  llevan  las  targeas  ó  cana- 
les; ysupuesto  que  está  sabida  por  observación,  la  cantidad 
de  agua  que  se  despide  de  un  cilindro  recto,  cuya  altura  y 
puerta  es  conocida;  para  hallar  la  que  despedirá,  en  otra 
cualquiera  altura,  se  hará  esta  analogía  :  Como  la  altura 
dada,  6  conocida,  al  medio  proporcional  geométrico  hallado 
entre  ellas  :  assi  la  cantidad  de  agua  conocida,  á  la  que  se 
pretende  saber;  y  esta  resultante  es  la  prefija  á  la  altura, 

0)  Es  lo  contrario,  esto  es,  menor  que  la  que  lleva  en  su  superficie. 


sobre  el  centro  de  la  velocidad  media,  en  cualesquiera  ca- 
nal, con  cuyo  artificio,  estando  en  el  campo,  sin  mas  apa- 
rato, que  un  lápis  común  para  escribir,  se  resolverá  el  pro- 
blema, no  sin  grande  admiración  de  los  circunstantes. 

27.  —  Consta  de  lo  dicho  la  práctica  de  las  medidas  de 
reconocimiento.  Sigúese  ahora  tratar  del  otro  punto  par- 
cial, es  á  saber:  de  la  repartición  legal  de  las  aguas,  por- 
que habiéndose  de  constituir  esta  servidumbre,  por  conti- 
nuo flujo,  ó  por  ciertos  intervalos  de  tiempo;  no  de  otra 
suerte  se  puede  ejecutar  Jo  sobredicho,  que  fabricándose 
pilas  repartidoras,  y  abriéndose  puertas  en  sus  orillas, 
donde  juntos  los  interesados,  á  cada  uno  se  le  haya  de  dar, 
según  su  postura;  para  lo  cual,  será  muy  conveniente, 
tener  delineadas  las  medidas,  en  la  misma  conformidad 
prescrita  al  número  7.  Como  assimismo,  la  vara  usual, 
dividida  en  dedos,  y  pajas  para  que  sirva  de  pitipié  á  las 
líneas  que  se  inquirirán  en  la  forma  siguiente. 

28-.  —  Si  la  forma  de  la  data  ha  de  ser  cuadrada,  por 
pedirlo  el  caso,  dada  la  área,  como  se  previno  en  los  nú- 
meros 6  y  7  ;  la  raiz  cuadrada  de  esta,  será  el  lado  del 
cuadrado  igual,  á  la  figura  propuesta.  Pero  si  la  data  ha 
de  ser  circular,  se  hallará  su  diámetro  con  la  razón  de  Ar- 
chimedes,  diciendo  como  U  á  14,  assi  la  área  de  la  figura 
sea,  naranja,  sulco,  etc.,  dada  en  partes  mínimas;  al  cua- 
drado del  diámetro,  cuya  raiz  será  el  diámetro  requisito. 
Si  se  ofreciere  augmentar  el  valor  de  la  agua,  desde  un 
real  en  adelante,  se  tomarán  tantas  áreas,  cuantas  sean 
menester,  á  la  proporción  ;  de  tal  suerte,  que  con  su  suma 
se  hará  la  operación,  ó  en  la  forma  circular,  ó  en  la  cua- 
drada, como  queda  efectuado. 

29.  —  Assimismo,  en  las  cajas  ó  pilas  repartidoras,  todos 
los  interesados,  deben  obtener  sus  forámenes  en  una  igual 
altura,  aunque  sus  datas  sean  desiguales  en  cantidad,  de 
aquí  nace,  el  que  las  basas  se  deben  determinar  mas  ó 
menos  prolongadas,  partiendo  la  área  de  la  postura  de  cada 
uno,  á  la  altura  común,  cuyo  cociente,  irá  determinando  las 
basas  correspondientes  á  cada  merced.  Ved  el  núm.  34. 

30.  —  La  aplicación  de  las  antecedentes  reglas  á  la  prác- 
tica, es  bien  fácil,  solo  con  aplicar  el  compás  al  pitipié,  para 
tomar  los  lados  de  los  cuadrados  y  diámetros  de  los  círculos, 
y  de  aquí  delinearlos  en  un  carton,  pues  assi  se  arreglan 
los  diámetros  de  los  surtidores  de  las  fuentes  públicas  y 
privadas  de  esta  nobilissima  ciudad,  lo  cual  no  tiene 
dificultad;  pero  sí  la  disposición  de  las  cajas  y  pilas  re- 
partidoras, en  las  cuales  se  observarán  las  máximas  si- 
guientes. 

31.  —  En  los  canales  horizontales,  que  se  reparte  la  agua 
por  agugeros  hechos  en  sus  orillas,  los  impedimentos  que  se 
pusieren  en  plano  vertical,  contra  la  corriente,  sean  igua- 
les, y  en  figura  semejantes  á  las  datas  ó  puertas  que  se 
abrieren  en  dichas  orillas  ó  costados.  Este  méthodo  de  re- 
partir las  aguas  que  llaman  de  dala  ó  contradata,  rara  vez 
sucederá  ponerse  en  práctica,  por  razón  de  fabricarse  co- 
munmente pilas  repartidoras  ;  y  en  las  tomas  que  han  de 
servir  para  molinos,  según  el  maestro  Saens,  cada  intere- 
sado saca  la  agua  en  lugar  separado,  porque  según  el  ci- 
tado: unos  la  toman  por  arriba,  y  otros  por  abajo;  pero 
por  cuanto  puede  importar  su  noticia,  la  práctica  es  como 
se  sigue. 

32.  —  En  el  canal  que_.se  hubieren  de  abrir  puertas,  escó- 
jase un  lugar,  como  de  seis  varas,  si  el  trecho  lo  permite; 
fabricando  en  uno,  y  otro  costado,  dos  paredes  paralelas, 
que  formen  cajero,  y  de  altura  proporcionada,  à  la  que  en 
tiempo  mas  copioso  Jleva  el  agua  ;  ábrase  donde  convenga 
de  los  costados,  Jas  puertas,  según  la  proporción  de  la  mer- 
ced, ó  mercedes  ;  y  esto  fecho  :  contra,  la  corriente,  párese 
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Vértîeattïiêiite;  uïïa  piedra  ó  las  que  fuesen  menester  que 
componga  en  latitud  y  altura,  las  superficies  abiertas  en 
el  costado,  para  que  se  evidencie  :  que  los  sulcos  que  se 
mercenan  por  un  lado,  queden  suprimidos  en  la  corriente, 
y  observe  la  agua,  una  misma  altura;  pero  es  de  notar  : 
que  suele  ser  conveniente,  que  queden  las  puertas  abiertas 
por  arriba,  por  razón  de  que  por  las  lluvias,  ó  nieves,  crece 
el  cuerpo  del  agua,  y  en  este  caso  :  la  proporción  de  mer- 
cedes se  dará  à  las  basas,  las  que  subirán  indefinidas,  por 
todo  el  costado,  haciendo  lo  mismo  con  los  impedimentos 
ú  obstáculos,  porque  deben  subir  perpendiculares,  hasta  el 
nivel  de  las  datas,  para  que  se  consiga  el  fin  :  de  que  tanta, 
quanta  se  mercería;  se  suprima,  que  es  lo  que  según  este 
méthodo  se  pretende. 

33.  —  Las  pilas,  ó  receptáculos,  que  se  fabrican  para  los 
repartimientos,  los  marcos  por  donde  se  ha  de  suministrar 
la  agua,  quando  á  este  beneficio  concurren  muchos  intere- 
sados :  guarden  la  proporción,  según  fuera  cada  merced. 
Esto,  no  tanto  se  prueba  ;  cuanto  se  supone  :  por  ser  cons- 
tante en  derecho,  núm.  19,  que  cada  interesado  solo  debe 
obtener  aquello,  que  por  pública  imparticion  le  fuere  con- 
cedido. Solo  sí  :  que  haciéndose  semejantes  pilas  para  re- 
coger la  agua,  y  abrir  puertas  en  sus  orillas  :  es  arbitro  el 
artífice,  en  darles  la  figura  que  le  pareciere  mas  conve- 
niente :  porque  pueden  ser  circulares  ;  ó  cuadradas,  ó  tener 
la  figura  de  un  polígono,  rectángulo,  etc.,  con  tal  que  se 
observe  en  la  formación  de  sus  agugeros,  ó  puertas,  las 
máximas  que  siguen. 

34.  —  La  formación  de  dichos  agugeros,  ó  marcos,  ha  de 
ser  de  suerte,  que  todos  tengan  una  misma  altura,  lo  que  se 
plantea,  ampliando,  ó  restringiendo  las  basas,  quando  los 
dichos  forámenes  son  rectángulos;  pero  si  han  de  ser  circu- 
lares, los  centros  de  estos  estén  en  una  misma  linea  hori- 
zontal :  Dicta  esta  máxima  :  que  los  sobredichos  agugeros, 
se  han  de  abrir  circulares,  ó  rectángulos,  si  circulares,  no 
hay  duda  :  que  aunque  todos  coincidan  en  una  misma  línea 
horizontal,  como  no  sea  uniforme  el  curso  del  agua, 
cuando  viene  menos,  los  círculos  menores,  en  concurso  de 
Jos  mayores,  nunca  se  despiden  en.  la  proporción  con  que 
fueron  formados,  por  no  cubrirse;  pero  sí,  todos  justa- 
mente, quando  la  dicha  línea,  ó  diámetro  de  todos,  se  halla 
en  el  centro  de  la  velocidad  media,  lo  cual  es  también  va- 
riable, por  la  razón  dicha  ;  y  assi  para  ahorrarse  de  incon- 
venientes, se  disponen  las  datas  en  forma  de  rectángulos 
prolongados,  por  la  regla  núm.  29,  dándoles  la  proporción 
á  las  basas,  y  ciñéndolas  á  una  misma  altura,  para  que 
aunque  se  augmente,  y  disminuya  la  cantidad,  y  altura 
viva,  cada  qual  sea  partícipe,  no  solo  del  beneficio;  sino 
también  del  daño. 

3o.  —  El  agua  que  sale  de  dichos  agugeros,  tenga  en 
igual  distancia  su  caída  :  Es  máxima  inviolable,  y  explica 
dos  circunstancias,  y  son  :  que  al  salir  de  los  agugeros 
proceda  por  una  misma  línea,  por  estar  nivelados  ambos 
planos.  Lo  otro  :  que  si  acaso  procede  de  algún  salto,  todos 
la  reciban  en  una  común  piedra,  aunque  de  aquí  se  con- 
duzca por  targeas,  siéndola  razón  de  todo  esto:  la  gravi- 
tación de  la  agua  en  quanto  grave,  que  se  accelera  por 
puntos,  quando  baja  de  mas  alta  distancia,  como  consta 
de  los  principios  generales  déla  Stática. 

30 ,  —  Y  para  que  no  se  echen  menos  en  estas  introduc- 
ciones, los  puntos  mas  importantes,  que  pertenecen,  y  to- 
can á  las  conducciones,  se  tendrán  presentes,  las  observa- 
ciones de  que  usan  los  hydromensores,  que  por  lo  general 
se  reducen  :  á  que  el  término  á  donde  se  ha  de  conducir  el 
gua,  ni  ha  de  estar  en  mayor,  ni  en  igual  ;  sino  en  menor 
altura  que  la  del  origen  :  fundándose  estoen  un  principio 


mathemáíicó,  qual  es  :  la  gravedad  de  los  cuerpos  ;  pues 
aunque  las  aguas  sean  un  cuerpo  fluidíssimo  conspiran 
como  los  demás  graves  á  constituir  el  globo  terráquio,  de 
donde  se  infiere  :  que  si  la  nivelada  fuere  muy  crecida,  su 
cabo  habrá  de  apartarse  del  centro  de  la  tierra,  parte  no- 
table, respecto  á  lo  qual  :  usan  del  nivel  de  agua,  el  que 
colocan  en  medio  de  una  distancia  de  cien  varas,  para  el 
fin,  de  que  se  haga  mas  perceptible  la  visual,  poniendo  el 
instrumento  en  medio  de  este  trecho,  pues  assi  cada  nive- 
lación, se  va  acomodando  mediante  el  pendiente,  á  la  esphé- 
rica  superficie  de  la  tierra  :  de  pendiente  dispone  el  maestro 
Saens,  dar  una  quarta  de  vara  en  cada  ciento,  aunque 
puede  ser  menos,  según  sentir  del  P.  Tosca  á  quien  me 
refiero. 

37.  —  Assimismo  se  debe  advertir:  que  habiendo  di- 
versas calidades  de  aguas  siempre  se  deben  elegir,  las  que 
fueren  demás  saludable  temperie,  lo  que  se  reconoce,  por 
su  limpieza,  y  grato  sabor,  á  que  añaden  algunos  :  el  que 
estas  mas  breve  se  calientan  que  las  obstruidas  ;  y  por  lo 
tocante  á  sus  qualidades,  observan  :  que  se  atemperan  ala 
qualidad  de  los  álveos,  por  donde  transitan,  siendo  nitro- 
sas las  que  pasan  por  lugares  de  nitro,  salsas  por  lugares 
salsos,  ó  infectos  de  sal,  etc.,  y  aunque  en  lo  subterráneo 
se  origine  dicha  temperatura;  no  es  ajeno  decir,  obrarse 
el  mismo  efecto,  en  los  canales  de  la  superficie  de  la 
tierra,  quando  también  concurre  la  misma  circunstancia, 
de  ser  sus  respaldos  de  distinta  qualidad  aunque  extrín- 
seca. 

38.  —  En  cuanto  á  la  naturaleza  del  terreno,  averi- 
guan ;  después  de  haber  pasado  por  aquellos  términos  le- 
gales que  previene  el  derecho  (1)  :  la  distancia  de  uno  á 
otro  lugar  :  reconocen  el  consumo,  tantean  la  obra  que 
cabe,  si  de  targea,  de  cal,  y  canto,  abierta,  ó  si  se  ha  de  con- 
ducir por  conductos  cerrados,  con  sus  respiraderos  á  tre- 
chos, para  que  el  ayre  pueda  salir,  y  no  le  impida  su  pe- 
remne  curso.  Dije  que  averiguan  el  consumo,  porque  si  se 
conducen  por  tierras  arenosas,  y  de  panino  falso,  claro  está 
que  llegará  menos,  y  puede  darse  caso  en  que  no  llegue  : 
también  es  muy  cierto  en  buena  Philosophia:  que  las 
tierras  mas  férüles,  consumen  mas  que  las  estériles,  por 
razón  de  que  aquellas  constan  de  mayor  copia  de  alcha- 
linos,  á  distinción  de  las  infecundas,  en  quienes  lo  sobre- 
dicho no  se  experimenta. 

39.— Para  un  molino,  asientan  los  prácticos  :  ocho  sul- 
cos continuos  ;  para  un  batan  tres  ;  para  ingenios,  ocho  ; 
para  el  riego  de  una  caballería  de  tierra  dos  ;  y  si  es  de 
siembra  de  caña  quatro,  y  aunque  no  es  regla  fija,  res- 
pecto á  la  inclinación  del  terreno,  y  otras  circunstancias  ; 
no  quiero  privar  de  esta  noticia  por  estar  tan  recibida  en- 
tre íos  profesores  de  esta  facultad;  y  aquí  se  me  ofrece 
satisfacer  una  duda,  y  es  :  la  que  se  origina  de  minorarse 
algunos  manantiales,  que  ahora  se  reconocen  no  corres- 
pondiendo Jas  mercedes  á  aquellas  primeras  medidas  con 
que  fueron  amparados  los  dueños  de  molino,  tierras,  ele. 
Respondo  diciendo  :  que  puede  provenir  dicha  variación  á 
causa  de  algún  fortuito  terremoto,  hallando  las  aguas  dis- 
tintos conductos  en  lo  subterráneo  ;  y  assi  observamos,  que 
las  fuentes  déla  ciudad  cesan  de  fluir,  porque  con  el  mo- 
vimiento de  reüocesso,  uolro  extraordinario  del  temblor, 
pierden  el  pendiente,  y  hasta  no  restaurarlo,  no  vuelven 
á  correr. 

40. — Finalmente  cuando  se  reconociere,  que  no  alcanza 
el  caudal,  para  completarlas  mercedes  de  los  interesados, 
se  usará  de  la  composición  pur  tandas  ;  usando  de  la  ser- 

(l)Vid.  n.  i  et  Sequentibus  hnjus  Regulamenti, 
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vidumbre,  unos  de  dia,  y  otros  de  noche,  ó  como  si  con- 
vinieren entre  partes;  porque  como  este  sea  derecho  que 
á  todos  pertenezca  ;  necessariamente  por  todos  ha  de  ser 
aprobado,  según  la  regla  canónica  :  Quod  omnes  tangit  ab 
omnibus  débet  approbari  (t). 

41. — De  todo  lo  cual  se  infiere:  la  suma  utilidad  de 
este  escripto,  el  que  según  su  naturaleza,  forma  un  argu- 
mento eficaz,  de  ser  todo  lo  que  en  él  se  contiene  :  un 
camino  fácil ,  y  seguro  en  justicia,  y  razón,  para  que  se 
hagan  con  exactitud  las  medidas  de  las  aguas,  tanto  fuera 
como  dentro  de  esta  nobilíssima  ciudad...— LAUS  DEO. 


CAPITULO  XXIV. 

Práctica  de  la  hidromensura,  ó  de  las  medidas  y  distribución  de 
las  aguas. 

Como  ofrecimos  en  el  cap.  XXIII,  vamos  ahora  á  tratar 
de  varios  puntos  relativos  ala  práctica  de  la  hidromensura 
ó  de  Jas  medidas  y  distribución  de  las  aguas. 

Este  ramo  se  puede  dividir  en  tres  partes,  á  saber:  con- 
ducción de  las  aguas,  medidas  de  reconocimiento  y  medi- 
das de  distribución.  Nos  contraeremos  solamente  á  las 
medidas  de  reconocimiento  y  de  distribución,  por  ser  de 
nuestro  objeto  ;  y  así  las  medidas  de  reconocimiento,  con- 
sisten en  examinar  si  las  figuras  y  dimensiones  de  las  da- 
tas que  se  reconocen,  son  las  que  constan  en  los  títulos  de 
posesión  ó  de  merced,  y  de  este  examen  resultará,  si  las 
cantidades  de  agua  que  pasan  por  las  mismas  datas,  son 
conformes  con  las  concedidas  en  dichos  títulos. 

Son  partes  de  las  medidas  de  reconocimiento,  el  exa- 
men que  debe  hacerse  sobre  si  los  centros  de  las  datas  es- 
tán á  igual  distancia  del  nivel  del  agua  de  la  caja,  ó  si  no 
están  en  una  misma  línea  horizontal  ó  de  nivel  ;  si  las  ba- 
ses de  las  dalas,  supuestas  rectangulares,  asientan  en  un 
plano  á  nivel  ú  horizontal;  si  dichas  datas  tienen  alturas 
iguales,  y  además,  si  las  caras  de  las  piedlas  donde  están 
las  aberturas,  son  planas  y  se  hallan  puestas  á  plomo  ó 
verticalmente  ;  y  si  los  gruesos  de  dichas  piedras  donde 
están  practicadas  las  mismas  aberturas,  son  iguales.  Por 
último,  son  también  partes  de  un  reconocimiento,  las  me- 
didas que  se  practican  en  un  rio,  canal,  etc.,  con  el  objeto 
de  conocer  la  cantidad  de  agua  que  llevan  estos  acue- 
ductos. 

Para  la  mejor  inteligencia  de  lo  que  vamos  á  tratar, 
damos  á  continuación  la  descripción  de  una  caja  ó  pila  re- 
partidora, y  las  condiciones  con  que  debe  ser  construida, 
valiéndonos  del  dibujo  que  la  representa  en  la  lámina  II. 

La  parte  de  un  acueducto  que  da  entrada  á  la  agua  en 
la  caja,  está  anotada  con  las  letras  F  F  :  las  letras  F  M  N 
L  P  ü,  manifiestan  las  paredes  ó  costados  de  la  caja;  D  D 
es  el  borde  de  uno  de  los  costados,  que  tiene  la  altura  de 
las  datas  señaladas  en  C,  A  y  B,  ó  la  altura  que  tienen 
los  lados  superiores  de  las  mismas  datas,  contada  desde  el 
fondo  de  la  misma  caja,  á  cuyo  borde  se  le  nombra  ladrón 
ó  regulador,  y  es  la  parte  por  donde  se  derrama  la  agua 
sobrante.  El  ladrón  ó  borde  debe  tener  igual  grueso  que 
las  piedras  donde  están  abiertas  las  datas:  y  peritos  muy 
instruidos  aconsejan  que  los  gruesos  de  estas  piedras  y  del 
borde  ó  ladrón,  sean  por  lo  menos  de  una  tercia  de  vara. 
El  fondo  de  la  caja  debe  ser  muy  parejo,  y  ha  de  estar  á 
nivel  ó  en  un  plano  horizontal  ;  y  conviene  prolongarlo 
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por  la  parte  G  S  G  de  afuera,  donde  están  las  datas,  hasta 
cinco  varas  por  lo  menos,  de  distancia  de  ellas,  rematán- 
dolo con  un  salto  ú  escalón  E  E,  que  no  baje  de  media  vara 
de  alto.  Los  gruesos  de  las  paredes  ó  costados  de  la  caja, 
serán  los  que  convengan  en  razón  de  la  cantidad  de  agua 
que  ha  de  contener;  pero  sean  cuales  fueren,  los  de  las 
piedras  donde  están  las  aberturas  ó  datas,  será  de  una  ter- 
cia de  vara,  por  lo  menos,  según  hemos  dicho  antes  ;  y 
las  referidas  piedras  han  de  estar  puestas  en  los  costados 
de  la  caja  con  las  condiciones  que  hemos  asentado,  ha- 
blando de  las  medidas  de  reconocimiento.  Seria  conve- 
niente que  las  dalas  se  pusieran  mas  arriba  del  fondo  de  la 
caja,  para  que  depositándose  en  él  el  cascajo  que  arrastia 
la  agua,  no  hubiese  obstáculos  á  su  libre  salida  por  Jas 
aberturas,  lo  que  no  se  pudiera  evitar  si  estas  aberturas 
asentaran  inmediatamente  en  el  plano  del  fondo.  Por  úl- 
timo, las  paredes  R,  R,  R,  R,  se  pondrán  Jo  mas  distante 
que  se  pueda  de  las  datas  C,  A  y  B,  con  el  objeto  de  que 
la  agua  que  sale  por  las  mismas  datas,  se  extienda  en  el 
plano  G,  G,  G.  Las  letras  H,  H,  H,  denotan  la  atarjea  que 
conduce  la  agua  al  lugar  de  su  destino,  ya  sea  esta  atar- 
jea para  una  sola  data,  ya  para  dos  ó  mas. 

Veamos  ahora  los  inconvenientes  que  resultarían  de  la 
inobservancia  de  los  preceptos  que  hemos  dado  para  la 
debida  colocación  de  las  datas  en  la  caja,  y  construcción 
de  esta  fábrica  ;  y  para  manifestarlos  mas  patentemente, 
nos  valdremos  de  los  ejemplos  que  siguen  :  Supongamos 
que  dos  interesados  tienen  derecho  á  disfrutar  cantidades 
iguales  de  agua  que  produjeran  dos  datas  de  6  pulgadas 
cuadradas  cada  una  ;  pero  que  el  centro  de  una  de  ellas  se 
hallase  á25  pulgadas  de  distancia  del  nivel  de  la  aguadí 
la  caja,  y  el  centro  de  la  otra  á  16  pulgadas  del  mismo  ni- 
vel; la  cantidad  de  agua  que  produce  la  primera  data  eu 
cierto  tiempo,  es  tanto  mayor  que  la  que  produce  la  se- 
gunda, en  el  mismo  tiempo,  supuesta  la  igualdad  de  las 
demás  circunstancias,  cuanto  5,  raiz  cuadrada  de  23  pul- 
gadas que  dista  el  centro  de  dicha  primera  data  del  nivel 
de  la  agua  de  la  caja,  es  mayor  que  4,  raiz  cuadrada  de  16 
pulgadas  que  hay  del  centro  de  la  segunda  data  al  mismo 
nivel;  y  así,  es  claro  que  uno  de  ios  interesados  disfrutará 
una  cantidad  de  agua  dos  y  media  veces  mayor  de  lo  que 
disfruta  el  otro,  siendo  así  que  ambos  tienen  derecho  á 
poseer  igual  cantidad  de  agua. 

Si  una  de  las  datas  de  dos  interesados,  es  doble  de  la 
del  otro,  no  por  esto  el  primero  disfrutaría  doble  cantidad 
de  agua  que  el  segundo,  si  los  centros  de  estas  datas  no 
están  situados  en  un  mismo  plano  horizontal,  ó  á  iguales 
distancias  del  nivel  de  la  agua  de  la  caja,  supuesta  la 
igualdad  de  circunstancias;  v.  g.,  si  una  data  es  de  dos 
surcos,  y  la  otra  de  uno,  pero  el  centro  de  la  primera  dista 
9  pulgadas  del  nivel  de  la  agua  de  la  caja,  mientras  el  cen- 
tro de  la  segunda  dista  36  pulgadas  del  mismo  nivel,  las 
cantidades  de  agua  que  producen  estas  datas,  en  un  mis- 
mo tiempo  son  iguales  ;  porque  la  que  produce  la  aber- 
tura de  2  surcos,  se  representa  por  este  número  multipli- 
cado por  3,  que  es  la  raiz  cuadrada  de  9  pulgadas  que  hay 
de  su  centro  al  nivel  de  la  agua  de  la  caja,  cuyo  producto 
es  6  ;  y  la  cantidad  de  agua  que  produce  la  abertura  de  un 
surco,  en  dicho  tiempo,  se  representa  por  1  multiplicado 
por  6,  que  es  la  raiz  cuadrada  de  36  pulgadas  que  hay  de 
su  centro  al  mismo  nivel,  cuyo  producto  es  también  6  ;  en 
donde  se  ve  que  las  cantidades  de  agua  que  pasan  por  es- 
tas datas,  son  iguales,  no  obstante  que  una  tiene  doble  su- 
perficie que  la  otra,  y  de  consiguiente  se  manifiesta  el  per- 
juicio que  resultaría  auno  de  ios  interesados,  á  causa  de 
la  mala  colocación  de  las  datas  en  ia  caja  repartidora. 
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Cuando  á  las  datas,  siendo  de  figura  rectangular,  les 
falta  la  circunstancia  de  tener  iguales  alturas,  supuestas 
las  demás  condiciones  con  que  deben  estar  colocadas  en  la 
caja,  mientras  que  el  agua  salga  por  ellas  á  boca  llena, 
producirán  ciertas  cantidades  de  agua;  pero  bajando  el 
nivel  de  la  agua  á  causa  de  haberse  disminuido  el  manan- 
tial, sucederá  que  cuando  la  agua  ocupa,  tal  vez  la  mitad 
de  la  data  de  mas  altura,  saldrá  todavía  á  boca  llena  por 
la  data  de  menos  altura,  en  cuyo  caso  las  cantidades  de 
agua  que  produjeran  las  mismas  datas,  no  serian  propor- 
cionales con  las  concedidas  á  los  interesados,  y  por  lo 
mismo  unos  disfrutarían!  mas  ó  menos  á  proporción  que 
los  otros;  cuyo  inconveniente  se  remediada  haciendo  que 
las  datas  tengan  alturas  iguales,  porque  entonces  la  agua 
saldrá  llenando  partes  délas  aberturas  proporcionales  á  Jas 
mismas  datas.  En  su  lugar  diremos  cómo  se  reducen  las 
datas  á  otras  de  igual  superficie,  y  que  tengan  iguales 
alturas. 

Si  las  aberturas  ó  datas  son  circulare?,  aun  cuando  este'n 
sus  centros  en  una  línea  de  nivel  ó  en  un  mismo  plano 
horizontal,  si  sus  diámetros  son  desiguales  bajando  el  nivel 
de  la  agua  de  la  caja,  donde  se  hallan  colocadas,  en  los 
mismos  términos  que  hemos  considerado  anteriormente 
con  respecto  à  las  datas  rectangulares,  tampoco  las  canti- 
dades de  agua  que  produjeran,  serian  proporcionales  á  las 
mismas  datas,  sino  en  el  único  y  remotísimo  caso  de  que 
el  nivel  de  la  agua  bajara  hasta  el  plano  horizontal  donde 
se  hallan  los  centros  de  las  aberturas  ;  cuyo  inconveniente 
se  evitaría,  i-educiendo  cada  una  de  las  datas,  á  otras  tam- 
bién circulares  é  iguales  entre  sí  todas  ellas;  pero  la  exacta 
ejecución  de  estas  datas  circulares,  es  difícil  en  la  prác- 
tica, y  además,  que  los  interesados  no  pudieran  saber  por  sí 
mismos  la  cantidad  de  agua  que  pasa  por  los  segmentos  de 
los  círculos  que  componen  sus  respectivas  datas,  con  la 
facilidad  que  prestan  las  aberturas  de  forma  rectangular; 
por  cuyo  motivo  se  deben  preferir  estas  aberturas  á  las  cir- 
culares, y  á  toda  otra  figura  que  no  sea  la  de  un  para- 
lelógramo  rectángulo  ó  de  un  cuadrado;  y  así  se  prac- 
tica en  la  distribución  de  las  aguas  para  la  irrigación  de 
los  campos. 

Cuando  dos  ó  mas  interesados  loman  la  agua  en  dife- 
rentes puntos  de  un  acueducto,  y  la  conducen  por  atar- 
jeas mas  ó  menos  inclinadas,  ó  con  mas  ó  menos  pendientes 
ó  declivios,  la  agua  que  corre  por  las  mas  pendientes  adqui- 
rirá mayores  velocidades  que  la  que  va  por  las  menos  pen- 
dientes, por  cuya  razón  unos  interesados  disfrutarán  mas 
cantidad  de  agua  á  proporción  que  otros,  y  esta  despro- 
porción se  evita  construyendo  delante  de  cada  abertura 
donde  se  toma  la  agua,  el  salto  que  ya  hemos  mencionado 
en  la  descripción  de  la  caja  repartidora,  que  representa  el 
dibujo  de  la.  lámina  II;  desde  cuyo  salto  comenzará  la  atar- 
jea que  ha  de  conducir  la  agua,  con  la  inclinación  conve- 
niente, según  las  circunstancias  del  terreno,  ó  la  que  diere 
la  diferencia  de  nivel  entre  el  punto  donde  se  toma  la  agua 
y  aquel  donde  se  conduce.  De  esta  manera,  al  extenderse 
la  agua  en  el  plano  horizontal  donde  sientan  las  bases  de 
las  datas  por  donde  sale,  adquiere  cierta  velocidad  en  la 
caida  que  le  proporcionan  dichos  saltos,  que  será  la  misma 
al  entrar  en  las  atarjeas,  supuesta  la  forma  regular  del 
acueducto  en  todo  el  trecho  de  él,  que  ocupan  las  refe- 
ridas datas. 
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DISTRIBUCIÓN  DE  LAS  AGUAS. 

Esta  operación  tiene  por  objeto  la  repartición  justa  y 
equitativa  de  una  cantidad  de  agua,  que  pasa  por  un  acue- 
ducto, entre  dos  ó  mas  interesados  proporcionalmente  á 
las  cantidades  de  ella,  concedidas  por  merced  ó  compra, ó 
por  arrendamiento  ó  denuncio,  etc. 

En  la  distribución  de  las  aguas  pueden  ocurrir  dos 
casos  que  vamos  á  considerar  :  —  Primero.  Si  el  con- 
venio entre  los  interesados  se  contrae  á  disfrutar  las  can- 
tidades de  agua  que  pasan  por  ciertas  datas,  sin  aten- 
der á  los  volúmenes  de  este  líquido,  que  en  un  tiempo 
conocido  producen  las  aberturas,  la  operación  queda 
reducida  á  poner  las  mismas  datas  en  los  costados  del 
acueducto,  juntas  ó  muy  distantes,  según  convenga  á 
los  interesados;  mas  para  la  colocación  de  estas  datas, 
se  construirá  en  el  mismo  acueducto  una  caja  repar- 
tidora para  cada  una  de  ellas,  si  hubieren  de  estar  muy 
distantes,  ó  para  cada  dos  ó  mas  de  las  que  han  de  estar 
muy  inmediatas,  sirviendo  de  costados  del  acueducto,  de 
dos  de  las  paredes  ó  costados  de  la  misma  caja,  la  que  se 
construirá  con  los  requisitos  que  hemos  explicado  ya  en  la 
descripción  de  semejantes  fábricas.  Como  para  las  datas 
que  han  de  estar  juntas  ha  de  servir  un  mismo  regulador 
ó  ladrón,  es  necesario  reducir  las  mismas  datas  á  otras  de 
igual  superficie  y  altura,  en  cuyo  caso  se  dividirá  por  la 
altura  común  expresada,  en  pulgadas,  que  han  de  tener 
estas  datas,  la  superficie  de  cada  una  de  ellas,  expresada 
en  pulgadas  cuadradas,  y  el  cociente  será  el  número  de 
pulgadas  que  debe  tener  de  largo  la  base  de  la  data  respec- 
tiva. Así,  pues,  si  fueren  dos  datas  las  que  se  han  de  co- 
locar en  el  acueducto,  poco  distantes  entre  sí,  siendo  una 
de  ellos  de  9  ^  surcos,  ó  259  {  pulgadas  cuadradas,  y  la 
otra  de  14  f  surcos,  ó  388  \  pulgadas  cuadradas,  y  de- 
biendo ser  de  10  pulgadas  la  altura  de  cada  una,  se  divi- 
dirán por  10  las  259  \  pulgadas  cuadradas,  y  el  cociente 
será  25  ^  pulgadas,  que  deberá  tener  la  base  de  la  data 
de  9  ¿surcos,  y  también  se  dividirán  por  10  las  388  r  pul- 
gadas°cuadradas,  y  el  cociente  será  38  J&  pulgadas,  que 
será  la  longitud  que  se  le  ha  de  dar  á  la  data  de  14  -5  sur- 
cos ;  de  modo  que  las  aberturas  tendrán,  hechas  en  su 
lugar,  una  altura  común  de  10  pulgadas,  y  sus  bases  se- 
rán de  25  #_  pulgadas,  y  de  t38  ^  pulgadas.  _ 

Si  para  la  distribución  de  las  aguas  fuere  necesario  cono- 
cer la  data  por  la  cual  pasaría  la  agua  que  lleva  un  acue- 
ducto, esta  data  tendría  por  base  el  ancho  del  mismo  acue- 
ducto, suponiendo  que  las  caras  interiores  de  sus  paredes 
ó  costados  estuvieran  construidas  á  plomo,  y  la  altura 
de  la  misma  data  fuera  igual  á  la  distancia  mas  corta  que 
hubiera  de  la  superficie  de  la  agua  al  plano  del  fondo  del 
acueducto.  Por  ejemplo,  si  habiendo  sumergido  en  la  agua 
una  regla  dividida  exactísimamente  en  pulgadas  y  tercios 
de  pulgada,  dándole  á  este  instrumento  una  posición  pei- 
pendicular  al  plano  del  fondo  del  acueducto,  de  modo  que 
uno  de  sus  extremos  tocase  en  algún  punto  de  este  tondo, 
se  hallase  que  la  superficie  de  la  agua  señalaba  en  la  regia 
48  pulgadas,  esta  distancia  seria  la  mas  corla  entre  la  su- 
perficie del  fondo  y  la  de  la  agua  en  el  lugar  donde  se  eje- 
cuta la  operación;  y  siendo  también  de  60  pulgadas  el  aiiaio 
del  acueducto,  se  consideraría  una  data  de  figura  rectan- 
gular, en  que  dos  de  sus  lados  tendrían  cada  uno  18  pul- 
gadas, y  los  otros  dos  (30  pulgadas  cada  uno;  de  modo  que 
multiplicando  1 8  pulgadas  por  60  pulgadas,  resultará  el  pro- 
ducto igual  á  1,080  pulgadas  cuadradas,  que  sera  laurea 
de  una  data  por  la  cual  pasarían  40  surcos,  que  resultan 
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de  dividirlas  1,080  pulgadas  cuadradas  por  27  pulgadas 
cuadradas  que  tiene  la  área  de  un  surco. 

La  figura  de  la  data  por  donde  pasa  la  agua  que  lleva  un 
acueducto,  es  igual  á  la  que  resultaría  del  corte  ó  sección 
de  este  acueducto,  hecho  en  un  plano  perpendicular  á  sus 
costados  y  al  fondo;  de  modo  que  esta  figura  será  cuadrada 
ó  rectangular,  si  las  caras  interiores  de  dichos  costados  son 
verticales,  esto  es,  si  están  á  plomo;  pero  si  estas  caras 
están  inclinadas,  como  sucede  en  Jos  canales  por  lo  común, 
el  ancho  del  canal  medido  en  el  fondo,  seria  menor  que  si 
se  midiera  mas  arriba  o  en  la  superficie  de  la  agua;  y  de 
consiguiente,  el  corte  ó  la  sección  del  mismo  canal,  ten- 
dría la  figura  de  un  trapecio  de  altura  igual  á  la  distancia 
mas  corta  del  fondo  á  Ja  superficie  del  agua,  y  cuya  área 
se  hallaría  multiplicando  por  esta  distancia  la  mitad  de  la 
suma  de  los  dos  anchos,  medidos  uno  en  el  fondo  del  canal, 
y  el  otro  en  la  superficie  de  la  agua,  y  el  producto  expre- 
sará el  valor  de  dicha  área  ó  del  trapecio  que  forma  la 
sección,  conforme  se  explicó  en  el  cap.  X,  en  la  parte 
que  trata  de  la  medida  de  un  trapecio. 

Segundo.  Si  se  trata  de  conocerla  cantidad  absoluta  de 
agua  que  pasa  por  una  sección  hecha  en  un  acueducto,  ó 
por  una  data  conocida;  esto  es,  si  se  quiere  averiguar 
cuántas   pulgadas  cúbicas  de   agua,  pies  cúbicos,   etc., 
pasan  en  un  tiempo  determinado  por  una  sección  ó  data 
conocida,   se  determinará  la  velocidad  media  de  la  cor- 
riente, esto  es,  la  [velocidad  media  entre  las  diferentes 
velocidades  que  llevan  las  partículas  de  agua  á  diversas 
alturas  sobre  el  fondo   del    acueducto,  pues   sin    esta 
determinación  no  seria  posible  conocer  dicha  cantidad 
absoluta  de  agua.  Para  esto  se  elegirá  la  parte  mas  regu- 
lar del  acueducto,  que  tenga  30  ó  40  varas  de  longitud,  y 
se  medirá  la  sección  en  los  términos  especificados  anterior- 
mente; se  atravesarán  á  flor  de  agua,  en  el  mismo  acue- 
ducto, dos  hilos  ó  cuerdas  á  la  distancia  uno  de  otro  de  la 
longitud  que  tuviere  el  trecho  donde  se  supuso  hecha  la 
sección,  pues  algunas  veces  esta  longitud  será  de  menos 
de  30  varas;  se  observará  con  un  buen  reloj  de  segundos, 
el  tiempo  que  dilata  un  cuerpo  flotante,  tal  como  una  bola 
de  zompantle  ó  corcho,  en  recorrer  libremente  en  la  super- 
ficie de  la  agua  el  espacio  que  hay  de  una  á  la  otra  cuerda 
en  Ja  dirección  de  la  corriente,  y  suponiendo  que  el  cuerpo 
flotante  que  también  se  llama  nadador,  tardó  45  segundos 
en  andar  40  varas  que  habia  de  una  á  la  otra  cuerda,  se 
sabrá  que  la  velocidad  que  llevan  las  partículas  de  agua 
en  la  superficie,  es  tal,  que  recorren,  moviéndose  uniforme- 
mente, un  espacio  de  40  varas,  ó  1,440  pulgadas  en  45  se- 
gundos, cuya  velocidad  también  equivale  á  la  de  32  pul- 
gadas por  cada  segundo  de  tiempo,  que  es  el  cociente  que 
resulta  de  dividir  el  espacio  corrido  por  el  nadador,  ó 
i  ,440  pulgadas,  por  el  tiempo  que  tardó  en  recorrerlo;  esto 
es,  por  4o  segundos,  y  con  esta  velocidad  en  la  superficie  se 
hallará  Ja  velocidad  media  de  la  agua  del  modo  que  sigue. 
Supuesto  que  la  velocidad  en  la  superficie  de  la  agua  se 
halló  ser  de  32  pulgadas  por  cada  segundo  de  tiempo,  extra- 
yendo la  raiz  cuadrada  de  32,  que  es  5  -~,  y  quitando  una 
unidad  de  esta  raiz,  quedará  4  ^0  ;  este  número  se  mul- 
tiplicará por  sí  mismo  y  resultará  el  producto  igual  á 
21  ytu,  con  muy  corta  diferencia;  dicho  producto  se  aña- 
dirá a  32,  número  de  pulgadas  que  expresa  la  velocidad  del 
agua  en  su  superficie,  y  resultará  la  suma  igual  á  53  -  2(  • 
tómese  la  mitad  de  esta  suma,  ó  pártase  por  2,  y  saldrá 
el  cociente  igual  a  27  |  pulgadas  por  segundo  de  "tiempo, 
que  es  la  velocidad  media  buscada. 

Supóngase  ahora  que  la  sección  hecha  en  el  acueducto, 
en  el  trecho  donde  se  midió  la  velocidad  de  la  agua,  se 


halló  tener  1,080  pulgadas  cuadradas,  ó  que  es  ía  misma 
sección  que  se  determinó  en  el  ejemplo  del  primer  caso  ;  y 
que  la  velocidad  media  de  la  corriente  es  la  que  se  acaba 
de  hallar  de  27  \  pulgadas  por  un  segundo  de  tiempo,  se 
tendrá  la  cantidad  absoluta  de  agua  que  se  busca,  multi- 
plicando por  la  velocidad  inedia  de  27  |  pulgadas  por  se- 
gundo, la  área  de  la  sección  ó  data,  que  es  de  1,080  pul- 
gadas cuadradas;  y  el  producto  será  igual  á  30,024  pulgadas 
cúbicas,  que  tiene  el  volumen  de  a»ua  que  pasa  por  dicha 
sección  ó  dala  en  cada  segundo  de  tiempo  ;  cuyo  volumen  se 
reduce  á  pies  cúbicos,  dividiendo  las  30,024  pulgadas  cú- 
bicas por  1,728  pulgadas  cúbicas  de  que  consta  un  pié  cú- 
bico, y  saldrá  dicho  volumen  equivalente  á  17  f  pies  cú- 
bicos. 

Para  mayor  exactitud  en  las  determinaciones  anteriores, 
se  medirán  las  áreas  de  las  secciones  hechas  en  algunos 
puntos  del  trecho  del  acueducto  donde  se  ha  observado  la 
velocidad  que  lleva  la  agua  en  su  superficie,  y  resultando 
poco  diferentes,  se  tomará  un  término  medio  entre  todas 
ellas  ;  y  también  se  repetirá  la  observación  de  la  expresada 
velocidad  con  el  fin  de  hallar  también  un  término  medio 
entre  las  velocidades  observadas,  y  por  este  término  de- 
ducir la  velocidad  media  de  la  corriente  de  agua  que  lleva 
el  acueducto. 

Determinada  la  cantidad  relativa  ó  absoluta  de  agua  que 
pasa  por  una  sección  ó  data  conocida  ;  v.  g.,  de  1,080  pul- 
gadas cuadradas,  y  suponiendo  que  se  ha  de  distribuir,  por 
ejemplo,  entre  tres  interesados,  de  modo  que  las  porciones 
distribuidas  se  hallen  proporcionales  á  los  números  2, 3  y  S, 
se  multiplicarán  las  1 ,080  pulgadas  cuadradas  por  cada  uno 
de  estos  números,  y  se  partirá  cada  producto  que  resulte 
por  la  suma  de  los  mismos  números  2,  3  y  5,  que  es  10,  y 
los  cocientes  respectivos  expresarán  216,  324  y  540  pul- 
gadas cuadradas,  que  expresarán  las  áreas  de  las  aberturas 
ó  datas  proporcionales  á  los  mismos  números  2, 3  y  5,  las 
cuales  puestas  en  la  caja  ó  pila  en  que  se  ha  de  hacer  la 
distribución,  bajo  las  reglas  y  circunstancias  expresadas 
anteriormente,  producirán,  en  igual  tiempo,  cantidades  de 
agua  proporcionales  á  las  mismas  datas,  y  de  consiguiente 
á  los  números  2,  3  y  S  :  y  lo  mismo  se  practicará  cuando 
fuere  un  número  cualquiera  de  interesados  á  quienes  se 
hubiere  de  repartir  ó  distribuir  cierta  cantidad  de  agua. 

Como  la  práctica  es  valuar  en  surcos  las  áreas  de  las 
datas,  las  determinadas  anteriormente  de  216,  324  y  540 
pulgadas  cuadradas  equivalen  á  8,  12  y  20  surcos  que  re- 
sultan de  dividir  dichas  áreas  expresadas  en  pulgadas  cua- 
dradas por  27,  que  son  las  pulgadas  cuadradas  que  tiene, 
un  surco,  según  se  ha  explicado  ;  y  como  la  área  de  la 
sección  del  acueducto,  que  es  de  1,080  pulgadas  cuadradas, 
debe  ser  igual  á  la  suma  de  las  áreas  distribuidas  ;  esto 
es,  igual  á  la  suma  de  8,  12  y  20  surcos,  que  son  40 
surcos  ;  dividiendo  por  27  las  1 ,080  pulgadas  cuadradas,  el 
cociente  debe  ser  igual  á  40  surcos,  como  en  efecto  lo  es, 
y  queda  comprobada  la  exactitud  de  esta  distribución. 

Habiendo  ya  tratado  de  la  práctica  de  la  hideomensura, 
fundada  en  principios  científicos,  y  según  el  espíritu  de 
la  ley,  haremos  ahora  algunas  reflexiones  en  orden  á 
esta  materia,  que  podrán  ser  útiles  á  Jos  interesados  que 
por  merced,  denuncio,  compra  ó  arrendamiento,  poseen 
aguas. 

Debiera  establecerse  por  punto  general  que  los  reconoci- 
mientos judiciales  qne  se  mandan  practicar,  se  hagan  pre- 
cisamente en  el  tiempo  de  secas,  que  es  cuando  no  puede 
haber  aumento  de  agua  por  efecto  de  las  lluvias,  y  de  este 
modo  solo  se  reconocería  la  agua  que  produce  natural- 
mente un  manantial,  rio,  etc. 
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Un  obstáculo  ó  impedimento,  puesto  por  casualidad  ó 
por  malicia,  en  la  corriente  de  agua  que  pasa  por  una 
abertura  ó  data,  disminuye  Ja  cantidad  de  este  líquido,  aun- 
que se  vea  que  sale  á  boca  llena  por  la  misma  abertura, 
porque  dicho  obstáculo  impide  que  una  parte  del  agua 
corra  libremente,  mientras  que  solo  pasa  por  la  abertura 
la  otra  parte  que  se  escapa  por  la  cima  y  las  caras  del  obs- 
táculo, que  son  paralelas  á  la  dirección  de  la  corriente. 
Así  es  que,  si  un  interesado  recibe  la  agua  que  otro,  por 
algún  título,  le  debe  suministrar  en  cierto  lugar  en  donde 
se  ha  puesto  una  dala,  y  aconteciere  la  circunstancia  que 
se  ha  indicado,  el  primero  tendrá  que  registrar  el  acue- 
ducto para  encontrar  Ja  causa  que  disminuye  la  agua  ;  pero 
si  este  acueducto  ó  parte  de  él  está  situado  en  campo  ajeno, 
no  tendrá  el  interesado  la  libertad  necesaria  para  reconocer 
elmismo  acueductopor  impedírselo  el  dueño  de  dicho  campo; 
por  cuya  razón  seria  conveniente  que  en  los  contratos  que 
celebran  los  interesados,  v.  g.,  entre  un  arrendador  y  un  ar- 
rendado se  estipulara  expresamente  que  el  segundo  tuvie- 
se la  entrada  libre  al  campo  del  primero,  hallándose  aquel 
en  el  caso  mencionado.  Esto  manifiesta  la  utilidad  que  re- 
sultaría de  construir  un  salto,  como  se  ha  dicho  en  la  des- 
cripción de  una  caja  repartidora,  en  las  pilas  que  pertenecen 
á  los  interesados  que  tienen  obligación  de  suministrar  la 
agua  ;  porque  así  se  evilaria  el  perjuicio  que  de  otro  modo 
pudieran  causar  los  derrumbes  de  las  paredes  ó  costados 
del  acueducto  que  cayesen  en  la  corriente,  ú  otros  obstá- 
culos puestos  en  ella,  porque  aunque  dichos  obstáculos 
contribuyeran  á  la  elevación  del  nivel  de  la  agua,  mientras 
que  este  nivel  ó  plano  horizontal  no  llegare  á  tener  mayor 
altura  sobre  el  fondo  del  acueducto  que  la  que  tiene  el 
salto  que  se  supone  en  la  caja  del  agua  que  pertenece  al 


interesado  que  la  reparte,  no  produciría  el  efecto,  de  dis- 
minuir la  agua  que  pasa  por  dicho  acueducto,  y  por  lo 
mismo  pasaría  la  cantidad  íntegra  de  agua  por  la  data 
donde  la  recibe  el  interesado  á  quien  pertenece.  Eslo  se 
entiende  cuando  los  volúmenes  de  los  impedimentos  son 
de  poca  consideración,  aunque  pudieran  ser  tan  grandes 
que  causarían  algún  perjuicio;  bien  que  en  tal  caso  se  ha- 
rían muy  visibles,  y  al  mismo  tiempo  se  descubriría  la  in- 
tención con  que  fueron  puestos  en  el  acueducto,  pues  si  se 
exceptúa  el  caso  de  los  derrumbes  de  los  lienzos  ó  costados 
del  mismo  acueducto,  todo  lo  demás  no  pudiera  ser  obra 
de  la  casualidad. 

Por  último,  en  las  pilas  ó  cajas  que  solo  han  de  tener 
una  sola  data  ó  abertura,  convendría  que  la  base  de  esta 
data  fuese  de  una  vara,  y  el  borde  donde  se  cuenta  la  al- 
tura estuviese  señalado  con  divisiones  de  á  pulgada,  y  en 
cada  una  de  estas  se  señalasen  subdivisiones  de  á  tercios 
de  pulgada  ;  por  cuyo  medio  conocerían  ios  interesados  la 
cantidad  de  agua  que  pasa  por  la  data  sin  llenarla  ;  esto 
es,  cuando  no  sale  á  boca  llena,  pues  serian  tantos  surcos 
cuantas  pulgadas  señalase  el  nivel  de  la  agua,  cuya  obser- 
vación es  muy  fácil  de  hacer.  Estas  datas  así  señaladas, 
serian  dispuestas  por  los  peritos  agrimensores  y  con  todos 
los  requisitos  legales. 

Para  concluir  este  capítulo,  solo  diremos  que  al  escribir 
sobre  hidromensura  no  hemos  llevado  otro  fin  que  procurar 
ilustrar  con  nuestras  pocas  luces  á  los  interesados  en  asun- 
tos de  aguas,  para  evitaren  lo  posible  los  pleitos  que  oca- 
sionan las  disputas  sobre  sus  derechos  en  estos  asuntos 
en  que  se  gastan  caudales  inmensos  y  acaban  con  la 
ruina  de  familias  enteras, 


FIN  DEL   SUPLEMENTO. 
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Esíe  Cuadro  Sinóptico  délos  Juicios  civiles  ordinarios  y  extraordinarios,  con  arreglo  á  la  legislación  -peruana, 
es  propiciad  de  los  editores  quienes  perseguirán  ante  la  ley  al  que  lo  reimprima. 


NOCIONES  GENERALES 


La  norma  de  los  procedimientos  judiciales  en  el  Perú  es  el  Código  de  Enjuiciamientos  en  materia  civil 
y  el  Reglamento  de  Tribunales;,  pero  ambos  han  sido  modificados  por  leyes  posteriores. 

Lo  que  distingue  especialmente  el  foro  peruano  de  los  demás  y  en  particular  del  español  (del  cual  se 
deriva)  es  :  1.°  que  en  el  Perú  no  hay  fueros  personales  y  por  tanto  los  militares  y  los  eclesiásticos  están 
sometidos  á  los  jueces  del  fuero  común  ;  2.°  que  en  el  Perú  la  defensa  es  libre  y  los  escritos  tienen  curso  sin 
firma  de  letrado  ;  3.°  que  no  hay  tercera  instancia  ó  súplica;  y  4.°  que  los  jueces  son  amovibles. 

Los  juicios  son  verbales  ó  escritos.  Los  primeros  se  siguen  ante  los  jueces  de  paz.  Los  escritos  se  dividen 
en  ordinarios,  extraordinarios  ó  sumarios.  Son  ordinarios  cuando  se  siguen  con  todos  los  trámites  prescritos 
por  las  leyes;  sumarios  cuando  la  ley  abrevia  los  trámites  del  juicio  ordinario;  y  extraordinarios  aquellos  en 
que  no  se  necesita  de  discusión  para  esclarecer  el  derecho  del  actor  (demandante),  por  lo  cual  comienzan 
apremiando  al  reo  (demandado)  ó  embargándole  los  bienes.  Los  juicios  ordinarios  se  subdividen  en  simples 
(aquellos  en  que  no  hay  mas  que  un  actor  y  un  reo)  y  dobles  (aquellos  en  que  hay  mas  de  un  actor  y  mas 
de  un  reo).  Asilos  define  el  Código  de  Enjuiciamientos  apartándose  de  la  legislación  española,  según  la  cual 
es  juicio  doble  aquel  en  que  los  dos  litigantes  pueden  ser  actor  y  reo,  como  sucede  en  los  juicios  sobre 
acciones  prejudiciales,  eu  el  de  páum  regundorum,  familiœ  erciscundœ  y  communi  dividundo. 

También  se  dividen  los  juicios  en  civiles,  criminales  y  mixtos.  Nos  ocuparemos  únicamente  de  los  prime- 
ros, porque  debiendo  promulgarse  pronto  el  Código  de  Enjuiciamientos  en  materia  criminal,  seria  per- 
dido nuestro  trabajo  al  indicar  el  prontuario  español  modificado  entre  nosotros  por  leyes  y  decretos 
transitorios. 

Los  juicios  son  de  menor  cuantía  cuando  su  valof  no  excede  de  doscientos  pesos,  y  de  may  or  cuantía  cuando 
pasan  de  esta  cantidad. 

Dividen,  por  último,  algunos  tratadistas  los  juicios  en  petitorios  y. posesorios,  segunse  trata  del  dominio 
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ó  cuasi-dominio  de  una  cosa  ó  simplemente  de  la  posesión;  pero  esta  division,  además  de  no  tener  impor- 
tancia práctica,  no  está  reconocida  en  nuestro  Código  de  Enjuiciamientos. 

Todo  juicio  principia  por  el  llamado  de  conciliación  que  se  verifica  en  todos,  excepto  en  los  criminales, 
en  los  verbales,  en  aquellos  en  que  tienen  interés  los  menores,  los  incapaces,  el  Estado,  las  iglesias  y  uni- 
versidades, los  monasterios,  hospitales,  colegios  y  demás  establecimientos  públicos  que  no  tengan  la  libre 
administración  de  sus  bienes,  en  las  demandas  de  obra  nueva  ó  sobre  edificio  que  amenaza  ruina,  en  las 
demandas  contra  ausentes  (mientras  la  ausencia  no  está  declarada  judicialmente)  en  los  concursos  de  acree- 
dores, en  los  reconocimientos  de  vales  ó  pagarés  y  en  las  demandas  de  retracto;  pero  en  estas  se  verifica 
después  de  interpuesta,  lo  mismo  que  en  todo  caso  urjente.  Es  de  advertir  que  la  falta  de  conciliación  no 
anula  lo  actuado  y  puede  remediarse  en  cualquier  estado  de  la  causa. 

La  conciliación  se  verifica  ante  el  juez  de  paz  del  domicilio  del  demandado  en  las  causas  del  fuero  común. 
Solo  cuando  la  diferencia  es  entre  padre  é  hijo,  marido  y  mujer  ó  parientes  en  segundo  grado,  la  concilia- 
ción tiene  lugar  ante  el  juez  de  1.a  Instancia  que  debe  conocer  déla  causa. 
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JUICIOS   VERBALES 

(   LLAMA.NSE  ASI  AQUELLOS  EN  QUE  LA  SUMA  DISPUTADA  NO  EXCEDE   DE   DOSCIENTOS   PESOS.) 


DEMANDA. 


Se  interpone  verbalmenle 
la  demanda  ante  el  juez  de 
paz  en  las  causas  del  fuero 
común;  ante  el  Consulado  en 
las  de  comercio  (con  la  ad- 
vertencia que  en  estas  son 
verbales  los  juicios  hasta 
300  pesos),  y  en  los  juicios 
privativos  ante  Jos  jueces 
competentes  que  llevan  el 
nombre  de  las  causas  en  que 
conocen,  como  v.  gr.  juez 
de  aguas,  de  hacienda,  tri- 
bunal de  minería,  etc. 

Oidas  la  demanda  y  la 
contestación  (ambas  verba- 
les) el  juez  pronuncia  su 
fallo  si  no  hay  necesidad  de 
pruebas. 


PRUEBA. 


Si  hay  necesidad  de  prue- 
bas, el  juez  señala  para  ella 
uno  ó  mas  días  hasta  ocho 
con  todos  cargos,  salvo  el  tér- 
mino de  la  distancia. 

No  se  admiten  mas  de 
cinco  testigos  porcada  parte, 
ni  mas  de  dos  para  las  ta- 
chas. 


APELACIÓN. 


No  la  hay  si  el  valor  del 
asunto  que  motiva  el  pleito 
no  excede  de  veinte  pesos. 
Si  pasa  de  esta  cantidad  se 
interpone  la  apelación  ver- 
balmente  dentro  de  tercero 
dia  ante  el  juez  que  pro- 
nunció el  fallo,  y  este  la  con- 
cede por  escrito  en  papel 
común. 

El  juez  de  1.a  Instancia  la 
decide  en  juicio  verbal  con 
las  mismas  formalidades  de 
la  instancia  anterior. 


NULIDAD. 


No  la  hay. 
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JUICIOS  ESCRITOS 

JUICIOS  ESCRITOS  DE  MENOR  CUANTÍA 

(   LLAMANSE  ASI  AQUELLOS   CUYO  INTERÉS  NO  EXCEDE  DE   QUINIENTOS   PESOS.    ) 


DEMANDA. 


Se  interpone  la  demanda 
ante  el  juez  de  derecho  (lla- 
mado también  del."  Ins- 
tancia) en  las  causas  del 
fuero  común;  y  en  las  de 
comercio  ante  el  Consulado 
(ó  la  Diputación  en  las  pro- 
vincias), adviniéndose  que 
estas  son  de  menor  cuantía 
cuando  su  interés  no  excede 
de  mil  pesos. 

El  juez  confiere  traslado 
de  la  demanda  al  reo;  pero 
si  el  documento  con  que  se 
interpone  apareja  ejecución 
se  observan  los  trámites  del 
juicio  ejecutivo. 


PRUEBA. 


Veinte    dias    perentorios 
con  todos  cargos. 


APELACIÓN. 


Se  resuelve  con  solo  el 
mérito  de  los  autos  y  el  in- 
forme verbal  ó  escrito  de  los 
abosados. 


NULIDAD. 


No  la  hay. 
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JUICIOS  ORDINARIOS  SIMPLES 


DEMANDA. 


Se  interpone  la  demanda 
ante  el  juez  de  1.»  Instancia 
ó  de  Derecho  (de  ambos  mo- 
dos se  le  suele  llamar)  en 
las  causas  del  fuero  común  ; 
en  las  de  comercio  ante  el 
Tribunal  del  Consulado  (en 
Lima)  ó  anle  la  Diputación 
de  1res  comerciantes  que 
hace  sus  -veces  en  las  pro- 
vincias. 

El  juez  confiere  traslado 
de  la  demanda  (cuyos  requi- 
sitos están  señalados  .en  los 
artículos  580  y  581  del  Có- 
digo de  Enjuiciamientos). 
EL  reo  ó  demandado  la  con- 
testa dentro  de  nueve  dias. 
Se  confiere  traslado  de  la 
contestación  ;  el  actor  re- 
plica dentro  de  seis  dias  y 
dentro  de  nueve  si  hubo  re- 
convención .  Se  confiere 
traslado  de  la  réplica  y  el 
reo  duplica  dentro  de  seis 
dias. 

Después  de  estos  cuatro 
escritos  (demanda  y  contes- 
tación, réplica  y  duplica)  el 
juez  manda  citar  á  las  par- 
tes para  pronunciar  senten- 
cia si  la  causa  es  de  puro 
derecho  ;  si  versa  sobre  he- 
chos, se  recibe  á  prueba. 

Pero  raro  es  el  pleito  en 
que  el  demandado  no  hace 
uso  en  la  contestación  de  al- 
guna excepción.  Llámase  así 
todo  lo  que  el  reo  opone 
para  rechazar  la  pretensión 
del  actor,  por  lo  cual  las 
leyes  de  Partida  la  llaman 
defensión.  Las  excepciones 
son  declinatorias  (las  que 
tienen  por  objeto  remitir  el 
conocimiento  de  la  causa  á 
distinto  juez),  dilatorias  (las 
que  tienden  á  dilatar  el 
curso  del  litigio)  ó  perento- 
rias (las  que  se  dirigen  á  ex- 
tinguir el  juicio. 


PRUEBA. 


Si-  la  causa  versa  sobre 
hechos,  el  juez  manda  reci- 
birla á  prueba  por  nueve 
dias  comunes  y  prorogables 
hasta  ochenta;  pero  está 
próroga  solo  se  concede 
cuando  se  pide  dentro  del 
término  en  que  ha  de  pro- 
rogarse. 

Empieza  á  correr  el  tér- 
minode  prueba  desde  la  fe- 
cha del  auto  que  la  ordena. 
El  omis  probandi  incumbe  al 
que  afirma,  no  al  que  niega. 
Así  el  actor  debe  probar  y 
el  reo  no  tiene  que  producir 
prueba  sino  cuando  su  con- 
testación contiene  afirma- 
ción explícita  ó  implícita. 

Los  medios  de  prueba  son  : 
la  confesión  judicial,  el  ju- 
ramento decisorio^  el  reco- 
nocimiento por  peritos,  los 
instrumentos  públicos,  la 
prueba  testimonial.la  confe- 
sión extrajudicial,  el  cotejo, 
la  fama  pública,  las  presun- 
ciones, los  indicios  y  las  his- 
torias. 

La  confesión  judicial  es  la 
que  hacen  los  litigantes  por 
mandato  del  juez:  puede  ser 
expresa  ó  tácita,  simple  ó 
cualificada. 

La  confesión  prestada  en 
debida  forma  por  persona 
hábil  para  comparecer  en 
juicio  hace  plena  prueba 
contra  el  que  la  presta,  pero 
no  contra  un  tercero. 

El  juramento  decisorio 
prestado  expresa  ó  tácita- 
mente acaba  el  pleito  y  per- 
judica al  que  lo  pidió  ó 
prestó,  no  á  un  tercero. 

Reconocimiento  por  peri- 
tos. El  dictamen  jurado  acer- 
tivo  y  conforme  de  dos  pe- 
ritos facultativos  hace  plena 
prueba  y  la  hace  también  el 
de  un  solo  perito  cuando  los 
litigantes  convienen  en  nom- 
brar uno  solo,  como  también 
el  del  tercer  dirimenlo. 

Instrumentos  públicos.  Los 
instrumentas  públicos  son 
auténticos  cuando  son  espe- 
didos por  personas  públicas 


APELACIÓN. 


Notificada  la  sentencia, 
puede  la  parte  agraviada 
apelar  dentro  de  tres  dias. 
Se  interpone  la  apelación 
por  escrito  anle  el  juez  de 
i  .a  Instancia  de  todo  el  auto 
ó  de  parte  de  él,  y  el  juez  la 
concede  en  uno  ó  en  ambos 
efectos  (según  la  naturaleza 
de  la  causa)  ó  la  niega  sin 
correr  traslado. 

En  estos  juicios  ordinarios 
son  apelables  en  ambos 
efectos  :  las  sentencias  ó  au- 
tos sobre  jurisdicción,  recu- 
sación ó  personería  de  las 
partes,  los  que  niegan  la 
prueba  testimonial  dentro 
del  término  probatorio,  ó 
la  admisión  de  instrumen- 
tos en  cualquier  estado  de  la 
causa  ó  cualquier  medio  de 
prueba  en  el  término  legal, 
los  que  niegan  que  se  reciba 
la  causa  á  prueba  ó  que  se 
prorogne  el  término  proba- 
torio, y  los  autos  interlocu- 
torios  con  fuerza  de  defini- 
tivos que' si  se  ejecutaren 
causarían  gravamen  irrepa- 
rable. 

También  son  apelables  en 
todos  los  juicios  los  autos 
sobre  artículos  de  previo  y 
especia!  pronunciamiento  y 
sobre  excepciones  declina- 
torias. 

Son  apelables  en  solo  el 
efecto  devolutivo  :  los  autos 
en  que  se  manda  recibir?  la 
causa  á  prueba,  los  que  in- 
fieren gravamen  que  puede 
repararse  despues,  los  que 
mandan  prestación  de  ali- 
mentos ó  pago  de  salario  á 
los  dependientes. 

Cuando  la  apelación  se 
admite  en  solo  el  efecto 
devolutivo  quedan  los  au- 
tos originales  en  el  juzgado 
de  1.a  Instancia  y  solo  se  re- 
miten al  superior  las  copias 
que  designa  el  apelante.  Lo 
propio  sucede  cuando  se 
niega  Ja  apelación  y  la  parte 
quiere  quejarse  de  esla  de- 
negatoria, cuya  queja  se 
interpone  dentro  de  tercero 


NULIDAD. 


El  recurso  de  nulidad  es 
un  recurso  extraordinario 
que  se  interpone  para  ante 
la  Corte  Suprema  en  las  cau- 
sas cuyo  interés  pasa  de 
quinientos  pesos.  Se  da  este 
remedio  contra  Jas  senten- 
cias ó  autos  que  causan  eje- 
cutoria en  los  casos  siguien- 
tes :  por  falta  de  jurisdicción 
en  los  jueces  ó  de  persone- 
ría en  las  partes  :  por  ocur- 
rir alguno  de  los  casos  que 
hacen  la  sentencia  nula  :  por 
desnaturalizarse  la  cansa  : 
por  infracción  de  la  consti- 
tución, por  ser  la  sentencia 
contra  ley  expresa;  pero  en 
este  último  caso  el  recurso 
de  nulidad  tiene  lugar  sola- 
mente en  las  sentencias  de- 
finitivas pronunciadas  en 
última  instancia  que  termi- 
nan el  juicio. 

Hemos  dicho  por  ocurrir 
alguno  de  los  casos  que  ha- 
cen la  sentencia  nula,  y  es 
de  advertir  que  estos  casos 
están  determinados  en  el 
art.  1649  del  Código  de  En- 
juiciamientos. 

El  recurso  de  nulidad  se 
interpone  ante  la  sala  que 
pronunció  la  sentencia  que 
causa  ejecutoria  dentro  de 
ocho  dias  si  es  de  sentencia 
y  dentro  de  tres  si  es  de 
auto.  La  sala  corre  traslado 
de  este  recurso  á  la  contra- 
ria quien  lo  contesta  dentro 
de    seis   dias.   Entonces  la 
sala  ha  por  interpuesto  el 
recurso  y  manda  que  se  re- 
mitan ios  de  la  materia  á  la 
Corle  Suprema  á  costa  del 
apcJanle.  Recíl)idos  estos  con 
la  nota  de  estilo,  la  Suprema 
da  vista  al  fiscal,  pide  des- 
pués de  evacuada  esta  autos 
en  relación  citadas  las  par- 
tes. Hechas  estas  citaciones 
(que  se  hacen  á  los  procu- 
radores de  la  Suprema  que 
representen  á  los  litigantes) 
el  relator  hace  la  relación, 
la  cual  se  entrega  por  tres 
días  para  instrucción  y  co- 
tejo á  los  mismos  procura- 
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DEMANDA. 


PRUEBA. 


caracterizadas;  y  son  escri- 
turas públicas  cuando  son 
otorgadas  ante  escribano 
con  las  formalidades  de  la 
ley.  Ambos  hacen  plena 
prueba  cuando  están  en  for- 
ma y  la  nulidad  deducida  no 
suspéndelos  efectos  ano  ser 
que  esta  ó  la  falsedad  resul- 
ten manifiestas.  Antes  de 
presentar  los  documentos 
públicos  declarados  nulos 
por  algún  defecto  en  las  for- 
mas, debe  pedirse  el  reco- 
nocimiento judicial  del  acto 
que  contienen  ó  la  protoco- 
lización cuando  son  otorga- 
dosantejuezde  paz  por  falta 
deescribanos. E¡  juezordena 
que  se  cite  á  los  interesados., 
y  si  estos  no  se  oponen  den- 
tro de  tres  dias  ordena  que 
se  baga  la  protocolización. 
Si  hay  contradicción  se  sus- 
tancia por  la  via  ordinaria. 
Reconocidos  ó  protocoliza- 
dos los  instrumentos  imper- 
fectos hacen  plena  prueba. 
La  hacen  también  las  escri- 
turas privadas  reconocidas. 
Prueba  testimonial.  Las 
declaraciones  de  dos  testigos 
idóneos  presenciales  y  con- 
testes forman  plena  prueba 
como  también  las  de  cuatro 
testigos  de  oidas  que  reúnan 
las  cualidades  exigidas  en 
el  art.  948  del  G.  de  E. 

Siendo  iguales  las  circuns- 
tancias de  los  testigos  que 
presentan  los  colitigantes 
hacen  fe  los  que  son  mas 
en  número ,  y  si  son  tam- 
bién iguales  en  esto  no  hay 
prueba. 

Hay  personas  que  tienen 
prohibición  absoluta  de  ser 
testigos  por  falta  de  edad 
(18  años),  de  capacidad,  de 
probidad  ó  de  condición  y 
son  los  que  señala  el  C.  de 
E.  en  los  artículos  87 1  y  si- 
guientes hasta  880  del  Códi- 
go citado. 

El  interrogatorio  por  el 
que  deben  ser  examinados 
los  testigos  se  présenla  den- 
tro de  los  65  primeros  dias 
del  termino  ordinario,  y  de- 
be ser  acompañado  de  una 
razón  de  los  testigos,  de  su 
domicilio,  etc.,  cuya  lista  se 
entrega  al  colitigante  tres 


APELACIÓN. 


dia.  El  Tribunal  Superior 
decide  este  recurso  de  queja 
sin  ninguna  especie  de  trá- 
mite y  cuando  mas  dentro 
de  tercero  dia  confirmando 
con  costas  ó  revocando  el 
auto  denegatorio.  En  el  úl- 
timo caso  decide  también 
sobre  lo  principal  pidiendo, 
si  no  bastan  las  copias,  los 
autos  originales. 

Cuando  la  apelación  se 
admite  en  ambos  efectos  se 
remiten  los  autos  al  Tribu- 
nal Superior  con  una  nota 
del  juez  de  la  causa  al  Se- 
cretario de  cámara  quien  da 
cuenta  á  la  sala  de  turno. 
Esta  pide  autos  en  rela- 
ción citadas  las  partes,  si  la 
apelación  es  de  sentencia  de 
trance  y  remate,  de  auto  re- 
solutivo en  juicio  sumario  ó 
de  autos  relativos  á  excep- 
ciones dilatorias  ó  perento- 
rias. 

Si  la  apelación  es  de  au- 
tos sobre  jurisdicción,  recu- 
sación ó  competencia,  la  Sa- 
la pide  vista  al  fiscal,  en 
seguida  autos  con  citación  y 
después  manda  poner  la 
causa  en  tabla.  Si  la  apela- 
ción es  de  sentencia  ó  auto 
definitivo,  se  mandan  entre- 
gar los  autos  al  apelante 
para  que  exprese  agravios 
dentro  de  seis  dias.  Del  es- 
crito de  expresión  de  agra- 
vios se  corre  traslado  á  la 
contraria  quien  lo  contesta 
también  dentro  de  seis  dias. 
Desde  la  apelación  hasta  la 
expresión  de  agravios  puede 
la  contraparte  adherirse  á 
la  apelación. 

En  la  expresión  de  agra- 
vios puede  el  apelante  for- 
mar nuevos  artículos  y  pe- 
dir se  le  reciba  la  prueba. 
Corrido  traslado  à  la  contra- 
ria, la  Corte  concede  ó  niega 
la  solicitud. 

Contestada  la  expresión 
de  agravios,  la  Sala  pide  au- 
tos en  relación  citadas  las 
partes,  señalando  el  tiempo 
en  que  el  relator  debe  ha- 
cerla. Vueltos  los  autos 
con  la  relación  ai  secreta- 
rio de  cámara,  este  los 
entrega  á  los  procurado- 
res para  que  los  abogados 


NULIDAD. 


dores.  Después  de  concer- 
tada la  relación  y  puesta  en 
tabla  resuelve  el  recurso 
una  sala  compuesta  de  cinco 
vocales,  la  cual  oye  tam- 
bién el  informe  de  los  abo- 
gados, antes  de  resolver.  Si 
la  Corte  declara  la  nulidad, 
repone  la  causa  al  estado  en 
que  se  hallaba  cuando  se 
cometió  esta. 

Declarándose  no  haber 
nulidad,  el  que  interpuso  el 
recurso  es  condenado  á  una 
mulla  que  no  baje  de  dos- 
cientos pesos,  ni  pase  de 
quinientos,  la  cual  se  en- 
trega al  colitigante  victo- 
rioso, y  es  condenado  ade- 
más al  pago  de  costas. 

De  las  actuaciones  practi- 
cadas en  la  Suprema  se  for- 
ma un  cuaderno  separado 
que  principia  con  la  nota  de 
de  remisión  de  autos  y  que 
queda  archivado  en  la  secre- 
taría, no  poniéndose  en  los 
autos  sino  una  copia  de  la 
resolución. 

Es  de  advertir  que  el  co- 
litigante puede  adherirse 
al  recurso  de  nulidad  anle 
la  Corte  Superior,  ó  tam- 
bién ante  la  Suprema  antes 
que  se  vea  la  causa. 

Con  la  resolución  de  la 
Corte  Suprema  queda  ter- 
minado el  pleito. 

Cuando  se  ha  declarado 
la  nulidad,  hay  lugar  á  for- 
mación de  causa  contra  los 
jueces  que  incurrieron  en 
ella. 
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días  antes  de  la  declaración. 
Antes  de  estos  tres  dias  no 
se  puede  recibir  declaración 
de  testigos  sino  cuando  están 
para  ausentarse  ó  se  teme 
fundadamente  su  muerte. 
Durante  los  1res  dias  y  en 
cualquier  momento  antes  de 
la  declaración,  la  contraria 
puede  tachar  los  testigos 
presentados,  señalando  la 
tacha;  y  aun  puede  opo- 
nerse verbalmente  (jurando 
no  proceder  de  malicia)  an- 
tes de  que  el  testigo  empie- 
ce á  declarar.  Del  recurso 
de  las  tachas  se  corre  tras- 
lado y  con  la  contestación 
(que  debe  darse  dentro  de 
24  horas)  se  presenta  la 
prueba  en  el  término  que  se 
produce  la  principal;  pero 
si  este  no  se  ha  prorogado 
hasta  los  80,  se  concede  uno 
que  no  exceda  de  la  mitad, 
ni  agregado  á  él  pase  de 
los  80. 

Cuando  se  recibe  la  causa 
á  prueba  con  iodos  cargos, 
los  testigos  deben  ser  exa- 
minados y  hacerse  los  ale- 
gatos dentro  del  término  de 
prueba. 

Cuando  los  testigos  están 
ausentes  del  lugar  del  jui- 
cio, se  pide  el  término  de  la 
distancia;  y  si  se  hallan  fue- 
ra de  la  República  el  extra- 
territorial. El  término  de  la 
distancia  se  regula  señalan- 
do un  dia  por  cada  tres  le- 
guas para  la  ida  y  vuelta 
del  despacho.  El  término 
ultramarino  es  de  un  año. 

La  Confesión  extra  judi- 
cial es  prueba  semi-plena. 

Cotejo.  El  parecer  unifor- 
me de  los  peritos  acerca  de 
la  conformidad  de  una  letra 
con  otra  es  prueba  semi- 
plena. 

Fama  pública.  Es  prueba 
semi-plena  si  dimana  de  una 
ó  mas  personas  de  notoria 
honradez,  si  la  testifican  seis 
vecinos  contestes  y  si  la  fa- 
ma es  general. 

Presunciones.  Solo  son 
prueba  semi-plena. 

Historias.  Solo  son  prin- 
cipios de  prueba. 

Unidas  las  pruebas  á  los 
autos  después  de  vencido  el 
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concierten  la  relación.  Se  di- 
ce à  los  procuradores  por- 
que los  litigantes  no  pueden 
dirigirse  en  la  Corte  sino  por 
medio  de  uno  de  los  procu- 
radores del  número.  Cote- 
jada la  relación,  se  pone  la 
causa  en  tabla,  según  su  or- 
den. Llegado  su  turno,  la 
llama  ia  Sala,  compuesta 
de  tres  vocales  si  la  causa  es 
civil  ó  criminal  leve,  y  de 
cinco  si  es  grave.  Después 
que  el  relator  lee  la  relación, 
los  abogados  de  las  parles 
informan  por  su  orden.  La 
Sala  da  entonces  por  vístala 
causa  y  tiene  diez  dias  para 
sentenciarla.  Los  vocales  de- 
liberan en  secreto  y  votan 
en  público.  Tres  votos  con- 
formes en  la  parle'  decisiva 
forman  sentencia,  y  si  no 
hay  este  número  no  se  hace 
votación  pública  ;  pues  en 
este  caso  la  Sala  remite  la 
decisión  á  mayor  número 
de  votos  y  se  llama  un  vocal 
para  dirimir  la  discordia. 

Ante  el  dirimente  se  vuel- 
ven á  hacer  la  relación  y  los 
informes. 

Notificada  la  sentencia  se 
puede  pedir  declaratoria, 
ampliación,  ó  modificación 
dentro  de  24  horas. 


NULIDAD. 
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DEMANDA. 


PRUEDA. 


término  probatorio  (lo  que 
suele  hacerse  á  petición  de 
una  parte,  después  de  lo 
cual  certifica  el  escribano, 
previa  citación  de  la  otra, 
que  en  efecto  se  ha  vencido 
el  término),  se  entrega  el 
proceso  por  su  orden  pai'a 
alegar  de  bien  probado.  Cada 
parte  tiene  para  este  alegato 
seis  dias,  pasados  los  cuales 
el  juez  dentro  de  dos  pide 
autos  para  sentencia  decla- 
rando la  causa  por  con- 
clusa. 


APELACIÓN. 


NULIDAD,' 


M 


JUICIOS   EXTRAORDINARIOS 


JUICIO  EJECUTIVO 


DEMANDA. 


Juicio  'ejecutivo  es  aquel 
por  el  cual  se  procede  á  la 
ejecución  de  un  contrato 
mediante  documento  que  la 
trae  aparejada.  Estos  docu- 
mentos son  :  la  confesión 
judicial  (aunque  sea  ficta): 
del  deudor  por  cantidad  lí- 
quida :  el  juramento  deciso- 
rio sobre  cantidad  líquida: 
los  instrumentos  públicos 
que  contienen  obligación  de 
deuda  :  los  testamentos  ó 
codicilos  en  que  el  testador 
confiesa  deber  :  los  legados 
consistentes  en  dinero  :  el 
saldo  de  las  cuentas  apro- 
badas en  juicio  ó  fuera  de 
él  y  los  instrumentos  sim- 
ples (que  contengan  obliga- 
ción de  deber)  reconocidos 
judicialmente  ó  declarados 
reconocidos. 

Estos  instrumentos  pier- 
den su  fuerza  ejecutiva  á  los 
diez  aôos. 

Presentada  una  demanda 
con  uno  de  esos  instrumen- 
tos y  con  los  requisitos  que 
previene  al  artículo  H  32  del 
Código  de  Enjuiciamientos 
el  juez  expide  el  auto  de  sol- 
vendo,  esto  es,  manda  que 
el  deudor  pague  la  deuda 
dentro  de  tercero  dia  bajo 
apercibimiento  de  ejecución 
y  embargo.  El  reo  den  tro  de 
estos  tres  dias  solo  puede  opo- 
nerlas excepciones  dilatorias 
de  falta  de  jurisdicción,  falta 
de  personería  é  ineptitud  de 
la  demanda. Siel  deudor  con- 
tradice el  requerimiento  ha- 
ciendo ver  que  los  instru- 
mentos no  son  ejecutivos,  y 
en  efecto  no  lo  son,  sigue  la 
causa  por  la  via  ordinaria. 
Si  no  contradice  el  requeri- 
miento ni  paga  la  deuda  el 
j  uez,  á  petición  del  acreedor, 
libra  mandamiento  delembar- 
go  .El  escribano  lo  notifica  al 
deudor,  y  si  este  no  paga  in- 


PRUEBA 


El  juez  admite  la  oposi- 
ción al  remate  y  señala  para 
que  se  prueben  las  excep- 
ciones aducidas  el  término 
de  veinte  días,  que  es  fatal, 
común  al  actor  y  al  reo. 
Este  término  probatorio  se 
llama  en  la  práctica  término 
del  encargado,  y  tiene  de 
particular  que  no  se  puede 
extender  al  de  la  distancia, 
al  extra-territorial,  ni  al  ul- 
tramarino. Dentro  de  él 
pueden  las  partes  emplear 
todos  los  medios  probatorios 
establecidos  [para  el  juicio 
ordinario. 


SENTENCIA. 


NULIDAD.  (Mismos  trámites 
que  para  el  juicio  ordinario.) 

Concluido  el  término  de 
prueba,  ó  pasados  los  tres 
dias  de  la  citación  de  remate, 
sin  que  se  haya  opuesto  el 
ejecutado,  el  juez  dentro  de 
tres  dias  expide  la  sentencia 
de  trance  y  remate,  la  cual 
no  produce  los  efectos  de 
cosa  juzgada,  pues  las  par- 
tes pueden  controvertir  en 
juicio  ordinario  la  obligación 
que  causó  la  ejecución.  De 
esta  sentencia  se  puede  ape- 
lar (véase  Apelación);  pero 
consentida  ó  confirmada,  si 
el  embargo  se  ha  hecho  en 
dinero,  se  paga  al  acreedor 
sin  otro  requisito.  Si  se  ha 
becho  en  otros  bienes,  el 
juez,  á  petición  del  actor, 
ordena  la  tasación,  ha  por 
nombrado  el  perito  del  actor 
y  manda  que  el  reo  nombre 
el  suyo  dentro  de  segundo 
dia.  Los  peritos  presentan 
la  tasación  al  juez,  quien 
corre  traslado  alas  partes  y 
con  su  contestación  la  aprue- 
ba ó  desaprueba  dentro  de 
dos  dias. 

Aprobada  la  tasación,  or- 
dena el  juez  (siempre  á  pe- 
tición del  ejecutante)  que  se 
anuncie  la  venta  por  perió- 
dicos ó  carteles,  los  cuales 
permanecerán  por  seis  dias 
si  el  remate  es  de  cosas  mue- 
bles y  por  veinte  si  es  de  rai- 
ces, señalando  el  dia  del 
remate.  Este  se  abre  á  las 
doce  del  dia  y  se  cierra  á 
las  dos  de  la  larde.  El  juez 
anuncia  la  venta  por  prego- 
nes, admite  las  posturas  que 
lleguen  á  las  dos  terceras 
partes  del  valor  de  la  tasa- 
ción, y  la  venta  queda  á  fa- 
vor del  mejor  postor,  exten- 
diéndose de  todo  una  acta. 

De  esta  acta  de  remate  se 
corre  traslado  á  las  partes 


APELACIÓN. 


En  el  juicio  ejecutivo  son 
apelables  en  ambos  efectos 
los  autos  sobre  jurisdicción, 
recusación  y  personería:  las 
sentencias  de  remate  :  los 
autos  en  que  se  manda  alzar 
el  embargo,  los  que  aprue- 
ban el  remate,  los  que  nie- 
gan la  prueba  de  testigos  ó 
cualquier  otra  dentro  del 
término  del  encargado,  ó  la 
de  documentos  en  cualquier 
estado  de  la  causa.  Son  ape- 
lables en  un  solo  efecto  :  el 
auto  por  el  que  se  libra 
mandamiento  de  embargo, 
el  que  admite  alguna  prue- 
ba y  en  general  todos  los 
que  infieren  perjuicio  á  al- 
guna de  las  partes.  En  am- 
bos casos  se  procede  como 
lo  hemos  indicado.  (Véase 
Apelación  en  el  Juicio  Ordi- 
nario.) 
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DEMANDA. 


mediatamente  embarga  sus 
bienes  ó  (en  caso  de  no  te- 
ner ninguno)  el  botón  de  la 
casaca.  Hecho  el  embargo, 
se  depositan  de  cuenta  y 
riesgo  del  acreedor  los  mue- 
bles ó  fondos  urbanos,  se 
ponen  en  intervención  los 
rústicos  y  los  establecimien- 
tos industriales,  y  se  hace 
saber  al  ejecutado.  El  actor 
pide  entonces  se  cite  al  reo 
de  remate  y  el  juez  lo  or- 
dena así  dentro  de  24  horas. 
Dentro  de  tres  dias  contados 
desde  la  citación  de  remate, 
puede  el  reo  oponerse,  pro- 
poniendo las  excepciones 
que  le  favorezcan.   (Véase 

PRUEBA.) 


PRUEBA. 


SENTENCIA  NULIDAD. 


poi  el  término  de  tres  dias  á 
cada  una,  y  el  juez  dentro 
de  otros  tres  la  aprueba  ó 
desaprueba.  Empero,  es  de 
notar  que  dentro  de  tres  dias 
después  del  remate  se  ad- 
miten las  pujas  que  ofrez- 
can un  10  O/o  sobre  el  pre- 
cio ofrecido  por  el  subasta- 
dor, y  siendo  bienes  de  me- 
nores se  observe  el  artículo 
1821  del  C.  Civil.  Aprobado 
elremale.eljuezlibra  contra 
el  subastador  el  im  porte  de  la 
deuda,  y  el  ejecutante  debe 
otorgar,  si  el  deudor  lo  pi- 
de, fianza  de  resultas.  En 
seguida  manda  el  juez  exten- 
der la  respectiva  escritura, 
ordena  que  se  haga  la  tasa- 
ción de  las  costas  procesales 
dentro  de  tres  dias,  y  corri- 
do traslado  al  deudor,  la 
aprueba  ó  desaprueba.  En 
estos  juicios  siempre  paga  el 
ejecutado  las  costas.  Paga- 
das las  costas  personales  y 
procesales,  manda  el  juez 
que  se  otorgue  carta  de  pago 
al  deudor  y  que  se  cancele 
el  instrumento  de  la  ejecu- 
ción. 

También  se  exige  por  la 
via  ejecutiva  el  cumplimien- 
to de  alguna  obligación  ó  la 
entrega  de  alguna  cosa  que 
no  sea  inmueble,  siempre 
que  el  documento  apareje 
ejecución. 


APELACIÓN. 


JUICIOS  COACTIVOS  DE  APREMIO  Y  PAGO 


Por  la  via  de  apremio  y  pago  se  pide  el  cumplimiento  de  las  sentencias  ejecutoriadas  y  de  los  laudos  homo- 
logados. Si  estas  ordenan  entrega  de  cosa  cierta  demandada  con  acción  real,  el  juez  ordena  que  se 
cumplan  dentro  de  tercero  día,  y  dentro  de  diez  si  ordenan  la  entrega  de  cosa  cierta  demandada  con 
acción  real. 

Vencidos  estos  plazos  se  pone  en  posesión  de  la  cosa  al  actor  (si  versa  la  ejecutoria  sobre  cosa  raiz). 

Versando  la  ejecutoria  sobre  pago  de  deuda,  se  libra  mandamiento  de  apremio  y  pago  por  el  término  de 
tres  dias,  y  se  embargan  los  bienes  del  deudor  procediéndose  al  remate  con  los  trámites  prescriptos  en  el 
juicio  ejecutivo  después  de  la  sentencia.  Si  la  ejecutoria  versa  sobre  cumplimiento  de  una  obligación 
persona],  se  emplea  el  apremio  de  embargo,  guardias  y  el  de  arresto  personal. 

Cuando  la  ejecutoria  versa  sobre  entrega  de  una  cosa  que  no  sea  raiz,  si  el  obligado  se  resiste  á  entre- 
garla, el  juez  le  apercibe  en  la  primera  vez,  en  la  segunda  le  pone  guardias,  y  si  á  los  seis  dias  no  cumple 
con  la  entrega,  ordena  la  detención  corporal. 

Se  cobran  también  por  apremio  y  pago  ciertas  deudas  del  Estado,  de  los  pueblos  y  de  los  establecimientos 
de  beneficencia  y  de  instrucción  pública. 


TERCERÍA 

Llámase  así  el  juicio  que  promueve  un  tercero  en  un  juicio  ejecutivo  ó  exactivo  pretendiendo  tener  dere- 
cho á  los  bienes  embargados.  Si  se  alega  derecho  á  la  propiedad  de  estos,  la  tercería  es  excluyente;  es 
coadyuvante  al  actor  si  se  pretende  la  preferencia  con  respecto  al  ejecutante;  y  coadyuvante  al  reo,  si  favo- 
rece á  este. 

Si  se  interpone  tercería  excluyente  con  documento,  el  juez  corre  traslado  al  ejecutante  y  al  ejecutado 
(suspendiendo  el  juicio  ejecutivo);  y  con  la  contestación  de  estos,  resultando  calificada  la  propiedad  del 
tercero,  se  entregan  á  este  los  bienes  y  acaba  la  tercería.  Pero  si  interpone  tercería  excluyente  sin  docu- 
mento sigue  el  juicio  ejecutivo  hasta  la  sentencia  de  remate,  y  en  via  ordinaria  (por  cuerda  separada)  el  de 
tercería,  entregándose  los  bienes  ejecutados  al  tercer  opositor  si  probó  su  derecho,  y  continuando  la  ejecu- 
ción si  no  lo  probó. 

Si  se  interpone  tercería  coadyuvante  al  reo  con  instrumento  ejecutivo,  se  sigue  un  juicio  ordinario 
entre  el  acreedor,  el  deudor  y  el  tercer  opositor,  quedando  suspendido  la  ejecución  y  embargados  los  bienes. 
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Mas  si  se  interpone  sin  instrumento  que  apareje  ejecución,  sigue  el  juicio  ejecutivo  hasta  hacerse  pago  al 
acreedor  bajo  de  fianza,  y  se  ventila  la  tercería  por  cuerda  separada  en  via  ordinaria. 

Si  se  interpone  tercería  coadyuvante  al  actor  con  instrumento  ejecutivo,  continúa  la  ejecución  hasta  la 
venta  y  depósito  de  los  bienes,  y  por  cuerda  separada  en  via  ordinaria  se  ventila  la  tercería  para  saber  quien 
debe  ser  pagado  de  preferencia.  Mas  si  se  interpone  sin  instrumento  ejecutivo,  sigue  la  causa  ejecutiva 
hasta  hacerse  pago  al  acreedor  bajo  de  fianza,  y  se  decide  igualmente  en  juicio  ordinario  la  preferencia  entre 
el  ejecutante  y  el  tercer  opositor. 


JUICIOS  DOBLES 


CONCURSO  DE  ACREEDORES 


Es  de  dos  modos  :  voluntario  ó  necesario.  El  primero  tiene  lugar  cuando  el  deudor  hace 
cesión  de  bienes  ó  cuando  pide  esperas  ó  quitas.  El  segundo  cuando  ejecutado  el  deudor 
por  uno  de  sus  acreedores,  se  oponen  otros  solicitando  el  concurso;  ó  cuando  ejecutado  el 
deudor  por  varios  acreedores  pide  cualquiera  de  ellos  la  formación  del  concurso. 


CONCURSO  VOLUNTARIO  0  CESIÓN  DE  RIENES 


La  cesión  de  bienes  es  voluntaría  ó  judicial  :  la  primera  es  un  arreglo  privado  entre  los 
acreedores  y  el  deudor  y  requiere  el  consentimiento  unánime  de  todos  aquellos  :  la  segunda 
es  un  beneficio  legal  é  irrenunciable  por  el  cual  el  deudor  de  buena  fé  permanece  libre 
entregando  todos  sus  bienes. 

El  que  quiere  hacer  cesión  judicial  debe  presentar  al  juzgado,  junto  con  una  relación  de 
los  motivos  que  han  causado  su  quiebra,  tres  listas  que  contendrán  :  la  1  .a  el  nombre  de  los 
acreedores,  su  vecindad,  la  suma  que  se  les  debe,  su  procedencia,  etc.;  la  2.»  la  razón 
nominal  de  sus  deudores,  su  vecindad,  etc.; la  3.a  la  de  los  bienes  y  existencias  que  cede  y 

su  valor  aproximado.  El  juez  admite  la  cesión;  declara  es- 

tar formado  el  concurso 
(cuya  declaratoria  produce 
los  efectos  que  indican  los 
artículos  980  y  981  del  G.  de 
Ejts.  y  el  art.  2237  del  C.  Ci- 
vil), manda  depositar  los 
,  bienes;  emplaza  á  los  acree- 

dores señalándoles  30  dias, 
„  y  ordena  que  á  los  ausentes 
se  les  cite  ¡por  requisitorias 
y  á  los  desconocidos  por  los 
periódicos  ó  por  carteles. 

El  depositario  no  debe  tener  interés  en  el  concurso  y  se  hará  cargo  de  los  bienes  concur- 
sados, previo  justiprecio.  Para  sus  facultades  y  obligaciones  véase  el  artículo  983  del  C. 
de  Ejts.  (J). 

Cuando  se  han  vencido  los  términos  del  emplazamiento,  los  acreedores  reunidos  ante  el 
juez  presentan  sus  documentos  y  nombran  uno  ó  dos  síndicos,  pudiendo  remover  al  depo- 
sitario nombrado  por  el  juzgado.  De  todo  esto  se  extiende  una  acta  en  la  cual  el  juez  señala 
el  dia  en  que  deben  reunirse  nuevamente  los  acreedores.  También  se  piden  en  aque- 
lla junta  las  identidades  (1)  y  se  entregan  si  las  concede.  Pero  si  las  niega  ó  sino  se 
piden  en  la  enunciada  primera  junta,  los  dueños  de  ellas  las  reclaman  ante  el  juez  por 
escrito  y  con  los  respectivos  documentos.  Del  recurso  corre  el  juez  traslado  á  los  síndicos. 

(1)  Esta  abreviación  significa  Código  de  Evjuiciamientos. 

(2)  Son  identidades  las  que  señala  el  arlicnlo  491  del  C.  de  Ejis. 
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Si  convienen  los  síndicos,  manda  el  juez  entregarlas.  Si  se  oponen,  fundándose  en 
hechos  que  deben  esclarecerse,  sigue  el  incidente  por  cuerda  separada,  suspendiéndose  la 

venta  de  lus  especies  reclamadas,  y  se  recibe  la  causa  á  prueba 

por  20  días  comunes  con  to- 
dos cargos,  pasados  ¿os  cua- 
les falla  el  juez. 

Las  obligaciones  de  los  síndicos  están  determinadas  en  el  artículo  987  del  C.  de  Ejts., 
siendo  la  principal  la  de  formar  la  memoria  ó  clasificación  de  créditos  que  se  lee  en  la 
2.=  reunion  de  acreedores  (en  la  cual  el  depositario  manifiesta  también  el  liquido  de  la  masa) 

y  si  los  acreedores  convienen  en  ser  pagados  con  arreglo  á  aquella  el  juez  aprueba  el  convenio  y  gira 

los  libramientos  respectivos, 
con  la  cual  concluye  el  jui- 
cio. 

Mas  si  no  hay  convenio,  oye  el  juez  las  razones  de  los  acreedores  y  se  extiende  una  acta 
á  la'cual  se  agregan  los  documentos,  memoria  de  los  síndicos  y  la  cuenta  del  depositario. 
Dentro  de  seis  dias  (contados  desde  la  fecha  del  acta)  los  acreedores  pueden  alegar  por 
escrito  lo  que  crean  conveniente,  sin  que  de  estos  escritos  se  corra  traslado.  Después  pro- 
nuncia el  juez  en  el  término  de  doce  dias 

la  sentencia  de  grados  y  pre- 
feridos. 

Si  hay  contradicción  se  ejecuta  esta  sentencia  bajo  fianza  de  acreedor  de  mejor  derecho 
que  presta  cada  acreedor;  y  los  reclamantes  siguen  con  los  síndicos  juicio  ordinario. 

Es  de  advertir  que  las  dos  terceras  partes  de  acreedores  en  valor  de  créditos  constituyen 
mayoría. 

Tanto  los  síndicos  en  la  memoria  ó  clasificación  de  créditos  como  los  jueces  en  la  sen- 
tencia de  grados  y  preferidos  deben  clasificar  lr>s  créditos  con  arreglo  al  artículo  2033  del 
C.  Civil  y  los  artículos  1008  y  siguientes  hasta  el  1016  del  C.  de  Ejts. 

La  legalización  de  documentos  y  la  calificación  de  acciones  se  hacen  ante  el  mismo  juez 
por  cuerda  separada. 


ESPERAS  Y  CUITAS 


El  beneficio  de  la  espera  se  concede  por  una  sola  vez  á  los  acreedores  de  buena  fé  con 
los  siguientes  requisitos  : 

Que  los  créditos  sean  verdaderos; 
Que  consten  por  instrumentos  legales; 
Que  se  cite  y  convoque  á  los  acreedores. 
De  dos  modos  se  promueve  el  juicio  de  esperas  :  el  primero  es  presentando  una  constancia 
de  que  la  mayoría  de  acreedores  concede  esperas  y  pidiendo  se  obligue  á  los  demás  acree- 
dores á  pasar  por  ellas.  Legalizadas  las  firmas  de  las  que  han  concedido  la  espera,  se  pro- 
cede como  en  el  segundo  modo.  En  este  se  solicitan  las  esperas  presentando  las  tres  listas 

que  se  requieren  para  la  cesión.  El  juez  emplaza  á  los  acreedores  en 

el  modo  y  forma  que  se  pre- 
viene en  la  cesión. 

Reunidos  los  acreedores  en  el  dia  señalado,  deliberan  y  se  extiende  por  acta  el  resultado 
en  que  prevalece  la  resolución  de  la  mayoría,  es  decir,  de  las  dos  terceras  partes  en  valor 

de  créditos.  El  juez  manda  cumplir  el  acta,  con 

la  que  concluye  el  juicio. 

Los  acreedores  que  han  negado  la  espera  pueden  hacer  valer  su  oposición  en  juicio  ordinario. 

Para  que  la  espera  se  conceda  por  mas  de  5  años  se  requiere  unanimidad  d<;  todos  los 
acreedores;  y  las  esperas  ó  quitas  concedidas  por  acreedores  simples  no  perjudican  á  los 
hipotecarios  ó  pignoraticios  que  se  oponen. 

El  procedimiento  para  las  quitases  el  mismo  que  acabamos  de  indicar  para  las  esperas. 
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CONCURSO  NECESARIO 

De  dos  modos  se  forma  el  concurso  necesario  :  ó  porque  ejecutado  un  deudor  se  oponen 
á  lo  menos  otros  dos  acreedores  en  el  mismo  juzgado  :  ó  porque  tres  acreedores  han 
ejecutado  al  deudor  en  diversos  juzgados  y  pide  cualquiera  de  ellos  la  formación  del  con- 
curso. En  el  primer  caso  el  juez  declara  formado  el  concurso, 

señala  dia  para  que  los  acree- 
dores nombren  depositario  y 
sindico,  y  manda  se  acumu- 
len las  causas  en  su  juzgado. 

En  el  segundo  caso  el  juez  (después  de  ordenar  que  se  ponga  constancia  de  las[ejecuciones 
y  resultando  por  lo  menos  tres)  declara  formado  el  concurso, 

ordena  la  acumulación  de 
causas  y  se  observan  los 
mismos  trámites  que  en  la 
cesión. 

Las  quiebras  de  los  comerciantes  están  sujetas  á  reglas  especiales  que  establece  el  Código 
de  Comercio  eu  el  libro  4.° 


JUICIO  DE  CUENTAS       • 

Quien  tiene  que  pedir  cuentas  expone  al  juez  que  estando  acreditada  Ja  obligación  de 
rendirlas  por  el  instrumento  que  presenta,  las  exige  en  el  término  legal.  Si  este  instrumento 

es  ejecutivo,  el  juez  ordena  se  notifique  al  deman- 

*  dado    presente   las   cuentas 

dentro  da  ocho  dias. 

Vencido  este  término  sin  haberlas  presentado  se  emplean  los  medios  de  apremio  y 
coacción. 

Si  el  instrumento  presentado  no  es  ejecutivo,  el  juez  corre  traslado. 

Confesando  el  reo  la  obligación  de  rendirlas,  procede  el  juez  como  está  indicado  para  el 
caso  en  que  se  presenta  instrumento  ejecutivo.  Pero  en  negando  aquella  obligación,  si  la 
cuestiones  de  puro  derecho  el  juez  sentencia. 

Si  hay  hechos  que  probar  el  juez  la  recibe  á  prueba  por  el  tér- 

mino perentorio  de  veirte 
dias  comunes  con  todos  car- 
gos. 

Presentadas  las  cuentas,  el  que  las  pidió  las  aprueba  y  da  la  correspondiente  cancelación 
si  las  halla  exactas;  sino  se  sigue  sobre  ellas  juicio  ordinario. 


JUICIO  DE  DIVISION  DE  COSAS  COMUNES 

El  que  tiene  derecho  para  pedir  la  division  y  partición  de  los  bienes  comunes,  la  solicita 
con  documentos  ó  sin  ellos.  El  juez  corre  traslado. 

Si  no  hay  oposición,  el  juez  *«**»  ia  division  »  >w"'* 

J  cíon. 
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Entonces  Jos  peritos  nombrados  por  las  partes,  después  de  haber  aceptado  y  jurado  el 
cargo,  proceden  á  la  division,  conformándose  al  documeuto  presentado  (en  cuanto  no  sea 
contrario  á  las  leyes)  ó  con  arreglo  á  estas,  si  no  hay  documento.  Practicada  la  operación, 
la  presentan  al  juez  quien  corre 

Si  los  interesados  convienen  en  ella  el  juez 


Si  se  oponen  reparos  leves  ala  partición  el  juez 
Enmendados  los  reparos  leves  el  juez  corre 
Si  se  oponen  reparos  graves 

Si  los  reparos  graves  provienen  de  error,  el  juez 

Si  provienen  de  fraude  ó  dolo  el  juez 

Practicada  la  segunda  operación  el  juez  corre 

Si  convienen  los  interesados  en  esta  segunda  operación,  el  juez 

Si  uno  ó  mas  de  los  copartícipes  reclaman  de  esta  segunda  operación  y  los  otros  piden  que 
se  ejecute,  el  juez 


traslado. 

la  aprueba  y  ordena  que  se 
archiven  las  particiones, 
dando  testimonio  á  las  par- 
tes. 

manda  que  se  rectifique  por 
los  peritos. 

traslado  y  aprueba  la  divi- 
sion. 

se  sustancia  el  incidente  de 
un  modo  sumario  con  au- 
diencia de  Jos  peritos  y  de 
los  interesados. 

manda  rectificar  la  opera- 
ción por  los  mismos  peritos. 

manda  que  se  haga  nueva 
operación  por  otros  peritos. 

traslado. 


la  aprueba  y  ordena  que  se 
archiven  las  particiones. 


da  posesión  provisional  de 
los  bienes  divididos,  según 
las  tíltimas  hjiuelas. 


La  reclamación  seguirá  el  curso  que  corresponda  á  su  naturaleza  y  durante  ella  no  pue- 
den los  poseedores  provisionales  enagenar,  ni  hipotecar  su  hijuela. 

Si  cuando  se  pide  la  division  de  bienes,  se  opone  la  contraparte  alegando  la  nulidad  ó 
falsedad  del  documento  en  que  se  apoya  la  solicitud,  la  contradicción  se  sustancia  en  juicio  ordinario. 


Y  sin  perjuicio  de  esto  se  hace  la  division  bajo  fianza  de  resultas. 
Si  la  oposición  se  funda  en  la  insuficiencia  del  titulo  ó  en  no  haberse  cumplido  la  condi- 
ción esencial,  se  sigue 


juicio  ordinario  en  el  cual  se 
decide  si  ha  de  hacerse  ó 
no  la  partición 


También  se  puede  hacer  partición  extrajudicial  cuando  entre  os  interesados  no  hay 
incapaces  ni  ausentes,  ó  aun  cuando  los  haya,  si  el  juez  la  aprueba  oyendo  al  consejo  de 
familia,  á  tres  letrados  y  al  ministerio  fiscal. 

Presentada  una  division  extrajudicial  al  juez,  este  corre 

Si  estos  aprueban  la  division,  el  juez 


traslado  ú  los  copartícipes. 

manda  que  se  protocolize, 
dándose  los  testimonios  res- 
pectivos. 


r  Si  la  protocolización  se  ordena  por  contumacia  de  alguno,  queda  á  este  el  derecho  á 
salvo  para  seroido  en  la  via  ordinaria  por  error,  lesión  ó  dolo. 

Si  alguno  de  los  interesados  al  contestar  el  traslado  contradice  la  operación,  ordena  el 
juez  que  esla  se  haga  en  los  términos  arriba  indicados. 
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JUICIOS  DE  RESIDENCIA  Y  PESQUIZA 


Como  estos  juicios  solo  se  siguen  contra  los  funcionarios,  ocurren  rara  vez  y  son  de  muy 
poco  interés  para  la  generalidad,  por  lo  cual  no  nos  ocuparemos  de  ellos. 


ADVERTENCIA 

La  premura  del  tiempo  nos  impide  perfeccionar  este  pequeño  trabajo  (que  se  nos  ha  confiado  con  un  tér- 
mino angustiadísimo  hallándose  ya  la  obra  bajo  la  prensa)  y  confiamos  en  la  indulgencia  del  lector,  quien 
tendrá  en  cuenta  las  dificultades  que  hemos  debido  vencer  para  resumir  en  este  cuadro  la  tramitación  de 
los  juicios,  con  exclusion  de  los  sumarios,  cuyo  trabajo  no  hemos  podido  emprender  por  la  enunciada  falta 
de  tiempo. 

Lima  à  27  de  Noviembre  de  1858. 

Antonio  Flores  y  Jijón. 


POISSY.   -     IMPRENTA   DE  ARBIETJ. 


LEY 


ENJUICIAMIENTO  CIVIL 


APROBADA 


En  5  de  Octubre  de  1855,  que  empezó  á  regir  desde  Io  de  Enero  de  1856, 


PRIMERA  PARTE. 

JURISDICCIÓN  CONTENCIOSA. 

TITULO   I. 

DISPOSICIONES  GENERALES. 

Articulo  primero.  Toda  demanda  debe  interponerse 
ante  juez  competente. 

;  Art.  2.°  Es  juez  competente  para  conocer  délos  pleitos 
a  que  de  origen  el  ejercicio  de  las  acciones  de  toda  clase, 
aquel  a  quien  los  litigantes  se  hubieren  sometido  expresa 
o  tácitamente. 

Art.  3."  Solo  se  reputa  expresa  la  sumisión,  cuando  los 
interesados  renuncien  clara  y  terminantemente  al  fuero 
propio,  designando  con  toda  precisión  el  juez  á  quien  se 
someten. 

Esta  sumisión  no  puede  hacerse  sino  á  juez  que  ejerza 
jurisdicción  ordinaria. 

Art  4.°  Se  entienden  sometidos  tácitamente  : 

bl  demandante,  por  el  hecho  de  recurrir  al  juez  interpo- 
niendo su  demanda. 

El  demandado,  por  hacer,  después  de  personado  en  los 
autos,  cualquiera  gestion  que  no  sea  la  de  proponer  en 
íorma  la  declinatoria. 

Esta  sumisión  tampoco  puede  hacerse  á  juez  que  no 
ejerza  jurisdicción  ordinaria,  salvo  el  caso  en  que  por  tener 
el  demandado  fuero  especial,  haya  de  acudir  á  él  necesa- 
riamente el  actor. 

Art.  5.°  Fuera  de  los  casos  de  sumisión  expresa  ó  tá- 
cita, de  que  tratan  los  artículos  anteriores,  es  iuez  com- 
petente para  conocer  de  los  pleitos  en  que  se  ejerciten  ac- 
ciones reales  sobre  bienes  inmuebles,  el  del  lugar  en  que 
este  la  cosa  litigiosa,  ó  cualquiera  de  ellas,  si  fueren  va- 
nas. 

De  los  en  que  se  ejerciten  acciones  reales  sobre  bienes 


muebles  ó  semovientes,  el  del  lugar  en  que  se  hallen,  ó 
el  del  domicilio  del  demandado,  á  elección  del  deman- 
dante. 

De  los  en  que  se  ejerciten  acciones  personales,  el  del 
lugar  en  que  deba  cumplirse  la  obligación,  y  á  falta  de 
este,  á  elección  del  demandante,  el  del  domicilio  del  de- 
mandado ó  el  del  lugar  del  contrato,  si  hallándose  en  él, 
aunque  sea  accidentalmente,  puede  ser  emplazado.  El  que 
no  tuviere  domicilio  fijo,  podrá  ser  demandado  en  el  lu- 
gar en  que  se  encuentre,  ó  en  el  de  su  última  residencia. 

Délos  en  que  se  ejerciten  acciones  mistas,  el  del  Jugar 
en  que  esté  la  cosa,  ó  el  del  domicilio  del  demandado,  á 
elección  del  demandante. 

De  los  en  que  se  ejerciten  acciones  respecto  á  la  gestion 
de  los  guardadores,  el  del  lugar  en  que  se  hubiere  admi- 
nistrado lo  principal,  y  en  tedo  caso,  el  del  domicilio  del 
guardador,  si  tuviere  el  mismo  del  menor. 

Art.  6.°  Las  reglas  establecidas  en  los  artículos  anterio- 
res se  entenderán  sin  perjuicio  de  lo  que  dispone  esta  ley 
para  casos  especiales. 

Art.  7."  Todas  las  actuaciones  judiciales  deben  escribirse 
en  el  papel  sellado  que  prevénganlas  leyesy  reglamentos. 

Art.  8."  Las  actuaciones  judiciales  han  de  practicarse  en 
dias  y  horas  hábiles,  bajo  pena  de  nulidad. 

Art.  9.°  Son  dias  hábiles  todos  los  del  año,  menos  los 
domingos,  fiestas  enteras  religiosas,  ó  civiles,  y  los  en  que 
esté  mandado,  ó  se  mandare,  que  vaquen  los  tribunales. 

Art.  10.  Se  entienden  horas  hábiles  las  que  median 
desde  la  salida  hasta  la  puesta  del  sol. 

Art.  11 .  El  juez  puede  habilitar  Jos  dias  y  horas  inhábi- 
les, cuando  hubiere  causa  urgente  que  lo  exija. 

Art.  12.  Solo  pueden  comparecer  en  juicio  los  que  estén 
en  el  pleno  ejercicio  de  sus  derechos  civiles. 

Por  los  que  no  se  hallen  en  este  caso,  comparecerán  sus 
representantes  legítimos  ó  los  que  deban  suplir  su  incapa- 
cidad con  arreglo  á  derecho. 

Art.  13.  La  comparecencia  en  juicio  será  siempre  por 
medio  de  procurador,  con  poder  declarado  bastante  por  un 
letrado. 

El  poder  se  acompañará  precisamente  con  el  primer 
escrito,  sin  que  se  permita  en  ningún  caso  la  protesta  do 
presentarlo. 
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Podrán  sin  embargo  comparecer  los  interesados  directa- 
mente : 

1°  En  los  actos  de  jurisdicción  voluntaria. 

2o  En  los  actos  de  conciliación. 

3°  En  los  juicios  verbales. 

4o  En  los  juicios  de  menor  cuantía. 

Art.  14.  Él  procurador,  aceptado  el  poder,  está  obli- 
gado : 

1°  A  seguir  el  juicio  mientras  no  haya  cesado  en  su 
cargo  por  alguna  de  las  causas  que  se  expresan  en  el  ar- 
tículo 17. 

2o  A  pagar  los  gastos  que  se  causen  á  su  instancia. 

3o  A  practicar,  bajo  la  responsabilidad  que  las  leyes  im- 
ponen al  mandatario,  cuanto  sea  necesario  para  la  defensa 
de  su  poderdante.  Se  arreglará  al  efecto  alas  instrucciones 
que  le  hubiere  dado;  y  si  no  las  tuviere,  hará  lo  que  re- 
quieran la  naturaleza  é  "índole  del  litigio. 

Art.  13.  La  aceptación  del  poder  se  presume  en  el  he- 
cho de  usar  de  él  el  procurador. 

Art.  16.  Mientras  continúe  el  procurador  en  su  encargo, 
los  emplazamientos,  citaciones  y  notificaciones  de  todas 
clases  que  se  le  hagan,  inclusa  la  de  las  sentencias,  tendrán 
la  misma  fuerza  que  si  se  hicieren  al  poderdante,  sin  que 
le  sea  permitido  pedir  que  se  entiendan  con  este. 

Art.  17.  La  representación  del  procurador  cesa  : 

Io  Por  la  revocación  del  poder,  luego  que  se  acredite  en 
los  autos. 

2o  Por  el  desistimiento  del  procurador,  hecho  saber  ju- 
dicialmente á  su  representado. 

3o  Por  separarse  el  poderdante  de  la  acción  û  oposición 
que  haya  formulado. 

4o  Por  haber  trasmitido  el  mandante  á  otro  sus  derechos 
sobre  la  cosa  litigiosa,  luego  que  la  trasmisión  haya  sido 
reconocida  por  ejecutoria,  con  audiencia  de  la  otra  parte. 

5o  Por  haber  terminado  la  personalidad  con  que  litigaba 
su  poderdante. 

6o  Por  haber  concluido  el  pleito  para  que  se  dio  el  po- 
der, si  fuese  para  él  determinadamente. 

7°  Por  muerte  del  poderdante  ó  del  procurador. 

Art.  18.  A  toda  demanda  ó  contestación  debe  acompa- 
ñarse : 

Io  El  poder  que  acredite  la  personalidad  del  procurador, 
siempre  que  este  intervenga. 

2o  El  documento  ó  documentos  que  acrediten  el  carác- 
ter con  que  el  litigante  se  presente  enjuicio,  en  el  caso  de 
tener  representación  legal  de  alguna  persona  ó  corpora- 
ción, ó  cuando  el  derecho  que  reclame  provenga  de  habér- 
selo otro  trasmitido. 

3o  La  certificación  del  acto  de  conciliación,  ó  de  haberse 
intentado  sin  efecto,  en  los  casos  en  que  es  requisito  indis- 
pensable para  entrar  en  el  juicio. 

Art.  19.  Los  litigantes  serán  dirigidos  por  letrados,  há- 
biles para  funcionar  en  el  territorio  del  juzgado  ó  tribunal 
que  conozca  délos  autos.  Sin  su  firma,  rio  podrá  proveerse 
sobre  ninguna  solicitud  que  se  aduzca. 

Exceptúanse  solamente  : 

1*  Los  actos  de  jurisdicción  voluntaria. 

2o  Los  actos  de  conciliación. 

3o  Los  juicios  verbales. 

4o  Los  pleitos  de  menos  cuantía. 

ranto  en  este  último  caso  como  en  el  primero,  será  po- 
testativo valerse  ó  no  de  letrados. 

5."  Los  escritos  que  tengan  por  objeto  acusar  rebeldías, 
pedir  termino,  publicación  de  probanzas  y  señalamiento 
para  las  vistas  de  los  pleitos,  los  cuales  serán  firmados 
soto  por  procuradores. 

Art.  20.  Las  providencias  se  dictarán  ante  escribano,  y 
se  firmaran  por  el  juez  con  firma  entera,  si  fueren  defini- 
tivas o  interlocutorias  que  causen  estado,  v  con  media 
firma  en  los  demás  casos. 

En  Jos  Tribunales  supremo  y  superiores,  todos  los  mi- 
nistros firmaran  con  firma  entera  las  providencias  defini- 


tivas y  las  interlocutorias  que  causen  estado  :  las  demás 
las  rubricará  el  presidente  de  la  Sala. 

Art.  21.  Las  notificaciones  se  practicarán  leyéndose 
íntegramente  Ja  providencia,  y  dando  en  el  acto  copia 
de  ella,  aunque  no  la  pida,  á  la  persona  á  quien  se  hagan. 

De  lo  uno  y  de  lo  otro  deberá  hacerse  expresión  en  la 
diligencia. 

Art.  22.  Las  notificaciones  se  firmarán  por  el  escribano 
y  por  la  persona  á  quien  se  hicieren. 

Si  esta  no  supiere  ó  no  pudiere  firmar,  lo  hará  á  su 
ruego  un  testigo. 

Si  no  quisiere  firmar,  ó  presentar  testigo  que  lo  haga 
por  ella,  firmarán  dos  testigos  requeridos  al  efecto  por  el 
escribano. 

Art.  23.  Si  ala  primera  diligencia  que  se  practique  en 
su  busca,  no  fuere  habida  la  persona  á  quien  se  va  á  noti- 
ficar, se  hará  la  notificación  por  cédula  sin  necesidad  de 
mandado  judicial.  En  la  diligencia  que  se  extienda  para 
hacerlo  conslar,  se  expresarán  el  nombre,  calidad  y  ocu- 
pación de  la  persona  á  quien  se  entregue  ía  cédula,  fir- 
mando aquella  el  recibo. 

Si  no  supiere  ó  no  quisiere  firmar,  se  observará  lo  que 
para  iguales  casos  queda  ordenado  en  el  articulo  prece- 
dente. 

Art.  24.  Las  notificaciones  que  se  hicieren  en  otra  fov- 
má,  son  nulas,  é  incurrirá  el  escribano  que  las  autorice  en 
una  multa  de  doscientos  reales,  debiendo  ademas  respon- 
der de  cuantos  perjuicios  y  gastos  se  hayan  ocasionado 
por  su  culpa. 

Sin  embargo,  si  la  persona  notificada  se  hubiere  mani- 
festado eh  juicio  sabedora  de  la  providencia,  la  notifica- 
ción surtirá  desde  entonces  sus  efeclos,  como  si  estuviera 
legítimamente  hecha.  No  por  esto  quedará  relevado  el 
escribano  de  la  responsabilidad  establecida  en  la  primera 
parte  de  este  artículo. 

Art.  25.  Los  términos  judiciales  empezarán  á  correr 
desde  el  dia  siguiente  al  en  que  se  hubieren  hecho  el  em- 
plazamiento, citación  ó  notificación  y  se  contará  en  ellos 
el  dia  del  vencimiento. 

Art.  26.  En  ningún  término  se  contarán  los  dias  en  que 
no  puedan  tener  lugar  actuaciones  judiciales. 

Art.  27.  Serán  prorogable's  los  términos  cuya  próroga 
no  esté  expresamente  prohibida. 

Para  otorgarla,  es  necesario  : 

V  Que  se  pida  antes  de  vencer  el  término. 

2o  Que  se  alegue  justa  causa  á  juicio  del  juez,  sin  que 
sobre  Ja  apreciación  que  haga  de  ella,  se  dé  recurso  al- 
guno. 

Art.  28.  La  próroga  ó  prórogas  que  j>e  concedan,  en 
ningún  caso  podrán  exceder  de  los  dias  señalados  por  regla 
general  para  el  término  que  se  prorogue. 

Art.  29.  Trascurridos  ios  términos  prorogables  ó  las  pró- 
rogas otorgadas  en  tiempo  hábil,  se  recogerán  los  autos  al 
primer  apremio  á  costa  del  apremiado,  y  seguirá  adelante 
la  sustanciacion  de  estos,  según  su  estado. 

Art.  30.  Serán  improrogables  los  términos  señalados  : 

1"  Para  comparecer  en  juicio. 

2o  Para  proponer  excepciones  dilatorias. 

3o  Para  pedir  reposición  de  las  providencias  interlocu- 
torias de  los  juzgados  de  primera  instancia. 

4o  Para  pedir  aclaración  de  alguna  sentencia,  ó  que  se 
supla  la  omisión  que  en  ella  se  hubiere  cometido. 

5o  Para  apelar. 

6o  Para  presentarse  ante  los  Tribunales  superiores  en 
virtud  de  emplazamiento  hecho  á  consecuencia  de  haberse 
admitido  una  apelación,  y  remitídose  los  autos. 

7°  Para  suplicar  de  las  providencias  interlocutorias  de 
los  Tribunales  superiores. 

8o  Para  interponer  recurso  de  casación. 

9o  Para  apelar  de  la  providencia  denegatoria  del  recurso 
de  casación. 


-  ÍO.  Para  presentarse  en  el  Tribunal  supremo  á  conse- 
cuencia de  haberse  admitido  recurso  de  casación  ó  ape- 
lación de  providencia  denegatoria  de  él,  y  remitídose  los 
autos. 

11.  Cualesquiera  otros  respecto  á  los  cuales  baya  preven- 
ción expresa  y  terminante  de  que  pasados  no  se  admitan 
en  juicio  la  acción,  excepción,  recurso  ó  derecho  para  que 
estuvieren  concedidos. 

Art.  31.  Los  términos  improrogables  no  pueden  suspen- 
derse, ni  abrirse  después  de  cumplidos,  por  via  de  restitu- 
ción ni  por  otro  motivo  alguno. 

Art.  32.  Trascurridos  que  sean  los  términos  improroga- 
bles, y  acusada  una  rebeldía,  se  declarará,  sin  mas  sus- 
tanciacion,  perdido  el  derecho  que  hubiere  dejado  de  usar 
la  parte  á  quien  haya  sido  acusada. 

Art.  33.  Los  jueces  y  ministros  ponentes  en  los  tribuna- 
les colegiados  recibirán  por  sí  las  declaraciones,  y  presi- 
dirán todos  los  actos  de  prueba. 

Los  ministros  ponentes,  sin  embargo,  podrán  cometer  à 
los  jueces  de  primera  instancia,  y  estos  á  los  de  paz,  las 
diJigencias,  cuando  deban  practicarse  en  pueblo  que  no  sea 
el  de  su  respectiva  residencia. 

Ni  los  ministros  ponentes,  ni  los  jueces  de  primera  ins- 
tancia, ni  los  de  paz  podrán  cometer  estas  diligencias  á  los 
escribanos. 

Art.  34.  Las  diligencias  que  no  puedan  practicarse  en 
el  partido  en  que  se  siga  el  litigio,  deberán  cometerse 
precisamente  al  juez  de  aquel  en  que  han  de  ejecutarse; 

Este  se  arreglará  á  lo  que  queda  prevenido  en  el  artí- 
culo anterior. 

Arl.  35.  Los  jueces  de  primera  instancia  verán  por  sí 
mismos  los  aulos. 

AlosTribunalessupremo  y  superiores  se  dará  cuenta  de 
ellos  por  los  relatores,  formando  al  efecto  los  correspon- 
dientes apuntamienios  para  las  vistas  de  las  apelaciones, 
y  dando  cuenla  de  palabra  para  las  actuaciones. 

Art.  30.  Para  cada  pleito  se  nombrará  en  los  mismos 
tribunales  un  ministro  ponente,  llevando  un  riguroso  turno 
entre  los  que  compongan  cada  Sala,  con  exclusion  del  pre- 
sidente. 

Art.  37.  Será  cargo  del  ministro  ponente  : 

Io  Informar  á  la  Sala  sobre  la  reforma  ó  adiciones  del 
apuntamiento  solicitadas  por  los  litigantes.  Para  este  efecto 
se  Je  pasarán  previamente  los  autos. 

2°  Examinar  los  interrogalorios  y  posiciones  presen- 
tados por  los  litigantes,  y  calificar  su  pertinencia.  Sise 
reclamare  contra  la  calificación  que  hicieren,  decidirá  la 
Sala. 

3o  Presidir  la  práctica  de  las  diligencias  de  prueba, 
y  recibir  cualesquiera  declaraciones  que  la  Sala  orde- 
nare. 

4°  Autorizar  las  ratificaciones  y  hacer  los  discernimien- 
tos de  todo  cargo. 

5°  Redactar  las  sentencias  con  arreglo  á  lo  acordado. 
.    6o  Leerlas  en  sesión  pública  del  tribunal. 

Art,  38.  Los  pleitos  se  verán  en  el  Tribunal  supremo, 
en  los  superiores  y  en  los  juzgados  de  primera  instan- 
cia, por  el  orden  con  que  se  hayan  mandado  traer  á  la 
vista. 

Si  por  cualquiera  causa  se  suspendiere  lavisla  señalada, 
se  trasladara  al  dia  mas  inmediato  posible,  respetando 
siempre  el  turno  establecido. 

Art.  39.  El  mismo  orden  se  guardará  írespecto  á  las 
sentencias  interlocutorias,  sin  quesea  permitido  anteponer 
unos  negocios  á  oíros. 

Art.  40.  A  pesar  de  lo  dispuesto  en  los  artículos  ante- 
riores, se  dará  preferencia  para  la  vista  á  los  negocios 
que  deban  tenerla  con  arreglo  á  las  disposiciones  de  esta 
ley. 

Art.  41.  El  despacho  ordinario  de  los  negocios  y  las 
vistas  de  los  pleitos  serán  públicos,  tanto  en  los  juzgados 


de  primera  instancia  como  en  los  Tribunales  superiores  y 
supremo. 

Exceptúanse  los  casos  en  que,  á  juicio  del  tribunal  ó  juz- 
gado, convengan  sean  secretos  estos  actos  por  respeto  á 
las  buenas  costumbres. 

Art.  42.  Los  tribunales  y  los  jueces  tienen  el  deber  de 
mantener  el  buen  orden,  y  de  exigir  se  les  guarden  el  res- 
peto y  consideración  debidos,  corrigiendo  en  el  acto  las 
taitas  que  se  cometieren,  con  multas  que  no  podrán  pasar 
en  los  juzgados  de  paz  de  doscientos  reales,  en  los  de  pri- 
mera instancia  de  cuatrocientos,  de  mil  en  las  Audiencias 
y  mil  quinienlos  en  el  Tribunal  supremo. 

Si  aquellas  faltas  llegaren  á  constituir  delito,  se  proce- 
derá criminalmente  contra  los  que  le  cometieren. 

Art.  43.  También  podrán  el  Tribunal  supremo,  las 
Audiencia*  y  jueces  imponer  correcciones  disciplinarias 
á  los  abogados,  relatores,  escribanos,  procuradores  y 
dependientes  de  los  tribunales  y  juzgados,  por  las  faltas 
que  cometan  en  el  desempeño  de  sus  funciones  respec- 
tivas. 

Art.  44.  Se  entenderá  corrección  disciplinaria: 

i"  El  apercibimiento  ó  prevención. 

2o  La  reprensión. 

3o  La  multa  que  no  exceda  de  mil  reales; 

4o  La  suspension  que  no  exceda  de  un  mes. 

Art.  45.  Contra  cualquiera  providencia  en  que  se  impu- 
siere alguna  de  estas  correcciones,  se  oirá  en  justicia  al 
interesado,  si  lo  solicitare  dentro  de  los  tres  dias  siguientes 
al  en  que  se  haya  notificado. 

Art.  4(5.  La  audiencia  en  justicia  tendrá  lugar  en  la  Sala 
ó  juzgado  que  hubieren  impuesto  la  corrección. 

Art.  47.  La  providencia  que  se  dictare,  será  apelable 
para  ante  la  audiencia,  si  fuere  de  un  juez;  ysuplicable, 
la  de  una  Sala  de  audiencia,  para  ante  la  que  siga  en  or- 
den en  la  misma,  ó  la  primera,  si  es  la  última. 

Art.  48.  Los  jueces  y  tribunales  podrán  para  mejor 
proveer  : 

1o  Decretar  que  se  traiga  á  la  vista  cualquier  documento 
que  crean  conveniente  para  esclarecer  el  derecho  de  los 
litigantes. 

2o  Exijfr  confesión  judicial  á  cualquiera  de  los  litigan- 
tes, sobre  hechos  que  estimen  de  influencia  en  la  cuestión 
y  no  resulten  probados. 

3o  Decretar  la  práctica  de  cualquier  reconocimiento  ó 
avalúo  que  reputen  necesarios. 

4o  Traer  á  la  vista  cualesquiera  autos  que  tengan  rela- 
ción con  el  pleito. 

Art.  49.  Cualquier  ministro  de  tribunal  colegiado  po- 
drá, concluida  la  vista,  pedir  los  autos  para  reconocerlos 
privadamente. 

Art.  50.  Si  fueren  varios  los  que  los  pidieren,  el  pre- 
sidente de  la  Sala  señalará  al  término  por  que  cada  uno 
de  ellos  haya  de  tenerlos,  dentro  del  fijado  para  pronun- 
ciar sentencia,  de  modo  que  en  ningún  caso  se  prorogue 
este. 

Art.  51.  En  el  mismo  dia  que  termine  la  vista,  y  con 
presencia  del  tiempo  que  deba  invertirse  en  el  examen 
privado  de  los  autos,  si  se  hubiere  pedido,  señalará  el  pre- 
sidente el  dia  en  que  haya  de  votarse  la  sentencia. 

Art.  52.  Las  votaciones  tendrán  lugar  antes  ó  después 
de  las  horas  señaladas  para  las  sesiones,  y  de  modo  que 
estas  puedan  dedicarse  íntegramente  al  despacho  y  vista 
de  los  negocios. 

Art.  53.  Para  que  haya  sentencia  se  necesitan  tres  vo- 
tos conformes,  cuando  los  ministros  que  hayan  concur- 
rido á  la  vista  del  pleito  no  pasen  de  cuatro,  y  si  ex- 
cedieren de  este  número,  los  de  la  mayoría  absoluta  de 
ellos. 

Art.  54.  Si  no  se  reunieren  los  tres  votos  conformes  en 
el  primero  de  los  casos  expresados  en  el  articulo  anterior, 
ni  los  de  la  mayoría  absoluta  en  el  segundo,  sobre  todos  ó 
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alguno  de  los  puntos  que  deban  comprenderse  en  la  sen- 
tencia, aun  cuando  sea  accesorio,  se  remitirá  el  pleito  á 
mas  ministros. 

Art.  5o.  Dirimirán  la  discordia  dos  ministros,  si  hubiere 
sido  impar  el  número  de  los  discordantes  ;  y  tres,  en  el  caso 
de  haber  sido  par. 

Art.  06.  Uno  de  los  dirimentes  será  siempre  el  presi- 
dente en  el  Tribunal  supremo,  y  el  regente  en  las  Audien- 
cias, concurriendo  con  ellos  el  ministro  ó  ministros  de  la 
Sala  donde  radique  el  pleito,  que  no  hayan  asistido  á  la 
-vista;  y  á  falla  de  estos,  los  mas  antiguos  del  tribunal, 
con  exclusion  de  los  presidentes  de  Sala. 

Art.  57.  Los  ministros  discordantes  consignarán  en  la 
providencia  con  claridad  y  precisión  los  puntos  en  que 
convinieren  y  los  en  que  disintieren;  y  los  ministros  diri- 
mentes se  Limitarán  á  decidir  aquellos  en  que  no  haya  ha- 
bido conformidad. 

Art.  58.  Redactada  la  sentencia  por  el  ponente,  según  lo 
prevenido  en  el  n°  5  del  articulo  37,  y  aprobada  por  la 
bala,  se  extendera  en  un  registro  que  habrá  en  cada  una 
de  ellas,  bajo  la  custodia  de  su  presidente  respectivo,  fir- 
mándola todos  los  ministros  :  de  ella  se  pondra  por  el  es- 
cribano de  Cámara,  y  con  visto  bueno  del  presidente,  cer- 
tificación en  los  autos. 

Art.  01).  Todos  los  ministros  suscribirán  la  sentencia  que 
se  pronuncie,  aunque  no  sea  conforme  con  su  voto. 

Art.  60.  El  que  hubiere  votado  de  distinto  modo  que 
Ja  mayoría  tendrá  el  derecho  de  salvar  su  voto.  Este  de- 
berá ser  fundado,  y  se  escribirá  á  continuación  de  la  misma 
sentencia. 

Art.  61.  Las  sentencias  deben  ser  claras  y  precisas, 
declarando,  condenando  ó  absolviendo  de  la  demanda. 

No  podrán  bajo  ningún  pretexto  los  jueces  ni  los  tribu- 
nales aplazar,  dilatar,  ni  negar  la  resolución  de  las  cues- 
tiones que  hayan  sido  discutidas  en  el  pleito. 

Art.  6>.  Cuando  hayan  sido  varios  los  puntos  litigiosos, 
se  hará  con  la  debida  separación  el  pronunciamiento  cor- 
respondiente á  cada  uno  de  ellos. 

Art.  63.  Cuando  hubiere  condena  de  frutos,  intereses, 
danos  ó  perjuicios,  se  lijará  su  importe  en  cantidad  lí- 
quida, ó  se  establecerán  por  lo  menos  las  bases  con  arre- 
glo á  las  cuales  deba  hacerse  la  liquidación. 

Solo  en  el  caso  de  no  ser  posible  lo  uno  ni  lo  otro  se 
hará  la  condena,  reservando  á  las  partes  su  derecho  para 
que  en  otro  juicio  se  fije  su  importancia. 

Art.  64.  En  el  mismo  dia  en  que  se  firmaren  las  sen- 
tencias definitivas,  ó  si  en  él  no  fuere  posible,  en  el  si- 
guiente hábil,  se  leerán  en  sesión  publica  por  el  ponente 
según  lo  prevenido  en  el  número  6o  del  artículo  37,  v  se 
notificaran  a  los  procuradores  de  las  partes. 

Art.  60.  De  las  providencias  interlocutorias  pronun- 
ciadas por  los  jueces  de  primera  instancia  puede  pe- 
dirse reposición  dentro  de  tres  dias  improrogables.  Si  no 
se  estimare,  podrá  apelarse  en  un  término  igual  al  ante- 
rior. 

Art.  66.  De  las  providencias  interlocutorias  pronuncia- 
das por  los  Tribunales  supremo  y  superiores  podrá  su- 
plicarse dentro  del  término  señalado  en  el  artículo  an- 
terior. 

La  Sala  que  las  hubiere  dictado,  previa  audiencia  de  la 
otra  parte,  silo  estimare  necesario,  determinará  sobre  la 
suplica  lo  que  crea  justo  y  procedente. 

Art.  67.  Las  sentencias  definitivas  y  las  interlocutorias 
que  decidan  un  articulo,  serán  apelables  dentro  de  cinco 
dias. 

Art.  68.  Trascurrido  dicho  término  sin  interponerse 
apelación,  quedaran  de  derecho  consentidas  v  pasadas 
en  autoridad  de  cosa  juzgada,  sin  necesidad  de  declaración 
alguna. 

Art.  09.  Las  apelaciones  podrán  admitirse  libremente  v 
en  ambos  efectos,  ó  en  uno  solo. 


Art.  70.  Procederán  libremente  en  todos  los  casos  en 
que  no  se  halle  prevenido  que  se  admitan  en  un  solo 
efecto. 

Admiüda  la  apelación  libremente,  se  suspenderá  la 
ejecución  de  la  sentencia  hasta  que  recaiga  su  confirma- 
ción. 

Art.  71.  Admitida  en  un  solo  efecto,  no  se  suspenderá 
la  ejecución  de  la  sentencia;  y  para  ejecutarla,  siendo  defi- 
nitiva, se  retendrá  en  el  juzgado  testimonio  de  lo  necesa- 
rio de  los  autos,  remitiéndolos  en  seguida  al  Tribunal  su- 
perior. 

Si  la  providencia  fuere  interloculoria,  se  facilitará  al 
apelante  testimonio  de  lo  que  señalare  de  los  mismos  au- 
tos, con  las  adiciones  que  el  colitigante  hiciere  y  el  Juez 
estimare  necesarias,  para  que  pueda  recurrir  á  la  Audien- 
cia correspondiente. 

Art.  72.  Del  testimonio  de  que  se  habla  en  el  último 
párrafo  del  artículo  anterior,  deberá  hacerse  uso,  mejo- 
rando la  apelación  en  el  Tribunal  superior,  dentro  de  los 
veinte  dias  siguientes  al  en  que  se  hubiere  hecho  entrega 
de  él  al  apelante. 

Trascurrido  este  término  sin  haberse  mejorado  el  re- 
curso, queda  de  derecho  consentida  la  providencia,  sin 
necesidad  de  ninguna  declaración. 

Art.  73.  Si  la  providencia,  cuya  apelación  haya  sido 
admitida  en  un  solo  efecto,  fuere  interlocutoria,  también 
podra  pedir  el  apelante,  al  presentar  el  testimonio  que  se 
le  haya  facilitado  para  la  suslanciacion  del  recurso,  que 
se  la  declare  admitida  libremente  y  en  ambos  efectos. 

Si  asilo  estimare  la  Audiencia,  después  de  haber  oido  al 
colitigante,  si  hubiere  comparecido,  mandará  librar  orden 
al  juez  para  que  remita  los  autos,  previa  citación  de  las 
otras  partes,  a  fin  de  que  comparezcan  dentro  de  veinte 
dias  precisamente. 

Art.  74.  Cuandofuere  admitida  en  un  efecto  apelación 
de  sentencia  definitiva,  que  se  crea  procedente  en  ambos, 
podrá  solicitarse  de  la  Audiencia,  luego  que  se- hayan  re- 
mitido á  ella  los  autos,  que  se  declare  admitida  en  ambos 
efectos. 

Si  así  se  declarase,  se  librará  orden  al  juez  inferior  para 
que  suspenda  la  ejecución  de  la  sentencia. 

Art.  75.  Cuando  fuere  denegada  cualquiera  apelación, 
podrá  el  que  la  haya  interpuesto  recurrir  en  queja  á  la 
Audiencia  respectiva. 

Esta,  previo  informe  que  pedirá  al  juez  y  oyendo  sobre 
él  al  apelante,  determinará  lo  que  crea  justo. 

Si  eslimare  bien  denegada  la  apelación,  mandará  remi- 
tir al  juez  testimonio  de  su  providencia  para  que  conste 
en  los  autos. 

Si  estimare  que  ha  debido  otorgarse,  lo  declarará  así, 
ordenando  al  juez  remita  los  mismos  autos,  previas  las 
citaciones  correspondientes. 

Art.  76.  Contra  las  sentencias  definitivas  de  las  Au- 
diencias no  se  dará  otro  recurso  que  el  de  casación. 

Art.  77.  Ni  los  jueces  ni  los  tribunales  podrán  variar  ni 
modificar  la  sentencia  una  vez  pronunciada;  pero  sí  acla- 
rar algún  concepto  oscuro  ó  suplir  cualquiera  omisión 
que  hubiere  sobre  punto  discutido  en  el  litigio.  Esto,  solo 
podrán  hacerlo  á  instancia  de  alguno  de  los  litigantes  que 
lo  haya  solicitado  dentro  del  dia  siguiente  al  de  la  notifica- 
ción de  la  sentencia. 

Art.  78.  Cuando  hubiere  condena  de  costas,  los  escri- 
banos de  las  salas  que  las  hayan  impuesto,  las  tasarán  con 
sujeción  á  los  aranceles.  En  "los  juzgados  de  primera  ins- 
tancia, los  escribanos  por  ante  quienes  se  hayan  seguido 
los  autos. 

Los  honorarios  de  los  letrados,  peritos  y  demás  funcio- 
narios no  sujetos  á  arancel,  serán  regulados  por  ellos 
mismos  en  minuta  firmada  que  presentarán,  dictada  que 
sea  la  sentencia  en  que  se  haya  impuesto  la  condena  :  la 
cantidad  en  que  consistan  se  incluirá  por  el  escribano  en 
la  tasación. 


Art.  79.  De  la  tasación  se  dará  vista  á  las  partes  por 
término  de  dos  dias  á  cada  una. 

Art.  80.  Si  lo?  honorarios  de  los  letrados  fueren  impug- 
nados, el  tribunal  ó  el  juez  que  conozca  de  los  autos  oirá 
al  Colegio  de  Abogados,  si  lo  hubiere  en  el  pueblo  de  su 
residencia,  y  en  olro  caso,  á  dos  letrados  que  nombre  para 
que  den  su  dictamen. 

Si  los  honorarios  de,  los  peritos  ó  de  cualesquiera 
otros  funcionarios  no  sujetos  á  arancel,  fueren  impug- 
nados, se  oirá  asimismo  á  otros  dos  individuos  de  su  clase. 

No  habiéndolos  en  el  pueblo  de  la  residencia  del  tribu- 
ral  ó  juez  que  conozca  de  los  autos,  podrá  recurrir  á  los 
de  los  inmediatos. 

Art.  81.  El  tribunal,  ó  el  juez  de  primera  instancia  en 
su  caso,  con  presencia  de  lo  que  las  partes  hubieren  ex- 
puesto, y  de  los  informes  recibidos  sobre  honorarios,  apro- 
bará la  tasación  ó  mandará  hacer  en  ella  las  alteraciones 
que  estime  justas,  sin  ulterior  recurso. 

TITULO  II. 

DE    LAS    CUESTIONES   DE    COMPETENCIA. 

Art.  82.  Las  cuestiones  de  competencia  pueden  promo- 
verse por  inhibitoria,  ó  por  declinatoria. 

La  inhibitoria  se  intentará  ante  el  juez  que  se  crea  com- 
petente, pidiéndole  que  dirija  oficio  al  que  estime  no  serlo, 
para  que  se  inhiba  y  remita  los  autos. 

La  declinatoria  se  propondrá  ante  el  juez  que  se  consi- 
dere incompetente,  pidiéndole  se  separe  del  conocimiento 
del  negocio,  con  igual  remisión,  de  autos  al  tenido  por 
competente. 

Art.  83.  El  litigante  que  hubiere  optado  por  uno  de 
estos  modos,  no  podrá  abandonarlo  y  recurrir  al  olro. 

Tampoco  se  podrán  emplear  sucesivamente,  debiendo 
pasarse  por  el  resultado  de  aquel  á  que  se  haya  dado  la 
preferencia. 

Art.  84.  El  que  promueva  la  cuestión  de  competencia 
de  cualquiera  de  los  modos  que  quedan  establecidos,  ase- 
gurará en  el  escrito  en  que  lo  haga,  que  no  ha  empleado 
el  otro. 

Si  resultare  lo  contrario,  se  le  condenará  por  este  solo 
hecho  en  las  costas,  aunque  se  decida  á  su  favor  Ja  cues- 
tión de  competencia,  ó  aunque  él  la  abandone  eu  lo  su- 
cesivo. 

Art.  85.  La  inhibitoria  se  propondrá  ante  el  juez  com- 
petente, en  escrito  que  firmará  un  letrado. 

Art.  86.  Si  el  juez  anlc  quien  se  entable  la  inhibitoria 
ejerciere  jurisdicción  de  diferente  clase  que  el  que  se  crea 
incompetente,  oirá  al  ministerio  fiscal  dentro  de  tercero 
dia. 

Art.  87.  Oido  el  ministerio  fiscal,  el  juez  mandará  li- 
brar oficio  inhibitorio,  ó  declarará  no  haber  lugar. 

Art.  88.  La  providencia  en  que  se  denegare,  será  ape- 
lable en  ambos  efectos. 

Art.  89.  Al  oficio  de  inhibición  que  se  libre,  acompa- 
ñara testimonio  del  escrito  en  que  se  haya  pedido,  de  lo 
expuesto  por  el  promotor  fiscal  en  su  caso,  del  auto  que 
hubiere  recaído,  y  demás  que  el  juez  estime  necesario 
para  fundar  su  competencia. 

Art.  90.  Recibido  el  oficio  de  inhibición,  el  juez  oirá  á 
la  parte  que  ante  él  litigue,  y  cuando  el  que  la  proponga 
ejerza  jurisdicción  de  diferente  clase,  al  fiscal  de  su  juz- 
gado. En  vista  de  todo,  dictará  sentencia  en  que,  ó  se  in- 
hiba, ó  se  niegue  á  hacerlo. 

Art.  91.  Esta  sentencia  será  apelable  en  ambos  efectos. 

Art.  92.  Si  accediere  á  la  inhibición,  consentida  ó  eje- 
cutoriada la  sentencia,  remitirá  los  autos  al  juez  que  se  la 
haya  propuesto,  con  emplazamiento  de  las  partes  para 
que  comparezcan  ante  él  á  usar  de  su  derecho. 


Art.  93.  Si  la  denegare,  comunicará  su  resolución  al 
juez  de  quien  proceda  la  inhibitoria,  con  testimonio  délo 
que  hayan  expuesto  la  parte  que  ante  él  litigue,  y  el  pro- 
motor en  su  caso,  y  lo  demás  que  crea  necesario  en  apoyo 
de  su  competencia. 

Art.  94.  En  el  oficio  que  dirija  en  el  caso  de  que  ha- 
bla el  articulo  anterior,  exigirá  que  se  le  conteste  para 
continuar  actuando,  si  se  le  dejare  en  libertad,  ó  remitir 
Jos  autos  á  quien  corresponda  para  la  decisión  de  la  com- 
petencia. 

Art.  95.  Recibido  este  oficio  por  el  juez,  sin  mas  Au- 
diencia, proveerá  lo  que  eslime  justo. 

Art.  96.  Esta  providencia  sera  apelable  en  ambos  efec- 
tos. 

Art.  97,  Si  se  inhibiere,  consentida  ó  ejecutoriada  la 
sentencia,  lo  comunicara  al  juez  que  haya  propuesto  la  in- 
hibición ;  al  cual  remitirá  lo  ante  él  actuado  para  que  lo 
una  á  los  autos. 

Si  insistiere  en  la  inhibitoria,  lo  comunicará  al  mismo 
juez,  para  que  remita  sus  autos  al  superior  corres- 
pondiente, y  él  remitirá  también  lo  actuado  en  su  juz- 
gado. 

Art.  98.  Todas  las  sentencias  que  dictaren  los  jueces  so- 
bre competencias,  serán  fundadas. 

Art.  99.  Cuando  los  jueces,  ante  quienes  se  empeñe  la 
cuestión  de  competencia,  tengan  á  una  misma  Audiencia 
por  superior  común,  remitirán  á  ella  los  autos. 

Art.  100.  Si  los  jueces  desempeñan  sus  cargos  en  terri- 
torios no  sujetos  á  un  mismo  superior  común,  ó  ejercen 
jurisdicción  de  diferente  clase,  Ja'  remesa  de  los  autos  se 
hará  al  Tribunal  supremo  de  Justicia. 

Art.  101.  De  las  cuestiones  de  competencia,  cuya  reso- 
lución corresponda  al  Tribunal  supremo,  conocerán  : 

La  sala  primera,  de  las  que  se  empeñen  entre  jueces  ó 
Tribunales  civiles  ordinarios. 

La  sala  segunda,  de  las  que  se  empeñen  entre  la  juris- 
dicción ordinaria  y  las  privilegiadas,  y  entre  las  diferentes 
jurisdicciones  privilegiadas. 

Art.  102.  La  remesa  de  los  autos  se  hará  siempre  con 
citación  de  las  partes,  las  cuales  pueden  personarse  en  el 
Tribunal  superior  ó  supremo. 

•Art,  103.  Recibidos  los  autos  en  la  Audiencia,  ó  Tribu- 
nal supremo,  se  pasarán  al  relator  para  que  forme  apun- 
tamiento. 

Art.  104.  El  apuntamiento  se  entregará  con  los  autos  á 
la  parle  ó  paites  que  se  hubieren  personado,  principiando 
por  la  que  hubiere  promovido  la  cuestión  de  competencia, 
para  que  se  instruyan  sus  respectivos  letrados  por  término 
de  tres  dias  improrogables. 

Art.  103.  Al  devolver  las  partes  los  autos,  expresarán 
en  escrito  firmado  por  letrado  su  conformidad  con  el 
apuntamiento,  ó  las  adiciones  ó  reformas  que  estimen  pro- 
cedentes. 

Art.  106.  Habiendo  conformidad  con  el  apuntamiento, 
ó  hechas  en  él  las  adiciones  ó  reformas  que  el  Tribunal 
acuerde  de  las  pedidas  por  Jas  partes,  se  señalará  dia  para 
la  visla. 

Art.  4  07.  Solo  cuando  la  cuestión  de  jurisdicción  se 
haya  empeñado  entre  jueces  que  la  ejerzan  de  diferente 
clase,  aunque  reconozcan  como  superior  común  á  las  Au- 
diencias, se  oirá  al  Fiscal,  á  cayo  efecto  se  le  entregarán 
los  autos  por  tres  dias  improrogables. 

Art.  108.  De  lo  que  expusiere,  se  dará  antes  de  la  vista 
copia  á  las  partes  que  se  hayan  presentado. 

Art.  109.  Las  vistas  de  las  competencias  tendrán  lugar 
precisamente  dentro  de  los  ocho  dias  siguientes  al  en  que 
se  hubieren  devuelto  Jos  autos  por  las  partes,  ó  por  el  Fis- 
cal, en  los  casos  en  que  proceda  su  audiencia. 

Art.  110.  En  la  vista  podrán  informar,  si  ¡o  estiman  ne- 
cesario, el  Fiscal  y  los  letrados  defensores  de  las  partes. 


Art.  Hl.  Las  sentencias  que  se  dictaren  serán  siempre 
fundadas. 

Con  la  decisión  del  Tribunal  supremo  no  se  da  recurso 
alguno. 

Contra  las  de  las  Audiencias  no  se  da  otro  que  el  de  ca- 
sación, en  su  caso  y  lugar. 

Art.  1  12.  Las  decisiones  del  Tribunal  supremo  sobre  las 
cuestiones  de- competencia,  cuya  resolución  le  corresponda, 
se  publicarán  dentro  de  los  tres  dias  siguientes  al  en  que 
se  dictaren,  en  la  Gaceta  de  Madrid,  y  á  su  tiempo  en  la 
Colección  Legislativa. 

Art.  113.  Tanto  el  Tribunal  supremo  de  Justicia  como 
las  Audiencias  podrán  en  la  sentencia  condenar  al  pago 
de  las  costas  causadas  en  las  actuaciones  relativas  á  la 
cuestión  de  competencia,  al  juez  y  al  litigante  que  la 
hayan  sostenido  con  notoria  temeridad,  estableciendo  la 
proporción  en  que  deban  pagarlas. 

Igual  condenación  se  impondrá  al  que  esté  en  el  caso 
del  art.  84. 

Contra  esta  condena  no  se  da  recurso  alguno. 
_  Art.  114.  Tanto  el  Tribunal  supremo  como  las  Audien- 
cias  remitirán  los  autos  que  hayan  tenido  á  la  vista  para 
resolver  Ja  cuestión  de  competencia  al  juez  ó  jueces  que 
hayan  declarado  competentes,  con  certiticacion  de  la  sen- 
tencia. 

Art.  US.  Cuando  las  partes  se  hubieren  personado,  pa- 
gará cada  una  de  ellas  la  mitad  de  las  costas. 

Art.  116.  Si  alguna  ó  todas  no  se  hubieren  personado, 
se  tasarán  las  costas,  y  dará  comisión  al  juez  declarado 
competente,  para  que  exija  de  las  que  no  hubieren  com- 
parecido, lo  que  a  cada  cual  corresponda,  remitiéndolo, 
realizado  que  sea,  para  su  distribución. 

Art.  117.  Tanto  lo  dispuesto  en  el  artículo  precedente 
como  en  el  anterior,  se  entiende  con  los  que  no  litiguen 
como  pobres. 

Art.  118.  Cuando  haya  recaido  condena  de  costas,  el 
mismo  Tribunal  supremo  ó  la  Audiencia  que  la  haya  im- 
puesto, procederán  á  hacerla  efectiva,  librando  para  ello 
los  despachos  ú  órdenes  que  eslimen  oportunos. 

Art.  119,  Las  cuestiones  de  competencia  entre  jueces 
seculares  y  eclesiásticos,  no  se  arreglarán  á  lo  dispuesto 
en  este  título,  sino  á  las  formas  establecidas  para  el  re- 
curso de  fuerza  en  conocer. 


TITULO  III. 

DE  LAS  RECUSACIONES. 
SECCIÓN   PRIMERA. 

De  la  recusación  de  los  jueces. 

Art.  120.  El  presidente,  presidentes  de  Sala,  y  minis- 
tros del  Tribunal  supremo  de  Justicia,  los  regentes,  pre- 
sidente*; de  Sala  y  ministros  de  las  Audiencias,  y  los  jue- 
ces de  primera  instancia  no  pueden  ser  recusados  sino  con 
causa. 

Art.  121.  Son  únicamente  causas  legales  de  recusa- 
ción : 

1»  La  consanguinidad  ó  afinidad  dentro  del  cuarto  grado 
civil  con  cualquiera  de  los  litigantes. 

2a  Haber  sido  defensor  de  alguno  de  los  litigantes,  ó 
emitido  dictamen  sobre  el  pleito  como  letrado. 

3a  Tener  interés  directo  ó  indirecto  en  el  pleito,  ó  en 
otro  semejante. 

4a  Tener  el  juez  ó  alguno  de  sus  consanguíneos  ó  ati- 
nes dentro  del  cuarto  grado  civil,  directa  participación  en 
cualquier  sociedad  ó  corporación  que  litiguen. 

5a  Tener  pleito  pendiente  con  el  litigante  que  recuse. 


6a  Ser  ó  haber  sido  denunciador  ó  acusador  del  liti- 
gante que  recuse. 
7a  Estar  acusado  ó  haberlo  sido  por  el  mismo. 
8a  Haber  sido  denunciado  por  el  mismo  como  autor  de 
cualquiera  faifa  ó  delito. 
9a  Amistad  íntima. 
10a  Enemistad  manifiesta. 

Art.  122.  Cuando  la  causa  de  la  recusación  fuere  ante- 
rior al  principio  del  pleito,  deberá  hacerse  aquella  en  el 
primer  escrito  que  se  presentare  por  las  partes, 

Art.  123.  Cuando  fuere  posterior,  ó  aunque  anterior  no 
tuvieren  de  ella  conocimiento  los  litigantes,  luego  que 
llegue  á  su  noticia. 

Art.  124.  En  ningún  caso  podrá  hacérsela  recusación 
después  de  citadas  las  partes  para  sentencia. 

Art.  12o.  Las  recusaciones  deberán  hacerse  en  escrito 
autorizado  con  firma  de  letrado,  y  del  litigante  si  estuviere 
presente. 

En  él  se  expresará  determinada  y  claramente  la  causa 
de  la  recusación. 

Art.  126.  El  ministro  ó  juez  recusado,  si  la  causa  ale- 
gada fuere  cierta,  deberá  separarse  desde  luego  del  cono- 
cimiento de  los  autos. 

Art.  127.  Contra  esta  determinación  no  se  da  recurso 
de  ninguna  especie. 

Art.  128.  Si  no  se  separare,  se  oirá  á  la  otra  por  tér- 
mino de  tercero  dia;  y  trascurrido,  se  recibirá  el  artículo  á 
prueba  por  el  de  ocho. 

Pasados  estos  ocho  dias,  se  unirán  las  pruebas  á  los  au- 
tos; se  traerán  á  la  vista,  y  se  dictará  sentencia. 

Art.  129.  La  sentencia  en  que  se  acceda  á  la  recusa- 
ción, no  es  apelable. 

Art.  130.  La  sentencia  en  que  se  deniegúela  recusa- 
ción, es  apelable  en  ambos  efectos. 

Art.  131.  Si  recayere  sobre  recusación  de  presidente, 
regente  ó  ministro  de  un  tribunal,  causará  ejecutoria. 

Art.  132.  Denegada  la  recusación,  y  consentida  ó  ejecu- 
toriada la  providencia  en  que  se  denegare,  continuarán 
su  curso  los  autos  según  su  estado. 

Art.  133.  Otorgada,  si  el  recusado  fuere  presidente,  re- 
gente ó  ministro  de  un  tribunal,  quedará  separado  del 
conocimiento  de  los  autos. 

Si  fuere  juez  de  primera  instancia,  se  separará  también 
de  él,  remitiéndolos,  previas  citación  y  emplazamiento  de 
las  partes,  al  que  resida  en  el  pueblo  mas  inmediato  al 
domicilio  de  los  litigantes;  y  si  lo  tuvieren  diverso,  al 
del  demandado. 

Art.  134.  En  los  pueblos  en  que  hubiere  dos  jueces,  se 
remitirán  los  autos  al  que  no  hubiere  sido  recusado. 

Si  hay  tres  ó  mas,  al  juez  que  siga  por  orden  de  anti- 
güedad al  recusado  :  si  este  fuere  el  mas  moderno,  al 
mas  antiguo. 

Art.  135.  Cuando  se  denegare  la  recusación  se  conde- 
nará siempre  en  costas  al  que  la  hubiere  intentado. 

Art.  136.  Se  le  impondrá  ademas  una  multa,  divisible 
por  mitad  entre  el  tisco  y  el  colitigante,  que  no  podrá  ba- 
jar de  doscientos  reales,  ni  subir  de  mil,  si  el  recusado 
fuere  juez  de  primera  instancia  :  de  cuatrocientos  y  dos 
mil,  si  regente,  presidente  de  Sala  ó  ministro  de  Audien- 
cia :  y  de  seiscientos  y  tres  mil,  si  presidente  del  Tribunal 
supremo  de  Justicia,  de  cualquiera  de  sus  salas,  ó  minis- 
tro del  mismo. 

Art.  137.  Confirmado  el  auto  en  que  se  denegare  la  re- 
cusación, se  condenará  siempre  en  costas  al  apelante. 

Art.  138.  Revocado  el  mismo  auto,  el  Tribunal  supe- 
rior mandará  remitir,  por  conducto  del  regente,  al  minis- 
tro de  Gracia  y  Justicia,  testimonio  de  la  sentencia  revo- 
catoria, para  que  se  una  al  expediente  del  juez  que 
hubiere  dictado  la  apelada. 
Art.  1 39.  También  se  remitirá  testimonio  de  toda  sen- 
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tencia  que  recayere,  admitiendo  la  recusación  del  presi- 
dente, presidentes  de  Sala  ó  ministros  del  Tribunal  su- 
premo de  Justicia;  del  regente,  presidentes  de  Sala  ó  mi- 
nistros de  las  Audiencias,  en  los  casos  en  que  no  se  hayan 
separado,  hecha  la  recusación,  del  conocimiento  de  los 
autos. 

SECCIÓN  SEGUNDA. 

De  la  recusación  de  los  subalternos  de  los  juzgados 
y  tribunales. 

Art.  140.  Todos  los  subalternos  del  Tribunal  supremo, 
de  las  Audiencias  y  juzgados  de  primera  instancia,  pueden 
ser  recusados  sin  causa  ó  con  ella. 

Art.  141 .  Hecha  la  recusación  sin  causa,  se  separará  de 
toda  intervención  en  el  negocio  el  recusado,  reemplazán- 
dolo el  que  le  preceda  en  antigüedad. 

Si  el  recusado  fuere  el  mas  antiguo,  le  reemplazará  el 
que  le  siga  en  orden. 

Art.  142.  Esto  se  entiende  sin  perjuicio  de  sus  dere- 
chos, que  deberá  pagar  integramente  el  recusante,  ade- 
mas de  la  parte  que  le  corresponda  de  los  que  devengue 
el  que  lo  haya  reemplazado. 

Art.  143.  Ningún  ligitante  podrá  hacer  mas  de  dos  re- 
cusaciones sin  causa. 

Art.  144.  Despues  de  citadas  las  partes  para  sentencia, 
no  puede  ser  recusado  ningún  subalterno  con  causa  ni  sin 
ella. 

Art.  145.  Tampoco  podrá  serlo  en  ninguna  forma,  du- 
rante la  práctica  de  toda  actuación,  el  que  de  ella  estu- 
viere encargado. 

Art.  146.  Son  causas  legales  para  la  recusación  délos 
subalternos  de  los  juzgados  y  tribunales  las  consignadas 
en  el  art.  421 . 

Art.  148.  Hecha  la  recusación  con  causa,  si  esta  fuere 
cierta,  deberá  separarse  el  recusado  de  toda  intervención 
en  el  pleito,  y  ser  reemplazado  de  la  manera  prevenida  en 
el  art.  14). 

Art.  148.  Si  no  se  separare,  se  oirá  á  la  otra  parte  y  al 
mismo  recusado  por  término  de  tercero  día  á  cada  uno  : 
se  recibirá  el  artículo  á  prueba  por  el  de  ocho  ;  y  pasa- 
dos, se  unirán  las  practicadas  á  los  autos,  y  se  traerán 
estos  á  la  vista  para  dictar  sentencia. 

Art.  149.  En  todas  las  actuaciones  de  que  habla  el  artí- 
culo anterior,  no  intervendrán  los  recusados;  se  practica- 
rán por  los  que  deban  respectivamente  reemplazarlo?,  en . 
el  caso  de  ser  admitida  la  recusación. 

Art.  150.  Las  sentenciasen  que  se  admita  la  recusa- 
ción, son  apelables  en  un  solo  efecto. 

Las  en  que  se  deniegue,  libremente  y  en  ambos  efectos. 

Art.  151.  En  los  casos  en  que  se  admita  la  recusación, 
se  condenará  en  las  costas  al  recusado. 

Art.  152,  En  los  casos  en  que  se  desestime  la  misma 
recusación,  será  condenado  en  las  costas  el  recusante. 

Art.  153.  Consentida  ó  ejecutoriada  la  sentencia  en  que 
se  admita  la  recusación,  quedará  separado  de  toda  inter- 
vención en  el  pleito  el  recusado  :  no  percibirá  derechos 
de  ninguna  especie  desde  que  la  recusación  se  haya  he- 
cho ;  y  continuará  reemplazándole  el  funcionario  que  le 
haya  sustituido  durante  la  sustanciacion  del  artículo. 

Art.  154.  Consentida  ó  ejecutoriada  la  sentencia  en  que 
se  desestime  la  recusación,  volverá  á  ejercer  sus  funcio- 
nes el  subalterno  recusado,  cesando  el  que  interinamente 
lo  haya  reemplazado. 

Art.  155.  En  el  caso  del  artículo  anterior,  el  recusante 
deberá  abonar  los  derechos  correspondientes  á  las  actua- 
ciones del  artículo,  al  subalterno  recusado  y  al  que  lo 
haya  sustituido. 


TITULO  ÍV. 

BE    LÀ   ACUMULACIÓN   DE    AUTOS. 

Art.  156.  La  acumulación  de  autos  solo  podrá  decre- 
tarse á  instancia  de  parle  legítima. 
Art.  157.  Las  causas  por  que  debe  decretarse  son  : 
1»  Cuando  la  sentencia  que  haya  de  dictarse  en  uno  de 
los  pleitos,  cuya  acumulación  se  pida,  produzca  excepción 
de  cosa  juzgada  en  el  otro. 

2»  Cuando  en  juzgado  competente  haya  pendiente  pleito 
sobre  lo  mismo  que  sea  objeto  del  que  después  se  haya 
promovido. 

3a  Cuando  haya  un  juicio  de  concurso,  al  que  se  halle 
sujeto  el  caudal  contra  que  se  haya  deducido,  ó  deduzca 
cualquier  demanda. 

4a  Cuando  haya  un  juicio  de  testamentaria,  ó  de  abin- 
testato,  al  que  se  halle  sujeto  el  catidal  contra  el  cual  se 
haya  deducido  ó  se  deduzca  una  acción  de  las  declaradas 
acumulables  á  estos  juicios. 

5a  Cuando  de  seguirse  separadamente  los  pleitos,  se  di- 
vida la  continencia  de  la  causa. 

Art.  158.  Se  entiende  dividirse  la  continencia  de  las 
causas  para  Ios-efectos  de  la  disposición  que  contiene  el 
párrafo  ultimo  del  artículo  anterior  : 

Io  Cuando  haya  entre  los  dos  pleitos  identidad  de  per- 
sonas, cosas  y  acción. 

2°  Cuando  haya  identidad  de  personas  y  cosas,  aun 
cuando  la  acción  sea  diversa. 

3°  Cuando  haya  identidad  de  personas  y  acciones,  aun 
cuando  las  cosas  sean  distintas. 

4o  Cuando  las  acciones  provengan  de  una  misma  causa, 
aunque  se  den  contra  muchos,  y  haya  por  consiguiente 
diversidad  de  personas. 

5o  Cuando  haya  identidad  de  acciones  y  de  cosas,  aun- 
que las  personas  sean  diversas. 

6o  Cuando  las  acciones  provengan  de  una  misma  causa, 
aunque  sean  diversas  las  personas  y  las  cosas. 

Art.  159.  La  acumulación  puede  pedirse  en  cualquier 
estado  del  juicio. 

Art.  160.  Si  un  mismo  juez  conoce  de  los  pleitos,  cuya 
acumulación  se  pida  por  ante  el  mismo  escribano,  dispon- 
drá que  este  vaya  á  hacer  relación  de  los  autos. 

Si  se  siguieren  los  pleitos  por  las  distintas  escribanías, 
dispondrá  que  los  actuarios  vayan  á  hacer  relación  de 
ellos  en  un  solo  acto. 

Art.  161.  Para  el  acto  de  que  habla  el  artículo  ante- 
rior, se  citará  á  ambas  partes,  las  cuales  ó  sus  defensores 
podrán,  si  se  presentaren,  informar  al  juez  sobre  su  de- 
recho. 

Art.  162.  Terminada  la  relación,  y  oidas  las  parles  ó 
sus  defensores,  si  se  hubieren  presentado,  el  juez  dictará 
sentencia  precisamente  dentro  de  los  tres  dias  siguientes. 

Esta  sentencia  es  apelable  en  ambos  efectos. 

Art.  163.  Si  los  pleitos  se  siguieren  en  juzgados  dife- 
rentes, se  pretenderá  la  acumulación  ante  cualquiera  de 
los  jueces  que  conozcan  de  ellos. 

Él  pleito  mas  moderno  se  acumulará  al  mas  antiguo, 
salvo  el  caso  del  juicio  universal,  en  el  cual  la  acumula- 
ción se  hará  siempre  á  este. 

Art.  164.  Si  el  juez,  á  quien  se  pidiere  la  acumulación, 
no  la  creyere  procedente,  la  denegará. 

Esta  providencia  es  apelable  en  un  efecto. 

Art  165.  Si  creyere  procedente  la  acumulación,  man- 
dará librar  oficio  al  que  conozca  del  otro  pleito,  para  que  se 
lo  remita,  y  pueda  en  su  caso  tener  efecto  la  acumulación. 

Art  166  A  este  oficio  acompañará  testimonio  de  los 
antecedentes  que  el  juez  determine,  y  que  sean  bastantes 
para  dar  á  conocer  la  causa  por  que  se  pretenda  la  acu- 
mulación. 
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Art.  167.  Recibidos  el  oficio  y  testimonio  por  el  otro 
juez,  se  ciará  vista  de  todo  al  que  ante  él  haya  promovido 
el  pleito  por  el  término  improrogable  de  tercero  dia. 
_  Art.  168.  Pasado  dicho  término,  el  juez  dictará  senten- 
cia, otorgando  ó  denegando  la  acumulación. 

La  providencia  en  que  la  otorgare,  es  apelable  en  un 
efecto. 

Art.  169.  Otorgada  la  acumulación,  se  remitirán  los 
autos  al  juez  que  la  haya  pedido. 

Art.  170.  El  juez  que  haya  pedido  la  acumulación,  de- 
berá desistir  de  su  pretensión,  si  encuentra  fundados  los 
motivos  por  que  le  haya  sido  denegada,  contestando  sin 
dilación  al  otro  juez,  para  que  pueda  continuar  proce- 
diendo. 

Art.  171.  La  providencia  de  desistimiento  es  apelable  en 
un  solo  efecto. 

Art.  172.  Si  el  juez  que  pide  la  acumulación,  no  creyere 
bastantes  los  fundamentos  de  la  negaliva,  remitirá  los  au- 
tos al  superior  respectivo,  avisándolo  al  otro  juez  para  que 
haga  igual  remesa  de  los  suyos. 

Art.  173.  Se  entiende  por  superior  respectivo  el  que  lo 
sea  para  decidir  las  competencias. 

Art.  174.  En  adelante  se  acomodará  la  sustanciacion  de 
este  incidente  á  lo  prevenido  para  las  competencias. 

Art.  175.  Desde  que  se  pida  la  acumulación,  quedará  en 
suspenso  la  sustanciacion  de  los  pleitos  á  que  se  refiera. 

Art.  176.  En  los  casos  en  que  ninguno  de  ios  jueces  de- 
sista de  su  propósito,  no  se  alzará  la  suspension'hasla  que 
el  superior  respectivo  haya  resuelto. 

Se  entenderá  también  alzada  la  suspension  cuando  se 
hubiere  dictado  alguna  de  las  providencias  que,  con  ar- 
reglo á  los  artículos  164,  168  y  171,  son  apelables  en  un 
solo  efecto;  sin  perjuicio  de  lo  que  proceda,  luego  que  se 
hubiere  dictado  ejecutoria  á  consecuencia  del  recurso  in- 
terpuesto. 

Art.  477.  Los  efectos  de  la  acumulación  son,  que  los 
autos  acumulados  se  sigan  en  un  solo  juicio,  y  sean  ter- 
minados por  una  misma  sentencia. 

Art.  178.  Cuando  se  acumulen  los  pleito?,  se  suspen- 
derá el  curso  del  que  estuviere  mas  próximo  á  su  termi- 
nación, hasta  que  el  otro  se  halle  en  el  mismo  estado. 

Esta  regla  no  es  aplicable  á  las  acumulaciones  que  se 
hagan  á  los  juicios  universales,  á  cuya  tramitación  se  aco- 
modaran desde  luego  ios  que  se  acumulen  á  ellos. 

TITULO  V. 

DE    LA    DEFENSA    POR    POBRE. 

Art.  179.  La  justicia  se  administrará  gratuitamente  á 
los  pobres. 

Art.  180.  Para  los  efectos  de  esta  ley,  solo  se  reputan 
pobres  los  que  sean  declarados  tales  por  los  tribunales  y 
juzgados. 

Art.  181.  Los  que  sean  declarados  pobres,  disfrutarán 
los  beneficios  siguientes  : 

o»  vi  a*  USar  para  SL1  c,efensa  PaPel  del  sell°  de  pobres. 

2°  El  de  que  se  les  nombren  abogado  y  procurador,  sin 
obligación  a  pagarles  honorarios  ni  derechos. 

3o  La  exención  del  pago  de  toda  clase  de  derechos  á  los 
subalternos  de  Jos  tribunales  y  juzgados. 

4°  El  de  dar  caución  juratoria  de  pagar,  si  vinieren  á 
mejor  fortuna,  en  vez  de  hacer  los  depósitos  necesarios 
para  la  interposición  de  cualquiera  recursos. 

Art.  182.  Los  tribunales  solo  declararán  pobres  : 

1"  A  los  que  vivan  de  un  jornal  ó  salario  eventual. 

2o  A  los  que  vivan  solo  de  un  salario  permanente,  ó  de 
un  sueldo,  cualquiera  que  sea  su  procedencia,  que  no 
exceda  del  doble  jornal  de  un  bracero  en  cada  localidad. 

3o  A  los  que  vivan  solo  de  rentas,  cultivo  de  tierras  ó 
cria  de  ganados,  cuyos  productos  estén  graduados  en  una 


suma  menor  que  la  equivalente  al  jornal  de  dos  bracero, 
en  cada  localidad. 

4o  A  los  que  vivan  solodel  ejercicio  de  cualquiera  indus- 
tria, ó  de  los  productos  de  cualquier  comercio,  por  los 
cuales  paguen  de  contribución  una  suma  inferior  á  la  fi- 
jada en  la  siguiente  escala  : 

En  las  capitales  de  provincia  de  primera  clase,  de  dos- 
cientos reales. 

En  las  de  segunda,  de  ciento  sesenta. 

En  las  de  tercera  y  cuarta,  de  ciento  veinte. 

En  las  cabezas  de  partido  judicial,  de  ciento. 

En  los  demás  pueblos,  de  ochenta. 

Art.  183.  Cuando  alguno  reuniere  dos  ó  mas  modos  de 
vivir  de  los  designados  en  el  artículo  anterior,  se  compu- 
tarán los  rendimientos  de  todos  ellos,  y  no  podrá  otorgár- 
sele la  defensa  por  pobre  si  reunidos  excedieren  de  Jos  ti- 
pos señalados  en  el  articulo  precedente. 

Art.  184.  No  se  otorgará  la  defensa  por  pobre  á  los 
comprendidos  en  cualquiera  de  los  casos  expresados  en  el 
arlículo  182,  cuando  se  infiera,  á  juicio  del  juez,  del  nú- 
mero de  criados  que  tengan  á  su  servicio,  del  alquiler  de 
la  casa  que  habiten  ó  de  otros  cualquiera  signos  exteriores, 
que  tienen  medios  superiores  al  jornal  doble  de  un  bracero 
en  cada  localidad. 

Art.  183.  Se  entiende  por  localidad  páralos  efectos  de 
los  artículos  precedentes,  la  cabeza  del  partido  judicial  en 
que  habite  el  que  pida  la  defensa  por  pobre. 

Art.  186.  Cuando  ligitaren  unidos  varios,  que  individual- 
mente tengan  derecho  á  ser  defendidos  por  pobres,  se  les 
autorizará  para  litigar  como  tales,  aun  cuando  los  produc- 
tos reunidos  de  los  modos  de  vivir  de  todos  ellos  excedan 
á  los  tipos  que  quedan  señalados. 

Art.  187.  La  justificación  de  pobre  se  ha  de  practicar 
siempre  en  el  juzgado  competente  para  conocer  del  pleito 
en  que  se  trate  de  disfrutar  del  beneficio  de  la  defensa. 

Esta  justificación  se  hará  precisamente  con  citación  de 
la  persona  con  quien  se  haya  de  litigar. 

Art.  188.  Cuando  el  que  solicite  ser  defendido  como  po- 
bre, tenga  por  objeto  entablar  una  demanda,  se  esperará, 
para  dar  curso  á  esta,  á  que  sobre  el  incidente  de  pobreza 
haya  recaído  ejecutoria. 

No  obstante,  los  jueces  accederán  á  que  se  practiquen 
sin  exacción  de  derechos,  aquellas  actuaciones  de  cuyo 
aplazamiento  pueden  seguirse  perjuicios  irreparables  al 
actor,  suspendiéndose  inmediatamente  después  el  curso 
del  pleito. 

Art.  189.  Cuando  el  que  solicite  ser  defendido  por  pobre 
fuere  el  demandado,  quedará  al  arbitrio  del  actor  la  con- 
tinuación ó  suspension  del  curso  del  pleito,  mientras  se 
decida  sobre  la  pobreza. 

Cuando  optare  por  la  continuación  del  pleito,  se  formará 
sobre  la  pobreza  pieza  separada ,  defendiéndose  desde 
luego  como  pobre  al  que  haya  ofrecido  la  justificación, 
sin  perjuicio  de  lo  que  en  definitiva  pueda  resolverse. 

Art.  190.  Las  reglas  que  quedan  establecidas  tendrán 
aplicación,  tanto  si  se  solicitare  el  despacho  por  pobre 
al  principio  del  pleito,  corno  si  se  pidiere  durante  su 
curso. 

Art.  191.  El  litigante  que  no  se  haya  defendido  por 
pobre  en  la  primera  instancia,  si  pretende  gozar  de  este 
beneficio  en  la  segunda,  deberá  justificar  que  con  poste- 
rioridad ha  venido  á  ser  pobre  con  efecto. 

No  justificándolo  cumplidamente,  no  se  le  otorgará  la 
defensa  gratuita. 

Art.  192.  La  regla  fijada  en  el  artículo  anterior  es  apli- 
cable asimismo  al  que,  no  habiendo  litigado  como  pobre, 
en  la  segunda  instancia  ,  solicite  se  le  defienda  como  tal 
para  interponer  ó  seguir  el  recurso  de  casación. 

Art.  193.  Denegada  por  ejecutoria  la  defensa  por  pobre, 
deberá  reintegrar  el  que  la'haya  solicitado  todas  las  costas 
y  el  papel  sellado  que  haya  dejado  de  satisfacer. 


Art.  194.  De  toda  pretensión  para  la  defensa  por  po- 
bre se  dará  traslado  á  la  persona  contra  quien  se  pro- 
ponga litigar  el  que  la  solicite,  ó  si  fuere  este  el  deman- 
dado, al  actor. 

Art.  195.  La  sustanciaron  de  la  pretensión  de  pobreza 
se  acomodará  á  los  trámites  establecidos  para  los  inci- 
dentes en  los  juicios  ordinarios. 

Art.  196.  Siempre  que  se  deniegue  la  defensa  por  po- 
bre, se  condenará  en  costas  al  que  la  haya  solicitado. 

Art.  197.  La  declaración  hecha  en  un  pleito  no  puede 
utilizarse  en  otro,  si  à  ella  se  opusiere  el  colitigante. 

Oponiéndose,  debe  repetirse  con  su  citación  la  justifica- 
ción, y  con  su  audiencia  dictarse  nueva  sentencia  sobre  Ja 
pobreza. 

Art.  1 98.  La  declaración  de  pobreza  hecha  en  favor  de, 
cualquier  litigante,  no  le  librara  de  la  obligación  de  pa- 
gar las  costas  en  que  haya  sido  condenado,  si  se  le  encon- 
traren bienes  en  que  hacerlas  efectivas. 

Art.  199.  Venciendo  el  declarado  pobre  en  el  pleito  que 
hubiere  promovido,  deberá  pagar  las  costas  causadas  en 
su  defensa,  siempre  que  no  excedan  de  la  tercera  parte 
de  lo  que  en  él  haya  obtenido. 

Si  excedieren,  se  reducirán  á  lo  que  importe  dicha. ter- 
cera parle. 

Art.  200.  Estará  ademas  el  declarado  pobre  en  la  obli- 
gación de  pagar  las  costas  expresadas  en  el  articulo  ante- 
rior, si  dentro  de  tres  años  después  de  fenecido  el  pleito 
viniere  á  mejor  fortuna. 

Se  entiende  que  ha  venido  á  mejor  fortuna  : 

1°  Por  haber  adquirido  salario  permanente,  sueldo,  ren- 
tas, ó  estar  dedicado  al  cultivo  de  tierras,  ó  cria  de  ga- 
nados, cuyos  productos  sean  ó  estén  graduados  en  una 
cantidad  superior  al  jornal  do  cuatro  braceros  en  cada 
localidad. 

2o  Por  pagar  de  contribución  de  subsidio  cuotas  dobles 
á  las  designadas  en  el  número  4°  del  art.  182. 

TITULO  VI. 

DE      LA.     CONCILIACIÓN. 

Art.  201.  Antes  de  promover  un  juicio  debe  intentarse  Ja 
conciliación  ante  el  juez  de  paz  competente. 

Exceptúanse  : 

Io  Los  juicios  verbales. 

2o  Los  juicios  ejecutivos  y  sus  incidencias. 

3o  Los  interdictos. 

4o  Los  juicios  de  sucesión  testamentaria,  abintestato, 
vincular,  y  en  capellanías  colativas,  ó  sus  bienes  é  inci- 
dencias de  estos  juicios. 

5o  Los  de  concurso  de  acreedores  y  sus  incidencias. 

6o  Los  juicios  en  que  estén  interesados  Ja  Hacienda 
pública,  los  pósitos,  propios,  comunes  ó  cualquiera  otra 
clase  de  bienes  de  establecimientos  públicos,  de  pueblos, 
de  provincias  ó  del  Estado. 

7o  Los  juicios  en  que  estén  interesados  los  menores  y 
los  incapacitados. 

8o  Los  juicios  contra  ausentes  que  no  tengan  residencia 
conocida,  ó  que  residan  fuera  del  territorio  de  la  Audien- 
cia á  que  corresponda  el  juzgado  en  que  deba  entablarse 
la  demanda. 

Art.  202.  No  será  necesario  el  acto  de  conciliación  para 
la  interposición  de  las  demandas  de  tanteo,  de  retracto  y 
de  cualquiera  otra  quesea  urgente  y  perentoria  por  su  na- 
turaleza. Mas  si  hubiere  de  seguirse  pleiio,  se  exigirá  el 
acto  de  la  conciliación,  ó  la  certificación  de  haberse  inten- 
tado sin  efecto. 

Art.  203.  El  juez  no  admitirá  demanda  á  que  no  acom- 
pañe certificación  del  acto  de  conciliación  ó  de  haberse 
ntentado  sin  efecto,  en  los  casos  en  que  por  derecho  cor- 
responda. Serán,  no  obslante,  válidas  y  subsistentes  las 


actuaciones  que  se  hayan  practicado  sin  este  requisito, 
salva  la  responsabilidad  en  que  el  juez  haya  incurrido  ; 
pero  se  procederá  á  la  celebración  del  acto  en  cualquier 
estado  del  pleiio  en  que  se  note  su  falta. 

Art.  204.  Fuera  de  los  casos  de  sumisión  expresa  ó  tá- 
cita de  que  hablan  los  artículos  3°  y  4o  de  esta  ley,  el  juez 
de  paz  competente  será  a  prevención  el  del  domicilio  del 
demandado,  ó  el  de  su  residencia. 

Art.  205.  El  que  intente  el  aclo  de  la  conciliación,  acu- 
dirá al  juez  de  paz,  presentando  dos  papeletas  firmadas 
por  él,  ó  por  un  testigo  á  su  ruego  sino  pudiere  firmar. 

En  estas  papeletas  se  expresara  : 

El  nombre,  profesión  y  domicilio  del  demandante  y 
demandado. 

La  pretensión  que  se  deduzca. 

La  fecha  en  que  se  presentan  en  el  juzgado. 

Art.  206.  El  juez  de  paz,  en  el  dia  en  que  se  pi'esente  el 
demandante,  ó  en  el  siguiente  hábil,  mandará  citar  al  de- 
mandado, señalando  el  dia  y  hora  en  que  ha  de  tener  lu- 
gar la  comparecencia,  procurando  que  se  verifique  á  la 
brevedad  posible. 

Entre  la  citación  y  la  comparecencia  deberán  mediar  al 
menos  veinte  y  cuatro  horas. 

Por  justas  causas  podrá  el  juez  de  paz  reducir  este 
término. 

Art.  207.  El  secretario  del  juzgado,  ó  la  persona  que 
este  delegue,  notificara  la  providencia  de  citación  al  de- 
mandado, arreglándose  á  lo  que  se  previene  en  los  artí- 
culos 21  y  22  de  esta  ley  respecto  á  todas  las  notificacio- 
nes ;  pero  en  lugar  de  la  copia  de  la  providencia  le 
entregara  una  de  las  papeletas  que  haya  presentado  el 
demandante,  en  la  que  ademas  se  expresaran  el  juez  de 
paz  que  manda  citar,  y  el  dia,  hora  y  lugar  de  la  com- 
parecencia. En  la  papeleia  original,  que  se  archivara  des- 
pués, firmara  el  citado  el  recibo  de  la  copia,  ó  un  testigo 
a  su  ruego,  si  no  pudiere. 

Art.  208.  Los  ausentes  del  pueblo  en  que  se  solicite  la 
conciliación,  serán  llamados  por  medio  de  oficio  dirigido 
al  juez  de  paz  del  lugar  en  que  residan. 

En  el  oficio  se  insertara  integramente  el  contenido  de 
la  papeleta  presentada  por  el  demandante. 

El  juez  de  paz  del  pueblo  de  la  residencia  del  deman- 
dado devolverá  diligenciado  el  oficio,  el  cual  se  archivará 
con  las  demás  papeletas  en  los  términos  que  previene  el 
artículo  anterior. 

Art.  209.  Los  demandantes  y  demandados  están  obli- 
gados á  comparecer  en  el  dia  y  hora  señalados.  Si  alguno 
de  ellos  no  lo  hiciere,  ni  manifestare  causa  justa  para  no 
concurrir,  se  dará  el  acto  por  terminado,  condenándole 
en  las  costas,  y  en  una  multa  de  seis  á  sesenta  reales,  que 
hará  efectivos  el  juez  de  paz. 

Art.  210.  Tanto  los  demandantes  como  los  demandados 
se  presentarán  acompañados  cada  cual  de  un  hombre 
bueno. 

Art.  211.  Pueden  ser  hombres  buenos  en  los  actos  de 
conciliación,  todos  los  españoles  que  estén  en  el  pleno 
ejercicio  de  sus  derechos  civiles. 

Art.  212.  El  acto  de  conciliación  se  celebrará  en  la  forma 
siguiente  : 

Comenzará  el  demandante  exponiendo  su  reclamación, 
v  manifestando  los  fundamentos  en  que  la  apoya. 

Contestara  el  demandado  lo  que  crea  conveniente,  y 
podra  hacer  también  manifestación  de  cualquier  docu- 
mento en  que  funde  sus  excepciones. 

Después  de  la  contestación,  podrán  los  interesados  repli- 
car v  contrarepiiear,  si  quisieren. 

Si  no  hubiere  avenencia  entre  ellos,  los  hombres  buenos 
v  el  juez  de  paz  procurarán  avenirlos.  Si  no  pudieren  con- 
seguirlo, se  dará  el  acto  por  terminado. 

Art.  213.  Se  extenderá  sucintamente  el  acta  de  concilia- 
ción en  un  libro  que  llevara  el  secretario  del  juzgado  de 
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paz.  Esta  acta  será  firmada  por  todos  los  concurrentes. 
Por  los  que  no  sepan,  ó  no  puedan  firmar,  lo  hará  un  tes- 
tigo á  su  ruego. 

Art.  214.  En  el  libro  de  que  habla  el  artículo  anterior  se 
hará  constar  por  diligencia,  que  suscribirán  el  juez  de  paz 
y  los  concurrentes,  haberse  dado  por  terminado  el  acto  de 
la  conciliación  á  que  no  hayan  concurrido  los  interesados 
ó  alguno  de  ellos,  y  la  entidad  de  la  multa  que  se  les 
haya  impuesto  por  su  falta  de  asistencia. 

Art.  215.  Se  dará  certificación  al  interesado  ó  interesa- 
dos que  la  pidan  del  acta  de  conciliación,  ó  de  no  haber 
tenido  efecto  y  dádose  por  terminado  en  los  casos  de  no 
comparecer  los  interesados  ó  alguno  de  ellos. 

Art.  216.  Los  gastos  que  ocasione  la  conciliación  serán 
de  cuenta  del  que  la  promueva  :  los  délas  certificaciones, 
del  que  las  pidiere. 

Art.  217.  Contra  lo  convenido  en  el  acto  de  conciliación 
solo  se  admitirá  la  demanda  de  nulidad.  Procederá  esta 
únicamente  por  las  causas  que  dan  lugar  á  la  nulidad  de 
los  contratos. 

Deberá  interponerse  ante  el  juez  de  primera  instancia 
del  partido  dentro  de  los  ocho  dias  siguientes  al  de  la  ce- 
lebración del  acto. 

Esta  demanda  seguirá  la  tramitación  del  juicio  ordi- 
nario. 

Art.  218.  Lo  convenido  en  el  acto  de  conciliación  se  lle- 
vará á  efecto  por  el  juez  de  paz,  si  no  excediere  déla  can- 
tidad prefijada  para  los  juicios  verbales. 

Si  excediere  de  esta  cantidad,  por  el  juez  de  primera 
instancia,  de  la  manera  y  en  la  forma  prevenidas  para  la 
ejecución  de  las  sentencias. 

Art.  219.  En  los  casos  en  que  con  arreglo  al  artículo 
anterior,  corresponda  al  juez  de  paz  la  ejecución  de  lo 
convenido,  este  suspenderá  las  actuaciones,  y  las  remitirá 
al  juez  de  primera  instancia,  siempre  que  por  un  tercero 
se  suscite  alguna  cuestión  de  derecho. 

Art.  220.  De  las  providencias  que  dicte  el  juez  de  paz 
en  la  ejecución  de  lo  convenido,  habrá  apelación  al  juz- 
gado de  primera  instancia  sin  ulterior  recurso,  y  de  las 
que  dicte  este  en  los  negocios  de  su  competencia,  á  la  au- 
diencia del  territorio  :  en  uno  y  otro  caso  dentro  de  ter- 
cero dia. 

TITULO  VIL 

DEL     JUICIO     ORDINARIO. 
SECCIÓN   PRIMERA. 

Disposiciones  ¡^'eliminares. 

Art.  221.  Todas  las  contiendas  entre  partes  en  recla- 
mación de  un  derecho,  que  no  tengan  señalada  en  esta 
ley  tramitación  especial,  serán  ventiladas  en  juicio  ordi- 
nario. 

Art.  222.  El  juicio  ordinario  podrá  prepararse  : 

Io  Pidiendo  declaración  jurada  el  qué  pretende  deman- 
dar, á  aquel  contra  quien  se  propone  dirigir  la  demanda 
acerca  de  algún  hecho  relativo  á  su  personalidad,  sin  cuyo 
conocimiento  no  pueda  entrarse  en  .el  juicio. 

2o  Pidiendo  la  exhibición  de  la  cosa  mueble  que  en  su 
caso  haya  de  ser  objeto  de  acción  real  que  trate  de  enta- 
blar. 

3o  Pidiendo  el  que  se  crea  heredero,  coheredero  ó  lega- 
tario, la  exhibición  de  un  testamento  ó  codicilo. 

4o  Pidiendo  el  comprador  al  vendedor  ó  el  vendedor 
al  comprador,  en  el  caso  de  eviccion,  la  exhibición  de 
títulos  ú  otros  documentos,  que  se  refieran  á  la  cosa  ven- 
dida. 

S°  Pidiendo  un  socio  ó  comunero  la  presentación  de  los 


documentos  y  cuentas  de  la  sociedad  ó  comunidad ,  al 
consocio  ó  condueño  que  los  tenga  en  su  poder. 

El  juez  accederá  en  estos  casos  á  la  pretensión,  si  es- 
tima justa  la  causa  en  que  se  funda.  Las  demás  las  re- 
chazará de  oficio. 

Art.  223.  Fuera  de  los  casos  expresados  en  el  artículo 
anterior,  no  podrá  pedir  el  demandante  posiciones,  infor- 
maciones de  testigos  ni  ninguna  otra  diligencia  de  prueba  ; 
salvo  cuando  por  edad  avanzada  de  algún  testigo,  peligro 
inminente  de  su  vida,  proximidad  de  una  ausencia  á  punto 
con  el  cual  sean  difíciles  ó  tardías  las  comunicaciones,  ú 
otro  motivo  poderoso,  pueda  exponerse  el  actor  à  perder 
su  derecho  por  falta  de  justificación,  en  cuyo  caso  podrá 
pedir,  y  el  juez  decretará,  que  sea  examinado  el  testigo  ó 
testigos  que  estén  en  las  circunstancias  referidas,  verifi- 
cándose su  examen  del  modo  que  se  previene  en  los  artí- 
culos 306  y  siguientes  de  esta  ley. 

SECCIÓN   SEGUNDA. 

De  la  demanda  y  emplazamiento. 

Art.  224.  El  juicio  ordinario  principiará  por  demanda, 
en  la  cual,  expuesto  sucintamente  y  numerados  los  he- 
chos y  los  fundamentos  de  derecho,  se  fijara  con  precisión 
Jo  que  se  pida,  determinando  la  clase  de  acción  que  se 
ejercite,  y  la  persona  contra  quien  se  proponga. 

Art.  225.  Además  de  lo  que  queda  prescrito  en  el  ar- 
tículo anterior,  deberá  acompañar  el  actor  con  la  de- 
manda : 

Io  Los  documentos  en  que  funde  su  derecho.  Si  no  los 
tuviere  á  su  disposición,  designará  el  archivo  ó  lugar  en 
que  se  encuentren  los  originales. 

Interpuesta  la  demanda,  no  se  admitirán  al  actor  otros 
documentos  que  los  que  fueren  de  fecha  posterior,  á  me- 
nos que  jurare,  si  fueren  anteriores,  que  no  tenia  conoci- 
miento de  ellos. 

2o  Copia  en  papel  común  de  la  demanda,  suscrita  por  el 
procurador. 

Art.  226.  Los  jueces  repelerán  de  oficio  las  demandas 
no  formuladas  con  claridad  y  que  no  se  acomodaren  á  las" 
reglas  establecidas. 

Las  providencias  que  dictaren  sobre  esto,  si  no  las  repo- 
nen, serán  apelables  en  ambos  efectos. 

Art.  227.  De  la  demanda  presentada  y  admitida  por  el 
juez,  se  conferirá  traslado  á  la  persona  contra  quien  se 
proponga,  y  se  la  emplazará  para  que  dentro  de  nueve 
dias  improrogables  comparezca  á  contestarla,  entregán- 
dole la  copia  en  papel  común  de  ella. 

Art.  228.  El  emplazamiento  se  hará  por  medio  de  cé- 
dula, que  será  entregada  al  demandado,  si  fuere  habido, 
y  si  no  se  le  encontrare,  á  su  mujer,  hijos,  parientes  que 
vivan  en  su  compañía,  criados  ó  vecinos. 

Se  extenderá  diligencia  de  esto  en  los  autos,  que  será 
firmada  por  el  Escribano  y  por  la  persona  á  quien  se  haga 
la  entrega. 

Si  esta  no  supiere,  no. pudiere  ó  no  quisiere  firmar,  se 
hará  lo  que  previene,  respecto  á  las  notificaciones,  el  arti- 
culo 22  de  esta  ley. 

Art.  229.  Cuando  la  persona  que  se  ha  de  emplazar  no 
resida  en  el  pueblo  en  que  se  la  demande,  se  hará  el  em- 
plazamiento por  medio  de  orden  comunicada  al  juez  de 
paz  del  en  que  se  halle  :  si  residiere  en  otro  partido  judi- 
cial, se  hará  por  medio  de  exhorto  dirigido  al  juez  de 
él.  El  despacho,  ó  la  orden,  serán  entregados  al  de- 
mandante. 

En  estos  casos,  el  juez  que  conozca  del  negocio  podrá 
aumentar  el  término  del  emplazamiento  en  razón  de  un 
dia  por  cada  seis  leguas  que  hubiere  de  distancia  entre  el 
pueblo  de  su  residencia  y  el  de  la  del  demandado. 

Tanto  el  juez  requerido,  como  el  de  paz  en  su  caso, 
presentados  que  les  sean  el  exhorto  ó  la  orden,  sin  pedir 
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poder  al  que  los  presente,  mandarán  hacer  el  emplaza- 
miento en  los  términos  prevenidos  en  el  artículo  anterior, 
y  entregarán  diligenciado  el  exhorto,  ó  la  orden,  al  porta- 
dor de  ellos. 

Art.  230.  Si  el  demandado  residiere  en  el  extranjero, 
el  exhorto  se  dirigirá  en  la  forma  que  se  prevenga  en  los 
tratados,  ó  en  su  defecto,  en  la  que  determinen  las  dispo- 
siciones generales  del  Gobierno. 

En  este  caso,  el  juez  ampliará  el  término  del  emplaza- 
miento por  el  tiempo  que,  atendidas  la  distancia  y  la  mayor 
ó  menor  facilidad  de  las  comunicaciones,  considere  nece- 
sario. 

Art.  231.  Si  no  fuere  conocido  el  domicilio  del  deman- 
dado, se  le  emplazará  por  medio  de  edictos,  que  se  fijarán 
en  los  sitios  públicos,  é  insertarán  en  los  Diarios  oficiales 
del  pueblo  en  que  se  siga  el  juicio,  en  los  del  en  que  hu- 
biere tenido  su  última  residencia,  y  en  la  Gaceta  de  Ma- 
drid :  eslo  último,  cuando  las  circunstancias  de  las  perso- 
nas y  del  negociólo  exigieren  á  juicio  del  juez. 

Sin  perjuicio  de  eslo,  se  practicará  la  diligencia  de  em- 
plazamiento en  cualquier  lugar  en  que  fuere  habido  el  de- 
mandado. 

Art.  232.  Trascurrido  el  término  del  emplazamiento  sin 
haber  comparecido  el  demandado  citado  en  su  persona  ó 
en  la  de  su  mujer,  hijos  ó  parientes,  y  acusada  una  re- 
beldía se  dará  por  contestada  la  demanda.  Hecha  saber 
esta  providencia  en  la  forma  misma  que  e)  emplaza- 
miento ,  se  seguirán  los  autos  en  rebeldía,  haciéndose 
las  notificaciones  que  ocurran  en  los  estrados  del  juz- 
gado. 

Si  la  cédula  del  emplazamiento  hubiere  sido  entregada 
á  criados  ó  vecinos,  ó  hecho  el  emplazamiento  por  edic- 
tos, se  le  hará  un  segundo  llamamiento  por  edictos  tam- 
bién en  la  forma  prevenida  en  el  artículo  anterior,  seña- 
lándole para  que  comparezca  la  mitad  del  término  antes 
fijado. 

Si  trascurriese  sin  comparecer,  se  le  declarará  en  rebel- 
día, notificándose  en  los  estrados  tanto  esta  providencia 
como  las  demás  que  recayeren. 

Art.  233.  Cuando  los  demandados  fueren  varios,  el  tér- 
mino para  comparecer  á  contestar  empezará  á  correr  y 
contarse,  respecto  á  todos  el  dia  siguiente  al  en  que  el  úl- 
timo hubiere  sido  emplazado. 

Art.  234.  Personado  en  forma  el  demandado,  se  le  man- 
darán entregarlos  autos  para  que  conteste  dentro  de  nueve 
dias. 

Art.  23o.  En  el  caso  de  ser  varios  los  demandados,  se 
les  obligará  á  que  litiguen  unidos  y  bajo  una  misma  di- 
rección, si  fueren  unas  mismas  las  excepciones  de  que  hi- 
cieren uso. 

Si  fueren  distintas,  podrán  hacerlo  separadamente. 

En  este  último  caso,  se  otorgará  á  cada  uno  de  ellos,  y 
sucesivamente,  el  término  para  contestar. 

SECCIÓN   TERCERA. 

De  las  excepciones  dilatorias. 

Art.  236.  Si  el  demandado  propusiere  alguna  excep- 
ción dilatoria,  no  estará  obligado  á  contestar  la  demanda 
hasta  que  se  ejecutorié  este  artículo,  que  será  siempre 
previo. 

Art.  237.  Solo  son  admisibles  como  excepciones  dila- 
torias : 

1»  La  incompetencia  de  jurisdicción. 

2^  La  falla  de  personalidad  en  el  demandante  ó  en  su 
procurador. 

3a  La  lilispendencia  en  otro  juzgado  ó  tribunal  compe- 
tente. 

4a  Defecto  legal  en  el  modo  de  proponer  la  demanda. 

Art.  238.  Si  el  demandante  fuese  extranjero,  será  tam- 
bién excepción  dilatoria  la  del  arraigo  del  juicio,  en  los 


casos  y  en  la  forma  que  en  la  Nación  á  que  pertenezca  se 
exigiere  á  los  españoles. 

Art.  239.  Las  excepciones  dilatorias  solo  pueden  pro- 
ponerse dentro  de  seis  dias  contados  desde  el  siguiente  al 
de  la  notificación  de  la  providencia  en  que  se  mandaren 
entregar  los  autos  para  contestar  la  demanda. 

Trascurrido  dicho  término,  deberán  alegarse  contes- 
tando, y  no  producirán  el  efecto  de  suspender  el  curso  de 
la  demanda. 

Art.  240.  A  un  mismo  tiempo,  y  en  un  mismo  escrito, 
el  demandado  alegará  todas  las  excepciones  dilatorias  :  no 
haciéndolo  asi,  solo  podrá  usar  de  las  que  no  alegare,  con- 
testando á  la  demanda. 

Art.  241.  Del  escrito  en  que  se  proponga  la  excepción 
dilatoria  se  dará  traslado  por  tres  dias  al  actor. 

De  lo  que  dijere  este,  se  dará  copia  al  demandado. 

Art.  242.  Se  recibirá  á  prueba  el  artículo  por  ocho  dias 
improrogables,  si  los  litigantes  ó  alguno  de  ellos  lo  solici- 
taren, ó  el  juez  lo  estimare  necesario. 

Art.  243.  Concluido  que  sea  el  término,  se  pondrán  du- 
rante dos  dias  de  manifiesto  en  la  escribanía  del  actuario 
las  pruebas  practicadas,  para  que  las  partes  puedan  ente- 
rarse. 

Art.  244.  Enteradas  las  partes  de  las  pruebas  ejecuta- 
das, ó  si  no  las  hubiere,  dada  la  contestación  por  el  actor, 
mandará  el  juez  traer  los  autos  á  la  vista. 

Art.  245.  Dentro  del  dia  siguiente  podrán  las  partes  pe- 
dir se  oiga  á  sus  defensores,  en  cuyo  caso  se  señalará  al 
efecto  el  dia  inmediato. 

Art.  246.  Oidas  las  defensas,  ó  pasado  sin  solicitarlo  el 
dia  en  que  pueden  pedir  las  partes  señalamiento  para  la 
vista,  mandará  el  juez  traer  los  autos  para  su  examen. 

Art.  247.  La  sentencia  se  dictará  precisamente  dentro 
del  tercero  dia,  á  contar  desde  el  siguiente  al  de*la  vista, 
si  la  ha  habido,  ó  en  otro  caso,  desde  el  siguiente  al  en 
que  se  dicte  la  providencia  mandando  traer  los  autos. 

Art.  248.  El  juez  proveerá  previamente  sobre  la  decli- 
natoria y  la  lilispendencia,  si  se  propusieren  estas  excep- 
ciones. 

Si  el  juez  se  declara  competente,  resolverá  al  mismo 
tiempo  sobre  las  demás  excepciones  dilatorias. 

Art.  249.  La  sentencia  que  recayere  es  apelable  en  am- 
bos efectos. 

Art.  2S0.  Si  se  apelare,  se  remitirán  los  autos  al  Tribu- 
nal superior,  citadas  y  emplazadas  las  partes. 

SECCIÓN   CUARTA. 

De  la  contestación. 

Art.  251.  Consentida  ó  ejecutoriada  la  sentencia  en  que 
se  mandare  contestar  la  demanda,  se  entregarán  los  autos 
al  demandado.  La  contestación  deberá  tener  lugar  dentro 
de  los  seis  dias  siguientes  al  en  que  se  notificare  el  auto  de 
entrega. 

Art.  252.  Trascurrido  los  seis  dias  sin  presentarse  la 
contestación,  acusada  una  rebeldía,  se  recojerán  de  oficio 
los  autos  y  se  declarará  la  demanda  contestada,  precedién- 
dose á  Jo  demás  que  corresponda. 

Art.  253.  El  demandado  formulará  la  contestación  en 
los  términos  prevenidos  para  que  el  actor  formule  la  de- 
manda. .      . 

Lo  determinado  en  los  artículos  223  y  22¡>  respecto  al 
actor  sobre  examen  de  testigos  y  presentación  de  docu- 
mentos, se  entiende  también  en  cuanto  al  demandado. 

Art.  254.  En  la  contestación  á  la  demanda  deberá  hacer 
uso  el  demandado  de  las  excepciones  perentorias  que  tu- 
viere, y  de  las  dilatorias  no  propuestas  en  el  termino  se- 
ñalado en  el  articulo  239. 

En  la  misma  contestación  propondra  también  la  recon- 
vención en  los  casos  en  que  proceda. 
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Las  excepciones  y  la  reconvención  se  discutirán  al  pro- 
pio tiempo  y  en  la  misma  forma  que  el  negocio  principal, 
y  serán  resueltas  con  este  en  la  sentencia. 

Después  de  la  contestación  á  la  demanda,  no  podrá  ha- 
cerse uso  de  la  reconvención,  quedando  á  salvo  al  deman- 
dado su  derecho,  que  podra  ejercitar  en  el  juicio  corres- 
pondiente. 

Art.  255.  De  la  contestación  á  la  demanda  se  dará  tras- 
lado al  actor  por  término  de  seis  dias;  y  de  la  réplica,  al 
demandado  por  igual  término. 

Art.  256.  En  los  escritos  de  réplica  y  duplica,  tanto  el 
actor  como  el  demandado  fijarán  deíinilivamente  los  pun- 
tos de  hecho  y  de  derecho  objeto  del  debate,  pudiendo 
modificar  ó  adicionar  los  que  hayan  consignado  en  la  de- 
manda y  contestación. 

En  los  mismos  escritos  pedirán  por  medio  de  otrosíes 
que  se  Calle  desde  luego  el  pleito,  ó  que  se  reciba  á  prueba 
si  lo  estimaren  necesario. 

SECCIÓN   QUINTA. 

De  la  prueba. 

Art.  257.  El  juez  recibirá  el  pleito  á  prueba  en  el  caso 
de  que  todos  los  litigantes  la  hayan  solicitado. 

Si  alguno  se  opusiere,  señalara  dia  para  vista  sobre  el 
recibimiento  á  prueba  :  en  él  oirá  á  las  partes  ó  sus  de- 
fensores si  se  presentaren,  y  determinara  lo  que  estime 
procedente. 

Art.  258.  La  providencia  en  que  se  otorgare  la  prueba, 
no  será  apelable  :  la  en  que  se  denegare,  lo  será  en  am- 
bos efectos. 

Art.  259.  Si  los  litigantes  hubieren  convenido  en  que  se 
falle  definitivamente  el  pleito  sin  necesidad  de  prueba, 
mandará  el  juez  traer  con  citación  Jos  autos  á  la  vista  y 
dictará  sentencia. 

Art.  260.  Si  después  de  recibido  el  pleito  á  prueba 
ocurriere  algún  hecho  que  tuviere  relación  con  la  cues- 
tión que  se  ventile,  ó  hubiere  llegado  á  noticia  de  las  par- 
tes alguno  de  que  juren  no  haber  tenido  antes  conoci- 
miento, podrán  alegarlo,  formulando  un  escrito,  que  se 
llamará  de  ampliación. 

Art.  261 .  Del  escrito  de  ampliación  se  dará  por  tres  dias 
traslado  á  la  otra  parte,  que  podrá  también  alegar  nuevos 
hechos  si  lo  creyere  conveniente. 

La  prueba  que  se  ejecute  sera  extensiva  à  los  hechos  ex- 
puestos en  los  cuatro  primeros  escritos  y  en  los  de  am- 
pliación. 

Art.  262.  El  término  ordinario  de  prueba  no  podrá  ex- 
ceder de  sesenta  dias  cuando  hubiere  de  hacerse  en  la 
Península,  islas  adyacentes  ó  posesiones  españolas  de 
África. 

Dentro  de  los  sesenta  dias,  los  jueces  fijarán  el  tér- 
mino que  según  las  circunstancias  del  negocio  sea  sufi- 
ciente. 

El  juez  podrá  otorgar  próroga  del  termino  señalado  por 
el  tiempo  que  eslime  necesario,  dentro  de  los  mismos  se- 
senta dias,  si  se  pidiere  antes  de  cumplirse. 

Art.  263.  El  término  extraordinario  de  prueba  se  otor- 
gara, si  hubiere  de  ejecutarse  alguna  fuera  de  la  Penín- 
sula, de  las  islas  adyacentes  ó  de  las  posesiones  españolas 
de  África. 

Art.  264.  El  término  extraordinario  será  : 

De  cuatro  meses,  si  hubiere  de  ejecutarse  la  prueba  en 
Europa  ó  islas  Canarias. 

De  seis,  si  en  las  Antillas  españolas. 

De  ocho,  si  en  los  continentes  de  América,  África  ó  es- 
calas de  levante. 

Do  un  año,  si  en  Filipinas  ó  en  cualquiera  otra  parte 
del  mundo  de  que  no  se  haya  hecho  expresión. 

Art.  265.  Para  que  pueda  otorgarse  el  término  extraor- 
dinario, se  requiere  : 


Io  Que  se  solicite  dentro  de  los  tres  dias  siguientes  al  en 
que  se  hubiere  notificado  el  auto  de  prueba. 

2o  Que  lo  que  se  quiera  probar  fuera  de  la  Península, 
islas  adyacentes  ó  de  las  posesiones  españolas  de  África, 
haya  ocurrido  en  el  país  donde  se  intente  hacer  la 
prueba. 

3o  Que  se  indique  la  residencia  de  los  testigos  que  ha- 
yan de  ser  examinados,  cuando  la  prueba  haya  de  ser  tes- 
tifical. 

4°  Que  se  expresen,  en  el  caso  de  ser  la  prueba  docu- 
mental, los  archiws  donde  se  hallen  los  documentos  que 
hayan  de  testimoniarse,  y  que  sean  estos  conducentes  al 
pleito. 

Art.  266.  También  deberá  otorgarse  el  término  extra- 
ordinario, aunque  los  hechos  hayan  tenido  lugar  en  la 
Península  é  islas  advacenles  ó  posesiones  españolas  de 
África,  cuando  los  testigos  que  sobre  ellos  deban  decla- 
rar, se  hallaren  en  cualquiera  de  los  puntos  antes  desig- 
nados. 

En  este  caso,  habrán  de  expresarse  sus  nombres  y  resi- 
dencia. 

Art.  267.  De  la  pretensión  que  se  dedujere  para  que  se 
conceda  el  término  extraordinario,  se  dará  traslado  por 
tres  dias  improrogables  á  la  parte  contraria;  y  dando  co- 
pia de  lo  que  dijere  á  la  que  lo  hubiere  solicitado,  se  fa- 
llará el  articulo,  oyendo  a  los  defensores  si  se  pidiere. 

Art.  208.  La  providencia  en  que  se  otorgue  el  término 
extraordinario  es  apelable  en  el  efecto  devolutivo;  la  en 
que  se  deniegue,  en  ambos  efectos. 

Art.  269.  El  término  extraordinario  correrá  al  mismo 
tiempo  que  el  ordinario. 

Art.  270.  El  litigante  á  quien  se  hubiere  concedido  el 
término  extraordinario,  y  no  ejecutare  la  prueba  que  haya 
propuesto,  será  condenado  á  pagar  á  su  contrario  una 
mulla,  que  no  podrá  bajar  de  dos  mil  reales  ni  exceder  de 
veinte  mil,  á  juicio deljuez  que  conozca  de  los  autos,  salvo 
si  apareciere  que  no  ha  sido  por  su  culpa. 

Esta  mulla  se  impondrá  en  la  sentencia  definitiva. 

Art.  271.  Ni  el  término  ordinario  ni  el  extraordinario 
de  prueba  podrán  suspenderse  sino  con  justa  causa,  á  jui- 
cio del  juez  y  bajo  su  responsabilidad. 

Cuando  se  otorgue  la  suspension,  se  expresara  en  la 
providencíala  causa  que  hubiere  para  hacerlo. 

Art.  272.  Solo  se  considerará  justa  causa  para  la  sus- 
pension, la  imposibilidad  de  ejecutar  la  prueba  propuesta 
por  algún  obstáculo,  cuya  remoción  no -haya  estado  al  al- 
cance del  que  la  pidiere. 

Art,  273.  Recibidos  los  autos  à  prueba,  se  entregaran 
por  seis  dias  á  cada  una  dé  las  partes  sucesivamente  para 
que  propongan  la  que  les  convenga,  sin  perjuicio  de  que 
en  el  resto  del  término  puedan  solicitar  cualquiera  otra. 

Art.  274.  Los  jueces  repelerán  de  oficio  las  pruebas  im- 
pertinentes ó  inutiles  que  propusieren  las  parles. 

Art.  275.  Las  providencias  en  que  se  niegue  alguna  di- 
ligencia de  prueba,  son  apelables  en  ambos  efectos. 

Contra  las  que  la  admitan,  no  se  da  recurso  alguno. 

Art.  276.  Las  diligencias  de  prueba  solo  podrán  prac- 
ticarse dentro  del  término  probatorio,  sin  que  baste  ju- 
ramentar a  los  testigos  dentro  de  él  para  examinarlos  des- 
pués. ,  ,    .  ...  „ 

Trascurrido  el  término  de  prueba,  solo  son  admisibles 
las  escrituras  ó  documentos  justificativos  de  hechos  ocui- 
ridos  con  posterioridad,  ó  de  los  anteriores  cuya  existen- 
cia ignorara  el  que  los  traiga.  También  podran  admitirse 
los  documentos  que,  aunque  conocidos,  no  hubieren  po- 
dido adquirirse  con  anterioridad. 

Art.  277.  Parala  prueba  de  cada  una  de  las  partes  de- 
berá formarse  pieza  separada. 

Art.  278.  Toda  diligencia  de  prueba  ha  de  practicarse 
previa  citación  de  la  parle  contraria,  que  se  hará  lo  mas 
tarde  el  dia  antes  del  en  que  hubiere  de  tener  lugar. 
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Exceptúanse  de  esta  regla  la  confesión  enjuicio  y  eJ  re- 
conocimiento de  libros  y  papeles  de  los  litigantes.  " 

SECCIÓN   SEXTA. 


De  los  medios  de  prueba. 

Art.  279.  Los  medios  de  prueba  de  que  puede  hacerse 
uso  en  los  juicios  son  : 

4°  Documentos  públicos  y  solemnes. 

2°  Documentos  privados. 

3o  Correspondencia. 

4°  Confesión  en  juicio. 

5°  Juicio  de  peritos. 

6°  Reconocimiento  judicial. 

7o  Testigos. 

Art,  280.  Bajo  la  denominación  de  documentos  públi- 
cos y  solemnes  se  comprenden  : 

Io  Las  escrituras  publicas,  otorgadas  con  arreglo  á  de- 
recho. 

2°  Los  documentos  expedidos  por  funcionarios  que  ejer- 
zan un  cargo  por  autoridad  publica,  en  lo  que  se  refiera 
al  ejercicio  de  sus  funciones. 

3o  Los  documentos,  libros  de  actas,  estatutos,  registros 
y  catastros  que  se  hallen  en  los  archivos  públicos  ó  de- 
pendientes del  Estado,  de  las  provincias  ó  pueblos,  y  las 
copias  sacadas  y  autorizadas  por  los  secretarios  y  archive- 
ros por  mandato  de  la  autoridad  competente. 

4U  Las  partidas  de  bautismo,  de  matrimonio  y  defuncio- 
nes dadas  con  arreglo  á  los  libros  por  los  Párrocos,  ó  por 
los  que  tengan  á  su  cargo  el  registro  civil. 

5°  Las  actuaciones  judiciales  de  toda  especie. 

Art.  281.  Para  que  los  documentos  públicos  y  solemnes 
sean  eücaces  en  juicio,  deberán  observarse  las  reglas  si- 
guientes : 

la  Que  los  que  hayan  venido  al  pleito  sin  citación,  se 
cotejen  con  sus  originales,  previa  dicha  citación,  á  no  ser 
que  la  persona  á  quien  perjudiquen  haya  prestado  á  ellos 
asentimiento  expreso. 

2a  Que  los  que  hubieren  de  traerse  de  nuevo,  vengan 
en  virtud  de  mandamiento  compulsorio,  que  se  expida 
al  efecto,  previa  citación  de  la  parte  á  quien  hayan  de  per- 
judicar. 

3"  Que  si  el  testimonio  que  se  pida  fuere  de  parte  de 
un  documento  solamente,  se  adicione  á  él  lo  que  el  coliti- 
gante señalare,  si  lo  cree  conveniente, 

i"  Que  los  testimonios  ó  cerliticaciones  sean  dados  por 
el  encargado  del  archivo,  oficina  ó  registro  en  que  se  ha- 
llen los  documentos,  por  el  Escribano  en  cuyo  oficio  radi- 
quen los  autos  ó  por  el  del  pleito. 

Estos  testimonios  ó  certificaciones  se  expedirán  bajo  la 
responsabilidad  de  los  funcionarios  encargados  de  la  custo- 
dia de  los  originales,  y  la  intervención  de  los  interesados 
se  limitirá  á  señalar  lo  que  haya  de  testimoniarse  ó  certi- 
ficarse. 

Art.  282.  Los  documentos  otorgados  en  otras  naciones 
tendrán  igual  fuerza  que  los  que  lo  sean  en  España,  si 
reúnen  todas  las  circunstancias  exigidas  en  aquellas,  y  las 
que  ademas  requieran  las  leyes  españolas  para  su  auten- 
ticidad. 

Art.  283.  Conviniendo  los  litigantes  sobre  su  inteligen- 
cia, se  estará  y  pasará  por  la  que  le  dieren. 

Art.  284.  Ño  habiendo  conformidad,  se  remitirán  por 
el  juez  a  la  oficina  de  la  interpretación  de  lenguas  para 
su  traducción,  sin  que  esta  pueda  hacerse  en  ninguna  otra 
forma. 

Art.  285.  Los  documentos  privados  y  la  corresponden- 
cia, se  exhibirán  y  unirán  á  los  autos. 

Si  hubieren  de  testimoniarse  los  documentos  privados 
ó  correspondencia  que  obren  en  poder  de  un  tercero,  se 
exhibirán  al  escribano  de  los  autos,  y  este  testimoniará  lo 
que  señalen  los  interesados. 


Art.  286.  No  se  obligará  á  los  que  no  litiguen  á  la  ex- 
hibición de  documentos  privados  de  su  propiedad  exclu- 
siva, salvo  el  derecho  que  asista  al  que  los  necesitare,  del 
cual  podrá  usar  en  el  juicio  correspondiente. 

Si  estuvieren  dispuestos  á  exhibirlos  voluntariamente, 
tampoco  se  les  obligará  á  que  los  presenten  en  la  escri- 
banía ;  y  si  lo  exigieren,  irá  el  escribano  á  sus  casas  ú  ofi- 
cinas para  testimoniarlos. 

Art.  287.  Podrá  pedirse  el  cotejo  de  letras  siempre  que 
se  niegue  ó  se  ponga  en  duda  la  autenticidad  de  un  docu- 
mento público  ó  privado.  En  este  cotejo  procederán  los  pe- 
ritos con  sujeción  á  lo  que  se  previene  en  los  artículos  303 
y  siguientes  de  esta  ley. 

Art.  288.  La  persona  que  pida  el  cotejo  designará  el  do- 
cumento ó  documentos  indubitados  con  que  deba  hacerse. 
Art.  289.  Se  consideran  indubitados  para  el  cotejo  : 
Io  Los  documentos  que  las  partes  reconozcan  como  tales 
de  común  acuerdo. 
2o  Las  escrituras  públicas  y  solemnes. 
3e  Los  documentos  privados  cuya  letra  ó  firma  hayan 
sido  reconocidas  en  juicio  por  aquel  á  quien  se  atribuyala 
dudosa. 

4o  El  escrito  impugnando  en  la  parte  en  que  reconozca 
la  letra  como  suya  aquel  á  quien  perjudique. 

Art.  290.  El  juez  hará  por  sí  mismo  la  comprobación, 
después  de  oir  á  los  peritos  revisores,  y  no  tendrá  que  su- 
jetarse á  su  dictamen. 

Art.  291.  En  el  caso  de  que  sosteniendo  una  de  las  par- 
tes la  falsedad  de  un  documento  que  pueda  ser  de  influen- 
cia notoria  en  el  pleito,  entablare  la  acción  criminal  en 
descubrimiento  del  delito  y  de  su  autor,  se  suspenderá  el 
pleito  en  el  estado  en  que  se  halle,  hasta  que  recaiga  eje- 
cutoria en  la  causa  criminal. 

Art.  292.  Todo  litigante  está  obligado  á  declarar  bajo 
juramento  en  cualquier  estado  del  juicio,  contestada  que 
sea  la  demanda  hasta  la  citación  para  definitiva,  cuando 
así  lo  exigiere  el  contrario. 

Art.  293.  El  que  ha  de  ser  interrogado  será  citado  con 
un  dia  de  antelación.  Si  no  compareciere,  se  le  volverá 
á  citar  bajo  apercibimiento  de  que  si  no  se  presentare  a 
declarar  sin  justa  causa,  será  tenido  por  confeso. 

Art.  294.  Estas  declaraciones  podrán  hacerse,  á  elec- 
ción del  que  las  pidiere,  bajo  juramento  decisorio  o  inde- 
cisorio. 

En  erprimer  caso,  harán  prueba  plena,  no  obstante  cua- 
lesquiera otras. 

En  el  segundo,  no  perjudicarán  mas  que  al  que  de- 
clare. 

Art.  295.  Las  contestaciones  deberán  ser  afirmativas  o 
negativas,  pudiendo  agregar  el  que  las  dé  las  explicacio- 
nes que  estime  convenientes,  ó  las  que  el  juez  Je  pida. 

Si  se  negare  a  declarar,  el  juez  le  apercibirá  en  el  acto 
de  tenerle  por  confeso,  si  persiste  en  su  negativa. 

Si  las  respuestas  fueren  evasivas,  el  juez  le  apercibirá 
igualmente  de  tenerle  por  confeso  sobre  los  hechos  res- 
pecto á  los  cuales  sus  respuestas  no  fueren  categóricas  y 
terminantes. 

Art.  296.  El  que  haya  sido  llamado  á  declarar  deberá 
firmar  su  declaración,  después  de  leerla  por  si  mismo;  y 
si  no  quisiere,  ó  no  pudiere  hacerlo,  después  de  leeisela 
íntegramente  el  escribano. 

Art.  297.  Si  el  llamado  á  declarar  no  compareciere  a  la 
segunda  citación  sin  justa  causa;  si  rehúsate  dulaia, o 
persistiere  en  no, responder  a^mauva  o  negadamente, 
?  á  pesar  del  apercibimiento  que  se  ha.ya.b^pv°^  !£ 
tenido  por  confeso,  si  se  pidiere  inmediatamente  y  sin  es- 
perar a  la  sentencia  definitiva. 

Art.  298.  De  toda  confesión  judicial  se ^dará  vista  sin 
dilación  al  que  la  hubiere  solicitado,  el  cual  podía  pedir 
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qne  se  repita  para  aclarar  algún  punto  dudoso  y  sobre  el 
cual  no  se  haya  respondido  categóricamente,  ó  que  se  de- 
clare confeso  al  colitigante,  si  se  halla  en  alguno  de  los 
casos  de  que  habla  el  articulo  precedente. 

Art.  299.  La  providencia  que  se  dictare  declarando  á  al- 
guno confeso,  ó  denegando  esta  declaración,  es  apelable. 

Art.  300.  Interpuesta  la  apelación,  se  admitirá  para 
ante  el  superior  correspondienle,  continuándose  no  obs- 
tante la  sustanciacion  de  los  autos  hasta  dictar  sentencia 
definitiva. 

Art.  301.  Sise  apelare  de  la  sentencia  definitiva,  se  re- 
mitirán los  autos  para  decidir  tanto  este  recurso,  como 
el  interpuesto  contra  la  providencia  en  que  se  hubiere 
declarado  al  litigante  confeso,  ó  denegado  esta  decla- 
ración. 

Art.  302.  Si  no  se  apelare  de  dicha  sentencia  definitiva, 
ni  se  insistiere  después  de  dictada  y  dentro  de  los  cinco 
días  en  la'interpuesta  con  arreglo  al  art.  299,  se  estimará 
esta  abandonada,  y  consentida  la  providencia  de  que  se 
interpuso. 

Art.  303.  El  juicio  de  peritos  se  ■verificará  con  sujeción 
alas  reglas  siguientes  : 

Ia  Nombrará  uno  cada  parte,  á  no  ser  que  se  pusie- 
ren todas  de  acuerdo  respecto  del  nombramiento  de  uno 
solo. 

Si  fueren  mas  de  dos  los  litigantes,  nombrarán  uno  los 
que  sostuvieren  unas  mismas  pretensiones,  y  otro  los  que 
las  contradigan. 

Si  para  este  nombramiento  no  pudieren  ponerse  de 
acuerdo,  el  juez  insaculará  los  que  propongan,  y  el  que 
designe  la  suerte  practicará  la  diligencia. 

2a  Los  peritos  deberán  tener  título  de  tales  en  la  ciencia 
ó  arte  á  que  pertenezca  el  punto  sobre  que  ha  de  oirse  su 
juicio,  si  la  profesión  ó  arle  está  reglamentada  por  las 
leyes  ó  por  el  Gobierno. 

En  esle  caso,  si  no  los  hubiere  en  el  pueblo  del  juicio, 
podrá  hacérseles  venir  de  los  inmediatos. 

3a  Si  la  profesión  ó  arte  no  estuvieren  reglamentados 
por  las  leyes  ó  por  el  Gobierno,  ó  estándolo  no  hubiere 
peritos  de  ellos  en  los  pueblos  inmediatos,  podrán  ser 
nombradas  cualesquiera  personas  entendidas,  aun  cuando 
no  tengan  título, 

4a  Los  peritos  nombrados  practicarán  unidos  la  dili- 
gencia. 

5a  Las  partes  pueden  concurrir  al  acto,  y  hacer  cuantas 
observaciones  quieran  á  los  peritos;  pero  deberán  reti- 
rarse para  que  discutan  y  deliberen  solos. 

0a  Si  el  objeto  del  juicio  pericial  permitiere  que  los  pe- 
ritos den  inmediatamente  su  dictamen,  lo  darán  antes  de 
separarse  á  presencia  del  juez. 

Si  exigiere  el  reconocimiento  de  lugares,  la  práctica  de 
operaciones,  ú  otro  examen  que  necesite  detención  y  estu- 
dio, otorgara  el  juez  à  los  peritos  el  tiempo  necesario  para 
que  formen  y  emitan  su  juicio,  el  cual  se  consignará  en 
los  autos. 

7»  Los  peritos  que  estén  conformes,  extenderán  su  dic- 
tamen en  una  sola  declaración  firmada  por  todos  :  los  que 
no  lo  estuvieren,  lo  pondrán  por  separado. 

8a  Cuando  discordaren  los  peritos,  el  juez  hará  saber 
á  las  partes  que  se  pongan  de  acuerdo  para  el  nombra- 
miento de  tercero  en  el  término  de  segundo  dia. 

Si  no  lo  hicieren,  el  juez  sorteará  el  que  haya  de  diri- 
mir la  discordia  entre  los  seis  ó  mas  que  paguen  mayo- 
res cuotas  de  subsidio  de  la  clase  à  que  los  peritos  corres- 
pondan. 

Si  no  los  hubiere  en  el  pueblo  del  juicio,  podrá  recur- 
rirse  á  los  de  los  inmediatos.  Si  tampoco  en  estos  los  hu- 
biere, el  juez  podrá  nombrar  por  tercero  á  cualquiera 
persona  entendida  en  el  asunto  de  que  se  trate,  aun  cuando 
no  tenga  título. 


El  nombre  del  designado  por  la  suerte  6  del  elegido  por 
el  juez,  se  hará  saber  á  las  partes. 

9a  Solo  el  perito  tercero  puede  ser  recusado. 

Su  recusación  únicamente  será  admisible  con  causa. 

Cada  parte  no  podrá  recusar  mas  que  dos. 

10a  La  recusación  deberá  hacerse  dentro  de  los  dos  dias 
siguientes  al  en  que  se  hubiere  hecho  saber  el  nombre 
del  sorteado  ó  elegido. 

11a  Son  cansas  legitimas  de  recusación  : 

Consanguinidad  dentro  del  cuarto  grado  civil. 

Haber  prestado  servicios  como  tal  perito  al  litigante 
contrario. 

Tener  interés  directo  ó  indirecte  en  el  pleito,  ó  en  otro 
semejante. 

Tener  participación  en  sociedad,  establecimiento,  ó  em- 
presa contra  la  cual  litigue  el  recusante. 

Enemistad  manitiesla. 

Amistad  íntima. 

12a  Admitida  la  recusación,  será  reemplazado  el  perito 
en  la  forma  misma  en  que  se  hubiere  hecho  el  nombra- 
miento. 

43a  El  tercero  sorteado  ó  nombrado  repetirá  la  diligen- 
cia después  de  pasado  el  término  de  la  recusación  sin  que 
haya  tenido  lugar,  concurriendo  los  interesados  y  los  otros 
peritos  en  la  forma  antes  prevenida,  y  emitirá  su  dicta- 
men, el  cual  se  unirá  á  las  pruebas. 

Art.  304.  El  reconocimiento  judicial  se  hará  siempre 
con  citación  previa,  determinada  y  expresa  para  él. 

Art.  305.  Las  partes  ó  sus  representantes  y  letrados  po- 
drán concurrir  á  la  diligencia  de  reconocimiento,  y  hacer 
ai  juez  de  palabra  las  observaciones  que  estimen  oportu- 
nas. Estas  se  insertarán  en  el  acta  que  se  extienda. 

Art.  306.  El  examen  de  testigos  se  hará  con  sujeción 
á  los  interrogatorios  por  capítulos  que  presenten  las 
partes. 

Art.  307.  Los  jueces  examinarán  dichos  interrogatorios, 
y  aprobados  que  sean,  ó  excluidas  las  preguntas  que  esti- 
men no  pertinentes,  mandarán  dar  de  ellos  copia  á  la  otra 
parte. 

Art.  308.  Los  litigantes  podrán  presentar  interrogato- 
rios de  repreguntas  antes  del  examen  de  los  testigos. 

El  juez  aprobará  las  pertinentes,  y  desechará  las  de- 
mas. 

Art.  309.  Los  interrogatorios  de  preguntas  y  repregun- 
tas deberán  formularse  de  una  manera  afirmativa. 

Art.  310.  sobre  los  hechos  probados  por  confesión  ju- 
dicial no  se  permitirá  á  su  autor  prueba  de  testigos. 

Art.  311.  Los  interrogatorios  de  repreguntas  quedarán 
reservados  en  poder  del  juez,  y  bajo  su  mas  estrecha  res- 
ponsabilidad ,  hasta  el  momento  del  examen  de  los  tes- 
tigos. 

Art.  312.  Si  el  examen  de  los  testigos  hubiere  de  tener 
lugar  en  punto  distinto  del  en  que  se  siguiere  el  pleito, 
se  acompañará  el  interrogatorio  de  repreguntas  con  el 
despacho  que  se  libre  en  pliego  cerrado.  El  juez  reque- 
rido, retendrá  el  pliego  en  la  forma  prevenida  en  el  artí- 
culo anterior. 

Art.  313.  Si  las  partes  lo  solicitaren,  podrán  presenciar 
el  juramento  de  los  testigos,  y  exigir  se  les  den  en  el  acto 
tocias  las  noticias  que  sean  necesarias  para  que  puedan 
conocerlos  con  segundad. 

Art.  314.  Los  testigos  serán  examinados  separada  y  su- 
cesivamente, sin  que  unos  puedan  presenciarlas  declara- 
ciones de  los  otros. 

Prestarán  la  declaración  bajo  juramento,  en  la  forma  y 
bajo  Jas  penas  que  las  leyes  previenen. 

Los  menores  de  catorce  años  no  prestarán  juramento. 
Acto  continuo  de  ser  preguntado  cada  testigo  acerca  del 
interrogatorio,  contestará  las  repreguntas,  si  se  hubieren 
propuesto  y  admitido. 
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Art.  315.  Siempre  se  preguntará  á  los  testigos  : 

i"  Por  su  nombre,  apellido,  edad,  estado,  profesión  y 
domicilio,  aunque  no  se  comprenda  este  particular  en  los 
interrogatorios. 

2o  Si  son  parientes  consanguíneos  ó  añnes  de  alguno  de 
los  litigantes,  y  en  qué  grado. 

3o  Si  tienen  interés  directo  ó  indirecto  en  el  pleito,  ó 
en  otro  semejante. 

4°  Si  son  amigos  íntimos  ó  enemigos  de  alguno  de  los 
litigantes. 

Art.  316.  Los  nombres  de  los  testigos  que  se  presenta- 
ren, su  profesión  y  residencia,  se  comunicarán  mutua- 
mente á  las  partes  inmediatamente  después  de  su.  decla- 
ración. 

Art.  317.  Los  jueces  y  tribunales  apreciarán,  según  las 
reglas  de  la  sana  crítica,  la  fuerza  probatoria  de  las  de- 
claraciones de  los  testigos. 

SECCIÓN     SÉTIMA. 

De  las  tachas. 

Art.  318.  Concluido  el  término  de  prueba,  sin  necesi- 
dad de  ninguna  gestion  de  los  interesados,  ó  sin  sustan- 
ciarla si  se  hiciere,  el  juez  mandará  unir  las  pruebas  á  los 
autos,  y  entregar  estos  por  su  orden  alas  parles  para  ale- 
gar de  bien  probado. 

Art.  319.  Dentro  de  los  cuatro  dias  siguientes  al  en  que 
se  notificare  esta  providencia,  podrán  las  partes  tachar 
los  testigos  por  causas  que  estos  no  hayan  expresado  en 
sus  declaraciones,  formando  artículo  sobre  ello.  Trascurri- 
dos dichos  cuatro  dias,  no  podrá  admitirse  ninguna  solici- 
tud sobre  tachas. 

Art.  320.  Son  tachas  legales  : 

1°  Ser  el  testigo  pariente  por  consanguinidad  ó  afini- 
nidad  dentro  del  cuarto  grado  civil  del  litigante  que  le 
haya  presentado. 

2o  Ser,  al  prestar  declaración  el  testigo,  dependiente  ó 
criado  del  que  lo  presentare.  Entiéndese  por  criado  ó  de- 
pendiente para  los  efectos  de  esta  disposición,  el  que  vive 
en  las  casas  del  tenido  por  amo,  y  le  presta  en  ella  ser- 
vicios mecánicos  mediante  un  salario  fijo. 

3o  Tener  interés  directo  ó  indirecto  en  el  pleito,  ó  en 
otro  semejante. 

4"  Haber  sido  el  testigo  condenado  por  falso  testi- 
monio. 

5o  Ser  amigo  íntimo  ó  enemigo  manifiesto  de  uno  de 
los  litigantes. 

Art.  321.  Si  alguno  de  los  litigantes  tachare  á  uno  ó 
mas  testigos,  se  oirá  sobre  ello  á  la  parte  contraria;  y  si 
el  que  proponga  la  tacha  ó  tachas,  ó  ambos  litigantes,  so- 
licitaren por  otrosíes  de  los  escritos  en  que  promuevan 
este  artículo,  que  se  reciban  los  autos  á  prueba  sobre  él, 
el  juez  Jo  decretará. 

Art.  322.  El  término  de  la  prueba  de  tachas  no  pasará 
de  quince  dias,  pudiendo  el  juez  fijarlo  dentro  de  este 
límite,  según  las  circunstancias. 

Art,  323.  Trascurrido  el  término  concedido  para  probar 
las  tachas,  las  pruebas  hechas  se  unirán  á  los  autos  sin 
necesidad  de  gestion  de  los  interesados. 

Art.  324.  Cuando  ninguna  de  las  partes  pidiere  la  prueba 
de  tachas,  sustanciado,  el  artículo  con  los  dos  escritos 
expresados,  se  mandarán  entregar  los  autos  al  ador  para 
que  sobre  todo  alegue  de  bien  probado. 

Art.  325.  Lo  mismo  se  hará  en  el  caso  de  que  nava 
habido  prueba  de  tachas,  después  de  unir  estas  á  los 
autos. 


SECCIÓN    OCTAVA. 

De  los  alegatos,  vistas  y  sentencias. 

Art.  326.  El  término  dentro  del  cual  deberá  alegarse 
de  bien  probado,  será  de  seis  á  veinte  dias. 

El  juez,  con  presencia  del  volumen  de  los  autos,  y  te- 
niendo en  cuenta  la  gravedad  de  las  cuestiones  que  se 
discutan,  lo  fijará  en  la  providencia  en  que  mande  hacer 
la  entrega. 

Si  antes  de  finalizar  el  término  concedido  se  pidiere 
próroga,  y  el  juez  lo  estimare  justo,  deberá  concederla, 
pero  sin  exceder  de  los  veinte  dias. 

Art.  327.  En  los  casos  en  que  por  el  volumen  de  los 
autos,  por  la  complicación  del  pleito  ó  por  la  dificultad  de 
la  cuestión  no  bastare  el  término  señalado  en  el  artículo 
anterior,  podrá  conceder  otro  nuevo  término,  que  no  pa- 
sará de  diez  dias. 

Art.  328.  Devueltos  los  autos  por  el  actor,  se  entrega- 
rán al  demandado  para  que  alegue  de  bien  probado, 
por  igual  término  que  el  demandante  los  haya  tenido. 

Al  devolver  los  autos  con  su  alegato,  acompañará  una 
copia  simple  de  él,  suscrita  por  el  procurador,  la  cual  se 
entregará  al  demandante. 

Art.  329.  Devueltos  los  autos  por  el  demandado  con  su 
alegato,  se  mandarán  traer  á  la  vista  con  citación  para  oir 
sentencia  definitiva. 

Art.  330.  Si  cualquiera  de  las  partes  lo  pidiere  dentro  de 
los  dos  dias  siguientes  al  de  la  citación,  el  juez  señalará  á 
la  posible  brevedad  dia  para  la  vista. 

En  este  acto  oirá  de  palabra  á  los  defensores  de  los  liti- 
gantes si  se  presentaren. 

Art.  331.  No  haciéndose  la  pretensión  de  que  habla  el 
artículo  anterior  dentro  del  término  en  el  mismo  desi- 
gnado, el  juez  dictará  sentencia  sin  necesidad  de  vista 
pública,  dentro  de  los  doce  dias  siguientes  al  en  que  se 
hubiere  citado  á  las  partes. 

Si  se  hubiere  celebrado  vista  pública,  dictará  la  senten- 
cia dentro  de  los  ocho  dias  siguientes  al  en  que  hubiere 
terminado  aquella. 

Ambos  términos  podrán  ampliarse  hasta  quince  dias, 
si  los  autos  exceden  de  mil  folios. 

Art.  332.  Si  trascurrieren  dichos  términos  sin  dictarse 
sentencia,  las  Audiencias  corregirán  disciplinariamente  á 
los  jueces  que  hayan  incurrido  en  semejante  falta. 

Art.  333.  Las  sentencias  definitivas  de  todo  artículo  y 
las  délos  pleitos,  serán  fundadas. 

Kn  su  redacción  se  observarán  las  reglas  siguientes  : 

1a  Principiará  el  juez  expresando  el  lugar  y  la  fecha  en 
que  dicta  el  fallo. 

2a  Consignará  después  lo  que  resulte  respecto  á  cada 
uno  de  Jos  hechos  contenidos  en  Jos  escritos  de  réplica  y 
duplica,  y  en  los  de  ampliación  si  los  hubiere  habido,  en 
párrafos  separados,  que  principiarán  con  la  palabra  7?c- 
sultando. 

3a  A  continuación  hará  mérito  en  párrafos  separados 
también,  que  empezarán  con  la  palabra  Considerando,  de 
cada  uno  de  los  puntos  de  derecho  fijados  en  los  mismos 
escritos,  dando  las  razones  y  fundamentos  legales  que  es- 
lime procedentes,  y  citando  Jas  leyes  ó  doctrinas  que  con- 
sidere aplicables. 

4a  Pronunciará ,  por  último,  el  fallo  en  los  términos 
prevenidos  en  el  artículo  61  y  siguientes  de  esta  ley. 

Art.  334.  Las  sentencias  deberán  notificarse  á  los  pro- 
curadores de  las  partes  dentro  de  los  dos  dias  siguientes 
al  en  que  fueren  dictadas. 

Art  33o.  El  juez  admitirá  la  apelación,  si  se  interpu- 
siere en  tiempo  y  forma,  sin  sustanciacion  alguna,  y  re- 
mitirá los  autos  al  Tribunal  superior  dentro  de  segundo 
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día,  citando  y  emplazando  previamente  á  los  procurado- 
res de  los  litigantes  para  que  comparezcan  ante  él. 

Art.  336.  El  término  para  comparecer  en  el  Tribunal 
superior  será  el  de  ■veinte  dias  siguientes  al  en  que  se 
haya  notificado  la  providencia  en  que  se  mande  remitir 
los  autos  y  citar  para  la  misma  comparecencia. 

TITULO  YUI. 

DE     LOS     INCIDENTES. 

Art.  337.  Los  incidentes,  para  que  puedan  ser  califica- 
dos de  tales,  deben  tener  relación  mas  ó  menos  inmediata 
con  el  asunto  principal  que  sea  objeto  del  pleito -en  que  se 
promuevan. 

Art.  338.  Siendo  completamente  ajenos,  á  él,  los  jueces 
los  repelerán  de  oficio,  sin  perjuicio  del  derecho  del  que 
los  haya  promovido  pala  solicitar  en  otra  forma  lo  que 
haya  sido  objeto  de  aquellos. 

Art.  339.  Los  incidentes  que  opongan  obstáculo  al  se- 
guimiento de  la  demanda  principal,  se  sustanciarán  en 
la  misma  pieza  de  autos,  quedando  entre  tanto  en  sus- 
penso el  curso  de  aquella. 

Art.  340.  Los  que  no  opongan  obstáculo  á  su  segui- 
miento, se  sustanciarán  en  pieza  separada,  que  habrá  de 
formarse  con  los  insertos  que  ambas  partes  señalen,  y  a 
costa  del  que  los  haya  promovido. 

Estos  no  suspenderán  la  sustanciacion  de  la  de- 
manda, 

Art.  341.  Se  entiende  que  impide  el  curso  de  la  de- 
manda todo  incidente  sin  cuya  previa  resolución  es  abso- 
lutamente imposible  de  hecho  ó  de  derecho  continuar 
sustanciándola. 

Art.  342.  Promovido  el  incidente,  y  formada  en  su  caso 
la  pieza  separada,  se  dará  traslado  al  colitigante  por  tér- 
mino de  seis  dias  :  de  lo  que  expusiere  se  facilitara  copia 
al  que  lo  hubiere  promovido. 

Art,  343.  Caso  de  haber  convenido  las  partes  en  que  se 
reciba  á  prueba,  ó  de  haberlo  pedido  una  sola  y  creerlo 
ei  juez  procedente,  se  recibirá  el  incidente  a  prueba  por 
un  termino,  que  no  podrá  bajar  de  ocho  dias  ni  exceder 
de  veinte,  según  las  circunstancias  del  caso. 

Art.  344.  Si  ninguna  de  las  partes  hubiere  pedido 
prueba,  mandará  el  juez  traer  á  la  vista  los  autos  para 
sentencia;  y  si  después  de  mandado  esto  se  pidiere  «era 
denegada.  ' 

Art.  345.  Hechas  las  pruebas  y  trascurrido  el  término 
señalado,  se  unirán  a  los  autos  y  se  mandarán  traer  á 
la  vista  con  citación. 

Art.  346.  Si  dentro  de  los  dos  dias  siguientes  al  en  que 
la  citación  se  hubiere  hecho,  se  pidiere  señalamiento  de 
día  para  la  vista,  se  hará  y  oirá  en  él  a  los  letrados  de  las 
partes. 

Art.  347.  Cuando  esto  suceda,  se  pondrán  las  pruebas 
de  maniliesto  a  las  partes  en  la  escribanía  para  instruc- 
ción por  el  termino  que  medie  desde  el  señalamiento  hasta 
el  oía  de  la  vista. 

Art.  348.  Verificada  esta,  ó  si  no  se  hubiere  pedido 
señalamiento  pasados  los  dos  dias  siguientes  al  de  la  ci- 
tación, el  juez  dictara  sentencia  dentro  de  tres  en  ambos 
casos. 

Art.  349.  Estas  sentencias  son  apelables  siempre  en 
ambos  efectos. 

Art.  350.  Interpuesta  apelación,  se  admitirá  sin  sus- 
tanciacion ninguna,  y  se  remitirán  los  autos,  ó  la  pieza 
separada,  al  Tribunal  superior  con  citación  y  emplaza- 
miento de  las  partes.  ¡  «=uiHia¿a 


TITULO  IX. 


DE     LOS     ABINTESTADOS. 


SECCIÓN    PRIMERA. 

Del  juicio  abintestato. 

Art.  351.  Para  que  pueda  prevenirse  el  juicio  de  abin- 
testato se  necesita  : 

r  Que  no  conste  la  existencia  de  disposición  testamen- 
taria. 

2o  Que  no  deje  el  finado  descendientes,  ascendientes,  ó 
colaterales  dentro  del  cuarto  grado. 

Art.  352.  Existiendo  parientes  de  los  expresados  en  el 
artículo  anterior,  que  estén  ausentes,  se  limitará  el  juez  a 
adoptar  las  medidas  mas  indispensables  para  el  enterra- 
miento del  difunto,  y  la  seguridad  de  los  bienes;  y  á  dar 
á  los  parientes  oportuno  aviso  de  la  muerte  déla  persona, 
á  cuya  sucesión  se  les  crea  llamados. 

Compareciendo  los  parientes,  cesará  la  intervención  ju- 
dicial en  el  abintestato,  á  no  ser  que  alguno  ó  algunos  de 
los  interesados  la  solicitare. 

Art.  353.  El  juez  proveerá  de  tutor  ó  curador,  si  no  lo 
tuvieren,  á  los  parientes  que  fueren  menores  ó  incapaci- 
tados, y  hasta  que  estén  discernidos  estos  cargos,  adop- 
tará las  medidas  establecidas  en  el  articulo  anterior. 

Art.  354.  Es  juez  competente  para  conocer  del  juicio 
de  abintestato  el  del  domicilio  que  tuviera  el  difunto;  y 
si  le  tenia  en  el  extranjero,  el  del  lugar  de  su  último  do- 
micilio en  España,  ó  donde  esté  la  mayor  parte  de  sus 
bienes. 

Art.  355.  La  competencia  del  juez  del  domicilio  se  en- 
tiende sin  perjuicio  de  que  el  juez  del  lugar  del  falleci- 
miento adopte  las  medidas  necesarias  para  el  enterra- 
miento del  difunto,  y  la  seguridad  de  los  bienes  que  allí 
tuviere. 

Cada  juez  en  su  respectiva  jurisdicción. deberá  adoptar 
las  medidas  conducentes  ala  seguridad  de  los  bienes  exis- 
tentes en  ella. 

Asegurados  los  bienes,  y  dispuesto  y  ejecutado  el  en- 
terramiento, dejarán  todos  los  jueces  expedita  su  juris- 
dicción al  que  conozca  ó  deba  conocer  del  abintestado, 
remitiéndole  al  efecto  las  diligencias  que  hayan  prac- 
ticado. 

Art.  356.  El  juez  que  tuviere  conocimiento  de  la  muerte 
de  alguno  sin  testar  y  sin  dejar  descendientes,  ascendien- 
tes ó  colaterales  dentro  del  cuarto  grado,  procederá  á  ocu- 
par sus  bienes,  libros  y  papeles. 

Art.  357.  En  los  pueblos  donde  no  hubiere  juez  de  pri- 
mera instancia,  practicará  las  diligencias  prescritas  en  los 
artículos  améliores  el  juez  de  paz.  Si  no  fuere  letrado,  lo 
hará  con  acuerdo  de  asesor. 

Art.  358.  El  juez  de  primera  instancia  y  el  de  paz  en 
su  caso,  practicadas  las  diligencias  establecidas  en  los  ar- 
tículos precedentes,  adoptaran  las  medidas  que  estimen 
mas  conducentes  para  averiguar  si  Ja  persona  de  cuya  su- 
cesión se  trata,  lia  muerto  con  disposición  testamentaria 
ó  sin  ella,  recibiendo,  á  falta  de  otros  medios,  informa- 
ción en  que  sean  examinados  los  parientes,  amigos  ó  ve- 
cinos del  difunto  : 

1°  Sobre  el  hecho  de  haber  muerto  abintestato. 

2o  Sobre  si  tiene  herederos  de  las  clases  que  quedan 
designadus. 

Art.  359.  Si  resultare  haber  fallecido  con  efecto  sin 
testar  y  sin  parientes  de  los  comprendidos  en  el  artí- 
culo 351,  procederá  el  juez  : 

1°  A  nombrar  un  albacea  dativo  que  se  encargue  de 
disponer  el  entierro  y  de  lo  demás  propio  de  este  cargo 
con  arreglo  á  las  leves. 
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En  estos  edictos  se  expresarán  los  nombres  de  los  pre- 
sentados, si  los  hubiere,  y  sus  parentescos. 

Art.  372.  Pasados  estos  dos  términos  exigirá  el  juez  á 
los  que  se  hayan  personado,  que  con  citación  recíproca, 
si  fueren  mas  de  uno,  y  del  promotor,  justifiquen  su  pa- 
rentesco dentro  de  nn  término  que  se  les  señale  al  efec- 
to, que  por  punto  general  uo  deberá  pasar  de  cuarenta 
días. 

Cuando  los  que  aspiren  á  la  herencia  hubieren  nacido 
fuera  de  la  Península,  podrá  el  juez  prorogar  dicho  tér- 
mino según  las  circunstancias  lo  aconsejen. 

Art.  373.  Hecha  la  justificación,  si  fuere  uno  solo  el 
presentado,  se  dará  vista  de  ella  al  promotor;  y  si  este 
conviniere  en  que  se  le  declare  heredero,  mandará  el  juez 
traer  los  autos  á  la  vista  y  hará  la  declaración  si  la  estima 
procedente. 

Art.  374.  Si  fueren  mas  de  uno  los  presentados,  los 
convocará  el  juez  á  junta,  en  la  que  discutirán  su  dere- 
cho á  la  herencia.  Si  hubiere  en  ella  conformidad,  y  con- 
viniere el  promotor,  el  juez  los  declarará  herederos  en  la 
forma  y  porciones  en  que  hayan  convenido,  si  lo  cree 
legal  y  procedente;  y  en  adelante  se  acomodará  en  su 
caso  el  juicio  á  las  reglas  establecidas  para  el  de  testa- 
mentaría. 

En  cualquiera  de  los  casos  expresados  en  este  artículo, 
si  el  promotor  se  opusiere  á  la  declaración,  se  sustan- 
ciará en  juicio  ordinario  el  pleito  á  que  la  oposición  dé 
lugar. 

La  sentencia  en  que  el  juez  denegare  ú  otorgare  la  de- 
claración, es  apelable  en  ambos  efectos. 

Art.  375.  Si  no  hubiere  conformidad  entre  los  presen- 
tados como  herederos,  queda  á  todos  completamente  á 
salvo  su  derecho.  Las  solicitudes  que  deduzcan  se  sus- 
tanciarán en  juicio  ordinario,  debiendo  litigar  bajo  una 
misma  dirección  y  representados  por  un  mismo  procura- 
dor los  que  hagan  causa  común. 

Los  promotores  seguirán  teniendo  parte  en  estos  juicios 
hasta  que  haya  un  heredero  reconocido  y  declarado  por 
ejecutoria.  Desde  que  lo  hubiere,  terminará  su  interven- 
ción en  ellos,  y  todas  las  cuestiones  pendientes  ó  que  pue- 
dan promoverse  se  entenderán  y  sustanciarán  con  el  de- 
clarado heredero. 

Art.  376.  Terminados  estos  pleitos,  y  declarados  quié- 
nes son  los  herederos,  se  acomodará  el  juicio  á  los  trá- 
mites establecidos  para  el  de  testamentaria. 

Art.  377.  Si  no  se  presentare  nadie  reclamando  la  he- 
rencia, ó  no  fuere  reconocido  el  derecho  de  los  presenta- 
dos, considerará  como  vacante,  y  á  instancia  del  promo- 
tor se  le  dará  el  destino  prevenido  por  las  leyes. 

Art.  378.  Sobre  las  solicitudes  de  los  que  se  presenten 
alegando  derechos  á  la  herencia,  se  formará  una  sola 
pieza  separada,  quedando  la  primitiva  para  tratar  en  ella 
de  la  administración  del  abintestato  y  sus  incidencias, 
sobre  las  cuales  podrán  formarse  los  ramos  que  se  esti- 
men necesarios  para  evitar  confusion. 

Art.  379.  Los  incidentes  que  puedan  ocurrir  en  este  jui- 
cio, se  sustanciarán  por  los  tramites  prevenidos  para  los 
del  juicio  ordinario,  y  en  pieza  separada  cuando  convenga 
para  mayor  claridad. 

Art.  380.  El  juez  del  abintestato  será  el  único  compe- 

Lo  mismo  se  podrá  hacer,  aunaue  el  pueblo  se  halle     tente  para  conocer  de  las  demandas  que  se  deduzcan  con- 

dentro  de  la  Península,  si  là  dificuïtad L  de  S  comunfea-    tralosWderos  del  difunto  ó  sus  b.enes,  después  de  pre- 

venido  el  juicio. 

Art.  381.  Lo  será  también  para  conocer  de  todas  las 
demandas  ejecutivas  ú  ordinarias  por  acción  personal, 
pendientes  en  primera  instancia  contra  el  difunto  :  los 
autos  en  que  se  sigan  se  acumularán  á  los  del  juicio  uni- 
versal. 


t°  A  inventariar  y  depositar  los  bienes  en  persona  que 
ofrezca  garantía  suficiente,  la  cual  se  encargará  también 
de  su  administración.  Esta  será  amovible  á  voluntad  del 
juez  q\ie  conozca  del  abintestato. 

3"  A  examinar  los  libros,  papeles  y  correspondencia  del 
difunto. 

Art.  360.  Al  albacea  que  se  nombrare,  se  darán  por 
el  juez  las  oportunas  instrucciones,  según  la  idea  que  se 
tenga  del  caudal  del  difunto  y  sus  circunstancias,  para  el 
desempeño  de  su  encargo. 

Art.  361.  El  depositario  administrador  de  los  bienes 
prestará  fianza  proporcionada  á  lo  que  deba  administrar, 
á  satisfacción  y  bajo  la  responsabilidad,  del  juez  que  haya 
prevenido  el  abintestato. 

Art.  362.  Si  se  encontraren  metálico  ó  alhajas,  se  de- 
positarán en  el  establecimiento  público  señalado  al  efecto, 
debiendo  el  juez  conservar  en  su  poder  el  documento  de 
depósito.  De  este  documento  se  pondrá  testimonio  en  los 
autos. 

Art.  363.  Si  hubiere  frutos  almacenados  se  deberán  so- 
brellavar los  almacenes  ;  y  si  pendientes,  ó  se  estuvieran 
recogiendo,  se  constituirán  guardas  ó  interventores,  según 
mas  convenga. 

Art.  364.  El  juez  de  primera  instancia,  ó  el  de  paz, 
abrirán  la  correspondencia  en  presencia  del  administrador 
nombrado  y  del  escribano,  y  adoptarán  en  su  consecuen- 
cia las  medidas  que  su  resultado  exija  para  la  seguridad 
de  los  bienes. 

Art.  363.  Practicadas  estas  diligencias  por  el  juez  de 
paz,  las  remitirá  al  de  primera  instancia  con  la  debida  se- 
guridad, poniendo  á  su  disposición  los  bienes,  libros  y  pa- 
peles intervenidos,  y  la  correspondencia  remitida. 

Art.  366.  El  juez,  recibidas  las  diligencias,  rectificará 
cualesquiera  fallas  que  en  ellas  puedan  haberse  omitido, 
dictando  al  efecto  las  providencias  que  estime  oportunas. 

Art.  367.  Luego  que  el  juicio  hubiere  llagado  á  este 
estado,  será  parte  en  él  el  promotor  fiscal  en  represen- 
tación de  los  que  puedan  tener  derechos  á  la  herencia. 

Será  de  su  obligación  promover  cuanto  considere  opor- 
tuno para  la  seguridad  y  buena  administración  de  los 
bienes. 

Art.  368.  Practicadas  en  debida  forma  las  diligencias 

Ereventivas,  el  juez  mandará  fijar  edictos  en  los  sitios  pú- 
licos  del  pueblo  del  juicio,  del  en  que  hubiere  fallecido 
el  dueño  de  los  bienes,  y  del  de  su  naturaleza,  anunciando 
su  muerte  sin  testar,  y  llamando  á  los  que  se  crean  con 
derecho  á  heredarle,  para  que  comparezcan  en  el  juz- 
gado dentro  del  término  que  en  los  mismos  edictos  se 
señalare. 

Estos  edictos  se  insertarán  en  los  periódicos  oGciales  de 
dichos  tres  pueblos,  silos  hnbiere;  y  en  la  Gaceta  del  go- 
bierno cuando  las  circunstancias  del  caso  lo  exigieren  á 
juicio  del  juez. 

Art.  369.  El  término  de  esla  convocación  será  el  de 
treinta  dias  contados  desde  la  fecha  de  la  fijación  de  los 
edictos  en  el  último  de  los  pueblos  en  que  se  verificare. 

Art.  370.  Si  el  pueblo  de  la  naturaleza  del  difunto  es- 
tuviere fuera  do  la  Península,  podrá  el  juez  ampliar  es- 
tos términos  prudentemente  habida  consideración  á  la 
distancia. 


ciones  ú  otras  circunstancias  extraordinarias  lo  exieie 
ren.  ° 

Art.  371.  Presentándose  ó  no  herederos  á  consecuen- 
cia de  este  llamamiento,  se  fijarán  segundos  edictos  por 
termino  de  veinte  dias  contados  en  la  forma  antes  esta- 
blecida. 
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Art.  382.  Los  pleitos  en  que  se  haya  ejercitado  una  ac- 
ción real,  continuarán  en  el  juzgado  en  que  se  hubieren 
promovido,  si  fuere  el  del  lugar  en  que  esté  sita  la  cosa 
inmueble,  ó  del  en  que  se  hubiere  hallado  la  mueble  sobre 
que  se  litigue. 

Art.  383.  Cuando  los  pleitos  de  que  habla  el  artículo 
anterior  no  se  sigan  en  los  juzgados  que  en  el  mismo  se 
expresan,  deberán  remitirse  al  que  conozca  del  abintestato 
para  su  acumulación. 

Art.  384.  El  administrador  de  los  bienes  representará 
al  abintestato  eu  todos  ios  pleitos  que  se  promuevan  ó 
que  estén  principiados  al  prevenirse  este  juicio,  y  él  mis- 
mo ejercitará  también  las  acciones  que  pudieran  corres- 
ponder al  difunto  hasta  que  por  ejecutaría  haya  heredero 
declarado. 

SECCIÓN  SEGUNDA, 

De  la  administración  del  abintestato. 

Art.  385.  Terminado  y  rectificado  el  inventario,  el  juez 
podrá  exigir  al  administrador  de  los  bienes  mayor  fianza 
que  la  que  hubiere  prestado  en  las  primeras  diligencias, 
si  así  lo  exigiere  la  verdadera  entidad  del  caudal. 

El  juez  reemplazará  con  administrador  de  que  dé  fianza 
cumplida,  el  que  no  la  hubiere  dado  ó  diere  suficiente. 

Art.  386.  El  administrador  nombrado,  é  el  que  lo  reem- 
place, rendirá  cuentas  el  dia  último  de  cada  mes. 

Estas  cuentas  se  unirán  á  los  autos. 

El  j  uez  oirá  sobre  ellas  al  promotor  si  no  hubiere  here- 
dero declarado,  y  las  aprobará  en  su  caso  sin  perjuicio, 
disponiendo  el  depósito  del  saJdo  que  resultare  en  el  esta- 
blecimiento público  en  que  se  hallen  depositados  los  de- 
mas  fondos  del  abintestato. 

Art.  387.  Todas  las  actuaciones  relativas  á  administra- 
ción estarán  de  manifiesto  en  la  escribanía  á  disposición 
de  los  que  se  hayan  presentado  alegando  derecho  á  la  he- 
rencia, y  el  juez  deberá  atender  las  reclamaciones  justas 
que  sobre  ellas  hicieren. 

Art.  388.  Roconocidos  por  ejecutoria  como  herederos 
uno  ó  mas  de  los  parientes  presentados  alegando  derecho 
á  la  herencia,  se  entenderá  con  ellos  todo  lo  relativo  al 
examen  y  aprobación  de  las  cuentas,  cesando  completa- 
mente la  intervención  del  promotor. 

Art.  389.  No  se  ejecutará  arriendo  alguno  sino  en  pú- 
blica subasta  y  previa  la  fijación  de  un  tipo  mínimo,  que 
sera  el  término  medio  de  los  arrendamientos  de  los  bienes 
en  los  cinco  años  últimos. 

Art.  390.  Las  subastas  páralos  arrendamientos  se  anun- 
ciaran en  los  pueblos  en  que  estuviere  radicado  el  juicio, 
y  en  el  que  se  hallaren  los  bienes,  verificándose  la  subasta 
en  el  primero. 

Art.  301.  En  los  editos  que  se  fijarán  en  los  sitios  públi- 
cos de  ambos  pueblos,  é  insertarán  en  sus  periódicos  ofi- 
ciales si  los  hubiere,  se  anunciará  el  tipo  señalado  expre- 
sándose el  dia,  hora  y  sitio  de  remate. 

Art.  392.  El  término  de  la  subasta  será  de  un  mes  con- 
tado desde  la  inserción  de  los  anuncios  en  los  periódicos,  ó 

debidamente '  SU  fiJaCÍ°n'  que  se  iará  conslar 

Art.  393.  En  las  subastas  no  se  admitirá  postura  infe- 
rior al  tipo  señalado. 

Art  394.  Si  no  se  presentare  postura  admisible  se  lla- 
mará a  segunda  subasta  con  iguales  solemnidades  que  en 
la  anterior,  rebajando  el  tipo  que  haya  servido  para  esta 
de  un  diez  á  un  quince  por  ciento,  que  fijará  el  juez  te- 
niendo en  cuenta  la  entidad  de  las  posturas  que  se  húbie- 


Art.  395.  Si  aun  asi  no  se  lograre  proposición  admisi- 
ble, el  juez  determinará  lo  que  según  las  circunstancias, 
y  oyendo  á  las  partes,  estime  conveniente. 

Art.  396.  Para  toda  subasta  se  formará  un  pliego  de 
condiciones,  que  se  pondrá  de  manifiesto  á  los  licitadores 
en  la  escribanía  de  juzgado  que  conozca  del  juicio,  y  en 
la  del  pueblo  en  que  estén  los  bienes  objeto  del  remate. 
En  los  edictos  y  anuncios  se  hará  la  oportuna  prevención 
sobre  esto. 

Art.  397.  Durante  la  sustanciacion  del  juicio  de  abin- 
testato no  se  podrán  enagenar  los  bienes  inventoriados. 

Exceptúanse  de  esta  regla  : 

i"  Los  que  puedan  deteriorarse. 

2o  Los  que  sean  de  difícil  y  costosa  conservación. 

3o  Los  frutos  para  cuya  enajenación  se  presenten  cir- 
cunstancias que  se  estimen  ventajosas. 

4o  Los  que  sean  necesarios  para  cubrir  las  atenciones 
del  abintestato. 

El  juez  podrá  decretar  la  venta  de  cualesquiera  de  estos 
bienes  en  pública  subasta,  previo  avalúo  por  peritos  oyendo 
á  los  interesados,  y  mandará  depositar  su  producto  en  el 
establecimiento  público  en  que  lo  estén  los  demás  fondos 
del  abintestato. 

Art.  398.  Las  subastas  de  que  habla  al  artículo  ante- 
rior, se  verificarán  con  las  mismas  solemnidades  y  en  los 
mismos  •  términos  establecidos  para  las  de  los  arrenda- 
mientos, exceptuándose  las  de  los  frutos  y  bienes  mue- 
bles ó  semovientes  para  los  cuales  los  términos  serán  de 
diez  dias. 

Art.  399.  Los  efectos  públicos  no  están  comprendidos  en 
las  regias  que  establece  el  precedente  artículo. 

Su  enagenacion  se  hará  por  medio  de  agente  de  bolsa 
ó  corredor  que  nombre  el  juzgado. 

Art.  400.  El  juez  abrirá  la  correspondencia  que  venga 
dirigida  al  difunto,  en  presencia  del  escribano  actuario  y 
del  administrador  del  abintestato,  en  los  períodos  que  se 
señalen  según  las  circunstancias.  El  administrador  reci- 
birá la  que  tenga  relación  con  el  caudal,  dejándose  testi- 
monio de  ella  en  los  autos,  y  el  juez  conservará  la  restante 
para  darle  en  su  dia  el  destino  correspondiente. 

Art.  401.  El  administrador  no  tiene  derecho  á  atra  re- 
compensa que  la  que  á  continuación  se  expresa  : 

Sobre  el  producto  líquido  de  la  venta  de  frutos,  bienes 
muebles  ó  semovientes,  el  dos  por  ciento. 

Sobre  el  producto  líquido  de  la  venta  de  bienes  raíces, 
el  uno  por  ciento. 

Sobre  la  cobranza  de  valores  de  cualquiera  especie,  el 
medio  por  ciento. 

Sobre  el  producto  líquido  de  la  venta  de  efectos  públi- 
cos, el  medio  por  ciento. 

Sobre  el  importe  líquido  de  los  demás  ingresos  que 
haya  en  la  administración  por  conceptos  diversos  de  los 
expresados  en  los  párrafos  precedentes,  el  cinco  por 
ciento. 

Art.  402.  El  administrador  estará  obligado  á  rendir  una 
cuenta  general  de  su  administración  á  los  herederos  re- 
conocidos, ó  al  Estado  en  su  caso.  Hasta  que  se  haya  ren- 
dido y  recaído  la  aprobación,  no  so  cancelará  la  lianza  que 
tenga  prestada. 

Art.  403.  Los  libros  y  papeles  del  difunto  se  entregarán 
á  sus  herederos  reconocidos,  si  los  hubiere.  Si  no  se  pre- 
sentare nadie  alegando  derecho  á  la  herencia,  ó  no  fueren 
reconocidos  los  que  se  hubiesen  presentado,  y  se  declara- 
ren vacantes  los  bienes,  se  entregarán  al  Estado  los  libros 
y  papeles  que  tengan  relación  con  ellos,  y  los  demás  se 
archivarán  con  los  autos  del  abintestato  en  un  pliego  cer- 
rado y  sellado,  en  cuya  carpeta  rubricarán  el  juez,  pro- 
motor y  escribano. 
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TITULO  X. 


DE   LAS   TESTAMENTARIAS. 

Art.  404.  El  juicio  de  testamentaría  puede  ser  volunta- 
rio ó  necesario. 

Art.  405.  Es  voluntario  cuando  lo  promueve  parte  legí- 
tima. 

Art.  406.  Son  parte  legítima  para  promover  el  juicio 
voluntario  de  testamentaría  : 

1°  Los  herederos  ó  cualquiera  de  ellos. 

2*  El  cónyuge  que  sobreviva. 

3o  Los  legatarios  de  parte  alícuota  del  caudal,  ó  cual- 
quiera de  ellos. 

Art.  407.  Es  necesario  el  juicio  de  testamentaría  : 

1°  Cuando  los  herederos  están  ausentes  y  no  hay  quien 
los  represente  legítimamente. 

2°  Cuando  los  herederos  son  menores  ó  están  incapacita- 
dos, bien  se  hallen  ausentes  ó  presentes,  si  el  testador  no 
hubiere  dispuesto  lo  contrario. 

3o  Cuando  uno  ó  varios  acreedores  lo  solicitaren. 

Art.  408.  Para  que  á  instancia  de  uno  ó  mas  acreedo- 
res pueda  promoverse  el  juicio,  se  necesita  que  quien  lo 
pida  presente  título  que  justifique  cumplidamente  su 
crédito. 

Art.  409.  El  derecho  de  los  acreedores  á  promover  el 
juicio  de  testamentaría  caducará,  si  por  los  herederos  se 
les  diere  fianza  bastante  á  responder  de  sus  créditos,  in- 
dependientemente de  los  bienes  del  finado. 

•  Art.  410.  El  juez  del  domicilio  del  difunto  es  el  compe- 
tente para  conocer  del  juicio  de  testamentaría,  bien  sea 
necesario  ó  voluntario. 

Art.  411.  Lo  dispuesto  en  el  artículo  anterior  no  impide 
la  sumisión  expresa  ó  tácita  de  los  interesados  á  otro  juez 
ordinario. 

Art.  412.  El  juez  del  lugar  en  que  ocurriere  el  falleci- 
miento deberá  prevenir  el  juicio;  y  remitir  al  del  domici- 
lio los  autos  que  haya  formado  para  que  este  los  continúe 
con  arreglo  á  derecho. 

Art.  413.  Se  entiende  por  prevención  del  juicio  de  tes- 
tamentaría la  ocupación  de  los  bienes  de  papeles  del  finado, 
y  la  adopción  de  las  providencias  urgentes  y  de  las  pre- 
cauciones necesarias  para  evitar  abusos  y  fraudes. 


SECCIÓN  PRIMERA. 

Del  juicio  voluntario  de  testamentaria. 

Art.  414.  El  que  promueva  el  juicio  voluntario  de  tes» 
tamentaría  debe  presentar  la  partida  de  defunción  de  la 
persona  de  cuya  sucesión  se  trate,  y  no  siendo  esto  posi- 
ble, otro  documento  ó  prueba  que  la  acredite,  y  el  testa- 
mento del  difunto. 

Art.  415.  Siendo  parte  legítima  quien  lo  pida,  y  cum- 
plidos los  requisitos  expresados  en  el  artículo  anterior, 
mandará  el  juez  que  se  ratifique  en  la  solicitud  que  hu- 
biere formulado.  Hecha  esta  ratificación,  el  juez  habrá 
por  provenido  el  juicio,  citando  para  él  en  forma  á  todos 
los  interesados. 

Art.  416.  Si  hubiere  herederos  menores  ó  incapacita- 
dos, que  tengan  tutor  ó  curador,  los  mandará  citar  para 
el  juicio. 

Si  no  los  tuvieren  se  le  nombrará,  ó  hará  que  los  nom" 
bren  con  arreglo  á  derecho. 


Art.  417.  Estando  ausentes  los  herederos  y  sabiéndose 
su  residencia,  los  mandará  citar  en  forma. 

Si  se  ignorare,  los  llamará  por  edictos  que  se  fijarán 
en  los  sitios  públicos,  é  insertarán  en  los  Diarios  del  pue- 
blo, si  los  hubiere,  y  en  el  Boletín  de  la  provincia;  y  si  el 
juez  lo  creyere  necesario  ó  conveniente  atendidas  las  cir- 
cunstancias del  caso  en  la  Gaceta  de  Madrid. 

Art.  418.  Se  citará  también  al  promotor  6scal  para  que 
represente  á  los  herederos,  cuyo  paradero  se  ignorare,  y 
á  los  que  hayan  sido  mandados  citar  en  su  persona  por 
ser  conocido  su  domicilio,  mientras  se  presenten. 

Art.  419.  Presentados  los  herederos  ausentes  y  aque- 
llos cuyo  paradero  se  ignore,  cesa  la  representación  del 
promotor. 

Art.  420.  Si  el  autor  ó  curador  de  algún  heredero  me- 
nor ó  incapacitado  tienen  interés  en  la  herencia,  le  pro- 
veerá el  juez  con  arreglo  á  derecho  de  un  curador  espe- 
cial para  el  juicio,  ó  hará  que  lo  nombre  si  tuviere  edad 
para  ello. 

Art.  421 .  La  intervención  del  curador  dado  para  el  jui- 
cio se  limitará  solo  á  aquello  en  que  el  tutor  ó  curador 
para  los  bienes  tengan  incompatibilidad. 

En  todos  los  demás  casos,  estos  serán  los  únicos  repre- 
sentantes del  menor  ó  del  incapacitado. 

Art.  422.  Si  el  que  haya  promovido  el  juicio  solicitare 
la  intervención  del  caudal,  se  decretará  de  la  manera  me- 
nos vejatoria  posible. 

Art.  423.  Praticadas  las  primeras  diligencias  necesa- 
rias al  intento  ,  el  juez  convocará  á  junta  álos  herederos 
para  que  se  pongan  de  acuerdo  sobre  la  administración 
del  caudal,  su  custodia  y  conservación. 

Art.  424.  Si  no  se  consiguiere,  determinará  el  juez  lo 
que  según  las  circunstancias  corresponda,  con  sujeción  á 
reglas  siguientes  : 

Ia  El  metálico  se  depositará  en  el  establecimiento  pú- 
blico destinado  al  efecto. 

2a  Las  alhajas,  muebles,  semovientos  y  frutos  recolec- 
tados, se  pondrán  en  depósito,  exigiéndose  las  segurida- 
des convenientes  al  depositario. 

3a  Se  nombrará  administrador  al  viudo  ó  viuda,  y  en 
su  defecto  al  interesado  que  tuviere  mayor  parle  en  la 
herencia,  si  reúne  á  juicio  del  juez  la  capacidad  necesaria, 
para  desampeñarla. 

4a  Si  no  concurre  esta  circunstancia  en  quien  tuviere 
la  mayor  parte  en  la  herencia,  ó  fuere  igual  la  participa- 
ción eñ  ella  de  todos  los  interesados  ó  de  algunosde  el- 
los, podra  el  juez  nombrar  á  cualquiera  de  éstos,  ó  á  un 
extraño. 

Sa  Cualquiera  que  sea  el  administrador,  deberá  pres- 
tar fianza  bastante  á  responder  de  la  que  perciba,  si  los 
interesados  de  común  aouerdo  no  lo  dispensaren  de  ha- 
cerlo. 

-«a  No  habiendo  acuerdo  acerca  de  esto,  la  fianza  sera 
proporcionada  al  interés  en  el  caudal  de  los  que  no  otor- 
guen en  relevación. 

Art.  425.  en  adelante  se  dividirá  el  juicio  en  tres  períor 
dos  que  se  llamarán  : 

Io  De  inventario. 

2o  De  avalúo. 

3o  De  division. 

Art.  426.  Las  operaciones  de  inventarío  y  avalúo  po- 
drán practicarse  simultáneamente  : 

i°  Cuando  los  interesados  lo  acordaren. 

2o  Cuando  alguno  de  ellos  lo  pidiere  y  el  juez  lo  es- 
timare conveniente,  atendidas  las  circunstancias  del 
caudal, 
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PRIMER  PERIODO. 

Inventario. 

Art.  427.  Los  inventarios  se  harán  judicialmente  : 
1*  Cuando  estuviere  intervenida  la  herencia. 
2°  Cuando  lo  solicitare  alguno  de  los  que  han  sido  de- 
clarados parte  legitima  para  promover  el  juicio. 

Art.  428.  En  todos  los  demás  casos  se  harán  extrajudi- 
cialmente,  señalando  à  los  interesados  término  bastante 
para  que  los  formen  y  presenten,  atendidas  la  situación  y 
calidad  de  los  bienes. 

Art.  429.  Para  hacer  los  inventarios  judicialmente,  se 
dará  comisión  al  escribano,  sin  perjuicio  de  que  el  juez 
pueda  concurrir  á  su  formación  en  todo  ó  en  parte,  si  lo 
considera  necesario. 

Art.  430.  Deberán  ser  citados  para  la  formación  del  in- 
ventario : 

V  Los  herederos. 

2o  El  cónyuge  sobreviviente  si  lo  hubiere,  ó  su  repre- 
sentación legítima. 

3o  Los  legatarios  de  parte  alícuota  del  caudal. 

Art  431.  Citados  todos  los  que  menciona  el  artículo  an- 
terior, el  escribano  procederá  con  los  que  concurran 
á  hacer  la  descripción  de  los  bienes  por  el  orden  si- 
guiente : 

Io  Metálico. 

2o  Alhajas. 

3o  Efectos  públicos. 

4°  Semovientes. 

o°  Frutos. 

6o  Muebles. 

7o  Raíces. 

8o  Derechos  y  acciones. 

Todo  se  expresará  en  las  diligencias  que  se  extiendan 
con  la  claridad  y  precisión  convenientes. 

Art.  432.  Se  formará  ademas  con  igual  claridad  y  pre- 
cisión, y  concurrencia  de  los  interesados ,  un  inventario 
especial  de  las  escrituras,  documentos  y  papeles  de  im- 
portancia que  se  encuentren. 

Art.  433.  Concluido  el  inventario,  el  juez  traerá  los  au- 
tos á  la  vista,  y  lo  aprobará,  si  estuvieron  conformes  to- 
dos los  interesados. 

Art.  434.  Si  no  hubiere  conformidad,  mandará  el  juez 
poner  de  manifiesto  el  inventario  en  la  escribanía  por  tér- 
mino de  ocho  dias,  para  que  los  interesados  puedan  for- 
mular las  reclamaciones  que  estimen  convenientes. 

Art.  435.  Pasado  dicho  término  sin  haberse  formali- 
zado ninguna  reclamación,  el  juez  mandará  traer  los  au- 
tos à  la  vista,  y  aprobará  el  inventario  en  la  forma  antes 
establecida. 

Art.  436.  Estas  providencias  aprobando  el  inventario 
en  los  casos  antes  referidos,  se  notificarán  á  todos  los 
citados  para  su  formación,  y  son  apelables  en  un  solo 
efecto. 

Art.  437.  Las  reclamaciones  que  se  hicieren ,  se  sus- 
tanciarán en  via  ordinaria  y  piezas  separadas,  cuidán- 
dose que  los  que  sostengan  la  misma  causa  litiguen  bajo 
una  sola  dirección  y  representados  todos  por  un  procu- 
rador. 

Art.  438.  Las  reclamaciones  contra  la  aprobación  del 
inventorio  no  suspenderán  la  sustanciacion  del  juicio,  que 
continuará  hasta  el  fin  del  segundo  período. 

Art.  439.  Si  las  reclamaciones  tienen  por  objeto  excluir 
alguna  cosa  del  inventario,  no  se  comprenderá  esta  en  el 


avalúo  hasta  que  recaiga  ejecutoria,  declarándola  bien  in- 
ventariada. 

Art.  440.  Aprobado  el  inventario,  ó  formadas  las  pie- 
zas separadas  para  sustanciar  las  reclamaciones  que  so- 
bre él  se  intentaren ,  comenzará  el  segundo  período  del 
juicio. 

segundo  período. 

Avalúo. 

Art.  441.  Todos  los  bienes  inventariados,  á  excepción 
de  aquellos  cuya  exclusion  se  haya  pretendido,  serán  va- 
luados. 

Art.  442.  No  se  valuarán  los  bienes,  cuya  inclusion  en 
el  inventario  esté  solicitada,  hasta  que  se  declare  por  eje- 
cutoria que  deben  hacer  parte  del  caudal. 

Art.  443.  El  avalúo  deberá  hacerse  por  peritos,  que 
nombren  los  interesados  de  común  acuerdo  en  junta  que 
se  convocará  al  efecto.. 

Art.  444.  Si  no  se  pudiere  obtener  acuerdo  de  los  inte- 
resados, tendrán  derecho  á  nombrar  peritos: 

Io  El  cónyuge  que  sobre  viva. 

2o  Los  herederos,  entendiéndose  que  por  parte  de  to- 
dos ellos  ha  de  ser  nombrado  un  solo  perito. 

3o  El  legatario  ó  legatorios  de  parte  alícuota  del  caudal  ; 
todos  los  cuales  deberán  nombrar  igualmente  un  solo 
perito. 

Art.  445.  Cuando  solo  concurran  el  cónyuge  del  fina- 
do, los  herederos  y  legatarios  de  parte  alícuota,  el  pri- 
mero nombrará  un  perito,  y  todos  los  demás  reunidos, 
otro.  « 

Art.  446.  Cuando  solo  concurran  herederos,  si  no  con- 
vinieren en  la  designación  de  los  peritos,  cada  cual  de 
ellos  podrá  nombrar  uno  por  su  parle. 

Lo  mismo  sucederá  cuando  concurran  herederos  y  lega- 
torios  de  parte  alícuota. 

Art.  447.  Para  el  avalúo  de  cualesquiera  bienes  en  que, 
por  efecto  de  las  disposiciones  del  testador,  puedan  estal- 
los intereses  de  alguno  ó  algunos  de  los  herederos  en  con- 
traposición con  los  de  los  demás  partícipes  de  la  herencia, 
aun  cuando  aquellos  lo  sean  de  cosa  determinada,  tendrán 
derecho  los  que  se  encuentren  en  dicho  caso  a  nombrar  un 
perito,  y  otre  los  demás  interesados  reunidos. 

Art  448.  Si  los  que  deben  nombrar  peritos  no  se  pusie- 
ren de  acuerdo,  se  observará  lo  que  para  este  caso  pre- 
viene el  párrafo  3*  de  la  regla  1°  del  articulo  303. 

Art.  449.  El  nombramiento  de  peritos,  y  de  tercero  en 
caso  de  discordia,  se  sujetará  á  las  reglas  4»  2»  3a  y  8»  del 
mismo  articulo  303. 

Art.  450.  Los  peritos,  y  el  tercero  en  caso  de  discordia, 
desempeñarán  su  encargo  del  modo  que  previenen  las 
reglas  4a  5a  6a  7a  13a  del  citado  art.  303. 

Art.  451.  Solo  el  perito  tercero  puede  ser  recusado. 

Su  recusación  únicamente  será  admissible  con  causa. 

Cada  parte  no  podrá  recusar  mas  que  dos. 

Art.  452.  Respecto  alas  causas  por  que  pueden  ser  re- 
cusados los  peritos  terceros,  tiempo  en  que  debe  hacerse 
la  recusación,  y  modo  de  reemplazar  a  'os  recusados  se 
observará  lo  establecido  en  las  reglas  10»  H*  y  12  del  art. 
303. 

Art.  453.  Hecho  el  avalúo  y  unido  á  los  autos,  se  pon- 
drán estos  por  ocho  dias  de  manifiesto  en  la  escríbanla, 
para  que  los  interesados  puedan  reconocerlo. 

Art.  454.  Si  trascurriere  el  término  de  los  ocho  dias 
sin  haberse  hecho  oposición,  el  juez  llamará  los  autos  a 
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la  vista  y  aprobará  el  avalúo  mandando  pasar  el  juicio 
al  tercer  estado,  si  no  se  hubieren  promovido  pleitos  so- 
bre el  inventario,  ó  los  suscitados  han  llegado  á  su  tér- 
mino. 

Art.  455.  Si  hubiere  pleitos  aun  pendientes  sobre  inclu- 
sion ó  exclusion  de  bienes,  se  espérera  por  punto  general, 
para  pasar  al  tercer  período,  á  que  se  terminen  por  eje- 
cutoria. 

Exceptúanse  : 

Io  El  caso  en  que  los  interesados  estuvieren  conformes 
en  que  se  proceda  á  la  liquidación  y  division  de  la  parte 
del  caudal,  á  que  no  se  refieran  los  pleitos,  sin  esperar  su 
terminación. 

2°  El  en  que,  aun  no  habiendo  conformidad,  y  pidién- 
dolo alguno  de  los  interesados,  el  juez  estime  que  puede 
verificarse  quedando  completamente  á  cubierto  los  dere- 
chos de  los  que  se  opusieren,  lo  cual  procurará  bajo  su  res- 
ponsabilidad. 

La  providencia  que  se  dictare  sobre  esta  es  apelable  en 
ambos  efectos. 

Art.  456.  Ejecutoriados  quesean  los  pleitos  sobro  inclu- 
sion en  los  inventarios,  ó  exclusion  de  ellos,  se  procederá 
en  la  misma  forma  prevenida  á  avaluar  los  bienes  que  se 
manden  agregar  de  nuevo,  ó  que  se  declare  deben  conti- 
nuar inventariados. 

Art.  457.  A  los  avalúos  hechos  por  peritos  de  nom- 
bramiento de  los  interesados  de  la  manera  que  queda 
establecida,  solo  puede  hacerse  oposición  por  dos  cau- 
sas: 

1»  Por  error  en  la  causa  objeto  del  avalúo,  ó  en  sus  con- 
diciones y  circunstancias  esenciales. 

2»  Por  cohecho  á  los  peritos,  ó  inteligencias  fraudu- 
lentas entre  ellos  y  alguno  ó  algunos  de  los  interesados 
para  aumentar  ó  disminuir-  el  valor  de  cualesquiera  bie- 
nes. 

Ninguna  otra  reclamación  será  admisible  contratos  ava- 
lúos. 

Art.  458.  Una  vez  formulada  oposición  por  la  primera 
de  las  dos  cosas  expresadas  en  el  articulo  anterior,  el  juez 
convocara  à  los  interesados  y  peritos  á  una  junta  para  que 
discutan  la  cuestión  promovida. 

Art.  459.  En  el  acta  que  se  extienda  de  la  junta,  que 
deberán  firmar  todos  los  concurrentes,  se  expresarán 
con  individualidad  y  precisión  los  hechos,  y  la  opinion  ó 
creencia  sobre  ellos  que  hayan  manifestado  los  intere- 
sados. 

Art.  460.  Terminada  la  junta,  llamará  el  juez  los  autos 
á  la  vista,  y  si  no  hubiere  conformidad  en  los  hechos,  con- 
ferirá traslado  de  la  oposición  á  los  interesados  en  la  re- 
clamación, y  la  sustanciará  en  via  ordinaria,  haciendo 
que  litiguen  unidos  los  que  sostengan  unas  mismas  pre- 
tensiones. 

Art.  461.  Si  resultare  en  la  junta  conformidad  en  los 
hechos,  traerá  también  el  juez  los  autos  á  la  vista  y  dic- 
tará sentencia. 

Art.  462.  Esla  sentencia  es  apelable  en  ambos  efectos. 

Interpuesta  la  apelación,  se  remitirán  los  autos  al  Tri- 
bunal superior  con  citación  y  emplazamiento  de  los  inte- 
resados. 

Art.  463.  Las  apelaciones  se  sustanciarán  como  las  de 
las  sentencias  interlocutorias. 
En  ellas  no  se  admitirán  probanzas  de  ningún  género. 

Art.  464.  Si  la  oposición  echa  al  avalúo  se  fundare 
en  la  segunda  de  las  causas  designadas  en  el  art.  457, 
se  sustanciará  con  sujeción  à  la  forma  del  juicio  ordi- 
nario, oyéndose  precisamente  al  Ministerio  fiscal,  aun 
cuando  antes  haya  cesado  su  representación  en  la  testa- 
mentaria. 


Art.  465.  Si  apareciere  motivo  fundado  para  creer  que 
el  cohecho  ó  las  inteligencias  fraudulentas  para  el  avalúo 
han  tenido  lugar,  se  mandará  proceder  criminalmente 
contra  los  culpables. 

Art.  466.  Aprobados  el  inventario  y  avalúo  de  los  bie- 
nes, y  terminados  todos  los  pleitos  á  que  uno  y  otro  hayan 
dado  lugar,  se  procederá  á  la  liquidación  y  division  del 
caudal. 

TERCER  PERIODO. 

Division. 

Art.  467.  El  período  de  division  principiará  por  una 
junta  en  que  se  procurará  que  las  parles  se  pongan  de 
acuerdo  para  el  nombramiento  de  contadores. 

Art.  468.  El  nombramiento  de  contador  puede  recaer 
en  cualquiera  persona  de  la  confianza  de  los  que  lo 
elijan. 

Art.  469.  Cuando  todas  las  partes  estén  de  acuerdo  en 
el  nombramiento  de  un  solo  contador,  este  hará  la  li- 
quidación y  division.  En  los  demás  casos  habrá  dos  con- 
tadores, que  procederán  unidos  á  ejecutar  estas  opera- 
ciones. 

Art.  470.  Los  dos  contadores  de  que  habla  él  articulo 
anterior  serán  nombrados  por  los  interesados,  si  hubiere 
avenencia  en  la  elección  de  Jas  personas. 

Art.  471.  Si  no  hubiere  avenencia  en  esta  elección,  se 
procederá  del  modo  y  forma  prevenidos  en  los  artículos 
que  se  refieren  al  nombramiento  de  los  peritos,  en  el  caso 
en  que  no  estén  conformes  los  interesados. 

Art.  472.  Los  contadores  que  se  nombren  para  diri- 
mir las  discordias  que  ocurran  entre  los  elegidos  por 
los  interesados,  serán  letrados  de  los  que  ejerzan  la  pro- 
fesión en  el  lugar  del  juicio,  ó  en  su  defecto  en  los  mas 
immediatos. 

Art.  473.  Para  su  nombramiento,  recusación,  tiempo  en 
que  deba  hacerse,  y  modo  de  reemplazarlos,  se  observara 
cuanto  se  halla  prevenido  respecto  á  los  mismos  puntos  en 
el  artículo  303. 

Art.  474.  Elegidos  los  contadores,  previa  su  aceptación, 
se  les  entregarán  los  autos,  y  por  inventario  los  papeles  y 
documentos  relativos  al  caudal  para  que  procedan  á  desem- 
peñar su  encargo. 

Art.  475.  Siles  ocurrieren  algunas  dudas,  podrán  recur- 
rir al  juez,  y  este  mandará  que  se  convoque  à  los  intere- 
sados para  una  junta  á  fin  de  que  convengan  en  lo  que 
crean  mas  procedente  respecto  á  ellas. 

Art.  476.  Si  convinieren,  lo  cual  se  hará  constar  en  el 
acta  de  la  junta  que  firmarán  los  concurrentes,  los  conta- 
dores consideraran  lo  convenido  como  su  puesto  de  la  li- 
quidación y  division. 

Art.  477.  Si  no  hubiere  conformidad  en  la  junta,  los 
contadores  resolverán  las  dudas  como  estimen  juste, 
adoptando  también  como  supuesto  la  resolución  que  to- 
maren. 

Art.  478.  Antes  de  hacer  los  contadores  las  adjudica- 
ciones, promoverán,  en  los  términos  expresados  en  el  art. 
475,  la  celebración  de  otra  junta,  á  la  que  concurrirán  con 
los  interesados. 

Esta  junta  tendrá  por  objeto  obtener  el  acuerdo  de  estos 
respecto  á  la  adjudicación. 

Art.  479.  Si  hay  conformidad,  los  contadores  ejecu- 
tarán la  adjudicación  en  la  forma  que  se  haya  convenido. 

Si  no  la  hubiere,  la  harán  como  crean  que  procede  con 
arreglo  á  derecho. 

Art.  180.  Concluida  la  liquidación  y  division,  las  pre- 
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sentarán  los  contadores  al  juzgado  en  papel  común  y  au« 
torizadas  con  sus  firmas. 

Art.  481.  El  juez  mandará  ponerlas  de  manifiesto  en  la 
escribanía  por  término  de  ocho  dias,  haciéndolo  saber  á  los 
interesados. 

Art.  482.  Si  pasare  dicho  término  sin  hacerse  oposición, 
llevará  el  juez  los  autos  á  la  vista,  y  aprobará  la  liquida- 
ción y  partición,  mandando  protocolizarlas  con  reintegro 
del  papel  sellado  correspondiente.  Si  se  apelare,  se  admi- 
tirá Ja  apelación  solo  en  un  efecto. 

Art.  483.  Si  los  interesados  ó  alguno  de  ellos  pidie- 
ren dentro  de  los  ocho  dias  que  se  les  entreguen  con  los 
autos  la  liquidación  y  partición  para  examinarlas,  lo 
decretará  el  juez  por  el  término  de  quince  para  cada 
uno. 

Art.  484.  Pasado  el  término  señalado  en  el  articulo  an- 
terior sin  haberse  hecho  oposición  en  forma,  se  procederá 
á  aprobar  la  liquidación  y  division  de  la  manera  prevenida 
en  el  artículo  482. 

Art.  485.  Esta  providencia  es  apelable  en  un  efecto. 

Art.  486.  Cuando  en  tiempo  hábil  se  hiciere  oposición 
á  la  liquidación  y  partición,  el  juez  convocará  á  junta 
á  los  interesados  y  contadores  para  que  acuerden  lo  que 
mas  convenga,  oidas  las  explicaciones  que  se  den  mutua- 
mente. 

De  esta  junta  se  extenderá  oportuna  acta. 

Art.  487.  Si  hubiere  conformidad  de  todos  los  interesa- 
dos respecto  á  las  cuestiones  que  se  hubieren  promovido, 
se  ejecutará  lo  acordado,  y  los  contadores  harán  en  la  li- 
quidación y  division  las  reformas  convenidas. 

Art.  488.  Si  no  hubiere  conformidad,  se  dará  por  con- 
cluida la  junta. 

Art.  489.  En  el  caso  de  que  habla  el  artículo  anterior, 
'  se  dará  conocimiento  á  los  contadores  de  las  reclamacio- 
nes formuladas  para  que  por  escrito  informen  sobre  ellas 
lo  que  estimen  conveniente. 

Art.  490.  Evacuado  este  informe,  se  sustanciarán  di- 
chas reclamaciones,  considerándolas  como  una  demanda, 
con  sujeción  à  los  trámites  prevenidos  paro  el  juicio  or- 
dinario. 

Art.  491.  Aprobadas  definitivamente  las  particiones,  se 
procederá  á  ejecutarlas,  entregando  á  cada  cual  de  los  in- 
teresados lo  que  en  ellas  le  haya  sido  adjudicado  y  los  títu- 
los de  propiedad  ;  poniéndose  previamente  en  ellos  por  el 
escribano  notas  expresivas  de  la  adjudicación. 

También  se  dará  á  todos  los  participes  testimonio  de  su 
haber  y  adjudicación  respectivos. 

Reglas  comunes  a  los  tres  períodos  anteriores. 

Art.  492.  En  cualquier  estado  del  juicio  voluntario  de 
testamentaría  pueden  los  interesados  separarse  de  su  se- 
guimiento y  adoptar  los  ocuerdos  que  estimen  convenien- 
tes. 

Art.  493.  Cuando  lo  solicitaren,  deberá  el  juez  sobreseí- 
en  el  juicio  y  poner  á  disposición  de  los  herederos  los  bie- 
nes, sin  mas  restricciones  que  la  establecida  respecto  al 
juicio  necesario  de  testamentaria,  para  los  casos  de  haber 
herederos  menores,  ausentes  ó  incapacitados. 

Art.  494.  Los  incidentes  que  puedan  ocurrir  en  el  jui- 
cio de  testamentaria  se  sustanciarán  del  modo  prevenido 
para  los  que  tengan  lugar  en  el  ordinario. 

Art.  495.  A  los  menores,  ausentes  ó  incapacitados,  les 
quedan  á  salvo  los  derechos  que  les  conceden  las  leyes, 
ademas  de  los  que  se  les  reconocen  en  las  disposiciones 
que  comprende  este  titulo. 


Art.  496.  Cuando  los  testadores  hayan  establecido  otras 
reglas  distintas  para  el  inventario,  avalúo,  liquidación  y 
division  de  sus  bienes,  serán  respetadas  por  los  herederos 
voluntarios  que  hayan  instituido. 

Art.  497.  Las  testamentarias  podrán  ser  declaradas  en 
concurso  en  los  casos  en  que  proceda  esta  declaración  res- 
pecto á  los  particulares;  y  siéndolo,  se  sujetarán  á  las  re- 
glas .establecidas  para  el  juicio  universal  de  concurso  de 
acreedores. 

SECCIÓN  SEGUNDA. 

Del  juicio  necesario  de  testamentaria. 

Art.  498.  Solo  se  prevendrá  el  juicio  necesario  de  tes- 
tamentaría en  los  casos  determinados  en  el  articulo  407. 

Art.  499.  Practicadas  las  diligencias  precisas  para  la  se- 
guridad de  los  bienes,  libros  y  papeles,  se  acomodará  el 
juicio  á  los  trámites  establecidos  para  el  voluntario  con 
las  modificaciones  siguientes  : 

4  a  Que  los  inventarios  se  formen  siempre  judicial- 
mente. 

2a  Que  para  los  inventarios  y  avalúos  se  cite  al  acreedor 
ó  acreedores  que  hayan  promovido  el  juicio. 

3a  Que  los  acreedores  puedan  ser  parte  en  los  pleitos 
que  se  susciten  sobre  inclusion  ó  exclusion  de  bienes. 

4a  Que  los  bienes  se  constituyan  siempre  en  depósito, 
sin  qne  pueda  hacerse  acuerdo  ninguno  en  contrario. 

5a  Que  el  administrador  en  todo  caso  deba  dar  fianza 
bastante  á  responder  de  lo  que  administre,  sin  que  pueda 
dispensarse  de  ella  por  los  interesados. 

6a  Que  no  se  proceda  en  ningún  caso  á  hacer  entrega 
de  todos  ó  parte  de  los  bienes  á  ninguno  de  los  interesados 
en  el  caudal,  sin  estar  reintegrados  ó  garantidos  á  su  sa- 
tisfacción los  créditos  de  los  acreedores  que  hayan  promo- 
vido el  juicio. 

SECCIÓN  TERCERA. 

De  la  administración  de  las  testamentarias. 

Art.  500.  Se  formará  una  pieza  separada  de  autos,  que 
se  llamará  de  Administración,  en  la  cual  se  actuará  cuan- 
to tenga  relación  con  ella. 

Se  formarán  en  su  caso  los  ramos  separados  necesa- 
rios. 

Art.  501.  Nombrado  el  administrador  y  prestada  la 
fianza,  se  le  pondrá  en  posesión  de  su  encargo,  dándole  á 
reconocer  á  las  personas  con  quienes  deba  entenderse  para 
su  desempeño. 

Art.  502.  El  dia  último  de  cada  mes  el  administrador 
rendirá  una  cuenta,  la  cual  estará  de  manifiesto  en  la 
escribanía  y  á  disposición  de  todos  los  interesados  en  el 
caudal. 

El  juez  oirá  todas  las  reclamaciones  que  sobre  ella  for- 
mularen, dictando  las  providencias  que  en  su  virtud  estime 
necesarias. 

Art.  503.  Todo  lo  concerniente  á  la  administración, 
enajenación,  subastas,  réclamation  de  fondos,  correspon- 
dencia, recompensa  del  administradory  rendición  de  cuen- 
tas, ordenado  en  el  juicio  de  abinteslato,  es  aplicable  á  la 
administración  de  testamenrías,  sin  otra  diferencia  que  la 
de  que,  ademas  de  las  personas  á  cuya  precencia  debe 
abrirse  la  correspondencia,  según  el  articulo  364,  puedan 
concurrir  los  herederos. 

Art.  504.  Aprobadas  las  cuentas  de  la  administración, 
se  facilitará  al  que  hubiere  administrado  el  documento 
oportuno  para  hacerlo  constar,  y  este  entregará  á  los  he- 
rederos lo  que  les  corresponda  de  lo  que  obre  en  su  poder. 
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TITULO  XI. 

DE    LOS    CONCURSOS   DE    ACREEDORES. 
SECCIÓN  PRIMERA. 

Del  concurso  voluntario  de  acreedores. 

Art.-  505.  El  juez  del  domicilio  del  que  se  presente  en 
concurso  voluntario  es  el  competente  para  conocer  de  este 
juicio. 

Art.  506.  El  que  se  presente  en  concurso  voluntario  debe 
acompañar  á  su  solicitud  : 

1°  Relación  ñrmada  de  todos  sus  bienes,  hecha  con  in- 
dividualidad y  exactitud.  Solo  se  exceptuarán  de  ella  los 
bienes,  que  con  arreglo  al  articulo  951,  no  pueden  ser  ob- 
jeto de  ejecución. 

2°  Un  estado  de  las  deudas,  con  expresión  de  su  proce- 
dencia y  de  los  nombres  y  domicilios  de  los  acreedores. 

3°  Una  memoria  en  que  se  consignen  las  causas  que 
hayan  motivado  su  presentación  en  concurso. 

Sin  estos  documentos  no  se  admitirá  ninguna  solicitud 
de  concurso  voluntario. 

Art.  507.  Si  el  deudor  solicita  quita  y  espera,  ó  cualquie- 
ra de  las  dos  cosas,  el  juez  mandará  inmediatamente  con- 
vocar á  junta  de  acreedores. 

Al  efecto  señalará  término  bastante  para  que  puedan 
concurrir  todos  los  que  residan  en  la  Península,  designan- 
do el  dia,  hora  y  sitio  en  que  deba  verificarse  la  junta. 

Art.  508.  La  citación,  que  será  individual  para  los  acree- 
dores expresados  en  el  estado  de  deudas,  se  hará  en  la  for- 
ma que  está  prevenida  en  los  art.  228  y  siguientes  para 
los  emplazamientos  del  juicio  ordinario. 

Art.  509.  Se  publicará  ademas  la  citación  en  los  perió- 
dicos del  pueblo  en  cuyo  juzgado  radicare  el  juicio,  en  el 
Boletín  de  la  provincia,  y  cuando  la  importancia  y  circuns- 
tancias del  concurso  lo  exigieren  á  juicio  del  juez,  en  la 
Gaceta  de  Madrid. 

Art.  510.  Tanto  en  las  cédulas  de  citación,  como  en  los 
edictos,  se  prevendrá  que  los  acreedores  se  presenten  en 
la  junta  con  el  título  de  su  crédito,  bajo  apercibimiento  de 
no  ser  admitidos  de  lo  contrario. 

Art.  511.  La  junta  se  celebrará  en  el  dia  señalado  bajo 
la  presidencia  del  juez  y  con  asistencia  del  escribano  ac- 
tuario. Se  dará  principio  á  ella  por  Ja  lectura  de  los  artí- 
culos de  esta  ley,  que  se  refieran  al  objeto  de  su  convoca- 
ción, de  la  solicitud  que  la  haya  motivado,  y  de  la  rela- 
ción, estado  y  memoria  que  la  acompañen  :  después  de 
haber  hablado  dos  acreedores  en  contra  y  dos  en  pió,  si  se 
hubiere  pedido  la  palabra  en  estos  sentidos,  y  el  deudor  ó 
su  representante,  si  concurren,  las  veces  que  consideren 
necesarias,  podrá  cerrarse  el  debate,  acordándolo  así  la 
mayoría  de  asistentes,  y  en  seguida  el  juez  pondrá  á  vota- 
ción la  espera  ó  la  quita,  formulando  la  cuestión  que  haya 
de  votarse  en  términos  claros  y  precisos. 

Las  votaciones  serán  siempre  nominales  y  se  consigna- 
rán en  el  acta  que  se  extienda. 

El  voto  de  la  mayoría  formará  el  acuerdo. 

Para  que  haya  mayoría  se  necesita  precisamente: 

Io  Que  se  reúnan  dos  terceras  partes  de  votos  de  los  acre- 
dores  concurrentes  á  la  junta. 

2°  Y  que  los  créditos  de  los  que  concurran  con  sus  vo- 
tos á  formar  la  mayoría  importen  euando  menos  las  tres 
quintas  parles  del  total  pasivo  del  concurso. 

Los  acreedores  por  trabajo  personal  y  alimentos,  gastos 
de  funeral,  ordenación  de  última  voluntad,  y  prevención  de 
testamentaría  ó  abintestato,  así  como  los  hipotecarios  le- 


gales y  por  contrato,  pueden  abstenerse  de  tomar  parte  en 
esta  votación. 

Si  se  abstuvieren,  no  quedan  obligados  á  estar  y  pasar 
por  lo  acordado. 

Si  tomaren  parte  en  la  votación,  quedarán  obligados  co- 
mo los  demás  acreedores. 

Art.  512.  Si  el  acuerdo  fuere  denegatorio  de  la  quita  ó 
espera,  quedan  concluido  el  juicio,  y  en  libertad  los  inte- 
resados para  hacer  uso  de  los  derechos  que  puedan  corres- 
ponderles. 

Art.  513.  Si  el  acuerdo  fuere  favorable  al  deudor,  podrá 
ser  impugnado  dentro  de  ocho  dias  siguientes  al  déla  jun- 
ta, por  cualquier  acreedor  que  no  haya  concurrido,  ó  que 
haya  disentido  y  protestado  contra  el  Voto  de  la  mayoría. 

Las  únicas  causas  por  que  pueden  ser  impugnados  los 
acuerdos  sobre  quita  ó  espera,  son  : 

Ia  Defecto  en  las  formas  establecidas  para  la  convocación , 
celebración  y  deliberación  de  la  junta. 

2a  Falta  de  personalidad  ó  representación  en  alguno  de 
los  que  hayan  concurrido  con  su  voto  á  formar  la  mayoría. 

3a  Inteligencias  fraudulentes  entre  uno  ó  mas  acreedo- 
res y  el  deudor  para  votar  á  favor  de  la  quita  ó  la  espera. 
.  4a  Exageración  fraudulenta  de  créditos  para  procurar 
mayoría  de  cantidad. 

Art.  514.  Pasados  los  ocho  dias  sin  haberse  hecho  opo- 
sición, traerá  el  juez  los  autos  á  la  vista  y  dictará  provi- 
dencia, mandando  llevar  á  efecto  el  convenio  y  condenando 
á  los  interesados  á  estar  y  pasar  por  él. 

Dictará  también  para  su  ejecución  las  providencias  que 
correspondan,  á  instancia  siempre  de  parte  legitima. 

Art.  515.  La  providencia  en  que  se  mande  llevar  á  efec- 
to el  convenio,  no  es  apelable  por  ninguno  de  los  que 
hayan  sido  citados  personalmente  para  la  junta,  y  no  lo 
hayan  impugnado  en  los  términos  prevenidos  en  el  artí- 
culo 513. 

Queda  á  salvo  su  derecho  para  impugnarlo  á  los  que  no 
hayan  sido  convocados  personalmente. 

Esto  no  obstante,  si  á  instancia  del  deudor  se  les  hubie- 
re notificado  el  acuerdo,  y  no  protestaren  contra  él  en  el 
acto  ó  dentro  de  los  cincodias  siguientes,  será  obligatorio 
para  ellos,  del  mismo  modo  que  para  los  que  han  sido 
convocados  personalmente  y  no  han  reclamado  en  debida 
forma. 

Art.  516.  Al  hacerse  la  notificación  de  que  habla  el  pár- 
rafo último  del  articulo  anterior,  se  enterará  al  acreedor 
de  lo  que  en  él  se  dispone,  haciéndolo  constar  en  la  misma 
diligencia  bajo  pena  de  nulidad. 

Art.  517.  La  oposición  se  substanciará  en  via  ordi- 
naria. 

Serán  parte  en  ella  los  que  la  hayan  formulado  y  los 
acreedores  que  quisieren  sostener  el  acuerdo  de  la  junta. 
También  podrá  ser  parte  el  deudor. 

Los  que  sostengan  el  acuerdo  de  la  junta  litigarán  uni- 
dos bajo  una  misma  dirección  y  representados  por  un  so- 
lo procurador.  Lo  mismo  harán  los  opositores,  si  fueren  va- 
rios. 

Esta  disposición  es  extensiva  al  deudor  si  se  presentare 
en  el  pleito,  en  cuyo  caso  litigará  con  los  que  sostengan 
sus  mismas  pretensiones. 

Art.  518.  La  providencia  que  recayere  es  apelable  en 
ambos  efectos. 

Art.  519.  Cuando  se  pida  simplemente  la  formación  de 
concurso,  se  acomadará  la  sustanciacion  á  las  reglas  esta- 
blecidas para  el  concurso  necesario. 

Art.  520.  Los  incidentes  que  en  este  juicio  de  concurso 
y  sus  piezas  separadas  puedan  ocurrir,  se  sustanciarán  de 
la  manera  prevenida  respecto  á  los  que  tengan  lugar  en 
el  ordinario. 


Oí 


SECCIÓN   SEGUNDA. 

Del  concurso  necesario. 

Art.  521.  La  formación  del  concurso  necesario  de  acree- 
dores solo  podrá  decretarse  á  instancia  de  parte  legítima, 
y  con  tal  que  se  acrediten  los  dos  extremos  siguientes  : 

Io  Que  haya dosó  mas  ejecuciones  pendientes  contra  un 
mismo  deudor. 

2o  Que  °t>  se  hayan  encontrado  en  todas  ó  en  alguna  de 
ellas  bienes  libres  de  otra  responsabilidad  conocidamente 
bastantes  á  cubrir  la  cantidad  que  se  reclame. 

Art.  522.  Cualquiera  de  ios  jueces  que  estén  conocien- 
do de  las  ejecuciones,  es  competente  para  declarar  el  con- 
curso. 

Si  alguno  de  ellos  fuere  el  del  'domicilio  del  deudor,  y 
este  ó  el  mayor  número  de  sus  acreedores  lo  reclamasen, 
deberán  remitírsele  los  autos  para  la  continuación  del  jui- 
cio con  preferencia  á  los  demás  jueces. 

Art.  323.  Declarado  el  concurso,  se  notificará  al  deudor 
y  se  notificará  á los  jueces  que  conozcan  de  los  demás  plei- 
tos ejecutivos,  á  fin  de  que  los  remitan  para  su  acumula- 
ción al  juicio  universal. 

Art.  524.  En  eJ  juzgado  en  que  se  declare  el  concurso, 
dictará  el  juez  las  providencias  necesarias  para  el  embar- 
go y  depósito  de  todos  los  bienes  del  deudor,  la  ocupación 
de  sus  libros  y  papeles,  y  la  retención  de  su  correspon- 
dencia. 

Art.  525.  El  depositario  deberá  ser  persona  de  crédito  y 
responsabilidad,  sea  ó  no  acreedor  del  consursado. 

Art.  526.  Ademas  de  la  custodia  de  los  bienes,  será 
obligación  del  depositario  : 

Io  Administrar  los  bienes  del  concurso. 

2o  Cobrar  cualesquiera  créditos  que  tuviere  el  deudor. 

3o  Proponer  al  juez  la  enajenación  de  Jos  efectos  que  no 
puedan  conservarse. 

Art.  527.  El  deudor  abrirá  la  correspondencia  en  pre- 
sencia del  juez  y  escribano,  y  recibirá  en  el  acto  la  que  no 
se  refiera  a  sus  bienes  ó  negocios,  reteniéndose  hasta  su 
dia  la  que  trate  de  ellos. 

Si  por  el  resultado  de  la  correspondencia  fuere  necesa- 
rio adoptar  alguna  medida  urgente  para  la  seguridad  de 
los  bienes,  lo  hará  el  juez  con  conocimiento  del  deudor. 

Art.  528.  La  cobranza  de  los  créditos  se  hará  obtenien- 
do previamente  la  venia  del  juzgado,  que  se  consignará, 
bajo  la  firma  del  juez  y  del  escribano,  en  los  títulos  de  los 
mismos  créditos. 

La  venia  se  hará  con  las  formalidades  que  se  preven- 
drán para  las  que  hayan  de  ejecutar  los  síndicos. 

Art.  529.  Los  fondos  recaudados  se  depositarán  en  el 
establecimiento  público  destinado  al  efecto. 

Art.  530.  El  juez  señalará  dietas  al  depositario.  Estas 
no  podran  pasar  de  cincuenta  reales  diarios  teniendo  para 
elio  en  consideración  la  entidad  y  circunstancias  de  los 
bienes  confiados  à  su  custodia. 

Se  le  abonarán  ademas  : 

\°  Medio  por  ciento  sobre  la  cobranza  de  créditos. 

2o  Uno  por  ciento  sobre  el  producto  liquido  de  la  venta 
de  frutos,  ó  bienes  muebles  ó  semovientes  que  se  ena- 
jenen. 

3*  Cinco  por  ciento  sobre  los  productos  líquidos  de  la  ad- 
ministration, que  no  procedan  de  las  causas  expresadas 
en  los  párrafos  anteriores. 

Art.  531.  El  deudor  puede  oponerse  á  la  declaración 
del  concurso  dentro  de  los  tres  dias  siguientes  al  en  que  le 
hayo  sido  notificada. 


Pasados  los  tres  dias  sin  oponerse,  se  estimará, consen- 
tida Ja  declaración. 

Art.  532.  Si  el  deudor  formalizare  oposición,  se  sustan- 
ciará esta  con  el  acreedor  á  cuya  instancia  se  haya  hecho 
la  declaración  de  concurso. 

Unidos  al  deudor,  bajo  una  misma  dirección  y  represen- 
tados por  el  mismo  procurador,  litigarán  los  acreedores 
que  se  opusieren  como  él  á  la  formación  del  concurso. 

En  los  propios  términos  iitigarán  unidos  al  acreedor  ó 
acreedores  á  cuya  instancia  se  haya  hecho  la  declaración, 
los  demás  que  quieran  sostenerla. 

Art.  533.  Mientras  se  sustancia  y  decide  la  oposición, 
continuarán  ejecutándose  las  medidas  adoptadas  para  el 
embargo  y  depósito  de  los  bienes,  ocupación  de  libros  y 
papeles,  retención  y  examen  de  la  correspondencia. 

Art.  534.  La  sustanciacion  de  la  oposición  á  la  declara- 
ción de  concurso  se  acomodará  á  los  trámites  establecidos 
para  el  juicio  ordinario,  con  las  siguientes  modificaciones  : 

Ia  Los  traslados  serán  por  tres  dias  improrogables. 

2a  Solo  habrá  prueba  por  conformidad  de  los  interesa- 
dos, ó  en  su  defecto  cuando  el  juez  lo  considere  necesario. 

3a  El  termino  de  prueba  será  de  diez  dias  improroga- 
bles. 

4a  Publicadas  las  pruebas,  se  dictará  sentencia  sin  ale- 
gatos ni  vista  pública. 

o1  Si  se  interpusiere  apelación,  se  admitirá  en  ambos 
efectos,  y  sustanciará  del  modo  prevenido  en  los  artículos 
840  y  siguientes  de  esta  ley. 

Art.  535.  Fallados  los  autos  por  el  Tribunal  superior, 
se  devolverán  al  juzgado  de  primera  instancia  con  certifi- 
cación de  la  sentencia  sin  ningún  otro  inserto,  salvo  el  de 
la  tasación  de  costas,  si  hubiere  habido  condena. 

Art.  536.  Si  se  revocare  el  auto  de  declaración  de  con- 
curso, se  alzará  la  intervención  y  se  hará  entrega  al  deu- 
tor  por  el  depositario  y  escribano  de  los  fundos,  bienes, 
libros,  papeles  y  correspondencia  retenida. 

El  mismo  depositario,  si  hubiere  desempeñado  actos  de 
administración,  rendirá  cuentas  al  deudor. 

Art.  537.  Queda  su  derecho  á  salvo  al  mismo  deudor 
para  reclamar  del  acreedor,  á  cuyo  instancia  se  haya  de- 
clarado el  concurso,  la  indemnización  de  daños  y  perjui- 
cios ocasionados,  si  al  solicitarlo  se  hubiere  procedido  con 
dolo  ó  falsedad. 

Art.  538.  Consentida  ó  ejecutoriada  la  declaración  de 
concurso,  el  juez  mandará  hacer  saber  al  concursado  que 
en  el  término  de  segundo  dia  presente  Relación  de  sus 
acreedores  con  la  oportuna  manifestación  de  las  causas  de 
su  estado. 

Mandará -también  fijar  edictos  en  los  sitios  publicóse  in- 
sertarlos en  los  periódicos  del  pueblo,  si  los  hubiere,  en  el 
Boletín  de  la  provincia,  y  si  el  juez  lo  creyere  convenien- 
te, atendidas  la  importancia  y  circunstancias  del  concurso, 
en  la  Gaceta  de  Madrid,  anunciándolo  y  llamando  á  los 
acreedores,  á  fin  de  que  se  presenten  dentro  de  veinte  dias 
con  los  títulos  justificativos  de  sus  créditos. 

Art.  539.  Trascurridos  los  veinte  dias,  convocará  el 
juez  á  junta  general  de  acreedores  para  el  nombramiento 
de  síndicos. 

Art.  540.  La  convocación  se  hará  por  cédula  á  los  acree- 
dores que  se  hayan  presentado,  y  a  los  demás  por  edic- 
tos, que  se  publicarán  en  la  forma  antes  establecida  en  el 
articulo  &09. 

En  las  cédulas  y  edictos  se  señalarán  el  dia,  hora  y  sitio 
de  la  reunión,  la  cual  no  tendrá  efecto  hasta  pasados  veinte 
dias  desde  la  fecha  de  la  convocatoria. 

Art.  541.  En  el  dia,señalado  se  procederá  á  celebrar  la 
junta  bajo  la  presidencia  del  juez  y  con  asistencia  del  es- 
cribano. 
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Solo  podrán  concurrir  á  ella  los  acreedores  que  hayan 
presentado  los  títulos  de  sus  créditos,  ó  que  los  presenten 
en  el  acto. 

Principiará  la  sesión  leyéndose  las  disposiciones  de  esta 
ley  que  tienen  relación  con  la  de  nombramiento  de  síndicos 
y  suimpugnnacionrcontinuarádándose  cuenta  de  todos  los 
antecedentes  de  la  declaración,  de  las  diligencias  de  ocu- 
pación de  bienes  y  papeles,  y  de  cualquiera  otros  inciden- 
tes que  hayan  tenido  lugar. 

Hecho  esto,  se  procederá  al  nombramiento  de  síndicos, 
quedando  elegidos  los  qne  lo  hayan  sido  por  la  mayoría  en 
la  forma  prevenida  en  el  art.  511. 

Si  en  el  primer  escruiino  no  reuniere  ninguno  las  ma- 
yorías de  número  y  cantidades,  se  procederá  á  nueva  vo- 
tación entre  los  cuatro  que  se  hayan  acercado  mas  á  una 
y  otra  mayoría. 

Cuando  en  este  segundo  escrutinio  tampoco  reuniere 
ningún  acreedor  dichas  dos  mayorías ,  quedará  elegido  el 
que  haya  sido  designado  por  la  mayoría  relativa  de  votos 
y  el  que  hubiere  tenido  en  su  favor  la  mayoría  también 
relativa  de  cantidad. 

Caso  de  que  en  el  primer  escrutinio  hubiere  reunido  un 
acreedor  las  dos  mayorías,  se  repetirá  la  votación  para  el 
nombramiento  del  otro  síndico  ;  y  si  nadie  las  obtuviere, 
se  entenderá  nombrado  el  que,  habiendo  tenido  en  su  fa- 
vor una  de  ellas,  sea  interesado  personalmente  por  mayor 
suma  en  el  concurso. 

Art.  542.  La  elección  ha  de  recaer  necesariamente  en 
acreedores  que  se  hallen  presentes,  que  lo  sean  por  dere- 
cho propio  y  no  en  representación  de  otro,  y  que  no  ten- 
gan conocida  preferencia  ó  la  pretendan. 

Solo  á  falta  de  acreedores  por  derecho  propio  podrán  ser 
elegidos  los  representantes  de  otros. 

Si  no  hubiere  masque  acreedores  conocidamente  prefe- 
rentes, ó  que  sostengan  serlo,  y  representantes  de  otros 
comunes,  la  elección  deberá  recaer  en  estos. 

Art.  543.  En  cada  concurso  se  nombrarán  dos  síndi- 
cos. 

Este  número  podrá  aumentarse  al  de  tres  por  acuerdo 
de  dos  terceras  partes  de  los  acreedores  concurrentes  á  la 
junta. 

Art.  544.  Los  síndicos  tienen  colectivamente  derecho  á 
la  siguiente  retribución  de  sus  servicios,  que  dividirán 
entre  si  por  iguales  partes  si  no  hubieren  convenido  cosa 
en  contrario. 

Sobre  la  realización  de  cualesquiera  efectos  públicos, 
créditos,  o  derechos  del  concurso,  medio  por  ciento. 

Sobre  el  producto  liquido  de  ventas  de  alhajas,  frutos, 
muebles  ó  semovientes,  dos  por  ciento. 

Sobre  el  producto  liquido  de  venta  de  bienes  raíces,  uno 
por  ciento. 

Sobre  los  productos  líquidos  de  la  administración  que 
no  procedan  de  las  causas  expresadas  en  los  párrafos  an- 
teriores, cinco  por  ciento. 

Si  con  motivo  del  desempeño  de  su  encargo  tuvieren 
que  hacer  algún  viaje,  se  les  abonarán  los  gastos  que  les 
ocasionare,  en  virtud  de  provideneia  del  juez  y  demanda- 
miento que  se  librara  al  efecto. 

Art.  545.  La  elección  de  los  síndicos  podrá  ser  impugna- 
da por  los  acreedores  ó  por  el  deudor. 

Si  lo  fuere,  se  formará  pieza  separada,  en  la  cual  se  sus- 
tanciará la  oposición  en  los  términos  expresados  en  el  ar- 
ticulo 534,  con  la  sola  variación  de  que  la  apelación  de  la 
sentencia  que  recaiga  se  admitirá  en  un  solo  efecto. 

Art.  546.  No  se  suspenderá  la  sustenciacion  del  juicio 
de  concurso  por  la  oposición  al  nombramiento  de  sin- 
dico. 

Art.  547.  Nombrados  los  síndicos,  se  les  pondrá  en  po- 
sesión, y  se  les  dará  á  reconocer  donde  fuere  necesario. 


Su  nombramiento  se  publicará  ademas  por  edictos,  que  se 
fijarán  en  los  sitios  de  costumbre,  é  insertarán  en  los  pe- 
riódicos oficiales  en  que  se  hubiere  insertado  la  convoca- 
toria para  su  nombramiento. 

En  estos  edictos  se  prevendrá  que  se  haga  entrega  á  los 
síndicos  de  cuanto  corresponda  al  concursado. 

Art.  548.  El  juicio  en  adelante  seguirá  en  tres  piezas 
separadas. 

La  primera,  que  será  la  que  contenga  las  actuaciones 
anteriores,  se  denominará  de  Administración  del  concurso: 
en  ella  se  sustanciarán  los  incidentes  que  se  refieran  á  la 
misma  administración.! 

La  segunda  se  destinará  al  reconocimiento  y  graduación 
de  créditos. 

La  tercera  á  la  calificación  del  concurso. 

Pieza  primera. 

Art.  549.  Publicado  el  nombramiento  de  los  síndicos,  se 
les  hará  entrega  por  inventario  de  los  bienes,  libros  y  pa- 
peles del  concurso. 

El  dinero  que  hubiere  continuará  dopositado  en  el  esta- 
blecimento  destinado  al  efecto,  á  disposición  del  juez  que 
conozca  del  juicio  ;  entregándose  á  los  síndicos  el  resguar- 
do ó  resguardos  del  depósito,  bajo  recibo,  que  se  exten- 
derá en  esta  pieza. 

Art.  550.  En  el  dia  último  de  cada  mes  presentarán  los 
síndicos  un  estado  ó  cuenta  de  administración,  la  cual  se 
unirá  á  esta  pieza,  y  el  juez  dispondrá  bajo  su  responsa- 
bilidad que  las  existencias  en  metálico  que  resulten,  se 
depositen  en  la  forma  antes  establecida. 

Art.  551.  La  pieza  Ia  se  hallará  siempre  en  la  escribanía 
á  disposición  de  los  acreedores  que  quieran  recono- 
cerla. 

Art.  552.  El  juez  podrá  por  sí,  ó  á  instancia  de  los 
acreedores  ó  del  deudor,  corregir  cnalquier  abuso,  adop- 
tando cuantas  medidas  considere  necesarias  al  efecto,  in- 
clusa la  de  suspender  al  sindico  á  síndicos  que  puedan 
haberlo  cometido. 

En  este  último  caso  convocará  á  junta  de  acreedores  para 
que  determinen  lo  que  crean  mas  conveniente. 

Art.  553.  El  juez  podrá  dejar  en  poder  de  los  síndicos  la 
suma  que  se  juzgue  necesaria  para  los  gastos  del  con- 
curso, mandando  en  caso  necesario  extraerla  del  depó- 
sito. 

Art.  554.  En  esta  misma  pieza  se  actuará  todo  lo  rela- 
tivo á  la  enajenación  de  los  bienes  del  concurso  á  la  cual 
se  procederá  inmediatamente  si  la  mayoría  de  los  acree- 
dores, computada  del  modo  expresado  en  el  artículo  bll, 
no  acordare  lo  contrario. 

Art.  555.  Si  los  bienes  fueren  alhajas,  frutos,  semo- 
vientes, muebles  ó  raices,  la  veinta  se  hará  en  público  re- 
mate. 

Si  fueren  efectos  públicos  ó  valores  de  otra  cualquier 
clase,  por  medio  de  agente  ó  corredor  nombrados  al  efecto 
por  el  juez.  « 

Art.  556.  A  la  subasta  de  los  bienes  comprendidos  en 
el  párrafo  primero  del  articulo  anterior,  precederá  su  ava- 
lúo por  peritos  nombrados  uno  por  los  síndicos,  otro 
por  el  deudor,  y  en  caso  de  discordia  un  tercero  por  el 
juez. 

Para  la  elección  del  tercero  se  arreglara  el  juez  à  lo  pre- 
venido en  el  articulo  303. 

Hecho  el  avalúo,  se  anunciará  la  subasta  por  edictos, 
que  se  fijarán  en  los  sitios  públicos  é  insertarán  en  los 
periódicos  oficiales,  si  los  hubiere  en  el  pueblo  en  quera- 
dique  el  juicio,  v  en  que  estuvieren  situados  los  bienes, 
señalándose  el  día,  sitio  y  hora  del  remate. 
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En  los  casos  en  que  el  valor  de  alguno  ó  algunos  bienes 
inmuebles  lo  requiera,  se  hará  también  el  anuncio  en  la 
Gaceta  de  Madrid. 

Art.  557.  Entre  el  anuncio  de  la  subasta  y  el  remate  de- 
berán mediar  al  menos  quince  dias,  si  los  bienes  son  al- 
hajas, frutos,  semovientes  ó  muebles;  y  treinta,  si 
raices. 

Art.  558.  En  casos  urgentes  y  por  circunstancias,  espe- 
ciales se  podrán  abreviar  estos  términos  de  consentimiento 
de  los  síndicos  y  oyendo  al  deudor. 

Art.  559.  Sin  el  acuerdo  de  los  síndicos  y  del  deudor  no 
ge  podrá  admitir  en  las  súbalas  postura  inferior  á  las  dos 
terceras  partes  del  avalúo.  •  • 

Estando  conformes,  será  admitida;  pero  el  juez  convo- 
cará á  junta  de  acreedores  para  que  decida  sobre  su  apro- 
bación lo  que  estimen  conveniente. 

Esto  no  tendrá  aplicación  cuando  los  síndicos  estuvie- 
ren autorizados  por  la  junta  de  acreedores  para  admitir 
proposiciones  inferiores  á  las  dos  terceras  partes  del  ava- 
lúo, en  cuyo  caso  su  conformidad  y  la  del  deudor  bastarán 
para  que  sean  aprobadas. 

Art.  560.  Hecho  y  aprobado  el  remate,  se  procederá  en 
los  casos  en  que  corresponda  à  otorgar  las  oportunas  es- 
crituras en  favor  del  rematante. 

Los  síndicos  suscribirán  estas  escrituras. 

Art.  561.  El  precio  de  las  ventas  se  constituirá  en  depo- 
sito de  la  manera  ánles  prevenida. 

Art.  562.  Si  no  hubiere  postura  admisible,  se  procede- 
rá á  Ja  retasa  de  los  bienes  en  la  forma  establecida  para 
el  primer  avalúo  ;  y  se  repetirá  la  subasta  en  iguales  tér- 
minos que  la  anterior. 

Art.  563.  Si  en  esta  subasta  no  hubiere  tampoco  postu- 
ra admisible,  se  convocará  á  junta  de  acreedores  para  que 
acuerden  la  manera  en  que  los  bienes  hayan  de  adju- 
dicarse. 

Art.  564.  La  adjudicación  se  hará  por  Jas  dos  terceras 
parles  del  último  avalúo,  á  no  convenir  en  otra  cosa  los 
acreedores  y  el  deudor. 

Art.  565.  Hecho  el  pago  de  todos  los  créditos,  ó  de  la 
parte  de  ellos  que  los  bienes  del  concurso  alcanzaran  á 
cubrir,  los  síndicos  rendirán  una  cuanta  general,  que  es- 
tará de  manifiesto  en  la  escribanía  durante  quince  dias  á 
disposición  del  deudor  y  de  todos  los  acreedores. 

Art.  566.  Trascurridos  los  quince  dias  sin  hacerse  oposi- 
ción, el  juez  aprobará  la  cuenta  y  mandará  dar  á  los  sín- 
dicos el  oportuno  finiquito. 

Art.  567.  Las  reclamaciones  que  se  hicieren  contra  la 
cuanta  se  sustanciarán  en  via  ordinaria  con  los  sín- 
dicos. 

En  este  juicio,  los  que  sostengan  una  misma  causa  liti- 
garán unidos  y  bajo  la  misma  dirección. 

Art.  568.  Aprobada  la  cuenta  de  los  síndicos,  ó  rectifi- 
cada en  su  caso,  se  hará  entrega  al  deudor  de  los  bienes 
que  hubieren  quedado  después  de  pagar  los  créditos,  y  de 
sus  libros  y  papeles. 

Art.  569.  Si  no  hubieren  sido  pagados  por  entero  los 
créditos,  se  conservarán  en  la  escribanía  los  libros  y  pa- 
peles unidos  á  los  aulos,  á  los  efectos  sucesivos. 

Art.  570.  El  resultado  definitivo  del  concurso  se  notifi- 
cará á  los  acreedores  reconocidos  por  medio  de  cédula,  que 
se  dejará  en  sus  habitaciones  resepctivas,  é  insertará  en 
los  periódicos  en  que  se  haya  publicado  la  declaración  del 
concurso. 

Art.  571.  En  el  auto  en  que  se  ordene  la  publicación  del 
resultado  definitivo  del  concurso  se  declarará  la  rehabilita- 
ción del  concursado  sin  necesidad  de  instancia  suya,  ni  de 
audiencia  de  ningún  género,  en  el  caso  de  haber  sido  pa- 


gados por  entero  los  créditos  y  de  haberse  declarado  la 
inculpabilidad  del  mismo  concursado. 

Art.  572.  La  pieza  de  administración  se  subdívidirá  en 
los  ramos  separados  que  sean  necesarios  para  la  claridad 
y  mejor  dirección  del  concurso. 

Pieza  segunda. 

Art.  573.  Puestos  los  síndicos  en  posesión  de  los  bienes, 
y  hecha  la  entrega  á  los  mismos  de  los  libros  y  papeles, 
se  formará  la  pieza  de  reconocimiento  y  graduación  de  los 
créditos.  A  ella  se  unirá  testimonio  literal  del  estado  de 
Jas  deudas  presentado  por  el  deudor. 

Formada  que  sea  esta  pieza,  se  dispondrá  la  convo- 
cación de  una  junta  general  para  el  examen  de  los  cré- 
ditos. 

Esta  junta  se  convocará  con  sujeción  á  lo  prevenido  en 
los  artículos  508  y  509  de  esta  ley. 

Entre  la  convocación  y  la  celebración  de  la  junta  debe- 
rán mediar  treinta  dias. 

Art.  574.  Los  síndicos  formarán,  previo  el  examen  de 
los  títulos  presentados,  para  dar  cuenta  ala  juntad  un 
estado  de  todos  los  créditos,  otro  de  los  que  en  su 
opinion  deban  ser  reconocidos,  y  otro  de  los  que  no  deban 
serlo. 

Art.  575.  Reunida  la  junta  bajo  la  presidencia  del  juez, 
y  con  asistencia  del  escribano,  se  leerán  los  artículos  de 
esta  ley  relativos  al  reconocimiento  de  créditos  y  á  la  ma- 
nera de  impugnar  los  acuerdos  hechos  sobre  élj  y  se  dará, 
cuenta  de  los  estados  á  que  se  refiere  el  articulo  pre- 
cedente, los  cuales  se  pondrán  á  discusión  parlida  por 
partida. 

Art.  576.  Sobre  cada  una  de  las  partidas  deberá  votarse, 
quedando  reconocidos  ó  excluidos  los  créditos  por  mayoría, 
que  habrá  de  constituirse  de  la  manera  prefijada  en  el  ar- 
ticulo 5H. 

Si  no  llegaren  á  reunirse  Jas  mayorías  de  votos  y  canti- 
dades, el  juez,  concluida  la  junta,  llamará  los  autos  á  la 
vista  y  determinará  lo  que  crea  mas  arreglado  á  derecho 
sobre  el  crédito  á  que  se  refiera  la  disidencia. 

Art.  577.  Podrá  acordarse  en  la  junta  dejar  pendiente 
el  reconocimiento  de  cualquier  crédito,  que  no  se  presente 
bastantemente  justificado. 

En  este  caso  el  interesado  completará  su  justificación  en 
el  tiempo  que  trascurra  hasta  la  junta  en  que  se  gradúen 
los  créditos. 

Art.  578.  Concluida  la  junta,  se  extenderá  por  el  escri- 
bano una  acta  de  lo  que  en  ella  haya  ocurrido. 

Esta  acta  deberá  firmarse  por  el  juez,  por  el  escribano, 
por  los  acreedores  concurrentes  y  por  el  deudor  ó  su  re- 
presentante, si  asistiere. 

Art.  579.  Terminada  la  junta,  los  acreedores  residentes 
en  el  territorio  español  de  la  Península,  en  las  posesiones 
españolas  de  África  ó  en  las  islas  Baleares,  que  hasta  este 
momento  no  hayan  comparecido  en  el  juicio,  se  conside- 
rarán como  morosos. 

Art.  580.  Los  efectos  legales  de  la  morosidad  son  : 

h"  Que  el  que  haya  incurrido  en  ella  costee  el  re- 
conocimiento de  su  crédito,  si  lo  solicita  con  posterio- 
ridad. 

2o  Que  pierda  cualquiera  prelacion  que  pueda  corres- 
ponderle. 

3o  Que  pierda  la  parte  alícuota  que  pudiera  haberle  cor- 
respondido en  cualesquiera  dividendos  hechos  antes  de  su 
presentación,  no  teniendo  derecho  á  participar  mas  que 
de  los  que  se  ejecuten  en  adelante. 

Art.  581.  Si  entre  la  presentación  y  el  reconocimiento 
se  repartiere  algún  dividendo,  serán  comprendidos  en 
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él,  reteniendo  en  depósito  las  sumas  que  les  correspondan. 
Estas  sumas  serán  entregadas  á  los  tenedores  de  los  cré- 
ditos si  son  reconocidos  :  si  no  lo  fueren,  acrecerán  á  la 
masa  del  concurso. 

Art.  582.  Los  acreedores  que  residan  en  las  islas  Cana- 
rias, cualquiera  que  sea  la  forma  en  que  hayan  sido  con- 
vocados, no  incurrirán  en  morosidad  hasta  después  de  ce- 
lebrada la  junta  de  graduación  :  á  los  que  en  adelante  se 
presentaren,  se  aplicarán  Jas  disposiciones  délos  dos  artí- 
culos que  anteceden. 

Art.  583.  Los  acredores  residentes  en  las  provincias  de 
Ultramar  ó  en  cualesquiera  otros  países  no  incurrirán  en 
pena  alguna,  aun  después  de  celebrada  la  junta  de  gra- 
duación. Si  se  presentaren  en  adelante,  deberán  ser  reco- 
nocidos sus  créditos,  si  son  legítimos,  y  graduados  por 
providencia  que  se  dicte,  oyendo  á  los  síndicos  y  al  con- 
cursado en  ramo  separado  ;  conservarán  la  preferencia  que 
pueda  corresponder  á  sus  créditos  y  serán  reintegra- 
dos en  el  lugar  que  se  les  señale.  Pero  en  ningún  caso  se 
podrá  obligar  á  los  demás  acreedores  á  que  devuelvan  lo 
que  tuvieren  recibido. 

Si  fueren  graduados  sus  créditos  de  comunes,  se  les 
igualará  con  todos  los  de  la  misma  clase,  y  hecho  esto, 
concurrirán  á  prorata  con  ellos  á  participar  del  haber  del 
concurso,  que  esté  aun  por  dividir. 

Art.  584.  A  los  acreedores  reconocidos  se  dará  un  docu- 
mento firmado  por  los  síndicos,  con  el  visto  bueno  del 
juez.  Este  documento  expresará  la  importancia,  origen  y 
reconocimiento  del  crédito. 

A  los  acreedores  cuyo  crédito  no  haya  sido  reconocido, 
se  comunicará  por  los  síndicos  la  decisión  de  la  junta  por 
medio  de  carta  particular  que  el  escribano  pondrá  por  sí 
mismo  en  el  correo. 

Se  extenderá  en  esta  pieza  la  oportuna  certificación  de 
haberse  hecho,  y  copia  de  la  carta  circular. 

Art.  585.  Los  acuerdos  de  estas  juntas  y  las  determina- 
ciones que  el  juez  dictare  en  los  casos  en  que  no  se  reúnan 
las  dos  mayorías,  pueden  ser  impugnados  dentro  de 
q  uince  dias  por  los  acreedores  no  concurrentes  á  ella,  ó 
por  los  que  hayan  disendito  del  voto  de  la  mayoría  y  pro- 
testado en  el  acto  que  les  quede  su  derecho  á  salvo  para 
hacerlo. 

Art.  586.  Pasados  los  quince  dias  sin  que  haya  impug- 
nación, quedan  firmes  los  acuerdos,  ó  determinaciones  del 
juez  en  su  caso,  y  no  se  dará  curso  à  ninguna  reclamación 
contra  ellos. 

Art.  587.  Sobre  cada  una  de  las  impugnaciones  que  se 
intenten  se  formará  ramo  separado,  que  se  sustanciará 
con  los  síndicos  en  vía  ordinaria. 

Art.  588.  Los  síndicos  están  en  la  obligación  de  sostener 
lo  acordado  por  la  mayoría,  aun  cuando  su  voto  haya  sido 
contrario. 

Art.  589.  Si  el  crédito  de  algún  síndico  no  fuere  recono- 
cido, cesará  de  hecho  en  el  ejercicio  de  sus  funciones.  Lo 
mismo  sucedará  si  impugnare  en  cualquier  sentido  alguno 
de  los  acuerdos  de  la  junta. 

En  uno  y  otro  caso  se  procederá  á  su  reemplazo  en  la 
forma  establecida  en  los  artículos  539  y  siguientes. 

Art.  590.  El  deudor  puede  ser  parte  en  los  ramos  sepa» 
rados  que  se  formen.  Si  sostuviere  lo  acordado,  litigará  en 
union  con  los  síndicos;  si  lo  impugnare,  en  union  con  el 
acreedor  que  lo  haya  hecho,  y  en  ambos  casos  bajo  la 
misma  dirección. 

Art.  591.  Pasados  los  quince  dias  señalados  para  la  im- 
pugnación délos  acuerdos  délas  juntas  de  reconocimiento, 
se  convocará  otra  de  los  acreedores  cuyos  créditos  hayan 
sido  reconocidos,  para  su  graduación. 

Esta  citation  se  hará  por  cédulas. 


Se  anunciarán  ademos  el  dia,  hora  y  sitio  en  que  la 
junta  deba  verificarse  en  los  periódicos  oficiales,  ó  de  avi- 
sos si  los  hubiere,  y  cuando  el  juez  lo  considere  conve- 
niente, en  la  Gaceta  de  Madrid. 

Entre  la  citation  y  la  celebración  de  la  junta  deberán 
mediar  quince  dias. 

_  Art.  592.  Los  síndicos,  dentro  de  los  treinta  dias  men- 
cionados, formarán  cinco  estados,  que  comprenderán  : 

El  primero,  los  acreedores  por  trabajo  personal  y  por 
alimentos. 

Si  se  tratare  de  un  abintestato  ó  testamentaría  concur- 
sada, se  colocarán  en  este  lugar,  y  tendrán  derecho  pre- 
ferente á  cualquiera  otro,  los  acreedores  por  los  gastos  de 
funeral,  proporcionado  á  la  fortuna  y  circunstancias  del 
finado,  y  por  los  ocasionados  con  motivo  de  la  ordenación 
de  su  última  voluntad,  y  formación  de  inventario  y  dili- 
gencias judiciales  á  que  haya  dado  lugar  la  testamentaría 
ó  abintestato. 

El  segundo,  los  hipotecarios  legales,  según  el  orden 
establecido  por  derecho. 

.    El  tercero,  los  que  lo  sean  por  contrato,  según  su  anti- 
güedad. 

El  cuarto,  los  escriturarios. 

El  quinto,  los  comunes. 

Art.  593.  Por  separado  formarán  nota  de  los  bienes  de 
cualquiera  clase  que  el  concursado  tuviere  en  su  poder 
correspondientes  á  terceras  personas,  con  expresión  de  los 
nombres  de  sus  dueños. 

Si  los  dueños  se  hubieren  presentado  reclamándolos,  se 
les  entregarán,  conviniendo  en  ello  los  síndicos  y  el  con- 
cursado. Si  alguno  no  conviniere,  se  sustanciará  la  recla- 
mación en  ramo  separado  y  via  ordinaria. 

Art.  594.  Reunida  la  junta  en  el  dia  señalado  bajo  la 
presidencia  del  juez  y  con  asistencia  del  escribano,  se 
principiará  la  sesión  por  la  lectura  de  todos  los  artículos  de 
esta  ley  relativos  á  la  graduación  de  créditos,  y  à  la  impu- 
gnación de  los  acuerdos  de  los  acreedores  respecto  á  este 
punto. 

Se  pasará  á  deliberar  sobre  el  reconocimiento  de  Jos 
créditos  que  haya  podido  quedar  pendiente,  respecto  á 
cuya  justificación  deberán  los  síndicos  presentar  dictamen 
por  escrito. 

Se  dará  después  cuenta  de  los  estados  de  gradua- 
ción, y  se  pondrán  á  discusión  los  créditos  que  com- 
prendan. 

Terminada  esta  discusión,,  se  someterá  á  votación  el 
dictamen  de  los  síndicos  respecto  á  cada  crédito,  que- 
dando aprobado  lo  que  determinaren  las  mayorías  de  vo- 
tos y  cantidades  combinadas,  en  la  forma  establecida  en 
el  articulo  5H. 

Art.  595.  Si  no  se  reunieren  las  dos  mayorías,  llamará 
el  juez  los  autos  á  la  vista  y  determinará  lo  que  crea  con- 
forme á  derecho  sobre  el  crédito  que  haya  dado  lugar  á 
la  disidencia. 

Art.  596.  Los  acuerdos  de  estas  juntas,  como  igual- 
mente las  determinaciones  que  los  jueces  dictaren  en  los 
casos  en  que  no  se  reunieren  las  dos  mayorías,  pueden 
ser  impugnados  dentro  de  ocho  dias  desde  su  fecha  pol- 
los acreedores  reconocidos  no  concurrentes  á  las  mismas 
juntas,  ó  que  hubieren  disentido  del  voto  de  la  mayoría  y 
reservado  su  derecho  para  impugnarlo. 

Art.  597.  Pasados  los  ocho  dias,  no  se  dará  curso  á  nin- 
guna impugnación  contra  los  acuerdos  de  la  junta  ó  deci- 
siones del  juez. 

Art.  598.  Sobre  cada  una  de  las  impugnaciones  se  for- 
mará ramo  separado,  si  son  diferentes  los  créditos  impu- 
gnados. Se  sustanciarán  en  via  ordinaria,  y  los  síndicos 
deberán  sostener  el  acuerdo  de  la  junta. 
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Art.  S99.  Si  un  mismo  acreedor  impugnare  varios 
acuerdos,  ó  varios  acreedores  un  mismo  acuerdo,  se  sus- 
tanciarán todas  estas  oposiciones  en  un  mismo  ramo,  y 
siempre  con  los  síndicos. 

"Art.  600.  El  acreedor  cuyo  cre'dito  sea  objeto  de  la  im- 
pugnación, puede  en  union  de  los  síndicos  y  bajo  una 
misma  dirección,  sostener  lo  acordado  respecto  à  él. 

Art.  601.  En  estos  ramos  separados  no  será  el  deudor 
admitido  como  parte. 

Art.  602.  Pasados  los  ocho  dias  señalados  para  la  im- 
pugnación de  los  acuerdos  de  las  juntas  de  graduación, 
sin  haber  sido  impugnados,  se  procederá  al  pago  de  los 
créditos  por  el  orden  establecido,  expidiendo  los  oportu- 
nos mandamientos  contra  el  depositario  de  los  fondos  para 
que  se  verifique. 

Al  entregar  estos  mandamientos  al  acreedor  se  le  reco- 
gerá el  documento  de  reconocimiento  que  se  le  facilitará 
por  los  síndicos,  el  cual,  con  los  títulos  que  haya  presen- 
tado de  su  crédito,  se  unirá  á  esla  pieza,  extendiéndose 
nota  expresiva  de  quedar  cancelado  à  consecuencia  del 
pago  mandado  hacer. 

Art.  603.  Si  hubiere  impugnación  á  alguna  ó  algunas 
graduacionos,  se  retendrá  el  importe  de  los  créditos  á 
que  se  refieran  hasta  que  recaiga  sobre  ellas  ejecutoria  ;  y 
Jas  sumas  retenidas  se  aplicarán  según  su  resultado. 

Pieza  tercera. 

Art.  604.  Hecho  nombramiento  de  los  síndicos,  se  les 
entregará  la  pieza  primera  de  los  autos,  donde  se  pa- 
llen la  relación,  estado  y  memorias  presentados  por  el 
deudor,  para  que  dentro  de  treinta  dias,  y  previo  el  exa- 
men de  sus  libros  y  papeles,  manifiesten  en  exposición 
razonada  y  documentada  el  juicio  que  hayan  formado  del 
concurso  y  de  sus  causas. 

Art.  60o.  Con  testimonio  literal  de  la  relación,  estado  y 
memoria  presentados  por  el  deudor,  y  la  exposición  ra- 
zonada de  los  síndicos  original,  se  formará  la  pieza  tercera 
y  acumulada  á  ella  provisionalmente  la  primera,  se  pa- 
sará todo  al  promotor  fiscal  del  juzgado  para  que  si  en- 
contrare algún  delito  ó  falta  los  persiga  con  arreglo  á  las 
leyes. 

Art.  606.  Si  el  dictamen  del  promotor  fiscal  fuere  con- 
forme al  de  los  síndicos  y  favorable  al  concursado,  el  juez 
mandará  traer  los  autos  á  la  vista,  y  podrá  si  así  lo  es- 
tima, declarar  la  inculpabilidad  del  concursado,  ó  adoptar, 
si  lo  cree  culpable,  las  determinaciones  que  estime  con- 
venientes á  la  administración  de  justicia. 

Art.  607.  Si  el  dictamen  del  promotor  fuere  diverso 
de  el  de  los  síndicos,  y  favorable  al  concursado,  se  dará 
audiencia  á  este,  y  con  vista  de  todo  el  juez  precederá  en 
los  términos  expresados  en  el  articulo  anterior. 

Art.  608.  Si  el  dictamen  del  promotor  fuere  contrario 
al  concursado,  sea  conforme  ó  distinto  del  de  los  síndi- 
cos, se  procederá  con  arreglo  á  derrecbo  y  según  la  ín- 
dole del  delito  ó  falta  que  se  encontrare. 

Art.  609.  Todos  los  acreedores  tienen  derecho  á  perso- 
narse en  esta  pieza  y  perseguir  al  concursado  :  si  alguno 
ó  algunos  lo  hicieren  y  sus  gestiones  tuvieren  igual  ob- 
jeto que  las  de  los  síndicos,  deberán  litigar  unidos  y  bajo 
una  misma  dirección. 

Si  fuere  distinto  el  objeto  de  sus  gestiones,  litigarán  se- 
paradamente. 

Art.  610.  No  se  podrá  imponer  ninguna  pena  al  concur- 
sado sin  oirlo  en  forma  ;  y  desde  el  momento  que  estime 
el  juez  haber  lugar  á  proceder  contra  él  por  cualquier 
clase  de  delito  ó  falta,  se  acomodará  la  sustanciacion  de 


esta  pieza  al  orden  de  proceder  establecido  para  el  juicio 
criminal. 

SECCIÓN   TERCERA. 

Del  convenio. 

Art.  611.  En  cualquier  estado  del  juicio  de  concurso, 
pueden  hacer  los  acreedores  y  el  concursado  los  convenios 
que  eslimen  oportunos. 

Art.  612.  El  juez  accederá  á  toda  solicitud  que  se  le 
dirija  por  el  deudor  ó  por  cualquier  acreedor  para  con- 
vocación á  junta  que  tenga  por  objeto  el  convenio, 
siempre  que  el  que  la  dedujere  pague  los  gastos  á  que  dé 
lugar. 

Art.  613.  La  convocación  de  junta  para  tratar  de  con- 
venio lleva  consigo  la  suspencion  del  juicio  de  concurso, 
hasta  que  se  delibere  y  acuerde  sobre  Jas  proposiciones 
presentadas. 

Art.  614.  Cuando  en  la  pieza  tercera  se  haya  pedido 
por  los  síndicos,  por  el  promotor  ó  por  cualquier  acree- 
dor que  se  declare  fraudulento  el  concurso,  no  podrá 
hacer  el  deudor  convenio  ninguno  con  sus  acreedores, 
hasta  que  haya  recaido  ejecutoria  desestimando  dicha  ca- 
lificación. 

Art.  615.  La  convocación  de  la  junta  se  hará  por  cédu- 
las, que  se  dirigirán  á  los  acreedores  reconocidos,  si  tal 
fuere  el  estado  del  concurso,  y  por  edictos  que  se  fijarán 
en  los  sitios  públicos  é  insertarán  en  los  periódicos  oficiales 
y  de  avisos  del  pueblo,  si  los  hubiere,  en  el  Boletín  de  la 
provincia,  y  si  el  juez  lo  creyere  conveniente,  en  la  Gaceta 
de  Madrid. 

En  estas  cédulas  y  anuncios  se  hará  expresión  del  objeto 
de  la  junta,  y  se  señalarán  el  dia,  hora  y  sitio  en  que 
haya  de  celebrarse. 

Art.  616.  Entre  Ja  convocatoria  y  la  celebración  de  la 
junta  deberán  mediar  á  lo  menos  quince  dias  :  el  juez  po- 
drá ampliar  este  término  hasta  treinta,  si  las  circunstan- 
cias del  concurso  lo  exigieren. 

Art.  617.  Si  la  proposición  del  convenio  se  hiciere  antes 
de  celebrarse  la  junta  de  examen  y  reconocimiento  de  cré- 
ditos, se  dará  cuenta  de  ella  en  la  misma  junta,  sin  nece- 
sidad de  convocar  ninguna  otra. 

Art.  618.  Solo  decidirán  en  esta  junta,  sobre  la  admi- 
sión ó  desestimación  de  las  proposiciones  de  convenio,  los 
acreedores  cuyos  créditos  sean  en  ella  reconocidos. 

Art.  619.  La  mayoría  que  haya  de  decidir  sobre  el  con- 
venio se  constituirá  en  la  forma  prevenida  en  el  arti- 
culo 511. 

Art.  620.  No  podrá  tomar  parte  la  mujer  del  concur- 
sado en  la  junta  en  que  se  trate  de  convenio. 

Art.  621.  Los  dueños  de  cualesquiera  bienes  que  tenga 
en  su  poder  el  concursado,  y  los  acreedores  que  con  ar- 
reglo à  lo  que  queda  determinado  deban  ser  comprendi- 
dos en  los  estados  primero,  segundo  y  tercero  de  que  ha- 
bla el  art.  592,  no  quedan  ligados  á  lo  convenido  entre  el 
deudor  y  sus  otros  acreedores,  si  se  abstienen  de  tomar 
parte  en  la  votación. 

Sino  se  abstienen,  quedan  sujetos  como  todos  Jos  demás. 

Art.  622.  Las  juntas  en  que  se  trate  de  convenio  se  ce- 
lebrarán bajo  la  presidencia  del  juez  y  con  asistencia  del 
escribano. 

Principiarán  por  la  lectura  de  todas  las  disposiciones  de 
esta  ley  relativas  al  convenio  entre  el  deudor  y  sus  acree- 
dores, y  se  dará  después  cuenta  de  todos  los  antecedentes 
del  concurso  y  de  su  estado,  con  inclusion  del  que  tenga 
la  pieza  tercera. 
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Se  pondrán  en  seguida  á  discusión,  y  votarán  nominal- 
ruente  las  proposiciones  que  se  hubieren  presentado. 

Hecha  la  votación,  se  extenderá  un  acta,  que  firmarán 
todos  los  concurrentes. 

Art.  623.  Si  las  proposiciones  fueren  desestimadas,  con- 
tinuará el  juicio  de  concurso. 

Art.  624.  Si  las  proposiciones  fueren  aprobadas,  se  pu- 
blicarán por  edictos,  que  se  fijarán  en  los  sitios  públicos  é 
insertarán  en  los  Diarios  del  pueblo,  si  los  hubiere,  ó  en 
el  Boletín  de  la  provincia  y  en  la  Gaceta  de  Madrid,  si  en 
ella  se  hubiere  publicado  la  convocatoria. 

También  se  comunicará  por  circular  de  los  sindicos,  de 
que  quedará  copia  en  los  autos,  á  todos  los  acreedores  re- 
conocidos que  no  hayan  concurrido  á  la  junta. 

Art.  625.  Dentro  de  los  veinte  dias  siguientes  al  de  la 
fecha  de  los  edictos,  podrá  ser  impugnada  la  decisión  déla 
Junta  por  los  acreedores  reconocidos,  ó  que  tengan  recla- 
mación pendiente  para  su  reconocimiento,  que  no  hayan 
concurrido  ;  ó  por  los  que,  concurriendo,  se  hubieren  se- 
parado del  voto  de  la  mayoria  y  protestado  que  les  que- 
dara su  derecho  á  salvo. 

Art.  626.  Pasado  el  término  referido,  no  podrá  ser  im- 
pugnada la  decisión  por  ningún  acreedor  residente  en  el 
territorio  de  la  Península,  en  las  posesiones  españolas  de 
África  ó  en  las  Islas  Baleares. 

Los  que  residieren  en  las  Islas  Canarias,  que  no  hayan 
estado  presentes  en  la  junta,  podrán  impugnarla  dentro  de 
cuarenta  dias,  contados  desde  la  fecha  en  que  hayan  sido 
publicadas  las  proposiciones  de  convenio. 

A  los  que  residieren  en  las  posesiones  españolas  de  Ul- 
tramar ó  en  países  extranjeros,  que  no  hayan  estado  pre- 
sentes en  la  junta,  queda  completamente  a  salvo  su  dere- 
cho é  íntegro  contra  el  deudor,  no  obstante  el  convenio. 

Art.  627.  Pasados  los  veinte  ó  cuarenta  dias  respectiva- 
mente sin  haberse  formulado  oposición,  se  mandará  á  in- 
stancia de  parte  legitima  llevar  a  efecto  lo  convenido. 

Art.  628.  Las  únicas  causas  por  que  puede  impugnarse 
el  acuerdo  de  las  juntas  convocadas  para  tratar  de  conve- 
nio, son  las  señaladas  en  el  articulo  513,  respecto  á  los 
acuerdos  de  quita  ó  espera. 

Art.  629.  La  impugnación  del  convenio  se  sustanciará 
con  el  deudor  y  los  síndicos  en  via  ordinaria,  con  las  mo- 
dificaciones expresadas  en  el  artículo  534  y  litigando  uni- 
dos y  bajo  una  misma  dirección  los  que  sostengan  las  mis- 
mas pretensiones. 

Art.  630.  Si  la  impugnación  fuere  desestimada  por  eje- 
cutoria, se  procederá  a  llevar  á  efecto  el  convenio. 

Art.  631.  Si  fuere  estimada  y  se  declararen  la  nulidad 
ó  ineficacia  del  convenio,  continuará  su  marcha  el  juicio 
de  concurso. 

Los  incidentes  que  ocurran  en  el  juicio  de  concurso  ne- 
cesario se  sustanciarán  en  la  misma  forma  que  los  que 
tienen  lugar  en  el  juicio  ordinario. 


SECCIÓN  CUARTA. 

Alimentos. 

Art.  632.  Si  el  concursado  reclamare  alimentos,  el  juez, 
atendidas  las  circunstancias,  señalará  los  que  crea  necesa- 
rios, solo  en  el  caso  de  que  á  su  juicio  asciendan  á  mas 
los  bienes  que  las  deudas. 

La  providencia  concediendo  ó  negando  alimentos  solo 
tendrá  el  carácter  de  interina,  y  sera  inapelable. 

Art.  633.  Del  señalamiento  hecho  interinamente  por  el 
juez  se  dará  cuenta  en  la  primera  junta  de  acreedores  que 
se  celebre,  la  cual  aprobará,  modificará  ó  suprimirá  los  ali- 


mentos atendiendo  á  los  circunstancias  y  necesidades  del 
concursado.  Pero  no  podrá  dejar  de  concederlos  cuando 
no  aparezca  claramente  que  los  bienes  no  bastan  á  satisfa- 
cer las  deudas. 

Art.  634.  Contra  el  acuerdo  de  la  junta  concediendo  ó 
negando  alimentos  se  oirá  en  juicio  ordinario  al  deudor  y 
á  los  acreedores  que  quieran  impugnarlo,  si  deducen  su 
acción  dentro  de  ios  ocho  dias  después  del  acuerdo. 

No  podrán  hacer  están  impugnación  los  concurrentes  á 
la  junta,  á  no  ser  que  hayan  votado  contra  el  acuerdo  de 
las  mayorías,  y  protestado  que  les  quede  su  derecho  á 
salvo. 

El  deudor  y  los  que  lo  apoyen  tendrán  un  solo  procura- 
dor y  una  misma  dirección  en  el  juicio. 

Esto  es  aplicable  à  los  que  lo  impugnen  en  un  mismo 
sentido. 

Art.  635.  Mientras  está  pendiente  el  juicio  de  alimen- 
tos, no  los  tendrá  el  concursado  si  el  juez  y  la  junta  de 
acreedores  hubieren  estado  conformes  en  negarlos  ;  si  el 
juez  ó  la  junta  los  hubieren  concedido,  los  percibirá,  y 
si  hubiere  diferencia  entre  la  cantidad  fijada  por  aquel 
y  por  esta,  se  estará  por  la  que  la  junta  hubiere  desi- 
gnado. 

TITULO  xn. 


DEL   JUICIO   DE   DESAHUCIO. 

Art.  636.  El  conocimiento  de  las  demandas  de  desahucio 
corresponde  exclusivamente  á  la  jurisdicción  ordinaria. 

Esta  competencia  alcanza  á  ejecutar  la  sentencia  que  re- 
cayere, sin  necesidad  de  pedir  nunguna  clase  de  auxilio. 

Art.  637.  Es  juez  competente  en  estos  juicios  el  del  do- 
micilio del  demandado,  ó  el  en  que  estuviere  sita  la  cosa, 
á  elección  del  demandante. 

Art.  638.  Si  la  demanda  de  desahucio  se  funda  en  el 
cumplimiento  del  término  estipulado  en  el  arrendamiento 
de  una  finca  rustica  ó  urbana,  el  juez  mandara  convocar 
al  actor  y  al  demandado  para  un  juicio  verbal. 

Art.  639.  Este  juicio  verbal  se  celebrará  dentro  de  los 
tres  dias  siguientes  á  la  presentación  de  la  demanda. 

Art.  640.  La  citación  se  hará  en  su  persona  al  deman- 
dado; si  no  pudiere  ser  habido  después  de  dos  diligencias 
con  intervalo  de  seis  horas,  se  le  dejará  en  su  casa  cédula 
citándole  para  el  juicio;  entregándola  á  su  mujer,  hijos, 
dependientes  ó  criados,  si  los  tuviere,  y  no  teniéndolos,  al 
vecino  mas  inmediato. 

Art.  641.  En  el  caso  de  intentarse  la  demanda  en  el  lu- 
gar en  que  esté  sita  la  cosa,  y  de  no  hallarse  en  él  el  de- 
mandado, se  entenderá  la  citación  para  el  juicio  con  su 
representante,  si  lo  tuviere  :  caso  de  no  tenerlo  constituido 
por  medio  de  poder,  con  la  persona  que  esté  encargada 
en  su  nombre  del  cuidado  de  la  linca  ;  y  si  tampoco  la  hu- 
biere, se  librará  el  opportuno  exhorto  ú  orden  para  citarlo 
al  juez  del  pueblo  de  su  domicilio  ó  residencia. 

En  este  último  caso,  el  juez  señalará  el  término  sufi- 
ciente, atendidas  las  distancias  y  dificultad  de  las  comuni- 
caciones, para  la  comparecencia  al  juicio  verbal.  Este  ter- 
mino no  podra  exceder  de  un  dia  por  cada  seis  leguas. 

Art  642.  Lo  mismo  se  practicará  cuando  se  proponga 
la  demanda  en  el  lugar  del  domicilio,  y  no  se  encuentre  en 
él  el  demandado. 

Art.  643.  En  los  casos  de  que  hablan  los  dos  artículos 
precedentes,  se  apercibirá  al  demandado,  al  hacerle  la  ci- 
tación, de  que  no  compareciendo  por  sí,  ó  por  legitimo 
apoderado,  se  declarará  el  desahucio  sin  mas  citarlo  m 
oírlo. 
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Art.  644.  Cuando  el  demandado  no  tenga  domicilio  fijo 
y  se  ignore  su  paradero,  se  hará  la  citación  en  los  estrados 
del  juzgado  para  que  comparezca  al  juicio  verbal,  bajo  el 
apercibimiento  explicado  en  el  artículo  anterior. 

Art.  645.  Si  el  demandado  que  estuviere  en  el  lugar  de' 
juicio  no  compareciere  á  la  hora  señalada,  se  le  volverá  á 
citar  en  la  misma  forma  para  el  dia  inmediato,  apercibién- 
dole al  practicar  esta  diligencia,  si  fuese  habido,  y  si  no, 
en  la  cédula  que  se  le  dejare,  con  que  de  no  concurrir  al 
juicio  se  le  tendrá  por  conforme  con  el  desahucio,  y  pro- 
cederá sin  mas  citarle  ni  oirle  á  desalojarle  de  la  finca. 

Esta  secunda  citación  no  se  hará  á  los  ausentes. 

Art.  646,  Si  no  compareciere  el  presente  en  el  lugar 
del  juicio  después  de  la  segunda  citación,  ni  el  ausente 
después  de  la  primera,  el  juez  declarará  inmediatamente 
haber  lugar  al  desahucio,  apercibiendo  de  lanzamiento  al 
demandado  si  no  desaloja  la  finca  dentro  de  los  términos 
que  á  continuación  se  expresan. 

Art.  647.  Los  términos  de  que  habla  el  artículo  ante- 
rior, son  : 

El  de  ocho  dias,  si  se  trata  de  una  casa  de  habitación  y 
que  habiten  con  efecto  el  demandado  ó  su  familia. 

El  de  quince  dias,  si  de  un  establecimiento  mercantil  ó 
de  tráfico. 

El  de  veinte  dias,  si  de  una  hacienda,  alquería,  cortijo, 
û  otra  cualquiera  finca  rústica  que  tenga  caserío  y  en  la 
cual  haya  constantemente  guardas,  capataces  ú  otros  sir- 
vientes. 

Art.  648.  Si  el  desahucio  se  hace  de  una  finca  rústica 
que  no  tuviere  ninguna  de  las  circunstancias  expresadas 
en  el  último  párrafo  del  artículo  anterior,  el  lanzamiento 
se  decretará  en  el  acto. 

Art.  649.  La  providencia  declarando  el  desahucio  y  el 
lanzamiendo  en  su  caso,  se  hará  saber  al  demandado  en 
los  mismos  términos  en  que  se  le  hizo  la  citación,  si  estu- 
viere en  el  lugar  del  juicio. 

En  los  demás  casos  se  notificará  en  estrados,  parándole 
el  mismo  perjuicio  que  si  se  hiciere  en  su  persona. 

Art.  650.  Los  términos  de  que  habla  el  artículo  647  son 
improrogables,  cualquiera  que  sea  la  causa  que  se  alegue 
para  pedir  su  próroga. 

Art.  651.  Pasados  los  términos  sin  haberse  desalojado 
la  finca,  se  procederá  à  lanzar  al  inquilino  ó  colono  sin 
consideración  de  ningún  género  y  á  su  costa. 

Art.  652.  Si  en  la  tinca  rústica  hubiere  labores  ó  plan- 
lio  que  el  colono  reclamare  como  de  su  propiedad,  se  ex- 
tenderá diligencia  expresiva  de  la  clase,  extension  y  estado 
de  las  cosas  reclamadas. 

No  servirá  esta  reclamación  de  obstáculo  para  el  lanza- 
miento. 

Art.  653.  Al  ejecutar  el  lanzamiento  se  retendrán  y  con- 
stituirán en  depósito  los  bienes  mas  realizables  que  se  en- 
cuentren, suficientes  á  cubrir  las  costas  de  todas  las  dili- 
gencias expresadas. 

Art.  654.  Previa  tasación  de  los  bienes  depositados,  por 
peritos  que  nombre  el  juez,  se  procederá  á  su  venta  si  el 
demandado  no  pagare  Jas  costas  en  el  acto. 

Art.  655.  La  enajenación  se  hará  en  la  forma  prevenida 
para  el  procedimiento  de  apremio  del  juicio  ejecutivo. 

Art.  656.  En  los  casos  en  que  el  demandado  hubiere  re- 
clamado labores,  plantío  ú  otra  cualquier  coso  que  haya 
quedado  en  la  finca,  por  no  poderse  separar  de  ella,  se 
procederá  á  su  avalúo  por  peritos  que  nombren  las  par- 
tes, y  tercero  de  oficio  caso  de  discordia. 

Art.  657.  Practicada  que  sea  esta  diligencio.,  podrá  el 
demandado  reclamar  el  abono  de  la  cantidad  en  que  haya 
sido  apreciado  lo  que  creyere  corresponderle. 


Art.  658.  Si  formulare  reclamación,  se  convocará  á  jui- 
cio verbal,  en  el  que  oidas  las  partes  y  recibidas  las  prue- 
bas el  juez  dictará  la  providencia  que  estime  de  justicia. 

Art.  659.  Esta  providencia  es  apelable  en  ambos  efectos. 
Interpuesto  el  recurso,  se  remitirán  los  autos  al  Tribunal 
superior  con  citación  y  emplazamiento  de  las  partes  en  la 
forma  ordinaria. 

Art.  660.  La  segunda  instancia  se  sustanciará  en  los  tér- 
minos prevenidos  para  las  apelaciones  de  las  sentencias 
que  recayeren  en  los  interdictos. 

Art.  661 .  Concurriendo  al  juicio  verbal  sobre  el  desa- 
hucio el  demandado,  oidas  las  partes  y  recibidas  sus  prue- 
bas, el  juez  dictará  sentencia. 

Art.  662.  Esta  sentencia  es  apelable  en  ambos  efectos. 
Si  no  se  interpusiere  la  apelación,  pasado  el  término  queda 
la  sentencia  consentida  de  derecho  sin  necesidad  de  nin- 
guna declaración. 

Art.  663.  Una  vez  consentida  la  sentencia,  se  procederá 
á  su  ejecución  en  la  forma  antes  prevenida  si  se  hubiere 
declarado  haber  lugar  al  desahucio. 

Art.  664.  Si  se  apelare,  se  remitirán  los  autos  al  Tribu- 
nal superior  con  citación  y  emplazamiento  de  las  partes. 

Art.  665.  La  segunda  instancia  se  sustanciará  de  la  ma- 
nera expresada  en  el  art.  660. 

Art.  666.  La  sentencia  confirmatoria  contendrá  siempre 
condena  de  costas. 

Art.  667.  Dictada  que  sea  la  sentencia  de  vista,  se  de- 
volverán para  su  cumplimiento  los  autos  al  juzgado  de  que 
procedan,  con  certificación  solo  de  ella  y  de  la  condena  de 
costas,  si  la  hubiere  habido. 

Art.  668.  Recibidos  los  autos  por  el  juez  de  primera  in- 
stancia, se  procederá  à  cumplir  la  ejecutoria,  si  se  hubiere 
declarado  haber  lugar  al  desahucio,  acomodándose  á  los 
trámites  que  quedan  establecidos. 

Art.  609.  Si  la  causa  por  que  se  pidiere  el  desahucio  no 
es  el  cumplimiento  del  plazo  estipulado  en  el  contrato, 
también  se  convocará  á  las  partes  á  juicio  verbal,  de  la 
manera  prevenida  en  los  artículos  638  y  siguientes. 

Si  compareciendo  el  demandado  conviniere  con  el  de« 
mandante  en  los  hechos,  dictará  el  juez  sentencia.  Si  no 
compareciere  el  demandado,  se  le  tendrá  por  conforme 
en  los  hechos  expuestos  en  la  demanda,  y  el  juez  dictará 
en  su  rebeldía  sentencia,  declarando  haber  lugar  al  de- 
sahucio. 

Art.  670.  Esta  sentencia  es  apelable  en  ambos  efec- 
tos. 

Si  no  se  apelare,  queda  de  derecho  consentida  sin  nece- 
sidad de  declaración  alguna,  y  se  procederá  ásu  ejecución 
y  cumplimiento. 

Art.  671.  Si  se  apelare,  se  remitirán  ios  autos  al  Tribu- 
nal superior  para  que  se  sustancie  y  décida  la  segunda 
instancia,  con  sujeción  á  los  trámites  antes  determinados  ; 
procediéndose,  dictada  que  sea  la  ejecutoria,  á  cumplirla 
de  Ja  manera  también  establecida. 

Art.  672.  Si  el  demandado  no  conviniere  en  el  juicio 
verbal  en  los  hechos,  dará  el  juez  por  terminado  el  acto, 
y  le  conferirá  traslado  de  la  demanda,  la  cual  se  sustan- 
ciara en  adelante  con  arreglo  á  los  trámites  del  juicio 
ordinario. 

TITULO  XIII. 

DE     LOS    RETRACTOS. 

Art.  673.  Es  juez  competente  para  conocer  de  las  de- 
mandas de  retracto  el  del  lugar  en  que  esté  situada  la  cosa 
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que  se  pretenda  retraer,  ó  el  del  domicilio  del  comprador 
á  elección  del  demandante. 

Art.  674.  Para  que  pueda  darse  curso  á  las  demandas 
de  retracto,  se  requiere  : 

Io  Que  se  interpongan  en  juzgado  competente  dentro  de 
nueve  días  contados  desde  el  otorgamiento  de  la  escritura 
de  venta. 

2o  Que  se  consigne  el  precio  si  es  conocido,  ó  si  no  lo 
fuere,  que  se  dé  fianza  de  consignarlo  luego  que  lo 
sea. 

3o  Que  se  acompañe  alguna  justificación,  aun  cuando 
no  sea  cumplida,  del  título  en  que  se  funde  el  retracto. 

4o  Que  se  contraiga,  si  el  retracto  es  gentilicio,  el  com- 
promiso de  conservar  la  finca  retraída  á  lo  menosdos 
años,  á  no  ser  que  alguna  desgracia  hiciere  venir  á  menos 
fortuna  al  retrayente  y  le  obligare  á  la  venta. 

5o  Que  se  comprometa  el  comunero  á  no  vender  la 
participación  del  dominio  que  retraiga,  durante  cuatro 
años. 

6*  Que  se  contraiga,  si  el  retracto  lo  intenta  el  dueño 
directo  ó  el  útil,  el  compromiso  de  no  separar  ambos  do- 
minios durante  seis  años. 

7o  Que  se  acompañe  copia  de  la  demanda  en  papel 
común. 

Art.  675.  El  que  intentare  el  retracto,  si  no  reside  en  el 
pueblo  donde  se  haya  otorgado  la  escritura  que  dé  causa 
á  él,  tendrá  para  deducir  la  demanda,  ademas  de  los  nueve 
dias,  uno  por  cada  diez  leguas  que  distare  de  dicho  pue- 
blo el  de  su  residencia. 

Art.  676.  Si  la  venta  se  hubiere  ocultado  con  malicia, 
el  término  de  los  nueve  dias  no  empezará  á  correr  hasta 
el  siguiente  al  en  que  se  acreditare  que  el  retrayente  ha 
tenido  conocimiento  de  ella. 

Art.  677.  El  juez  habrá  por  presentada  la  demanda,  y 
mandará  hacer  el  depósito  de  la  cantidad  consignada  en  el 
establecimiento  público  destinado  al  efecto,  ó  admitirá  la 
fianza  bajo  su  responsabilidad  en  los  casos  en  que  proceda, 
reservándose  prozeer  sobre  el  fando,  presentada  que  sea 
la  certificación  del  acto  de  conciliación. 

Art.  678.  Presentada  por  el  retrayente  certificación  del 
acto  de  conciliación  sin  efecto,  el  juez  dará  traslado  de  lá 
demanda  al  comprador  ,  emplazándole  y  entregándosele 
la  copia  de  ella  en  la  forma  provenida  en  el  juicio  ordi- 
nario. 

Art.  679.  El  demandado,  dentro  de  los  términos  marca- 
dos para  el  juicio  ordinario,  y  con  sujeción  à  las  penas 
para  él  establecidas,  contestará  la  demanda  acompañado 
copia  de  la  contestación  en  papel  simple. 

Esta  copia  será  entregada  al  demandante. 

Art.  680.  En  la  contestación  manifestará  el  deman- 
dado si  está  conforme  con  los  hechos  en  que  la  de- 
manda se  haya  fundado,  ô  cuáles  son  los  en  que  no  lo 
estuviere, 

Art.  681.  Habiendo  absoluta  conformidad  en  los  he- 
chos, el  juez  citará  á  los  interesados  ó  sus  representantes 
á  juicio  verbal,  y  después  de  oirlos  pronunciará  sin  dila- 
ción la  sentencia. 

Art.  682.  Si  no  hubiere  conformidad  en  los  hechos,  se 
recibirán  los  autos  á  prueba  sobre  aquellos  en  que  no  la 
hubiere  por  el  menor  término  posible,  según  las  circuns- 
tancias, y  se  practicará  la  que  las  partes  propongan,  con 
sujeción  á  las  reglas  establecidas  para  el  juicio  ordi- 
nario. 

Art.  683.  Concluido  el  término  que  se  otorgare  y  sus 
prórogas,  se  pondrán  las  pruebas  de  manifiesto  á  las  par- 
tes por  tres  dias. 

Art.  684.  Pasado  este  término  convocará  el  juez  à  las 
partes  á  juicio  verbal;  las  oirá  ó  á  sus  legítimos  repre» 


sentantes  ó  defensores,  y  al  dia  siguiente  dictará  sen- 
tencia. 

Art.  685.  La  sentencia  es  apelable  en  ambos  efectos. 

Art.  686.  Interpuesta  la  apelación,  se  remitirán  los  au- 
tos á  la  audiencia  en  la  forma  prevenida  para  el  juicio 
ordinario. 

Art.  687.  En  estas  apelaciones  no  se  expresarán  agravios 
por  escrito,  entregándose  solo  los  autos  para  instrucción. 

En  todo  lo  demás  se  acomodarán  á  las  reglas  establecí  - 
pas  para  la  segundas  instancias. 

Art.  688.  Consentida  ó  ejecutoriada  la  sentencia  en  que 
se  declare  haber  lugar  al  retracto,  se  tomará  en  la  Conta- 
duría de  hipotecas  razón  del  compromiso  que  se  haya 
contraído  en  cualquiera  de  los  casos  comprendidos  en  en 
el  artículo  674.  Se  librará  al  efecto  el  oportuno  manda- 
miento, exigiendo  al  Contador  que  conteste  quedar  cum- 
plido. 

Art.  689.  El  comprador  que  haya  sido  vencido,  puede 
en  cualquier  tiempo  librar  al  retrayente  de  este  grava- 
men. 

Art.  690.  Cuando  conviniere  el  comprador  eu  ello,  ó 
pasados  los  plazos  prevenidos  en  el  artículo  674,  librará 
el  juez  otro  mandamiento  para  que  se  cancele  la  toma  de 
razón. 

La  enajenación  que  se  hiciere  antes  del  vencimiento  de 
los  respectivos  plazos,  sin  la  conformidad  del  comprador, 
será  nula. 

TITULO  XIV. 

DE    LOS     INTERDICTOS. 

Art.  691.  Los  interdictos  solo  pueden  intentarse  : 

1°  Para  adquirir  la  posesión. 

2°  Para  retenerla. 

3°  Para  recobrarla. 

4o  Para  impedir  una  obra  nueva. 

5o  Para  impedir  que  una  obra  vieja  cause  daño. 

Act.  692.  El  conocimiento  de  los  interdictos  corresponde 
exclusivamente  à  la  jurisdicción  ordinaria,  cualquiera  que 
sea  el  fuero  de  los  demandados. 

Art.  693.  Son  jueces  competentes  : 

En  el  interdicto  de  adquirir,  el  del  domicilio  del  finado, 
ó  el  del  lugar  en  que  radique  su  testamentaría  ó  abintes- 
tato,  ó  el  en  que  estén  sitos  los  bienes,  á  elección  del  de- 
mandante. 

En  los  demás  interdictos,  el  del  lugar  en  que  esté  la 
cosa,  objeto  de  ellos. 

SECdlON  PRIMERA. 

Del  interdicto  de  adquirir. 

Art.  694.  Para  que  proceda  el  interdicto  de  adquirir  son 
requisitos  indispensables  : 

Io  La  presentación  de  titulo  suficiente  para  adquirir  la 
posesión  con  arreglo  á  derecho. 

2*  Que  nadie  posea  á  titulo  de  dueño  ó  de  usufructua- 
rio los  bienes  cuya  posesión  se  pida. 

El  que  los  poseyere  no  puede  ser  privado  de  su  posesión 
sin  ser  oido  y  vencido  en  juicio. 

Art.  695.  Intentado  el  interdicto,  el  juez  examinará  el 
titulo  en  que  se  funde,  y  dictará  auto  motivado  otorgando 
la  posesión  sin  perjuicio  de  tercero,  ó  denegándola. 

Art.  696.  Del  auto  en  que  se  deniegue  la  posesión 
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puede  pedirse  reposición  dentro  de  tercero  dia,  y  si  el 
juez  no  la  otorgare  queda  expedito  el  recurso  de  apela- 
ción. 

Art.  697.  La  apelación  se  admitirá  en  ambos  efectos, 
remitiéndose  en  seguida  los  autos  á  la  audiencia  con  cita- 
ción solo  del  que  los  haya  promovido. 

Art.  698.  Pronunciado  auto  otorgando  la  posesión,  se 
procederá  á  darla  en  cualquiera  de  los  bienes  de  que  se 
trate,  en  voz  y  nombre  de  los  demás  por  alguacil,  á  quien 
se  conferirá  comisión  al  efecto  y  ante  escribano. 

Se  harán  también  las  intimaciones  necesarias  á  los  in- 
quilinos  y  colonos  de  los  demás  bienes,  ó  á  los  que  puedan 
tener  algunos  bajo  su  custodia  ó  administración,  para  que 
reconozcan  al  nuevo  poseedor,  librándose  á  este  objeto  los 
exhortos  ú  órdenes  necesarios. 

Art.  699.  Al  que  haya  obtenido  la  posesión  deberá 
darse,  si  lo  pidiere,  testimonio  del  auto  en  que  se  le  hu- 
biere mandado  dar,  y  de  las  diligencias  practicadas  para 
su  cumplimiento. 

Art.  700.  Dada  la  posesión,  el  juez  dispondrá  que  el 
auto  en  que  se  haya  mandado  dar  se  publique  por  edic- 
tos, que  se  fijaran  en  los  sitios  acostumbrados  del  pue- 
blo en  que  residiere  el  juzgado,  é  insertarán  en  los  perió- 
dicos de  él,  si  los  hubiere,  y  en  el  Boletín  Oficial  de  la 
provincia. 

Art.  701.  Pasados  sesenta  dias  de  la  fecha  en  que  se 
hubiere  insertado  el  auto  en  el  Boletín  Oficial  de  la  pro- 
vincia, sin  que  nadie  se  haya  presentado  á  reclamar,  se 
amparará  en  la  posesión  al  que  la  hubiere  obtenido,  y  no 
se  admitirá  reclamación  contra  ella.  Quedará  solo  al  que 
se  crea  perjudicado  la  acción  de  propiedad,  durante  cuyo 
juicio  deberá  conservarse  en  la  posesión  al  que  la  haya 
adquirido. 

Art.  702.  Si  dentro  de  dicho  término  se  presentare  al- 
guno con  otro  titulo  reclamando  contra  Ja  posesión,  se 
comunicará  la  solicitud  por  tres  dias  al  que  la  haya  obte- 
nido. De  lo  que  expusiere  este  se  dará  copia  el  reclamante; 
Ï  mandará  acto  continuo  el  juez  convocarlos  á  juicio  ver- 
ai,  al  cual  podrán  asistir  sus  respectivos  defensores  para 
alegar  sus  derechos  a  poseer  :  en  este  juicio  podran  pre- 
sentarse documentos  y  testigos. 

Se  extenderá  la  oportuna  acta  de  él,  que  suscribirán  el 
juez,  los  interesados,  los  testigos  que  hubieren  sido  exa- 
minados, y  el  escribano. 

Los  documentos  que  se  presenten  se  unirán  á  los 
autos. 

Art.  703.  Concluido  el  juicio  verbal,  y  dentro  del  dia 
siguiente,  el  juez  dictara  sentencia  la  cual  determinará 
amparar  en  la  posesión  al  que  la  haya  obtenido,  o  darla 
al  reclamante  con  todas  sus  consecuencias,  dejando  sin 
efecto  la  dada  anteriormente. 

En  este  ultimo  caso,  si  resultare  haber  procedido  do- 
losamente el  que  promovió  el  interdicto,  será  conde- 
nado en  cosías  y  la  indemnización  de  daños  y  perjui- 
cios. 

Art.  704.  La  sentencia  de  que  habla  el  artículo  anterior 
es  apelable  en  ambos  efectos.  Interpuesta  la  apelación, 
se  remitirán  los  autos  á  la  audiencia  con  citación  de  las 
partes. 

Art.  705.  Si  no  se  apelare,  queda  la  sentencia  consen- 
tida y  pasada  en  autoridad  de  cosa  juzgada  sin  necesidad 
de  ninguna  declaración,  y  se  procederá  â  ejecutarla  in- 
mediatamente. 

Art.  706.  Si  se  hubiere  mandado  en  ella  dar  la  posesión 
al  reclamante,  se  le  dará  sin  pérdida  de  momento  en  los 
términos  provenidos  en  el  art.  698. 

Art.  707.  Si  hubiere  condena  de  cosías,  se  hará  inme- 
diatamente su  tasación. 


Si  hubiere  condena  de  frutos  ó  de  daños  y  perjuicios, 
se  fijará  su  importe  en  juicio  verbal,  en  el  cual  con  pre- 
sencia de  lo  que  las  partes  aleguen  y  de  los  documentos 
que  produzcan,  determinará  el  juez  lo  que  deba  abonarse. 
Contra  esta  declaración  no  se  dará  ningún  recurso,  que- 
dando á  salvo  á  las  parles  su  derecho  para  hacer  en  juicio 
ordinario  las  reclamaciones  que  les  convengan. 

Art.  708.  Conocido  el  importe  de  las  costas,  de  los  fru- 
tos ó  daños  y  perjuicios,  se  procegerá  á  hacerlo  efectivo 
de  la  manera  prevenida  en  el  procedimiento  de  apremio 
después  del  juicio  ejecutivo. 


SECCIÓN  SEGUNDA. 

Del  interdicto  de  retener. 

Art.  709.  El  interdicto  de  retener  la  posesión  solo  tiene 
lugar  cuando  ha  habido  conatos  manifestados  por  algún 
acto  exterior  de  turbar  ó  inquietar  en  ella  al  que  la  tu- 
viere. 

Art.  710.  El  que  intente  el  interdicto  de  retener  la  po- 
sesión, al  formular  su  demanda,  ofrecerá  información 
para  acreditar. 

I"  Que  se  halla  en  posesión. 

2°  Qne  se  le  ha  tratado  de  inquietar  en  ella,  expresando 
el  acto  que  lo  haya  hecho  temer. 

Art.  711.  Admitida  la  demanda  el  juez  mandará  recibir 
y  recibirá  la  información  ofrecida.    . 

Art.  712.  Si  dada  la  información  no  resultaren  acredi- 
tados los  dos  extremos  referidos,  declarará  el  juez  no  ha- 
ber lugar  al  interdicto. 

Art.  713.  Esta  providencia  es  apelable  en  ambos  efectos. 
Interpuesto  en  tiempo  el  recurso,  se  remitirán  los  autos 
al  tribunal  con  citación  solo  del  que  haya  promovido  el 
interdicto. 

Art.  l\í.  Si  de  la  información  resultaren  comprabados 
los  dos  extremos  expresados  en  el  artículo  710,  el  juez 
convocará  á  juicio  verbal  al  que  haya  enlabiado  el  inter- 
dicto y  al  que  resulte  haber  intentado  inquietarlo  en  la 
posesión. 

Art.  715.  En  el  juicio  verbal  oirá  el  juez  à  los  interesa- 
dos, y  admitirá  las  pruebas  que  adujeren. 

De  este  juicio  se  extenderá  un  acta  en  que  con  clari- 
dad y  precisión  se  consignarán  lo  alegado  por  las  partes, 
las  pruebas  aducidas  y  las  manifestaciones  de  Jos  testigos. 

Todos  los  presentes,  inclusos  los  testigos,  firmarán  el 
acta,  y  se  unirán  provisionalmente  á  los  autos  los  docu- 
mentos que  se  hayan  producido. 

Art.  716.  Solo  son  admisibles  en  este  juicio  las  pruebas 
que  tengan  por  objeto  acreditar  la  posesión  ó  no  pose- 
sión del  que  haya  promovido  el  interdicto,  y  la  verdad  ó 
falsedad  de  los  actos  del  demandado,  que  hayan  podido 
revelar  su  propósito  de  inquietarlo  en  ella. 

Cualesquiera  otras  pruebas  son  inadmisibles,  y  si  se 
adujeren  no  deberán  ser  tomadas  en  consideración,  sin 
perjuicio  del  derecho  del  que  las  haya  traído,  que  podrá 
ejercitar  en  el  juicio  correspondiente. 

Art.  747.  Concluido  el  juicio  verbal,  el  juez  dentro  de 
las  veinte  y  cuatro  horas  siguientes  dictará  sentencia,  la 
cual  deberá  limitarse  á  una  de  las  dos  declaraciones  si- 
guientes : 

Ia  No  haber  lugar  al  interdicto. 

2a  Haber  lugar  al  interdicto  y  mantener  en  la  pose* 
sion  al  que  lo  haya  solicitado,  mandando  hacer  las  con- 
siguientes intimaciones  al  que  resulte  haberse  propuesto 
turbarla. 
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Art.  718.  Si  la  sentencia  fuere  otorgando  el  interdicto, 
se  condenará  en  costas  al  demandado. 
Si  fuere  denegándolo,  al  actor. 

Art.  719.  Cualquiera  que  sea  la  sentencia,  se  agregará 
siempre  la  fórmula  de  sin  perjuicio,  y  se  reservará  á  los 
que  por  ella  fueren  condenados,  el  ejercicio  de  la  demanda 
de  propiedad  que  pueda  correspo'nderles  con  arreglo  á 
derecho. 

Art.  720.  Las  sentencias  declarando  haber  ó  no  haber 
lugar  al  interdicto,  son  apelables  en  ambos  efectos. 

Interpuesta  la  apelación,  se  remitirán  los  autos  á  la  au- 
diencia con  citación  de  las  partes. 

Art.  721.  Si  no  se  apelare,  la  sentencia  queda  consen- 
tida y  pasada  de  derecho  en  autoridad  de  cosa  juzgada 
sin  necesidad  de  ninguua  declaración,  procediéndose  en 
seguida  á  su  ejecución  y  cumplimiento. 

Art.  722.  Tasadas  las  costas,  se  procederá  por  apremio 
á  hacer  efectivo  su  importe. 

Art.  723.  A  las  partes  que  lo  solicitaren  se  devolverán 
los  documentos  que  hayan  presentado,  quedando  en  au- 
tos nota  bastante  expresiva  de  los  otorgantes,  de  su  objeto, 
de  su  fecha,  y  si  fueren  públicos,  del  registro  en  que  se 
hallen  archivados. 


SECCIÓN     TERCERA. 

Del  interdicto  de  recobrar. 


Art.  724.  El  que  solicite  que  se  le  restituya  la  posesión 
de  que  haya  sido  despojado,  debe  ofrecer  información 
sobre  los  hechos  siguientes  : 

r  Hallarse  él  ó  su  causante  en  posesión  ó  tenencia  de 
la  cosa  de  que  haya  sido  despojado. 

2o  Haber  sido  despojado  de  esta  posesión  ó  tenencia  de- 
signando al  autor  del  despojo. 

Deberá  ademas  expresar  en  la  demanda  si  se  conforma 
con  que  se  dé  audiencia  al  que  se  llame  despojante,  ó 
si  quiere  que  sin  ella  el  juez  falle  sobre  el  despojó. 

En  el  líltimo  caso,  al  mismo  tiempo  que  solicite  la  in- 
formación, propondrá  fianza  á  satisfacción  del  juez  para 
responder  de  cualesquiera  perjuicios  que  puedan  resultar 
de  la  restitución. 

Art.  725.  Presentada  la  demanda,  el  juez  mandará  re- 
cibir y  recibirá  la  información.  Esta  deberá  ser  por  lo 
menos  de  tres  testigos. 

Art.  726.  Dada  que  sea  la  información,  y  resultando 
comprobados  los  dos  extremos  referidos,  el  juez,  si  se 
hubiere  ofrecido  fianza  á  su  satisfacción  y  previo  el  otor- 
gamiento de  ella  en  forma,  decretará  la  restitución  con 
todas  sus  consecuencias. 

La  fianza  podrá  ser  de  cualquiera  de  las  clases  conocidas, 
con  tal  que  el  juez  la  estime  suficiente. 

Art.  727.  Decretada  la  restitución  se  verificará  inme- 
diatamente, haciendo  al  que  resulte  despojante  las  pre- 
venciones y  apercibimientos  correspondientes. 

Art.  728.  Si  el  juez  denegare  la  restitución,  la  sentencia 
en  que  lo  hiciere  es  apelable  en  ambos  efectos. 

Interpuesta  la  apelación,  se  remitirán  los  autos  del  Tri- 
bunal superior  con  citación  solo  del  actor. 

Art.  729.  De  la' providencia  en  que  se  otorgare,  la  resti- 
tución puede  apelar  el  despojante. 

Interpuesta  la  apelación,  se  remitirán  los  autos  al  Tri- 
bunal superior  con  citación  de  ambas  partes,  después 
que  sea  ejecutada  la  providencia,  menos  en  la  condena 


de  costas,  devolución  de  frutos  é  indemnización  de  per- 
juicios. 

Art.  730.  Si  la  providencia  denegatoria  fuere  revocada, 
se  ejecutará  la  restitución  y  harán  efectivas  las  condenas 
que  se  impongan  al  despojante,  quedándole  reservado  su 
derecho  en  juicio  ordinario. 

Art.  731.  Si  la  sentencia  en  que  se  otorgare  la  restitu- 
ción fuere  confirmada,  se  procederá,  devueltos  que  sean 
los  autos,  á  hacer  efectivas  la  condena  de  costas,  la  indem- 
nización de  perjuicios  y  la  devolución  de  frutos,  quedando 
al  despojante  á  salvo  su  derecho,  que  podrá  ejercitar  en 
el  juicio  ordinario. 

Art.  732.  Las  costas  se  tasarán  previamente  en  la  forma 
ordinaria. 

El  importe  de  los  perjuicios  y  de  los  frutos  lo  fijará  el 
juez  de  la  manera  prevenida  en  ej  art.  707. 

Centra  la  providencia  que  sobre  esto  dictare,  no  habrá 
lugar  á  recurso  alguno,  con  la  misma  reserva  establecida 
en  el  citado  art.  707. 

Art.  733.  Si  la  sentencia  en  que  se  hubiere  otorgado 
la  restitución  fuere  revocada,  se  cumplirá  inmediata- 
mente lo  que  se  mande  por  el  Tribunal  superior,  que- 
dando á  ambos  interesados  su  derecho  á  salvo  en  juicio 
ordinario. 

A  este  efecto,  si  debieren  exigirse  del  actor  costas,  devo- 
lución de  frutos  ó  indemnización  de  perjuicios,  se  proce- 
derá previamiente  á  determinar  su  importe  en  la  forma 
que  queda  prevenida  en  el  artículo  anterior. 

Art.  734.  Si  al  ententar  el  interdicto  no  se  ofreciere 
lianza,  dada  información  por  el  actor,  convocará  el  juez 
á  ambas  partes  á  juicio  verbal. 

A  este  acto  podrán  asistir  los  respectivos  defensores,  y 
con  presencia  de  sus  alegaciones  y  de  las  pruebas  que 
adujeren,  pronunciará  sentencia  dentro  de  las  veinte  y 
cuatro  horas  siguientes. 

Art.  735.  Del  juicio  verbal  se  extenderá  lo  oportuna 
acta,  que  firmarán  el  juez,  el  escribano,  los  interesados  y 
los  testigos  si  se  hubieren  examinado. 

Los  documentos  presentados  se  unirán  á  los  autos. 

Si  la  sentencia  fuere  denegatoria  de  la  restitución,  es 
apelable  en  ambos  efectos. 

Interpuesta  la  apelación,  se  remitirán  los  autos  al  Tri- 
bunal superior  con  citación  de  ambas  partes. 

Art.  73ü.  Si  se  accediere  en  ella  á  la  restitución  podrá 
apelar  el  despojante  ;  no  obstante  la  interposición  de  este 
recurso,  se  llevará  á  efecto  la  restitución,  aplazando  la 
ejecución  de  los  extremos  de  la  sentencia  relativos  à  costas, 
devolución  de  frutos  é  indemnización  de  perjuicios  para 
después  de  ejecutoriada. 

Verificada  la  restitución,  se  remitirán  los  autos  al  Tri- 
bunal superior  con  citación  de  ambas  partes. 

Art.  737.  Confirmada  ó  revocada  la  sentencia,  se  pro- 
cederá en  el  primer  caso  á  ejecutarla  en  los  extremos  en 
que  no  estuviere  cumplida,  en  la  forma  prevenida  por  los 
artículos  707  y  708  ;  y  en  el  segundo,  á  llevar  á  efecto  lo 
que  el  Tribunal  superior  hubiere  ordenado. 


SECCIÓN    COARTA. 

Del  interdicto  de  obra  nueva. 

Art.  738.  Presentada  que  sea  demanda  para  la  suspen- 
sion de  cualquiera  obra  nueva,  la  decretará  el  juez  provi- 
sionalmente, dejando  en  el  sitio  en  que  estuviere  ha- 
ciéndose un  dependiente  del  juzgado  para  que  cuide  de 
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que  sea  cumplida  la  suspension.  Desde  entonces  y  mien- 
tras esté  pendiente  el  interdicto,  nada  podrá  hacerse  en  la 
obra  mas  que  lo  que  sea  absolutamente  indispensable  para 
que  no  se  destruya  lo  edificado,  y  esto  con  autorización 
del  juez. 

En  ei  mismo  auto  de  la  suspencion  se  convocará  á  juicio 
verbal  al  denunciante  y  al  denunciado,  previniéndoles  que 
traigan  los  documentos  en  que  respectivamente  funden 
sus  pretensiones.  A  este  juicio  podrán  concurrir  los  defen- 
sores de  los  interasados. 

Art.  739.  El  juez,  si  lo  estimare  necesario,  podrá  tras- 
ladarse, antes  de  dictar  sentencia,  al  lugar  de  la  obra  para 
decidir  con  mas  acierto. 

También  podrá  nombrar  para  que  le  acompañe  á  la 
inspección,  perito  cuyo  dictamen  se  extenderá,  en  los 
autos. 

A  esta  diligencia  podrán  concurrir  las  partes,  si  lo  so- 
licitaren, sus  defensores  y  los  peritos  que  ellas  mismas 
designen. 

Art.  740.  Tanto  del  juicio  como  de  la  diligencia  de  ins- 
pección se  extanderán  las  oportunas  actas  en  que  se  con- 
signen sus  resultados. 

Estas  actas  deberán  ser  firmadas  por  los  que  á  ellas 
hayan  concurrido. 

Art.  741 .  Entre  el  juicio  y  la  diligencia  de  inspección 
no  podrán  mediar  mas  que  tres  dias,  á  no  exigir  mayor 
dilación  alguna  cosa  extraordinaria  é  insuperable. 

Dentro  de  los  tres  dias  siguientes  al  en  que  la  diligencia 
de  inspección  haya  tenido  lugar,  ó  de  la  celebración  del 
juicio  si  no  hubiere  habido  inspección,  el  juez  dictará  sen- 
tencia. 

Art.  742.  Si  no  se  ratificare  la  suspension  de  la  obra, 
procederá  la  apelación  en  ambos  efectos. 

Interpuesta  la  apelación,  se  remitirán  los  autos  al  Tri- 
bunal superior  con  citación  de  ambas  partes. 

Art.  743.  Si  se  ratificare  la  suspension  de  la  obra,  se 
procederá  á  ejecutarla  ante  escribano  por  alguacil  que 
se  comisione  al  efecto,  extendiéndose  en  los  autos  la  opor- 
tuna diligencia  del  estado,  altura  y  circunstancias  de  la 
obra,  y  apercibiendo  al  que  la  estuviere  ejecutando  con  la 
demolición  a  su  costa  délo  que  de  allí  enadelante  se  edi- 
ficare. 

Art.  744.  La  sentencia  en  que  se  ratificare  la  suspension 
es  apelable  solo  en  un  efecto. 

Interpuesto  el  recurso,  y  ejecutada  que  sea  la  suspen- 
sion, se  remitirán  los  autos  á  la  audiencia  citadas  las 
partes. 

Si  no  se  apelare,  queda  de  derecho  consententida  la 
sentencia  sin  necesidad  de  declaración  alguna. 

Art.  745.  Si  se  consintiere  la  sentencia,  ó  apelada  se 
confirmare  tendrá  derecho  el  dueño  de  la  obra  suspendida 
a  pedir  autorización  para  continuarla. 
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Otorgada  la  autorización,  esta  demanda  seguirá  los  trá- 
mites del  juicio  ordinario. 


SECCIÓN   QUINTA. 

Del  interdicto  de  obra  vieja. 

Art.  748.  El  interdicto  de  obra  vieja  puede  tener  dos 
objetos. 

Io  La  adopción  de  medidas  urgentes  para  evitar  los 
riesgos,  que  el  mal  estado  de  cualquier  construcción  pueda 
ofrecer. 

2o  Obtener  su  demolición. 

Art.  749.  Solo  podrán  intentarlo  : 

1o  Los  que  tengan  alguna  propiedad  contigua  ó  inme- 
diata, que  pueda  resentirse  ó  padecer  por  la  ruina. 

2o  Los  que  tengan  necesidad  de  pasar  por  las  inme- 
diaciones del  edificio  ó  construcción  que  amenazare 
ruina. 

Art.  750.  Se  entiende  por  necesidad  para  los  efectos  del 
anterior  artículo  la  que  no  puede  dejar  de  satisfacerse  sin 
quedar  privado  el  denunciante  del  ejercicio  de  un  dere- 
cho, ó  sin  que  se  le  siga  conocido  perjuicio  en  sus  inte- 
reses, ó  grave  molestia  á  juicio  del  juez. 

Art.  751.  Deducido  el  interdicto  para  la  adopción  de 
medidas  urgentes  de  precaución,  el  juez  previa  inspec- 
ción que  hará  por  sí  de  la  obra,  acompañado  de  perito 
que  nombrará  al  efecto,  decretará  las  medidas  oportu- 
nas para  procurar  provisional  é  interinamente  la  debida 
seguridad. 

Aja  ejecución  de  estas  medidas  serán  compelidos  el 
dueño,  su  administrador  ó  apoderado,  el  inquilino  por 
cuenta  de  alquileres,  y  en  defecto  de  todos  estos  se  eje- 
cutará á  costa  del  actor,  reservándole  su  derecho  para 
reclamar  del  dueño  de  la  obra  los  gastos  que  se  le  oca- 
sionen. 

Art.  752.  El  juez  podrá  denegar  las  medidas  de  pre- 
caución solicitadas,  si  de  la  inspección  que  haga  con  el 
erito  no  resulta  la  urgencia. 

Art.  7S3.  Las  providencias  que  el  juez  dictare  otor- 
gando ó  denegando  las  medidas  urgentes  de  precaución 
no  son  apelables. 

Art.  754.  Si  el  interdicto  tuviere  por  objeto  la  demoli- 
ción de  algún  edificio,  deducida  que  sea  la  demanda  el 
juez  convocará  á  las  partes  á  juicio  verbal,  al  que  po- 
drán asistir  sus  respectivos  defensores  :  oirá  sus  alegacio- 
nes y  sus  testigos,  y  examinará  los  documentos  que  pre- 
senten. 

De  este  juicio  se  extenderá  la  oportuna  acta,  que  suscri- 
birán los  que  á  él  hayan  concurrido. 

Los  documentos  presentados  se  unirán  á  los  autos. 

Art.  755.  Si  por  el  resultado  del  juicio  el  juez  lo  cre- 
yere necesario,  podrá  practicar  por  sí  mismo  una  ins- 
pección de  la  obra,  acompañado  de  perito  que  nombre 
al  efecto;  los  interesados  concurrirán  si  quieren  á  esta  di- 
ligencia acompañados  de  sus  defensores  y  peritos  de  su 
nombramiento.  .  .  , 

De  ella  se  extenderá  la  oportuna  acta,  que  suscribirán 
todos  los  que  hayan  concurrido. 

Art.  756.  Dentro  de  los  tres  dias  siguientes  al  en  que 
hubieren  termiuado  el  juicio  verbal,  ó  la  práctica  de  la 
diligencia  de  inspección,  si  esta  hubiere  tenido  lugar,  uic- 
tará  el  juez  sentencia. 

Art.  757.  Cualquiera  que  sea  la  sentencia,  es  apelable 
en  ambos  electos. 
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Interpuesta  la  apelación,  se  remitirán  los  autos  á  la  au- 
diencia con  citación  de  las  partes. 

Art.  758.  En  el  caso  de  ordenarse  la  demolición  y  de  re- 
sultar del  juicio  y  diligencia  de  inspección  la  urgencia  de 
ella,  deberá  el  juez,  antes  de  remitir  los  autos  á  la  au- 
diencia, decretar  y  hacer  que  se  ejecuten  las  medidas  de- 
precaución  que  estime  necesarias,  en  la  forma  que  queda 
indicada  al  tratar  del  interdicto  que  tiene  por  objeto  la 
adopción  de  ellas. 

W  Art.  759.  Devueltos  los  autos  por  la  audiencia,  se  lle- 
vará á  efecto  lo  determinado  en  la  ejecutoria. 

SECCIÓN  SEXTA. 

De  la  segunda  instancia  de  los  interdictos. 

Art.  760.  Recibidos  los  autos  en  la  audiencia,  y  perso- 
nada alguna  de  la?  partes,  se  pasarán  en  relator  para  que 
torme  el  apuntamiento. 

Art.  761.  Si  no  se  personare  el  apelado,  se  entenderá 
la  sustancjacion  de  la  instancia  con  los  estrados  del  tri- 
bunal. 

Art.  762.  Formado  que  sea  el  apuntamiento,  se  entre- 
gara con  los  autos  à  las  partes  por  seis  dias  improroeables 
para  instrucción. 

Al  devolverlos  cada  una  de  ellas  expresará  bajo  la  fir- 
ma de  su  letrado  y  procurador  su  conformidad  con  el 
apuntamiento,  ó  lo  que  en  él  crea  debe  agregarse  ó  va- 
narse. B 

Art.  763.  Habiendo  conformidad  con  el  apuntamiento, 
o  hechas  las  agregaciones  ó  variaciones  que  el  tribunal 
estime  procedentes  de  las  que  las  partes  exigieren,  se 
mandara  traerlos  á  la  vista  con  señalamiento  de  dia  para 
ella.  r 

Art.  764.  En  las  segundas  instancias  de  estos  juicios 
solo  podra  hacerse  la  prueba  que,  propuesta  en  primera 
instancia,  no  hubiere  sido  posible  ejecutar  en  el  juicio 
verbal  por  la  ausencia  de  algún  testigo  ú  otra  causa  seme- 
jante. 

Si  alguna  de  las  partes  lo  solicitare,  podrá  practicarse 
a  que  se  halle  en  este  caso,  librándose  orden  al  juez  de 
a  primera  instancia  para  que  la  reciba  en  juicio  verbal  en 
la  lorma  que  queda  establecida. 

Art  765.  Devuelta  la  orden  después  de  cumplida,  se 
procederá  a  la  vista,  en  la  cual  se  leerá  á  la  letra,  ademas 
del  apuntamiento,  el  acta  de  este  juicio  verbal. 

Art.  766.  La  vista  de  estas  apelaciones  tendrá  preferen- 
cia respecto  à  las  interpuestas  en  los  juicios  ordinarios,  v 
se  verificara  por  riguroso  turno  con  las  de  las  sentencias 
definitivas  de  los  juicios  ejecutivos,  á  que  está  declarada 
igual  preferencia. 

Art.  767.  La  sentencia  debe  dictarse  dentro  de  tercero 
día  contado  desde  el  en  que  la  vista  tenga  lugar. 

Art.  768.  La  sentencia  confirmatoria  debe  contener  la 
condena  de  costas  al  apelante. 

Art  769.  Los  autos  se  devolverán  inmediatamente  al 
juzgado  de  que  procedan  con  certificación  de  la  ejecuto- 
ria, de  la  tasación  de  costas,  si  hubiere  habido  condena 
y  sin  ningún  otro  inserto,  para  la  ejecución  v  cumpli- 
miento de  la  sentencia.  "         p 


TITULO  XV. 


DEL     JUICIO     ARBITRAL. 


Art.  770.  Toda  contestación  entre  partes  antes  ó  des» 
pues  de  deducida  en  juicio,  y  cualquiera  que  sea  el  es- 
tado de  este,  puede  someterse  á  la  decisión  de  jueces  ar- 
bitros. 

Art.  771.  Las  personas  que  no  tienen  aptitud  legal  para 
obligarse  n'o  pueden  contraer  este  compromiso. 

Art.  772.  No  pueden  comprometerse  en  arbitros  las 
cuestiones  del  estado  civil  de  las  personas,  ni  las  en  que 
deba  intervenir  el  ministerio  fiscal  con  arreglo  á  las 
leyes. 

Art.  773.  El  compromiso  ha  de  formalizarse  necesaria- 
mente en  escritura  pública  y  será  nulo  en  cualquiera  otra 
forma  que  se  contrajere. 

Art.  774.  La  escritura  ha  de  contener  precisamente  : 

i°  Los  nombres  y  domicilio  de  los  que  la  otorguen. 

2°  Los  nombres  y  domicilios  de  Jos  arbitros. 

3o  El  negocio  que  se  someta  al  fallo  arbitral,  con  ex- 
presión de  sus  circunstancias. 

í"  La  designación  de  tercero  para  el  caso  de  discordia. 

No  podrá  conferirse  por  las  partes  la  facultad  de  nom- 
brarle á  ninguna  otra  persona. 

5o  El  plazo  en  que  los  arbitros  y  el  tercero  en  su  caso 
han  de  pronunciarla  sentencia. 

6o  La  estipulación  de  una  multa,  que  deberá  pagar  la 
parte  que  deje  de  cumplir  con  los  actos  indispensables 
para  la  realización  del  compromiso. 

7o  La  estipulación  de  otra  multa,  que  el  que  se  alzare 
del  fallo  deberá  pagar  al  que  se  conformare  con  él,  para 
poder  ser  oido. 

8o  La  fecha  en  que  se  otorgare  el  compromiso. 

Art.  775.  La  escritura  en  que  falte  cualquiera  de  las 
circunstancias  expresadas  en  el  artículo  anterior  será 
nula. 

Art.  776.  El  nombramiento  de  jueces  arbitros  no  puede 
recaer  mas  que  en  letrados,  mayores  de  veinte  y  cinco 
años,  y  que  estén  en  el  pleno  ejercicio  de  los  derechos  ci- 
viles. 

Art.  777.  No  se  invalidará  el  compromiso  aunque  en 
cualquiera  de  los  nombrados  faltare  alguna  de  las  circun- 
stancias prescritas  en  el  artículo  anterior  :  pero  la  parte 
que  haya  nombrado  al  que  no  las  reúna,  será  obligada 
á  elegir  en  el  término  de  tercero  dia  á  otro  en  quien  con- 
curran. 

_  Art.  778.  Otorgada  la  escritura,  se  presentará  á  los  ar- 
bitros y  al  tercero  para  su  aceptación. 

De  la  aceptación  ó  de  la  negativa  se  extenderá  á  conti- 
nuación diligencia,  que  firmará  con  el  escribano. 

Art.  779.  Si  alguno  de  los  arbitros  no  aceptare,  se  obli- 
gará á  la  parte  que  lo  hubiere  nombrado  á  que  dentro  de 
tercero  dia  elija  otro,  en  el  caso  de  que  cada  uno  de  los  in- 
teresados hubiere  hecho  el  nombramiento  de  su  arbitro. 

Art.  780.  Si  cada  parte  no  hubiere  nombrado  un  arbi- 
tro, sino  que  de  común  acuerdo  hubieren  hecho  el  nom- 
bramiento, quedará  sin  efecto  el  compromiso  si  no  convi- 
nieren en  el  reemplazo  del  que  no  baya  aceptado. 

Art.  781 .  Lo  mismo  sucederá  si  el  que  hubiere  rehusado 
la  aceptación  fuere  el.  arbitro  tercero,  -  • 
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Ait.  782.  Los  arbitros  proninclarán  su  fallo  sobre  lodos 
los  puntos  sometidos  á  su  decisión  dentro  del  plazo  seña- 
lado en  el  compromiso. 

Este  plazo  correrá  desde  que  aceptare  el  último. 

El  en  que  debe  dar  su  fallo  el  arbitro  tercero  correrá 
desde  el  dia  en  que  se  le  hubiere  dado  conocimiento  de  la 
discordia  que  este  llamado  á  dirimir. 

Art.  783.  La  aceptación  de  los  arbitros  da  derecho  á 
cada  una  de  las  partes  para  compelerlos  á  que  cumplan 
con  su  encargo,  bajo  la  pena  de  responder  de  los  daños  y 
perjuicios. 

Art.  784.  Los  arbitros  solo  son  recusables  por  causa  que 
haya  sobrevenido  después  del  compromiso,  ó  que  se  igno- 
rará al  celebrarlo. 

Art.  783.  Los  arbitros  podrán  ser  recusados  por  las  mis- 
mas causas  que  los  demás  jueces. 

La  recusación  debe  hacerse  ante  ellos  mismos. 

Si  no  accedieren,  la  parte  que  la  haya  propuesto  podrá 
repetir  la  recusación  ante  el  juez  de  primera  instancia  del 
partido  en  que  resida  el  arbitro  recusado,  ó  cualquiera  de 
ellos  si  fuere  recusado  mas  de  uno. 

Mientras  se  sustancia  el  recurso  de  recusación  ante  el 
juez  de  primera  instancia,  quedará  en  suspenso  el  juicio 
arbitral,  debiendo  continuar  despues  que  sobre  la  recusa- 
ciou  haya  recaido  ejecutoria. 

Art.  786.  El  compromiso  cesa  en  sus  efectos  : 
i°  Por  la  voluntad  unánime  de  los  que  lo  contrajeren. 
2o  Por  el  trascurso  del  término  señalado  en  el  compro- 
miso sin  haberse  pronunciado  sentencia  ;  sin  perjuicio  de 
la  responsabilidad  de  los  arbitros,  si  por  su  culpa  ha  tras- 
currido inútilmente  dicho  término. 

Art.  787.  La  muerte  de  los  arbitros  ó  de  cualquiera  de 
ellos  producirá  los  mismos  efectos  que  la  no  aceptación. 

En  este  caso  se  suspenderá  el  juicio,  si  hubiere  comen- 
zado ;  pero  nombrado  que  sea  el  que  debe  reemplazar  al 
que  hubiere  fallecido,  continuará  desde  el  estado  que  tu- 
viera al  tiempo  de  la  suspension. 

Art.  788.  Toda  la  sustanciacion  del  juicio  arbitral  se 
liará  ante  escribano. 

Art.  789.  Aceptado  el  arbitraje,  los  arbitros  señalarán  á 
los  interesados  un  término,  que  no  podrá  exceder  de  la 
cuarta  parte  del  lijado  en  la  escritura,  para  que  formulen 
sus  pretensiones  y  presenten  los  documentos  en  que  las 
apoyen  respectivamente. 

Art.  790.  Si  alguno  de  ios  interesados  no  lo  hiciere, 
continuará  el  juicio  en  su  rebeldía;  sin  perjuicio  de  exi- 
girle la  multa  estipulada  por  haber  dejado  de  cumplir  con 
los  actos  indispensables  para  la  realización  del  compro- 
miso. 

A  pesar  de  esto,  en  cualquier  estado  del  juicio  en  que 
se  presente,  se  le  oirá,  sin  retroceder  en  ningún  caso. 

Art.  791.  De  las  pretensiones  y  documentos  que  se 
presentaren,  se  dará  mutuamente  conocimiento  á  las  par- 
tes interesadas  por  un  término  que  no  podrá  exceder  de  la 
cuarta  parte  del  señalado  para  formularlas. 

Art.  792.  Cada  interesado  podrá  impugnar  las  preten- 
siones y  documentos  presentados  por  su  contrario  dentro 
del  termino  señalado  en  el  articulo  anterior,  y  presen  tal- 
los documentos  que  crea  necesarios  al  efecto/manifestando 
al  mismo  tiempo  si  el  juicio  ha  de  recibirse  á  prueba  ó  si 
no  hay  necesidad  de  ella. 

Art.  793.  Pasado  el  término,  se  recibirá  el  pleito  á 
prueba  si  lo  hubieren  solicitado  ambas  partes,  ó  aun 
cuando  una  sola  lo  haya  pedido,  si  no  hubiere  conformi- 
dad sobre  hechos  de  directa  y  conocida  influencia  en  la 
cuestión  sometida  á  los  arbitros. 


Art.  794.  Aunque  ninguna  de  las  partes  hubiere  pedido 
prueba,  los  arbitros  podrán  recibir  á  ella  los  autos,  deter- 
minando los  hechos  á  que  deba  contraerse. 

En  este  caso  la  prueba  no  podrá  ampliarse  á  ningún 
otro  punto. 

Art.  795.  El  término  de  prueba  no  podrá  exceder  de  la 
cuarta  parte  del  señalado  en  el  compromiso. 

Éd.  796.  De  las  pruebas  que  se  ejecuten  se  permitirá 
tomar  copia  á  los  interesados. 

Art.  797.  Son  admisibles  en  el  juicio  arbitral  los  mis- 
mos medios  de  prueba  que  en  el  juicio  ordinario,  y  las  di- 
ligencias que  se  propongan  se  practicarán  con  igual  so- 
lemnidad y  en  la  misma  forma. 

Art.  798.  Las  tachas  de  testigos  se  han  de  proponer  y 
probar  dentro  del  término  que  queda  señalado  para  la 
prueba. 

Art.  799.  Concluido  el  término  de  prueba,  los  arbitros 
dictarán  sentencia  dentro  del  señalado  en  el  compromiso 
que  aun  reste  por  correr. 

Art.  800.  Los  arbitros,  si  lo  creen  necesario,  podrán  oir 
á  las  partes  ó  á  sus  letrados  antes  de  pronunciar  sen- 
tencia. 

Art.  801.  También  podrán  los  arbitros: 

i°  Exigir  á  las  partes  declaración  sobre  hechos  que  no 
resulten  probados. 

2°  Hacer  venir  á  los  autos  cualesquiera  documentos  que 
consideren  necesarios  para  su  decisión. 

3o  Ordenar  el  juicio  pericial  ó  practicar  cualquier  reco- 
nocimiento por  sí  mismos. 

Art.  802.  La  sentencia  arbitral  deberá  dictarse  en  los 
mismos  términos  y  con  iguales  solemnidades  que  las  que 
se  han  prevenido  para  las  de  los  juicios  ordinarios. 

Art.  803.  La  sentencia  ha  de  ser  conforme  á  derecho,  y 
á  lo  alegado  y  probado. 

Art.  804.  Si  hubiere  conformidad  entre  los  arbitros,  se 
notificará  su  sentencia  á  las  partes  interesadas,  dentro  de 
los  tres  dias  siguientes  al  en  que  fuere  pronunciada. 

Art.  805.  Si  no  hubiere  conformidad,  dentro  de  los  mis- 
mos tres  dias  se  notificarán  á  las  parles  los  votos  que  hu- 
bieren dado,  y  se  pasarán  los  autos  al  tercero,  extendién- 
dose la  oportuna  diligencia  en  que  se  haga  constar  debi- 
damente. 

Art.  806.  El  arbitro  tercero  podrá  oir  á  las  partes  ó  á 
sus  defensores  antes  de  pronunciar  sentencia,  y  decretar 
las  demás  diligencias  de  que  habla  el  artículo  801. 

Art.  807.  El  voto  del  tercero,  en  lo  que  conviniere  con 
el  de  cualquiera  de  los  arbitros,  constituye  sentencia. 

Art.  808.  Los  puntos  en  que  no  conviniere  con  ninguno 
de  ellos,  se  sometarán  al  fallo  del  juez  de  primera  instan- 
cia competente  para  que  los  decida. 

El  fallo  del  juez  será  sentencia,  sea  ó  no  conforme  con 
el  de  cualquiera  de  los  arbitros. 

Art.  809.  Contra  la  sentencia  arbitral  se  da  el  recurso 
de  apelación. 

Art.  810.  El  recurso  de  apelación  tendrá  lugar  : 
Io  Cuando  alguno  de  los  interesados  se  creyere  agra- 
viado por  la  sentencia. 

2o  Cuando  en  el  juicio  se  hubiere  cometido  alguna  nuli- 
dad por  falla  de  las  solemnidades,  ó  por  Ja  inobservancia 
de  los  trámites  que  quedan  establecidos. 

Art.  811.  El  recurso  de  apelación  debe  interponerse 
dentro  de  cinco  dias. 

Art.  812.  Este  término  empezará  á  correr  desde  lanoti- 
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ficacion  de  la  sentencia,  bien  sea  dictada  de  común  acuerdo 
por  los  arbitros,  ó  por  decisión  del  tercero  ó  por  el  juez 
de  primera  instancia  en  sus  casos  respectivos. 

Art.  813.  No  será  admitido  el  recurso  de  apelación  sin 
que  el  que  lo  interponga  haya  satisfecho  la  multa  estipu- 
lada al  que  preste  su  conformidad  á  la  sentencia. 

Art.  814.  La  apelación  se  interpondrá  y  admitirá  para 
ante  la  audiencia  del  territorio. 

Art.  815.  La  sustanciacion  de  las  apelaciones  se  acomo- 
dará á  las  reglas  establecidas  para  las  segundas  instancias 
en  los  juicios  ordinarios. 

Art.  816.  Contraía  sentencia  de  la  audiencia,  confirma- 
toria ó  revocatoria  del  fallo  de  los  arbitros  ó  del  juez  de 
primera  instancia  en  su  caso,  se  da  el  recurso  de  Casación, 
cuando  y  en  la  forma  en  que  procede  en  los  juicios  ordi- 
narios. 

Art.  817.  Si  el  compromiso  se  celebrare  para  fallar  un 
pleito  que  se  halle  en  segunda  instancia,  los  arbitros  con- 
tinuarán esta  con  arreglo  á  derecho,  y  su  fallo  surtirá  los 
mismos  efectos  que  el  de  la  audiencia. 

Art.  818.  Contra  este  fallo  solo  habrá  el  recurso  de  Ca- 
sación en  los  casos  en  que  procede  en  los  juicios  ordina- 
rios. 

En  este  caso,  ademas  de  lo  establecido  para  la  admisión 
de  los  recursos  de  Casación,  deberá  preceder  el  pago  de  la 
multa  estipulada  en  el  compromiso. 


TITULO  XVI. 


DEL   JUICIO   DE    AMIGABLES   COMPONEDORES. 

Art.  819.  Toda  contestación  entre  partes,  cualquiera  que 
sea  su  estado,  á  excepción  de  las  que  en  conformidad  del 
art.  772  no  puedan  ser  objeto  de  juicio  de  arbitros,  puede 
someterse  á  la  resolución  de  amigables  componedores,  á 
fin  de  que  la  decidan  sin  sujeción  á  formas  legales  y  según 
su  saber  y  entender. 

Art.  820.  Para  contraer  este  compromiso  es  indispensa- 
ble tener  aptitud  legal  para  obligarse. 

Art.  821.  El  compromiso  se  ha  de  formalizar  en  escri- 
tura pública,  bajo  pena  de  nulidad  si  de  otro  modo  se  con- 
trajere. 

Art.  822.  La  escritura  que  se  celebre  ha  de  contener 
precisamente  : 

\  °  Los  nombres  y  vencidad  de  los  interesados. 

2°  Los  de  los  amigables  componedores  que  nombren. 

3°  La  debida  expresión  de  negocio  que  se  sujete  á  su 
fallo. 

4o  La  designación  de  tercero  para  en  el  caso  de  dis- 
cordia, la  cual  no  podrá  confiarse  á  ninguna  otra  per- 
sona. 

■  5°  El  plazo  que  tanto  á  los  amigables  componedores 
como  al  tercero  en  su  caso,  se  señale  para  pronunciar  su 
fallo. 

6o  La  fecha  en  que  se  otorgare. 

Art.  823.  Faltando  cualquiera  de  estas  circunstancias  en 
a  escritura,  será  nula,  de  ningún  valor  ni  efecto. 

Art.  824.  Estos  compromisos  producen  todas  las  conse- 
cuencias legales  que  las  demás  obligaciones. 

Art.  825.  El  nombramiento  de  amigables  componedores 
no  puede  recaer  mas  que  en  varones,  mayores  de  edad, 
que  se  hallaren  en  el  pleno  goce  y  ejercicio  de  los  derechos 
civiles,  y  sepan  leer  y  escribir. 


Art.  826.  Si  á  cualquiera  de  los  nombrados  faltare  algu- 
nas de  estas  circunstancias,  se  observará  lo  ordenado  en 
el  art.  777  respecto  à  los  arbitros. 

Art.  827.  Se  observará  también  respecto  á  los  amigables 
componedores  lo  que  acerca  de  los  jueces  arbitros  esta- 
blecen los  art.  778  y  siguientes,  en  lo  que  se  refieren  á  la 
aceptación  del  nombramiento  y  al  reemplazo  del  que  no 
acepte. 

Art.  828.  El  término  para  pronunciar  el  fallo  empieza  à 
contarse  para  los  amigables  componedores  desde  eldia  si- 
guiente al  en  que  aceptare  el  último. 

Art.  829.  El  en  que  deba  hacerlo  el  tercero,  desde  el 
siguiente  al  en  que  se  le  diere  conocimiento  de  la  discor- 
dia que  esté  llamado  á  dirimir. 

Art.  830.  Una  vez  aceptado  el  cargo  puede  compelerse 
á  los  nombrados  á  que  dicten  su  fallo. 

Art.  831 .  Los  amigables  componedores  se  limitarán  á 
recibirlos  documentos  que  los  interesados  les  presentaren, 
á  oirlos  y  á  dictar  su  sentencia  por  ante  escribano  precisa- 
mente. 

Art.  832.  Este  entregará  copia  autorizada  de  ella  á  los 
interesados,  haciéndolo  constar  debidamente  á  continua- 
ción de  la  misma  sentencia. 

Art.  833.  Si  discordaren  los  amigables  componedores, 
se  reunirá  con  ellos  el  tercero,  y  la  mayoria  de  votos  for- 
mará sentencia. 

Sí  no  hubiere  mayoría,  quedará  sin  efecto  el  compro- 
miso. 

Art.  834.  Los  amigables  componedores  no  pueden  ser 
recusados  sino  por  causa  que  haya  sobrevenido  después 
del  compromiso,  ú  que  se  ignorara  al  contraerlo. 

Se  declaran  causas  legales  para  la  recusación  de  los  ami- 
gables componedores  solo  las  siguientes  : 

Ia  Tener  interés  en  el  asunto  que  sea  objeto  del  juicio. 

2a  Enemistad  manifiesta. 

Art.  835.  La  recusación  ha  de  intentarse  ante  los  mis- 
mos amigables  componedores.  Si  no  accedieren,  se  obser- 
vará lo  que  está  prevenido  en  el  art.  785  respecto  à  los 
jueces  arbitros. 

Art.  836.  La  sentencia  que  dictaren  los  amigables  com- 
ponedores de  común  acuerdo,  ó  por  mayoría  caso  de  ser 
llamado  el  tercero,  es  ejecutoria,  y  se  llevará  á  efecto  de 
la  manera  que  se  previene  en  el  título  de  la  ejecución  de 
las  sentencias. 


TITULO  XVII. 


DE    LAS    APELACIONES. 

Art.  837.  Recibidos  que  sean  en  la  audiencia  cuales- 
quiera autos  en  que  se  hubiese  admitido  una  apelación 
y  luego  que  se  hubiere  presentado  el  apelante,  se  pasa- 
rán al  relator  para  la  formación  del  oportuno  apunta- 
miento. 

Art.  838.  Si  el  apelante  no  hubiere  comparecido  den- 
tro del  término  del  emplazamiento,  á  la  primera  rebeldía 
que  acuse  el  apelado  se  declarará  desierto  el  recurso. 

Si  el  apelado  no  compareciere,  seguirán  los  autos  su 
curso,  notificándose  en  los  estrados  del  tribunal  las  provi- 
dencias que  se  dictaren. 

Art.  839.  Si  ni  el  apelado  ni  el  apelante  comparecieren, 
en  cualquier  tiempo  en  que  este  se  presente,  continuara  Ja 
sustanciacion  de  la  instancia. 

Art.  840.  Formado  que  sea  el  apuntamiento,  se  en- 
tregará con  los  autos  por  su  orden  á  las  partes  para 
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que  se  instruyan  sus  letrados,  si  la  providencia  apelada 
fuere  interlocutoria,  aun  cuando  sea  de  las  que  causan 
estado. 

Art.  841.  Esta  entrega  deberá  hacerse  por  un  término, 
que  no  podrá  bajar  de  seis  dias  ni  pasar  de  quince,  y  que 
señalará  el  tribunal  teniendo  en  cuenta  para  ello  el  volu- 
men de  los  autos. 

Art.  842.  El  termino  que  se  señale  es  prorogable,  si  el 
tribunal  creyere  haber  justa  causa  para  ello,  siempre  den- 
tro del  límite  fijado  en  el  articulo  anterior. 

Art.  843.  Tanto  el  apelante  como  el  apelado,  al  devolver 
los  autos,  manifestarán  en  escrito  con  firma  de  letrado  su 
conformidad  cotí  el  apuntamiento  ó  las  reformas  ó  adicio- 
nes .que  crean  deban  hacerse  en  él. 

Art.  844.  En  este  escrito  deberá  también  al  apelado 
adherirse  á  la  apelación  en  los  extremos  en  que  la  senten- 
cia pueda  haberle  sido  perjudicial. 

Ni  antes  ni  después  podrá  usarse  de  este  remedio. 

Art.  845.  En  los  casos  en  que  el  apelado  se  adhiriere  á 
la  apelación,  deberá  acompañar  con  su  escrito  una  copia 
de  él  en  papel  común,  que  se  entregará  al  apelante. 

Art.  846.  Devueltos  que  sean  los  autos  por  el  apelado, 
se  pasarán  al  ministro  ponente,  por  igual  término  que  se 
haya  otorgado  á  las  partes. 

Art.  847.  Al  devolverlos,  deberá  informar  á  la  sala  so- 
bre las  adiciones  ó  reformas  del  apuntamiento  pedidas  por 
las  mismas  partes. 

Art.  848.  Habiendo  conformidad  con  el  apuntamiento, 
ô  hechas  en  él  las  reformas  ó  adiciones  que  el  tribunal  es- 
time procedentes  de  las  que  las  partes  hayan  solicitado, 
se  mandarán  traer  los  autos  á  la  vista. 

Art.  849.  Si  la  providencia  apelada  fuere  definitiva,  se 
entregarán  los  autos  al  apelante  para  expresar  agravios 
de  ella  por  un  término  que  no  podrá  bajar  de  ocho  dias 
ni  pasar  de  veinte  y  señalará  el  tribunal  con  presencia  del 
volumen  de  los  autos. 

Art.  830.  El  término  que  se  señale  es  prorogable,  si  el 
tribunal  lo  creyere  justo,  siempre  dentro  del  limite  refe- 
rido por  punto  general. 

Art.  83 1.  Cuando  la  entidad  y  complicación  del  nego- 
cio lo  requieran,  y  la  expresión  de  agravios  no  se  haya 
verificado  dentro  de  los  veinte  dias  por  causas  no  imputa- 
bles al  apelante,  podrá  el  tribunal,  constando  esto,  conce- 
derle otros  diez  dias  mas  para  hacerlo. 

Art.  832.  Del  escrito  de  agravios  se  dará  traslado  al 
apelado  por  el  mismo  término  concedido  al  apelante  al 
hacerle  entrega  de  los  autos. 

Art.  853.  Este  término  es  prorogable  por  las  mismas 
causas  y  de  igual  manera  que  quedan  prevenidas  en  los 
art.  850  y  851. 

Art.  854.  Con  la  contestación  presentará  el  apelado  co- 
pia de  ella  en  papel  común,  la  cual  se  entregará  al  ape- 

Art.  855.  En  este  escrito  deberá  el  apelado  adherirse  á 
la  apelación  en  los  extremos  en  que  crea  perjudicial  la 
sentencia. 

Ni  antes  ni  después  podrá  usar  de  este  remedio. 

Art.  856.  En  los  casos  en  que  el  apelado  se  adhiriere 
al  recurso,  no  se  acompañará  la  copia  prevenida  en  el 
art.  854,  y  del  escrito  de  contestación  se  dará  traslado  al 
apelado. 

Art.  837.  La  contestación  de  este  deberá  limitarse  á  lo 
que  haya  sido  objeto  de  la  adhesión,  y  de  ella  acompañará 
copia  en  papel  común,  que  se  entregará  al  apelado. 


Art.  858.  En  los  escritos  de  expresión  de  agravios  y  de 
contestación  manifestarán  las  partes  su  conformidad  con 
el  apuntamiento  del  relator,  o  las  reformas  ó  adiciones 
que  á  su  juicio  deban  hacerse  en  él. 

Art.  859.  Presentada  la  contestación,  se  pasarán  los 
autos  al  ministro  ponente. 

Art.  860.  Devueltos  que  sean  por  este,  y  habiendo  con- 
formidad en  el  apuntamiento,  ó  hechas  en  él  las  reformas 
ó  adiciones  de  las  pedidas  por  las  partes  que  la  sala  hu- 
biere creido  procedentes,  se  mandarán  traer  á  la  vista 
citadas  las  mismas  partes. 

Art.  861.  Las  vistas  de  los  pleitos  se  verificarán  por  ri- 
goroso orden  de  antigüedad,  bajo  la  responsabilidad  del 
presidente  de  la  sala. 

Art.  862.  Los  señalamientos  para  ellas  se  verificarán 
sin  necesidad  de  solicitud  de  las  partes. 

Art.  863.  Si  por  ocupaciones  de  la  sala  ó  de  los  letra- 
dos se  trasfiriere  á  otro  dia  cualquier  vista,  no  por  ello  se 
alterará  el  orden  establecido,  mas  que  lo  absolutamente 
indispensable  para  que  la  vista  suspendida  pueda  tener 
efecto  lo  mas  antes  posible. 

Art.  864.  Las  vistas  se  verificarán  hablando  en  primer 
lugar  el  letrado  defensor  del  apelante  ;  en  seguida  el  del 
apelado,  y  á  ambos  será  permitido  rectificar  equivocacio- 
nes ó  restablecer  los  hechos  que  hayan  podido  ser  pre- 
sentados con  inexactitud. 

Art.  865.  Concluida  la  vista,  se  procederá  á  dictar  sen- 
tencia dentro  de  los  términos  señalados  en  los  párrafos 
2o  y  3o  del  artículo  331,  y  en  la  forma  establecida  en 
el  333. 

Art.  866.  Antes  de  haberse  notificado  la  providencia  en 
qué  se  manden  traer  los  autos  à  la  vista,  pueden  las  partes 
exigirse  confesiones  judiciales,  con  tal  que  sean  sobre  he- 
chos que  no  hayan  sido  objeto  de  otras  que  se  hayan  exi- 
gido en  la  primera  instancia. 

Art.  867.  También  podrán  traer  los  documentos  de  que 
juren  no  haber  tenido  hasta  entonces  conocimiento. 

Art.  868.  Asimismo  podrán  pedir  el  recibimiento  á 
prueba,  para  utilizar  cualquiera  de  los  medios  de  hacerla 
que  quedan  establecidos. 

Art.  869.  El  recibimiento  á  prueba  sola  podrá  otor- 
garse : 

i"  Cuando  por  cualquier  causa,  no  imputable  al  que 
la  solicite,  no  hubiere  podido  hacerse  en  la  primera  in- 
stancia. 

2o  Cuando  hubiere  ocurrido  algún  hecho  nuevo,  condu- 
cente al  pleito,  y  posterior  al  último  dia  del  termino  de 
prueba  que  haya  corrido  en  la  primera  instancia. 

3o  Cuando  se  haya  adquirido  conocimiento  de  un  hecho 
que  se  ignora  antes,  y  sobre  el  cual  por  consiguiente  no 
hayan  girado  ni  las  alegaciones  ni  las  pruebas. 

Art.  870.  Para  conceder  el  término  de  prueba,  se  oirá 
siempre  á  la  parte  contraria,  é  informará  á  la  sala  el  mi- 
nistro ponente. 

Art.  871.  Contraía  providencia  en  que  se  otorgare  la    _ 
prueba  no  se  da  recurso  alguno. 

Art.  872.  Contra  la  en  que  se  denegare,  solo  procede  el 
de  Casación  en  su  caso  y  lugar. 

Art.  873.  Cuando  las  partes  ó  el  mayor  número  de  ellas 
lo  pidieren,  ó  cuando  á  instancia  de  alguna  de  las  mismas 
la  audiencia  lo  ordenare,  podrá,  en  lugar  del  informe  oral, 
escribirse  é  imprimirse  una  alegación  en  derecho. 

4rt.  874.  En  los  casos  en  que  haya  conformidad  de  las 
partes  ó  de  la  mayoría  de  ellas,  se  escribirá  é  imprimirá 
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la  alegación  en  derecho,  sean  cuales  fueren  la  clase  è  im- 
portancia del  pleito,  sin  necesidad  de  trámites  ni  autori- 
zación de  la  audiencia. 

No  habiendo  dicha  conformidad,  se  oirá  á  las  mismas 
partes  sobre  la  pretensión  que  alguna  de  ellas  hubiere  de- 
ducido, y  previa  vista  decidirá  la  audiencia  lo  que  estime 
procedente. 

Art.  875.  Para  que  en  los  casos  del  último  párrafo  del 
artículo  anterior  pueda  otorgarse  la  alegación  en  derecho, 
se  necesita  : 

Io  Que  el  pleito  sea  ordinario. 

2o  Que  por  su  importancia  y  gravedad  sea  á  juicio  de 
la  audiencia,  mas  conveniente  informar  á  los  jueces  por 
escrito  que  oralmente. 

Art.  876.  El  término  para  escribir  la  alegación  en  de- 
recho será  el  que  las  partes  ó  la  mayoría  de  ellas  convi- 
nieren, en  los  casos  en  que  procedieren  de  conformidad  : 
en  los  demás,  el  que  la  audiencia  señalare  al  decidir  la  pre- 
tensión que  se  hubiere  formulado  sobre  esto. 

Art.  877.  El  término  que  señalen  las  audiencias  no  po- 
drá bajar  de  treinta  dias,  ni  exceder  de  sesenta. 

Art.  878.  El  que  se  hubiere  señalado  podrá  ampliarse, 
siempre  dentro  del  límite  marcado  en  el  artículo  anterior 
de  conformidad  de  las  partes,  y  cuando  el  tribunal  por 
cualquier  justa  causa  lo  estimare  procedente. 

Art.  879.  Contra  las  providencias  que  las  audiencias 
dictaren  sobre  las  alegaciones  en  derecho,  y  término  para 
hacerlas,  no  se  da  ningún  recurso. 

Art.  880.  La  Audiencia,  atendida  la  extension  de  las 
alegaciones,  señalará  término  para  su  impresión.  Este  tér- 
mino podrá  ampliarse  cuando  circunstancias  independien- 
tes de  la  voluntad  de  las  partes  lo  exigieren,  á  juicio  de  la 
misma  audiencia. 

Art.  881 .  En  todos  los  casos  en  que  se  escriba  ó  imprima 
alegación  en  derecho,  se  imprimirá  también  unido  á  ella 
precisamente  el  apuntamiento  del  pleito. 

Art.  882.  Hecha  la  impresión,  se  repartirán  ejemplares 
à  los  ministros  que  deban  fallar  el  pleito,  firmados  por  el 
relator,  letrado  y  procurador  de  las  partes,  y  unirán  otros 
á  los  autos. 

Art,  883.  El  término  para  pronunciar  sentencia  en  los 
casos  en  que  haya  alegación  en  derecho,  empezará  á  con- 
tarse desde  el  día  siguiente  al  en  que  se  entreguen  los 
impresos,  lo  cual  hará  constar  el  escribano  de  Cámara  por 
diligencia  que  extienda  en  los  autos. 

Art.  884.  Si  hubiere  discordia,  después  de  hecha  cons- 
tar en  la  forma  prevenida,  se  hará  entrega  á  los  minis- 
tros que  deban  dirimirla  de  los  correspondientes  ejempla- 
res de  la  alegación  :  desde  la  fecha  en  que  se  verificare 
dicha  entrega,  principiará  á  correr  el  término  para  pro- 
nunciar sentencia. 

Art.  885.  Dictada  la  sentencia,  y  pasados  los  dias  seña- 
lados para  interponer  recurso  de  casación  sin  que  se  haya 
interpuesto,  se  devolverán  los  autos  á  costa  del  apelante, 
previas  tasación  y  regulación  de  las  costas,  si  hubiere 
recaído  condena  de  ellas. 

Art.  886.  Los  autos  se  devolverán  con  certificación  de 
la  sentencia,  en  la  cual  se  comprendan  la  tasación  y  re- 
gulación de  las  costas  cuando  hubiere  habido  esta  con- 
dena. 

Ningún  otro  inserto  contendrá  la  certificación. 

Art.  887.  De  toda  certificación  con  que  se  devuelvan 
cualesquiera  autos,  se  tomará  razón  en  la  cancillería  de  la 
audiencia,  en  la  cual  quedarán  de  ellas  copias  literales. 

Art.  888.  Cuando  alguna  de  las  partes  creyere  conve- 


niente que  por  separado  se  le  facilite  certificación  con 
mas  insertos  de  las  actuaciones  de  segunda  instancia, 
podrá  acederse  á  ello  siempre  á  su  costa  y  sin  que  la  de- 
volución se  detenga,  si  ala  otra  parte  interesare  que  se 
verifique. 

Art.  889.  Si  ocurriere  cualquier  incidente  durante  la 
segunda  instancia,  se  sustanciará  como  queda  prevenido 
respecto  á  los  que  puedan  ocurrir  en  la  primera. 

Art.  890.  La  providencia  que  en  los  incidentes  re- 
cayere, es  suplicable  ante  la  misma  sala  dentro  de  ter- 
cero dia. 

TITULO  XVIII. 


DE   LA  EJECUCIÓN  DE  LAS   SENTENCIAS. 
SECCIÓN  PRMERAè 

De  las  dictadas  por  tribunales  y  jueces  españoles, 

Art.  891.  Consentida  la  sentencia  de  primera  instancia, 
ó  recibidos  los  autos  en  el  juzgado  inferior  con  la  ejecu- 
toría, si  ha  habido  apelación,  y  hecha  saber  aquella  al 
que  la  haya  obtenido,  se  procederá  á  la  ejecución  de  la 
sentencia. 

Art.  892.  Si  la  sentencia  contuviere  condena  al  pago  de 
cantidad  líquida  y  determinada  se  procederá,  siempre  á 
instancia  de  parte,  al  embargo  de  bienes  en  la  forma  y  por 
el  orden  prevenidos  para  el  juicio  ejecutivo. 

Art.  893.  Hechos  los  embargos,  se  pasará  al  avalúo  y 
venta  de  los  bienes  en  que  consistan,  y  al  pago  en  su  caso, 
con  entera  sujeción  á  las  reglas  establecidas  para  el  pro- 
cedimiento de  apremio  después  del  j  uicio  ejecutivo. 

Art.  894.  Las  costas  que  se  ocasionen  en  las  diligencias 
para  el  cumplimiento  de  las  ejecutorias,  serán  de  cargo 
del  condenado  por  ellas. 

Art.  895.  Si  la  sentencia  contuviera  condena  de  hacer 
ó  de  no  hacer,  ó  de  entregar  alguna  cosa,  se  procederá 
á  darle  cumplimiento  empleando  los  medios  necesarios  al 
efecto. 

Art.  896.  Si  el  condenado  ó  hacer  alguna  cosa  no  cum- 
pliere con  lo  que  se  le  ordene  para  la  ejecución  de  sen- 
tencia, dentro  del  plazo  que  el  juez  al  efecto  le  señale,  se 
hará  á  su  costa  ;  y  por  ser  personalísimo  el  hecho  no  pu- 
diere verificarse  en  esta  forma,  se  entenderá  que  opta  por 
el  resarcimiento  de  perjuicios. 

Si  se.  hubiere  fijado  la  importancia  de  estos  en  la  sen- 
tencia para  el  caso  de  inejecución,  se  procederá  á  lo  que, 
respecto  al  cumplimiento  de  la  sentencia  en  que  hay  con- 
denación de  cantidad  líquida,  se  previene  en  el  art.  892. 

Si  no  se  hubieren  determinado,  se  observará  lo  que  se 
establece  en  los  artículos  910  y  siguientes  respecto  á  la 
sentencia  en  que  hubiere  condena  de  cantidad  ilíquida 
procedente  de  perjuicios. 

Art.  897.  Si  el  condenado  á  no  hacer  alguna  cosa  que- 
brantare Ja  sentencia,  se  entenderá  que  opta  por  el  re- 
sarcimiento de  perjuicios,  que  se  indemnizarán  al  ven- 
cedor en  los  términos  señalados  en  el  artículo  que  an- 
tecede. 

Art.  898.  Si  la  sentencia  condenare  al  pago  de  canti- 
dad ilíquida,  procedente  de  frutos,  se  obligará  al  deudor 
á  que  dentro  de  un  término  que  señalará  el  juez,  según 
las  circunstancias  del  caso,  presente  su  liquidación  con 
arreglo  à  las  bases  que  en  la  misma  sentencia  se  hubieren 
fijado. 
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Art.  809.  De  la  liquidación  se  dará  vista  al  acreedor. 

Art.  900.  Habiendo  conformidad,  se  procederá  á  hacer 
efectiva  la  suma  en  que  se  haya  convenido  de  la  manera' 
y  en  la  forma  antes  indicadas. 

Art.  901 .  No  habiendo  conformidad,  convocará  el  juez 
à  las  partes  á  juicio  verbal,  previniéndoles  que  en  él  ha- 
brán de  presentar  las" pruebas  sobre  los  hechos  en  que  no 
estuvieren  de  acuerdo. 

Art.  902.  Entre  la  convocación  -y  celebración  de  este 
juicio  deberá  mediar  el  tiempo  que,  según  las  circuns- 
tancias del  caso,  el  juez  estime  necesario  para  que  las 
partes  puedan  procurarse  sus  pruebas. 

Art.  903.  Durante  este  término  se  practicarán  con  la 
correspondiente  citación  las  pruebas  que  las  partes  pro- 
pongan y  hayan  de  ejecutarse  fuera  del  lugar  de  la  resi- 
dencia del  juzgado. 

Estas  pruebas  deberán  estar  concluidas  antes  del  dia 
señalado  para  el  juicio  verbal,  en  el  cual  habrán  de  pre- 
sentarse. 

Art.  904.  Señalado  el  dia  del  juicio,  no  podrá  variarse 
sino  de  consentimiento  de  los  interesados. 

Art.  905.  Llegado  el  dia  señalado  y  reunidas  las  par- 
tes, el  juez  oirá  á  estas  ó  sus  defensores;  les  recibirá  las 
pruebas  que  aduzcan,  extendiéndose  la  oportuna  acta,  que 
firmarán  todos  los  concurrentes  al  juicio  y  autorizará  el 
escribano. 

Art.  906.  Dentro  de  los  tres  dias  siguientes,  el  juez 
dictará  sentencia,  en  que  se  fije  y  determine  la  cantidad 
que  deba  abonarse  con.  arreglo  á  la  ejecutoria  y  á  las 
pruebas  practicadas. 

Art.  907.  Esta  providencia  es  apelable  en  ambos  efec- 
tos. Interpuesto  el  recurso,  se  remitirán  los  autos  al  Tri- 
bunal superior  emplazando  en  forma  á  las  partes. 

Art.  908.  Si  el  apelado  pidiere  su  ejecución  se  decretará, 
dando  fianza  bastante  á  juicio  del  juez  para  responder  en 
todo  tiempo  de  la  diferencia  que  hubiere  entre  lo  de  que 
el  apelante  se  reconozca  deudor,  y  lo  que  por  la  sentencia 
se  haya  determinado. 

En  este  caso  se  reservará  testimonio  de  la  sentencia 
para  su  cumplimiento. 

Art.  909.  Si  no  se  apelare,  se  procederá  á  hacer  efectiva 
la  suma  consignada  en  la  sentencia  de  la  manera  antes 
establecida. 

Art.  910.  Si  la  sentencia  condenare  al  pago  de  una  can- 
tidad ilíquida  procedente  de  perjuicios,  el  que  la  haya 
obtenido  presentará  relación  de  ellos  con  la  solicitud  que 
deduzca  para  el  cumplimiento  de  la  ejecutoria. 

Art.  911.  De  la  relación  se  dará  vista  al  que  baya  sido 
condenado,  observándose  lo  prevenido  en  los  artículos  900 
y  siguientes. 

Art.  912.  Si  una  sentencia  contuviere  condena  al  pago 
de  cantidad  líquida  y  de  otra  ilíquida,  podrá  precederse  á 
hacer  electiva  la  primera  sin  necesidad  de  esperar  á  que 
se  liquide  la  segunda. 

Art  913.  No  presentado  el  deudor  la  liquidación  den- 
tro del  termino  que  se  le  señale  al  efecto,  se  le  concederá 
otro  que  no  exceda  de  la  mitad  del  primero,  bajo  aper- 
cibimiento de  que  no  presentándola  antes  de  que  tras- 
curra, habrá  de  estar  y  pasar  por  la  que  presente  el  que 
haya  obtenido  la  ejecutoria  en  todo  lo  que  no  probare  ser 
inexacta. 

Art.  914.  Trascurrido  dicho  término  sin  haber  el  deudor 
presentado  su  liquidación,  se  prevendrá  á  la  otra  parte 
que  la  formule  y  presente. 

Art.  915.  De  la  liquidación  presentada  por  el  acreedor 


se  dará  vista  al  deudor  por  un  término  que  no  exceda 
de  seis  dias,  poniéndola  al  efecto  de  manifiesto  en  la  escri- 
banía. 

Art.  916.  Si  prestare  á  ella  su  conformidad,  ó  no  se 
opusiere  dentro  del  término  prefijado  en  el  artículo  an- 
terior, la  aprobará  el  juez  y  procederá  á  hacer  efectiva  en 
la  forma  establecida  la  suma  de  que  resulte  deudor. 

Art.  917.  La  providencia  que  en  tal  caso  se  dictare 
aprobando  la  liquidación,  es  inapelable. 

Art.  918.  Si  el  deudor  se  opusiere  dentro  de  los  dias 
señalados  en  el  art.  915,  se  procederá  de  la  manera  pre- 
venida en  los  artículos  901  y  siguientes  para  el  caso  en 
que  no  haya  conformidad  en  la  liquidación  procedente  de 
frutos. 

En  la  sentencia  que  se  dictare  se  aprobará  la  liquidación 
presentada  por  el  acreedor,  en  todo  lo  que  no  hubiere 
probado  el  deudor  ser  inexacto,  y  fuere  conforme  á  las 
bases  fijadas  en  la  sentencia  para  hacerla. 

Art,  919.  En  todos  los  casos  en  que  se  apele  de  senten- 
cias sobre  liquidación  de  cantidades^  cuya  importancia  no 
se  haya  fijado  en  las  ejecutorias,  se  observarán  los  trámites 
siguientes  : 

Io  Remitidos  los  autos  á  la  audiencia  se  entregarán  para 
instrucción  por  seis  dias  improrogables  á  cada  una  de  las 
partes. 

2o  Devueltos  que  sean,  se  pasarán  al  relator  por  otros 
seis  dias  para  que  adicione  el  apuntamiento. 

3"  Pasados  dichos  seis  dias,  se  señalará  el  en  que  haya 
de  verificarse  la  vista. 

4o  Concluida  la  vista,  se  pasarán  los  autos  al  ministro 
ponente  por  seis  dias. 

5o  Dentro  de  los  tres  dias  siguientes  se  dictará  senten- 
cia, contra  la  cual  no  se  da  recurso  alguno. 

6o  Los  autos  se  devolverán  inmediatamente  al  juzgado 
de  que  procedan,  con  certificación  solo  de  la  sentencia  que 
se  haya  dictado  y  de  la  tasación  de  las  costas,  si  hubiere 
habido  condena. 

Art.  920.  No  personándose  el  apelante,  trascurridos  los 
dias  de  el  emplazamiento,  se  devolverán  los  autos  al  juz- 
gado para  que  se  lleve  á  efecto  la  sentencia  apelada. 

Art.  921.  La  no  presentación  del  apelado,  no  sera  obs- 
táculo para  la  sustanciacion  de  la  segunda  instancia. 


SECCIÓN   SEGUNDA. 

De  las  sentencias  dictadas  por  tribunales  y  jueces 
extranjeros. 

Art.  922.  Las  sentencias  pronunciadas  en  países  extran- 
jeros tendrán  en  España  la  fuerza  que  establezcan  los  tra- 
tados respectivos. 

Art.  923.  Si  no  hubiere  tratados  especiales  con  la  nación 
en  que  se  hayan  pronunciado,  tendrán  la  misma  tuerza 
que  en  ella  se  diere  por  las  leyes  á  las  ejecutorias  dictadas 
en  España. 

Art.  924.  Si  la  ejecutoria  procede  de  una  nación  en 
que  por  jurisprudencia  no  se  dé  cumplimiento  a  las  dic- 
tadas en  los  tribunales  españoles,  no  tendra  tuerza  en 
España. 

Art.  925.  Si  no  estuviere  en  ninguno  de  los  casos  de 
que  hablan  los  tres  artículos  que  anteceden,  las  ejecutorias 
tendrán  fuerza  en  España ,  si  reúnen  las  circunstancias 
siguientes  : 

Ia  Que  la  ejecutoria  haya  sido  dictada  á  consecuencia 
del  ejercicio  de  una  acción  personal. 
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2,  Que  no  haya  sido  dictada  en  rebeldía. 

3a  Que  la  obligación  para  cuyo  cumplimiento  se  haya 
procedido  sea  lícita  en  España. 

A3  Que  la  ejecutoria  reúna  los  requisitos  necesarios  en 
la  nación  en  que  se  haya  dictado  para  ser  considerada 
como  auténtica,  y  los  que  las  leyes  españolas  requieren 
para  que  haga  te  en  España. 

Art.  926.  La  ejecución  de  las  sentencias  pronunciadas 
en  naciones  extranjeras  se  pedirá  ante  el  Tribunal  supremo 
de  Justicia. 

Este,  previa  la  traducción  de  la  ejecutoria  hecha  con 
arreglo  à  derecho  y  después  de  oir  á  la  parle  contra  que 
se  dirija  y  al  fiscal,  declarará  si  debe  ó  no  dársele  cumpli- 
miento. 

Art.  927.  Para  la  comparecencia  de  la  parte  á  quien 
deba  oirse  según  el  artículo  anterior,  se  librará  real  pro- 
vision cometida  á  la  Audiencia  en  cuyo  territorio  esté 
domiciliada.  El  termino  de  la  comparecencia  será  el  de 
treinta  dias.  Pasado  dicho  término  el  tribunal  prosegui- 
rá en  el  conocimiento,  aunque  no  haya  comparecido  el 
citado. 

Art.  928.  De  la  providencia  que  pronuncie  el  Tribunal 
supremo  no  habrá  ulterior  recurso. 

Art.  929.  Denegándose  el  cumplimiento,  se  devolverá 
la  ejecutoria  al  que  la  haya  presentado. 

Otorgándose,  se  comunicará  esta  providencia  por  real 
provision  á  la  Audiencia  para  que  esta  dé  la  orden  cor- 
respondiente al  juez  de  primera  instancia  del  partido  en 
que  esté  domiciliado  el  condenado  en  la  sentencia,  ó  del 
en  que  deba  ejecutarse,  á  fin  de  que  tenga  efecto  lo  en 
ella  mandado. 


TI  YULO  XIX. 


DE  LOS  EMBARGOS  PREVENTIVOS. 


Art.  930.  En  los  pueblos  cabezas  de  partido,  solo  los 
jueces  de  primera  instancia  pueden  decretar  el  embargo 
preventivo. 

En  los  demás  pueblos  podrán  decretarlo  los  jueces  de 
paz,  precisamente  con  dictamen  de  asesor,  si  no  fueren 
letrados;  pero  hecho  el  embargo  remitirán  las  diligencias 
al  juez  de  primera  instancia. 

Art.  934 .  Para  decretar  el  embargo  preventivo  es  ne- 
cesario : 

Io  Que  el  que  lo  solicite  presente  un  título  ejecutivo. 

2°  Que  aquel  contra  quien  se  pida  no  tenga  domicilio 
conocido,  ó  caso  de  tenerlo,  haya  desaparecido  ó  exista 
motivo  racional  para  creer  que  ocultará  sus  bienes,  sa- 
biendo que  se  trata  de  proceder  contra  él. 

Art.  932.  Si  se  presentare  un  título  que  no  fuere  eje- 
cutivo sin  el  reconocimiento  de  la  firma,  podrá  decretarse 
el  embargo  preventivo  de  cuenta  y  riesgo  del  que  lo  pi- 
diere. 

En  tal  caso,  si  este  no  tiene  responsabilidad  conocida, 
exigirá  el  juez  para  decretarlo  fianza  bastante  á  responder 
de  los  perjuicios  que  puedan  ocasionarse. 

Ar|v  933.  No  se  llevará  á  efecto  el  embargo  si  en  el 
acto  de  hacerlo,  la  persona  contra  quien  se  ha  decretado 
pagare,  consignare  ó  diere  fianza  à  responder  de  las  su- 
mas que  se  le  reclamen. 

Art.  934.  En  este  caso,  los  ejecutores  del  embargo  sus- 
penderán toda  diligencia  hasta  que  el  juez  de  primera  in- 
stancia ó  el  de  paz,  con  conocimiento  de  la  fianza  deter- 
minen lo  conveniente;  si  bien  adoptarán  entre  tanto,  bajo 


su  responsabilidad,  las  medidas  oportunas  para  evitar  la 
ocultación  de  bienes  y  cualquier  otro  abuso  que  pudiera 
cometerse. 

Art.  93o.  Los  embargos  preventivos,  cuando  no  deban 
limitarse  á  cosas  determinadas,  se  harán  guardando  el 
orden  establecido  para  el  juicio  ejecutivo  en  el  artículo  949 
de  esta  ley. 

Art.  936.  El  embargo  se  limitará  á  los  bienes  necesarios 
para  cubrir  el  crédito  que  se  reclame. 

Art.  937.  Los  bienes  embargados  se  depositarán  ;  y  si 
fueren  raíces,  se  librará  mandamiento  por  duplicado  para 
que  se  tome  razón  en  la  contaduría  de  hipotecas  en  la 
forma  prevenida  para  el  juicio  ejecutivo. 

Art.  938.  Si  el  embargo  se  hubiere  hecho  en  bienes 
existentes  en  poder  de  un  tercero,  se  pondrá  en  el  mismo 
dia  en  conocimiento  de  la  persona  contra  quien  se  hubiere 
decretado,  y  si  no  fuere  hallada,  se  le  hará  saber  por  me- 
dio de  cédula. 

Art.  939.  Si  el  embargo  no  se  ratificare  en  el  corres- 
pondiente juicio,  quedará  nulo  de  derecho  á  los  veinte 
días  de  haberse  verificado  ;  y  si  para  impedirlo  se  hu- 
biere dado  fianza  se  cancelará  esta  á  instancia  del  que  la 
prestara  ó  del  demandado,  sin  audiencia  ni  instrucción 
alguna. 

Las  costas  causadas  y  las  que  ocasionare  el  alzamiento 
del  embargo,  asi  como  el  otorgamiento  y  cancelación  de  la 
fianza,  serán  en  este  caso  de  cargo  del  actor. 

Art.  940.  Si  el  dueño  de  los  bienes  embargados  lo  exi- 
giere, deberá  el  que  haya  obtenido  el  embargo  presentar 
su  demanda  en  el  término  preciso  de  ocho  dias  :  si  no  lo 
hiciere,  se  alzará  el  embargo  condenándole  en  las  costas, 
daños  y  perjuicios. 


TITULO  XX. 


DE    LAS    EJECUCIONES. 


SECCIÓN   PRIMERA. 

Del  juicio  ejecutivo. 

Art.  941.  Para  que  el  juicio  ejecutivo  pueda  tener  lu- 
gar, se  necesita  un  título  que  tenga  aparejada  ejecución. 

Los  títulos  que  tienen  aparejada  ejecución  son  los  si- 
guientes : 

\°  Escritura  pública,  con  tal  que  sea  primera  copia,  ó  si 
es  segunda,  esté  dada  en  virtud  de  mandamiento  judicial 
y  con  citación  de  la  persona  á  quien  deba  perjudicar,  ó  de 
su  causante. 

2o  Cualquier  documento  privado  que  haya  sido  recono- 
cido bajo  juramento  ante  autoridad  judicial. 

3o  La  confesión  hecha  ante  juez  competente. 

Art.  942.  Para  preparar  la  acción  ejecutiva  puede  pe- 
dirse confesión  judicial  al  deudor.  También  cuando  el 
título  no  tuviere  por  sí  solo  fuerza  ejecutiva,  y  se  necesi- 
tare con  igual  objeto  el  reconocimiento  de  la  firma  por  el 
mismo  deudor,  podrá  pedirse  y  deberá  ordenarse  que  de- 
clare bajo  juramento  indecisorío. 

Art.  943-  Reconocida  la  firma  quedará  preparada  la 
ejecución,  aunque  se  niegue  la  deuda. 

Si  no  se  reconociere,  como  igualmente  si  se  niega  la 
deuda  en  el  caso  de  haberse  exigido  confesión  judicial, 
el  acreedor  podrá  usar  de  su  derecho  en  juicio  ordi- 
nario. 
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Art.  944.  La  ejecución  no  puede  despacharse  sino  por 
cantidad  líquida. 

Art.  945.  La  demanda  ejecutiva  se  formulará  en  los 
términos  prevenidos  para  la  ordinaria,  y  contendrá  ade- 
mas la  protesta  de  abonar  pagos  legitimes. 

Art.  946.  El  juez,  examinado  el  título  ejecutivo,  despa- 
chará ó  denegará  la  ejecución  sin  prestar  audiencia  nunca 
al  demandado. 

Art.  947.  Del  auto  en  que  se  denegare  la  ejecución, 
puede  pedirse  reposición  dentro  de  tres  dias,  y  ape- 
larse dentro  de  los  cinco  siguientes  si  esta  fuere  dene- 
gada. 

Esta  apelación  procede  libremente,  y  una  vez  admitida, 
se  remitirán  los  autos  al  Tribunal  superior  con  citación 
solo  del  apelante. 

Se  sustanciará  en  los  mismos  términos  que  la  de  la  sen- 
tencia definitiva  de  este  juicio,  menos  la  entrega  de  autos 
al  deudor,  mediante  no  ser  parte  aun  en  ellos. 

Art.  948.  Despachada  la  ejecución  se  entregará  el  man- 
damiento que  se  expida  al  actor;  con  él  se  requerirá 
al  deudor  al  pago  por  alguacil  y  escribano  del  juzgado  : 
no  verificándolo  en  el  acto,  se  procederá  à  embargar 
bienes  suficientes  á  cubrir  la  cantidad  por  que  se  pro- 
ceda y  las  costas,  los  cuales  se  depositarán  con  arreglo  á 
derecho. 

Art.  949.  El  orden  que  se  guardará  para  los  embargos 
es  el  siguiente  : 
i"  Dinero  metálico,  si  se  encontrare. 
2o  Alhajas  de  plata,  oro  ó  pedrería,  si  las  hubiere. 
3o  Frutos  y  rentas  de  toda  especie. 
4o  Bienes  semovientes. 
5°  Bienes  muebles. 
6o  Bienes  raíces. 
7°  Sueldos  ó  pensiones. 

Art.  950.  Si  hubiere  bienes  dados  en  prenda  ó  hipote- 
cados, se  podrá  proceder  contra  ellos  antes  que  contra 
ningunos  otros  si  el  actor  lo  solicitare. 

Art.  951.  No  se  causarán  nunca  embargos  en  el  lecho 
cuotidiano  del  deudor,  su  muger  é  hijos  ;  en  las  ropas  del 
preciso  uso  de  los  mismos,  ni  en  los  instrumentos  necesa- 
rios para  el  arte  ü  oficio,  á  que  el  primero  puede  estar 
dedicado. 

Ningunos  otros  bienes  se  considerarán  exceptuados. 

Art.  952.  En  ios  casos  en  que  deba  procederse  contra 
los  sueldos  ó  pensiones,  solo  se  embargará  la  cuarta  parte 
de  ellos,  si  no  llegaren  á  ocho  mil  reales  en  cada  año  : 
desde  ocho  mil  á  diez  y  ocho  mil  reales,  la  tercera  :  y  de 
diez  y  ocho  mil  en  adelante,  la  mitad. 

Art.  953.  De  todo  embargo  de  bienes  raíces  se  tomará 
razón  en  la  contaduría  de  hipotecas  del  partido,  librando 
al  efecto  el  oportuno  mandamiento  por  duplicado  :  uno  de 
ellos  después  de  diligenciado,  se  unirá  á  ios  autos,  y  el 
otro  quedará  en  la  expresada  contaduría. 

Art.  954.  Aunque  pague  el  deudor  dentro  de  las  veinte 
y  cuatro  horas  posteriores  al  requerimiento,  y  aun  en  el 
acto  de  este,  serán  de  su  cargo  las  costas  causadas  en  el 
juicio. 

Art.  955.  Si  el  deudor  no  fuere  habido  después  de  ha- 
berle buscado  dos  veces  en  su  domicilio  con  intervalo  de 
seis  horas,  se  le  hará  el  requerimiento  por  cédula,  que  se 
dejará  por  su  orden  á  su  muger,  hijos  mayores  de  catorce 
años,  dependiente  ó  criados,  si  los  tuviere  :  á  falta  de 
ellos,  á  los  vecinos. 

Si  no  se  supiere  su  paradero,  ni  tuviere  casa,  se  hará  el 
requerimiento  por  cédula  al  alcalde  del  pueblo  de  su  domi- 
cilio, y  si  no  lo  tuviere  conocido  de  el  de  su  última  resi- 


dencia ;  publicándolo  ademas  por  edictos,  que  se  insertarán 
en  los  periódicos  del  pueblo  si  los  hubiere,  y  si  no,  se  fija- 
rán en  las  puertas  del  juzgado. 

Verificado  de  cualquiera  de  estos  modos  el  requeri- 
miento, se  procederá  seguidamente  al  embargo  de  bienes 
en  fa  forma  establecida. 

Art.  956.  El  acreedor  puede  concurrir  á  los  embargos, 
y  designar  los  bienes  del  deudor  en  que  hayan  de  causarse, 
con  sujeción  al  orden  establecido. 

Art.  957.  También  puede  pedir  su  mejora  en  el  curso 
del  juicio,  y  deberá  decretarse,  si  se  puede  dudar  siquiera 
de  la  suficiencia  de  ios  embargados  á  cubrir  principal  y 
costas. 

Art.  958.  Si  durante  el  juicio  ejecutivo,  y  antes  de  pro- 
nunciarse sentencia,  venciere  algún  nuevo  plazo  de  la  obli- 
gación en  cuya  virtud  se  proceda,  puede,  si  lo  pidiere  el 
actor,  ampliarse  la  ejecución  por  su  importe  sin  necesidad 
de  retroceder,  considerándose  comunes  á  la  ampliación 
los  trámites  que  la  hayan  precedido. 

La  sentencia  deberá  ser  extensiva  á  ella  también. 

Art.  959.  Hecho  el  embargo,  se  citará  de  remate  al 
deudor  en  persona,  ó  por  medio  de  cédula  si  no  fuere 
habido,  en  la  forma  que  queda  prevenida  para  el  reque- 
rimiento. 

Art.  960.  Dentro  délos  tres  dias  siguientes  á la  citación, 
sin  contar  el  en  que  se  verifique,  ni  los  en  que  no  pueden 
tener  lugar  actuaciones  judiciales,  pero  sí  el  del  vencimien- 
to, podrá  oponerse  el  deudor  á  la  ejecución. 

Art.  961.  Si  no  lo  hiciere,  pasados  los  tres  dias,  y  acu- 
sada una  rebeldía  por  el  actor,  mandará  el  juez  traer  los 
autos  á  la  vista,  y  con  citación  de  este  solo  pronunciará 
sentencia  de  remate. 

Art.  962.  Si  se  opusiere,  se  entregarán  los  autos  á  su  pro- 
curador por  término  de  cuatro  dias,  para  que  dentro  de 
ellos  precisamente  alegue  sus  excepciones,  y  proponga  la 
prueba  que  estime  conveniente. 

Pasados  estos  dias,  sin  necesidad  de  apremio  se  recoge- 
rán los  autos  de  poder  del  procurador,  estrechándole  á 
que  los  entregue  sin  consideración  de  ningún  género. 

Art.  963.  Las  únicas  excepciones  admisibles  en  el  juicio 
ejecutivo  son  : 

Falsedad  del  título  ejecutivo. 

Prescripción. 

Fuerza  ó  miedo,  de  los  que  con  arreglo  á  la  ley  hacen 
nulo  el  consentimiento. 

Falta  de  personalidad  en  el  ejecutante. 

Pago,  ó  compensación  de  crédito  líquido,  que  resulte  de 
documento,  que  tenga  fuerza  ejecutiva. 

Quita,  espera,  y  pacto  ó  promesa  de  no  pedir. 

Novación. 

Transacción  ó  compromiso. 

Ninguna  otra  excepción  podrá  estorbar  el  pronuncia- 
miento de  la  sentencia  de  remate. 

Art.  964.  De  la  oposición  hecha  por  el  ejecutado  se 
dará  traslado  al  actor  por  cuatro  dias,  para  que  conteste 
y  proponga  prueba  por  su  parte,  pasados  los  cuales  se 
recogerán  los  autos  en  los  términos  indicados  al  hablar 
del  deudor. 

Art.  965.  De  la  contestación  del  actor  se  dará  copia  al 
demandado. 

Art.  966.  Entregada  dicha  copia,  se  recibirán  los  autos 
á  prueba  por  diez  dias,  dictándose  al  efecto  la  oportuna 
providencia  que  se  notificará  el  mismo  dia  de  su  fecha. 
Durante  estos  diez  dias  se  harán  las  pruebas  propuestas 
por  ambas  partes  ;  y  podrán  estas  proponer  y  ejecutar 
cualesquiera  otras  que  estimen  convenientes. 
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Tanto  unas  como  otras  deberán  acomodarse  á  las  dis- 
posiciones establecidas  para  las  pruebas  en  el  juicio  ordi- 
nario. 

Art.  967.  El  término  de  prueba  no  puede  suspenderse 
ni  prorogarse,  sino  de  conformidad  de  ambos  litigantes, 
ó  cuando  por  deber  hacerse  toda  ó  parte  de  la  que  se  pro- 
pusiere á  distancia  del  lugar  del  juicio,  el  juez  lo  creyere 
necesario.  Si  así  fuere,  lo  podrá  prorogar  ó  suspender  en 
auto  motivado  y  bajo  sus  responsabilidad,  por  los  dias  que 
tarde  el  correo  desde  el  pueblo  en  que  se  siga  el  juicio  al 
mas  distante  en  que  hubiere  de  practicarse  alguna  diligen- 
cia y  nada  mas. 

Art.  968.  Concluido  el  término  y  sus  prórogas,  á  ins- 
tancia de  una  de  las  partes  se  agregarán  las  pruebas  á  los 
autos,  y  se  entregarán  estos  por  término  de  tres  dias  á 
cada  una  de  ellas  para  instrucción  ;  pasados,  se  recogerán 
en  la  forma  que  queda  prevenida,  señalándose  en  seguida 
dia  para  su  -vista. 

Art.  969.  Si  las  partes  ó  una  de  ellas  lo  pidieren,  po- 
drán asistir  sus  defensores  á  informar;  si  no  lo  pidieren, 
podrá  el  juez  sin  informes  ni  vista  pública  pronunciar  sen- 
tencia, pasado  un  dia  útil  desde  el  en  que  se  hubiere  noti- 
ficado el  auto  de  señalamiento. 

Art.  970.  La  sentencia  deberá  dictarse  dentro  de  tres 
dias  siguientes  el  "de  la  vista  ;  y  no  podrá  determinarse  en 
ella  sino  una  de  estas  tres  cosas  : 

Io  Seguir  la  ejecución  adelante. 

2°  Declarar  su  nulidad. 

3°  No  haber  lugar  á  pronunciar  sentencia  de  remate. 

Art.  971 .  En  el  primer  caso,  se  impondrán  las  costas  al 
ejecutado. 

En  el  segundo,  al  juez  ó  funcionario  que  haya  dado 
cansa  á  la  nulidad. 

En  el  tercero,  al  actor  ejecutante. 

Art.  972.  Cualquiera  que  sea  la  sentencia  que  pusiere 
término  á  este  juicio,  queda  lo  mismo  al  actor  que  al  reo 
su  derecho  á  salvo  para  promover  el  ordinario. 

Art.  973.  La  sentencia  de  remate  es  apelable  en  ambos 
efectos;  á  no  ser  que  el  actor  diere  fianza  bastante  á  res- 
ponder de  lo  que  siguiendo  el  procedimiento  de  apremio, 
y  la  alzada  á  la  vez,  pueda  percibir  y  condenársele  á  de- 
volver revocándose  la  sentencia. 

Esta  fianza  será  calificada  por  el  juez  exclusivamente, 
y  podrá  ser  de  cualquiera  de  las  clases  que  reconoce  el 
derecho,  con  tal  que  fuere  suficiente  para  el  objeto  con 
que  se  exige. 

Art,  974.  Si  se  apelare,  y  no  se  presenta  la  fianza  den- 
tro de  los  seis  dias  siguientes  al  en  que  se  interpusiere 
este  recurso,  se  remitirán  los  autos  al  Tribunal  superior 
con  citación  de  ambas  partes. 

Art.  975,  Si  se  diere  la  fianza,  se  remitirán  también  los 
autos,  pero  quedando  en  el  juzgado  testimonio  de  lo  nece- 
sario para  la  ejecución  de  la  sentencia. 

Art.  976.  La  fianza  en  ningún  caso  es  extensiva  al  jui- 
cio ordinario  :  confirmada  la  sentencia  por  el  superior, 
queda  de  derecho  cancelada. 

Art.  977.  Si  no  se  apelare,  quedará  de  derecho  consen- 
tida la  sentencia  sin  necesidad  de  hacer  declaración  algu- 
na, y  se  ejecutará  sin  exigir  fianza. 

Art.  978.  La  sentencia  en  que  se  declarare  la  nulidad 
de  la  ejecución,  ó  no  haber  lugar  á  la  de  remate,  es  ape- 
lable en  ambos  efectos. 

Para  la  admisión  y  sustanciacion  de  este  recurso  se 
seguirán  los  mismos  trámites  que  para  la  apelación  de 
la  sentencia  de  remate,  menos  los  que  se  refieren  á  la 
fianza. 


SECCIÓN  SEGUNDA. 

Del  procedimiento  de  apremio. 

Art.  979.  Consentida  la  sentencia  de  remate,  confirma- 
da por  el  Tribunal  superior,  ó  dada  la  fianza  en  el  caso 
de  pedirse  su  ejecución  no  obstante  la  apelación,  se  hará 
pago  inmediatamente  al  accreedor  de  principal  y  costas, 
previa  tasación  de  estas,  si  lo  embargado  luere  dinero, 
sueldos,  pensiones  ó  créditos  realizables  en  el  aclo  :  si  fue- 
ren bienes  de  otra  clase,  se  procederá  á  su  justiprecio  por 
peritos  que  nombren  las  partes,  y  tercero  en  su  caso  para 
dirimir  la  discordia. 

Art.  980.  El  tercero  será  sorteado  entre  los  seis  que 
paguen  mayores  cuotas  de  subsidio. 

Si  no  llegaren  á  seis  los  peritos  que  haya  en  alguna  lo- 
calidad, se  hará  el  sorteo  entre  los  que  hubiere. 

Si  no  hubiere  ninguno  que  pague  subsidio,  el  juez  nom- 
brará el  que  haya  de  practicar  el  aprecio. 

Art.  981.  El  perito  tercero  es  recusable  sin  causa. 

Art.  982.  Cada  parte  puede  recusar  dos  solamente. 

Art.  983.  Justipreciados  los  bienes,  se  pondrán  á  pú- 
blica subasta  por  ocho  dias,  si  fueren  alhajas,  frutos,  se- 
movientes ó  muebles,  y  por  veinte  si  raíces,  fijándose 
edictos  en  los  sitios  públicos,  é  insertándose  en  los  perió- 
dicos oficiales,  si  los  hubiere,  en  el  pueblo  en  que  se 
siguiere  el  juicio.  Igual  inserción  se  hará  en  los  periódi- 
dos  del  pueblo  en  que  se  hallaren  situados  los  bienes  em- 
bargados. En  los  edictos  se  señalarán  el  dia,  hora  y  sitio 
del  remate. 

Art.  984.  Antes  de  verificarse  «1  remate,  puede  el  deu- 
dor librar  sus  bienes,  pagando  principal  y  costas;  pero 
después  de  celebrado,  queda  la  venta  irrevocable. 

Art.  985.  En  los  remates  no  son  admisibles  posturas 
que  no  cubran  las  dos  terceras  partes  del  avalúo  de  los 
bienes. 

Art.  986.  No  habiendo  postores,  quedará  á  arbitrio  del 
actor  pedir  nueva  subasta,  previa  retasa  por  los  mis- 
mos peritos,  ó  por  otros  nuevos,  si  alguna  de  las  partes 
lo  exigiere,  ó  su  adjudicación  en  las  referidas  dos  terceras 
partes. 

Art.  987.  Si  por  falta  del  postor  dejare  de  tener  efecto 
el  remate,  se  procederá  á  nueva  subasta  en  la  forma  que 
queda  establecida. 

El  mismo  postor  será  responsable  de  la  disminución  de 
precio  del  segundo  remate,  y  de  las  costas  que  se  hubieren 
causado  con  este  motivo. 

Art.  988.  Verificado  el  remate,  lo  aprobará  el  juez  en  el 
mismo  acto,  y  mandará  si  fueren  alhajas,  frutos,  bienes, 
muebles  ó  semovientes,  que  se  haga  entrega  de  ellos  al 
comprador,  previa  la  consignación  de  su  precio. 

Si  fueren  raíces,  dispondrá  la  entrega  de  los  títulos 
de  propiedad  al  comprador  para  su  reconocimiento,  por 
el  término  que  á  su  juicio  requieran  su  extension  y  vo- 
lumen. 

Art.  989.  Pasado  este  término,  y  suplidos  cualesquiera 
efectos  que  en  los  títulos  se  hubieren  encontrado,  mandará 
el  juez  que  se  otorgue  la  oportuna  escritura  en  favor  del 
comprador,  previa  la  consignación  del  precio. 

Si  el  deudor  no  se  prestare  al  otorgamiento,  lo  hará  el 
mismo  juez  de  oficio. 

Art.  990.  Otorgada  le  escritura,  y  consignado  el  precio, 
tendrá  el  juez  en  posesión  al  comprador. 

Art.  991.  Si  las  sumas  consignadas  fueren  notoriamente 
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inferiores  á  las  que  hayan  sido  objeto  de  la  ejecución,  se 
hará  entrega  de  ellas  al  actor  en  el  mismo  dia  en  que  la 
consignación  se  haya  verificado. 

Si  excedieren,  se  mandará  practicar  liquidación,  y  eje- 
cutada que  sea,  se  hará  entrega  al  mismo  actor  de  que 
resulte  tener  derecho  á  percibir.  El  resto  quedará  á  dispo- 
sición del  deudor,  si  no  se  hallare  retenido  á  instancia  de 
otro  acreedor. 

Art.  992.  En  la  liquidación  deberán  comprenderse  todas 
las  costas  posteriores  á  la  sentencia  de  remate,  que  siem- 
pre serán  de  cargo  del  deudor. 

Art.  993.  Sin  estar  reintegrado  completamente  el  eje- 
cutante, no  podrán  aplicarse  sumas  realizadas  á  ningún 
otro  objeto,  que  no  haya  sido  declarado  preferente  por 
ejecutoria. 

Art.  994.  Las  costas  causadas  para  la  defensa  del  deu- 
dor en  el  juicio  ejecutivo,  no  tendrán  en  ningún  caso  pre- 
lacion. 


SECCIÓN     TERCERA. 


De  las  tercerías. 


Art.  100b.  La  vista  de  estos  pleitos  tendrá  lugar  con 
preferencia  siempre  á  la  de  los  ordinarios. 

Art.  1006.  En  las  segundas  instancias  de  los  juicios  eje- 
cutivos, solo  será  admisible  la  prueba  que,  propuesta  en 
la  primera,  no  se  hubiere  practicado  por  falta  de  tiempo 
y  pueda  realizarse  en  veinte  dias,  únicos  por  que  en  dicha 
segunda  instancia  se  podrán  recibir  á  prueba. 

Art.  1007.  La  sentencia  se  dictará  dentro  de  los  tres  dias 
siguientes  al  en  que  la  vista  hubiere  terminado. 

Art.  1008.  La  sentencia  confirmatoria  deberá  contener 
condena  de  costas,  al  apelante. 

La  revocatoria  al  apelado. 

La  en  que  se  declare  la  nulidad  de  la  ejecución,  al  juez 
ó  funcionario  que  haya  dado  motivo  á  ella. 

Art.  1009.  Los  autos  se  devolverán  inmediatamente 
al  juzgado  de  que  procedan,  con  certificación  solo  de  la 
sentencia  que  hubiere  racaido,  en  la  cual  se  compren- 
derá la  tasación  de  costas,  para  su  ejecución  y  cumpli- 
miento. 

TITULO  XXI. 


Art.  995.  Las  tercerías  que  se  deduzcan  en  los  juicios 
ejecutivos,  han  de  fundarse  en  el  dominio  de  los  bienes 
embargados,  ó  en  mejor  derecho  que  el  ejecutante  á  ser 
reintegrado. 

Ni  unas  ni  otras  suspenden  el  juicio  ejecutivo,  y  de- 
ben sustanciarse  en  pieza  separada,  y  en  juicio  ordinario. 

Art.  996.  Si  la  tercería  deducida  fuere  de  dominio, 
consentida  ó  ejecutoriada  que  sea  la  sentencia  de  remate, 
se  suspenderán  los  procedimientos  de  apremio  hasta  que 
se  decida. 

Art.  997.  Si  la  tercería  fuere  de  mejor  derecho,  segui- 
rán los  procedimientos  de  apremio  hasta  la  realización  de 
los  bienes  embargados,  suspendiéndose  el  pago  hasta  que 
se  decida  quién  tiene  mejor  derecho. 

Art.  998.  Las  tercerías  se  sustanciarán  con  el  ejecutante 
y  el  ejecutado. 

Art*  999.  La  deducción  de  cualquier  tercería,  será  bas- 
tante fundamento  para  que  se  amplíen  y  mejoren  los  em- 
bargos, si  el  actor  lo  solicitare. 

Art.  1000.  Si  se  hubiere  embargado  ó  embargaren  bie- 
nes no  comprendidos  en  la  tercería  de  dominio,  podrán 
continuar  contra  ellos  los  procedimientos  ejecutivos  y  de 
apremio,  no  obstante  la  tercería. 


SECCIÓN   CUARTA. 

De  la  segunda  instancia  en  el  juicio  ejecutivo. 

Art.  1001.  Recibidos  los  autos  en  la  audiencia,  luego 
que  se  hubiere  presentado  alguna  de  las  partes  pasarán  al 
relator  para  hacer  el  apuntamiento. 

Art.  1002.  Formado  que  sea  el  apuntamiento,  se  entre- 
gará con  los  autos  por  término  de  seis  dias  á  cada  una  de 
las  partes  para  instrucción. 

Art.  1003.  Al  devolver  los  autos  cada  una  de  las  par- 
les, deberá  manifestar  bajo  la  firma  de  su  letrado  su  con- 
formidad con  el  apuntamiento;  ó  las  adiciones,  supresiones 
y  reformas  que  en  él  deban  hacerse. 

Art.  1004.  Habiendo  conformidad  en  el  apuntamiento, 
ó  hechas  las  rectificaciones  que  el  tribunal  estimare  pro- 
cedentes, se  mandarán  traer  ios  autos  á  la  vista  con  cita- 
ción y  señalamiento  de  dia  para  ella. 


DE    LOS   RECURSOS    DE    CASACIÓN. 

Art.  1010.  El  recurso  de  casación  se  da  contra  todas  las 
sentencias  de  los  Tribunales  superiores,  que  recaigan  so- 
bre definitiva,  si  concurren  las  causas  que  se  expresan  en 
los  artículos  1012, 1013  y  siguientes. 

Art.  1011.  Se  entiende  sentencia  definitiva  para  los  efec- 
tos de  la  disposición  que  antecede,  Ja  que  aun  cuando 
haya  recaído  sobre  un  artículo,  ponga  término  al  juicio  y 
haga  imposible  su  continuación. 

También  se  entiende  sentencia  definitiva  para  los  mis- 
mos efectos,  la  en  que  se  declare  haber  ó  no  haber  lugar 
á  oir  á  un  litigante  condenado  en  rebeldía. 

Art.  1012.  El  recurso  de  casación  puede  fundarse  : 
En  que  la  sentencia  sea  contra  ley  ó  contra  doctrina  ad- 
mitida por  la  jurisprudencia  de  los  tribunales. 

Art.  1013.  Puede  igualmente  fundarse  en  cualquiera  de 
las  causas  siguientes  : 

la  Falta  de  emplazamiento  en  cualquiera  de  las  ins- 
tancias, de  los  que  debieran  haber  sido  citados  para  el 
juicio. 

2a  Falta  de  personalidad  en  el  litigante  ó  en  el  procu- 
rador que  lo  haya  representado. 

2a  Falta  de  citación  para  sentencia  en  cualquiera  de  las 
instancias. 

4a  Falta  de  recibimiento  á  prueba  en  cualquiera  de  las 
instancias,  cuando  proceda  con  arreglo  á  derecho. 

Sa  Falta  de  citación  para  alguna  diligencia  de  prueba, 
que  haya  podido  producir  indefensión. 

6a  Denegación  de  cualquier  diligencia  de  prueba  admi- 
sible según  las  leyes,  y  cuya  falta  haya  podido  producir 
indefensión. 

7a  Incompetencia  de  jurisdicción,  en  los  casos  en  que 
no  haya  sido  el  Tribunal  supremo  quien  hubiere  resuelto 
este  punto. 

8a  Haber  concurrido  á  dictar  sentencia  uno  ó  mas  jue- 
ces, cuya  recusación  intentada  en  tiempo  y  forma,  se  hu- 
biere denegado  siendo  procedente. 

9a  Haberse  dictado  la  sentencia  por  menor  número  de 
jueces  del  señalado  por  la  ley. 

Art.  1014.  En  los  pleitos  posesorios,  en  los  ejecutivos  y 
en  todos  los  demás  después  de  los  cuales  puede  seguirse 
otro  juicio  sobre  lo  mismo  que  haya  sido  objeto  de  ellos,  no 
se  da  recurso  de  casación,  fundado  en  ser  las  sentencias 
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contrarias  á  ley  ó  doctrina  legal.  Pero  si  proceden  los 
que  se  funden  en  cualquiera  de  las  causas  expresadas  en 
el  art.  1013. 

Ni  una  ni  otra  clase  dé  recursos  proceden  en  los  juicios 
verbales,  ni  en  los  de  menor  cuantía. 

Art.  1015.  Corresponde  conocer  de  estos  recursos  al 
Tribunal  supremo  de  Justicia,  y  se  distribuirán  de  esta 
manera. 

La  sala  primera  conocerá  de  los  que  se  funden  en  que 
la  sentencia  sea  contra  la  ley,  ó  contra  doctrina  admitida 
por  la  jurisprudencia  de  los  tribunales. 

La  sala  segunda,  de  los  que  se  funden  en  alguna  de  las 
cansas  expresadas  en  el  art.  1013. 

Art.  1016.  Si  el  recurso  se  hubiere  inlerpuesto  por  ser 
el  fallo  contra  ley  ó  doctrina  legal,  y  á  la  vez  por  cual- 
quiera de  las  causas  consignadas  en  el  artículo  1013,  co- 
nocerá primero  de  él  la  sala  segunda,  limitándose  al  punto 
de  su  competencia. 

Art.  1017.  Si  la  sala  segunda  declarare  haber  lugar  al 
recurso,  se  devolverán  los  autos  al  tribunal  de  que  proce- 
cedan. 

Art.  1018.  Si  declarare  no  haber  lugar  al  recurso,  se 
pasarán  los  autos  á  la  sala  primera,  para  que  lo  sustan- 
cie y  determine  en  la  parte  en  que  tenga  por  fundamento 
la  infracción  de  ley  ó  doctrina  legal. 

Art.  1019.  Para  que  los  recursos  fundados  en  las  cau- 
sas expresadas  en  el  artículo  1013  puedan  ser  admitidos, 
es  indispensable  que  se  haya  reclamado  la  subsanacion  de 
la  falta  en  la  instancia  en  que  se  haya  cometido,  y  en  la 
siguiente,  si  ha  sido  en  la  primera. 

Art.  1020.  Si  la  causa  que  motive  el  recurso  ha  tenido 
lugar  en  la  última  instancia  y  cuando  no  haya  habido  po- 
sibilidad de  reclamar  contra  ella,  se  admiLirá  el  recurso 
aunque  no  haya  precedido  la  reclamación  de  que  habla  el 
articulo  anterior. 

Art.  1021.  Todos  los  recursos  de  casación  se  interpon- 
drán en  la  sala  de  la  Audiencia  que  haya  dictado  la  sen- 
tencia contra  la  cual  se  intenten. 

Art.  1022.  El  término  para  interponer  los  recursos  de 
casación  es  el  de  diez  dias. 

Art.  1023.  El  procurador  puede  interponerlos  sin  nece- 
sidad de  otro  poder  que  el  que  haya  tenido  para  seguir  la 
última  instancia. 

Art.  1024.  En  los  escritos  en  que  se  interpongan  los  re- 
cursos, se  citará  la  ley  ó  la  doctrina  infringida  en  la  sen- 
tencia, si  se  fundan  en  alguna  de  estas  causas. 

Si  se  fundan  en  alguna  de  las  causas  expresadas  en  el 
art.  1013,  se  expresará  lo  omisión  ó  falla  que  se  hubiere 
cometido. 

Art.  102o.  Interpuesto  el  recurso,  la  sala  sin  trámites 
ni  sustanciacion  alguna,  examinará  si  concurren  las  cir- 
cunstancias siguientes. 

En  los  recursos  que  se  funden  en  infracción  de  ley  ó  de 
doctrina  legal. 

Ia  Si  la  sentencia  contra  que  se  interpone,  ha  recaído 
sobre  definitiva. 
2a  Si  se  ha  interpuesto  en  tiempo. 
3a  Si  se  han  citado  la  ley  ó  disposición  legal  quebran- 

En  los  recursos  que  se  funden  en  una  de  las  causas  ex- 
presadas en  el  art.  1013  : 

Ia  Si  la  sentencia  contra  que  se  interpone,  ha  recaído 
sobre  definitiva. 

2a  Si  se  ha  interpuesto  en  tiempo. 

3a  Si  se  han  designado  la  omisión,  ó  falta  en  que  se 
funde  ;  y  si  son  ó  no  de  las  expresadas  en  el  art  1013. 


4a  Si  ha  sido  reclamada  la  omisión,  ó  falla  de  la  ma- 
nera prevenida  en  el  art.  1019,  con  Ja  modificación  esta- 
blecida en  el  1020. 

Y  se  dictará  en  seguida  sentencia  admitiendo  ó  dene- 
gando el  recurso. 

Toda  otra  cuestión  es  de  la  exclusiva  competencia 
del  Tribunal  supremo,  y  debe  reservarse  para  su  deci- 
sión. 

Art.  1026.  La  providencia  que  se  dictare  admitiendo  ó 
denegando  estos  recursos  será  fundada.  Cuando  se  per- 
mita, se  expresará  que  concurren  para  hacerlo,  todas  las 
circunstancias  necesarias  al  efecto  que  se  referirán;  cuando 
se  deniegue,  se  expresarán  las  circunstancias  que  falten 
con  individualidad  y  precisión. 

Art.  1027.  A  la  remesa  de  los  autos  al  Tribunal  supre- 
mo ha  de  preceder,  si  el  recurso  es  por  infracción  de  ley 
ó  de  doctrina  admitida  por  la  jurisprudencia,  el  depósito 
de  cuatro  mil  reales  en  metálico,  si  fueren  conformes  de 
toda  conformidad  las  sentencias  de  primera  y  segunda 
instancia. 

No  siéndolo,  se  remitirán  los  autos  sin  exigir  depósito 
alguno. 

Art  1028.  Si  el  recurso  es  por  una  de  las  causas  expre- 
sadas en  el  art.  1013,  precederá  á  la  remesa  de  los  autos 
el  depósito  de  dos  mil  reales. 

Art.  1029.  En  los  casos  en  que  la  cantidad  objeto  del 
litigio  sea  inferior  á  doce  mil  reales  vellón,  no  podrá  ex- 
ceder el  depósito  que  se  exija  de  la  sexta  parte  de  ella,  sí 
el  recurso  se  funda  en  infracción  de  ley  ó  de  doctrina  ad- 
mitida como  jurisprudencia  por  los  tribunales  ni  de  la 
dozava  parte,  si  se  funda  en  cualquiera  de  las  causas  ex- 
presadas en  el  art.  1013. 

Art.  1030.  El  depósito  se  constituirá  en  el  Banco  Espa- 
ñol de  San  Fernando  :  el  documento  de  resguardo  qne  este 
ó  sus  comisionados  en  las  provincia  dieren,  se  unirá  á  los 
autos. 

Art.  1031.  El  depósito  ha  de  verificarse  y  acreditarse 
dentro  de  diez  dias  siguientes  á  la  notificación  del  auto  en 
que  el  recurso  sea  admitido. 

Art.  1032.  Si  el  que  interpusiere  el  recurso  litigare  por 
pobre,  bastará  que  preste  caución  de  pagar  dichas  sumas, 
si  fuere  condenado  á  su  pérdida  y  viniere  á  mejor  fortuna. 

Art.  1033.  Acreditado  el  depósito,  se  remitirán  los  autos 
por  el  primer  correo,  y  á  costa  del  que  haya  interpuesto 
el  recurso,  al  presidente  del  Tribunal  supremo  de  Justicia 
con  citación  y  emplazamiento  de  las  partes,  para  que  se 
personen  en  él  á  usar  de  su  derecho  dentro  treinta  dias. 

Art.  1034.  La  citación  y  emplazamiento  se  harán  á  los 
procuradores  de  las  partes. 

Art.  1035.  Si  no  se  hiciere  el  depósito,  ó  aun  cuando  se 
hava  hecho  no  se  acreditare  debida  y  oportunamente  en 
los" autos,  previa  una  rebeldía,  se  declarará  desierto  el 
recurso. 

Si  no  se  acusare  rebeldía,  en  cualquier  tiempo  en  que 
se  hiciere  ó  acreditare  haberse  hecho  el  depósito,  se  hará 
la  remesa  de  los  autos  en  los  términos  prevenidos. 

Art.  1036.  Los  autos  en  que  el  que  haya  interpuesto  el 
recurso  se  defienda  por  pobre,  se  remitirán  de  oficio,  pres- 
tada que  sea  la  caución. 

Art.  1037.  Con  los  autos  se  remitirá  certificación  à  la 
letra  de  los  votos  reservados  que  pueda  haber,  los  cuales 
perderán  el  carácter  de  secretos  y  correrán  con  el  pleito. 

Art.  1038.  Llegados  los  autos  al  Tribunal  supremo,  y 
luego  que  se  hubiere  personado  el  que  haya  interpuesto 
el  recurso,  se  pasarán  al  relator  para  que  forme  apunta- 
miento. 
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Art.  i  039.  Trascurridos  los  treinta  días  del  emplazamien- 
to sin  haberse  personado  el  que  haya  interpuesto  el  recur- 
so y  acusada  una  rebeldía,  se  declarará  desierto,  conde- 
nándolo en  costas  y  devolviéndose  los  autos  á  sus  expensas 
al  tribunal  de  que  procedan. 

Art.  1040.  En  la  providencia  en  que  se  declare  desierto 
el  recurso,  se  mandará  devolver  el  depósito,  si  se  hubiere 
constituido,  después  de  aplicada  la  parte  que  fuere  nece- 
saria al  reintegro  de  la  condena  de  costas. 

Art.  1041.  Si  no  se  acusare  rebeldía,  se  continuará  sus- 
tanciando el  recurso  en  cualquier  tiempo  en  que  se  pre- 
sente el  que  lo  interpuso. 

Art.  1042.  Trascurridos  los  mismos  treinta  dias  del  em- 
plazamiento sin  haberse  personado  la  parte  que  haya  ob- 
tenido la  ejecutoria,  se  entenderá  la  sustanciacion  del  re- 
curso con  los  estrados  del  tribunal. 

Si  se  personare  durante  ella,  se  le  tendrá  por  parte  de 
allí  adelante,  sin  que  en  ningún  caso  retroceda  la  sustan- 
ciacion. 

Art.  1043.  En  cualquier  estado  del  recurso  puede  sepa- 
rarse de  él  el  que  lo  haya  intentado.  Para  tenerlo  por  se- 
parado, será  necesario  que  presente  poder  especial  el  pro- 
curador, ó  que  el  mismo  interesado  suscriba  el  escrito  en 
que  se  separe,  en  el  cual  deberá  ratificarse. 

Art.  4044.  Cuando  la  separación  del  recurso  se  hiciere 
antes  de  concluirse  la  sustanciacion,  se  mandará  devolver 
el  depósito. 

Si  se  verificare  después  de  haberse  mandado  traer  los 
autos  á  la  vista,  se  devolverá  solo  la  mitad  de  él,  dándose 
á  la  otra  mitad  la  aplicación  ordinaria. 

Art.  1045.  Los  apuntamientos  se  formarán  por  los  rela- 
tores, siguiendo  el  orden  con  que  hayan  pasado  los  autos 
à  las  respectivas  relatorias. 

Art.  1  046.  Formado  que  sea  el  apuntamiento,  se  entre- 
gará con  los  autos  por  su  orden  á  las  partes,  para  que  se 
intruyan  sus  respectivos  letrados  por  término  de  veinte  días 
ácada  una. 

Art.  1047.  Este  término  podrá  perogarse  por  diez  mas 
à  petición  de  cualquiera  de  las  partes,  si  el  tribunal  encon- 
trare justa  causa  para  ello. 

Art.  1048.  Al  devolverlos  autos  las  mismas  partes  ma- 
nifestarán bajo  la  firma  de  su  letrado  y  procurador;  su 
conformidad  con  el  apuntamiento,  ó  las  omisiones  ó  in- 
exactitudes que  á  su  juicio  puedan  haberse  en  el  cometido. 

Art.  1049.  También  podrá  al  devolver  los  autos  el  que 
haya  interpuesto  el  recurso  por  ser  la  sentencia  contra  ley 
ó  doctrina  legal,  citar  otras  distintas  de  las  que  designase 
como  infringidas  al  interponerlo. 

Despues,  ni]  por  escrito  ni  de  palabra  podrá  alegar  la 
infracción  de  ningunas  otras. 

En  los  recursos  que  se  funden  en  las  causas  que  ex- 
presa el  art.  4013,  no  podrá  hacerse  variación  de  ninguna 
clase. 

Art.  lOSO.  Conformes  las  partes  con  el  apuntamiento, 
o  hechas  en  él  las  rectificaciones  que  la  sala  hava  man- 
dado de  las  pedidas  por  ellas,  despues  de  oido  d'informe 
del  ponente  con  arreglo  el  art.  37,  se  traerán  los  autos  á 
la  vista  con  citación. 

Art.  1051.  La  vista  de  estos  recursos  tendrá  lu^ar  por 
el  orden  rigoroso  de  las  fechas  en  que  se  hayan  mandado 
traer  los  autos. 

Art.  1052.  Si  por  cualquier  causa  no  pudiere  verifi- 
carse la  vista  en  el  dia  designado,  volverá  á  señalarse  otro 
à  la  mayor  brevedad,  evitándose  en  lo  posible  alterar  el 
orden  que  queda  establecido. 

Art.  1053.  Ni  en  las  vistas,  ni  antes  ni  después  de  ellas 


puede  admitirse  en  el  Tribunal  supremo  ningún  docu- 
mento que  las  partes  presentaren. 

Art.  1054.  Para  la'vista  de  los  recursos  deberán  concur- 
rir siete  ministros,  de  los  cuales  uno  será  ponente. 

Art.  1055.  Si  faltaren  uno  'ó  mas  ministros  en  cual- 
quiera de  las  dos  salas,  se  completará  el  número  con  los 
de  las  otras,  por  rigoroso  turno,  que  principiará  por  los 
mas  antiguos. 

Art.  1056.  Si  faltare  el  presidente  de  cualquier  sala,  lo 
reemplazará  el  del  Tribunal  ó  los  de  las  otras  salas,  por 
turno  en  igual  forma. 

Art.  1057.  Concluida  la  vista,  se  pronunciará  sentencia 
dentro  de  los  veinte  dias  siguientes. 

Art.  1058.  Esta  deberá  ser  fundada,  estableciéndose  con 
la  separación  debida  los  hechos  y  las  cuestiones  de  dere- 
cho que  se  resuelvan. 

Art.  1059.  Si  el  Tribunal  supremo  estimare  que  la  eje- 
cutoria es  contra  ley  ó  doctrina  admitida  como  jurispru- 
dencia por  los  tribunales  que  se  hayan  citado  oportuna- 
mente, ó  que  se  han  cometido  una  ó  mas  de  las  faltas  ex- 
presadas en  el  artículo  1013,  declarará  haber  lugar  al  re- 
curso, casando  y  anulando  la  ejecutoria,  y  mandando  de- 
volver el  depósito  constituido  antes  de  la  remesa  de  los 
autos,  si  este  hubiere  tenido  lugar. 

Art.  1060.  Si  el  recurso  se  hubiere  fundado  en  infracción 
de  ley  ó  de  doctrina  admitida  por  la  jurisprudencia,  dic- 
tará el  tribunal  á  continuación,  pero  separadamente,  sobre 
la  cuestión  objeto  del  pleito,  la  sentencia  que  crea  confor- 
me á  los  méritos  de  los  autos  y  á  lo  que  exigiere  la  ley  ó 
doctrina  quebrantadas  en  la  ejecutoria. 

Art.  1061.  Si  el  recurso  se  hubiere  fundado  en  alguna 
de  las  causas  expresadas  en  el  artículo  1013,  el  tribunal 
mandará  en  el  mismo  fallo  en  que  anule  la  ejecutoria,  de- 
volver los  autos  al  tribunal  de  que  procedan,  para  que  re- 
poniéndolos al  estado  que  tuvieran  cuando  se  cometió  Ja 
falta  que  haya  dado  motivo  á  la  casación,  los  sustancie  y 
determine  ó  haga  sustanciar  ó  determinar  con  arreglo  á 
derecho. 

Art.  1062.  Si  el  Tribunal  supremo  juzgare  que  la  eje- 
cutoria no  es  contra  ley  ni  doctrina  legal,  que  no  se  ha 
cometido  la  falta  en  que  se  haya  fundado  el  recurso,  ó  que 
no  es  de  las  que  pueden  motivarlo  con  arreglo  á  derecho, 
declarará  no  haber  lugar  á  él,  condenando  en  las  costas  y 
pérdida  del  depósito  al  que  lo  hubiere  interpuesto,  en  los 
casos  en  que  se  haya  constituido. 

Art.  1063.  La  mitad  de  la  cantidad  depositada  á  cuya 
pérdida  se  condenare  al  que  haya  interpuesto  el  recurso, 
se  entregará  al  que  hubiere  sostenido  la  ejecutoria  como 
indemnización  de  perjuicios,  conservándose  la  otra  mitad 
en  el  banco,  para  los  efectos  que  se  expresan  en  el  artí- 
culo 1098. 

Art  1064.  La  primera  sentencia  que  se  pronuncie  en 
los  recursos  fundados  en  infracción  de  Jey  ó  de  doctrina 
admitida  por  la  jurisprudencia,  y  la  que  decida  los  que  se 
funden  en  alguna  de  las  causas  expresadas  en  el  artículo 
1013,  se  publicarán  en  la  Gaceta  de  Madrid,  é  insertarán 
en  la  Colección  legislativa. 

Art.  1065.  No  hay  ulterior  recurso  contra  ninguna  de  las 
sentencias  definitivas  que  el  Tribunal  supremo  dicte  sobre 
los  de  casación. 

Art.  1066.  Las  providencias  interlocutorias  son  suplica- 
bles  ante,  la  misma  sala  que  las  hubiere  dictado  dentro  de 
tercero  dia. 

Art.  1067.  Dictadas  las  sentencias,  el  tribunal  en  todos 
los  casos  devolverá  los  autos  á  costa  de  los  que  los  hayan 
traído,  con  certificaciones  de  las  mismas  sentencias,  en  las 
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cuales  se  comprenda  la  tasación  de  costas,  si  hubiere  ha- 
bido condena. 

Art.  1068.  Las  sentencias  contra  las  cuales  se  hubiere 
interpuesto  y  aun  admitido  recurso  de|  casación,  pue- 
den llevarse  á  efecto,  si  el  que  las  hubiere  [obtenido  lo 
pidiere,  y  fueren  conformes  con  las  de  la  primera  ins- 
tancia. 

Art.  1069.  Para  que  el  Tribunal  superior  pueda  acceder 
á  la  ejecución  de  la  sentencia  contra  la  cual  se  hubiere  in- 
terpuesto recurso  de  casación,  se  necesita  que  el  que  pida 
la  ejecución  preste  antes  fianza  bastante,  á  ^satisfacción 
del  tribunal,  para  responder  de  cuanto  recibiere  ó  pudiere 
recibir,  caso  de  ser  anulada  la  ejecutoria. 

Art.  1070.  Sobre  Ja  calificación  de  la  fianza  deberá 
prestarse  audiencia  al  que  hubiere  interpuesto  el  recurso. 

Art.  1071.  Pedida  la  ejecución  de  la  sentencia,  se  man- 
dará extender  certificación  de  ella  y  de  [lo  demás  que  el 
tribuna],  oyendo  á  las  dos  partes,  estime  necesario  para 
su  cumplimiento. 

Esta  certificación  quedará  en  el  Tribunal  superior  re- 
mitiéndose en  seguida  los  autos  al  supremo. 

Art.  1072.  La  providencia  en  que  se  denegare  la  admi- 
sión de  los  recursos  de  casación,  es  apelable  para  ante  el 
Tribunal  supremo,  dentro  de  los  cinco  dias  siguientes  al 
de  la  notificación. 

Art.  1073.  La  sala  primera  conocerá  de  las  apelaciones 
que  se  refieran  á  recursos  fundados  en  infracción  de  ley  ó' 
de  doctrina  admitida  por  la  jurisprudencia  ;  y  la  sala  se- 
gunda de  las  que  se  refieran  á  los  que  se  funden  en  algu- 
na de  las  causas  expresadas  en  el  art.  1013. 

Art.  1074.  El  conocimiento  de  las  apelaciones  de  sen- 
tencias denegatorias  de  recursos  que  se  hayan  fundado  al 
mismo  tiempo  en  infracción  de  ley  ó  doctrina,  y  en  al- 
guna de  las  causas  expresadas  en  ei  citado  artículo  1013, 
corresponde  ala  sala  segunda. 

Art.  1075.  Interpuesta  en  tiempo  y  forma  la  apelación, 
se  remitirán  los  autos  originales  al  Tribunal  supremo  á 
costa  del  apelante,  y  con  citación  y  emplazamiento  de  los 
procuradores  de  las  partes,  para  que  estas  puedan  presen- 
tarse dentro  de  treinta  dias  en  dicho  tribunal. 

Art.  1076.  Sise  hubiese  pedido,  ó  pidiese  el  cumplimien- 
to de  la  sentencia,  se  pondrá  antes  de  remitir  los  autos,  la 
certificación  expresada  en  el  artículo  1071. 

Art.  1077.  Recibidos  los  autos  en  el  Tribunal  supremo, 
y  luego  que  se  presente  el  apelante,  se  pasarán  al  relator 
para  que  forme  apuntamiento. 

Art.  1078.  Si  no  se  personare  el  apelante,  trascurrido 
que  sea  el  término  del  emplazamiento  y  acusada  una 
rebeldía,  se  declarará  desierta  la  apelación,  condenándole 
en  las  costas  y  devolviendo  á  sus  expensas  los  autos  ai  tri- 
bunal de  que  procedan,  con  certificación  de  la  sentencia  en 
que  se  haya  declarado  la  deserción. 

En  esta  certificación  se  incluirá  la  tasación  de  costas. 

Art.  1079.  Si  no.'se  acusare  rebeldía,  cualquiera  que  sea 
el  tiempo  en  que  se  persone  el  apelante,  seguirá  la  sus- 
tanciacion  del  recurso. 

Art.  1080.  Para  hacer  el  apuntamieníe  prevenido  para 
las  vistas  de  estas  apelaciones,  se  seguirá  el  orden  esta- 
blecido respecto  á  los  que  deben  formarse  para  la  de  los 
recursos  de  casación. 

Art.  1081.  Formado  el  apuntamiento,  se  entregará  con 
los  autos  por  su  orden  y  término  de  diez  dias  á  las  partes 
para  instrucción  de  sus  letrados. 

Art.  1082.  De  aquí  adelante  y  hasta  la  vista,  se  observa- 
rán las  reglas  establecidas  respecto  á  los  recursos  de  casa- 
ción, en  los  artículos  1048, 1050, 1031, 1052  y  1053. 


Art.  1083.  La  vista  de  estas  apelaciones  se  verificará  ea 
sala  ordinaria  compuesta  á  lo  menos  de  tres  ministros,  de 
los  cuales  uno  será  ponente. 

Art.  1084.  Verificada  la  vista,  se  dictará  sentencia  dentro 
de  los  tres  dias  siguientes. 

Art.  1085.  La  sentencia  será  fundada  en  los  términos 
antes  prevenidos  respecto  á  la  de  los  recursos  de  casación. 

Si  fuere  confirmatoria,  se  condenará  en  costas  al  ape- 
lante. 

Art.  1086.  ;  Contra  las  sentencias  que  recaigan  sobre 
apelaciones,  no  se  da  recurso  alguno. 

Art.  1087.  Estas  sentencias  se  publicarán  dentro  de  los 
cinco  dias  siguientes  á  su  fecha  en  la  Gaceta  de  Madrid,  é 
insertarán  en  la  Colección  legislativa. 

Art.  1088.  Publicada  la  sentencia,  si  hubiere  sido  con- 
firmatoria, se  devolverán  los  autos  en  la  forma  estable- 
cida en  el  artículo  1067;  y  si  revocatoria,  se  procederá  á 
sustanciar  el  recurso  en  la  forma  que  queda  prevenida, 
por  la  sala  á  quien  corresponda. 

Art.  1089.  Los  términos  para  constituir  el  depósito  y 
demás  trámites  establecidos  para  los  casos  en  que  los  Tri- 
bunales superiores  admitan  los  recursos,  empezarán  á 
correr  y  contarse,  en  los  en  que  hubiere  apelación,  desde 
la  publicación  en  la  Gaceta  de  Madrid  de  la  sentencia  re- 
vocatoria. 

Art.  1090.  El  que  habiendo  obtenido  una  ejecutoria  con- 
tra la  cual  se  hubiere  interpuesto,  y  admitido  por  el  Tri- 
hunal  superior,  recurso  de  casación,  creyere  que  no  ha  de- 
bido admitirse,  podrá  promover  esta  cuestión  previa  en  el 
Tribunal  supremo. 

Art.  1091.  Esto  deberá  hacerse  antes  de  pasar  los  autos 
al  relator.  Después,  no  tendrá  lugar  en  ningún  caso  pre- 
sumiéndose consentida  la  admisión. 

Art.  1092.  La  cuestión  previa  de  que  habla  el  artículo 
anterior,  se  sustanciará  y  decidirá  siguiendo  los  trámites 
y  en  los  mismos  términos  establecidos  respecto  á  las  ape- 
laciones de  las  sentencias  denegatorias  de  los  recursos  de 
casación. 

A  esta  cuestión  se  limitará  el  apuntamiento. 

Art.  1093.  Si  se  confirmare  la  sentencia  en  que  se  hu- 
biere admitido  el  recurso,  se  procederá  á  sustanciarlo  co- 
mo si  no  se  hubiese  promovido  la  cuestión  previa,  ampli- 
ándose  el  apuntamiento  á  cuanto  fuere  necesario  al  efecto. 

Art.  1094.  Si  se  revocare  y  declarare  no  procedente  ni 
admisible  el  recurso,  se  devolverán  los  autos  al  Tribunal 
superior  á  costa  del  que  lo  hubiere  interpuesto,  con  certi- 
ficación de  la  sentencia  pronunciada. 

Art.  1095.  La  sentencia  en  que  se  declarare  bien  admi- 
tido el  recurso,  deberá  contener  la  condena  de  costas  de  la 
cuestión  previa  al  que  la  haya  promovido. 

Art.  1096.  El  ministerio  fiscal  puede  en  los  pleitos  en 
que  sea  parte  interponer  recursos  de  casación  cuando  los 
considere  procedentes,  y  apelar  de  las  providencias  en 
que  se  denegare  su  admisión. 

Art.  1097.  Deberá  acomodarse  para  ello  á  las  reglas  es- 
tablecidas, con  la  sola  exclusion  del  depósito. 

Art.  1098.  Guando  fuere  desestimado  el  recurso  de  nu- 
lidad interpuesto  por  dicho  ministerio,  ó  confirmada  la 
sentencia  de  que  hubiere  apelado,  las  costas  causadas  á  la 
otra  parte  deberán  satisfacerse  de  los  fondos  retenidos,  y 
procedentes  de  la  mitad  de  los  depósitos  cuya  pérdida  haya 
sido  declarada. 

Lo  mismo  sucederá  cuando  el  citado  ministerio  se  sepa- 
rare de  un  recurso,  ó  de  apelación  intentada  contra  provi- 
dencia en  que  se  hubiere  denegado  su  admisión. 
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Art.  1099.  El  pago  de  las  costas,  de  que  habla  el  artí- 
culo que  precede,  se  hará  por  rigoroso  orden  de  anti- 
güedad, y  con  sujeción  á  lo  que  permitan  los  fondos  exis- 
tentes. 

Art.  1100.  El  ministerio  fiscal  también  puede  en  los 
pleitos  en  que  no  haya  sido  parte,  y  cuyas  ejecutorias  cre- 
yere contra  ley  ó  doctrina  admitida  por  la  jurisprudencia, 
interponer  recurso  de  casación. 

Art.  H  01.  Estos  recursos  mieden  interponerse  en  cual- 
quier tiempo:  una  vez  interpuestos,  habrán  de  sujetarse 
a  los  trámites  establecidos. 

Se  sustanciarán  y  decidirán  los  mismos  recursos  sin  ci- 
tar ni  emplazar  á  ninguno  de  los  litigantes.  Se  les  oirá  sin 
embargo,  si  se  presentaren,  entregándoles  los  autos  para 
instrucción,  y  citándolos  para  la  vista. 

Art.  4 102.  Si  los  interesados  no  han  hecho  uso  del  mis- 
mo recurso  en  tiempo  hábil,  no  les  afectarán  las  resultas 
del  interpuesto  por  el  ministerio  fiscal,  ni  la  ejecutoria  se 
podrá  anular  ni  alterar  en  lo  mas  mínimo.  El  fallo  que  se 
pronuncie  solo  servirá  para  formar  jurisprudencia  sobre 
la  cuestión  legal  que  haya  sido  discutida  y  resuelta  en  el 
pleito. 

* 

TITULO  XXII. 


DE  LOS  RECURSOS  DE  FUERZA. 

SECCIÓN    PRIMERA. 

Del  recurso  en  conocer. 

Art.  H03.  Los  recursos  de  fuerza  pueden  interponer- 
se contra  la  que  hagan  los  jueces  ó  tribunales  eclesiásti- 
cos en  conocer,  en  el  modo  de  proceder  y  en  no  otorgar. 

Art.  1  1  04.  El  de  la  primera  clase  procede  cuando  el  juez 
eclesiástico  conoce  de  una  causa  profana,  no  sujeta  á  su 
jurisdicción. 

El  de  la  segunda,  cuando  conociendo  el  eclesiástico  de 
causa  de  su  competencia,  no  observa  los  trámites  estable- 
cidos por  las  leyes. 

El  de  la  tercera,  cuando  deniega  una  apelación  proce- 
dente. 

Art.  1 1OS.  El  Tribunal  supremo  de  Justicia  conocerá  de 
los  recursos  de  fuerza  que  se  interpongan  contra  la  nun- 
ciatura y  los  Tribunales  superiores  eclesiásticos  de  la  cor- 
te :  las  Audiencias  del  territorio  respectivo,  de  los  que  se 
interpongan  contra  los  demás  jueces  ó  Tribunales  ecle- 
siásticos. 

De  las  sentencias  que  sobre  ellos  pronunciaren  el  Tri- 
bunal supremo  ó  las  Audiencias  no  hay  ulterior  recurso. 

Art.  1106.  Pueden  promover  los  recursos  de  fuerza  en 
conocer: 

Io  Los  que  son  llamados  indebidamente  á  litigar  por  la 
autoridad  eclesiástica,  ó  competidos  por  la  misma  á  hacer 
algo  que  no  sea  de  su  competencia  ordenar. 

2o  El  ministerio  fiscal. 

3o  Los  jueces  y  Tribunales  seculares  competentes. 

Art.  1107.  Cuando  los  recursos  de  fuerza  en  conocer 
fueren  promovidos  por  los  que  se  hallen  en  algunos  de  los 
casos  que  se  expresan  en  el  número  primero  del  artículo 
anterior,  deberán  ir  preparados  en  forma  al  Tribunal  su- 
premo ó  á  las  Audiencias. 

Art.  1108.  Este  recurso  se  preparará  con  una  petición 
que  el  que  lo  promueva  hará  al  juez  eclesiástico  para  que 
se  separe  del  conocimiento  de  la  causa,  por  no  ser  de  su 


competencia,  y  la  remita  al  juez  à  quien  corresponda, 
protestando  de  lo  contrario  impetrar  el  real  auxilio  contra 
la  fuerza. 

Art.  1)09.  Si  el  eclesiástico  denegare  esta  pretensión,  se 
pedirá  testimonio  de  la  providencia,  y  con  él  se  interpon- 
drá el  recurso  ante  el  tribunal  correspondiente. 

Art.  1110.  Si  el  juez  eclesiástico  negare  el  testimonio  de 
la  providencia,  podrá  recurrirse  en  queja  al  Tribunal  su- 
premo ó  á  la  Audiencia  en  sus  respectivos  casos. 

Estos  tribunales  ordenarán  que  inmediatamente  se  faci- 
lite el  testimonio,  dirigiendo  al  efecto  la  correspondiente 
real  provision  al  eclesiástico. 

Si  este  no  cumpliere  con  lo  que  se  le  ordene,  se  le  diri- 
girá segunda  real  provision,  conminándole  con  la  pena  es- 
tablecida en  el  art.  305  del  Código  penal. 

Art.  1111.  Interpuesto  el  recurso,  ó  presentado  el  testi- 
monio de  la  denegación  del  juez  eclesiástico,  el  tribunal 
mandará  que  aquel  remita  los  autos,  dirigiéndole  al  efecto 
real  provision. 

En  esta  se  prevendrá  ademas  al  eclesiástico,  que  cite 
previamente  á  las  partes,  para  que  dentro  de  veinte  dias 
improrogables  comparezcan  ante  el  tribunal  que  conozca 
del  recurso.  El  eclesiástico  podrá  también  citar  al  fiscal  de 
su  juzgado  ó  tribunal,  silo  estima  conveniente. 

Art.  1112.  Si  el  eclesiástico  no  remitiere  los  autos  previa 
la  citación  ordenada  en  el  artículo  que  antecede,  se  expe- 
dirá segunda  real  provision,  en  los  términos  prevenidos  en 
el  1110. 

Art.  1113.  Si  á  pesar  de  la  segunda  real  provision  pi- 
diendo el  testimonio  ó  los  autos,  no  cumpliere  el  eclesiás- 
tico lo  ordenado,  se  mandará  al  juez  de  primera  instancia 
del  partido,  que  recójalos  autos  en  todo  caso,  y  los  remita 
al  tribunal  que  conozca  del  recurso,  precediéndose  desde 
luego  criminalmente  á  lo  que  haya  lugar. 

Art.  1114.  Recibidos  los  autos  en  el  tribunal,  se  pasarán 
al  relator  para  formar  apuntamiento. 

Art.  1115.  Devueltos  los  autos  por  el  relator,  se  entrega- 
rán por  su  orden  á  las  partes  que  se  hubieren  personado 
para  instruirse,  por  término  de  seis  dias  improrogables  i 
cada  una. 

Se  entregarán  también  por  igual  tiempo  al  juez  elesiás- 
tico  ó  á  su  fiscal,  si  se  hubieren  presentado  á  sostener  la 
providencia  que  ha  dado  lugar  al  recurso. 

En  este  caso,  se  les  permitirá  presentarse  á  hablar  en 
estrados  por  sí  mismos,  ó  por  medio  de  letrados. 

Art.  1110.  Trascurridos  los  términos  señalados  en  el  ar- 
tículo anterior,  se  pasarán  los  autos  al  fiscal,  aunque  no 
promovido  el  recurso,  para  instruirse  por  el  mismo  término 
de  seis  dias. 

Art.  1117.  Tanto  el  fiscal  del  tribunal  como  el  juez,  ó 
fiscal  eclesiástico,  y  los  que  sean  parte  en  el  recurso,  al 
devolver  los  autos,  manifestarán  por  escrito  si  están  con- 
formes con  el  apuntamiento,  ó  reclamarán  las  reformas  ó 
adiciones  que  consideren  deban  hacerse. 

Art.  1118.  Devueltos  los  autos  por  el  fiscal,  se  pasarán 
al  ministro  ponente  por  otros  seis  dias.  Este  informará  á  la 
sala  por  escrito  sóbrelas  adiciones  ó  reformas  del  apunta- 
miento solicitadas. 

Art.  1119.  Habiendo  conformidad  con  el  apuntamiento 
ó  hechas  en  él  las  reformas  ó  adiciones  que  el  tribunal  es- 
time procedentes,  se  señalará  dia  para  la  vista. 

Art.   1120.  El   fiscal  concurrirá  necesariamente  á  la 

vista. 

Art.  1121.  El  tribunal  dictará  sentencia  dentro  délos 
ocho  dias  siguientes. 

Esta  se  limitará  á  una  de  las  dos  declaraciones  que  si- 
guen : 


i  o 


Io  No  haber  lugar  al  recurso,  condenando  en  costas  al 
que  lo  hubiere  interpuesto,  y  mandando  devolver  los  au- 
tos al  juez  eclesiástico  para  su  continuación  con  arreglo  á 
derecho. 

2°  Declarar  que  el  juez  eclesiástico  hace  fuerza  en  cono- 
cer, y  ordenar  que  levante  las  censuras,  si  las  hubiere  im- 
puesto. 

Esta  procedencia  se  le  comunicará  por  medio  de  ofi- 
cio. 

• 

Art.  1122.  De  toda  sentencia  en  que  se  declare  que  el 
eclesiástico  hace  fuerza  en  conocer,  se  dará  cuenta  al  Go- 
bierno, acompañando  testimonio  de  la  misma  sentencia. 

Art.  1  123.  Dictada  sentencia  declarando  no  haber  lugar 
al  recurso,  se  devolverán  los  autos  al  juez  eclesiástico,  con 
certificación  de  ella,  para  su  continuación  con  arreglo  á 
derecho. 

Hecha  la  devolución,  se  tasarán  yregularán  las  costas,  y 
procederá  por  el  Tribunal  supremo,  ó  por  la  Audiencia, 
á  hacerlas  efectivas  empleando  para  ello  la  via  deapremio. 

Art.  1124.  Si  se  declarare  que  el  eclesiástico  hace  fuer- 
za se  remitirán  los  autos,  con  citación  de  las  partes  que  se 
hayan  personado  en  el  tribunal,  al  juez  competente,  y  se 
dará  noticia  de  la  providencia  al  eclesiástico  por  medio  de 
oficio. 

Art.  1125.  Los  promotores  fiscales,  ó  fiscales  de  juris- 
dicciones especiales,  promoverán  el  recurso  de  fuerza  en 
conocer,  dirigiéndose  a  los  fiscales  de  las  Audiencias  res- 
pectivas, ó  en  su  caso  al  del  Tribunal  supremo  de  Justicia, 
comunicándoles  los  datos  conducentes  al  efecto. 

Con  estos  datos,  ó  con  los  que  directamente  adquieran 
el  fiscal  del  Tribunal  supremo  y  los  fiscales  de  las  Audien- 
cias, entablarán  el  recurso  de  fuerza  en  sus  respectivos 
tribunales. 

Art.  1126.  Interpuesto  el  recurso,  mandará  el  tribunal 
que  conozca  de  él  que  el  juez  eclesiástico  le  remita  los  au- 
tos, dirigiéndole  la  oportuna  real  provision. 

En  adelante  se  sustanciará  el  recurso  en  la  misma  forma 
que  cuando  ha  sido  interpuesto  por  particulares,  sin  otra 
diferencia  que  la  de  que  el  ministerio  fiscal  nunca  será 
condenado  en  cosías. 

Art.  1127.  Los  jueces  y  tribunales  pueden  promover  el 
recurso  de  fuerza  en  conocer,  poniendo  en  conocimiento  del 
ministerio  fiscal  las  invasiones  de  jurisdicción  cometidas 
por  los  jueces  eclesiásticos,  para  que  pida  lo  que  proceda 
en  derecho. 


SECCIÓN   SEGUNDA. 

Del  recurso  en  el  modo  de  proceder  y  en  no  otorgar. 

Art.  1128.  Los  recursos  en  el  modo  de  proceder  y  en  no 
otorgar  se  prepararán  pidiendo  reposición  al  juez  eclesiás- 
tico de  la  providencia  en  que  se  creyere  haberse  cometido 
la  fuerza,  apelando  subsidiariamente  y  protestando,  si  no 
se  admite  la  apelación,  impetrar  el  real  auxilio  contra  la 
misma  fuerza. 

Art.  1129.  En  los  casos  en  que  el  eclesiástico  negare  la 
reposición  y  la  apelación,  se  procederá  en  la  forma  que 
queda  prevenida  en  el  recurso  de  fuerza  en  conocer,  hasta 
que  vayan  los  autos  al  Tribunal  supremo,  ó  á  la  Audiencia. 

Art.  1130.  En  adelante  la  sustanciacion  de  estos  recur- 
sos se  acomodará  igualmente  á  los  trámites  señalados  pa- 
ra el  en  conocer  por  los  artículos  1114  y  siguientes. 

Exceptúaselo  que  en  los  mismos  artículos  se  refiere  al 
fiscal,  cuyo  ministerio  solo  intervendrá  en  los  recursos  de 
fuerza  en  el  modo  de  proceder  y  en  no  otorgar  cuando  los 
tribunales  estimen  conveniente  oírle. 


Art.  1131.  Dentro  de  los  ocho  días  siguientes  al  en  que 
la  vista  hubiere  terminado,  dictará  el  tribunal  sentencia, 
la  cual  deberá  limitarse  á  uno  de  las  dos  siguientes  decla- 
raciones : 

1"  La  de  no  haber  lugar  al  recurso,  condenando  en 
las  costas  aJ  que  lo  interpuso  y  mandando  devolver  los 
autos. 

2o  La  de  que  el  juez  eclesiástico,  procediendo  del  modo 
que  procede,  ó  no  otorgando  la  apelación,  hace  fuerza,  y 
devolviéndole  los  autos  con  prevención  de  que  los  reponga 
al  estado  que  tenian  antes  de  cometerla,  y  de  que  alce  las. 
censuras  si  las  hubiere  impuesto. 

Art.  1132.  Dictada  la  sentencia,  y  tasadas  y  reguladas 
las  costas,  cuando  haya  habido  condena  de  ellas,  se  devol- 
verán los  autos  al  juez  eclesiástico,  con  certificación  solo 
de  la  misma  sentencia  v  de  la  tasación  en  su  caso. 


TITULO  XXIII. 

DE    LOS    JUICIOS    DE    MENOR    CUANTÍA. 

Art.  1133.  Toda  contestación  entre  partes,  cuyo  interés 
no  exceda  de  tres  mil  reales,  se  decidirá  en  juicio  de  me- 
nor cuantía. 

Art.  1134.  Lo  dispuesto  en  el  artículo  anterior  se  en- 
tiende sin  perjuicio  de  la  acción  ejecutiva,  de  la  cual  po- 
drá usarse,  cualquiera  que  sea  la  cantidad  de  que  se  trate, 
en  los  casos  en  que  proceda  con  arreglo  á  derecho. 

Art.  1135.  Cuando  las  partes  no  estén  conformes  acerca 
del  valor  de  la  cosa  litigiosa,  el  juez  las  oirá  en  juicio 
verbal  y  adquiriendo  las  noticias  que  estime  necesarias, 
lo  fijará,  determinando  en  su  consecuencia  la  clase  de 
juicio  que  haya  de  seguirse. 

Contra  el  fallo  que  pronuncie  no  habrá  apelación. 

Art.  1136.  La  demanda  se  deducirá  por  escrito,  sin  que 
sea  obligatorio  valerse  de  letrado  ni  procurador. 

Con  la  demanda  presentará  el  demandante  : 

Io  Los  documentos  en  que  funde  su  pretensión. 

2o  Copia  de  la  demanda  y  de  los  documentos  en  papel 
común. 

Art.  1137.  Las  copias  de  la  demanda  y  documentos  se 
entregarán  al  demandado,  considerándose  esla  entrega 
como  citación  y  emplazamiento. 

Art.  1138.  Para  la  entrega  de  que  habla  el  artículo  an- 
terior se  observarán  las  formalidades  que  quedan  preve- 
nidas en  los  artículos  228,  229,  230  y  231  para  la  de  las 
cédulas  de  emplazamiento. 

Art.  1139.  La  no  comparecencia  del  demandado,  á  quien 
se  haya  citado  en  conformidad  al  articulo  anterior  no  de- 
tendrá el  curso  del  pleito. 

Pero,  si  compareciere  después,  se  entenderán  con  él 
las  diligencias  sucesivas  sin  que  pueda  retrocederse  en  el 
juicio. 

Art.  1140.  El  demandado  contestará  dentro  de  seis 
días. 

A  su  contestación  acompañará  : 

1o  Los  documentos  en  que  funde  sus  excepciones  ó  la 
reconvención  en  su  caso. 

2o  Copia  de  la  contestación  y  de  los  documentos  en  papel 
común. 

Art.  1141.  Las  copias  de  que  trata  el  artículo  anterior 
serán  entregadas  al  demandante. 

Art.  1142.  Cuando  el  demandado  formulare  reconven» 
cion,  el  ador  deberá  contestar  dentro  de  tercero  dia. 
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Art.  1143.  Tanto  en  el  escrito  de  contestación  á  la  de- 
manda, como  en  el  que  se  responda  á  la  reconvención,  si 
la  hubiere,  el  actor  y  el  demandado  deberán  manifestar  si 
están  ó  no  conformes  con  los  hechos  expuestos  en  la  de- 
manda ó  en  la  reconvención. 

Art.  H  44.  Si  las  partes  estuvieren  conformes  en  los 
hechos,  y  por  no  haberse  alegado  otros  en  contra,  quedare 
reducida"  la  cuestión  á  un  punto  de  derecho,  el  juez  las  ci- 
tará dentro  de  tercero  dia  ajuicio  verbal,  y  oyéndolas,  ó  á 
cualquiera  otra  persona  que  las  represente  legítimamente, 
dictará  sentencia  en  el  mismo  dia. 

De  este  juicio  se  extenderá  la  oportuna  acta,  que  firma- 
rán el  juez,  escribano  y  los  interesados. 

Art.  1145.  Si  las  partes  no  estuvieren  conformes  en  los 
hechos,  ó  si  aunque  lo  estuvieren,  se  hubieren  alegado 
otros  en  contra  por  el  demandado,  el  juez  recibirá  el 
pleito  á  prueba,  previniéndoles  que  en  el  termino  de 
tercero  dia  proponga  cada  una  toda  la  que  esté  en  el  caso 
de  hacer. 

Pasado  dicho  término  no  se  podrá  proponer  prueba,  ni 
adicionar  la  propuesta. 

Art.  1146.  Exceptúanse  de  esta  prohibición  : 

Io  Los  documentos  de  fecha  posterior  á  la  demanda,  à 
la  reconvención  y  á  sus  respectivas  contestaciones. 

T  Los  documentos  de  fecha  anterior,  de  que  protestare 
el  que  los  presente  no  tener  antes  conocimiento. 

3o  Los  documentos  que  tengan  por  objeto  impugnar  la 
reconvención. 

Art.  1147.  Trascurridos  los  tres  dias  sin  que  ninguna  de 
las  partes  haya  propuesto  prueba,  mandará  el  juez  traer 
los  autos  á  la  vista,  y  dictará  sentencia. 

Art.  1148.  Si  ambas  partes  ó  alguna  de  ellas  hubiere 
propuesto  prueba  señalará  el  juez  el  término  dentro  del 
cual  haya  de  praticarse. 

Este  término  no  podrá  pasar  de  nueve  dias. 

s  Art.  1149.  No  obstante  lo  dispuesto  en  el  artículo  ante- 
rior, si  alguna  de  las  diligencias  propuestas  hubiere  de 
practicarse  en  lugar  distinto  de  el  en  que  se  siga  el  juicio, 
el  juez  teniendo  en  consideración  la  distancia  y  la  facilidad 
ó  dificultad  de  las  comunicaciones,  señalará  un  término 
mayor  para  que  se  pueda  verificar.  En  este  caso  las  demás 
diligencias  han  de  tener  lugar  precisamente  dentro  del 
termino  que  se  hubiere  señalado. 

Art.  1150.  Las  pruebas  se  practicarán  en  la  forma  esta- 
blecida para  el  juicio  ordinario. 

Los  contra-interrogatorios  deberán  presentarse  antes  del 
examen  de  los  testigos. 

Los  presentados  con  posterioridad  serán  rechazados  por 
el  juez.  v 

nit.5;Vf1,ün¡das.la.s  pruebas  á  los  autos>  convocará 
anEÍ  T óParleS  a,JU1CÍ°  verbal>  y1**  oirá  si  se  pre- 
sentaren,  o  a  sus  apoderados,  extendiéndose  la  oportuna 
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hacerlo,  en  los  casos  en  que  el  juez  haya  declarado  el  ne- 
gocio de  menor  cuantía,  teniéndola  mayor. 

El  recurso  de  nulidad  deberá  interponerse  á  la  vez  que 
el  üo  apelación.  * 

A,ü|¡m1pi0!r?feÍríterpondl"an  y  admitirán  para  ante  la 
Audiencia  del  territorio. 

Art.  H 55.  Interpuestos  los  cfos  recursos  ó  cualquiera 


de  ellos,  se  remitirán  los  autos  á  la  Audiencia,  poniéndolo 
en  conocimiento  de  las  partes. 

Art.  1156.  Recibidos  los  autos  en  la  Audiencia  y  perso- 
nado el  apelante,  se  pasarán  al  relator  por  término  de 
tercero  dia,  para  que  se  instruya  de  ellos,  y  sin  formar 
apuntamiento  pueda  dar  cuenta  á  la  sala  á  que  corres- 
ponda en  el  dia  que  se  señale  para  la  vista. 

Art.  1157.  La  sala  señalará  dia  para  la  vista,  y  oyendo 
de  palabra  á  los  interesados  ó  á  sus  apoderados,  si  se  pre- 
sentaren en  el  acto,  y  únicamente  sobre  los  hechos,  confir- 
mará ó  revocará  la  sentencia. 

La  sentencia  confirmatoria  deberá  contener  condena  de 
costas  al  apelante. 

Art.  1158.  Sí  no  se  personare  el  apelante  dentro  de  ocho 
dias,  contados  desde  el  en  que  se  hubieren  recibido  los  au- 
tos en  la  Audiencia,  los  devolverá  esta  al  juez  de  primera 
instancia,  para  que  la  sentencia  se  lleve  á  efecto,  y  conde- 
nará al  apelante  en  las  costas  á  que  la  remesa  de  los  mis- 
mos autos  hubiere  dado  lugar. 

Art.  1159.  La  no  presentación  en  la  Audiencia  del  ape- 
lado, no  será  obstáculo  para  que  continúe  en  su  rebeldía 
la  sustanciacion  de  la  instancia. 

Art.  1160.  Confirmada  ó  revocada  la  sentencia  ape- 
lada, se  devolverán  los  autos  al  juez  de  primera  instan- 
cia con  certificación  de  ella  y  de  la  tasación  de  costas 
si  hubiere  habido  condena,  para  su  ejecución  y  cumpli- 
miento. 

Art.  1161.  Recibidos  los  autos  en  el  juzgado  de  primera 
instancia,  se  procederá  en  los  términos  prevenidos  en  et 
titulo  de  la  ejecución  de  las  sentencias. 


TITULO  XXIV. 


DE   LOS   JUICIOS   VERBALES. 

Art.  1162.  Toda  cuestión  entre  partes,  cuyo  interés 
no  exceda  de  seiscientos  reales,  se  decidirá  en  juicio 
verbal. 

El  conocimiento  de  este  juicio  en  la  primera  instancia 
corresponde  á  los  jueces  de  paz  :  en  la  segunda  á  los  jue- 
ces de  primera  instancia  de  los  partidos. 

Art.  1163.  Si  sobre  el  interés  del  pleito  hubiere  duda, 
la  decidirá  el  juez  de  paz,  oyendo  en  una  comparecencia 
à  las  partes. 

Contra  su  fallo  sobre  este  punto  no  se  da  apelación. 

El  juez  de  primera  instancia  del  partido  sin  embargo,  al 
conocer  de  la  apelación  contra  la  sentencia  definitiva,  po- 
drá declarar  la  nulidad  del  juicio,  si  resultare  ser  su  ínteres 
mayor  de  seiscientos  reales. 

Art.  1164.  Para  que  pueda  hacerse  la  declaración  de 
nulidad  de  que  habla  el  artículo  anterior,  se  necesita  : 

Io  Que  se  reclame  la  nulidad  ante  el  juez  de  primera 
instancia  del  partido. 

2o  Que  la  parte  que  haga  la  reclamación  se  haya  opues- 
to en  la  primera  instancia  á  que  se  siguiera  la  sustancia- 
cion de  la  demanda  en  juicio  verbal. 

Art.  1165.  En  los  juzgados  de  paz  se  acomodarán  estos 
juicios  á  los  trámites  que  se  prescriben  en  los  artículos 
siguientes. 

Art.  1166.  La  demanda  se  interpondrá  en  una  papeleta 
firmada  por  el  actor,  ó  por  un  testigo  à  su  ruego,  si  no 
pudiere  firmar. 

La  papeleta  contendrá  : 

El  nombre,  profesión  ú  oficio  dei  demandante  y  de- 
mandudo. 
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La  pretensión  que  se  deduce. 

La  fecha  en  que  se  presente  al  juzgado. 

La  firma  del  que  la  presente,  ó  de  un  testigo  á  su  rue- 
go, si  no  pudiere  firmar. 

El  demandante  acompañará  ademas  una  copia  de  la 
papeleta -suscrita  del  mismo  modo  que  esta. 

Art.  4167.  Recibida  la  papeleta,  dispondrá  el  juez  de 
paz  à  la  mayor  brevedad  la  convocación  de  las  partes  á 
una  comparecencia,  señalando  dia  y  hora  al  efecto  por 
providencia  que  se  extenderá  á  continuación  de  la  de- 
manda. 

La  citación  para  la  comparecencia  se  extenderá  á  conti- 
nuación de  la  copia  de  la  demanda,  la  cual  se  entregará  al 
demandado. 

r  Art.  1168.  Para  hacer  constar  la  entrega  dé  la  pape- 
leta, se  hará  que  el  demandado  firme,  ó  si  no  pudiere,  un 
testigo  por  él,  diligencia  de  recibo,  la  cual  se  extenderá  á 
continuación  de  la  providencia  en  que  se  hubiere  ordenado 
la  convocación  para  el  juicio. 

Art.  4169.  Cuando  el  demandado  residiere  en  otro  lu- 
gar que  el  del  juez  de  paz  que  le  emplaze,  se  dirigirá  ofi- 
cio al  del  punto  en  que  se  hallare  para  que  la  cita  tenga 
efecto.  A  continuación  del  oficio  se  extenderán  la  diligen- 
cia de  la  entrega  de  la  copia  y  la  citación. 

Art.  1170.  Entre  la  convocación  y  la  celebración  de  la 
comparecencia  deberán  mediar  á  lo  mas  seis  dias. 

Ert  los  casos  en  que  el  demandado  no  residiere  en  el  lu- 
gar en  que  esté  establecido  el  juzgado  de  paz  que  le  citare, 
se  aumentará  el  término  con  un  dia  mas  por  cada  cuatro 
leguas  que  diste  el  lugar  del  juicio  de  el  de  la  residencia 
del  demandado. 

Art.  4171.  El  señalamiento  hecho  para  la  comparecen- 
cia no  puede  alterarse  sino  por  justa  causa  alegada  y  pro- 
bada ante  el  juez  de  paz. 

Art.  1172.  Llegado  el  dia  de  la  comparecencia  se  cele- 
brara esta  ante  el  juez  y  secretario. 

En  ella  las  partes  expondrán  por  su  orden  lo  que  á  su 
derecho  conduzca,  y  después  se  admitirán  las  pruebas  que 
presentaren. 

A  estas  comparecencias  podrá  concurrir,  accompañan- 
do  a  los  interesados  y  para  hablar  en  su  nombre,  la  per- 
sona que  elijan. 

Art.  1173.  No  compareciendo  el  demandado,  continuará 
el  juicio  en  su  rebeldía  sin  volver  á  citarlo. 

Art.  1174.  Concluida  la  comparecencia  se  extenderá  la 
oportuna  acta  que  firmarán  todos  los  concurrentes  y  los 
testigos. 

Art.  4175.  Los  documentos  presentados  se  unirán  á  los 
autos. 

Art.  H76.  Al  dia  siguiente  celebrada  la  comparecencia, 
dictara  el  juez  sentencia  definitiva,  que  se  notificará  en 
forma  a  las  parles. 

Art.  1177.  La  sentencia  es  apelable  en  ambos  efectos. 

Art.  1178.  Interpuesta  ia  apelación,  se  remitirán  los 
autos  al  juzgado  correspondiente  con  citación  de  las 
partes. 

Art.  1179.  Recibidos  los  autos  en  el  juzgado  de  prime- 
i a  instancia,  el  juez  oirá  á  las  partes  en  una  comparecen- 
ua,  con  sujeción  á  las  reglas  antes  establecidas. 

En  el  mismo  dia  dictará  sentencia. 

Contra  ella  no  se  da  ningún  recurso. 

uílnJ18.0,  5fl!  autQS  se  ^c-^erán  con  certificación  de 
la  sentencia  al  juez  para  su  ejecución. 


TITULO  XXVI. 


DE   LOS   JUICIOS   EN   REBELDÍA. 

Art.;  1181.  Declarado  un  litigante  en  rebeldía,  no  se 
volverá  á  practicar  ninguna  diligencia  en  su  busca.  To- 
das las  providencias  que  recaigan  de  allí  adelante  en 
el  pleito  y  cuantas  citaciones  deban  hacérsele,  se  noti- 
ficarán y  ejecutarán  en  los  estrados  del  juzgado  ó  tri- 
bunal. 

Art.  11 82.  Las  notificaciones  y  citaciones  de  que  habla  el 
articulo  anterior,  se  harán  leyendo  las  providencias  que 
deban  notificarse,  ó  en  que  se  hayan  mandado  hacer  las 
citaciones,  en  la  audiencia  pública  del  juez  ó  tribunal  que 
las  haya  dictado. 

Para  hacerlo  constar  se  extenderán  en  los  autos  las  cor- 
respondientes diligencias,  que  autorizará  el  escribano  y 
firmarán  dos  testigos. 

Art.  1183.  Las  providencias  que  se  notifiquen  en  estra- 
dos y  las  citaciones  que  se  hagan  en  los  mismos,  se  pu- 
blicarán por  edictos  que  deberán  fijarse  en  las  puertas 
del  local  donde  celebren  sus  audiencias  los  jueces  ó 
tribunales,  haciéndose  constar  esto  también  por  dili- 
gencia. 

Art.  1184.  Desde  el  momento  en  que  un  litigante  haya 
sido  declarado  en  rebeldía,  pueden  decretarse,  si  la  otra 
parte  lo  pidiere,  la  retención  de  sus  bienes  muebles  de 
toda  clase  y  el  embargo  de  los  inmuebles,  en  cuanto  sean 
necesarios  para  estimar  asegurado  lo  que  sea  objeto  del 
juicio. 

Art.  1185.  La  retención  se  hará  en  poder  de  la  per- 
sona que  tuviere  á  su  disposición  ó  bajo  su  custodia  los 
bienes  en  que  haya  de  consistir,  si  ofreciere  garantías  su- 
ficientes al  efecto. 

Si  no  las  ofrece,  se  le  exigirá  que  las  preste,  y  si  no  las 
diere,  se  constituirán  los  bienes  en  depósito,  entendién- 
dose de  cuenta  y  riesgo  del  dueño  de  ellos. 

Lo  mismo  se  hará  en  el  caso  de  hallarse  en  poder  r*' 
litigante  rebelde  los  bienes  en  que  deba  causarse  b 
tención. 

Art.  1186.  El  embargo  se  hará  por  medio  frjrien  a  'a 
contaduría  de  hipotecas  correspondiente,  pf  a  1ue  fl™~ 
me  razón  de  la  hipoteca  judicial  que  des^  ^lo^nhi- 
tituye  sobre  los  inmuebles  en  que  se  c^se'.y  de ,  "i  „  " 
bicion  absoluta  de  venderlos,  gravai  u  obl'garlos  a  ^ue 
queden  sujetos. 

Art.  1187.  Cualquieraque  sea-1  estado  del  pleito  durante 
la  primera  instancia  en  que  el  logante  rebelde  comparezca, 
será  admitido  como  parle,  v*e  entenderá  con  ella  substan- 
ciación, sin  que  esta  puedan  ningún  caso  retrogradar. 

Art.  4188.  La  retención  y  embargo  de  bienes,  que  se  hu- 
bieren practicado  á  consecuencia  de  la  declaración  en  re- 
beldía, continuarán  hasta  d  fin  del  juicio. 

Exceptúase  el  caso  en  fue  el  litigante  ^elde  justificare 
molidamente  que  unaluerza  mayor,  y  que  no  había  es- 
tado á  su  alcance  vencer,  le  impidiera  comparecer  en  e 


cumplidamente  que  unal 

tado  k  su  alcance  vencer,  _ 

juicio.  Hecha  esta  jus*ficacíon,  se  alzarán  la  retención  y 

el  embargo.  / 

Art.  1189.  La  solicitud  que  sobre  dicho  alzamiento  se 
dedujere,  se  considerará  como  un  incidente,  que  deberá 
sustanciarse  en /amo  separado,  y  sin  que  se  detenga  por 
él  él  seguimiento  de  la  demanda  principal. 

Art.  1190.  La  sentencia  definitiva  que  se  pronunciare  en 
cualquier  juicio  seguido  en  rebeldía,  ademas  de  notificarse 
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en  los  estrados  del  tribunal  ó  juzgado  que  la  haya  dic- 
tado, y  de  hacerse  notoria  por  medio  de  edictos  en  la  for- 
ma prevenida  en  el  art.  1183,  se  publicará  en  los  Diarios 
oficiales  del  pueblo  en  que  residiere  el  tribunal  ó  juzgado 
y  en  el  Boletín  de  la  provincia. 

Cuando  las  circunstancias  del  caso  lo  exigieren  á  juicio 
del  juez  se  publicará  también  la  sentencia  definitiva  en  la 
Gaceta  de  Madrid. 

Art.  41 91.  De  la  misma  manera  se  publicará  en  el  Bo- 
letin  y  en  la  Gacela  de  Madrid  en  su  caso,  la  sentencia  de- 
finitiva de  la  segunda  instancia,  ademas  de  notificarse  en 
estrados  y  de  hacerse  notoria  por  medio  de  edictos. 

Art.  1192.  Habiendo  comparecido  el  litigante  rebelde 
después  del  término  de  prueba  en  la  primera  instancia,  ó 
durante  la  segunda,  se  recibirán  en  esta  precisamente  los 
autos  á  prueba,  si  lo  pidiere  y  las  cuestiones  que  se  dis- 
cutan son  de  hecho,  aun  cuándo  no  concurran  todas  las 
circunstancias  designadas  en  el  artículo  869  de  esta  Ley. 

Art.  4193.  Al  litigante  que  haya  sido  citado  ó  emplazado 
en  su  persona,  y  por  su  no  presentación  en  el  juicio  haya 
sido  declarado  en  rebeldía,  no  puede  oirse,  ni  admitirse 
ningún  género  de  recurso  contra  la  ejecutoria  que  haya 
puesto  término  al  pleito. 

Art.  H  94.  Exceptúase  el  caso  en  que  el  mismo  litigante 
acreditare  cumplidamente  que  desde  la  citación  y  empla- 
zamiento, y  durante  todo  el  tiempo  invertido  en  la  sustan- 
ciacion  del  pleito  hasta  la  citación  para  sentencia  en  se- 
gunda instancia,  si  la  hubiere  habido,  y  si  no,  hasta  la  mis- 
ma citación  en  la  primera,  ha  estado  impedido  por  una 
fuerza  mayor,  y  que  no  haya  dejado  de  existir,  de  compa- 
recer en  el  juicio. 

Art.  1195.  Para  que  pueda  prestarse  audiencia  en  el  ca- 
so del  articulo  anterior,  se  necesita  indispensablemente  que 
se  haya  solicitado,  y  hecho  la  justificación  de  la  fuerza 
mayor  dentro  de  seis  meses,  contados  desde  la  fecha  de 
la  publicación  de  la  ejecutoria  en  el  Boletín  de  la  pro- 
vincia. 

Art.  1196.  Al  litigante  que  haya  sido  citado  por  cédula 

entregada  á  su  mujer,  hijos,  parientes,  criados  ó  vecinos, 

se  le  prestará  audiencia  contra  la  ejecutoria  dictada  en  su 

rebeldía,  concurriendo  las  circunstancias  siguientes  : 

Ia  Que  la  pida  precisamente  dentro  de  un  año  contado 

,  L')e  la  fecha  de  la  publicación  de  Ja  ejecutoria  en  el  Bo- 

'  V  la  provincia, 
table  \\    acredite  cumplidamente  que  una  causa  no  impu- 
JL~L !  n'^o  ha  impedido  que  la  cédula  de  citación  ó 
emplazarme^  le  hayalsido  entregada. 

Art    i  i  Q7     TTct 

to  w>fcoûa        h    mismas  reglas  son  aplicables  al  litigan- 

"i™;  ^ue  náyade,  citado  ó  emplazado  en  países  ex- 

«  se.Sun  que^  diligencias  se  hayan  hecho  en 

su  persona  o  por  medio  de  cé|uk  entregada  á  su  mujer, 

lujos,  parientes,  criados  cvec¡n0Sí         b  J 

»nAIu  !198'  A1  Jiti^ante  ?uehaya  sido  citado  ó  emplazado 
andtíní08'  T  n?tener  íomiüiio  conocido,  se  le  prestará 
Sr«"lra  la  ejecutoria,  concurriendo  las  siguientes 
circunstancias,  y  no  en  otro  caso. 

chïiSh  n,  SÜ™ W  d?  ',n  a5°  contado  desde  la  fe- 
cna  de  la  publicación  de  la  ejec«toria 

2"  Que  acredite  haber  estado  durante  todo  el  tiempo 
invertido  en  sustanciar  el  pleito,  lesde  que  se  le  hubie- 
re citado  ó  emplazado,  fuera  del  pueblo  en  que  se  hava 
seguido.  J 

3«  Que  acredite  asimismo  se  hallabt  ausente  del  pueblo 
de  su  última  residencia,  anterior  á  la  citación  ó  emplaza- 
miento, en  la  fecha  de  la  publicación  en  él  de  los  edictos 
para  citarle  y  emplazarle. 

Art.  1199.  La  Audiencia  que  haya  dictado  la  ejecutoria, 
0  a  cuyo  territorio  corresponda  el  juzgado  cuya  sentencia 


haya  quedado  consentida,  es  quien  debe  declarar  si  proce- 
de, ó  no,  que  se  oiga  al  litigante  condenado  en  rebeldía. 

Art.  1200.  Contra  las  providencias  que  dictaren  las  Au- 
diencias mandando  oir  al  litigante  rebelde,  ó  denegándolo, 
no  se  da  otro  recurso  que  el  de  casación. 

Art.  1201.  La  sustanciacionde  la  audiencia  que  se  preste 
contra  las  ejecutorias  dictadas  en  rebeldía,  se  acomodará 
á  las  reglas  siguientes  : 

4a  Se  entregarán  los  autos  por  ocho  dias  al  litigante  que 
se  haya  mandado  oir. 

2a  De  lo  que  expusiere  se  conferirá  traslado  por  ocho 
dias  al  que  haya  obtenido  la  ejecutoria. 

3a  Si  por  los  dos  litigantes  ó  cualquiera  de  ellos,  se  hu- 
biere pedido  el  recibimiento  á  prueba,  y  la  cuestión  objeto 
del  pleito  versare  sobre  hechos,  se  accederá  á  él,  otorgan- 
do para  hacerla  la  mitad  del  término  legal  que  correspon- 
da, salvo  el  caso  en  que  se  pida  y  proceda  el  extraordi- 
nario. 

4a  Unidas  á  los  autos  las  pruebas  que  se  hayan  ejecuta- 
do, se  entregarán  por  ocho  dias  á  cada  una  de  las  partes, 
para  que  se  instruyan  de  ellas. 

5a  En  adelante  se  acomodará  la  sustanciacion  á  las  re- 
glas establecidas  para  el  juicio  según  su  clase. 

Art.  1202.  En  los  casos  en  que  la  ejecutoria  haya  sido 
dictada  por  el  Tribunal  supremo  de  Justicia,  será  este  quien 
deba  declarar  si  procede  la  audiencia  del  litigante  con- 
denado en  rebeldía. 

Art.  1203.  Si  el  Tribunal  supremo  creyere  procedente 
oirlo,  prevendrá  á  la  Audiencia  disponga  se  le  oiga  en  la 
forma  que  queda  antes  prevenida. 

Art.  1204.  Las  sentencias  dictadas  en  'rebeldía  podrán 
ejecutarse,  pasados  los  términos  antes  señalados  para  oir 
á  los  litigantes  contra  quienes  hayan  recaído,  de  la  mane- 
ra prevenida  en  el  título  correspondiente  de  esta  ley. 

Art.  1205.  Si  el  que  haya  obtenido  sentencia  en  rebel- 
día, pidiere  se  ejecute  antes  de  cumplirse  los  términos  ex- 
presados en  el  artículo  anterior,  no  podrá  decretarse  sin 
que  se  preste  fianza  bastante  á  responder  de  lo  que  reciba, 
si  oido  el  litigante  rebelde,  se  le  mandare  devolver. 

Art.  4206.  La  fianza  de  que  se  habla  en  el  precedente 
artículo,  se  cancelará  luego  que  trascurran  los  términos 
señalados  para  pedir  audiencia  contra  las  sentencias  dicta- 
das en  rebeldía. 


SEGUNDA  PARTE. 

JURISDICCIÓN  VOLUNTARIA. 

TITULO  I. 

DISPOSICIONES    GENERALES. 

Art.  1207.  Se  considerarán  actos  de  jurisdicción  volun- 
taria todos  aquellos  en  que  sea  necesaria  ó  se  solicite  la  in- 
tervención del  juez,  sin  estar  empeñada  ni  promoverse 
cuestión  alguna  entre  partes  conocidas  y  determinadas. 

Art.  4  208.  Los  actos  de  jurisdicción  voluntaria,  de  que 
no  hace  especial  mención  esta  ley,  se  acomodarán  á  las  re- 
glas siguientes  : 
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Ia  Todas  las  actuaciones  relativas  á  ellos  se  practicarán 
en  los  juzgados  de  primera  instancia  y  ante  escribano, 
consignándose  en  el  papel  sellado  correspondiente. 

2a  Son  hábiles  para  ellas  todos  los  dias  y  horas  sin  ex- 
cepción. 

3»  Si  en  algún  caso  procediese  la  audiencia  de  alguien, 
se  prestará  ú  otorgará  poniendo  de  manifiesto  el  expedien- 
te en  la  escribanía  para  que  se  instruya  el  que  haya  de  eva- 
cuarla. 

4a  En  los  casos  en  que  la  audiencia  proceda,  podrá  oirse 
también  en  la  forma  prevenida  en  la  regla  anterior  al  que 
haya  promovido  el  expediente. 

5a  Se  oirá  precisamente  al  promotor  fiscal  :  d°  cuando  la 
solicitud  promovida  afecte  Jos  intereses  públicos  :  2o  cuan- 
do se  refiera  á  persona  ó  cosa,  cuya  protección  ó  defensa 
competan  á  las  autoridades  constituidas. 

Ha  Se  admitirán  cualesquiera  documentos  que  se  presen- 
taren, é  igualmente  las  justificaciones  que  se  ofrecieren, 
sin  necesidad  de  citación,  ni  de  ninguna  otra  solemnidad. 

7a  Si  á  la  solicitud  promovida  se  hiciere  oposición  por 
alguno  que  tenga  personalidad  para  formularla,  se  hará 
contencioso  el  expediente,  y  sujetará  á  los  trámites  esta- 
blecidos para  el  juicio  que  corresponda. 

8a  Si  la  oposición  se  hiciere  por  quien  no  tenga  perso- 
nalidad para  ello,  podrá  el  juez,  desestimándola,  dictar  pro- 
videncia sobre  la  solicitud  que  se  hubiere  instruido  al  pro- 
mover el  expediente. 

9a  El  juez  podrá  variar  ó  modificar  las  providencias  que 
dictare  sin  sujeción  estricta  á  Jos  términos  y  formas  esta- 
blecidas respecto  alas  que  deban  su  origen  á  la  jurisdic- 
ción contenciosa. 

4  Oa  De  las  providencias  que  se  dictaren,  se  admitirán  pa- 
ra ante  la  Audiencia  del  territorio  las  apelaciones  que  se 
interpongan. 

Ha  Las  apelaciones  se  admitirán  siempre  libremente  y 
en  ambos  efectos  al  que  hubiere  promovido  el  expe- 
diente. 

12a  Las  que  interpusieren  los  que  hayan  venido  al  mis- 
mo expediente,  ó  llamados  por  el  juez,  ó  para  oponerse  á 
la  solicitud  que  haya  dado  motivo  á  su  formación,  serán 
admitidas  en  un  solo  efecto. 

1 3a  La  sustanciacion  de  todas  las  apelaciones  se  acomo- 
dará á  los  trámites  establecidos  para  las  que  se  interpon- 
gan y  admitan  de  sentencias  interlocutorias. 

14a  Contra  las  sentencias  que  dictaren  las  Audiencias  se 
da  el  recurso  de  casación. 

Art.  1209.  Es  extensivo  á  los  actos  de  jurisdicción  vo- 
luntaria de  que  se  hace  especial  mención  en  esta  ley,  lo 
prevenido  en  las  reglas  Ia,  2a,  3a,  4a,  5a,  6a,  7a,  8a,  9a,  10", 
i  Ia,  12a,  13a  y  Ua  de  las  contenidas  en  el  artículo  que  pre- 
cede, debiendo  ademas  observarse  respecto  á  cada  uno  de 
ellos  lo  que  en  su  título  correspondiente  se  previene. 


TITULO  II. 


DE    LOS    AUMENTOS   PROVISIONALES. 

Art.  1210.  Para  decretar  alimentos  provisionales  á  quien 
tenga  derecho  á  exigirlos  se  necesita  : 

1°  Que  se  pidan  por  escrito. 

2o  Que  se  acredite  cumplidamente  el  titulo  en  cuya  vir- 
tud se  pidan. 

3o  Que  se  justifique  aproximadamente  el  caudal  del  que 
deba  darlos. 

Art.  1211.  Hecho  lo  que  queda  dispuesto  en  el  artículo 
anterior,  el  juez  hará  la  designación,  cuando  proceda,  de 
la  suma  en  que  debau  consistir  los  alimentos,  y  dictará 


providencia  mandándolos  abonar  por  meses  anticipados  en 
todos  los  casos. 

Art.  1212.  Contra  la  sentencia  en  que  se  denieguen  los 
alimentos,  procede  la  apelación  libremente  y  en  ambos 
efectos. 

Art.  1213.  Interpuesta  la  apelación,  se  remitirán  los  au- 
tos á  la  Audiencia  respectiva  con  citación  solo  del  que  los 
haya  promovido. 

Art.  1214.  Contra  la  sentencia  en  que  se  otorguen  los 
alimentos,  solo  procede  la  apelación  en  un  efecto. 

Art.  1215.  Interpuesta,  se  extenderá  certificación  déla 
sentencia,  la  cual  se  reservará  en  el  juzgado  para  su  eje- 
cución ;  remitiéndose  en  seguida  los  autos  á  la  Audiencia 
con  citación  de  ambas  partes. 

Art.  1216.  Inmediatamente  que  se  dicte  sentencia  otor- 
gando alimentos  provisionales,  se  exigirá  al  que  deba  abo- 
narlos el  pago  de  Ja  primera  mensualidad. 

Art.  1217.  Si  no  lo  verificare,  se  procederá  al  embargo 
y  venta  de  bienes  bastantes  á  cubrir  su  importe  en  la  for- 
ma y  por  los  trámites  prevenidos  para  el  procedimiento  de 
apremio  después  del  juicio  ejecutivo. 

Lo  mismo  se  hará  con  las  demás  mensualidades  que  va- 
yan devengándose. 

Art.  1218.  En  este  expediente  no  se  permitirá  ninguna 
discusión  ni  sobre  el  derecho  á  percibir  los  alimentos,  ni 
sobre  su  entidad. 

Cualesquiera  reclamaciones  que  sobre  lo  uno  ó  sobre  lo 
otro  se  hicieren,  se  sustanciarán  en  juicio  ordinario,  y  en- 
tre tanto  seguirá  abonándose  la  suma  señalada  para  ali- 
mentos. 


TITULO  III. 

DEL  NOMBRAMIENTO  DE   TUTORES,   Y   DEL   DISCERNIMIENTO 
DE    ESTOS    CARGOS. 

SECCIÓN   PRIMEBA. 

Del  nombramiento  de  tutores  y  curadores. 

Art.  1219.  Acreditado  el  nombramiento  de  tutor  hecho 
por  el  padre  en  última  disposición,  se  le  discernirá  el  cargo 
por  el  juez,  sin  exigirle  fianzas,  si  se  le  hubiere  dispensado 
de  ellas. 

Art.  1220.  No  habiendo  relevación  de  fianzas,  se  exigi- 
rán proporcionadas  al  caudal  que  haya  de  administrarse. 

Art.  122t.  Si  la  madre,  á  falta  de  padre,  hubiere  nom- 
brado tutor  á  su  hijo,  se  discernirá  también  el  caigo  al 
nombrado  sin  fianza  si  hubiere  sido  relevado  de  ella  por 
la  misma  madre. 

Art.  1222.  Lo  prevenido  en  el  artículo  anterior  se  obser- 
vará también  respecto  al  nombrado  tutor  por  cualquiera 
persona  que  haya  instituido  heredero  al  menor,  ó  dejádole 
manda  ó  legado  de  importancia. 

Art.  1223.  En  los  casos  de  que  hablan  los  dos  artículos 
precedentes,  puede  el  juez  exigir  fianzas  al  tutor  nombra- 
do aun  cuando  haya  sido  relevado  de  ellas,  si  á  su  juicio 
no  ofrece  las  garantías  suficientes  para  que  se  estime  ase- 
gurado el  caudal  que  haya  de  entregársele. 

Art.  1224.  El  importe  de  las  fianzas  se  determinará  con 
audiencia  del  promotor. 

La  misma  audiencia  deberá  prestarse  para  la  apreciación 
y  aprobación  de  las  que  se  dieren. 
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Art.  1225.  En  los  casos  en  que  el  menor  tuviere  con  an- 
terioridad nombrado  curador  para  pleitos,  se  oirá  á  este 
sobre  la  importancia  y  aprobación  de  las  lianzas  en  lugar 
del  promotor. 

Art.  1226.  No  habiendo  tutor  nombrado  porel  padre,  la 
madre,  ú  otra  persona  que  haya  instituido  heredero  al  me- 
nor, ó  dejádole  manda  de  importancia,  designará  el  juez 
para  este  cargo  al  pariente  á  quien  corresponda  con  arre- 
glo á  la  ley. 

Art.  1227.  Previas  la  aceptación  del  designado  y  la 
prestación  de  las  fianzas  en  la  forma  que  queda  prevenida, 
se  le  discernirá  el  cargo. 

Art.  1228.  No  nabiendo  pariente  á  quien  designarse  ha- 
rá constar  esto  debidamente,  y  el  juez  elegirá  la  persona 
que  haya  de  desempeñar  el  cargo,  discerniéndoselo,  pre- 
vio lo  que  queda  establecido  en  el  artículo  anterior. 

Art.  1229.  En  todos  los  casos  en  que  el  juez  hubiere  de 
designar  tutor,  puede,  si  el  pariente  mas  inmediato,  ó" 
cualquier  otro  de  los  que  le  sigan  en  orden  no  reuniese 
las  cualidades  necesarias  para  el  desempeño  de  la  tutela, 
conferirla  á  otra  persona  que  merezca  su  confianza. 

Art.  1230%  Si  sobre  el  nombramiento  se  empeñare  cues- 
tión, se  sustanciará  en  via  ordinaria  y  en  el  pleito  que  se 
siga  representará  al  menor  el  mismo  tutor  que  el  juez  le 
hubiere  nombrado,  que  tendrá  el  carácter  de  su  curador 
para  dicho  pleito  determinadamente. 


SECCIÓN   SEGUNDA. 

Del  nombramiento  de  curadores  para  los  bienes. 

Art.  1231.  Si  el  padre  hubiere  nombrado  curador  para 
sus  hijos,  se  le  discernirá  el  cargo  en  la  forma  que  por  él 
se  haya  prevenido. 

Art.  1232.  Si  el  padre  no  hubiere  relevado  de  fianzas  á 
la  persona  nombrada,  no  podrá  discernírsele  el  cargo  sin 
que  las  haya  previamente  prestado. 

Art.  1233.  Si  la  madre  hubiere  nombrado,  curador  á  sus 
bijos,  se  le  discernirá  también  el  cargo,  exigiéndole  fian- 
zas, si  no  ha  sido  relevado  de  ellas,  y  sin  exigirselas  en  el 
caso  de  haber  esta  relevación. 

Art.  1234.  Lo  dispuesto  en  el  artículo  anterior  se  obser- 
vará también  en  el  caso  de  que  alguna  persona  que  hubiere 
instituido  heredero  al  menor,  ú  dejádole  manda  de  im- 
portancia, le  haya  nombrado  curador. 

Art.  1235.  Puede,  sin  embargo,  el  juez  exijir  fianzas  al 
curador  nombrado,  en  los  casos  de  que  hablan  los  dos  ar- 
tículos precedentes,  aun  cuando  haya  revelación  de  ellas, 
si  á  su  juicio  no  ofrece  las  garantías  suficientes  pai*a  que 
se  estime  asegurado  elcaudal  del  menor. 

Art.  1236.  Si  el  menor  se  opusiere  al  nombramiento  de 
curador  hecho  por  la  madre,  ó  por  la  persona  que  le  haya 
instituido  heredero,  ó  dejádole  manda  de  importancia,  y  el 
juez  lo  creyere  fundado,  podrá  negar  el  discernimiento  del 
cargo  al  nombrado. 

Caso  de  empeñarse  cuestión  sobre  cualquiera  de  los  par- 
ticulares indicados  en  los  artículos  precedentes,  se  sustan- 
ciará en  juicio  ordinario,  representando  en  él  al  menor  : 
primero,  el  tutor  silo  hubiere  tenido;  segundo,  el  que  haya 
sido  su  curador  para  pleitos;  tercero,  y  á  falta  de  los  dos 
anteriores,  el  promotor  fiscal  del  juzgado. 

Art.  1237.  No  habiendo  curador  nombrado  por  el  padre, 
madre  ó  persona  que  haya  instituido  heredero  al  menor,  ó 
dejádole  manda  de  importancia,  corresponderá  al  mismo 
menor  su  nombramiento. 


Art.  1238.  El  nombramiento  de  curadores  deberán  hacer- 
lo los  menores  ante  el  juez  por  comparecencia  que  suscri- 
birán. 

Art.  1239.  Si  la  persona  nombrada  no  reuniere  las  con- 
diciones necesarias  para  el  desempeño  del  cargo,  podrá  el 
juez  negarle  el  discernimiento  y  exigir  del  menor  que 
nombre  otro  en  su  lugar. 

Art.  1240.  Hecho  el  nombramiento,  el  juez  con  audiencia 
del  promotor,  si  no  tuviere  el  menor  con  anterioridad  cu- 
rador para  pleitos,  y  con  la  de  este  en  lugar  de  aquel,  ha- 
biéndole, determinará  la  fianza  que  el  curador  nombrado 
haya  de  prestar. 

Art.  1241 .  La  misma  audiencia  deberá  tener  lugar  para 
apreciar  y  aprobar  la  fianza  que  se  prestare. 

Art.  1242.  Aprobada  la  fianza,  se  discernirá  el  cargo  al 
nombrado. 


SECCIÓN  TERCERA. 

Del  nombramiento  de  curadores  ejemplares. 

Art.  1243.  El  nombramiento  de  curador  ejemplai  debe 
hacerse  por  el  juez  de  domicilio  del  que  lo  necesitare,  luego 
que  tenga  noticia  de  su  incapacidad. 

Art.  1244.  A  este  nombramiento  deberá  preceder  justi- 
ficación cumplida  de  la  incapacidad. 

Art.  1245.  Este  nombramiento  deberá  recaer  por  su  or- 
den en  las  personas  que  á  continuación  se  expresan,  si  tu- 
vieren la  aptitud  necesaria  para  desempeñarlo;  padre,  bijos, 
mujer,  madre,  abuelos  y  hermanos  del  incapacitado. 

Art.  1246.  Si  hubiere  varios  hijos  ó  hermanos,  serán 
preferidos  los  varones  á  las  hembras,  y  el  mayor  al 
menor. 

Concuriendo  abuelos  paternos  y  maternos  serán  también 
preferidos  los  varones  á  las  hembras  ;  y  en  el  caso  de  ser 
del  mismo  sexo,  los  que  lo  sean  por  parte  del  padre  á  los 
que  lo  fueren  por  la  de  la  madre. 

Art.  1247.  No  habiendo  ninguna  de  las  personas  indi- 
cadas en  el  artículo  precedente,  ó  no  siendo  aptos  para  la 
cúratela,  el  juez  podrá  nombrar  á  la  que  estimare  mas  á 
proposito  para  desempeñarla,  prefiriendo,  si  reunieren  la 
necesaria  capacidad,  las  que  sean  parientes  ó  amigos  ín- 
timos del  incapacitado  ó  de  sus  padres. 

Art.  1248.  Hecho  y  aceptado  el  nombramiento,  se  de- 
terminará con  audiencia  del  promotor  del  juzgado  el  im- 
porte de  la  fianza  que  haya  de  prestar  el  curador  nom- 
brado. 

La  misma  audiencia  deberá  tener  lugar  para  la  aprecia- 
ción y  aprobación  definitiva  de  la  fianza  que  se  prestare. 

Art.  1249.  Dada  y  aprobada  la  fianza,  se  discernirá  el 
cargo  al  nombrado. 

Art.  1250.  Discernido  el  cargo,  se  hará  entrega  al  cu- 
rador del  caudal  del  incapacitado  por  inventario  que  se 
unirá  al  expediente. 

Art.  1251.  Todo  expediente  quese  formare  para  el  nom- 
bramiento de  curador  ejemplar,  hecha  que  sea  la  entrega 
de  los  bienes,  ee  protocolizará  en  la  escribanía  pública  del 
lugar  del  domicilio  del  incapacitado,  ó  eu  la  que  el  juez 
designe  si  hubiere  mas  de  una. 

Caso  de  no  haber  ninguna,  la  protocolización  se  hará  en 
la  escribanía  de  la  cabeza  de  partido  que  el  juez  determi- 
nare. 

Art.  1252.  Se  dará  asimismo  à  reconocer  al  curador  nom- 
brado como  tal  á  quien  corresponda  según  las  circustan- 
cias  del  caudal. 
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SECCIÓN   CUARTA. 

Del  nombramiento  de  curador  para  pleitos. 

Art.  1253.  No  se  nombrará  curador  para  pleitos  á  los 
menores  de  doce  y  catorce  años,  ni  se  permitirá  los  nom- 
bren à  los  mayores  de  dichas  edades  respectivamente, 
sino  cuando  sustutores  ó  curadores  no  puedan  con  arreglo 
á  derecho  representarlos. 

Art.  1254.  En  todos  los  demás  casos  no  podrá  represen- 
tará los  menores  mas  que  su  tutor  ó  curador,  sin  que  por 
ningún  pretexto  se  admita  la  representación  del  curador 
para  pleitos. 

Art.  1255.  El  nombramiento  de  curador  para  pleitos, 
cuando  el  juez  hubiere  de  hacerlo,  debe  recaer  en  parien- 
te inmediato,  si  lo  hubiere,  del  menor;  en  su  defecto,  en 
persona  de  su  intimidad,  ó  de  la  de  sus  padres;  y  no  ha- 
biéndolos, ó  no  siendo  aptas  las  que  hubiere,  en  vecino 
del  lugar  del  domicilio  del  menor,  que  mereciere  la  con- 
fianza del  juez. 

Art.  1256.  Los  menores  mayores  de  catorce  aüos  siendo 
varones,  y  de  doce,  si  hembras,  podrán  nombrar  curador 
para  pleitos  á  quien  tengan  por  conveniente. 

Art.  1257.  Queda  sin  embargo  al  prudente  arbitrio  del 
juez  otorgar  al  nombrado  el  discernimiento  del  cargo,  ó 
negárselo,  si  creyere  que  no  reúne  las  circunstancias  ne- 
cesarias para  desempeñarlo. 

Art.  1258.  El  nombramiento  deberán  hacerlo  los  meno- 
res por  comparecencia  que  suscriban  ante  el  juez. 

Art.  1259.  Hecho  que  sea  el  nombramiento,  si  el  juez  no 
encuentra  en  él  dificultad,  discernirá  el  cargo  al  nom- 
brado. 

Art.  1260.  Si  sobre  el  discernimiento  del  cargo  se  em- 
peñare cuestión,  se  sustanciará  en  juicio  ordinario,  repre- 
sentando en  él  al  menor  el  promotor  fiscal  del  juzgado. 


SECCIÓN   QUINTA. 

Del  discernimiento  de  los  cargos  de  tutor  y  curador. 

Art.  1261.  Antes  de  hacer  el  juez  el  discernimiento  de 
todo  cargo  de  tutor,  curador  para  los  bienes  ó  ejemplar, 
teniendo  en  consideración  la  entidad  del  caudal  del  menor 
ó  incapacitado  y  las  circunstancias  de  su  persona,  y  oyen- 
do siempre  al  promotor,  determinará  si  se  entiende  el  de- 
sempeño del  cargo  fruto  por  pension. 

Caso  de  no  declararse  que  se  entienda  en  dicha  forma  , 
señalará  el  mismo  juez  lo  que  el  menor  deba  consumir  en 
sus  alimentos  y  educación,  y  el  tanto  por  ciento  que  haya 
de  abonarse  por  la  administración. 

Art.  1262.  Declarado  que  el  ejercicio  del  cargo  se  en- 
tiende fruto  por  pension,  y  consentida  ó  ejecutoriada  esta 
declaración,  el  tutor  ó  curador  hacen  suyos  los  fructos  del 
caudal,  y  contraen  la  obligación  de  cubrir  todas  las  nece- 
sidades del  menor,  y  las  atenciones  del  mismo  caudal. 

Art.  1263.  Hecho  el  señalamiento  de  suma  determinada 
para  alimentos,  y  de  un  tanto  por  ciento  para  la  adminis- 
tración, se  abonarán  sus  respectivos  importes  en  sus  cuen- 
tas al  tutor  ó  curador,  debiendo  agregarse  á  la  masa  del 
caudal  los  productos  Íntegros  del  mismo. 

Art.  1264.  Al  discernimiento  de  todo  cargo  de  tutor  ó 
curador  deberá  siempre  preceder  la  justificación  cumplida 
de  haber  sido  relevado  por  el  padre  de  fianzas,  ó  por  la 


madre  ó  personas  que  haya  instituido  heredero  al  menor 
ó  dejádole  manda  de  importancia,  y  de  la  aprobación  del 
juez  en  estos  dos  últimos  casos,  ó  el  otorgamiento  de  las 
correspondientes  fianzas  con  arreglo  á  lo  que  queda  pre- 
venido. 

Art.  1265.  Las  fianzas  en  los  casos  en  que  deban  darse, 
serán  siempre  hipotecarias. 

Art.  1266.  La  entidad  de  las  fianzas  deberá  ser  propor- 
cionada al  caudal  del  menor  con  exclusion  de  los  bienes 
inmuebles. 

Art.  \  267.  Serán  ademas  extensivas,  en  los  casos  en  que 
no  se  declare  se  entienda  fruto  por  pension  el  desempeño 
del  cargo,  al  sobrante  que  de  las  rentas  ó  productos  del 
caudal  quedare,  después  de  rebajada  de  ellos  la  suma  se- 
ñalada para  alimentos  y  el  tanto  por  ciento  de  la  adminis- 
tración. 

Art.  1268.  Para  el  discernimiento  del  cargo  de  curador 
para  pleitos,  basta  acreditar  el  nombramiento  hecho  de 
cualquiera  de  las  maneras  consignadas  en  esta  ley. 

Art.  1269.  Cumplido  cuanto  queda  dispuesto  en  los  ar- 
tículos que  preceden,  se  exigirá  al  nombrado  que  otorgue 
en  el  mismo  expediente  la  oportuna  obligación  á  desem- 
peñar bien  y  fielmente  los  deberes  de  su  cargo  bajo  la 
responsabilidad  que  las  leyes  imponen. 

Art.  1270.  Otorgada  dicha  obligación,  se  extenderá  en 
seguida  la  diligencia  de  discernimiento,  en  Ja  cual  el  juez 
dará  facultades  al  nombrado  para  representar  al  menor 
con  arreglo  á  las  prescripciones  legales,  y  para  cuidar  de 
su  persona  y  bienes. 


SECCIÓN  SEXTA. 

■ 
Disposiciones  comunes  á  las  secciones  anteriores. 

Art.  1271.  En  los  juzgados  de  primera  instancia  habrá 
un  registro  en  que  se  pondrá  testimonio  de  todos  los  dis- 
cernimientos que  se  hicieren  de  cargo  de  tutor  ó  curador 
para  los  bienes. 

Art.  1272.  El  dia  último  de  cada  año  examinarán  los 
jueces  dichos  registros,  y  dictarán  en  su  consecuencia,  de 
las  medidas  siguientes,  las  que  correspondan  según  las 
circunstancias  : 

1  a  Si  resultare  haber  fallecido  algún  tutor  ó  curador  ha- 
rán sean  reemplazados  como  corresponde  con  arreglo  á  la 
ley. 

2a  Si  procedente  de  cualquiera  enajenación  hubiere  al- 
guna suma  depositada  para  darle  destino  determinado, 
procurarán  tenga  esto  cumplido  efecto. 

3a  Exigirán  también  rindan  cuentas  los  tutores  ó  cura- 
dores que  deban  darlas. 

4a  Obligarán  á  los  mismos  tutores  y  curadores,  en  los 
casos  en  que  no  se  entienda  el  desempeño  de  sus_  cargos 
fruto  por  pension,  á  que  depositem  en  el  establecimiento 
público  destinado  al  efecto  ios  sobrantes  de  las  rentas  ó 
productos  del  caudal  de  los  menores,  después  de  cubierta 
la  suma  señalada  para  alimentos,  y  de  pagado  el  tanto  por 
ciento  de  administración. 

ba  Procurarán  la  imposición  de  cualesquiera  fondos 
existentes  á  que  no  deba  darse  otra  aplicación  especial. 

6a  Tomando  al  efecto  las  noticias  que  estimen  necesa- 
rias del  estado  de  la  gestion  de  la  tutela,  ó  cúratela,  adop- 
tarán las  determinaciones  que  estimen  convenientes  para 
evitar  los  abusos,  y  remédiai-  los  que  puedan  haberse  co- 
metido. 

Art.  1273.  Lo  prevenido  en  el  artículo  anterior  no  se 
entiende  con  los  tutores,  ó  curadores  nombrados  por  el 
padre,  y  á  quienes  este  haya  relevado  de  fianzas. 
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Art.  1274.  Sobre  las  Cuentas  que  los  tutores  y  curado- 
res rindieren  durante  aun  la  menor  edad  de  sus  pupilos, 
se  oirá  siempre  al  curador  para  pleitos  de  los  mismos  si 
lo  tuvieren;  y  si  no,  álos  promotores  fiscales. 

Art.  1275.  No  oponiendo  los  mismos  menores,  ni  sus 
curadores  para  pleitos,  ó  promotores  en  su  caso,  reparo  á 
las  cuentas,  se  aprobarán  con  la  cualidad  de  sin  perjuicio 
del  derecho  que  las  leyes  conceden  á  los  mismos  para  re- 
clamar cualquier  agracio  que  en  ellas  pueda  habérseles 
causado, 

Art.  1276.  Los  tutores  y  curadores,  ya  sean  para  los 
bienes,  ya  para  pleitos,  no  pueden  ser  removidos  por  un 
acto  de  jurisdicción  voluntaria,  aun  cuando  sea  á  solicitud 
de  los  menores. 

Para  decretar  su  separación,  después  de  discernido  el 
cargo,  es  indispensable  oirlos  y  vencerlos  en  juicio. 


TITULO  IV. 


DE  LOS  DEPÓSITOS  DE  PERSONAS. 

Art.  1277.  Podrá  decretarse  el  depósito. 

1  o  De  mujer  casada  que  se  proponga  intentar  ó  haya 
intentado  demanda  de  divorcio,  ó  querella  de  adulterio. 

2o  De  mujer  casada  contra  Ja  cual  haya  intentado  su 
marido  demanda  de  divorcio,  ó  acusación  de  adulterio. 

3o  De  mujer  soltera  que  trate  de  contraer  matrimonio 
contra  la  voluntad  de  sus  padres  ó  curadores. 

4o  De  hijo  ó  hija  de  familias,  pupilo  ó  pupila,  que  sean 
maltratados  por  sus  padres,  tutor  ó  curador,  ú  obligados 
por  los  mismos  á  actos  reprobados  por  las  leyes. 

5°  De  huérfano  ó  incapacitado  que  queden  en  abandono, 
por  la  muerte  de  la  persona  á  cuyo  cargo  estuvieran. 

Art.  1278.  Solo  los  jueces  civiles  ordinarios  pueden  de- 
cretar los  depósitos  en  todos  los  casos  de  que  habla  el  ar- 
ticulo anterior. 

Art.  1279.  Es  juez  competente  para  decretarlos  mismos 
depósitos,  el  de  primera  instancia  del  domicilio  de  la  per- 
sona que  deba  ser  depositada. 

Art.  1280.  Sin  embargo  de  la  disposición  que  precede, 
si  circunstancias  especiales  lo  exigieren,  podrá  el  juez  del 
lugar  en  que  se  encontrare  cualquier  persona  que  deba  ser 
depositada,  decretar  el  depósito  interina  y  provisional- 
mente, remitiendo  las  diligencias  al  del  domicilio,  y  po- 
niendo la  persona  á  su  disposición. 

Art.  1281.  Para  decretar  el  depósito  en  el  caso  del  pár- 
rafo primero  del  art.  1277,  deberá  preceder  solicitud  por 
escrito  de  la  mujer. 

Art.  1282.  Presentada  la  solicitud,  se  trasladará  el  juez 
acompañado  de  escribano,  á  las  casas  del  marido  ;  y  sin 
que  se  halle  este  presente,  hará  comparecer  á  la  mujer, 
para  que  manifieste  si  se  ratifica  ó  no  en  el  escrito  en  que 
haya  pedido  el  depósito. 

A.rt.  1283.  Ratificándose,  procurará  se  pongan  marido  y 
mujer  de  acuerdo  sobre  la  persona  que  haya  de  encargarse 
del  depósito. 

Art.  1284.  Si  no  convinieren,  el  juoz  elegirá  la  que  crea 
mas  á  proposito,  bien  de  las  designadas  por  ellos,  si  esti- 
mare infundada  la  oposición  que  se  le  hubiere  hecho,  bien 
cualquiera  otra  de  su  confianza. 

Art.  1285.  Dispondrá  también  que  en  el  acto  se  entre- 
guen á  la  mujer  la  cama  y  ropa  de  su  uso  diario,  formán- 
dose de  todo  el  oportuno  inventario. 

Art.  1286.  Si  hubiere  cuestión  sobre  las  ropas  que  de- 


bieren entregarse,  el  juez,  sin  ulterior  recurso,  y  teniendo 
en  cuenta  las  circunstancias  de  las  personas,  determinará 
las  que  deban  considerarse  como  de  uso  diario  y  entregarse 
de  consiguiente. 

Art  1287.  Evacuado  todo  lo  que  queda  prevenido  en  los 
anteriores  artículos,  extraerá  á  la  mujer  de  las  casas  del 
marido,  y  constituirá  el  depósito  con  la  solemnidad  de- 
bida. 

Art.  1288.  A  continuación  dictará  providencia,  man- 
dando intimar  al  marido  que  no  moleste  á  su  mujer  ni  al 
depositario,  bajo  apercibimiento  de  precederse  contra  él  á 
lo  que  hubiere  lugar;  y  á  la  mujer,  que  si  dentro  de  un 
mes  no  acredita  haber  intentado  la  demanda  de  divorcio  ó 
la  querella  de  adulterio,  quedará  sin  efecto  el  depósito,  y 
sera  restituida  á  las  casas  de  su  morada. 

Art.  1289.  Esta  providencia  se  notificará  en  forma  legal 
á  la  mujer  y  al  marido. 

Art.  1290.  El  término  de  un  mes  podrá  aunmentarse 
con  un  dia  por  cada  seis  leguas  que  diste  el  pueblo  en  que 
se  constituya  el  depósito,  de  el  en  que  residan  el  juez  ecle- 
siástico ó  él  de  primera  instancia,  que  hayan  de  conocer 
de  la  demanda  de  divorcio  ó  querella  de  adulterio. 

Art.  1291.  Si  la  mujer  que  pida  el  depósito  residiere  en 
pueblo  distinto  de  el  en  que  esté  situado  el  juzgado,  po- 
drá el  juez  dar  comisión  para  consitituir  el  depósito  al  de 
paz  correspondiente,  sin  perjuicio  de  poderlo  hacer  por  sí 
mismo,  en  casos  en  que  lo  crea  necesario. 

Art.  1292.  Al  depositario  se  le  facilitará  un  testimonio 
de  la  providencia  en  que  se  le  haya  nombrado  y  de  la  di- 
ligencia de  constitución  del  depósito  para  su  resguardo. 

Art.  1293.  El  término  señalado  para  la  duración  del 
depósito,  podrá  prorogarse,  si  se  acreditare  que  por  causa 
no  imputable  á  la  mujer,  ha  sido  imposible  intentar  la  de- 
manda de  divorcio  ó  la  querella  de  adulterio,  ú  obtener  su 
admisión. 

Art.  1294.  Las  pretensiones  que  puedan  formularse  pol- 
la mujer,  por  el  marido  ó  por  el  depositario  sobre  varia- 
ción de  depósito,  ó  cualesquiera  otros  incidentes  á  que  este 
pueda  dar  lugar,  se  sustanciarán  con  un  escrito  por  cada 
parte;  y  oidas  en  juicio  verbal  sus  justificaciones,  se  dic- 
tará sentencia,  la  cual  será  apelable  en  ambos  efectos. 

Exceptúanse  la  solicitudes  que  se  refieran  á  alimentos 
provisionales,  las  qne  se  sustanciarán  de  la  manera  esta- 
blecida en  el  título  respectivo  de  esta  ley. 

Art.  1295.  No  acreditándose  haberse  intentado  y  admi- 
tido la  demanda  de  divorcio  ó  la  querella  de  adulterio, 
dentro  del  término  señalado,  levantará  el  juez  el  depósito, 
y  restituirá  á  la  mujer  á  las  casas  de  su  marido. 

Art.  1296.  Acreditándosela  admisión  de  la  demanda  de 
divorcio  ó  querella  de  adulterio,  se  ratificará  el  depósito, 
provisionalmente  constituido. 

Art.  1297.  Luego  aue  se  justifique  estar  admitida  la  de- 
manda de  divorcio  o  la  querella  de  adulterio,  se  podrá 
constituir  el  depósito  en  otra  persona  que  la  mujer  de- 
signe, si  el  juez  no  encuentra  en  ello  dificultad  fundada,  á 
pesar  de  la  oposición  del  marido. 

Art.  1298.  Para  decretar  el  depósito  en  el  caso  del  pár- 
rafo segundo  del  art.  1277,  deberá  previamente  acredi- 
tarse haberse  admitido  la  demanda  de  divorcio  ó  querella 
de  adulterio,  promovidas  por  el  marido. 

Art.  1299.  Constando  la  admisión  de  la  demanda  ó  de 
la  querella,  el  juez  se  trasladará  á  las  casas  del  marido  ; 
procurará  se  ponga  de  acuerdo  con  la  mujer  sobre  la  per- 
sona en  quien  hubiere  de  constituirse  el  depósito;  y  si  no 
convinieren,  nombrará  el  juez  la  que  el  marido  haya  de- 
signado, si  no  hubiere  razón  fundada  que  lo  impida. 

Habiéndola,elegirá  la  que  estime  mas  á  propósito. 
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Art.  1300.  Son  aplicables  á  los  depósitos  que  se  consti- 
tuyan en  los  casos  de  que  habla  el  párrafo  segundo  del 
articulo  1277,  las  reglas  establecidas  en  los  artículos 
1285,  1286,  1287,  primera  parte  del  1288,  1289,1291, 
1292  y  1294. 

Art.  1301.  Para  que  pueda  constituirse  en  depositóla 
mujer  soltera,  en  los  casos  de  que  habla  el  párrafo  tercero 
del  articulo  1277,  deberá  preceder  orden  de  la  autoridad 
á  quien  competa  conocer  de  los  expedientes  de  disenso. 

Art.  1302.  No  obstante  lo  dispuesto  en  el  artículo  ante- 
rior, podrán  los  jueces,  en  casos  de  suma  urgencia,  cons- 
tituir á  la  mujer  soltera,  que  se  halle  en  alguno  de  dichos 
casos,  en  depósito  provisionalmente,  y  hasta  tanto  que  se 
obtenga  la  orden  de  la  autoridad  referida. 

Art.  1303.  Al  constituirse  este  depósito  provisional,  se 
intimará  a  la  que  lo  haya  solicitado,  que  dentro  de  un  tér- 
mino que  el  juez  señalará  prudencialmente,  atendidas  las 
circunstancias  del  caso,  y  podrá  prorogar  si  las  mismas  lo 
exigieren,  obtenga  y  presente  la  orden  para  el  depósito  ; 
bajo  apercibimiento  de  que  no  presentándola,  se  la  hará 
volver  á  las  casas  de  sus  padres  ó  curadores. 

Art.  1304.  Trascurrido  el  término  que  se  hubiere  seña- 
lado y  sus  prórogas,  si  se  hubieren  concedido,  si  no  se  pre- 
sentare la  orden  déla  autoridad  competente,  cesará  el  de- 
pósito, y  se  hará  volver  à  la  mujer  á  las  casas  de  sus  pa- 
dres ó  curadores,  extendiéndose  esta  diligencia  en  expe- 
diente formado  para  el  depósito. 

Art.  1305.  Recibida  por  el  juez  la  orden  para  el  depósi- 
to, se  trasladará  á  las  casas  de  los  padres  ó  curadores,  y 
hará  que  sin  hallarse  estos  presentes,  manifieste  si  se  rati- 
lica,  ó  no,  la  que  lo  haya  pedido  en  su  solicitud. 

Art.  1306.  Sino  se  ratificare,  suspenderá  el  juez  la  dili- 
gencia, dando  cuenta  á  la  autoridad  que  hava  librado  la 
orden  para  el  depósito. 

Art.  1307.  Si  se  ratificare,  procederá  el  juez  á  exigir  del 
padre,  madre  ó  curador,  que  designen  depositario. 
Sobre  esta  designación  oirá  á  la  hija  ó  pupila. 

Art.  4308.  No  oponiéndose  á  dicha  designación  la  inte- 
resada, ó  si,  aun  cuando  se  oponga,  reúne  la  persona  de- 
signada las  condiciones  necesarias  á  juicio  del  juez,  y  con- 
sidera este  la  oposición  infundada,  constituirá  en  ella  el 
depósito. 

Art.  1309.  Si  la  persona  designada  por  los  padres  ó  cu- 
radores no  fuere  á  propósito  á  juicio  del  juez,  ó  considera 
este  fundada  la  oposición  á  ella  que  haya  hecho  la  intere- 
sada, designará  otra,  y  constituirá  seguidamente  el  depó- 
sito. 

Art.  1310.  Este  depósito  continuará  hasta  que  se  verifi- 
que el  matrimonio. 

Art.  1311.  Cesará  el  mismo  depósito. 

Io  Si  se  denegare  la  licencia  para  el  matrimonio  por  la 
autoridad  correspondiente. 

2o  Si  la  interesada  desistiere  de  sus  pretensiones. 

En  ambos  casos,  el  juez  la  volverá  á  casa  de  sus  padres 
ó  curadores,  extendiéndose  la  oportuna  diligencia  en  el 
expediente  formado  para  el  depósito. 

Art.  1312.  Para  decretar  el  depósito  de  un  hijo  ó  hija  de 
familias,  pupilo  ó  pupila  en  los  casos  de  que  habla  el  par- 
íalo cuarto  del  artículo  1277,  se  necesita 

Io  Solicitud  del  interesado,  en  que  se  ratifique. 

2°  Alguna  justificación,  aun  cuando  no  sea  cumplida,  de 
los  malos  tratamientos  ó  abusos  de  autoridad  de  los  pa- 
dres, tutores  o  curadores. 

Art.  1313.  Podrán  los  jueces,  no  obstante  lo  dispuesto 
en  el  articulo  anterior,  sin  solicitud  del  interesado,  decre- 
tar el  deposito,  cuando  les  conste  la  imposibilidad  en  que 
se  encuentre  de  formularla. 


Art.  1314.  Hecha  la  justificación,  procederá  el  juez  á 
depositar  al  hijo  ó  hija  de  familias,  pupilo  ó  pupila,  en  po- 
der de  la  persona  que  estime  conveniente. 

Art.  131b.  Al  depositarle,  hará  que  los  padres  tutores 
ó  curadores  le  faciliten  la  camayropasde  su  uso,  de  todo 
lo  cual  se  formará  inventario,  que  se  unirá  al  expediente. 

Si  sobre  esto  se  moviere  cuestión,  el  juez,  sin  ulterior 
recurso,  determinará  las  ropas  que  hayan  de  entregarse. 

Art.  1316.  El  mismo  juez,  atendidas  las  circunstancias  de 
las  personas,  señalará  la  suma  que  para  los  alimentos  de- 
ban abonar  provisionalmente  los  padres,  ó  tutores  ó  cura- 
dores al  depositai'io. 

Art.  1317.  Verificado  el  depósito,  se  hará  saber  al  cu- 
rador para  pleitos,  silo  tuviere  el  depositado,  áfin  deque 
practique  en  su  defensa  las  gestiones  que  correspondan. 

Art.  131 8.  Si  no  tuviere  curador  para  pleitos,  se  le  exi- 
girá le  nombre  ó  le  nombrará  el  juez,  si  no  se  hallare  en 
la  edad  necesaria  para  hacerlo. 

Art.  1319.  Nombrado  que  sea  el  curador,  se  le  entre- 
gará el  expediente,  para  que  pida  lo  que  estime  proce- 
dente según  las  circunstancias. 

Art.  1320.  Inmediatamente  que  tuviere  noticia  un  juez 
de  que  algún  huérfano,  menor,  si  es  varón  de  catorce 
años,  y  de  doce  si  es  hembra,  ó  incapacitado,  se  hallan  en 
el  caso  de  que  habla  el  párrafo  quinto  del  articulo  1277, 
procederá  á  depositarlos,  donde  y  como  estime  conveniente; 
adoptando  respecto  á  sus  bienes  las  precauciones  oportu- 
nas, para  evitar  abusos  de  todo  género. 

Art.  1321.  Inmediatamente  procederá  el  mismo  juez  á 
proveerlos  de  tutor  ó  curador  ejemplar,  poniéndolos  á  su 
disposición. 

Art.  1322.  También  cuidará  el  juez  que  se  haga  la 
entrega  al  tutor  ó  curador  nombrado  de  los  bienes  del 
huérfano  ó  incapacitado,  luego  que  les  estén  discernidos 
sus  cargos. 

TITULO  V. 

DEL  DESLINDE    Y    AMOJONAMIENTO. 

Art.  1323.  El  juez  competente  para  conocer  de  las  dili- 
gencias que  tengan  por  objeto  el  deslinde  y  amojona- 
miento de  cualesquiera  terrenos,  el  del  partido  en  cuyo 
término  se  hallen  situados. 

Art.  1 324.  Deducida  la  pretensión,  se  señalarán  dia  y 
hora  para  el  deslinde,  citándose  á  fin  de  que  concurran  a 
él,  á  lodos  los  dueños  de  los  terrenos  colindantes. 

Art.  1325.  Si  alguno  ó  algunos  de  ellos  no  fueren  cono- 
cidos, se  les  citará  por  edictos,  que  se  fijaran  en  los  sitios 
públicos,  en  los  cuales  se  expresarán  el  dia  y  la  hora  se- 
ñalados para  la  diligencia. 

Art.  1326.  Tanto  una  como  otra  citación  se  harán  con 
la  anticipación  necesaria,  para  que  puedan  concurrir  los 
interesados  el  dia  que  se  señalare. 

Art.  1327.  La  diligencia  podrá  autorizarla  el  juez  con 
su  presencia,  ó  cometerse  al  juez  de  paz  del  pueblo  en 
cuyo  término  se  halle  situado  el  terreno  que  se  trate  de 
deslindar  :  la  autorizará  siempre  un  escribano. 

Art.  1328.  Llegado  el  dia  que  se  hubiere  señalado,  se  pro- 
cederá al  deslinde  y  amojonamiento  en  su  caso,  con  asis- 
tencia de  los  dueños  de  los  terrenos  colindantes  que  se 
presentaren. 

Art.  1329.  Tanto  el  que  hubiere  solicitado  el  deslinde, 
como  los  demás  concurrentes  ala  diligencia,  podran  pro- 


58 


ducir  en  ella  los  títulos  de  sus  fincas  y  hacer  las  reclama- 
ciones que  estimen  procedentes  por  sí,  ó  por  medio  de 
apoderado,  que  nombren  al  efecto. 

También  podrán  concurrir  á  la  misma  diligencia,  si 
uno  ó  mas  de  los  interesados  lo  solicitaren,  peritos  de 
su  nombramiento,  ó  elegidos  por  el  juez,  que  conozcan 
el  terreno  y  puedan  dar  las  noticias  necesarias  para  su 
deslinde. 

Art.  1330.  Si  hubiere  habido  conformidad  en  la  dili- 
gencia, se  extenderá  un  acta  expresiva  de  lo  que  se  haya 
hecho,  que  suscribirán  todos  los  concurrentes. 

Art.  1331.  El  acta  que  se  extienda  se  protocolizará  pre- 
cisamente, mandando  se  den  á  los  interesados  las  copias 
que  solicitaren. 

Art.  1332.  La  protocolización  de  que  habla  el  artículo 
anterior,  se  hará  siempre  en  la  escribanía  del  pueblo  en 
cuyo  término  se  hallare  situado  el  terreno  que  haya  sido 
objeto  de  la  diligencia  de  deslinde. 

Si  hubiere  mas  de  una,  en  la  que  el  juez  designare.  No 
habiéndola,  en  la  de  la  cabeza  del  partido  judicial  que  el 
mismo  juez  determine. 

Art.  1333.  Si  antes  de  practicarse  la  diligencia  de  des- 
linde, se  hiciere  oposición  á  ella  por  el  dueño  de  algún 
terreno  colindante,  se  sobreseerá  desde  luego  en  el  expe- 
diente, reservando  á  las  partes  su  derecho  para  que  lo 
ejerciten  en  juicio  ordinario. 

Art.  1334.  Lo  mismo  sucederá  en  el  caso  de  hacerse 
la  oposición  en  el  acto  de  la  diligencia,  si  sobre  el  punto 
en  que  consista  no  ha  podido  lograrse  avenencia  en  eí 
mismo  acto. 


acreditado  en  la  forma  prevenida  el  conocimiento  de  los 
testigos  que  hayan  declarado. 

Art.  1343.  Evacuada  la  audiencia  del  promotor ,  el 
juez  consignará  en  seguida  su  dictamen  sobre  la  misma 
información,  y  remitirá  el  expediente  á  su  superior  in- 
mediato. 

Art.  1344.  La  Audiencia  oirá  al  fiscal;  consignará  tam- 
bién su  dictamen  en  el  expediente,  y  lo  remitirá  al  go- 
bierno para  su  resolución. 

Art.  1345.  Si  se  hubiere  mandando  hacer  la  información 
con  citación  de  alguien,  se  le  oirá,  si  citado,  solicitare  la 
entrega  del  expediente.  También  se  admitirán  los  testigos 
y  documentos  que  presentare  sobre  los  hechos  objeto  de  la 
información. 

Art.  1346.  Caso  de  ser  menor  la  persona  mandada  ci- 
tar, será  indispensable  su  audiencia. 

Art.  1347.  Si  pendiente  una  información  mandada  re- 
cibir sin  citation,  se  presentare  alguna  persona  oponién- 
dose á  la  dispensa  para  que  se  recibe,  se  le  oirá  si  tuviere 
conocido  y  legítimo  interés  en  resistirla. 

Art.  1348.  De  lo  que  expusiere  cualquiera  de  los  que 
deben  ser  oídos  en  estos  expedientes,  se  dará  conocimiento 
al  que  haya  promovido  la  información  y  al  promotor  fiscal 
para  que  expongan  lo  conveniente. 

Art.  1349.  Unidos  al  expediente  los  escritos  que  se 
hayan  presentado,  los  remitirá  el  juez  en  la  forma  antes 
prevenida. 


TITULO  VII. 


TITULO  VI. 


DE   LAS   HABILITACIONES   PARA   COMPARECER   EN  JUICIO. 


DE   LAS   INFORMACIONES   PARA   DISPENSA   DE    LEY. 

Art.  1 335.  Será  juez  competente  para  recibir  las  infor- 
maciones que  tengan  por  objeto  una  dispensa  de  ley,  el 
del  domicilio  del  que  la  solicite. 

Art.  1336.  No  podrán  recibirse  estas  informaciones,  sino 
en  virtud  de  real  orden,  comunicada  al  juez  por  su  supe- 
rior correspondiente. 

Art.  1337.  Recibida  en  el  juzgado,  la  real  orden,  se  pro- 
cederá á  darle  cumplimiento,  haciendo  saber  al  que  la 
haya  obtenido,  de  la  información  que  se  requiera  sobre 
los  hechos  en  la  misma  real  orden  prevenidos. 

Art.  1338.  Estas  informaciones  se  recibirán  siempre 
ante  escribano  y  con  citación  del  promotor  fiscal. 

Art.  1339.  El  escribano  dará  fe  precisamente  de  cono- 
cer á  los  testigos.  Si  no  los  conociere,  exigirá  que  dos 
respondan  del  conocimiento  de  cada  uno  de  ellos,  y  sus- 
criban las  declaraciones  de  los  que  se  encuentren  en  este 
caso. 

Art.  1340.  Si  hubieren  de  compulsarse  documentos, 
será  indispensable  para  ello  la.  concurrencia  del  pro- 
motor. 

En  el  caso  de  no  compulsarse  íntegros,  deberá  el  pro- 
motor asegurar  bajo  su  firma  en  la  diligencia  que  se  ex- 
tienda, que  en  la  parte  que  se  omite,  no  hay  nada  con- 
trario á  lo  de  que  se  ponga  teslimonio,  ni  que  Jo  modi- 
fique. 

Art.  1341.  Dada  la  información,  se  entregará  al  pro- 
motor para  que  emita  por  escrito  su  juicio  sobre  ella. 

Art.  1342.  En  el  escrito  que  formule,  deberá  el  mismo 
promotor  consignar  explicitay  terminantemente  si  se  halla 


Art.  1350.  Es  juez  competente  para  conceder  habilita- 
ciones á  fin  de  comparecer  en  juicio,  el  del  domicilio  del 
que  lo  solicitare. 

Art.  1351.  Necesitan  habilitación  para  comparecer  en 
juicio  : 

El  hijo  de  familia  mayor,  ó  menor  de  edad,  y  la  mu- 
jer casada  que  se  encontraren  en  alguno  de  los  casos 
siguientes  : 

1°  Hallarse  el  padre  ó  marido  ausentes  sin  que  haya 
fundada  esperanza  de  su  próxima  vuelta. 

2°  Ignorarse  el  paradero  del  padre  ó  marido. 

3o  Negarse  el  padre,  ó  marido,  á  representar  en  juicio 
al  hijo  ó  mujer. 

Art.  1352.  Para  conceder  la  habilitación,  es  necesario 
concurra  alguna  de  las  circunstancias  siguientes  : 

1=  Ser  demandado  el  que  lo  solicitare. 

2a  Seguírsele  grave  perjuicio  de  no  promover  la  de- 
manda para  que  se  pida  la  habilitación. 

Fuera  de  estos  casos  no  podrá  otorgarse. 

Art.  1353.  Para  conceder  habilitación,  se  oirá  siempre 
al  promotor  fiscal  juzgado. 

Art.  1354.  Cuando  la  habilitación  se  conceda  á  un 
menor  de  edad,  se  le  proveerá  de  curador  para  pleitos  de 
la  manera  prevenida  en  esta  ley. 

Art.  1355.  En  el  auto  en  que  se  conceda  la  habilitación 
al  hijo  de  familia  ó  mujer  mayores  de  edad,  se  les  auto- 
rizará para  que  otorguen  poder  à  procurador,  y  se  les 
mandará  dar  testimonio  del  mismo  auto  para  que  ejecu- 
ten dicho  nombramiento. 

Art.  1356.  No  necesitan  de  habilitación  el  hijo,  ni  la 
mujer  casada,  para  litigar  con  su  padre  ó  marido. 


59 


Art.  1357.  Cuando  se  pidiere  la  habilitación,  por  ne- 
garse el  padre  ó  marido  á  representar  en  juicio  al  hijo  ó 
á  la  mujer  para  la  defensa  de  sus  derechos,  se  sustanciará 
la  demanda  en  via  ordinaria. 

Lo  mismo  sucederá,  cuando  antes  de  haberse  otorga- 
do la  que  se  haya  pedido  por  ausencia,  ó  ignorarse  el 
paradero  del  padre  ó  marido,  comparecieren  estos  opo- 
niéndose. 

Art.  1358.  Si  el  padre  ó  el  marido,  en  los  casos  de  au- 
sencia y  de  ignorarse  su  paradero,  comparecieren  después 
de  concedida  la  habilitación,  se  hará  contencioso  el  expe- 
diente, y  sustanciará  en  vía  ordinaria.  Mientras  se  sustan- 
cia debidamente,  seguirá  surtiendo  todos  sus  efectos  la 
habilitación. 


TITULO  VIII. 


DE  LAS  INFORMACIONES  PARA  PERPETUA  MEMORIA. 

Art.  1359.  Los  jueces  admitirán  y  harán  se  practiquen 
las  informaciones  que  ante  ellos  se  promovieren,  con  tal 
que  no  se  refieran  à  hechos  de  que  pueda  resultar  perjui- 
cio á  una  persona  conocida  y  determinada. 

Art.  1360.  Si  admitida  una  información,  y  estándose 
practicando,  se  formulare  oposición  á  ella,  se  sustanciará 
en  via  ordinaria. 

Art.  1361.  Para  admitir  toda  información  de  esta  clase 
se  oirá  al  promotor  fiscal  del  juzgado  en  que  se  promo- 
viere. 

Art.  1362.  Admitida  que  sea  la  información  serán  exa- 
minados los  testigos  que  se  presentaren,  dando  fe  el  escri- 
bano de  su  conocimiento. 

Art.  1 363.  Si  no  los  conociere  el  escribano,  se  exigirá 
que,  ó  traigan  un  documento  bastante  á  comprobar  la 
identidad  de  sus  personas,  ó  dos  testigos  que  aseguren 
conocerlos. 

Art.  1364.  Dada  la  información  se  pasará  al  promotor. 
Este  se  limitará  á  examinar  las  cualidades  de  los  testi- 
gos, y  si  se  ha  acreditado  su  conocimiento  en  la  forma 
que  queda  prevenida,  y  consta  la  identidad  de  sus  per- 
sonas. 

Art.  1365.  Devuelto  el  expediente  por  el  promotor  fis- 
cal, y  hallándose  conforme,  en  que  se  apruebe  la  infor- 
mación, la  aprobará  el  juez,  si  lo  estimare  procedente, 
mandando  que  se  protocolice  en  el  registro  de  un  escri- 
bano público  de  la  cabeza  del  partido  judicial,  y  que  se 
den  de  ella  los  testimonios  que  pidiere  el  que  lo  haya  pro- 
movido. 

Art.  1366.  Si  el  promotor  fiscal  opusiere  algunos  repa- 
ros, hasta  que  se  hayan  subsanado,  caso  de  ser  proceden- 
tes, no  podrá  dictarse  el  auto  de  aprobación. 


TITULO  IX. 

DEL    SUPLEMENTO   DEL   CONSENTIMIENTO    DE    LOS    PADRES 
Ó    CURADORES   PARA    CONTRAER    MATRIMONIO. 

Art.  4367.  En  los  casos  en  que  con  arreglo  á  las  leyes 
la  autoridad  judicial  deba  dar  su  licencia  á  un  menor  para 
contraer  matrimonio,  deberá  acreditarse,  previa  y  cum- 
plidamente por  el  que  la  solicitare,  hallarse  en  alguno  de 
los  tres  casos  siguientes  : 

Io  No  tener  padre,  madre  ni  curador. 

2°  Hallarse  los  mismos  en  paises  con  los  cuales  sea  pre- 


ciso invertir  mas  de  un  año,  para  comunicarse  y  obtener 
respuesta. 

3a  Ignorarse  el  paradero  del  padre,  madre  ó  curador. 

Fuera  de  estos  tres  casos,  el  juez  no  podrá  otorgar  la 
licencia. 

Art.  1368.  Acreditado  hallarse  en  cualquiera  de  dichos 
casos  el  que  pidiere  la  licencia,  el  juez,  previos  los  in- 
formes ydatos  que  reunirá,  y  resultando  de  ellos  no  ha- 
ber obstáculo  que  legalmente  pueda  impedir  el  matri- 
monio, otorgará  su  licencia,  ó  la  denegará  si  estimare 
haberlo. 

Art.  1369.  La  providencia  que  diclare  denegando  la 
licencia,  es  apelable  libremente  para  ante  la  Audiencia 
del  territorio. 

Art.  1370.  Si  antes  de  darse  la  licencia  se  presentaren 
el  padre,  madre  ó  curador  del  que  la  haya  pedido,  se  so- 
breseerá inmediatamente  en  el  expediente. 

Art.  1371.  Si  después  de  dada  la  licencia,  pero  antes 
de  ejecutarse  el  matrimonio,  se  presentaren  el  padre,  ma- 
dre ó  curador,  el  juez  la  anulará,  y  la  recogerá  para  que 
no  produzca  ningún  efecto. 

Art.  1372.  Lo  prevenido  en  los  artículos  anteriores  ten- 
drá asimismo  lugar,  si  antes  de  darse  la  licencia,  ó  des- 
pués de  dada,  con  tal  que  sea  antes  de  la  celebración  del 
matrimonio,  se  supiere  del  paradero  del  padre,  madre  ó 
curador. 

Art.  1373.  Cualesquiera  cuestiones  que  se  susciten  en 
estos  expedientes,  se  sustanciarán  en  los  términos  preve- 
nidos en  esta  ley,  según  su  índole  y  naturaleza  ;  termi- 
nando, desde  el  momento  en  que  se  promuevan,  la  juris- 
dicción voluntaria  del  juez. 


TITULO  X. 


DE   LAS    SUBASTAS   VOLUNTARIAS. 

Art.  1374.  Para  anunciar  cualquier  subasta  judíeial  de- 
berá acreditarse  por  el  que  la  solicite  : 

Io  Que  le  pertenece  lo  que  sea  objeto  de  ella. 

2o  Que  se  halla  en  la  libre  administración  de  sus  bie- 
nes. 

Art.  1375.  Acreditados  los  extremos  indicados  en  el 
artículo  anterior,  el  juez  accederá  al  anuncio  de  la  subasta 
en  la  forma  y  bajo  las  condiciones  que  propusiere  el  que 
la  haya  solicitado. 

Art.  1376.  Si  no  hubiere  postor  en  el  primer  remate, 
podrá  anunciarse  nueva  subasta,  con  prevención  de  que 
en  el  segundo  remate  se  admitirán  las  posturas  que  lleguen 
al  límite,  que  deberá  previamente  fijar  el  que  aspirare  á 
la  venta. 

Art.  1377.  En  este  segundo  remate  será  obligatorio 
admitir  Jas  posturas  que  se  hayan  hecho  dentro  del  límite 
fijado. 

Art.  1378.  Si  en  este  segundo  remate  no  hubiere  pos- 
tor, el  interesado  quedará  en  libertad  para  hacer  lo  que 
crea  mas  conveniente  ;  sin  que  pueda  accederse  á  tercera 
subasta. 

Art.  1379.  Cualesquiera  cuestiones  que,  ya  entre  el  que 
haya  promovido  la  subasta  y  los  postores,  ya  entre  el 
mismo  y  terceros  interesados,  y  entre  los  postores  se  sus- 
citen, se  sustanciarán  en  la  forma  que  corresponda,  con 
arreglo  á  las  prescripciones  de  esta  ley,  y  según  su  índole 
y  naturaleza. 
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TITULO  XI. 


TITULO  XII. 


DEL  MODO  DE  ELEVAR  A  ESCRITURA  PUBLICA  EL  TES- 
TAMENTO HECHO  DE  PALABRA. 

Art.  1380.  A  instancia  de  parte  legítima  podrá  elevarse 
a  escritura  pública  el  testamento  hecho  de  palabra. 

Art.  1381.  Se  entiende  ser  parte  legítima  para  los  efec- 
tos del  artículo  anterior  : 

1°  El  que  tuviere  interés  en  el  testamento. 

2°  El  que  hubiere  recibido  en  él  cualquier  encargo  del 
testador. 

3o  El  que  con  arreglo  á  las  leyes  pueda  representar  sin 
poder  á  cualquiera  de  los  que  se  encuentren  en  los  casos 
que  se  expresan  en  los  párrafos  anteriores. 

Art.  1382.  Hecha  la  solicitud,  se  señalarán  dia  y  hora 
para  el  examen  de  los  testigos  y  del  escribano,  si  hubiere 
concurrido  al  otorgamiento. 

Art.  1383.  Los  testigos  y  el  escribano  en  su  caso  serán 
examinados  separadamente,  y  de  modo  que  no  tengan 
conocimiento  de  lo  declarado  por  los  que  les  hayan  pre- 
cedido. 

Art.  1 384.  El  escribano  ante  quien  se  practicaren  es- 
tas actuaciones  dará  precisamente  fe  de  conocer  á  los  tes- 
tigos. 

En  los  casos  en  que  no  los  conozca,  exigirá  la  presen- 
tación de  los  testigos  de  conocimiento,  los  cuales  suscri- 
birán las  declaraciones  de  los  que  se  encuentren  en  este 
caso. 

Art.  1385.  También  deberá  acreditarse,  si  no  constare 
por  notoriedad,  la  calidad  del  escribano  del  otorgamiento 
en  los  casos  en  que  hubiere  concurrido. 

Art.  1386.  Cuidará  el  juez  bajo  su  responsabilidad  de 
que  se  expresen  en  las  declaraciones  la  edad  de  los  testi- 
gos, y  el  lugar  en  que  tuvieren  su  vecindad  al  otorgarse  el 
estamento. 

Art.  1387.  Resultando  de  las  declaraciones  clara  y  ter- 
minantemente : 

1°  El  propósito  deliberado  que  tuviere  el  testador  de  ha- 
cer su  última  disposición. 

2o  La  institución  de  heredero  ó  el  destino  que  el  mismo 
diera  á  todos  sus  bienes  ó  parte  de  ellos. 

3o  Que  los  testigos  y  el  escribano  en  su  caso  han 
oido  de  boca  del  testador-,  y  en  un  solo  acto,  su  dispo- 
sición. 

4o  Que  los  testigos  son  los  que  exige  la  ley,  y  reúnen  tas 
cualidades  que  la  misma  establece. 

El  juez  declarará  testamento  lo  que  de  dichas  decla- 
raciones resulte  con  la  cualidad  de  sin  perjuicio  de 
tercero,  y  mandará  protocolizar  al  expediente  eii  el  regis- 
tro de  una  escribanía  pública,  que  designará  al  efecto. 

Art.  1388.  Será  preferida  para  la  protocolización  de  todo 
testamento  hecho  de  palabra  y  que  se  eleve  á  escritura 
publica,  la  escribanía  del  lugar  en  que  tuviere  su  domi- 
cilio el  testador. 

Si  hubiere  varias,  se  hará  en  la  que  designe  el  juez. 

Art.  4  389.  No  habiendo  escribana  público  en  el  lugar 
del  domicilio  del  testador,  tendrá  lugar  la  protocolización 
en  la  escribanía  de  la  cabeza  de  partido  que  el  juez  de- 
terminare, . 


DE    LA   APERTURA   DE    TESTAMENTOS    CERRADOS, 

Art  1390.  Luego  que  se  presentare  ante  cualquier  juez 
un  testamento  cerrado,  hará  que  se  extienda  por  el  escri- 
bano diligencia  expresiva  de  su  estado,  firmándola  la 
persona  que  haya  hecho  la  presentación. 

Art.  1391.  En  dicha  diligencia  se  expresará  cómo  se 
han  encontrado  su  cubierta  y  sus  sellos  y  las  demás  cir- 
cunstancias que  se  noten  y  puedan  dar  a  conocer  el  es- 
tado del  pliego  que  lo  contenga  y  se  haya  presentado. 

Art.  1392.  Hecho  lo  que  queda  prevenido  en  el  artícu- 
lo anterior,  dispondrá  que  se  cite  para  el  dia  siguiente, 
ó  antes  si  es  posible,  al  escribano  y  testigos  que  firmen  en 
su  cubierta,  á  fin  de  hacer  ante  ellos  la  solemne  apertura 
del  pliego. 

Art.  1393.  Si  alguno,  ó  algunos,  de  los  testigos  hubie- 
ren fallecido,  ó  se  hallaren  ausentes,  serán  abonados, 
examinándose  dos  testigos  que  conozcan  las  firmas  de 
ellos  y  aseguren  Ja  semejanza  de  las  del  pliego  con  las  le- 
gítimas. 

Art.  1394  Si  el  escribano  hubiere  fallecido,  ó  se  hallare 
ausente,  será  también  abonado  de  la  manera  prevenida 
en  el  artículo  anterior. 

El  juez  y  escribano  ante  quien  se  instruya  el  expediente 
cotejaran  su  signo  con  otros  del  mismo  que  sean  indubi- 
tados, cuando  esto  pueda  verificarse. 

Art.  1395.  Tanto  el  escribano  como  los  testigos,  si  es- 
tán presentes,  reconocerán  sus  firmas,  expresando  bajo 
juramento  si  son  de  su  puño  y  letra. 

También  expresarán  con  igual  solemnidad,  si  vieron 
poner  las  firmas  de  los  que  hayan  fallecido,  ó  ésten  au- 
sentes, y  las  tienen  por  legítimas. 

Poniéndoseles  el  pliego  de  manifiesto  y  permitiéndose 
Jo  reconozcan  previamente,  expresarán  igualmente  si  lo 
encuentran  en  el  mismo  estado  en  que  se  hallara  cuando 
firmaron  su  carpeta. 

Art.  1396.  Hecho  todo  Jo  que  queda  prevenido  en  los 
artículos  precedentes,  se  abrirá  el  pliego  por  el  juez  ante 
los  escribanos  y  testigos,  y  la  persona  que  lo  hubiere  pre- 
sentado, leyéndose  el  testamento  que  contenga  en  presen- 
cia de  todos  ellos. 

Art.  1397.  Verificada  la  lectura,  se  dictará  providencia, 
mandando  protocolizar  el  testamento  con  todas  las  diligen- 
cias originales  de  su  apertura,  dándose  á  la  persona  que 
lo  haya  presentado  testimonio  de  la  expresada  providencia 
para  su  resguardo. 

Art.  1398.  Si  hubiere  memoria  testamentaria  se  exten- 
derá diligencia  expresiva  de  la  persona  que  la  haya  pre- 
sentado, o*en  poder  de  quien  haya  sido  hallada,  de  su  es- 
tado, y  de  si  hay  en  ella  las  señales  que  en  el  testamento 
se  hayan  consignado  para  darla  á  conocer. 

Art.  1399.  HaJlándose  en  la  memoria  las  señales  referi- 
das en  el  articulo  anterior,  se  mandara  protocolizar  junta- 
mente con  el  testamento. 

Art.  Í400.  La  protocolización  de  los  testamentos  cerra- 
dos y  memorias,  se  hará  precisamente  en  el  registro  del 
escribano  que  haya  autorizado  el  otorgamiento  de  los  pri- 
meros, siempre  que  sea  posible. 

Caso  de  no  serlo  por  cualquier  causa,  en  la  escribanía 
que  designe  el  juez  de  las  del  lugar  del  domicilio  del  tes- 
tador. 
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TITULO  XIII. 

DE    LA   VENTA   DE   BIENES   DE    MENORES   É    INCAPACITA- 
DOS,   Y   TRANSACCIÓN   SOBRE    SUS   DERECHOS. 

Art.  140*.  Será  necesaria  licencia  judicial  para  la  venta 
de  bienes  de  menores  é  incapacitados  que  corresponda  á 
las  clases  siguientes  : 

I»  Bienes  raíces. 

2a  Derechos  de  toda  clase. 

3a  Alhajas  de  plata,  oro  y  piedras  preciosas. 

4a  Bienes  inmuebles,  y  Jos  muebles  ó  semovientes  de 
valor,  que  puedan  conservarse  sin  menoscabo. 

Art.  1402.  Para  decretar  la  venta  de  bienes  de  menores 
é  incapacitados,  se  necesita  : 

Ia  Que  la  pida  por  escrito  el  tutor  del  menor,  ó  este 
asistido  de  su  curador. 

2o  Que  se  expresen  el  motivo  de  la  enajenación  y  el  ob- 
jeto á  que  deba  aplicarse  la  suma  que  se  obtenga. 

3o  Que  justifiquen  la  necesidad  ó  utilidad  de  la  enaje- 
nación. 

4°  Que  se  oiga  sobre  ello  al  curador  para  pleitos  del  me- 
nor, si  lo  tuviere  nombrado  con  anterioridad,  y  en  su  de- 
fecto al  promotor  fiscal  del  juzgado. 

Art.  1403.  Dada  la  justificación  y  evacuada  la  audien- 
cia de  curador  ó  promotor  en  su  caso,  el  juez  traerá  los 
autos  á  la  vista,  y  otorgará  ó  negará  la  autorización  para 
la  venta. 

Art.  1404.  La  providencia  que  sobre  la  autorización  se 
dictare,  es  apelable  en  ambos  efectos. 

Art.  1405.  La  autorización  se  concederá  en  todo  caso 
bajo  la  condición  de  haberse  de  ejecutar  la  venta  en  pú- 
blica subasta  y  previo  avalúo,  si  se  tratare  de  bienes  in- 
muebles. 

Art.  1406.  El  nombramiento  de  peritos  para  el  avalúo 
se  hará  siempre  por  el  juez.  En  el  remate  no  podrá  ha- 
cerse baja  ninguna  del  valor  que  los  peritos  hayan  dado 
á  lo  que  se  trate  de  vender. 

Art.  1407.  Si  no  hubiere  postor  en  la  primera  subasta, 
podrá  verificarse  nuevo  avalúo  y  abrirse  segundo  remate. 
Lo  mismo  se  hará  si  en  esta  segunda  subasta  ó  cuales- 
quiera otras  que  puedan  hacerse,  no  se  presentaren  tam- 
poco lidiadores. 


Art.  1408.  Si  se  tratare  de  bienes  que  no  sean  inmue- 
bles, deberá  ejecutarse  la  venta  de  ellos  con  las  solemni- 
dades posibles  y  que  sean  de  costumbre  en  la  localidad  en 
que  haya  de  verificarse. 

Art.  1409.  Hecha  la  venta,  cuidará  el  juez  bajo  su  res- 
ponsabilidad de  que  se  dé  al  precio  que  se  haya  obte- 
nido la  aplicación  indicada  al  solicitar  la  autorización 
para  ella . 

Art.  1410.  El  precio  se  entregará,  mientras  se  le  da  la 
aplicación  correspondiente,  al  tutor  ó  curador,  si  estu- 
vieron relevados  de  fianza,  ó  si  las  que  tengan  prestadas 
son  suficientes  para  responder  de  él. 

En  otro  caso  se  depositarán  en  el  establecimiento  pú« 
blico  en  que  deban  constituirse  los  depósitos  judiciales. 

Art.  1 41 1 .  Para  conceder  autorización  á  fin  de  transi- 
gir sobre  derechos  de  menores,  ó  incapacitados,  se  ne- 
cesitan los  mismos  requisitos  establecidos  en  el  artí- 
culo 1402. 

Art.  1412.  Para  la  justificación  de  la  necesidad  ó  utili- 
dad de  la  transacción,  deberá  oirse  á  lo  menos  la  opinion 
de  tres  letrados  en  ejercicio  de  su  profesión,  á  los  cua- 
les se  pasarán  previamente  todos  los  antecedentes  nece- 
sarios para  que  puedan  formar  su  juicio  y  emitir  su  dic- 
tamen con  el  debido  conocimiento. 

Art.  1413.  Estimando  el  juez  bastantemente  acreditadas 
la  necesidad  ó  utilidad  de  la  transacción,  otorgara  la  au- 
torización para  hacerla,  facilitando  al  tutor  ó  curador, 
testimonio  de  su  providencia  para  acreditarla  debida- 
mente. 

Si  no  estimare  suficiente  la  justificación  hecha,  podrá 
denegarla.  La  providencia  que  dictare  es  en  todo  caso 
apelable  libremente  y  en  ambos  efectos. 


DISPOSIONES  FINALES. 

Art.  1414.  Todos  los  jueces  y  tribunales,  cualquiera  que 
sea  su  fuero,  que  no  tengan  ley  especial  para  sus  proce- 
dimientos, los  arreglarán,  en  los  pleitos  y  negocios  civiles 
de  que  conozcan,  á  las  disposiciones  que  anteceden. 

Art.  141-5.  Quedan  derogadas  todas  las  leyes,  reales  decre- 
tos, reglamentos,  órdenes  y  fueros  en  que  se  hayan  dic- 
tado reglas  para  el  enjuiciamiento  civil. 

Aprobado  por  S.  M.  — Madrid  5  de  Octubre  de  1855.  — 
Manuel  de  la  fuente  Andrés. 
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